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CALUMNIA
Pena, 	
CANTIDAD
Mayor	de	la	autorizada,	en	circulación	de	obra, 	
Modificación	o	alteración	en	producto	de	primera	necesidad, 	
CASINO
Funcionamiento	ilegal	de	juegos	de	casino, 	
CAUCIÓN
Delito	tributario, 	
Devolución, 	
Económica	o	juratoria, 	
Pérdida, 	
CAUSALES
Que	eximen	o	atenúan	la	responsabilidad	penal, 	
CELDAS
Registro, 	
CERTIFICADO	MÉDICO
Falso, 	
CHANTAJE
Tipo, 	
CHEQUE
Libramiento	indebido, 	
CIRCULACIÓN
De	moneda	diferente	a	la	determinada	por	ley, 	
De	producción	ilícita, 	
Productos	nocivos, 	
CITACIONES
A	la	parte	civil, 	
Al	Ministerio	Público, 	
Al	querellado, 	
De	testigos, 	
COACCIÓN
Delito	contra	la	libertad	personal, 	
En	elector, 	
En	funcionario, 	
En	un	medio	de	transporte, 	
COLABORACIÓN	EFICAZ
Beneficios, 	
COMERCIALIZACIÓN
De	desechos	industriales, 	
De	materia	prima	o	insumos, 	
COMPARECENCIA
Mandato	de, 	
Revocatoria, 	
COMPARENDO
En	la	querella, 	
COMPETENCIA
De	la	corte	suprema, 	
De	fuero	común, 	
De	juez	de	paz, 	
De	tribunales	correccionales, 	
De	tribunales	especiales	o	privativos, 	
Declinatoria, 	
Dirimencia	de	o	de	jurisdicción, 	
CÓMPLICE
Participación, 	
COMUNICACIONES
Del	interno, 	
Del	interno	con	su	abogado, 	
Publicación	indebida, 	
Violación, 	
Violación	por	funcionario	público, 	
CONCIERTO
Hurto, 	
Robo, 	
CONCURSO
De	leyes	penales, 	
Público	de	precios, 	
Real	de	delitos, 	
Ideal	de	delitos, 	
CONDENA
Cumplimiento, 	
CONDENA	CONDICIONAL
Incumplimiento	de	reglas	de	conducta, 	
Reglas	de	conducta, 	
Revocación, 	
CONDUCCIÓN	DE	VEHÍCULOS
En	estado	de	ebriedad, 	
CONEXIÓN	DE	DELITOS
Competencia	en	caso	de, 	
Existencia, 	
CONFESIÓN
Del	acusado, 	
Efectos	de	la, 	
CONFRONTACIÓN
De	inculpado	contra	testigo	en	instructiva, 	
Prohibición, 	
CONSENTIMIENTO
De	mujer	para	el	aborto, 	
CONSPIRACIÓN
Estado	extranjero, 	
Los	poderes	del	Estado, 	
CONTABILIDAD	PARALELA
Fraude, 	
CONTAMINACIÓN
Aguas	y	de	ambiente, 	
De	sustancias	alimenticias	o	medicinales, 	
CONTUMACIA
Precisión, 	
CONTROL
De	sustancias	químicas, 	
De	armas	y	explosivos, 	
Judicial, 	
CONVERSIÓN
Dinero	proveniente	de	narcotráfico, 	
Pena	de	multa, 	
Pena	privativa	de	libertad, 	
CORRESPONDENCIA
Del	inculpado, 	
Transcripción, 	
CORRUPCIÓN	DE	FUNCIONARIOS
Aceptación, 	
Activa, 	
Aprovechamiento	de	cargo, 	
De	magistrados, 	
Decomiso	de	donativos, 	
Pasiva	impropia, 	
Pasiva	propia, 	
COSA	JUZGADA
Excepción, 	
Extinción	de	la	acción	penal, 	
Sentencia	firme, 	
CRITERIOS
Para	fijar	la	pena, 	
CUMPLIMIENTO
De	penas	accesorias, 	
D
DAÑOS
Bienes	artísticos	culturales	y	científicos, 	
En	alimentos, 	
Reclamado	por	parte	civil, 	
DEBATES
Cuestiones	sometidas	a	los, 	
Periciales, 	
DECLARACIÓN
De	instructiva 	
De	preventiva 	
De	testigos 	
DEFENSA
De	bienes	jurídicos	propios,	como	eximente	de	responsabilidad	penal, 	
De	la	nación,	actos	contrarios	a	ella, 	
DEFENSORES
De	inculpado	ausente, 	
De	oficio, 	
Juramento, 	
Obligaciones, 	
DEFRAUDACIÓN
De	rentas	de	aduanas, 	
Firma	en	blanco, 	
Funcionarios	públicos, 	
Tributaria, 	
DEFUNCIONES
Inscripción, 	
DELITO
Aduanero, 	
Ambiental, 	
Cometidos	en	ferrovías	o	barcos, 	
Cometidos	por	extranjeros, 	
Cometidos	por	nacionales	en	el	extranjero, 	
Conexos, 	
Continuado, 	
Contra	el	honor	sexual, 	
De	comisión	inmediata, 	
Doloso	y	culposo, 	
Imposible, 	
Tributario, 	
DENUNCIA
Calificación, 	
Legitimidad	para	efectuar, 	
Y	recompensas, 	
DEPREDACIÓN
De	yacimiento	arqueológico, 	
Flora	y/o	fauna, 	
Recursos	forestales, 	
DERECHO	DE	MARCAS
Propiedad	industrial, 	
DESISTIMIENTO
Tentativa, 	
DESTRUCCIÓN
Bienes	culturales, 	
De	bienes, 	
Documentos, 	
Zonas	vegetales, 	
DETENCIÓN
Apelación	de	mandato, 	
Duración	de	la	detención	provisional, 	
DICTAMEN	FISCAL
Al	término	de	la	instrucción, 	
Contenido, 	
Provincial, 	
Supremo, 	
DICTAMEN	PERICIAL
Entrega	y	ratificación	de, 	
DIFAMACIÓN
Delitos	contra	el	honor, 	
Encubierta, 	
DIVISAS
Desvío	del	destino, 	
Emisión	ilegal, 	
DOCUMENTO
Exhibición	e	incautación	de, 	
Falsificado, 	
Falso	por	médico, 	
Lectura	de, 	
Ocultación	o	destrucción	de, 	
Penalidad	por	usarlo, 	
DOMICILIO
Violación, 	
DROGAS
Coacción	al	consumo, 	
Dosis	personal, 	
Expendio	ilegal, 	
Instigación	al	consumo, 	
Lavado	de	dinero, 	
Pequeña	cantidad, 	
Siembra, 	
E
ECONÓMICO
Orden, 	
EDICIÓN
Ilegal	de	obra, 	
Venta	o	distribución, 	
EDICTOS
Para	ausentes, 	
EDUCACIÓN
Capacitación, 5
Promoción	en	el	interno, 	
EFECTOS	DEL	DELITO
Presentación	de	los, 	
EJERCICIO	DE	DERECHO	POLÍTICO
Impedimentos	por	amenaza, 	
Mediante	dádivas	o	regalos, 	
Perturbación, 	
Suplantación, 	
EJERCICIO	ILEGAL
De	la	medicina, 	
De	la	profesión, 	
EMBARGO
A	tercero	civil, 	
Formas	de, 	
Levantamiento	del, 	
Preventivo, 	
Señalamiento	del	bien	libre, 	
ENCUBRIMIENTO
Participación	en, 	
Personal, 	
Real, 	
ENFERMEDAD
Contagiosa	o	peligrosa, 	
ENSAMBLADO
Comercialización	y	utilización	de	“búses	camión” 	
ENRIQUECIMIENTO	ILÍCITO
Funcionarios	públicos, 	
ERROR
Cultural, 	
De	prohibición, 	
De	tipo, 	
ESPECULACIÓN
Agravantes, 	
Tipo, 	
ESPIONAJE
Estado	extranjero, 	
Estado	y	defensa	nacional, 	
ESTABLECIMIENTO
Abiertos, 	
Cerrados, 	
Clases: 	
—de	mujeres, 	
—de	procesados, 	
—de	sentenciados, 	
Semiabiertos, 	
ESTADO	CIVIL
Falso, 	
Fingimiento	de	embarazo, 	
Supresión	o	alteración, 	
ESTADO	DE	NECESIDAD
De	necesidad	justificante, 	
Inculpabilidad, 	
ESTAFA
Otras	defraudaciones, 	
Tipo, 	
EUTANASIA
Tipo, 	
EXAMEN
De	la	parte	civil, 	
De	la	prueba	instrumental, 	
De	testigo	enfermo, 	
Pericial	de	acusados	y	testigos, 	
EXCARCELACIÓN
Concepto, 	
EXCEPCIONES
Clases, 	
EXCUSA	ABSOLUTORIA
Delitos	contra	el	patrimonio, 	
EXENCIÓN	DE	PENA
Delito	tributario, 	
Facultad	del	juez, 	
Función	jurisdiccional, 	
Poderes	del	Estado, 	
EXHIBICIONES	OBSCENAS
Ofensas	al	pudor	público, 	
EXHORTOS
Para	declaración	de	testigos, 	
Por	teléfono, 	
EXIMENTES
Causas	de	justificación	y	de	exculpación, 	
Ejercicio	de	un	derecho, 	
Estado	de	necesidad, 	
Fuerza	física	irresistible,	incapacidad	absoluta, 	
Inimputabilidad	absoluta,	legítima	defensa, 	
Miedo	insuperable, 	
Orden	obligatoria, 	
EXPEDIENTE
De	identificación, 	
EXPLOSIVOS
Contrabando, 	
Empleo	de, 	
Tipo, 	
EXPLOTACIÓN
Deshonesta	de	ganancia, 	
EXPOSICIÓN	DE	PERSONAS	A	PELIGRO
Omisión	de	auxilio, 	
Omisión	de	socorro, 	
Tipo, 	
EXTINCIÓN
Acción	penal, 	
De	la	ejecución	de	la	pena, 	
EXTORSIÓN
Circunstancias	agravantes, 	
Tipo, 	
EXTRADICIÓN
De	extranjero, 	
Extraditables, 	
Activa, 	
Pasiva, 	
Inadmisibilidad, 	
Refugiado, 	
Revocación, 	
Solicitud, 	
Traslado	activo	de	condenados, 	
Traslado	pasivo	de	condenados, 	
EXTRATERRITORIALIDAD
Ley	penal, 	
F
FÁBRICA
De	drogas	tóxicas, 	
De	explosivos, 	
Indebida	de	moneda, 	
FABRICACIÓN	Y	FALSIFICACIÓN	DE	MONEDAS
Delitos	monetarios, 	
Emisión	ilegal, 	
FALSEDAD
Circulación	de	moneda, 	
Denuncia, 	
Documento, 	
En	juicio, 	
En	los	reportes	de	pesca, 	
Ideológica, 	
Sellos	y	timbres	oficiales, 	
Títulos, 	
FALSIFICACIÓN
Certificado	médico, 	
Documentos, 	
Inscripción	de	elector, 	
Marcas, 	
Moneda, 	
Sellos, 	
Timbres	o	estampillas, 	
FALTAS
Competencia	en, 	
Contra	el	patrimonio, 	
Contra	la	persona, 	
Contra	la	seguridad	pública, 	
Contra	la	tranquilidad	pública, 	
Contra	las	buenas	costumbres, 	
Disciplinarias	del	interno, 	
Disposiciones	fundamentales, 	
Graves	del	interno, 	
FAMILIA
Delitos	contra	ella, 	
FIANZA
Cancelación	de, 	
Personal, 	
FIDELIDAD
De	preguntas	y	respuestas, 	
FISCAL
Conferencia	con	el	inculpado, 	
Impedimento	de	recusación, 	
FISCAL	PROVINCIAL
Contenido	de	sus	dictámenes, 	
Dictamen	en	la	libertad	provisional, 	
FISCAL	SUPERIOR
Casos	en	que	dictamina, 	
Contenido	de	la	acusación,	plazos, 	
Reemplazo	en	audiencias, 	
FRAUDE
Acreedores, 	
Contabilidad	paralela, 	
Electoral, 	
Personas	jurídicas, 	
Procesal, 	
FRONTERAS
Destrucción	de	señales, 	
FUERZAS	ARMADAS
Pena	accesoria, 	
Rebelión	sedición	o	motín, 	
FUGA
Fuga, 	
FUNCIONARIO	PÚBLICO
Abuso	de	autoridad, 	
Aprovechamiento	de	cargo, 	
Autoriza	matrimonio	ilegal, 	
Colusión, 	
Concusión, 	
Corrupción	a	magistrados, 	
Corrupción	de	juez,	árbitro	y	fiscal, 	
Corrupción	pasiva	impropia, 	
Enriquecimiento	ilícito, 	
Entrega	de	bienes, 	
Exacciones	ilegales, 	
Impedimento	o	cumplimiento	de	mandatos, 	
Incumplimiento	de	deberes, 	
Malversación	de	fondos, 	
Nombramiento	ilegal, 	
Omisión	a	prestar	auxilio, 	
Tráfico	de	influencias, 	
Violación	de	la	intimidad-funcionario, 	
Violación	de	la	libertad	de	reunión, 	
G
GENERALES	DE	LEY
De	los	inculpados, 	
De	los	testigos, 	
GENOCIDIO
Tipo, 	
GESTACIÓN
Estado	de	abandono, 	
Fingimiento, 	
H
HÁBEAS	CORPUS
Competencia, 	
Demanda, 	
Procedencia, 	
Procedimiento, 	
Recurso	de	apelación, 	
Trámite, 	
HABITUALIDAD
Alcances, 	
Individualización	de	la	pena, 	
Mandato	de	detención, 	
Proporcionalidad, 	
HECHO	PUNIBLE
Acción	u	omisión, 	
Causas	eximentes	por	cultura	o	por	costumbres, 	
Cómplice, 	
Culpabilidad, 	
Dolosos	o	culposos, 	
Ley	temporal, 	
Lugar	de	comisión, 	
Momento	de	comisión, 	
Omisión, 	
HECHOS
Reconstrucción	de, 	
HOMICIDIO
Agravado	o	calificado, 	
Culposo, 	
En	estado	puerperal, 	
Eutanasia, 	
Infanticidio, 	
Instigación	al	suicidio, 	
Parricidio, 	
Piadoso, 	
Por	emoción	violenta, 	
Por	piedad, 	
Prohibiciones	en	caso	de	homicidio	doloso, 	
Simple, 	
HOMONIMIA
Competencia, 	
Intervención	policial, 	
Ficha	única	de	inscripción 	
Procedimiento, 	
Pruebas, 	
HONORARIOS
De	los	peritos, 	
HURTO
Agravado, 	
De	uso	de	semovientes, 	
De	uso, 	
Faltas, 	
I
IDENTIFICACIÓN	DE	CULPABLES
Medios	para, 	
IMPARCIALIDAD	DEL	JUEZ
Duda	en	la, 	
IMPEDIMENTOS
Ejercer	sufragio, 	
Proceso	electoral, 	
IMPORTACIÓN
De	productos, 	
INCENDIO
Agravante, 	
Delito	de	peligro	común, 	
INCESTO
Ámbito, 	
INCIDENTES
Tramitación	de, 	
INCOMUNICACIÓN
Del	inculpado, 	
INCULPADO
Ausente, 	
Enajenado	mental, 	
Identificación, 	
Libertad	incondicional, 	
Modo	de	preguntarle, 	
Silencio, 	
INCUMPLIMIENTO	DE	REGLAS	DE	CONDUCTA
Condena	condicional, 	
Reserva	del	fallo	condenatorio, 	
INDEMNIZACIÓN
A	testigos, 	
De	los	daños, 	
INDUSTRIAL
Diseño	usado	como	propio, 	
Reproducción	indebida, 	
Reproducción	sin	autorización, 	
INHIBICIÓN
De	oficio, 	
Por	falta	de	competencia, 	
INICIACIÓN
Prescripción	de	la	acción	penal, 	
Prescripción	de	la	pena, 	
INJURIA
Comunicación	social, 	
Delito	contra	el	honor, 	
Encubierta, 	
Recíprocas, 	
INSPECCIÓN	OCULAR
Procedencia	y	forma, 	
INSTIGACIÓN
Al	consumo	de	drogas, 	
Al	delito, 	
Tipo, 	
INSTRUCCIÓN
Ampliación	de	la, 	
Carácter	reservado, 	
Conclusión,	inicio	o	apertura, 	
Objeto, 	
Plazo, 	
INSTRUCTIVA
Actos	vedados	para, 	
Concurrencia	autorizada	en, 	
Plazo	para	comienzo	de, 	
Plazo	para	término, 	
Preguntas	obligatorias, 	
Puesta	a	disposición	del	inculpado, 	
Silencio	del	inculpado, 	
Técnica	de	interrogatorio	durante, 	
Transcripción	de	respuestas, 	
INTEGRIDAD	TERRITORIAL
Del	territorio	nacional, 	
Límites, 	
Provocación	de	guerra, 	
Sometimiento, 	
INTERNACIÓN
Duración, 	
Imputable	relativo, 	
Medida	de	seguridad, 	
Toxicómano, 	
INTERNO
Concepto 	
Criterios	para	la	separación, 	
Derechos	y	deberes, 	
Dignidad	del, 	
Disciplina, 	
Goce	de	derechos, 	
Obligaciones, 	
Otorgamiento	de	libertad, 	
Visitas	y	comunicaciones, 	
INTERROGATORIO
De	los	acusados, 	
De	los	testigos, 	
Escritos, 	
Silencio	del	acusado, 	
INTERVENCIÓN	TELEFÓNICA
Violación	del	secreto	de	las	comunicaciones, 	
INTIMIDAD
Circunstancias, 	
Revelación	de	aspectos, 	
J
JUEZ
Ad	hoc, 	
		De	paz, 	
Instructor, 	
Nombramiento, 	
Prevaricato, 	
JUEGOS	DE	CASINO
Funcionamiento	ilegal	de	juegos	de	casino, 	
JUICIO	ORAL
Asistencia	de	peritos	y	testigos, 	
Comparecencia	del	acusado, 	
Intervención	del	Ministerio	Público, 	
Publicidad	de	audiencias, 	
Suspensión, 	
JURAMENTO
De	defensores, 	
De	menores, 	
De	peritos, 	
De	testigos, 	
JURISDICCIÓN
De	la	ley	penal, 	
Especial, 	
L
LABORATORIOS
Peritajes	policiales, 	
LAVADO	DE	DINERO
Actos	de	conversión	y	transferencia, 	
Actos	de	ocultamiento	y	tenencia, 	
Prohibición	de	beneficios	penitenciarios, 	
Tráfico	ilícito	de	drogas,	ley	penal	contra	el	lavado	de	activos, 	
LECTURA
De	acusación, 	
De	escritos, 	
De	pruebas, 	
LESIONES
Al	concebido, 	
Culposas, 	
Faltas, 	
Graves, 	
Leves, 	
LEY
De	lucha	contra	el	narcotráfico, 	
Extraterritorialidad, 	
LIBERACIÓN	CONDICIONAL
Expediente, 	
Inaplicabilidad, 	
Procedencia, 	
Procedimiento, 	
Requisitos, 	
Revocación, 	
LIBERTAD
Incondicional, 	
Delitos, 	
LIBERTAD	DE	EXPRESIÓN
Violación, 	
LIBERTAD	DE	REUNIÓN
Funcionarios	públicos, 	
Reunión	pública, 	
LIBERTAD	DE	TRABAJO
Violación, 	
LIBERTAD	PERSONAL
Coacción, 	
Secuestro, 	
LIBERTAD	PROVISIONAL
Concesión	de	la, 	
Condiciones	para	otorgamiento, 	
Ejecución, 	
Improcedencia: 	
-	otros	casos, 	
-	por	prohibición	ilegal, 	
-	reglas	de	conducta, 	
Trámite	de	la	solicitud, 	
LIBERTAD	SEXUAL
Contra	el	pudor, 	
Delitos	contra, 	
Estupro	por	engaño, 	
Preterintencional, 	
LIBRAMIENTO	INDEBIDO
Cheque, 	
M
MALTRATOS
Faltas, 	
MALVERSACIÓN	DE	FONDOS
Funcionarios	públicos, 	
MANDO
Usurpación, 	
MARCAS
Imitación	indebida, 	
MATRIMONIO
Con	persona	casada, 	
Ilegal, 	
Por	funcionarios, 	
Sin	observar	formalidades	legales,
MATRIMONIO	ILEGAL
Bigamia, 	
Delitos	contra	la	familia, 	
MAYORÍA
De	votos, 	
MEDIDAS
Disciplinarias 	
De	seguridad: 	
-	clases, 	
-	duración	de	la	internación, 	
-	internación, 	
-	personalidad	peligrosa, 	
-	tratamiento	ambulatorio, 	
MEDIO	AMBIENTE
Tipo	base, 	
MEDIOS	CIENTÍFICOS
Uso	de	los, 	
MEDIOS	DE	COMUNICACIÓN	Y	TRANSPORTE
Destrucción	con	métodos	violentos, 	
MENORES
Abandono	o	exposición	al	peligro, 	
Acto	sexual	con, 	
Inducción	a	la	fuga, 	
MENORES	DE	18	AÑOS
Corte	de	procedimientos, 	
MINAS
Almacenamiento	de	minas	antipersonales, 	
Retención	y/o	transferencias	permitidas, 	
MINISTERIO	PÚBLICO
Abstención	de	ejercitar, 	
Intervención	en	las	audiencias, 	
MONEDA
Alteración	del	curso	legal, 	
Circulación	ilícita, 	
Falsificación, 	
Máquinas, 	
MONEDA	EXTRANJERA
Fabricación	y	falsificación	de	moneda, 	
MOTÍN
Delitos	contra	los	poderes	del	Estado, 	
MULTA
Por	inasistencia, 	
MUNICIÓN
Fabricación,	tenencia	ilegal, 	
N
NATURALEZA	DE	ACCIÓN
Excepción	de, 	
NECROPSIA
Diligencia 	
NOMBRAMIENTO	ILEGAL
Funcionarios	públicos, 	
NOTARIO
Delitos	contra	la	fe	pública, 	
Delitos	contra	la	función	jurisdiccional, 	
NOTIFICACIÓN
De	la	detención	provisional, 	
Para	la	audiencia, 	
NULIDAD
Causales, 	
Declaración, 	
Efectos	del	recurso	de, 	
Queja	por	denegatoria	del	recurso, 	
O
OBJETOS
Conservación	de, 	
Devolución	de, 	
Presentación	en	la	audiencia, 	
OBLIGACIONES
De	los	defensores	de	oficio, 	
Pena	de	multa, 	
Prestación	de	servicios	a	la	comunidad, 	
OCULTAMIENTO
De	menor	a	autoridades, 	
Documento, 	
Huellas	o	pruebas	de	delito, 	
OCUPACIÓN	ILÍCITA
De	inmueble, 	
OFENSA
Al	jefe	de	Estado	o	representante	extranjero, 	
Funcionario	público, 	
A	memoria	de	los	próceres	o	héroes, 	
A	memoria	de	los	muertos, 	
OMISIÓN
Asistencia	familiar, 	
Auxilio	a	persona	herida, 	
De	denunciar	la	comisión	de	un	delito, 	
De	ejercicio	de	la	acción	penal, 	
De	información	requerida, 	
De	policía	a	prestar	auxilio, 	
Observar	formalidades	para	matrimonio, 	
Prestar	auxilio, 	
Socorro, 	
OPOSICIÓN
A	la	constitución	en	parte	civil, 	
A	los	testigos	del	fiscal, 	
ORDEN	ECONÓMICO
Delitos, 	
ÓRDENES	DEL	JUEZ
A	la	policía	judicial, 	
ÓRGANOS	DE	ESTABLECIMIENTO	PENITENCIARIO
Consejo	técnico, 	
Director, 	
Técnico	de	tratamiento, 	
P
PAGO
De	multas, 	
PÁNICO
Financiero, 	
PAPELES
Lectura	de	los, 	
PARTE	CIVIL
Citaciones	a	la, 	
Concurrencia, 	
Constitución, 	
Examen, 	
Facultades	de	la, 	
Formas	de	constitución, 	
Legitimidad	para	constituirse, 	
Oposición	a	la	constitución	en, 	
PATRIMONIO
Delitos, 	
PECULADO
Administración	distinta	de	bienes, 	
Administradores, 	
Concepto	y	penalidad, 	
Culposo, 	
Malversación	de	fondos, 	
Uso, 	
PENA
Clases, 	
Expatriación, 	
Expulsión	del	país, 	
Extinción	por	autoridad	de	cosa	juzgada, 	
Inhabilitación	accesoria, 	
Inhabilitación	en	delitos	culposos, 	
Inhabilitación, 	
Interrupción	de	la	prescripción, 	
Modificación	de	la, 	
Multa, 	
Prestación	de	servicios	a	la	comunidad, 	
Suspensión	de	la	ejecución, 	
Término	prescriptivo, 	
PERICIA
Aclaración	en	la, 	
Contradicción	en	la, 	
Debates	en	la, 	
Para	determinar	la	edad, 	
PERITO
Designación, 	
Dictamen	de, 	
Nombramiento, 	
Ofrecimiento	de	nuevos, 	
PERMANENCIA	ILÍCITA
En	domicilio	ajeno, 	
PERMISO
De	salida	del	interno, 	
PERSONA	JURÍDICA
Consecuencias	accesorias, 	
Fraude, 	
Responsabilidad	penal, 	
PESQUISAS
En	oficinas	públicas, 	
PLAZO
De	la	instrucción, 	
Para	comienzo	de	la	instructiva, 	
Para	dictamen	pericial, 	
Para	el	término	de	la	instructiva, 	
Para	la	notificación	en	querella, 	
PODERES	DEL	ESTADO
Conspiración, 	
Exención	de	pena, 	
Motín, 	
Sedición, 	
POLICÍA	JUDICIAL
Citaciones	y	detenciones	de	la, 	
Investigación	efectuada, 	
Funciones, 	
POSESIÓN
Drogas, 	
Máquinas	o	cuños	destinados	a	falsificar	monedas, 	
Tenencia	de	inmueble	ajeno, 	
PRESCRIPCIÓN
De	extinción	de	la	acción	penal, 	
De	extinción	de	la	pena, 	
Delito: 	
-	continuado, 	
-	instantáneo, 	
-	permanente, 	
Excepción, 	
Extraordinaria, 	
Interrumpida	de	la	pena, 	
Patrimonio	del	Estado, 	
Plazo, 	
Reducción	de	los	plazos, 	
Renuncia, 	
Suspensión, 	
Tentativa, 	
PREVARICATO
Causa	indebida, 	
Detención	ilegal, 	
Patrocinio	ilegal, 	
Tipo, 	
PREVENCIÓN
Función	de	la	pena, 	
PREVENTIVA
De	altas	autoridades, 	
De	diplomáticos, 	
De	enfermos	o	imposibilitados	de	comparecer, 	
De	sordomudos, 	
Por	exhorto, 	
Preguntas	obligatorias, 	
Procedencia	y	trámite, 	
Reconocimiento	de	personas	o	cosas, 	
Transcripción	y	suscripción, 	
PRINCIPIOS
Combinación, 	
De	oportunidad, 	
Ejecución	penal, 	
Igualdad	ante	la	ley	penal, 	
Inaplicabilidad	de	la	analogía, 	
Legalidad, 	
Lesividad, 	
Non	bis	in	ídem, 	
Real	o	de	defensa, 	
Responsabilidad	penal: 	
-	del	autor, 	
-	por	el	hecho, 	
PROCEDIMIENTO
En	delitos	de	prensa, 	
En	los	incidentes, 	
Para	la	revisión, 	
Por	fuga	del	reo, 	
Por	querella, 	
PROCESO
Contra	el	presidente	de	la	República,	ministros,	etc., 	
PROCESO	ELECTORAL
Coacción, 	
Fraude, 	
Perturbación, 	
Soborno, 	
Suplantación, 	
Violación, 	
PROCESO	PENAL
Acumulación	de	delitos	conexos, 	
Corte	por	minoría	de	edad, 	
Etapas, 	
PROCESO	PÉRDIDA	DE	DOMINIO
Competencia, 	
Naturaleza	y	alcances, 	
Objeto	y	causales, 	
Procedimiento, 	
PROHIBICIÓN
De	careo	entre	testigos, 	
PROXENETISMO
Favorecimiento	de	la	prostitución, 	
Rufianismo, 	
Trata	con	fines	de	prostitución, 	
PRUEBA
Actuación	en	audiencia	privada, 	
Como	objeto	de	la	instrucción, 	
De	la	parte	civil, 	
Que	surge	de	la	instructiva, 	
Valoración, 	
Q
QUEJA
De	hecho, 	
Por	denegatoria	de	recurso	de	nulidad, 	
Por	detención	arbitraria, 	
Por	falta	de	fundamento	del	mandato	de	detención, 	
QUERELLA
Conciliación, 	
Trámite, 	
QUIEBRA
Agente, 	
Circunstancias	agravantes, 	
De	la	audiencia, 	
Del	inculpado	y	de	tercero, 	
Fraude	a	acreedores, 	
Provocada, 	
R
REBELIÓN
Contra	el	orden	constitucional, 	
RECEPTACIÓN
Tipo, 	
RECONOCIMIENTO
De	huellas, 	
De	objetos, 	
Especial, 	
RECURSO	DE	NULIDAD
De	oficio, 	
Efectos	del, 	
En	la	audiencia, 	
Término	para	interponerlo, 	
RECURSOS	NATURALES
Aprovechamiento	indebido, 	
Contaminación, 	
Destrucción, 	
Tiempo	de	veda, 	
RECUSACIÓN
Causales, 	
Pruebas, 	
REDENCIÓN	DE	PENA
Casos	especiales, 	
Inaplicabilidad, 	
Mediante	el	estudio, 	
Mediante	el	trabajo, 	
REINCIDENCIA
Concepto, 	
REGLAS	DE	CONDUCTA
Conducta	condicional, 	
Reserva	del	fallo	condenatorio, 	
REHABILITACIÓN
Alcances, 	
Efectos, 	
RELACIONES	EXTERIORES
Actos	contra	estado	extranjero, 	
Atentado	a	la	integridad	de	persona	extranjera, 	
Conspiración, 	
Desconocimiento	de	autoridad, 	
Espionaje	contra	estado	extranjero, 	
Violación: 	
-	de	inmunidades, 	
-	de	la	soberanía	de	estado	extranjero, 	
-	de	neutralidad, 	
-	de	tratados, 	
RELATOR
Obligaciones, 1
REPARACIÓN	CIVIL
Acción	civil, 	
Acción	civil	contra	terceros, 	
Aplicación	supletoria	del	código	civil, 	
Aseguramiento	de	pago, 	
Determinación, 	
Efectivización, 	
Obligación	solidaria, 	
Restitución	del	bien, 	
Solidaridad, 	
Transmisión, 	
Transmisión	a	herederos, 	
REQUISITORIA
Ficha	única	de	inscripción 	
Reo	ausente, 	
RESERVA	DEL	FALLO	CONDENATORIO
Incumplimiento	de	reglas	de	conducta, 	
Requisitos, 	
Revocación	del	régimen	de	prueba, 	
RESISTENCIA	A	LA	AUTORIDAD
Abstención	de	declarar, 	
Agravante, 	
Concepto	y	penalidad, 	
Sustracción	de	objetos, 	
RETARDO	DE	JUSTICIA
Administración	de	justicia, 	
Responsabilidad	de	notarios, 	
RETROACTIVIDAD
Ley	penal 	
REVISIÓN
De	sentencia, 	
Efectos	del	recurso, 	
Personería	para	solicitar, 	
Procedencia	del	recurso, 	
Recurso	póstumo, 	
Trámite	del	recurso	de, 	
ROBO
Agravado, 	
De	semovientes, 	
Seguido	de	daño	a	la	vida,	el	cuerpo	y	la	salud, 	
RUFIANISMO
Explotación	deshonesta, 	
S
SABOTAJE
Que	afecta	la	defensa	nacional, 	
SALUD	PÚBLICA
Contaminación	de	aguas, 	
Ejercicio	indebido	de	la	medicina, 	
Propagación	de	enfermedad	contagiosa, 	
Venta	de	medicina, 	
Venta	de	productos	contra	la	salud, 	
SECRETO
Profesional, 	
Bancario, 	
-	levantamiento, 	
SECUESTRO
Agravante, 	
Extorsión, 	
SEDUCCIÓN
Concepto	y	penalidad, 	
Pena	accesoria, 	
SEGUROS
Mal	uso	del	SOAT, 	
SEGURIDAD
Pública, 	
SEGURIDAD	DE	LOS	INTERNOS
Traslado, 	
SEMILIBERTAD
Expediente, 	
Procedencia, 	
Procedimiento, 	
Revocación, 	
SENTENCIA
Contenido: 	
-	de	la	absolutoria, 	
-	de	la	condenatoria, 	
Cumplimiento: 	
-	de	la	absolutoria, 	
-	de	la	condenatoria, 	
En	procedimiento	de	querella, 	
Nulidad, 	
Revisión, 	
Suscripción, 	
Valoración	de	la	prueba, 	
Votación	para	conformación, 	
SOAT
Uso	indebido, 	
T
TACHA
A	peritos, 	
A	prueba	instrumental, 	
A	testigos, 	
TENTATIVA
Arrepentimiento	activo, 	
Concepto	y	punibilidad, 	
Desistimiento	y	arrepentimiento, 	
TERCERÍA
Excluyentes, 	
TERCERO	CIVIL
Alegatos, 	
Concepto, 	
Derechos	y	garantía, 	
Embargo	sobre	bienes, 	
Quiebra, 	
TÉRMINO
De	la	instrucción, 	
De	la	investigación	sumaria, 	
Para	acusar, 	
Para	fijar	audiencia, 	
Para	recurso	de	nulidad, 	
Para	sentenciar	las	faltas, 	
TERRITORIALIDAD
De	la	ley	penal, 	
TERRORISMO
Defensa	del	Estado	en	delitos	de	terrorismo, 	
Sobreseimiento, 	
TESTIGO
Citación, 	
Concurrencia, 	
Confrontación, 	
Detención	por	falso	testimonio, 	
Exoneración	de	declarar, 	
Falsa	declaración, 	
Indemnización	a, 	
Interrogatorio, 	
Ofrecimiento	de	nuevos, 	
Tacha, 	
TESTIMONIAL
De	altas	autoridades, 	
De	diplomáticos, 	
De	enfermos	o	imposibilitados	a	comparecer, 	
Intervención	de	intérprete, 	
Por	exhorto, 	
Preguntas	obligatorias, 	
Presencia	del	inculpado, 	
TORTURA
En	secuestro, 	
Tipo	base, 	
TRABAJO
Beneficio, 	
Condiciones, 	
Del	interno, 	
Libertad	de	trabajo, 	
TRÁFICO
Dinero	falso, 	
iIícito	de	personas, 	
Influencias, 	
Productos	nocivos, 	
Menores, 	
Moneda, 	
TRÁFICO	ILÍCITO	DE	DROGAS
Circunstancias	agravantes, 	
Circunstancias	atenuantes, 	
Consumo, 	
Dosis	personal, 	
Expendio	ilegal, 	
Instigación	al	consumo, 	
Insumos	químicos	y	productos, 	
Lavado	de	dinero, 	
Pequeña	cantidad, 	
Proceso, 	
Siembra, 	
TRAICIÓN	A	LA	PATRIA
Delito	contra	el	estado	y	la	defensa	nacional, 	
Expatriación, 	
Investigación	policial, 	
TRANSPORTE
Abandono	de, 	
Contrabando, 	
Internos, 	
Impedimento	o	entorpecimiento	de	funcionamiento, 	
Robo	-	agravante, 	
TRATA
De	personas, 	
Agravantes, 	
Beneficios	penitenciarios, 	
Prevención, 	
TREGUA
Violación, 	
U
ULTRAJE
A	jefe	de	estado	o	de	agente	diplomático, 	
A	los	muertos, 	
A	los	símbolos	de	la	patria, 	
A	persona, 	
USO
De	documento	falso, 	
De	explosivos, 	
De	timbres,	sellos	oficiales	o	fraudulentos, 	
Hurto	de, 	
Ilegal	de	patente, 	
USURPACIÓN
Breve, 	
Circunstancias	agravantes, 	
Desalojo	preventivo, 	
De	aguas, 	
De	autoridad, 	
De	bien	inmueble, 	
Emblemas, 	
De	mando	de	tropas, 	
De	patente, 	
De	título	profesional	o	de	honores, 	
V
VEHÍCULO
Conducción	en	estado	de	ebriedad	o	de	drogadicción, 	
Faltas-excesiva	velocidad, 	
Inhabilitación, 	
Internamiento, 	
Soat, 	
VENTA
Animales	de	consumo	peligroso, 	
De	bien	en	litigio 	
Especulación 	
Ilícita	de	mercaderías, 	
Niños	-	trata	de	personas, 	
Productos	corrompidos, 	
VÍA
Ordinaria, 	
Sumaria, 	
VIDA
Delitos	contra, 	
VIOLACIÓN
Contra	el	ejercicio	de	funciones	de	autoridad, 	
Contra	el	funcionario	público, 	
Contra	la	libertad	de	sufragio, 	
Contra	la	persona	a	fin	de	obtener	un	beneficio	económico, 	
De	domicilio, 	
De	inmunidad, 	
De	la	intimidad	personal, 	
De	la	libertad: 	
-	de	expresión, 	
-	de	reunión, 	
-	personal, 	
-	sexual, 	
-	de	trabajo, 	
De	soberanía	de	estado	extranjero, 	
Del	secreto: 	
-	de	las	comunicaciones, 	
-	electoral, 	
-	profesional, 	
En	desarrollo	de	proceso	electoral, 	
Sexual, 	
VIOLENCIA	FAMILIAR
Certificados	médicos, 	
Conciliación, 	
Definición, 	
Denuncia	policial, 	
Fiscal	provincial, 	
Procedimiento, 	
Medidas	cautelares, 	
Sentencia, 	
VISITAS
Buen	comportamiento, 	
Condiciones, 	
Control, 	
Estímulo, 	
Internas, 	
Terrorismo, 	
VOCAL
Instructor, 	
Juzgamiento, 	
VOTACIÓN
De	las	cuestiones	de	hecho	y	pena, 	
Fraudulenta, 	
Sentencia, 	
VOTO
Inducir	a	no	votar, 	
Mayoría, 	
Publicación, 	
Singular, 	
Suplantación, 	
Z
ZONAS
Prohibidas,	extracción	de	flora	y	fauna, 	
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CONSTITUCIÓN	POLÍTICA
Const.	de	1993 Octubre	31,	1993
CÓDIGO	CIVIL
D.	Leg.	295 Julio	21,	1984
CÓDIGO	PROCESAL	CIVIL
R.	M.	010-93-JUS Abril	22,	1993
CÓDIGO	DE	LOS	NIÑOS	Y	ADOLESCENTES
Ley	27337 Agosto	07,	2000
CÓDIGO	TRIBUTARIO
TUO	-	D.	Leg.	816 Abril	24,	1996
CÓDIGO	PENAL
D.	Leg.	635 Abril	04,	1991
CÓDIGO	DE	PROCEDIMIENTOS	PENALES
Ley	9024 Enero	16,	1940
CÓDIGO	PROCESAL	PENAL
D.	Leg.	638 Abril	27,	1991
D.	Leg.	957 Julio	29,	2004
CÓDIGO	DE	EJECUCIÓN	PENAL
D.	Leg.	654 Agosto	02,	1991
AÑO	1955
Ley	12341 Junio	10,	1955
AÑO	1961
Ley	13695 Setiembre	22,	1961
AÑO	1971
D.	L.	18978 Setiembre	28,	1971
AÑO	1974
D.	L.	20579 Abril	10,	1974
D.	L.	20602 Mayo	08,	1974
AÑO	1977
D.	L.	21895 Agosto	03,	1977
AÑO	1979
D.	L.	22633 Agosto	15,	1979
AÑO	1981
D.	Leg.	52 Marzo	18,	1981
D.	Leg.	124 Junio	15,	1981
D.	Leg.	125 Junio	15,	1981
D.	Leg.	126 Junio	15,	1981
AÑO	1984
D.	Leg.	276 Marzo	24,	1984
AÑO	1985
Ley	24388 Diciembre	06,	1985
AÑO	1987
Ley	24710 Junio	27,	1987
AÑO	1988
Ley	24965 Diciembre	22,	1998
AÑO	1990
D.	S.	005-90-PCM Enero	22,	1990
AÑO	1991
Ley	25371 Diciembre	23,	1991
D.	Leg.	761 Noviembre	14,	1991
AÑO	1992
D.	L.	25427 Abril	10,	1992
D.	L.	25444 Abril	23,	1992
D.	L.	25475 Mayo	06,	1992
D.	L.	25476 Mayo	06,	1992
D.	L.	25489 Mayo	10,	1992
D.	L.	25564 Junio	20,	1992
D.	L.	25592 Julio	02,	1992
D.	L.	25626 Julio	22,	1992
D.	L.	25660 Agosto	13,	1992
D.	L.	25836 Noviembre	11,	1992
D.	L.	25916 Diciembre	02,	1992
AÑO	1993
D.	S.	017-93-JUS Junio	03,	1993
AÑO	1994
Ley	26293 Febrero	11,	1994
Ley	26320 Junio	02,	1994
AÑO	1995
Ley	26447 Abril	20,	1995
Ley	26470 Junio	12,	1995
Ley	26472 Junio	13,	1995
Ley	26480 Junio	15,	1995
Ley	26496 Julio	11,	1995
Ley	26508 Julio	20,	1995
Ley	26509 Julio	20,	1995
AÑO	1996
Ley	26585 Abril	02,	1996
Ley	26624 Junio	19,	1996
Ley	26641 Junio	25,	1996
Ley	26643 Junio	26,	1996
Ley	26663 Setiembre	22,	1996
Ley	26672 Octubre	20,	1996
Ley	26682 Noviembre	11,	1996
Ley	26683 Noviembre	11,	1996
Ley	26689 Noviembre	30,	1996
Ley	26697 Diciembre	02,	1996
Ley	26702 Diciembre	09,	1996
Ley	26714 Diciembre	26,	1996
Ley	26715 Diciembre	26,	1996
Ley	26718 Diciembre	26,	1996
D.	Leg.	813 Abril	20,	1996
D.	Leg.	815 Abril	20,	1996
D.	Leg.	822 Abril	24,	1996
D.	Leg.	824 Abril	24,	1996
D.	Leg.	861 Octubre	22,	1996
AÑO	1997
Ley	26828 Junio	30,	1997
Ley	26859 Octubre	01,	1997
Ley	26877 Noviembre	11,	1997
D.	S.	001-97-TR Marzo	01,	1997
AÑO	1998
Ley	26926 Febrero	21,	1998
Ley	26993 Noviembre	24,	1998
Ley	27038 Diciembre	31,	1998
D.	Leg.	895 Mayo	23,	1998
D.	Leg.	901 Mayo	31,	1998
D.	Leg.	902 Junio	01,	1998
D.	S.	008-98-JUS Octubre	15,	1998
AÑO	1999
Ley	27055 Enero	24,	1999
Ley	27090 Abril	22,	1999
Ley	27115 Mayo	17,	1999
Ley	27146 Junio	24,	1999
Ley	27163 Agosto	06,	1999
Ley	27186 Octubre	20,	1999
Ley	27187 Octubre	23,	1999
Ley	27244 Diciembre	26,	1999
AÑO	2000
Ley	27264 Mayo	21,	2000
Ley	27265 Mayo	22,	2000
Ley	27287 Junio	19,	2000
Ley	27295 Junio	29,	2000
Ley	27335 Julio	31,	2000
Ley	27337 Agosto	07,	2000
Ley	27365 Noviembre	05,	2000
Ley	27379 Diciembre	21,	2000
AÑO	2001
Ley	27399 Enero	13,	2001
Ley	27411 Enero	27,	2001
Ley	27444 Abril	11,	2001
Ley	27472 Junio	05,	2001
Ley	27486 Junio	22,	2001
Ley	27507 Julio	13,	2001
Ley	27553 Noviembre	13,	2001
Ley	27593 Diciembre	13,	2001
D.	S.	024-2001-JUS Agosto	19,	2001
AÑO	2002
Ley	27636 Enero	16,	2002
Ley	27645 Enero	23,	2002
Ley	27649 Enero	23,	2002
Ley	27652 Enero	24,	2002
Ley	27664 Febrero	08,	2002
Ley	27680 Marzo	07,	2002
Ley	27686 Marzo	19,	2002
Ley	27697 Abril	12,	2002
Ley	27716 Mayo	08,	2002
Ley	27729 Mayo	24,	2002
Ley	27753 Junio	09,	2002
Ley	27770 Junio	28,	2002
Ley	27776 Julio	09,	2002
Ley	27833 Setiembre	21,	2002
Ley	27834 Setiembre	21,	2002
Ley	27868 Noviembre	20,	2002
Ley	27875 Diciembre	14,	2002
Ley	27885 Diciembre	18,	2002
D.	S.	093-2002-EF Junio	15,	2002
D.	S.	037-2002-JUS Octubre	31,	2002
AÑO	2003
Ley	27933 Febrero	12,	2003
Ley	27934 Febrero	12,	2003
Ley	27935 Febrero	12,	2003
Ley	27936 Febrero	12,	2003
Ley	27937 Febrero	12,	2003
Ley	27939 Febrero	12,	2003
Ley	27941 Febrero	26,	2003
Ley	27994 Junio	06,	2003
Ley	28003 Junio	18,	2003
Ley	28008 Junio	19,	2003
Ley	28088 Octubre	11,	2003
Ley	28117 Diciembre	10,	2003
Ley	28121 Diciembre	16,	2003
Ley	28122 Diciembre	16,	2003
D.	Leg.	922 Febrero	12,	2003
D.	Leg.	923 Febrero	20,	2003
D.	Leg.	925 Febrero	20,	2003
D.	Leg.	926 Febrero	20,	2003
D.	S.	121-2003-EF Agosto	27,	2003
D.	S.	007-2003-JUS Marzo	29,	2003
D.	S.	015-2003-JUS Setiembre	11,	2003
AÑO	2004
Ley	28165 Enero	10,	2004
Ley	28187 Marzo	09,	2004
Ley	28189 Marzo	18,	2004
Ley	28190 Marzo	18,	2004
Ley	28237 Mayo	31,	2004
Ley	28251 Junio	08,	2004
Ley	28289 Julio	21,	2004
Ley	28301 Julio	23,	2004
Ley	28355 Octubre	06,	2004
Ley	28376 Noviembre	10,	2004
Ley	28389 Noviembre	17,	2004
Ley	28390 Noviembre	17,	2004
Ley	28395 Noviembre	23,	2004
Ley	28413 Diciembre	11,	2004
D.	Leg.	953 Febrero	05,	2004
D.	Leg.	957 Julio	29,	2004
D.	Leg.	959 Agosto	08,	2004
D.	S.	008-2004-JUS Marzo	31,	2004
D.	S.	016-2004-JUS Diciembre	21,	2004
R.	Adm.	095-2004-P/TC Octubre	02,	2004
R.	1662-2004-MP-FN Diciembre	03,	2004
AÑO	2005
Ley	28476 Marzo	24,	2005
Ley	28480 Marzo	30,	2005
Ley	28484 Abril	04,	2005
Ley	28492 Abril	12,	2005
Ley	28510 Mayo	17,	2005
Ley	28513 Mayo	23,	2005
Ley	28516 Mayo	23,	2005
Ley	28524 Mayo	25,	2005
Ley	28538 Junio	07,	2005
Ley	28567 Julio	02,	2005
Ley	28577 Julio	09,	2005
Ley	28607 Octubre	04,	2005
Ley	28611 Octubre	15,	2005
Ley	28627 Noviembre	23,	2005
Ley	28642 Diciembre	08,	2005
R.	Adm.	034-2005-P/TC Abril	23,	2005
R.	029-2005-MP-FN Enero	08,	2005
R.	1470-2005-MP-FN Julio	12,	2005
AÑO	2006
Ley	28671 Enero	31,	2006
Ley	28697 Marzo	22,	2006
Ley	28704 Abril	05,	2006
Ley	28730 Mayo	13,	2006
Ley	28755 Junio	06,	2006
Ley	28760 Junio	14,	2006
Ley	28774 Julio	07,	2006
Ley	28824 Julio	22,	2006
Ley	28839 Julio	24,	2006
Ley	28842 Julio	26,	2006
Ley	28863 Agosto	05,	2006
Ley	28924 Diciembre	08,	2006
Ley	28943 Diciembre	22,	2006
Ley	28946 Diciembre	24,	2006
Ley	28947 Diciembre	24,	2006
D.	S.	016-2006-JUS Julio	28,	2006
R.	Adm.	016-2006-P/TC Enero	01,	2006
R.	Adm.	031-2006-P/TC Marzo	02,	2006
R.	729-2006-MP-FN Junio	22,	2006
R.	204-2006-CED-CSJLI/PJ Julio	07,	2006
AÑO	2007
Ley	28950 Enero	16,	2007
Ley	28982 Marzo	03,	2007
Ley	28983 Marzo	16,	2007
Ley	29057 Junio	29,	2007
Ley	29106 Octubre	18,	2007
D.	Leg.	982 Julio	22,	2007
D.	Leg.	983 Julio	22,	2007
D.	Leg.	984 Julio	22,	2007
D.	Leg.	985 Julio	22,	2007
D.	Leg.	988 Julio	22,	2007
D.	Leg.	989 Julio	22,	2007
D.	Leg.	990 Julio	22,	2007
D.	Leg.	991 Julio	22,	2007
D.	S.	003-2007-JUS Marzo	31,	2007
D.	S.	005-2007-JUS Mayo	05,	2007
D.	S.	010-2007-JUS Octubre	10,	2007
R.	Adm.	193-2007-JUS Junio	14,	2007
AÑO	2008
Ley	29177 Enero	03,	2008
Ley	29194 Enero	25,	2008
Ley	29239 Mayo	29,	2008
Ley	29263 Octubre	02,	2008
Ley	29275 Noviembre	01,	2008
Ley	29277 Noviembre	07,	2008
Ley	29282 Noviembre	27,	2008
Ley	29287 Diciembre	06,	2008
Ley	29305 Diciembre	22,	2008
Ley	29307 Diciembre	31,	2008
D.	Leg.	1034 Junio	25,	2008
D.	Leg.	1044 Junio	26,	2008
D.	Leg.	1053 Junio	27,	2008
D.	Leg.	1068 Junio	28,	2008
D.	Leg.	1084 Junio	28,	2008
D.	S.	007-2008-JUS Julio	08,	2008
D.	S.	017-2008-JUS Diciembre	05,	2008
R.	Adm.	096-2008-P/TC Agosto	14,	2008
R.	Adm.	0449-2008-JUS Agosto	02,	2008
R.	Adm.	202-2008-CE-PJ Agosto	08,	2008
AÑO	2009
Ley	29316 Enero	14,	2009
Ley	29336 Marzo	28,	2009
Ley	29360 Mayo	14,	2009
Ley	29364 Mayo	28,	2009
Ley	29372 Junio	09,	2009
Ley	29391 Agosto	01,	2009
Ley	29401 Setiembre	08,	2009
Ley	29402 Setiembre	08,	2009
Ley	29407 Setiembre	18,	2009
Ley	29408 Setiembre	18,	2009
Ley	29423 Octubre	14,	2009
Ley	29439 Noviembre	19,	2009
Ley	29460 Noviembre	27,	2009
Ley	29471 Diciembre	14,	2009
D.	S.	012-2009-JUS Setiembre	10,	2009
D.	S.	013-2009-JUS Setiembre	23,	2009
D.	S.	004-2009-Minam Marzo	17,	2009
AÑO	2010
Ley	29519 Abril	16,	2010
Ley	29569 Agosto	25,	2010
Ley	29574 Setiembre	17,	2010
Ley	29583 Setiembre	20,	2010
Ley	29632 Diciembre	17,	2010
Ley	29648 Diciembre	31,	2010
D.	Leg.	1095 Setiembre	01,	2010
D.	S.	003-2010-JUS Febrero	15,	2010
D.	S.	004-2010-JUS Abril	08,	2010
D.	S.	007-2010-JUS Mayo	14,	2010
D.	S.	009-2010-JUS Julio	23,	2010
D.	S.	011-2010-JUS Agosto	13,	2010
D.	S.	012-2010-JUS Agosto	13,	2010
D.	S.	015-2010-JUS Setiembre	07,	2010
D.	S.	058-2010-PCM Mayo	21,	2010
D.	U.	052-2010 Julio	28,	2010
R.	Adm.	065A-2010-P/TC Junio	26,	2010
R.	Adm.	071-B-2010-P/TC Julio	25,	2010
R.	Adm.	155-2010-CE-PJ Julio	12,	2010
R.	M.	0162-2010-JUS Julio	15,	2010
AÑO	2011
Ley	29783 Agosto	20,	2011
Ley	29769 Julio	21,	2011
Ley	29758 Julio	21,	2011
Ley	29755 Julio	16,	2011
Ley	29733 Julio	03,	2011
Ley	29703 Junio	10,	2011
Ley	29675 Abril	12,	2011
Ley	29660 Febrero	04,	2011
Ley	29648 Enero	01,	2011
D.	S.	003-2011-JUS Abril	14,	2011
D.	S.	004-2011-JUS Mayo	31,	2011
D.	S.	006-2011-JUS Junio	23,	2011
D.	S.	012-2011-JUS Diciembre	31,	2011
R.	Adm.	143-2010-P/TC Enero	10,	2011
R.	Adm.	001A-2011-P/TC Enero	12,	2011
R.	Adm.	028-2011-P/TC Marzo	24,	2011
R.	Adm.	036-2011-P/TC Abril	08,	2011
R.	Adm.	029-2011-SP-CS-PJ Abril	14,	2011
R.	Adm.	169-2011-CE-PJ Julio	27,	2011
R.	Adm.	297-2011-P-PJ Agosto	17,	2011
R.	Adm.	298-2011-P-PJ Agosto	17,	2011
R.	Adm.	311-2011-P-PJ Setiembre	02,	2011
R.	Adm.	321-2011-P-PJ Setiembre	09,	2011
R.	Adm.	325-2011-P-PJ Setiembre	14,	2011
R.	Adm.	336-2011-P-PJ Setiembre	21,	2011
R.	1809-2011-MP-FN Setiembre	19,	2011
AÑO	2012
Ley	29824 Enero	03,	2012
Ley	29833 Enero	21,	2012
Ley	29858 Mayo	03,	2012
Ley	29867 Julio	22,	2012
Ley	29881 Junio	07,	2012
Ley	29926 Octubre	30,	2012
Ley	29936 Noviembre	22,	2012
D.	Leg.	1099 Febrero	12,	2012
D.	Leg.	1100 Febrero	18,	2012
D.	Leg.	1101 Febrero	29,	2012
D.	Leg.	1102 Febrero	29,	2012
D.	Leg.	1103 Marzo	04,	2012
D.	Leg.	1104 Abril	19,	2012
D.	Leg.	1105 Abril	19,	2012
D.	Leg.	1107 Abril	20,	2012
D.	Leg.	1111 Junio	29,	2012
D.	Leg.	1114 Julio	05,	2012
D.	Leg.	1122 Julio	18,	2012
D.	S.	003-2012-JUS Enero	24,	2012
D.	S.	004-2012-JUS Febrero	01,	2012
D.	S.	010-2012-JUS Abril	01,	2012
D.	S.	016-2012-JUS Octubre	26,	2012
D.	S.	019-2012-JUS Diciembre	20,	2012
D.	S.	164-2012-EF Agosto	29,	2012
D.	S.	006-2012-EM Marzo	15,	2012
D.	S.	093-2012-PCM Setiembre	08,	2012
R.	790-2012-MP-FN Marzo	28,	2012
R.	2045-2012-MP-FN Agosto	15,	2012
R.	3106-2012-MP-FN Noviembre	24,	2012
R.	3107-2012-MP-FN Noviembre	24,	2012
AÑO	2013
Ley	29986 Enero	18,	2013
Ley	29988 Enero	18,	2013
Ley	29990 Enero	26,	2013
Ley	30030 Junio	04,	2013
Ley	30050 Junio	26,	2013
Ley	30054 Junio	30,	2013
Ley	30055 Junio	30,	2013
Ley	30068 Julio	18,	2013
Ley	30076 Agosto	19,	2013
Ley	30077 Agosto	20,	2013
Ley	30096 Octubre	22,	2013
Ley	30111 Noviembre	26,	2013
Ley	30120 Diciembre	05,	2013
Ley	30124 Diciembre	13,	2013
Ley	30133 Diciembre	20,	2013
Ley	30137 Diciembre	27,	2013
D.	S.	010-2013-JUS Setiembre	09,	2013
D.	S.	016-2013-JUS Diciembre	07,	2013
R.	Adm.	039-2013-CE-PJ Mayo	11,	2013
R.	Adm.	042-2013-CE-PJ Mayo	11,	2013
R.	Adm.	043-2013-CE-PJ Mayo	11,	2013
R.	Adm.	305-2013-P/PJ Setiembre	19,	2013
R.	2508-2013-MP-FN Agosto	30,	2013
R.	3182-2013-MP-FN Octubre	11,	2013
AÑO	2014
Ley	30151 Enero	13,	2014
Ley	30171 Marzo	10,	2014
Ley	30214 Junio	29,	2014
Ley	30219 Julio	08,	2014
Ley	30222 Julio	11,	2014
Ley	30251 Octubre	21,	2014
Ley	30253 Octubre	24,	2014
Ley	30262 Noviembre	06,	2014
D.	S.	001-2014-JUS Febrero	15,	2014
D.	S.	003-2014-JUS Marzo	31,	2014
D.	S.	004-2014-JUS Mayo	06,	2014
D.	S.	011-2014-IN Diciembre	04,	2014
R.	Adm.	297-2013-CE-PJ Enero	18,	2014
R.	Adm.	004-2014-CE-PJ Marzo	19,	2014
R.	Adm.	205-2014-CE-PJ Agosto	21,	2014
R.	Adm.	310-2014-CE-PJ Diciembre	12,	2014
R.	M.	486-2014/Minsa Junio	28,	2014
AÑO	2015
Ley	30299 Enero	22,	2015
Ley	30304 Febrero	28,	2015
Ley	30323 Mayo	07,	2015
Ley	30327 Mayo	21,	2015
Ley	30353 Octubre	29,	2015
Ley	30364 Noviembre	23,	2015
D.	Leg.	1181 Julio	27,	2015
D.	Leg.	1182 Julio	27,	2015
D.	Leg.	1186 Agosto	16,	2015
D.	Leg.	1187 Agosto	16,	2015
D.	Leg.	1190 Agosto	22,	2015
D.	Leg.	1191 Agosto	22,	2015
D.	Leg.	1194 Agosto	30,	2015
D.	Leg.	1204 Setiembre	23,	2015
D.	Leg.	1206 Setiembre	23,	2015
D.	Leg.	1215 Setiembre	24,	2015
D.	Leg.	1229 Setiembre	25,	2015
D.	Leg.	1233 Setiembre	26,	2015
D.	Leg.	1234 Setiembre	26,	2015
D.	Leg.	1237 Setiembre	26,	2015
D.	Leg.	1239 Setiembre	26,	2015
R.	Adm.	013-2015-CE-PJ Febrero	10,	2015
R.	Adm.	076-2015-P/TC Junio	28,	2015
R.	Adm.	091-2015-P/TC Julio	24,	2015
R.	Adm.	132-2015-P/TC Setiembre	26,	2015
R.	Adm.	138-2015-P/TC Octubre	14,	2015
AÑO	2016
Ley	30407 Enero	08,	2016
Ley	30424 Abril	28,	2016
D.	S.	002-2016-JUS Marzo	31,	2016
D.	S.	001-2016-IN Febrero	09,	2016
D.	S.	012-2016-IN Julio	27,	2016
R.	Adm.	151-2016-CE-PJ Febrero	09,	2016
	
	CÓDIGO	PENAL	PERUANO
DECRETO	LEGISLATIVO	N°	635
TÍTULO	PRELIMINAR
PRINCIPIOS	GENERALES
C.	P.
ART.	 I.—Finalidad	preventiva.	 Este	 código	 tiene	 por	 objeto	 la
prevención	de	delitos	y	faltas	como	medio	protector	de	la	persona
humana	y	de	la	sociedad.
DEFENSA	DE	LA	PERSONA
Const.
ART.	1°.—La	defensa	de	la	persona	humana	y	el	respeto	de	su	dignidad	son
el	fin	supremo	de	la	sociedad	y	del	Estado.
JURISPRUDENCIA.—Finalidad	de	la	legislación	penal	pasa	por	la
prevención	de	delitos	y	faltas.	“(...)	El	artículo	I	del	título	preliminar	de
nuestro	Código	Penal	establece	que	la	finalidad	de	la	legislación	penal	es	la
prevención	de	delitos	y	faltas	como	medio	protector	de	la	persona	humana	y
la	sociedad.	Esta	disposición	orienta	al	conjunto	de	las	normas	sustantivas	y
procesales	(…).	Sería	un	contrasentido	si	una	sociedad	democrática	tolera	la
impunidad	en	nombre	de	disposiciones	adjetivas	que	tienen	otra	finalidad.
(…)”.	(TC,	Exp.	N°	4677-2005-PHC/TC,	ago.	12/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Dogmática	penal	está	abierta	a	la	influencia
directa	del	ordenamiento	constitucional.	“(...)	las	cuestiones	fundamentales
de	la	dogmática	penal	está	abierto	(sic)	a	la	influencia	directa	del
ordenamiento	constitucional;	es	decir,	se	encuentra	a	la	vez	dentro	de	las
fronteras	de	la	Constitución	y	en	relación	con	la	política	criminal	(...)	De	ahí
que	en	último	término	las	bases	del	derecho	penal	y	de	todas	las	demás	ramas
del	derecho	en	general,	no	se	han	de	encontrar,	necesariamente	en	los	códigos
o	en	las	leyes,	sino	en	la	Constitución	Política	del	Estado	a	través	de	sus
principios,	entendida	como	orden	jurídico	fundamental	del	actual	Estado
constitucional	democrático.	(...)	La	influencia	del	Derecho	Constitucional
sobre	la	dogmática	penal	se	concretiza	en	la	actuación	del	Tribunal
Constitucional	en	tanto	supremo	intérprete	de	la	Constitución,	porque	el
tribunal	no	se	limita	a	analizar	y	aplicar;	las	instituciones	‘propias’	del
derecho	penal	y	desde	el	derecho	penal	sino	que	también	determina	el
contenido	a	través	de	su	interpretación	y	el	de	sus	sentencias	de	las
instituciones	penales,	haciéndolas	conformes	de	manera	concreta	o	abstracta
con	la	Constitución.	Es	pues	a	través	de	la	interpretación	constitucional	que	el
tribunal	contribuye	a	superar	las	limitaciones	de	la	dogmática	penal.	(...).”
(TC,	Exp.	N°	7451-2005-PHC/TC,	ago.	10/2006.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Detrás	de	cada	precepto	penal	debe	haber	un	valor
con	 relevancia	 constitucional.	 “(...)	 El	 Derecho	 Penal	 es	 la	 rama	 del
ordenamiento	jurídico	que	regula	el	ius	puniendi,	monopolio	del	Estado,	y	que,
por	tal	razón,	por	antonomasia,	es	capaz	de	 limitar	o	restringir,	en	mayor	o
menor	 medida,	 el	 derecho	 fundamental	 a	 la	 libertad	 personal.	 De	 ahí	 que,
desde	 una	 perspectiva	 constitucional,	 el	 establecimiento	 de	 una	 conducta
como	 antijurídica,	 es	 decir,	 aquella	 cuya	 comisión	 pueda	 dar	 lugar	 a	 una
privación	o	restricción	de	la	 libertad	personal,	sólo	será	constitucionalmente
válida	 si	 tiene	 como	 propósito	 la	 protección	 de	 bienes	 jurídicos
constitucionalmente	 relevantes	 (principio	 de	 lesividad).	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°
00019-2005-AI/TC,	set.	21/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Estado	social	y	democrático	de	derecho	se	sustenta
en	 los	 principios	 esenciales	 de	 libertad	 y	 seguridad.	 “(...)	 El	 Estado
peruano	 definido	 por	 la	 Constitución	 de	 1993,	 presenta	 las	 características
básicas	 de	 Estado	 social	 y	 democrático	 de	 derecho.	 Así	 se	 concluye	 de	 un
análisis	conjunto	de	los	artículos	3°	y	43	de	la	Ley	Fundamental.	Asimismo,	se
sustenta	en	los	principios	esenciales	de	libertad,	seguridad,	propiedad	privada,
soberanía	 popular,	 separación	 de	 las	 funciones	 supremas	 del	 Estado	 y
reconocimiento	de	los	derechos	fundamentales.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	0008-2003-
HC/TC,	nov.	11/2003.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
DOCTRINA.—Implicancias	del	concepto	Estado	social	y	democrático	de
derecho.	 “El	 principio	 de	 Estado	 de	 derecho	 impone	 el	 postulado	 de	 un
sometimiento	 de	 la	 potestad	 punitiva	 al	 derecho,	 lo	 que	 dará	 lugar	 a	 los
límites	derivados	del	principio	de	legalidad.	La	idea	del	Estado	social	sirve
para	legitimar	la	función	de	prevención	en	la	medida	que	sea	necesaria	para
proteger	a	la	sociedad.	Ello	implica	ya	varios	límites	que	giran	en	torno	a	la
exigencia	 de	 la	 necesidad	 social	 de	 la	 intervención	 penal.	 Por	 último	 la
concepción	del	Estado	democrático	obliga	en	lo	posible	a	poner	el	derecho
penal	al	servicio	del	ciudadano,	 lo	que	puede	verse	como	fuente	de	ciertos
límites	 que	 hoy	 se	 asocian	 al	 respeto	 de	 principios	 como	 los	 de	 dignidad
humana,	 igualdad	 y	 participación	 del	 ciudadano.”	 (MIR	 PUIG,	 Santiago.
Derecho	Penal,	Parte	General,	Barcelona,	5ta.	edic.,	1998;	pág.	74)
DOCTRINA.—Potestad	 punitiva	 del	 legislador	 dentro	 de	 los	 límites
constitucionales.	“(...)	en	el	ejercicio	de	la	potestad	punitiva	del	Estado,	el
legislador	debe	actuar	dentro	de	 los	 limites	 constitucionales.	Tales	 límites
pueden	ser	explícitos	como	implícitos.	Así,	al	legislador	le	está	vedado,	por
voluntad	 expresa	 del	 constituyente,	 establecer	 las	 penas	 de	 muerte	 (…),
destierro,	prisión	perpetua	o	confiscación	(…),	así	como	someter	a	cualquier
persona	 a	 torturas,	 tratos	 o	 penas	 crueles,	 inhumanos	 o	 degradantes	 (…).
Por	otra	parte,	en	el	ejercicio	de	la	facultad	punitiva	del	Estado,	el	legislador
debe	propender	a	la	realización	de	los	fines	sociales	del	Estado,	entre	ellos,
los	 de	 garantizar	 la	 efectividad	 de	 los	 principios,	 derechos	 y	 deberes
consagrados	en	la	Constitución	y	de	asegurar	la	vigencia	de	un	orden	justo
(…).	 La	 dosimetría	 de	 las	 penas	 es	 un	 asunto	 librado	 a	 la	 definición	 legal,
pero	corresponde	a	la	corte	velar	para	que	en	el	uso	de	la	discrecionalidad
legislativa	se	respeten	los	principios	de	razonabilidad	y	proporcionalidad”.
(C.	 Const.	 de	 Colombia,	 Sent.	 C-070	 feb.	 22/96,	 M.P.	 Eduardo	 Cifuentes
Muñoz)
COMENTARIO.—Finalidad	 del	 derecho	 penal.	 Cuando	 el	 derecho	 penal
castiga	las	infracciones	jurídicas	ya	cometidas	(naturaleza	represiva)	está	a
la	 vez	 previniendo	 infracciones	 jurídicas	 de	 comisión	 futura	 (naturaleza
preventiva).	Las	funciones	represiva	y	preventiva	del	derecho	penal	deben
entenderse	 siempre	 como	 una	 unidad,	 mediante	 la	 conminación,	 la
imposición	 y	 la	 ejecución	 de	 la	 pena	 justa,	 el	 derecho	 penal	 sirve	 a	 la
finalidad	 de	 prevenir	 infracciones	 jurídicas	 en	 el	 futuro.	 Los	 límites	 de	 la
finalidad	 preventiva	 del	 derecho	 penal	 se	 encuentran	 en	 el	 fundamento
mismo	de	un	estado	de	derecho,	social	y	democrático.
C.	P.
ART.	II.—Principio	de	legalidad.	Nadie	será	sancionado	por	un
acto	no	previsto	como	delito	o	falta	por	la	ley	vigente	al	momento
de	su	comisión,	ni	sometido	a	pena	o	medida	de	seguridad	que	no
se	encuentren	establecidas	en	ella.
GARANTÍA	DE	LEGALIDAD
Const.
ART.	2°.—Toda	persona	tiene	derecho:
(...).
24.	A	la	libertad	y	a	la	seguridad	personales.	En	consecuencia:
a.	Nadie	está	obligado	a	hacer	lo	que	la	ley	no	manda,	ni	impedido	de	hacer
lo	que	ella	no	prohíbe.
(...).
d.	Nadie	será	procesado	ni	condenado	por	acto	u	omisión	que	al	tiempo	de
cometerse	 no	 esté	 previamente	 calificado	 en	 la	 ley,	 de	manera	 expresa	 e
inequívoca,	como	infracción	punible;	ni	sancionado	con	pena	no	prevista	en
la	ley.
(...).
JURISPRUDENCIA.—Derecho	 fundamental	 a	 la	 legalidad	 penal	 vincula
también	a	 los	 jueces	 penales.	 “(...)	 El	 derecho	 fundamental	 a	 la	 legalidad
penal	 se	 encuentra	 dentro	 del	 ámbito	 de	 los	 derechos	 protegidos	 por	 la
justicia	constitucional	frente	a	supuestos	como	la	creación	judicial	de	delitos	o
faltas	y	 sus	correspondientes	supuestos	de	agravación	o,	 también	 frente	a	 la
aplicación	 de	 determinados	 tipos	 penales	 a	 supuestos	 no	 contemplados	 en
ellos.	 Así,	 este	 derecho	 vincula	 también	 a	 los	 jueces	 penales,	 y	 su	 eventual
violación	 posibilita	 su	 reparación	mediante	 los	 procesos	 constitucionales	 de
tutela	de	 los	derechos	 fundamentales	 (…)”.	 (TC,	Exp.	N°	5815-2005-PHC/TC,
ene.	04/2006.	Pres.	Gonzáles	Ojeda)
JURISPRUDENCIA.—No	debe	 identificarse	 el	 principio	 de	 legalidad	 con
el	principio	de	tipicidad.	“(...).	El	primero	(…)	se	satisface	cuando	se	cumple
con	 la	 previsión	 de	 las	 infracciones	 y	 sanciones	 en	 la	 ley.	 El	 segundo,	 en
cambio,	 constituye	 la	 precisa	 definición	 de	 la	 conducta	 que	 la	 ley	 considera
como	falta	(...).	El	subprincipio	de	tipicidad	o	taxatividad	constituye	una	de	las
manifestaciones	 o	 concreciones	 del	 principio	 de	 legalidad	 respecto	 de	 los
límites	que	se	 imponen	al	 legislador	penal	o	administrativo,	a	efectos	de	que
las	prohibiciones	que	definen	sanciones,	sean	éstas	penales	o	administrativas,
estén	redactadas	con	un	nivel	de	precisión	suficiente	que	permita	comprender
sin	 dificultad	 lo	 que	 se	 está	 proscribiendo	 bajo	 amenaza	 de	 sanción	 en	 una
determinada	 disposición	 legal.	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 5719-2005-PA/TC,	 set.
21/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Certeza	 de	 la	 ley	 es	 perfectamente	 compatible,	 en
ocasiones,	con	un	cierto	margen	de	 indeterminación	en	 la	 formulación
de	 los	 tipos.	 “(...)	 el	 principio	 de	 legalidad	 exige	 no	 sólo	 que	 por	 ley	 se
establezcan	 los	 delitos,	 sino	 también	 que	 las	 conductas	 prohibidas	 estén
claramente	delimitadas	en	la	ley.	Esto	es	lo	que	se	conoce	como	el	mandato	de
determinación,	que	prohíbe	la	promulgación	de	leyes	penales	indeterminadas,
y	 constituye	 una	 exigencia	 expresa	 en	 nuestro	 texto	 constitucional	 (...)	 (lex
certa).
(...).
47.	 En	 definitiva,	 la	 certeza	 de	 la	 ley	 es	 perfectamente	 compatible,	 en
ocasiones,	con	un	cierto	margen	de	indeterminación	en	la	formulación	de	los
tipos	 y	 así,	 en	 efecto,	 se	 ha	 entendido	 por	 la	 doctrina	 constitucional	 (...).	 El
grado	 de	 indeterminación	 será	 inadmisible,	 sin	 embargo,	 cuando	 ya	 no
permita	al	ciudadano	conocer	qué	comportamientos	están	prohibidos	y	cuáles
están	permitidos.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	010-2002-AI/TC,	ene.	03/2003.	Pres.	Alva
Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Configuración	del	Estado	democrático	de	derecho
importa	limitaciones	al	ius	puniendi.	“(…)	El	diseño	de	un	Estado
democrático	de	derecho	importa	limitaciones	al	ius	puniendi	del	Estado,	a
toda	la	potestad	sancionadora	en	general	y	a	los	procedimientos	establecidos
para	dicho	fin,	en	tanto	significa	el	reforzamiento	de	la	plena	vigencia	de	los
derechos	fundamentales	y	de	las	condiciones	de	su	realización.	(…)”.	(CS.	Ac.
Plen.	4-2006/CJ-116,	dic.	29/2006.	S.S.	Salas	Gamboa)
DOCTRINA.—Ejercicio	 del	 ius	 puniendi	 en	 un	 Estado	 social	 y
democrático.	 “El	 ejercicio	 del	 ius	 puniendi	 en	 un	 Estado	 democrático	 no
puede	desconocer	 las	garantías	propias	del	estado	de	derecho,	esto	es,	 las
que	giran	en	torno	al	principio	de	la	legalidad.	Pero	al	mismo	tiempo,	debe
añadir	 nuevos	 cometidos	 que	 vayan	más	 allá	 del	 ámbito	 de	 las	 garantías
puramente	 formales	 y	 aseguren	 un	 servicio	 real	 a	 los	 ciudadanos.	 El
derecho	penal	en	un	estado	social	y	democrático	no	puede,	pues,	renunciar
a	la	misión	de	incidencia	activa	en	la	lucha	contra	la	delincuencia,	sino	que
debe	conducirla	para	la	verdadera	defensa	de	los	ciudadanos	y	de	todas	las
personas	 residentes	 en	 el	 territorio	 nacional.	 Debe,	 por	 tanto,	 asegurar	 la
protección	efectiva	de	todos	los	miembros	de	la	sociedad,	por	lo	que	ha	de
tender	a	la	prevención	de	delitos	(estado	social),	entendidos	como	aquellos
comportamientos	 que	 el	 orden	 jurídico	 califica	 como	 dañinos	 para	 sus
bienes	 jurídicos	 fundamentales,	 en	 la	medida	en	que	 los	considera	graves.
Así,	pues,	un	adecuado	sistema	de	política	criminal,	debe	orientar	la	función
preventiva	de	 la	pena	con	arreglo	a	 los	principios	de	protección	de	bienes
jurídicos,	 de	 proporcionalidad	 y	 de	 culpabilidad.	 (…)	 la	 Constitución
conduce	 a	 un	 derecho	 penal	 llamado	 a	 desempeñar,	 dados	 unos
presupuestos	de	garantía	de	los	derechos	del	procesado	y	del	sindicado,	una
función	 de	 prevención	 general,	 sin	 perjuicio	 de	 la	 función	 de	 prevención
especial”.	 (C.	 Const.	 de	 Colombia,	 Sent.	 C-565	 dic.	 07/93,	 M.P.	 Hernando
Herrera	Vergara)
DOCTRINA.—El	principio	de	legalidad	en	un	Estado	social	de	derecho.
“El	cambio	político	de	un	Estado	liberal	de	derecho,	fundado	en	la	soberanía
nacional	y	en	el	principio	de	legalidad,	a	un	Estado	social	de	derecho	cuyos
fines	esenciales	son,	entre	otros,	el	servicio	a	 la	comunidad,	 la	garantía	de
efectividad	 de	 los	 principios,	 derechos	 y	 deberes	 constitucionales	 y	 la
protección	de	los	derechos	y	libertades	(…),	presupone	la	renuncia	a	teorías
absolutas	 de	 la	 autonomía	 legislativa	 en	 materia	 de	 política	 criminal.	 La
estricta	protección	de	los	bienes	jurídicos	y	los	derechos	inalienables	de	la
persona	(…),	tornan	la	dignidad	e	integridad	del	infractor	penal	en	límite	de
la	autodefensa	social.	El	contenido	axiológico	de	la	Constitución	constituye
un	 núcleo	 material	 que	 delimita	 el	 ejercicio	 de	 la	 función	 pública	 y	 la
responsabilidad	 de	 las	 autoridades	 (…).	 Con	 su	 elemento	 social,	 la
Constitución	complementa,	en	el	terreno	de	la	coerción	pública,	la	voluntad
con	la	razón.	Sólo	el	uso	proporcionado	del	poder	punitivo	del	Estado,	esto
es	acorde	con	el	marco	de	derechos	y	libertades	constitucionales,	garantiza
la	vigencia	de	un	orden	social	justo,	fundado	en	la	dignidad	y	la	solidaridad
humanas.
En	 consecuencia,	 la	 calidad	 y	 la	 cantidad	 de	 la	 sanción	 no	 son	 asuntos
librados	exclusivamente	a	la	voluntad	democrática.	La	Constitución	impone
claros	 límites	 materiales	 al	 legislador	 (…).	 Del	 principio	 de	 igualdad,	 se
derivan	los	principios	de	razonabilidad	y	proporcionalidad	que	justifican	la
diversidad	de	trato	pero	atendiendo	a	las	circunstancias	concretas	del	caso
(…),	juicio	que	exige	evaluar	la	relación	existente	entre	los	fines	perseguidos
y	 los	medios	 utilizados	 para	 alcanzarlos”.	 (C.	 Const.	 de	 Colombia,	 Sent.	 C-
070/96.	M.P.	Eduardo	Cifuentes	Muñoz)
DOCTRINA.—El	tipo	penal	en	blanco	y	el	principio	de	legalidad.	“(…)	En
los	 tipos	penales	en	blanco,	 también	denominados	de	reenvío,	 la	conducta
no	se	encuentra	definida	íntegramente	por	el	legislador,	sino	que	es	preciso
acudir	a	un	precepto	del	mismo	ordenamiento	o	de	otro,	a	 fin	de	precisar
con	 nitidez	 su	 contenido	 en	 punto	 de	 realizar	 el	 proceso	 de	 adecuación
típica,	 amén	de	establecer,	 entre	otros	 factores,	por	ejemplo,	 la	 conciencia
de	 la	 antijuridicidad,	 razón	por	 la	 cual,	 no	 se	 viola	 el	 principio	de	 reserva
cuando	 el	 legislador	 señala	 los	 elementos	 básicos	 para	 delimitar	 la
prohibición	 y	 remite	 a	 otras	 instancias	 el	 complemento	 correspondiente,
siempre	que	este	sea	claro	y	permita	establecer	sin	equívocos	 la	conducta
punible	y	su	sanción.	(…)	En	los	tipos	penales	en	blanco	es	preciso	distinguir
entre	 el	 núcleo	 esencial	 y	 el	 complemento.	 El	 primero,	 corresponde	 a	 la
libertad	de	configuración	normativa	del	legislador,	en	el	sentido	de	señalar
con	claridad	y	precisión	tanto	los	elementos	básicos	de	la	conducta	punible,
como	la	correspondiente	punibilidad,	además	del	reenvío	expreso	o	tácito	a
otro	 precepto.	 El	 segundo,	 esto	 es,	 el	 complemento,	 especifica	 las
condiciones	en	que	 tiene	 lugar	aquél,	 ya	 sea	de	 índole	penal	o	extrapenal,
pero	 siempre	 que	 tenga	 carácter	 general	 y	 sea	 expedido	 por	 quien	 tiene
competencia	para	proferirlo.	(…).
Para	la	corte,	la	remisión	que	opera	en	la	complementación	del	tipo	penal
en	blanco	debe	cumplir	cuatro	requisitos	fundamentales.	En	primer	lugar,	la
remisión	 debe	 ser	 precisa;	 en	 segundo	 lugar,	 debe	 ser	 previa	 a	 la
configuración	de	la	conducta.	La	norma	de	complemento	debe	ser,	en	tercer
término,	 de	 conocimiento	 público	 y,	 finalmente,	 debe	 preservar,	 como
cualquier	norma	del	ordenamiento,	los	principios	y	valores	constitucionales
(…)”.	 (C.	 Const.	 de	 Colombia,	 Sent.	 C-605,	 ago.	 01/2006.	 M.P.	 Gerardo
Monroy	Cabra)
COMENTARIO.—Nullum	 crimen	 sine	 lege.	 El	 principio	 de	 legalidad	 –
postulado	básico	del	estado	de	derecho	y	garantía	penal–	permite	conocer
con	 anticipación	 y	 precisión	 qué	 conductas	 se	 encuentran	 prohibidas	 y
amenazadas	 con	 la	 imposición	 de	 una	 sanción	 y;	 por	 contraposición,	 qué
comportamientos	 son	 lícitos.	 El	 fundamento	 del	 principio	 de	 legalidad	 va
desde	 lo	 jurídico-político	 (liberalismo	político,	 la	democracia	y	división	de
poderes,	 la	prevención	general)	hasta	 lo	axiológico	(la	seguridad	jurídica	y
la	prohibición	de	la	arbitrariedad).
En	 los	 antecedentes	 dogmáticos,	 la	 formulación	 clásica	 del	 principio	 de
legalidad	 en	 materia	 penal	 se	 debe	 a	 Feuerbach,	 que	 lo	 enuncia	 en	 los
siguientes	 términos:	 “toda	 aplicación	 de	 una	 pena	 supone	 una	 ley	 previa
anterior	 (nulla	 poena	 sine	 lege);	 la	 aplicación	 de	 una	 pena	 presupone	 la
realización	 de	 la	 infracción	 prevista	 en	 la	 figura	 legal	 (nulla	 poena	 sine
crimine);	la	infracción	viene	determinada	por	la	pena	legal	(nullum	crimen
sine	 poena	 legali).	 En	 la	 actualidad,	 puede	 enunciarse	 el	 principio	 de
legalidad	en	materia	penal	mediante	las	siguientes	proposiciones:
a)	 Nullum	 crimen	 sine	 lege:	 ninguna	 conducta,	 por	 reprobable	 que
parezca	y	por	mucho	que	lesione	el	derecho	puede	conceptuarse	delito	si	la
ley	no	lo	prescribe	así	(principio	de	legalidad	criminal).
b)	 Nulla	 poena	 sine	 lege:	 no	 pueden	 imponerse	 más	 penas	 que	 las
establecidas	por	 el	 legislador	 en	 cada	 caso,	 hallándose	prohibido	 sustituir
por	otra	la	penalidad	prevista	en	cada	figura	delictiva	y,	más	aún,	inventar
penas	(principio	de	legalidad	penal).
c)	Nemo	damnetur	nisi	per	 legale	 iudicium:	nadie	puede	ser	 castigado
sino	 en	 virtud	 de	 un	 juicio	 formal	 ante	 sus	 jueces	 naturales,	 en	 el	 que	 se
respeten	 las	 garantías	 establecidas	 por	 la	 ley	 (principio	 de	 legalidad
procesal	o	garantía	jurisdiccional).
d)	No	 puede	 ejecutarse	 pena	 alguna	 sino	 en	 la	 forma	 prevista	 por	 la	 ley
(principio	de	legalidad	en	la	ejecución)”.	(COBO	DEL	ROSAL,	Manuel;	VIVES
ANTÓN,	Tomás,	“Comentarios	al	Código	Penal”,	Madrid,	Edit.	Edersa,	1999,
págs.	33	a	37).
Tradicionalmente	son	también	repercusiones	del	principio	de	legalidad,	la
proscripción	 de	 la	 analogía	 in	 malam	 partem	 (artículo	 III	 T.P.,	 C.	 P.),	 la
prohibición	de	la	aplicación	del	derecho	consuetudinario	(artículo	I	del	T.P.
del	Código	Civil)	 y	de	 leyes	 indeterminadas	que	 creen	o	 agraven	delitos	 y
penas	(artículo	V	del	T.	P.,	C.	P.).
C.	P.
ART.	III.—Prohibición	de	la	analogía	in	malam	partem.	No	es
permitida	 la	 analogía	 para	 calificar	 el	 hecho	 como	delito	 o	 falta,
definir	un	estado	de	peligrosidad	o	determinar	la	pena	o	medida
de	seguridad	que	les	corresponde.
FUNCIÓN	JURISDICCIONAL
Const.
ART.	139.—Son	principios	y	derechos	de	la	función	jurisdiccional:
(...).
9.	 El	 principio	 de	 inaplicabilidad	 por	 analogía	 de	 la	 ley	 penal	 y	 de	 las
normas	que	restrinjan	derechos.
(...).
JURISPRUDENCIA.—Legitimidad	 del	 razonamiento	 analógico	 y
proscripción	de	la	analogía	como	integración	normativa.	“(...)	Un	primer
aspecto	a	dilucidar	es	la	adecuación	al	principio	lex	certa	de	las	‘cláusulas	de
extensión	 analógica’.	 Para	 ello	 debe	 distinguirse	 dos	 supuestos	 diferentes:	 i)
los	casos	de	integración	normativa,	en	los	que,	frente	a	un	vacío	normativo,	el
juzgador,	utilizando	la	analogía	con	otras	normas	similares,	crea	una	norma
jurídica;	y,	 ii)	aquellos	casos	de	 interpretación	 jurídica	en	 los	que	existe	una
norma,	 cuyo	 sentido	 literal	 posible	 regula	 el	 caso	 concreto,	 y	 el	 juzgador	 se
limita	a	delimitar	su	alcance	a	través	de	un	razonamiento	analógico.
71.	 La	 analogía	 como	 integración	 normativa	 está	 proscrita	 en	 el	 derecho
penal	 por	mandato	 constitucional	 (artículo	 139,	 inciso	 9),	 Constitución).	 En
cambio,	 sí	 se	 reconoce	 la	 legitimidad	 del	 razonamiento	 analógico	 en	 la
interpretación	(...).
Las	 cláusulas	 de	 interpretación	 analógica	 no	 vulneran	 el	 principio	 de	 lex
certa	 cuando	 el	 legislador	 establece	 supuestos	 ejemplificativos	 que	 puedan
servir	 de	 parámetros	 a	 los	 que	 el	 intérprete	 debe	 referir	 otros	 supuestos
análogos,	pero	no	expresos.	(...)”.	(TC.	Sent.,	ene.	03/2003.	Exp.	N°	010-2002-
AI/TC.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Los	métodos	 de	 interpretación	 constitucional.	 “(...)
Los	 métodos	 de	 interpretación	 constitucional	 no	 se	 agotan	 en	 aquellos
criterios	clásicos	de	interpretación	normativa	(literal,	teleológico,	sistemático
e	histórico),	sino	que	abarquen,	entre	otros	elementos,	una	serie	de	principios
que	 informan	 la	 labor	hermenéutica	del	 juez	constitucional	 tales	como	el	de
unidad	 de	 la	 Constitución,	 concordancia	 práctica,	 corrección	 funcional,
función	integradora	y	de	fuerza	normativa	de	la	Constitución	(…)”.	(TC.	Sent.,
nov.	08/2005-PA/TC,	Exp.	N°	5854-2005-PA/TC.	Pres.	García	Toma)
COMENTARIO.—Prohibición	 de	 la	 analogía.	 La	 analogía	 consiste	 en
aplicar	una	regla	jurídica	a	casos	similares	no	regulados	en	la	ley	por	la	vía
del	 argumento	 de	 la	 semejanza.	 La	 analogía	 en	 el	 artículo	 no	 sólo	 está
restringida	literalmente	a	los	tres	casos	establecidos	por	la	norma:	a)	para
calificar	 el	 hecho	 como	 delito	 o	 falta,	 b)	 para	 definir	 un	 estado	 de
peligrosidad;	 c)	 para	determinar	 la	pena	o	 la	medida	de	 seguridad.	Por	 el
contrario,	 la	 prohibición	 en	 la	 norma	 está	 también	 dirigida	 a	 evitar	 la
aplicación,	mediante	analogía,	de	circunstancias	agravantes	tanto	generales
(Art.	 46)	 como	 específicas	 (Art.	 108,	 189,	 etc.	 del	 Código	 Penal);	 y	 de
consecuencias	 jurídicas	 accesorias	 (inhabilitación,	 decomiso,	 etc.).	 Con	 lo
anterior,	la	norma	penal	reconoce	el	carácter	relativo	de	la	prohibición	de	la
analogía,	 y	 la	 distingue	 por	 sus	 efectos	 en	 analogía	 in	 bonam	 partem	 y
analogía	in	malam	partem.	La	norma,	no	considera	toda	 forma	de	analogía
como	 lícita	 o	 permitida	 sino	 sólo	 le	 resulta	 legítima	 la	 analogía	 in	 bonam
partem	 o	 a	 favor	 del	 reo,	 impidiendo	 de	 esta	 manera	 una	 extensión
desmesurada	de	la	ilicitud	penal	y	de	las	normas	que	restringen	derechos.
C.	P.
ART.	 IV.—Principio	 de	 lesividad.	 La	 pena	 necesariamente,
precisa	 de	 la	 lesión	 o	 puesta	 en	 peligro	 de	 bienes	 jurídicos
tutelados	por	la	ley.
JURISPRUDENCIA.—Abogado	 que	 utiliza	 papeles	 membretados	 de	 su
entidad	empleadora	para	litigar	asuntos	particulares	comete	infracción
administrativa	 y	 no	 delito	 de	 peculado.	 “En	 este	 sentido,	 el
comportamiento	 del	 recurrente,	 de	 haber	 utilizado	 cuatro	 hojas	 bond,	 con
sello	de	agua	de	 la	Universidad	Nacional	de	 (...),	para	 interponer	 recurso	de
apelación	 a	 favor	 de	 (...):	 acusación	 aceptada	 por	 el	 encausado	 en	 su
instructiva	de	 fojas	 cincuenta	y	 siete	y	ampliación	de	 instructiva	 (...),	 es	una
conducta	reprobada	jurídicamente	porque	no	es	aceptable	que	el	abogado	de
la	 oficina	 de	 asesoría	 legal	 de	 una	 universidad	 pública	 utilice	 papeles
membretados	 con	 sello	de	agua	de	 la	 institución	para	 litigar	en	 sus	asuntos
privados	 que	 le	 hace	 pasible	 de	 sanciones	 administrativas,	 pero	 no	 penales
porque	el	hecho	en	sí	mismo	no	produce	una	‘perturbación	social’	que	dote	de
relevancia	penal	a	la	conducta	de	manera	que	justifique	una	intervención	tan
drástica	 del	 derecho	 penal	 mediante	 la	 pena.	 Precisamente,	 por	 no
transgredir	 las	 barreras	 mínimas	 que	 habilitan	 la	 actuación	 del	 derecho
penal,	y,	mereciendo	la	conducta	practicada	claramente	una	sanción	de	corte
administrativa,	en	atención	al	principio	de	ultima	ratio,	corresponde	absolver
al	 imputado	 de	 la	 acusación	 fiscal	 por	 el	 delito	 imputado”.	 (CS,	 R.	 N.	 3763-
2011-Huancavelica,	ene.	29/2013.	V.	P.	Pastrana)
DOCTRINA.—Bien	jurídico.	“Se	define,	mayoritariamente,	al	bien	 jurídico
como	‘las	circunstancias	dadas	o	finalidades	que	son	útiles	para	el	individuo
y	 su	 libre	desarrollo	en	el	marco	de	un	 sistema	social	 global	 estructurado
sobre	 la	base	de	 esa	 concepción	de	 los	 fines	o	para	 el	 funcionamiento	del
propio	 sistema’.”	 (CLAUSS,	 Roxin.	 Derecho	 Penal,	 Parte	 General,	 Madrid,
Edit.	Civitas,	1997;	pág.	56)
DOCTRINA.—Principio	de	necesidad	lleva	a	suponer	que	la	pena	como
instrumento	de	protección	debe	ser	útil.	“En	efecto,	la	potestad	punitiva
del	Estado,	así	como	su	política	criminal	y	las	restricciones	de	los	derechos
fundamentales	 inherentes	 a	 su	 ejercicio,	 están	 justificados
constitucionalmente	 por	 la	 necesidad	 de	 ‘garantizar	 la	 efectividad	 de	 los
principios,	 derechos	 y	 deberes	 consagrados	 en	 la	 Constitución’	 y	 para
‘asegurar	 la	 convivencia	 pacífica	 y	 la	 vigencia	 de	 un	 orden	 justo’	 (…).	 A
través	del	derecho	penal	el	Estado	brinda	una	protección	subsidiaria	frente
a	 ciertas	 agresiones	 a	 determinados	 bienes	 jurídicos	 o	 valores
constitucionales,	 mediante	 la	 imposición	 de	 penas,	 cuando	 estima	 que	 es
necesario	 acudir	 a	 este	mecanismo	 para	 brindarles	 una	 protección	 eficaz.
Sin	embargo,	el	principio	de	necesidad	lleva	a	suponer	que	si	 la	pena	es	la
ultima	ratio	de	la	actividad	estatal,	este	instrumento	de	protección	debe	ser
útil.	 De	 lo	 contrario,	 sería	 suficiente	 con	 acudir	 a	 otros	 tipos	 de
instrumentos	jurídicos	e	incluso	de	sanciones	no	tan	drásticas	como	la	pena
(...)	Dentro	de	un	sistema	 jurídico	estructurado	a	partir	de	 la	dignidad	del
individuo,	 la	pena	es	un	mecanismo	utilitarista	de	naturaleza	 excepcional,
que	se	justifica	en	la	necesidad	de	lograr	determinado	objetivo	u	objetivos,
los	 cuales	 difieren	 dependiendo	 del	 énfasis	 teórico	 que	 adopte	 la	 política
criminal	 del	 Estado.	 Por	 otra	 parte,	 teniendo	 en	 cuenta	 que	 es	 un
mecanismo	 que	 implica	 importantes	 restricciones	 de	 ciertos	 derechos
fundamentales,	 la	 pena	 debe	 ser	 proporcional	 aun	 cuando	 sea	 necesaria
para	proteger	 ciertos	 bienes	 jurídicos	 o	 valores	 constitucionales.	 Es	 decir,
tanto	el	tiempo	como	las	condiciones	en	las	que	se	cumple	la	pena	deben	ser
proporcionales,	dependiendo	de	la	ponderación	entre	los	diversos	baremos
considerados	al	establecer	la	dosimetría	como	parte	de	la	política	criminal
del	Estado”.	(C.	Const.	de	Colombia	Sent.	C-312,	abr.	13/2002.	M.P.	Rodrigo
Escobar	Gil)
COMENTARIO.—Principio	 de	 lesividad.	 Se	 deduce	 una	 sustancial
restricción	al	ius	puniendi	del	Estado	y	se	excluye	la	punibilidad	de	simples
inmoralidades	y	de	meras	infracciones	cuando	se	establece	como	exigencia
del	derecho	penal	el	hecho	de	asegurar	sólo	determinados	bienes	jurídicos
previamente	dados.
En	otro	extremo,	el	artículo	exige	punibilidad	no	sólo	en	 los	casos	que	se
lesione	el	bien	jurídico,	sino	que	es	suficiente	ya	su	sola	puesta	en	peligro.
De	 ahí	 que	 esto	 sea	 requisito	 de	 punibilidad	 en	 los	 delitos	 de	 peligro
concreto	(artículos	273,	280	y	281	del	Código	Penal)	a	diferencia	de	lo	que
sucede	 en	 los	 delitos	 de	 peligro	 abstracto,	 donde	 la	 puesta	 en	 peligro	 del
bien	jurídico	no	se	menciona	en	absoluto	en	el	tipo,	ya	que	esto	constituye	la
razón	misma	para	la	creación	del	precepto	penal	(artículos	274,	279	y	286
del	Código	Penal).
C.	P.
ART.	 V.—Principio	 nula	 poena	 sine	 lege.	 Sólo	 el	 juez
competente	puede	 imponer	penas	o	medidas	de	 seguridad;	y	no
puede	hacerlo	sino	en	la	forma	establecida	en	la	ley.
GARANTÍA	JURISDICCIONAL
Const.
ART.	139.—Son	principios	y	derechos	de	la	función	jurisdiccional:
1.	La	unidad	y	exclusividad	de	la	función	jurisdiccional.
No	 existe	 ni	 puede	 establecerse	 jurisdicción	 alguna	 independiente,	 con
excepción	de	la	militar	y	la	arbitral.
No	hay	proceso	judicial	por	comisión	o	delegación.
(...).
3.	La	observancia	del	debido	proceso	y	la	tutela	jurisdiccional.
Ninguna	persona	puede	ser	desviada	de	la	jurisdicción	predeterminada	por
la	ley,	ni	sometida	a	procedimiento	distinto	de	los	previamente	establecidos,
ni	 juzgada	 por	 órganos	 jurisdiccionales	 de	 excepción	 ni	 por	 comisiones
especiales	creadas	al	efecto,	cualquiera	sea	su	denominación.
(...).
PENA	DE	MUERTE
Const.
ART.	140.—La	pena	de	muerte	sólo	puede	aplicarse	por	el	delito	de	traición
a	la	patria	en	caso	de	guerra,	y	el	de	terrorismo,	conforme	a	las	leyes	y	a	los
tratados	de	los	que	el	Perú	es	parte	obligada.
COMENTARIO.—Vinculación	 con	 el	 principio	 de	 legalidad.	 La
prohibición	 dirigida	 al	 juez,	 de	 aplicar	 una	 sanción	 que	 no	 se	 encuentra
taxativamente	 prevista	 en	 la	 ley	 constituye	 la	 mayor	 vinculación	 con	 el
principio	 de	 legalidad.	 Esta	 prohibición	 encuentra	 fundamento	 en	 la
necesidad	que	tiene	el	ciudadano	no	sólo	de	saber	si	la	conducta	se	halla	o
no	prohibida,	 sino	 también,	 del	 hecho	de	 conocer	 la	 clase	 y	 la	 duración	 o
contenido	 de	 la	 sanción	 específica.	 En	 consecuencia,	 la	 aplicación	 de	 este
principio	 no	 sólo	 exige	 la	 descripción	 del	 supuesto	 de	 hecho	 típico	 sino
también	 la	 correcta	 fijación	de	 las	 consecuencias	 jurídicas	del	 delito,	 sean
estas:	 penas,	 medidas	 de	 seguridad	 o	 consecuencias	 accesorias.	 Por	 otro
lado,	 el	 mandato	 no	 implica,	 en	 el	 legislador	 la	 fijación	 definitiva	 e
inconmovible	de	una	pena	–pena	absolutamente	determinada	o	tasada–	de
hacerlo,	 se	haría	 incompatible	 con	el	principio	de	proporcionalidad	de	 las
penas,	 que	 manda	 valorar	 las	 circunstancias	 específicas	 del	 hecho	 y	 las
calidades	personales	del	autor	para	su	imposición.
El	precepto	reconoce	al	juez	tan	solo	la	libertad	de	fijar	las	sanciones	entre
un	mínimo	y	un	máximo,	en	algunos	casos	se	le	permitirá	fijarla	por	debajo
de	 este	 mínimo,	 teniendo	 en	 cuenta	 las	 circunstancias	 que	 enumera	 el
artículo	46	del	C.	P.	(la	posibilidad	de	penas	alternativas	sólo	se	acepta	en	la
medida	que	beneficien	al	reo,	Art.	III	del	Título	Preliminar	del	Código	Penal).
C.	P.
ART.	 VI.—Garantía	 de	 ejecución.	 No	 puede	 ejecutarse	 pena
alguna	en	otra	forma	que	la	prescrita	por	la	ley	y	reglamentos	que
la	 desarrollen.	 En	 todo	 caso,	 la	 ejecución	 de	 la	 pena	 será
intervenida	judicialmente.
C.	P.
ART.	 VII.—Principio	 de	 culpabilidad.	 La	 pena	 requiere	 de	 la
responsabilidad	 penal	 del	 autor.	 Queda	 proscrita	 toda	 forma	 de
responsabilidad	objetiva.
JURISPRUDENCIA.—Principio	 de	 culpabilidad	 exige	más	 que	 la	 simple
afectación	 de	 determinados	 bienes	 jurídicos.	 “(...)	 principio	 de
culpabilidad,	 que,	 como	 exigencia	 de	 la	 cláusula	 del	 estado	 de	 derecho,	 se
deriva	 como	 un	 principio	 constitucional	 implícito	 que	 limita	 la	 potestad
punitiva	del	Estado.	Por	ende,	no	basta	la	sola	afectación	o	puesta	en	peligro
de	 determinados	 bienes	 jurídicos	 que	 el	 derecho	 penal	 protege.	 El	 principio
según	el	cual	 ‘no	hay	pena	sin	dolo	o	culpa’	exige	que	el	actor	haya	actuado
con	 voluntad	 de	 afectarlos.	 Ese	 criterio	 está	 recogido	 en	 el	 artículo	 12	 del
Código	Penal	de	1991.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	010-2002-AI/TC,	ene.	03/2003.	Pres.
Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Exigencia	 de	 responsabilidad	 subjetiva	 en	 el
proceso	penal	funciona	como	límite	a	potestad	sancionadora	del	Estado.
“(...)	un	límite	a	la	potestad	sancionatoria	del	Estado	está	representado	por	el
principio	 de	 culpabilidad.	 Desde	 este	 punto	 de	 vista,	 la	 sanción,	 penal	 o
disciplinaria,	 sólo	 puede	 sustentarse	 en	 la	 comprobación	de	 responsabilidad
subjetiva	 del	 agente	 infractor	 de	 un	 bien	 jurídico.	 En	 ese	 sentido,	 no	 es
constitucionalmente	aceptable	que	una	persona	sea	sancionada	por	un	acto	o
una	omisión	de	un	deber	 jurídico	que	no	 le	sea	 imputable.	 (…)”.	 (TC,	Exp.	N°
2868-2004-AA/TC,	nov.	24/2004.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—La	asignación	de	la	pena	obedece	a	una	declaración
previa	 de	 culpabilidad.	 “(…)	 cabe	 recalcar	 que	 la	 asignación	 de	 la	 pena
obedece	 a	 una	 declaración	 previa	 de	 culpabilidad	 realizada	 por	 el	 juez
ordinario,	quien	en	virtud	de	la	actuación	probatoria	realizada	al	interior	del
proceso	 penal	 llega	 a	 la	 convicción	 sobre	 la	 comisión	 de	 los	 hechos
investigados,	la	autoría	de	los	mismos,	así	como	el	grado	de	participación	de
los	 inculpados.	 En	 tal	 sentido	 el	 quantum	 de	 la	 pena	 obedece,	 pues,	 a	 un
análisis	 del	 juez	 ordinario,	 quien	 sobre	 la	 base	 de	 los	 criterios	mencionados
fijará	una	pena	proporcional	a	la	conducta	sancionada.	(…)”.	(TC,	Exp.	2389-
2007-PHC/TC,	dic.	18/2007.	S.	S.	Landa	Arroyo)
COMENTARIO.—Responsabilidad	subjetiva	por	el	hecho.	El	principio	de
culpabilidad,	 o	 más	 propiamente	 dicho,	 principio	 de	 responsabilidad
subjetiva	 por	 el	 hecho,	 encuentra	 fundamento	 último	 en	 el	 respeto	 de	 la
dignidad	de	 la	persona	humana	y	 a	 su	 libertad	que	 le	 es	 consustancial.	 El
principio	implica	–de	por	sí–	diferentes	límites	al	ius	puniendi,	los	mismos,
que	exigen	para	la	imposición	de	una	sanción	penal	lo	siguiente:	a)	que	no
se	haga	responsable	al	sujeto	por	delitos	ajenos:	principio	de	personalidad
de	 las	 penas;	 que	 se	 castigue	 sólo	 conductas,	 hechos	 y	 no	 formas	 de	 ser:
principio	 de	 responsabilidad	 por	 el	 hecho,	 b)	 que	 el	 hecho	 sea
materialmente	 causado	 por	 el	 sujeto,	 que	 el	 hecho	 haya	 sido	 querido
(doloso)	 o	 se	 haya	 debido	 a	 la	 imprudencia:	 principio	 de	 responsabilidad
subjetiva;	c)	que	pueda	considerarse	culpable	del	hecho	doloso	o	culposo	a
su	autor,	 ha	de	poder	 atribuírsele	normalmente	 a	 éste,	 como	producto	de
una	motivación	normal:	principio	de	imputación	personal.
C.	P.
ART.	VIII.—Modificado.	Ley	28730,	Art.	1°.	Proporcionalidad
de	la	pena.	La	pena	no	puede	sobrepasar	la	responsabilidad	por
el	 hecho.	 Esta	 norma	 no	 rige	 en	 caso	 de	 reincidencia	 ni	 de
habitualidad	 del	 agente	 al	 delito.	 La	 medida	 de	 seguridad	 sólo
puede	ser	ordenada	por	intereses	públicos	predominantes.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Procedimiento	administrativo
sancionador	busca	garantizar	sólo	el	funcionamiento	de	la
administración	pública,	vinculación	con	el	principio	de
proporcionalidad	penal.	“(…)	el	procedimiento	administrativo	sancionador
busca	garantizar	sólo	el	funcionamiento	correcto	de	la	administración
pública,	las	sanciones	disciplinarias	tienen,	en	general,	la	finalidad	de
garantizar	el	respeto	de	las	reglas	de	conducta	establecidas	para	el	buen
orden	y	desempeño	de	las	diversas	instituciones	colectivas	y,	como	tal,
suponen	una	relación	jurídica	específica	y	conciernen	sólo	a	las	personas
implicadas	en	dicha	relación	y	no	a	todas	sin	distinción,	como	acontece	en
general	con	las	normas	jurídicas	penales;	que	las	medidas	disciplinarias
constituyen	la	contrapartida	de	los	deberes	especiales	a	que	están	sometidos
sus	miembros	y	el	derecho	administrativo	sancionador	no	se	rige	por	el
principio	de	lesividad	sino	por	criterios	de	afectación	general,	de	suerte	que	la
sanción	administrativa	no	requiere	la	verificación	de	lesión	o	puesta	en
peligro	de	bienes	jurídicos	y	generalmente	opera	como	respuesta	ante
conductas	formales	o	de	simple	desobediencia	a	reglas	de	ordenación;	que,	en
cambio,	el	delito	debe	encerrar	siempre	un	mayor	contenido	de	injusto	y	de
culpabilidad;	que	la	lesividad	o	peligrosidad	de	la	conducta	y	el	menoscabo	al
bien	jurídico	son	siempre	de	mayor	entidad	en	el	delito	con	relación	a	la
infracción	administrativa.	(…)	el	principio	ne	bis	in	idem	material	tiene
conexión	con	los	principios	de	proporcionalidad	y	de	legalidad,	el	primero	se
encuentra	vinculado	a	la	llamada	‘prohibición	de	exceso’,	esto	es,	sancionar
más	de	una	vez	por	el	mismo	contenido	injusto	implica	imponer	una	sanción
no	prevista	en	la	ley,	puesto	que	el	artículo	VIII	del	Título	Preliminar	del
Código	Penal	establece	que	la	pena	no	puede	sobrepasar	la	responsabilidad
por	el	hecho;	y,	el	principio	de	legalidad	garantiza	la	seguridad	jurídica
debido	que	sólo	se	puede	sancionar	conductas	que	se	encuentran	tipificados
previamente.	(...)”.	(Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y
Transitorias,	Acuerdo	Plenario	1-2007/CJ-116,	R.N.	2090-2005-Lambayeque,
feb.	08/2008)
JURISPRUDENCIA.—Principio	 de	 proporcionalidad	 no	 sólo	 comporta
una	garantía	 de	 seguridad	 jurídica	 sino	 también	 concretas	 exigencias
de	 justicia	material.	 “(...)	 El	 principio	 de	 proporcionalidad	 es	 un	 principio
general	 del	 derecho	 expresamente	 positivizado,	 cuya	 satisfacción	 ha	 de
analizarse	en	cualquier	ámbito	del	derecho.	(...).	En	su	condición	de	principio,
su	ámbito	de	proyección	no	se	circunscribe	sólo	al	análisis	del	acto	restrictivo
de	 un	 derecho	 bajo	 un	 estado	 de	 excepción,	 pues	 como	 lo	 dispone	 dicha
disposición	 constitucional,	 ella	 sirve	para	analizar	 cualquier	acto	 restrictivo
de	un	atributo	 subjetivo	de	 la	 persona,	 independientemente	de	que	aquel	 se
haya	declarado	o	no.	Y	las	penas,	desde	luego,	constituyen	actos	que	limitan	y
restringen	esos	derechos	de	 la	persona.	 (...)	En	 la	medida	que	el	principio	de
proporcionalidad	 se	 deriva	 de	 la	 cláusula	 del	 estado	 de	 derecho,	 él	 no	 sólo
comporta	 una	 garantía	 de	 seguridad	 jurídica,	 sino	 también	 concretas
exigencias	 de	 justicia	 material.	 Es	 decir,	 impone	 al	 legislador	 el	 que,	 al
momento	 de	 establecer	 las	 penas,	 ellas	 obedezcan	 a	 una	 justa	 y	 adecuada
proporción	entre	el	delito	cometido	y	la	pena	que	se	vaya	a	imponer.	(...)’.
(...)	 Corresponde	 al	 ámbito	 del	 legislador,	 al	 momento	 de	 determinar	 las
penas,	 evaluar	 factores	 tales	 como	 la	 gravedad	 del	 comportamiento	 o	 la
percepción	social	relativa	a	la	adecuación	entre	delito	y	pena.	(...)	al	Tribunal
Constitucional,	en	cambio,	le	corresponde	indagar	si	los	bienes	o	intereses	que
se	 tratan	 de	 proteger	 son	 de	 naturaleza	 constitucional	 y	 por	 tanto,	 son
socialmente	relevantes;	asimismo,	evaluar	si	la	medida	es	idónea	y	necesaria
para	 alcanzar	 los	 fines	 de	 protección	 que	 se	 persiguen,	 por	 no	 existir	 otras
penas	 menos	 aflictivas	 de	 la	 libertad	 y,	 finalmente,	 juzgar	 si	 existe	 un
desequilibrio	manifiesto,	esto	es,	excesivo	o	 irrazonable	entre	 la	sanción	y	 la
finalidad	de	la	norma.	(...)”.	(TC.	Sent.,	ene.	03/2003,	Exp.	N°	010-2002-AI/TC.
Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—El	 principio	 de	 proporcionalidad	 de	 la	 pena	 como
valor	 constitucional	 derivado	 del	 principio	 de	 legalidad	 penal:	 la
prohibición	por	exceso	o	por	defecto.	 “4.	El	principio	de	proporcionalidad
de	las	penas	es	un	valor	constitucional	implícitamente	derivado	del	principio
de	legalidad	penal,	así	reconocido	en	el	artículo	2°,	inciso	24,	literal	d),	de	la
Constitución,	 en	 interpretación	 conjunta	 con	 el	 último	 párrafo	 del	 artículo
200	 constitucional,	 en	 el	 que	 se	 reconoce	 explícitamente	 el	 principio	 de
proporcionalidad.
5.	En	su	relación	con	las	penas,	el	principio	de	proporcionalidad	usualmente
ha	 sido	 enfocado	 como	 una	 ‘prohibición	 de	 exceso’	 dirigida	 a	 los	 poderes
públicos.	De	hecho,	esta	es	 la	manifestación	que	se	encuentra	recogida	en	el
artículo	 VIII	 del	 Título	 Preliminar	 del	 Código	 Penal	 (...).	 No	 obstante,	 si	 se
reconoce	 que,	 en	 razón	 del	 principio	 de	 lesividad,	 el	 derecho	 penal	 tipifica
atentados	contra	bienes	de	relevancia	constitucional	y,	singularmente,	contra
derechos	 fundamentales,	 procurando	 su	 protección	 (...);	 el	 principio	 de
proporcionalidad	de	las	penas,	prima	facie,	también	implica	una	‘prohibición
por	defecto’,	es	decir,	 la	prohibición	–cuando	menos	como	una	regla	general
no	exenta	de	excepciones–	de	que	la	pena	sobredisminuya	la	responsabilidad
por	 el	 hecho	 (cfr.	 Clérico,	 Laura,	 ‘La	 prohibición	 por	 acción	 insuficiente	 por
omisión	 o	 defecto	 y	 el	 mandato	 de	 proporcionalidad’,	 en	 Jan-R.	 Sieckman
(editor),	 La	 teoría	 principialista	 de	 los	 derechos	 fundamentales.	 Estudios
sobre	la	teoría	de	los	derechos	fundamentales	de	Robert	Alexy,	Marcial	Pons,
Madrid	/	Barcelona	/	Buenos	Aires,	2011,	p.	169	y	ss.)’.
6.	 Por	 ello,	 el	 Tribunal	 Constitucional	 ha	 determinado	 ‘que	 ninguna	 de	 las
finalidades	preventivas	de	la	pena	podría	justificar	que	exceda	la	medida	de	la
culpabilidad	en	el	agente,	la	cual	es	determinada	por	el	juez	penal	a	la	luz	de
la	personalidad	del	autor	y	del	mayor	o	menor	daño	causado	con	su	acción	a
los	 bienes	 de	 relevancia	 constitucional	 protegidos.	 Pero	 a	 su	 vez,	 ninguna
medida	legislativa	podría,	en	un	afán	por	favorecer	 ‘a	toda	costa’	 la	libertad
personal,	anular	el	 factor	preventivo	como	finalidad	de	la	pena	a	imponerse.
En	 tales	 circunstancias,	 lejos	 de	 ponderar	 debidamente	 los	 distintos	 bienes
protegidos	 por	 el	 orden	 constitucional,	 se	 estaría	 quebrando	 el	 equilibrio
social	 que	 toda	 comunidad	 reclama	 como	 proyección	 de	 la	 Constitución
material”.	 (TC,	 Exp.	 01010-2012-PHC/TC,	 oct.	 22/2012.	 S.	 S.	 Beaumont
Callirgos)
JURISPRUDENCIA.—TC:	“la	proporcionalidad	no	es	la	sustitución	de	una
pena	 por	 otra	 en	 esencia	 similar,	 sino	 el	 uso	 sensato	 de	 la	 capacidad
punitiva”.	 “Este	 tribunal	entiende	que	uno	de	 los	principios	constitucionales
que	de	ninguna	manera	puede	encontrarse	exento	de	aplicación	en	la	justicia
penal,	 es	 el	 de	proporcionalidad,	 pues	 en	 la	medida	 en	que	 toda	alternativa
punitiva	 implica	 merituación	 de	 sanciones	 a	 partir	 de	 la	 naturaleza	 y	 la
magnitud	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 que	 fueron	 infringidos,	 queda	 claro	 que	 la
legitimidad	de	la	decisión	emitida	por	la	justicia	penal,	reposa	en	un	adecuado
uso	 de	 dicho	 principio.	 La	 prescindencia	 del	 mismo,	 conduce	 a	 resultados
reprochables	no	sólo	en	 términos	de	 justicia	penal,	 sino	y	por	sobre	 todo,	de
respeto	a	 los	propios	derechos	 fundamentales,	pues	una	cosa	es	restringir	 la
libertad	a	título	de	una	pena	bien	aplicada	y	otra	distinta	afectarla	por	una
medida	sancionadora	excesiva	o	errada.
25)	 La	 mejor	 manera	 (aunque	 por	 cierto,	 no	 la	 única)	 de	 verificar	 si	 una
pena,	como	medida	restrictiva	de	derechos,	ha	sido	bien	impuesta	en	términos
no	de	una	 justicia	penal,	 sino	de	respeto	a	 los	derechos	 fundamentales,	pasa
por	 indagar	 si	 las	 razones	 utilizadas	 en	 la	 sentencia	 que	 establece	 una
condena	fueron	o	no	suficientes	para	sustentarla.	Sólo	así	podrá	comprobarse
si	 la	magnitud	 de	 una	 pena	 va	 de	 la	mano	 con	 la	 naturaleza	 de	 los	 hechos
imputados	y	si	por	consiguiente,	se	hizo	una	adecuada	aplicación	del	principio
de	proporcionalidad	al	momento	de	aplicarse	la	pena.
Los	 defectos	 en	 la	 utilización	 del	 juicio	 de	 proporcionalidad	 en	 el
presente	caso.
26)	En	el	caso	que	nos	ocupa,	este	tribunal	advierte	que	de	acreditarse	que	no
hubo	delito,	no	le	correspondería	a	la	recurrente	ningún	tipo	de	condena	y	ni
siquiera	 sería	 necesario	 analizar	 la	 controversia	 planteada	 desde	 la
perspectiva	del	principio	de	proporcionalidad.	Sin	embargo	y	de	presentarse
lo	 contario,	 es	 decir,	 de	 acreditarse	 algún	 tipo	 de	 responsabilidad,	 conviene
indagar	 si	 el	modelo	a	utilizarse	 iría	de	 la	mano	con	 la	manera	como	se	ha
resuelto	en	el	proceso	cuestionado.
27)	 De	 acuerdo	 con	 lo	 que	 aparece	 en	 los	 autos	 puede	 apreciarse	 que	 las
resoluciones	objeto	de	cuestionamiento	adolecen	de	defectos	en	la	motivación
no	por	el	hecho	de	que	el	delito	que	ha	sido	 investigado	no	resulte	grave	en
abstracto	 y	 de	 acuerdo	 a	 las	 previsiones	 de	 nuestra	 normativa	 penal,	 sino
porque	 con	 independencia	 de	 la	 incoherencia	 interna	 que	 ya	 ha	 sido	 aquí
analizada,	 no	 justifican	 directamente	 los	 motivos	 por	 los	 que	 la	 recurrente
termina	siendo	sancionada	con	treinta	años	de	pena	privativa	de	la	libertad,
pudiendo	 haberse	 optado	 por	 una	medida	 punitiva	 distinta,	 de	 suyo	menos
gravosa.	 Se	 trataría,	 en	 otros	 términos,	 de	 un	 supuesto	 de	 motivación
aparente	 ya	 que	 no	 se	 da	 cuenta	 de	 las	 razones	 mínimas	 que	 sustentan	 la
decisión	(...)”.	(TC,	Exp.	08439-2013-PHC/TC,	nov.	20/2014.	S.	S.	Urviola	Hani)
PLENO	JURISDICCIONAL.—Proporcionalidad	de	las	penas.	“(...)	Primero.-
Por	consenso:	El	principio	de	proporcionalidad	de	las	penas	es	un	límite	a	la
potestad	punitiva	del	Estado	que	consiste	en	el	juicio	de	ponderación	entre	la
carga	coactiva	de	la	pena	y	el	fin	perseguido	por	la	conminación	legal.	Tiene
que	existir	una	proporcionalidad	entre	gravedad	del	delito	(injusto)	y	la	pena.
Este	principio	complementa	el	principio	de	culpabilidad,	que	en	sí	mismo	no
garantiza	la	necesaria	proporción	entre	delito	y	pena.	(...).
Cuarto.-	Por	consenso:	Los	criterios	de	proporcionalidad	entre	delito	y	la
pena	que	pueden	utilizar	los	jueces	son	enunciativamente	los	siguientes:	a)
importancia	o	rango	bien	jurídico	protegido,	b)	gravedad	de	la	lesión	al	bien
jurídico	protegido,	c)	acto	social	del	hecho	cometido	(grado	de	nocividad
social	de	la	conducta	incriminada),	d)	los	diferentes	medios	de	comisión	del
hecho	punible,	e)	el	grado	de	ejecución	del	hecho	punible,	f)	el	grado	de
intervención	delictiva,	g)	las	condiciones	personales	del	agente	(edad,	estado
mental	del	agente,	responsabilidad	penal	restringida,	grado	de	educación,
ocasionalidad	versus	habitualidad),	h)	el	comportamiento	de	la	víctima,	i)	el
comportamiento	del	autor	después	del	hecho.
Quinto.-	Por	consenso:	En	los	casos	de	concurrencia	simultánea	de
circunstancias	agravantes	y	atenuantes	(genéricas	o	específicas)	es
obligatoria	su	apreciación	o	consideración.	En	tal	supuesto,	los	jueces	para
determinar	la	pena	deben	realizar	un	proceso	de	compensación	racional	entre
los	factores	de	aumento	y	disminución	de	la	sanción	penal,	fijando	el	quantum
de	la	misma	mediante	el	correcto	uso	del	arbitrio	judicial,	que	deberá	ser
motivado	en	la	sentencia.	(...)”.	(Pleno	Jurisdiccional	Penal	Nacional,	Chiclayo	-
2000,	Tema	1)
DOCTRINA.—El	 principio	 constitucional	 de	 proporcionalidad	 es
fundamento	 de	 la	 antijuridicidad	 y	 de	 la	 culpabilidad.	 “Mediante	 el
principio	 de	 proporcionalidad	 se	 introducen	 las	 categorías	 de	 la
antijuridicidad	 y	 la	 culpabilidad	 en	 el	 derecho	 constitucional.	 La
responsabilidad	de	los	particulares	por	infracción	de	la	Constitución	o	de	las
leyes	(…),	requiere	de	un	daño	efectivo	a	 los	bienes	 jurídicos	protegidos	y
no	meramente	 una	 intención	 que	 se	 juzga	 lesiva.	 Esto	 se	 desprende	de	 la
razón	 de	 ser	 de	 las	 propias	 autoridades,	 a	 saber,	 la	 de	 proteger	 a	 las
personas	 residentes	 (…)	 en	 su	 vida,	 honra,	 bienes,	 creencias,	 y	 demás
derechos	y	libertades	(…).	Sólo	la	protección	de	bienes	jurídicos	realmente
amenazados	 justifica	 la	 restricción	 de	 otros	 derechos	 y	 libertades,	 cuya
protección	 igualmente	ordena	 la	Constitución.	Por	otra	parte,	 la	aplicación
de	 la	 pena	 consagrada	 en	 la	 ley	debe	hacerse	de	 acuerdo	 con	 el	 grado	de
culpabilidad	 del	 sujeto.	 El	 juicio	 de	 proporcionalidad	 es,	 por	 lo	 tanto,
necesariamente	individual	y	el	castigo	impuesto	debe	guardar	simetría	con
el	 comportamiento	 y	 la	 culpabilidad	 del	 sujeto	 al	 que	 se	 imputa	 (C-
591/93)”.	 (C.	 Const.	 de	 Colombia,	 Sent.	 C-070,	 feb.	 22/96,	 M.P.	 Eduardo
Cifuentes	Muñoz)
DOCTRINA.—Los	 años	 de	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 se	 aplican
según	 exista	 una	 mejor	 o	 peor	 motivación,	 sino	 de	 forma
proporcionalidad	 con	 la	 gravedad	 del	 delito.	 “(...)	 respetuosamente,
discrepamos	 de	 los	 argumentos	 de	 la	mayoría	 del	 TC,	 en	 primer	 término,
porque	 los	 argumentos	 de	 los	 citados	 fundamentos	 30	 y	 31,	 constituyen
apreciaciones	que	corresponden	a	un	juez	penal	y	no	a	uno	constitucional,
en	la	medida	que	sólo	aquel	puede	determinar	cuál	debe	ser	la	pena	justa	o
razonable	 que	 se	 debe	 aplicar	 en	 un	 caso	 penal.	 Y,	 en	 segundo	 término,
porque	 los	 argumentos	 del	 fundamento	 31	 carecen	 de	 logicidad,	 pues,	 o
bien	se	sostiene	que	 la	sentencia	estuvo	mal	motivada	y	por	 lo	 tanto	debe
anularse,	 resultando	 irrelevante	 un	 pronunciamiento	 sobre	 la	 pena
impuesta,	o	bien	se	sostiene	que	la	sentencia	estuvo	bien	motivada,	en	cuyo
caso	si	resulta	relevante	un	pronunciamiento	sobre	la	pena	impuesta,	pero
lo	que	no	resulta	lógico	es	sostener,	tal	como	se	hace	en	el	fundamento	32,
que	la	sentencia	estuvo	mal	motivada	y	por	tanto	debía	aplicarse	una	pena
‘bastante	lejana’	(sic)	de	aquella	de	30	años.	Los	años	de	pena	privativa	de
libertad	 no	 se	 aplican	 según	 exista	 una	mejor	 o	 peor	motivación,	 sino	 de
forma	proporcionalidad	con	la	gravedad	del	delito”.	(TC,	Exp.	08439-2013-
PHC/TC,	nov.	20/2014.	Voto	singular	de	los	magistrados	Ledesma	Narváez
y	Espinosa-Saldaña	Barrera)
COMENTARIO.—Principio	 de	 proporcionalidad.	 Es	 el	 principio	 de
proporcionalidad	el	que	implica	un	equilibrio	valorativo	entre	delito	y	pena,
el	mismo	que	se	asienta	en	dos	exigencias:	1)	la	necesidad	que	la	pena	sea
proporcional	 al	 delito;	 y,	 2)	 que	 la	 medida	 de	 la	 proporcionalidad	 se
establezca	sobre	la	base	de	la	importancia	social	del	hecho.
Es	 cierto	 que	 las	 valoraciones	 sociales	 también	 orientan	 la
proporcionalidad	de	las	medidas	de	seguridad,	sin	embargo	hay	que	añadir
que	 la	 imposición	 de	 éstas	 no	 sólo	 debe	 guardar	 proporción	 con	 los
beneficios	 sociales	 que	 puedan	 aportar,	 sino	 fundamentalmente,	 con	 el
grado	 de	 peligrosidad	 criminal	 del	 sujeto	 y	 con	 la	 gravedad	 del	 hecho
cometido	y	de	los	que	sea	probable	que	pueda	cometer.
C.	P.
ART.	IX.—Fines	de	la	pena	y	de	las	medidas	de	seguridad.	La
pena	 tiene	 función	 preventiva,	 protectora	 y	 resocializadora.	 Las
medidas	 de	 seguridad	 persiguen	 fines	 de	 curación,	 tutela	 y
rehabilitación.
FUNCIÓN	JURISDICCIONAL
Const.
ART.	139.—Son	principios	y	derechos	de	la	función	jurisdiccional:
(...).
22.	 El	 principio	 de	 que	 el	 régimen	 penitenciario	 tiene	 por	 objeto	 la
reeducación,	rehabilitación	y	reincorporación	del	penado	a	la	sociedad.
TEORÍAS	DE	LA	PENA
JURISPRUDENCIA.—Teoría	de	la	retribución	absoluta.	“(…),	cuyos
exponentes	son	Kant	y	Hegel.	Según	ella,	la	pena	no	cumple	ninguna	función
social,	pues	es	una	institución	independiente	de	su	esfera	social;	es	decir,	agota
toda	virtualidad	en	la	generación	de	un	mal	al	delincuente,	de	modo	tal	que	el
Estado,	en	representación	de	la	sociedad,	toma	venganza	por	la	afectación	de
algún	bien	jurídico	relevante,	aplicando	un	mal	de	similar	gravedad	a	la
relevancia	del	bien	en	el	ordenamiento	jurídico.	Se	trata	de	la	concreción
punitiva	del	antiguo	principio	del	Talión:	‘ojo	por	ojo,	diente	por	diente’.	Esta
teoría	no	sólo	carece	de	todo	sustento	científico,	sino	que	es	la	negación
absoluta	del	principio-derecho	a	la	dignidad	humana	(…)”	(TC,	Exp.	N°	00019-
2005-AI/TC,	set.	21/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Teoría	de	la	prevención	especial.	“(…)	también
denominada	teoría	de	la	retribución	relativa,	centra	la	finalidad	de	la	pena	en
los	beneficios	que	ella	debe	generar	en	el	penado	o,	cuando	menos,	en	aquellos
que	tengan	la	voluntad	de	ser	resocializados.	De	esta	manera,	la	finalidad	de
la	pena	puede	ser	dividida	en	dos	fases:	a)	en	el	momento	de	su	aplicación
misma,	teniendo	como	propósito	inmediato	disuadir	al	delincuente	de	la
comisión	de	ilícitos	penales	en	el	futuro,	desde	que	internaliza	la	grave
limitación	de	la	libertad	personal	que	significa	su	aplicación;	y,	b)	en	el
momento	de	su	ejecución,	la	cual	debe	encontrarse	orientada	a	la
rehabilitación,	reeducación	y	posterior	reinserción	del	individuo	a	la	sociedad
(…).”	(TC,	Exp.	N°	00019-2005-AI/TC,	set.	21/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Teoría	de	la	prevención	general.	“(…)	circunscribe	su
análisis,	antes	que	en	el	penado,	en	el	colectivo,	de	forma	tal	que	considera	que
la	pena	tiene	por	finalidad	influir	en	la	sociedad	a	través	de	la	efectividad	de
la	amenaza	penal	y	su	posterior	ejecución	en	aquellos	que,	mediante	una
conducta	antijurídica,	atentan	contra	valores	e	intereses	de	significativa
importancia	en	el	ordenamiento	jurídico	y	que,	por	tal	motivo,	son	objeto	de
protección	por	el	Derecho	Penal.	Hoy	se	reconoce	una	vertiente	negativa	y
otra	positiva	a	la	teoría	de	la	prevención	general.	La	primera	establece	como
finalidad	sustancial	de	la	pena	el	efecto	intimidatorio	que	genera	la	amenaza
de	su	imposición	en	aquellos	individuos	con	alguna	tendencia	hacia	la
comisión	del	ilícito.	Sin	embargo,	es	discutible	sustentar	la	tesis	conforme	a	la
cual	todo	individuo	proclive	a	la	criminalidad	genere	el	grado	de	reflexión
suficiente	para	convertirlo	en	objeto	del	efecto	intimidatorio.	En	algunos
supuestos,	dicho	efecto	es	resultado,	antes	que	de	la	gravedad	de	la	pena
preestablecida,	del	grado	de	riesgo	de	ser	descubierto,	durante	o	después	de	la
comisión	del	delito.	(…)	Por	ello,	son	los	efectos	de	la	vertiente	positiva	de	la
prevención	general	los	que	alcanzan	mayor	relevancia.	Claus	Roxin,	los
resume	del	siguiente	modo:	‘(...)	el	efecto	de	aprendizaje	motivado	socio-
pedagógicamente,	el	`ejercicio	de	la	confianza	en	el	derecho	que	se	produce	en
la	población	por	medio	de	la	actividad	de	la	justicia	penal;	el	efecto	de
confianza	que	resulta	cuando	el	ciudadano	ve	que	el	derecho	se	impone;	y
finalmente,	el	efecto	de	satisfacción	que	se	instala	cuando	la	conciencia
jurídica	se	tranquiliza	como	consecuencia	de	la	sanción	por	sobre	el
quebrantamiento	del	derecho,	y	cuando	el	conflicto	con	el	autor	es	visto	como
solucionado.’	(...).”	(TC,	Exp.	N°	00019-2005-AI/TC,	set.	21/2006.	Pres.	Alva
Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Teorías	de	la	unión	“(…)	Finalmente,	 las	teorías	de	 la
unión	 sostienen	 que	 tanto	 la	 retribución	 como	 la	 prevención	 general	 y
especial,	 son	 finalidades	 de	 la	 pena	 que	 deben	 ser	 perseguidas	 de	 modo
conjunto	 y	 en	 un	 justo	 equilibrio.”	 (TC,	 Exp.	 N°	 00019-2005-AI/TC,	 set.
21/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Existe	 la	 obligación	 constitucional	 de	 proveer	 un
sistema	 progresivo	 de	 resocialización	 de	 condenados,	 pero	 la
Constitución	no	 impone	 los	medios	que	se	utilizarán.	 “Es	 en	este	 sentido
que	 este	 tribunal	 ha	 señalado	 que	 si	 bien	 los	 beneficios	 penitenciarios	 son
medidas	que	el	legislador	o	la	autoridad	administrativa	adopta	en	procura	de
alcanzar	la	readaptación	social	del	penado,	no	es	posible	exigir	al	legislador	la
previsión	 de	 un	 concreto	 tipo	 de	 beneficios.	 Es	 decir,	 no	 existe	 un	 derecho
fundamental	a	un	concreto	tipo	de	beneficios	penitenciarios	(...).
22.	Lo	mismo	sucede	con	el	sistema	progresivo,	que	constituye	un	mecanismo
que	 el	 legislador	 ha	 considerado	 conveniente,	 dentro	 de	 lo
constitucionalmente	posible,	para	lograr	la	finalidad	adoptada,	pero	en	modo
alguno	se	trata	de	la	única	forma	de	ejecución	de	un	mandato	constitucional,
por	 lo	que	el	no	haberlo	previsto	para	el	 régimen	excepcional	del	Centro	de
Reclusión	de	la	Base	Naval	no	genera	un	vicio	de	inconstitucionalidad,	por	lo
que	 este	 extremo	 de	 la	 demanda	 debe	 ser	 desestimado	 (...)”.	 (TC,	 Sent.	 del
Pleno	-	Exp.	01711-2014-PHC/TC,	abr.	08/2014,	S.	S.	Urviola	Hani)
COMENTARIO.—Teoría	 de	 la	 pena.	Mientras	 la	 teoría	 de	 la	 retribución
(concepción	 más	 tradicional	 de	 la	 pena,	 fundada	 en	 razones	 religiosas,
éticas	 y	 jurídicas)	 asigna	 a	 la	 pena	 una	 función	 de	 compensación	 por	 la
culpabilidad	 en	 la	 que	 el	 autor	 ha	 incurrido	 con	 el	 delito	 cometido;	 las
teorías	de	la	prevención	(prevención	especial	y	general)	incrustan	a	la	pena
la	misión	de	prevenir	delitos	(como	medio	de	protección	de	determinados
intereses	sociales).	La	teoría	de	la	prevención	especial	sitúa	el	fin	de	la	pena
en	 evitar	 que	 el	 concreto	 autor	 del	 delito	 cometa	 otros	 en	 el	 futuro
(internamiento,	 efecto	 intimidante,	mejora	del	delincuente:	 socialización	o
resocialización).	La	teoría	de	la	prevención	general	considera	que	la	pena	no
persigue	retribuir	 la	culpabilidad	del	delincuente	o	evitar	que	éste	cometa
futuros	 delitos	 sino	 más	 bien	 busca	 motivar	 a	 los	 ciudadanos	 a	 un
comportamiento	conforme	a	derecho.
Pero	la	teoría	retributiva	no	puede	evitar	que	la	pena	siempre	se	imponga
aún	 cuando	 en	 el	 caso	 concreto	 no	 sea	 necesaria	 para	 garantizar	 la	 paz
social	y	cuando,	 incluso,	su	 imposición	pueda	acarrear	efectos	socialmente
dañosos.	La	 teoría	de	 la	prevención	especial	exige	que	 la	pena	 impuesta	a
una	persona	que	haya	 cometido	un	delito	 leve,	 por	 ejemplo,	 se	prolongue
tantos	 años	 como	 sean	 necesarios	 para	 modificar	 los	 defectos	 de	 su
personalidad	 y	 en	 sentido	 contrario,	 la	 pena	 no	 se	 impondrá	 cuando	 el
delincuente	no	 represente	peligro	 alguno	para	 cometer	nuevos	delitos.	 La
teoría	de	 la	 prevención	 general	 lleva	 la	 idea	de	penas	draconianas	 “penas
más	graves	mayor	intimidación”	lo	cual	se	contradice	con	los	postulados	de
un	estado	de	derecho.
En	 nuestro	 código	 se	 opta	 por	 una	 posición	 intermedia	 (teoría	 unitaria),
que	 entiende	 que	 ninguna	 de	 las	 tres	 teorías	 aplicadas	 unilateralmente
pueden	 resultar	 satisfactorias.	 Entonces,	 la	 pena	ha	de	 ser	 limitada	por	 la
culpabilidad	del	autor	y	justamente	es	en	el	marco	de	la	culpabilidad	donde
pueden	 perseguirse	 los	 distintos	 fines	 de	 la	 pena:	 la	 retribución	 de	 la
culpabilidad,	la	resocialización	y	la	prevención	general.
En	 cuanto	 a	 la	 función	 de	 las	 medidas	 de	 seguridad	 no	 existe	 mayor
contraposición	 de	 respuestas.	 La	 función,	 que	 a	 estas	 corresponde,	 es	 la
prevención	de	delitos	frente	a	un	sujeto	peligroso:	prevención	especial.
C.	P.
ART.	X.—Supletoriedad	de	 las	normas	del	Código	Penal.	 Las
normas	 generales	 de	 este	 código	 son	 aplicables	 a	 los	 hechos
punibles	previstos	en	leyes	especiales.
COMENTARIO.—Leyes	 penales	 complementarias.	 Más	 allá	 de	 su
legitimidad	 como	 normas,	 o	 de	 si	 las	 leyes	 penales	 contenidas	 fuera	 del
Código	Penal	protegen	o	no	bienes	jurídicos	diferentes	e	independientes	de
los	 establecidos	 ya	 en	 la	 parte	 especial	 del	 mismo,	 el	 artículo	 busca	 de
alguna	manera	garantizar	la	vigencia	de	los	principios	en	la	 interpretación
de	las	leyes	penales	“accesorias”,	“complementarias”	o	–para	decirlo	con	el
código–	“especiales”.	La	aplicación	no	sólo	está	limitada	a	las	previsiones	del
título	 preliminar	 y	 la	 parte	 general	 del	 Código	 Penal	 sino	 también	 a
determinadas	disposiciones	de	carácter	general	de	la	parte	especial,	así	por
ejemplo,	el	Art.	425	del	Código	Penal	resultará	de	ayuda	para	determinar	lo
que	 se	 entiende	 por	 funcionario	 o	 servidor	 público	 en	 leyes	 especiales
como:	 delitos	 electorales	 (Ley	 26859	 Art.	 383,	 último	 párrafo),	 delitos
aduaneros	(Ley	28008	Art.	10,	Inc.	b),	etc.
LIBRO	PRIMERO
PARTE	GENERAL
TÍTULO	I
De	la	ley	penal
CAPÍTULO	I
Aplicación	espacial
C.	P.
ART.	1°.—Principio	de	territorialidad.	La	ley	penal	peruana	se
aplica	a	todo	el	que	comete	un	hecho	punible	en	el	territorio	de	la
república,	 salvo	 las	 excepciones	 contenidas	 en	 el	 derecho
internacional.
También	se	aplica	a	los	hechos	punibles	cometidos	en:
1.	 Las	 naves	 o	 aeronaves	 nacionales	 públicas,	 en	 donde	 se
encuentren;	y,
2.	Las	naves	o	aeronaves	nacionales	privadas,	que	se	encuentren
en	 alta	 mar	 o	 en	 espacio	 aéreo	 donde	 ningún	 Estado	 ejerza
soberanía.
TERRITORIO	DEL	ESTADO
Const.
ART.	54.—El	territorio	del	Estado	es	inalienable	e	inviolable.	Comprende	el
suelo,	el	subsuelo,	el	dominio	marítimo,	y	el	espacio	aéreo	que	los	cubre.
El	dominio	marítimo	del	Estado	comprende	el	mar	adyacente	a	sus	costas,
así	como	su	lecho	y	subsuelo,	hasta	la	distancia	de	doscientas	millas	marinas
medidas	desde	las	líneas	de	base	que	establece	la	ley.
En	 su	 dominio	 marítimo,	 el	 Estado	 ejerce	 soberanía	 y	 jurisdicción,	 sin
perjuicio	de	las	libertades	de	comunicación	internacional,	de	acuerdo	con	la
ley	y	con	los	tratados	ratificados	por	el	Estado.
El	Estado	ejerce	soberanía	y	jurisdicción	sobre	el	espacio	aéreo	que	cubre
su	territorio	y	el	mar	adyacente	hasta	el	límite	de	las	doscientas	millas,	sin
perjuicio	de	 las	 libertades	de	 comunicación	 internacional,	 de	 conformidad
con	la	ley	y	con	los	tratados	ratificados	por	el	Estado.
COMENTARIO.—Territorio	 y	 ordenamiento	 jurídico.	 La	 extensión	 del
territorio	 delimita,	 en	 principio,	 la	 validez	 del	 ordenamiento	 jurídico.	 El
fundamento	de	la	limitación	territorial	o	espacial	de	la	ley	penal	pasa	por	el
deseo	del	Estado	de	mantener	el	orden	público	dentro	del	territorio	en	que
ejerce	su	soberanía.	El	territorio	peruano	a	efectos	de	la	aplicación	de	la	ley
penal	peruana	abarca:	a)	el	territorio	geográfico,	b)	el	mar	territorial,	c)	el
espacio	aéreo	situado	por	encima	del	territorio	y	su	mar	territorial;	y,	d)	las
naves	y	 aeronaves	nacionales	públicas	y	 las	naves	o	 aeronaves	nacionales
privadas,	que	se	encuentren	en	alta	mar	o	en	espacio	aéreo	donde	ningún
Estado	ejerza	soberanía.
CUADRO	SINÓPTICO.—Aplicación	de	la	ley	penal.
DOCTRINA.—La	“Operación	Fénix”	(incursión	colombiana	en	territorio
ecuatoriano),	 las	 normas	 penales	 nacionales	 no	 traspasan	 a	 un
territorio	extranjero.	“(…)	En	consecuencia,	reafirma	hoy	esta	corte,	como
de	 antaño	 lo	 hizo	 el	Alto	Tribunal	 Constitucional,	 que	no	 es	 posible	 hacer
uso	 del	 concepto	 de	 soberanía	 para	 justificar	 posturas	 que,	 a	 la	 larga,
resulten	 lesivas	 de	 los	 derechos	 de	 otras	 naciones,	 violatorias	 de	 su
integridad	 soberana,	 o	 irrespetuosas	 de	 las	 obligaciones	 internacionales
adquiridas	 por	 el	 Estado.	 Como	 ya	 se	 anotó,	 el	 ámbito	 de	 aplicación
territorial	 o	 extraterritorial	 de	 la	 ley	 es	 una	 de	 las	 manifestaciones
esenciales	 de	 la	 soberanía,	 en	 cuanto	 se	 refiere	 a	 la	 potestad	 de	 expedir
normas	 y	 su	 posibilidad	 de	 aplicarlas	 a	 personas,	 cosas	 o	 situaciones
específicas,	esto	es,	al	ejercicio	de	la	jurisdicción,	que	como	se	reconoce	en
la	 doctrina	 constitucional,	 se	 relaciona	 directamente	 con	 los	 límites
impuestos	al	poder	de	las	naciones,	razón	por	la	cual	se	encuentra	sometida
a	los	dictados	del	derecho	internacional.	Por	ello,	no	puede	derivarse	de	su
sana	 lectura,	 que	 con	 base	 en	 los	 artículos	 14	 y	 16	 del	 Código	 Penal	 las
autoridades	colombianas	estaban	facultadas	para	traspasar	las	fronteras	en
orden	 a	 recolectar	 evidencias,	 sin	 contar	 con	 la	 anuencia	 del	 Estado
afectado,	 como	 lo	 pretende	 el	 señor	 Procurador,	 pues	 tales	 normas	 no
extienden	el	ámbito	material	de	la	jurisdicción	de	las	autoridades	nacionales
hasta	 traspasar	 territorio	 extranjero,	 sino	 que	 se	 limitan	 a	 regular	 las
cuestiones	 relativas	 a	 la	 penalización	 de	 conductas	 cometidas	 en	 el
exterior.”	(CS	de	Colombia,	Auto	29877-11,	ago.	01/2011)
DOCTRINA.—Conclusiones	 del	 caso	 “Operación	 Fénix”	 (incursión
colombiana	 en	 territorio	 ecuatoriano),	 implicancias	 jurídico	 penales
internacionales	y	comparaciones	con	el	caso	“Osama	Bin	Laden”.	 “12.
Conclusiones.	 (i)	 El	 concepto	 de	 “soberanía”	 no	 puede	 utilizarse	 para
justificar	 posturas	 que	 resulten	 lesivas	 de	 los	 derechos	de	 otras	 naciones,
violatorias	 de	 su	 integridad	 soberana,	 o	 irrespetuosas	 de	 las	 obligaciones
internacionales	 adquiridas	 por	 el	 Estado.	 (ii)	 Los	 artículos	 14	 y	 16	 del
Código	Penal	no	extienden	el	ámbito	material	de	la	jurisdicción	penal	de	las
autoridades	 nacionales	 hasta	 traspasar	 territorio	 extranjero,	 sino	 que	 se
limitan	 a	 regular	 las	 cuestiones	 relativas	 a	 la	 penalización	 de	 conductas
cometidas	en	el	exterior.	(iii)	Los	principios	que	rigen	la	extraterritorialidad
de	la	ley	penal	encuentran	sustento	en	la	Carta	Política,	siempre	y	cuando	se
apliquen	 de	 conformidad	 con	 los	 mandatos	 de	 reciprocidad,	 equidad	 y
respeto	por	la	soberanía	foránea.	(iv)	En	el	consenso	internacional,	cuando
se	 presenta	 un	 conflicto	 entre	 países	miembros	 de	 la	 Organización	 de	 las
Naciones	 Unidas,	 estos	 están	 obligados	 a	 solucionarlo	 con	 su
intermediación.	 (v)	 Tales	 eventuales	 conflictos	 deben	 someterse
inicialmente	a	consideración	de	la	Asamblea	General	de	la	ONU,	entidad	que
puede	hacer	 recomendaciones	que	no	 tienen	el	 carácter	de	obligatorias	ni
vinculantes.	(vi)	Cuando	la	Asamblea	General	no	puede	resolver	el	conflicto,
interviene	 el	 Consejo	 de	 Seguridad	 de	 la	 ONU,	 el	 cual	 puede	 emitir
resoluciones	 que	 propenden	 por	 solucionarlo,	 estas	 sí	 de	 carácter
obligatorio	 por	 mandato	 de	 la	 propia	 Carta	 de	 las	 Naciones	 Unidas.	 (vii)
Cuando	 un	 país	 no	 respeta	 las	 decisiones	 del	 Consejo	 de	 Seguridad,	 la
Organización	 está	 facultada	 para	 tomar	 medidas	 de	 presión,	 tales	 como
someter	 el	 asunto	 a	 consideración	 de	 la	 Corte	 Internacional	 de	 Justicia,
imponer	 sanciones	 económicas,	 enviar	 una	 fuerza	 de	 paz	 y,	 como	 último
recurso,	autorizar	el	uso	de	la	fuerza	e	iniciar	una	operación	de	paz.	(viii)	En
todos	los	casos	el	uso	de	la	fuerza	es	una	medida	extrema,	la	cual	implica	la
realización	 de	 medidas	 militares	 urgentes,	 sólo	 autorizadas	 por	 ese
Organismo,	con	la	ayuda	del	Comité	del	Estado	Mayor.	(ix)	Como	la	Carta	de
las	Naciones	Unidas	fue	expedida	precisamente	para	evitar	los	horrores	de
la	 guerra	 y	 el	 uso	 de	 la	 fuerza	 aparece	 excepcional,	 para	 que	 un	 Estado,
motu	proprio,	 la	utilice	por	 fuera	de	sus	 fronteras,	dentro	del	concepto	de
‘legítima	 defensa’	 del	 artículo	 51	 de	 la	 carta,	 han	 de	 cubrirse	 de	 manera
estricta	 y	 rigurosa	 sus	 exigencias.	 (x)	 La	 legítima	 defensa	 aparece	 como
residual	 y	 no	 complementaria	 a	 los	 mecanismos	 que	 el	 derecho
internacional	 instituye	 para	 la	 solución	 de	 los	 conflictos	 o	 el	 ataque	 al
terrorismo.	 (xi)	 Las	 doctrinas	 internacionales	 no	 necesariamente
representan	respeto	al	derecho	internacional,	pues,	las	más	de	las	veces	se
utilizan	 precisamente	 para	 justificar	 la	 violación	 a	 las	 normas	 o
convenciones.	(xii)	El	que	varios	Estados	realicen	ataques	a	otros	países,	sea
o	no	en	combate	contra	el	terrorismo,	no	legitima	esas	intervenciones	o	las
hace	respetuosas	del	derecho	internacional.	(xiii)	La	doctrina	de	la	‘legítima
defensa	preventiva’	es	propia	de	potencias	militares	y	su	aplicación	sólo	es
defendida	 por	 unos	 cuantos	 tratadistas,	 con	 fines	 ideológicos.	 (xiv)	 La
doctrina	 de	 la	 “Extrateritorial	 Law	 Enforcement”,	 si	 bien	 se	 utiliza	 para
facultar	el	ataque	en	otro	territorio	a	grupos	terroristas	que	allí	se	alojan,	no
representa	pasar	por	alto	las	exigencias	instituidas	para	la	legítima	defensa.
Esas	 tesis,	 además,	 han	 sido	 utilizadas	 para	 legitimar	 intervenciones
armadas	 objeto	 de	 repudio	 por	 la	 comunidad	 internacional	 y,
particularmente,	 por	 el	 Consejo	de	 Seguridad	y	 la	Asamblea	General	de	 la
ONU.	(xv)	El	que	algunas	resoluciones	del	Consejo	de	Seguridad	de	la	ONU
permitan	el	uso	de	la	fuerza	en	los	casos	de	combate	al	terrorismo,	lejos	de
sustentar	la	postura	que	legitima	las	actuaciones	unilaterales	e	inconsultas
de	 los	 Estados,	 demuestra	 que	 existen	 mecanismos	 de	 derecho
internacional	a	 los	cuales	pueden	acudir	estos	para	defenderse	de	ataques
de	 esos	 grupos.	 (xvi)	 La	 Convención	 de	 las	 Naciones	 Unidas	 contra	 la
Delincuencia	Organizada	Trasnacional,	así	como	el	artículo	3	Común	de	los
Convenios	 de	 Ginebra,	 resultan	 completamente	 impertinentes	 para
sustentar	 la	 tesis	 del	 impugnante.	 La	 primera,	 porque	 reclama	 la
cooperación	 de	 los	 países	 para	 el	 combate	 de	 este	 tipo	 de	 delincuencia	 y
expresamente	 prohíbe	 injerencias	 judiciales	 de	 un	 país	 en	 otro;	 y	 la
segunda,	porque	ninguna	relación	tiene	con	el	tema	debatido.	(xvii)	Ningún
tipo	de	delito	o	la	finalidad	bondadosa	de	combatir	el	terrorismo	autorizan
que	en	el	trámite	judicial	se	violen	derechos	fundamentales	o	pase	por	alto
el	debido	proceso	y	su	correlato,	para	el	asunto	debatido,	del	principio	de
legalidad.	(xviii)	En	Colombia	el	trámite	procesal	penal	se	halla	regulado	en
la	Constitución	Política,	 los	convenios	internacionales	suscritos	por	el	país,
la	Ley	600	de	2000	y	la	Ley	906	de	2004.	Estas	normas	irradian	todo	tipo	de
procesos,	 sin	 que	 se	 advierta	 legislación	 especial,	 por	 ejemplo,	 para
perseguir	 casos	 de	 terrorismo.	 (xix)	 Las	 únicas	 herramientas	 existentes
para	 verificar	 la	 legalidad	 de	 la	 recolección	 de	 pruebas	 destinadas	 al
proceso	penal,	 son	precisamente	 las	 referenciadas	en	el	acápite	anterior	y
no	se	conoce	cómo	por	fuera	de	ellas	pueda	adelantarse	la	correspondiente
verificación	 de	 esa	 legalidad.	 (xx)	 Incluso	 en	 el	 ámbito	 internacional,
referido	a	 los	organismos	de	 justicia	 trasnacional,	se	demanda	 la	 legalidad
en	la	recolección	y	aducción	de	pruebas.	(xxi)	No	es	posible	conciliar,	dadas
su	 naturaleza	 y	 finalidades	 diferentes,	 un	 operativo	 político-militar	 con	 la
legalidad	o	legitimidad	del	procedimiento	penal	que	a	partir	de	allí	se	sigue.
Precisamente	por	ello,	frente	a	la	ejemplificación	que	hace	el	impugnante	de
lo	 sucedido	 con	 el	 abatimiento	de	Osama	Bin	 Laden,	 nada	 acredita	 que	 lo
recogido	allí	haya	sido	utilizado	judicialmente.	Por	otro	lado,	en	relación	con
los	procedimientos	contra	presuntos	terroristas	del	9-11,	la	Corte	Suprema
de	 los	 Estados	 Unidos	 de	 América	 declaró	 ilegales	 trámites	 castrenses
seguidos	en	Guatánamo	contra	los	presuntos	miembros	de	Al	Qaeda.	(xxii)
Dado	que	no	se	respetó	el	Convenio	de	Cooperación	Judicial	suscrito	con	el
Ecuador	 –que	 ninguna	 salvedad	 trae	 respecto	 del	 tipo	 de	 delitos	 que
comprende–,	 ni	 lo	 que	 la	 normatividad	 interna	 colombiana	 consagra	 al
respecto,	esa	recolección	de	evidencia	ocurrida	en	el	curso	de	la	Operación
Fénix	 se	 reputa	 completamente	 ilegal,	 en	 seguimiento,	 por	 lo	 demás,	 de
amplia,	reiterada	y	pacífica	jurisprudencia	de	la	Corte	Constitucional	y	esta
corporación.	(xxiii)	Las	autoridades	militares	y	de	policía	que	participaron
en	la	Operación	Fénix,	no	tenían	facultades	de	policía	judicial	ni	de	primer
respondiente,	dado	que,	de	un	lado,	no	habían	sido	facultados	expresamente
para	ello,	y	del	otro,	 las	autorizaciones	generales	que	al	efecto	consagra	 la
ley,	sólo	tienen	vigencia	en	territorio	colombiano.	(xxiv)	La	decisión	tomada
por	la	corte,	cuando	se	inhibió	de	abrir	investigación	penal	en	contra	de	la
aforada	Gloria	Inés	Ramírez,	ni	cualitativa	ni	cuantitativamente	representa
un	precedente	jurisprudencial,	así	que	mal	puede	afirmarse	que	en	el	auto
impugnado	se	varió	algún	tipo	de	tesis	o	antecedente	obligado	de	respetar.”
(CS	de	Colombia,	Auto	29877-11,	ago.	01/2011)
C.	P.
ART.	2°.—Modificado.	D.	Leg.	982,	Art.	1°.	Principio	de
extraterritorialidad,	principio	real	o	de	defensa	y	principio
de	personalidad	activa	y	pasiva.	La	ley	penal	peruana	se	aplica	a
todo	delito	cometido	en	el	extranjero,	cuando:
1.	El	agente	es	funcionario	o	servidor	público	en	desempeño	de
su	cargo;
2.	Atenta	contra	la	seguridad	o	la	tranquilidad	pública	o	se	traten
de	conductas	tipificadas	como	lavado	de	activos,	siempre	que
produzcan	sus	efectos	en	el	territorio	de	la	República;
3.	Agravia	al	Estado	y	la	defensa	nacional;	a	los	Poderes	del
Estado	y	el	orden	constitucional	o	al	orden	monetario;
4.	Es	perpetrado	contra	peruano	o	por	peruano	y	el	delito	esté
previsto	como	susceptible	de	extradición	según	la	ley	peruana,
siempre	que	sea	punible	también	en	el	Estado	en	que	se	cometió	y
el	agente	ingresa	de	cualquier	manera	al	territorio	de	la
República;
5.	El	Perú	está	obligado	a	reprimir	conforme	a	tratados
internacionales.
EXTRADICIÓN
Const.
ART.	 37.—La	 extradición	 sólo	 se	 concede	 por	 el	 Poder	 Ejecutivo	 previo
informe	de	la	Corte	Suprema,	en	cumplimiento	de	la	ley	y	de	los	tratados,	y
según	el	principio	de	reciprocidad.
No	se	concede	extradición	si	se	considera	que	ha	sido	solicitada	con	el	fin
de	perseguir	o	castigar	por	motivo	de	religión,	nacionalidad,	opinión	o	raza.
Quedan	excluidos	de	 la	extradición	los	perseguidos	por	delitos	políticos	o
por	 hechos	 conexos	 con	 ellos.	 No	 se	 consideran	 tales	 el	 genocidio	 ni	 el
magnicidio	ni	el	terrorismo.
TRATADOS
Const.	
ART.	55.—Los	 tratados	celebrados	por	el	Estado	y	en	vigor	 forman	parte
del	derecho	nacional.
COMENTARIO.—Excepciones	 al	 principio	 territorial.	 El	 principio
general,	 según	 el	 cual	 las	 leyes	 penales	 solamente	 se	 aplican	 a	 los	 hechos
delictivos	 realizados	 en	 el	 territorio	 del	 Estado	 sufre	 importantes
excepciones	 que	 se	 apoyan	 en	 la	 vigencia	 de	 otros	 principios.	 Así,	 el
principio	 de	 personalidad	 permite	 aplicar	 el	 derecho	 penal	 peruano,	 en
ciertos	casos,	a	peruanos	que	delinquen	en	el	extranjero	(incisos	1	y	4).	El
principio	de	protección	o	real	establece	que	las	leyes	del	Estado	se	aplican	a
determinados	 delitos	 que	 representan	 ataques	 de	 extraordinaria
importancia	 (incisos	2	y	3).	Por	último,	el	principio	universal	o	de	 justicia
mundial	 fundamenta	 la	 aplicación	 del	 derecho	 penal	 peruano	 a	 ciertos
delitos	que	afectan	bienes	“supra	nacionales”	cualquiera	sea	el	 lugar	de	su
comisión	o	de	la	nacionalidad	del	autor	(inciso	5).
C.	P.
ART.	 3°.—Principio	 de	 representación.	 La	 ley	 penal	 peruana
podrá	aplicarse	cuando,	solicitada	la	extradición,	no	se	entregue	al
agente	a	la	autoridad	competente	de	un	Estado	extranjero.
C.	P.
ART.	 4°.—Excepciones	 al	 principio	 de	 extraterritorialidad.
Las	disposiciones	contenidas	en	el	artículo	2°,	 incisos	2,	3,	4	y	5,
no	se	aplican:
1.	Cuando	se	ha	extinguido	la	acción	penal	conforme	a	una	u	otra
legislación;
2.	Cuando	se	trata	de	delitos	políticos	o	hechos	conexos	con	ellos;
y
3.	 Cuando	 el	 procesado	 ha	 sido	 absuelto	 en	 el	 extranjero	 o	 el
condenado	 ha	 cumplido	 la	 pena	 o	 ésta	 se	 halla	 prescrita	 o
remitida.
Si	el	agente	no	ha	cumplido	totalmente	la	pena	impuesta,	puede
renovarse	el	proceso	ante	 los	 tribunales	de	 la	 república,	pero	 se
computará	la	parte	de	la	pena	cumplida.
C.	P.
ART.	 5°.—Principio	 de	 ubicuidad.	 El	 lugar	 de	 comisión	 de	 un
delito	es	aquél	en	el	cual	el	autor	o	partícipe	ha	actuado	u	omitido
la	obligación	de	actuar	o	en	el	que	se	producen	sus	efectos.
COMENTARIO.—Teoría	 de	 la	 ubicuidad.	 Tres	 teorías	 se	 han	 elaborado
para	 resolver	 el	 problema	 de	 determinar:	 ¿dónde	 se	 cometió	 el	 delito?,
cuestión	 que	 importa	 por	 la	 aplicación	 territorial	 de	 la	 ley	 penal	 y	 la
atribución	 de	 competencia	 a	 los	 tribunales	 penales	 peruanos.	 La	 primera,
establece	que	el	lugar	de	la	comisión	del	delito	es	donde	el	autor	manifestó
su	querer	o	donde	debió	manifestarlo	(omisión)	(teoría	de	la	actividad).	La
segunda,	 determina	 que	 el	 lugar	 del	 delito	 es	 aquél	 donde	 se	 produce	 o
donde	 debió	 producirse	 el	 resultado	 cuya	 comisión	 se	 castiga	 (teoría	 del
resultado).
La	última,	que	es	la	que	acoge	nuestro	Código	Penal	y	la	que	evita	un	gran
número	de	impunidades,	considera	cometido	el	delito	en	todos	los	 lugares
donde	se	realizan	los	actos	(o	debieron	realizarse),	o	se	producen	los	efectos
del	tipo	legal	(teoría	de	la	ubicuidad).
CAPÍTULO	II
Aplicación	temporal
C.	P.
ART.	 6°.—Retroactividad	 in	 bonam	 partem.	 La	 ley	 penal
aplicable	 es	 la	 vigente	 en	 el	momento	 de	 la	 comisión	 del	 hecho
punible.	No	obstante,	se	aplicará	 la	más	favorable	al	reo,	en	caso
de	conflicto	en	el	tiempo	de	leyes	penales.
Si	 durante	 la	 ejecución	 de	 la	 sanción	 se	 dictare	 una	 ley	 más
favorable	al	condenado,	el	juez	sustituirá	la	sanción	impuesta	por
la	que	corresponda,	conforme	a	la	nueva	ley.
IRRETROACTIVIDAD	DE	LA	LEY
Const.
ART.	103.—(...).
Ninguna	 ley	 tiene	 fuerza	 ni	 efecto	 retroactivos,	 salvo	 en	 materia	 penal,
cuando	favorece	al	reo.
La	ley	se	deroga	sólo	por	otra	ley.	También	queda	sin	efecto	por	sentencia
que	declara	su	inconstitucionalidad.	(...).
Const.
ART.	139.—Son	principios	y	derechos	de	la	función	jurisdiccional:
(...).
11.	La	aplicación	de	la	ley	más	favorable	al	procesado	en	caso	de	duda	o	de
conflicto	entre	leyes	penales.
(...).
JURISPRUDENCIA.—La	retroactividad	benigna	de	la	ley	penal	no	se
configura	como	absoluta.	“(…)	el	principio	de	retroactividad	benigna.	(…)
por	alta	que	sea	su	consideración	dogmática	y	axiológica,	ningún	derecho
fundamental	tiene	capacidad	de	subordinar,	en	toda	circunstancia,	el	resto	de
derechos,	principios	o	valores	a	los	que	la	Constitución	también	concede
protección.	Los	principios	interpretativos	de	unidad	de	la	Constitución	y	de
concordancia	práctica	permiten	considerar	a	las	distintas	disposiciones
constitucionales	como	un	complejo	normativo	armónico,	coherente	y
sistemático.	Toda	tensión	entre	ellas	debe	ser	resuelta	‘optimizando’	la	fuerza
normativo	-	axiológica	de	la	Constitución	en	conjunto;	de	ahí	que,	en	estricto,
los	derechos	fundamentales	reconocidos	por	la	Constitución	y	los	límites	que
en	su	virtud	les	resulten	aplicables,	forman	una	unidad.	(…).
En	atención	a	ello,	la	retroactividad	benigna	de	la	ley	penal	no	se	configura
tampoco	como	absoluta.	(…).
(…)	Por	tanto,	al	resolver	una	solicitud	de	sustitución	de	pena	por
retroactividad	benigna	de	la	ley	penal	(reconocida	en	el	artículo	103	de	la
Constitución)	no	es	éste	el	único	precepto	constitucional	que	debe	ser	tomado
en	cuenta.	Al	momento	de	determinar	la	pena	concreta	el	juez	penal	deberá
ponderar	los	intereses	en	conflicto	tomando	en	cuenta	los	bienes
constitucionales	cuya	protección	subyace	a	la	persecución	de	dicho	delito.
(…).”	(TC,	Exp.	N°	01043-2007-PHC/TC,	ene.	21/2008.	Pres.	Mesías	Ramírez)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—El	cambio	jurisprudencial	no	implica
la	aplicación	del	principio	de	retroactividad	benigna	de	la	ley	penal.	“(…)
el	artículo	ciento	treinta	y	nueve,	inciso	trece,	de	la	Constitución	Política,
reconoce	la	garantía	de	la	cosa	juzgada,	en	cuya	virtud	emitida	sentencia
firme	ésta	no	puede	ser	alterada	o	modificada,	salvo	los	supuestos	mas
favorables	–veáse	el	inciso	once	del	citado	numeral	constitucional–	referidas	a
modificaciones	normativas	más	favorables	ex	post	facto,	conforme	al	artículo
seis	del	Código	Penal;	que,	en	el	presente	caso,	no	se	trata	de	un	supuesto	de
cambio	legal	ex	post	facto,	sino	de	una	solicitud	instada	mucho	después	que	la
sentencia	condenatoria	quedó	firme	–en	sede	de	ejecución	procesal–	en	el
proceso	penal	declaratorio	de	condena;	que	es	de	precisar,	lo	que	es	de
opinión	mayoritaria	en	la	doctrina	penalista,	que	el	cambio	jurisprudencial	no
es	un	cambio	normativo	(ni	siquiera	lo	establecido	en	la	jurisprudencia
vinculante	antes	mencionada	puede	calificarse	de	un	cambio	en	la
jurisprudencia	precedente,	pues	sólo	se	trata	de	una	precisión	de	los	alcances
de	una	concreta	figura	delictiva),	menos	aún	en	el	ámbito	del	derecho	penal
que	tiene	como	principio	rector	la	reserva	absoluta	de	ley	para	definición	de
las	conductas	punibles	[en	realidad,	como	apunta	Bacigalupo	Zapater,	los
cambios	jurisprudenciales	sólo	importan	una	corrección	de	la	interpretación
de	una	voluntad	legislativa	ya	existente	en	el	momento	del	hecho,	por	lo	que
no	afectan	la	objetividad	del	derecho	penal	ni	al	principio	de	confianza
(Derecho	Penal	-	Parte	General,	ARA	editores,	Lima,	dos	mil	cuatro,	página
ciento	treinta	y	tres)],	así	como	que	en	el	caso	de	autos	no	ha	mediado	la
entrada	en	vigor	de	una	nueva	ley	que	comprenda	en	sus	alcances	los	hechos
objeto	de	la	condena.	Por	estos	fundamentos:	declararon	(...)”.	(Pleno
Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	Acuerdo
Plenario	1-2007/CJ-116,	R.N.	1500-2006	Piura,	feb.	08/2008)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Los	acuerdos	plenarios	no	son
aplicables	retroactivamente.	“(…)	si	bien	con	posterioridad	a	la	fecha	de
expedición	de	la	sentencia	condenatoria	se	dictó	el	acuerdo	plenario	número
tres	-	dos	mil	cinco/CJ	-	ciento	dieciséis,	el	mismo	que	a	tenor	a	lo	señalado	en
el	artículo	trescientos	uno	A	del	Código	de	Procedimientos	Penales	tiene
carácter	vinculante	y	ha	de	ser	de	obligatorio	cumplimiento	en	todas	las
instancias	judiciales,	según	lo	dispuesto	por	el	primer	párrafo	del	artículo
veintidós	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial,	éste
no	es	de	aplicación	retroactiva	ya	que	ésta	solo	atañe	a	la	ley	penal,	tal	como
lo	establece	el	artículo	seis	del	Código	Penal;	que,	al	respecto,	cabe
puntualizar	que	la	modificación	de	un	fallo	firme	sólo	es	posible	cuando	media
una	modificación	legal,	que	no	ha	ocurrido	en	el	caso	de	autos;	que	un
supuesto	cambio	jurisprudencial	no	constituye	cambio	normativo	por	que,
como	aclara	Roxin,	la	nueva	interpretación	no	es	una	voluntad	de	la	ley,	que
ya	existía	desde	siempre,	pero	que	sólo	ahora	ha	sido	correctamente
reconocida	[Derecho	Penal	-	Parte	general,	Editorial	Civitas,	Madrid,	mil
novecientos	noventa	y	nueve,	página	ciento	sesenta	y	cinco];	que,	en
consecuencia,	un	pedido	de	sustitución	basado	en	un	supuesto	cambio
jurisprudencial	no	es	conforme	al	principio	de	legalidad.	Por	estos
fundamentos:	declararon	(...)”.	(Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales
Permanente	y	Transitorias,	Acuerdo	Plenario	1-2007/CJ-116,	R.N.	1920-2006-
Piura	feb.	08/2008)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Corte	Suprema	reconoce	validez	del
“principio	de	combinación	de	leyes	penales”	benignas.	“(…)	también	es
posible	que	se	pueda	elegir	de	entre	dos	leyes	penales	sucesivas	en	el	tiempo
los	preceptos	más	favorables,	en	virtud	al	‘principio	de	combinación’	que
permite	al	juzgador	poder	establecer	una	mayor	benignidad	penal	a	favor	del
reo.	(…)	congruente	con	la	finalidad	esencial	de	favorabilidad	que	se	pueda
reconocer	–dentro	de	las	leyes	penales–	los	preceptos	que	más	favorezcan	al
reo,	pues	si	se	autoriza	escoger	entre	dos	leyes	distintas	–íntegramente–	en	el
tiempo,	resulta	coherente	y	razonable	que	puedan	combinarse,	para	buscar
un	tratamiento	más	favorable	al	reo.
(…)	con	ello	no	se	está	creando	una	tercera	ley	o	Lex	tertia,	sino	que	se	está
efectivizando	un	proceso	de	integración	de	normas	más	favorables	al	reo,	que
no	colisiona	con	los	contenidos	del	principio	de	legalidad.	Por	lo	demás,	esta
concepción	guarda	concordancia	con	el	principio	de	necesidad	de	la
intervención	penal,	porque	cuando	se	producen	variaciones	en	los	preceptos
que	integran	las	normas	penales	y	que	favorecen	al	reo,	es	evidente	que	el
legislador	ha	estimado	necesario	regular	–en	sentido	benéfico–	la
intervención	penal.
(…)	el	legislador	ha	consagrado	el	‘principio	de	combinación’	en	la	exposición
de	motivos	del	Código	Penal	de	mil	novecientos	noventa	y	uno,	a	cuyo	efecto
ha	señalado	que	‘En	acatamiento	del	artículo	doscientos	treinta	y	tres	inciso
siete	de	la	Constitución	Política	[de	mil	novecientos	setenta	y	nueve],	se
prescribe	la	aplicación	de	‘lo	más	favorable	al	reo	en	caso	de	conflicto	en	el
tiempo	de	leyes	penales’	(artículo	seis).	De	esta	manera	el	proyecto	sustituye	el
principio	de	la	unidad	de	leyes	aplicable,	ya	fuese	la	precedente,	la
subsecuente,	o	la	intermedia,	según	consagra	el	artículo	siete,	del	Código
Penal	de	mil	novecientos	veinticuatro,	por	el	nuevo	principio	de	la
combinación,	que	toma	lo	más	benigno	que	tenga	cada	una	de	las	normas
sucesivas’	(…)”.	(CS.	Ac.	Plen.	2-2006/CJ-116,	dic.	29/2006.	S.S.	Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA.—Marco	legal	del	principio	de	retroactividad	benigna
de	la	ley	penal.	“(...)	Sostiene	el	sentenciado	que,	como	se	le	condenó	a	veinte
años	de	pena	privativa	de	libertad	efectiva,	al	haber	variado	el	marco	punitivo
en	 virtud	 de	 la	 Ley	 27472,	 le	 corresponde	 una	 disminución	 de	 la	misma	 en
relación	con	la	pena	fijada	en	el	texto	original;	sin	embargo,	a	estos	efectos	es
de	tener	en	cuenta	que	el	artículo	tres	de	 la	citada	ley	del	cinco	de	 junio	del
dos	mil	 uno,	 referida	 a	 los	 tipos	 penales	 que	 el	 Decreto	 Legislativo	 896,	 del
veinticinco	de	mayo	de	mil	novecientos	noventa	y	ocho,	denominado	 ‘delitos
agravados’,	establece	que	las	condenas	de	los	que	cumplen	pena	privativa	de
libertad	por	sentencia	expedida	con	arreglo	al	citado	decreto	legislativo,	como
sucede	 en	 el	 presente	 caso,	 se	 adecuan	 a	 los	 plazos	máximos	 que	 impone	 el
Código	Penal	para	el	delito	respectivo	cuando	éstos	sean	menores	a	aquéllos
por	los	cuales	el	reo	purga	pena.
Que	el	delito	de	homicidio	calificado	por	el	que	fue	condenado	el	recurrente	–
artículo	ciento	ocho	del	Código	Penal–	no	sufrió	una	modificación	de	la	pena
conminada	 en	 su	 extremo	 máximo	 y	 la	 pena	 impuesta	 no	 excede	 de	 dicho
límite,	por	lo	que	no	resulta	de	aplicación	la	adecuación	solicitada.	(…)”.	(CS.
Sent.,	abr.	20/2004,	R.N.	N°	3406-2003.	S.S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—La	 retroactividad	 benigna	 sustentada	 en	 una	 ley
inconstitucional	 carece	 de	 efectos	 jurídicos.	 “(...)	 Asimismo,	 la	 aplicación
retroactiva	de	la	ley	penal	más	favorable	debe	ser	ponderada	a	partir	de	una
equilibrada	valoración	comparativa	con	la	finalidad	que	cumplen	las	penas	en
contextos	de	especial	convulsión	social.	Así,	por	ejemplo,	si	en	dicho	escenario
‘(...)	 se	agravan	 las	penas	de	 los	delitos	de	hurto	y	de	robo	con	 fuerza	en	 las
cosas	 para	 evitar	 el	 pillaje	 y	 los	 saqueos	 que	 propicia	 tal	 situación
excepcional,	 no	 resultará	 desproporcionada	 la	 imposición	 de	 tales	 penas
cuando	en	un	momento	posterior	a	la	vigencia	temporal	de	dicha	ley	penal	se
juzguen	 los	hechos	acaecidos	durante	 la	misma	y	se	aplique,	no	 la	nueva	 ley
más	 favorable,	 sino	 la	 anterior	 más	 dura.	 La	 nueva	 ley	 se	 debe	 a	 que	 ha
cambiado	el	contexto	fáctico	relevante	para	la	valoración	penal	concreta	de	la
conducta,	 pero	 no	 la	 valoración	 penal	 que	 merecen	 los	 comportamientos
realizados	en	tales	circunstancias.	Es	más:	el	legislador	seguirá	considerando
que	la	pena	anterior	era	la	más	adecuada	a	la	solución	del	conflicto	suscitado
–era	 la	 mínima	 necesaria	 y	 proporcionada	 para	 proteger	 ciertos	 bienes	 en
ciertas	 circunstancias–,	 por	 lo	 que	 lo	 que	 produciría	 la	 aplicación	 de	 las
nuevas	 penas,	 las	 más	 leves,	 es	 la	 parcial	 desprotección	 de	 ciertos	 bienes
sociales	esenciales’.	(Lascuraín	Sánchez,	Juan	Antonio.	Sobre	la	retroactividad
penal	 favorable.	 Madrid:	 Cuadernos	 Civitas,	 2000,	 p.	 38)	 (...)”.	 (TC.	 Exp.	 N°
0019-2005-PI/TC,	jul.	21/2005.	Pres.	Rey	Terry)
JURISPRUDENCIA.—Aplicación	temporal	(inmediata)	de	la	norma
procesal	penal.	“(...)	Cuando	una	norma	procesal	entra	en	vigencia,	la
regulación	que	impone	alcanza	sólo	a	aquellos	actos	que	están	por	realizarse;
vale	decir	que	dicha	normatividad	no	afecta	a	los	actos	que	en	el	proceso	en
trámite	ya	se	realizaron	al	amparo	de	la	norma	procesal	anterior,	toda	vez
que,	de	hacerlo,	se	la	estaría	aplicando	en	forma	retroactiva,	situación
prohibida	por	la	Constitución	y	porque	la	aplicación	inmediata	a	partir	de	su
vigencia	tiene	como	presupuesto	mejorar	el	desenvolvimiento	del	proceso	en
garantía	de	los	derechos	de	los	justiciables,	pues	toda	norma	de	procedimiento
tiene	carácter	instrumental	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	3190-2004-AA/TC,	nov.
02/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Cosa	juzgada	no	impide	la	aplicación	ultractiva	y
retroactiva	benigna	de	la	ley	penal.	“(...)	resulta	importante	resaltar	que	el
principio	constitucional	de	la	cosa	juzgada	(...)	no	puede	interpretarse	en	el
sentido	de	impedir	la	aplicación	ultractiva	y	retroactiva	benigna	de	la	ley
penal	que	la	norma	suprema	garantiza	a	todo	justiciable	(…)”.	(TC,	Exp.	N°
4310-2004-HC/TC,	dic.	10/2004.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—La	colisión	de	normas	penitenciarias	no	impone	la
obligación	de	aplicar	la	más	favorable.	“(…)	En	lo	que	respecta	a	la
supuesta	afectación	a	los	principios	de	irretroactividad	de	la	ley	y	el	de	la
aplicación	de	la	ley	más	favorable	al	reo	en	materia	penal	(…)	pese	a	que
existe	un	nexo	entre	la	ley	penal	(que	califica	la	conducta	antijurídica	y
establece	la	pena)	y	la	penitenciaria	(que	regula	las	condiciones	en	las	que	se
ejecutará	la	pena	impuesta),	esta	última	no	tiene	la	naturaleza	de	una	ley
penal,	cuya	duda	sobre	sus	alcances	o	eventual	colisión	con	otras	leyes
imponga	al	juzgador	la	obligación	de	aplicar	la	ley	más	favorable.	Desde	esa
perspectiva,	atendiendo	a	que	las	normas	que	regulan	el	acceso	a	los
beneficios	penitenciarios	no	son	normas	penales	materiales	sino	normas	de
derecho	penitenciario,	sus	disposiciones	deben	ser	consideradas	como	normas
procedimentales,	puesto	que	establecen	los	presupuestos	que	fijan	su	ámbito
de	aplicación,	la	prohibición	de	acceder	a	beneficios	penales	y	la	recepción	de
beneficios	penitenciarios	aplicables	a	los	condenados.
Es	en	este	contexto	(…)	“[e]n	el	caso	de	las	normas	procesales	penales	rige	el
principio	tempus	regis	actum,	que	establece	que	la	ley	procesal	aplicable	en	el
tiempo	es	la	que	se	encuentra	vigente	al	momento	de	resolverse	el	acto.	[No
obstante,	se	considera	asimismo	que]	la	legislación	aplicable	para	resolver	un
determinado	acto	procedimental,	como	el	que	atañe	a	los	beneficios
penitenciarios,	está	representada	por	la	fecha	en	el	cual	se	inicia	el
procedimiento	destinado	a	obtener	el	beneficio	penitenciario,	esto	es,	el
momento	de	la	presentación	de	la	solicitud	para	acogerse	a	éste”.	(TC,	Exp.
01318-2010-PHC/TC,	set.	13/2010.	S.	S.	Beaumont	Callirgos)
JURISPRUDENCIA.—El	principio	de	irretroactividad	de	la	ley	es	un
principio	general	del	derecho.	“(...)	el	artículo	III	del	Título	Preliminar	del
Código	Civil	señala	que:	‘La	ley	se	aplica	a	las	consecuencias	de	las	relaciones	y
situaciones	jurídicas	existentes.	No	tiene	fuerza	ni	efectos	retroactivos,	salvo
las	excepciones	previstas	en	la	Constitución	Política	del	Perú’.	La	citada	norma
jurídica	contiene	dos	principios:	la	irretroactividad	de	la	norma	y	la
aplicación	inmediata	de	la	ley.	En	cuanto	al	principio	de	irretroactividad	de	la
ley,	el	mismo	es	un	principio	general	del	derecho	por	el	que	se	pone	límite
temporal	a	la	aplicación	de	la	nueva	ley,	asimismo	constituye	un	derecho
fundamental	regulado	en	la	primera	parte	del	artículo	103	de	la	Constitución
Política	del	Estado.	Respecto	al	segundo	precepto	referido	a	la	aplicación
inmediata	de	la	ley,	supone	inevitablemente	la	inmediata	derogación	de	la	ley
anterior	y	lleva	implícita	la	convicción	de	que	la	nueva	ley	es	mejor	que	la
abrogada,	ello	encuentra	regulación	en	lo	previsto	en	el	artículo	109	de	la
Constitución	Política	del	Estado.”	(CS,	Cas.	462-2010-Lima,	jul.	03/2011.	V.	P.
Aranda	Rodríguez)
JURISPRUDENCIA.—La	coexistencia	de	los	principios	de	irretroactividad
y	de	aplicación	inmediata	de	la	ley	no	es	obligatoriamente	conflictiva.
“La	doctrina	autorizada	señala	al	respecto	que:	‘(...)	tampoco	es	cierto	que	la
coexistencia	de	estos	dos	principios	(el	de	la	irretroactividad	y	el	de	la
aplicación	inmediata	de	la	ley)	sea	obligatoriamente	conflictiva’.	En	realidad,
rectamente	entendidos	dichos	principios	no	se	contraponen,	sino	que	se
complementan.	La	aplicación	inmediata	no	es	retroactiva,	porque	significa	la
aplicación	de	las	nuevas	normas	para	el	futuro,	y	con	posterioridad	a	su
vigencia;	y	el	efecto	inmediato	encuentra	sus	límites	precisamente	en	el
principio	de	irretroactividad,	que	veda	aplicar	las	nuevas	leyes	a	situaciones	o
relaciones	jurídicas	ya	constituidas,	o	a	efectos	ya	producidos	(Moisset	de
Espanés,	p.	16).”	(CS,	Cas.	462-2010-Lima,	jul.	03/2011.	V.	P.	Aranda
Rodríguez)
DOCTRINA.—No	 es	 posible	 aplicar	 los	 aspectos	 más	 beneficiosos	 de
una	ley	y	de	otra	pues	se	estaría	creando	una	nueva	ley	o	“lex	tertia”.
“(...)	 el	 artículo	 6°	 del	 Código	 Penal	 precisa	 (...).	 Es	 evidente,	 entonces,	 en
primer	 lugar,	 que	 el	 conflicto	 ha	 de	 producirse	 entre	 dos	 o	 más	 leyes
penales	y	no	entre	las	diversas	disposiciones	de	dichas	leyes,	esto	es,	entre
la	ley	derogada	y	la	nueva	ley;	y,	en	segundo	lugar,	que	(…)	ni	el	mencionado
artículo	 6°	 del	 Código	 Penal	 estatuyen	 que	 debe	 aplicarse	 en	 caso	 de
conflicto	 temporal	 los	 aspectos	 de	 las	 leyes	 opuestas	 que	 sean	 más
favorables	al	acusado.	Lo	que	en	buena	cuenta	hace	el	voto	mayoritario	es
‘crear’	 jurisprudencialmente	 una	 tercera	 ley	 con	 disposiciones	 no
incorporadas	 puntualmente	 en	 una	 norma	 con	 rango	 de	 ley,	 vista	 como
totalidad	o	como	unidad.	 (...)	La	 invocación	a	 la	exposición	de	motivos	del
Código	Penal	 vigente	 no	 es	 de	 recibo,	 primero,	 porque	 si	 bien	 es	 válido	 y
razonable	 utilizarla	 como	 un	 criterio	 que	 ayuda	 a	 la	 interpretación
normativa,	en	si	misma	no	es	una	fuente	formal	del	ordenamiento	jurídico,
la	que	se	circunscribe	a	 los	preceptos	de	 la	propia	 ley,	 a	 su	sentido	 literal
posible;	 y,	 segundo,	 por	 cuanto	 en	 el	 caso	 concreto	 lo	 expuesto	 en	 la
exposición	 de	 motivos,	 en	 puridad,	 no	 se	 refiere	 al	 texto,	 tal	 y	 como	 fue
aprobado,	 del	 artículo	 6°	 del	 Código	 Penal.	 (...)	 cuando	 se	 presenta	 un
supuesto	de	 conflicto	de	 leyes	penales	 en	el	 tiempo	ha	de	acogerse,	 como
regla	básica	y	fundamental,	el	principio	de	unidad	de	aplicación	de	la	ley	(…)
de	 suerte	 que	 a	 los	 efectos	 de	 escoger	 la	 solución	más	 favorable	 se	 ha	 de
considerar	como	hipotéticamente	coexistentes	las	leyes	que	se	han	sucedido
desde	 el	 momento	 de	 la	 comisión	 del	 delito	 y	 deberá	 compararse	 in
concreto	o	en	bloque	y	aplicarse	de	manera	completa	(…)	la	ley	que	permita
la	consecuencia	menos	gravosa	(…).	No	es	posible	aplicar	los	aspectos	más
beneficiosos	de	una	ley	y	de	otra	(…)	pues	con	ello	el	órgano	jurisdiccional
estaría	creando	una	nueva	ley	o	lex	tertia	que	no	existe	con	fragmentos	de
otras	dos,	asumiendo	de	ese	modo	funciones	legislativas	que	no	le	competen
y	que	la	Constitución	entrega	el	Congreso	de	la	República,	obviando	además
los	criterios	generales	establecidos	por	el	legislador	(…).
En	la	práctica	jurisprudencial	es	frecuente	la	invocación	a	la	aplicación	de
las	 disposiciones	 sobre	 prescripción	 y,	 simultáneamente,	 de	 los	 preceptos
que	regulan	las	penas	conminadas	en	los	tipos	legales	respectivos,	lo	que	ha
determinado	que	en	muchos	casos	el	órgano	jurisdiccional	‘combine’	desde
una	 perspectiva	 temporal	 las	 disposiciones	 respectivas	 de	 las	 leyes	 en
conflicto.	(…)	esa	solución	no	es	aceptable	porque	aún	cuando	se	afirme	la
posibilidad	 de	 aplicar	 dos	 disposiciones	 de	 leyes	 penales	 diferentes	 –sólo
factible,	 según	 esa	 concepción,	 en	 las	 denominadas	 ‘leyes	 complejas
divisibles’–,	 en	 el	 caso	 de	 dos	 instituciones	 con	 diferente	 nivel	 de
tratamiento	 y	 concepción	 jurídica	 no	 es	 posible	 tal	 fraccionamiento,	 y	 de
hacerlo	–como	lamentablemente	se	viene	haciendo–	equivaldría	a	crear	una
tercera	 ley,	 lo	 cual	está	constitucionalmente	prohibido	 (…)	en	este	caso	ni
siquiera	se	aplica	por	separado	cada	clase	de	reacción	penal	según	la	fase	de
determinación	 que	 corresponda,	 sino	 que	 se	 combinan	 reglas	 jurídicas
indivisibles	pertenecientes	a	diferentes	ámbitos	 jurídicos.	Así	 las	cosas,	no
se	 trata	 siquiera	 de	 una	 interpretación	 integrativa,	 sino	 de	 una	 creación
judicial	de	una	tercera	ley.	(…)	“.	(CS.	Ac.	Plen.	2-2006/CJ-116,	dic.	29/2006.
Voto	en	minoría,	Sivina	Hurtado,	San	Martín	Castro,	Valdez	Roca	y	Calderón
Castillo)
DOCTRINA.—Retroactividad	penal	favorable	no	responde	a	cuestiones
de	 seguridad	 jurídica,	 sino	 a	 razones	 de	 proporcionalidad.	 “(…)	 El
postulado	de	retroactividad	penal	favorable	no	responde,	pues,	a	razones	de
seguridad	 jurídica,	 sino	 a	 razones	 de	 proporcionalidad:	 a	 que	 la	 nueva
norma	muestra	que	el	propio	legislador	considera	ya	innecesaria	o	excesiva
la	aplicación	de	la	norma	anterior,	aunque	estuviera	vigente	en	el	momento
de	los	hechos	enjuiciados.	Esta	es	la	razón	y	también	el	límite	del	principio.
Habrá	 que	 aplicar	 retroactivamente	 la	 nueva	 norma	 cuando	 la	 solución
alternativa,	 la	 aplicación	 de	 la	 anterior,	 se	 revele	 como	 una	 solución
desproporcionada.	 No	 hay	 sin	 embargo	 razón	 para	 la	 excepción	 de
retroactividad	 y	 sí	 riesgo	 de	 una	 solución	 inadecuada	 y	 divergente	 de	 las
valoraciones	 materiales	 del	 legislador	 cuando	 la	 aplicación	 de	 la	 norma
anterior	 –vigente	 en	 el	 momento	 de	 la	 comisión	 delictiva–	 no	 revele	 atisbo
alguno	de	desproporción.
Ejemplos	tradicionales	de	este	último	supuesto	son	los	de	las	leyes	dictadas
para	 la	 aplicación	 a	 comportamientos	 realizados	 en	 ciertas	 circunstancias
fácticas	 que	 inciden	 en	 el	 juicio	 concreto	 de	 su	 desvalor,	 y	 los	 de	 la
adecuación	a	la	inflación	de	los	límites	monetarios	que	demarcan	el	área	de
lo	delictivo.	Si	durante	un	estado	de	sitio	ocasionado	por	una	declaración	de
guerra	se	agravan	las	penas	de	los	delitos	de	hurto	y	de	robo	con	fuerza	en
las	 cosas	 para	 evitar	 el	 pillaje	 y	 los	 saqueos	 que	 propicia	 tal	 situación
excepcional,	 no	 resultará	 desproporcionada	 la	 imposición	 de	 tales	 penas
cuando	en	un	momento	posterior	a	la	vigencia	temporal	de	dicha	ley	penal
se	juzguen	los	hechos	acaecidos	durante	la	misma	y	se	aplique,	no	la	nueva
ley	más	favorable,	sino	la	anterior	más	dura.	La	nueva	ley	se	debe	a	que	ha
cambiado	el	contexto	fáctico	relevante	para	la	valoración	penal	concreta	de
la	conducta,	pero	no	 la	valoración	penal	que	merece	 los	comportamientos
realizados	 en	 tales	 circunstancias.	 Es	 más:	 el	 legislador	 seguirá
considerando	 que	 la	 pena	 anterior	 era	 la	más	 adecuada	 a	 la	 solución	 del
conflicto	 suscitado	 –era	 la	 pena	 mínima	 necesaria	 y	 proporcionada	 para
proteger	 ciertos	 bienes	 en	 ciertas	 circunstancias–,	 por	 lo	 que	 lo	 que
produciría	 la	 aplicación	 de	 las	 nuevas	 penas	 más	 leves	 es	 la	 parcial
desprotección	 de	 ciertos	 bienes	 sociales	 esenciales.	 (...)”.	 (LASCURRAÍN
SÁNCHEZ,	 Juan	Antonio.	 Sobre	 la	 retroactividad	 penal	 favorable,	Madrid	 -
España,	Edit.	Civitas	2000;	pág.	37)
COMENTARIO.—Retroactividad	 de	 la	 ley	 penal.	 El	 principio	 de
irretroactividad	 de	 la	 ley	 rige	 sin	 excepciones	 en	 todo	 el	 ordenamiento
jurídico	(carácter	general);	esa	es	la	máxime.	En	cuanto	a	las	leyes	penales,
lo	 cierto	 con	 la	 irretroactividad	 en	nuestro	Código	Penal,	 es	 que	 éste	 sólo
rige	 para	 aquellas	 que	 son	 perjudiciales	 para	 el	 “reo”,	 se	 debe	 esto	 a	 la
vigencia,	en	el	derecho	penal,	del	principio	de	retroactividad	de	la	ley	penal
más	favorable	(carácter	especial).
Por	otra	parte,	en	cuanto	a	si	las	medidas	de	seguridad	tienen	o	no	efecto
retroactivo	en	nuestro	código,	resulta	 inobjetable	su	aplicación	retroactiva
(siempre	que	sean	 favorables	al	autor	del	 injusto)	 toda	vez	que	el	artículo
hace	referencia	abierta	a	la	“aplicación	de	la	ley	más	favorable”,	sin	llegar	a
distinguir	entre	penas	y	medidas	de	seguridad.
COMENTARIO.—La	aplicación	retroactiva	de	la	ley	penal	(sustantiva	y
procesal)	 en	 la	 judicatura.	 Según	 el	 Pleno	 Jurisdiccional	 Regional	 Penal
(Lima	-	2008),	que	se	aproxima	a	lo	resuelto	por	la	Corte	Constitucional	de
Colombia	 pero	 que	 se	 aleja	 de	 lo	 resuelto	 por	 el	 Tribunal	 Constitucional
Peruano,	 la	 aplicación	 retroactiva	 de	 la	 ley	 penal,	 desde	 el	 punto	 de	 vista
constitucional,	no	admite	distingos	entre	norma	penal	 sustantiva	y	norma
penal	 procesal.	 Por	 ello,	 “va	 en	 contra	 de	 lo	 resuelto	 por	 la	 Comisión
Interamericana	 por	 cuanto,	 el	 criterio	 utilizado	 por	 el	 Tribunal
Constitucional	 hace	 una	 interpretación	 extensiva	 y	 analiza	 la	 norma
sustantiva	y	la	norma	procesal,	haciendo	una	distinción	donde	la	norma	no
la	 consigna	 (…)	 se	 aplica	 la	 ley	 de	 manera	 retroactiva	 y	 no	 se	 hace	 la
distinción	de	carácter	sustantiva	ni	procesal”.
C.	P.
ART.	7°.—Extinción	de	las	consecuencias	punitivas	del	delito.
Si	según	la	nueva	ley,	el	hecho	sancionado	en	una	norma	anterior
deja	de	ser	punible,	la	pena	impuesta	y	sus	efectos	se	extinguen	de
pleno	derecho.
C.	P.
ART.	8°.—Principio	de	ultractividad	de	las	leyes	temporales	y
excepcionales.	 Las	 leyes	 destinadas	 a	 regir	 sólo	 durante	 un
tiempo	 determinado	 se	 aplican	 a	 todos	 los	 hechos	 cometidos
durante	 su	 vigencia,	 aunque	 ya	 no	 estuvieren	 en	 vigor,	 salvo
disposición	en	contrario.
COMENTARIO.—Leyes	penales	temporales.	La	ausencia	del	artículo	8º	y
la	 naturaleza	 misma	 de	 las	 leyes	 temporales	 o	 excepcionales	 (vigencia
limitada	de	antemano	en	el	tiempo	ya	sea	porque	la	fecha	en	que	dejarán	de
estar	vigentes	está	en	la	propia	ley,	o	porque	coinciden	con	un	determinado
acontecimiento	 o	 porque	 desaparecieron	 las	 situaciones	 especiales),
planteaban	cuando	menos	dos	cuestiones	problemáticas	en	el	Código	Penal
anterior:	1)	la	posibilidad	de	concederle	efecto	retroactivo	a	la	ley	temporal
más	favorable	que	la	legislación	a	la	que	sucede,	y	2)	la	viabilidad	de	otorgar
carácter	 retroactivo	 a	 la	 legislación	más	 favorable	 que	 entra	 en	 vigor	 una
vez	que	la	ley	temporal	ha	perdido	vigencia.
En	efecto,	con	lo	prescrito	en	el	artículo,	se	resuelven	las	dos	interrogantes:
no	 cabe	 aplicar	 retroactivamente	 la	 ley	 temporal	 más	 favorable,	 ni	 la
normatividad	que	sustituya	a	dichas	leyes	en	términos	generales,	con	ello	el
delito	cometido	durante	la	vigencia	de	una	ley	temporal	debe	ser	castigado
según	 lo	 dispuesto	 por	 ella,	 salvo	 cuando	 el	 legislador	 disponga
expresamente	lo	contrario.
C.	P.
ART.	 9°.—Tiempo	 de	 comisión	 del	 delito.	 El	 momento	 de	 la
comisión	de	un	delito	 es	 aquél	 en	el	 cual	 el	 autor	o	partícipe	ha
actuado	 u	 omitido	 la	 obligación	 de	 actuar,	 independientemente
del	momento	en	que	el	resultado	se	produzca.
COMENTARIO.—Determinación	del	 tiempo	de	comisión	del	delito.	 En
la	determinación	del	 lugar	del	delito	el	código	considera	relevante	tanto	el
lugar	donde	se	comete	la	acción	como	donde	se	produce	el	resultado,	Art.	5°
del	 C.	 P.	 (teoría	mixta	 o	 de	 la	 ubicuidad).	 En	 cambio,	 para	 determinar	 el
tiempo	de	la	comisión	del	delito	(tempus	commissi	delicti),	nuestro	Código
Penal	prefiere	la	teoría	de	la	acción,	instaurando	una	regla	distinta	a	la	del
lugar	de	comisión	del	delito.	Esta	concepción	–teoría	de	la	acción–,	entiende
que	 si	 alguien	ha	 actuado	en	un	momento	 en	que	 su	 comportamiento	 era
impune	 y,	 con	 posterioridad,	 resulta	 punible,	 antes	 de	 que	 el	 delito	 se
consume,	 éste	 siempre	 ha	 de	 quedar	 impune,	 lo	 que	 se	 condice	 con	 el
principio	de	legalidad	que	prohíbe	la	aplicación	retroactiva	de	la	ley	penal.
En	 otros	 términos,	 el	 autor	 que	 haya	 actuado	 plenamente	 no	 puede	 ser
castigado	por	la	ley	que	se	ha	promulgado	en	un	momento	posterior	y	antes
de	que	sobrevenga	el	resultado.
CAPÍTULO	III
Aplicación	personal
C.	P.
ART.	 10.—Principio	 de	 igualdad	 ante	 la	 ley.	 La	 ley	 penal	 se
aplica	con	igualdad.	Las	prerrogativas	que	por	razón	de	la	función
o	 cargo	 se	 reconocen	 a	 ciertas	 personas,	 habrán	 de	 estar
taxativamente	previstas	en	las	leyes	o	tratados	internacionales.
INMUNIDAD	PARLAMENTARIA
Const.
ART.	 93.—Los	 congresistas	 representan	 a	 la	 nación.	 No	 están	 sujetos	 a
mandato	imperativo	ni	a	interpelación.
No	son	responsables	ante	autoridad	ni	órgano	jurisdiccional	alguno	por	las
opiniones	y	votos	que	emiten	en	el	ejercicio	de	sus	funciones.
No	pueden	ser	procesados	ni	presos	sin	previa	autorización	del	Congreso	o
de	 la	Comisión	Permanente,	desde	que	son	elegidos	hasta	un	mes	después
de	haber	 cesado	en	 sus	 funciones,	 excepto	por	delito	 flagrante,	 caso	 en	 el
cual	 son	puestos	a	disposición	del	Congreso	o	de	 la	Comisión	Permanente
dentro	de	las	veinticuatro	horas,	a	fin	de	que	se	autorice	o	no	la	privación	de
la	libertad	y	el	enjuiciamiento.
ACUSACIÓN	AL	PRESIDENTE	EN	EJERCICIO
Const.
ART.	117.—El	Presidente	de	la	República	sólo	puede	ser	acusado,	durante
su	 período,	 por	 traición	 a	 la	 patria;	 por	 impedir	 las	 elecciones
presidenciales,	 parlamentarias,	 regionales	 o	 municipales;	 por	 disolver	 el
Congreso,	salvo	en	los	casos	previstos	en	el	artículo	134	de	la	constitución,	y
por	 impedir	 su	 reunión	 o	 funcionamiento,	 o	 los	 del	 Jurado	 Nacional	 de
Elecciones	y	otros	organismos	del	sistema	electoral.
JURISPRUDENCIA.—La	inmunidad	es	un	obstáculo	de	índole	procesal.
“(…)	la	inmunidad	parlamentaria	es	una	garantía	procesal	penal,	de	la	que
son	titulares	los	cuerpos	legislativos	de	un	Estado	a	favor	de	sus	integrantes,
de	forma	tal	que	no	pueden	ser	detenidos	ni	procesados	penalmente,	sin	la
aprobación	previa	del	Parlamento.	Su	objeto	es	prevenir	aquellas	detenciones
o	procesos	penales	–es	el	doble	ámbito	clásico,	expresión	de	lo	que	se
denomina	inmunidad	plena	o	completa–	que,	sobre	las	bases	estrictamente
políticas,	pretendan	perturbar	el	debido	funcionamiento	del	Congreso	o
alterar	su	conformación	(…).
(…)	lo	que	se	reconoce	constitucionalmente	como	inmunidad	parlamentaria
son	las	inmunidades	de	arresto	y	proceso,	y	corresponde	al	Poder	Legislativo
efectuar	la	valoración	de	los	móviles	políticos	que	pudieran	existir	a	través	del
procedimiento	de	levantamiento	de	inmunidad	parlamentaria.
(…)	la	regla	constitucional	es	clara	al	establecer	que	es	indispensable	la
autorización	del	Congreso	de	la	República	para	procesar	penalmente	a	un
congresista	de	la	República.
(…)	Contra	el	señor	(…)	se	presentó	una	querella	por	delitos	de	injuria	y
difamación	agravada	(…)	Los	hechos	o,	mejor	dicho,	las	expresiones	proferidas
por	el	querellado	(…)	no	están	amparadas	en	la	garantía	constitucional	de
inviolabilidad	(…)	–que	es	un	instituto	de	derecho	penal	material,	de
relevancia	constitucional,	que	impide	la	persecución	penal	y	el	castigo	penal
por	los	denominados	‘delitos	de	expresión’,	siempre	que	el	parlamentario	se
haya	movido	dentro	del	ámbito	de	alcance	de	dicha	institución–.	Las
manifestaciones	del	querellado	no	tuvieron	lugar	en	el	desempeño	de	su
actividad	propiamente	pública	o	parlamentaria.	No	guardan	conexión	con	sus
deberes	de	representación	política,	ni	se	relacionan	con	sus	opiniones	o	su
filiación	partidaria.	No	se	trata	del	ejercicio	de	la	libertad	de	expresión	en	los
actos	parlamentarios	o	con	ocasión	del	ejercicio	de	su	derecho	al	voto.	No	está
en	juego	la	necesidad	de	proteger	el	regular	y	libre	funcionamiento	del
Congreso,	propiamente	de	la	función	congresal–.	(…)	la	inmunidad	es	un
instituto	propiamente	procesal,	de	relevancia	constitucional.	Opone
impedimentos	de	índole	procesal	en	lo	tocante	a	la	perseguibilidad	de	los
delitos	cometidos	por	quienes	gozan	de	ella	–es,	pues,	un	obstáculo	de	índole
procesal–.	(…)”	(CS.,	Exp.	002-2010/CLIP,	S.	S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—Inmunidad	parlamentaria	contra	el	arresto
comienza	desde	que	el	Jurado	Nacional	de	Elecciones	proclama	al
congresista	electo.	“(...)	la	inmunidad	parlamentaria	es	una	garantía
procesal	penal,	de	la	que	son	titulares	los	cuerpos	legislativos	de	un	Estado	a
favor	de	sus	integrantes,	de	forma	tal	que	no	puedan	ser	detenidos	ni
procesados	penalmente,	sin	la	aprobación	previa	del	Parlamento.	Su	objeto	es
prevenir	aquellas	detenciones	o	procesos	penales	–es	el	doble	ámbito	clásico,
expresión	de	lo	que	se	denomina	inmunidad	plena	o	completa–	que,	sobre	las
bases	estrictamente	políticas,	pretendan	perturbar	el	debido	funcionamiento
del	Congreso	o	alterar	su	conformación	(...).
b)	Que	lo	que	se	reconoce	constitucionalmente	como	inmunidad
parlamentaria	son	inmunidades	de	arresto	y	de	proceso,	y	corresponde	al
Poder	Legislativo	efectuar	la	valoración	de	los	móviles	políticos	que	pudieran
existir	a	través	del	procedimiento	de	levantamiento	de	inmunidad
parlamentaria.
c)	Que,	de	otro	lado,	la	protección	contra	el	arresto	sólo	comienza	con	la
elección,	es	decir,	desde	que	el	Jurado	Nacional	de	Elecciones	proclama	al
congresista	electo.	En	nuestro	ordenamiento	jurídico,	antes	de	la
proclamación	el	candidato	no	está	protegido.	Ahora	bien,	si	la	protección
contra	el	arresto	o	detención,	que	tiene	fundamental	incidencia	en	la
conformación	del	Congreso,	sólo	empieza	con	la	proclamación,	entonces,	se
justifica	que	la	inmunidad	de	proceso	comprenda	los	procesos	penales
iniciados	con	posterioridad	a	la	elección,	independientemente	de	la	fecha	de
comisión	del	delito	(si	el	supuesto	delito	se	cometió	antes	de	la	proclamación
pero	no	se	inició	el	proceso	penal,	entonces	el	Congresista	electo	quedará
protegido	por	la	inmunidad	de	arresto	y	se	deberá	solicitar	el	levantamiento
del	fuero	parlamentario)”.	(CS,	Inf.	06-2012/CLIP-PJ,	nov.	28/2012.	S.	S.
Lecaros	Cornejo)
JURISPRUDENCIA.—Supuestos	que	vulneran	el	derecho	de	igualdad	en
la	aplicación	de	la	ley.	“(…)	per	se,	no	se	produce	una	afectación	del	referido
derecho	cada	vez	que	una	norma	jurídica	es	interpretada	en	forma	diferente
por	los	tribunales	de	justicia.	La	exigencia	de	igualdad	en	la	aplicación	de	la
ley	encierra	únicamente	la	pretensión	de	que	nadie,	en	forma	arbitraria,
reciba	de	un	mismo	tribunal	de	justicia	un	pronunciamiento	diferente	del	que
se	acuerda	para	otros	que	se	encuentran	en	una	situación	análoga	o
semejante.	(…)	Se	afectará	entonces	su	contenido	constitucionalmente
protegido	cuando	un	mismo	tribunal	de	justicia	realice	una	comprensión	y
aplicación	diferenciada	de	la	ley	sustentada	en	el	capricho	o	la	subjetividad
del	órgano	juzgador,	o	cuando	se	dé	un	pronunciamiento	sustentando	en	las
circunstancias	personales	o	sociales	de	alguna	de	las	partes.	(…)	sólo	existe
una	violación	del	derecho	de	igualdad	en	la	aplicación	de	la	ley,	que	ocurre
cuando	en	un	mismo	tribunal	de	justicia	se	emitan	pronunciamientos	dispares
en	torno	al	sentido	de	un	precepto	legal,	y	que	estos	hayan	sido	formulados	al
hilo	de	causas	sustancialmente	iguales,	sin	que	al	apartarse	del	criterio
anterior	se	haya	expuesto	una	fundamentación	suficiente	y	razonable	sobre	la
necesidad	de	la	aplicación	diferenciada.	Tratándose	de	una	objeción	del
derecho	a	la	igualdad	en	el	ámbito	jurisdiccional,	ese	término	de	comparación
no	puede	ser	otro	que	la	existencia	de	una	o	varias	decisiones,	previas	o	de	la
misma	fecha,	donde	ante	hechos	similares	y	frente	a	una	norma	aplicable,	el
caso	se	haya	resuelto	de	una	manera	contraria	a	la	resolución	judicial	que	se
cuestiona.	(…)	Es	preciso,	además,	que	entre	la	resolución	que	se	cuestiona	y	la
resolución	con	la	que	se	contrasta	su	tratamiento	diferenciado,	exista:	a)
identidad	del	órgano	judicial	que	resolvió	el	caso;	b)	que	el	órgano	judicial
tenga	una	composición	semejante;	c)	que	los	supuestos	de	hecho	sean
sustancialmente	iguales	d)	se	haya	producido	una	disparidad	en	la	respuesta
jurisdiccional;	y,	e)	no	exista	una	motivación	del	cambio	de	criterio.	(...)”.	(TC,
Exp.	N°	1211-2006-AA/TC,	jul.	26/2007.	Pres.	Gonzáles	Ojeda)
JURISPRUDENCIA.—Presidente	de	la	República	no	goza	del	privilegio	de
la	inviolabilidad	parlamentaria.	“(…)	la	Constitución	peruana	no	otorga	al
Presidente	de	la	República	el	privilegio	de	la	inviolabilidad	–de	carácter
absoluta	o	de	carácter	relativa–,	en	el	sentido	que	ha	sido	reconocido	en	favor
de	los	congresistas	–artículo	93,	segundo	párrafo,	de	la	Constitución–,	sea
respecto	a	delitos	de	función	o	delitos	comunes.	La	ley	penal	no	deja	de
aplicársele.	Pero,	para	ser	perseguido	penalmente	es	necesario	que	sea
suspendido	en	el	ejercicio	de	su	cargo	por	el	Congreso	y	sometido	a	antejuicio
–artículo	100	de	la	Constitución–,	el	mismo	que	debe	ser	iniciado	por	la
acusación	constitucional	a	cargo	de	la	comisión	permanente	del	Congreso	–
artículo	99	de	la	Constitución–.	(…)	terminado	el	mandato	presidencial,	queda
la	acción	expedita	para	perseguir	al	ex	presidente	por	los	otros	delitos	que
hubiera	cometido	‘durante	su	período’,	sin	que	el	tiempo	transcurrido	pueda
ser	tenido	en	cuenta	para	los	efectos	de	la	prescripción	(…).”	(CS.,	Exp.	A.	V.	23-
2001,	jul.	20/2009.	V.	P.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—Antejuicio	es	la	etapa	previa	al	proceso	penal.	“(…)
el	antejuicio	es	la	etapa	previa	a	un	proceso	jurisdiccional	que	involucra	la
imputación	y	prueba	de	responsabilidades	penales	que,	si	bien	son
inicialmente	valoradas	por	el	Congreso,	tiene	como	propósito	habilitar	la
posterior	intervención	del	más	alto	nivel	del	Poder	Judicial	para	que	la	Corte
Suprema	de	justicia	pueda	asumir	competencia	respecto	a	la	causa	que	verse
sobre	dicha	materia	y	aplique	sólo	sanciones	penales	cuando	corresponda.	Al
respecto,	para	este	colegiado,	resulta	pertinente	precisar	que	el	modelo	de
antejuicio	difiere	del	de	juicio	político,	dado	que	sobre	aquel	el	parlamento	no
aplica	ninguna	sanción	al	funcionario	acusado,	sino	que	se	limita	a	decidir	si
se	habilita	o	no	la	competencia	penal	de	la	judicatura	ordinaria	para	iniciarse
el	proceso	respectivo	contra	el	referido	funcionario	por	la	comisión	de	delitos
en	el	ejercicio	del	cargo.
2.	Que	en	el	referido	antejuicio	no	cabe	excluir	las	garantías	de	un	debido
proceso,	que	incluye	el	derecho	de	defensa,	dado	que	ningún	órgano	u
organismo	público	puede	vulnerar	este	derecho	fundamental,	sobre	todo
cuando	en	el	antejuicio	se	aplican	las	reglas	que	conllevan	un	procedimiento
administrativo.	(…)”	(TC,	Exp.	05181-2009-PA/TC,	may.	18/2010.	S.	S.	Vergara
Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—La	medida	de	suspensión	adoptada	por	el
Parlamento	en	un	antejuicio	no	configura	una	medida	sancionadora.
“(…)	¿La	medida	de	suspensión	adoptada	por	el	parlamento,	en	un	antejuicio,
configura	una	medida	sancionadora?	“(…)	el	parlamento	en	el	antejuicio	no
impone	al	funcionario	involucrado	ningún	tipo	de	sanción,	toda	vez	que	su
finalidad	es	que	se	proceda	a	habilitar	al	funcionario	para	que	pueda	ser
procesado	y	su	eventual	responsabilidad	penal	sea	dilucidada	en	la	vía
ordinaria.	En	virtud	de	ello	y	una	vez	aprobado	el	antejuicio,	esto	es,	autorizar
la	acusación	constitucional	contra	el	funcionario	acusado,	éste	materialmente
queda	suspendido	en	el	ejercicio	de	su	cargo,	quedando	así	sujeto	al	órgano
jurisdiccional	competente,	no	existiendo	sanción	alguna	por	parte	del	órgano
político.
A	fin	de	sustentar	lo	explicado,	la	suspensión	del	ejercicio	de	las	funciones	a
quien	se	le	ha	levantado	la	inmunidad	parlamentaria	o	la	prerrogativa
funcional	no	significa	de	ningún	modo	una	sanción	por	el	acto	tipificado,	como
podría	suceder	cuando	se	trate	de	juicio	político	el	que	podría	conllevar	la
destitución	o	inhabilitación	para	la	función	pública.	En	tal	sentido,	la
suspensión	no	tiene	otro	propósito	que	impedirle	al	congresista	el	ejercicio	de
esta	función	mientras	dure	el	proceso	en	sede	ordinaria	por	ser	una	medida
que	busca	evitar	que	un	funcionario	utilice	el	poder	político	que	vino
ejerciendo,	de	modo	que	excluya	cualquier	tipo	de	influencia	en	el	eventual
proceso	penal	que	se	le	vaya	a	instaurar.	(…)”	(TC,	Exp.	05181-2009-PA/TC,
may.	18/2010.	S.	S.	Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—El	Congreso	debe	levantar	la	inmunidad
parlamentaria	cuando	se	determina	la	ausencia	de	toda	motivación
política	en	la	acusación.	“En	síntesis,	el	antejuicio	es	una	prerrogativa
funcional	de	la	que	gozan	determinados	funcionarios,	con	el	propósito	de	que
no	puedan	ser	procesados	ante	la	judicatura	penal	por	los	delitos	cometidos
en	el	ejercicio	de	sus	funciones,	sin	que	medie	un	procedimiento	con	las
debidas	garantías	procesales	ante	el	Congreso	de	la	República	y	la
consecuente	acusación	del	propio	Legislativo.	(...).
5.	Los	Congresistas	gozan	también	de	la	inmunidad	parlamentaria	prevista
en	el	último	párrafo	del	artículo	93	de	la	Constitución	y	cuyo	procedimiento	de
levantamiento	se	encuentra	regulado	en	el	artículo	16	del	Reglamento	del
Congreso.	Se	trata	de	una	garantía	procesal	penal	de	carácter	político	de	la
que	son	titulares	los	cuerpos	legislativos	de	un	Estado	a	favor	de	sus
miembros,	de	forma	tal	que	estos	no	puedan	ser	detenidos	ni	procesados
penalmente,	sin	la	aprobación	previa	del	Parlamento.	Su	objeto	es	prevenir
aquellas	detenciones	o	procesos	penales	que,	sobre	bases	estrictamente
políticas,	pretendan	perturbar	el	debido	funcionamiento	del	Congreso	o
alterar	su	conformación.
Una	vez	determinada	la	ausencia	de	toda	motivación	política	en	la	acusación,
el	Congreso	tiene	el	deber	de	levantar	la	inmunidad	al	imputado.
Debe	precisarse	que	el	constituyente	ha	extendido	la	garantía	de	la
inmunidad	parlamentaria	al	Defensor	del	Pueblo	(artículo	161)	y	a	los
miembros	del	Tribunal	Constitucional	(artículo	201)”.	(TC,	Exp.	0006-2003-
AI/TC,	dic.	01/2003.	S.	S.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—TC:	“no	habría	necesidad	de	solicitar	el
levantamiento	de	la	inmunidad	si	es	manifiesta	la	extinción	de	la	acción
penal”.	“(...)	El	Tribunal	Constitucional	estima	que	la	regla	constitucional	es
clara	al	establecer	que	es	indispensable	la	autorización	del	Congreso	de	la
República	para	procesar	penalmente	a	un	Congresista	de	la	República.	Sin
embargo,	es	posible	diferenciar	dentro	de	esta	situación	dos	supuestos.	El
primero,	cuando	el	proceso	penal	se	pretende	iniciar	con	posterioridad	a	la
elección	del	Congresista	denunciado.	En	este	caso,	siempre	será	necesario,
para	procesar	al	Congresista,	requerir	que	el	Congreso	de	la	República	levante
la	inmunidad	parlamentaria	y	autorice	el	procesamiento.
25.	El	segundo	supuesto,	es	aquel	en	el	que	a	un	ciudadano	se	le	procesa	y
durante	ese	lapso	resulta	electo.	En	este	caso,	también	se	deberá	solicitar	el
levantamiento	de	la	inmunidad	parlamentaria	del	Congresista	electo,	para
procesarlo,	salvo	el	caso	de	que	el	proceso	penal	venga	durando	en	exceso	(en
este	caso	doce	años	y	todavía	se	encuentra	en	primera	instancia),	y	existan
pendientes	de	resolver	pedidos	de	extinción	de	la	acción	penal	que	favorezcan
al	Congresista	de	la	República.	En	efecto,	no	habría	necesidad	de	solicitar	el
levantamiento	de	la	inmunidad	si	es	manifiesta	la	extinción	de	la	acción	penal,
puesto	que	en	este	caso	el	proceso	penal	debe	archivarse.	(...).
27.	Esta	situación	se	justifica	en	que	si	la	extinción	de	la	acción	penal	es
favorable	al	Congresista,	carece	de	objeto	iniciar	el	mencionado	trámite
parlamentario	puesto	que	el	proceso	penal	debe	archivarse,	y	porque,	además,
de	este	modo	se	permite	que	el	Congresista	de	la	República	siga	gozando	de	la
inmunidad	parlamentaria.	En	caso	de	ser	denegada	la	extinción	de	la	acción
penal,	entonces	sí	será	necesario	solicitar	el	pedido	de	levantamiento,	puesto
que	en	tal	situación	debe	continuarse	con	su	procesamiento,	sea	para
absolverlo	o	para	condenarlo”.	(TC,	Exp.	5291-2005-PHC/TC,	oct.	21/2005.	S.
S.	Alva	Orlandini)
DOCTRINA.—Excepciones	 al	 principio	de	 igualdad.	 “(...).	 No	 existe	 hoy
en	día	nada	de	parecido	a	 lo	que	una	vez	 fue	el	principio	 ‘princeps	 legibus
solutus	est’.	No	hay	nadie	que	esté	al	margen	del	derecho.	El	derecho	penal
moderno	regula	hechos	y	funciones	no	status	personales.	El	fundamento	de
las	 normas	 jurídicas	 es	 objetivo	 no	 personal.	 El	 ordenamiento	 jurídico
vincula	 a	 todos	 los	 que	 se	 encuentran	bajo	 su	 ámbito	 de	 validez.	 Por	 eso,
determinadas	excepciones	a	la	aplicación	de	la	ley	penal	que	caracterizan	a
los	 derechos	 excepcionados	 en	 base	 a	 peculiaridades	 del	 sujeto	 deben
entenderse	 como	 una	 forma	 de	 protección	 que	 garantice	 el	 correcto
funcionamiento	 de	 algún	 órgano	 del	 Estado	 y	 no	 como	 un	 privilegio
personal	(…).
Inviolabilidades,	 inmunidades	 y	 fueros	 especiales	 no	 constituyen
privilegios	 personales	 sino	 auténticas	 formas	de	 protección	 constitucional
de	los	poderes	del	Estado	frente	a	los	órganos	jurisdiccionales.
(…).
B)	Inviolabilidades.
a)	Concepto	y	fundamento.
La	 inviolabilidad	 consiste	 en	 que	 la	 persona	 que	 encarna	 al	 órgano
protegido,	 p.	 ej.,	 los	 miembros	 de	 un	 parlamento,	 no	 responden	 por	 las
manifestaciones	 y	 decisiones	 llevadas	 a	 cabo	 en	 el	 desempeño	 de	 su
actividad	 propiamente	 pública.	 Sería	 muy	 grave	 por	 ejemplo,	 que	 un
parlamentario	que	realizara	una	crítica	encendida	de	alguna	ley	vigente	que
él	 considera	 debe	 ser	 modificada,	 se	 viese	 incurso	 en	 una	 acusación	 por
inducir	 a	 la	 sedición	 o	 que	 lo	 fuese	 quien	 propusiese	 un	 tratamiento
resocializador	para	terroristas	o	haga	una	reflexión	en	el	parlamento	de	las
causas	sociales	de	ese	fenómeno,	etc.	(...).
C)	Inmunidades.
a)	Concepto.
La	idea	de	inmunidad	o	inmunidades,	recoge	una	serie	de	privilegios	tales
como	la	prohibición	de	detener	a	un	parlamentario,	salvo	que	se	trate	de	un
delito	 flagrante,	o	 la	exigencia	de	obtener	autorización	de	 la	cámara	a	que
pertenece	el	parlamentario	de	la	Nación	(…)	antes	de	poder	procesarlo	por
la	 comisión	 de	 cualquier	 delito.	 Aquí	 no	 se	 trata,	 a	 diferencia	 de	 las
inviolabilidades,	 de	 la	 responsabilidad	 por	 actos	 relacionados	 con	 la
actividad	 parlamentaria	 ni	 de	 excluir	 la	 responsabilidad	 penal	 del
parlamentario,	sino	de	someterla	a	controles	que	impidan	utilizar	la	puesta
en	marcha	del	aparato	policial	o	judicial	para	dificultar	la	presencia	de	aquél
en	el	parlamento.	(...).
E)	Fueros	especiales.
El	fuero	especial	es	un	‘privilegio’	puramente	procesal	en	virtud	del	cual,	la
competencia	 para	 perseguir	 el	 delito	 cometido	por	 determinados	 órganos
del	 Estado	 no	 es	 la	 común,	 espacial	 y	 funcionalmente,	 si	 no	 una	 única
especial,	 sea	 cual	 sea	 el	 lugar	 de	 comisión	 del	 delito,	 y	 sea	 cual	 sea	 su
gravedad.	 Los	 efectos	 del	 fuero	 son	 puramente	 procesales,	 no	 afectando
para	 nada,	 a	 diferencia	 de	 inviolabilidades	 e	 inmunidades	 al	 derecho
material	 (las	 diferencias	 afectan	 solamente	 al	 órgano	 jurisdiccional
competente	 dentro	 de	 la	 jurisdicción	 ordinaria	 única	 tal	 como	 exige	 la
Constitución)”.	 (CUELLO	 CONTRERAS,	 Joaquín.	 El	 Derecho	 Penal	 Español,
Curso	de	Iniciación,	Madrid,	Edit.	Civitas	S.A.,	1996;	págs.	205	a	213).
TÍTULO	II
Del	hecho	punible
CAPÍTULO	I
Bases	de	la	punibilidad
C.	P.
ART.	11.—Infracciones	penales.	Son	delitos	y	faltas	las	acciones
u	omisiones	dolosas	o	culposas	penadas	por	la	ley.
JURISPRUDENCIA.—No	hay	sanción	por	imprudencia	si	un
comportamiento	cuidadoso	tampoco	hubiese	evitado	el	resultado.	“Que
desde	esa	perspectiva	es	lógico	que	no	se	le	pueda	imputar	a	uno	de	ellos	el
resultado	por	imprudencia	si	en	la	misma	situación	un	comportamiento
cuidadoso	tampoco	habría	podido	evitar	el	resultado	–probabilidad	rayana
con	la	certeza–,	pues	faltaría	la	evitabilidad	o	posibilidad	de	evitar	el
resultado;	que,	en	ese	sentido,	se	debe	estudiar	la	conducta	del	inculpado	(...),
pero	sin	tomar	en	consideración	los	datos	que	fundamentaron	la	infracción
del	deber	de	cuidado	–como	conducta	alternativa–	para	determinar	si
efectivamente	el	riesgo	que	se	ha	generado	fue	relevante	para	explicar	el
resultado	o	solo	ha	existido	una	relación	casual;	que	es	de	puntualizar	que	no
se	puede	imputar	un	resultado	a	la	infracción	de	la	norma	de	cuidado	si	en	el
caso	concreto	el	respeto	a	dicha	norma	no	hubiera	reportado	ninguna
utilidad”.	(CS,	Queja	374-2012-Huancavelica,	ene.	10/2013.	V.	P.	Lecaros
Cornejo)
JURISPRUDENCIA.—Las	acciones	previas	y	las	inferencias	basadas	en	la
experiencia	sirven	para	advertir	el	tipo	penal	subjetivo.	“(…)	el	aspecto
subjetivo	del	tipo	legal	puede	determinarse	a	partir	de	criterios	de
racionalidad	mínima.	Es	evidente	que	los	sujetos	que	procuran	realizar	una
acción	determinada	tienden	a	asegurar	el	resultado	que	pretenden,	aunque
también	existen	acciones	no	intencionales	–que	son	siempre	consecuencias	no
queridas	y	no	previstas	de	otra	acción–.	Entonces,	para	advertir	el	elemento
subjetivo,	de	acuerdo	con	una	presunción	de	racionalidad	mínima,	es
necesario	conocer	las	acciones	previas	realizadas	antes	del	hecho	delictivo	–
conducta	externa–	y	a	partir	de	ellas	hacer	inferencias	basadas	en	la
experiencia.”	(C.	S.,	R.	N.	2167-2008/Lima,	dic.	10/2010.	S.	S.	San	Martín
Castro)
JURISPRUDENCIA.—La	 voluntad	 como	 elemento	 determinante	 del	 dolo
eventual.	 “(...)	 La	 imputación	 en	 materia	 penal	 no	 puede	 estar	 sustentada
únicamente	 en	 la	 concurrencia	 de	 elementos	 cognitivos.	 La	 voluntad,
sustentado	con	más	o	menos	reservas	en	el	libre	albedrío	de	las	personas;	o	en
su	 capacidad	de	dirigir	 finalmente	 sus	acciones	u	omisiones,	 ocupa	un	valor
relevante,	 incluso	 en	 la	 culpa	 consciente.	 Es	 preciso	 por	 tanto	 definir	 cuál
puede	ser	la	diferencia,	en	el	plano	volitivo	de	la	culpa	consciente	con	el	dolo
eventual,	sin	descuidar	claro	está	el	elemento	cognitivo.
En	el	dolo	y	en	especial	del	dolo	eventual	que	es	la	categoría	más	cercana	de
la	 culpa	 consciente	 debe	 exigirse:	 (I)	 Un	 conocimiento	 de	 la	 capacidad
concreta	de	la	conducta	para	generar	un	resultado	típico;	(II)	La	producción
del	 resultado	 típico	 debe	 evaluarse	 dentro	 del	 contexto	 de	 un	aumento	 al
riesgo	permitido;	(III)	Dicho	conocimiento	no	debe	implicar	una	evaluación
estadística,	por	parte	del	agente,	de	la	probabilidad	de	daño;	(IV)	Se	trata	de
evaluar	 en	 la	 situación	 concreta	 y	 con	 relación	 al	 agente,	 si	 su	pronóstico
concreto	lo	llevaba	a	la	convicción	de	que	no	se	produciría	el	resultado	típico;
(V)	Lo	que	diferencia,	dentro	de	esta	 línea	de	análisis,	al	dolo	eventual	de	 la
culpa	consciente	es	que	en	el	primer	caso	el	agente	considera	seriamente	 la
probabilidad	 del	 resultado	 dañoso,	 aceptando	 necesariamente	 dicha
probabilidad	 con	 la	 realización	de	 la	 conducta	peligrosa,	per	se,	 o	 por	 otra
persona.	En	 la	 culpa	 consciente	 existe	por	 el	 contrario	 la	 creencia	de	que	el
peligro	no	va	concretarse;	(VI)	Finalmente,	es	de	señalar	que	la	‘aceptación’	a
la	 que	 se	 alude	 en	 el	 dolo	 eventual,	 en	 los	 términos	 aquí	 planteado,	 no	 se
refieren	 a	 la	 aceptación	 del	 resultado	 dañoso	 (por	 ejemplo,	 producción	 de
muertes	o	lesiones	a	las	personas),	sino	únicamente	de	la	conducta	capaz	de
producirlo.
En	situaciones	especial	y	masivamente	peligrosas	el	conocimiento	del	peligro
propio	de	una	acción	que	supera	el	límite	de	riesgo	permitido,	es	suficiente
para	acreditar	el	carácter	doloso	del	comportamiento;	en	consecuencia,
obrará	con	dolo	el	autor	que	haya	tenido	conocimiento	del	peligro	concreto
que	deriva	de	su	acción	para	los	bienes	jurídicos.	Dentro	de	este	contexto	la
sala	asume	que	el	agente	ha	mostrado	una	actitud	que	justifica	la	respuesta
prevista	en	la	ley	penal,	para	los	hechos	más	graves,	en	oposición	a	la
ejecución	imprudente	del	tipo.	(Cfr.	Sentencia	del	Tribunal	Supremo	Español,
del	23.04.92	-	Caso	Colza).(...)”.	(CSJ.	Sent.,	nov.	24/2004,	Exp.	N°	306-2004.	S.S.
Figueroa	Navarro)
JURISPRUDENCIA.—Los	límites	de	las	conductas	neutras.	“(…)	su
concurrencia	a	las	instalaciones	del	Servicio	de	Inteligencia	Nacional	es	una
conducta	‘socialmente	permitida’	o	‘conducta	neutra’	(…)	el	punto	de	partida
para	establecer	en	el	presente	caso	la	relevancia	o	irrelevancia	penal	de	la
conducta	imputada	radica	en	el	análisis	de	la	imputación	objetiva,	porque	es
precisamente	en	el	ámbito	de	la	imputación	objetiva	donde	se	determina	si	la
conducta	supera	o	no	el	riesgo	permitido,	siendo	decisivo	la	interpretación	del
‘contexto	social’	donde	se	desarrolló	la	acción,	conforme	a	los	deberes
inherentes	al	rol	del	agente	con	independencia	de	su	actuación,	si	fue	hecha
mediante	acción	u	omisión,	al	margen	de	los	datos	psíquicos	que	puede	tener
en	su	mente	y	la	causalidad	natural	acontecida;	por	ello	el	análisis	del	‘rol
social	del	agente’	cobra	un	protagonismo	esencial,	pues	canaliza	el	haz	de
derechos	y	deberes	concretos	reconocido	a	la	persona	en	el	‘sector	social
parcial	donde	desempeña	su	actividad’,	por	lo	que,	una	conducta	será
imputable	objetivamente	si	quebranta	los	deberes	pertenecientes	a	su	rol
social	(…).”	(CS.,	R.	N.	05-02-2008,	may.	04/2009.	S.S.	Rodríguez	Tineo)
JURISPRUDENCIA.—Hay	dolo	eventual	si	el	autor	juzga	el	riesgo	de
ejecución	del	tipo	como	relativamente	elevado	y	acepta	la	posible
realización	del	resultado	o	se	resigna	a	ello.	“(...)	el	realizar	un	plan
criminal,	es	decir,	es	la	acción	humana	voluntaria	y	consciente	de	actuar
contra	el	derecho;	en	cambio	la	culpa	solo	implica	negligencia	o	ligereza	en	la
actuación	humana,	es	decir,	su	conducta	no	quiere	ser	contraria	al	derecho”.
(CS,	R.	N.	3873-2013-Lima,	jul.	25/2014.	V.	P.	Neyra	Flores)
JURISPRUDENCIA.—La	antijuricidad	se	rige	por	el	principio	de	unidad:
lo	que	no	es	injusto	penalmente	tampoco	lo	será	en	otro	lado	del
ordenamiento	jurídico.	“Sobre	la	alegación	de	causa	de	justificación,	es
cierto	que	la	antijuridicidad	se	rige	por	el	principio	de	unidad	del
ordenamiento	jurídico,	lo	que	significa	que	lo	que	no	constituye	un	injusto	en
el	ámbito	penal,	no	debería	constituirlo	tampoco	en	otra	parte	del
ordenamiento	jurídico.	(...)	Entonces,	cuando	un	acto	está	protegido	por	una
causa	de	justificación,	este	será	lícito,	incluso	en	el	ámbito	civil,	de	ahí	que	no
podría	caber	una	reparación	civil.	Esta	consideración	no	es	absoluta,	pues
puede	haber	casos	en	los	cuales	a	pesar	de	no	ser	antijurídica	la	conducta
supone	un	daño	civil.	Entonces,	el	invocar	que	el	hecho	imputado	no	es	delito
por	falta	de	antijuricidad	–al	existir	la	causa	de	justificación	que	los	hechos
que	se	le	imputan	al	procesado	se	realizaron	en	ejercicio	de	actos	de
abogacía–,	supone,	en	determinados	casos,	que	la	conducta	no	ha	causado
ningún	tipo	de	daño	en	el	ordenamiento	jurídico.	De	ahí	que	el	juzgado	debió
haber	hecho	un	razonamiento	sobre	si	la	alegación	de	justificación	de	la
defensa	involucraba	también	sobre	la	existencia	de	daño	civil”.	(C.	S.,	Cas.	229-
2015-Lima,	nov.	10/2015.	S.	S.	Villa	Stein)
DOCTRINA.—Evolución	 del	 concepto	 de	 antijuridicidad.	 “Haciendo
abstracción	de	las	distintas	fases,	escuelas	y	esquemas	que	han	confluido	en
el	 derecho	 penal,	 lo	 cierto	 es	 que	 el	 único	 elemento	 común	 a	 cualquier
sistema	 de	 imputación	 penal	 radica	 en	 el	 contenido	 de	 injusticia	 que	 se
atribuye	al	delito,	esto	es,	la	antijuricidad.	Pero	el	concepto	de	antijuricidad
no	 ha	 sido	 siempre	 el	 mismo.	 Durante	 mucho	 tiempo	 se	 creyó	 que	 el
contenido	 de	 injusticia	 del	 delito	 se	 determinaba	 sólo	 por	 la	 relación	 de
contradicción	 existente	 entre	 la	 prohibición	 o	 el	mandato	 contenido	 en	 la
norma	penal	y	la	conducta	del	autor	o	partícipe.	Eran	los	tiempos	de	apogeo
del	 positivismo	 formalista,	 tiempos	 en	 los	 que	 se	 creía	 que	 el	 ámbito	 de
racionalidad	de	 los	delitos	y	de	 las	penas	estaba	determinado	por	el	 tenor
literal	 de	 la	 ley.	 No	 cabe	 duda	 que	 tal	 sistema	 de	 imputación	 penal	 se
ajustaba	a	la	racionalidad	propia	del	Estado	legal	de	derecho:	Una	conducta
era	delito	por	el	solo	hecho	de	que	la	ley	la	calificara	como	tal.
Pero	el	tiempo	se	encargó	de	develar	la	insuficiencia	de	esa	concepción	del
injusto	 penal	 pues	 se	 presentaban	 muchos	 supuestos	 en	 los	 que,	 pese	 a
concurrir	 esa	 relación	 de	 contradicción	 entre	 el	 mandato	 normativo	 y	 la
conducta,	 ésta	 estaba	 desprovista	 de	 contenido	 alguno	 de	 injusticia.
Entonces	se	cayó	en	cuenta	que	el	delito	debía	tener	un	contenido	de	ilicitud
no	 sólo	 formal	 frente	 a	 la	 norma	 sino	 también	un	 contenido	material	 que
consistía	en	la	lesión	o,	al	menos,	en	la	puesta	en	peligro	de	un	bien	jurídico.
Así,	 la	 injusticia	 del	 delito	 radicaba	 en	 la	 afección	 de	 derechos	 ajenos.	 De
esta	manera,	 el	delito	 se	dotó	de	un	 referente	material	que,	 a	 través	de	 la
categoría	 del	 bien	 jurídico,	 racionalizó	 el	 ejercicio	 del	 poder	 punitivo.
Siendo	 así,	 el	 solo	 tenor	 literal	 de	 la	 ley	 no	 definía	 ya	 el	 delito	 pues	 se
precisaba	también	de	un	contenido	sustancial	que	remitiera	a	la	afección	de
derechos	ajenos.
Este	modelo	de	imputación	es	compatible	con	el	constitucionalismo:	En	el
Estado	 constitucional	 de	 derecho	 se	 parte	 de	 la	 consideración	 del	 ser
humano	 como	 un	 ser	 digno,	 como	 un	 ser	 cuya	 instrumentalización,
indistintamente	de	la	naturaleza	de	los	fines	que	se	esgriman,	está	vedada.
Pero	 al	 reconocimiento	 de	 esa	 dignidad	 es	 consustancial	 una	 cláusula
general	de	libertad:	No	se	es	digno	ni	en	la	esclavitud,	ni	en	el	autoritarismo,
ni	 al	 abrigo	 de	 un	mal	 entendido	 paternalismo.	 No	 obstante,	 esa	 cláusula
general	de	libertad	no	implica	el	reconocimiento	de	atribuciones	ilimitadas.
Ella	tiene	como	barrera	el	límite	impuesto	por	los	derechos	de	los	demás	y
el	orden	jurídico.	De	allí	que	el	ejercicio	responsable	de	la	libertad	implique
no	 afectar	 derechos	 ajenos	 y,	 al	 tiempo,	 no	 desconocer	 la	 capacidad
reguladora	 del	 derecho,	 como	 instrumento	 de	 vida	 civilizada,	 en	 todo
aquello	que	trascienda	el	ámbito	interno	de	la	persona.
En	ese	marco,	el	derecho	fundamental	al	libre	desarrollo	de	la	personalidad
no	habilita	a	 la	persona	para	 la	comisión	 indiscriminada	de	delitos.	De	allí
que	 la	 tipificación	 de	 conductas	 penales	 constituya	 un	 límite	 al	 libre
desarrollo	 de	 la	 personalidad	 impuesto	 por	 el	 ordenamiento	 jurídico.	 No
obstante,	 tal	 límite	 sólo	 será	 legítimo	 si	 las	 conductas	 tipificadas	 son
susceptibles	de	 vulnerar	 o	poner	 en	peligro	 los	derechos	de	 los	demás.	 Si
ello	no	ocurre,	a	la	sombra	de	la	penalización	de	conductas	se	encontrarán
delirios	 autoritarios”.	 (C.	 Const.	 de	 Colombia	 Sent.	 C-420,	 may.	 28/2002.
M.P.	Jaime	Córdoba	Triviño)
COMENTARIO.—Definición	 legal	 de	 delito.	 El	 artículo	 no	 otorga	 de
manera	 directa	 una	 definición	 dogmática	 de	 delito	 (acción,	 típica,
antijurídica	 y	 culpable).	 Sin	 embargo,	 se	puede	 llegar	 a	 identificar	que	 los
términos	 “acción	 y	 omisión”	 refieren	 las	 dos	 únicas	 modalidades	 que
pueden	revestir	la	infracción	de	una	norma	–sin	discriminar	el	conjunto	de
características	 que	 requiere	 la	 figura	 legal	 correspondiente	 Art.	 108	 del
Código	 Penal,	 por	 ejemplo–.	 El	 término	 “penadas	 por	 ley”,	 establece	 la
exigencia	de	la	tipicidad	y	más	distantemente	alude	a	la	antijuricidad	penal.
La	culpabilidad,	como	elemento	del	delito	no	debe	buscarse	en	el	artículo	11
sino	 –vía	 interpretación	 sistemática–	 en	 los	 artículos	 VII	 y	 VIII,	 del	 Título
Preliminar,	 artículo	 20	 incisos	 1	 y	 2	 del	 Código	 Penal.	 Cierto	 es	 que	 esto
resulta	 insatisfactorio,	 pero	 cierto	 es	 también	 que	 es	 inimaginable	 la
imposición	 de	 una	 pena	 cuando	 falta	 la	 culpabilidad	 del	 agente	 y	 que	 es
correcto	 acudir	 a	 una	 interpretación	 sistemática	 y	 teleológica	 del	 Código
Penal.
Con	 una	 definición	 legal	 de	 delito,	 el	 legislador	 puede	 señalar	 qué
elementos	estructuran	el	delito	(función	conceptual),	puede	establecer	que
sólo	 “las	 acciones	 y	 omisiones	 dolosas	 y	 culposas	 penadas	 por	 la	 ley”	 son
delitos	(función	normativa)	y	lograr	una	consagración	genérica	del	principio
de	legalidad	(función	de	garantía).	
C.	P.
ART.	 12.—Técnica	 de	 numerus	 apertus	 y	 numerus	 clausus.
Las	penas	establecidas	por	la	 ley	se	aplican	siempre	al	agente	de
infracción	dolosa.
El	 agente	 de	 infracción	 culposa	 es	 punible	 en	 los	 casos
expresamente	establecidos	por	la	ley.
JURISPRUDENCIA.—Determinación	de	los	tipos	y	exigencia	“lex	certa”.
“(...)	el	Tribunal	Constitucional	de	España	ha	sostenido	que	‘la	exigencia	de
‘lex	certa’	no	resulta	vulnerada	cuando	el	legislador	regula	los	supuestos
ilícitos	mediante	conceptos	jurídicos	indeterminados,	siempre	que	su
concreción	sea	razonablemente	factible	en	virtud	de	criterios	lógicos,	técnicos
o	de	experiencia,	y	permitan	prever	con	suficiente	seguridad,	la	naturaleza	y
las	características	esenciales	de	las	conductas	constitutivas	de	la	infracción
tipificada’	(STC	69/1989)	(...)	En	esta	perspectiva,	el	derecho	penal	admite	la
posibilidad	de	que	existan	tipos	abiertos	que,	frente	a	la	indeterminación,
sobre	todo	de	los	conceptos	valorativos,	delegan	al	juzgador	la	labor	de
complementarlos	mediante	la	interpretación.	(...)	El	límite	de	lo	admisible,
desde	el	punto	de	vista	constitucional,	quedará	sobrepasado	en	aquellos	casos
en	que	el	tipo	legal	no	contenga	el	núcleo	fundamental	de	la	materia	de
prohibición	y,	por	lo	tanto,	la	complementación	ya	no	sea	solo	cuantitativa,
sino	eminentemente	cualitativa.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	010-2002-AI/TC,	ene.
03/2003.	Pres.	Alva	Orlandini)
COMENTARIO.—Sistema	 de	 numerus	 clausus.	 En	 el	 Código	 Penal,	 la
culpa	debe	encontrarse	previa	y	taxativamente	regulada	en	la	ley.	Esto	de	la
culpa	como	 tipo	específico	 (sistema	de	numerus	clausus),	 es	 consecuencia
del	principio	de	legalidad	y	de	última	ratio	del	derecho	penal.	Es	deducible,
del	artículo	mismo,	que	todo	delito	del	Código	Penal,	mientras	la	disposición
típica	 no	 diga	 lo	 contrario,	 se	 ha	 de	 considerar	 doloso;	 la	 culpa	 debe
encontrarse	taxativamente	regulada	en	la	ley.
C.	P.
ART.	 13.—Omisión	 impropia.	 El	 que	 omite	 impedir	 la
realización	del	hecho	punible	será	sancionado:
1.	Modificado.	 Ley	 26682,	 Artículo	 Único.	 Si	 tiene	 el	 deber
jurídico	 de	 impedirlo	 o	 si	 crea	 un	 peligro	 inminente	 que	 fuere
propio	para	producirlo;	y,
2.	 Si	 la	 omisión	 corresponde	 a	 la	 realización	 del	 tipo	 penal
mediante	un	hacer.
La	pena	del	omiso	podrá	ser	atenuada.
DOCTRINA.—Tipo	 de	 omisión	 propia	 y	 de	 omisión	 impropia.	 “La
comprobación	de	la	tipicidad	de	una	conducta	respecto	del	tipo	de	un	delito
propio	 de	 omisión	 (…)	 requiere	 la	 verificación	 de	 tres	 elementos:	 a)
situación	 típica	 generadora	 del	 deber;	 b)	 no	 realización	 de	 la	 acción
mandada;	c)	poder	de	hecho	de	ejecutar	la	acción	mandada.	(…).
El	tipo	de	omisión	impropia,	aparte	de	los	elementos	del	tipo	objetivo	de	un
delito	de	omisión	propia,	dependerá	de	los	siguientes	elementos:
a)	La	producción	 de	 un	 resultado	 (de	 lesión	 o	 de	 peligro	 perteneciente	 al
tipo	 penal	 de	 un	 delito	 o	 de	 una	 falta	 activamente	 formulados	 en	 una	 ley
penal).
b)	La	calificación	del	autor	 requerida	por	el	 tipo	activo	(p.	ej:	un	delito	de
prevaricación	sólo	puede	ser	cometido	por	omisión	por	un	funcionario	o	un
juez)	se	debe	dar	también	en	el	omitente.
c)	La	capacidad	del	omitente	de	realizar	 la	acción	desde	un	punto	de	vista
abstracto,	 es	 decir	 se	 trata	 de	 saber	 si	 el	 autor	 hubiera	 podido	 realizar
voluntariamente	 la	 acción	 que	 hubiera	 impedido	 la	 producción	 del
resultado.	En	la	doctrina	se	discute	si	se	debe	requerir	el	conocimiento	de	la
posibilidad	física	de	realizar	el	mandato	de	acción,	o,	si	por	el	contrario,	es
suficiente	con	la	cognoscibilidad	de	los	medios	para	evitar	el	resultado.	Este
último	punto	de	vista	es	el	correcto,	pues	no	genera	confusión	alguna	con	el
dolo	de	los	delitos	impropios	de	omisión.
d)	La	causalidad	hipotética	de	la	acción	omitida	respecto	de	la	evitación	del
resultado.	En	la	medida	en	que	las	omisiones	no	son	causales	del	resultado,
la	imputación	requiere	que	la	omisión	equivalga,	según	el	sentido	de	la	ley,	a
la	 causación.	 Esta	 relación	 entre	 la	 omisión	 de	 la	 acción	 y	 el	 resultado	 se
dará	 cuando	 se	 compruebe	 que	 si	 el	 autor	 hubiera	 realizado	 la	 acción,
hubiera	sido	causa	de	la	no	producción	del	resultado,	con	una	probabilidad
rayana	en	la	certeza	(doctrina	dominante)	(…).
e)	La	posición	de	garante	del	omitente.	(…).
f)	La	equivalencia	de	la	ilicitud	omisiva	con	la	del	delito	de	comisión.	(…).”
(BACIGALUPO,	Enrique.	Principios	de	Derecho	Penal,	Parte	General,	Madrid,
Ediciones	Akal	S.L.	1997;	págs.	401	a	405).
COMENTARIO.—El	 delito	 de	 omisión.	 Con	 la	 modificatoria	 realizada,	 el
artículo	 13	 del	 Código	 Penal	 recobra	 su	 real	 dimensión	 (se	 elimina	 la
vulneración	al	principio	de	legalidad	al	suprimirse	toda	referencia	al	“deber
moral”	 como	 fuente	 imprecisa	 de	 una	 posición	 de	 garantía),	 la	 omisión
vuelve	a	consistir	en	hacer	algo	distinto	a	la	prestación	deseable	y	obligada
en	principio	por	una	norma	preceptiva	(deber	 jurídico)	y	no	por	un	deber
moral.
La	 omisión	 puede	 contentarse	 con	 el	 sólo	 no	 hacer	 algo	 determinado
(omisión	pura)	o	requerir	además	la	no	evitación	de	un	resultado	(comisión
por	omisión).	Son	ejemplos	de	omisión	propia	el	Art.	371,	127	del	C.	P.	y	de
omisión	impropia	el	caso	de	la	madre	que	deja	de	alimentar	al	recién	nacido
con	 la	 finalidad	 de	 que	 éste	 fallezca	 (Art.	 107	 del	 código).	 Entonces,	 la
particularidad	de	los	delitos	de	omisión	impropia	respecto	a	los	de	omisión
simple	consiste	en	no	impedir	la	producción	de	un	resultado	teniéndose	una
posición	de	garantía.	En	cuanto	a	 las	fuentes	que	determinan	una	posición
de	 garantía	 en	 los	 delitos	 de	 omisión	 propia,	 se	 tienen	 de	 un	 lado,	 al
contrato,	 la	 ley	 y	 el	 actuar	 precedente	 (fuentes	 formales),	 y	 de	 otro,	 a	 los
deberes	 de	 custodia	 (protección	 de	 un	 bien	 jurídico)	 y	 los	 deberes	 de
dominio	(control	de	fuentes	de	peligro)	conocidas	como	fuentes	materiales.
C.	P.
ART.	14.—Error	de	tipo	y	error	de	prohibición.	El	error	sobre
un	 elemento	 del	 tipo	 penal	 o	 respecto	 a	 una	 circunstancia	 que
agrave	 la	 pena,	 si	 es	 invencible,	 excluye	 la	 responsabilidad	 o	 la
agravación.	 Si	 fuere	 vencible,	 la	 infracción	 será	 castigada	 como
culposa	cuando	se	hallare	prevista	como	tal	en	la	ley.
El	 error	 invencible	 sobre	 la	 ilicitud	del	hecho	 constitutivo	de	 la
infracción	 penal,	 excluye	 la	 responsabilidad.	 Si	 el	 error	 fuere
vencible	se	atenuará	la	pena.
JURISPRUDENCIA	 VINCULANTE.—Corte	 Suprema	 orienta	 la	 aplicación
del	 llamado	 error	 de	 prohibición	 culturalmente	 condicionado	 en	 los
delitos	 de	 violación	 sexual	 de	menores	 de	 14	 años.	 “En	 coherencia	 con
tales	 finalidades,	 es	 menester	 que	 los	 órganos	 jurisdiccionales	 penales	 de
todas	las	instancias	adopten	y	utilicen	los	siguientes	criterios:
i.	Desarrollar	una	aplicación	selectiva	y	restringida	del	artículo	15	del	Código
Penal,	a	 fin	de	que	éste	no	proyecte	 indebidamente	sus	efectos	sobre	autores
de	 delitos	 de	 abuso	 y	 violencia	 sexual	 en	 agravio	 de	 niñas	 y	 adolescentes
menores	 de	 14	 años.	 Por	 tanto,	 deben	 excluirse	 de	 los	 alcances	 de	 dicha
disposición	 y	 reprimirse	 penalmente,	 toda	 forma	 violenta	 de	 abuso	 (...)	 que
hayan	 utilizado	 los	 imputados	 para	 someter	 a	 la	 víctima	menor	 de	 catorce
años	de	edad	a	un	acceso	carnal.	(...).
ii.	La	construcción	técnica	e	idónea	de	las	pericias	antropológicas	en	procesos
penales	 sobre	 la	 materia.	 La	 pericia	 antropológica	 es	 obligatoria	 e
imprescindible,	 en	 todos	 los	 casos,	 para	decidir	 la	aplicación	del	artículo	15
del	 Código	 Penal.	 El	 órgano	 jurisdiccional	 debe,	 además,	 supervisar	 que	 la
pericia	sea	practicada	por	un	profesional	idóneo	y	con	experiencia	acreditada
en	 la	 materia.	 (...).	 Es	 pertinente,	 pues,	 recomendar	 que	 las	 pericias
antropológicas	 se	 estructuren	 siguiendo	un	orden	metodológico	 y	 expositivo
homogéneo.	 Para	 ello,	 por	 ejemplo,	 es	 recomendable	 la	 estructura	 referida
por	la	‘Guía	metodológica	para	la	elaboración	de	peritajes	antropológicos	en
causas	 indígenas’	 elaborada	 por	 Guevara	 Gil	 y	 cuyos	 aportes	 principales	 se
transcriben	 a	 continuación	 y	 se	 incorporan	 con	 sentido	 orientador	 en	 este
acuerdo	plenario	[Conforme	Guevara	Gil,	Armando	-	Verona,	Aarón	-	Vergara,
Roxana	(Editores)	(...).
iii.	 La	 necesaria	 incorporación	 y	 valoración	 de	 otros	 medios	 de	 prueba
idóneos	 para	 contrastar,	 complementar	 o	 posibilitar	 una	 mejor	 valoración
judicial	 de	 las	 conclusiones	 de	 relevancia	 intercultural	 aportadas	 por	 las
pericias	 antropológicas.	 Por	 ejemplo,	 la	 autoridad	 judicial	 a	 cargo	 del	 caso
puede	 solicitar	 o	 aceptar	 informes	 (amicus	 curiae)	 o	 testimonios
complementarios	 o	 supletorios	provenientes	de	 las	autoridades	 comunales	 o
ronderiles,	que	coadyuven	a	la	validación,	contraste	crítico	o	reemplazo	de	las
pericias	antropológicas	requeridas.	(...).
iv.	 La	 inserción	 en	 el	 razonamiento	 y	 argumentación	 de	 las	 decisiones
judiciales,	 de	 la	 doctrina	 internacional	 y	 nacional	 sobre	 enfoque	 de	 género,
interés	superior	del	niño	y	compensación	de	la	vulnerabilidad	de	las	mujeres,
niñas	y	adolescentes	en	contextos	pluriculturales”.	(CS,	IX	Pleno	Jurisdiccional
Penal	 -	 Acuerdo	 Plenario	 1-2015/CIJ-116,	 jun.	 21/2016.	 V.	 P.	 Prado
Saldarriaga)
NOTA:	 Los	 acuerdos	 del	 IX	 Pleno	 Jurisdiccional	 Penal	 fueron	 publicados	 en	 el	 Diario	 Oficial	 “El
Peruano”	el	21	de	junio	del	2016.
JURISPRUDENCIA.—Aplicación	práctica	del	error	de	tipo	en	un	delito	de
TID.	 “(...)	 que	 su	 confrontado	 el	 acusado	 presente	 no	 tuvo	 conocimiento	 en
ningún	momento	que	el	contenido	de	los	sacos,	que	éste	le	ayudó	a	votar	al	río,
hayan	contenido	los	cadáveres,	(...)	el	hecho	de	que	el	acusado	presente	haya
ayudado	a	votar	los	cadáveres	al	río	en	sacos	de	polietileno	sin	haber	tenido
conocimiento	 de	 que	 estaba	 ayudando	 a	 ocultar	 el	 cuerpo	 del	 delito,	 no	 lo
pone	 en	 condición	 de	 cómplice	 en	 tanto	 que	 el	 cómplice,	 es	 aquel	 que
dolosamente	presta	auxilio	para	la	realización	del	hecho	punible	sin	el	cual	no
se	 hubiera	 perpetrado	 o	 en	 su	 defecto	 el	 que	 de	 cualquier	 modo,	 hubiera
dolosamente	 prestado	 asistencia	 (...)	 estando	 acreditado	 que	 el	 acusado
presente	no	tuvo	ese	conocimiento,	su	conducta	resulta	atípica,	esto	es	 fuera
del	tipo	penal	 investigado,	(...)”.	(CSJ.	Ancash.	Sent.,	set.	22/98,	Exp.	N°	1127-
93.	S.S.	Salazar	L.)
JURISPRUDENCIA.—Informe	de	asesoría	legal	puede	ocasionar	error	de
prohibición.	“(...)	para	declarar	a	una	persona	como	responsable	de	un	delito
el	 derecho	 penal	 garantista	 dentro	 de	 un	 estado	 de	 derecho	 social	 y
democrático	 considera	 insuficiente	 la	 existencia	 de	 un	 hecho	 típico	 y
antijurídico	 ya	 que	 para	 la	 imposición	 de	 una	 pena	 es	 necesario	 afirmar	 la
culpabilidad;	que	en	la	actualidad	la	culpabilidad	está	normada	en	el	artículo
sétimo	 del	 Título	 Preliminar	 del	 Código	 Penal	 (...),	 entendiéndola	 como	 un
juicio	de	valor,	una	valoración	dialéctica	engarzada	con	sus	presupuestos	que
son	la	tipicidad	y	la	antijuridicidad;	que	en	el	caso	de	autos	si	bien	la	conducta
imputada	a	los	encausados	(...)	aparece	como	típica	y	antijurídica	por	el	hecho
de	 que	 en	 forma	 arbitraria	 se	 negaron	 a	 proporcionar	 a	 los	 agraviados	 las
copias	 certificadas	 de	 los	 expedientes	 (...)	 ha	 declarado	 como	 argumento
exculpatorio	que	su	proceder	estuvo	determinado	por	el	 informe	de	asesoría
legal	(...)	suscrito	por	los	letrados	(...)	lo	que	permite	deducir	que	al	momento
en	que	 los	encausados	suscribieron	 los	oficios	denegatorios	de	expedición	de
copias	 lo	 hicieron	 en	 la	 creencia	 de	 que	 su	 conducta	 era	 lícita	 pues	 siendo
funcionarios	públicos	que	no	 tienen	 la	 condición	de	abogados,	 precisamente
requieren	de	permanente	asesoría	jurídica,	dándose	en	el	caso	la	presencia	de
la	figura	del	error	de	prohibición	(...)	que	se	presenta	cuando	el	autor	cree	que
actúa	lícitamente	o	cuando	ni	siquiera	se	plantea	la	licitud	o	ilicitud	de	su	acto
por	 confiar	 en	 los	 informes	 de	 dos	 especialistas	 consultados	 (...)”.	 (CSJ.
Lambayeque.	Sent.,	ago.	05/99.	Exp.	N°	97-17273.	S.S.	González	Vidal)
JURISPRUDENCIA.—Asesoría	 de	 abogado	 no	 siempre	 desencadena	 un
error	de	prohibición.	“(…)	en	el	presente	caso,	sostiene	el	representante	de	la
legalidad,	la	presencia	de	error	de	prohibición	en	la	conducta	de	la	querellada
(…)	pues	 señala	que	el	 comportamiento	que	desplegó	con	posterioridad	a	 la
recepción	 de	 la	 carta	 notarial	 que	 le	 dirige	 el	 querellante	 (…),	 para	 que
rectifique	 la	 denuncia	 agraviante	 difundida,	 esto	 es,	 romperla,	 estuvo
precedida	de	una	consulta	con	su	abogado	defensor	(…)	quien	le	indicó	que	no
debía	 rectificarse	 porque	 no	 se	 había	 comprobado	 la	 falsedad	 de	 la
información.	 Agrega	 por	 ello,	 la	 querellada	 actuó	 en	 la	 creencia	 que	 su
conducta	no	revestía	relevancia	penal;	en	consecuencia,	alega	en	esta	última
actuación	 (en	 la	 que	 ya	 no	 era	 posible	 seguir	 asumiendo	 el	 principio	 de
confianza)	resulta	clara	la	existencia	de	un	error	de	prohibición	invencible	de
la	encausada	al	actuar	inducida	a	error	por	el	aludido	abogado,	cuya	opinión
a	 juicio	 de	 la	 querellada	 era	 de	 la	 más	 alta	 especialidad	 y	 no	 podía
equivocarse	respecto	a	 la	 licitud	de	su	conducta;	tanto	más,	si	 la	prensa	y	 la
propia	 promoción	 personal	 del	 letrado	 lo	 presentaban	 como	 el	 profesional
más	idóneo	y	competente	para	evaluar	la	licitud	de	la	conducta	imputada.	(…)
en	 el	 presente,	 no	 se	 advierte	 que	 la	 querellada,	 en	 este	 segundo	momento,
luego	de	recibir	la	carta	notarial	del	querellante	haya	actuado	bajo	error	de
prohibición,	pues:	i)	respecto	al	objeto	de	consulta	(si	se	debía	rectificar	en	la
noticia	difundida)	la	querellada	poseía	mayor	pericia	para	detectar	o	alertar
la	 ilicitud	de	 su	 conducta,	 en	 tanto	 conocía	ampliamente,	 a	diferencia	de	 su
asesor	 legal,	como	operaba	el	sistema	de	producción	de	 la	 información	dado
los	 veinte	años	que	 señala	 ejerce	 como	periodista	 en	nuestro	país	 (según	 su
declaración	 instructiva	 de	 fojas	 cuatrocientos	 ochenta	 y	 cuatro);	 y,	 ii)	 la
opinión	jurídica	de	su	abogado	defensor	estuvo	sustentada	en	la	afirmación	de
la	querellada	respecto	a	la	veracidad	de	la	noticia	que	difundía,	quien	como	se
indicó	 en	 el	 precedente	 fundamento	 jurídico	 no	 había	 observado	 aquellos
deberes	objetivos	de	cuidado	imprescindibles	para	evitar	que	se	puedan	poner
en	peligro	bienes	jurídicos	tutelados	por	otros	derechos	tan	fundamentales,	en
este	 caso,	 la	 libertad	 de	 información;	 por	 lo	 que	 no	 es	 posible	 admitir	 que
actúo	creyendo	(sic)	que	su	conducta	no	tenía	relevancia	penal,	en	tanto	como
hemos	 señalado	 desde	 el	 primer	 momento	 estuvo	 en	 la	 posibilidad	 de
representarse	 la	 antijuricidad	 de	 su	 acto	 (…).”	 (CS,	 R.	 N.	 449-2009,	 jul.
09/2009.	S.S.	Rodríguez	Tineo)
JURISPRUDENCIA.—Corte	 Suprema	 explica	 en	 qué	 consiste	 el	 error	 de
tipo.	 “(...)	 pues	 el	 error	 de	 tipo,	 previsto	 en	 el	 primer	 párrafo	 del	 artículo
catorce	 del	 Código	 Penal,	 es	 el	 desconocimiento	 o	 falso	 conocimiento	 de	 un
elemento	del	tipo	penal,	que	conduce,	según	su	invencibilidad	o	vencibilidad,	a
la	 exclusión	 de	 la	 responsabilidad	 penal	 o	 la	 sanción	 de	 la	 infracción	 como
culposa	cuando	estuviera	prevista	como	tal	en	la	ley:	así,	en	el	presente	caso,
el	argumento	del	encausado	de	que	incurrió	en	un	error	de	tipo	por	realizar	el
acto	sexual	con	la	agraviada	sin	saber	su	verdadera	edad,	pues	ésta	le	había
dicho	que	contaba	con	quince	años,	no	sólo	carece	de	apoyo	probatorio	sino
que	además,	 fluye	de	autos	que	 la	agraviada	en	forma	coherente	y	uniforme
ha	 negado	 haberle	 dicho	 al	 imputado	 su	 edad	 y	más	 bien	 el	 encausado	 ha
mencionado	esta	circunstancia	recién	en	sede	judicial;	que,	de	otro	lado,	desde
el	 plano	 de	 la	 lógica	 y	 de	 la	 experiencia,	 no	 es	 verosímil	 que	 el	 encausado,
dadas	 sus	 condiciones	 personales	 (adulto	 de	 veinte	 años	 de	 edad	 y	 con
segundo	año	de	educación	secundaria),	confundiera	a	una	menor	de	doce	años
con	 una	 adolescente	 de	 quince	 –como	 afirma–,	 tanto	 más	 si	 consta	 el
particular	 desarrollo	 físico	 de	 la	 agraviada	 según	 se	 aprecia	 del	 certificado
médico	 legal	de	 fojas	ocho,	en	el	que	 se	 indica	 su	peso	y	medida;	que,	en	 tal
sentido,	 se	 concluye	 que	 con	 relación	 a	 la	 información	 de	 su	 edad,	 las
declaraciones	 de	 la	 agraviada,	 además	 de	 coherentes	 y	 uniformes,	 se
corroboraron	con	datos	objetivos;	que,	en	consecuencia,	la	sentencia	materia
de	grado	se	encuentra	arreglada	al	mérito	de	lo	actuado	y	a	ley”.	(CS,	R.	N.	46-
2012-Cajamarca,	may.	07/2012.	S.	S.	Lecaros	Cornejo)
COMENTARIO.—Error	 de	 tipo.	 El	 código	 no	 contiene	 una	 definición
directa	de	dolo	sin	embargo	del	error	de	tipo	se	puede	inferir	válidamente
un	concepto	de	dolo.	En	términos	comunes,	obra	con	dolo	aquél	que	conoce
la	acción	que	hace	y	sus	consecuencias	 (el	peligro	concreto	que	genera	su
acción),	dicho	de	otra	manera,	 el	dolo	 significa	actuar	 “sabiendo	 lo	que	se
hace”.	Para	obrar	dolosamente,	el	autor	no	necesita	saber	que	la	acción	que
realiza	está	amenazada	con	tal	o	cual	pena	en	 la	 ley.	Tampoco	se	requiere
que	se	conozca	o	se	haya	conocido	la	antijuricidad	del	hecho.	Esto	surge	del
propio	artículo,	que	establece	que	el	autor	que	obra	sin	conocer	 la	 ilicitud
del	 hecho,	 es	 punible	 con	 la	 pena	 prevista	 para	 el	 delito	 doloso	 pero
atenuada.	 En	 resumen,	 el	 dolo	 es	 conciencia	 y	 voluntad	 de	 realizar	 los
elementos	del	tipo	objetivo.
El	 dolo	 está	 integrado	 por	 dos	 elementos:	 uno	 intelectual	 (saber)	 y	 otro
volitivo	(querer),	siendo	necesaria	la	existencia	de	ambos	para	que	se	pueda
hablar	de	dolo.	El	elemento	intelectual	del	dolo	requiere	de	un	conocimiento
actual	o	presente	y	debe	darse	siempre	en	el	momento	de	 la	comisión	del
hecho.	 El	 ladrón	 debe	 saber	 que	 está	 robando,	 el	 asesino	 debe	 saber	 que
está	matando,	el	falsificador	debe	saber	que	está	falsificando.
Tradicionalmente,	la	doctrina	clasifica	al	dolo	en:	a)	Dolo	directo,	donde	las
consecuencias	de	la	acción	son	las	metas	del	autor,	b)	Dolo	de	consecuencias
necesarias,	donde	las	consecuencias	accesorias	de	la	acción	no	son	las	metas
del	autor	pero	si	necesarias	para	conseguirlas.	(El	terrorista	quiere	matar	al
embajador	 en	 cuya	 casa	ha	puesto	un	 explosivo,	 sabe	que	 en	 la	 explosión
morirá	también	su	amigo	que	es	empleado,	no	quiere	matarlo	y	desea	con
todas	 sus	 fuerzas	 que	 se	 salve,	 pero	 de	 todos	 modos	 ejecuta	 su	 plan
sabiendo	 que	 su	 amigo	 también	morirá);	 y,	 c)	 El	 dolo	 eventual,	 obra	 con
dolo	eventual	aquél	que	sabe	y	acepta	que	las	consecuencias	accesorias	de
su	 acción	 son	 altamente	 probables.	 Ejemplo,	 los	 mendigos	 rusos	 que
amputaban	 brazos	 o	 piernas	 a	 niños	 para	 usarlos	 luego	 excitando	 la
compasión.	 Por	 cierto	 que	 de	 vez	 en	 cuando	 algún	 niño	 moría	 como
consecuencia	de	las	amputaciones,	y	los	mendigos	sabían	de	tal	posibilidad
y	la	aceptaban,	el	niño	muerto	como	probabilidad,	aunque	no	lo	deseaban	ni
hubiesen	aceptado	el	resultado	como	fin	o	consecuencia	necesaria,	porque
el	 niño	 muerto	 no	 servía	 a	 sus	 propósitos	 (Löfler),	 actuaban	 con	 dolo
eventual.	 El	 que	 ha	 tenido	 algunos	 signos	 de	 una	 enfermedad	 venérea	 y
tiene	 dudas	 acerca	 de	 su	 infección	 y	 de	 posible	 contagio	 y,	 sin	 embargo,
tiene	relaciones	sexuales	sin	tomar	ninguna	precaución,	actúa	a	costa	de	la
producción	de	un	resultado	lesivo	para	un	tercero,	es	decir	actúa	con	dolo
eventual.
Entonces,	 si	 el	 dolo	 supone	 “saber	 lo	 que	 se	 hace”,	 el	 error	 sobre	 el	 tipo
supondrá	–por	contraposición–	el	desconocimiento	de	alguno	o	de	todos	los
elementos	del	 tipo	objetivo:	“no	saber	 lo	que	se	hace”.	Ejemplo:	Quien	por
probar	 su	 puntería	 dispara	 sobre	 un	 cazador	 camuflado	 tomándolo
equivocadamente	por	un	árbol	incurre	en	un	error	de	tipo,	pues	desconoce
un	elemento	esencial	del	tipo	de	homicidio	(artículo	106	C.	P.),	que	requiere
se	 mate	 a	 ‘otro’	 hombre.	 Las	 clases	 de	 error	 sobre	 la	 causalidad	 que	 la
mayoría	de	la	doctrina	acepta	son:	a)	Aberratio	ictus,	 cuando	una	conducta
se	dirige	contra	un	objeto,	pero	afecta	a	otro	objeto,	al	que	no	se	quería	ni	se
aceptaba	 la	 posibilidad	 de	 afectar,	 (alguien	 dispara	 contra	 el	 dueño	 y
‘lesiona’	al	perro);	b)	Error	en	el	objeto,	se	cree	dirigir	la	conducta	contra	un
objeto	pero	en	realidad	se	la	dirige	y	se	afecta	a	otro	objeto	(no	hay	dolo	de
hurto	 si	 alguien,	 por	 error,	 se	 apodera	 de	 su	 propia	 cartera);	 c)	 Dolus
generalis,	el	autor	cree	haber	alcanzado	el	resultado,	pero	en	realidad	este
sobreviene	 dentro	 del	 curso	 causal	 con	 posterioridad	 (hay	 homicidio
cuando	 un	 sujeto	 cree	 haber	 dado	muerte	 a	 golpes	 a	 su	 víctima,	 pero	 en
realidad	 ésta	 está	 sólo	 desmayada	 y	 muere	 por	 ahorcamiento	 cuando	 la
cuelga	de	un	árbol	para	simular	un	suicidio).
El	error	de	tipo	puede	ser	vencible	e	invencible.	El	error	es	vencible	cuando
éste	 se	 hubiese	 podido	 evitar	 si	 se	 hubiera	 observado	 el	 debido	 cuidado
(que	es	el	cuidado	general	o	del	hombre	medio	diligente),	en	el	error	de	tipo
vencible,	cabe	la	posibilidad	de	castigar	la	conducta	como	culposa,	siempre
y	cuando	exista	el	respectivo	tipo	imprudente.	Error	invencible	es	el	que	no
se	hubiera	 logrado	evitar	ni	aún	aplicando	 la	diligencia	debida,	por	 lo	que
dará	 lugar	a	 la	 impunidad,	pues	 la	pura	causación	sin	dolo	y	culpa	resulta
atípica.
COMENTARIO.—Error	 de	 prohibición.	 Mientras	 en	 el	 error	 de	 tipo	 el
sujeto	yerra	sobre	los	hechos	realizados,	en	el	error	de	prohibición	el	agente
yerra	 en	 la	 prohibición	 del	 hecho,	 así	 por	 ejemplo:	 Quien	 creyendo
erróneamente	que	la	ley	lo	permite,	procede	al	linchamiento	del	delincuente
capturado,	actúa	en	error	de	prohibición,	pues	conoce	los	elementos	del	tipo
(que	 causa	 daño	 a	 otro	 en	 el	 cuerpo	 o	 en	 la	 salud)	 pero	 entiende	 que	 su
realización	 no	 está	 prohibida.	 El	 error	 de	 prohibición	 puede	 ser	 directo,
desconocimiento	 o	 conocimiento	 erróneo	 de	 una	 norma	 prohibitiva;	 o,
indirecto,	 cuando	 se	 cree	que	 se	 está	obrando	al	 amparo	de	una	 causa	de
justificación	o	dentro	de	los	límites	de	ésta.
En	 cuanto	 al	 error	 de	 prohibición	 se	 acepta	 también	 que	 este	 puede	 ser
vencible	e	invencible	según	haya	o	no	podido	ser	evitado	pero	a	diferencia
del	 error	 de	 tipo	 no	 excluye	 la	 tipicidad,	 sino	 a	 lo	más	 la	 responsabilidad
(culpabilidad).	 Las	 consecuencias	 en	materia	 de	 penalidad	 son	 parecidas,
mientras	el	error	de	prohibición	invencible	ha	de	determinar	la	impunidad,
el	error	vencible	debe	conducir	a	la	atenuación	de	la	pena.
	
Art.	14
Efectos
del
error
Error	de	tipo
(Art.	14,	1er.	párrafo)
Se	elimina	siempre	el	dolo
Invencible							 Impune.
Vencible Tipicidad	culposa	siempreque	exista	el	tipo	culposo.
Error	de	prohibición
Invencible
Elimina	la	culpabilidad	y
el	injusto	no	llega	a	ser
delito.
(Art.	14,	2do.	párrafo)
Vencible
Hay	culpabilidad
disminuida	pudiéndose
sólo	atenuar	la	pena.
	
	
DOCTRINA.—Error	de	tipo	y	error	de	prohibición
Cuadro	(*)
I.	Ejemplos	de	errores	de	tipo
	
	 II.	Ejemplos	de	errores	de	prohibición
“A”	 acciona	 un	 arma	 que	 cree
descargada,	pero	está	cargada	y	causa
la	muerte	de	“B”.
	
“A”	 cree	que	 le	va	a	matar	un	 ladrón	y	 le	dispara	para
defenderse.	 En	 realidad	 era	 su	 amigo	 “B”	 que	 estaba
bromeando.
Una	 mujer	 embarazada	 ingiere	 un
tranquilizante	 que	 resulta	 ser	 un
abortivo	y	que	le	provoca	un	aborto.
	
Una	mujer	embarazada	proveniente	de	un	país	en	el	que
no	 está	 penado	 el	 aborto,	 ingiere	 un	 abortivo	 creyendo
que	no	está	prohibido	hacerlo.
Un	estudiante	regala	un	analgésico	a
un	compañero,	que	en	realidad	es	un
barbitúrico.
	
Una	mujer	 (...)	 regala	 un	 barbitúrico	 a	 su	 amiga,	 para
adelgazar,	ignorando	que	está	prohibido.
Un	 cliente	 toca	 un	 jarrón	 sin	 saber
que	 sirve	 de	 apoyo	 a	 una	 estantería
que	 se	 desploma	 rompiendo	 un
muñeco.
	
Un	indígena	rompe	un	muñeco	en	un	comercio	porque
cree	 –conforme	 a	 las	 creencias	 del	 lugar	 de	 que
proviene–	que	tiene	poderes	maléficos	y	que	le	causará	la
muerte.
Un	 sujeto	 se	 lleva	 un	 abrigo	 ajeno,
creyendo	que	es	el	propio. 	
Un	sujeto	se	lleva	un	abrigo	ajeno	porque	piensa	usarlo
y	devolverlo	al	día	siguiente,	creyendo	que	no	es	delito.
	
(*)	(ZAFFARONI,	Eugenio	Raúl.	Manual	de	Derecho	Penal	-	Parte	General,	Lima,	Ediciones	Jurídicas;
pág.	413.)
C.	P.
ART.	15.—Error	de	prohibición	culturalmente	condicionado.
El	que	por	su	cultura	o	costumbres	comete	un	hecho	punible	sin
poder	 comprender	 el	 carácter	 delictuoso	 de	 su	 acto	 o
determinarse	 de	 acuerdo	 a	 esa	 comprensión,	 será	 eximido	 de
responsabilidad.	Cuando	por	 igual	razón,	esa	posibilidad	se	halla
disminuida,	se	atenuará	la	pena.
IDENTIDAD	ÉTNICA	Y	CULTURAL
Const.
ART.	2°.—Toda	persona	tiene	derecho:
(...).
19.	 A	 su	 identidad	 étnica	 y	 cultural.	 El	 Estado	 reconoce	 y	 protege	 la
pluralidad	étnica	y	cultural	de	la	Nación.
Todo	 peruano	 tiene	 derecho	 a	 usar	 su	 propio	 idioma	 ante	 cualquier
autoridad	 mediante	 un	 intérprete.	 Los	 extranjeros	 tienen	 este	 mismo
derecho	cuando	son	citados	por	cualquier	autoridad.
(...).
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Relevancia	penal	de	las	actuaciones
de	las	rondas	campesinas.	(…)	Asimismo,	cabe	destacar	que	la	actuación	de
las	rondas	campesinas	y	de	sus	integrantes	no	está	orientada	a	obtener
beneficios	ilegales	o	fines	de	lucro,	y	–en	principio–	la	composición	y	práctica
que	realizan	tienen	un	reconocimiento	legal,	que	las	aleja	de	cualquier
tipología	de	estructura	criminal	(banda	o	criminalidad	organizada)
asimilable	a	aquellas	que	considera	el	Código	Penal	como	circunstancias
agravantes	o	de	integración	criminal	(artículos	186,	párrafo	2,	inciso	1,	y	317
CP).	Efectivamente,	su	intervención	se	origina	en	un	conflicto	de	naturaleza	y
trascendencia	variables,	que	involucra	a	personas	que	reconocen	en	las
rondas	campesinas	instancias	conciliadoras,	de	resolución	de	conflictos	y	con
capacidad	coercitiva	(…).
En	estas	condiciones,	es	de	enfatizar	que	no	es	asimilable	la	actuación	y	la
conducta,	siempre	colectiva,	de	sus	integrantes	a	un	delito	de	secuestro
extorsivo	y	cuya	presencia	relevante	en	las	estadísticas	de	la	criminalidad
nacional	determinó	las	modificaciones	y	reformas	del	artículo	152	CP,
caracterizadas,	todas	ellas,	por	un	incremento	constante	de	las	penas
conminadas	y	de	los	rigores	de	su	cumplimiento.
14.	Cuando	no	sea	posible	esta	primera	posibilidad	–la	atipicidad	de	la
conducta–,	será	del	caso	recurrir	al	análisis	de	la	procedencia	de	la	causa	de
justificación	centrada,	con	mayor	relevancia,	en	el	ejercicio	legítimo	de	un
derecho	(artículo	20.8	CP).	Aquí	se	tendrá	en	cuenta	el	presupuesto	–situación
de	amenaza	a	los	bienes	jurídicos	antes	citados–	y	los	límites	o	condiciones
para	el	correcto	ejercicio	de	la	función	jurisdiccional	comunal-rondera	ya
analizados.	(…).”	(V	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y
Transitorias,	A.	P.	1-2009/CJ-116,	ene.	08/2010.	S.	S.	Gonzáles	Campos)
JURISPRUDENCIA.—La	aplicación	del	derecho	consuetudinario	deja
impune	el	delito	cometido.	“Por	la	naturaleza	de	los	hechos,	su	apreciación
debe	tener	en	cuenta	el	contenido	del	Informe	Pericial	Antropológico	(...)	y	el
examen	a	escala	de	juicio	oral	a	la	perito	antropóloga	(...)	en	el	que	sostuvo
que:	1)	Los	estudios	históricos	de	la	región	indican	que	la	zona	es	rica	en	oro.
(...)	La	sociedad	awajún	es	guerrera;	además,	es	descentralizada,	constituido
por	grupos	locales,	pero	unidos	por	lazos	de	parentesco,	lo	que	permite
comprender	la	complejidad,	contundencia	e	importancia	de	sus	consensos
(objetivo	común).	(...)	Históricamente,	se	han	caracterizado	por	la	defensa	de
su	territorio	e	independencia.	(...)	Los	apus	y	otras	autoridades	ejercen	un
mandato	puntual,	que	es	temporal	y	representa	el	interés	de	la	comunidad
nativa;	si	la	autoridad	se	aparta	del	mandato	conferido,	son	sancionados	por
la	colectividad.	V)	Conciben	al	Estado	como	garante	de	la	ley	‘que	perciben’;	el
cual	está	para	velar	los	derechos	de	los	ciudadanos	indígenas.	(...)	Hay	una
tradición	para	poder	ingresar	a	su	territorio,	y	consiste	en	pedirles
autorización.	(...)	Los	awajunes	consideran	a	la	municipalidad	como	una
institución	propia,	dado	que	ellos	eligen	a	la	autoridad	edil.	VIII)	Saben	que
fuera	de	su	territorio	hay	un	ordenamiento,	pero	en	este	hacen	prevalecer	sus
‘leyes	y	costumbres’.	IX)	La	relación	de	los	awajunes	con	el	Estado	(Ejército),
era	larga	y	de	mutua	confianza,	especialmente	por	la	defensa	de	su	territorio
en	la	guerra	del	Cenepa;	pero,	a	partir	del	recorte	del	Parque	lchigkat,	esta	se
perdió	(parque	creado	por	acuerdo	mutuo	el	año	dos	mil	cuatro	y	recortado
en	el	dos	mil	siete,	por	el	gobierno	de	turno,	sin	el	consentimiento	de	ellos.	Se
afectaron	cuatrocientos	sesenta	y	siete	mil	hectáreas	para	concesión	a
empresas	mineras,	entre	las	cuales	figura	la	Minera	Afrodita)”.	(CS,	R.	N.
1333-2013-Amazonas,	mar.	2014.	S.	S.	Salas	Arenas)
JURISPRUDENCIA.—Error	 de	 prohibición	 culturalmente	 condicionado.
“(...)	se	ha	planteado	en	la	instrucción	y	en	su	defensa,	como	justificación	a	su
acto	 el	 hecho	 de	 que	 se	 trata	 de	 un	 nativo	 integrante	 de	 la	 comunidad
Quinchua;	que	ha	incurrido	en	el	acto	de	eliminación	física	del	agraviado	(...);
movido	por	costumbres	y	actos	ancestrales;	reivindicando	la	vida	antes	que	la
muerte,	encarnado	por	el	brujo;	empero,	tales	argumentos,	si	bien	atendibles
como	atenuantes	 de	 responsabilidad;	 en	 el	 contexto	 de	 nuestra	 sociedad
multirracial	 y	 pluricultural,	 que	 nuestra	 Constitución	 Política	 del	 Estado
reconoce	(...)	el	texto	punitivo	nacional	vigente,	en	su	numeral	quince,	cuando
trata	 sobre	 el	 instituto	 del	 ‘error	 de	 comprensión	 culturalmente
condicionado’,	 es	 decir	 aquella	 disposición	 punitiva	 nacional,	 que	 obliga
exonerar	 o	 atenuar	 la	 responsabilidad	penal	 del	 agente	 que	 al	momento	de
obrar	 ‘no	 ha	 comprendido	 el	 carácter	 delictuoso	 de	 su	 acto,	 por	 sus
costumbres	 y	 cultura’,	 no	 obrante	 en	 el	 asunto	 sub	 materia,	 tales
elucubraciones	 resultan	 insuficientes,	 para	 el	 propósito	 de	 exonerar	 (...)	 de
responsabilidad	 penal	 por	 el	 homicidio	 (...),	 resultando	 empero	 razonable
para	atenuarla;	que,	ciertamente	la	muerte	de	dicho	agraviado,	no	constituye
sino	la	terminación	de	la	vida,	bien	jurídico	protegido	en	primer	orden,	no	sólo
en	la	sociedad	occidental,	sino	también	en	aquellos	grupos	y	etnias	que	no	han
transitado	 por	 ella,	 dado	 que	 equivalentemente	 la	 valoración	 de	 la	vida,	 es
superlativa	tanto	en	la	primera	como	en	la	segunda,	(...)”.	(CSJ.	Loreto.	Sent.,
feb.	17/99,	Exp.	N°	98-173.	S.S.	Cabrera	Paredes)
COMENTARIO.—Las	 comunidades	 campesinas	 gozan	 de	 funciones
jurisdiccionales.	Para	el	Pleno	Jurisdiccional	Regional	Penal	(Lima	-	2008)
“se	debe	tener	en	cuenta	el	hecho	de	que	sea	miembro	de	una	comunidad
nativa	o	campesina	y	que	por	su	cultura	o	costumbre	pueda	comprender	el
carácter	 delictuoso	 de	 su	 acto	 o	 determinarse	 de	 acuerdo	 a	 esa
comprensión,	 pero	 básicamente	 se	 debe	 analizar	 cada	 caso	 concreto	 para
establecer	 si	 efectivamente	 se	 trata	 de	 un	 error	 de	 comprensión
culturalmente	 condicionado,	 que	dé	 lugar	 a	 su	 inculpabilidad.	 También	 se
podría	 comprender	 a	 personas	 que	 se	 hayan	 integrado	 a	 la	 comunidad	 y
actúan	 de	 buena	 fe.	 Precisar	 las	 diferentes	 normas	 consuetudinarias	 que
rigen	 las	 relaciones	 sociales	 en	 esa	 comunidad	 e	 igualmente	 las	 normas
morales	que	han	sido	internalizadas	por	los	integrantes	del	grupo	cultural”.
Además,	 el	 pleno	 acoge	 el	 criterio	 que	 enuncia	 lo	 siguiente:	 “las
comunidades	 campesinas	 tienen	 funciones	 jurisdiccionales	y	 son	ejercidas
por	las	rondas	campesinas	en	función	al	reglamento	y	al	Convenio	OIT	169,
en	 el	 caso	 práctico,	 las	 rondas	 campesinas	 si	 tienen	 funciones
jurisdiccionales	 para	 los	 casos	 en	 que	 no	 existan	 las	 comunidades
campesinas	 o	 nativas	 constituidas,	 sino	 que	 las	 rondas	 campesinas	 son	 la
organización	campesina,	son	la	autoridad,	rondas	puras,	siempre	y	cuando
estas	no	violen	los	derechos	fundamentales”.
DOCTRINA.—Error	 de	 prohibición	 culturalmente	 condicionado.	 “No
debe	 creerse	 que	 el	 artículo	 establece	 una	 nueva	 modalidad	 de	 error
diferente	al	error	de	tipo	o	al	error	de	prohibición.	En	realidad,	el	artículo
no	 hace	 otra	 cosa	 que	 tipificar	 de	 manera	 expresa,	 uno	 de	 los	 múltiples
supuestos	 en	 los	 que	puede	 aparecer	 el	 error	 de	 prohibición,	 ya	 regulado
como	 tal	 en	 el	 artículo	 anterior.	 En	 todo	 caso,	 la	 justificación	 de	 ‘(…)	 un
precepto	especial	cobra	sentido	en	un	Estado	que	se	constituye	en	su	norma
fundamental	 como	 ‘Nación	 pluricultural’,	 en	 la	 que	 confluyen	 diferentes
grupos	étnicos	y	culturales	con	una	lengua,	costumbres	e	identidad	cultural
propias.’	 Cabe	 hablar	 aquí	 de	 auténticos	 subsistemas	 que	 desarrollan	 sus
propias	 normas	 de	 convivencia	 y	 de	 resolución	 de	 conflictos	 y,	 en	 este
sentido,	su	mera	existencia	no	supone	un	factor	de	desestabilización	social.
De	 hecho,	 y	 sin	 pretender	 analizar	 aquí	 la	 complejidad	 de	 los	 aspectos
constitucionales,	 el	 Estado	 peruano	 se	 erige	 a	 sí	 mismo	 en	 protector	 e
impulsor	 de	 la	 pluralidad	 cultural	 como	 aspecto	 conformador	 de	 su
identidad.	 Sin	 embargo,	 de	 la	 propia	 complejidad	 inherente	 a	 la
heterogeneidad	 se	 derivan	 en	 la	 práctica	 acciones,	 situaciones	 de
‘coexistencia,	 superposición	 y	 conflicto	 (Hurtado)	 que	 exigen	 soluciones
tendentes	 a	 la	 estabilidad”.	 (MANSO	 PORTO,	 Teresa,	 “La	 Regulación	 del
Error	en	el	Código	Penal	Peruano”,	 “Revista	Peruana	de	Ciencias	Penales”,
Lima,	Editorial	Idemsa,	Número	12,	setiembre	del	2002)
CAPÍTULO	II
Tentativa
C.	P.
ART.	 16.—Tentativa.	 En	 la	 tentativa	 el	 agente	 comienza	 la
ejecución	de	un	delito,	que	decidió	cometer,	sin	consumarlo.
El	 juez	 reprimirá	 la	 tentativa	disminuyendo	prudencialmente	 la
pena.
JURISPRUDENCIA.—Los	actos	preparatorios	del	delito	no	son	punibles.
“(...)	 en	 el	 proceso	 del	 delito	 se	 destacan	 dos	 fases:	 la	 fase	 interna	 que
comprende	la	ideación	y	la	fase	externa	que	abarca	los	actos	preparatorios,	la
tentativa,	 la	 consumación	 y	 el	 agotamiento	 del	 delito;	 que,	 es	 regla	 general
que	 los	procesos	que	ocurren	en	el	mundo	 interior	del	agente	 (ideación),	no
son	 típicos	 y	 por	 ende	 son	 impunes,	 pues	 al	 derecho	 penal	 no	 le	 interesa
reprimir	las	ideas	o	un	simple	pensamiento	delictivo,	sino	que	es	necesario	que
se	 transforme	en	una	 conducta	 real;	 que,	 asimismo,	 los	 actos	preparatorios,
vienen	 hacer	 (sic)	 la	 etapa	 del	 proceso	 en	 la	 que	 el	 autor	 dispone	 de	 los
medios	elegidos	con	el	objeto	de	crear	las	condiciones	para	alcanzar	el	fin	que
se	propone,	 los	que	generalmente,	 también	son	atípicos	y	por	ende	 impunes;
que,	 en	 el	 caso	 de	 autos,	 los	 acusados	 (...)	 fueron	 intervenidos	 por	 personal
policial,	 cuando	 se	 encontraban	 en	 el	 interior	 de	 la	 camioneta	 (...)	 y	 al	 ser
intervenidos	sus	ocupantes	por	encontrarse	en	actitud	sospechosa,	se	encontró
en	la	maletera	del	vehículo	dos	costalillos	de	yute	de	color	negro,	una	mochila
conteniendo	una	chompa,	dos	linternas,	una	gorra	y	tres	tiras	de	tela,	especies
que	 supuestamente,	 iban	a	 ser	utilizadas	en	 la	ejecución	del	 robo	al	 camión
del	agraviado	 (...);	 que,	 tales	hechos	de	manera	alguna	pueden	 considerarse
como	hechos	que	impliquen	el	comienzo	de	la	ejecución	del	delito	y	por	ende
se	 consideren	 como	 tentativa,	 sino	 que	 simplemente	 constituyen	 actos
preparatorios	que	 son	atípicos	y	por	ende	 son	 impunes	 (...)”.	 (CSJ.	 Sent.,	 ene.
11/99.	R.N.	N°	4804-8.	S.S.	Montes	de	Oca	Begazo)
JURISPRUDENCIA.—La	tentativa	exige	que	el	agente	“quiera”	los	actos
que	objetivamente	despliega.	“(...)	la	tentativa	no	sólo	comprende	el
comienzo	de	los	actos	ejecutivos	es	decir,	la	exteriorización	de	los	actos
tendientes	a	producir	el	resultado	típico,	sino	también	requiere	que	el	agente
quiera	los	actos	que	objetivamente	despliega,	aún	teniendo	conocimiento	de
su	peligrosidad,	teniendo	además	la	intención	de	proseguir	en	la	ejecución	de
los	actos	necesarios	para	la	consumación	del	delito	(...)”.	(CSJ.	Sent.,	dic.
04/2000,	Exp.	N°	3877-2000.	S.S.	Serpa	Segura)
DOCTRINA.—Iter	criminis.	“El	hecho	punible	doloso	se	 realiza	en	cuatro
etapas:	ideación,	preparación,	ejecución	y	consumación.
1.	Ideación.
Se	trata	de	un	proceso	interno	en	que	el	autor	elabora	el	plan	del	delito	y
propone	los	fines	que	serán	meta	de	su	acción,	eligiendo	a	partir	del	fin	los
medios	para	alcanzarlo.	Esta	etapa	está	regida	por	el	principio	cogitationem
poena	patitur,	que	tiene	jerarquía	constitucional	(…).
2.	Preparación.
Es	el	proceso	por	el	cual	el	autor	se	procura	los	medios	elegidos,	con	miras
a	crear	las	condiciones	para	la	obtención	del	fin.
3.	Ejecución.
Es	la	utilización	concreta	de	los	medios	elegidos	en	la	realización	del	plan.
Las	zonas	correspondientes	a	 la	preparación	y	ejecución	resultan	de	difícil
determinación.	 Su	 distinción	 sólo	 tiene	 sentido	 a	 partir	 del	 límite	 trazado
por	 el	 legislador	 entre	 lo	punible,	 es	decir,	 en	 relación	a	 los	 tipos	penales
individuales	de	la	ley	penal.
Dentro	de	la	ejecución	es	posible	distinguir	dos	niveles	de	desarrollo:	uno
en	que	el	autor	no	ha	dado	término	todavía	a	su	plan	y	otro	en	el	que	ya	ha
realizado	 todo	 cuanto	 se	 requiere	 según	 su	 plan	 para	 la	 consumación
(tentativa	acabada).
4.	Consumación.
Es	 la	 realización	 de	 todos	 los	 elementos	 del	 tipo	 objetivo	 a	 través	 de	 los
medios	utilizados	por	el	autor.”	(BACIGALUPO,	Enrique,	ob.	cit.,	pág.	334)
COMENTARIO.—Actos	 preparatorios	 y	 tentativa.	 Constituye	 cuestión
relevante	 diferenciar	 los	 actos	 preparatorios	 de	 la	 tentativa	 en	 sentido
estricto,	de	esta	distinción	depende	muchas	veces	que	se	afirme	o	descarte
la	impunidad	de	la	conducta.	Son	actos	preparatorios	(según	la	doctrina)	los
que	se	encuentran	en	la	fase	previa	al	principio	de	“ejecución	del	delito”,	la
elección	 de	 las	 armas,	 el	 reconocimiento	 del	 lugar,	 el	 seguimiento	 a	 la
víctima	son	ejemplos	de	actos	preparatorios	impunes.	En	sentido	contrario,
los	 actos	 ejecutivos	 (con	 los	 que	 aparece	 la	 tentativa:	 “En	 la	 tentativa	 el
agente	 comienza	 la	 ejecución	 del	 delito	 (...)”	 son	 aquellos	 que	 requieren
inmediatez	temporal	y	un	peligro	para	el	bien	 jurídico,	 iniciar	 la	acción	de
disparar	 ya	 es	 por	 ejemplo	 un	 acto	 ejecutivo.	 Por	 regla	 general,	 los	 actos
preparatorios	 son	 impunes	 sin	 embargo	 el	 legislador	 puede,	 siempre	 de
manera	expresa,	hacer	punibles	algunos	actos	preparatorios,	son	ejemplos
de	actos	preparatorios	punibles	el	Art.	296,	segundo	párrafo,	317	y	349	de
nuestro	Código	Penal.
C.	P.
ART.	17.—Tentativa	inidónea.	No	es	punible	la	tentativa	cuando
es	imposible	 la	consumación	del	delito,	por	 la	 ineficacia	absoluta
del	medio	empleado	o	absoluta	impropiedad	del	objeto.
COMENTARIO.—Tentativa	 inidónea.	 En	 el	 artículo	 se	 establece	 la
impunidad	de	la	tentativa	absolutamente	inidónea.	La	tentativa	inidónea,	a
diferencia	de	 la	 tentativa	 idónea,	nunca	va	a	 llegar	a	una	consumación	del
delito,	 ya	 sea	 por	 ineficacia	 absoluta	 del	 medio	 empleado,	 por	 absoluta
impropiedad	 del	 objeto	 o	 por	 inidoneidad	 absoluta	 del	 sujeto.	 El	 sujeto
vierte	una	cantidad	 insuficiente	de	veneno	 (en	 los	medios),	disparar	en	 la
habitación	 sobre	 la	 almohada	 pensando	 que	 es	 la	 víctima	 dormida	 (en	 el
objeto),	el	que	no	es	todavía	funcionario	público	cree	cometer	un	delito	de
peculado	(en	el	sujeto),	son	ejemplos	de	tentativa	inidónea.
DOCTRINA.—Ofensividad	 de	 bienes	 jurídicos.	 “(...)	 pese	 al	 avance	 que
representa	dejar	de	sancionar	conductas	no	lesivas,	dado	que	se	vulneraría
el	principio	de	ofensividad	de	bienes	jurídicos,	es	de	lamentar	el	empleo	por
parte	del	Art.	17	del	C.	P.	de	una	terminología	antigua	sumamente	criticable
que	 carece	 de	 rigurosidad	 como	 es	 la	 referencia	 legal	 a	 la	 ineficacia
‘absoluta’	 del	medio	 empleado	 o	 la	 ‘absoluta’	 impropiedad	 del	 objeto	 (…)
queda	claro	en	base	a	criterios	lógicos	elementales	(como	es	el	argumento	a
contrario	 sensu)	 que	 la	 tentativa	 relativamente	 inidónea	 sigue	 siendo
punible	 (…)	 resulta	 sumamente	 problemático	 en	 la	 práctica	 determinar
cuándo	 estamos	 frente	 a	 una	 tentativa	 absolutamente	 inidónea	 y	 cuándo
ante	una	tentativa	relativamente	inidónea.
Los	 conceptos	 de	 lo	 absoluto	 (inidoneidad	 en	 abstracto)	 o	 de	 relativo
(inidoneidad	 en	 concreto)	 resultan	 ser	 muy	 imprecisos	 y	 volátiles	 para
hacer	 descansar	 una	 diferencia	 de	 tanta	 importancia	 (…)	más	 aún	 si	 trae
como	consecuencia	la	delimitación	entre	conductas	punibles	e	impunes	(…).
Esta	razón	impone,	como	es	obvio,	una	urgente	modificación	legislativa	que
simplemente	 declare	 la	 impunidad	 de	 la	 tentativa	 inidónea,	 sin	 mayores
diferencias”.	 (CASTILLO	ALVA,	 José	 Luis.	 Principios	 de	Derecho	 Penal,	 ob.
cit.;	págs.	474	a	475)
C.	P.
ART.	 18.—Desistimiento.	 Si	 el	 agente	 desiste	 voluntariamente
de	 proseguir	 los	 actos	 de	 ejecución	 del	 delito	 o	 impide	 que	 se
produzca	 el	 resultado,	 será	 penado	 sólo	 cuando	 los	 actos
practicados	constituyen	por	sí	otros	delitos.
JURISPRUDENCIA.—La	 reparación	 posterior	 del	 daño	 no	 excluye	 la
punibilidad.	 “(…)	En	 lo	atinente	a	 la	exclusión	de	punibilidad	del	hecho	por
reparación	del	daño	con	carácter	exonerativo,	se	debe	destacar	que	conforme
a	la	legislación	penal	vigente	la	reparación	posterior	del	daño	ocasionado	al
bien	jurídico	y	a	su	titular	no	tiene	eficacia	exonerativa	de	la	punibilidad	del
delito	 cometido.	 Ella,	 de	 ser	 espontánea,	 sólo	 constituye	 una	 circunstancia
atenuante	genérica	que	ayuda	al	juzgador	a	graduar	la	pena	concreta	dentro
de	 los	 límites	de	 la	pena	básica,	 sin	autorizar,	 siquiera,	 la	aplicación	de	una
sanción	 por	 debajo	 del	 mínimo	 legal.	 (…).”	 (CS.,	 Exp.	 A.	 V.	 23-2001,	 jul.
20/2009.	V.	P.	San	Martín	Castro)
DOCTRINA.—La	 tentativa	 desistida	 tradicional	 no	 es	 una	 conducta
punible.	“(…)	Acerca	de	la	tentativa	desistida	tradicional,	en	la	que	el	sujeto
agente	hace	lo	necesario	para	evitar	la	consumación	del	hecho,	y	la	ausencia
de	cualquier	resultado	relevante	es	consecuencia	de	esa	voluntad,	la	sala	ha
señalado	que	tal	comportamiento	no	es	punible,	que	es	lo	que	ocurre	en	este
caso,	 al	 contrario	 de	 lo	 que	 sucede	 cuando	 hay	 desistimiento,	 pero	 el
resultado	no	se	produce	por	circunstancias	ajenas	al	agente,	caso	en	el	cual
procede	 la	rebaja	prevista	en	el	 inciso	2°	del	artículo	27	del	Código	Penal.
(…).”	 (CS.	 de	 Colombia,	 Proceso	 21977,	 ene.	 07/2009.	M.	 P.	 Julio	 Enrique
Socha	Salamanca)
COMENTARIO.—Desistimiento.	 El	 desistimiento	 regulado	 en	 el	 artículo
hace	que	resulte	relevante	diferenciar	entre	tentativa	inacabada	y	tentativa
acabada	(aunque	en	rigor	toda	tentativa	se	presente	siempre,	por	ausencia
del	resultado,	como	inacabada).	Mientras	que	en	la	tentativa	inacabada	–el
agente	 no	 realiza	 todos	 los	 actos	 planeados–	 el	 desistimiento	 sólo	 exige
suspender	la	ejecución	del	hecho,	en	la	tentativa	acabada	–el	agente	realiza
todo	 lo	 planeado	 pero	 no	 alcanza	 el	 resultado–	 es	 preciso	 que	 el	 sujeto
impida	 por	 los	 medios	 a	 su	 alcance	 la	 producción	 del	 resultado
(arrepentimiento).	 La	 norma	 también	 exige	 que	 ambos	 tipos	 de
desistimiento	sean	voluntarios.
Por	último,	 indica	 el	 artículo,	 que	 los	 actos	practicados	por	 el	 sujeto	 sólo
serán	penados	cuando	constituyan	delitos,	desterrando	así	la	posibilidad	de
sancionarlos,	cuando	sean	constitutivos	de	meras	faltas.
C.	P.
ART.	19.—Desistimiento	en	el	concurso	de	varias	personas.	Si
varios	agentes	participan	en	el	hecho,	no	es	punible	la	tentativa	de
aquél	que	voluntariamente	 impidiera	el	 resultado,	ni	 la	de	aquél
que	 se	 esforzara	 seriamente	 por	 impedir	 la	 ejecución	 del	 delito
aunque	 los	 otros	 partícipes	 prosigan	 en	 su	 ejecución	 o
consumación.
CUADRO	SINÓPTICO.—Tentativa	del	delito.
CAPÍTULO	III
Causas	que	eximen	o	atenúan	la	responsabilidad
penal
C.	P.
ART.	20.—Está	exento	de	responsabilidad	penal:
1.	Inimputabilidad.	El	que	por	anomalía	psíquica,	grave
alteración	de	la	conciencia	o	por	sufrir	alteraciones	en	la
percepción,	que	afectan	gravemente	su	concepto	de	la	realidad,	no
posea	la	facultad	de	comprender	el	carácter	delictuoso	de	su	acto
o	para	determinarse	según	esta	comprensión;
2.	Modificado.	Ley	26447,	Art.	3°.	Minoría	de	edad.	El	menor
de	18	años.
3.	Legítima	defensa.	El	que	obra	en	defensa	de	bienes	jurídicos
propios	o	de	terceros,	siempre	que	concurran	las	circunstancias
siguientes:
a)	Agresión	ilegítima;
b)	Modificado.	Ley	27936,	Art.	1°.	Necesidad	racional	del	medio
empleado	para	impedirla	o	repelerla.	Se	excluye	para	la
valoración	de	este	requisito	el	criterio	de	proporcionalidad	de
medios,	considerándose	en	su	lugar,	entre	otras	circunstancias,	la
intensidad	y	peligrosidad	de	la	agresión,	la	forma	de	proceder	del
agresor	y	los	medios	de	que	se	disponga	para	la	defensa.
c)	Falta	de	provocación	suficiente	de	quien	hace	la	defensa;
4.	Estado	de	necesidad	justificante.	El	que,	ante	un	peligro
actual	e	insuperable	de	otro	modo,	que	amenace	la	vida,	la
integridad	corporal,	la	libertad	u	otro	bien	jurídico,	realiza	un
hecho	destinado	a	conjurar	dicho	peligro	de	sí	o	de	otro,	siempre
que	concurran	los	siguientes	requisitos:
a)	Cuando	de	la	apreciación	de	los	bienes	jurídicos	en	conflicto
afectados	y	de	la	intensidad	del	peligro	que	amenaza,	el	bien
protegido	resulta	predominante	sobre	el	interés	dañado;	y
b)	Cuando	se	emplee	un	medio	adecuado	para	vencer	el	peligro;
5.	Estado	de	necesidad	exculpante.	El	que,	ante	un	peligro
actual	y	no	evitable	de	otro	modo,	que	signifique	una	amenaza
para	la	vida,	la	integridad	corporal	o	la	libertad,	realiza	un	hecho
antijurídico	para	alejar	el	peligro	de	sí	mismo	o	de	una	persona
con	quien	tiene	estrecha	vinculación.
No	procede	esta	exención	si	al	agente	pudo	exigírsele	que
aceptase	o	soportase	el	peligro	en	atención	a	las	circunstancias;
especialmente,	si	causó	el	peligro	o	estuviese	obligado	por	una
particular	relación	jurídica;
6.	Fuerza	física	irresistible.	El	que	obra	por	una	fuerza	física
irresistible	proveniente	de	un	tercero	o	de	la	naturaleza;
7.	Miedo	insuperable.	El	que	obra	compelido	por	miedo
insuperable	de	un	mal	igual	o	mayor;
8.	Ejercicio	de	un	deber	o	derecho.	El	que	obra	por	disposición
de	la	ley,	en	cumplimiento	de	un	deber	o	en	el	ejercicio	legítimo
de	un	derecho,	oficio	o	cargo;
9.	Obediencia	debida.	El	que	obra	por	orden	obligatoria	de
autoridad	competente,	expedida	en	ejercicio	de	sus	funciones;	y,
10.	Consentimiento.	El	que	actúa	con	el	consentimiento	válido
del	titular	de	un	bien	jurídico	de	libre	disposición.
11.	Modificado.	Ley	30151,	Art.	Único.	El	personal	de	las
Fuerzas	Armadas	y	de	la	Policía	Nacional	del	Perú	que,	en	el
cumplimiento	de	su	deber	y	en	uso	de	sus	armas	u	otro	medio	de
defensa,	cause	lesiones	o	muerte.
LEGÍTIMA	DEFENSA
Const.
ART.	2°.—Toda	persona	tiene	derecho:
(...).
23.	A	la	legítima	defensa.
(...).
C.	de	los	N.	y	A.
ART.	 IV.—Modificado.	 D.	 Leg.	 990.	 Art.	 3°.	 Además	 de	 los	 derechos
inherentes	 a	 la	 persona	 humana,	 el	 niño	 y	 el	 adolescente	 gozan	 de	 los
derechos	 específicos	 relacionados	 con	 su	 proceso	 de	 desarrollo.	 Tienen
capacidad	 especial	 para	 la	 realización	 de	 los	 actos	 civiles	 autorizados	 por
este	código	y	demás	leyes.
La	 ley	 establece	 las	 circunstancias	 en	 que	 el	 ejercicio	 de	 estos	 actos
requiere	de	un	régimen	de	asistencia	y	determina	responsabilidades.
En	 caso	 de	 infracción	 a	 la	 ley	 penal,	 el	 niño	 y	 el	 adolescente	 menor	 de
catorce	 (14)	 años	 será	 sujeto	 de	 medidas	 de	 protección	 y	 el	 adolescente
mayor	de	catorce	(14)	años	de	medidas	socio-educativas.
Ley	27936.
ART.	 2°.—Evaluación	 de	 la	 legítima	 defensa.	 Una	 vez	 invocada	 la
legítima	 defensa	 debe	 ser	materia	 de	 evaluación	 y	 decisión	 por	 parte	 del
Ministerio	Público,	para	efectos	de	abstenerse	de	ejercer	la	acción	penal,	de
formular	acusación	o	de	retirar	la	acusación	ya	emitida.
Ley	27936.
ART.	3°.—Medida	cautelar.	Ante	la	invocación	de	legítima	defensa,	el	juez
al	haber	recibido	la	denuncia	determinará	la	necesidad	de	abrir	instrucción
pudiendo	no	hacerlo.	En	el	supuesto	de	decidir	 la	apertura	de	 instrucción,
impondrá	mandato	 de	 comparecencia,	 cuando	 existan	 indicios	 válidos	 de
legítima	defensa.
Ley	27936.
ART.	4°.—Aplicación	extensiva.	Lo	 dispuesto	 en	 los	 artículos	 2°	 y	 3°	 de
esta	ley	se	aplicará	para	el	inciso	8)	del	artículo	20	del	Código	Penal,	dentro
de	lo	que	corresponda	a	este	supuesto.
USO	DE	LA	FUERZA	POR	PARTE	DE	LA	PNP
D.	Leg.	1186
Decreto	legislativo	que	regula	el	uso	de	la	fuerza	por	parte
de	la	Policía	Nacional	del	Perú
Título	I
Disposiciones	generales
Capítulo	I
Objeto	y	alcance
Artículo	1°.-	Objeto.	El	presente	decreto	legislativo	establece	el	marco	legal
que	regula	el	uso	de	la	fuerza	por	parte	del	personal	de	la	Policía	Nacional
del	Perú	en	cumplimiento	de	su	finalidad	constitucional.
Artículo	 2°.-	 Alcance.	 Las	 disposiciones	 del	 presente	 decreto	 legislativo
alcanzan	a	todo	el	personal	de	 la	Policía	Nacional	del	Perú	en	situación	de
actividad	que	usa	la	fuerza	en	defensa	de	la	persona,	la	sociedad	y	el	Estado.
Capítulo	II
Definiciones,	principios	e	interpretación
Artículo	3°.-	Definiciones.	Para	los	efectos	del	presente	decreto	legislativo
se	debe	tener	en	cuenta	las	siguientes	definiciones:
a.	Fuerza.-	Es	el	medio	que	en	sus	diferentes	niveles	usa	el	personal	de	 la
Policía	Nacional	del	Perú,	dentro	del	marco	de	la	ley,	para	lograr	el	control
de	una	situación	que	constituye	una	amenaza	o	atenta	contra	la	seguridad,
el	orden	público,	la	integridad	o	la	vida	de	las	personas.
b.	 Uso	 progresivo	 y	 diferenciado	 de	 la	 fuerza.-	 Es	 la	 graduación	 y
adecuación,	 por	 parte	 del	 personal	 policial,	 de	 los	 medios	 y	 métodos	 a
emplear	teniendo	en	cuenta	el	nivel	de	cooperación,	resistencia	o	agresión
que	represente	la	persona	a	intervenir	o	la	situación	a	controlar.
c.	Medios	de	policía.-	Son	 las	armas,	equipo,	accesorios	y	otros	elementos
de	 apoyo,	 autorizados	 o	 proporcionados	 por	 el	 Estado,	 que	 emplea	 el
personal	 policial	 para	 enfrentar	 una	 amenaza	 o	 atentado	 contra	 la
seguridad,	el	orden	público,	la	integridad	o	la	vida	de	las	personas.
d.	 Cumplimiento	 del	 deber.-	 Es	 la	 obligación	 del	 personal	 policial	 en	 el
ejercicio	 de	 la	 autoridad	 que	 representa,	 de	 garantizar	 el	 orden	 y	 la
seguridad	 sirviendo	 a	 la	 comunidad	 y	 protegiendo	 a	 las	 personas	 en	 el
marco	 de	 sus	 competencias,	 funciones	 y	 atribuciones	 legalmente
establecidas.
Artículo	4°.-	Principios.
4.1.	El	uso	de	la	fuerza	por	el	personal	de	la	Policía	Nacional	se	sustenta	en
el	 respeto	 de	 los	 derechos	 fundamentales	 y	 en	 la	 concurrencia	 de	 los
siguientes	principios:
a.	 Legalidad.-	 El	 uso	 de	 la	 fuerza	 debe	 orientarse	 al	 logro	 de	 un	 objetivo
legal.	 Los	medios	 y	métodos	 utilizados	 en	 cumplimiento	 del	 deber	 deben
estar	 amparados	 en	 el	 marco	 del	 Derecho	 Internacional	 de	 los	 Derechos
Humanos,	 la	 Constitución	 Política	 del	 Perú,	 y	 demás	 normas	 nacionales
sobre	la	materia.
b.	 Necesidad.-	 El	 uso	 de	 la	 fuerza	 en	 el	 cumplimiento	 del	 deber	 es
necesario,	 cuando	 otros	 medios	 resulten	 ineficaces	 o	 no	 garanticen	 de
ninguna	manera	el	logro	del	objetivo	legal	buscado.	Para	determinar	el	nivel
de	 fuerza	 a	 usar,	 se	 debe	 considerar,	 razonablemente,	 entre	 otras
circunstancias,	el	nivel	de	cooperación,	resistencia	o	agresión	de	la	persona
intervenida	y	las	condiciones	del	entorno.
c.	Proporcionalidad.-	El	uso	de	la	fuerza	es	proporcional	cuando	el	nivel	de
fuerza	 empleado	 para	 alcanzar	 el	 objetivo	 legal	 buscado	 corresponde	 a	 la
resistencia	ofrecida	y	al	peligro	representado	por	la	persona	a	intervenir	o
la	situación	a	controlar.
4.2.	 El	 personal	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 en	 el	 planeamiento,
conducción	 y	 ejecución	 de	 operaciones	 en	 el	 ejercicio	 de	 sus	 funciones,
observará	y	se	sujetará	a	los	principios	contemplados	en	el	presente	decreto
legislativo.
Artículo	 5°.-	 Interpretación.	 Las	 disposiciones	 del	 presente	 decreto
legislativo	 se	 interpretan	 conforme	 a	 lo	 establecido	 en	 la	 Constitución
Política	 del	 Perú,	 las	 normas	 del	 Derecho	 Internacional	 de	 los	 Derechos
Humanos	reconocidas	por	el	Estado	peruano,	las	decisiones	de	organismos
supranacionales;	 los	 principios	 básicos	 sobre	 el	 empleo	 de	 la	 fuerza	 y	 de
armas	de	fuego	por	los	funcionarios	encargados	de	hacer	cumplir	la	ley	y	el
código	de	conducta	para	funcionarios	encargados	de	hacer	cumplir	la	ley.
Título	II
Del	uso	de	la	fuerza	en	el	ejercicio	de	la	función	policial
Capítulo	I
Reglas	generales	para	el	uso	de	la	fuerza
Artículo	6°.-	Uso	de	la	fuerza.	La	fuerza	debe	usarse	de	manera	progresiva
y	diferenciada,	de	conformidad	con	los	principios	y	los	niveles	establecidos
en	el	presente	decreto	legislativo.
Artículo	7°.-	Niveles	del	uso	de	la	fuerza.
7.1.	Los	niveles	de	cooperación,	resistencia	o	agresividad	del	ciudadano	a
intervenir,	son	los	siguientes:
a.	Resistencia	pasiva
1.	 Riesgo	 latente.	 Es	 la	 amenaza	 permanente	 no	 visible	 presente	 en	 toda
intervención	policial.
2.	 Cooperador.	 Acata	 todas	 las	 indicaciones	 del	 efectivo	 policial	 sin
resistencia	manifiesta	durante	la	intervención.
3.	No	cooperador.	No	acata	las	indicaciones.	No	reacciona	ni	agrede.
b.	Resistencia	activa
1.	 Resistencia	 física.	 Se	 opone	 a	 su	 reducción,	 inmovilización	 y/o
conducción,	llegando	a	un	nivel	de	desafío	físico.
2.	 Agresión	 no	 letal.	 Agresión	 física	 al	 personal	 policial	 o	 personas
involucradas	 en	 la	 intervención,	 pudiendo	 utilizar	 objetos	 que	 atenten
contra	la	integridad	física.
3.	 Agresión	 letal.	 Acción	 que	 pone	 en	 peligro	 inminente	 de	 muerte	 o
lesiones	 graves	 al	 efectivo	 policial	 o	 a	 personas	 involucradas	 en	 la
intervención.
7.2.	Los	niveles	de	uso	de	 la	 fuerza	por	el	personal	de	 la	Policía	Nacional
son	los	siguientes:
a.	Niveles	preventivos
1.	 Presencia	 policial.-	 Entendida	 como	 demostración	 de	 autoridad	 del
personal	de	la	Policía	Nacional	uniformado,	equipado,	en	actitud	de	alerta	y
realizando	 un	 control	 visual,	 que	 previene	 y	 disuade	 la	 comisión	 de	 una
infracción	o	un	delito.
2.	Verbalización.-	Es	el	uso	de	la	comunicación	oral	con	la	energía	necesaria
y	 el	 uso	 de	 términos	 adecuados	 que	 sean	 fácilmente	 entendidos	 y
comprendidos	 por	 las	 personas	 a	 intervenir,	 facilitando	 su	 control
individual	o	grupal.
3.	Control	de	contacto.-	Es	el	uso	de	técnicas	de	comunicación,	negociación
y	 procedimientos	 destinados	 a	 guiar,	 contener	 la	 acción	 o	 actitud	 de	 la
persona	o	grupos	a	ser	intervenidos.
b.	Niveles	reactivos
1.	Control	físico.-	Es	el	uso	de	las	técnicas	policiales	que	permiten	controlar,
reducir,	 inmovilizar	 y	 conducir	 a	 la	 persona	 intervenida,	 evitando	 en	 lo
posible	causar	lesiones.
2.	Tácticas	defensivas	no	letales.-	Es	el	uso	de	medios	de	policía	no	letales
para	contrarrestar	y/o	superar	el	nivel	de	agresión	o	resistencia.
3.	Fuerza	 letal.-	Es	el	uso	de	armas	de	 fuego	por	el	personal	de	 la	Policía
Nacional,	 contra	quién	realiza	una	acción	que	representa	un	peligro	real	e
inminente	 de	 muerte	 o	 lesiones	 graves,	 con	 el	 objetivo	 de	 controlarlo	 y
defender	la	vida	propia	o	de	otras	personas.
Capítulo	II
Circunstancias	y	conducta	en	el	uso	de	la	fuerza
Artículo	8°.-	Circunstancias	y	reglas	de	conducta	en	el	uso	de	la	fuerza.
8.1.	El	personal	de	la	Policía	Nacional	del	Perú,	observando	lo	prescrito	en
los	artículos	4°,	6°	y	el	numeral	7.2,	se	identifica	como	tal,	individualiza	a	la
persona	o	personas	a	intervenir	y	da	una	clara	advertencia	de	su	intención
de	usar	 la	 fuerza,	con	tiempo	suficiente	para	que	se	 tome	en	cuenta,	salvo
que	esa	advertencia	lo	ponga	en	peligro	o	creara	un	grave	riesgo	de	muerte
o	 de	 lesiones	 graves	 a	 otras	 personas,	 o	 cuando	 la	 advertencia	 resultara
evidentemente	inadecuada	dadas	las	circunstancias	del	caso.
8.2.	 El	 personal	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 puede	 usar	 la	 fuerza,	 de
conformidad	 con	 los	 artículos	 4°,	 6°	 y	 el	 numeral	 7.2,	 en	 las	 siguientes
circunstancias:
a.	Detener	en	flagrante	delito	o	por	mandato	judicial	conforme	a	ley.
b.	 Cumplir	 un	 deber	 u	 órdenes	 lícitas	 dictadas	 por	 las	 autoridades
competentes.
c.	Prevenir	la	comisión	de	delitos	y	faltas.
d.	Proteger	o	defender	bienes	jurídicos	tutelados.
e.	Controlar	a	quien	oponga	resistencia	a	la	autoridad.
8.3.	Reglas	de	conducta	en	el	uso	excepcional	de	la	fuerza	letal
El	personal	de	la	Policía	Nacional	del	Perú,	excepcionalmente,	podrá	usar	el
arma	de	fuego	cuando	sea	estrictamente	necesario,	y	sólo	cuando	medidas
menos	extremas	resulten	insuficientes	o	sean	inadecuadas,	en	las	siguientes
situaciones:
a.	 En	 defensa	 propia	 o	 de	 otras	 personas	 en	 caso	 de	 peligro	 real	 e
inminente	de	muerte	o	lesiones	graves.
b.	Cuando	se	produzca	una	situación	que	implique	una	seria	amenaza	para
la	vida	durante	la	comisión	de	un	delito	particularmente	grave.
c.	 Cuando	 se	 genere	 un	 peligro	 real	 e	 inminente	 de	 muerte	 o	 lesiones
graves	como	consecuencia	de	la	resistencia	ofrecida	por	la	persona	que	vaya
a	ser	detenida.
d.	 Cuando	 la	 vida	 de	 una	 persona	 es	 puesta	 en	 riesgo	 real,	 inminente	 y
actual	por	quien	se	está	fugando.
e.	 Cuando	 se	 genere	 un	 peligro	 real	 o	 inminente	 de	muerte	 del	 personal
policial	 u	 otra	 persona,	 por	 la	 acción	 de	 quien	 participa	 de	 una	 reunión
tumultuaria	violenta.
Artículo	9°.-	Acciones	posteriores	al	uso	de	la	fuerza.	Con	posterioridad
al	 uso	 de	 la	 fuerza	 el	 personal	 de	 la	 Policía	 Nacional	 deberá	 realizar	 las
siguientes	acciones:
a.	Adoptar	las	medidas	necesarias	para	que	se	brinde	asistencia	y	servicios
médicos	a	las	personas	heridas	o	afectadas,	salvo	que	existan	circunstancias
que	impidan	su	realización.
b.	 Adoptar	 las	 medidas	 necesarias	 para	 comunicar	 lo	 sucedido	 a	 los
familiares	 de	 las	 personas	 fallecidas,	 heridas	 o	 afectadas	 o	 a	 aquellas	 que
estas	 últimas	 indiquen,	 salvo	 que	 existan	 circunstancias	 que	 impidan	 su
realización.
c.	Presentar	un	informe	a	la	unidad	policial	correspondiente,	indicando	las
circunstancias,	 los	medios	 empleados,	 el	 personal	 interviniente,	 el	 tipo	de
armas	y	 las	municiones	utilizadas,	el	número	e	 identidad	de	 los	afectados,
las	asistencias	y	evacuaciones	realizadas.
Título	III
Derechos	y	responsabilidades
Capítulo	Único
Derechos	y	responsabilidades
Artículo	10.-	Derechos.	En	el	ejercicio	de	su	función	relacionada	al	uso	de
la	 fuerza,	 el	 personal	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 tiene	 los	 siguientes
derechos:
a.	A	la	protección	y	respeto	de	su	vida,	integridad	personal,	dignidad	y	a	las
consideraciones	que	su	autoridad	le	otorga.
b.	 No	 acatar	 disposiciones	 u	 órdenes	 superiores	 para	 el	 uso	 de	 la	 fuerza
cuando	éstas	sean	manifiestamente	ilícitas	o	arbitrarias
c.	 Recibir	 formación,	 capacitación	 y	 entrenamiento	 permanente	 sobre	 el
uso	de	la	fuerza	en	todos	los	niveles	educativos	conforme	a	los	estándares
nacionales	e	internacionales	en	materia	de	derechos	humanos.
d.	La	asignación	de	armamento,	vestuario	y	equipo	que	garanticen	el	uso
adecuado	de	la	fuerza.
e.	 Recibir	 tratamiento	 y	 asistencia	médica,	 por	 cuenta	 del	 Estado	 cuando
resulte	afectado	en	cumplimiento	de	su	deber.
f.	Recibir	orientación	psicológica	por	cuenta	del	Estado	para	sobrellevar	las
tensiones	generadas	por	el	uso	de	la	fuerza	que	afecten	la	vida	o	integridad
física	de	otras	personas.
g.	Recibir	asesoramiento	y	defensa	legal	por	cuenta	del	Estado,	cuando	se
haya	 usado	 la	 fuerza	 en	 el	 contexto	 del	 presente	 decreto	 legislativo	 en	 el
ejercicio	regular	de	sus	funciones.
Artículo	11.-	Responsabilidades.
11.1.	Toda	ocurrencia	relacionada	al	uso	de	la	fuerza	o	de	arma	de	fuego	se
informa	al	comando	policial.
11.2.	Cuando	al	usar	la	fuerza	se	ocasionara	lesiones	o	muerte,	se	dispone
la	investigación	administrativa	correspondiente	y	se	da	inmediata	cuenta	de
los	hechos	a	las	autoridades	competentes	para	los	fines	consiguientes.
11.3.	Cuando	se	usen	las	armas	de	fuego,	el	personal	de	la	Policía	Nacional
no	puede	alegar	obediencia	a	órdenes	superiores	si	tenía	conocimiento	que
el	 uso	 de	 ésta	 era	 manifiestamente	 ilícita.	 En	 caso	 de	 haberse	 ejecutado,
también	serán	responsables	los	superiores	que	dieron	dichas	órdenes.
11.4.	 Los	 superiores	 jerárquicos	 incurren	 en	 responsabilidad	 cuando
conozcan	 o	 debiendo	 conocer	 del	 uso	 ilícito	 de	 la	 fuerza	 por	 el	 personal
policial	 a	 sus	 órdenes,	 no	 adopten	 las	medidas	 necesarias	 para	 impedir	 o
neutralizar	dicho	uso	o	no	denunciaron	el	hecho	oportunamente.
11.5.	 El	 uso	 de	 la	 fuerza	 que	 contravenga	 el	 presente	 decreto	 legislativo
genera	responsabilidad	administrativa	disciplinaria,	penal	y	civil.
Disposiciones	Complementarias	Finales
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.-	 Reglamento.	 El	 Poder
Ejecutivo,	 mediante	 decreto	 supremo	 refrendado	 por	 el	 ministro	 del
Interior	reglamenta	el	presente	decreto	 legislativo	en	un	plazo	máximo	de
noventa	(90)	días,	contados	a	partir	de	su	puesta	en	vigencia.
Segunda	Disposición	Complementaria	Final.-	Medidas	institucionales.	 El
Ministerio	del	Interior	adoptará	las	medidas	institucionales	para:
a.	 Evaluar	 la	 situación	 actual	 del	 armamento,	 munición,	 equipos	 y	 otros
accesorios	 necesarios	 para	 el	 uso	 de	 la	 fuerza	 por	 parte	 de	 la	 Policía
Nacional	del	Perú,	con	la	finalidad	de	estandarizar	su	adquisición,	tenencia	y
almacenamiento	en	las	dependencias	policiales	a	nivel	nacional.
b.	 Actualizar	 el	 programa	 de	 adquisición	 de	 armamento	 letal	 y	 no	 letal,
municiones,	 equipamiento	 anti	 motín,	 vehículos	 anti	 motín	 y	 otros
accesorios	 para	 la	 Policía	Nacional	 del	 Perú,	 conforme	 a	 las	 disposiciones
del	presente	decreto	legislativo.
c.	 Adecuar	 los	 planes	 de	 capacitación	 y	 entrenamiento	 para	 el	 personal
policial	en	aplicación	de	 la	presente	norma,	bajo	 la	supervisión	del	órgano
especializado	en	derechos	fundamentales	del	Ministerio	del	Interior.
d.	Actualizar	la	normativa	relacionada	con	el	objeto	de	la	presente	norma.
Tercera	Disposición	Complementaria	Final.-	Supervisión	de	acciones	de
capacitación.	El	Ministerio	del	Interior	a	través	del	órgano	competente	en
materia	de	derechos	fundamentales,	en	coordinación	con	la	Policía	Nacional
del	 Perú,	 supervisa	 la	 adecuación	 y	 conformidad	 de	 los	 contenidos	 de	 las
actividades	educativas	relacionadas	al	uso	de	la	fuerza	con	los	estándares	y
disposiciones	establecidas	en	el	presente	decreto	legislativo.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria	 Final.-	 Financiamiento.	 La
implementación	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 presente	 decreto	 legislativo	 se
financia	 con	 cargo	 al	 presupuesto	 institucional	 del	Ministerio	 del	 Interior,
sin	demandar	recursos	adicionales	al	Tesoro	Público.
USO	DE	LA	FUERZA	POR	PARTE	DEL	PERSONAL	DE	LA	PNP
D.	S.	012-2016-IN.
ART.	 1°.—Aprobación	 del	 reglamento.	 Apruébese	 el	 Reglamento	 del
Decreto	 Legislativo	 N°	 1186,	 Decreto	 legislativo	 que	 regula	 el	 uso	 de	 la
fuerza	 por	 parte	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú,	 que	 consta	 de	 quince
artículos	y	siete	disposiciones	complementarias	 finales	el	que	como	anexo
forma	parte	integrante	del	presente	decreto	supremo.
(...).
Reglamento	del	Decreto	Legislativo	N°	1186,	Decreto
legislativo	que	regula	el	uso	de	la	fuerza	por	parte	de	la
Policía	Nacional	del	Perú
Título	I
Disposiciones	generales
Capítulo	I
Objeto	y	alcance
Artículo	1°.-	Objeto.	El	presente	reglamento	tiene	por	objeto	desarrollar	y
establecer	los	procedimientos,	las	reglas	y	las	normas	para	la	aplicación	de
Decreto	 Legislativo	 N°	 1186,	 Decreto	 legislativo	 que	 regula	 el	 uso	 de	 la
fuerza	 por	 parte	 del	 personal	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú,	 que	 en
adelante,	para	los	efectos	del	presente	reglamento,	es	denominado	decreto
legislativo,	 en	 el	 ejercicio	 de	 sus	 competencias,	 funciones	 y	 atribuciones
establecidas	por	ley.
Artículo	 2°.-	 Ámbito	 de	 aplicación.	 Las	 disposiciones	 del	 presente
reglamento	alcanzan	a	 todo	el	personal	de	 la	Policía	Nacional	del	Perú	en
situación	 de	 actividad	 en	 cuadros,	 que	 comprende	 al	 personal	 de	 franco,
vacaciones,	permiso	u	otros,	cuando	hagan	uso	de	la	fuerza	en	defensa	de	la
persona,	la	sociedad	y	el	Estado	en	cumplimiento	de	sus	funciones,	deberes
u	orden	superior.
Capítulo	II
Definición	de	términos
Artículo	 3°.-	Definiciones.	 Para	 los	 efectos	 de	 la	 aplicación	 del	 presente
reglamento,	 sin	 perjuicio	 de	 las	 definiciones	 contenidas	 en	 el	 decreto
legislativo,	 complementariamente	 se	 tendrán	 en	 cuenta	 las	 siguientes
definiciones:
a.	Alcance	de	control:	Es	la	capacidad	del	superior	jerárquico	para	ejercer
comando	y	control	de	manera	eficaz,	a	un	número	 limitado	de	unidades	y
efectivos	policiales.	Existen	tres	factores	que	limitan	el	alcance	de	control:	la
naturaleza	de	las	tareas,	la	distancia	y	el	tiempo.
b.	Arresto:	Es	el	acto	de	autoridad	que	permite	aprehender	a	una	persona
con	 fines	 de	 identificación,	 retención,	 procedimiento	 administrativo	 e
incluso	por	la	supuesta	comisión	de	un	delito,	pudiendo	recurrir	de	manera
compulsiva	 a	 ejercer	 control	 sobre	 ésta	 empleando	 los	medios	 de	 policía.
Debe	 estar	 basado	 en	motivos	 legales	 y	 realizarse	 de	manera	 profesional,
competente	y	eficaz,	sin	afectar	otros	derechos	fundamentales.
c.	 Intervención	 policial:	 Es	 el	 acto	 inherente	 del	 personal	 policial	 en	 el
ámbito	 de	 sus	 funciones,	 atribuciones	 y	 competencias,	 así	 como	 la
materialización	de	las	tareas	establecidas	en	un	plan	de	operaciones	con	la
finalidad	de	controlar	un	incidente,	emergencia	o	crisis.
d.	Línea	de	comando:	Es	la	estructura	de	la	cadena	de	mando	que	permite
establecer	 la	 subordinación	 de	 cada	 efectivo	 policial	 a	 su	 superior
jerárquico	 y,	 a	 su	 vez,	 quiénes	 dependen	 de	 él,	 en	 razón	 de	 la	 categoría,
jerarquía,	grado,	antigüedad	y	cargo.
e.	 Operaciones	 policiales:	 Son	 actividades	 debidamente	 planificadas	 y
ejecutadas	por	el	personal	de	las	unidades	operativas	de	la	Policía	Nacional
del	Perú	para	el	cumplimiento	de	su	finalidad	fundamental.
f.	 Orden	manifiestamente	 ilícita:	 Es	 la	 disposición	 o	mandato	 emitidos
por	un	superior	 jerárquico	que,	de	manera	notoria	y	evidente,	contraviene
el	 ordenamiento	 jurídico	 o	 se	 dirige	 a	 afectar	 de	 manera	 arbitraria	 los
derechos	fundamentales	de	las	personas.
g.	Peligro	real	e	 inminente:	Es	el	 acto	evidente,	manifiesto	e	 inmediato,
generado	por	quien	empleando	violencia	con	objetos	o	armas,	puede	causar
lesiones	graves	o	muerte.
h.	 Retención:	 Es	 la	 limitación	 temporal	 en	 el	 desplazamiento	 de	 una
persona,	 cuando	 resulte	 necesario	 el	 control	 de	 identidad	 e	 identificación
plena,	 la	 práctica	 de	 una	 pesquisa	 o	 acto	 de	 investigación,	 pudiendo
conducirse	 o	 no	 al	 intervenido	 a	 la	 dependencia	 policial	más	 cercana,	 sin
afectar	otros	derechos	fundamentales.
i.	Reunión	tumultuaria:	Es	 la	multitud	de	personas	que	confluyen	en	un
lugar	por	un	determinado	motivo.	Puede	ser	violenta	o	no.
j.	Uso	arbitrario	de	la	fuerza:	Es	todo	uso	de	la	fuerza	no	justificado,	con
incumplimiento	 de	 los	 principios	 de	 legalidad,	 necesidad	 y
proporcionalidad,	y	que	afecta	derechos	fundamentales.
Título	II
Consideraciones,	circunstancias,	conducta	y	reglas	generales
para	el	uso	de	la	fuerza
Capítulo	I
Intervenciones	y	operaciones	policiales
Artículo	4°.-	Intervenciones	policiales.
4.1.	El	uso	de	 la	 fuerza	en	 las	 intervenciones	policiales	 se	 sustenta	en	 las
funciones,	 instrucciones	y	responsabilidades	de	 los	planes	de	operaciones,
generales	 o	 específicos,	 correspondientes	 a	 la	 unidad	 policial	 en	 la	 que
presta	servicios	el	efectivo	policial,	tanto	en	el	ámbito	preventivo,	como	en
el	de	investigación	o	de	seguridad.
4.2.	Las	intervenciones	policiales	no	previstas	en	los	planes	de	operaciones,
generales	o	específicos,	se	fundamentan	en	el	cumplimiento	del	deber	y	se
sustentan	en	las	atribuciones,	funciones	y	competencias	que	le	otorga	la	ley
al	efectivo	policial,	conforme	a	los	procedimientos	operativos	policiales.
Artículo	5°.-	Operaciones	policiales.
a.	Planeamiento
El	planeamiento	de	las	operaciones	policiales	es	obligatorio,	sean	éstas	de
carácter	permanente	o	eventual,	general	o	específico.	Se	debe	sustentar	en
la	apreciación	de	 inteligencia	actualizada	que	permita	evaluar	 la	magnitud
del	evento	(percepción	del	riesgo).
Los	planes	deben	establecer	claramente	la	línea	de	comando,	así	como	las
responsabilidades	y	tareas	específicas	de	nivel	estratégico,	de	dirección	de
las	operaciones,	el	nivel	operacional	de	la	conducción	de	las	operaciones	y	el
nivel	táctico	de	ejecución	de	tareas,	así	como	la	responsabilidad	en	el	uso	de
la	fuerza	y	armas	de	fuego.
b.	Dirección
La	 dirección	 de	 las	 operaciones	 está	 a	 cargo	 de	 los	 diferentes	 niveles	 de
comando,	 alto	 mando,	 Dirección	 Nacional	 de	 Operaciones,	 direcciones
ejecutivas,	 direcciones,	 jefes	 de	 región,	 frentes	 policiales	 y	 divisiones,	 que
asumen	la	responsabilidad	institucional	de	supervisión	y	control	de	acuerdo
a	los	objetivos,	estrategias	y	políticas	del	sector.
c.	Conducción
La	 conducción	 de	 las	 operaciones	 están	 relacionadas	 a	 la	 orientación
permanente	 de	 adecuar	 el	 uso	 de	 la	 fuerza	 a	 los	 principios	 de	 necesidad,
legalidad	 y	 proporcionalidad	 en	 concordancia	 con	 los	 medios	 que	 se
dispongan	 y	 los	 métodos	 que	 se	 planifiquen	 emplear	 y	 serán
responsabilidad	 de	 los	 comandos	 operativos	 a	 cargo	 de	 las	 misiones
asignadas.
d.	Ejecución
La	 ejecución	 de	 las	 operaciones	 conlleva	 responsabilidades	 en	 los
superiores	 inmediatos	 que	 tengan	 a	 cargo	 tareas	 específicas,	 y	 se
desempeñen	como	 jefes	operativos,	 independientemente	de	 la	antigüedad,
grado	o	jerarquía.	Los	responsables	de	estas	tareas	tienen	comando	directo
en	la	ejecución	de	las	operaciones	y	pueden,	si	el	caso	lo	amerita,	disponer
el	uso	de	la	fuerza	e	incluso	del	arma	de	fuego,	de	acuerdo	a	los	niveles	de
resistencia,	agresividad	o	violencia	que	se	enfrente.
Capítulo	II
Consideraciones	para	la	aplicación	de	los	principios	de
legalidad,	necesidad	y	proporcionalidad
Artículo	 6°.-	Consideraciones.	 Para	 la	 aplicación	 e	 interpretación	 de	 los
principios	 de	 uso	 de	 la	 fuerza	 contenidos	 en	 el	 artículo	 4°	 del	 decreto
legislativo,	deberá	tenerse	en	cuenta	las	siguientes	consideraciones:
6.1.	Para	el	principio	de	legalidad:
a.	La	legalidad	implica	la	sujeción	de	la	fuerza	pública	al	mandato	de	la	ley.
La	 atribución	 de	 emplear	 la	 fuerza	 contra	 las	 personas	 tiene	 límites,
condiciones	 y	 protocolos,	 explícitos	 y	 previamente	 establecidos,	 para	 el
ejercicio	legítimo	de	este	recurso.
b.	El	objetivo	legal	es	la	finalidad	a	la	que	se	dirige	el	uso	de	la	fuerza.	El	uso
de	 la	 fuerza	 debe	 estar	 amparado	 en	 normas	 jurídicas	 constitucionales,
legales,	 reglamentarias,	 administrativas	 o	 directivas,	 dentro	 de	 las
facultades	 atribuidas	 a	 la	 Policía	 y	 de	 acuerdo	 con	 los	 fines	 para	 que	 les
fueron	conferidas.
c.	 Los	 medios	 de	 policía	 son	 las	 armas,	 equipos,	 accesorios	 y	 otros
elementos	 de	 apoyo,	 proporcionados	 o	 autorizados	 por	 el	 Estado,	 que
emplea	 el	 personal	 policial,	 en	 el	 cumplimiento	 de	 su	 deber	 y	 de	 acuerdo
con	 su	 especialidad	 funcional,	 para	 enfrentar	 una	 amenaza	 o	 atentado
contra	la	seguridad,	el	orden	público,	la	integridad	o	la	vida	de	las	personas.
d.	 Los	 métodos	 constituyen	 la	 forma	 de	 actuación	 policial	 en	 el
cumplimiento	 del	 deber,	 establecidos	 en	 los	manuales	 de	 procedimientos
operativos,	directivas	o	protocolos,	compatibles	con	la	normatividad	interna
e	internacional	que	obliga	al	Estado	en	materia	de	derechos	humanos.
6.2.	Para	el	principio	de	necesidad:
a.	El	nivel	de	cooperación,	resistencia	activa	o	pasiva,	agresión	o	grado	de
oposición,	que	realiza	un	presunto	infractor	frente	a	una	intervención	de	la
autoridad	 policial,	 tomando	 en	 cuenta	 la	 peligrosidad	 de	 su	 accionar,	 los
elementos	 que	 emplee,	 la	 intensidad	 de	 la	 agresión	 y	 las	 condiciones	 del
entorno	en	que	se	desarrolla.
b.	La	condición	del	entorno	es	la	situación	específica	relacionada	al	espacio
geográfico,	 configuración	urbana	o	 rural	 y	 la	 situación	 social	 que	 rodea	 la
intervención	 policial.	 Es	 un	 factor	 que	 puede	 incidir	 en	 el	 nivel	 de
resistencia	y	el	uso	de	la	fuerza.
6.3.	Para	el	principio	de	proporcionalidad:
a.	En	la	aplicación	del	principio	de	proporcionalidad,	el	nivel	de	fuerza	y	los
medios	 empleados	 para	 alcanzar	 el	 objetivo	 legal	 buscado	 deben	 ser
concordantes	y	proporcionales	a	la	resistencia	ofrecida,	 la	intensidad	de	la
agresión	 o	 amenaza,	 la	 forma	 de	 proceder	 y	 el	 peligro	 que	 representa	 la
persona	a	intervenir	o	la	situación	por	controlar.
b.	 La	 proporcionalidad	 se	 establecerá	 entre	 los	 bienes	 jurídicos	 que	 se
defiendan,	 los	 bienes	 jurídicos	 por	 afectar	 y	 los	 medios	 que	 se	 disponen
para	tal	defensa,	excluyéndose	el	criterio	de	igualdad	de	medios.
Capítulo	III
Reglas	generales	para	el	uso	de	la	fuerza
Artículo	7°.-	Uso	de	la	fuerza.	El	uso	progresivo	y	diferenciado	de	la	fuerza
es	la	graduación	y	adecuación,	por	parte	del	personal	policial,	de	los	medios
y	métodos	a	emplear	teniendo	en	cuenta	el	nivel	de	cooperación,	resistencia
o	agresión	que	represente	la	persona	a	intervenir	o	la	situación	a	controlar.
Artículo	8°.-	Niveles	de	resistencia.
8.1.	La	aplicación	de	la	fuerza	en	el	control	de	presuntos	infractores	de	 la
ley	 implica	 siempre	 oposición	 de	 parte	 de	 éstos,	 lo	 que	 se	 manifiesta	 en
diferentes	niveles	de	resistencia	pasiva	o	activa.
8.2.	 El	 personal	 policial	 al	 intervenir	 a	 una	 o	 varias	 personas	 en	 el
cumplimiento	 de	 sus	 funciones,	 deberá	 hacer	 un	 uso	 diferenciado	 y
progresivo	de	la	fuerza	considerando	los	siguientes	niveles	de	resistencia:
a.	Resistencia	pasiva:
1.	 Riesgo	 latente.	 Es	 la	 amenaza	 permanente	 no	 visible	 presente	 en	 toda
intervención	 policial.	 Está	 relacionada	 con	 la	 condición	 y	 configuración
geográfica,	 entorno	 social,	 económico	 y	 actividad	 delictiva	 permanente	 o
eventual	y	que	determina	el	nivel	de	respuesta	policial.
2.	 Cooperador.	 Acata	 todas	 las	 indicaciones	 del	 efectivo	 policial	 sin
resistencia	 manifiesta	 durante	 la	 intervención.	 Debe	 entenderse	 como	 el
ciudadano,	presunto	infractor	de	la	ley,	que	mantiene	respeto	hacia	el	acto
de	autoridad	cumpliendo	las	indicaciones	que	el	efectivo	policial	le	da	para
garantizar	el	orden	e	incluso	efectuar	un	arresto.
3.	No	cooperador.	No	acata	 las	 indicaciones.	No	reacciona	ni	agrede.	Es	 la
actuación	del	 ciudadano,	 presunto	 infractor	de	 la	 ley,	 que	 se	 evidencia	 en
una	 desobediencia	 manifiesta	 hacia	 el	 acto	 de	 autoridad,	 sin	 llegar	 a	 la
agresión	física	y	que	puede	expresarse	verbalmente.
b.	Resistencia	activa:
1.	 Resistencia	 física.	 Se	 opone	 a	 su	 reducción,	 inmovilización	 y/o
conducción,	 llegando	 a	 un	 nivel	 de	 desafío	 físico.	 Es	 la	 conducta	 del
ciudadano	presunto	infractor	de	la	ley	que	se	expresa	en	la	oposición	física,
en	la	sujeción	a	elementos	materiales	que	evitan	su	traslado	o	en	el	empleo
de	cualquier	medio	para	impedir	la	acción	policial	de	control	físico.
2.	Agresión	no	letal.	Se	agrede	físicamente	al	personal	policial	o	a	personas
involucradas	en	la	intervención	mediante	el	empleo	de	la	fuerza	corporal	u
objeto	que	 atenta	 contra	 la	 integridad	 física,	 sin	 generar	un	peligro	 real	 e
inminente	de	muerte	o	lesiones	graves.
3.	Agresión	letal.	Acción	que	pone	en	peligro	real	e	inminente	de	muerte	o
lesiones	 graves	 al	 efectivo	 policial	 o	 a	 personas	 involucradas	 en	 la
intervención.	Es	la	conducta	del	ciudadano	presunto	infractor	de	la	ley	que
mediante	 cualquier	 acción	 pone	 en	 peligro	 real	 e	 inminente	 de	muerte	 o
lesiones	 graves	 al	 efectivo	 policial	 o	 a	 personas	 involucradas	 en	 la
intervención.
Artículo	9°.-	Niveles	del	uso	de	la	fuerza.	Los	niveles	de	uso	de	la	fuerza
aplicados	 por	 el	 personal	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 deben	 ser
proporcionales	 a	 los	 niveles	 de	 resistencia	 activa	 o	 pasiva	 del	 infractor	 o
intervenido:
a.	Niveles	preventivos:
1.	 Presencia	 policial.	 Entendida	 como	 demostración	 de	 autoridad	 del
personal	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 uniformado,	 o	 debidamente
identificado	 con	 dispositivos	 con	 la	 palabra	 policía,	 su	 placa	 insignia	 y
carnet	 de	 identidad,	 debidamente	 equipado,	 en	 actitud	 de	 alerta	 y
realizando	 un	 control	 visual,	 que	 previene	 y	 disuade	 la	 comisión	 de	 una
infracción	o	un	delito.
2.	Verbalización.	Es	el	uso	de	la	comunicación	oral	con	la	energía	necesaria
y	 el	 uso	 de	 términos	 adecuados	 que	 sean	 fácilmente	 entendidos	 y
comprendidos	 por	 las	 personas	 a	 intervenir,	 facilitando	 su	 control
individual	o	grupal.	La	verbalización	debe	ser	utilizada	en	todos	los	niveles
de	uso	de	la	fuerza.
3.	Control	de	contacto.	Es	el	uso	de	técnicas	de	comunicación,	negociación	y
procedimientos	 destinados	 a	 guiar,	 contener	 la	 acción	 o	 actitud	 de	 la
persona	o	grupos	a	ser	intervenidos	sin	llegar	al	control	físico.
b.	Niveles	reactivos
1.	Control	físico.	Es	el	uso	de	las	técnicas	policiales	que	permiten	controlar,
reducir,	 inmovilizar	 y	 conducir	 a	 la	 persona	 intervenida,	 evitando	 en	 lo
posible	causar	lesiones.
2.	Tácticas	defensivas	no	 letales.	Es	el	uso	de	medios	de	policía	no	 letales
para	contrarrestar	y/o	superar	el	nivel	de	agresión	o	resistencia.
3.	 Fuerza	 letal.	 Es	 el	 uso	 de	 armas	de	 fuego	por	 el	 personal	 de	 la	 Policía
Nacional	del	Perú,	contra	quién	realiza	una	acción	que	representa	un	peligro
real	e	inminente	de	muerte	o	lesiones	graves,	con	el	objetivo	de	controlarlo
y	defender	la	vida	propia	o	de	otras	personas.
Capítulo	IV
Circunstancias	y	conducta	en	el	uso	de	la	fuerza
Artículo	10.-	Circunstancias	y	reglas	de	conducta	en	el	uso	de	la	fuerza.
10.1.	En	caso	de	ausencia	de	peligro	real	e	inminente	de	muerte	o	lesiones
graves,	el	personal	de	la	Policía	Nacional	del	Perú,	observando	lo	prescrito
en	 los	 artículos	 4°,	 6°	 y	 el	 numeral	 7.2	 del	 decreto	 legislativo,	 seguirá	 el
siguiente	procedimiento:
a.	 Identificarse	como	policía,	aun	estando	uniformado	o	con	elementos	de
identificación	acorde	a	su	especialidad	funcional.
b.	Individualizar	a	la	persona	o	personas	a	intervenir	teniendo	en	cuenta	el
nivel	de	resistencia.
c.	Dar	una	clara	advertencia	de	su	intención	de	usar	la	fuerza,	con	tiempo
suficiente	para	que	ésta	se	tome	en	cuenta.
10.2.	 Este	 procedimiento	 no	 se	 observará	 cuando	 esta	 advertencia
resultara	 evidentemente	 inadecuada,	 dadas	 las	 circunstancias	 o	 el	 tipo	 de
intervención	obligue	al	uso	de	la	fuerza,	de	forma	inmediata,	en	los	niveles
de	control	físico	y	tácticas	defensivas	no	letales.
10.3.	 El	 personal	 de	 la	Policía	Nacional	 del	 Perú	puede	usar	 la	 fuerza,	 de
conformidad	con	los	artículos	4°,	6°	y	el	numeral	7.2	del	decreto	legislativo,
en	las	siguientes	circunstancias:
a.	 En	 flagrante	 delito	 o	 por	mandato	 judicial	 conforme	 a	 ley.	 El	mandato
judicial	 debe	 encontrarse	 vigente	 con	 información	 obtenida	 del	 sistema
informático	 de	 requisitorias	 en	 caso	 de	 no	 disponerse	 del	 oficio
correspondiente.
b.	 En	 cumplimiento	 de	 los	 mandatos	 escritos	 y	 debidamente	 motivados
emitidos	por	el	Poder	Judicial,	el	Tribunal	Constitucional,	el	Jurado	Nacional
de	 Elecciones,	 el	 Ministerio	 Público,	 la	 Oficina	 Nacional	 de	 Procesos
Electorales	 así	 como	 en	 la	 atención	 de	 las	 solicitudes	 de	 las	 autoridades
regionales,	 locales	 y	 administrativas,	 efectuadas	 en	 el	 ejercicio	 de	 sus
funciones.
c.	 Para	 prevenir	 la	 comisión	 de	 delitos	 y	 faltas	 cuando	 se	 realice	 una
intervención,	 retención	 o	 arresto	 al	 presunto	 infractor,	 así	 como	 para	 el
control	de	identidad,	realizar	una	pesquisa	o	un	acto	de	investigación.
d.	Para	proteger	o	defender	bienes	jurídicos	tutelados,	especialmente	en	las
operaciones	de	mantenimiento	y	restablecimiento	del	orden	público.
e.	 Para	 controlar	 a	 quien	 impida	 a	 una	 autoridad,	 funcionario	 o	 servidor
público	ejercer	sus	funciones.
Artículo	 11.-	 Reglas	 de	 conducta	 en	 el	 uso	 excepcional	 de	 la	 fuerza
letal.
11.1.	En	caso	de	resistencia	activa	del	infractor	de	la	ley	que	represente	un
peligro	 real	 e	 inminente	 de	 muerte	 o	 lesiones	 graves,	 el	 personal	 de	 la
Policía	Nacional	del	Perú,	observando	lo	prescrito	en	los	artículos	4°,	6°	y	el
numeral	7.2	del	decreto	 legislativo,	 excepcionalmente,	podrá	usar	el	 arma
de	fuego	cuando	sea	estrictamente	necesario,	y	solo	cuando	medidas	menos
extremas	 resulten	 insuficientes	 o	 sean	 inadecuadas,	 en	 las	 siguientes
situaciones:
a.	 En	 defensa	 propia	 o	 de	 otras	 personas	 en	 caso	 de	 peligro	 real	 e
inminente	de	muerte	o	lesiones	graves.
b.	Cuando	se	produzca	una	situación	que	implique	una	seria	amenaza	para
la	vida	durante	la	comisión	de	un	delito	particularmente	grave.
c.	 Cuando	 se	 genere	 un	 peligro	 real	 e	 inminente	 de	 muerte	 o	 lesiones
graves	como	consecuencia	de	la	resistencia	ofrecida	por	la	persona	que	vaya
a	ser	detenida.
d.	 Cuando	 la	 vida	 de	 una	 persona	 es	 puesta	 en	 riesgo	 real,	 inminente	 y
actual	por	quien	se	está	fugando.	En	esta	situación	solo	se	justifica	el	uso	de
la	fuerza	letal	ante	quien	en	su	huida,	genere	un	riesgo	evidente,	manifiesto
e	inmediato	capaz	de	causar	lesiones	graves	o	muerte.
En	 ningún	 caso	 se	 usará	 la	 fuerza	 letal	 contra	 quien	 encontrándose
intervenido,	detenido,	 retenido	o	 recluido	evade	 la	acción	de	 la	autoridad,
siempre	que	esta	acción	no	represente	un	riesgo	letal	para	otras	personas.
e.	 Cuando	 se	 genere	 un	 peligro	 real	 o	 inminente	 de	muerte	 del	 personal
policial	 u	 otra	 persona,	 por	 la	 acción	 de	 quien	 participa	 de	 una	 reunión
tumultuaria	 violenta.	 El	 uso	 de	 la	 fuerza	 letal	 en	 esta	 situación	 solo	 se
justifica	ante	un	acto	evidente,	manifiesto	e	inmediato,	generado	por	quien
empleando	 violencia	 con	 objetos	 o	 armas,	 puede	 causar	 lesiones	 graves	 o
muerte.
1.2.	En	estas	circunstancias	el	procedimiento	a	seguir	es	el	siguiente:
a.	 Desenfundar	 su	 arma,	 empuñándola	 preventivamente	 y
simultáneamente	procederá	a	identificarse	conforme	al	siguiente	párrafo.
b.	 Identificarse	como	policía	aun	estando	uniformado	o	con	elementos	de
identificación	acorde	a	su	especialidad	funcional.
c.	 Dar	 al	 presunto	 infractor	 una	 clara	 advertencia	 de	 la	 intención	 de
emplear	su	arma	de	fuego,	dándole	tiempo	suficiente	para	que	lo	entienda	y
tome	una	decisión.
d.	 Si	 el	 presunto	 infractor	 depusiera	 su	 actitud,	 el	 efectivo	 policial
procederá	a	 su	 control,	 inmovilización	y	 conducción	de	 conformidad	a	 los
procedimientos	vigentes.	e.	En	caso	que	el	presunto	infractor	mantuviera	su
actitud	violenta	y	el	riesgo	letal	es	inminente,	empleará	el	arma	de	fuego	y,
si	 las	 condiciones	 lo	 permiten	 deberá	 realizar	 el	 disparo	 selectivo	 en
determinada	zona	del	cuerpo,	con	la	finalidad	de	neutralizar	la	acción	letal
del	presunto	infractor	de	la	ley.
11.3.	Este	procedimiento	no	se	ejecutará,	si	su	práctica	creara	un	riesgo	de
muerte	o	lesiones	graves	para	los	efectivos	policiales	u	otras	personas,	o	la
advertencia	 resultara	 evidentemente	 inadecuada	 o	 inútil,	 en	 cuyo	 caso	 se
empleará	el	arma	de	fuego	directamente.
Título	III
Responsabilidades
Capítulo	Único
Responsabilidades
Artículo	12.-	Comunicación.
12.1.	Toda	actuación	policial	en	defensa	de	la	persona,	sociedad	o	el	Estado
que	conlleve	el	uso	de	la	fuerza,
12.1.	 Toda	 actuación	 policial	 en	 defensa	 de	 la	 persona,	 la	 sociedad	 o	 el
Estado	 que	 conlleve	 el	 uso	 de	 la	 fuerza,	 y	 en	 particular	 el	 arma	 de	 fuego,
deberá	comunicarse	al	superior	jerárquico	o	jefe	inmediato,	mediante	parte,
acta,	informe	o	el	documento	según	corresponda.
12.2.	 Dicho	 documento	 contendrá	 la	 fecha,	 hora,	 lugar,	 circunstancias	 y
fundamentos	de	 legalidad,	necesidad	y	proporcionalidad	que	motivaron	el
uso	de	la	fuerza,	precisando	el	plan	u	orden	de	operaciones,	 la	disposición
administrativa,	 la	 disposición	 fiscal,	 el	 mandato	 judicial	 o	 el	 hecho	 ilícito
flagrante	que	originó	la	actuación	policial,	la	duración	de	la	intervención,	la
identificación	 plena	 del	 personal	 policial	 interviniente,	 el	 armamento,	 el
material	 y	 el	 equipo	 empleados,	 la	 cantidad	 de	 munición	 y	 material
lacrimógeno	utilizados,	así	como	las	consecuencias	ocasionadas	y	la	posible
asistencia	brindada.
Articulo	 13.-	 Tratamiento	 en	 caso	 de	 heridos	 o	 muertos.	 Toda
intervención	policial	con	uso	de	la	fuerza	que	tenga	como	resultado	heridos
o	muertos,	 será	 informada	de	 inmediato	y	por	escrito	a	 la	 comisaría	de	 la
jurisdicción	o	dependencia	con	 funciones	de	 investigación,	 la	cual,	además
de	 realizar	 los	 actos	 de	 investigación	 respectivos,	 con	 conocimiento	 del
Ministerio	 Público,	 dará	 cuenta	 a	 la	 Inspectoría	 General	 de	 la	 Policía
Nacional	 del	 Perú,	 u	 órgano	 dependiente	 de	 ésta,	 para	 el	 inicio	 de	 la
investigación	administrativa	correspondiente.	Asimismo,	se	comunicará	a	la
Dirección	de	Defensa	Legal	de	la	Policía	Nacional	del	Perú	para	la	actuación
en	el	marco	de	su	competencia.
Artículo	14.-	Órdenes	manifiestamente	ilícitas.
14.1.	El	personal	de	la	Policía	Nacional	del	Perú	no	puede	alegar	obediencia
a	órdenes	superiores,	cuando	dichas	órdenes	para	el	uso	de	la	fuerza,	y	en
particular	 del	 arma	 de	 fuego,	 son	 manifiestamente	 ilícitas.	 En	 caso	 de
haberse	 ejecutado,	 también	 serán	 responsables	 los	 superiores	 que	 dieron
dichas	órdenes	ilícitas.
14.2.	Las	órdenes	deben	ser	lícitas,	lógicas,	oportunas,	claras,	coherentes	y
precisas.	 Está	 exento	 de	 responsabilidad	 el	 efectivo	 policial	 que	 no	 acate
órdenes	manifiestamente	ilícitas.
Artículo	15.-	Superior	jerárquico	inmediato.
15.1.	El	superior	jerárquico	inmediato	de	quien	emplee	arbitrariamente	la
fuerza,	incurre	en	responsabilidad	cuando	conozca	de	este	hecho	y:
a.	No	disponga	las	acciones	para	evitarlo,	o
b.	No	adopte	las	medidas	inmediatas	para	el	cese	o	control	del	mismo,	u
c.	 Omita	 comunicar	 a	 los	 órganos	 de	 investigación	 penal	 y	 órganos
disciplinarios.
15.2.	 Para	 establecer	que	 el	 superior	 jerárquico	 inmediato	debió	 conocer
del	uso	arbitrario	de	la	fuerza	por	el	personal	policial	a	sus	órdenes,	se	debe
determinar	objetivamente	que	tuvo	información	que	le	permitiera	concluir
que	se	estaba	preparando	o	haciendo	un	uso	 ilícito	de	 la	 fuerza	o,	 cuando
habiéndose	ésta	consumado,	no	haya	adoptado	las	acciones	para	comunicar
este	 uso	 arbitrario	 a	 los	 órganos	 de	 investigación	 penal	 y	 órganos
disciplinarios.
15.3.	En	 la	 ejecución	de	 las	operaciones,	principalmente	aquellas	de	gran
magnitud,	 en	 las	 que	 la	 ubicación,	 comunicación	 y	 desplazamiento	 de	 los
comandos	 operativos	 y	 jefes	 operativos	 no	 permitan	 alcance	 de	 control
permanente,	el	superior,	por	grado	o	antigüedad,	en	cada	espacio	geográfico
y	responsable	de	una	tarea	específica,	incurrirá	en	responsabilidad	solo	en
el	caso	que	la	fuerza	y	armas	de	fuego	se	usarán	arbitrariamente,	individual
o	 colectivamente,	 y	 éste	 no	 haya	 adoptado	 las	 medidas	 para	 evitar	 o
controlar	esta	situación.
Disposiciones	Complementarias	Finales
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.-	 Revisión	 y	 adecuación	 de
normas	relacionadas	al	uso	de	la	fuerza.	El	Ministerio	del	Interior	adopta
y	 supervisa	 las	 medidas	 institucionales	 para	 revisar	 y	 adecuar,	 en
coordinación	 con	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú,	 el	 Manual	 de	 Derechos
Humanos	 Aplicados	 a	 la	 Función	 Policial,	 el	 Manual	 de	 Procedimientos
Operativos	 Policiales,	 el	 Manual	 de	 Operaciones	 de	 Mantenimiento	 y
Restablecimiento	del	Orden	Público	y	el	Manual	de	Planeamiento	Operativo,
de	conformidad	con	las	disposiciones	sobre	el	uso	de	la	fuerza	establecidas
en	el	decreto	legislativo	y	su	reglamento.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Final.-	 Lineamientos	 para	 la
enseñanza	y	capacitación	en	derechos	humanos	aplicados	a	la	función
policial.	 El	 Ministerio	 del	 Interior	 aprueba,	 a	 propuesta	 de	 su	 órgano
competente	 en	 materia	 de	 derechos	 fundamentales,	 los	 lineamientos	 de
política	 sectorial	 para	 transversalizar	 la	 enseñanza	 y	 capacitación	 en
derechos	humanos	aplicados	a	la	función	policial.
Tercera	Disposición	Complementaria	Final.-	Certificación	para	el	uso	de
medios	 de	 policía.	 La	 Policía	 Nacional	 del	 Perú,	 a	 través	 de	 la	 Dirección
Ejecutiva	 de	 Educación	 y	 Doctrina,	 certifica,	 mediante	 los	 cursos	 de
capacitación	 en	 derechos	 humanos	 aplicados	 a	 la	 función	 policial	 y	 de
mantenimiento	del	orden	público,	las	competencias	cognitivas	y	técnicas	del
personal	 policial	 para	 el	 uso	 de	 la	 fuerza	 y	 el	 empleo	 de	 los	 medios	 de
policía.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria	 Final.-	Entrenamiento	 permanente
en	el	uso	de	armas	de	fuego.	La	Policía	Nacional	del	Perú	implementa	de
manera	progresiva	pistas	de	entrenamiento	para	la	realización	de	prácticas
de	 intervenciones	 con	 arma	 de	 fuego	 que	 permitan	 recrear	 situaciones
reales	 que	 sirvan	 para	 garantizar	 el	 entrenamiento	 permanente	 del
personal	policial	en	situaciones	en	las	que	existe	riesgo	real	o	inminente	de
muerte	o	lesiones	graves.
Quinta	 Disposición	 Complementaria	 Final.-	 Mecanismo	 sectorial	 para
evaluar	situación	de	equipos	y	armas.	El	Ministerio	del	Interior,	adopta	la
medida	 institucional	 para	 establecer	 el	 grupo	 de	 trabajo	 sectorial,	 con
participación	 de	 personal	 técnico	 especializado	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del
Perú,	 que	 evalúe	 los	 equipos	 de	 protección	 y	 defensa,	 armas	 no	 letales	 y
letales	 con	 los	 que	 cuenta	 la	 Policía	Nacional	 del	 Perú,	 efectúe	 la	 revisión
periódica	de	los	procedimientos	para	su	empleo	y	actualización	permanente
y	proponga	su	renovación	oportuna.
Sexta	 Disposición	 Complementaria	 Final.-	 Adecuación	 de	 planes	 de
capacitación	 y	 entrenamiento.	 El	 Ministerio	 del	 Interior,	 a	 través	 de	 la
Dirección	 General	 para	 la	 Seguridad	 Democrática,	 supervisa,	 en
coordinación	 con	 la	 Dirección	 Ejecutiva	 de	 Educación	 y	 Doctrina	 de	 la
Policía	 Nacional	 del	 Perú	 la	 conformidad	 de	 las	 actividades	 educativas
relacionadas	 al	 uso	 de	 la	 fuerza	 y	 la	 adecuación	 de	 los	 planes	 de
capacitación	 y	 entrenamiento	 con	 los	 estándares	 y	 disposiciones
establecidos	en	el	decreto	legislativo.
Sétima	 Disposición	 Complementaria	 Final.-	 Asignación	 de	 armamento,
equipos	de	protección	y	fornituras.	El	Ministerio	del	Interior,	a	través	de
la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú,	 asigna	 armamento,	 vestuario,	 fornituras	 y
equipos	 de	 protección	 al	 personal	 policial	 para	 resguardar	 su	 integridad
física	y	garantizar	el	uso	adecuado	de	la	fuerza	conforme	a	las	disposiciones
del	decreto	legislativo.
JURISPRUDENCIA.—La	Corte	Suprema	lista	los	dos	elementos	del	miedo
insuperable	como	eximente	de	responsabilidad.	“(...)	el	miedo	es	un	estado
psicológico	 personalísimo	 que	 obedece	 a	 estímulos	 o	 causas	 no	 patológicas,
que	 podría	 originar	 un	 caso	 de	 inimputabilidad;	 que	 esta	 condición	 ‘...	 aun
afectando	 psíquicamente	 al	 autor,	 le	 dejó	 una	 opción	 o	 posibilidad	 de
actuación,	 no	 siendo	 el	miedo	 de	 origen	 patológico,	 debe	 ser	 producido	 por
estímulos	 externos	 al	 agente...’	 (...)	 Son	 requisitos	 que	 configuran	 dicha
eximente:	a)	que	el	miedo	sea	causado	por	estímulos	externos	al	que	lo	padece
–lo	que	 se	patentiza	en	el	presente	 caso,	pues	 el	acusado	 fue	amenazado	de
muerte	por	sujetos	identificados	como	miembros	de	la	organización	terrorista
‘Sendero	Luminoso’–;	b)	que	debe	ser	insuperable,	es	decir,	difícil	de	resistir	en
la	medida	del	hombre	medio,	entendiéndose	como	tal	lo	que	se	pueda	esperar
de	cualquier	persona	en	el	caso	específico	frente	a	una	situación	de	miedo	–en
el	 caso	 que	 se	 analiza,	 el	 acusado	 tenía	 motivos	 suficientes	 para	 temer,
teniendo	 en	 cuenta	 que	 terroristas	 lo	 habían	 amenazado	 con	 causarle	 la
muerte	 a	 su	 persona	 o	 a	 sus	 familiares	 y	 que,	 además,	 el	 lugar	 donde	 se
produjo	 tal	 hecho	 estaba	 considerado	 como	 ‘zona	 de	 emergencia’–,	 c)	 que
debe	tratarse	de	un	mal	igual	o	mayor,	esto	es,	que	no	basta	que	el	estímulo
que	 causa	 el	miedo	 insuperable	 sea	 real,	 sino	 que	 a	 la	 vez	 este	 ofrezca	 una
amenaza	 de	 igual	 o	mayor	 entidad	 a	 la	 que	 se	 le	 ocasiona	 al	 autor	 bajo	 el
estado	de	miedo	–aspecto	que	se	evidencia	en	el	hecho	que	el	acusado	temía
por	su	vida	o	la	de	sus	familiares,	que	resulta	ser	un	bien	jurídico	prevalente–
(...)”.	(C.	S,	R.	N.	2649-2012-Lima,	ene.	21/2013.	V.	P.	Neyra	Flores)
JURISPRUDENCIA.—Corte	 Suprema:	 al	 profesional	 médico	 se	 le	 puede
exigir	diligencia,	pero	no	que	salve	la	vida	del	paciente.	“La	naturaleza	de
las	obligaciones	derivadas	de	la	prestación	médica	no	es	de	resultado,	sino	de
medios,	 por	 lo	 que	 es	 insuficiente	 imputar	 al	 profesional	 o	 técnico
responsabilidad	por	el	solo	hecho	de	no	curar	al	paciente	o	no	haberle	salvado
la	vida,	sino	que	se	debe	acreditar	que	no	le	ha	prodigado	los	cuidados	propios
de	 la	 ciencia	 y	 pericia	 que	 su	 atención	 y	 tratamiento	 particular	 requerían”.
(CS,	Cas.	1258-2013-Lima	Norte,	dic.	13/2013.	V.	P.	Ticona	Postigo)
JURISPRUDENCIA.—Por	 regla	 general,	 los	medios	 de	 comunicación	 no
pueden	difundir	la	imagen	de	menores	de	edad	involucrados	en	hechos
ilícitos.	“Respecto	al	derecho	a	 la	 imagen	propia,	para	el	caso	de	 los	niños	y
adolescentes,	debe	 indicarse	que	consiste	en	el	dominio	o	gobierno	que	 tales
sujetos	 de	 derecho	 ejercen	 sobre	 su	 imagen,	 pudiendo	 pedir	 no	 solo	 la
reproducción,	sino	también	inclusive	 la	captación	de	su	imagen	por	parte	de
cualquier	medio	de	comunicación.
Así	 por	 ejemplo,	 una	 situación	 que	 retrate	 el	 ámbito	 íntimo	 de	 los	 niños	 y
adolescentes	 no	 debería	 ser	 captada	 ni	 reproducida	 sin	 el	 previo
consentimiento	 de	 los	 padres	 o	 los	 representantes.	 Así,	 serán	 estos	 quienes
tendrán	 que	 autorizar	 la	 emisión	 de	 tales	 imágenes,	 y	 siempre	 que	 ello	 no
implique	daños	o	perjuicio	para	el	menor.
17.	Pero	existen	casos	en	donde	la	imagen	de	los	niños	y	adolescentes,	pese	a
no	vincularse	a	una	situación	íntima,	tampoco	podrán	ser	emitida	como	regla
general,	ni	siquiera	cuando	se	cuente	con	 la	autorización	de	 los	padres.	Este
supuesto	ha	sido	claramente	configurado	en	el	artículo	6°	del	CNYD	(...).
18.	Esta	prohibición	se	 justifica,	por	el	 intenso	riesgo	de	estigmatización	de
los	menores	involucrados	en	este	tipo	de	actos.	Por	ejemplo,	la	reinserción	del
menor	 que	 cometió	 la	 falta	 o	 delito	 tenderá	 a	 ser	más	 difícil,	 puesto	 que	 la
comunidad	 podrá	 recordarle	 ello	 continuamente,	 no	 permitiendo	 el	 propio
proceso	 interno	 del	 menor	 en	 su	 reinserción	 social.	 Sin	 embargo,	 ello	 no
implica	que	no	puedan	existir	casos	excepcionales	en	los	que	por	la	naturaleza
de	 los	 hechos	 (alta	 peligrosidad	 del	 menor,	 por	 ejemplo)	 se	 justifique	 la
difusión	 de	 ciertas	 imágenes.	 No	 obstante,	 serían	 situaciones	 excepcionales,
más	no	la	regla	general.	Para	el	caso	de	las	víctimas,	la	emisión	de	imágenes
asociadas	 a	 determinados	 hechos	 dolorosos	 o	 bochornosos	 puede	 por
terminar	 por	 revictimizar	 al	menor.	 Así,	 los	medios	 de	 comunicación	 deben
abstenerse	 de	 identificar	 o	 emitir	 las	 imágenes	 de	 los	 menores,	 lo	 que	 no
implica	que	no	se	puedan	emitir	imágenes,	siempre	que	de	ellas	no	sea	posible
la	identificación	del	menor”.	(TC,	Exp.	03459-2012-PA/TC,	 jun.	03/2013.	S.	S.
Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Condiciones	 para	 la	 configuración	 de	 la	 legítima
defensa	perfecta.	 “(...)	 concurren	 sus	 elementos	 configurativos:	 a)	Agresión
ilegítima,	que	resulta	de	la	hora,	escenario	y	circunstancias	de	los	hechos	(...);
b)	Necesidad	racional	del	medio	empleado	para	impedirla	o	repelerla	(...)	(sic)
e)	falta	de	provocación	suficiente	de	quien	hace	la	defensa	(...)	al	concurrir	los
elementos	de	la	mencionada	causa	de	justificación,	la	conducta	del	encausado
(...)	 debe	 ser	 vista	 como	 un	 comportamiento	 aceptado	 socialmente	 en
consideración	 al	 contexto	 especial	 en	 que	 se	 desarrolló	 la	 agresión	 y	 la
respuesta	 frente	a	ella,	desapareciendo	así	 la	antijuridicidad	de	 la	conducta,
más	 aun	 porque	 ‘quien	 es	 responsable	 de	 la	 creación	 de	 una	 situación	 de
conflicto	 (...)	 debe	 soportar	 las	 consecuencias	 de	 su	 actuación	 antijurídica’
(Cfr.	 Jakobs,	 Günther,	 Derecho	 Penal.	 Parte	 General/Madrid,	 1995,	 p.	 430),
(...).”.	(CSJ.	Sent.	abr.	27/98.	R.N.	N°	4986-97.	S.S.	Román	Santisteban)
JURISPRUDENCIA.—La	racionalidad	del	medio	empleado	en	la	legítima
defensa.	“(...)	según	la	doctrina	penal	la	legítima	defensa	se	funda	en	el
principio	de	que	nadie	puede	ser	obligado	a	soportar	lo	injusto,	por	lo	que
el	ordenamiento	jurídico	no	solamente	se	compone	de	prohibiciones,	sino
también	de	normas	permisivas,	que	autorizan	realizar	un	hecho	en	principio
prohibido	por	la	ley,	pero	que	por	causas	justificadas	son	permitidos	y	por
tanto	no	punibles.	Es	decir,	existen	causas	que	excluyen	la	antijuricidad,	que
convierten	el	hecho	típico	en	un	hecho	perfectamente	lícito	y	aprobado	por	el
ordenamiento	jurídico	y	si	un	hecho	o	una	acción	no	es	antijurídico,	no	se
contraría	al	orden	jurídico	porque	la	ley	lo	permite	entonces	no	es	delito	y	no
siendo	delito	al	que	actúa	en	legítima	defensa	no	se	le	puede	sancionar	(...)”.
(CSJ.	Junín.	Sent.,	set.	17/96,	Exp.	N°	1655-91.	S.S.	Torres	S.)
JURISPRUDENCIA.—El	derecho	a	la	legítima	defensa	no	puede
confundirse	con	el	derecho	de	defensa.	“Que,	ello	es	necesario	realizar	en	el
caso	de	autos	pues	en	realidad,	cuando	el	actor	juzga	que	se	habría	vulnerado
su	derecho	a	la	legítima	defensa,	en	realidad	pareciera	confundir	dicha
institución	de	contenido	material	de	índole	penal,	reconocido	en	el	inciso	23
del	artículo	2°	de	la	Constitución,	por	medio	del	cual	se	exime	o	se	atenúa	a	un
individuo	de	responsabilidad	penal,	con	el	derecho	de	defensa,	reconocido	en
el	inciso	14	del	artículo	139	de	la	Constitución,	contenido	esencial	del	derecho
al	debido	proceso,	que	permite	a	un	individuo,	en	el	ámbito	jurisdiccional,
administrativo	o	privado,	de	plantear	libremente	los	argumentos	de	hecho	y
de	derecho	que	coadyuven	al	tercero	imparcial,	resolver	el	asunto	sometido	de
manera	objetiva	y	responsable”.	(TC,	Exp.	007-97-AA/TC,	jun.	30/1997.	S.	S.
Acosta	Sánchez)
JURISPRUDENCIA.—Configuración	del	estado	de	necesidad	exculpante	y
del	miedo	insuperable.	 “(...)	 sin	 embargo	 como	 la	motocicleta	no	 encendía
fácilmente	 por	 los	 golpes	 mecánicos	 que	 tienen	 que	 darse	 previamente	 al
pedal	y	la	turba	de	gente	se	acercaba	hacia	él	con	fines	inconfesables,	tuvo	que
realizar	 dos	 disparos	 contra	 el	 grupo	 de	 gente	 para	 alejarlos	 (...)	 siendo
lesionado	 levemente	 el	 primero	 y	 el	 último	 resultó	 muerto	 (...)	 la	 conducta
asumida	por	el	procesado	(...)	se	encuentra	contemplada	en	los	incisos	quinto
y	sétimo	del	artículo	veinte	del	Código	Penal	y	no	en	el	inciso	tercero	de	dicha
norma	 sustantiva	 como	 argumenta	 el	 A-quo;	 en	 efecto,	 no	 se	 trata	 de	 una
legítima	por	cuanto	no	se	ha	probado	que	alguno	de	los	agraviados	o	ambos
hayan	agredido	al	referido	encausado	ni	que	le	hayan	amenazado	de	muerte
en	 forma	directa	y	objetiva,	 sino	más	bien	el	procesado	 (...)	 ha	 realizado	un
acto	 antijurídico	 para	 alejar	 el	 peligro	 que	 se	 cernía	 sobre	 él	 como	 es	 la
amenaza	 que	 le	 hiciera	 la	 turba	 de	matarlo	 (...)	 de	 igual	 modo,	 el	 referido
procesado	 obró	 compelido	 por	miedo	 insuperable	 de	 un	mal	 igual	 o	mayor,
miedo	entendido	como	una	fuerte	emoción	producida	por	la	perspectiva	de	un
mal	 que	 deja	 al	 sujeto	 un	 margen	 de	 opción	 entre	 soportar	 un	 mal	 que	 le
amenaza	o	eludirlo	realizando	un	acto	punible.	 (...)”.	 (CSJ.	Loreto.	Sent.,	ago.
06/99.	Exp.	N°	99-0025-191601-SP-02.	S.S.	Cabrera	Paredes)
JURISPRUDENCIA.—No	 cabe	 aceptar	 la	 existencia	 de	 deberes	 que
resulten	manifiestamente	contrarios	a	los	derechos	fundamentales.	“(...)
los	 alcances	 de	 la	 obediencia	 debida,	 dentro	 del	 marco	 de	 la	 Constitución,
supone,	 ante	 todo,	 reconocer	 que,	 bajo	 los	 principios	 de	 supremacía
constitucional	y	de	Estado	social	y	democrático	de	derecho,	quienes	ejercen	el
poder	 del	 Estado	 ‘lo	 hacen	 con	 las	 limitaciones	 y	 responsabilidades	 que	 la
Constitución	y	 las	 leyes	establecen’	(artículo	45	de	 la	Constitución).	(…)	es	el
motivo	 por	 el	 cual	 no	 cabe	 aceptar	 la	 existencia	 de	 deberes	 que	 resulten
manifiestamente	contrarios	a	los	derechos	fundamentales	o,	en	general,	a	los
fines	constitucionalmente	legítimos	perseguidos	por	el	ordenamiento	jurídico.
Por	consiguiente,	tanto	quien	exige	el	cumplimiento	de	una	orden	ilícita,	como
quien	 la	 acata,	 quebrantan	 el	 ordenamiento	 jurídico,	 en	 mayor	 o	 menor
gravedad,	y	en	proporción	directa	a	la	relevancia	del	bien	jurídico	mellado	a
consecuencia	 de	 la	 ejecución	 del	 acto.	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 2446-2003-HC/TC,
set.	30/2005.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Las	 rondas	 campesinas	 están	 amparadas	 por	 la
causa	 de	 justificación	 del	 actuar	 por	 “disposición	 de	 la	 ley”.	 “(...)	 está
exento	 de	 responsabilidad	 penal,	 ‘el	 que	 obra	 por	 disposición	 de	 la	 ley,	 en
cumplimiento	 de	 un	 deber	 o	 en	 el	 ejercicio	 legítimo	 de	 un	 derecho,	 oficio	 o
cargo’,	 por	 lo	 que,	 sí	 los	 procesados	 en	 su	 condición	 de	 ronderos,
momentáneamente	aprehendieron	a	los	presuntos	agraviados;	sin	embargo	su
accionar	es	legítimo	por	cuanto	se	encuentra	enmarcado	en	el	artículo	ciento
cuarenta	y	nueve	de	nuestra	Carta	Magna.	(...)	al	haber	concurrido	la	causa	de
justificación	 ‘el	 actuar	 por	 disposición	 de	 la	 ley’	 en	 el	 presente	 proceso;	 en
consecuencia	 si	 bien	 la	 acción	 es	 típica;	 sin	 embargo	no	 es	 antijurídica,	 por
ende	 tampoco	 culpable,	 resultando	 de	 aplicación	 el	 artículo	 doscientos
ochenta	y	cuatro	del	Código	de	Procedimientos	Penales”.	(CSJ	de	 la	Libertad,
Exp.	5964-25-2008,	ago.	08/2009.	V.	P.	Víctor	Alberto	Marín)
JURISPRUDENCIA.—Corte	 Suprema:	 nuestro	 ordenamiento	 legal	 no
establece	límites	al	ejercicio	regular	de	un	derecho.	 “Que,	en	cuanto	a	 la
causal	denunciada	por	la	demandada,	referente	a	la	infracción	normativa	del
inciso	 1	 del	 artículo	 1971	 del	 Código	 Civil,	 dicha	 norma	 refiere	 que	 no	 hay
responsabilidad	en	el	ejercicio	regular	de	un	derecho,	en	ese	sentido	se	debe
precisar,	 que	 el	 ejercicio	 regular	 de	 un	 derecho	 es	 aquel	 que	 se	 efectúa
respetando	los	parámetros	propios	que	son	consustanciales	a	dicho	fin	y	que
se	 encuentran	 inspirados	 por	 el	 principio	 general	 de	 la	 buena	 fe	 de	 las
personas;	además	nuestro	ordenamiento	legal	no	establece	límites	al	ejercicio
regular	de	un	derecho,	lo	que	conlleva	asumir	la	generación	de	ciertos	daños,
siendo	considerado	dicho	ejercicio	un	acto	no	antijurídico,	más	precisamente
un	 hecho	 dañoso	 no	 justificado;	 consecuentemente	 la	 persona	 que	 actúa
dentro	 de	 los	 parámetros	 de	 dicho	 derecho	 aun	 cuando	 cause	 daño	 no
responde	 civilmente”.	 (C.	 S.,	 Cas.	 4321-2010-Lima	Norte,	 jun.	 23/2011.	 V.	 P.
Walde	Jáuregui)
JURISPRUDENCIA.—Las	 tres	 condiciones	 para	 actuar	 bajo	 el	 ejercicio
legítimo	 de	 una	 profesión.	 “Como	 tal,	 garantiza	 que	 una	 persona	 puede
ejercer	 libremente	 la	 profesión	 para	 la	 cual	 se	 ha	 formado,	 como	medio	 de
realización	 personal.	 Ello	 no	 significa	 que	 el	 derecho	 al	 libre	 ejercicio	 de	 la
profesión,	 en	 tanto	 derecho	 fundamental,	 sea	 ajeno	 a	 las	 limitaciones
establecidas	 por	 ley.	 Sin	 embargo,	 corresponde	 realizar	 un	 análisis	 de
constitucionalidad	 de	 tales	 limitaciones,	 a	 fin	 de	 verificar	 su	 validez.	 En	 ese
sentido,	el	juez	supremo	Villa	Stein	ha	señalado	que	el	acto	estará	justificado
si:	a)	La	profesión	u	oficio	son	lícitos.	b)	La	actuación	no	rebase	la	lex	artis.	e)
El	propósito	de	la	intervención	se	refiera	a	uno	de	su	profesión	u	oficio.	(...).	En
consecuencia,	 es	 lícita	 la	 actividad	 del	 abogado	 que	 se	 realice	 de	 forma
privada,	 así	 como	 pública,	 siempre	 que	 esté	 acorde	 a	 ley	 (artículo	 uno	 del
Código	 de	 Ética	 del	 Abogado),	 su	 esencia	 es	 defender	 los	 derechos	 de	 sus
patrocinados	 (artículo	 cinco	 del	 citado	 código,	 honrando	 la	 confianza
depositada	en	su	labor),	en	su	labor	debe	obedecer	la	ley	y	no	inducir	a	otros
que	la	infrinjan,	ni	aconsejar	actos	ilegales	(artículo	siete),	el	abogado	presta
servicios	 profesionales	 a	 su	 cliente.	 Al	 hacerlo,	 debe	 actuar	 con
responsabilidad	y	diligencia,	y	está	a	cumplir	con	los	deberes	de	información,
confidencialidad,	 lealtad	y	otros	 (artículo	doce)”.	 (C.	 S.,	 Cas.	 374-2015-Lima,
nov.	13/2015.	V.	P.	Neyra	Flores)
JURISPRUDENCIA.—Obediencia	 debida	 comprende	 solo	 órdenes
constitucionales	 y	 no	 órdenes	 ilícitas.	 “(…)	 ‘El	 que	 obra	 por	 orden
obligatoria	de	autoridad	competente,	expedida	en	ejercicio	de	sus	funciones’,
no	 pueda	 ser	 interpretado	 en	 el	 sentido	 de	 que	 tal	 exención	 alcance	 a	 los
supuestos	de	cumplimiento	de	órdenes	ilícitas.	Resulta	evidente	que	cuando	la
disposición	establece	que	 la	orden	dictada	por	 la	autoridad	debe	haber	 sido
dictada	 en	 ‘ejercicio	 de	 sus	 funciones’,	 hace	 alusión	 a	 un	 ejercicio	 funcional
compatible	con	la	Carta	Fundamental.	Lo	que	equivale	a	decir	que,	para	que
exista	 obligación	 de	 cumplimiento,	 la	 vida	 debe	 ser	 constitucionalmente
válida.	 (…)	el	artículo	376	del	Código	Penal	 (…)	regula	el	delito	de	abuso	de
autoridad	en	el	que	incurre	toda	autoridad	que	se	exceda	arbitrariamente	en
el	ejercicio	de	sus	atribuciones	en	perjuicio	del	subalterno	o	de	cualquier	otra
persona	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 2446-2003-HC/TC,	 set.	 30/2005.	 Pres.	 Bardelli
Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Ni	 siquiera	 en	 el	 ámbito	 militar	 una	 orden	 se
cumple	 sin	 mediar	 justificación	 alguna.	 “(…)	 los	 encausados	 también
sostienen	que	actuaron	bajo	 la	 obediencia	debida,	 puesto	que	 sólo	acataron
las	 órdenes	que	 les	 daban	 sus	 superiores	 jerárquicos	 y	porque	 en	 el	 servicio
militar	 las	 disposiciones	 se	 deben	 cumplir,	 de	 lo	 contrario	 se	 les	 hubiera
aperturado	proceso	disciplinario,	por	lo	que,	consideran,	que	sus	conductas	se
encuentran	justificadas	por	ley;	que,	al	respecto	es	preciso	indicar	que	el	inciso
ocho	del	artículo	veinte	del	Código	Penal,	establece	varios	supuestos	de	causas
de	justificación,	entre	ellas,	cuando	el	agente	obra	en	cumplimiento	de	la	ley	–
que	 no	 es	más	 que	 la	 obediencia	 debida–,	 porque	 el	 inferior	 que	 cumple	 un
mandato	de	su	superior	obra	en	“cumplimiento	de	la	ley”	o	en	“cumplimiento
de	 un	 deber	 jurídico”,	 puesto	 que	 el	 subordinado	 tiene	 el	 deber	 legal	 de
obedecer	a	sus	superiores,	por	ello	se	pude	sostener,	en	forma	genérica,	que	no
actúa	antijurídicamente	quien,	en	cumplimiento	de	una	orden	impartida	por
su	 superior	 jerárquico,	 realiza	 una	 conducta	 tipificada	 en	 la	 ley	 siempre	 y
cuando	tenga	competencia	para	actuar	y	el	mandato	impartido	se	ajusta	a	las
previsiones	 legales	establecidas	en	cada	caso	concreto;	ahora	bien,	para	que
se	 cumpla	 cabalmente	 esta	 causa	 de	 justificación	 debe	 verificarse	 varios
requisitos,	entre	ellos,	que	la	orden	impartida	por	el	superior	jerárquico,	debe
ser	 legítima,	 esto	 es,	 ha	de	 tener	un	 contenido	 lícito	 y	no	 implicar	un	hecho
punible	–debe	 ser	 conforme	a	derecho	 y	no	 vulnerar	 el	 orden	 jurídico,	 de	 lo
contrario,	 el	 subordinado	 comete	un	acto	 ilegal	 de	 la	misma	manera	que	 el
superior	 que	 la	 dicta;	 que,	 si	 bien	 existe	 diferencia	 entre	 el	 derecho	 penal
común	y	el	derecho	penal	militar;	sin	embargo,	también	se	presenta	algunas
similitudes	(…);	en	tal	sentido,	se	advierte	que	dentro	del	sistema	militar	no	es
tan	 cierto	 que	 las	 órdenes	 se	 cumplen	 sin	mediar	 justificación	 alguna,	 sino
todo	 lo	 contrario,	 debe	 ser	 una	 orden	 legítima	 que	 debe	 entenderse	 como
orden	lícita	que	no	vaya	contra	las	normas	legales	ni	mucho	menos	contra	la
Constitución	 Política	 del	 Estado	 y	 si	 la	 disposición	 fuera	 ilegal,	 el	 agente	 se
encuentra	 facultado	 a	 no	 cumplirla,	 sin	 que	 ello	 implique	 alguna
responsabilidad	 en	 su	 contra;	 que,	 por	 tal	motivo,	 los	 acusados	 a	 sabiendas
que	 las	 órdenes	 eran	 manifiestamente	 ilícitas	 actuaron	 en	 perjuicio	 del
Estado”	(CS,	R.	N.	1296-2007,	dic.	12/2007.	S.	S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—El	acto	médico	es	una	causal	genérica
de	atipicidad.	“(…)	el	acto	médico	no	se	puede	penalizar,	pues	no	sólo	es	un
acto	 esencialmente	 licito,	 sino	 que	 es	 un	 deber	 del	 médico	 el	 prestarlo;
asimismo,	 tampoco	 se	 puede	 criminalizar	 la	 omisión	 de	 denuncia	 de	 un
médico	de	las	conductas	delictivas	de	sus	pacientes	conocidas	por	él	en	base	a
la	información	que	obtengan	en	el	ejercicio	de	su	profesión;	que,	por	tanto,	el
acto	 médico	 constituye	 –como	 afirma	 un	 sector	 de	 la	 doctrina	 penalista
nacional–	una	causal	genérica	de	atipicidad;	la	sola	intervención	profesional
de	un	médico,	que	incluye	guardar	secreto	de	lo	que	conozca	por	ese	acto,	no
puede	 ser	 considera	 típica,	 en	 la	 medida	 en	 que	 en	 esos	 casos	 existe	 una
obligación	 específica	 de	 actuar	 o	 de	 callar,	 de	 suerte	 que	 no	 se	 trata	 de	 un
permiso	 –justificación–	 sino	 de	 un	 deber,	 no	 genérico,	 sino	 puntual	 bajo
sanción	 al	 médico	 que	 lo	 incumple;	 que,	 ahora	 bien,	 los	 cargos	 contra	 el
encausado	(…)	no	se	centran	en	el	hecho	de	haber	atendido	circunstancial	y
aisladamente	a	pacientes	que	por	sus	características	denotaban	que	estaban
incursos	 en	 delitos	 de	 terrorismo,	 menos	 –en	 esa	 línea–	 por	 no	 haberlos
denunciado	–hechos	que	por	lo	demás	él	niega	categóricamente–	sino	porque
estaba	 ligado	 o	 vinculado	 como	 colaborador	 clandestino	 a	 las	 lógicas	 de
acción,	 coherente	 con	 sus	 fines,	 de	 la	 organización	 terrorista	 “Sendero
Luminoso”;	que,	en	su	condición	de	tal,	el	citado	imputado	recabó	y	prestó	su
intervención	 en	 las	 tareas	 –ciertamente	 reiteradas,	 organizadas	 y
voluntarias–	 de	 apoyo	 a	 los	 heridos	 y	 enfermos	 de	 “Sendero	 Luminoso”,
ocupándose	 tanto	 de	 prestar	 asistencia	 médica	 –cuyo	 análisis	 no	 puede
realizarse	aisladamente	sino	en	atención	al	conjunto	de	actos	concretamente
desarrollados	y	probados–	y	también	de	proveer	de	medicamentos	u	otro	tipo
de	prestación	a	los	heridos	y	enfermos	de	la	organización	–cuyo	acercamiento
al	 herido	 o	 enfermo	 y	 la	 información	 de	 su	 estado	 y	 ubicación	 le	 era
proporcionado	 por	 la	 propia	 organización,	 no	 que	 estos	 últimos	 hayan
acudido	a	él	por	razones	de	urgencia	a	emergencia	y	a	los	solos	efectos	de	una
atención	 médica–,	 cuanto	 de	 mantener	 la	 propia	 organización	 de	 apoyo
estructurada	 al	 efecto	 –con	 esta	 finalidad,	 como	 ya	 se	 destacó,	 trató	 de
convencer	a	una	de	sus	integrantes	a	que	no	se	aparte	de	la	agrupación–;	que,
desde	 luego	 y	 en	 tales	 circunstancias,	 los	 actos	 realizados	 por	 el	 acusado
estaban	 relacionados	 con	 la	 finalidad	 de	 la	 organización	 terrorista	 –de
mantener	 operativos	 a	 sus	 militantes	 para	 que	 lleven	 a	 cabo	 conductas
terroristas–,	a	partir	de	una	adecuación	funcional	a	las	exigencias	de	aquélla,
y	de	ese	modo	 favorecer	materialmente	 la	actividad	de	 “Sendero	Luminoso”.
(…)”	(CS,	R.	N.	1062-2004-Lima,	dic.	22/2004.	S.	S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—Causa	 de	 justificación	 por	 actuar	 en	 estricto
cumplimiento	 del	 deber	 jurídico	 de	 defensa	 de	 la	 sociedad	 y	 de
restauración	del	orden	público	asegura	la	ausencia	de	contrariedad	en
el	 sistema	 jurídico.	 “(...)	 en	 esta	 perspectiva,	 los	 comandos,	 y	 quienes	 los
dirigieron,	 actuaron	 en	 el	 estricto	 cumplimiento	 de	 un	 deber	 jurídico,	 de
defensa	de	la	sociedad,	de	restauración	del	orden	público	(artículo	20	numeral
8	del	Código	Penal),	sustentada	en	razones	de	seguridad	jurídica.	Esta	causa
de	justificación,	desde	la	seguridad	jurídica,	se	explica	en	la	exigencia	de	una
ausencia	de	contrariedad	en	el	sistema	jurídico.	El	ordenamiento	jurídico,	en
estos	 casos	 concretos	 –como	 los	 que	 son	 materia	 de	 análisis–	 autoriza
excepcionalmente	 una	 conducta	 que	 implica	 afectar	 bienes	 jurídicos	 de
terceros,	en	razón	a	la	existencia	de	un	interés	público	predominante:	defensa
de	la	vida	y	libertad	de	los	rehenes,	en	correspondencia	con	la	afirmación	de	la
seguridad	ciudadana,	frente	al	respeto	de	la	vida	o	integridad	corporal	de	los
emerretistas.	 Los	 comandos	 y	 quienes	 lo	 dirigieron,	 dado	 lo	 ya	 expuesto,	 se
mantuvieron	dentro	de	lo	que	le	impone	el	deber,	por	lo	que	su	conducta	está
plenamente	 justificada.	 La	 finalidad	 del	 deber	 y	 la	 necesidad	 de	 realizar	 el
acto	 típico,	 en	 cuanto	 parámetro	 del	 cumplimiento	 del	 deber,	 no	 han	 sido
vulnerados,	 de	 ahí	 la	 plena	 vigencia	 de	 la	 referida	 causa	 de	 justificación
[Conforme:	 García	 Cavero,	 Percy.	 Derecho	 Penal.	 Parte	 general.	 Segunda
Edición.	 Jurista	 Editores,	 Lima,	 dos	 mil	 doce,	 páginas	 seiscientos	 cuatro	 a
seiscientos	 siete]”.	 (CS,	 R.	N.	 3521-2012-Lima,	 jul.	 24/2013.	 S.	 S.	 San	Martín
Castro)
JURISPRUDENCIA.—Corte	 Suprema:	 “una	 operación	 militar	 será
proporcionada	 cuando	 no	 ocasiona	 víctimas	 ni	 daños	 colaterales
excesivos	o	innecesarios,	en	relación	con	el	resultado	global	esperado”.
“(...)	cabe	añadir,	desde	la	perspectiva	específica	de	una	acción	de	rescate	por
fuerzas	 especiales	 frente,	 asimismo,	 a	 individuos	 integrantes	 de	 una
organización	 terrorista,	 con	 entrenamiento	 militar,	 y	 en	 posesión	 y
conocimiento	 de	 armas	 de	 guerra,	 que	 una	 operación	 militar	 será
proporcionada	cuando	no	ocasiona	víctimas	ni	daños	colaterales	excesivos	o
innecesarios,	 en	 relación	 con	 el	 resultado	 global	 esperado.	 Si	 se	 toma	 en
cuenta	 que	 solo	 un	 rehén	 falleció,	 dos	 comandos	 murieron,	 cinco	 rehenes
resultaron	 heridos,	 quince	 comandos	 igualmente	 resultaron	 heridos	 y	 los
catorce	 terroristas	 fueron	 abatidos,	 es	 razonable	 deducir	 que	 se	 empleó,
incluso	 a	 partir	 del	 armamento	 utilizado	 por	 el	 Estado,	 la	 fuerza	 necesaria
para	liberar	a	los	rehenes	y	poner	fin	al	secuestro.	Además,	se	alquilaron	casas
alrededor	 de	 la	 residencia	 del	 embajador	 del	 Japón,	 para	 disminuir
sensiblemente	o	restar	el	daño	colateral,	esto	es,	que	se	extienda	a	otros	civiles
y	otros	 inmuebles”.	 (CS,	R.	N.	3521-2012-Lima,	 jul.	24/2013.	S.	S.	San	Martín
Castro)
JURISPRUDENCIA.—Estos	 son	 los	 dos	 requisitos	 y	 las	 tres	 condiciones
que	analizó	la	Corte	Suprema	para	validar	la	legalidad	de	la	operación
“Chavín	de	Huántar”.	 “Que	es	 importante	precisar	que	 los	actos	permitidos
por	el	ordenamiento	comprenden	dos	requisitos	y	exigen	tres	condiciones	para
su	debida	aplicación	[Conforme:	Sentencia	del	Tribunal	Supremo	Español	del
cuatro	de	noviembre	de	mil	novecientos	noventa	y	cuatro].	El	primer	requisito
es	que	el	sujeto	activo	sea	una	autoridad	o	funcionario	público	autorizado	por
las	 normas	 jurídicas	 a	 hacer	 uso	 de	 medios	 letales,	 y	 el	 segundo	 es	 que	 el
hecho	 típico	 se	 haya	producido	 en	 el	 ejercicio	 de	 sus	 funciones;	 sin	 duda,	 se
trató	de	una	operación	militar	de	rescate	que,	dadas	las	circunstancias,	era	de
indispensable	realización	y	estaba	conforme	con	el	ordenamiento	jurídico.
La	primera	condición,	en	cuanto	a	la	conducta	del	agente	oficial,	es	que	para
el	cumplimiento	de	su	deber	tenga	necesidad	de	hacer	uso	de	medios	violentos.
La	 segunda	 es	 que	 se	 utilice	 el	 medio	 violento	menos	 peligroso	 y	 del	 modo
menos	lesivo	posible	en	consideración	a	las	circunstancias.	Y	la	tercera	estriba
en	 que	 sea	 proporcional	 la	 violencia	 utilizada	 en	 relación	 con	 el	 hecho	 que
origina	la	intervención	de	las	fuerzas	especiales.	Esas	condiciones	ya	han	sido
analizadas.	La	necesidad	de	 la	operación	militar	de	rescate	se	dio	cuando	se
frustró	la	negociación	y	se	contaba	con	información	de	una	conducta	agresiva
de	 los	 secuestradores	 contra	 los	 rehenes,	 además	 se	 utilizó	 armamento	 de
guerra	 ligero	 y	 las	 técnicas	militares	 de	 dominación	 de	 inmuebles	 y	 de	 tiro
instintivo	 selectivo,	 frente	 a	 terroristas	 fuertemente	 armados	 y	 decididos,
como	en	efecto	hicieron,	al	enfrentarse	a	los	comandos”.	(CS,	R.	N.	3521-2012-
Lima,	jul.	24/2013.	S.	S.	San	Martín	Castro)
DOCTRINA.—Defensa	 subjetiva	 o	 putativa	 legitima	 la	 conducta	 del
agente.	 “De	 lo	sentado	por	 la	 jurisprudencia	 transcrita	queda	claro	que	 la
defensa	 subjetiva	 o	 putativa	 tiene	 como	 elemento	 esencial	 el	 error
invencible	 en	 que	 incurre	 el	 agente	 acerca	 de	 la	 existencia	 del	 ataque	 o
agresión	o	en	torno	a	su	justificación,	es	decir	que	el	mismo	no	es	real,	pero
aquel	 lo	crea,	 lo	representa	imaginariamente,	hasta	el	punto	de	considerar
necesario	 ejercer	 un	 acto	 de	 defensa	 para	 repelerlo.	 Ese	 convencimiento
errado	legitima	la	conducta	del	agente.	(...)	Frente	a	tales	supuestos,	la	corte
no	comparte	el	criterio	expuesto	por	el	procurador	delegado	en	el	sentido
de	que	el	procesado	(...)	actuó	amparado	bajo	dicha	causal	de	exclusión	de
responsabilidad	penal,	como	tampoco	que	su	juicio	se	haya	visto	obnubilado
por	 un	 intenso	miedo	 que	 lo	 condujo	 a	 deformar	 la	 realidad,	 aun	 cuando
esta	 sala	 de	 antaño,	 lo	 ha	 aceptado	 viable	 para	 admitir	 la	 excluyente,	 al
señalar	que	‘La	legítima	defensa	subjetiva	o	putativa	no	viene	a	ser	otra	cosa
que	el	miedo	o	el	temor	producido	por	un	peligro	imaginario	o	aparente	que
el	 sujeto	exagera	por	 la	exaltación	psíquica	que	padece	en	el	momento	de
obrar’.
Pues	 bien,	 precísese	 que	 de	 acuerdo	 con	 la	 misma	 versión	 de	 que	 (...)
reaccionó	 frente	a	una	agresión	real	de	parte	de	 la	víctima,	no	 imaginaria,
sin	 que	 en	 ello	 haya	 tenido	 incidencia	 el	 supuesto	 miedo	 intenso	 que	 el
procurador	 delegado	 le	 atribuye	 para	 el	 momento	 de	 la	 realización	 de	 la
conducta.
Sobre	esto	último	no	se	debe	perder	de	vista,	ante	todo,	que	los	hechos	se
suscitaron	 en	 el	 marco	 de	 un	 gran	 operativo	 en	 la	 ciudad	 de	 Montería
dirigido	 en	 contra	 de	 la	 estructura	 financiera	 del	 aparato	 paramilitar
(operación	Monserrate),	dentro	del	cual	estaba	previsto	el	allanamiento	a	la
residencia	 de	 Salvatore	Mancuso,	 reconocido,	 ya	 para	 ese	 entonces,	 como
uno	de	los	jefes	máximos	y	cabecillas	principales	de	las	autodefensas	unidas
de	 Colombia,	 grupo	 armado	 organizado	 al	 margen	 de	 la	 ley	 al	 que	 se	 le
atribuyen	miles	de	víctimas	en	el	país	mediante	métodos	calificados	como
constitutivos	de	delitos	de	lesa	humanidad.	Por	tal	razón,	el	procedimiento
se	calificó	como	de	‘alto	riesgo’	y	se	planificó.”	(CS	de	Colombia,	Sent.	28143,
jun.	29/2011.	M.	P.	María	del	Rosario	González)
DOCTRINA.—Los	 insultos,	 por	 graves	 que	 sean,	 no	 constituyen	 una
agresión	que	habilite	la	legítima	defensa.	“En	caso	bien	similar	resuelto
en	 la	 STS	 1156/2010	 de	 28	 de	 diciembre	 dijimos	 que	 no	 procedía	 la
exención.	Allí	el	acusado	manifestó	ser	consciente	de	que	una	persona	a	su
espalda	 le	 agarraba	 por	 el	 cuello;	 tuvo	 también	 conciencia	 de	 las	 frases
injuriosas	 y	 amenazantes	 descartando	 el	 Tribunal	 el	 elemento	 esencial	 en
que	 se	 basaba	 toda	 la	 argumentación	 del	 recurrente,	 que	 era	 el	 dolor
intenso	que	el	acusado	dice	que	sintió	en	el	hombro	al	ser	asido	por	el	cuello
sin	 que	 como	 aquí	mediara	 prueba	 sobre	 la	 relación	 entre	 el	 hecho	 de	 la
víctima	y	el	resultado	alegado	por	el	acusado	por	la	acción	de	ésta.
Y	 dijimos:	 constituye	 agresión	 ilegítima	 toda	 actitud	 de	 la	 que	 pueda
racionalmente	 deducirse	 que	 pueda	 crear	 un	 riesgo	 inminente	 para	 los
bienes	jurídicos	defendibles	y	que	haga	precisa	una	reacción	adecuada	que
mantenga	 la	 integridad	 de	 dichos	 bienes,	 sin	 que	 por	 tanto,	 constituyan
dicho	 elemento	 las	 expresiones	 insultantes	 o	 injuriosas	 por	 graves	 que
fuesen,	 ni	 las	 actitudes	 meramente	 amenazadoras	 sino	 existen
circunstancias	que	hagan	adquirir	al	amenazado	la	convicción	de	un	peligro
real	o	inminente	(STS.	12.7.94),	exigiéndose	‘un	peligro	real	y	objetivo	y	con
potencia	 de	 dañar’.”	 (Tribunal	 Supremo	 de	 España,	 STS	 3395/2013,	may.
29/2013.	V.	P.	Luciano	Varela	Castro)
DOCTRINA.—Tribunal	 Supremo	de	España	 señala	 los	 requisitos	para
determinar	 la	 existencia	 del	 miedo	 insuperable	 como	 eximente	 de
responsabilidad	penal.	 “La	 tesis	del	Tribunal	 sentenciador	no	puede,	 sin
embargo,	 compartirse,	 pues	 parte	 de	 una	 premisa	 que	 no	 se	 considera
razonable.	En	efecto,	el	hecho	de	que	el	acusado	estuviera	sometido	a	una
situación	 de	 terror	 por	 la	 conducta	 agresora,	 lesiva	 e	 intimidante	 del
coacusado	 (...)	 no	 quiere	 decir	 que,	 a	 mayores,	 no	 pueda	 concurrir	 otra
eximente	 referida	 a	 una	 enfermedad	 mental	 previa	 con	 virtualidad	 y
entidad	suficientes	para	operar	autónomamente	de	la	eximente	relativa	a	la
situación	 extraordinaria	 de	 temor.	 Y	 es	 que,	 de	 seguirse	 el	 criterio	 del
tribunal	de	 instancia,	no	habría	diferencia	punitiva	alguna	en	aterrorizar	a
un	sujeto	que	no	padece	enfermedad	psíquica	alguna	que	a	aquel	que	sí	 la
padece,	 con	 lo	 cual	 se	 igualarían	 punitivamente	 dos	 situaciones	 fácticas
claramente	dispares,	con	patente	vulneración	del	principio	de	justicia.
Por	 consiguiente,	 lo	 adecuado	 y	 proporcionado	 es	 examinar
separadamente	el	estado	psíquico	del	acusado	para	ponderar	si	realmente
sus	padecimientos	 justifican	o	no	operar	 con	 la	 circunstancia	de	anomalía
psíquica	 para	 graduar	 debidamente	 su	 imputabilidad	 como	 elemento
integrante	de	su	capacidad	de	culpabilidad.
Pues	bien,	 en	el	 informe	psiquiátrico	 se	especifica	que	padece	un	 retraso
mental	 con	 una	 capacidad	 intelectual	 significativamente	 por	 debajo	 de	 la
media,	y	aunque	el	retraso	mental	es	ligero,	sí	ha	de	sopesarse	que	se	da	en
una	 persona	 de	 una	 gran	 ingenuidad	 e	 influibilidad,	 padeciendo	 además
desde	 una	 perspectiva	 orgánica	 crisis	 epilépticas.	 Ello	 le	 impide,	 según	 el
informe,	comprender	plenamente	el	significado	o	gravedad	de	lo	sucedido,
vistos	 los	 rasgos	de	su	personalidad.	La	sala	de	 instancia	señala	que	estos
factores	de	 índole	 psiquiátrico	 y	 psicológico	 ya	 los	 ha	 tenido	 en	 cuenta	 al
ponderar	la	situación	de	miedo	que	sufrió	el	acusado	como	consecuencia	de
la	 conducta	 gravemente	 conminatoria	 y	 agresiva	 de	 (...)	 hacia	 su	 persona.
Sin	embargo,	si	ese	fue	el	criterio	con	que	operó	no	lo	aplicó	debidamente,
pues	al	sumar	ambas	categorías	de	circunstancias	debió	reducir	la	pena	en
dos	 grados	 y	 no	 en	 uno	 solo”.	 (Tribunal	 Constitucional	 de	 España,	 STS
4281/2013,	jul.	26/2013.	V.	P.	Alberto	Gumersindo	Jorge	Barreiro)
COMENTARIO.—Inimputabilidad.	El	actual	Código	Penal	requiere,	al	igual
que	 la	 doctrina	 dominante,	 del	 elemento	 culpabilidad	 para	 afirmar	 la
posibilidad	 de	 imputación	 del	 injusto	 (acción	 típica	 y	 antijurídica)	 a	 su
autor.	 La	 culpabilidad	 (llamada	 también	 imputación	 personal)
tradicionalmente	se	ha	estructurado	bajo	tres	elementos:	a)	la	capacidad	de
comprender	 lo	 ilícito	 del	 hecho	 y	 la	 capacidad	 de	 actuar	 conforme	 a	 esa
comprensión	(imputabilidad	o	capacidad	de	culpabilidad,	numerales	1	y	2
del	Código	Penal),	b)	Posibilidad	del	conocimiento	de	la	ilicitud	(conciencia
de	la	antijuricidad	-	error	de	prohibición,	artículo	14	y	15	del	Código	Penal);
y,	 c)	 Exigibilidad	 (que	 excluye	 el	 reproche	 de	 culpabilidad	 -	 estado	 de
necesidad	exculpante	artículo	20,	inciso	5,	entre	otros).	La	inimputabilidad
excluye	 la	responsabilidad	penal	 (culpabilidad)	y	con	ella	 la	pena,	pero	no
excluye	 la	posibilidad	de	 imponer	medidas	de	seguridad.	Así,	el	enajenado
mental	que	propina	una	fuerte	golpiza	al	distraído	transeúnte,	por	creer	que
este	 es	 un	 fiero	 león	 dispuesto	 a	 devorarlo,	 no	 comete	 delito	 de	 lesiones
(Art.	121	del	C.	P.)	–por	faltarle	culpabilidad–	y	por	tanto	no	es	merecedor
de	una	pena	sino	de	la	imposición	de	una	medida	de	seguridad	(artículo	71
del	 C.	 P).	 Mientras	 la	 pena	 necesita	 de	 la	 comisión	 de	 un	 delito	 (acción,
tipicidad,	 antijuricidad	 y	 culpabilidad),	 la	 medida	 de	 seguridad	 tan	 sólo
requiere	la	presencia	de	un	injusto	penal	(acción,	tipicidad	y	antijuricidad).
COMENTARIO.—Legítima	defensa.	La	legítima	defensa	se	fundamenta	en
los	 principios	 de	 protección	 individual	 y	 de	 prevalecimiento	 del	 derecho.
Por	eso,	 la	 legítima	defensa	sólo	opera	en	defensa	de	“bienes	propios	o	de
terceros”,	y	no	resulta	admisible	invocarla	en	la	defensa	de	bienes	jurídicos
colectivos	 o	 de	 la	 comunidad.	 La	 legítima	 defensa	 necesita	 además	 de	 la
presencia	de	tres	circunstancias	o	requisitos	concurrentes:
a)	 Agresión	 Ilegítima.	 La	 agresión	 es	 la	 amenaza	 que	 parte	 de	 un	 ser
humano	y	que	soporta	un	bien	jurídico.	Frente	a	los	ataques	de	los	animales
no	cabe	invocar	legítima	defensa	sino	estado	de	necesidad	justificante.	Pero
si	“A”	se	sirve	de	un	animal,	azuzando	por	ejemplo	a	un	can,	para	agredir	a
“B”,	 el	 perro	 en	 tal	 caso	 no	 será	más	 que	 un	 instrumento	 de	 “A”;	 y	 si	 “B”
logra	dar	muerte	al	perro	estará	del	todo	justificado	por	la	legítima	defensa
(destrucción	 de	medios	 agresivos).	 Tampoco	 se	 puede	 actuar	 en	 legítima
defensa	frente	a	las	personas	jurídicas	porque	las	mismas	no	pueden	actuar
en	el	sentido	que	exige	el	derecho	penal.
La	 ilegitimidad	 de	 la	 agresión	 coincide	 con	 el	 concepto	 de	 agresión
antijurídica.	 Por	 tanto,	 no	 representan	 acciones	 antijurídicas	 aquellas	 que
están	amparadas	por	causas	de	justificación.	No	es	posible	legítima	defensa
contra	 legítima	defensa	 o	 legítima	 defensa	 contra	 un	 estado	 de	 necesidad
justificante,	por	ejemplo.
La	 jurisprudencia	 reconoce	 que	 la	 “agresión”	 en	 el	 texto	 legal	 sólo	 exige
que	 sea	 antijurídica,	 no	 que	 siempre	 sea	 dolosa	 o	 realizada	 por	 persona
imputable,	 cabe	 perfectamente	 la	 legítima	 defensa	 frente	 a	 agresiones
culposas	 y	 frente	 a	 agresiones	 que	 provengan	 de	 personas	 inimputables,
siempre	 que	 no	 se	 tenga	 la	 posibilidad	 de	 evitar	 la	 agresión	 por	 otros
medios.
El	 Código	 Penal	 no	 establece	 literalmente	 que	 la	 agresión	 sea	 actual,	 sin
embargo	 del	 texto	 “se	 obre	 en	 defensa	 de	 bienes	 jurídicos	 propios	 o	 de
terceros”	resulta	claro	que	la	posibilidad	de	defensa	sólo	puede	ser	invocada
cuando	 la	 agresión	 suponga	 un	 peligro	 próximo	 o	 precisamente	 esté
teniendo	lugar	o	todavía	prosiga.	La	persona	que	actúa	cuando	la	agresión
no	sea	actual	no	obrará	pues	por	legítima	defensa	sino	por	venganza.	Obra
en	legítima	defensa,	la	mujer	débil	que	o	bien	dispara	al	hombro	del	ladrón
que	se	acerca	lentamente	mostrando	una	navaja	o	si	dispara	a	la	pierna	del
malhechor	 en	 pleno	 forcejeo	 o	 cuando	 éste	 huye	 con	 el	 botín.	 Aquí,	 en	 el
tercer	supuesto,	a	pesar	que	existe	ya	un	robo	formalmente	consumado,	la
agresión	a	la	propiedad	sigue	siendo	actual,	esto	mientras	el	ladrón	no	logre
poner	a	buen	recaudo	lo	robado	o	fuera	de	la	esfera	de	dominio	de	la	mujer.
b)	 Necesidad	 racional	 del	 medio	 empleado	 para	 impedirla	 o	 repelerla.	 En
principio	 al	 limitar	 la	 legítima	 defensa	 a	 la	 “necesidad	 racional	 del	medio
empleado”	 el	 Código	 Penal,	 reconoce	 cierta	 protección	 a	 los	 bienes	 del
agresor,	no	puede	decirse	entonces	que	el	agresor	quede	a	libre	merced	de
su	 víctima.	 La	 necesidad	 obra	 aquí	 por	 dos	 caminos:	 como	 necesidad	 de
defenderse	 y	 como	 necesidad	 del	 medio	 defensivo	 concretamente
empleado.	 Interesa	 concluir,	 que	 el	 medio	 empleado	 debe	 ser	 el	 menos
lesivo	–no	necesariamente	proporcional	o	igual–	pero	si	lo	suficientemente
racional	 e	 idóneo	 para	 rechazar	 o	 poner	 fin	 a	 la	 agresión.	 Entran	 en
consideración	para	 la	 racionalidad	del	medio	empleado,	 las	 circunstancias
de	 tiempo	 lugar	y	modo,	 la	edad	y	 fortaleza	del	agresor	y	de	 la	víctima,	 la
disponibilidad	e	idoneidad	de	los	medios	defensivos,	entre	otras.
La	diferencia	exagerada	entre	el	daño	que	hubiera	causado	la	agresión	y	el
daño	causado	por	 la	defensa	excluye	también	 la	 legítima	defensa.	El	hurto
de	una	cesta	de	pan	no	autoriza	a	privar	de	la	vida	al	ladronzuelo.
c)	La	falta	de	provocación	suficiente.	La	norma	busca	evitar	un	virtual	abuso
del	 derecho.	 Si	 “A”	 insulta	 gravemente	 a	 “B”,	 no	 puede	 luego	 invocar
legítima	defensa	si	 “B”	decide	reaccionar	con	un	par	de	bofetadas	a	 fin	de
poner	término	a	los	insultos.	Pero	si	“B”	se	excede	en	la	reacción	defensiva,
“A”	volverá	a	tener	la	posibilidad	de	defenderse	legítimamente	contra	“B”.
COMENTARIO.—Estado	de	necesidad	justificante.	Como	ha	precisado	 la
doctrina	 el	 código	 no	 ofrece	 ninguna	 definición	 de	 estado	 de	 necesidad
justificante,	sino	que	al	igual	que	en	la	legítima	defensa,	se	limita	a	exigir	la
concurrencia	de	ciertos	requisitos.
El	artículo	exige:
1)	Concurrencia	de	un	peligro	actual.	Por	peligro	actual	se	debe	entender	a
la	probabilidad	 inminente	de	 lesión	–la	necesidad	 imperiosa	e	 inaplazable
de	rechazarla–;
2)	Que	el	peligro	sea	 insuperable	de	otro	modo.	Esto	último,	supone	que	el
medio	empleado	para	hacer	 frente	al	peligro	ha	de	ser	adecuado	y	el	más
benigno,	 al	 igual	 que	 en	 la	 legítima	 defensa.	 En	 cuanto	 a	 los	 bienes
defendibles	en	el	estado	de	necesidad	pueden	ser	tanto	los	bienes	jurídicos
individuales	o	de	terceros	e	inclusive	los	de	la	comunidad.
a)	La	apreciación	de	los	bienes	jurídicos	en	conflicto	y	el	empleo	de	un	medio
adecuado.	En	la	“apreciación	de	bienes	jurídicos”	el	código	no	es	claro	si	se
refiere	a	la	“ponderación	de	bienes”	o	a	“la	ponderación	de	intereses”,	en	el
inciso	 se	 habla	 indistintamente	 de	 “apreciación	 de	 los	 bienes	 en	 conflicto
afectados”	y	luego	“el	bien	protegido	resulta	predominante	sobre	el	interés
dañado”	 cuestión	 que	 importa	 para	 los	 límites	 del	 estado	 de	 necesidad
justificante.	 En	 concreto,	 es	 posible	 ver	 en	 el	 estado	 de	 necesidad	 un
conflicto	de	intereses	y	no	sólo	un	conflicto	de	bienes.	En	uno	u	otro	caso	es
imposible	 dar	 fórmulas	 generales,	 sino	 que	 debe	 atenderse	 a	 todas	 las
circunstancias	 que	 se	 acomoden	 al	 supuesto	 concreto	 y	 ponderarlas	 en
cuanto	 a	 su	 importancia	 para	 uno	u	 otro	 interés.	 Así,	 resultará	 justificada
una	breve	privación	de	libertad	durante	pocos	minutos	y	sin	consecuencias
lesivas	para	evitar	un	daño	patrimonial	irreparable.
b)	Medio	adecuado	para	vencer	el	peligro.	La	“acción	necesaria	en	el	estado
de	 necesidad”	 debe	 representar	 el	 medio	 socialmente	 adecuado	 para	 la
resolución	del	conflicto.	Resulta	útil	aclarar	que,	a	diferencia	de	la	legítima
defensa	 donde	 se	 reacciona	 frente	 al	 que	 agrede	 antijurídicamente,	 en	 el
estado	de	necesidad	la	reacción	choca	con	los	intereses	de	una	persona	que
no	 realiza	 ninguna	 agresión	 ilegítima.	 El	 estado	 de	 necesidad	 coloca	 en
conflicto	a	dos	sujetos	que	siempre	se	hallan	en	la	misma	posición	frente	al
derecho:	ninguno	de	ellos	resulta	ser	injusto	agresor.
COMENTARIO.—Estado	de	necesidad	exculpante.	Mientras	en	el	estado
de	 necesidad	 justificante	 el	 derecho	 justifica	 la	 acción	 (ausencia	 de
antijuricidad),	 en	 el	 estado	 de	 necesidad	 exculpante	 el	 derecho	 sólo
“disculpa”	 la	 conducta	 (se	 excluye	 la	 culpabilidad).	 La	 diferencia	material
tiene	consecuencias	prácticas:	 frente	a	un	estado	de	necesidad	 justificante
no	es	admisible	la	legítima	defensa	y	la	participación	está	justificada;	por	el
contrario,	en	el	estado	de	necesidad	exculpante	cabe	 legítima	defensa	y	 la
participación	en	el	hecho	injusto	resulta	penada.
La	 primera	 diferencia	 clara	 entre	 el	 estado	 de	 necesidad	 justificante
regulado	en	el	numeral	cuarto	y	el	estado	de	necesidad	exculpante,	 reside
en	la	calidad	de	los	bienes	jurídicos	en	conflicto.	Así,	mientras	en	el	estado
de	 necesidad	 justificante	 se	 puede	 optar	 por	 discriminar,	 en	 última
instancia,	en	salvar	el	“bien	más	importante”	a	costa	del	sacrificio	del	“bien
menos	 importante”,	 en	 el	 estado	 de	 necesidad	 exculpante	 no	 cabe	 dicha
posibilidad	 ya	 que	 los	 bienes	 en	 conflicto	 resultan	 ser,	 todos,	 del	 mismo
valor	para	el	derecho.
Como	 indica	 el	 propio	 numeral	 sólo	 son	 susceptibles	 de	 estado	 de
necesidad	 exculpante	 los	 bienes	 jurídicos	 como:	 la	 vida,	 la	 integridad
corporal	y	la	libertad.	El	honor,	la	propiedad	e	incluso	la	“vida	en	formación”
no	encuentran	cabida	en	esta	causa	de	exculpación.
La	diferencia	con	el	estado	de	necesidad	justificante	no	viene	dada	sólo	por
la	diferencia	en	la	calidad	de	bienes	jurídicos	sino	también	por	el	círculo	de
personas.	 En	 el	 estado	 de	 necesidad	 exculpante	 sólo	 procede	 cuando	 se
actúa,	no	a	favor	de	“otro”	sino	de	una	“persona	con	quien	se	tiene	estrecha
vinculación”.	En	cuanto	a	lo	que	se	debe	entender	por	peligro,	su	origen,	la
inminencia	y	 la	posibilidad	de	evitarlo,	 como	no	existen	 razones	para	una
interpretación	diferente	a	lo	realizado	en	el	estado	de	necesidad	justificante,
resulta	válido	lo	expuesto	en	el	numeral	anterior.
COMENTARIO.—Otros	 eximentes.	 Fuerza	 física	 irresistible.	 Debe
distinguirse	 la	 fuerza	 física	 irresistible	 (vis	 absoluta	 o	 vis	 ablativa)	 de	 la
violencia	 moral	 (vis	 compulsiva).	 Sólo	 la	 primera	 elimina	 el	 carácter
voluntario	 de	 la	 conducta,	 la	 violencia	 moral	 según	 su	 grado	 sólo	 podrá
llegar	a	ser	una	causa	que	excluya	o	atenúe	la	culpabilidad.	Por	tanto,	no	se
podrá	alegar	fuerza	física	irresistible	en	el	homicidio	por	emoción	violenta
(Art.	109),	o	en	el	supuesto	de	infanticidio	(Art.	110).
Miedo	insuperable.	El	miedo	 insuperable	 a	 diferencia	de	 la	 fuerza	 física
irresistible	no	anula	la	posibilidad	de	“comportamiento”	del	sujeto,	sino	que
priva	de	la	normalidad	necesaria	para	que	pueda	imputársele	penalmente	el
hecho.
Tampoco	 el	 miedo	 insuperable	 puede	 considerarse	 como	 causa	 de
inimputabilidad	 (incisos	 1	 y	 2),	 el	 miedo	 no	 tiene	 porqué	 llegar	 a
comportarse	 como	 una	 anomalía	 psíquica	 o	 una	 grave	 alteración	 de	 la
conciencia.	El	miedo	será	insuperable	en	sentido	estricto,	cuando	no	pueda
suspenderse	su	presión	motivadora	ni	dejar,	por	 tanto,	de	realizar	bajo	su
efecto	la	conducta	antijurídica.
Obediencia	debida.	En	verdad	 lo	regulado	por	el	 inciso	9	del	artículo	20
del	 Código	 Penal	 ya	 está	 contemplado	 en	 el	 inciso	 8	 del	 mismo.	 No
encuentra	 funcionalidad	 lo	 establecido	 en	 el	 inciso	 9,	 toda	 vez	 que	 la
persona	que	obra	por	orden	obligatoria	de	autoridad	competente,	expedida
en	 ejercicio	 de	 sus	 funciones,	 obra	 ya	 en	 cumplimiento	 de	 un	 deber.	 No
existe	desobediencia	si	no	se	cumple	una	orden	(o	deber)	antijurídica	o	que
no	se	haya	dictado	para	los	fines	del	servicio.
Consentimiento.	Es	discutible	si	el	consentimiento	en	nuestra	 legislación
opera	 siempre	 como	 causa	 de	 justificación	 (consentimiento	 en	 sentido
estricto)	 y	 como	 causa	 que	 excluye	 la	 tipicidad	 (acuerdo)	 o	 si	 sólo	 opera
como	causa	que	excluye	 la	 tipicidad.	Lo	que	sí	 resulta	 claro,	 es	que	en	 los
delitos	 de	 coacción	 el	 consentimiento	 siempre	 descarta	 la	 tipicidad.	 Así,
cuando	una	mujer	consiente	 tener	 relaciones	sexuales	con	el	varón	que	 la
pretende	ya	no	puede	configurarse	el	tipo	de	violación	(Art.	170),	tampoco
existirá	el	tipo	de	hurto	si	el	propietario	consiente	la	sustracción	de	la	cosa
(Art.	170)	o	el	tipo	de	secuestro	si	la	víctima	consiente	su	propio	encierro.
Más	importante	resulta	establecer	claramente	los	requisitos	que	necesita	el
consentimiento	 para	 ser	 válido.	 El	 consentimiento	 no	 necesita	 de	 la
capacidad	 civil	 sino	 que	 basta	 en	 principio	 la	 capacidad	 natural	 de
discernimiento	 que	 permita	 advertir	 el	 significado	 y	 las	 consecuencias
esenciales	 del	 mismo.	 En	 algunos	 delitos	 se	 señalan	 límites	 de	 edad	más
elevados	(el	Código	Penal,	considera	abuso	sexual	no	consentido	el	que	se
ejecute	 sobre	 una	 persona	 menor	 de	 14	 años,	 siendo	 ineficaz	 su
consentimiento	 aunque	 tenga	 discernimiento	 natural).	 El	 consentimiento
sólo	 exige	 que	 sea	 reconocible	 externamente,	 por	 cualquier	 medio.	 Sin
embargo,	quien	actúa	desconociendo	quedará	impune	en	el	Código	Penal,	la
tentativa	inidónea	no	es	punible	(Art.	14).
Tampoco	 son	 aplicables	 al	 consentimiento	 los	 vicios	de	 la	 voluntad	o	del
acto	jurídico	que	se	manejan	en	la	teoría	jurídico	civil.	La	coacción	excluye
siempre	la	eficacia	del	consentimiento.
El	 consentimiento	 no	 opera	 en	 los	 delitos	 contra	 la	 colectividad,	 porque
resulta	 obvio	 que	 aquí	 el	 bien	 jurídico	 no	 es	 de	 titularidad	 del	 individuo,
aunque	 la	 acción	 recaiga	 sobre	 una	 persona	 concreta.	 Ejemplo,	 el
consentimiento	 del	 perjudicado	 en	 una	 falsificación	 de	 documentos	 es
inoperante,	ya	que	el	bien	jurídico	es	la	pureza	del	tráfico	probatorio	y	no	el
interés	del	perjudicado.	Del	mismo	modo	en	la	usurpación	del	estado	civil	y
en	 la	 bigamia	 se	 protegen	 intereses	 no	 del	 perjudicado	 sino	 de	 la
comunidad.	En	los	delitos	contra	la	vida	humana	el	Código	Penal	no	concede
eficacia	eximente	al	consentimiento,	a	lo	más	le	otorga	un	efecto	atenuante	–
el	 Código	 Penal	 castiga	 al	 homicidio	 piadoso	 así	 como	 a	 la	 instigación	 o
ayuda	al	auxilio	con	penas	menores–.
En	el	aborto	el	consentimiento	de	la	embarazada	por	sí	sólo	no	exime,	pero
si	atenúa	 la	pena:	el	 artículo	116	castiga	el	 aborto	 sin	consentimiento	con
mayor	penalidad	que	la	que	prevé	el	artículo	115	para	el	aborto	consentido.
C.	P.
ART.	21.—Eximentes	incompletas.	En	los	casos	del	artículo	20,
cuando	 no	 concurra	 alguno	 de	 los	 requisitos	 necesarios	 para
hacer	 desaparecer	 totalmente	 la	 responsabilidad,	 el	 juez	 podrá
disminuir	 prudencialmente	 la	 pena	 hasta	 límites	 inferiores	 al
mínimo	legal.
PLENO	NACIONAL	PENAL.—Circunstancia	atenuante	prevista	en	el	Art.
21	del	Código	Penal	es	de	aplicación	obligatoria.	“(...)	En	consecuencia,	el
pleno,	Acuerda,	declarar	que
Primero.-	Por	unanimidad.	La	circunstancia	atenuante	prevista	en	el	Art.	21
‘del	Código	Penal	es	de	aplicación	obligatoria.	En	tal	caso,	la	disminución
prudencial	de	la	pena	opera	del	mínimo	legal	hacia	abajo.
Por	mayoría	de	50	votos	contra	5:	La	circunstancia	atenuante	prevista	en	el
Art.	220	del	Código	Penal	es	de	aplicación	facultativa.	Cuando	se	aplica,	la
disminución	de	la	pena	opera	a	partir	del	mínimo	legal	hacia	abajo.	(...)”.	(IV
Pleno	Nacional	Penal,	Iquitos	-1999,	Tema	4)
C.	P.
ART.	22.—Modificado,	D.	Leg.	1181,	Única	Disp.	Compl.	Modif.
Responsabilidad	 restringida	 por	 la	 edad.	 Podrá	 reducirse
prudencialmente	la	pena	señalada	para	el	hecho	punible	cometido
cuando	 el	 agente	 tenga	 más	 de	 dieciocho	 y	 menos	 de	 veintiún
años	 o	 más	 de	 sesenta	 y	 cinco	 años	 al	 momento	 de	 realizar	 la
infracción,	 salvo	 que	 haya	 incurrido	 en	 forma	 reiterada	 en	 los
delitos	previstos	en	los	artículos	111,	tercer	párrafo,	y	124,	cuarto
párrafo.
Está	excluido	el	agente	integrante	de	una	organización	criminal	o
que	 haya	 incurrido	 en	 delito	 de	 violación	 de	 la	 libertad	 sexual,
homicidio	calificado,	homicidio	calificado	por	 la	condición	oficial
del	 agente,	 feminicidio,	 sicariato,	 conspiración	 para	 el	 delito	 de
sicariato	 y	 ofrecimiento	 para	 el	 delito	 de	 sicariato,	 extorsión,
secuestro,	 robo	 agravado,	 tráfico	 ilícito	 de	 drogas,	 terrorismo,
terrorismo	 agravado,	 apología,	 genocidio,	 desaparición	 forzada,
tortura,	atentado	contra	la	seguridad	nacional,	traición	a	la	Patria
u	otro	delito	sancionado	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor
de	veinticinco	años	o	cadena	perpetua.
JURISPRUDENCIA.—Aplicación	 del	 principio	 de	 responsabilidad	 penal
restringida	no	es	vinculante	u	obligatoria.	“(...)	la	aplicación	del	principio
de	responsabilidad	penal	restringida	es	una	potestad	jurisdiccional	dejada	al
libre	y	prudente	criterio	del	juzgador,	mas	no	así	una	disposición	de	carácter
vinculante	 u	 obligatoria,	 siendo	 que	 es	 de	 naturaleza	 facultativa	 y	 no
obligatoria	(…)	No	resulta	evidentemente	de	carácter	obligatorio	otorgar	este
beneficio	en	todos	y	cada	uno	de	los	casos,	quedando	a	criterio	del	juzgador	su
aplicación.	En	este	extremo,	cabe	reseñar	que	el	Código	Penal	de	1991	(…),	en
su	artículo	22	(…).	El	legislador	de	esta	manera	deja	a	criterio	del	juzgador	la
aplicación	de	la	penalidad	restringida	en	razón	de	la	edad,	debiendo	tenerse
en	 cuenta	 para	 la	 graduación	 de	 la	 pena	 la	 responsabilidad	 y	 gravedad	del
hecho	 punible	 cometido	 por	 el	 agente,	 así	 como	 sus	 condiciones	 personales.
Para	 los	 efectos	 de	 la	 graduación	de	 la	 pena,	 debe	de	 tomarse	 en	 cuenta	 la
forma	 y	 circunstancias	 de	 la	 comisión	 del	 delito,	 así	 como	 la	 modalidad
empleada,	 para	 poder	 apreciar	 la	 temeridad	 y	 peligrosidad	 con	 que	 han
actuado	 los	 imputados,	 correspondiendo	 al	 órgano	 jurisdiccional	 la
graduación	de	la	pena,	previa	calificación	de	las	conductas	incriminadas	(…)”.
(TC.	Sent.,	may.	16/2005,	Exp.	N°	1908-2005-PHC/TC.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	inaplica	la	pena	del	delito	de
violación	sexual	de	menor	de	edad	y	la	prohibición	de	atenuar	la	sanción
por	responsabilidad	restringida.	“Sin	embargo,	este	supremo	tribunal
estima,	respecto	al	subprincipio	de	necesidad,	que	la	imposición	de	30	a	35
años	de	pena	privativa	de	libertad	al	autor	o	partícipe	de	la	violación	sexual
de	un	menor	de	13	años	de	edad,	(la	agraviada	tenía	trece	años	y	veinticinco
días	de	edad),	no	es	un	medio	necesario	o	indispensable	para	lograr	la
protección	efectiva	del	bien	jurídico	(...),	por	cuanto	existen	otras	medidas
alternativas,	igualmente	eficaces,	de	penas	menores	de	privación	de	la
libertad	que	pueden	permitir	alcanzar	el	mismo	objetivo.	(...).
En	 el	 mismo	 sentido,	 la	 prohibición	 de	 disminuir	 la	 pena	 para	 los	 sujetos
activos	de	 responsabilidad	 restringida,	 como	 los	 jóvenes	de	18	a	21	años	de
edad,	 establecida	 por	 el	 segundo	 párrafo	 del	 artículo	 22	 del	 Código	 Penal,
tampoco	pasa	 el	 test	de	proporcionalidad,	 por	 cuanto	para	proteger	 el	 bien
jurídico	 ‘indemnidad	sexual’,	no	es	necesario	proscribir	 la	aplicación	de	esta
circunstancia	 atenuante.	 La	 exclusión	 de	 la	 facultad	 del	 juez	 para	 poder
atenuar	 la	 pena	 en	 los	 delitos	 sexuales	 cometidos	 por	 jóvenes	 de
responsabilidad	restringida,	no	es	idónea	ni	necesaria	para	combatir	este	tipo
de	delitos.	Si	ya	la	aplicación	de	penas	altas	constituye	un	problema	acerca	de
la	 legitimidad	 constitucional	 de	 las	 normas	 penales,	 en	 orden	 a	 los	 fines
constitucionales	 de	 la	 pena;	 entonces,	 la	 exclusión	 de	 la	 atenuante	 por
imputabilidad	 disminuida	 deviene	 en	 una	 medida	 arbitraria	 y	 no	 resulta
idónea	para	alcanzar	el	objetivo	deseado:	lucha	eficaz	contra	la	criminalidad
y	mantener	los	índices	delictivos	en	límites	razonables”.	(C.	S.,	Cas.	335-2015-
Del	Santa,	jun.	01/2016.	V.	P.	César	Hinostroza	Pariachi)
NOTA:	La	Casación	335-2015-Del	Santa	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	18	de	agosto
del	2016.
COMENTARIO.—Variación	de	 la	pena	en	 los	delitos	contra	 la	 libertad
sexual	y	valoración	probatoria	de	la	declaración	del	menor:	reducción
de	 la	 pena.	 En	 el	 Pleno	 Jurisdiccional	 Regional	 Penal	 (Lima	 -	 2008)	 se
acordó,	 por	 unanimidad,	 que	 “el	 juez	 no	 puede	 reducir	 la	 pena	 cuando	 el
agente	de	más	de	18	y	menos	de	21	años	o	más	de	65	años	haya	incurrido
en	 delito	 contra	 la	 libertad	 sexual	 en	 tanto	 permanezca	 vigente	 la
prohibición	legal	prevista	en	el	artículo	22	del	Código	Penal	(modificado	por
la	 Ley	 27024).	 Una	 decisión	 contraria	 atentaría	 contra	 los	 efectos	 de	 la
pena”.
Se	establece	también	que,	“la	declaración	de	la	víctima	menor	de	catorce	a
dieciocho	 años	 de	 edad	 prestada	 ante	 el	 fiscal	 de	 familia	 si	 constituye
prueba,	 siempre	 y	 cuando	 no	 se	 transgredan	 las	 garantías	 de	 un	 debido
proceso.	Debe	prevalecer	el	principio	del	interés	superior	del	niño	y	de	esta
manera	evitar	la	revictimización	de	la	víctima”.
CAPÍTULO	IV
Autoría	y	participación
C.	P.
ART.	23.—Autoría,	autoría	mediata	y	coautoría.	El	que	realiza
por	sí	o	por	medio	de	otro	el	hecho	punible	y	los	que	lo	cometan
conjuntamente	serán	reprimidos	con	la	pena	establecida	para	esta
infracción.
JURISPRUDENCIA.—Dominio	 funcional	 del	 hecho	 es	 relevante	 para
determinar	autoría	y	participación.	“(...)	el	referido	 ilícito	patrimonial	 fue
llevado	a	cabo	mediante	una	pluralidad	de	agentes,	los	que	previo	concierto	y
propósito	 planificado	 han	 ejecutado	 su	 resolución	 delictiva	 con	 un	 dominio
funcional	 del	 hecho	 prestando	 aportes	 esenciales,	 por	 lo	 que	 la	 condición
jurídica	 que	 les	 corresponde	 es	 de	 coautores	 y	 no	 de	 cómplices,	 máxime
cuando	 el	 cómplice	 valorativamente	 se	 encuentra	 ubicado	 en	 un	 nivel
accesorio	 y	 dependiente	 de	 un	 hecho	 principal	 dominado	 por	 el	 autor	 o	 los
coautores,	 no	 pudiendo	 ser	 merecedor	 de	 una	 sanción	 de	 manera
independiente	 como	 incorrectamente	 lo	 ha	 realizado	 la	 Sala	Penal	 Superior
(...)”.	(CSJ,	Exp.	N°	1827-98,	jun.	25/98.	S.S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Formas	de	autoría	mediata.	“719.	La	autoría
mediata.	Se	identifica	como	autoría	mediata	aquellos	casos	donde	el	delito	es
realizado	por	el	agente	u	hombre	de	atrás,	a	través	de	un	intermediario
material	o	persona	interpuesta.	(...)
720.	Formas	de	autoría	mediata.	En	la	actualidad	se	admiten	tres	formas	de
autoría	mediata.	En	todas	ellas	el	agente	actúa	o	incide	dominando	la
voluntad	del	intermediario	material.	Por	consiguiente,	‘el	autor	mediato	debe
tener	la	posibilidad	de	controlar	y	dirigir	de	facto	el	comportamiento	de	la
persona	que	utiliza	para	cometer	el	delito’	(...).	Inicialmente,	sólo	se
reconocían	dos	modalidades	de	autoría	mediata:
(1)	La	primera	provenía	del	‘dominio	por	error’,	ya	que	en	ella	el	autor
mediato	dominaba	la	voluntad	del	ejecutor	a	través	del	engaño	sobre	las
circunstancias	reales	del	hecho	que	éste	realizaba,	o	al	darle	al	suceso	donde
aquél	intervenía,	un	sentido	o	significado	distintos	del	que	realmente	le
correspondía.
(2)	La	segunda	modalidad	era	la	del	‘dominio	por	coacción’.	Aquí,	el	hombre
de	atrás	direccionaba	la	voluntad	del	ejecutor	empleando	la	amenaza	o
intimidación	de	un	mal	inminente	y	grave	que	estaba	en	sus	facultades
realizar.
En	ambos	casos,	pues,	era	el	hombre	de	atrás	quien	condicionaba	y	decidía	la
estructura	del	hecho	delictivo,	de	manera	tal	que	la	conducta	realizada	por	la
persona	interpuesta	sólo	podía	imputársele	como	obra	suya.
(3)	La	tercera	modalidad	es	conocida	como	‘autoría	mediata	por	dominio	de
la	voluntad	en	aparatos	de	poder	organizados	(...).’”	(CS,	Exp.	A.	V.	19-2001,
abr.	07/2009.	Pres.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—Características,	presupuestos,	requisitos	y
consecuencias	de	la	autoría	mediata	por	dominio	de	la	voluntad	en
aparatos	de	poder	organizados.	“(…)	Es	importante	destacar	que	en	torno	a
esta	modalidad	de	autoría	mediata,	subsisten	algunas	posiciones	discrepantes
entre	los	autores	nacionales	(…)	y	extranjeros	(…)	que	la	confunden	con
supuestos	de	coautoría,	instigación	o	complicidad,	pese	a	no	darse	en	ella	la
horizontalidad,	o	la	relación	directa	o	periférica	que	caracteriza	a	aquéllas
(…).
(…).
§	3.	La	autoría	mediata	por	dominio	de	la	voluntad	en	aparatos	de	poder
organizados.
(…)	Actualmente	a	la	tercera	modalidad	de	autoría	mediata	(…)	se	le	han
aportado	desde	la	doctrina	penal	alterna	o	derivada	nuevos	enfoques	y
denominaciones,	siendo	las	más	utilizadas	las	siguientes:	‘autoría	a	través	del
poder	de	mando’,	‘dominio	de	la	organización’	o	‘dominio	del	hecho	a	través
de	aparatos	organizados	de	poder’	(…).
2.	El	presupuesto	general:	La	existencia	de	la	organización.
726.	Organización	estructurada.	Características.	La	tesis	de	la	autoría
mediata	por	dominio	de	la	voluntad	en	aparatos	de	poder	organizados	tiene
como	soporte	fundamental	la	‘existencia	previa	de	una	organización
estructurada’.	Ésta	posee	una	línea	jerárquica	sólida	que	hará	responsable	a
su	nivel	estratégico	superior	por	las	decisiones	y	designios	de	carácter
delictivo	que	a	su	interior	se	adopten.	Los	cuales,	luego,	le	serán	asignados	al
ejecutor	inmediato	por	la	vía	de	la	verticalidad	que	presenta	su	diseño
organizacional.
En	tal	virtud,	una	característica	importante	de	esta	clase	de	estructuras
organizadas	jerárquicamente	y	que	pone	de	relieve	su	estricta	verticalidad,	es,
pues,	(i)	la	‘asignación	de	roles’.	(…)	Es	importante	destacar	también	como
otra	característica	de	estos	aparatos	de	poder	con	estructuras	jerárquicas
organizadas,	el	que	(ii)	desarrollan	una	vida	funcional	que	es	independiente	a
la	de	sus	integrantes.	El	fundamento	de	ello	no	radica	en	un	estado	de	ánimo
especial	del	nivel	superior	estratégico,	sino	en	el	‘mecanismo	funcional	del
aparato’	(…)	su	‘automatismo’	o	desarrollo	de	un	proceso	o	funcionamiento
por	sí	sólo.	En	consecuencia,	el	hombre	de	atrás	podrá	confiar	siempre	en	que
su	orden	o	designio	criminal	se	van	a	cumplir	sin	necesidad	de	que	tenga	que
conocer	al	ejecutor	inmediato.	(…).	Por	tanto,	no	será	indispensable	que	exista
una	disposición	expresa	y	que	esté	contenida	en	un	documento,	por	la	que	el
nivel	superior	estratégico	ordene	directamente	el	cumplimiento	de	una
función	específica	al	ejecutor	inmediato.	(…).
3.	Los	presupuestos	específicos	y	sus	requisitos.
727.	Presupuestos	y	requisitos	funcionales.	La	identificación	de	las
organizaciones	jerárquicas	que	constituyen	los	aparatos	de	poder	organizado,
que	sirven	de	base	a	la	forma	de	autoría	mediata	que	se	analiza,	requiere
también	de	la	constatación	de	la	presencia	de	lo	que	el	Tribunal	Supremo
Federal	Alemán	ha	denominado	las	‘condiciones	marco’.	Es	decir,	de
presupuestos	y	requisitos	funcionales.	Estos	son	los	siguientes:	1)	el	poder	de
mando;	2)	la	desvinculación	de	la	organización	del	ordenamiento	jurídico;	3)
la	fungibilidad	del	ejecutor	inmediato;	y	4)	la	elevada	disponibilidad	del
ejecutor	hacia	el	hecho.	Estas	condiciones	marco	deben	ser	analizadas	de
manera	conjunta.	(…).”	(CS,	Exp.	A.	V.	19-2001,	abr.	07/2009.	Pres.	San	Martín
Castro)
JURISPRUDENCIA.—Niveles	para	desarrollar	un	análisis	adecuado	y	útil
de	las	condiciones	marco	para	evaluar	la	autoría	mediata	por	dominio
de	la	voluntad	en	aparatos	de	poder	organizados.	“(…)	(A)	Uno,	de
carácter	objetivo	que	comprende	i)	el	poder	de	mando	y	ii)	la	desvinculación
del	ordenamiento	jurídico	del	aparato	de	poder.	El	primero	de	estos	requisitos
resulta	trascendental	para	materializar	el	dominio	de	la	organización;
mientras	que,	el	segundo,	le	dará	mayor	solidez	a	este	dominio.	Por	tanto,
cabe	calificar	a	ambos	como	el	soporte	básico	que	permitirá	al	nivel
estratégico	superior	(autor	mediato)	edificar	y	consolidar	su	dominio	sobre	la
totalidad	de	la	estructura	criminal.
(B)	El	otro,	de	carácter	subjetivo,	donde	estarían	ubicadas	i)	 la	fungibilidad
del	 ejecutor	 directo	 y	 ii)	 su	 elevada	 disponibilidad	 hacia	 la	 realización	 del
hecho.	 Estos	 dos	 requisitos	 subjetivos	 son	 consecuencia	 del	 propio
automatismo	y	derivan	de	lo	que	Roxin	denomina	la	‘palanca	del	poder’.	Ello
es	 trascendente,	 pues	 permite	 inferir	 que	 la	 actuación	 del	 ejecutor	 directo
dependerá	 finalmente	 de	 su	 propia	 voluntad	 a	 la	 realización	 del	 hecho.	 En
cambio,	 la	 no	 ejecución	 por	 éste	 del	 evento	 criminal,	 conllevará	 a	 su
fungibilidad	o	 sustitución	por	 la	de	otra	persona	 interpuesta	que	 tenga	una
mayor	predisposición	a	la	realización	del	hecho	típico.	(…).”	(CS,	Exp.	A.	V.	19-
2001,	abr.	07/2009.	Pres.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—Corte	 de	 Lima	 lista	 y	 explica	 los	 presupuestos	 que
exige	una	coautoría.	“Como	se	ha	formulado	acusación	a	título	de	coautores,
la	 coautoría	 requiere	 de	 tres	 presupuestos,	 a)	 Ejecución	 conjunta	 del	 hecho
delictivo.	Hay	una	división	de	trabajo	de	los	intervinientes	en	el	plan	global;	b)
co-dominio	 funcional	 del	 hecho.	 Ejecutar	 tácticamente	 y	 controlando	 su
aporte	 esencial	 (fáctico)	del	hecho	delictivo	 (estratégico);	 c)	aporte	objetivo
de	cada	interviniente,	esto	es,	el	aporte	de	una	contribución	al	plan	global	del
hecho,	 en	 la	 fase	 de	 la	 ejecución	 del	 delito,	 ya	 que	 sin	 tales	 aportes	 no	 se
hubiese	 cometido	 el	 delito”.	 (Corte	 Superior	 de	 Lima,	 Exp.	 00092-2011-6-
1826-JR-PE-01,	jun.	10/2013.	Pres.	Susana	Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—CS:	el	delito	de	peculado	excluye	la	existencia	de	la
coautoría.	 “el	 delito	 de	 peculado	 es	 un	 delito	 de	 infracción	 de	 deber,	 sólo
admite	 la	 autoría	 directa	 o	 personal,	 excluyéndose	 las	 otras	 dos	 formas	 de
autoría	 (coautoría	 y	 autoría	 mediata)	 (...)	 No	 puede	 haber	 coautoría	 ni
cuando	 los	 intervinientes	 son	 intranei,	 ni	 cuando	 un	 intraneus	 y	 otro
extraneus	 llevan	 a	 cabo	 conjuntamente	 el	 hecho	 típico.	 Por	 tanto,	 el
denominado	 reparto	 de	 funciones	 o	 roles,	 que	 usualmente	 caracteriza	 la
coautoría,	 solo	 es	 aplicable	 en	 los	 delitos	 de	 dominio	 o	 de	 competencia	 por
organización”.	 (C.	 S.,	 R.	 N.	 615-2015-Lima,	 ago.	 16/2016.	 V.	 P.	 Pariona
Pastrana)
JURISPRUDENCIA.—El	autor	mediato	no	es	 solo	el	 jefe	máximo	de	una
organización	criminal.	 “el	autor	mediato	no	es	 solo	el	 jefe	máximo	de	una
organización	 criminal,	 sino	 todo	 aquél	 que	 en	 el	 ámbito	 de	 la	 jerarquía
transmite	 la	 instrucción	 delictiva	 con	 poder	 de	mando	 autónomo”	 (CS,	 Rev.
Sent.	54-2014-Lima,	nov.	24/2014.	V.	P.	Cevallos	Vegas)
JURISPRUDENCIA.—La	autoría	mediata	por	dominio	de	la	organización.
“(...)	Claus	Roxin,	postulando	como	 fundamento	de	 la	autoría,	el	dominio	del
hecho,	precisó	que	este	reviste	las	formas	del	dominio	de	la	acción,	del	dominio
de	 la	 voluntad	 y	 del	 dominio	 funcional	 del	 hecho	 (o	 codominio	 del	 hecho),
según	 se	 esté,	 respectivamente	 frente	a	una	autoría	 inmediata,	 frente	a	una
autoría	mediata	o	frente	a	una	coautoría.	Entre	las	subespecies	de	dominio	de
la	 voluntad	 identifica	 el	 ‘dominio	 de	 la	 coacción’	 y	 ‘dominio	 del	 error’,	 pero
además,	dice,	también	se	debe	hablar	de	una	nueva	subespecie	de	dominio	de
la	 voluntad:	 la	 del	 llamado	 ‘dominio	 de	 la	 organización’,	 conocido	 también
como	la	teoría	del	‘autor	detrás	del	autor’.
(...)	Los	presupuestos	de	dicho	dominio	de	organización,	según	Roxin,	son:	a)
la	existencia	de	una	fuerte	estructura	jerárquica	a	disposición	del	hombre	de
detrás,	 un	 aparato	 organizado	 de	 poder;	 b)	 la	 intercambiabilidad	 de	 los
ejecutores;	 y	 c)	 la	 desvinculación	 de	 la	 organización	 del	 ordenamiento
jurídico.	El	mismo,	desarrollando	estos	elementos	de	su	teoría,	últimamente	ha
dicho:	 ‘A	 favor	 de	 una	 autoría	 mediata	 de	 los	 hombres	 de	 atrás	 pueden
esgrimirse	dos	posibles	fundamentaciones	de	distinta	firmeza.	Por	un	lado,	se
puede	concebir	 la	 relación	entre	hombre	de	atrás	 e	 intermediario	del	hecho
como	una	pura	relación	de	dos	personas,	e	intentar	probar	algún	déficit	de	la
autonomía	 en	 el	 ejecutante,	 que	 permita	 atribuir	 al	 hombre	 de	 atrás	 un
dominio	del	hecho	de	mayor	nivel.	O	 se	puede	ver	 el	aparato	organizado	de
poder	como	verdadero	instrumento	del	hecho,	compuesto	por	un	gran	número
de	 personas	 que,	 gracias	 a	 la	 forma	 estructurada	 de	 actuar	 del	 aparato	 de
poder,	garantiza	la	producción	del	resultado	con	tan	alta	probabilidad	que	se
puede	 hablar	 de	 un	 dominio	 del	 resultado	 a	 través	 del	 hombre	 de	 atrás,
independientemente	de	la	diferente	situación	individual	que	pueda	tener	cada
uno	de	los	actores	(...)’.
‘Mi	 tesis	 es	 que,	 para	 fundamentar	una	autoría	mediata,	 solamente	 resulta
transitable	la	segunda	vía.	Como	criterios	de	la	autoría	mediata	en	el	marco
de	 aparatos	 organizados	 de	 poder	 se	 hacen	 valer	 diferentes	 circunstancias;
para	mi,	se	trata	de	la	‘fungibilidad’	del	ejecutor	inmediato	y	el	‘apartamiento
del	Derecho’	de	la	actividad	de	la	organización	(...)’.
‘(...)	la	objeción,	justificada	cuando	se	trata	de	una	relación	aislada	entre	dos
personas,	 en	 el	 sentido	 de	 que	 se	 estaría	 utilizando	 de	 manera	 vedada	 un
curso	 causal	 hipotético,	 se	 resuelve	 cuando	 se	 observa	 que	 la	 seguridad	 del
resultado	aumenta	enormemente	por	el	hecho	de	que	la	organización	cuenta
con	muchos	esbirros	dispuestos	y	que,	entonces,	la	ausencia	de	uno	de	ellos	–
por	cualquier	causa–	no	puede	hacer	peligrar	la	ejecución	de	la	orden	(...)’.
‘(...)	[con]	la	objeción	adicional	de	que	no	podrían	intercambiarse	a	aquellos
especialistas	 indispensables	 para	 ejecutar	 los	 hechos,	 pese	 a	 lo	 cual,	 los
hombres	 de	 atrás	 serían	 de	 todos	 modos	 autores	 mediatos	 (...)	 con	 ello	 se
abandona	 el	 ámbito	 del	 dominio	 de	 la	 organización	 que	 está	 hecha	 a	 la
medida	 del	 ‘automatismo’	 (...)	 y,	 por	 regla	 general,	 también	 para	 un	 gran
número	de	delitos	que	discurren	bajo	el	mismo	esquema’.
A	 la	 objeción	 hecha	 valer	 contra	 el	 criterio	 de	 la	 fungibilidad,	 el	 que	 el
ejecutor	inmediato	podría	salvar	o	dejar	escapar	a	la	víctima,	de	tal	manera
que	el	sería	el	único	que	tendría	el	dominio	sobre	la	producción	del	resultado,
con	lo	cual	no	podría	hablarse	de	ninguna	fungibilidad,	dice:	‘(...)	Pero	tal	falta
de	 funcionamiento	 es	 mucho	 más	 rara	 en	 una	 organización	 criminal	 que
cuando	 se	 emplean	 instrumentos	 sin	 culpabilidad	 o	 bajo	 error;	 casos	 en	 los
que	nadie	pone	en	duda	que	se	presente	una	autoría	mediata	por	el	hecho	de
que,	en	los	casos	particulares,	pueda	fracasar	una	tentativa.	Pese	a	todo	(...),
en	 las	 organizaciones	 delictivas,	 la	 fungibilidad	 puede	 estar	 formada	 de	 la
manera	más	diferenciada,	de	modo	que	es	aconsejable	no	apoyar	 la	autoría
mediata	 exclusivamente	 en	 este	 criterio	 (…)’”.	 (CS,	 Exp.	 N°	 03-2003-
1SPE/CSJLI,	abr.	08/2008.	Pres.	Inés	Villa	Bonilla)
JURISPRUDENCIA.—La	autoría	mediata	por	dominio	de	la	organización:
el	apartamiento	del	derecho.	“(...)	Respecto	al	otro	criterio	fundamentador
de	la	autoría	mediata,	el	‘apartamiento	de	derecho’,	dice:	‘(...)	En	primer	lugar,
el	aparato	de	poder,	naturalmente,	no	tiene	que	haberse	separado	del	Derecho
en	todos	 los	aspectos,	sino	solamente	en	el	marco	de	 los	tipos	penales	que	él
realiza	(...).	Y	en	segundo	lugar,	para	el	apartamiento	del	Derecho	no	importa
la	perspectiva	del	sistema	anterior,	sino	la	evaluación	jurídica	actual.
Pero	 sobre	 la	 base	 de	 éstos	 dos	 aclaraciones	 (sic)	 resulta	 evidente	 que	 el
apartamiento	 del	 derecho	 del	 aparato	 organizado	 de	 poder	 constituye	 un
presupuesto	necesario	para	el	dominio	del	hecho	de	los	hombres	de	atrás	(...).
Entonces,	el	sistema	(o	una	parte	del	sistema	de	un	Estado)	tiene	que	trabajar
delictivamente	 como	 un	 todo	 (‘apartándose	 del	 Derecho’)	 si	 quiere	 que	 las
órdenes	 de	 los	 hombres	 de	 atrás	 tengan	 la	 seguridad	 del	 éxito	 que
fundamenta	una	autoría	mediata’.
El	mismo	autor	(Roxin)	precisa	que	los	dos	criterios	no	caracterizan	aun,	en
toda	su	extensión,	las	circunstancias	en	las	cuales	se	basa	el	dominio	del	hecho
de	 los	 hombres	 de	 atrás.	 ‘(...)	 Y	 es	 que	 aquel	 que	 ejecuta	 el	 último	 acto
realizador	 del	 tipo,	 en	 un	 aparato	 de	 poder	 organizado	 y	 apartado	 del
Derecho,	 está	 bajo	 otra	 situación	 que	 un	 autor	 particular	 abandonado	 a	 su
suerte.	El	primero	está	sometido	a	una	serie	de	influjos	que	son	específicos	de
la	 organización	 y	 que,	 si	 bien	 no	 excluyen	 de	 ninguna	 manera	 su
responsabilidad,	 sí	 hacen	 que	 esté	 ‘más	 dispuesto	 al	 hecho’	 que	 cualquier
delincuente	potencial	y	que,	visto	en	su	totalidad,	incrementan	la	probabilidad
de	 éxito	 de	 una	 orden	 y	 contribuyen	 al	 dominio	 del	 hecho	 por	 parte	 de	 los
hombres	de	atrás’.
‘(...)	 Entonces,	 la	 forma	 de	 actuación	 organizada,	 el	 apartamiento	 del
Derecho	del	aparato,	la	fungibilidad	general	y	la	elevada	disponibilidad	hacia
el	 hecho	 de	 los	 potenciales	 autores	 inmediatos	 son	 elementos	 que
fundamentan,	a	través	de	su	engarzamiento,	el	dominio	del	hecho	del	hombre
de	atrás’.	(...)
(…)	El	 Código	Penal	 no	 define	 la	 figura	del	 autor	mediato.	De	ahí	 que	a	 la
jurisprudencia	y	la	doctrina	les	haya	correspondido	construir	el	concepto	del
mismo,	 según	 el	 cual	 autor	 mediato	 es	 aquel	 que	 aprovecha	 o	 utiliza	 la
actuación	de	un	intermediario	para	alcanzar	su	fin	delictuoso;	como	lo	señala
Hurtado	Pozo,	 ‘(...)	se	trata	de	un	caso	de	autoría,	en	el	que	el	agente	(autor
mediato)	 realiza	 el	 tipo	 legal	 sirviéndose,	 consciente	 y	 voluntariamente,	 del
‘autor	directo	de	 la	acción	típica’,	quien	debe	tener	 la	capacidad	de	cometer
acciones	(…)”	 .	(CS,	Expediente	03-2003-1SPE/CSJLI,	abr.	08/2008.	Pres.	 Inés
Villa	Bonilla)
JURISPRUDENCIA.—Injusto	 colectivo	 exige	 valorar	 escrupulosamente
los	actos	individuales.	“(…)	se	comparte	el	 lineamiento	doctrinal	de	que	en
los	supuestos	de	intervención	plural	organizada	y	con	división	de	funciones,	el
dominio	es	ostentado	únicamente	por	el	colectivo,	pues	es	él	quien	materializa
el	 injusto	 típico,	 siendo	que	 los	actos	 individuales	 (analizados	aisladamente)
no	pueden	explicar	de	manera	acabada	el	acontecer	de	los	hechos;	es	de	tener
en	cuenta	que	en	un	injusto	colectivo,	se	deben	valorar	con	sumo	cuidado	los
excesos	de	 los	 intervinientes,	pues	si	 la	misma	no	obedece	a	 los	 lineamientos
del	 accionar	 del	 colectivo,	 el	 exceso	 no	 puede	 ser	 imputado	 a	 éste	 en	 su
totalidad,	 sino	 que	 aquellos	 responden	 a	 título	 personal.	 Es	 de	 puntualizar,
que	 en	 los	 supuestos	 de	 un	 injusto	 colectivo,	 la	 imputación	 recíproca	 de	 los
actos	 parciales	 es	 normalmente	 hacia	 el	 denominado	 ‘hombre	 de	 atrás’,	 es
decir,	 al	 hombre	 de	 arriba;	 en	 cambio,	 se	 debe	 tener	 mucho	 cuidado	 con
imputar	 recíprocamente	 hechos	 de	 los	 subalternos	 a	 otros	 subalternos
(requiriendo	división	de	funciones	y	reparto	de	roles),	pues	en	organizaciones
criminales	 o	 sujetos	 colectivos	 no	 todos	 los	 que	 conforman	 dicho	 colectivo
administran	 o	 dominan	 la	 esfera	 de	 competencia	 de	 cada	 uno	 de	 los
miembros,	 lo	que	sí	sucede	con	el	 líder,	quien	por	su	posición	y	capacidad	de
mando	 puede	 prever	 el	 accionar	 de	 los	 brazos	 del	 colectivo,	 por	 lo	 que
responde	 a	 título	 de	 coautor	 por	 los	 actos	 que	 se	 cometan;	 es	 así	 que	 el
encausado	Humala	Tasso	fue	condenado	como	coautor	con	dolo	eventual	del
delito	de	homicidio	simple	en	agravio	de	los	efectivos	policiales	fallecidos.”	(CS,
R.	 N.	 890-2010-Lima,	 set.	 06/2011.	 Voto	 dirimente	 del	 señor	 Santa	 María
Morillo)
JURISPRUDENCIA.—Las	razones	poco	claras	o	su	insuficiencia	para
cambiar	la	calidad	penal	del	sentenciado	e	incrementarle	la	pena
impuesta	vulneran	la	debida	motivación	de	las	resoluciones	judiciales.
“5.	Respecto	a	la	deficiente	motivación	de	la	resolución	suprema	(...),	en	el
extremo	referido	al	aumento	de	la	pena	privativa	de	la	libertad	y	la	variación
de	cómplice	a	la	de	autor,	este	tribunal	advierte	que	si	bien	se	varió	la
calificación	jurídica	del	agente	con	el	consiguiente	aumento	de	la	pena,	ello
exigía	una	debida	justificación	que	demuestre	su	autoría	de	la	conducta
dolosa;	no	obstante	en	la	resolución	suprema	solo	se	señala	que	el	favorecido
tuvo	dominio	del	hecho,	sin	explicarse	en	qué	consistió	dicho	dominio.	(...).
7.	Este	tribunal	concluye	entonces	que	no	se	ha	expresado	con	claridad	ni
suficiencia	las	razones	por	las	cuales	se	ha	cambiado	al	favorecido	su	calidad
de	cómplice	por	la	de	autor	del	delito	imputado	a	efectos	de	incrementarle	la
pena	impuesta;	es	decir,	que	la	Sala	Suprema	Penal	no	ha	expresado	por	qué
la	conducta	del	recurrente	merece	el	aumento	del	quántum	de	la	pena
impuesta	por	el	delito	de	secuestro	agravado	ya	que	sólo	se	repite	en	la
resolución	suprema	los	argumentos	expuestos	en	la	sentencia	superior
condenatoria,	sin	señalar	cómo	es	que	dichos	elementos	configuran	la	autoría
en	lugar	de	la	complicidad	ni	justificar	el	aumento	de	la	pena.	Siendo	así
corresponde	entonces	estimar	la	demanda.
8.	No	obstante	estimarse	la	demanda	se	debe	precisar	que	la	presente
decisión	no	implica	la	excarcelación	del	recurrente,	toda	vez	que	se	encuentra
vigente	la	sentencia	impuesta	en	la	primera	instancia	de	12	años	de	pena
privativa	de	la	libertad”.	(TC,	Exp.	00539-2012-PHC/TC,	dic.	12/2012.	S.	S.
Álvarez	Miranda)
JURISPRUDENCIA.—El	incremento	de	una	pena	“inferiormente
desproporcional”	puede	justificarse	con	la	teoría	del	dominio	material
del	hecho.	“(...)	el	aumento	del	quantum	de	la	pena	impuesta	a	los
beneficiarios,	de	10	a	20	años	de	pena	privativa	de	la	libertad,	no	es
arbitraria,	toda	vez	que	se	justifica	por	haber	el	representante	del	Ministerio
Público	interpuesto	el	recurso	de	nulidad	contra	la	sentencia	cuestionada
emitida	por	el	a	quo;	por	lo	que	los	vocales	emplazados	se	encontraban
habilitados	a	imponer	una	pena	mayor	si	consideraban	que	ésta	corresponde
a	las	circunstancias	de	la	comisión	del	delito.	(...).
De	esta	manera,	con	respecto	al	razonamiento	empleado	por	los	vocales
supremos,	por	el	cual	consideran	que	la	pena	impuesta	es	‘inferiormente
desproporcionado’	a	la	conducta	de	los	actores,	la	Sala	Penal	Superior	al
emitir	la	sentencia	condenatoria	ha	tomado	en	cuenta,	al	momento	de
fundamentar	el	quantum	de	la	pena,	que	los	favorecidos	no	tuvieron	el
dominio	material	del	hecho;	en	cambio,	la	Corte	Suprema	concluye	que
‘estando	a	la	gravedad	de	los	hechos	imputados,	y	habiéndose	corroborado
con	lo	actuado	que	el	delito	materia	de	autos	fue	planificado	y	coordinado
días	antes	de	su	producción,	reflejando	ello	una	intención	criminal	única
teniendo	todos	los	intervinientes	el	dominio	material	de	hecho,	y	si	bien	en	la
ejecución	del	delito	han	realizado	una	acción	distinta	ello	obedece	a	la
distribución	de	funciones	acordada	previamente,	sin	que	esto	signifique	que	se
encontraban	ajenos	o	alejados	del	núcleo	del	objetivo	criminal;	por	lo	tanto,
se,	aprecia	que	la	sanción	impuesta	a	los	procesados	–diez	años	de	pena
privativa	de	libertad–	resulta	inferiormente	desproporcional	a	la	conducta
desplegada	por	éstos,	tanto	más	si	se	toma	en	cuenta	que	la	pena	conminada
para	el	delito	que	se	les	imputa	es	de	cadena	perpetua’.
11.	En	ese	sentido	se	observa	de	la	resolución	cuestionada,	su	fecha	4	de	junio
del	2010,	que	ésta	es	razonada,	motivada	y	congruente,	habiendo	cumplido	los
demandados	con	explicar	debidamente	por	qué	reformaron	la	pena
impuesta”.	(TC,	Exp.	03523-2012-PHC/TC,	oct.	23/2012.	S.	S.	Álvarez
Miranda)
DOCTRINA.—En	 la	 coautoría,	 cada	 uno	 de	 los	 intervinientes	 tiene	 el
dominio	 funcional	 del	 hecho.	 “(...)	 la	 nueva	 definición	 de	 la	 coautoría
acogida	 en	 el	 Art.	 28	 del	 CP	 1995	 como	 ‘realización	 conjunta	 del	 hecho’
implica	que	cada	uno	de	los	concertados	para	ejecutar	el	delito	colabora	con
alguna	 aportación	 objetiva	 y	 causal,	 eficazmente	 dirigida	 a	 la	 consecución
del	fin	conjunto.	No	es,	por	ello,	necesario	que	cada	coautor	ejecute,	por	sí
mismo,	 los	 actos	 materiales	 integradores	 del	 núcleo	 del	 tipo,	 y
concretamente	en	el	homicidio	la	materialización	de	la	agresión	letal,	pues	a
la	 realización	 del	 delito	 se	 llega	 conjuntamente,	 por	 la	 agregación	 de	 las
diversas	 aportaciones	 de	 los	 coautores,	 integradas	 en	 el	 plan	 común,
siempre	 que	 se	 trate	 de	 aportaciones	 causales	 decisivas”.	 En	 la	 coautoría
cada	uno	de	los	intervinientes	como	autores	tiene	el	dominio	funcional	del
hecho	 (...)”.	 (Corte	 Suprema	 de	 España,	 SAP	 40/2012,	 ene.	 27/2012.	 V.	 P.
Juan	Pelayo	García	Llamas)
COMENTARIO.—Autoría	 y	 participación.	 El	 Código	 Penal	 Peruano
clasifica	 las	 formas	 de	 intervención	 en	 un	 hecho	 delictivo	 en:	 autoría	 y
participación.
La	autoría,	en	el	código,	presenta	tres	formas	posibles,	la	autoría	directa,	la
autoría	mediata	 y	 la	 coautoría,	 todas	bajo	 la	 idea	 común	del	 “dominio	del
hecho”.	En	el	“dominio	del	hecho”	importa	que	el	sujeto	tenga	dolosamente
en	sus	manos	el	curso	del	suceder	típico.	Así,	el	autor	puede	ser	tanto	una
persona	 que	 de	 modo	 personal	 (autoría	 directa),	 o	 en	 una	 actuación
conjunta	 (coautoría)	 o	 valiéndose	 de	 otro	 ser	 humano	 que	 actúa	 por
coacción	o	error	(autoría	mediata),	realiza	un	injusto	penal.
La	 autoría	 directa	 se	 caracteriza	 porque	 sólo	 un	 autor	 realiza	 de	manera
personal	 todos	 los	 elementos	 del	 tipo,	 sin	 que	 se	 comparta	 el	 control	 del
suceso	al	nivel	de	los	actos	ejecutivos:	autor	es	quien	ejecuta	la	acción	típica.
La	autoría	mediata	se	refiere	a	aquellos	casos	en	que	una	persona,	se	vale
de	 otra	 como	 mero	 “instrumento”	 para	 ejecutar	 un	 delito.	 En	 la	 autoría
mediata	 resulta	 necesario	 distinguir	 entre	 el	 autor	 inmediato,	 que	 es	 la
persona	 a	 quien	 se	 utiliza	 como	 ‘instrumento’	 y	 el	 autor	 mediato,	 el	 que
subordina	 la	voluntad	del	 ‘instrumento’	y	se	vale	de	aquél	para	ejecutar	el
hecho	delictivo.	En	el	Código	Penal,	el	autor	mediato	debe	responder	por	el
delito	 como	 si	 hubiera	 sido	 él	 quien	 lo	 hubiera	 ejecutado	 directamente.
Como	 casos	 de	 autoría	mediata	 hay	 que	 calificar,	 por	 lo	menos	 dos:	 a)	 El
autor	mediato	se	vale,	para	cometer	el	delito,	de	un	sujeto	que	es	víctima	de
un	error;	b)	el	autor	mediato	obliga	al	inmediato,	ejerciendo	sobre	él	un	tipo
de	 coacción.	Ejemplo:	 “x”,	 con	el	 ánimo	de	apropiarse,	 le	dice	 a	 “y”	que	 le
cerque	 un	 terreno	 que	 dice	 ser	 de	 él,	 cuando	 en	 realidad	 es	 un	 área	 de
propiedad	de	“z”.	En	el	caso	“x”	comete	el	delito	de	usurpación,	artículo	202,
inciso	1	del	código	citado,	aunque	para	ejecutar	el	delito	se	haya	valido	de
“y”.
En	la	coautoría	existe	un	reparto	de	roles	y	de	contribuciones	de	diversas
personas,	 las	 cuales	 controlan	el	desarrollo	del	hecho	–dominio	del	hecho
conjunto–	 de	 manera	 compartida	 y	 no	 de	 modo	 individual.	 Existe	 un
dominio	 funcional	del	hecho	que	se	configura	durante	 los	actos	ejecutivos
hasta	 la	 consumación	 del	 delito.	 Uno	 de	 los	 autores	 sostiene	 al	 sujeto
mientras	el	otro	lo	despoja	de	su	dinero,	por	ejemplo.	El	coautor	aparte	del
codominio	 del	 hecho	 debe	 contar	 con	 las	 calidades	 objetivas	 que	 lo
constituyan	en	autor	idóneo	(delitos	especiales),	así	como	con	los	elementos
objetivos	de	la	autoría	(o	de	lo	injusto)	requerido	por	el	delito	concreto.	El
acuerdo	previo	por	sí	no	puede	fundar	la	coautoría.	Para	determinar	cuando
hay	 un	 aporte	 esencial	 o	 un	 codominio	 del	 hecho	 es	 útil	 la	 fórmula	 de	 la
supresión	 mental	 (teoría	 de	 la	 conditio	 sine	 qua	 non).	 Habrá	 un	 aporte
necesario	cuando	al	suprimirse	mentalmente	la	aportación	ya	no	es	posible
la	 ejecución	 del	 hecho.	 (Ver	 repaso	 histórico	 -	 analítico	 del	 Derecho
Penal	Peruano	(parte	III)	pág.	6)
DOCTRINA.—Autoría	y	participación.
Cuadro	1(*)
Concurso
de
personas
en	el
delito
Autores
Autor	mediato
Autor	directo
Coautoría
Partícipes
Instigadores
Cómplices
	
Cuadro	2(*)
Es
autor
directo
El	 que	 realiza	 personalmente	 la	 conducta	 típica	 aunque	 utilice	 como	 instrumento
físico	a	otro	que	no	realiza	conducta.
El	que	se	vale	de	un	tercero.
Que	actúa	sin	dolo.
Es
autor
mediato
Que	actúa	atípicamente.
Que	actúa	justificadamente.
(*)	Los	 cuadros	 corresponden	 a	 la	 obra:	 “Manual	 de	Derecho	 Penal	 -
Parte	General”.	Zaffaroni,	Eugenio	Raúl,	ob.	cit,	págs.	567	y	574.
CUADRO	SINÓPTICO.—Autoría	mediata	por	dominio	de	la	voluntad	en
aparatos	de	poder	organizados.
(1)	Tesis	de	la	autoría	mediata	según	Exp.	A.	V.	19-2001	(caso	Fujimori	Fujimori)
(2)	 Cada	 una	 de	 las	 condiciones	 -	marco	 ofrece	 un	 desarrollo	 y	materias	 especiales	 en	 cada	 caso
específico.
C.	P.
ART.	24.—Instigación.	El	que,	dolosamente,	determina	a	otro	a
cometer	el	hecho	punible	será	reprimido	con	la	pena	que
corresponde	al	autor.
JURISPRUDENCIA.—La	pena	del	partícipe	no	tiene	por	que	ser	idéntica	a
la	del	autor	del	hecho	punible.	“(…)	el	artículo	veinticuatro	del	Código	Penal
sanciona	al	inductor	con	la	misma	pena	abstracta	del	autor	y	deja	a	la
razonabilidad	del	juez	establecer	su	pena	concreta,	que	por	diversas	razones,
puede	ser	menor	o,	inclusive,	mayor	que	el	autor.	Esto	último	sucede,	por
ejemplo,	cuando	concurren	en	el	inductor	circunstancias	que	intensifican
su	injusto	o	su	culpabilidad.
20.	La	defensa	del	acusado	(…)	plantea	como	argumento	que	la	pena	del
instigador	debe	ser	la	misma	pena	que	la	del	autor	e	invoca	el	principio	de
prohibición	de	exceso.	(…).
Dicha	petición	debe	desestimarse	en	la	medida	que	el	artículo	veinticuatro
del	Código	Penal	(que	dispone	que	el	instigador	‘será	reprimido	con	la	pena
que	corresponde	al	autor’)	ha	sido	interpretado	de	manera	unánime	por	la
doctrina	como	referido	al	marco	abstracto	de	pena	y	no	al	marco	de	pena
concreta.
Es	decir,	como	se	anotó,	el	órgano	jurisdiccional	tiene	discrecionalidad
razonada	para	recorrer	el	marco	penal	abstracto	del	tipo	penal	en	toda	su
extensión,	tomando	en	cuenta	los	aspectos	concretos	del	hecho	realizado	por
el	inductor	–valorándolos	según	los	parámetros	fijados	por	el	ordenamiento
jurídico	(artículos	cuarenta	y	cinco	y	cuarenta	y	seis	del	Código	Penal)–,	y	el
respeto	al	principio	de	proporcionalidad	y	el	principio	de	culpabilidad.
(…).
El	fundamento	de	que	la	pena	del	instigador	puede	ser	recorrida	en	toda	la
extensión	del	marco	penal	abstracto,	fijándola	por	arriba	o	por	debajo	de	la
pena	del	autor,	reside	en	que	–conforme	al	artículo	VIII	del	Título	Preliminar
del	Código	Penal–	la	responsabilidad	penal	es	personal	y	obedece	a	una
valoración	del	comportamiento,	el	contexto	situacional	y	las	características
personales.	El	instigador	si	bien	determina	a	que	se	realice	un	hecho	–el
delito–	ejecuta	también	su	propio	hecho	que	es	la	acción	de	instigar.
Asimismo,	en	ocasiones	también	el	instigador	determina	cómo,	cuándo	y	de
qué	manera	se	ejecuta	el	hecho,	configurándolo	en	sus	aspectos	esenciales.”
(CS.	Exp.	N°	13-03,	dic.	11/2007.	Pres.	Pedro	Guillermo	Urbina	G.)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	confirma	que	la	pena	del	inductor
puede	ser	mas	gravosa	que	la	del	autor.	“(…)	la	doctrina	ha	establecido
que	la	pena	del	inductor	puede	ser	mas	gravosa	que	el	autor,	cuando	advierte
plenamente	el	contenido	del	injusto	del	hecho	a	diferencia	del	autor	(Hans
Heinrich	Jescheck	Tratado	de	Derecho	Penal,	Parte	General,	Volumen	dos,
página	novecientos	sesenta	y	uno,	Editorial	Bosch,	Barcelona);	que,	en	el	caso
de	autos,	se	desprende	que	el	procesado	tenía	pleno	conocimiento	de	la	ilicitud
de	su	conducta,	y	no	obstante	ello,	no	se	amilanó	ni	se	desistió,	sino	que	más
bien	lo	realizó	con	prontitud	y	esmero,	coligiéndose	de	ello,	un	doble	dolo	para
su	materialización,	todo	lo	cual	permite	recorrer	toda	la	pena	concreta,	y	mas
aún	aplicarla	por	encima	de	la	impuesta	al	autor	del	evento	en	sí,	que	lo
realizó	por	mandato	expreso	del	encausado.	(…)”.	(CS.	AV-13-2003,	abr.
10/2008.	V.P.	Pariona	Pastrana)
JURISPRUDENCIA.—La	determinación	(instigación)	se	logra	de	manera
directa	y	sin	intermediarios.	“Y	es	que	en	efecto,	debe	tenerse	en	cuenta	que
el	hecho	de	determinar,	es	influir	de	manera	directa	y	sin	intermediarios	en	la
mente	del	autor,	el	inductor	debe	hacer	nacer	la	idea	delictiva	en	la	mente	del
autor,	de	modo	que	este	es	quien	tiene	el	dominio	del	hecho	y	del	curso	causal
del	evento	delictivo.	En	caso	de	que	el	influjo	psíquico	recaiga	sobre	un	sujeto
que	ya	está	determinado	a	cometer	un	delito,	no	será	posible	afirmar	la
inducción”.	(CSJL,	Exp.	00172-2011-6-1826-JR-PE-01,	abr.	23/2013.	Pres.
Susana	Castañeda	Otsu)
COMENTARIO.—Participación.	La	ausencia	del	“dominio	del	hecho”	es	 la
característica	 que	 diferencia	 a	 la	 participación	 de	 la	 autoría.	 Por	 esto	 la
participación	se	vincula	con	el	principio	de	accesoriedad,	quien	determina
que	la	participación	sólo	será	punible	si	el	autor	del	hecho	principal	alcanza
por	lo	menos	la	fase	ejecutiva	del	delito	y,	además	su	conducta	resulta	ser
típica	 y	 antijurídica	 (injusto	 penal).	 Accesoriedad	 de	 la	 participación
significa	 dependencia	 del	 hecho	 de	 los	 partícipes	 respecto	 del	 hecho	 del
autor	o	de	los	autores.
La	 instigación	 consiste	 en	 crear	 o	 convencer	 la	 decisión	 criminal	 en	 un
sujeto	determinado	en	virtud	a	un	influjo	psíquico,	mediante	ofrecimientos,
ventajas	 de	 cualquier	 otra	 índole	 o	 incluso	 una	 coacción	 psicológica.	 En
otras	 palabras,	 instigar	 es	 crear	 en	 otro	 la	 decisión	 de	 cometer	 el	 hecho
punible.	 Debe	 descartarse	 la	 instigación	 si	 el	 sujeto	 a	 instigar	 ya	 estaba
decidido	 a	 cometer	 el	 delito	 (omnimado	 facturus).	 En	 la	 doctrina	 resulta
problemático	saber	si	la	acción	dirigida	a	niños	y	adolescentes	constituyen
supuestos	 de	 instigación	 o	 de	 autoría	 mediata.	 La	 doctrina	 y	 la
jurisprudencia	están	divididas,	sin	embargo	se	reconoce	la	imposibilidad	de
dar	fórmulas	generales	para	todos	los	casos	y	se	indica	que	para	construir	la
instigación	 o	 la	 autoría	 mediata	 se	 debe	 atender	 a	 las	 condiciones	 y
características	personales	del	agente	y	las	peculiaridades	de	cada	caso.
C.	P.
ART.	 25.—Complicidad	 primaria	 y	 secundaria.	 El	 que,
dolosamente,	preste	auxilio	para	la	realización	del	hecho	punible,
sin	el	cual	no	se	hubiere	perpetrado,	será	reprimido	con	 la	pena
prevista	para	el	autor.
A	 los	 que,	 de	 cualquier	 otro	 modo,	 hubieran	 dolosamente
prestado	asistencia	se	les	disminuirá	prudencialmente	la	pena.
JURISPRUDENCIA.—Cómplice	secundario	es	aquél	que	otorga	un	aporte
que	no	es	indispensable	para	la	realización	del	delito.	“(...):	que,	respecto
a	la	participación	de	(...),	ésta	ha	consistido	en	prestar	su	casa	para	realizar
los	 actos	 preparatorios	 materia	 de	 litis;	 que,	 teniendo	 en	 cuenta	 la	 forma,
modo	 y	 circunstancias	 de	 la	 participación	 del	 acusado	 (...)	 se	 tiene	 que	 su
calidad	es	la	de	cómplice	secundario	y	no	la	de	coautor	como	erróneamente	lo
ha	 establecido	 la	 Sala	 Penal	 Superior,	 dado	 que	 el	 cómplice	 secundario	 es
aquél	 que	 otorga	 un	 aporte	 que	 no	 es	 indispensable	 para	 la	 realización	 del
delito,	 resultando	 indiferente	 la	 etapa	 en	 que	 presta	 su	 aporte,	 siempre	 y
cuando	ésta	 se	produzca	antes	de	 la	consumación	del	delito;	que,	por	 tanto,
para	los	efectos	de	la	imposición	de	la	pena	al	referido	acusado	debe	tenerse
en	cuenta	sus	condiciones	personales	así	como	la	forma	y	circunstancias	de	la
comisión	del	 evento	criminoso	 (...)”.	 (CSJ.	 Sent.,	mar.	29/2000,	Exp.	N°	5361-
1999.	S.S.	Serpa	Segura)
JURISPRUDENCIA.—La	 participación	 requiere	 que,	 objetivamente,	 se
realice	 un	 aporte	 cocausal	 -	 psíquico,	 o	 por	 medio	 de	 consejos,	 y/o
material,	mediante	 la	 ejecución	de	 los	hechos	 concretos.	 “(…)	 el	 tipo	 de
participación	requiere	que	el	sujeto,	objetivamente,	realice	un	aporte	cocausal
–psíquico,	o	por	medio	de	consejos,	y/o	material,	mediante	la	ejecución	de	los
hechos	 concretos–,	 según	 las	 reglas	 de	 la	 imputación	 objetiva,	 respecto	 del
hecho	del	autor	principal,	y	que	lo	haga	en	la	etapa	de	preparación	o,	según	el
caso,	 en	 la	 etapa	de	ejecución	del	delito,	 y	 subjetivamente,	que	 su	actuación
sea	dolosa,	esto	es,	que	conozca	que	presta	aporte	a	la	realización	de	un	hecho
punible;	 que	 a	 los	 efectos	 de	 delimitar	 el	 aporte	 propiamente	 típico	 del
partícipe	 es	 de	 tener	 presente,	 como	 anota	 la	 doctrina	 jurídica	 penal,	 que
existe	un	ámbito	de	actuación	de	éste	último	que	es	inocua	y	cotidiana,	y	que
sólo	mediante	la	puesta	en	practica	de	planes	de	otras	personas	se	convierte
en	 un	 curso	 causal	 dañoso,	 lo	 que	 obliga	 a	 distinguir	 entre	 intervenciones
propias	y	creación	de	una	situación	en	que	otros	realizan	el	 tipo;	que,	 como
explica	 Günther	 Jakobs,	 uno	 de	 los	 casos	 en	 que	 a	 pesar	 de	 la	 actuación
conjunta	del	participante	con	el	autor	decae	la	responsabilidad	del	primero	se
da	 cuando	 ‘(...)	 nadie	 responde	 por	 las	 consecuencias	 del	 cumplimiento
puntual	de	una	obligación’	(Derecho	Penal	-	Parte	General,	Marcial	Pons,	2da
Edición,	Madrid	1996,	pág.	842-845).	 (…)”.	 (CS.	R.N.	2270-2004-La	Libertad,
set.	16/2004.	Pres.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—Si	 bien	 la	 condena	 puede	 ser	 variable	 debido	 a	 la
participación	 del	 agente,	 el	 plazo	 de	 prescripción	 se	 computa	 sobre	 el
plazo	máximo	legal	establecido	para	el	delito	imputado.	 “Respecto	de	 lo
alegado	por	los	demandantes	en	el	sentido	de	que	se	habría	cumplido	el	plazo
prescriptorio	 para	 el	 delito	 por	 el	 cual	 fueron	 condenados	 en	 calidad	 de
cómplices	secundarios,	el	cual	sería	menor	que	el	establecido	para	el	autor,	es
preciso	indicar	(…)	los	demandantes	habrían	sido	condenados	como	cómplices
secundarios	del	delito	de	cohecho	pasivo	propio	(artículo	393	C.	P.)	y	a	su	vez
el	artículo	25	del	Código	Penal	señala	que	a	 los	cómplices	secundarios	se	 les
disminuirá	prudencialmente	 la	pena	en	 la	medida	en	que	 su	actividad	no	es
indispensable	 para	 la	 consumación	 del	 delito,	 la	 prescripción	 de	 la	 acción
penal,	entendida	como	supuesto	de	extinción	de	la	acción	penal,	se	rige	por	los
artículos	80	y	83	del	Código	Penal	(…)	fijándose	que	el	plazo	de	la	prescripción
en	 caso	 de	 delitos	 conminados	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 será	 igual	 al
máximo	de	la	pena	establecida	en	la	ley	para	el	plazo	ordinario	y	dicho	plazo
más	la	mitad	para	el	plazo	extraordinario.	(…)	si	bien	la	condena	a	imponerse
en	un	proceso	penal	puede	ser	variable	en	atención	al	grado	de	participación
del	 agente,	 el	 plazo	 de	 prescripción	 del	 delito	 se	 computa	 sobre	 la	 base	 del
plazo	máximo	 legal	establecido	para	el	delito	 imputado,	siendo	éste	el	único
referente	 válido.	 (…)”	 (TC,	 Exp.	 N°	 9291-2006-PHC/TC,	 jul.	 16/2007.	 Pres.
Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—La	 prohibición	 de	 regreso	 materializa	 las
denominadas	 conductas	 neutrales	 o	 inocuas	 que	 no	 alcanzan	 para
construir	una	complicidad.	“(...)	no	todas	las	conductas	son	relevantes	para
el	 derecho	 penal	 frente	 al	 juicio	 de	 imputación,	 en	 un	 suceso	 típico	 donde
existe	la	concurrencia	de	varias	personas,	de	suerte	que	el	instituto	dogmático
de	 la	 prohibición	 de	 regreso,	 diferencia	 las	 conductas	 que	 son	 relevantes	 y
punibles	 y	 cuales	 se	 mantienen	 al	 margen	 de	 ello;	 que	 la	 prohibición	 de
regreso,	materializada	con	 las	denominadas	 conductas	neutrales	–inocuas	o
estereotipadas,	 adecuadas	 a	 determinada	 profesión	 u	 oficio,	 etc.–,	 entiende
que	 algunas	 acciones	 creen	 ciertos	 riesgos	 permitidos	 o	 jurídicamente
tolerados,	 y	 aunque	 favorezcan	 en	 forma	 causal	 un	 delito,	 no	 alcance	 a
constituir	un	acto	de	complicidad,	pues	estas	se	mantienen	alejadas	del	hecho
delictivo,	por	ser	acciones	con	contenido	social,	con	sentido	inocuo,	realizadas
dentro	 del	 rol	 que	 le	 compete	 a	 toda	 persona	 en	 la	 sociedad;	 que,	 por
consiguiente,	 toda	 acción	 neutral,	 realizada	 dentro	 del	 rol	 correspondiente,
común	u	ordinario	a	 toda	persona,	no	representa	ningún	aporte	a	un	hecho
punible,	 pues	 lo	 contrario	 obligaría	 a	 cuestionar	 todo	 acto	 cotidiano	 y
someterlo	a	escrutinio	para	desentrañar	las	intenciones	del	tercero	con	el	que
se	 interactúa”.	 (CS,	 R.	 N.	 2242-2011-Huancayo,	 mar.	 22/2012.	 S.	 S.	 Lecaros
Cornejo)
JURISPRUDENCIA.—Lo	 actuado	 en	 el	 proceso	 debe	 ser	 suficiente	 para
superar	la	prohibición	de	regreso	y	la	presunción	de	inocencia.	“Que	en	el
contexto	 expuesto	no	 se	 aprecia	 la	 existencia	de	una	 relación	de	 causalidad
entre	 la	 droga	 encontrada	 y	 la	 acción	 desarrollada	 por	 los	 encausados	 (...),
estimándose	 que	 sus	 conductas	 en	 él	 contextos	 de	 los	 hechos	 probados
resultan	 inocuas	 y	 socialmente	 adecuadas	 por	 lo	 que	 no	 resulta	 operante
imputárseles	responsabilidad	en	el	delito	juzgado	en	aplicación	el	criterio	de
imputación	objetiva	referido	a	la	prohibición	de	regreso;	que	en	atención	a	lo
expuesto	 se	 concluye	 que	 lo	 actuado	 resulta	 insuficiente	 para	 enervar	 la
presunción	 de	 inocencia,	 prevista	 en	 el	 artículo	 segundo	 inciso	 veinticuatro,
literal	 ‘e’	 de	 la	Constitución	Política	del	Estado	que	 crea	 en	 toda	persona	 el
derecho	de	ser	considerado	 inocente	mientras	no	se	pruebe	 fehacientemente
lo	 contrario	 por	 lo	 que	 decidió	 por	 la	 sala	 juzgadora	 en	 cuanto	 a	 los
imputados	 (...)	 se	 encuentra	 arreglado	 a	 ley	 (...)”	 (CS,	 R.	 N.	 2756-2010-
Lambayeque,	ago.	02/2011.	S.	S.	Calderón	Castillo)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—La	posibilidad	de	imputar	un	grado	de
complicidad	en	el	hecho	punible	exige	la	prueba	del	dolo.	“La	descripción
de	un	hecho	típico	está	pensada	originalmente	en	la	comisión	unitaria	de	ese
suceso.	 Vale	 decir,	 que	 se	 construye	 en	 torno	 a	 la	 realización	 individual	 del
hecho	 delictivo.	 No	 obstante,	 la	 realidad	 demuestra	 que	 un	 delito	 no	 sólo
puede	ser	obra	de	una	persona,	sino	que	puede	ser	atribuido	a	un	colectivo	de
intervinientes.	(...).
3.9.	 La	 complicidad	 es	definida	 como	 la	 cooperación	a	 la	 realización	de	un
hecho	 punible	 cometido,	 dolosamente,	 por	 otro;	 o,	 de	 manera	 más	 sencilla,
como	 el	 prestar	 ayuda	 a	 un	 hecho	 doloso	 de	 otro.	 El	 cómplice	 carece	 del
dominio	del	hecho,	que	sólo	es	ejercido	por	el	autor	del	delito.
3.10.	Desde	la	perspectiva	de	este	supremo	tribunal	la	diferencia	entre	ambas
radica	en	el	tipo	de	aporte	prestado	por	el	cómplice.	Serán	susceptibles	de	ser
considerados	 actos	 de	 complicidad	 primaria	 aquellos	 actos	 que	 sean
esenciales	 para	 que	 el	 autor	 pueda	 cometer	 el	 delito.	 Es	 el	 caso	 de	 aquella
persona	que	proporciona	las	armas	a	una	banda	de	asaltantes	de	bancos.
3.11.	 De	 otro	 lado,	 la	 complicidad	 secundaria	 se	 compone	 por	 cualquier
contribución,	 que	 no	 sea	 esencial	 para	 la	 comisión	 del	 delito.	 Se	 trata	 de
aportes	 que	 no	 son	 indispensables.	 Es	 el	 caso	 de	 aquel	 sujeto	 que	 tiene	 la
función	de	avisar	a	los	asaltantes	de	un	banco	de	la	llegada	de	la	policía.
3.12.	La	determinación	de	la	esencialidad	o	no	esencialidad	del	aporte	sirve
para	 diferenciar	 la	 complicidad	 primaria	 y	 secundaria.	 El	 aporte	 ha	 de	 ser
valorado	a	través	de	los	filtros	de	la	imputación	objetiva,	para	determinar	si	el
mismo	 constituye	 o	 no	 un	 riesgo	 típico.	 Luego,	 habrá	 de	 analizarse	 si	 la
conducta	–objetivamente	típica–	también	puede	ser	imputada	subjetivamente.
3.13.	 En	 el	 análisis	 subjetivo	 tiene	 que	 determinarse	 si	 la	 conducta	 fue
realizada	 o	 no	 de	 forma	 dolosa.	 Nuestro	 Código	 Penal	 sólo	 admite	 la
posibilidad	 de	 una	 participación	 dolosa,	 distinto	 a	 lo	 que	 prevé	 la	 doctrina.
Por	ello,	necesariamente	en	la	imputación	subjetiva	tendrá	que	determinarse
si	la	persona	tenía	o	no	conocimiento	de	que	el	aporte	(objetivamente	típico)
que	estaba	realizando,	sea	esencial	o	no	esencial,	servía	para	la	comisión	del
delito.
(...)	 4.2.	 Un	 error	 común	 al	 momento	 de	 evaluar	 el	 elemento	 subjetivo	 del
delito	es	obviar	su	prueba,	y	dar	por	supuesto	o	probado	el	elemento	subjetivo.
Ello	puede	constatarse	al	observar	una	resolución	y	analizar	que	el	juzgador
centra	 todos	 sus	 argumentos	 en	 la	 imputación	 objetiva,	 descuidando	 la
argumentación	en	el	plano	subjetivo.
4.3.	La	prueba	del	dolo	en	el	proceso	penal	va	de	la	mano	del	concepto	que	se
tenga	de	dolo.	Si	se	parte	de	considerar	un	concepto	eminentemente	subjetivo
de	 dolo	 (que	 ponga	 un	 énfasis	 en	 el	 elemento	 volitivo),	 entonces	 existirá	 un
serio	problema	de	prueba,	porque	no	es	posible	–al	menos	no	con	los	métodos
de	la	ciencia	técnica	actual–	determinar	que	es	aquello	que	el	sujeto	deseó	al
momento	 de	 realizar	 la	 acción”.	 (CS,	 Cas.	 367-2011-Lambayeque,	 jun.
15/2013.	S.	S.	Villa	Stein)
NOTA:	La	Casación	N°	367-2011-La	Libertad	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	25	de
abril	del	2014.
JURISPRUDENCIA	 VINCULANTE.—Los	 criterios	 de	 imputación	 objetiva
sentencian	 los	 grados	 de	 complicidad	 (secundaria	 o	 primaria).	 “(…)
como	 doctrina	 jurisprudencial,	 que	 para	 los	 efectos	 de	 determinar	 la
responsabilidad	penal	en	grado	de	complicidad,	sea	primaria	o	segundaria,	en
cada	 caso	 concreto,	 deberá	 analizarse	 la	 conducta	 del	 imputado	 desde	 la
perspectiva	de	 los	criterios	de	 imputación	objetiva,	 teniendo	punto	de	 inicial
para	 el	 análisis,	 la	 teoría	 del	 dominio	 del	 hecho”.	 (CS,	 Cas.	 367-2011-
Lambayeque,	jul.	15/2013.	S.	S.	Villa	Stein)
NOTA:	La	Casación	N°	367-2011-La	Libertad	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	25	de
abril	del	2014.
JURISPRUDENCIA.—La	sola	presencia	en	la	comisión	del	delito	no	puede
fundar	el	pago	de	reparación	civil	alguna.	“Ello	en	atención	que	la
conducta	del	apelante	no	resulta	antijurídica,	puesto	que	no	propició	ni
participó	el	evento,	en	contra	del	agraviado	y	su	deber	de	ciudadano	se
encuentra	acorde	con	su	posición	en	la	sociedad,	puesto	que,	si	bien	conocía	a
los	agresores	del	agraviado,	eso	no	significa	que	avaló	la	conducta	de	los
mismos,	pues,	como	bien	se	aprecia	del	proceso,	éste	brindo	los	datos	y
domicilio	de	los	participantes	a	fin	que	respondan	por	lo	ocasionado	al
agraviado.	(...)	Asimismo,	si	bien	el	agraviado	resulto	con	lesiones,	lo	cual	es
real,	dado	que	existe	un	certificado	médico	que	así	lo	determina,	ello	no
significa	que	por	ello	deba	responder	el	apelante,	ya	que	no	es	su	función	en	la
sociedad	prevenir	delitos,	sino	que	su	conducta	no	perjudique	a	su	entorno,
que	es	lo	que	ha	sucedido,	por	lo	que	no	se	evidencia	en	su	actuar	algún	factor
de	contribución”.	(CSJL,	Exp.	00703-2016-2-1826-JR-PE-01,	ago.	26/2016.	Juez
Superior	y	Directora	de	Debates	Vargas	Gonzáles)
DOCTRINA.—Delimitación	 entre	 la	 inducción	 y	 la	 cooperación
necesaria	 y	 complicidad	 atiende	 a	 la	 “intensidad”	 de	 la	 ayuda.	 “(…)
Aunque	no	 es	 este	 lugar	 adecuado	para	 entrar	 en	 la	 delimitación	de	 cada
una	 de	 estas	 formas	 de	 contribución	 al	 delito,	 resulta	 conveniente	 tener
presente	como	precisión	previa	que,	si	bien	no	existen	dificultades	a	la	hora
de	configurar	la	complicidad	como	forma	de	participación	al	delito,	las	cosas
no	 se	 presentan	 tan	 claras	 cuando	 se	 trata	 de	 caracterizar	 la	 figura	 de	 la
cooperación	necesaria	como	forma	de	autoría	o	de	participación	(…)	dentro
de	 la	 cooperación	 necesaria	 pueden	 descubrirse	 tanto	 formas	 de
participación	 como	 de	 autoría.	 Este	 último	 será	 el	 caso	 cuando	 la
contribución	 del	 sujeto,	 por	 actualizarse	 en	 fase	 ejecutiva,	 le	 confiere	 el
dominio	del	hecho.
(...).
Dada	 la	variedad	de	supuestos	 limítrofes	que	puede	plantearse,	en	 lo	que
sigue	 se	 examinarán	 por	 separado	 a	 aquellos	 que,	 bien	 por	 su	 frecuencia,
bien	por	su	dificultad,	revisten	mayor	interés.
a)	El	caso	del	omnímodo	factorus.
Bajo	dicha	denominación	se	conocen	los	casos	en	que	el	destinatario	de	la
incitación	es	una	persona	que	previamente	había	adoptado	una	resolución
delictiva	idéntica	o	sustancialmente	parecida	a	la	que	ahora	se	le	incita,	ya
sea	concretada	en	todos	sus	extremos	o	abierta	en	alguno	de	sus	aspectos.
Tal	es	el	caso	de	un	sujeto	que,	a	cambio	de	dinero,	es	inducido	para	matar
a	una	persona	y	 acepta	el	 encargo,	pero	antes	de	ejecutar	 el	hecho	 recibe
otra	 oferta	 en	 el	 mismo	 sentido	 por	 parte	 de	 otro	 sujeto.	 Este	 segundo
ofertante,	¿estaría	incitando	a	la	ejecución	del	delito	o	sería	un	cooperador
necesario?
La	respuesta	a	este	interrogante	requiere	tener	en	cuenta	los	presupuestos
básicos	 de	 la	 figura	 de	 la	 inducción.	 Si	 su	 desvalor	 de	 acción	 consiste	 en
hacer	 surgir	 en	 el	 inducido	 una	 resolución	 delictiva,	 habrá	 de	 entenderse
que	el	omnímodo	factorus	es	un	sujeto	inidóneo	para	ser	inducido	al	mismo
hecho	 que	 ya	 ha	 resuelto	 cometer,	 debido	 a	 la	 imposibilidad	 misma	 de
apreciar	 una	 relación	 causal	 entre	 la	 incitación	 y	 la	 resolución	 del	 autor,
presupuesto	mínimo	del	juicio	posterior	de	imputación.
(...).
b)	Los	casos	de	voluntad	condicionada
En	buena	medida	como	un	caso	bastante	próximo	al	anterior,	se	plantea	el
tratamiento	 de	 los	 supuestos	 de	 auto	 ofrecimiento	 o	 predisposición	 del
autor	a	la	ejecución	del	hecho	delictivo	a	cambio	de	dinero.
Piénsese	en	el	caso	de	un	asesino	a	sueldo	que	hiciera	de	 los	encargos	su
medio	 de	 vida.	 La	 persona	 que	 le	 ofreciera	 dinero	 para	 matar	 a	 una
determinada	víctima,	¿habría	de	valorarse	como	inductor	o,	por	el	contrario,
como	un	cooperador	necesario	o	incluso	como	un	cómplice?
La	 solución	 que	 se	 dé	 a	 estos	 supuestos	 está	 directamente	 condicionada
por	 las	 consideraciones	 con	 las	 que	 se	 concluyó	 el	 apartado	 anterior,
relativas	 a	 la	 determinación	 de	 los	 casos	 en	 que	 pueda	 considerarse
previamente	formada	la	voluntad	delictiva	del	autor.	En	la	medida	en	que	la
entrega	de	dinero	o	de	cualquier	otra	condición	a	quien	previamente	se	ha
ofrecido	a	cometer	el	hecho	delictivo	a	cambio	de	la	misma	solo	condiciona
la	efectividad	de	 la	puesta	en	práctica	de	aquella	decisión,	 la	 contribución
del	 tercero	 que	 actúa	 entregando	 o	 prometiendo	 esa	 recompensa	 deberá
valorarse	como	una	forma	de	cooperación	necesaria,	nunca	como	inducción.
En	 efecto,	 quien	 se	 limita	 a	 cumplir	 la	 condición	 de	 la	 que	 depende	 la
ejecución	del	delito	no	provoca	el	nacimiento	de	la	voluntad	criminal,	sino
tan	 solo	 posibilita	 su	 puesta	 en	 práctica	 mediante	 la	 realización	 de	 una
condición	sin	la	cual	el	delito	no	se	habría	ejecutado.	(…)”.	(GÓMEZ	RIVERO,
Carmen.	 “Límites	 de	 la	 inducción	 con	 la	 autoría	 mediata	 y	 complicidad”,
Derecho	 Penal	 Contemporáneo	 -	 Revista	 Internacional,	 Editorial	 Legis,
Número	22,	enero	-	marzo	del	2008;	págs.	94	y	ss.)
DOCTRINA.—Delimitación	 entre	 la	 inducción	 y	 la	 cooperación
necesaria	y	complicidad:	casos	límites.	“(…).
c)	La	 conducta	de	quien	actúa	eliminando	 las	últimas	dudas	y	objeciones
del	autor.
Entre	 los	 casos	 en	 que	 la	 calificación	del	 inductor	 puede	 resultar	 dudosa
por	 ser	 limítrofe	 con	otras	 formas	de	participación,	 se	 sitúan	 los	 casos	 en
que	 la	 actuación	 de	 quien	 se	 dirige	 al	 autor	 se	 traduce	 en	 eliminar	 sus
últimas	 dudas,	 esto	 es,	 en	 hacer	 desaparecer	 sus	 tendencias	 contrarias	 al
delito.	 Justo	porque	se	 trata	de	una	contribución	de	menor	 intensidad,	 las
dudas	 que	 se	 plantean	 en	 relación	 con	 esta	 fenomenología	 de	 casos	 se
refieren	a	los	límites	con	la	forma	más	débil	de	colaboración:	la	complicidad.
(...).
d)	Los	supuesto	en	los	que	la	incitación	se	refiere	a	la	modificación	de	una
resolución	delictiva	previa.
También	en	estos	casos	se	plantea	la	cuestión	en	torno	a	si	quien	formula
una	 incitación	 destinada	 a	modificar	 una	 resolución	 delictiva	 previa	 debe
ser	calificado	como	inductor	o	como	cómplice.
Según	entiendo,	 su	 tratamiento	 requerirá	 formular	un	 juicio	de	 identidad
destinado	a	comprobar	si	la	modificación	afecta	a	un	extremo	tan	relevante
en	 la	 delimitación	 de	 la	 resolución	 adoptada	 por	 el	 autor	 o	 si,	 por	 el
contrario,	la	puesta	en	práctica	de	esa	modificación	podría	entenderse	como
un	 resultado	 comprendido	 por	 su	 dolo.	 Si	 bien	 cuando	 la	modificación	 se
traduce	 en	 un	 cambio	 radical	 de	 la	 valoración	 típica,	 ningún	 problema
plantea	calificar	como	inductor	a	quien	la	propone.	Las	dificultades	surgen
cuando,	ya	desde	el	punto	de	vista	normativo,	aquella	da	paso	a	la	entrada
de	una	cualificación	o	de	un	nuevo	tipo	delictivo	que	conserva,	sin	embargo,
una	relación	de	gravedad	en	su	injusto	con	el	anterior.
(...).
e)	La	omisión	como	forma	de	inducción
En	 el	 capítulo	 de	 los	 límites	 de	 la	 inducción	 con	 la	 complicidad,	 especial
dificultad	 plantea	 la	 valoración	 de	 las	 actitudes	 omisivas	 como	 posibles
formas	de	inducción.	Adoptando	como	punto	de	partida	que	el	presupuesto
de	 la	 apreciación	 de	 cualquier	 forma	 de	 intervención	 por	 omisión	 es	 la
correspondencia	 exacta	 con	 la	 comisión	 activa,	 habrá	 que	 concluir	 que
nunca	va	a	ser	posible	apreciar	la	inducción	por	omisión.	La	razón	es	fácil	de
entender,	puesto	que	si	lo	que	caracteriza	a	la	acción	de	incitar	es	eliminar
las	 tendencias	 contrarias	 al	 delito	 y	 potenciar	 las	 inclinaciones	 del	 autor,
imposible	resultará	extraer	de	la	mera	pasividad	una	labor	persuasiva.
Nada	impedirá,	por	el	contrario,	apreciar	un	paralelismo	estructural	entre
la	pasividad	del	omitente	y	la	complicidad,	en	la	medida	en	que	su	silencio
puede	 reforzar	 e	 incluso	 consolidar	 la	 incidencia	 psíquica	 que	 sobre	 el
destinatario	ejerce	el	verdadero	inductor,	 ‘ayudando’	a	que	la	voluntad	del
autor	se	incline	finalmente	en	un	determinado	sentido.
(...).
f)	La	inducción	en	cadena
Por	 último,	 entre	 los	 supuestos	 que	 pueden	 resultar	 dudosos	 de	 calificar
como	 formas	 de	 inducción	 u	 otras	 formas	 de	 participación	 deben
mencionarse	 los	 conocidos	 como	 ‘inducción	 en	 cadena’.	 Bajo	 esta
denominación	 se	 conocen	 los	 supuestos	 en	 que	 el	 destinatario	 de	 la
incitación	delega	el	ofrecimiento	a	un	tercero	que,	a	su	vez,	debe	ponerse	en
contacto	e	incitar	a	quien	será	el	autor	del	delito.	Si	bien	ninguna	dificultad
ofrece	 la	calificación	como	autor	o	 inducido	de	quien	 finalmente	realiza	 la
conducta	 típica,	 se	 plantea	 la	 calificación	 que	 deba	 recibir	 el	 primer
incitador,	 así	 como	 los	 otros	 incitadores	 intermedios	 que	 no	 entran	 en
contacto	 con	 el	 autor	 ejecutivo.	 De	 hecho,	 las	 posibilidades	 de	 su
tratamiento	 comprenden	 desde	 su	 calificación	 como	 inductor	 a	 la
realización	 del	 hecho	 principal	 hasta	 la	 afirmación	 de	 su	 impunidad,
pasando	por	su	calificación	como	inductor	a	una	nueva	inducción	o	incluso
como	 simple	 favorecedor	 del	 hecho	 principal	 (…).”	 (GÓMEZ	 RIVERO,
Carmen.	 “Límites	 de	 la	 inducción	 con	 la	 autoría	 mediata	 y	 complicidad”,
Derecho	 Penal	 Contemporáneo	 -	 Revista	 Internacional,	 Editorial	 Legis,
Número	22,	enero	-	marzo	del	2008;	págs.	94	y	ss.)
DOCTRINA.—Complicidad.
*	Los	cuadros	corresponden	a	 la	obra:	“Principios	de	Derecho	Penal”,	Bacigalupo,	Enrique,	ob.	 cit.,
pág.	367.
COMENTARIO.—Complicidad.	La	 complicidad	 se	 concibe	 como	 el	 aporte
material	(hechos)	o	psíquico	(consejos)	que	se	realiza	al	autor	del	delito.	El
aporte	es	factible	durante	la	fase	ejecutiva	–contribución	no	esencial–	o	en
la	fase	preparatoria	–contribución	esencial–.	No	hay	complicidad	posterior	a
la	consumación	del	delito.
El	 Código	 Penal,	 clasifica	 a	 la	 complicidad	 en	 dos	 clases:	 primaria	 y
secundaria.	Mientras	la	complicidad	primaria,	consiste	en	una	contribución
esencial	 a	 nivel	 de	 los	 actos	 preparatorios,	 la	 complicidad	 secundaria
implica	 una	 contribución	 no	 esencial	 al	 hecho	 del	 autor	 sea	 en	 los	 actos
ejecutivos	o	preparatorios.
La	 complicidad	 puede	 ser	 por	 acción	 o	 por	 omisión.	 La	 complicidad	 por
acción	consiste	en	hacer	o	en	su	caso	dar	algo	–supone	en	la	práctica	la	más
usual–.	 La	 complicidad	 por	 omisión	 consiste,	 por	 el	 contrario,	 bien	 en
mantenerse	pasivo	sin	hacer	nada	(facilita	la	comisión	del	hecho)	o	bien	por
realizar	otra	conducta	distinta	a	la	debida.	Como	se	dijo,	lo	fundamental	en
el	delito	de	omisión	y	también	en	la	complicidad	omisiva,	es	la	existencia	de
un	deber	jurídico	que	obligue	a	efectuar	un	determinado	comportamiento.
C.	P.
ART.	 26.—Incomunicabilidad	 de	 circunstancias.	 Las
circunstancias	 y	 cualidades	 que	 afecten	 la	 responsabilidad	 de
algunos	de	 los	autores	y	partícipes	no	modifican	 las	de	 los	otros
autores	o	partícipes	del	mismo	hecho	punible.
PLENO	JURISDICCIONAL.—Autoría	y	participación	en	delitos	especiales.
“(...)	Primero.-	Por	unanimidad:	Los	criterios	mínimos	que	debe	considerar	el
juzgador	para	delimitar	los	ámbitos	de	imputación	de	autores	y	partícipes,	en
los	delitos	especiales	propios	e	impropios,	son	los	siguientes:
a)	Diferenciar	la	respuesta	punitiva	aplicable	a	los	autores	y	partícipes,	en
función	de	su	mayor	o	menor	cercanía	con	el	bien	jurídico	protegido	y	de	la
importancia	del	aporte	de	éstos	en	la	realización	del	delito	especial	de	que	se
trate.
b)	Considerar	que	siempre	la	participación,	independientemente	de	la
naturaleza	del	delito	(común	o	especial),	es	siempre	accesoria	de	la	autoría.
c)	Tener	en	cuenta,	sin	embargo,	que	dicha	accesoriedad,	no	es	rígida	o
ilimitada,	sino	que	está	circunscrita	al	ámbito	de	la	descripción	típica	del
delito	especial.
d)	Considerar	que	la	mayor	punibilidad	de	los	autores	de	los	delitos
especiales	se	fundamenta	en	el	dominio	social	que	tienen	respecto	del	bien
jurídico	tutelado,	sin	que	ello	signifique	que	los	aportes	a	la	realización	de	la
conducta	delictiva	de	los	extranei,	no	sean	desvalorados	a	efectos	punitivos,	en
la	medida	que	coadyuvaron	a	la	lesión	del	bien	jurídico	protegido,	por	parte
del	sujeto	cualificado.
Segundo.-	Por	unanimidad:	En	los	delitos	especiales	propios	e	impropios,
sólo	pueden	ser	autores	los	sujetos	que	reúnan	las	condiciones	específicas
establecidas	en	los	tipos	penales,	considerando	su	capacidad	de	control	del
bien	jurídico	protegido.	En	consecuencia,	no	es	admisible	la	coautoría	entre	un
intraneus	y	un	extraneus	dado	que	cada	uno	de	ellos	responde	de	acuerdo	al
tipo	común	o	especial	que	le	corresponde.
Tercero.-	Por	unanimidad:	Es	admisible	que	el	sujeto	cualificado	(intraneus)
pueda	ser	considerado	autor	mediato	de	un	delito	especial,	en	el	que	se	utilice
como	intermediario	a	un	particular,	en	la	medida	que	el	intraneus	o	sujeto
calificado,	tiene	el	dominio	social	respecto	de	la	disponibilidad	del	bien
jurídico	tutelado.	(...)”.	(Pleno	Jurisdiccional	Superior	Nacional	Penal
“Problemática	en	la	aplicación	de	la	norma	penal,	procesal	y	penitenciaria”,
Trujillo	-	2004,	Tema	5)
JURISPRUDENCIA.—El	artículo	26	del	Código	Penal	adopta	la	tesis	de	la
ruptura	del	título	de	imputación:	la	complicidad	o	instigación	del
particular	son	imposibles	en	el	delito	de	enriquecimiento	ilícito.	“9.	En
esta	hipótesis	lo	que	tenemos	es	que	el	autor	del	enriquecimiento	ilícito	estaría
realizando	de	mano	propia	el	delito	de	enriquecimiento	ilícito	por	cuanto	en
realidad	incrementa	sus	bienes	disimulándose	como	no	propietario.	Por	tanto,
en	estos	supuestos	se	tendrá	que	probar	dicha	simulación.	La	pregunta	que
inmediatamente	nos	asalta	es	qué	tipo	de	intervención	delictiva	es	atribuible
al	testaferro.
10.	El	artículo	26	del	Código	Penal	recoge	la	tesis	de	la	ruptura	del	título	de
imputación.	Esto	significa	que	en	los	delitos	especiales,	el	status	del	autor
impide	que	se	pueda	imputar	responsabilidad	penal	a	otra	persona	distinta	de
él.	La	razón	estriba	en	que	los	delitos	especiales	criminalizan	conductas	que
sólo	pueden	desplegar	ciertos	sujetos,	y	de	hecho	el	disvalor	de	la	conducta
está	en	función	a	esa	condición	especial	que	tiene	la	persona.	Si	lo	que	permite
sancionar	es	esa	condición	particular	del	agente,	todo	aquel	que	no	la	tenga
escapa	al	radio	punitivo	de	la	norma	por	aplicación	del	principio	de	legalidad.
11.	Así	las	cosas,	el	artículo	25	del	Código	Penal	que	prevé	la	complicidad
para	quien	realiza	un	aporte	esencial,	en	el	caso	del	cómplice	primario;	u	no
esencial,	en	el	caso	del	cómplice	secundario,	resulta	de	imposible	aplicación	al
delito	de	enriquecimiento	ilícito.	La	razón	hunde	sus	raíces	en	lo	ya	expresado,
nadie	más	que	el	sujeto	con	status	puede	quebrantar	la	norma	de	conducta,	y
todo	apoyo	aporte	que	reciba	escapará	al	radio	punitivo	de	la	norma	que	sólo
pretende	alcanzar	a	un	sujeto	con	condiciones	especiales.	La	misma	lógica	se
puede	aplicar	a	la	inducción	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	782-2015-Del	Santa,	jul.	06/2016.
V.	P.	Villa	Stein)
C.	P.
ART.	 27.—Responsabilidad	 penal	 del	 representante	 de	 una
persona	 jurídica.	 El	 que	 actúa	 como	 órgano	 de	 representación
autorizado	 de	 una	 persona	 jurídica	 o	 como	 socio	 representante
autorizado	de	una	sociedad	y	realiza	el	 tipo	 legal	de	un	delito	es
responsable	 como	 autor,	 aunque	 los	 elementos	 especiales	 que
fundamentan	la	penalidad	de	este	tipo	no	concurran	en	él,	pero	sí
en	la	representada.
CUADRO	SINÓPTICO.—Responsabilidad	penal	de	la	persona	jurídica.
(1)	En	entes	colectivos	 la	 formación	y	manifestación	de	 la	voluntad	corresponde	a	sus	órganos	de
administración.
(2)	 En	 supuestos	 de	 votación	 secreta	 resulta	 imposible	 individualizar	 la	 responsabilidad	 penal,	 a
menos	que	se	trate	de	unanimidad.
(3)	 En	 sentido	 general,	 los	 votos	 que	 no	 sean	 a	 favor	 del	 “acuerdo	 ilícito”	 no	 pueden	 fundar	 una
responsabilidad	 penal.	 Siempre	 es	 necesario	 valorar	 “el	 efectivo	 comportamiento	 y	 la	 efectiva
voluntad	del	sujeto”.
(4)	Si	los	votos	a	favor	de	realizar	un	acto	ilícito	no	logran	mayoría	no	serán	punibles.	Encuentra	así
perfecta	aplicación	la	regla	de	la	tentativa	(actos	preparatorios	vs.	actos	ejecutivos).
DOCTRINA.—Responsabilidad	 penal	 por	 la	 conducta	 de	 las	 personas
jurídicas.	 “La	 persona	 jurídica	 no	 es	 un	 simple	 receptáculo	 formal	 de
acciones	 u	 omisiones.	 La	 ley	 recurre	 a	 la	 personificación	 jurídica	 con	 el
objeto	de	satisfacer	específicas	necesidades	de	organización	y	expresión	de
la	acción	colectiva	orientada	a	 la	consecución	estable	de	 fines	 lícitos.	Si	 se
examina	con	detenimiento	el	 régimen	 jurídico	que	hace	posible	 introducir
este	actor	de	la	vida	social,	se	concluye	que	está	dotado	de	instrumentos	y
mecanismos	 prudenciales	 para	 controlar,	 dentro	 del	 campo	 en	 el	 que
despliega	 su	 objeto,	 las	 acciones	 y	 omisiones,	 que	 le	 pueden	 ser
genéricamente	 imputadas,	 según	 sus	 consecuencias.	 En	 realidad,	 lo
contrario	no	lo	haría	apto	como	sujeto	de	derecho.	No	siempre	la	evitación
del	 comportamiento	 prohibido	 debe	 recaer	 únicamente	 en	 las	 personas
físicas	 que	 fungen	 como	 gestores	 del	 ente	 o	 limitarse	 la	 responsabilidad
consiguiente	 al	 resarcimiento	de	 los	daños	 causados	por	un	 tercero.	A	 las
personas	 jurídicas	 el	 ordenamiento	 suministra	 órganos	 y	 medios	 para
establecer	 su	 dominio	 –control	 inclusive	 sobre	 los	 actos	 y	 omisiones	 que
violen	la	ley–.	No	enfrenta	la	persona	jurídica,	por	el	simple	hecho	de	tener
esta	 naturaleza,	 la	 circunstancia	 ineluctable	 de	 no	 poder	 prevenir	 ni
reaccionar	ante	las	acciones	u	omisiones	con	capacidad	para	destruir	bienes
y	valores	sociales	supremos.	Las	fallas	que	en	este	sentido	se	presenten	–no
obstante	 la	 existencia	 de	 medios,	 órganos	 y	 mecanismos	 legales	 y
estatutarios	 idóneos	 jurídicamente	 para	 deliberar,	 decidir,	 reaccionar	 y
corregir	 los	 distintos	 cursos	 de	 la	 acción	 social–,	 pueden	 ser	 tenidas	 en
cuenta	 por	 el	 legislador	 para	 asignar,	 cuando	 ello	 sea	 posible,
responsabilidad	 penal	 al	 mismo	 ente	 societario,	 sin	 perjuicio	 de	 su
responsabilidad	patrimonial	y	de	 la	 responsabilidad	 también	penal	que	se
pueda	 deducir	 a	 sus	 gestores”.	 (C.	 Const.	 de	 Colombia,	 Sent.	 C-674,	 nov.
18/98,	M.P.	Eduardo	Cifuentes	Muñoz)
DOCTRINA.—La	 responsabilidad	 penal	 de	 las	 personas	 jurídicas:
consecuencias	 accesorias	 contra	 la	 empresa.	 “(...)	 Frente	 al	 aforismo
societas	 delinquere	 non	 potest,	 la	 mayoría	 de	 los	 países,	 ante	 el	 creciente
poder	 de	 las	 grandes	 empresas,	 han	 recurrido	 a	 determinadas	 formas	 de
represión	 penal	 con	 las	 que	 se	 espera	 reforzar	 el	 efecto	 preventivo,	 pero
sobre	 todo	 se	 busca	 tratar	 de	 manera	 igualitaria	 las	 conductas	 dañosas
cometidas	ya	sea	por	personas	naturales,	ya	sea	por	o	a	través	de	empresas.
Razones	 de	 orden	 práctico	 ligadas	 a	 la	 necesidad	 de	 la	 prevención	 y
represión	 penal	 han	 llevado	 a	 los	 distintos	 ordenamientos	 jurídicos	 a
admitir	excepciones	al	dogma	de	la	responsabilidad	penal	individual.
Este	 fenómeno	se	 inicia	 en	 los	países	anglosajones,	 cuyo	primer	paso	 fue
dado	por	la	jurisprudencia,	en	el	caso	‘New	York	Central	Railroad	v.	United
States’,	 y	 no	 por	 el	 legislador,	 siguiendo	 su	 línea	 pragmática	 ante	 la
necesidad	 de	 atajar	 los	 delitos	 que	 se	 desarrollan	 en	 el	 seno	 de	 una
empresa.	En	Europa,	el	Código	Penal	holandés	fue	el	primero	en,	a	pesar	de
los	 obstáculos	 dogmáticos,	 introducir	 la	 responsabilidad	 de	 las	 personas
jurídicas	en	1976(10),	en	Portugal	se	hizo	en	1983,	en	Noruega	en	1992,	en
Francia,	el	Código	Penal	que	entró	en	vigor	el	1	de	marzo	de	1994	contiene
el	 expreso	 reconocimiento	 de	 la	 responsabilidad	 penal	 de	 las	 personas
jurídicas,	le	siguió	Finlandia	en	1995	y,	el	último	país	europeo	que,	hasta	la
fecha,	se	ha	subido	al	tren	de	un	derecho	penal	para	las	personas	jurídicas
ha	 sido	 Italia	 que	 ha	 reconocido	 la	 responsabilidad	 penal	 de	 las	 personas
jurídicas.	 (...).”	 (VICENTE	 MARTÍNEZ,	 Rosario.	 La	 Responsabilidad	 de	 las
personas	 jurídicas.	Derecho	Penal	Contemporáneo	 -	Revista	 Internacional,
Editorial	Legis,	Número	1,	octubre	-	diciembre	de	2006;	págs.	41	y	ss.)
DOCTRINA.—El	actuar	en	lugar	de	otro.“	 (...)	La	categoría	del	 ‘actuar	en
lugar	de	otro’	puede	 ser	argumentada	desde	diversos	ángulos,	pero	habrá
que	 ser	 cautos	 en	 reconocer,	 por	 un	 lado,	 cuál	 es	 el	 fundamento	 del
precepto	del	artículo	27	del	Código	Penal	 tal	 cual	 se	encuentra	 redactado,
con	 todos	 sus	 defectos	 y	 virtudes	 y,	 por	 otro,	 cuál	 es	 el	 fundamento	 que
debería	tener	en	caso	de	que	se	postule	su	modificación.
Antes	bien,	debe	llamar	la	atención	de	que	las	teorías	que	intentan	precisar
la	naturaleza	jurídica	del	‘actuar	en	lugar	de	otro’	parten	de	que	el	objetivo
perseguido	es	imputar	responsabilidad	penal	al	representante	que	no	reúne
las	condiciones	especiales	que	exige	el	tipo	especial	al	recaer	estos	sobre	la
persona	(jurídica	o	natural)	a	la	que	representa.	Como	se	ve,	el	fin	político
criminal	 no	 es	 otro	 que	 salvar	 la	 laguna	 de	 punibilidad	 que	 se	 presenta,
mayoritariamente,	en	la	delincuencia	económica	en	mérito	a	la	situación	de
escisión	 de	 los	 elementos	 especiales	 en	 las	 estructuras	 organizadas	 en
función	a	la	división	del	trabajo	y	al	principio	de	jerarquía.
A)	La	tesis	de	la	‘representación’
Esta	tesis	 intenta	 justificar	el	 ‘actuar	en	 lugar	de	otro’	 teniendo	en	cuenta
que	la	mayoría	de	los	preceptos	que	se	encargan	de	su	regulación	positiva
hacen	 expresa	 referencia	 a	 una	 relación	 de	 representación,	 cubre	 el
extraneus	que	actúa	y	 la	persona	 jurídica	que	es	representada.	A	partir	de
ello,	 se	 construye	un	paralelo	 entre	 la	 representación	propia	del	mandato
civil	y	la	naturaleza	jurídica	del	‘actuar	en	lugar	de	otro’,	transmitiéndose	las
características	 especiales	 de	 autoría	 que	 ostenta	 el	 representado	 al
representante,	 concluyéndose	 que	 ‘la	 representación	 convierte	 al
representante	en	destinatario	de	 las	normas	especiales	que	 incumben	a	 la
persona	representada’.	(...).
B)	La	‘posición	de	garante’	del	representante
Frente	a	la	demostrada	insuficiencia	de	la	teoría	de	la	‘representación’	para
hacer	frente	a	las	exigencias	político-criminales	que	debe	superar	la	fórmula
del	 ‘actuar	 en	 lugar	 de	 otro’,	 postula	 Schünemann	 su	 teoría	 del	 ‘deber	 de
garante’,	 en	 virtud	 de	 la	 cual	 ‘el	 ámbito	 de	 la	 responsabilidad	 penal	 del
representante	 queda	 constituido	 según	 su	 propia	 naturaleza,	 por	 aquellos
elementos	especiales	de	autor	que	describen	una	relación	de	dominio	sobre
la	causa	del	resultado	igual	a	la	del	garante,	ya	sea	en	la	conocida	forma	de
dominio	sobre	una	cosa	o	procedimiento	peligroso	o	en	la	forma	de	dominio
sobre	 el	 desvalimiento	 y	 la	 susceptibilidad	 de	 lesión	 del	 objeto	 del	 bien
jurídico	 amenazado’.	 Tanto	 en	 uno	 como	 en	 otro	 caso,	 la	 responsabilidad
debe	 trasladarse	 a	 la	 persona	 que	 acepta	 la	 posición	 de	 custodia	 o	 de
dominio	 desde	 su	 titular	 original.	 Visto	 así,	 la	 responsabilidad	 penal	 del
representante	 (a	 partir	 del	 ‘actuar	 en	 lugar	 de	 otro’)	 aparece	 como	 un
supuesto	 de	 aceptación	 de	 una	 posición	 de	 garante.	 En	 todo	 caso,	 el
problema	reside	en	determinar	 las	 condiciones	en	que	 la	aceptación	de	 la
posición	de	garante	(expresa,	 tácita,	voluntaria,	etc.)	resulta	válida	de	cara
al	 ‘actuar	 en	 lugar	de	 otro’	 y	 los	 alcances	de	 la	misma	 (por	 ejemplo,	 si	 es
delegable).	Acorde	con	lo	dicho,	Schünemann	propone,	de	lege	ferenda,	que
la	 responsabilidad	 penal	 del	 representante	 se	 exprese	 como	 un	 caso	 de
responsabilidad	de	 garante	 y	 se	pueda	 sancionar	 como	autor	de	un	delito
especial	‘al	que,	en	lugar	del	autor	descrito	en	la	ley,	haya	asumido	de	hecho
sus	actividades	y	ejecute	 la	acción	descrita	en	el	 supuesto	de	hecho	 típico
(...)”.	(MEINI	MÉNDEZ,	Iván	Fabio.	“El	actuar	en	lugar	de	otro	en	el	derecho
penal	 peruano”.	 Revista	 Nuevo	 Foro	 Penal,	 Editorial	 Temis,	 Número	 62,
diciembre	de	1999).
DOCTRINA.—Actuar	 en	 lugar	 de	 otro:	 teoría	 del	 dominio	 social.	 “(...)
Haciendo	eco	de	las	críticas	formuladas	a	la	teoría	de	la	‘representación’,	la
teoría	del	‘dominio	social’,	obra	de	Gracia	Martín,	parte	de	entender	que	los
delitos	 especiales	 son	 delitos	 de	 ‘dominio	 social’,	 en	 el	 sentido	 de	 que	 el
elemento	especial	de	la	autoría	en	estos	delitos	‘radica	en	el	ejercicio	de	una
función	 específica	 determinante	 de	 la	 constitución	 de	 una	 estrecha	 y
peculiar	 relación	 entre	 el	 sujeto	 competente	 para	 su	 ejercicio	 y	 el	 o	 los
bienes	jurídicos	involucrados	de	un	modo	esencial	en	el	ejercicio	de	aquella
función’,	de	manera	que	lo	importante	es,	precisamente,	la	relación	material
de	 dominio	 social	 que	 existe	 entre	 quien	 tiene	 la	 competencia	 para	 el
ejercicio	de	una	función	y	el	bien	jurídico,	y	no	en	el	statu	quo	formal	con	el
que	 el	 legislador	 describe	 al	 autor	 del	 hecho.	 Desde	 esta	 perspectiva	 los
delitos	 especiales	 de	 dominio	 social	 son,	 además,	 delitos	 especiales	 de
garante.	 Este	 razonamiento	 le	 permite	 sostener	 que	 la	 integración	 del
representante	 en	 el	 círculo	 de	 autores	 idóneos	 para	 realizar	 el	 delito
especial	 queda	 justificada	 al	 ser	 el	 significado	 de	 su	 conducta	 idéntico
(materialmente	idéntico	desde	el	punto	de	vista	del	contenido	del	tipo)	a	la
conducta	 del	 sujeto	 descrito	 por	 el	 delito	 especial	 y	 lo	 que	 Ie	 permite
fundamentar	 dicha	 identidad	 son	 los	 elementos	materiales	 que	 concurren
en	 el	 sujeto	 sobre	 quien	 recae	 la	 imputación	 (el	 representante)	 y	 no	 los
formales	 que	 recaen	 en	 el	 representado.	 En	 otras	 palabras,	 al	 tener	 el
representante	 un	 dominio	 social	material	 sobre	 el	 bien	 jurídico	 protegido
por	 el	 delito	 especial,	 se	 convierte	 en	 garante	 de	 su	 integridad	 y,	 en
consecuencia,	 se	 le	exige	su	 indemnidad.(...)”	 (MEINI	MÉNDEZ,	 Iván	Fabio.
“El	 actuar	 en	 lugar	 de	 otro	 en	 el	 derecho	 penal	 peruano”.	 Revista	 Nuevo
Foro	Penal,	Editorial	Temis,	Número	62,	diciembre	de	1999).
TÍTULO	III
De	las	penas
CAPÍTULO	I
Clases	de	penas
C.	P.
ART.	28.—Clases	de	penas.	Las	penas	aplicables	de	conformidad
con	este	código	son:
-	Privativa	de	libertad;
-	Restrictivas	de	libertad;
-	Limitativas	de	derechos;	y
-	Multa.
JURISPRUDENCIA	 VINCULANTE.—Corte	 Suprema	 impone	 su	 criterio
para	determinar	la	pena	de	multa	y	de	inhabilitación	cuando	concurran
como	penas	conjuntas	y	principales.	“IV.	Graduación	de	las	penas	de	multa
e	inhabilitación	(...)	la	parte	especial	del	Código	Penal	incorpora	delitos	cuya
penalidad	está	constituida	por	dos	o	más	penas	principales.	A	esta	modalidad
de	 conminación	 penal	 se	 le	 denomina	 ‘penas	 conjuntas’.	 Su	 característica
esencial	radica	en	que,	en	estos	casos,	la	pena	concreta	que	se	aplique	al	autor
o	partícipe	 del	 delito	 deberá	 incluir	 todas	 las	 penas	 principales	 conminadas
por	 la	 ley.	 (...)	 La	 determinación	 judicial	 de	 la	 pena	 en	 su	 etapa	 de
individualización	 de	 la	 pena	 concreta,	 define	 el	 estándar	 cualitativo	 y
cuantitativo	de	la	sanción	que	deberá	cumplir	el	condenado	sobre	la	base	de
las	 circunstancias	 atenuantes	 o	 agravantes	 que	 concurran	 en	 el	 caso	 sub
iúdice	 y	 que	 permitirán	 identificar	 la	 mayor	 o	 menor	 gravedad	 del	 hecho
punible	 cometido;	 así	 como	 la	mayor	 o	menor	 intensidad	de	 la	 culpabilidad
que	 alcanza	 a	 su	 autor	 o	 partícipe.	 Por	 consiguiente,	 al	 tratarse	 de	 penas
conminadas	conjuntas,	la	pena	concreta	debe	quedar	integrada	por	todas	las
penas	 principales	 consideradas	 para	 el	 delito	 cometido	 y	 aplicadas	 sobre	 la
base	 de	 las	 mismas	 circunstancias	 o	 reglas	 de	 reducción	 por	 bonificación
procesal	 concurrentes.	 De	 tal	 forma	 que	 el	 resultado	 punitivo	 debe	 fijar	 la
extensión	y	calidad	de	cada	una	de	 las	penas	conjuntas	en	 función	al	mismo
examen	y	valoración	realizado	por	el	órgano	jurisdiccional.	(...)	En	atención	a
lo	expuesto,	no	es	explicable,	en	el	presente	caso,	que	el	resultado	punitivo	en
la	pena	privativa	de	libertad,	en	la	de	multa	e	inhabilitación,	que	integran	la
penalidad	 conjunta	 del	 delito	 de	 tráfico	 ilícito	 de	 drogas,	 previsto	 en	 el
artículo	 doscientos	 noventa	 y	 seis,	 primer	párrafo,	 del	 Código	Penal,	 tengan
una	 extensión	 concreta	 muy	 diferente	 una	 de	 otra.	 Esto	 es,	 que	 la	 pena
privativa	de	 libertad	sea	por	debajo	del	mínimo	 legal;	que	 la	pena	de	multa
sea	 equivalente	 al	 mínimo	 legal	 y	 que	 la	 pena	 de	 inhabilitación	 alcance	 el
máximo	 legal.	 (...),	 pues	 se	 deben	 reducir	 proporcionalmente	 las	 penas	 de
multa	e	inhabilitación	en	función	a	una	extensión	porcentual	equivalente	a	la
que	se	ha	establecido	para	la	pena	privativa	de	libertad.
Sin	embargo,	cabe	precisar	también	que	al	tener	la	pena	de	inhabilitación	en
el	 artículo	 treinta	 y	 ocho	del	 Código	Penal	 un	 estándar	mínimo	genérico	 de
seis	meses,	la	aplicación	concreta	de	esta	clase	de	pena	para	el	caso	sub	iúdice
debe	graduarse	prudencialmente,	a	fin	de	que	no	pierda	su	sentido	y	eficacia
punitiva”.	(CS,	R.	N.	3864-2013-Junín,	set.	08/2014.	V.	P.	Pariona	Pastrana)
NOTA:	 Esta	 resolución	 de	 la	 Corte	 Suprema	 se	 publicó	 en	 el	 Diario	 Oficial	 “El	 Peruano”	 el	 01	 de
febrero	del	2015.
JURISPRUDENCIA.—Justificación	de	las	penas	está	en	la	protección	de	la
sociedad.	 “(...)	 La	 justificación	 de	 las	 penas	 privativas	 de	 libertad	 es,	 en
definitiva,	 proteger	a	 la	 sociedad	 contra	 el	 delito.	Tal	protección	 sólo	puede
tener	sentido,	si	se	aprovecha	el	período	de	privación	de	libertad	para	lograr,
en	 lo	 posible,	 que	 el	 delincuente,	 una	 vez	 liberado,	 no	 solamente	 quiera
respetar	 la	 ley	 y	 proveer	 a	 sus	 necesidades,	 sino	 también	 que	 sea	 capaz	 de
hacerlo	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 4570-2005-HC/TC,	 jun.	 16/2006.	 Pres.	 Alva
Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—La	retribución	absoluta	no	es	fin	de	la	pena.	“(...)	El
tribunal	realiza	diversas	precisiones	en	torno	a	los	fines	de	la	pena	desde	una
perspectiva	constitucional.	En	ese	sentido,	señala	que	ya	ha	descartado	que	se
conciba	a	la	retribución	absoluta	como	el	fin	de	la	pena.	Ello,	desde	luego,	no
significa	 que	 se	 desconozca	 que	 toda	 sanción	 punitiva	 lleva	 consigo	 un
elemento	retributivo	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	00019-2005-AI/TC,	set.	21/2006.	Pres.
Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Teorías	de	la	pena.	“(...)	A)	Teoría	de	la	retribución
absoluta	(…).	Según	ella,	la	pena	no	cumple	ninguna	función	social,	pues	es
una	institución	independiente	de	su	esfera	social;	es	decir,	agota	toda
virtualidad	en	la	generación	de	un	mal	al	delincuente,	de	modo	tal	que	el
Estado,	en	representación	de	la	sociedad,	toma	venganza	por	la	afectación	de
algún	bien	jurídico	relevante,	aplicando	un	mal	de	similar	gravedad	a	la
relevancia	del	bien	en	el	ordenamiento	jurídico.	(…)	B)	Teoría	de	la
prevención	especial	(…)	también	denominada	teoría	de	la	retribución
relativa,	centra	la	finalidad	de	la	pena	en	los	beneficios	que	ella	debe	generar
en	el	penado	o,	cuando	menos,	en	aquellos	que	tengan	la	voluntad	de	ser
resocializados.	(…)	C)	Teoría	de	la	prevención	general	(…)	circunscribe	su
análisis,	antes	que	en	el	penado,	en	el	colectivo,	de	forma	tal	que	considera	que
la	pena	tiene	por	finalidad	influir	en	la	sociedad	a	través	de	la	efectividad	de
la	amenaza	penal	y	su	posterior	ejecución	en	aquellos	que,	mediante	una
conducta	antijurídica,	atentan	contra	valores	e	intereses	de	significativa
importancia	en	el	ordenamiento	jurídico	y	que,	por	tal	motivo,	son	objeto	de
protección	por	el	Derecho	Penal.	(…)	D)	Teorías	de	la	unión	(…)	Finalmente,
las	teorías	de	la	unión	sostienen	que	tanto	la	retribución	como	la	prevención
general	y	especial,	son	finalidades	de	la	pena	que	deben	ser	perseguidas	de
modo	conjunto	y	en	un	justo	equilibrio”.	(TC,	Exp.	N°	00019-2005-AI/TC,	set.
21/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—La	teoría	de	la	pena	“roxiniana”:	determinación	de
la	pena	toma	en	consideración	tanto	la	prevención	general	como	la
prevención	especial.	“(…)	la	teoría	de	la	pena	más	difundida	en	el	sistema
jurídico	europeo	continental	es	la	formulada	por	Claus	Roxin,	quien	señala
que	al	momento	de	la	conminación	penal	tiene	plena	vigencia	la	prevención
general.	Ahí	es	donde	se	manifiesta	el	imperativo	de	la	norma	en	sus	directivas
de	conducta;	en	cambio,	en	el	marco	de	la	determinación	de	la	pena	se	toman
en	consideración	tanto	la	prevención	general	como	prevención	especial	(con
miras	a	su	resocialización	y	reinserción),	así	también	entran	en	consideración
el	principio	de	culpabilidad,	en	virtud	al	cual	no	se	puede	pasar	sobre	la
responsabilidad	penal	del	hecho;	en	cambio,	al	momento	de	la	ejecución	de	la
peno	se	deben	tomar	únicamente	la	prevención	especial.	(…)	en	el	marco	de	la
combinación	de	los	criterios	preventivo	generales	y	especiales	de	la	pena,
debemos	interpretar	los	Arts.	45	y	46	del	Código	Penal,	por	ejemplo,	la
gravedad	de	los	delitos	cometidos,	forma	y	modo	de	ejecución	de	la	pena,	el
peligro	ocasionado	y	personalidad	o	capacidad	del	agente.”	(CS,	R.	N.	890-
2010-Lima,	set.	06/2011.	Voto	dirimente	del	señor	Santa	María	Morillo)
JURISPRUDENCIA.—La	protección	de	la	sociedad	frente	al	delito	justifica
las	penas	privativas	de	la	libertad.	“La	justificación	de	las	penas	privativas
de	libertad	es,	en	definitiva,	proteger	a	la	sociedad	contra	el	delito.	Tal
protección	sólo	puede	tener	sentido	si	se	aprovecha	el	periodo	de	privación	de
libertad	para	lograr,	en	lo	posible,	que	el	delincuente	una	vez	liberado	no
solamente	quiera	respetar	la	ley	y	proveer	a	sus	necesidades,	sino	también	que
sea	capaz	de	hacerlo	(...)”.	(TC,	Exp.	1084-2003-HC/TC,	jul.	02/2004.	Pres.	Alva
Orlandini)
COMENTARIO.—Teoría	 de	 la	 pena.	 La	 pena	 ha	 pasado	 de	 la	 crueldad
(tortura,	 azotes,	 mutilaciones)	 a	 la	 humanización	 (pena	 privativa	 de
libertad,	multa,	entre	otras).	En	principio,	la	humanización	erigió	a	la	pena
privativa	 de	 libertad	 como	 el	 centro	 del	 sistema	 punitivo.	 Hoy,	 la
humanización	 exige	 al	 derecho	 penal	 dos	 cosas:	 a)	 sino	 la	 abolición	 de	 la
pena	de	muerte,	su	limitación	a	unos	pocos	delitos	graves;	y,	b)	la	reserva	de
la	pena	privativa	de	libertad	para	la	delincuencia	más	grave.	En	esta	suerte
de	“achicamiento	de	la	pena”,	la	multa	es	la	pena	que	se	va	perfilando	como
la	 razón	 de	 los	 nuevos	 y	 futuros	 sistemas	 penales	 de	 sociedades
desarrolladas.
La	 simplificación	 que	 propone	 el	 actual	 Código	 Penal,	 elimina	 los	 largos
catálogos	de	penas	que	caracterizaban	el	código	anterior,	ahora	las	penas	se
reducen	 drásticamente	 a	 penas	 privativas	 de	 libertad,	 restrictivas	 de
libertad,	limitativas	de	derechos;	y	multa.	Se	abandonan	pues	las	diferentes
denominaciones	 antes	 empleadas	 para	 designar	 a	 la	 pena	 privativa	 de
libertad	(reclusión	menor,	reclusión	mayor,	prisión	mayor,	prisión	menor).
SECCIÓN	I
Pena	privativa	de	libertad
C.	P.
ART.	29.—Modificado.	D.	Leg.	982,	Art.	1°.	Duración	de	la
pena	privativa	de	libertad.	La	pena	privativa	de	libertad	puede
ser	temporal	o	de	cadena	perpetua.	En	el	primer	caso,	tendrá	una
duración	mínima	de	dos	días	y	una	máxima	de	treinta	y	cinco
años.
NOTA:	Mediante	el	Decreto	Legislativo	895	se	modificó	el	artículo	29	del	Código	Penal.	Este	decreto
legislativo,	 a	 su	 vez,	 fue	 declarado	 inconstitucional,	 en	 su	 integridad,	mediante	 la	 STC	 0005-2001-
AI/TC.	En	la	medida	que	por	la	declaración	de	inconstitucionalidad	no	recobran	vigencia	las	normas
derogadas	 o	 modificadas,	 el	 artículo	 29	 del	 Código	 Penal	 quedó	 sin	 efecto	 al	 día	 siguiente	 de	 la
publicación	 de	 la	 referida	 sentencia	 en	 el	 Diario	 Oficial	 “El	 Peruano”.	 Tal	 declaración	 de
inconstitucionalidad	 no	 tuvo	 como	 efecto	 secundario	 la	 expulsión	 de	 la	 cadena	 perpetua	 del
ordenamiento	jurídico	peruano.	Así	por	ejemplo,	en	el	delito	de	terrorismo,	dicha	pena	estaba	(y	está)
contemplada	por	el	artículo	3º	del	Decreto	Ley	25475.	La	situación	es	“nueva”	con	 la	dación	del	D.
Leg.	982.
JURISPRUDENCIA.	—El	juez	penal	puede	reducir	la	pena	por	debajo	del
mínimo	legal,	siempre	que	explique	claramente	las	razones.	“8.	Si	bien	la
sustitución	o	reducción	de	la	pena	no	importa	un	nuevo	juzgamiento,	ello	no
significa	que	la	actuación	del	juez	penal	se	convierta	en	una	simple	operación
matemática,	sino	que	este	debe	proceder	de	modo	que	la	decisión	que	adopte
en	ese	sentido	sea	razonable	y	proporcional,	además	de	motivada;	esto	es,	que
en	algunos	casos	la	sustitución	de	la	pena	puede	darse	por	debajo	del	nuevo
mínimo,	hasta	el	nuevo	mínimo	o	por	sobre	él	mismo,	siempre	que	sea	inferior
a	la	pena	inicialmente	impuesta,	lo	que	dependerá	de	la	decisión	que	de
manera	justificada	expida	el	juzgador.”	(TC,	Exp.	06157-2008-PHC/TC,	set.
17/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Doctrina	jurisprudencial	vinculante:	ante	la
inaplicación	de	la	pena	del	delito	de	violación	de	la	libertad	sexual	de
menor	de	edad	queda	regular	la	sanción	con	el	artículo	29	del	CP.	“La
inaplicación	de	la	pena	conminada	en	el	tipo	penal	previsto	en	el	artículo	173,
inciso	2,	del	Código	Penal,	vía	control	difuso	de	la	ley,	es	compatible	con	la
Constitución,	para	ello	debe	realizarse	el	test	de	proporcionalidad,	con	sus	tres
subprincipios:	de	idoneidad,	de	necesidad	y	de	proporcionalidad	en	sentido
estricto.	De	igual	modo,	la	inaplicación	de	la	prohibición	contenida	en	el
artículo	22,	segundo	párrafo,	del	Código	Penal,	vía	control	difuso,	para	los
delitos	sexuales,	también	es	compatible	con	la	Constitución.	Para	la
graduación	de	la	pena	concreta	a	imponerse	al	procesado,	en	caso	de
inaplicación	de	la	pena	conminada	del	tipo	penal	respectivo,	debe	acudirse	al
artículo	29	del	Código	Penal.	Para	la	individualización	judicial	de	la	pena	a	los
autores	o	partícipes	que	al	momento	de	los	hechos	contaban	entre	18	y	21
años	de	edad,	se	tendrán	en	cuenta,	entre	otros	factores:	i)	Ausencia	de
violencia	o	amenaza	contra	el	sujeto	pasivo	para	el	acceso	carnal;	ii)
Proximidad	de	la	edad	de	la	agraviada	a	los	catorce	años	de	edad;	iii)
Afectación	psicológica	mínima	del	sujeto	pasivo;	y	iv)	Diferencia	etárea	entre
la	víctima	y	el	sujeto	activo	del	delito”.	(C.	S.,	Cas.	335-2015-Del	Santa,	jun.
01/2016.	V.	P.	César	Hinostroza	Pariachi)
NOTA:	La	Casación	335-2015-Del	Santa	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	18	de	agosto
del	2016.
COMENTARIO.—Vigencia	de	la	ley	que	establece	vigilancia	electrónica
personal	 sujeta	 a	 previa	 aprobación	 de	 calendario	 gradual	 de
aplicación.	 Según	 la	 Primera	 Disposición	 Final	 de	 la	 Ley	 29499,	 que
establece	 la	 vigilancia	 electrónica	 personal,	 esta	 entrará	 en	 vigencia
progresivamente	 en	 los	 diferentes	 distritos	 judiciales	 de	 acuerdo	 con	 el
calendario	oficial	que	será	aprobado	por	decreto	supremo,	exceptuando	de
dicho	calendario	a	 los	distritos	 judiciales	de	Lima,	Lima	Norte,	Lima	Sur	y
Callao,	 en	 los	que	 será	aplicada	una	vez	 concluido	el	proceso	de	 selección
por	 concurso	 público	 e	 implementados	 todos	 los	 mecanismos	 de	 la
vigilancia	electrónica	personal,	con	la	vigencia	del	reglamento	pertinente.
La	norma	define	 la	vigilancia	electrónica	como	“un	mecanismo	de	control
que	tiene	por	finalidad	monitorear	el	tránsito	tanto	de	procesados	como	de
condenados,	dentro	de	un	radio	de	acción	y	desplazamiento,	teniendo	como
punto	de	 referencia	el	domicilio	o	 lugar	que	señalen	estos”.	Más	allá	de	 la
mera	definición,	aparecen	las	categorías	equiparables	a	esta	nueva	forma	de
restricción	 personal:	 para	 el	 caso	 de	 procesados,	 es	 una	 alternativa	 de
restricción	del	mandato	de	comparecencia;	para	el	caso	de	condenados,
es	un	tipo	de	pena,	aplicable	por	conversión;	y	para	los	condenados	que
obtengan	 los	 beneficios	 penitenciarios	 de	 semilibertad	 o	 liberación
condicional,	es	un	mecanismo	de	monitoreo.
Esta	nueva	 forma	de	vigilancia,	que	procede	únicamente	cuando	medie	 la
aceptación	expresa	del	procesado	o	condenado,	puede	aplicarse	siempre	y
cuando	 la	 imputación	 se	 refiera	 a	 la	 presunta	 comisión	 de	 delitos
sancionados	con	una	pena	no	mayor	a	seis	(6)	años.
La	incorporación	de	la	vigilancia	electrónica	producirá	la	incorporación	del
artículo	29-A	(cumplimiento	de	la	pena	de	vigilancia	electrónica	personal)	y
la	modificación	del	artículo	52	(conversión	de	la	pena	privativa	de	libertad)
en	 el	 Código	 Penal;	 la	modificación	 de	 los	 artículos	 135	 y	 143	 del	 Código
Procesal	 Penal	 (mandato	 de	 detención	 y	 mandato	 de	 comparecencia);	 la
modificación	de	los	artículos	50,	52,	55	y	56	del	Código	de	Ejecución	Penal
(semilibertad,	 revocación	 de	 la	 semilibertad,	 liberación	 condicional	 y
revocación	de	la	liberación	condicional).
En	fecha	14	de	agosto	del	2010,	el	Ministerio	de	Justicia	publicó	el	Decreto
Supremo	 N°	 013-2010-JUS	 -	 “Reglamento	 para	 la	 implementación	 de	 la
vigilancia	 electrónica	 personal	 establecida	 mediante	 Ley	 N°	 29499”.	 Sin
embargo,	 el	 decreto	 supremo,	 según	 su	 artículo	 segundo,	 entrará	 en
vigencia	una	vez	concluido	el	proceso	|de	selección	por	concurso	público	y
haber	implementado	todos	los	mecanismos	que	este	tipo	de	vigilancia	exige,
resultados	que	serán	declarados	a	través	de	una	resolución	ministerial	que
debe	 de	 ser	 emitida	 por	 el	 titular	 del	 sector	 Justicia.	 En	 suma:	 toda	 la
normatividad	sobre	el	 tema	aún	no	ha	entrado	en	vigencia.	Aunque	existe
un	 fallo	 vinculante	 de	 la	 Corte	 Suprema	 (R.	 N.	 4216-2009-Lima)	 que
entiende	 que	 las	 modificaciones	 introducidas	 por	 la	 Ley	 29499	 a	 los
requisitos	del	mandato	de	detención	sí	entraron	en	vigencia.	El	13	de	mayo
del	 2015,	 el	 Minjus	 publicó	 el	 Decreto	 Supremo	 N°	 002-2015-JUS,	 que
modifica	e	 incorpora	artículos	 al	 reglamento	de	 la	Ley	N°	29499	y	que	va
dejando	todo	listo	para	aplicar	ya	la	figura.
JURISPRUDENCIA.—El	límite	al	que	se	puede	extender	la	duración	de	la
pena	privativa	de	la	libertad	es,	como	regla	general,	para	cualquier	otro
delito	que	carezca	de	pena	máxima,	la	cadena	perpetua.	“(…)	Este
tribunal	(...)	advirtió	que	no	existía	un	plazo	máximo	de	determinación	de	la
pena	desde	el	día	siguiente	en	que	la	sentencia	Nº	005-2001-AI/TC	declaró
inconstitucional	el	Decreto	Legislativo	Nº	895,	cuya	Quinta	Disposición	Final
modificó	el	referido	artículo	29	del	Código	Penal,	por	lo	que	recomendó	que,
análogamente	al	tratamiento	de	la	pena	de	cadena	perpetua,	debía
exhortarse	al	legislador	a	que,	dentro	de	un	plazo	razonable,	cumpla	con
prever	los	plazos	máximos	de	pena	en	cada	una	de	las	cuestionadas	figuras
típicas	del	Decreto	Ley	Nº	25475.	(…)	En	efecto,	el	Decreto	Legislativo	N°	921,
publicado	el	18	de	enero	de	2003,	fue	la	norma	que	satisfizo	la	exhortación
que	hiciera	el	Tribunal	Constitucional	al	Congreso	de	la	República	para	que	se
concuerde	el	régimen	jurídico	de	la	cadena	perpetua	con	lo	expuesto	en	la
Sentencia	Nº	010-2002-AI/TC,	y	además	estableció	los	límites	máximos	de	las
penas	de	determinados	delitos	regulados	por	el	Decreto	Legislativo	Nº	25475,
solucionando	con	ello	la	indeterminación	de	la	pena	antes	señalada.	(…)	En
cuanto	al	límite	al	que	se	puede	extender	la	duración	de	la	pena	privativa	de
la	libertad,	este	corresponde	a	la	cadena	perpetua,	considerando	que	su
aplicación	rige	no	sólo	para	los	delitos	contemplados	en	el	Decreto	Ley	N°
25475,	sino	también	para	cualquier	otro	delito	de	nuestra	legislación	nacional
que	carezca	de	pena	máxima	–conforme	se	colige	del	Decreto	Legislativo	N°
921–;	no	obstante,	el	Tribunal	Constitucional	considera	que	este	límite
resultaría	evidentemente	incompatible	con	el	principio	de	proporcionalidad
en	la	aplicación	de	las	penas	en	aquellos	casos	de	delitos	de	mínimo	daño	o
gravedad,	por	lo	que	debe	interpretarse	en	lo	sucesivo,	como	regla	general	de
duración	máxima	de	la	pena,	los	35	años	de	privación	de	la	libertad
establecidos	para	la	revisión	de	la	cadena	perpetua,	límite	que	se	justifica	por
la	necesidad	de	proteger	los	derechos	o	bienes	constitucionales	del	condenado
y	por	serle	más	favorable.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	9725-2005-PHC/TC,	abr.
20/2007.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Constitucionalidad	 de	 la	 cadena	 perpetua	 y	 la
reincorporación	 del	 penado	 a	 la	 sociedad.	 “(...)	 el	 establecimiento	 de	 la
pena	de	cadena	perpetua	no	sólo	resiente	al	principio	constitucional	previsto
en	el	inciso	22)	del	artículo	139	de	la	Constitución.	También	es	contraria	a	los
principios	de	dignidad	de	la	persona	y	de	libertad.	(...)	es	contraria	al	principio
de	libertad,	ya	que	si	bien	la	imposición	de	una	pena	determinada	constituye
una	medida	que	restringe	la	libertad	personal	del	condenado,	es	claro	que,	en
ningún	caso,	la	restricción	de	los	derechos	fundamentales	puede	culminar	con
la	anulación	de	esa	 libertad,	pues	no	solamente	el	 legislador	está	obligado	a
respetar	su	contenido	esencial,	sino,	además,	constituye	uno	de	los	principios
sobre	 los	 cuales	 se	 levanta	 el	 estado	 constitucional	 de	 derecho,	 con
independencia	 del	 bien	 jurídico	 que	 se	 haya	 podido	 infringir.	 Por	 ello,
tratándose	de	la	limitación	de	la	libertad	individual	como	consecuencia	de	la
imposición	 de	 una	 sentencia	 condenatoria,	 el	 Tribunal	 Constitucional
considera	 que	 ésta	 no	 puede	 ser	 intemporal	 sino	 que	 debe	 contener	 límites
temporales.	 (...)	 En	 segundo	 lugar	 (...)	 detrás	 de	 las	 exigencias	 de
‘reeducación’,	 ‘rehabilitación’	 y	 ‘reincorporación’	 como	 fines	 del	 régimen
penitenciario,	 también	 se	 encuentra	 necesariamente	 una	 concreción	 del
principio	 de	 dignidad	 de	 la	 persona	 (artículo	 1°	 de	 la	 Constitución)	 y,	 por
tanto,	éste	constituye	un	límite	para	el	legislador	penal.	(...)	el	establecimiento
de	 la	 pena	 de	 cadena	 perpetua	 sólo	 es	 inconstitucional	 si	 no	 se	 prevén
mecanismos	 temporales	 de	 excarcelación,	 vía	 los	 beneficios	 penitenciarios	 u
otras	que	tengan	por	objeto	evitar	que	se	trate	de	una	pena	intemporal,	por	lo
que	si	en	un	plazo	razonable	el	 legislador	no	dictase	una	ley	en	los	términos
exhortados,	 por	 la	 sola	 eficacia	 de	 esta	 sentencia,	 al	 cabo	 de	 30	 años	 de
iniciada	 la	 ejecución	 de	 la	 condena,	 los	 jueces	 estarán	 en	 la	 obligación	 de
revisar	 las	sentencias	condenatorias.	 (...)”.	 (TC,	Exp.	N°	010-2002-AI/TC,	ene.
03/2003.	Pres.	Alva	Orlandini)
PLENO	JURISDICCIONAL.—Pena	aplicable	en	delitos	que	establecen	el
máximo	legal.	“(...)	Segundo.-	Por	mayoría:	Para	decidir	la	pena	aplicable	en
delitos	que	establecen	el	máximo	legal	conminando	(sic)	de	pena	privativa	de
libertad,	como	en	el	caso	de	asesinato,	debe	el	Parlamento	Nacional	expedir	la
ley	que	restablezca	el	artículo	29	del	C.	P.;	transitoriamente	se	asume	que	se
puede	integrar	el	extremo	máximo	a	través	de	una	interpretación	sistemática,
que	se	tome	en	cuenta	el	límite	máximo	de	pena	privativa	de	libertad
temporal	existente	dentro	del	sistema	(35	años)	o	se	adopte	como	límite
máximo	el	del	tipo	básico	de	homicidio	simple	(20	años),	teniendo	en	cuenta	la
gravedad	particular	del	caso	(pluralidad	de	víctimas,	concurso	real	de	delitos
(...)”.	(Pleno	Jurisdiccional	Superior	Nacional	Penal	“Problemática	en	la
aplicación	de	la	norma	penal,	procesal	y	penitenciaria”,	Trujillo	-	2004,	Tema
4)
DOCTRINA.—Medición	 de	 la	 pena.	 “La	 medición	 de	 la	 pena	 se	 debe
realizar	 siempre	 a	 partir	 del	marco	 punitivo	 legal;	 éste	 es	 el	 fundamento
sobre	el	cual	se	debe	construir	la	concreta	medida	de	la	pena.	Como	punto
de	 partida	 para	 la	 determinación	 de	 la	 pena,	 el	 juez	 debe	 conocer
plenamente	la	totalidad	de	las	consecuencias	jurídicas	aplicables,	a	objeto	de
poder	evaluar	correctamente	su	reacción	ante	el	hecho	punible	sujeto	a	su
enjuiciamiento.	Un	punto	de	partida	falso	hace	que	todos	los	razonamientos
relativos	a	la	medición	judicial	de	la	pena	que	sobre	él	se	construyan,	sean
incorrectos.	Aquí	un	demasiado	es	tan	dañino	como	un	demasiado	poco;	en
el	 primer	 caso	 se	 impone	 una	 pena	 no	 cubierta	 por	 la	 ley,	 en	 tanto	 el
segundo	se	pasa	por	alto	una	posibilidad	de	castigo”	(MAURACH,	Reinhart;
GÖSSEL,	Hans;	 ZIPF,	Heinz.	 Derecho	 Penal	 -	 Parte	 General,	 Traducción	 de
Jorge	Bofill,	Buenos	Aires,	Edit.	Astrea,	1995,	§	62,	IV,	N°	59;	pág.	710)
COMENTARIO.—Sentencia	 del	 Tribunal	 Constitucional.	 El	 Tribunal
Constitucional	por	sentencia	recaída	en	el	caso	Marcelino	Tineo	Silva	(Exp.
N°	010-2002-AI/TC),	publicada	el	4	de	enero	del	2003,	exhortó	al	Congreso
de	 la	 República	 para	 que	 en	 un	 plazo	 razonable,	 reemplace	 la	 legislación
correspondiente	 a	 fin	 de	 concordar	 el	 régimen	 jurídico	 de	 la	 cadena
perpetua	 con	 lo	 expuesto	 en	 la	 sentencia	 del	 Tribunal	 Constitucional
(fundamentos	 jurídicos	 N°	 190	 y	 194	 y	 quinto	 párrafo	 de	 la	 parte
resolutiva).	El	Decreto	Legislativo	N°	921	publicado	el	18	de	enero	del	2003
viene	a	dar	 cumplimiento	a	 lo	exhortado	por	el	Tribunal	Constitucional	al
disponer	en	 su	artículo	1°	que	 ‘La	pena	de	 cadena	perpetua	 será	 revisada
cuando	el	condenado	haya	cumplido	35	años	de	privación	de	 libertad	y	se
realizará	 conforme	 a	 lo	 dispuesto	 por	 el	 Código	 de	 Ejecución	 Penal’.	 En
efecto,	 el	 Decreto	 Legislativo	 921	 en	 su	 Art.	 4°	 señala	 ‘Incorpórase	 el
Capítulo	V,	bajo	la	denominación	‘Revisión	de	la	Pena	de	Cadena	Perpetua’
en	el	Título	II	‘Régimen	Penitenciario	del	Código	de	Ejecución	Penal	(…)”.
SECCIÓN	II
Penas	restrictivas	de	libertad
C.	P.
ART.	 30.—Modificado.	 Ley	 30219,	 Segunda	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Pena	 restrictiva	 de	 la
libertad.	La	pena	restrictiva	de	libertad	es	la	de	expulsión	del	país
y	se	aplica	a	extranjeros	después	de	cumplida	la	pena	privativa	de
libertad	 o	 la	 concesión	 de	 un	 beneficio	 penitenciario,	 quedando
prohibido	su	reingreso.
En	el	caso	de	expulsión	por	concesión	de	beneficios
penitenciarios,	el	Perú	mantiene	jurisdicción	exclusiva	sobre	la
condena	impuesta.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Legitimidad	de	la	pena	de	expulsión,
proscripción	de	la	pena	de	expatriación.	“(…)	Al	respecto	es	pertinente
señalar	que	si	bien	la	pena	de	expatriación	ha	sido	reconocida	en	el	artículo
30.1	CP,	su	legitimidad	es	inaceptable	desde	la	perspectiva	superior	del
artículo	22.5	de	la	Convención	Americana	sobre	Derechos	Humanos,	lo	cual	ha
determinado	que	el	Congreso	discuta	su	posible	exclusión.	En	cambio,	la	pena
de	expulsión	del	país,	que	igualmente	es	una	pena	restrictiva	de	libertad,
prevista	en	el	artículo	30.2	CP	sólo	para	extranjeros,	no	tiene	ese	grave	vicio
de	ilegitimidad	y,	por	ende,	será	posible	instrumentar	los	mecanismos	de
vigilancia	adecuados	si	su	aplicación	promueve	la	interposición	de	un	recurso
impugnatorio.	(…).”	(V	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y
Transitorias,	A.	P.	10-2009/CJ-116,	ene.	08/2010.	S.	S.	Gonzáles	Campos)
SECCIÓN	III
Penas	limitativas	de	derechos
C.	P.
ART.	31.—Clases.	Las	penas	limitativas	de	derechos	son:
1.	Prestación	de	servicios	a	la	comunidad;
2.	Limitación	de	días	libres;	e,
3.	Inhabilitación.
JURISPRUDENCIA.—La	pena	de	inhabilitación	principal	puede	ser
excepcionalmente	definitiva,	pero	la	pena	de	inhabilitación	accesoria	no
puede	superar	los	cinco	años.	“El	artículo	31	del	CP	regula	el	instituto	de	la
inhabilitación	dentro	del	catálogo	de	penas	limitativas	de	derechos,
desarrollándola	en	sus	artículos	36	a	40.	Consiste	en	las	limitaciones	o
restricciones	(privaciones	o	suspensiones)	de	ciertos	derechos	políticos,	civiles
y	profesionales	del	penado	sea	de	manera	temporal	o	definitiva	(perpetua),
esto	es,	de	derechos	distintos	de	la	libertad	personal	o	ambulatoria.
9.	La	pena	de	inhabilitación	puede	ser	‘principal’	o	‘accesoria’	(artículo	37	del
CP).	Es	principal	cuando	se	impone	independientemente,	sin	depender	de
ninguna	otra	pena,	o	sea	es	autónoma,	pudiendo	aplicarse	en	forma	conjunta
con	una	pena	privativa	de	la	libertad	e	inclusive	la	multa.	Está	conminada
expresamente	en	la	norma	que	sanciona	el	correspondiente	injusto	penal	o	en
las	leyes	penales	complementarias	y,	en	cuanto	a	su	duración	es	temporal,	ya
que	se	extiende	de	seis	meses	a	cinco	años	(artículo	38).	Por	tanto,	en	atención
al	principio	de	legalidad	penal	material	es	temporal	y	por	excepción	es
definitiva,	pero	solo	para	los	casos	previstos	en	el	segundo	párrafo	del
numeral	65	y	numeral	96	del	artículo	36	del	CP.
10.	En	cuanto	a	la	inhabilitación	accesoria	no	tiene	existencia	propia	y
únicamente	se	aplica	acompañada	a	una	pena	principal	que,	generalmente	es
privativa	de	la	libertad	a	la	cual	complementa,	en	tal	sentido	no	está	asociada
a	un	tipo	legal	determinado.	Conforme	al	artículo	39,	se	impone	siempre	que
la	acción	que	se	juzga	constituya	violación	de	los	deberes	especiales	que
impone	un	cargo,	profesión,	oficio	o	derecho,	todo	ello	basado	en	la
incompetencia	y	el	abuso	de	la	función	por	parte	del	sujeto	sancionado,	su
plazo	no	puede	sobrepasar	a	la	pena	principal.	En	el	fundamento	9	del
Acuerdo	Plenario	N°	02-2008/CJ-116,	se	ha	fijado	que	este	artículo	debe
interpretarse	sistemáticamente	en	función	a	la	duración	asignada	a	la	pena
de	inhabilitación	principal	en	el	artículo	38	del	CP.	En	consecuencia	no	puede
ser	superior	a	cinco	años”.	(Corte	Superior	de	Lima,	Exp.	00111-2011-9-1826-
JR-PE-01,	may.	23/2013.	Pres.	Susana	Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—La	sentencia	no	solo	comunica	la	pena	impuesta,
sino	también	las	reglas	de	conducta	a	cumplir.	“En	el	caso	de	autos,
respecto	a	la	alegación	referida	a	que	hasta	el	19	de	enero	del	2012	no	existía
juzgado	ante	el	cual	debía	comparecer	para	informar	y	dar	cuenta	de	sus
actividades	y	cumplir	con	el	pago	de	los	devengados,	ello	no	constituye	un
argumento	que	legitime	en	modo	alguno	la	resolución	cuestionada,	puesto
que	si	bien	es	verdad	que	mediante	Resolución	N°	1,	de	fecha	19	de	enero	del
2012	(...),	el	Tercer	Juzgado	de	Investigación	Preparatoria	asumió
competencia	para	ejecutar	la	sentencia	luego	de	que	le	fueran	remitidas	las
copias	certificadas	de	los	actuados,	para	lo	cual	dispuso	la	formación	del
cuaderno	de	ejecución;	a	partir	de	dicha	fecha	el	recurrente	debió	cumplir	con
las	reglas	de	conducta	fijadas	en	la	sentencia	condenatoria;	sin	embargo,	ante
su	incumplimiento,	el	Ministerio	Público,	con	fecha	15	de	marzo	del	2012	(...),
solicitó	se	revoque	la	condicionalidad	de	la	pena,	requerimiento	que	fue
declarado	fundado	mediante	Resolución	N°	11,	del	31	de	mayo	del	2012	(fojas
240);	lo	que	significa	que	tuvo	un	tiempo	prudencial	y	suficiente	para	cumplir
con	dichas	reglas	y	no	lo	hizo.
Asimismo,	el	recurrente	tenía	conocimiento	de	la	sentencia	condenatoria	por
el	delito	de	omisión	a	la	asistencia	familiar;	es	decir,	el	actor	tomó
conocimiento	no	solo	de	la	condena	sino	de	las	reglas	de	conducta	impuestas
en	virtud	de	dicha	sentencia,	por	lo	que	no	puede	alegar	desconocimiento	de
las	reglas	por	cuyo	incumplimiento	se	le	revocó	la	suspensión	de	la	pena	a	una
pena	efectiva”.	(T.	C.,	Exp.	08095-2013-PHC/TC,	mar.	11/2015.	S.	S.	Urviola
Hani)
C.	P.
ART.	 32.—Modificado.	 Ley	 27186,	 Artículo	 Único.	 Penas
autónomas	y	sustitutivas.	Aplicación.	 Las	penas	 limitativas	de
derechos	previstas	en	los	dos	primeros	incisos	del	artículo	31	se
aplican	como	autónomas	cuando	están	específicamente	señaladas
para	cada	delito,	y,	también	como	sustitutivas	o	alternativas	de	la
pena	privativa	de	libertad,	cuando	la	sanción	sustituida	a	criterio
del	juez	no	sea	superior	a	cuatro	años.
C.	P.
ART.	33.—Duración.	La	duración	de	 las	penas	de	prestación	de
servicios	 a	 la	 comunidad	 y	 limitativa	 de	 días	 libres	 se	 fijará,
cuando	 se	 apliquen	 como	 sustitutivas	 de	 la	 pena	 privativa	 de
libertad,	 de	 acuerdo	 con	 las	 equivalencias	 establecidas	 en	 el
artículo	52.
C.	P.
ART.	 34.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1191.	 Única	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Prestación	 de	 servicios	 a	 la
comunidad.
34.1.	La	pena	de	prestación	de	servicios	a	la	comunidad	obliga	al
condenado	 a	 trabajos	 gratuitos	 en	 entidades	 asistenciales,
hospitalarias,	 escuelas,	 orfanatos,	 otras	 instituciones	 similares	 u
obras,	siempre	que	sean	públicos.
34.2.	La	pena	de	prestación	de	servicios	a	la	comunidad	también
puede	ejecutarse	en	instituciones	privadas	con	fines	asistenciales
o	sociales.
34.3.	 Los	 servicios	 son	 asignados,	 en	 lo	 posible,	 conforme	 a	 las
aptitudes	del	condenado,	debiendo	cumplirse	en	jornadas	de	diez
horas	semanales,	entre	los	días	sábados,	domingos	o	feriados,	de
modo	 que	 no	 perjudiquen	 la	 jornada	 normal	 de	 su	 trabajo
habitual.
34.4.	 El	 condenado	 puede	 ser	 autorizado	 para	 prestar	 estos
servicios	en	los	días	hábiles	semanales,	computándose	la	jornada
correspondiente.
34.5	 Esta	 pena	 se	 extiende	 de	 diez	 a	 ciento	 cincuenta	 y	 seis
jornadas	 de	 servicios	 semanales,	 salvo	 disposición	distinta	 de	 la
ley.
34.6	La	 ley	y	 las	disposiciones	reglamentarias	correspondientes
establecen	 los	 procedimientos	 para	 asignar	 los	 lugares	 y
supervisar	el	desarrollo	de	la	prestación	de	servicios.
C.	P.
ART.	 35.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1191.	 Única	 Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Limitación	de	días	libres.
35.1.	 La	 limitación	 de	 días	 libres	 consiste	 en	 la	 obligación	 de
permanecer	 los	días	 sábados,	 domingos	y	 feriados,	 hasta	por	un
máximo	de	diez	horas	semanales,	a	disposición	de	una	institución
pública	para	participar	en	programas	educativos,	psicológicos,	de
formación	laboral	o	culturales.
35.2.	La	pena	de	limitación	días	libres	también	puede	ejecutarse
en	instituciones	privadas	con	fines	asistenciales	o	sociales.
35.3.	 Esta	 pena	 se	 extiende	 de	 diez	 a	 ciento	 cincuenta	 y	 seis
jornadas	de	limitación	semanales,	salvo	disposición	distinta	de	la
ley.
35.4.	 Durante	 este	 tiempo,	 el	 condenado	 recibe	 orientaciones	 y
realiza	 actividades	 adecuadas	 e	 idóneas	 para	 su	 rehabilitación	 y
formación.
35.5.	La	ley	y	las	disposiciones	reglamentarias	correspondientes
establecen	los	procedimientos	de	supervisión	y	cumplimiento	de
la	pena	de	limitación	de	días	libres.
C.	P.
ART.	 36.—Modificado.	 Ley	 30076,	 Art.	 1°.	 Inhabilitación.	 La
inhabilitación	produce,	según	disponga	la	sentencia:
1.	 Privación	 de	 la	 función,	 cargo	 o	 comisión	 que	 ejercía	 el
condenado,	aunque	provenga	de	elección	popular;
2.	 Incapacidad	 o	 impedimento	 para	 obtener	 mandato,	 cargo,
empleo	o	comisión	de	carácter	público;
3.	Suspensión	de	los	derechos	políticos	que	señale	la	sentencia;
4.	 Incapacidad	para	ejercer	por	 cuenta	propia	o	por	 intermedio
de	 tercero	 profesión,	 comercio,	 arte	 o	 industria,	 que	 deben
especificarse	en	la	sentencia;
5.	 Incapacidad	 para	 el	 ejercicio	 de	 la	 patria	 potestad,	 tutela	 o
curatela;
6.	 Suspensión	 o	 cancelación	 de	 la	 autorización	 para	 portar	 o
hacer	uso	de	armas	de	fuego.	Incapacidad	definitiva	para	renovar
u	 obtener	 licencia	 o	 certificación	 de	 autoridad	 competente	 para
portar	 o	 hacer	 uso	de	 armas	de	 fuego,	 en	 caso	de	 sentencia	 por
delito	doloso	o	cometido	bajo	el	influjo	del	alcohol	o	las	drogas.
7.	Suspensión,	cancelación	o	incapacidad	definitiva	para	obtener
autorización	para	conducir	cualquier	tipo	de	vehículo;
8.	Privación	de	grados	militares	o	policiales,	títulos	honoríficos	u
otras	 distinciones	 que	 correspondan	 al	 cargo,	 profesión	 u	 oficio
del	que	se	hubiese	servido	el	agente	para	cometer	el	delito;
9.	 Incapacidad	 definitiva	 de	 las	 personas	 condenadas	 con
sentencia	consentida	o	ejecutoriada	por	los	delitos	de	terrorismo
tipificados	en	el	Decreto	Ley	25475,	por	el	delito	de	apología	del
terrorismo	 previsto	 en	 el	 inciso	 2	 del	 artículo	 316	 del	 Código
Penal,	 por	 cualquiera	 de	 los	 delitos	 de	 violación	 de	 la	 libertad
sexual	tipificados	en	el	Capítulo	IX	del	Título	IV	del	Libro	Segundo
del	Código	Penal	o	por	los	delitos	de	tráfico	ilícito	de	drogas	para
ingresar	 o	 reingresar	 al	 servicio	 docente	 o	 administrativo	 en
instituciones	de	educación	básica	o	superior,	pública	o	privada,	en
el	 Ministerio	 de	 Educación	 o	 en	 sus	 organismos	 públicos
descentralizados	 o,	 en	 general,	 en	 todo	 órgano	 dedicado	 a	 la
educación,	 capacitación,	 formación,	 resocialización	 o
rehabilitación.	 Esta	 medida	 se	 impone	 obligatoriamente	 en	 la
sentencia	como	pena	principal;
10.	 Privación	 del	 derecho	 a	 residir	 en	 determinados	 lugares	 o
acudir	a	ellos;
11.	Prohibición	de	aproximarse	o	comunicarse	con	la	víctima,	sus
familiares	u	otras	personas	que	determine	el	juez;	o,
12.	Prohibición	de	comunicarse	con	internos	o	visitar
establecimientos	penitenciarios.
13.	Incorporado.	Ley	30407,	Primera	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Incapacidad	definitiva	o
temporal	para	la	tenencia	de	animales.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Corte	Suprema	pone	fin	al
automatismo	en	la	praxis	judicial:	el	derecho	comprendido	por	la
inhabilitación	debe	estar	claramente	relacionado	con	el	delito	cometido
por	el	penado.	“Cuarto:	Postulados	básicos	en	materia	de	inhabilitación:
Como	se	indicó	líneas	arriba,	el	tópico	de	la	inhabilitación,	ha	sido	motivo	de
debate	jurisprudencial,	por	lo	que,	en	pos	de	una	línea	coherente,	resulta
necesario	remitirse	a	los	siguientes	postulados	esenciales:
4.1.-	Definición	de	la	pena	de	inhabilitación:	‘La	pena	de	inhabilitación
consiste	en	la	privación,	suspensión	o	incapacitación	de	uno	o	más	derechos
políticos,	económicos,	profesionales	y	civiles	del	penado.	A	través	de	esta	pena
se	sanciona	a	quien	ha	infraccionado	un	deber	especial	propio	de	su	cargo,
función,	profesión,	comercio,	industria	o	relación	familiar;	o	a	quién	se	ha
prevalido	de	su	posición	de	poder	o	de	dominio	para	delinquir’.
4.2.	Alcance	de	la	pena	de	Inhabilitación:	El	artículo	36	del	Código	Penal
señala	taxativamente	los	derechos	que	pueden	ser	objeto	de	la	afectación
inhabilitadora.	Comprende	hasta	ocho	ámbitos	precisos	y	corresponde	a	los
tipos	delictivos	identificarlos.	Sin	embargo,	en	el	caso	del	artículo	39	del
Código	Penal	será	el	órgano	jurisdiccional	el	que	defina	los	derechos	objeto	de
afectación	punitiva,	pero	siempre	dentro	del	catálogo	establecido	por	el	citado
artículo	36.
En	la	relación	de	derechos	afectados,	algunos	tienen	un	carácter	genérico	y
otros,	en	cambio,	requieren	de	una	precisión	judicial.	Los	incisos	3),	4)	y	8)	del
artículo	36	del	Código	Penal,	por	ejemplo,	demandan	del	juez	que,
motivadamente,	identifique	los	derechos	comprendidos	por	la	inhabilitación.
En	consecuencia,	el	derecho	comprendido	por	la	inhabilitación	ha	de	estar
claramente	relacionado	con	el	delito	cometido	por	el	penado.	Por	tal	razón,	la
motivación	exigida	debe	abarcar,	entre	otras	cuestiones,	la	conexión	que	se	da
entre	el	delito	cometido	y	el	ejercicio	del	derecho	afectado	mediante	dicha
pena”.	(CS,	R.	N.	3544-2011-Ayacucho,	oct.	16/2012.	V.	P.	Rodríguez	Tineo)
NOTA:	La	Resolución	3544-2011-Ayacucho	se	publicó	en	el	Diario	OFicial	“El	Peruano”	el	06	de
febrero	del	2014.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Juez	penal	debe	determinar	los
derechos	que	son	objeto	de	inhabilitación.	“(...)	el	tipo	penal	aplicable,
como	se	ha	señalado	en	la	sentencia	recurrida,	es	el	estipulado	en	el	artículo
cinco	del	Decreto	Ley	número	veinticinco	mil	cuatrocientos	setenticinco;	que
en	dicha	sentencia	se	ha	impuesto	la	pena	de	inhabilitación	‘absoluta	durante
el	tiempo	de	la	condena’;	que,	sin	embargo,	el	citado	numeral,	primero,
consagra	un	régimen	propio	de	la	indicada	pena	de	inhabilitación,	pues	se
trata	de	una	pena	principal	pero	fija	su	período	de	duración	bajo	un	modelo
distinto	al	establecido	en	el	artículo	treintiocho	del	Código	Penal,	el	mismo
que	debe	regir	luego	de	la	pena	privativa	de	libertad	–única	forma	de
entender	la	expresión	cuando	la	norma	específica	señala	luego	de	mencionar
la	pena	privativa	de	libertad,	‘(...)	e	inhabilitación	posterior	por	el	término	que
se	establezca	en	la	sentencia’;	y,	segundo,	el	juez	con	arreglo	al	artículo
treintiséis	del	Código	Penal	debe	determinar	los	derechos	que	son	objeto	de
inhabilitación,	lo	que	se	ha	omitido	en	el	presente	caso;	que,	siendo	así,
corresponde	integrar	el	fallo	de	instancia	en	aplicación	a	lo	dispuesto	por	el
artículo	doscientos	noventiocho,	penúltimo	párrafo,	modificado	por	el	Decreto
Legislativo	número	ciento	veintiséis,	respecto	a	la	determinación	de	los
derechos	que	son	objeto	de	inhabilitación,	no	así	en	lo	atinente	a	la	duración
de	la	pena	de	inhabilitación	pues	su	corrección	implicaría	una	reforma
peyorativa	en	tanto	que	el	recurso	sólo	proviene	por	parte	de	la	imputada”.
(CS,	R.	N.	3044-2004-Lima,	ene.	01/2004.	S.	S.	San	Martín	Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Contenido,	duración	y	cómputo	de	la
pena	de	inhabilitación.	“(…)	El	artículo	36	del	Código	Penal	señala
taxativamente	los	derechos	que	pueden	ser	objeto	de	la	pena	de	inhabilitación.
Comprende	hasta	ocho	ámbitos	precisos	y	corresponde	a	los	tipos	delictivos
identificarlos.	Sin	embargo,	en	el	caso	del	artículo	39	del	Código	Penal	será	el
órgano	jurisdiccional,	el	que	defina	los	derechos	objeto	de	afectación	punitiva,
pero	siempre	dentro	del	catálogo	establecido	por	el	citado	artículo	36.
En	la	relación	de	derechos	afectados,	algunos	tienen	un	carácter	genérico	y
otros,	en	cambio,	requieren	de	una	precisión	judicial.	Los	incisos	3),	4),	y	8)	del
artículo	36	del	Código	Penal,	por	ejemplo,	demandan	del	juez	que,
motivadamente,	identifique	los	derechos	comprendidos	por	la	inhabilitación.
(…).
§	3.	Duración	y	cómputo	de	la	pena	de	inhabilitación.
9.	El	término	de	la	inhabilitación,	en	caso	de	ser	impuesta	como	pena
conjunta,	corre	paralelamente	a	las	otras	penas	principales,	y	se	computa	a
partir	de	la	fecha	en	que	la	sentencia	queda	firme.	(…).
En	el	caso	de	la	pena	de	inhabilitación	accesoria,	ésta	se	extiende	por	igual
tiempo	que	la	pena	principal.	Luego,	el	artículo	39	del	Código	Penal	debe
interpretarse	sistemáticamente	en	función	a	la	duración	asignada	a	la	pena
de	inhabilitación	principal	en	el	artículo	38	de	ese	cuerpo	de	leyes.	En
consecuencia,	la	inhabilitación	accesoria	no	puede	ser	superior	a	cinco	años.
10.	La	inhabilitación	accesoria,	como	ha	quedado	expuesto,	siempre	es
temporal.	La	inhabilitación	principal	es,	asimismo,	temporal,	pero	existen
excepciones	en	función	a	la	‘naturaleza	de	las	cosas’,	por	la	definitividad	del
derecho	o	actividad	objeto	de	privación.	Así:
A.	Taxativamente,	de	conformidad	con	el	inciso	6)	del	artículo	36	del	Código
Penal,	modificado	por	la	Ley	número	29106,	la	cancelación	de	la	autorización
para	portar	o	hacer	uso	de	armas	de	fuego	es	perpetua,	y	siempre	y	cuando	la
pena	que	conlleva	el	delito	cometido	es	doloso	y	merezca	pena	privativa	de
libertad	superior	a	cuatro	años.
B.	El	inciso	8)	del	artículo	36	del	Código	Penal	importa	una	privación
definitiva	de	títulos	honoríficos.	Sin	embargo,	una	vez	terminada	la	condena	el
penado	podrá	obtener	los	mismos	u	otros	distintos	–no	los	recupera,	sino	que
por	una	acción	ulterior	podrá	ser	acreedor	a	títulos	honoríficos,	claramente
diferenciados	del	anterior,	definitivamente	perdido–.
C.	Respecto	del	inciso	1)	del	artículo	36	del	Código	Penal:	‘Privación	de	la
función,	cargo	o	comisión	que	ejercía	el	condenado,	aunque	provenga	de
elección	popular’,	como	la	norma	alude	a	una	relación	de	derecho	público	e
indica	‘privación’,	es	de	entender	que	el	penado	pierde	el	cargo,	no	sólo	su
ejercicio	–privación	de	titularidad–.	Se	trata	por	tanto	de	una	privación
definitiva	–no	es	una	pena	perpetua	sino	instantánea,	a	pesar	de	que	sus
efectos	sean	de	carácter	permanente,	como	aclara	Jacobo	López	Barja	de
Quiroga–.	Sólo	en	la	suspensión	se	impide	el	ejercicio	de	un	derecho	o
actividad,	de	forma	que	aquel	se	recupera	tras	cumplir	la	pena.	Es	este	caso,	la
pena	surte	el	efecto	de	privar	de	los	derechos	dese	(sic)	que	la	condena	queda
firme,	por	lo	que	en	este	caso	la	inhabilitación	importará	la	pérdida	del
empleo	o	cargo	público	que	el	autor	haya	adquirido	con	anterioridad	a	la
sentencia,	aunque	fuere	con	posterioridad	al	delito	(...).”	(IV	Pleno
Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente,	Transitorias	y	Especial,
Acuerdo	Plenario	2-2008/CJ-116,	nov.	03/2008)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Exigencias	procesales	para	la
imposición	de	la	pena	de	inhabilitación.	“(…)	11.	El	artículo	92.4	de	la	Ley
Orgánica	del	Ministerio	Público	en	concordancia	con	el	artículo	225.3	del
Código	de	Procedimientos	Penales	establece	que	el	escrito	de	acusación	debe
contener	la	proposición	de	la	pena	que	fuera	aplicable	y	su	duración.	De	igual
manera,	el	artículo	273	del	aludido	código	prescribe	que	la	acusación	oral	del
fiscal	concluirá	pidiendo	la	pena	que	juzgue	legal.	Es	evidente,	por	lo	demás,
que	el	tribunal	en	el	ejercicio	de	su	poder	de	control	de	legalidad	de	los	actos
postulatorios	del	Ministerio	Público	está	autorizado	a	cuidar	que	los	pedidos
de	pena	se	enmarquen	dentro	de	las	estipulaciones	o	marcos	de	la	ley,
específicamente	en	orden	al	tiempo	de	duración	y	a	la	precisión	de	los
derechos	objeto	de	privación,	incapacitación	o	suspensión	de	la	pena	de
inhabilitación.
Por	otro	lado,	el	artículo	285	de	la	ley	procesal	penal	estatuye	que	la
sentencia	condenatoria,	entre	otros	elementos	que	la	configuran,	debe
imponer	la	pena	principal	que	debe	sufrir	el	reo,	la	fecha	que	ésta	comienza	a
contarse,	el	día	de	su	vencimiento,	y	las	penas	accesorias.
La	necesidad	de	que	la	acusación	comprenda	el	pedido	de	pena	que	el	fiscal
considere	legal,	en	principio,	no	vincula	la	posición	del	tribunal.	Se	trata	de
una	propuesta	de	sanción	que	el	tribunal	valorará	conforme	a	la	garantía
penal,	de	legalidad	de	las	penas,	en	cuya	virtud,	según	prevé	el	artículo	II	del
Título	Preliminar	del	Código	Penal	en	concordancia	con	el	artículo	2.24.e)	de
la	Constitución,	la	pena	objeto	de	sanción	será	exclusivamente	la	establecida
en	la	ley.	Es	esta	la	que	fija	la	pena	aplicable	una	vez	que	se	han	precisado	los
distintos	elementos	que	la	determinan.
El	principio	acusatorio	sólo	exige,	en	relación	con	la	acusación,	la	(1)
congruencia	fáctica:	las	características	esenciales	del	hecho	punible	acusado,
en	cuyo	caso	la	correlación	es	absoluta	(‘vinculación	fáctica’);	y,	(2)	la
congruencia	jurídica:	identidad	del	bien	jurídico	respecto	del	delito	acusado,
esto	es,	una	correlación	relativa	(‘vinculación	jurídica’).
La	congruencia	cuantitativa,	en	función	al	petitum	del	fiscal,	es	inexistente	en
el	Código	de	Procedimientos	Penales,	tal	como	está	previsto	en	el	artículo	285-
A.	Desde	esta	perspectiva,	aunque	el	fiscal	tiene	el	deber	de	concretar	la	pena,
tal	fijación	no	vincula	al	tribunal	que	tiene	la	obligación	de	imponer	aquella
que	legalmente	corresponda	de	conformidad	con	sus	propios	criterios	en
orden	a	la	valoración	de	aquello	que	ha	sido	sometido	a	su	enjuiciamiento,
pues	en	ese	punto	impera	el	principio	de	legalidad,	de	necesario	cumplimiento.
(…).”	(IV	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente,	Transitorias	y
Especial,	Acuerdo	Plenario	2-2008/CJ-116,	nov.	03/2008)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	ejecución	de	la	pena	de
inhabilitación	requiere	que	al	adquirir	firmeza	la	sentencia
condenatoria	el	órgano	jurisdiccional	de	instancia	que	la	dictó	cumpla
con	lo	dispuesto	en	el	artículo	332	del	Código	de	Procedimientos
Penales.	“(…)	15.	La	ejecución	de	la	pena	de	inhabilitación,	sea	que	haya	sido
impuesta	como	pena	principal	o	accesoria,	requiere,	como	paso	previo,	que	al
adquirir	firmeza	la	sentencia	condenatoria	el	órgano	jurisdiccional	de
instancia	que	la	dictó	cumpla	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	332	del	Código	de
Procedimientos	Penales.	Esto	es,	que	remita	el	testimonio	de	condena
respectivo	para	su	inscripción	en	el	Registro	Judicial	y,	si	correspondiera,	al
Instituto	Nacional	Penitenciario	y	al	establecimiento	penal	donde	se
encuentra	el	reo.	A	continuación,	ése	mismo	órgano	judicial	debe	remitir	la
causa	al	juez	penal	competente	para	dar	inicio	al	proceso	de	ejecución.	Este
último	procederá,	en	lo	pertinente,	a	lo	siguiente:
A.	Notificará	al	penado	para	que	cumpla	con	la	prohibición	impuesta,	bajo
apercibimiento	de	ser	denunciado	por	delito	de	desobediencia	a	la	autoridad
(artículo	368	del	Código	Penal).
B.	Remitirá	al	registro	personal	el	correspondiente	testimonio	de	condena,
conforme	a	lo	dispuesto	en	los	artículos	2030	y	2032	del	Código	Civil.
C.	En	caso	de	privación	de	función,	cargo	o	comisión	de	carácter	público	o	de
su	incapacitación	(artículo	36.1	y	2	del	Código	Penal)	remitirá	testimonio	de
condena	a	la	entidad	pública	donde	prestaba	servicios	el	condenado	y,	en	su
caso,	a	la	que	correspondiere	en	atención	a	la	función,	cargo	o	comisión
afectadas.
D.	Si	la	privación	o	la	incapacitación	se	refiere	a	cargos	o	comisiones	públicas
de	elección	popular,	así	como	a	la	suspensión	de	derechos	políticos	(artículo
36.1,	2	y	3	del	Código	Penal),	se	deberá	remitir	testimonio	de	condena	al
Jurado	Nacional	de	Elecciones	para	su	debida	anotación	y	difusión.
E.	Si	la	incapacitación	se	refiere	al	ejercicio	de	profesión,	comercio,	arte	o
industria,	enviará	testimonio	de	condena	al	colegio	profesional	respectivo	o	a
la	federación	de	colegios	profesionales	de	la	profesión	concernida	cuando	se
trate	de	aquellas	de	necesaria	colegiación;	o	a	la	entidad	oficial	que
corresponda	si	se	trata	del	ejercicio	de	una	actividad	sujeta	a	control	público.
F.	Si	se	dicta	la	suspensión,	cancelación	o	incapacidad	definitiva	para	portar
o	hacer	uso	de	armas	de	fuego	se	deberá	remitir	testimonio	de	condena	al
organismo	respectivo	del	Ministerio	del	Interior	encargado	de	su	control;	y,	si
se	dicta	la	suspensión	o	cancelación	de	la	autorización	para	conducir
vehículos,	el	testimonio	de	condena	se	remitirá	a	los	organismos	competentes
del	ministerio	del	ramo	o	del	gobierno	regional,	así	como	del	Ministerio	del
Interior	encargado	del	control	del	tránsito.	(…).”	(C.	S,	IV	Pleno	Jurisdiccional
de	las	Salas	Penales	Permanente,	Transitorias	y	Especial,	Acuerdo	Plenario	2-
2008/CJ-116,	nov.	03/2008)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Ejecución	efectiva	y/o	suspendida	de
la	pena	de	inhabilitación	en	los	dos	sistemas	procesales	penales
vigentes:	el	nuevo	sistema	supensivo	y	el	viego	sistema	de	la	ejecución
inmediata.	“(…)	Concretamente,	el	tema	objeto	de	análisis	y	aclaración,	por
promover	cierto	nivel	de	controversia	hermenéutica,	está	vinculado	con	el
párrafo	15	del	Acuerdo	Plenario	número	2-2008/CJ-116,	del	18	de	julio	del
año	próximo	pasado.	En	él	se	estipuló	lo	siguiente:	‘La	ejecución	de	la	pena	de
inhabilitación,	[…],	requiere,	como	paso	previo,	que	al	adquirir	firmeza	la
sentencia	condenatoria	el	órgano	jurisdiccional	de	instancia	que	la	dictó
cumpla	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	332	del	Código	de	Procedimientos
Penales.	[…]	A	continuación,	ese	mismo	órgano	judicial	debe	remitir	la	causa
al	juez	penal	competente	para	dar	inicio	al	proceso	de	ejecución	(...)’.	También
demanda,	con	igual	finalidad	aclaratoria,	un	reexamen	el	párrafo	9	del	citado
acuerdo	plenario	en	cuanto	acotó	que	‘El	término	de	la	inhabilitación,	en	caso
de	ser	impuesta	como	pena	conjunta,	corre	paralelamente	a	las	otras	penas
principales,	y	se	computa	a	partir	de	la	fecha	en	que	la	sentencia	queda	firme’.
En	consecuencia,	la	pena	de	inhabilitación	conforme	a	las	disposiciones
pertinentes	del	NCPP	no	se	ejecuta	hasta	que	la	sentencia	condenatoria
adquiera	firmeza.	Rige	plenamente,	en	este	dominio,	el	denominado	sistema
suspensivo.
B.	Distinta	es	la	regulación	normativa	adoptada	por	el	ACPP.	En	efecto,	su
artículo	330	admite	expresamente	el	sistema	de	la	ejecución	inmediata	o
provisional	para	todas	las	penas,	salvo	las	de	internamiento,	relegación,
penitenciaría	o	expatriación.	Cabe	anotar	que	las	tres	primeras	penas	no
fueron	ratificadas	por	el	CP	de	1991,	por	lo	que	en	dicho	caso	el	aludido
precepto	procesal	carece	actualmente	de	significación	alguna.	(…).”	(C.	S,	V
Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	10-
2009/CJ-116,	ene.	08/2010.	S.	S.	Gonzáles	Campos)
JURISPRUDENCIA.—La	 inhabilitación	 política	 resulta	 distinta	 a	 la
inhabilitación	penal.	 “(...)	 la	 inhabilitación	 política	 es	 una	 sanción	 política
discrecional	 pero	 sujeta	 a	 criterios	 de	 razonabilidad	 constitucional,	 que
impone	el	Congreso	de	la	República.	Esto	lo	hace	distinta,	precisamente	por	su
naturaleza,	 a	 la	 inhabilitación	 penal	 (prevista	 en	 el	 artículo	 36	 del	 Código
Penal)	y	a	la	inhabilitación	administrativa	(según	establece	el	artículo	30	de
la	Ley	de	la	Carrera	Administrativa,	el	artículo	159	de	su	reglamento	y	la	Ley
Marco	del	Empleo	Público),	las	cuales	son	de	carácter	estrictamente	jurídicos.
Dado	que	 la	 inhabilitación	política	 incide	sobre	 los	derechos	políticos	en	dos
ámbitos:	 material	 y	 temporal.	 En	 el	 aspecto	 sustantivo,	 los	 efectos	 de	 la
inhabilitación	impiden	al	funcionario	público	sancionado	ejercer	el	derecho	de
sufragio	 (elegir	 y	 ser	 elegido),	 el	 derecho	 de	 participación	 y	 el	 derecho	 a
fundar,	 organizar,	 pertenecer	 o	 representar	 a	 una	 organización	 o	 partido
político,	 movimiento	 o	 alianza.	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 3760-2004-AA/TC,	 feb.
18/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Interpretación	 sistemática	 con	 las	 normas
administrativas:	 inhabilitación	 impuesta	 en	una	 sentencia	penal	no	 es
absoluta	 y	 tampoco	 es	 viable	 únicamente	 con	 la	 destitución	 del
funcionario	público	condenado.	“2.	El	fundamento	10	del	Acuerdo	Plenario
N°	02-2008-CJ/116	(...).
19.	En	 efecto,	 si	 bien	 el	 señor	 juez	 siguiendo	 el	 fundamento	10	del	 referido
acuerdo	plenario,	concluye	que	la	inhabilitación	del	numeral	1	del	artículo	36
del	CP	es	absoluta	e	 importa	 la	privación	del	 empleo	o	 cargo	y	que	por	ello
solo	es	viable	mediante	 la	destitución	del	 funcionario	público	condenado,	 tal
interpretación	no	es	compartida	por	este	colegiado.	Al	respecto,	consideramos
que	 en	 el	 caso	 específico	 del	 sentenciado	 (...)	 conforme	 se	 ha	 anotado	 en	 el
fundamento	 14	 la	 emisión	 de	 una	 sentencia	 por	 la	 comisión	 de	 un	 delito
doloso	conlleva	la	destitución	(artículo	54	de	la	Ley	N°	28091)	pero	a	su	vez	el
artículo	150	del	reglamento	de	 la	misma	establece	una	diferencia	cuando	se
impone	 la	 pena	 privativa	 de	 libertad	 con	 el	 carácter	 de	 suspendida	 en	 su
ejecución,	en	cuyo	caso	se	evalúa	la	suspensión	o	el	pase	al	retiro.
20.	En	consecuencia,	en	atención	a	lo	normado	en	la	legislación	especial	y	en
respeto	 del	 principio	 de	 legalidad	 penal,	 corresponderá	 a	 la	 comisión
disciplinaria	 opinar	 si	 es	 conveniente	 para	 el	 Ministerio	 de	 Relaciones
Exteriores	 que	 el	 sentenciado	 (...)	 luego	 de	 transcurrido	 el	 periodo	 de
inhabilitación	 impuesto	en	 la	sentencia	conformada,	pueda	seguir	prestando
servicios	o	ser	pasado	al	retiro.	Por	 las	razones	expuestas,	debe	revocarse	 la
Resolución	N°	10”.	 (Corte	 Superior	de	Lima,	Exp.	 00111-2011-9-1826-JR-PE-
01,	may.	23/2013.	Pres.	Susana	Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—Corte	 Suprema:	 “es	 de	 justicia	 tomar	 en
consideración	 la	 sanción	 administrativa	 para	 efectuar,	 si
correspondiere,	 la	respectiva	compensación	en	el	cómputo	de	 la	pena”.
“(...)	 si	 bien	 los	 hechos	 objeto	 del	 proceso	 penal	 y	 del	 procedimiento
administrativo	 sancionador	 son	 los	mismos	 y	 existe	unidad	de	 imputado,	 no
existe	en	cambio	unidad	de	fundamento	o	de	bien	jurídico	vulnerado	entre	el
tipo	administrativo	disciplinario	y	el	tipo	penal	de	peculado	(...),	no	obstante
ello,	no	puede	negarse	que	en	estos	casos	un	determinado	efecto	prejudicial	de
la	decisión	administrativa,	de	modo	que	es	de	justicia	tomar	en	consideración
la	sanción	 impuesta	en	sede	administrativa	para	efectuar,	 si	 correspondiere,
la	 respectiva	compensación	por	el	Tribunal	Penal	en	el	 cómputo	de	 la	pena,
con	 lo	que	se	evita	 la	duplicidad	sancionadora;	que	el	artículo	cuatrocientos
veintiséis	del	Código	Penal	prevé	la	pena	conjunta	de	inhabilitación	de	uno	a
tres	años	conforme	a	los	incisos	uno	y	dos	del	artículo	treinta	y	seis	del	citado
código;	que	el	inciso	uno	del	citado	artículo	treinta	y	seis	dispone	la	privación
del	cargo	que	ejercía	el	condenado,	aunque	provenga	de	elección	popular	y	el
inciso	 dos	 importa	 la	 incapacidad	 para	 obtener	 mandato,	 cargo,	 empleo	 o
comisión	de	carácter	público;	que	la	sentencia	de	instancia	sólo	contempló	la
inhabilitación	 prevista	 en	 el	 inciso	 dos	 del	 artículo	 treinta	 y	 seis	 del	 Código
Penal:	 incapacidad	para	obtener	cargo	público,	por	 lo	que	 sólo	cabe	definir,
más	allá	del	error	del	a	quo	–imposible	de	remediar	en	esta	sede	en	atención
al	 principio	 de	 interdicción	 de	 la	 reforma	 peyorativa–,	 si	 es	 posible
compensarla	con	la	sanción	administrativa;	que,	en	el	presente	caso,	no	cabe
una	compensación	porque	no	se	da	una	compatibilidad	de	sanciones,	que	sólo
se	produciría	con	medidas	que	importen	la	separación	del	servicio,	además	la
incapacidad	 para	 obtener	 cargo	 público	 tiene	 efectos	 futuros,	 no	 importa
apartar	al	condenado	del	cargo	que	ejerce;	que,	por	otro	lado,	por	la	forma	y
circunstancias	 del	 delito,	 su	 entidad	 y	 las	 condiciones	 personales	 del
imputado,	el	 tiempo	de	duración	de	 la	 inhabilitación	no	puede	ser	mayor	de
un	año”.	(CS,	R.	N.	3937-2008-El	Santa,	ene.	28/2010.	V.	P.	San	Martín	Castro)
C.	P.
ART.	37.—Inhabilitación	como	pena	principal	o	accesoria.	La
pena	 de	 inhabilitación	 puede	 ser	 impuesta	 como	 principal	 o
accesoria.
SUSPENSIÓN	DEL	EJERCICIO	DE	LA	CIUDADANÍA
Const.
ART.	33.—El	ejercicio	de	la	ciudadanía	se	suspende:
1.	Por	resolución	judicial	de	interdicción.
2.	Por	sentencia	con	pena	privativa	de	la	libertad.
3.	Por	sentencia	con	inhabilitación	de	los	derechos	políticos.
PLENO	JURISDICCIONAL.—Aplicación	de	la	pena	de	inhabilitación
principal	o	accesoria.	“En	los	supuestos	de	los	incisos	1,	6,	7	y	8	del	Art.	37
del	Código	Penal	no	es	procedente	imponer	la	pena	de	inhabilitación	principal
o	accesoria	cuando	el	agente	no	reúne	las	condiciones	que	se	pretenden	privar
con	dicha	pena,	es	cuando	el	agente	no	ostenta	la	función,	cargo,	comisión,
profesión,	oficio,	autorización,	grado,	título	u	otras	distinciones	que	en	dichas
normas	se	señalan.	(Pleno	Jurisdiccional	Penal	Nacional,	Chiclayo	-	2000,
Tema	4)
DOCTRINA.—Exposición	 de	 motivos	 del	 C.	 P.	 “La	 inhabilitación
experimenta	 importantes	 modificaciones	 con	 respecto	 al	 Código	 Penal
vigente.	En	primer	lugar,	se	suprime	el	carácter	perpetuo	de	inhabilitación	y
se	 fija	 en	 cinco	 años	 el	máximo	 de	 su	 duración	 (artículo	 38).	 En	 segundo
término,	 el	 proyecto	 precisa	 los	 casos	 en	 que	 la	 inhabilitación	 se	 aplicará
como	pena	accesoria,	permitiendo	de	esta	manera	adecuarla	a	la	naturaleza
de	 deber	 infringido	 (artículo	 39)”.	 (Exposición	 de	 Motivos	 del	 Decreto
Legislativo	N°	635,	por	el	cual	se	expide	el	Código	Penal.)
C.	P.
ART.	38.—Modificado.	Ley	30076,	Art.	1°.	Duración	de	la
inhabilitación	principal.	La	inhabilitación	principal	se	extiende
de	seis	meses	a	diez	años,	salvo	los	supuestos	de	incapacidad
definitiva	a	que	se	refieren	los	numerales	6,	7	y	9	del	artículo	36
del	Código	Penal.
JURISPRUDENCIA.—Ejecución	de	inhabilitación	impuesta	en	un	proceso
penal	no	puede	diferirse	por	la	imposición	de	sanción	de	inhabilitación
en	sede	administrativa.	“De	lo	señalado	precedentemente	podemos	advertir
que	en	el	proceso	penal	que	se	siguiera	al	demandante	no	se	dispuso
expresamente	a	partir	de	qué	fecha	correspondería	ejecutarse	la	pena	de
inhabilitación	de	02	años	que	le	fuera	impuesta,	empero,	dicha	sanción	penal
adquirió	la	calidad	de	firme	(ejecutoriada)	con	la	emisión	de	la	sentencia
expedida	por	la	Segunda	Sala	Penal	Transitoria	(...),	por	lo	que	correspondía
que	se	inicie	el	computo	de	ejecución	de	dicho	pronunciamiento	a	partir	del	11
de	setiembre	del	2007,	el	mismo	que	debe	culminar	el	11	de	setiembre	del
2009	(...)	Al	no	haberse	ordenado	la	ejecución	de	dicho	mandato	judicial	a
partir	del	11	de	setiembre	del	2007	se	ha	postergado	-	retrasado
indebidamente	su	ejecución,	la	que	tiene	autoridad	de	cosa	juzgada,
incumpliendo	de	esta	manera	lo	dispuesto	en	las	sentencias	judiciales	emitidas
en	la	instrucción	(...).	En	ese	sentido,	no	correspondía	condicionar	la	ejecución
de	la	pena	impuesta	en	una	sentencia	judicial	penal	con	calidad	de	cosa
juzgada	al	cumplimiento	previo	de	una	sanción	administrativa,	impuesta
inclusive	con	posterioridad	a	la	emisión	de	la	referida	resolución	judicial	(...)”.
(C.	S.,	Cas.	6855-2014-Lambayeque,	oct.	20/2015.	V.	P.	Torres	Vega)
C.	P.
ART.	39.—Inhabilitación	accesoria.	La	inhabilitación	se
impondrá	como	pena	accesoria	cuando	el	hecho	punible	cometido
por	el	condenado	constituye	abuso	de	autoridad,	de	cargo,	de
profesión,	oficio,	poder	o	violación	de	un	deber	inherente	a	la
función	pública,	comercio,	industria,	patria	potestad,	tutela,
curatela,	o	actividad	regulada	por	ley.	Se	extiende	por	igual
tiempo	que	la	pena	principal.
C.	P.
ART.	40.—Inhabilitación	accesoria	en	los	delitos	culposos	de
tránsito.	La	pena	de	inhabilitación	prevista	en	el	artículo	36
inciso	7,	de	este	código	podrá	aplicarse	como	accesoria	en	los
delitos	culposos	de	tránsito.	(§1298,	9325)
SECCIÓN	IV
Pena	de	multa
C.	P.
ART.	 41.—Contenido.	 La	 pena	 de	multa	 obliga	 al	 condenado	 a
pagar	al	Estado	una	suma	de	dinero	fijada	en	días	-	multa.
El	 importe	 del	 día	 -	 multa	 es	 equivalente	 al	 ingreso	 promedio
diario	del	condenado	y	se	determina	atendiendo	a	su	patrimonio,
rentas,	remuneraciones,	nivel	de	gasto	y	demás	signos	exteriores
de	riqueza.
C.	P.
ART.	 42.—Extensión.	 La	 pena	 de	 multa	 se	 extenderá	 de	 un
mínimo	 de	 diez	 días	 -	 multa	 a	 un	 máximo	 de	 trescientos
sesenticinco	días	-	multa,	salvo	disposición	distinta	de	la	ley.
C.	P.
ART.	43.—Importe	del	día	-	multa.	El	importe	del	día	-	multa	no
podrá	ser	menor	del	veinticinco	por	ciento	ni	mayor	del	cincuenta
por	 ciento	 del	 ingreso	 diario	 del	 condenado	 cuando	 viva
exclusivamente	de	su	trabajo.
C.	P.
ART.	44.—Plazo	de	pago.	La	multa	deberá	ser	pagada	dentro	de
los	diez	días	de	pronunciada	la	sentencia.	A	pedido	del	condenado
y	 de	 acuerdo	 a	 las	 circunstancias,	 el	 juez	 podrá	 permitir	 que	 el
pago	se	efectúe	en	cuotas	mensuales.
El	cobro	de	la	multa	se	podrá	efectuar	mediante	el	descuento	de
la	remuneración	del	condenado	cuando	se	aplica	aisladamente	o
cuando	 se	 aplica	 acumulativamente	 con	 pena	 limitativa	 de
derechos	o	fuere	concedida	la	suspensión	condicional	de	la	pena,
conforme	a	los	límites	previstos	en	el	artículo	42.
El	 descuento	 no	 debe	 incidir	 sobre	 los	 recursos	 indispensables
para	el	sustento	del	condenado	y	su	familia.
CAPÍTULO	II
Aplicación	de	la	pena
C.	P.
ART.	45.—Modificado.	Ley	30364,	Primera	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Presupuestos	para
fundamentar	y	determinar	la	pena.	El	juez,	al	momento	de
fundamentar	y	determinar	la	pena,	tiene	en	cuenta:
a.	Las	carencias	sociales	que	hubiese	sufrido	el	agente	o	el	abuso
de	su	cargo,	posición	económica,	formación,	poder,	oficio,
profesión	o	la	función	que	ocupe	en	la	sociedad.
b.	Su	cultura	y	sus	costumbres.
c.	Los	intereses	de	la	víctima,	de	su	familia	o	de	las	personas	que
de	 ella	 dependan,	 así	 como	 la	 afectación	 de	 sus	 derechos	 y
considerando	especialmente	su	situación	de	vulnerabilidad.
JURISPRUDENCIA.—Los	“aspectos	genéricos”	sobre	la	edad	y	la	salud	de
un	condenado	no	justifican	la	reducción	de	la	pena	por	debajo	del
mínimo	legal.	“La	determinación	concreta	de	la	pena	se	realiza	dentro	del
espacio	y	límites	prefijados	por	la	pena	básica	(que	fija	un	límite	inicial	y
límite	final),	–que	responde	a	la	potestad	punitiva	que	tiene	el	Estado,	el	fin
retributivo	de	la	pena	y	el	carácter	preventivo	especial	de	la	misma,
contemplados	en	el	artículo	IX	del	Título	Preliminar	del	Código	Penal–,
teniendo	en	cuenta	las	circunstancias	previstas	en	el	artículo	46	del	Código
Penal,	dentro	de	las	cuales	podemos	mencionar:	i)	la	naturaleza	de	la	acción:
ii)	los	medios	empleados;	iii)	la	importancia	de	los	deberes	infringidos;	iv)	la
extensión	del	daño	o	del	peligro	causado;	v)	las	circunstancias	de	tiempo,
lugar,	modo	y	ocasión;	vi)	los	móviles	y	fines;	vii)	la	unidad	o	pluralidad	de
agentes,	viii)	la	edad,	educación,	costumbres,	situación	económica	y	medio
social;	ix)	la	conducta	anterior	y	posterior	al	hecho	del	daño;	x)	la	confesión
sincera	antes	de	haber	sido	descubierto;	y	xi)	los	demás	antecedentes,
condiciones	personales	y	circunstancias	que	conduzcan	al	conocimiento	de	la
personalidad	del	infractor.	(...)	En	el	caso	de	autos,	la	determinación	judicial
de	la	pena	impuesta	al	actor,	no	ha	efectuado	una	debida	ponderación	de	los
elementos	y	circunstancias	señalados	precedentemente,	basándose
únicamente	en	aspectos	genéricos	relativos	a	la	edad	cincuenta	y	ocho	años	y
condición	física	y	de	salud	del	condenado,	que	no	justifican	de	manera
suficiente	la	reducción	de	la	pena	por	debajo	del	mínimo	legal	previsto	en	el
artículo	173	numeral	2)	del	Código	Penal	(...)”.	(CS,	Consulta	-	Exp.	3449-2011-
Junín,	mar.	06/2012.	V.	P.	Acevedo	Mena)
DOCTRINA.—Exposición	 de	 motivos	 del	 C.	 P.	 “El	 proyecto	 consagra	 el
principio	de	 la	co-culpabilidad	de	 la	sociedad	en	 la	comisión	del	delito
cuando	prescribe	 que	 el	 juzgador	 deberá	 tener	 en	 cuenta,	 al	momento	de
fundamentar	el	fallo	y	determinar	la	pena,	las	carencias	sociales	que	hubiera
afectado	 al	 agente	 (artículo	 48)	 (sic).	 En	 esta	 forma	 nuestra	 colectividad
estaría	 reconociendo	 que	 no	 brinda	 iguales	 posibilidades	 a	 todos	 los
individuos	 para	 comportarse	 con	 adecuación	 a	 los	 intereses	 generales,
aceptando	una	responsabilidad	parcial	en	 la	conducta	delictiva,	mea	culpa
que	tiene	el	efecto	de	enervar	el	derecho	de	castigar	que	el	Estado	ejerce	en
nombre	de	la	sociedad.	La	comisión	revisora	conceptúa	que	la	culpabilidad	a
la	 que	 se	 alude,	 disminuye	 o	 desaparece	 en	 la	 misma	 medida	 en	 que	 el
delincuente	 haya	 tenido	 las	 oportunidades	 de	 comportarse	 según	 las
normas	 de	 convivencia	 social.	 (...)”.	 (Exposición	 de	 motivos	 del	 Decreto
Legislativo	N°	635,	por	el	cual	se	expide	el	Código	Penal)
COMENTARIO.—Circunstancias	 cualificantes.	 Las	 circunstancias
modificativas	–contempladas	en	los	artículos	45	y	46	del	Código	Penal–	son
elementos	accidentales	del	delito,	en	el	sentido	que	de	ellas	no	depende	el
‘ser	 del	 delito’,	 sino	 sólo	 su	 gravedad	 o	 atenuación.	 Importa	 sin	 embargo,
defender	 su	 correcta	 aplicación,	 pues	 ello	 permitirá	 exigir	 al	 juez	 que	 la
cuantificación	de	 la	 pena	no	 sea	producto	de	 la	 arbitrariedad	 sino	de	una
actividad	meticulosa.
Tan	 importante,	para	 la	defensa,	es	alegar	 la	concurrencia	de	un	error	de
prohibición	 o	 de	 tipo	 (Art.	 14	 del	 C.	 P.)	 como	 la	 apreciación	 correcta	 del
quantum	de	la	pena	(posibilidad	de	disminuir	o	aumentar	la	pena	dentro	de
los	 límites	 fijados	 por	 la	 ley)	 atendiendo,	 por	 ejemplo,	 a	 la	 “reparación
espontánea	 que	 hubiere	 hecho	 del	 daño	 o	 a	 las	 condiciones	 personales	 y
circunstancias	 que	 lleven	 al	 conocimiento	 del	 agente”;	 no	 es	 lo	 mismo	 12
años	que	05	años	de	pena	privativa	de	libertad.
En	el	ámbito	procesal	 se	extiende	 la	 importancia	de	 los	artículos	45	y	46
del	Código	Penal,	por	ejemplo,	al	momento	de	determinar	y	fundamentar	la
detención	o	la	comparecencia	(aplicación	de	medidas	de	coerción	personal).
Resultan	 igual	 de	 útiles,	 al	 no	 permitir	 al	 juez	 incurrir	 en	 una	 doble
valoración	 de	 las	 circunstancias,	 por	 ejemplo,	 cuando	 el	 juez	 pretende
aumentar	la	penalidad	de	un	asesinato	cometido	con	alevosía	alegando	para
ello	 la	 apreciación	 de	 la	 “naturaleza	 de	 la	 acción”,	 “las	 circunstancias	 de
tiempo,	lugar	modo	y	ocasión”.
C.	P.
ART.	 45-A.—Incorporado.	 Ley	 30076,	 Art.	 2°.	 Individualización
de	 la	 pena.	 Toda	 condena	 contiene	 fundamentación	 explícita	 y
suficiente	 sobre	 los	 motivos	 de	 la	 determinación	 cualitativa	 y
cuantitativa	de	la	pena.
Para	determinar	 la	pena	dentro	de	 los	 límites	 fijados	por	 ley,	el
juez	 atiende	 la	 responsabilidad	 y	 gravedad	 del	 hecho	 punible
cometido,	 en	 cuanto	 no	 sean	 específicamente	 constitutivas	 del
delito	o	modificatorias	de	la	responsabilidad.
El	 juez	determina	 la	pena	aplicable	desarrollando	 las	 siguientes
etapas:
1.	 Identifica	 el	 espacio	punitivo	de	determinación	a	partir	de	 la
pena	prevista	en	la	ley	para	el	delito	y	la	divide	en	tres	partes.
2.	Determina	la	pena	concreta	aplicable	al	condenado	evaluando
la	 concurrencia	 de	 circunstancias	 agravantes	 o	 atenuantes
observando	las	siguientes	reglas:
a)	 Cuando	 no	 existan	 atenuantes	 ni	 agravantes	 o	 concurran
únicamente	 circunstancias	 atenuantes,	 la	 pena	 concreta	 se
determina	dentro	del	tercio	inferior.
b)	 Cuando	 concurran	 circunstancias	 de	 agravación	 y	 de
atenuación,	 la	 pena	 concreta	 se	 determina	 dentro	 del	 tercio
intermedio.
c)	 Cuando	 concurran	 únicamente	 circunstancias	 agravantes,	 la
pena	concreta	se	determina	dentro	del	tercio	superior.
3.	 Cuando	 concurran	 circunstancias	 atenuantes	 privilegiadas	 o
agravantes	 cualificadas,	 la	 pena	 concreta	 se	 determina	 de	 la
siguiente	manera:
a)	Tratándose	de	circunstancias	atenuantes,	 la	pena	concreta	se
determina	por	debajo	del	tercio	inferior;
b)	Tratándose	de	circunstancias	agravantes,	 la	pena	concreta	se
determina	por	encima	del	tercio	superior;	y
c)	En	los	casos	de	concurrencia	de	circunstancias	atenuantes	y
agravantes,	la	pena	concreta	se	determina	dentro	de	los	límites	de
la	pena	básica	correspondiente	al	delito.
C.	P.
ART.	 46.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1237,	 Art.	 Único.
Circunstancias	de	atenuación	y	agravación.
1.	 Constituyen	 circunstancias	 de	 atenuación,	 siempre	 que	 no
estén	previstas	específicamente	para	sancionar	el	delito	y	no	sean
elementos	constitutivos	del	hecho	punible,	las	siguientes:
a)	La	carencia	de	antecedentes	penales;
b)	El	obrar	por	móviles	nobles	o	altruistas;
c)	El	obrar	en	estado	de	emoción	o	de	temor	excusables;
d)	 La	 influencia	 de	 apremiantes	 circunstancias	 personales	 o
familiares	en	la	ejecución	de	la	conducta	punible;
e)	Procurar	voluntariamente,	después	de	consumado	el	delito,	la
disminución	de	sus	consecuencias;
f)	 Reparar	 voluntariamente	 el	 daño	 ocasionado	 o	 las
consecuencias	derivadas	del	peligro	generado;
g)	 Presentarse	 voluntariamente	 a	 las	 autoridades	 después	 de
haber	 cometido	 la	 conducta	 punible,	 para	 admitir	 su
responsabilidad;
h)	La	edad	del	imputado	en	tanto	que	ella	hubiere	influido	en	la
conducta	punible.
2.	 Constituyen	 circunstancias	 agravantes,	 siempre	 que	 no	 estén
previstas	 específicamente	 para	 sancionar	 el	 delito	 y	 no	 sean
elementos	constitutivos	del	hecho	punible,	las	siguientes:
a)	 Ejecutar	 la	 conducta	 punible	 sobre	 bienes	 o	 recursos
destinados	a	actividades	de	utilidad	común	o	a	 la	satisfacción	de
necesidades	básicas	de	una	colectividad;
b)	Ejecutar	la	conducta	punible	sobre	bienes	o	recursos	públicos;
c)	 Ejecutar	 la	 conducta	 punible	 por	 motivo	 abyecto,	 fútil	 o
mediante	precio,	recompensa	o	promesa	remuneratoria;
d)	Ejecutar	el	delito	bajo	móviles	de	intolerancia	o	discriminación
de	cualquier	índole;
e)	Emplear	en	la	ejecución	de	la	conducta	punible	medios	de	cuyo
uso	pueda	resultar	peligro	común;
f)	Ejecutar	la	conducta	punible	mediante	ocultamiento,	con	abuso
de	la	condición	de	superioridad	sobre	la	víctima	o	aprovechando
circunstancias	de	tiempo,	modo	o	lugar,	que	dificulten	la	defensa
del	ofendido	o	la	identificación	del	autor	o	partícipe;
g)	Hacer	más	nocivas	 las	 consecuencias	de	 la	 conducta	punible,
que	las	necesarias	para	consumar	el	delito;
h)	Realizar	 la	conducta	punible	abusando	el	agente	de	su	cargo,
posición	económica,	formación,	poder,	oficio,	profesión	o	función;
i)	 La	 pluralidad	 de	 agentes	 que	 intervienen	 en	 la	 ejecución	 del
delito;
j)	Ejecutar	la	conducta	punible	valiéndose	de	un	inimputable;
k)	 Cuando	 la	 conducta	 punible	 es	 dirigida	 o	 cometida	 total	 o
parcialmente	desde	el	interior	de	un	lugar	de	reclusión	por	quien
está	 privado	 de	 su	 libertad	 o	 se	 encuentra	 fuera	 del	 territorio
nacional;
l)	 Cuando	 se	 produce	 un	 daño	 grave	 al	 equilibrio	 de	 los
ecosistemas	naturales;
m)	 Cuando	 para	 la	 realización	 de	 la	 conducta	 punible	 se	 han
utilizado	 armas,	 explosivos	 o	 venenos,	 u	 otros	 instrumentos	 o
procedimientos	de	similar	eficacia	destructiva.
n)	Si	la	víctima	es	un	niño	o	niña,	adolescente,	mujer	en	situación
de	especial	vulnerabilidad,	adulto	mayor	conforme	al
ordenamiento	vigente	en	la	materia	o	tuviere	deficiencias	físicas,
sensoriales,	mentales	o	intelectuales	de	carácter	permanente	o	si
padeciera	de	enfermedad	en	estado	terminal,	o	persona
perteneciente	a	un	pueblo	indígena	en	situación	de	aislamiento	y
contacto	inicial.
CORRECTA	DETERMINACIÓN	JUDICIAL	DE	LA	PENA
R.	Adm.	311-2011-P-PJ.
ART.	 1°.—Precisar	 que	 la	 determinación	 de	 la	 pena	 en	 un	 fallo	 judicial,
constituye	 un	 deber	 constitucional	 que	 tiene	 todo	 juez,	 quien	 debe	 de
justificar,	motivadamente,	con	absoluta	claridad	y	rigor	jurídico,	el	quantum
punitivo	a	imponer,	con	observancia	de	los	principios	rectores	previstos	en
el	Título	Preliminar	del	Código	Penal:	legalidad,	proporcionalidad,	lesividad
y	culpabilidad.
R.	Adm.	311-2011-P-PJ.
ART.	 2°.—Instar	 a	 los	 jueces	 a	 aplicar	 los	 criterios	 técnico	 -	 jurídicos
ratificados	en	la	presente	resolución	circular,	en	armonía	con	lo	estipulado
en	el	Acuerdo	Plenario	N°	1-2008/CJ-116,	del	18	de	julio	del	2008.
R.	Adm.	311-2011-P-PJ.
ART.	 3°.—Transcribir	 la	 presente	 resolución	 circular	 a	 todas	 las	 cortes
superiores	de	 justicia	del	Perú,	 la	Oficina	de	Control	de	 la	Magistratura,	 la
Fiscalía	 de	 la	 Nación,	 el	 Ministerio	 de	 Justicia,	 al	 Centro	 de	 Investigación
Jurídica	 y	 la	 Jefatura	de	Gabinete	de	Asesores	de	 la	Presidencia	del	Poder
Judicial.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Test	de	compatibilidad	sobre	todas
las	circunstancias	agravantes	que	concurren	en	el	delito	busca	evitar	la
vulneración	del	ne	bis	in	ídem.	“(…)	8°.	Es	muy	común	en	la	casuística
judicial	de	nuestro	país	la	presencia	simultánea	y	plural,	en	un	caso	penal,	de
dos	o	más	circunstancias	agravantes	específicas	de	distinto	nivel	o	grado;	y,
por	tanto,	con	diferente	penalidad	conminada.	(…)	Esta	presencia	múltiple	de
circunstancias	agravantes	configura	lo	que	la	doctrina	denomina
concurrencia	de	circunstancias.	Según	la	doctrina	y	la	jurisprudencia
nacional,	la	determinación	de	la	pena	concreta,	en	tales	supuestos,	demanda
una	visualización	analítica	pero	integrada,	a	la	vez	que	coherente,	de	la
calidad	y	eficacia	de	las	circunstancias	concurrentes.	Lo	cual	implica,	como
regla	general,	que	el	juez	no	puede	dejar	de	apreciar	y	valorar	cada
circunstancia	concurrente	[Cfr.	Acuerdo	Plenario	N°	1-2008/CJ-116,	del	18	de
julio	del	2008,	Fundamento	Jurídico	9°].
(…)	Sin	embargo,	la	eficacia	de	las	circunstancias	agravantes	concurrentes
quedará	siempre	limitada	por	la	imposibilidad	de	realizar	una	doble
valoración	sobre	un	mismo	indicador	o	factor	de	agravación.	Esto	es,
garantías	procesales	como	el	ne	bis	in	ídem	exigen,	para	tales	casos,	que	el
juez	aplique	un	test	de	compatibilidad	sobre	todas	las	circunstancias
agravantes	que	concurren.	Es	decir	que	examine	que	cada	circunstancia
concurrente	esté	referida	siempre	a	un	factor	o	indicador	diferente.
11.	Ahora	bien,	si	las	circunstancias	agravantes	luego	de	ser	examinadas	por
el	juez	resultan	compatibles	entre	sí,	el	órgano	jurisdiccional	deberá,	como	ya
se	ha	mencionado,	de	valorarlas	en	conjunto	y	extraer	de	ellas	los	efectos
correspondientes	que	abonen	a	la	construcción	y	definición	de	la	pena
concreta.	Por	el	contrario,	cuando	las	circunstancias	agravantes	concurrentes
aluden	a	un	mismo	factor,	ellas	son	incompatibles	y	deben	excluirse	en	función
de	su	especialidad.	Es	decir,	la	circunstancia	agravante	especial	excluirá	a	la
genérica.	(VI	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y
Transitorias,	A.	P.	2-2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	circunstancia	agravante	de	mayor
grado	absorberá	el	potencial	y	eficacia	agravante	de	las	de	grado
inferior.	“(…)	12°.	El	problema	a	dilucidar	esta	en	relación	con	la
concurrencia	de	circunstancias	agravantes	específicas	de	distinto	grado	o
nivel.	Este	conflicto	se	presenta	cuando	en	la	realización	de	un	delito
concurren	simultáneamente	circunstancias	agravantes	que	(…)	no
corresponden	a	un	mismo	nivel	o	grado	sino	a	diferentes	grados	y,	por	tanto,
están	vinculadas	a	distintas	escalas	de	pena	conminada.	El	siguiente	ejemplo
grafica	tal	situación:	X	ha	cometido	un	delito	de	robo	en	casa	habitada	(Art.
189,	Inc.	1,	primer	párrafo,	pena	privativa	de	libertad	entre	doce	y	veinte
años),	apoderándose	de	un	bien	de	valor	científico	(Art.	189,	4,	segundo
párrafo,	pena	privativa	de	libertad	entre	veinte	y	treinta	años),	y	causando
lesiones	graves	al	propietario	del	inmueble	(Art.	189,	tercer	párrafo).	En	estos
casos	la	circunstancia	de	mayor	grado	absorberá	el	potencial	y	eficacia
agravante	de	las	de	grado	inferior.	Por	consiguiente,	ella	operará	como	pena
básica	a	partir	de	la	cual	el	juez	determinará	la	pena	concreta	a	imponer.	Por
tanto,	el	ejemplo	utilizado	permite	reconocer	y	concluir	señalando	que	ante
tal	concurrencia	de	circunstancias	agravantes	el	juez	deberá	decidir	la	pena
concreta	en	base	a	la	escala	punitiva	del	agravante	especifica	de	mayor	grado
o	nivel	(producción	de	lesiones	graves),	por	lo	que	la	pena	a	imponer	al
condenado	será	la	de	cadena	perpetua.”	(VI	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas
Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	2-2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.	S.
San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—Individualización	judicial	de	la	pena	debe	atender	a
los	postulados	de	una	teoría	del	hecho	punible.	“(...)	Si	bien	se	reconoce
que	las	pautas	legales	de	los	artículos	cuarenta	y	cinco	y	cuarenta	y	seis	del
Código	Penal	constituyen	los	criterios	rectores	de	la	determinación	judicial	de
la	pena,	su	valoración	aislada	respecto	de	los	postulados	de	la	teoría	del	delito
le	resta	capacidad	de	rendimiento	y	plausibilidad	dogmática.	De	allí	que	se
proponga	la	utilización	de	los	instrumentos	y	categorías	de	la	teoría	del	delito
para	una	mejor	racionalización	de	la	determinación	judicial	de	la	penal,	lo
que	conlleva	a	sostener	la	elaboración	de	criterios	o	la	reformulación	de	los	ya
existentes	según	los	postulados	del	sistema	de	una	teoría	del	hecho	punible.
(...).
A)	Injusto	objetivo
a)	El	injusto	ex	ante	(riesgo	para	el	bien	jurídico	concretamente	protegido	-
dimensión	cuantitativa	-	grado	de	probabilidad	ex	ante	de	lesión):	(...).
b)	El	injusto	ex	ante	(riesgo	para	el	bien	jurídico	concretamente	protegido	-
dimensión	cualitativa	-	la	infracción	de	deberes	especiales	en	relación	con	la
situación	típica.	La	importancia	de	los	deberes	infringidos	(artículo	cuarenta	y
seis	inciso	tres):	(...).
c)	El	injusto	ex	ante	(riesgos	para	otros	bienes:	las	consecuencias	extra
típicas	previsibles):	(...).
d)	Injusto	ex	post	por	la	afectación	del	bien	jurídico	(artículo	cuatro	inciso
cuatro:	la	extensión	del	daño	o	peligro	causados):	(...).
B)	El	injusto	subjetivo
(...).
c)	La	culpabilidad	(los	móviles	y	fines:	artículo	cuarenta	y	seis	inciso	seis):
(...)”.	(CS,	Exp.	N°	13-03,	dic.	11/2007.	Pres.	Pedro	Guillermo	Urbina	G.)
JURISPRUDENCIA.—Las	circunstancias	específicas	cualificadoras	del
agente	determinan	la	individualización	legal	de	la	pena.	(…)	sobre	ese
marco	abstracto	es	de	tomar	en	cuenta	para	determinar	el	marco	penal
concreto	–individualización	judicial–,	las	circunstancias	atenuantes	o
agravantes	genéricas,	a	partir	del	conjunto	de	factores	fijados	por	los
artículos	cuarenticinco	y	cuarentiséis	del	Código	Penal	(…)	la	relación	de
proporcionalidad	entre	la	entidad	del	injusto	perpetrado	y	la	culpabilidad	por
el	hecho	(las	circunstancias	personales	del	reo),	que	por	cierto	no	son
matemáticos	sino	sustentados	en	valoraciones	de	orden	cultural	–variables	en
sí	mismo–,	y	además	la	orientación	preventiva	de	la	pena,	que	desde	luego	no
pueden	vulnerar	las	exigencias	constitucionales	representadas	genéricamente
en	el	principio	de	prohibición	de	exceso	(…)	debe	valorarse	el	marco	punitivo
establecido	por	el	tipo	previsto	(…)	la	forma	y	circunstancias	en	que	se	realizó
el	delito,	la	suma	de	dinero	objeto	de	enriquecimiento	ilícito,	la	calidad	de
delincuente	primario	del	imputado	y	la	entidad	de	los	deberes	infringidos
(…)”.	(CS,	R.N.	Nº.	2976-2004,	dic.	30/2004.	S.S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—Medición	de	la	pena	y	principio	de	culpabilidad.	“(...)
las	 exigencias	que	plantean	 la	 determinación	 de	 la	 pena	no	 se	 agotan	 en	 el
principio	 de	 culpabilidad,	 ya	 que	 no	 sólo	 es	 preciso	 que	 se	 pueda	 culpar	 al
autor	del	hecho	que	es	objeto	de	represión	penal	sino	que	además	la	gravedad
de	éste	debe	ser	proporcional	a	la	del	delito	cometido;	ello,	a	su	vez,	implica	el
reconocimiento	de	que	la	gravedad	de	la	pena	debe	estar	determinada	por	la
trascendencia	social	de	los	hechos	que	con	ella	se	reprimen,	de	allí	que	resulte
imprescindible	la	valoración	de	la	nocividad	social	del	ataque	al	bien	jurídico;
que,	para	los	efectos	de	la	imposición	de	la	pena	al	encausado	(...)	debe	tenerse
en	cuenta	sus	condiciones	personales,	así	como	la	forma	y	circunstancias	de	la
comisión	del	evento	delictivo,	(...)”.	(CSJ,	Exp.	N°	3877-2000,	dic.	04/2000.	Pres.
Serpa	Segura)
JURISPRUDENCIA.—Identificación	del	tipo	básico	como	fase	inicial	para
la	determinación	judicial	de	la	pena	“(...)	Es	del	caso	precisar	que	el	análisis
jurídico	penal	que	corresponde	realizar,	cuando	se	produce	un	cambio
legislativo,	no	está	en	función	a	los	tipos	invocados	en	la	sentencia	según	la	ley
anterior,	sino	a	la	subsunción	específica	que	resulta	del	conjunto	de	la	nueva
ley	y,	sobre	esa	base,	si	procede,	adecuar	la	pena	en	los	términos	de	los
artículos	45	y	46	del	Código	Penal	en	su	caso,	la	propia	tipicidad.	En	tal
sentido,	si	bien	la	pena	cuya	sustitución	se	pide	se	encuentra	dentro	de	los
marcos	de	la	nueva	legislación	no	existen	motivos	fundados	que	ameriten	que
ésta	se	mantenga,	en	tanto	en	la	actualidad	importa	la	imposición	de	la	pena
máxima,	resultando	procedente	la	solicitud	de	sustitución	de	la	pena.	(...)”.
(Sala	Penal	Permanente,	R.N.	N°	404-2004,	jun.	08/2004.	S.S.	Pajares	Paredes)
JURISPRUDENCIA.—Reincidencia	y	modificación	de	 la	pena.	 “(...)	 si	 bien
es	cierto	el	Código	Penal	 vigente	no	 contempla	 la	 reincidencia	 o	 reiterancia
como	 factor	 de	 agravación	 de	 la	 pena,	 también	 es	 cierto	 que	 para	 la
determinación	 de	 la	 pena	 se	 debe	 tener	 sus	 condiciones	 personales	 y
antecedentes	como	factor	de	conocimiento	criminógeno,	el	justiciable	registra
antecedentes	penales	(...)”.	(CSJ,	Exp.	N°	3634-2001,	nov.	09/2001.	Pres.	Sivina
Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Medidas	socioeducativas	buscan	“rehabilitar”	al
adolescente	infractor.	“(...)	Las	medidas	socio-educativas	son	aquellas	que
teniendo	en	cuenta	la	familia	en	que	vive	el	adolescente	y	su	entorno	social,
mediante	normas	educativas	lo	resocializa	(sic)	y	lo	convierte	o	trata	de
convertirlo	en	un	sujeto	útil	a	la	sociedad.	En	una	simple	amonestación	y
exhortación	al	adolescente	y	a	los	padres,	y	del	cumplimiento	de	reglas	de
conducta,	enfatizando	el	reconocimiento	de	valores,	limitación,	restricción	de
su	libertad	o	en	última	instancia	privándolo	de	su	libertad	con	fines	de
tratarlo	y	rehabilitarlo,	el	Código	de	los	Niños	y	Adolescentes	tiene	como
finalidad	beneficiar	al	menor	de	edad.	(...).
3.3.	Una	de	dichas	medidas	socioeducativas	que	contempla	nuestra
legislación	antes	citada	es	la	medida	de	prestación	de	servicio	a	la	comunidad,
que	consiste	en	la	cooperación	del	adolescente	en	conflicto	con	la	ley	penal	en
actividades	de	interés	comunitario,	trabajando	desde	este	marco	su
responsabilidad	en	la	infracción	así	como	también	involucrando	a	la	misma
comunidad	en	el	desarrollo	de	respuestas	alternativas	e	integradoras	en	torno
a	los	conflictos	que	en	su	devenir	se	generan.	(...).”	(CSJ	de	Tumbes,	Exp.	00009-
2009-0-2601-JR-FP-01,	may.	17/2011.	V.	P.	Mirtha	Elena	Pacheco
Villavicencio)
JURISPRUDENCIA.—Finalidades	de	las	medidas	socioeducativas.	“Con	la
imposición	de	esta	medida,	en	relación	al	adolescente	se	pretende:	a)
Favorecer	la	reflexión	acerca	del	acto	infraccional	(sic)	y	sus	circunstancias;
b)	Promover	un	proceso	de	concientización	en	términos	de	reducción	de	su
vulnerabilidad	y	fortalecimiento	de	sus	mecanismos	de	protección	y	cuidado
personal;	c)	Posibilitar	que	realice	una	acción	positiva	hacia	la	comunidad	a
partir	de	sus	intereses,	aptitudes	y	particularidades;	d)	Favorecer	mediante
una	acción	restitutiva	la	interacción	del	adolescente	con	la	comunidad;	y,	e)
Descubrir	el	sentido,	la	utilidad	y	la	dimensión	social	para	la	comunidad	del
servicio	que	ha	de	realizar.
En	relación	a	la	comunidad,	se	busca:	a)	Promover	el	compromiso	y	la
participación	de	la	comunidad	en	la	resolución	de	conflictos;	y,	b)	Involucrar
activamente	a	las	instituciones	públicas	y	de	iniciativa	social	en	la	integración
de	los	adolescentes	y	en	particular	aquellos	que	han	infringido	la	ley	penal.
(...).”	(CSJ	de	Tumbes,	Exp.	00009-2009-0-2601-JR-FP-01,	may.	17/2011.	V.	P.
Mirtha	Elena	Pacheco	Villavicencio)
JURISPRUDENCIA.—La	medida	socio-educativa	no	solo	se	basa	en	el
examen	de	la	gravedad	del	hecho,	sino	también	en	las	circunstancias
personales	que	lo	rodean:	prestación	de	servicios	a	la	comunidad	por	un
homicidio	imprudente.	“(...)	la	decisión	de	imponer	la	medida	socioeducativa
de	prestación	de	servicios	a	la	comunidad	al	menor	infractor,	por	el	período	de
seis	meses,	ha	efectuado	una	exposición	clara	y	coherente	de	las	razones	de	la
decisión	judicial,	las	mismas	que,	como	ha	indicado,	se	ajustan	a	los	criterios
fijados	por	el	artículo	46	del	Código	Penal,	aplicable	supletoriamente	al
presente	proceso	y	el	artículo	191	del	Código	de	los	Niños	y	Adolescentes	(...)
verifica	que	para	la	perpetración	de	los	hechos	sub	materia	confluyeron
diversos	factores	(...)	la	falta	de	experiencia	del	adolescente	conductor	del
vehículo	mototaxi,	el	mal	estado	de	conservación	de	la	vía	por	donde
transitaba	(...),	así	como	el	temor,	que	refiere	el	menor	sintió	al	ver	que	un
volquete	venía	detrás	de	él	tocando	bocina	para	que	avance,	el	cual	se	le	había
acercado	demasiado,	por	lo	que	optó	por	salir	de	la	pista,	hacia	la	derecha
arrollando	a	la	hoy	agraviada.	(...)	debe	evaluarse	de	manera	positiva	la
conducta	desplegada	por	el	menor	infractor	al	momento	del	accidente	(...)	de
forma	inmediata	y	de	mutuo	propio	optó	por	auxiliar	a	la	víctima,
trasladándola	al	centro	de	salud	más	cercano	(...)	Abona	a	lo	anterior,	las
conclusiones	arribadas	en	el	informe	psicológico	pericial	(...),	evacuado	por	la
licenciada	en	psicología	(...),	que	permiten	advertir	que	el	menor	infractor	es
un	adolescente	que	cursa	satisfactoriamente	sus	estudios	secundarios	y
presenta	una	personalidad	que	proyecta	signos	de	adecuado	manejo	de
impulsos,	dependencia	emocional,	sentimiento	de	indefensión	personal	y	social
relacionado	a	proceso	legal	(el	materia	de	investigación).”	(CSJ	de	Tumbes,
Exp.	00009-2009-0-2601-JR-FP-01,	may.	17/2011.	V.	P.	Mirtha	Elena	Pacheco
Villavicencio)
JURISPRUDENCIA.—Las	razones	poco	claras	o	su	insuficiencia	para
cambiar	la	calidad	penal	del	sentenciado	e	incrementarle	la	pena
impuesta	vulneran	la	debida	motivación	de	las	resoluciones	judiciales.
“5.	Respecto	a	la	deficiente	motivación	de	la	resolución	suprema	(...),	en	el
extremo	referido	al	aumento	de	la	pena	privativa	de	la	libertad	y	la	variación
de	cómplice	a	la	de	autor,	este	tribunal	advierte	que	si	bien	se	varió	la
calificación	jurídica	del	agente	con	el	consiguiente	aumento	de	la	pena,	ello
exigía	una	debida	justificación	que	demuestre	su	autoría	de	la	conducta
dolosa;	no	obstante	en	la	resolución	suprema	solo	se	señala	que	el	favorecido
tuvo	dominio	del	hecho,	sin	explicarse	en	qué	consistió	dicho	dominio.	(...).
7.	Este	tribunal	concluye	entonces	que	no	se	ha	expresado	con	claridad	ni
suficiencia	las	razones	por	las	cuales	se	ha	cambiado	al	favorecido	su	calidad
de	cómplice	por	la	de	autor	del	delito	imputado	a	efectos	de	incrementarle	la
pena	impuesta;	es	decir,	que	la	Sala	Suprema	Penal	no	ha	expresado	por	qué
la	conducta	del	recurrente	merece	el	aumento	del	quántum	de	la	pena
impuesta	por	el	delito	de	secuestro	agravado	ya	que	sólo	se	repite	en	la
resolución	suprema	los	argumentos	expuestos	en	la	sentencia	superior
condenatoria,	sin	señalar	cómo	es	que	dichos	elementos	configuran	la	autoría
en	lugar	de	la	complicidad	ni	justificar	el	aumento	de	la	pena.	Siendo	así
corresponde	entonces	estimar	la	demanda.
8.	No	obstante	estimarse	la	demanda	se	debe	precisar	que	la	presente
decisión	no	implica	la	excarcelación	del	recurrente,	toda	vez	que	se	encuentra
vigente	la	sentencia	impuesta	en	la	primera	instancia	de	12	años	de	pena
privativa	de	la	libertad”.	(TC,	Exp.	00539-2012-PHC/TC,	dic.	12/2012.	S.	S.
Álvarez	Miranda)
JURISPRUDENCIA.—El	incremento	de	una	pena	“inferiormente
desproporcional”	puede	justificarse	con	la	teoría	del	dominio	material
del	hecho.	“(...)	el	aumento	del	quantum	de	la	pena	impuesta	a	los
beneficiarios,	de	10	a	20	años	de	pena	privativa	de	la	libertad,	no	es
arbitraria,	toda	vez	que	se	justifica	por	haber	el	representante	del	Ministerio
Público	interpuesto	el	recurso	de	nulidad	contra	la	sentencia	cuestionada
emitida	por	el	a	quo;	por	lo	que	los	vocales	emplazados	se	encontraban
habilitados	a	imponer	una	pena	mayor	si	consideraban	que	ésta	corresponde
a	las	circunstancias	de	la	comisión	del	delito.	(...).
De	esta	manera,	con	respecto	al	razonamiento	empleado	por	los	vocales
supremos,	por	el	cual	consideran	que	la	pena	impuesta	es	‘inferiormente
desproporcionado’	a	la	conducta	de	los	actores,	la	Sala	Penal	Superior	al
emitir	la	sentencia	condenatoria	ha	tomado	en	cuenta,	al	momento	de
fundamentar	el	quantum	de	la	pena,	que	los	favorecidos	no	tuvieron	el
dominio	material	del	hecho;	en	cambio,	la	Corte	Suprema	concluye	que
‘estando	a	la	gravedad	de	los	hechos	imputados,	y	habiéndose	corroborado
con	lo	actuado	que	el	delito	materia	de	autos	fue	planificado	y	coordinado
días	antes	de	su	producción,	reflejando	ello	una	intención	criminal	única
teniendo	todos	los	intervinientes	el	dominio	material	de	hecho,	y	si	bien	en	la
ejecución	del	delito	han	realizado	una	acción	distinta	ello	obedece	a	la
distribución	de	funciones	acordada	previamente,	sin	que	esto	signifique	que	se
encontraban	ajenos	o	alejados	del	núcleo	del	objetivo	criminal;	por	lo	tanto,
se,	aprecia	que	la	sanción	impuesta	a	los	procesados	–diez	años	de	pena
privativa	de	libertad–	resulta	inferiormente	desproporcional	a	la	conducta
desplegada	por	éstos,	tanto	más	si	se	toma	en	cuenta	que	la	pena	conminada
para	el	delito	que	se	les	imputa	es	de	cadena	perpetua’.
11.	En	ese	sentido	se	observa	de	la	resolución	cuestionada,	su	fecha	4	de	junio
del	2010,	que	ésta	es	razonada,	motivada	y	congruente,	habiendo	cumplido	los
demandados	con	explicar	debidamente	por	qué	reformaron	la	pena
impuesta”.	(TC,	Exp.	03523-2012-PHC/TC,	oct.	23/2012.	S.	S.	Álvarez
Miranda)
JURISPRUDENCIA.—La	agravante	específica	del	artículo	46	del	Código
Penal	no	altera	el	cómputo	de	la	prescripción	ordinaria	de	la	acción
penal.	“(...)	el	delito	contra	la	administración	pública-abuso	de	autoridad,	es
el	tipo	penal	previsto	y	sancionado	por	el	artículo	trescientos	setenta	y	seis	del
Código	Penal	(...)	que	establece	como	pena	máxima	cuatro	años	de	pena
privativa	de	libertad.	Al	respecto,	se	tiene	que	el	delito	se	perpetró	el	catorce
de	octubre	de	dos	mil	cuatro,	por	lo	que	a	la	fecha	de	emitida	la	sentencia	de
vista	del	veinte	de	diciembre	de	dos	mil	once,	transcurrieron	siete	años	y	dos
meses,	tiempo	que	excedió	los	seis	años	exigidos	por	ley,	para	que	opere	la
prescripción	extraordinaria	de	la	acción	penal.
(...)	respecto	al	artículo	cuarenta	y	seis	del	Código	Penal,	el	delito	de	abuso	de
autoridad	contempla,	en	forma	específica,	la	circunstancia	de	agravante,	por
lo	que	para	el	presente	caso	sería	incorrecto	considerar	dos	veces	la	misma
circunstancia;	asimismo,	de	acuerdo	con	lo	dispuesto	en	la	misma,	debe
aplicarse	en	los	casos	que	el	juez	imponga	una	sentencia	condenatoria,	donde
al	imponer	la	pena	podrá	aumentarla	hasta	en	un	tercio	por	encima	del
máximo	legal	fijado	para	el	delito	cometido	–la	cual,	además,	es	de	carácter
facultativo	y	no	de	cumplimiento	imperativo–,	y	no	para	los	efectos	de	resolver
una	excepción	de	prescripción	penal,	como	es	el	caso	de	autos,	donde
únicamente	deben	tenerse	en	cuenta	los	dispositivos	legales	pertinentes;	que
hacer	lo	contrario	sería	atentar	contra	el	principio	de	legalidad	penal”.	(CS,
Queja	962-2012-Lima,	abr.	30/2013.	V.	P.	Neyra	Flores)
C.	P.
ART.	 46-A.—Modificado.	 Ley	 30054,	 Art.	 2°.	 Circunstancia
agravante	 por	 condición	 del	 sujeto	 activo.	 Constituye
circunstancia	 agravante	 de	 la	 responsabilidad	 penal	 si	 el	 sujeto
activo	 se	 aprovecha	de	 su	 condición	de	miembro	de	 las	 Fuerzas
Armadas,	 Policía	 Nacional,	 autoridad,	 funcionario	 o	 servidor
público,	para	cometer	un	hecho	punible	o	utiliza	para	ello	armas
proporcionadas	por	el	Estado	o	cuyo	uso	le	sea	autorizado	por	su
condición	de	funcionario	público.
En	estos	casos	el	juez	aumenta	la	pena	hasta	la	mitad	por	encima
del	máximo	legal	fijado	para	el	delito	cometido,	no	pudiendo	ésta
exceder	de	treinta	y	cinco	años	de	pena	privativa	de	libertad.
La	misma	pena	se	aplicará	al	agente	que	haya	desempeñado	los
cargos	 señalados	 en	 el	 primer	 párrafo	 y	 aprovecha	 los
conocimientos	 adquiridos	 en	 el	 ejercicio	 de	 su	 función	 para
cometer	el	hecho	punible.
Constituye	 circunstancia	 agravante,	 cuando	 el	 sujeto	 activo,
desde	 un	 establecimiento	 penitenciario	 donde	 se	 encuentre
privado	de	su	 libertad,	comete	en	calidad	de	autor	o	partícipe	el
delito	 de	 tráfico	 ilícito	 de	 drogas,	 lavado	 de	 activos,	 trata	 de
personas,	 terrorismo,	 extorsión	 o	 secuestro.	 En	 tal	 caso,	 el	 juez
podrá	aumentar	la	pena	hasta	en	un	tercio	por	encima	del	máximo
legal	 fijado	 para	 el	 delito	 cometido,	 no	 pudiendo	 exceder	 de
treinta	y	cinco	años	de	pena	privativa	de	libertad.
No	será	aplicable	lo	dispuesto	en	el	presente	artículo	cuando	la
circunstancia	agravante	esté	prevista	al	sancionar	el	tipo	penal	o
cuando	ésta	sea	elemento	constitutivo	del	hecho	punible.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Pena	abstracta	y	prescripción	de	la
acción	penal.	“(…)	La	norma	penal,	que	es	de	naturaleza	abstracta	-
concreta,	fija	criterios	adicionales	propios	y	legitimadores	del	incremento	de
una	mayor	culpabilidad	por	el	hecho	–con	la	consiguiente	agravación	de	la
pena–.	Así	la	ostentación	de	una	determinada	condición	profesional,
incrementará	la	culpabilidad,	cuando	existe	una	relación	interna	(innere
Beziehung)	entre	la	profesión	o	posición	del	sujeto	y	el	propio	hecho	delictivo.
(…).	Se	incrementara	la	pena,	sólo	si	el	sujeto	activo	se	aprovecha	de	su
condición	de	miembro	de	las	Fuerzas	Armadas,	Policía	Nacional,	autoridad,
funcionario	o	servidor	público,	para	cometer	un	hecho	punible,	o	utiliza	para
ello	armas	proporcionadas	por	el	Estado	o	cuyo	uso	le	sea	autorizado	por	su
condición	de	funcionario	público	o	cuando	el	sujeto	haya	desempeñado	cargos
–haber	sido	autoridad,	funcionario	o	servidor	público–	y	se	aprovecha	de	los
conocimientos	adquiridos	en	el	ejercicio	de	su	función	para	cometer	el	hecho
punible.	Y	cuando	el	sujeto	activo,	desde	un	establecimiento	penitenciario	–se
entiende	privado	ya	de	su	libertad–,	comete	en	calidad	de	autor	o	partícipe	el
delito	de	tráfico	ilícito	de	drogas,	lavado	de	activos,	trata	de	personas,
terrorismo,	extorsión	o	secuestro	(…)
§	3.	La	prescripción	de	la	acción	penal.
“(…)	la	circunstancia	prevista	en	el	artículo	46-A	CP	viene	a	ser	una
agravante	genérica	del	delito	por	la	condición	del	sujeto	activo	–funcionario
público–	y,	como	tal,	se	trata	de	un	elemento	accidental	dentro	de	la
estructura	del	delito,	que	influye	en	la	determinación	judicial	de	la	pena	–pena
concreta–,	mas	no	en	la	pena	abstracta.	Su	carácter	accidental	implica	que	no
constituye	el	injusto	ni	la	responsabilidad	del	sujeto.	Por	eso	hay	que
diferenciarla	de	aquellas	circunstancias	que	han	pasado	a	formar	parte	del
injusto	del	respectivo	delito.
Sin	duda,	el	artículo	46-A	CP	prevé	un	incremento	punitivo	que	mira	las
especiales	calidades	del	sujeto	activo	de	la	conducta	típica	y	antijurídica,	a
quien	se	ha	investido	de	especiales	deberes	de	lealtad	para	con	la
organización	social,	lo	cual	implica	un	mayor	desvalor	de	acción,	que	se
traduce,	al	mismo	tiempo,	en	un	más	elevado	desvalor	de	resultado.	Empero,
tal	incremento	punitivo	sólo	se	expresa	al	momento	de	la	determinación	de	la
pena	por	el	juez,	específicamente	cuando	corresponde	verificar	la	presencia	de
circunstancias	que	concurren	al	caso	concreto.	De	modo	que	el	incremento	de
pena	que	implica	dicha	agravante	no	puede	ser	adicionada	para	efectos	de
determinar	el	plazo	de	prescripción	de	la	acción	penal.	(…)”	(V	Pleno
Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	8-2009/CJ-
116,	ene.	08/2010.	S.	S.	Gonzáles	Campos)
PLENO	JURISDICCIONAL.—Incompatible	la	aplicación	simultánea	de	los
artículos	46-A	y	390	del	C.	P.	“(...)	Segundo.-	Por	consenso:	La	agravante	del
Art.	46-A	del	Código	Penal	en	relación	con	pena	de	inhabilitación	accesoria	del
Art.	39	del	mismo	cuerpo	de	leyes,	constituye	supuesto	de	doble	valoración,	en
cuyo	caso	resulta	incompatible	la	aplicación	simultánea,	debiendo	aplicar	el
juez	sólo	el	Art.	390	del	Código	Penal,	por	cuanto	el	Art.	46-A	colisiona	con	la
Constitución,	contraviniendo	los	principios	de	favorabilidad	y	de	legalidad.
(...)”.	(Pleno	Jurisdiccional.	Chiclayo	2000,	Tema	4)
C.	P.
ART.	 46-B.—Modificado,	 D.	 Leg.	 1181,	 Única	 Disp.	 Compl.
Modif.	Reincidencia.	El	que,	después	de	haber	cumplido	en	todo
o	en	parte	una	pena,	 incurre	en	nuevo	delito	doloso	en	un	 lapso
que	 no	 excede	 de	 cinco	 años	 tiene	 la	 condición	 de	 reincidente.
Tiene	igual	condición	quien	después	de	haber	sido	condenado	por
falta	dolosa,	incurre	en	nueva	falta	o	delito	doloso	en	un	lapso	no
mayor	 de	 tres	 años.	 La	 reincidencia	 constituye	 circunstancia
agravante	cualificada,	en	cuyo	caso	el	juez	aumenta	la	pena	hasta
en	 una	 mitad	 por	 encima	 del	 máximo	 legal	 fijado	 para	 el	 tipo
penal.
El	 plazo	 fijado	 para	 la	 reincidencia	 no	 es	 aplicable	 a	 los	 delitos
previstos	 en	 los	 artículos	 107,	 108,	 108-A,	 108-B,	 108-C,	 108-D,
121-A,	 121-B,	 152,	 153,	 153-A,	 173,	 173-A,	 186,	 189,	 195,	 200,
297,	317-A,	319,	320,	321,	325,	326,	327,	328,	329,	330,	331,	332
y	346	del	Código	Penal,	el	cual	se	computa	sin	límite	de	tiempo.	En
estos	casos,	el	 juez	aumenta	 la	pena	en	no	menos	de	dos	 tercios
por	encima	del	máximo	legal	fijado	para	el	tipo	penal,	sin	que	sean
aplicables	 los	 beneficios	 penitenciarios	 de	 semilibertad	 y
liberación	condicional.	Si	al	agente	se	le	indultó	o	conmutó	la	pena
e	incurre	en	la	comisión	de	nuevo	delito	doloso,	el	juez	aumenta	la
pena	hasta	en	una	mitad	por	encima	del	máximo	legal	fijado	para
el	tipo	penal.
En	 los	 supuestos	 de	 reincidencia	 no	 se	 computan	 los
antecedentes	penales	 cancelados	o	que	debieren	 ser	 cancelados,
salvo	 en	 los	 delitos	 señalados	 en	 el	 tercer	 párrafo	 del	 presente
artículo.
EL	REGISTRO	DE	REINCIDENCIAS
Ley	29407.
ART.	5°.—Registro	de	reincidencias.	Para	dar	cumplimiento	a	las	normas
sobre	reincidencia	en	delitos	y	faltas,	previstas	en	el	Código	Penal,	el	Poder
Judicial	 lleva	 un	 registro	 informático	 de	 personas	 condenadas	 como
reincidentes.	 Para	 el	 mismo	 efecto,	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 y	 el
Ministerio	Público	llevan	un	registro	informático	de	denuncias	en	donde	se
produzcan	casos	de	reincidencia,	debiendo	realizar	 las	coordinaciones	con
el	Poder	Judicial	para	dar	cumplimiento	a	las	normas	sobre	reincidencia.
JURISPRUDENCIA.—Valoración	constitucional	de	la	reincidencia	y	la
habitualidad.	“(…)	La	reincidencia	y	el	principio	ne	bis	in	ídem	(…)	El	primer
delito	cometido	-aquel	que	es	objeto	de	consideración-	no	recibe	una	pena
adicional	ni	una	agravación	de	ésta;	simplemente	se	toma	en	consideración
para	efectos	de	graduar	la	pena	que	se	atribuirá	a	un	acto	delictivo	distinto.
Por	su	parte,	el	acto	delictivo	reincidente	-es	decir	el	acto	delictivo	perpetrado
en	un	segundo	momento-	no	es	tampoco	objeto	de	una	doble	imposición	de
pena,	sino	de	una	sola,	aquella	prevista	por	el	dispositivo	que	consagra	su	tipo
penal,	aunque	agravada	como	consecuencia	de	la	existencia	de	antecedentes
respecto	al	mismo	tipo	penal.	Atendiendo	al	razonamiento	expuesto,	este
tribunal	considera	que	la	consagración	de	la	reincidencia	como	causal
genérica	agravante	de	la	pena	no	constituye	un	supuesto	de	afectación	al
principio	ne	bis	in	ídem.
La	reincidencia	y	el	principio	de	culpabilidad	(…)	Por	ello,	al	consagrarse
expresamente	el	principio	de	legalidad,	de	modo	implícito	queda	a	su	vez
consagrado	el	principio	de	culpabilidad.	(…)	el	principio	de	proporcionalidad
significa	que	las	penas	establecidas	por	el	legislador	aplicables	a	las	conductas
delictivas	no	deberían	ser	tan	onerosas	que	superen	la	propia	gravedad	del
delito	cometido,	ni	tan	leves	que	signifiquen	una	infrapenalización	de	los
delitos	y	una	desvalorización	de	los	bienes	jurídicos	protegidos	que	fueren
afectados.	Esto	siempre	en	el	marco	constitucional	de	libre	configuración	que
tiene	el	legislador.	De	este	principio	se	deriva	el	principio	de	culpabilidad:
toda	pena	debe	guardar	proporción	y	correspondencia	con	el	nivel	de
reprobabilidad	jurídica	y	social	del	acto	sancionado	(…)	el	principio	de
culpabilidad	constitucional	considera	la	figura	de	la	reincidencia	del	siguiente
modo:	para	determinar	el	grado	de	reprobabilidad	de	una	persona	respecto	a
un	delito	‘A’,	la	figura	de	la	reincidencia	faculta	al	juez	para	evaluar	otros
delitos	anteriormente	cometidos,	a	los	que	llamaremos	‘B’,	para	considerar	el
nivel	de	reprobabilidad	de	la	conducta	delictiva	del	procesado.	Si	el	juez
comprueba	que	existe	‘B’,	esto	constituirá	un	elemento	que	agravará	la
reprobabilidad	del	delito	‘A’,	y	la	persona	que	lo	ha	cometido	recibirá,	por	lo
tanto,	un	nivel	una	reprobación	mucho	mayor	que	la	que	le	correspondería	si
se	considerase	el	delito	“A”	de	modo	aislado.	(…)”	(TC,	Exp.	0014-2006-PI/TC,
dic.	05/07.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—La	reincidencia	y	el	principio	de	proporcionalidad.
“(…)	La	cuestión,	por	tanto,	de	si	la	adjudicación	de	una	pena	a	una	persona
reincidente	ha	cumplido	o	no	su	finalidad,	no	es	una	cuestión	ajena	a	la
sociedad	democrática.	Ella	tiene	un	interés	sustancial	en	conocer	si	la
ejecución	de	la	pena	ha	cumplido	con	los	objetivos	perseguidos	por	el	inciso
22)	del	artículo	139	de	la	Constitución.	En	definitiva,	el	tribunal	es	de	la
opinión	que	la	intervención	del	legislador	en	el	derecho	a	la	libertad	personal,
a	través	de	las	disposiciones	modificatorias	en	la	Ley	N	º	28726,	no	infringe	el
principio	de	proporcionalidad,	en	su	variante	de	prohibición	o	interdicción	de
exceso;	por	lo	que	dicha	ley	ha	de	ser	considerada	como	constitucionalmente
legítima.	(…)”	(TC,	Exp.	0014-2006-PI/TC,	dic.	05/07.	Pres.	Landa	Arroyo)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Requisitos	para	la	calificación	de
reincidencia.	“(…)	Los	requisitos	para	la	calificación	de	reincidencia.	(…)	son
los	siguientes:
(1)	Haber	cumplido	en	todo	o	en	parte	una	condena	a	pena	privativa	de
libertad.	No	está	comprendido	el	cumplimiento	total	o	parcial	de	otra	clase	de
pena,	se	trata	de	una	sentencia	condenatoria	ejecutoriada	a	pena	privativa	de
libertad	de	carácter	efectiva.
(2)	Los	delitos	–se	excluyen	las	faltas–	antecedente	y	posterior	han	de	ser
dolosos.	El	delito	posterior	debe	de	cometerse	luego	del	cumplimiento	total	o
parcial	de	la	pena	privativa	de	libertad.	Ello	presupone	sentencias	firmes	y	con
principio	de	ejecución	efectiva.
(3)	No	hace	falta	que	el	delito	posterior	esté	en	el	mismo	título	del	código,	o
mejor	dicho,	sea	de	la	misma	naturaleza,	es	decir,	que	exista	identidad	o
similitud	del	tipo	o	la	identidad	del	bien	jurídico	vulnerado;	no	hay	un
elemento	relacional	entre	los	dos	delitos.	Se	trata,	por	consiguiente,	de	una
reincidencia	genérica.
(4)	El	lapso	de	tiempo	que	debe	transcurrir,	luego	del	cumplimiento	total	o
parcial	de	la	pena	privativa	de	libertad	–condición	básica	para	calificar	de
reincidente	a	un	delincuente–,	es	de	cinco	años.	Para	el	entendimiento	de	este
último	requisito	se	recurre	a	la	regla	del	artículo	46-C	del	Código	Penal,	que
precisa	que	los	hechos	punibles	se	han	de	perpetrarse	‘(...)	en	un	lapso	que	no
exceda	de	cinco	años’.
(5)	Es	una	circunstancia	personal	e	incomunicable	a	los	coautores	o
partícipes	en	quienes	no	concurra.
Procesalmente	debe	tomarse	en	consideración	dos	requisitos.	El	primero,	el
juzgador,	para	la	calificación	de	reincidente	de	un	imputado,	ha	de	tener	a	la
vista	el	boletín	de	condenas	y,	en	su	caso,	la	hoja	carcelaria	respectiva	–que
establece	la	fecha	exacta	de	la	excarcelación–;	en	defecto	de	uno	o	ambos
documentos	registrales,	ha	de	contar	con	copia	certificada	de	la	sentencia	y,	si
correspondiere,	de	la	resolución	que	dispone	su	excarcelación	por	la	concesión
de	un	beneficio	penitenciario.	El	segundo,	como	la	reincidencia	es	una
circunstancia	agravante	cualificada,	por	imperio	del	principio	acusatorio,	ha
de	ser	solicitada	por	el	fiscal	en	la	acusación,	a	menos	que	el	tribunal	haga	uso
del	planteamiento	de	la	tesis	al	amparo	de	lo	dispuesto	por	el	artículo	285-A
del	Código	de	Procedimientos	Penales.	Por	tanto,	no	puede	establecerse	de
oficio,	sin	el	debate	procesal	respectivo,	pues	ello	importaría,	además,	un	fallo
sorpresivo	que	vulneraría	el	principio	de	contradicción.	(...).”	(IV	Pleno
Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente,	Transitorias	y	Especial,
Acuerdo	Plenario	1-2008/CJ-116,	nov.	03/2008)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Respecto	de	la	medida	de	la	pena	al
reincidente.	“(…)	se	asumen	los	siguientes	criterios	de	interpretación:
a)	(…)	Queda	claro	que	la	reincidencia	y	la	habitualidad	no	pueden	cumplir	a
la	vez	las	funciones	que	corresponden	a	una	circunstancia	común	y	a	una
cualificada.	Solo	deben	apreciarse	en	su	rol	de	circunstancias	cualificadas,
pues	únicamente	en	ese	caso	pueden	agravar	la	pena	por	encima	del	marco	de
conminación	legal	de	la	sanción	para	el	delito	cometido,	lo	cual	fue	el	sentido
de	su	reincorporación	al	derecho	penal	nacional.
b)	Sobre	la	eficacia	de	las	agravantes	cualificadas	para	la	determinación
judicial	de	la	pena	concreta.	La	condición	cualificada	de	una	agravante
siempre	demanda	que	el	juez	determine	la	pena	concreta	dentro	del	nuevo
marco	conminatorio	que	ha	fijado	la	ley	como	consecuencia	punitiva	para	la
reincidencia	y	la	habitualidad.	Y	donde	tomando	de	referencia	la	pena
conminada	para	el	delito	que	posibilita	la	configuración	de	la	agravante
cualificada,	el	nuevo	máximo	de	la	pena	básica	será	el	límite	fijado	por	el
artículo	46-B	para	dicho	tipo	de	agravante	(un	tercio	o	una	mitad	por	encima
del	máximo	original).
c)	Sobre	la	operatividad	de	la	agravante	cualificada	del	artículo	46-C	frente	a
las	reglas	sobre	concurso	real	y	concurso	real	retrospectivo	de	delitos.	Siendo
la	habitualidad	una	circunstancia	agravante	cualificada	se	deberán	aplicar
sus	efectos	punitivos	solo	en	el	tercer	delito	cometido	en	el	lapso	de	cinco	años
y	luego	se	sumará	la	pena	resultante	a	las	penas	concretas	correspondientes	a
los	otros	delitos	del	concurso	real,	pero	respetando	siempre	los	límites
punitivos	fijados	por	los	artículos	50	y	51	del	Código	Penal	(La	pena	total	no
debe	ser	superior	al	doble	del	máximo	conminado	para	el	delito	más	grave,	ni
mayor	de	treinta	y	cinco	años	de	privación	de	libertad;	y	si	para	uno	de	los
delitos	en	concurso	corresponde	cadena	perpetua,	solo	se	aplicará	esta
sanción	excluyéndose	las	demás).
d)	Sobre	los	elementos	de	configuración	de	las	agravantes	cualificadas	de	los
artículos	46-B	y	46-C.	Se	debe	asumir	que	la	reincidencia	opera	sólo	hasta	los
cinco	años	posteriores	al	cumplimiento	parcial	o	total	de	pena	privativa	de
libertad	por	condena	anterior.	Este	límite	cronológico	es	compatible	con	el
que	históricamente	se	fijaba	en	el	artículo	111	del	Código	Penal	de	mil
novecientos	veinticuatro.	Además	resulta	similar	al	considerado	por	el
artículo	46-C	del	Código	Penal	vigente	para	la	habitualidad	que	regula	una
efectividad	penal	más	gravosa.	El	nuevo	delito	que	da	lugar	a	la	reincidencia
puede	ser	de	igual	o	distinta	naturaleza	que	el	que	determinó	la	pena
privativa	de	libertad	cumplida	total	o	parcialmente.	(...).”	(IV	Pleno
Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente,	Transitorias	y	Especial,
Acuerdo	Plenario	1-2008/CJ-116,	nov.	03/2008)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Respecto	de	la	medida	de	la	pena	al
reincidente	(2).	“(…)	En	cuanto	a	la	habitualidad,	ella	se	produce	solamente
en	el	caso	de	que	los	tres	delitos	se	hayan	cometido	en	un	lapso	de	5	años	y	no
medie	condena	sobre	alguno	de	ellos	en	dicho	plazo.	Además	la	habitualidad
requiere	que	todos	los	delitos	cometidos	sean	dolosos	y	de	igual	naturaleza.
Esta	especialidad	en	la	reiterancia	indica	la	habituación	delictiva	del	agente	y
justifica	su	mayor	punibilidad.
e)	Sobre	la	determinación	de	la	pena	concreta	en	caso	de	concurrencia	de
circunstancias	cualificadas	del	artículo	46-A,	con	las	previstas	por	los
artículos	46-B	o	46-C.	Si	concurrieran	las	agravantes	cualificadas	del	artículo
46-A	(calidad	de	funcionario	público,	aprovechamiento	de	conocimientos
privilegiados,	comisión	en	prisión	de	delitos	graves)	con	las	de	reincidencia	o
habitualidad	se	deberán	aplicar	los	efectos	punitivos	correspondientes	en	la
determinación	de	la	pena	concreta,	por	ser	todas	circunstancias	compatibles.
No	obstante,	la	pena	concreta	resultante	no	podrá	exceder	de	los	límites
contemplados	por	el	artículo	46-A	del	Código	Penal	(de	treinta	y	cinco	años	de
privación	de	libertad).
f)	Límites	de	las	penalidad	(sic)	derivada	de	las	agravantes	de	los	artículos
46-B	y	46-C.	En	coherencia	con	los	límites	punitivos	fijados	en	los	artículos	29,
46-A,	50	y	51	del	Código	Penal,	en	ningún	caso	la	pena	concreta	que
corresponda	a	la	efectividad	de	la	agravación	por	reincidencia	o	habitualidad
será	mayor	de	treinta	y	cinco	años	de	pena	privativa	de	libertad.	Cuando	los
delitos	que	dan	lugar	a	tales	supuestos	tengan	prevista	pena	de	cadena
perpetua	solo	se	aplicará	dicha	pena.
g)	Eficacia	de	los	antecedentes	penales	cancelados	en	los	casos	de
reincidencia	según	los	artículos	46-B	y	69	in	fine.	La	reforma	del	artículo	69
del	Código	Penal,	sobre	cancelación	de	antecedentes	y	rehabilitación
inmediata,	tuvo	lugar	mediante	la	Ley	número	28730,	del	trece	de	mayo	del
dos	mil	seis.	Esto	es,	cuatro	días	después	que	la	Ley	número	28726	que
introdujo	el	artículo	46-B	del	Código	Penal	sobre	la	agravante	de	reincidencia.
Por	consiguiente,	la	primera	de	las	normas	citadas	modificó	implícitamente	a
la	segunda.	Siendo	así	el	párrafo	in	fine	del	nuevo	texto	del	artículo	69,	donde
se	dispone	que	‘La	reincidencia	deja	sin	efecto	la	cancelación	de	los
antecedentes	penales,	judiciales	y	policiales,	hasta	el	cumplimiento	de	la
nueva	pena’,	derogó	el	párrafo	final	del	artículo	48-B	del	Código	Penal	que
establecía	que	‘A	los	efectos	de	esta	circunstancia	no	se	computarán	los
antecedentes	penales	cancelados’.	De	esta	manera,	pues,	a	partir	de	la
vigencia	de	la	Ley	número	28730,	la	reincidencia	es	una	excepción	a	la	regla
general	de	la	rehabilitación	inmediata	por	cumplimiento	de	la	pena	privativa
de	libertad	impuesta.
Ahora	bien,	esa	excepción	solo	debe	ser	aplicable	a	condenas	que	se	hayan
impuesto	y	cumplido	con	posterioridad	a	la	ya	citada	reforma	del	numeral	69
del	Código	Penal.	En	todo	caso,	cuando	se	haya	vencido	el	plazo	de
prescripción	de	la	reincidencia	acordado	en	cinco	años	posteriores	a	la
excarcelación	(ver	literal	‘d’),	operará	definitivamente	la	cancelación	de	los
antecedentes	generados	por	esa	condena.	(...).”	(IV	Pleno	Jurisdiccional	de	las
Salas	Penales	Permanente,	Transitorias	y	Especial,	Acuerdo	Plenario	1-
2008/CJ-116,	nov.	03/2008)
DOCTRINA.—Agravación	punitiva	en	caso	de	reincidencia	no	vulnera
el	 “nom	 bis	 in	 ídem”.	 “(…)	 Es	 decir,	 el	 que	 por	 una	 conducta
contravencional	haya	sido	objeto	de	juzgamiento	y	obtuviere	una	sentencia
condenatoria,	 si	 reincide	 en	 dicha	 conducta,	 incurrirá	 en	 la	 sanción	 que	 a
esta	 corresponde	 ‘aumentada	 en	 una	 cuarta	 parte	 para	 la	 primera
reincidencia	 y	 en	 una	 tercera	 parte	 para	 las	 demás’.	 Como	 se	 ve,	 en	 este
caso,	la	agravación	punitiva,	va	ligada	al	fenómeno	de	la	reincidencia	como
manera	de	 prevenir	 a	 quien	habiendo	 sido	 condenado	por	 la	 comisión	de
una	contravención	comete	otra,	esto	no	significa	que	se	condene	dos	veces
por	la	misma	conducta,	ya	que	se	trata	de	hechos	nuevos	cometidos	por	el
mismo	infractor,	quien	a	pesar	de	conocer	los	posibles	efectos	de	su	acción,
transgrede	nuevamente	el	ordenamiento,	sin	importarle	la	sanción	(…)”.	(C.
Const.	de	Colombia,	Sent.	C-062,	may.	02/2005.	M.P.	Alfredo	Beltrán	Sierra)
DOCTRINA.—	Inaplicable	reincidencia	si	 los	delitos	fueron	cometidos
después	 del	 plazo	 de	 prescripción.	 “(…)	 la	 agravante	 de	 reincidencia
aplicada	por	el	fallo	impugnado	carece	de	sustento	fáctico,	porque	ninguno
de	 los	 delitos	 por	 los	 que	 fue	 condenado	 anteriormente	 fue	 perpetrado
dentro	 del	 plazo	 de	 prescripción	 de	 la	 acción;	 circunstancia	 que	 lleva	 a
acoger	esta	petición	del	recurso	(…)”.	(C.	de	Ap.	de	Santiago,	Rol.	Nº	1990-
2006,	oct.	25/2006)
C.	P.
ART.	 46-C.—Modificado,	 D.	 Leg.	 1181,	 Única	 Disp.	 Compl.
Modif.	Habitualidad.	Si	el	agente	comete	un	nuevo	delito	doloso,
es	considerado	delincuente	habitual,	 siempre	que	se	 trate	por	 lo
menos	 de	 tres	 hechos	 punibles	 que	 se	 hayan	 perpetrado	 en	 un
lapso	que	no	exceda	de	cinco	años.	El	plazo	fijado	no	es	aplicable
para	los	delitos	previstos	en	los	artículos	107,	108,	108-A,	108-B,
108-C,	 108-D,	 121-A,	 121-B,	 152,	 153,	 153-A,	 173,	 173-A,	 186,
189,	195,	200,	297,	317-A,	319,	320,	321,	322,	325,	326,	327,	328,
329,	330,	331,	332	y	346	del	Código	Penal,	el	cual	se	computa	sin
límite	 de	 tiempo.	 Asimismo,	 tiene	 condición	 de	 delincuente
habitual	 quien	 comete	 de	 tres	 a	 más	 faltas	 dolosas	 contra	 la
persona	o	el	patrimonio,	de	conformidad	con	 los	artículos	441	y
444,	en	un	lapso	no	mayor	de	tres	años.
La	 habitualidad	 en	 el	 delito	 constituye	 circunstancia	 cualificada
agravante.	El	juez	aumenta	la	pena	hasta	en	un	tercio	por	encima
del	 máximo	 legal	 fijado	 para	 el	 tipo	 penal,	 salvo	 en	 los	 delitos
previstos	en	 los	párrafos	anteriores,	 en	cuyo	caso	 se	aumenta	 la
pena	en	una	mitad	por	encima	del	máximo	legal	fijado	para	el	tipo
penal,	 sin	 que	 sean	 aplicables	 los	 beneficios	 penitenciarios	 de
semilibertad	y	liberación	condicional.
En	 los	 supuestos	 de	 habitualidad	 no	 se	 computan	 los
antecedentes	 cancelados	 o	 que	 debieren	 estar	 cancelados,	 salvo
en	los	delitos	antes	señalados.
JURISPRUDENCIA.—La	supuesta	inconstitucionalidad	de	la
habitualidad.	“(…)	El	Tribunal	Constitucional	disiente	del	argumento	del
demandante	porque,	en	primer	lugar,	no	es	el	Código	Penal	el	parámetro	de
validez	constitucional	sino	la	ley	fundamental,	por	más	que	aquél	incorpore
determinados	principios	jurídicos.	En	segundo	lugar	porque,	a	juicio	de	este
colegiado,	la	habitualidad	no	necesariamente	supone	que	el	juzgador	penal
ingrese	en	el	ámbito	de	la	personalidad	del	autor,	castigando	con	una	mayor
pena	el	modo	de	vida	del	autor,	que	genere	un	riesgo	a	la	tranquilidad	y
seguridad	de	los	ciudadanos.	Y	es	que	no	debe	olvidarse	que	la	reeducación,	la
reincorporación	y	la	resocialización,	previstas	en	el	artículo	139,	inciso	22,	no
son	los	únicos	fines	de	la	pena,	como	se	ha	señalado	en	el	fundamento	13	de	la
presente	sentencia,	sino	que	es	también	obligación	del	Estado	proteger	otros
bienes	constitucionales,	entre	ellos,	la	seguridad	de	los	ciudadanos,	tal	como
manda	el	artículo	44	de	la	Constitución.	(…)	el	legislador,	a	quien	le
corresponde	definir	la	política	de	persecución	criminal	del	Estado,	tiene	un
margen	de	razonabilidad	para	ello,	pero	con	límites	como	los	derechos
fundamentales	de	las	personas;	límites	que,	por	lo	demás,	este	colegiado	no
estima	sobrepasados	por	las	leyes	ahora	impugnadas.	Lo	que	no	obsta,	como
es	obvio,	para	que	los	jueces	penales,	al	momento	de	considerar	la
habitualidad	como	una	agravante	de	la	pena,	motiven	suficiente	y
objetivamente	sus	decisiones	jurisdiccionales,	respetando	siempre	las
garantías	procesales	y	sustantivas	que	se	derivan	del	derecho	fundamental	al
debido	proceso,	tal	como	dispone	el	artículo	139,	inciso	3,	de	la	Constitución.
(…).”	(TC,	Exp.	0014-2006-PI/TC,	dic.	05/07.	Pres.	Landa	Arroyo)
DOCTRINA.—En	 el	 tema	 de	 la	 reincidencia	 y	 la	 habitualidad	 el
legislador	ha	optado	por	un	cambio	de	política	criminal.	“(…)	En	rigor,
la	Ley	Nº	28726	no	infringe	ninguna	norma	constitucional.	El	legislador	ha
optado	por	una	política	criminal	distinta	a	la	que	originariamente	consagró
el	 Código	 Penal	 de	 1991.	 Tal	 política	 tiene	 como	 sustento	 el	 acoso	 que
afronta	la	sociedad	por	acción	de	la	delincuencia.	En	efecto,	con	alarmante
frecuencia	 se	produce	el	 asalto	y	 robo	a	 las	personas	que	 circulan	por	 las
carreteras	 del	 territorio	 nacional	 y	 por	 las	 calles	 de	 nuestras	 ciudades,
siendo	 especialmente	 agraviados	 los	 turistas	 que	 visitan	 el	 Perú.	 Hay
bandas	 de	 avezados	 delincuentes,	 con	 la	 complicidad	 de	 menores,	 que
arrebatan	 sus	 pertenencias	 a	 los	 viandantes	 y	 otras	 organizaciones	 que
cometen	latrocinios	de	vehículos	o	de	sus	auto-partes,	que	posteriormente
son	negociadas	por	los	reducidores,	que	realizan	sus	ilícitas	actividades	en
conocidos	lugares	de	Lima	y	otras	localidades.	La	“piratería”	de	impresos	y
de	 material	 informático	 es	 virtualmente	 cotidiana	 y	 permanente,	 con
perjuicio	 de	 los	 derechos	 de	 autores	 y	 compositores.	 (…)	 Desde	 hace	 dos
décadas	los	criminólogos	denuncian	que	dos	de	cada	tres	reclusos	están	sin
sentencia.	Esa	situación	se	trató	de	remediar	mediante	 la	modificación	del
proceso	penal.	Para	tal	efecto	propuse	en	el	Senado	se	delegara	facultades
legislativas	en	el	Poder	Ejecutivo	y,	como	consecuencia,	se	aprobó	la	Ley	Nº
25281,	 de	 30	 de	 octubre	 de	 1990	 (…).”	 (TC,	 Sent.	 0014-2006-PI/TC,	 dic.
05/07.	Fundamento	de	Voto.	Alva	Orlandini)
COMENTARIO.—Las	 condenas	 anteriores	 y	 su	 relevancia	 o	 no	 en	 la
reincidencia	 y	 habitualidad.	 Frente	 a	 la	 interrogante:	 ¿para	 aplicar	 la
reincidencia	 y	 la	 habitualidad	 hay	 que	 tener	 en	 cuenta	 las	 condenas
anteriores	 previstas	 en	 el	 Código	 Penal,	 leyes	 especiales,	 condenas	 en	 el
extranjero	o	delitos	militares?,	el	Pleno	Jurisdiccional	Regional	Penal	(Lima	-
2008)	defiende	 la	 tesis	que	niega	relevancia,	para	aplicar	 la	reincidencia	y
habitualidad,	a	las	condenas	anteriores	emitidas	por	la	comisión	de	delitos
militares.	 De	 igual	 forma,	 el	 pleno	 ratifica	 la	 interpretación	 que	 faculta	 al
juez	 a	 recorrer	 todo	el	marco	punitivo,	 pudiendo	 imponer	por	 encima	del
máximo	legal,	un	tercio	o	una	mitad	más	de	la	pena.
C.	P.
ART.	 46-D.—Incorporado.	 Ley	 30030,	 Art.	 Único.	 Uso	 de
menores	 en	 la	 comisión	 de	 delitos.	 Constituye	 circunstancia
agravante	de	 la	 responsabilidad	 penal,	 si	 el	 sujeto	 activo	 utiliza,
bajo	cualquier	modalidad,	a	un	menor	de	dieciocho	años	o	a	una
persona	 que,	 por	 anomalía	 psíquica,	 grave	 alteración	 de	 la
conciencia	o	por	sufrir	alteraciones	en	la	percepción,	que	afectan
gravemente	 su	 concepto	 de	 la	 realidad,	 no	 posea	 la	 facultad	 de
comprender	el	carácter	delictuoso	de	su	acto	o	para	determinarse
según	 esta	 comprensión	 para	 la	 comisión	 de	 un	 delito,	 en	 cuyo
caso	el	juez	puede	aumentar	la	pena	hasta	en	un	tercio	por	encima
del	máximo	legal	fijado	en	el	tipo	penal.
En	 caso	 de	 que	 el	 agente	 tuviere	 cualquier	 posición,	 cargo	 o
vínculo	 familiar	 que	 le	 otorgue	 particular	 autoridad	 sobre	 el
menor	o	 le	 impulse	a	depositar	en	él	su	confianza,	el	 juez	puede
aumentar	la	pena	hasta	en	una	mitad	por	encima	del	máximo	legal
fijado	 para	 el	 tipo	 penal.	 Si	 el	 agente	 ejerce	 la	 patria	 potestad
sobre	 el	 menor,	 el	 juez	 suspende	 su	 ejercicio,	 conforme	 a	 lo
dispuesto	en	la	ley	de	la	materia.
Si	durante	la	comisión	del	delito	o	como	consecuencia	de	este	el
menor	sufre	lesiones	graves,	incapacidad	permanente	o	muere,	y
el	 agente	 pudo	 prever	 el	 resultado,	 el	 juez	 puede	 imponer	 una
pena	de	hasta	el	doble	del	máximo	legal	fijado	para	el	tipo	penal.
En	ningún	caso	la	pena	concreta	puede	exceder	de	treinta	y	cinco
años	de	pena	privativa	de	la	libertad.
No	 es	 aplicable	 lo	 dispuesto	 en	 el	 presente	 artículo	 cuando	 la
circunstancia	agravante	se	encuentre	prevista	al	sancionar	el	tipo
penal.
C.	P.
ART.	46-E.—Incorporado.	Ley	30364,	Segunda	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Circunstancia	agravante
cualificada	por	abuso	de	parentesco.	La	pena	es	aumentada
hasta	en	un	tercio	por	encima	del	máximo	legal	fijado	para	el
delito	cuando	el	agente	se	haya	aprovechado	de	su	calidad	de
ascendiente	o	descendiente,	natural	o	adoptivo,	padrastro	o
madrastra,	cónyuge	o	conviviente	de	la	víctima.	En	este	caso,	la
pena	privativa	de	libertad	no	puede	exceder	los	treinta	y	cinco
años,	salvo	que	el	delito	se	encuentre	reprimido	con	pena
privativa	de	libertad	indeterminada,	en	cuyo	caso	se	aplica	esta
última.
La	agravante	prevista	en	el	primer	párrafo	es	inaplicable	cuando
esté	establecida	como	tal	en	la	ley	penal.
C.	P.
ART.	47.—Restituido.	Ley	28577,	Artículo	Único.	El	tiempo	de
detención	 que	 haya	 sufrido	 el	 procesado	 se	 abonará	 para	 el
cómputo	de	la	pena	impuesta	a	razón	de	un	día	de	pena	privativa
de	libertad	por	cada	día	de	detención.
Si	 la	 pena	 correspondiente	 al	 hecho	 punible	 es	 la	 de	 multa	 o
limitativa	de	derechos,	la	detención	se	computará	a	razón	de	dos
días	de	dichas	penas	por	cada	día	de	detención.
JURISPRUDENCIA.—El	cómputo	de	la	detención	se	inicia	desde	la
detención	en	sede	policial.	“(…)	que	de	otro	lado,	en	la	sentencia	de	grado	se
ha	incurrido	en	error	material	al	efectuarse	el	cómputo	de	la	detención	del
sentenciado,	contabilizándose	desde	su	internamiento	en	un	centro
penitenciario,	cuando	debe	realizarse	desde	el	día	en	que	se	encuentra	privado
de	su	libertad	(…)	habiéndose	producido	ello	en	sede	policial	(…)”.	(CS,	R.	N.
778-2003-Puno,	nov.	08/2003.	S.	S.	Balcázar	Zelada)
JURISPRUDENCIA.—Trato	idéntico	a	la	detención	domiciliaria	y	a	la
detención	efectiva	vulnera	el	principio	de	igualdad.	“(...)	El	principio	de
igualdad	proscribe	la	posibilidad	de	que	el	legislador	otorgue	idéntico
tratamiento	a	dos	instituciones	sustancialmente	distintas,	sin	base	objetiva	y
razonable	que	justifique	su	decisión.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	0019-2005-PI/TC,	ago.
25/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Detención	domiciliaria	puede	descontar	duración
del	plazo	de	ejecución	de	la	pena.	“(…)	Por	tanto,	si	bien	es	verdad	que	no
hay	previsión	legal	que	permita	actuar	en	el	presente	caso	y	que	el	Tribunal
Constitucional	no	puede	asumir	atribuciones	que	son	propias	del	Parlamento
para	darle	un	valor	numérico	a	los	días	de	arresto	domiciliario,	también	es
verdad	que	este	colegiado	no	puede	dejar	de	administrar	justicia	más	aún	si	se
encuentra	ante	una	situación	irrazonable	y	desproporcionada	como	la	que
afecta	al	beneficiario	a	consecuencia	de	la	actuación	legalista	del	ente
administrativo	penitenciario.	Es	el	contenido	de	la	propia	Constitución,	en
consecuencia,	la	que	da	respuesta	a	este	problema	dado	su	fuerza	normativa	y
carácter	fundante	y	fundamentador	del	ordenamiento	jurídico	y	la	que
respalda	a	este	colegiado	para	que	estime	la	demanda,	ya	que	de	lo	contrario
estaríamos	validando	la	arbitrariedad	que	supone	no	reconocer	valor	alguno
a	los	días	que	el	beneficiario	sufrió	bajo	arresto	domiciliario	(…)”.	(TC,	Exp.
06201-2007-HC,	mar.	10/2008.	Pres.	Landa	Arroyo)
DOCTRINA.—Es	posible	abonar	2	días	de	arresto	domiciliario	por	cada
día	de	pena.	“En	cambio,	el	tema	que	aquí	se	ha	planteado	está	relacionado
con	la	duración	de	 la	pena.	En	concreto,	si	el	 tiempo	que	estuvo	vigente	el
arresto	 domiciliario	 debe	 (o	 no)	 descontarse	 de	 la	 pena	 impuesta,	 lo	 que
explica	 que	 el	 tratamiento	 de	 temas	 análogos	 (vg.	 sobre	 el	 cómputo	 de	 la
prisión	 preventiva)	 se	 efectúe	 en	 el	 Código	 Penal	 (artículo	 47)	 y	 no	 en	 el
Código	 de	 Ejecución	 Penal,	 que	 es	 el	 ámbito	 natural	 de	 los	 beneficios
penitenciarios.
(…).
Finalmente,	me	parece	 sumamente	 grave	 que	 se	 afirme	que	no	 existe	 un
deber	 constitucional	 que	 obligue	 al	 legislador	 a	 prever	 que	 los	 días	 de
arresto	domiciliario	sean	abonados	al	cómputo	de	la	pena.	Más	aún	cuando,
como	 se	 reconocido	 (sic),	 en	diversas	ocasiones	 este	 tribunal	 ha	 señalado
que	 sin	 llegar	 al	 extremo	 de	 equipararse	 a	 la	 prisión	 preventiva	 (Cf.	 por
ejemplo,	 la	STC	00731-2004-PHC/TC),	es	 también	grave	 la	aflicción	que	el
arresto	domiciliario	genera	en	el	ámbito	de	la	libertad	personal.
Tan	 grave	 es	 la	 cuestión	 que,	 a	 nuestro	 juicio,	 si	 los	 días	 de	 arresto
domiciliario	no	fuesen	considerados	en	el	cómputo	de	la	pena	privativa	de
libertad,	quien	sufriera	de	él	y	no	 tenga	 la	posibilidad	de	poder	deducirla,
virtualmente	quedaría	reducido	a	un	mero	objeto	del	proceso	penal	y,	como
consecuencia	de	ello,	vulnerado	en	una	serie	de	derechos	fundamentales.
Para	empezar,	se	trataría	de	una	violación	de	la	 libertad	personal,	pues	la
grave	 restricción	 de	 la	 libertad	 locomotoria	 sufrida	 con	 el	 dictado	 del
arresto	 domiciliario	 no	 tendría	 ningún	 ‘valor’.	 Importaría	 afirmar,
implícitamente,	que	 la	aflicción	sufrida	sobre	 la	 libertad	locomotoria	no	es
tal.	 O	 que	 constituyéndolo,	 sin	 embargo,	 carece	 de	 relevancia	 para	 el
Derecho	Penal	pues,	al	fin	y	al	cabo,	el	afectado	terminó	siendo	condenado.
(…).
En	 ese	 sentido,	 considero	 que	 el	 artículo	 47	 del	 Código	 Penal	 ofrece	 un
buen	marco	 de	 referencia.	 En	 efecto,	 en	 su	 primera	 parte	 éste	 contempla
que	 por	 cada	 día	 de	 prisión	 preventiva	 corresponde	 descontar	 un	 día	 de
pena.	 En	 tanto	 que	 en	 la	 segunda	parte	 del	mismo	 artículo	 47	 del	 Código
Penal	 se	 ha	 establecido	 que	 2	 días	 de	 pena	 de	 multa	 o	 limitativa	 de
derechos,	debe	descontarse	por	cada	día	de	detención	sufrida.
El	 legislador	penal,	en	ambos	casos,	sólo	ha	considerado	como	posible	de
ser	descontado	de	una	pena	(privativa	de	libertad,	limitativa	de	derechos	o
de	multa)	el	sufrimiento	de	la	prisión	preventiva.	No	lo	ha	hecho	en	relación
al	 arresto	 domiciliario	 o,	 mejor	 aún,	 la	 única	 oportunidad	 en	 que	 éste
pretendió	regularlo,	 con	 la	Ley	28568,	éste	 fue	declarado	 inconstitucional,
por	equiparar	sus	efectos	con	la	prisión	preventiva.
Por	ello,	tomando	en	consideración	lo	que	expresara	el	tribunal	en	la	STC
00019-2005-PI/TC,	 en	 el	 sentido	que	 la	 ejecución	del	 arresto	domiciliario
no	supone	una	injerencia	sobre	la	libertad	personal	de	la	misma	intensidad
que	 la	 que	 ocasiona	 la	 prisión	 preventiva;	 pero	 que,	 de	 otro	 lado,	 ello
tampoco	significa	que	no	la	tenga,	considero	que	la	fórmula	intermedia	más
próxima	–incluso	a	la	originalmente	planteada	por	el	legislador–	es	aquella
que	considera	que	un	día	de	pena	debe	ser	descontado	por	cada	2	días	de
arresto	 domiciliario,	 si	 es	 que	 éste	 no	 se	 encuentra	 en	 ninguno	 de	 los
supuestos	que	a	continuación	se	especifican.	(…).
Por	 tanto,	en	 los	 términos	anteriormente	expuestos,	considero	que	en	 las
circunstancias	del	 caso	 concreto,	 las	 autoridades	del	 Inpe	deben	abonar	2
días	 de	 arresto	 domiciliario	 por	 cada	 día	 de	 pena.	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 06201-
2007-HC,	mar.	10/2008.	Fundamento	de	voto.	Mag.	Gerardo	Eto	Cruz)
COMENTARIO.—La	 llamada	 Ley	 “Wolfenson”.	 Se	 conoció	 como	 Ley
“Wolfenson”	a	la	Ley	28658,	aprobada	por	el	Congreso	de	la	República	el	3
de	julio	del	2005,	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	4	de	julio	del
2005,	 y	 derogada	 por	 el	 Presidente	 de	 la	 República	 el	 8	 de	 julio	 de	 ese
mismo	año.	La	 ley	 intermedia	establecía,	en	su	artículo	único,	 lo	siguiente:
“Modifícase	el	artículo	47	del	Código	Penal,	el	mismo	que	quedará	redactado
de	la	siguiente	manera:
Artículo	47.-	El	 tiempo	 de	 detención	 preliminar,	 preventiva	 y	 domiciliaria,
que	 haya	 sufrido	 el	 imputado,	 se	 abonará	 para	 el	 cómputo	 de	 la	 pena
impuesta	 a	 razón	 de	 un	 día	 de	 pena	 privativa	 de	 libertad	 por	 cada	 día	 de
detención.
Si	 la	 pena	 correspondiente	 al	 hecho	 punible	 es	 la	 de	multa	 o	 limitativa	 de
derechos,	 la	detención	preliminar,	preventiva	o	domiciliaria,	 se	computará	a
razón	de	dos	días	de	dichas	penas	por	cada	día	de	detención.”
C.	P.
ART.	48.—Modificado.	 Ley	28726,	Art.	 3°.	 Concurso	 ideal	de
delitos.	 Cuando	 varias	 disposiciones	 son	 aplicables	 al	 mismo
hecho	 se	 reprimirá	 hasta	 con	 el	 máximo	 de	 la	 pena	más	 grave,
pudiendo	 incrementarse	 ésta	 hasta	 en	 una	 cuarta	 parte,	 sin	 que
en	ningún	caso	pueda	exceder	de	treinta	y	cinco	años.
JURISPRUDENCIA.—En	el	concurso	aparente	hay	unidad	de	ley;	en	el
concurso	ideal,	pluralidad	de	leyes.	“(...)	el	concurso	aparente	de	leyes,
mejor	denominado	unidad	de	ley,	que	se	presenta	cuando	una	conducta
cometida	aparece	comprendida	en	varios	tipos	penales,	pero	su	contenido	de
injusto	está	definido	completamente	por	uno	solo	de	los	tipos	penales.	El
Código	Penal	Peruano,	no	contiene	ningún	dispositivo	que	lo	regule,	como	sí	lo
tenía	el	Código	Penal	de	1924,	en	su	artículo	106.	Ejemplo:	La	madre	que
mata	a	su	hijo	durante	el	parto	comete	infanticidio	(artículo	110,	Código
Penal)	pero	su	conducta	también	sería	típica	en	parricidio	(artículo	107,
Código	Penal)	(...).
Doctrinariamente	se	ha	señalado	que	la	diferencia	del	concurso	aparente	de
leyes	con	el	concurso	ideal	es	que	precisamente	en	el	concurso	aparente	hay
unidad	de	ley	en	tanto	que	en	el	concurso	ideal	hay	pluralidad	de	leyes.	Así,	en
el	concurso	aparente	se	produce	el	fenómeno	que	una	ley	excluye	a	otra
(unidad	de	ley),	lo	que	no	concurre	en	el	concurso	ideal	en	el	que	se	aplica	la
pena	del	delito	más	grave,	pero	no	se	excluye	ninguna	ley”.	(SPN,	Exp.	09-05,
feb.	04/2011.	Pres.	Victoria	Sánchez	Espinoza)
JURISPRUDENCIA.—Para	aplicar	las	reglas	del	concurso,	primero	hay
que	verificar	la	aplicación	retroactiva	de	la	norma	penal.	“(…)	Al
respecto,	cabe	precisar	que	los	Arts.	48	y	50	de	nuestro	Código	Penal	regulan
el	concurso	ideal	y	real	de	delitos,	respectivamente;	el	concurso	ideal	se
configura	cuando	una	misma	conducta	infringe	varias	disposiciones	jurídicas,
es	decir,	se	cometen	varios	delitos	con	una	misma	conducta;	por	el	contrario,
en	el	concurso	real,	también	se	cometen	varios	delitos,	sin	embargo,	para	cada
delito	se	ha	tenido	que	realizar	una	conducta.	En	el	marco	del	concurso	real,
la	normativa	vigente	precisa	que	el	juzgador	deberá	señalar	una	pena	para
cada	uno	de	los	delitos	cometidos	y	dichas	penas	independientes	se	sumarán
hasta	un	máximo	del	doble	de	la	pena	del	delito	más	grave,	la	que	no	podrá
sobrepasar	los	35	años	de	pena	privativa	de	libertad;	sin	embargo,	esta	norma
recién	se	publicó	el	13	de	mayo	del	2006.	Ley	N°	28730;	si	tenemos	en	cuenta
que	los	hechos	materia	de	juzgamiento	se	produjeron	entre	el	1	y	4	de	enero
del	2005,	no	es	posible	la	sumatoria	de	penas,	por	la	irretroactividad	de	la	ley
penal;	siendo	así,	al	amparo	de	la	regulación	anterior	debemos	graduar	la
pena	en	el	marco	del	delito	más	grave.”	(CS,	R.	N.	890-2010-Lima,	set.
06/2011.	Voto	dirimente	del	señor	Santa	María	Morillo)
COMENTARIO.—Unidad	de	acción.	La	jurisprudencia	ha	precisado	que	el
criterio	para	valorar	un	hecho	como	unitario	en	el	derecho	penal,	es	jurídico
o	normativo	(según	se	desprenda	del	sentido	del	tipo	correspondiente),	con
esto	 se	descarta	que	 se	 considere	a	 cualquier	movimiento	muscular	 como
un	“hecho”	o	en	estricto	como	una	“conducta”.
Ejemplo:	 Existe	 sólo	 una	 acción	 y	 no	 varias	 en	 el	 ladrón	 que	 durante	 la
noche,	 mata	 al	 perro,	 escala	 la	 reja,	 rompe	 la	 puerta,	 destruye	 el	 cristal,
violenta	 la	 caja	 fuerte	 y	 se	 apodera	 de	 las	 joyas.	 Lo	 mismo	 ocurre,	 en	 el
sujeto	 que	 logra	 poner	 en	 “incapacidad	 de	 resistir”	 a	 la	 mujer	 que	 luego
ultraja.
La	precisión	resulta	útil	al	diferenciar	el	concurso	 ideal	del	concurso	real.
Así,	 concurrirá	 un	 concurso	 ideal	 cuando	 una	 “sola	 acción”	 del	 sujeto	 sea
valorada	 por	 varios	 tipos	 penales.	 En	 contraposición,	 nos	 encontraremos
frente	 a	 un	 concurso	 real	 cuando	 “varias	 acciones”	 de	 un	 mismo	 sujeto
constituyan	varios	delitos.
C.	P.
ART.	 49.—Modificado.	 Ley	 26683,	 Artículo	 Único.	 Delito
continuado	 y	 delito	 masa.	 Cuando	 varias	 violaciones	 de	 la
misma	ley	penal	o	una	de	 igual	o	semejante	naturaleza	hubieran
sido	 cometidas	 en	 el	 momento	 de	 la	 acción	 o	 en	 momentos
diversos,	 con	 actos	 ejecutivos	 de	 la	 misma	 resolución	 criminal,
serán	 considerados	 como	 un	 sólo	 delito	 continuado	 y	 se
sancionarán	 con	 la	 pena	 correspondiente	 al	 más	 grave.	 Si	 con
dichas	violaciones,	el	agente	hubiera	perjudicado	a	una	pluralidad
de	personas,	 la	pena	 será	 aumentada	en	un	 tercio	de	 la	máxima
prevista	para	el	delito	más	grave.
La	 aplicación	 de	 las	 anteriores	 disposiciones	 quedará	 excluida
cuando	 resulten	 afectados	 bienes	 jurídicos	 de	 naturaleza
eminentemente	personal	pertenecientes	a	sujetos	distintos.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Pena	abstracta,	delito	continuado	y
prescripción	de	la	acción	penal.	“(…)	El	artículo	49	CP,	(…)	identifica	en	el
último	inciso	de	su	primer	párrafo	la	denominada	circunstancia	agravante
específica	por	pluralidad	de	personas	perjudicadas	por	el	delito	continuado:	el
‘delito	masa’.	(…)	Lo	que	determina	la	diferencia	entre	uno	y	otro	instituto
jurídico	es	que	en	el	delito	masa	la	denominada	‘pena	de	arranque’	será	la
pena	base	del	delito	continuado	(…)	y	que	podría	elevarse	hasta	un	tercio	de
la	máxima	prevista	para	el	delito	más	grave,	por	lo	que	sigue	considerándose
al	delito	masa	como	una	‘subespecie	del	delito	continuado’	(…)
El	efecto	plus	punitivo	de	esta	figura	radica,	precisamente,	en	la	posibilidad
de	aglutinar	distintos	resultados	o	perjuicios	a	fin	de	erigir	una	‘unidad’
sustrayendo	de	este	modo	el	supuesto	a	las	reglas	de	los	concursos	de	cuya
naturaleza	no	participa	el	delito	masa.	Son	elementos	del	delito	masa:
a)	la	realización	de	un	delito	continuado;	y,
b)	pluralidad	de	personas	perjudicadas	por	el	delito.
Cabe	destacar	que,	al	igual	que	en	el	delito	continuado,	la	ley	excluye	la
aplicación	de	las	reglas	sobre	delito	masa,	en	caso	de	que	‘resulten	afectados
bienes	jurídicos	de	naturaleza	eminentemente	personal	pertenecientes	a
sujetos	distintos’.	(…).
§	3.	La	prescripción	de	la	acción	penal.
(…).
13.	Situación	distinta	se	presenta	en	el	caso	de	la	denominada	agravante	por
pluralidad	de	personas	perjudicadas	por	el	delito	continuado	–delito	masa–,
porque	si	bien	se	la	cataloga	como	una	circunstancia	agravante	específica	del
delito	continuado,	debe	tenerse	en	cuenta	que	por	la	forma	como	ha	sido
regulada	en	el	artículo	49	CP,	constituye	ya	un	delito	en	sí	–delito	masa–.	Por
consiguiente,	en	su	regulación	se	ha	creado	un	nuevo	marco	penal	abstracto	–
la	pena	correspondiente	al	delito	más	grave	más	el	incremento	de	un	tercio	de
la	máxima	prevista	para	dicho	delito–,	por	lo	que	para	determinar	la
prescripción	de	la	acción	penal	en	esta	clase	de	delitos	debe	tomarse	como
base	dicho	marco	punitivo	abstracto.	(V	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas
Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	8-2009/CJ-116,	ene.	08/2010.	S.	S.
Gonzáles	Campos)
PLENO	JURISDICCIONAL.—Delitos	continuados,	delitos	permanentes	y
delitos	instantáneos,	modificación	de	la	ley	penal	en	el	tiempo	y
prescripción	de	la	acción.	“(...)	El	pleno	acuerda:
Primero.-	Por	unanimidad,	declarar	que	los	hechos	consumados	en	un	sólo
acto	debe	reputarse	como	delitos	instantáneos,	independientemente	de	la
permanencia	en	el	tiempo	que	puedan	mostrar	sus	efectos.	Debe	estimarse	el
hecho	como	delito	continuado	si	él	consiste	en	varias	infracciones	a	la	ley	que
responden	a	una	única	resolución	criminal	fraccionada	en	su	ejecución.
Segundo.-	Por	unanimidad,	declarar	que	sólo	debe	estimarse	el	hecho	como
un	delito	permanente	si,	producida	la	consumación,	ésta	se	mantiene	en	el
tiempo	durante	un	período	cuya	duración	está	puesta	bajo	la	esfera	de
dominio	del	agente.
Tercero.-	(...)	la	ley	aplicable	a	los	delitos	permanentes	es	la	vigente	al	inicio
del	período	consumativo,	y	que,	en	consecuencia,	concurren	a	la	sanción	de
este	tipo	de	hechos	todas	las	leyes	vigentes	mientras	dura	el	estado
consumativo.
Cuarto.-	Por	aclamación,	declarar	que	en	el	caso	de	delitos	continuados
procede	aplicar	la	ley	vigente	a	la	terminación	del	período	de	realización	de	la
conducta	criminal.
Quinto.-	Por	aclamación,	que	las	diversas	modalidades	del	delito	de	lavado
de	dinero	deben	reputarse	como	delitos	instantáneos	de	efectos	permanentes.
Sexto.-	(...)	los	delitos	de	resistencia	a	la	autoridad	y	los	delitos	de	omisión	a
la	asistencia	familiar	deben	ser	reputados	como	instantáneos	de	efectos
permanentes.
Sétimo.-	Por	unanimidad,	que	la	figura	de	distorsiones	en	la	producción	o	en
el	cierre	de	empresas	debe	ser	calificada	como	instantáneo	de	efectos
permanentes.
Octavo.-	(...)	la	figura	de	incumplimiento	de	resoluciones	judiciales	laborales
debe	ser	estimada	un	delito	instantáneo	de	efectos	permanentes.
Noveno.-	(...)	la	figura	del	inciso	primero	del	artículo	168	del	Código	Penal
corresponde	a	un	delito	instantáneo	de	efectos	permanentes.
Décimo.-	(...)	las	figuras	de	los	incisos	2	y	3	del	artículo	168	del	Código	Penal
corresponden	a	delitos	permanentes.
Decimoprimero.-	(...)	que	el	delito	de	usurpación	debe	ser	reputado
instantáneo	de	efectos	permanentes.
Decimosegundo.-	Por	aclamación,	que	en	todos	los	casos	la	prescripción
debe	computarse	desde	la	conclusión	del	período	consumativo	o	continuado.
(...)”.	(Pleno	Jurisdiccional	Penal	Nacional,	Ica	-	1998,	Tema	1)
JURISPRUDENCIA.—Intervención	urgente	de	la	flagrancia	delictiva	se
justifica	para	los	delitos	de	consumación	instantánea	y	no	para	los
delitos	permanentes.	“(…)	la	flagrancia	es	un	instituto	procesal	con
relevancia	constitucional	que	debe	entenderse	como	una	evidencia	del	hecho
delictuoso	respecto	de	su	autor.	Así,	la	flagrancia	se	configurará	cuando	exista
un	conocimiento	fundado,	directo	e	inmediato	del	hecho	punible	que	se	viene
realizando	o	que	se	acaba	de	realizar	instantes	antes,	situación	en	la	que,	por
su	particular	configuración,	es	necesaria	la	urgente	intervención	de	la	policía
para	que	actúe	conforme	a	sus	atribuciones.	En	este	sentido,	lo	que	justifica	la
excepción	al	principio	constitucional	de	la	reserva	judicial	para	privar	de	la
libertad	a	una	persona	es	la	situación	particular	de	la	urgencia	que,	en	el	caso,
concurriendo	los	requisitos	de	la	inmediatez	temporal	e	inmediatez	personal
de	la	flagrancia	delictiva,	comporta	su	necesaria	intervención.
(…)	por	tanto,	y	estando	a	lo	anteriormente	expuesto,	resulta	legítimo	el
ingreso	de	efectivos	de	la	Policía	Nacional	en	el	domicilio	de	una	persona	sin
su	previa	autorización	siempre	que	se	tenga	conocimiento	fundado,	directo	e
inmediato,	que	deje	constancia	evidente	de	la	realización	de	un	hecho	punible,
el	gravísimo	peligro	de	su	perpetración	o	en	caso	de	la	persecución
continuada	del	infractor	que	se	refugia	en	él.	Ello	implica	que	el	objetivo	de	tal
intromisión	domiciliaria	no	es	otro	que	la	urgente	intervención	a	efectos	de
detener	al	infractor,	evitar	que	se	cometa	el	hecho	punible	y,	accesoriamente,
efectuar	las	investigaciones	y/o	los	registros	con	ocasión	del	delito	en	cuestión
(decomiso	de	los	objetos	del	delito,	entre	otros).
(…)	en	este	contexto	se	concluye	que	la	intervención	urgente	sancionada	para
los	casos	de	flagrancia	se	justifica	constitucionalmente	respecto	de	los	delitos
de	consumación	instantánea,	pues	en	los	delitos	permanentes	no	se
configuraría,	en	principio,	la	situación	de	urgencia	que	impida	recabar	la
autorización	judicial	correspondiente.	Por	consiguiente,	en	los	delitos	de
tenencia	de	armas,	drogas,	contrabando	y	otros,	cuya	posesión	continuada	se
indica	como	almacenada	al	interior	de	un	domicilio,	se	requerirá	la	previa
autorización	judicial;	pues,	aun	cuando	puedan	presentarse	de	manera
concurrente	los	requisitos	de	la	flagrancia	delictiva,	en	los	delitos
permanentes	se	presenta	el	decaimiento	del	supuesto	de	la	extrema	urgencia.”
(TC,	Exp.	03691-2009-PHC/TC,	mar.	18/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Al	delito	continuado	se	le	aplica	la	última	norma
vigente	durante	su	comisión.	“El	Tribunal	Constitucional	ha	señalado	(…)
que:	‘Cuando	haya	más	de	una	norma	vigente	al	momento	de	la	comisión	del
delito,	por	tratarse,	por	ejemplo,	de	un	delito	continuado,	se	aplicará,	como
norma	vigente	al	momento	de	la	comisión	del	delito,	la	última	norma	vigente
durante	su	comisión.	Esto	es	así	porque	la	norma	vigente	al	momento	de	la
comisión	del	delito	se	aplica	de	manera	inmediata’.	Lo	señalado	es	de
aplicación	al	caso	de	autos	pues	se	trata	de	un	delito	continuado	que	fue
cometido	durante	la	vigencia	de	dos	normas	penales	con	consecuencias
jurídicas	distintas:	el	Código	Penal	de	1991	y	el	Decreto	Legislativo	N°	813.	Tal
como	se	ha	establecido	en	los	fundamentos	precedentes,	no	se	trata	de	un
conflicto	de	normas	en	el	tiempo,	por	lo	que	no	es	amparable	la	aplicación	del
artículo	139,	inciso	11,	de	la	Constitución	Política	del	Perú.”	(TC,	Exp.	0705-
2010-PHC/TC,	ago.	19/2010.	S.	S.	Beaumont	Callirgos)
JURISPRUDENCIA.—Caso	López	Meneses:	plazo	de	prescripción	en	un
delito	continuado	se	cuenta	desde	la	última	fecha	en	que	se	cometió	la
conducta	delictiva	imputada.	“(...)	en	consideración	de	que	se	trata	de	un
delito	continuado,	el	plazo	de	prescripción	deberá	ser	contado	desde	la	última
fecha	en	que	se	cometió	la	conducta	delictiva	imputada	(...)”.	(CS,	R.	N.	2432-
2012-Lima,	jun.	19/2013.	V.	P.	Príncipe	Trujillo)
COMENTARIO.—Delito	 continuado.	 El	 delito	 continuado	 permite	 tener
que	admitir	la	concurrencia	de	varios	hechos	típicos	constitutivos	de	otros
tantos	delitos	cuando	existe	una	unidad	objetiva	y/o	subjetiva	que	permite
ver	 a	 distintos	 actos,	 por	 sí	 sólo	 delictivos	 y	 no	 producidos	 en	 forma	 de
unidad	natural	de	acción,	como	un	proceso	continuado	unitario.
Ejemplo:	 El	 cajero	 de	 un	 banco	 se	 apropia	 en	 distintas	 ocasiones	 de
diferentes	cantidades,	siguiendo	un	designio	unitario	o	bien	aprovechando
circunstancias	parecidas.	Si	se	admite	la	presencia	de	un	delito	continuado
se	le	juzgará	por	su	sólo	delito	contra	la	propiedad	por	el	monto	total	de	lo
sustraído.	El	padre	yace	con	su	hija	en	repetidas	ocasiones	durante	varios
días.	 De	 apreciarse	 delito	 continuado	 se	 le	 imputaría	 un	 sólo	 delito	 de
estupro.
C.	P.
ART.	 50.—Modificado.	 Ley	 28730,	 Art.	 3°.	 Concurso	 real	 de
delitos.	 Cuando	 concurran	 varios	 hechos	 punibles	 que	 deban
considerarse	 como	 otros	 tantos	 delitos	 independientes,	 se
sumarán	las	penas	privativas	de	libertad	que	fije	el	juez	para	cada
uno	de	ellos	hasta	un	máximo	del	doble	de	la	pena	del	delito	más
grave,	no	pudiendo	exceder	de	35	años.	Si	alguno	de	estos	delitos
se	 encuentra	 reprimido	 con	 cadena	 perpetua	 se	 aplicará
únicamente	ésta.
JURISPRUDENCIA	 VINCULANTE.—Corte	 Suprema	 explica	 el
procedimiento	vinculante	para	determinar	 la	pena	en	el	 concurso	real
de	delitos	(el	principio	de	acumulación).	“Para	la	determinación	de	la	pena
concreta	en	el	concurso	real	de	delitos	el	texto	original	del	artículo	cincuenta,
del	 Código	 Penal,	 regulaba	 el	 siguiente	 procedimiento:	 primero,	 para	 la
determinación	 de	 la	 pena	 básica	 se	 elegía	 la	 pena	 más	 grave	 de	 las
conminadas	 para	 los	 delitos	 integrantes	 del	 concurso.	 Regía,	 pues,	 en	 esta
primera	 fase,	 el	 Principio	 de	 Absorción.	 Luego,	 los	 demás	 delitos	 de	 menor
gravedad	eran	considerados	como	circunstancias	agravantes	específicas	que
hacían	posible	 definir	 la	 extensión	de	 la	 pena	 concreta.	 Esto	 es,	 con	 ellos	 se
podía	graduar	dicha	pena,	a	fin	de	alcanzar	la	más	severa	represión.	En	esta
operación	 complementaria	 primaba,	 pues,	 el	 denominado	 Principio	 de
Aspiración.	 (...)	 Ahora	 bien,	 la	 reforma	 introducida	 en	 el	 artículo	 cincuenta,
por	la	Ley	veintiocho	mil	setecientos	treinta,	del	trece	de	mayo	del	dos	mil	seis,
incorporó	como	principio	rector	de	la	determinación	judicial	de	la	pena	en	el
concurso	 real	de	delitos	al	Principio	de	Acumulación.	En	 consecuencia,	 para
estos	 casos,	 en	 la	 actualidad	 la	 pena	 se	 determina	 desarrollando	 el
procedimiento	 siguiente:	 primero	 se	 debe	 definir	 una	 pena	 básica	 y	 una
concreta	 parcial	 para	 cada	 delito	 integrante	 del	 concurso.	 Esto	 es,
inicialmente	se	señalará	la	pena	básica,	en	atención	a	la	penalidad	conminada
para	el	ilícito.	Posteriormente,	se	definirá	la	pena	concreta	que	corresponda	a
ese	delito	y	a	 las	 circunstancias	 concurrentes	en	 su	comisión.	Finalmente,	 se
sumarán	 las	 penas	 concretas	 parciales	 obtenidas	 para	 cada	 delito,	 lo	 que
aportará	 como	 resultado	 la	 pena	 concreta	 total	 del	 concurso	 real.	 Sin
embargo,	esta	pena	resultante	deberá	someterse	a	un	examen	de	validación,	a
fin	de	verificar	que	no	exceda	de	treinta	y	cinco	años	si	es	pena	privativa	de
libertad.	 Que	 tampoco	 el	 resultado	 punitivo	 obtenido	 supere	 el	 doble	 de	 la
pena	concreta	parcial	obtenida	para	el	delito	más	grave.	Y	que	si	uno	de	 los
delitos	 en	 concurso	 resulta	 sancionable	 con	 una	 pena	 concreta	 parcial	 de
cadena	 perpetua,	 solo	 se	 considerara	 tal	 sanción	 privativa	 de	 libertad
indeterminada	 como	 la	 única	 pena	 concreta	 del	 concurso	 de	 delitos,
excluyéndose,	en	tal	supuesto,	 las	demás	penas	concretas	parciales”.	(C.	S.,	R.
N.	2116-2014-Lima,	ago.	08/2015.	V.	P.	Prado	Saldarriaga)
C.	P.
ART.	50-A.—Incorporado.	Ley	29407,	Art.	2°.	Concurso	real
de	faltas.	Cuando	se	realiza	una	pluralidad	de	acciones	que	deban
considerarse	como	faltas	independientes	que	perjudican	a	varias
personas	e	infringen	el	mismo	precepto	penal	o	preceptos	de	igual
o	semejante	naturaleza,	será	sancionado	como	autor	del	delito
correspondiente	y	se	le	impone	la	pena	privativa	de	libertad
prevista	para	este,	teniendo	en	cuenta	el	perjuicio	total	causado.
NOTA:	Texto	del	artículo	según	Fe	de	Erratas	publicada	el	29	de	setiembre	del	2009	en	el	Diario
Oficial	“El	Peruano”.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Determinación	de	la	pena	y	concurso
real.	“(…)	Esta	heterodoxa	redacción	y	consecuencia	punitiva	del	artículo	50-
A	CP	(…)	La	norma	citada	no	señala	cuál	es	el	delito	correspondiente	que
aportará	la	pena	aplicable	ni	cuantos	faltas	deben	cometerse	para	que	se
asimilen	a	un	delito.	No	hay,	pues,	por	vía	hermenéutica	posibilidades	de
compatibilizar	tales	defectos	de	técnica	legislativa	con	las	exigencias
derivadas	del	principio	de	legalidad.
En	consecuencia,	solo	cabe	postular	que	se	apliquen	al	concurso	real	de	faltas
iguales	reglas	de	determinación	de	la	pena	concreta	que	actualmente	rigen
para	el	concurso	real	de	delitos.	Esto	es,	que	se	adicionen	o	acumulen	todas	la
penas	concretas	parciales	aplicables	a	cada	una	de	las	faltas	cometidas	por	el
mismo	agente	y	que	perjudicaron	a	varios	agraviados.	Sin	embargo,	el
resultado	final	no	deberá	exceder	los	límites	genéricos	de	las	penas	de
prestación	de	servicios	a	la	comunidad	y	de	multa	que	fijan	los	artículos	34	CP
(ciento	cincuenta	y	seis	jornadas	de	servicios	semanales)	y	440.4	CP	(ciento
ochenta	días-multa),	respectivamente.	(…).”	(V	Pleno	Jurisdiccional	de	las
Salas	Penales	Permanentes	y	Transitorias,	A.	P.	4-2009/CJ-116,	ene.	08/2010.
S.	S.	Gonzáles	Campos)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Concurso	real,	determinación	de	la
pena	y	acusación	fiscal.	“(…)	Las	normas	sobre	el	concurso	de	delitos	tienen
una	incidencia	directa	en	la	determinación	del	marco	penal	aplicable.	(…)	Es
evidente	que	el	concurso	de	delitos	no	constituye	una	circunstancia
modificativa	de	la	responsabilidad	penal;	es	decir,	elementos	fácticos
accidentales	del	delito,	que	no	condicionan	su	existencia	pero	inciden	en	la
moderación	o	agravación	de	la	pena.	Las	reglas	sobre	el	concurso	de	delitos
tampoco	incide	en	la	calificación	jurídica	de	las	conductas	delictivas:	tipicidad
objetiva	y	subjetiva,	grado	del	delito,	tipo	de	autoría	o	de	participación.	(…).
Por	tanto,	las	referencias	jurídicas	al	concurso	de	delitos,	necesarias	para	la
valoración	del	hecho	procesal,	no	infringe	principio	ni	garantía	procesal
alguna,	siempre	que,	como	corresponde,	no	se	introduzcan	nuevos	datos	o
elementos	a	los	que	no	se	hubieran	podido	referir	las	partes	por
desconocimiento	de	los	mismos	–por	lo	demás,	es	de	tener	presente	que	los
elementos	de	hecho	son	susceptibles	de	prueba	y	las	valoraciones	lo	son	de
debate–.	(…).
17.	El	problema	se	presenta	cuando	la	acusación	ha	solicitado	erróneamente
la	imposición	de	una	pena	que	no	corresponde	a	lo	previsto	en	la	ley,	bien
porque	haya	requerido	la	aplicación	de	una	pena	inferior	al	mínimo	legal,	o
bien	porque	omita	pedir	alguna	de	las	penas	que	la	ley	haya	previsto	para	esa
concreta	infracción	penal	–por	ejemplo,	no	incluyó	alguna	de	las	penas
principales	conjuntas	o	una	pena	accesoria–.
En	estos	casos	prima	el	principio	de	legalidad,	pues	el	juez	está	sometido	a	la
ley,	que	no	puede	dejar	de	aplicarla.	El	juez,	en	suma,	debe	imponer	la	pena
dentro	del	marco	legal	correspondiente.	No	está	librado	al	arbitrio	del
Ministerio	Público	la	fijación	de	penas	distintas	a	las	señaladas	por	la	ley	para
cada	delito.	(…)	No	se	trata	de	impedir	que	la	acusación	señale	un	límite
máximo	–que	es	la	pauta	legal	fijada	por	el	NCPP–,	sino	de	evitar	que	pueda
establecer	penalidades	diferentes	a	las	legales,	cuestión	totalmente	diferente,
que	se	resuelve	con	la	primacía	del	principio	de	legalidad.	(V	Pleno
Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	4-2009/CJ-
116,	ene.	08/2010.	S.	S.	Gonzáles	Campos)
C.	P.
ART.	51.—Modificado.	Ley	28730,	Art.	3°.	Concurso	real
retrospectivo.	Si	después	de	la	sentencia	condenatoria	se
descubriere	otro	hecho	punible	cometido	antes	de	ella	por	el
mismo	condenado,	será	sometido	a	proceso	penal	y	la	pena	que
fije	el	juez	se	sumará	a	la	anterior	hasta	un	máximo	del	doble	de	la
pena	del	delito	más	grave,	no	pudiendo	exceder	de	35	años.	Si
alguno	de	estos	delitos	se	encuentra	reprimido	con	cadena
perpetua,	se	aplicará	únicamente	ésta,	sin	perjuicio	de	fijarse	la
reparación	civil	para	el	nuevo	delito.
JURISPRUDENCIA	 VINCULANTE.—La	 Suprema	 impone	 su	 criterio	 para
determinar	la	pena	en	el	concurso	real	retrospectivo.	 “Décimo	Tercero.
Una	forma	especial	de	concurso	real	de	delitos	es	el	denominado	concurso	real
retrospectivo	o	posterior.	Esta	modalidad	de	concurso	real,	que	está	regulada
en	el	artículo	cincuenta	y	uno,	del	Código	Penal,	se	produce	cuando	los	delitos
que	 componen	 un	 concurso	 real	 no	 son	 juzgados	 simultáneamente	 en	 el
mismo	proceso.	Esto	es,	si	bien	el	mismo	agente	ha	sido	autor	de	varios	delitos
independientes,	él	fue	inicialmente	procesado	y	condenado	solo	por	algunos	de
los	 delitos	 cometidos.	 Posteriormente,	 al	 descubrirse	 de	manera	 sucesiva	 los
delitos	restantes,	es	decir,	con	posterioridad	a	la	primera	condena,	ellos	darán
lugar	 a	 nuevos	 juzgamientos.	 Tomando	 en	 cuenta,	 pues,	 su	 especial
configuración	 y	 regulación	 legal,	 para	 que	 se	 produzca	 un	 concurso	 real
retrospectivo	de	delitos	se	requiere:	a)	Pluralidad	de	delitos	independientes.	b)
El	 juzgamiento	 sucesivo	 de	 los	 delitos	 en	 procesos	 diferentes.	 c)	 Unidad	 de
autor.
Décimo	 Cuarto.	 Ahora	 bien,	 para	 la	 imposición	 de	 la	 pena	 en	 esta	 forma
especial	 de	 concurso	 real	 de	 delitos	 se	 debe	 asumir	 como	 regla	 esencial	 y
límite	punitivo	 implícito,	 el	 que	al	 agente	no	 se	 le	 debe	 imponer	 como	pena
concreta	 final,	 luego	 de	 ser	 sometido	 a	 los	 juzgamientos	 sucesivos,	 una
penalidad	que	resulte	ser	más	grave	o	de	mayor	extensión	que	la	que	hubiese
correspondido	aplicarle	de	haber	sido	juzgado	en	el	mismo	proceso	por	todos
los	delitos	que	cometió	y	que	integraron	el	concurso.
Décimo	Quinto.	En	coherencia	con	dicho	postulado,	la	modificación	hecha	al
artículo	 cincuenta	 y	uno,	mediante	 la	Ley	 veintiocho	mil	 setecientos	 treinta,
ha	establecido	que	la	pena	concreta	en	estos	casos	debe	construirse	utilizando
igual	procedimiento	que	el	contemplado	para	el	concurso	real	de	delitos.	Por
tanto,	 se	 sumarán	 las	 penas	 concretas	 parciales	 que	 se	 impongan	 por	 cada
delito	 en	 cada	 nuevo	 juzgamiento	 a	 aquellas	 que	 fueron	 impuestas	 en	 los
juzgamientos	precedentes.	Esta	operación	se	repetirá	hasta	agotar	el	número
de	los	delitos	en	concurso.	Sin	embargo,	el	resultado	de	la	pena	concreta	total
del	concurso	real	retrospectivo	tampoco	podrá	sustraerse	a	los	mismos	límites
de	 validación	 señalados	 en	 el	 artículo	 cincuenta	 para	 el	 concurso	 real.	 Este
procedimiento,	 además,	 fue	 ya	 enunciado	 por	 el	 Acuerdo	 Plenario	 número
cuatro-dos	 mil	 nueve/CJ-ciento	 dieciséis	 (Cfr.	 fundamento	 jurídico	 octavo)”.
(C.	S.,	R.	N.	2116-2014-Lima,	ago.	08/2015.	V.	P.	Prado	Saldarriaga)
PLENO	 JURISDICCIONAL.—La	 ley	 a	 aplicarse	 en	 la	 refundición	 y
adecuación	de	las	penas	es	la	vigente	al	momento	de	cometerse	el	delito.
“(...)	Se	acuerda:
Por	unanimidad	los	subtemas	1.1.	y	1.2:
1.	La	ley	a	aplicarse	en	la	refundición	y	adecuación	de	las	penas	conforme	se
señala	 en	 el	 artículo	 51	 del	 Código	 Penal,	 es	 la	 vigente	 al	 momento	 de
cometerse	 el	 delito,	 conforme	 se	 desprende	 del	 ordinal	 ‘d’	 del	 inciso	 24	 del
artículo	2°	de	la	C.	P.	E,	y	como	excepción	a	la	regla	se	permite	la	aplicación
retroactiva	 de	 leyes	 penales	 en	 caso	 de	 conflicto	 de	 normas	 penales,	 la	 que
favorece	al	reo.
2.	 Proponer	 la	 reforma	 de	 la	 ley	 al	 Congreso,	 dado	 que	 la	 figura	 de	 la
reincidencia	y	habitualidad	colisiona	con	principios	procesales	contenido	en	el
artículo	primero	de	la	Constitución	y	el	artículo	3°	de	la	Constitución	Política
del	Estado;	y	en	 todo	caso	puede	aplicarse	el	control	difuso	e	 inaplicarse	 los
artículos	46-B	y	46-C	del	Código	Penal.
Por	mayoría	el	subtema	1.3.:
1.	 Que	 debe	 procederse	 a	 la	 rehabilitación	 automática	 solo	 con	 mandato
judicial.	(...)”.	(Pleno	Jurisdiccional	Penal	Distrital,	Arequipa,	setiembre	-	2006,
Tema	1)
CAPÍTULO	III
De	las	conversiones
SECCIÓN	I
Conversiones	de	la	pena	privativa	de	la
libertad
C.	P.
ART.	52.—Modificado.	Ley	27186,	Artículo	Único.	Conversión
de	 la	 pena	 privativa	 de	 libertad.	 En	 los	 casos	 que	 no	 fuera
procedente	 la	 condena	 condicional	 o	 la	 reserva	 del	 fallo
condenatorio,	el	juez	podrá	convertir	la	pena	privativa	de	libertad
no	mayor	 de	 dos	 años	 en	 otra	 de	multa,	 o	 la	 pena	 privativa	 de
libertad	 no	 mayor	 de	 cuatro	 años	 en	 otra	 de	 prestación	 de
servicios	a	la	comunidad	o	limitación	de	días	libres,	a	razón	de	un
día	 de	 privación	 de	 libertad	 por	 un	 día	 de	 multa,	 siete	 días	 de
privación	de	libertad	por	una	jornada	de	prestación	de	servicios	a
la	comunidad	o	por	una	jornada	de	limitación	de	días	libres.
PLENO	JURISDICCIONAL.—Conversión	y	sustitución	de	las	penas	“(...)
Primero.-	Por	consenso:	Ratificar	el	punto	sexto	del	Acuerdo	Plenario	N°
4/99,	en	el	sentido	que	la	conversión	de	una	pena	privativa	de	libertad	en	otra
de	multa,	prestación	de	servicios	a	la	comunidad	o	limitación	de	días	libres
sólo	puede	hacerse	la	sentencia	y	no	en	ejecución	de	la	misma.	En	el	fallo	debe
fijarse	la	pena	impuesta	a	continuación	debe	acordarse	la	conversión.	Por
excepción,	en	los	casos	de	sentencias	expedidas	antes	del	29	de	octubre	de
1999,	fecha	de	promulgación	de	la	Ley	N°	27186	es	posible	convertir	una	pena
privativa	de	libertad	que	se	está	ejecutando,	en	aplicación	del	segundo
párrafo	del	Art.	6º	del	Código	Penal.	(...).
Tercero.-	Por	consenso:	Los	criterios	que	se	pueden	emplear	para	acordar	la
conversión	de	la	pena	privativa	de	libertad	son:	a)	que	la	pena	a	imponerse	no
sea	mayor	de	cuatro	años	de	privativa	de	libertad,	b)	que	no	sea	posible	la
aplicación	de	la	suspensión	de	la	ejecución	de	la	pena	o	reserva	del	fallo
condenatorio,	que	a	su	vez	implica	la	valoración	de	la	naturaleza	y	modalidad
del	hecho	punible,	así	como	la	personalidad	del	agente,	c)	los	factores	de
determinación	de	la	pena	del	artículo	46	Código	Penal,	y	d)	razones	de
prevención	especial.
Cuarto.-	Por	mayoría:	El	cómputo	de	la	conversión	de	una	pena	privativa	de
libertad	de	4	años	a	otra	de	prestación	de	servicios	a	la	comunidad	o
limitación	de	días	libres	puede	sobrepasar	el	límite	de	dichas	penas	previstas
en	los	artículos	34	y	35	del	Código	Penal,	y	fijadas	en	156	jornadas.
Quinto.-	Por	aclamación.	El	cómputo	del	tiempo	de	detención	en	los	casos	de
inversión	de	la	pena	privativa	de	libertad	se	produce	a	razón	de	siete	días	de
privación	de	libertad	por	una	jornada	de	prestación	de	servicios	a	la
comunidad	o	limitación	de	días	libres.	Este	cómputo	debe	efectuarse	al
momento	de	acordarse	la	inversión.	(...)”.	(Pleno	Jurisdiccional	Penal	Nacional,
Chiclayo	-	2000,	Tema	3)
C.	P.
ART.	 53.—Revocatoria	 de	 la	 conversión.	 Si	 el	 condenado	 no
cumple,	injustificadamente,	con	el	pago	de	la	multa	o	la	prestación
del	 servicio	asignado	a	 la	 jornada	de	 limitación	de	días	 libres,	 la
conversión	 será	 revocada,	 previo	 apercibimiento	 judicial,
debiendo	 ejecutarse	 la	 pena	 privativa	 de	 libertad	 fijada	 en	 la
sentencia.
Revocada	 la	conversión,	 la	pena	cumplida	con	anterioridad	será
descontada	de	acuerdo	con	las	equivalencias	siguientes:
1.	Un	día	de	multa	por	cada	día	de	privación	de	libertad;	o
2.	Una	jornada	de	servicio	a	la	comunidad	o	una	de	limitación	de
días	libres	por	cada	siete	días	de	pena	privativa	de	libertad.
C.	P.
ART.	 54.—Revocación	 de	 la	 conversión	 por	 la	 comisión	 de
nuevo	 delito	 doloso.	 Cuando	 el	 condenado	 cometa,	 dentro	 del
plazo	de	ejecución	de	la	pena	convertida	según	el	artículo	52,	un
delito	doloso	sancionado	en	la	 ley	con	pena	privativa	de	libertad
no	 menor	 de	 tres	 años,	 la	 conversión	 quedará	 revocada
automáticamente	 y	 así	 será	 declarada	 en	 la	 nueva	 sentencia
condenatoria.	Efectuando	el	descuento	correspondiente	a	la	parte
de	 pena	 convertida	 que	 hubiese	 sido	 ejecutada	 antes	 de	 la
revocatoria,	conforme	a	las	equivalencias	indicadas	en	el	artículo
53,	el	condenado	cumplirá	la	pena	privativa	de	libertad	que	resta
de	 la	 primera	 sentencia	 y	 la	 que	 le	 fuere	 impuesta	por	 el	 nuevo
delito.
SECCIÓN	II
Conversión	de	la	pena	de	prestación	de
servicios	a	la	comunidad	y	limitativa	de
días	libres
C.	P.
ART.	55.—Modificado.	 Ley	28726,	Art.	 3°.	 Concurso	 ideal	de
delitos.	 Conversión	 de	 la	 pena	 limitativa	 de	 derechos	 a
privativa	 de	 libertad.	 Si	 el	 condenado	 no	 cumple,
injustificadamente,	con	la	prestación	de	servicios	o	con	la	jornada
de	 limitación	 de	 días-libres	 aplicadas	 como	 penas	 autónomas,
impuestas	 en	 caso	 de	 delito	 o	 falta,	 dichas	 sanciones	 se
convertirán	 en	 privativas	 de	 libertad,	 previo	 apercibimiento
judicial,	a	razón	de	un	día	de	pena	privativa	de	libertad	por	cada
jornada	 incumplida	 de	 prestación	de	 servicios	 a	 la	 comunidad	 o
jornada	de	limitación	de	días	-	libres.
SECCIÓN	III
Conversión	de	la	pena	de	multa
C.	P.
ART.	 56.—Conversión	 de	 la	 pena	 de	 multa.	 Si	 el	 condenado
solvente	 no	 paga	 la	 multa	 o	 frustra	 su	 cumplimiento,	 la	 pena
podrá	 ser	 ejecutada	 en	 sus	 bienes	 o	 convertida,	 previo
requerimiento	 judicial,	 con	 la	 equivalencia	 de	 un	 día	 de	 pena
privativa	de	libertad	por	cada	día	-	multa	no	pagado.
Si	 el	 condenado	 deviene	 insolvente	 por	 causas	 ajenas	 a	 su
voluntad,	 la	 pena	 de	 multa	 se	 convierte	 en	 una	 limitativa	 de
derechos	 o	 de	 prestación	 de	 servicios	 a	 la	 comunidad	 con	 la
equivalencia	de	una	jornada	por	cada	siete	días	-	multa	impagos.
El	 condenado	 puede	 pagar	 la	 multa	 en	 cualquier	 momento
descontándose	 el	 equivalente	 a	 la	 pena	 privativa	 de	 libertad	 o
prestación	de	servicios	comunitarios	cumplidos	a	la	fecha.
Cuando	 se	 impone	 conjuntamente	 pena	 privativa	 de	 libertad	 y
multa,	 se	 adiciona	 a	 la	 primera	 la	 que	 corresponde	 a	 la	 multa
convertida.
CAPÍTULO	IV
Suspensión	de	la	ejecución	de	la	pena
ART.	57.—Modificado.	Ley	30304,	Artículo	Único.	Requisitos.
El	juez	puede	suspender	la	ejecución	de	la	pena	siempre	que	se
reúnan	los	requisitos	siguientes:
1.	Que	la	condena	se	refiera	a	pena	privativa	de	libertad	no
mayor	de	cuatro	años.
2.	Que	la	naturaleza,	modalidad	del	hecho	punible,
comportamiento	procesal	y	la	personalidad	del	agente,	permitan
inferir	al	juez	que	aquel	no	volverá	a	cometer	un	nuevo	delito.	El
pronóstico	favorable	sobre	la	conducta	futura	del	condenado	que
formule	la	autoridad	judicial	requiere	de	debida	motivación.
3.	Que	el	agente	no	tenga	la	condición	de	reincidente	o	habitual.
El	plazo	de	suspensión	es	de	uno	a	tres	años.
La	suspensión	de	la	ejecución	de	la	pena	es	inaplicable	a	los
funcionarios	o	servidores	públicos	condenados	por	cualquiera	de
los	delitos	dolosos	previstos	en	los	artículos	384	y	387.
SUSPENSIÓN	DE	LA	PENA	PRIVATIVA	DE	LIBERTAD
R.	Adm.	321-2011-P-PJ.
ART.	 1°.—Precisar	 que	 el	 pronóstico	 favorable	 de	 conducta	 del	 agente
constituye	un	presupuesto	material	 que	debe	 ser	 evaluado	por	 el	 juez,	 de
manera	 conjunta,	 con	 los	 otros	 requisitos	 previstos	 en	 el	 artículo	 57	 del
Código	Penal.
R.	Adm.	321-2011-P-PJ.
ART.	 2°.—Establecer	 que	 el	 juzgador	 debe	 fundamentar	 de	 manera
explícita,	al	momento	de	 imponer	 la	suspensión	de	 la	ejecución	de	 la	pena
privativa	de	libertad,	que	la	naturaleza,	la	modalidad	del	hecho	punible	y	la
personalidad	 del	 agente	 hicieran	 prever	 que	 este	 tipo	 de	 medida	 le
impedirán	cometer	nuevo	delito.
R.	Adm.	321-2011-P-PJ.
ART.	3°.—Instar	a	los	jueces	penales	a	que	el	penado,	cuya	ejecución	de	la
pena	 privativa	 de	 libertad	 fue	 suspendida,	 informe	 y	 justifique	 sus
actividades	mensualmente.
R.	Adm.	321-2011-P-PJ.
ART.	4°.—Precisar	que	el	juez	debe	cuidar	la	debida	aplicación	tanto	de	los
alcances	 de	 las	 reglas	 de	 conducta	 y	 del	 período	 de	 prueba,	 como	 de	 los
criterios	legalmente	fijados	para	la	revocación	del	régimen	de	suspensión	de
ejecución	de	la	pena	privativa	de	libertad.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Se	suspende	la	ejecución	de	la	pena
privativa	de	libertad	y	no	la	exigencia	del	pago	de	la	reparación	civil.
“(...)	artículo	cincuenta	y	siete	del	código	sustantivo	(...),	lo	que	se	suspende	es
la	ejecución	de	la	pena	privativa	de	libertad,	de	suerte	que	sus	efectos	sólo
están	referidos	a	esa	pena	[aún	cuando	también	se	la	denomine	condena
condicional	–artículo	cincuenta	y	ocho	del	Código	Penal–,	se	trata,	como
afirma	Hurtado	Pozo	de	una	modalidad	de	ejecución	de	la	pena	y,	si	se	tiene
en	cuenta	sus	fines,	constituye	un	medio	para	resocializar	al	condenado:
Suspensión	de	la	ejecución	de	la	pena	y	reserva	del	fallo,	Anuario	de	Derecho
Penal	noventa	y	siete/noventa	y	ocho,	Lima,	mil	novecientos	noventa	y	nueve
(...)],	por	tanto,	la	suspensión	no	se	extiende	a	las	demás	penas	principales	y
accesorias	y,	menos,	a	la	reparación	civil	(...)	estatuye	el	artículo	sesenta	y	uno
del	Código	Penal,	no	puede	significar	entonces	que	igualmente	se	extingan	las
penas	no	suspendidas	y,	menos,	la	exigencia	del	pago	de	la	reparación	civil,
por	lo	que	en	tal	supuesto	la	orden	judicial	sólo	debe	comprender	la
desaparición	de	la	condena	impuesta	a	una	pena	privativa	de	libertad	–con	la
consiguiente	anulación	de	los	antecedentes	en	ese	extremo–,	quedando
subsistente	–si	es	que	no	se	han	cumplido–	las	demás	penas	principales	o
accesorias	y,	particularmente,	la	reparación	civil	–como	aclaran
Zaffaroni/Alagia/Slokar,	el	cumplimiento	de	la	condición	no	hace	desparecer
el	acto	jurisdiccional,	sino	sólo	la	condenación	a	la	pena	de	prisión	[Derecho
Penal	-	parte	general,	Editorial	Ediar,	Buenos	Aires,	dos	mil,	página
novecientos	veinticuatro]–.	(…)”.	(CS,	R.N.	N°	2476-2005,	abr.	06/2006.	S.S.
Sivina	Hurtado)
PLENO	JURISDICCIONAL.—La	pena	de	inhabilitación	principal	o
accesoria	no	puede	ser	objeto	de	suspensión	de	ejecución	de	la	pena.	“(...)
Cuarto.-	Por	mayoría:	La	pena	de	inhabilitación	principal	o	accesoria	no
puede	ser	objeto	de	suspensión	de	ejecución	de	la	pena,	ya	que	tal	medida
alternativa	sólo	opera	el	caso	de	la	pena	privativa	de	libertad,	conforme	lo
establece	el	Art.	57	del	C.P.,	no	siendo	aplicable,	en	el	caso	de	la	inhabilitación
accesoria,	el	principio	de	que	lo	accesorio	sigue	la	suerte	del	principal.	(...)”.
(Pleno	Jurisdiccional	Penal	Nacional,	Chiclayo	-	2000,	Tema	4)
DOCTRINA.—Concepto	y	 fundamento	de	 la	 suspensión	de	 la	 condena
penal.	“La	suspensión	condicional	de	 la	pena	consiste,	según	se	 infiere	del
propio	Art.	80	del	C.	P.,	en	excluir	provisionalmente	el	cumplimiento	de	 la
pena	 privativa	 de	 libertad	 impuesta	 en	 sentencia	 firme	 al	 delincuente
primerizo	autor	de	un	delito	menos	grave,	si	el	juez	o	tribunal	sentenciador
considera	 que	 no	 es	 probable	 que	 la	 persona	 vuelva	 a	 cometer	 nuevos
delitos.	 De	 este	 modo,	 la	 pena	 se	 sustituye	 por	 la	 amenaza	 de	 llevarse	 a
afecto	 si	 se	 incumplen,	 durante	 un	 determinado	 plazo	 de	 tiempo,	 las
condiciones	bajo	las	cuales	se	acuerda	la	suspensión.	Consecuentemente,	si
el	penado	no	incumple	las	condiciones	impuestas	durante	el	plazo	fijado,	se
remite	 definitivamente	 la	 pena,	 dándose	 la	 misma	 por	 cumplida.	 Por	 el
contrario,	 en	 caso	 de	 incumplimiento	 de	 las	 condiciones	 impuestas	 se
revoca	la	suspensión	y	se	ordena	el	cumplimiento	de	la	pena.
La	 suspensión	 de	 la	 ejecución,	 según	 ha	 señalado	 reiteradamente	 la
doctrina,	es	una	medida	coherente	con	 la	orientación	constitucional	de	 las
penas	 a	 la	 reinserción	 social	 del	 condenado,	 recogida	 en	 el	 Art.	 25.2	 CE,
entre	 otras	 razones	 porque	 ‘impedir	 la	 desocialización	 del	 condenado,	 es
siempre	 que	 resulte	 posible,	 la	mejor	manera	 de	 cumplir	 con	 el	mandato
constitucional’.	 En	 efecto,	 como	 la	 práctica	 demuestra,	 el	 cumplimiento
efectivo	de	la	pena	de	privación	de	libertad,	máxime	tratándose	de	una	pena
de	 corta	 duración,	 puede	 convertir	 a	 la	 persona	 condenada	no	 sólo	 en	no
resocializada,	 sino	en	más	desocializada	de	 lo	que	estaba	al	 ingresar	en	el
centro	penitenciario.
Ésta	 parece	 ser	 también	 la	 opinión	 del	 Tribunal	 Constitucional,	 en	 cuya
sentencia	 209/1993	 de	 28	 de	 junio,	 recoge	 la	 finalidad	 de	 la	 institución
analizada:	 ‘El	 beneficio	 de	 la	 remisión	 condicional	 de	 la	 condena	 viene
inspirado	 por	 la	 necesidad	 de	 evitar	 el	 cumplimiento	 de	 penas	 cortas
privativas	de	libertad	por	aquellos	condenados	que	presenten	un	pronóstico
favorable	 de	 no	 cometer	 delitos	 en	 el	 futuro,	 dado	 que,	 en	 tales	 casos,	 la
ejecución	 de	 una	 pena	 de	 tan	 breve	 duración	 no	 sólo	 impediría	 alcanzar
resultados	positivos	en	materia	de	resocialización	y	readaptación	social	del
penado,	 sino	que	ni	 siquiera	 estaría	 justificada	dada	 su	 falta	de	necesidad
desde	 el	 punto	 de	 vista	 preventivo’”.	 (NAVARRO	 VILLANUEVA,	 María	 del
Carmen.	 Suspensión	 y	 modificación	 de	 la	 condena	 penal,	 Barcelona	 -
España,	Edit.	J.	M.	Bosch	Editor,	2002;	págs.	30	y	ss.)
DOCTRINA.—Problemática	 de	 la	 suspensión	 del	 fallo.	 “(...)	 La
suspensión	 del	 fallo	 se	 materializa	 a	 través	 de	 una	 resolución	 judicial,
incluida	 en	 la	 misma	 sentencia	 condenatoria	 en	 la	 que	 el	 juez	 o	 tribunal
basándose	en	el	‘pronóstico’	de	que	el	autor	del	delito	no	cometerá	delito	en
el	futuro,	suspende	motivadamente	la	imposición	de	la	pena	en	el	fallo	de	la
sentencia	condenatoria,	y	en	consecuencia	 su	 inscripción	en	el	 registro	de
penados.
Sin	 embargo,	 hay	 que	 tener	 en	 cuenta	 que	 la	 suspensión	 del	 fallo	 no	 ha
acabado	 de	 implantarse	 ni	 en	 nuestro	 derecho	 positivo,	 ni	 en	 los
ordenamientos	 jurídicos	 de	 nuestro	 entorno	 más	 próximo.	 Y	 es	 que	 son
varias	las	dificultades	que	suscita	su	incorporación.	En	primer	lugar,	se	hace
extraño	pensar	en	una	culpabilidad	sin	pena.	Ello	chocaría	con	los	fines	de
nuestro	derecho	penal,	que	parte	siempre	de	la	comisión	de	un	delito	y	no
de	 comportamientos	 futuros.	 Además,	 como	 señala	 Del	 Toro	 Marzal,	 se
precisaría	 una	 reforma	 procesal	 que	 indicara	 qué	 espacio	 de	 la	 sentencia
habría	de	ocupar	el	pronóstico	judicial	de	no	reincidencia.	Por	otra	parte,	el
juez	 o	 tribunal	 al	 suspender	 el	 fallo	 tendría	 que	 subordinar	 éste	 a	 la
duración	 de	 una	 pena	 que	 podría	 imponer	 pero	 no	 ha	 impuesto.	 En
consecuencia,	se	desconocería,	como	señala	el	citado	autor,	si	una	pena	es
grave,	 menos	 grave,	 leve	 y	 cuál	 es	 su	 duración.	 Por	 ello,	 González	 Cano
sostiene	que	sería	necesario	que	el	juez	determinase	la	pena	y	la	reservara
en	su	caso	para	 imponerla	en	un	momento	posterior.	Ahora	bien,	 como	 la
autora	reconoce,	en	tal	caso	no	habría	diferencia	alguna	entre	la	suspensión
del	 fallo	 y	 la	 suspensión	 de	 la	 ejecución	 de	 la	 pena.”	 (NAVARRO
VILLANUEVA,	María	del	Carmen.	“Suspensión	y	modificación	de	la	condena
penal”,	ob.	cit.;	pág.	33)
COMENTARIO.—Suspensión	de	la	pena.	La	suspensión	de	la	ejecución	de
la	pena	a	condición	de	que	el	sujeto	no	vuelva	a	delinquir	o	de	que	cumpla
ciertas	condiciones	dentro	de	cierto	plazo	trata	de	evitar	por	lo	menos	dos
cuestiones:	Primero,	el	fracaso	de	un	tratamiento	eficaz	por	el	tiempo	muy
corto	 de	 la	 pena.	 Segundo,	 la	 desocialización	 mucho	 más	 grave	 del
delincuente	 menor	 al	 entrar	 en	 contacto	 con	 otros	 más	 avezados.	 A	 esto
debe	sumarse,	que	las	penas	cortas	de	prisión	se	prevén	para	delitos	poco
graves,	 para	 los	 cuales	 bastarían	 penas	 menos	 graves	 o	 la	 total
despenalización	de	las	conductas	en	atención	al	carácter	de	última	ratio	del
derecho	penal.
C.	P.
C.	P.
ART.	58.—Modificado.	Ley	30076,	Art.	1°.	Reglas	de	conducta.
Al	suspender	la	ejecución	de	la	pena,	el	juez	impone	las	siguientes
reglas	de	conducta	que	sean	aplicables	al	caso:
1.	Prohibición	de	frecuentar	determinados	lugares;
2.	 Prohibición	 de	 ausentarse	 del	 lugar	 donde	 reside	 sin
autorización	del	juez;
3.	 Comparecer	 mensualmente	 al	 juzgado,	 personal	 y
obligatoriamente,	para	informar	y	justificar	sus	actividades;
4.	Reparar	 los	daños	ocasionados	por	el	delito	o	cumplir	con	su
pago	 fraccionado,	 salvo	 cuando	 demuestre	 que	 está	 en
imposibilidad	de	hacerlo;
5.	 Prohibición	 de	 poseer	 objetos	 susceptibles	 de	 facilitar	 la
realización	de	otro	delito;
6.	Obligación	de	 someterse	a	un	 tratamiento	de	desintoxicación
de	drogas	o	alcohol;
7.	 Obligación	 de	 seguir	 tratamiento	 o	 programas	 laborales	 o
educativos,	 organizados	 por	 la	 autoridad	 de	 ejecución	 penal	 o
institución	competente;	o,
8.	 Los	 demás	 deberes	 adecuados	 a	 la	 rehabilitación	 social	 del
agente,	siempre	que	no	atenten	contra	la	dignidad	del	condenado.
JURISPRUDENCIA.—Juez	penal	puede	eximir	del	cumplimiento	de
reparar	el	daño	producto	del	delito.	“(…)	Si	bien	el	artículo	58,	inciso	4,	del
Código	Penal	establece	(...);	es	claro	que	la	regla	es	que	se	repare	el	daño
causado	y	que	el	juez,	muy	excepcionalmente,	puede	eximir	de	su
cumplimiento.	Sin	embargo,	para	ello	debe	proceder	con	criterios	de
razonabilidad	y	proporcionalidad	atendiendo	a	las	particulares
circunstancias	de	cada	caso.	En	el	presente	caso,	no	estimamos	razonable	ni
proporcional	la	solicitud	del	demandante,	en	la	medida	en	que	no	existe
proporcionalidad	entre	el	monto	apropiado	ilícitamente	por	el	demandante	y
la	situación	económica	en	que,	según	afirma,	ahora	se	encuentra.	Por	el
contrario,	es	razonable	exigir	el	cumplimiento	de	dicha	regla	de	conducta	a
fin	de	garantizar	no	solo	el	cumplimiento	de	la	sentencia	condenatoria	que	así
lo	ordena,	sino	también	que	se	repare	plenamente	el	agravio	producido.	(...)”.
(TC,	Exp.	N°	1744-2005-PA/TC,	jul.	26/2007.	Pres.	García	Toma)
PLENO	JURISDICCIONAL.—Reglas	de	conducta	en	la	suspensión	de
ejecución	de	penas	privativas	de	la	libertad.	“(...)	Primero:	El	pago	de	la
reparación	civil	es	susceptible	de	ser	impuesto	como	regla	de	conducta	en	un
régimen	de	suspensión	de	la	ejecución	de	la	pena.
Segundo:	En	el	caso	de	procesados	insolventes	el	juez	debe	omitir	la	inclusión
de	la	reparación	civil	como	regla	de	conducta.
Tercero:	El	incumplimiento	del	pago	de	la	reparación	civil	impuesta,	si	ha
sido	incluido	entre	las	reglas	de	conducta	impuestas	al	condenado,	puede
provocar	la	revocatoria	de	la	suspensión,	salvo	que	el	condenado	sea
insolvente	o	no	esté	en	capacidad	económica	de	hacer	frente	a	su	obligación.
Cuarto:	Es	conveniente	fijar	un	plazo	prudencial	para	el	cumplimiento	del
pago	de	la	reparación	civil	impuesto	como	regla	de	conducta	en	el	régimen	de
suspensión	de	la	ejecución	de	la	pena	privativa	de	la	libertad.	(...)”.	(Pleno
Jurisdiccional	Penal	1997,	Ac.	Plen.	1/97)
DOCTRINA.—Rechazar	 exoneración	 de	 reparación	 del	 daño	 obliga	 a
motivar	 la	 resolución	 judicial.	 “(…)	 Del	 itinerario	 resumido	 del
razonamiento	del	juez,	se	desprenden	varias	consecuencias	relevantes	para
el	 análisis	 del	 control	 de	 la	 motivación	 expresada	 en	 la	 resolución	 sub
exámine.	 En	 primer	 lugar,	 parece	 fuera	 de	 toda	 duda	 que	 las	 razones
expuestas	en	su	resolución	no	justifican	la	decisión	adoptada,	puesto	que	si
hubiera	 dado	 por	 acreditada	 la	 insolvencia,	 como	parece	 sugerir	 el	 tercer
fundamento	 de	 la	 resolución	 (recogido	 en	 el	 punto	 b)	 del	 resumen
precedente),	 no	 resulta	 coherente	 la	 respuesta	 de	 denegar	 la	 exoneración
solicitada.	 En	 segundo	 lugar,	 la	 consideración	 expuesta	 en	 el	 punto	d)	del
resumen	precedente,	recogida	en	la	cita	de	doctrina,	reitera	que	es	posible
la	exoneración	de	la	conducta	impuesta,	es	decir,	no	agrega	nada	al	texto	de
la	ley	sobre	la	que	basa	su	solicitud	el	actor.	Por	tanto,	el	aspecto	medular
que	debió	ser	objeto	de	la	decisión	del	juez	era	establecer	si	se	aceptaba,	o
no,	 la	 insolvencia	del	recurrente	con	 las	pruebas	adjuntadas,	pues	una	vez
asumida	 tal	 condición,	 parece	 inevitable	 la	 exoneración	 de	 la	 condición
impuesta,	 sin	 que	 ello,	 desde	 luego,	 signifique	 una	 exoneración	 del	 pago,
como	 parece	 sugerir	 de	 nuevo	 el	 argumento	 aducido	 en	 el	 fundamento
cuarto	 de	 la	 resolución	materia	 de	 análisis.	 En	 ese	 sentido,	 una	 respuesta
que	no	 rebate	 el	 hecho	de	que	 las	pruebas	 anexadas	por	 el	 recurrente	no
crean	convicción	en	el	juez	respecto	de	la	insolvencia	o	de	la	incapacidad	de
afrontar	el	monto	de	la	reparación	del	daño,	atenta	contra	el	derecho	a	una
resolución	debidamente	motivada	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	1744-2005-PA/TC,	jul.
26/2007.	Voto	en	discordia.	Mag.	Alva	Orlandini,	Mag.	Gonzáles	Ojeda)
C.	P.
ART.	59.—Efectos	de	incumplimiento.	Si	durante	el	período	de
suspensión	el	condenado	no	cumpliera	con	las	reglas	de	conducta
impuestas	o	fuera	condenado	por	otro	delito,	el	juez	podrá,	según
los	casos:
1.	Amonestar	al	infractor;
2.	 Prorrogar	 el	 período	 de	 suspensión	 hasta	 la	mitad	 del	 plazo
inicialmente	 fijado.	 En	 ningún	 caso	 la	 prórroga	 acumulada
excederá	de	tres	años;	o
3.	Revocar	la	suspensión	de	la	pena.
JURISPRUDENCIA.—Procede	la	rehabilitación,	independientemente	del
cumplimiento	o	no	del	pago	de	la	reparación	civil,	si	se	ha	cumplido	el
plazo	de	la	pena	impuesta.	“(...)	2.	Teniendo	en	cuenta	que	el	demandante
no	cumplió	con	pagar	el	monto	de	la	reparación	civil,	(...),	se	le	amonestó	(...).
Y,	toda	vez	que	no	manifestaba	un	cambio	de	actitud,	(...),	se	dispuso
prorrogar	el	plazo	de	la	suspensión	de	la	ejecución	de	la	pena	hasta	la	mitad
del	plazo	inicialmente	fijado;	decisión	judicial	que	fue	confirmada	(...).	(...).	4.
En	el	caso	de	autos,	considerando	que	inicialmente	la	suspensión	de	la
ejecución	de	la	pena	se	otorgó	por	el	máximo	establecido	por	ley,	vale	decir,
tres	años;	las	resoluciones	judiciales	expedidas,	(...),	en	virtud	de	las	cuales	se
prorrogó	el	período	de	suspensión	de	la	pena	hasta	la	mitad	del	plazo
inicialmente	fijado,	es	decir,	año	y	medio	más,	haciendo	un	total	de	cuatro
años	y	seis	meses;	han	transgredido	el	artículo	59,	inciso	2)	del	Código	Penal.
5.	Por	otro	lado,	si	bien	con	fecha	dos	de	setiembre	de	mil	novecientos
noventa	y	ocho,	se	condenó	al	accionante	a	tres	años	de	pena	privativa	de	la
libertad	suspendida	por	el	mismo	plazo;	debe	entenderse	que	el	cumplimiento
de	dicho	plazo	se	produjo	el	dos	de	setiembre	de	dos	mil	uno.	Por	tanto,	aun
cuando	la	Sala	Penal	de	la	Corte	Superior	de	Justicia	de	Arequipa,	con	fecha
diecisiete	de	setiembre	de	dos	mil	uno,	confirmando	la	resolución	de	fecha
trece	de	julio	del	mismo	año,	revocó	la	suspensión	de	la	ejecución	de	la	pena;
debe	tenerse	presente	que	dichas	resoluciones	judiciales	fueron	expedidas
cuando	ya	había	transcurrido	el	plazo	de	la	pena	impuesta	al	accionante.	En
consecuencia,	de	acuerdo	con	el	artículo	69	del	Código	Penal,	el	demandante
debe	ser	rehabilitado	por	haber	cumplido	la	pena.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	005-2002-
HC/TC,	abr.	23/2002.	Pres.	Rey	Terry)
JURISPRUDENCIA.—Suspensión	de	la	ejecución	de	la	pena	no	puede,	en
cualquier	caso,	exceder	los	tres	años.	En	el	caso	de	autos,	considerando	que
inicialmente	la	suspensión	de	la	ejecución	de	la	pena	se	otorgó	por	el	máximo
establecido	por	ley,	vale	decir,	tres	años;	las	resoluciones	judiciales	expedidas,
de	fecha	catorce	de	junio	y	veinticuatro	de	agosto	de	mil	novecientos	noventa
y	nueve,	respectivamente,	en	virtud	de	las	cuales	se	prorrogó	el	período	de
suspensión	de	la	pena	hasta	la	mitad	del	plazo	inicialmente	fijado,	es	decir,
año	y	medio	más,	haciendo	un	total	de	cuatro	años	y	seis	meses;	han
transgredido	el	artículo	59,	inciso	2)	del	Código	Penal.	(TC,	Exp.	N°	005-2002-
HC/TC,	abr.	23/2002.	Pres.	Rey	Terry)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Aplicación	conjunta	de	los	artículos
59	y	61	del	Código	Penal	no	se	contrapone.	“(...)	Del	artículo	sesenta	y	uno
del	código	acotado	es	independiente	y	no	se	opone	a	lo	dispuesto	por	el
artículo	cincuenta	y	nueve	del	mismo	cuerpo	de	leyes,	que	autoriza	al	órgano
jurisdiccional	que	ante	el	incumplimiento	de	las	reglas	de	conducta,	pueda
amonestar	al	infractor,	prorrogar	el	período	de	suspensión	o	revocar	la
suspensión	de	la	pena;	que,	por	otro	lado,	la	inaplicación	del	artículo	sesenta	y
uno	del	Código	Penal	porque	se	infringió	las	reglas	de	conducta	no	significa
que	el	imputado	siempre	tendrá	inscrita	la	sentencia,	sino	únicamente	que	no
opera	esta	causa	excepcional	de	extinción	de	la	responsabilidad	penal;	(...)	por
lo	que	quienes	se	encuentren	en	esa	situación	tendrán	que	someterse	a	lo
dispuesto	en	las	reglas	generales	de	la	rehabilitación	previstas	en	el	artículo
sesenta	y	nueve	del	Código	Penal,	con	la	obvia	aclaración	que	vencido	el	plazo
de	prueba	cesa	la	posibilidad	de	amonestaciones,	éste	ya	no	podrá
prorrogarse,	ni	tampoco	podrá	ser	revocada	la	pena	privativa	de	libertad
suspendida,	y	sólo	tendrán	que	cumplirse	aquellas	reglas	de	conducta	que
importen	la	reparación	efectiva	del	daño	(artículo	cincuenta	y	ocho	inciso
cuatro	del	Código	Penal),	salvo	desde	luego	que	opere	la	prescripción	de	la
ejecución	de	la	pena.	(...)”.	(CS,	R.N.	N°	2476-2005,	abr.	06/2006.	S.S.	Sivina
Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—La	ley	no	obliga	al	juez	a	aplicar	las	medidas
alternativas	en	forma	sucesiva	ni	obligatoria	para	cada	caso.	“(…)	5.	Si
bien	es	cierto	que	el	artículo	59	del	Código	Penal	establece	un	conjunto	de
medidas	encaminadas	a	‘sancionar’	el	incumplimiento	de	las	normas	de
conducta	impuestas	a	través	de	la	suspensión	en	la	ejecución	de	la	pena	(…)
Ello	no	impone	al	juez	el	deber	de	aplicarlo	en	el	orden	en	que	aparecen	en	el
citado	artículo	(…).
6.	Menos	aún	si,	como	se	advierte	en	el	presente	caso,	la	favorecida
resquebrajó	la	regla	de	conducta	que	le	prohibía	tener	en	su	poder	objetos
susceptibles	de	facilitar	la	comisión	de	otro	delito;	así	como	no	tener	en	su
poder	ketes	de	pasta	básica	de	cocaína	(…)	pues	dicha	regla	involucra	un
quebrantamiento	de	la	esencia	misma	de	la	institución	de	la	terminación
anticipada	del	proceso,	pues	este	es	entendido	como	el	consenso	al	que	llegan
las	partes,	por	lo	que	le	es	exigible	a	ellas	la	buena	fe	procesal	y	no	debe	ser
tomado	como	un	instrumento	que	se	puede	usar	para	eludir	la	privación	de	la
libertad.	(…).”	(TC,	Exp.	05380-2008-PHC/TC,	abr.	13/2009.	Pres.	Mesía
Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Exigencia	de	resarcir	el	daño	causado	no	depende
de	que	se	consigne	en	la	sentencia	bajo	el	rótulo	de	“regla	de	conducta”.
“(...)	la	exigencia	de	que	se	disponga	el	resarcimiento	del	daño	causado,	como
una	de	las	reglas	de	conducta	plausible	de	imponerse	a	un	condenado,	es	de
carácter	legal	mas	no	de	carácter	judicial,	toda	vez,	que	independientemente
de	la	ubicación	que	el	juzgador	le	asigne	al	mandato,	o	que	éste	se	consigne	en
la	sentencia,	bajo	el	rótulo	de	‘regla	de	conducta’	o	no,	lo	que	realmente
importa	es	que	forme	parte	de	la	decisión	final,	es	decir,	que	lo	dispuesto,
forme	parte	del	fallo	que	pone	fin	al	proceso.
En	el	caso	que	nos	ocupa,	basta	que	la	orden	de	restitución	de	lo	apropiado
sea	mandato	judicial	contenido	en	la	sentencia	final,	para	que	como	tal,	tenga
calidad	de	indiscutible,	y	otorgue	la	certeza	de	que	lo	dispuesto	permanecerá
inalterable	y	se	cumplirá	independientemente	a	que	lo	ordenado	resulte
favorable	o	desfavorable	para	el	obligado.
15.	Son	asimismo,	legales	las	acciones,	y	el	orden	en	que	el	juzgador	aplique
éstas	frente	al	incumplimiento	del	condenado,	lo	constitucional	es	que	tales
alternativas	o	medidas	se	apliquen	con	razonabilidad,	proporcionalidad	y
atendiendo	al	caso	concreto.
Más	aun,	cabe	resaltar	que	los	apremios	y	apercibimientos	son	la
materialización	de	la	facultad	disciplinaria	y	coercitiva	que	el	legislador
otorgó	a	la	judicatura,	para	hacer	frente	a	las	rebeldías	del	justiciable.
16.	Por	ello,	este	colegiado	no	comparte	lo	resuelto	por	los	jueces
constitucionales	precedentes,	toda	vez,	que	los	formalismos	legales	respecto	a
la	ubicación	y	rotulación	de	lo	ordenado,	no	resultan	esenciales,	para	enervar
el	cumplimiento	de	lo	ordenado,	ni	mucho	menos,	para	que	resulte	inexigible
una	situación	jurídica	ya	resuelta,	como	lo	es,	la	obligación	de	restitución	del
ilícito	contenido	en	la	sentencia.
17.	Por	el	contrario,	el	deducir	la	nulidad	de	una	resolución	que	no	fue
impugnada	en	su	oportunidad,	argumentando	que	los	apremios	legales
decretados	en	ella	resultan	inexigibles	debido	a	que	la	orden	de	restitución
decretada	no	tiene	el	título	de	regla	de	conducta,	no	hacen	sino	evidenciar	la
poca	voluntad	del	sentenciado	de	dar	cumplimiento	a	la	dispuesto	en	la
sentencia	condenatoria	dictada.	Tanto	más,	si	la	aplicación	de	los
apercibimientos	cuestionados,	dependen	exclusivamente	de	él	y	del
cumplimiento	de	lo	dispuesto,	salvo	que	demuestre	que	está	en	imposibilidad
de	hacerlo;	lo	que	no	ha	ocurrido	en	el	presente	caso,	pues	el	sentenciado	(...),
dejó	consentir	la	sentencia	que	contiene	el	mandato	de	restitución,	como
también,	consintió	la	resolución	que	decreta	los	apremios	tendientes	a	su
cumplimiento.”	(TC,	Exp.	01820-2011-PA/TC,	mar.	21/2012.	S.	S.	Álvarez
Miranda)
JURISPRUDENCIA.—La	fecha	de	revocatoria	de	la	suspensión	de	la	pena
no	se	prorroga	hasta	que	la	resolución	adquiere	firmeza.	“En	el	presente
caso,	la	supuesta	afectación	del	derecho	al	debido	proceso	se	sustenta	en	que
la	revocatoria	de	la	suspensión	de	la	pena	del	actor	se	habría	dispuesto	fuera
del	plazo	establecido	en	la	sentencia	condenatoria,	ello	en	el	entendido	(del
recurrente)	de	que	la	resolución	revocatoria	se	configuró	cuando	aquella
adquirió	firmeza,	es	decir,	con	la	emisión	de	la	cuestionada	resolución	de
fecha	20	de	diciembre	del	2011,	a	través	de	la	cual	la	sala	superior	emplazada
confirmó	la	resolución	de	primer	grado.	(...).
Estando	a	ello,	la	revocación	de	la	pena	suspendida	por	el	incumplimiento	de
la	aludida	regla	de	conducta	resulta	válida,	en	tanto	que:	i)	se	dispuso	el	30	de
noviembre	del	2011	(...),	ii)	si	bien	la	revisión	y	decisión	final	sobre	lo	resuelto
fue	elevada	a	la	sala	superior	emplazada	vía	apelación,	ello	no	implica	que	la
fecha	de	la	revocatoria	se	prorrogue	a	la	fecha	en	la	que	adquirió	su	firmeza,
como	equivocadamente	entiende	el	demandante.	Por	consiguiente,	la
resolución	judicial	que	confirmó	la	revocatoria	de	la	suspensión	de	la	pena	por
pena	efectiva,	y	cuya	nulidad	se	pretende	a	través	del	presente	proceso
constitucional,	resulta	conforme	a	la	Constitución	y	su	cuestionamiento	vía	el
presente	habeas	corpus	es	infundado”.	(TC,	Exp.	02790-2012-HC/TC,	oct.
22/2012.	S.	S.	Beaumont	Callirgos)
C.	P.
ART.	 60.—Revocación	 de	 la	 suspensión	 de	 la	 pena.	 La
suspensión	será	revocada	si	dentro	del	plazo	de	prueba	el	agente
es	 condenado	 por	 la	 comisión	 de	 un	 nuevo	 delito	 doloso	 cuya
pena	privativa	de	 libertad	sea	superior	a	tres	años;	en	cuyo	caso
se	 ejecutará	 la	 pena	 suspendida	 condicionalmente	 y	 la	 que
corresponda	por	el	segundo	hecho	punible.
JURISPRUDENCIA.—Incumplimiento	del	 pago	de	 los	beneficios	 sociales
del	 agraviado	 en	 el	 proceso	 penal	 constituye	 una	 sanción	 de	 orden
penal.	“(...)	queda	por	determinar	si	el	 incumplimiento	de	pago	de
los	beneficios	sociales	del	agraviado	del	proceso	penal	constituye,
en	 realidad,	 una	 obligación	 de	 orden	 civil,	 donde,	 por	 tanto,	 no
cabe	que	se	dicte	judicialmente	la	privación	de	la	 libertad;	o,	por
el	 contrario,	 una	 verdadera	 sanción	 penal,	 en	 cuyo	 caso	 su
incumplimiento	si	puede	legitimar	el	dictado	de	la	sentencia.	(...)	el
pago	 de	 los	 beneficios	 sociales	 constituye,	 a	 la	 vez	 que	 un	 derecho	 del
trabajador,	una	obligación	del	empleador,	que	no	tiene	naturaleza	de	sanción
penal	 cuando	 ésta	 es	 ordenada	 por	 un	 juez	 en	 materia	 de	 trabajo	 o	 con
competencias	en	materia	laboral.	En	tal	caso,	la	obligación	de	pago	que	pesa
sobre	el	empleador	asume	el	carácter	de	una	obligación	de	naturaleza	civil	y,
por	tanto,	su	incumplimiento	no	puede	concluir	con	la	privación	de	la	libertad
locomotora	del	sentenciado.	(...)	cuando	los	términos	de	la	controversia
se	trasladan	del	proceso	laboral	al	ámbito	penal	y,	en	esa	sede,	se
condena	a	pagar	los	beneficios	laborales	y,	no	obstante	ello,	no	se
cumple,	entonces	ya	no	se	puede	sostener,	por	un	lado,	que	dicho
pago	de	los	beneficios	sociales	sea	de	naturaleza	civil,	pues	tiene
la	 condición	 de	 una	 sanción	 penal;	 y,	 por	 otro,	 que	 su
incumplimiento	 impida	 que	 el	 juez	 penal	 pueda	 ordenar	 que	 se
haga	efectiva	 la	pena	de	privación	de	la	 libertad	del	sentenciado,
establecida	condicionalmente	 (...)”.	 (TC,	 Exp.	N°	 2786-2003-HC/TC,	 feb.
09/2004.	Pres.	Alva	Orlandini)
C.	P.
ART.	 61.—Efectos	 del	 cumplimiento	 del	 período	 de	 prueba.
La	 condena	 se	 considera	 como	 no	 pronunciada	 si	 transcurre	 el
plazo	de	prueba	sin	que	el	condenado	cometa	nuevo	delito	doloso,
ni	 infrinja	 de	 manera	 persistente	 y	 obstinada	 las	 reglas	 de
conducta	establecidas	en	la	sentencia.
JURISPRUDENCIA	 VINCULANTE.—Cómputo	 del	 plazo	 de	 prueba	 se
realiza	 desde	 la	 sentencia	 de	 primera	 instancia.	 “(...)	 En	 cuanto	 al
cómputo	del	indicado	plazo,	es	de	tener	presente	el	artículo	trescientos	treinta
del	 Código	 de	 Procedimientos	 Penales,	 que	 establece	 que	 la	 sentencia
condenatoria,	 como	 en	 el	 presente	 caso,	 se	 cumplirá	 aunque	 se	 interponga
recurso	 de	 nulidad,	 salvo	 los	 casos	 en	 que	 la	 pena	 sea	 la	 de	 internamiento,
relegación,	penitenciaría	o	expatriación;	que	ello	significa,	salvo	esas	penas,	la
impugnación	 contra	 una	 sentencia	 condenatoria	 no	 es	 suspensiva	 y,	 por
consiguiente,	se	ejecuta	provisionalmente	conforme	a	sus	propios	términos,	lo
que	por	 lo	demás	 reitera	el	artículo	doscientos	noventa	y	 tres	del	Código	de
Procedimientos	 Penales	 y,	 en	 tal	 virtud,	 obliga	 al	 órgano	 jurisdiccional	 a
disponer	lo	conveniente	para	que	sus	disposiciones	se	ejecuten	cumplidamente
mientras	 se	 absuelva	 el	 grado,	 lo	 que	 significa	 que	 deberá	 instarse	 el
cumplimiento	 de	 las	 reglas	 de	 conducta,	 las	 penas	 que	 no	 son	 objeto	 de
suspensión	y	el	pago	de	la	reparación	civil,	en	tanto	que	para	tales	cometidos
la	competencia	del	órgano	jurisdiccional	de	ejecución	no	está	suspendida.	(CS,
R.N.	N°	2476-2005,	abr.	06/2006.	S.S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Para	 infringir	 la	 orden	 que	 obliga	 al
pago	 de	 la	 reparación	 civil,	 no	 es	 necesario	 dictar	 requerimientos	 o
amonestaciones	expresos:	reparación	del	daño	impone	al	condenado	un
deber	positivo	de	actuación.	“(...).Consiste	en	la	devolución	de	una	suma	de
dinero	 determinada,	 cuya	 obligación	no	 escapaba	al	 sentenciado,	 e	 importa
obviamente	una	negativa	persistente	y	obstinada	de	su	parte,	 sin	que	pueda
entenderse	 que	 para	 esa	 calificación	 sea	 necesario	 al	 órgano	 jurisdiccional
requerimientos	o	amonestaciones	expresas,	en	consecuencia,	sólo	se	requiere
que	(...)	el	obligado	se	mantenga	firme	o	constante	en	no	reparar	el	daño,	que
sea	perseverante	y	tenaz	en	esa	decisión,	(...)	la	reparación	del	daño	impone	al
condenado	un	deber	positivo	de	actuación,	cuyo	incumplimiento	importa	una
conducta	omisiva,	que	en	este	caso	comunica	inequívocamente	una	manifiesta
voluntad	 –hostil	 al	 derecho–	 de	 incumplimiento	 a	 la	 regla	 de	 conducta
impuesta	 en	 el	 fallo.”	 (CS,	 R.N.	 N°	 2476-2005,	 abr.	 06/2006.	 S.S.	 Sivina
Hurtado)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Infracción	de	las	reglas	de	conducta
no	significa	que	el	imputado	siempre	tendrá	inscrita	la	sentencia,	sino
que	únicamente	no	opera	la	extinción	de	la	responsabilidad	penal.	“(...)
Del	artículo	sesenta	y	uno	del	código	acotado	es	independiente	y	no	se	opone	a
lo	dispuesto	por	el	artículo	cincuenta	y	nueve	del	mismo	cuerpo	de	leyes,	que
autoriza	al	órgano	jurisdiccional	que	ante	el	incumplimiento	de	las	reglas	de
conducta,	pueda	amonestar	al	infractor,	prorrogar	el	período	de	suspensión	o
revocar	la	suspensión	de	la	pena;	que,	por	otro	lado,	la	inaplicación	del
artículo	sesenta	y	uno	del	Código	Penal	porque	se	infringió	las	reglas	de
conducta	no	significa	que	el	imputado	siempre	tendrá	inscrita	la	sentencia,
sino	únicamente	que	no	opera	esta	causa	excepcional	de	extinción	de	la
responsabilidad	penal;	(...)	por	lo	que	quienes	se	encuentren	en	esa	situación
tendrán	que	someterse	a	lo	dispuesto	en	las	reglas	generales	de	la
rehabilitación	previstas	en	el	artículo	sesenta	y	nueve	del	Código	Penal,	con	la
obvia	aclaración	que	vencido	el	plazo	de	prueba	cesa	la	posibilidad	de
amonestaciones,	éste	ya	no	podrá	prorrogarse,	ni	tampoco	podrá	ser	revocada
la	pena	privativa	de	libertad	suspendida,	y	sólo	tendrán	que	cumplirse
aquellas	reglas	de	conducta	que	importen	la	reparación	efectiva	del	daño
(artículo	cincuenta	y	ocho	inciso	cuatro	del	Código	Penal),	salvo	desde	luego
que	opere	la	prescripción	de	la	ejecución	de	la	pena.(...)”.	(CS,	R.N.	N°	2476-
2005,	abr.	06/2006.	S.S.	Sivina	Hurtado)
CAPÍTULO	V
Reserva	del	fallo	condenatorio
C.	P.
ART.	62.—Modificado.	Ley	30076,	Art.	1°.	Reserva	del	fallo
condenatorio.	Circunstancias	y	requisitos.	El	juez	puede
disponer	la	reserva	del	fallo	condenatorio	siempre	que	de	las
circunstancias	individuales,	verificables	al	momento	de	la
expedición	de	la	sentencia,	pueda	colegir	que	el	agente	no
cometerá	nuevo	delito.
El	pronóstico	favorable	sobre	la	conducta	futura	del	sentenciado
que	formule	la	autoridad	judicial	requiere	de	debida	motivación.
La	reserva	es	dispuesta	en	los	siguientes	casos:
1.	Cuando	el	delito	está	sancionado	con	pena	privativa	de	libertad
no	mayor	de	tres	años	o	con	multa;
2.	Cuando	la	pena	a	imponerse	no	supere	las	noventa	jornadas	de
prestación	de	servicios	a	la	comunidad	o	de	limitación	de	días
libres;
3.	Cuando	la	pena	a	imponerse	no	supere	los	dos	años	de
inhabilitación.
El	plazo	de	reserva	del	fallo	condenatorio	es	de	uno	a	tres	años,
contado	desde	que	la	decisión	adquiere	calidad	de	cosa	juzgada.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Corte	Suprema	precisa	alcances	de	 la
reserva	del	fallo	condenatorio.	 “(...)	es	 importante	precisar:	a)	Que	ésta	es
una	medida	alternativa	a	la	pena	privativa	de	libertad	de	uso	facultativo	para
el	juez,	que	se	caracteriza	fundamentalmente	por	reservar	la	imposición	de	la
condena	y	el	señalamiento	de	la	pena	concreta	para	el	sentenciado	culpable;
b)	 Que	 en	 consecuencia,	 tal	 medida	 consiste	 en	 declarar	 en	 la	 sentencia	 la
culpabilidad	 del	 procesado,	 pero	 sin	 emitir	 la	 consiguiente	 condena	 y	 pena.
Estos	 últimos	 extremos	 se	 reservan	 y	 se	 condiciona	 su	 extinción	 o
pronunciamiento	 a	 la	 culminación	 exitosa	 o	 no	 de	 un	 período	 de	 prueba,
dentro	 del	 cual	 el	 sentenciado	 deberá	 abstenerse	 de	 cometer	 nuevo	 delito	 y
cumplir	las	reglas	de	conducta	que	le	señale	el	juez;	c)	Que	la	reserva	del	fallo
condenatorio	 procede	 cuando	 concurren	 estos	 presupuestos:	 i)	Que	 el	 delito
esté	 sancionado	 con	 pena	 conminada	 no	 superior	 a	 tres	 años	 de	 pena
privativa	 de	 libertad	 o	 con	 multa;	 o	 con	 prestación	 de	 servicios	 a	 la
comunidad	 o	 limitación	 de	 días	 libres	 que	 no	 excedan	 a	 noventa	 jornadas
semanales;	o	con	inhabilitación	no	superior	a	dos	años;	 ii)	Que	el	 juez,	en
atención	a	las	circunstancias	del	hecho	y	a	la	personalidad	del	agente,	emita
un	 propósito	 favorable	 sobre	 la	 conducta	 futura	 del	 imputado;	 iii)	 Es	 de
señalar	que	la	reserva	del	fallo	condenatorio	también	es	aplicable	en	caso	de
penas	conjuntas	o	alternativas,	siempre	que	tales	sanciones	se	adecuen	a	 los
marcos	cualitativos	y	cuantitativos	antes	mencionados	(...)	la	reserva	del	fallo
condenatorio	no	genera	antecedente	penal,	pero	su	aplicación	debe	inscribirse
en	el	 registro	 respectivo.	 (...)“.	 (CS,	R.N.	N°	3332-04,	may.	27/2005.	 S.S.	Villa
Stein)
JURISPRUDENCIA.—Presupuestos	 para	 la	 aplicación	 de	 la	 reserva	 del
fallo	 condenatorio.	 “(...)	 el	 A	 quo	 ha	 apreciado	 debidamente	 los	 hechos	 y
compulsado	 en	 forma	 adecuada	 las	 pruebas	 actuadas	 para	 establecer	 la
responsabilidad	 del	 procesado;	 que	 asimismo,	 al	 haberse	 producido	 los
presupuestos	 señalados	 en	 los	 artículos	 sesentidós	 y	 sesentitrés	 del	 Código
Penal	resulta	procedente	la	reserva	del	 fallo	condenatorio;	mientras	que	por
otro	 lado	 la	 reparación	 civil	 se	 fija	 dentro	 de	 los	 extremos	 señalados	 en	 el
artículo	noventitrés	del	mismo	código	(...)”.	(CSJ.	Arequipa,	Exp.	N°	19-97,	jun.
02/99	S.S.	Gómez	Benavides)
C.	P.
ART.	63.—Modificado.	Ley	27868,	Art.	1°.	Efectos	de	la
reserva	de	fallo	condenatorio.	El	juez	al	disponer	la	reserva	del
fallo	condenatorio,	se	abstendrá	de	dictar	la	parte	resolutiva	de	la
sentencia,	sin	perjuicio	de	fijar	las	responsabilidades	civiles	que
procedan.
La	reserva	de	fallo	se	inscribirá	en	un	registro	especial,	a	cargo
del	poder	judicial.	El	registro	informa	exclusivamente	a	pedido
escrito	de	los	jueces	de	la	república,	con	fines	de	verificación	de
las	reglas	de	conducta	o	de	comisión	de	nuevo	delito	doloso.	El
registro	es	de	carácter	especial,	confidencial	y	provisional	y	no
permite,	por	ningún	motivo,	la	expedición	de	certificados	para
fines	distintos.
Cumplido	el	período	de	prueba	queda	sin	efecto	la	inscripción	en
forma	 automática	 y	 no	podrá	 expedirse	 de	 él	 constancia	 alguna,
bajo	responsabilidad.	El	juez	de	origen,	a	pedido	de	parte,	verifica
dicha	cancelación.
C.	P.
ART.	64.—Modificado.	Ley	30076,	Art.	1°.	Reglas	de	conducta.
Al	disponer	la	reserva	del	fallo,	el	juez	impone	de	manera
debidamente	motivada	las	siguientes	reglas	de	conducta	que
resulten	aplicables	al	caso:
1.	Prohibición	de	frecuentar	determinados	lugares;
2.	Prohibición	de	ausentarse	del	lugar	donde	reside	sin
autorización	del	juez;
3.	Comparecer	mensualmente	al	juzgado,	personal	y
obligatoriamente,	para	informar	y	justificar	sus	actividades;
4.	Reparar	los	daños	ocasionados	por	el	delito	o	cumplir	con	su
pago	fraccionado,	salvo	cuando	demuestre	que	está	en
imposibilidad	de	hacerlo;
5.	Prohibición	de	poseer	objetos	susceptibles	de	facilitar	la
realización	de	otro	delito;
6.	Obligación	de	someterse	a	un	tratamiento	de	desintoxicación
de	drogas	o	alcohol;
7.	Obligación	de	seguir	tratamiento	o	programas	laborales	o
educativos,	organizados	por	la	autoridad	de	ejecución	penal	o
institución	competente;	o,
8.	Los	demás	deberes	adecuados	a	la	rehabilitación	social	del
agente,	siempre	que	no	atenten	contra	la	dignidad	del	condenado.
C.	P.
ART.	 65.—Efectos	 del	 incumplimiento.	 Cuando	 el	 agente
incumpliera	 las	 reglas	 de	 conducta	 impuestas,	 por	 razones
atribuibles	a	su	responsabilidad,	el	juez	podrá:
1.	Hacerle	una	severa	advertencia;
2.	Prorrogar	el	régimen	de	prueba	sin	exceder	la	mitad	del	plazo
inicialmente	 fijado.	 En	 ningún	 caso	 la	 prórroga	 acumulada
sobrepasará	de	tres	años;	o
3.	Revocar	el	régimen	de	prueba.
C.	P.	
ART.	 66.—Revocación	del	 régimen	de	prueba.	 El	 régimen	 de
prueba	 podrá	 ser	 revocado	 cuando	 el	 agente	 cometa	 un	 nuevo
delito	 doloso	 por	 el	 cual	 sea	 condenado	 a	 pena	 privativa	 de
libertad	superior	a	tres	años.
La	 revocación	 será	 obligatoria	 cuando	 la	 pena	 señalada	 para	 el
delito	cometido	exceda	de	este	límite.	La	revocación	determina	la
aplicación	 de	 la	 pena	 que	 corresponde	 al	 delito,	 si	 no	 hubiera
tenido	lugar	el	régimen	de	prueba.
C.	P.
ART.	67.—Extinción	del	 régimen	de	prueba.	 Si	 el	 régimen	de
prueba	 no	 fuera	 revocado	 será	 considerado	 extinguido	 al
cumplirse	el	plazo	fijado	y	el	juzgamiento	como	no	efectuado.
CAPÍTULO	VI
Exención	de	pena
C.	P.
ART.	68.—Modificado.	Ley	29407,	Art.	1°.	Exención	de	pena.
El	juez	puede	eximir	de	sanción	en	los	casos	en	que	el	delito	esté
previsto	en	la	ley	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	dos
años	 o	 con	 pena	 limitativa	 de	 derechos	 o	 con	 multa	 si	 la
responsabilidad	del	agente	fuere	mínima.
CAPÍTULO	VII
Rehabilitación
C.	P.
ART.	 69.—Modificado.	 Ley	 30076,	 Art.	 1°.	 Rehabilitación
automática.	 El	 que	ha	 cumplido	 la	 pena	o	medida	de	 seguridad
que	 le	 fue	 impuesta,	 o	 que	 de	 otro	 modo	 ha	 extinguido	 su
responsabilidad,	queda	rehabilitado	sin	más	trámite.
La	rehabilitación	produce	los	efectos	siguientes:
1.	 Restituye	 a	 la	 persona	 en	 los	 derechos	 suspendidos	 o
restringidos	por	la	sentencia.	No	produce	el	efecto	de	reponer	en
los	cargos,	comisiones	o	empleos	de	los	que	se	le	privó;	y,
2.	 La	 cancelación	 de	 los	 antecedentes	 penales,	 judiciales	 y
policiales.	Los	certificados	correspondientes	no	deben	expresar	la
pena	rehabilitada	ni	la	rehabilitación.
Tratándose	 de	 pena	 privativa	 de	 libertad	 impuesta	 por	 la
comisión	de	delito	doloso,	la	cancelación	de	antecedentes	penales,
judiciales	 y	 policiales	 será	 provisional	 hasta	 por	 cinco	 años.
Vencido	dicho	plazo	y	sin	que	medie	reincidencia	o	habitualidad,
la	cancelación	será	definitiva.
DEBIDA	CANCELACIÓN	DE	LOS	ANTECEDENTES	POLICIALES
R.	Adm.	298-2011-P-PJ.
ART.	 1°.—Precisar	 que,	 a	 diferencia	 de	 los	 antecedentes	 penales	 y
judiciales,	los	antecedentes	policiales	los	genera	la	Policía	Nacional	del	Perú.
Ello	 ocurre	 cuando	 se	 inicia	 una	 investigación	 policial,	 diligencias
preliminares	con	 la	previa	actuación	policial,	o	una	 instrucción	 judicial,	en
cuya	 virtud	 son	 registrados	 los	 datos	 personales	 y	 huellas	 deca-
dactiloscópicas	de	las	personas	detenidas.
R.	Adm.	298-2011-P-PJ.
ART.	2°.—Establecer	que,	como	parte	del	procedimiento	de	rehabilitación,
el	trámite	de	anulación	y/o	cancelación	de	los	antecedentes	policiales	será
realizado	 de	 oficio	 por	 los	 órganos	 jurisdiccionales	 competentes.	 De	 la
misma	manera	 deben	proceder	 cuando	 el	 proceso	 hubiera	 culminado	 con
auto	 de	 sobreseimiento	 o	 sentencia	 absolutoria	 firme,	 o	 cualquier	 otra
forma	de	resolución	judicial	que	declare	la	extinción	de	la	responsabilidad	o
el	archivo	de	la	causa.	Para	tal	efecto,	 los	órganos	jurisdiccionales	deberán
remitir	copia	certificada	de	las	resoluciones	antes	señaladas,	para	que	así	se
proceda	a	la	anulación	de	los	antecedentes	policiales	correspondientes.
R.	Adm.	298-2011-P-PJ.
ART.	 3°.—Disponer,	 con	 el	 fin	 de	 evitar	 un	 retardo	 burocrático	 en	 la
tramitación	de	anulación	y/o	cancelación	de	los	antecedentes	policiales,	que
los	 órganos	 jurisdiccionales	 a	 nivel	 nacional	 deben	 consignar	 los	 datos
completos	de	la	persona	y	dirigir	los	documentos	al	jefe	del	Departamento
de	Anulación	de	Antecedentes	Policiales	de	la	Dirección	de	Criminalística	de
la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú,	 con	 sede	 en	 Lima,	 ubicado	 en	 Aramburú	 N°
550-Surquillo.
R.	Adm.	298-2011-P-PJ.
ART.	 4°.—Transcribir	 la	 presente	 resolución	 -	 circular	 a	 todas	 las	 cortes
superiores	 de	 Justicia	 del	 Perú,	 Oficina	 de	 Control	 de	 la	 Magistratura	 del
Poder	Judicial,	Fiscalía	de	la	Nación,	y	ministerios	del	Interior	y	de	Justicia
para	los	fines	de	ley.
JURISPRUDENCIA.—TC:	 el	 JNE	 no	 es	 competente	 para	 determinar	 el
momento	en	el	que	ocurre	 la	rehabilitación	de	una	condena	penal.	 “La
disposición	antes	aludida	permite	advertir	que	la	rehabilitación	de	las	penas
resulta	 automática	 cuando	 se	 cumplen	 las	 condiciones	 estipuladas	 en	 la
sentencia	penal;	sin	embargo,	no	deja	de	resultar	cierto	que	la	imposición	de
penas	o	medidas	de	seguridad	es	una	facultad	exclusiva	y	excluyente	del	juez
penal	(artículo	V	del	Título	Preliminar	del	Código	Penal),	razón	por	la	cual	la
determinación	 de	 la	 fecha	 de	 la	 inhabilitación	 de	 una	 condena	 también	 es
facultad	exclusiva	y	excluyente	del	juez	penal,	la	cual	necesariamente	debe	ser
plasmada	en	una	resolución	judicial	a	efectos	e	disponerse	 la	cancelación	de
los	antecedentes	penales	en	el	Registro	de	Condenas”	(TC,	Sent.	del	Pleno	-	Exp.
07247-2013-PA/TC,	ene.	21/2014.	S.	S.	Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—Corte	 Suprema	 ratifica	 que	 la	 rehabilitación	 está
únicamente	condicionada	al	cumplimiento	de	la	pena	y	no	al	pago	de	la
reparación	 civil.	 “Ahora	 bien,	 conforme	 se	 ha	 establecido	 que	 la
rehabilitación	está	únicamente	 condicionada	al	 cumplimiento	de	 la	pena,	 se
tiene	 que	 el	 pago	 de	 los	 intereses	 legales	 devengados	 no	 puede	 obstruir	 la
posibilidad	de	rehabilitación	del	encausado	(...),	máxime	si	 el	 reclamo	puede
obtenerse	mediante	 los	mecanismos	 legales	 que	 prevé	 la	 ley”.	 (C	 S,	 Exp.	 05-
2002-10,	may.	14/2015.	V.	P.	Pariona	Pastrana)
JURISPRUDENCIA.—Mantener	registrados	los	antecedentes	penales	por
la	 condena	 impuesta	 y	 ya	 cumplida	 contraviene	 claramente	 el	 fin
resocializador	de	la	pena.	“(...)	al	comprobarse	que	el	recurrente,	a	la	fecha
de	 la	 interposición	de	 la	demanda,	aún	registra	antecedentes	penales	por	 la
condena	 impuesta	 en	 el	 Expediente	 N°	 881-1968,	 lo	 que	 contraviene
claramente	el	fin	resocializador	de	la	pena	contenido	en	el	artículo	139.2	de	la
Constitución	y	el	principio-derecho	de	dignidad	humana	por	cuanto	no	le	han
sido	cancelados,	consideramos	que	 la	presente	controversia,	entendida	como
proceso	de	amparo,	debe	resolverse	a	favor	de	la	parte	demandante.
En	consecuencia,	el	jefe	del	Registro	Nacional	de	Condenas	del	Poder	Judicial
debe	 proceder	 a	 cancelar	 los	 antecedentes	 penales	 del	 favorecido,	 sin	 más
trámite,	como	lo	dispone	el	artículo	69,	numeral	2	del	Código	Penal”.	(TC,	Exp.
05212-2011-PHC/TC,	dic.	01/2014.	S.	S.	Urviola	Hani)
C.	P.
ART.	 70.—Modificado.	 Ley	 30076,	 Art.	 1°.	 Prohibición	 de
comunicación	de	antecedentes.	Producida	la	rehabilitación,	 los
registros	o	anotaciones	de	cualquier	 clase	 relativas	a	 la	 condena
impuesta	solo	podrán	ser	comunicados	a	solicitud	del	Ministerio
Público	o	del	juez.
TÍTULO	IV
De	las	medidas	de	seguridad
C.	P.
ART.	 71.—Clases	 de	 medidas	 de	 seguridad.	 Las	 medidas	 de
seguridad	que	establece	este	código	son:
1.	Internación;	y
2.	Tratamiento	ambulatorio.
JURISPRUDENCIA.—Medida	de	seguridad	busca	evitar	que	el	sujeto
peligroso	cometa	hechos	antijurídicos.	“(...)	Mientras	que	la	pena
constituye	la	sanción	tradicional	que	caracteriza	al	derecho	penal	y	es	un	mal
con	el	que	este	amenaza	en	el	caso	de	que	se	realice	un	acto	considerado	como
delito;	las	medidas	de	seguridad	‘no	suponen	la	amenaza	de	un	mal	en	el	caso
de	que	se	cometa	un	delito,	sino	un	tratamiento	dirigido	a	evitar	que	un	sujeto
peligroso	llegue	a	cometerlo.	Mientras	que	la	pena	se	inflige	por	un	delito
cometido,	la	medida	de	seguridad	se	impone	como	medio	de	evitarlo.	No
obstante,	desde	la	perspectiva	del	derecho	constitucional,	la	medida	de
internación	no	solo	se	justifica	porque	persigue	evitar	la	comisión	de	futuros
delitos,	sino	también	porque	su	finalidad	es	la	recuperación	de	la	persona.	Y
no	puede	ser	de	otro	modo,	pues	(...)	la	persona	y	la	protección	de	su	dignidad
son	el	fin	supremo	de	la	sociedad	y	del	Estado,	condición	que	no	se	pierde	por
el	hecho	de	haber	sido	condenado	o,	como	en	el	presente	caso,	por	haber	sido
sometido	a	una	medida	de	seguridad.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	8815-2005-PHC/TC,
may.	13/2006.	S.S.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—La	legislación	penal	no	se	aplica
indiscriminadamente	a	los	casos	de	infracciones	penales	cometidas	por
adolescentes.	“La	legislación	penal	no	es	de	aplicación	indiscriminada	a	los
casos	de	infracciones	penales	cometidas	por	adolescentes,	en	razón	de	la
diferencia	que	existe	entre	la	comisión	de	un	hecho	punible	cuya	consecuencia
es	la	imposición	de	una	pena,	con	la	infracción	de	un	menor,	a	cuyo	favor	se
abre	una	investigación	con	el	objeto	de	aplicar,	de	ser	el	caso,	una	medida
socio	educativa.	Ello	en	atención	al	Principio	del	Interés	Superior	del	Niño	y
Adolescente,	regulado	en	el	artículo	noveno	del	Título	Preliminar	del	Código
de	los	Niños	y	Adolescentes	(...)	Tal	atención	a	prestarse	por	los	órganos
jurisdiccionales,	como	se	desprende	de	la	propia	norma	fundamental	(artículo
cuatro),	debe	ser	especial	en	la	medida	en	que	un	niño	o	un	adolescente	no	se
constituye	en	una	parte	más	en	el	proceso	sino	una	que	posee	características
singulares	y	particulares	respecto	de	otras,	por	lo	que	más	allá	del	resultado
del	caso,	debe	procurarse	un	escrupuloso	tratamiento	y	respeto	de	sus
derechos	durante	el	proceso.	Asimismo,	tal	atención	deber	ser	prioritaria	pues
el	interés	superior	del	niño	y	del	adolescente	tiene	precedencia	en	la	actuación
estatal	respecto	de	aquellas	decisiones	judiciales	en	las	que	no	se	encuentran
comprometidos	sus	derechos	fundamentales.”	Noveno.-	En	tal	sentido,
existiendo	legislación	especial	en	el	Código	de	los	Niños	y	Adolescentes
reguladora	de	la	prescripción,	no	son	aplicables	de	modo	supletorio	la
regulación	del	Código	Penal,	salvo	entre	otras	normas,	la	consignada	en	el
tercer	considerando	de	la	presente	resolución,	por	la	razón	allí	indicada	(...)”.
(C.	S.,	Cas.	4076-2014-Lima,	jun.	01/2015.	V.	P.	Cunya	Celi)
JURISPRUDENCIA.—La	prescripción	de	las	infracciones	penales
cometidas	por	menores	corre	sin	interrupciones.	“(…)	Que,	el	Código	de	los
Niños	y	Adolescentes,	no	ha	previsto	la	interrupción	de	las	prescripción
ordinaria	ni	de	la	prescripción	extraordinaria,	que	son	propias	de	la
legislación	penal	ordinaria	y	que	están	previstas	en	el	artículo	ochenta	y	tres
del	Código	Penal.	(…)
Por	consiguiente,	realizado	el	cómputo	respectivo,	se	advierte	que	a	la	fecha
de	elevados	los	autos	a	este	supremo	tribunal,	esto	es,	el	once	de	diciembre	de
dos	mil	catorce,	ya	se	ha	cumplido	el	plazo	de	prescripción	estipulado	en	el
referido	artículo	doscientos	veintidós	del	Código	del	Niño	y	el	Adolescente;	es
decir,	ha	operado	con	exceso	dicho	plazo	de	prescripción,	por	lo	cual,	de
conformidad	con	el	citado	artículo	setenta	y	ocho,	inciso	uno	del	Código	Penal,
ha	quedado	extinguida	la	acción	instaurada	en	contra	del	entonces
adolescente	(…),	en	el	caso	substanciado	en	los	presentes	autos	(…)”.	(C.	S.,	Cas.
4076-2014-Lima,	jun.	01/2015.	V.	P.	Cunya	Celi)
DOCTRINA.—Las	 medidas	 de	 seguridad.	 “(...)	 Como	 es	 sabido,	 las
medidas	de	seguridad	constituyen	una	de	las	dos	posibles	vías	de	reacción
del	ordenamiento	jurídico	penal	contra	los	hechos	antijurídicos,	el	otro	es	la
pena,	 sanción	 cuyos	 presupuestos	 de	 imposición	 son	 la	 antijuricidad	 del
hecho	 cometido	 y	 la	 culpabilidad	 (responsabilidad	 personal)	 del	 sujeto
agente	del	mismo.	En	el	caso	de	las	medidas	de	seguridad,	se	requiere	que,
además	 de	 la	 comisión	 de	 un	 hecho	 antijurídico,	 se	 dé	 un	 elemento
patológico	 que	 fundamente	 la	 ausencia	 de	 responsabilidad	 personal	 del
sujeto	por	el	hecho.	Dicho	 factor	patológico	debe	haber	sido	determinante
de	la	comisión	del	hecho	y	además,	sobre	su	base	ha	de	ser	posible	formular
un	 juicio	 de	 pronóstico	 de	 peligrosidad,	 esto	 es	 de	 previsibilidad	 de	 la
comisión	de	nuevos	hechos	delictivos	en	el	futuro.	(...).
Al	 respecto,	 es	 necesario	 señalar	 que	 la	 imposición	 de	 una	 medida	 de
seguridad	no	implica	necesariamente	que	el	agente	sea	inimputable	durante
todo	el	período	en	que	ésta	se	fije,	prueba	de	ello	se	da	con	lo	prescrito	en
los	dos	últimos	párrafos	del	artículo	75	del	C.	P.,	que	hace	factible	cesar	 la
medida	 de	 internación	 impuesta	 cuando	 la	 autoridad	 correspondiente
informe	al	juez	de	la	causa	mediante	una	pericia	médica,	que	las	causas	que
hicieron	 necesaria	 la	 aplicación	 de	 la	 medida	 de	 seguridad	 han
desaparecido.	 Siendo	 ello	 así,	 es	 claro	 que	 la	 imposición	 de	 la	medida	 de
seguridad	 que	 se	 le	 efectuara	 en	 aquel	 entonces	 al	 procesado	 resultó
congruente	con	el	estado	mental	que	presentaba	aquella	vez,	más	no	con	el
que	presentaba	el	día	del	evento	investigado	en	el	presente	proceso,	puesto
que	a	decir	de	la	evaluación	psiquiátrica	(...)	dicho	procesado	no	presentaba
síntomas	psicóticos	activos,	siendo	ratificada	dicha	pericia	(...)”.	(M.	P.	Dict.
Final.	dic.	16/1999.	D.	1365-99-MP-2da-FSP.	F.S.	Fernández	Hernani)
C.	P.
ART.	72.—Reglas	para	la	aplicación.	Las	medidas	de	seguridad
se	aplicarán	en	concurrencia	con	las	circunstancias	siguientes:
1.	Que	el	agente	haya	realizado	un	hecho	previsto	como	delito;	y
2.	Que	del	hecho	y	de	la	personalidad	del	agente	pueda	deducirse
un	pronóstico	de	comportamiento	 futuro	que	revele	una	elevada
probabilidad	de	comisión	de	nuevos	delitos.
POLÍTICA	NACIONAL	DE	SALUD
Const.
ART.	 9°.—El	 Estado	 determina	 la	 política	 nacional	 de	 salud.	 El	 Poder
Ejecutivo	 norma	 y	 supervisa	 su	 aplicación.	 Es	 responsable	 de	 diseñarla	 y
conducirla	 en	 forma	 plural	 y	 descentralizadora	 para	 facilitar	 a	 todos	 el
acceso	equitativo	a	los	servicios	de	salud.
JURISPRUDENCIA.—Reglas	para	aplicar	una	medida	de	seguridad.	“(...)
Sin	embargo,	las	medidas	de	seguridad	–internación	y	tratamiento
ambulatorio–	no	pueden	ser	impuestas	por	el	juez	penal	con	absoluta	y	entera
discrecionalidad;	antes	bien,	para	que	una	medida	de	seguridad	sea
constitucionalmente	legítima,	ésta	debe	dictarse	dentro	de	los	límites	que	la
ley	prevé	y	en	estricta	observancia	del	principio	de	proporcionalidad.	Por	ello,
de	acuerdo	con	nuestro	ordenamiento	(artículo	72	del	Código	Penal)	deben
concurrir,	en	el	dictado	de	las	medidas	de	seguridad,	las	siguientes
circunstancias:	a)	que	el	agente	haya	realizado	un	acto	previsto	como	delito,	y
b)	que	del	hecho	y	de	la	personalidad	del	agente	puede	deducirse	un
pronóstico	de	comportamiento	futuro	que	revele	una	elevada	probabilidad	de
comisión	de	nuevos	delitos.	Pero	también	las	medidas	de	seguridad	están
sujetas,	como	ya	se	ha	señalado,	a	la	observancia	del	principio	de
proporcionalidad;	en	consecuencia,	tales	medidas	‘deben	ser	proporcionales	a
la	peligrosidad	delictual	del	agente,	la	gravedad	del	hecho	cometido	y	los	que
probablemente	cometiera	si	no	fuese	tratado’	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	8815-2005-
PHC/TC,	may.	13/2006.	S.S.	Alva	Orlandini)
COMENTARIO.—Principio	de	legalidad.	El	principio	de	 legalidad	no	sólo
se	 concreta	 en	 el	 Art.	 72	 sino	 en	 todo	 el	 tratamiento	 sistemático	 de	 las
medidas	de	seguridad	que	ofrece	el	Código	Penal,	que	en	buena	parte	viene
a	ser	la	proclamación	de	los	principios	que	resultan	también	válidos	para	las
penas.	 El	 artículo	 73,	 por	 ejemplo,	 es	 la	 extensión	 del	 principio	 de
proporcionalidad	contemplado	en	el	artículo	VIII	del	Título	Preliminar.
C.	P.
ART.	 73.—Criterios	 de	 individualización.	 Las	 medidas	 de
seguridad	deben	ser	proporcionales	con	 la	peligrosidad	delictual
del	 agente,	 la	 gravedad	 del	 hecho	 cometido	 y	 los	 que
probablemente	cometiera	si	no	fuese	tratado.
C.	P.
ART.	 74.—Internación.	 La	 internación	 consiste	 en	 el	 ingreso	 y
tratamiento	 del	 inimputable	 en	 un	 centro	 hospitalario
especializado	 u	 otro	 establecimiento	 adecuado,	 con	 fines
terapéuticos	o	de	custodia.
Sólo	podrá	disponerse	la	internación	cuando	concurra	el	peligro
de	que	el	agente	cometa	delitos	considerablemente	graves.
JURISPRUDENCIA.—Perspectivas	del	derecho	a	la	salud.	“(...)	tres
perspectivas:	(1)	aquella	que	envuelve	el	contexto	individual,	(2)	familiar	y	(3)
comunitario	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	2016-2004-AA/TC,	oct.	05/2004.	Pres.	Alva
Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Derecho	a	la	salud,	afectaciones.	“(...)	La	denegación
arbitraria	o	ilegal	del	acceso	a	la	prestación,	una	restricción	arbitraria,	una
perturbación	en	el	goce	de	la	misma	o,	finalmente,	una	exclusión	o	separación
arbitraria	o	ilegal	constituyen	lesiones	del	derecho	constitucional	a	la	salud
(…)”.	(TC,	Exp.	N°	2736-2004,	dic.	16/2004.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Concepto	de	derecho	a	la	salud.	“(...)	Comprende	por
un	lado	el	cuidado	de	la	salud	personal,	lo	cual	se	traduce	en	una	atención
adecuada	y	oportuna;	y	por	otro	lado,	requiere	de	aquellas	condiciones
mínimas	de	salud	expresadas	en	aquellos	factores	como	la	nutrición,	vivienda,
condiciones	ambientales	y	ocupacionales	saludables	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	2064-
2004-AA/TC,	jul.	04/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
C.	P.
ART.	75.—Límites	temporales	de	la	medida	de	internación	y
control	 judicial.	 La	 duración	 de	 la	 medida	 de	 internación	 no
podrá	 exceder	 el	 tiempo	 de	 duración	 de	 la	 pena	 privativa	 de
libertad	 que	 hubiera	 correspondido	 aplicarse	 por	 el	 delito
cometido.
Sin	 perjuicio	 de	 que	 el	 juez	 lo	 solicite	 cada	 seis	 meses,	 la
autoridad	 del	 centro	 de	 internación	 deberá	 remitir	 al	 juez	 una
pericia	médica	a	fin	de	darle	a	conocer	si	las	causas	que	hicieron
necesaria	la	aplicación	de	la	medida	han	desaparecido.
En	este	último	caso,	el	 juez	hará	cesar	 la	medida	de	 internación
impuesta.
NOTA:	Texto	modificado	por	fe	de	erratas	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	9	de	mayo	de
1991.
DERECHO	A	LA	SALUD
Const.
ART.	7°.—Todos	 tienen	derecho	a	 la	protección	de	su	salud,	 la	del	medio
familiar	 y	 la	 de	 la	 comunidad	 así	 como	 el	 deber	 de	 contribuir	 a	 su
promoción	 y	 defensa.	 La	 persona	 incapacitada	 para	 velar	 por	 sí	 misma	 a
causa	 de	 una	 deficiencia	 física	 o	 mental	 tiene	 derecho	 al	 respeto	 de	 su
dignidad	 y	 a	 un	 régimen	 legal	 de	 protección,	 atención,	 readaptación	 y
seguridad.
DETERMINACIÓN	Y	DURACIÓN	DE	LA	MEDIDA	DE	SEGURIDAD	DE
INTERNACIÓN
R.	Adm.	336-2011-P-PJ.
ART.	1°.—Precisar	que	 la	duración	de	 la	medida	de	 internación	no	podrá
exceder	 el	 tiempo	 de	 duración	 de	 la	 pena	 privativa	 de	 la	 libertad	 que
hubiera	 correspondido	 aplicar	 al	 infractor	 por	 el	 delito	 cometido.	 Sin
embargo,	en	el	transcurso	de	la	internación,	conforme	al	artículo	75,	primer
párrafo,	del	Código	Penal,	se	puede	cesar,	sustituir	o,	en	su	caso,	mantener	la
medida	impuesta	cuando	las	causas	que	hicieron	necesaria	la	aplicación	de
la	medida	al	inimputable	persistan,	han	desaparecido	o,	de	otro	modo,	han
variado	de	tal	suerte	que	haga	aconsejable	el	cumplimiento	de	otra	medida
si	a	través	de	ella	se	pueda	mejorar	la	resocialización	del	autor.
R.	Adm.	336-2011-P-PJ.
ART.	 2°.—Exhortar	 a	 los	 jueces	 que	 conocen	 procesos	 penales	 de
inimputables	en	ejecución	de	sentencia,	para	que,	en	un	plazo	razonable	y,
necesariamente,	 cada	 seis	 meses,	 previa	 pericia	 médica	 del	 centro
hospitalario	especializado,	o	del	centro	hospitalario	penitenciario	a	que	se
refiere	 el	 artículo	 104,	 numeral	 2,	 del	 Código	 de	 Ejecución	 Penal,	 se
pronuncien	 respecto	 a	 la	 continuación,	 cese,	 o	 variación	 de	 la	medida	 de
internación.
R.	Adm.	336-2011-P-PJ.
ART.	 3°.—Exhortar	 al	 Ministerio	 de	 Salud	 y	 al	 Instituto	 Nacional
Penitenciario	para	que,	al	más	breve	plazo,	 constituya	centros	o	 secciones
hospitalarias	 adecuadas	 y	 dicten,	 en	 lo	 pertinente,	 las	medidas	 necesarias
para	 el	 control	 y	 evaluación	 de	 los	 internos	 inimputables	 por	 resolución
judicial	en	el	plazo	previsto	por	ley.
R.	Adm.	336-2011-P-PJ.
ART.	 4°.—Disponer	 que	 la	 Gerencia	 de	 Informática	 del	 Poder	 Judicial
formule	 el	 plan	 tecnológico	 correspondiente	 para	 el	 adecuado	 registro	 y
seguimiento	 de	 las	 medidas	 de	 detención	 dictados	 por	 los	 jueces	 de	 la
República,	 así	 como	ordenar	 que	 los	 jueces	 del	 orden	 jurisdiccional	 penal
comuniquen,	 por	 intermedio	 de	 la	 presidencia	 de	 la	 corte	 superior
respectiva,	las	medidas	de	detención	y	el	control	de	su	ejecución	conforme
al	artículo	75	del	Código	Penal.
R.	Adm.	336-2011-P-PJ.
ART.	 5°.—Transcribir	 la	 presente	 resolución	 circular	 a	 todas	 las	 cortes
superiores	del	Perú,	Oficina	de	Control	de	la	Magistratura	del	Poder	Judicial,
Fiscalía	de	la	Nación,	Ministerio	de	Salud,	Instituto	Nacional	Penitenciario	y
Defensoría	del	Pueblo.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Duración	de	la	medida	de	seguridad
no	puede	ser	indeterminada.	“(...)	a)	Que	las	medidas	de	seguridad	son
sanciones	que	se	aplican	judicialmente	a	los	inimputables	o	imputables
relativos	que	han	cometido	un	hecho	punible;	que	la	medida	de	internación
es	privativa	de	libertad	y	sólo	puede	aplicarse	cuando	existe	el	peligro
potencial	de	que	el	inimputable	pueda	cometer	en	el	futuro	otros	delitos
considerablemente	graves.	Por	tanto	la	internación	es	una	medida	de
seguridad	que	conlleva	graves	efectos	restrictivos	en	la	libertad	de	las
personas.	(...)	b)	Que,	en	consecuencia,	tratándose	de	una	sanción	de	la	medida
de	internación	sólo	puede	ser	impuesta	en	la	sentencia	y	luego	de	que	en	juicio
se	haya	acreditado	la	realización	del	delito	por	el	inimputable	y	su	estado	de
peligrosidad.	c)	Que	la	duración	de	la	medida	de	internación	no	puede	ser
indeterminada,	por	eso	el	operador	judicial	debe	definir	en	la	sentencia	su
extensión	temporal,	la	cual,	conforme	lo	establece	el	artículo	setenticinco	ab
initio,	en	ningún	caso	puede	exceder	los	límites	cuantitativos	de	la	pena
privativa	de	libertad	concreta,	que	se	hubiera	aplicado	al	procesado	si	hubiera
sido	una	persona	imputable.	d)	Que,	además,	la	duración	de	la	medida	de
interacción	debe	ser	proporcional	a	la	peligrosidad	potencial	del	agente	y
coherente	con	las	recomendaciones	que	sobre	el	tratamiento	a	aplicar	haya
precisado	el	perito	psiquiatra.	(...)”.	(CS,	R.N.	N°	104-2005,	abr.	02/2005.	S.S.
Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—La	duración	máxima	de	una	medida	de	seguridad
es	el	tiempo	que	habría	durado	la	pena	privativa	de	libertad.	“(...)
artículo	75	del	Código	Penal	(...)	La	sentencia	correspondiente,	por	tanto,	ha
de	fijar	un	límite	máximo	de	la	medida	de	internación	(...).	El	criterio	para	la
fijación	de	dicho	límite	es	el	tiempo	que	habría	durado	la	pena	privativa	de
libertad	si	el	sujeto	hubiera	sido	declarado	responsable;	esto	es,	desde	la
dicción	de	la	norma	nacional,	en	función	a	lo	prescrito	en	el	artículo	IX	del
Título	Preliminar	del	Código	Penal,	que	guía	el	fin	de	la	medida	de	seguridad,
y	el	artículo	VIII	del	mismo	código,	que	menciona	el	principio	de
proporcionalidad	desde	los	intereses	públicos	predominantes,	debe	tomarse	en
consideración	la	pena	concreta.	(...)	Por	ahora	no	puede	fijarse	un	límite
menor,	aun	cuando	es	de	entender	que	las	normas	individualizadoras	de	los
criterios	que	concretan	la	peligrosidad	son	estrictamente	personales	y	no
pueden	transferirse	de	individuo	en	individuo,	lo	que	funciona	como	un	límite
subjetivo	que	se	concreta	mediante	un	pronóstico	judicial	con	base,	entre
otros,	en	la	apreciación	(...)	con	arreglo	a	los	párrafos	segundo	y	tercero	del
citado	artículo	75	del	Código	Penal,	el	límite	máximo	fijado	no	es	irreversible	o
inmodificable	–por	esto	es	solo	máximo–	sino	que,	por	su	propia	naturaleza,
permite	que	la	duración	de	la	internación	acordada	se	interrumpa	antes	del
vencimiento	de	dicho	tope	cuando	la	recuperación	o	mejora	de	la	salud	del
anormal	psíquico	grave	permita	la	cesación	de	dicha	medida;	esto	es,	cuando
conste	la	curación	o	la	desaparición	del	estado	de	peligrosidad	–la	medida	de
seguridad	se	fundamenta	en	la	peligrosidad	y	está	orientada	a	prevenirla–.
Este	juicio	en	orden	a	la	probabilidad	de	una	conducta	futura	interna
socialmente	dañosa,	así	como	el	convencimiento	sobre	el	grado	de	remisión	de
la	enfermedad,	corresponde	al	juez	de	la	ejecución,	a	través	de	controles
sucesivos	en	la	que	ha	de	comprobar	la	concurrencia	o	no	de	los	presupuestos
que	en	su	día	determinaron	la	decisión	de	la	internación	(...)”	(CS,	R.	N.	3608-
2014-Piura,	mar.	27/2015.	V.	P.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—Temporabilidad	de	las	medidas	de	seguridad.	“(...)
Dado	que	la	medida	de	internación	consiste	en	el	ingreso	y	tratamiento	del
inimputable	en	un	centro	hospitalario	u	otro	establecimiento	adecuado,	con
fines	terapéuticos	o	de	custodia,	tal	ingreso	no	puede	ser	por	un	tiempo
indefinido	sino	limitado	(...).	Por	otro	lado,	la	imposición	de	la	medida	de
internación	comporta	una	facultad	para	el	juez	que	la	dictó	y	un	deber	para	la
autoridad	del	centro	en	el	cual	se	encuentra	internada	la	persona.	El	juez
penal	puede	solicitar,	cada	seis	meses,	a	la	autoridad	del	centro	de	internación
un	peritaje	a	fin	de	conocer	si	las	causas	que	dieron	lugar	al	dictado	de	la
medida	de	internación	han	desaparecido.	Sin	perjuicio	de	ello,	la	autoridad	del
centro	de	internación	está	obligada	a	remitir	dicho	peritaje,	al	margen	de	que
el	juez	la	solicite	o	no	(artículo	75	del	Código	Penal).	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	8815-
2005-PHC/TC,	may.	13/2006.	S.S.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—La	medida	de	seguridad	no	solo	busca	evitar	la
comisión	de	futuros	delitos,	también	persigue	la	recuperación	de	la
persona	peligrosa.	“(…)	Sin	embargo,	para	que	la	imposición	de	la	medida	de
seguridad	sea	constitucionalmente	legítima	su	dictado	debe	conformarse	a	los
límites	que	la	ley	prevé	y	observar	de	manera	estricta	el	principio	de
proporcionalidad	que	la	propia	normativa	legal	ha	previsto	en	el	artículo	73
del	aludido	código	(…).
4.	Entonces	las	medidas	de	seguridad	suponen	‘un	tratamiento	dirigido	a
evitar	que	un	sujeto	peligroso	llegue	a	comete[r	un	delito]’,	esto	es,	que	su
imposición	judicial	obedece	a	una	previsión	legal	que	tiene	por	finalidad
evitar	la	comisión	de	un	futuro	delito.	Ahora,	desde	una	apreciación
constitucional	‘[las	medidas	de	seguridad]	no	solo	justifica[n]	(…)	evitar	la
comisión	de	futuros	delitos’,	sino	con	igual	o	mayor	finalidad	persiguen	la
recuperación	de	la	salud	de	la	persona	peligrosa	(…).
5.	A	ello	se	debe	agregar	que,	conforme	a	la	previsión	legal	establecida	y	al
deber	de	la	aplicación	del	principio	de	proporcionalidad	en	estos	casos,	la
duración	de	las	medidas	de	seguridad	(así	como	lo	es	la	temporalidad	de	las
penas)	no	puede	ser	indefinida	sino	que	debe	ser	delimitada.”	(TC,	Exp.	03425-
2010-PHC/TC,	en.	14/2011.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Adecuación	de	la	medida	de	seguridad	de
internación	a	una	de	tratamiento	ambulatorio	no	implica	vulneración
del	principio	de	la	inmutabilidad	de	la	cosa	juzgada	o	revivir	un	proceso
fenecido.	“(…)	En	el	caso	de	autos,	toca	a	este	colegiado	analizar	la	ejecutoria
suprema	de	fecha	7	de	octubre	de	2008,	que	declaró	no	haber	nulidad	en	la
resolución	de	la	sala	superior	que	confirmó	la	variación	de	la	medida	de
seguridad	de	internamiento	por	espacio	de	tres	años	(impuesta	al	actor	en	la
sentencia)	por	la	de	tratamiento	ambulatorio	sin	que	se	haya	precisado	la
duración	de	esta	última	medida,	esto	es,	verificando	la	constitucionalidad	de
la	ejecutoria	suprema	cuestionada	a	partir	de	su	examen	conforme	a	la
motivación	de	las	resoluciones	judiciales	que	establece	el	artículo	139,	inciso
5,	de	la	Constitución,	en	referencia	a	los	derechos	cuya	vulneración	se	alega	en
los	hechos	de	la	demanda	y	conforme	a	los	actuados	e	instrumentales	que
obran	en	el	presente	expediente	constitucional.
14.	Ahora	bien,	examinada	la	resolución	cuestionada,	este	colegiado	aprecia
que	el	órgano	judicial	demandado	ha	cumplido	con	la	exigencia	constitucional
establecida	respecto	de	la	motivación	de	las	resoluciones	judiciales	al	expresar
sus	fundamentos	(…)	una	argumentación	objetiva	y	razonable	para
determinar	la	viabilidad	de	la	“variación”	de	la	medida	de	seguridad	de
internamiento	impuesta	al	actor	por	la	de	tratamiento	ambulatorio.
En	efecto,	de	lo	anteriormente	expuesto	se	tiene	que	los	emplazados,
apreciando	objetivamente	la	imposibilidad	material	de	la	ejecución	de	la
medida	de	internación	por	el	término	de	3	años	determinada	en	la	sentencia
(inejecución	de	la	medida	que	este	tribunal	no	valida),	confirmaron	la	medida
de	variar	el	internamiento	del	actor	en	un	centro	hospitalario	psiquiátrico	por
el	tratamiento	ambulatorio,	pronunciamiento	que	no	resulta	per	se
inconstitucional	por	las	siguientes	razones:	a)	no	es	cierto	que	se	haya
suplantado	(modificado)	la	medida	de	seguridad	de	internación	impuesta	en
la	sentencia	por	otra	medida,	pues	este	tribunal	advierte	que	judicialmente	se
adecuó	la	medida	de	seguridad	de	internación	a	la	medida	de	tratamiento
ambulatorio	que	–presentándose	su	necesidad–	resulta	ser	menos	restrictiva
para	el	logro	del	restablecimiento	de	la	salud	mental	del	actor,	sin	que	ello
implique	la	vulneración	al	principio	de	la	inmutabilidad	de	cosa	juzgada	o	que
se	esté	reviviendo	el	proceso	fenecido	del	actor	ya	que	la	medida	de	seguridad
impuesta	en	la	sentencia	se	encuentra	vigente	en	tanto	su	adecuación	a	la
medida	de	tratamiento	ambulatorio	se	ha	dado	bajo	apercibimiento	de	ser
revocada,	es	decir,	se	ha	previsto	la	reversibilidad	de	la	medida,	tanto	más	si
dicho	pronunciamiento	judicial	se	ha	emitido	en	el	marco	de	la	ejecución	de
sentencia	del	favorecido	en	la	que	la	internación	que	le	fue	impuesta	no	ha
sido	ejecutada	en	su	totalidad	(tres	años);	b)	en	el	caso	de	autos,	la
determinación	judicial	de	que	el	actor	cumpla	con	la	medida	de	seguridad
establecida	en	la	sentencia	–en	abstracto–	supone	una	finalidad	específica
prestacional	que	se	manifiesta	en	el	objetivo	de	que	el	actor	restablezca	su
salud	mental	y	su	bienestar	con	el	tratamiento	terapéutico	especializado	y,	de
otro	lado,	una	finalidad	general	de	prevención	que	supone	el	tratamiento
terapéutico	del	actor	(declarado	judicialmente	peligroso)	dirigido	a	evitar	que
cometa	un	nuevo	delito	en	agravio	de	otras	personas;	y	c)	las	medidas	de
seguridad	impuestas	por	sentencia	firme	no	se	consuman	con	el	mero
transcurrir	del	tiempo,	sino	que	suponen	que	el	tratamiento	terapéutico
dispuesto	por	el	juzgador	logre	su	finalidad	de	restablecer	la	salud	mental	del
inculpado,	resultando	del	caso	de	autos	que	la	sala	suprema	emplazada	ha
estimado	la	pertinencia	de	un	tratamiento	ambulatorio	para	su	caso
considerando,	entre	otros,	que	el	tratamiento	terapéutico	del	beneficiario	no
se	ha	ejecutado	en	su	totalidad.”	(TC,	Exp.	03425-2010-PHC/TC,	en.	14/2011.
Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—El	derecho	fundamental	a	la	salud	mental	y	a	la
integridad	personal.	“(…)	6.	La	Constitución	en	su	artículo	7°	reconoce	el
derecho	que	tiene	toda	persona	a	la	protección	de	su	salud,	así	como	el	deber
del	Estado	de	contribuir	a	la	promoción	y	defensa	de	aquella.	Si	bien	es	cierto
que	el	derecho	a	la	salud	no	se	encuentra	contenido	en	el	capítulo	de	derechos
fundamentales	de	la	Constitución,	también	es	cierto	que	su	inherente	conexión
con	los	derechos	a	la	vida,	a	la	integridad	personal	y	el	principio	de	dignidad
de	la	persona,	lo	configura	como	un	derecho	fundamental	innegable	y
necesario	para	el	propio	ejercicio	del	derecho	a	la	vida	toda	vez	que
constituye,	como	lo	señala	el	artículo	I	del	Título	Preliminar	de	la	Ley	N°
26842	-	Ley	General	de	Salud,	‘condición	indispensable	del	desarrollo	humano
y	medio	fundamental	para	alcanzar	el	bienestar	individual	y	colectivo’.”.	(TC,
Exp.	03425-2010-PHC/TC,	en.	14/2011.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—El	no	fijar	la	duración	de	la	medida	de	seguridad	no
necesariamente	invalida	la	resolución.	“(…)	Por	lo	tanto,	la	disposición	de
que	el	favorecido	reciba	su	tratamiento	terapéutico	especializado	en	forma
ambulatoria	y	no	internado	(sustentado	en	las	pericias	que	aluden	en	la
resolución	cuestionada)	no	significa	que	se	le	haya	sancionado	dos	veces	por
el	mismo	hecho	(como	refiere	el	recurrente	en	la	demanda),	sino	que	incluye
la	efectivización	del	tratamiento	terapéutico	del	actor	en	la	medida	en	que
concierne	al	juez	de	ejecución	tomar	las	medidas	óptimas	para	efectivizar	la
ejecución	de	la	sentencia,	contexto	el	descrito	en	el	que	no	se	evidencia	la
manifestación	de	los	presupuestos	constitutivos	de	afectación	al	principio	ne
bis	in	ídem.
15.	No	obstante	lo	anteriormente	expuesto,	este	colegiado	advierte	que	no
ocurre	lo	mismo	en	cuanto	a	la	fundamentación	que	concierne	a	la	duración
de	la	medida	de	tratamiento	ambulatoria	impuesta	al	actor,	pues	si	bien	la
temporalidad	de	dicha	medida	no	fue	fijada	por	las	instancias	ordinarias
precedentes	la	sala	suprema	emplazada	debió	establecer	su	término,	esto	es,
precisar	con	criterios	de	proporcionalidad	y	razonabilidad	la	fecha	de	su
culminación,	a	fin	de	que	su	imposición	resulte	válida.	Por	lo	tanto,	en	este
extremo	de	la	ejecutoria	suprema	cuestionada	se	observa	una	ausencia;	sin
embargo,	ello	no	termina	por	invalidarla	si	apreciamos	que	dicho
pronunciamiento	judicial,	en	su	conjunto,	comporta	una	motivación
insuficiente	que	debe	ser	subsanada.”	(TC,	Exp.	03425-2010-PHC/TC,	en.
14/2011.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Criterios	para	fijar	la	duración	de	una	medida	de
seguridad.	“(…)	A	estos	efectos,	el	órgano	judicial	emplazado	debe
considerar:	i)	la	temporalidad	del	tratamiento	terapéutico	con	internación
que	le	fue	impuesto	al	actor,	en	referencia	a	la	temporalidad	que	debe	tener	el
tratamiento	ambulatorio;	ii)	que	la	imposibilidad	material	del	cumplimiento
de	la	internación	sentenciada	no	puede	imputarse	al	favorecido;	iii)	el
tratamiento	efectivo	que	habría	recibido	el	favorecido	desde	la	fecha	en	que
fue	sentenciado,	teniéndose	al	respecto	la	aseveración	descrita	en	la
cuestionada	ejecutoria	suprema	que	señala	que	el	beneficiario	viene
‘asistiendo	a	las	terapias	médicas	y	colaborando	con	el	tratamiento
farmacológico’,	por	lo	que	la	duración	del	tratamiento	ambulatorio	habría
disminuido	prudencialmente;	y	iv)	valorando	debidamente	los	informes
médicos	que	concluyeron	en	la	última	evaluación	realizada	al	paciente	que	–
conforme	se	expone	en	la	resolución	cuestionada–	acreditan	que	el	actor	no
presenta	signos	ni	síntomas	de	tipo	psicótico	y	cuenta	con	capacidad	de
discernimiento	y	buen	juicio	de	la	realidad,	instrumentales	que	deben	ser
contrastadas	con	una	nueva	pericia	médica	estatal	que	el	juez	ordinario	debe
disponer	que	se	practique	al	favorecido	en	el	día	de	notificada	la	presente
sentencia.
A	ello	se	debe	agregar	que	la	temporalidad	de	la	medida	de	internación
impuesta	en	la	sentencia	constituye	el	marco	de	temporalidad	del	tratamiento
terapéutico	del	favorecido	y	es	en	dicha	medida	que	debe	establecerse	la
duración	del	tratamiento	ambulatorio,	pues	una	cuestión	es	el	tratamiento
terapéutico	al	interior	de	un	nosocomio	especializado	y	otra	similar	–pero	no
igual–	el	tratamiento	ambulatorio	con	terapias,	farmacología	y	control	en
forma	trimestral	(que	se	alude	en	la	resolución	cuestionada),	ambos	con	la
finalidad	de	alcanzar	el	restablecimiento	de	la	salud	mental	del	beneficiario,
que	sin	embargo	el	actor	habría	superado	en	parte	conforme	se	colige	de	los
fundamentos	de	la	ejecutoria	suprema	materia	de	autos.”	(TC,	Exp.	03425-
2010-PHC/TC,	en.	14/2011.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—La	imposición	de	una	medida	de	seguridad	debe
obedecer	a	los	principios	de	proporcionalidad	y	de	razonabilidad.	“(…)
17.	Este	tribunal,	para	resolver	la	periodicidad	de	la	medida	de	tratamiento
ambulatoria	estima	pertinente	señalar	los	siguientes	criterios:
a)	En	general,	toda	medida	de	seguridad	de	tratamiento	ambulatorio
impuesta	al	inculpado	debe	considerar	una	determinada	periodicidad	de	las
atenciones	terapéuticas	especializadas	y	con	un	tiempo	límite	de	duración	del
tratamiento.
b)	Toda	medida	de	seguridad	de	tratamiento	ambulatorio	impuesta	al
inculpado	debe	contar	con	una	motivación	especial	que	justifique	su
imposición	en	suficientes	pericias	médicas	estatales.
c)	Conforme	a	lo	establecido	en	el	artículo	75	del	Código	Penal	debe
interpretarse	que:	i)	corresponde	al	juez	de	ejecución	penal	controlar	el
tratamiento	ambulatorio	que	fuera	impuesto	al	sentenciado	a	través	de	las
periódicas	pericias	médicas	estatales,	y	ii)	el	Juez	de	ejecución	puede	hacer
cesar	la	medida	de	seguridad	de	tratamiento	ambulatorio	–en	momento
anterior	al	límite	temporal	judicialmente	impuesto	en	la	sentencia–
sustentándose	en	las	suficientes	pericias	médicas	estatales,	determinación
judicial	que	debe	ponerse	en	conocimiento	de	las	partes.
d)	La	imposición	de	la	medida	de	seguridad	de	tratamiento	ambulatorio,	en
todos	los	casos,	debe	obedecer	a	los	principios	de	proporcionalidad	y	de
razonabilidad,	lo	que	implica	que	aquella	sea	idónea,	adecuada	y
estrictamente	necesaria	para	el	logro	de	los	fines	que	persiguen	las	medidas
de	seguridad	en	el	marco	de	la	ejecución	de	la	sentencia.”	(TC,	Exp.	03425-
2010-PHC/TC,	en.	14/2011.	Pres.	Mesía	Ramírez)
C.	P.
ART.	 76.—Tratamiento	 ambulatorio.	 El	 tratamiento
ambulatorio	 será	 establecido	y	 se	 aplicará	 conjuntamente	 con	 la
pena	al	imputable	relativo	que	lo	requiera	con	fines	terapéuticos	o
de	rehabilitación.
C.	P.
ART.	 77.—Sistema	 vicarial.	 Cuando	 se	 necesite	 aplicar	 una
medida	de	internación	a	un	imputable	relativo,	o	a	un	toxicómano
o	 alcohólico	 imputable,	 el	 juez	 dispondrá	 que	 ella	 tenga	 lugar
antes	 de	 la	 pena.	 El	 período	 de	 internación	 se	 computará	 como
tiempo	de	cumplimiento	de	la	pena	sin	perjuicio	que	el	juez	pueda
dar	por	extinguida	la	condena	o	reducir	su	duración	atendiendo	al
éxito	del	tratamiento.
COMENTARIO.—Sistema	vicarial.	Entre	el	sistema	monista	(que	utiliza	las
penas	 o	 las	 medidas	 de	 seguridad,	 pero	 no	 ambas)	 y	 el	 dualista	 (que
reconoce	 la	 aplicación	 de	 pena	 y	medida	 de	 seguridad,	 en	 este	 sistema	 la
medida	de	seguridad	es	acumulada	a	 la	pena)	el	Código	Penal	opta	por	un
sistema	vicarial	que	entiende	que	la	pena,	fundada	en	la	culpabilidad,	puede
ser	sustitutiva	en	su	ejecución	por	una	medida	de	seguridad,	computándose
el	tiempo	de	ésta	con	el	de	la	pena,	sin	perjuicio	que	el	juez	pueda	dar	por
extinguida	 la	 condena	 o	 reducir	 su	 duración	 atendiendo	 al	 éxito	 del
tratamiento.
El	 sistema	 vicarial	 ha	 de	 verse	 ya	 en	 el	 artículo	 76	 del	 Código	 Penal,	 el
mismo	 que	 prevé	 la	 posible	 imposición,	 junto	 a	 la	 pena,	 de	 medidas	 de
seguridad	al	imputable	relativo.
TÍTULO	V
Extinción	de	la	acción	penal	y	de	la	pena
C.	P.
ART.	78.—Modificado.	Ley	26993,	Art.	1°.	Causales.	La	acción
penal	se	extingue:
1.	Por	muerte	del	 imputado,	prescripción,	amnistía	y	el	derecho
de	gracia.
2.	Por	autoridad	de	cosa	juzgada.
3.	 En	 los	 casos	 que	 sólo	 proceda	 la	 acción	 privada,	 ésta	 se
extingue,	 además	 de	 las	 establecidas	 en	 el	 numeral	 1,	 por
desistimiento	o	transacción.
JURISPRUDENCIA.—La	prerrogativa	de	dar	una	amnistía	no	es	ni	puede
ser	absoluta.	“Primero:	La	amnistía	es	un	derecho	que	el	Congreso	ejerce	en
nombre	de	la	sociedad	a	fin	de	aplicar	el	olvido	a	ciertos	tipos	de	delito,	los
cuales	se	tienen	como	hechos	no	punibles,	y	se	considera	como	nunca
perpetrados;	Segundo:	La	respetabilidad	de	esta	institución	ha	radicado	en	la
precisión	conceptual	que	el	derecho	le	ha	otorgado	a	través	de	la	historia,	la
lógica	y	el	lenguaje,	así,	el	Diccionario	de	Legislación	Peruana	de	1879,
contenía	la	indicación	que	la	amnistía	implica	‘el	olvido	general	de	los	delitos
cometidos	contra	el	Estado’,	y	el	de	la	Real	Academia	Española	de	la	Lengua,
la	define	‘como	el	olvido	de	los	delitos	políticos,	otorgado	por	la	ley
ordinariamente	a	cuantos	reos	tengan	posibilidades	análogas	entre	sí’;
significados	semánticos	que	la	historia	y	práctica	constitucional	republicana
en	el	Perú	ha	seguido,	así	la	Constitución	de	1867	prescribía	como	atribución
del	Congreso	la	concesión	de	amnistía	en	los	supuestos	de	juicios	políticos,	y	la
Constitución	de	1933	facultaba	excepcionalmente	al	Poder	Ejecutivo	a
conceder	el	derecho	de	gracia	respecto	a	los	condenados	por	delitos	político-
sociales;
Tercero:	Asimismo,	la	lógica	jurídica	presente	en	la	definición	de	una
institución	normada,	no	puede	ser	distinta,	ni	negar	el	sentido	lógico	formal,
que	la	contiene,	tampoco	puede	negar	el	contenido	histórico	y	doctrinario
presente	en	su	definición,	por	tanto,	la	amnistía	a	la	que	se	refiere	la
Constitución	peruana,	no	es	una	institución	ajena,	diferente	y	contraria	a	lo
que	la	historia,	la	lengua	y	el	derecho	definen	como	tal,	y	no	puede	ejercerse
ilimitadamente	y	dándole	a	la	ley	que	la	otorga	contenidos	ajenos	a	la
institución	en	sí;
Cuarto:	Que	si	bien	dictar	amnistías	es	una	facultad	exclusiva	del	Congreso,
con	base	en	la	Constitución,	ésta	tiene	que	aplicarse	en	consonancia	y
coherencia	con	el	resto	del	ordenamiento	constitucional,	es	decir,	la
prerrogativa	de	dar	una	amnistía	no	es	ni	puede	ser	absoluta”	(TC,	Sent.	del
Pleno	-	Exp.	013-96-I/TC,	abr.	28/1997.	S.	S.	Nugent)
JURISPRUDENCIA.—La	gracia	presidencial	y	la	garantía	jurisdiccional
de	la	Constitución:	inexistencia	de	zonas	exentas	de	control
constitucional.	“Conforme	a	lo	anteriormente	expuesto,	afirmar	que	existen
actos	de	alguna	entidad	estatal	cuya	validez	constitucional	no	puede	ser
objeto	de	control	constitucional,	supone	sostener,	con	el	mismo	énfasis,	que	en
tales	ámbitos	la	Constitución	ha	perdido	su	condición	de	norma	jurídica,	para
volver	a	ser	una	mera	carta	política	referencial,	incapaz	de	vincular	al	poder.
(…)	Es	por	ello	que	constituye	una	consecuencia	directa	del	carácter	jurídico
de	la	Constitución,	el	control	jurisdiccional	de	los	actos	de	todos	los	poderes
públicos	y	de	los	particulares.
En	este	orden	de	ideas,	siendo	el	control	jurisdiccional	de	la
constitucionalidad	de	todos	los	actos,	una	clara	consecuencia	de	la
supremacía	constitucional,	no	puede	afirmarse	que	la	sola	existencia	de	la
potestad	presidencial	de	conceder	la	gracia	impida	ejercer	un	control	por
parte	de	las	autoridades	jurisdiccionales,	máxime	si,	como	se	advierte	de	la
resolución	cuestionada,	son	también	razones	de	orden	constitucional	las	que
motivaron	la	decisión	de	no	aplicarla.
Y	es	que,	en	efecto,	parece	haber	un	conflicto	entre	la	potestad	presidencial
de	conceder	el	derecho	de	gracia,	(artículo	118	de	la	Constitución)	y	las
razones	esgrimidas	por	la	sala	emplazada	para	dejar	de	aplicar	la	misma
(todas	ellas	de	orden	constitucional).	Al	respecto,	no	puede	soslayarse	el	hecho
de	que,	tanto	como	las	razones	humanitarias	que	inspiran	la	concesión	de	la
gracia	presidencial	como	los	fines	preventivo	generales	de	las	penas	que	se
pretende	proteger	a	través	de	la	persecución	penal	gozan	de	cobertura
constitucional.”	(TC,	Exp.	N°	04053-2007-PHC/TC,	dic.	18/2007.	Pres.	Landa
Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—La	gracia	presidencial	y	sus	límites
constitucionales:	control	jurisdiccional.	“Del	mismo	modo,	es	de	señalarse
que	para	el	caso	de	la	gracia	presidencial,	es	claro	que	constituyen	límites
formales	de	la	misma,	los	requisitos	exigidos	de	manera	expresa	en	el	artículo
118,	inciso	21	de	la	Constitución,	a	saber:	1)	Que	se	trate	de	procesados,	no	de
condenados	2)	Que	la	etapa	de	instrucción	haya	excedido	el	doble	de	su	plazo
más	su	ampliatoria.	3)	Aparte	de	los	requisitos	ya	mencionados,	cabe	señalar
la	necesidad	de	refrendo	ministerial	(artículo	120	de	la	Constitución).
En	lo	referente	a	los	límites	materiales	de	la	gracia	presidencial,	es	de
señalarse	que	en	tanto	interviene	en	la	política	criminal	del	Estado,	tendrá
como	límites	el	respetar	los	fines	constitucionalmente	protegidos	de	las	penas,
a	saber	fines	preventivo	especiales	(artículo	139,	inciso	22	de	la	Constitución)
y	fines	preventivo	generales,	derivados	del	artículo	44	de	la	Constitución	y	de
la	vertiente	objetiva	del	derecho	a	la	libertad	y	seguridad	personales.	(…).
Asimismo,	el	derecho	de	gracia,	en	tanto	implica	interceder	ante	alguno	o
algunos	de	los	procesados	en	lugar	de	otros,	debe	ser	compatibilizado	con	el
principio-derecho	de	igualdad.	Así,	será	válida	conforme	al	principio	de
igualdad	la	gracia	concedida	sobre	la	base	de	las	especiales	condiciones	del
procesado.
En	este	sentido,	la	gracia	presidencial	deberá	ser	concedida	por	motivos
humanitarios,	en	aquellos	casos	en	los	que	por	la	especial	condición	del
procesado	(por	ejemplo,	portador	de	una	enfermedad	grave	e	incurable	en
estado	terminal)	tornarían	inútil	una	eventual	condena,	desde	un	punto	de
vista	de	prevención	especial.
Por	el	contrario,	la	concesión	de	la	gracia	presidencial	en	un	caso	en	el	que	el
que	la	situación	del	procesado	no	sea	distinta	a	la	de	los	demás	procesados	y
no	existan	razones	humanitarias	para	su	concesión,	será,	además	de
atentatoria	del	principio	de	igualdad,	vulneratoria	de	los	fines	preventivo
generales	de	las	penas	constitucionalmente	reconocidos,	fomentando	la
impunidad	en	la	persecución	de	conductas	que	atentan	contra	bienes
constitucionalmente	relevantes	que	es	necesario	proteger.”	(TC,	Exp.	N°
04053-2007-PHC/TC,	dic.	18/2007.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Control	difuso	jurisdiccional	del	ejercicio	del
derecho	de	gracia.	“(...)	Definida	la	cuestión	de	la	legitimidad	en	el	control
del	ejercicio	del	derecho	de	gracia,	por	parte	del	Poder	Judicial,	debe	evaluarse
en	qué	condiciones	puede	hacerse	efectiva	esta	función	contralora	de	la
judicatura.	Para	este	efecto,	el	órgano	jurisdiccional	debe	contar	con	los
elementos	de	juicio	mínimos	para	verificar	las	exigencias	señaladas	en	el
considerando	precedente.	Esto	implica	que	la	resolución	suprema	mediante	la
cual	se	concede	el	derecho	de	gracia	a	un	procesado	debe	estar	debidamente
motivada.	(...)”.	(CSJ.	Lima,	Exp.	N°	39-02,	jun.	23/2006.	Pres.	Barrios
Alvarado)
JURISPRUDENCIA.—La	prescripción	es	una	causa	de	extinción	de	la
responsabilidad	penal	fundada	en	la	acción	del	tiempo.	“(...)	en	general,	la
prescripción	es	una	causa	de	extinción	de	la	responsabilidad	penal	fundada	en
la	acción	del	tiempo	sobre	los	acontecimientos	humanos	o	la	renuncia	del
Estado	al	ius	punendi,	en	razón	de	que	el	tiempo	transcurrido	borra	los	efectos
de	la	infracción,	existiendo	apenas	memoria	social	de	esta.	Es	decir,	que
mediante	la	prescripción	se	limita	la	potestad	punitiva	del	Estado,	dado	que	se
extingue	la	posibilidad	de	investigar	un	hecho	criminal	y,	con	él,	la
responsabilidad	del	supuesto	autor	o	autores	del	delito	investigado.”	(TC,	Exp.
N°	7451-2005-PHC/TC,	ago.	10/2006.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Eficacia	negativa	de	la	cosa	juzgada	impide	nueva
sentencia	sobre	el	mismo	objeto.	“(…)	El	Código	Penal	en	su	artículo	78,
sobre	las	formas	de	extinción	de	la	acción	penal	y	la	pena,	señala	(…)	Esta
norma	hace	referencia	a	la	denominada	eficacia	negativa	de	la	cosa	juzgada,
es	decir,	impide	una	nueva	sentencia	sobre	el	mismo	objeto	penal	enjuiciado
con	anterioridad;	evita	que	una	misma	persona	pueda	ser	enjuiciada	dos	veces
por	los	mismos	hechos	en	tanto	se	trate	de	un	enjuiciamiento	jurídico
homogéneo	(…)”.	(CS.	Ac.	Plen.	4-2006/CJ-116,	dic.	29/2006.	S.S.	Salas
Gamboa).
DOCTRINA.—La	acusación	como	mecanismo	idóneo	para	interrumpir
el	 término	 de	 prescripción.	 “(...)	 la	 resolución	 de	 acusación	 es	 un	 acto
idóneo	para	interrumpir	la	prescripción	pues	es	el	reflejo	de	una	actividad
investigativa	 en	 la	 que	 se	 han	 recaudado	 las	 pruebas	 indispensables	 para
predicar	 la	 comisión	 del	 hecho	 punible	 y	 formular	 un	 cargo	 concreto	 en
contra	del	sindicado,	circunstancias	que	justifican	plenamente	la	existencia
de	un	nuevo	cómputo	del	 término	de	prescripción	de	 la	acción	penal	para
que	 resuelva	 de	manera	 definitiva	 la	 situación	 jurídica	 del	 implicado	 con
arreglo	a	un	debido	proceso	público	y	sin	dilaciones	injustificadas.
A	lo	anterior	se	suma	el	hecho	de	que	la	resolución	de	acusación	no	es	una
sanción	ni	tiene	carácter	definitivo	de	modo	que	permite	el	ejercicio	de	los
derechos	 constitucionales	 del	 sindicado.	 Por	 tal	 razón	 no	 comporta
restricción	 alguna	 de	 las	 garantías	 constitucionales,	 entre	 ellas	 la
presunción	de	inocencia	que	permanece	incólume	mientras	no	se	declare	su
responsabilidad	mediante	sentencia	judicial	en	firme.
La	finalidad	que	persigue	el	legislador	al	consagrar	la	medida	bajo	examen
no	 es	 otra	 que	 la	 de	 asegurar	 la	 efectividad	 de	 los	 principios
constitucionales	 consagrados	 en	 el	 ordenamiento	 superior,	 asegurando	 la
convivencia	 pacífica	 y	 la	 vigencia	 de	 un	 orden	 justo,	 al	 impedir	 que	 la
comisión	de	 un	 hecho	punible	 quede	 en	 la	 impunidad,	 pues	 en	 últimas	 lo
que	 se	 pretende	 con	 la	 interrupción	de	 la	 prescripción	 es	 la	 obtención	de
una	 eficaz	 administración	 de	 justicia,	 fin	 este	 que	 en	 ningún	 momento
lesiona	 los	 derechos	 que	 le	 asisten	 a	 los	 procesados	 dentro	 de	 una
investigación	 penal.	 (...)”.	 (C.	 Const.	 de	 Colombia,	 Sent.	 C-416,	 mayo
28/2002.	M.P.	Clara	Inés	Vargas	Hernández)
ATRIBUCIONES	DEL	CONGRESO
Const.
ART.	102.—Son	atribuciones	del	Congreso:
(...).
6.	Ejercer	el	derecho	de	amnistía.
(...).
FUNCIONES	DEL	PRESIDENTE
Const.
ART.	118.—Corresponde	al	Presidente	de	la	República:
(...).
21.	Conceder	 indultos	 y	 conmutar	 penas.	 Ejercer	 el	 derecho	 de	 gracia	 en
beneficio	de	los	procesados	en	los	casos	en	que	la	etapa	de	instrucción	haya
excedido	el	doble	de	su	plazo	más	su	ampliatoria.
(...).
FUNCIÓN	JURISDICCIONAL
Const.
ART.	139.—Son	principios	y	derechos	de	la	función	jurisdiccional:
(...).
13.	 La	 prohibición	 de	 revivir	 procesos	 fenecidos	 con	 resolución
ejecutoriada.	 La	 amnistía,	 el	 indulto,	 el	 sobreseimiento	 definitivo	 y	 la
prescripción	producen	los	efectos	de	cosa	juzgada.
(...).
R.	M.	193-2007-JUS.
ART.	 19.—Modificado.	 R.	M.	 0449-2008-JUS,	 Art.	 1°.	 Presentación.	 La
solicitud	 de	 indulto	 y	 derecho	 de	 gracia	 por	 razones	 humanitarias	 y
conmutación	de	la	pena,	presentada	con	sus	datos	y	firma	en	el	formulario
elaborado	al	efecto,	acompañada	de	la	sentencia	consentida	o	ejecutoriada,
podrá	 ser	 formulada	 por	 el	 interno,	 familiar,	 autoridad,	 instituciones
públicas,	organizaciones	de	la	sociedad	civil	o	cualquier	persona	interesada
en	transmitir	la	voluntad	del	solicitante.
Se	presentará	ante	el	director	del	establecimiento	penitenciario,	el	mismo
que	 la	 remitirá	 dentro	 del	 día	 siguiente	 de	 recibida	 al	 presidente	 de	 la
Comisión	 de	 Indulto	 y	 Derecho	 de	 Gracia	 por	 Razones	 Humanitarias	 y
Conmutación	 de	 la	 Pena,	 formando	 parte	 de	 la	 relación	 de	 solicitudes
presentadas	el	mismo	día.
Luego	 de	 la	 primera	 evaluación,	 la	 comisión	 a	 través	 de	 su	 presidente
oficiará	al	respectivo	director	del	establecimiento	penitenciario	y	al	director
regional	correspondiente	del	registro	penitenciario	del	 INPE,	con	el	objeto
de	 que	 le	 remitan	 dentro	 de	 un	 plazo	 de	 10	 días	 hábiles	 los	 documentos
requeridos	 respecto	 de	 los	 internos	 que	 hayan	 aprobado	 dicha	 primera
evaluación,	 y	 cuya	 lista	 deberá	 precisar.	 El	 director	 del	 establecimiento
penitenciario	 dispondrá	 que	 el	 Consejo	 Técnico	 Penitenciario	 organice	 el
cuadernillo	 correspondiente	 a	 cada	 persona	 para	 su	 respectiva	 remisión
dentro	del	plazo	señalado.
Respecto	de	las	solicitudes	que	no	hayan	aprobado	la	primera	evaluación,
se	 seguirá	 el	 trámite	 previsto	 por	 el	 segundo	 párrafo	 del	 artículo	 30	 del
presente	reglamento.
SOLICITUD	DE	INDULTO,	DERECHO	DE	GRACIA	POR	RAZONES
HUMANITARIAS	Y	CONMUTACIÓN	DE	LA	PENA
R.	M.	0449-2008-JUS.
	Establecimiento	penal	de	:	...........................................
Pabellón	:	...........
..........................,	.....de	.........................	del	........2008
Señor	presidente	de	la	Comisión	de	Indulto	y	Derecho	de	Gracia	por	Razones	Humanitarias,	y	Conmutación	de	la	Pena.
Apellido	paterno:	............................................................................................................................................
Apellido	materno:	...........................................................................................................................................
Nombres:	........................................................................................................................................................
Nacionalidad	:	...................	D.N.I.	o	pasaporte	Nº:	..........................................................................................
Delito:	.............................................................................................................................................................
Pena	impuesta:	..............................................................................................................................................
Tiempo	de	carcelería	a	la	fecha:	....................................................................................................................
Condición	de	reo:	Primario	................	Reincidente	.........................................................................................
Razones	por	las	cuales	el	solicitante	considera	que	merece	la	reducción	o	reemplazo	de	la	pena	impuesta:
.....................................................................................................................................................................................................................................................................................
.....................................................................................................................................................................................................................................................................................
.....................................................................................................................................................................................................................................................................................
.....................................................................................................................................................................................................................................................................................
.....................................................................................................................................................................................................................................................................................
.....................................................................................................................................................................................................................................................................................
Por	tanto:
A	usted,	señor	presidente,	solicito	que	vuestra	digna	comisión	se	sirva	revisar	y	evaluar	mi	caso,	en	mérito	del	cual	formalmente	pido
la	gracia	presidencial	de	conmutación	de	la	pena.
Sin	otro	particular,	me	suscribo	de	usted,
Atentamente,
…………………………………..
Firma
Notas:
1.	De	la	relación	de	documentos	que	se	indican	a	la	vuelta	sólo	es	obligatorio	adjuntar	la	copia	certificada	de	la	sentencia	consentida
o	ejecutoriada.
2.	De	ser	el	caso,	consignar	aquí	el	o	los	nombres	adicionales	utilizados:
.....................................................................................................................................................................................................................................................................................
.....................................................................................................................................................................................................................................................................................
Relación	de	documentos	que	se	adjuntan	(marcar	con	x):
1.-	Copia	certificada	de	la	sentencia	consentida	o	ejecutoriada	(sí	es	obligatorio	adjuntar) 											
							
2.-	Certificado	de	conducta	(no	es	obligatorio	adjuntar) 	
3.-	Certificado	de	trabajo	y/o	estudios	(no	es	obligatorio) 	
4.-	Certificado	sobre	la	existencia	o	no	de	intento	de	fuga,	y	sobre	gracias	presidenciales
concedidas	con	anterioridad	(no	es	obligatorio) 	
5.-	Informe	social	y	grado	de	readaptación	(no	es	obligatorio) 	
6.-	Informe	psicológico	(no	es	obligatorio) 	
7.-	 Certificado	 de	 ingresos	 y	 egresos	 a	 los	 establecimientos	 penitenciarios	 de	 Lima	 y
Callao,	u	hoja	penológica	en	su	caso	(no	es	obligatorio) 	
	
Establecimiento	penal	de	:	...........................................
Pabellón	:	...........
..........................,	.....de	.........................	del	........2008
Señor	presidente	de	la	Comisión	de	Indulto	y	Derecho	de	Gracia	por	Razones	Humanitarias,	y	Conmutación	de	la	Pena.
Apellido	paterno:	..................................................................
Apellido	materno:	............................................................
Nombres:	......................................................................
Nacionalidad:	...................	D.N.I.	o	pasaporte	Nº:	...................
Enfermedad	terminal	o	irreversible:
.....................................................................................................................................................................................................................................................................................
Padece	trastorno	mental:	................................................	Edad:	.............	Años
Por	tanto:
A	usted,	señor	presidente,	solicito	que	vuestra	digna	comisión	se	sirva	revisar	y	evaluar	mi	caso,	en	mérito	del	cual	formalmente	pido	las	gracias	presidenciales
por	razones	humanitarias.
Sin	otro	particular,	me	suscribo	de	usted,
Atentamente,
…………………………
Firma
Notas:
1.	De	la	relación	de	documentos	que	se	indican	a	la	vuelta	sólo	es	obligatorio	adjuntar	copia	certificada	de	la	sentencia	consentida	o	ejecutoriada,	o	del	auto	de
apertura	de	instrucción.	Del	resto	también	adjuntarlo	sólo	en	caso	de	tenerlos.
2.	De	ser	el	caso,	consignar	aquí	el	o	los	nombres	adicionales	utilizados:
.....................................................................................................................................................................................................................................................................................
.....................................................................................................................................................................................................................................................................................
	
Relación	de	documentos	que	se	adjuntan	(marcar	con	x):
	
1.-	 Copia	 certificada	 de	 la	 sentencia	 consentida	 o	 ejecutoriada,	 o	 del	 auto	 de	 apertura	 de
instrucción	(sí	es	obligatorio	adjuntar)
							
				
2.-	Informe	de	la	junta	médica	penitenciaria	en	formato	de	protocolo	médico	establecido	(no
es	obligatorio	adjuntar) 	
3.-	 Informe	 sobre	 gracias	 presidenciales	 concedidas	 con	 anterioridad	 y/o	 beneficios
penitenciarios	concedidos	(no	es	obligatorio) 	
4.-	Informe	social	y	grado	de	readaptación	(no	es	obligatorio) 	
5.-	Certificado	de	ingresos	y	egresos	a	los	establecimientos	penitenciarios	de	Lima	y	Callao,	u
hoja	penológica	en	su	caso	(no	es	obligatorio) 	
	
R.	M.	0162-2010-JUS.
ART.	 Único.—Aprobar	 el	 Reglamento	 Interno	 de	 la	 Comisión	 de	 Gracias
Presidenciales	 y	 cuatro	 (4)	 modelos	 de	 formulario	 de	 presentación	 de
solicitudes,	cuyos	textos	forman	parte	de	la	presente	resolución	ministerial.
(...)
Reglamento	de	la	Comisión	de	Gracias	Presidenciales
Título	I
Disposiciones	generales
Artículo	1°.-	Objeto	del	reglamento.	El	presente	reglamento	contiene	 las
disposiciones	de	desarrollo	de	las	normas	sobre	competencia,	organización
y	funcionamiento	de	la	Comisión	de	Gracias	Presidenciales.
Artículo	 2°.-	 Finalidad	 de	 la	 comisión.	 La	 Comisión	 de	 Gracias
Presidenciales,	 en	 adelante	 “la	 comisión”,	 tiene	 por	 finalidad	 conocer,
evaluar,	 calificar	y	proponer	al	presidente	de	 la	República	 la	 concesión	de
gracias	 presidenciales,	 respecto	 de	 las	 solicitudes	 presentadas	 por	 los
sentenciados	que	cumplan	condena	en	los	establecimientos	penitenciarios	o
que	 se	 encuentren	 bajo	 regímenes	 de	 beneficios	 penitenciarios,	 o	 por	 los
procesados,	según	sea	el	caso.
Artículo	3°.-	Glosario	de	términos.	A	efectos	de	la	evaluación,	calificación
y	propuesta	que	formule	la	comisión,	se	entiende	por:
a.	Gracias	presidenciales:	Es	 la	 potestad	del	 Presidente	 de	 la	República
para	 conceder	 el	 indulto	 (común,	 humanitario	 y	 excepcional),	 ejercer	 el
derecho	de	gracia	(común,	humanitaria	y	excepcional)	y	para	conmutar	las
penas	(común	y	excepcional).
b.	Indulto:	Es	 la	potestad	del	Presidente	de	 la	República	para	 adoptar	 la
renuncia	 al	 ejercicio	 del	 poder	 punitivo	 del	 Estado	 respecto	 de	 los
condenados.
Pueden	ser:
b.1.	Indulto	común
b.2.	 Indulto	por	razones	humanitarias:	Es	 el	 indulto	que	 se	otorga	por
razones	de	carácter	humanitario.
c.	Derecho	de	gracia:	Es	 la	potestad	del	Presidente	de	 la	República	para
extinguir	 la	 acción	penal	 a	 los	procesados	en	 los	 casos	en	que	 la	 etapa	de
instrucción	haya	excedido	el	doble	de	su	plazo	más	su	ampliatoria.
Pueden	ser:
c.1.	Derecho	de	gracia	común
c.2.	 Derecho	 de	 gracia	 por	 razones	 humanitarias:	 Es	 el	 derecho	 de
gracia	que	se	otorga	por	razones	de	carácter	humanitario.
d.	Conmutación	de	la	pena:	Es	la	potestad	del	Presidente	de	la	República
para	reducir	la	pena	privativa	de	libertad	impuesta	a	un	quantum	menor.
Título	II
Organización,	funciones,	y	atribuciones	de	la	comisión
Capítulo	I
De	la	comisión
Artículo	 4°.-	 Competencia	 y	 naturaleza	 jurídica.	 La	 comisión	 es	 un
órgano	colegiado	multisectorial	que	tiene	competencia	a	nivel	nacional.	Su
operatividad	está	a	cargo	del	pliego	presupuestal	del	Ministerio	de	Justicia.
Artículo	 5°.-	 Conformación.	 La	 comisión	 está	 integrada	 por	 cinco	 (5)
miembros	 de	 los	 cuales	 cuatro	 (4)	 son	 designados	 por	 resolución
ministerial	 del	 Ministro	 de	 Justicia	 y	 uno	 (1),	 en	 representación	 del
despacho	 presidencial,	 es	 designado	 por	 resolución	 ministerial	 del
Presidente	del	Consejo	de	Ministros.
La	preside	uno	de	los	miembros	designados	por	el	Ministro	de	Justicia.
La	 comisión	 se	 encuentra	 adscrita	 al	Ministerio	 de	 Justicia	 y	 reporta	 sus
actividades	al	despacho	ministerial.
Artículo	6°.-	Funciones.	Son	funciones	de	la	comisión:
a)	Conocer,	evaluar	y	calificar	las	solicitudes	de	gracias	presidenciales.
b)	Proponer	al	Presidente	de	la	República,	a	través	del	Ministro	de	Justicia,
mediante	 el	 correspondiente	 informe,	 la	 concesión	 de	 gracias
presidenciales.
Artículo	7°.-	Atribuciones.	En	ejercicio	de	sus	funciones,	la	comisión	tiene
las	siguientes	atribuciones:
a)	 Dispone	 la	 actualización	 o	 regularización	 de	 los	 documentos
presentados	por	el	solicitante	de	la	gracia	presidencial.
b)	 Solicita	 a	 las	 entidades	 públicas	 pertinentes	 y	 personas	 jurídicas	 en
general,	la	información	y	documentación	que	se	considere	necesaria	para	el
mejor	examen	de	las	solicitudes	de	gracias	presidenciales.
c)	Convoca	a	instituciones	públicas	o	privadas	de	reconocido	prestigio	en	la
protección	de	derechos	humanos	para	 conocer	 sus	opiniones	 sobre	 temas
relacionados	con	las	gracias	presidenciales.
d)	Entrevista	o	conferencia	a	través	de	cualquier	medio	auditivo	y/o	visual
con	 los	 solicitantes,	 a	 fin	 de	 corroborar	 la	 información	proporcionada,	 así
como	para	obtener	mayores	elementos	de	juicio	para	emitir	opinión.
e)	Entrevista	a	cualquier	persona	o	autoridad	cuyo	testimonio	la	comisión
considere	pertinente	en	relación	con	el	caso.
f)	 Solicita	 a	 los	 centros	 hospitalarios	 y/u	 organizaciones	 médicas	 la
presencia	y	el	 informe	de	un	profesional	médico	en	 la	especialidad	que	se
requiera,	 para	 que	 revise	 y,	 explique	 los	 documentos	 acompañados	 a	 la
solicitud,	 y	 de	 ser	 el	 caso,	 asista	 a	 la	 comisión	 en	 las	 entrevistas	 que
sostenga	con	los	internos	solicitantes	para	la	verificación	correspondiente.
g)	Solicita	a	los	profesionales	médicos	que	elaboraron	el	informe	médico,	el
protocolo	médico	y	el	acta	de	junta	médica	penitenciaria	su	presencia	ante
la	comisión	para	que	expliquen	el	contenido	de	los	referidos	documentos,	lo
que	deberá	quedar	registrado	mediante	medio	técnico	audiovisual.
h)	Eleva	sugerencias	al	despacho	ministerial	con	la	finalidad	de	coadyuvar
al	cumplimiento	de	los	fines	de	la	comisión.
La	presente	relación	es	enumerativa	y	no	taxativa.
Artículo	 8°.-	 Objetividad.	 En	 la	 formulación	 de	 las	 propuestas	 para	 la
concesión	de	gracias	presidenciales,	 la	comisión	actúa	y	opina	apreciando,
con	criterio	objetivo,	los	elementos	aportados	y	los	obtenidos	con	arreglo	a
sus	atribuciones.
Artículo	 9°.-	 Informe	 y	 propuesta.	 El	 informe	 que	 elabore	 la	 comisión
consignará	 sucintamente	 los	 criterios	 adoptados,	 según	 sea	 el	 caso,	 las
razones	que	sustentan	su	recomendación	y	la	conclusión.
Artículo	 10.-	 Sesiones,	 quórum	 y	 acuerdo.	 La	 comisión	 sesiona
ordinariamente	 dos	 veces	 al	 mes	 y	 extraordinariamente	 cuando	 su
presidente	la	convoque.
En	caso	de	ausencia	 justificada	del	presidente	de	la	comisión,	 la	sesión	es
presidida	por	el	miembro	que	elija	la	mayoría.
El	quórum	para	celebrar	las	sesiones	ordinarias	de	la	comisión	será	de	tres
miembros.	 Los	 acuerdos	 que	 aprueben	 la	 propuesta	 de	 gracias
presidenciales,	se	adoptan	con	tres	votos	conformes.
Artículo	11.-	Del	acta.	Por	cada	sesión	de	la	comisión,	se	levantará	un	acta
en	la	que	se	consignará	lo	siguiente:
a)	La	fecha,	día	y	hora	en	la	que	se	realiza	la	sesión;
b)	La	asistencia	de	los	miembros;
c)	Constancia	del	quórum;
d)	 El	 voto	 en	 contra	 de	 alguno	 de	 ellos,	 expresando	 sucintamente	 sus
razones;
e)	La	reserva	o	abstención	del	pronunciamiento;
f)	 La	 suscripción	 del	 acta	 por	 parte	 de	 los	 comisionados	 asistentes	 y	 del
secretario	técnico;	y,
g)	Cualquier	otra	información	que	la	comisión	considere	conveniente.
Capítulo	II
De	la	presidencia
Artículo	12.-	Funciones	del	presidente.	Son	funciones	del	presidente	de	la
comisión:
a)	Convocar,	presidir	y	dirigir	las	sesiones	de	la	comisión.
b)	Elaborar	la	agenda	de	las	sesiones	de	la	comisión.
c)	 Someter	 a	 consideración	 de	 la	 comisión	 los	 expedientes	 para	 su
evaluación	y	calificación	y	emitir	su	voto.
d)	Remitir	al	Ministro	de	Justicia	las	propuestas	aprobadas	en	sesión	de	la
comisión.
e)	 Revisar	 y	 firmar	 las	 actas	 de	 las	 sesiones	 conjuntamente	 con	 los
miembros	de	la	comisión.
f)	 Coordinar	 permanentemente	 con	 el	 despacho	ministerial	 de	 justicia	 lo
referido	a	temas	de	índole	funcional.
g)	Suscribir	las	comunicaciones	de	la	comisión.
h)	Emitir	voto	dirimente	en	caso	de	empate	en	las	sesiones	de	la	comisión.
i)	Proponer	al	Ministro	de	Justicia	la	designación	del	secretario	técnico	de
la	comisión.
j)	Supervisar	la	labor	de	la	Secretaria	Técnica	de	la	Comisión.
k)	Rechazar	de	plano	 las	solicitudes	de	gracias	presidenciales	que	 tengan
impedimento	legal	o	constitucional	expreso.
Capítulo	III
De	los	miembros
Artículo	13.-	Funciones	de	los	miembros.	Son	funciones	de	los	miembros
de	la	comisión:
a)	Estudiar	las	solicitudes	y	expedientes	de	gracias	presidenciales.
b)	 Opinar	 sobre	 las	 solicitudes	 y	 expedientes	 de	 gracias	 presidenciales	 y
emitir	el	voto	correspondiente.
c)	Participar	con	voz	y	voto	en	las	sesiones	de	la	comisión.
d)	Revisar	y	firmar	las	actas	de	las	sesiones	de	la	comisión.
Capítulo	IV
De	la	secretaría	técnica
Artículo	14.-	Finalidad	de	la	Secretaría	Técnica.	La	comisión	cuenta	con
una	 Secretaría	 Técnica	 a	 cargo	 de	 un	 secretario	 técnico	 designado	 por
resolución	 ministerial.	 Dicho	 órgano	 esta	 encargado	 de	 brindar	 el	 apoyo
técnico	administrativo	necesario	para	el	mejor	desempeño	de	las	funciones
de	la	comisión.
La	secretaría	técnica	tendrá	a	su	cargo	un	equipo	técnico	y	de	apoyo	a	las
funciones	de	la	comisión.
Artículo	 15.-	 Funciones	 de	 la	 Secretaría	 Técnica.	 Son	 funciones	 de	 la
Secretaría	Técnica:
a)	Recibir,	sistematizar,	y	procesar	las	solicitudes	de	gracias	presidenciales.
b)	 Presentar	 al	 presidente	 de	 la	 comisión	 los	 expedientes	 de	 gracias
presidenciales.
c)	Presentar	a	 la	comisión	 los	expedientes	e	 informe	sobre	 las	solicitudes
que	hubieran	sido	agendadas	por	el	presidente	de	la	comisión.
d)	Recibir	y	tramitar	los	documentos	que	se	remitan	a	la	comisión.
e)	Preparar	 la	 agenda	por	 indicación	del	presidente	de	 las	 sesiones	de	 la
comisión	y	actuar	como	secretario	de	las	mismas.
f)	Levantar	y	suscribir	las	actas	de	las	sesiones	de	la	comisión.
g)	Dar	cuenta	a	la	comisión	del	despacho	recibido.
h)	Organizar	el	archivo,	centro	de	documentación	y	la	base	de	datos	de	las
solicitudes	de	gracias	presidenciales.
i)	Coordinar	permanentemente	con	la	Secretaría	General	del	Ministerio	de
Justicia	lo	referido	a	temas	de	índole	administrativo.
j)	Hacer	el	seguimiento	de	las	comunicaciones	cursadas	por	la	comisión	y
de	la	documentación	solicitada	a	otras	entidades.
k)	Autenticar	las	copias	de	los	documentos	relacionados	con	el	trabajo	de	la
comisión;	y
I)	Las	demás	que	le	asigne	la	comisión.
Título	III
De	las	solicitudes	de	gracias	presidenciales	en	general
Artículo	16.-	Solicitud	y	documentos	que	deben	ser	presentados	por	el
solicitante.	 La	 solicitud	 de	 gracia	 presidencial	 deberá	 ser	 efectuada
mediante	el	formulario	correspondiente	que	como	anexo	forma	parte	de	la
presente	 resolución	y	 contendrá	 los	datos	del	posible	beneficiario	y	 firma
del	 solicitante.	 En	 caso	 que	 el	 interno	 solicitante	 no	 sepa	 escribir	 bastará
que	 consigne	 su	 huella	 dactilar.	 Podrá	 presentarse	 ante	 los	 directores	 de
establecimientos	 penitenciarios	 y	 centros	 de	 detención,	 quienes	 las
remitirán	 a	 la	 comisión	 al	 más	 breve	 término,	 bajo	 responsabilidad.
Asimismo,	 podrá	presentarse	por	 escrito,	 conteniendo	 todos	 los	 datos	del
formulario,	 a	 los	 miembros	 de	 la	 comisión	 o	 de	 la	 Secretaría	 Técnica,
durante	las	visitas	que	éstos	realicen	a	los	lugares	de	reclusión	o	mediante
comunicación	 dirigida	 al	 presidente	 de	 la	 Comisión	 de	 Gracias
Presidenciales	y	entregada	en	la	mesa	de	partes	del	Ministerio	de	Justicia.
La	solicitud	deberá	ser	acompañada	con	la	copia	certificada	de	la	sentencia
consentida	o	ejecutoriada,	 cuando	se	 trate	de	 indulto	o	 conmutación;	o,	 la
copia	certificada	de	la	resolución	que	da	inicio	al	proceso	penal,	cuando	se
trate	del	derecho	de	gracia.
La	 solicitud	 podrá	 ser	 formulada	 por	 el	 posible	 beneficiario	 o,	 en	 su
nombre,	 por	 un	 familiar,	 autoridad,	 entidades	 públicas,	 organizaciones	 o
cualquier	persona	interesada	en	transmitir	 la	voluntad	del	solicitante	y	no
requiere	firma	de	letrado.
Artículo	 17.-	 Rechazo	 de	 plano.	 El	 presidente	 de	 la	 comisión,	 con	 la
asistencia	 de	 la	 Secretaría	 Técnica,	 verifica	 si	 existe	 impedimento	 legal	 o
constitucional	expreso	para	la	concesión	de	la	gracia	presidencial	y,	para	el
caso	de	derecho	de	gracia,	si	la	etapa	de	instrucción	no	ha	excedido	el	doble
de	 su	 plazo	 más	 su	 ampliatoria.	 Si	 existe	 el	 impedimento	 el	 presidente
rechaza	de	plano	la	solicitud.
Las	 solicitudes	 que	 no	 hubieran	 sido	 aprobadas	 en	 primera	 evaluación
serán	devueltas	a	los	solicitantes.
Artículo	 18.-	 Tramitación.	 La	 tramitación	 de	 las	 solicitudes	 de	 gracias
presidenciales,	así	como	la	obtención	de	la	documentación	que	se	anexa,	es
gratuita	bajo	responsabilidad.
La	comisión,	 luego	de	la	primera	evaluación	de	la	solicitud,	a	través	de	su
presidente,	oficiará	al	respectivo	director	del	establecimiento	penitenciario
y	 al	 director	 regional	 correspondiente	 del	 Registro	 Penitenciario	 del
Instituto	Nacional	Penitenciario,	con	el	objeto	de	que	le	remitan,	dentro	de
un	 plazo	 no	mayor	 de	 diez	 (10)	 días	 hábiles,	 los	 documentos	 requeridos
respecto	de	los	condenados	o	procesados.
El	 director	 del	 establecimiento	 penitenciario	 dispondrá	 que	 el	 Consejo
Técnico	 Penitenciario	 organice	 el	 cuadernillo	 correspondiente	 a	 cada
persona	para	 su	 respectiva	 remisión	 a	 la	 comisión	dentro	 del	 plazo	 antes
señalado.
Artículo	19.-	Razonabilidad	de	la	solicitud.	El	solicitante	debe	indicar	las
razones	 que	 justifiquen	 su	 pedido,	 teniendo	 la	 comisión	 la	 facultad	 de
adecuar	el	mismo.	Cualquier	 falsedad	 inserta	en	el	documento	será	causal
de	denegatoria.
El	 error	 no	 esencial	 en	 la	 solicitud	 o	 el	 error	 de	 carácter	 formal	 no	 la
invalida.	Se	proseguirá	el	trámite	una	vez	subsanado	de	oficio	el	mismo.
Artículo	 20.-	 Inadmisibilidad	 de	 la	 solicitud.	 Las	 solicitudes	 que	 no
reúnan	 los	 requisitos	 establecidos	 en	 el	 presente	 reglamento	 serán
declaradas	 inadmisibles	 por	 la	 comisión	 y	 devueltas	 al	 solicitante	 por
intermedio	del	director	del	establecimiento	penal	respectivo,	a	efectos	de	su
subsanación.	 En	 caso	 de	 no	 hacerlo,	 su	 solicitud	 será	 rechazada.	 El
interesado	podrá	presentar	nueva	solicitud.
Si	 la	 omisión	 o	 defecto	 fuese	 responsabilidad	 de	 los	 funcionarios	 del
establecimiento	 penal	 respectivo,	 éstos	 deberán	 cumplir	 con	 subsanar	 lo
observado	por	la	comisión	en	un	plazo	no	mayor	de	diez	(10)	días	hábiles,
bajo	responsabilidad.
Artículo	21.-	Decisiones	de	la	comisión.	Evaluada	la	solicitud,	la	comisión
se	pronunciará:
a)	Proponiendo	la	gracia	presidencial	o	denegándola.
b)	 Reservando	 el	 pronunciamiento	 a	 fin	 de	 solicitar	 el	 informe	 o	 los
documentos	adicionales	que	estime	convenientes.
Artículo	 22.-	 Elevación	 de	 expediente	 al	 Ministro	 de	 Justicia.	 La
comisión	elevará	a	través	de	su	presidente,	en	forma	reservada,	el	informe
que	contiene	la	propuesta	de	concesión	de	gracia	presidencial	al	Ministro	de
Justicia,	para	su	recomendación	al	Presidente	de	la	República.	Acompañará
al	efecto	el	expediente	respectivo.
Artículo	 23.-	 Propuesta	 final	 e	 informe	 adjunto.	 La	 propuesta	 de
concesión	 de	 gracia	 presidencial	 estará	 acompañada	 del	 expediente
conjuntamente	 con	 el	 informe	 elaborado	 por	 la	 comisión,	 el	 que	 será
remitido	exclusivamente	al	Presidente	de	 la	República,	por	 intermedio	del
Ministerio	 de	 Justicia,	 guardándose	 reserva	 sobre	 su	 contenido.	 La
concesión	 de	 la	 gracia	 presidencial	 otorgada	 se	 efectuará	 mediante
resolución	suprema.
La	 propuesta	 que	 formula	 la	 comisión	 no	 vincula	 al	 Presidente	 de	 la
República,	ni	 la	opinión	desfavorable	o	 la	 ausencia	de	opinión	 impiden	 su
concesión,	con	arreglo	a	la	Constitución	Política	del	Perú.
Artículo	24.-	Archivo	del	expediente.	En	los	casos	en	que	el	Presidente	de
la	República	conceda	la	gracia	presidencial,	el	expediente	será	devuelto	a	la
comisión,	para	su	archivo	correspondiente,	una	vez	publicada	la	respectiva
resolución	suprema	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano.
En	 los	 casos	 de	 denegatoria	 de	 la	 solicitud	 de	 gracia	 presidencial,	 el
expediente	 también	 será	devuelto	 a	 la	 comisión.	 La	Secretaría	Técnica,	 en
un	plazo	no	mayor	de	noventa	(90)	días	hábiles,	devolverá	la	solicitud	y	las
copias	 certificadas	de	 la	 sentencia	o	 la	 resolución	que	da	 inicio	al	proceso
penal	a	través	del	director	del	establecimiento	penitenciario	o	directamente
al	solicitante	según	sea	el	caso,	archivándose	el	expediente	en	el	archivo	a
cargo	de	la	Secretaría	Técnica.
Capítulo	II
De	las	solicitudes	de	indulto	común,	conmutación	común	y
su	tramitación
Artículo	 25.-	 Propuesta	 de	 indulto	 común	 o	 conmutación	 común.	 Se
podrá	recomendar	el	indulto	común	y	conmutación	común	sólo	en	los	casos
en	los	que	no	existiera	impedimento	legal	expreso.
Artículo	 26.-	 Documentos	 para	 la	 tramitación	 del	 indulto	 común	 y
conmutación	común.	 El	 expediente	 del	 solicitante	 que	 desee	 acogerse	 al
indulto	común	o	conmutación	común	debe	contener:
a)	 Solicitud	 dirigida	 a	 la	 comisión,	 con	 los	 fundamentos	 de	 hecho	 de	 su
pedido,	acompañando	los	documentos	que	estime	pertinente	expresando	su
compromiso	 de	 reincorporación	 a	 la	 sociedad	 e	 indicando	 el	 proyecto	 de
vida	al	salir	del	centro	penitenciario.
b)	 Copia	 certificada	 de	 la	 sentencia	 expedida	 por	 el	 juez	 o	 la	 sala	 penal,
según	 sea	 el	 caso,	 con	 la	 constancia	 de	 haber	 quedado	 consentida	 o
ejecutoriada.
c)	 Certificado	 de	 conducta	 otorgado	 por	 el	 director	 del	 establecimiento
penitenciario	 en	 el	 que	 se	 encuentre	 recluido	 el	 interno.	 En	 dicho
documento	se	consignará	lo	siguiente
•	 Precisar	 si	 registra	 internamiento	 anterior	 en	 algún	 otro	 centro
penitenciario,	 en	 cuyo	 caso,	 deberá	 acompañarse	 el	 respectivo	 certificado
de	conducta.
•	Precisar	el	motivo	de	la	sanción	aplicada	de	ser	el	caso.
d)	Certificado	de	trabajo	o	de	estudios	realizados	durante	su	permanencia
en	 el	 establecimiento	 penal,	 expedido	 por	 el	 director	 del	 establecimiento
penitenciario	o	por	el	profesional	de	tratamiento	respectivo;	o	estudios	con
carácter	 oficial	 en	 entidad	 debidamente	 acreditada	 ante	 el	 Instituto
Nacional	Penitenciario,	siempre	y	cuando	el	solicitante	haya	realizado	algún
trabajo	o	estudio.
e)	 Hoja	 penal	 del	 solicitante,	 expedida	 por	 el	 Instituto	 Nacional
Penitenciario	con	una	antigüedad	no	mayor	de	tres	(3)	meses.
f)	 Informe	 del	 Instituto	 Nacional	 Penitenciario	 sobre	 los	 intentos	 o
existencia	de	fugas,	y	obtención	de	otras	gracias	presidenciales	concedidas
con	anterioridad	al	solicitante	y/o	beneficios	penitenciarios	solicitados.
g)	 Informe	 social	 y	 psicológico	 expedido	 por	 los	 profesionales	 de
tratamiento	 penitenciario,	 que	 señale	 el	 grado	 de	 readaptación	 del
solicitante.
h)	 Informe	 emitido	 por	 instituciones	 educativas,	 religiosas	 o	 laicas,
nacionales	 o	 internacionales,	 cuya	 labor	 sea	 reconocida	 por	 el	 centro
penitenciario	en	el	que	se	encuentre	el	 solicitante.	Este	 informe	podrá	ser
presentado	directamente	a	la	comisión.
A	 efectos	 de	 mejor	 tramitar,	 calificar	 y	 resolver	 la	 solicitud,	 la	 comisión
podrá	solicitar	informes	adicionales,	ampliatorios	o	aclaratorios	al	Instituto
Nacional	Penitenciario	y	podrá	convocar	a	instituciones	públicas	o	privadas.
Artículo	 27.-	 Requisito	 adicional	 en	 delitos	 sexuales.	 En	 los	 casos	 de
delitos	 de	 violación	 de	 la	 libertad	 sexual,	 exceptuando	 lo	 señalado	 en	 los
artículos	 173	 y	 173-A	 del	 Código	 Penal,	 el	 solicitante	 deberá	 acompañar
además,	 el	 informe	médico	por	 el	 que	 se	dé	 cuenta	 sobre	 el	 resultado	del
tratamiento	terapéutico,	conforme	a	lo	establecido	por	el	artículo	1780	-A-
de	la	acotada	norma	legal.
Artículo	28.-	Registro	del	expediente.	Recibida	 la	 solicitud,	 la	 Secretaría
Técnica	de	la	comisión	registrará	y	abrirá	el	expediente	elaborando	la	ficha
resumen	correspondiente,	consignando	como	mínimo,	los	siguientes	datos:
a)	Número	de	ingreso	por	estricto	orden	cronológico.
b)	Apellidos,	nombres	y	edad	del	solicitante.
c)	 Delito	 o	 delitos	 objeto	 del	 proceso	 o	 de	 la	 condena	mencionándose	 el
tipo	penal	por	el	cual	es	procesado	o	sentenciado
d)	Pena	impuesta.
e)	Tiempo	de	pena	cumplida.
f)	Establecimiento	penitenciario	en	el	que	se	encuentra	internado.
g)	Relación	de	documentos	que	acompaña
h)	Número	de	folios	del	expediente.
i)	El	tiempo	redimido	por	el	trabajo	o	estudio.
j)	 Precisión	 en	 caso	 de	 haberse	 solicitado	 y/o	 concedido	 o	 denegado
anteriormente	 alguna	 gracia	 presidencial	 y/o	 solicitando	 beneficios
penitenciarios.
k)	 Resumen	 de	 la	 forma	 y	 circunstancias	 en	 que	 se	 produjo	 el	 hecho
delictivo	cometido	por	el	interno.
Artículo	29.-	Elevación	del	expediente.	El	expediente	y	su	ficha	resumen
serán	elevados	por	 la	Secretaría	Técnica	al	presidente	de	 la	comisión	para
determinar	cuáles	serán	agendados.
Artículo	 30.-	Criterios	 de	 evaluación.	 La	 comisión	 procede	 al	 análisis	 y
calificación	de	la	solicitud	de	indulto	común	o	conmutación	común,	teniendo
los	siguientes	criterios:
a)	Forma,	circunstancias,	grado	de	participación	y	lesividad	al	bien	jurídico
protegido	realizadas	por	el	solicitante	en	el	evento	delictivo.
b)	Calificación	jurídica	que	se	hubiera	hecho	de	tales	circunstancias	para	la
determinación	de	la	pena.
c)	Pena	impuesta,	sus	modificatorias	y	las	circunstancias	de	su	imposición.
d)	Tiempo	de	condena	cumplida	por	el	solicitante.
e)	 La	 conducta	 observada	 por	 el	 solicitante	 durante	 su	 internamiento
penitenciario;	 así	 como	 el	 esfuerzo	 demostrado	 por	 éste	 en	 participar	 en
actividades	que	coadyuven	a	la	reinserción	social.
f)	La	situación	personal,	 familiar	y	social	del	solicitante	que	emane	de	 los
informes	 emitidos	 por	 el	 Órgano	 Técnico	 de	 Tratamiento;	 así	 como	 el
proyecto	de	vida	indicado	por	el	solicitante	para	su	reinserción	social:	esta
información	 podrá	 ser	 contrastada	 con	 la	 entrevista	 personal	 al	 interno
solicitante.
Capítulo	III
De	las	solicitudes	de	indulto	y	derecho	de	gracia	por	razones
humanitarias	y	su	tramitación
Artículo	 31.-	 Propuesta	 de	 indulto	 o	 derecho	 de	 gracia	 por	 razones
humanitarias.	Se	recomendará	el	 indulto	y	derecho	de	gracia	por	razones
humanitarias,	sólo	en	los	siguientes	casos:
a)	Los	que	padecen	enfermedades	terminales.
b)	Los	que	padecen	enfermedades	no	terminales	graves,	que	se	encuentren
en	etapa	avanzada,	progresiva,	degenerativa	e	 incurable;	y	además	que	 las
condiciones	 carcelarias	 puedan	 colocar	 en	 grave	 riesgo	 su	 vida,	 salud	 e
integridad.
c)	 Los	 afectados	 por	 trastornos	 mentales	 crónicos,	 irreversibles	 y
degenerativos;	y	además	que	las	condiciones	carcelarias	puedan	colocar	en
grave	riesgo	su	vida,	salud	e	integridad.
Artículo	32.-	Documentos	para	la	tramitación	del	indulto	o	derecho	de
gracia	por	razones	humanitarias.	El	expediente	del	solicitante	que	desee
acogerse	 al	 indulto	 o	 derecho	 de	 gracia	 por	 razones	 humanitarias	 debe
contener:
a)	 Solicitud	 dirigida	 a	 la	 comisión,	 con	 los	 fundamentos	 de	 hecho	 de	 su
pedido.
b)	 Copia	 certificada	 de	 la	 sentencia	 expedida	 por	 el	 juez	 o	 la	 sala	 penal,
según	 sea	 el	 caso,	 con	 la	 constancia	 de	 haber	 quedado	 consentida	 o
ejecutoriada,	cuando	se	trate	de	indulto;	o	copia	certificada	de	la	resolución
que	da	inicio	al	proceso	penal	cuando	se	trate	del	derecho	de	gracia.
c)	 Certificado	 de	 conducta	 otorgado	 por	 el	 director	 del	 establecimiento
penitenciario	 en	 el	 que	 se	 encuentre	 recluido	 el	 interno,	 debiendo
consignarse	el	motivo	de	la	sanción	de	ser	este	el	caso.
d)	Historia	clínica	del	solicitante.
e)	 Informe	 médico	 del	 solicitante	 emitido	 por	 profesional	 médico
perteneciente	a	algún	centro	hospitalario,	organización	médica,	o	particular
designado	por	el	Ministerio	de	Salud	o	ESSALUD.	Dicho	informe	se	elabora
con	 la	 evaluación	 personal	 al	 solicitante;	 salvo	 que	 éste	 pudiera	 ser
formulado	 con	 el	 sólo	 mérito	 de	 la	 documentación	 alcanzada.	 El	 informe
deberá	consignar	los	datos	personales	del	médico	que	lo	emite.
f)	 Protocolo	 médico	 del	 solicitante	 emitido	 por	 el	 centro	 hospitalario	 u
organización	médica	autorizada.
g)	Acta	emitida	por	 la	 junta	médica	penitenciaria,	en	 los	casos	en	que	sea
necesario,	 en	 la	 que	 se	 describan	 en	 forma	 detallada	 los	 siguientes
indicadores:	 datos	 generales	 del	 solicitante,	 signos	 y	 síntomas,
antecedentes,	 diagnóstico	 definitivo,	 tratamiento,	 consecuencias	 de	 no
seguir	 el	 tratamiento,	 recomendaciones	 y	 pronóstico.	 Los	miembros	 de	 la
junta	 médica	 penitenciaria	 deberán	 anexar	 al	 acta	 la	 declaración	 jurada
manifestando	conocer	que	la	razón	de	dicha	acta	se	realiza	en	virtud	de	una
solicitud	de	indulto	por	razones	humanitarias.
h)	 Hoja	 penal	 del	 solicitante,	 expedida	 por	 el	 instituto	 Nacional
Penitenciario	con	una	antigüedad	no	mayor	de	tres	(3)	meses.
i)	 Informe	 del	 Instituto	 Nacional	 Penitenciario	 sobre	 los	 intentos	 o
existencia	de	fugas,	y	obtención	de	otras	gracias	presidenciales	concedidas
con	anterioridad	al	solicitante	y/o	beneficios	penitenciarios	solicitados.
j)	 Informe	 social	 emitido	 por	 el	 área	 social	 del	 establecimiento
penitenciario.
A	 efectos	 de	 mejor	 tramitar,	 calificar	 y	 resolver	 la	 solicitud,	 la	 comisión
podrá	solicitar	informes	adicionales,	ampliatorios	o	aclaratorios	al	Instituto
Nacional	Penitenciario	y	podrá	convocar	a	instituciones	públicas	o	privadas.
Artículo	33.-	Registro	del	expediente.	Recibida	 la	 solicitud,	 la	 Secretaría
Técnica	de	la	comisión	registrará	y	abrirá	el	expediente	elaborando	la	ficha
resumen	 correspondiente,	 consignando	 como	 mínimo,	 los	 mismos	 datos
que	se	consignan	para	el	indulto	común.
Artículo	34.-	Elevación	del	expediente.	El	expediente	y	su	ficha	resumen
serán	elevados	por	 la	Secretaría	Técnica	al	presidente	de	 la	comisión	para
determinar	cuáles	serán	agendados.
Artículo	 35.-	Criterios	 de	 evaluación.	 La	 comisión	 procede	 al	 análisis	 v
calificación	 de	 la	 solicitud	 de	 indulto	 y	 derecho	 de	 por	 razones
humanitarias,	 teniendo	 los	 mismos	 criterios	 establecidos	 para	 el	 indulto
común	 primando	 el	 carácter	 humanitario	 de	 la	 decisión	 y	 la	 opinión
especializada	del	profesional	médico	competente.
Para	 el	 análisis	 y	 calificación	 del	 derecho	 de	 gracia	 por	 razones
humanitarias	 primará,	 además,	 la	 condición	 de	 procesado	 en	 que	 se
encuentra	el	solicitante.
Capítulo	IV
De	las	solicitudes	para	el	ejercicio	del	derecho	de	gracia
común	y	su	tramitación
Artículo	36.-	De	la	propuesta.	Se	propondrá	el	derecho	de	gracia	 común
solo	 cuando	 en	 los	 procesos	 penales	 se	 exceda	 el	 doble	 del	 plazo	 de
instrucción	más	su	ampliatoria.
Artículo	 37.-	De	 los	 documentos.	 El	 expediente	 del	 interno	 que	 desee
acogerse	al	derecho	de	gracia	deberá	contener	los	siguientes	documentos:
a)	Solicitud	dirigida	a	la	comisión	donde	se	expondrán	los	fundamentos	de
hecho	de	su	pedido.
b)	 Copia	 de	 la	 resolución	que	da	 inicio	 al	 proceso	penal,	 expedido	por	 la
autoridad	judicial	competente.
c)	 Informe	 del	 Instituto	 Nacional	 Penitenciario	 sobre	 la	 existencia	 de
gracias	 presidenciales	 concedidas	 con	 anterioridad	 al	 solicitante	 y/o
beneficios	penitenciarios	solicitados.
d)	 Certificado	 de	 conducta	 otorgado	 por	 el	 director	 del	 establecimiento
penitenciario	 en	 el	 que	 se	 encuentre	 recluido	 el	 interno.	 En	 dicho
documento	se	consignará	lo	siguiente:
•	 Precisar	 si	 registra	 internamiento	 anterior	 en	 algún	 otro	 centro
penitenciario,	 en	 cuyo	 caso,	 deberá	 acompañarse	 el	 respectivo	 certificado
de	conducta.
•	Precisar	el	motivo	de	la	sanción	aplicada	de	ser	este	caso.
e)	Certificado	de	trabajo	o	de	estudios	realizados	durante	su	permanencia
en	 el	 establecimiento	 penal,	 de	 ser	 el	 caso,	 expedido	 por	 el	 director	 del
establecimiento	 penitenciario	 o	 por	 el	 profesional	 de	 tratamiento
respectivo;	 o	 estudios	 con	 carácter	 oficial	 en	 entidad	 debidamente
acreditada	ante	el	Instituto	Nacional	Penitenciario.
f)	 Hoja	 penal	 del	 solicitante,	 expedida	 por	 el	 Instituto	 Nacional
Penitenciario	con	una	antigüedad	no	mayor	de	tres	(3)	meses.
Artículo	38.-	Registro	del	expediente.	Recibida	 la	 solicitud,	 la	 Secretaría
Técnica	 registrará	 y	 abrirá	 el	 expediente	 elaborando	 la	 ficha	 resumen
correspondiente,	consignando	como	mínimo,	los	datos	siguientes:
a)	Número	de	ingreso	por	estricto	orden	cronológico.
b)	Apellidos,	nombres	y	edad	del	solicitante.
c)	Delito	o	delitos,	materia	de	la	instrucción.
d)	Fecha	del	de	la	resolución	que	da	inicio	al	proceso	penal.
e)	Resumen	de	hechos	respecto	a	la	forma	y	circunstancias	de	la	comisión
del	delito	atribuido	al	procesado.
f)	La	mención	del	tipo	penal	por	el	cual	es	procesado.
a)	Establecimiento	penitenciario	en	el	que	se	encuentra	internado.
h)	Relación	de	documentos	que	acompaña.
i)	Número	de	folios	del	expediente.
j)	 Precisión	 en	 caso	 de	 haberse	 concedido	 o	 denegado	 anteriormente
alguna	gracia	presidencial	y/o	solicitado	beneficios	penitenciarios.
A	 efectos	 de	 mejor	 tramitar,	 calificar	 y	 resolver	 la	 solicitud,	 la	 comisión
podrá	solicitar	informes	adicionales,	ampliatorios	o	aclaratorios	al	Instituto
Nacional	Penitenciario	y	podrá	convocar	a	instituciones	públicas	o	privadas.
Artículo	39.-	Elevación	del	expediente.	El	expediente	y	su	ficha	resumen
serán	elevados	por	 la	Secretaría	Técnica	al	presidente	de	 la	comisión	a	 fin
que	determine	cuáles	serán	agendados.
Artículo	 40.-	Criterios	 de	 evaluación.	 La	 comisión	 procede	 al	 análisis	 y
calificación	 de	 la	 solicitud	 de	 derecho	 de	 gracia,	 teniendo	 en	 cuenta	 las
circunstancias	siguientes:
a)	Forma	y	circunstancias	del	evento	delictivo	por	el	cual	se	procesa.
b)	Lesividad	al	bien	jurídico	protegido.
c)	El	tiempo	de	instrucción.
d)	 La	 conducta	 observada	 por	 el	 solicitante	 durante	 su	 internamiento
penitenciario.
e)	La	situación	personal,	familiar	y	social	del	solicitante	que	emane	de	los
informes	emitidos	por	el	órgano	técnico	de	tratamiento.
f)	 Opinión	 especializada	 del	 profesional	 especializado	 del	 Instituto
Nacional	Penitenciario.
Disposiciones	Complementarias
Primera	Disposición	Complementaria.-	El	 Instituto	Nacional	Penitenciario
adecuará	su	normativa	de	acuerdo	a	lo	regulado	por	el	presente	reglamento.
Segunda	 Disposición	 Complementaria.-	 Los	 expedientes	 de	 gracias
presidenciales	en	trámite	ante	la	comisión	deberán	adecuarse	a	la	presente
norma.
	
Formato	de	solicitud	de	indulto	común
	
Establecimiento	penal	de:	................................
Pabellón:	............................
	
....................,	.....de	..................	de	20........
	
Señor	Presidente	de	la	Comisión	de	Gracias	Presidenciales.
	
Datos	del	posible	beneficiario
Apellido	paterno:	..........................................................................................................................
Apellido	materno:	..........................................................................................................................
Nombres:	.....................................................................................................................................
Nacionalidad:	...........................................................	D.N.I.	o	Pasaporte	N°	...................................
Delito:	..........................................................................................................................................
Pena	impuesta:	.............................................................................................................................
________________________________________________________________________
	
Tiempo	de	carcelería	a	la	fecha:	....................................................................................................
Condición	de	reo:	Primario..................................................	Reincidente.........................................
Referencia	domiciliaria	(si	no	está	detenido):	..................................................................................
.....................................................................................................................................................
	
Razones	por	las	cuales	el	solicitante	considera	que	merece	el	indulto:
.....................................................................................................................................................
.....................................................................................................................................................
.....................................................................................................................................................
.....................................................................................................................................................
.....................................................................................................................................................
.....................................................................................................................................................
.....................................................................................................................................................
.....................................................................................................................................................
Por	tanto:
A	usted,	señor	presidente,	solicito	que	vuestra	digna	comisión	se	sirva	revisar	y	evaluar	mi	caso,
en	mérito	del	cual	formalmente	pido	la	gracia	presidencial	correspondiente:
Atentamente,
________________
Firma
Llenar	este	espacio	en	caso	de	ser	presentado	por	otra	persona:
Datos	de	quien	presenta	la	solicitud
Apellido	paterno:	..........................................................................................................................
Apellido	materno:	.........................................................................................................................
Nombres:	.....................................................................................................................................
Nacionalidad:	...........................................................	D.N.I.	o	Pasaporte	Nº	...................................
Domicilio:	...................................................................................................................................
	
________________
Firma
	
Formato	de	solicitud	de	conmutación	de	la	pena
	
Establecimiento	penal	de:	................................
Pabellón:	............................
	
....................,	.....de	..................	de	20........
Señor	Presidente	de	la	Comisión	de	Gracias	Presidenciales.
Datos	del	posible	beneficiario
Apellido	paterno:	..........................................................................................................................
Apellido	materno:	.........................................................................................................................
Nombres:	.....................................................................................................................................
Nacionalidad:	.......................................................	D.N.I.	o	Pasaporte	N°	...................................
Delito:	........................................................................................................................................
Pena	impuesta:	.........................................................................................................................
_________________________________________________________________________
Tiempo	de	carcelería	a	la	fecha:	.................................................................................................
Condición	de	reo:	Primario	......................................	Reincidente.........................................
Referencia	domiciliaria	(si	no	está	detenido):	..............................................................................
....................................................................................................................................................
	
Razones	por	las	cuales	el	solicitante	considera	que	merece	la	conmutación	de	la	pena:	
....................................................................................................................................................
....................................................................................................................................................
....................................................................................................................................................
....................................................................................................................................................
....................................................................................................................................................
....................................................................................................................................................
....................................................................................................................................................
....................................................................................................................................................
Por	tanto:
A	usted,	señor	presidente,	solicito	que	vuestra	digna	comisión	se	sirva	revisar	y	evaluar	mi	caso,
en	mérito	del	cual	formalmente	pido	la	gracia	presidencial	correspondiente:
Atentamente,
________________
Firma
Llenar	este	espacio	en	caso	de	ser	presentado	por	otra	persona:
Datos	de	quien	presenta	la	solicitud
Apellido	paterno:	..........................................................................................................................
Apellido	materno:	.........................................................................................................................
Nombres:	.....................................................................................................................................
Nacionalidad:	......................................................	D.N.I.	o	Pasaporte	N°	...................................
Domicilio:	....................................................................................................................................
________________
Firma
	
	
Formato	de	solicitud	de	derecho	de	gracia
	
Establecimiento	penal	de:	................................
Pabellón:	............................
	
....................,	.....de	..................	de	20........
Señor	Presidente	de	la	Comisión	de	Gracias	Presidenciales.
Datos	del	posible	beneficiario
Apellido	paterno:	..........................................................................................................................
Apellido	materno:	.........................................................................................................................
Nombres:	.....................................................................................................................................
Nacionalidad:	.......................................................	D.N.I.	o	Pasaporte	N°	...................................
Delito:	 ..........................................................................................................................................	 Lugar	 donde	 es
procesado:	...........................................................................................................
Número	de	expediente	y	juzgado	o	sala	que	conoce	el	proceso:
....................................................................................................................................................
....................................................................................................................................................
Tiempo	de	carcelería	a	la	fecha:	.................................................................................................
Condición	de	reo:	Primario	.........................................	Reincidente.........................................
Razones	 por	 las	 cuales	 el	 solicitante	 considera	 que	 merece	 el	 derecho	 de	 gracia:
....................................................................................................................................................
....................................................................................................................................................
....................................................................................................................................................
....................................................................................................................................................
....................................................................................................................................................
....................................................................................................................................................
....................................................................................................................................................
....................................................................................................................................................
....................................................................................................................................................
....................................................................................................................................................
....................................................................................................................................................
Por	tanto:
A	usted,	señor	presidente,	solicito	que	vuestra	digna	comisión	se	sirva	revisar	y	evaluar	mi	caso,
en	mérito	del	cual	formalmente	pido	la	gracia	presidencial	correspondiente:
Atentamente,
________________
Firma
Llenar	este	espacio	en	caso	de	ser	presentado	por	otra	persona:
Datos	de	quien	presenta	la	solicitud
Apellido	paterno:	.........................................................................................................................
Apellido	materno:	........................................................................................................................
Nombres:	....................................................................................................................................
Nacionalidad:	.......................................................	D.N.I.	o	Pasaporte	N°	...................................
Domicilio:	....................................................................................................................................
________________
Firma
	
Formato	de	indulto	y	derecho	de	gracia	por	razones	humanitarias
	
Establecimiento	penal	de:	................................
Pabellón:	............................
	
....................,	.....de	..................	de	20........
	
Señor	Presidente	de	la	Comisión	de	Gracias	Presidenciales.
Apellido	paterno:	..........................................................................................................................
Apellido	materno:	.........................................................................................................................
Nombres:	.....................................................................................................................................
Nacionalidad:	.......................................................	D.N.I.	o	Pasaporte	N°	...................................
Delito:	.........................................................................................................................................
Sentenciado:	........................................................	Procesado	...................................................
Enfermedad	terminal	o	irreversible:	.............................................................................................
...................................................................................................................................................
...................................................................................................................................................
...................................................................................................................................................
...................................................................................................................................................
...................................................................................................................................................
...................................................................................................................................................
Padece	trastorno	mental:	.....................	edad:	.............	años
Por	tanto:
A	usted,	señor	presidente,	solicito	que	vuestra	digna	comisión	se	sirva	revisar	y	evaluar	mi	caso,
en	mérito	del	cual	formalmente	pido	la	gracias	presidenciales	por	razones	humanitarias:
Atentamente,
________________
Firma
Llenar	este	espacio	en	caso	de	ser	presentado	por	otra	persona:
Datos	de	quien	presenta	la	solicitud
Apellido	paterno:	..........................................................................................................................
Apellido	materno:	........................................................................................................................
Nombres:	...................................................................................................................................
Nacionalidad:	........................................................	D.N.I.	o	Pasaporte	N°	...................................
Domicilio:	..................................................................................................................................
________________
Firma
	
C.	P.
ART.	79.—Cosa	juzgada	civil.	Se	extingue	la	acción	penal	si	de	la
sentencia	ejecutoriada	dictada	en	la	jurisdicción	civil,	resulte	que
el	hecho	imputado	como	delito	es	lícito.
JURISPRUDENCIA.—Prohibición	 del	 doble	 juzgamiento	 si	 el	 tema	 ha
sido	resuelto	en	 la	vía	civil.	 “(...)	 si	bien	se	 trata	de	pronunciamiento	en	 la
vía	civil,	también	se	advierte	que	se	trata	sobre	los	mismos	hechos	máxime	si
han	servido	los	fundamentos	de	la	oposición	civil	como	sustento	a	ésta	acción
penal,	 dicha	 figura	 jurídica	 en	 conocimiento	 doctrinario	 por	 extensión	 se
encuentra	comprendida	dentro	del	principio	del	non	bis	in	ídem	que	implica
la	inadmisibilidad	de	persecución	múltiple,	pues	los	hechos	generados	a	partir
de	la	ejecución	de	la	letra	han	sido	ya	sancionados;	para	mayor	abundamiento
podemos	afirmar	que	cuando	existen	dos	procesos	aún	así	éstos	se	tramiten	en
la	 vía	 civil	 y	 penal	 cuyos	 hechos	 generados	 son	 comunes	 y	 que	 implica
asimismo	 la	 imposibilidad	 de	 acumulación,	 éstos	 pueden	 tramitarse
simultáneamente	y	en	todo	caso	uno	de	ellos	esperar	las	resultas	del	otro	para
uniformizar	 la	 respuesta	 a	 darse	 por	 el	 órgano	 jurisdiccional,	 de	 ninguna
manera,	 a	 pesar	 de	 que	 se	 trata	 de	 procesos	 de	 distinta	 naturaleza	 las
resoluciones	 pueden	 ser	 contradictorias	 pues	 no	 se	 trata	 de	 una	 ‘distinta
causa	pretendi’,	pues	si	bien	en	vía	civil	se	busca	un	resarcimiento	pecuniario
o	 real	 y	 en	 vía	 penal	 se	 busca	 la	 actividad	 punitiva	 del	 Estado,	 tales
resoluciones	no	pueden	ser	contradictorias	pues	desnaturalizarían	la	función
jurisdiccional	 del	 Estado	 (...)”.	 (CSJ.	 Junín,	 Exp.	 N°	 3908-97,	 jul.	 10/97.	 S.S.
Torres	S.)
C.	P.
ART.	80.—Modificado.	Ley	28117,	Art.	4°.	Plazos	de
prescripción	de	la	acción	penal.	La	acción	penal	prescribe	en	un
tiempo	igual	al	máximo	de	la	pena	fijada	por	la	ley	para	el	delito,	si
es	privativa	de	libertad.
En	caso	de	concurso	real	de	delitos,	las	acciones	prescriben
separadamente	en	el	plazo	señalado	para	cada	uno.
En	caso	de	concurso	ideal	de	delitos,	las	acciones	prescriben
cuando	haya	transcurrido	un	plazo	igual	al	máximo
correspondiente	al	delito	más	grave.
La	prescripción	no	será	mayor	a	veinte	años.	Tratándose	de
delitos	sancionados	con	pena	de	cadena	perpetua	se	extingue	la
acción	penal	a	los	treinta	años.
En	los	delitos	que	merezcan	otras	penas,	la	acción	prescribe	a	los
dos	años.
Modificado.	Ley	30077.	Primera	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	En	casos	de	delitos	cometidos
por	funcionarios	y	servidores	públicos	contra	el	patrimonio	del
Estado	o	de	organismos	sostenidos	por	este,	o	cometidos	como
integrante	de	organizaciones	criminales,	el	plazo	de	prescripción
se	duplica.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	dúplica	del	plazo	de	prescripción
solo	rige	para	el	funcionario	público	y	no	para	el	extraneus.	“5.	Ahora
bien,	el	Código	Penal	al	regular	el	término	de	prescripción	de	la	acción	penal
en	el	artículo	80	CP,	estipuló	que	se	duplica	el	plazo	de	la	prescripción	para	el
funcionario	o	servidor	público	que	en	el	ejercicio	de	sus	funciones	realice	una
conducta	punible	que	atente	contra	el	patrimonio	del	Estado	o	de	organismos
sostenidos	por	éste.
16.	De	la	lectura	de	estas	dos	proposiciones	es	evidente	que	la	calidad	de
funcionario	o	servidor	público	del	autor	ha	sido	prevista	como	una	condición
especial	de	deberes	que	fundamenta	la	mayor	extensión	del	término	de	la
prescripción,	por	la	distinta	posición	que	éstos	ocupan	en	la	sociedad	y	porque
de	ellos	se	espera	una	actitud	de	compromiso	especial	frente	a	la
administración	pública.	Ello	implica	deberes	de	protección,	ausencia	de
defraudación	de	la	confianza	pública	depositada	en	él	y	compromiso	real	con
el	ente	estatal	por	la	situación	de	mayor	riesgo	para	el	bien	jurídico	que
tienen	por	el	poder	que	ostentan.
En	consecuencia,	los	que	no	detentan	esas	condiciones,	no	infringen	el	deber
jurídico	especial	que	vincula	al	funcionario	o	servidor	público	y,	en	ese	sentido,
no	son	merecedores	de	un	mayor	reproche	penal	en	vinculación	con	la
extensión	del	plazo	de	la	prescripción.	Es	ese	contexto,	el	marco	concretado
para	el	autor	de	un	delito	de	infracción	de	deber,	en	términos	de	prescripción,
no	puede	sostener	una	mayor	extensión	de	los	mismos	para	el	extraneus.
(...).
18.	En	suma,	los	extraneus	se	regirán	por	la	pena	correspondiente	al	delito
ejecutado	por	el	autor	–dentro	de	los	comprendidos	en	el	Capítulo	II,	Titulo
XVIII,	del	Libro	Segundo	del	CP–,	pero	para	los	efectos	del	cómputo	de	la
prescripción	no	se	les	extenderá	el	término	del	plazo	previsto	para	los	autores,
pues	a	ellos	no	les	alcanza	la	circunstancia	agravante	que	sólo	corresponde	al
autor.
19.	Se	estima	que	lo	precedentemente	desarrollado	es	la	forma	correcta	de
abordar	la	cuestión.	No	se	puede	desconocer	que	los	partícipes	que	no
ostentan	los	deberes	especiales,	sólo	responden	por	el	delito	de	infracción
deber	en	calidad	de	inductores	o	cómplices	–sin	que	ello	implique	la	ruptura
del	título	de	imputación,	como	ya	se	explicó–,	en	tanto,	no	pueden	realizar
materialmente	la	conducta	por	un	defecto	esencial	a	nivel	de	imputación
como	autor.
En	tal	virtud,	el	extraneus	no	infringe	ningún	deber	jurídico	especial	que	se
corresponda	con	el	bien	jurídico	que	es	objeto	de	tutela	penal.	El	principio	de
proporcionalidad	demanda	que	esa	diferencia	se	justifique	en	un	trato	distinto
de	los	plazos	de	prescripción	de	la	acción	penal.”	(C.	S.,	Ac.	P.	2-2011/CJ-116,
may.	30/2012)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	dúplica	del	plazo	prescriptorio
para	delitos	cometidos	por	funcionarios	públicos	se	aplica	solo	para
aquellos	ilícitos	que	afectan	el	patrimonio	público.	(…)	Así,	debe
entenderse	que	la	opción	normativa,	de	carácter	especial,	descrita	en	el	último
párrafo	del	artículo	80	del	Código	Penal	se	orienta	al	Capítulo	II,	Título	XVIII,
del	Libro	Segundo	del	mismo	cuerpo	legal,	“Delitos	contra	la	administración
pública	cometidos	por	funcionarios	públicos”,	atendiendo	a	dos	aspectos
concretos:
A.	En	este	capítulo	se	regulan	los	delitos	cometidos	por	funcionarios	y
servidores	públicos.
B.	Dicho	capítulo	protege	además	el	patrimonio	público	vulnerado	por	esos
sujetos	especiales,	que	es	lo	que	exige	la	norma	sustantiva	de	acuerdo	a	la
interpretación	con	la	norma	constitucional	prevista	en	el	artículo	cuarenta	y
uno	de	la	Constitución	que	contiene	como	mandato	concreto	que	el	plazo	de
prescripción	se	duplica	en	caso	de	delitos	cometidos	contra	el	patrimonio	del
Estado	por	funcionarios	y	servidores	públicos.	Es	de	resaltar	que	no	todos	los
delitos	comprendidos	allí	tienen	contenido	patrimonial,	por	lo	que	en	cada
tipo	legal	se	tiene	que	analizar	si	se	cumple	con	el	presupuesto	establecido
para	prolongar	el	plazo	de	prescripción	en	función	a	la	afectación	de	los
bienes	jurídicos	tutelados	vinculados	directamente	con	el	patrimonio	público
o	sólo	afectan	el	correcto	funcionamiento	de	la	administración	pública
propiamente	dicha,	vulnerando	el	ejercicio	de	funciones	y	servicios	públicos
bajo	pautas	de	corrección	y	sometimiento	a	la	legalidad,	la	observancia	de	los
deberes	del	cargo	como	empleo,	regularidad	y	desenvolvimiento	normal	de	tal
ejercicio,	el	prestigio	y	dignidad	de	la	función,	la	imparcialidad	en	el
desenvolvimiento	decisional,	y	otros,	desvinculados	totalmente	de	la
afectación	del	patrimonio	del	Estado	como	tal	y	excluidos.	(VI	Pleno
Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	1-2010/CJ-
116,	dic.	30/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	duplicidad	de	la	prescripción	para
ilícitos	cometidos	por	funcionarios	públicos	exige:	a)	una	relación
funcional	entre	el	Estado	y	el	agente;	b)	que	el	funcionario	ejerza	actos
de	administración,	percepción	o	custodia	de	los	bienes	y	c)	una	fuente	de
atribución.	“(…)	15.	Si	el	fundamento	esencial	de	la	duplicidad	de	la
prescripción	es	la	lesión	efectiva	del	patrimonio	del	Estado	realizada	por	los
funcionarios	o	servidores	públicos,	es	necesario	que	exista	una	vinculación
directa	entre	estos.	Tal	fundamento	exige	el	concurso	de	tres	presupuestos
concretos:
A.	Que	exista	una	relación	funcionarial	entre	el	agente	infractor	especial	del
delito	–funcionario	o	servidor	público–	y	el	patrimonio	del	Estado.
B.	El	vínculo	del	funcionario	o	servidor	público	con	el	patrimonio	del	Estado
implica	que	este	ejerza	o	pueda	ejercer	actos	de	administración,	percepción	o
custodia	sobre	bienes	públicos.
C.	Puede	servir	como	fuente	de	atribución	de	dicha	posición	y	faculta
funcionarial	una	orden	administrativa	y,	por	tanto,	es	posible	que	a	través	de
una	disposición	verbal	se	pueda	también	transferir	o	delegar	total	o
parcialmente	el	ejercicio	de	funciones	concretas	de	administración,
percepción	o	custodia	sobre	bienes	públicos	al	funcionario	o	servidor	que
originalmente	por	su	nivel	y	facultades	específicas	no	poseía.	(…).
17.	Debe	destacarse	que	los	bienes	sobre	los	cuales	puede	recaer	la	acción
material	pueden	ser	del	Estado,	parcialmente	del	Estado	o	de	propiedad
privada.
A.	En	cuanto	a	la	primera	modalidad,	se	trata	de	bienes	íntegramente	del
Estado.
B.	La	segunda	modalidad	se	refiere	a	bienes	de	sociedades	de	economía	mixta
a	donde	el	Estado	tiene	parte	por	estar	integrado	con	capital	proveniente
tanto	del	sector	público	como	del	sector	privado	y	se	comparte	la	propiedad
de	los	bienes.	Este	tipo	de	régimen	económico	está	reconocido	en	el	artículo	40
y	60	de	la	Constitución	Política	del	Perú	y	en	el	artículo	2°	del	Decreto
Legislativo	número	674,	del	27	de	setiembre	de	1991,	que	contiene	las	normas
sobre	la	promoción	de	la	inversión	privada	en	las	empresas	del	Estado.
C.	La	tercera	modalidad	se	refiere	a	bienes	de	propiedad	privada	que	se
encuentren	en	posesión	directa	del	Estado,	que	ejerce	la	administración
temporal	para	fines	institucionales	o	de	servicio	a	través	de	un	acto	jurídico
legalmente	válido.	(VI	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y
Transitorias,	A.	P.	1-2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—El	cómputo	del	plazo	de	prescripción	no	corre
cuando	el	ordenamiento	jurídico	o	el	accionar	del	Estado	representan
un	obstáculo	para	el	procesamiento	de	los	hechos.	“(..)	14.	Así,	la
prescripción	de	la	acción	penal,	que	supone	la	defensa	del	individuo	contra	los
excesos	del	Poder	estatal,	no	puede	ser	utilizada	con	la	finalidad	de	avalar	el
encubrimiento	que	el	Estado	haya	realizado	de	hechos	que	deben	ser
investigados.	(…).
17.	De	este	modo,	una	interpretación	conforme	a	la	Constitución	de	las
normas	de	prescripción	de	la	acción	penal	implica	dejar	de	contabilizar	todo
el	lapso	en	que	se	sustrajeron	los	hechos	de	una	efectiva	investigación,	a	través
de	órganos	judiciales	incompetentes	y	leyes	de	amnistía	inconstitucionales.
(…).
19.	Sin	embargo,	según	lo	interpretado	por	este	tribunal,	los	obstáculos	para
el	procesamiento	de	los	hechos	fueron	recién	removidos	por	el	Estado	en	enero
del	2002,	cuando	se	anuló	el	proceso	seguido	ante	el	fuero	militar.	En	efecto,
conforme	a	lo	ya	mencionado	supra,	no	pueden	contabilizarse	los	plazos	de
prescripción	de	la	acción	penal	cuando	el	ordenamiento	jurídico	o	el	accionar
del	Estado	representen	un	obstáculo	para	el	procesamiento	de	hechos	tan
graves	como	los	que	motivan	el	proceso	penal	que	se	cuestiona	en	la	demanda.
Ahora	bien,	cualquiera	que	sea	la	opción	interpretativa	que	se	tome,	esto	es,
considerar	la	imprescriptibilidad	de	los	delitos	que	se	imputan,	o	bien	la
aplicabilidad	de	las	normas	de	prescripción	a	partir	de	enero	del	2002,	a	la
fecha,	la	acción	penal	se	encuentra	todavía	vigente,	por	lo	que	la	demanda
debe	ser	desestimada.	(TC,	Exp.	00218-2009-PHC/TC,	nov.	11/2010.	S.	S.	Mesía
Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—La	condición	esencial	para	duplicar	el	plazo	de
prescripción	en	los	delitos	cometidos	por	funcionarios	públicos	es	que	el
bien	jurídico	tutelado	esté	vinculado	directamente	con	el	patrimonio
público.	“Que,	siendo	así	se	aprecia	que	el	delito	de	negociación	incompatible
con	el	ejercicio	de	funciones	públicas,	conforme	a	la	norma	penal	vigente	a	la
fecha	de	los	hechos,	se	encontraba	sancionado	con	pena	privativa	de	libertad
no	mayor	de	cinco	años;	por	lo	que	al	realizarse	el	cómputo	del	plazo	de
prescripción	ordinario	y	extraordinario,	se	tiene	que	este	es	de	siete	años	y
medio;	resultando	que	pese	a	que	los	procesados	tenían	la	calidad	de
funcionarios	públicos,	no	corresponde	duplicar	el	plazo	de	prescripción	en
aplicación	de	lo	normado	en	el	último	párrafo	del	artículo	ochenta	del	código
sustantivo,	pues	conforme	a	lo	señalado	en	el	Acuerdo	Plenario	número	uno	-
dos	mil	diez	-	CJ	-	ciento	dieciséis,	del	dieciséis	de	noviembre	del	dos	mil	diez,	se
advierte	que	el	bien	jurídico	tutelado	en	el	delito	en	comento,	no	se	encuentra
vinculado	directamente	con	el	patrimonio	público,	sino,	con	el	correcto
funcionamiento	de	la	administración	pública	propiamente	dicho;	máxime,	si
en	su	descripción	no	se	incluye	como	elemento	del	tipo	la	relación	funcionarial
entre	el	intraneus	y	el	objeto	material	del	delito,	cuya	presencia	resulta
esencial	para	la	aplicación	de	la	duplicidad	del	plazo	prescriptorio,	esto	es	en
función	a	la	vinculación	con	el	patrimonio	estatal”.	(CS,	R.	N.	3001-2011-
Tacna,	nov.	15/2012.	V.	P.	Tello	Gilardi)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Plazos	de	prescripción	en	delitos	sin
pena	máxima	contemplada	o	con	cadena	perpetua.	“(…)	El	Código	Penal
distingue	de	manera	sistemática	y	funcional	dos	clases	de	plazos	para	la
prescripción	de	la	acción	penal.	Es	así	que	en	el	artículo	80	regula	lo
concerniente	al	plazo	ordinario	y	en	el	artículo	83	in	fine	hace	referencia	al
plazo	extraordinario.
7.	Con	relación	al	plazo	extraordinario,	la	norma	antes	mencionada	precisa
que	éste	se	vence	cuando	‘el	tiempo	transcurrido	sobrepasa	en	una	mitad	el
plazo	ordinario	de	prescripción’.	Cabe	señalar	que	para	ambos	tipos	de	plazos
de	prescripción	el	cómputo	se	inicia	observando	las	reglas	que	se	definen	en	el
artículo	82	del	Código	Penal.
8.	Ahora	bien,	tratándose	de	delitos	sancionados	con	pena	privativa	de
libertad	temporal,	el	plazo	ordinario	de	prescripción	corresponde	al	máximo
de	la	pena	conminada	en	la	ley	para	el	delito	cometido.	Sin	embargo,
existiendo	en	el	artículo	29	o	en	diferentes	delitos	tipificados	en	la	Parte
Especial	del	Código	Penal	y	en	leyes	penales	complementarias	la	posibilidad
legal	de	que	la	pena	privativa	de	libertad	temporal	conminada	pueda
alcanzar	un	máximo	de	35	años,	el	artículo	80	del	referido	código	incluye	en
su	párrafo	cuarto	un	límite	cuantitativo	excepcional	para	la	prescripción
ordinaria	en	tales	casos.	Lo	mismo	ocurre	cuando	la	pena	conminada
privativa	de	libertad	es	la	de	cadena	perpetua.
9.	Al	respecto,	el	legislador	ha	precisado	en	dicho	párrafo	que	el	plazo
ordinario	de	prescripción	para	delitos	sancionados	con	pena	privativa	de
libertad	temporal	siempre	será	de	veinte	años	y	en	hechos	punibles	reprimidos
con	pena	de	cadena	perpetua	de	treinta	años.	No	obstante,	es	de	destacar	que
tales	límites	excepcionales	sólo	operan	en	relación	al	plazo	ordinario	de
prescripción	de	la	acción	penal;	no	afectan	en	nada,	ni	menos	excluyen	la
operatividad	de	las	reglas	que	regulan	el	cómputo	del	plazo	extraordinario	de
prescripción	de	la	acción	penal,	y	que	se	precisan	en	el	párrafo	final	del
artículo	83	del	Código	Penal.
10.	En	consecuencia,	cuando	se	trate	de	delitos	cuya	pena	conminada
privativa	de	libertad	tiene	un	máximo	legal	superior	a	veinte	años,	el	plazo
ordinario	de	prescripción	de	la	acción	penal	será	de	veinte	años.	En	tales
supuestos	el	plazo	extraordinario	de	prescripción	de	la	acción	penal	será	de
treinta	años.	Y,	cuando	la	pena	que	reprime	el	delito	sea	la	de	cadena
perpetua,	el	plazo	ordinario	de	prescripción	de	la	acción	penal	será	de	treinta
años.	Para	estos	delitos	el	plazo	extraordinario	de	prescripción	de	la	acción
penal	será	de	cuarenta	y	cinco	años.	(...)”.	(Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas
Penales	Permanente	y	Transitorias,	Acuerdo	Plenario	9-2007/CJ-116,	feb.
08/2008)
JURISPRUDENCIA.—Cómputo	del	plazo	ordinario	y	extraordinario	de
prescripción.	“(...)	La	prescripción	de	la	acción	según	la	regulación
establecida	en	nuestro	Código	Penal,	puede	ser	contabilizada	a	través	del
plazo	ordinario	y	el	plazo	extraordinario.	En	primer	lugar,	el	plazo	ordinario
de	prescripción	regulado	en	el	artículo	80	del	Código	Penal,	es	el	equivalente
al	máximo	de	la	pena	fijada	en	la	ley,	en	caso	de	ser	privativa	de	libertad.	En
caso	de	que	la	pena	no	sea	privativa	de	libertad,	la	acción	prescribe	a	los	dos
años.	Asimismo,	en	casos	de	delitos	cometidos	por	funcionarios	y	servidores
públicos	contra	el	patrimonio	del	Estado	o	de	organismos	sostenidos	por	este,
el	plazo	de	prescripción	se	duplica.	(...).”	(TC.	Sent.,	ago.	10/2005,	Exp.	N°
7451-2005-PHC/TC.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
DOCTRINA.—Aumentar	 el	 término	 de	 prescripción	 penal	 por	 la
calidad	de	funcionario	público	no	vulnera	el	principio	non	bis	in	ídem.
“(…)	Los	demandantes	sostienen	que	al	aumentar	 la	norma	demandada	el
término	 de	 prescripción	 de	 la	 acción	 penal	 en	 relación	 con	 las	 conductas
punibles	realizadas	por	los	servidores	públicos	en	ejercicio	de	sus	funciones
o	con	ocasión	de	ellas,	o	con	su	participación,	vulnera	el	principio	non	bis	in
ídem	como	elemento	integrante	del	debido	proceso	(…).
(…)	 la	extinción	de	 la	acción	penal	en	virtud	de	 la	prescripción,	al	 tiempo
que	 delimita	 la	 potestad	 sancionadora	 del	 Estado,	 es	 un	 beneficio	 para	 el
sindicado	de	la	comisión	de	una	conducta	punible,	en	cuanto	le	confiere	 la
seguridad	de	que	no	habrá	en	el	futuro	investigación,	juzgamiento	y	sanción
en	su	contra	por	causa	de	tal	conducta	(…)	sobre	esta	base,	jurídicamente	no
es	válido	afirmar	que	el	aumento	del	tiempo	para	alcanzar	dicho	beneficio
configure	 una	 pena,	 que	 sería	 adicional	 por	 la	 comisión	 de	 una	 misma
conducta	 punible,	 conforme	 al	 concepto	 propio	 de	 pena	 en	 el	 campo	 del
derecho	penal,	entendida	como	la	reacción	del	Estado	ante	la	realización	de
conductas	que	lesionan	o	ponen	en	peligro	en	forma	grave	bienes	jurídicos
fundamentales	de	la	sociedad,	y	que	genera	el	sacrificio	de	derechos	de	su
destinatario,	 principalmente	 la	 libertad	 personal.	 Menos	 aún	 es	 válido
afirmar,	por	la	falta	de	todo	sentido,	que	ese	aumento	configure	una	nueva
investigación	o	un	nuevo	 juzgamiento	que	pueda	conducir	a	 la	 imposición
de	una	nueva	pena	por	una	misma	conducta.	(…)	al	aumentar	la	expresión
demandada	 el	 término	 de	 prescripción	 de	 la	 acción	 penal	 respecto	 de	 las
conductas	 punibles	 realizadas	 por	 los	 servidores	 públicos	 en	 ejercicio	 de
sus	funciones	o	con	ocasión	de	ellas,	o	con	su	participación,	en	una	tercera
parte,	 no	 quebranta	 dicho	 principio,	 que	 prohíbe	 imponer	 a	 una	 persona
más	 de	 una	 sanción	 por	 los	 mismos	 hechos	 y	 por	 la	 misma	 causa	 o
fundamento	 jurídico,	 es	 decir,	 por	 los	 mismos	 hechos	 y	 por	 la	 lesión	 o
puesta	 en	 peligro	 de	 un	 mismo	 bien	 jurídico,	 o	 adelantar	 una	 nueva
investigación	 o	 un	 nuevo	 juicio	 con	 esa	 finalidad	 (…).”	 (C.	 Const.	 de
Colombia,	Sent.	C-229,	mar.	05/2008,	M.	P.	Jaime	Araújo	Rentaría)
COMENTARIO.—Aplicación	de	la	dúplica	del	plazo	de	prescripción	en
los	 delitos	 cometidos	 por	 los	 funcionarios	 públicos.	 En	 la	 judicatura
existe,	a	raíz	de	la	realización	del	Pleno	Jurisdiccional	Regional	Penal	(Lima	-
2008),	 la	 interpretación	 extendida	que	 sustenta	 la	 idea	de	que	 “la	 dúplica
del	 plazo	 de	 prescripción	 en	 los	 delitos	 cometidos	 por	 funcionarios	 y
servidores	públicos	contra	el	patrimonio	del	Estado,	sólo	procede	en	casos
en	 que	 exista	 entre	 éstos	 y	 el	 patrimonio	 del	 Estado	 una	 vinculación
funcional	de	administración,	percepción	o	custodia.”
C.	P.
ART.	 81.—Reducción	 de	 los	 plazos	 de	 prescripción	 de	 la
acción	penal.	 Los	 plazos	 de	 prescripción	 se	 reducen	 a	 la	mitad
cuando	el	agente	 tenía	menos	de	veintiún	o	más	de	sesenticinco
años	al	tiempo	de	la	comisión	del	hecho	punible.
JURISPRUDENCIA.—Plazos	de	prescripción	se	reducen	a	la	mitad
cuando	el	agente	tiene	menos	de	21	años	de	edad	o	más	de	65	años	al
tiempo	de	comisión	del	hecho	punible.	“Tomando	en	cuenta	la	fecha	de
nacimiento	que,	según	consta	en	la	partida	correspondiente	y	que	obra	en
autos,	a	fojas	73,	es	el	19	de	febrero	de	1932,	al	momento	de	la	comisión	del
delito	(que	según	lo	dilucidado	por	las	instancias	penales	se	seguiría
cometiendo	en	tanto	se	siga	haciendo	uso	del	mismo	en	el	proceso	civil	de
otorgamiento	de	escritura	pública),	el	accionante	tenía	más	de	65	años	de
edad,	por	lo	que	el	plazo	prescriptorio	deberá	ser	reducido	a	la	mitad.	Así,	el
plazo	de	prescripción	extraordinaria	de	seis	años	deberá	ser	rebajado	a	tres.
Sin	embargo,	en	tanto	el	proceso	civil	seguía	su	curso,	habiéndose	emitido
sentencia	de	segunda	instancia	con	fecha	6	de	diciembre	del	2000,	contra	la
cual	se	interpuso	recurso	de	casación,	al	momento	en	que	se	dictó	la
resolución	de	fecha	25	de	setiembre	del	2003,	mediante	la	cual	la	Corte
Suprema	de	Justicia	declara	no	haber	nulidad	de	la	sentencia	condenatoria,
no	había	transcurrido	aún	el	plazo	de	3	años	previsto	para	la	prescripción	de
la	acción	penal.	(…)	Respecto	del	delito	de	fraude	procesal,	previsto	en	el
artículo	416	del	Código	Penal,	el	Código	Penal	establece	una	pena	privativa	de
libertad	de	hasta	cuatro	años,	por	lo	que	el	plazo	extraordinario	de
prescripción	vence	a	los	seis	años.	(…)”	(TC,	Exp.	N°	1297-2006-PHC/TC,	jul.
12/2007.	Pres.	Landa	Arroyo)
C.	P.
ART.	82.—Inicio	del	cómputo	del	plazo	de	prescripción	de	la
acción	 penal.	 Los	 plazos	 de	 prescripción	 de	 la	 acción	 penal
comienzan:
1.	En	la	tentativa,	desde	el	día	en	que	cesó	la	actividad	delictuosa;
2.	En	el	delito	instantáneo,	a	partir	del	día	en	que	se	consumó;
3.	 En	 el	 delito	 continuado,	 desde	 el	 día	 en	 que	 terminó	 la
actividad	delictuosa;	y
4.	 En	 el	 delito	 permanente,	 a	 partir	 del	 día	 en	 que	 cesó	 la
permanencia.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Criterios	para	el	cómputo	de	la
prescripción	en	delitos	sin	pena	máxima.	“(…)	el	artículo	ciento	setenta	y
tres	del	Código	Penal	prevé	la	penalidad	que	corresponde	aplicar	al	autor	de
un	delito	de	violación	de	menores	y	establece	distintas	escalas	penales	que
toman	en	cuenta	para	su	mayor	o	menor	gravedad	la	edad	concreta	del	sujeto
pasivo	al	momento	de	comisión	del	delito;	que	en	su	texto	original	el	artículo
ciento	setenta	y	tres	del	Código	Penal	conminaba	en	sus	tres	incisos	penas	de
diferente	duración,	según	el	grupo	etareo	que	se	señalaba	en	cada	uno	de
ellos,	sin	embargo,	sólo	consignaba	el	mínimo	de	la	pena	legal	y	omitía	toda
referencia	expresa	a	su	límite	máximo;	que,	no	obstante	ello,	tal	opción
legislativa	–por	una	ineludible	aplicación	del	principio	de	proporcionalidad	de
las	penas	y	de	coherencia	y	autolimitación	interna	entre	las	circunstancias
agravantes	legalmente	incorporadas–	no	autoriza	a	concluir	que	el	extremo
superior	de	penalidad	legal	no	existe	y	que,	por	ello,	deba	acudirse	al	límite
general	o	abstracto	de	la	pena	privativa	de	libertad;	que,	por	el	contrario,	y	-
como	se	ha	expuesto	precedentemente-	por	estrictas	razones	sistemáticas
entre	las	aludidas	circunstancias	definidas	en	cada	inciso	del	tipo	legal,	éste
debe	corresponder	al	mínimo	legal	previsto	para	el	grupo	etareo	precedente;
que,	por	consiguiente,	para	el	inciso	tercero	el	máximo	de	pena	aplicable	era
el	mínimo	señalado	en	el	inciso	segundo,	y	para	el	inciso	segundo	el	máximo
legal	correspondía	al	extremo	mínimo	de	pena	conminada	establecido	en	el
inciso	primero;	que	en	relación	a	este	último	inciso	el	máximo	legal	de	la	pena
conminada	sería	el	genérico	que	establecía	el	hoy	suprimido	artículo
veintinueve	del	Código	Penal,	también	en	su	texto	original,	para	la	pena
privativa	de	libertad	y	que	era	de	veinticinco	años	(…)	la	redacción	actual	del
artículo	ciento	setenta	y	tres	del	Código	Penal,	que	fuera	introducida	por	la
Ley	número	veintiocho	mil	setecientos	cuatro,	del	cinco	de	abril	de	dos	mil
seis,	así	como	en	las	modificaciones	establecidas	por	las	leyes	números
veintiséis	mil	doscientos	noventa	y	tres,	veintisiete	mil	cuatrocientos	setenta	y
dos,	veintisiete	mil	quinientos	siete	y	veintiocho	mil	doscientos	cincuenta	y
uno,	si	se	consignó	para	cada	inciso	un	límite	mínimo	y	máximo	de	pena
conminada;	que	con	relación	a	la	agravante	especial	que	describe	el	párrafo
final	del	texto	vigente	del	artículo	ciento	setenta	y	tres	del	Código	Penal,	la
pena	aplicable	a	los	casos	de	los	incisos	dos	y	tres	es	de	cadena	perpetua;	que,
no	obstante	ello,	en	la	redacción	precedente	que	introdujo	la	Ley	número
veintiocho	mil	doscientos	cincuenta	y	uno,	del	ocho	de	junio	de	dos	mil	cuatro,
para	dicho	supuesto	agravado	la	pena	privativa	de	libertad	señalaba
solamente	un	mínimo	de	treinta	años,	por	lo	que	para	los	supuestos
contenidos	en	los	incisos	antes	mencionados	el	máximo	de	pena	privativa	de
libertad	aplicable	era	de	treinta	y	cinco	años,	pues	el	inciso	uno	consignaba
como	pena	exclusiva	la	de	cadena	perpetua.	(…)”	(CS,	R.N.	N°	2860-2006,	ago.
11/07.	S.S.	Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA.—Discusión	constitucional	de	la	prescripción	procede
cuando	la	justicia	penal	señale	los	elementos	para	su	cómputo.	“(…)	Sin
embargo,	es	preciso	indicar	que	no	obstante	la	relevancia	constitucional	de	la
prescripción	de	la	acción	penal,	el	cálculo	de	dicho	lapso	requiere,	en	algunas
ocasiones,	una	dilucidación	de	aspectos	que	no	corresponde	a	la	justicia
constitucional.	En	efecto,	conforme	al	artículo	82	del	Código	Penal	el	cómputo
del	plazo	de	prescripción	se	cuenta	desde	la	fecha	en	que	se	consumó	el	delito
(para	el	delito	instantáneo)	o	desde	el	momento	en	que	cesó	la	actividad
delictuosa	(en	los	demás	casos).	Como	es	de	verse,	la	determinación	de	la
prescripción	de	la	acción	penal	requerirá	previamente	dilucidar	la	fecha	en	la
que	cesó	la	actividad	delictiva	o	el	momento	de	la	consumación,	lo	que	es
competencia	de	la	justicia	ordinaria.
12.	En	caso	de	que	la	justicia	penal	hubiera	determinado	todos	estos
elementos	que	permiten	el	cómputo	del	plazo	de	prescripción,	podrá
cuestionarse	ante	la	justicia	constitucional	la	prosecución	de	un	proceso	penal
a	pesar	de	que	hubiera	prescrito	la	acción	penal.	En	caso	contrario,	la
pretensión	deberá	ser	rechazada	(…).”	(TC,	Exp.	0616-2008-HC/TC,	oct.
14/2008.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Cómputo	del	plazo	de	prescripción	se	activa	en	la
fecha	en	que	se	consumó	el	delito	o	desde	el	momento	en	que	cesó	la
actividad	delictuosa.	“7.	Sin	embargo,	es	preciso	indicar	que	no	obstante	la
relevancia	constitucional	de	la	prescripción	de	la	acción	penal,	el	cálculo	de
dicho	lapso	requiere,	en	algunas	ocasiones,	la	dilucidación	de	aspectos	que	no
corresponde	determinar	a	la	justicia	constitucional.	En	efecto,	conforme	al
artículo	82	del	Código	Penal	el	cómputo	del	plazo	de	prescripción	se	cuenta
desde	la	fecha	en	que	se	consumó	el	delito	(para	el	delito	instantáneo)	o	desde
el	momento	en	que	cesó	la	actividad	delictuosa	(en	los	demás	casos).	Como	es
de	verse,	la	determinación	de	la	prescripción	de	la	acción	penal	requerirá
previamente	dilucidar	la	fecha	en	la	que	cesó	la	actividad	delictiva	o	el
momento	de	la	consumación,	lo	que	es	competencia	de	la	justicia	ordinaria”.
(TC,	Exp.	02203-2008-PHC/TC,	set.	12/2008.	S.	S.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—La	llave	para	cuestionar	en	la	vía	constitucional	la
prescripción	de	la	acción	penal	es	que	la	vía	ordinaria	resuelva	la	fecha
en	la	que	cesó	la	actividad	delictiva	o	el	momento	de	su	consumación.
“Sin	embargo	es	preciso	indicar	que	no	obstante	la	relevancia	constitucional
de	la	prescripción	de	la	acción	penal,	el	cálculo	de	dicho	lapso	requiere,	en
algunas	ocasiones,	la	dilucidación	de	aspectos	que	no	corresponde	determinar
a	la	justicia	constitucional.	En	efecto	conforme	al	artículo	82	del	Código	Penal
el	cómputo	del	plazo	de	prescripción	se	cuenta	desde	la	fecha	en	que	se
consumó	el	delito	(para	el	delito	instantáneo)	o	desde	el	momento	en	que	cesó
la	actividad	delictuosa	(en	los	demás	casos).	Como	es	de	verse	la
determinación	de	la	prescripción	de	la	acción	penal	requerirá	previamente
dilucidar	la	fecha	en	la	que	cesó	la	actividad	delictiva	o	el	momento	de	la
consumación,	lo	que	es	competencia	de	la	justicia	ordinaria.
En	caso	de	que	la	justicia	penal	hubiera	determinado	todos	estos	elementos
que	permiten	el	cómputo	del	plazo	de	prescripción,	podrá	cuestionarse	ante	la
justicia	constitucional	la	prosecución	de	un	proceso	penal	a	pesar	de	que
hubiera	prescrito	la	acción	penal.	En	caso	contrario,	la	pretensión	deberá	ser
rechazada.	(...)	no	obstante	la	relevancia	constitucional	que	ostenta	la
prescripción	de	la	acción	penal	no	pudo	estimar	la	pretensión	incoada	toda
vez	que	la	justicia	ordinaria	no	había	establecido	la	fecha	de	consumación	del
ilícito,	aspecto	crucial	para	determinar	el	plazo	de	prescripción	de	la	acción
penal	y	que	no	puede	ser	dilucidado	por	la	justicia	constitucional.
En	tal	sentido	en	caso	de	que	la	pretensión	en	la	que	se	alegue	la	prescripción
de	la	acción	penal	exija	la	dilucidación	de	aspectos	que	conciernen	evaluar	a
la	justicia	ordinaria,	la	demanda	deberá	ser	rechazada”.	(T.	C,	Exp.	00194-
2013-PHC/TC,	oct.	25/2013.	S.	S.	Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—Si	el	Estado	es	renuente	a	investigar	el	delito,	la
prescripción	no	opera.	“(…)	13.	El	artículo	139.13	de	la	Constitución	(…).	Así,
la	prescripción	de	la	acción	penal	constituye	una	garantía	del	individuo	ante
la	persecución	penal	estatal,	que	no	puede	prolongarse	ad	infinitum.	Sin
embargo,	este	tribunal	debe	reiterar	que	ninguna	disposición	constitucional
puede	ser	interpretada	aisladamente.	En	la	medida	en	que	forma	parte	de	la
Ley	Fundamental,	la	determinación	de	sus	alcances	y	límites	debe	realizarse
bajo	el	principio	de	unidad	de	la	Constitución.
14.	Así,	la	prescripción	de	la	acción	penal,	que	supone	la	defensa	del	individuo
contra	los	excesos	del	Poder	estatal,	no	puede	ser	utilizada	con	la	finalidad	de
avalar	el	encubrimiento	que	el	Estado	haya	realizado	de	hechos	que	deben	ser
investigados.	(…)	16.	Asimismo,	este	Tribunal	Constitucional	ha	reconocido
que	del	deber	de	protección	de	los	derechos	fundamentales	reconocido	en	el
artículo	44	de	nuestra	Constitución,	se	deriva	la	obligación	de	investigar	y
sancionar	graves	actos	como	las	ejecuciones	extrajudiciales	en	las	que	estaría
involucrado	el	favorecido	(…)	17.	De	este	modo,	como	ya	lo	ha	sentado	este
colegiado	en	la	sentencia	recaída	en	el	Expediente	N°	00218-2009-PHC/TC,
referida	a	la	pretendida	prescripción	de	la	acción	penal	de	un	coprocesado	del
accionante,	una	interpretación	conforme	con	la	Constitución	de	las	normas	de
prescripción	de	la	acción	penal	a	la	que	ha	arribado	este	tribunal	implica
dejar	de	contabilizar	todo	el	lapso	en	que	se	sustrajeron	los	hechos	de	una
efectiva	investigación,	a	través	de	órganos	judiciales	incompetentes	y	leyes	de
amnistía	inconstitucionales.	A	su	vez,	en	caso	que	se	determine	que	tales
hechos	constituyen	crímenes	de	lesa	humanidad	no	opera	el	plazo	de
prescripción	de	la	acción	penal.	Así	lo	ha	reconocido	este	Tribunal
Constitucional	(Exp.	N°	024-2010-PI/TC)”.	(TC,	Exp.	03693-2008-PHC/TC,
may.	05/2011.	Mesía	Ramírez)
C.	P.
ART.	83.—Interrupción	del	plazo	de	prescripción	de	la	acción
penal.	 La	 prescripción	 de	 la	 acción	 se	 interrumpe	 por	 las
actuaciones	del	Ministerio	Público	o	de	las	autoridades	judiciales,
quedando	sin	efecto	el	tiempo	transcurrido.
Después	de	la	interrupción	comienza	a	correr	un	nuevo	plazo	de
prescripción,	a	partir	del	día	siguiente	de	la	última	diligencia.
Se	 interrumpe	 igualmente	 la	 prescripción	 de	 la	 acción	 por	 la
comisión	de	un	nuevo	delito	doloso.
Sin	embargo,	la	acción	penal	prescribe,	en	todo	caso,	cuando	el
tiempo	transcurrido	sobrepasa	en	una	mitad	al	plazo	ordinario	de
prescripción.
JURISPRUDENCIA.—Distinción	entre	interrupción	y	suspensión	de	la
prescripción.	“(...)	existen	causas	establecidas	en	la	ley	que	tienen	por	efecto
interrumpir	o	suspender	el	plazo	de	prescripción	de	la	acción	penal.	La
interrupción	y	la	suspensión	del	plazo	se	distinguen	en	el	hecho	de	que
producida	la	interrupción	el	plazo	vuelve	a	contabilizarse.	En	cambio,	la
suspensión	sólo	detiene	el	cómputo	del	plazo	y,	superada	la	causal	de
suspensión,	el	plazo	transcurrido	se	mantiene	y	se	continúa	contabilizando.
(...).
Por	otro	lado,	existe	el	plazo	extraordinario	de	prescripción,	que	será
utilizado	en	caso	de	que	haya	operado	la	interrupción	del	plazo	de	la
prescripción	que,	según	lo	establece	el	artículo	83	del	Código	Penal,	es	el
equivalente	al	plazo	ordinario	de	prescripción	más	la	mitad.	(...).”	(TC,	Exp.	Nº
7451-2005-PHC/TC,	ago.	10/2005.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Plazo	de	prescripción	se	computa	sobre	el	plazo
máximo	legal	establecido	para	el	delito	imputado	sin	importar	grado	de
participación	del	agente	en	el	hecho.	“(...)	si	bien	la	condena	a	imponerse	en
un	proceso	penal	puede	ser	variable	en	atención	al	grado	de	participación	del
agente,	el	plazo	de	prescripción	del	delito	se	computa	sobre	la	base	del	plazo
máximo	legal	establecido	para	el	delito	imputado,	siendo	éste	el	único
referente	válido.	(…).”	(TC,	Exp.	N°	9291-2006-PHC/TC,	jul.	16/2007.	Pres.
Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—La	prescripción	de	las	infracciones	penales
cometidas	por	menores	corre	sin	interrupciones.	“Que,	el	Código	de	los
Niños	y	Adolescentes,	no	ha	previsto	la	interrupción	de	las	prescripción
ordinaria	ni	de	la	prescripción	extraordinaria,	que	son	propias	de	la
legislación	penal	ordinaria	y	que	están	previstas	en	el	artículo	ochenta	y	tres
del	código	(...)	La	legislación	penal	no	es	de	aplicación	indiscriminada	a	los
casos	de	infracciones	penales	cometidas	por	adolescentes,	en	razón	de	la
diferencia	que	existe	entre	la	comisión	de	un	hecho	punible	cuya	consecuencia
es	la	imposición	de	una	pena,	con	la	infracción	de	un	menor,	a	cuyo	favor	se
abre	una	investigación	con	el	objeto	de	aplicar,	de	ser	el	caso,	una	medida
socio	educativa.	Ello	en	atención	al	Principio	del	Interés	Superior	del	Niño	y
Adolescente,	regulado	en	el	artículo	noveno	del	Título	Preliminar	del	Código
de	los	Niños	y	Adolescentes	(...).	En	tal	sentido,	existiendo	legislación	especial
en	el	Código	de	los	Niños	y	Adolescentes	reguladora	de	la	prescripción,	no	son
aplicables	de	modo	supletorio	la	regulación	del	Código	Penal,	salvo	entre
otras	normas,	la	consignada	en	el	tercer	considerando	de	la	presente
resolución,	por	la	razón	allí	indicada	(...)”.	(C.	S,	Cas.	4076-2014-Lima,	jun.
01/2015.	V.	P.	Cunya	Celi)
JURISPRUDENCIA.—Las	dilaciones	innecesarias	del	proceso	penal	no
causan	la	suspensión	del	plazo	de	prescripción.	“Que	estando	a	lo
anteriormente	expuesto,	y	a	que	cuando	se	cometió	el	hecho	punible	estaba
vigente	el	artículo	trescientos	noventa	y	nueve	del	Código	Penal	que	establecía
una	pena	de	cinco	años	como	privativa	de	libertad	como	máximo	y	teniendo
en	cuenta	lo	dispuesto	por	los	artículos	ochenta	y	ochenta	y	tres	del	acotado	–
agosto	de	mil	novecientos	noventa	y	seis–,	el	plazo	se	ha	cumplido	en	exceso,	y
al	haber	transcurrido	más	de	siete	años	y	seis	meses,	ha	operado	la	acción
liberadora	del	Estado	(...)	Que,	el	argumento	del	procurador	en	cuanto	señala
que	el	proceso	sufrió	dilaciones	innecesarias,	esta	circunstancia	no	es	causal
de	suspensión	del	plazo	de	prescripción,	siendo	que	la	resolución	de	la	sala
está	conforme	a	ley	(...)”.	(C.	S.,	R.	N.	1555-2007-Callao,	jul.	01/2008.	V.	P.
Sivina	Hurtado)
C.	P.
ART.	84.—Suspensión	del	plazo	de	prescripción	de	la	acción
penal	por	prejudicialidad.	Si	el	 comienzo	o	 la	continuación	del
proceso	penal	depende	de	cualquier	cuestión	que	deba	resolverse
en	otro	procedimiento,	 se	considera	en	suspenso	 la	prescripción
hasta	que	aquel	quede	concluido.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	formalización	de	la	investigación
suspende	el	curso	de	la	prescripción	de	la	acción	penal.	“El	artículo	84	del
Código	Penal	tampoco	ha	sido	derogado	ni	mediatizado	en	sus	efectos	por	el
inciso	1	del	artículo	339	del	Código	Procesal	Penal.	Fundamentalmente
porque	ambas	disposiciones	son	independientes	aunque	aludan	a	una	misma
institución	penal	como	lo	es	la	suspensión	de	la	prescripción	de	la	acción
penal.	Se	trata	solamente	de	disposiciones	compatibles	que	regulan,	cada	una,
causales	distintas	de	suspensión	de	la	prescripción	de	la	acción	penal	que
pueden	operar	de	modo	secuencial,	paralelo	o	alternativo.	Efectivamente,	la
prejudicialidad	considerada	por	la	norma	sustantiva	puede	paralizar	incluso
la	continuación	de	un	proceso	penal	en	trámite	y	donde	la	formalización	de	la
investigación	preparatoria	que	considera	la	norma	adjetiva,	ya	decretó	la
suspensión	del	plazo	de	prescripción	de	la	acción	penal.	Es	más,	a	ello	se
refiere	también	de	modo	expreso	el	artículo	5°	en	sus	incisos	1	y	2:
“1.	La	cuestión	prejudicial	procede	cuando	el	fiscal	decide	continuar	con	la
investigación	preparatoria,	pese	a	que	fuere	necesaria	en	vía	extra-penal	una
declaración	vinculada	al	carácter	delictuoso	del	hecho	incriminado.
2.	Si	se	declara	fundada,	la	investigación	preparatoria	se	suspende	hasta	que
en	la	otra	vía	recaiga	resolución	firme.	Esta	decisión	beneficia	a	todos	los
imputados	que	se	encuentren	en	igual	situación	jurídica	y	que	no	la	hubieren
deducido.	(...).”	(CS,	Ac.	P.	03-2012/CJ-116,	mar.	26/2012,	S.	S.	San	Martín
Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	suspensión	de	la	prescripción	en	el
caso	del	artículo	339	inciso	1	no	puede	prolongarse	más	allá	de	un
tiempo	acumulado	equivalente	al	plazo	ordinario	de	prescripción	más
una	mitad	de	dicho	plazo.	“11.	Es	pertinente	y	oportuno	establecer	un	límite
temporal	para	la	duración	de	la	suspensión	de	la	prescripción	de	la	acción
penal,	generada	por	la	formalización	de	la	investigación	preparatoria.	Tal
requerimiento	fue	también	reiteradamente	planteado	en	las	ponencias
sustentadas	durante	la	audiencia	pública	preparatoria	del	I	Pleno
Jurisdiccional	Extraordinario	por	lo	que	expresan	una	fundada	demanda	de	la
comunidad	nacional.	Pero,	además,	ella	guarda	estricta	coherencia	con	las
exigencias,	límites	y	efectos	que	derivan	del	principio	de	plazo	razonable	para
la	realización	de	la	justicia.	En	ese	contexto,	pues,	y	atendiendo	a	los
antecedentes	históricos	de	la	suspensión	de	la	prescripción	en	nuestra
legislación,	cabe	asimilar,	para	satisfacer	tal	expectativa	social,	el	mismo
límite	temporal	que	contenía	el	derogado	artículo	122	del	Código	Penal	de
1924.	Esto	es,	en	adelante	debe	entenderse	que	la	suspensión	de	la
prescripción	en	el	caso	del	artículo	339	inciso	1,	no	podrá	prolongarse	más
allá	de	un	tiempo	acumulado	equivalente	al	plazo	ordinario	de	prescripción
más	una	mitad	de	dicho	plazo.	Por	lo	demás	este	mismo	criterio	se	mantuvo
en	los	proyectos	de	Código	Penal	de	setiembre	de	1984	(Art.	96),	de	octubre	de
1984	(Art.	83),	de	agosto	de	1985	(Art.	89)	y	de	abril	de	1986	(Art.	88)	que
precedieron	al	Código	Penal	de	1991	por	lo	que	su	razonabilidad	es
admisible.”	(CS,	Ac.	P.	03-2012/CJ-116,	mar.	26/2012,	S.	S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—Trámite	de	extradición	justifica	plenamente	la
suspensión	de	la	prescripción	penal.	“(…)	el	primer	presupuesto	se	presenta
con	toda	evidencia,	puesto	que	no	es	posible	el	enjuiciamiento	del	acusado	(…)
si	es	que	no	se	decide	por	la	autoridad	extranjera,	el	país	de	refugio	(…)	si	debe
ser	entregado	a	la	autoridad	jurisdiccional	nacional,	de	suerte	que	mientras
que	tal	decisión	no	tenga	lugar	el	proceso	penal	no	puede	continuar	por
expresa	prohibición	constitucional	(…)	se	está	ante	una	cuestión	jurídica
controvertida,	propiamente	distinta	del	objeto	del	proceso	penal	en	curso,	y
que	con	arreglo	al	derecho	extradicional	debe	ser	resuelta	por	el	país
requerido	conforme	al	tratado	correspondiente	(…)	el	segundo	presupuesto	es
el	que,	en	pureza,	ha	sido	objeto	de	un	cuestionamiento	esencial	por	la	defensa
del	imputado;	que	la	extradición,	en	rigor,	es	un	procedimiento	penal	auxiliar
–falta	una	pretensión	punitiva	encaminada	a	la	imposición	de	una	pena	en
virtud	de	la	comisión	de	un	hecho	punible–	destinado	a	obtener	la	presencia
del	imputado	en	el	país	de	juzgamiento,	lo	que	se	hace	en	virtud	a	un	acto	de
cooperación	judicial	internacional	–véase	artículo	quinientos	once,	apartado
uno,	literal	a,	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal–;	que,	como	tal,	y	en	la	medida
en	que	el	proceso	de	extradición	se	inicia	en	el	país	requirente	y	continúa	y	se
decide	en	el	país	requerido,	por	su	objeto	jurídico,	es	autónomo	respecto	del
proceso	penal	que	lo	originó	y	está	sujeto	a	sus	propias	reglas	jurídicas	en
orden	a	decidir	si	el	reclamado	debe	o	no	ser	entregado	al	país	requirente
para	su	enjuiciamiento;	que,	siendo	así,	este	presupuesto	también	se	ha
cumplido,	por	lo	que	debe	declararse,	conforme	al	artículo	ochenta	y	cuatro
del	Código	Penal,	el	efecto	jurídico	correspondiente,	esto	es,	que	se	ha
producido	la	suspensión	del	plazo	de	prescripción.	(…)	es	de	precisar	que	el
citado	artículo	ochenta	y	cuatro	del	Código	Penal	no	establece	que	el
procedimiento,	en	el	que	se	resolverá	la	cuestión	jurídica	controvertida	que
incida	causalmente	en	el	comienzo	o	la	continuación	del	proceso	penal,	debe
tener	una	naturaleza	extra	penal:	civil,	contencioso	administrativo,
parlamentario	o	constitucional;	que,	en	efecto,	la	disposición	sólo	estipula	que
se	trate	de	‘(…)	otro	procedimiento’	y,	sin	duda,	otro	procedimiento	es	el	de
extradición	que,	aún	cuando	relacionado	con	el	que	lo	originó,	tiene	su	propio
objeto	y	estatuto	jurídico;	es,	en	suma,	un	procedimiento	distinto	del	proceso
penal	propiamente	dicho	y,	además,	debe	resolverse	por	una	autoridad
distinta	de	la	que	tiene	a	su	cargo	la	causa;	que	la	presencia	del	imputado	en
otro	país	y	la	necesidad	de	una	extradición,	debidamente	instaurada,
constituye	lo	que	propiamente	es	la	razón	de	ser	de	la	suspensión:	un
obstáculo	legal	que	impide	que	la	acción	penal	–léase	el	juzgamiento–
prosiga,	basada	en	el	aforismo	‘contra	non	valentem	agüere	non	curit
prescripto’	(…)”	(CS.	A.	V.	09-2004,	jul.	26/2006.	S.S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—Cómputo	de	la	prescripción	se	inicia	desde	la
publicación	de	la	resolución	legislativa	que	declara	haber	lugar	a	la
formación	de	causa.	“(...)	se	discute	si	a	los	efectos	de	la	suspensión	del	plazo
sólo	debe	computarse	el	tiempo	de	inicio	y	culminación	del	procedimiento
parlamentario	de	acusación	constitucional	o,	por	el	contrario,	si	la	suspensión
se	cuenta	desde	la	fecha	de	comisión	del	delito	hasta	la	culminación	del
procedimiento	de	acusación	constitucional.	El	artículo	84	del	Código	Penal
(...).	Es	evidente	que,	en	el	presente	caso,	tratándose	de	la	atribución	un	delito
cometido	en	el	ejercicio	de	sus	funciones	no	podía	iniciarse	un	proceso	penal
hasta	la	decisión	del	Congreso	de	la	República.	Se	está	ante	un	impedimento
procesal	para	la	persecución	del	delito	de	carácter	absoluto	y	tal	posibilidad
corta	de	plano	el	inicio	de	actividad	procesal	válida	en	orden	a	la
investigación	y	el	enjuiciamiento	por	el	delito.	La	aludida	configuración
normativa,	en	estos	casos,	hace	prevalecer	la	acción	persecutoria	y	la	condena
como	fundamento	de	la	suspensión	en	casos	de	acusación	constitucional	e
inmunidad	de	los	congresistas,	lo	que	importa	asumir,	respecto	del	artículo	84
del	Código	Penal,	el	fundamento	procesal	de	la	prescripción	sin	desestimar	el
fundamento	de	mayor	calado	que	es	el	material	y	que,	en	este	caso,	concurren
razonablemente.	(...)	el	sentimiento	de	alarma	social	que	en	su	día	puede
producir	un	delito	(...)	no	cesa	mientras	el	Congreso	no	decida	la	suerte	del
congresista	y	la	justicia	pueda	pronunciarse.	Alzado	el	obstáculo	procesal	que
representa	la	acusación	constitucional,	recién	puede	iniciarse	el	cómputo	de	la
prescripción,	pues	de	otra	forma	se	alentaría	la	impunidad	de	autoridades
públicas	con	mayor	capacidad	de	afectar	bienes	jurídicos	de	especial
importancia;	y,	de	ese	modo,	se	desnaturalizaría	el	fundamento	material	de	la
prescripción”.	(C	S,	R.	N.	2304-2014-Lima,	mar.	17/2015.	V.	P.	San	Martín
Castro)
JURISPRUDENCIA.—Trámite	parlamentario	en	el	antejuicio	político
suspende	la	prescripción	penal.	“(…).	En	efecto,	de	acuerdo	con	el	artículo
84	del	Código	Penal,	‘[s]i	el	comienzo	o	la	continuación	del	proceso	penal
depende	de	cualquier	cuestión	que	deba	resolverse	en	otro	procedimiento,	se
considera	en	suspenso	la	prescripción	hasta	que	aquel	quede	concluido’.	En	el
caso	concreto,	dado	que	el	recurrente	gozaba	de	la	prerrogativa	del	antejuicio
político,	es	evidente	que	aquel	era	un	trámite	indispensable,	como	paso	previo,
para	que	se	diera	inicio	al	proceso	penal.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	5068-2006-
PHC/TC,	jul.	01/2007.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—La	prescripción	corre	a	partir	del	momento	mismo
en	que	se	levanta	o	suspende	la	inmunidad	parlamentaria.	“(…)	La
inmunidad	parlamentaria	y	el	antejuicio	que	se	reconoce	en	la	Constitución	a
los	Congresistas	configuran	un	claro	supuesto	de	suspensión	de	la	prescripción
de	eficacia	absoluta	y	por	imperio	de	la	ley	(…).
De	otro	lado,	la	inmunidad	y	por	ende,	el	antejuicio,	(…)	son	obstáculos
procesales	que	afectan	la	persecución	del	delito	en	el	caso	de	Congresistas	de
la	República	‘desde	el	día	que	son	elegidos	hasta	un	mes	después	de	haber
cesado	en	sus	funciones...’.	Ello	implica	que	los	congresistas	sólo	pueden	ser
sujetos	de	acción	penal	luego	que	lo	autorice	el	Congreso	previo
procedimiento	de	antejuicio.	Entonces,	durante	todo	ese	período	que
transcurra	desde	la	comisión	del	delito	hasta	la	decisión	de	ha	lugar	a	causa
los	plazos	de	prescripción	de	la	acción	penal	no	transcurren	por	estar
suspendidos.
d)	En	consecuencia,	los	efectos	concretos	de	cada	modalidad	de	suspensión	de
la	prescripción	difieren	en	razón	de	la	eficacia	del	obstáculo	procesal	o
constitucional	que	motiva	la	suspensión.	Si	se	trata	de	un	supuesto	original	el
plazo	de	prescripción	no	corre.	En	cambio,	cuando	la	suspensión	corresponde
a	un	supuesto	sobreviniente,	el	período	acumulado	hasta	la	producción	de
aquel	deberá	ser	adicionado,	luego,	al	cómputo	que	corresponda	establecer
cuando,	superado	el	obstáculo,	se	reactive	la	prescripción.	(…).”	(CS,	R.	Ap.	-
Exp.	07-2007,	may.	10/2010.	S.	S.	Prado	Saldarriaga)
JURISPRUDENCIA.—La	prescripción	de	la	acción	penal	es	inadmisible	e
inaplicable	cuando	se	trata	de	muy	graves	violaciones	a	los	derechos
humanos.	“Sin	perjuicio	de	lo	anterior,	la	prescripción	de	la	acción	penal	es
inadmisible	e	inaplicable	cuando	se	trata	de	muy	graves	violaciones	a	los
derechos	humanos	en	los	términos	del	derecho	internacional.	(...)	este	tribunal
ha	precisado	que	existen	causas	establecidas	en	la	ley	que	tienen	por	efecto
interrumpir	o	suspender	el	plazo	de	prescripción	de	la	acción	penal.	La
interrupción	y	la	suspensión	del	plazo	se	distinguen	en	el	hecho	de	que,
producida	la	interrupción,	el	plazo	vuelve	a	contabilizarse.	En	cambio,	la
suspensión	solo	detiene	el	cómputo	del	plazo	y,	superada	la	causal	de
suspensión,	el	plazo	transcurrido	se	mantiene	y	se	continúa	contabilizando.”
(...)”	(TC,	Exp.	03681-2010-PHC/TC,	abr.	20/2012.	Pres.	Álvarez	Miranda)
JURISPRUDENCIA.—“A	diferencia	de	la	interrupción	de	la	prescripción
de	la	acción	penal,	la	suspensión	no	cuenta	con	causales	establecidas	en
el	Código	Penal”.	“A	diferencia	de	la	interrupción	de	la	prescripción	de	la
acción	penal,	la	suspensión	no	cuenta	con	causales	establecidas	en	el	Código
Penal	(...)	Teniendo	en	cuenta	lo	señalado,	puede	concluirse	que	la	suspensión
del	plazo	de	prescripción	de	la	acción	penal	se	presenta	cuando:	i)	preexiste	o
surge	ulteriormente	una	cuestión	jurídica	controvertida	que	impida	la
iniciación	o	la	continuación	del	proceso	penal;	y	ii)	la	decisión	del	otro
procedimiento	distinto	incida	sobre	la	iniciación	o	la	continuación	del	proceso
penal.
Algunos	ejemplos	pueden	aclarar	los	supuestos	en	los	que	resulta	legítimo
suspender	la	prescripción	de	la	acción	penal	(...)	la	cuestión	prejudicial	y	la
prerrogativa	del	antejuicio	político	son	causales	de	suspensión	de	la
prescripción	de	la	acción	penal.”	(TC,	Exp.	03681-2010-PHC/TC,	abr.	20/2012.
Pres.	Álvarez	Miranda)
JURISPRUDENCIA.—Motivación	arbitraria,	si	no	se	justifica	la
suspensión	de	la	prescripción.	“La	motivación	esgrimida	en	la	resolución
(...)	no	es	conforme	con	el	supuesto	previsto	en	el	artículo	84	del	Código	Penal,
para	que	legítimamente	se	declare	la	suspensión	de	la	prescripción	de	la
acción	penal.	Este	tribunal	considera	que	su	motivación	es	arbitraria,	por
cuanto	no	justifica	adecuadamente	las	razones	por	las	cuales	debe
suspenderse	el	plazo	de	prescripción	de	la	acción	penal	y	porque	la
contumacia	no	puede	ser	entendida	como	otro	procedimiento	ajeno	y	distinto
al	proceso	penal,	para	que	pueda	justificarse	la	suspensión	de	la	prescripción
de	la	acción	penal.	Tampoco	resulta	racional	considerar	que	la	contumacia	en
el	caso	del	favorecido	incida	en	la	iniciación	del	proceso	penal	que	se	le	sigue.”
(TC,	Exp.	03681-2010-PHC/TC,	abr.	20/2012.	Pres.	Álvarez	Miranda)
JURISPRUDENCIA.—La	suspensión	de	los	plazos	de	prescripción	de	la
acción	penal	para	los	reos	contumaces	solo	puede	aplicarse	en	caso	no
resulte	vulneratoria	del	derecho	al	plazo	razonable	del	proceso.	“(...)
‘tratándose	de	reos	contumaces,	los	plazos	de	prescripción	se	interrumpen	si
es	que	existen	evidencias	irrefutables	que	el	acusado	rehúye	del	proceso	y
hasta	que	el	mismo	se	ponga	a	derecho’.	(...)	este	tribunal	considera	que	la
resolución	(...)	vulnera	el	derecho	a	la	motivación	de	las	resoluciones
judiciales,	en	la	medida	que	su	argumentación	no	es	acorde	con	lo	prescrito	en
el	artículo	84	del	Código	Penal,	ya	que	ordenó	–mecánicamente–	la	suspensión
del	plazo	de	prescripción	de	la	acción	penal	sobre	la	base	de	una	declaratoria
de	contumacia,	sin	tener	presente	(...)	que	‘la	Ley	N°	26641,	que	dispone	la
suspensión	de	los	plazos	de	prescripción	de	la	acción	penal	para	los	reos
contumaces,	sólo	puede	ser	de	aplicación	en	caso	la	misma	no	resulte
vulneratoria	del	derecho	al	plazo	razonable	del	proceso’.	(...).”	(TC,	Exp.
03681-2010-PHC/TC,	abr.	20/2012.	Pres.	Álvarez	Miranda)
JURISPRUDENCIA.—La	nulidad	de	los	actos	procesales	de	publicación	y
notificación	de	la	sentencia	en	el	“Caso	Schütz”.	“(...)	de	conformidad	con	el
artículo	121	del	Código	Procesal	Constitucional	contra	las	sentencias	del
Tribunal	Constitucional	no	cabe	impugnación	alguna	salvo	que	de	oficio	o	a
instancia	de	parte,	decidiera	aclarar	algún	concepto	o	subsanar	cualquier
error	material	u	omisión	en	que	hubiese	incurrido.	(...).
5	Que	no	habiéndose	alcanzado	conformidad	en	la	totalidad	de	la	decisión
emitida	sobre	una	pretensión	subsiste	el	empate,	por	lo	que	debe	llamarse	al
magistrado	Calle	Hayen,	que	de	acuerdo	con	el	acta	de	la	vista	de	la	causa	no
concurrió	a	dicha	audiencia	para	que,	avocándose	al	conocimiento	de	autos
emita	pronunciamiento	sobre	el	extremo	que	cuestiona	la	resolución	de	fecha
21	de	noviembre	de	2006	(...).
6.	Que	en	el	presente	caso	la	secretaría	relatoría	sumó	el	sentido	de	los	votos
teniendo	en	consideración	la	totalidad	de	los	fallos,	no	habiendo	encontrado
coincidencia	entre	los	votos	de	los	magistrados	Beaumont	Callirgos,	Urviola
Hani	con	el	voto	del	magistrado	Vergara	Gotelli,	toda	vez	que	los	primeros
declaraban	infundada	la	demanda	en	un	extremo	e	improcedente	en	otro,	y	el
magistrado	Vergara	Gotelli	declaraba	improcedente	la	demanda	en	sus	dos
extremos.	No	obstante,	sobre	la	base	de	los	argumentos	expuestos	en	el	escrito
de	nulidad	y	del	análisis	de	la	parte	considerativa	de	cada	uno	de	los	votos,	el
pleno	encuentra	que	se	ha	configurado	un	empate	en	el	extremo	de	la
pretensión	antes	referida.
(...)	Declarar	la	nulidad	de	los	actos	procesales	de	publicación	y	notificación
de	la	resolución	de	fecha	20	de	abril	del	2012;	la	nulidad	de	la	resolución	de
fecha	8	de	mayo	del	2012,	su	publicación	y	notificación;	a	efectos	de	que
continuando	la	causa	con	su	trámite	se	llame	al	magistrado	Calle	Hayen,	para
que	se	pronuncie	sobre	el	extremo	en	el	que	subsiste	el	empate.	(...).”	(TC,	Exp.
03681-2010-PHC/TC	(Nulidad),	may.	11/2012.	Pres.	Álvarez	Miranda)
JURISPRUDENCIA.—TC	recuerda:	a	diferencia	de	la	interrupción	de	la
prescripción,	la	suspensión	no	cuenta	con	causales	establecidas	en	el
Código	Penal.	“9.	La	suspensión	de	la	prescripción	de	la	acción	penal	se
encuentra	definida	en	el	artículo	84	del	Código	Penal.	A	diferencia	de	la
interrupción	de	la	prescripción	regulada	en	el	artículo	83	del	Código	Penal,	la
suspensión	no	cuenta	con	causales	establecidas	en	el	código	(...).	En	tal	sentido
puede	considerarse	como	causal	de	prescripción,	por	ejemplo,	la	cuestión
prejudicial,	regulada	en	el	artículo	4°	del	Código	de	Procedimientos	Penales;
se	puede	considerar	también	la	prerrogativa	del	antejuicio.
10.	Asimismo	la	prescripción	de	la	acción	según	la	regulación	establecida	en
nuestro	Código	Penal,	puede	ser	contabilizada	a	través	del	plazo	ordinario	y	el
plazo	extraordinario.	En	cuanto	al	plazo	ordinario	de	prescripción,	regulado
en	el	artículo	80	del	Código	Penal,	es	el	equivalente	al	máximo	de	la	pena
fijada	en	la	ley,	en	caso	de	ser	privativa	de	libertad.	En	caso	de	que	la	pena	no
sea	privativa	de	libertad,	la	acción	prescribe	a	los	dos	años.	Y	en	caso	de
delitos	cometidos	por	funcionarios	y	servidores	públicos	contra	el	patrimonio
del	Estado	o	de	organismo	sostenidos	por	esta,	el	plazo	prescripción	se
duplica.
11.	En	cuanto	al	plazo	extraordinario	de	prescripción,	este	será	utilizado	en
caso	de	que	haya	operado	la	interrupción	del	plazo	de	la	prescripción,	según
lo	establece	el	artículo	83	del	Código	Penal,	y	es	el	equivalente	al	plazo
ordinario	de	prescripción	más	la	mitad”.	(TC,	Sent.	del	Pleno	-	Exp.	03116-
2012-PHC/TC,	set.	04/2013.	S.	S.	Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—Suspensión	de	origen:	el	plazo	de	prescripción	de	la
acción	penal	corre	desde	que	el	Congreso	de	la	República	habilita	la
promoción	de	la	acción	penal.	“(...)	en	virtud	al	principio	de	legalidad,	partió
de	la	regulación	prevista	en	el	artículo	ochenta	y	cuatro	del	Código	Penal,
texto	legal	que	contiene	dos	supuestos	vinculados	a	la	existencia	de	una
cuestión	que	deba	resolverse	en	otro	procedimiento,	que	conllevan	a	la
suspensión	de	los	plazos	prescriptorios,	uno	referido	al	comienzo	del	proceso	y
otro	a	su	continuación,	a	partir	de	ello	–contrariamente	a	lo	que	sostiene	la
quejosa–,	la	sentencia	de	vista	sustentó	con	base	doctrinaria	que	tales
supuestos	implican	dos	tipos	de	suspensión,	la	originaria	y	la	sobreviniente,
respectivamente,	siendo	que	el	primer	caso	se	configura	por	imperio	legal,
directo	absoluto,	cuando	no	es	posible	el	inicio	de	un	proceso	penal	sin	previa
autorización	específica	que	regula	la	ley,	como	en	el	caso	del	antejuicio;	a
partir	de	ello,	el	tribunal	plasmó	una	línea	argumentativa	sólida,	sustentando
las	premisas	que	permiten	llegar	de	manera	razonada	y	coherente	a	las
conclusiones	con	las	que	rechazó	la	excepción	planteada	por	la	recurrente;	en
efecto,	de	la	sentencia	de	vista	aparece	claramente	que	el	tribunal	de	alzada
estimó	que	el	periodo	que	transcurrió	desde	la	comisión	del	delito	hasta	la
autorización	del	Congreso	de	la	República	que	habilite	la	promoción	de	lo
acción	penal	por	la	Fiscalía	de	la	Nación	no	es	computable,	precisando	el	ocho
de	junio	del	dos	mil	siete	como	fecha	de	inicio	del	cálculo	de	lo	prescripción	–
día	en	que	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	la	referida	habilitación
del	Congreso	de	la	República–,	a	la	que	sumándosele	el	plazo	de	prescripción
extraordinario,	a	la	fecha	de	emitida	la	sentencia	de	vista,	no	se	habría
cumplido;	asimismo,	debe	destacarse	que	a	diferencia	de	otros	altos
funcionarios,	el	congresista	es	el	único	que	tiene	inmunidad,	de	ahí	su
condición	especial	y	tratamiento	diferenciado.	Consecuentemente,	no	se
advierte	vulneración	constitucional	alguna	que	justifique	amparar	el	recurso
de	queja	interpuesto”.	(CS,	Queja	A.V.	01-2010-Lima,	set.	12/2011.	V.	P.
Barrios	Alvarado)
C.	P.
ART.	85.—Extinción	de	la	ejecución	de	la	pena.	La	ejecución	de
la	pena	se	extingue:
1.	Por	muerte	del	condenado,	amnistía,	indulto	y	prescripción;
2.	Por	cumplimiento	de	la	pena;
3.	Por	exención	de	pena;	y
4.	Por	perdón	del	ofendido	en	los	delitos	de	acción	privada.
JURISPRUDENCIA.—Prescripción	de	la	persecución	penal	y	prescripción
de	la	ejecución	penal.	“(...)	la	prescripción	es	un	medio	para	librarse
de	las	consecuencias	penales	y	civiles	de	una	infracción	penal	o
una	condena	penal	por	efecto	del	tiempo	y	en	las	condiciones
exigidas	por	la	ley.	Por	consiguiente,	la	prescripción	igualmente
constituye	un	supuesto	de	extinción	de	la	acción	penal	(...),	y	la
norma	material	reconoce	también	la	prescripción	de	la	ejecución
de	la	pena	(...).	Así,	la	primera	prescripción,	llamada	de	la
persecución	penal,	está	referida	a	la	prohibición	de	iniciar	o
continuar	con	la	tramitación	de	un	proceso	penal	en	tanto	que	por
la	segunda,	llamada	de	la	ejecución	penal,	se	excluye	la	ejecución
de	una	sanción	penal	si	ha	transcurrido	un	plazo	determinado,	de
lo	cual	se	infiere	que	la	prescripción	del	delito	extingue	la
responsabilidad	penal,	en	tanto	que	la	prescripción	de	la	pena	lo
que	extingue	es	la	ejecución	de	la	sanción	que	en	su	día	fue
decretada.	(...).”	(TC,	Exp.	N°	7451-2005-PHC/TC,	ago.	10/2005.	Pres.
Bardelli	Lartirigoyen)
C.	P.
ART.	 86.—Plazos	 de	 prescripción	 de	 la	 pena.	 El	 plazo	 de
prescripción	de	la	pena	es	el	mismo	que	alude	o	fija	la	ley	para	la
prescripción	de	la	acción	penal.	El	plazo	se	contará	desde	el	día	en
que	la	sentencia	condenatoria	quedó	firme.
JURISPRUDENCIA.—Los	 plazos	 de	 prescripción	 de	 la	 pena	 son	 los
mismos	 que	 los	 establecidos	 para	 la	 acción	 penal.	 “No	 obstante	 debe
precisarse	 que	 tanto	 la	 acción	 penal	 y	 la	 pena	 no	 son	 sempiternas,	 pues	 su
exigencia	 está	 sujeta	 al	 paso	 del	 tiempo,	 esto	 es,	 la	 acción	 penal	 y	 la	 pena
están	sujetas	a	plazos	de	prescripción.	Al	respecto	es	necesario	acotar	que	los
plazos	de	prescripción	de	la	pena	son	los	mismos	que	los	establecidos	para	la
acción	penal,	según	lo	prevé	el	artículo	86	del	Código	Penal	(...)	Sexto:	Ahora
bien,	a	efectos	de	establecer	los	plazos	de	prescripción	para	la	pena	de	multa
impuesta	al	recurrente	deben	hacerse	dos	precisiones	de	suma	relevancia.	En
principio	que	la	pena	de	multa	impuesta	resulta	ser	una	de	carácter	principal
–el	tipo	penal	de	receptación	por	el	que	también	fue	condenado	lo	exige–,	en
segundo	 lugar,	 que	 al	 ser	 una	 pena	 principal	 el	 cómputo	 del	 plazo	 de
prescripción	se	rige	conforme	a	lo	establecido	en	el	quinto	párrafo	del	artículo
80	del	Código	Penal	(...)	Sétimo:	En	esa	línea	y	en	atención	a	lo	establecido	en
el	artículo	86	del	Código	Penal	(...),	el	plazo	para	la	prescripción	de	la	pena	de
multa	que	se	impusiera	al	recurrente	se	computa	desde	el	cuatro	de	mayo	de
dos	mil	 nueve	–fecha	 en	que	 se	 emitió	 la	 ejecutoria	 suprema	de	 fojas	 ciento
ochenta	y	nueve–,	esto	es,	a	la	fecha	han	transcurrido	más	de	dos	años	desde
que	la	sentencia	emitida	contra	el	recurrente	quedó	firme,	por	ende,	la	citada
pena	ha	prescrito	por	el	paso	del	tiempo	y	no	puede	ser	exigible	por	el	Estado
(...)”.	(CS,	R.	05-02,	feb.	27/2015.	Vocal	supremo	instructor	David	Enrique	Loli
Bonilla)
C.	P.
ART.	87.—Interrupción	del	plazo	de	prescripción	de	la	pena.
Se	interrumpe	el	plazo	de	prescripción	de	 la	pena,	quedando	sin
efecto	el	tiempo	transcurrido,	por	el	comienzo	de	ejecución	de	la
misma	o	por	haber	sido	aprehendido	el	condenado	a	causa	de	 la
comisión	de	un	nuevo	delito	doloso.
Una	 vez	 interrumpida	 la	 prescripción,	 comenzará	 a	 correr	 de
nuevo,	si	hay	lugar	a	ello,	como	si	antes	no	se	hubiese	iniciado.
En	 los	 casos	 de	 revocación	 de	 la	 condena	 condicional	 o	 de	 la
reserva	del	 fallo	condenatorio,	 la	prescripción	comienza	a	correr
desde	el	día	de	la	revocación.
Sin	 embargo,	 la	 pena	 prescribe,	 en	 todo	 caso,	 en	 los	 mismos
plazos	de	la	acción	penal.
JURISPRUDENCIA.—Revocación	de	la	suspensión	de	la	ejecución	de	la
pena	opera	como	una	causal	de	interrupción	del	plazo	de	prescripción.
“(…)	Asimismo,	a	tenor	del	tercer	párrafo	del	artículo	87	del	Código	Penal,	en
los	casos	de	condena	condicional,	la	prescripción	comienza	a	correr	desde	el
día	de	su	revocación.	Es	decir,	que	la	revocación	de	la	suspensión	de	la
ejecución	de	la	pena	opera	como	una	causal	de	interrupción	del	plazo	de
prescripción,	momento	desde	el	cual	deberá	comenzarse	a	contabilizar	el
plazo	ordinario	de	prescripción.	(TC,	Exp.	N°	9314-2005-PHC/TC,	dic.
09/2006.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
C.	P.
ART.	88.—Individualización	de	la	prescripción.	La
prescripción	corre,	se	suspende	o	se	interrumpe	separadamente
para	cada	uno	de	los	partícipes	del	hecho	punible.
C.	P.
ART.	89.—Amnistía	e	indulto.	La	amnistía	elimina	legalmente	el
hecho	 punible	 a	 que	 se	 refiere	 e	 implica	 el	 perpetuo	 silencio
respecto	a	él.	El	indulto	suprime	la	pena	impuesta.
JURISPRUDENCIA.—Leyes	de	amnistía	no	operan	si	se	comprueba	que	el
legislador	penal	pretendió	encubrir	la	comisión	de	delitos	de	lesa
humanidad.	“(…)	Como	ya	se	señaló,	la	expedición	de	leyes	de	amnistía
constituye	una	competencia	jurídico-constitucional	del	Congreso	de	la
República,	de	modo	que	las	resoluciones	judiciales	que	se	dictan	en	aplicación
de	leyes	de	amnistía	constitucionalmente	legítimas	dan	lugar	a	la
configuración	de	la	cosa	juzgada	constitucional.	El	control	de	las	leyes	de
amnistía,	sin	embargo,	parte	de	la	presunción	de	que	el	legislador	penal	ha
querido	actuar	dentro	del	marco	de	la	Constitución	y	el	respeto	de	los
derechos	fundamentales.	(…)	No	opera,	por	tanto,	dicho	sucedáneo	cuando	se
comprueba	que	mediante	el	ejercicio	de	la	competencia	de	dictar	leyes	de
amnistía,	el	legislador	penal	pretendió	encubrir	la	comisión	de	delitos	de	lesa
humanidad.	Tampoco	cuando	el	ejercicio	de	dicha	competencia	se	utilizó	para
‘garantizar’	la	impunidad	por	graves	violaciones	de	derechos	humanos.	Tal
fue	la	situación	en	la	que	se	desenvolvieron	las	actividades	delictivas	del
denominado	Grupo	(...),	al	que	pertenecía	el	recurrente.	Así	lo	ha	reconocido	el
Estado	peruano,	a	través	de	su	agente	designado	para	el	Caso	(...)	ventilado
ante	la	Corte	Interamericana	de	Derechos	Humanos.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	679-
2005-PA/TC,	jul.	01/2007.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Límites	formales	y	materiales	de	la	amnistía	y
diferencias	con	el	indulto.	“(…)	Una	ley	de	amnistía	se	encuentra	sujeta
tanto	a	límites	formales	como	materiales.	Con	respecto	a	la	primera	cabe
señalar	que	el	dictado	de	una	ley	de	amnistía	es	que	ésta	sólo	puede
formalizarse	en	virtud	de	una	ley	ordinaria.	Por	tanto,	además	de	respetar	los
principios	constitucionales	que	informan	el	procedimiento	legislativo,	debe
observar	los	criterios	de	generalidad	y	abstracción	exigidos	por	el	artículo	103
de	la	Constitución.	Igualmente,	las	leyes	de	amnistía	deben	respetar	el
principio-derecho	de	igualdad	jurídica,	lo	que	impide	que,	previsto	el	ámbito
de	aplicación	de	la	ley	de	amnistía,	el	legislador	pueda	brindar	un	tratamiento
diferenciado	que	no	satisfaga	las	exigencias	que	impone	el	principio	de
proporcionalidad.	Estos	dos	primeros	límites	distinguen	a	la	amnistía	del
indulto.	A	diferencia	de	este	último,	una	ley	de	amnistía	no	puede	comprender
en	sus	alcances	a	una	persona	o	un	grupo	de	personas	en	particular,	con
exclusión	de	otras	que	se	encuentren	en	los	mismos	supuestos	que	motivan	su
expedición.	Tampoco	la	amnistía	puede	fundarse	en	un	motivo	incompatible
con	la	Constitución.	La	Ley	Fundamental	es	una	norma	lo	suficientemente
abierta	para	que	dentro	de	ella	el	legislador	pueda	elegir	entre	las	diferentes
opciones	de	política	de	persecución	criminal.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	679-2005-
PA/TC,	jul.	01/2007.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—El	indulto	como	facultad	presidencial	reconocida	en
la	Constitución:	la	cosa	juzgada.	“(…)	3.	El	indulto	es	una	facultad	del
Presidente	de	la	República	reconocida	en	el	artículo	118,21	de	la	Constitución
Política,	a	través	de	la	cual,	tal	como	lo	prevé	el	artículo	89	del	Código	Penal,
se	suprime	la	pena	impuesta	a	un	condenado.	Se	trata,	además,	de	una
facultad	presidencial	revestida	del	máximo	grado	de	discrecionalidad;	lo	que
no	significa	que	se	trate	de	una	potestad	que	pueda	ser	ejercida	sin	control
jurisdiccional	y	con	la	más	absoluta	arbitrariedad.
4.	Además,	nuestra	Constitución	(artículo	139,13)	prevé	que	el	indulto
adquiere	los	efectos	de	la	cosa	juzgada.	Al	respecto,	constituye	una	garantía
expresamente	prevista	en	nuestro	ordenamiento	jurídico	la	prohibición	de
dejar	sin	efecto	resoluciones	que	han	adquirido	la	calidad	de	cosa	juzgada,	así
como	la	prohibición	de	revivir	procesos	fenecidos	con	resolución	ejecutoriada
(artículo	139,	incisos	2	y	13	de	la	Constitución).
(…).
De	este	modo,	el	efecto	de	cosa	juzgada	del	indulto	de	un	lado	proscribe
articular	medios	impugnatorios	tendientes	a	revisar	lo	ya	decidido	a	favor	de
un	condenado,	y	de	otro	lado,	imposibilita	una	posterior	persecución	penal
basada	en	los	mismos	hechos	cuya	consecuencia	penal	fue	dejada	sin	efecto
por	el	indulto.	Es	decir,	el	indulto	no	solo	elimina	la	pena	sino	también	la
posibilidad	de	volver	a	perseguir	penalmente	a	la	persona	por	los	mismos
hechos.”	(TC,	Exp.	03660-2010-PHC/TC,	ene.	25/2011.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Incluso	la	garantía	de	la	inmutabilidad	de	la	cosa
juzgada	puede	ceder	ante	supuestos	graves	de	error.	“6.	En	suma,	queda
claro	para	este	Tribunal	Constitucional	que	el	indulto	es	una	potestad
constitucionalmente	instituida	que	permite	al	Presidente	de	la	República
intervenir	a	favor	de	un	condenado	y	adquiere	carácter	definitivo.	Así	pues,	la
posterior	revocatoria	de	lo	ya	concedido	no	resulta	prima	facie
constitucionalmente	admisible.	La	garantía	de	la	cosa	juzgada	y	su
inmutabilidad	contradicen	esta	posibilidad.
7.	Sin	embargo,	no	debe	olvidarse	que	incluso	la	garantía	de	la	inmutabilidad
de	la	cosa	juzgada	puede	ceder	ante	supuestos	graves	de	error.	Así,	por
ejemplo,	el	ordenamiento	procesal	de	la	justica	(sic)	ordinaria	reconoce	el
recurso	de	revisión	en	el	ámbito	penal,	o	la	cosa	juzgada	fraudulenta	en	el
ámbito	civil.	Ello	se	funda	en	lo	ya	señalado	por	este	Tribunal	Constitucional
en	reiterada	jurisprudencia,	el	goce	de	un	derecho	presupone	que	éste	haya
sido	obtenido	conforme	a	ley,	pues	el	error	no	puede	generar	derechos	(…).	A
su	vez,	las	resoluciones	que	ponen	fin	a	un	proceso	judicial,	que	tienen	la
virtualidad	de	producir	efectos	de	cosa	juzgada	pueden	ser	cuestionadas	a
través	de	procesos	constitucionales	(amparo	o	hábeas	corpus	contra
resolución	judicial).	De	este	modo,	es	posible	afirmar	que	la	calidad	de	cosa
juzgada	que	ostenta	una	resolución	está	supeditada	a	que	no	atente	contra
derechos	fundamentales	u	otros	principios	o	valores	de	la	Constitución.	En
este	orden	de	ideas,	el	ejercicio	de	la	potestad	discrecional	del	indulto	está
sujeto	al	marco	constitucional	y,	como	tal,	debe	respetar	sus	límites.	(…)”
10.	En	suma,	la	decisión	de	indultar	a	un	condenado	genera	cosa	juzgada	y
como	tal	es	inimpugnable	y	por	tanto,	irrevocable	administrativamente,	e
impide	la	posterior	persecución	penal	por	los	mismos	hechos.	Sin	embargo,
ello	no	obsta	que	pueda	ser	objeto	excepcionalmente	de	anulación	en	sede
jurisdiccional.	Naturalmente	dicho	control	no	versa	sobre	la	conveniencia	o	no
del	indulto,	pues	ello	resulta	una	materia	reservada	a	la	propia
discrecionalidad	del	Presidente	de	la	República,	sino	sobre	su
constitucionalidad.	(TC,	Exp.	03660-2010-PHC/TC,	ene.	25/2011.	S.	S.	Mesía
Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—La	revocación	por	el	propio	Presidente	del
República	del	indulto	resultaba	jurídicamente	inviable.	“(…)	19.	El	error
en	que	se	incurrió,	provocado	por	el	informe	elevado	por	la	Comisión	de
Indultos	del	Ministerio	de	Justicia,	que	incluso	ha	llevado	a	la	apertura	de
proceso	penal	contra	uno	de	sus	miembros,	justifica	la	anulación	del	indulto,
pues	como	ya	lo	ha	señalado	este	Tribunal	Constitucional	en	reiterada
jurisprudencia,	el	goce	de	un	derecho	presupone	que	éste	haya	sido	obtenido
conforme	a	ley,	pues	el	error	jurídicamente	grave	no	puede	generar	derechos
(…).
20.	En	este	sentido,	este	colegiado	advierte	que	siendo	la	razón	por	la	que	se
decidió	conceder	el	indulto	al	favorecido	el	grave	estado	de	salud	en	el	que
presuntamente	se	encontraba,	y,	como	ha	quedado	demostrado,	el	error	en
que	incurrió	era	de	tal	magnitud	que	se	encontraba	justificada	en	el	caso	la
anulación	del	indulto,	la	demanda	no	puede	ser	estimatoria.	Y	es	que	si,	como
se	ha	expresado	líneas	arriba,	el	error	no	puede	generar	derecho,	un	indulto
concedido	bajo	un	error	tan	grave	sobre	el	estado	de	salud	torna	en
puramente	aparente	la	motivación	en	la	que	se	sustenta	el	mismo.	Por	tanto,
la	presente	sentencia	no	solo	declara	que	la	resolución	suprema	cuestionada
fue	emitida	por	una	autoridad	incompetente,	sino	que	el	indulto	es	nulo,	por
las	razones	expuestas.	En	este	sentido,	la	presente	es	en	puridad	una	sentencia
desestimatoria.
21.	Finalmente,	no	obstante	que	la	presente	sentencia	es	desestimatoria,	este
Tribunal	Constitucional	considera	necesario	reiterar	que,	dado	que	la	facultad
presidencial	de	indulto	genera	efectos	de	cosa	juzgada,	su	revocación	por	el
propio	Presidente	del	República	resultaba	jurídicamente	inviable,	sin	perjuicio
de	que	aquél	pueda	ser	controlado	jurisdiccionalmente.	De	ahí	que	el	indulto
precise	siempre	de	un	estándar	mínimo	de	motivación	que	posibilite	un
control	constitucional.”	(TC,	Exp.	03660-2010-PHC/TC,	ene.	25/2011.	S.	S.
Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—El	indulto	especial	o	razonado	es	una	forma	de
reconocimiento	de	la	existencia	de	un	error	judicial.	“Tal	opción,	ha	sido
utilizada	por	ejemplo,	por	la	Ley	N°	24973,	cuyo	artículo	3°	inciso	a)
precisamente	prevé	la	indemnización	por	errores	judiciales	siempre	que	‘Los
[...]	condenados	en	proceso	judicial,	hayan	obtenido	en	juicio	de	revisión,
resolución	de	la	Corte	Suprema	que	declara	la	sentencia	errónea	o	arbitraria’.
Sin	embargo,	no	es	esa,	y	así	lo	entiende	este	tribunal,	la	única	alternativa	de
interpretación	cuando	de	la	determinación	de	errores	judiciales,	se	trata.
Existe	también	y	como	se	verá	más	adelante,	la	alternativa	del	indulto	especial
o	razonado	que	es	el	que	opera,	no	por	decisión	de	los	jueces	tras	la	presencia
de	un	proceso	penal	de	revisión,	sino	por	las	autoridades	políticas,	cuando	la
persona	o	personas	condenadas,	lo	han	sido	no	obstante	ser	inocentes	o
presumírseles	tal	condición.	A	dicha	opción,	(como	por	cierto,	también	a	la
primera)	se	refiere	inobjetablemente	y	de	modo	directo	el	inciso	6)	del
artículo	14	del	Pacto	Internacional	de	Derechos	Civiles	y	Políticos	al
establecer	que	‘Cuando	una	sentencia	condenatoria	firme	haya	sido
ulteriormente	revocada,	o	el	condenado	haya	sido	indultado	por	haberse
producido	o	descubierto	un	hecho	plenamente	probatorio	de	la	comisión	de	un
error	judicial,	la	persona	que	haya	sufrido	una	pena	como	resultado	de	tal
sentencia	deberá	ser	indemnizada,	conforme	a	ley	[...]’.”	(TC,	Exp.	1277-99-
AC/TC,	jul.	13/2000.	S.	S.	Acosta	Sánchez)
C.	P.
ART.	 90.—Cosa	 juzgada	 (Non	 bis	 in	 ídem).	 Nadie	 puede	 ser
perseguido	por	segunda	vez	en	razón	de	un	hecho	punible	sobre
el	cual	se	falló	definitivamente.
JURISPRUDENCIA.—Nadie	 puede	 ser	 perseguido	 por	 segunda	 vez	 en
razón	de	un	hecho	punible	sobre	el	cual	se	falló	definitivamente:	non	bis
in	ídem.	“(...)	los	hechos	que	motivaron	dicha	ejecutoria	son	los	mismos	a	los
que	 sustentan	 al	 presente	 proceso,	 debiendo	 señalarse	 que	 en	 aquélla	 la
instrucción	 y	 el	 juzgamiento	 abarcó,	 además,	 por	 el	 delito	 de	 fraude	 en	 la
administración	 de	 personas	 jurídicas,	 comprendiéndose,	 asimismo,	 a	 otros
agraviados,	incluidos	los	que	son	considerados	en	la	presente	causa	(...)	‘nadie
puede	ser	perseguido	por	segunda	vez	en	razón	de	un	hecho	punible	sobre	el
cual	se	falló	definitivamente’;	que,	concordante	con	este	principio,	el	artículo
setentiocho	del	mismo	cuerpo	legal	considera	como	causal	de	extinción	de	la
acción	penal	a	la	autoridad	de	cosa	juzgada,	y	que	como	medio	de	defensa	es
recogido	 por	 el	 artículo	 quinto	 del	 Código	 de	 Procedimientos	 Penales;	 que
dicha	 norma	 adjetiva,	 prevé	 que	 el	 medio	 de	 defensa	 aludido	 resulta
amparable	 ‘cuando	 el	 hecho	 denunciado	 ha	 sido	 objeto	 de	 una	 resolución
firme,	 nacional	 o	 extranjera,	 en	 el	 proceso	 penal	 seguido	 contra	 la	 misma
persona’;	 situación	 que	 evidentemente	 ocurre	 en	 el	 caso	 que	 nos	 ocupa,	 al
evidenciarse	 la	concurrencia	de	 las	 identidades	que	sustentan	a	 la	excepción
de	cosa	juzgada	(...)”.	(CSJ,	Exp.	N°	5287-97,	abr.	22/98.	S.S.	Baca	Cabrera)
JURISPRUDENCIA.—Contenido	esencial	del	non	bis	in	ídem	en	función	de
sus	 dimensiones	 formal	 y	 material.	 “(...)	 el	 contenido	 esencial
constitucionalmente	 protegido	 del	 non	 bis	 in	 ídem	 debe	 identificarse	 en
función	 de	 sus	 dos	 dimensiones	 (formal	 y	 material).	 (…)	 en	 su	 formulación
formal,	el	enunciado	según	el	cual	‘nadie	puede	ser	castigado	dos	veces	por	un
mismo	hecho’,	expresa	la	imposibilidad	de	que	recaigan	dos	sanciones	sobre	el
mismo	sujeto	por	una	misma	infracción,	puesto	que	tal	proceder	constituiría
un	exceso	del	poder	sancionador,	contrario	a	las	garantías	propias	del	Estado
de	Derecho	(…).
En	su	vertiente	procesal,	tal	principio	significa	que	‘nadie	pueda	ser	juzgado
dos	veces	por	los	mismos	hechos’,	es	decir,	que	un	mismo	hecho	no	pueda	ser
objeto	de	dos	procesos	distintos	o,	si	se	quiere,	que	se	inicien	dos	procesos	con
el	mismo	 objeto	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 8123-2005-PHC/TC,	may.	 26/2006.	 Pres.
García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Test	 de	 triple	 identidad	 para	 confirmar	 presencia
del	 non	 bis	 in	 ídem	 procesal.	 “(...)	 verificar	 la	 existencia	 o	 no	 de	 una
persecución	 penal	 múltiple	 requiere	 la	 conjunción	 de	 tres	 identidades
distintas:	identidad	de	la	persona	perseguida	(eadem	persona),	identidad	del
objeto	 de	 persecución	 (eadem	 res)	 e	 identidad	 de	 la	 causa	 de	 persecución
(eadem	causa	petendi)	(…)	desde	la	perspectiva	del	test	de	triple	identidad:
	(…)a)	identidad	de	 la	persona	perseguida	penalmente	(identidad	subjetiva)
en	 varios	 procesos	 (…)	 se	 aprecia	 que	 se	 trata	 del	 mismo	 imputado	 (…)
b)	 identidad	 del	 objeto	 de	 persecución	 (identidad	 objetiva)	 (…).	 Esto	 es,	 en
todos	 los	 casos	 existió	 una	 identidad	 fáctica	 (si	 bien	 distintas	 calificaciones
jurídicas),	un	mismo	comportamiento	atribuido	al	beneficiario,	que	nos	indica
que	la	imputación	ha	sido	idéntica	(…)	c)	Por	último,	la	identidad	de	la	causa
de	 persecución	 es	 un	 presupuesto	 que	 resulta	 también	 verificado	 en	 el
presente	 caso,	 por	 cuanto	 el	 fundamento	 de	 los	 ilícitos	 supuestamente
realizados	por	el	beneficiario	están	referidos	en	su	totalidad	a	bienes	jurídicos
patrimoniales,	 como	así	 se	aprecia	de	 los	delitos	 (estafa,	 apropiación	 ilícita,
fraude	en	la	administración	de	las	personas	jurídicas)	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	8123-
2005-PHC/TC,	may.	26/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Cosa	 juzgada	 no	 puede	 ser	 recurrida	 mediante
nuevos	medios	impugnatorios.	“(...)	el	derecho	de	todo	justiciable,	en	primer
lugar,	 a	 que	 las	 resoluciones	 que	 hayan	 puesto	 fin	 al	 proceso	 judicial	 no
puedan	ser	recurridas	mediante	nuevos	medios	impugnatorios,	ya	sea	porque
éstos	han	sido	agotados	o	porque	ha	transcurrido	el	plazo	para	impugnarla;	y,
en	segundo	lugar,	a	que	el	contenido	de	las	resoluciones	que	hayan	adquirido
tal	condición,	no	pueda	ser	dejado	sin	efecto	ni	modificado,	sea	por	actos	de
otros	 poderes	 públicos,	 de	 terceros	 o,	 incluso,	 de	 los	 mismos	 órganos
jurisdiccionales	 que	 resolvieron	 el	 caso	 en	 el	 que	 se	 dictó	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	N°
4587-2004-AA/TC,	nov.	29/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—”Sentencia	 firme”:	 expresión	 del	 ejercicio	 de	 la
jurisdicción	 que	 adquiere	 las	 cualidades	 de	 inmutabilidad	 e
inimpugnabilidad	 propias	 de	 la	 cosa	 juzgada.	 “(…)	 en	 relación	 con	 los
alcances	del	término	‘sentencia	firme’	que	utiliza	la	referida	disposición	de	la
Convención	Americana	de	Derechos	Humanos,	la	Comisión	Interamericana	de
Derechos	Humanos	(…)	ha	sostenido	que	‘(...)	la	expresión	‘sentencia	firme’	en
el	marco	 del	 artículo	 8°,	 inciso	 4,	 no	 debe	 interpretarse	 restrictivamente,	 es
decir	 limitada	 al	 significado	 que	 se	 le	 atribuya	 en	 el	 derecho	 interno	 de	 los
estados.	 En	 este	 contexto,	 ‘sentencia’	 debe	 interpretarse	 como	 todo	 acto
procesal	 de	 contenido	 típicamente	 jurisdiccional,	 y	 ‘sentencia	 firme’	 como
aquella	expresión	del	ejercicio	de	 la	 jurisdicción	que	adquiera	 las	cualidades
de	inmutabilidad	e	inimpugnabilidad	propias	de	la	cosa	juzgada”	(TC,	Exp.	N°
4587-2004-AA/TC,	nov.	29/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Auto	 de	 no	 ha	 lugar	 a	 la	 instrucción	 no	 funda	 la
cosa	juzgada.	 “(...)	 la	autoridad	 de	 cosa	 juzgada	 de	 una	 resolución	 judicial
sólo	 se	 alcanza	 cuando	 ésta	 pone	 fin	 a	 un	 proceso	 judicial.	 Y	 la	 resolución
judicial	que	declara	‘no	ha	lugar	a	la	apertura	de	instrucción’	simplemente	no
da	 inicio	 a	 un	 proceso	 judicial,	 por	 lo	 que	 no	 tendría	 autoridad	 de	 cosa
juzgada	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 3789-2005-PHC/TC,	 nov.	 09/2005.	 Pres.	 Alva
Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Resolución	de	 fiscalía	absteniéndose	de	 formalizar
denuncia	no	 tiene	 la	 calidad	 de	 cosa	 juzgada.	 “(...)	 debe	 enfatizarse	 que
una	resolución	emitida	por	el	Ministerio	Público	en	la	que	se	establece	que	no
hay	mérito	 a	 formalizar	 denuncia	no	 constituye	 cosa	 juzgada,	 por	 lo	 que	 la
presente	 sentencia	 no	 impide	 que	 demandante	 pueda	 ser	 posteriormente
investigado	y,	de	ser	el	caso,	denunciado	penalmente	por	 los	mismos	hechos.
(…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 6081-2005-PHC/TC,	 ago.	 29/2005.	 Pres.	 Bardelli
Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Constituye	 cosa	 juzgada	 la	 resolución	 del	 fiscal	 de
“no	ha	lugar	a	formular	denuncia	penal”	si	se	sustenta	en	que	el	hecho
no	constituye	delito.	 “(…)	Establecido	 lo	anterior,	una	cuestión	que	merece
consideración	 en	 el	 presente	 caso,	 es	 si	 las	 investigaciones	 preliminares
fiscales	que	arriban	a	una	resolución	conclusiva	de	archivo,	puede	generar	la
aplicación	 de	 la	 garantía.	 Al	 respecto,	 si	 bien	 el	 Tribunal	 Constitucional	 ha
señalado	(…)	que	‘una	resolución	emitida	por	el	Ministerio	Público	en	la	que	se
establece	no	hay	mérito	para	formalizar	denuncia	no	constituye	cosa	juzgada,
por	 lo	 que	 la	 presente	 sentencia	 no	 impide	 que	 la	 demandante	 pueda	 ser
posteriormente	 investigado	y,	de	 ser	el	 caso,	denunciado	penalmente	por	 los
mismos	 hechos’.	 No	 obstante,	 dicho	 criterio	 merece	 una	 excepcional
inaplicación	cuando	los	motivos	de	la	declaración	de	‘no	ha	lugar	a	formular
denuncia	penal’	por	parte	del	 fiscal,	 se	refieren	a	que	el	hecho	no	constituye
delito,	es	decir,	carecen	de	ilicitud	penal.
Este	 tribunal	 afirma	 que	 la	 decisión	 fiscal	 de	 ‘No	 ha	 lugar	 a	 formalizar
denuncia	penal’	en	los	términos	precisados	anteriormente,	genera	un	estatus
de	 inamovible.	 Esta	 afirmación	 tiene	 sustento	 en	 dos	 postulados
constitucionales:	 a)	 La	 posición	 constitucional	 del	 Ministerio	 Público,	 lo
encumbra	 como	 el	 único	 órgano	 persecutor	 autorizado	 a	 promover	 el
ejercicio	público	de	la	acción	penal,	es	decir,	ostenta	el	monopolio	acusatorio
que	le	asigna	el	artículo	159	de	la	Constitución	Política,	en	otras	palabras,	es
el	 fiscal	quien	decide	qué	persona	debe	ser	 llevada	ante	 los	tribunales	por	 la
presunta	 comisión	 de	 un	 delito;	 b)	 Si	 bien	 las	 resoluciones	 de	 archivo	 del
Ministerio	 Público	 no	 están	 revestidas	 de	 la	 calidad	 de	 la	 cosa	 juzgada,	 sin
embargo,	 tienen	 la	 naturaleza	 de	 cosa	 decidida	 que	 las	 hace	 plausibles	 de
seguridad	 jurídica.	 Este	 tribunal	 ha	 señalado	 (…)	 que	 el	 principio	 de	 cosa
decidida	 forma	 parte	 del	 derecho	 fundamental	 al	 debido	 proceso	 en	 sede
administrativa,	 por	 lo	 que,	 frente	 a	 su	 transgresión	 o	 amenaza,
necesariamente	 se	 impone	 el	 otorgamiento	 de	 la	 tutela	 constitucional
correspondiente.	Es	necesario	acotar	que,	el	fiscal	no	es	una	simple	autoridad
administrativa,	pues	su	actividad	se	orienta	a	la	legalidad	y	no	a	los	intereses
administrativos	o	de	 los	administrados.	 (…)”.	 (TC,	Exp.	02725-2008-PHC/TC,
set.	22/2008.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Dimensión	 procesal	 de	 la	 garantía	 del	 ne	 bis	 in
ídem	no	opera	cuando	el	primer	proceso	es	nulo.	“73.	En	ese	sentido,	y	por
lo	que	al	 caso	de	autos	 importa,	el	Tribunal	Constitucional	considera	que	es
ajeno	 a	 la	 naturaleza	 del	 derecho,	 es	 decir,	 a	 los	 intereses	 jurídicamente
protegidos	 por	 la	 dimensión	 procesal	 del	 ne	 bis	 in	 ídem,	 que	 se	 pretenda
oponer	 una	 resolución	 o	 sentencia	 (absolutoria)	 expedida	 en	 un	 primer
proceso	penal	que	resulta	manifiestamente	nulo.
74.	Dado	que	la	exigencia	primaria	y	básica	de	la	dimensión	procesal	del	ne
bis	in	ídem	es	impedir	que	el	Estado	arbitrariamente	persiga	criminalmente	a
una	persona	por	más	de	una	vez,	el	tribunal	considera	que	tal	arbitrariedad
no	se	genera	en	aquellos	casos	en	los	que	la	instauración	y	realización	de	un
proceso	penal	se	efectúa	como	consecuencia	de	haberse	declarado	la	nulidad
del	 primer	 proceso,	 tras	 constatarse	 que	 éste	 último	 se	 realizó	 por	 una
autoridad	 jurisdiccional	 que	 carecía	 de	 competencia	 ratione	materiae	 para
juzgar	 un	 delito	 determinado.	 Y	 es	 que	 la	 garantía	 al	 interés
constitucionalmente	protegido	por	este	derecho	no	opera	por	el	sólo	hecho	de
que	se	le	oponga	la	existencia	fáctica	de	un	primer	proceso,	sino	que	es	preciso
que	éste	sea	jurídicamente	válido”.	(TC,	Exp.	4587-2004-AA/TC,	nov.	29/2005.
S.	S.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Todas	la	resoluciones	que	ponen	fin	al	proceso
producen	el	efecto	de	cosa	juzgada	una	vez	firmes.	“(…)	el	mismo	código
en	su	artículo	90	afirma	(…)	Todas	las	resoluciones	que	ponen	fin	al	proceso
producen	el	efecto	de	cosa	juzgada	una	vez	firmes,	precisión	en	la	que	se
incluyen	los	autos	de	sobreseimiento	en	tanto	se	los	considera	como	negación
anticipada	del	derecho	de	penar	del	Estado	(…)”.	(CS.	Ac.	Plen.	4-2006/CJ-116,
dic.	29/2006.	S.S.	Salas	Gamboa)
DOCTRINA.—Relativización	 del	 principio	 del	 non	 bis	 in	 ídem.	 “En
efecto,	 si	 bien	 diferentes	 pactos	 y	 tratados	 internacionales	 reconocen	 la
garantía	mínima	fundamental	a	no	ser	juzgado	ni	sancionado	por	un	hecho
punible	respecto	del	cual	se	ha	sido	condenado	o	absuelto	de	conformidad
con	la	ley	–principio	cuya	efectividad	está	garantizada	(…)–,	lo	cierto	es	que
la	 exigencia	 cada	 vez	 más	 grande	 de	 una	 justicia	 ecuménica,	 orientada	 a
reprimir	comportamientos	que	afecten	bienes	de	gran	 interés	y	valía	para
toda	la	humanidad,	ha	llevado	a	los	estados	a	replantear	la	inmutabilidad	de
ciertos	axiomas,	entre	ellos	el	de	la	cosa	juzgada	y,	por	ende,	el	del	non	bis	in
ídem.
(…).
La	 razón	 es	 clara:	 así	 como	 en	 el	 ordenamiento	 interno	 militan	 razones
para	morigerar	el	rigor	del	non	bis	in	ídem	–la	protección	de	la	soberanía	y
la	 seguridad	 nacional–,	 es	 comprensible	 que	 a	 nivel	 internacional	 las
naciones	 del	 mundo,	 inspiradas	 en	 la	 necesidad	 de	 alcanzar	 objetivos	 de
interés	universal	como	la	paz	mundial,	la	seguridad	de	toda	la	humanidad	y
la	conservación	de	la	especie	humana,	cuenten	con	medidas	efectivas	cuya
aplicación	 demande	 la	 relativización	 de	 la	 mencionada	 garantía,	 lo	 que
constituye	un	motivo	plausible	a	la	luz	de	los	valores	fundamentales	que	se
pregonan	en	nuestra	Constitución	Política,	 asociados	 a	 la	 dignidad	del	 ser
humano”.	(C.	Const.	de	Colombia,	Sent.	C-454,	may.	30/2001,	M.P.	Clara	Inés
Vargas	Hernández)
C.	P.
ART.	 91.—Renuncia	 a	 la	 prescripción	 de	 la	 acción	 penal.	 El
imputado	tiene	derecho	a	renunciar	a	la	prescripción	de	la	acción
penal.
TÍTULO	VI
De	la	reparación	civil	y	consecuencias
accesorias
CAPÍTULO	I
Reparación	civil
C.	P.
ART.	 92.—Obligación	 de	 determinar	 la	 reparación	 civil.	 La
reparación	civil	se	determina	conjuntamente	con	la	pena.
RESPONSABILIDAD	EXTRACONTRACTUAL
C.	C.
ART.	1969.—Aquel	que	por	dolo	o	culpa	causa	un	daño	a	otro	está	obligado
a	indemnizarlo.	El	descargo	por	falta	de	dolo	o	culpa	corresponde	a	su	autor.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	naturaleza	de	la	reparación	civil	es
incuestionablemente	civil.	“Con	independencia	de	su	ubicación	formal,	la
naturaleza	jurídica	de	la	reparación	civil	es	incuestionablemente	civil,	y	que
aún	cuando	exista	la	posibilidad	legislativamente	admitida	de	que	un	juez
penal	pueda	pronunciarse	sobre	el	daño	y	su	atribución,	y	en	su	caso
determinar	el	quantum	indemnizatorio	–acumulación	heterogénea	de
acciones–,	ello	responde	de	manera	exclusiva	a	la	aplicación	del	principio	de
economía	procesal.	(...).
10.	Como	se	advierte,	nuestro	sistema	procesal	penal	se	ha	adherido	a	la
opción	de	posibilitar	la	acumulación	de	la	pretensión	resarcitoria,	de
naturaleza	civil,	en	el	proceso	penal.	(...).”	(CS,	Ac.	P.	5-2011/CJ-116,	may.
30/2012)
JURISPRUDENCIA.—Existe	sustracción	de	la	materia	del	proceso	civil	de
indemnización	de	daños	y	perjuicios	si	en	el	proceso	penal	se	fija	y	se
paga	la	reparación	civil.	“Que,	de	lo	expresado	precedentemente	y
advirtiéndose	que	el	proceso	penal	número	493-2002	se	fijaron	los	montos	de
reparación	civil	que	deben	ser	pagados,	entre	otros,	(...)	siendo	que	dicha
reparación	civil	ha	sido	materia	de	transacción	conforme	es	de	verse	del
documento	que	en	copia	obra	a	fojas	ciento	veinticuatro,	el	cual	en	su	cláusula
décimo	tercera	estipula	que	los	herederos	entregan	en	dicho	acto	un	escrito
con	firmas	legalizadas	dirigido	al	proceso	penal	antes	mencionado,	en	el	cual
informan	que	han	cobrado	a	su	total	conformidad	el	monto	fijado	en	dicho
proceso	por	concepto	de	reparación	civil	ascendente	a	la	cantidad	de	noventa
y	nueve	mil	dólares	americanos,	por	tanto,	resulta	amparable	la	solicitud	de
exclusión	del	proceso	al	configurarse	el	supuesto	de	sustracción	de	la
pretensión	del	ámbito	jurisdiccional	al	haberse	transigido	la	reparación	civil
derivada	del	proceso	penal	antes	citado,	acorde	a	lo	preceptuado	por	el
artículo	321,	inciso	1,	del	Código	Procesal	Civil”.	(CS,	Cas.	3458-2009-Lima,
oct.	05/2010.	V.	P.	Valcárcel	Saldaña)
JURISPRUDENCIA.—El	pago	de	los	intereses	que	se	generan	por	la	no
cancelación	de	la	suma	impuesta	como	reparación	del	delito	corre	desde
la	fecha	en	que	se	produjo	el	daño.	“La	discrepancia	sobre	el	inicio	del	cobro
de	intereses	devengados,	se	zanja	con	lo	establecido	en	el	segundo	párrafo	del
artículo	mil	novecientos	ochenta	y	cinco	del	Código	Civil,	que	señala:	‘(...)	el
monto	de	la	indemnización	devenga	intereses	legales	desde	la	fecha	en	que	se
produjo	daño’.”	(C	S,	Exp.	05-2002-10,	may.	14/2015.	V.	P.	Pariona	Pastrana)
	
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Confesión	sincera	no	puede	incidir
sobre	cuantía	de	la	reparación	civil.	“(...)	la	confesión	sincera	del	citado
encausado	no	puede	ser	valorada	como	presupuesto	para	establecer	la
cuantía	de	la	reparación	civil	–que	no	es	una	pena–,	en	tanto	que	está
reservada	de	ser	el	caso	para	rebajar	la	pena	del	confeso	a	límites	inferiores
del	mínimo	legal;	que	la	naturaleza	de	la	acción	civil	ex	delito	es	distinta,	pues
tiene	como	finalidad	reparar	el	daño	o	efecto	que	el	delito	ha	tenido	sobre	la
víctima	y,	consecuentemente,	debe	guardar	proporción	con	los	bienes	jurídicos
que	se	afectan;	(...)”.	(CSJ.	Acuerdo	Plenario,	set.	30/2005,	Ac.	Plen.	N°	1-
2005/ESV-22.	S.S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Reparación	civil	debe	fijarse	en	función	del	delito
por	el	que	se	condena.	“(...),	para	los	efectos	de	la	imposición	de	la	pena	al
acusado	(...)	debe	tenerse	en	cuenta	la	naturaleza	de	la	acción,	la	extensión	del
daño	causado,	la	pluralidad	de	agentes,	así	como	la	forma	y	circunstancias	de
la	comisión	del	evento	delictivo	(...)	y	considerando	el	principio	de
proporcionalidad	como	relación	de	correspondencia	entre	el	injusto	cometido
por	el	agente	y	la	pena	que	le	corresponde,	que	sustenta	el	artículo	octavo	del
Título	Preliminar	del	código	sustantivo,	debe	modificarse	la	pena	en	atención
a	lo	dispuesto	por	el	artículo	trescientos	del	Código	de	Procedimientos
Penales;	que,	de	otro	lado,	la	reparación	civil	debe	fijarse	en	función	del	delito
por	el	que	se	condena	precisando	quien	o	quienes	deben	pagar;	que,	no	debe
fijarse	un	sólo	monto	cuando	los	delitos	y	encausados	son	diferentes	como	en
el	caso	de	autos,	por	lo	que	no	se	puede	fijar	una	suma	general	tanto	por	robo
como	por	receptación,	por	lo	que	debe	modificarse	debidamente	(...)”.	(CSJ,
Exp.	N°	1721-2001,	jul.	10/2001.	S.S.	Sivina	Hurtado)
PLENO	NACIONAL	PENAL.—Problemática	de	la	reparación	civil.”(...)
En	consecuencia,	el	pleno,	Acuerda,	declarar	que
Primero.	 Por	 aclamación.	 En	 sede	 penal	 es	 procedente	 aplicar	 a	 la
reparación	 civil	 los	 intereses	 compensatorios	 devengados	 desde	 la	 fecha	 en
que	se	provocó	el	daño	al	agraviado.
Segundo.-	 Por	 aclamación.	 El	 monto	 de	 la	 reparación	 civil	 debe
determinarse	 en	 atención	 al	 daño	 económico,	 moral	 y	 personal,
comprendiendo	 inclusive	 el	 lucro	 cesante.	 No	 procede	 reducir	 o	 elevar	 el
monto	 correspondiente	 en	 atención	 a	 la	 gravedad	 del	 delito	 o	 la	 capacidad
económica	del	agente.
Tercero.-	 Por	 aclamación.	 Consentida	 la	 sentencia,	 sus	 extremos	 penales	 y
civiles	 se	 deben	 cumplir	 o	 extinguir	 por	 separado.	 En	 consecuencia,	 la
ejecución	no	concluirá	hasta	que	 se	cumpla	con	ambos	o	 se	extingan	ambos
según	las	reglas	que	corresponden	al	derecho	penal,	en	lo	que	toca	a	las	penas,
y	al	derecho	civil,	en	lo	que	toca	a	la	reparación	civil.
Cuarto.	Por	mayoría.	En	caso	de	sentencias	civiles	y	penales	que	concurran	a
fijar	 obligaciones	 de	 pago	 en	 relación	 con	 un	 mismo	 hecho,	 prevalece	 la
primera	 sentencia	 ejecutada.	 El	 juez	 a	 cargo	 de	 la	 ejecución	 de	 la	 segunda
debe	descontar,	como	pagado,	el	monto	que	haya	sido	cobrado	en	la	primera
ejecución.	En	caso	de	que	la	primera	ejecución	comprenda	un	monto	mayor,	el
juez	de	la	segunda	causa	debe	dar	por	cumplida	la	obligación	estipulada	en	la
sentencia.	En	caso	que	 la	primera	comprenda	un	monto	menor,	el	 juez	de	 la
segunda	causa	estará	autorizado	a	proceder	sólo	por	la	diferencia.
Quinto.	Por	aclamación.	Las	normas	del	procedimiento	civil	no	permiten	que
se	 imponga	 al	 agraviado	 el	 deber	 de	 abonar	 una	 contracautela	 como
condición	para	admitir	su	pedido	de	embargo.
Sexto.	Por	aclamación.	En	caso	de	condena	por	delito	de	incumplimiento	de
obligaciones	alimentarias	el	juez	debe	ordenar	el	pago	de	cuanto	se	tenía	por
incumplido	al	momento	de	formalizar	la	denuncia.
Sétimo.-	Por	mayoría	de	26	votos	contra	19.	También	puede	ordenar	el	pago
de	las	obligaciones	laborales	incumplidas	que	se	encuentre	liquidadas	si	el
proceso	por	delito	contra	la	libertad	de	trabajo	se	refiere	al	incumplimiento	de
resoluciones	que	han	ordenado	su	pago.	(...)”.	(IV	Pleno	Nacional	Penal,	Iquitos
-	1999,	Tema	5)
DOCTRINA.—Naturaleza	 de	 la	 reparación	 civil.	 “Importa,	 primero,
determinar	si	 la	naturaleza	de	 la	reparación	civil	es	pública	o	privada,	por
cuanto	de	esto	 se	desprende	si	 el	 sujeto	pasivo	y/o	agraviado	puede	o	no
renunciar	o	desistirse	de	la	reparación	civil.	Entre	las	razones,	para	sostener
una	 eventual	 naturaleza	 penal,	 no	 renunciable,	 de	 la	 reparación	 civil,	 se
encuentran	 la	 ubicación	 ad	 hoc	 de	 la	 reparación	 civil,	 o	 específica	 en	 el
Código	 Penal	 y	 la	 utilidad	 que	 ofrece	 para	 la	 realización	 de	 los	 fines
preventivos	 del	 derecho	penal.	 En	 contrario,	 sostiene	 la	 tesis	mayoritaria,
que	 la	 reparación	 civil	 posee	naturaleza	privada,	 y	 que	 su	ubicación	 en	 el
código	 sólo	 pasa	 por	 una	 decisión	 de	 política	 legislativa.	 Más	 que	 a	 su
ubicación	 se	 debe	 atender	 a	 su	 naturaleza	 material	 (solidaridad	 y
transmisibilidad	 de	 las	 obligaciones	 frente	 a	 la	 responsabilidad	 individual
por	el	delito)	se	agrega,	que	la	reparación	civil	contemplada	en	al	artículo	92
del	 C.	 P.,	 constituye	 sólo	 una	 especie	 de	 responsabilidad	 civil
extracontractual,	 de	 ahí	 que	 se	 regule	 la	 restitución	 del	 bien	 y	 la
indemnización	de	daños	y	perjuicios.	Por	último,	de	la	naturaleza	privada	de
la	 reparación	 civil	 se	 entiende	 el	 porqué	 el	 Art.	 101	 del	 C.	 P.	 remite	 la
regulación	de	la	reparación	civil	al	Código	Procesal	Civil.
Al	 señalar	 que	 la	 reparación	 civil	 posee	 una	 naturaleza	 privada
(disponible)	 se	 reconoce	 que	 sólo	 cuando	 exista	 voluntad	 expresa	 del
perjudicado	de	constituirse	en	parte	civil	dentro	de	un	proceso	penal	debe
dictarse,	junto	a	la	sentencia	condenatoria,	la	reparación	civil.
Hay	que	indicar	‘(…)	que	la	reparación	civil	no	siempre	se	determina	con	la
pena,	 pues	 no	 toda	 sentencia	 condenatoria	 que	 acaba	 imponiendo	 una
sanción	penal	(pena	o	medida	de	seguridad)	supone	que	se	haya	producido
de	manera	efectiva	un	daño,	que	es	el	presupuesto	básico	para	la	fijación	de
la	 reparación	 civil	 (…)’.	 La	 pena	 sólo	 requiere	 de	 una	 conducta	 típica,
antijurídica	y	culpable,	mientras	que	la	reparación	civil	exige	la	constatación
del	daño	causado	de	manera	 ilícita.	Las	bases	sobre	 las	que	se	 levantan	 la
responsabilidad	penal	 y	 civil	 son	 completamente	 distintas:	 una	 se	 levanta
en	 la	 ley	y	otra	en	el	daño	(…).	La	 tentativa	del	delito,	un	delito	de	simple
actividad,	 un	 delito	 de	 peligro	 no	 trae	 aparejada	 una	 reparación	 civil	 por
echarse	 de	 menos	 el	 requisito	 del	 daño.”	 (CASTILLO	 ALVA,	 José	 Luis.
“Consecuencias	jurídico	-	económicas	del	delito”,	Lima,	Edit.	 Idemsa,	2001;
págs.	88	a	89)
C.	P.
ART.	 93.—Contenido	 de	 la	 reparación	 civil.	 La	 reparación
comprende:
1.	La	restitución	del	bien	o,	si	no	es	posible,	el	pago	de	su	valor;	y
2.	La	indemnización	de	los	daños	y	perjuicios.
CLASES	DE	DAÑO
C.	C.
ART.	1984.—El	daño	moral	es	indemnizado	considerando	su	magnitud	y	el
menoscabo	producido	a	la	víctima	o	a	su	familia.
C.	C.
ART.	1985.—La	 indemnización	comprende	 las	consecuencias	que	deriven
de	la	acción	u	omisión	generadora	del	daño,	incluyendo	el	lucro	cesante,	el
daño	 a	 la	 persona	 y	 el	 daño	 moral,	 debiendo	 existir	 una	 relación	 de
causalidad	 adecuada	 entre	 el	 hecho	 y	 el	 daño	 producido.	 El	 monto	 de	 la
indemnización	devenga	intereses	legales	desde	la	fecha	en	que	se	produjo	el
daño.
PJ	EXHORTA	A	CUMPLIR	CRITERIOS	JUDICIALES	AL	MOMENTO	DE
FIJAR	EL	MONTO	DE	LA	REPARACIÓN	CIVIL	EN	ACCIDENTES	DE
TRÁNSITO
R.	Adm.	305-2013-P/PJ.
ART.	 1°.—Recomendar	 a	 los	 jueces	 especializados	 de	 los	 juzgados	 de
tránsito	y	seguridad	vial	para	que,	sujetándose	siempre	a	la	Constitución	y	a
las	 leyes	 vigentes,	 al	 momento	 de	 resolver	 una	 reparación	 civil	 en	 un
proceso	 penal,	 tomen	 en	 cuenta	 los	 daños	 patrimoniales	 y	 extra-
patrimoniales	 originados,	 y	 que	 la	 graduación	 del	monto	 a	 pagarse	 tenga
efectivamente	una	función	eminentemente	resarcitoria	a	favor	de	la	víctima
y	su	familiares.
R.	Adm.	305-2013-P/PJ.
ART.	 2°.—Instar	 a	 los	 jueces	 especializados	de	 los	 juzgados	de	 tránsito	 y
seguridad	vial	a	asumir	los	criterios	jurisprudenciales	vigentes	referidos	a	la
determinación	de	la	reparación	civil.
R.	Adm.	305-2013-P/PJ.
ART.	3°.—Remitir	copia	de	la	presente	resolución	al	Consejo	Ejecutivo	del
Poder	 Judicial,	 salas	 de	 la	 Corte	 Suprema	 de	 Justicia	 de	 la	 República,
presidencia	de	la	Corte	Superior	de	Justicia	de	Lima,	Oficina	de	Control	de	la
Magistratura,	 el	 Ministerio	 Público	 y	 el	 Ministerio	 de	 Justicia	 y	 Derechos
Humanos,	para	su	conocimiento	y	fines	pertinentes.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—La	reparación	civil	presenta
elementos	diferenciadores	de	la	sanción	penal:	fundamento	de	la
responsabilidad	civil	es	la	existencia	de	un	daño	civil	causado.	“(…)	La
reparación	civil,	que	legalmente	define	el	ámbito	del	objeto	civil	del	proceso
penal	y	está	regulada	por	el	artículo	93	del	Código	Penal,	desde	luego,
presenta	elementos	diferenciadores	de	la	sanción	penal;	existen	notas	propias,
finalidades	y	criterios	de	imputación	distintos	entre	responsabilidad	penal	y
responsabilidad	civil,	aún	cuando	comparten	un	mismo	presupuesto:	el	acto
ilícito	causado	por	un	hecho	antijurídico,	a	partir	del	cual	surgen	las
diferencias	respecto	de	su	regulación	jurídica	y	contenido	entre	el	ilícito	penal
y	el	ilícito	civil.	Así	las	cosas,	se	tiene	que	el	fundamento	de	la	responsabilidad
civil,	que	origina	la	obligación	de	reparar,	es	la	existencia	de	un	daño	civil
causado	por	un	ilícito	penal,	el	que	obviamente	no	puede	identificarse	con
‘ofensa	penal’	–lesión	o	puesta	en	peligro	de	un	jurídico	protegido,	cuya	base
se	encuentra	en	la	culpabilidad	del	agente–	[la	causa	inmediata	de	la
responsabilidad	penal	y	la	civil	ex	delicto,	infracción/daño,	es	distinta];	el
resultado	dañoso	y	el	objeto	sobre	el	que	recae	la	lesión	son	distintos.	(…)”.
(CS,	Ac.	Plen.	6-2006/CJ-116,	dic.	29/2006.	S.S.	Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—El	daño	civil	debe	entenderse	como
aquellos	efectos	negativos	que	derivan	de	la	lesión	de	un	interés
protegido.	“(…)	Desde	esta	perspectiva	el	daño	civil	debe	entenderse	como
aquellos	efectos	negativos	que	derivan	de	la	lesión	de	un	interés	protegido,
lesión	que	puede	originar	consecuencias	patrimoniales	y	no	patrimoniales.
Una	concreta	conducta	puede	ocasionar	tanto	(1)	daños	patrimoniales,	que
consisten	en	la	lesión	de	derechos	de	naturaleza	económica,	que	debe	ser
reparada,	radicada	en	la	disminución	de	la	esfera	patrimonial	del	dañado	y	en
el	no	incremento	en	el	patrimonio	del	dañado	o	ganancia	patrimonial	neta
dejada	de	percibir	–menoscabo	patrimonial–;	cuanto	(2)	daños	no
patrimoniales,	circunscrita	a	la	lesión	de	derechos	o	legítimos	intereses
existenciales	–no	patrimoniales–	tanto	de	las	personas	naturales	como	de	las
personas	jurídicas	–se	afectan,	como	acota	Alastuey	Dobón,	bienes
inmateriales	del	perjudicado,	que	no	tienen	reflejo	patrimonial	alguno–	(…)”	.
(CS,	Ac.	Plen.	6-2006/CJ-116,	dic.	29/2006.	S.S.	Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—No	cabe	descartar	existencia	de
responsabilidad	civil	en	los	delitos	de	peligro,	corresponderá	al	juez
penal	determinar	su	presencia	y	fijar	su	cuantía.	“(…)	cabe	establecer	si
los	delitos	de	peligro	pueden	ocasionar	daños	civiles	y,	por	tanto,	si	es
menester	fijar	la	correspondiente	reparación	civil,	más	allá	de	las	especiales
dificultades	que	en	estos	delitos	genera	la	concreción	de	la	responsabilidad
civil.	Como	se	ha	dicho,	el	daño	civil	lesiona	derechos	de	naturaleza	económica
y/o	derechos	o	legítimos	intereses	existenciales,	no	patrimoniales,	de	las
personas.	Por	consiguiente,	aún	cuando	es	distinto	el	objeto	sobre	el	que	recae
la	lesión	en	la	ofensa	penal	y	en	el	daño	civil,	es	claro	que,	pese	a	que	no	se
haya	producido	un	resultado	delictivo	concreto,	es	posible	que	existan	daños
civiles	que	deban	ser	reparados.	(...)	desde	luego,	no	cabe	negar	a	priori	la
posibilidad	de	que	surja	responsabilidad	civil,	puesto	que	en	ellos	–sin
perjuicio,	según	los	casos,	de	efectivos	daños	generados	en	intereses
individuales	concretos–	se	produce	una	alteración	del	ordenamiento	jurídico
con	entidad	suficiente,	según	los	casos,	para	ocasionar	daños	civiles,	sobre	el
que	obviamente	incide	el	interés	tutelado	por	la	norma	penal	–que,	por	lo
general	y	que	siempre	sea	así,	es	de	carácter	supraindividual–.	Esta	delictiva
alteración	o	perturbación	del	ordenamiento	jurídico	se	debe	procurar
restablecer,	así	como	los	efectos	que	directa	o	causalmente	ha	ocasionado	su
comisión	[el	daño	como	consecuencia	directa	y	necesaria	del	hecho	delictivo]
(…)	Por	consiguiente,	no	cabe	descartar	la	existencia	de	responsabilidad	civil
en	esta	clase	de	delitos,	y,	en	tal	virtud,	corresponderá	al	órgano	jurisdiccional
en	lo	penal	determinar	su	presencia	y	fijar	su	cuantía”.	(CS,	Ac.	Plen.	6-
2006/CJ-116,	dic.	29/2006.	S.S.	Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA.—Exigencia	de	resarcir	el	daño	causado	no	depende
de	que	se	consigne	en	la	sentencia	bajo	el	rótulo	de	“regla	de	conducta”.
“(...)	la	exigencia	de	que	se	disponga	el	resarcimiento	del	daño	causado,	como
una	de	las	reglas	de	conducta	plausible	de	imponerse	a	un	condenado,	es	de
carácter	legal	mas	no	de	carácter	judicial,	toda	vez,	que	independientemente
de	la	ubicación	que	el	juzgador	le	asigne	al	mandato,	o	que	éste	se	consigne	en
la	sentencia,	bajo	el	rótulo	de	‘regla	de	conducta’	o	no,	lo	que	realmente
importa	es	que	forme	parte	de	la	decisión	final,	es	decir,	que	lo	dispuesto,
forme	parte	del	fallo	que	pone	fin	al	proceso.
En	el	caso	que	nos	ocupa,	basta	que	la	orden	de	restitución	de	lo	apropiado
sea	mandato	judicial	contenido	en	la	sentencia	final,	para	que	como	tal,	tenga
calidad	de	indiscutible,	y	otorgue	la	certeza	de	que	lo	dispuesto	permanecerá
inalterable	y	se	cumplirá	independientemente	a	que	lo	ordenado	resulte
favorable	o	desfavorable	para	el	obligado.
15.	Son	asimismo,	legales	las	acciones,	y	el	orden	en	que	el	juzgador	aplique
éstas	frente	al	incumplimiento	del	condenado,	lo	constitucional	es	que	tales
alternativas	o	medidas	se	apliquen	con	razonabilidad,	proporcionalidad	y
atendiendo	al	caso	concreto.
Más	aun,	cabe	resaltar	que	los	apremios	y	apercibimientos	son	la
materialización	de	la	facultad	disciplinaria	y	coercitiva	que	el	legislador
otorgó	a	la	judicatura,	para	hacer	frente	a	las	rebeldías	del	justiciable.
16.	Por	ello,	este	colegiado	no	comparte	lo	resuelto	por	los	jueces
constitucionales	precedentes,	toda	vez,	que	los	formalismos	legales	respecto	a
la	ubicación	y	rotulación	de	lo	ordenado,	no	resultan	esenciales,	para	enervar
el	cumplimiento	de	lo	ordenado,	ni	mucho	menos,	para	que	resulte	inexigible
una	situación	jurídica	ya	resuelta,	como	lo	es,	la	obligación	de	restitución	del
ilícito	contenido	en	la	sentencia.
17.	Por	el	contrario,	el	deducir	la	nulidad	de	una	resolución	que	no	fue
impugnada	en	su	oportunidad,	argumentando	que	los	apremios	legales
decretados	en	ella	resultan	inexigibles	debido	a	que	la	orden	de	restitución
decretada	no	tiene	el	título	de	regla	de	conducta,	no	hacen	sino	evidenciar	la
poca	voluntad	del	sentenciado	de	dar	cumplimiento	a	la	dispuesto	en	la
sentencia	condenatoria	dictada.	Tanto	más,	si	la	aplicación	de	los
apercibimientos	cuestionados,	dependen	exclusivamente	de	él	y	del
cumplimiento	de	lo	dispuesto,	salvo	que	demuestre	que	está	en	imposibilidad
de	hacerlo;	lo	que	no	ha	ocurrido	en	el	presente	caso,	pues	el	sentenciado	(...),
dejó	consentir	la	sentencia	que	contiene	el	mandato	de	restitución,	como
también,	consintió	la	resolución	que	decreta	los	apremios	tendientes	a	su
cumplimiento.”	(TC,	Exp.	01820-2011-PA/TC,	mar.	21/2012.	S.	S.	Álvarez
Miranda)
JURISPRUDENCIA.—TC	reitera:	reparación	del	daño	como	regla	de
conducta	no	tiene	una	naturaleza	civil.	“(...)	la	exigencia	del	pago	de	la
reparación	del	daño	ocasionado	por	la	comisión	del	delito,	como	regla	de
conducta	cuya	inobservancia	derivaría	en	la	revocación	de	la	suspensión	de	la
pena,	tiene	asidero	en	que	dicha	obligación	no	es	de	naturaleza	civil,	por
cuanto,	al	encontrarse	dentro	del	ámbito	del	derecho	penal,	se	constituye	en
una	condición	para	la	ejecución	de	la	pena;	consecuentemente,	‘no	es	que	se
privilegie	el	enriquecimiento	del	erario	nacional	o	el	carácter	disuasorio	de	la
pena	en	desmedro	de	la	libertad	individual	del	condenado,	sino,
fundamentalmente,	la	propia	eficacia	del	poder	punitivo	del	Estado	y	los
principios	que	detrás	de	ella	subyacen,	como	son	el	control	y	regulación	de	las
conductas	de	acuerdo	con	ciertos	valores	y	bienes	jurídicos	que	se	consideran
dignos	de	ser	tutelados’.”	(TC,	Exp.	03556-2012-PHC-TC,	set.	24/2012.	S.	S.
Beaumont	Callirgos)
JURISPRUDENCIA.—Reparación	civil	en	los	delitos	de	peligro	se	calcula
en	función	de	lo	incautado,	de	la	magnitud	o	entidad	del	hecho	y	del
número	de	agentes	participantes.	“(...)	tratándose	de	un	delito	de	peligro
abstracto,	de	riesgo	o	de	pura	actividad	como	es	el	tráfico	ilícito	de	drogas,
cuya	punibilidad	por	lo	demás	tiene	origen	en	la	situación	de	peligro	eventual
que	nace	de	las	conductas	típicas,	la	reparación	civil	debe	fijarse	en	función	a
la	cantidad	y	dañosidad	de	la	droga	incautada,	así	como	a	la	magnitud	o
entidad	del	hecho	delictivo	y	el	número	de	individuos	que	han	participado	en
su	comisión,	sobre	la	base	de	los	principios	de	suficiencia	y	razonabilidad	o
proporcionalidad;	que,	en	el	presente	caso,	se	trató	de	una	tenencia	con	fines
de	tráfico	al	exterior	de	cuatrocientos	sesentiocho	gramos	de	clorhidrato	de
cocaína	ingeridas	mediante	cápsulas,	a	cuyo	efecto	el	imputado	debió	ser
evacuado	a	un	hospital	del	Estado,	delito	en	el	que	han	Intervenido,	por	lo
menos,	otros	dos	individuos	en	Brasil	y	Perú;	que,	siendo	así,	el	monto	de	la
reparación	civil	debe	incrementarse	prudencialmente”.	(CS,	R.	N.	1766-2004-
Callao,	set.	21/2004.	S.	S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—El	incumplimiento	de	la	obligación	de	guardar	el
orden	interno	y	dar	seguridad	pública	a	los	transeúntes	funda
perfectamente	la	responsabilidad	extracontractual	de	la	PNP.	“Que	está
acreditada	la	responsabilidad	civil	extracontractual	de	la	recurrente	toda	vez
que	con	(...)	las	sentencia	penales,	se	determinó	que	no	solo	las	autoridades
policiales	no	cumplieron	con	su	deber	constitucional	de	garantizar	el	orden
público,	sino	que	en	forma	paralela,	existió	un	plan	alterno	al	plan	oficial	(...)
el	denominado	Plan	Escorpión,	(...)	ideado	con	la	participación	del	ex	asesor
presidencial,	cuya	finalidad	esencial	era	de	perpetrar	la	infiltración	de
personas	encubiertas	que	causen	actos	de	vandalismo	y	violencia,	con	el
objetivo,	de	desprestigiar	ante	la	comunidad	la	participación	de	los
integrantes	de	la	Marcha	de	los	Cuatro	Suyos;	asimismo	está	acreditado	el
hecho	omisivo	de	parte	de	la	recurrente	por	intermedio	del	actuar	de	la
Policía	Nacional	del	Perú,	al	no	cumplir	con	sus	deberes	y	obligaciones	que	le
impone	la	Constitución”.	(CS,	Cas.	1567-2013-Lima,	nov.	14/2013.	V.	P.
Huamaní	Llamas)
DOCTRINA.—El	 problema	 de	 la	 reparación	 del	 daño	 subjetivo.	 “(…)
Pérez	Duarte	y	Noroña	se	pregunta	y	responde:	 ‘¿Es	posible	reparar	todos
los	daños?	Obviamente	no,	por	lo	tanto	la	responsabilidad	civil	no	se	agota
en	 la	 reparación,	 pues	 sería	 tanto	 como	 afirmar	 que	 frente	 a	 daños
irreparables	 no	 existe	 responsabilidad’.	 Diez-Picazo	 y	 Gullón	 nos	 enseñan
que:	 ‘La	 jurisprudencia	 española	 ha	 reconocido	 reiteradamente	 la
obligación	de	reparar	daños	morales	en	sí	mismo	considerados,	superando
una	fase	en	que	se	exigió	que	tuviera	una	trascendencia	en	el	patrimonio	de
la	 persona.	 Legislativamente	 la	 cuestión	 también	 está	 decidida	 así’.
Trazegnies	 afirma	 que:	 ‘Un	 daño	 extrapatrimonial	 no	 puede	 ser	 reparado
patrimonialmente	mediante	 una	 indemnización	 porque,	 por	 definición,	 es
inapreciable	en	dinero’.	Frente	a	esto	último,	Fernández	Sessarego	estima:
‘Que	ningún	ser	pensante,	que	considera	a	 la	persona	como	un	valor	en	sí
misma,	como	un	fin	supremo	a	cuyo	servicio	se	encuentran	la	sociedad	y	el
Estado,	puede	oponerse	a	 la	 justa	reparación	del	daño	no	patrimonial	a	 la
persona	 pretextando	 la	 imposibilidad	 de	 encontrar	 su	 equivalente
pecuniario’.	Pienso,	junto	con	Fernández	Sessarego,	que	mucho	más	injusto
es	el	hecho	de	dejar	sin	reparación	el	daño	causado	a	la	persona	en	cuanto	a
lo	más	 valioso	 que	 ella	 tiene:	 su	 proyecto	 existencial	 de	 vida.	 El	maestro
sanmarquino	prefiere	usar	el	término	‘reparación’	en	vez	de	‘resarcimiento’,
para	referirse	a	la	indemnización	por	el	daño	causado	al	sujeto	de	derecho,
por	 cuanto	 el	 primero	 no	 encierra	 una	 connotación	 exclusivamente
económica,	como	sí	lo	hace	el	segundo.
La	reparación	del	daño	al	sujeto	de	derecho	cumple	una	serie	de	funciones,
a	saber.
1.	Opera	como	una	manera	de	satisfacción	a	la	víctima	para	que,	de	una	u
otra	manera,	distraiga	o	replantee	su	proyecto	vital	de	existencia.
2.	 Constituye	 una	 sanción	 económica	 al	 agresor,	 en	 cuanto	 represión	 del
daño	injusto.
3.	Actúa	como	elemento	disuasivo,	previniendo	a	través	de	la	norma	estos
actos.
4.	 Frente	 a	 estas	 funciones,	 que	 podrían	 ser	 llamadas	 tradicionales,
también	puede	hablarse	de	una	nueva	función,	cual	es	la	‘de	reducir	la	suma
de	 los	 costes	de	 los	accidentes	y	de	 los	 costes	de	evitarlos’.	Así,	Calabresi,
distingue	 los	 costes	 primarios	 (reducción	 del	 número	 y	 gravedad	 de	 los
accidentes),	 los	costes	secundarios	(denominados	también	costos	sociales)
y	 los	 costes	 terciarios	 (costos	 a	 nivel	 de	 administración	 de	 justicia).	 (...)”.
(ESPINOZA	ESPINOZA,	 Juan.	 “Derecho	de	 las	 Personas”,	 Lima	 -	 Perú,	 Edit.
Rhodas,	Edic.	2006;	pág.	488	a	493)
COMENTARIO.—Objeto	de	la	restitución.	La	restitución	tiene	por	objeto
el	 restablecimiento	de	 las	 cosas	hasta	antes	de	 la	 comisión	del	 ilícito,	 ésta
sólo	procederá	cuando	el	bien	tenga	una	naturaleza	física	o	material;	no	hay
restitución	 de	 bienes	 inmateriales	 o	 espirituales.	 La	 restitución	 también
comprende	 la	 indemnización	 de	 los	 perjuicios	 por	 los	 daños	 irrogados	 al
bien.	A	falta	de	restitución	se	debe	proceder	“al	pago	del	valor	del	bien”,	esto
no	debe	entenderse	como	una	tercera	 forma	de	reparación	sino	como	una
forma	de	indemnización	de	daños	y	perjuicios.
El	daño	se	clasifica	en:	a)	daño	patrimonial	 (daño	material)	y	b)	daño	no
patrimonial	(daño	moral).	El	daño	patrimonial	es	un	menoscabo	económico
al	 patrimonio	 de	 un	 tercero,	 el	 perjuicio	 puede	 consistir	 en	 la	 pérdida,
destrucción,	 inutilización,	 de	 las	 cosas	 o	 derechos	 que	 el	 tercero	 posee
(daño	emergente)	o	en	la	pérdida	o	disminución	de	una	ganancia	esperada	o
en	 un	 aumento	 no	 realizado	 del	 patrimonio	 (lucro	 cesante).	 El	 daño	 no
patrimonial	comprende	tanto	al	daño	moral,	que	consiste	en	el	sufrimiento
físico,	psíquico	o	el	perjuicio	social;	como	al	daño	a	la	salud,	que	es	el	daño	a
la	vida,	estético	y	el	daño	a	la	vida	sexual.
C.	P.
ART.	 94.—Restitución	 del	 bien.	 La	 restitución	 se	 hace	 con	 el
mismo	bien	aunque	se	halle	en	poder	de	terceros,	sin	perjuicio	del
derecho	 de	 éstos	 para	 reclamar	 su	 valor	 contra	 quien
corresponda.
REGISTRO	DE	DEUDORES	DE	REPARACIONES	CIVILES
Ley	30353.
ART.	1°.—Creación	del	Registro	de	Deudores	de	Reparaciones	Civiles
(Redereci).	Créase,	en	el	Órgano	de	Gobierno	del	Poder	Judicial,	el	Registro
de	Deudores	de	Reparaciones	Civiles	por	Delitos	Dolosos	 (Redereci),	en	el
que	se	inscribe	información	actualizada	de	las	personas	que	incumplan	con
cancelar	el	íntegro	de	las	acreencias	por	concepto	de	reparaciones	civiles	a
favor	 de	 personas	 y	 del	 Estado	 establecidas	 en	 sentencias	 con	 calidad	 de
cosa	juzgada.
Ley	30353.
ART.	2°.—Administración	e	implementación	del	Redereci.	El	órgano	de
gobierno	 del	 Poder	 Judicial	 administra	 y	 actualiza	 mensualmente	 el
Redereci	de	conformidad	con	el	reglamento	de	la	presente	ley.
El	acceso	a	la	información	contenida	en	el	Redereci	es	público	y	gratuito.	A
tal	efecto,	el	órgano	de	gobierno	del	Poder	Judicial	 incorpora	en	su	página
web	 el	 vínculo	 que	permita	 a	 cualquier	 persona	 conocer	 su	 contenido	 sin
limitación	alguna.
C.	P.
ART.	 95.—Responsabilidad	 solidaria.	 La	 reparación	 civil	 es
solidaria	entre	 los	 responsables	del	hecho	punible	y	 los	 terceros
civilmente	obligados.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Monto	de	la	reparación	civil	en
sentencias	sucesivas.	“(...)	en	este	contexto,	la	restitución,	pago	del	valor	del
bien	o	indemnización	por	los	daños	y	perjuicios	ocasionados,	según
corresponda,	cuando	se	trate	de	procesos	en	los	que	exista	pluralidad	de
acusados	por	el	mismo	hecho	y	sean	sentenciados	independientemente,	por
diferentes	circunstancias	contempladas	en	nuestro	ordenamiento	procesal
penal,	debe	ser	impuesta	para	todos,	la	ya	fijada	en	la	primera	sentencia
firme,	esto	con	el	objeto	de	que:	a)	exista	proporción	entre	el	daño	ocasionado
y	el	resarcimiento,	b)	se	restituya,	se	pague	o	indemnice	al	agraviado	sin
mayor	dilación,	y	c)	no	se	fijen	montos	posteriores	que	distorsionen	la
naturaleza	de	la	reparación	civil	dispuestas	mediante	los	artículos	noventa	y
tres,	y	noventa	y	cinco	del	Código	Penal	(...)”.	(CSJ,	R.N.	N°	216-2005,	abr.
14/2005.	S.S.	Sivina	Hurtado)
TERCERO	CIVILMENTE	RESPONSABLE
C.	C.
ART.	1981.—Aquel	que	tenga	a	otro	bajo	sus	órdenes	responde	por	el	daño
causado	por	este	último,	si	ese	daño	se	realizó	en	el	ejercicio	del	cargo	o	en
cumplimiento	del	 servicio	 respectivo.	 El	 autor	directo	 y	 el	 autor	 indirecto
están	sujetos	a	responsabilidad	solidaria.
RESPONSABILIDAD	SOLIDARIA
C.	C.
ART.	 1983.—Si	 varios	 son	 responsables	 del	 daño,	 responderán
solidariamente.	 Empero,	 aquel	 que	 pagó	 la	 totalidad	 de	 la	 indemnización
puede	repetir	contra	 los	otros,	correspondiendo	al	 juez	 fijar	 la	proporción
según	 la	gravedad	de	 la	 falta	de	 cada	uno	de	 los	participantes.	Cuando	no
sea	 posible	 discriminar	 el	 grado	 de	 responsabilidad	 de	 cada	 uno,	 la
repartición	se	hará	por	partes	iguales.
JURISPRUDENCIA.—La	titularidad	del	vehículo	no	es	pertinente	para
establecer	la	responsabilidad	vicaria.	“(…)	ya	la	doctrina	ha	establecido
con	claridad	que	la	responsabilidad	vicaria	prevista	en	el	artículo	mil
novecientos	ochenta	y	uno	del	Código	Civil,	se	configura	sólo	cuando
concurren	los	siguientes	requisitos:	relación	de	subordinación	entre	el	autor
directo	y	el	autor	indirecto,	daño	ocasionado	por	el	autor	indirecto,	y	relación
de	causalidad	necesaria	entre	el	daño	y	el	ejercicio	del	cargo	o	en
cumplimiento	del	servicio	respectivo.	(…)	si	bien	la	sala	superior,	abundando
en	argumentos,	señaló	–entre	otros–	que	no	se	acredita	que	el	demandado	o
su	empleado	sean	propietarios	del	vehículo	que	ocasionó	el	daño,	no	obstante
que	la	determinación	de	la	titularidad	del	vehículo	no	es	pertinente	para
establecer	la	responsabilidad	a	que	se	contrae	el	artículo	mil	novecientos
ochenta	y	uno	del	Código	Civil,	sino	la	subordinación	y	el	ejercicio	del	cargo	o
cumplimiento	del	servicio	respectivo,	sin	embargo	se	advierte	que	la
corrección	en	la	motivación	en	ese	extremo	no	modificaría	el	sentido	de	lo
resuelto,	siendo	de	aplicación	lo	normado	en	el	segundo	párrafo	del	artículo
trescientos	noventa	y	siete	del	Código	Procesal	Civil	(…).”	(CS,	Cas.	1460-06-La
Libertad,	oct.	02/2007.	S.S.	Ticona	Postigo)
C.	P.
ART.	96.—Transmisión	de	la	reparación	civil.	La	obligación	de
la	 reparación	 civil	 fijada	 en	 la	 sentencia	 se	 transmite	 a	 los
herederos	del	responsable	hasta	donde	alcancen	 los	bienes	de	 la
herencia.	El	derecho	a	exigir	la	reparación	civil	se	transfiere	a	los
herederos	del	agraviado.
C.	C.
ART.	 660.—Desde	 el	 momento	 de	 la	 muerte	 de	 una	 persona,	 los	 bienes,
derechos	 y	 obligaciones	 que	 constituyen	 la	 herencia	 se	 transmiten	 a	 sus
sucesores.	
C.	C.
ART.	1290.—Se	prohíbe	la	compensación:
1.	En	la	restitución	de	bienes	de	los	que	el	propietario	haya	sido	despojado.
2.	En	la	restitución	de	bienes	depositados	o	entregados	en	comodato.
3.	Del	crédito	inembargable.
4.	Entre	particulares	y	el	Estado,	salvo	en	los	casos	permitidos	por	la	ley.
C.	P.
ART.	97.—Nulidad	de	actos	 jurídicos	 civiles	posteriores	que
disminuyen	el	patrimonio	del	inculpado.	Los	actos	practicados
o	 las	obligaciones	adquiridas	con	posterioridad	al	hecho	punible
son	nulos	en	cuanto	disminuyan	el	patrimonio	del	condenado	y	lo
hagan	 insuficiente	 para	 la	 reparación,	 sin	 perjuicio	 de	 los	 actos
jurídicos	celebrados	de	buena	fe	por	terceros.
JURISPRUDENCIA.—La	nulidad	de	los	actos	jurídicos	posteriores	al
hecho	delictivo	está	perfectamente	sancionada	en	el	artículo	97	del
Código	Penal.	“Es	verdad	que	en	el	presente	caso	un	pulcro	tecnicismo
jurídico	advertiría	que	el	juez	penal,	al	aplicar	el	artículo	97	del	Código	Penal,
se	ha	excedido	en	sus	potestades	porque	ha	dispuesto	en	el	fondo	(aunque	no
de	modo	expreso,	como	ya	lo	hemos	señalado)	la	anulación	de	decisiones
judiciales	que	ya	habían	previamente	cubierto,	con	un	manto	de	legalidad,	lo
que	a	todas	luces	resultaba	un	evidente	acto	de	mala	fe	para,	precisamente,
incumplir	una	sentencia	penal	que	también	tiene,	no	hay	que	olvidarlo,
carácter	de	cosa	juzgada	y	debe,	por	tanto,	ser	acatada	sin	diatribas.
¿Cuál	es,	pues,	la	sentencia	que	debe	acatarse	como	válida?	¿La	que	convalida
el	fraude	y	la	mala	fe	o	la	que,	reprimiendo	el	delito,	ordenó	en	su	momento
que	los	culpables	paguen	una	reparación	civil?	¿De	qué	lado	debe	colocarse
este	colegiado	al	resolver	este	caso:	del	lado	del	fraude	o	del	lado	de	la	justicia
que	imploran	quienes	en	su	momento	sufrieron	el	agravio	del	delito	y	ahora
exigen	que	el	derecho	no	les	dé	una	vez	más	la	espalda?	Hay	en	este	caso	una
evidente	incoherencia	moral	en	quienes	vienen	a	esta	instancia	solicitando
que	se	respete	la	‘santidad’	de	una	sentencia,	cuando	saben	bien	que	antes
ellos	han	incumplido	y	han	utilizado	el	derecho	para	dejar	desatendida	una
sentencia	penal	previa.
8.	En	la	medida	en	que	se	trataba	de	atender	el	derecho	constitucional	a	la
ejecución	de	una	sentencia	que	ha	adquirido	válidamente	la	condición	de
firme,	este	tribunal	considera	que	la	Sala	Penal	de	la	Corte	Superior	de	Justicia
del	Cusco,	que	mediante	la	resolución	impugnada	dispuso	la	nulidad	de	los
actos	posteriores	a	la	condena,	ha	ejercido	válidamente	sus	potestades	de
preservar	la	intangibilidad	de	lo	decidido	en	la	sentencia	penal,	pero,	además,
tal	decisión	resulta	oportuna	y	eficaz	para	el	fin	perseguido,	en	la	medida	en
que	derivar	la	declaración	de	nulidad	a	un	juez	competente,	vista	la	reticencia
de	los	condenados,	hubiera	supuesto	un	mayor	perjuicio	para	los	agraviados
con	el	delito,	sobre	todo	si	en	el	expediente	penal	se	han	reunido	todos	los
supuestos	y	documentos	para	que	dicha	declaración	proceda	de	oficio,
conforme	lo	prevé,	además,	el	artículo	220	del	Código	Civil,	según	el	cual	la
nulidad	declarada	por	ley	(Art.	219.7)	“(...)	Puede	ser	declarada	de	oficio	por
el	juez	cuando	resulte	manifiesta”.	(TC,	Exp.	2494-2005-AA/TC,	nov.	21/2006.
S.	S.	García	Toma)
COMENTARIO.—La	nulidad	de	 la	 transferencia	del	bien	solo	depende
de	que	ésta	haya	sido	efectuada	luego	de	la	comisión	del	delito.	Según
apunta	el	Pleno	Jurisdiccional	Distrital	en	Materia	Penal	del	15	de	julio	del
2008,	 “no	 es	 necesario	 que	 el	 imputado	 tenga	 conocimiento	 cierto	 de	 la
apertura	del	proceso	penal	instaurado	en	su	contra,	puesto	que	para	que	se
dé	la	nulidad	de	la	transferencia	del	bien,	basta	que	ésta	haya	sido	efectuada
con	 posterioridad	 a	 la	 comisión	 del	 hecho	 punible;	 siempre	 y	 cuando	 la
transferencia	 signifique	 disminución	 de	 su	 patrimonio	 que	 lo	 haga
insuficiente	para	cubrir	el	pago	de	una	posible	reparación	civil.”
C.	P.
ART.	98.—Pago	con	la	remuneración	del	condenado.	En	 caso
que	 el	 condenado	 no	 tenga	 bienes	 realizables,	 el	 juez	 señalará
hasta	un	tercio	de	su	remuneración	para	el	pago	de	la	reparación
civil.
C.	P.
ART.	99.—Reparación	civil	contra	terceros	no	comprendidos
en	la	sentencia	penal.	Procede	la	acción	civil	contra	los	terceros
cuando	la	sentencia	dictada	en	 la	 jurisdicción	penal	no	alcanza	a
éstos.
C.	P.
ART.	100.—Inextinguibilidad	de	la	acción	civil.	La	acción	civil
derivada	 del	 hecho	 punible	 no	 se	 extingue	 mientras	 subsista	 la
acción	penal.
PRESCRIPCIÓN	DE	LA	ACCIÓN	CIVIL
C.	C.
ART.	2001.—Prescriben,	salvo	disposición	diversa	de	la	ley:
(...).
4.-	A	 los	dos	años,	 la	 acción	de	anulabilidad,	 la	 acción	 revocatoria,	 la	que
proviene	 de	 pensión	 alimenticia,	 la	 acción	 indemnizatoria	 por
responsabilidad	 extracontractual	 y	 la	 que	 corresponda	 contra	 los
representantes	de	incapaces	derivada	del	ejercicio	del	cargo.
JURISPRUDENCIA.—Código	penal	contiene	supuesto	especial	de
interrupción	de	la	acción	civil	para	reclamar	indemnización	por	daños	y
perjuicios.	“(…)	la	prescripción	extintiva	puede	ser	objeto	de	interrupción.	La
interrupción	produce	la	ineficacia	de	la	fracción	de	tiempo,	según	las	causales
señaladas	en	el	artículo	mil	novecientos	noventiséis	del	Código	Civil;
desaparecida	la	causal,	empieza	a	correr	un	nuevo	plazo	prescriptorio,	sin	que
sea	de	cómputo	el	tiempo	anteriormente	transcurrido.	La	doctrina	nacional,
sustentada	en	los	doctores	Fernando	Vidal	Ramírez	y	Aníbal	Torres	Vásquez,
señala	que	los	supuestos	de	la	interrupción	de	la	prescripción	extintiva
señalados	en	la	citada	norma,	a	diferencia	de	la	suspensión,	no	son	taxativos,
pues,	pueden	ubicarse	otros	supuestos	en	el	ordenamiento	jurídico	(…)	el
artículo	cien	del	Código	Penal	establece	que	la	acción	civil	derivada	del	hecho
punible	no	se	extingue	mientras	subsista	la	acción	penal.	(…)	tal	norma
contiene	un	supuesto	de	interrupción	de	la	prescripción	extintiva	(…)”.	(CS,
Cas.	670-2005-Junín,	ago.	01/2006.	S.S.	Ticona	Postigo)
JURISPRUDENCIA.—Subsistencia	de	la	acción	penal	interrumpe	la
prescripción	civil.	“(…)	la	inaplicación	del	artículo	mil	novecientos
noventitrés	del	Código	Civil,	debe	indicarse	que	conforme	a	reiterada	y
uniforme	jurisprudencia	de	esta	suprema	corte	y	a	la	doctrina	nacional,	la
prescripción	extintiva	es	un	instituto	jurídico	de	naturaleza	procesal	y
constituye	una	sanción	al	titular	del	derecho	material,	por	no	haberlo
reclamado	judicialmente	dentro	del	plazo	legal	y	por	tanto	está	íntimamente
ligado	al	principio	de	seguridad	jurídica	(…)	el	artículo	mil	novecientos
noventitrés	del	Código	Civil	señala	que	la	prescripción	comienza	a	correr
desde	el	día	en	que	puede	ejercitarse	la	acción	y	continúa	contra	los	sucesores
del	titular	del	derecho;	lo	que	significa	que	tratándose	de	derechos	que	el
causante	puede	hacer	valer	en	vía	de	acción	la	prescripción,	respecto	de	los
herederos,	no	comienza	a	correr	a	partir	de	la	muerte	del	causante	sino	que
simplemente	prosigue	su	secuencia	natural;	toda	vez	que	dicho	derecho	no	ha
nacido	con	el	heredero	del	causante	sino	que	aquel	ha	sucedido	a	este;	(…)	en
relación	a	la	inaplicación	del	artículo	den	(sic)	del	Código	Penal,	de	señalarse
que,	la	prescripción,	a	diferencia	de	la	caducidad,	si	admite	la	interrupción	del
decurso	prescriptorio	en	virtud	a	causales	específicas;	consistiendo	la
interrupción	en	‘la	aparición	de	una	causa	que	produce	el	efecto	de	inutilizar,
para	los	efectos	del	cómputo	de	la	prescripción,	el	tiempo	transcurrido	hasta
entonces.’	(Fernando	Vidal	Ramírez;	La	Prescripción	y	la	Caducidad	en	el
Código	Civil	Peruano;	Cultural	Cuzco	Sociedad	Anónima	Editores;	Primera
Edición,	Lima-Perú,	mil	novecientos	ochenticinco,	página	ciento	treintinueve);
estando	estas	causales	contempladas	en	el	artículo	mil	novecientos	noventiséis
del	Código	Civil	(…)	sin	embargo,	las	causales	contempladas	en	el	referido
artículo	mil	novecientos	noventiséis	del	Código	Civil	no	son	las	únicas
situaciones	que	interrumpen	el	decurso	prescriptorio,	sino	que	existe	el	caso
especial	de	la	acción	civil	derivada	de	la	comisión	de	un	ilícito	penal;	que	en
efecto,	el	Código	Penal,	establece	en	su	artículo	cien	que:	‘La	acción	civil
derivada	del	hecho	punible	no	se	extingue	mientras	subsista	la	acción	penal’
(…).”	(CS,	Cas.	864-2006-La	Libertad,	abr.	19/2007.	S.	S.	Carrión	Lugo)
JURISPRUDENCIA.—El	Código	Penal	aloja	una	causal	más	de
interrupción	de	la	prescripción	extintiva:	la	acción	civil	no	se	extingue
mientras	subsista	la	acción	penal.	“(...)	es	necesario	precisar	que	el	artículo
100	del	Código	Penal	(...)	desarrolla	el	supuesto	de	la	extinción	de	la	acción
civil	indemnizatoria;	con	ello,	el	legislador	ha	delimitado	claramente	el
resarcimiento	que	se	obtiene	en	la	vía	penal	(reparación	civil),	de	aquél	que
puede	obtenerse	en	la	vía	civil	(indemnización	por	daños	y	perjuicios),
estableciendo	que	el	derecho	de	acción	respecto	de	este	último	subsiste	a	la
par	de	la	acción	penal;	en	otras	palabras,	que	la	prescripción	ordinaria	de	la
acción	civil	queda	sujeta	al	plazo	de	prescripción	de	la	acción	penal,	el	mismo
que	puede	ser	superior	al	plazo	de	los	dos	años,	dependiendo	de	la	naturaleza
del	delito;	en	consecuencia,	(...)	los	alcances	de	la	norma	material	sub	análisis,
en	el	sentido	de	que	la	prohibición	de	extinción	de	la	acción	civil	únicamente
se	circunscribe	al	caso	en	que	se	demande	el	pago	de	una	indemnización	por
daños	y	perjuicios	derivados	de	un	hecho	punible	(y	para	establecer	el
cómputo	del	plazo	de	prescripción	en	tales	casos)	(...).”	(CS,	Cas.	1822-2013-La
Libertad,	abr.	11/2014.	V.	P.	Ticona	Postigo)
JURISPRUDENCIA.—La	Suprema	explica	cuándo	el	trámite	de	un
proceso	penal	no	interrumpe	el	plazo	de	prescripción	de	la	acción	civil.
“(...)	en	consecuencia,	el	trámite	del	citado	proceso	penal	no	interrumpe	el
plazo	de	prescripción	de	la	acción	civil	que	prevé	el	artículo	1996,	inciso	3,	del
Código	Civil,	dado	que	no	resulta	aplicable	al	caso	de	autos	lo	dispuesto	en	el
artículo	100	del	Código	Penal	(...);	toda	vez	que	el	hecho	punible	que	motivó	la
citada	acción	penal,	como	ya	se	ha	detallado	es	sobre	apropiación	ilícita	de
dinero	proveniente	de	un	contrato	de	prestación	de	servicios	y	de	alquileres,
que	resulta	ser	distinto	al	hecho	que	motiva	la	presente	demanda	de	nulidad
del	acto	jurídico	contenido	en	la	citada	minuta;	por	lo	que	cabe	concluir,	que
la	resolución	de	vista	no	incurre	en	infracción	normativa	del	artículo	1996,
inciso	3,	del	Código	Civil	y	del	artículo	100	del	Código	Penal.	Además,	la
denuncia	por	estafa	y	defraudación	en	la	modalidad	de	abuso	de	documento
firmado	en	blanco	y	alteración	del	estado	civil	interpuesta	por	la	recurrente
contra	la	demandada	(...),	no	enerva	la	conclusión	a	la	que	arribó	la	Sala	Civil
Superior,	porque	la	demandante	no	ha	corroborado	con	medio	probatorio
alguno	que	su	denuncia	haya	generado	la	formulación	de	denuncia	penal
alguna	y	la	consecuente	apertura	de	instrucción	penal	por	el	delito	de	estafa	y
defraudación,	es	decir,	no	ha	cumplido	con	su	obligación	legal	de	probar	la
afirmación	que	se	habría	iniciado	una	acción	penal	derivada	de	tal	hecho	que
pueda	motivar	la	inextinguibilidad	de	la	acción	civil”.	(C	S,	Cas.	3579-2009-
Lima	Norte,	abr.	22/2010.	S.	S.	Almenara	Bryson)
JURISPRUDENCIA.—La	Suprema	explica	cuándo	el	trámite	de	un
proceso	penal	no	interrumpe	el	plazo	de	prescripción	de	la	acción	civil.
“Lo	expuesto	lleva	a	concluir	que	el	juez	penal,	en	mérito	a	la	Denuncia	Penal
N°	973-99	formulada	por	la	Séptima	Fiscalía	Provincial	Penal	de	Lima	(...)
abrió	instrucción	por	el	delito	de	apropiación	ilícita	de	dinero	contra	la	ahora
demandada,	situación	de	hecho	que	no	tiene	incidencia	directa	respecto	a	la
pretensión	de	nulidad	de	acto	jurídico	de	la	minuta	de	independización	y
reglamento	interno	de	propiedad	horizontal,	modificación	y	compraventa	del
bien	inmueble	de	la	demandante;	en	consecuencia,	el	trámite	del	citado
proceso	penal	no	interrumpe	el	plazo	de	prescripción	de	la	acción	civil	que
prevé	el	artículo	1996,	inciso	3,	del	Código	Civil,	dado	que	no	resulta	aplicable
al	caso	de	autos	lo	dispuesto	en	el	artículo	100	del	Código	Penal	(...)”.	(C.	S.,
Cas.	3579-2009-Lima	Norte,	abr.	22/2010.	V.	P.	Almenara	Bryson)
JURISPRUDENCIA.—El	Código	Penal	contiene	un	supuesto	de
interrupción	del	plazo	prescriptorio	de	la	acción	civil.	“Atendiendo	a	los
actuados,	y	a	los	argumentos	expuestos,	se	debe	establecer	cuál	es	el	alcance
del	artículo	100	del	Código	Penal	en	sede	de	prescripción	extintiva	de	la
acción	civil;	en	ese	sentido	al	establecer	el	citado	artículo	que	‘la	acción	civil
derivada	del	hecho	punible	no	se	extingue	mientras	subsista	la	acción	penal’,
tal	norma	en	concordancia	con	la	primera	parte	del	artículo	2001	del	Código
Civil	recoge	una	salvedad	al	citado	código,	recogiendo	en	buena	cuenta	un
supuesto	de	interrupción	del	plazo	prescriptorio,	según	fue	señalado	en	las
casaciones	números	1139-98,	670-2005,	supuesto	que	ha	sido	reconocido	en
reiteradas	oportunidades	por	la	Corte	Suprema	de	Justicia	de	la	República”.
(C.	S.,	Cas.	3240-2010-Huaura,	set.	19/2011.	V.	P.	Ticona	Postigo)
COMENTARIO.—Disponibilidad	de	 la	reparación	civil.	De	 la	naturaleza
privada	 de	 la	 reparación	 civil	 –que	 hace	 que	 ésta	 sea	 disponible	 y
renunciable–	se	deduce	que	el	plazo	prescriptorio	a	aplicar	dependerá	de	la
vía	procesal	que	el	agraviado	elija.	Entonces,	si	se	decide	por	 la	vía	civil	el
plazo	 a	 aplicarse	 será	 el	 que	 contempla	 el	 artículo	2001	 Inc.	 4	del	 Código
Civil,	si	en	caso	contrario	opte	por	la	vía	penal	el	plazo	será	el	señalado	en	el
artículo	100	del	Código	Penal.
C.	P.
ART.	 101.—Aplicación	 supletoria	 del	 Código	 Civil.	 La
reparación	civil	se	rige,	además,	por	las	disposiciones	pertinentes
del	Código	Civil.
JURISPRUDENCIA.—Solo	el	principio	de	proporcionalidad	puede	limitar
la	fijación	de	la	reparación	civil.	“(…)	es	de	precisar	que	la	reparación	civil
debe	fijarse	en	consideración	a	la	magnitud	del	daño	ocasionado	y	a	los
efectos	materiales	y	morales	derivados	del	delito,	tomando	como	base	y	límite
el	aludido	principio	de	proporcionalidad,	es	decir,	el	juzgador	debe	realizar
una	valoración	objetiva	del	daño	y	del	perjuicio	material	y	moral	ocasionados
a	la	víctima;	que,	en	el	caso	de	autos,	esta	valoración	objetiva	y	el	perjuicio
sufrido	por	la	víctima	no	han	sido	debidamente	valorados	por	el	colegiado,
por	lo	que	el	monto	de	la	reparación	civil	debe	incrementarse	adecuadamente.
(…)”	(CS,	R.N.	1276-05,	jun.	15/2005.	S.S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—La	distinción	entre	la	vía	penal	y	la	vía	civil	permite
reclamar	la	indemnización	de	daños	y	perjuicios	no	satisfecha
completamente	por	la	vía	penal.	“Que,	en	el	caso	de	autos	conforme	es	de
verse	del	escrito	de	demanda	obrante	a	fojas	cuarenta	y	ocho	la	recurrente
pretende	se	le	conceda	indemnización	por	daños	y	perjuicios	por
responsabilidad	extracontractual	derivada	de	accidente	de	tránsito	(atropello
por	homicidio	culposo)	del	que	fue	víctima	su	menor	hijo,	en	tal	sentido	la
demandante	haciendo	uso	de	su	derecho	de	acción	promueve	la	presente
acción	a	fin	de	que	se	la	indemnice	por	el	daño	moral,	social	y	familiar
resultando	por	ende	necesario	un	pronunciamiento	sobre	el	fondo	de	la
cuestión	advirtiéndose	que	la	resolución	materia	de	casación	infringe	el
principio	de	motivación	de	las	resoluciones	judiciales	al	considerar	que	la
pretensión	invocada	ya	fue	satisfecha	por	cuanto	lo	que	se	busca	a	través	del
proceso	penal	es	que	se	sancione	al	infractor	de	la	ley	penal	por	la	comisión	de
un	hecho	que	la	sociedad	y	la	ley	consideran	repudiable	y	reprimible	mientras
en	el	proceso	civil	la	responsabilidad	responde	a	una	lógica	distinta	pues	lo
que	se	pretende	es	que	se	determine	quién	asume	el	daño	ocasionado	más	aún
si	en	el	proceso	penal	no	se	ha	analizado	el	daño	moral	demandado	en	el
presente	proceso	configurándose	por	ende	la	infracción	normativa	procesal
del	artículo	139	inciso	3	de	la	Constitución	Política	del	Perú	(...)”.	(C.	S,	Cas.
3824-2013-Ica,	oct.	03/2014,	V.	P.	Valcárcel	Saldaña)
JURISPRUDENCIA.—La	“equidad”	a	la	que	alude	el	artículo	1332	del
Código	Civil	no	significa	necesariamente	“lo	justo”.	“(...)	del	texto	del
artículo	denunciado	en	el	literal	e)	se	señala:	‘Si	el	resarcimiento	del	daño	no
pudiera	ser	probado	en	su	monto	preciso,	deberá	fijarlo	el	juez	con	valoración
equitativa’.	El	presente	artículo	recoge	la	regla	general	normativa	de	la
‘equidad’,	la	que	tiene	un	contenido	conceptual	diverso	dado	que	no	significa
necesariamente	‘lo	justo’,	sino	hace	referencia	a	lo	que	‘el	juez	según	su	sana
crítica	y	la	valoración	de	las	circunstancias	dispone’.	Esta	valoración	se	refiere
a	los	daños	inmateriales	o	también	conocidos	como	‘daños	morales’	que	son
aquellos	en	los	que	se	afectan	intereses	jurídicos	que	carecen	de	un	correlato
concreto,	como	son	‘la	salud,	la	vida,	el	honor,	la	libertad,	entre	otros’.	Así	se
cumple	con	lo	dispuesto	en	el	Código	Civil	en	su	artículo	VIII	del	Título
Preliminar.	(...).	Si	bien	es	cierto	las	partes	tienen	la	carga	de	demostrar	sus
pretensiones,	tal	como	se	ha	señalado	anteriormente,	en	algunas
circunstancias	el	juez	puede	apreciar	la	dificultad	que	éstas	experimentan
para	acreditar	los	hechos	alegados	(como	sucede	en	el	caso	de	los	daños
morales),	lo	que	no	puede	ser	impedimento	para	resolver	el	conflicto	de
intereses	y	lograr	la	paz	social	con	justicia	(...)”.	(C.	S,	Cas.	635-2012-Lima,
nov.	15/2012.	V.	P.	Huamaní	Llamas)
C.	C.
ART.	IX	T.P.—Las	disposiciones	del	Código	Civil	se	aplican	supletoriamente
a	 las	 relaciones	 y	 situaciones	 jurídicas	 reguladas	 por	 otras	 leyes,	 siempre
que	no	sean	incompatibles	con	su	naturaleza.
CAPÍTULO	II
Consecuencias	accesorias
C.	P.
ART.	 102.—Modificado.	 Ley	 30076,	 Art.	 1°.	 Decomiso	 de
bienes	provenientes	del	delito.	El	juez,	siempre	que	no	proceda
el	 proceso	 autónomo	 de	 pérdida	 de	 dominio	 previsto	 en	 el
Decreto	 Legislativo	 1104,	 resuelve	 el	 decomiso	 de	 los
instrumentos	con	que	se	hubiere	ejecutado	el	delito,	aun	cuando
pertenezcan	a	terceros,	salvo	cuando	estos	no	hayan	prestado	su
consentimiento	 para	 su	 utilización.	 Los	 objetos	 del	 delito	 son
decomisados	cuando,	atendiendo	a	su	naturaleza,	no	corresponda
su	 entrega	 o	 devolución.	 Asimismo,	 dispone	 el	 decomiso	 de	 los
efectos	 o	 ganancias	 del	 delito,	 cualesquiera	 sean	 las
transformaciones	 que	 estos	 hubieren	 podido	 experimentar.	 El
decomiso	 determina	 el	 traslado	 de	 dichos	 bienes	 a	 la	 esfera	 de
titularidad	del	Estado.
El	 juez	 también	 dispone	 el	 decomiso	 de	 los	 bienes
intrínsecamente	delictivos,	los	que	serán	destruidos.
Cuando	los	efectos	o	ganancias	del	delito	se	hayan	mezclado	con
bienes	 de	 procedencia	 lícita,	 procede	 el	 decomiso	 hasta	 el	 valor
estimado	de	los	bienes	ilícitos	mezclados,	salvo	que	los	primeros
hubiesen	 sido	 utilizados	 como	 medios	 o	 instrumentos	 para
ocultar	o	convertir	los	bienes	de	ilícita	procedencia,	en	cuyo	caso
procederá	el	decomiso	de	ambos	tipos	de	bienes.
Si	 no	 fuera	 posible	 el	 decomiso	 de	 los	 efectos	 o	 ganancias	 del
delito	 porque	 han	 sido	 ocultados,	 destruidos,	 consumidos,
transferidos	 a	 tercero	 de	 buena	 fe	 y	 a	 título	 oneroso	 o	 por
cualquier	otra	razón	atribuible	al	autor	o	partícipe,	el	juez	dispone
el	decomiso	de	los	bienes	o	activos	de	titularidad	del	responsable
o	 eventual	 tercero	 por	 un	monto	 equivalente	 al	 valor	 de	 dichos
efectos	y	ganancias.
Ley	30076.
Novena	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Publicidad	 y	 destino	 de
bienes	inmovilizados	o	con	similar	medida.	Respecto	de	 los	bienes	que
hayan	 sido	 materia	 de	 orden	 de	 inmovilización	 u	 otra	 medida	 similar,
vinculados	 a	 investigaciones	 o	 actuaciones	 en	 que	 haya	 intervenido	 la
Policía	Nacional	del	Perú,	y	que	se	encuentren	ubicados	o	custodiados	en	las
delegaciones	 policiales	 por	 un	 período	 superior	 a	 seis	 meses,	 sin	 que	 se
haya	 manifestado	 interesado	 alguno,	 estos	 deben	 ser	 materia	 de	 un
inventario	por	parte	de	la	respectiva	entidad	encargada	de	su	custodia	para
comunicar	a	 la	Comisión	Nacional	de	Bienes	 Incautados	(Conabi)	sobre	su
existencia,	 origen	 y	 propietario,	 si	 este	 se	 encuentra	 identificado,	 con	 la
finalidad	de	publicitar	el	citado	inventario.
Transcurrido	 el	 plazo	 de	 treinta	 días	 hábiles	 contado	 desde	 la
comunicación	 mencionada,	 dichos	 bienes	 son	 considerados	 en	 abandono,
encontrándose	 la	 Conabi	 facultada	 para	 su	 venta,	 donación,	 destrucción	 o
asignación,	 una	 vez	 deducidos	 los	 gastos	 de	 custodia	 y	 administración
respectivos.
Ley	30076.
Décima	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Destino	 de	 bienes
decomisados	por	usurpación.	Los	bienes	decomisados	por	usurpación	son
enviados	 a	 la	 Comisión	 Nacional	 de	 Bienes	 Incautados	 para	 que,	 previa
valorización,	sean	puestos	a	disposición	de	las	entidades	que	conforman	el
Sistema	Nacional	de	Gestión	de	Riesgos	de	Desastres,	con	la	finalidad	de	ser
destinados	al	cumplimiento	de	sus	fines.
COMENTARIO.—El	 comiso,	 notas	 distintivas.	 El	 comiso	 otorga
legitimidad	 al	 Estado	 para	 apoderarse	 de	 un	 objeto	 que	 perteneció	 al
delincuente	o	de	 los	 efectos	de	 la	 infracción	penal.	 El	 comiso	presenta	 las
siguientes	 notas	 distintivas:	 1)	 la	 propiedad	 de	 los	 bienes	 se	 trasmite	 al
Estado,	 2)	 siempre	 se	 ordena	 dentro	 de	 un	 proceso	 judicial,	 3)	 no	 hay
comiso	 de	 instrumentos	 o	 efectos	 de	 actos	 inmorales	 o	 de	 meros	 ilícitos
civiles.
La	 razón	 de	 ser	 del	 comiso	 debe	 verse	 en	 la	 necesidad	 de	 neutralizar	 el
peligro	derivado	del	uso	de	 instrumentos	peligrosos	para	 la	colectividad	o
para	 particulares.	 En	 sentido	 contrario,	 el	 Estado	 no	 puede	 expropiar	 los
bienes	 u	 objetos	 allí	 donde	 no	 existe	 necesidad	 de	 defender	 o	 proteger
bienes	jurídicos	de	los	efectos	nocivos	que	estos	pueden	producir	(ausencia
del	pronóstico	de	peligrosidad	de	dichos	bienes).
“Los	 efectos	 del	 delito”	 son	 aquellos	 objetos	 producidos	 por	 el	 delito	 (los
documentos,	la	moneda	falsa,	los	alimentos	adulterados,	etc.),	el	comiso	sólo
puede	 recaer	 sobre	 los	 objetos	 pertenecientes	 al	 delincuente	 y	 no	 sobre
bienes	de	propiedad	de	terceros	(no	habrá	comiso	sobre	la	cosa	hurtada,	ni
robada,	pues	ésta	no	es	de	propiedad	del	delincuente	y	deberá	ser	devuelta
a	su	propietario).
Por	“instrumentos	del	 delito”	 la	 jurisprudencia	 define	 a	 los	 objetos	 de	 los
cuales	se	sirve	el	autor	para	la	ejecución	del	delito	(armas,	procesadores	de
texto,	etc.).	El	comiso	sólo	está	reservado	para	los	efectos	provenientes	de	la
infracción	 penal	 o	 de	 los	 instrumentos	 con	 que	 se	 hubiera	 ejecutado	 una
infracción	dolosa,	se	descarta	el	comiso	en	los	efectos	y	los	instrumentos	de
un	delito	imprudente.
C.	P.
ART.	 103.—Comiso	 facultativo.	 Cuando	 los	 efectos	 o
instrumentos	 referidos	 en	 el	 artículo	 102,	 no	 sean	 de	 ilícito
comercio	 y	 su	 valor	 no	 guarde	 proporción	 con	 la	 naturaleza	 y
gravedad	 de	 la	 infracción	 penal	 podrá	 el	 juez	 no	 decretar	 el
decomiso	o,	cuando	sea	posible,	decretarlo	sólo	parcialmente.
COMENTARIO.—Condiciones	del	comiso	facultativo.	Se	aplica	un	comiso
facultativo	siempre	y	cuando	se	cumpla	con:	1)	Los	efectos	e	instrumentos
del	 delito	 no	 deben	 ser	 de	 ilícito	 comercio;	 y,	 2)	 Su	 valor	 no	 guarde
proporción	con	la	naturaleza	y	gravedad	de	la	infracción.
C.	P.
ART.	 104.—Privación	 de	 los	 beneficios	 obtenidos	 por	 la
persona	jurídica.	El	juez	decretará,	asimismo,	la	privación	de	los
beneficios	 obtenidos	 por	 las	 personas	 jurídicas	 como
consecuencia	de	la	infracción	penal	cometida	en	el	ejercicio	de	su
actividad	 por	 sus	 funcionarios	 o	 dependientes,	 en	 cuanto	 sea
necesaria	para	cubrir	la	responsabilidad	pecuniaria	de	naturaleza
civil	de	aquéllos,	si	sus	bienes	fueran	insuficientes.
JURISPRUDENCIA.—Personas	 jurídicas	 gozan	 de	 derechos
fundamentales.	 “(...)	 Tal	 titularidad	 de	 los	 derechos	 por	 las	 personas
jurídicas	 de	 derecho	 privado	 se	 desprende	 implícitamente	 del	 artículo	 2°,
inciso	17),	de	nuestra	Carta	Fundamental,	pues	mediante	dicho	dispositivo	se
reconoce	 el	 derecho	 de	 toda	 persona	 de	 participar	 en	 forma	 individual	 o
asociada	en	la	vida	política,	económica,	social	y	cultural	de	la	nación.	(…)	en
la	medida	en	que	 las	organizaciones	conformadas	por	personas	naturales	se
constituyen	con	el	objeto	de	que	se	realicen	y	defiendan	sus	intereses,	esto	es,
actúan	 en	 representación	 y	 sustitución	 de	 las	 personas	 naturales,	 muchos
derechos	 de	 éstos	 últimos	 se	 extienden	 sobre	 las	 personas	 jurídicas.	 Una
interpretación	 contraria	 concluiría	 con	 la	 incoherencia	 de,	 por	 un	 lado,
habilitar	el	ejercicio	de	 facultades	a	toda	asociación	–entendida	en	términos
constitucionales	y	no	en	sus	reducidos	alcances	civiles–	y,	por	otro,	negar	las
garantías	necesarias	para	que	tal	derecho	se	ejerza	y,	sobre	todo,	puedan	ser
susceptibles	 de	 protección.	 (…)	 no	 sólo	 de	 manera	 indirecta	 las	 personas
jurídicas	 de	 derecho	 privado	 pueden	 titularizar	 diversos	 derechos
fundamentales.	También	 lo	pueden	hacer	de	manera	directa.	En	dicho	 caso,
tal	 titularidad	 no	 obedece	 al	 hecho	 de	 que	 actúen	 en	 sustitución	 de	 sus
miembros,	sino	en	cuanto	a	sí	mismas	y,	naturalmente,	en	la	medida	en	que	les
sean	extendibles	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	905-2001-AA/TC,	ago.	14/2002.	Pres.	Rey
Terry)
DOCTRINA.—Comiso	de	la	ganancia.	“Y	es	que,	mientras	el	comiso	de	los
efectos	 es	 una	 consecuencia	 jurídica	 que	 por	 su	 fundamento	 –la
probabilidad	 de	 su	 utilización	 futura	 para	 la	 comisión	 de	 nuevos	 delitos–
pertenece	al	derecho	 (administrativo)	de	policía,	 el	 comiso	de	 la	 ganancia
por	 el	 contrario	 encuentra	 su	 fundamento,	 exclusivamente	 en	 el	 principio
de	 la	 no	 tolerancia	 del	 enriquecimiento	 injusto	 o	 de	 una	 situación
patrimonial	 ilícita,	y	pertenece,	por	ello,	al	derecho	civil	en	cuanto	medida
de	compensación	(…).
El	comiso	de	la	ganancia,	sin	embargo	a	la	vista	de	la	regulación	contenida
en	el	Art.	104	C.	P.	peruano	es,	en	mi	opinión,	una	figura	desconocida	para	el
derecho	peruano	como	en	lo	que	sigue	voy	a	tratar	de	fundamentar	(…).
En	 las	 dogmáticas	 que	 parten	 de	 códigos	 que	 incorporan	 este	 tipo	 de
comiso	 a	 su	 elenco	 de	 consecuencias	 jurídicas,	 la	 mayor	 parte	 de	 los
penalistas	 se	 inclina	 por	 ver	 el	 fundamento	 del	 mismo	 en	 el	 desamparo
jurídico	 del	 enriquecimiento	 ilícito	 o	 en	 la	 no	 tolerancia	 de	 situaciones
patrimoniales	 antijurídicas,	 y	 se	 estima,	 con	 razón,	 que	 la	 ganancia	 o	 el
provecho	 patrimonial	 obtenidos	 con	 la	 comisión	 de	 un	 delito	 deben	 ser
objeto	 de	 confiscación	 precisamente	 porque	 suponen	 lo	 uno	 o	 lo	 otro.	 La
naturaleza	del	 comiso	de	 las	ganancias	es,	 entonces,	 la	que	corresponde	a
una	 medida	 civil	 de	 compensación	 o	 de	 neutralización	 de	 una	 situación
patrimonial	ilícita	(…),	pues	se	trata,	para	precisarlo	con	palabras	de	Zipf,	de
‘una	restitución	de	un	estado	patrimonial	de	orden	jurídico	-	civil	a	favor	de
la	colectividad’	(…).
La	sorprendente,	deficiente	y	–como	con	razón	advierte	José	Luis	Castillo–
hasta	 injusta	 regulación	 de	 lo	 que	 él	 llama	 ‘comiso	 de	 la	 ganancia’	 en	 el
código	 peruano,	 impide	 sostener	 que	 el	 fundamento	 de	 la	 consecuencia
regulada	en	el	Art.	104	C.	P.	radica	verdaderamente	en	el	enriquecimiento
ilícito	 y	 que	 su	 naturaleza	 sea	 la	 de	 una	 compensación	 civil	 a	 favor	 de	 la
colectividad.	En	realidad	lo	que	impide	ya	dicha	regulación	es	entender	que
estemos	en	presencia	de	un	comiso	de	la	ganancia.	A	esta	conclusión	debe
llegarse	si	se	reflexiona	detenidamente	sobre	el	significado	y	el	alcance	de
las	dos	injustificadas	limitaciones	que	establece	el	artículo	104	C.	P.	peruano
a	la	posibilidad	de	privar	a	las	personas	jurídicas	de	los	beneficios	obtenidos
con	el	delito	cometido	por	sus	funcionarios	o	dependientes.	De	acuerdo	con
la	primera	limitación,	sólo	procede	la	privación	de	ganancias	o	de	provechos
ilícitos	 obtenidos	 por	 personas	 jurídicas	 a	 consecuencia	 de	 acciones	 u
omisiones	 delictivas	 cometidas	 por	 sus	 funcionarios	 o	 dependientes,	 de
donde	 se	 deduce	 que	 el	 derecho	 peruano	 tolera	 el	 enriquecimiento	 ilícito
procedente	del	delito	cuando	el	beneficiario	es	una	persona	física.	Pero	por
si	fuera	poco,	a	esta	limitación	se	añade	incomprensiblemente	una	segunda,
en	virtud	de	la	cual	ni	siquiera	es	posible	confiscar	a	la	persona	jurídica	la
totalidad	 de	 la	 ganancia	 ilícita,	 sino	 únicamente	 en	 la	 cuantía	 que	 sea
necesaria	 para	 cubrir	 la	 responsabilidad	 civil	 de	 sus	 funcionarios	 o
dependientes	que	hayan	sido	responsables	del	delito	y,	además,	sólo	si	 los
bienes	de	éstos	no	son	suficientes	para	hacer	frente	a	dicha	responsabilidad.
A	la	vista	sobre	todo	de	esta	segunda	limitación	es	imposible	considerar	lo
que	el	código	peruano	denomina	‘privación	de	ganancias’	como	un	auténtico
comiso	 de	 la	 ganancia	 ni	 en	 razón	 de	 su	 fundamento	 ni	 de	 su	 naturaleza
jurídica,	 ya	 que	 en	modo	 alguno	 cabe	 configurarlo	 de	 lege	 lata	 como	 una
medida	 de	 compensación	 civil	 a	 la	 colectividad	 con	 fundamento	 del
enriquecimiento	 ilícito	 (…).	 En	 realidad,	 y	 ésta	 es	mi	 conclusión,	 lo	que	 el
Art.	 104	C.	 P.	 regula	no	 es	otra	 cosa	diferente	 a	 lo	que	 en	 el	 código	penal
español	 se	 regula	 como	 ‘responsabilidad	 civil	 subsidiaria’	 derivada	 del
delito	(…)	es	decir:	en	 la	terminología	del	código	peruano,	una	 ‘reparación
civil’	de	carácter	subsidiario	–que	en	lo	que	alcanzo	a	ver	no	está	regulado
por	 el	 código	 peruano	 en	 el	 capítulo	 dedicado	 a	 la	 reparación	 civil–,	 pero
además	con	el	desatino	de	que	esa	responsabilidad	deba	ser	cubierta	con	la
ganancia	 proveniente	 del	 delito,	 cuando	 lo	 justo	 es	 que	 dicha	 cobertura
quede	asegurada	en	todo	caso,	es	decir,	también	con	el	patrimonio	de	origen
lícito	de	la	persona	jurídica	subsidiariamente	responsable	(…).
El	 comiso	 de	 la	 ganancia,	 sin	 embargo,	 constituye	 una	 reacción	 jurídica
imprescindible	 en	 nuestro	 tiempo,	 sobre	 todo	 por	 contrarrestar	 en	 la
medida	 de	 lo	 posible	 la	 intolerable	 posición	 de	 privilegio	 y	 el
comportamiento	 antijurídico	 en	 general	 de	 los	 grandes	 magnates	 de	 las
mafias	criminales	(…).
En	 concreto,	 creo	 que	 la	 limitación	 de	 la	 privación	 de	 las	 ganancias
obtenidas	 por	 personas	 jurídicas,	 no	 debe	 impedir	 la	 aplicación	 de	 dicha
consecuencia	a	las	obtenidas	por	personas	físicas	(…)	con	ello	abrir	paso	a	la
aplicación	 analógica	 del	 Art.	 104	 C.	 P.	 para	 la	 privación	 de	 las	 ganancias
obtenidas	por	una	persona	 física	a	 consecuencia	del	delito	 (…).	En	primer
lugar	 porque,	 como	 he	 demostrado,	 la	 regulación	 del	 Art.	 104	 C.	 P.	 tiene
inequívocamente	 una	 naturaleza	 civil	 y	 la	 prohibición	 de	 la	 analogía
desfavorable,	 en	 el	 sentido	 del	 principio	 de	 legalidad	 penal,	 no	 rige	 para
preceptos	de	esta	naturaleza.	En	segundo	lugar	porque,	si	bien	es	cierto	que
existe	 una	 prohibición	 constitucional	 (…)	 de	 aplicación	 analógica	 de
aquellos	 preceptos	 que,	 aunque	 no	 sean	 penales,	 determinen	 no	 obstante
una	 restricción	 de	 derechos,	 no	 creo	 que	 pueda	 fundamentarse	 ningún
derecho	subjetivo	a	la	ganancia	ilícita	sobre	cuya	cuantía	ha	de	cargarse	la
satisfacción	de	 la	responsabilidad	civil	 subsidiaria	 (…).”	 (GRACIA	MARTÍN,
Luis,	 en	 prólogo	 al	 libro	 “Consecuencias	 jurídico	 económicas	 del	 delito”,
Castillo	Alva,	José	Luis,	ob.	cit.,	págs.	25	a	32)
C.	P.
ART.	 105.—Modificado,	 D.	 Leg.	 982,	 Art.	 1°.	 Medidas
aplicables	 a	 las	 personas	 jurídicas.	 Si	 el	 hecho	 punible	 fuere
cometido	en	ejercicio	de	la	actividad	de	cualquier	persona	jurídica
o	utilizando	su	organización	para	favorecerlo	o	encubrirlo,	el	juez
deberá	aplicar	todas	o	algunas	de	las	medidas	siguientes:
1.	 Clausura	 de	 sus	 locales	 o	 establecimientos,	 con	 carácter
temporal	o	definitivo.	La	clausura	temporal	no	excederá	de	cinco
años.
2.	Disolución	y	liquidación	de	la	sociedad,	asociación,	fundación,
cooperativa	o	comité.
3.	 Suspensión	 de	 las	 actividades	 de	 la	 sociedad,	 asociación,
fundación,	 cooperativa	 o	 comité	 por	 un	 plazo	 no	 mayor	 de	 dos
años.
4.	Prohibición	a	la	sociedad,	fundación,	asociación,	cooperativa	o
comité	de	realizar	en	el	futuro	actividades,	de	la	clase	de	aquellas
en	 cuyo	 ejercicio	 se	 haya	 cometido,	 favorecido	 o	 encubierto	 el
delito.
La	prohibición	podrá	tener	carácter	temporal	o	definitivo.
La	prohibición	temporal	no	será	mayor	de	cinco	años.
Cuando	alguna	de	estas	medidas	fuera	aplicada,	el	juez	ordenará
a	 la	 autoridad	 competente	 que	 disponga	 la	 intervención	 de	 la
persona	 jurídica	 para	 salvaguardar	 los	 derechos	 de	 los
trabajadores	y	de	los	acreedores	de	la	persona	jurídica	hasta	por
un	período	de	dos	años.
El	 cambio	 de	 la	 razón	 social,	 la	 personería	 jurídica	 o	 la
reorganización	 societaria,	 no	 impedirá	 la	 aplicación	 de	 estas
medidas.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Alcances	y	limitaciones	de	las
medidas	aplicables	a	las	personas	jurídicas.	“(…)	En	el	artículo	105	CP	no
existen	reglas	de	determinación	que	orienten	la	aplicación	judicial,	así	como
la	justificación	interna	o	externa	de	las	decisiones	jurisdiccionales	que
impongan	las	distintas	consecuencias	accesorias	que	dicha	norma	contempla.
No	obstante,	esta	limitación	normativa	puede	ser	superada,	de	modo
transitorio,	recurriendo	a	la	implementación	judicial	de	los	criterios
adoptados,	para	tal	efecto,	por	el	artículo	110	del	Anteproyecto	de	Reforma	de
la	Parte	General	del	Código	Penal	de	la	Comisión	Especial	Revisora	creada	por
Ley	número	29153	[Véase:	Congreso	de	la	República:	Anteproyecto	de	Ley	de
Reforma	del	Código	Penal,	J&O	Editores	Impresores	SAC,	Lima,	2009],	en	tanto
en	cuanto	sus	postulados	en	modo	alguno	son	implicantes	con	los	establecidos
por	el	vigente	CP	y	constituyen	reglas	de	desarrollo	plenamente	derivadas
desde	los	principios	de	lesividad,	proporcionalidad	y	prevención	incorporados
positivamente	en	el	Título	Preliminar	del	Código	Penal.	Por	tanto,	corresponde
utilizarlos	en	todo	proceso	de	determinación	judicial,	cualitativa	y
cuantitativa,	de	las	consecuencias	accesorias	que	deban	imponerse	en	un	caso
concreto.	Tales	criterios	son	los	siguientes:
A.	Prevenir	la	continuidad	de	la	utilización	de	la	persona	jurídica	en
actividades	delictivas.
B.	La	modalidad	y	la	motivación	de	la	utilización	de	la	persona	jurídica	en	el
hecho	punible.
C.	La	gravedad	del	hecho	punible	realizado.
D.	La	extensión	del	daño	o	peligro	causado.
E.	El	beneficio	económico	obtenido	con	el	delito.
F.	La	reparación	espontánea	de	las	consecuencias	dañosas	del	hecho	punible.
G.	La	finalidad	real	de	la	organización,	actividades,	recursos	o
establecimientos	de	la	persona	jurídica.
H.	La	disolución	de	la	persona	jurídica	se	aplicará	siempre	que	resulte
evidente	que	ella	fue	constituida	y	operó	sólo	para	favorecer,	facilitar	o
encubrir	actividades	delictivas.	(…).”	(V	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas
Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	7-2009/CJ-116,	ene.	08/2010.	S.	S.
Gonzáles	Campos)
JURISPRUDENCIA.—Debido	 proceso	 resulta	 aplicable	 a	 las	 personas
jurídicas.	“(...)	El	debido	proceso	también	rige	para	 las	asociaciones	cuando
estas	ejerzan	el	derecho	disciplinario	sancionador,	de	modo	que	no	se	puede
afirmar	 que	 después	 de	 impuesta	 la	máxima	 sanción	 en	 una	 asociación	 (la
exclusión),	 el	 asociado	 excluido	 tenga	 que	 probar	 y	 levantar	 los	 cargos
imputados	 en	 sede	 judicial,	 pues	 es	 precisamente	 dentro	 del	 proceso
disciplinario	 sancionador	 donde	 se	 debe	 probar	 la	 comisión	 de	 las	 faltas,
permitiéndosele	al	asociado	ejercer	 su	derecho	de	defensa	 (…)”.	 (TC,	Exp.	N°
733-2005-PA/TC,	abr.	29/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Cuestiones	sobre	representación	y	constitución	en
parte	civil	de	personas	jurídicas	no	son	materia	de	hábeas	corpus.	“(...)
en	el	caso	de	autos,	no	se	presentan	los	supuestos	señalados	en	el
considerando	anterior	toda	vez	que	lo	que	se	pretende	discutir	en	este	proceso
es	el	que	no	se	haya	aceptado	la	representación	del	demandante	respecto	de	la
empresa	comercial	Inmobiliaria	(…)	para	que	ésta	quede	constituida	en	parte
civil;	así	como	que	se	haya	declarado	prescrita	la	acción	penal	contra	las
denunciadas	en	el	proceso	penal	seguido	contra	(...)	cuestiones	que	en	nada
vulneran	el	derecho	de	libertad	individual	del	demandante	ni	ningún	derecho
conexo	que	pueda	ser	objeto	de	tutela	mediante	el	presente	hábeas	corpus.
(...).”	(TC,	Exp.	2072-2009-PHC/TC,	set.	04/2009.	S.	S.	Landa	Arroyo)
C.	P.
ART.	 105-A.—Incorporado.	 Ley	 30077,	 Segunda	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Criterios	 para	 la
determinación	de	las	consecuencias	aplicables	a	las	personas
jurídicas.	Las	medidas	 contempladas	 en	 el	 artículo	 anterior	 son
aplicadas	 de	 forma	 motivada	 por	 el	 juez,	 en	 atención	 a	 los
siguientes	 criterios	 de	 fundamentación	 y	 determinación,	 según
corresponda:
1.	Prevenir	la	continuidad	de	la	utilización	de	la	persona	jurídica
en	actividades	delictivas.
2.	 La	modalidad	 y	 la	motivación	 de	 la	 utilización	 de	 la	 persona
jurídica	en	el	hecho	punible.
3.	La	gravedad	del	hecho	punible	realizado.
4.	La	extensión	del	daño	o	peligro	causado.
5.	El	beneficio	económico	obtenido	con	el	delito.
6.	 La	 reparación	 espontánea	 de	 las	 consecuencias	 dañosas	 del
hecho	punible.
7.	 La	 finalidad	 real	 de	 la	 organización,	 actividades,	 recursos	 o
establecimientos	de	la	persona	jurídica.
La	disolución	de	la	persona	jurídica	se	aplica	siempre	que	resulte
evidente	que	ella	fue	constituida	y	operó	habitualmente	para
favorecer,	facilitar	o	encubrir	actividades	delictivas.
LIBRO	SEGUNDO
PARTE	ESPECIAL	-	DELITOS
TÍTULO	I
Delitos	contra	la	vida,	el	cuerpo	y	la	salud
CAPÍTULO	I
Homicidio
C.	P.
ART.	106.—Homicidio	simple.	El	que	mata	a	otro	será
reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	seis	ni
mayor	de	veinte	años.
DERECHOS	FUNDAMENTALES
Const.
ART.	2°.—Toda	persona	tiene	derecho:
1.	A	 la	vida,	a	su	 identidad,	a	su	 integridad	moral,	psíquica	y	 física	y	a	su
libre	 desarrollo	 y	 bienestar.	 El	 concebido	 es	 sujeto	 de	 derecho	 en	 todo
cuanto	le	favorece.
(...).
C.	C.
ART.	5°.—El	derecho	a	la	vida,	a	la	integridad	física,	a	la	libertad,	al	honor	y
demás	inherentes	a	la	persona	humana	son	irrenunciables	y	no	pueden	ser
objeto	de	cesión.	Su	ejercicio	no	puede	sufrir	limitación	voluntaria,	salvo	lo
dispuesto	en	el	artículo	6°.
C.	de	los	N.	y	A.
ART.	 I.—Definición.	 Se	 considera	 niño	 a	 todo	 ser	 humano	 desde	 su
concepción	 hasta	 cumplir	 los	 doce	 años	 de	 edad	 y	 adolescente	 desde	 los
doce	hasta	cumplir	los	dieciocho	años	de	edad.
El	 Estado	 protege	 al	 concebido	 para	 todo	 lo	 que	 le	 favorece.	 Si	 existiera
duda	acerca	de	la	edad	de	una	persona,	se	le	considerará	niño	o	adolescente
mientras	no	se	pruebe	lo	contrario.
Ley	28189.
ART.	 3°.—Diagnóstico	 de	 muerte.	 El	 diagnóstico	 y	 certificación	 de	 la
muerte	 de	 una	 persona	 se	 basa	 en	 el	 cese	 definitivo	 e	 irreversible	 de	 las
funciones	 encefálicas	 de	 acuerdo	 a	 los	 protocolos	 que	 establezca	 el
reglamento	y	bajo	responsabilidad	del	médico	que	lo	certifica.
JURISPRUDENCIA.—Diferencia	 entre	 homicidio	 y	 asesinato	 debe	 tener
en	cuenta	el	ánimo	homicida.	“(...)	sin	embargo,	teniendo	en	consideración
las	circunstancia,	el	ánimo	homicida,	se	puede	colegir	que	el	acusado	(...)	obró
en	 forma	 circunstancial	 y	 en	 estado	 de	 ebriedad	 relativa,	 que	 si	 bien	 no	 le
quitó	 facultad	 de	 discernir	 sobre	 el	 carácter	 delictuoso	 de	 su	 acto,	 sin
embargo	la	provocación	dispuesta	por	el	occiso	 le	produjo	una	exacerbación
de	 su	ánimo,	predisponiendo	a	cometer	el	delito	de	homicidio	 simple,	 la	que
implica	que	en	la	conducta	del	acusado	no	ha	mediado	esa	inhumanidad	en	el
móvil,	 menos	 un	 instinto	 brutal	 traducido	 en	 el	 placer	 de	 ver	 sangre	 que
concite	una	 satisfacción	o	 el	 goce	del	 padecimiento	de	 la	 víctima,	 ello	 tanto
más	 si	 se	 tiene	 en	 cuenta	 su	 declaración	 instructiva,	 la	 forma	 voluntaria	 en
que	 se	 presentó	 a	 las	 autoridades	 policiales	 y	 el	 modo	 de	 ejecución,
consiguientemente	no	se	puede	tipificar	como	homicidio	calificado,	sino	el	de
homicidio	 simple	 (...)”.	 (CSJ.	 Cusco,	 Exp.	 N°	 0774-97,	 dic.	 22/97,.	 S.S.	 Mujica
Oporto)
JURISPRUDENCIA.—Diferencia	 del	 asesinato	 con	 el	 robo	 agravado	 se
debe	buscar	en	la	calidad	del	bien	jurídico	protegido.	“(...)	así	tenemos	que
en	el	delito	de	robo,	se	atacan	bienes	de	tan	heterogénea	naturaleza	como	la
libertad,	la	integridad	física,	la	vida	y	el	patrimonio,	lo	que	hace	de	él	un	delito
complejo;	 que,	 el	 delito	 complejo	 no	 es	 más	 que	 un	 conglomerado	 de
elementos	 típicos,	en	el	que	sus	componentes	aparecen	tan	 indisolublemente
vinculados	 entre	 sí,	 que	 forman	 un	 todo	 homogéneo	 indestructible,	 cuya
separación	 parcial	 daría	 lugar	 a	 la	 destrucción	 del	 tipo	 (...)	 como
circunstancia	 agravante	 del	 delito	 de	 robo,	 la	 muerte	 de	 la	 víctima	 como
consecuencia	del	atentado	patrimonial,	sancionándola	con	la	severísima	pena
de	cadena	perpetua;	que,	en	ese	orden	de	ideas,	la	conducta	del	acusado	(...)	se
encuentra	subsumida	en	el	artículo	ciento	ochentiocho	del	Código	Penal,	con
la	concurrencia	de	la	circunstancia	agravante	contenida	en	el	último	párrafo
del	artículo	ciento	ochentinueve	(...)	pues	es	evidente	que	se	ha	configurado	el
delito	 de	 robo	 con	 homicidio,	 conducta	 que	 dada	 la	 norma	 antes	 invocada
precisa	 la	 presencia	 de	 un	 dolo	 homicida,	 ya	 sea	 directo,	 ya	 eventual,	 con
representación	 del	 mortal	 desenlace,	 sin	 exigirse	 la	 carga	 de	 subjetividad
propia	 del	 dolo	 deliberado,	 con	minuciosa	 y	 anticipada	 previsión	 del	modus
operandi	 en	 cuanto	 que	 la	 siega	 de	 una	 vida	 se	 ofrezca	 como	 necesaria	 o
conveniente	 para	 la	 realización	 del	 plan	 del	 apoderamiento,	 bastando	 a	 tal
efecto	 con	 el	 surgido	 de	modo	 repentino,	 instantáneo,	 en	 el	 curso	 de	 acción
incidente,	 en	 principio	 sobre	 la	 propiedad	 ajena,	 ante	 imprevistos;	 que,	 en
consecuencia,	sólo	se	adscribe	al	subtipo	penal,	el	supuesto	de	que	la	muerte	se
produzca	de	modo	episódico,	 es	decir,	 ‘como	consecuencia	del	hecho”,	 según
expresa	el	texto	del	precepto,	quedando	fuera	el	supuesto	de	que	la	muerte	se
produzca	de	manera	preordenada,	esto	es,	cuando	la	muerte	de	la	víctima	va
encaminada	a	la	consecución	del	apoderamiento	lucrativo,	caso	en	el	cual	nos
encontraremos	frente	a	un	homicidio	calificado,	en	tanto	que	el	homicidio	se
erige	 como	delito	medio	 para	 llegar	 al	 delito	 fin,	 el	 apoderamiento	 violento
del	 bien	mueble	 (...)”.	 (CSJ,	 R.N.	 N°	 2435-99,	 ago.	 12/99.	 S.S.	Montes	 de	 Oca
Begazo)
DOCTRINA.—Protección	 del	 derecho	 a	 la	 vida	 no	 debe	 ser	 sólo	 de
carácter	 formal.	 “(…)	 El	 derecho	 a	 la	 vida	 es	 uno	 de	 aquellos	 derechos
inalienables	 de	 la	 persona	 cuya	 primacía	 reconoce	 (…)	 la	 Constitución,	 lo
que	hace	que	ellos	vinculen	al	Estado	en	dos	sentidos:	en	la	de	su	respeto	y
en	 la	 de	 su	 protección.	 La	 autoridad	 estatal	 está	 constitucionalmente
obligada	 a	 no	 hacer	 cosa	 alguna	 que	 destruya	 o	 debilite	 el	 contenido
esencial	de	esos	derechos,	y	a	crear	las	condiciones	indispensables	para	que
tengan	cabal	observancia	y	pleno	cumplimiento.
(…).
El	 derecho	 a	 la	 vida	 –que	 es	 el	 derecho	 de	 toda	 persona	 al	 ser	 y	 a	 la
existencia–	es	 intangible	 frente	al	Estado	y	a	 los	particulares	mientras	con
su	ejercicio	no	se	infiera	daño	injusto	a	los	derechos	de	otro.
Una	 característica	 relevante	 de	 este	 derecho	 es	 que	 la	 vida	 constituye	 la
base	para	el	ejercicio	de	 los	demás	derechos.	Es	decir,	 la	vida	misma	es	el
presupuesto	 indispensable	 para	 que	 haya	 titularidad	 de	 derechos	 y
obligaciones.
Tener	derecho	a	la	vida	es	reconocer	que	nadie	puede	por	una	causa	injusta
desconocérmela,	lesionármela	ni	quitármela.
A.	La	protección	del	derecho	a	la	vida.
La	 protección	 y	 el	 respeto	 que	 el	 Estado	 debe	 brindar	 a	 los	 titulares	 del
derecho	a	la	vida	no	puede	reducirse	a	una	simple	consideración	de	carácter
formal,	 por	 cuanto	 el	 derecho	 a	 la	 vida	 no	 sólo	 implica	 para	 su	 titular	 el
hallarse	 protegido	 contra	 cualquier	 tipo	 de	 injusticia,	 sea	 ésta	 de	 índole
particular	o	institucional,	sino	además	tener	la	posibilidad	de	poseer	todos
aquellos	medios	 sociales	 y	 económicos	 que	 le	 permitan	 a	 la	 persona	 vivir
conforme	a	su	propia	dignidad.
Mientras	 en	 derecho	 penal	 una	 amenaza	 contra	 la	 vida	 sólo	 se	 configura
con	la	iniciación	de	la	etapa	ejecutiva	del	delito,	en	materia	constitucional	la
protección	 del	 derecho	 a	 la	 vida	 incluye	 en	 su	 núcleo	 conceptual	 la
protección	 contra	 todo	 acto	 que	 amenace	 dicho	 derecho,	 no	 importa	 la
magnitud	o	el	grado	de	probabilidad	de	la	amenaza,	con	tal	de	que	ella	sea
cierta.
Una	 amenaza	 contra	 la	 vida	 puede	 tener	 niveles	 de	 gravedad	 diversos.
Puede	ir	desde	la	realización	de	actos	que	determinen	un	peligro	adicional
mínimo	para	 alguien,	 hasta	 la	 realización	de	 actos	 de	 los	 que	 se	 derive	 la
inminencia	de	un	atentado.	Con	independencia	de	la	responsabilidad	penal
que	se	deduzca	de	cada	una	de	estas	situaciones,	 la	Constitución	protege	a
las	personas	contra	todos	aquellos	actos	que	pongan	en	peligro	de	manera
objetiva	su	vida.	El	estatuto	fundamental	protege	el	derecho	a	la	vida	y	dicha
protección	tiene	 lugar	cuando	quiera	que	se	afecte	el	goce	del	derecho,	no
importa	el	grado	de	afectación.
Así	pues,	una	perspectiva	constitucional	muestra	bien	cómo	se	vulnera	el
derecho	 fundamental	 a	 la	 vida	 por	 la	 realización	 de	 actos	 que	 ponen	 en
peligro	objetivo	tal	derecho,	así	el	peligro	no	sea	inminente.
Sería	ingenuo	creer	que	la	consagración	expresa	del	derecho	a	la	vida	en	el
texto	constitucional	actúa	como	una	fórmula	mágica	sobre	nuestra	realidad
política	 y	 social,	 convirtiendo	 a	 (...)	 en	 una	 sociedad	 pacífica.	 Esa
consagración	 tiene	 sentido	 y	 alcance	 en	 cuanto	 manifiesta	 una	 voluntad
nacional	 de	 crear	 las	 condiciones	necesarias	para	que	 la	 violencia	deje	de
ser	 empleada	 como	medio	 de	 solución	 de	 conflictos.	 En	 otras	 palabras,	 el
reconocimiento	 del	 derecho	 humano	 a	 la	 vida	 en	 una	 norma	 de	 rango
jurídico	supremo	(…),	deberá	asumirse	por	gobernantes	y	gobernados	como
un	compromiso	de	restablecer	las	reglas	que	conforman	el	mínimo	exigido
para	 el	 mantenimiento	 y	 desarrollo	 de	 la	 convivencia	 civilizada	 y	 el
consenso	social.
El	 derecho	 a	 la	 vida	 sólo	 puede	 ser	 efectivamente	 garantizado	 cuando	 el
Estado	ejerce	a	plenitud	la	exclusividad	de	la	administración	de	justicia,	y	el
privilegio	de	la	coerción	legítima.	El	abuso	del	poder,	la	justicia	privada	y	la
acción	 de	 los	 grupos	 irregulares	 armados	 que	 con	 diversos	 móviles
suplantan	 a	 la	 autoridad,	 son	 los	 más	 poderosos	 obstáculos	 que	 hoy
impiden	 el	 cumplimiento	 del	 deber	 fundamental	 de	 proteger	 las	 vidas	 de
cuantos	habitan	en	Colombia.	(…)”	(C.	Const.	de	Colombia,	Sent.	T-102,	mar.
10/93.	M.P.	Carlos	Gaviria	Díaz)
DOCTRINA.—Legítima	defensa	de	la	vida.	“En	principio,	y	por	definición,
la	protección	de	la	persona	es	un	deber	de	las	autoridades,	la	justificación	de
su	existencia.	El	individuo	tiene	el	derecho	a	exigir	que	ese	deber	se	cumpla.
Pero	 cuando	 la	 violencia	 generalizada,	 el	 uso,	 de	 la	 fuerza	 contra	 el
derecho,	rebasa	la	capacidad	de	las	autoridades,	el	individuo,	puesto	por	los
criminales	en	el	riesgo	inminente	de	perder	la	vida,	y	habiendo	perdido	ya,
así	sea	temporalmente,	su	libertad,	tiene	el	derecho	a	defenderse:	hace	uso
de	los	medios	a	su	alcance	para	proteger	su	vida	y	recobrar	su	libertad,	ante
la	omisión	de	las	autoridades,	cualquiera	que	sea	la	causa	de	esa	omisión.
Nuestra	 legislación	 penal,	 siguiendo	 principios	 universalmente	 acatados,
reconoce	 entre	 las	 causales	 de	 justificación	 del	 hecho	 punible,	 el	 legítimo
ejercicio	de	un	derecho,	y	el	estado	de	necesidad,	a	más	de	otras.
Pues	bien:	¿cómo	negar	que	obra	en	legítimo	ejercicio	de	un	derecho,	quien
emplea	sus	bienes	en	la	defensa	de	la	vida	o	de	la	libertad,	propias	o	ajenas?
(...)	y,	¿cómo	pretender	que	no	se	encuentra	en	estado	de	necesidad	quien
actúa	para	salvar	 la	vida	de	un	secuestrado	y	recuperar	su	 libertad?	Basta
analizar	el	delito	de	secuestro	en	relación	con	esta	causal	de	justificación.
Pero,	 antes	 de	 hacerlo,	 forzoso	 es	 decir	 que	 esta	 última	 causal	 de
justificación	 no	 existe	 por	 un	 capricho	 del	 legislador,	 sino	 por	 el
reconocimiento	 de	 la	 primacía	 de	 los	 derechos	 de	 la	 persona,
reconocimiento	que	implica	que	la	impotencia	del	Estado	otorga	a	aquélla	la
autorización	para	obrar	en	su	defensa	y	en	la	de	sus	semejantes.”.	(C.	Const.
de	Colombia,	Sent.	C-213,	abr.	28/94,	M.P.	Jorge	Arango	Mejía)
DOCTRINA.—La	necesaria	 distinción	 entre	 el	 dolo	 eventual	 y	 el	 dolo
de	consecuencias	necesarias	en	el	homicidio	simple.	“(...)	Se	dice	que	el
homicidio	 simple	 es	 un	 delito	 doloso,	 aunque	 no	 de	 dolo	 específico,	 sino
general,	 instantáneo,	 de	 acción	 pública,	 que	 puede	 ser	 directo,	 indirecto,
indeterminado	(o	de	 las	consecuencias	necesarias)	o	eventual.	También	es
distinguible	 como	 dolo	 directo	 de	 primer	 grado,	 dolo	 directo	 de	 segundo
grado	y	dolo	eventual.	El	dolo	directo	o	determinado	se	presenta	cuando	el
autor	 tiene	 conciencia	 de	 lo	 que	 derivará	 de	 su	 conducta	 y,	 sin	 embargo
pone	la	voluntad	en	la	acción,	persigue	la	muerte	de	la	víctima.	También	se
lo	 llama	 ‘dolo	 inmediato’.	 Para	 actuar	 dolosamente,	 el	 sujeto	 de	 la	 acción
debe	saber	qué	es	lo	que	hace	y	conocer	los	elementos	que	caracterizan	su
acción	como	acción	típica,	es	decir,	ha	de	saber,	en	el	homicidio,	que	mata	a
otra	 persona.	 No	 es	 necesario,	 en	 cambio,	 que	 conozca	 otros	 elementos
pertenecientes	 a	 la	 antijuridicidad,	 a	 la	 culpabilidad	 o	 a	 la	 penalidad.	 El
conocimiento	de	estos	 elementos	puede	 ser	necesario	 a	otros	 efectos,	 por
ejemplo,	para	calificar	la	acción	como	antijurídica,	culpable	o	punible,	pero
no	para	 calificarla	 como	 típica,	 pero	que	 el	 sujeto	 conozca	 la	 licitud	de	 su
hacer	 (p.	 ej,	 crea	 que	 mata	 en	 legítima	 defensa)	 o	 su	 incapacidad	 de
culpabilidad	(inimputabilidad)	es	algo	que	no	afecta	para	nada	la	tipicidad
del	hecho,	sino	a	otros	elementos	de	la	teoría	general	del	delito.
El	dolo	 indirecto	o	dolo	de	 consecuencias	necesarias	 se	presenta	 cuando,
por	ejemplo,	alguien	decide	la	muerte	de	una	persona	y	dispara	hacia	ella	en
un	 grupo,	 sabiendo	 que	 no	 tiene	 buena	 puntería.	 Más	 claramente	 ocurre
cuando	una	persona	coloca	una	bomba	para	matar	a	alguien	en	una	reunión
numerosa	de	personas,	y	muere	uno	de	los	presentes,	que	no	es	a	quien	se
trataba	 de	 matar.	 Se	 lo	 llama,	 también,	 dolo	 directo	 de	 segundo	 grado,
asimismo	 denominado	 ‘de	 consecuencias	 necesarias’,	 donde	 prevalece	 la
intelección	 de	 que	 todas	 las	 consecuencias	 se	 produjeron	 con	 certeza
aunque	no	se	persigan	con	la	fuerza	del	propósito.	En	ese	caso,	también	se
considera	 ‘querido’	 todo	 efecto	 que	 el	 autor	 se	 haya	 representado	 como
efecto	accesorio	ineludible,	ligado	a	su	propósito	o	deseo.
En	cuanto	al	dolo	eventual	se	ha	dicho	que	se	configura	cuando	el	autor	se
representa	como	probable	la	consecuencia	dañosa	o	lesiva	de	su	accionar	y
a	pesar	 de	 ello,	 no	desiste	 de	 él,	 resultándole	 entonces	 indiferente	 que	 se
produzca	o	no	la	muerte	de	una	persona.
Cabe	diferenciar	el	dolo	eventual	del	dolo	de	las	consecuencias	necesarias.
En	este	caso,	hay	un	dolo	inicial	(por	ejemplo	el	de	matar	a	una	persona	con
una	bomba,	el	del	que	dispara	para	matar	a	un	enemigo,	contra	un	grupo	de
personas,	en	cuyo	centro	está	odiado).	En	el	dolo	eventual	no	se	comienza
por	 nada	 doloso,	 en	 el	 dolo	 de	 las	 consecuencias	 necesarias,	 sí.	 Por	 otra
parte,	en	éste	último,	lo	que	ocurre	es	casi	seguro	que	iba	a	ocurrir	(...)
Para	diferenciar	la	culpa	con	representación	del	dolo	eventual,	se	dice	que
el	intento	más	serio	de	separación	es	la	denominada	‘teoría	de	la	no	puesta
en	 práctica	 de	 la	 voluntad	 de	 evitación’,	 de	 Armin	Kaufmann,	 quien	 decía
que	 cuando	 el	 sujeto	 deja	 que	 las	 cosas	 sigan	 su	 curso	 sin	 hacer	 nada	 en
contra,	a	menudo	se	puede	decir	que	el	mismo	se	ha	resignado	al	resultado.
Si	por	el	contrario,	realiza	esfuerzos	para	evitar	el	resultado,	entonces	con
frecuencia	confiará	en	el	éxito	de	aquéllos	y	por	tanto	tampoco	actuará	ya
dolosamente.	Breglia	Arias,	duda	de	la	utilidad	de	tal	signo	distintivo,	por	su
dificultad	en	llevarlo	a	la	práctica.
Teoría	de	 la	probabilidad:	respaldada	en	España,	por	Gimbernat	Ordeig	–
dado	lo	difícil	que	es	demostrar	en	el	dolo	eventual	el	elemento	volitivo	de
no	 querer	 el	 resultado–,	 admite	 la	 existencia	 de	 dolo	 eventual	 el	 autor	 se
representa	el	resultado	como	de	muy	probable	realización,	y	sin	embargo,
sigue	 en	 su	 conducta.	 En	 consecuencia,	 ‘en	 este	 caso,	 el	 autor	 no	 tiene	 la
intención	directa	 o	 indirecta	de	delinquir,	 sino	que	 se	 limita	 a	 tomar	 a	 su
cargo	lo	que,	por	presentársele	como	probable,	puede	frente	a	su	conciencia,
eventualmente	ocurrir’	(...).
Doctrina	de	la	voluntad	o	el	consentimiento:	para	dicha	teoría	se	parte	de	la
representación	del	resultado,	pero	ella	no	es	suficiente,	sino	que	es	preciso
además	que	‘aun	cuando	fuere	segura	su	producción,	actuaría’.	El	autor	no
persigue	 la	 realización	 de	 una	muerte	 sino	 otra	 cosa	 (por	 ejemplo	 el	 que
enciende	 un	 pajar	 para	 vengarse	 del	 dueño	 de	 él,	 y	 sabe	 que	 hay	 una
persona	durmiendo	allí,	pero	se	representa	la	posibilidad	de	que	ésta	se	dé
cuenta	del	 incendio	 y	 huya,	 no	 lo	 tiene	por	 seguro,	 pero,	 sin	 embargo,	 no
paraliza	 su	 accionar).	 Esta	 teoría	 responde	 a	 lo	 que	 se	 ha	 denominado
‘primera	fórmula	de	Frank’,	que	partía	de	la	hipótesis	de	considerar	al	autor
como	 una	 persona	 que,	 en	 el	 caso	 concreto,	 se	 representaba	 el	 resultado
como	seguro.	Si	se	llega	a	la	conclusión	de	que	el	sujeto	habría	actuado	aún
en	el	caso	de	considerar	seguro	el	resultado,	hay	dolo	eventual;	si	se	llega	a
la	conclusión	contraria,	hay	culpa	con	representación.
En	 suma,	podemos	decir,	 que	numerosas	han	 sido	 las	 teorías	 elaboradas,
para	 señalar,	 las	 diferencias	 entre	 el	 dolo	 eventual	 y	 la	 culpa	 con
representación,	 pero	 éstas	 pueden	 ser	 reconducidas	 a	 las	 dos	 que
expusimos,	 esto	 es,	 la	 teoría	 del	 consentimiento	 (de	 la	 aprobación)	 y	 la
teoría	 de	 probabilidad	 (o	 de	 la	 representación)”.	 (ALBERTO,	 Ricardo	 y
GRISSETTI,	 Alejandra,	 Dolo	 eventual	 en	 el	 homicidio	 simple,	 El	 Dial,	 en
página	web:	http://www.eldial.com.ar,	17.02.2011)
COMENTARIO.—Delimitación	 del	 bien	 jurídico	 protegido.	 Para
determinar	 y	 explicar:	 ¿Dónde	 empieza	 la	 protección	 de	 la	 vida	 en	 el
homicidio?,	 la	 doctrina	 nacional,	 a	 partir	 de	 la	 frase	 “durante	 el	 parto”
establecida	en	el	artículo	110	del	Código	Penal	(infanticidio),	ha	construido
hasta	tres	criterios	de	interpretación.	El	primero	establece	que	la	protección
del	 homicidio	 se	 inicia	 sólo	 cuando	 el	 producto	 de	 la	 concepción	 ha	 sido
expulsado	 de	modo	 completo	 y	 definitivo	 al	 exterior.	 El	 segundo	 criterio,
que	se	presenta	como	variante	del	anterior,	asume	que	la	tutela	de	la	vida
está	 satisfecha	 desde	 el	 instante	 que	 el	 ser	 humano	 ha	 nacido	 o	 está
naciendo,	 deja	 de	 exigir	 la	 completa	 separación	del	 infante	 del	 seno	de	 la
madre.	 El	 último	 considera	 como	 límite	mínimo	 la	 etapa	 inicial	 del	 parto
(primeras	contracciones	del	útero	involuntarias,	rítmicas	e	inminentes	a	la
expulsión	del	nuevo	ser).
La	 relevancia	 práctica	 del	 límite	 mínimo	 y	 máximo	 del	 homicidio,	 debe
buscarse	en	una	correcta	tipificación	de	la	conducta	(homicidio	o	aborto),	la
misma	que	establece	directamente	el	marco	de	penalidad	a	imponerse.
En	 el	 otro	 extremo,	 con	 la	 dación	 de	 la	 Ley	 N°	 28189	 (Ley	 General	 de
Donación	y	Trasplante	de	Órganos	y/o	Tejidos	Humanos),	modificada	por
Ley	N°	24703	y	el	D.	S.	N°	014-88-SA	(Reglamento	de	la	Ley	de	Transplantes
de	Órganos	y	Tejidos),	la	doctrina	es	ya	unánime	en	aceptar	que	la	muerte
clínica	–paralización	irreversible	de	la	actividad	cerebral–	es	la	que	pone	fin
a	la	protección	de	la	vida	humana	(límite	máximo)	y	no	la	muerte	biológica
(la	cesación	de	toda	actividad	orgánica).
C.	P.
ART.	107.—Modificado.	Ley	30068,	Art.	1°.	Parricidio.	El	que,
a	 sabiendas,	 mata	 a	 su	 ascendiente,	 descendiente,	 natural	 o
adoptivo,	 o	 a	 una	 persona	 con	 quien	 sostiene	 o	 haya	 sostenido
una	relación	conyugal	o	de	convivencia,	será	reprimido	con	pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	quince	años.
La	pena	privativa	de	libertad	será	no	menor	de	veinticinco	años,
cuando	concurra	cualquiera	de	las	circunstancias	agravantes
previstas	en	los	numerales	1,	2,	3	y	4	del	artículo	108.
Incorporado.	Ley	30323,	Art.	1°.	En	caso	de	que	el	agente	tenga
hijos	con	la	víctima,	además	será	reprimido	con	la	pena	de
inhabilitación	prevista	en	el	inciso	5	del	artículo	36.
C.	C.
ART.	234.—El	matrimonio	es	la	unión	voluntariamente	concertada	por	un
varón	y	una	mujer	legalmente	aptos	para	ella	y	formalizada	con	sujeción	a
las	disposiciones	de	este	código,	a	fin	de	hacer	vida	común.
El	 marido	 y	 la	 mujer	 tienen	 en	 el	 hogar	 autoridad,	 consideraciones,
derechos,	deberes	y	responsabilidades	iguales.
C.	C.
ART.	 236.—El	 parentesco	 consanguíneo	 es	 la	 relación	 familiar	 existente
entre	las	personas	que	descienden	una	de	otra	o	de	un	tronco	común.
El	grado	de	parentesco	se	determina	por	el	número	de	generaciones.
En	la	línea	colateral,	el	grado	se	establece	subiendo	de	uno	de	los	parientes
al	tronco	común	y	bajando	después	hasta	el	otro.	Este	parentesco	produce
efectos	civiles	sólo	hasta	el	cuarto	grado.
C.	C.
ART.	237.—El	matrimonio	produce	parentesco	de	afinidad	entre	cada	uno
de	los	cónyuges	con	los	parientes	consanguíneos	del	otro.	Cada	cónyuge	se
halla	 en	 igual	 línea	 y	 grado	 de	 parentesco	 por	 afinidad	 que	 el	 otro	 por
consanguinidad.
La	afinidad	en	línea	recta	no	acaba	por	la	disolución	del	matrimonio	que	la
produce.	 Subsiste	 la	 afinidad	 en	 el	 segundo	 grado	 de	 la	 línea	 colateral	 en
caso	de	divorcio	y	mientras	viva	el	excónyuge.
C.	C.
ART.	238.—La	adopción	es	fuente	de	parentesco	dentro	de	los	alcances	de
esta	institución.
JURISPRUDENCIA.—Parricidio	y	aplicación	del	principio	de
determinación	alternativa.	“(...)	de	lo	actuado	en	el	proceso	se	puede
concluir	que	la	conducta	imputada	a	la	encausada	(...)	configura	el	delito	de
parricidio,	(...)	puesto	que	aunado	a	la	forma	y	circunstancia	en	que	la	citada
encausada	ha	participado	de	la	planificación	y	comisión	del	delito	genérico	de
homicidio,	concurre	el	hecho	que	la	encausada	era	la	esposa	del	agraviado	(...)
presupuesto	necesario	para	la	configuración	del	delito	de	parricidio,	al
margen	de	aquellas	circunstancias	que	agravan	dicha	conducta	y	por	las
cuales	ha	sido	sentenciada	como	autora	del	delito	específico	de	homicidio
calificado	(...)	consecuentemente	corresponde	a	esta	suprema	sala	adecuar
correctamente	la	conducta	incriminada	dentro	del	tipo	penal	pertinente
invocando	para	tal	efecto	el	principio	de	determinación	alternativa,	para	cuya
aplicación	concurren	los	siguientes	presupuestos:	a)	homogeneidad	del	bien
jurídico;	b)	inmutabilidad	de	los	hechos	y	las	pruebas;	c)	preservación	del
derecho	de	defensa,	d)	coherencia	entre	los	elementos	fácticos	y	normativos
para	realizar	la	correcta	adecuación	al	tipo	y	e)	el	principio	de	favorabilidad;
que,	por	lo	tanto,	para	los	efectos	de	la	determinación	judicial	de	la	pena	que
ha	de	imponerse	a	la	encausada	(...)	debe	tenerse	en	cuenta	sus	condiciones
personales,	así	como	el	concreto	desvalor	que	desmerece	la	acción	realizada
por	ésta,	conforme	a	lo	dispuesto	por	el	artículo	cuarentiséis	del	Código	Penal
(...).”	(CSJ,	Exp.	N°	2942-2001,	set.	26/2001.	Pres.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Exigencias	constitucionales	para	una	sentencia
condenatoria	por	parricidio.	“(…)	Falta	de	corrección	lógica.	(…)	Y	es	que	el
tribunal	penal	parte	de	la	premisa	de	que	en	un	contexto	de	forcejeo	y	de
lucha	entre	madre	e	hija	con	el	uso	de	instrumentos	cortantes	(cuchillos),
ambas	partes	contendientes	necesariamente	deben	presentar	igual	cantidad
de	heridas	en	el	cuerpo;	de	no	ser	así,	concluye	que	quien	presente	menos
heridas,	será	sin	duda	el	sujeto	activo	del	delito	de	parricidio,	mientras	que
aquel	que	presente	más	heridas	será	el	sujeto	pasivo	de	dicho	ilícito.
(…)	se	advierte	que	el	razonamiento	del	tribunal	penal	se	basa	más	en
criterios	cuantitativos	antes	que	en	aspectos	cualitativos	como	sería	de
esperar	[más	aún,	si	se	trata	de	una	sentencia	condenatoria	que	incide	en	la
libertad	personal],	permitiendo	calificar	de	manera	indebida	los	criterios
cuantitativos	como	supuestos	jurídicamente	no	infalibles,	lo	que	es
manifiestamente	arbitrario	(…).
(…).	La	incoherencia	narrativa	se	presenta	cuando	existe	un	discurso	confuso,
incapaz	de	trasmitir,	de	modo	coherente,	las	razones	en	las	que	se	apoya	la
decisión,	produciéndose	así	una	manifiesta	incoherencia	narrativa,	y	cuya
consecuencia	lógica	puede	ser	la	inversión	o	alteración	de	la	realidad	de	los
hechos,	lo	que	la	hace	incongruente	e	inconstitucional.	(…).
Falta	de	justificación	externa	(…)	Es	decir,	que	en	el	camino	a	la	conclusión
no	se	ha	explicitado	o	exteriorizado	las	circunstancias	fácticas	que	permiten
llegar	a	dicha	conclusión,	esto	es,	que	no	se	identifican	debidamente	las
razones	o	justificaciones	en	la	que	se	sustentarían	tales	premisas	y	su
conclusión,	pareciendo	más	bien,	que	se	trataría	de	un	hecho	atribuido	en
nombre	del	libre	convencimiento	y	fruto	de	un	decisionismo	inmotivado	antes
que	el	producto	de	un	juicio	racional	y	objetivo.	(…)	Sin	embargo,	cabe
precisar	que	lo	aquí	expuesto	en	modo	alguno	está	referido	a	un	problema	de
falta	de	pruebas,	o	a	que	las	mismas	serían	insuficientes	para	dictar	una
sentencia	condenatoria;	por	el	contrario,	como	ha	quedado	claro,	éstas	están
referidas	en	estricto	a	las	premisas	de	las	que	parte	el	tribunal	penal,	las
mismas	que	no	han	sido	debidamente	analizadas	respecto	de	su	validez
fáctica.	(…).”	(TC,	Exp.	00728-2008-PHC/TC,	nov.	08/2008.	Pres.	Mesía
Ramírez)
	
JURISPRUDENCIA.—Para	la	configuración	del	parricidio	debe
acreditarse	legalmente	el	“entroncamiento”.	“(...)	si	bien	este	acusado
reconoce	como	a	su	padre	a	(...)	sin	embargo	de	la	partida	(...)	resulta	que
quien	asentó	el	nacimiento	de	dicho	acusado	no	fue	su	padre	sino	(...)	y	en
autos	no	corre	partida	de	matrimonio	del	agraviado	con	la	madre	del	acusado
a	fin	de	que	pueda	acreditarse	legalmente	el	entroncamiento,	por	lo	que
respecto	al	vínculo	consanguíneo	surge	la	duda	que	en	todo	caso	favorece	al
acusado;	pero	debe	tenerse	en	cuenta	también	que	para	privar	de	la	vida	a	(...)
hubo	premeditación	al	planificar	el	crimen;	que	hubo	alevosía	y	ventaja	al
encontrarse	dicho	agraviado	desprevenido,	estaba	durmiendo	(...)”.	(CSJ.
Amazonas,	Exp.	N°	98-014-01005JXO1P,	dic.	18/98.	S.S.	Aguayo	Del	R.)
COMENTARIO.—Autoría	 en	 el	 delito	 de	 parricidio.	 En	 el	 parricidio	 la
autoría	está	limitada	a	un	determinado	círculo	de	autores	(los	ascendientes,
descendientes,	cónyuge	o	“concubino”)	con	lo	que	el	parricidio	a	diferencia
del	 homicidio	 simple	 aparece	 como	 un	 delito	 especial	 impropio.	 Lo	 de
“ascendiente	 o	 descendiente,	 natural	 o	 adoptivo”	 hace	 que	 el	 tipo	 penal	 de
parricidio,	 de	 un	 lado,	 sólo	 contemple	 la	 posibilidad	 de	 proteger	 un
parentesco	 en	 línea	 recta	 (el	 padre	mata	 al	 hijo,	 el	 hijo	mata	 al	 padre,	 el
nieto	mata	al	abuelo,	el	abuelo	mata	al	nieto	y	así	sucesivamente),	y	de	otro,
que	 descarte	 como	 parricidio	 la	 muerte	 producida	 entre	 parientes	 afines
(tíos,	sobrinos,	cuñados,	etc.)	o	colaterales	(hermanos).
En	cuanto	al	problema	de	establecer	a	qué	clase	de	concubinato	se	refiere
el	 tipo	 penal	 de	 parricidio	 (estrictu	 sensu	 y/o	 latu	 sensu),	 la	 doctrina	 y	 la
jurisprudencia	 tienden	 a	 limitar	 y	 a	 explicar	 que	 sólo	 el	 concubinato	 que
cumpla	 con	 los	 requisitos	 enunciados	 en	 el	 Art.	 362	 del	 Código	 Civil,
encuentra	acogida	en	el	parricidio.
Más	claro	resulta	ser	el	tipo	penal	cuando	alude	al	criterio	de	cónyuge,	pues
aquí	no	cabe	duda	que	el	único	matrimonio	apto	para	dar	pie	al	parricidio	es
el	matrimonio	civil.
Por	último,	no	deben	limitarse	las	cuestiones	probatorias	en	el	parricidio	a
un	 principio	 de	 prueba	 escrita	 sino	 sólo	 a	 la	 licitud	 y	 admisibilidad	 de	 la
prueba.	 Así,	 en	 la	 probanza	 de	 un	 parricidio	 podrá	 faltar,	 por	 ejemplo,	 la
inscripción	en	los	Registros	Civiles	pero	la	misma	podrá	ser	suplida	por	el
trato	indubitable	de	padres	e	hijos	como	por	la	confesión	del	autor	o	por	el
reconocimiento	vía	testamento.
C.	P.
ART.	 108.—Modificado.	 Ley	 30253,	 Art.	 1°.	 Homicidio
calificado.	 Será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	de	quince	años	el	que	mate	a	otro	concurriendo	cualquiera
de	las	circunstancias	siguientes:
1.	Por	ferocidad,	codicia,	lucro	o	por	placer.
2.	Para	facilitar	u	ocultar	otro	delito.
3.	Con	gran	crueldad	o	alevosía.
4.	Por	fuego,	explosión	o	cualquier	otro	medio	capaz	de	poner	en
peligro	la	vida	o	salud	de	otras	personas.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Si	el	agente	mata	a	la	víctima	para
ocultar	el	robo,	habrá	asesinato	y	no	concurso	de	delitos.	“(...)	para
evaluar	el	caso	sub	júdice,	esta	suprema	sala	considera	necesario	hacer
precisiones	en	relación	a	dos	circunstancias:	a)	La	determinación	del
momento	en	que	se	consuma	el	delito	de	robo	agravado	y	b).-	Violencia
ejercida	con	posterioridad	a	la	consumación	del	mencionado	delito.	Que
respecto	de	la	primera	es	de	precisar:	Que	el	delito	de	robo	consiste	en	el
apoderamiento	de	un	bien	mueble,	con	ánimus	lucrandi,	es	decir	el
aprovechamiento	y	sustracción	del	lugar	donde	se	encuentre,	siendo	necesario
el	empleo	de	la	violencia	o	amenaza	por	parte	del	agente	sobre	la	víctima	(vis
absoluta	o	vis	corporalis	y	vis	compulsiva),	destinadas	a	posibilitar	la
sustracción	del	bien,	debiendo	ser	éstas	actuales	e	inminentes	en	el	momento
de	la	consumación	del	evento	y	gravitar	en	el	resultado,	consumándose	el
delito	con	el	apoderamiento	del	objeto	mueble	aunque	sea	por	breve	lapso	de
tiempo.	Que	en	cuanto	a	la	segunda	cabe	señalar:	Que	cuando	la	violencia	es
ejercida	con	posterioridad	a	la	consumación	del	hecho	punible	y	se	cause	la
muerte	de	la	víctima,	la	conducta	del	agresor	habría	quedado	circunscrita	a
un	resultado	preterintencional	o	a	un	delito	contra	la	vida,	el	cuerpo	y	la	salud
–homicidio	doloso–,	produciéndose	aquí	un	concurso	real	de	delitos,	esto	es,	la
presencia	de	dos	ilícitos	calificándolos	cada	uno	de	ellos	como	hechos
independientes.	Que,	sin	embargo,	si	la	muerte	la	ocasionó	el	agente	para
facilitar	la	consumación	del	robo	o	para	ocultar	su	realización	o	impedir	su
detención,	tal	acción	homicida	constituirá	delito	de	asesinato	(ver	José
Hurtado	Pozo.	Manual	de	Derecho	Penal.	Parte	Especial	I.	Homicidio,
Ediciones	Juris.	Lima	mil	novecientos	noventa	y	cinco,	páginas	cincuenta	y
nueve	y	sesenta).”	(CS,	R.	N.	3932-2004-Amazonas,	feb	17/2005.	S.	S.	Villa
Stein)
JURISPRUDENCIA.—La	circunstancia	agravante	“para	facilitar	u	ocultar
otro	delito”	exige	un	elemento	subjetivo	distinto	al	dolo	del	homicidio.
“(…)	teniendo	en	cuenta	la	forma	y	modo	de	cómo	se	han	producido	los
hechos,	de	ninguna	manera	cabe	invocar	la	concurrencia	de	las	circunstancias
agravantes	de	ferocidad,	lucro	o	placer;	o	para	facilitar	u	ocultar	otro	delito,
pues	para	afirmar	la	existencia	de	la	ferocidad,	se	requiere	que	la	muerte	se
haya	causado	por	un	instinto	de	perversidad	brutal	o	por	el	sólo	placer	de
matar	(…)	el	comportamiento	delictivo	sea	realizado	por	el	agente	sin	ningún
motivo	ni	móvil	aparentemente	explicable;	situación	que	no	se	ha	producido;
del	mismo	modo,	no	se	da	la	circunstancia	de	lucro	que	supone	la	existencia	de
un	entendimiento	previo	entre	el	mandante	y	ejecutor	del	homicidio,
acordando	el	pago	de	un	beneficio,	lo	cual	no	ha	sido	reconocido	por	del
acusado.	(…)	de	otro	lado,	respecto	a	la	circunstancia	agravante	para	facilitar
u	ocultar	otro	delito,	el	comportamiento	de	la	muerte	debe	ser	dirigido	por	un
elemento	subjetivo	diferente	al	dolo,	que	tiene	que	coexistir	a	la	intención	de
causar	la	muerte	(animus	necandi)	constituido	en	el	primer	caso,	por	una
concreta	finalidad	de	causar	la	muerte	para	hacer	viable	la	comisión	de	otro
hecho	punible,	y	en	el	segundo	supuesto,	se	realiza	la	acción	homicida	con	el
propósito	que	la	comisión	del	delito	precedente	no	se	descubra;	siendo	así,	si
bien	existe	un	delito	patrimonial,	éste	se	produjo	cuando	la	agraviada	ya
había	fallecido	(…)”	(CS,	R.	N.	778-2003-Puno,	nov.	08/2003.	S.	S.	Balcázar
Zelada)
JURISPRUDENCIA.—Configuración	del	homicidio	calificado	-	asesinato.
“(…)	Según	la	descripción	típica	precedente,	el	asesinato	es	la	muerte	que	da
una	persona	a	otra	concurriendo	los	medios	y	circunstancias	especificados
reveladores	de	una	especial	maldad	o	peligrosidad	en	el	agente	del	delito.	(…).
La	alevosía	existirá	cuando	el	agente,	para	matar	emplea	medios	o	formas	en
la	ejecución	que	tienden	directa	y	especialmente	a	asegurarla,	sin	riesgo	para
su	persona	que	proceda	de	la	defensa	que	pudiera	hacer	la	víctima.	Según	la
doctrina,	en	el	fundamento	de	la	alevosía	existe	dos	intenciones:	la	idea	de
matar	y	la	idea	de	querer	matar	de	determinada	manera.	En	este	orden	de
ideas	la	eliminación	física	de	una	persona	o	personas,	con	instrumentalización
de	un	aparato	organizado	de	poder	o	de	una	organización	delictiva	se	adecua
a	dicha	circunstancia.
‘(...)	La	alevosía	representa	una	mayor	gravedad	de	lo	injusto	por	añadir	al
desvalor	de	resultado	propio	del	delito	un	especial	e	intenso	desvalor	de	la
acción,	pues	el	sujeto	en	su	acción	emplea	medios,	modos	o	formas	de
ejecución	clandestinos	o	insidiosos	específicamente	tendentes	a	asegurarla	así
como	a	impedir	los	riesgos	procedentes	de	la	posible	defensa	de	la	víctima,	lo
que	supone	a	la	par	que	una	mayor	sangre	fría	en	la	preparación	o	comisión
del	delito,	un	aumento	de	la	peligrosidad	de	la	acción,	ya	que	el	empleo	de
tales	medios	modos	o	formas	de	ejecución,	desde	una	perspectiva	ex	ante	–en
el	momento	del	comienzo	de	la	acción–,	supone	una	evidente	ventaja	que	hace
más	probable	la	producción	del	resultado	delictivo	(…)”.	(CS.,	Exp.	N°	03-2003-
1SPE/CSJLI,	abr.	08/2008.	Pres.	Inés	Villa	Bonilla)
JURISPRUDENCIA.—Ausencia	de	homicidio	calificado,	ferocidad	y	lucro.
“(...)	teniendo	en	cuenta	la	forma,	modo	y	circunstancias	como	se	produjeron
los	 hechos,	 se	 trata	 de	 un	 homicidio	 simple,	 y	 no	 homicidio	 calificado	 por
cuanto	 no	 concurren	 las	 circunstancias	 agravantes	 contenidas	 en	 el	 inciso
primero	del	artículo	ciento	ocho	del	Código	Penal,	como	ferocidad	o	por	lucro,
pues	 para	 afirmar	 la	 existencia	 del	 primer	 presupuesto,	 se	 requiere	 que	 la
muerte	 se	 haya	 causado	 por	 un	 instinto	 de	 perversidad	 brutal	 o	 por	 el	 sólo
placer	 de	 matar,	 esto	 es	 que	 el	 agente	 delictivo	 actúa	 sin	 ningún	 móvil
aparente	explicable	y	en	cuanto	al	segundo	presupuesto,	la	conducta	delictiva
está	 dirigida	 a	 satisfacer	 una	 exigencia	 económica	 con	 propósito	 criminal,
presupuestos	 que	 no	 se	 dan	 en	 el	 presente	 caso	 (...)”.	 (CSJ,	 Exp.	N°	 3580-99,
nov.	10/99.	S.S.	Jerí	Durand)
JURISPRUDENCIA.—Marco	legal	del	principio	de	retroactividad	benigna
de	la	ley	penal	“(...)	Sostiene	el	sentenciado	que,	como	se	le	condenó	a	veinte
años	de	pena	privativa	de	libertad	efectiva,	al	haber	variado	el	marco	punitivo
en	 virtud	 de	 la	 Ley	 27472,	 le	 corresponde	 una	 disminución	 de	 la	misma	 en
relación	con	la	pena	fijada	en	el	texto	original;	sin	embargo,	a	estos	efectos	es
de	tener	en	cuenta	que	el	artículo	tres	de	 la	citada	ley	del	cinco	de	 junio	del
dos	mil	 uno,	 referida	 a	 los	 tipos	 penales	 que	 el	 Decreto	 Legislativo	 896,	 del
veinticinco	de	mayo	de	mil	novecientos	noventa	y	ocho,	denominado	 ‘delitos
agravados’,	establece	que	las	condenas	de	los	que	cumplen	pena	privativa	de
libertad	por	sentencia	expedida	con	arreglo	al	citado	decreto	legislativo,	como
sucede	 en	 el	 presente	 caso,	 se	 adecuan	 a	 los	 plazos	máximos	 que	 impone	 el
Código	Penal	para	el	delito	respectivo	cuando	éstos	sean	menores	a	aquéllos
por	los	cuales	el	reo	purga	pena.
Que	el	delito	de	homicidio	calificado	por	el	que	fue	condenado	el	recurrente	–
artículo	ciento	ocho	del	Código	Penal–	no	sufrió	una	modificación	de	la	pena
conminada	en	su	extremo	máximo	y	la	pena	impuesta	no	excede	de	dicho
límite,	por	lo	que	no	resulta	de	aplicación	la	adecuación	solicitada.	(…)”.	(CS,
R.N.	N°	3406-2003,	abr.	20/2004.	S.S.	San	Martín	Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL.—Pena	aplicable	en	delitos	que	establecen	el
máximo	legal.	“(...)	Primero.-	Por	mayoría:	los	criterios	e	indicadores	que
permiten	utilizar	razonablemente	el	principio	de	proporcionalidad	de	las
penas	para	reducir	los	excesos	de	las	penas	conminadas	para	delitos	como	el
robo	agravado,	la	violación	de	menores	y	el	secuestro,	y	corregir
jurisdiccionalmente	los	excesos,	están	señalados	en	el	empleo	de	criterios
relacionados	al	bien	jurídico,	la	jerarquía	de	los	tipos	penales	al	grado	de
culpabilidad	de	los	agentes.	En	ese	sentido	el	juez,	aplicando	estos	criterios
puede	rebajar	la	pena	por	debajo	del	mínimo	conminado,	con	la	debida
motivación.
Segundo.-	Por	mayoría:	Para	decidir	la	pena	aplicable	en	delitos	que
establecen	el	máximo	legal	conminando	(sic)	de	pena	privativa	de	libertad,
como	en	el	caso	de	asesinato,	debe	el	Parlamento	Nacional	expedir	la	ley	que
restablezca	el	artículo	29	del	C.	P.;	transitoriamente	se	asume	que	se	puede
integrar	el	extremo	máximo	a	través	de	una	interpretación	sistemática,	que	se
tome	en	cuenta	el	límite	máximo	de	pena	privativa	de	libertad	temporal
existente	dentro	del	sistema	(35	años)	o	se	adopte	como	límite	máximo	el	del
tipo	básico	de	homicidio	simple	(20	años),	teniendo	en	cuenta	la	gravedad
particular	del	caso	(pluralidad	de	víctimas,	concurso	real	de	delitos	(...)”.
(Pleno	Jurisdiccional	Superior	Nacional	Penal	“Problemática	en	la	aplicación
de	la	norma	penal,	procesal	y	penitenciaria”,	Trujillo	-	2004,	Tema	4)
JURISPRUDENCIA.—El	asesinato	por	ferocidad	significa	dar	muerte	a
una	persona	a	partir	de	un	móvil	o	motivo	fútil.	“El	asesinato	por
ferocidad	significa	dar	muerte	a	una	persona	a	partir	de	un	móvil	o	motivo
fútil,	inhumano.	Es	una	circunstancia	que	pertenece	a	la	esfera	de	la
culpabilidad,	en	cuanto	categoría	que	alberga	la	formación	de	la	voluntad	del
agente	criminal,	refleja	un	ánimo	perteneciente	a	la	esfera	subjetiva	y
personal	del	agente.	(...)	[Castillo	Alva,	José	Luis:	Derecho	Penal	-	Parte
Especial	I,	Editora	Jurídica	Grijley	E.I.R.L.,	Lima,	2008,	página	363	Y	366]	La
circunstancia	de	ferocidad	en	el	homicidio	tiene	como	elemento	significativo
que	el	motivo	o	la	causa	de	la	muerte	es	de	una	naturaleza	deleznable	–
ausencia	de	objetivo	definido–	o	despreciable	–ferocidad	brutal	en	la
determinación–	o	el	motivo	en	cuestión	no	es	atendible	o	significativo.	La
jurisprudencia	de	la	Corte	Suprema	alude	a	un	comportamiento	delictivo
realizado	sin	ningún	motivo	ni	móvil	aparente	explicable,	por	un	instinto	de
perversidad	o	por	el	solo	placer	de	matar	[Ejecutorias	supremas	del	veintisiete
de	mayo	de	mil	novecientos	noventa	y	nueve,	número	2343-99/Áncash,	y	del
veintidós	de	enero	de	mil	novecientos	noventa	y	nueve,	número	4406-
98/Lima].	Asimismo,	también	menciona	que	el	motivo	o	móvil	es	insignificante
o	fútil,	o	inhumano,	desproporcionado,	deleznable	y	bajo	[Ejecutorias
supremas	del	doce	de	enero	del	dos	mil	cuatro,	número	2804-2003/Lima
Norte;	veintiuno	de	enero	del	dos	mil	cinco,	número	3904-2004/La	Libertad;	y,
nueve	de	septiembre	del	dos	mil	cuatro,	número	1488–2004].	En	virtud	de	lo
expuesto,	en	esta	clase	de	delitos	se	presenta	una	desproporción	del	motivo
que	le	da	origen	con	la	gravedad	de	la	reacción	homicida,	a	cuyo	efecto	es
posible	identificarla	en	homicidios	perpetrados	por	regocijo	perverso,	lujuria
de	sangre,	vanidad	criminal,	espíritu	de	prepotencia,	soberbia,	etcétera.	No	se
trata	de	la	simple	ejecución	torpe,	cruel	o	brutal;	pues	es	de	valorar	el	móvil
con	que	actúa	el	agente,	su	instinto	sanguinario,	a	partir	de	lo	cual	debe	ser
desproporcionado,	deleznable	y	bajo,	que	revelan	en	el	autor	una	actitud
inhumana,	contraria	a	los	primarios	sentimientos	de	solidaridad	social.	A	esto
último	se	denomina	perversidad	brutal	de	la	determinación	(...)”.	(C.	S.,	Cas.
163-2010-Lambayeque,	nov.	03/2011.	V.	P.	Calderón	Castillo)
JURISPRUDENCIA.—La	“alevosía”	es	una	agravante	del	homicidio	que
solo	puede	explicarse	desde	el	punto	de	vista	objetivo	y	subjetivo.	“La
característica	de	la	alevosía	es	el	actuar	sobre	seguro,	esto	es	sin	posibilidad
alguna	de	defensa	de	la	víctima,	‘La	alevosía	es	una	circunstancia	de
naturaleza	mixta	en	la	que	concurren	tanto	elementos	objetivos,	manifestados
en	este	caso	en	el	obrar	sin	riesgo	y	en	el	estado	de	indefensión	de	la	víctima,
por	un	lado,	y	la	voluntad	y	conciencia	de	aprovechar	las	situaciones	objetivas
que	se	presentan	por	el	otro,	de	acuerdo	a	esta	posición,	la	alevosía	no	puede
ser	vista	solo	como	una	circunstancia	objetiva	o	como	una	agravante
subjetiva	dado	que,	ningún	criterio	aislado	logra	explicar	satisfactoriamente
su	esencia,	por	lo	que	se	debe	hacer	una	consideración	integral	del	hecho
como	se	da	en	el	presente	caso,	toda	vez	que	los	procesados	actuaron	no	solo
con	conocimiento	y	voluntad,	sino	también	premeditación	(…)’.”	(Corte
Superior	de	la	Libertad,	Exp.	295-2008-81-1601-JR-PE-01,	set.	27/2013.	S.	S.
César	Ortiz	Mostacero)
JURISPRUDENCIA.—El	fundamento	material	de	la	alevosía	no	reside	en
el	autor	del	delito,	sino	en	el	peculiar	estado	de	la	víctima.	“i)	cuando	el
agente	emplea	medios,	modos	o	formas	que	tiendan	a	asegurar	su	ejecución,
atajando	el	riesgo	(para	sí	mismo)	que	pudiera	proceder	de	la	defensa	o
resistencia	del	agraviado	o	de	terceros;	o,	ii)	cuando	la	víctima,	por	sus
condiciones	personales	o	por	las	circunstancias	en	que	se	encuentra	en	el	caso
concreto	(durmiendo	o	incapacitado	para	resistir),	no	puede	prevenir	el
ataque	o	defenderse	de	la	agresión	(...)	i)	asegurado	la	ejecución	del
homicidio,	valiéndose	de	un	procedimiento	que	facilite	o	asegure	su
perpetración;	y,	ii)	obrando	sin	riesgo	para	sí	mismo,	de	modo	que	mate
aprovechándose	de	la	indefensión	de	la	víctima	(de	su	nula	o	escasa
posibilidad	de	protegerse	o	de	que	terceros	la	defiendan),	sea	que	el	autor	la
encuentre	en	tal	estado,	se	aproveche	de	este	estado,	o	la	ponga
preordenadamente	en	él.	El	fundamento	material	de	la	alevosía	no	reside
tanto	en	el	autor	del	delito,	sino	en	el	peculiar	estado	de	la	víctima	a	quien	se
la	anula	o	reduce	ostensiblemente	su	capacidad	de	defensa	y	la	posibilidad	de
rechazar	el	ataque	(...)”.	(CSJL,	Exp.	17-2011,	jul.	12/2016.	Pres.	Rosa	Mirta
Bendezú	Gómez)
DOCTRINA.—La	 alevosía	 es	 una	 circunstancia	 de	 carácter
predominantemente	 objetivo	 que	 incorpora	 un	 especial	 elemento
subjetivo.	 “En	definitiva,	 en	síntesis,	puede	decirse	que	 la	alevosía	es	una
circunstancia	 de	 carácter	 predominantemente	 objetivo	 que	 incorpora	 un
especial	 elemento	 subjetivo,	 que	 dota	 a	 la	 acción	 de	 una	 mayor
antijuricidad,	 denotando	 todo	 riesgo	 personal,	 de	modo	 que	 el	 lado	 de	 la
antijuricidad	ha	de	apreciarse	y	valorarse	la	culpabilidad	(...)	lo	que	conduce
a	 su	 consideración	 como	 mixta	 (...).	 En	 cuanto	 a	 la	 ‘eliminación	 de	 toda
posibilidad	 de	 defensa	 de	 la	 víctima	 debe	 ser	 considerada	 desde	 la
perspectiva	de	 su	 real	 eficacia,	 siendo	 compatible	 con	 intentos	defensivos
ínsitos	 en	 el	 propio	 instinto	 de	 conservación’	 (...).	 Por	 ello,	 esta	 sala
arrancando	de	 la	definición	 legal	de	 la	alevosía,	 refiere	 invariablemente	 la
concurrencia	de	los	siguientes	elementos	(...):
a)	 En	 primer	 lugar,	 un	 elemento	 normativo.	 La	 alevosía	 solo	 puede
proyectarse	a	los	delitos	contra	las	personas.
b)	 En	 segundo	 lugar,	 un	 elemento	 objetivo	 que	 radica	 en	 el	 “modus
operandi”,	que	el	autor	utilice	en	la	ejecución	medios,	modos	o	formas	que
han	 de	 ser	 objetivamente	 adecuados	 para	 asegurarla	 mediante	 la
eliminación	 de	 las	 posibilidades	 de	 defensa,	 sin	 que	 sea	 suficiente	 el
convencimiento	del	sujeto	acerca	de	su	idoneidad.
c)	En	tercer	lugar,	un	elemento	subjetivo,	que	el	dolo	del	autor	se	proyecte
no	sólo	sobre	la	utilización	de	los	medios,	modos	o	formas	empleados,	sino
también	 sobre	 su	 tendencia	 a	 asegurar	 la	 ejecución	 y	 su	 orientación	 a
impedir	la	defensa	del	ofendido,	eliminando	así	conscientemente	el	posible
riesgo	 que	 pudiera	 suponer	 para	 su	 persona	 una	 eventual	 reacción
defensiva	 de	 aquél.	 Es	 decir	 el	 agente	 ha	 de	 haber	 buscado
intencionadamente	 la	 producción	 de	 la	 muerte	 a	 través	 de	 los	 medios
indicados,	 o	 cuando	menos,	 aprovechar	 la	 situación	 de	 aseguramiento	 del
resultado,	sin	riesgo.
d)	Y	en	cuarto	lugar,	un	elemento	teleológico,	que	impone	la	comprobación
de	 si	 en	 realidad,	 en	 el	 caso	 concreto,	 se	 produjo	 una	 situación	 de	 total
indefensión,	siendo	necesario	que	se	aprecie	una	mayor	antijuricidad	en	la
conducta	 derivada	 precisamente	 del	 modus	 operandi,	 conscientemente
orientado	 a	 aquellas	 finalidades	 (...).”	 (Tribunal	 Supremo	 de	 España,	 STS
5344/2011,	jul.	11/2012.	V.	P.	Juan	Ramón	Berdugo	Gómez	de	la	Torre)
DOCTRINA.—Las	 distintas	 modalidades	 ejecutivas	 de	 naturaleza
alevosa.	“Entre	las	distintas	modalidades	ejecutivas	de	naturaleza	alevosa,
esta	sala	por	ejemplo	(...)	viene	distinguiendo:
a)	alevosía	proditoria,	equivalente	a	la	traición	y	que	incluye	la	asechanza,
insidia,	emboscada	o	celada,	situaciones	en	que	el	sujeto	agresor	se	oculta	y
cae	sobre	la	víctima	en	momento	y	lugar	que	aquélla	no	espera.
b)	alevosía	súbita	o	 inopinada,	 llamada	también	“sorpresiva”,	en	 la	que	el
sujeto	 activo,	 aun	 a	 la	 vista	 o	 en	presencia	de	 la	 víctima,	 no	descubre	 sus
intenciones	 y	 aprovechando	 la	 confianza	 de	 aquélla	 actúa	 de	 forma
imprevista,	 fulgurante	 y	 repentina.	 En	 estos	 casos	 es	 precisamente	 el
carácter	sorpresivo	de	la	agresión	lo	que	suprime	la	posibilidad	de	defensa,
pues	 quien	no	 espera	 el	 ataque	difícilmente	 puede	prepararse	 contra	 él	 y
reaccionar	en	consecuencia,	al	menos	en	la	medida	de	lo	posible.
c)	 alevosía	 de	 desvalimiento,	 que	 consiste	 en	 el	 aprovechamiento	de	 una
especial	situación	de	desamparo	de	 la	víctima,	como	acontece	en	 los	casos
de	niños	 de	 corta	 edad,	 ancianos	debilitados,	 enfermos	 graves	 o	 personas
inválidas,	 o	 por	 hallarse	 accidentalmente	 privada	 de	 aptitud	 para
defenderse	(dormidas,	drogada	o	ebria	en	la	fase	letárgica	o	comatosa).	En
estos	 casos,	 hay	 una	 mayor	 peligrosidad	 y	 culpabilidad	 en	 el	 autor	 del
hecho,	 que	 revela	 con	 estos	 comportamientos	 un	 ánimo	 particularmente
ruin,	perverso,	cobarde	o	traicionero	(fundamento	subjetivo)	y	también	una
mayor	 antijuricidad	 por	 estimarse	 más	 graves	 y	 más	 lesivas	 para	 la
sociedad	este	 tipo	de	conductas	en	que	no	hay	riesgo	para	quien	delinque
(fundamento	objetivo).”	(Tribunal	Supremo	de	España,	STS	5344/2011,	jul.
11/2012.	V.	P.	Juan	Ramón	Berdugo	Gómez	de	la	Torre)
COMENTARIO.—Formas	 agravadas	 de	 homicidio.	 En	 el	 asesinato	 la
mayor	 gravedad	 recae:	 1)	 en	 la	 ejecución	 de	 matar,	 según	 determinada
modalidad	de	acción	(crueldad	o	alevosía),	2)	en	la	especial	formación	de	la
voluntad	(ferocidad	o	lucro);	y,	3)	en	el	empleo	de	un	medio	letal	(veneno).
El	 primer	 inciso	 refiere	 las	 tres	 circunstancias	 que	 se	 ubican	 en	 la
culpabilidad	del	agente	(ferocidad,	lucro	y	placer).
La	 ferocidad	 implica	 que	 el	 homicidio	 se	 cometa	 con	 inhumanidad	 y	 una
motivación	 cercana	 al	 salvajismo	 y	 a	 la	 barbarie.	 Mata	 con	 ferocidad	 la
madre	que	mata	al	nacido	por	 sus	 fuertes	 llantos	 como	aquél	que	mata	al
policía	por	no	cederle	el	paso.
El	placer	refiere	el	simple	goce	y	disfrute	que	provoca	el	hecho	de	matar	a
otro.	 “Mientras	el	 asesino	por	 ferocidad	mata	en	condiciones	perversas”	o
“peor	 que	 una	 fiera”,	 el	 homicida	 por	 placer	 puede	 hacerlo,	 y	 lo	 hará	 a
menudo	 con	 verdadero	 refinamiento,	 propio	 de	 una	 mente	 sádica	 y
antinatural,	 totalmente	 opuesto	 a	 la	 idea	 de	 “lo	 brusco”.	 (FONTÁN
BALESTRA,	Carlos,	Tratado	de	Derecho	Penal,	Buenos	Aires,	Edit.	Abeledo
Perrot,	T	IV;	pág.	116).
El	 lucro	 alude,	 en	 el	 inciso,	 al	 hecho	 de	matar	 para	 obtener	 una	 ventaja
patrimonial	o	económica	y	no	sólo	al	supuesto	del	asesino	a	sueldo	(sicario).
Asesinan	por	lucro	el	deudor	que	mata	a	su	acreedor,	como	el	hijo	que	mata
al	padre	para	heredarlo.
En	la	crueldad,	numeral	3,	el	autor	no	quiere	sólo	matar	sino	producir	a	la
víctima,	 antes	 de	 la	 muerte,	 padecimientos	 dolorosos	 e	 innecesarios.	 La
crueldad	aparece	así	como	un	plus	de	la	acción	de	matar.
Para	 obrar	 con	 la	 alevosía	 del	 numeral	 3	 se	 requiere:	 a)	 El	 empleo	 de
medios	o	modos	que	tiendan	a	asegurar	la	ejecución	del	homicidio	(el	autor
preordena,	delibera	y	decide	los	medios	a	utilizar	y	la	manera	de	consumar
el	homicidio),	b)	La	seguridad	en	la	ejecución	del	homicidio	y	la	ausencia	de
riesgo	 para	 el	 autor	 (la	 esencia	 de	 la	 alevosía	 es	 el	 despliegue	 de	 actos
ejecutivos	 sin	 riesgo	 para	 el	 autor);	 indefensión	 de	 la	 víctima,	 y	 c)
Conciencia	y	voluntad	tanto	al	escoger	 los	medios	y	 formas	de	asegurar	el
homicidio	como	al	aprovechar	la	situación	de	indefensión	de	la	víctima.
Por	 veneno	 la	 doctrina	 entiende	 a	 la	 “sustancia	 animal,	 mineral,	 líquida,
sólida	o	gaseosa	que	una	vez	 introducida	en	el	cuerpo	humano	produce	 la
muerte	cambiando	la	naturaleza	del	organismo.	Se	descartan	como	venenos
las	 sustancias	 capaces	 de	 obrar	 de	manera	 insidiosa	 o	 las	 que	 operan	 de
modo	 mecánico	 (vidrio	 molido,	 plomo	 cortado)	 o	 térmica	 en	 el	 cuerpo”.
(CASTILLO	 ALVA,	 José	 Luis,	 “El	 Homicidio,	 Figuras	 Fundamentales”.	 Lima
Edit,	 Gaceta	 Jurídica,	 1999,	 pág.	 218	 y	 ss).	 La	 mejor	 doctrina	 postula	 la
supresión	 del	 veneno,	 basándose	 en	 correctos	 criterios	 lógicos	 y	 político
criminales,	que	hacen	ver	al	veneno	como	una	regulación	inútil	que	obedece
más	a	criterios	históricos	que	racionales.
C.	P.
ART.	108-A.—Modificado.	D.	Leg.	1237,	Artículo	Único.
Homicidio	calificado	por	la	condición	de	la	víctima.	El	que
mata	a	uno	de	los	altos	funcionarios	comprendidos	en	el	artículo
39	de	la	Constitución	Política	del	Perú,	a	un	miembro	de	la	Policía
Nacional,	de	las	Fuerzas	Armadas,	a	un	magistrado	del	Poder
Judicial	o	del	Ministerio	Publico	o	a	un	miembro	del	Tribunal
Constitucional	o	a	cualquier	autoridad	elegida	por	mandato
popular,	en	el	ejercicio	de	sus	funciones	o	como	consecuencia	de
ellas,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de
25	años	ni	mayor	de	35	años.
C.	P.
ART.	 108-B.—Incorporado.	 Ley	 30068,	 Ar.	 2°.	 Feminicidio.
Será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	quince
años	 el	 que	 mata	 a	 una	 mujer	 por	 su	 condición	 de	 tal,	 en
cualquiera	de	los	siguientes	contextos:
1.	Violencia	familiar;
2.	Coacción,	hostigamiento	o	acoso	sexual;
3.	 Abuso	 de	 poder,	 confianza	 o	 de	 cualquier	 otra	 posición	 o
relación	que	le	confiera	autoridad	al	agente;
4.	 Cualquier	 forma	 de	 discriminación	 contra	 la	 mujer,
independientemente	 de	 que	 exista	 o	 haya	 existido	 una	 relación
conyugal	o	de	convivencia	con	el	agente.
La	pena	privativa	de	libertad	será	no	menor	de	veinticinco	años,
cuando	 concurra	 cualquiera	 de	 las	 siguientes	 circunstancias
agravantes:
1.	Si	la	víctima	era	menor	de	edad;
2.	Si	la	víctima	se	encontraba	en	estado	de	gestación;
3.	Si	la	víctima	se	encontraba	bajo	cuidado	o	responsabilidad	del
agente;
4.	 Si	 la	 víctima	 fue	 sometida	 previamente	 a	 violación	 sexual	 o
actos	de	mutilación;
5.	 Si	 al	 momento	 de	 cometerse	 el	 delito,	 la	 víctima	 padeciera
cualquier	tipo	de	discapacidad;
6.	Si	la	víctima	fue	sometida	para	fines	de	trata	de	personas;
7.	 Cuando	 hubiera	 concurrido	 cualquiera	 de	 las	 circunstancias
agravantes	establecidas	en	el	artículo	108.
La	pena	será	de	cadena	perpetua	cuando	concurran	dos	o	más
circunstancias	agravantes.
Incorporado.	Ley	30323,	Art.	1°.	En	caso	de	que	el	agente	tenga
hijos	con	la	víctima,	además	será	reprimido	con	la	pena	de
inhabilitación	prevista	en	el	inciso	5	del	artículo	36.
NOTA:	Texto	según	fe	de	erratas	publicada	el	19	de	julio	del	2013.
C.	P.
ART.	 108-C.—Incorporado.	 D.	 Leg.	 1181,	 Ar.	 1°.	 Sicariato.	 El
que	mata	a	otro	por	orden,	encargo	o	acuerdo,	con	el	propósito	de
obtener	para	sí	o	para	otro	un	beneficio	económico	o	de	cualquier
otra	 índole,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	de	 veinticinco	 años	 y	 con	 inhabilitación	 establecida	 en	 el
numeral	6	del	artículo	36,	según	corresponda.
Las	mismas	penas	se	imponen	a	quien	ordena,	encarga,	acuerda
el	sicariato	o	actúa	como	intermediario.
Será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 de	 cadena
perpetua	si	la	conducta	descrita	en	el	primer	párrafo	se	realiza:
1.	Valiéndose	de	un	menor	de	 edad	o	de	otro	 inimputable	para
ejecutar	la	conducta
2.	Para	dar	cumplimiento	a	la	orden	de	una	organización	criminal
3.	Cuando	en	la	ejecución	intervienen	dos	o	más	personas
4.	Cuando	las	víctimas	sean	dos	o	más	personas
5.	Cuando	 las	víctimas	estén	comprendidas	en	 los	artículos	107
primer	párrafo,	108-A	y	108-B	primer	párrafo.
6.	Cuando	se	utilice	armas	de	guerra.
C.	P.
ART.	 108-D.—Incorporado.	 D.	 Leg.	 1181,	 Ar.	 1°.	 La
conspiración	y	el	ofrecimiento	para	el	delito	de	sicariato.	Será
reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	menor	 de	 cinco	 ni
mayor	de	ocho	años:
1.	Quien	participa	en	una	conspiración	para	promover,	favorecer
o	facilitar	el	delito	de	sicariato.
2.	Quien	solicita	u	ofrece	a	otros,	cometer	el	delito	de	sicariato	o
actúa	como	intermediario.
La	pena	privativa	de	libertad	será	no	menor	de	seis	ni	mayor	de
diez	años,	si	las	conductas	antes	descritas	se	realizan	con	la
intervención	de	un	menor	de	edad	u	otro	inimputable
PROHIBICIÓN	DEL	DERECHO	DE	GRACIA,	AMNISTÍA,	INDULTO	y
CONMUTACIÓN	DE	LA	PENA.
D.	Leg.	1181.
Primera	Disposición	Complementaria	Final.—Prohibición	del	derecho	de
gracia,	amnistía,	 indulto	y	conmutación	de	la	pena.	Queda	prohibido	el
derecho	 de	 gracia,	 amnistía,	 indulto	 y	 conmutación	 de	 la	 pena	 para	 los
delitos	previstos	en	los	artículos	108-C	y	108-D.
D.	Leg.	1181.
Segunda	Disposición	 Complementaria	 Final.—Prohibición	 de	 beneficios
penitenciarios.
1.	Se	prohíbe	 los	beneficios	de	semilibertad	y	 liberación	condicional	a	 los
sentenciados	 bajo	 los	 alcances	 de	 los	 artículos	 108-C	 y	 108-D	 del	 Código
Penal.
2.	 En	 los	 casos	 señalados	 en	 el	 párrafo	 anterior	 sólo	 se	 les	 aplicará	 la
redención	 de	 pena	 por	 trabajo	 o	 educación	 en	 la	modalidad	 del	 siete	 por
uno.
C.	P.
ART.	 109.—Homicidio	 y	 parricidio	 por	 emoción	 violenta.	 El
que	mata	a	otro	bajo	el	 imperio	de	una	emoción	violenta	que	las
circunstancias	hacen	excusable,	será	reprimido	con	pena	privativa
de	libertad,	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	cinco	años.
Si	concurre	algunas	de	las	circunstancias	previstas	en	el	artículo
107,	la	pena	no	será	menor	de	cinco	ni	mayor	de	diez	años.
JURISPRUDENCIA.—Presupuestos	para	considerar	 la	emoción	violenta.
“(...)	 de	 ninguna	 manera	 cabe	 invocar	 la	 emoción	 violenta,	 conforme	 lo	 ha
hecho	 la	Sala	Penal	Superior	 (...)	pues	para	 la	configuración	de	 la	misma	se
requiere	de	la	presencia	de	ciertos	presupuestos	tales	como:	a)	El	tiempo	que
sucede	 entre	 la	 provocación	 y	 el	 hecho,	 esto	 es	 que	 el	 delito	 tiene	 que
cometerse	 en	 los	 precisos	 instantes	 en	 que	 el	 sujeto	 se	 encuentra	 bajo	 el
imperio	de	la	emoción	violenta,	esto	es	que	la	reacción	del	agente	debe	ser	de
manera	inmediata,	siendo	que	en	el	caso	que	se	analiza,	el	acusado	reaccionó
después	 de	 varios	 días;	 b)	 El	 conocimiento	 previo	 por	 parte	 del	 autor	 del
homicidio	 emocional,	 es	 decir	 que	 la	 emoción	 violenta	 debe	 desencadenarse
por	 la	 aparición	 súbita	 de	 una	 situación	 importante	 para	 el	 sujeto,	 lo	 que
tampoco	 concurre	 en	 el	 caso	 de	 autos,	 pues	 conforme	 lo	 ha	manifestado	 el
propio	 acusado	 tanto	 en	 su	 manifestación	 policial	 (...),	 instructiva	 (...),	 así
como	 a	 nivel	 del	 juicio	 oral,	 tenía	 conocimiento	 de	 la	 infidelidad	 de	 su
conviviente;	que,	el	deslinde	esbozado	anteriormente	se	hace	necesario	con	la
finalidad	 de	 evitar	 en	 el	 futuro,	 una	 incorrecta	 adecuación	 de	 la	 conducta
imputada	 en	 el	 tipo	 penal	 correspondiente,	 pues	 en	 autos	 no	 ha	 quedado
probado	la	supuesta	infidelidad	en	la	que	estaba	incurriendo	la	víctima,	hecho
que	 por	 lo	 demás	 de	 ninguna	 manera	 justificaría	 el	 accionar	 del	 referido
acusado;	 que,	 por	 lo	 tanto,	 para	 los	 efectos	 de	 la	 imposición	 de	 la	 pena	 al
citado	encausado,	debe	tenerse	en	cuenta	el	marco	legal	de	pena	establecido
para	 el	 delito	 de	 parricidio,	 así	 como	 sus	 condiciones	 personales	 y	 las
circunstancias	de	la	comisión	del	evento	delictivo	(...)”.	(CSJ,	R.N.	N°	1693-99,
jun.	04/99.	S.S.	Montes	de	Oca	Begazo)
JURISPRUDENCIA.—Emoción	 violenta	 e	 inmediatez,	 principio	 de	 co-
culpabilidad.	 “(...)	 efectuando	 un	 análisis	 crítico	 valorativo	 respecto	 a	 las
pruebas	 actuadas	 durante	 la	 secuela	 del	 proceso	 podemos	 afirmar	 lo
siguiente:	a)	Que,	 la	acusada	que	nos	ocupa,	se	ha	desarrollado	en	un	medio
sumamente	 hostil	 e	 inadecuado	 para	 el	 desenvolvimiento	 normal	 de	 una
persona,	 (...);	 tal	 era	 el	 ambiente	 en	 el	 que	 se	 desarrolló	 la	 acusada	 que
muestra	perfil	psicológico	(...);	que	si	bien	estos	hechos	han	germinado	la	idea
con	 las	 conclusiones	 de	 los	 hechos	 tan	 funestos,	 no	 son	 justificables,	 pero	 si
valorados	 en	 consonancia	 del	 principio	 de	 ‘co-culpabilidad’	 (...)	 b)	 Que
respecto	a	la	adecuación	típica	de	la	conducta	realizada	por	la	acusada	ésta
no	es	la	formulada	por	el	representante	del	Ministerio	Público;	pues	para	que
se	configure	el	delito	de	homicidio	por	emoción	violenta	debe	darse	a	nivel	de
tipicidad	 objetiva,	 la	 existencia	 del	 sujeto	 activo	 bajo	 el	 imperio	 de	 una
emoción	violenta,	que	 implica	que	el	 sujeto	actúe	con	disminución	del	poder
de	 sus	 frenos	 inhibitorios,	 debiendo	 este	 estado	 psíquico	 traslucirse	 en	 un
estado	de	furor,	pasión,	perturbación,	etcétera,	debiendo	pues	esta	conmoción
psíquica	 ser	 ‘violenta’	 e	 imprevista	 y	 no	 planeada	 como	 tal;	 el	 hecho	 de
cometerse	 bajo	 ese	 breve	 lapso	 de	 alteración	 psíquica,	 no	 pudiendo
transcurrir	 un	 largo	 espacio	 temporal	 entre	 el	 hecho	 provocante	 y	 su
reacción;	 que	 en	 el	 caso	 de	 autos	 se	 advierte	 que	 si	 bien	 la	 acusada	 se
encontraba	 con	 problemas	 familiares	 sumamente	 alterados,	 esto	 no	 implica
que	 permanentemente	 haya	 estado	 ‘bajo	 imperio	 de	 una	 emoción	 violenta’,
pues	no	se	podría	explicar	entonces,	como	haya	planeado	ejecutar	a	su	menor
hijo,	 previo	 a	 lo	 cual,	 como	 ella	misma	afirma	 se	 dirigió	 a	 comprar	 veneno,
luego	 inclusive	 para	 poder	 darse	 ‘valor’	 tomó	 licor	 y	 departió	 con	 otros
amigos	cerveza,	esto	pues	no	puede	considerarse	 ‘emoción	violenta	(...)”.	(CS,
Junín,	Exp.	N°	1359-96,	set.	08/97.	S.S.	Torres	S.)
JURISPRUDENCIA.—Emoción	 violenta:	 actuar	 “bajo	 el	 efecto	 de	 una
intensa	 reacción	 emocional	 con	 debilitamiento	 de	 sus	 frenos
inhibitorios”.	 “(...)	 esta	conducta	en	el	 tipo	penal	de	homicidio	por	emoción
violenta,	previsto	en	el	artículo	ciento	nueve	del	Código	Penal	(...)	que	aquel	se
ha	 comportado	 bajo	 el	 efecto	 de	 una	 intensa	 reacción	 emocional	 con
debilitamiento	de	sus	frenos	inhibitorios,	al	ver	que	su	hermano	(...)	había	sido
lesionado	 gravemente	 en	 la	 cabeza	 –herida	 cortante	 en	 colgajo	 en	 zona
temporo	parietal	izquierda,	como	es	de	verse	del	reconocimiento	médico	legal
(...)	 por	 el	 agraviado,	 quien	 utilizó	 un	machete	 para	 tal	 fin,	 y	 al	 presenciar
cómo,	 instantes	 antes,	 éste	 había	 disparado	 una	 carga	 de	 perdigones	 en	 la
cabeza	de	su	hermano	(...)–	produciéndole	heridas	múltiples,	incluyendo	en	el
cuero	 cabelludo,	 (...)	 lo	 cual	 desencadenó	 dicha	 reacción	 homicida	 en	 el
procesado	 (...)	 por	 aparición	 súbita	 de	 una	 situación	 importante	 para	 el
mismo,	siendo	que	la	referida	respuesta	emocional	fue	inmediata	al	tiempo	en
que	sucedió	la	provocación	por	el	agraviado,	es	decir,	que	el	delito	se	cometió
en	 los	 precisos	 instantes	 en	que	 el	 referido	procesado	 se	 encontraba	bajo	 el
imperio	 de	 la	 mencionada	 conmoción	 sicológica,	 situación	 típica	 que	 le	 es
extensible	a	 la	conducta	realizada	por	el	procesado	(...).”	 (CS,	R.	N.	2627-06-
San	Martín,	dic.	10/2006.	S.	S.	Gonzáles	Campos	Robinsón)
JURISPRUDENCIA.—Cuatro	 criterios	 para	 saber	 si	 se	 da	 o	 no	 un
homicidio	 por	 emoción	 violenta.	 “La	 existencia	 de	 la	 emoción	 es	 el	 paso
hacia	la	excusa	debido	a	que	es	considerada	en	sí	misma	por	el	derecho	como
un	estado	en	el	 cual	 el	 sujeto	actúa	con	disminución	del	 poder	de	 los	 frenos
inhibitorios	de	la	voluntad.	El	paso	de	la	exención	a	la	atenuación	de	la	pena
del	 homicidio	 cometido	 por	 emoción	 violenta,	 respecto	 del	 homicidio	 simple
implica	por	un	 lado	el	 reconocimiento	de	 la	prohibición	de	matar,	pero	a	su
vez	declara	la	licitud	de	la	emoción.	La	doctrina	ha	especificado	los	siguientes
criterios	para	determinar	la	emoción	violenta:	a)	El	intervalo	de	tiempo	entre
la	causa	objetiva	desencadenante	y	la	acción	homicida	debe	ser	razonable.	Es
importante	 precisar	 que,	 para	 aceptar	 o	 rechazar	 la	 eficiencia	 de	 la	 causa
emocional,	no	se	debe	tomar	como	criterio	decisivo	ni	el	lapso	entre	la	causa	y
efecto,	 ni	 el	 conocimiento	 anticipado	 de	 la	 causa.	 La	 doctrina	 sostiene	 que
pueden	 darse	 situaciones	 en	 las	 que	 el	 autor	 puede	 aceptar	 el	 significado	 o
atribuirle	 alguno	 recién	 en	 una	 reflexión	 o	 representación	 posterior;	 b)	 El
medio	 empleado.	 El	 estado	 de	 emoción	 no	 es	 compatible	 con	 operaciones
complicadas	 ni	 de	 la	mente	 ni	 del	 cuerpo.	 El	 uso	 reflexivo	 de	 determinados
medios	 estaría	 reñido	 con	 la	 excusa:	 e)	 La	 violencia	 de	 la	 emoción.	 Se	 debe
tratar	de	un	verdadero	impulso	desordenadamente	afectivo	o	de	gran	ímpetu,
porque	éste	 es	destructivo	de	 la	 capacidad	de	 freno;	 y,	 d)	El	 factor	 sorpresa
exigido	por	la	jurisprudencia	se	asienta	en	la	ausencia	de	cualquier	sospecha	o
duda,	 pues	 el	 que	 alberga	 una	 sospecha	 tiene	 sus	 frenos	 inhibitorios
advertidos,	por	tanto	el	factor	sorpresa	debe	hallarse	ausente	de	estos”.	(CS,	R.
N.	1192-2012-Lima,	dic.	19/2012.	V.	P.	Barrios	Alvarado)
COMENTARIO.—El	 homicidio	 por	 emoción	 violenta.	 La	 atenuación	 del
homicidio	 por	 emoción	 violenta	 debe	 verse	 sólo	 en	 la	 perturbación	 de	 la
conciencia	 (alteración	 en	 el	 razonamiento	 y	 disminución	 de	 los	 frenos
inhibitorios)	producida	por	ciertas	circunstancias	fácticas.	La	perturbación
de	 la	conciencia	(emoción	violenta)	debe	ser	más	que	una	simple	afección
pero	menos	que	una	grave	alteración	de	la	conciencia	(Art.	20,	Inc.	1	del	C.
P).	La	emoción	violenta	exige	tanto	un	factor	interno	(psicológico)	como	un
factor	 externo	 “circunstancias	 excusantes”.	 Ni	 la	 emoción	 violenta
considerada	 en	 si	 misma,	 ni	 la	 sola	 presencia	 de	 las	 “circunstancias
excusantes”	fundan	un	homicidio	por	emoción	violenta.
Con	 las	 “circunstancias	 excusantes”	 el	 artículo	 exige:	 1)	 Circunstancias
externas	aptas	y	adecuadas	para	producir	la	emoción,	2)	Conexión	entre	la
emoción	 y	 las	 circunstancias	 externas,	 las	 circunstancias	 excusantes	 de	 la
emoción	 deben	 ser	 cronológicamente	 concomitantes	 a	 ésta	 y	 nunca
sobrevinientes,	y	3)	La	falta	de	provocación	intencional	de	la	acción	por	el
autor	del	homicidio,	esto,	que	el	autor	del	homicidio	no	haya	intervenido	ni
buscado	la	situación	intencionalmente.	Por	último,	el	artículo	obliga	al	juez	a
realizar	un	doble	análisis:	primero,	determinar	si	el	homicidio	se	cometió	a
raíz	de	una	perturbación	emocional	violenta.	Segundo,	precisar	si	ese	estado
emocional	 se	 debió	 a	 la	 presencia	 de	 circunstancias	 externas
suficientemente	graves	como	para	producirlas.
C.	P.
ART.	110.—Infanticidio.	La	madre	que	mata	a	su	hijo	durante	el
parto	o	bajo	la	influencia	del	estado	puerperal,	será	reprimida	con
pena	privativa	 de	 libertad	no	menor	de	 uno	ni	mayor	de	 cuatro
años,	o	con	prestación	de	servicio	comunitario	de	cincuentidós	a
ciento	cuatro	jornadas.
DOCTRINA.—Estado	 puerperal.	 “El	 estado	 puerperal	 no	 es	 concebido
uniformemente	 por	 los	 especialistas.	 Generalmente	 es	 comprendido	 para
los	 efectos	 penales	 como	 el	 conjunto	 de	 manifestaciones	 fisiológicas
subsecuentes	 al	 alumbramiento.	 El	 organismo	 de	 la	 mujer	 sufre
modificaciones	 sustanciales	durante	el	 embarazo	y	 se	prolonga	durante	el
nacimiento.	 Estas	 variaciones	 repercuten	 en	 la	 psiquis	 de	 la	 mujer;
dependiendo	 sus	 efectos	 e	 intensidad	 de	 la	 constitución	 personal	 de	 la
madre	(…)	las	perturbaciones	que	sufre	la	mujer	influyen	en	su	culpabilidad
debido	a	que	disminuyen	sus	capacidades	de	comprenderse	o	determinarse.
Si	dichos	trastornos	son	de	tal	gravedad	que	producen	una	grave	alteración
de	 la	 conciencia	 nos	 encontramos	 ante	 un	 caso	 de	 inimputabilidad”.
(HURTADO	POZO,	 José.	Manual	 de	Derecho	Penal	 -	 Parte	Especial	 I,	 Lima,
Editorial	Juris.;	1982;	pág.	108)
C.	P.
ART.	111.—Modificado.	Ley	27753,	Art.	1°.	Homicidio
culposo.	El	que,	por	culpa,	ocasiona	la	muerte	de	una	persona,
será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	dos
años	o	con	prestación	de	servicios	comunitarios	de	cincuentidós	a
ciento	cuatro	jornadas.
Modificado.	Ley	29439,	Art.	1°.	La	pena	privativa	de	la	libertad
será	no	menor	de	un	año	ni	mayor	de	cuatro	años	si	el	delito
resulta	de	la	inobservancia	de	reglas	de	profesión,	de	ocupación	o
industria	y	no	menor	de	un	año	ni	mayor	de	seis	años	cuando	sean
varias	las	víctimas	del	mismo	hecho.
La	pena	privativa	de	la	libertad	será	no	menor	de	cuatro	años	ni
mayor	de	ocho	años	e	inhabilitación,	según	corresponda,
conforme	al	artículo	36	–incisos	4),	6)	y	7)–,	si	la	muerte	se
comete	utilizando	vehículo	motorizado	o	arma	de	fuego,	estando
el	agente	bajo	el	efecto	de	drogas	tóxicas,	estupefacientes,
sustancias	psicotrópicas	o	sintéticas,	o	con	presencia	de	alcohol
en	la	sangre	en	proporción	mayor	de	0,5	gramos	litro,	en	el	caso
de	transporte	particular,	o	mayor	de	0,25	gramos	litro	en	el	caso
de	transporte	público	de	pasajeros,	mercancías	o	carga	en	general,
o	cuando	el	delito	resulte	de	la	inobservancia	de	reglas	técnicas	de
tránsito.
COMENTARIO.—La	Ley	27753	 trae	como	anexo	una	 tabla	de	alcoholemia
que	 describe	 cinco	 períodos:	 “1°	 Período:	 0,1	 a	 0,5	 g/l	 subclínico.	 No
existen	síntomas	o	signos	clínicos,	pero	las	pruebas	psicométricas	muestran
una	prolongación	en	los	tiempos	de	respuesta	al	estímulo	y	a	la	posibilidad
de	accidentes.	No	tiene	relevancia	administrativa	ni	penal.	2°	Período:	0,5	a
1,5	g/l:	ebriedad.	Euforia,	verborragia	y	excitación,	pero	con	disminución	de
la	 atención	 y	 pérdida	 de	 la	 eficiencia	 en	 actos	más	 o	menos	 complejos	 y
dificultad	en	mantener	la	postura.	Aquí	está	muy	aumentada	la	posibilidad
de	accidentes	de	tránsito,	por	disminución	de	los	reflejos	y	el	campo	visual.
3°	 Período:	 1,5	 a	 2,5	 g/l:	 ebriedad	 absoluta.	 Excitación	 confusión,
agresividad,	alteraciones	de	la	percepción	y	pérdida	de	control.	4°	Período:
2,5	a	3,5	g/l:	grave	alteración	de	 la	conciencia.	Estupor,	coma,	apatía,	 falta
de	 respuesta	 a	 los	 estímulos,	marcada	discordinación	muscular,	 relajación
de	esfínteres.	5°	Período:	niveles	mayores	de	3,5	g/l:	coma.	Hay	riesgo	de
muerte	 por	 el	 coma	 y	 el	 aparato	 respiratorio	 con	 afección	 neumológica,
bradicardia	con	vasodilatación	periférica	y	afección	intestinal.
JURISPRUDENCIA.—Identificación	e	 infracción	del	deber	de	cuidado	en
los	delitos	imprudentes.	”(...)	al	conducir	a	excesiva	velocidad	no	observó	la
diligencia	que	su	ocupación,	capacidad	y	conocimiento	le	exigían	en	el	lugar	y
momento	de	 los	hechos,	 toda	vez	que	no	adoptó	 las	precauciones	necesarias
para	evitar	el	atropello	del	referido	agraviado,	causándole	así	la	muerte,	por
lo	que	para	los	efectos	de	la	tipificación	y	determinación	de	la	pena	se	meritúa
que	la	mencionada	encausada	tiene	como	ocupación	la	de	chofer,	dedicada	al
transporte	de	pasajeros	y	carga	de	frutas,	por	lo	que	su	conducta	se	subsume
en	lo	previsto	en	el	segundo	párrafo	del	artículo	ciento	once	del	Código	Penal,
que	tipifica	el	delito	de	homicidio	culposo	por	la	calidad	del	agente;	que,	por	lo
tanto,	 para	 los	 efectos	 de	 la	 imposición	 de	 la	 pena	 a	 la	 acusada	 (...)	 debe
tenerse	 en	 cuenta	 sus	 condiciones	 personales,	 así	 como	 la	 forma	 y
circunstancias	de	la	comisión	del	evento	delictivo	(...)”.	(CSJ,	R.N.	N°	2007-97,
abr.	02/98.	S.S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Exclusión	 de	 la	 imputación	 objetiva	 por	 “obrar	 a
propio	riesgo”.	“(...)	el	artículo	sétimo	del	Título	Preliminar	del	Código	Penal
proscribe	la	responsabilidad	objetiva,	entendida	ésta	como	la	responsabilidad
fundada	en	el	puro	resultado	sin	 tomar	en	cuenta	 la	concurrencia	de	dolo	o
culpa	en	 la	conducta	del	autor;	que,	el	 tipo	objetivo	de	 los	delitos	culposos	o
imprudentes	exige	la	presencia	de	dos	elementos:	a)	la	violación	de	un	deber
objetivo	de	cuidado,	plasmado	en	normas	jurídicas,	normas	de	la	experiencia,
normas	de	 arte,	 ciencia	 o	 profesión,	 destinadas	 a	 orientar	 diligentemente	 el
comportamiento	 del	 individuo,	 y	 b)	 la	 producción	 de	 un	 resultado	 típico
imputable	objetivamente	al	autor	por	haber	creado	o	incrementado	un	riesgo
jurídicamente	relevante	que	se	ha	materializado	en	el	resultado	lesivo	del	bien
jurídico;	 que,	 en	 el	 caso	 de	 autos	 no	 existe	 violación	 del	 deber	 objetivo	 de
cuidado	en	la	conducta	del	encausado	(...)	al	haber	organizado	el	festival	(...),
contando	 con	 la	 autorización	 del	 alcalde	 del	 consejo	 provincial	 de	 dicha
ciudad,	el	mismo	que	fuera	realizado	en	una	explanada	a	campo	abierto	por
las	 inmediaciones	 de	 un	 puente	 colgante	 (...),	 tal	 como	 se	 desprende	 de	 las
tomas	fotográficas	(...)	un	grupo	aproximado	de	cuarenta	personas	en	estado
de	 ebriedad	 se	 dispusieron	 a	 bailar	 sobre	 el	 mencionado	 puente	 colgante
ocasionando	 el	 desprendimiento	 de	 uno	 de	 los	 cables	 que	 los	 sujetaba	 a	 los
extremos	produciéndose	 la	caída	del	puente	por	sus	ocupantes	 (...)	en	el	que
perecieron	dos	personas	a	causa	de	una	asfixia	por	inmersión	y	traumatismo
encéfalo	craneano	conforme	al	examen	de	necropsia	(...),	quedando	asimismo
heridos	muchos	otros;	que,	en	efecto,	no	puede	existir	violación	del	deber	de
cuidado	 en	 la	 conducta	 de	 quien	 organiza	 un	 festival	 de	 rock	 con	 la
autorización	 de	 la	 autoridad	 competente,	 asumiendo	 al	 mismo	 tiempo	 las
precauciones	 y	 seguridad	 a	 fin	 de	 evitar	 riesgos	 que	 posiblemente	 pueden
derivar	de	la	realización	de	dicho	evento,	porque	de	ese	modo	el	autor	se	está
comportando	 con	diligencias	 y	 de	 acuerdo	al	 deber	 de	 evitar	 la	 creación	de
riesgos;	que,	de	otra	parte,	 la	 experiencia	enseña	que	un	puente	 colgante	es
una	 vía	 de	 acceso	 al	 tránsito	 y	 no	 una	 plataforma	 bailable	 como
imprudentemente	le	dieron	uso	los	agraviados	creando	así	sus	propios	riesgos
de	lesión;	que,	en	consecuencia,	en	el	caso	de	autos	la	conducta	del	agente	de
organizar	un	 festival	de	 rock	no	 creó	ningún	 riesgo	 jurídicamente	 relevante
que	 se	 haya	 realizado	 en	 el	 resultado,	 existiendo	 por	 el	 contrario	 una
autopuesta	 en	 peligro	 de	 la	 propia	 víctima,	 la	 que	 debe	 asumir	 las
consecuencias	 de	 la	 asunción	 de	 su	 propio	 riesgo,	 por	 lo	 que	 conforme	 a	 la
moderna	 teoría	 de	 la	 imputación	 objetiva	 en	 el	 caso	 de	 autos	 ‘el	 obrar	 a
propio	 riesgo	de	 los	agraviados	 tiene	una	eficacia	 excluyente	del	 tipo	penal’
(Cfr.	Jakobs,	Günther,	Derecho	Penal.	Parte	General.	Madrid	1995,	p.	307),	por
lo	 que	 los	 hechos	 sub-exámine	 no	 constituyen	 delito	 de	 homicidio	 culposo	 y
consecuentemente	 tampoco	 generan	 responsabilidad	 penal,	 siendo	 del	 caso
absolver	 al	 encausado	 (...)”.	 (CSJ,	 R.N.	 N°	 4288-97,	 abr.	 13/98.	 S.S.	 Sivina
Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Imputación	 objetiva.	 “(...)	 para	 evitar	 que	 dicha
embarcación	naufragara	el	propietario	de	la	nave	(...)	hizo	bajar	los	pasajeros
para	que	empujaran	a	la	embarcación	a	fin	de	sacarla	de	su	atascamiento,	sin
embargo	el	agraviado	occiso	no	 tomó	 las	precauciones	del	 caso	quedándose
parado	 en	 el	 banco	 de	 arena	 sino	 (sic)	 quiso	 llegar	 a	 la	 orilla	 del	 río	 que
estaba	muy	cerca,	por	 lo	que	 llevando	de	 las	manos	a	 sus	dos	menores	hijos
que	viajaban	con	él	se	introdujo	al	agua	cuyo	nivel	era	bajo	en	esa	zona,	pero
al	 seguir	dando	pasos	 se	hundió	al	 no	 encontrar	pisada,	 siendo	auxiliados	 y
salvados	los	menores	de	edad	por	el	timonel	de	la	nave,	acusado	(...),	mientras
que	la	corriente	del	río	arrastró	al	agraviado	occiso,	el	mismo	que	desapareció
en	 las	 aguas,	 coligiéndose	 que	 murió	 ahogado;	 que,	 el	 bote	 motor	 era
conducido	por	el	acusado	(...)	según	las	versiones	del	procesado	(...)	y	la	propia
esposa	 del	 occiso	 (...)	 y	 la	 propia	 instructiva	 del	 acusado	 (...)	 cuando	 refiere
tener	 dos	 años	 de	 navegante	 y	 que	 cuenta	 con	 el	 permiso	 correspondiente;
que,	 sin	 embargo,	 este	 encausado	 no	 habría	 tomado	 las	 precauciones	 que
exigían	 las	 circunstancias	 del	 caso,	 ya	 que	 por	 la	 zona	 donde	 navegaban
existen	 bancos	 de	 arena	 y	 en	 todo	 caso	 no	 habría	 tenido	 experiencia	 en	 el
manejo	de	este	tipo	de	naves	o	no	conocía	la	zona,	ya	que	según	el	informe	de
capitanía	 de	 puerto	 (...)	 dicho	 encausado	 no	 figura	 en	 sus	 registros	 (...)	 en
cuanto	 al	 acusado	 (...),	 al	 no	 haber	 estado	 conduciendo	 la	 nave	 sino	 se
encontraba	 en	 la	 embarcación	 en	 su	 condición	 de	 propietario,	 no	 puede
atribuirle	la	autoría	de	la	muerte	del	agraviado	occiso,	en	efecto,	el	delito	de
homicidio	culposo	que	se	le	imputa	a	dicho	encausado	se	configura	cuando	el
agente,	por	culpa,	ocasiona	la	muerte	de	una	persona	(...)	en	el	caso	de	autos,
el	procesado	(...)	no	conducía	la	nave	por	lo	que	no	existe	nexo	de	causalidad
entre	 su	 conducta	 y	 la	muerte	 del	 occiso;	 en	 todo	 caso,	 generó	 el	 peligro	 al
haber	 encallado	 la	 nave	 (sic)	 fue	 el	 conductor	 coprocesado	 (...),	 en
consecuencia	 no	 puede	 imputarse	 objetivamente	 el	 resultado	 muerte	 al
comportamiento	del	acusado	(...),	que	mas	bien,	este	último	acusado	tiene	 la
condición	de	tercero	civilmente	responsable	en	su	condición	de	propietario	de
la	nave	y	al	haber	permitido	que	el	acusado	(...)	 conduzca	 la	embarcación	a
pesar	 de	 que	 no	 tenía	 autorización	 legal	 para	 hacerlo;	 que	 asimismo,	 en	 el
delito	de	homicidio	 culposo	no	hay	coautoría,	 esto	es,	 si	dos	o	más	personas
realizan	 una	 acción	 culposa	 de	 la	 que	 deviene	 una	 muerte,	 habría	 una
concurrencia	 de	 imprevisiones	 en	 la	 que	 cada	 culpable	 responderá	 por	 su
personal	culpabilidad,	pero	de	ninguna	manera	a	título	de	coautoría	(...)	por
lo	 que	 queda	 claro	 que	 su	 obligación	 en	 estos	 hechos	 es	 la	 de	 resarcir
económicamente	a	la	víctima	del	delito,	en	su	condición	de	tercero	civilmente
responsable,	mas	no	puede	ser	materia	de	una	sanción	penal	(...)”.	(CSJ.	Loreto,
Exp.	N°	0031-99-AS,	ago.	13/99.	S.S.	Cabrera	Paredes)
JURISPRUDENCIA.—El	 propietario	 y	 el	 arrendatario	 son	 responsables
solidarios	de	los	daños	y	perjuicios	causados	por	el	vehículo.	“Habiéndose
determinado	 que	 el	 artículo	 29	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Transporte	 y	 Tránsito
Terrestre	número	27181	es	aplicable	al	presente	caso;	se	concluye	que	tanto	el
(...),	 en	 su	 calidad	 de	 propietario	 del	 vehículo	 causante	 del	 siniestro	 y	 la
empresa	 de	 (...),	 como	 arrendataria	 de	 dicho	 vehículo,	 son	 responsables
solidarios	por	los	daños	ocasionados	a	los	vehículos	de	propiedad	de	la	actora,
así	 como	 a	 la	 carga	 que	 transportaba”.	 (CS,	 Cas.	 2025-2013-Lima,	 jun.
02/2014.	V.	P.	Carpio	Rodríguez)
DOCTRINA.—Aplicación	concreta	del	concepto	de	imputación	objetiva.
“(...)	 piénsese	 en	 el	 cirujano	que	es	 investigado	penalmente	por	 la	posible
comisión	 de	 un	 delito	 de	 homicidio	 imprudente,	 en	 cuanto	 el	 paciente	 a
quien	intervenía	quirúrgicamente	falleció	en	el	transcurso	de	la	operación.
En	un	primer	nivel	de	análisis,	el	de	la	imputación	objetiva,	debe	analizarse
la	 conducta	del	hombre	en	cuanto	 ser	 social,	 lo	que	en	este	 caso	 concreto
significa	 evaluar	 la	 actuación	 del	 cirujano,	 para	 determinar	 si	 ella	 se
desarrolló	dentro	del	riesgo	permitido	o	si,	por	el	contrario,	con	ella	se	creó
un	 riesgo	 jurídicamente	 desaprobado	 que	 se	 realizó	 en	 el	 resultado.	 El
primer	 interrogante	 tendrá	 que	 ver,	 entonces,	 con	 la	 cuestión	 de	 si	 la
intervención	 quirúrgica	 se	 desarrolló	 conforme	 a	 la	 lex	 artis	 (lo	 que
supondría	que	el	médico	se	mantuvo	dentro	del	riesgo	permitido),	o	si	con
ella	 se	 desconocieron	 los	 parámetros	 trazados	 por	 la	 ciencia	 médica	 (en
cuyo	caso	el	cirujano	habrá	creado	con	su	conducta	un	riesgo	jurídicamente
desaprobado);	en	este	primer	nivel	de	valoración	resulta	importante	tomar
en	consideración	 la	 ‘representación	de	 la	realidad’(39),	 entendida	como	el
conocimiento	 que	 de	 la	 situación	 competía	 al	 portador	 de	 roles,	 de	 tal
manera	que	solo	podrá	imputarse	objetivamente	un	resultado	a	quien	en	un
determinado	rol	social	le	era	exigible	la	comprensión	de	los	elementos	de	su
conducta	 y	 el	 conocimiento	 de	 la	 prohibición	 que	 con	 ella	 infringía.	 En	 el
ejemplo	 propuesto,	 si	 se	 llegara	 a	 la	 conclusión	 de	 que	 la	 operación	 fue
realizada	conforme	a	la	lex	artis,	la	conducta	del	cirujano	carecerá	de	interés
para	 el	 derecho	 penal	 por	 encontrarse	 dentro	 del	 riesgo	 permitido,	 con
absoluta	independencia	de	que	ella	haya	sido	o	no	causa	del	fallecimiento	de
la	víctima	y	sin	importar	siquiera	si	el	médico	actuó	o	no	con	intención	de
causarle	la	muerte.
Si,	 por	 el	 contrario,	 la	 respuesta	 fuese	 negativa	 en	 cuanto	 se	 demostrara
que	 no	 sólo	 la	 conducta	 del	 cirujano	 fue	 contraria	 a	 la	 técnica	 médica
(creación	 de	 un	 riesgo	 jurídicamente	 desaprobado),	 sino	 que	 además	 esa
incorrecta	 intervención	quirúrgica	determinó	el	 fallecimiento	del	 paciente
(realización	del	riesgo	en	el	resultado),	este	resultado	le	sería	objetivamente
imputable	 al	 cirujano	 y,	 en	 consecuencia,	 debería	 procederse	 a	 la
elaboración	 del	 juicio	 de	 imputación	 subjetiva,	 en	 desarrollo	 del	 cual	 se
analizarán	 las	 circunstancias	 individuales	 que	 determinaron	 el
comportamiento	del	autor,	lo	que	supondrá,	fundamentalmente,	establecer
si	 su	 conducta	 fue	 intencional	 o	 imprudente	 y	 si	 en	 su	 favor	 puede
predicarse	 la	 existencia	 de	 una	 causa	 individual	 de	 exención	 de
responsabilidad.	Una	destacada	ventaja	de	esta	forma	de	distinguir	entre	los
aspectos	 objetivo	 y	 subjetivo	 del	 delito,	 es	 la	 de	 que	 el	 Estado	 no	 está
facultado	para	examinar	el	fuero	interno	del	individuo	(juicio	de	imputación
subjetiva),	 sino	solo	en	cuanto	su	comportamiento	constituya	un	 indebido
ataque	 al	 bien	 jurídico	 (juicio	 de	 imputación	 objetiva);	 pero	 mientras	 un
ciudadano	 se	 mantenga	 dentro	 del	 riesgo	 permitido,	 al	 Estado	 le	 está
vedado	 incursionar	 en	 el	 fuero	 interno	 del	 individuo	 para	 intentar
establecer	 la	 intención	 con	que	desplegó	 su	 conducta,	 o	 para	 averiguar	 la
finalidad	 que	 con	 ella	 perseguía.	 (...).”	 (REYES	 ALVARADO,	 Yesid.	 El
concepto	de	 imputación	objetiva.	Derecho	Penal	Contemporáneo	 -	Revista
Internacional,	Editorial	Legis,	Número	1,	octubre	-	diciembre	de	2006;	págs.
31	y	ss.)
COMENTARIO.—El	delito	imprudente:	estructura.	La	culpa	representa	el
límite	mínimo	de	responsabilidad	penal.	Si	el	agente	no	actuó	por	dolo	o	por
culpa	 será	 caso	 fortuito.	Más	allá	de	 los	 límites	del	dolo	y	 la	 culpa	no	hay
responsabilidad	penal	(artículo	11	del	Código	Penal).	Para	afirmar	si	existe
o	no	un	delito	culposo,	en	el	caso	de	homicidio,	el	juez	y	el	abogado	deben
verificar	que	la	conducta	cumpla	con:
1.	El	disvalor	de	 la	 acción	 (infracción	al	deber	objetivo	de	 cuidado).
Verificar	si	 frente	a	un	resultado	(muerte)	 la	conducta	ha	 infringido	uno	o
más	 deberes	 de	 cuidado.	 La	 ausencia	 de	 infracción	 del	 deber	 de	 cuidado
hace	que	 el	 disvalor	 de	 la	 acción	desaparezca	 y	 con	 ella	 la	 tipicidad	de	 la
conducta.	El	deber	objetivo	de	cuidado	depende	de	cada	tipo	en	especial.	La
diligencia	exigida	para	no	vulnerar	el	deber	objetivo	de	cuidado	es	aquella
que	se	exige	a	un	ser	humano	medio,	responsable	y	consciente	de	su	rol.
No	 incumplen	 el	 deber	 objetivo	 de	 cuidado	 –y	 por	 tanto	 son	 impunes–
aquellas	 conductas	 que	 se	 mantienen	 dentro	 de	 los	 límites	 del	 riesgo
permitido	 (conductas	 socialmente	 adecuadas).	 El	 tráfico	 automotor	 o	 la
actividad	médico	quirúrgica	ponen	en	peligro	permanente	la	vida	humana	y
no	por	eso	son	punibles	o	constitutivas	de	delito.
2.	 El	 disvalor	 de	 resultado	 (causalidad	 e	 imputación	 objetiva).	 Exige
que	 el	 resultado	 sea	 consecuencia	 de	 la	 conducta	 que	 infringe	 el	 deber
objetivo	 de	 cuidado.	 El	 vínculo	 entre	 acción	 y	 resultado	 en	 los	 delitos
imprudentes	se	resuelve	con	la	teoría	de	la	equivalencia	de	las	condiciones
por	 la	 que	 causa	del	 resultado	 es	 aquella	 que	 suprimiéndose	 trae	 consigo
también	 la	 eliminación	 del	 resultado.	 El	 juicio	 de	 imputación	 objetiva
(vínculo	entre	acción	y	resultado)	se	debe	negar	en	los	delitos	imprudentes
cuando:
a)	 Se	 trata	 de	 un	 comportamiento	 alternativo	 de	 acuerdo	 a	 derecho
(actuando	de	manera	diligente	también	se	hubiera	producido	el	resultado).
Ejemplos.	 El	 caso	 del	 pelo	 de	 cabra	 el	 imputado	 había	 comprado	 a	 una
empresa	 china	 pelo	 de	 cabra	 para	 su	 fábrica	 de	 pinceles	 y,	 pese	 a	 que	 la
empresa	le	había	comunicado	que	tenía	que	desinfectarlos,	había	hecho	que
sus	 trabajadores	 los	 transformasen	 en	 pinceles	 sin	 previa	 desinfección.
Consecuencia:	 cuatro	 trabajadoras	 muertas.	 Informe	 de	 los	 peritos:	 igual
resultado	se	hubiera	producido	si	se	hubiese	realizado	la	desinfección,	pues
no	 había	 garantía	 de	 eliminar	 los	 gérmenes.	 El	 caso	 de	 la	 novocaína:	 el
médico	había	empleado	para	anestesiar	una	inyección	de	cocaína	en	vez	de
novocaína,	 que	 era	 lo	 más	 conveniente	 desde	 el	 punto	 de	 vista	 médico.
Consecuencia:	el	paciente	murió,	luego	se	supo	que	por	la	constitución	física
del	paciente,	el	empleo	de	novocaína	hubiera	provocado	también	la	muerte.
b)	El	resultado	queda	al	margen	del	ámbito	de	protección	de	la	norma	o	del
alcance	del	tipo,	ejemplos:	Conduciendo	a	velocidad	excesiva,	“A”	atropella
a	 un	 suicida	 que	 se	 echa	 bajo	 sus	 ruedas.	 La	 prohibición	 de	 velocidad
excesiva	no	se	dirigía	a	evitar	al	atropello	del	suicida.	Un	conductor	carece
de	 permiso	 de	 conducir	 y	 de	 los	 necesarios	 conocimientos,	 lo	 que	 hace
imprudente	su	conducción,	pero	la	colisión	que	sufre	se	debe	a	que	el	otro
vehículo	se	salta	un	“stop”	y	no	a	su	falta	de	permiso	de	conducir.
C.	P.
ART.	112.—Homicidio	por	piedad.	El	que,	por	piedad,	mata	a	un
enfermo	incurable	que	le	solicita	de	manera	expresa	y	consciente
para	poner	fin	a	sus	intolerables	dolores,	será	reprimido	con	pena
privativa	de	libertad	no	mayor	de	tres	años.
DOCTRINA.—Homicidio	 piadoso	 y	 eutanasia.	 Consentimiento	 del
sujeto	 pasivo	 como	 justificación	 del	 hecho.	 “El	 actor	 confunde	 los
conceptos	de	homicidio	eutanásico	y	homicidio	eugenésico;	en	el	primero	la
motivación	consiste	en	ayudar	a	otro	a	morir	dignamente,	en	tanto	que	en	el
segundo	 se	 persigue	 como	 fin,	 con	 fundamento	 en	 hipótesis
seudocientíficas,	 la	 preservación	 y	 el	 mejoramiento	 de	 la	 raza	 o	 de	 la
especie	humana.	Es	además,	el	homicidio	pietístico,	un	tipo	que	precisa	de
unas	 condiciones	 objetivas	 en	 el	 sujeto	 pasivo,	 consistentes	 en	 que	 se
encuentre	 padeciendo	 intensos	 sufrimientos,	 provenientes	 de	 lesión
corporal	o	de	enfermedad	grave	o	incurable,	es	decir,	no	se	trata	de	eliminar
a	 los	 improductivos,	 sino	 de	 hacer	 que	 cese	 el	 dolor	 del	 que	 padece	 sin
ninguna	esperanza	de	que	termine	su	sufrimiento.
Es	 preciso	 aclarar	 que	 diferentes	 conductas	 pueden	 adecuarse	 al	 tipo
penal,	 lo	que	necesariamente	 lleva	a	 la	 corte,	 a	 la	 luz	de	 la	Constitución,	a
realizar	 un	 análisis	 distinto	 frente	 a	 cada	 una	 de	 ellas.	 En	 efecto,	 el
comportamiento	no	es	el	mismo	cuando	el	sujeto	pasivo	no	ha	manifestado
su	voluntad,	o	se	opone	a	la	materialización	del	hecho	porque,	a	pesar	de	las
condiciones	físicas	en	que	se	encuentra,	desea	seguir	viviendo	hasta	el	final;
al	de	aquél	que	realiza	la	conducta	cuando	la	persona	consiente	el	hecho	y
solicita	que	le	ayuden	a	morir	(...).
Para	el	derecho	penal	del	acto,	uno	de	 los	criterios	básicos	de	 imposición
de	 la	pena	es	el	 grado	de	 culpabilidad,	de	 tal	manera	que	a	 su	autor	 se	 le
impone	una	sanción,	mayor	o	menor,	atendiendo	a	 la	entidad	del	 juicio	de
exigibilidad,	es	decir,	la	pena	debe	ser	proporcional	al	grado	de	culpabilidad.
No	obstante,	es	de	considerar	que	el	aspecto	subjetivo	de	la	prohibición	no
se	agota,	en	todos	 los	casos,	en	 las	 formas	de	culpabilidad	que	enumera	el
Código	Penal	(dolo,	culpa	y	preterintención).	La	 ilicitud	de	muchos	hechos
no	 depende	 únicamente	 de	 su	 materialización	 y	 realización	 consciente	 y
voluntariamente,	sino	que	debe	tenerse	en	cuenta	el	sentido	específico	que
a	 la	 acción	 u	 omisión	 le	 imprime	 el	 fin	 perseguido	 por	 el	 sujeto.	 Tales
componentes	sicológicos	pueden	ser	tenidos	en	cuenta	únicamente	cuando
es	el	propio	tipo	el	que	de	modo	expreso	los	acoge,	ya	sea	para	fundamentar
el	injusto,	su	agravación,	atenuación	o	exclusión.	(...).
Aceptado,	entonces,	que	los	móviles	pueden	hacer	parte	de	la	descripción
del	tipo	penal,	sin	que	por	ello,	en	principio,	se	vulnere	ninguna	disposición
constitucional,	 el	 paso	 siguiente	 consistirá	 en	 examinar	 si	 la	 disminución
punitiva	 que	 contempla	 la	 norma	 acusada,	 en	 relación	 con	 el	 tipo	 de
homicidio	simple	o	agravado,	en	consideración	al	aspecto	subjetivo	del	acto,
resulta	proporcionada	y	razonable	o,	por	el	contrario,	desconoce	derechos	y
garantías	fundamentales.
La	 piedad	 es	 un	 estado	 afectivo	 de	 conmoción	 y	 alteración	 anímica
profundas,	similar	al	estado	de	dolor	que	consagra	el	artículo	60	del	Código
Penal	 como	causal	genérica	de	atenuación	punitiva;	pero	que,	a	diferencia
de	éste,	mueve	a	obrar	en	favor	de	otro	y	no	en	consideración	a	sí	mismo.
Quien	 mata	 a	 otro	 por	 piedad,	 con	 el	 propósito	 de	 ponerles	 fin	 a	 los
intensos	sufrimientos	que	padece,	obra	con	un	claro	sentido	altruista,	y	es
esa	motivación	la	que	ha	llevado	al	 legislador	a	crear	un	tipo	autónomo,	al
cual	atribuye	una	pena	considerablemente	menor	a	la	prevista	para	el	delito
de	 homicidio	 simple	 o	 agravado.	 Tal	 decisión	 no	 desconoce	 el	 derecho
fundamental	 a	 la	 vida	 consagrado	 (…),	 pues	 la	 conducta,	 no	 obstante	 la
motivación,	 sigue	 siendo	antijurídica,	 es	decir,	 legalmente	 injusta;	pero	en
consideración	al	aspecto	subjetivo	la	sanción	es	menor,	lo	que	se	traduce	en
respeto	 por	 el	 principio	 de	 culpabilidad,	 derivado	 de	 la	 adopción	 de	 un
derecho	penal	del	acto,	tal	como	lo	consagró	el	constituyente	(…)”.	(C.	Const.
de	Colombia,	Sent.	C-239,	may.	20/97.	M.P.	Carlos	Gaviria	Díaz)
DOCTRINA.—Enfermos	 terminales,	 homicidio	 por	 piedad	 y
consentimiento	del	sujeto	pasivo.	“El	consentimiento	es,	en	relación	con
algunos	tipos	penales,	causal	de	atipicidad,	como	en	el	hurto,	daño	en	bien
ajeno,	secuestro,	extorsión;	en	otros,	circunstancia	de	atenuación	punitiva,
v.	 gr.,	 la	 sanción	 para	 quien	 realice	 el	 aborto,	 es	 menor	 cuando	 la	 mujer
consiente	en	el	hecho	y,	en	otros	hechos	punibles,	el	 consentimiento	de	 la
víctima	es	una	condición	necesaria	para	la	configuración	del	tipo,	como	en	el
estupro.	En	relación	con	el	homicidio	por	piedad,	ninguna	disposición	penal
hace	alusión	al	consentimiento	del	sujeto	pasivo	del	hecho	(...).
La	 carta	 no	 es	 neutra	 frente	 al	 valor	 vida	 sino	 que	 es	 un	 ordenamiento
claramente	 en	 favor	 de	 él,	 opción	política	 que	 tiene	 implicaciones,	 ya	 que
comporta	 efectivamente	 un	 deber	 del	 Estado	 de	 proteger	 la	 vida.	 Sin
embargo,	tal	y	como	la	corte	ya	lo	mostró	en	anteriores	decisiones,	el	Estado
no	puede	pretender	cumplir	esa	obligación	desconociendo	la	autonomía	y	la
dignidad	de	las	propias	personas.	Por	ello	ha	sido	doctrina	constante	de	esta
corporación	que	toda	terapia	debe	contar	con	el	consentimiento	informado
del	paciente,	quien	puede	entonces	rehusar	determinados	tratamientos	que
objetivamente	podrían	prolongar	la	duración	de	su	existencia	biológica	pero
que	él	considera	incompatibles	con	sus	más	hondas	convicciones	personales
(...).
El	deber	del	Estado	de	proteger	la	vida	debe	ser	entonces	compatible	con	el
respeto	a	 la	dignidad	humana	y	al	 libre	desarrollo	de	 la	personalidad.	Por
ello	 la	 corte	 considera	 que	 frente	 a	 los	 enfermos	 terminales	 que
experimentan	 intensos	 sufrimientos,	 este	 deber	 estatal	 cede	 frente	 al
consentimiento	informado	del	paciente	que	desea	morir	en	forma	digna.	En
efecto,	 en	 este	 caso,	 el	 deber	 estatal	 se	 debilita	 considerablemente	 por
cuanto,	en	virtud	de	 los	 informes	médicos,	puede	sostenerse	que,	más	allá
de	toda	duda	razonable,	la	muerte	es	inevitable	en	un	tiempo	relativamente
corto.	 En	 cambio,	 la	 decisión	 de	 cómo	 enfrentar	 la	 muerte	 adquiere	 una
importancia	decisiva	para	el	enfermo	terminal,	que	sabe	que	no	puede	ser
curado,	y	que	por	ende	no	está	optando	entre	la	muerte	y	muchos	años	de
vida	 plena,	 sino	 entre	 morir	 en	 condiciones	 que	 él	 escoge,	 o	 morir	 poco
tiempo	 después	 en	 circunstancias	 dolorosas	 y	 que	 juzga	 indignas.	 El
derecho	fundamental	a	vivir	en	forma	digna	implica	entonces	el	derecho	a
morir	dignamente,	pues	condenar	a	una	persona	a	prolongar	por	un	tiempo
escaso	 su	 existencia,	 cuando	 no	 lo	 desea	 y	 padece	 profundas	 aflicciones,
equivale	no	sólo	a	un	trato	cruel	e	inhumano,	prohibido	 (…),	sino	a	una
anulación	de	su	dignidad	y	de	su	autonomía	como	sujeto	moral.	La	persona
quedaría	 reducida	a	un	 instrumento	para	 la	preservación	de	 la	vida	 como
valor	abstracto.
Por	todo	lo	anterior,	la	corte	concluye	que	el	Estado	no	puede	oponerse	a	la
decisión	del	individuo	que	no	desea	seguir	viviendo	y	que	solicita	le	ayuden
a	 morir,	 cuando	 sufre	 una	 enfermedad	 terminal	 que	 le	 produce	 dolores
insoportables,	 incompatibles	con	su	 idea	de	dignidad.	 Por	 consiguiente,
si	un	enfermo	 terminal	que	 se	encuentra	en	 las	 condiciones	objetivas	que
plantea	 el	 artículo	 326	 del	 Código	 Penal	 considera	 que	 su	 vida	 debe
concluir,	porque	la	juzga	incompatible	con	su	dignidad,	puede	proceder	en
consecuencia,	 en	ejercicio	de	 su	 libertad,	 sin	que	el	Estado	esté	habilitado
para	oponerse	a	su	designio,	ni	 impedir,	a	 través	de	 la	prohibición	o	de	 la
sanción,	que	un	 tercero	 le	ayude	a	hacer	uso	de	 su	opción.	No	se	 trata	de
restarle	importancia	al	deber	del	Estado	de	proteger	la	vida	sino,	como	ya	se
ha	 señalado,	 de	 reconocer	 que	 esta	 obligación	 no	 se	 traduce	 en	 la
preservación	de	la	vida	sólo	como	hecho	biológico.
El	deber	de	no	matar	encuentra	excepciones	en	la	legislación,	a	través	de	la
consagración	de	figuras	como	la	legítima	defensa,	y	el	estado	de	necesidad,
en	virtud	de	las	cuales	matar	no	resulta	antijurídico,	siempre	que	se	den	los
supuestos	objetivos	determinados	en	las	disposiciones	respectivas.
En	el	caso	del	homicidio	pietístico,	consentido	por	el	sujeto	pasivo	del	acto,
el	carácter	relativo	de	esta	prohibición	jurídica	se	traduce	en	el	respeto	a	la
voluntad	 del	 sujeto	 que	 sufre	 una	 enfermedad	 terminal	 que	 le	 produce
grandes	 padecimientos,	 y	 que	 no	 desea	 alargar	 su	 vida	 dolorosa.	 La
actuación	del	sujeto	activo	carece	de	antijuridicidad,	porque	se	trata	de	un
acto	 solidario	 que	 no	 se	 realiza	 por	 la	 decisión	 personal	 de	 suprimir	 una
vida,	 sino	 por	 la	 solicitud	 de	 aquél	 que	 por	 sus	 intensos	 sufrimientos,
producto	de	una	enfermedad	terminal,	pide	le	ayuden	a	morir.
No	sobra	recordar	que	el	consentimiento	del	sujeto	pasivo	debe	ser	 libre,
manifestado	 inequívocamente	 por	 una	 persona	 con	 capacidad	 de
comprender	 la	 situación	 en	 que	 se	 encuentra.	 Es	 decir,	 el	 consentimiento
implica	 que	 la	 persona	 posee	 información	 seria	 y	 fiable	 acerca	 de	 su
enfermedad	y	de	las	opciones	terapéuticas	y	su	pronóstico,	y	cuenta	con	la
capacidad	 intelectual	 suficiente	 para	 tomar	 la	 decisión.	 Por	 ello	 la	 corte
concluye	que	el	sujeto	activo	debe	de	ser	un	médico,	puesto	que	es	el	único
profesional	 capaz	no	 sólo	de	 suministrar	 esa	 información	 al	 paciente	 sino
además	de	brindarle	 las	 condiciones	para	morir	dignamente.	Por	ende,	en
los	 casos	 de	 enfermos	 terminales,	 los	 médicos	 que	 ejecuten	 el	 hecho
descrito	 en	 la	 norma	 penal	 con	 el	 consentimiento	 del	 sujeto	 pasivo	 no
pueden	ser,	entonces,	objeto	de	sanción	y,	en	consecuencia,	los	jueces	deben
exonerar	de	 responsabilidad	 a	quienes	 así	 obren”.	 (C.	 Const.	 de	Colombia,
Sent.	C-239,	may.	20/97,	M.P.	Carlos	Gaviria	Díaz)
C.	P.
ART.	113.—Inducción	y	ayuda	al	suicidio.	El	que	instiga	a	otro
el	suicidio	o	lo	ayuda	a	cometerlo,	será	reprimido	si	el	suicidio	se
ha	consumado	o	intentado,	con	pena	privativa	de	libertad	no
menor	de	uno	ni	mayor	de	cuatro	años.
La	pena	será	no	menor	de	dos	ni	mayor	de	cinco	años,	si	el	agente
actuó	por	un	móvil	egoísta.
CAPÍTULO	II
Aborto
C.	P.
ART.	 114.—Autoaborto	 y	 aborto	 consentido.	 La	 mujer	 que
causa	su	aborto,	o	consiente	que	otro	le	practique,	será	reprimida
con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 mayor	 de	 dos	 años	 o	 con
prestación	 de	 servicio	 comunitario	 de	 cincuentidós	 a	 ciento
cuatro	jornadas.
SUJETO	DE	DERECHO
C.	C.
ART.	1°.—La	persona	humana	es	sujeto	de	derecho	desde	su	nacimiento.
La	 vida	 humana	 comienza	 con	 la	 concepción.	 El	 concebido	 es	 sujeto	 de
derecho	 para	 todo	 cuanto	 le	 favorece.	 La	 atribución	 de	 derechos
patrimoniales	está	condicionada	a	que	nazca	vivo.
C.	de	los	N.	y	A.
ART.	 I.—Definición.	 Se	 considera	 niño	 a	 todo	 ser	 humano	 desde	 su
concepción	 hasta	 cumplir	 los	 doce	 años	 de	 edad	 y	 adolescente	 desde	 los
doce	hasta	cumplir	los	dieciocho	años	de	edad.
El	 Estado	 protege	 al	 concebido	 para	 todo	 lo	 que	 le	 favorece.	 Si	 existiera
duda	acerca	de	la	edad	de	una	persona,	se	le	considerará	niño	o	adolescente
mientras	no	se	pruebe	lo	contrario.
C.	de	los	N.	y	A.
ART.	 II.—Sujeto	 de	 derechos.	 El	 niño	 y	 el	 adolescente	 son	 sujetos	 de
derechos,	 libertades	 y	 de	 protección	 específica.	 Deben	 cumplir	 las
obligaciones	consagradas	en	esta	norma.
DOCTRINA.—Bien	 jurídico	 protegido.	 “El	 Código	 Penal	 protege	 la	 vida
humana	en	 sus	diversas	 etapas	de	desarrollo:	En	 el	 período	de	 formación
biológica,	 etapa	 prenatal	 (aborto)	 y	 en	 el	 período	 de	 plena	 constitución
biológica,	 etapa	 postnatal	 (homicidio).	 La	 distinta	 valoración	 social	 de	 las
dos	 etapas	 del	 desarrollo	 de	 la	 vida	 humana	 funciona	 como	 exacta
justificación	para	 la	 diferencia	 y	 existencia	 entre	 el	 homicidio	 y	 el	 aborto.
Las	mejores	tesis	ven	al	concebido	como	‘sujeto	de	derecho’	y	por	tanto	de
protección	jurídica	independiente	del	consentimiento	o	no	de	la	madre:	 ‘El
concebido	 no	 se	 reduce	 pues	 a	 ser	 una	 suerte	 de	 bien	 o	 instrumento
disponible	de	la	madre’.
La	 discusión	 del	 aborto	 que	 pasa	 por	 la	 criminalización	 total	 del	 aborto
(criterio	 generalmente	 sustentado	 por	 la	 iglesia	 católica)	 y	 la	 total
descriminalización	 (fundado	 entre	 otras	 cosas	 en	 el	 respeto	 absoluto	 al
derecho	 de	 la	 mujer	 a	 disponer	 de	 su	 propio	 cuerpo	 y	 de	 las	 partes	 del
mismo	–se	considera	parte	del	cuerpo	al	producto	de	la	concepción–	o	en	un
respeto	 al	 derecho	 de	 la	 libertad	 y	 autodeterminación	 sobre	 su	 esfera	 de
organización	y	sobre	su	cuerpo)	implica	no	sólo	cuestiones	de	orden	penal	o
jurídicas	sino	políticas,	sociales,	económicas,	culturales.
En	 el	 Código	 Penal,	 el	 aborto	 se	 presenta	 como	un	 conflicto	 de	 intereses
entre	el	respeto	a	la	vida	del	concebido	y	el	respeto	a	la	vida,	salud,	libertad
y	dignidad	de	la	embarazada	(Art.	119),	la	solución	ha	de	ser	sólo	valorativa
(criterio	del	interés	preponderante).
El	límite	mínimo	en	el	delito	de	aborto	no	es	la	fecundación	del	óvulo	sino
(según	datos	de	la	ciencia)	la	anidación	de	éste	en	el	útero.	Es	la	anidación	la
etapa	 que	 da	 inicio	 a	 la	 individualización	 del	 nuevo	 ser	 (catorce	 días
después	de	 la	 fecundación).	El	criterio	de	hacer	punible	el	aborto	desde	 la
anidación	 del	 óvulo	 resulta	 útil	 para	 descartar	 la	 tipicidad	 en	 los	medios
anticonceptivos	que	se	orientan	a	evitar	la	anidación	del	óvulo	en	el	útero	o
en	la	destrucción	de	embriones	fecundados	in	vitro,	aún	no	implantados.	El
límite	máximo	está	dado	por	la	frase	 ‘durante	el	parto’	–artículo	110	del	C.
P.–;	 por	 tanto,	 deja	 de	 haber	 aborto	 cuando	 se	 producen	 las	 primeras
contracciones	del	útero,	involuntarias,	rítmicas	e	inminentes	a	la	expulsión
del	nuevo	ser.
El	 sujeto	 pasivo	 no	 es	 la	 comunidad,	 ni	 la	madre	 sino	 el	 titular	 del	 bien
jurídico:	 el	 concebido.”	 (CASTILLO	 ALVA,	 José	 Luis.	 “Tratado	 de	 Derecho
Penal	-	Parte	Especial”,	inédito)
DOCTRINA.—Protección	de	la	vida	humana	del	que	está	por	nacer.	“Es
cierto,	que	nuestra	Constitución	Política	reconoce	expresamente	el	derecho
inviolable	 a	 la	 vida	 a	 quienes	 son	 personas	 pertenecientes	 al	 género
humano;	 pero	 de	 allí	 no	 se	 sigue	 que	 la	 vida	 humana	 latente	 en	 el
nasciturus,	 carezca	 de	 protección	 constitucional.	 En	 efecto,	 si	 el	 valor
esencial	 protegido	 por	 el	 ordenamiento	 superior	 es	 la	 vida	 humana,
necesariamente	 debe	 colegirse	 que	 en	 donde	 haya	 vida,	 debe	 existir	 el
consecuente	amparo	estatal.
En	 otros	 términos	 la	 Constitución	 no	 sólo	 protege	 el	 producto	 de	 la
concepción	que	se	plasma	en	el	nacimiento,	el	cual	determina	la		existencia
de	 la	persona	 jurídica	natural,	 en	 los	 términos	de	 las	 regulaciones	 legales,
sino	el	proceso	mismo	de	la	vida	humana,	que	se	inicia	con	la	concepción,	se
desarrolla	y	perfecciona	luego	con	el	feto,	y	adquiere	individualidad	con	el
nacimiento.
La	vida	que	la	Constitución	Política	protege,	comienza	desde	el	instante	de
la	gestación,	dado	que	la	protección	de	la	vida	en	la	etapa	de	su	proceso	en
el	 cuerpo	materno,	 es	 condición	 necesaria	 para	 la	 vida	 independiente	 del
ser	 humano	 fuera	 del	 vientre	 de	 la	madre.	 Por	 otra	 parte,	 la	 concepción,
genera	un	tercer	ser	que	existencialmente	es	diferente	de	la	madre,	y	cuyo
desarrollo	 y	 perfeccionamiento	 para	 adquirir	 viabilidad	 de	 vida
independiente,	concretada	con	el	nacimiento,	no	puede	quedar	al	arbitrio	de
la	libre	decisión	de	la	embarazada.
En	virtud	de	lo	anterior,	el	Estado	tiene	la	obligación	de	establecer,	para	la
defensa	de	la	vida	que	se	inicia	con	la	concepción,	un	sistema	de	protección
legal	 efectivo,	 y	 dado	 el	 carácter	 fundamental	 del	 derecho	 a	 la	 vida,	 su
instrumentación	 necesariamente	 debe	 incluir	 la	 adopción	 de	 normas
penales,	que	están	libradas	al	criterio	discrecional	del	legislador,	dentro	de
los	límites	del	ordenamiento	constitucional.
El	reconocimiento	constitucional	de	la	primacía	e	inviolabilidad	de	la	vida
excluye,	 en	 principio,	 cualquier	 posibilidad	 permisiva	 de	 actos	 que	 estén
voluntaria	y	directamente	ordenados	a	provocar	la	muerte	de	seres	todavía
no	 nacidos,	 y	 autoriza	 al	 legislador	 para	 penalizar	 los	 actos	 destinados	 a
provocar	su	muerte.
La	vida	del	nasciturus	encarna	un	valor	fundamental,	por	 la	esperanza	de
su	existencia	como	persona	que	representa,	y	por	su	estado	de	indefensión
manifiesto	que	requiere	de	la	especial	protección	del	Estado.
En	la	asamblea	constituyente,	al	discutirse	lo	relativo	a	los	derechos	de	la
mujer,	 unánimemente	 se	 desechó	 por	 inconveniente	 una	 propuesta,	 en	 el
sentido	 de	 que	 ‘la	 mujer	 es	 libre	 de	 elegir	 la	 opción	 de	 la	 maternidad
conforme	a	la	ley	(...)’,	lo	cual	es	indicativo	de	que	el	constituyente	no	optó,
por	 la	 permisión	 del	 aborto,	 y	 dejó	 en	 manos	 del	 legislador,	 regular	 los
términos	de	su	penalización	(...).
Dice	el	demandante,	para	apoyar	su	pretensión	de	inconstitucionalidad	de
la	norma	acusada,	que	el	nasciturus	no	es	persona	y,	por	lo	tanto,	en	cuanto
la	Constitución	protege	el	derecho	a	la	vida	de	quienes	son	personas,	no	es
procedente	penalizar	el	aborto	(...).
Estima	 la	 sala,	 que	persona,	 es	 lo	mismo	que	decir	 sujeto	de	derecho,	 en
virtud	de	que	 ‘el	hombre	sólo	es	persona	en	sentido	 jurídico	en	cuanto	es
titular	 de	 los	 derechos	 y	 obligaciones	 correlativas	 cuya	 realización	dentro
del	 orden	 y	 la	 justicia	 es	 el	 fin	 del	 derecho	 objetivo,	 de	 la	 norma’.	 No
obstante,	 la	 argumentación	 del	 actor	 no	 es	 de	 recibo,	 pues	 como	 se	 ha
dejado	expresado,	no	se	requiere	ser	persona	humana,	con	 la	connotación
jurídica	que	ello	implica,	para	tener	derecho	a	la	protección	de	la	vida,	pues
el	nasciturus,	como	se	vio	antes,	tiene	el	derecho	a	la	vida	desde	el	momento
de	 la	 concepción,	 independientemente	 de	 que	 en	 virtud	 del	 nacimiento
llegue	 a	 su	 configuración	 como	 persona”.	 (C.	 Const.	 de	 Colombia,	 Sent.	 C-
133,	mar.	17/94,	M.P.	Antonio	Barrera	Carbonell)
DOCTRINA.—La	 penalización	 del	 aborto	 no	 vulnera	 el	 derecho	 de	 la
pareja	a	decidir	el	número	de	sus	hijos.	“El	demandante	manifiesta	que	la
penalización	 del	 aborto,	 atenta	 contra	 la	 libertad	 de	 las	 parejas	 a	 decidir
libre	y	responsablemente	el	número	de	hijos,	y	la	libertad	de	conciencia	y	de
culto,	de	quienes	consideran	que	las	prácticas	abortivas	no	constituyen	una
acción	moralmente	ilícita.
Esta	 	corte	admite	que	en	el	problema	del	aborto	 inciden	con	gran	fuerza
ideas,	 creencias	 y	 convicciones	 morales;	 por	 esta	 circunstancia,	 y	 para
garantizar	la	imparcialidad	en	el	juicio	inherente	a	la	función	jurisdiccional,
hace	abstracción	de	todo	elemento	o	patrón	de	interpretación	que	no	sea	el
estrictamente	jurídico.
En	atención	a	que	la	gestación	genera	un	ser	existencialmente	distinto	de	la
madre,	cuya	conservación	y	desarrollo,	no	puede	quedar	sometido	a	la	libre
decisión	 de	 la	 embarazada,	 y	 cuya	 vida	 está	 garantizada	 por	 el	 Estado,	 la
disposición	 constitucional	 en	 virtud	 de	 la	 cual	 ‘la	 pareja	 tiene	 derecho	 a
decidir	libre	y	responsablemente	el	número	de	hijos’,	debe	ser	entendida	en
el	sentido	de	que	la	pareja	puede	ejercer	este	derecho	sólo	hasta	antes	del
momento	de	la	concepción;	por	consiguiente,	dicha	norma	no	le	da	derecho
para	 provocar	 la	 interrupción	 del	 proceso	 de	 la	 gestación,	 pues	 la
inviolabilidad	 del	 derecho	 a	 la	 vida,	 esto	 es,	 a	 la	 existencia	 humana,	 que
reclama	 la	 tutela	 jurídica	del	Estado,	asiste	al	 ser	humano	durante	 todo	el
proceso	 biológico	 que	 se	 inicia	 con	 la	 concepción	 y	 concluye	 con	 el
nacimiento.
Lo	 anterior,	 no	 implica	 desconocimiento	 de	 la	 autonomía	 o
autodeterminación	 de	 la	 mujer	 o	 de	 la	 pareja	 para	 decidir	 sobre	 tan
trascendente	aspecto	de	sus	vidas,	a	través	de	las	prácticas	anticonceptivas,
o	que	se	ignoren	los	derechos	a	la	dignidad	personal,	libre	desarrollo	de	la
personalidad,	 integridad	 física	 y	 moral,	 honor	 e	 intimidad	 personal	 y
familiar,	pues	dicha	autonomía	y	el	ejercicio	de	los	referidos	derechos,	debe
compatibilizarse	con	la	protección	de	la	vida	humana.
No	 se	 descarta	 la	 posibilidad	 de	 eventuales	 conflictos	 entre	 los	 derechos
fundamentales	 de	 la	 embarazada	 y	 los	 derechos	 del	 nasciturus;	 pero	 a	
juicio	de	la	corte	no	es	su	misión,	sino	tarea	del	legislador	diseñar	la	política
criminal,	a	través	de	la	expedición	de		reglas	que	contribuyan	a	la	solución
de	dichos	conflictos”.	(C.	Const.	de	Colombia,	Sent.	C-133,	mar.	17/94,	M.P.
Antonio	Barrera	Carbonell).
C.	P.
ART.	 115.—Aborto	 consentido.	 El	 que	 causa	 el	 aborto	 con	 el
consentimiento	de	la	gestante,	será	reprimido	con	pena	privativa
de	libertad	no	menor	de	uno	ni	mayor	de	cuatro	años.
Si	sobreviene	la	muerte	de	la	mujer	y	el	agente	pudo	prever	este
resultado,	la	pena	será	no	menor	de	dos	ni	mayor	de	cinco	años.
JURISPRUDENCIA.—Para	el	Tribunal	Constitucional	la	fecundación
determina	el	inicio	de	la	vida.	“(…)	surgiendo	la	disyuntiva	de	tener	que
optar	por	uno	de	los	principios	de	interpretación	constitucional	desarrollados
supra	respecto	a	la	constitución	del	concebido;	este	colegiado	se	decanta	por
considerar	que	la	concepción	de	un	nuevo	ser	humano	se	produce	con	la	fusión
de	las	células	materna	y	paterna	con	lo	cual	se	da	origen	a	una	nueva	célula
que,	de	acuerdo	al	estado	actual	de	la	ciencia,	constituye	el	inicio	de	la	vida	de
un	nuevo	ser.	Un	ser	único	e	irrepetible,	con	su	configuración	e	individualidad
genética	completa	y	que	podrá,	de	no	interrumpirse	su	proceso	vital,	seguir	su
curso	hacia	su	vida	independiente.	La	anidación	o	implantación,	en
consecuencia,	forma	parte	del	desarrollo	del	proceso	vital,	mas	no	constituye
su	inicio.	(…).”	(TC,	Exp.	02005-2009-AA,	oct.	23/2009.	S.S.	Vergara	Gotelli)
DOCTRINA.—Protección	del	embrión	fecundado	pero	no	anidado	exige
debate	 de	 una	 legislación	 especial.	 “(…)	 El	 Tribunal	 Constitucional	 a
nuestro	 entender,	 no	 debe	 pretender	 solucionar	 debates	 científicos	 ni
mucho	 menos	 definir	 lo	 que	 solo	 las	 especialidades	 respectivas	 están
llamadas	 a	 dilucidar	 y	 responder;	 pero	 sí	 es	 su	 responsabilidad	 ser	 el
intérprete	 constitucional,	 con	 el	 auxilio	 que	 cada	 ciencia	 o	 disciplina	 le
proporciona	en	cada	caso,	en	el	espacio	y	tiempo	pertinente.	(…).
(…)	 No	 obstante,	 con	 las	 afirmaciones	 precedentes,	 es	 de	 absoluta
relevancia	 puntualizar	 que	 no	 estamos	 afirmando	 que	 el	 estatus	 de	 un
embrión	 fecundado	 pero	 no	 anidado	 no	 se	 encuentre	 ligado	 a	 un	 tema
concerniente	con	la	vida	y	tampoco	estamos	tomando	posición	respecto	al
debate	de	 la	ciencia	respecto	de	 las	teorías	del	 inicio	de	 la	concepción.	Sin
embargo,	 atendiendo	 a	 la	 relevancia	 de	 la	 materia,	 es	 que	 consideramos
necesario	recomendar	que	el	Estado,	a	través	de	sus	órganos	competentes,
estime	debatir	una	 legislación	que	responda	al	 tratamiento	que	el	derecho
debe	dar	al	embrión	antes	de	su	anidación.”	(TC,	Exp.	02005-2009-AA,	oct.
23/2009.	Voto	singular	de	los	magistrados	Landa	Arroyo	y	Calle	Hayen)
C.	P.
ART.	 116.—Aborto	 no	 consentido.	 El	 que	 hace	 abortar	 a	 una
mujer	 sin	 su	 consentimiento,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa
de	libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	cinco	años.
Si	sobreviene	la	muerte	de	la	mujer	y	el	agente	pudo	prever	este
resultado,	la	pena	será	no	menor	de	cinco	ni	mayor	de	diez	años.
C.	P.
ART.	 117.—Cualificación	 por	 el	 abuso	 de	 la	 profesión
sanitaria.	 El	 médico,	 obstetra,	 farmacéutico,	 o	 cualquier
profesional	sanitario,	que	abusa	de	su	ciencia	o	arte	para	causar	el
aborto,	 será	 reprimido	 con	 la	 pena	 de	 los	 artículos	 115	 y	 116	 e
inhabilitación	conforme	al	artículo	36	incisos	4	y	8.
C.	P.
ART.	118.—Aborto	preterintencional.	El	que,	con	violencia,
ocasiona	un	aborto,	sin	haber	tenido	el	propósito	de	causarlo,
siendo	notorio	o	constándole	el	embarazo,	será	reprimido	con
pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	dos	años,	o	con	prestación
de	servicio	comunitario	de	cincuentidós	a	ciento	cuatro	jornadas.
C.	P.
ART.	119.—Aborto	no	punible	por	indicación	terapéutica.	No
es	 punible	 el	 aborto	 practicado	 por	 un	 médico	 con	 el
consentimiento	 de	 la	 mujer	 embarazada	 o	 de	 su	 representante
legal,	si	lo	tuviere,	cuando	es	el	único	medio	para	salvar	la	vida	de
la	gestante	o	para	evitar	en	su	salud	un	mal	grave	y	permanente.
R.	M.	486-2014/Minsa.
ART.	 1°.—Aprobar	 la	 “Guía	 técnica	 nacional	 para	 la	 estandarización	 del
procedimiento	 de	 la	 atención	 integral	 de	 la	 gestante	 en	 la	 interrupción
voluntaria	por	 indicación	 terapéutica	del	embarazo	menor	de	22	semanas
con	 consentimiento	 informado	 en	 el	marco	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo
119	del	Código	Penal”,	que	forma	parte	integrante	de	la	presente	resolución
ministerial.
GUÍA	TÉCNICA	PARA	APLICAR	EL	ABORTO	TERAPÉUTICO
R.	M.	486-2014/Minsa-Guía.
I.	Finalidad
Asegurar	 la	 atención	 integral	 de	 la	 gestante	 en	 los	 casos	 de	 interrupción
voluntaria	por	indicación	terapéutica	del	embarazo	menor	de	veintidós	(22)
semanas	 con	 consentimiento	 informado,	 cuando	 es	 el	 único	 medio	 para
salvar	 la	 vida	 de	 la	 gestante	 o	 para	 evitar	 en	 su	 salud	 un	 mal	 grave	 y
permanente,	en	el	marco	de	los	derechos	humanos,	con	enfoque	de	calidad,
género	e	interculturalidad.
II.	Objetivo
Estandarizar	los	procedimientos	para	la	atención	integral	de	la	gestante	en
los	 casos	 de	 interrupción	 voluntaria	 por	 indicación	 terapéutica	 del
embarazo	menor	de	veintidós	(22)	semanas	con	consentimiento	informado,
cuando	es	el	único	medio	para	salvar	la	vida	de	la	gestante	o	para	evitar	en
su	salud	un	mal	grave	y	permanente,	conforme	dispone	el	artículo	119	del
Código	Penal	y	normas	legales	vigentes.
III.	Ámbito	de	aplicación
La	 presente	 guía	 técnica	 es	 de	 aplicación	 a	 nivel	 nacional	 para	 todos	 los
establecimientos	de	salud	a	partir	del	segundo	nivel	de	atención	del	sistema
de	salud	nacional.
IV.	Procedimiento	a	estandarizar
Atención	integral	a	la	gestante	en	los	casos	de	interrupción	voluntaria	por
indicación	terapéutica	del	embarazo	menor	de	veintidós	(22)	semanas	con
consentimiento	informado	cuando	es	el	único	medio	para	salvar	la	vida	de
la	gestante	o	para	evitar	en	su	salud	un	mal	grave	y	permanente,	conforme
dispone	el	artículo	119	del	Código	Penal	y	normas	legales	vigentes.
V.	Consideraciones	generales
5.1	Base	legal
•	 El	 artículo	 119	 del	 Código	 Penal,	 aprobado	 por	 Decreto	 Legislativo	 N°
635,	que	señala	que:	“No	es	punible	el	aborto	practicado	por	un	médico	con
el	consentimiento	de	la	mujer	embarazada	o	de	su	representante	legal,	si	lo
tuviere,	cuando	es	el	único	medio	para	salvar	 la	vida	de	 la	gestante	o	para
evitar	en	su	salud	un	mal	grave	y	permanente”.
•	Ley	N°	29158,	Ley	Orgánica	del	Poder	Ejecutivo.
•	 Decreto	 Legislativo	 N°	 1161.	 Ley	 de	 Organización	 y	 Funciones	 del
Ministerio	de	Salud.
•	Ley	N°	26842,	Ley	General	de	Salud.
•	Ley	N°	29414,	Ley	que	establece	los	derechos	de	las	personas	usuarias	de
los	servicios	de	salud.
•	Declaración	Universal	de	los	Derechos	Humanos.
•	Convención	sobre	la	Eliminación	de	todas	las	Formas	de	Discriminación
contra	la	Mujer.
5.2.	Criterio	fundamental:
El	 esfuerzo	 del	 personal	 de	 salud	 de	 los	 establecimientos	 de	 salud	 en	 la
atención	del	embarazo	es	primordialmente	proteger	la	vida	y	la	salud	de	la
gestante	y	del	feto.	Sólo	cuando	el	diagnóstico	médico	evidencie	que	está	en
riesgo	 la	 vida	 de	 la	 gestante,	 o	 para	 evitar	 en	 su	 salud	 un	 mal	 grave	 y
permanente,	se	considerará	la	posibilidad	de	la	interrupción	voluntaria	por
indicación	terapéutica	del	embarazo	menor	de	veintidós	(22)	semanas,	con
consentimiento	informado	de	la	gestante.
5.3.	Recursos	necesarios:
La	atención	para	 la	 interrupción	voluntaria	por	 indicación	terapéutica	del
embarazo	 menor	 de	 veintidós	 (22)	 semanas	 se	 realizará	 en	 los
establecimientos	de	salud	a	partir	del	segundo	nivel	de	atención	del	sistema
de	salud	nacional,	para	ello	se	debe	garantizar	la	disponibilidad	de	recursos
humanos,	 infraestructura,	 equipamiento,	 medicamentos	 e	 insumos
mínimos,	según	el	Anexo	4	de	la	presente	guía	técnica.
VI.	Consideraciones	específicas
6.1.	 Entidades	 clínicas	 para	 la	 interrupción	 voluntaria	 por	 indicación
terapéutica	 del	 embarazo	 menor	 de	 22	 semanas	 con	 consentimiento
informado	cuando	es	el	único	medio	para	salvar	la	vida	de	la	gestante	o	para
evitar	en	su	salud	un	mal	grave	y	permanente.
La	interrupción	voluntaria	por	indicación	terapéutica	del	embarazo	menor
de	veintidós	(22)	semanas,	es	una	alternativa	que	se	considera	cuando	es	el
único	medio	para	salvar	la	vida	de	la	gestante	o	para	evitar	en	su	salud	un
mal	 grave	 o	 permanente.	 Esta	 situación	 y	 dicha	 alternativa	 deben	 ser
puestas	 en	 conocimiento	 de	 la	 gestante	 afectada	 para	 que,	 de	 manera
voluntaria	 e	 informada,	 pueda	 decidir	 si	 desea	 optar	 o	 no	 por	 la	 referida
alternativa.
Sobre	 la	 base	 de	 lo	 consensuado	 por	 sociedades	 médicas	 del	 Perú1	 se
consideran	 las	 siguientes	 entidades	 clínicas	 de	 la	 gestante,	 en	 las	 que	 se
amerita	evaluar	la	interrupción	terapéutica	del	embarazo:
1.	Embarazo	ectópico	tubárico,	ovárico,	cervical.
2.	Mola	hidatiforme	parcial	con	hemorragia	de	riesgo	materno.
3.	 Hiperemesis	 gravídica	 refractaria	 al	 tratamiento	 con	 deterioro	 grave
hepático	y/o	renal.
4.	Neoplasia	maligna	que	requiera	tratamiento	quirúrgico,	radioterapia	y/o
quimioterapia.
5.	 Insuficiencia	 cardiaca	 congestiva	 clase	 funcional	 III-IV	 por	 cardiopatía
congénita	o	adquirida	(valvulares	y	no	valvulares)	con	hipertensión	arterial
y	cardiopatía	isquémica	refractaria	a	tratamiento.
6.	 Hipertensión	 arterial	 crónica	 severa	 y	 evidencia	 de	 daño	 de	 órgano
blanco.
7.	Lesión	neurológica	severa	que	empeora	con	el	embarazo.
8.	 Lupus	 eritematoso	 sistémico	 con	 daño	 renal	 severo	 refractario	 a
tratamiento.
9.	Diabetes	mellitus	avanzada	con	daño	de	órgano	blanco.
10.	 Insuficiencia	 respiratoria	 severa	demostrada	por	 la	 existencia	 de	una
presión	 parcial	 de	 oxígeno	 <	 50	 mm	 de	 Hg	 y	 saturación	 de	 oxígeno	 en
sangre	<	85%	y	con	patología	grave;	y
11.	 Cualquier	 otra	 patología	 materna	 que	 ponga	 en	 riesgo	 la	 vida	 de	 la
gestante	 o	 genere	 en	 su	 salud	 un	 mal	 grave	 y	 permanente,	 debidamente
fundamentada	por	la	junta	médica.
6.2.	Procedimientos	administrativos	asistenciales:
6.2.1.	 El/La	 médico/a	 tratante	 que	 durante	 la	 atención	 de	 la	 gestante
advierta	que	el	embarazo	pone	en	riesgo	la	vida	de	la	gestante	o	causa	en	su
salud	 un	 mal	 grave	 y	 permanente,	 informará	 a	 la	 embarazada	 sobre	 el
diagnóstico,	el	pronóstico,	 los	riesgos	graves	para	su	vida	o	su	salud,	y	 los
procedimientos	terapéuticos	que	correspondan.
6.2.2.	A	petición	de	 la	 gestante	 el	médico/a	 tratante	presenta	 la	 solicitud
escrita	 del	 caso	 a	 la	 Jefatura	 del	 Departamento	 de	 Gíneco-Obstetricia	 con
conocimiento	de	la	Dirección	General,	del	establecimiento	de	salud.
6.2.3.	 La	 Jefatura	 del	 Departamento	 de	 Gíneco-Obstetricia	 recibe	 la
solicitud,	 y	 en	 la	 fecha	 constituye	 y	 convoca	 una	 junta	 médica,	 bajo
responsabilidad.	Debe	además	informar	de	inmediato	a	la	Dirección	General
de	lo	actuado.
6.2.4.	El/La	médico/a	tratante	 informará	a	 la	gestante	o	su	representante
legal	la	decisión	de	la	junta	médica.
En	caso	que	la	 junta	médica	apruebe	la	 interrupción	del	embarazo	menor
de	 veintidós	 (22)	 semanas	 como	 indicación	 terapéutica	 para	 preservar	 la
vida	y	la	salud	de	la	gestante,	la	gestante	o	su	representante	legal	firmará	el
formulario	 para	 el	 consentimiento	 informado	 y	 la	 autorización	 del
procedimiento	 (anexos	 1	 y	 2),	 lo	 que	 será	 puesto	 en	 conocimiento	 de	 la
Jefatura	del	Departamento	de	Gíneco-Obstetricia	 y	 de	 la	 dirección	 general
del	establecimiento	de	salud.
6.2.5.	La	Jefatura	del	Departamento	de	Gíneco-Obstetricia	inmediatamente
designará	 al	 médico/a	 que	 llevará	 a	 cabo	 el	 procedimiento,	 el	 cual	 será
programado	dentro	de	las	siguientes	veinticuatro	(24)	horas,	comunicando
al	 director	 general	 del	 establecimiento	 de	 salud	 la	 fecha	 y	 hora	 de	 la
intervención;	bajo	responsabilidad.
6.2.6.	 El	 lapso	desde	que	 la	 gestante	 solicita	 formalmente	 la	 interrupción
voluntaria	por	indicación	terapéutica	del	embarazo	menor	de	veintidós	(22)
semanas	 hasta	 que	 se	 inicia	 la	 intervención	 en	 forma	 oportuna	 que
garantice	 la	eficacia	de	 la	 intervención,	 la	que	no	debe	exceder	de	seis	 (6)
días	calendarios.
6.2.7.	 Una	 vez	 realizada	 la	 intervención,	 la	 Jefatura	 del	 Servicio	 o
Departamento	de	Gíneco-Obstetricia	informará	por	escrito	el	resultado	del
procedimiento	a	la	dirección	general	del	establecimiento.
6.2.8.	 Si	 la	 Jefatura	 del	 Departamento	 de	 Gíneco-Obstetricia	 incumpliera
con	 convocar	 a	 la	 junta	médica,	 el	médico	 o	médica	 tratante	 informará	 al
director	o	directora	general	del	establecimiento	de	salud,	quien	constituirá
y	 convocará	 en	 un	 plazo	 no	mayor	 de	 veinticuatro	 (24)	 horas,	 una	 junta
médica,	sin	perjuicio	de	las	responsabilidades	a	que	hubiera	lugar.
6.3.	Conformación	de	junta	médica
6.3.1.	 La	 junta	 médica	 estará	 constituida	 por	 tres	 (03)	 profesionales
médicos/as	 asistenciales,	 debiendo	 contar	 por	 lo	 menos	 con	 un/a	 gineco
obstetra	 quien	 la	 presidirá	 y	 dos	 médicos/as	 cirujanos,	 uno/a	 de	 ellos
especialista	o	médico/a	relacionado	con	la	patología	de	fondo	que	afecta	a	la
gestante.
6.3.2.	La	junta	médica	recibirá	el	informe	del	médico/a	tratante,	evaluará	el
caso,	 ampliará	 la	 anamnesis,	 volverá	 a	 examinar	 a	 la	 paciente	 o	 solicitará
exámenes	 auxiliares	 si	 así	 lo	 estima	 conveniente,	 y	 obligatoriamente
dictaminará	 por	 la	 procedencia	 o	 no	 de	 la	 interrupción	 del	 embarazo,
dentro	 del	 plazo	 máximo	 de	 cuarenta	 y	 ocho	 (48)	 horas,	 bajo
responsabilidad.
6.3.3.	 Si	 la	 junta	 médica	 concluye	 que	 es	 recomendable	 proceder	 a	 la
interrupción	terapéutica	del	embarazo	menor	de	veintidós	(22)	semanas,	se
comunicará	 a	 la	 gestante	 o	 a	 su	 representante	 legal	 para	 que	 suscriba	 el
formulario	 para	 el	 consentimiento	 informado	 y	 la	 autorización	 del
procedimiento	(anexos	1	y	2).
6.3.4.	 Si	 la	 junta	médica	 concluye	 que	 no	 es	 recomendable	 proceder	 a	 la
interrupción	terapéutica	del	embarazo	menor	de	veintidós	(22)	semanas,	el
médico/a	 tratante	 comunicará	a	 la	gestante	 la	decisión	y	 las	 razones	para
ello.	 La	 gestante	podrá	 solicitar	 al	 director	 general	 del	 establecimiento	de
salud	que	 se	 realice	una	nueva	 junta	médica	 con	otros	médicos,	 la	misma
que	deberá	 llevarse	a	cabo	en	un	plazo	no	mayor	de	cuarenta	y	ocho	(48)
horas,	 bajo	 responsabilidad.	 En	 este	 caso	 el	 director	 general	 del
establecimiento	de	salud	constituye	y	convoca	por	última	vez	a	una	segunda
junta	médica,	pudiendo	convocar	a	otros	médicos/as	especialistas	del	sector
público	o	privado.
6.3.5.	 En	 todos	 los	 casos,	 será	 el	 médico/a	 tratante	 que	 evaluó	 el	 caso,
quien	lo	presentará	ante	la	junta	médica.
6.3.6.	Para	los	casos	contemplados	en	los	subnumerales	1	y	2	del	numeral
6.1	 de	 la	 presente	 guía	 técnica,	 no	 será	 necesario	 constituir	 ni	 convocar
ninguna	junta	médica.
6.4.	Procedimientos	de	evaluación	para	la	interrupción	voluntaria	por
indicación	 terapéutica	 del	 embarazo	 menor	 de	 22	 semanas	 con
consentimiento	informado.
El/La	profesional	médico/a	que	 realizará	 el	procedimiento	debe	verificar
que	 la	 gestante	 presente	 realmente	 un	 embarazo,	 así	 como	 el	 tiempo	 de
gestación,	el	 cual	es	el	elemento	crítico	en	 la	selección	del	método	para	 la
evacuación	 del	 contenido	 uterino	 y	 la	 celeridad	 que	 se	 debe	 tener	 para
atender	el	caso.
6.4.1.	Anamnesis
Debe	verificar	que	en	 la	historia	 clínica	de	 la	paciente	 esté	 consignada	 la
siguiente	información:
•	Historia	clínica	completa	e	integral.
•	 Precisar	 el	 primer	 día	 de	 la	 última	 menstruación	 normal,	 así	 como	 la
regularidad	o	irregularidad	del	régimen	catamenial.
•	 Evaluar	 los	 antecedentes	 personales,	 obstétricos	 y	 quirúrgicos
patológicos	relevantes	para	el	procedimiento.
•	 Identificar	 otros	 síntomas:	 tensión	 mamaria,	 náuseas,	 vómitos,	 fatiga,
cambios	 en	 el	 apetito,	 frecuencia	 urinaria,	 dolor	 pélvico,	 fiebre,	 disnea,
taquicardia,	entre	otros.
6.4.2.	Examen	clínico
Además	debe	realizar	y	dejar	constancia	en	la	historia	clínica	de:
•	El	control	de	funciones	vitales.
•	El	examen	del	aparato	respiratorio	y	cardiovascular.
•	El	examen	de	abdomen.
•	El	examen	ginecológico:
-	Examen	con	espéculo	para	identificar	características	del	cuello	uterino	e
identificar	 signos	 de	 infecciones	 de	 transmisión	 sexual	 (ITS)	 u	 otras
enfermedades	del	tracto	genital.
-	 Tacto	 vaginal	 para	 evaluar	 el	 ablandamiento	 del	 istmo	 cervical,	 para
determinar	la	posición	del	cuello	del	útero,	y	el	tamaño	y	posición	del	útero,
y	 para	 confirmar	 el	 embarazo	 intrauterino	 de	 acuerdo	 a	 las	 semanas	 de
gestación.
•	Otros	exámenes	que	dadas	las	circunstancias	se	estimen	necesarios.
6.4.3.	Exámenes	auxiliares
Debe	verificar	que	en	 la	historia	 clínica	de	 la	 gestante	 esté	 consignada	 la
siguiente	información:
•	Hemoglobina	o	hematocrito.
•	Grupo	sanguíneo	y	Rh.
•	Tiempo	de	coagulación	y	sangría.
•	Pruebas	serológicas:	RPR,	VIH	(Prueba	rápida).
•	Ecografía,	si	fuera	necesario.
•	Dosaje	de	gonadotropinas	coriónicas	(HCG),	si	fuera	necesario.
•	 Aquellos	 exámenes	 que	 contribuyan	 al	 diagnóstico	 de	 enfermedades
concomitantes.
•	 Dependiendo	 del	 caso,	 evaluación	 del	 riesgo	 quirúrgico	 y	 riesgo
anestésico.
6.4.4.	Uso	de	inmunoglobulina	Anti-Rh
Debe	prever	que	se	tenga	en	cuenta	lo	siguiente:
•	En	los	casos	de	gestantes	Rh	negativo	aplicar	inmunoglobulina	anti	Rh	al
momento	del	procedimiento	quirúrgico.
•	 Si	 se	 utiliza	 prostaglandina	 para	 el	 procedimiento,	 tener	 cuidado	 de
aplicar	la	inmunoglobulina	al	momento	de	iniciar	la	medicación,	para	evitar
la	sensibilización	de	la	gestante.
6.5.	Información	y	orientación/consejería
La	 atención	 en	 general	 y	 la	 orientación/consejería	 en	 salud	 sexual	 y
reproductiva	deben	darse	dentro	de	un	marco	ético	que	requiere	poner	en
el	 centro	 las	 necesidades	 de	 las	 mujeres	 y	 el	 respeto	 a	 los	 siguientes
derechos:
•	Derecho	a	la	información	completa,	veraz,	imparcial	y	útil;
•	Respeto	a	la	dignidad,	privacidad	y	confidencialidad;
•	Libertad	de	conciencia	y	expresión;
•	Respeto	a	la	voluntad	y	libre	elección;	y
•	Derecho	a	la	igualdad	y	a	la	no	discriminación.
La	orientación/consejería	 a	 la	paciente	debe	 realizarse	en	 todo	momento
desde	que	se	decide	la	intervención	hasta	después	de	realizada,	a	cargo	de
personal	profesional	capacitado.
6.6.	Consentimiento	informado
•	 El/La	 médico/a	 designado/a	 para	 realizar	 el	 procedimiento,	 debe
explicar	y	alcanzar	a	 la	gestante,	o	a	su	representante	 legal	de	ser	el	 caso,
toda	 la	 información	 completa	 y	 detallada	 sobre	 el	 diagnóstico,
procedimiento,	riesgos	en	caso	de	someterse	y	en	caso	de	no	someterse	al
procedimiento,	 su	 pronóstico	 en	 ambos	 casos,	 las	 alternativas	 del
procedimiento	 a	 las	 que	 hubiere	 lugar,	 y	 en	 general	 toda	 la	 información
relevante	que	le	permita	a	la	gestante	tomar	una	decisión	libre	y	razonada,	a
efectos	de	brindar	o	no	el	consentimiento	informado.
•	 El/La	 médico/a	 designado/a	 para	 realizar	 el	 procedimiento,	 debe
asegurarse	que	la	gestante,	o	en	su	caso,	su	representante	legal,	con	ayuda
del	citado	profesional,	complete	y	firme	el	formulario	preestablecido	para	el
consentimiento	informado	y	autorización	del	procedimiento	(anexos	1	y	2),
siempre	 y	 cuando	 mantenga	 su	 decisión	 de	 someterse	 a	 la	 interrupción
terapéutica	del	embarazo	que	ha	solicitado,	con	lo	cual	quedará	expedito	el
camino	para	programar	y	realizar	el	procedimiento.
•	El	formulario	debe	llevar	la	firma	y	el	número	del	Documento	Nacional	de
Identidad	(DNI)	de	la	gestante.
En	 caso	 que	 la	 gestante	 sea	 iletrada	 y/o	 indocumentada,	 bastará	 con	 su
impresión	dactilar.
•	El	consentimiento	informado	y	la	autorización	del	procedimiento	suscrito
formará	parte	de	la	historia	clínica	de	la	gestante.
•	La	gestante	puede	cambiar	su	decisión,	desistiéndose	de	la	realización	del
procedimiento,	en	cuyo	caso	deberá	revocar	el	 consentimiento	 informado,
conforme	al	formulario	preestablecido	(Anexo	3),	con	su	firma	e	impresión
digital.
•	La	 revocatoria	del	 consentimiento	deberá	 respetar	y	asumir	 la	decisión
de	 la	gestante,	asegurando	que	ella	está	 informada	y	que	es	consciente	de
los	 riesgos	 que	 implica	 dicha	 decisión	 para	 su	 salud.	 En	 todo	 caso,	 las/os
profesionales	 de	 salud	 deberán	 brindar	 la	 atención	 prenatal
correspondiente	en	lo	que	quede	del	proceso	de	gestación.
•	 Todos	 estos	 hechos	 deben	 registrarse	 en	 la	 historia	 clínica.	 Los	 anexos
utilizados	en	los	procedimientos	administrativos	asistenciales	forman	parte
de	la	historia	clínica	de	la	gestante.
6.7.	Procedimientos	para	la	evacuación	del	contenido	uterino
Los	procedimientos	estarán	en	función	a	la	cronología	del	embarazo:
6.7.1.	Métodos	hasta	las	12	semanas	de	gestación
Según	 la	 Organización	 Mundial	 de	 la	 Salud	 (OMS),	 los	 métodos
recomendados	 son	 la	 aspiración	manual	 endouterina	 (AMEU)	 o	 el	 uso	 de
misoprostol2,	3.
6.7.2.	Métodos	para	evacuar	el	contenido	uterino	entre	las	13	y	menos
de	22	semanas
La	evacuación	del	contenido	uterino	en	este	periodo	considera	aplicar	 los
esquemas	 terapéuticos	 con	 misoprostol	 según	 la	 edad	 gestacional.
Producida	 la	 expulsión	 del	 contenido	 uterino,	 hay	 que	 completar	 el
procedimiento	con	un	legrado	uterino.
6.8.	Cuidados	post-intervención
•	La	paciente	debe	recibir	del	médico/a	tratante:	instrucciones	muy	claras
sobre	los	cuidados	que	son	necesarios	tener	después	del	procedimiento.
•	Debe	reconocer	 los	signos	de	alarma	y	contactar	al	médico/a	en	cuanto
sea	necesario.
•	 La	 paciente	 debe	 saber	 que	 después	 del	 procedimiento	 va	 a	 presentar
sangrado	y	eventualmente	dolor,	el	cual	cederá	con	analgésicos.
•	Debe	indicarse	abstinencia	sexual	hasta	su	siguiente	control.
•	En	caso	necesario,	administrar	supresores	de	la	lactancia.
•	 Brindar	 orientación,	 consejería	 en	 salud	 sexual	 reproductiva	 y	 ofrecer
anticoncepción	 para	 la	 prevención	 de	 un	 nuevo	 embarazo,	 según	 la
normatividad	vigente.
•	 Referir	 a	 la	 paciente	 para	 continuar	 el	 tratamiento	 de	 su	 patología	 de
fondo,	de	ser	necesario.
6.9.	Seguimiento
•	 Se	 debe	 realizar	 una	 consulta	 a	 la	 semana	 para	 asegurar	 la	 evolución
normal	de	la	paciente	post	intervención	y	reforzar	el	apoyo	emocional	y	la
consejería	en	salud	sexual	y	reproductiva.
•	La	segunda	consulta	se	debe	realizar	al	mes	con	la	primera	menstruación.
VII.	Responsabilidades:
7.1.	En	los	establecimientos	de	salud	con	categoría	menor	a	II-1	y	II-E,	en
que	se	presente	una	solicitud	de	aborto	terapéutico	por	indicación	médica,
la	 gestante	 deberá	 ser	 referida	 a	 un	 establecimiento	 de	 salud	 de	 mayor
complejidad	bajo	responsabilidad.
7.2.	 Los	 procedimientos	 administrativos	 asistenciales	 consignados	 en	 la
presente	guía,	son	de	responsabilidad	del	establecimiento	de	salud	donde	se
realizó	 la	 interrupción	voluntaria	por	 indicación	 terapéutica	del	embarazo
menor	a	veintidós	(22)	semanas	con	consentimiento	informado.
7.3.	La	implementación,	difusión,	cumplimiento	y	monitoreo	de	la	presente
guía	 será	 de	 responsabilidad	 de	 la	 autoridad	 sanitaria	 del	 nivel	 nacional,
regional	y	local.
VIII.	Disposiciones	finales:
8.1.	En	caso	de	emergencia,	estando	en	riesgo	evidente	e	inminente	la	vida
de	 la	 gestante,	 corresponde	 al	 jefe	 de	 guardia	 de	 emergencia	 constituir	 y
convocar	de	inmediato,	bajo	responsabilidad,	a	una	junta	médica	y	tomar	las
acciones	necesarias	para	resolver	la	situación	en	su	guardia	–de	ser	posible–
con	 la	prontitud	y	celeridad	del	caso,	que	evite	 la	muerte	de	 la	gestante,	o
genere	en	su	salud	un	mal	grave	o	permanente.
8.2.	 Los	 aspectos	 no	 previstos	 en	 la	 presente	 guía	 técnica	 deberán	 ser
resueltos	 por	 la	 dirección	 general	 del	 establecimiento	 de	 salud,	 bajo
responsabilidad,	con	inmediatez.
IX.	Anexos:
Anexo	 1:	 Formulario	 de	 consentimiento	 informado	 y	 autorización	 de
procedimiento,	que	suscribe	la	gestante.
Anexo	 2:	 Formulario	 de	 consentimiento	 informado	 y	 autorización	 de
procedimiento,	 que	 suscribe	 el	 representante	 legal	 cuando	 la	 gestante	 es
incapaz.
Anexo	 3:	 Formulario	 de	 revocatoria	 del	 consentimiento	 informado	 y
autorización	de	procedimiento.
Anexo	4:	Recursos	necesarios.
Anexo	 5:	 Flujograma	 para	 la	 atención	 integral	 de	 la	 gestante	 en	 la
interrupción	voluntaria	por	indicación	terapéutica	del	embarazo	menor	de
22	semanas	con	consentimiento	informado,	en	el	marco	de	lo	dispuesto	en
el	artículo	119	del	Código	Penal.
Anexo	1
Formulario	de	consentimiento	informado	y	autorización	de	procedimiento
Nombre	de	la	gestante:	_____________________
N°	de	Historia	Clínica:	____________________
Consentimiento	informado	y	autorización	de	procedimiento	para	la	interrupción
voluntaria	por	indicación	terapéutica	del	embarazo	menor	de	22	semanas
Yo___________________________________	 identificada	 con	 DNI	 -------------------------	 y	 en	 ejercicio	 de	 mi
capacidad	de	discernimiento,	declaro	que	he	recibido	información	y	comprendido	lo	siguiente:
Mi	embarazo	actual	pone	en	riesgo	mi	vida,	o	causará	un	mal	grave	y	permanentes	en	mi	salud.
La	necesidad	de	una	interrupción	terapéutica	de	mi	embarazo	por	indicación	médica	como	único
medio	para	para	salvar	mi	vida	o	para	evitar	en	mi	salud	un	mal	grave	y	permanente.
La	decisión	de	hacerme	este	procedimiento	es	absolutamente	mía.	Puedo	decidir	no	hacerme	el
procedimiento	 en	 cualquier	 momento,	 aunque	 haya	 firmado	 esta	 solicitud,	 esta	 última
decisión	no	afectará	mis	derechos	a	cuidados	o	tratamiento	futuros.
Los	inconvenientes,	riesgos	y	beneficios	asociados	con	esta	intervención	me	han	sido	explicados.
Todas	mis	 preguntas	 han	 sido	 contestadas	 en	 forma	 satisfactoria.	 Se	me	 ha	 informado	 que	 este
establecimiento	de	salud	reúne	las	condiciones	y	el	personal	adecuados	para	este	procedimiento.
Me	 comprometo	 a	 seguir	 las	 indicaciones	 pre	 y	 postoperatorias,	 asistiendo	 a	 los	 controles
posteriores	al	procedimiento	en	las	fechas	que	se	me	indique.
Yo,	doy	mi	consentimiento	por	mi	propia	voluntad	a	que	se	me	practique	un	procedimiento	para
interrumpir	mi	embarazo	por	razones	terapéuticas,	debido	a	(Dx:)	_____
_____________________.
He	recibido	una	copia	de	este	formulario.
Fecha	____/_____/____
Mes/	Día/	Año
_____________________	_____________________
Firma	de	la	usuaria	impresión	dactilar
_________________________________
Firma	y	sello	de	la	persona	que	brinda	la	orientación	y	consejería
Yo,	_________________________________,	con	CMP	__________	he	verificado	la	el	consentimiento	informado
y	la	autorización	del	procedimiento	y	declaro	procedente	la	interrupción	terapéutica	del	embarazo.
________________________
Firma	y	sello	de	el/la	médico/a	tratante
	
Anexo	2
Formulario	de	consentimiento	informado	y	autorización	de	procedimiento	para	el
representante	legal	en	caso	de	que	la	gestante	sea	incapaz
Nombre:	_____________________________________
N°	de	historia	clínica:	___________________
Consentimiento	informado	y	autorización	de	procedimiento	para	la	interrupción
voluntaria	por	indicación	terapéutica	del	embarazo	menor	de	22	semanas	en	caso	la
gestante	sea	incapaz
Yo___________________________________	 identificada(o)	 con	 DNI	 ______________,	 (nombre	 y	 DNI	 del
representante	legal)	Representante	legal	de_______	_____________________________________________	(nombre
de	la	gestante	y	DNI	si	lo	tuviera),	y	en	ejercicio	de	mi	capacidad	de	discernimiento,	declaro	que	he
recibido	información	y	comprendido	lo	siguiente:
El	embarazo	de	mi	representada	pone	en	riesgo	su	vida,	o	causará	un	mal	grave	y	permanentes	en
su	salud.
La	necesidad	de	una	 interrupción	 terapéutica	del	 embarazo	de	mi	 representada	por	 indicación
médica,	es	el	único	medio	para	salvar	su	vida	o	para	evitar	en	su	salud	un	mal	grave	y	permanente.
La	 decisión	 de	 autorizar	 este	 procedimiento	 se	 hace	 en	 ejercicio	 de	 mi	 capacidad	 de
representación	 legal	 y	 absolutamente	mía.	Puedo	decidir	que	mi	 representada	no	 se	haga	el
procedimiento	 en	 cualquier	 momento,	 aunque	 haya	 firmado	 esta	 solicitud,	 esta	 última
decisión	no	afectará	los	derechos	a	cuidados	o	tratamiento	futuros	de	mi	representada.
Los	inconvenientes,	riesgos	y	beneficios	asociados	con	esta	intervención	me	han	sido	explicados.
Todas	mis	preguntas	han	sido	contestadas	en	forma	satisfactoria.
Se	 me	 ha	 informado	 que	 este	 establecimiento	 de	 salud	 reúne	 las	 condiciones	 y	 el	 personal
adecuados	para	este	procedimiento.
Me	comprometo	a	que	mi	representada	siga	las	indicaciones	pre	y	postoperatorias,	asistiendo	a
los	controles	posteriores	al	procedimiento	en	las	fechas	que	se	me	indique.
Yo,	doy	mi	consentimiento	en	nombre	de	mi	representada	y	por	mi	propia	voluntad	a	que	se	 le
practique	un	procedimiento	para	interrumpir	el	embarazo	por	razones	terapéuticas,	debido	a	(Dx:)
__________________________.
He	recibido	una	copia	de	este	formulario.
Fecha	____/_____/____
Mes/	Día/	Año
_____________________	_____________________
Firma	del	representante	impresión	dactilar	legal
_________________________________
Firma	y	sello	de	la	persona	que	brinda	la	orientación	y	consejería
Yo,	_________________________________,	con	CMP	__________	he	verificado	el	consentimiento	informado	y
la	autorización	del	procedimiento	y	declaro	procedente	la	interrupción	terapéutica	del	embarazo.
________________________
Firma	y	sello	de	el/la	médico/a	tratante
Anexo	3
Formulario	de	revocatoria	del	consentimiento	informado	y	autorización	de	procedimiento
Nombre:	_____________________________________
N°	de	historia	clínica:	_______________________
Revocatoria	de	consentimiento	informado	y	autorización	de	procedimiento	para	la
interrupción	voluntaria	por	indicación	terapéutica	del	embarazo	menor	de	22	semanas
Yo___________________________________	identificada	con	DNI	______________,	(	nombre	de	la	gestante	o	del
representante	legal	si	la	usuaria	es	incapaz)	y	en	ejercicio	mi	capacidad	de	discernimiento,	Revoco
el	consentimiento	informado	que	suscribí	y	desisto	del	procedimiento	que	yo	había	autorizado.
Declaro	además,	que	he	recibido	información	y	comprendido	lo	siguiente:
Mi	embarazo	actual	(o	el	de	mi	representada)	pone	en	serio	riesgo	mi	(su)	vida,	o	causará	un
mal	grave	y	permanente	en	mi	(su)	salud.
Los	inconvenientes	y	graves	riesgos	asociados	a	mi	(su)	gestación	me	han	sido	explicados.	Todas
mis	preguntas	han	sido	contestadas	en	forma	satisfactoria.
La	decisión	de	no	hacerme	este	procedimiento	es	absolutamente	mía.
Eximo	de	 responsabilidades	a	 los	médicos	 tratantes,	 sin	embargo	esta	decisión	no	afectará	mis
(sus)	derechos	a	cuidados	o	tratamiento	futuros.
He	recibido	una	copia	de	este	formulario.
Fecha	____/_____/____
Mes/	Día/	Año
_____________________	_____________________
Firma	de	la	gestante	o	del	representante	legal	Impresión	dactilar
	
Anexo	4
Recursos	necesarios
Recursos	humanos:
•	Profesionales	médicos/as	gíneco-obstetras	o	médicos	cirujanos/as	especialistas	o	relacionados
con	la	patología	de	fondo	que	afecta	a	la	gestante	y	profesionales	médicos/as	asistenciales.
•	 Profesionales	 obstetras	 con	 experiencia	 en	 orientación/consejería	 en	 salud	 sexual	 y
reproductiva.
•	Para	 los	procedimientos	médicos	clínicos	y	quirúrgicos	participan	los	profesionales	y	técnicos
de	salud	según	competencias.
Infraestructura:
•	Consultorios	externos.
•	Ambiente	de	consejería.
•	Sala	de	hospitalización.
•	Sala	de	procedimientos	y/o	sala	de	operaciones	y/o	sala	de	partos.
•	Sala	de	recuperación.
•	Laboratorio	clínico.
•	Farmacia.
Equipos:
•	Máquina	de	anestesia.
•	Instrumental	quirúrgico	para	laparotomía	e	histerectomía.
•	 Instrumental	 quirúrgico	 para	 interrupción	 terapéutica	 del	 embarazo	 (espéculos,	 pinza	 para
tracción	del	cuello	uterino,	pinzas	de	anillos).
•	Equipos	de	Aspiración	Manual	Endouterina	(AMEU)	o	de	legrado	uterino.
•	Dilatadores	cervicales.
•	Coche	de	paro;	y
•	Otros	según	necesidad.
Medicamentos	e	insumos:
•	Oxígeno.
•	Atropina.
•	Sedantes.
•	Oxitócicos.
•	Misoprostol	(análogo	semisintético	de	la	Prostaglandina	E1)
•	Anestésicos	locales	y	generales.
•	Analgésicos.
•	Antibióticos.
•	Soluciones	isotónicas.
•	Expansores	plasmáticos.
•	Sangre	y	sus	derivados;	y
•	Otros	según	necesidad.
	
Esquema
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DOCTRINA.—Indicación	 terapéutica	 excluye	 punibilidad	 del	 aborto.
“La	causa	de	justificación	regulada	en	el	artículo	119	del	C.	P.,	no	impone	las
exigencias	 y	 requisitos	del	 estado	de	necesidad	 justificante	 regulado	en	el
artículo	20	inciso	4	del	C.	P.	En	puridad,	el	aborto	terapéutico	es	una	causa
de	 justificación	 específica	 y	 no	 representa	 una	 eximente	 genérica.	 Sin
embargo,	nada	impide	que	se	aplique	el	estado	de	necesidad	justificante	en
caso	fallen	los	requisitos	establecidos	en	el	Art.	119	del	C.	P.
La	norma	establece	como	requisitos:	1.	Que	se	trate	del	único	medio	para
salvar	 la	 vida	 de	 la	 madre	 o	 para	 evitar	 en	 su	 salud	 un	 mal	 grave	 y
permanente.	 Debe	 atenderse	 a	 circunstancias	 concretas	 y	 específicas	 de
cada	caso	que	hacen	del	aborto	el	único	medio	adecuado.	A	diferencia	del
estado	de	necesidad	no	es	necesario	que	el	peligro	sea	inminente,	o	que	el
sufrimiento	del	mal	sea	inmediato.	Basta	que	exista	un	pronóstico	científico
de	la	existencia	de	un	mal	futuro	que	amenace	la	vida	o	la	salud	de	manera
grave	 o	 permanente	 cuyo	 riesgo	 sea	 creado	 o	 se	 aumente	 a	 raíz	 de	 la
existencia	de	un	proceso	de	gestación	y	que	para	neutralizarlo	se	requiera	la
interrupción	del	embarazo.	2.	Que	el	aborto	sea	practicado	por	un	médico	y
3.	 Que	 el	 consentimiento	 lo	 preste	 la	 mujer	 o	 su	 representante	 legal.”
(CASTILLO	 ALVA,	 José	 Luis.	 Tratado	 de	 Derecho	 Penal	 -	 Parte	 Especial,
inédito)
C.	P.
ART.	 120.—Aborto	 sentimental	 y	 eugenésico.	 El	 aborto	 será
reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	tres	meses:
1.	 Cuando	 el	 embarazo	 sea	 consecuencia	 de	 violación	 sexual
fuera	 de	 matrimonio	 o	 inseminación	 artificial	 no	 consentida	 y
ocurrida	 fuera	 de	matrimonio,	 siempre	 que	 los	 hechos	 hubieren
sido	denunciados	o	investigados,	cuando	menos	policialmente;	o
2.	 Cuando	 es	 probable	 que	 el	 ser	 en	 formación	 conlleve	 al
nacimiento	 graves	 taras	 físicas	 o	 psíquicas,	 siempre	 que	 exista
diagnóstico	médico.
DOCTRINA.—La	 penalización	 absoluta	 del	 aborto	 es	 contraria	 a	 los
preceptos	 constitucionales.	 “Observaciones	 preliminares.	 Los	 suscritos
magistrados	 compartimos	 la	 posición	mayoritaria	 en	 el	 sentido	 de	 que	 el
Estado	 está	 constitucionalmente	 facultado	 para	 penalizar	 el	 aborto	 con	 el
fin	 de	 brindar	 protección	 a	 la	 vida	 humana.	 No	 obstante,	 discrepamos
respetuosamente	de	la	sentencia,	pues	ésta	no	contempla	los	casos	en	que	la
continuación	 del	 embarazo	 no	 constituye	 una	 conducta	 jurídica	 ni
constitucionalmente	exigible.
La	 corporación	ha	debido	declarar	 la	 constitucionalidad	condicionada	del
artículo	343	del	Código	Penal	y	 la	 inexequibilidad	del	artículo	345	 ídem,	y
no	 simplemente	 la	 constitucionalidad	 de	 la	 norma	 acusada,	 ya	 que	 la
penalización	 absoluta	 del	 aborto,	 a	 nuestro	 juicio,	 es	 contraria	 a	 los
preceptos	constitucionales.	Por	otra	parte,	nuestra	discrepancia	con	la	parte
motivada	de	la	sentencia	es	tan	profunda,	que	nos	vemos	en	la	necesidad	de
dejar	 planteadas,	 brevemente,	 las	 razones	 de	 nuestro	 disentimiento.	 Para
ello	 hemos	 dividido	 el	 salvamento	 de	 voto	 en	 seis	 apartes,	 en	 los	 que	 se
revisa	la	tesis	de	la	mayoría	y	se	exponen	algunos	argumentos	en	favor	de	la
no	penalización	del	aborto	en	determinadas	circunstancias.
En	primer	término,	se	demostrará	por	qué	la	equiparación	del	no	nacido	a
la	 persona	 humana,	 para	 efectos	 de	 hacerlo	 sujeto	 o	 titular	 de	 derechos
fundamentales,	 es	 una	 tesis	 contradictoria	 y	 carente	 de	 fundamento
constitucional	 (parte	 I).	 En	 los	 siguientes	 apartes,	 se	 señala	 que	 la
corporación,	al	fijar	el	alcance	de	la	protección	que	otorga	el	valor	intrínseco
de	 la	 vida	 humana,	 termina	 por	 desconocer	 los	 derechos	 fundamentales
(parte	 II),	 particularmente	 las	 libertades	 de	 conciencia,	 de	 religión	 (parte
III)	y	el	derecho	a	la	autonomía	procreativa	de	la	mujer	(parte	IV).	En	contra
de	la	posición	de	la	corte,	se	deja	enunciada	la	solución	que	se	considera	la
más	acertada	a	la	luz	del	texto	constitucional,	al	difícil	conflicto	de	derechos
e	 intereses	 implícito	 en	 materia	 del	 aborto	 (parte	 V).	 Finalmente,	 se
exponen	 algunas	 razones	 de	 política	 criminal	 que	 demuestran	 que	 la
penalización	absoluta	del	aborto	no	es	el	instrumento	más	idóneo,	ni	el	más
acertado,	para	la	tutela	de	la	vida	humana	(...).
Síntesis.
19.	 	 Según	 la	 doctrina	 mayoritaria,	 la	 Constitución	 y	 el	 derecho
internacional	 reconocen	 el	 derecho	 a	 la	 vida	 del	 nasciturus.	 La	 corte
equipara	al	no	nacido	a	la	persona	humana	y	le	otorga	protección	absoluta
por	 ser	 expresión	 del	 valor	 de	 la	 vida.	 Estima	 que	 la	 vida	 humana	 es
intrínsecamente	 valiosa	 por	 lo	 que	 resulta	 inaceptable	 moral	 y
jurídicamente	 poner	 término	 a	 una	 vida	 ya	 iniciada.	 La	 mayoría	 niega	 la
existencia	de	un	derecho	a	la	autonomía	procreativa	con	fundamento	en	los
motivos	que	pudo	 tener	el	 constituyente	para	no	consagrar	expresamente
un	 derecho	 al	 aborto.	 Por	 último,	 la	 corte	 resuelve,	 a	 priori	 y	 según	 una
determinada	 concepción	 del	 valor	 de	 la	 vida,	 el	 conflicto	 de	 derechos	 e
intereses	entre	el	nasciturus	y	 la	madre,	que	 se	genera	por	 circunstancias
diversas	y	variadas,	como	la	violación,	el	incesto,	la	malformación	del	feto	o
la	amenaza	a	la	vida	o	a	la	salud	de	aquélla.
20.	 La	 tesis	 que	 otorga	 personalidad	 jurídica	 al	 feto	 es	 contradictoria	 e
inaceptable.	 No	 es	 lógica	 ni	 jurídicamente	 posible	 ser	 titular	 de	 derechos
fundamentales	sin	ostentar	 la	 calidad	de	persona	o	sujeto	de	derechos.	La
corte,	al	atribuir	al	nasciturus	el	derecho	fundamental	a	la	vida,	confunde	la
protección	constitucional	a	la	vida	con	el	derecho	fundamental	mismo.	Esta
errónea	 deducción	 lleva	 a	 la	 corporación	 a	 equiparar	 el	 aborto	 a	 un
asesinato.	Tampoco	es	acertada	la	interpretación	a	partir	de	normas	legales
para	 deducir	 la	 existencia	 de	 derechos	 constitucionales,	 porque	 ello
equivale	a	invertir	la	jerarquía	normativa.
El	Estado	no	puede	restringir	o	 limitar	 los	derechos	fundamentales	de	las
personas	 mediante	 la	 creación	 de	 nuevos	 sujetos	 de	 derecho.	 Tampoco
puede	apelar,	 sin	 suficientes	 razones,	 a	 intereses	 constitucionales	valiosos
para	 limitar	 desproporcionadamente	 los	 derechos	 constitucionales	 de	 	 la
mujer.	Un	Estado	que	acoge	como	propia	una	especial	concepción	de	la	vida
e	 impone,	con	base	en	ella,	determinadas	conductas,	desconoce	 la	 libertad
de	pensamiento	 	y	de	conciencia.	Si,	además,	como	en	el	caso	colombiano,
tales	 libertades,	al	 lado	de	 la	autonomía,	hacen	parte	de	 la	Constitución,	 la
incongruencia	es	evidente.
Los	 motivos	 políticos	 presuntamente	 tenidos	 en	 cuenta	 por	 el
constituyente	 para	 no	 consagrar	 el	 derecho	 a	 la	 libre	 opción	 de	 la
maternidad,	no	son	concluyentes	para	sostener	que	no	existe	un	derecho	a
la	autonomía	procreativa.	Del	silencio,	se	reitera,	no	es	posible	deducir	una
voluntad	unívoca	en	materia	del	 aborto.	 (Salv.	 de	voto.	Eduardo	Cifuentes
Muñoz,	 Carlos	 Gaviria	 Díaz,	 Alejandro	 Martínez	 Caballero	 C.	 Const.	 de
Colombia,	Sent.	C-133,	mar.	17/94)
DOCTRINA.—Aborto	 y	 el	 derecho	 a	 la	 autonomía	 procreativa.	 “El
derecho	a	la	autonomía	procreativa	se	desprende	directamente	del	derecho
de	los	padres	a	determinar	el	número	de	hijos	que	desean	tener	(C.N.,	Art.
42)	 y	 del	 derecho	 al	 libre	 desarrollo	 de	 la	 personalidad	 (C.N.,	 Art.	 16).	 El
silencio	 constituyente,	 o	 su	 rechazo	 a	 una	 consagración	 explícita	 del
derecho	a	elegir	libremente	la	maternidad,	no	son	razones	suficientes	para
concluir	que	no	existe	el	derecho	a	la	autonomía	procreativa.
La	mujer	 embarazada	 goza	 de	 un	 derecho	 constitucional	 a	 la	 autonomía
procreativa.	 El	 Estado	 debe	 proteger	 este	 derecho	 y	 tomar	 las	 medidas
necesarias	 para	 que	 sea	 efectivo,	 brindando	 apoyo	 a	 la	 mujer	 que	 desee
procrear	 o	 poniendo	 al	 alcance	 de	 la	 reticente	 los	medios	 científicos	 para
impedir	el	riesgo	que	la	práctica	clandestina	del	aborto	representa.
La	 decisión	 de	 la	 mayoría	 es	 regresiva	 en	 relación	 con	 el	 método
constitucional	 para	 resolver	 conflictos	 que	 se	 presentan	 frecuentemente
entre	 derechos	 e	 intereses	 constitucionales.	 La	 protección	 del	 no	 nacido
conforme	a	los	diferentes	períodos	de	su	desarrollo	y	a	su	peso	relativo	en
comparación	 con	 los	derechos	de	 las	personas	 involucradas,	 en	particular
de	 la	 mujer	 embarazada,	 –solución	 gradualista	 o	 de	 plazos–,	 permite
superar	una	decisión	del	tipo	‘todo	o	nada’,	que	termina	por	desconocer	los
derechos	fundamentales.	En	cambio,	la	prohibición	absoluta	del	aborto	en	el
país	contribuye	a	su	práctica	en	 la	clandestinidad	con	métodos	que	ponen
en	grave	peligro	la	vida	de	la	mujer.
La	penalización	absoluta	del	aborto	criminaliza	conductas	no	exigibles	de
una	persona.	La	adopción	no	es	una	alternativa	realista	para	la	madre	que
no	desea	el	embarazo,	ni	la	mejor	solución	para	el	futuro	niño.	La	vida	en	un
Estado	social	de	derecho	es	más	que	el	hecho	 físico	de	existir;	es	el	poder
vivir	dignamente.	Por	otra	parte,	el	Estado	no	debe	imponer	pautas	externas
a	 adultos	 cuando	 su	 conducta	 no	 daña	 a	 terceras	 personas,	 como	 sería	 el
caso	 del	 aborto	 dentro	 del	 primer	 trimestre.	 El	 aborto,	 en	 determinadas
circunstancias	temporales	o	modales,	permite	evitar	la	ocurrencia	de	daños
similares	o	mayores	a	la	vida	y	a	la	autonomía	de	la	mujer	embarazada.
No	escapa	a	los	magistrados	que	suscribimos	este	salvamento	de	voto	que
la	 sociedad	y	el	Estado	obran	 con	una	doble	moral	 al	 ser	 complacientes	y
aceptar	 la	 impunidad	 del	 aborto,	 pero,	 a	 la	 vez,	 pretender	 encubrir	 esa
actitud	con	una	drástica	y	absoluta	penalización	formal	de	dicha	conducta,	a
sabiendas	 de	 que	 las	 mujeres,	 ayunas	 de	 su	 apoyo,	 se	 ven	 forzadas	 por
circunstancias	 insuperables	–violación,	 incesto,	malformación,	peligro	para
la	salud	o	la	vida	de	la	madre–	a	adoptar	la	decisión	de	abortar,	justamente
para	 aspirar	 a	 una	 vida	 digna”.	 (Salv.	 de	 voto.	 Eduardo	 Cifuentes	 Muñoz,
Carlos	 Gaviria	 Díaz,	 Alejandro	 Martínez	 Caballero	 C.	 Const.	 de	 Colombia,
Sent.	C-133,	mar.	17/94)
COMENTARIO.—La	 discusión	 sobre	 la	 penalización	 absoluta	 del
aborto.	En	la	Corte	Constitucional	Colombiana	(CCC)	la	posición	minoritaria
en	el	tema	del	aborto	ha	pasado	a	ser	mayoría.	La	CCC	en	sentencia	C-355
(10.05.2006)	decidió	que	se	mantenía	como	regla	la	penalización	del	aborto.
Luego,	condicionó	la	exequibilidad	(constitucionalidad)	del	artículo	122	del
Código	Penal	Colombiano	a	que	se	entienda	que	no	se	comete	el	delito	de
aborto	cuando,	con	la	voluntad	de	la	mujer,	la	interrupción	del	embarazo	se
produce	 siempre	 que:	 a)	 la	 continuación	 del	 embarazo	 constituya	 peligro
para	la	vida	o	la	salud	de	la	mujer,	certificado	por	un	médico;	b)	exista	grave
malformación	del	feto	que	haga	inviable	su	vida,	certificada	por	un	médico;
c)	el	embarazo	sea	el	resultado	de	una	conducta,	debidamente	denunciada,
constitutiva	de	acceso	carnal	o	acto	sexual	sin	consentimiento,	abusivo,	o	de
inseminación	 artificial	 o	 de	 transferencia	 de	 óvulo	 fecundado	 no
consentidas,	o	de	 incesto.	La	decisión,	que	se	adoptó	con	el	salvamento	de
voto	de	tres	de	sus	magistrados,	basó	su	decisión	en:	a)	el	derecho	a	la	vida
como	 fundamento	 ontológico	 de	 la	 Constitución.	 La	 CCC	 distingue	 el
derecho	a	 la	vida	de	 las	personas	capaces	de	vida	 independiente,	del	bien
jurídico	 de	 la	 vida	 que	 obliga	 a	 la	 protección	 del	 nasciturus	 desde	 la
concepción,	 b)	 la	 corte	 entiende	 que	 los	 derechos	 fundamentales,	 los
principios	y	valores	constitucionales	no	son	ilimitados	ni	tienen	un	carácter
absoluto.	 Tanto	 el	 derecho	 a	 la	 vida,	 como	 la	 protección	 a	 la	 vida	 del
nasciturus	 deben	 ser	 ponderados	 con	 los	 demás	 derechos	 y	 bienes
constitucionalmente	 protegidos,	 de	 allí	 que	 en	 ciertos	 casos	 la	 protección
del	nasciturus	puede	suponer	cargas	desproporcionadas	para	el	derecho	a
la	vida,	a	 la	 igualdad	y	a	 la	salud	de	 la	mujer	gestante,	c)	 las	disposiciones
penales	 protegen	 los	 derechos	 fundamentales	 y	 bienes	 constitucionales
contra	 injerencias	 ilegítimas	 de	 terceros,	 d)	 la	 penalización	 del	 aborto	 en
todos	 los	 casos	 resulta	 desproporcionado	 e	 irrazonable,	 pues	 acepta	 la
preeminencia	 absoluta	 de	 la	 protección	 del	 bien	 jurídico	 de	 la	 vida	 del
nasciturus	sobre	los	derechos	fundamentales	de	la	mujer	embarazada.
Los	magistrados	con	salvamento	de	voto	expresan	que	la	penalización	del
aborto,	 en	 todos	 los	 casos	 se	 ajusta	 a	 la	 Constitución,	 máxime	 si	 se
encuentra	el	hecho	de	que	la	ciencia	ha	demostrado	la	autonomía	vital	del
nasciturus	desde	el	momento	mismo	de	la	concepción	y,	por	consiguiente,	el
imperativo	constitucional	de	proteger	la	vida	surge	a	partir	de	ese	instante.
La	vida	humana	tiene	 la	condición	de	 tal	en	 todas	 las	etapas	y	estados	del
proceso	vital	del	ser	humano,	desde	la	concepción	hasta	la	muerte.	Así,	a)	en
la	penalización	del	aborto	eugenésico	sostuvieron	que	 la	dignidad	se	tenía
por	 la	 sola	 condición	 humana,	 de	 manera	 que	 la	 presencia	 de
malformaciones	 o	 alteraciones	 fisiológicas	 no	 priva	 de	 dignidad	 al
nasciturus,	ni	lo	excluye	de	la	protección	constitucional	a	la	vida	humana,	b)
en	 el	 aborto	 terapéutico	 estimaron	 que	 el	 mismo	 resulta	 claramente
desproporcionado,	pues	el	sacrificio	que	se	impone	al	feto,	a	quien	se	priva
de	la	vida,	es	el	máximo	posible	que	un	ser	humano	puede	experimentar	y
se	da,	además,	con	carácter	de	certeza,	 frente	a	un	beneficio	solo	eventual
para	 la	madre,	 y,	 c)	 en	 caso	del	 embarazo	que	 es	 producto	de	un	 acto	no
consentido	 por	 la	 mujer,	 sostuvieron	 que	 el	 mismo	 no	 es
constitucionalmente	 admisible	 desde	 la	 perspectiva	 de	 la	 ponderación	 de
los	valores,	principios	y	derechos	en	juego,	pues	aún	cuando	en	este	caso	se
está	 frente	 a	 una	 grave	 afectación	 de	 los	 derechos	 de	 la	 mujer,	 su
reivindicación	no	puede	obtenerse	privando	de	la	vida	al	nasciturus.
CAPÍTULO	III
Lesiones
C.	P.
ART.	121.—Modificado.	D.	Leg.	1237,	Artículo	Único.	Lesiones
graves.	El	que	causa	a	otro	daño	grave	en	el	cuerpo	o	en	la	salud,
será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	cuatro
ni	mayor	de	ocho	años.	Se	consideran	lesiones	graves:
1.	Las	que	ponen	en	peligro	inminente	la	vida	de	la	víctima.
2.	Las	que	mutilan	un	miembro	u	órgano	principal	del	cuerpo	o	lo
hacen	 impropio	 para	 su	 función,	 causan	 a	 una	 persona
incapacidad	 para	 el	 trabajo,	 invalidez	 o	 anomalía	 psíquica
permanente	o	la	desfiguran	de	manera	grave	y	permanente.
3.	Las	que	infieren	cualquier	otro	daño	a	la	integridad	corporal,	o
a	 la	 salud	 física	 o	mental	 de	una	persona	que	 requiera	 treinta	 o
más	días	de	asistencia	o	descanso,	según	prescripción	facultativa.
En	 estos	 supuestos,	 cuando	 la	 víctima	 es	miembro	de	 la	Policía
Nacional	del	Perú	o	de	las	Fuerzas	Armadas,	magistrado	del	Poder
Judicial	 o	 del	 Ministerio	 Público,	 miembro	 del	 Tribunal
Constitucional	 o	 autoridad	 elegida	 por	 mandato	 popular,	 en
ejercicio	de	sus	funciones	o	como	consecuencia	de	ellas,	se	aplica
pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	seis	años	ni	mayor	de	doce
años.
Cuando	la	víctima	muere	a	consecuencia	de	la	lesión	y	si	el
agente	pudo	prever	este	resultado,	la	pena	será	no	menor	de	ocho
ni	mayor	de	doce	años.	En	este	caso,	si	la	víctima	es	miembro	de	la
Policía	Nacional	o	de	las	Fuerzas	Armadas,	magistrado	del	Poder
Judicial	o	del	Ministerio	Público,	miembro	del	Tribunal
Constitucional	o	autoridad	elegida	por	mandato	popular,	en
ejercicio	de	sus	funciones	o	como	consecuencia	de	ellas,	se	aplica
pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	quince	ni	mayor	de	veinte
años.
DOCTRINA.—Delito	preterintencional.	 “Aunque	 lo	 correcto	 es	 señalar	 –
ya	de	plano–	que	el	verdadero	tratamiento	jurídico	de	la	preterintención	es
la	aplicación	de	 las	 reglas	del	 concurso	 ideal	de	delitos	contemplado	en	el
Art.	48	del	C.	P.	 (una	sola	acción,	dos	delitos:	 lesiones	dolosas	y	homicidio
culposo)	 resulta	 útil	 recordar	 que	 ‘La	 situación	 denominada	 de
preterintencionalidad	o	preterintención	(de	praeter	intentionem:	más	allá	de
la	intención)	supone	que	el	sujeto	no	persigue	causar	un	resultado	tan	grave
como	el	que	produce,	y,	cuando,	el	cambio	de	resultado	da	lugar	a	un	cambio
de	delito,	el	autor	pretende,	tiene	la	intención	de	cometer	un	delito	menos
grave,	que	consuma	o	queda	en	tentativa,	y	sin	embargo	produce	un	delito
más	grave	que	no	pretendía	causar.’	En	otras	palabras,	la	preterintención	es
la	superación	de	la	intención	del	sujeto	por	el	resultado	producido.”	(LUZON
PEÑA,	 Diego	 Manuel.	 “Curso	 de	 Derecho	 Penal	 -	 Parte	 General”,	 Madrid,
Edit.	Universitas,	1996;	pág.	538).
COMENTARIO.—Bien	jurídico	protegido.	El	bien	jurídico	protegido	en	el
delito	de	lesiones	no	es	sólo	la	integridad	corporal	o	física	(el	cuerpo	en	su
concreta	plenitud	anatómico	funcional	interna	y	externa)	de	serlo	se	dejaría
de	 proteger	 la	 estructura	 psicológica	 del	 individuo.	 Tampoco	 es	 la
integridad	 corporal	 y	 la	 salud,	 física	 o	 mental	 (la	 salud	 entendida
estrictamente	 como	 la	 ausencia	 de	 enfermedad)	 porque	 no	 se	 capta	 de
forma	correcta	los	casos	de	desfiguración	o	deformidad,	de	ineptitud	laboral
o	incapacidad	mental	y	por	último	porque	existen	casos	que	atentan	contra
la	integridad	corporal	pero	que	sin	embargo	no	vulneran	el	estado	de	salud
sino	por	el	contrario	lo	mejoran,	la	extirpación	de	un	tumor,	o	de	una	pierna
gangrenada,	por	ejemplo.	Es	mejor	considerar	que	el	bien	jurídico	protegido
en	 el	 delito	 de	 lesiones	 es	 la	 salud	 personal	 o	 individual	 (la	 integridad
corporal	y	 la	ausencia	de	enfermedad	son	sólo	algunas	de	sus	 facetas).	La
salud	 es	 entendida	 como	 el	 estado	 en	 que	 una	 persona	 desarrolla
normalmente	 sus	 funciones,	 comprendiendo	 por	 función	 la	 actividad
normal	que	realiza	un	determinado	órgano	o	aparato	(estructura	psíquica	y
somática).
La	lesión	es	entendida	como	el	menoscabo	o	daño	a	la	salud,	que	requiere
por	 lo	 menos	 de	 un	 día	 de	 asistencia	 o	 descanso,	 según	 prescripción
facultativa.	 El	 que	 se	 requiera	 un	 día	 de	 descanso	 atiende	 a	 los	 mismos
criterios	que	establece	el	Código	Penal	para	diferenciar	a	las	lesiones	leves
(Art.	122)	de	las	graves	(Art.	121	Inc.	3)	y	a	las	lesiones	leves	de	las	simples
faltas	(Art.	441).
En	doctrina,	se	discute	si	el	hecho	de	transmitir	e	infectar	con	el	virus	del
SIDA	 puede	 constituir	 la	 tipicidad	 objetiva	 de	 un	 delito	 de	 lesiones	 u
homicidio.	La	doctrina	mayoritaria	se	 inclina	por	defender	el	 tipo	objetivo
de	lesiones,	por	considerar	que	con	éste	se	destaca	que	el	virus	del	SIDA	no
produce	 la	muerte	sino	el	acortamiento	de	 la	vida,	que	el	comportamiento
afecta	de	manera	directa	 a	 la	 salud	personal	más	que	a	 la	 vida	del	 sujeto.
(CASTILLO	 ALVA,	 José	 Luis.	 “Tratado	 de	 Derecho	 Penal	 -	 Parte	 Especial”,
inédito)
C.	P.
ART.	121-A.—Modificado.	Ley	30364,	Primera	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Formas	agravadas.	Lesiones
graves	cuando	la	víctima	es	menor	de	edad,	de	la	tercera
edad	o	persona	con	discapacidad.	En	los	casos	previstos	en	la
primera	parte	del	artículo	121,	cuando	la	víctima	sea	menor	de
edad,	mayor	de	sesenta	y	cinco	años	o	sufre	discapacidad	física	o
mental	y	el	agente	se	aprovecha	de	dicha	condición	se	aplica	pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	seis	ni	mayor	de	doce	años.
Cuando	la	víctima	muere	a	consecuencia	de	la	lesión	y	el	agente
pudo	prever	ese	resultado,	la	pena	será	no	menor	de	doce	ni
mayor	de	quince	años.
CÓDIGO	CIVIL
C.	C.
ART.	554.—Será	removido	de	la	tutela:
1.	 El	 que	 incurra	 en	 alguno	 de	 los	 impedimentos	 del	 artículo	 515,	 si	 no
renuncia	al	cargo.
2.	El	que	cause	perjuicio	al	menor	en	su	persona	o	intereses.
C.	P.
ART.	121-B.—Modificado.	Ley	30364,	Primera	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Formas	agravadas.	Lesiones
graves	por	violencia	contra	la	mujer	y	su	entorno	familiar.	En
los	casos	previstos	en	la	primera	parte	del	artículo	121	se	aplica
pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	seis	ni	mayor	de	doce	años
cuando	la	víctima:
1.	Es	mujer	y	es	lesionada	por	su	condición	de	tal	en	cualquiera
de	los	contextos	previstos	en	el	primer	párrafo	del	artículo	108-B.
2.	Es	ascendiente,	descendiente,	natural	o	adoptivo,	cónyuge	o
conviviente	del	agente.
3.	Depende	o	está	subordinado.
Cuando	la	víctima	muere	a	consecuencia	de	la	lesión	y	el	agente
pudo	prever	ese	resultado,	la	pena	será	no	menor	de	doce	ni
mayor	de	quince	años.
C.	P.
ART.	122.—Modificado.	Ley	30364,	Primera	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Lesiones	leves.
1.	El	que	causa	a	otro	lesiones	en	el	cuerpo	o	en	la	salud	que
requiera	más	de	diez	y	menos	de	treinta	días	de	asistencia	o
descanso,	o	nivel	moderado	de	daño	psíquico,	según	prescripción
facultativa,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no
menor	de	dos	ni	mayor	de	cinco	años.
2.	La	pena	será	privativa	de	libertad	no	menor	de	seis	ni	mayor
de	doce	años	si	la	víctima	muere	como	consecuencia	de	la	lesión
prevista	en	el	párrafo	1	y	el	agente	pudo	prever	ese	resultado.
3.	La	pena	será	privativa	de	libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor
de	seis	años	si	la	víctima:
a.	Es	miembro	de	la	Policía	Nacional	del	Perú	o	de	las	Fuerzas
Armadas,	magistrado	del	Poder	Judicial,	del	Ministerio	Público	o
del	Tribunal	Constitucional	o	autoridad	elegida	por	mandato
popular	o	funcionario	o	servidor	público	y	es	lesionada	en	el
ejercicio	de	sus	funciones	oficiales	o	como	consecuencia	de	ellas.
b.	Es	menor	de	edad,	mayor	de	sesenta	y	cinco	años	o	sufre	de
discapacidad	física	o	mental	y	el	agente	se	aprovecha	de	dicha
condición.
c.	Es	mujer	y	es	lesionada	por	su	condición	de	tal,	en	cualquiera
de	los	contextos	previstos	en	el	primer	párrafo	del	artículo	108-B.
d.	Es	ascendiente,	descendiente,	natural	o	adoptivo,	cónyuge	o
conviviente	del	agente.
e.	Depende	o	está	subordinada	de	cualquier	forma	al	agente.
4.	La	pena	privativa	de	libertad	será	no	menor	de	ocho	ni	mayor
de	catorce	años	si	la	víctima	muere	como	consecuencia	de	la
lesión	a	que	se	refiere	el	párrafo	3	y	el	agente	pudo	prever	ese
resultado.
5.	 El	 juez	 impone	 la	 inhabilitación	 correspondiente	 a	 los
supuestos	previstos	en	el	párrafo	3.
JURISPRUDENCIA.—Aplicación	del	 indubio	pro	reo	en	una	gresca	entre
comuneros.	“(...)	el	delito	contra	la	vida,	el	cuerpo	y	 la	salud	-	 lesiones	 leves
(...)	exige	que	el	agente	debe	haber	causado	‘intencionalmente’	una	lesión	leve
a	 la	 víctima,	 esto	 significa	 que	 el	 dolo	 del	 autor	 debe	 comprender
necesariamente	 tanto	 el	 nexo	 causal	 como	 el	 resultado	 dañoso	 producido;
Cuarto.-	 Que,	 en	 el	 caso	 de	 autos,	 si	 bien	 se	 desprende	 de	 los	 certificados
médicos	(...)	expedido	por	el	médico	cirujano	(...)	respecto	a	los	agraviados	(...),
en	 la	que	aparece	que	 la	 entidad	del	daño	en	el	 cuerpo	o	 en	 la	 salud	de	 los
agraviados	 requiere	 de	más	 de	 diez	 y	menos	 de	 treinta	 días	 de	 asistencia	 o
descanso	 según	 prescripción	 facultativa,	 (...)	 de	 lo	 referido	 es	 menester
precisar	que	según	han	relatado	los	propios	agraviados	por	las	circunstancias
como	se	desarrollaron	los	hechos	en	que	fueron	lesionados,	esto	es	una	gresca
o	pugilato	con	aproximadamente	cerca	de	cien	comuneros	de	la	comunidad	de
(...),	 no	 se	 ha	 podido	 establecer	 fehacientemente	 que	 los	 autores	 sean	 los
procesados	(...)	pues	el	argumento	sostenido	por	los	agraviados	que	estos	son
los	responsables	porque	han	detentado,	la	vicepresidencia	y	presidencia	de	la
comunidad	 referida	 resulta	 (...)	 y	 inexistente	 para	 expedir	 sentencia
condenatoria,	por	lo	que	extiendo	duda	acerca	de	su	real	participación	en	la
lesión	causada	a	los	agraviados	es	de	aplicación	el	principio	universal	de	que
la	 duda	 favorece	 al	 reo	 (...).”	 (CSJ.	 Ancash,	 Exp.	 N°	 738-96,	 set.	 01/98.	 S.S.
Torres	Toro)
JURISPRUDENCIA.—Atipicidad	 por	 “adecuación	 social”	 de	 la	 conducta.
“(...)	 si	bien	existen	certificados	médicos	que	acrediten	 la	magnitud	del	daño
causado,	 no	 puede	 determinarse	 que	 existió	 en	 el	 ánimo	 del	 encausado	 la
intencionalidad	 de	 causar	 daño	 al	 agraviado,	máxime	 si	 ambos	 son	 amigos
conforme	lo	manifiestan,	habiéndose	producido	los	hechos	al	fragor	del	juego
de	 pelota;	 por	 consiguiente	 no	 puede	 el	 hecho	 ser	 reprimido	 por	 no	 existir
dolo,	culpa,	o	preterintencionalidad,	y	que	en	todo	caso,	lo	que	se	persigue	es
el	 resarcimiento	de	 los	daños	 sufridos	 los	mismos	que	no	pueden	hacerse	en
esta	 vía;	 (...)”.	 (CSJ.	 Ucayali,	 Exp.	 N°	 98-092-242501JP01,	 nov.	 16/98.	 S.S.
Hermoza	Astete)
C.	P.
ART.	122-A.—Derogado.	Ley	30364,	Primera	Disposición
Complementaria	Derogatoria.
C.	P
ART.	122-B.—Derogado.	Ley	30364,	Primera	Disposición
Complementaria	Derogatoria.
C.	P.
ART.	123.—Lesiones	con	resultado	fortuito.	Cuando	el	agente
produzca	un	resultado	grave	que	no	quiso	causar,	ni	pudo	prever,
la	 pena	 será	 disminuida	 prudencialmente	 hasta	 la	 que
corresponda	a	la	lesión	que	quiso	inferir.
C.	P.
ART.	124.—Lesiones	imprudentes.	El	que	por	culpa	causa	o
otro	un	daño	en	el	cuerpo	o	en	la	salud,	será	reprimido,	por	acción
privada,	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	un	año	y	con
sesenta	a	ciento	veinte	días	-	multa.
La	acción	penal	se	promoverá	de	oficio	y	la	pena	será	privativa	de
libertad	no	menor	de	uno	ni	mayor	de	dos	años	y	de	sesenta	a
ciento	veinte	días	-	multa,	si	la	lesión	es	grave.
Modificado.	Ley	29439,	Art.	1°.	La	pena	será	privativa	de
libertad	no	menor	de	uno	ni	mayor	de	dos	años	y	de	sesenta	a
ciento	veinte	días-multa,	si	la	lesión	es	grave,	de	conformidad	a	los
presupuestos	establecidos	en	el	artículo	121.	La	pena	privativa	de
libertad	será	no	menor	de	uno	ni	mayor	de	tres	años	si	el	delito
resulta	de	la	inobservancia	de	reglas	de	profesión,	ocupación	o
industria	y	no	menor	de	un	año	ni	mayor	de	cuatro	años	cuando
sean	varias	las	víctimas	del	mismo	hecho.
La	pena	privativa	de	la	libertad	será	no	menor	de	cuatro	años	ni
mayor	de	seis	años	e	inhabilitación,	según	corresponda,	conforme
al	artículo	36	–incisos	4),	6)	y	7)–,	si	la	lesión	se	comete	utilizando
vehículo	motorizado	o	arma	de	fuego,	estando	el	agente	bajo	el
efecto	de	drogas	tóxicas,	estupefacientes,	sustancias	psicotrópicas
o	sintéticas,	o	con	presencia	de	alcohol	en	la	sangre	en	proporción
mayor	de	0,5	gramos	litro,	en	el	caso	de	transporte	particular,	o
mayor	de	0,25	gramos	litro	en	el	caso	de	transporte	público	de
pasajeros,	mercancías	o	carga	en	general,	o	cuando	el	delito
resulte	de	la	inobservancia	de	reglas	técnicas	de	tránsito.
DOCTRINA.—Los	casos	de	oblito	quirúrgico	se	consideran	culpa	o	falla
probada.	 “En	 relación	 con	 los	 casos	 de	 oblito	 quirúrgico,	 se	 tiene	 por
establecido	que	esos	olvidos	se	consideran	una	culpa	o	falla	probada	como
quiera	que	los	hechos	hablan	por	sí	solos.	Así	lo	ha	señalado	la	doctrina:
‘Entendemos	por	oblito	quirúrgico	aquellos	casos	en	los	cuales	con	motivo
de	 una	 intervención	 quirúrgica,	 se	 dejan	 olvidados	 dentro	 del	 cuerpo	 del
paciente	 instrumentos	 o	 materiales	 utilizados	 por	 los	 profesionales
intervinientes.	 Por	 lo	 común	 los	 elementos	 olvidados	 son	 instrumental
quirúrgico	(pinzas,	agujas,	etc.)	y,	más	frecuentemente,	gasas	o	compresas.’
‘Este	 tipo	 de	 irregularidades	 quirúrgicas	 –a	 veces	 justificadas–	 por	 lo
general	 ocasionan	 un	 daño	 al	 paciente,	 quien	 con	 seguridad	 deberá	 como
mínimo	someterse	a	una	nueva	intervención	al	solo	efecto	de	la	extracción
del	material	olvidado	(...)’
‘Estos	supuestos,	en	consecuencia,	se	han	transformado	en	frecuente	causa
de	responsabilidad	civil	médica,	por	lo	que	han	sido	objeto	de	tratamiento
por	la	doctrina	en	forma	reiterada.’
‘Bueres,	en	la	primera	edición	de	su	clásica	obra	sobre	responsabilidad	de
los	 médicos,	 recordaba	 que	 en	 Francia	 originariamente	 los	 tribunales
admitieron,	 en	 ciertos	 casos,	 la	 exoneración	de	 la	 responsabilidad	médica,
partiendo	de	la	base	de	que	en	el	estado	en	que	se	encontraba	la	cirugía	no
resultaba	factible	utilizar	procedimientos	infalibles	para	evitar	este	tipo	de
accidentes,	pero	luego	la	 justicia	se	fue	mostrando	cada	vez	más	severa	en
situaciones	de	esta	índole,	por	entender	que	existen	mecanismos	adecuados
a	fin	de	evitar	los	olvidos.’
‘(...).’
‘Respecto	a	la	frecuencia	de	este	tipo	de	olvidos,	en	un	fallo,	con	cita	de	un
tratado	 de	 medicina	 legal	 se	 ha	 dicho	 que	 ‘(...)	 lo	 que	 acabamos	 de
manifestar	no	es	una	exención	de	culpa	para	todos	los	casos	de	olvidos	de
gasas.	Hay	casos	en	que	el	olvido	será	un	error,	pero	hay	otros,	y	los	hemos
visto	 en	 nuestra	 práctica,	 que	 son	 indiscutibles	 casos	 de	 responsabilidad
médica,	por	la	impericia,	la	imprudencia	o	la	negligencia	demostrada	por	el
médico	tanto	durante	 la	 intervención	quirúrgica	como	después,	durante	el
postoperatorio,	 frente	 a	 la	 sintomatología	 del	 paciente	 progresivamente
agravada	 sin	 aparente	 causa,	 y	 en	 donde	 el	 todo	 arrancaba	 no	 sólo	 de	 la
existencia	de	una	gasa	o	compresa	olvidada	sino,	y	en	grado	más	importante
aún,	en	no	haberse	preocupado	por	esclarecer	 las	causas	de	esa	deficiente
evolución	 y	 en	 no	 haber	 llevado	 a	 cabo,	 en	 última	 instancia,	 una
reintervención	para	aclarar	el	porqué	de	esa	evolución	atípica	(...)’.
La	jurisprudencia	de	esta	corporación	también	ha	sido	enfática	al	respecto
y	tiene	por	establecido	lo	siguiente:
‘El	hecho	de	haber	dejado	una	aguja	quirúrgica	en	el	cuerpo	de	la	paciente,
constituye	sin	lugar	a	dudas	una	evidente	falla	en	la	prestación	del	servicio
médico,	porque	esa	situación	no	puede	obedecer	sino	al	descuido	con	que	se
actuó	 en	 tal	 intervención	 y	 no	 obra	 en	 el	 proceso	 prueba	 que	 pueda
exonerar	a	la	administración	de	la	responsabilidad	que	le	corresponde’.
‘Sobre	 el	 particular,	 encuentra	 la	 sala	 que	 las	 entidades	 demandadas	 en
ningún	momento	 desvirtuaron	 la	 negligencia	 que	 predican	 los	 actores,	 la
cual	tuvo	lugar	en	la	cirugía	de	la	víctima	al	dejar	dentro	de	su	humanidad
cuerpos	extraños	‘gasas	y	agujas’	(fl.	28	cdno.	Ppal),	que	dieron	lugar	a	una
peritonitis	 abdominal,	 shock	 séptico,	 insuficiencia	 renal	 aguda	 y
trombolismo	pulmonar	(fl.	5	cdno	ppal).
‘Afirmación	que	se	corrobora	con	el	 testimonio	del	doctor	Carlos	Escobar
Gónima,	 ginecólogo	 del	 Hospital	 Universitario	 San	 Vicente	 de	 Paúl	 de
Medellín,	quien	atendió	de	urgencia	a	la	paciente	en	esa	institución	cuando
fue	remitida	por	el	hospital	San	Juan	de	Dios	de	Yarumal,	y	el	cuál	manifestó
que	aquella:
‘(...)	ingreso	al	servicio	de	urgencias	de	ginecología	en	malas	condiciones	y
a	 quien	 se	 le	 encontró	 hallazgos	 pulmonares	 y	 una	 masa	 abdominal.	 El
diagnóstico	 de	 quien	 la	 ingresó	 que	 fui	 yo,	 fueron	 tres	 diagnósticos:	 un
hematoma	abdominal	por	anticoagulación	o	‘souvenir’	que	es	el	nombre	que
damos	a	un	cuerpo	extraño	y	una	sepsis	o	infección	generalizada.	La	señora
ese	mismo	día	 en	 las	 horas	 de	 la	 noche,	 fue	 intervenida	 quirúrgicamente,
encontrándose	 un	 cuerpo	 extraño	 en	 el	 abdomen.	 La	 cirugía	 fue	 la
extracción	 de	 la	 gasa	 y	 una	 recepción	 intestinal	 y	 de	 colón	 izquierdo	 y
lavado	de	la	cavidad’	(Subraya	la	Sala,	fls.	155	y	156	cdno.	ppal).’
Por	lo	tanto,	como	quiera	que	está	demostrado	el	olvido	de	una	gasa	en	el
cuello	del	paciente	que	obligó	a	una	intervención	quirúrgica	para	extraerla,
y	 también	 está	 claro	 que	 este	 hecho	 constituye	 por	 sí	mismo	una	 falla,	 la
sala	 condenará	 a	 las	 entidades	 demandadas	 a	 pagar	 la	 indemnización
respectiva	 por	 este	 daño.	 (…).”	 (Consejo	 de	 Estado	 de	 Colombia,	 Sent.
63001-23-31-000-1997-04675-01,	 ago.	 07/2009.	 Consejero	 Ponente,
Enrique	Gil	Botero)
C.	P.
ART.	 124-A.—Incorporado.	 Ley	 27716,	 Art.	 1°.	 Lesiones	 al
concebido.	 El	 que	 causa	 daño	 en	 el	 cuerpo	 o	 en	 la	 salud	 del
concebido,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 la	 libertad	 no
menor	de	uno	ni	mayor	de	tres.
C.	de	los	N.	y	A.
ART.	1°.—A	la	vida	e	integridad.	El	niño	y	el	adolescente	tienen	derecho	a
la	vida	desde	el	momento	de	la	concepción.
El	 presente	 código	 garantiza	 la	 vida	 del	 concebido,	 protegiéndolo	 de
experimentos	o	manipulaciones	genéticas	contrarias	a	su	integridad	y	a	su
desarrollo	físico	o	mental.
C.	P.
ART.	124-B.—Incorporado.	Ley	30364,	Segunda	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Determinación	de	la	lesión
psicológica.	El	nivel	de	la	lesión	psicológica	es	determinado
mediante	valoración	realizada	de	conformidad	con	el	instrumento
técnico	oficial	especializado	que	orienta	la	labor	pericial,	con	la
siguiente	equivalencia:
a.	Falta	de	lesiones	leves:	nivel	leve	de	daño	psíquico.
b.	Lesiones	leves:	nivel	moderado	de	daño	psíquico.
c.	Lesiones	graves:	nivel	grave	o	muy	grave	de	daño	psíquico.
CAPÍTULO	IV
Exposición	a	peligro	o	abandono	de	personas	en
peligro
C.	P.
ART.	 125.—Modificado.	 Ley	 26926,	 Art.	 2°.	 Exposición	 o
abandono	de	menores.	El	que	expone	a	peligro	de	muerte	o	de
grave	 e	 inminente	 daño	 a	 la	 salud	 o	 abandona	 en	 iguales
circunstancias	 a	 un	menor	 de	 edad	 o	 a	 una	 persona	 incapaz	 de
valerse	 por	 sí	misma	que	 estén	 legalmente	 bajo	 su	 protección	 o
que	se	hallen	de	hecho	bajo	su	cuidado,	será	reprimido	con	pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	uno	ni	mayor	de	cuatro	años.
DOCTRINA.—Concurso	 entre	 abandono	 de	menores	 y	 homicidio.	 “En
ese	marco	con	miras	a	determinar	si	en	el	caso	presente	efectivamente	se	ha
incurrido	en	una	violación	del	principio	non	bis	 in	 ídem,	 la	 sala,	 haciendo
inicialmente	 abstracción	 de	 los	 hechos	 concretos	 pero	 ateniéndose	 a	 su
estructura	 fundamental,	 debe	 hacer	 una	 primera	 y	 clara	 afirmación:
abandonar	 a	 un	 menor	 de	 doce	 años	 de	 edad	 y	 causarle	 la	 muerte	 por
envenenamiento	son	dos	hechos	completamente	diferentes.
El	abandono	implica	el	incumplimiento	del	deber	jurídico	de	asistencia	que
se	tiene	con	el	menor	de	edad	y	la	injusticia	del	comportamiento	radica	en
que	con	ese	acto	se	crea	un	grave	peligro	para	su	vida	e	integridad	ante	la
incapacidad	en	que	se	halla	el	menor	de	valerse	por	sí	mismo.	De	este	modo,
el	 abandono	 no	 implica	 la	 separación	 física	 del	 menor	 sino	 el
incumplimiento	 del	 deber	 de	 asistencia	 y	 de	 allí	 que	 una	 forma	 de
abandonar	 a	 un	 menor	 consista	 en	 no	 prestarle	 los	 auxilios	 o	 cuidados
necesarios	aunque	se	permanezca	a	su	lado	pues	con	ese	proceder	se	lo	deja
en	estado	de	desprotección.
Si	a	un	menor	que	ya	ha	sido	víctima	de	un	acto	de	abandono	se	le	causa	la
muerte	 por	 envenenamiento,	 es	 claro	 que	 se	 comete	 un	 acto
naturalísticamente	diferente,	que	no	tiene	ninguna	relación	con	el	delito	de
abandono,	que	implica	un	atentado	contra	la	vida	como	bien	jurídicamente
protegido	y	que	constituye	un	delito	de	homicidio.
En	ese	marco,	por	tratarse	de	hechos	diferentes,	cada	uno	de	ellos	genera
una	imputación	penal	diversa,	una	a	título	de	abandono	de	menores	y	otra	a
título	de	homicidio.
4.	Esos	dos	hechos,	que	naturalísticamente	son	diferentes,	pueden	generar
o	no	imputaciones	concurrentes	contra	una	misma	persona.
Se	 genera	 imputaciones	 acumulativas	 si	 la	 misma	 persona	 que	 ha
abandonado	a	un	menor	es	quien	luego	lo	ha	envenenado.	Por	el	contrario,
no	se	generan	imputaciones	acumulativas	contra	una	misma	persona	si	fue
una	la	autora	del	abandono	y	otra	diferente	la	autora	del	atentado	contra	la
vida	pues	en	este	evento	cada	quien	debe	responder	por	el	acto	cometido	y
no	más.
En	el	primero	de	tales	supuestos,	esto	es,	cuando	es	el	mismo	sujeto	el	que
abandona	a	un	menor	y	el	que	luego	le	quita	la	vida,	no	puede	decirse	que	se
incurre	en	violación	del	principio	non	bis	in	ídem	si	a	tal	sujeto	se	lo	acusa	y
condena	por	abandono	y	homicidio	pues	por	tratarse	de	hechos	diferentes
es	 legítimo	que	 se	generen	 imputaciones	penales	diversas.	Esto	es	 así	por
cuanto	se	trata	de	dos	actos	distintos	que	en	momentos	diferentes	atentan
contra	un	bien	jurídico	de	que	es	titular	una	misma	persona.	Por	ello,	ni	el
delito	 de	 abandono	 puede	 recoger	 el	 contenido	 de	 injusticia	 del	 acto
posterior	de	envenenamiento,	ni	esta	 conducta	homicida	puede	recoger	el
contenido	de	 injusticia	del	abandono	previamente	cometido”.	 (C.	Const.	de
Colombia,	Sent.	T-537,	jul.	15/2002,	M.P.	Jaime	Córdoba	Triviño)
C.	P.
ART.	126.—Omisión	de	socorro	y	exposición	al	peligro.	El	que
omite	prestar	socorro	a	una	persona	que	ha	herido	o	incapacitado,
poniendo	en	peligro	su	vida	o	su	salud,	será	reprimido	con	pena
privativa	de	libertad	no	mayor	de	tres	años.
C.	P.
ART.	127.—Omisión	de	auxilio	o	aviso	a	 la	autoridad.	El	 que
encuentra	 a	 un	 herido	 o	 a	 cualquier	 otra	 persona	 en	 estado	 de
grave	 e	 inminente	 peligro	 y	 omite	 prestarle	 auxilio	 inmediato
pudiendo	hacerlo	sin	riesgo	propio	o	de	tercero	o	se	abstiene	de
dar	 aviso	 a	 la	 autoridad,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	no	mayor	de	un	año	o	 con	 treinta	 a	 ciento	veinte	días	 -
multa.
C.	P.
ART.	128.—Modificado.	Ley	28190,	Segunda	Disposición
Final.	Exposición	al	peligro	de	personas	dependientes.	El	que
expone	a	peligro	la	vida	o	la	salud	de	una	persona	colocada	bajo
su	autoridad,	dependencia,	tutela,	curatela	o	vigilancia,	sea
privándola	de	alimentos	o	cuidados	indispensables,	sea
sometiéndola	a	trabajos	excesivos,	inadecuados,	sea	abusando	de
los	medios	de	corrección	o	disciplina,	sea	obligándola	o
induciéndola	a	mendigar	en	lugares	públicos,	será	reprimido	con
pena	privativa	de	la	libertad	no	menor	de	uno	ni	mayor	de	cuatro
años.
En	los	casos	en	que	el	agente	tenga	vínculo	de	parentesco
consanguíneo	o	la	víctima	fuere	menor	de	doce	años	de	edad,	la
pena	será	privativa	de	libertad	no	menor	de	dos	ni	mayor	de
cuatro	años.
En	los	casos	en	que	el	agente	obligue	o	induzca	a	mendigar	a	dos
o	más	personas	colocadas	bajo	su	autoridad,	dependencia,	tutela,
curatela	o	vigilancia,	la	pena	privativa	de	libertad	será	no	menor
de	dos	ni	mayor	de	cinco	años.
C.	de	los	N.	y	A.
ART	40.—Modificado.	Ley	28190,	Primera	Disp.	Final.	Programas	para
niños	 y	 adolescentes	 que	 trabajan	 y	 viven	 en	 la	 calle.	 Los	 niños	 y
adolescentes	que	 trabajan	participarán	en	programas	dirigidos	 a	 asegurar
su	proceso	educativo	y	su	desarrollo	físico	y	psicológico.
Los	niños	y	adolescentes	que	viven	en	la	calle	tienen	derecho	a	participar
en	 programas	 de	 atención	 integral	 dirigidos	 a	 erradicar	 la	 mendicidad	 y
asegurar	su	proceso	educativo,	su	desarrollo	físico	y	psicológico.
El	 Ministerio	 de	 la	 Mujer	 y	 Desarrollo	 Social,	 en	 coordinación	 con	 los
gobiernos	regionales	y	 locales,	 tendrá	a	su	cargo	 la	promoción	y	ejecución
de	 estos	 programas,	 los	 cuales	 se	 desarrollan	 mediante	 un	 proceso
formativo	 que	 incluye	 el	 fortalecimiento	 de	 sus	 vínculos	 con	 la	 familia,	 la
escuela	y	la	comunidad.
C.	P.
ART.	129.—Modificado.	Ley	26926,	Art.	3°.	Cualificación	por
resultado	de	muerte	o	lesión	grave.	En	los	casos	de	los	artículos
125	y	128,	 si	 resulta	 lesión	grave	o	muerte	y	éstas	pudieron	ser
previstas,	 la	pena	será	privativa	de	 libertad	no	menor	de	 tres	ni
mayor	de	seis	años	en	caso	de	lesión	grave	y	no	menor	de	cuatro
ni	mayor	de	ocho	en	caso	de	muerte.
CAPÍTULO	V
Genocidio
NOTA:	Capítulo	derogado	por	el	artículo	6°	de	 la	Ley	26926,	publicada	el
21	de	febrero	de	1998	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”.
TÍTULO	II
Delitos	contra	el	honor
CAPÍTULO	ÚNICO
Injuria,	calumnia	y	difamación
C.	P.
ART.	 130.—Injuria.	 El	 que	 ofende	 o	 ultraja	 a	 una	 persona	 con
palabras,	gestos	o	vías	de	hecho,	será	reprimido	con	prestación	de
servicio	comunitario	de	diez	a	cuarenta	jornadas	o	con	sesenta	a
noventa	días	-	multas.
DERECHO	AL	HONOR
Const.
ART.	2°.—Toda	persona	tiene	derecho:
(...).
7.	Al	honor	y	a	 la	buena	reputación,	a	 la	 intimidad	personal	y	 familiar	así
como	a	la	voz	y	a	la	imagen	propias.
Toda	persona	afectada	por	afirmaciones	inexactas	o	agraviada	en	cualquier
medio	 de	 comunicación	 social	 tiene	 derecho	 a	 que	 éste	 se	 rectifique	 en
forma	 gratuita,	 inmediata	 y	 proporcional,	 sin	 perjuicio	 de	 las
responsabilidades	de	ley.
(...).
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Criterios	para	resolver	conflicto	entre
honor	y	libertad	de	expresión,	Corte	Suprema	alinea	jurisprudencia	a	lo
desarrollado	por	el	TC.	“(…)	La	solución	del	conflicto	pasa	por	la
formulación	de	un	juicio	ponderativo	que	tenga	en	cuenta	las	circunstancias
de	cada	caso	en	particular	y	permita	determinar	que	la	conducta	atentatoria
contra	el	honor	está	justificada	por	ampararse	en	el	ejercicio	de	las	libertades
de	expresión	o	de	información.	(…)	los	dos	derechos	en	conflicto:	honor	y
libertades	de	expresión	–manifestación	de	opiniones	o	juicios	de	valor–	y	de
información	–imputación	o	narración	de	hechos	concretos–,	gozan	de	igual
rango	constitucional,	por	lo	que	ninguno	tiene	carácter	absoluto	respecto	del
otro	(…)	uno	de	los	métodos	posibles,	que	es	del	caso	utilizar	para	el	juicio
ponderativo,	exige	fijar	el	ámbito	propio	de	cada	derecho,	luego	verificar	la
concurrencia	de	los	presupuestos	formales	de	la	limitación,	a	continuación
valorar	bajo	el	principio	de	proporcionalidad	el	carácter	justificado	o
injustificado	de	la	injerencia	y,	finalmente,	comprobar	que	el	límite	que	se
trate	respeta	el	contenido	el	contenido	(sic)	esencial	del	derecho	limitado.	(…).
Una	vez	determinados	legalmente	la	concurrencia	de	los	presupuestos	típicos
del	delito	en	cuestión	(…)	corresponde	analizar	si	se	está	ante	una	causa	de
justificación	(…).	Es	insuficiente	para	la	resolución	del	conflicto	entre	el	delito
contra	el	honor	y	las	libertades	de	información	y	de	expresión	el	análisis	del
elemento	subjetivo	del	indicado	delito,	en	atención	a	la	dimensión	pública	e
institucional	que	caracteriza	a	estas	últimas	y	que	excede	el	ámbito	personal
que	distingue	al	primero.	(…)	causa	de	justificación	que	en	estos	casos	es	de
invocar	es	la	prevista	en	el	inciso	8)	del	artículo	20	(…)	La	naturaleza	pública
de	las	libertades	de	información	y	de	expresión,	vinculadas	a	la	formación	de
la	opinión	ciudadana,	exige	que	las	expresiones	incidan	en	la	esfera	pública
(…).	Obviamente,	la	protección	del	afectado	se	relativizará	(…)	cuando	las
expresiones	cuestionadas	incidan	en	personajes	públicos	o	de	relevancia
pública,	quienes,	en	aras	del	interés	general	en	juego,	deben	soportar	cierto
riesgo	a	que	sus	derechos	subjetivos	resulten	afectados	por	expresiones	o
informaciones	de	ese	calibre	(…)	El	otro	criterio	está	circunscrito	a	los
requisitos	del	ejercicio	de	las	libertades	de	información	y	de	expresión.	Se	ha
de	respetar	el	contenido	esencial	de	la	dignidad	de	la	persona.	En	primer
lugar,	no	están	amparadas	las	frases	objetiva	o	formalmente	injuriosas,	los
insultos	o	las	insinuaciones	insidiosas	y	vejaciones	–con	independencia	de	la
verdad	de	lo	que	se	vierta	o	de	la	corrección	de	los	juicios	de	valor	que
contienen–,	pues	resultan	impertinentes	–desconectadas	de	su	finalidad
crítica	o	informativa–	e	innecesarias	al	pensamiento	o	idea	que	se	exprese	y
materializan	un	desprecio	por	la	personalidad	ajena.	(…)	está	permitido	(…)
que	se	realice	una	evaluación	personal,	por	desfavorable	que	sea,	de	una
conducta,	pero	no	lo	está	emplear	calificativos	que,	apreciados	en	su
significado	usual	y	en	su	contexto,	evidencian	menosprecio	o	animosidad.	(…)”
(CS,	Ac.	Plen.	3-2006/CJ-116,	dic.	29/2006.	S.S.	Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Libertad	de	información	requiere
concurrencia	de	la	veracidad	de	los	hechos	y	de	la	información	que	se
profiera,	criterios	para	resolver	conflicto	entre	honor	y	libertad	de
expresión.	“(…)	En	segundo	lugar,	el	ejercicio	legítimo	de	la	libertad	de
información	requiere	la	concurrencia	de	la	veracidad	de	los	hechos	y	de	la
información	que	se	profiera.	(…)	la	protección	constitucional	no	alcanza
cuando	el	autor	es	consciente	de	que	no	dice	o	escribe	verdad	cuando	atribuye
a	otro	una	determinada	conducta	–dolo	directo–	o	cuando,	siendo	falsa	la
información	en	cuestión,	no	mostró	interés	o	diligencia	mínima	en	la
comprobación	de	la	verdad	–dolo	eventual–	(…)	el	autor	actúa	sin	observar
los	deberes	subjetivos	de	comprobación	razonable	de	la	fiabilidad	o	viabilidad
de	la	información	o	de	la	fuente	de	la	misma,	delimitación	que	debe	hacerse
desde	parámetros	subjetivos:	se	requiere	que	la	información	haya	sido
diligentemente	contrastada	con	datos	objetivos	e	imparciales	(…)	Para	los
supuestos	de	reportaje	neutral	el	deber	de	diligencia	se	satisface	con	la
constatación	de	la	verdad	del	hecho	de	la	declaración,	pero	no	se	extiende	en
principio	a	la	necesidad	de	acreditar	la	verdad	de	lo	declarado,	aún	cuando	se
exige	la	indicación	de	la	persona	–debidamente	identificada–	que	lo
proporciona	[a	éste	se	le	exige	la	veracidad	de	lo	expresado],	siempre	que	no
se	trate	de	una	fuente	genérica	o	no	se	determinó	quién	hizo	las	declaraciones,
sin	incluir	opiniones	personales	de	ninguna	clase.	Por	lo	demás,	no	se	excluye
la	protección	constitucional	cuando	media	un	error	informativo	recaído	sobre
cuestiones	de	relevancia	secundaria	en	el	contexto	de	un	reportaje
periodístico.	(…)	Otra	ponderación	se	ha	de	realizar	cuando	se	está	ante	el
ejercicio	de	la	libertad	de	expresión	u	opinión.	Como	es	evidente,	las	opiniones
y	los	juicios	de	valor	–que	comprende	la	crítica	a	la	conducta	de	otro–	son
imposibles	de	probar	(…).	Por	tanto,	el	elemento	ponderativo	que	corresponde
está	vinculado	al	principio	de	proporcionalidad,	en	cuya	virtud	el	análisis	está
centrado	en	determinar	el	interés	público	de	las	frases	cuestionadas	–deben
desbordar	la	esfera	privada	de	las	personas,	única	posibilidad	que	permite
advertir	la	necesidad	y	relevancia	para	lo	que	constituye	el	interés	público	de
la	opinión–	y	la	presencia	o	no	de	expresiones	indudablemente	ultrajantes	u
ofensivas,	que	denotan	que	están	desprovistas	de	fundamento	y	o	formuladas
de	mala	fe	–sin	relación	con	las	ideas	u	opiniones	que	se	expongan–	y,	por
tanto,	innecesarias	a	ese	propósito,	a	la	que	por	cierto	son	ajenas	expresiones
duras	o	desabridas	y	que	puedan	molestar,	inquietar	o	disgustar	a	quien	se
dirige.	(…).”	(CS,	Ac.	Plen.	3-2006/CJ-116,	dic.	29/2006.	S.S.	Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA.—El	honor	y	la	buena	reputación	“(...)	La	Constitución
se	refiere	en	su	artículo	2°,	inciso	7,	al	derecho	fundamental	de	toda	persona
‘al	honor	y	la	buena	reputación	[...]’.	De	este	modo,	la	Constitución	hace
referencia	a	dos	dimensiones	de	protección	de	la	dignidad	humana,	la	primera
referida	a	la	persona	en	tanto	que	individuo	dotado	de	inmunidad	frente	a
cualquier	agresión	a	su	autoestima	y	su	dignidad	objetivada	como	ser	libre	e
igual	a	los	demás;	la	segunda	como	ser	que	forma	parte	de	un	grupo	social	y
se	relaciona	cotidianamente	con	sus	semejantes.	Mientras	que	la	dimensión
del	honor	individual	se	refiere	a	un	derecho	personalísimo	indelegable,	en	su
dimensión	de	buena	reputación,	el	honor	se	expande	como	una	posición
iusfundamental	que	puede	también	ampliar	sus	efectos	para	proteger
posiciones	similares	no	solo	de	personas	naturales,	sino	incluso	en	los	entes
que,	amparados	en	alguna	manifestación	de	personalidad	jurídica	que	les
confiere	el	sistema	jurídico,	actúan	en	la	sociedad	proyectando	una	imagen	o
un	nombre	o	una	‘razón	social’.	(Cfr.	STC905-2001-AA/TC).	(…)	Se	mancilla	el
honor	cuando	se	humilla	y	se	degrada	en	la	condición	de	ser	humano	a	una
persona	lanzándole	ofensas	o	agrediéndola	directamente	o	haciéndolo	ante	el
público	y	de	cualquier	forma.	La	diferencia	es,	en	todo	caso,	que	en	el	segundo
supuesto,	en	el	caso	de	la	agresión	a	la	reputación	social,	el	honor	está
comprometido	doblemente,	como	una	ofensa	hacia	uno	mismo,	y	como	un
desprestigio	frente	a	los	demás,	desmereciendo	la	condición	de	ser
social	por	excelencia	que	es	toda	persona.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	4099-2005-
PHC/TC,	oct.	20/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Derecho	 al	 honor	 y	 a	 la	 imagen.	 “(...)	 El	 derecho	 al
honor	 forma	 parte	 del	 elenco	 de	 derechos	 fundamentales	 protegidos	 por	 el
inciso	7)	del	artículo	2º	de	la	Constitución,	y	está	estrechamente	vinculado	con
la	 dignidad	 de	 la	 persona;	 su	 objeto	 es	 proteger	 a	 su	 titular	 contra	 el
escarnecimiento	o	la	humillación,	ante	si	o	ante	los	demás,	e	incluso	frente	al
ejercicio	arbitrario	de	las	libertades	de	expresión	o	información,	puesto	que	la
información	 que	 se	 comunique,	 en	 ningún	 caso	 puede	 resultar	 injuriosa	 o
despectiva.
(…)	también	forma	parte	del	mencionado	inciso	el	derecho	a	la	imagen,	que
protege,	básicamente,	la	imagen	del	ser	humano,	ínsita	en	la	dignidad	de	la
que	se	encuentra	investido,	garantizando	el	ámbito	de	libertad	de	una
persona	respecto	de	sus	atributos	más	característicos,	propios	e	inmediatos,
como	son	la	imagen	física,	la	voz	o	el	nombre;	cualidades	definitorias,
inherentes	e	irreductibles	de	toda	persona	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	0446-2002-
AA/TC,	dic.	19/2003.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Derecho	 a	 la	 rectificación:	 supuestos.	 “(…)	 cabe	 la
rectificación	 por	 afirmaciones	 inexactas.	 Así,	 la	 remisión	 directa	 de	 la
rectificación	se	da	respecto	al	derecho	a	la	información.	Cabe	señalar,	que	el
derecho	 a	 la	 rectificación	 fluye	 cuando	 se	 produce	 una	 información	 falsa	 o
inexacta;	 es	 decir,	 sólo	 se	 podrá	 dar	 cuando	 la	 información	 publicada	 o
difundida	 no	 corresponde	 en	 absoluto	 con	 la	 verdad	 (falsedad)	 o	 cuando	 se
ajusta	sólo	en	parte	a	ella	(inexactitud).
El	otro	supuesto	en	que	se	puede	ejercer	el	derecho	a	la	rectificación	se
presenta	cuando	la	persona	se	ha	sentido	afectada	a	través	de	un	agravio,	y
esto	significa	una	violación	de	su	derecho	al	honor,	a	través	de	un	medio	de
comunicación	de	masas	con	independencia	del	derecho	comunicativo	ejercido
(…)”.	(TC,	Exp.	N°	3362-2004-AA	/TC,	ago.	29/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Contenido	esencial	del	derecho	a	la	rectificación.
“(...)	El	derecho	a	la	rectificación	incluye	(…)	la	posibilidad	de	que	una	persona
afectada	por	un	mensaje	desatinado	respecto	a	su	persona	pueda	acceder
libremente	a	un	medio	de	comunicación	de	masas	a	fin	de	que	éste	se
rectifique.	Como	parte	de	la	esfera	negativa,	se	entiende	que	es	inadecuado
que	el	medio	niegue	esta	posibilidad	a	la	persona;	tal	negativa	se	puede
producir	tanto	con	no	publicar	la	rectificación	propuesta	o,	si	se	realiza,	por
hacerse	con	comentarios	inexactos	o	agraviantes	adicionales	(…)”.	(TC,	Exp.	N
°	3362-2004-AA	/TC,	ago.	29/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Control	ex	post	de	la	comunicación	del	discurso.	“(...)
el	Tribunal	Constitucional	debe	recordar	nuevamente	que	la	posición	central
que	ocupan	las	libertades	de	información	y	expresión	en	la	formación	de	una
opinión	pública	libre,	presupuesto	de	la	configuración	del	Estado	como	un
Estado	democrático	de	derecho,	conforme	reza	el	artículo	3º	y	43	de	la	Carta
Constitucional,	impide	que	cualesquiera	sean	las	circunstancias,	éstas	se
encuentren	sujetas	a	unos	límites	de	carácter	preventivo,	por	medio	de	los
cuales	pueda	impedirse	el	ejercicio	de	tales	libertades	como	consecuencia	del
dictado	de	un	mandato	judicial	de	prohibición,	ya	que	a	tenor	de	lo	dispuesto
en	la	primera	parte	del	inciso	4)	del	artículo	2º	de	la	Constitución	y	en	la
cláusula	13.2	de	la	Convención	Americana	de	Derechos	Humanos,	el	ejercicio
de	las	libertades	informativas	a	través	de	medios	de	comunicación	social	no	se
encuentran	sujetos	a	ninguna	clase	de	autorización,	censura	o	impedimento
alguno.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	0829-1998-AA/TC,	set.	29/99.	Pres.	Acosta	Sánchez)
JURISPRUDENCIA.—Censura	previa	y	mecanismo	de	control	preventivo
del	discurso.	“(...)	El	proceso	constitucional	del	Hábeas	Data,	no	tiene	por
objeto	el	de	constituir	un	mecanismo	procesal	a	través	del	cual	pueda
desvirtuarse	o	vaciarse	de	contenido	al	ejercicio	de	las	libertades
informativas,	sin	previa	autorización,	censura	o	impedimento	alguno	(…)	no
porque	la	Constitución	no	crea	que	en	el	ejercicio	de	tales	libertades	no	pueda
lesionarse	derechos	constitucionales,	o	que	en	caso	de	afectarse,	éstos	puedan
resultar	inmunes	a	cualquier	mecanismo	de	control	social,	sino	porque
precisamente	tales	medios	de	control,	al	no	actuar	con	carácter	preventivo,
siempre	han	de	operar	en	nuestro	ordenamiento	jurídico	como	mecanismos
reparadores	a	activarse	en	la	vía	judicial	ordinaria.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	666-96-
HD/TD,	abr.	02/98.	Pres.	Acosta	Sánchez)
JURISPRUDENCIA.—El	honor	en	su	dimensión	de	derecho	fundamental
sugiere	un	margen	de	apreciación	más	amplio	y	más	sensible	al	del
derecho	penal.	“(...)	si	bien	este	colegiado	es	consciente	de	que	no	es	posible
construir	en	términos	generales	y	abstractos	un	concepto	constitucional	del
honor,	sí	está	en	condiciones	de	afirmar	que	los	niveles	de	tutela	a	través	de
los	procesos	constitucionales	difieren	ostensiblemente	de	la	protección	que,
llegado	el	momento,	puede	ofrecer	el	derecho	penal.	Así,	parece	razonable
pensar	que	la	tutela	constitucional	del	honor	no	puede	delimitarse	en	los
linderos	de	la	jurisprudencia	penal,	construida	para	definir	los	contornos
donde	ha	de	recaer	el	ius	puniendi	como	última	ratio	en	la	protección	del
honor.	El	honor	en	su	dimensión	de	derecho	fundamental,	inherente	a	la
persona	en	su	condición	de	ser	humano,	sugiere	un	margen	de	apreciación
más	amplio	y,	por	ello	mismo,	más	sensible	al	del	derecho	penal.	(…)”.	(TC,
Exp.	N°	4099-2005-PHC/TC,	oct.	20/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—El	derecho	al	honor	desde	una	dimensión	interna	y
una	dimensión	externa.	“(...)	Con	respecto	al	honor,	se	ha	establecido	que	se
trata	de	un	derecho	derivado	de	la	dignidad	humana,	que	consiste	en	no	ser
escarnecido	o	humillado	ante	uno	mismo	o	ante	los	demás.	El	honor	interno
estaría	representado	por	la	estimación	que	cada	persona	tiene	de	sí	misma,
mientras	que	el	honor	externo	estaría	integrado	por	el	reconocimiento	que	los
demás	hacen	de	nuestra	dignidad.	De	tal	distinción	se	concluye,	sin	embargo,
que	la	dimensión	interna	resultaría	del	todo	subjetiva	al	apelar	a	las
apreciaciones	de	cada	persona	que	se	vea	afectada	en	tal	derecho.	Las
consecuencias	serían,	al	propio	tiempo,	absurdas,	pues	atendiendo	a	tal
dimensión,	encontraríamos	personas	que	tienen	un	nivel	de	autoestima	mayor
que	otras,	con	lo	que	la	dimensión	interna	del	honor	resultaría	hasta
discriminatoria.	Otro	tanto	habría	que	decir	de	la	dimensión	externa	del
honor,	pues	sujeta	a	las	apreciaciones	colectivas,	sociológicas	o	culturales
diversas,	el	honor	de	las	personas	resultaría	del	todo	incontrolable
jurídicamente	y	el	derecho	se	vería	así	sometido	a	una	suerte	de	escrutinio
social	que	podría	desvirtuar	su	nivel	de	garantía.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	4099-
2005-PHC/TC,	oct.	20/2006.	Pres.	García	Toma)
DOCTRINA.—Bien	 jurídico	 protegido.	 “En	 la	 mayoría	 de	 los
ordenamientos	 jurídicos	 de	 nuestro	 entorno	 cultural	 el	 honor	 de	 las
personas	 forma	parte	del	 catálogo	de	derechos	básicos	de	 la	personalidad
reconocido	al	más	alto	nivel	normativo,	es	decir,	en	la	Constitución.	Tal	es	el
caso	de	la	Constitución	Política	del	Perú,	cuyo	artículo	2.7	reconoce	a	toda
persona	 el	 derecho	 ‘al	 honor	 y	 a	 la	 buena	 reputación’,	 al	 tiempo	 que	 le
garantiza	el	derecho	de	rectificación	en	caso	de	verse	agraviada	a	través	de
algún	medio	de	comunicación	social.	Sea	a	través	de	los	tipos	de	calumnias	e
injurias	o	incorporando,	además	la	figura	de	la	difamación,	las	legislaciones
suelen	coincidir,	 en	 términos	generales,	 en	poner	bajo	pena	 tres	 clases	de
comportamientos	 lesivos,	 de	 este	 bien	 jurídico:	 La	 atribución	 falsa	 de	 un
delito	(calumnia),	las	acciones	o	expresiones	que	impliquen	juicios	de	valor
ofensivas,	 ultrajantes	 o,	 en	 términos	 más	 amplios,	 atentorias	 contra	 la
dignidad	 de	 la	 persona	 (injuria),	 y;	 por	 último,	 la	 atribución	 de	 hechos
susceptibles	de	perjudicar	la	fama	o	reputación	del	afectado	(difamación).”
(LAURENZO	COPELLO,	Patricia.	Los	delitos	contra	el	honor,	Revista	Peruana
de	Ciencias	Penales,	Editorial	Idemsa,	Número	12,	setiembre	del	2002)
DOCTRINA.—Núcleo	 esencial	 del	 derecho	 a	 la	 honra.	 “El	 contenido
esencial	de	un	derecho	es	aquella	parte	que	le	es	absolutamente	necesaria
para	que	los	 intereses	 jurídicamente	protegidos	y	que	le	dan	vida	resulten
real	y	efectivamente	tutelados.
En	 el	 derecho	 a	 la	 honra,	 el	 núcleo	 esencial	 es	 el	 derecho	que	 tiene	 toda
persona	 a	 ser	 respetada	 ante	 sí	 mismo	 y	 ante	 los	 demás,
independientemente	de	toda	limitación	normativa.
El	 núcleo	 esencial	 de	 este	 derecho	 lo	 regulan	 los	 artículos	 21	 de	 la
Constitución,	17	del	Pacto	Internacional	de	Derechos	Civiles	y	Políticos	y	11
de	la	Convención	Americana	sobre	Derechos	Humanos	que	prevén	todos	el
mismo	 núcleo	 esencial.	 Los	 artículos	 mencionados	 anteriormente
determinan	 que	 la	 ley	 señalará	 la	 forma	 de	 protección	 del	 derecho	 a	 la
honra.	Esa	protección	se	manifiesta	tanto	en	la	acción	de	tutela	como	en	los
artículos	 313	 a	 322	 del	 Código	 Penal	 relativos	 a	 los	 delitos	 contra	 la
integridad	 moral,	 concretizados	 en	 los	 hechos	 punibles	 de	 injuria	 y
calumnia.	Comete	injuria	el	que	hace	a	otros	imputaciones	deshonrosas,	que
menoscaban	 su	 reputación	 o	 su	 buen	 nombre	 dentro	 de	 la	 comunidad,
mediante	hechos	que	pueden	ser	ciertos	o	falsos	pero	no	punibles.	Incurre
en	calumnia	el	que	imputa	falsamente	a	otro	un	delito	o	una	contravención.
Respecto	 del	 derecho	 a	 la	 honra	 frente	 a	 los	 particulares,	 es	 necesario
resaltar	 que	 si	 en	 algún	 ámbito	 tiene	 sentido	 hablar	 de	 la	 eficacia	 entre
particulares	 de	 los	 derechos	 constitucionales	 fundamentales,	 éste	 es	 sin
duda	en	el	campo	de	la	honra”.	(C.	Const.	de	Colombia,	Sala	4ta.	de	Revisión
de	Tutelas,	Sent.	T-412,	jun.	17/92,	M.P.	Alejandro	Martínez	Caballero)
DOCTRINA.—El	 derecho	 de	 informar.	 “7.	 (…)	 El	 honor	 es	 un	 concepto
jurídico	indeterminado	cuya	delimitación	depende	de	las	normas,	valores	e
ideas	sociales	vigentes	en	cada	momento.	De	ahí	que	los	órganos	judiciales
dispongan	 de	 un	 cierto	margen	 de	 apreciación	 a	 la	 hora	 de	 concretar	 en
cada	caso	que	deba	tenerse	por	lesivo	del	derecho	fundamental	al	honor.
(…).
Esto	 sentado,	 ha	 de	 advertirse	 que	 también	 ese	 derecho	 fundamental	 al
honor	viene	 limitado	por	 los	derechos	 fundamentales	 a	opinar	 e	 informar
libremente,	 al	 ser	 todos	 de	 igual	 rango	 constitucional	 y,	 por	 lo	 tanto,	 de
obligada	coexistencia.	Por	lo	que,	según	las	circunstancias	del	caso,	cabe	la
posibilidad	de	que	la	reputación	tenga	que	soportar	restricciones,	viéndose
cuestionada	cuando	la	relevancia	pública	de	aquello	sobre	lo	que	se	informa
o	se	opina	así	lo	requiera.
Debiendo	finalmente	señalarse	que,	cuando	la	jurisdicción	penal,	que	debe
administrar	el	ius	puniendi	del	Estado,	lo	ejercita,	ha	de	hacerlo	teniendo	en
cuenta	que	 la	aplicación	del	 tipo	penal	no	debe	resultar	desproporcionada
ni	desalentadora	del	ejercicio	de	las	libertades	de	expresión	e	información,
lo	que	le	impone	una	interpretación	secundum	constitutionem	de	los	tipos
penales,	 rigurosamente	 motivada,	 y	 ceñida	 al	 campo	 que	 la	 propia
constitución	ha	dejado	fuera	de	la	protección	que	su	Art.	20.1	(Véase	en	Perú
Art.	 2°	 inciso	 4	 de	 la	 Constitución	 Política)	 dispensa	 a	 las	 informaciones	 y
opiniones.	Así	pues,	 allá	donde	 la	 información	o	 la	opinión	 controvertidas
penalmente	resultan	ser	veraces	la	una	o	no	formalmente	injuriosa	la	otra,
no	 cabe	 la	 sanción	 penal;	 mientras	 que,	 a	 la	 inversa,	 podría,	 en	 cambio,
resultar	 constitucionalmente	 ilegítima	 una	 conducta	 no	 sancionable
penalmente.	(…).
9.	 (…)	 Lo	 que	 la	 constitución	 exige	 es	 que	 el	 informador	 transmita	 como
‘hechos’	 lo	 que	 ha	 sido	 objeto	 de	 previo	 contraste	 con	 datos	 objetivos,
privándose,	 así,	 de	 la	 garantía	 constitucional	 a	 quien,	 defraudando	 el
derecho	de	todos	a	la	información,	actúe	con	menosprecio	de	la	veracidad	o
falsedad	 de	 lo	 comunicado	 no	 desplegando	 la	 diligencia	 exigible	 en	 esa
comprobación.	 El	 ordenamiento	 no	 presta	 su	 tutela	 a	 tal	 conducta
negligente,	y	menos	a	la	de	quien	comunique	como	hechos	simples	rumores
o,	peor	aún,	meras	 invenciones	o	 insinuaciones	 insidiosas,	pero	sí	ampara,
en	su	conjunto,	la	información	rectamente	obtenida	y	difundida,	aun	cuando
su	verdad	objetiva	sea	controvertible	(…).
10.	 (…)	 ‘la	 veracidad	 exigida	 constitucionalmente	 a	 la	 información	 no
impone	en	modo	alguno	que	se	deba	excluir,	ni	podría	hacerlo	sin	vulnerar
la	 libertad	 de	 expresión	 del	 Art.	 20.1	 a)	 C.E.,	 la	 posibilidad	 de	 que	 se
investigue	 el	 origen	 o	 causa	 de	 los	 hechos,	 o	 que	 con	 ocasión	 de	 ello	 se
formulen	hipótesis	 al	 respecto,	 como	 tampoco	 la	 valoración	probabilística
de	esas	mismas	hipótesis	o	 conjeturas.	En	otras	palabras,	 la	narración	del
hecho	o	 la	noticia	comporta	una	participación	subjetiva	de	su	autor,	 tanto
en	 la	 manera	 de	 interpretar	 las	 fuentes	 que	 le	 sirven	 de	 base	 para	 la
redacción	de	la	misma	como	para	escoger	el	modo	de	transmitirla;	de	modo
que	la	noticia	constituye	generalmente	el	resultado	de	una	reconstrucción	o
interpretación	 de	 hechos	 reales,	 ejerciendo	 el	 informador	 su	 legítimo
derecho	a	 la	crítica,	debiendo	distinguirse,	pues,	entre	esa	narración,	en	 la
que	debe	exigirse	la	diligencia	debida	en	la	comprobación	de	los	hechos,	y	la
crítica	formulada	expresa	o	 implícitamente	al	hilo	de	esa	narración,	donde
habrá	 que	 examinar,	 en	 su	momento,	 si	 es	 o	 no	 formalmente	 injurioso	 o
innecesario	para	lo	que	se	desea	expresar	(Stedh	caso	Lingens,	8	de	julio	de
1986,	 §	 41,	 donde	 se	 dice	 que	 no	 es	 correcto	 sostener	 que	 el	 medio	 de
comunicación	 sólo	 debe	 informar,	 siendo	 el	 lector	 el	 único	 que	 debe
interpretar	 los	 hechos	 divulgados;	 en	 este	 sentido	 también	 la	 STC
173/1995,	 FJ	 2)	 (…)”.	 (Trib.	 Const.	 Español.	 Segunda	 Sala.	 Exp.	 N°
297/2000.	Sent.,	dic.	11/2000.	M.P.	Tomás	S.	Vives	Antón)
DOCTRINA.—La	 persona	 jurídica	 es	 titular	 del	 derecho	 al	 buen
nombre.	 “Esta	 corporación	 en	 reiterada	 jurisprudencia	 ha	 sentado	 el
principio	 de	 que	 la	 persona	 jurídica	 es	 titular	 de	 derechos	 fundamentales
reconocidos	 en	 la	 Constitución,	 y	 así,	 por	 ejemplo,	 se	 ha	manifestado	 que
estos	entes	colectivos	tienen	la	titularidad	para	invocar	la	acción	de	tutela,
ya	que	son	titulares	de	derechos	fundamentales	en	virtud	de	 la	protección
de	 las	 personas	 naturales	 asociadas	 (vía	 indirecta)	 y	 de	 la	 necesaria
protección	 de	 la	 entidad	 moral	 en	 sí,	 vía	 directa,	 en	 los	 casos	 en	 que	 es
necesario	 proteger	 su	 titularidad,	 es	 decir,	 su	 existencia	 como	 sujeto	 de
derecho	(Sent.	T-411,	jun.	17/92).
Esta	corte	ha	dejado	en	claro	que	el	artículo	86	de	la	Constitución	Política
acoge	a	las	personas	jurídicas	como	titulares	de	la	acción	de	tutela,	ya	que
su	 enunciado	 es	 genérico	 y	 es	 obvio	 que	 lo	 que	 se	 afirma	 del	 género
comprende	a	 la	especie.	Para	esto	es	 indispensable	que	 la	persona	natural
que	 actúe	 en	 representación	 de	 una	 persona	 jurídica	 debe	 acreditar	 la
personería	correspondiente	y	su	representación		(Sent.	T-430,	jul.	24/92).
Igualmente,	cuando	el	artículo	14	del	estatuto	superior	consagra	que	toda
persona	tiene	derecho	al	reconocimiento	de	su	personalidad	jurídica,	al	ser
un	 juicio	 universal,	 abarca	 a	 cada	 una	 de	 las	 partes.	 Es	 decir,	 la	 persona
jurídica	tiene	derecho	a	ser	reconocida	en	su	personalidad,	a	su	acto	y	modo
de	ser,	según	se	explicó.
La	persona	 jurídica	no	 es	 titular	 de	 los	 derechos	 inherentes	 a	 la	 persona
humana,	 es	 cierto,	 pero	 sí	 de	 derechos	 fundamentales	 asimilados,	 por
razonabilidad,	 a	 ella.	No	 tiene	el	derecho	a	 la	 vida,	pero	 sí	 al	 respeto	a	 su
existencia	 jurídica	 (Cfr.	 Art.	 14	 C.N.).	 Igualmente,	 se	 encuentra	 que	 por
derivación	 lógica,	 por	 lo	 menos,	 es	 titular	 de	 derechos	 constitucionales
fundamentales,	los	cuales	se	presentan	en	ella	no	de	idéntica	forma	a	como
se	presentan	en	la	persona	natural.	A	título	de	ejemplo,	en	una	enumeración
no	taxativa,	se	tienen	los	siguientes:
(...).
-	 El	 derecho	 al	 buen	 nombre,	 porque	 es	 un	 elemento	 de	 trascendencia
social,	propio	de	 todo	sujeto	de	derecho,	que	busca	el	reconocimiento	y	 la
aceptación	social,	con	el	fin	de	proyectar	no	sólo	su	imagen,	sino	su	mismo
ser	 en	 la	 convivencia	 social.	 Las	 personas	 naturales	 que	 conforman	 la
persona	 jurídica	se	verían	afectadas	si	el	 todo	que	 las	vincula	no	es	titular
del	buen	nombre	como	derecho.	Hay	un	interés	social	que	legitima	la	acción
de	 reconocimiento,	 por	 parte	 del	 Estado	 y	 de	 la	 sociedad	 civil,	 del	 buen
nombre	 que	 ha	 adquirido	 un	 ente	 colectivo,	 porque	 ello	 necesariamente
refleja	el	trabajo	de	las	personas	humanas	en	desarrollar	la	perfección	de	un
ideal	común	objetivo”.	(C.	Const.	de	Colombia,	Sent.	T-	396,	set.	03/93,	M.P.
Vladimiro	Naranjo	Mesa)
C.	P.
ART.	 131.—Calumnia.	 El	 que	 atribuye	 falsamente	 a	 otro	 un
delito,	será	reprimido	con	noventa	a	ciento	veinte	días	-	multa.
JURISPRUDENCIA.—En	la	calumnia	existen	dos	aspectos:	la	imputación
de	un	delito	y	la	falsedad	de	la	imputación.	“(...)	para	el	establecimiento	de
responsabilidad	 penal	 por	 hecho	 punible	 doloso	 en	 la	 moderna	 teoría	 del
delito	exige	que,	además	de	la	verificación	a	nivel	objetivo	de	la	causación	del
resultado	típico,	también	exige	la	realización	de	actos	positivos	por	parte	del
agente	 activo	 a	 título	 de	 dolo	 –nivel	 subjetivo–	 conciencia	 y	 voluntad	 de
realización	 del	 elemento	 objetivo	 del	 delito	 y	 todo	 lo	 cual	 deriva	 de	 la
proscripción	de	responsabilidad	penal	objetiva	estatuido	por	el	numeral	siete
del	Título	Preliminar	del	Código	Penal	y	aditándose	que,	no	solamente	bastan
imputar	cargos	a	una	persona	por	hechos	que	se	encuentran	tipificados	como
delitos	 o	 faltas	 en	 nuestro	 ordenamiento	 penal,	 sino	 que	 necesariamente
tienen	 que	 acreditarse	 verosímilmente	 con	 medios	 probatorios	 idóneos	 que
franquea	la	ley	–tal	como	sostiene	Claus	Roxin	y	Niceto	Alcala	Zamora–	todo
ello	en	aras	de	enervar	y	desbaratar	la	presunción	de	inocencia	(...);	y	el	bien
jurídico	 tutelado	 por	 nuestro	 ordenamiento	 penal,	 lo	 es	 el	 honor,	 que
constituye	 el	 ingrediente	 básico	 de	 la	 personalidad	 humana.	 (...).	 En	 la
calumnia	existen	dos	aspectos:	La	imputación	de	un	delito	y	la	falsedad	de	esa
imputación.	 La	 imputación	 ha	 de	 referirse	 a	 un	 delito	 específico	 de	 acción
pública.	Al	ser	falsa	la	imputación,	no	se	exige	exactitud	de	tiempo,	lugar	ni	de
circunstancias	basta	con	imputar	el	delito	e	individualizar	al	autor	(...)	según
Carrara	los	delitos	contra	el	honor	envuelven	o	implican	derechos	naturales	y
por	 consiguiente	 el	 sujeto	pasivo	 tiene	que	 ser	 indudablemente	una	persona
natural,	 más	 no	 una	 persona	 jurídica	 por	 lo	 tanto	 la	 potestad	 de	 accionar
formulando	denuncia	por	dicho	ilícito,	es	exclusiva	de	una	persona	natural	y
no	de	una	persona	 jurídica,	por	 lo	que	en	este	contexto	no	se	configuran	 los
elementos	objetivos	ni	subjetivos	que	tipifican	el	delito	de	calumnia,	previsto
en	el	numeral	antes	indicado	del	código	sustantivo,	respecto	de	la	asociación
de	 pequeños	 y	 medianos	 comerciantes	 representada	 por	 (...),	 dando	 como
corolario	no	haberse	acreditado	la	comisión	del	delito	de	calumnia,	previsto	y
penado	 por	 el	 artículo	 ciento	 treinta	 y	 uno	 del	 Código	 Penal	 (...).”.	 (CSJ.
Arequipa,	 Exp.	 N°	 98-3875-04-0401-J-P-05,	 jun.	 07/99.	 S.S.	 Rodríguez
Romero)
DOCTRINA.—Las	personas	 jurídicas	no	 son	sujetos	pasivos	del	delito
de	 calumnia.	 “Ahora	 bien,	 tratándose	 del	 tipo	 penal	 de	 calumnia,	 en	 la
medida	en	que	de	acuerdo	con	la	jurisprudencia	de	la	Sala	de	Casación	Penal
de	la	Corte	Suprema	de	Justicia	las	personas	jurídicas	no	son	sujetos	pasivos
del	 mismo	 –porque	 no	 es	 posible	 imputarles	 la	 comisión	 de	 hechos
punibles–,	 es	 lo	 cierto	que	 la	decisión	que	en	este	 sentido	 se	adopte	en	 la
jurisdicción	penal	no	tiene	el	alcance	de	restringir	el	examen	de	la	conducta
censurada	en	el	exclusivo	ámbito	del	derecho	constitucional	a	 través	de	 la
acción	de	tutela,	para	indagar	si	con	ella	se	vulnera	el	derecho	fundamental
al	 buen	 nombre	 de	 la	 persona	 jurídica,	 ‘entendido	 como	 el	 derecho	 a	 la
reputación,	o	sea,	el	concepto	que	las	demás	personas	tienen	de	uno’.	Sobre
este	 punto	 cabe	 precisar	 que	 las	 personas	 jurídicas	 no	 son	 en	 nuestro
régimen	sujetos	activos	de	 tipos	penales,	 conclusión	de	 la	cual	a	su	vez	se
desprende	 que	 no	 pueden	 ser	 sujetos	 pasivos	 del	 tipo	 penal	 de	 calumnia,
por	comportar	este	la	imputación	de	una	conducta	típica	que	no	puede	ser
ejecutada	por	un	sujeto	jurídico	de	esta	naturaleza,	mientras	que	sí	pueden
por	principio	 ser	 sujeto	pasivo	de	otros	 tipos	penales	 como	aquellos	 cuyo
bien	 jurídico	 protegido	 es	 el	 del	 patrimonio	 económico”.	 (C.	 Const.	 de
Colombia,	Sent.	T-1193,	nov.	25/2004.	M.P.	Álvaro	Tafur	Galvis)
C.	P.
ART.	132.—Difamación.	El	que,	ante	varias	personas,	reunidas	o
separadas,	 pero	 de	 manera	 que	 pueda	 difundirse	 la	 noticia,
atribuye	 a	 una	 persona,	 un	 hecho,	 una	 cualidad	 o	 una	 conducta
que	pueda	perjudicar	su	honor	o	reputación,	será	reprimido	con
pena	privativa	de	 libertad	no	mayor	de	dos	años	y	 con	 treinta	a
ciento	veinte	días	-	multa.
Si	la	difamación	se	refiere	al	hecho	previsto	en	el	artículo	131,	la
pena	será	privativa	de	libertad	no	menor	de	uno	ni	mayor	de	dos
años	y	con	noventa	a	ciento	veinte	días	-	multa.
Si	el	delito	se	comete	por	medio	del	libro,	la	prensa	u	otro	medio
de	comunicación	social,	la	pena	será	privativa	de	libertad	no
menor	de	uno	ni	mayor	de	tres	años	y	de	ciento	veinte	a
trescientos	sesenticinco	días	-	multa.
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	enumera	los	elementos	del	delito	de
difamación.	“(…)	Que	constituye	delito	de	difamación:	si	concurren	los
elementos	constitutivos	del	delito:	desacreditación	en	ausencia,	incriminando
hechos	o	situaciones	capaces	de	perjudicar	el	honor	y/o	reputación	de	una
persona	y	divulgación,	de	modo	que	se	difunda	y	llegue	a	conocimiento	de
muchos;	un	tercer	elemento	esencial	e	interactuante,	la	actitud	dolosa	que	la
representa	el	animus	difamandi;	que	descrito	el	tipo	penal,	se	tiene	que	la
conducta	atribuida	al	encausado	(…),	es	el	haber	difamado	al	querellante	(…)
en	un	programa	de	radio	difusión	y	con	la	divulgación	de	comunicados
distribuidos	en	las	oficinas	de	abogados	y	la	comunidad	universitaria,	en	el
cual	atribuía	términos	deplorables	como	‘traicionando’,	‘reciben	privilegios’,
‘maestro	de	la	corrupción’,	‘continuar	con	las	estafas’,	‘hizo	fraude’;	todo	ello
con	animus	difamandi.”	(C.	S.,	R.	N.	-	Exp.	293-2005-Lambayeque,	abr.
24/2005)
JURISPRUDENCIA.—Difamación	requiere	del	dolo	y	ánimo	específico	del
agente	por	dañar,	lesionar	o	agraviar	el	honor	del	sujeto	pasivo.	“(...)	la
importancia	 de	 la	 libertad	 de	 expresión	 e	 información	 radica
fundamentalmente	por	constituir	una	libertad	pública	que	forma	parte	de	los
principios	 esenciales	 de	 un	 Estado	 social	 y	 democrático	 de	 derecho,	 sin
embargo,	 debemos	 señalar	 algunos	 de	 los	 presupuestos	 en	 los	 cuales	 se
encuadran	 dichos	 derechos,	 esto	 es:	 a)	 persecución	 de	 un	 interés	 general
(social)	y	no	particular;	b)	no	utilización	de	términos	directamente	injuriosos
en	 la	 exposición	 de	 opiniones	 y;	 c)	 veracidad,	 es	 decir	 que	 se	 impone	 un
específico	deber	de	diligencia	en	la	comprobación	razonable	de	su	veracidad,
Cuarto:	Que,	en	este	orden	de	ideas	y	una	vez	fijado	los	criterios	conceptuales,
para	efectos	de	proceder	al	análisis	de	 los	hechos	es	 fundamental	establecer
los	conceptos	doctrinarios	en	cuanto	al	delito	de	difamación	que	se	le	imputa
haber	cometido	a	 los	querellados.	Que	en	este	sentido,	para	 la	configuración
del	delito	de	difamación	se	requiere	del	dolo	y	ánimo	específico	del	agente	por
dañar,	 lesionar	o	agraviar	el	honor	del	sujeto	pasivo.	(...)	que	dicho	diario	se
limitó	a	 informar	 sobre	una	noticia	 real,	 es	decir	 sobre	 la	clausura	de	dicho
local	llevada	a	cabo	por	(...)	y	que	de	lo	actuado	no	es	posible	sostener	que	ha
existido	un	ánimo	atentatorio	contra	el	honor	y	 la	dignidad	del	querellante;
Quinto:	 Que,	 estando	 a	 que	 en	 la	 vía	 penal	 del	 ilícito	 debe	 encontrarse
plenamente	probado	para	que	haya	lugar	a	la	imposición	de	una	pena,	que	del
análisis	 de	 lo	 actuado	 se	 colige	 que	 la	 conducta	 de	 los	 querellados	 no	 se
encuadra	en	 los	elementos	configurativos	del	 tipo	penal	de	difamación,	 (...).”
(CSJ,	Exp.	N°	6971-97,	dic.	10/97.	S.S.	Príncipe	Trujillo)
JURISPRUDENCIA.—La	fama	es	el	reflejo	de	la	“personalidad	moral”	en
la	 opinión	 pública.	 “(...)	 El	 delito	 de	 difamación	 se	 configura	 cuando	 se
atribuye	 a	 una	 persona	 un	 hecho,	 una	 cualidad	 o	 una	 conducta	 que	 pueda
perjudicar	 y	 menoscabar	 el	 honor	 o	 reputación	 de	 la	 persona,	 ante	 varias
personas	 reunidas	 o	 separadas	 pero	 de	 manera	 que	 pueda	 difundirse	 la
noticia;	 situación	 ésta	 que	 ha	 existido	 en	 el	 presente	 caso	 por	 cuanto	 se	 ha
mellado	y	perjudicado	el	honor	del	querellante,	difundiéndose	así	la	noticia	en
el	 ámbito	 social;	 tanto	 más	 si	 se	 tiene	 en	 cuenta	 que	 es	 una	 persona	 de
reconocida	 trayectoria	 profesional	 que	 venía	 desempeñándose	 como
empleado	de	una	institución	pública,	adquiriendo	así	una	cierta	fama,	que	en
el	buen	sentido	de	la	palabra,	es	pues	la	conciencia	que	tiene	la	colectividad	de
la	honradez	de	la	vida	del	agraviado,	es	decir	es	el	reflejo	de	su	personalidad
moral	en	la	opinión	pública	(...)	en	tal	sentido	todo	individuo	tiene	derecho	a
su	integridad	moral,	el	respeto	a	su	honor	y	demás	atributos	 inherentes	a	 la
persona;	 en	 consecuencia,	 el	 expresar	 adjetivos	 públicamente,	 que	 dañan	 el
honor	del	agraviado	es	pues	injuriar	y	difamar	la	buena	reputación	contra	la
vida	del	querellante,	produciéndose	así	una	opinión	negativa	que	menoscaba
su	valor	moral	en	la	conciencia	de	los	hombres	(...)”.	(CSJ.	Ucayali,	Exp.	N°	345-
97,	dic.	22/98.	S.S.	Egoavil	Abad)
JURISPRUDENCIA.—Derecho	 a	 la	 integridad	moral	 comprende	 el	 libre
desarrollo	del	proyecto	de	vida	en	sociedad.	“(...)	El	derecho	a	la	integridad
moral	 comprende	 el	 libre	 desarrollo	 del	 proyecto	 de	 vida	 en	 sociedad,	 así
como	 aquellas	 costumbres	 que	 le	 asisten	 a	 las	 personas	 y	 les	 permiten
desarrollarse	 con	 normalidad	 dentro	 de	 la	 sociedad.	 De	 este	 modo,	 la
sepultura	 de	 un	 ser	 querido	 constituye	 una	 costumbre	 que	 le	 permite	 a	 los
individuos	identificarse	con	determinados	ritos	propios	de	esas	ocasiones	(…)”.
(TC,	Exp.	N°	0256-2003-HC/TC,	abr.	21/2005.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Atribución	de	conductas	malintencionadas	que
lindan	con	lo	ilícito	afectan	el	derecho	fundamental	al	honor.	“(...)	la
atribución,	públicamente,	de	conductas	malintencionadas	que	lindan	con	lo
ilícito,	tales	como	‘con	el	único	interés	de	apropiarse	de	sus	bienes,	para
beneficio	personal’,	‘atentar	contra	el	patrimonio	de	AVEP’;	o	desenvolverse
con	una	‘conducta	disociadora’,	afecta	y	es	lesiva	al	derecho	fundamental	al
honor	del	demandante,	más	aún	si	dichas	imputaciones	que	resultan
agraviantes	se	difunden	a	través	de	comunicados	y	en	el	medio	vecinal	en	el
cual	el	demandante	realiza	sus	actividades	diariamente.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°
4241-2005-AA/TC,	mar.	10/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Cargo	de	director	de	medio	de	comunicación	exige
cumplir	escrupulosamente	con	el	deber	de	veracidad	de	las
publicaciones	realizadas.	“(…)	correspondía	al	querellado	(…),	en	su
condición	de	director	del	Diario	(…)	cumplir	con	el	deber	de	veracidad	de	las
publicaciones	que	se	efectúen	en	el	rotativo	que	dirige,	que	consiste	en
someter	a	un	proceso	de	mínima	verificación	de	certeza	la	información	a
propalarse;	que,	en	tal	sentido,	al	no	cumplir	con	probar	la	veracidad	de	sus
imputaciones	no	resulta	de	aplicación	la	excusa	absolutoria	prevista	en	el
inciso	uno	del	artículo	ciento	treinta	y	cuatro	del	Código	Penal.	(...)	en	el
acuerdo	plenario	número	tres	-	dos	mil	seis/CJ	-	ciento	dieciséis	(...)	(Asunto:
Delitos	contra	el	honor	personal	y	derecho	constitucional	a	la	libertad	de
expresión)	exige	en	el	autor	una	diligencia	mínima	en	la	comprobación	de	la
verdad,	es	decir,	una	comprobación	razonable	de	la	fiabilidad	o	viabilidad	de
la	información	o	de	la	fuente	de	la	misma	la	que	debe	ser	diligentemente
contrastada	con	datos	objetivos	e	imparciales,	aspectos	que	no	se	advierten	en
la	conducta	de	querellado	(...)	cuando	autorizó	las	publicaciones	que	se
cuestionan	(...)	que	en	su	oportunidad,	había	remitido	la	agraviada	al
querellado	(...)	y,	no	obstante	ello,	lejos	de	enmendar	los	informes	periodísticos
que	se	cuestionan,	no	lo	hizo,	pues,	sólo	emitió	un	simple	descargo	efectuado
por	la	querellante	(a	pesar	de	la	contundencia	de	pruebas	que	desvirtuaban
sus	notas	periodísticas)	(...)	y	lo	que	es	peor,	ese	mismo	día	autorizó	la
publicación	reiterativa	sobre	la	supuesta	conducta	de	la	magistrada;	siendo
evidente	que	el	querellado	no	observó	un	deber	de	diligencia	razonable	en	la
comprobación	de	la	noticia	antes	de	divulgarla,	pues	conforme	a	lo	ya
mencionado,	no	desplegó	una	mínima	actividad	investigatoria	sobre	los
hechos	que	puso	en	conocimiento	de	la	opinión	pública	a	fin	de	obtener	un
grado	razonable	de	seguridad	sobre	lo	expuesto	y	comprobar	su	adecuación	a
la	realidad	exigible	como	condición	mínima,	en	cuanto	colisiona	con	el
derecho	al	honor,	a	la	buena	reputación,	prestigio	y	buen	nombre	de	la
persona,	denotando	con	ello	una	manifiesta	indiferencia	hacia	la	verdad;	por
consiguiente,	ha	quedado	acreditada	su	responsabilidad	penal	en	el	delito	de
difamación	agravada	(...)”.	(CS,	R.N.	2057-2007,	sep.	24/2007.	Pres.	Sivina
Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—El	principio	de	confianza	impide	que	un	defecto	de
los	demás	integrantes	que	participan	en	el	proceso	sea	imputado	a
quien	los	lidera.	“(…)	la	defensa	técnica	de	la	querellada	sostiene	que	ésta
actuó	bajo	los	alcances	del	principio	de	confianza	en	tanto	que	el	proceso	de
producción	de	la	información	implicó	la	actuación	de	diversos	agentes	y	una
concreta	división	de	trabajo;	que,	al	respecto,	es	cierto	que	una	de	las
características	del	mundo	contemporáneo	es	la	complejidad	de	las	relaciones
sociales	y,	en	materia	de	producción	de	bienes	o	servicios,	la	especialización	en
las	diferentes	tareas	que	componen	el	proceso	de	trabajo.	Esto	implica	la
división	de	funciones	entre	los	miembros	del	equipo	de	trabajo,	y	por	lo	tanto,
un	actuar	conjunto	para	el	logro	de	las	finalidades	corporativas.	Como	no
siempre	es	controlable	todo	el	proceso	por	una	sola	persona	y	en
consideración	a	que	exigir	a	cada	individuo	que	revise	el	trabajo	ajeno	haría
ineficaz	la	división	del	trabajo,	es	claro	que	uno	de	los	soportes	de	las
actividades	de	equipo	con	especialización	funcional	es	la	confianza	entre	sus
miembros.	Así	cuando	ha	precedido	una	adecuada	selección	del	personal,
dicho	principio,	impide	que	un	defecto	en	el	proceso	de	trabajo	con
implicaciones	penales	se	pueda	atribuir	a	quien	lo	lidera,	a	condición
naturalmente	de	que	no	lo	haya	provocado	dolosamente	o	propiciado	por
ausencia	o	deficiencia	de	la	vigilancia	debida;	que	es	evidente,	que	la	simple
relación	de	causalidad	material	no	es	suficiente	para	concluir	en	la
responsabilidad	penal	de	un	procesado;	por	ello,	es	menester	agregar	otras
razones,	entre	ellas,	las	que	demuestran	que	la	consecuencia	lesiva	es	‘obra
suya’,	o	sea,	que	depende	de	su	comportamiento	como	ser	humano;	que	la
imputación	jurídica	–u	objetiva–	existe	si	con	su	comportamiento	el	autor
despliega	una	actividad	riesgosa	excesiva,	esto	es,	va	más	allá	del	riesgo
jurídicamente	permitido	o	aprobado,	con	lo	cual	entra	al	terreno	de	lo
jurídicamente	desaprobado;	y	produce	un	resultado	lesivo,	siempre	que	exista
vínculo	causal	entre	los	tres	factores;	es	decir,	a	la	asunción	de	la	actividad
peligrosa	debe	seguir	la	superación	del	riesgo	legalmente	admitido	y	a	éste,	en
perfecta	ilación,	el	suceso	criminal;	que	dentro	del	mismo	marco,	la
imputación	jurídica	no	existe,	o	desaparece,	si	aún	en	desarrollo	de	una	labor
peligrosa,	el	autor	no	trasciende	el	riesgo	jurídicamente	admitido,	o	no
produce	el	resultado	ofensivo,	por	ejemplo	porque	el	evento	es	imputable
exclusivamente	a	la	conducta	de	la	víctima.	En	el	presente	caso,	se	incrimina	a
la	querellada	el	delito	de	difamación	cuyo	comportamiento	consiste	en
lesionar	el	honor	de	una	persona,	mediante	la	difusión	ante	varias	personas,
de	un	hecho,	cualidad	o	conducta	lesiva	a	su	honor	o	reputación.	(…)	si	bien	se
advierte	que	en	el	proceso	de	producción	de	la	información	y	su	difusión
interviene	un	equipo	integrado	por	los	reporteros,	el	jefe	de	la	unidad	de
investigación,	editor,	director	asociado	y	director	periodístico	(sin	tener	en
cuenta	informantes	y	testigos	relativos	al	caso	concreto),	existiendo	una
división	del	trabajo	en	la	que	cada	uno	de	ellos	cumple	un	rol	específico	y	es
responsable	por	su	labor	realizada,	la	querellada	(…).”	(CS,	R.	N.	449-2009,	jul.
09/2009.	S.S.	Rodríguez	Tineo)
JURISPRUDENCIA.—El	cumplimiento	de	los	procedimientos	en	una
organización	de	tipo	vertical	exige	un	mayor	nivel	de	control	del
superior	al	subordinado.	“(…)	dentro	de	esa	organización	vertical	de
trabajo	(la	cual	se	advierte	de	la	propia	estructura	del	proceso	de	producción
de	la	información	descrito	por	la	querellada	en	la	que	el	reparto	de	roles	es
entre	superior	y	subordinados),	detentaba	posición	de	garante	con	capacidad
para	que	se	le	atribuya	el	resultado	acaecido	a	partir	de	lo	siguiente:	i)	Que	el
contenido	de	las	fotografías	del	querellante	(…)	le	fueron	comunicadas
previamente	a	su	difusión,	por	ende,	conocía	de	modo	perfecto	y	pleno	la
forma	y	circunstancias	como	éstas	se	obtuvieron	y	por	quién;	ii)	Interviene	en
el	proceso	de	control	de	la	información,	ordenando	al	jefe	de	investigación	y
editor	no	que	corrobore	la	veracidad	de	la	información,	sino	que	se	confirme
un	dato	periférico	relacionado	a	si	los	seleccionados	de	fútbol	tenían
autorización	para	salir	de	la	concentración,	lo	que	permite	establecer	su
vinculación	con	la	labor	de	control	sobre	la	fuente	de	peligro	(riesgo	respecto
al	error	que	podía	cometerse);	iii)	Sabedora	que	la	fuente	de	información	era
el	fotógrafo	(…),	no	realizó	un	procedimiento	objetivo	de	control	de	la
información,	esto	es,	que	en	su	deber	de	garante	no	contrastó	suficientemente
las	fuentes	a	fin	de	obtener	un	grado	razonable	de	seguridad	sobre	la
adecuación	de	los	hechos	a	la	realidad	o,	lo	que	es	igual,	cuando	difunde	la
noticia	con	temerario	desprecio	hacia	la	verdad;	(…)	a	través	de	su	programa
de	televisión	y	su	revista	semanal	se	requiere	un	proceder	cauteloso	y	rígido
respecto	a	sus	controles;	en	ese	contexto,	si	bien	no	se	desconoce,	que	bajo
criterios	de	distribución	del	trabajo,	se	tiene	la	necesidad	de	actuar	confiados
en	que	cada	eslabón	ejecutará	correctamente	su	rol;	sin	embargo,	la	atención
respecto	al	cumplimiento	de	los	procedimientos,	en	una	organización	de
carácter	vertical	exige	un	mayor	nivel	de	control	del	superior	al	subordinado,
tanto	más	cuando	se	asumen	altos	riesgos	de	afectación	a	bienes	jurídicos	de
terceros.	(…).”	(CS.,	R.	N.	449-2009,	jul.	09/2009.	S.S.	Rodríguez	Tineo)
JURISPRUDENCIA.—La	intromisión	en	la	reputación	o	el	derecho	al
honor	de	un	político	o	de	un	funcionario	público	será	legítima	siempre
que	los	hechos	sean	veraces.	“(…)	El	derecho	a	la	libre	comunicación	pública
o	el	derecho	de	libre	comunicación	en	una	democracia	está	en	cuestión	en	un
caso	como	el	presente,	a	partir	del	examen	acerca	de	sus	límites,	uno	de	los
cuales	es	precisamente	el	derecho	al	honor	o	reputación	de	las	personas,	bien
jurídico,	que	constituye	un	derecho	fundamental	mediante	el	cual	se	protege	a
la	persona	frente	a	expresiones	o	mensajes	que	puedan	hacerla	desmerecer	en
la	consideración	ajena	al	ir	en	su	descrédito	o	menosprecio	o	al	ser	tenidas	en
el	concepto	público	por	afrentosas	[Castiñeira	Palou,	María	Teresa:	Delitos
contra	el	Honor.	En:	Lecciones	de	Derecho	Penal	-	Parte	Especial.	Ediciones
Atelier,	Barcelona.	2006,	página	146).
La	intromisión	en	la	reputación	o	el	derecho	al	honor	de	un	político	o	de	un
funcionario	público,	de	procedencia	política	–sujeto	a	designación	por	un
órgano	político–	o	no,	en	el	ejercido	de	sus	poderes	públicos,	será	legítima	–
limitación	que	ha	de	interpretarse	restrictivamente–	siempre	que	los	hechos,
que	entrañan	asuntos	de	objetivo	interés	público	o	general,	sean	veraces	–
entendidos	como	veracidad	subjetiva:	conocimiento	de	la	falsedad	de	lo
expresado	o	conocimiento	eventual	de	que	el	hecho	que	se	imputa	es	falso
(dolo	directo	y	dolo	eventual,	respectivamente)–	y	que,	en	su	caso,	los	juicios
de	valor	emitidos	tengan	base	fáctica	suficiente,	incluyendo	aquellos	que	sean
exagerados	o	con	una	cierta	dosis	de	provocación	–críticas	vehementes	o
cáusticas,	ataques	incisivos	que	resulten	poco	gratos	para	quienes
desempeñan	cargos	públicos	(Suprema	Corte	de:	Estados	Unidos,	New	York
Times	contra	Sullivan,	1964)–,	para	lo	cual	ha	de	tomarse	en	cuenta	el
contexto	en	el	que	se	producen	las	expresiones	objeto	de	cuestionamiento	–lo
que	no	es	aceptable,	en	ningún	caso,	es	el	insulto,	las	expresiones
absolutamente	vejatorias	u	oprobiosas,	desprovistas	de	interés	público,	y	que
resulten	impertinentes	para	expresar	las	opiniones	de	que	se	trate	e
innecesarias	a	la	esencialidad	del	pensamiento	(Sentencias	del	Tribunal
Constitucional	Español	número	107/1998,	del	ocho	de	junio	de	mil
novecientos	ochenta	y	ocho,	y	174/2006,	del	cinco	de	junio	del	dos	mil	seis)–.
El	tono	y	contenido	de	las	afirmaciones	tolerables	en	ejercicio	del	derecho	de
libertad	de	expresión	están	en	relación	con	el	grado	de	interés	general	o	social
que	despierte	la	noticia.	(CS,	R.	N.	1372-2010-Amazonas,	jun.	18/2010.	S.	S.
San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—La	difamación	está	más	allá	de	las	críticas	ásperas,
cáusticas	o	ataques	incisivos	y	poco	gratos	para	el	afectado:	la	libertad
de	opinión	y	garantizar	el	debate	público.	“(…)	A	partir	de	allí	las	crónicas
denunciadas	formulan	críticas	directas	al	querellante	y	contienen
calificaciones,	tales	como	‘Nerón’,	‘desadaptado	social’	y	‘sopenco’.	Como	se	ha
señalado,	más	allá	de	la	falta	de	tino	y	prudencia	del	querellado	al	formular
las	referidas	calificaciones	personales,	lo	determinante	desde	el	derecho	penal
es	que,	más	allá	de	ser	críticas	ásperas,	cáusticas	o	ataques	incisivos	y	poco
gratos	para	el	afectado	–necesariamente	tolerables	para	afianzar	la	libertad
de	opinión	y	garantizar	un	debate	público	sobre	asuntos	de	interés	local	en	el
manejo	de	instituciones	del	Estado–,	que	las	frases	proferidas	han	de	ser
absolutamente	vejatorias,	innecesarias	y	desprovistas	de	interés	público.	En
las	ediciones	analizadas	existe	una	relación	fáctica	entre	la	calificación	y	los
hechos	precedentes,	las	referencias	en	el	primer	caso	son	irónicas	en	su
comparación	con	un	personaje	histórico,	en	el	segundo	importan	un	claro
reproche	por	una	conducta	de	agresión	corporal	realizada	por	quien
desempeña	un	cargo	de	dirección	en	un	centro	educativo	superior,	y	en	el
tercero	son	cáusticas	y	hasta	crueles	ante	una	flagrante	desobediencia	a	un
juez	que	denota	su	falta	de	entendimiento	del	alcance	de	una	disposición
judicial.	No	existe,	pues,	frases	que	de	modo	patente	constituyan	insultos
absolutos	desconectados	en	lo	esencial	con	los	hechos	que	se	vierten	en	el
propio	relato,	aunque	revelen	objetivamente	una	manifiesta	desaprobación	y
un	evidente	rechazo	personal	al	querellado,	dato	último	que	por	cierto	debe
tomarse	en	cuenta	para	el	análisis	de	las	siguientes	crónicas.	(CS,	R.	N.	1372-
2010-Amazonas,	jun.	18/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
DOCTRINA.—Los	principios	de	veracidad	e	imparcialidad	como	límites
a	 la	 libertad	de	 informar.	 “(...)	 para	que	 la	 información	quede	amparada
(...)	 debe	 ser	 veraz	 e	 imparcial.	 Respecto	 del	 principio	 de	 veracidad	 de	 la
información	ha	señalado	que	éste	hace	referencia	a	hechos	o	enunciados	de
carácter	fáctico	y	por	ende	verificables;	la	información	es	veraz	cuando	ella
tiene	 sustento	 en	 la	 realidad,	 lo	 que	 implica	 que	 este	 principio	 no	 se
predique	de	 las	opiniones.	 Su	 trasgresión	genera	 la	 responsabilidad	 social
que	puede	exigirse	al	emisor	que	divulga	una	información	falsa	o	inexacta.
(...)	 en	 muchos	 eventos,	 no	 resulta	 fácil	 establecer	 si	 determinada
información	es	respetuosa	del	principio	de	veracidad	ya	sea	por	que	se	trate
de	 hechos	 de	 difícil	 verificación,	 o	 por	 que	 pese	 a	 provenir	 de	 una	 fuente
que	le	ofrezca	al	medio	la	más	alta	credibilidad,	al	final	resulte	equivocada.
Para	 dar	 solución	 a	 estas	 eventualidades	 se	 ha	 considerado	 (...)	 que	 se
vulnera	 el	 principio	 de	 veracidad	 cuando	 se	 emite	 un	 dato	 fáctico	 que	 es
contrario	 a	 la	 realidad,	 siempre	 que	 la	 información	 falaz	 sea	 emitida	 por
negligencia	o	imprudencia	de	quien	la	emite.	(...)	cuando	se	trata	de	hechos
que	no	son	de	fácil	constatación	por	quien	emite	la	información,	se	vulnera
el	 principio	 de	 veracidad	 cuando	 son	 trasmitidos	 como	 hechos	 ciertos	 o
definitivos.	 Igualmente	 se	 considera	 inexacta	 la	 información,	 y	 por	 ende
violatoria	del	principio	de	veracidad,	cuando	es	presentada	como	un	hecho
cierto	 e	 indiscutible	 correspondiendo	 en	 realidad	 a	 un	 juicio	 de	 valor	 o	 a
una	 opinión	 del	 emisor.	 (...)	 se	 afecta	 el	 principio	 de	 veracidad	 cuando	 el
emisor	no	diferencia	entre	los	hechos	verdaderos	y	los	juicios	de	valor	que
esos	hechos	le	merecen	al	comunicador.	En	tal	sentido	ha	indicado	que	‘La
presentación	 de	 la	 información	 mezclando	 hechos	 y	 opiniones	 entraña
inexactitud.	 Los	 actos	 de	 deformar,	 magnificar,	 minimizar,
descontextualizar	 o	 tergiversar	 un	 hecho	 puede	 desembocar	 en	 la
inexactitud	de	 la	 información	al	hacer	que	 la	 apariencia	 sea	 tomada	 como
realidad	 y	 la	 opinión	 como	 verdad,	 ocasionando	 con	 ello	 un	 daño	 a	 los
derechos	 fundamentales	 de	 un	 tercero’	 (...)	 la	 obligación	 de	 diferenciar	 la
noticia	 de	 cualquier	 otro	 contenido,	 ‘no	 significa	 que	 los	 medios	 deban
presentar	las	noticias	como	relatos	puros	sobre	los	hechos	acaecidos,	pues
la	 libertad	 de	 opinión	 de	 los	 periodistas	 y	 la	 defensa	 del	 pluralismo
autorizan	 que	 los	medios	 valoren	 de	 determinada	manera	 lo	 sucedido.	 El
deber	 constitucional	 que	 se	 les	 impone,	 en	 desarrollo	 del	 principio	 de
veracidad,	consiste	en	que	tales	valoraciones	no	deformen	la	divulgación	de
las	 informaciones	 sobre	 los	 sucesos,	 ni	 induzcan	 a	 error	 al	 receptor	 de	 la
noticia’	(...)	cuando	se	trata	de	hechos	que	están	sometidos	a	investigación
judicial	 (...)	 ha	 considerado	que	 estos	hechos	pueden	y	deben	 ser	dados	 a
conocer	a	 la	ciudadanía	a	 través	de	 los	medios	de	comunicación,	en	razón
del	 interés	 general	 que	 entrañan.	 Sin	 embargo,	 el	 manejo	 de	 esta
información	 es	 muy	 delicado	 y	 merece	 especial	 cuidado	 por	 parte	 del
emisor.	 En	 estas	 materias	 los	 medios	 de	 comunicación	 deben	 limitarse	 a
hacer	 la	 exposición	 objetiva	 y	 escueta	 de	 lo	 acaecido,	 absteniéndose	 de
hacer	 análisis	 infundados	 y	 de	 inclinar,	 sin	 evidencias,	 las	 opiniones	 de
quienes	 reciben	 la	 información.	 Hacer	 que	 el	 receptor	 de	 la	 información
considere	 verdadero	 algo	 que	 aún	 no	 ha	 sido	 establecido,	 merced	 al	 uso
sesgado	de	titulares,	comentarios,	interrogantes,	o	inferencias	periodísticas
puede	 conducir	 a	 defraudar	 a	 la	 comunidad,	 en	 cuanto	 se	 le	 trasmite
información	 errónea	 o	 falsa.	 (...)	 la	 tarea	 fiscalizadora	 que	 cumplen	 los
medios	en	un	sistema	democrático,	no	puede	desarrollarse	adecuadamente
si	 ellos	 se	 conforman	 con	 las	 informaciones	 que	 le	 suministren	 los
interesados	 en	 un	 litigio.	 Su	misión	 exige	 que	 indaguen	 siempre	más	 allá.
(...)”.	 (C.	Const.	 de	Colombia,	 Sent.	T-626,	 ago.	15/07,	M.	P.	 Jaime	Córdoba
Triviño)
DOCTRINA.—Medios	 de	 comunicación	 no	 están	 autorizados	 para
calificar	 jurídicamente	hechos	que	 son	materia	de	 investigación.	 “(...)
En	 cuanto	 al	 principio	 de	 imparcialidad	 de	 la	 información	 (...)	 el
constituyente	quiso	vincular	esta	exigencia	al	derecho	del	público	receptor	a
formarse	libremente	una	opinión,	esto	es	a	no	recibir	una	versión	unilateral,
acabada	 y	 pre	 -	 valorada	 de	 los	 hechos	 que	 le	 impida	 deliberar	 y	 tomar
posiciones	a	partir	de	puntos	de	vista	contrarios,	expuestos	objetivamente.
Como	 imperativo	 del	 principio	 de	 imparcialidad	 los	 periodistas	 están
obligados	a	adoptar	una	cierta	distancia	crítica	respecto	de	sus	fuentes,	pues
la	aceptación	 irreflexiva	de	 todas	sus	afirmaciones	puede	comprometer	su
responsabilidad.	 La	 corte	 ha	 señalado	 que,	 la	 información	 suministrada,
cuando	ello	fuere	posible,	debe	ser	confirmada,	o	al	menos	contrastada,	con
la	 información	que	 sobre	 los	mismos	hechos	aporte	 la	parte	directamente
implicada,	o	expertos	en	la	materia	(...)	tratándose	de	hechos	que	han	sido
sometidos	a	investigación	por	parte	de	los	entes	de	control	y	de	los	que	se
derivan	imputaciones	de	conductas	punibles,	la	corte	ha	llamado	la	atención
sobre	 el	 especial	 cuidado	 que	 se	 debe	 observar	 en	 el	 tratamiento	 de	 esta
información.	 (...)	 El	 noticiero	 estaba	 en	 su	 derecho	 y	 aún	 en	 su	 deber	 de
informar	 sobre	 los	 hechos	 objeto	 de	 investigación,	 pero	 debió	 limitarse	 a
hacer	 la	 exposición	 objetiva	 y	 escueta	 de	 los	 mismos	 absteniéndose	 de
emitir	 una	 calificación	 jurídica	 que	 no	 se	 ha	 producido,	 derivada	 de	 una
inferencia	periodística.	Los	hechos	fueron	calificados	de	‘escabrosa	historia
de	 estafa’,	 e	 incluso	 se	 hizo	 referencia	 a	 una	 investigación	 ‘por	 peculado’
relacionada	 con	 hechos	 distintos	 a	 los	 que	 eran	 objeto	 del	 informe
periodístico.	 Ello	 condujo	 a	 la	 transmisión	 de	 una	 información	 errónea	 y
falsa.	 En	 tercer	 lugar,	 el	 noticiero	 violó	 el	 principio	 de	 imparcialidad	 y	 se
apartó	del	deber	de	fiscalización	sobre	los	hechos	de	interés	público	que	es
inherente	 a	 su	 misión	 informativa	 en	 un	 sistema	 democrático,	 la	 cual	 le
exigía	una	constatación	propia;	por	el	contrario	se	plegó	a	la	versión	de	una
de	 las	partes	 interesadas	 en	el	 litigio,	 sin	 contrastar	 la	 información	 con	 la
parte	acusada,	o	 con	 terceros	que	 tuviesen	un	conocimiento	directo	sobre
los	hechos.	(…).
Conforme	 a	 la	 jurisprudencia	 de	 esta	 corte	 la	 prerrogativa	 de	 exigir	 la
rectificación	de	una	información	falsa,	errónea	o	parcializada	‘es	un	derecho
de	 la	 misma	 naturaleza	 fundamental	 del	 que	 tiene	 el	 sujeto	 activo	 a
informar	y	de	los	derechos	a	la	honra	y	al	buen	nombre	que	por	su	conducto
se	 protegen’.	 Por	 lo	 tanto	 no	 es	 posible	 oponer	 a	 este	 derecho	 la	 especial
prevalencia	 de	 la	 libertad	 de	 prensa,	 pues	 justamente	 este	 derecho
configura	un	límite	constitucional	a	dicha	libertad.
Para	 que	 la	 rectificación	 en	 condiciones	 de	 equidad	 se	 acomode	 a	 los
postulados	 constitucionales,	 la	 jurisprudencia	 de	 esta	 corporación	 ha
establecido	 los	 siguientes	 requisitos	 generales:	 (i)	 que	 la	 rectificación	 o
aclaración	 tenga	 un	 despliegue	 informativo	 equivalente	 al	 que	 tuvo	 la
noticia	inicial;	y	(ii)	que	el	medio	de	comunicación	reconozca	expresamente
que	 se	 equivocó,	 es	decir	que	 incurrió	 en	un	 error	o	 en	una	 falsedad.	 (…)
Sobre	 los	 correctivos	 judiciales	 aplicables	 para	 el	 restablecimiento	 del
equilibrio	 informativo	 la	 jurisprudencia	 constitucional	 ha	 construido	 una
serie	de	 subreglas	de	 las	que	se	destacan	algunas	de	particular	 relevancia
para	la	resolución	del	asunto	bajo	examen.	(i)	En	relación	con	la	garantía	de
equivalencia	 ha	 indicado	 que	 ésta	 no	 supone	 una	 correspondencia
matemática	en	cuanto	a	duración,	extensión	o	espacio	entre	 la	publicación
inicial	y	su	aclaración	o	rectificación.	Lo	fundamental	es	que	la	rectificación
o	aclaración	de	la	información	falsa	o	parcializada	constituya	un	verdadero
remedio	a	la	vulneración	de	los	derechos	de	la	persona	concernida,	para	lo
cual	se	requiere	que	 tenga,	al	menos,	 igual	despliegue	e	 importancia,	pues
‘de	 lo	 que	 se	 trata	 es	 que	 el	 lector	 –o	 receptor–	 pueda	 identificar	 con
facilidad	la	relación	existente	entre	la	rectificación	y	el	artículo	enmendado’
(ii)	Sobre	la	oportunidad	con	la	que	la	rectificación	debe	ser	efectuada	para
que	 cumpla	 con	 su	 cometido	 de	 garantizar	 la	 protección	 efectiva	 de	 los
derechos	 de	 quien	 ha	 sido	 afectado	 por	 una	 información	 errónea,	 ha
establecido	que	 ‘el	medio	 llamado	a	 rectificar	debe	hacerlo	en	un	 término
razonable	 a	 partir	 de	 la	 solicitud	 correspondiente,	 desde	 luego,	 previa
verificación	de	los	hechos’	(iii)	Respecto	de	la	carga	de	la	prueba	en	cabeza
de	 quien	 solicita	 la	 rectificación	 la	 corte	 ha	 considerado	 dos	 situaciones
distintas:	 (1)	 cuando	se	 solicita	 rectificación	de	una	 información	donde	 se
hacen	 aseveraciones	 sobre	 unos	 hechos	 concretos,	 la	 persona	 que	 se
considera	 afectada	 con	 estas	 informaciones	 debe	 presentar	 las	 pruebas
pertinentes	 para	 sustentar	 su	 solicitud	 de	 rectificación;	 (2)	 cuando	 las
afirmaciones	 del	 medio	 informativo	 son	 injuriosas	 y	 se	 refieren	 a	 una
persona	específica,	pero	tienen	un	carácter	amplio	e	indefinido,	es	decir	no
fundadas	en	hechos	concretos,	se	releva	a	la	persona	afectada	de	la	carga	de
demostrar	 su	 inexactitud	 por	 la	 imposibilidad	 en	 que	 se	 encuentra	 de
hacerlo.	 En	 estos	 eventos,	 surge	 para	 el	 medio	 la	 carga	 de	 sustentar	 su
negativa	 a	 rectificar	 y	 la	 de	 demostrar	 la	 veracidad	 e	 imparcialidad	 de	 la
información	trasmitida.	(iv)	Ha	establecido	también	la	jurisprudencia	que	el
derecho	a	 la	 rectificación	en	condiciones	de	equidad	es	una	garantía	de	 la
persona	frente	a	los	medios	de	comunicación,	que	sólo	es	predicable	de	las
informaciones	más	no	de	los	pensamientos	u	opiniones	considerados	en	sí
mismos.	 De	 ahí	 la	 imposibilidad	 de	 solicitar	 la	 rectificación	 cuando	 el
contenido	que	 se	 pretende	 atacar	 está	 exclusivamente	 en	 el	 campo	de	 las
opiniones.	Este	 criterio	 se	ha	matizado	con	 la	 consideración	que	existe	en
cabeza	 del	 periodista	 un	 deber	 de	 cerciorarse	 razonablemente	 de	 la
veracidad	 de	 los	 hechos	 o	 de	 las	 premisas	 en	 los	 cuales	 fundamenta	 su
opinión	o	juicio	de	valor,	bajo	el	presupuesto	de	la	buena	fe.	(v)	Por	último,
la	posibilidad	de	réplica	por	parte	del	lesionado,	no	goza	de	la	misma	estirpe
constitucional	 del	 derecho	 de	 rectificación	 en	 condiciones	 de	 equidad.	 Si
bien	 la	 publicación	 de	 un	 texto	 en	 el	 que	 la	 persona	 afectada	 asuma	 su
defensa	controvirtiendo	 las	afirmaciones	difundidas,	 favorece	el	equilibrio
con	la	exposición	de	diferentes	puntos	de	vista	ante	el	público	receptor,	el
constituyente	 optó	 por	 exigir	 la	 preservación	 de	 la	 verdad,	 más	 que	 la
promoción	del	equilibrio	informativo.	(...)”.	(C.	Const.	de	Colombia,	Sent.	T-
626,	ago.	15/2007,	M.	P.	Jaime	Córdoba	Triviño)
DOCTRINA.—Límites	 al	 derecho	 de	 información.	 “El	 derecho	 de
información	veraz	tiene,	por	lo	tanto,	la	estructura	de	una	causa	que	elimina
la	responsabilidad	por	el	hecho	en	todos	aquellos	casos	en	los	que	ex-post	se
comprueba	que,	a	pesar	de	la	diligencia	en	la	comprobación	de	la	veracidad,
la	información	no	es	veraz.	(…).
•	 En	 primer	 lugar	 es	 necesario,	 en	 el	 caso	 concreto,	 que	 el	 derecho	 a	 la
libertad	 de	 información	 veraz	 aparezca,	 ponderadas	 todas	 las
circunstancias,	 como	 preferente	 frente	 al	 derecho	 al	 honor.	 Ello	 será	 de
apreciar	cuando	el	ejercicio	del	derecho	a	 la	 libertad	de	información	veraz
tenga	 por	 objeto	 la	 participación	 en	 la	 formación	 de	 opinión	 pública	 en
asuntos	de	Estado,	de	la	comunidad	social	o	de	interés	público	general.	Este
requisito	 tiene	 su	 origen,	 pero	 también	 sus	 límites,	 en	 la	 imposición
institucional	que	la	opinión	pública	libre	tiene	en	el	Estado	democrático	de
derecho.	Por	el	contrario,	el	derecho	a	dar	información	veraz	cederá	siempre
frente	al	derecho	al	honor	cuando	se	trata	de	acciones	privadas	del	afectado
que	 carezcan	de	 vinculación	 con	 los	 asuntos	de	Estado,	 con	 la	 comunidad
social	o	con	un	interés	público	general.
•	 Se	 requiere,	 asimismo,	 que	 quien	 ejerce	 el	 derecho	 de	 información
proporcione	una	información	veraz.	La	veracidad,	de	todos	modos,	se	debe
comprobar	ex-ante.	Es	decir,	que	veraz	será	toda	información	que	haya	sido
cuidadosamente	 contrastada	 y	 verificada	 antes	 de	 ser	 publicada.	 La
comprobación	posterior	de	 la	 inveracidad	de	 la	 información	no	excluye	 la
antijuricidad	 de	 la	 acción	 pero	 sí	 la	 sanción	 jurídico	 penal,	 dado	 que	 la
ilicitud	reduce	su	contenido	por	el	esfuerzo	de	comprobación	realizado	por
el	autor.
•	En	tercer	lugar	se	requiere	para	el	legítimo	ejercicio	del	derecho	(…)	que
la	 realización	del	 tipo	del	delito	 contra	el	honor	 (…)	 sea	necesaria	para	el
ejercicio	del	derecho	a	la	libertad	de	información	veraz.
•	Por	último,	se	requiere	que	la	expresión	de	la	opinión	o	de	la	información,
por	su	forma	misma,	no	sea	manifiestamente	injuriosa	o	calumniosa	(p.	ej.:	la
expresión	 lisa	 y	 llana	 de	 un	 juicio	 de	 valor	 peyorativo	 e	 insultante).
(BACIGALUPO,	Enrique.	ob.	cit.;	págs.	293	a	294)
C.	P.
ART.	 133.—Conductas	 atípicas.	 No	 se	 comete	 injuria	 ni
difamación	cuando	se	trata	de:
1.	 Ofensas	 proferidas	 con	 ánimo	 de	 defensa	 por	 los	 litigantes,
apoderados	 o	 abogados	 en	 sus	 intervenciones	 orales	 o	 escritas
ante	el	juez.
2.	Críticas	literarias,	artísticas	o	científicas.
3.	Apreciaciones	o	informaciones	que	contengan	conceptos
desfavorables	cuando	sean	realizadas	por	un	funcionario	público
en	cumplimiento	de	sus	obligaciones.
JURISPRUDENCIA.—Derecho	al	honor	y	rectificación.	“(...)	la	rectificación
debe	estar	circunscrita	al	objeto	del	mensaje	inexacto	que	la	motiva,	separada
de	cualquier	discurso	agregado.	Lo	que	podrá	hacer	el	medio	de	comunicación
de	 masas	 frente	 a	 un	 pedido	 realizado	 por	 el	 afectado	 está	 limitado	 a
rectificar	el	mensaje	equivocado;	es	decir,	no	podrá	insertar	en	la	misma	nota
rectificatoria,	 como	 titular	 o	 comentario,	 nuevas	 apreciaciones	 o	 noticias,
pues	 al	 insistir,	 revertir	 o	 poner	 en	 duda	 la	 rectificación	 del	 reclamante,	 se
desvirtuaría	la	naturaleza	de	la	rectificación.,	anulando	el	contenido	esencial
de	 dicho	 derecho	 fundamental.	 (…)	 Ello	 no	 quiere	 decir	 que	 el	 medio	 de
comunicación	no	pueda	emitir	opiniones	o	seguir	 informando	sobre	el	 tema,
pero	lo	que	no	puede	es,	en	el	acto	mismo	de	rectificación,	desdecir	el	objeto
del	ejercicio	de	este	derecho	 fundamental.	 (…)	Por	 tal	 razón,	debe	exigirse	a
los	 medios	 de	 comunicación	 la	 mayor	 responsabilidad	 profesional	 y
objetividad	 en	 su	 ejercicio	 informativo,	 y,	 por	 ende,	 también	 en	 la	 forma	 en
que	debe	realizar	la	rectificación;	léase	en	la	forma	publicada	o	analizada	sin
calificar	ni	evaluar	el	argumento	o	razones	(las	supuestas	otras	verdades)	de
quien	 busca	 la	 rectificación.	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 3362-2004-AA	 /TC,	 ago.
29/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Rectificación	 y	 medios	 de	 comunicación.	 “(...)	 La
obligación	de	rectificar	informaciones	inexactas	o	agraviantes	al	honor	o	a	la
buena	 reputación	 difundidas	 por	 cualquier	 medio	 de	 comunicación	 social,
tiene	por	 finalidad,	a	 la	par	de	 contribuir	 con	una	correcta	 formación	de	 la
opinión	pública	libre,	el	de	corregir	informaciones	sobre	hechos	inexactos	que
hayan	 sido	 propalados	 mediante	 el	 ejercicio	 de	 la	 libertad	 de	 información,
esto	es,	informaciones	cuyo	carácter	material	permita	determinar	que	se	trata
de	informaciones	no	veraces,	o	que	hayan	sido	formuladas	como	consecuencia
de	no	observarse	una	conducta	razonablemente	diligente	para	agenciarse	de
los	hechos	noticiosos	que	podrían	ser	objeto	de	información.
(…)	 el	 contenido	 y	 el	 ámbito	 del	 derecho	 de	 rectificación	 no	 comprende	 la
posibilidad	de	que	en	ejercicio	de	dicho	derecho	subjetivo	se	pueda	pretender
corregir,	 enmendar,	 suprimir	 o	 simplemente	 rectificar	 juicios	 de	 valor	 u
opiniones	 que	 a	 través	 del	 medio	 de	 comunicación	 social	 se	 hubieran
trasmitido	(…)	pues	por	su	propia	naturaleza	abstracta	y	subjetiva,	éstas	no
pueden	 ser	 objeto	 de	 una	 demostración	 acerca	 de	 su	 exactitud,	 lo	 que	 no
exime	 ni	 justifica,	 por	 supuesto,	 que	 so	 pretexto	 de	 ello	 se	 utilicen	 frases	 o
palabras	objetivamente	injuriosas	o	insultantes.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	0829-1998-
AA/TC,	set.	29/2006.	Pres.	Acosta	Sánchez)
JURISPRUDENCIA.—Tutela	 del	 honor	 no	 puede	 impedir	 divulgación	 de
la	 información,	 así	 ésta	 sea	 de	 carácter	 lesivo.	 “(...)	 cuando	 como
consecuencia	del	ejercicio	de	las	libertades	informativas,	se	transgredan	otros
derechos	constitucionales,	como	al	honor,	a	la	buena	reputación,	a	la	imagen
o	 la	 voz	 (…)	 su	 tutela	 no	 puede	 significar	 que	 con	 carácter	 preventivo	 se
impida	 a	 un	 medio	 de	 comunicación	 social,	 cualquiera	 sea	 su	 naturaleza,
propalar	la	información	que	se	considera	como	lesiva,	pues	ello	supondría	que
la	 cláusula	 de	 prohibición	 de	 la	 censura	 previa	 o	 de	 la	 proscripción	 del
impedimento	 para	 el	 ejercicio	 de	 tales	 libertades	 quedara	 vaciada	 de
contenido,	y	con	él	 la	garantía	 institucional	de	 la	 libertad	 informativa	como
sustento	de	un	régimen	constitucional	basado	en	el	pluralismo.	(…)”.	(TC,	Exp.
N°	168-98-AA/TC,	abr.	17/98.	Pres.	Acosta	Sánchez)
JURISPRUDENCIA.—Censura	previa	y	derecho	al	honor.	 “(...)	no	significa
que	los	derechos	al	honor	o	a	la	buena	reputación,	mediante	estas	libertades,
queden	desprotegidos	o	 en	un	absoluto	estado	de	 indefensión,	pues,	 en	 tales
casos,	el	propio	ordenamiento	constitucional	ha	previsto	que	sus	mecanismos
de	 control	 tengan	 que	 actuar	 en	 forma	 reparadora,	 mediante	 los	 diversos
procesos	que	allí	se	tienen	previstos.	Tal	criterio,	a	su	vez,	es	el	mismo	que	ha
sostenido	 la	 Corte	 Interamericana	 de	 Derechos	 Humanos:	 ‘toda	 medida
preventiva	significa,	inevitablemente,	el	menoscabo	de	la	libertad	garantizada
por	la	Convención’.	‘El	abuso	de	la	libertad	de	expresión	no	puede	ser	objeto	de
medidas	 de	 control	 preventivo	 sino	 fundamento	 de	 responsabilidad	 para
quien	lo	haya	cometido’	(OC-5/85,	citada,	párrafo.	38	y	39,	respectivamente).
(…)”.	(TC,	Exp.	N°	905-2002-AA/TC,	ago.	14/2002.	Pres.	Rey	Terry)
DOCTRINA.—Derecho	 de	 crítica.	 “8.	 (…)	 Con	 todo,	 en	 ninguno	 de	 los
casos,	 cuando	 lo	 divulgado	 o	 la	 crítica	 vertida	 vengan	 acompañadas	 de
expresiones	 formalmente	 injuriosas	 o	 se	 refieran	 a	 cuestiones	 cuya
revelación	 o	 divulgación	 es	 innecesaria	 para	 la	 información	 y	 crítica
relacionada	con	el	desempeño	del	cargo	público,	la	actividad	profesional	por
la	 que	 el	 individuo	 es	 conocido	 o	 la	 información	 que	 previamente	 ha
difundido,	 ese	 personaje	 es,	 a	 todos	 los	 efectos,	 un	 particular	 como	 otro
cualquiera	que	podrá	hacer	valer	su	derecho	al	honor	o	a	la	intimidad	frente
a	esas	opiniones,	críticas	o	informaciones	lesivas	(caso	Sunday	Times,	de	26
de	abril	de	1979;	caso	Lingens,	de	8	de	julio	de	1986;	caso	Schwabe,	de	28
de	agosto	de	1992;	caso	Praeger	y	Oberschlick,	de	26	de	abril	de	1995;	caso
Tolstoy	Miloslavski,	de	13	de	julio	de	1995;	caso	Worm,	de	29	de	agosto	de
1997,	y	caso	Fressoz	y	Roire,	de	21	de	enero	de	1999),	sin	perjuicio	de	que
sobre	dichas	 figuras	públicas	pese	 la	 carga	de	 la	 prueba	 sobre	 el	 carácter
injurioso,	vejatorio	o	innecesario	de	la	crítica	a	la	que	hayan	sido	sometidos.
Sin	embargo,	otro	debe	ser	el	canon	para	el	caso	de	que	la	información	y	las
opiniones	que	 la	 acompañan	 tengan	por	 objeto	 a	 una	persona	que	no	 sea
personaje	público	o	carezca	de	notoriedad	pública	y	más	aún	si	se	refieren	a
sucesos	propios	de	su	vida	privada,	carentes	de	toda	relevancia	pública,	o,
de	 estar	 implicados	 en	 un	 asunto	 dotado	 de	 tal	 relevancia,	 cuando	 lo
narrado	y,	en	consecuencia,	las	opiniones	vertidas	al	hilo	de	lo	que	se	narra
nada	 tengan	 que	 ver	 con	 los	 sucesos	 de	 interés	 público	 en	 los	 que	 pudo
verse	 implicado	 o	 afectado,	 o	 su	 conexión	 con	 los	 mismos	 es	 puramente
circunstancial	e	irrelevante.	Es	aquí	donde	quien	informa	y	opina,	al	hacerlo,
deberá	 demostrar	 que,	 no	 obstante	 la	 condición	 privada	 del	 afectado,
aquéllo	que	se	dice	del	mismo	es	necesario	e	imprescindible	para	la	crítica
que	se	formula	o	la	información	que	se	da.	De	no	hacerlo	o	de	desprenderse
palmariamente	del	reportaje	periodístico	 la	 irrelevancia	de	 la	mención	del
ofendido,	si	lo	dicho	es	vejatorio,	se	habrá	vulnerado	el	derecho	al	honor	del
aludido.	De	otra	forma,	el	derecho	de	crítica	se	convertiría	en	una	cobertura
formal	para,	excediendo	el	discurso	público	en	el	que	debe	desenvolverse,
atentar	sin	límite	alguno	y	con	abuso	de	derecho	al	honor	y	la	intimidad	de
las	 personas,	 con	 afirmaciones,	 expresiones	 o	 valoraciones	 que	 resulten
injustificadas	por	 carecer	de	valor	 alguno	para	 la	 formación	de	 la	 opinión
pública	sobre	el	asunto	de	 interés	general	que	es	objeto	de	 la	 información
(…).
Únicamente	 la	 veracidad	 de	 los	 hechos	 revelados	 y	 la	 relevancia	 pública
que	 los	 mismos	 puedan	 tener	 (…)	 pueden	 imponer	 un	 límite	 tal	 a	 los
derechos	 a	 la	 intimidad	 y	 honor	 del	 particular,	 que	 éste	 deba	 tolerar	 la
divulgación	de	aquella	información	sobre	su	vida	privada	y	que	su	conducta
se	pueda	ver	calificada	de	 forma	molesta	o	hiriente.	Pero	de	modo	alguno
deberá	soportar	que	esa	divulgación	se	acompañe	de	expresiones	formal	o
manifiestamente	injuriosas	o	vejatorias;	o	que	resulten	innecesarias	para	lo
que	se	desea	comunicar,	bien	por	 irrelevantes	o	por	 la	 forma	en	 la	que	se
divulgan,	 ya	 que,	 como	 también	 hemos	 dicho,	 el	 tono	 mordaz,	 irónico	 o
burlesco	 resulta	 inoportuno	 e	 inadecuado	 cuando	 arbitraria	 y
gratuitamente	 tiene	 por	 objeto	 a	 un	 simple	 particular	 (…)	 que	 más	 que
protagonista	de	 los	hechos	narrados	en	el	 reportaje	periodístico,	que	bien
pueden	ser	veraces	y	dotados	de	relevancia	pública,	resulta	ser	su	víctima.
(…)”.	(STCE.	Sala	Primera.	Sent.,	may.	05/2000.	Exp.	N°	12/2000.	M.P.	Pablo
Cachón	Villar)
DOCTRINA.—Derecho	 a	 la	 información	 y	 responsabilidad	 de	 los
medios	de	comunicación.	“La	honra	y	el	buen	nombre	de	las	personas,	que
en	 este	 caso	 han	 sido	 los	 derechos	 invocados	 por	 el	 accionante	 como
desconocidos	 por	 los	 medios	 de	 comunicación,	 constituyen,	 junto	 con	 el
derecho	 a	 la	 intimidad	 los	 elementos	 de	mayor	 vulnerabilidad	 dentro	 del
conjunto	 de	 los	 que	 afectan	 a	 la	 persona	 a	 partir	 de	 publicaciones	 o
informaciones	 erróneas,	 inexactas	 o	 incompletas.	 Resulta	 de	 gravedad
extrema	 olvidar,	 en	 aras	 de	 un	mal	 entendido	 concepto	 de	 la	 libertad	 de
información,	 el	 impacto	 que	 causa	 en	 el	 conglomerado	 una	 noticia,	 en
especial	cuando	ella	alude	a	 la	comisión	de	actos	delictivos	o	al	trámite	de
procesos	 penales	 en	 curso,	 y	 el	 incalculable	 perjuicio	 que	 se	 ocasiona	 al
individuo	 involucrado	si	después	resulta	que	 las	 informaciones	difundidas
chocaban	 con	 la	 verdad	 de	 los	 hechos	 o	 que	 el	 medio	 se	 precipitó	 a
presentar	 públicamente	 piezas	 cobijadas	 por	 la	 reserva	 del	 sumario,	 o	 a
confundir	 una	 investigación	 con	una	 condena.	 Se	 tiene	 a	 este	 respecto	 un
conflicto	entre	el	derecho	del	medio	informador	y	el	de	la	persona	ofendida,
que	debe	ser	 resuelto,	 a	 la	 luz	de	 la	Constitución,	 teniendo	en	cuenta	que,
frente	a	la	justicia,	no	puede	ser	más	valioso	un	distorsionado	criterio	de	la
libertad	de	información	que	el	derecho	a	la	honra,	garantizado	en	favor	de
toda	persona	(…),	pues	en	tales	casos	no	es	 lícito	al	medio	ni	al	periodista
invocar	 como	 justificantes	 de	 su	 acción	 los	 derechos	 consagrados	 (…).	No
puede	 sacrificarse	 impunemente	 la	 honra	 de	 ninguno	 de	 los	 asociados,	 ni
tampoco	 sustituir	 a	 los	 jueces	 en	 el	 ejercicio	 de	 la	 función	de	 administrar
justicia,	definiendo	quiénes	son	culpables	y	quiénes	 inocentes,	 so	pretexto
de	la	libertad	de	información	(...).
Considera	 la	 corte	que	 los	medios	de	comunicación	no	pueden	 invocar	el
derecho	a	la	información	para	invadir	la	esfera	inalienable	de	las	situaciones
y	 circunstancias	 que	 son	 del	 exclusivo	 interés	 de	 la	 persona	 y	 de	 sus
allegados,	pues	ese	reducto	íntimo	hace	parte	de	la	necesaria	privacidad	a	la
que	todo	individuo	y	toda	unidad	familiar	tienen	derecho.	Esa	prerrogativa
es	 oponible	 a	 terceros	 considerados	 de	 manera	 individual	 y	 con	 mucha
razón	 a	 los	 medios	 masivos,	 ya	 que	 éstos,	 por	 la	 misma	 función	 que
cumplen,	 están	 en	 capacidad	 de	 hacer	 público	 lo	 que	 de	 suyo	 tiene	 el
carácter	de	reservado	por	no	ser	de	interés	colectivo.
Así,	no	es	aceptable	que	un	medio	de	comunicación,	sin	el	consentimiento
de	la	persona,	dé	a	la	publicidad	informaciones	sobre	hechos	pertenecientes
al	 ámbito	 estrictamente	particular,	 como	 son	 los	 casos	 de	discrepancias	 o
altercados	 entre	 esposos,	 o	 entre	 padres	 e	 hijos	 sobre	 asuntos	 familiares;
padecimientos	 de	 salud	 que	 la	 familia	 no	 desea	 que	 se	 conozcan
públicamente;	 problemas	 sentimentales	 o	 circunstancias	 precarias	 en	 el
terreno	económico,	pues	 todo	ello	 importa	únicamente	a	 los	directamente
involucrados	y,	por	ende,	ninguna	razón	existe	para	que	sean	del	dominio
público,	 a	 no	 ser	 que	 en	 realidad,	 consideradas	 las	 repercusiones	 de	 la
situación	 concreta,	 esté	 de	 por	medio	 un	 interés	 de	 la	 comunidad,	 el	 cual
tendría	 que	 ser	 debidamente	 probado	 y	 cierto	 para	 dar	 paso	 a	 la
información.
Desde	luego,	tratándose	del	derecho	a	la	intimidad,	en	principio	no	puede
hablarse	de	rectificación	pues	la	lesión	se	produce	aunque	los	hechos	sean
exactos,	salvo	que,	además	de	invadirse	 la	esfera	íntima	de	la	persona	o	 la
familia,	se	están	transmitiendo	o	publicando	datos	que	riñan	con	la	verdad.
Allí	 habría	 doble	 quebranto	 de	 la	 preceptiva	 constitucional	 y	 las
consiguientes	responsabilidades	civiles	y	penales,	en	su	caso,	además	de	la
obligación	 de	 rectificar	 en	 condiciones	 de	 equidad	 (…)”’.	 (C.	 Const.	 de
Colombia,	Sala	3ra.	de	Revisión,	Sent.	T-512,	sep.	09/92,	M.P.	José	Gregorio
Hernández	Galindo)
DOCTRINA.—El	 carácter	 de	 información	 veraz	 exige	 que	 la	 noticia
verifique	también	la	exposición	gráfica.	“(…)	el	presente	caso	el	error	en
que	 incurrió	 la	 exposición	 gráfica	 de	 la	 noticia,	 alcanza	 significación
suficiente	para	entender	quebrantado	su	carácter	de	 información	veraz,	al
interrelacionarse	la	fotografía	del	recurrente	con	el	contenido	escrito	de	la
información	 para	 formar	 un	 todo,	 pues	 fue	 omitida	 la	 obligación	 de
comprobar	 o	 contrastar	 la	 veracidad	 de	 dicha	 información	 gráfica	 y	 ha
habido	 negligencia	 o	 irresponsabilidad	 al	 facilitarla,	 sin	 la	 debida
comprobación,	 como	 hecho	 cierto,	 con	 el	 efecto	 de	 que	 su	 divulgación
supone	 sin	 duda	 menosprecio	 o	 descrédito	 en	 la	 consideración	 de	 la
persona	 del	 actor.	 La	 rectificación	 posterior,	 no	 propiciada	 por	 el
interesado,	no	ha	reparado	debidamente	el	error	informativo.
La	 publicación	 de	 la	 fotografía	 del	 recurrente	 confundiéndole	 con	 un
condenado	por	un	delito	de	estafa	no	entra	en	el	campo	de	algunos	errores
circunstanciales	que	pueden	no	afectar	a	 la	esencia	de	 lo	 informado,	pues,
por	 efecto	 de	 su	 relevancia	 y	 de	 la	 omisión	 de	 comprobación	 ya
manifestada,	 constituye	 una	 intromisión	 en	 el	 derecho	 al	 honor,	 no
subsanada	 con	 la	 rectificación	 indicada.	 Su	 rectificación	 es	 una	 diligencia
tardía	 y	 no	 plenamente	 eficaz,	 pues	 como	 afirma	 el	 recurrente	 ya	 había
impactado	en	la	gente	y	resultaba	difícil	hacer	desaparecer	por	completo	su
consecuente	trascendencia.
La	doctrina	consolidada	de	esa	sala	así	lo	manifiesta	y	cuando	se	aparta	de
los	 predicados	 éticos	 de	 la	 veracidad,	 alcanza	 consideración	 de	 noticia
insidiosa,	por	ser	información	no	comprobada	con	datos	objetivos	según	los
cánones	de	 la	profesionalidad,	 siendo	únicamente	disculpables	 los	errores
circunstanciales	 que	 no	 afectan	 a	 la	 esencia	 de	 lo	 informado”.	 (STCE,	 STS
740/2011,	mar.	21/2011.	V.	P.	Juan	Antonio	Xiol	Ríos)
C.	P.
ART.	134.—Procedencia	de	la	“Exceptio	veritatis”	El	autor	del
delito	previsto	en	el	artículo	132	puede	probar	la	veracidad	de	sus
imputaciones	sólo	en	los	casos	siguientes:
1.	Cuando	la	persona	ofendida	es	un	funcionario	público	y	los
hechos,	cualidades	o	conductas	que	se	le	hubieran	atribuido	se
refieren	al	ejercicio	de	sus	funciones.
2.	Cuando	por	los	hechos	imputados	está	aún	abierto	un	proceso
penal	contra	la	persona	ofendida.
3.	Cuando	es	evidente	que	el	autor	del	delito	ha	actuado	en
interés	de	causa	pública	o	en	defensa	propia.
4.	Cuando	el	querellante	pide	formalmente	que	el	proceso	se	siga
hasta	establecer	la	verdad	o	falsedad	de	los	hechos	o	de	la
cualidad	o	conducta	que	se	le	haya	atribuido.
Si	la	verdad	de	los	hechos,	cualidad	o	conducta	resulta	probada,
el	autor	de	la	imputación	estará	exento	de	pena.
JURISPRUDENCIA.—La	 “causa	 pública”	 se	 entiende	 como	 interés
diferente	a	la	del	Estado	o	meramente	público	-	funcional.	“(...)	 todos	 los
tipos	penales	que	tutelan	el	bien	jurídico	honor	previstos	y	sancionados	en	el
Título	 Segundo	del	 Libro	 II	 del	 Código	Penal	 y	 entre	 estos	 el	 artículo	 ciento
treintidós,	tienen	como	titular	de	dicho	bien	jurídico	a	la	persona	humana	en
su	individualidad	(...)	que	en	el	comunicado	publicado	por	los	querellados	no
se	 individualiza	 como	 exige	 el	 ordenamiento	 penal	 a	 persona	 alguna	 y	 los
términos	 de	 su	 contenido,	 constituyen	 una	 noticia,	 en	 tanto	 y	 en	 cuanto,
exponen	un	acontecimiento	actual	y	de	 interés,	referidos	a	 la	situación	de	 la
institución	 a	 la	 que	 pertenecen	 los	 querellados,	 no	 sólo	 para	 éstos,	 sino
también	 para	 los	 demás	 integrantes	 y	 la	 comunidad	 en	 general,	 pues	 como
institución	 de	 la	 sociedad	 civil	 tiene	 como	 propósito	 hacer	 conocer	 a	 ésta
aspectos	 importantes,	 lo	 que	 motiva	 su	 comunicabilidad,	 como	 expresión
legítima	 del	 ejercicio	 regular	 del	 derecho	 de	 información,	 para	 sí	 y	 para	 la
comunidad	 en	 el	 sentido	 de	 causa	 pública,	 entendida	 ésta	 como	 interés
diferente	a	 la	del	Estado	o	meramente	público	 -	 funcional	 (...)”.	 (CSJ,	R.N.	N°
1328-2001,	jul.	12/2001.	S.S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Derecho	de	un	procesado	de	acogerse	a	la	excepción
de	verdad	cuando	el	ofendido	es	funcionario	público	y	cuando	se	actúa
defendiendo	 “causa	 pública”.	 “(...)	 la	 denuncia	 de	 la	 querellante	 aporta
como	 dato	 de	 información	 las	 publicaciones	 periodísticas	 aparecidas	 en	 los
diarios	de	la	localidad	(...)	correspondientes	a	sus	ediciones	del	veintiocho	de
agosto	 del	 año	 próximo	 pasado	 que	 obran	 a	 folios	 siete	 y	 ocho
respectivamente,	donde	se	insertan	presuntas	declaraciones	de	los	querellados
consideradas	 difamatorias	 por	 la	 agraviada,	 imputándose	 el	 delito	 de
difamación	agravada	(...)	sin	embargo,	de	la	lectura	minuciosa	de	las	páginas
periodísticas	(...)	sólo	pueden	tomarse	como	versiones	proporcionadas	por	los
encausados	 las	 que	 en	 el	 texto	 aparecen	 entrecomilladas	 y	 que	 rezan:	 ‘de
producirse	 esta	 situación	 los	 profesores	 y	 padres	 de	 familia	 adoptaremos
medidas	 de	 fuerza	 drásticas’,	 luego,	 en	 directa	 relación	 al	 sub	 director	 (...),
quien	no	es	querellante,	se	agrega:	 ‘si	no	hay	una	pronta	solución	los	padres
de	 familia	 en	 cualquier	 momento	 van	 a	 tomar	 el	 colegio	 y	 nos	 veremos
obligados	a	paralizar	las	actividades	perjudicando	a	los	alumnos’,	de	lo	que	se
desprende	que	 los	otros	párrafos	de	 la	noticia	 constituyen	apreciaciones	del
autor	 de	 la	 nota,	 sin	 que	 se	 mencione	 el	 o	 los	 nombres	 del	 profesor	 que
aseguró	que	‘formularán	denuncia	penal	contra	la	querellante	por	los	delitos
de	 abuso	 de	 autoridad	 y	 apropiación	 ilícita’;	 incluso,	 en	 la	 página
correspondiente	 al	 segundo	 diario	 no	 se	 consigna	 ninguna	 declaración
individual,	mencionándose	en	forma	genérica	que	ciento	veinte	profesores	del
centro	 educativo	 (...)	 del	 distrito	 (...)	 estaban	 formulando	 cuestionamientos
contra	 el	 desempeño	 funcional	 de	 la	 sub	 directora	 administrativa;	 (...)	 el
código	 sustantivo	 reconoce	 el	 derecho	 de	 un	 procesado	 de	 acogerse	 a	 la
excepción	 de	 verdad	 cuando	 el	 ofendido	 es	 funcionario	 público	 y	 cuando	 el
agente	infractor	actúa	defendiendo	causa	pública;	que,	en	efecto,	la	agraviada
por	desempeñarse	como	sub	directora	del	centro	educativo	mencionado	tenía
la	condición	de	funcionario	público	y	los	hechos	que	se	le	atribuyeron	estaban
referidos	al	ejercicio	de	sus	funciones	y	no	de	su	vida	privada	(...)	habiéndose
acreditado	con	la	Resolución	Directoral	Regional	Sectorial	número	veintiséis
setentitrés	 -	 noventinueve-CTAR-Lamb/DE	 presentada	 en	 esta	 instancia	 que
ha	sido	sancionada	con	amonestación	por	negligencia	en	el	cumplimiento	de
sus	funciones	(...),	 la	conducta	atribuida	por	el	querellado	a	la	querellante	se
sustentó	 en	hechos	 ciertos	 (...)”.	 (CSJ.	 Lambayeque,	Exp.	N°	98-5229-5JEPCH,
ago.	16/99.	S.S.	Ponte	Durango)
C.	P.
ART.	 135.—Inadmisibilidad	 de	 la	 “Exceptio	 veritatis”.	 No	 se
admite	en	ningún	caso	la	prueba:
1.	Sobre	imputación	de	cualquier	hecho	punible	que	hubiese	sido
materia	de	absolución	definitiva	en	el	Perú	o	en	el	extranjero.
2.	 Sobre	 cualquier	 imputación	 que	 se	 refiera	 a	 la	 intimidad
personal	y	familiar,	o	a	un	delito	de	violación	de	la	libertad	sexual
o	proxenetismo	comprendido	en	los	capítulos	IX	y	X,	del	Título	IV,
Libro	Segundo.
NOTA:	El	texto	del	numeral	2	fue	modificado	por	el	Art.	1°	de	la	Ley	N°	27480	(13.06.2001).	La	ley
en	 su	 artículo	 2°	 precisa	 que	 la	modificatoria	 “será	 aplicable	 a	 los	 procesos	 penales	 por	 delito	 de
injuria,	calumnia	o	difamación	que	se	encuentren	en	trámite”.
C.	P.
ART.	 136.—Difamación	 o	 injuria	 encubierta.	 El	 acusado	 de
difamación	 o	 injuria	 encubierta	 o	 equívoca	 que	 rehúsa	 dar	 en
juicio	explicaciones	 satisfactorias,	 será	considerado	como	agente
de	difamación	o	injuria	manifiesta.
C.	P.
ART.	 137.—Injurias	 recíprocas.	 En	 el	 caso	 de	 injurias
recíprocas	 proferidas	 en	 el	 calor	 de	 un	 altercado,	 el	 juez	 podrá,
según	las	circunstancias,	declarar	exentas	de	pena	a	las	partes	o	a
una	de	ellas.
No	es	punible	la	injuria	verbal	provocada	por	ofensas	personales.
C.	P.
ART.	138.—Ejercicio	privado	de	la	acción	penal.	En	los	delitos
previstos	en	este	título	sólo	se	procederá	por	acción	privada.
Si	 la	 injuria,	difamación	o	calumnia	ofende	a	 la	memoria	de	una
persona	 fallecida,	 presuntamente	 muerta,	 o	 declarada
judicialmente	 ausente	 o	 desaparecida,	 la	 acción	 penal	 podrá	 ser
promovida	 o	 continuada	 por	 su	 cónyuge,	 ascendientes,
descendientes	o	hermanos.
JURISPRUDENCIA.—Para	demandar	rectificación	basta	con	la
apariencia	de	lesión	al	honor.	“(…)	el	derecho	fundamental	a	la
rectificación	deba	estimarse	como	uno	meramente	relacional,	al	tratar	de
entablar	una	concomitancia	entre	los	derechos	comunicativos	y	el	derecho	al
honor,	y	presentándose	en	una	última	instancia	como	forma	de	protección	del
derecho	al	honor,	pero	únicamente	cuando	se	produce	el	ejercicio	abusivo	de
los	primeros.	(…).
10.	Así	también	resulta	pertinente	precisar	que	este	tribunal	constitucional
(…)	ha	dejado	establecido	con	carácter	de	precedente	vinculante	que	solo	en
los	supuestos	de	‘información	inexacta’	u	‘honor	agraviado’,	procede	la
rectificación.
11.	En	el	primer	supuesto,	el	derecho	a	la	rectificación	surge	cuando	se
produce	una	información	falsa	o	inexacta.	Por	tanto,	sólo	se	podrá	dar
cuando,	independientemente	de	si	el	periodista	ha	incurrido	en	dolo	o	culpa,	la
información	publicada	o	difundida	no	corresponde	en	absoluto	con	la	verdad
(falsedad)	o	cuando	se	ajusta	sólo	en	parte	a	ella	(inexactitud),
independientemente	de	la	responsabilidad	que	puedan	tener	los	que	la
propagaron.
12.	El	otro	supuesto	se	presenta	cuando	la	persona	se	ha	sentido	afectada	a
través	de	un	agravio,	y	esto	significa	una	violación	de	su	derecho	al	honor	(así
lo	señala	también	el	artículo	14.3	de	la	Convención	Americana),	a	través	de	un
medio	de	comunicación	de	masas	con	independencia	del	derecho
comunicativo	ejercido.	En	consecuencia,	para	hacer	el	pedido	de	una
rectificación	no	es	necesario,	ni	menos	aún	exigible,	que	se	haya	comprobado
previamente	el	daño	al	honor	de	las	personas,	pues	basta	tan	sólo	con	una
apariencia	de	la	vulneración.	(…).”	(TC,	Exp.	06136-2007-PA/TC,	nov.
19/2009.	S.S.	Vergara	Gotelli)
CUADRO	SINÓPTICO.—Protección	constitucional	del	honor.
TÍTULO	III
Delitos	contra	la	familia
CAPÍTULO	I
Matrimonios	ilegales
C.	P.
ART.	 139.—Bigamia.	 El	 casado	 que	 contrae	 matrimonio	 será
reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 uno	 ni
mayor	de	cuatro	años.
Si,	 respecto	 a	 su	 estado	 civil,	 induce	 a	 error	 a	 la	 persona	 con
quien	 contrae	 el	 nuevo	 matrimonio	 la	 pena	 será	 privativa	 de
libertad	no	menor	de	dos	ni	mayor	de	cinco	años.
DOCTRINA.—Derogación	 de	 la	 bigamia	 y	 el	 matrimonio	 ilegal	 no
vulnera	 la	 Constitución.	 “(…)	 El	 actor	 acierta	 entonces	 en	 señalar	 la
importancia	 de	 la	 familia	 en	 el	 orden	 constitucional	 y	 los	 deberes	 de
protección	que	 las	autoridades	 tienen	 frente	a	esa	 institución.	 Igualmente,
es	claro	que	la	Constitución	reconoce	y	protege	el	matrimonio	como	una	de
las	maneras	de	 conformar	una	 familia	 (…).	 Sin	 embargo,	 de	 las	 anteriores
premisas,	 no	 se	 sigue,	 en	 manera	 alguna,	 que	 la	 ley	 deba	 penalizar	 la
bigamia	 y	 el	 matrimonio	 ilegal,	 por	 la	 sencilla	 razón	 de	 que	 la	 carta,	 en
ninguna	 parte,	 establece	 que	 la	 protección	 a	 la	 familia	 matrimonial	 deba
obligatoriamente	pasar	por	la	criminalización	de	los	comportamientos	que
la	afecten.	Como	bien	lo	señalan	los	intervinientes,	bien	puede	la	ley	recurrir
a	 otras	 formas	 de	 protección	 de	 esa	 modalidad	 de	 familia	 matrimonial,
como	 pueden	 ser	 las	 sanciones	 civiles,	 consistentes	 en	 la	 declaratoria	 de
nulidad	de	ciertos	matrimonios,	que	no	reúnan	 los	requisitos	 legales	 (…)”.
(C.	Const.	de	Colombia,	Sent.	C-226,	abr.	02/2002.	M.P.	Álvaro	Tafur	Galvis)
C.	P.
ART.	140.—Matrimonio	con	persona	casada.	El	no	casado	que,
a	 sabiendas,	 contrae	 matrimonio	 con	 persona	 casada	 será
reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 uno	 ni
mayor	de	tres	años.
C.	P.
ART.	141.—Autorización	ilegal	del	matrimonio.	El	funcionario
público	 que,	 a	 sabiendas,	 celebra	 un	 matrimonio	 ilegal	 será
reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 dos	 ni
mayor	de	cinco	años	e	inhabilitación	de	dos	a	tres	años	conforme
al	artículo	36	incisos	1,	2	y	3.
Si	 el	 funcionario	 público	 obra	 por	 culpa,	 la	 pena	 será	 de
inhabilitación	no	mayor	de	un	año,	conforme	al	artículo	36	incisos
1,	2	y	3.
C.	P.
ART.	 142.—Inobservancia	 de	 formalidades	 legales.	 El
funcionario	 público,	 párroco	 u	 ordinario	 que	 procede	 a	 la
celebración	del	matrimonio	sin	observar	las	formalidades	exigidas
por	 la	 ley,	aunque	el	matrimonio	no	sea	anulado,	será	reprimido
con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 mayor	 de	 tres	 años	 e
inhabilitación	de	uno	a	dos	años,	conforme	al	artículo	36	incisos	1,
2	y	3.
CAPÍTULO	II
Delitos	contra	el	estado	civil
C.	P.	
ART.	 143.—Alteración	 del	 estado	 civil.	 El	 que,	 con	 perjuicio
ajeno,	 altera	 o	 suprime	 el	 estado	 civil	 de	 otra	 persona	 será
reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	dos	años	o
con	 prestación	 de	 servicio	 comunitario	 de	 veinte	 a	 cincuentidós
jornadas.
DERECHO	AL	NOMBRE
C.	C.
ART.	 25.—La	 prueba	 referente	 al	 nombre	 resulta	 de	 su	 respectiva
inscripción	en	los	registros	de	estado	civil.
C.	C.
ART.	 28.—Nadie	 puede	 usar	 nombre	 que	 no	 le	 corresponde.	 El	 que	 es
perjudicado	por	la	usurpación	de	su	nombre	tiene	acción	para	hacerla	cesar
y	obtener	la	indemnización	que	corresponda.
C.	P.
ART.	 144.—Fingimiento	 de	 gestación	 o	 parto.	 La	 mujer	 que
finge	embarazo	o	parto,	para	dar	a	un	supuesto	hijo	derechos	que
no	le	corresponden,	será	reprimida	con	pena	privativa	de	libertad
no	menor	de	uno	ni	mayor	de	cinco	años.
La	misma	pena	privativa	de	libertad	y,	además,	inhabilitación	de
uno	 a	 tres	 años,	 conforme	 al	 artículo	 36	 inciso	 4,	 se	 aplicará	 al
médico	u	obstetra	que	cooperen	en	la	ejecución	del	delito.
C.	P.
ART.	145.—Alteración	del	estado	del	menor.	El	que	exponga	u
oculte	a	un	menor,	lo	sustituya	por	otro,	le	atribuya	falsa	filiación
o	emplee	cualquier	otro	medio	para	alterar	o	suprimir	su	filiación
será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	uno	ni
mayor	de	cinco	años.
C.	P.
ART.	146.—Móvil	de	honor.	Si	el	agente	de	alguno	de	los	delitos
previstos	en	este	capítulo	comete	el	hecho	por	un	móvil	de	honor
la	 pena	 será	 de	 prestación	 de	 servicio	 comunitario	 de	 veinte	 a
treinta	jornadas.
CAPÍTULO	III
Atentados	contra	la	patria	potestad
C.	P.
ART.	147.—Modificado.	Ley	28760,	Art.	1°.	Sustracción	de
menor.	El	que,	mediando	relación	parental,	sustrae	a	un	menor
de	edad	o	rehúsa	entregarlo	a	quien	ejerce	la	patria	potestad,	será
reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	dos	años.
La	misma	pena	se	aplicará	al	padre	o	la	madre	u	otros
ascendientes,	aún	cuando	aquellos	no	hayan	sido	excluidos
judicialmente	de	la	patria	potestad.
C.	de	los	N.	y	A.
ART.	 5º.—A	 la	 libertad.	 El	 niño	 y	 el	 adolescente	 tienen	 derecho	 a	 la
libertad.	Ningún	niño	o	adolescente	será	detenido	o	privado	de	su	libertad.
Se	 excluyen	 los	 casos	 de	 detención	 por	 mandato	 judicial	 o	 de	 flagrante
infracción	a	la	ley	penal.
JURISPRUDENCIA.—Padres	 suspendidos	 en	 el	 ejercicio	 de	 la	 patria
potestad	 pueden	 cometer	 sustracción	 de	 menor.	 “(...)	 según	 el	 inciso
cuarto	del	artículo	cuatrocientos	sesentiséis	del	Código	Civil	la	patria	potestad
se	suspende	en	el	caso	del	artículo	trescientos	cuarenta	del	mismo	código,	esto,
es	 cuando	en	un	proceso	de	divorcio	 se	 confía	 los	hijos	al	padre	o	madre,	 el
otro	queda	suspendido	en	el	ejercicio;	que	en	el	caso	sub-judice	(...)	por	razón
del	proceso	de	separación	de	cuerpos	y	divorcio	ulterior	seguido	entre	el	hoy
inculpado	y	agraviada,	el	menor	(...)	quedó	en	poder	de	su	madre	(...),	 lo	que
implica	que	ésta	ejercía	la	patria	potestad	sobre	él	y	que	el	padre	(...)	quedaba
suspendido	 en	 el	 ejercicio;	 que	 el	 inculpado	 al	 entrevistarse	 (...)	 con	 la
agraviada	que	había	viajado	a	dicha	ciudad	por	aparente	motivo	de	salud	y	al
saber	 que	 su	 hijo	 se	 había	 quedado	 en	 (...)	 comete	 el	 ilícito	 que	 se	 juzga,	 al
sustraer	 al	 menor	 y	 llevarlo	 consigo	 (...),	 pues	 de	 dicho	 modo	 ha	 atentado
contra	su	statu-quo	establecido	en	la	sentencia	aludida,	la	que	sólo	podría	ser
modificada	 legalmente	 mediante	 resolución	 distinta	 emitida	 en	 el	 proceso
correspondiente;	 que	 como	 reglas	 de	 conducta	 debe	 fijarse	 en	 vía	 de
integración	 que	 el	 sentenciado	 repare	 los	 daños	 ocasionados	 por	 el	 delito,
previsto	en	el	inciso	cuarto	del	artículo	cincuentiocho	del	Código	Penal	esto	es
en	 el	 caso	 de	 autos,	 que	 devuelva	 al	 menor	 (...)”.	 (CSJ.	 San	 Martín,	 Exp.	 N°
0062-220901-JP-02-SP-01,	dic.	04/98.	V.	P.	Zubiate	Reina)
JURISPRUDENCIA.—Atentados	 a	 la	 patria	 potestad	 y	 demanda	 de
hábeas	 corpus.	 “(...)	 denuncia	 penal	 ante	 la	 Cuarta	 Fiscalía	 Provincial	 (…)
por	 el	 delito	 de	 secuestro,	 asunto	 sobre	 el	 cual	 aún	 no	 ha	 habido
pronunciamiento.	 (…)	 luego	 de	 verificar	 la	 detención	 arbitraria,	 proceda	 a
hacerle	 entrega	 del	menor.	 Sostiene	 que	 se	 han	 vulnerado	 los	 derechos	 a	 la
integridad	física,	a	la	libertad	individual	y	de	tránsito.	(…)	se	advierte	que	(…)
no	existe	restricción	alguna	de	la	libertad	del	menor	beneficiario	y	que	este	se
encuentra	 al	 cuidado	 de	 sus	 abuelos	 paternos	 (…)	 el	 beneficiario	manifestó
que	vive	con	sus	abuelos	paternos	desde	que	tenía	4	años	de	edad	y	que	en	la
actualidad	cuenta	9	años	y	que	no	quiere	vivir	con	su	madre,	porque	ésta	 lo
castiga	y	lo	deja	al	cuidado	de	su	padrastro,	quien	toma	mucho	y	le	pega.	(…)
se	colige	que	no	existe	la	vulneración	de	los	derechos	invocados	(…)”.	(TC,	Exp.
N°	819-2005-PHC/TC,	jun.	13/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
C.	P.
ART.	148.—Inducción	a	la	fuga	del	menor.	El	que	 induce	a	un
menor	de	edad	a	que	se	fugue	de	la	casa	de	sus	padres	o	de	la	de
su	 tutor	o	persona	encargada	de	 su	custodia	 será	 reprimido	con
pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	dos	años	o	con	prestación
de	servicio	comunitario	de	veinte	a	cincuentidós	jornadas.
C.	P.
ART.	148-A.—Modificado.	D.	Leg.	1204,	Segunda	Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Participación	 en	 pandillaje
pernicioso.	 El	 que	 participa	 en	 pandillas	 perniciosas,	 instiga	 o
induce	 a	 menores	 de	 edad	 a	 participar	 en	 ellas,	 para	 atentar
contra	la	vida,	integridad	física,	el	patrimonio	o	la	libertad	sexual
de	 las	 personas,	 dañar	 bienes	 públicos	 o	 privados	 u	 ocasionar
desmanes	que	alteren	el	orden	público,	será	reprimido	con	pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	diez	ni	mayor	de	veinte	años.
La	pena	será	no	menor	de	veinte	años	cuando	el	agente:
1.	Actúa	como	cabecilla,	líder,	dirigente	o	jefe.
2.	Es	docente	en	un	centro	de	educación	privado	o	público.
3.	Es	funcionario	o	servidor	público.
4.	Instigue,	induzca	o	utilice	a	menores	de	edad	a	actuar	bajo	los
efectos	de	bebidas	alcohólicas	o	drogas.
5.	 Utilice	 armas	 de	 fuego,	 armas	 blancas,	 material	 inflamable,
explosivos	u	objetos	contundentes	o	los	suministre	a	los	menores.
CAPÍTULO	IV
Omisión	de	asistencia	familiar
C.	P.
ART.	149.—Incumplimiento	de	obligación	alimentaria.	El	que
omite	 cumplir	 su	 obligación	 de	 prestar	 los	 alimentos	 que
establece	 una	 resolución	 judicial	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	de	 libertad	no	mayor	de	 tres	años,	o	con	prestación	de
servicio	 comunitario	 de	 veinte	 a	 cincuentidós	 jornadas,	 sin
perjuicio	de	cumplir	el	mandato	judicial.
Si	 el	 agente	 ha	 simulado	 otra	 obligación	 de	 alimentos	 en
connivencia	 con	 otra	 persona	 o	 renuncia	 o	 abandona
maliciosamente	su	trabajo	la	pena	será	no	menor	de	uno	ni	mayor
de	cuatro	años.
Si	resulta	lesión	grave	o	muerte	y	éstas	pudieron	ser	previstas,	la
pena	 será	no	menor	de	dos	ni	mayor	de	 cuatro	años	en	 caso	de
lesión	grave,	y	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	seis	años	en	caso	de
muerte.
C.	C.
ART.	2001.—Prescriben,	salvo	disposición	diversa	de	la	ley:
(...).
4.-	A	 los	dos	años,	 la	 acción	de	anulabilidad,	 la	 acción	 revocatoria,	 la	que
proviene	 de	 pensión	 alimenticia,	 la	 acción	 indemnizatoria	 por
responsabilidad	 extracontractual	 y	 la	 que	 corresponda	 contra	 los
representantes	de	incapaces	derivada	del	ejercicio	del	cargo.
C.	de	los	N.	y	A.
ART.	 92.—Definición.	 Se	 considera	 alimentos	 lo	 necesario	 para	 el
sustento,	habitación,	vestido,	 educación,	 instrucción	y	 capacitación	para	el
trabajo,	asistencia	médica	y	recreación	del	niño	o	del	adolescente.	También
los	gastos	del	embarazo	de	la	madre	desde	la	concepción	hasta	la	etapa	de
post-parto.
C.	de	los	N.	y	A.
ART.	 93.—Obligados	 a	 prestar	 alimentos.	 Es	 obligación	 de	 los	 padres
prestar	alimentos	a	sus	hijos.	Por	ausencia	de	los	padres	o	desconocimiento
de	su	paradero,	prestan	alimentos	en	el	orden	de	prelación	siguiente:
1.	Los	hermanos	mayores	de	edad;
2.	Los	abuelos;
3.	Los	parientes	colaterales	hasta	el	tercer	grado;
4.	Otros	responsables	del	niño	o	del	adolescente.
C.	de	los	N.	y	A.
ART.	 94.—Subsistencia	 de	 la	 obligación	 alimentaria.	 La	 obligación
alimentaria	de	 los	padres	 continúa	 en	 caso	de	 suspensión	o	pérdida	de	 la
patria	potestad.
C.	C.
ART.	 287.—Los	 cónyuges	 se	 obligan	 mutuamente	 por	 el	 hecho	 del
matrimonio	a	alimentar	y	educar	a	sus	hijos.
JURISPRUDENCIA.—Necesidad	de	la	previa	notificación	de	la
aprobación	y	liquidación	de	pensiones	alimenticias.	“(...)	el	accionante
(...),	alega	que	el	A-Quo	ha	vulnerado	los	siguientes	derechos:	derecho	de
defensa	y	derecho	a	la	libertad	y	seguridad	personal,	por	cuanto	en	el	proceso
de	alimentos	número	cuatrocientos	setentiséis	noventiocho	ventilado	ante
dicha	judicatura	no	se	le	ha	emplazado	en	su	domicilio	procesal,	no
habiéndose	notificado	la	aprobación	y	liquidación	de	pensiones	alimenticias
devengadas,	lo	que	ha	originado	se	le	instaure	procesos	penales	por	el	delito
de	omisión	a	la	asistencia	familiar,	estando	en	la	actualidad	por	dicha
situación	de	indefensión,	purgando	carcelería	(...)	ha	variado	constantemente
de	domicilio	procesal,	habiéndosele	efectuado	las	notificaciones	de	la
providencias	conforme	a	ley,	no	habiéndose	causado	indefensión	alguna	(...)
no	obstante	ello,	y	por	los	propios	fundamentos	fácticos	que	esgrime	el
accionante	recurrente,	en	virtud	del	derecho	de	defensa	que	invoca	(...)	se	ha
debido	objetivizar	en	el	citado	proceso	civil,	e	interponer	los	medios
impugnatorios	establecidos	en	nuestro	ordenamiento	procesal	civil	en
ejercicio	del	principio	de	pluralidad	de	instancia,	contemplado	en	el	artículo
glosado	inciso	sexto	(...).”	(CS,	Sent.,	Exp.	N°	529-2004.	Pres.	Santa	María
Morillo)
JURISPRUDENCIA.—Consumación	del	delito	de	omisión	alimentaria
cuando	el	agente	no	cumple	con	la	prestación	de	alimentos	establecida
por	resolución	judicial.	“(...)	el	delito	de	omisión	de	asistencia	familiar	se
configura	cuando	el	agente	omite	cumplir	con	la	prestación	de	alimentos
establecida	por	una	resolución	judicial,	razón	por	la	que	se	dice	que	es	un
delito	de	peligro,	en	la	medida	que	basta	con	dejar	de	cumplir	con	la
obligación	para	realizar	el	tipo,	sin	que	sea	necesario	que	debido	a	tal
incumplimiento	se	cause	un	perjuicio	a	la	salud	del	sujeto	pasivo,
requiriéndose	que	dicho	comportamiento	se	realice	necesariamente	a	título	de
dolo;	que,	en	el	presente	caso,	se	advierte	la	consignación	de	diversas	sumas	de
dinero,	tal	como	resulta	de	los	depósitos	judiciales	anexados	(...)	destinadas	a
cubrir	el	monto	de	las	pensiones	devengadas	(...),	según	la	liquidación	(...)	si
bien	es	cierto	que	los	depósitos	antes	glosados,	evidencian	que	el	acusado	ha
amortizado	las	pensiones	a	que	estaba	obligado	con	posterioridad	al
requerimiento	judicial	(...),	también	lo	es	que	dicha	circunstancia	denota	que
el	agente	en	todo	momento	ha	mostrado	voluntad	de	cumplir	con	el	mandato
judicial,	la	que	de	ninguna	manera	cabe	interpretarse	como	dolosa;	que,
teniendo	en	cuenta	lo	anterior,	es	evidente	que	en	la	conducta	incriminada	al
acusado,	no	concurre	el	elemento	subjetivo	del	tipo,	cual	es	el	dolo,
consecuentemente	es	atípica,	lo	que	amerita	absolverlo	de	la	acusación	fiscal
(...)”.	(CSJ.	Lambayeque,	Exp.	N°	5425-98,	jul.	01/99.	S.S.	Almenara	Bryson)
JURISPRUDENCIA.—Prisión	por	incumplimiento	de	deberes
alimentarios	se	presenta	como	excepción	a	la	regla	“no	hay	prisión	por
deudas”.	“(…)	En	nuestro	ordenamiento	constitucional,	en	principio,	no	cabe
la	prisión	por	deudas.	(…)	Sin	embargo,	nuestra	propia	Ley	Fundamental	ha
establecido	una	excepción	a	dicha	regla,	esto	es,	en	el	caso	del	incumplimiento
de	deberes	alimentarios.	Ello	tiene	su	fundamento	en	que,	en	tales	casos,	están
de	por	medio,	no	cuestiones	pecuniarias	o	materiales,	sino	la	tutela	de	los
derechos	fundamentales	como	la	dignidad	de	la	persona	humana,	la	vida,	la
salud	y	la	integridad	física	y	psicológica	del	alimentista.	Ésta	es	la	razón	por	la
cual,	de	acuerdo	con	la	Constitución,	el	juez,	en	este	supuesto,	tiene	la	facultad
y	la	competencia	para	ordenar	la	restricción	del	derecho	a	la	libertad
personal	del	obligado.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	9068-2005-PHC/TC,	dic.	09/2006.
Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Omisión	de	asistencia	familiar	sustentada	sobre
incumplimiento	de	acuerdo	conciliatorio	resulta	subsanable.	“(…)	En	el
caso	concreto,	del	auto	apertorio	de	instrucción	con	mandato	de
comparecencia	restringida	(…)	dictado	contra	el	recurrente	por	el	delito	de
omisión	a	la	asistencia	familiar	(…)	se	advierte	que	éste	ha	sido	expedido
sobre	la	base	del	incumplimiento	de	un	acuerdo	conciliatorio	de	pago	de
alimentos	cuando	debió	expedirse	sobre	la	base	del	incumplimiento	de	la
sentencia	de	fecha	23	de	enero	del	2004	que	ordena	el	pago	de	los	alimentos;
sin	embargo,	este	hecho	no	constituye	una	vulneración	manifiesta	de	los
derechos	constitucionales	invocados,	pues	de	la	documentación	que	sirve	de
sustento	a	la	denuncia	fiscal	y	al	auto	apertorio	de	instrucción	se	aprecia
precisamente	la	sentencia	(…)	más	aún,	si	tal	cuestionamiento	ha	sido
debidamente	subsanado	en	la	acusación	fiscal	(…)	Finalmente,	y	en	lo	que
respecta	a	las	presuntas	responsabilidades	derivadas	de	la	actuación	del
representante	del	Ministerio	Público	y	del	juez	penal	por	haber	consignado
hechos	distintos	a	los	expuestos	en	la	sentencia	de	fecha	23	de	enero	del	2004
(…)	tanto	al	formalizar	la	denuncia	(…)	como	al	dictar	el	auto	apertorio	de
instrucción	(…),	y	en	la	medida	que	forma	parte	de	uno	de	los	principales
cuestionamientos	formulados	por	el	accionante,	este	colegiado	considera
necesario	remitir	copia	certificadas	de	todo	lo	actuado	a	los	respectivos
órganos	de	control	para	lo	fines	pertinentes.	(…).”	(TC,	Exp.	01954-2008-
PHC/TC,	oct.	14/2008.	Pres.	Landa	Arroyo)
DOCTRINA.—La	inasistencia	alimentaria	se	clasifica	como	un	delito	de
peligro.	“La	conducta	allí	descrita	es	de	peligro,	toda	vez	que	no	se	requiere
una	efectiva	causación	de	daño	al	bien	jurídico	protegido	–la	familia–,	sino
simplemente	de	 la	probabilidad	de	un	daño	para	el	mismo.	Basta	 con	que
exista	 sustracción	 del	 civilmente	 obligado	 (...)	 Se	 castiga	 a	 quien	 falta	 al
compromiso	 nacido	 del	 vínculo	 de	 parentesco	 o	 de	matrimonio,	 y	 en	 esa
medida	 pone	 en	 peligro	 la	 tutela	 a	 la	 familia	 y	 la	 subsistencia	 del
beneficiario.	 (...)”.	 (CS.	 de	 Colombia,	 Cas.	 Penal,	 Sent.	 feb.	 13/2008,	 Rad.
25649.	M.	P.	Augusto	J.	Ibáñez	Guzmán)
C.	P.
ART.	150.—Abandono	de	mujer	en	gestación.	El	que	abandona
a	una	mujer	en	gestación,	a	 la	que	ha	embarazado	y	que	se	halla
en	situación	crítica,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad
no	menor	de	seis	meses	ni	mayor	de	cuatro	años	y	con	sesenta	a
noventa	días	-	multa.
JURISPRUDENCIA.—Abandono	 de	 mujer	 en	 gestación	 implica	 una
condición	de	 grave	 dificultad	para	 el	 sostenimiento.	 “(...)	 el	 hecho	 de	 la
relación	convivencial	durante	el	tiempo	de	la	gestación	ha	sido	admitida	por
el	 procesado,	 así	 como	el	 rompimiento	de	 esa	 relación;	 que,	 el	 abandono	de
mujer	 embarazada	 por	 mandato	 del	 Código	 Penal	 requiere	 para	 constituir
delito,	 una	 condición	 de	 grave	 dificultad	 para	 el	 sostenimiento	 de	 esa
situación	por	parte	de	la	gestante,	siendo	obligación	del	causante	contribuir	a
aliviar	 esa	 desventajosa	 situación;	 que,	 al	 no	 acudir	 el	 sentenciado	 a	 la
agraviada	 bajo	 ningún	 concepto	 al	 sostenimiento	 de	 su	 situación	 de
abandono,	 demuestra	 voluntad	 evasiva	 que	 es	 precisamente	 el	 dolo	 que	 en
este	 caso	 la	 ley	 penal	 sanciona,	 que	 la	 condición	 crítica	 de	 la	 agraviada	 se
deriva	 de	 su	 carencia	 de	 ingresos	 propios,	 generados	 por	 alguna	 actividad
laboral	 estable,	 más	 aún	 si	 conforme	 reconocen	 ambos	 justiciables,	 ella	 es
natural	de	(...)	y	su	familia	radica	en	esa	localidad,	todo	lo	cual	en	esta	ciudad
capital	la	ubica	en	condición	de	desventaja	material;	Que,	habiéndose	omitido
fijar	 en	 la	 sentencia	 la	 pena	de	 días	multa	 que	 contempla	 el	 artículo	 ciento
cincuenta	 in	 fine	 del	 Código	Penal,	 es	 del	 caso	 integrarla	 (...)”.	 (CSJ,	 Exp.	N°
2895-97,	mar.	18/98.	S.S.	Gonzáles	Chávez)
TÍTULO	IV
Delitos	contra	la	libertad
CAPÍTULO	I
Violación	de	la	libertad	personal
C.	P.
ART.	 151.—Coacción.	 El	 que,	 mediante	 amenaza	 o	 violencia,
obliga	a	otro	a	hacer	lo	que	la	ley	no	manda	o	le	impide	hacer	lo
que	ella	no	prohíbe	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad
no	mayor	de	dos	años.
GARANTÍAS	FUNDAMENTALES
Const.
ART.	2°.—Toda	persona	tiene	derecho:
(...).
24.	A	la	libertad	y	a	la	seguridad	personales.	En	consecuencia:
a.	Nadie	está	obligado	a	hacer	lo	que	la	ley	no	manda,	ni	impedido	de	hacer
lo	que	ella	no	prohíbe.
(...).
h.	Nadie	debe	ser	víctima	de	violencia	moral,	psíquica	o	física,	ni	sometido	a
tortura	 o	 a	 tratos	 inhumanos	 o	 humillantes.	 Cualquiera	 puede	 pedir	 de
inmediato	 el	 examen	 médico	 de	 la	 persona	 agraviada	 o	 de	 aquélla
imposibilitada	de	recurrir	por	sí	misma	a	la	autoridad.	Carecen	de	valor	las
declaraciones	 obtenidas	 por	 la	 violencia.	 Quien	 la	 emplea	 incurre	 en
responsabilidad.
C.	de	los	N.	y	A.
ART.	 5°.—A	 la	 libertad.	 El	 niño	 y	 el	 adolescente	 tienen	 derecho	 a	 la
libertad.	Ningún	niño	o	adolescente	será	detenido	o	privado	de	su	libertad.
Se	 excluyen	 los	 casos	 de	 detención	 por	 mandato	 judicial	 o	 de	 flagrante
infracción	a	la	ley	penal.
C.	P.
ART.	 152.—Modificado.	 D.	 Leg.	 982,	 Art.	 2°.	 Secuestro.	 Será
reprimido	con	pena	privativa	de	la	libertad	no	menor	de	veinte	ni
mayor	 de	 treinta	 años	 el	 que,	 sin	 derecho,	 motivo	 ni	 facultad
justificada,	priva	a	otro	de	su	libertad	personal,	cualquiera	sea	el
móvil,	el	propósito,	 la	modalidad	o	circunstancia	o	tiempo	que	el
agraviado	sufra	la	privación	o	restricción	de	su	libertad.
La	pena	será	no	menor	de	treinta	años	cuando:
1.	 Se	 abusa,	 corrompe,	 trata	 con	 crueldad	 o	 pone	 en	 peligro	 la
vida	o	salud	del	agraviado.
2.	Se	pretexta	enfermedad	mental	inexistente	en	el	agraviado.
3.	El	agraviado	o	el	agente	es	funcionario	o	servidor	público.
4.	El	agraviado	es	representante	diplomático	de	otro	país.
5.	 El	 agraviado	 es	 secuestrado	 por	 sus	 actividades	 en	 el	 sector
privado.
6.	 El	 agraviado	 es	 pariente,	 dentro	 del	 tercer	 grado	 de
consanguinidad	o	segundo	de	afinidad	con	las	personas	referidas
en	los	incisos	3,	4	y	5	precedentes.
7.	Tiene	por	finalidad	obligar	a	un	funcionario	o	servidor	público
a	poner	en	libertad	a	un	detenido	o	a	conceder	exigencias	ilegales.
8.	 Modificado.	 Ley	 30077.	 Primera	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Se	 comete	 para	 obligar	 al
agraviado	a	incorporarse	a	una	organización	criminal.
9.	Se	comete	para	obtener	tejidos	somáticos	del	agraviado.
10.	Se	causa	lesiones	leves	al	agraviado.
11.	 Es	 cometido	 por	 dos	 o	 más	 personas	 o	 se	 utiliza	 para	 la
comisión	 del	 delito	 a	 menores	 de	 edad	 u	 otra	 persona
inimputable.
12.	El	agraviado	adolece	de	enfermedad	grave.
13.	La	víctima	se	encuentra	en	estado	de	gestación.
La	misma	pena	se	aplicará	al	que	con	la	finalidad	de	contribuir	a
la	 comisión	 del	 delito	 de	 secuestro,	 suministra	 información	 que
haya	conocido	por	razón	o	con	ocasión	de	sus	funciones,	cargo	u
oficio,	 o	 proporciona	 deliberadamente	 los	 medios	 para	 la
perpetración	del	delito.
La	pena	será	de	cadena	perpetua	cuando:
1.	El	agraviado	es	menor	de	edad	o	mayor	de	setenta	años.
2.	 El	 agraviado	 sufre	 discapacidad	 y	 el	 agente	 se	 aprovecha	 de
ésta	circunstancia.
3.	Si	se	causa	lesiones	graves	o	muerte	al	agraviado	durante	el
secuestro	o	como	consecuencia	de	dicho	acto.
IMPROCEDENCIA	DE	INDULTO,	CONMUTACIÓN	DE	PENA	Y	DERECHO
DE	GRACIA
Ley	28760.
ART.	 2°.—Improcedencia	 del	 indulto,	 conmutación	 de	 la	 pena	 y
derecho	de	gracia.	No	procede	el	indulto,	ni	la	conmutación	de	pena	a	los
condenados	por	los	delitos	de	secuestro	y	extorsión.	Tampoco	el	derecho	de
gracia	a	los	procesados	por	tales	delitos.
Ley	28760.
ART.	 3°.—Modificado.	 Ley	 29423,	 Art.	 3°.	 Regulación	 de	 beneficios
penitenciarios.	 Los	 condenados	 por	 delitos	 de	 secuestro	 y/o	 extorsión
podrán	acogerse	a	los	beneficios	penitenciarios	siguientes:
1.	Redención	de	la	pena	por	el	trabajo	o	la	educación.
2.	Liberación	condicional.
1.	Redención	de	la	pena	por	el	trabajo	o	la	educación:
a)	 El	 interno	 por	 el	 delito	 de	 secuestro	 y/o	 extorsión	 redime	 la	 pena
mediante	el	trabajo	o	la	educación,	a	razón	de	un	día	de	pena	por	siete	días
de	 labor	 efectiva,	 bajo	 la	 dirección	 y	 control	 de	 la	 administración
penitenciaria.	 La	 redención	 de	 la	 pena	 por	 el	 trabajo	 se	 acredita	 con	 la
planilla	de	control	laboral	efectiva	que	estará	a	cargo	del	jefe	de	trabajo.
b)	La	redención	de	la	pena	por	la	educación	se	acreditará	con	la	evaluación
mensual	de	los	estudios	con	notas	aprobatorias.	El	 informe	trimestral	será
agregado	al	expediente	personal	del	interno.
c)	 La	 redención	 de	 la	 pena	 por	 el	 trabajo	 o	 la	 educación	 servirá	 para
acceder	 con	 anticipación	 a	 la	 libertad	 por	 cumplimiento	 de	 condena.	 El
liberado	 podrá	 acumular	 el	 tiempo	 de	 redención	 de	 pena	 para	 el
cumplimiento	de	su	condena.
2.	Liberación	condicional:
Los	 condenados	 a	 pena	 temporal	 por	 delito	 de	 secuestro	 y/o	 extorsión
podrán	acogerse	al	beneficio	penitenciario	de	liberación	condicional	cuando
hayan	cumplido	efectivamente	los	tres	cuartos	de	la	pena	impuesta,	siempre
que	no	tengan	proceso	pendiente	con	mandato	de	detención	y	previo	pago
del	íntegro	de	la	cantidad	fijada	por	reparación	civil	y	de	la	multa.	En	el	caso
del	 interno	 insolvente,	 deberá	 presentar	 la	 correspondiente	 fianza	 en	 la
forma	 prevista	 en	 el	 artículo	 183	 del	 Código	 Procesal	 Penal,	 aprobado
mediante	 Decreto	 Legislativo	 N°	 638;	 o	 en	 su	 caso,	 en	 los	 artículos	 288,
inciso	4),	y	289	del	Código	Procesal	Penal,	aprobado	por	Decreto	Legislativo
N°	 957.	 Sin	 perjuicio	 de	 lo	 dispuesto	 en	 los	 citados	 artículos,	 la	 fianza	 se
regulará	 además	 conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 Código	 Civil	 y	 deberá	 ser
otorgada	 por	 el	 fiador	 que	 sea	 propietario	 de	 bienes	 debidamente
registrados	y	suficientes	para	cubrir	la	obligación.
C.	C.
ART.	1868.—Por	la	fianza,	el	 fiador	se	obliga	 frente	al	acreedor	a	cumplir
determinada	prestación,	en	garantía	de	una	obligación	ajena,	 si	 ésta	no	es
cumplida	por	el	deudor.
La	fianza	puede	constituirse	no	sólo	en	favor	del	deudor	sino	de	otro	fiador.
C.	de	los	N.	y	A.
ART.	12.—Al	 libre	 tránsito.	El	 niño	 y	 el	 adolescente	 tienen	derecho	 a	 la
libertad	de	tránsito,	con	las	restricciones	y	autorizaciones	que	se	señalan	en
el	Libro	Tercero	de	este	código.
JURISPRUDENCIA.—Bien	jurídico	protegido	en	el	delito	de	secuestro.
“(...)	el	delito	de	secuestro	se	configura	cuando	el	agente	priva	a	una	persona,
sin	derecho,	de	la	facultad	de	movilizarse	de	un	lugar	a	otro,	con
independencia	de	que	se	le	deje	cierto	espacio	físico	para	su	desplazamiento	y
cuyos	límites	la	víctima	no	puede	traspasar,	desde	este	punto	de	vista	lo
importante	no	es	la	capacidad	física	de	moverse	por	parte	del	sujeto	pasivo
sino	la	de	decidir	el	lugar	donde	quiere	o	no	quiere	estar	y	lo	más	importante
de	esta	disquisición,	es	que	en	el	aludido	tipo	penal	se	usa	la	expresión	‘sin
derecho	priva	a	la	víctima	de	su	libertad’,	pero	esta	privación	de	la	libertad
tiene	una	consecuencia,	perseguida	por	el	agente,	a	un	fin	mediato;	siendo	la
privación	de	la	libertad	solo	un	modo	facilitador.	(...).”	(CS,	R.N.	N°	975-04,	jun.
09/2004.	Pres.	Gonzáles	Campos)
JURISPRUDENCIA.—Configuración	del	bien	jurídico	en	el	delito	de
secuestro	agravado.	“(…)	La	acción	típica	consiste	en	privar	a	una	persona,
sin	derecho,	de	la	facultad	de	movilizarse	de	un	lugar	a	otro,	aunque	lo
importante	es,	además	de	la	capacidad	física	de	moverse	por	parte	del	sujeto
pasivo,	también	la	de	decidir	el	lugar	donde	quiere	o	no	estar.
El	bien	jurídico	protegido	es	la	libertad	personal	pero	en	su	manifestación
como	libertad	ambulatoria	o	de	locomoción,	es	decir,	la	capacidad	del	sujeto
de	trasladarse	de	un	lugar	a	otro.
El	sujeto	activo	puede	ser	cualquiera,	tanto	el	particular	como	el	funcionario
público	que	actúa	fuera	del	ejercicio	de	sus	funciones.
‘(...)	Objetivamente	requiere	que	la	privación	resulte	verdaderamente	un
ataque	a	la	libertad	por	no	mediar	el	consentimiento	del	sujeto	pasivo	a
restringir	sus	movimientos	y	tratarse	de	una	imposición	no	justificada	dentro
de	los	parámetros	de	las	causas	generales	de	justificación,	al	darse	las
situaciones	de	hecho	o	de	derecho	que	condicionan	su	existencia,	o	porque,
existiendo	ellas,	el	agente	priva	de	la	libertad	de	modo	abusivo:	más	allá	de	la
necesidad	justificada	o	por	medio	de	procedimientos	prohibidos	por	la	ley.	(...)
Subjetivamente,	(...)	es	necesario	el	conocimiento	del	carácter	abusivo	de	la
privación	de	la	libertad	de	la	víctima	por	parte	del	agente	y	la	voluntad	de
restringirla	en	esa	calidad’.
‘(...)	El	dolo	exige,	fundamentalmente,	el	conocimiento	de	la	ilegalidad	de	la
privación	de	la	libertad	y	la	voluntad	de	asumir	la	acción	en	cuanto
arbitraria;	obrar	‘con	la	conciencia	de	que	su	conducta	es	sustancial	y
formalmente	arbitraria’	(...),	esto	es,	que	actúa	sin	derecho	para	privar	de	la
libertad	o	que	lo	hace	de	un	modo	no	autorizado	por	la	ley.	El	error	sobre	la
legalidad	(normalmente	se	tratará	de	un	error	iuris),	puede	excluir	la
culpabilidad	(...)
Interesa	para	el	caso	analizar	el	agravante	contenido	en	el	inciso	1,	‘el	agente
abusa,	corrompe,	trata	con	crueldad	o	pone	en	peligro	la	vida	o	salud	del
agraviado’.	Según	la	doctrina,	en	estos	supuestos	el	sujeto	activo	atenta
contra	otro	bien	jurídico	además	de	la	libertad	ambulatoria,	por	ejemplo,
cuando	se	pone	en	peligro	la	vida	o	la	salud	del	agraviado,	sin	que	sea
necesario	que	efectivamente	haya	muerto	o	sufrido	una	lesión.	‘(...)	Por	otro
lado,	crueldad	existirá	cuando	el	agente	acrecienta	deliberada	e	injustamente
el	sufrimiento	de	la	víctima,	causándole	un	dolor	innecesario	(…)’”.	(CS,	Exp.	N
°	03-2003-1SPE/CSJLI,	abr.	08/2008.	Pres.	Inés	Villa	Bonilla)
JURISPRUDENCIA.—Facultad	de	detención	de	comités	de	autodefensa.
“(...)	se	le	ha	acusado	al	procesado	(...),	de	haber	detenido	y	privado	de	su
libertad	personal	al	agraviado	(...)	y	que	luego	de	detenerlo	lo	ha	encerrado	en
el	calabozo	(...),	y	con	el	parte	(...)	que	acredita	que	sólo	por	orden	del	juez	el
agraviado	obtuvo	su	libertad,	con	lo	cual	se	acredita	que	efectivamente	el
agraviado	ha	sido	detenido	y	recluido	en	(...),	por	un	lapso	de	seis	horas	por	el
acusado	en	su	calidad	de	presidente	(...);	con	el	fin	de	investigar	una	denuncia
que	le	había	incriminado	su	padre	(...)	que	constituyendo	esta	conducta	el	de
privar	de	su	libertad	a	una	persona	sin	orden	judicial;	delito,	que	si	bien	es
cierto	el	Decreto	Supremo	número	cero	setentisiete	del	año	noventidós	en	su
artículo	diecinueve	inciso	primero,	faculta	al	comité	de	auto	defensa	a	detener
a	una	persona	hasta	por	veinticuatro	horas,	ello	debe	de	realizarse	siempre	y
cuando	esa	persona	sea	encontrada	en	acción	delictuosa	o	sospechosa,
debiendo	ser	puesta	a	disposición	de	las	autoridades	competentes,	situación
que	no	se	da	en	el	presente	proceso,	por	lo	que	es	imperativo	imponer	la
sanción	penal	correspondiente	(...)”.	(CSJ.	Amazonas,	Exp.	N°	093/1997,	ene.
28/98.	S.S.	Ramos	M.)
JURISPRUDENCIA.—Las	funciones	constitucionales	de	las	rondas
campesinas:	causa	de	justificación	que	impide	la	comisión	del	secuestro.
“(…)	A	fin	de	comprender	la	naturaleza	de	las	diferentes	conductas	que
realizan	las	rondas	campesinas	en	ejercicio	de	sus	funciones,	se	debe	partir	del
Art.	149	de	la	Constitución	de	1993,	(...).	En	el	mismo	sentido,	el	Convenio	169
de	la	OIT	(...)	se	desprende	con	claridad	que	existe	un	reconocimiento	jurídico
de	las	funciones	que	ejercen	las	comunidades	y	rondas	campesinas:	a)	el
derecho	indígena/comunal	a	autoregularse	(sic),	que	la	Constitución	y	el
Convenio	llaman	derecho	consuetudinario.	No	se	trata	del	reconocimiento	de
un	corpus	fijo	de	normas,	sino	de	la	potestad	normativa	o	reguladora	de	los
pueblos	indígenas	y	comunidades;	b)	la	función	jurisdiccional	especial,	como
la	potestad	de	impartir	o	administrar	justicia	de	modo	autonómico,	y	c)	el
sistema	institucional	o	de	autoridades,	o	la	potestad	de	gobernarse	con	sus
propias	instituciones	de	autogobierno,	incluidos	los	mecanismos	de
designación,	cambio	y	legitimación	de	autoridades	propias.”	(CSJ	de	la
Libertad,	Exp.	5964-25-2008,	ago.	08/2009.	V.	P.	Víctor	Alberto	Marín)
JURISPRUDENCIA.—Política	legislativa	y	clasificación	de	las	rondas
campesinas.	“(...)	10.	En	el	Perú,	existe	diversidad	de	normas	que	han
regulado	las	funciones	de	las	rondas	campesinas,	lo	que	traído	consigo	una
confusión	sobre	la	naturaleza	de	sus	funciones.	Así	tenemos	a	la	Ley	N°	24571,
que	inicialmente	les	reconoció	su	autonomía;	a	la	Ley	N°	24656,	que	las
configuró	como	órgano	dependiente	de	la	comunidad;	al	D.	S.	N°	002-93-
DE/CCFFAA,	que	pretendió	su	adecuación	forzada	a	la	forma	organizativa	de
los	comités	de	autodefensa	promovida	por	las	fuerzas	de	seguridad;	luego	con
el	artículo	149	de	la	Constitución	Política	del	Perú,	que	les	asignó	la	calidad	de
órganos	de	apoyo	para	las	funciones	jurisdiccionales	de	las	comunidades;
después	con	la	Ley	N°	27908,	que	en	forma	confusa	apuntó	a	fortalecer	el
reconocimiento	de	sus	derechos;	y,	finalmente,	con	Ley	N°	27933,	que
incorporó	su	participación	en	el	Sistema	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana.
De	ahí	que	actualmente	se	distinguen	tres	tipos	diferentes	de	funciones	y	de
rondas:	a)	aquellas	que	sólo	ejercen	facultades	de	colaboración	con	las
autoridades	judiciales	y	policiales,	que	se	da	en	lugares	donde	existe	una
fuerte	presencia	institucional	del	Estado,	y	por	tanto	las	rondas	cumplen	un
rol	de	apoyo	a	la	jurisdicción	ordinaria	(caso	de	las	rondas	urbanas	o
campesinas	en	ciudades	importantes	de	la	sierra);	b)	aquellas	que	constituyen
instancias	informales	de	resolución	de	conflictos,	que	se	presentan	en	lugares
donde	hay	presencia	del	Estado,	pero	no	muy	fuerte,	en	estos	casos	puede
caber	una	solución	por	parte	de	la	ronda	o	una	solución	a	través	de	los
juzgados	de	paz	o	la	jurisdicción	ordinaria;	o,	c)	aquellas	que	tienen	y	ejercen
de	manera	plena	funciones	jurisdiccionales,	es	el	caso	de	aquellas
comunidades	donde	no	existe	presencia	estatal	y	sólo	existe	la	ronda
campesina,	no	existe	derecho	positivo,	sino	derecho	consuetudinario,	que	es
aplicado	por	sus	propias	autoridades.”	(CSJ	de	la	Libertad,	Exp.	5964-25-2008,
ago.	08/2009.	V.	P.	Víctor	Alberto	Marín)
JURISPRUDENCIA.—Las	rondas	campesinas	que	ejercen	funciones
jurisdiccionales	no	cometen	el	delito	de	secuestro.	“(…)	c)	aquellas	que
tienen	y	ejercen	de	manera	plena	funciones	jurisdiccionales,	es	el	caso	de
aquellas	comunidades	donde	no	existe	presencia	estatal	y	sólo	existe	la	ronda
campesina,	no	existe	derecho	positivo,	sino	derecho	consuetudinario,	que	es
aplicado	por	sus	propias	autoridades.”
11.	Es,	en	esta	tercera	clase	de	ronda	campesina,	donde	se	aplica	a	plenitud	lo
estipulado	en	la	Constitución	Política	y	el	Convenio	169	de	la	OIT,	y	en	donde
tiene	pleno	vigor	la	Jurisdicción	Especial.	(…)
12.	La	Corte	Suprema	del	Perú,	en	el	mismo	sentido	ha	establecido	(…)	el
delito	de	secuestro	se	configura	cuando	el	agente	priva	a	una	persona,	sin
derecho,	de	la	facultad	de	movilizarse	de	un	lugar	a	otro,	con	independencia
de	que	se	le	deje	cierto	espacio	físico	para	su	desplazamiento	y	cuyos	límites	la
víctima	no	puede	traspasar,	desde	este	punto	de	vista	lo	importante	no	es	la
capacidad	física	de	moverse	por	parte	del	sujeto	pasivo	sino	la	de	decidir	el
lugar	donde	quiere	o	no	quiere	estar	y	lo	más	importante	de	esta	disquisición,
es	que	en	el	aludido	tipo	penal	se	usa	la	expresión	“sin	derecho	priva	a	la
víctima	de	su	libertad”,	pero	esta	privación	de	la	libertad	tiene	una
consecuencia,	perseguida	por	el	agente,	a	un	fin	mediato;	siendo	la	privación
de	la	libertad	solo	un	modo	facilitador.	(…)	en	el	presente	caso	los	procesados
en	su	condición	de	integrantes	de	las	rondas	campesinas	de	los	centros
poblados	(…),	teniendo	conocimiento	que	los	presuntos	agraviados	(…)
admitieron	(…)	ser	los	autores	de	los	delitos	de	robo,	violación	sexual	y
asesinato	que	se	habrían	cometido	en	sus	territorios,	decidieron	sancionarlos
de	acuerdo	a	sus	costumbres	condenándolos,	a	“cadena	ronderil”,	esto	es
pasarlos	de	una	ronda	a	otra	a	efectos	de	que	sean	reconocidos	por	sus
habitantes	y	además	presten	trabajo	gratuito	a	favor	de	las	respectivas
comunidades.	(…)	en	tal	sentido	la	conducta	de	los	procesados	no	reviste	el
carácter	doloso	que	requiere	el	tipo	penal	de	secuestro,	dado	que	su	actuar	se
encuentra	normado	y	regulado	por	el	artículo	ciento	cuarenta	y	nueve	de	la
Constitución	Política	del	Perú	que	a	la	letra	dice	“...las	Rondas	Campesinas
pueden	ejercer	las	funciones	jurisdiccionales	dentro	de	su	ámbito	territorial
de	conformidad	con	el	derecho	consuetudinario...”	no	habiéndose	advertido
con	ello	ningún	ejercicio	abusivo	del	cargo	ya	que	por	el	contrario	todos	los
denunciados	actuaron	conforme	a	sus	ancestrales	costumbres.”	(CSJ	de	la
Libertad,	Exp.	5964-25-2008,	ago.	08/2009.	V.	P.	Víctor	Alberto	Marín)
JURISPRUDENCIA.—Las	rondas	campesinas	están	amparadas	por	la
causa	de	justificación	del	actuar	por	“disposición	de	la	ley”.	“(...)	está
exento	de	responsabilidad	penal,	‘el	que	obra	por	disposición	de	la	ley,	en
cumplimiento	de	un	deber	o	en	el	ejercicio	legítimo	de	un	derecho,	oficio	o
cargo’,	por	lo	que,	sí	los	procesados	en	su	condición	de	ronderos,
momentáneamente	aprehendieron	a	los	presuntos	agraviados;	sin	embargo	su
accionar	es	legítimo	por	cuanto	se	encuentra	enmarcado	en	el	artículo	ciento
cuarenta	y	nueve	de	nuestra	Carta	Magna.	(…)	al	haber	concurrido	la	causa
de	justificación	‘el	actuar	por	disposición	de	la	ley’	en	el	presente	proceso;	en
consecuencia	si	bien	la	acción	es	típica;	sin	embargo	no	es	antijurídica,	por
ende	tampoco	culpable,	resultando	de	aplicación	el	artículo	doscientos
ochenta	y	cuatro	del	Código	de	Procedimientos	Penales”.	(CSJ	de	la	Libertad,
Exp.	5964-25-2008,	ago.	08/2009.	V.	P.	Víctor	Alberto	Marín)
JURISPRUDENCIA.—Jurisdicción	penal	ordinaria	no	es	competente	para
conocer	los	hechos	punibles	que	están	bajo	la	jurisdicción	de	las	rondas
campesinas.	“(…)	En	el	mismo	sentido,	el	artículo	18	del	Nuevo	Código
Procesal	Penal	del	2004,	establece	con	claridad,	que	la	jurisdicción	penal
ordinaria	‘no	es	competente	para	conocer:	...	3.	de	los	hechos	punibles	en	los
casos	previstos	en	el	artículo	149	de	la	Constitución’,	es	decir,	los	casos	donde
las	‘(...)	autoridades	de	las	comunidades	campesinas	y	nativas,	con	el	apoyo	de
las	rondas	campesinas,	pueden	ejercer	las	funciones	jurisdiccionales	dentro	de
su	ámbito	territorial	de	conformidad	con	el	derecho	consuetudinario,	siempre
que	no	violen	los	derechos	fundamentales	de	la	persona	(...)”	(CSJ	de	la
Libertad,	Exp.	5964-25-2008,	ago.	08/2009.	V.	P.	Víctor	Alberto	Marín)
JURISPRUDENCIA.—No	toda	privación	de	libertad	injustificada
configura	el	delito	de	secuestro.	“(...)	si	bien	se	puede	aceptar	que	existió
una	privación	de	libertad	individual	de	la	denunciante,	de	manera
injustificada,	corresponde	analizar	y	explicar	a	través	de	la	razonabilidad
ubicándonos	en	el	tiempo	y	el	propósito	(resolución	criminal)	perseguido	por
el	autor	del	delito	de	lesiones	(...)	La	momentánea	privación	de	libertad	de	la
agraviada	no	conllevó	el	delito	de	secuestro	si	no	que	fue	la	consecuencia	de
lesionar	(...)	Caso	contrario,	habría	que	sancionar	la	limitación	al
desplazamiento	en	todos	los	tipos	penales	en	que	se	hiciese	presente	ello”.
(CSJL,	Exp.	5312-2012,	jul.	18/2016.	S.	S.	Reynoso	Edén)
DOCTRINA.—Diferencias	 entre	 el	 secuestro	 simple	 y	 el	 extorsivo
responden	 al	 elemento	 subjetivo	 del	 agente.	 “(...)	 La	 consagración	 de
estas	dos	conductas	delictivas,	secuestro	extorsivo	y	secuestro	simple,	está
encaminada	a	proteger	la	libertad	personal.
Por	 consiguiente,	 el	 elemento	 objetivo	 común	 que	 comparten	 las	 dos
modalidades	 de	 secuestro,	 consiste	 en	 que	 el	 hecho	 punible	 radica	 en	 la
privación	de	la	libertad	de	una	o	de	varias	personas,	utilizando,	para	ello,	la
violencia	 o	 el	 engaño,	 en	 una	 cualquiera	 de	 las	 formas	 que	 describen	 los
artículos:	arrebatar,	sustraer,	retener	u	ocultar.
Para	 la	 comisión	 del	 delito	 de	 secuestro,	 la	 forma	 como	 éste	 suceda	 es
indiferente.	 En	 efecto,	 puede	 ser	 mediante	 amenazas,	 fraude	 o	 violencia;
puede	consistir	en	sujetar	físicamente	a	 la	víctima,	con	esposas,	mordazas,
cadenas,	etc.	Lo	que	importa	es	el	resultado,	es	decir,	que	la	víctima	pierda
físicamente	la	capacidad	de	moverse	de	acuerdo	con	su	voluntad.	Este	punto
es	 importante	 para	 distinguir	 el	 secuestro	 de	 otros	 delitos	 contra	 la
autonomía	 personal,	 consagrados	 en	 los	 artículos	 276	 y	 siguientes	 del
Código	Penal.
Segundo.	¿Cuál	es	la	diferencia	principal	entre	uno	y	otro	delito?
La	diferencia	 se	 encuentra	 en	 el	 elemento	 subjetivo,	 es	decir,	 la	 finalidad
del	 agente.	 En	 efecto,	 en	 el	 secuestro	 extorsivo,	 el	 sujeto	 activo	 tiene	 el
propósito	de	exigir	algo	por	la	libertad	de	la	víctima.	En	el	secuestro	simple,
basta	 que	 se	 prive	 de	 la	 libertad	 a	 una	 persona	 para	 que	 se	 configure	 el
delito.	 Y	 esta	 diferencia	 es	 la	 que	 ha	 hecho	 que	 el	 legislador	 imponga	 al
delito	de	secuestro	simple	una	pena	sustancialmente	menor	que	la	señalada
para	 el	 secuestro	 extorsivo	 (...)”.	 (C.	 Const.	 de	 Colombia,	 Sent.	 C-599,	 nov.
26/97	M.P.	Jorge	Arango	Mejía)
C.	P.
ART.	 153.—Modificado.	 Ley	 30251,	 Art.	 Único.	 Trata	 de
personas.
1.	 El	 que	 mediante	 violencia,	 amenaza	 u	 otras	 formas	 de
coacción,	privación	de	la	libertad,	fraude,	engaño,	abuso	de	poder
o	 de	 una	 situación	 de	 vulnerabilidad,	 concesión	 o	 recepción	 de
pagos	o	de	cualquier	beneficio,	capta,	transporta,	traslada,	acoge,
recibe	o	retiene	a	otro,	en	el	 territorio	de	 la	República	o	para	su
salida	 o	 entrada	 del	 país	 con	 fines	 de	 explotación,	 es	 reprimido
con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 ocho	 ni	 mayor	 de
quince	años.
2.	Para	efectos	del	inciso	1,	los	fines	de	explotación	de	la	trata	de
personas	 comprende,	 entre	 otros,	 la	 venta	 de	 niños,	 niñas	 o
adolescentes,	 la	 prostitución	 y	 cualquier	 forma	 de	 explotación
sexual,	la	esclavitud	o	prácticas	análogas	a	la	esclavitud,	cualquier
forma	 de	 explotación	 laboral,	 la	 mendicidad,	 los	 trabajos	 o
servicios	 forzados,	 la	 servidumbre,	 la	 extracción	 o	 tráfico	 de
órganos	 o	 tejidos	 somáticos	 o	 sus	 componentes	 humanos,	 así
como	cualquier	otra	forma	análoga	de	explotación.
3.	 La	 captación,	 transporte,	 traslado,	 acogida,	 recepción	 o
retención	de	niño,	niña	o	adolescente	con	fines	de	explotación	se
considera	 trata	 de	 personas	 incluso	 cuando	 no	 se	 recurra	 a
ninguno	de	los	medios	previstos	en	el	inciso	1.
4.	 El	 consentimiento	 dado	 por	 la	 víctima	 mayor	 de	 edad	 a
cualquier	forma	de	explotación	carece	de	efectos	jurídicos	cuando
el	agente	haya	recurrido	a	cualquiera	de	los	medios	enunciados	en
el	inciso	1.
5.	 El	 agente	 que	 promueve,	 favorece,	 financia	 o	 facilita	 la
comisión	 del	 delito	 de	 trata	 de	 personas,	 es	 reprimido	 con	 la
misma	pena	prevista	para	el	autor.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Diferencia	entre	la	trata	de	personas,
el	favorecimiento	a	la	prostitución	y	el	proxenetismo.	“A.	La	trata	de
personas	(artículo	153	CP)	(...)	El	supuesto	de	hecho	en	este	delito	involucra
cuatro	conductas	típicas.	Promoción	que	implica	un	comportamiento	que
estimule,	instigue,	anime	o	induzca;	favorecimiento	que	refiere	a	cualquier
conducta	que	permite	la	expansión	o	extensión;	financiación	que	conlleva	a	la
subvención	o	contribución	económica;	y	facilitación	que	involucra	cualquier
acto	de	cooperación,	ayuda	o	contribución.	Estas	conductas	se	vinculan	y
expresan	en	la	captación,	transporte,	traslado,	acogida,	recepción	o	retención
de	personas	en	el	territorio	nacional	o	para	su	salida	o	ingreso	al	país,	para	lo
cual	se	emplean	medios	violentos	o	fraudulentos.	En	el	plano	subjetivo	el
agente	actúa	dolosamente	y	orientado	por	fines	ilícitos	que	constituyen	la
esencia	de	la	trata,	como	el	ejercicio	de	la	prostitución,	explotación	laboral,
esclavitud	o	extracción	o	tráfico	de	órganos	o	tejidos	humanos,	etcétera	(...).
B.	El	delito	de	favorecimiento	a	la	prostitución	(artículo	179	CP)
9°.	El	comportamiento	típico	consiste	en	promover	o	favorecer	la	prostitución
de	otra	persona.	Conforme	lo	sostiene	la	doctrina	nacional,	promover	implica
iniciar,	incitar	o	ejercer	sobre	otro	una	influencia	para	que	realice	una
determinada	acción,	en	el	caso	sub	examine,	la	prostitución.	En	tanto	que
favorecer,	es	sinónimo	de	cooperar,	coadyuvar	o	colaborar	a	fin	de	que	el
desarrollo	de	tal	actividad	ya	establecida	se	siga	ejerciendo	(...).
C.	El	delito	de	proxenetismo	(artículo	181	CP)
10°.	La	conducta	delictiva	consiste	en	comprometer,	seducir	o	sustraer	a	una
persona	para	entregarla	a	otra	con	el	objeto	de	mantener	acceso	carnal
(vaginal,	anal	o	bucal)	a	cambio	de	una	compensación	pecuniaria.	Por
comprometer	se	entiende	crear	en	el	sujeto	pasivo	una	obligación	con	otro,	de
tal	modo	que	resulte	exigible	su	cumplimiento.	Por	otro	lado,	seducir	implica
engañar	o	encauzar	a	alguien	hacia	la	toma	de	una	decisión	equivocada	a
través	del	ofrecimiento	de	un	bien.	En	tanto	que	sustraer	conlleva	el	apartar,
separar	o	extraer	a	una	persona	del	ámbito	de	seguridad	en	el	que	se
encuentra	el	tipo	penal	no	hace	referencia	a	los	medios	que	pueda	emplear	el
agente	para	la	realización	de	dichos	comportamientos.	Generalmente,	se
empleará	algún	medio	de	coerción	como	la	violencia	o	intimidación	(...).”	(CS,
Ac.	P.	2-2011/CJ-116,	may.	30/2012)
JURISPRUDENCIA.—El	tipo	penal	de	trata	de	personas	exige	que	la
captación	sea	desde	el	inicio	con	fines	de	explotación	sexual	o	laboral.
“(...)	el	tipo	penal	de	trata	de	personas	(artículo	153	del	Código	Penal),
aplicado	a	menores	de	edad,	no	exige	que	el	agente	se	valga	de	alguno	de	los
medios	comisivos	propios	de	este	delito.	(...)	sí	exige	que	la	captación	sea	con
fines	de	explotación.	En	tanto	no	se	especifica	qué	tipo	de	explotación,	se
entiende	que	engloba	a	la	explotación	sexual	y	laboral	(...)	fue	la	ausencia	de
este	elemento	del	tipo	penal	la	razón	esencial	de	la	solución	absolutoria.	Este
criterio	que	respeta	el	principio	de	legalidad	en	su	manifestación	del	mandato
de	determinación	–lex	certa–	no	permite	que	hechos	en	los	cuales	no	se
advierte	explotación,	sean	considerados	como	delito	de	trata	(...)	el	hacer
‘pases’	no	fue	la	intención	primigenia	por	la	cual	fue	a	trabajar	al	bar	(...)	de
allí	que	fue	un	evento	aislado	y	no	la	razón	por	la	que	la	procesada	habría
llevado	a	la	menor	a	trabajar	a	su	bar.	Para	que	se	configure	el	delito	por
explotación	sexual,	esta	tiene	que	ser	la	razón	por	la	cual	se	traslada	o	capta	a
la	menor	desde	un	inicio”.	(C.	S.,	R.	N.	2349-2014-Madre	de	Dios,	ene.	28/2016.
V.	P.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—CS:	“...	trabajar	como	dama	de	compañía	[por	más
de	12	horas	diarias]	no	se	presenta	como	una	labor	que	vaya	a	agotar	la
fuerza	de	la	trabajadora”.	“(...)	el	hacer	de	dama	de	compañía,	y	entendida
esta	como	una	persona	que	simplemente	bebe	con	los	clientes	sin	tener	que
realizar	ninguna	otra	actividad,	no	se	presenta	como	una	labor	que	vaya	a
agotar	la	fuerza	de	la	trabajadora”.	(C.	S.,	R.	N.	2349-2014-Madre	de	Dios,	ene.
28/2016.	V.	P.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—No	es	el	exceso	de	horas	trabajadas	el	que	define	la
explotación	laboral,	sino	la	labor	capaz	de	agotar	la	fuerza	del
trabajador.	“(...)	recurrente	[el	Ministerio	Público]	pretende	asimilar	a
explotación	laboral	las	condiciones	en	las	que	trabajaba	la	menor,	con
específica	mención	al	horario	de	la	jornada	laboral	que	desempeñaba	(…)	el
exceso	en	la	cantidad	de	horas	[la	menor	de	15	años	trabajaba	más	de	12
horas	diarias]	no	implican	por	sí	mismo	explotación	laboral,	por	cuanto	este
concepto	se	materializa	cuando	al	labor	realizada	agota	la	fuerza	del
trabajador.	Esto	significa	que	no	solo	se	debe	tener	en	cuenta	la	cantidad	de
horas,	sino	el	tipo	de	trabajo	que	se	realiza	para	poder	determinar	si	existe	o
no	explotación	laboral	de	cara	al	tipo	penal”.	(C.	S.,	R.	N.	2349-2014-Madre	de
Dios,	ene.	28/2016.	V.	P.	Villa	Stein)
C.	P.
ART.	153-A.—Modificado.	Ley	28950,	Art.	1°.	Formas
agravadas	de	la	trata	de	personas.	La	pena	será	no	menor	de
doce	ni	mayor	de	veinte	años	de	pena	privativa	de	libertad	e
inhabilitación	conforme	al	artículo	36	incisos	1,	2,	3,	4	y	5	del
Código	Penal,	cuando:
1.	El	agente	comete	el	hecho	abusando	del	ejercicio	de	la	función
pública;
2.	El	agente	es	promotor,	integrante	o	representante	de	una
organización	social,	tutelar	o	empresarial,	que	aprovecha	de	esta
condición	y	actividades	para	perpetrar	este	delito;
3.	Exista	pluralidad	de	víctimas;
4.	La	víctima	tiene	entre	catorce	y	menos	de	dieciocho	años	de
edad	o	es	incapaz;
5.	El	agente	es	cónyuge,	conviviente,	adoptante,	tutor,	curador,
pariente	hasta	el	cuarto	grado	de	consanguinidad	o	segundo	de
afinidad,	o	tiene	a	la	víctima	a	su	cuidado	por	cualquier	motivo	o
habitan	en	el	mismo	hogar.
6.	El	hecho	es	cometido	por	dos	o	más	personas.
La	pena	será	privativa	de	libertad	no	menor	de	25	años,	cuando:
1.	Se	produzca	la	muerte,	lesión	grave	o	se	ponga	en	inminente
peligro	la	vida	y	la	seguridad	de	la	víctima.
2.	La	víctima	es	menor	de	catorce	años	de	edad	o	padece,
temporal	o	permanentemente,	de	alguna	discapacidad	física	o
mental.
3.	El	agente	es	parte	de	una	organización	criminal.
TRATA	DE	PERSONAS	Y	TRÁFICO	ILÍCITO	DE	MIGRANTES
Ley	28950.
ART.	7°.—Asistencia	y	protección	a	víctimas,	colaboradores,	testigos	y
peritos	de	 trata	de	personas.	En	 el	 caso	de	 trata	de	personas,	 el	 Estado
directamente	 o	 en	 coordinación	 con	 otros	 estados,	 organismos
internacionales,	 organizaciones	 no	 gubernamentales	 y	 sociedad	 civil,
proporcionan	a	las	víctimas,	colaboradores,	testigos,	peritos	y	sus	familiares
directos	 dependientes,	 como	 mínimo:	 la	 repatriación	 segura;	 alojamiento
transitorio;	 asistencia	 médica,	 sicológica,	 social,	 legal;	 y,	 mecanismos	 de
inserción	 social,	 además	 de	 las	 medidas	 de	 protección	 previstas	 en	 los
artículos	 21	 al	 24	 de	 la	 Ley	 N°	 27378,	 ley	 que	 establece	 beneficios	 por
colaboración	eficaz	en	el	ámbito	de	la	criminalidad	organizada.
Ley	28950.
ART.	8°.—Regulación	de	 los	beneficios	penitenciarios.	Los	 agentes	 del
delito	de	 trata	de	personas,	 previstos	 en	 el	 artículo	153	del	Código	Penal,
podrán	recibir	a	su	favor	los	siguientes	beneficios	penitenciarios:
a)	Derogado.	Ley	30262,	Art.	3°.
b)	 Semilibertad,	 a	 que	 se	 refieren	 los	 artículos	 48	 al	 52	 del	 Código	 de
Ejecución	Penal,	cuando	se	haya	cumplido	las	dos	terceras	partes	de	la	pena
y	 previo	 pago	 del	 íntegro	 de	 la	 cantidad	 fijada	 en	 la	 sentencia	 como
reparación	 civil	 y	 de	 la	 multa	 o,	 en	 el	 caso	 del	 interno	 insolvente,	 la
correspondiente	 fianza	 en	 la	 forma	prevista	 en	 el	 artículo	 183	 del	 Código
Procesal	Penal,	promulgado	mediante	el	Decreto	Legislativo	N°	638	o	en	su
caso	en	el	artículo	289	del	Código	Procesal	Penal,	promulgado	mediante	el
Decreto	Legislativo	N°	957.
c)	Liberación	condicional,	a	que	se	refieren	los	artículos	53	al	57	del	Código
de	Ejecución	Penal,	cuando	se	hayan	cumplido	las	tres	cuartas	partes	de	la
pena	y	previo	pago	del	íntegro	de	la	cantidad	fijada	en	las	sentencias	como
reparación	 civil	 y	 de	 la	 multa	 o,	 en	 el	 caso	 del	 interno	 insolvente,	 la
correspondiente	 fianza	 en	 la	 forma	prevista	 en	 el	 artículo	 183	 del	 Código
Procesal	Penal,	promulgado	mediante	el	Decreto	Legislativo	N°	638	o	en	su
caso	en	el	artículo	289	del	Código	Procesal	Penal,	promulgado	mediante	el
Decreto	Legislativo	N°	957.
Los	 agentes	 del	 delito	 de	 trata	 de	 personas,	 en	 sus	 formas	 agravadas,
previstas	 en	 el	 artículo	 153-A	 del	 Código	 Penal	 no	 podrán	 acogerse	 a
ninguno	de	los	beneficios	penitenciarios.
Ley	28950.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 y	 Final.—Instituciones	 públicas
del	sistema	de	justicia	penal.	Las	 instituciones	públicas	competentes	del
sistema	 de	 justicia	 penal	 precisan	 los	 juzgados,	 fiscalías	 y	 unidades
policiales	 especializadas	 para	 la	 investigación	 de	 los	 delitos	 de	 trata	 de
personas	 previstos	 en	 los	 artículos	 153	 y	 153-A	 del	 Código	 Penal,
respectivamente,	 para	 la	 realización	 de	 las	 diligencias	 de	 investigación,
comprobación	y	protección	de	colaboradores,	víctimas,	testigos	y	peritos.
Ley	28950.
Tercera	Disposición	Complementaria	y	Final.—Prevención	de	la	trata	de
personas	y	del	tráfico	ilícito	de	migrantes.	El	Estado	directamente	o	en
coordinación	con	otros	estados,	organismos	internacionales,	organizaciones
no	 gubernamentales	 y	 sociedad	 civil,	 promoverá	 y	 ejecutará	 medidas	 de
prevención	de	los	delitos	de	trata	de	personas	y	tráfico	ilícito	de	migrantes,
así	como	sus	factores	de	riesgo,	sea	considerando	entre	otras:	investigación,
capacitación,	información	y	difusión.
Estas	medidas	de	prevención	deberán	 considerar	el	 enfoque	de	derechos
humanos	y	de	grupos	vulnerables,	así	como	el	interés	superior	del	niño.
Ley	28950.
Cuarta	Disposición	Complementaria	y	Final.—Cooperación	internacional.
El	Estado	promoverá	la	firma	de	acuerdos	y	tratados	internacionales	tanto
bilaterales	como	multilaterales,	a	fin	de	garantizar	la	protección	integral	de
las	víctimas	nacionales	que	se	encuentren	en	el	extranjero,	así	como	facilitar
la	repatriación	de	los	sujetos	pasivos	y	la	extradición	de	los	sujetos	activos
del	delito,	así	como	también	intensificar	el	fortalecimiento	de	los	controles
fronterizos	e	intercambiar	información	migratoria.
D.	S.	001-2016-IN.
ART.	1°.—Aprobación	del	Reglamento	de	la	Ley	N°	28950.	Apruébese	el
Reglamento	de	la	Ley	N°	28950,	Ley	contra	la	Trata	de	Personas	y	el	Tráfico
Ilícito	 de	 Migrantes	 que	 consta	 de	 tres	 (03)	 títulos,	 siete	 (07)	 capítulos,
cincuenta	 y	 siete	 (57)	 artículos	 y	 una	 (01)	 Disposición	 Complementaria
Final.
(...).
Reglamento	de	la	Ley	N°	28950,	Ley	contra	la	trata	de
personas	y	el	tráfico	ilícito	de	migrantes
Título	I
Disposiciones	generales
Artículo	 1°.-	 Objeto.	 El	 presente	 reglamento	 precisa	 los	 alcances	 y	 la
aplicación	efectiva	de	la	Ley	Nº	28950,	Ley	contra	la	Trata	de	Personas	y	el
Tráfico	 Ilícito	 de	 Migrantes,	 la	 que	 en	 adelante	 se	 denominará	 la	 “ley”.
Regula	las	medidas	de	prevención	de	estos	delitos,	sus	factores	de	riesgo,	la
persecución	a	los	agentes	del	delito,	la	protección,	asistencia	y	reintegración
de	 las	 víctimas	 de	 Trata	 de	 Personas	 y	 de	 las	 y	 los	 migrantes	 objeto	 de
tráfico	ilícito;	colaboradores,	testigos,	peritos	y	sus	familiares	dependientes,
con	el	objeto	de	implementar	y	desarrollar	por	parte	del	Estado	peruano,	en
coordinación	 con	 la	 sociedad	 civil	 y	 la	 cooperación	 internacional,	 las
medidas	previstas	en	la	ley.
Artículo	2°.-	Ámbito	 de	 aplicación.	 Se	 encuentran	 dentro	 del	 ámbito	 de
aplicación	 del	 presente	 reglamento	 las	 entidades	 públicas	 señaladas	 en	 el
artículo	7°,	 cuyas	competencias	 las	ejercen	a	nivel	nacional.	Asimismo,	 los
gobiernos	regionales	y	gobiernos	locales	son	responsables	en	el	ámbito	de
su	circunscripción	territorial.
Artículo	3°.-	Definiciones.	Para	efectos	del	presente	reglamento,	así	como
para	 la	aplicación	de	 las	disposiciones	contenidas	en	el	mismo,	entiéndase
por:
1)	Adolescente
Se	considera	adolescente	desde	 los	doce	hasta	cumplir	 los	dieciocho	años
de	edad.
2)	Asistencia
Acciones	que	el	Estado	directamente	o	en	coordinación	con	otros	Estados,
organismos	 internacionales,	 organizaciones	 no	 gubernamentales	 y	 la
sociedad	civil,	ejecutan	a	favor	de	la	víctima	de	Trata	de	Personas	y	de	las	y
los	migrantes	objeto	de	tráfico	ilícito,	colaboradores,	testigos,	peritos	y	sus
familiares	dependientes,	a	fin	de	brindarle	alojamiento	temporal,	asistencia
médica,	 psicológica,	 social	 y	 legal,	 así	 como	mecanismos	 de	 reintegración
social,	y	en	su	caso	de	repatriación	segura.
3)	Asistencia	de	reintegración
Es	aquella	que	busca	que	las	víctimas	se	reintegren	a	la	sociedad,	mediante
un	trabajo	de	empoderamiento	y	apoyo	para	realizar	sus	proyectos	de	vida,
a	 través	 de	 la	 recuperación	 física,	 psicológica	 y	 social	 en	 el	 marco	 del
ejercicio	de	sus	derechos.
Esta	etapa	de	asistencia	se	inicia	una	vez	la	víctima	ha	salido	de	la	situación
de	emergencia	 y,	mediante	 el	 consentimiento	 informado,	 toma	 la	decisión
de	manera	autónoma	de	iniciar	el	proceso.
4)	Centros	de	atención	en	frontera
Conjunto	 de	 instalaciones	 que	 se	 localizan	 en	 una	 porción	 del	 territorio
nacional,	 cercano	 a	 uno	 o	 más	 pasos	 de	 frontera,	 que	 incluye	 rutas	 de
acceso,	 recintos,	 equipos	 y	 mobiliarios	 necesarios	 para	 la	 prestación	 del
servicio	de	control	fronterizo	del	flujo	de	personas,	medios	de	transporte	y
mercancías,	en	el	que	actúan	las	entidades	públicas	competentes	de	control
fronterizo	 que	 brindan	 servicios	 de	 facilitación,	 control	 y	 atención	 al
usuario.
5)	Consentimiento	informado
Toda	 persona	 tiene	 derecho	 a	 otorgar	 o	 negar	 su	 consentimiento,
consignando	 su	 firma	 o	 huella	 digital,	 de	 forma	 informada,	 libre	 y
voluntaria,	 sin	 admitirse	 mecanismo	 alguno	 que	 distorsione	 o	 vicie	 su
voluntad,	 por	 lo	 que	 de	 no	 cumplirse	 con	 estas	 condiciones	 se	 genera	 la
nulidad	del	acto	del	consentimiento	para	el	procedimiento	o	tratamiento	de
salud.
El	médico	tratante	o	el	investigador,	según	corresponda,	es	el	responsable
de	 llevar	 a	 cabo	 el	 proceso	 de	 consentimiento	 informado,	 debiendo
garantizar	el	derecho	a	la	información	y	el	derecho	a	la	libertad	de	decisión
de	la	persona	usuaria.
La	firma	del	consentimiento	informado	no	exime	de	responsabilidad	a	los
profesionales	de	la	salud,	ni	a	la	IPRESS,	frente	a	eventos	de	mala	praxis	que
pudieran	producirse	en	desmedro	de	la	salud	de	las	personas	usuarias.
Este	 proceso	 debe	 constar	 necesariamente	 por	 escrito,	 en	 un	 documento
que	evidencie	el	proceso	de	información	y	decisión,	el	cual	forma	parte	de	la
historia	clínica	de	 la	persona	usuaria,	siendo	responsabilidad	de	 la	IPRESS
su	gestión,	custodia	y	archivo	correspondiente.
En	el	caso	de	personas	capaces	que	no	supiesen	firmar,	deberán	imprimir
su	 huella	 digital	 en	 señal	 de	 conformidad.	 El	 consentimiento	 informado
puede	 ser	 revocado	 y	 será	 expresado	 en	 la	 misma	 forma	 en	 que	 fue
otorgado.
El	 consentimiento	 escrito	 deberá	 ejecutarse	 de	 forma	 obligatoria	 en	 las
siguientes	situaciones:
a.	 Cuando	 se	 trate	 de	 pruebas	 riesgosas,	 intervenciones	 quirúrgicas,
anticoncepción	 quirúrgica	 o	 procedimientos	 que	 puedan	 afectar	 la
integridad	de	la	persona.
b.	 Cuando	 se	 trate	 de	 exploración,	 tratamiento	 o	 exhibición	 de	 imágenes
con	fines	docentes.
c.	 Cuando	 la	 persona	 vaya	 a	 ser	 incluida	 en	 un	 estudio	 de	 investigación
científica.
d.	Cuando	la	persona	reciba	la	aplicación	de	productos	o	procedimientos	en
investigación,	según	la	legislación	especial	de	la	materia	y	la	Declaración	de
Helsinki	y	el	marco	legal	vigente	sobre	la	materia.
e.	 Cuando	 el	 paciente	 haya	 tomado	 la	 decisión	 de	 negarse	 a	 recibir	 o
continuar	 un	 tratamiento,	 de	 acuerdo	 a	 lo	 establecido	 en	 el	 Decreto
Supremo	N°	027-2015-SA.
f.	Cuando	el	paciente	reciba	cuidados	paliativos.
En	caso	de	menores	de	edad	o	de	personas	cuyas	condiciones	particulares
le	 impidan	 ejercer	 este	 derecho	 por	 sí	 mismos,	 se	 realiza	 conforme	 a	 lo
señalado	en	el	artículo	5°	del	Decreto	Supremo	N°	027-2015-SA.
No	 se	 requiere	 del	 consentimiento	 informado	 frente	 a	 situaciones	 de
emergencia,	de	riesgo	debidamente	comprobado	para	la	salud	de	terceros,	o
de	grave	riesgo	para	la	salud	pública.
6)	Compra	y	venta	de	niñas,	niños	y	adolescentes
Toda	 transacción	 ilegal	 por	 lo	 que	 las	 niñas,	 niños	 y	 adolescentes	 son
entregados	 al	 dominio	 a	 una	 persona	 o	 grupo	 de	 personas,	 a	 cambio	 de
dinero	u	otro	beneficio.
7)	Documentación	falsa	o	adulterada
Se	entenderá	como	tal	a	cualquier	documento	de	viaje	o	de	identidad	que
tenga	las	características	que	se	detallan	a	continuación:
-	Elaborado	o	expedido	de	forma	irregular,
-	El	documento	alterado	materialmente	por	cualquiera	persona	o,
-	 Expedido	 u	 obtenido	 indebidamente	 mediante	 declaración	 falsa,
corrupción	o	coacción,	o	de	cualquier	otra	forma	ilegal.
8)	Entrada	o	salida	ilegal	del	país
Es	 entendida	 como	 el	 cruce	 de	 fronteras	 por	 lugares	 no	 habilitados	 sin
haber	 cumplido	 los	 requisitos	 necesarios	 para	 entrar	 legalmente	 en	 el
Estado	receptor.
El	 cruce	 de	 fronteras	 por	 lugares	 no	 habilitados	 en	 los	 que	 se	 evitan
controles	 que	 son	 ejercidos	 en	 los	 pasos	 de	 frontera	 o	 en	 los	 centros	 de
atención	en	frontera.
9)	Esclavitud
Estado	o	condición	de	un	individuo	sobre	el	cual	se	ejercitan	los	atributos
del	derecho	de	propiedad	o	algunos	de	ellos.
10)	Explotación
Utilizar	 a	 una	 persona	 vulnerando	 sus	 derechos	 fundamentales,	 en
provecho	propio	 o	 de	 terceros,	 induciéndola	 u	 obligándola	 a	 determinada
conducta,	aprovechando	la	ascendencia	y	 la	posición	de	poder	o	autoridad
sobre	la	víctima.
11)	Explotación	sexual
Cuando	 una	 persona	 es	 sometida	 a	 la	 actividad	 sexual	 o	 actividades
sexuales	para	obtener	un	aprovechamiento	económico	o	de	otra	índole.
12)	Explotación	sexual	de	niñas,	niños	y	adolescente
Es	 la	 utilización	 de	 niñas,	 niños	 y	 adolescentes	 en	 actos	 sexuales	 o
situaciones	 análogas	 para	 la	 satisfacción	 de	 los	 intereses	 y	 deseos	 de	 una
persona	 o	 grupos	 de	 personas	 a	 cambio	 de	 un	 pago,	 promesa	 de	 pago	 o
cualquier	 otro	 tipo	 de	 beneficios.	 En	 estos	 casos	 se	 entiende	 que	 el/la
adulto/a	 ejerce	 una	 relación	 de	 poder,	 ya	 sea	 como	 proxeneta	 o	 como
cliente,	aprovechándose	de	su	situación	de	vulnerabilidad.
13)	Fiscalización
Conjunto	de	medidas	destinadas	a	examinar	que	una	actividad	cumpla	con
la	normativa	vigente	a	fin	de	prevenir	situaciones	de	Trata	de	Personas	y	el
Tráfico	Ilícito	de	Migrantes.
14)	Gestionar
Conjunto	 de	 procesos,	 que	 comprende	 el	 planeamiento,	 organización,
ejecución	y	control	de	recursos	orientados	a	alcanzar	uno	o	varios	objetivos.
La	gestión	del	albergue	temporal	u	otro	servicio	de	las	víctimas	de	Trata	de
Personas,	deberá	estar	orientado	a	cubrir	sus	necesidades	inmediatas.
15)	Centros	de	acogida	temporal
Son	 lugares	 de	 acogida	 temporal	 para	 víctimas	 que	 brindan	 protección,
albergue,	alimentación	y	atención	multidisciplinaria.
16)	Mendicidad
Práctica	 permanente	 o	 eventual	 que	 consiste	 en	 solicitar	 de	 alguien	 una
dádiva	 o	 limosna.	 La	 mendicidad	 no	 genera	 transacción	 económica,
prestación	de	servicios	ni	relación	laboral	alguna.
17)	Niño/Niña
Se	 considera	 niño/niña	 a	 todo	 ser	 humano	 desde	 su	 concepción	 hasta
cumplir	los	doce	años	de	edad.
18)	Niña,	niño	o	adolescente	migrante	no	acompañado
Persona	 menor	 de	 18	 años	 que	 viaja	 sin	 la	 compañía	 del	 padre,	 madre,
tutor	o	cualquier	otro	adulto	quien	por	ley	es	responsable	de	ella	o	de	él.	No
se	 considera	 tráfico	 ilícito	 los	 casos	 en	 que	 la	 niña,	 niño	 o	 adolescente	 se
encuentre	debidamente	autorizado	por	parte	de	quien	ostente	su	guarda	y
crianza.
19)	Migración
El	 movimiento	 o	 desplazamiento	 geográfico	 de	 una	 persona	 o	 grupo	 de
personas	 por	 causas	 económicas,	 sociales	 u	 otras,	 dentro	 del	 territorio
nacional	o	fuera	de	él.
20)	Migrante	objeto	de	Tráfico	Ilícito
Es	la	persona	que,	a	pesar	de	no	tener	la	autorización	respectiva,	ingresa	a
un	país	diferente	a	su	país	de	origen	o	residencia,	por	cuenta	de	una	persona
o	una	 red	de	 tráfico	 de	migrantes	 que	 le	 favorece	 el	 tránsito,	 le	 facilita	 la
estancia	o	permanencia	no	autorizada	y	de	lo	cual	puede	obtener	u	obtiene,
directa	o	indirectamente,	un	beneficio	económico,	material	o	de	otra	índole.
La	exención	de	la	responsabilidad	penal	de	la	persona	objeto	de	tráfico	de
migrantes;	la	penalización	del	sujeto	activo	del	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes;
y,	 las	 medidas	 de	 prevención,	 cooperación,	 protección	 y	 asistencia	 se
regulan	 por	 lo	 dispuesto	 en	 los	 artículos	 5°,	 6°	 y	 por	 el	 numeral	 III	 del
Protocolo	contra	el	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes	por	Tierra,	Mar	y	Aire,	que
complementa	la	Convención	de	las	Naciones	Unidas	contra	la	Delincuencia
Organizada	Transnacional.
21)	Paso	de	frontera
Lugar	 convenido,	 como	resultado	de	negociaciones	entre	el	Ministerio	de
Relaciones	 Exteriores	 del	 Perú	 y	 su	 homólogo	 de	 cualquier	 otro	 país
limítrofe,	 para	 habilitar	 en	 ellos	 el	 ingreso	 y	 salida	 legal	 del	 territorio
nacional,	de	personas,	medios	de	transporte	y	mercancías.
22)	Población	en	Situación	de	riesgo
Grupo	 de	 personas	 que	 por	 circunstancias	 personales,	 sociales	 o	 del
entorno	se	encuentran	amenazadas	en	el	ejercicio	de	sus	derechos.
23)	Poblaciones	Vulnerables
Grupos	de	personas	que	sufren	discriminación	o	desprotección,	esta	última
entendida	 como	 aquella	 situación	 de	 abuso,	 violencia,	 exclusión	 o
desafiliación	en	el	espacio	familiar	y	social	que	impiden	o	anulan	el	ejercicio
de	sus	derechos.
24)	Prestadores	de	servicios	turísticos
Son	prestadores	 de	 servicios	 turísticos	 las	 personas	 naturales	 o	 jurídicas
que	 participan	 en	 la	 actividad	 turística	 con	 el	 objeto	 principal	 de
proporcionar	servicios	turísticos	directos	de	utilidad	básica	e	indispensable
para	el	desarrollo	de	las	actividades	de	los	turistas,	las	que	se	incluyen	en	el
Anexo	1	de	la	Ley	N°	29408,	Ley	General	de	Turismo.
25)	Prevención
Acciones	 destinadas	 a	 reducir	 los	 factores	 de	 riesgo	 para	 evitar	 una
situación	de	Trata	de	Personas	y	el	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes.
26)	Protección
Conjunto	de	medidas	destinadas	a	garantizar	 la	 integridad	física	y	mental
de	 las	 víctimas	de	Trata	de	Personas	y	de	 los	migrantes	objeto	de	 tráfico,
colaboradores,	testigos,	peritos	y	familiares	dependientes.
27)	Repatriación
Proceso	 migratorio	 que	 permite	 el	 retorno	 de	 una	 persona	 a	 su	 país	 de
nacimiento	o	residencia.
28)	Servidumbre	por	deudas
Se	entiende	como	tal,	a	la	situación	o	condición	derivada	del	hecho	que	un
deudor	 prometa	 sus	 servicios	 personales	 o	 los	 de	 una	 persona	 bajo	 su
control	 como	 garantía	 de	 una	 deuda,	 si	 el	 valor	 de	 los	 servicios,	 valorado
razonablemente,	no	se	aplica	a	la	amortización	de	la	deuda	o	si	la	duración
de	los	servicios	no	está	limitada	y	definida.
29)	Supervisión	administrativa
Conjunto	 de	 medidas	 y	 acciones	 destinadas	 a	 fiscalizar	 las	 acciones	 y
servicios	 prestados	 por	 instituciones	 del	 sector	 público	 y	 privado	 en	 la
prevención,	 persecución	 de	 la	 Trata	 de	 Personas	 y	 protección,	 atención	 y
recuperación	de	las	víctimas.
30)	Trabajos	o	servicios	forzados	u	obligatorios
Designa	todo	trabajo	o	servicio	exigido	a	un	individuo	bajo	la	amenaza	de
una	 castigo	 cualquiera	 y	 para	 el	 cual	 dicho	 individuo	 no	 se	 ofrece
voluntariamente.
31)	Víctima
Es	 aquella	 persona	 que	 sin	 distinción	 alguna,	 ya	 sea	 de	 raza,	 color,	 sexo,
edad,	 idioma,	 religión,	 nacionalidad,	 opinión	 política	 o	 de	 otra	 índole,
creencias	 o	 prácticas	 culturales,	 situación	 económica,	 nacimiento	 o
situación	 familiar,	 origen	 étnico	 o	 social,	 o	 impedimento	 físico,	 ha	 sufrido
daños,	inclusive	lesiones	físicas	o	mentales,	sufrimiento	emocional,	pérdida
financiera	 o	 menoscabo	 sustancial	 de	 los	 derechos	 fundamentales,	 como
consecuencia	de	acciones	u	omisiones	que	violen	la	legislación	penal.
Podrá	considerarse	víctima	a	una	persona,	independientemente	de	que	se
identifique,	 aprehenda,	 enjuicie	 o	 condene	 al	 victimario	 e
independientemente	 de	 la	 relación	 familiar	 entre	 el	 autor	 del	 hecho
delictivo	y	la	víctima.
En	la	expresión	víctima	se	incluye	además,	de	acuerdo	al	caso	particular,	a
los	 familiares	 dependientes	 y	 a	 las	 personas	 que	 hayan	 sufrido	 daños	 al
intervenir	 para	 asistir	 a	 la	 víctima	 en	 peligro	 o	 para	 prevenir	 la
victimización.
Título	II
Principios,	enfoques	y	criterios
Artículo	4°.-	Principios.
4.1.	La	interpretación	y	aplicación	del	presente	reglamento,	sin	perjuicio	de
lo	 establecido	 en	 la	 Constitución	 Política	 del	 Perú	 e	 instrumentos
internacionales	de	derechos	humanos	y	los	específicos	en	materia	de	Trata
de	Personas	y	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes	ratificados	por	el	Estado	peruano,
se	 orientará	 por	 los	 principios,	 enfoques	 y	 criterios	 contenidos	 en	 la
presente	norma.
4.2.	Las	entidades	que	se	encuentran	bajo	el	ámbito	de	la	ley	y	del	presente
reglamento,	 así	 como	 las	 instituciones	 del	 sector	 público,	 privado	 y	 los
organismos	 encargados	 de	 su	 implementación,	 deberán	 respetar	 en	 todas
las	acciones	los	siguientes	principios:
a)	Respeto	a	la	dignidad	y	derechos	de	los	seres	humanos
El	 fin	 supremo	 de	 la	 sociedad	 y	 del	 Estado	 es	 la	 persona	 humana,	 por
consiguiente,	 toda	 acción	 de	 prevención,	 protección,	 asistencia	 y
reintegración	a	las	víctimas	de	Trata	de	Personas	y	a	las	personas	objeto	de
Tráfico	 Ilícito	 de	 Migrantes,	 debe	 enmarcarse	 en	 el	 estricto	 y	 prioritario
respeto	 a	 su	 dignidad	 y	 derechos	 como	 seres	 humanos	 que	 legitiman	 la
intervención	de	las	autoridades	y	entidades	concernidas.
b)	No	discriminación
Para	 la	 determinación	 de	 las	 acciones	 de	 atención	 y	 protección	 de	 las
víctimas	de	la	Trata	de	Personas	y	de	los	migrantes	objeto	de	Tráfico	Ilícito
se	procederá	sin	ninguna	distinción,	exclusión,	restricción	o	preferencia,	de
cualquier	 naturaleza,	 que	 tenga	 por	 objeto	 o	 como	 resultado	 anular	 o
menoscabar	 el	 reconocimiento,	 asignación	 y	 goce	 de	 las	 medidas	 de
protección	 y	 asistencia	 en	 condiciones	 de	 igualdad.	 En	 el	 caso	 de	 las
víctimas	 de	 Trata	 de	 Personas,	 se	 incluyen	 también	 las	 medidas	 de
reparación	y	reintegración.
c)	Protección	integral	de	la	víctima	de	Trata	de	Personas
El	 Estado	 velará	 por	 la	 protección	 y	 asistencia	 integral	 de	 la	 víctima	que
incluya,	 como	 mínimo,	 la	 repatriación	 segura,	 alojamiento	 temporal,
asistencia	 médica,	 psicológica,	 social	 y	 legal,	 mecanismos	 de	 inserción
social.
d)	Debida	diligencia
Los	 servidores	 públicos	 tiene	 la	 obligación	 de	 dar	 respuesta	 inmediata,
oportuna,	 eficiente,	 eficaz	 y	 responsable	 en	 la	 prevención,	 persecución,
asistencia	y	protección	a	la	víctima	del	delito	de	Trata	de	Personas.
e)	Presunción	de	minoría	de	edad
En	 los	 casos	 en	 los	 que	 no	 pueda	 determinarse	 o	 exista	 duda	 sobre	 la
minoría	de	edad	de	la	víctima,	esta	se	presumirá	como	tal.
f)	Interés	Superior	de	la	Niña,	Niño	y	Adolescente
La	niña	y	el	niño	son	sujetos	plenos	de	derechos	que	deben	ser	respetados
por	 la	 familia,	el	estado	y	 la	sociedad	y,	en	todas	 las	decisiones	de	política
pública	 el	 interés	 del	 niño	 debe	 primar	 al	 momento	 de	 resolver	 sobre
cuestiones	que	le	afectan.	Se	trata	de	un	principio	que	obliga	al	estado	y	a	la
sociedad	a	reconocer	y	garantizar	 los	derechos	humanos	de	niñas,	niños	y
adolescentes	 y	 otorga	 preminencia	 al	 interés	 superior	 del	 niño	 por	 sobre
otros	intereses	y	consideración.
El	 principio	 de	 interés	 superior	 o	 del	 bienestar	 de	 la	 niña,	 niño	 o
adolescente	 (NNA)	 es	 un	 principio	 comprensivo	 y	 multifactorial,	 que
contiene	una	serie	de	criterios	que	apuntan	a	amparar	el	pleno	desarrollo	y
la	total	autorrealización	de	NNA	en	su	entorno	y	a	proteger	y	garantizar	la
valiosa	contribución	que	debe	hacer	a	la	sociedad.
g)	Confidencialidad	y	privacidad
Durante	 la	 intervención	 y	 desarrollo	 del	 proceso	 se	 deberá	 garantizar	 la
protección	de	la	identidad	y	privacidad	de	las	víctimas	de	Trata	de	Personas
y	de	sus	familiares	dependientes;	así	como,	de	las	personas	objeto	de	tráfico
de	 migrantes;	 por	 lo	 que,	 en	 todo	 momento,	 se	 deberá	 guardar	 la
confidencialidad	de	la	información	recopilada	a	la	cual	solo	podrán	acceder
las	autoridades	a	cargo	del	caso.
h)	Equidad
Para	la	determinación	y	asignación	de	las	acciones	de	atención	y	protección
a	favor	de	las	víctimas	de	la	Trata	de	Personas	y	de	las	personas	objeto	de
tráfico	 de	migrantes,	 se	 procederá	 a	 tratar	 de	manera	 igual	 a	 quienes	 se
encuentren	 en	 la	 misma	 situación	 o	 en	 una	 situación	 igual	 de	 amenaza,
riesgo	o	vulnerabilidad.
i)	Principio	de	no	devolución
No	se	podrá	expulsar	o	devolver	a	una	persona	a	la	frontera	o	lugar	donde
de	algún	modo	su	vida	o	su	libertad	pueda	estar	en	peligro	por	causa	de	su
raza,	religión,	nacionalidad,	pertenencia	determinado	grupo	social,	o	de	sus
opiniones	políticas.
Artículo	5°.-	Enfoques.	La	acción	del	Estado	a	través	de	las	entidades	bajo
el	 ámbito	 de	 la	 ley	 y	 del	 presente	 reglamento	 deben	 tomar	 en	 cuenta,	 al
ejecutar	y	realizar	las	acciones,	los	siguientes	enfoques:
a)	Derechos	Humanos
Implica	 que	 las	 medidas	 se	 adopten	 buscando	 efectivizar	 los	 derechos
fundamentales	 de	 las	 personas,	 a	 la	 luz	 de	 las	 normas	 internacionales
suscritas	y	ratificadas	por	el	Estado	peruano.	En	el	caso	de	las	niñas,	niños	y
adolescentes,	 incluirá	 la	 aplicación	 del	 principio	 del	 “interés	 superior	 del
niño”.
Para	el	caso	de	las	víctimas	de	Trata	de	Personas,	los	servicios	y	programas
deberán	 estar	 orientados	 a	 evitar	 la	 culpa	 y	 revictimización.	 Además,
deberán	actuar	como	garantes	de	derechos	y	no	solo	como	proveedores	de
un	servicio	institucional.
b)	Género
Implica	 reconocer	 las	 situaciones	 de	 desventaja	 y	 diferencia	 que	 existen
entre	hombres	y	mujeres	al	 acceder	a	 recursos	y	 tomar	decisiones,	por	 lo
que	 estimula	 la	 creación	 de	 condiciones	 especiales	 para	 facilitar	 la
participación	y	empoderamiento	de	 las	mujeres	en	 la	 toma	de	 las	mismas.
Busca	 no	 solo	 el	 acceso	 igualitario	 a	 oportunidades,	 sino	 también	 el	 goce
efectivo	 de	 los	 derechos	 humanos	 de	 mujeres	 y	 hombres.	 Ello	 implica
cuestionar	 la	 cultura,	 los	 valores	 y	 los	 roles	 tradicionales	 de	 género	 que
reproducen	y	mantienen	la	Trata	de	Personas	en	sus	diversas	modalidades.
c)	Interculturalidad
Implica	 que	 el	 Estado	 valorice	 e	 incorpore	 las	 diferentes	 visiones
culturales,	 concepciones	 de	 bienestar	 y	 desarrollo	 de	 los	 diversos	 grupo
étnicos	-	culturales	para	a	generación	de	servicios	con	pertinencia	cultural,
la	 promoción	 de	 una	 ciudadanía	 intercultural	 basada	 en	 el	 dialogo	 y	 la
atención	diferenciada	a	los	pueblos	indígenas	y	la	población	afroperuana.
d)	Intergeneracional
Desde	este	enfoque	se	busca	la	intervención	profesional	y	la	prestación	de
servicios	acorde	al	ciclo	vital	en	el	que	se	encuentra	la	víctima	de	la	Trata	de
Personas	 o	 la	 persona	 objeto	 de	 tráfico,	 ajustando	 las	 acciones	 a	 las
características	del	grupo	etario.	Asimismo,	con	la	 finalidad	de	promover	el
desarrollo	 integral	 de	 las	 víctimas	 de	 Trata	 de	 Personas,	 se	 promueve	 su
participación	de	acuerdo	a	su	madurez	y	comprensión	de	la	situación.
e)	Desarrollo	Humano
Desde	 este	 enfoque	 se	 deberá	 garantizar	 las	 oportunidades	 para	 el
desarrollo	integral	de	las	personas	y	la	potenciación	de	sus	capacidades.	El
enfoque	está	centrado	en	 la	elección	o	 libertad	para	 lo	cual	 las	sociedades
están	 obligadas	 a	 promover	 oportunidades	 que	 las	 personas	 puedan	 o	 no
optar,	pues	de	ellas	dependerá	elegir.
f)	Riesgo
Está	 orientado	 a	 reducir	 las	 posibilidades	 de	 riesgo	 de	 las	 víctimas,	 de
prevenir	 el	 peligro	 y	 garantizar	 su	 seguridad,	 partiendo	 de	 que	 existe	 un
peligro	 potencial	 que	 amenaza	 su	 integridad	 física	 y	 emocional.	 Con	 este
enfoque	 se	 facilita	 una	 acción	 profesional	 preventiva,	 efectiva	 y	 oportuna
mediante	la	valoración,	categorización	y	gestión	del	riesgo.
g)	Diferencial
Es	 el	 reconocimiento	 de	 que	 hay	 poblaciones	 que	 por	 sus	 características
particulares,	en	razón	de	su	edad,	género,	orientación	sexual,	grupo	étnico	y
situación	de	discapacidad,	deben	recibir	un	tratamiento	especial	en	materia
de	 ayuda	 humanitaria,	 atención,	 asistencia	 y	 reparación	 integral,	 aspectos
que	pueden	incidir	en	el	grado	de	vulnerabilidad	y	riesgo.
h)	Seguridad	humana
Este	 enfoque	 reconoce	 los	 riesgos,	 amenazas	 y	 afectaciones	que	 afrontan
las	 personas	 migrantes,	 refugiadas	 y	 apátridas,	 y	 reconoce	 la
responsabilidad	 del	 Estado	 para	 generar	 las	 condiciones	 adecuadas	 de
seguridad.
Artículo	6°.-	Criterios.	La	acción	del	Estado	a	través	de	las	entidades	bajo
el	 ámbito	 de	 la	 ley	 y	 del	 presente	 reglamento	 deben	 tomar	 en	 cuenta,	 al
ejecutar	y	realizar	las	acciones,	los	siguientes	criterios:
a)	Celeridad
Implica	 realizar	 coordinaciones	en	 tiempo	real	 en	procura	de	asegurar	el
interés	 superior	 de	 la	 víctima,	 procurando	 encontrar	 soluciones
flexibilizadoras	para	alcanzar	objetivos	en	forma	expedita.
b)	Subsanación
Implica	la	restitución	de	las	condiciones	preexistentes	a	la	violación	de	los
derechos,	siempre	y	cuando	éstas,	en	sí	mismas,	impidan	o	pongan	en	riesgo
su	ejercicio.
c)	Presunción	de	condición	de	víctima
En	aquellos	casos	en	los	que,	conforme	a	los	protocolos	que	se	establezcan,
existan	 indicios	 razonables	que	 indiquen	que	una	persona	 es	 víctima,	 ello
será	suficiente	para	presumir	que	lo	es	y	adoptar	en	su	favor,	todas	aquellas
acciones	conducentes	a	su	recuperación	individual	y	reintegración	social.
d)	Consentimiento	de	la	víctima
No	existe	consentimiento	cuando	se	haya	recurrido	a	la	amenaza,	uso	de	la
fuerza,	rapto,	fraude,	engaño,	abuso	de	poder,	situación	de	vulnerabilidad,	la
concesión	o	recepción	de	pagos	o	beneficios	u	otras	formas	de	coacción.	En
este	sentido,	el	consentimiento	dado	por	la	víctima	de	Trata	de	Personas	no
se	 tendrá	 en	 cuenta	 por	 tratarse	 de	 un	 delito	 que	 vulnera	 los	 derechos
humanos.
Título	III
Competencias
Artículo	7°.-	Entidades	responsables.
7.1.	En	el	marco	de	sus	competencias,	son	responsables	de	la	prevención	y
persecución	 de	 los	 delitos	 de	 Trata	 de	 Personas	 y	 Tráfico	 Ilícito	 de
Migrantes,	 de	 la	 asistencia	 y	 protección	 inmediata,	 reintegración	 de	 la
víctima	de	Trata	de	Personas	y	de	la	persona	objeto	de	tráfico,	así	como	la
generación	 de	 información	 estadística	 las	 siguientes	 entidades:	Ministerio
del	Interior,	Ministerio	de	la	Mujer	y	Poblaciones	Vulnerables,	Ministerio	de
Salud,	Ministerio	de	Justicia	y	Derechos	Humanos,	Ministerio	de	Educación,
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	Ministerio	de	Transportes	y
Comunicaciones,	 Ministerio	 de	 Energía	 y	 Minas,	 Ministerio	 de	 Relaciones
Exteriores,	Ministerio	de	Comercio	Exterior	y	Turismo,	Ministerio	Público,
Poder	 Judicial,	 Instituto	 Nacional	 de	 Estadística	 e	 Informática,	 Registro
Nacional	de	Identificación	y	Estado	Civil,	así	como	los	gobiernos	regionales
y	locales.
7.2.	 Las	 entidades	 de	 competencia	 nacional	 deben	 contribuir	 de	 manera
efectiva	a	articular	acciones	conjuntas	con	los	gobiernos	regionales	y	locales
con	 la	 finalidad	de	 implementar	 la	política	y	normativa	 contra	 la	Trata	de
Personas	y	el	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes.
Capítulo	I
Prevención	de	los	delitos	de	trata	de	personas	y	tráfico
ilícito	de	migrantes
Artículo	 8°.-	 Los	 ministerios,	 los	 gobiernos	 regionales,	 locales	 y	 las
correspondientes	 entidades	 públicas,	 encargados	 de	 ejecutar	 acciones	 de
prevención	 del	 fenómeno	 de	 la	 Trata	 de	 Personas	 y	 el	 Tráfico	 Ilícito	 de
Migrantes,	 de	 manera	 articulada	 y	 en	 el	 marco	 de	 sus	 competencias
asignadas	por	Ley,	tienen	las	siguientes	funciones:
a)	 Generar	 información	 sobre	 el	 fenómeno	 de	 la	 Trata	 de	 Personas	 y
Tráfico	 Ilícito	 de	 Migrantes,	 a	 través	 de	 los	 registros	 administrativos	 y
judiciales,	 así	 como	de	 las	 investigaciones	 científicas	 y	 operativas	 a	 fin	de
conocer	las	causas	del	delito	y	los	factores	que	inciden	en	su	expansión,	con
la	finalidad	de	diseñar	o	proponer	programas	o	directrices	criminológicas	a
las	 diferentes	 instituciones	 involucradas	 con	 la	 prevención,	 el	 control	 y	 la
resocialización	del	que	ha	cometido	el	ilícito	penal.
b)	 Sensibilizar	 e	 informar	 sobre	 la	 Trata	 de	 Personas,	 sus	 formas	 de
explotación	y	sobre	el	Tráfico	 Ilícito	de	Migrantes	a	 la	población	y	actores
relevantes.
c)	Difundir	la	Línea	gratuita	contra	la	Trata	de	Personas	1818	opción	1.
d)	 Garantizar	 la	 canalización	 de	 las	 denuncias	 a	 las	 autoridades
competentes	 sobre	 presuntos	 casos	 de	 Trata	 de	 Personas	 y	 de	migrantes
objeto	de	Tráfico	Ilícito,	ingresados	durante	el	desempeño	de	las	funciones
de	operadores	de	servicios	y	programas.
e)	Capacitar	y	sensibilizar	a	los	funcionarios	y	operadores	de	los	servicios
institucionales	 a	 nivel	 nacional	 que	 les	 permitan	 abordar	 eficazmente	 el
desarrollo	 de	 acciones	 para	 la	 prevención,	 identificación	 y	 derivación	 de
presuntas	víctimas	de	Trata	de	Personas	y	de	migrantes	objeto	de	Tráfico
Ilícito.
Artículo	9°.-	Ministerio	del	Interior.	El	Ministerio	del	Interior,	a	través	de
sus	 órganos	 competentes,	 promueve	 el	 desarrollo	 de	 estrategias	 para	 la
prevención	de	los	delitos	de	Trata	de	Personas	y	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes
de	manera	descentralizada.	Tiene	las	siguientes	funciones:
a)	Reforzar	los	controles	migratorios,	especialmente	en	fronteras,	a	través
de	 la	 Superintendencia	 Nacional	 de	 Migraciones	 y	 la	 Policía	 Nacional	 del
Perú,	 quienes	 adecuarán	 sus	 procedimientos	 y	 sistemas	 informáticos	 de
control	 migratorio	 a	 fin	 de	 identificar	 a	 presuntos	 autores	 con
independencia	 de	 salida	 del	 país	 o	 requerimiento	 a	 nivel	 nacional	 o
internacional.
b)	 Gestionar	 el	 servicio	 de	 la	 Línea	 Gratuita	 contra	 la	 Trata	 de	 Personas
1818	opción	1,	como	medio	de	información	y	denuncia	de	presuntos	casos
de	Trata	de	Personas.
c)	Alertar	 sobre	 los	 riesgos	de	 los	delitos	de	Trata	de	Personas	 y	Tráfico
Ilícito	de	Migrantes	a	los	usuarios	de	los	servicios	de	migraciones.
d)	Promover	investigaciones	sobre	la	Trata	de	Personas	y	el	Tráfico	Ilícito
de	 Migrantes	 en	 el	 ámbito	 académico	 policial	 que	 permitan,	 entre	 otros,
identificar	las	dinámicas	que	se	dan	en	torno	a	estos	delitos.
Artículo	 10.-	 Ministerio	 de	 la	 Mujer	 y	 Poblaciones	 Vulnerables.	 El
Ministerio	de	la	Mujer	y	Poblaciones	Vulnerables	desarrolla	estrategias	para
la	 prevención	 de	 los	 delitos	 de	 Trata	 de	 Personas	 y	 Tráfico	 Ilícito	 de
Migrantes,	 asumiendo	 las	 siguientes	 funciones	 en	 el	 marco	 de	 sus
competencias:
a)	 Identificar	 a	 la	población	en	 situación	de	 riesgo	asociada	a	 la	Trata	de
Personas	 y	 Tráfico	 Ilícito	 de	 Migrantes,	 con	 la	 finalidad	 de	 focalizar	 y
priorizar	los	programas	implementados	por	el	Sector.
b)	Generar	mecanismos	de	 información	dirigida	a	 los	centros	de	atención
residencial,	 las	 agencias	 internacionales	 y	 nacionales	 de	 adopción,	 padres
biológicos	 y	 pre-adoptantes,	 sobre	 el	 delito	 de	 trata	 de	 niñas,	 niños	 y
adolescentes	y	el	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes.
c)	Promover	el	desarrollo	de	políticas	preventivas	en	materia	de	Trata	de
Personas	con	los	gobiernos	regionales	y	locales	de	acuerdo	a	la	competencia
sectorial,	 en	 especial	 en	 zonas	 de	 fronteras,	 y	 considerando	 las
características	 de	 la	 problemática	 y	 la	 parte	 del	 proceso	 de	 la	 Trata	 de
Personas	que	afecta	a	la	víctima,	en	sus	respectivas	zonas.
Artículo	11.-	Ministerio	de	Salud.
11.1.	El	Ministerio	de	Salud,	conforme	a	las	funciones	rectoras	establecidas
en	 la	 normativa	 vigente	 del	 Sector,	 formula	 políticas	 nacionales	 y
sectoriales,	 de	 Promoción	 de	 la	 Salud,	 Prevención	 de	 Enfermedades,
Recuperaciones	 y	 rehabilitación	 en	 Salud.	 Asimismo,	 en	 el	 marco	 de	 sus
competencias	regular	la	organización	y	prestación	de	los	servicios	de	salud,
para	el	acceso	a	una	atención	integral	de	salud,	de	la	población	en	situación
de	 vulnerabilidad	 asociada	 a	 la	 trata	 de	 personas	 y	 tráfico	 ilícito	 de
migrantes,	 con	 especial	 énfasis	 en	 la	 reducción	 de	 la	 vulnerabilidad	 de
mujeres,	 niñas,	 niños	 y	 adolescentes,	 promoviendo	 entornos	 seguros	 o	 de
protección.
11.2.	El	Instituto	de	Gestión	de	Servicios	de	Salud	coordinará	sobre	la	base
de	 dichas	 políticas	 el	 desarrollo	 de	 estrategias	 para	 la	 promoción	 de	 la
atención	de	 las	víctimas	de	 trata	de	personas	y	personas	objeto	de	 tráfico
ilícito	de	migrantes.
Artículo	12.-	Ministerio	de	 Justicia	y	Derechos	Humanos.	El	Ministerio
de	 Justicia	 y	 Derechos	 Humanos,	 en	 el	 marco	 de	 sus	 competencias,
promueve	el	desarrollo	de	estrategias	para	 la	prevención	de	 los	delitos	de
Trata	 de	 Personas	 y	 Tráfico	 Ilícito	 de	Migrantes;	 asimismo,	 identifica	 a	 la
población	en	situación	de	vulnerabilidad	asociada	a	la	Trata	de	Personas	y
Tráfico	 Ilícito	 de	 Migrantes,	 con	 la	 finalidad	 de	 focalizar	 y	 priorizar	 los
servicios	de	asesoría	legal	y	defensa	técnica.
Artículo	 13.-	 Ministerio	 de	 educación.	 El	 Ministerio	 de	 Educación,	 a
través	 de	 sus	 órganos	 competentes,	 y	 en	 el	 marco	 de	 sus	 competencias
desarrolla	 estrategias	 para	 la	 prevención	 contra	 los	 delitos	 de	 Trata	 de
Personas	y	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes.	Tiene	las	siguientes	funciones:
a)	 Identificar	 a	 la	 población	 educativa	 en	 situación	 de	 vulnerabilidad
asociada	 a	 la	 Trata	 de	 Personas	 y	 Tráfico	 Ilícito	 de	 Migrantes,	 con	 la
finalidad	 de	 focalizar	 y	 priorizar	 los	 programas	 implementados	 por	 el
Sector.
b)	 Priorizar	 las	 acciones	 de	 sensibilización	 a	 la	 comunidad	 educativa	 de
mayor	 vulnerabilidad	 sobre	 la	 problemática	 de	 los	 delitos	 de	 Trata	 de
Personas	y	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes.
c)	 Garantizar	 el	 acceso	 de	 la	 población	 en	 situación	 de	 vulnerabilidad
asociada	 a	 la	 Trata	 de	 Personas	 y	 el	 Tráfico	 Ilícito	 de	 Migrantes,	 a	 los
servicios	educativos	en	sus	diferentes	niveles,	modalidades	y	formas.
Artículo	 14.-	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo.	 El
Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo,	 en	 el	 marco	 de	 sus
competencias	 y	 de	 sus	 órganos	 de	 gestión	 descentralizados,	 promueve	 el
desarrollo	de	estrategias	para	la	prevención	del	delito	de	Trata	de	Personas
,	cuando	tenga	por	finalidad	el	trabajo	forzoso	u	otras	formas	de	explotación
laboral,	y	el	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes.	Tiene	las	siguientes	funciones:
a)	Fortalecer	 la	actuación	de	 las	 instancias	de	coordinación	multisectorial
orientadas	a	prevenir	y	erradicar	el	Trabajo	Infantil,	el	Trabajo	Forzoso	y	la
Trata	de	Personas,	con	la	finalidad	de	promover	una	respuesta	concertada.
b)	 Identificar	 a	 los	 grupos	 vulnerables	 frente	 al	 Trabajo	 Forzoso	 u	 otras
formas	 de	 explotación	 laboral	 y	 la	 Trata	 de	 Personas,	 para	 diseñar
estrategias	orientadas	a	garantizar	el	respeto	a	sus	derechos	fundamentales
y	promover	su	empleabilidad.
c)	 Orientar	 sobre	 los	 Derechos	 Laborales	 Fundamentales	 referidos	 al
Trabajo	 Forzoso	 mediante	 la	 actuación	 del	 Sistema	 de	 Inspección	 del
Trabajo,	en	el	marco	de	sus	competencias.
d)	 Difundir	 los	 mecanismos	 de	 denuncia	 del	 Sistema	 de	 Inspección	 de
Trabajo,	de	esta	manera	se	 fortalece	una	cultura	de	denuncia	 frente	a	este
delito.
e)	Capacitar	a	los	responsables	de	agencias	de	empleo,	con	la	finalidad	que
puedan	 identificar	 casos	 de	 Trabajo	 Forzoso	 y	 Trata	 de	 Personas	 en	 las
ofertas	de	empleo.
f)	Proponer	estrategias	orientadas	a	prevenir	el	delito	de	Trata	de	Personas
con	fines	de	Trabajo	Forzoso	u	otras	formas	de	explotación	laboral,	en	favor
de	las	y	los	trabajadores	migrantes.
Artículo	15.-	Ministerio	de	Transportes	y	Comunicaciones.	El	Ministerio
de	 Transportes	 y	 Comunicaciones	 y	 sus	 Organismos	 Públicos	 adscritos
desarrolla	políticas	y	acciones	para	la	prevención	de	los	delitos	de	Trata	de
Personas	y	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes.	Tiene	las	siguientes	funciones:
a)	 Colaborar,	 cuando	 las	 autoridades	 competentes	 lo	 requieran,	 en
programas	 e	 intervenciones	 preventivas	 para	 la	 identificación	 de	 la
población	en	situación	de	vulnerabilidad	asociada	a	la	Trata	de	Personas	y
el	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes,	así	como	a	las	rutas	que	utilizan	los	tratantes.
b)	Formular	disposiciones	para	que	los	transportistas	presten	apoyo	a	las
autoridades	 competentes	 para	 el	 control	 en	 cumplimiento	 de	 la
identificación	 de	 los	 pasajeros	 y	 otras	 medidas	 de	 fiscalización,	 en	 los
medios	de	transportes	acuático,	aéreo	y	terrestre.
c)	Supervisar	el	cumplimiento	de	la	normativa	a	fin	que	los	transportistas
exijan	 la	 presentación	 del	 documento	 de	 identificación	 emitido	 por	 la
autoridad	 competente,	 para	 la	 expedición	 de	 los	 boletos	 de	 viaje	 y/o	 al
momento	del	 embarque	de	 los	pasajeros,	 con	especial	 énfasis	 en	menores
de	edad.
Artículo	16.-	Ministerio	 de	 Energía	 y	Minas.	 El	Ministerio	 de	 Energía	 y
Minas,	 en	 el	 marco	 de	 sus	 competencias	 promueve	 el	 desarrollo	 de
estrategias	 para	 la	 prevención	 del	 delito	 de	 Trata	 de	 Personas	 y	 Tráfico
Ilícito	de	Migrantes.	Tiene	las	siguientes	funciones:
a)	 Identificar	 actividades	 de	 riesgo	 y	 población	 en	 situación	 de	 riesgo
asociada	 a	 la	 Trata	 de	 Personas	 y	 Tráfico	 Ilícito	 de	 Migrantes,	 con	 la
finalidad	de	focalizar	y	priorizar	las	actividades	de	prevención.
b)	 Proporcionar	 información	 sobre	 situaciones	 de	 las	 cuales	 se	 puedan
derivar	los	delitos	de	Trata	de	Personas	y	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes.
Artículo	 17.-	 Ministerio	 de	 Relaciones	 Exteriores.	 El	 Ministerio	 de
Relaciones	 Exteriores,	 a	 través	 de	 sus	 órganos	 competentes,	 promueve	 el
desarrollo	 de	 estrategias	 para	 la	 prevención	 de	 los	 delitos	 de	 Trata	 de
Personas	y	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes,	tiene	las	siguientes	funciones:
a)	Coadyuvar	a	identificar	a	los	nacionales	en	situación	de	vulnerabilidad	o
riesgo	asociado	a	la	Trata	de	Personas	y	al	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes,	en	el
extranjero	y	en	particular,	contribuir	a	la	reducción	de	la	vulnerabilidad	de
las	niñas,	niños	y	adolescentes,	a	través	de	la	intervención	de	las	misiones	y
representaciones	diplomáticas	peruanas.
b)	Informar	y	sensibilizar	en	el	ámbito	de	sus	competencias	funcionales	y
usuarios	de	sus	servicios	a	la	población	y	actores	relevantes	sobre	la	Trata
de	 Personas	 y	 el	 Tráfico	 Ilícito	 de	 Migrantes,	 las	 prácticas	 que	 ocultan,
encubren,	posibilitan	o	la	refuerzan	estos	delitos,	fortaleciendo	una	cultura
de	denuncia	de	la	Trata	de	Personas	y	difundiendo	servicios	de	orientación
a	los	extranjeros	en	el	territorio	nacional,	en	coordinación	con	sus	misiones,
así	como	a	los	nacionales	en	el	exterior.
c)	 Promover	 la	 adecuación	 de	 la	 normativa	 relacionada	 con	 la	 Trata	 de
Personas	y	el	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes	a	las	obligaciones	internacionales
en	la	materia.
d)	 Garantizar	 la	 canalización	 de	 las	 denuncias	 a	 las	 autoridades
competentes	del	Estado	de	ubicación	de	connacionales	en	el	exterior,	sobre
presuntos	 casos	 de	 Trata	 de	 Personas	 y	 Tráfico	 Ilícito	 de	 Migrantes
generados	 en	 una	 jurisdicción	 diplomática	 o	 consular	 peruana	 y	 aquellos
conocidos	por	funcionarios	y	personal	de	las	Misiones	y	Oficinas	o	Secciones
Consulares	del	Perú.
e)	 Promover	 y	 coadyuvar	 con	 las	 Oficinas	 Descentralizadas	 (ODEs)	 del
Ministerio	de	Relaciones	Exteriores,	a	nivel	 fronterizo,	al	desarrollo	de	 los
programas,	 proyectos,	 actividades	 y	 acciones	 de	 prevención	 contra	 los
delitos	de	Trata	de	Personas	y	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes.
f)	Coadyuvar	a	la	gestión	del	conocimiento	de	funcionarios	diplomáticos	y
administrativos	 frente	 al	 delito	 de	 Trata	 de	 Personas,	 sus	 formas	 de
explotación	y	el	delito	de	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes	a	través	de	la	captación
en	 el	 Perú	 y	 en	 el	 exterior	 en	 procura	 de	 promover	 la	 prevención,
identificación,	asistencia	y	protección	de	los	nacionales	en	el	exterior.
g)	Facilitar	las	vinculaciones	con	los	nacionales	en	el	exterior	brindándoles
talleres,	capacitación	y	gestión	del	conocimiento	sobre	buenas	prácticas	en
la	lucha	contra	la	Trata	de	Personas	y	el	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes.
h)	Articular	programas	de	sensibilización	y	actividades	de	prevención	para
hacer	frente	al	delito	de	Trata	de	Personas	y	el	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes
con	 las	 organizaciones	 de	 la	 sociedad	 civil,	 organismos	 y	 organizaciones
internacionales,	entidades	públicas	y	privadas.
i)	Llevar	a	cabo	la	negociación	de	Convenios	a	nivel	de	Estado	peruano	en
materia	de	Trata	de	Personas	y	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes.
j)	 Otras	 que	 se	 determinen	 en	 el	 marco	 de	 Convenios	 y	 normativa	 que
vinculen	al	sector	de	Relaciones	Exteriores.
Artículo	18.-	Ministerio	de	Comercio	Exterior	y	Turismo.	El	Ministerio
de	 Comercio	 Exterior	 y	 Turismo,	 a	 través	 de	 sus	 órganos	 competentes,
promueve	estrategias	para	la	prevención	del	delito	de	Trata	de	Personas,	en
su	 modalidad	 de	 explotación	 sexual	 de	 niñas,	 niños	 y	 adolescentes	 en	 el
ámbito	del	turismo.	Tiene	las	siguientes	funciones:
a)	 Sensibilizar	 a	 los	 prestadores	 de	 servicios	 turísticos	 para	 que	 se
conviertan	en	operadores	activos	en	la	prevención	de	la	Trata	de	Personas,
en	su	modalidad	de	explotación	sexual	de	niñas,	niños	y	adolescentes	en	el
ámbito	del	turismo.
b)	 Promover	 la	 inclusión	 de	 la	 temática	 del	 delito	 de	 tratas	 de	 personas,
con	énfasis	en	la	modalidad	de	explotación	sexual	comercial	de	niños,	niñas
y	adolescentes	en	los	institutos	y	facultades	de	formación	en	turismo.
Artículo	 19.-	 Ministerio	 Público.	 El	 Ministerio	 Público	 promueve	 el
desarrollo	 de	 estrategias	 para	 la	 prevención	 de	 los	 delitos	 de	 Trata	 de
Personas	y	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes.	Tiene	las	siguientes	funciones:
a)	Realizar	intervenciones	de	prevención	en	centros	que	puedan	suponer	la
comisión	del	delito	de	Trata	de	Personas	en	sus	diversas	modalidades	y	de
Tráfico	Ilícito	de	Migrantes.
b)	 Informar	y	 sensibilizar	 a	 la	 población	y	 actores	 relevantes	 a	 través	de
sus	 programas	 estratégicos	 de	 prevención	 del	 delito,	 y	 otras	 acciones	 de
capacitación	e	inducción	a	cargo	de	los	Fiscales	sobre	la	Trata	de	Personas	y
las	 prácticas	 que	 ocultan,	 encubren,	 posibilitan	 o	 refuerzan,	 fortaleciendo
una	cultura	de	denuncia	de	la	Trata	de	Personas	y	sus	delitos	conexos.
c)	 Establecer	 mecanismos	 de	 coordinación	 interinstitucional	 entre	 los
operadores	 que	 participan	 en	 los	 ejes	 de	 prevención,	 persecución,	 y
protección	y	asistencia	a	las	víctimas	del	delito;	y	su	posterior	reintegración
social.
Artículo	20.-	Poder	Judicial.	El	 Poder	 Judicial	 promueve	 el	 desarrollo	 de
estrategias	para	 la	prevención	de	 la	Trata	de	Personas	 y	Tráfico	 Ilícito	de
Migrantes,	para	tal	fin	tiene	como	función	fortalecer	las	capacidades	de	los
operadores	judiciales	frente	al	delito	de	Trata	de	Personas	y	Tráfico	Ilícito
de	Migrantes.
Artículo	21.-	Instituto	Nacional	de	Estadística	e	Informática.	El	Instituto
Nacional	de	Estadística	e	Informática,	a	través	de	sus	órganos	competentes,
promueve	 acciones,	 con	 el	 propósito	 de	 disponer	 de	 información	 que
visibilice	la	Trata	de	Personas,	sus	formas	de	explotación,	y	el	Tráfico	Ilícito
de	Migrantes.	Tiene	las	siguientes	funciones:
a)	 Establecer	 mecanismos	 para	 la	 coordinación	 y	 transferencia	 de
información	estadística	sobre	casos	de	Trata	de	Personas	y	el	Tráfico	Ilícito
de	 Migrantes	 a	 nivel	 nacional,	 regional	 y	 local	 a	 cargo	 de	 las	 entidades
vinculadas	con	dicha	materia.
b)	Consolidar,	integrar	y	compartir	información	estadística	sobre	Trata	de
Personas	de	las	diferentes	fuentes	de	información	disponible.
Artículo	22.-	Gobiernos	regionales	y	 locales.	Los	gobiernos	regionales	y
locales	 promueven	 el	 desarrollo	 de	 acciones	 para	 la	 prevención	 de	 los
delitos	 de	 Trata	 de	 Personas	 y	 Tráfico	 Ilícito	 de	 Migrantes,	 de	 manera
coordinada	con	los	sectores	competentes.	Tiene	las	siguientes	funciones:
a)	 Contribuir	 con	 la	 identificación	 de	 población	 en	 situación	 de
vulnerabilidad	asociada	a	la	Trata	de	Personas	y	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes,
con	 la	 finalidad	 de	 focalizar	 y	 priorizar	 los	 programas	 e	 intervenciones
preventivas.
b)	 Fortalecer	 e	 implementar	 desde	 los	 gobiernos	 regionales,	 Redes	 y
Comisiones	de	lucha	contra	la	Trata	de	Personas.
c)	 Promover	 el	 acceso	 de	 la	 población	 en	 situación	 de	 vulnerabilidad
asociada	 a	 la	 Trata	 de	 Personas	 y	 Tráfico	 Ilícito	 de	Migrantes,	 a	 servicios
sociales	 que	 brinda	 el	 Estado,	 con	 énfasis	 en	 la	 educación,	 la	 salud	 y	 las
oportunidades	laborales.
d)	Implementar	Redes	y	Comisiones	a	nivel	local	para	la	prevención	de	los
delitos	de	Trata	de	Personas	y	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes.
e)	 Implementar	planes	 regionales	y	 locales	 contra	 la	Trata	de	Personas	y
Tráfico	Ilícito	de	Migrantes,	que	aborden	la	problemática	a	nivel	regional	o
local,	alineados	a	las	políticas	y	a	los	Planes	de	Desarrollo	Regional	y	Local,
respectivamente.
Capítulo	II
Persecución	de	los	delitos	de	trata	de	personas	y	tráfico
ilícito	de	migrantes
Subcapítulo	I
Investigación	del	delito
Artículo	 23.-	 Investigación	 del	 caso	 y	 planificación	 del	 proceso	 de
intervención.
23.1	Las	dependencias	policiales	a	nivel	nacional	que	tengan	conocimiento
de	la	presunta	comisión	de	los	delitos	de	Trata	de	Personas	y	Tráfico	Ilícito
de	Migrantes	o	de	delitos	conexos,	comunica	a	la	Unidad	Especializada	de	la
Policía	 Nacional	 del	 Perú	 y	 al	 Ministerio	 Público.	 Asimismo,	 bajo
responsabilidad	funcional	del	efectivo	policial	a	cargo	dispondrá	el	ingreso
de	dicha	información,	al	Sistema	de	Registro	y	Estadística	del	delito	de	Trata
de	Personas	y	afines	–RETA–	y	del	Sistema	de	Información	Estratégica	sobre
Trata	de	Personas	–SISTRA–	.
23.2	 La	 Fiscalía	 y	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 coordinan	 con	 enfoque
proactivo	el	diseño	de	una	 investigación	que	permita	el	empleo	de	pautas,
técnicas	especiales	de	investigación	y	medios	indispensables	para	la	eficacia
de	la	misma.
Artículo	24.-	Coordinación	para	la	persecución	del	delito.
24.1	El	Ministerio	Público	en	su	calidad	de	titular	de	la	acción	penal,	asume
la	conducción	de	la	 investigación.	Por	su	parte	 la	Policía	Nacional	del	Perú
en	 cumplimiento	 de	 su	 finalidad	 de	 prevenir,	 investigar	 y	 combatir	 la
delincuencia,	practica	la	investigación	material	del	delito,	a	fin	de	esclarecer
los	 hechos,	 individualizar	 al	 autor	 o	 autores	 y	 recabar	 los	 elementos
materiales	probatorios.
24.2	En	 el	 proceso	de	 intervención,	 el	Ministerio	Público	 coordina	 con	 el
Ministerio	de	la	Mujer	y	Poblaciones	Vulnerables,	el	Ministerio	de	Justicia	y
Derechos	 Humanos,	 el	 Ministerio	 de	 Salud,	 y	 el	 Ministerio	 de	 Relaciones
Exteriores,	 de	 ser	 el	 caso,	 la	 asistencia	 de	 las	 víctimas	 o	 a	 las	 personas
objeto	 de	 Tráfico	 Ilícito	 que	 la	 requieran,	 conforme	 al	 ámbito	 de	 sus
competencias.
Artículo	 25.-	 Registros	 sobre	 casos	 de	 Trata	 de	 Personas	 y	 Tráfico
Ilícito	de	Migrantes.
25.1	El	Sistema	de	Registro	y	Estadística	del	delito	de	Trata	de	Personas	y
Afines	 –RETA–,	 es	 administrado	 por	 la	 Unidad	 Especializada	 de	 la	 Policía
Nacional	del	Perú	y	monitoreado	por	la	Dirección	General	para	la	Seguridad
Democrática	del	Ministerio	del	Interior.
25.2	El	Ministerio	Público	cuenta	con	el	Sistema	de	Información	Estratégica
sobre	 Trata	 de	 Personas	 –SISTRA–,	 el	 cual	 registra	 información	 sobre	 las
denuncias	 ingresadas	 y	 carpetas	 fiscales	 que	 es	 administrado	 por	 el
Observatorio	de	la	Criminalidad.	Su	evaluación	y	monitoreo	corresponde	al
Proyecto	de	Fortalecimiento	de	la	Función	Fiscal	frente	al	delito	de	Trata	de
Personas.
25.3	Se	realizará	la	interconexión	entre	el	Sistema	RETA	y	el	SISTRA	con	la
finalidad	de	contar	con	un	registro	unificado	de	casos,	desde	su	 ingreso	al
sistema	hasta	su	 judicialización,	que	además	cuente	con	 la	 información	de
las	medidas	de	protección	dictadas	a	favor	de	las	víctimas	y	testigos.
25.4	El	Poder	 Judicial	debe	 implementar	 registros	 institucionales	seguros
de	 los	procesos	 sobre	 los	delitos	de	Trata	de	Personas	y	Tráfico	 Ilícito	de
Migrantes	los	cuales	deben	contener,	como	mínimo,	el	estado	del	proceso,	la
identidad	 de	 las	 víctimas	 y	 procesados,	 su	 situación	 jurídica,	 así	 como	 el
distrito	 judicial	 de	 procedencia,	 los	 mismos	 que	 deben	 formar	 parte	 del
sistema	de	registro	de	interconexión	del	RETA	y	el	SISTRA.
Artículo	26.-	Identificación	de	casos	en	el	exterior.
26.1	En	caso	de	 la	comisión	de	 los	delitos	de	Trata	de	Personas	o	Tráfico
Ilícito	de	Migrantes	en	agravio	de	nacionales	en	el	exterior	o	cometidos	por
éstos,	 referidos	 por	 las	 misiones	 consulares	 o	 diplomáticas	 peruanas,	 la
Dirección	 General	 de	 Comunidades	 Peruanas	 en	 el	 Exterior	 y	 Asuntos
Consulares	del	Ministerio	de	Relaciones	Exteriores,	comunica	estos	hechos
a	 la	 Unidad	 Especializada	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú,	 al	 Ministerio
Público	 y	 a	 la	 Unidad	 de	 Cooperación	 Internacional	 y	 Extradiciones	 del
Ministerio	Público,	para	las	investigaciones	que	correspondan.
26.2	Asimismo,	en	virtud	de	un	requerimiento	 judicial	de	 las	autoridades
peruanas	solicita	 información	a	 las	autoridades	competentes	del	país	en	el
que	 se	 produjeron	 los	 hechos	 sobre	 las	 investigaciones	 preliminares	 o
jurisdiccionales	 iniciadas	a	mérito	de	 los	delitos	antes	citados,	 informando
lo	 correspondiente	 a	 la	 Secretaría	 Técnica	 de	 la	 Comisión	 Multisectorial
Permanente	contra	la	Trata	de	Personas	y	el	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes.
26.3	 Los	 casos	 de	 asistencia	 y	 cooperación	 judicial	 son	 coordinados	 a
través	 de	 la	 Oficina	 de	 Cooperación	 Judicial	 del	 Ministerio	 de	 Relaciones
Exteriores	con	las	autoridades	judiciales	y	del	Ministerio	Público.
Artículo	27.-	Colaboración	eficaz.	Para	la	colaboración	eficaz	en	los	casos
de	 Trata	 de	 Personas	 y	 Tráfico	 Ilícito	 de	Migrantes	 se	 aplican	 las	 normas
vigentes	sobre	la	materia.
Subcapítulo	II
Fiscalización	y	Supervisión	administrativa	de	los	Sectores	y
de	los	Gobiernos	Descentralizados
Artículo	28.-	Ministerio	de	Comercio	Exterior	y	Turismo.	El	Ministerio
de	 Comercio	 Exterior	 y	 Turismo	 implementa	 y	 aprueba	 las	 normas	 y
lineamientos,	para	el	control	y	sanción	administrativa	a	los	prestadores	de
servicios	turísticos	que	faciliten	la	comisión	del	delito	de	Trata	de	Personas,
con	 fines	 de	 Trabajo	 Forzoso,	 Trabajo	 Infantil	 y	 la	 Explotación	 Sexual	 de
Niñas,	Niños	y	Adolescentes,	en	el	ámbito	del	turismo,	en	coordinación	con
las	 instituciones	 públicas	 y	 privadas	 correspondientes.	 La	 sanción
administrativa	no	excluye	la	denuncia	penal.
Artículo	29.-	Ministerio	de	Transportes	y	Comunicaciones.	El	Ministerio
de	 Transportes	 y	 Comunicaciones	 y	 sus	 Organismos	 Públicos	 adscritos
implementa	y	aprueba	las	normas	y	lineamientos,	para	el	control	y	sanción
administrativa	 a	 los	 transportistas	 que	 por	 acción	 u	 omisión	 faciliten	 la
comisión	 de	 los	 delitos	 de	 Trata	 de	 Personas	 y	 el	 Tráfico	 Ilícito	 de
Migrantes.
Artículo	 30.-	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo.	 El
Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo,	 la	 Superintendencia
Nacional	de	Fiscalización	Laboral	y	los	gobiernos	regionales,	a	través	de	sus
órganos	 competentes,	 desarrollará	 fiscalizará,	 investigará	 y	 sancionará,	 a
través	 del	 Sistema	 de	 Inspección	 del	 Trabajo,	 a	 los	 centros	 de	 trabajo,
agencias	de	 colocación	de	empleo	y	otros	que	hagan	 sus	veces,	 cuando	 se
presenten	 casos	 de	 Trabajo	 Forzoso	 y	 Trata	 de	 Personas	 con	 dicho	 fin,
conforme	a	 lo	dispuesto	 en	 la	Ley	General	de	 Inspección	del	Trabajo	y	 su
reglamento	y	la	Ley	N°	29981,	Ley	que	crea	la	Superintendencia	Nacional	de
Fiscalización	Laboral.
Artículo	31.-	Ministerio	 de	 Energía	 y	Minas.	 El	Ministerio	 de	 Energía	 y
Minas,	 en	 el	 marco	 de	 sus	 competencias	 coordina	 con	 los	 organismos
fiscalizadores	 de	 las	 actividades	 económicas	 y	 extractivas,	 insumos	 o
recursos	en	procesos	vinculados	a	 la	Trata	de	Personas	y	Tráfico	Ilícito	de
Migrantes,	para	su	intervención	a	través	de	los	respectivos	mecanismos	de
control.
Artículo	 32.-	 Gobiernos	 locales.	 Los	 gobiernos	 locales,	 a	 través	 de	 sus
órganos	 competentes	 implementa	 mecanismos	 de	 control	 que	 permitan
identificar	 los	 posibles	 espacios	 de	 medios	 de	 captación,	 medios	 de
transporte	 y	 actividades	 que	 puedan	 operar	 como	 centros	 de	 acogida,
recepción	 o	 retención	 de	 posibles	 víctimas	 de	 Trata	 de	 Personas,	 con	 la
finalidad	de	 fiscalizar	y	garantizar	 la	clausura	y	cierre	definitivo	de	dichos
espacios	 y	 actividades.	 Asimismo,	 los	 mecanismos	 necesarios	 para	 la
efectiva	sanción	administrativa.
Capítulo	III
Asistencia	y	protección	a	víctimas	y	familiares	dependientes
en	la	trata	de	personas
Subcapítulo	I
Asistencia	y	protección
Artículo	 33.-	Entidades	 competentes.	 En	 el	 ámbito	 de	 su	marco	 legal	 y
orgánico	funcional,	las	entidades	competentes	de	la	asistencia	y	protección
a	 las	 víctimas	de	Trata	 de	Personas,	 colaboradores,	 testigos,	 peritos	 y	 sus
familiares	 dependientes,	 son	 principalmente:	 los	 gobiernos	 regionales	 y
locales;	el	Ministerio	de	 la	Mujer	y	Poblaciones	Vulnerables;	Ministerio	de
Salud;	 Ministerio	 del	 Interior;	 Ministerio	 de	 Relaciones	 Exteriores,
tratándose	 de	 víctimas	 nacionales	 en	 el	 exterior	 o	 para	 coordinaciones
específicas	con	las	misiones	y	representaciones	diplomáticas	extranjeras	en
el	Perú;	Ministerio	de	Justicia	y	Derechos	Humanos;	el	Ministerio	de	Trabajo
y	Promoción	del	Empleo;	el	Ministerio	Público	y	el	Poder	Judicial.
Artículo	 34.-	 Ministerio	 de	 la	 Mujer	 y	 Poblaciones	 Vulnerables.	 El
Ministerio	 de	 la	 Mujer	 y	 Poblaciones	 Vulnerables,	 en	 el	 marco	 de	 sus
competencias	realiza	las	siguientes	funciones:
a)	Desarrollar	estrategias	para	 la	atención	y	 recuperación	de	 las	víctimas
del	delito	de	Trata	de	Personas,	a	sus	 familiares	dependientes,	a	 través	de
sus	programas	y	servicios.
b)	Priorizar	y	gestionar	el	alojamiento	temporal	para	las	víctimas	del	delito
de	Trata	de	Personas.
c)	Fortalecer	las	capacidades	y	realizar	coordinaciones	interinstitucionales
con	 los	 actores	 involucrados	 en	 la	 atención	 a	 las	 víctimas	 de	 Trata	 de
Personas.
d)	 Fortalecer	 e	 implementar	 equipos	 interdisciplinarios	 para	 la	 atención
integral	y	oportuna	a	las	víctimas	de	Trata	de	Personas.
e)	Diseñar	e	implementar	programas,	proyectos	y	acciones	para	la	atención
y	 reintegración	 de	 las	 víctimas	 de	 Trata	 de	 Personas,	 así	 como	 a	 sus
familiares	dependientes.
f)	 Consolidar	 y	 sistematizar	 información	 de	 las	 víctimas	 que	 han	 sido
atendidas	por	parte	del	Sector.
g)	 Coordinar	 y	 supervisar	 a	 las	 instituciones	 públicas	 y	 privadas	 que
brindan	programas	y	servicios	para	la	asistencia	y	protección	a	las	víctimas
del	delito	de	Trata	de	Personas.
h)	 Coordinar	 y	 supervisar	 los	 servicios	 de	 atención	 para	 las	 víctimas	 del
delito	de	Trata	de	Personas.
i)	 Brindar	 asistencia	 técnica	 a	 los	 gobiernos	 regionales	 y	 locales	 en	 la
creación,	implementación	y	supervisión	de	los	centros	de	acogida	temporal
para	las	víctimas	de	Trata	de	Personas.
Artículo	35.-	Ministerio	de	Salud.	El	Ministerio	de	Salud,	en	el	marco	de
sus	competencias,	ejerce	las	siguientes	funciones:
a)	Promover	y	participar	en	el	desarrollo	y	fortalecimiento	de	capacidades
y	competencias	del	recurso	humano	en	salud,	sobre	la	atención	integral	de
salud	 a	 víctimas	 de	 Trata	 de	 Personas	 y	 Tráfico	 Ilícito	 de	 Migrantes,
incorporando	 los	 enfoques	 de	 derechos	 humanos,	 equidad	 de	 género	 e
interculturalidad.
b)	Coordinar	con	 las	entidades	públicas	competentes,	 la	atención	 integral
de	salud,	 incluida	la	atención	psicológica,	a	 las	víctimas	del	delito	de	Trata
de	Personas	y	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes	y	sus	familiares	dependientes.
c)	Promover	la	atención	de	las	víctimas	de	Trata	de	Personas	a	través	del
Seguro	Integral	de	Salud	de	acuerdo	a	la	normatividad	vigente.
d)	Promover	 la	 Implementación	de	un	registro	de	atenciones	brindadas	a
las	víctimas	de	Trata	de	Personas	y	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes,	así	como	de
los	familiares	dependientes,	en	los	establecimientos	de	salud.
Artículo	 36.-	Ministerio	 del	 Interior.	 El	 Ministerio	 del	 Interior	 tiene	 la
función	de:
a)	Coordinar	con	el	Ministerio	Público,	a	 través	de	 la	Policía	Nacional	del
Perú,	la	implementación	de	las	medidas	de	protección,	cuando	exista	grave
e	 inminente	 riesgo	 para	 la	 vida	 o	 integridad	 personal	 de	 agraviados,
testigos,	 peritos,	 colaboradores	 y	 familiares	 dependientes,	 conforme	 la
normativa	vigente.
b)	Garantizar,	a	través	de	la	Policía	Nacional	del	Perú	y	la	Superintendencia
Nacional	 de	 Migraciones,	 la	 integridad,	 confidencialidad,	 seguridad	 y	 el
respeto	a	los	derechos	humanos	de	la	víctima	y	sus	familiares	dependientes
durante	toda	la	etapa	de	asistencia	y	protección	a	la	víctima.
c)	Capacitar	al	personal	de	la	Policía	Nacional	del	Perú	y	Superintendencia
Nacional	de	Migraciones	sobre	la	derivación,	asistencia	y	protección	de	las
víctimas	de	Trata	de	Personas.
Artículo	 37.-	 Ministerio	 de	 Relaciones	 Exteriores.	 El	 Ministerio	 de
Relaciones	Exteriores	cautela	los	intereses	de	víctimas	nacionales	del	delito
de	Trata	de	Personas	y	objeto	del	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes,	testigos	y	sus
familiares	dependientes,	que	se	encuentran	en	el	exterior,	y	a	 las	víctimas
extranjeras	en	territorio	nacional,	tiene	las	funciones	de:
a)	Consolidar	 y	 sistematizar	 la	 información	y	 estadísticas	de	 los	 casos	de
víctimas	 nacionales	 en	 el	 exterior	 a	 las	 que	 tengan	 acceso	 las	 misiones
diplomáticas.
b)	Coordinar	la	asistencia	inmediata	a	las	víctimas	de	Trata	de	Personas	y
objeto	 de	 Tráfico	 Ilícito	 de	Migrantes,	 cuando	 se	 encuentren	 involucradas
víctimas	 extranjeras	 en	 el	 territorio	 nacional,	 con	 sus	 representaciones
consulares,	misiones	concurrentes	o	cancillerías	extranjeras.
c)	Asistir	a	las	víctimas	nacionales	del	delito	de	Trata	de	Personas	y	objeto
de	 tráfico	 de	migrantes	 en	 el	 exterior,	 canalizándolas	 a	 través	 del	 equipo
multidisciplinario	correspondiente	de	la	Comisión	Multisectorial	que	brinda
asistencia	y	protección	a	las	mismas.
d)	Identificar	y	coordinar	con	entidades	públicas	y/o	privadas	el	diseño	e
implementación	 de	 programas	 de	 protección,	 tratamiento	 y
acompañamiento	 a	 las	 víctimas	 de	 Trata	 de	 Personas	 y	 sus	 formas	 de
explotación	 y	 Tráfico	 Ilícito	 de	 Migrantes,	 para	 víctimas	 nacionales	 en	 el
exterior.
e)	 Orientar	 respecto	 a	 las	 entidades	 competentes	 en	 el	 exterior	 para	 la
regularización	 y	 todo	 procedimiento	 administrativo	 de	 restitución	 de
derechos	a	favor	de	las	víctimas	de	nacionales	en	el	extranjero	de	Trata	de
Personas	y/o	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes.
f)	 Coordinar	 en	 forma	 subsidiaria,	 la	 repatriación	 segura	 de	 nacionales
víctimas	y	familiares	dependientes,	en	caso	que	éstas	si	así	lo	requieran,	de
conformidad	 a	 la	 normativa	 sobre	 asistencia	 al	 nacional	 del	Ministerio	 de
Relaciones	Exteriores,	y	a	los	instrumentos	internacionales	que	vinculen	al
Perú.
Artículo	38.-	Ministerio	de	 Justicia	y	Derechos	Humanos.	El	Ministerio
de	Justicia	y	Derechos	Humanos,	tiene	las	funciones	de:
a)	 Garantizar	 la	 asistencia	 y	 la	 defensa	 legal	 gratuita	 de	 las	 víctimas	 del
delito	de	Trata	de	Personas	y	de	las	personas	objeto	de	tráfico	de	migrantes
durante	la	investigación	preliminar	y	en	el	proceso	penal.
b)	Establecer	como	línea	de	trabajo	de	alta	prioridad	la	intervención	de	los
Defensores	 Públicos	 de	 Víctimas	 en	 casos	 de	 Trata	 de	 Personas	 y	 Tráfico
Ilícito	de	Migrantes.
c)	 Garantizar	 la	 asistencia	 y	 la	 defensa	 legal	 gratuita	 de	 las	 víctimas	 del
delito	de	Trata	de	Personas,	para	lo	cual	los	Defensores	Públicos	de	Víctimas
a	nivel	nacional	deberán	apersonarse	formalmente	en	defensa	de	éstas	ante
las	instancias	policiales,	fiscales	o	judiciales	que	correspondan.
d)	Facilitar	 la	regularización	y	 todo	proceso	administrativo	de	restitución
de	derechos	a	favor	de	las	víctimas	de	trata	y	explotación.
e)	Implementar	un	registro	de	asistencia	legal	de	las	víctimas	de	Trata	de
Personas	y	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes	atendidas.
Artículo	 39.-	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo.	 El
Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo,	 a	 través	 del	 Sistema	 de
Inspección	 del	 Trabajo,	 en	 el	 marco	 de	 sus	 competencias	 implementa
servicios	de	atención	especializada	para	atender	las	denuncias	sobre	Trata
de	Personas	y	Trabajo	Forzoso,	disponiendo	su	investigación	y	sanción	en	el
más	breve	plazo.
Artículo	40.-	Ministerio	Público.	El	Ministerio	Público	tiene	 las	 funciones
de:
a)	 Dictar	 medidas	 de	 protección	 inmediatas	 a	 favor	 de	 las	 víctimas,
testigos,	 colaboradores	 y	 peritos	 desde	 el	 rescate	 y	 durante	 toda	 la
investigación,	 las	 cuales	 serán	 supervisadas	 por	 los	 profesionales	 del
Programa	 de	 Protección	 y	 Asistencia	 a	 Víctimas	 y	 Testigos	 cuando
corresponda.
b)	Dictar	 las	medidas	 de	protección	de	 conformidad	 con	 la	 normatividad
vigente.
c)	Capacitar	a	 su	personal	para	 la	protección	y	asistencia	de	 las	víctimas,
testigos,	peritos	y	colaboradores	de	la	justicia	en	casos	de	Trata	de	Personas
y	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes,	desde	los	enfoques	de	respeto	de	los	derechos
humanos,	 interculturalidad,	 género	 e	 interés	 superior	 del	 niño;
promoviendo	la	creación	de	salas	de	acogida	al	interior	de	la	institución.
d)	Coordinar	con	los	sectores	con	competencia	en	la	asistencia	a	víctimas,
la	atención	integral	inmediata.
Artículo	41.-	Gobiernos	regionales	y	 locales.	Los	gobiernos	regionales	y
locales	en	el	marco	de	sus	competencias	desarrollan	lo	siguiente:
a)	 Los	 gobiernos	 regionales,	 podrán	 implementar	 centros	 de	 acogida
temporales	 y/o	 permanentes,	 para	 víctimas	 de	 Trata	 de	 Personas	 y	 de
personas	 objeto	 de	 Tráfico	 Ilícito	 de	 Migrantes,	 en	 coordinación	 con	 el
Ministerio	de	 la	Mujer	y	Poblaciones	Vulnerables,	Ministerio	de	Salud	y	el
Ministerio	de	Justicia	y	Derechos	Humanos.
b)	 Los	 gobiernos	 locales	 son	 responsables	 de	 implementar	 centros	 de
acogida,	temporales	y/o	permanentes,	para	víctimas	de	Trata	de	Personas	y
de	personas	objeto	de	Tráfico	 Ilícito	de	Migrantes,	 en	 coordinación	 con	el
Ministerio	de	 la	Mujer	y	Poblaciones	Vulnerables,	Ministerio	de	Salud	y	el
Ministerio	de	Justicia	y	Derechos	Humanos.
c)	Garantizar	la	atención	integral	de	salud	de	las	víctimas	y	sus	familiares
dependientes,	a	través	de	sus	Direcciones	Regionales	de	Salud	y	Gerencias
Regionales	de	Salud.
Artículo	42.-	Poder	Judicial.	El	Poder	Judicial	dicta	medidas	de	protección
a	 favor	 de	 las	 víctimas,	 testigos,	 peritos	 o	 colaboradores	 de	 la	 justicia	 en
sede	 judicial	o	durante	el	proceso	y	adopta	 las	acciones	que	posibiliten	su
ejecución.
Artículo	43.-	Registro	Nacional	de	Identificación	y	Estado	Civil.	El	Registro
Nacional	 de	 Identificación	 y	 Estado	 Civil	 crea	 métodos	 expeditos	 para	 el
registro	de	 la	 identidad	de	 las	 víctimas	de	Trata	de	Personas	 y	migrantes
objeto	 de	 Tráfico	 Ilícito,	 así	 como	 de	 sus	 familiares	 dependientes,	 en
coordinación	 con	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 y	 sectores	 vinculados	 a	 la
asistencia	de	las	mismas.
Capítulo	IV
Reintegración	de	la	víctima	de	trata	de	personas
Artículo	 44.-	 Ministerio	 de	 la	 Mujer	 y	 Poblaciones	 Vulnerables.	 El
Ministerio	de	la	Mujer	y	Poblaciones	Vulnerables	elabora	y	gestiona	el	Plan
de	Reintegración	de	la	víctima	de	Trata	de	Personas,	en	coordinación	con	el
Ministerio	 de	 Salud,	 Ministerio	 de	 Educación	 y	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y
Promoción	del	Empleo.
Artículo	 45.-	Ministerio	 de	 Educación	 y	 los	 gobiernos	 regionales.	 El
Ministerio	 de	 Educación	 y	 los	 gobiernos	 regionales,	 en	 el	 marco	 de	 sus
competencias,	son	responsables	de	promover,	a	través	de	las	instancias	de
gestión	educativa	descentralizada,	mecanismos	que	permitan	 la	matrícula,
permanencia,	 incorporación	y	 reincorporación	de	 las	víctimas	de	Trata	de
Personas,	 y	 sus	 familiares	 dependientes,	 en	 las	 instituciones	 educativas
públicas	de	educación	básica,	así	como	en	los	Centros	de	Educación	Técnico
Productiva	Públicos,	Institutos	Pedagógicos	Públicos	e	Institutos	Superiores
Tecnológicos	Públicos.
Artículo	 46.-	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo.	 El
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	promueve	la	empleabilidad
de	las	víctimas	de	la	Trata	de	Personas	que	se	encuentran	en	un	programa
de	acompañamiento	para	su	recuperación	socio	emocional.
Artículo	47.-	Gobiernos	regionales	y	 locales.	Los	gobiernos	regionales	y
locales	son	responsables	de:
a)	Coadyuvar	en	las	acciones	relacionadas	al	desarrollo	de	capacidades	de
las	 víctimas	de	Trata	 de	Personas	 y	Tráfico	 Ilícito	 de	Migrantes,	 sea	 en	 el
ámbito	educativo	como	en	el	laboral.
b)	 Incorporar	 a	 las	 víctimas	 de	 los	 delitos	 de	 Trata	 de	 Personas	 en	 los
programas	y	servicios	sociales	regionales	y	locales	a	su	cargo.
Capítulo	V
Asistencia	y	protección	a	las	personas	objeto	de	tráfico	ilícito
de	migrantes
Artículo	48.-	Responsabilidad	penal	de	los	migrantes	objeto	de	tráfico
ilícito.	Sin	perjuicio	de	las	órdenes	de	ubicación	y	captura	dispuestas	por	la
autoridad	 judicial,	 las	 y	 los	 migrantes	 no	 pueden	 ser	 sometidos	 a
enjuiciamiento	 penal	 por	 el	 hecho	 de	 haber	 sido	 objeto	 de	 las	 conductas
enunciadas	 en	 el	 delito	 de	 Tráfico	 Ilícito	 de	 Migrantes	 a	 la	 luz	 de	 lo
establecido	en	los	artículos	5°,	6°	y	por	el	numeral	III	del	Protocolo	contra	el
Tráfico	 Ilícito	 de	 Migrantes	 por	 Tierra,	 Mar	 y	 Aire,	 que	 complementa	 la
Convención	 de	 las	 Naciones	 Unidas	 contra	 la	 Delincuencia	 Organizada
Transnacional.
Artículo	49.-	Cláusulas	de	protección	de	los	migrantes	objeto	de	tráfico
ilícito.
49.1	A	fin	de	preservar	y	proteger	los	derechos	de	las	personas	que	hayan
sido	 objeto	 de	 Tráfico	 Ilícito	 de	Migrantes,	 especialmente	 el	 derecho	 a	 la
vida,	integridad	física	y	emocional,	y	el	derecho	a	no	ser	sometido	a	tortura
o	a	otras	penas	o	tratos	crueles,	 inhumanos	o	degradantes,	se	deben	tener
en	cuenta	las	siguientes	cláusulas	de	protección:
a)	 Garantizar	 la	 seguridad	 y	 el	 trato	 humano	 de	 las	 personas	 objeto	 de
Tráfico	Ilícito	de	Migrantes.
b)	No	poner	en	peligro	la	seguridad	de	las	personas	objeto	de	tráfico.
c)	 Adoptar	 las	 medidas	 apropiadas	 para	 otorgar	 a	 las	 y	 los	 migrantes
protección	adecuada	contra	toda	violencia	que	puedan	infligirles	personas	o
grupos	por	el	hecho	de	haber	sido	objeto	de	este	delito.
d)	 Garantizar	 la	 protección	 de	 su	 identidad	 y	 privacidad,	 así	 como	 el
respeto	de	su	personalidad	jurídica.
e)	Brindar	información	clara	y	comprensible	sobre	la	situación	en	la	que	se
encuentra,	 su	 situación	 legal	 y	 migratoria	 y	 los	 medios	 de	 protección	 y
asistencia	que	se	le	pueden	brindar,	en	un	idioma	o	medio	que	comprenda
acorde	a	su	edad.
f)	 Informar	 sobre	 el	 derecho	 de	 ponerse	 en	 contacto	 con	 representantes
diplomáticos	o	consulares	de	su	nacionalidad.
49.2	 Se	 tendrán	 en	 cuenta	 las	 cláusulas	 de	 protección	 emanadas	 del
derecho	 internacional	 humanitario	 y	 la	 normativa	 internacional	 de
derechos	 sobre	 refugiados,	 en	 particular,	 el	 principio	 de	 no	 retorno	 y	 no
rechazo	 en	 fronteras.	 Estas	 cláusulas	 son	 de	 aplicación	 en	 el	 marco	 de
cualquier	 medida	 de	 intervención	 desarrollada	 por	 las	 autoridades
correspondientes	 dirigidas	 a	 identificar,	 intervenir	 y	 sancionar	 casos	 de
Tráfico	Ilícito	de	Migrantes.
49.3	El	Ministerio	Público	en	coordinación	con	el	Ministerio	de	Relaciones
Exteriores,	establece	directrices	sobre	 las	medidas	para	otorgar	a	 las	y	 los
migrantes	 y	 a	 sus	 familias,	 de	 ser	 el	 caso,	 la	 protección	 en	 su	 calidad	 de
objeto	 de	 tráfico,	 como	 también	 en	 aquellos	 casos	 en	 que	 sean
colaboradores	 o	 testigos.	 En	 estas	 medidas	 se	 tendrán	 en	 cuenta	 las
necesidades	especiales	de	las	mujeres,	niñas,	niños	y	adolescentes.
Artículo	50.-	Cláusulas	de	asistencia	a	migrantes	objeto	de	tráfico.
50.1	 Los	 ministerios,	 los	 gobiernos	 regionales,	 locales	 y	 las	 entidades
públicas,	quedan	encargados	de	ejecutar	las	acciones	de	asistencia	a	las	y	los
migrantes	 objeto	 de	 Tráfico	 Ilícito,	 especialmente	 a	 aquellos	 cuya	 vida	 o
seguridad	 se	 hayan	 puesto	 en	 peligro	 como	 consecuencia	 de	 haber	 sido
objeto	 de	 este	 delito	 y	 aquellos	 que	 por	 sus	 condiciones	 sean	 más
vulnerables,	 como	 las	 niñas,	 niños	 y	 adolescentes,	 y	 las	 mujeres
embarazadas.
50.2	Las	y	 los	migrantes	objeto	de	Tráfico	 Ilícito	 tienen	derecho	a	 recibir
asistencia	médica	que	necesiten,	ya	sea	bajo	 la	condición	de	emergencia	o
urgencia,	así	como	acceder	a	 la	atención	 integral	de	salud,	 las	mismas	que
deberán	 ser	 brindadas	 por	 las	 instancias	 competentes,	 sin	 distinción	 de
origen,	 sexo,	 raza,	 condición	 económica,	 idioma,	 religión,	 condición
migratoria,	entre	otras,	acorde	a	las	políticas	del	Estado	y	a	la	normatividad
nacional	vigente.
Artículo	51.-	Migrantes	objeto	de	Tráfico	Ilícito	que	sean	niñas,	niños	o
adolescentes.
51.1	 Adicionalmente	 a	 cualquier	 otra	 medida	 protectora	 prevista	 en	 el
presente	reglamento,	 se	deberá	 tener	una	consideración	primordial	por	el
interés	 superior	 de	 la	 niña,	 niño	 y	 adolescente.	 En	 este	 sentido,	 toda
entrevista	o	examen	de	un/a	migrante	objeto	de	Tráfico	Ilícito	que	sea	una
niña,	 niño	 o	 adolescente	 se	 realizará	 por	 un	 profesional	 especialmente
capacitado,	 en	 un	 entorno	 adecuado,	 en	 un	 idioma	 que	 el	 niño	 utilice	 y
comprenda	y	en	presencia	de	sus	padres,	su	tutor	legal,	un	funcionario	de	la
embajada	o	consulado	de	la	nacionalidad	del	niño	en	caso	sea	extranjero	y
viaje	solo,	o	una	persona	de	apoyo.
51.2	 Si	 un/a	 migrante	 objeto	 de	 Tráfico	 Ilícito	 es	 una	 niña,	 niño	 o
adolescente	no	acompañado,	la	autoridad	competente:
a)	Adopta	las	medidas	de	protección	que	correspondan	para	garantizar	su
integridad	física	y	psicológica.
b)	 Toma	 las	 medidas	 necesarias	 para	 determinar	 su	 identidad	 y
nacionalidad.
c)	Realiza	 las	 acciones	para	 localizar	 a	 su	 familia	 con	el	 fin	de	 facilitar	 la
reunificación	familiar,	cuando	ello	redunde	en	beneficio	del	interés	superior
de	la	niña,	niño	o	adolescente.
Artículo	 52.-	Condiciones	 en	 caso	 de	 detención.	 Se	 tiene	 en	 cuenta	 los
siguientes	aspectos:
a)	En	ningún	caso,	las	o	los	migrantes	objeto	de	tráfico	ilícito	son	privados
de	su	libertad	por	el	hecho	de	haber	sido	objeto	de	este	delito.
b)	 Las	 y	 los	migrantes	 objeto	 de	 tráfico	 ilícito	 disfrutan	 del	 derecho	 a	 la
libertad	 y	 no	 están	 sujetos,	 individual	 o	 colectivamente,	 a	 arresto	 o
detención	arbitraria.	Solo	pueden	ser	detenidos	por	otros	hechos	en	base	a
mandato	judicial	y	de	conformidad	con	los	procedimientos	establecidos	por
la	ley.
c)	 Cuando	 un/a	migrante	 objeto	 de	 Tráfico	 Ilícito	 haya	 sido	 arrestado/a,
detenido/a	 o	 puesto/a	 en	 prisión	 preventiva,	 la	 autoridad	 que	 efectúe	 el
arresto	 o	 la	 detención	 debe	 informarle	 sin	 demora	 de	 su	 derecho	 a
comunicarse	con	funcionarios	consulares,	y	de	ser	el	caso,	se	debe	adoptar
medidas	razonables	para	facilitar	dicha	comunicación.	No	obstante,	en	caso
la	o	el	migrante	objeto	de	Tráfico	 Ilícito	decida	no	recibir	asistencia	de	su
oficina	consular,	debe	respetarse	dicha	decisión.
d)	Los	migrantes	objeto	de	tráfico	ilícito	que	estén	en	prisión	preventiva	o
detenidos	tienen	además	de	los	derechos	constitucionales	y	los	estándares
internacionales,	los	siguientes:
1.	Recibir	tratamiento	humanitario	y	respeto	a	su	dignidad;
2.	Recibir	visitas	de	funcionarios	consulares;
3.	 Mantener	 conversaciones	 y	 correspondencia	 con	 funcionarios
consulares;
4.	 Recibir	 sin	 demora	 las	 comunicaciones	 enviadas	 por	 las	 autoridades
consulares;	y
5.	Ser	asistidos	por	intérpretes.
e)	 La	 autoridad	que	 efectúe	 el	 arresto	o	 la	detención	 adopta	 las	medidas
razonables	para	facilitar	las	visitas	y	comunicaciones.
f)	La	autoridad	que	efectúe	el	arresto	o	la	detención	remite	sin	demora	toda
la	 correspondencia	 del	 migrante	 objeto	 del	 Tráfico	 Ilícito	 dirigida	 a	 la
oficina	consular	pertinente.
Capítulo	VI
Procedimientos	relativos	a	la	repatriación	de	los	migrantes
objeto	de	tráfico	ilícito	de	personas
Artículo	 53.-	 Remisión	 de	 migrantes	 con	 necesidades	 específicas	 de
protección.	 Las	 y	 los	 migrantes	 objeto	 de	 Tráfico	 Ilícito	 que	 soliciten
protección	 internacional	 al	 amparo	 de	 leyes	 nacionales	 de	 asilo,	 la
Convención	 sobre	 el	 Estatuto	 de	 los	 Refugiados	 y	 otras	 disposiciones	 de
derecho	internacional,	que	aleguen	ser	víctimas	de	Trata	de	Personas,	o	que
tengan	necesidades	especiales	de	protección,	son	remitidos	con	celeridad	a
las	autoridades	competentes	para	que	decidan	sobre	su	caso.
Artículo	 54.-	 Facilitación	 de	 la	 repatriación	 de	 migrantes	 objeto	 de
Tráfico	Ilícito	de	personas
54.1	A	petición	de	la	autoridad	o	representante	competente	de	otro	Estado,
del	migrante	objeto	de	tráfico	o	por	propia	iniciativa,	se	facilita	sin	demora
indebida	 o	 injustificada,	 la	 repatriación	 de	 las	 y	 los	 migrantes	 objeto	 de
Tráfico	 Ilícito	 al	 país	 de	 su	 nacionalidad	 o	 donde	 tenga	 derecho	 de
residencia	permanente	en	el	momento	de	la	repatriación.
54.2	 Para	 ello,	 cuando	 lo	 solicite	 otro	 Estado,	 se	 verifica	 de	 conformidad
con	el	derecho	interno	y	sin	demora	indebida	e	injustificada:
1.	 La	 legitimidad	 y	 validez	 de	 los	 documentos	 de	 viaje	 o	 de	 identidad
expedidos	 o	 presuntamente	 expedidos	 en	 el	 país	 y	 sospechosos	 de	 ser
utilizados	para	los	fines	del	Tráfico	Ilícito	de	Migrantes.
2.	 Si	 la	 persona	 que	 ha	 sido	 objeto	 de	 Tráfico	 Ilícito	 de	 Migrantes	 es
nacional	de	ese	Estado	Parte	o	tiene	derecho	de	residencia	permanente	en
su	territorio.
54.3	 A	 fin	 de	 facilitar	 la	 repatriación	 de	 todo	 nacional	 o	 residente
permanente	 que	 haya	 sido	 objeto	 de	 Tráfico	 Ilícito	 y	 que	 carezca	 de	 la
debida	 documentación,	 se	 expedirá,	 previa	 solicitud	 de	 otro	 Estado,	 los
documentos	de	viaje	o	autorización	de	otro	 tipo	que	sean	necesarios	para
que	la	persona	pueda	retornar	y	reingresar	al	Perú.
Artículo	55.-	Protección	de	las	y	los	migrantes	objeto	de	Tráfico	Ilícito
de	personas	en	el	proceso	de	repatriación.
55.1	A	fin	de	repatriar	a	una	persona	que	haya	sido	objeto	de	Tráfico	Ilícito
de	Migrantes,	 se	 adopta	 las	medidas	 para	 llevar	 a	 cabo	 la	 repatriación	de
manera	ordenada,	teniendo	en	cuenta	la	seguridad	y	dignidad	de	la	persona.
55.2	 La	 Superintendencia	 Nacional	 de	 Migraciones	 vela	 por	 que	 la
repatriación	 de	 un/a	 migrante	 objeto	 de	 Tráfico	 Ilícito	 se	 efectúe	 en
conformidad	 con	 el	 derecho	 internacional,	 en	 particular	 los	 derechos
humanos,	 el	 derecho	 de	 refugiados	 y	 humanitario,	 el	 principio	 de	 no
devolución,	 el	 principio	 de	 no	 discriminación,	 el	 derecho	 a	 la	 vida,	 la
prohibición	 de	 torturas	 y	 otras	 penas	 o	 tratos	 crueles,	 inhumanos	 o
degradantes	y,	en	el	caso	de	niños,	el	interés	superior	del	niño,	garantizando
la	seguridad	y	dignidad	de	las	personas	afectadas.
Artículo	56.-	Protección	de	los	arreglos	existentes.
Nada	de	lo	dispuesto	en	el	presente	capítulo	se	entenderá	en	perjuicio	de:
a)	Los	derechos	o	recursos	otorgados	o	accesibles	a	las	personas	que	hayan
sido	 objeto	 de	 cualquier	 delito	 relacionado	 con	 el	 Tráfico	 Ilícito	 de
Migrantes	a	tenor	de	cualquier	otra	ley.
b)	Las	obligaciones	contraídas	en	virtud	de	cualquier	tratado	internacional
aplicable	 o	 de	 cualquier	 otro	 acuerdo	 operacional	 que	 rija,	 parcial	 o
totalmente,	la	repatriación	de	las	personas	que	hayan	sido	objeto	de	Tráfico
Ilícito	de	Migrantes.
Capitulo	VII
Cooperación	y	solidaridad	nacional	e	internacional
Artículo	57.-	Promoción	de	acuerdos.	Para	la	consecución	de	los	fines	del
presente	 reglamento,	 el	 Estado	 evaluará	 promover	 acuerdos	 con	 otros
Estados,	 Organizaciones	 y	 Organismos	 Internacionales,	 entidades	 de	 la
sociedad	 civil,	 especialmente	 con	 organizaciones	 no	 gubernamentales,
estimulando	 la	 solidaridad	 y	 cooperación	 de	 nivel	 subnacional	 o
descentralizado,	 para	 implementar	 acciones	 destinadas	 a	 garantizar	 la
prevención,	protección	integral	de	las	víctimas,	facilitar	su	repatriación	y	la
extradición	de	los	agentes	del	delito.
Disposición	Complementaria	Final
Única	 Disposición	 Complementaria	 Final.-	 Participación	 de	 otros
sectores	del	Estado	en	la	lucha	contra	la	trata	de	personas	y	el	tráfico
ilícito	 de	 migrantes.	 Aquellos	 otros	 sectores,	 cuya	 participación	 sea
necesaria	 para	 diseñar	 y	 ejecutar	 las	 acciones	 y	 políticas	 de	 prevención,
asistencia	 y	protección	 a	 las	 víctimas	de	 la	Trata	de	Personas	 y	 el	Tráfico
Ilícito	de	Migrantes,	y	la	persecución	de	los	delitos	contenidos	en	la	Ley	Nº
28950	 y	 el	 presente	 reglamento,	 serán	 convocados	 para	 lograr	 el
cumplimiento	de	estas	acciones.
CAPÍTULO	II
Violación	de	la	intimidad
C.	P.
ART.	154.—Violación	de	la	intimidad.	El	que	viola	la	intimidad
de	 la	 vida	 personal	 o	 familiar	 ya	 sea	 observando,	 escuchando	 o
registrando	 un	 hecho,	 palabra,	 escrito	 o	 imagen,	 valiéndose	 de
instrumentos,	 procesos	 técnicos	 u	 otros	medios,	 será	 reprimido
con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	dos	años.
La	pena	será	no	menor	de	uno	ni	mayor	de	tres	años	y	de	treinta
a	ciento	veinte	días	-	multa,	cuando	el	agente	revela	 la	 intimidad
conocida	de	la	manera	antes	prevista.
Si	 utiliza	 algún	medio	de	 comunicación	 social,	 la	pena	privativa
de	 libertad	 será	no	menor	de	dos	ni	mayor	de	 cuatro	 años	 y	 de
sesenta	a	ciento	ochenta	días	-	multa.
GARANTÍAS	FUNDAMENTALES
Const.
ART.	2°.—Toda	persona	tiene	derecho:
(...).
6.	 A	 que	 los	 servicios	 informáticos,	 computarizados	 o	 no,	 públicos	 o
privados,	no	suministren	informaciones	que	afecten	la	intimidad	personal	y
familiar.
(...).
PROTECCIÓN	DE	DATOS	PERSONALES
Ley	29733.
ART.	1°.—Objeto	de	la	ley.	La	presente	ley	tiene	el	objeto	de	garantizar	el
derecho	fundamental	a	la	protección	de	los	datos	personales,	previsto	en	el
artículo	 2°	 numeral	 6	 de	 la	 Constitución	 Política	 del	 Perú,	 a	 través	 de	 su
adecuado	 tratamiento,	 en	 un	 marco	 de	 respeto	 de	 los	 demás	 derechos
fundamentales	que	en	ella	se	reconocen.
Ley	29733.
ART.	 2°.—Definiciones.	 Para	 todos	 los	 efectos	 de	 la	 presente	 ley,	 se
entiende	por:
1.	Banco	de	datos	personales.	Conjunto	organizado	de	datos	personales,
automatizado	 o	 no,	 independientemente	 del	 soporte,	 sea	 este	 físico,
magnético,	digital,	óptico	u	otros	que	se	creen,	cualquiera	fuere	la	forma	o
modalidad	 de	 su	 creación,	 formación,	 almacenamiento,	 organización	 y
acceso.
2.	 Banco	 de	 datos	 personales	 de	 administración	 privada.	 Banco	 de
datos	 personales	 cuya	 titularidad	 corresponde	 a	 una	 persona	 natural	 o	 a
una	 persona	 jurídica	 de	 derecho	 privado,	 en	 cuanto	 el	 banco	 no	 se
encuentre	 estrictamente	 vinculado	 al	 ejercicio	 de	 potestades	 de	 derecho
público.
3.	 Banco	 de	 datos	 personales	 de	 administración	 pública.	 Banco	 de
datos	personales	cuya	titularidad	corresponde	a	una	entidad	pública.
4.	Datos	personales.	Toda	 información	sobre	una	persona	natural	que	 la
identifica	 o	 la	 hace	 identificable	 a	 través	 de	 medios	 que	 pueden	 ser
razonablemente	utilizados.
5.	 Datos	 sensibles.	 Datos	 personales	 constituidos	 por	 los	 datos
biométricos	que	por	sí	mismos	pueden	identificar	al	titular;	datos	referidos
al	 origen	 racial	 y	 étnico;	 ingresos	 económicos,	 opiniones	 o	 convicciones
políticas,	 religiosas,	 filosóficas	o	morales;	afiliación	sindical;	e	 información
relacionada	a	la	salud	o	a	la	vida	sexual.
6.	 Encargado	 del	 banco	 de	 datos	 personales.	 Toda	 persona	 natural,
persona	jurídica	de	derecho	privado	o	entidad	pública	que	sola	o	actuando
conjuntamente	con	otra	realiza	el	 tratamiento	de	 los	datos	personales	por
encargo	del	titular	del	banco	de	datos	personales.
7.	 Entidad	 pública.	 Entidad	 comprendida	 en	 el	 artículo	 I	 del	 Título
Preliminar	de	la	Ley	27444,	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General,
o	la	que	haga	sus	veces.
8.	 Flujo	 transfronterizo	 de	 datos	 personales.	 Transferencia
internacional	 de	 datos	 personales	 a	 un	 destinatario	 situado	 en	 un	 país
distinto	al	país	de	origen	de	los	datos	personales,	sin	importar	el	soporte	en
que	 estos	 se	 encuentren,	 los	 medios	 por	 los	 cuales	 se	 efectuó	 la
transferencia	ni	el	tratamiento	que	reciban.
9.	 Fuentes	 accesibles	 para	 el	 público.	 Bancos	 de	 datos	 personales	 de
administración	pública	o	privada,	que	pueden	ser	consultados	por	cualquier
persona,	 previo	 abono	 de	 la	 contraprestación	 correspondiente,	 de	 ser	 el
caso.	 Las	 fuentes	 accesibles	 para	 el	 público	 son	 determinadas	 en	 el
reglamento.
10.	Nivel	suficiente	de	protección	para	 los	datos	personales.	Nivel	de
protección	 que	 abarca	 por	 lo	 menos	 la	 consignación	 y	 el	 respeto	 de	 los
principios	 rectores	 de	 esta	 ley,	 así	 como	medidas	 técnicas	 de	 seguridad	 y
confidencialidad,	apropiadas	según	la	categoría	de	datos	de	que	se	trate.
11.	 Persona	 jurídica	 de	 derecho	 privado.	 Para	 efectos	 de	 esta	 ley,	 la
persona	 jurídica	 no	 comprendida	 en	 los	 alcances	 del	 artículo	 I	 del	 Título
Preliminar	de	la	Ley	27444,	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General.
12.	Procedimiento	de	anonimización.	Tratamiento	de	datos	personales
que	impide	la	identificación	o	que	no	hace	identificable	al	titular	de	estos.	El
procedimiento	es	irreversible.
13.	Procedimiento	de	disociación.	Tratamiento	de	datos	personales	que
impide	 la	 identificación	 o	 que	 no	 hace	 identificable	 al	 titular	 de	 estos.	 El
procedimiento	es	reversible.
14.	Titular	de	datos	personales.	Persona	natural	a	quien	corresponde	los
datos	personales.
15.	 Titular	 del	 banco	 de	 datos	 personales.	 Persona	 natural,	 persona
jurídica	de	derecho	privado	o	entidad	pública	que	determina	la	finalidad	y
contenido	 del	 banco	 de	 datos	 personales,	 el	 tratamiento	 de	 estos	 y	 las
medidas	de	seguridad.
16.	Transferencia	de	datos	personales.	Toda	 transmisión,	 suministro	o
manifestación	de	datos	personales,	 de	 carácter	 nacional	 o	 internacional,	 a
una	 persona	 jurídica	 de	 derecho	 privado,	 a	 una	 entidad	 pública	 o	 a	 una
persona	natural	distinta	del	titular	de	datos	personales.
17.	 Tratamiento	 de	 datos	 personales.	 Cualquier	 operación	 o
procedimiento	 técnico,	 automatizado	 o	 no,	 que	 permite	 la	 recopilación,
registro,	 organización,	 almacenamiento,	 conservación,	 elaboración,
modificación,	 extracción,	 consulta,	 utilización,	 bloqueo,	 supresión,
comunicación	 por	 transferencia	 o	 por	 difusión	 o	 cualquier	 otra	 forma	 de
procesamiento	 que	 facilite	 el	 acceso,	 correlación	 o	 interconexión	 de	 los
datos	personales.
El	 reglamento	 de	 esta	 ley	 puede	 realizar	 un	 mayor	 desarrollo	 de	 las
definiciones	existentes.
Ley	29733.
ART.	 3°.—Ámbito	 de	 aplicación.	 La	 presente	 ley	 es	 de	 aplicación	 a	 los
datos	 personales	 contenidos	 o	 destinados	 a	 ser	 contenidos	 en	 bancos	 de
datos	 personales	 de	 administración	 pública	 y	 de	 administración	 privada,
cuyo	tratamiento	se	realiza	en	el	territorio	nacional.	Son	objeto	de	especial
protección	los	datos	sensibles.
Las	 disposiciones	 de	 esta	 ley	 no	 son	 de	 aplicación	 a	 los	 siguientes	 datos
personales:
1.	 A	 los	 contenidos	 o	 destinados	 a	 ser	 contenidos	 en	 bancos	 de	 datos
personales	 creados	 por	 personas	 naturales	 para	 fines	 exclusivamente
relacionados	con	su	vida	privada	o	familiar.
2.	 A	 los	 contenidos	 o	 destinados	 a	 ser	 contenidos	 en	 bancos	 de	 datos	 de
administración	pública,	solo	en	tanto	su	tratamiento	resulte	necesario	para
el	 estricto	 cumplimiento	 de	 las	 competencias	 asignadas	 por	 ley	 a	 las
respectivas	entidades	públicas,	para	la	defensa	nacional,	seguridad	pública,
y	para	el	desarrollo	de	actividades	en	materia	penal	para	la	investigación	y
represión	del	delito.
Ley	29733.
ART.	4°.—Principio	de	legalidad.	El	 tratamiento	de	 los	datos	personales
se	hace	conforme	a	lo	establecido	en	la	ley.	Se	prohíbe	la	recopilación	de	los
datos	personales	por	medios	fraudulentos,	desleales	o	ilícitos.
Ley	29733.
ART.	5°.—Principio	de	consentimiento.	Para	el	 tratamiento	de	 los	datos
personales	debe	mediar	el	consentimiento	de	su	titular.
Ley	29733.
ART.	 6°.—Principio	 de	 finalidad.	 Los	 datos	 personales	 deben	 ser
recopilados	para	una	finalidad	determinada,	explícita	y	lícita.	El	tratamiento
de	 los	 datos	 personales	 no	 debe	 extenderse	 a	 otra	 finalidad	 que	 no	 haya
sido	 la	 establecida	 de	 manera	 inequívoca	 como	 tal	 al	 momento	 de	 su
recopilación,	 excluyendo	 los	 casos	 de	 actividades	 de	 valor	 histórico,
estadístico	o	científico	cuando	se	utilice	un	procedimiento	de	disociación	o
anonimización.
Ley	29733.
ART.	 7°.—Principio	 de	 proporcionalidad.	 Todo	 tratamiento	 de	 datos
personales	debe	ser	adecuado,	relevante	y	no	excesivo	a	la	finalidad	para	la
que	estos	hubiesen	sido	recopilados.
Ley	29733.
ART.	 8°.—Principio	 de	 calidad.	 Los	 datos	 personales	 que	 vayan	 a	 ser
tratados	 deben	 ser	 veraces,	 exactos	 y,	 en	 la	 medida	 de	 lo	 posible,
actualizados,	 necesarios,	 pertinentes	 y	 adecuados	 respecto	 de	 la	 finalidad
para	 la	 que	 fueron	 recopilados.	 Deben	 conservarse	 de	 forma	 tal	 que	 se
garantice	 su	seguridad	y	 solo	por	el	 tiempo	necesario	para	cumplir	 con	 la
finalidad	del	tratamiento.
Ley	29733.	
ART.	9°.—Principio	de	seguridad.	El	titular	del	banco	de	datos	personales
y	 el	 encargado	 de	 su	 tratamiento	 deben	 adoptar	 las	 medidas	 técnicas,
organizativas	y	legales	necesarias	para	garantizar	la	seguridad	de	los	datos
personales.	Las	medidas	de	seguridad	deben	ser	apropiadas	y	acordes	con
el	tratamiento	que	se	vaya	a	efectuar	y	con	la	categoría	de	datos	personales
de	que	se	trate.
Ley	29733.
ART.	 10.—Principio	 de	 disposición	 de	 recurso.	 Todo	 titular	 de	 datos
personales	 debe	 contar	 con	 las	 vías	 administrativas	 o	 jurisdiccionales
necesarias	 para	 reclamar	 y	 hacer	 valer	 sus	 derechos,	 cuando	 estos	 sean
vulnerados	por	el	tratamiento	de	sus	datos	personales.
Ley	29733.
ART.	 11.—Principio	 de	 nivel	 de	 protección	 adecuado.	 Para	 el	 flujo
transfronterizo	de	datos	personales,	 se	debe	garantizar	un	nivel	suficiente
de	 protección	 para	 los	 datos	 personales	 que	 se	 vayan	 a	 tratar	 o,	 por	 lo
menos,	 equiparable	 a	 lo	 previsto	 por	 esta	 ley	 o	 por	 los	 estándares
internacionales	en	la	materia.
Ley	29733.
ART.	 12.—Valor	 de	 los	 principios.	 La	 actuación	 de	 los	 titulares	 y
encargados	de	los	bancos	de	datos	personales	y,	en	general,	de	todos	los	que
intervengan	con	relación	a	datos	personales,	debe	ajustarse	a	los	principios
rectores	a	que	se	refiere	este	Título.	Esta	relación	de	principios	rectores	es
enunciativa.
Los	principios	rectores	señalados	sirven	también	de	criterio	interpretativo
para	resolver	las	cuestiones	que	puedan	suscitarse	en	la	aplicación	de	esta
ley	y	de	su	reglamento,	así	como	de	parámetro	para	la	elaboración	de	otras
disposiciones	y	para	suplir	vacíos	en	la	legislación	sobre	la	materia.
Ley	29733.
ART.	13.—Alcances	sobre	el	tratamiento	de	datos	personales.
13.1.	El	tratamiento	de	datos	personales	debe	realizarse	con	pleno	respeto
de	 los	derechos	 fundamentales	de	sus	 titulares	y	de	 los	derechos	que	esta
ley	les	confiere.	Igual	regla	rige	para	su	utilización	por	terceros.
13.2.	Las	limitaciones	al	ejercicio	del	derecho	fundamental	a	la	protección
de	 datos	 personales	 solo	 pueden	 ser	 establecidas	 por	 ley,	 respetando	 su
contenido	 esencial	 y	 estar	 justificadas	 en	 razón	 del	 respeto	 de	 otros
derechos	fundamentales	o	bienes	constitucionalmente	protegidos.
13.3.	 Mediante	 reglamento	 se	 dictan	 medidas	 especiales	 para	 el
tratamiento	de	 los	datos	personales	de	 los	niños	y	de	 los	adolescentes,	así
como	para	la	protección	y	garantía	de	sus	derechos.	Para	el	ejercicio	de	los
derechos	que	esta	ley	reconoce,	los	niños	y	los	adolescentes	actúan	a	través
de	 sus	 representantes	 legales,	 pudiendo	 el	 reglamento	 determinar	 las
excepciones	aplicables,	de	ser	el	caso,	teniendo	en	cuenta	para	ello	el	interés
superior	del	niño	y	del	adolescente.
13.4.	Las	comunicaciones,	telecomunicaciones,	sistemas	informáticos	o	sus
instrumentos,	cuando	sean	de	carácter	privado	o	uso	privado,	solo	pueden
ser	 abiertos,	 incautados,	 interceptados	 o	 intervenidos	 por	 mandamiento
motivado	 del	 juez	 o	 con	 autorización	 de	 su	 titular,	 con	 las	 garantías
previstas	 en	 la	 ley.	 Se	 guarda	 secreto	 de	 los	 asuntos	 ajenos	 al	 hecho	 que
motiva	 su	 examen.	 Los	 datos	 personales	 obtenidos	 con	 violación	 de	 este
precepto	carecen	de	efecto	legal.
13.5.	 Los	 datos	 personales	 solo	 pueden	 ser	 objeto	 de	 tratamiento	 con
consentimiento	 de	 su	 titular,	 salvo	 ley	 autoritativa	 al	 respecto.	 El
consentimiento	debe	ser	previo,	informado,	expreso	e	inequívoco.
13.6.	 En	 el	 caso	 de	 datos	 sensibles,	 el	 consentimiento	 para	 efectos	 de	 su
tratamiento,	además,	debe	efectuarse	por	escrito.	Aun	cuando	no	mediara	el
consentimiento	 del	 titular,	 el	 tratamiento	 de	 datos	 sensibles	 puede
efectuarse	 cuando	 la	 ley	 lo	 autorice,	 siempre	 que	 ello	 atienda	 a	 motivos
importantes	de	interés	público.
13.7.	 El	 titular	 de	 datos	 personales	 puede	 revocar	 su	 consentimiento	 en
cualquier	 momento,	 observando	 al	 efecto	 los	 mismos	 requisitos	 que	 con
ocasión	de	su	otorgamiento.
13.8.	 El	 tratamiento	 de	 datos	 personales	 relativos	 a	 la	 comisión	 de
infracciones	 penales	 o	 administrativas	 solo	 puede	 ser	 efectuado	 por	 las
entidades	 públicas	 competentes,	 salvo	 convenio	 de	 encargo	 de	 gestión
conforme	a	la	Ley	27444,	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General,	o
la	 que	 haga	 sus	 veces.	 Cuando	 se	 haya	 producido	 la	 cancelación	 de	 los
antecedentes	penales,	judiciales,	policiales	y	administrativos,	estos	datos	no
pueden	ser	suministrados	salvo	que	sean	requeridos	por	el	Poder	Judicial	o
el	Ministerio	Público,	conforme	a	ley.
13.9.	 La	 comercialización	 de	 datos	 personales	 contenidos	 o	 destinados	 a
ser	 contenidos	 en	 bancos	 de	 datos	 personales	 se	 sujeta	 a	 los	 principios
previstos	en	la	presente	ley.
Ley	29733.
ART.	14.	Limitaciones	al	consentimiento	para	el	tratamiento	de	datos
personales.	 No	 se	 requiere	 el	 consentimiento	 del	 titular	 de	 datos
personales,	para	los	efectos	de	su	tratamiento,	en	los	siguientes	casos:
1.	Cuando	los	datos	personales	se	recopilen	o	transfieran	para	el	ejercicio
de	las	funciones	de	las	entidades	públicas	en	el	ámbito	de	sus	competencias.
2.	 Cuando	 se	 trate	 de	 datos	 personales	 contenidos	 o	 destinados	 a	 ser
contenidos	en	fuentes	accesibles	para	el	público.
3.	Cuando	se	trate	de	datos	personales	relativos	a	la	solvencia	patrimonial
y	de	crédito,	conforme	a	ley.
4.	 Cuando	 medie	 norma	 para	 la	 promoción	 de	 la	 competencia	 en	 los
mercados	 regulados	 emitida	 en	 ejercicio	 de	 la	 función	 normativa	 por	 los
organismos	 reguladores	 a	 que	 se	 refiere	 la	 Ley	 27332,	 Ley	 Marco	 de	 los
Organismos	Reguladores	de	la	Inversión	Privada	en	los	Servicios	Públicos,	o
la	que	haga	sus	veces,	siempre	que	la	información	brindada	no	sea	utilizada
en	perjuicio	de	la	privacidad	del	usuario.
5.	 Cuando	 los	 datos	 personales	 sean	 necesarios	 para	 la	 ejecución	 de	 una
relación	 contractual	 en	 la	 que	 el	 titular	 de	 datos	 personales	 sea	 parte,	 o
cuando	se	trate	de	datos	personales	que	deriven	de	una	relación	científica	o
profesional	del	titular	y	sean	necesarios	para	su	desarrollo	o	cumplimiento.
6.	Cuando	se	trate	de	datos	personales	relativos	a	la	salud	y	sea	necesario,
en	 circunstancia	 de	 riesgo,	 para	 la	 prevención,	 diagnóstico	 y	 tratamiento
médico	o	quirúrgico	del	titular,	siempre	que	dicho	tratamiento	sea	realizado
en	 establecimientos	 de	 salud	 o	 por	 profesionales	 en	 ciencias	 de	 la	 salud,
observando	 el	 secreto	 profesional;	 o	 cuando	 medien	 razones	 de	 interés
público	 previstas	 por	 ley	 o	 cuando	 deban	 tratarse	 por	 razones	 de	 salud
pública,	ambas	razones	deben	ser	calificadas	como	tales	por	el	Ministerio	de
Salud;	o	para	la	realización	de	estudios	epidemiológicos	o	análogos,	en	tanto
se	apliquen	procedimientos	de	disociación	adecuados.
7.	Cuando	el	 tratamiento	sea	efectuado	por	organismos	sin	 fines	de	 lucro
cuya	 finalidad	 sea	 política,	 religiosa	 o	 sindical	 y	 se	 refiera	 a	 los	 datos
personales	recopilados	de	sus	respectivos	miembros,	los	que	deben	guardar
relación	 con	 el	 propósito	 a	 que	 se	 circunscriben	 sus	 actividades,	 no
pudiendo	ser	transferidos	sin	consentimiento	de	aquellos.
8.	 Cuando	 se	 hubiera	 aplicado	 un	 procedimiento	 de	 anonimización	 o
disociación.
9.	 Cuando	 el	 tratamiento	 de	 los	 datos	 personales	 sea	 necesario	 para
salvaguardar	 intereses	 legítimos	 del	 titular	 de	 datos	 personales	 por	 parte
del	titular	de	datos	personales	o	por	el	encargado	de	datos	personales.
10.	 Otros	 establecidos	 por	 ley,	 o	 por	 el	 reglamento	 otorgado	 de
conformidad	con	la	presente	ley.
Ley	29733.
ART.	 15.—Flujo	 transfronterizo	 de	 datos	 personales.	 El	 titular	 y	 el
encargado	 del	 banco	 de	 datos	 personales	 deben	 realizar	 el	 flujo
transfronterizo	 de	 datos	 personales	 solo	 si	 el	 país	 destinatario	 mantiene
niveles	de	protección	adecuados	conforme	a	la	presente	ley.
En	 caso	de	que	el	 país	destinatario	no	 cuente	 con	un	nivel	de	protección
adecuado,	 el	 emisor	 del	 flujo	 transfronterizo	 de	 datos	 personales	 debe
garantizar	que	el	tratamiento	de	los	datos	personales	se	efectúe	conforme	a
lo	dispuesto	por	la	presente	ley.
No	se	aplica	lo	dispuesto	en	el	segundo	párrafo	en	los	siguientes	casos:
1.	Acuerdos	en	el	marco	de	tratados	internacionales	sobre	la	materia	en	los
cuales	la	República	del	Perú	sea	parte.
2.	Cooperación	judicial	internacional.
3.	Cooperación	internacional	entre	organismos	de	inteligencia	para	la	lucha
contra	el	terrorismo,	tráfico	ilícito	de	drogas,	lavado	de	activos,	corrupción,
trata	de	personas	y	otras	formas	de	criminalidad	organizada.
4.	 Cuando	 los	 datos	 personales	 sean	 necesarios	 para	 la	 ejecución	 de	 una
relación	 contractual	 en	 la	 que	 el	 titular	 de	 datos	 personales	 sea	 parte,
incluyendo	lo	necesario	para	actividades	como	la	autentificación	de	usuario,
mejora	y	soporte	del	servicio,	monitoreo	de	la	calidad	del	servicio,	soporte
para	el	mantenimiento	y	facturación	de	la	cuenta	y	aquellas	actividades	que
el	manejo	de	la	relación	contractual	requiera.
5.	Cuando	se	trate	de	transferencias	bancarias	o	bursátiles,	en	lo	relativo	a
las	transacciones	respectivas	y	conforme	a	la	ley	aplicable.
6.	 Cuando	 el	 flujo	 transfronterizo	 de	 datos	 personales	 se	 realice	 para	 la
protección,	prevención,	diagnóstico	o	tratamiento	médico	o	quirúrgico	de	su
titular;	 o	 cuando	 sea	 necesario	 para	 la	 realización	 de	 estudios
epidemiológicos	 o	 análogos,	 en	 tanto	 se	 apliquen	 procedimientos	 de
disociación	adecuados.
7.	Cuando	el	 titular	de	 los	datos	personales	haya	dado	su	consentimiento
previo,	informado,	expreso	e	inequívoco.
8.	Otros	que	establezca	el	reglamento	de	la	presente	ley,	con	sujeción	a	lo
dispuesto	en	el	artículo	12.
Ley	29733.
ART.	 16.—Seguridad	 del	 tratamiento	 de	 datos	 personales.	 Para	 fines
del	tratamiento	de	datos	personales,	el	titular	del	banco	de	datos	personales
debe	 adoptar	medidas	 técnicas,	 organizativas	 y	 legales	 que	 garanticen	 su
seguridad	 y	 eviten	 su	 alteración,	 pérdida,	 tratamiento	 o	 acceso	 no
autorizado.
Los	 requisitos	 y	 condiciones	 que	 deben	 reunir	 los	 bancos	 de	 datos
personales	 en	 materia	 de	 seguridad	 son	 establecidos	 por	 la	 Autoridad
Nacional	 de	 Protección	 de	 Datos	 Personales,	 salvo	 la	 existencia	 de
disposiciones	especiales	contenidas	en	otras	leyes.
Queda	 prohibido	 el	 tratamiento	 de	 datos	 personales	 en	 bancos	 de	 datos
que	no	reúnan	los	requisitos	y	las	condiciones	de	seguridad	a	que	se	refiere
este	artículo.
Ley	29733.
ART.	17.—Confidencialidad	de	datos	personales.	El	titular	del	banco	de
datos	personales,	el	encargado	y	quienes	intervengan	en	cualquier	parte	de
su	 tratamiento	están	obligados	a	 guardar	 confidencialidad	 respecto	de	 los
mismos	 y	 de	 sus	 antecedentes.	 Esta	 obligación	 subsiste	 aun	 después	 de
finalizadas	las	relaciones	con	el	titular	del	banco	de	datos	personales.
El	obligado	puede	ser	relevado	de	la	obligación	de	confidencialidad	cuando
medie	 consentimiento	 previo,	 informado,	 expreso	 e	 inequívoco	 del	 titular
de	 los	 datos	 personales,	 resolución	 judicial	 consentida	 o	 ejecutoriada,	 o
cuando	medien	razones	fundadas	relativas	a	la	defensa	nacional,	seguridad
pública	o	 la	sanidad	pública,	sin	perjuicio	del	derecho	a	guardar	el	secreto
profesional.
Ley	29733.
ART.	18.—Derecho	de	 información	del	 titular	de	datos	personales.	El
titular	 de	 datos	 personales	 tiene	 derecho	 a	 ser	 informado	 en	 forma
detallada,	sencilla,	expresa,	inequívoca	y	de	manera	previa	a	su	recopilación,
sobre	la	finalidad	para	la	que	sus	datos	personales	serán	tratados;	quiénes
son	o	pueden	ser	sus	destinatarios,	la	existencia	del	banco	de	datos	en	que
se	almacenarán,	así	como	la	 identidad	y	domicilio	de	su	titular	y,	de	ser	el
caso,	 del	 encargado	 del	 tratamiento	 de	 sus	 datos	 personales;	 el	 carácter
obligatorio	 o	 facultativo	 de	 sus	 respuestas	 al	 cuestionario	 que	 se	 le
proponga,	en	especial	en	cuanto	a	los	datos	sensibles;	la	transferencia	de	los
datos	personales;	las	consecuencias	de	proporcionar	sus	datos	personales	y
de	su	negativa	a	hacerlo;	el	 tiempo	durante	el	cual	se	conserven	sus	datos
personales;	y	 la	posibilidad	de	ejercer	los	derechos	que	la	 ley	le	concede	y
los	medios	previstos	para	ello.
Si	 los	 datos	 personales	 son	 recogidos	 en	 línea	 a	 través	 de	 redes	 de
comunicaciones	electrónicas,	 las	obligaciones	del	presente	artículo	pueden
satisfacerse	 mediante	 la	 publicación	 de	 políticas	 de	 privacidad,	 las	 que
deben	ser	fácilmente	accesibles	e	identificables.
Ley	29733.
ART.	19.—Derecho	de	acceso	del	titular	de	datos	personales.	El	 titular
de	 datos	 personales	 tiene	 derecho	 a	 obtener	 la	 información	 que	 sobre	 sí
mismo	 sea	 objeto	 de	 tratamiento	 en	 bancos	 de	 datos	 de	 administración
pública	o	privada,	la	forma	en	que	sus	datos	fueron	recopilados,	las	razones
que	 motivaron	 su	 recopilación	 y	 a	 solicitud	 de	 quién	 se	 realizó	 la
recopilación,	 así	 como	 las	 transferencias	 realizadas	o	que	 se	prevén	hacer
de	ellos.
Ley	29733.
ART.	 20.—Derecho	 de	 actualización,	 inclusión,	 rectificación	 y
supresión.	El	 titular	de	datos	personales	 tiene	derecho	a	 la	 actualización,
inclusión,	 rectificación	 y	 supresión	 de	 sus	 datos	 personales	 materia	 de
tratamiento,	cuando	estos	sean	parcial	o	totalmente	inexactos,	incompletos,
cuando	 se	 hubiere	 advertido	 omisión,	 error	 o	 falsedad,	 cuando	 hayan
dejado	de	ser	necesarios	o	pertinentes	a	la	finalidad	para	la	cual	hayan	sido
recopilados	 o	 cuando	 hubiera	 vencido	 el	 plazo	 establecido	 para	 su
tratamiento.
Si	 sus	 datos	 personales	 hubieran	 sido	 transferidos	 previamente,	 el
encargado	del	banco	de	datos	personales	debe	comunicar	 la	actualización,
inclusión,	 rectificación	 o	 supresión	 a	 quienes	 se	 hayan	 transferido,	 en	 el
caso	que	se	mantenga	el	 tratamiento	por	este	último,	quien	debe	 también
proceder	 a	 la	 actualización,	 inclusión,	 rectificación	 o	 supresión,	 según
corresponda.
Durante	el	proceso	de	actualización,	inclusión,	rectificación	o	supresión	de
datos	 personales,	 el	 encargado	 del	 banco	 de	 datos	 personales	 dispone	 su
bloqueo,	 quedando	 impedido	 de	 permitir	 que	 terceros	 accedan	 a	 ellos.
Dicho	bloqueo	no	es	aplicable	a	las	entidades	públicas	que	requieren	de	tal
información	para	el	adecuado	ejercicio	de	sus	competencias,	según	ley,	 las
que	 deben	 informar	 que	 se	 encuentra	 en	 trámite	 cualquiera	 de	 los
mencionados	procesos.
La	 supresión	 de	 datos	 personales	 contenidos	 en	 bancos	 de	 datos
personales	de	administración	pública	se	sujeta	a	lo	dispuesto	en	el	artículo
21	 del	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 27806,	 Ley	 de	 Transparencia	 y
Acceso	a	la	Información	Pública,	o	la	que	haga	sus	veces.
Ley	29733.
ART.	 21.—Derecho	 a	 impedir	 el	 suministro.	 El	 titular	 de	 datos
personales	 tiene	 derecho	 a	 impedir	 que	 estos	 sean	 suministrados,
especialmente	cuando	ello	afecte	sus	derechos	fundamentales.	El	derecho	a
impedir	el	suministro	no	aplica	para	la	relación	entre	el	titular	del	banco	de
datos	 personales	 y	 el	 encargado	 del	 banco	 de	 datos	 personales	 para	 los
efectos	del	tratamiento	de	estos.
Ley	29733.
ART.	22.—Derecho	de	oposición.	Siempre	que,	por	ley,	no	se	disponga	lo
contrario	y	cuando	no	hubiera	prestado	consentimiento,	el	titular	de	datos
personales	 puede	 oponerse	 a	 su	 tratamiento	 cuando	 existan	 motivos
fundados	y	legítimos	relativos	a	una	concreta	situación	personal.	En	caso	de
oposición	justificada,	el	titular	o	el	encargado	del	banco	de	datos	personales,
según	corresponda,	debe	proceder	a	su	supresión,	conforme	a	ley.
Ley	29733.
ART.	23.—Derecho	al	tratamiento	objetivo.	El	titular	de	datos	personales
tiene	derecho	a	no	verse	sometido	a	una	decisión	con	efectos	jurídicos	sobre
él	 o	 que	 le	 afecte	 de	 manera	 significativa,	 sustentada	 únicamente	 en	 un
tratamiento	de	datos	personales	destinado	a	evaluar	determinados	aspectos
de	 su	 personalidad	 o	 conducta,	 salvo	 que	 ello	 ocurra	 en	 el	 marco	 de	 la
negociación,	 celebración	 o	 ejecución	 de	 un	 contrato	 o	 en	 los	 casos	 de
evaluación	con	 fines	de	 incorporación	a	una	entidad	pública,	de	acuerdo	a
ley,	 sin	 perjuicio	 de	 la	 posibilidad	 de	 defender	 su	 punto	 de	 vista,	 para
salvaguardar	su	legítimo	interés.
Ley	29733.
ART.	24.—Derecho	a	la	tutela.	En	caso	de	que	el	titular	o	el	encargado	del
banco	de	datos	personales	deniegue	al	 titular	de	datos	personales,	 total	 o
parcialmente,	 el	 ejercicio	 de	 los	 derechos	 establecidos	 en	 esta	 ley,	 este
puede	 recurrir	 ante	 la	 Autoridad	 Nacional	 de	 Protección	 de	 Datos
Personales	en	vía	de	reclamación	o	al	Poder	 Judicial	para	 los	efectos	de	 la
correspondiente	acción	de	hábeas	data.
El	 procedimiento	 a	 seguir	 ante	 la	 Autoridad	 Nacional	 de	 Protección	 de
Datos	Personales	se	sujeta	a	lo	dispuesto	en	los	artículos	219	y	siguientes	de
la	Ley	27444,	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General,	o	la	que	haga
sus	veces.
La	resolución	de	la	Autoridad	Nacional	de	Protección	de	Datos	Personales
agota	 la	 vía	 administrativa	 y	 habilita	 la	 imposición	 de	 las	 sanciones
administrativas	 previstas	 en	 el	 artículo	 39.	 El	 reglamento	 determina	 las
instancias	correspondientes.
Contra	 las	 resoluciones	 de	 la	 Autoridad	Nacional	 de	 Protección	 de	Datos
Personales	procede	la	acción	contencioso-administrativa.
Ley	29733.
ART.	25.—Derecho	a	ser	indemnizado.	El	titular	de	datos	personales	que
sea	 afectado	 a	 consecuencia	 del	 incumplimiento	 de	 la	 presente	 ley	 por	 el
titular	 o	 por	 el	 encargado	 del	 banco	 de	 datos	 personales	 o	 por	 terceros,
tiene	derecho	a	obtener	la	indemnización	correspondiente,	conforme	a	ley.
Ley	29733.
ART.	 26.—Contraprestación.	 La	 contraprestación	 que	 debe	 abonar	 el
titular	de	datos	personales	por	el	ejercicio	de	los	derechos	contemplados	en
los	 artículos	 19,	 20,	 21,	 22	 y	 23	 ante	 los	 bancos	 de	 datos	 personales	 de
administración	 pública	 se	 sujeta	 a	 las	 disposiciones	 previstas	 en	 la	 Ley
27444,	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General.
Ante	los	bancos	de	datos	personales	de	administración	privada,	el	ejercicio
de	 los	 derechos	 mencionados	 se	 sujeta	 a	 lo	 dispuesto	 por	 las	 normas
especiales	sobre	la	materia.
Ley	29733.
ART.	27.—Limitaciones.	Los	titulares	y	encargados	de	los	bancos	de	datos
personales	 de	 administración	 pública	 pueden	 denegar	 el	 ejercicio	 de	 los
derechos	 de	 acceso,	 supresión	 y	 oposición	 por	 razones	 fundadas	 en	 la
protección	 de	 derechos	 e	 intereses	 de	 terceros	 o	 cuando	 ello	 pueda
obstaculizar	actuaciones	 judiciales	o	administrativas	en	curso	vinculadas	a
la	 investigación	 sobre	 el	 cumplimiento	 de	 obligaciones	 tributarias	 o
previsionales,	 a	 las	 investigaciones	 penales	 sobre	 la	 comisión	 de	 faltas	 o
delitos,	 al	 desarrollo	 de	 funciones	 de	 control	 de	 la	 salud	 y	 del	 medio
ambiente,	a	 la	verificación	de	 infracciones	administrativas,	o	cuando	así	 lo
disponga	la	ley.
Ley	29733.
ART.	 28.—Obligaciones.	 El	 titular	 y	 el	 encargado	 del	 banco	 de	 datos
personales,	según	sea	el	caso,	tienen	las	siguientes	obligaciones:
1.	Efectuar	el	tratamiento	de	datos	personales,	solo	previo	consentimiento
informado,	 expreso	 e	 inequívoco	del	 titular	 de	 los	 datos	 personales,	 salvo
ley	autoritativa,	con	excepción	de	 los	supuestos	consignados	en	el	artículo
14	de	la	presente	ley.
2.	 No	 recopilar	 datos	 personales	 por	 medios	 fraudulentos,	 desleales	 o
ilícitos.
3.	 Recopilar	 datos	 personales	 que	 sean	 actualizados,	 necesarios,
pertinentes	y	adecuados,	con	relación	a	finalidades	determinadas,	explícitas
y	lícitas	para	las	que	se	hayan	obtenido.
4.	No	utilizar	 los	datos	personales	objeto	de	 tratamiento	para	 finalidades
distintas	 de	 aquellas	 que	 motivaron	 su	 recopilación,	 salvo	 que	 medie
procedimiento	de	anonimización	o	disociación.
5.	Almacenar	los	datos	personales	de	manera	que	se	posibilite	el	ejercicio
de	los	derechos	de	su	titular.
6.	Suprimir	y	sustituir	o,	en	su	caso,	completar	los	datos	personales	objeto
de	 tratamiento	 cuando	 tenga	 conocimiento	 de	 su	 carácter	 inexacto	 o
incompleto,	sin	perjuicio	de	los	derechos	del	titular	al	respecto.
7.	 Suprimir	 los	 datos	 personales	 objeto	 de	 tratamiento	 cuando	 hayan
dejado	de	ser	necesarios	o	pertinentes	a	 la	 finalidad	para	 la	cual	hubiesen
sido	recopilados	o	hubiese	vencido	el	plazo	para	su	tratamiento,	salvo	que
medie	procedimiento	de	anonimización	o	disociación.
8.	Proporcionar	a	la	Autoridad	Nacional	de	Protección	de	Datos	Personales
la	 información	 relativa	 al	 tratamiento	 de	 datos	 personales	 que	 esta	 le
requiera	 y	 permitirle	 el	 acceso	 a	 los	 bancos	 de	 datos	 personales	 que
administra,	 para	 el	 ejercicio	 de	 sus	 funciones,	 en	 el	 marco	 de	 un
procedimiento	administrativo	en	curso	solicitado	por	la	parte	afectada.
9.	Otras	establecidas	en	esta	ley	y	en	su	reglamento.
Ley	29733.
ART.	 29.—Creación,	 modificación	 o	 cancelación	 de	 bancos	 de	 datos
personales.	 La	 creación,	 modificación	 o	 cancelación	 de	 bancos	 de	 datos
personales	 de	 administración	 pública	 y	 de	 administración	 privada	 se
sujetan	 a	 lo	 que	 establezca	 el	 reglamento,	 salvo	 la	 existencia	 de
disposiciones	 especiales	 contenidas	 en	 otras	 leyes.	 En	 todo	 caso,	 se
garantiza	 la	 publicidad	 sobre	 su	 existencia,	 finalidad,	 identidad	 y	 el
domicilio	de	su	titular	y,	de	ser	el	caso,	de	su	encargado.
Ley	29733.
ART.	30.—Prestación	de	servicios	de	tratamiento	de	datos	personales.
Cuando,	 por	 cuenta	 de	 terceros,	 se	 presten	 servicios	 de	 tratamiento	 de
datos	personales,	estos	no	pueden	aplicarse	o	utilizarse	con	un	fin	distinto
al	que	figura	en	el	contrato	o	convenio	celebrado	ni	ser	transferidos	a	otras
personas,	ni	aun	para	su	conservación.
Una	vez	ejecutada	la	prestación	materia	del	contrato	o	del	convenio,	según
el	 caso,	 los	 datos	 personales	 tratados	 deben	 ser	 suprimidos,	 salvo	 que
medie	autorización	expresa	de	aquel	por	 cuenta	de	quien	se	prestan	 tales
servicios	 cuando	 razonablemente	 se	 presuma	 la	 posibilidad	 de	 ulteriores
encargos,	en	cuyo	caso	se	pueden	conservar	con	las	debidas	condiciones	de
seguridad,	hasta	por	el	plazo	que	determine	el	reglamento	de	esta	ley.
Ley	29733.
ART.	 31.—Códigos	 de	 conducta.	 Las	 entidades	 representativas	 de	 los
titulares	 o	 encargados	 de	 bancos	 de	 datos	 personales	 de	 administración
privada	pueden	elaborar	códigos	de	conducta	que	establezcan	normas	para
el	 tratamiento	 de	 datos	 personales	 que	 tiendan	 a	 asegurar	 y	 mejorar	 las
condiciones	de	operación	de	los	sistemas	de	información	en	función	de	los
principios	rectores	establecidos	en	esta	ley.
Ley	29733.
ART.	 32.—Órgano	 competente	 y	 régimen	 jurídico.	 El	 Ministerio	 de
Justicia,	 a	 través	 de	 la	 Dirección	 Nacional	 de	 Justicia,	 es	 la	 Autoridad
Nacional	de	Protección	de	Datos	Personales.	Para	el	 adecuado	desempeño
de	sus	funciones,	puede	crear	oficinas	en	todo	el	país.
La	 Autoridad	 Nacional	 de	 Protección	 de	 Datos	 Personales	 se	 rige	 por	 lo
dispuesto	 en	 esta	 ley,	 en	 su	 reglamento	 y	 en	 los	 artículos	 pertinentes	 del
Reglamento	de	Organización	y	Funciones	del	Ministerio	de	Justicia.
Corresponde	 a	 la	 Autoridad	 Nacional	 de	 Protección	 de	 Datos	 Personales
realizar	 todas	 las	 acciones	 necesarias	 para	 el	 cumplimiento	 del	 objeto	 y
demás	disposiciones	de	la	presente	ley	y	de	su	reglamento.	Para	tal	efecto,
goza	de	potestad	sancionadora,	de	conformidad	con	 la	Ley	27444,	Ley	del
Procedimiento	Administrativo	General,	o	la	que	haga	sus	veces,	así	como	de
potestad	coactiva,	de	conformidad	con	la	Ley	26979,	Ley	de	Procedimiento
de	Ejecución	Coactiva,	o	la	que	haga	sus	veces.
La	Autoridad	Nacional	de	Protección	de	Datos	Personales	debe	presentar
periódicamente	un	informe	sobre	sus	actividades	al	Ministro	de	Justicia.
Para	el	cumplimiento	de	sus	funciones,	la	Autoridad	Nacional	de	Protección
de	 Datos	 Personales	 cuenta	 con	 el	 apoyo	 y	 asesoramiento	 técnico	 de	 la
Oficina	 Nacional	 de	 Gobierno	 Electrónico	 e	 Informática	 (ONGEI)	 de	 la
Presidencia	del	Consejo	de	Ministros,	o	la	que	haga	sus	veces.
Ley	29733.
ART.	33.—Funciones	de	la	Autoridad	Nacional	de	Protección	de	Datos
Personales.	 La	 Autoridad	 Nacional	 de	 Protección	 de	 Datos	 Personales
ejerce	 las	 funciones	administrativas,	orientadoras,	normativas,	 resolutivas,
fiscalizadoras	y	sancionadoras	siguientes:
1.	 Representar	 al	 país	 ante	 las	 instancias	 internacionales	 en	 materia	 de
protección	de	datos	personales.
2.	 Cooperar	 con	 las	 autoridades	 extranjeras	 de	 protección	 de	 datos
personales	 para	 el	 cumplimiento	 de	 sus	 competencias	 y	 generar
mecanismos	de	cooperación	bilateral	y	multilateral	para	asistirse	entre	sí	y
prestarse	debido	auxilio	mutuo	cuando	se	requiera.
3.	Administrar	y	mantener	actualizado	el	Registro	Nacional	de	Protección
de	Datos	Personales.
4.	 Publicitar,	 a	 través	 del	 portal	 institucional,	 la	 relación	 actualizada	 de
bancos	de	datos	personales	de	administración	pública	y	privada.
5.	 Promover	 campañas	 de	 difusión	 y	 promoción	 sobre	 la	 protección	 de
datos	personales.
6.	Promover	y	fortalecer	una	cultura	de	protección	de	los	datos	personales
de	los	niños	y	de	los	adolescentes.
7.	 Coordinar	 la	 inclusión	 de	 información	 sobre	 la	 importancia	 de	 la	 vida
privada	y	de	la	protección	de	datos	personales	en	los	planes	de	estudios	de
todos	 los	 niveles	 educativos	 y	 fomentar,	 asimismo,	 la	 capacitación	 de	 los
docentes	en	estos	temas.
8.	Supervisar	el	cumplimiento	de	las	exigencias	previstas	en	esta	ley,	para
el	flujo	transfronterizo	de	datos	personales.
9.	Emitir	autorizaciones,	 cuando	corresponda,	 conforme	al	 reglamento	de
esta	ley.
10.	Absolver	consultas	sobre	protección	de	datos	personales	y	el	sentido	de
las	 normas	 vigentes	 en	 la	 materia,	 particularmente	 sobre	 las	 que	 ella
hubiera	emitido.
11.	 Emitir	 opinión	 técnica	 respecto	 de	 los	 proyectos	 de	 normas	 que	 se
refieran	total	o	parcialmente	a	los	datos	personales,	la	que	es	vinculante.
12.	Emitir	 las	directivas	que	 correspondan	para	 la	mejor	aplicación	de	 lo
previsto	 en	 esta	 ley	 y	 en	 su	 reglamento,	 especialmente	 en	 materia	 de
seguridad	 de	 los	 bancos	 de	 datos	 personales,	 así	 como	 supervisar	 su
cumplimiento,	en	coordinación	con	los	sectores	involucrados.
13.	Promover	el	uso	de	mecanismos	de	autorregulación	como	instrumento
complementario	de	protección	de	datos	personales.
14.	 Celebrar	 convenios	 de	 cooperación	 interinstitucional	 o	 internacional
con	 la	 finalidad	 de	 velar	 por	 los	 derechos	 de	 las	 personas	 en	materia	 de
protección	 de	 datos	 personales	 que	 son	 tratados	 dentro	 y	 fuera	 del
territorio	nacional.
15.	Atender	solicitudes	de	interés	particular	del	administrado	o	general	de
la	colectividad,	así	como	solicitudes	de	información.
16.	 Conocer,	 instruir	 y	 resolver	 las	 reclamaciones	 formuladas	 por	 los
titulares	 de	 datos	 personales	 por	 la	 vulneración	 de	 los	 derechos	 que	 les
conciernen	y	dictar	 las	medidas	 cautelares	o	 correctivas	que	establezca	el
reglamento.
17.	Velar	por	el	cumplimiento	de	la	legislación	vinculada	con	la	protección
de	datos	personales	y	por	el	respeto	de	sus	principios	rectores.
18.	 En	 el	marco	 de	 un	 procedimiento	 administrativo	 en	 curso,	 solicitado
por	 la	 parte	 afectada,	 obtener	 de	 los	 titulares	 de	 los	 bancos	 de	 datos
personales	la	información	que	estime	necesaria	para	el	cumplimiento	de	las
normas	 sobre	 protección	 de	 datos	 personales	 y	 el	 desempeño	 de	 sus
funciones.
19.	 Supervisar	 la	 sujeción	 del	 tratamiento	 de	 los	 datos	 personales	 que
efectúen	 el	 titular	 y	 el	 encargado	 del	 banco	 de	 datos	 personales	 a	 las
disposiciones	técnicas	que	ella	emita	y,	en	caso	de	contravención,	disponer
las	acciones	que	correspondan	conforme	a	ley.
20.	Iniciar	fiscalizaciones	de	oficio	o	por	denuncia	de	parte	por	presuntos
actos	 contrarios	 a	 lo	 establecido	 en	 la	 presente	 ley	 y	 en	 su	 reglamento	 y
aplicar	las	sanciones	administrativas	correspondientes,	sin	perjuicio	de	las
medidas	cautelares	o	correctivas	que	establezca	el	reglamento.
21.	Las	demás	funciones	que	le	asignen	esta	ley	y	su	reglamento.
Ley	29733.
ART.	34.—Registro	Nacional	de	Protección	de	Datos	Personales.	Créase
el	 Registro	 Nacional	 de	 Protección	 de	 Datos	 Personales	 como	 registro	 de
carácter	administrativo	a	cargo	de	 la	Autoridad	Nacional	de	Protección	de
Datos	Personales,	con	la	finalidad	de	inscribir	en	forma	diferenciada,	a	nivel
nacional,	lo	siguiente:
1.	Los	bancos	de	datos	personales	de	administración	pública	o	privada,	así
como	los	datos	relativos	a	estos	que	sean	necesarios	para	el	ejercicio	de	los
derechos	que	corresponden	a	los	titulares	de	datos	personales,	conforme	a
lo	dispuesto	en	esta	ley	y	en	su	reglamento.
El	ejercicio	de	esta	función	no	posibilita	el	conocimiento	del	contenido	de
los	 bancos	 de	 datos	 personales	 por	 parte	 de	 la	 Autoridad	 Nacional	 de
Protección	 de	 Datos	 Personales,	 salvo	 procedimiento	 administrativo	 en
curso.
2.	Las	autorizaciones	emitidas	conforme	al	reglamento	de	la	presente	ley.
3.	 Las	 sanciones,	 medidas	 cautelares	 o	 correctivas	 impuestas	 por	 la
Autoridad	Nacional	de	Protección	de	Datos	Personales	conforme	a	esta	ley	y
a	su	reglamento.
4.	Los	códigos	de	conducta	de	las	entidades	representativas	de	los	titulares
o	encargados	de	bancos	de	datos	personales	de	administración	privada.
5.	Otros	actos	materia	de	inscripción	conforme	al	reglamento.
Cualquier	persona	puede	 consultar	 en	el	Registro	Nacional	de	Protección
de	 Datos	 Personales	 la	 existencia	 de	 bancos	 de	 datos	 personales,	 sus
finalidades,	 así	 como	 la	 identidad	 y	 domicilio	 de	 sus	 titulares	 y,	 de	 ser	 el
caso,	de	sus	encargados.
Ley	29733.
ART.	 35.—Confidencialidad.	 El	 personal	 de	 la	 Autoridad	 Nacional	 de
Protección	 de	 Datos	 Personales	 está	 sujeto	 a	 la	 obligación	 de	 guardar
confidencialidad	sobre	los	datos	personales	que	conozca	con	motivo	de	sus
funciones.	Esta	obligación	subsiste	aun	después	de	finalizada	toda	relación
con	dicha	autoridad	nacional,	bajo	responsabilidad.
Ley	29733.
ART.	36.—Recursos	de	 la	Autoridad	Nacional	de	Protección	de	Datos
Personales.	Son	recursos	de	la	Autoridad	Nacional	de	Protección	de	Datos
Personales	los	siguientes:
1.	 Las	 tasas	 por	 concepto	 de	 derecho	 de	 trámite	 de	 los	 procedimientos
administrativos	y	servicios	de	su	competencia.
2.	Los	montos	que	recaude	por	concepto	de	multas.
3.	 Los	 recursos	 provenientes	 de	 la	 cooperación	 técnica	 internacional	 no
reembolsable.
4.	Los	legados	y	donaciones	que	reciba.
5.	Los	recursos	que	se	le	transfieran	conforme	a	ley.
Los	recursos	de	 la	Autoridad	Nacional	de	Protección	de	Datos	Personales
son	 destinados	 a	 financiar	 los	 gastos	 necesarios	 para	 el	 desarrollo	 de	 sus
operaciones	y	para	su	funcionamiento.
Ley	29733.
ART.	37.—Procedimiento	sancionador.	El	procedimiento	sancionador	se
inicia	de	oficio,	por	la	Autoridad	Nacional	de	Protección	de	Datos	Personales
o	por	denuncia	de	parte,	ante	la	presunta	comisión	de	actos	contrarios	a	lo
dispuesto	 en	 la	 presente	 ley	 o	 en	 su	 reglamento,	 sin	 perjuicio	 del
procedimiento	seguido	en	el	marco	de	lo	dispuesto	en	el	artículo	24.
Las	 resoluciones	 de	 la	 Autoridad	 Nacional	 de	 Protección	 de	 Datos
Personales	agotan	la	vía	administrativa.
Contra	 las	 resoluciones	 de	 la	 Autoridad	Nacional	 de	 Protección	 de	Datos
Personales	procede	la	acción	contencioso-administrativa.
Ley	29733.
ART.	 38.—Infracciones.	 Constituye	 infracción	 sancionable	 toda	 acción	 u
omisión	que	contravenga	o	incumpla	alguna	de	las	disposiciones	contenidas
en	esta	ley	o	en	su	reglamento.
Las	infracciones	se	califican	como	leves,	graves	y	muy	graves.
1.	Son	infracciones	leves:
a.	Dar	tratamiento	a	datos	personales	sin	recabar	el	consentimiento	de	sus
titulares,	 cuando	 el	mismo	 sea	 necesario	 conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 esta
ley.
b.	No	atender,	impedir	u	obstaculizar	el	ejercicio	de	los	derechos	del	titular
de	datos	personales	reconocidos	en	el	Título	III,	cuando	legalmente	proceda.
c.	Obstruir	el	ejercicio	de	la	función	fiscalizadora	de	la	Autoridad	Nacional
de	Protección	de	Datos	Personales.
2.	Son	infracciones	graves:
a.	 Dar	 tratamiento	 a	 los	 datos	 personales	 contraviniendo	 los	 principios
establecidos	 en	 la	presente	 ley	o	 incumpliendo	 sus	demás	disposiciones	o
las	de	su	reglamento.
b.	Incumplir	la	obligación	de	confidencialidad	establecida	en	el	artículo	17.
c.	No	atender,	impedir	u	obstaculizar,	en	forma	sistemática,	el	ejercicio	de
los	 derechos	 del	 titular	 de	 datos	 personales	 reconocidos	 en	 el	 título	 III,
cuando	legalmente	proceda.
d.	Obstruir,	en	forma	sistemática,	el	ejercicio	de	la	función	fiscalizadora	de
la	Autoridad	Nacional	de	Protección	de	Datos	Personales.
e.	 No	 inscribir	 el	 banco	 de	 datos	 personales	 en	 el	 Registro	 Nacional	 de
Protección	de	Datos	Personales.
3.	Son	infracciones	muy	graves:
a.	 Dar	 tratamiento	 a	 los	 datos	 personales	 contraviniendo	 los	 principios
establecidos	 en	 la	presente	 ley	o	 incumpliendo	 sus	demás	disposiciones	o
las	 de	 su	 reglamento,	 cuando	 con	 ello	 se	 impida	 o	 se	 atente	 contra	 el
ejercicio	de	los	derechos	fundamentales.
b.	 Crear,	 modificar,	 cancelar	 o	mantener	 bancos	 de	 datos	 personales	 sin
cumplir	con	lo	establecido	por	la	presente	ley	o	su	reglamento.
c.	Suministrar	documentos	o	información	falsa	o	incompleta	a	la	Autoridad
Nacional	de	Protección	de	Datos	Personales.
d.	No	cesar	en	el	 tratamiento	 ilícito	de	datos	personales,	cuando	existiese
un	previo	 requerimiento	de	 la	Autoridad	Nacional	de	Protección	de	Datos
Personales	para	ello.
e.	 No	 inscribir	 el	 banco	 de	 datos	 personales	 en	 el	 Registro	 Nacional	 de
Protección	de	Datos	Personales,	no	obstante	haber	sido	requerido	para	ello
por	la	Autoridad	Nacional	de	Protección	de	Datos	Personales.
La	 calificación,	 la	 graduación	 del	 monto	 de	 las	 multas,	 el	 procedimiento
para	su	aplicación	y	otras	tipificaciones	se	efectúan	en	el	reglamento	de	 la
presente	ley.
Ley	29733.
ART.	39.—Sanciones	administrativas.	En	caso	de	violación	de	las	normas
de	 esta	 ley	 o	 de	 su	 reglamento,	 la	 Autoridad	 Nacional	 de	 Protección	 de
Datos	Personales	puede	aplicar	las	siguientes	multas:
1.	Las	infracciones	leves	son	sancionadas	con	una	multa	mínima	desde	cero
coma	cinco	de	una	unidad	impositiva	tributaria	(UIT)	hasta	cinco	unidades
impositivas	tributarias	(UIT).
2.	Las	 infracciones	graves	son	sancionadas	con	multa	desde	más	de	cinco
unidades	 impositivas	 tributarias	 (UIT)	 hasta	 cincuenta	 unidades
impositivas	tributarias	(UIT).
3.	 Las	 infracciones	muy	 graves	 son	 sancionadas	 con	multa	 desde	más	 de
cincuenta	 unidades	 impositivas	 tributarias	 (UIT)	 hasta	 cien	 unidades
impositivas	tributarias	(UIT).
En	ningún	caso,	la	multa	impuesta	puede	exceder	del	diez	por	ciento	de	los
ingresos	brutos	anuales	que	hubiera	percibido	el	presunto	infractor	durante
el	ejercicio	anterior.
La	 Autoridad	 Nacional	 de	 Protección	 de	 Datos	 Personales	 determina	 la
infracción	cometida	y	el	monto	de	la	multa	imponible	mediante	resolución
debidamente	 motivada.	 Para	 la	 graduación	 del	 monto	 de	 las	 multas,	 se
toman	en	cuenta	los	criterios	establecidos	en	el	artículo	230,	numeral	3),	de
la	Ley	27444,	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General,	o	la	que	haga
sus	veces.
La	 imposición	 de	 la	 multa	 se	 efectúa	 sin	 perjuicio	 de	 las	 sanciones
disciplinarias	 sobre	 el	 personal	 de	 las	 entidades	 públicas	 en	 los	 casos	 de
bancos	 de	 datos	 personales	 de	 administración	 pública,	 así	 como	 de	 la
indemnización	 por	 daños	 y	 perjuicios	 y	 de	 las	 sanciones	 penales	 a	 que
hubiera	lugar.
Ley	29733.
ART.	40.—Multas	coercitivas.	En	aplicación	de	lo	dispuesto	en	el	artículo
199	 de	 la	 Ley	 27444,	 Ley	 del	 Procedimiento	 Administrativo	 General,	 o	 la
que	 haga	 sus	 veces,	 la	 Autoridad	 Nacional	 de	 Protección	 de	 Datos
Personales	puede	imponer	multas	coercitivas	por	un	monto	que	no	supere
las	diez	unidades	impositivas	tributarias	(UIT),	frente	al	incumplimiento	de
las	 obligaciones	 accesorias	 a	 la	 sanción,	 impuestas	 en	 el	 procedimiento
sancionador.	Las	multas	coercitivas	se	imponen	una	vez	vencido	el	plazo	de
cumplimiento.
La	imposición	de	las	multas	coercitivas	no	impide	el	ejercicio	de	otro	medio
de	ejecución	 forzosa,	 conforme	a	 lo	dispuesto	en	el	 artículo	196	de	 la	Ley
27444,	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General.
El	reglamento	de	 la	presente	 ley	regula	 lo	concerniente	a	 la	aplicación	de
las	multas	coercitivas.
Ley	29733.
Primera	Disposición	Complementaria	Final.—Reglamento	de	la	 ley.	Para
la	 elaboración	 del	 proyecto	 de	 reglamento,	 se	 constituye	 una	 comisión
multisectorial,	 la	que	es	presidida	por	la	Autoridad	Nacional	de	Protección
de	Datos	Personales.
El	 proyecto	 de	 reglamento	 es	 elaborado	 en	 un	 plazo	 máximo	 de	 ciento
veinte	días	hábiles,	a	partir	de	la	instalación	de	la	comisión	multisectorial,	lo
que	debe	 ocurrir	 en	un	plazo	no	mayor	de	 quince	días	 hábiles,	 contado	 a
partir	del	día	siguiente	de	la	publicación	de	la	presente	ley.
Ley	29733.
Segunda	Disposición	Complementaria	Final.—Directiva	de	seguridad.	La
Autoridad	Nacional	de	Protección	de	Datos	Personales	elabora	 la	directiva
de	 seguridad	 de	 la	 información	 administrada	 por	 los	 bancos	 de	 datos
personales	 en	un	plazo	no	mayor	de	 ciento	 veinte	días	 hábiles,	 contado	 a
partir	del	día	siguiente	de	la	publicación	de	la	presente	ley.
En	tanto	se	apruebe	y	rija	 la	referida	directiva,	se	mantienen	vigentes	 las
disposiciones	sectoriales	sobre	la	materia.
Ley	29733.
Tercera	Disposición	Complementaria	Final.—Adecuación	de	documentos
de	 gestión	 y	 del	 Texto	 Único	 de	 Procedimientos	 Administrativos	 del
Ministerio	de	Justicia.	Estando	a	 la	 creación	de	 la	Autoridad	Nacional	de
Protección	de	Datos	Personales,	en	un	plazo	máximo	de	ciento	veinte	días
hábiles,	 contado	a	partir	del	día	siguiente	de	 la	publicación	de	 la	presente
ley,	 el	Ministerio	de	 Justicia	 elabora	 las	modificaciones	pertinentes	 en	 sus
documentos	 de	 gestión	 y	 en	 su	 Texto	 Único	 de	 Procedimientos
Administrativos.
Ley	29733.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Adecuación	 normativa.
Dentro	 del	 plazo	 de	 sesenta	 días	 hábiles,	 el	 Poder	 Ejecutivo	 remite	 al
Congreso	 de	 la	 República	 un	 proyecto	 de	 ley	 que	 contenga	 las
modificaciones	necesarias	a	las	leyes	existentes	a	efectos	de	su	adecuación	a
la	presente	ley.
Para	 las	 normas	 de	 rango	 inferior,	 las	 entidades	 públicas	 competentes
revisan	la	normativa	correspondiente	y	elaboran	las	propuestas	necesarias
para	su	adecuación	a	lo	dispuesto	en	esta	ley.
En	 ambos	 casos	 se	 requiere	 la	 opinión	 técnica	 favorable	 previa	 de	 la
Autoridad	Nacional	de	Protección	de	Datos	Personales,	de	conformidad	con
el	artículo	33	numeral	11.
Ley	29733.
Quinta	Disposición	Complementaria	Final.—Bancos	de	datos	personales
preexistentes.	Los	bancos	de	datos	personales	creados	con	anterioridad	a
la	presente	ley	y	sus	respectivos	reglamentos	deben	adecuarse	a	esta	norma
dentro	 del	 plazo	 que	 establezca	 el	 reglamento.	 Sin	 perjuicio	 de	 ello,	 sus
titulares	 deben	 declararlos	 ante	 la	 Autoridad	 Nacional	 de	 Protección	 de
Datos	Personales,	con	sujeción	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	29.
Ley	29733.
Sexta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Hábeas	 data.	 Las	 normas
establecidas	 en	 el	 Código	 Procesal	 Constitucional	 sobre	 el	 proceso	 de
hábeas	data	se	aplican	en	el	ámbito	constitucional,	independientemente	del
ámbito	 administrativo	 materia	 de	 la	 presente	 ley.	 El	 procedimiento
administrativo	establecido	en	la	presente	ley	no	constituye	vía	previa	para
el	ejercicio	del	derecho	vía	proceso	constitucional.
Ley	29733.
Sétima	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Competencias	 del	 Instituto
Nacional	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la	 Protección	 de	 la
Propiedad	Intelectual	(Indecopi).	La	Autoridad	Nacional	de	Protección	de
Datos	 Personales	 es	 competente	 para	 salvaguardar	 los	 derechos	 de	 los
titulares	 de	 la	 información	 administrada	 por	 las	 Centrales	 Privadas	 de
Información	 de	 Riesgos	 (Cepirs)	 o	 similares	 conforme	 a	 los	 términos
establecidos	en	la	presente	ley.
Sin	 perjuicio	 de	 ello,	 en	 materia	 de	 infracción	 a	 los	 derechos	 de	 los
consumidores	 en	 general	 mediante	 la	 prestación	 de	 los	 servicios	 e
información	 brindados	 por	 las	 Cepirs	 o	 similares,	 en	 el	 marco	 de	 las
relaciones	 de	 consumo,	 son	 aplicables	 las	 normas	 sobre	 protección	 al
consumidor,	 siendo	 el	 ente	 competente	 de	manera	 exclusiva	 y	 excluyente
para	 la	 supervisión	 de	 su	 cumplimiento	 la	 Comisión	 de	 Protección	 al
Consumidor	 del	 Instituto	 Nacional	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la
Protección	de	 la	Propiedad	Intelectual	 (Indecopi),	 la	que	debe	velar	por	 la
idoneidad	de	los	bienes	y	servicios	en	función	de	la	información	brindada	a
los	consumidores.
Ley	29733.
Octava	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Información	 sensible.	 Para
los	 efectos	 de	 lo	 dispuesto	 en	 la	 Ley	 27489,	 Ley	 que	Regula	 las	 Centrales
Privadas	 de	 Información	 de	 Riesgos	 y	 de	 Protección	 al	 Titular	 de	 la
Información,	 se	 entiende	 por	 información	 sensible	 la	 definida	 como	 dato
sensible	por	la	presente	ley.
Igualmente,	 precísase	 que	 la	 información	 confidencial	 a	 que	 se	 refiere	 el
numeral	5)	del	artículo	17	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	28706,	Ley
de	 Transparencia	 y	 Acceso	 a	 la	 Información	 Pública,	 constituye	 dato
sensible	conforme	a	los	alcances	de	esta	ley.
Ley	29733.
Novena	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Inafectación	 de	 facultades
de	 la	 administración	 tributaria.	 Lo	 dispuesto	 en	 la	 presente	 ley	 no	 se
debe	 interpretar	 en	 detrimento	 de	 las	 facultades	 de	 la	 administración
tributaria	respecto	de	la	información	que	obre	y	requiera	para	sus	registros,
o	para	el	cumplimiento	de	sus	funciones.
Ley	29733.
Décima	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Financiamiento.	 La
realización	de	las	acciones	necesarias	para	la	aplicación	de	la	presente	ley	se
ejecuta	 con	 cargo	 al	 presupuesto	 institucional	 del	 pliego	 Ministerio	 de
Justicia	 y	 de	 los	 recursos	 a	 los	 que	 hace	 referencia	 el	 artículo	 36,	 sin
demandar	recursos	adicionales	al	Tesoro	Público.
Ley	29733.
Duodécima	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Vigencia	 de	 la	 ley.	 La
presente	ley	entra	en	vigencia	conforme	a	lo	siguiente:
1.	 Las	 disposiciones	 previstas	 en	 el	 Título	 II,	 en	 el	 primer	 párrafo	 del
artículo	 32	 y	 en	 las	 primera,	 segunda,	 tercera,	 cuarta,	 novena	 y	 décima
disposiciones	complementarias	finales	rigen	a	partir	del	día	siguiente	de	la
publicación	de	esta	ley.
2.	Las	demás	disposiciones	rigen	en	el	plazo	de	treinta	días	hábiles,	contado
a	partir	de	la	publicación	del	reglamento	de	la	presente	ley.
JURISPRUDENCIA.—Derecho	a	la	intimidad	protege	derecho	a	la	vida
privada.	“(...)	El	derecho	a	la	intimidad	protege	el	derecho	a	la	vida	privada,
esto	es,	el	poder	jurídico	de	rechazar	intromisiones	ilegítimas	en	la	vida
íntima	o	familiar	de	las	personas;	mientras	que	el	derecho	a	la
autodeterminación	informativa	garantiza	la	facultad	de	todo	individuo	de
poder	preservarla	controlando	el	registro,	uso	y	revelación	de	los	datos	que	les
conciernen	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	1797-2002-HD/TC,	ene.	29/2003.	Pres.	Alva
Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—El	derecho	de	información	tiene	relevancia	jurídica
sólo	en	los	límites	de	la	utilidad	social	y	de	la	esencialidad	y	modales
civilizados	de	la	noticia.	“(…)	la	difusión	televisiva	de	las	escenas	sexuales
íntimas	de	la	agraviada,	no	estaban	de	ningún	modo	justificadas	por	una
exigencia	informativa,	en	cuanto	se	estima	que	el	derecho	de	información
tiene	relevancia	jurídica	solamente	en	los	límites	de	la	utilidad	social	y	de	la
esencialidad	y	modales	civilizados	de	la	noticia.	Con	tales	parámetros	no	se
trata	de	‘bloquear’	la	expresión	de	la	libertad	fundamental	de	la	información,
sino	por	el	contrario,	apoyados	en	el	código	deontológico	de	los	periodistas,
hacer	que	ella	se	desenvuelva	según	las	características	que	le	son	propias,
actuando	así	el	balance	de	los	intereses	contrapuestos.	(…)	La	doctrina
informa	además	que,	el	derecho	de	información	no	es	absoluto,	pues	ningún
derecho	lo	es,	y	ha	de	coexistir	–pacíficamente–	con	otros	derechos
fundamentales.	(…)	cuando	del	ejercicio	de	tales	libertades	resulten	afectados
la	intimidad	y	honor	de	las	personas,	nos	encontramos	ante	un	conflicto	de
derechos,	ambos	de	rango	fundamental,	que	para	resolverlo	deberá	recurrirse
a	los	baremos	siguientes:	a)	la	no	existencia	de	derechos	fundamentales
absolutos,	ni	de	límites	absolutos	a	éstos,	b)	la	delimitación	de	los	derechos
enfrentados,	distinguiendo	entre	la	libertad	de	información	y	de	expresión,	por
un	lado,	y	el	derecho	a	la	intimidad	personal,	por	otro,	c)	la	importancia	de	los
criterios	de	ponderación	y,	d)	la	especial	consideración	de	penetrar,	dolosa	y
abusivamente,	en	la	intimidad	personal.	(…)	La	jurisprudencia	constitucional
española	tiene	por	ejemplo	establecido	que,	la	imputación	de	un	hecho
verdadero,	ausente	de	todo	interés	público,	supone	la	intromisión	en	la
intimidad	de	una	persona	privada,	por	no	estar	amparada	por	el	derecho	a	la
libertad	de	información	veraz	sobre	hechos	noticiables	con	relevancia	pública.
Por	tales	fundamentos,	se	declara	improcedente	la	denuncia	por	supuesta
violación	a	la	libertad	de	información	y	al	principio	de	legalidad	que
denuncian	los	impugnantes.	(CS.	R.N.	N°	3301-04,	abr.	28/2005.	S.S.	Gonzales
Campos	)
JURISPRUDENCIA.—Las	actividades	que	una	persona	realiza	en	la
habitación	de	un	hotel	están	protegidas	por	el	derecho	a	la
inviolabilidad	de	domicilio	y	por	la	intimidad.	“Como	el	Tribunal
Constitucional	ya	ha	señalado,	las	actividades	realizadas	por	una	persona	en
la	habitación	de	un	hotel	se	encuentran	protegidas	por	el	derecho	a	la
inviolabilidad	de	domicilio	(STC	6712-2005-HC/TC,	fundamento	43).	Del
mismo	modo,	y	al	margen	de	que	la	grabación	se	había	efectuado	irrumpiendo
abruptamente	en	la	habitación	del	hotel	donde	se	encontraban	los
recurrentes,	la	referida	grabación	también	suponía	la	violación	del	derecho	a
la	intimidad	de	los	recurrentes,	dado	que	suponía	el	ingreso	y	la	captación	de
imágenes	en	un	espacio	donde	se	llevan	a	cabo	actividades	evidentemente
íntimas	de	la	persona;	por	lo	que,	al	margen	de	que	se	denuncie	la	comisión	de
una	falta	administrativa	derivada	de	los	hechos	llevados	a	cabo	en	dicha
habitación,	la	captación	de	escenas	íntimas	y	su	difusión	a	través	del	correo
institucional	del	Ministerio	Público	han	supuesto	una	invasión	injustificada	de
la	intimidad	de	los	recurrentes.	Si	bien	el	órgano	emplazado	ha	dispuesto	el
archivamiento	del	procedimiento	disciplinario	seguido	de	oficio	contra	los
recurrentes,	mediante	Resolución	14-2011-MP-ODCI-Puno,	aceptando	que	el
video	que	sustenta	la	denuncia	es	ilícito,	pues	se	ha	obtenido	con	violación	del
derecho	a	la	intimidad,	dicha	decisión	posterior	no	enerva	el	hecho	de	que	la
violación	del	derecho	a	la	intimidad	y	a	la	inviolabilidad	de	domicilio	se
produjo	con	la	apertura	misma	del	proceso	disciplinario,	dado	que	se
sustentaba	exclusivamente	en	la	existencia	de	una	prueba	ilícita	que	no	podía
producir	efecto	legal	alguno”.	(T.	C.,	Exp.	03485-2012-PA/TC,	mar.	10/2016.	S.
S.	Blume	Fortini)
DOCTRINA.—El	 derecho	 a	 la	 intimidad.	 “(...)	 3.	 Como	 se	 acaba	 de
recordar	 (…)	 los	 derechos	 al	 honor,	 a	 la	 intimidad	 y	 a	 la	 propia	 imagen,
consagrados	en	el	Art.	18.1	de	la	Constitución,	(Véase	en	Perú	Art.	2°	inciso	7
de	 la	 Constitución	 Política)	 a	 pesar	 de	 su	 estrecha	 relación	 en	 tanto	 que
derechos	de	la	personalidad,	derivados	de	la	dignidad	humana	y	dirigidos	a
la	protección	del	patrimonio	moral	de	las	personas,	tienen,	no	obstante,	un
contenido	 propio	 y	 específico.	 Esto	 significa,	 a	 los	 efectos	 que	 aquí
interesan,	 que	 mediante	 la	 captación	 y	 reproducción	 gráfica	 de	 una
determinada	 imagen	 de	 una	 persona	 se	 puede	 vulnerar	 su	 derecho	 a	 la
intimidad	sin	lesionar	el	derecho	a	la	propia	imagen,	lo	que	sucederá	en	los
casos	en	los	que	mediante	las	mismas	se	invada	la	intimidad	pero	la	persona
afectada	no	 resulte	 identificada	a	 través	de	 sus	 rasgos	 físicos;	 en	 segundo
lugar,	también	puede	vulnerarse	el	derecho	a	la	propia	imagen	sin	conculcar
el	 derecho	 a	 la	 intimidad,	 supuesto	 éste	 que	 se	 producirá	 cuando	 las
imágenes	 permitan	 la	 identificación	 de	 la	 persona	 fotografiada,	 pero	 no
entrañen	una	intromisión	en	su	intimidad;	y,	finalmente,	puede	suceder	que
una	imagen	lesione	al	mismo	tiempo	ambos	derechos,	lo	que	ocurriría	en	los
casos	en	los	que	revele	la	intimidad	personal	y	familiar	y	permita	identificar
a	la	persona	fotografiada.
(…).
Esta	 constatación	 lleva	a	 afirmar,	 en	 cuanto	al	 canon	de	enjuiciamiento	a
aplicar,	 que,	 cuando	 se	 denuncia	 que	 una	 determinada	 imagen	 gráfica	 ha
vulnerado	 dos	 o	 más	 derechos	 del	 Art.	 18.1	 CE,	 deberán	 enjuiciarse	 por
separado	 esas	 pretensiones,	 examinando	 respecto	 de	 cada	 derecho	 si	 ha
existido	 una	 intromisión	 en	 su	 contenido	 y	 posteriormente	 si,	 a	 pesar	 de
ello,	 esa	 intromisión	 resulta	 o	 no	 justificada	 por	 la	 existencia	 de	 otros
derechos	 o	 bienes	 constitucionales	 más	 dignos	 de	 protección	 dadas	 las
circunstancias	del	caso.	Sin	embargo,	en	supuestos	como	el	presente,	en	los
que	se	denuncia	la	vulneración,	a	través	de	unas	mismas	fotografías,	de	los
derechos	a	 la	 intimidad	personal	y	a	 la	propia	 imagen,	debe	advertirse	de
entrada	que	si	se	constata	una	vulneración	del	derecho	a	la	 intimidad	y,	al
mismo	tiempo,	una	intromisión	ilegítima	en	el	derecho	a	la	propia	imagen,
no	 será	 necesario	 indagar	 si	 respecto	 de	 esta	 injerencia	 existen	 causas
justificativas	–relacionadas	con	la	accesoriedad	del	reportaje	respecto	de	la
noticia,	el	carácter	público	de	la	persona	afectada,	etc.–,	ya	que	la	captación
y	 difusión	 inconsentida	 de	 la	 imagen	 de	 una	 persona	 que	 permita	 su
identificación	y	al	mismo	tiempo	suponga	una	vulneración	de	 la	 intimidad
personal	o	familiar	entraña	en	sí	misma	una	lesión	del	derecho	a	la	propia
imagen.	(…).
4.	 (…)	 Conviene	 señalar	 también	 que	 dentro	 del	 ámbito	 del	 derecho	 a	 la
intimidad	personal	 hay	que	 incluir	 el	 derecho	 a	 la	 intimidad	 corporal	 (…)
quedando	de	 este	modo	protegido	por	 el	 ordenamiento	 el	 sentimiento	de
pudor	personal	en	tanto	responda	a	estimaciones	y	criterios	arraigados	en
la	 cultura	 de	 la	 propia	 comunidad	 (…).	 No	 obstante,	 el	 ámbito	 de	 la
intimidad	 corporal	 que	 la	 Constitución	 protege	 ‘no	 es	 una	 entidad	 física,
sino	cultural,	 y	en	consecuencia	determinada	por	el	 criterio	dominante	en
nuestra	 cultura	 sobre	 el	 recato	 corporal;	 de	 tal	 modo	 que	 no	 pueden
entenderse	 como	 intromisiones	 forzadas	 en	 la	 intimidad	 aquellas
actuaciones	que,	por	las	partes	del	cuerpo	humano	sobre	las	que	se	operan
o	por	los	instrumentos	mediante	los	que	se	realizan,	no	constituyen,	según
un	sano	criterio,	violación	del	pudor	o	recato	de	la	persona’.
(…).
6.	 Por	 su	 parte,	 el	 derecho	 a	 la	 propia	 imagen,	 en	 su	 dimensión
constitucional,	 se	 configura	 como	 un	 derecho	 de	 la	 personalidad,	 que
atribuye	 a	 su	 titular	 la	 facultad	 de	 disponer	 de	 la	 representación	 de	 su
aspecto	físico	que	permita	su	identificación,	lo	que	conlleva	tanto	el	derecho
a	determinar	 la	 información	gráfica	generada	por	 los	 rasgos	 físicos	que	 le
hagan	reconocible	que	puede	ser	captada	o	tener	difusión	pública,	como	el
derecho	 a	 impedir	 la	 obtención,	 reproducción	 o	 publicación	 de	 su	 propia
imagen	por	un	tercero	no	autorizado	(…).
Debe	tenerse	en	cuenta	que	el	aspecto	físico,	en	cuanto	instrumento	básico
de	 identificación	 y	 proyección	 exterior	 y	 factor	 imprescindible	 para	 el
propio	 reconocimiento	 como	 individuo,	 constituye	 el	 primer	 elemento
configurador	de	la	esfera	personal	de	todo	individuo	(…)	y	por	ello	nuestro
ordenamiento	 constitucional	 le	 dispensa	 esta	 especial	 protección.	 No
obstante,	 la	protección	constitucional	de	este	derecho	no	alcanza	su	esfera
patrimonial,	 ya	 que	 el	 conjunto	 de	 derechos	 relativos	 a	 la	 explotación
comercial	 de	 la	 imagen,	 aunque	 son	 dignos	 de	 protección	 (…)	 no	 forman
parte	 del	 contenido	 del	 derecho	 fundamental	 a	 la	 propia	 imagen	 que
consagra	el	Art.	18.1	CE.
(…).
Resulta,	por	tanto,	que	el	derecho	a	la	imagen	se	encuentra	delimitado	por
la	 propia	 voluntad	 del	 titular	 del	 derecho	 que	 es,	 en	 principio,	 a	 quien
corresponde	decidir	 si	 permite	 o	 no	 la	 captación	 o	 difusión	de	 su	 imagen
por	un	tercero.	No	obstante,	como	ya	se	ha	señalado,	existen	circunstancias
que	 pueden	 conllevar	 que	 la	 regla	 enunciada	 ceda,	 lo	 que	 ocurrirá	 en	 los
casos	en	 los	que	exista	un	 interés	público	en	 la	 captación	o	difusión	de	 la
imagen	y	este	 interés	público	se	considere	constitucionalmente	prevalente
al	interés	de	la	persona	en	evitar	la	captación	o	difusión	de	su	imagen.	Por
ello,	cuando	este	derecho	fundamental	entre	en	colisión	con	otros	bienes	o
derechos	constitucionalmente	protegidos,	deberán	ponderarse	los	distintos
intereses	enfrentados	y,	atendiendo	a	 las	circunstancias	concretas	de	cada
caso,	decidir	qué	 interés	merece	mayor	protección,	 si	el	 interés	del	 titular
del	derecho	a	la	imagen	en	que	sus	rasgos	físicos	no	se	capten	o	difundan	sin
su	 consentimiento	 o	 el	 interés	 público	 en	 la	 captación	 o	 difusión	 de	 su
imagen.	 (…)”	 (STCE.	 Sala	 Primera.	 Sent.,	 jul.	 02/2001.	 Exp.	 N°	 156/2001.
M.P.	Carles	Viver	Pi-Sunyer)
DOCTRINA.—Libertad	 de	 información.	 Conflicto	 con	 el	 derecho	 a	 la
intimidad.	“Los	medios	de	comunicación	revisten	fundamental	importancia
dentro	de	un	sistema	democrático,	ya	que	la	libertad	de	prensa	contribuye	a
la	información	y	formación	de	los	ciudadanos,	y	favorece	la	creación	en	una
instancia	de	control	social.
(…).	El	derecho	a	la	información	ha	sido	considerado	como	un	derecho	de
doble	vía,	dentro	del	cual	se	proyectan	dos	ámbitos	de	protección:	(i)	el	del
sujeto	activo	de	la	información,	conformado	a	su	vez	por	cuatro	garantías:	la
libertad	de	informar,	así	como	de	fundar	medios	masivos	de	comunicación,
la	protección	de	la	actividad	periodística	y	la	prohibición	de	la	censura.	(ii)
en	 cuanto	 al	 sujeto	 pasivo,	 éste	 tiene	 derecho	 a	 exigir	 que	 la	 información
entregada	sea	oportuna,	veraz	e	imparcial,	o	como	lo	ha	dicho	la	corte,	‘que
corresponda	objetivamente	a	los	acontecimientos	que	son	materia	noticiosa
y	que	no	se	manipule	hacia	determinados	fines	e	intereses.’
El	amplio	ámbito	de	protección	que	se	concede	a	la	libertad	de	informar	no
implica	que	ésta	pueda	ejercerse	de	manera	absoluta,	 pues	 ella	 encuentra
precisos	límites	en	los	demás	derechos	subjetivos.	(…).
En	el	ejercicio	del	derecho	a	 informar,	pueden	presentarse	colisiones	con
otros	derechos	subjetivos,	como	el	derecho	al	buen	nombre	y	a	la	intimidad.
Es	 por	 esto	 que	 la	 propia	 Constitución	 ha	 establecido	 condiciones	 para	 el
ejercicio	de	la	libertad	de	informar.
Con	 respecto	 a	 las	 condiciones	 de	 ejercicio	 del	 derecho	 a	 la	 información,
para	 evitar	 que	 se	 lesione	 el	 buen	 nombre	 de	 las	 personas	 (…)	 la
información	divulgada	debe	ser	veraz	e	imparcial.	Con	respecto	al	derecho	a
la	 intimidad,	 la	 libertad	 de	 información	 encuentra	 su	 límite	 en	 el	 ámbito
inalienable	 de	 la	 vida	 íntima	 y	 familiar	 de	 las	 personas.	 (C.	 Const.	 de
Colombia,	 Sala	 2da.	 de	 Revisión,	 Sent.	 T-1320,	 dic.	 10/2001.	M.P.	 Alfredo
Beltrán	Sierra)
DOCTRINA.—El	 registro	 de	 celdas	 por	 parte	 de	 las	 autoridades
penitenciarias	debe	ser	comunicado	a	los	reclusos.	“En	lo	que	ahora	más
nos	 interesa	 y	 conforme	 a	 esta	 doctrina	 constitucional,	 que	 parte	 de
reconocer	 la	 reducción	 de	 la	 intimidad	 de	 quienes	 sufren	 privación	 de
libertad,	el	registro	de	la	celda	que	ocupa	un	interno	y	de	sus	pertenencias
personales	 supone	una	 restricción	de	 su	derecho	 a	 la	 intimidad	que,	 para
que	 resulte	 constitucionalmente	 legítimo,	debe	 ser	 conocido	por	el	propio
interesado,	 bien	 permitiendo	 su	 presencia	 durante	 la	 práctica	 del	mismo,
bien	mediante	una	comunicación	posterior	que	informe	de	su	contenido	y,
en	su	caso,	de	la	eventual	incautación	de	objetos	personales.
Esta	 exigencia	de	 información	 sobre	 el	 hecho	mismo	del	 registro	 y	de	 su
contenido	y	resultado	es,	en	efecto,	necesaria	dada	la	estrecha	relación	que
existe	 entre	 el	 derecho	 a	 la	 intimidad	 y	 la	 capacidad	 de	 su	 titular	 para
controlar	 la	 información	 relativa	 a	 su	 persona.	 Pues,	 como	 dijimos	 (...)	 y
debemos	reiterar	ahora,	si	 la	 intimidad	comprende,	entre	otras	 facultades,
‘la	 reserva	 de	 conocimiento	 de	 un	 ámbito	 personal,	 que	 por	 eso
denominamos	privado	y	que	administra	su	 titular,	 tal	administración	y	 tal
reserva	 se	 devalúan	 si	 el	 titular	 del	 ámbito	 de	 intimidad	 desconoce	 las
dimensiones	del	mismo	porque	desconoce	la	efectiva	intromisión	ajena’	(...).
4.	En	el	presente	asunto,	según	se	ha	señalado,	el	 registro	cuestionado	se
practicó	 sin	 notificación	 previa	 al	 recurrente	 y	 sin	 que	 se	 le	 informara
tampoco	de	su	resultado.	Importa	no	obstante	recordar	que,	como	también
consta	 anotado	 en	 los	 antecedentes,	 el	 recurrente	 cumplía	 condena	 en
régimen	cerrado	en	un	departamento	de	aislamiento	y	en	celda	individual,	y
que	el	 controvertido	 registro	 se	practicó	 en	 cumplimiento	de	 lo	dispuesto
en	 el	 Art.	 93.1.2	 del	 reglamento	 penitenciario	 que	 establece	 para	 dicha
modalidad	 regimental	 que	 ‘diariamente	 deberá	 practicarse	 registro	 de	 las
celdas	 y	 cacheo	 de	 los	 internos’.	 Por	 último,	 consta	 asimismo	 en	 las
actuaciones	 remitidas	 a	 este	 tribunal	 el	 informe	 del	 subdirector	 de
seguridad	del	 centro	penitenciario	que	 justifica	 la	 ausencia	del	 recurrente
durante	el	registro	en	‘evidentes	razones	de	seguridad’.
Teniendo	 en	 cuenta	 estos	 antecedentes	 y	 con	 arreglo	 a	 la	 doctrina
constitucional	 que	más	 arriba	 hemos	 recordado	 debemos	 concluir	 que	 el
registro	 cuestionado	 en	 el	 presente	 proceso	 constitucional	 no	 vulneró	 el
derecho	 a	 la	 intimidad	 del	 demandante	 de	 amparo,	 toda	 vez	 que,
habiéndose	 practicado	 el	 registro	 en	 su	 ausencia	 por	 las	 razones	 antes
indicadas,	del	hecho	mismo	de	no	haber	 sido	 formalmente	 informado	 con
posterioridad	 al	 registro	 pudo	 inferir	 sin	 dificultad	 la	 información	 que	 es
constitucionalmente	exigible.	En	efecto,	esa	conclusión	se	impone	no	sólo	ya
porque	el	recurrente	conociera	de	antemano	que	el	registro	de	su	celda	iba
a	 producirse	 de	 forma	 diaria	 y	 rutinaria	 (...),	 sino	 sobre	 todo	 porque	 el
hecho	de	que	no	 se	 le	 diera	 cuenta	 inmediata	 posterior	 del	 contenido	del
registro	y	de	su	resultado	significa	necesariamente	que	éste	fue	negativo	en
el	 caso	 analizado	 y	 que	 no	 hubo	 en	 él,	 por	 tanto,	 ninguna	 incidencia
relevante.
Ahora	bien,	el	hecho	de	que	el	interno	conozca	de	antemano	que	el	registro
de	 su	 celda	 va	 a	 producirse	 –y	 de	 que	 las	 normas	 citadas	 contemplen	 y
habiliten	el	registro	practicado–	no	permite	concluir	que	pueda	ser	obviada
la	exigencia	constitucional	de	comunicación	a	posteriori	a	dicho	interno	de
las	incidencias	habidas	en	la	práctica	de	la	diligencia,	tanto	en	su	desarrollo
como	 en	 su	 resultado,	 puesto	 que	 si	 se	 producen	 la	 administración
penitenciaria	mantiene	la	obligación	constitucional,	(...),	de	comunicárselas
en	un	plazo	razonable,	toda	vez	que	tales	incidencias,	en	los	términos	de	la
citada	STC	89/2006,	FJ	5,	suponen	una	limitación	del	poder	de	disposición
del	 interno	 sobre	 su	 ámbito	 personal	 de	 intimidad,	 autónoma	 e
independiente	al	mero	conocimiento	del	registro,	y	no	afectadas,	por	tanto,
por	 la	 circunstancia	 de	 la	 previsión	 normativa	 de	 su	 práctica	 diaria	 y
rutinaria”.	 (Tribunal	 Constitucional	 de	 España,	 STC	 106/2012,	 may.
21/2012.	Pres.	Pascual	Sala	Sánchez)
C.	P.
ART.	 154-A.—Incorporado.	 Ley	30171,	Art.	 5°.	 Tráfico	 ilegal
de	datos	personales.	El	que	ilegítimamente	comercializa	o	vende
información	 no	 pública	 relativa	 a	 cualquier	 ámbito	 de	 la	 esfera
personal,	 familiar,	 patrimonial,	 laboral,	 financiera	 u	 otro	 de
naturaleza	análoga	sobre	una	persona	natural,	será	reprimido	con
pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 dos	 ni	 mayor	 de	 cinco
años.
Si	el	agente	comete	el	delito	como	integrante	de	una	organización
criminal,	la	pena	se	incrementa	hasta	en	un	tercio	por	encima	del
máximo	legal	previsto	en	el	párrafo	anterior.
C.	P.
ART.	 155.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1237,	 Artículo	 Único.
Agravante	por	razón	de	la	función.	Si	el	agente	es	funcionario	o
servidor	público	y,	en	ejercicio	del	cargo,	comete	el	hecho	previsto
en	 los	 artículos	 154	 y	 154-A,	 la	 pena	 será	 no	menor	 de	 tres	 ni
mayor	de	seis	años	e	inhabilitación	conforme	al	artículo	36	incisos
1,	2	y	4.
Si	el	 agente	es	 funcionario	o	 servidor	público	y,	 en	ejercicio	del
cargo,	comete	el	hecho	previsto	en	los	artículos	154	y	154-A	y	la
información	tenga	su	origen	a	partir	de	la	aplicación	de	la	medida
de	la	localización	o	geolocalización,	la	pena	será	no	menor	de	seis
ni	mayor	 de	 ocho	 años	 e	 inhabilitación	 conforme	 al	 artículo	 36
incisos	1,	2	y	4.
JURISPRUDENCIA.—No	toda	información	que	proporcione	un	particular
a	la	administración	es	de	carácter	privado.	“(...)	No	toda	información	que
proporcione	un	particular	a	la	administración	es	de	carácter	privado,	y,	por
ende	protegida	frente	a	cualquier	forma	de	acceso.	A	parte	de	aquella
información	pública	reservada	por	motivo	de	defensa	nacional	o	intimidad,	se
pueden	admitir	aquélla	reservada	por	razones	justificadas	en	la	ley,	más	aún,
cuando	dicha	información	ha	sido	incorporada	a	la	administración	por	un
procedimiento	que	tienda	a	poner	en	conocimiento	público	la	información
procesada	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	644-2004-HD/TC,	oct.	17/2005.	Pres.	Bardelli
Lartirigoyen)
C.	P.
ART.	156.—Revelación	de	la	intimidad	personal	o	familiar.	El
que	 revela	 aspectos	 de	 la	 intimidad	 personal	 o	 familiar	 que
conociera	 con	motivo	 del	 trabajo	 que	 prestó	 al	 agraviado	 o	 a	 la
persona	 a	 quien	 éste	 se	 lo	 confió,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	de	libertad	no	mayor	de	un	año.
JURISPRUDENCIA.—Derecho	a	la	vida	privada.	“(...)	La	vida	privada	es	el
ámbito	personal	en	el	cual	un	ser	humano	tiene	la	capacidad	de	desarrollar	y
fomentar	libremente	su	personalidad.	Por	ende,	se	considera	que	está
constituida	por	los	datos,	hechos	o	situaciones	desconocidos	para	la
comunidad	que,	siendo	verídicos,	están	reservados	al	conocimiento	del	sujeto
mismo	y	de	un	grupo	reducido	de	personas,	y	cuya	divulgación	o	conocimiento
por	otros	trae	aparejado	algún	daño	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	6712-2005-HC/TC,	oct.
17/2005.	Pres.	García	Toma)
DOCTRINA.—Derecho	 a	 la	 intimidad,	 límites	 de	 su	 inviolabilidad.
“Conforme	a	lo	anterior,	si	la	intimidad	es	mayor	en	los	hogares	que	en	los
sitios	 de	 trabajo,	 es	 natural	 concluir	 que	 no	 gozan	 del	 mismo	 grado	 de
inviolabilidad	 domiciliaria	 los	 lugares	 de	 habitación	 que	 las	 oficinas	 o	 los
establecimientos	 comerciales	 e	 industriales,	 incluso	 si	 estos	 últimos	 son
cerrados	al	público.	La	esfera	más	íntima,	esto	es,	las	casas	y	los	lugares	de
habitación,	 debe	 protegerse	 con	 mayor	 rigor	 y	 los	 requisitos
constitucionales	 para	 ordenar	 el	 registro	 domiciliario	 deben	 ser
estrictamente	cumplidos;	en	cambio,	los	espacios	cerrados	menos	íntimos,	y
en	 donde	 se	 desarrollan	 actividades	 con	 mayores	 repercusiones	 sociales,
están	sujetos	a	mayores	posibilidades	de	inspección	estatal,	sin	que	por	ello
desaparezca	 totalmente	 la	 inviolabilidad	 domiciliaria.	 Por	 ello,	 la	 Corte
concluye	que	constitucionalmente	es	necesario	distinguir	entre	el	domicilio
en	 sentido	 estricto	 y	 lo	 que	podría	denominarse	 el	 domicilio	 ampliado.	 El
primero	 corresponde	 al	 lugar	 de	 habitación	 de	 las	 personas	 naturales,	 y
goza	de	todas	las	garantías	previstas	(…),	y	en	especial	de	la	estricta	reserva
judicial.	En	cambio,	el	segundo	hace	referencia	al	domicilio	corporativo	de
las	personas	 jurídicas	y	a	 los	otros	espacios	cerrados,	distintos	al	 lugar	de
habitación,	en	donde	existe	un	ámbito	de	intimidad	a	ser	protegido	pero	que
es	menor	que	el	propio	de	las	relaciones	hogareñas.	Por	ende,	en	el	caso	del
domicilio	ampliado,	la	reserva	judicial	no	opera	automáticamente	en	todos
los	casos,	pues	en	ciertos	eventos	puede	resultar	admisible	que,	existiendo
intereses	constitucionales	importantes,	la	ley	autorice	el	registro	por	parte
de	autoridades	administrativas.	En	efecto,	 extender	 la	necesidad	de	orden
judicial	a	todos	estos	espacios	cerrados	conduce	a	resultados	irrazonables,
ya	 que	 tal	 exigencia	 dificulta	 enormemente	 el	 cumplimiento	 de	 los
cometidos	 de	 las	 autoridades	 públicas,	 sin	 que	 exista	 un	 ámbito	 de
intimidad	 suficientemente	 poderoso	 que	 deba	 ser	 protegido	 por	 una
estricta	reserva	judicial.	Así	por	ejemplo,	sería	necesaria	una	orden	judicial
para	que	una	 autoridad	 sanitaria	 inspeccione	 la	 cocina	de	un	 restaurante,
que	 puede	 estar	 ocasionando	 problemas	 de	 salubridad”.	 (C.	 Const.	 de
Colombia,	Sent.	C-505,	jul.	14/99.	M.P.	Alejandro	Martínez	Caballero)
C.	P.
ART.	 157.—Manipulación	 de	 archivos	 con	 datos	 íntimos.	 El
que,	 indebidamente,	 organiza,	 proporciona	 o	 emplea	 cualquier
archivo	que	 tenga	datos	 referentes	a	 las	 convicciones	políticas	o
religiosas	 y	 otros	 aspectos	 de	 la	 vida	 íntima	 de	 una	 o	 más
personas,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor
de	uno	ni	mayor	de	cuatro	años.
Si	el	agente	es	 funcionario	o	servidor	público	y	comete	el	delito
en	ejercicio	del	cargo,	la	pena	será	no	menor	de	tres	ni	mayor	de
seis	años	e	inhabilitación	conforme	al	artículo	36,	incisos	1,	2	y	4.
JURISPRUDENCIA.—Secreto	bancario	y	reserva	tributaria	concretizan
derecho	a	la	intimidad.	“(...)	En	su	aspecto	económico,	la	vida	privada	se
concretiza	en	el	secreto	bancario	y	la	reserva	tributaria,	cuyos	titulares
pueden	ser	tanto	los	individuos	como	las	personas	jurídicas	de	derecho
privado.	En	tal	sentido,	es	inconstitucional	la	pretensión	de	la	Administración
Tributaria	de	conocer	la	información	sobre	las	operaciones	exoneradas,	ya
que	el	acceso	al	secreto	bancario	sólo	se	justifica	en	la	determinación	de	la
base	imponible	de	las	operaciones	gravadas	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	0004-2004-
AI/TC,	set.	21/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
DOCTRINA—Centrales	de	riesgo	y	derecho	a	la	intimidad.	“(…)	los	datos
económicos	no	pueden	desligarse	de	la	intimidad	personal	y	familiar,	como
tampoco	 de	 las	 facultades	 que	 el	 ordenamiento	 constitucional	 reconoce	 a
todas	las	personas	para	hacer	respetar	su	intimidad	y	buen	nombre	en	los
procesos	 informáticos	 (…)	 deben	 ser	 considerados	 por	 los	 jueces	 (…)	 al
valorar	 la	permanencia	de	 los	datos	personales	en	 las	 centrales	de	 riesgo,
hasta	que	el	legislador	no	regule	el	asunto	(…):
a)	 (…)	 no	 obstante	 la	 predisposición	 de	 sus	 titulares	 a	 participar	 en	 el
proceso	informático	mediante	la	suscripción	de	formatos,	quienes	reciben	y
hacen	 uso	 de	 las	 autorizaciones	 que	 al	 respecto	 expiden	 los	 usuarios	 del
crédito	están	obligados:
1.	A	respetar	la	autodeterminación	informática	de	los	otorgantes,	en	todas
las	 etapas	 del	 proceso	 i)	 manteniéndolos	 al	 tanto	 de	 la	 utilización	 de	 su
autorización,	 y	 ii)	 permitiéndoles	 rectificar	 y	 actualizar	 la	 información,	 en
especial	antes	de	que	llegue	a	conocimiento	de	terceros.
2.	A	restringir	los	alcances	de	la	predisposición	de	los	usuarios	del	crédito,
sobre	su	 intimidad	económica,	acudiendo	a	 las	perspectivas	razonables	de
uso	que	el	disponente	pudo	conocer	a	tiempo	del	otorgamiento.
b)	Que	los	datos	económicos	de	ficheros	personales	no	suplen	la	valoración
del	 riesgo	que	 las	entidades	 financieras	están	obligadas	a	 realizar	en	cada
caso,	ya	que:
1.	 En	 ningún	 caso	 la	 presencia	 de	 un	 dato	 adverso	 o	 de	 una	 calificación
negativa	en	un	proceso	informático	pueda	dar	lugar,	por	sí	sola,	a	excluir	al
aludido	de	un	servicio	financiero,	ni	de	una	operación	de	crédito.
2.	 En	 todos	 los	 casos	 la	 negativa	 a	 prestar	 un	 servicio	 público	 deberá
justificarse	debidamente,	en	especial	cuando	el	requerimiento	se	relaciona
con	el	acceso	de	los	asociados	a	la	vivienda	digna.
c)	 Que	 la	 justicia	 material	 no	 puede	 ser	 excluida	 de	 los	 procesos
informáticos,	 en	 consecuencia	 quienes	 procesan,	 reportan,	 registran,
divulgan,	 y	 utilizan	 datos	 personales	 están	 en	 el	 deber	 de	 considerar	 las
circunstancias	 individuales	 que	 les	 presenten	 los	 afectados,	 previa	 su
convocatoria,	a	fin	de	i)	dar	en	cada	caso	un	tratamiento	justo	a	las	historias
crediticias	 y	 financieras	 que	 evalúan,	 y	 ii)	 permitir	 a	 los	 solicitantes
restablecer	 su	buen	nombre	 (…)”.	 (C.	 Const.	 de	Colombia,	 Sent.	 T-592,	 jul.
17/2003.	M.P.	Álvaro	Tafur	Galvis)
C.	P.
ART.	158.—Modificado.	D.	Leg.	1237,	Artículo	Único.	Ejercicio
de	 la	 acción	 penal.	 Los	 delitos	 previstos	 en	 este	 capítulo	 son
perseguibles	 por	 acción	 privada,	 salvo	 en	 el	 caso	 del	 delito
previsto	en	los	artículos	154-A	y	155.
CAPÍTULO	III
Violación	de	domicilio
C.	P.
ART.	159.—Violación	de	morada,	casa	o	habitación.	El	que,	sin
derecho,	 penetra	 en	 morada	 o	 casa	 de	 negocio	 ajena,	 en	 su
dependencia	o	en	el	recinto	habitado	por	otro	o	el	que	permanece
allí	 rehusando	 la	 intimación	 que	 le	 haga	 quien	 tenga	 derecho	 a
formularla,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
mayor	de	dos	años	y	con	treinta	a	noventa	días	-	multa.
GARANTÍAS	FUNDAMENTALES
Const.
ART.	2°.—Toda	persona	tiene	derecho:
(...).
9.	A	la	inviolabilidad	del	domicilio.	Nadie	puede	 ingresar	en	él	ni	efectuar
investigaciones	o	registros	sin	autorización	de	la	persona	que	lo	habita	o	sin
mandato	 judicial,	 salvo	 flagrante	 delito	 o	 muy	 grave	 peligro	 de	 su
perpetración.	Las	excepciones	por	motivos	de	sanidad	o	de	grave	riesgo	son
reguladas	por	la	ley.
(...).
JURISPRUDENCIA.—Derecho	a	la	intimidad	y	violación	de	domicilio.	“(...)
la	vida	privada	es	un	derecho	que	 le	permite	a	 las	personas	crear	 su	propia
identidad,	 y	 poderse	 ubicar	 en	 la	 sociedad.	 Este	 derecho	 está	 íntimamente
ligado	 al	 derecho	 a	 la	 intimidad,	 e	 incluso	 puede	 vincularse	 con	 la
inviolabilidad	de	domicilio	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	6712-2005-HC/TC,	oct.	17/2005.
Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—La	inviolabilidad	de	domicilio	encuentra	su
asentamiento	preferente,	no	exclusivo,	en	la	vida	privada	de	las
personas.	“(…)	en	cuanto	al	derecho	a	la	inviolabilidad	de	domicilio,
precisando	que	en	una	acepción	específica	encarna	el	espacio	físico	y	limitado
que	la	propia	persona	elige	para	domiciliar,	quedando	facultada	para	poder
excluir	a	otros	de	dicho	ámbito	impidiendo	o	prohibiendo	la	entrada	en	él;	y,
en	una	acepción	más	amplia,	la	inviolabilidad	de	domicilio	encuentra	su
asentamiento	preferente,	no	exclusivo,	en	la	vida	privada	de	las	personas,	de
modo	que	no	se	refiere	a	la	protección	de	la	propiedad,	posesión	u	otros
derechos	reales,	sino	a	la	necesidad	de	preservar	el	carácter	privado	e	intimo
de	lo	que	en	él	hay	de	emanación	de	la	persona.	(…).”	(TC,	Exp.	03691-2009-
PHC/TC,	mar.	18/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—No	se	puede	considerar	como	domicilio	a	los
espacios	físicos	destinados	a	fines	incompatibles	con	la	expresión	de
privacidad.	“(…)	a	través	del	derecho	fundamental	a	la	inviolabilidad	del
domicilio	no	se	protege	cualquier	espacio	físico	definido	respecto	del	cual	el
actor	alegue	su	vulneración,	sino	aquel	que	sea	compatible	con	la	esfera	de
privacidad	de	la	persona.	En	este	sentido,	no	se	puede	considerar	como
domicilio	a	los	espacios	físicos	destinados	a	fines	incompatibles	con	la
expresión	de	privacidad	como	lo	son	los	lugares	que	por	su	naturaleza,
actividad	o	función	se	encuentran	expuestos	al	público,	pues	aun	cuando
incorporen	cierta	intimidad	puede	que	no	se	manifieste	la	vida	privada	y
familiar	de	la	persona	(…).	Entonces	se	puede	afirmar	que	el	ámbito	de	tutela
de	éste	derecho	no	puede	extenderse	a	cualquier	espacio	físico	respecto	del
cual	la	persona	tenga	su	disposición,	sino	que	aquel	debe	contar	con
elementos	que	revelen	el	carácter	de	vida	privada	de	la	persona.”	(TC,	Exp.
03691-2009-PHC/TC,	mar.	18/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—TC:	la	celda	de	un	centro	penitenciario	no	puede	ser
considerada	como	domicilio.	“En	este	orden	de	ideas,	puede	afirmarse	que	el
término	domicilio	comprende	aquel	espacio	específico	elegido	por	el	ocupante
para	que	pueda	desarrollar	libremente	su	vida	privada	o	familiar,	es	decir,	es
un	espacio-ámbito	de	intimidad	del	que	él,	y	sólo	él,	dispone.	Y	es	que	el	rasgo
esencial	que	define	el	domicilio	en	sentido	constitucional	reside	en	la	aptitud
para	desarrollar	en	él	vida	privada	y	en	su	destino	específico	a	tal	desarrollo
aunque	sea	eventual.
Por	dicha	razón,	resulta	válido	afirmar	que	el	objeto	del	derecho	a	la
inviolabilidad	del	domicilio	es	proteger	un	espacio	físico	inmune	a	la
penetración	de	cualquiera	sin	el	consentimiento	de	su	titular,	por	ser	un
espacio	privado.	De	este	modo,	el	domicilio	inviolable	es	un	espacio	que	la
propia	persona	elige	para	desarrollarse,	sin	estar	sujeto	necesariamente	a	los
usos	y	convenciones	sociales	y	ejerce	su	libertad	más	íntima,	así	como	su
intimidad	o	privacidad.
Teniendo	presente	ello,	puede	señalarse	de	modo	ilustrativo	que	la	celda	de
un	centro	penitenciario	no	puede	ser	considerada	como	domicilio,	debido	a
que	dicho	espacio	físico	no	ha	sido	objeto	de	libre	elección	por	su	ocupante	y
porque	el	ingreso	a	un	centro	penitenciario	supone	la	inserción	en	un	ámbito
de	intenso	control	público.	(...).
13.	Ahora	bien,	la	inviolabilidad	del	domicilio	como	todo	derecho
fundamental,	no	es	un	derecho	de	protección	absoluta	sino	relativa,	en	la
medida	en	que	puede	ser	legítimamente	objeto	de	restricciones,	las	cuales	se
encuentran	expresamente	previstas	en	el	inciso	9)	del	artículo	2°	de	la
Constitución.	Así,	se	puede	ingresar	en	el	domicilio,	o	efectuar	investigaciones
en	él	o	registrarlo	sin	la	autorización	de	la	persona	que	lo	habita,	cuando:	a)
exista	una	orden	judicial	expresa	que	autorice	el	registro	del	domicilio	para
los	fines,	por	los	motivos	y	con	las	formalidades	establecidas	en	la	ley;	b)	se
pretenda	capturar	al	delincuente	que	al	ser	sorprendido	en	flagrancia	huye	y
se	refugia	en	domicilio	propio	o	ajeno;	y	c)	exista	muy	grave	peligro	de	la
perpetración	de	un	delito	(prevención	del	delito)”.	(TC,	Exp.	02389-2009-
PA/TC,	dic.	07/2009.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Violación	de	domicilio	si	el	agente	penetra	o	se
queda	en	casa	o	morada	ajena	contra	la	voluntad	expresa	o	tácita	del
dominus.	“(...)	si	bien	es	cierto	la	Constitución	Política	actual	reconoce	el
derecho	de	la	persona	a	la	inviolabilidad	del	domicilio,	también	lo	es	que	para
que	se	consume	o	realice	el	tipo	penal	previsto	(...)	tiene	el	agente	que
penetrar	o	quedarse	en	casa	o	morada	ajena	contra	la	voluntad	expresa	o
tácita	del	dominus,	(...)	se	ha	constatado	que	la	vivienda	o	morada
inspeccionada	donde	viven	los	agraviados	no	cuenta	con	una	puerta	de
ingreso	sino	tan	sólo	con	una	abertura	de	dos	metros	de	ancho
aproximadamente	por	dos	metros	y	medio	de	altura,	lo	que	significa	que	para
buscar	a	sus	moradores	hay	que	ingresar	algunos	metros,	sin	poder	saber	si	el
dominus	desea	o	no	recibirlo,	que	aún	cuando	hubiera	ocurrido	el	ingreso	por
parte	de	los	procesados,	como	se	refiere	por	los	agraviados	en	la	diligencia
antes	anotada,	no	existe	medio	probatorio	alguno	que	acredite	que	los
procesados	hubieran	permanecido	en	el	ingreso	de	la	morada	en	contra	de	la
voluntad	de	los	agraviados,	resultando	para	ello	irrelevante	la	testifical	(...)
pues	ha	manifestado	‘que	no	sabe	lo	que	sucedió	dentro	de	la	morada	(...)’.
(CSJ.	Ancash,	Exp.	N°	49-99,	jul.	21/1999.	S.S.	Torres	T.)
DOCTRINA.—El	 registro	 de	 celdas	 por	 parte	 de	 las	 autoridades
penitenciarias	debe	ser	comunicado	a	los	reclusos.	“En	lo	que	ahora	más
nos	 interesa	 y	 conforme	 a	 esta	 doctrina	 constitucional,	 que	 parte	 de
reconocer	 la	 reducción	 de	 la	 intimidad	 de	 quienes	 sufren	 privación	 de
libertad,	el	registro	de	la	celda	que	ocupa	un	interno	y	de	sus	pertenencias
personales	 supone	una	 restricción	de	 su	derecho	 a	 la	 intimidad	que,	 para
que	 resulte	 constitucionalmente	 legítimo,	debe	 ser	 conocido	por	el	propio
interesado,	 bien	 permitiendo	 su	 presencia	 durante	 la	 práctica	 del	mismo,
bien	mediante	una	comunicación	posterior	que	informe	de	su	contenido	y,
en	su	caso,	de	la	eventual	incautación	de	objetos	personales.
Esta	 exigencia	de	 información	 sobre	 el	 hecho	mismo	del	 registro	 y	de	 su
contenido	y	resultado	es,	en	efecto,	necesaria	dada	la	estrecha	relación	que
existe	 entre	 el	 derecho	 a	 la	 intimidad	 y	 la	 capacidad	 de	 su	 titular	 para
controlar	 la	 información	 relativa	 a	 su	 persona.	 Pues,	 como	 dijimos	 (...)	 y
debemos	reiterar	ahora,	si	 la	 intimidad	comprende,	entre	otras	 facultades,
‘la	 reserva	 de	 conocimiento	 de	 un	 ámbito	 personal,	 que	 por	 eso
denominamos	privado	y	que	administra	su	 titular,	 tal	administración	y	 tal
reserva	 se	 devalúan	 si	 el	 titular	 del	 ámbito	 de	 intimidad	 desconoce	 las
dimensiones	del	mismo	porque	desconoce	la	efectiva	intromisión	ajena’	(...).
4.	En	el	presente	asunto,	según	se	ha	señalado,	el	 registro	cuestionado	se
practicó	 sin	 notificación	 previa	 al	 recurrente	 y	 sin	 que	 se	 le	 informara
tampoco	de	su	resultado.	Importa	no	obstante	recordar	que,	como	también
consta	 anotado	 en	 los	 antecedentes,	 el	 recurrente	 cumplía	 condena	 en
régimen	cerrado	en	un	departamento	de	aislamiento	y	en	celda	individual,	y
que	el	 controvertido	 registro	 se	practicó	 en	 cumplimiento	de	 lo	dispuesto
en	 el	 Art.	 93.1.2	 del	 reglamento	 penitenciario	 que	 establece	 para	 dicha
modalidad	 regimental	 que	 ‘diariamente	 deberá	 practicarse	 registro	 de	 las
celdas	 y	 cacheo	 de	 los	 internos’.	 Por	 último,	 consta	 asimismo	 en	 las
actuaciones	 remitidas	 a	 este	 tribunal	 el	 informe	 del	 subdirector	 de
seguridad	del	 centro	penitenciario	que	 justifica	 la	 ausencia	del	 recurrente
durante	el	registro	en	‘evidentes	razones	de	seguridad’.
Teniendo	 en	 cuenta	 estos	 antecedentes	 y	 con	 arreglo	 a	 la	 doctrina
constitucional	 que	más	 arriba	 hemos	 recordado	 debemos	 concluir	 que	 el
registro	 cuestionado	 en	 el	 presente	 proceso	 constitucional	 no	 vulneró	 el
derecho	 a	 la	 intimidad	 del	 demandante	 de	 amparo,	 toda	 vez	 que,
habiéndose	 practicado	 el	 registro	 en	 su	 ausencia	 por	 las	 razones	 antes
indicadas,	del	hecho	mismo	de	no	haber	 sido	 formalmente	 informado	 con
posterioridad	 al	 registro	 pudo	 inferir	 sin	 dificultad	 la	 información	 que	 es
constitucionalmente	exigible.	En	efecto,	esa	conclusión	se	impone	no	sólo	ya
porque	el	recurrente	conociera	de	antemano	que	el	registro	de	su	celda	iba
a	 producirse	 de	 forma	 diaria	 y	 rutinaria	 (...),	 sino	 sobre	 todo	 porque	 el
hecho	de	que	no	 se	 le	 diera	 cuenta	 inmediata	 posterior	 del	 contenido	del
registro	y	de	su	resultado	significa	necesariamente	que	éste	fue	negativo	en
el	 caso	 analizado	 y	 que	 no	 hubo	 en	 él,	 por	 tanto,	 ninguna	 incidencia
relevante.
Ahora	bien,	el	hecho	de	que	el	interno	conozca	de	antemano	que	el	registro
de	 su	 celda	 va	 a	 producirse	 –y	 de	 que	 las	 normas	 citadas	 contemplen	 y
habiliten	el	registro	practicado–	no	permite	concluir	que	pueda	ser	obviada
la	exigencia	constitucional	de	comunicación	a	posteriori	a	dicho	interno	de
las	incidencias	habidas	en	la	práctica	de	la	diligencia,	tanto	en	su	desarrollo
como	 en	 su	 resultado,	 puesto	 que	 si	 se	 producen	 la	 administración
penitenciaria	mantiene	la	obligación	constitucional,	(...),	de	comunicárselas
en	un	plazo	razonable,	toda	vez	que	tales	incidencias,	en	los	términos	de	la
citada	STC	89/2006,	FJ	5,	suponen	una	limitación	del	poder	de	disposición
del	 interno	 sobre	 su	 ámbito	 personal	 de	 intimidad,	 autónoma	 e
independiente	al	mero	conocimiento	del	registro,	y	no	afectadas,	por	tanto,
por	 la	 circunstancia	 de	 la	 previsión	 normativa	 de	 su	 práctica	 diaria	 y
rutinaria”.	 (Tribunal	 Constitucional	 de	 España,	 STC	 106/2012,	 may.
21/2012.	Pres.	Pascual	Sala	Sánchez)
C.	P.
ART.	160.—Allanamiento	ilegal	de	domicilio.	El	 funcionario	o
servidor	 público	 que	 allana	 un	 domicilio,	 sin	 las	 formalidades
prescritas	por	la	ley	o	fuera	de	los	casos	que	ella	determina,	será
reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 uno	 ni
mayor	de	tres	años	e	inhabilitación	de	uno	a	dos	años	conforme	al
artículo	36,	incisos	1,	2	y	3.
JURISPRUDENCIA.—Pedido	de	autorización	para	el	ingreso	al	domicilio
realizado	por	la	policía	o	funcionario	público	debe	expresar	con	claridad
el	motivo	de	tal	intromisión.	“(…)	la	norma	constitucional	que	tutela	el
derecho	a	la	inviolabilidad	del	domicilio	manifiesta	que	su	conculcación
implica	el	ingreso	o	los	registros	(por	parte	de	terceros)	en	el	domicilio	de	la
persona	y	sin	la	correspondiente	autorización	(de	la	persona	o	dispuesta	por
el	juez),	afectación	que	subsiste	en	tanto	continúe	la	permanencia	arbitraria
de	los	agresores	en	el	interior	del	domicilio	de	la	persona	(…).
(…)	la	intromisión	en	el	espacio	físico	e	íntimo	(domicilio)	con	el
consentimiento	del	titular	de	este	derecho	resulta	legítima,	siempre	que	el
pedido	de	ingreso	manifieste	de	manera	indubitable	el	motivo	preciso	de	su
cometido	y	que	a	su	vez	sea	plenamente	comprendido	por	el	sujeto	pasivo,
quien	es	el	señalado	a	decidir	por	la	intrusión	en	el	ámbito	de	su	intimidad.	Sin
dicho	presupuesto	tal	autorización	resulta	inválida.
(…)	por	tanto,	el	pedido	de	autorización	para	el	ingreso	del	domicilio
realizado	por	una	o	varias	personas,	la	policía	o	los	funcionarios	públicos,
debe	expresar	con	claridad	el	motivo	de	tal	intromisión,	resultando	que	de	su
concesión	no	pueden	derivarse	otros	supuestos	ajenos	a	lo	que	fue	autorizado
(sea	la	autorización	expresa	o	implícita).”	(TC,	Exp.	03691-2009-PHC/TC,	mar.
18/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Intromisión	domiciliaria	queda	justificada	si	se
demuestra	persecución	continuada	del	infractor.	“(…)	resulta	legítimo	el
ingreso	de	efectivos	de	la	Policía	Nacional	en	el	domicilio	de	una	persona	sin
su	previa	autorización	siempre	que	se	tenga	conocimiento	fundado,	directo	e
inmediato,	que	deje	constancia	evidente	de	la	realización	de	un	hecho	punible,
el	gravísimo	peligro	de	su	perpetración	o	en	caso	de	la	persecución
continuada	del	infractor	que	se	refugia	en	él.	Ello	implica	que	el	objetivo	de	tal
intromisión	domiciliaria	no	es	otro	que	la	urgente	intervención	a	efectos	de
detener	al	infractor,	evitar	que	se	cometa	el	hecho	punible	y,	accesoriamente,
efectuar	las	investigaciones	y/o	los	registros	con	ocasión	del	delito	en	cuestión
(decomiso	de	los	objetos	del	delito,	entre	otros).”	(TC,	Exp.	03691-2009-
PHC/TC,	mar.	18/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Flagrancia	o	inminente	consumación	del	delito
legitiman	la	violación	extrajudicial	del	domicilio.	“(...)	el	derecho
constitucional	de	inviolabilidad	del	domicilio	no	es	absoluto,	el	mismo	que
establece	en	qué	casos	y	con	qué	justificativos	podrá	procederse	a	la	entrada	y
registro	a	un	predio,	por	consiguiente,	la	propia	Carta	Magna	autoriza
restringir	la	libertad	domiciliaria	en	supuestos	excepcionales	y	calificados	(...)
que	es	así	que	la	irrupción	de	las	autoridades	en	un	recinto	resguardado	por
la	inviolabilidad	domiciliaria	sólo	puede	darse	sin	mandamiento	judicial
cuando	en	aquel	lugar	haya	una	situación	de	flagrancia	o	es	inminente	la
consumación	de	una	conducta	punible,	de	tal	manera	que	si	no	se	dieran	estas
dos	hipótesis	el	allanamiento	extrajudicial	constituye	una	de	los	injerencias
arbitrarias	prohibidas	no	sólo	por	la	Constitución	Política	del	Estado	sino
también	por	instrumentos	internacionales	(...)	y	por	la	urgencia	del	caso,	en
función	a	los	signos	evidentes	o	percepción	sensorial	de	su	vinculación
delictiva	en	función	al	seguimiento	efectuado,	decidieron	ingresar	a	la
vivienda,	oportunidad	(...).”	(CS,	R.	N.	4826-2005-Lima,	jul.	19/2007.	S.	S.	Salas
Gamboa)
CAPÍTULO	IV
Violación	del	secreto	de	las	comunicaciones
C.	P.
ART.	 161.—Violación	 de	 correspondencia.	 El	 que	 abre,
indebidamente,	 una	 carta,	 un	 pliego,	 telegrama,	 radiograma,
despacho	telefónico	u	otro	documento	de	naturaleza	análoga,	que
no	le	esté	dirigido,	o	se	apodera	indebidamente	de	alguno	de	estos
documentos,	 aunque	 no	 esté	 cerrado,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	 de	 libertad	 no	 mayor	 de	 dos	 años	 y	 con	 sesenta	 a
noventa	días	-	multa.
GARANTÍAS	FUNDAMENTALES
Const.
ART.	2°.—Toda	persona	tiene	derecho:
(...).
10.	 Al	 secreto	 y	 a	 la	 inviolabilidad	 de	 sus	 comunicaciones	 y	 documentos
privados.
Las	 comunicaciones,	 telecomunicaciones	 o	 sus	 instrumentos	 sólo	 pueden
ser	 abiertos,	 incautados,	 interceptados	 o	 intervenidos	 por	 mandamiento
motivado	del	juez,	con	las	garantías	previstas	en	la	ley.	Se	guarda	secreto	de
los	asuntos	ajenos	al	hecho	que	motiva	su	examen.
Los	 documentos	 privados	 obtenidos	 con	 violación	 de	 este	 precepto	 no
tienen	efecto	legal.
Los	libros,	comprobantes	y	documentos	contables	y	administrativos	están
sujetos	 a	 inspección	 o	 fiscalización	 de	 la	 autoridad	 competente,	 de
conformidad	 con	 la	 ley.	 Las	 acciones	que	al	 respecto	 se	 tomen	no	pueden
incluir	su	sustracción	o	incautación,	salvo	por	orden	judicial.
(...).
JURISPRUDENCIA.—Violación	de	correspondencia.	 “(...)	pues	al	momento
de	hacer	entrega	y	recepción	 lo	hizo	sin	sobre,	conforme	está	acreditado	(...)
de	 la	 certificación	 de	 la	 Sub-prefectura	 donde	 certifican	 la	 entrega	 de	 la
correspondencia	 sin	 sobre,	 corroborado	 (...)	 con	 la	 testimonial	 de	 (...)
secretario	de	 la	Sub-Prefectura;	Tercero:	El	 expediente	 (...)	que	existía	en	el
sobre	 violado,	 eran	 aportados	 por	 el	 acusado,	 vale	 decir	 que	 era	 de	 su
conocimiento	el	contenido,	y	el	decreto	prefectural	no	llevaba	el	membrete	de
‘reservado’,	 ‘secreto’	 u	 otro	 término	 análogo,	 circunstancia	 que	 debe
considerarse	 para	 resolver	 sobre	 las	 agravantes	 o	 atenuantes	 de	 la
perpetración	del	ilícito.	(...)”.	(CSJ.	Ancash,	Exp.	N°	45-97,	set.	22/98.	S.S.	Torres
T.)
JURISPRUDENCIA.—El	registro	para	sí	o	la	autorización	para	acceder	a
una	comunicación	no	supone	 la	violación	del	derecho	constitucional	al
secreto	de	las	comunicaciones.	“Teniendo	en	cuenta	lo	anterior,	también	es
posible	 sostener	que	 en	base	al	dominio	de	 la	 comunicación	que	posee	 cada
uno	de	los	interlocutores,	el	registro	para	sí	o	la	autorización	para	acceder	a
ella	 por	 cualquiera	 de	 estos	 y	 el	 conocimiento	 del	 contenido	 de	 la
comunicación,	 tampoco	 supone	 la	 violación	 del	 derecho	 constitucional	 al
secreto	de	las	comunicaciones.	(...)	Lo	anteriormente	expuesto	tiene	adecuado
respaldo	constitucional,	porque	si	bien	la	difusión	o	transmisión	del	contenido
de	 la	 comunicación	 a	 terceros	 puede	 implicar	 la	 violación	 del	 derecho	 a	 la
intimidad	 personal	 o	 familiar,	 no	 toda	 difusión	 o	 transmisión	 a	 terceros
supone	per	se	la	afectación	a	este	derecho,	pues	este	también	puede	ser	sujeto
de	limitaciones	y/o	restricciones.	Así	pues,	existen	algunos	supuestos	en	lo	que
precisamente	 a	 través	 de	 dicha	 actuación	 se	 busca	 proteger	 otros	 bienes
igualmente	 legítimos,	 entre	 ellos	 el	 interés	 general	 en	 la	 investigación	 y
persecución	del	delito	u	otro	bien	constitucional	análogo.	Ello	es	así	porque	no
se	 puede	 comprender,	 mucho	 menos	 defender,	 el	 interés	 constitucional	 que
pueda	existir,	por	ejemplo,	al	proteger	el	secreto	de	la	comisión	de	un	delito.	Al
contrario,	 en	 esos	 supuestos,	 en	 lugar	 de	 existir	 la	 ‘obligación’	 de	 secreto	 o
reserva	 del	 contenido	 de	 la	 comunicación,	 existe	 más	 bien	 la	 obligación	 de
denunciar	el	hecho	delictivo	una	vez	conocido.	En	relación	a	esto	último,	 tal
obligación	 incluso	 viene	 impuesta	 a	 través	 de	 la	 tipificación	 del	 delito	 de
omisión	de	denuncia	 (artículo	407	del	Código	Penal).	 (TC,	Exp.	00867-2011-
PA/TC,	jul.	17/2014.	S.	S.	Blume	Fortini)
C.	P.
ART.	 162.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1182,	 Primera	 Disp.	 Compl.
Modif.	 Interferencia	 telefónica.	 El	 que,	 indebidamente,
interviene	 o	 interfiere	 o	 escucha	 una	 conversación	 telefónica	 o
similar,	 será	 reprimido	 con	pena	privativa	de	 libertad	no	menor
de	cinco	ni	mayor	de	diez	años.
La	pena	privativa	de	libertad	será	no	menor	de	diez	ni	mayor	de
quince	años:
1.	Cuando	el	agente	tenga	la	condición	de	funcionario	o	servidor
público,	 y	 se	 impondrá	 además	 la	 inhabilitación	 conforme	 al
artículo	36,	incisos	1,	2	y	4.
2.	 Cuando	 el	 delito	 recaiga	 sobre	 información	 clasificada	 como
secreta,	 reservada	 o	 confidencial	 de	 conformidad	 con	 la	 Ley
27806,	Ley	de	Transparencia	y	Acceso	a	la	Información	Pública.
3.	 Cuando	 el	 delito	 comprometa	 la	 defensa,	 seguridad	 o
soberanía	nacionales.
Si	el	agente	comete	el	delito	como	integrante	de	una	organización
criminal,	la	pena	se	incrementa	hasta	en	un	tercio	por	encima	del
máximo	legal	previsto	en	los	supuestos	anteriores.
C.	P.
ART.	162-A.—Incorporado.	D.	Leg.	1182,	Segunda	Disp.
Compl.	Modif.	Posesión	o	comercialización	de	equipos
destinados	a	la	interceptación	telefónica	o	similar.	El	que
fabrica,	adquiere,	introduce	al	territorio	nacional,	posee	o
comercializa	equipos	o	softwares	destinados	a	interceptar
ilegalmente	las	comunicaciones	o	similares,	será	reprimido	con
pena	privativa	de	la	libertad	no	menor	de	diez	ni	mayor	de	quince
años.
INTERVENCIÓN	DE	COMUNICACIONES	Y	DOCUMENTOS
Ley	27697.
ART.	 1°.—Modificado.	 Ley	 30096,	 Primera	 Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Marco	y	finalidad.	La	presente	ley	tiene
por	 finalidad	 desarrollar	 legislativamente	 la	 facultad	 constitucional
otorgada	 a	 los	 jueces	 para	 conocer	 y	 controlar	 las	 comunicaciones	 de	 las
personas	que	son	materia	de	investigación	preliminar	o	jurisdiccional.
Solo	 podrá	 hacerse	 uso	 de	 la	 facultad	 prevista	 en	 la	 presente	 ley	 en	 los
siguientes	delitos:
1.	Secuestro.
2.	Trata	de	personas.
3.	Pornografía	infantil.
4.	Robo	agravado.
5.	Extorsión.
6.	Tráfico	ilícito	de	drogas.
7.	Tráfico	ilícito	de	migrantes.
8.	Delitos	contra	la	humanidad.
9.	Atentados	contra	la	seguridad	nacional	y	traición	a	la	patria.
10.	Peculado.
11.	Corrupción	de	funcionarios.
12.	Terrorismo.
13.	Delitos	tributarios	y	aduaneros.
14.	Lavado	de	activos.
15.	Delitos	informáticos.
Ley	27697.
ART.	 2°.—Normas	 sobre	 recolección,	 control	 de	 comunicaciones	 y
sanción.
1.	 Se	 entiende	 por	 “comunicación”	 a	 cualquier	 forma	 de	 transmisión	 del
contenido	del	pensamiento,	o	de	una	forma	objetivada	de	éste,	por	cualquier
medio.	Para	efectos	de	esta	ley,	no	interesa	que	el	proceso	de	transmisión	de
la	comunicación	se	haya	iniciado	o	no.
2.	 Se	 entiende	por	 “medio”	 al	 soporte	material	 o	 energético	 en	 el	 cual	 se
porta	 o	 se	 transmite	 la	 comunicación.	 Para	 efectos	 de	 esta	 ley	 tiene	 el
mismo	régimen	que	la	comunicación	misma.
3.	La	intervención	de	comunicaciones	en	el	marco	del	inciso	10	del	artículo
2°	de	la	Constitución	y	de	la	presente	ley,	se	desenvuelve	en	dos	fases:
a)	La	recolección.	Mediante	la	cual	se	recoge	o	se	registra	la	comunicación
y/o	su	medio.
La	 recolección	 puede	 hacerse	 sobre	 una	 comunicación	 en	 específico,	 o
sobre	un	conjunto	de	comunicaciones	indeterminadas,	dentro	de	las	que	es
probable	 –según	 razones	 que	 deberán	 fundamentarse	 debidamente	 en	 la
solicitud	 a	 que	 se	 refiere	 esta	 ley–	 que	 se	 halle	 alguna	 que	 tenga	 utilidad
para	la	investigación.
b)	 El	 control.	 Por	medio	 del	 cual	 se	 toma	 un	 conocimiento	 oficial	 de	 su
contenido	y	se	desechan	las	comunicaciones	o	las	partes	de	la	comunicación
que	no	tienen	interés	para	efectos	de	la	investigación.
4.	El	encargado	de	ambas	fases	es	el	fiscal	a	cargo	de	la	investigación,	que
para	efectos	de	esta	ley	se	denominará	“fiscal	recolector”.
5.	Modificado.	 D.	 Leg.	 991,	 Art.	 Único.	 El	 fiscal	 recolector	 supervisa	 la
intervención	 y	 control	 de	 las	 comunicaciones,	 que	 realiza	 el	 personal
autorizado	del	Ministerio	Público	y/o	de	la	Policía	Nacional	del	Perú,	con	el
apoyo	 técnico	 de	 las	 empresas	 operadoras	 de	 comunicaciones	 con	 la
finalidad	de	asegurar	la	intervención	o	control	de	las	mismas	en	tiempo	real.
Asimismo,	 si	 las	 características	de	 las	 comunicaciones	 lo	 requieren,	 podrá
solicitar	el	apoyo	de	personas	naturales	o	jurídicas	expertas	en	la	actividad
de	recolección.
Las	 empresas	 de	 comunicaciones,	 inmediatamente	 después	 de
recepcionada	 la	 resolución	 judicial	 de	 autorización,	 sin	 mediar	 trámite
previo	y	de	manera	 ininterrumpida,	 facilitarán	en	 tiempo	real	el	 control	o
recolección	 de	 las	 comunicaciones	 que	 son	 materia	 de	 la	 presente	 ley,	 a
través	 de	 sus	 propios	 técnicos	 o	 funcionarios,	 permitiendo,	 al	 personal
autorizado	señalado	en	el	párrafo	precedente,	la	utilización	de	sus	equipos
tecnológicos,	que	constituyan	el	soporte	material	o	energético	en	el	cual	se
porta	o	transmite	la	comunicación,	bajo	apercibimiento	de	ser	denunciados
por	delito	de	desobediencia	a	la	autoridad,	en	caso	de	incumplimiento.	Los
encargados	 de	 realizar	 la	 intervención	 están	 obligados	 a	 guardar	 reserva
sobre	 la	 información	 que	 adquieran	 a	 propósito	 de	 la	 misma,	 bajo
responsabilidad,	penal,	civil	y	administrativa.
6.	 Están	 facultados	 para	 solicitar	 al	 juez	 que	 autorice	 la	 intervención	 el
Fiscal	 de	 la	 Nación,	 en	 los	 casos	 materia	 de	 su	 investigación,	 los	 fiscales
penales	y	 los	procuradores	públicos.	Esta	facultad	se	entiende	concedida	a
tales	funcionarios,	en	tanto	que	encargados	de	los	procesos	por	los	delitos	a
que	se	refiere	el	artículo	1°	de	esta	ley.	De	la	denegatoria	de	la	autorización
procede	 recurso	 de	 apelación	 ante	 el	 superior	 jerárquico,	 dentro	 del	 día
siguiente	de	enterado	o	notificado.
7.	 Modificado.	 Ley	 30077,	 Quinta	 Disposición	 Complementaria
Modificatoria.	La	solicitud	que	se	presente	estará	debidamente	sustentada
y	contendrá	 todos	 los	datos	necesarios.	Tendrá	como	anexo	 los	elementos
indiciarios	 que	 permitan	 al	 juez	 emitir	 bajo	 su	 criterio	 la	 respectiva
autorización.
El	juez,	después	de	verificar	los	requisitos	establecidos	en	el	primer	párrafo
de	este	numeral,	emitirá	resolución	autorizando	la	realización	de	la	medida
hasta	 por	 el	 plazo	 estrictamente	 necesario,	 que	 no	 será	 mayor	 que	 el
período	 de	 la	 investigación	 en	 el	 caso	 de	 la	 interceptación	 postal,	 y	 de
sesenta	días	excepcionalmente	prorrogables	por	plazos	sucesivos	a	solicitud
del	 fiscal	 y	 mandato	 judicial	 debidamente	 motivado,	 en	 el	 caso	 de	 la
intervención	de	las	comunicaciones.
8.	 La	 solicitud	 y	 su	 concesión	 harán	 las	 especificaciones	 que	 sean
necesarias	 para	 distinguir	 las	 distintas	 clases	 de	 recolección	 y	 de	 control
que	la	naturaleza	de	las	comunicaciones	intervenidas	o	intervenibles	exijan.
Dentro	de	estas	especificaciones	se	tomarán	en	cuenta,	entre	otros	factores:
a)	 Si	 la	 comunicación	 es	 una	 determinada;	 si	 se	 va	 a	 dar	 probablemente
dentro	 de	 un	 conjunto	 indeterminado	 de	 comunicaciones;	 o	 si	 es	 una
comunicación	cierta	que	sucederá	dentro	de	circunstancias	determinadas.
b)	Si	la	comunicación	se	dará	en	el	futuro	o	ya	se	dio	en	el	pasado.
c)	Si	la	comunicación	es	accesible	a	toda	persona	que	la	perciba,	a	ella	o	su
medio,	o	si	se	encuentra	cerrada	o	encriptada.
d)	 Si	 se	 ha	 hecho	 uso	 de	 medios	 destinados	 a	 encubrir	 la	 identidad	 del
emisor	 o	 del	 receptor	 de	 la	 comunicación,	 o	 de	 cualquier	 otra	 persona,
hecho	 o	 circunstancia	 que	 se	mencionen	 en	 la	 comunicación;	 así	 como	 la
puesta	 de	 cualquier	 dificultad	 destinada	 a	 impedir	 el	 acceso	 o	 la
identificación	de	la	comunicación,	de	sus	partes,	o	de	la	información	en	ella
mencionada.
9.	 Hecha	 la	 recolección,	 se	 procederá	 a	 efectuar	 el	 control	 por	 parte	 del
fiscal	recolector.	Sobre	el	control	y	sobre	su	resultado,	la	persona	interesada
que	 se	 sienta	 afectada	 podrá	 ejercer	 derecho	 de	 contradicción	 y	 defensa,
según	estime	conveniente.
10.	 Con	 el	 solo	 hecho	 de	mencionarlo	 en	 su	 solicitud,	 el	 fiscal	 recolector
estará	facultado	para	ir	haciendo	controles	de	modo	periódico,	sobre	lo	que
se	vaya	recolectando	parcialmente,	 si	es	que	el	modo	de	recolección	 fuese
compatible	con	esa	metodología.
11.	 De	 descubrirse	 indicios	 de	 otros	 hechos	 delictivos,	 se	 comunicará	 el
descubrimiento	al	juez	competente,	para	que	éste	disponga	la	pertinencia	o
no	de	 su	 utilización	 en	 la	 investigación	 en	 curso	 (en	 vía	 de	 ampliación)	 o
para	 que	 el	 Ministerio	 Público	 evalúe	 si	 hay	 mérito	 para	 iniciar
investigación	penal	sobre	el	tema	descubierto.
12.	Modificado.	D.	Leg.	991,	Art.	Único.	El	juez	dará	atención	preferente	e
inmediata	a	las	solicitudes	que	se	fundamenten	en	una	urgencia	sustentada
por	el	 fiscal	recolector,	emitiendo	 la	resolución	correspondiente	dentro	de
las	 veinticuatro	 (24)	 horas	 de	 recepcionada.	 Dicha	 resolución	 deberá	 ser
comunicada	 al	 fiscal	 recolector,	 en	 el	mismo	 término,	 por	 facsímil,	 correo
electrónico,	 u	 otro	 medio	 de	 comunicación	 válido	 que	 garantice	 su
veracidad,	sin	perjuicio	de	su	notificación.
13.	El	juez	que	autoriza,	su	personal	auxiliar,	el	fiscal	recolector	así	como	el
personal	 auxiliar	 del	 Ministerio	 Público,	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú,
peritos,	 los	 procuradores	públicos	 y	 demás	personas	naturales	 o	 jurídicas
autorizadas	en	el	proceso	de	investigación,	deberán	guardar	reserva	sobre
toda	la	información	que	obtengan.
El	incumplimiento	de	este	deber	se	sanciona	con	inhabilitación	conforme	a
ley	 para	 el	 ejercicio	 de	 la	 función	 pública,	 sin	 perjuicio	 de	 las
responsabilidades	 penales,	 civiles	 y	 administrativas	 que	 el	 ordenamiento
jurídico	prevé.
NOTA:	1.	Si	bien	la	Tercera	Disposición	Complementaria	Modificatoria	de	la	Ley	N°	30096,	publicada
el	22	de	OCtubre	del	2013,	modificó	el	numeral	4	de	este	artículo	del	Código	Procesal	Penal,	la	Ley	N°
30077	entró	en	vigencia	el	01	de	julio	del	2014	y,	con	ello,	modificó	este	numeral.
C.	P.
ART.	 162-B.—Incorporado.	 D.	 Leg.	 1234,	 Art.	 Único.
Interferencia	de	comunicaciones	electrónicas,	de	mensajería
instantánea	 y	 similares.	 El	 que,	 indebidamente,	 interviene	 o
interfiere	 comunicaciones	 electrónicas	 o	 de	 mensajería
instantánea	 o	 similares,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	no	menor	de	cinco	ni	mayor	de	diez	años.
La	pena	privativa	de	libertad	será	no	menor	de	diez	ni	mayor	de
quince	años,	cuando:
1.	El	agente	tenga	la	condición	de	funcionario	o	servidor	público,
y	 se	 impondrá	 además	 la	 inhabilitación	 conforme	 al	 artículo	 36,
incisos	1,	2	y	4.
2.	 El	 delito	 recaiga	 sobre	 información	 clasificada	 como	 secreta,
reservada	o	confidencial	de	conformidad	con	la	Ley	N°	27806,	Ley
de	Transparencia	y	Acceso	a	la	Información	Pública.
3.	 El	 delito	 comprometa	 la	 defensa,	 seguridad	 o	 soberanía
nacionales.
Si	el	agente	comete	el	delito	como	integrante	de	una	organización
criminal,	la	pena	se	incrementa	hasta	en	un	tercio	por	encima	del
máximo	legal	previsto	en	los	supuestos	anteriores.
C.	P.
ART.	 163.—Supresión	 o	 extravío	 de	 la	 correspondencia.	 El
que,	 indebidamente,	 suprime	 o	 extravía	 de	 su	 destino	 una
correspondencia	 epistolar	 o	 telegráfica,	 aunque	 no	 la	 haya
violado,	será	reprimido	con	prestación	de	servicio	comunitario	de
veinte	a	cincuentidós	jornadas.
C.	P.
ART.	164.—Publicación	indebida	de	correspondencia.	 El	 que
publica,	 indebidamente,	 una	 correspondencia	 epistolar	 o
telegráfica,	 no	 destinada	 a	 la	 publicidad,	 aunque	 le	 haya	 sido
dirigida,	será	reprimido,	si	el	hecho	causa	algún	perjuicio	a	otro,
con	limitación	de	días	libres	de	veinte	a	cincuentidós	jornadas.
CAPÍTULO	V
Violación	del	secreto	profesional
C.	P.
ART.	165.—Violación	del	secreto	profesional.	El	que,	teniendo
información	por	razón	de	su	estado,	oficio,	empleo,	profesión	o
ministerio,	de	secretos	cuya	publicación	pueda	causar	daño,	los
revela	sin	consentimiento	del	interesado,	será	reprimido	con	pena
privativa	de	libertad	no	mayor	de	dos	años	y	con	sesenta	a	ciento
veinte	días	-	multa.
NOTA:	El	artículo	32	del	D.	L.	N°	26122,	“Ley	sobre	represión	de	la	competencia	desleal”	(20.12.92),
establecía	como	cuestión	previa	lo	siguiente:	“Antes	de	iniciar	la	acción	penal	por	los	delitos	a	que	se
refieren	los	artículos	165,	190,	191,	216,	217,	218,	219,	220,	222,	223,	224,	225,	238,	239	y	240	del
Código	Penal,	en	lo	relacionado	con	la	materia	de	esta	ley,	el	fiscal	deberá	solicitar	el	informe	técnico
del	Indecopi,	el	cual	deberá	emitirlo	en	un	plazo	de	cinco	(5)	días	hábiles.	Dicho	informe	constituye
uno	de	los	elementos	a	ser	apreciados	por	el	juez	o	el	tribunal	al	emitir	resolución	o	sentencia”.
Luego,	la	norma	fue	derogada	por	la	Segunda	Disposición	Derogatoria	del	Decreto	Legislativo	N°
1044,	publicado	el	26	junio	2008.	El	citado	dispositivo	entró	en	vigencia	luego	de	treinta	(30)	días
calendario	de	la	fecha	de	su	publicación	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”.
GARANTÍAS	FUNDAMENTALES
Const.
ART.	2°.—Toda	persona	tiene	derecho:
10.	(...).
Las	 comunicaciones,	 telecomunicaciones	 o	 sus	 instrumentos	 sólo	 pueden
ser	 abiertos,	 incautados,	 interceptados	 o	 intervenidos	 por	 mandamiento
motivado	del	juez,	con	las	garantías	previstas	en	la	ley.	Se	guarda	secreto	de
los	asuntos	ajenos	al	hecho	que	motiva	su	examen.
Los	 documentos	 privados	 obtenidos	 con	 violación	 de	 este	 precepto	 no
tienen	efecto	legal.
Los	libros,	comprobantes	y	documentos	contables	y	administrativos	están
sujetos	 a	 inspección	 o	 fiscalización	 de	 la	 autoridad	 competente,	 de
conformidad	 con	 la	 ley.	 Las	 acciones	que	al	 respecto	 se	 tomen	no	pueden
incluir	su	sustracción	o	incautación,	salvo	por	orden	judicial.
(...).
VIOLACIÓN	DEL	SECRETO	PROFESIONAL.	SECRETO	BANCARIO
Ley	26702.
ART.	142.—Información	no	comprendida	dentro	del	secreto	bancario.
El	 secreto	 bancario	 no	 impide	 el	 suministro	 de	 información	 de	 carácter
global,	particularmente	en	los	siguientes	casos:
1.	Cuando	sea	proporcionada	por	la	Superintendencia	al	Banco	Central	y	a
las	empresas	del	sistema	financiero	para:
i.	Usos	estadísticos.
ii.	La	formulación	de	la	política	monetaria	y	su	seguimiento.
2.	 Cuando	 se	 suministre	 a	 bancos	 e	 instituciones	 financieras	 del	 exterior
con	 los	 que	 se	 mantenga	 corresponsalía	 o	 que	 estén	 interesados	 en
establecer	una	relación	de	esa	naturaleza.
3.	 Cuando	 la	 soliciten	 las	 sociedades	 de	 auditoría	 a	 que	 se	 refiere	 el
numeral	 1	 del	 artículo	 134	 o	 firmas	 especializadas	 en	 la	 clasificación	 de
riesgo.
4.	Cuando	lo	requieran	personas	interesadas	en	la	adquisición	de	no	menos
del	treinta	por	ciento	(30%)	del	capital	accionario	de	la	empresa.
No	constituye	violación	del	secreto	bancario,	la	divulgación	de	información
sobre	las	sumas	recibidas	de	los	distintos	clientes	para	fines	de	liquidación
de	la	empresa.
Ley	26702.
ART.	143.—Levantamiento	del	secreto	bancario.	El	secreto	bancario	no
rige	cuando	la	información	sea	requerida	por:
1.	 Los	 jueces	 y	 tribunales	 en	 el	 ejercicio	 regular	 de	 sus	 funciones	 y	 con
específica	 referencia	 a	 un	 proceso	 determinado,	 en	 el	 que	 sea	 parte	 el
cliente	de	la	empresa	a	quien	se	contrae	la	solicitud.
2.	 El	 Fiscal	 de	 la	 Nación,	 en	 los	 casos	 de	 presunción	 de	 enriquecimiento
ilícito	 de	 funcionarios	 y	 servidores	 públicos	 o	 de	 quienes	 administren	 o
hayan	 administrado	 recursos	 del	 Estado	 o	 de	 organismos	 a	 los	 que	 éste
otorga	soporte	económico.
3.	 El	 Fiscal	 de	 la	 Nación	 o	 el	 gobierno	 de	 un	 país	 con	 el	 que	 se	 tenga
celebrado	convenio	para	combatir,	reprimir	y	sancionar	el	tráfico	ilícito	de
drogas	 o	 el	 terrorismo,	 o	 en	 general,	 tratándose	 de	 movimientos
sospechosos	 de	 lavado	 de	 dinero	 o	 de	 activos,	 con	 referencia	 a
transacciones	financieras	y	operaciones	bancarias	ejecutadas	por	personas
presuntamente	 implicadas	 en	 esas	 actividades	 delictivas	 o	 que	 se
encuentren	 sometidas	 a	 investigación	 bajo	 sospecha	 de	 alcanzarles
responsabilidad	en	ellas.
4.	El	presidente	de	una	comisión	 investigadora	del	Poder	Legislativo,	 con
acuerdo	 de	 la	 comisión	 de	 que	 se	 trate	 y	 en	 relación	 con	 hechos	 que
comprometan	el	interés	público.
5.	El	superintendente,	en	el	ejercicio	de	sus	funciones	de	supervisión.
En	los	casos	de	los	numerales	2,	3	y	4,	el	pedido	de	información	se	canaliza
a	través	de	la	Superintendencia.
Quienes	 accedan	 a	 información	 secreta	 en	 virtud	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el
presente	artículo,	están	obligados	a	mantenerla	con	dicho	carácter	en	tanto
ésta	no	resulte	incompatible	con	el	interés	público.
JURISPRUDENCIA.—El	secreto	bancario	no	forma	parte	del	derecho	a	la
intimidad.	“(...)	El	secreto	bancario	no	forma	parte	del	contenido	esencial	del
derecho	a	la	intimidad	pues	su	develación	pública	no	conlleva	un	grado	de
excesiva	e	irreparable	aflicción	psicológica	en	el	individuo,	la	posibilidad	de	su
limitación	se	encuentra	reconocida	constitucionalmente	y	en	un	sentido
práctico,	de	no	ser	así,	implicaría	una	serie	de	obstáculos	irrazonables	en	la
persecución	de	los	delitos	económicos	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	0004-2004-AI/TC,	set.
21/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Dimensiones	del	“secreto	profesional”:	como
derecho	y	como	garantía.	“(…)	Esta	garantía	resulta	fundamental	cuando	la
profesión	u	oficio	guarda	estrecha	relación	con	el	ejercicio	de	otras	libertades
públicas,	como	es	el	caso	de	los	periodistas	respecto	de	la	libertad	de
información	y	expresión,	o	de	los	abogados	con	relación	al	ejercicio	del
derecho	de	defensa.	En	estos	supuestos,	se	trata	de	preservar	y	garantizar	el
ejercicio	libre	de	las	profesiones,	de	los	periodistas,	médicos	o	abogados	con
relación	a	sus	fuentes	de	información,	sus	pacientes	y	patrocinados
respectivamente,	de	modo	que	estos	profesionales	no	puedan	ser	objeto	de
ningún	tipo	de	presión	de	parte	de	sus	empleadores	o	de	las	autoridades	y
funcionarios	con	relación	a	hechos	u	observaciones	vinculadas	al	ejercicio	de
una	determinada	profesión	u	oficio.	(…)	dos	son	los	ámbitos	de	actuación	de	la
garantía-derecho	al	secreto	profesional	que	reconoce	la	Constitución.	En
cuanto	derecho,	reconoce	al	titular	de	tales	secretos	la	exigencia	de	que	estos
sean	celosamente	guardados	por	los	profesionales	a	quienes	se	les	confía	de
modo	directo,	o	que	tuvieran	acceso	a	información	confidencial	en	razón	de	su
ejercicio	profesional;	del	mismo	modo,	el	secreto	profesional	también	protege
a	los	propios	profesionales,	quienes	podrán	hacerlo	valer	en	cualquier
situación	o	circunstancia	en	que	los	poderes	públicos	o	cualquier	persona	o
autoridad	pretendan	desconocerlo	de	cualquier	forma,	sea	obligando	a
confesar	dichos	secretos	o	poniendo	en	riesgo	su	preservación	en	el	ejercicio
de	su	profesión.	(…)	En	cuanto	garantía,	el	secreto	profesional	impone	un
deber	especial	de	parte	del	Estado	a	efectos	de	preservar	su	eficaz
cumplimiento.	Dichas	acciones	de	parte	del	Estado	deben	concretarse	en	una
adecuada	legislación,	así	como	en	la	promoción	de	una	cultura	de	respeto	al
ejercicio	de	las	profesiones	en	general	y,	en	especial,	de	aquellas	que	tienen
directa	implicancia	con	la	promoción	de	los	derechos	y	libertades	públicas,
como	es	el	caso	de	la	profesión	del	periodismo	y	la	promoción	del	derecho	a	la
libre	expresión	e	información;	la	abogacía	y	el	ejercicio	del	derecho	de
defensa;	la	profesión	médica	y	la	promoción	de	la	salud,	así	como	las
profesiones	que	inciden	en	la	promoción	de	las	libertades	económicas	en	el
marco	del	Estado	Social	y	Democrático	de	Derecho.	(…)	en	cuanto	al
contenido	de	lo	que	debe	considerarse	secreto	para	los	fines	de	su	protección,
el	Tribunal	opina	que	aunque	resulta	difícil	determinarlo	en	abstracto,	de
modo	general	puede	establecerse	que,	se	trata	de	toda	noticia,	información,
situación	fáctica	o	incluso	proyecciones	o	deducciones	que	puedan	hacerse	en
base	a	la	pericia	o	conocimientos	del	profesional	y	que	hayan	sido	obtenidas	o
conocidas	a	consecuencia	del	ejercicio	de	una	determinada	profesión,	arte,
ciencia	o	técnica	en	general.	Están	incluidas	en	la	cláusula	de	protección	y,	por
tanto,	también	les	alcanza	la	obligación	de	mantener	el	secreto,	no	sólo	los
profesionales	a	quienes	se	ha	confiado	directamente,	sino	también	sus
colaboradores,	ayudantes,	asistentes	e,	incluso,	el	personal	al	servicio	del
profesional	que	tuviera	acceso	directo	a	tales	secretos.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	7811-
2005-PA/TC,	jul	02/2007.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Levantamiento	del	secreto	bancario	y	de	las
comunicaciones	debe	decretarse	necesariamente	por	un	juez:	orden
escrita	y	debidamente	motivada.	“(…)	el	tribunal	aprecia	que	ambas
disposiciones	constitucionales	contemplan	una	reserva	de	jurisdicción	en	lo
que	atañe	al	régimen	jurídico	al	cual	habrá	de	someterse	toda	intervención
que	pretenda	realizarse	a	los	derechos	reconocidos	en	los	incisos	5)	y	10)	del
artículo	2°	de	la	Constitución.	Tal	reserva	de	jurisdicción	comporta	que	la
autorización	del	levantamiento	del	secreto	bancario	y	de	las	comunicaciones
debe	decretarse	necesariamente	por	un	juez,	mediante	una	orden	escrita	y
debidamente	motivada.
A	juicio	del	tribunal,	el	artículo	60	de	la	Ley	de	la	Carrera	Judicial	no	elimina
dicha	reserva	de	jurisdicción.	No	confiere,	como	se	ha	denunciado,	al	órgano
del	procedimiento	disciplinario	del	Poder	Judicial	la	competencia	para
levantar	el	secreto	bancario	y	de	las	comunicaciones.	Al	contrario,	la	reafirma
al	establecer	que	una	medida	tan	drástica	como	la	que	supone	ambas
modalidades	del	levantamiento	del	secreto	sólo	puede	ser	adoptada	por	un
juez,	previo	requerimiento	o	solicitud	del	referido	órgano	del	procedimiento
administrativo.	(TC,	Sent.	del	Pleno	-	Exp.	0019-2009-PI/TC,	abr.	13/2011.
Pres.	Mesía	Ramírez)
DOCTRINA.—Corte	 Constitucional	 del	 Colombia	 señala	 los	 deberes
impuestos	por	el	secreto	profesional	médico.	“Este	tribunal	ha	señalado
que	 la	 información	 relacionada	con	 la	atención	prestada	al	paciente	y	que
consta	en	la	historia	clínica	está	protegida	por	la	reserva	legal,	por	lo	que	los
datos	que	allí	 reposan,	no	pueden	 ser	 entregados	o	divulgados	a	 terceros.
Así	lo	expuso	en	sentencia	C-264	de	1996,	al	pronunciarse	sobre	el	secreto
profesional	y	particularmente	sobre	la	práctica	de	la	medicina:
‘La	 doctrina	 de	 la	 Corte	 sobre	 el	 secreto	 profesional,	 particularmente
referida	 a	 la	práctica	de	 la	medicina,	 puede	 condensarse	 en	 los	 siguientes
enunciados:
(1)	 La	 historia	 clínica,	 su	 contenido	 y	 los	 informes	 que	 de	 la	 misma	 se
deriven,	están	sujetos	a	reserva	y,	por	 lo	 tanto,	sólo	pueden	ser	conocidos
por	el	médico	y	su	paciente.
(2)	Sólo	 con	 la	autorización	del	paciente,	puede	 revelarse	a	un	 tercero	el
contenido	de	su	historia	clínica.
(3)	 Levantada	 la	 reserva	 de	 la	 historia	 clínica,	 su	 uso	 debe	 limitarse	 al
objeto	y	al	sentido	legítimo	de	la	autorización	dada	por	el	paciente.
(4)	Datos	extraídos	de	la	historia	clínica	de	un	paciente,	sin	su	autorización,
no	puede	ser	utilizados	válidamente	como	prueba	en	un	proceso	judicial.
(5)	 No	 puede	 el	 legislador	 señalar	 bajo	 qué	 condiciones	 puede
legítimamente	violarse	el	secreto	profesional.
(6)	 El	 profesional	 depositario	 del	 secreto	 profesional	 está	 obligado	 a
mantener	 el	 sigilo	 y	 no	 es	 optativo	 para	 éste	 revelar	 su	 contenido	 o
abstenerse	de	hacerlo’.
Es	así	como,	el	derecho	a	solicitar	copia	de	una	historia	clínica	está	limitado
fundamentalmente	por	el	derecho	a	la	intimidad	(…),	toda	vez	que	se	trata
de	una	 información	privada	que	en	principio	 solo	 interesa	a	 su	 titular	y	 a
quienes	 profesionalmente	 deben	 atenderlo”.	 (Corte	 Constitucional	 de
Colombia,	Sent.	T-408,	ago.	26/2014.	M.	P.	Jorge	Iván	Palacio)
CAPÍTULO	VI
Violación	de	la	libertad	de	reunión
C.	P.
ART.	166.—Impedimento	o	perturbación	de	reunión	pública.
El	que,	 con	violencia	o	 amenaza,	 impide	o	perturba	una	 reunión
pública	 lícita,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
mayor	de	un	año	y	con	sesenta	a	noventa	días	-	multa.
GARANTÍAS	FUNDAMENTALES
Const.
ART.	2°.—Toda	persona	tiene	derecho:
(...).
12.	A	reunirse	pacíficamente	sin	armas.	Las	reuniones	en	locales	privados	o
abiertos	al	público	no	requieren	aviso	previo.	Las	que	se	convocan	en	plazas
y	 vías	 públicas	 exigen	 anuncio	 anticipado	 a	 la	 autoridad,	 la	 que	 puede
prohibirlas	 solamente	 por	 motivos	 probados	 de	 seguridad	 o	 de	 sanidad
públicas.
(...).
ESTADOS	EXCEPCIONALES
Const.
ART.	 137.—El	 Presidente	 de	 la	 República,	 con	 acuerdo	 del	 Consejo	 de
Ministros,	 puede	 decretar,	 por	 plazo	 determinado,	 en	 todo	 el	 territorio
nacional,	 o	 en	 parte	 de	 él,	 y	 dando	 cuenta	 al	 Congreso	 o	 a	 la	 Comisión
Permanente,	los	estados	de	excepción	que	en	este	artículo	se	contemplan:
1.	Estado	de	emergencia,	en	caso	de	perturbación	de	 la	paz	o	del	orden
interno,	 de	 catástrofe	 o	 de	 graves	 circunstancias	 que	 afecten	 la	 vida	de	 la
Nación.	En	esta	eventualidad,	puede	restringirse	o	suspenderse	el	ejercicio
de	 los	 derechos	 constitucionales	 relativos	 a	 la	 libertad	 y	 la	 seguridad
personales,	 la	 inviolabilidad	 del	 domicilio,	 y	 la	 libertad	 de	 reunión	 y	 de
tránsito	en	el	territorio	comprendidos	en	los	incisos	9,	11	y	12	del	artículo
2°	y	en	el	inciso	24,	apartado	f	del	mismo	artículo.	En	ninguna	circunstancia
se	puede	desterrar	a	nadie.
El	plazo	del	estado	de	emergencia	no	excede	de	sesenta	días.	Su	prórroga
requiere	 nuevo	 decreto.	 En	 estado	 de	 emergencia	 las	 Fuerzas	 Armadas
asumen	 el	 control	 del	 orden	 interno	 si	 así	 lo	 dispone	 el	 Presidente	 de	 la
República.
2.	 Estado	 de	 sitio,	 en	 caso	 de	 invasión,	 guerra	 exterior,	 guerra	 civil,	 o
peligro	 inminente	 de	 que	 se	 produzcan,	 con	 mención	 de	 los	 derechos
fundamentales	 cuyo	 ejercicio	 no	 se	 restringe	 o	 suspende.	 El	 plazo
correspondiente	no	excede	de	cuarenta	y	cinco	días.	Al	decretarse	el	estado
de	 sitio,	 el	 Congreso	 se	 reúne	 de	 pleno	 derecho.	 La	 prórroga	 requiere
aprobación	del	Congreso.
JURISPRUDENCIA.—Restricción	 del	 derecho	 de	 reunión	 exige	más	 que
simples	sospechas.	 “(...)	 Los	motivos	 que	 sustenten	 cualquier	 prohibición	 o
restricción	del	derecho	de	reunión,	deben	ser	‘probados’.	En	tal	virtud,	no	debe
tratarse	de	 simples	 sospechas,	 peligros	 inciertos,	 ni	 tampoco	de	argumentos
insuficientes,	 antojadizos	 o	 arbitrarios,	 sino	 deben	 ser	 razones	 objetivas,
suficientes	y	debidamente	fundadas.
Del	mismo	modo,	la	prohibición	debe	ser	la	última	ratio	a	la	que	puede	apelar
la	autoridad	administrativa	o	judicial	para	limitar	el	derecho,	debiendo	optar,
de	ser	posible,	por	medidas	simplemente	restrictivas,	tales	como	proponer	la
modificación	del	lugar,	fecha,	hora	duración	o	itinerario	previsto	(…)”.	(TC,
Exp.	N°	6165-2005-HC/TC,	dic.	06/2005.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
C.	P.
ART.	 167.—Prohibición	 de	 reunión	 pública	 lícita	 por
funcionario	público.	El	 funcionario	público	que	abusando	de	su
cargo	 no	 autoriza,	 no	 garantiza,	 prohíbe	 o	 impide	 una	 reunión
pública,	lícitamente	convocada,	será	reprimido	con	pena	privativa
de	 libertad	 no	 menor	 de	 dos	 ni	 mayor	 de	 cuatro	 años	 e
inhabilitación	de	uno	a	dos	años	conforme	el	artículo	36,	incisos	1,
2	y	3.
CAPÍTULO	VII
Violación	de	la	libertad	de	trabajo
C.	P.
ART.	168.—Modificado.	D.	S.	001-97-TR,	Tercera	Disposición
Derogatoria	y	Final.	Impedimento	o	perturbación	de	reunión
pública.	Será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor
de	dos	años	el	que	obliga	a	otro,	mediante	violencia	o	amenaza,	a
realizar	cualquiera	de	los	actos	siguientes:
1.	Integrar	o	no	un	sindicato.
2.	Prestar	trabajo	personal	sin	la	correspondiente	retribución.
3.	Derogado.	Ley	29783,	Sexta	Disposición	Complementaria
Modificatoria.
La	misma	pena	se	aplicará	al	que	incumple	las	resoluciones
consentidas	o	ejecutoriadas	dictadas	por	la	autoridad	competente;
y	al	que	disminuye	o	distorsiona	la	producción,	simula	causales
para	el	cierre	del	centro	de	trabajo	o	abandona	éste	para	extinguir
las	relaciones	laborales.
GARANTÍAS	FUNDAMENTALES
Const.
ART.	2°.—Toda	persona	tiene	derecho:
(...).
15.	A	trabajar	libremente,	con	sujeción	a	ley.
(...).
Const.
ART.	22.—El	trabajo	es	un	deber	y	un	derecho.	Es	base	del	bienestar	social
y	un	medio	de	realización	de	la	persona.
JURISPRUDENCIA.—Diferencia	con	la	apropiación	ilícita.	“(...)	el	objeto	de
la	protección	jurídica	es	el	patrimonio	y	la	obligación	de	entregar	o	devolver
un	bien,	la	apropiación	ilícita	surge	como	consecuencia	del	incumplimiento	de
la	 obligación	 de	 restituir	 a	 su	 debido	 tiempo	 la	 cosa	 ajena	 (...)	 con	 la
apropiación	 ilícita	 se	 menoscaba	 un	 derecho	 personal	 sustentado	 en	 una
obligación	 de	 dar,	 mediante	 la	 cual	 el	 acreedor	 exige	 al	 deudor	 el
cumplimiento	de	 la	entrega	del	bien;	es	decir	se	produce	como	consecuencia
de	la	traslación	de	posesión	a	través	de	un	título	que	señala	la	forma,	modo,	y
tiempo	como	se	debe	devolver	el	bien;	Tercero:	Que	cuando	el	empleador	no
paga	 en	 forma	 oportuna	 a	 sus	 trabajadores	 las	 remuneraciones	 que	 les
corresponda	 por	 trabajos	 efectuados	 se	 incurre	 en	 el	 ilícito	 penal	 de	 delito
contra	la	libertad	de	trabajo	y	no	así	en	el	ilícito	penal	de	apropiación	ilícita;
Cuarto:	Que,	los	hechos	materia	del	presente	proceso,	no	constituyen	delito	de
apropiación	 ilícita,	 por	 no	 haberse	 producido	 los	 presupuestos	 antes
mencionados,	es	decir	la	preexistencia	del	bien,	la	entrega	mediante	un	título
que	obliga	a	devolver	dicho	bien	(...)”.	(CSJ.	Ucayali,	Exp.	N°	174-97,	set.	12/97.
S.S.	Hermoza	Astete)
JURISPRUDENCIA.—Configuración	típica	de	la	violación	de	la	libertad
de	trabajo.	“(...)	el	artículo	ciento	sesentiocho	in	fine	del	Código	Penal
establece	que	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	dos
años	al	que	retiene	remuneraciones	o	indemnizaciones	de	los	trabajadores	o
no	entregue	al	destinatario	las	efectuadas	por	mandato	legal	o	judicial;
situación	que	no	se	da	en	el	presente	caso,	toda	vez	que	previamente	la
agraviada	debió	recurrir	a	la	autoridad	de	trabajo	reclamando	su	derecho
(...)”.	(CSJ.	Ucayali,	Exp.	N°	97-0010-240901-JX1P,	set.	07/98.	S.S.	Hermoza
Astete)
JURISPRUDENCIA.—El	delito	contra	la	libertad	de	trabajo	se	extingue
cuando	el	agente	cumple	con	lo	obligado	u	ordenado.	“(…)	6.	En	cuanto	al
cuestionamiento	mismo	de	los	fundamentos	para	desestimar	la	prescripción,
en	las	mencionadas	sentencia	y	resolución	de	vista	se	establece	que	el	delito
contra	la	libertad	de	trabajo	es	de	carácter	permanente,	por	lo	que,	siguiendo
la	regla	del	artículo	82,	inciso	4),	el	plazo	de	prescripción	comienza	desde	que
cesa	la	permanencia.
7.	Al	respecto,	conforme	al	artículo	82	del	Código	Penal,	el	cómputo	del	plazo
de	prescripción	opera	desde	la	fecha	en	que	se	consumó	el	delito	(para	el
delito	instantáneo)	o	desde	el	momento	en	que	cesó	la	actividad	delictuosa	(en
los	demás	supuestos).
8.	En	el	caso	de	autos,	respecto	del	momento	del	cese	de	la	permanencia,	las
citadas	resoluciones	establecen	de	manera	clara	que	los	efectos	del	delito
perduran	mientras	subsista	la	situación	de	inasistencia;	esto	es	que	cuando	el
agente	no	cumple	con	la	obligación	ordenada	en	la	resolución	ordenada,	el
delito	subsiste;	es	decir,	que	la	omisión	de	cumplir	con	la	resolución	que	obliga
al	pago	de	los	beneficios	sociales	se	produce	y	permanece	en	el	tiempo,	hasta
que	el	agente	decide	acatar	la	resolución	judicial,	cumplimiento	que	no	ha
sido	acreditado	en	autos.
9.	En	tal	sentido,	el	plazo	de	prescripción	para	el	delito	en	mención	aún	no
puede	ser	computado,	es	decir	que	no	puede	correr	en	el	tiempo	porque	los
efectos	del	delito	todavía	no	han	cesado,	de	lo	que	se	infiere	que	éste	no	ha
prescrito	(…)”	(TC,	Exp.	01516-2010-PHC/TC,	no.	10/2010.	S.	S.	Beaumont
Callirgos)
DOCTRINA.—Violación	 de	 la	 libertad	 de	 trabajo.	 “(...)	 el	 legislador	 del
Código	 Penal	 (...)	 ha	 declarado	 como	 bien	 jurídico	 penal,	 la	 libertad	 de
trabajo,	 puesto	 que	 cualquier	 atentado	 contra	 este	 derecho	 laboral	 afecta
directamente	 la	 libertad	 personal;	 que	 siendo	 esto	 así,	 a	 diferencia	 de
normas	anteriores,	circunstancias	casi	en	la	gran	mayoría	de	casos	el	marco
de	 acción	 de	 los	 procedimientos,	 principios,	 preceptos	 y	 fueros	 que	 se
establecen	 en	 el	 ámbito	 laboral,	 en	 los	 actuales	 momentos	 ya	 no	 es
necesario	 que	 se	 agote	 previamente	 el	 fuero	 administrativo	 o	 privativo
laboral;	 que	 en	 el	 presente	 caso	 es	 de	 verse	 que	 se	 ha	 vulnerado	 y
transgredido	 la	 libertad	 de	 trabajo	 de	 la	 agraviada	 prevista	 y	 penada	 en
artículo	 ciento	 sesentiocho	 del	 Código	 Penal	 (...)”.	 (Voto	 singular,	 Lecaro
Chávez,	 CSJ.	 Ucayali.	 Sent.,	 set.	 07/98.	 Exp.	 N°	 97-0010-240901-JX1P.	 S.S.
Hermoza	Astete)
C.	P.
ART.	 168-A.—Modificado.	 Ley	 30222,	 Cuarta	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Atentado	 contra	 las
condiciones	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo	 El	 que,
deliberadamente,	infringiendo	las	normas	de	seguridad	y	salud	en
el	 trabajo	 y	 estando	 legalmente	 obligado,	 y	 habiendo	 sido
notificado	 previamente	 por	 la	 autoridad	 competente	 por	 no
adoptar	 las	 medidas	 previstas	 en	 éstas	 y	 como	 consecuencia
directa	 de	 dicha	 inobservancia,	 ponga	 en	 peligro	 inminente	 la
vida,	salud	o	integridad	física	de	sus	trabajadores,	será	reprimido
con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 uno	 ni	 mayor	 de
cuatro	años.
Si,	 como	 consecuencia	 de	 la	 inobservancia	 deliberada	 de	 las
normas	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	se	causa	la	muerte	del
trabajador	o	terceros	o	le	producen	lesión	grave,	y	el	agente	pudo
prever	este	resultado,	la	pena	privativa	de	libertad	será	no	menor
de	cuatro	ni	mayor	de	ocho	años	en	caso	de	muerte	y,	no	menor
de	tres	ni	mayor	de	seis	años	en	caso	de	lesión	grave.
Se	excluye	la	responsabilidad	penal	cuando	la	muerte	o	lesiones
graves	 son	 producto	 de	 la	 inobservancia	 de	 las	 normas	 de
seguridad	y	salud	en	el	trabajo	por	parte	del	trabajador.
CAPÍTULO	VIII
Violación	de	la	libertad	de	expresión
C.	P.
ART.	 169.—Abuso	 de	 autoridad	 contra	 la	 difusión	 de	 un
medio	 de	 comunicación.	 El	 funcionario	 público	 que,	 abusando
de	 su	 cargo,	 suspende	 o	 clausura	 algún	medio	 de	 comunicación
social	o	impide	su	circulación	o	difusión,	será	reprimido	con	pena
privativa	 de	 libertad	 no	menor	 de	 tres	 ni	mayor	 de	 seis	 años	 e
inhabilitación	conforme	al	artículo	36,	incisos	1	y	2.
GARANTÍAS	FUNDAMENTALES
Const.
ART.	2°.—Toda	persona	tiene	derecho:
(...).
4.	 A	 las	 libertades	 de	 información,	 opinión,	 expresión	 y	 difusión	 del
pensamiento	mediante	 la	palabra	oral	o	escrita	o	 la	 imagen,	por	cualquier
medio	 de	 comunicación	 social,	 sin	 previa	 autorización	 ni	 censura	 ni
impedimento	algunos,	bajo	las	responsabilidades	de	ley.
Los	 delitos	 cometidos	 por	medio	 del	 libro,	 la	 prensa	 y	 demás	medios	 de
comunicación	social	 se	 tipifican	en	el	Código	Penal	y	se	 juzgan	en	el	 fuero
común.
Es	delito	toda	acción	que	suspende	o	clausura	algún	órgano	de	expresión	o
le	 impide	 circular	 libremente.	 Los	 derechos	 de	 informar	 y	 opinar
comprenden	los	de	fundar	medios	de	comunicación.
(...).
CAPÍTULO	IX
Violación	de	la	libertad	sexual
C.	P.
ART.	170.—Modificado.	 Ley	30076,	Art.	 1°.	Violación	 sexual.
El	 que	 con	 violencia	 o	 grave	 amenaza,	 obliga	 a	 una	 persona	 a
tener	 acceso	 carnal	 por	 vía	 vaginal,	 anal	 o	 bucal	 o	 realiza	 otros
actos	 análogos	 introduciendo	 objetos	 o	 partes	 del	 cuerpo	 por
alguna	de	las	dos	primeras	vías,	será	reprimido	con	pena	privativa
de	libertad	no	menor	de	seis	ni	mayor	de	ocho	años.
La	 pena	 será	 no	menor	 de	 doce	 ni	 mayor	 de	 dieciocho	 años	 e
inhabilitación	conforme	corresponda:
1.	 Si	 la	 violación	 se	 realiza	 a	 mano	 armada	 o	 por	 dos	 o	 más
sujetos.
2.	 Si	para	 la	ejecución	del	delito	 se	haya	prevalido	de	 cualquier
posición	o	cargo	que	le	dé	particular	autoridad	sobre	la	víctima,	o
de	 una	 relación	 de	 parentesco	 por	 ser	 ascendente,	 cónyuge,
conviviente	 de	 este,	 descendiente	 o	 hermano,	 por	 naturaleza	 o
adopción	o	afines	de	la	víctima,	de	una	relación	proveniente	de	un
contrato	de	 locación	de	 servicios,	 de	 una	 relación	 laboral	 o	 si	 la
víctima	le	presta	servicios	como	trabajador	del	hogar.
3.	 Si	 fuere	 cometido	 por	 personal	 perteneciente	 a	 las	 Fuerzas
Armadas,	Policía	Nacional	del	Perú,	serenazgo,	policía	municipal	o
vigilancia	privada,	en	ejercicio	de	su	función	pública.
4.	 Si	 el	 autor	 tuviere	 conocimiento	 de	 ser	 portador	 de	 una
enfermedad	de	transmisión	sexual	grave.
5.	 Si	 el	 autor	 es	 docente	 o	 auxiliar	 de	 educación	 del	 centro
educativo	donde	estudia	la	víctima.
6.	Si	la	víctima	tiene	entre	catorce	y	menos	de	dieciocho	años	de
edad.
Ley	28704.
ART.	 2°.—Beneficios	 peninteciarios.	 Los	 beneficios	 penitenciarios	 de
redención	de	la	pena	por	el	trabajo	y	la	educación,	semi-libertad	y	liberación
condicional	no	son	aplicables	a	los	sentenciados	por	los	delitos	previstos	en
los	artículos	173	y	173-A.
En	los	casos	de	los	delitos	previstos	en	los	artículos	170,	171,	172	y	174,	el
interno	redime	la	pena	mediante	el	trabajo	o	la	educación	a	razón	de	un	día
de	pena	por	cinco	días	de	labor	efectiva	o	de	estudio,	en	su	caso.
ACCIÓN	PENAL	PÚBLICA	EN	LOS	DELITOS	CONTRA	LA	LIBERTAD
SEXUAL
Ley	27115.
ART.	3°.—Nuevo	procedimiento.
3.1.	Para	efectos	de	la	presente	ley,	la	investigación	preliminar,	la	acusación
fiscal	 y	 el	 proceso	 judicial	 de	 los	 delitos	 contra	 la	 libertad	 sexual	 serán
reservados,	preservándose	la	 identidad	de	 la	víctima,	bajo	responsabilidad
del	funcionario	o	magistrado	que	lleva	la	causa.
3.2.	 El	 examen	médico	 legal	 será	 practicado,	 previo	 consentimiento	de	 la
víctima,	 exclusivamente	 por	 el	 médico	 encargado	 del	 servicio	 con	 la
asistencia	 de	 un	 profesional	 auxiliar.	 Se	 permitirá	 la	 presencia	 de	 otras
personas	previo	consentimiento	de	la	víctima.
3.3.	 Los	 representantes	 del	 Ministerio	 Público	 y	 magistrados	 del	 Poder
Judicial	adoptarán	las	medidas	necesarias	para	que	la	actuación	de	pruebas
se	practique	teniendo	en	cuenta	el	estado	físico	y	emocional	de	 la	víctima.
Los	 órganos	 jurisdiccionales	 auxiliares	 adecuarán	 sus	 procedimientos	 a
efectos	de	cumplir	con	esta	disposición.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—En	el	delito	de	violación	sexual,	si	el
agente	doblegó	o	no	la	resistencia	de	la	víctima	no	es	materia	de
probanza	prioritaria.	“El	delito	se	configura	con	la	realización	del	agente
del	acto	sexual	indeseado,	involuntario	o	no	consentido,	y	que,	por	ende,	no
existe	forma	en	que	la	resistencia	de	la	víctima	se	erija	en	presupuesto
material	sine	qua	non	para	la	configuración	de	este	ilícito	penal.	En
consecuencia,	la	constatación	de	si	el	agente	doblegó	o	no	la	resistencia	de	la
víctima	de	abuso	sexual,	en	absoluto	constituye	objeto	de	dilucidación
preponderante	en	el	proceso,	pues	existen	supuestos	como	el	abuso	sexual
practicado	con	amenaza	grave	coetánea	a	la	consumación	del	acto,	o	se
realizan	bajo	un	contexto	objetivamente	intimidatorio	anterior	y
contemporáneo	a	la	consumación	del	abuso	sexual.
De	igual	modo,	se	presentan	cuando	acontecen	circunstancias	de	cautiverio,
en	contexto	análogo,	o	dicho	abuso	es	sistemático	o	continuado.	Es	decir,	son
casos	en	los	cuales	la	víctima	no	explicita	una	resistencia	u	opta	por	el
silencio,	dada	la	manifiesta	inutilidad	de	su	resistencia	para	hacer	desistir	al
agente,	o	asume	tal	inacción	a	fin	de	evitar	un	mal	mayor	para	su	integridad
física.”	(CS,	Ac.	P.	1-2011/CJ-116,	dic.	06/2011,	S.	S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—Doctrina	jurisprudencial	vinculante:	juez	no	puede
sentenciar	si	no	se	ha	efectuado	la	actuación	probatoria	de	la	prueba	del
ADN.	“3.3.4.	Cuando	en	el	proceso	se	presenta	una	prueba	científica	de	ADN
que	guarde	una	relación	directa	con	el	hecho	principal	que	se	pretende
probar,	ésta	debe	actuarse	en	sede	de	instancia	y	en	tiempo	oportuno,	así
como	efectuar	su	valoración	previa	a	la	emisión	de	sentencia.	El	juzgador	no
puede	sentenciar	si	no	se	ha	efectuado	la	actuación	probatoria	de	dicha
evidencia	científica.	Lo	contrario	afectaría	el	derecho	a	la	prueba	que	es
consustancial	al	principio	de	inocencia.
3.3.5.	La	aplicación	forense	de	la	prueba	de	ADN,	se	da	en	la	investigación
biológica	de	la	paternidad,	en	la	resolución	de	problemas	de	identificación	y	la
investigación	de	indicios	en	criminalística	biológica,	es	decir,	el	análisis	de
muestras	biológicas	de	interés	criminal,	como	los	tejidos,	pelos,	restos	óseos,
fluidos	de	sangre,	saliva,	semen,	orina	entre	otros.
3.3.6.	En	los	delitos	contra	la	libertad	sexual,	cuando	se	trata	de	imputación
contra	una	sola	persona	que	ha	mantenido	relaciones	sexuales	con	la
presunta	agraviada	y	a	consecuencia	de	ello	procrea	un	menor,	es	necesario	la
realización	de	la	prueba	científica	de	ADN	a	fin	de	determinar	la	paternidad	y
la	responsabilidad	penal	o	no	del	encausado”.	(C.	S.,	Cas.	292-2014-Áncash,
feb.	17/2016.	S.	S.	Villa	Stein)
NOTA:	La	Casación	N°	292-2014-Áncash	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	27	de
febrero	del	2016.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	retracción	de	la	víctima	en	los
delitos	sexuales	está	en	función	de	las	resultas	tanto	de	una	evaluación
de	carácter	interna	como	externa.	“24.	La	retracción	como	obstáculo	al
juicio	de	credibilidad	se	supera	en	la	medida	en	que	se	trate	de	una	víctima	de
un	delito	sexual	cometido	en	el	entorno	familiar	o	entorno	social	próximo.	En
tanto	en	cuanto	se	verifique	(i)	la	ausencia	de	incredibilidad	subjetiva	–que	no
existan	razones	de	peso	para	pensar	que	prestó	su	declaración	inculpatoria
movidos	por	razones	tales	como	la	exculpación	de	terceros,	la	venganza,	la
obediencia,	lo	que	obliga	a	atender	a	las	características	propias	de	la
personalidad	del	declarante,	fundamentalmente	a	su	desarrollo	y	madurez
mental–,	y	(ii)	se	presenten	datos	objetivos	que	permitan	una	mínima
corroboración	periférica	con	datos	de	otra	procedencia	–la	pluralidad	de
datos	probatorios	es	una	exigencia	de	una	correcta	y	segura	valoración
probatoria,	sin	perjuicio	de	que	la	versión	de	la	víctima	(iii)	no	sea	fantasiosa
o	increíble	y	que	(iv)	sea	coherente–	[Mercedes	Fernández	López:	La
valoración	de	pruebas	personales	y	el	estándar	de	la	duda	razonable.	En:
http://www.uv.es/CEFD/15/fernandez.pdf.	Consultado	el	6	de	noviembre	de
2011].’	(...).
26.	La	validez	de	la	retractación	de	la	víctima	está	en	función	de	las	resultas
tanto	de	una	evaluación	de	carácter	interna	como	externa.	En	cuanto	a	la
primera,	se	trata	de	indagar:	a)	la	solidez	o	debilidad	de	la	declaración
incriminatoria	y	la	corroboración	coetánea	–en	los	términos	expuestos–	que
exista;	b)	la	coherencia	interna	y	exhaustividad	del	nuevo	relato	y	su
capacidad	corroborativa;	y,	c)	la	razonabilidad	de	la	justificación	de	haber
brindado	una	versión	falsa,	verificando	la	proporcionalidad	entre	el	fin
buscado	–venganza	u	odio–	y	la	acción	de	denunciar	falsamente.	Respecto	de
la	perspectiva	externa,	se	ha	de	examinar:	d)	los	probados	contactos	que	haya
tenido	el	procesado	con	la	víctima	o	de	su	objetiva	posibilidad,	que	permitan
inferir	que	la	víctima	ha	sido	manipulada	o	influenciada	para	cambiar	su
verdadera	versión;	y,	e)	la	intensidad	de	las	consecuencias	negativas
generadas	con	la	denuncia	en	el	plano	económico,	afectivo	y	familiar.	A	estos
efectos,	el	propio	relato	de	la	víctima	se	erige	en	la	herramienta	más	sólida
para	advertir	estos	indicadores,	al	igual	que	la	información	que	puedan
proporcionar	sus	familiares	cercanos.”	(CS,	Ac.	P.	1-2011/CJ-116,	dic.	06/2011,
S.	S.	San	Martín	Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Las	reglas	de	procedimiento	y	prueba
de	la	Corte	Penal	Internacional	en	los	delitos	de	violación	sexual.	“27.
Cabe	puntualizar,	conforme	lo	establecido	en	el	literal	d)	de	la	Regla	70	de	las
Reglas	de	Procedimiento	y	Prueba	de	la	Corte	Penal	Internacional,	la
credibilidad,	la	honorabilidad	o	la	disponibilidad	sexual	de	la	víctima	o	de	un
testigo	no	podrán	inferirse	de	la	naturaleza	sexual	del	comportamiento
anterior	o	posterior	de	la	víctima	o	de	un	testigo.	El	juicio	de	atendibilidad	o
credibilidad,	por	tanto,	no	puede	sustentarse	únicamente	en	la	conducta	de	la
víctima.	Con	razón	ha	señalado	la	Corte	Constitucional	Colombiana,	en	su
Sentencia	T-453/05,	del	dos	de	mayo	de	2005:	‘(...)	de	la	experiencia	sexual
anterior	de	la	víctima	no	es	posible	inferir	el	consentimiento	a	un	acto	sexual
distinto	y	ajeno	a	los	contextos	y	a	las	relaciones	que	en	ella	pudiere	haber
consentido	a	tener	contacto	sexual	con	personas	diferentes	al	acusado’.
Por	otro	lado,	en	reglas	que	se	explican	por	sí	solas,	cuya	legitimidad	fluye	de
lo	anteriormente	expuesto,	es	del	caso	insistir	en	la	aplicación	de	los	literales
a)	al	c)	de	la	Regla	70	de	las	Reglas	de	Procedimiento	y	Prueba	de	la	Corte
Penal	Internacional.	Son	las	siguientes:
A.	El	consentimiento	no	podrá	inferirse	de	ninguna	palabra	o	conducta	de	la
víctima	cuando	la	fuerza,	la	amenaza	de	la	fuerza,	la	coacción	o	el
aprovechamiento	de	un	entorno	coercitivo	hayan	disminuido	su	capacidad
para	dar	un	consentimiento	voluntario	y	libre.
B.	El	consentimiento	no	podrá	inferirse	de	ninguna	palabra	o	conducta	de	la
víctima	cuando	ésta	sea	incapaz	de	dar	un	consentimiento	libre.
C.	El	consentimiento	no	podrá	inferirse	del	silencio	o	de	la	falta	de	resistencia
de	la	víctima	a	la	supuesta	violencia	sexual.”	(CS,	Ac.	P.	1-2011/CJ-116,	dic.
06/2011,	S.	S.	San	Martín	Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	prueba	en	el	derecho	penal	sexual.
“30.	La	recolección	de	los	medios	de	prueba	en	el	caso	de	delitos	sexuales	no
constituye	una	selección	acostumbrada,	uniforme	y	cotidiana	aplicada	por
igual	a	todos	los	casos	de	agresión	sexual,	menos	aún	su	valoración.	Atento	al
principio	de	pertinencia,	el	medio	de	prueba	debe	guardar	estrecha	relación
con	la	materia	que	se	quiere	dilucidar,	distinguiéndose:	a)	por	el	grado	de
ejecución:	la	de	un	hecho	tentado	o	consumado;	b)	por	el	objeto	empleado
para	la	penetración:	miembro	viril	o	un	objeto	análogo;	c)	la	zona	corporal
ultrajada:	vaginal,	anal	o	bucal;	d)	por	la	intensidad	de	la	conducta:
penetración	total	o	parcial;	e)	por	el	medio	coaccionante	empleado:	violencia
física,	violencia	moral	o	grave	amenaza;	f)	por	las	condiciones	personales	de
la	víctima:	mayor	de	edad,	menor	de	edad,	aquella	que	no	pudo	consentir
jurídicamente,	el	incapaz	porque	sufre	anomalía	psíquica,	grave	alteración	de
la	conciencia	o	retardo	mental.
31.	El	juez	atenderá,	en	concreto,	las	particularidades	de	cada	caso	para
establecer	la	relevancia	de	la	prueba	como	consecuencia	de	la	declaración	de
la	víctima	o	testigo,	y	la	adecuará	a	la	forma	y	circunstancias	en	que	se
produjo	la	agresión	sexual	(unida	a	su	necesidad	–aptitud	para	configurar	el
resultado	del	proceso–	y	a	su	idoneidad	–que	la	ley	permite	probar	con	el
medio	de	prueba	el	hecho	por	probar–).	A	manera	de	ejemplo,	si	para	el
acceso	carnal	medió	únicamente	grave	amenaza	–en	cuyo	caso	ni	siquiera
requiere	algún	grado	de	resistencia–	no	es	exigible	que	el	examen	médico
arroje	lesiones	paragenitales	que	evidencien	resistencia	física	por	parte	de	la
víctima.	Se	ha	de	acudir	a	otros	medios	de	corroboración,	tal	es	el	caso	de	la
pericia	psicológica,	u	otras	que	se	adecuen	a	las	peculiaridades	del	hecho
objeto	de	imputación.”	(CS,	Ac.	P.	1-2011/CJ-116,	dic.	06/2011,	S.	S.	San	Martín
Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Reglas	para	evitar	la	victimización
secundaria	en	los	delitos	de	violación	sexual.	“38.	A	efectos	de	evitar	la
victimización	secundaria,	en	especial	de	los	menores	de	edad,	mermando	las
aflicciones	de	quien	es	pasible	de	abuso	sexual,	se	debe	tener	en	cuenta	las
siguientes	reglas:	a)	Reserva	de	las	actuaciones	judiciales;	b)	Preservación	de
la	identidad	de	la	víctima;	c)	Promover	y	fomentar	la	actuación	de	única
declaración	de	la	víctima.	Esta	regla	es	obligatoria	en	el	caso	de	menores	de
edad,	valiéndose	para	ello	de	las	directivas	establecidas	por	el	Ministerio
Público	en	la	utilización	de	la	Cámara	Gesell,	especialmente	respecto	a	la
completitud,	exhaustividad	y	contradicción	de	la	declaración.
En	lo	posible	tal	técnica	de	investigación	deberá	estar	precedida	de	las
condiciones	que	regula	la	prueba	anticipada	del	artículo	242.1.a)	del	Código
Procesal	Penal	2004	y	siguientes.	La	irrepetibilidad	o	indisponibilidad	en	su
actuación	radica	en	el	retraso	de	la	misma	hasta	el	juicio	oral,	dada	la	corta
edad	de	los	testigos	y	las	inevitables	modificaciones	de	su	estado	psicológico,
así	como	un	eventual	proceso	de	represión	psicológica.	Su	registro	por	medio
audiovisual	es	obligatorio.	De	modo	tal	que,	si	a	ello	se	agrega	la	nota	de
urgencia	–que	autoriza	a	las	autoridades	penales	distintas	del	juez	del	juicio
para	su	actuación	(artículos	171.3	y	337.3.a	NCPP)–	de	no	existir
cuestionamientos	relevantes	a	la	práctica	probatoria,	sea	posible	su
incorporación	al	juicio	a	través	de	su	visualización	y	debate.
Excepcionalmente,	el	juez	penal,	en	la	medida	que	así	lo	decida	podrá
disponer	la	realización	de	un	examen	a	la	víctima	en	juicio	cuando	estime	que
tal	declaración	o	exploración	pre	procesal	de	la	víctima:	a)	no	se	ha	llevado
conforme	a	las	exigencias	formales	mínimas	que	garanticen	su	derecho	de
defensa;	b)	resulte	incompleta	o	deficiente;	c)	lo	solicite	la	propia	víctima	o
cuando	ésta	se	haya	retractado	por	escrito;	d)	ante	lo	expuesto	por	el
imputado	y/o	la	declaración	de	otros	testigos	sea	de	rigor	convocar	a	la
víctima	para	que	incorpore	nueva	información	o	aclare	sectores	oscuros	o
ambiguos	de	su	versión;	e)	evitarse	el	contacto	entre	víctima	y	procesado,
salvo	que	el	proceso	penal	lo	requiera.”	(CS,	Ac.	P.	1-2011/CJ-116,	dic.
06/2011,	S.	S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Situaciones	donde	puede	apreciarse	el
grave	incumplimiento	de	otorgar	beneficios	penitenciarios	en	desmedro
de	la	ciudadanía.	“85.	En	cualquier	caso,	el	Tribunal	Constitucional
encuentra	que	hay	situaciones	en	las	que	objetivamente	puede	apreciarse	el
grave	incumplimiento	del	referido	deber	constitucional.	Dichas	situaciones	se
presentan	cuando	del	análisis	de	la	resolución	judicial	que	concede	la	libertad
en	aplicación	de	los	beneficios	penitenciarios	de	redención	de	la	pena	por
trabajo	y	educación,	semi-libertad	y	liberación	condicional,	se	advierte	que	el
beneficio	ha	sido	concedido:
a)	En	el	caso	de	un	delito	para	el	que	se	encontraba	legalmente	prohibido.
b)	A	pesar	de	que	no	se	cumplían	los	requisitos	formales	previstos	en	la	ley.
c)	Tras	la	sola	constatación	del	cumplimiento	de	los	requisitos	formales
previstos	en	la	ley,	sin	analizar	el	grado	de	resocialización	del	penado.
d)	A	pesar	de	que	la	motivación	que	permitió	concluir	la	resocialización	es
meramente	aparente,	y	la	no	resocialización	del	penado	queda	acreditada	por
el	hecho	de	que	éste	ha	reincidido	en	el	hecho	típico	que	dio	lugar	a	la
primigenia	sentencia	condenatoria	o	ha	incurrido	en	un	nuevo	delito	de	igual
o	mayor	gravedad,	lo	cual	se	determinará	en	función	de	las	penas	imponibles
por	tales	hechos.	Para	tales	efectos,	se	entenderá	por	motivación	aparente
aquella	que	no	incluye	un	desarrollo	argumentativo	orientado	a	justificar	–
sobre	la	base	de	los	informes	técnicos,	pero	también	del	propio	criterio
desplegado	por	el	juzgador–,	de	manera	objetiva	y	suficiente,	la	convicción	de
que	el	penado	no	representa	una	amenaza	para	la	seguridad	de	la	población.
86.	El	juez	penal	que	incurra	en	alguna	de	estas	causales	no	solo	viola	el
artículo	139,	inciso	5,	de	la	Constitución,	que	establece	el	deber	de	la	debida
motivación	de	las	resoluciones	judiciales,	sino	también	el	deber	funcional
derivado	de	la	propia	norma	fundamental,	consistente	en	‘proteger	a	la
población	de	las	amenazas	contra	su	seguridad’	(artículo	44	de	la
Constitución).	Ergo,	incurre	en	la	falta	muy	grave	prevista	en	el	artículo	48,
inciso	13,	de	la	Ley	N°	29277	–Ley	de	la	Carrera	Juducial–,	(sic)	consistente	en
“[n]o	motivar	las	resoluciones	judiciales	o	inobservar	inexcusablemente	el
cumplimiento	de	los	deberes	judiciales”.	(TC,	Sent.	del	Pleno	-	Exp.	0012-2010-
PI/TC,	nov.	11/2011.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—TC	descarta	inconstitucionalidad	del	artículo	2°	y	3°
de	la	ley	que	proscribe	todo	beneficio	o	toda	gracia	a	sentenciados	por
violación	sexual	contra	menor	de	edad.	“(…)	Demanda	de
inconstitucionalidad	interpuesta	por	más	de	5.000	ciudadanos	contra	el
artículo	2°	y	el	primer	párrafo	del	artículo	3°	de	la	Ley	N°	28704,	que
establecen	que	el	indulto,	la	conmutación	de	la	pena,	el	derecho	de	gracia	y	los
beneficios	penitenciarios	de	redención	de	la	pena	por	el	trabajo	y	la
educación,	semi-libertad	y	liberación	condicional,	no	son	aplicables	a	las
personas	que	hayan	sido	condenadas	por	la	comisión	del	delito	de	violación
sexual	de	menores	de	edad.
(…)	el	Tribunal	Constitucional,	con	la	autoridad	que	le	confiere	la
Constitución	Política	del	Perú	Ha	resuelto	1.	Declarar	infundada	la	demanda.”
(TC,	Sent.	del	Pleno	-	Exp.	0012-2010-PI/TC,	nov.	11/2011.	Pres.	Mesía
Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—La	existencia	del	delito	de	violación	sexual	no	se
prueba	con	el	simple	reconocimiento	del	hecho	en	sede	policial.	“(…)	el
representante	del	Ministerio	Público	sostiene	que	de	las	pruebas	actuadas	en
el	proceso	está	acreditado	el	delito	de	violación	sexual,	por	lo	que	no	resulta
arreglado	a	derecho	ser	considerado	el	procesado	(…)	como	autor	del	delito
de	actos	contra	el	pudor;	por	cuanto	de	la	manifestación	policial	(…),	éste
reconoce	haber	penetrado	analmente	a	la	agraviada	en	marzo	de	dos	mil	tres,
versión	esta	que	ha	sido	confirmada	por	la	víctima;	asimismo,	debe	tenerse	en
cuenta	la	relación	de	parentesco	tío/sobrina,	lo	que	da	gravedad	a	los	hechos.
(…)	la	petición	del	representante	del	Ministerio	Público	no	resulta	atendible,
porque	en	autos	no	está	acreditado	la	materialidad	del	delito	de	violación
sexual,	puesto	que	con	el	reconocimiento	médico	legal	de	fojas	trece	se
determina	que	la	agraviada	presenta	himen	no	desflorado	y	ausencia	de
signos	de	actos	contra	natura;	en	consecuencia,	la	conducta	del	procesado	(…)
se	encuadra	en	el	tipo	penal	previsto	en	el	inciso	tercero	del	artículo	ciento
setenta	seis	A	del	Código	Sustantivo	concordante	con	el	último	párrafo	del
citado	artículo,	al	admitir	que	realizó	tocamientos	a	la	menor	agraviada,
versión	que	ha	sido	ratificada	en	sede	judicial	por	la	agraviada	(…)”.	(CS,	R.	N.
2452-2004-Arequipa,	ago.	07/2004.	S.	S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—TC:	“no	se	puede	ser	tan	drástico	en	exigir	a	una
víctima	de	violencia	sexual	ser	precisa	en	citar	día	y	hora	exacta	si	la
violencia	que	sufría	era	de	mucho	antes”.	“3.8.	Que,	en	cuanto	al	reiterado
cuestionamiento	del	embarazo	ectópico	que	ha	padecido	la	menor	–planteado
por	la	defensa	del	condenado–,	y	por	cuyas	hemorragias	que	sufrió	fue
sometida	a	una	intervención	quirúrgica,	se	debe	analizar,	de	que	lo	actuado,
se	tiene	la	narrativa	de	la	menor	agraviada,	quién	de	manera	lastimera,
recuerda	los	falaces	momentos	que	le	tocó	vivir	al	ser	abusada	por	su	padre	y
amenazada	para	callar,	no	se	puede	ser	tan	drástico	en	exigir	a	una	víctima
de	violencia	sexual,	ser	exacta	en	su	narrativa,	ser	precisa	en	citar	día	y	hora
exacta,	cuando	la	violencia	que	sufría	era	de	mucho	antes,	por	ello	es	que
precisamente	dicho	embarazo	es	el	sinónimo	del	perjuicio	sexual	sufrido,	lo
que	releva	de	actuación	de	otra	prueba	para	acreditar	el	perjuicio	sexual,	[...]
pues	se	tiene	del	relato	incriminador	que	estas	acciones	de	violencia	sexual	en
su	perjuicio	han	sido	reiteradas	y	de	tiempo	atrás,	por	ello	es	que	se	ha
demostrado	la	realización	del	perjuicio	en	la	agraviada.	[...]”.	(T.	C.,	Exp.
00035-2014-PHC/TC,	may.	10/2016.	Voto	de	la	magistrada	Ledesma
Narváez)
JURISPRUDENCIA.—Medios	comisivos	del	tipo	de	violación.	“(...)	en	el
delito	de	violación	contra	la	libertad	sexual	deben	de	conjugarse	los	factores
determinantes,	como	son	la	violencia	física	o	psíquica	ejercida	por	el	agente
activo	sobre	el	agente	pasivo	y	la	negativa	de	practicar	el	acto	sexual	por	éste
con	el	agente	activo;	debiéndose	agregar	que,	en	el	caso	sub	exámine,	se	trata
de	una	persona	que	se	encuentra	bajo	su	dependencia	laboral,	y,	por	ende,
económica	(...).”	(CSJ,	Exp.	N°	7218-97-A,	ene.	19/98.	S.S.	La	Rosa	Gómez	de	la
Torre)
JURISPRUDENCIA.—Concurso	con	el	delito	de	secuestro.	“(...)	de	otro	lado,
se	 advierte	 de	 autos,	 que	 la	 conducta	 de	 los	 mencionados	 acusados	 no	 se
adecua	 al	 tipo	 penal	 previsto	 en	 el	 artículo	 ciento	 cincuentidós	 del	 Código
Penal,	 puesto	 que	 al	 despertar	 luego	 de	 haber	 sido	 violada	 sexualmente	 la
agraviada	 (...),	 trató	 de	 salir	 de	 la	 habitación	 donde	 la	 habían	 dejado	 los
encausados,	 notando	 que	 la	 puerta	 de	 ingreso	 estaba	 cerrada,	 situación
generada	debido	a	los	hechos	ocurridos	el	día	anterior,	lo	que	le	imposibilitó
su	salida	(...)”.	(CSJ.	Lima,	Exp.	N°	1843-99,	jun.	21/99.	S.S.	Almenara	Bryson)
PLENO	NACIONAL	PENAL.—Problemática	de	los	delitos	contra	la
libertad	sexual.	“(...)	Delitos	contra	la	libertad	sexual
Primero.	En	los	casos	de	delitos	contra	la	libertad	sexual	la	identidad	de	la
víctima	debe	mantenerse	en	reserva.	Tal	reserva	no	surte	efectos	respecto	al
imputado,	que	en	ningún	caso	puede	ser	impedido	de	conocer	la	identidad	de
la	persona	que	le	ha	denunciado	o	que	se	reclama	agraviada	por	un	hecho	que
se	le	imputa.
Segundo.	En	el	procedimiento	debe	concederse	valor	de	preventiva	a	la
declaración	que	el	o	la	agraviada(o)	menor	de	edad	haya	prestado	ante	el
fiscal	de	familia.	Sin	embargo,	el	juez	puede	ordenar	que	se	repita	esta
diligencia	en	caso	que	el	acta	que	tiene	a	la	vista	suscite	dudas,	muestre
insuficiencia	probatoria	o	defectos	de	forma	que	pongan	en	cuestión	su
validez	o	suficiencia	para	los	fines	del	proceso.
Tercero.	En	la	tramitación	de	procedimientos	penales	por	delitos	contra	la
libertad	sexual,	según	lo	establece	la	Ley	27055,	no	debe	participar	la	víctima
cuando	ésta	fuera	menor	de	edad,	puede	ordenarse	diligencias	de	inspección	y
reconstrucción,	aunque	ellas	deben	realizarse	sin	requerir	la	asistencia	de	la
víctima.
Cuarto.	Las	diligencias	practicadas	sobre	la	persona	de	la	víctima	sólo
pueden	ser	utilizadas	si	se	cuenta	con	su	consentimiento.	En	consecuencia,	el
juez	no	puede	ordenar	su	realización	compulsiva,	ni	debe	indagar	sobre	las
razones	en	atención	a	las	cuales	la	víctima	expresa	su	negativa	a	comparecer
a	cualquier	forma	de	prueba	o	examen.
Quinto.	En	caso	de	condena,	la	legislación	vigente	ordena	se	imponga	al
sentenciado	el	cumplimiento	de	un	tratamiento	terapéutico,	cuyos	términos
deberán	ser	definidos	por	un	examen	previo.	El	incumplimiento	de	los
términos	de	tal	tratamiento	debe	impedir	que	se	concedan	beneficios
penitenciarios,	o,	en	caso	de	reserva	de	fallo	condenatorio,	debe	ser	reputado
infracción	al	régimen	de	prueba.	(...)”.	(IV	Pleno	Nacional	Penal,	Iquitos	-
1999,	Tema	3)
DOCTRINA.—La	 violencia	 en	 los	 delitos	 de	 violación	 sexual.	 “(…)	 Por
violencia,	 para	 efectos	 del	 delito	 que	 ocupa	 la	 atención	 de	 la	 sala,	 se
entiende	 la	 fuerza,	 el	 constreñimiento,	 la	 presión	 física	 o	 psíquica	 –
intimidación	 o	 amenaza–	 que	 el	 agente	 despliega	 sobre	 la	 víctima	 para
hacer	desaparecer	o	reducir	sus	posibilidades	de	oposición	o	resistencia	a	la
agresión	que	ejecuta.
1.2.	La	relación	causal.
Como	es	obvio,	debe	haber	perfecto	vínculo	de	fundamento	a	consecuencia
entre	la	violencia	realizada	por	el	autor	sobre	el	cuerpo	del	sujeto	pasivo	y
el	 acto	 agresor.	 Dicho	 de	 otra	 forma,	 el	 comportamiento	 sexual	 es
consecuencia	de	la	fuerza	previa	o	concomitante,	en	el	entendido	de	que	sin
esta	no	es	posible	el	atentado.	O	con	las	palabras	del	artículo	206	del	Código
Penal,	 el	 acto	 sexual	 se	 debe	 realizar	 ‘mediante	 violencia’,	 vale	 decir,	 la
presión	media,	 intercede.	 Sin	 violencia,	 pues,	 no	 puede	 haber	 acto	 sexual
violento.
Por	eso	la	doctrina	afirma	que	entre	el	acto	de	fuerza	y	el	acto	sexual	debe
mediar	 la	 adecuada	 relación	 de	 causalidad,	 valorando	 las	 circunstancias
objetivas	y	subjetivas	concurrentes;	que	la	fuerza	se	erige	en	causa	del	acto
sexual	practicado;	que	la	víctima	resulta	sexualmente	agredida	por	haberse
usado	contra	ella	la	fuerza	necesaria	para	doblegar	su	voluntad	remisa;	que
debe	existir	nexo	causal	entre	el	acto	y	la	violencia;	que	es	necesario	que	la
violencia	sea	la	causa	efectiva	del	evento;	que	entre	el	acto	y	la	fuerza	ha	de
haber	conexión	causal,	de	modo	que	sea	lícito	establecer	que	el	primero	se
ha	producido	como	consecuencia	de	haberse	usado	la	segunda,	etc.
1.3.	La	dualidad	acción-oposición
Como	 es	 lógico,	 si	 la	 violencia	 o	 intimidación	 es	 utilizada	 para	 vencer	 la
resistencia	de	 la	víctima,	por	 regla	general,	 ante	el	 asalto,	 tiene	que	haber
una	 respuesta	 negativa	 de	 ésta,	 que	 finalmente	 resulta	 dominada	 por	 el
autor.	 Tal	 la	 razón	por	 la	 cual	Carlos	 Suárez	Rodríguez,	 tras	 analizar	 en
detalle	las	características	de	la	violencia	y	de	la	oposición	a	esta,	afirma	que
entre	 agresor	 y	 agredido	 debe	 mediar	 una	 lucha,	 que	 tanto	 la	 fuerza	 –
material	 o	moral,	 se	 entiende–	 como	 la	 resistencia,	 que	 son	 antagonistas,
deben	ser	físicas,	y	que	–para	concluir–,	constituye	fuerza	toda	energía	física
exterior	 a	 la	 víctima	 que,	 proyectada	 inmediatamente	 sobre	 ésta,	 la
determina,	por	haber	vencido	su	resistencia	seria	y	continuada,	a	realizar	la
voluntad	del	que	 la	usa.	 (…)”.	 (CS.	Const.	de	Colombia,	Sent.,	oct.	26/2006.
Cas.	25743.	M.P.	Pérez	Pinzón)
DOCTRINA.—La	 duración	 de	 la	 agresión.	 “(…)	 En	 ninguna	 parte	 la	 ley
alude	a	la	duración	del	ataque	para	poder	hablar	de	violencia	relevante	en
materia	de	delitos	sexuales.	Por	ello,	en	principio,	se	puede	afirmar	que	no
es	menester	el	transcurso	de	un	lapso	amplio	para	que	sea	viable	hablar	de
violencia.
Sin	embargo,	la	naturaleza	de	los	bienes	jurídicos	tutelados	–la	libertad,	la
integridad	y	la	formación	sexuales–,	vista	frente	a	la	naturaleza	de	las	cosas,
permite	inferir	que	un	‘ataque’	rápido,	vivaz,	apresurado,	ligero,	no	cercena
con	 potencia,	 es	 decir,	 sustancial,	 materialmente,	 la	 facultad	 de	 escoger
comportamientos	 en	 temas	 sexuales,	 no	 desintegra	 el	 bagaje	 sexual	 que
pueda	tener	una	persona	de	26	años	de	edad	y	no	deforma	la	constitución
física	y	mental	que	sobre	el	mismo	punto	posea	esa	persona.
Por	 eso	 se	 afirma	 que	 debe	 tratarse	 de	 prácticas	 de	 contenido	 sexual
objetivamente	 consideradas,	 que	 la	 conducta	 tiene	 que	 revestir	 entidad
significativa,	y	que	ha	de	desarrollarse	durante	algún	tiempo	pues	no	parece
suficiente	un	efímero	instante	de	energía	para	concluir	que	se	ha	producido
un	 acto	 de	 fuerza.	 (…)”.	 (CS.	 Const.	 de	 Colombia,	 Sent.,	 oct.	 26/2006.	 Cas.
25743.	M.P.	Pérez	Pinzón)
DOCTRINA.—Definición	 del	 término	 “sorpresa”	 en	 los	 delitos	 de
violación	 sexual.	 “Sorprender,	 de	 acuerdo	 con	 el	 Diccionario	 de	 la	 Real
Academia	 de	 la	 Lengua	 Española,	 es	 coger	 desprevenido,	 conmover,
suspender	 o	maravillar	 con	 algo	 imprevisto,	 raro	 o	 incomprensible.	 Es	 lo
inesperado,	 que	 equivale	 o	 es	 sinónimo	 de	 asombrar,	 petrificar,
desconcertar,	turbar,	pasmar,	sobrecoger,	chocar,	anonadar,	paralizar,	etc.
Sobre	el	tema,	respecto	del	delito	de	actos	sexuales,	lo	primero	que	se	debe
decir	 es	 que	 sorpresa	 no	 significa	 violencia,	 a	 pesar	 de	 que	 puede	 haber
’sorpresas	 violentas’.	 Pero,	 por	 sí,	 lo	 inesperado,	 lo	 imprevisto,	 lo
desconcertante,	 no	 equivale	 a	 fuerza	 ni	 a	 intimidación;	 y	 lo	 segundo,	 que
ante	 una	 actuación	 sorpresiva	 no	 existe	 ninguna	 posibilidad	 de	 lucha,	 de
respuesta	 o	 reacción,	 motivo	 suficiente	 para	 concluir	 que	 frente	 a	 un
‘ataque’	conformado	exclusivamente	por	la	sorpresa	no	es	posible	hablar	de
acto	sexual	violento.	Y	aquí	vuelve	a	tener	razón	Carlos	Suárez	Rodríguez,
cuando	 explica	 que	 como	 en	 una	 actuación	 sorpresiva	 no	 existe	 ninguna
clase	de	lucha,	parece	excesivo	configurar	el	delito	en	su	ausencia.	(…).
La	conducta	consistente	en	realizar	tocamientos	fugaces	e	inesperados	en
las	partes	 íntimas	del	cuerpo	de	una	persona	capaz	sin	su	aquiescencia	es,
sin	duda,	un	acto	reprochable,	sea	que	se	realice	súbitamente	en	vía	pública
(...)	 o	 en	 el	 servicio	 del	 transporte	 masivo	 o	 aprovechando	 las
conglomeraciones	 humanas	 en	 manifestaciones,	 centros	 comerciales,
espectáculos	públicos,	etc.,	pero	no	constituye	actualmente	un	delito	contra
la	 libertad,	 integridad	y	 formación	sexuales	 (...).	Objetivamente	constituye,
sí,	delito	de	injuria,	concretamente	en	su	modalidad	injuria	por	vía	de	hecho.
(CS.	Const.	de	Colombia,	Sent.,	oct.	26/2006.	Cas.	25743.	M.P.	Pérez	Pinzón)
DOCTRINA.—Pruebas	 no	 deben	 vulnerar	 innecesariamente	 la	 vida
íntima	 de	 la	 víctima.	 “En	 conclusión	 (…)	 vulneró	 los	 derechos	 a	 la
intimidad	y	al	debido	proceso	de	la	víctima,	al	admitir,	practicar	y	dejar	de
excluir	pruebas	que	estaban	orientadas	a	indagar	sobre	el	comportamiento
sexual	de	 la	víctima	con	anterioridad	a	 los	hechos	objeto	de	 investigación,
sin	 que	 la	 limitación	 de	 su	 derecho	 a	 la	 intimidad	 fuera	 razonable	 y
proporcionada.	 Este	 llevó	 a	 que	 el	 proceso	 penal	 se	 apartara	 de	 sus
finalidades	 primigenias	 –la	 realización	 de	 la	 justicia	 y	 la	 aclaración	 de	 la
verdad–	y	se	transformara	en	un	mecanismo	de	reproducción	de	prejuicios
sociales	 adversos	 a	 las	 mujeres	 víctimas	 de	 conductas	 que	 podrían
configurar	delitos	en	contextos	sexuales.	(…)”.	(C.	Const.	de	Colombia,	Sent.
T-453,	may.	02/2005.	M.P.	Manuel	José	Cepeda	Espinosa)
C.	P.
ART.	 171.—Modificado.	 Ley	 28704,	 Art.	 1°.	 Violación	 de
persona	en	estado	de	inconsciencia	o	en	la	imposibilidad	de
resistir.	 El	 que	 tiene	 acceso	 carnal	 con	 una	 persona	 por	 vía
vaginal,	anal	o	bucal,	o	realiza	otros	actos	análogos	introduciendo
objetos	o	partes	del	 cuerpo	por	alguna	de	 las	dos	primeras	vías,
después	 de	 haberla	 puesto	 en	 estado	 de	 inconsciencia	 o	 en	 la
imposibilidad	 de	 resistir,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	no	menor	de	diez	ni	mayor	de	quince	años.
Cuando	 el	 autor	 comete	 este	 delito	 abusando	 de	 su	 profesión,
ciencia	u	oficio,	la	pena	será	privativa	de	la	libertad	no	menor	de
doce	ni	mayor	a	dieciocho	años.
JURISPRUDENCIA.—En	 el	 delito	 de	 violación	 sexual	 de	 persona	 en
estado	 de	 incapacidad	 o	 en	 imposibilidad	 de	 resistir,	 acreditar	 la
supuesta	relación	sentimental	entre	autor	y	víctima	es	irrelevante.	“Que
este	 tribunal	 advierte	 que	 en	 puridad	 en	 la	 demanda	 se	 arguye	 que	 no	 se
admitieron	 las	 declaraciones	 de	 los	 testigos	 de	 descargo	 del	 actor	 ni	 la
confrontación	 entre	 la	 agraviada	 y	 sus	 hermanas	 para	 demostrar	 que	 la
primera	fue	pareja	del	actor,	lo	cual	tendría	incidencia	constitucional	directa
sobre	el	derecho	fundamental	a	la	prueba.
No	 obstante,	 se	 advierte	 que,	 tal	 como	 ha	 sido	 planteado,	 el	 agravio
denunciado	 se	 circunscribe	 a	 que,	 a	 través	 de	 la	 no	 admisión	 de	 los	medios
probatorios	precitados,	al	actor	se	les	restringió	la	posibilidad	de	probar	que
este	 mantenía	 una	 relación	 sentimental	 con	 la	 agraviada.	 Al	 respecto	 este
tribunal	enjuicia	que	tal	alegación	carece	de	relevancia	constitucional;	puesto
que	 el	 delito	 por	 el	 cual	 ha	 sido	 condenado	 el	 recurrente	 es	 el	 de	 violación
sexual	de	persona	en	estado	de	incapacidad	o	en	imposibilidad	de	resistir.	Ello
implica	que	la	acreditación	de	la	supuesta	relación	sentimental	entre	autor	y
víctima	carecía	de	relevancia	en	relación	con	lo	que	fue	objeto	de	prueba	en	el
proceso	 penal.	 Razón	 por	 la	 cual	 lo	 que	 el	 actor	 pretendió	 probar	 en	 nada
incide	 en	 la	 determinación	 de	 los	 hechos	 por	 los	 cuales	 se	 le	 atribuyó
responsabilidad.	 Siendo	 así,	 la	 argumentación	 judicial	 en	 la	 sentencia
condenatoria	 estuvo	 dirigida	 a	 demostrar	 el	 ‘estado	 de	 inconsciencia’	 de	 la
víctima	 (...)”.	 (T.	 C,	 Exp.	 01851-2014-PHC/TC,	 mar.	 27/2015.	 S.	 S.	 Urviola
Hani)
JURISPRUDENCIA.—La	 presencia	 o	 no	 de	 espermatozoides	 en	 los
genitales	 de	 la	 agraviada	 no	 afirma	 ni	 niega	 la	 existencia	 de	 una
violación	 sexual.	 “(...)	 respecto	 al	 dictamen	 pericial	 de	 biología	 forense	 de
persona	 viva,	 donde	 se	 acredita	 que	 en	 la	 muestra	 de	 contenido	 vaginal
practicada	a	la	menor	agraviada	no	se	encontró	espermatozoides,	el	Tribunal
de	 Apelaciones	 ha	 sido	 contundente	 al	 señalar	 que	 los	 jueces	 de	 Primera
Instancia	 en	 su	 fundamento	 dieciocho,	 señaló	 debidamente	 que	 si	 bien	 esta
prueba	 instrumental	 fue	ofrecida	por	el	encausado	en	tanto	 le	 favorecía;	sin
embargo,	no	ofreció	como	prueba	la	concurrencia	del	Biólogo	(...)	a	los	actos
del	 juicio	 oral,	 por	 lo	 que	 esta	 pericia	 se	 actuó	 solamente	 como	 prueba
documental,	 tanto	 más	 si	 la	 Sala	 de	 Apelaciones	 coincidiendo	 con	 lo
consignado	en	la	sentencia	de	Primera	Instancia	señaló	que	el	hecho	que	no	se
encuentre	espermatozoides	en	los	hisopados	efectuados	en	los	genitales	de	la
agraviada,	 no	 significa	 que	 no	 hubiese	 existido	 relación	 sexual,	 y	 que	 el
acusado	no	sea	el	responsable	del	mismo,	por	lo	que	para	su	condena	se	tuvo
en	 cuenta	 los	 elementos	 de	 la	 prueba	 indiciaria	 que	 fueron	 ampliamente
desarrollados.	 El	 inciso	 cinco	 del	 artículo	 ciento	 treinta	 y	 nueve	 de	 la
Constitución	 establece	 que	 la	 motivación	 de	 resoluciones	 judiciales	 (...)	 no
garantiza	 una	 determinada	 extensión	 de	 la	 motivación,	 sino	 que	 la
fundamentación	jurídica	deba	ser	congruente	entre	 lo	pedido	y	 lo	resuelto,	y
que,	por	si	misma,	exprese	una	suficiente	justificación	de	la	decisión	adoptada,
aun	 si	 ésta	 es	 breve	 o	 concisa.	 En	 el	 presente	 caso	 estas	 exigencias	 fueron
cumplidas	 al	 momento	 de	 emitir	 las	 dos	 sentencias,	 por	 lo	 que	 el	 motivo
invocado	por	el	recurrente	no	puede	prosperar”.	(C.	S.,	Cas.	96-2010-Huaura,
may.	03/2011.	S.	S.	Villa	Stein)
COMENTARIO.—Imposibilidad	 de	 resistir.	 La	 imposibilidad	 de	 resistir
del	 sujeto	 pasivo	 ha	 de	 provocarse	 con	 la	 finalidad	 de	 atentar	 contra	 él,
resultando	 insuficiente	 el	 simple	 aprovechamiento	 del	 estado	 de	 –por
ejemplo–	desmayo	de	la	víctima,	incluso	el	causado	por	el	agente	para	otros
fines.	Están	en	imposibilidad	de	resistir	tanto	la	mujer	que	mientras	duerme
es	atada	como	aquella	a	la	que	se	le	suministra	algún	producto	que	la	priva,
no	de	la	consciencia,	sino	de	la	posibilidad	de	ofrecer	resistencia.	En	ambos
casos,	 las	 víctimas	 no	 pueden	 levantar	 el	 menor	 obstáculo	 para	 frenar	 la
resolución	del	atacante.
C.	P.
ART.	 172.—Modificado.	 Ley	 28704,	 Art.	 1°.	 Violación	 de
persona	 en	 incapacidad	 de	 resistencia.	 El	 que	 tiene	 acceso
carnal	con	una	persona	por	vía	vaginal,	anal	o	bucal	o	realiza	otros
actos	 análogos	 introduciendo	 objetos	 o	 partes	 del	 cuerpo	 por
alguna	 de	 las	 dos	 primeras	 vías,	 conociendo	 que	 sufre	 anomalía
psíquica,	grave	alteración	de	 la	conciencia,	 retardo	mental	o	que
se	encuentra	en	incapacidad	de	resistir,	será	reprimido	con	pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	veinte	ni	mayor	de	veinticinco
años.
Cuando	 el	 autor	 comete	 el	 delito	 abusando	 de	 su	 profesión,
ciencia	u	oficio,	la	pena	será	privativa	de	la	libertad	no	menor	de
veinticinco	ni	mayor	de	treinta	años.
COMENTARIO.—En	el	tipo	anterior	se	exigía	que	el	sujeto	activo	produzca
la	 causación	del	 estado	de	 incapacidad	para	 resistir	 de	 la	 víctima,	 en	 éste
basta	con	que	se	aproveche	de	alguna	de	esas	situaciones.	Por	otro	lado,	el
tipo	 descansa	 sobre	 el	 conocimiento	 que	 ha	 de	 tener	 el	 sujeto	 activo	 del
estado	 de	 su	 víctima,	 pues	 ha	 de	 constarle	 que	 está	 en	 un	 estado	 de
incapacidad	de	resistir	o	que	padece	de	una	anomalía	psíquica,	por	ejemplo.
C.	P.
ART.	 173.—Modificado.	 Ley	 30076,	 Art.	 1°.	 Violación	 sexual
de	menor	 de	 edad.	 El	 que	 tiene	 acceso	 carnal	 por	 vía	 vaginal,
anal	o	bucal	o	realiza	otros	actos	análogos	introduciendo	objetos	o
partes	 del	 cuerpo	 por	 alguna	 de	 las	 dos	 primeras	 vías,	 con	 un
menor	de	edad,	será	reprimido	con	las	siguientes	penas	privativas
de	libertad:
1.	Si	la	víctima	tiene	menos	de	diez	años	de	edad	la	pena	será	de
cadena	perpetua.
2.	Si	la	víctima	tiene	entre	diez	años	de	edad,	y	menos	de	catorce,
la	pena	será	no	menor	de	treinta,	ni	mayor	de	treinta	y	cinco	años.
En	el	 caso	del	numeral	2,	 la	pena	será	de	 cadena	perpetua	si	 el
agente	tiene	cualquier	posición,	cargo	o	vínculo	familiar	que	le	dé
particular	autoridad	sobre	la	víctima	o	le	impulse	a	depositar	en	él
su	confianza.
PROHIBICIÓN	DE	INDULTO
Ley	28704.
ART.	2º.—Improcedencia	del	indulto,	conmutación	de	pena	y	derecho
de	gracia.	No	procede	el	indulto,	ni	la	conmutación	de	pena	ni	el	derecho	de
gracia	 a	 los	 sentenciados	 por	 los	 delitos	 previstos	 en	 los	 artículos	 173	 y
173-A.
C.	de	los	N.	y	A.
ART.	113.—El	matrimonio.	 El	 juez	 especializado	 autoriza	 el	matrimonio
de	adolescentes,	 de	 acuerdo	 a	 lo	 señalado	 en	 los	 artículos	 pertinentes	 del
Código	Civil.
JURISPRUDENCIA.—TC:	menores	de	edad	entre	14	años	y	menos	de	18
también	pueden	ser	titulares	del	derecho	a	la	libertad	sexual,
inconstitucionalidad	de	la	Ley	N°	28704.	“22.	En	cuanto	a	la	titularidad	del
derecho	a	la	libertad	sexual	como	parte	de	su	derecho	al	libre	desarrollo	de	la
personalidad,	queda	claro	que	son	titulares	todos	los	mayores	de	18	años	de
edad.	En	lo	que	al	caso	importa,	el	Tribunal	Constitucional	estima	que,
conforme	a	determinados	elementos	normativos	y	fácticos	que	operan	en	el
ordenamiento	jurídico	peruano,	prima	facie,	los	menores	de	edad	entre	14
años	y	menos	de	18	también	pueden	ser	titulares	de	dicho	derecho.	Las
razones	que	justifican	tal	consideración	son	las	siguientes:
i)	La	Convención	sobre	los	Derechos	del	Niño,	(...).
ii)	Los	artículos	I	y	II	del	Título	Preliminar	del	Código	de	los	Niños	y
adolescentes	(...).
iii)	La	capacidad	de	los	adolescentes	entre	14	años	y	menos	de	18	para
autodeterminarse	en	el	ámbito	de	su	sexualidad	en	el	ordenamiento	jurídico
peruano	se	encuentra	acreditada,	en	general,	por	determinadas	disposiciones
legales	en	materia	civil	y	penal,	tal	como	lo	resalta	de	manera	acertada	la
jurisdicción	penal	en	el	Acuerdo	Plenario	N°	4-2008/CJ-116:
(...).
107.	Teniendo	en	cuenta	que	en	las	primeras	consideraciones	de	la	presente
sentencia	se	ha	realizado	el	control	de	constitucionalidad	del	artículo	173,
inciso	3),	del	Código	Penal,	modificado	por	la	Ley	N°	28704,	y	se	ha
determinado	que	es	inconstitucional	por	vulnerar	el	derecho	fundamental	al
libre	desarrollo	de	la	personalidad	de	los	menores	de	14	años	de	edad	a	menos
de	18,	el	Tribunal	Constitucional	estima	que	carece	de	relevancia	emitir
pronunciamiento	sobre	si	dicha	disposición	penal	vulnera	o	no	el	principio	de
igualdad”.	(TC,	Sent.	del	Pleno	-	Exp.	00008-2012-PI-TC,	dic.	12/2012.	Pres.
Álvarez	Miranda)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Mayores	de	catorce	años	y	menores	de
dieciocho	años	sí	pueden	consentir	válidamente	las	relaciones	sexuales.
“Es	claro	que	el	consentimiento	expresado	por	el	titular	del	bien	jurídico	opera
como	causa	de	justificación	en	materia	de	sexualidad	y	exime	de
responsabilidad	penal	para	quien	sostiene	relaciones	sexuales	con	ellos,	en	pro
de	un	sistema	coherente,	y	opera	desde	los	14	años.	(...)	No	existe	por	tanto	un
auténtico	conflicto	de	leyes,	dado	que	para	tal	situación	tendría	que	haber	dos
o	más	todas	válidas,	todas	del	mismo	rango	y	total	o	parcialmente
contrapuestas	entre	sí.
Lo	que	existe	es	una	norma	que	ha	quedado	vacía	de	contenido	sustancial
(inciso	3	del	artículo	173	CP),	y	una	norma	base	en	cuyo	tipo	y	bien	jurídico
encaja	con	comodidad	el	supuesto	de	hecho	indicado	en	el	artículo	170	CP,
disposición	que	el	legislador	podría,	en	ejercicio	racional	de	sus	potestades
constitucionales,	perfeccionar;	existiendo	además	otras	normas	que	operan
armónicamente	(esto	es,	los	artículos	171	y	172	CP),	en	tanto	que	también
existen	otras	varias	normas	penales	que	siendo	válidas	y	no	estando
derogadas,	han	sido	puestas	total	o	parcialmente	en	entredicho	por	el
contenido	de	la	primeramente	indicada	(nos	referimos	a	los	artículos	175,
176-A.3	y	179-A	CP).	(...)
17.	Solución	judicial	a	la	controversia:	no	se	ha	de	forzar	el	alcance	del	bien
jurídico	correspondiente	a	la	conducta	de	abuso	sexual	en	agravio	de	personas
cuya	disponibilidad	de	su	libertad	sexual	se	ha	reconocido,	por	lo	que	en	tanto
no	rectifique	el	Parlamento	Nacional	lo	que	se	halla	desarreglado,	de	todo	lo
precedentemente	analizado	se	concluye	que	la	ley	válida	a	ser	judicialmente
aplicada	en	casos	de	abuso	sexual	de	mayores	de	14	y	menores	de	18	años,	es
el	artículo	170	del	Código	Penal	(entendido	como	tipo	penal	y	el	bien	jurídico
que	le	es	propio),	y	según	los	hechos	concretos,	corresponderá	en	su	caso,	la
aplicación	de	los	artículos	172,	173-A,	175	y	179-A	del	CP	o	176-A.3	CP,	como
fuera	atinente.”	(CS,	Ac.	P.	01-2012/CJ-116,	mar.	26/2012,	S.	S.	San	Martín
Castro)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Corte	Suprema	precisa:	es	la	libertad
sexual	y	no	la	indemnidad	sexual	el	bien	jurídico	protegido	en	el	delito
de	violación	sexual	de	mayores	de	catorce	años.	“(...)	la	protección	penal
de	la	libertad	sexual	se	da	a	partir	del	momento	en	que	la	persona	cuenta	con
una	edad	superior	a	los	catorce	años,	por	tal,	en	el	presente	caso,	el	bien
jurídico	tutelado	de	la	agraviada	será	el	de	la	libertad	sexual,	presentándose
de	esa	manera	una	colisión	aparente	de	normas,	ya	que	es	posible	la
subsunción	típica	de	la	conducta	del	sentenciado	tanto	en	el	artículo	ciento
setenta	como	en	el	ciento	setenta	y	tres	inciso	tercero	del	Código	Penal,	sin
embargo,	dicha	colisión,	tal	cual	se	precisó,	sólo	se	produce	de	manera
aparente,	en	tanto	la	configuración	típica	del	artículo	ciento	setenta	refleja
que	el	bien	jurídico	tutelado	en	dicha	norma	es	la	de	la	libertad	sexual,
configurándose	de	esa	manera	el	bien	jurídico	como	sustrato	mismo	de	la
norma,	en	ese	sentido,	se	vacía	el	contenido	de	protección	del	artículo	ciento
setenta	y	tres,	inciso	tercero	por	dos	razones,	en	principio,	porque	el	bien
jurídico	tutelado	en	este	artículo	es	el	de	la	indemnidad	sexual	–sería	un	sin
sentido	que	esta	norma	dependiendo	del	inciso	que	se	configure,	proteja
distinto	bien	jurídico–;	y	segundo,	debido	a	que	el	supuesto	de	hecho	del	tercer
inciso	consigna	a	personas	mayores	de	catorce	años	y	menores	de	dieciocho,
ergo	lo	que	se	protege	en	ellos	es	su	libertad	sexual,	no	acomodándose	la
conducta	delictiva	a	dicho	artículo,	sino	al	artículo	ciento	setenta”.	(CS,	Cas.
148-2010-Moquegua,	jul.	03/2012.	V.	P.	Pariona	Pastrana)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Violación	sexual	de	menor	entre	14	y
18	años	afecta	la	libertad	sexual	(Art.	170	del	Código	Penal),	pero	no	la
indemnidad	sexual	(Art.	173	del	Código	Penal).	“4.18.	En	tal	sentido,
resulta	necesario	reconducir	la	tipificación	de	la	conducta	imputada	al
encausado	–que	no	afectó	la	indemnidad	sexual	sino	la	libertad	sexual	de	una
adolescente–,	prevista	en	el	inciso	tres,	del	artículo	ciento	setenta	y	tres	–
primer	párrafo–	del	Código	Penal,	concordante	con	el	último	párrafo	del
mismo	artículo,	al	regulado	en	el	inciso	dos,	del	segundo	párrafo,	del	artículo
ciento	setenta	del	Código	Penal,	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	inciso
once,	del	artículo	ciento	treinta	y	nueve	de	la	Constitución	Política	del	Perú,	lo
cual	no	afecta	el	derecho	de	defensa	del	encausado	ni	sus	derechos
fundamentales,	puesto	que	se	mantiene	la	homogeneidad	del	bien	jurídico
protegido,	la	inmutabilidad	de	los	hechos	y	las	pruebas,	coherencia	entre	los
elementos	fácticos	y	normativos	para	realizar	la	correcta	adecuación	del	tipo
y	esencialmente	no	se	produce	agravio	al	encausado,	tal	como	lo	puntualiza	la
sentencia	del	seis	de	febrero	del	dos	mil	nueve,	expediente	número	doscientos
ochenta	y	seis	guión	dos	mil	ocho	guión	PHC	oblicua	TC,	Ayacucho.
4.19.	Como	segundo	nivel	de	análisis,	compete	referirse	al	quantum	de	pena
impuesta,	a	tenor	de	lo	expuesto	precedentemente	cabe	señalar	que	al	haberse
recalificado	la	conducta	al	segundo	párrafo,	del	artículo	ciento	setenta	del
Código	Penal,	los	márgenes	punitivos	han	variado,	por	lo	que	la	sanción
legalmente	correspondiente	es	de	doce	a	dieciocho	años	de	pena	privativa	de
libertad;	en	ese	sentido,	teniendo	en	cuenta	la	forma	en	que	sucedieron	los
hechos	y	al	no	existir	circunstancia	de	atenuación,	debe	imponerse	la	sanción
más	alta	correspondiente	al	nivel	de	afectación	del	bien	jurídico	señalado,	esto
es,	de	dieciocho	años	de	privación	de	libertad”.	(CS,	Cas.	41-2012-Moquegua,
jun.	06/2013.	S.	S.	Villa	Stein)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Interpretación	de	la	Ley	28704,
violación	sexual	de	menores	de	dieciocho	años	y	determinación	judicial
de	la	pena.	“(…)	A	la	luz	de	los	antecedentes	normativos	y	jurisprudencia
evaluados	se	ha	demostrado	que	el	tratamiento	penal	que	establece	el	artículo
173,	inciso	3),	del	Código	Penal	–incluso	si	se	tiene	en	cuenta	delitos	de	una
indudable	mayor	contenido	de	injusto,	tales	como	los	delitos	contra	la	vida–	es
abiertamente	desproporcionado	en	su	escala	punitiva	abstracta.	(…).
(…)	si	el	legislador	reprime	con	penas	privativas	de	libertad	no	mayores	de
seis	años	las	relaciones	sexuales	que	mantiene	el	agente	con	el	sujeto	pasivo
cuando	media	para	ello	engaño,	contraprestación	económica	o	ventaja	de
cualquier	naturaleza,	el	órgano	jurisdiccional	no	debe	tratar	con	mayor
severidad	(…)	a	quien	realiza	prácticas	sexuales	con	una	persona	mayor	de
catorce	años	y	menor	de	dieciocho	años	de	edad	que	preste	su	pleno
consentimiento	para	dicha	relación	sin	que	medie	ninguna	presión	o	vicio	de
conciencia.
(…)	para	una	mejor	determinación	y	justificación	del	tratamiento	penal
privilegiado	del	agente,	(…)	el	órgano	jurisdiccional	debe	considerar	(…),	y
según	sus	propias	particularidades,	de	factores	complementarios	de
atenuación	como	los	siguientes:
a)	Que	la	diferencia	etarea	entre	los	sujetos	activo	y	pasivo	no	sea	excesiva.
b)	Que	exista	entre	los	sujetos	activo	y	pasivo	un	vínculo	sentimental	carente
de	impedimentos	o	tolerado	socialmente.
c)	Que	las	costumbres	y	percepción	cultural	de	los	sujetos	postule	la
realización	de	prácticas	sexuales	o	de	convivencia	a	temprana	edad.
d)	La	admisión	o	aceptación	voluntaria	en	la	causa	por	el	sujeto	activo	de	las
prácticas	sexuales	realizadas.
12.	Desde	esta	perspectiva,	deberá	atenuarse	la	pena,	en	los	casos	del	artículo
173,	inciso	3),	del	Código	Penal	hasta	los	límites	considerados	para	los	delitos
tipificados	en	los	artículos	175	y	179	A	del	código	acotado	que	tratan	de
conductas	semejantes,	en	las	que	incluso	–como	se	ha	indicado–	median	el
engaño	y	la	prestación	económica	como	determinantes	de	la	práctica	sexual
antijurídica.
Por	otro	lado,	si	se	asume,	como	corresponde,	la	plena	vigencia	de	los
artículos	44,	46	y	241	del	Código	Civil	que	afirman	la	plena	capacidad	de	las
personas	mayores	de	dieciocho	años,	que	las	personas	mayores	de	dieciséis
años	tienen	una	incapacidad	relativa,	que	la	prohibición	absoluta	está
radicada	en	las	mujeres	menores	de	catorce	años,	y	que	pasada	esa	edad	esa
incapacidad	cesa	por	matrimonio,	entonces,	cuando	la	relación	sexual	es
voluntaria	y	el	agraviado	tiene	entre	dieciséis	y	dieciocho	años	de	edad,	es
aplicable	el	artículo	20,	inciso	10),	del	Código	Penal	–que	regula	la	institución
del	consentimiento–	puesto	que	con	arreglo	a	lo	precedentemente	expuesto
tiene	libre	disposición	de	su	libertad	sexual,	al	punto	que	la	ley	civil	autoriza
que	pueda	casarse.	Pero	si	la	relación	sexual	es	voluntaria	y	el	agraviado	tiene
entre	catorce	y	dieciséis	años	de	edad,	como	se	ha	dejado	sentado	y	conforme
a	las	pautas	ya	señaladas,	se	aplicará	una	pena	acorde	con	lo	previsto	en	los
artículos	175	y	179	A	del	Código	Penal.
Es	claro,	por	lo	demás,	que	cuando	el	acceso	carnal	con	una	persona	entre
catorce	y	dieciocho	años	de	edad	no	es	voluntario,	y	se	hace	con	violencia	o
amenaza,	aprovechando	el	estado	de	inconsciencia	de	la	víctima	o	cuando
esta	última	es	incapaz,	es	de	aplicación	en	toda	su	extensión	punitiva	el
artículo	173,	inciso	3),	del	Código	Penal.	(...)”.	(CS,	Pleno	Jurisdiccional	de	las
Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	Acuerdo	Plenario	7-2007/CJ-116,
feb.	08/2008)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—El	sub	tipo	legal	agravado	del	Art.
173.3)	del	Código	Penal.	“(…)	7.	Planteado	así	el	problema,	es	de	entender
como	libertad	sexual	la	capacidad	legalmente	reconocida	que	tiene	una
persona	para	autodeterminarse	en	el	ámbito	de	su	sexualidad,	y	como
indemnidad	sexual	la	preservación	de	la	sexualidad	de	una	persona	cuando	no
está	en	condiciones	de	decidir	sobre	su	actividad	sexual:	menores	e	incapaces.
En	ambos	casos	es	evidente	que	el	fundamento	material	de	las	infracciones
que	las	comprende	es	el	derecho	a	una	actividad	sexual	en	libertad.	(…).
8.	Sin	embargo,	es	de	señalar	que	existen	otras	normas,	igualmente	vigentes,
que	se	refieren	al	tema	e	integran	figuras	jurídico	penales	clásicas	de	nuestro
derecho	punitivo,	que	permiten	variar	el	enfoque	del	problema.	Así,	el	artículo
175	del	Código	Penal,	que	contempla	el	tipo	legal	de	seducción,	sanciona	al
que	mantiene	relaciones	sexuales	con	una	persona	que	se	encuentra	en	una
edad	cronológica	comprendida	entre	catorce	años	y	dieciocho	años,	viciando
su	voluntad	por	medio	del	engaño	Esta	norma	trae	como	inevitable	conclusión
que	la	víctima	tiene,	en	principio,	libertad	para	disponer	de	su	sexualidad,
libertad	que	sin	embargo	ha	sido	afectada	por	un	consentimiento	obtenido
mediante	un	medio	ilícito	(engaño).
De	igual	manera,	el	artículo	176-A	del	mismo	código,	que	tipifica	el	delito	de
atentado	al	pudor	de	menores,	castiga	a	quien	realiza	sobre	un	menor	de
catorce	años	o	le	obliga	a	efectuar	sobre	sí	mismo	o	tercero	tocamientos
indebidos	en	sus	partes	íntimas	o	actos	libidinosos	contrarios	al	pudor,
mientras	el	artículo	176	del	Código	Penal	comprende	tales	actos	realizados	a
los	mayores	de	esa	edad,	siempre	que	el	sujeto	activo	ejerza	violencia	o	grave
amenaza.	El	análisis	sistemático	de	estas	dos	últimas	normas	permite	concluir
que	los	mayores	de	catorce	años,	en	ejercicio	de	su	libertad	sexual,	pueden
consentir,	sin	que	sea	penado,	que	se	les	haga	tales	tocamientos,	lo	que
importa	una	causa	genérica	de	atipicidad.
9.	Tal	como	se	ha	visto,	y	con	independencia	de	toda	concepción	moral	o
valoración	social	–que	pugnaría	con	el	reconocimiento	del	carácter	pluralista
de	la	sociedad–,	existe	objetiva	contradicción	entre	las	disposiciones	del
Código	Civil	y	del	artículo	173.3)	del	Código	Penal,	y	entre	las	normas	que
configuran	el	propio	Código	Penal	–los	diversos	tipos	legales	que	integran	el
denominado	derecho	penal	sexual	nacional–,	todas	ellas	actualmente	vigentes.
(…).
Por	tanto,	en	cuanto	a	la	exención	de	responsabilidad	penal	por
consentimiento	del	titular	del	bien	jurídico	afectado,	aplicable	al	delito	de
violación	sexual	a	que	se	refiere	el	artículo	173,	inciso	3),	del	Código	Penal,
debe	ampliarse	el	duodécimo	fundamento	jurídico	del	Acuerdo	Plenario	N°	7-
2007/CJ-116	a	toda	relación	sexual	voluntaria	mantenida	con	adolescentes	de
catorce	a	dieciocho	años	de	edad.	Es	menester,	en	consecuencia,	dejar	sin
efecto	dicho	acuerdo	plenario	en	lo	relativo	a	la	penalidad	atenuada	cuando	el
sujeto	pasivo	es	menor	de	dieciséis	años	y	mayor	de	catorce	años.	(…).”	(CS,	IV
Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente,	Transitorias	y	Especial,
Acuerdo	Plenario	4-2008/CJ-116,	nov.	03/2008)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	imputabilidad	restringida	por
razón	de	la	edad	y	el	control	difuso.	“(…)	Como	consecuencia	de	las
consideraciones	anteriormente	expuestas,	es	necesario	determinar	la	vigencia
o	no	del	undécimo	fundamento	jurídico	del	Acuerdo	Plenario	N°	7-2007/CJ-
116.	Sobre	el	particular	es	de	enfatizar	que	al	haberse	dejado	establecida	la
exención	de	responsabilidad	penal	para	toda	relación	sexual	voluntaria	con
adolescentes	que	cuentan	con	catorce	años	de	edad	o	más,	carece	de
trascendencia	la	diferencia	de	edades	que	haya	entre	sujeto	activo	y	pasivo	o
el	vínculo	sentimental	que	exista	entre	ellos,	en	tanto	en	cuanto	no	medie
violencia,	grave	amenaza	o	engaño	–este	último	solo	relevante	en	el	delito	de
seducción–.
Es	evidente,	por	lo	demás,	que	existirá	delito	–de	acceso	carnal	sexual	o	actos
contrarios	al	pudor–	cuando	se	coarta,	limita	o	anula	la	libre	decisión	de	una
persona	en	relación	con	su	actividad	sexual,	para	cuya	determinación:
ausencia	de	consentimiento	válidamente	prestado	por	el	sujeto	pasivo,	ha	de
acudirse	al	conjunto	de	circunstancias	del	caso	concreto.
Asimismo,	como	ha	quedado	expuesto,	las	pautas	culturales,	las	costumbres	o
la	cultura	en	la	que	el	agente	ha	formado	su	personalidad	–entendida	esta
última	como	el	sistema	de	normas	o	pautas	de	comportamiento	que
condicionan	la	manera	en	que	una	persona	reacciona	en	una	situación
determinada–	han	de	ser	consideradas	por	el	juez	conforme	a	los	recaudos	de
la	causa	y	a	sus	características	personales	y	condición	social.	De	igual	manera,
el	juez	podrá	tomar	en	cuenta	su	declaración	y	valorarla	conforme	a	los
efectos	atenuatorios	que	establece	el	artículo	136	del	Código	de
Procedimientos	Penales,	siempre	que	se	cumplan	los	presupuestos	y	requisitos
correspondientes.
Por	todo	ello	los	mencionados	factores	complementarios	de	atenuación,	que
en	el	citado	acuerdo	plenario	se	destacaron,	han	perdido	vigencia	(…).”	(CS,	IV
Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente,	Transitorias	y	Especial,
Acuerdo	Plenario	4-2008/CJ-116,	nov.	03/2008)
JURISPRUDENCIA.—La	inaplicación	de	los	acuerdos	plenarios	es	un
asunto	que	compete	a	la	justicia	ordinaria	y	no	al	TC.	“Sustenta	su
pretensión	en	que	se	imputa	al	beneficiario	el	delito	de	violación	sexual	de
menor	de	edad	(...),	sin	considerar	que	las	relaciones	sexuales	con	la	supuesta
agraviada	se	realizaron	de	manera	voluntaria	y	con	su	consentimiento.	(...).
Alega	que	se	abrió	instrucción	en	contra	del	beneficiario	de	manera	ilegal,
toda	vez	que	se	ha	desconocido	un	acuerdo	plenario	de	la	Corte	Suprema	de
Justicia	de	la	República,	de	obligatorio	cumplimiento,	por	el	que	se	declara
inaplicable	el	tipo	penal	que	se	le	imputa.	(...).
(...)	en	cuanto	a	la	supuesta	ilegalidad	que	habría	constituido	la	apertura	de
la	instrucción	en	contra	del	beneficiario,	puesto	que	el	juez	emplazado	no
aplicó	los	alcances	de	un	acuerdo	plenario	de	obligatorio	cumplimiento	que
establece	la	inaplicación	del	delito	contenido	en	el	inciso	3	del	artículo	173	del
Código	Penal,	se	debe	señalar	que	–en	principio–	la	inaplicación	de	los
acuerdos	plenarios	al	caso	concreto,	en	sede	penal,	es	un	asunto	que	compete
a	la	justicia	ordinaria	y	no	al	Tribunal	Constitucional.	(...).”	(TC,	Exp.	03725-
2009-PHC/TC,	may.	25/2009.	S.	S.	Mesía	Ramirez)
JURISPRUDENCIA.—CS:	procede	la	reconducción	del	tipo	penal	previsto
en	el	inciso	tres	del	artículo	173	al	artículo	170	del	Código	Penal
(subsunción	técnica	jurídicamente	correcta).	“3.2.-	En	el	auto	de
calificación	(...),	se	subraya	como	interés	casacional,	la	necesidad	de
establecer	si	la	conducta	ilícita	de	violación	sexual	de	mayor	de	catorce	y
menor	de	dieciocho	años	de	edad	–realizados	mediante	violencia	física	o
amenaza–,	previsto	en	el	inciso	tres	del	artículo	ciento	setenta	y	tres	del
Código	Penal,	debe	ser	reconducida	al	artículo	ciento	setenta	del	Código	Penal
(ley	penal	más	favorable	al	reo);	en	atención	a	la	doctrina	jurisprudencial
establecida,	unitaria	y	pacíficamente	acepta	que	a	partir	de	los	catorce	años
de	edad	opera	el	consentimiento	en	materia	sexual,	jurisprudencia	cuyo
denominador	común	excluye	de	responsabilidad	penal	cuando	mediara
consentimiento	de	la	víctima.	(...)	todo	ello	conforme	se	explicó	y	desarrolló	en
el	Acuerdo	Plenario	número	cero	cuatro	guión	dos	mil	ocho	oblicua	CJ	guión
ciento	dieciséis.
(...)	resulta	aplicable	a	la	conducta	imputada	al	encausado	recurrente,	que	no
afectó	la	indemnidad	sexual	sino	la	libertad	sexual	de	una	adolescente,	en	el
primer	párrafo	del	inciso	primero	del	artículo	ciento	setenta	del	Código	Penal
(vigente	por	ser	el	correspondiente)	debiendo	por	tanto	considerarse	los
márgenes	punitivos	de	este	tipo	penal,	por	tanto,	resulta	necesario	en	el
presente	caso,	reconducir	la	tipificación	hecha	en	el	tipo	penal	del	inciso	tres
del	artículo	ciento	setenta	y	tres	–primer	párrafo–	del	Código	Penal,	al
regulado	en	la	primera	parte	del	primer	párrafo	del	artículo	ciento	setenta	del
propio	código	(...)”
(...)	es	pertinente	señalar	que	no	se	vulnera	el	derecho	de	defensa	del
encausado	ni	sus	derechos	fundamentales,	puesto	que	se	mantiene	la
homogeneidad	del	bien	jurídico	protegido,	la	inmutabilidad	de	los	hechos	y	las
pruebas,	coherencia	entre	los	elementos	fácticos	y	normativos	para	realizar	la
correcta	adecuación	del	tipo	y	esencialmente	no	se	produjo	agravio	al
encausado.	(...)	Establecer	como	doctrina	jurisprudencial	vinculante	lo
señalado.”	(CS,	Cas.	49-2011-La	Libertad,	set.	21/2009.	S.	S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—El	juzgamiento	de	la	violación	de	un	mayor	de
catorce	años	bajo	el	artículo	173	del	Código	Penal	viola	el	principio	de
legalidad.	“(...)	atendiendo	a	que	el	inciso	tercero	del	artículo	ciento	setenta	y
tres	del	Código	Penal	protege	al	sujeto	pasivo	que	tiene	entre	catorce	años	de
edad	y	menos	de	dieciocho,	es	evidente,	que	por	la	edad	de	la	agraviada	–
catorce	años	con	cinco	meses–,	la	conducta	del	encausado	se	encontraba
inmersa	dentro	del	ámbito	de	protección	de	la	descripción	típica	a	que	se
refiere	el	primer	párrafo,	en	concordancia	con	el	segundo	párrafo,	inciso
segundo,	del	artículo	ciento	setenta	del	Código	Penal,	que	protege	la	libertad
sexual	de	la	agraviada	coactada	y	anulada	por	el	ilícito	accionar	del
encausado;	que	siendo	así,	ésta	norma	resulta	aplicable	al	recurrente;	(...)	por
ello,	este	supremo	tribunal,	con	excepción	de	la	juez	supremo	Villa	Bonilla,
quien	tiene	una	posición	distinta	en	este	extremo,	conforme	a	sus	fundamentos
de	su	voto	discordante,	considera	que	en	el	caso	de	autos	se	vulneró	el
principio	de	legalidad	y	en	atención	a	lo	expuesto	corresponde	a	esta	suprema
sala	penal	adecuar	y	reconducir	la	conducta	delictiva	del	encausado	a	los
alcances	del	tipo	penal	descrito	en	el	primer	párrafo	del	artículo	ciento
setenta	del	Código	Penal;	por	cuanto,	la	menor	agraviada	al	momento	de
acaecidos	los	hechos	denunciados	contaba	con	dieciséis	años	de	edad,	por	ello,
el	ámbito	de	protección	del	bien	jurídico	no	está	constituido	en	su	caso	por	la
indemnidad	sexual	–menores	de	catorce	años–;	sino	más	bien	por	la	libertad
sexual	–coactada	y	anulada	por	el	ilícito	accionar	del	encausado–,	entendida
como	la	capacidad	legalmente	reconocida	que	tiene	una	persona	para	auto
determinarse	en	el	ámbito	de	su	sexualidad	conforme	así	se	establece	en	el
Acuerdo	Plenario	número	cero	cuatro	guión	dos	mil	ocho	oblicua	CJ	guión
ciento	dieciséis,	por	tanto	corresponde	en	aplicación	del	principio	de	legalidad
adecuar	la	conducta	del	encausado	al	tipo	penal	contenido	en	el	artículo
ciento	setenta	del	Código	Penal”.	(CS,	Cas.	87-2011-Arequipa,	jul.	19/2012.	V.
P.	Pariona	Pastrana)
JURISPRUDENCIA.—Aplicación	práctica	de	la	teoría	del	error	de	tipo	en
los	delitos	sexuales.	“(...)	 la	misma	encausada	en	el	curso	de	su	declaración
instructiva	 precisa	 que	 el	 menor	 agraviado	 le	 había	manifestado	 que	 tenía
quince	años,	aseveración	que	creyó	dada	las	características	físicas	del	aludido
(...)	en	relación	a	la	edad	declarada	por	el	menor	agraviado	resulta	relevante
anotar	que	éste	al	declarar	preventivamente	 (...)	manifiesta	que	en	efecto	 le
dijo	a	la	acusada	que	tenía	quince	años	(...).	Que,	de	todo	lo	antes	anotado	se
desprende	con	 toda	claridad	que	 si	bien	 lo	actuado	acredita	que	 la	acusada
mantuvo	 relaciones	 sexuales	 con	 el	 menor	 agraviado,	 resulta	 evidente	 que
éste	 último	 en	 todo	 momento	 proporcionó	 a	 su	 entorno	 social	 información
inexacta	 respecto	 a	 su	 edad	 (...)	 es	 del	 caso	 estimar	 que	 la	 información
proporcionada	 por	 el	 agraviado	 en	 relación	 a	 su	 edad	 aparente	 resultaba
verosímil	en	función	a	la	conducta	y	características	físicas	de	éste	(...)	teniendo
en	 cuenta	 lo	 antes	 anotado	 el	 colegiado	 entiende	 que	 en	 la	 actuación	 de	 la
acusada,	 medió	 un	 falso	 conocimiento	 acerca	 de	 la	 edad	 del	 agraviado,
elemento	 sustancial	 en	 la	 configuración	 del	 tipo	 atribuible	 al	 acusado,
perfeccionándose	 de	 este	 modo	 lo	 que	 la	 doctrina	 ha	 dado	 en	 denominar
‘error	 de	 tipo	 (...)	 no	 habiéndose	 acreditado	 a	 plenitud	 los	 elementos
configurantes	del	tipo	penal,	se	concluye	que	su	conducta	resulta	atípica	(...)”.
(CSJ.	Huaura,	Exp.	N°	98-3971,	abr.	27/99.	S.S.	Calderón	Castillo)
JURISPRUDENCIA.—Ineficacia	del	consentimiento.	“(...)	si	bien	la	violencia
es	punible	no	por	la	actividad	sexual	en	sí,	sino	porque	tal	actividad	sexual	se
lleva	a	cabo	sobre	la	base	del	abuso	de	la	libertad	sexual	del	otro,	en	el	caso	de
los	menores	de	catorce	años,	es	irrelevante	el	consentimiento	del	menor,	pues
ésta	carece	de	validez;	en	tal	sentido	al	haber	practicado	el	acusado	el	acto
contra	natura	con	el	agraviado	con	su	consentimiento	o	sin	éste,	ha	incurrido
en	el	delito	de	violación	de	persona	menor	de	catorce	años	(...)”.	(CSJ.	Lima,
Exp.	N°	1877-98,	oct.	19/98.	S.S.	Zavalla	Valladares)
JURISPRUDENCIA.—La	“indemnidad	sexual”	de	los	menores	de	catorce
años	niega	la	plena	y	libre	disposición	de	su	sexualidad.	“(...)	Es	del	caso
señalar	que	nuestro	ordenamiento	jurídico	penal	es	tuitivo	de	la	indemnidad
sexual	de	los	menores	de	catorce	años,	no	considerando	que	estos	tengan
plena	y	libre	disposición	de	su	sexualidad;	por	consiguiente,	el	hecho	infractor
se	encuentra	plenamente	acreditado.
5.	El	menor	infractor	en	ejercicio	de	su	derecho	de	defensa	ha	afirmado:	i)
que	fue	ésta	quien	propicio	dichas	relaciones	sexuales,	las	mismas	que	fueron
consentidas,	en	razón	de	haber	sido	enamorados;	ii)	que	desconocía	la
verdadera	edad	de	la	menor	agraviada;	iii)	que	en	el	lugar	donde	se	formó
socialmente	es	natural	mantener	relaciones	sexuales	entre	menores;	y	agrega
finalmente	iv)	que	en	el	presente	caso	existe	error	de	tipo	invencible.
Tales	argumentos	no	han	sido	probados	de	manera	alguna,	pues	respecto	al
primero	resulta	irrelevante	por	tratarse	de	una	menor	a	la	que	el
ordenamiento	jurídico	protege	en	su	indemnidad	sexual,	tanto	más	que	la
menor	agraviada	en	todo	momento	ha	negado	mantener	una	relación
sentimental	con	el	infractor	(...).	En	segundo	lugar,	respecto	al
desconocimiento	de	la	edad	de	la	agraviada	resulta	carente	de	sustento,	pues
en	su	declaración	referencial	(...)	el	infractor	manifestó	que	el	padre	de	la
menor	agraviada	en	una	oportunidad	le	dijo	que	su	hija	tenía	once	años,	parte
in-fine,	más	aún	que	(...)	la	agraviada	señaló	que	el	menor	infractor	nunca	le
pregunto	su	edad;	por	ende,	el	infractor	entendía	y	conocía	en	exactitud	que	la
agraviada	tenía	once	años	de	edad	por	versión	del	propio	padre.	En	tercer
lugar,	sobre	el	supuesto	error	cultural,	el	agraviado	no	ha	acreditado	tales
circunstancias,	más	en	su	declaración	(…)	afirma	que	sólo	vivió	en	la	localidad
de	Shahuano	(ubicado	a	dos	horas	de	Tamsiyacu)	hasta	la	edad	de	once	años,
negando	enfáticamente	pertenecer	a	alguna	comunidad	nativa,	resultando
que	vino	a	la	ciudad	de	Iquitos	a	estudiar,	donde	sólo	llego	hasta	el	primer	año
de	secundaria;	es	decir,	que	el	menor	infractor	tenía	conocimientos	básicos	de
educación	y	de	las	reglas	sociales,	consecuentemente	no	es	amparable	tal
extremo;	y	en	lo	que	respecta	a	la	existencia	del	error	de	tipo	invencible
alegado,	ha	de	señalarse	que	tal	afirmación	no	encuentra	sustento	de	hecho	ni
de	derecho	alguno	en	cuanto	éste	implica	una	conducta	diligente	del	agente;
empero	por	ignorancia	de	los	elementos	que	integran	el	tipo	objetivo	del
delito	da	lugar	al	resultado;	en	el	presente	caso,	conforme	a	los	fundamentos
expuesto	anteriormente	no	existe	tal	ignorancia,	pues	el	infractor	actuó	con
conocimiento	y	voluntad	para	la	consumación	del	hecho,	tratando	en	todo
momento	de	encubrir	su	actuar	mediante	amenazas	diciéndole	a	la	agraviada
que	‘si	le	avisaba	a	alguien	él	le	iba	hacer	pegar	con	su	papá,	diciéndole	que
ella	tiene	la	culpa	por	haber	ido	a	buscarlo’,	tal	como	aparece	de	la
declaración	(…)”	(CSJI,	Exp.	2010-615-SC(01308-2008-0-1903-JR-FP-03),	set.
07/2010.	S.	S.	Mercado	Arbieto)
JURISPRUDENCIA.—Las	instancias	penales	no	pueden	desestimar	sin
más	las	versiones	coincidentes	entre	la	víctima	y	el	acusado	de	una
violación	sexual.	“Si	se	acepta	como	legítimo	el	discurso	argumentativo
formulado	por	las	resoluciones	judiciales	aquí	analizadas,	ello	significaría	que
la	versión	de	la	menor	agraviada	sería	pues;	y	sin	duda	alguna,	cierta	en	su
totalidad	o	en	cada	uno	de	sus	extremos,	no	siendo	procedente	o	bajo	ninguna
hipótesis,	excepción	de	veracidad	alguna,	ya	que	la	versión	de	la	demandada
se	asume	como	falsa	por	donde	quiera	que	se	le	mire.
16)	Ocurre	sin	embargo	que	de	asumirse	la	premisa	aquí	descrita	como
cierta,	como	por	lo	demás	parecen	entenderlo	los	pronunciamientos
objetados,	no	termina	de	entenderse	como	así	se	desestima	la	parte	de	la
versión	de	la	recurrente	de	hábeas	corpus	en	la	que	literalmente	o	en	sus
rasgos	esenciales	coincide	con	lo	expresado	por	la	menor	agraviada.
17)	En	efecto,	la	versión	de	la	demandante	de	habeas	corpus	tiene	dos
momentos.	Uno	primero	en	el	que	se	afirma	que	encontró	a	la	menor
agraviada	lastimada,	aparentemente	por	haberse	caído	de	alguna	superficie
alta	y	uno	segundo,	en	el	que	se	alega	que	procedió	a	revisarla	por	haberse
orinado,	habiéndole	quitado	efectivamente	su	prenda	interior	por	encontrarse
manchada	de	sangre.	A	su	turno,	la	versión	de	la	menor	agraviada,	también
consta	de	dos	momentos,	uno	primero	en	el	que	la	pequeña	afirma	que	se	cayó
de	una	silla	y	uno	segundo	en	el	que	señala	que	la	recurrente	la	revisó
introduciéndole	la	uña	en	sus	genitales.	En	otros	términos,	inicialmente	ambas
versiones	coinciden	en	lo	esencial,	en	lo	que	en	cambio	difieren,	es	en	el
desenlace	de	los	hechos,	pues	lo	que	para	la	demandante	de	habeas	corpus
acaba	en	un	acto	de	atención	y	buena	voluntad,	para	la	menor	culmina	con	un
comportamiento	de	agresión	sobre	su	integridad	física.
18)	El	problema	con	las	resoluciones	objeto	de	cuestionamiento	es	que	éstas
parten	de	una	premisa	que	luego,	ellas	mismas	acaban	por	distorsionar.	La
citada	distorsión	consiste	en	darle	veracidad	a	la	totalidad	de	la	versión	de	la
menor	agraviada,	para	posteriormente	resaltar	como	único	hecho	relevante	o
posible	de	haber	acontecido,	el	momento	de	la	agresión.	No	valorar	y	por	el
contrario	ignorar,	que	antes	de	la	supuesta	agresión	hubo	un	momento	clave
que	consistió	en	la	caída	de	la	menor	al	piso,	termina	siendo	gravitante	pues
podría	haber	explicado	muchas	cosas	y	colocado	en	escenarios	diferentes	a	la
agresión	con	todas	las	connotaciones	que	finalmente	se	le	otorgan.	Por
ejemplo,	hubiera	explicado	el	por	qué	la	recurrente	de	habeas	corpus	se	vio	en
la	necesidad	de	examinar	a	la	menor	tras	su	caída	al	piso;	el	por	qué	de	los
propios	gritos	de	la	menor;	si	la	agresión	que	efectivamente	se	produjo,	fue
resultado	de	un	comportamiento	doloso	o	en	cambio,	de	una	actitud	de
impericia	por	parte	de	la	recurrente	al	tratar	de	atender	a	la	menor;	etc”.	(TC,
Exp.	08439-2013-PHC/TC,	nov.	20/2014.	S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—El	conocimiento	de	la	posición	o	el	cargo	es
suficiente	para	fundar	la	agravante	en	el	delito	de	violación	sexual.	“Que,
al	respecto	es	de	indicarse	que	en	el	caso	materia	de	evaluación	no	se	advierte
la	infracción	de	la	ley	penal	que	se	reclama,	en	efecto,	en	autos	ha	quedado
acreditado	que	el	encausado	(...)	tenía	la	calidad	Director	del	Colegio	Privado
(...),	donde	la	menor	agraviada	venía	cursando	sus	estudios	desde	cuando
tenía	cinco	años	de	edad,	y	que	si	bien	no	se	matriculó	para	el	curso	de
afianzamiento	que	se	realizó	en	el	verano	del	dos	mil	nueve,	sin	embargo,
asistió	a	dichas	clases	los	días	dieciséis	y	diecisiete	de	febrero	de	dicho	año,
con	la	anuencia	del	encausado,	hecho	que	tiene	relevancia,	pues	ello	originó
que	la	menor	acuda	al	citado	colegio	y	que	tras	las	clases	recibidas,	el
encausado	(...)	la	condujera	a	uno	de	los	ambientes	de	las	aulas	de	clase	para
efectuar	los	tocamiento	indebidos	en	su	contra,	por	tanto,	resulta	evidente	que
(...)	sí	tenía	una	particular	autoridad	sobre	la	víctima	que	le	impulsó	a	ésta	a
depositar	su	confianza	en	él,	resultando	inatendible	el	agravio	del	encausado
en	el	sentido	que	la	menor	no	había	sido	matriculada	a	dichos	cursos	y,	por
ende,	no	tenía	calidad	de	alumna,	pues	la	menor	había	venido	estudiando	en	el
mencionado	centro	educativo	y	consideraba	evidentemente	al	encausado
como	una	autoridad	a	quien	le	debía	respeto,	lo	que	utilizó	éste	para
aprovecharse	de	la	menor	agraviada;	además,	resulta	pertinente	indicar	que
la	agravante	descrita	en	el	último	párrafo	del	artículo	ciento	setenta	y	tres	del
Código	Penal	encuentra	sustento,	pues	se	basa	–en	casos	como	en	el	que	es
materia	de	evaluación–	en	deberes	de	responsabilidad	institucional,	en	efecto,
cualquier	persona	que	tenga	un	grado	jerárquico	que	le	permita	ostentar	un
mejor	posicionamiento	o	status	respecto	a	sus	subordinados,	no	puede
aprovecharse	de	ello	para	violentar	ni	la	libertad	–en	caso	de	mayores	de
catorce	años	de	edad–	ni	la	indemnidad	sexual	–en	caso	de	menor	de	catorce
años	de	edad–,	lo	que	evidentemente	ha	sucedido	en	el	caso	materia	de
análisis,	no	siendo	necesario	que	exista	de	manera	objetiva	alguna
‘interacción‘	entre	el	sujeto	activo	y	la	víctima,	pues	el	conocimiento	de	la
posición	o	el	cargo	es	suficiente	para	generar	esa	particular	condición	de
supremacía	de	una	persona	sobre	otra	y	la	utilización	indebida	de	ello	es	lo
que	se	sanciona	con	la	agravante	aplicada	al	encausado,	en	tal	virtud,	se
concluye	que	no	es	de	recibo	el	citado	motivo	casacional	(…)”.	(C.	S.,	Cas.	107-
2010-La	Libertad,	may.	14/2011.	S.	S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—Doctrina	jurisprudencial	vinculante:	ante	la
inaplicación	de	la	pena	del	delito	de	violación	de	la	libertad	sexual	de
menor	de	edad	queda	regular	la	sanción	con	el	artículo	29	del	CP.	“La
inaplicación	de	la	pena	conminada	en	el	tipo	penal	previsto	en	el	artículo	173,
inciso	2,	del	Código	Penal,	vía	control	difuso	de	la	ley,	es	compatible	con	la
Constitución,	para	ello	debe	realizarse	el	test	de	proporcionalidad,	con	sus	tres
subprincipios:	de	idoneidad,	de	necesidad	y	de	proporcionalidad	en	sentido
estricto.	De	igual	modo,	la	inaplicación	de	la	prohibición	contenida	en	el
artículo	22,	segundo	párrafo,	del	Código	Penal,	vía	control	difuso,	para	los
delitos	sexuales,	también	es	compatible	con	la	Constitución.	Para	la
graduación	de	la	pena	concreta	a	imponerse	al	procesado,	en	caso	de
inaplicación	de	la	pena	conminada	del	tipo	penal	respectivo,	debe	acudirse	al
artículo	29	del	Código	Penal.	Para	la	individualización	judicial	de	la	pena	a	los
autores	o	partícipes	que	al	momento	de	los	hechos	contaban	entre	18	y	21
años	de	edad,	se	tendrán	en	cuenta,	entre	otros	factores:	i)	Ausencia	de
violencia	o	amenaza	contra	el	sujeto	pasivo	para	el	acceso	carnal;	ii)
Proximidad	de	la	edad	de	la	agraviada	a	los	catorce	años	de	edad;	iii)
Afectación	psicológica	mínima	del	sujeto	pasivo;	y	iv)	Diferencia	etárea	entre
la	víctima	y	el	sujeto	activo	del	delito”.	(C.	S.,	Cas.	335-2015-Del	Santa,	jun.
01/2016.	V.	P.	César	Hinostroza	Pariachi)
NOTA:	La	Casación	335-2015-Del	Santa	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	18	de	agosto
del	2016.
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	inaplica	la	pena	del	delito	de
violación	sexual	de	menor	de	edad	y	la	prohibición	de	atenuar	la	sanción
por	responsabilidad	restringida.	“Sin	embargo,	este	supremo	tribunal
estima,	respecto	al	subprincipio	de	necesidad,	que	la	imposición	de	30	a	35
años	de	pena	privativa	de	libertad	al	autor	o	partícipe	de	la	violación	sexual
de	un	menor	de	13	años	de	edad,	(la	agraviada	tenía	trece	años	y	veinticinco
días	de	edad),	no	es	un	medio	necesario	o	indispensable	para	lograr	la
protección	efectiva	del	bien	jurídico	(...),	por	cuanto	existen	otras	medidas
alternativas,	igualmente	eficaces,	de	penas	menores	de	privación	de	la
libertad	que	pueden	permitir	alcanzar	el	mismo	objetivo.	(...).
En	el	mismo	sentido,	la	prohibición	de	disminuir	la	pena	para	los	sujetos
activos	de	responsabilidad	restringida,	como	los	jóvenes	de	18	a	21	años	de
edad,	establecida	por	el	segundo	párrafo	del	artículo	22	del	Código	Penal,
tampoco	pasa	el	test	de	proporcionalidad,	por	cuanto	para	proteger	el	bien
jurídico	‘indemnidad	sexual’,	no	es	necesario	proscribir	la	aplicación	de	esta
circunstancia	atenuante.	La	exclusión	de	la	facultad	del	juez	para	poder
atenuar	la	pena	en	los	delitos	sexuales	cometidos	por	jóvenes	de
responsabilidad	restringida,	no	es	idónea	ni	necesaria	para	combatir	este	tipo
de	delitos.	Si	ya	la	aplicación	de	penas	altas	constituye	un	problema	acerca	de
la	legitimidad	constitucional	de	las	normas	penales,	en	orden	a	los	fines
constitucionales	de	la	pena;	entonces,	la	exclusión	de	la	atenuante	por
imputabilidad	disminuida	deviene	en	una	medida	arbitraria	y	no	resulta
idónea	para	alcanzar	el	objetivo	deseado:	lucha	eficaz	contra	la	criminalidad
y	mantener	los	índices	delictivos	en	límites	razonables”.	(C.	S.,	Cas.	335-2015-
Del	Santa,	jun.	01/2016.	V.	P.	César	Hinostroza	Pariachi)
NOTA:	La	Casación	335-2015-Del	Santa	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	18	de	agosto
del	2016.
DOCTRINA.—Discrecionalidad	del	legislador	en	fijación	de	la	edad	de
la	 víctima	 en	 delitos	 sexuales:	 incongruencias	 entre	 la	 edad	 de	 la
norma	 penal	 y	 la	 norma	 civil.	 “(…)	 Debe	 observarse	 que	 la	 edad	 es
elemento	 esencial	 en	 los	 correspondientes	 tipos	 penales,	 ya	 que	 la	 ley	 no
penalizó	los	actos	sexuales	o	el	acceso	carnal,	considerados	como	tales,	sino
aquellos	que	se	llevan	a	cabo	con	menores	de	catorce	años.
El	legislador	consideró	que	hasta	esa	edad	debería	brindarse	la	protección
mediante	la	proscripción	de	tales	conductas.	Era	de	su	competencia	propia
definir	la	edad	máxima	de	quien	sea	sujeto	pasivo	de	los	enunciados	hechos
punibles,	fijando	uno	u	otro	número	de	años,	sin	que	a	su	discrecionalidad
pudiera	 interponerse	 el	 límite	 de	 una	 determinada	 edad	 previamente
definida	por	el	constituyente,	pues	éste	no	tipificó	la	conducta	ni	estimó	que
fuera	de	su	resorte	hacerlo.
Desde	 luego,	 debe	 entenderse	 que	 para	 hacer	 tal	 definición,	 el	 legislador
tuvo	 que	 partir	 de	 sus	 propias	 concepciones	 acerca	 del	 bien	 jurídico	 que
pretendía	 tutelar	 y	 sobre	 el	mayor	 o	menor	 nivel	 de	 protección	 que,	 a	 su
juicio,	se	requería.
Considera	la	Corte	Constitucional	que	no	es	de	su	incumbencia	controvertir
o	 poner	 en	 tela	 de	 juicio	 el	 límite	 de	 edad	 establecido	 en	 la	 ley,	 pues	 él
resulta	 indiferente	 para	 los	 fines	 de	 control	 de	 constitucionalidad,	 en
cuanto,	sea	una	u	otra	la	edad	señalada,	se	está	ante	una	determinada	figura
delictiva,	 puesta	 en	 vigencia	 por	 el	 legislador	 dentro	 de	 la	 órbita	 de	 sus
atribuciones.	 La	 norma	 que	 consagra	 un	 delito	 debe	 reputarse
constitucional	 en	 cuanto	 sea	 proferida	 por	 el	 legislador,	 único
constitucionalmente	 autorizado	 para	 establecerla,	 y	 mientras	 la
correspondiente	 figura	 delictiva	 no	 vulnere	 ‘per	 se’	 la	 Constitución,	 como
aconteció	con	las	normas	que	penalizaban	en	forma	indiscriminada	el	pago
de	 rescates	 por	 secuestros	 (Cfr.	 C.	 Const.	 de	 Colombia	 Sent.	 C-542,	 nov.
24/93,	M.P.	Dr.	 Jorge	Arango	Mejía),	 lo	que	no	ocurre	en	el	presente	 caso
(...).
No	 obstante	 lo	 dicho,	 la	 corte	 considera	 pertinente	 observar	 que	 existe
incongruencia	entre	las	normas	legales	acusadas,	que	plasman	los	delitos	de
acceso	 carnal	 abusivo	 con	 menores	 de	 catorce	 años	 y	 corrupción,	 y	 las
pertinentes	 disposiciones	 del	 Código	 Civil	 en	 relación	 con	 la	 edad	 para
contraer	matrimonio.
En	 efecto,	 como	 viene	 de	 explicarse,	 la	 razón	 de	 los	 preceptos	 acusados
reside	en	la	protección	de	los	menores	de	catorce	años,	quienes	no	gozan	de
una	 suficiente	 capacidad	 de	 comprensión	 respecto	 del	 acto	 carnal	 y,	 por
tanto,	aunque	presten	su	consentimiento	para	realizarlo	o	para	llevar	a	cabo
prácticas	sexuales	diversas	de	él,	no	lo	hacen	en	las	mismas	condiciones	de
dominio	y	autocontrol	propios	de	la	persona	mayor.
Si	ello	es	así,	no	se	entiende	cómo	el	legislador	civil	ha	supuesto	esa	misma
capacidad	de	consentimiento	–que	echa	de	menos	 la	 ley	penal–	cuando	se
trata	 de	 la	 celebración	 del	 matrimonio	 por	 parte	 de	 la	 mujer	 menor	 de
catorce	años	pero	mayor	de	doce.	En	 tal	 caso,	 a	 la	 luz	del	Código	Civil,	no
resulta	afectada	la	validez	del	vínculo	aunque	falte	el	permiso	de	los	padres
(C.C.,	Arts.	140	y	143).
El	legislador	penal	ha	debido	tomar	en	cuenta	esa	regulación	y	no	lo	hizo,
pues	consagró	 las	aludidas	conductas	delictivas	partiendo	de	 la	base	de	 la
ausencia	 de	 consentimiento	 del	 menor	 de	 catorce	 años,	 mientras	 a	 tal
consentimiento	se	le	dio	plena	acogida	en	materia	matrimonial.
Por	otra	parte,	debe	tenerse	en	cuenta	que,	según	el	artículo	42	de	la	Carta
Política,	 la	 familia	 se	 constituye	 por	 vínculos	 naturales	 o	 jurídicos,	 por	 la
decisión	 libre	de	un	hombre	y	una	mujer	de	contraer	matrimonio	o	por	 la
voluntad	responsable	de	conformarla.
Entonces,	 habida	 cuenta	 de	 lo	 anotado	 en	 materia	 de	 capacidad	 para
contraer	 matrimonio	 y	 de	 la	 consagración	 constitucional	 de	 la	 unión
responsable	 sin	matrimonio	 como	 forma	 de	 constituir	 una	 familia,	 puede
darse	el	caso	–no	contemplado	por	 las	normas	 impugnadas–	de	relaciones
sexuales	consistentes	en	acceso	carnal	o	diversas	de	él	con	mujer	menor	de
catorce	 años	 y	mayor	 de	 doce,	 con	 la	 cual	 se	 haya	 contraído	matrimonio
previamente	 o	 se	 haya	 establecido	 una	 familia	 por	 vínculos	 naturales.	 En
esos	eventos	es	claro	que	no	se	habría	cometido	el	delito	pues	existiría	una
clara	justificación	del	hecho,	así	no	lo	haya	previsto	el	legislador	de	manera
explícita	 (...)”.	 (C.	 Const.	 de	 Colombia,	 Sent.	 C-146,	 mar.	 23/94.	 M.P.	 José
Gregorio	Hernández	Galindo)
DOCTRINA.—El	 “in	 dubio	 pro-reo”	 puede	 subordinarse	 al	 principio
“pro-infans”	en	delitos	de	violación	de	menores	de	edad.	 “(…)	Por	 esa
razón,	 en	 procesos	 que	 involucren	 el	 bienestar	 de	 niños	 y	 niñas,	 posibles
víctimas	 de	 abuso	 sexual,	 las	 garantías	 clásicas	 del	 debido	 proceso	 penal
deben	 armonizarse	 con	 el	 interés	 superior	 del	 menor	 que	 establece	 la
obligación	de	buscar	una	protección	 integral	de	niños	y	niñas,	adoptar	 las
medidas	que	aumenten	su	bienestar,	tomando	en	cuenta	cada	menor	y	cada
caso,	 y	 aplicar	 el	 principio	 pro	 infans,	 regla	 hermenéutica	 que	 prescribe
acoger	 la	 interpretación	 legal	y	 fáctica	que	mayores	beneficios	reporten	al
menor,	y	recordar	la	prevalencia	de	sus	derechos	frente	a	los	de	los	demás	.
(…)
45.	 En	 ese	 contexto,	 las	 subreglas	 establecidas	 por	 la	 Corporación	 son
constituyen	 criterios	 de	 ponderación	 entre	 la	 defensa	 del	 menor	 y	 las
garantías	 del	 derecho	 penal	 contenidos	 en	 normas	 jurisprudenciales	 que
deben	ser	aplicadas	a	casos	futuros,	en	virtud	del	principio	de	igualdad	de
trato	 y	 del	 carácter	 autorizado	de	 la	 interpretación	que	ha	 efectuado	 esta
Corte	de	 los	derechos	del	niño	y,	 en	general,	de	 las	víctimas	de	 conductas
delictivas.
Por	 ello,	 el	 juez	 o	 el	 fiscal	 que	 asuma	 el	 conocimiento	 o	 indagación	 de
conductas	típicas	establecidas	para	la	protección	de	la	integridad	sexual	de
niños	y	niñas	debe	mantener	en	su	balanza,	de	una	parte,	el	interés	superior
del	 menor,	 el	 derecho	 al	 acceso	 a	 la	 administración	 de	 justicia,	 la	 tutela
judicial	efectiva	y	los	derechos	de	víctimas	especialmente	vulnerables;	y,	de
otro	 lado,	 las	 garantías	 del	 debido	 proceso	 del	 investigado	 (imputado,
sindicado,	etc.)	y	la	autonomía	e	independencia	judicial.
El	resultado	de	esa	constante	ponderación	entre	principios	cardinales	del
estado	social	de	derecho	debe	realizarse	dentro	del	sendero	marcado	por	la
jurisprudencia	de	las	altas	cortes,	y	ser	plasmado	en	la	motivación	judicial,
explicando	 las	 razones	 que	 permiten	 configurar	 la	 premisa	 fáctica,	 en	 el
marco	de	la	sana	crítica	y	las	normas	sustantivas	pertinentes.
45.1	En	ese	sentido,	 cabe	recordar	que	 los	principios	de	 independencia	y
autonomía	judicial	son	elementos	esenciales	del	sistema	democrático	que	se
aseguran	mediante	la	sujeción	estricta	del	funcionario	judicial	al	imperio	del
derecho	 y	 su	 aislamiento	 frente	 a	 presiones	 de	 otros	 órganos	 del	 poder
público	o	de	los	particulares	involucrados	en	procesos	judiciales.	En	materia
de	 apreciación	 de	 las	 pruebas	 y	 declaración	 de	 hechos,	 esos	 atributos	 se
intensifican	en	atención	a	los	principios	de	libertad	probatoria,	inmediación
y	valoración	conjunta	de	las	pruebas.
45.2	Sin	embargo,	 la	autonomía	del	 funcionario	 judicial,	 como	ocurre	con
todos	 los	principios	 constitucionales,	no	 tiene	un	carácter	absoluto	en	ese
ámbito:	 la	consagración	de	 la	sana	crítica	en	 lugar	de	 la	 íntima	convicción
como	medio	 de	 conocimiento	 de	 los	 hechos,	 la	 exclusión	 de	 arbitrariedad
propia	 del	 estado	 de	 derecho,	 y	 la	 obligación	 de	 motivar	 los	 fallos,
establecen	estándares	mínimos	de	racionalidad	para	el	funcionario	judicial.
(…)”	(C.	Const.	de	Colombia,	Sent.	T-1015-10	jul.	12/2010,	M.P.	Luis	Ernesto
Vargas	Silva)
DOCTRINA.—Si	la	víctima	de	delitos	sexuales	es	menor	de	14	años,	no
se	 puede	 agravar	 la	 pena	 por	 la	 edad.	 “Pues	 bien,	 tanto	 la	 Corte
Constitucional	como	esta	sala	se	han	venido	pronunciando	en	el	sentido	de
que	la	reforma	del	texto	en	cuestión	trajo	como	consecuencia	la	inaplicación
de	la	agravante	para	los	delitos	sancionados	en	los	artículos	208	y	209	del
estatuto	 represor,	por	 comportar	quebranto	del	principio	non	bis	 in	 ídem
toda	vez	que	el	elemento	normativo	de	estos	tipos,	referente	a	recaer	sobre
persona	 menor	 de	 catorce	 (14)	 años,	 se	 repite	 en	 la	 modificación	 de	 la
agravante.
Ello	condujo	a	que	la	Corte	Constitucional,	a	través	de	la	sentencia	C-521	de
4	de	agosto	del	2009,	declarara	la	exequibilidad	condicionada	del	numeral
que	contiene	la	agravante,	en	el	entendido	de	que	‘dicha	causal	no	se	aplica
a	los	artículos	208	y	209’.	Tal	afirmación	se	basó,	fundamentalmente,	en	los
siguientes	aspectos:
‘Al	 prohibir	 que	 una	 misma	 circunstancia	 se	 convierta	 en	 elemento
constitutivo	del	tipo	penal	y	en	causa	de	agravación	del	mismo,	el	principio
non	bis	in	ídem	persigue	evitar	que	las	causales	de	agravación	se	impongan
de	modo	arbitrario	e	injustificado	a	quienes	sean	responsables	de	un	delito.
Los	 elementos	 constitutivos	 de	 una	 infracción	 penal	 fundamentan	 la
responsabilidad	 penal.	 Las	 circunstancias	 de	 agravación,	 en	 cambio,
modifican	 la	 responsabilidad	 penal.	 Por	 eso	 mismo	 las	 circunstancias	 de
agravación	 se	 justifican	 en	 la	 ley	 penal,	 cuando	 el	 ilícito	 es	 cometido	 en
determinadas	circunstancias	que	se	estiman	más	reprochables	porque,	por
ejemplo,	suponen	un	mayor	peligro	o	lesión	para	el	bien	jurídico.	De	manera
que	no	es	justificable	una	agravación	punitiva	necesariamente	imponible	al
autor	del	delito,	pues	eso	supone	que	en	realidad	no	se	aumenta	la	pena	de
aquel	 que	 cometa	 el	 comportamiento	punible	 en	 ciertas	 circunstancias	 de
tiempo,	modo	 y	 lugar	 que	 demuestren	 una	mayor	 lesividad	 del	 bien,	 sino
que	 en	 todos	 los	 casos	 se	 impondría	 la	 modificación	 de	 la	 sanción	 penal
imponible.	 (…)	 En	 este	 punto	 es	 posible	 concluir	 que	 el	 derecho	 a	 no	 ser
juzgado	 dos	 veces	 por	 un	 mismo	 hecho,	 se	 desconoce	 al	 consagrar	 una
causal	 de	 agravación	 basada	 en	 una	 circunstancia	 que	 ya	 fue	 tenida	 en
cuenta	como	elemento	del	tipo.	Con	todo,	aún	en	caso	de	que	se	infrinja	una
prohibición	 de	 esta	 naturaleza,	 debe	 verificarse	 el	 cumplimiento	 de	 otros
dos	requisitos.
En	primer	lugar,	que	la	causal	de	agravación	aparezca	injustificada,	pues	de
otro	 modo	 el	 legislador	 actúa	 en	 ejercicio	 de	 su	 potestad	 de	 libre
configuración	normativa.	Así	 lo	 expresó	 la	Corte	 en	 la	 Sentencia	C-038	de
1998	en	 la	 cual	 estudiaba	 la	 validez	de	una	 causal	 de	 agravación	punitiva
por	la	posición	distinguida	que	el	delincuente	ocupara	en	la	sociedad	por	su
riqueza,	 ilustración,	 poder,	 cargo,	 oficio	 o	ministerio	En	 segundo	 lugar,	 es
necesario	 verificar	 en	 esta	 hipótesis,	 si	 se	 cumplen	 los	 requisitos
establecidos	 por	 la	 jurisprudencia	 constitucional	 para	 identificar	 la
violación	del	principio	non	bis	in	ídem	en	más	de	un	proceso	jurisdiccional.”
(Corte	 Suprema	de	 Colombia	 Sala	 Penal,	 Sent.	 36174,	 ago.	 09/2011.	M.	 P.
María	del	Rosario	González)
DOCTRINA.—Fundamento	 de	 voto:	 el	 artículo	 173	 del	 Código	 Penal
protege	tanto	la	indemnidad	sexual	como	la	libertad	sexual.	“(...)	si	bien
el	Acuerdo	Plenario	número	cuatro-	dos	mil	ocho/CJ	-	ciento	dieciséis,	alude
a	la	aplicación	del	inciso	tercero	del	artículo	ciento	setenta	y	tres	del	Código
Penal	 –violación	 de	 la	 libertad	 sexual	 de	 menores–,	 sin	 embargo,
estrictamente	 se	 circunscribe	 a	 establecer	 la	 aplicabilidad	 del
consentimiento	de	 la	 víctima	 como	causal	de	 exención	de	 responsabilidad
penal	 en	 el	 supuesto	 contenido	 en	 el	 inciso	 tercero	 del	 artículo	 ciento
setenta	 y	 tres	 del	 Código	 Penal,	 a	 toda	 relación	 voluntaria	 sostenida	 con
adolescentes	 de	 catorce	 a	 dieciocho	 años	 de	 edad	 –analizando	 la	 libertad
sexual	 en	 el	 caso	 de	 uno	 menor	 cuya	 edad	 esta	 entre	 los	 catorce	 y	 los
dieciocho	años,	la	que	tiene	capacidad	jurídica	para	disponer	de	dicho	bien–.
(…)	 en	 este	 sentido,	 el	 criterio	 que	 adopta	 el	 acuerdo	plenario	 no	 implica
una	abolición	o	derogación	total	de	la	norma	penal	–que,	por	tal,	conlleve	a
la	aplicación	del	tipo	penal	ciento	setenta	del	Código	Penal–,	sino	una	pauta
interpretativa	de	los	alcances	del	artículo	ciento	setenta	y	tres	–incorporado
al	 ordenamiento	 jurídico	 en	 virtud	 de	 la	 Ley	 número	 veintiocho	 mil
setecientos	 cuatro–,	 pues,	 sostener	 lo	 contrario	 significaría	 arrogarse
prerrogativas	 legislativas	 que	 le	 son	 ajenas	 a	 este	 poder	 del	 Estado.	 (…)
Finalmente,	 resulta	pertinente	puntualizar,	que	no	obstante	a	que	 tanto	el
artículo	ciento	setenta	como	el	inciso	tres	del	artículo	ciento	setenta	y	tres	–
modificados	 ambos	 por	 la	 Ley	 número	 veintiocho	mil	 setecientos	 cuatro–
protegen	 el	 bien	 jurídico	 ‘libertad	 sexual’,	 la	 regulación	 que	 contiene	 el
primer	 articulado	 tiene	 un	 carácter	 general	 en	 relación	 al	 supuesto
contenido	en	el	segundo	–de	carácter	más	específico–;	es	decir,	entre	ambas
normas	penales	se	produce	un	‘concurso	aparente	de	leyes	penales’,	que	se
configure	 cuando	 un	 hecho	 parece	 satisfacer	 las	 exigencias	 de	 dos	 a	más
tipos	diversos,	 pero,	 en	definitiva,	 solo	 será	 regulado	por	uno	de	 ellos,	 en
tanto	que	los	demás	resultarán	desplazados	por	causas	lógicas	o	valorativas
o,	en	otras	palabras,	‘cuando	las	normas	entran	en	conflicto	para	conocer	un
hecho	 pero	 solo	 una	 de	 ellas	 es	 competente’,	 que	 a	 criterio	 de	 algunos
autores	 en	 realidad	 se	 trata	 de	 un	 problema	 de	 interpretación	 de	 leyes
penales	ante	casos	concretos,	que	se	produce	porque	el	injusto	contenido	en
un	 tipo	 aparece	 comprendido	 también	 en	 otro	 u	 otros	 tipos,	 que	 se
encuentran	 entre	 sí	 en	 una	 relación	 particular,	 sea	 de	 especialidad,	 de
consunción	 o	 de	 subsidiaridad”.	 (CS,	 Cas.	 87-2011-Arequipa,	 jul.	 19/2012.
Voto	de	la	magistrada	Inés	Villa	Bonilla)
C.	P.
ART.	173-A.—Modificado.	Ley	28704,	Art.	1°.	Violación	sexual
de	menor	de	edad	seguida	de	muerte	o	lesión	grave.	Si	los
actos	previstos	en	los	incisos	2	y	3	del	artículo	anterior	causan	la
muerte	de	la	víctima	o	le	producen	lesión	grave,	y	el	agente	pudo
prever	este	resultado	o	si	procedió	con	crueldad,	la	pena	será	de
cadena	perpetua.
C.	P.
ART.	174.—Modificado.	Ley	28704,	Art.	1°.	Violación	de
persona	bajo	autoridad	o	vigilancia.	El	que,	aprovechando	la
situación	de	dependencia,	autoridad	o	vigilancia	tiene	acceso
carnal	por	vía	vaginal,	anal	o	bucal	o	introduce	objetos	o	partes
del	cuerpo	por	alguna	de	las	dos	primeras	vías	a	una	persona
colocada	en	un	hospital,	asilo	u	otro	establecimiento	similar	o	que
se	halle	detenida	o	recluida	o	interna,	será	reprimido	con	pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	siete	ni	mayor	de	diez	años	e
inhabilitación	de	dos	a	cuatro	años,	conforme	al	artículo	36,
incisos	1,	2	y	3.
C.	P.
ART.	175.—Modificado.	Ley	28251,	Art.	1°.	Seducción.	El	que,
mediante	engaño	tiene	acceso	carnal	por	vía	vaginal,	anal	o	bucal
o	introduce	objetos	o	partes	del	cuerpo	por	alguna	de	las	dos
primeras	vías,	a	una	persona	de	catorce	años	y	menos	de
dieciocho	años	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no
menor	de	tres	ni	mayor	de	cinco	años.
NOTA:	En	forma	mayoritaria	se	ha	aceptado	que	la	dación	de	la	Ley	28704,	que	modificó	el	Art.	173
del	C.	P.	derogó	tácitamente	el	Art.	175	del	C.	P.
JURISPRUDENCIA	 VINCULANTE.—Seducción	 requiere	 empleo	 de	 un
medio	fraudulento	como	el	engaño.	“(...)	el	delito	de	seducción,	tipificado	en
el	artículo	ciento	setenticinco	del	Código	Penal,	se	configura	cuando	el	agente
mediante	‘engaño’	tiene	acceso	carnal	por	vía	vaginal,	anal	o	bucal	con	una
persona	de	catorce	años	y	menos	de	dieciocho	años	de	edad.	Por	consiguiente,
para	 verificarse	 este	 delito	 es	 necesario	 el	 empleo	 de	 un	medio	 fraudulento
como	 el	 engaño	 sobre	 la	 práctica	 sexual	 a	 realizarse,	 ya	 que	 como
consecuencia	de	ello	el	agente	 induce	en	error	a	 la	víctima	y	 logra	el	acceso
carnal;	 y	 el	 ‘engaño’,	 pues,	 no	 debe	 tener	 la	 finalidad	 de	 conseguir	 el
consentimiento	de	la	víctima	sino	facilitar	la	realización	del	acceso	sexual.	El
agente	engaña	al	sujeto	pasivo	sobre	su	identidad	aprovechando	su	parecido
físico	con	la	pareja	sentimental	de	la	víctima.	Si	ésta	es	afectada	por	el	error	y
se	relaciona	sexualmente	con	el	agente,	a	quien	cree	ser	su	pareja	sentimental,
el	 tipo	 penal	 del	 artículo	 ciento	 setenticinco	 del	 Código	 Penal	 se	 habrá
configurado.	Por	el	contrario,	si	el	agente	hace	promesas	al	sujeto	pasivo	para
que	éste	acepte	el	acceso	carnal,	y	luego	dichas	promesas	no	se	cumplen,	no	se
dará	el	delito.	(...)”.	(CS,	R.N.	N°	1628-2004-Ica,	dic.	10/2004	)
PLENO	 JURISDICCIONAL.—Derogatoria	 tácita	 del	 Art.	 175	 del	 Código
Penal.	“(...)	Se	acuerda:
Por	 mayoría:	 Que	 se	 ha	 producido	 la	 derogatoria	 tácita	 del	 Art.	 175	 del
Código	Penal	modificado	por	 la	Ley	28704,	 referido	al	 delito	de	 seducción	o
estupro	por	engaño,	al	haberse	modificado	el	artículo	173	del	mismo	código
sustantivo	al	 incluir	en	su	 inciso	 tercero	como	víctima	de	delito	de	violación
presunta	 a	menores	 entre	 catorce	 y	menos	 de	 dieciocho	 años	 de	 edad.	 (...)”.
(Pleno	Jurisdiccional	Penal	Distrital,	Arequipa,	setiembre	-	2006,	Tema	4)
C.	P.
ART.	 176.—Modificado.	 Ley	 28704,	 Art.	 1°.	 Actos	 contra	 el
pudor.	El	que	sin	propósito	de	tener	acceso	carnal	regulado	por	el
artículo	 170,	 con	 violencia	 o	 grave	 amenaza,	 realiza	 sobre	 una
persona	u	obliga	a	ésta	a	efectuar	sobre	sí	misma	o	sobre	tercero,
tocamientos	 indebidos	 en	 sus	 partes	 íntimas	 o	 actos	 libidinosos
contrarios	al	pudor,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad
no	menor	de	tres	ni	mayor	de	cinco	años.
La	pena	será	no	menor	de	cinco	ni	mayor	de	siete:
1.	 Si	 el	 agente	 se	 encuentra	 en	 las	 agravantes	 previstas	 en	 el
artículo	170	incisos	2,	3	y	4.
2.	Si	la	víctima	se	hallare	en	los	supuestos	de	los	artículos	171	y
172.
3.	 Si	 el	 agente	 tuviere	 la	 condición	 de	 docente,	 auxiliar	 u	 otra
vinculación	académica	que	le	confiera	autoridad	sobre	la	víctima.
C.	P.
ART.	176-A.—Modificado.	Ley	28704,	Art.	1°.	Actos	contra	el
pudor	en	menores.	El	que	 sin	propósito	de	 tener	acceso	carnal
regulado	 en	 el	 artículo	 170,	 realiza	 sobre	 un	 menor	 de	 catorce
años	 u	 obliga	 a	 éste	 a	 efectuar	 sobre	 sí	 mismo	 o	 tercero,
tocamientos	 indebidos	 en	 sus	 partes	 íntimas	 o	 actos	 libidinosos
contrarios	 al	 pudor,	 será	 reprimido	 con	 las	 siguientes	 penas
privativas	de	la	libertad:
1.	Si	la	víctima	tiene	menos	de	siete	años,	con	pena	no	menor	de
siete	ni	mayor	de	diez	años.
2.	Si	la	víctima	tiene	de	siete	a	menos	de	diez	años,	con	pena	no
menor	de	seis	ni	mayor	de	nueve	años.
3.	Si	 la	víctima	tiene	de	diez	a	menos	de	catorce	años,	con	pena
no	menor	de	cinco	ni	mayor	de	ocho	años.
Si	la	víctima	se	encuentra	en	alguna	de	las	condiciones	previstas
en	 el	 último	párrafo	 del	 artículo	 173	 o	 el	 acto	 tiene	 un	 carácter
degradante	o	produce	grave	daño	en	la	salud	física	o	mental	de	la
víctima	que	el	agente	pudo	prever,	la	pena	será	no	menor	de	diez
ni	mayor	de	doce	años	de	pena	privativa	de	libertad.
JURISPRUDENCIA.—Configuración	de	los	actos	contrarios	al	pudor.	 “(...)
en	el	delito	de	atentado	contra	el	pudor,	 éste	 se	 configura	cuando	el	agente
somete	a	la	víctima	a	tocamientos	en	zonas	sexuales,	con	el	fin	de	obtener	una
satisfacción	 erótica;	 que,	 en	 el	 caso	 de	 autos,	 el	 encausado	 al	 someter	 a	 las
menores	 a	 continuos	 tocamientos	 en	 sus	 partes	 íntimas,	 la	 misma	 que	 la
realizaba	 en	 una	 habitación	 semi	 oscura,	 conforme	 se	 acredita	 con	 la
diligencia	 de	 inspección	 ocular	 (...)	 situación	 que	 le	 provocaba	 una	 cierta
satisfacción	 sexual,	 conforme	 se	 colige	 de	 las	 declaraciones	 de	 las	 menores
agraviadas;	que	si	bien	es	cierto	que	al	examen	médico	no	se	ha	encontrado
restos	 de	 semen	 en	 el	 cuerpo	 de	 la	 menor,	 también	 es	 cierto	 que	 para	 la
comisión	del	delito	investigado	es	suficiente	los	sobamientos	o	tocamientos	en
el	 cuerpo	 de	 las	menores	 (...)”.	 (CSJ.	 Ucayali,	 Exp.	 N°	 98-295-2425501-JPO2,
dic.	14/98.	S.S.	García	Chávez)
JURISPRUDENCIA.—Juez	debe	solicitar	tanto	la	ratificación	de	la	pericia
médica	como	de	la	psicológica:	menor	infractor	de	la	ley	penal.	“(…)	A	fin
de	verificar	si	en	el	caso	de	autos	se	configura	la	causal	denunciada,	debe
señalarse	que:	i)	Fiscal	provincial	titular	de	la	Primera	Fiscalía	de	Familia	de
Trujillo	solicita	dar	por	promovida	la	acción	judicial	a	favor	del	adolescente
(…)	por	infracción	de	la	ley	penal	de	violación	de	la	libertad	sexual	en	la
modalidad	de	actos	contra	el	pudor	en	agravio	de	la	menor	(…)	Conforme	se
puede	apreciar	(…)	la	juez	(…)	solo	requirió	la	ratificación	de	los	peritos
médicos	que	suscriben	el	certificado	médico	(…)	mas	no	(…)	ordenó	la
ratificación	de	los	señores	peritos	psicológicos	que	expiden	el	protocolo	de
pericia	psicológica	(…)	Sin	embargo,	la	propia	fiscal	provincial	titular	(…)	al
emitir	el	respectivo	de	dictamen	de	ley	(…)	señala	que	la	responsabilidad	del
procesado	se	acredita	‘(...)	con	la	pericia	psicológica	(...)’	(…)	Por	lo	expuesto
es	de	colegirse	que	al	no	haberse	procedido	a	la	ratificación	de	la	mencionada
pericia	psicológica	se	ha	vulnerado	el	debido	proceso	del	recurrente	(…)”	(CS.,
Cas.	2764-2007-La	Libertad,	jun.	25/2008.	V.	P.	Miranda	Molina)
C.	P.
ART.	 177.—Modificado.	 Ley	 28704,	 Art.	 1°.	 Formas
agravadas.	En	los	casos	de	los	artículos	170,	171,	174,	175,	176	y
176-A,	si	 los	actos	cometidos	causan	la	muerte	de	 la	víctima	o	 le
producen	lesión	grave,	y	el	agente	pudo	prever	este	resultado	o	si
procedió	 con	 crueldad,	 la	 pena	 privativa	 de	 libertad	 será
respectivamente	no	menor	de	veinte	ni	mayor	de	veinticinco	años,
ni	 menor	 de	 diez	 ni	 mayor	 de	 veinte	 años.	 De	 presentarse	 las
mencionadas	 circunstancias	 agravantes	 en	 el	 caso	 del	 artículo
172,	 la	 pena	 privativa	 de	 la	 libertad	 será	 respectivamente	 no
menor	 de	 treinta	 años,	 ni	 menor	 de	 veinticinco	 ni	 mayor	 de
treinta	años	para	el	supuesto	contemplado	en	su	primer	párrafo;	y
de	cadena	perpetua	y	no	menor	de	treinta	años,	para	el	supuesto
contemplado	en	su	segundo	párrafo.
Incorporado.	Ley	29194,	Art.	1°.	En	los	casos	de	los	delitos
previstos	en	los	artículos	173,	173-A	y	176-A,	cuando	el	agente
sea	el	padre	o	la	madre,	tutor	o	curador,	en	la	sentencia	se
impondrá,	además	de	la	pena	privativa	de	libertad	que
corresponda,	la	pena	accesoria	de	inhabilitación	a	que	se	refiere	el
numeral	5)	del	artículo	36.
Ley	29194.
ART.	4°.—Medidas	complementarias	sobre	suspensión	y	pérdida	de	la
patria	 potestad.	 Dictado	 el	 auto	 apertorio	 de	 instrucción,	 el	 juez
especializado	 en	 lo	 penal	 remitirá,	 dentro	 de	 las	 24	 horas,	 copias	 de	 los
actuados	pertinentes	al	 fiscal	de	 familia,	a	 fin	de	que	proceda	a	solicitar	 la
suspensión	 de	 la	 patria	 potestad	 y	 la	 medida	 innovativa,	 bajo
responsabilidad.
Declarada	la	sentencia	consentida	o	ejecutoriada,	el	juez	especializado	en	lo
penal,	 remitirá,	 dentro	 de	 las	 24	 horas,	 copia	 de	 la	 sentencia	 y	 de	 los
actuados	pertinentes	al	fiscal	especializado	de	familia	a	fin	de	que	proceda	a
solicitar	la	pérdida	de	la	patria	potestad.
Ley	29194.
ART.	 5°.—Incorporado.	 Ley	 29275,	 Art.	 Único.	 Alcances	 de	 la
suspensión	o	pérdida	de	la	patria	potestad.	La	suspensión	o	pérdida	de
la	patria	potestad,	a	que	se	refiere	la	presente	ley,	se	hace	extensiva	a	todos
los	hijos	menores	de	edad	de	aquella	persona	que	se	encuentre	procesada	o
con	sentencia	condenatoria,	conforme	a	lo	señalado	en	el	artículo	4°.
C.	P.
ART.	 178.—Modificado.	 Ley	 27115,	 Art.	 1°.	 Responsabilidad
civil.	 En	 los	 casos	 comprendidos	 en	 este	 capítulo	 el	 agente	 será
sentenciado,	 además,	 a	 prestar	 alimentos	 a	 la	 prole	 que	 resulte,
aplicándose	las	normas	respectivas	del	Código	Civil.
C.	P.
ART.	 178-A.—Incorporado.	 Ley	 26293,	 Art.	 2°.	 Tratamiento
terapéutico.	 El	 condenado	 a	 pena	 privativa	 de	 libertad	 efectiva
por	 los	 delitos	 comprendidos	 en	 este	 capítulo,	 previo	 examen
médico	o	psicológico	que	determine	su	aplicación	será	sometido	a
un	 tratamiento	 terapéutico	 a	 fin	 de	 facilitar	 su	 readaptación
social.
En	 los	casos	de	suspensión	de	 la	ejecución	de	 la	pena	y	reserva
del	 fallo	 condenatorio,	 el	 juez	 dispondrá	 la	 realización	 de	 un
examen	médico	y	psicológico	al	condenado,	para	los	efectos	a	que
se	 refiere	 el	 párrafo	 anterior.	 El	 sometimiento	 al	 tratamiento
terapéutico	será	considerado	como	regla	de	conducta.
Los	 beneficios	 penitenciarios	 de	 semilibertad,	 liberación
condicional	y	redención	de	la	pena	por	el	trabajo	y	la	educación,	y
el	derecho	de	gracia	del	indulto	y	de	la	conmutación	de	la	pena,	no
pueden	 ser	 concedidos	 sin	 el	 correspondiente	 informe	médico	 y
psicológico	 que	 se	 pronuncie	 sobre	 la	 evolución	del	 tratamiento
terapéutico.
FUNCIÓN	JURISDICCIONAL
Const.
ART.	139.—Son	principios	y	derechos	de	la	función	jurisdiccional:
(...).
22.	 El	 principio	 de	 que	 el	 régimen	 penitenciario	 tiene	 por	 objeto	 la
reeducación,	rehabilitación	y	reincorporación	del	penado	a	la	sociedad.
CAPÍTULO	X
Proxenetismo
C.	P.
ART.	179.—Modificado.	Ley	28251,	Art.	1°.	Favorecimiento	a
la	prostitución.	 El	 que	 promueve	 o	 favorece	 la	 prostitución	 de
otra	 persona,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	de	cuatro	ni	mayor	de	seis	años.
La	pena	será	no	menor	de	cinco	ni	mayor	de	doce	años	cuando:
1.	La	víctima	es	menor	de	dieciocho	años.
2.	 El	 autor	 emplea	 violencia,	 engaño,	 abuso	 de	 autoridad,	 o
cualquier	medio	de	intimidación.
3.	 La	 víctima	 se	 encuentra	 privada	 de	 discernimiento	 por
cualquier	causa.
4.	El	autor	es	pariente	dentro	del	cuarto	grado	de	consanguinidad
o	segundo	de	afinidad,	o	es	cónyuge,	concubino,	adoptante,	tutor	o
curador	o	tiene	al	agraviado	a	su	cuidado	por	cualquier	motivo.
5.	La	víctima	ha	sido	desarraigada	de	su	domicilio	habitual	con	la
finalidad	 de	 prostituirla	 o	 está	 en	 situación	 de	 abandono	 o	 de
extrema	necesidad	económica.
6.	El	autor	haya	hecho	del	proxenetismo	su	oficio	o	modo	de	vida.
7.	 Modificado.	 Ley	 30077.	 Primera	 Disposición
Complementaria	Modificatoria.	El	agente	actúa	como	integrante
de	una	organización	criminal.
JURISPRUDENCIA.—Alcances	 de	 la	 responsabilidad	 por	 el	 delito	 de
proxenetismo.	 “(...)	 la	 culpabilidad	 de	 los	 encausados	 (...)	 por	 el	 delito	 de
proxenetismo	se	encuentra	plenamente	acreditado,	hecho	que	 se	agrava	por
la	 circunstancia	 que	 el	 proxenetismo	 se	 realizaba	 con	 menores	 de	 edad,
conforme	se	corrobora	con	las	declaraciones	de	la	menor	agraviada	(...),	con
la	declaración	de	la	agraviada	(...),	así	como	con	la	declaración	instructiva	del
procesado	 (...)	 la	 negativa	 del	 procesado	 (...)	 debe	 tomarse	 como	 medio	 de
defensa,	 máxime	 si	 se	 tiene	 en	 cuenta	 que	 al	 realizarse	 la	 confrontación
correspondiente	con	 la	agraviada	(...),	ésta	se	ratifica	ante	sus	declaraciones
prestadas	 en	 el	 juzgado,	 refiriendo	 que	 el	 acusado	 referido	 le	 hizo	 trabajar
como	meretriz	 (...);	 y,	 además,	 este	 hecho	 se	 corrobora	 con	 la	 intervención,
realizada	por	la	Policía	Nacional,	quienes	al	realizar	el	acta	de	constatación	y
registro	(...),	encontraron	en	ella	a	(...)	de	quince	años	de	edad	quien	manifestó
en	dicho	acto	dedicarse	al	meretricio	para	(...)	a	quien	pagaba	una	suma	de
dinero	 por	 cada	 cliente	 (...)”.	 (CSJ.	 Ucayali,	 Exp.	 N°	 79-97,	 mar.	 18/97.	 S.S.
Ramírez	Garay)
C.	P.
ART.	179-A.—Incorporado.	Ley	28251,	Art.	2°.	Usuario	-
cliente.	El	que,	mediante	una	prestación	económica	o	ventaja	de
cualquier	naturaleza	tiene	acceso	carnal	por	vía	vaginal,	anal	o
bucal	o	realiza	otros	actos	análogos	introduciendo	objetos	o
partes	del	cuerpo	por	alguna	de	las	dos	primeras	vías	con	una
persona	de	catorce	y	menor	de	dieciocho	años,	será	reprimido	con
pena	privativa	de	la	libertad	no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de	seis
años.
C.	P.
ART.	180.—Modificado,	Ley	28251,	Art.	1°.	Rufianismo.	El	que
explota	 la	 ganancia	 obtenida	 por	 una	 persona	 que	 ejerce	 la
prostitución	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	de	tres	ni	mayor	de	ocho	años.
Si	 la	 víctima	 tiene	 entre	 catorce	 y	menos	 de	 dieciocho	 años,	 la
pena	será	no	menor	de	seis	ni	mayor	de	diez	años.
Si	 la	 víctima	 tiene	 menos	 de	 catorce	 años,	 o	 es	 cónyuge,
conviviente,	descendiente,	hijo	adoptivo,	hijo	de	su	cónyuge	o	de
su	 conviviente	 o	 si	 está	 a	 su	 cuidado,	 la	 pena	 será	 no	menor	 de
ocho	ni	mayor	de	doce	años.
C.	P.
ART.	181.—Modificado,	 Ley	28251,	Art.	 1°.	Proxenetismo.	 El
que	compromete,	seduce,	o	sustrae	a	una	persona	para	entregarla
a	 otro	 con	 el	 objeto	 de	 tener	 acceso	 carnal,	 será	 reprimido	 con
pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	seis	años.
La	pena	será	no	menor	de	seis	ni	mayor	de	doce	años,	cuando:
1.	La	víctima	tiene	menos	de	dieciocho	años.
2.	 El	 agente	 emplea	 violencia,	 amenaza,	 abuso	 de	 autoridad	 u
otro	medio	de	coerción.
3.	La	víctima	es	cónyuge,	concubina,	descendiente,	hijo	adoptivo,
hijo	de	su	cónyuge	o	de	su	concubina,	o	si	está	a	su	cuidado.
4.	 Modificado.	 Ley	 30077.	 Primera	 Disposición
Complementaria	Modificatoria.	El	agente	actúa	como	integrante
de	una	organización	criminal.
5.	La	víctima	es	entregada	a	un	proxeneta.
COMENTARIO.—La	 distinción	 entre	 el	 proxenetismo	 y	 la	 trata	 de
personas,	los	medios	de	prueba,	y	la	declaración	de	la	víctima	en	sí	no
constituye	 prueba	 penal	 suficiente.	 Conforme	 al	 Pleno	 Jurisdiccional
Regional	Penal	(Lima	-	2008)	“en	el	delito	de	proxenetismo	el	sujeto	activo
‘compromete’	 a	 la	 víctima	 en	 varias	 formas:	 la	 convence,	 la	 persuade	 y	 la
seduce	 bajo	 favorecimiento	 de	 algo,	 implicando	 aceptación	 de	 la	 víctima,
con	el	único	fin	del	acceso	carnal	(…)	se	individualizan	conductas	específicas
del	 agente	 como	 son:	 ‘promover’,	 ‘favorecer’,	 ‘financiar’	 o	 ‘transportar’;	 se
trata	 de	 una	 conducta	 personalísima	 que	 despliega	 el	 agente	 contra	 la
víctima	 con	 el	 objeto	 de	 ofrecerla	 a	 otro	 para	 el	 acceso	 carnal.	 (…)	 Aun
cuando	en	el	 tipo	penal	descrito	en	el	artículo	181	del	Código	Penal	no	se
menciona	la	obtención	de	un	beneficio	por	parte	el	sujeto	activo,	se	deduce
su	existencia.	El	proxenetismo	viene	a	ser	una	de	las	formas	de	abuso	sexual
de	 menores	 de	 edad.	 En	 el	 delito	 de	 trata	 de	 personas,	 el	 sujeto	 activo
coacta,	amenaza,	extorsiona	a	su	víctima,	el	 fin	del	 tratante	no	se	 limita	al
acceso	 carnal	 de	 un	 tercero	 con	 la	 víctima,	 sino	 que	 además	 abarca	 otras
formas	 de	 explotación:	 como	 obligarla	 a	 mendigar,	 a	 realizar	 trabajos
forzados,	 a	 someterla	a	esclavitud	sexual	o	utilizarla	para	 la	extracción	de
sus	órganos	y	tejidos	para	su	posterior	comercialización,	etc.	(…).
En	el	delito	de	proxenetismo	el	bien	jurídico	protegido	es	la	libertad	sexual,
(…)	En	el	delito	de	trata	de	personas	el	bien	jurídico	protegido	es	la	libertad
personal.	 Los	 medios	 de	 prueba	 más	 idóneos	 (…)	 son	 (…)	 Declaración
testimonial	 de	 los	 facilitadores,	 propietarios	 de	 los	 hostales,	 cuarteleros,
transportistas	 y	 de	 los	padres	de	 la	 víctima	 (artículo	162	Código	Procesal
Penal)	(…)	La	confrontación	entre	los	testigos	y	la	víctima	mayor	de	14	años
(artículo	 185	 del	 Código	 Procesal	 Penal)	 (…)	 Documentales:	 el	 acta	 de
constatación	 y	 allanamiento	 que	 pueda	 levantar	 el	 Ministerio	 Público
(artículos	184	y	214	del	Código	Procesal	Penal)	(…)	Las	tomas	fotográficas,
vídeos	de	vigilancia	y	grabaciones	generadas	por	 inteligencia	de	 la	Policía
Nacional	 del	 Perú	 y	 las	 realizadas	 por	 el	 Ministerio	 Público	 y	 (…)	 Las
intervenciones	 en	 las	 comunicaciones	 y	 telecomunicaciones	 (artículo	 230
Código	Procesal	Penal).
La	declaración	de	la	víctima	por	sí	sola	no	constituye	prueba	suficiente	de
la	 comisión	 del	 delito	 de	 violación,	 delito	 que	 por	 la	 gravedad	 del	 bien
jurídico	 protegido	 y	 la	 severidad	 de	 las	 sanciones	 debe	 ser	 esclarecido
adecuadamente	 dado	 el	 derecho	 de	 defensa	 inmerso	 en	 el	 principio	 de	 la
garantía	del	debido	proceso.”
C.	P.
ART.	 181-A.—Modificado.	 Ley	 29408,	 Segunda	 Disposición
Final.	Explotación	sexual	comercial	 infantil	y	adolescente	en
ámbito	 del	 turismo.	 El	 que	 promueve,	 publicita,	 favorece	 o
facilita	la	explotación	sexual	comercial	en	el	ámbito	del	turismo,	a
través	de	cualquier	medio	escrito,	folleto,	impreso,	visual,	audible,
electrónico,	 magnético	 o	 a	 través	 de	 internet,	 con	 el	 objeto	 de
ofrecer	relaciones	sexuales	de	carácter	comercial	de	personas	de
catorce	 (14)	 y	 menos	 de	 dieciocho	 (18)	 años	 de	 edad	 será
reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	cuatro	(4)
ni	mayor	de	ocho	(8)	años.
Si	la	víctima	es	menor	de	catorce	años,	el	agente,	será	reprimido
con	pena	privativa	de	la	libertad	no	menor	de	seis	(6)	ni	mayor	de
ocho	(8)	años.
El	 agente	 también	 será	 sancionado	 con	 inhabilitación	 conforme
al	artículo	36	incisos	1,	2,	4	y	5.
Será	no	menor	de	ocho	(8)	ni	mayor	de	diez	(10)	años	de	pena
privativa	de	la	libertad	cuando	ha	sido	cometido	por	autoridad
pública,	sus	ascendientes,	maestro	o	persona	que	ha	tenido	a	su
cuidado	por	cualquier	título	a	la	víctima.
C.	P.
ART.	181-B.—Incorporado.	Ley	29194,	Art.	1°.	Formas
agravadas.	En	los	casos	de	los	delitos	previstos	en	los	artículos
179,	181	y	181-A,	cuando	el	agente	sea	el	padre	o	la	madre,	el
tutor	o	curador,	en	la	sentencia	se	impondrá,	además	de	la	pena
privativa	de	libertad	que	corresponda,	la	pena	accesoria	de
inhabilitación	a	que	se	refiere	el	numeral	5)	del	artículo	36.
Ley	29194.
ART.	4°.—Medidas	complementarias	sobre	suspensión	y	pérdida	de	la
patria	 potestad.	 Dictado	 el	 auto	 apertorio	 de	 instrucción,	 el	 juez
especializado	 en	 lo	 penal	 remitirá,	 dentro	 de	 las	 24	 horas,	 copias	 de	 los
actuados	pertinentes	al	 fiscal	de	 familia,	a	 fin	de	que	proceda	a	solicitar	 la
suspensión	 de	 la	 patria	 potestad	 y	 la	 medida	 innovativa,	 bajo
responsabilidad.
Declarada	la	sentencia	consentida	o	ejecutoriada,	el	juez	especializado	en	lo
penal,	 remitirá,	 dentro	 de	 las	 24	 horas,	 copia	 de	 la	 sentencia	 y	 de	 los
actuados	pertinentes	al	fiscal	especializado	de	familia	a	fin	de	que	proceda	a
solicitar	la	pérdida	de	la	patria	potestad.
C.	P.
ART.	 182.—Derogado.	 Ley	 28950,	 Quinta	 Disposición
Complementaria,	Transitoria	y	Final.
C.	P.
ART.	182-A.—Incorporado.	Ley	28251,	Art.	2°.	Publicación	en
los	medios	de	comunicación	sobre	delitos	de	libertad	sexual
a	menores.	Los	gerentes	o	responsables	de	las	publicaciones	o
ediciones	a	trasmitirse	a	través	de	los	medios	de	comunicación
masivos	que	publiciten	la	prostitución	infantil,	el	turismo	sexual
infantil	o	la	trata	de	menores	de	dieciocho	años	de	edad	serán
reprimidos	con	pena	privativa	de	la	libertad	no	menor	de	dos	ni
mayor	de	seis	años.
El	agente	también	será	sancionado	con	inhabilitación	conforme
al	inciso	4	del	artículo	36	y	con	trescientos	sesenta	días	multa.
CAPÍTULO	XI
Ofensas	al	pudor	público
C.	P.
ART.	 183.—Modificado.	 Ley	 28251,	 Art.	 1°.	 Exhibiciones	 y
publicaciones	obscenas.	 Será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	no	menor	de	dos	ni	mayor	de	cuatro	años	el	que,	en	lugar
público,	realiza	exhibiciones,	gestos,	tocamientos	u	otra	conducta
de	índole	obscena.
Será	reprimido	con	pena	privativa	de	 libertad	no	menor	de	tres
ni	mayor	de	seis	años:
1.	El	que	muestra,	vende	o	entrega	a	un	menor	de	dieciocho	años,
por	cualquier	medio,	objetos,	libros,	escritos,	imágenes,	visuales	o
auditivas,	 que	 por	 su	 carácter	 obsceno,	 pueden	 afectar
gravemente	 el	 pudor,	 excitar	 prematuramente	 o	 pervertir	 su
instinto	sexual.
2.	El	que	incita	a	un	menor	de	dieciocho	años	a	la	práctica	de	un
acto	 obsceno	 o	 le	 facilita	 la	 entrada	 a	 los	 prostíbulos	 u	 otros
lugares	de	corrupción.
3.	 El	 administrador,	 vigilante	 o	 persona	 autorizada	 para
controlar	 un	 cine	 u	 otro	 espectáculo	 donde	 se	 exhiban
representaciones	obscenas,	 que	permita	 ingresar	 a	un	menor	de
dieciocho	años.
C.	P.
ART.	 183-A.—Modificado.	 Ley	 30096,	 Cuarta	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Pornografía	 infantil.	 El	 que
posee,	promueve,	 fabrica,	distribuye,	exhibe,	ofrece,	comercializa
o	publica,	 importa	o	exporta	por	cualquier	medio	objetos,	 libros,
escritos,	imágenes,	videos	o	audios,	o	realiza	espectáculos	en	vivo
de	 carácter	 pornográfico,	 en	 los	 cuales	 se	 utilice	 a	 personas	 de
catorce	y	menos	de	dieciocho	años	de	edad,	será	sancionado	con
pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	seis	ni	mayor	de	diez	años
y	con	ciento	veinte	a	trescientos	sesenta	y	cinco	días	multa.
La	pena	privativa	de	libertad	será	no	menor	de	diez	ni	mayor	de
doce	años	y	de	cincuenta	a	trescientos	sesenta	y	cinco	días	multa
cuando:
1.	El	menor	tenga	menos	de	catorce	años	de	edad.
2.	El	material	pornográfico	se	difunda	a	través	de	las	tecnologías
de	la	información	o	de	la	comunicación.
Si	la	víctima	se	encuentra	en	alguna	de	las	condiciones	previstas
en	el	último	párrafo	del	artículo	173	o	si	el	agente	actúa	en	calidad
de	 integrante	 de	 una	 organización	 dedicada	 a	 la	 pornografía
infantil,	 la	 pena	 privativa	 de	 libertad	 será	 no	menor	 de	 doce	 ni
mayor	de	quince	años.
De	 ser	 el	 caso,	 el	 agente	 será	 inhabilitado	 conforme	 a	 los
numerales	1,	2	y	4	del	artículo	36.
C.	P.
ART.	183-B.—Incorporado.	Ley	30171,	Art.	5°.	Proposiciones
sexuales	a	niños,	niñas	y	adolescentes.	El	que	contacta	con	un
menor	 de	 catorce	 años	 para	 solicitar	 u	 obtener	 de	 él	 material
pornográfico,	o	para	llevar	a	cabo	actividades	sexuales	con	él,	será
reprimido	con	una	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	cuatro
ni	mayor	de	ocho	años	e	inhabilitación	conforme	a	los	numerales
1,	2	y	4	del	artículo	36.
Cuando	la	víctima	tiene	entre	catorce	y	menos	de	dieciocho	años
de	edad	y	medie	engaño,	la	pena	será	no	menor	de	tres	ni	mayor
de	seis	años	e	inhabilitación	conforme	a	los	numerales	1,	2	y	4	del
artículo	36.
CAPÍTULO	XII
Disposición	común
C.	P.
ART.	 184.—Castigo	 al	 cómplice.	 Los	 ascendientes,
descendientes,	 afines	 en	 línea	 recta,	 hermanos	 y	 cualquier
persona	 que,	 con	 abuso	 de	 autoridad,	 encargo	 o	 confianza,
cooperen	 a	 la	 perpetración	 de	 los	 delitos	 comprendidos	 en	 los
capítulos	 IX,	X	y	XI	de	este	 título	 actuando	en	 la	 forma	 señalada
por	el	artículo	25	primer	párrafo,	serán	reprimidos	con	la	pena	de
los	autores.
TÍTULO	V
Delitos	contra	el	patrimonio
CAPÍTULO	I
Hurto
C.	P.
ART.	185.—Modificado.	D.	Leg.	1084,	Art.	29.	Hurto.	El	que,
para	obtener	provecho,	se	apodera	ilegítimamente	de	un	bien
mueble,	total	o	parcialmente	ajeno,	sustrayéndolo	del	lugar	donde
se	encuentra,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no
menor	de	uno	ni	mayor	de	tres	años.	Se	equiparan	a	bien	mueble
la	energía	eléctrica,	el	gas,	el	agua	y	cualquier	otra	energía	o
elemento	que	tenga	valor	económico,	así	como	el	espectro
electromagnético	y	también	los	recursos	pesqueros	objeto	de	un
mecanismo	de	asignación	de	límites	máximos	de	captura	por
embarcación.
Const.
ART.	2°.—Toda	persona	tiene	derecho:
(...).
16.	A	la	propiedad	y	a	la	herencia.
(...).
DERECHO	A	LA	PROPIEDAD
D.	Leg.	1084.
ART.	 30.—Acción	 penal.	 Si	 finalizado	 el	 procedimiento	 administrativo
iniciado	 para	 sancionar	 la	 captura	 del	 recurso	 sin	 contar	 con	 un	 límite
máximo	 de	 captura	 por	 embarcación	 impuesto	 de	 acuerdo	 con	 lo
establecido	en	la	presente	ley	o	la	captura	del	recurso	excediendo	los	límites
máximos	 establecidos,	 el	 ministerio	 considera	 que	 en	 las	 infracciones	 en
cuestión,	 el	 responsable	 actuó	 dolosamente	 y	 que	 el	 perjuicio	 fuere	 de
naturaleza	 tal	 que	 se	 hubieren	 generado	 graves	 consecuencias	 para	 el
medio	 ambiente	 y	 el	 interés	 económico	 general,	 deberá	 formular	 la
correspondiente	 denuncia	 penal	 ante	 el	 fiscal	 provincial	 de	 turno	 para	 su
respectiva	 investigación	por	 la	aparente	comisión	de	 los	delitos	tipificados
en	 los	 artículos	 185	 ó	 186.6	 según	 corresponda,	 y	 en	 el	 artículo	 309	 del
Código	Penal.
Para	 cualquier	 denuncia	 fiscal	 correspondiente	 por	 las	 infracciones
señaladas	en	el	párrafo	anterior,	se	requiere	de	la	denuncia	o	el	informe	del
ministerio.
JURISPRUDENCIA.—La	motivación	exige	resolver	si	el	hurto	de	cables
califica	o	no	como	un	caso	de	fuerza	mayor	o	caso	fortuito	que	impide	el
suministro	de	energía	eléctrica.	“Aceptando	este	Tribunal	Supremo,	que	la
motivación,	como	parte	del	debido	proceso,	no	exige	el	acogimiento	a	una
determinada	técnica	argumentativa,	sino	la	expresión	de	buenas	razones	y	los
sustentos	fácticos	y	jurídicos	de	la	decisión	en	forma	lógica	y	razonada,	es	que
parte	de	la	exigencia	consiste	en	el	cumplimiento	de	la	corrección	lógica
formal	del	razonamiento	judicial,	esto	es	la	justificación	interna	que	permite
determinar	el	razonamiento	lógico	del	paso	de	las	premisas	a	la	conclusión	y
decisión	judicial;	sin	embargo,	en	el	caso	de	la	sentencia	objeto	de	análisis,	no
existe	por	lo	menos	una	secuencia	lógica,	pues	conforme	a	la	misma	en	el
sétimo	considerando	se	hace	referencia	al	artículo	1.1	de	la	citada	directiva,
señalando	que	ella	establece	los	principios	que	se	aplican	para	la	evaluación
de	calificación	como	causa	de	fuerza	mayor,	señalando	que	el	evento	que
ocasionó	la	interrupción	o	variación	de	las	condiciones	del	suministro
eléctrico,	debe	ser	de	naturaleza	imprevisible,	irresistible,	extraordinaria	y
además	externa	a	la	propia	instalación,	considerándose	en	la	evaluación	la
frecuencia	de	ocurrencia	de	dichos	eventos	y	su	incidencia	en	la	operación	de
las	instalaciones	afectadas;	sin	embargo,	en	forma	contradictoria	señala	en	el
segundo	párrafo	del	mismo	considerando	que	‘si	bien	la	propia	demandante	es
consciente	de	la	frecuencia	de	los	actos	vandálicos	y	robos	de	las	líneas
eléctricas,	estos	hechos	escapan	a	la	esfera	de	su	responsabilidad	y	prevención,
no	siendo	imputable	la	realización	de	dichos	actos,	ni	tampoco	puede
trasladarse	a	la	empresa	las	funciones	de	la	policía	de	garantizar,	mantener	y
restablecer	el	orden	interno’;	en	tal	sentido,	correspondía	que	la	sentencia
absuelva	los	aspectos	señalados	cuya	importancia	y	trascendencia	son	de
relevante	importancia,	existiendo	omisión	en	la	absolución	de	los	mismos	en
forma	lógica	racional	(...)”.	(CS,	Cas.	1029-2012-Lima,	mar.	25/2014.	V.	P.
Rueda	Fernández)
COMENTARIO.—Bien	 jurídico	 protegido.	 El	 mismo	 carácter	 de	 última
ratio	 del	 derecho	 penal	 hace	 que	 la	 tutela	 jurídica	 del	 patrimonio	 en	 el
campo	penal	 se	 vea	 restringida	 a	 los	 supuestos	más	 graves	 e	 intolerables
(hurto,	 robo,	 apropiación	 ilícita,	 etc.).	 El	 derecho	 civil,	 por	 el	 contrario,
protege	 al	 patrimonio	 de	 cualquier	 ataque	 imaginable	 (reparación	 civil,
indemnización	de	daños	y	perjuicios,	etc.).	Las	características	especiales	de
protección	 del	 derecho	 penal	 llevan	 a	 precisar	 que	 el	 concepto	 de
patrimonio	 y	 el	 de	 sus	 elementos	 integrantes	 (bien	 libre	 o	 gravado,
ajenidad,	 propiedad,	 posesión,	 etc.)	 no	 guardan	 siempre	 estrecha	 relación
con	 las	 definiciones	 elaboradas	 por	 el	 derecho	 civil	 (véase	 qué	 entienden
por	bien	mueble	el	Art.	185	del	C.	P.	y	Art.	885	y	886	del	C.	C.	o	por	daño	el
Art.	205	del	C.	P.	y	el	Art.	1985	del	C.	C.,	por	ejemplo).	En	la	mayoría	de	veces
las	definiciones	civiles	necesitan	de	un	proceso	de	interpretación	y	cambio
de	sentido	para	poder	aplicarlas	en	lo	penal.
El	Código	Penal	Peruano	protege	 tanto	al	patrimonio	 ‘conjunto	de	 valores
económicos	 jurídicamente	 reconocidos’	 o	 ‘relaciones	 jurídicas	 valuables
económicamente’	 como	 a	 una	 de	 las	 facultades	 que	 le	 son	 inherentes
(propiedad,	 posesión,	 usufructo,	 etc.)	 siempre	 que	 exista	 relación	 jurídica
reconocida	por	 el	 ordenamiento	 legal.	 Existen	 situaciones	que	pueden	 ser
protegidas	por	el	derecho	penal,	por	ejemplo,	 las	posesiones	 ilegítimas	ya
sea	de	buena	o	de	mala	fe	(el	poseedor	precario	o	ilegítimo	puede	ser	sujeto
pasivo	en	un	delito	de	usurpación).	Lo	que	no	encuentra	protección	alguna
es	el	bien	o	posición	 fáctica	que	provenga	de	delitos	 (el	derecho	penal	no
puede	proteger	algo	que	al	mismo	tiempo	prohíbe).
Son	delitos	contra	el	patrimonio	 los	atentados	contra	 los	derechos	reales,
como	la	propiedad	en	el	hurto	o	en	el	robo,	o	la	turbación	de	la	posesión	en
la	 usurpación,	 el	 quebrantamiento	 de	 un	 derecho	 de	 las	 obligaciones
(apropiación	 ilícita),	 los	 que	 atentan	 contra	 las	 relaciones	 o	 prestaciones
como	sucede	en	los	delitos	de	estafa.	Los	tipos	penales	de	hurto	son:	hurto
básico	o	simple	(Art.	185),	hurto	agravado	(Art.	186);	y,	hurto	de	uso	(Art.
187).
COMENTARIO.—Diferencia	 con	 el	 delito	 de	 robo.	 En	 el	 hurto,	 el
apoderamiento	 (vía	 sustracción)	 del	 bien	 mueble,	 a	 diferencia	 de	 lo	 que
sucede	en	el	delito	de	robo,	se	realiza	sin	mediar	violencia	o	grave	amenaza
sobre	 la	 víctima.	Por	bien	mueble,	 se	 entiende	 a	 todo	objeto	 corporal	 con
valor	 económico	 (sea	 por	 el	 valor	 mismo	 del	 bien	 o	 por	 una
representatividad	de	 convertibilidad	 inmediata),	que	es	 susceptible	de	 ser
aprehendido	 y	 extraído.	 Para	 efectos	 penales	 los	 vocablos	 ‘bien’	 y	 ‘cosa’
poseen	 igual	 significado,	 no	 ocurriendo	 lo	mismo	 en	 el	 ámbito	 civil.	 En	 el
segundo	párrafo	la	norma	establece	que	la	energía	eléctrica,	el	gas,	el	agua	y
cualquier	otra	energía	o	elemento	que	 tenga	valor	económico,	así	 como	el
espectro	electromagnético	se	equiparan	(pero	no	son)	a	los	bienes	muebles.
Entre	 otras	 energías	 de	 valor	 económico	 susceptibles	 de	 apoderamiento
figuran	la	térmica,	magnética,	radioactiva,	nuclear,	etc.
El	hurto	se	consuma	cuando	el	sujeto	activo	ha	 logrado	el	apoderamiento
vía	sustracción	del	bien	mueble.	El	apoderamiento	del	sujeto	activo	implica,
el	 surgimiento	de	un	nuevo	poder	de	hecho	 sobre	el	 bien	y	 la	 facultad	de
dominio	y	disposición	propiamente	dicha	del	mismo	sobre	el	bien	mueble.
No	 existirá	 apoderamiento	 (disponibilidad	 del	 bien	 sustraído)	 si	 el	 sujeto
activo	 del	 hurto	 es	 perseguido	 aun	 por	 la	 policía	 o	 por	 el	 agraviado,	 por
ejemplo.	Mientras	no	exista	el	apoderamiento	y	con	esto	la	consumación	del
delito	 el	 afectado	podrá	 actuar	bajo	 el	 amparo	de	 la	 legítima	defensa.	 Por
último,	el	artículo	444	del	C.	P.,	ubicado	en	el	libro	de	faltas	establece	que	no
se	comete	el	delito	de	hurto	 (Art.	185)	y	el	de	daños	 (Art.	205)	cuando	el
bien	 mueble	 lesionado	 no	 supera	 las	 cuatro	 remuneraciones	 mínimas
vitales.
C.	P.
ART.	186.—Modificado.	Ley	30076,	Art.	1°.	Hurto	agravado.	El
agente	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de
tres	ni	mayor	de	seis	años	si	el	hurto	es	cometido:
1.	Durante	la	noche.
2.	 Mediante	 destreza,	 escalamiento,	 destrucción	 o	 rotura	 de
obstáculos.
3.	 Con	 ocasión	 de	 incendio,	 inundación,	 naufragio,	 calamidad
pública	o	desgracia	particular	del	agraviado.
4.	Sobre	los	bienes	muebles	que	forman	el	equipaje	del	viajero.
5.	Mediante	el	concurso	de	dos	o	más	personas.
La	 pena	 será	 no	menor	 de	 cuatro	 ni	 mayor	 de	 ocho	 años	 si	 el
hurto	es	cometido:
1.	En	inmueble	habitado.
2.	 Por	 un	 agente	 que	 actúa	 en	 calidad	 de	 integrante	 de	 una
organización	destinada	a	perpetrar	estos	delitos.
3.	 Sobre	bienes	de	valor	 científico	o	que	 integren	el	patrimonio
cultural	de	la	Nación.
4.	Derogado.	Ley	30096,	Única	Disposición	Complementaria
Derogatoria.
5.	 Colocando	 a	 la	 víctima	 o	 a	 su	 familia	 en	 grave	 situación
económica.
6.	 Con	 empleo	 de	 materiales	 o	 artefactos	 explosivos	 para	 la
destrucción	o	rotura	de	obstáculos.
7.	 Utilizando	 el	 espectro	 radioeléctrico	 para	 la	 transmisión	 de
señales	de	telecomunicación	ilegales.
8.	 Sobre	 bien	 que	 constituya	 único	 medio	 de	 subsistencia	 o
herramienta	de	trabajo	de	la	víctima.
9.	Sobre	vehículo	automotor,	sus	autopartes	o	accesorios.
10.	 Sobre	 bienes	 que	 forman	 parte	 de	 la	 infraestructura	 o
instalaciones	 de	 transportes	 de	 uso	 público,	 de	 sus	 equipos	 o
elementos	de	seguridad,	o	de	prestación	de	servicios	públicos	de
saneamiento,	electricidad,	gas	o	telecomunicaciones.
11.	En	agravio	de	menores	de	edad,	personas	con	discapacidad,
mujeres	en	estado	de	gravidez	o	adulto	mayor.
Modificado.	Ley	30077.	Primera	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	La	pena	será	no	menor	de	ocho
ni	mayor	de	quince	años	cuando	el	agente	actúa	en	calidad	de	jefe,
cabecilla	o	dirigente	de	una	organización	criminal	destinada	a
perpetrar	estos	delitos.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Para	su	configuración,	el	hurto
agravado	no	requiere	del	requisito	del	quantum	del	valor	del	bien.	“Las
agravantes	del	delito	de	hurto	agravado	se	encuentran	descritas	en	el	artículo
186	CP.	Ellas	requieren	la	presencia	de	la	totalidad	de	elementos	típicos	del
hurto	básico,	a	excepción	del	elemento	‘valor	pecuniario’,	pues	conservan,	en
relación	al	tipo	penal	básico,	un	específico	margen	de	autonomía	operativa
(...).	El	criterio	cuantitativo	es	una	exigencia	que	se	encuentra	expresa,
inequívoca	y	taxativamente	establecida	sólo	para	el	hurto	simple	(artículo
185	CP)	y	daños	(artículo	205	CP),	conforme	lo	estipula	el	artículo	444	CP;
esta	exigencia	no	afecta	a	los	supuestos	agravados.
Con	ello,	además,	se	pone	de	manifiesto	el	carácter	residual	de	la	falta	de
hurto.	Por	tanto,	el	hurto	agravado	no	requiere	del	requisito	del	quantum	del
valor	del	bien	para	su	configuración.	(...).
12.	Con	acierto	Quintero	Olivares,	sostiene	que	en	los	hurtos	cualificados	se
ha	ido	imponiendo	el	criterio	de	abandonar	la	determinación	de	la	pena	en
éste	y	otros	delitos	a	través	del	sistema	de	saltos	de	cuantía,	y	se	ha	ido
abriendo	paso	la	técnica	de	cualificar	el	hurto	no	tanto	por	el	valor	económico
puro	del	objeto	muchas	veces	de	difícil	determinación	y	de	grandes
dificultades	para	ser	captado	por	el	dolo,	por	el	más	tangible	de	la	naturaleza
del	objeto	de	lo	sustraído	y	los	efectos	cognoscibles	de	dicha	sustracción
[Gonzalo	Quintero	Olivares:	Comentarios	a	la	Parte	Especial	del	Derecho
Penal,	2da	Edición,	Editorial	Aranzadi,	Pamplona,	España,	1999.	p.	482].”	(CS,
Ac.	P.	4-2011/CJ-116,	may.	30/2012)
COMENTARIO.—Agravantes.	El	sistema	de	agravantes	en	el	Código	Penal
es	específico,	salvo	la	agravante	contemplada	en	el	artículo	46-A	(se	agrava
la	 responsabilidad	 del	 agente	 cuando	 éste	 se	 aprovecha	 de	 su	 calidad	 de
funcionario	o	servidor	público).	El	Código	Penal	agrava	los	hurtos	en	razón
de	circunstancias	de	modo,	lugar,	tiempo,	utilización	de	medios,	en	atención
a	la	calidad	del	sujeto	activo	o	pasivo,	etc.
La	doctrina	se	ha	dividido,	en	cuanto	al	problema	de	si	 lo	dispuesto	en	el
artículo	444	del	código	es	o	no	aplicable	a	los	supuestos	de	hurto	agravado.
Mientras	los	que	indican	que	lo	dispuesto	por	el	Art.	444	del	mismo,	no	es
aplicable	 al	 Art.	 186,	 señalan	 que	 en	 el	 hurto	 agravado	 importa	 el	 modo
como	 se	 realiza	 la	 sustracción	 -	 apoderamiento	más	 que	 el	 valor	 del	 bien
que	es	referencial.	Los	que	sostienen	una	respuesta	afirmativa,	se	fundan	en
la	aplicación	irrestricta	del	principio	de	legalidad,	el	mismo	que	obligaría	a
aplicar	 todas	 las	 características	 del	 tipo	 base	 a	 los	 supuestos	 del	 tipo
agravado,	señalar	 lo	contrario,	 indican,	es	como	sostener	que	puede	haber
un	hurto	agravado	sobre	la	base	de	una	simple	falta	de	hurto.
COMENTARIO.—Configuración	del	hurto	agravado	no	atiende	al	límite
patrimonial.	En	el	pleno	 jurisdiccional	distrital	en	materia	penal	del	09	y
10	 de	 agosto	 del	 2008	 se	 precisó	 que	 “no	 es	 necesario	 considerar	 que
supere	una	 remuneración	mínima	vital	para	 la	 configuración	del	delito	de
hurto	 agravado	 sino	 que	 debe	 apreciarse	 otras	 circunstancias
preestablecidas	en	la	norma	penal.”
C.	P.
ART.	186-A.—Incorporado.	Ley	29316,	Art.	1°.	Dispositivos
para	asistir	a	la	decodificación	de	señales	de	satélite
portadoras	de	programas.	El	que	fabrique,	ensamble,	modifique,
importe,	exporte,	venda,	alquile	o	distribuya	por	otro	medio,	un
dispositivo	o	sistema	tangible	o	intangible,	cuya	función	principal
sea	asistir	en	la	decodificación	de	una	señal	de	satélite	codificada
portadora	de	programas,	sin	la	autorización	del	distribuidor	legal
de	dicha	señal,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	la	libertad	no
menor	de	cuatro	años	ni	mayor	de	ocho	años	y	con	noventa	a
ciento	ochenta	días	multa.
NOTA:	Según	Tercera	Disposición	Complementaria	Final	de	la	Ley	29316,	del	14	de	enero	del	2009,
cualquier	persona	agraviada	por	la	realización	de	actividades	tipificadas	en	los	artículos	186-A,	194-A
y	444-A	del	Código	Penal	podrá	exigir	la	indemnización	por	los	daños	y	perjuicios	ocasionados	como
consecuencia	de	tales	actividades,	de	acuerdo	a	lo	establecido	por	el	artículo	1969	del	Código	Civil.
C.	P.
ART.	187.—Hurto	de	uso.	El	que	sustrae	un	bien	mueble	ajeno
con	el	fin	de	hacer	uso	momentáneo	y	lo	devuelve	será	reprimido
con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	un	año.
COMENTARIO.—Diferencia	 con	 el	 tipo	 base.	 Si	 bien	 el	 hurto	 de	 uso
coincide	con	el	hurto	simple	en	la	sustracción	del	bien	mueble	ajeno,	en	el
provecho	y	en	la	ilegitimidad	de	la	acción,	éste	no	coincide	en	la	voluntad	de
devolver	 el	 bien	 sustraído	 después	 de	 su	 uso	 (animus	 reddendi)	 y	 en	 la
restitución	de	la	cosa	sustraída	una	vez	lograda	la	finalidad	del	agente.
CAPÍTULO	II
Robo
C.	P.
ART.	 188.—Modificado.	 Ley	 27472,	 Art.	 1°.	 Robo.	 El	 que	 se
apodera	 ilegítimamente	 de	 un	 bien	mueble	 total	 o	 parcialmente
ajeno,	para	aprovecharse	de	él,	sustrayéndolo	del	lugar	en	que	se
encuentra,	 empleando	 violencia	 contra	 la	 persona	 o
amenazándola	con	un	peligro	inminente	para	su	vida	o	integridad
física,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de
tres	ni	mayor	de	ocho	años.
JURISPRUDENCIA.—Aplicación	alternativa	en	el	delito	de	robo.	“(...)	La
sala	superior	ha	aplicado	correctamente	el	principio	de	determinación
alternativa	–delito	de	receptación	por	robo	agravado–	desde	que	se	presentan
los	presupuestos	para	su	invocación,	como	son:	a)	homogeneidad	del	bien
jurídico,	b)	inmutabilidad	de	los	hechos	y	las	pruebas,	c)	preservación	del
derecho	de	defensa,	d)	coherencia	entre	los	elementos	fácticos	y	normativos
para	realizar	la	correcta	adecuación	del	tipo	y	e)	la	favorabilidad,	teniendo	en
consideración	que	fue	en	su	domicilio	donde	se	encontraron	las	especies
sustraídas	al	agraviado,	según	los	términos	del	acta	de	registro	domiciliario	e
incautación.	(…)”.	(CS,	R.	N.	N°	1524-2004,	ago.	20/2004.	S.S.	Pajares	Paredes)
JURISPRUDENCIA.—El	delito	de	robo	y	el	de	extorsión	son	excluyentes
entre	sí.	“(...)	de	la	evaluación	de	lo	actuado,	se	advierte	que	las	sentencias	de
primera	y	segunda	instancias	han	sido	resueltas	con	arreglo	a	ley;	pues	los
hechos	descritos	en	la	acusación	fiscal	de	fojas	uno,	constituyen	delito	de
secuestro	en	su	modalidad	agravada	(...).	En	ese	sentido,	estando	a	la	forma	y
circunstancias	de	la	comisión	de	los	acontecimientos,	se	llega	a	establecer	que
concurren	los	elementos	objetivos	y	configurativos	del	delito	de	extorsión,
habida	cuenta	que	los	encausados	(...),	usando	como	modos	facilitadores	la	vis
compulsiva	o	intimidación	obligaron	con	amenazas	a	la	agraviada	(...)	a	hacer
la	entrega	de	ventaja	patrimonial	económica,	consistente	en	suma	de	dinero	y
la	compra	de	un	celular.	Que,	a	diferencia	del	delito	de	robo,	la	acción	se
consuma	cuando	se	produce	el	apoderamiento	en	forma	ilegítima	de	un	bien
mueble,	sustrayéndolo	del	lugar	donde	se	encuentra,	e	igualmente	concurren
los	medios	facilitadores	vis	compulsiva	y	vis	absoluta,	pero	en	este	caso,	el
apoderamiento	es	entendido	como	arrebato	y	posterior	huida	del	agente	del
delito,	usando	igualmente	la	violencia	para	doblegar	la	capacidad	defensiva
de	la	víctima,	situación	que	no	concurre	en	el	delito	de	extorsión,	puesto	que
en	este	ilícito	el	sujeto	activo	usa	la	coacción	como	medio,	por	lo	que	el	verbo
rector	es	el	‘obligar	a	otro’,	de	donde	se	colige	que	estos	delitos	son	excluyentes
entre	sí”.	(C.	S.,	Cas.	145-2010-Lambayeque,	nov.	10/2011.	V.	P.	Zecerrano
Mateus)
COMENTARIO.—Medios	de	comisión.	 El	 delito	 de	 robo,	 a	 diferencia	 del
delito	de	hurto,	presupone	como	medios	de	comisión	la	violencia	o	la	grave
amenaza	 sobre	 la	 víctima	 (no	 sobre	 las	 cosas	 u	 objetos);	 es	 un	 tipo
pluriofensivo,	 protege	 la	 propiedad,	 la	 posesión,	 la	 libertad	 y	 la	 vida.	 Por
último	en	el	delito	de	robo	la	cuantía	del	bien	mueble	apoderado	no	obedece
a	cuantías	o	referentes	mínimos.
La	violencia	en	el	robo	puede	ser:	violencia	física	o	vis	absoluta	(entendida
como	la	fuerza	o	energía	física	para	anular,	reducir	o	dificultar	la	capacidad
de	respuesta	de	la	víctima)	o	violencia	moral	(vis	compulsiva).	La	violencia
moral	 en	 el	 delito	 de	 robo	 debe	 ser	 objetiva	 o	manifiesta	 (actos,	 gestos	 o
palabras),	 ser	 determinada	 y	 direccionada,	 ser	 significativa	 e	 intensa,	 ser
idónea,	ser	posible	e	inminente	y	debe	referirse	a	un	peligro	para	la	vida	o
integridad	física	de	la	víctima.
C.	P.
ART.	189.—Modificado.	Ley	30076,	Art.	1°.	Robo	agravado.	La
pena	será	no	menor	de	doce	ni	mayor	de	veinte	años	si	el	robo	es
cometido:
1.	En	inmueble	habitado.
2.	Durante	la	noche	o	en	lugar	desolado.
3.	A	mano	armada.
4.	Con	el	concurso	de	dos	o	más	personas.
5.	 En	 cualquier	 medio	 de	 locomoción	 de	 transporte	 público	 o
privado	 de	 pasajeros	 o	 de	 carga,	 terminales	 terrestres,
ferroviarios,	 lacustres	 y	 fluviales,	 puertos,	 aeropuertos,
restaurantes	y	afines,	establecimientos	de	hospedaje	y	lugares	de
alojamiento,	áreas	naturales	protegidas,	 fuentes	de	agua	minero-
medicinales	con	fines	turísticos,	bienes	inmuebles	integrantes	del
patrimonio	cultural	de	la	Nación	y	museos.
6.	 Fingiendo	 ser	 autoridad	 o	 servidor	 público	 o	 trabajador	 del
sector	privado	o	mostrando	mandamiento	falso	de	autoridad.
7.	 En	 agravio	 de	menores	 de	 edad,	 personas	 con	 discapacidad,
mujeres	en	estado	de	gravidez	o	adulto	mayor.
8.	Sobre	vehículo	automotor,	sus	autopartes	o	accesorios.
La	pena	será	no	menor	de	veinte	ni	mayor	de	 treinta	años	si	el
robo	es	cometido:
1.	Cuando	se	cause	 lesiones	a	 la	 integridad	 física	o	mental	de	 la
víctima.
2.	 Con	 abuso	 de	 la	 incapacidad	 física	 o	 mental	 de	 la	 víctima	 o
mediante	 el	 empleo	 de	 drogas,	 insumos	 químicos	 o	 fármacos
contra	la	víctima.
3.	 Colocando	 a	 la	 víctima	 o	 a	 su	 familia	 en	 grave	 situación
económica.
4.	 Sobre	bienes	de	valor	 científico	o	que	 integren	el	patrimonio
cultural	de	la	Nación.
Modificado.	 Ley	 30077.	 Primera	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 La	 pena	 será	 de	 cadena
perpetua	cuando	el	agente	actúe	en	calidad	de	integrante	de	una
organización	 criminal,	 o	 si,	 como	 consecuencia	 del	 hecho,	 se
produce	la	muerte	de	la	víctima	o	se	le	causa	lesiones	graves	a	su
integridad	física	o	mental.
Ley	28982.
ART.	 3°.—Red	 Integral	 para	 la	 Protección	 y	 Defensa	 del	 Turista.	 El
Ministerio	 de	 Comercio	 Exterior	 y	 Turismo	 -	Mincetur,	 en	 coordinación	 y
por	 convenios	 con	 el	 Ministerio	 del	 Interior,	 Ministerio	 de	 Relaciones
Exteriores,	 Policía	 Nacional	 del	 Perú,	 Comisión	 de	 Promoción	 del	 Perú	 -
PromPerú,	 Instituto	 Nacional	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la
Protección	 de	 la	 Propiedad	 Intelectual	 -	 Indecopi,	 Ministerio	 Público,
Defensoría	 del	 Pueblo,	 gobiernos	 regionales,	 gobiernos	 locales,	 sector
privado	y	demás	entidades	involucradas	en	las	actividades	relacionadas	con
el	 turismo,	 establecerá	 medidas	 integrales	 para	 la	 protección,	 asesoría	 y
defensa	del	turista,	a	través	de	la	Red	Integral	para	la	Protección	y	Defensa
del	 Turista.	 Estas	 medidas	 deberán	 atender,	 entre	 otras,	 las	 siguientes
necesidades	para	protección	y	defensa	del	turista:
a)	Recibir	las	quejas,	denuncias	y	sugerencias	de	los	turistas,	orientándolos
respecto	 a	 las	 acciones	 a	 tomar,	 y	 en	 su	 caso,	 presentar	 las	 denuncias	 de
oficio	ante	la	entidad	competente	y	mantener	informado	al	turista	sobre	el
resultado	de	las	mismas.
b)	 Proponer	 acciones,	 recomendaciones	 y	 medidas	 dirigidas	 a	 crear
mecanismos	eficaces	que	apunten	a	la	mejora	de	la	protección	y	defensa	del
turista.
c)	 Realizar	 acciones	 conjuntas	 con	 el	 sector	 privado	 y	 público	 para	 la
protección	y	defensa	del	turista.
d)	Efectuar	propuestas	normativas	encaminadas	a	la	protección	y	defensa
de	la	persona	del	turista	y	sus	bienes.
e)	La	defensa	del	turista	no	domiciliado	y	su	representación	de	oficio	desde
la	 investigación	 preliminar	 y	 en	 los	 procesos	 penales	 en	 los	 que	 sea
agraviado	 serán	 efectuadas	 por	 los	 abogados	 de	 oficio	 designados	 por	 la
Red	Integral	para	la	Protección	y	Defensa	del	Turista.
f)	Establecer	un	registro	de	seguimiento	de	 las	quejas	y	denuncias	de	 los
turistas.
g)	 Efectuar	 campañas	 preventivas	 y	 de	 información	 a	 los	 turistas,
principalmente	a	los	no	domiciliados,	a	efectos	de	prevenirlos	y	evitar	en	lo
posible	que	sean	sujetos	pasivos	de	actos	delictivos.
Ley	28982.
ART.	 4º.—Fiscalía	 Provincial	 de	 Turismo.	 La	 Fiscalía	 Provincial	 de
Turismo	 y	 las	 fiscalías	 provinciales	 penales	 y	 mixtas,	 donde	 no	 hubiera
fiscalías	 de	 turismo,	 realizarán	 investigaciones	 en	 el	 más	 breve	 plazo	 y
formularán	 las	 denuncias	 respectivas,	 cuando	 éstas	 hubieren	 sido
interpuestas	 por	 el	 turista	 o	 por	 quien	 lo	 represente,	 dándole	 prioridad	 a
sus	resoluciones	por	tratarse	de	personas	que	se	encuentran	de	tránsito	en
la	zona	donde	fueron	víctimas	de	algún	hecho	delictivo.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Corte	Suprema	zanja	la	discusión:	el
robo	a	“mano	armada”	se	configura	también	con	el	uso	de	armas
inoperativas,	de	utilería	o	de	juguete.	“15.	En	consecuencia,	el	legislador
nacional	ha	declarado	que	en	algunos	casos	hay	dificultad	para	diferenciar	un
arma	de	fuego	real	de	una	aparente	y	debido	a	ello	ha	establecido	la
obligación	de	hacerlas	distinguibles	como	requisito	para	su	comercio,	porte	y
uso,	lo	que	abona	que,	bajo	el	principio	de	la	realidad,	es	indiferente	para	la
víctima	en	un	acto	de	robo,	que	el	elemento	con	el	que	la	amenazan	sea	un
arma	funcional	o	fuera	simulada,	puesto	que	esencialmente	el	grado	de
semejanza	es	tal	que	difícilmente	un	experto	podría	reconocer	a	priori	si	se
está	empleando	una	verdadera	y	apta	o	una	falsa	(tanto	más	si	el	atacante
obra	por	la	espalda	o	en	la	oscuridad)
Por	tanto,	el	sentido	interpretativo	del	término	‘a	mano	armada’	como
agravante	del	delito	de	robo	del	artículo	189.3	del	Código	Penal,	en	relación	a
las	armas	en	general	y	las	armas	de	fuego	en	particular,	abarca	a	las	de	fuego
inoperativas,	aparentes,	las	armas	de	utilería,	los	juguetes	con	forma	de	arma,
las	réplicas	de	arma	o	cualquier	elemento	que	por	su	similitud	con	un	arma	o
una	de	fuego	verdadera	o	funcional,	al	no	ser	sencillamente	distinguible	de	las
auténticas,	produzca	los	mismos	efectos	disuasivos	de	autodefensa	activa	en	la
víctima,	ante	la	alevosía	con	que	obra	el	agente	delictivo.	(...).
18°.	Es	de	resaltar	que	las	valoraciones	sobre	autenticidad	y	funcionabilidad
de	armas	de	fuego	son	atendibles	y	exigibles	en	el	específico	caso	de	los	delitos
de	tenencia	ilícita	de	armas	de	fuego	(artículo	279	del	Código	Penal)”.	(CS,	IX
Pleno	Jurisdiccional	Penal	-	Acuerdo	Plenario	5-2015/CIJ-116,	jun.	21/2016.	V.
P.	Prado	Saldarriaga)
NOTA:	Los	acuerdos	del	IX	Pleno	Jurisdiccional	Penal	fueron	publicados	en	el	Diario	Oficial	“El
Peruano”	el	21	de	junio	del	2016.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Diferenciación	entre	el	robo	agravado
(muerte	de	la	víctima)	y	el	asesinato.	“(…)	El	artículo	189	in	fine	CP	(…)
regula,	entonces,	un	caso	de	tipificación	simultánea,	dolosa	y	culposa,	pero	de
una	misma	conducta	expresamente	descrita.	Como	se	advierte	en	la	doctrina
especializada	la	preterintención	es	una	figura	compuesta	en	la	que	el
resultado	sobrepasa	el	dolo	del	sujeto.	(…).
8.	Distinto	es	el	caso	del	asesinato	para	facilitar	u	ocultar	otro	delito.	Aquí	el
autor	mata	con	el	fin	de	conseguir	un	propósito	ulterior.	En	el	primer	supuesto
–para	facilitar	otro	delito–,	el	asesinato	implica	una	relación	de	medio-fin,	en
que	el	homicidio	es	el	delito-medio	cometido	por	el	agente	con	el	propósito	de
hacer	posible	la	ejecución	del	delito-fin,	siempre	doloso;	situación	muy
frecuente,	por	lo	demás,	en	los	delitos	contra	el	patrimonio.	Ahora	bien,	en	el
segundo	supuesto	–para	ocultar	otro	delito–,	el	delito	previamente	cometido	o
el	que	está	ejecutándose	–el	delito	a	ocultar	puede	ser	doloso	o	culposo–	es	la
causa	del	comportamiento	homicida	del	agente.	(…).	En	ambos	supuestos,
pues,	el	elemento	subjetivo	del	tipo	legal	es	determinante.	En	tal	sentido,	la
referencia	legal	al	mundo	interno	del	agente,	a	la	finalidad	que	persigue,	es	de
tal	relevancia	que	será	suficiente	para	la	consumación	de	la	conducta	típica
que	se	compruebe	la	presencia	de	este	factor.	(…).”	(V	Pleno	Jurisdiccional	de
las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	3-2009/CJ-116,	ene.
08/2010.	S.	S.	Gonzáles	Campos)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	intensidad	de	las	lesiones	a	la
víctima	determina	la	comisión	de	un	robo	simple	o	uno	agravado.	“(…)	El
artículo	189,	último	párrafo,	CP	establece	una	circunstancia	agravante	de
tercer	grado:	si	se	producen	lesiones	graves	como	consecuencia	del	robo,	la
pena	será	de	cadena	perpetua.	La	referida	norma	en	el	inciso	uno	de	su
segunda	parte	determina	que	si	se	comete	el	robo	y	se	causa	lesiones	a	la
integridad	física	o	mental	de	la	víctima	la	pena	será	no	menor	de	veinte	ni
mayor	de	treinta	años.	(…).
(…)	El	delito	de	robo	previsto	y	sancionado	en	el	artículo	188	CP	tiene	como
nota	esencial,	que	(…)	la	violencia	es	causa	determinante	del
desapoderamiento	y	está	siempre	orientada	a	neutralizar	o	impedir	toda
capacidad	de	actuación	anterior	o	de	reacción	concomitante	de	la	víctima	que
pueda	obstaculizar	la	consumación	del	robo.	(…).
En	consecuencia,	si	las	lesiones	causadas	no	son	superiores	a	10	días	de
asistencia	o	descanso	el	hecho	ha	de	ser	calificado	como	robo	simple	o	básico,
siempre	que	no	concurran	medios	que	den	gravedad	a	las	lesiones
ocasionadas.	Si,	en	cambio,	las	lesiones	causadas	son	superiores	a	10	días	y
menores	de	30	días,	su	producción	en	el	robo	configura	el	agravante	del	inciso
1)	de	la	segunda	parte	del	artículo	189	CP.	(…).”	(V	Pleno	Jurisdiccional	de	las
Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	3-2009/CJ-116,	ene.	08/2010.	S.
S.	Gonzáles	Campos)
JURISPRUDENCIA.—CS:	imposible	cometer	el	delito	de	robo	sobre	un
muerto.	“(…)	se	advierte	que	no	obstante	haberse	victimado	a	la	agraviada,	el
agente	no	se	conformó	con	haber	agotado	su	execrable	plan	de	acción,	puesto
que	sin	vacilación	alguna	procedió	a	sustraer	los	bienes	de	la	occisa,
llevándose	consigo	artefactos	eléctricos,	prendas	de	vestir	y	otros	objetos,	lo
que	ha	dado	lugar	a	la	existencia	de	dos	momentos	delictivos	distintos
cometidos	uno	a	continuación	del	otro,	del	que	resultan	lesionados	dos	bienes
jurídicos	de	distinta	naturaleza,	como	son	la	vida	y	el	patrimonio,	los	mismos
que	al	formar	parte	de	dos	tipos	legales	autónomos	e	independientes,	dan
lugar	al	surgimiento	de	un	concurso	real	de	delitos	que	deben	ser	resueltos
conforme,	a	la	regla	prevista	en	el	artículo	cincuenta	del	código	sustantivo
anotado.	(…)	no	puede	sostenerse	fue	tal	conducta	configura	el	delito	de	robo
agravado,	como	incorrectamente	lo	ha	señalado	la	sala	superior;	pues	el	robo
exige	como	elemento	típico	que	la	violencia	o	amenaza	deba	ser	ejercitada
sobre	una	persona	físicamente	viva	y	no	sobre	un	cadáver;	por	lo	que,	si	los
hechos	y	las	pruebas	obrantes	en	autos	demuestran	fehacientemente	que	el
atentado	patrimonial	fue	perpetrado	en	casa	habitada,	durante	la	noche	y	con
una	pluralidad	de	agentes,	resulta	conveniente	aplicar	el	principio	de
determinación	alternativa,	realizando	una	correcta	adecuación	del	ilícito
como	delito	de	hurto	agravado.”	(CS,	R.	N.	778-2003-Puno,	nov.	08/2003.	S.	S.
Balcázar	Zelada)
JURISPRUDENCIA.—Sentencia	que	de	manera	declamativa	concluye	que
se	ha	probado	fehacientemente	la	responsabilidad	penal	del	robo	viola
el	derecho	a	la	motivación	de	las	resoluciones	judiciales.	“En	efecto,	se
aprecia	que	la	sentencia	en	cuestión	no	contiene	una	motivación	fáctica	y
normativa,	sustentada	con	medios	de	prueba	sobre	los	elementos	constitutivos
del	delito	de	robo	agravado,	esto	es,	si	el	actor	ha	realizado	la	conducta
imputada,	y	si	ello	se	produjo	mediante	el	concurso	de	dos	o	más	personas,	a
efectos	de	que	puedan	ser	subsumidos	en	el	tipo	penal	de	hurto	agravado,
previsto	y	sancionado	por	el	artículo	189	inciso	4	del	Código	Penal;	no
obstante	ello,	la	sala	superior	emplazada	de	manera	declamativa	ha	llegado	a
la	conclusión	de	que	se	ha	probado	fehacientemente	la	responsabilidad	penal
(...)	en	la	comisión	del	delito	de	robo	agravado;	de	lo	que	se	colige	que	se	ha
producido	la	violación	del	derecho	a	la	motivación	de	las	resoluciones
judiciales,	en	conexión	con	la	libertad	individual.	Siendo	así,	la	demanda	debe
ser	estimada”.	(TC,	Exp.	01010-2012-PHC/TC,	oct.	22/2012.	S.	S.	Beaumont
Callirgos)
JURISPRUDENCIA.—La	obligación	de	individualizar	la	conducta	del
inculpado	se	intensifica	en	una	sentencia	de	robo	agravado.	“6.	En	tal
línea,	si	bien	el	dictado	de	una	sentencia	condenatoria	per	se	no	vulnera
derechos	fundamentales,	sí	lo	hace	cuando	dicha	facultad	se	ejerce	de	manera
arbitraria,	esto	es,	cuando	no	se	motiva	debidamente	o,	en	todo	caso
legítimamente	las	decisiones	adoptadas	y/o	no	se	observan	los	procedimientos
constitucionales	y	legales	establecidos	para	su	adopción.	(...).
9.	Asimismo,	es	preciso	recalcar	que	el	deber	de	motivación	de	las
resoluciones	judiciales	es	aún	mayor	cuando	se	trate	de	resoluciones	que
restrinjan	derechos	fundamentales	(...)	y,	a	su	vez,	tanto	mayor	sea	la
restricción,	mayores	serán	los	deberes	de	motivación.	Y	es	que	si	el	objeto	de	la
obligación	constitucional	de	justificar	la	decisión	adoptada	radica	en
racionalizar	la	actuación	del	poder	público,	a	efectos	de	evitar	la
arbitrariedad	y	el	puro	subjetivismo	de	quienes	actúan	desde	el	poder	estatal,
dicho	deber	se	acrecienta	en	supuestos	en	los	que	hay	una	mayor
discrecionalidad	o	en	los	que	la	consecuencia	de	la	decisión	sea	más	grave.	(...).
15.	En	tal	sentido,	conforme	a	lo	expuesto,	la	demanda	debe	ser	estimada,
debiéndose	declarar	la	nulidad	parcial	de	la	ejecutoria	suprema	cuestionada,
con	respecto	al	extremo	que	cuestiona	la	vulneración	del	derecho	a	la
motivación	de	las	resoluciones	judiciales	por	no	haberse	especificado	la
participación	del	recurrente	en	el	delito	de	homicidio	cometido	contra	(…).
16.	Con	respecto	al	cuestionamiento	de	no	haberse	especificado	cuál	fue	la
participación	concreta	que	vincula	al	actor	con	el	delito	de	robo	agravado,
cabe	manifestar	que	en	cuanto	a	ello	la	sentencia	sí	se	encuentra	debidamente
motivada,	puesto	que	contiene	de	manera	objetiva	y	razonada	la	descripción
de	la	conducta	respecto	al	delito	de	robo	agravado	imputado	al	accionante,
así	como	el	material	probatorio	que	lo	sustenta;	siendo	así,	no	se	ha
producido,	en	este	extremo,	la	afectación	de	los	derechos	invocados,	por	lo
que,	en	cuanto	a	éste	concierne,	la	demanda	debe	ser	desestimada,	al	no
haberse	acreditado	la	vulneración	de	los	derechos	invocados,	resultando	de
aplicación	el	artículo	2°,	a	contrario	sensu,	del	Código	Procesal
Constitucional”.	(TC,	Exp.	02637-2011-PHC/TC,	nov.	09/2012.	S.	S.	Urviola
Hani)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Agravación	del	delito	de	robo	por
pluralidad	de	agentes	y/o	por	pertenecer	a	una	organización	criminal,
responde	a	circunstancias	diferentes.	“(…)	La	diferenciación	sistemática
que	realiza	el	artículo	189	del	Código	Penal,	respecto	a	la	intervención	de	una
pluralidad	de	agentes	en	la	comisión	de	un	robo,	permite	sostener	que	se	trata
de	dos	circunstancias	agravantes	distintas.	Por	un	lado,	la	pluralidad	de
agentes	prevista	en	el	inciso	4)	del	primer	párrafo	alude	a	un	concierto
criminal	en	el	que	el	proceder	delictivo	conjunto	es	circunstancial	y	no
permanente.	Se	trata,	pues,	de	un	supuesto	básico	de	coautoría	o
coparticipación,	en	el	que	los	agentes	no	están	vinculados	con	una	estructura
organizacional	y	con	un	proyecto	delictivo	de	ejecución	continua.	Por	otro
lado,	la	agravante	que	contempla	el	párrafo	in	fine	del	citado	artículo	alude	a
un	proceder	singular	o	plural	de	integrantes	de	una	organización	criminal	sea
esta	de	estructura	jerárquica	-	vertical	o	flexible	-	horizontal.
7.	En	consecuencia,	no	son	circunstancias	compatibles.	En	la	organización
criminal	la	pluralidad	de	agentes	es	un	componente	básico	de	su	existencia,
mas	no	de	su	actuación.	Es	decir,	esta	clase	de	agravante	exige	mínimamente
que	el	agente	individual	o	colectivo	del	robo	sea	siempre	parte	de	una
estructura	criminal	y	actúa	en	ejecución	de	los	designios	de	ésta.	Siendo	ello
así,	la	circunstancia	agravante	del	inciso	4)	del	primer	párrafo	del	artículo
189	del	código	sustantivo	se	aplicará,	únicamente,	cuando	no	exista	esa
conexión	con	los	agentes	–en	número	mínimo	de	dos–	con	una	organización
criminal.
8.	De	otro	lado,	la	imputación	paralela	de	cargos	por	integración	en	una
organización	criminal	en	estos	casos	no	es	procedente	y,	de	plantearse,	se	le
debe	desestimar	porque	el	artículo	317	del	Código	Penal	opera	como	un	tipo
subsidiario	a	la	comisión	de	uno	o	más	robos	por	integrantes	de	dicha
estructura	delictiva.	No	se	presenta	en	estos	casos	un	concurso	ideal	o	real	de
delitos.	Obrar	en	sentido	contrario	implicaría	una	doble	valoración	del	mismo
factor	agravante.
9.	En	el	contexto	analizado	es	pertinente	considerar	también	la	participación
de	un	mismo	sujeto	en	varias	organizaciones	criminales.	Esta	hipótesis	es
posible	en	el	caso	de	estructuras	flexibles,	como	las	denominadas	‘grupo
central’	o	la	‘red	criminal’.	En	tales	casos,	se	producirá	un	concurso	real
homogéneo	en	relación	al	artículo	317	del	Código	Penal,	debiéndose	aplicar
los	efectos	penales	correspondientes	a	dicha	clase	de	concurso	de	delitos.	(...)”.
(Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	Acuerdo
Plenario	8-2007/CJ-116,	feb.	08/2008)
JURISPRUDENCIA	 VINCULANTE.—Corte	 Suprema	 precisa	 momento
consumativo	 del	 delito	 de	 robo.	 “(...)	 La	 acción	 de	 apoderarse	 mediante
sustracción,	materialmente,	define	al	delito	de	hurto	y,	por	extensión,	de	robo,
como	uno	de	resultado	y	no	de	mera	actividad.	Este	entendimiento	de	ambos
delitos,	 a	 su	 vez,	 fuerza	 a	 entender	 no	 sólo	 que	 el	 agente	 desapodera	 a	 la
víctima	de	la	cosa	–adquiere	poder	sobre	ella–	sino	también,	como	correlato,
la	 pérdida	 actual	 de	 la	misma	 por	 parte	 de	 quien	 la	 tuviera,	 situación	 que
permite	 diferenciar	 o	 situar	 en	un	momento	diferenciado	 la	 desposesión	del
apoderamiento.	 En	 tal	 virtud,	 el	 criterio	 rector	 para	 identificar	 la
consumación	se	 sitúa	en	el	momento	en	que	el	 titular	o	poseedor	de	 la	cosa
deja	de	tener	a	ésta	en	el	ámbito	de	protección	dominical	y,	por	consiguiente,
cuando	el	agente	pone	la	cosa	bajo	su	poder	de	hecho.	Este	poder	de	hecho	–
resultado	típico–	se	manifiesta	en	la	posibilidad	de	realizar	sobre	la	cosa	actos
de	disposición,	aun	cuando	sólo	sea	por	un	breve	tiempo,	es	decir,	cuando	tiene
el	 potencial	 ejercicio	 de	 facultades	 dominicales;	 sólo	 en	 ese	 momento	 es
posible	sostener	que	el	autor	consumó	el	delito.	(...)	la	disponibilidad	potencial,
que	 no	 efectiva,	 sobre	 la	 cosa	 –de	 realizar	 materialmente	 sobre	 ella	 actos
dispositivitos–	 (sic)	 permite	 desestimar	 de	 plano	 teorías	 clásicas	 como	 la
aprehensio	o	contrectatio	–que	hacen	coincidir	el	momento	consumativo	con
el	de	tomar	la	cosa,	la	amotio	–que	considera	consumado	el	hurto	cuando	la
cosa	ha	sido	trasladada	o	movida	de	lugar–	y	la	illatio	–que	exige	que	la	cosa
haya	 quedado	 plenamente	 fuera	 del	 patrimonio	 del	 dueño	 y	 a	 la	 entera
disposición	 del	 autor–;	 y,	 ubicarse	 en	 un	 criterio	 intermedio,	 que	 podría	 ser
compatible	con	la	teoría	de	la	ablatio	–que	importa	sacar	la	cosa	de	la	esfera
de	 custodia,	 de	 la	 vigilancia	 o	 de	 la	 actividad	 del	 tenedor,	 efectivo	 dominio
sobre	 la	 cosa–.	 El	 desplazamiento	 de	 la	 cosa	 en	 el	 espacio	 no	 es	 el	 criterio
definitorio	 del	 hurto,	 sino	 el	 desplazamiento	 del	 sujeto	 que	 puede	 realizar
actos	de	disposición.	(...)	la	consumación	en	estos	casos	viene	condicionada	por
la	disponibilidad	de	la	cosa	sustraída	–de	inicio	sólo	será	tentativa	cuando	no
llega	 a	 alcanzarse	 el	 apoderamiento	 de	 la	 cosa,	 realizados	 desde	 luego	 los
actos	 de	 ejecución	 correspondientes–.	 Disponibilidad	 que,	 más	 que	 real	 y
efectiva	–que	supondría	la	entrada	en	la	fase	de	agotamiento	del	delito–	debe
ser	 potencial,	 esto	 es,	 entendida	 como	 posibilidad	material	 de	 disposición	 o
realización	 de	 cualquier	 acto	 de	 dominio	 de	 la	 cosa	 sustraída.	 Esta
disponibilidad	 potencial,	 desde	 luego,	 puede	 ser	 momentánea,	 fugaz	 o	 de
breve	duración.	La	disponibilidad	potencial	debe	ser	sobre	 la	cosa	sustraída,
por	 lo	 que:	 (a)	 si	 hubo	 posibilidad	 de	 disposición,	 y	 pese	 a	 ello	 se	 detuvo	 al
autor	y	recuperó	en	su	integridad	el	botín,	la	consumación	ya	se	produjo;	(b)	si
el	agente	es	sorprendido	in	fraganti	o	in	situ	y	perseguido	inmediatamente	y
sin	interrupción	es	capturado	con	el	íntegro	del	botín,	así	como	si	en	el	curso
de	 la	persecución	abandona	el	botín	y	éste	es	recuperado,	el	delito	quedó	en
grado	 de	 tentativa;	 y,	 (c)	 si	 perseguidos	 los	 participantes	 en	 el	 hecho,	 es
detenido	uno	o	más	de	ellos	pero	otro	u	otros	logran	escapar	con	el	producto
del	robo,	el	delito	se	consumó	para	todos	(...)”	 (CSJ.	Sent.	Plen.,	 set.	30/2005,
Sent.	N°	1-2005/DJ-301-A.	S.S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Elemento	del	delito	de	robo.	“(...)	conforme	se	advierte
del	proceso,	la	conducta	imputada	al	encausado	(...),	respecto	a	la	agraviada
(...),	se	encuentra	prevista	en	el	 inciso	primero	del	artículo	ciento	ochentiséis
del	Código	Penal	y	no	configura	lo	normado	en	el	artículo	ciento	ochentinueve
del	código	acotado,	ya	que	no	medió	violencia	física	en	la	ejecución	del	hecho
criminoso,	 limitándose	 el	 encausado	 a	 ingresar	 en	 el	 domicilio	 de	 la
mencionada	 agraviada	 cuando	 ésta	 no	 se	 encontraba,	 con	 el	 objeto	 de
sustraer	un	minicomponente;	que,	si	bien	el	colegiado	ha	realizado	la	correcta
adecuación	de	la	conducta	incriminada	dentro	del	tipo	penal	que	corresponde,
en	aplicación	del	principio	de	determinación	alternativa,	no	ha	invocado	para
ello	 los	 siguientes	 presupuestos:	 a)	 homogeneidad	 del	 bien	 jurídico,	 b)
inmutabilidad	 de	 los	 hechos	 y	 las	 pruebas,	 c)	 preservación	 del	 derecho	 de
defensa,	d)	coherencia	entre	los	elementos	fácticos	y	normativos	para	realizar
la	correcta	adecuación	al	tipo	y	e)	favorabilidad	(...)”.	(CSJ.	Sent.,	ago.	06/99,
Exp.	N°	2334-99.	S.S.	Almenara	Bryson)
JURISPRUDENCIA.—Agraviado	en	el	delito	de	robo	“(...)	el	delito	contra	el
patrimonio	-	robo	agravado,	es	un	delito	pluriofensivo	en	el	cual	se	lesiona	no
sólo	el	patrimonio,	sino	la	libertad,	la	integridad	física	e	incluso	la	vida	de	las
personas;	 que,	 si	 tenemos	 en	 cuenta	 lo	 anterior,	 cuando	 un	 agente	 delictivo
atenta	 contra	 el	 patrimonio	 de	 una	 persona	 jurídica,	 despojándolo	 de	 sus
bienes,	no	sólo	resulta	agraviada	ésta,	sino	también	el	empleado	o	trabajador
de	la	empresa	afectada,	pues	la	primera	resulta	ser	víctima	del	delito	contra	el
patrimonio	 -	 robo,	 mientras	 que	 el	 dependiente	 (...)	 vienen	 a	 ser	 los
perjudicados	directos	con	la	acción	delictiva,	pues	son	éstos	quienes	sufren	la
violencia	o	 la	amenaza	para	lograr	el	despojo	patrimonial,	produciéndose	la
lesión	del	bien	jurídico;	por	último	el	colegiado	estima	que	en	todo	caso	será	al
momento	de	sentenciar	en	que	se	precisará	el	detrimento	patrimonial	sufrido
por	 la	 persona	 jurídica	 o	 por	 el	 dependiente,	 para	 los	 efectos	 de	 fijar	 la
reparación	 civil;	 en	 consecuencia,	 no	 procediendo	 considerar	 como
fundamento	que	los	sujetos	pasivos	no	han	sufrido	agravio	económico	alguno
para	excluirlos	del	proceso	en	su	condición	de	agraviados	 (...)”.	 (CSJ,	Exp.	N°
84-2000-A,	may.	04/2000.	S.S.	Villa	Bonilla)
JURISPRUDENCIA.—Participación	en	el	delito	de	robo.	“(...)	le
correspondió	un	rol	de	colaborador,	pues	su	concurso	se	circunscribió	a
ubicarse	en	la	inmediaciones	del	lugar	de	los	hechos	portando	un	fusil
automático	ligero,	no	apreciándose	que	tuviera	directamente	el	dominio	del
atentado	patrimonial	que	se	consumaba;	que,	no	obstante	lo	expuesto	el
colegiado	estima	que	en	vista	que	el	acusado	(...)	prestó	su	concurso	portando
un	arma	de	fuego	de	largo	alcance,	es	de	estimar	que	su	intervención
resultaba	sustancial	dentro	de	la	concepción	de	este	latrocinio,	dado	lo
determinante	que	podía	ser	un	arma	de	las	características	que	portaba	en
vista	de	sus	potenciales	efectos	letales,	disuadirían	cualquier	eventual
resistencia;	que,	teniendo	en	cuenta	lo	expuesto,	es	de	estimar	que	a	(...)	le
corresponde	la	calidad	de	partícipe	o	cómplice	primario	del	delito	contra	el
patrimonio	que	se	le	atribuye	(...)	que,	en	lo	que	se	refiere	a	(...)	éstos	como	se
tiene	dicho,	si	bien	concurrieron	a	la	escena	de	los	hechos,	su	participación	y
colaboración	si	bien	se	estima	dolosa	fue	de	carácter	secundario,	pues	sus
conductas	no	tuvieron	el	carácter	de	imprescindibles	para	la	consumación	de
los	hechos,	limitándose	a	efectuar	labores	de	vigilancia	y	de	favorecer	la	fuga
de	los	autores,	correspondiéndole	por	tanto	la	condición	de	partícipe	o
cómplice	secundario	(...)”.	(CSJ.	Huaura,	Exp.	N°	98-174(81),	ago.	05/99.	S.S.
Calderón	Castillo)
JURISPRUDENCIA.—Concepto	 de	 arma	 “(...)	 arma	 es	 el	 instrumento
destructivo	e	intimidante	por	excelencia	al	incrementar	la	capacidad	agresiva
del	 agente;	 que,	 como	 tal,	 las	 armas	 de	 fuego	 cumplen	 estas	 funciones:
destruir	 o	 intimidar;	 que,	 en	 el	 caso	 de	 autos	 el	 sujeto	 activo	 concertó	 el
atentado	 patrimonial	 con	 otro	 sujeto	 no	 identificado,	 para	 tal	 fin	 se
premunieron	 de	 un	 objeto	 tipo	 pistola	 con	 apariencia	 de	 arma	 real	 por	 su
forma,	 tamaño	 y	 color	 con	 la	 que	 el	 encausado	 (...)	 encañona,	 intimida	 e
inmoviliza	a	 la	víctima	a	 fin	de	arrebatarle	el	dinero	que	portaba,	producto
del	servicio	de	taxi	que	prestaba;	que,	la	pasividad,	sometimiento	y	reducción
a	la	que	fue	sometido	el	agraviado	se	debió	al	impacto	psicológico	que	sufrió
al	verse	amenazado	con	un	arma	de	 fuego	que	para	éste	evidentemente	era
real,	 ya	 que	 desconocía	 la	 realidad	 de	 tal	 objeto,	 lo	 que	 implica	 que	 un
instrumento	 con	 apariencia	 de	 arma	 real,	 cumple	 a	 cabalidad	 el	 fin
intimidatorio	 o	 amenazante	 que	 se	 da	 también	 al	 arma	 real,	 por	 ejemplo,
cuando	 es	 usada	 descargada,	 puesto	 que	 en	 la	 escena	 del	 hecho	 anuló	 a	 la
víctima,	 cualquier	 posibilidad	 de	 reacción	 y	 resistencia	 facilitando	 la
consumación	 del	 apoderamiento	 ilegítimo	 del	 dinero,	 resolución	 criminal
patrimonial	que	se	propusieron	los	agentes	(...)”.	(CSJ,	Exp.	N°	270/1999,	ene.
06/2000.	S.S.	Serpa	Segura)
JURISPRUDENCIA.—Uso	de	armas	de	juguete	no	configura	la	agravante
de	“a	mano	armada”	en	el	robo.	“Que,	sin	duda,	el	delito	cometido	es	el	de
robo	 agravado,	 con	 las	 circunstancias	 calificadas	 de	 perpetración	 en	 casa
habitada	durante	la	noche	y	con	el	concurso	de	dos	o	más	personas	–artículo
189,	 incisos	 1),	 2)	 y	 4),	 del	 Código	 Penal,	 según	 el	 texto	 de	 la	 Ley	 número
29407,	 del	 dieciocho	 de	 setiembre	 del	 dos	 mil	 nueve–.	 No	 concurre	 la
circunstancia	 de	 ataque	 a	 mano	 armada,	 prevista	 en	 el	 numeral	 3)	 del
artículo	189	del	Código	Penal	ya	citado,	porque	las	‘armas’	utilizadas	eran	de
juguete	–ese	es	el	factum	de	la	acusación–.	Es	de	precisar	que	el	fundamento
de	la	agravación	se	encuentra	en	el	peligro	que	para	la	vida,	la	integridad	o	la
salud	del	sujeto	pasivo	o	de	los	terceros	supone	la	utilización	de	tales	objetos	o
medios.	 No	 pueden	 considerarse	 tales	 las	 ‘armas’	 simuladas	 o	 inservibles,
porque,	 con	 independencia	de	 su	mayor	o	menor	parecido	con	 las	 reales,	no
pueden	desencadenar	nunca	 el	 peligro	 efectivo	de	 lesión	que	 la	 fundamenta
[Gonzáles	Rus:	Derecho	Penal,	Parte	Especial,	Tomo	 l.	Dykinson,	Madrid,	dos
mil	 cuatro:	 cuatrocientos	 sesenta	 y	 cinco]	 (…)”	 (CS,	 R.	 N.	 2676-2012-Junín,
mar.	11/2013.	S.	S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—La	simple	sindicación	del	agraviado	no	basta	para
derribar	la	presunción	de	inocencia.	“(...)	del	análisis	de	todo	lo	actuado	en
el	proceso,	se	determina	que	no	se	logró	demostrar	con	suficiencia	que	el	caso
amerita	 la	 responsabilidad	 penal	 del	 encausado	 (...)	 por	 delito	 de	 robo
agravado	 que	 se	 le	 atribuye	 (...),	 cabe	 precisar	 en	 el	 decurso	 del	 proceso,	 el
encausado	(...),	de	manera	uniforme,	sostiene	que	es	inocente	de	los	cargos	que
se	 le	 formulan,	 (...)	 quien	 señaló	 que	 fue	 involucrado	 debido	 a	 que	 en	 el
momento	 de	 los	 hechos	 cuando	 se	 dirigía	 a	 su	 domicilio,	 observó	 a	 dos
personas	 que	 corrían	 por	 su	 misma	 dirección	 quienes	 estaban	 siendo
perseguidos	a	pedradas	por	otra	persona	y	al	presenciar	tal	situación	opto	por
esconderse	 en	 una	 zanja,	 lugar	 en	 donde	 fue	 intervenido	 por	 el	 agraviado
sindicándole	que	 fue	uno	de	 los	agresores	que	 lo	asaltaron;	asimismo	refirió
que	 es	 una	 persona	 joven	 con	 grado	 de	 estudios	 superiores	 y	 se	 encuentra
laborando	 en	 una	 empresa	 distribuidora	 de	 medicamentos	 percibiendo	 un
ingreso	 mensual	 de	 cuatrocientos	 cincuenta	 a	 quinientos	 nuevos	 soles
mensuales	 (...)	 cuyas	 condiciones	 personales	 no	 le	 permiten	 efectuar	 el	 acto
delictivo	 que	 se	 le	 incriminó	 y	 además	no	 registra	 antecedentes	 penales	 (...)
Que	en	cuanto	a	los	argumentos	expuestos	por	la	señora	fiscal	superior	en	su
respectivo	 recurso,	 cabe	 indicar	 que	 las	 declaraciones	 testimoniales	 (...)	 no
pueden	otorgar	mayor	credibilidad	debido	al	grado	de	familiaridad	y	cercanía
de	las	citadas	testigos	con	el	agraviado	ya	que	una	de	ellas	es	su	cónyuge	y	la
otra	es	amiga	de	la	familia,	(...)”.	(C.	S,	R.	N.	2180-2008-Cusco,	feb.	19/2009.	V.
P.	Roberto	Barandiarán	Dempwolf)
COMENTARIO.—El	 concepto	 de	 arma.	 La	 doctrina	 y	 la	 jurisprudencia
entienden	por	arma	a	cualquier	 instrumento	apto	para	agredir	el	 físico	de
una	persona,	aunque	no	estuviera	especialmente	destinado	a	ese	fin	(lápiz,
paraguas,	bastones,	etc.).	Sólo	se	requiere	que	el	‘virtual’	instrumento	tenga
potencialidad	ofensiva.	En	cuanto	al	problema	de	si	la	utilización	de	armas
de	utilería,	fogueo,	o	descargadas,	dan	paso	o	no	a	la	aplicación	del	tipo	de
robo	 (Art.	 188)	 y	 en	 su	 caso	 a	 la	 agravante	 contemplada	 en	 el	 Art.	 189,
numeral	2,	la	jurisprudencia	nacional	ha	señalado	que	el	fundamento	de	la
agravante	 del	 robo	 ‘a	 mano	 armada’	 radica	 no	 precisamente	 o
exclusivamente	en	la	idoneidad	del	arma,	en	el	riesgo	o	puesta	en	peligro	de
la	integridad	física	del	agraviado	(como	ha	señalado	la	doctrina),	sino	en	el
efecto	intimidante	que	ésta	posee	sobre	la	víctima.	Por	tanto,	la	agravante	y
el	 robo	 mismo	 han	 de	 verse	 configurados	 si	 el	 agente	 utiliza	 armas	 de
utilería	o	fogueo	y	estas	causan	en	la	víctima	un	grado	de	intimidación.
CAPÍTULO	II-A
Abigeato
(Capítulo	incorporado	por	el	Art.	1°	de	la	Ley	26326)
C.	P.
ART.	189-A.—Hurto	de	ganado.	El	que,	para	obtener	provecho,
se	 apodera	 ilegítimamente	 de	 ganado	 vacuno,	 ovino,	 equino,
caprino,	porcino	o	auquénido,	total	o	parcialmente	ajeno,	aunque
se	 trate	 de	 un	 solo	 animal,	 sustrayéndolo	 del	 lugar	 donde	 se
encuentra,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	de	uno	ni	mayor	de	tres	años.
Si	concurre	alguna	de	 las	circunstancias	previstas	en	 los	 incisos
1,	 2,	 3,	 4	 y	 5	 del	 primer	 párrafo	 del	 artículo	 186,	 la	 pena	 será
privativa	de	libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	seis	años.
Si	 el	 delito	 es	 cometido	 conforme	 a	 los	 incisos	 2,	 4	 y	 5	 del
segundo	párrafo	del	artículo	186,	la	pena	será	no	menos	de	cuatro
ni	mayor	de	diez	años.
La	pena	será	no	menor	de	ocho	ni	mayor	de	quince	años	cuando
el	 agente	 actúa	 en	 calidad	 de	 jefe,	 cabecilla	 o	 dirigente	 de	 una
organización	destinada	a	perpetrar	estos	delitos.
C.	P.
ART.	 189-B.—Hurto	de	uso	de	ganado.	 El	 que	 sustrae	 ganado
ajeno,	con	el	fin	de	hacer	uso	momentáneo	y	lo	devuelve,	directa	o
indirectamente,	en	un	plazo	no	superior	a	setentidós	horas,	 será
reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	un	año	o	de
prestación	 de	 servicios	 a	 la	 comunidad	 no	 mayor	 de	 cincuenta
jornadas.	 Si	 la	 devolución	 del	 animal	 se	 produce	 luego	 de
transcurrido	dicho	plazo,	será	aplicable	el	artículo	anterior.
NOTA:	Artículo	rectificado	mediante	fe	de	erratas,	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	10
de	junio	de	1994.
C.	P.
ART.	 189-C.—Robo	 de	 ganado.	 El	 que	 se	 apodera
ilegítimamente	de	ganado	vacuno,	ovino,	equino,	caprino,	porcino
o	 auquénido,	 total	 o	 parcialmente	 ajeno,	 aunque	 se	 trate	 de	 un
solo	 animal,	 sustrayéndolo	 del	 lugar	 donde	 se	 encuentra,
empleando	 violencia	 contra	 la	 persona	 o	 amenazándola	 con	 un
peligro	inminente	para	su	vida	o	integridad	física,	será	reprimido
con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	ocho
años.
La	pena	será	privativa	de	libertad	no	menor	de	cinco	ni	mayor	de
quince	años	 si	 el	delito	 se	 comete	con	el	 concurso	de	dos	o	más
personas,	 o	 el	 agente	 hubiere	 inferido	 lesión	 grave	 a	 otro	 o
portando	 cualquier	 clase	 de	 arma	 o	 instrumento	 que	 pudiere
servir	como	tal.
Si	 la	 violencia	 o	 amenaza	 fuesen	 insignificantes	 la	 pena	 será
disminuida	en	un	tercio.
La	 pena	 será	 no	 menor	 de	 diez	 ni	 mayor	 de	 veinte	 años	 si	 el
delito	cometido	conforme	a	 los	 incisos	1,	2,	3,	4	y	5	del	segundo
párrafo	del	artículo	189.
La	pena	 será	no	menor	de	15	ni	mayor	de	25	años	 si	 el	 agente
actúa	en	calidad	de	jefe,	cabecilla	o	dirigente	de	una	organización
destinada	a	perpetrar	estos	delitos.
En	los	casos	de	concurso	con	delito	contra	la	vida,	el	cuerpo	y	la
salud,	 la	 pena	 se	 aplica	 sin	 perjuicio	 de	 otra	 más	 grave	 que
pudiera	corresponder	en	cada	caso.
CAPÍTULO	III
Apropiación	ilícita
C.	P.
ART.	190.—Apropiación	indebida.	El	que,	en	su	provecho	o	de
un	 tercero,	 se	 apropia	 indebidamente	 de	 un	 bien	 mueble,	 una
suma	de	dinero	o	un	valor	que	ha	recibido	en	depósito,	comisión,
administración	 u	 otro	 título	 semejante	 que	 produzca	 obligación
de	 entregar,	 devolver,	 o	 hacer	 un	 uso	 determinado,	 será
reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 dos	 ni
mayor	de	cuatro	años.
Si	 el	 agente	 obra	 en	 calidad	 de	 curador,	 tutor,	 albacea,	 síndico,
depositario	 judicial	o	en	el	ejercicio	de	una	profesión	o	 industria
para	 la	 cual	 tenga	 título	 o	 autorización	 oficial,	 la	 pena	 será
privativa	de	libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	seis	años.
Cuando	 el	 agente	 se	 apropia	 de	 bienes	 destinados	 al	 auxilio	 de
poblaciones	que	sufren	las	consecuencias	de	desastres	naturales	u
otros	 similares	 la	 pena	 será	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de
cuatro	ni	mayor	de	diez	años.
JURISPRUDENCIA	 VINCULANTE.—Si	 quien	 se	 apropia	 de	 un	 bien	 que
carece	de	dueño	merece	sanción	penal	por	delito	de	apropiación	ilícita,
con	 mayor	 motivo	 la	 merece	 quien	 se	 apropia	 de	 bienes	 ajenos	 que
pertenecen	a	dueño	cierto:	 la	no	aplicación	del	tipo	penal	de	hurto.	 “Es
claro	que	cuando	una	persona	entrega	a	otra	un	bien	mueble	con	un	encargo
específico,	y	éste	último	queda	en	calidad	de	depositario,	(en	custodia	legítima
del	bien),	lo	expolia	y	lo	agrega	a	su	dominio	patrimonial,	la	víctima	o	sujeto
pasivo	 resulta	 siendo	 quien	 entregó	 la	 cosa.	 8.2	 Cuando	 la	 cosa	 mueble	 se
entrega	en	pago	al	autorizado	de	facto	o	formalmente	(con	conocimiento	del
acreedor	 conforme	 a	 las	 reglas	 del	 Código	 Civil),	 el	 que	 paga	 se	 desliga	 del
bien	entregado	y	éste	se	incorpora	a	la	esfera	del	patrimonio	(en	propiedad)
del	 antes	 acreedor,	 en	 cuyo	 nombre	 el	 agente	 cobrador	 o	 recaudador	 lo
recibió.	 8.3	 Es	 preciso	 distinguir	 entre	 el	 cajero	 que	 opera	 en	 la	 sede	 o
domicilio	del	acreedor,	del	recaudador	que	cobra	en	el	domicilio	del	deudor	o
recibe	en	su	propio	y	particular	domicilio	el	bien	en	pago	total	o	parcial	del
crédito.	8.4	En	los	dos	últimos	casos,	no	es	factible	asumir	que	el	recaudador
sustrae	 los	 bienes	 recibidos	 para	 apropiárselos	 –lo	 que	 es	 característico	 del
hurto–,	 sino	 que,	 simplemente	 decide	 quedárselos	 para	 sí,	 incumpliendo	 el
deber	 de	 entrega	 al	 propietario,	 cuya	 confianza	 defrauda.	 8.5	 A	 mayor
abundamiento.	 el	 legislador	 nacional	 ha	 previsto	 el	 delito	 de	 apropiación
ilícita	 irregular	 en	 el	 artículo	 ciento	 noventa	 y	 dos	 del	 Código	 Penal,	 que
sanciona	 a	 quien	 se	 apropia	 de	 un	 bien	 perdido,	 de	 un	 tesoro,	 o	 de	 un	 bien
ajeno	en	cuya	 tenencia	entró	el	agente	por	error,	 caso	 fortuito	u	otra	causa
independiente	 de	 su	 voluntad.	 Siguiendo	 la	 línea	 de	 la	 regla	 jurídica
interpretativa	 ‘ad	 maioris	 ad	 minus’”,	 si	 quien	 se	 apropia	 de	 un	 bien	 que
carece	 de	 dueño,	 merece	 sanción	 penal	 por	 delito	 de	 apropiación	 indebida
irregular,	con	mayor	motivo,	tiene	que	serlo	quien	se	apropia	de	bienes	ajenos
que	pertenecen	a	dueño	cierto.	8.6	No	hay	por	tanto	en	el	asunto	sub	judice,	ni
vacío	 legal	 ni	 posibilidad	 de	 aplicación	 del	 tipo	 de	 hurto,	 en	 cuyo	 caso
extraordinario,	 tampoco	 cabría	 –como	 lo	 señala	 el	 Ministerio	 Público	 en	 el
presente	 proceso	 penal–	 una	 absolución;	 ocurre	 que	 el	 tipo	 de	 apropiación
indebida	 o	 ilícita,	 comprende	 como	 agraviado,	 en	 principio,	 al	 dueño	 de	 la
cosa	apropiada,	cuando	éste	fuera	quien	entrega,	al	acreedor	insatisfecho,	en
cuyo	nombre	el	sujeto	activo	no	recibe	el	bien,	en	los	casos	de	recibo	de	pago
total	o	parcial,	situación	que	la	doctrina	jurisprudencial	de	la	Corte	Suprema
de	 Justicia	 del	 Perú	 ha	 adoptado”.	 (CS,	 Cas.	 301-2011-Lambayeque,	 oct.
04/2012.	V.	P.	Salas	Arenas)
NOTA:	La	Casación	N°	301-2011-Lambayeque	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	01	de
abril	del	2013.
JURISPRUDENCIA.—Elementos	del	tipo.	“(...)	realizando	un	análisis	jurídico
valorativo	de	los	hechos	y	de	las	pruebas	actuadas	e	incorporadas	al	proceso
tenemos:	a)	Se	acusa	al	procesado	por	el	delito	de	apropiación	ilícita	previsto
y	 penado	 (...),	 por	 esta	 razón	 debemos	 señalar	 que	 el	 delito	 de	 apropiación
ilícita	es	aquella	(sic)	que	describe	una	conducta	típica	en	la	que	el	agente	o
sujeto	activo	en	su	provecho	o	de	un	tercero	se	apropia	indebidamente	de	una
suma	de	dinero	o	un	valor	recibido	en	depósito	o	administración	que	produzca
la	obligación	de	devolver.	Es	necesario	realizar	un	pequeño	análisis	de	lo	que
significa	 apropiarse	 en	 su	 provecho	 o	 de	 un	 tercero,	 aquí	 la	 doctrina	 más
aceptada	es	la	teoría	de	la	unión,	que	dice	que	la	apropiación	se	describe	como
la	incorporación	al	patrimonio	del	sujeto	activo,	bien	de	la	cosa	misma
de	la	que	se	ve	privado	el	propietario	o	bien	del	valor	incorporado	a	ella,	esto
se	ve	corroborado	con	el	concepto	clásico	de	los	delitos	contra	el	patrimonio
por	 el	 que	 el	 sujeto	 activo	 obtiene	 un	 determinado	 enriquecimiento,	 es
decir	lo	definitivo	es	el	ánimo	de	lucro	el	que	identifica	el	enriquecimiento.
(...)	 Además	 en	 este	 tipo	 de	 delito	 contra	 el	 patrimonio	 para	 la	 tipicidad
subjetiva	se	requiere	el	dolo,	es	decir	el	sujeto	activo	ha	de	conocer	y	querer
la	 apropiación	 de	 un	 bien	 ajeno,	 como	 lo	 señala	 el	 profesor	 Luis	 Bramont
Arias	 Torres,	 en	 este	 tipo	 de	 delitos	 se	 requiere	 ‘(...)	 el	 ánimo	 de	 lucro,	 que
comprende	 la	 intención	 de	 apoderarse	 del	 bien	 (disponer	 del	 bien	 como
propietario)	y	ha	de	obtener	un	beneficio	o	provecho,	para	si	o	para	un	tercero
(...)	el	tipo	subjetivo	exige	que	el	agente	o	el	tercero	favorecido	se	lucre	con	la
acción	 de	 la	 apropiación	 (...)	 la	 demora	 en	 la	 devolución	 del	 importe	 de	 los
cheques,	el	colegiado	considera	que	debe	merecer	una	sanción,	pudiendo	ser
ésta	de	 carácter	administrativa	 (...)”.	 (CSJ.	 Junín,	Exp.	N°	209-94,	oct.	 22/96.
S.S.	Torres	S.)
JURISPRUDENCIA.—La	 apropiación	 ilícita	 se	 diferencia	 de	 una
obligación	civil.	 “(...)	 el	 delito	 de	 apropiación	 ilícita	 se	 configura	 cuando	 el
agente	rehúsa	entregar	un	bien	mueble,	suma	de	dinero	o	un	valor	que	haya
recibido	 en	 depósito,	 comisión,	 administración	 u	 otro	 título	 que	 produzca
obligación	 de	 entregar	 o	 devolver.	 En	 el	 caso	 presente	 el	 procesado	 (...)
trabajó	 como	 chofer	 en	 la	 firma	agraviada	 y	 por	 órdenes	 de	 la	 empresa	 ha
repartido	cerveza	por	el	 sistema	de	crédito	con	consignación.	Esta	conducta
no	 es	 justiciable	 penalmente,	 más	 cuando	 los	 clientes	 no	 pagaron	 en	 su
momento	o	 en	 todo	 caso	 son	 ellos	 los	 que	 se	 apropiaron	 esos	 bienes	 y	 no	 el
chofer	 a	 quien	 lo	 hacen	 reconocer	 una	 deuda,	 con	 ello	 desaparece	 toda
conducta	 de	 relevancia	 penal	 en	 armonía	 con	 el	 artículo	 dos	 inciso	 c)	 de	 la
Constitución	 Política	 que	 señala	 que	 no	 hay	 prisión	 por	 deudas.	 La	 sola
obligación	de	pagar	una	deuda	amparada	en	un	documento	 transaccional	y
su	posterior	incumplimiento	es	de	naturaleza	civil	y	no	penal.	(...)”.	(CSJ.	Puno,
Exp.	N°	97-0063,	may.	26/99.	S.S.	Rozas	Escalante)
JURISPRUDENCIA.—Incumplimiento	 de	 obligaciones	 contractuales	 no
puede	 ser	 considerado	 como	 un	 elemento	 constitutivo	 del	 tipo	 penal
instruido.	“(...)	el	factor	condicionante	que	obliga	a	entregar	devolver	o	hacer
un	uso	determinado	un	bien,	 constituye	precisamente	que	 el	 agente	 lo	 haya
recepcionado	bajo	dicha	obligación;	de	manera	que	quien	no	ha	recibido	bien
alguno,	mal	 puede	 ser	 considerado	 como	 sujeto	 activo	 del	 delito	 (...)	 siendo
esto	así,	debe	precisarse	que	a	quien	el	agraviado	entrega	el	bien	en	alquiler
no	es	a	los	procesados	(...)	sino	al	también	encausado	(...)	tal	y	conforme	puede
apreciarse	(...)	que,	asimismo,	para	dicha	entrega	medió	entre	el	agraviado	y
el	 procesado	 (...)	 una	 relación	 contractual,	 de	 modo	 que	 si	 bien	 dicho
encausado	 no	 cumplió	 con	 sus	 obligaciones	 derivadas	 del	 acta	 contractual,
ello	 no	 puede	 ser	 considerado	 como	un	 elemento	 constitutivo	 del	 tipo	 penal
instruido,	mérito	a	lo	cual,	resulta	desvirtuado	el	ilícito	que	se	le	atribuye	(...)”.
(CSJ,	Exp.	N°	4281-1997,	jun.	08/98.	S.S.	Barandiarán	D.)
JURISPRUDENCIA.—Se	presume	vinculación	con	el	delito	de	apropiación
ilícita	 si	 no	 se	 sustenta	 egreso	 del	 monto	 dinerario.	 “(…)	 Recibida	 la
denuncia	 y	 sus	 recaudos,	 el	 juez	 especializado	 en	 lo	 penal	 sólo	 abrirá
instrucción	 si	 considera	 que	 de	 tales	 instrumentos	 aparecen	 indicios
suficientes	o	elementos	de	juicio	reveladores	de	la	existencia	de	un	delito,	que
se	ha	individualizado	a	su	presunto	autor	o	partícipe;	que	la	acción	penal	no
ha	prescrito	o	no	concurra	otra	causa	de	extinción	de	la	acción	penal.	El	auto
será	 motivado	 y	 contendrá	 en	 forma	 precisa	 los	 hechos	 denunciados,	 los
elementos	de	prueba	en	que	 se	 funda	 la	 imputación,	 la	 calificación	de	modo
específico	del	delito	o	los	delitos	que	se	atribuyen	al	denunciado,	la	motivación
de	las	medidas	cautelares	de	carácter	personal	o	real,	 la	orden	al	procesado
de	concurrir	a	prestar	su	instructiva	y	las	diligencias	que	deben	practicarse	en
la	instrucción.	(…).
En	este	sentido,	(…)	la	vinculación	con	el	delito	de	apropiación	ilícita	es	clara,
pues	 tal	 como	 consta	 en	 el	 auto	 de	 apertura	 de	 instrucción	 (…)	 no	 ha
sustentado	el	egreso	de	un	monto	dinerario	respecto	al	cual,	en	su	condición
de	gerente	general	de	 la	Caja	de	Beneficios	y	Seguridad	Social	del	Pescador,
tenía	 obligación	 de	 administrar.	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 01414-2007-PHC/TC,	 set.
01/2008.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—En	el	peculado	por	extensión	o	“peculado	impropio”,
los	 verbos	 rectores	 alternativos	 del	 comportamiento	 típico	 son
apropiarse	 y	 utilizar.	 “(…)	 en	 el	 denominado	 delito	 de	 peculado	 por
extensión	 o	 “peculado	 impropio”,	 los	 verbos	 rectores	 alternativos	 del
comportamiento	típico	son	apropiarse	y	utilizar.	Existe	apropiación	cuando	el
sujeto	 activo	 realiza	 actos	 de	 disposición	 personal	 de	 caudales	 o	 efectos	 de
propiedad	 del	 Estado	 y	 que	 el	 agente	 posee	 en	 razón	 de	 su	 cargo	 para	 su
correcta	 y	 diligente	 administración	 o	 custodia;	 y	 utilizar	 es	 servirse	 de	 bien
(entiéndase	caudal	o	efecto)	como	ejercicio	de	una	ilícita	“propiedad”	sobre	el
mismo	 y	 que	 excluye	 de	 ella	 al	 Estado.”	 (CS.	 Lima,	 Exp.	 N°	 2212-04,	 ene.
13/2005.	S.S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—Corte	 Suprema	 delimita	 por	 segunda	 vez	 el
peculado	 por	 extensión	 de	 la	 apropiación	 ilícita.	 “(…)	 antes	 de	 entrar	 a
analizar	 las	 pruebas	 actuadas	 en	 el	 presente	 caso,	 es	 necesario	 indicar	 si	 el
comportamiento	 del	 imputado	 se	 encuadra	 en	 el	 delito	 contra	 la
administración	 pública	 –peculado	 por	 extensión	 o	 en	 el	 delito	 contra	 el
patrimonio–	 apropiación	 ilícita	 en	 su	 forma	 agravada,	 ya	 que,	 ambos	 tipos
penales,	 regulan	 la	 conducta	 del	 encausado	 en	 su	 condición	 de	 depositario;
siendo	necesario	por	tanto	realizar	algunas	precisiones:	 i)	el	delito	contra	la
administración	pública	-	peculado	por	extensión,	se	encuentra	regulado	en	el
artículo	trescientos	noventa	y	dos	del	Código	Penal,	(…),	siendo	así,	esta	figura
penal	 comprende	por	 tanto,	 qué	 particulares	 (como	 en	 el	 presente	 caso),	 se
vinculan	en	forma	circunstancial	y	temporal	con	la	administración	pública;	es
de	 indicar,	 además	 que	 el	 precedente	 vinculante	 establecido	 en	 el
considerando	quinto	de	la	ejecutoria	suprema	número	dos	mil	doscientos	doce
-	cero	cuatro	de	fecha	trece	de	enero	del	dos	mil	cinco,	dejó	sentado	que	en	el
denominado	delito	de	peculado	por	extensión	o	peculado	impropio,	sus	verbos
rectores	alternativos	de	comportamiento	típico	son	apropiarse	y	utilizar,	por
cuanto	existe	apropiación	cuando	el	sujeto	activo	realiza	actos	de	disposición
personal	 a	 los	 caudales	 o	 efectos	 de	 propiedad	 del	 Estado	 y	 que	 el	 agente
posee	 en	 razón	 de	 su	 cargo	 para	 su	 correcta	 y	 diligente	 administración	 o
custodia;	 y	 utilizar	 es	 servirse	 del	 bien	 (entiéndase	 caudal	 o	 efecto)	 como
ejercicio	 de	 una	 ilícita	 “propiedad”	 sobre	 el	 mismo	 y	 que	 excluye	 de	 ella	 al
Estado;	 al	 sujeto	 activo,	 además	 de	 exigirle	 que	 cuente	 con	 la	 condición	 de
funcionario	o	servidor	público,	se	exige	que	cuente	también	con	una	relación
funcional	ineludible	con	los	efectos	y	caudales	del	Estado	objeto	del	delito.
ii)	 por	 otro	 lado,	 el	 delito	 de	 apropiación	 ilícita	 en	 su	 forma	 agravada,
regulado	en	el	inciso	dos	del	artículo	ciento	noventa	del	Código	Penal,	(…)	es
de	 indicar	que	en	este	caso	el	 “depositario	 judicial”	se	 trata	de	una	persona,
que	 inscrita	 en	 el	 listado	 respectivo,	 se	 constituye	 en	 guardador	 de	 bienes
muebles,	 que	 son	 incautados	 y/o	 embargados	 en	 el	 marco	 de	 un	 proceso
judicial,	son	por	tanto	nombrados	por	el	juez	de	la	causa.	Que	el	“depositario
judicial”	ha	de	cumplir	 su	actuación,	en	el	ámbito	de	 las	medidas	cautelares
que	se	tramitan,	dentro	o	fuera	de	un	proceso,	de	forma	específica,	siendo	en
esta	clase	de	delito	el	verbo	rector	la	apropiación	de	forma	definitiva	del	bien
o	 cuando	 hace	 uso	 determinado	 de	 aquel;	 estado	 consumativo	 que	 ha	 de
condecirse	 con	 ciertos	 actos	 de	 disposición	 que	 afecte	 el	 bien,	 que	 haya
advertir	ya	la	intención	de	ejercer	un	nuevo	dominio	sobre	la	cosa.”	(CS,	R.	N.
3396-2010,	feb.	21/2012.	S.	S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—El	 término	 “depositario”	 provoca	 un	 conflicto	 de
leyes	 entre	 el	 delito	 de	 apropiación	 ilícita	 y	 el	 delito	 de	 peculado	 por
extensión	que	debe	resolverse	a	favor	del	reo.	“(…)	estando	a	lo	expuesto,
es	de	 indicar	que	se	debe	tener	en	cuenta	para	esta	clase	de	casos,	donde	se
genera	cierto	nivel	de	dificultad	para	la	interpretación	jurídico	-	penal	de	las
normas	en	cuestión,	ya	que,	la	mención	“depositario”	–condición	imputada	al
encausado–	 se	 encuentra	 tanto	 prevista	 en	 el	 segundo	 párrafo	 del	 artículo
ciento	noventa	del	Código	Penal,	referido	al	delito	de	apropiación	ilícita,	como
en	el	artículo	trescientos	noventa	y	dos	del	código	acotado	respecto	al	delito
de	peculado	por	extensión,	que	 también	hace	 referencia	a	 la	apropiación	en
condición	de	depositario.	Por	ende,	al	apreciarse	en	este	caso	un	conflicto	de
aplicación	 de	 leyes	 penales,	 que	 pone	 en	 discusión	 la	 situación	 jurídica	 del
recurrente	 –en	 cuanto	 a	 la	 condena	 y	 pena	 a	 imponerse–,	 se	 considera	 que
debe	de	aplicarse	la	norma	más	favorable	a	éste,	conforme	lo	prevé	el	 inciso
once	del	 artículo	 ciento	 treinta	 y	nueve	de	 la	Constitución	Política	del	Perú,
que	 concuerda	 con	 el	 artículo	 seis	 del	 Código	 Penal	 (…)	 por	 tanto,	 este
supremo	 tribunal	 considera	 que	 (…)	 al	 existir	 una	 dualidad	 de	 preceptos
legales	aplicables	al	caso	concreto,	corresponde	aplicar	la	más	favorable,	que
viene	a	ser	el	tipo	penal	contra	el	patrimonio	en	su	modalidad	de	apropiación
ilícita	en	forma	agravada	–regulada	en	el	segundo	párrafo	del	artículo	ciento
noventa	del	Código	Penal–;	porque	resulta	beneficioso	en	cuanto	a	 las	penas
previstas.”	(CS,	R.	N.	3396-2010,	feb.	21/2012.	S.	S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—Precisiones	dogmáticas	sobre	la	apropiación	ilícita
o	indebida.	“4.1	“(...)	El	primer	predicado	rector	que	define	este	tránsito	de	lo
lícito	a	lo	ilícito	es	la	‘apropiación’,	entendida	esta	como	la	incorporación	a	la
esfera	propia	del	patrimonio	de	aquello	que	fue	recibido	meramente	a	título
posesorio.	 (...).	 4.3	 Lo	 que	 caracteriza	 a	 la	 posesión	 que	 da	 lugar	 a	 la
apropiación	indebida	es	que	el	sujeto	tiene	la	cosa	con	conciencia	de	que	aún
siendo	ajena,	le	corresponde	alguna	facultad	sobre	ella,	siquiera	sea	delegada
por	otro	(posesión	por	otro),	con	el	que	tiene	un	vínculo	jurídico,	como	ocurre
con	el	mandatario,	el	administrador,	el	representante	legal	entre	otros.	(...).
En	esencia,	la	distinción	entre	la	postura	en	pro	de	la	propiedad	y	la	postura
en	favor	del	patrimonio	radica	en	que,	mientras	que	en	la	primera	solamente
se	 consideran	 típicas	 las	 conductas	 que	 cristalicen	 en	 una	 apropiación
definitiva	por	la	integración	del	bien	en	la	esfera	de	dominio	del	sujeto	activo,
en	la	segunda,	esto	es,	en	la	postura	que	defiende	la	tipicidad	de	determinadas
formas	 de	 lesión	 del	 patrimonio	 se	 considera	 que	 el	 referido	 precepto
contempla	 dos	 infracciones	 penales	 de	 distinta	 naturaleza:	 las	 que	 atentan
directamente	contra	la	noción	de	propiedad	y	las	que	eventualmente	puedan
atentar	 contra	 el	 patrimonio	 criminalizando	 determinadas	 lesiones	 del
derecho	 de	 crédito	 que	 por	 sus	 circunstancias	 puedan	 considerarse
especialmente	 reprochables”.	 (CS,	 Cas.	 301-2011-Lambayeque,	 oct.	 04/2012.
V.	P.	Salas	Arenas)
C.	P.
ART.	 191.—Hurto	 impropio.	 El	 propietario	de	un	bien	mueble
que	 lo	sustrae	de	quien	 lo	 tenga	 legítimamente	en	su	poder,	con
perjuicio	 de	 éste	 o	 de	 un	 tercero,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	de	libertad	no	mayor	de	cuatro	años.
C.	P.
ART.	 192.—Apropiación	 de	 bien	 perdido	 o	 tesoro.	 Será
reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	dos	años	o
con	 limitación	 de	 días	 libres	 de	 diez	 a	 veinte	 jornadas,	 quien
realiza	cualquiera	de	las	acciones	siguientes:
1.	Se	apropia	de	un	bien	que	encuentra	perdido	o	de	un	tesoro,	o
de	la	parte	del	tesoro	correspondiente	al	propietario	del	suelo,	sin
observar	las	normas	del	Código	Civil.
2.	Se	apropia	de	un	bien	ajeno	en	cuya	 tenencia	haya	entrado	a
consecuencia	 de	 un	 error,	 caso	 fortuito	 o	 por	 cualquier	 otro
motivo	independiente	de	su	voluntad.
C.	P.
ART.	 193.—Apropiación	 de	 prenda.	 El	 que	 vende	 la	 prenda
constituida	en	su	favor	o	se	apropia	o	dispone	de	ella	sin	observar
las	 formalidades	 legales,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	no	menor	de	uno	ni	mayor	de	cuatro	años.
CAPÍTULO	IV
Receptación
C.	P.
ART.	 194.—Modificado.	 Ley	 30076,	 Art.	 1°.	 Receptación.	 El
que	adquiere,	recibe	en	donación	o	en	prenda	o	guarda,	esconde,
vende	o	ayuda	a	negociar	un	bien	de	cuya	procedencia	delictuosa
tenía	 conocimiento	 o	 debía	 presumir	 que	 provenía	 de	 un	 delito,
será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	uno	ni
mayor	de	cuatro	años	y	con	treinta	a	noventa	días-multa.
Ley	29407.
ART.	 4°.—Operativos	 especiales	 contra	 la	 receptación.	 La	 Policía
Nacional	 del	 Perú,	 de	 forma	 obligatoria,	 realiza	 operativos	 especiales	 de
intervención	de	locales,	formales	o	informales,	dedicados	a	la	venta	ilegal	de
vehículos	 automotores	 o	 autopartes	 en	 coordinación	 con	 el	 Ministerio
Público	 y	 las	 municipalidades,	 según	 corresponda,	 a	 fin	 de	 detectar,
prevenir	 y	 erradicar	 actos	 de	 receptación,	 previstos	 y	 sancionados	 en	 los
artículos	194	y	195	del	Código	Penal.
La	municipalidad	competente	procede	a	la	clausura	inmediata	de	aquellos
locales	 detectados	 en	 estos	 operativos,	 aplicando	 las	 sanciones	 que
correspondan.
PLENO	 JURISDICCIONAL	 PENAL.—Que	 el	 intermediario	 que	 ofrece	 la
ubicación	 o	 recuperación	 del	 vehículo	 hurtado	 o	 robado	 use	 o	 no	 la
amenaza	 es	 lo	 que	 confirma	 el	 delito	 de	 receptación	 o	 el	 delito	 de
extorsión.	 “(...)	 deben	 considerarse	 como	 una	 modalidad	 del	 delito	 de
extorsión	por	amenaza	(artículo	200	del	Código	Penal),	aquellos	casos	donde
el	intermediario	que	ofrece	la	ubicación	o	recuperación	del	vehículo	hurtado	o
robado,	a	cambio	de	una	contraprestación	económica	 indebida,	anuncie	que
de	 no	 aceptarse	 su	 oferta,	 será	 destruido,	 desaparecido,	 desmantelado,	 etc.
Que,	por	consiguiente,	cuando	no	medie	la	aludida	amenaza	y	en	atención	al
modo	 concreto	 de	 intervención	 que	 asuma	 el	 intermediario	 frente	 al	 titular
del	vehículo	afectado	(ayude	a	negociar	su	recuperación	o	procure	que	se	 le
adquiera	por	 un	precio),	 el	 hecho	antijurídico	 podrá	 ser	 calificado	 como	un
delito	de	receptación	agravada	(artículos	194	y	195	del	Código	Penal)”.	 (CS,
VIII	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitoria	-	2012
-	Acuerdo	Plenario	2-2012/CJ-116,	ene.	18/2013.	S.	S.	San	Martín	Castro)
NOTA:	El	VIII	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitoria	-	2012	se	publicó
en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	04	de	enero	del	2014.	Este	pleno,	si	bien	coincide	en	la	numeración
con	los	Acuerdos	Plenarios	-	2012,	difiere	en	los	contenidos	tratados	y	en	el	año	de	realización.
JURISPRUDENCIA.—Simple	 presunción	 del	 origen	 ilegítimo	 del	 objeto
cumple	la	exigencia	del	delito	de	receptación.	“25.-	El	comportamiento	del
delictivo	de	receptación	consiste	en	adquirir,	recibir	en	donación	o	en	prenda,
guardar,	 esconder,	 vender	 o	 ayudar	 a	 negociar	 un	 bien	 de	 procedencia
delictuosa,	teniendo	conocimiento	de	ello	o	debía	presumir	que	provenía	de	un
delito.
26.-	 Asimismo,	 es	 presupuesto	 del	 delito	 de	 receptación,	 el	 que	 se	 haya
cometido	 un	 ilícito	 anterior,	 dado	 que	 se	 exige	 que	 el	 bien	 proceda	 de	 un
delito,	es	decir,	no	sólo	se	configura	con	la	existencia	de	un	delito	anterior	y	el
conocimiento	previo	de	este,	sino	también,	se	verifica	con	la	simple	presunción
del	 origen	 ilegítimo	 del	 objeto”.	 (CS,	 Exp.	 A.	 V.	 05-2002,	 feb.	 01/2013.	 V.	 P.
Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Aplicación	 práctica	 del	 error	 de	 tipo.	 “(...)	 es	 cierto
que	ha	comprado	nueve	llamas	de	su	co	inculpado	(...)	pero	sin	embargo	antes
de	 los	hechos	el	 inculpado	(...)	 conoció	un	mes	antes	de	 los	hechos,	en	razón
que	trabajaba	como	triciclero,	así	como	también	le	ayudaba	llevando	a	diario
del	camal	hacia	su	domicilio	pellejos,	así	como	le	ayudaba	también	arrear	los
animales	que	compraba,	y	que	nunca	pensó	que	su	co	inculpado	se	dedicaría	a
la	actividad	delictiva	del	robo	de	ganado;	pero	sin	embargo	ha	sido	objeto	de
engaño	por	parte	del	inculpado	(...)	creyendo	en	la	buena	fe	de	éste	le	compró
sin	sospechar	de	la	procedencia	de	la	misma,	conforme	se	puede	advertir	de	su
declaración	instructiva.	De	todo	lo	actuado	se	advierte,	que	no	existe	prueba
idónea	 en	 que	 la	 inculpada	 (...)	 se	 dedica	 a	 comprar	 llamas	 de	 procedencia
dudosa,	máximo	si	se	tiene	en	cuenta	que	ha	sido	objeto	de	engaños	de	parte
de	 los	 inculpados;	 conforme	 se	 puede	 apreciar	 de	 la	 manifestación	 policial
(...)”.	(CSJ.	Huancavelica,	Exp.	N°	98-279-11091-JXPO,	jun.	30/99.	S.S.	Vilcanqui
Capaquira)
DOCTRINA.—La	receptación	sustitutiva.	“(...).
III.	 Primera	 crítica:	 la	 ‘receptación	 sustitutiva’	 no	 se	 tipifica	 sólo	 a
partir	de	la	LPCLA
(...).
Lo	mismo	 sucede	 con	 la	 Ley	 27765	 y	 el	 delito	 de	 receptación.	 Si	 bien	 se
puede	 conceder	 que	 aquella	 prevé	 algunos	 elementos	 o	 supuestos	 ya
contemplados	en	el	delito	de	receptación,	basta	leer	el	texto	de	cada	uno	de
ambos	para	advertir	que	el	delito	de	lavado	de	activos	sanciona	un	abanico
de	conductas	distintas	de	aquellas	que	reprime	el	delito	de	receptación.
(...).
5.	 Tampoco	 resultaría	 acertado	 decir	 que	 la	 ‘receptación	 sustitutiva’	 ha
sido	tipificado	sólo	a	partir	de	la	LPCLA	invocando	el	argumento	de	que	los
objetos	materiales	del	delito	de	lavado	de	activos	son	dinero,	bienes,	efectos
o	ganancias,	mientras	que	el	de	la	receptación	del	artículo	194	del	C.	P.	lo	es
únicamente	un	bien.	 Esta	hipótesis	 tendría	 que	partir	 por	 aceptar	 que	 los
efectos	y	las	ganancias	no	son	bienes,	y	que	en	la	‘receptación	sustitutiva’	el
bien	de	procedencia	delictuosa	es	el	que	se	adquiere	con	dinero	ilícito.	Si	así
fuera,	 cuando	C	 compra	un	automóvil	 a	V	que	a	 su	vez	 fue	 comprado	 con
dinero	proveniente	de	un	rescate	pagado	por	un	secuestro,	se	 tendría	que
decir	que	el	automóvil	no	es	un	bien,	sino	un	efecto	o	ganancia,	en	tanto	si
fuese	un	bien	pareciera	que	debería	ser	incluido	en	el	delito	de	receptación.
(...).
IV.	 Segunda	crítica:	 la	diferencia	entre	el	origen	 ilícito	del	 bien	 objeto	 del
delito	 de	 lavado	 de	 activos	 y	 la	 procedencia	 delictiva	 del	 bien	 objeto	 del
delito	de	receptación
(...).
Entre	 el	 objeto	 material	 de	 la	 receptación,	 en	 cualquiera	 de	 sus
modalidades,	 y	 el	 del	 delito	 de	 lavado	 de	 activos,	 existe	 una	 diferencia
fundamental:	 el	 bien	 de	 la	 receptación	 es	 uno	 de	 procedencia	 delictuosa,
mientras	que	en	el	delito	de	lavado	de	activos	el	origen	del	bien	es	ilícito.
V.	 Tercera	 crítica:	 la	 legislación	 extranjera	 no	 puede	 indicar	 que	 la
‘receptación	sustitutiva’	no	es	típica	en	el	Perú
(...).
Conocido	es	que	constituye	un	error	citar	doctrina	y	legislación	extranjera
por	el	simple	hecho	de	llenar	algún	vacío	o	aparentar	rigurosidad	científica,
sin	reparar	siquiera	en	si	existen	elementos	comunes	entre	la	norma	que	se
pretende	interpretar	y	la	que	se	invoca	para	la	interpretación.
(...).
En	suma,	es	equivocado	exigir	a	la	doctrina	y	a	la	legislación	españolas	que
den	una	respuesta	interpretativa	a	la	receptación	peruana.
VI.	Cuarta	crítica:	el	autor	del	delito	de	receptación	sí	puede	ser	autor	del
delito	anterior
(...).
Un	ejemplo	sirve	para	ilustrar	la	situación:	si	A	hurta	un	bien	a	B,	comete
delito	 de	 hurto.	 Y	 este	 delito,	 según	 una	 extendida	 interpretación
jurisprudencial	 y	 doctrinaria,	 se	 consuma	 cuando	A	 tiene	 la	 capacidad	 de
comportarse	 como	 propietario	 del	 bien	 hurtado,	 con	 la	 posibilidad	 de
disponer	de	él,	aunque	no	lo	haga.	En	ese	momento	se	consuma	el	delito.	De
ahí	 que	 lo	 que	 haga	 A	 con	 el	 bien	 una	 vez	 hurtado	 no	 puede	 ser
comprendido	 por	 el	 delito	 de	 hurto.	 Si	 logra	 disponer	 de	 él,	 por	 ejemplo,
vendiéndolo,	 ya	 no	 está	 cometiendo	 hurto.	 En	 otras	 palabras,	 hay	 una
diferencia	entre	quien	hurta	un	bien	y	se	queda	con	él,	y	quien	hurta	un	bien
y	lo	vende.	Ambos	cometen	el	delito	de	hurto,	pero	sólo	el	segundo	perpetra,
además,	junto	con	quien	compra	el	bien,	delito	de	receptación.
VII.	Quinta	crítica:	el	bien	jurídico	protegido	en	el	delito	de	receptación
(...).
Si	el	bien	jurídico	es	el	patrimonio,	parece	lógico	que	la	receptación	cumpla
con	 ciertas	 características	 (...)	 1)	 el	 sujeto	 activo	 realiza	 un
aprovechamiento	ulterior	de	los	bienes	que	proceden	de	un	delito	en	el	que
no	 ha	 participado;	 2)	 incorpora	 al	 circuito	 económico	 legal	 los	 bienes	 de
procedencia	 delictuosa;	 3)	 continúa	 o	 perpetúa	 el	 perjuicio	 sufrido	 por	 el
propietario	o	titular	del	bien	objeto	del	primer	delito;	y,	4)	dificulta	o	impide
lograr	la	restitución	del	bien.
VIII.	Sexta	crítica:	la	procedencia	delictuosa	del	bien	objeto	de	receptación
(...)	 en	 los	 casos	 de	 ‘receptación	 en	 cadena’	 la	 procedencia	 del	 bien	 es
delictiva,	 pues	 el	 bien	 que	 se	 adquiere,	 recibe	 en	 donación	 o	 en	 prenda	 o
guarda,	esconde,	vende	o	ayuda	a	negociar	es	el	mismo	bien	que	procede	de
la	comisión	de	un	delito.
(...).
Con	 la	 ‘receptación	 sustitutiva’	 sucede	 lo	mismo,	 pues	 la	 procedencia	 del
bien	es	también	delictuosa.	(...).	La	letra	de	la	ley	es	lo	suficientemente	clara
cuando	exige	que	lo	delictuoso	tiene	que	ser	la	procedencia	del	bien,	y	no	el
acto	jurídico	o	de	la	operación	comercial	en	virtud	de	la	cual	se	lo	adquiere.
Para	 decirlo	 con	 un	 ejemplo:	 A	 compra	 un	 automóvil	 con	 dinero	 que	 él
mismo	robó	a	un	 tercero,	y	 le	entrega	el	 automóvil	 a	B,	quien	conoce	que
dicho	bien	fue	comprado	con	dinero	proveniente	de	una	actividad	delictiva.
¿Comete	 o	 no	 B	 el	 delito	 de	 receptación	 del	 artículo	 194	 del	 C.	 P.?	 La
respuesta	 depende	 de	 si	 se	 considera	 que	 la	 procedencia	 del	 bien	 es
delictiva	 o	 no;	 y	 pareciera	 que	 si	 bien	 el	 automóvil	 fue	 adquirido	 en	 una
tienda	pública	y	que,	por	ende,	se	podría	pensar	que	su	origen	es	entonces
lícito,	no	es	menos	cierto	que	al	 ser	comprado	con	dinero	proveniente	del
narcotráfico	el	origen	del	bien	es	delictivo.	De	hecho,	si	el	vendedor	hubiera
sabido	o	le	hubiera	sido	exigible	que	presumiera	que	el	comprador	pagó	el
precio	con	dinero	proveniente	de	una	actividad	delictiva,	hubiera	cometido
delito	de	receptación.	Lo	mismo	se	tendrá	que	decir	respecto	de	aquel	que
compra	el	automóvil	a	B,	en	donde	la	procedencia	del	automóvil	no	cambia.
(...).”	 (MÉNDEZ	MEINI,	 Iván	Flabio.	El	delito	de	receptación,	 la	 receptación
“sustitutiva”	y	la	receptación	en	“cadena”	según	el	criterio	de	la	Primera	Sala
Penal	 Transitoria	 de	 la	 Corte	 Suprema.	 Lima	 -	 Perú,	 Editado	 por	 Justicia
Viva;	págs.	10	y	ss.)
C.	P.
ART.	194-A.—Modificado.	Ley	29316,	Art.	1°.	Distribución	de
señales	de	satélite	portadoras	de	programas.	El	que	distribuya
una	 señal	 de	 satélite	 portadora	 de	 programas,	 originariamente
codificada,	 a	 sabiendas	 que	 fue	 decodificada	 sin	 la	 autorización
del	 distribuidor	 legal	 de	 dicha	 señal,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	de	la	 libertad	no	menor	de	dos	ni	mayor	de	seis	años	y
con	treinta	a	noventa	días	multa.
NOTA:	 Según	 la	 Tercera	Disposición	 Complementaria	 Final	 de	 la	 Ley	 29316,	 del	 14	 de	 enero	 del
2009,	cualquier	persona	agraviada	por	la	realización	de	actividades	tipificadas	en	los	artículos	186-A,
194-A	y	444-A	del	Código	Penal	podrá	exigir	la	indemnización	por	los	daños	y	perjuicios	ocasionados
como	consecuencia	de	tales	actividades,	de	acuerdo	a	lo	establecido	por	el	artículo	1969	del	Código
Civil.
C.	P.
ART.	 195.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1215,	 Única	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Formas	 agravadas.	 La	 pena
privativa	 de	 libertad	 será	 no	menor	 de	 cuatro	 ni	mayor	 de	 seis
años	y	de	sesenta	a	ciento	cincuenta	días-multa:
1.	 Si	 se	 trata	 de	 vehículos	 automotores,	 sus	 autopartes	 o
accesorios.
2.	 Si	 se	 trata	 de	 equipos	 de	 informática,	 equipos	 de
telecomunicación,	sus	componentes	y	periféricos.
3.	 Si	 la	 conducta	 recae	 sobre	 bienes	 que	 forman	 parte	 de	 la
infraestructura	 o	 instalaciones	 de	 transporte	 de	 uso	 público,	 de
sus	 equipos	 o	 elementos	 de	 seguridad,	 o	 de	 prestación	 de
servicios	 públicos	 de	 saneamiento,	 electricidad,	 gas	 o
telecomunicaciones.
4.	Si	se	trata	de	bienes	de	propiedad	del	Estado	destinado	al	uso
público,	fines	asistenciales	o	a	programas	de	apoyo	social.
5.	Si	se	realiza	en	el	comercio	de	bienes	muebles	al	público.
La	pena	será	privativa	de	libertad	no	menor	de	seis	ni	mayor	de
doce	años	si	se	trata	de	bienes	provenientes	de	la	comisión	de	los
delitos	de	robo	agravado,	secuestro,	extorsión	y	trata	de	personas.
CAPÍTULO	V
Estafa	y	otras	defraudaciones
C.	P.
ART.	 196.—Estafa.	 El	 que	 procura	 para	 sí	 o	 para	 otro	 un
provecho	 ilícito	 en	 perjuicio	 de	 tercero,	 induciendo	 o
manteniendo	 en	 error	 al	 agraviado	 mediante	 engaño,	 astucia,
ardid	u	otra	forma	fraudulenta,	será	reprimido	con	pena	privativa
de	libertad	no	menor	de	uno	ni	mayor	de	seis	años.
JURISPRUDENCIA.—Las	características	de	la	víctima	de	estafa	son	el
módulo	de	referencia	de	la	idoneidad	del	engaño.	“(…)	la	característica
del	delito	de	estafa	es	el	engaño	que	produce	un	error	en	la	persona	y	como
consecuencia	de	ello	realiza	una	disposición	patrimonial	del	que	derive
perjuicio	(…)	el	engaño	como	conducta	que	crea	un	riesgo	típicamente
relevante,	es	la	falta	de	verdad	en	lo	que	se	dice	o	hace,	y	es	tanto	la	acción	de
engañar	–como	el	efecto–	que	el	sujeto	pasivo	crea	algo	que	no	es	verdad	(…)
para	ello	se	tendrá	en	cuenta	todas	las	circunstancias	conocidas	y
reconocibles	por	el	hombre	prudente	en	el	círculo	social	del	autor	más	sus
conocimientos	especiales	(…)	habrá	que	tener	en	cuenta	todas	las
circunstancias	que	concurran	en	el	hecho,	incluidas	sobre	todo	las
características	de	la	víctima	y	los	conocimientos	que	tuviera	el	autor	sobre
todo	ello.	Las	características	de	la	víctima	se	convierten	en	el	módulo	de
referencia	de	la	idoneidad	del	engaño	en	el	caso	concreto.	(…).”	(CSJL.,	Exp.	03-
06,	jul.	17/2009.	S.S.	Vidal	Morales)
JURISPRUDENCIA.—La	punición	de	la	estafa	no	protege	la	propiedad	ni
la	posesión,	sino	la	disposición	de	los	bienes.	“Bien	jurídico	protegido.	El
bien	jurídico	de	tutela	penal	no	es	la	propiedad	o	la	posesión,	sino	la
disposición	o	ataque	bienes	muebles	o	inmuebles,	derechos	o	cualquier	otro
objeto	de	valor	económico	que	integra	el	patrimonio	ajeno	del	tercero	y	su
consecuente	disminución	económica.	Así	mismo,	no	siempre	se	exige	la
entrega	de	un	objeto	mediante	engaño	sino	la	cesión	de	un	derecho	o	que
simplemente	renuncie	al	mismo.	(...).
10.7.	El	aspecto	subjetivo	del	injusto	de	estafa.	Se	exige	a	los	intervinientes
(autor	o	cómplices)	en	el	hecho	punible	común	el	conocimiento	no	en	sentido
naturalístico	sino	en	clave	normativa	de	todos	los	elementos	objetivos	y
subjetivos	del	tipo	penal	en	cuestión.	Pues	no	basta	una	simple	intervención	en
la	etapa	previa	o	en	la	ejecución	del	delito	para	responder	penalmente,	sino
que	es	necesario	que	normativamente	se	considere	a	los	intervinientes
competentes	por	la	realización	del	injusto	común	o	conjunta	del	delito	a	título
de	dolo”.	(CSJL,	Exp.	00172-2011-6-1826-JR-PE-01,	abr.	23/2013.	Pres.	Susana
Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—Configuración	del	tipo	penal	de	estafa.	“(...)	el	delito
de	 estafa	 se	 configura	 cuando	 el	 sujeto	 activo	 actuando	 con	 dolo	mediante
engaño,	 astucia,	 mantiene	 en	 error	 al	 sujeto	 pasivo,	 para	 disponer	 de	 su
patrimonio	 ocasionándole	 un	 perjuicio	 económico,	 es	 decir	 mediante
simulación	y	ánimo	de	lucro,	persigue	un	beneficio	económico	menoscabando
el	 patrimonio	 de	 otro	 (sujeto	 pasivo)	 situación	 que	 no	 se	 ha	 dado	 en	 el
presente	 caso,	 por	 cuanto	 el	 inculpado	 con	 el	 agraviado	 han	 celebrado	 un
contrato	verbal	de	compra	y	venta,	que	generó	obligaciones	recíprocas	sujetas
a	 un	 precio	 y	 a	 un	 plazo,	 teniendo	 el	 agraviado	 que	 entregar	 ocho	 mil
trescientos	ochentiséis	pies	de	madera	al	inculpado	por	haber	recibido	de	éste
un	adelanto	y	haber	pagado	el	aserrio	de	la	madera;	el	inculpado	a	su	vez	se
obliga	 a	 cancelar	 el	 importe	 restante	 de	 la	 compra	 venta,	 dentro	 de	 un
determinado	plazo,	que	éste	a	su	vez	 incumplió;	pero	en	ningún	momento	el
inculpado	ha	mantenido	en	error	al	agraviado,	porque	éste	sabía	que	estaba
dando	 fiado	 la	madera	y	esperaba	un	cumplimiento,	 lo	que	no	se	concretó	y
que	en	todo	caso	la	conducta	engañosa	del	agente,	para	apropiarse	del	bien,
fue	posterior,	 lo	que	desvirtúa	la	concurrencia	de	los	elementos	constitutivos
del	 delito	 de	 estafa	 como	 son	 el	 engaño,	 astucia,	 ardid,	 mantener	 en	 error,
acto	de	disposición	patrimonial,	perjuicio	y	dolo	y	que	la	sola	ausencia	de	uno
de	estos	elementos	trae	como	consecuencia	la	no	comisión	del	delito	imputado
(...)”.	(CSJ.	Ucayali,	Exp.	N°	237-97,	set.	16/97.	S.S.	Ramírez	Garay)
JURISPRUDENCIA.—El	 delito	 de	 estafa	 y	 los	 principios	 de	 los	 títulos
valores.	“(...)	en	materia	de	títulos	valores	existen	distintos	principios	dentro
de	los	cuales	se	encuentra	el	principio	de	literalidad,	el	cual	conforme	señala
la	doctrina	‘(...)	la	literalidad	(...)	del	derecho	documental	significa	que	sólo	lo
que	 resulta	 de	 los	 términos	 en	 que	 está	 redactado	 el	 título	 determina	 el
contenido,	 los	 alcances	 y	modos	 del	 ejercicio	 de	 los	 derechos	 cartulares.	 De
esta	 manera,	 ni	 el	 acreedor	 ni	 el	 deudor	 podrán	 invocar	 acciones	 que	 no
aparezcan	del	documento	(...)’	agregando	seguidamente	que	‘(...)	la	literalidad
fija,	determina	el	contenido	y	límites	de	la	obligación	cartular	mencionada	en
el	documento	y,	por	lo	tanto,	los	del	derecho	del	tenedor	del	título	valor,	quien
solamente	puede	reclamar	el	cumplimiento	de	la	obligación	de	acuerdo	con	lo
que	 aparece	 escrito	 en	 el	 documento	 (...)’	 (Montoya	 Manfredi,	 Ulises,
Comentarios	 a	 la	 Ley	 de	 Títulos	 Valores,	 Editorial	 San	Marcos,	 Lima,	 1997,
pág.	36);	y	que	en	el	caso	concreto	aparece	como	endosatario	del	título	valor
(...),	 como	 se	 colige	 (...)	 que	ante	el	 reclamo	efectuado	por	el	agraviado	a	 la
Superintendencia	 de	 Banca	 y	 Seguros,	 ésta	 le	 cursa	 una	 comunicación
haciéndole	 conocer	 que	 el	 monto	 de	 su	 indemnización	 asciende	 a	 mil
seiscientos	diecinueve	punto	sesenta	y	cuatro	dólares	americanos	la	que	está	a
su	disposición,	de	lo	que	se	concluye	que	el	ente	administrativo	encargado	de
investigar	este	hecho	no	advirtió	irregularidades	(...)	estando	a	lo	anterior	los
hechos	que	se	atribuyen	al	recurrente	constituyen	actos	propios	de	la	función
de	corredores	de	seguros	que	realizan,	no	constituyendo	esta	conducta	delito
de	estafa	(...)”.	(CSJ,	Exp.	N°	5735-97-B,	mar.	19/98.	S.S.	Baca	Cabrera)
JURISPRUDENCIA.—Figura	penal	de	la	estafa	excluye	la	mera	existencia
de	 una	 relación	 jurídica	 contractual	 para	 englobar	 el	 elemento
subjetivo	 del	 agente.	 “(…)	 Al	 respecto,	 no	 puede	 interpretarse	 que	 los
alcances	y	efectos	de	 la	existencia	de	una	obligación	dineraria,	nacida	de	un
contrato,	y	con	la	concurrencia	de	ciertos	elementos,	tales	como	objeto	lícito,
causa	 lícita,	 capacidad	 y	 consentimiento,	 resulte	 igualmente	 aplicable	 a	 la
figura	penal	de	 la	 estafa,	 la	 cual	 excluye	 la	mera	existencia	de	una	 relación
jurídica	 contractual,	para	englobar	otros	elementos,	 tales	 como	el	 subjetivo,
plasmado	en	la	existencia	de	dolo	y	ánimo	de	obtener	un	provecho	indebido;	y
el	objetivo,	plasmado	en	la	existencia	de	la	inducción	a	error	y	de	un	daño.	En
ese	sentido,	resulta	importante	tener	en	cuenta	que	en	el	caso	de	una	condena
penal	por	delito	de	estafa,	no	se	privilegia	la	obligación	de	un	pago	nacido	de
una	 relación	 convencional,	 sino,	 fundamentalmente,	 la	 propia	 eficacia	 del
poder	punitivo	del	Estado	y	 los	principios	que	detrás	de	ella	subyacen,	como
son	el	control	y	la	regulación	de	las	conductas	de	acuerdo	con	ciertos	valores	y
bienes	 jurídicos	 que	 se	 consideran	 dignos	 de	 ser	 tutelados.	 (…)”.	 (TC,	 Exp.
05589-2006-PHC/TC,	mar.	16/2007.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Cinco	 elementos	 que	 deben	 concurrir	 para
configurar	el	delito	de	estafa.	 “a)	 el	 engaño,	 la	 simulación	 o	 disimulación
entendida	 como	desfiguración	 de	 lo	 verdadero	 y	 capaz	 de	 inducir	 a	 error	 a
una	o	varias	personas;	b)	la	inducción	o	mantenimiento	en	error,	la	conducta
engañosa	 debe	 tener	 como	 consecuencia	 un	 error	 en	 el	 sujeto	 pasivo;	 c)	 la
disposición	 patrimonial,	 por	 parte	 de	 la	 víctima	 del	 engaño;	 d)	 perjuicio
patrimonial,	 implica	que	el	sujeto	pasivo	deberá	surgir	un	engaño	real	en	su
patrimonio,	pues	sufre	una	disminución	del	conjunto	de	valores	económicos	y
e)	 provecho	 propio,	 implica	 que	 el	 sujeto	 activo	 se	 procura	 una	 ventaja
económica,	 como	 resultado	 de	 la	 disposición	 patrimonial	 realizada	 por	 la
víctima	del	engaño”	(CSJL	,	Exp.	22102-2008-0-1801-JR-PE-15,	jul.	08/2011.	V.
P.	Poma	Valdivieso)
JURISPRUDENCIA.—Un	indicio	de	mala	 justificación	del	 imputado	en	el
delito	de	estafa:	confiar	en	un	prontuariado	delincuente.	“Que	en	virtud	a
las	 afirmaciones	 expuestas	 y	 conforme	 lo	 sustentó	 el	 colegiado	 superior	 al
emitir	 la	 sentencia	 materia	 de	 análisis	 –ver	 fundamento	 jurídico	 tercero–,
existe	 un	 indicio	 de	 mala	 justificación	 en	 la	 versión	 exculpatoria	 del
encausado	(...);	pues	resulta	ilógico	e	incoherente,	de	acuerdo	con	las	reglas	y
las	máximas	de	la	experiencia,	que	una	persona	que	se	encuentra	fuera	de	un
establecimiento	penitenciario	solicite	ayuda,	en	la	forma	como	los	encausados
involucrados	 sostienen,	 a	 un	 interno	 del	 penal;	 por	 ello,	 también	 resulta
absurdo	sostener	que	desconocía	del	mal	uso	que	su	coencausado	(...)	daría	a
la	línea	telefónica;	es	más,	si	esta	persona	se	encontraba	recluida	y,	según	el
certificado	de	antecedentes	penales	que	obra	en	autos,	 era	un	prontuariado
delincuente	 que	 registraba	 seis	 condenas	 por	 diversos	 delitos	 contra	 el
patrimonio	 (...)	 si	 bien	 el	 encausado	 (...)	 mantiene	 una	 negativa	 constante,
debe	 advertirse	 que	 tal	 actitud,	 así	 como	 los	 agravios	 que	 expone	 en	 su
recurso	 de	 nulidad,	 carecen	 de	 sustento	 para	 ser	 validados;	 especialmente
porque	él	también	registra	diversos	procesos	por	este	mismo	delito	y	por	otro
contra	 la	 fe	 pública	 (...)”.	 (C.	 S.,	 R.	 N.	 2116-2014-Lima,	 ago.	 08/2015.	 V.	 P.
Prado	Saldarriaga)
DOCTRINA.—Las	 calidades	 personales	 del	 comprador	 influyen	 para
determinar	 si	 el	 vendedor	 debe	 asumir	 posición	 de	 garante	 y	 la
obligación	 de	 impedir	 el	 resultado	 dañoso	 en	 el	 delito	 de	 estafa.	 “Lo
que	sí	genera	aún	ardua	polémica	es	la	determinación	de	las	condiciones	a
partir	de	las	cuales	resulta	dable	afirmar	que	la	argucia	o	el	engaño	reúnen
los	 presupuestos	 objetivos	 exigidos	 por	 la	 norma	 penal	 para	 predicar	 la
configuración	 del	 delito	 estafa.	 Sobre	 el	 particular	 se	 conocen	 dos
posiciones.	La	primera	le	asigna	una	gran	preponderancia	al	significado	de
artificio,	conforme	al	cual	la	estafa	es	un	delito	de	inteligencia,	que	requiere
el	 despliegue	 de	 actos	 hábilmente	 preparados	 y	 bien	 concebidos	 para
revestir	capacidad	de	inducir	en	error	a	la	víctima	(3).
(...).
La	 segunda	 posición	 aconseja	 examinar	 con	 una	 mayor	 flexibilidad	 el
medio	engañoso	cuando	se	 trata	del	 sujeto	engañado.	Quienes	 la	profesan
rechazan	la	doctrina	francesa	de	la	‘mise	en	scène’,	según	la	cual	no	bastan
las	palabras	y	discursos	mentirosos	sino	el	despliegue	de	actos	exteriores	a
cuyo	amparo,	hábilmente,	se	induce	a	creer	lo	que	en	realidad	no	es.
(...).
Aunque	 la	 sala	en	 la	 sentencia	del	27	de	octubre	de	2004	 fue	expresa	en
señalar	que	lo	allí	decidido	no	constituía	un	cambio	jurisprudencial	frente	al
pronunciamiento	 emitido	 algo	 más	 de	 un	 año	 antes,	 por	 tratarse,	 según
expresó,	‘de	un	pensamiento	elaborado	para	una	situación	muy	distinta	a	la
que	ahora	se	estudia’,	 lo	cierto	es	que	sí	 implicó	una	variación	de	criterio,
porque	 si	 bien	 en	 el	 caso	decidido	 inicialmente	por	 la	 corte,	 esto	 es	 en	 el
pronunciamiento	del	12	de	junio	de	2003,	el	comprador	era	consciente	del
hecho	 de	 adquirir	 un	 bien	 gravado	 con	 hipoteca,	 lo	 cual	 no	 sucedió	 en	 el
proceso	 conocido	 posteriormente,	 la	 verdad	 es	 que	 en	 aquél	 el	 vendedor
ocultó	al	comprador	que	el	bien	objeto	de	negociación	se	encontraba	para
ese	momento	embargado.
Sea	 como	 fuere,	 para	 la	 sala	 ahora,	 en	 temas	 como	el	 presente,	 donde	 se
juzgan	 hechos	 basados	 en	 las	 relaciones	 sociales,	 no	 pueden	 establecerse
reglas	rígidas	sino	tener	en	cuenta	las	circunstancias	concretas	de	cada	caso
para	determinar	si	 la	actitud	reticente	de	una	de	las	partes	contratantes	al
ocultar	 la	 existencia	 de	 un	 gravamen	 o	 una	 medida	 cautelar	 tiene	 o	 no
idoneidad	 para	 inducir	 en	 error.	 Para	 el	 efecto	 será	 menester,	 entonces,
considerar	 aspectos	 tales	 como	 el	 nivel	 intelectual	 del	 sujeto	 pasivo	 de	 la
conducta,	 su	 pericia	 en	 asuntos	 de	 la	 naturaleza	 de	 la	 cual	 se	 trata,	 sus
experiencias,	 el	 medio	 social	 en	 donde	 se	 desenvuelve	 (8)	 y	 las
herramientas	jurídicas	brindadas	por	el	Estado	para	su	protección.
(...).
Hablando	en	 términos	de	 la	 teoría	de	 la	 imputación	objetiva,	 implica	que
quien	 ostenta	 un	 nivel	 de	 preponderancia	 sobre	 alguien	 que,	 por	 su	 bajo
grado	 académico,	 cultural	 o	 social,	 carece	 de	 suficiente	 capacidad	 para
entender	 cabalmente	 los	 pormenores	 de	 un	 negocio	 jurídico,	 asume	 la
posición	de	garante	para	la	evitación	de	resultados	dañosos	cuando	con	su
comportamiento	 ha	 generado	 un	 riesgo	 jurídicamente	 desaprobado,
siempre	 que	 conociese	 las	 condiciones	 especiales	 del	 sujeto	 pasivo	 de	 la
conducta.	 Solamente	 en	 esos	 casos,	 si	 no	 actúa	 de	 conformidad	 con	 la
posición	 de	 garante	 que	 el	 ordenamiento	 jurídico	 le	 atribuye,	 le	 será
imputable	de	manera	objetiva	el	resultado.
En	esas	condiciones,	no	asumirá	la	posición	de	garante	y,	por	lo	mismo,	no
tendrá	 la	 obligación	 de	 impedir	 el	 resultado	 dañoso	 el	 vendedor	 que	 se
encuentra	 respecto	 del	 comprador	 en	 un	 plano	 de	 equilibrio	 frente	 al
conocimiento	de	los	alcances,	vicisitudes	y	consecuencias	de	la	transacción
que	celebran”.	(CS.	de	Colombia,	Cas.	Penal,	Sent.	jun.	10/2008.	Rad.	28693.
M.	P.	María	del	Rosario	González	de	Lemos)
_____________
(3)	Cfr.	Antonio	José	Martínez	López	en	Estudios	de	Derecho	Penal	Especial,	varios	autores,	Editora
Jurídica	de	Colombia,	primera	edición	1992,	pág.	288.
(8)	Cfr.	Antonio	José	Martínez	López,	obra	citada,	pág.	288.
DOCTRINA.—El	delito	de	estafa	se	consuma	al	momento	de	obtener	el
provecho	 ilícito.	 “(…)	 Al	 respecto	 es	 oportuno	 precisar	 que	 si	 bien	 el
referido	 punible	 es	 de	 carácter	 instantáneo	 y	 de	 resultado,	 en	 cuanto	 el
legislador	 exige	 para	 que	 se	 entienda	 consumado	 una	 circunstancia
específica,	esto	es,	la	obtención	de	provecho	ilícito	para	sí	o	para	un	tercero,
en	oposición	a	los	delitos	permanentes,	cuya	consumación	se	prolonga	en	el
tiempo,	 como	 ocurre	 con	 el	 delito	 de	 secuestro	 que	 comienza	 cuando	 la
persona	es	arrebatada	contra	su	voluntad	y	 termina	cuando	ésta	consigue
su	 libertad,	 lo	 cierto	 es	que	 en	 el	 delito	de	 estafa	 la	 consecución	de	dicho
beneficio	patrimonial	ilegal	puede	fraccionarse	en	el	tiempo,	como	en	efecto
ocurrió	 en	 el	 asunto	 objeto	 de	 estudio	 y	 como,	 según	 se	 destacó,	 fue
asumido	 por	 los	 funcionarios	 en	 sus	 providencias	 durante	 las	 instancias.
(…).”	 (CS.	de	Colombia,	Sent.	25032,	 feb.	13/2008.	M.	P.	María	del	Rosario
Gonzáles	de	Lemos)
DOCTRINA.—Falta	 de	 entrega	 del	 bien	 vendido	 por	 internet	 puede
configurar	el	delito	de	estafa.	 “(...)	En	efecto,	 las	 constancias	de	 la	 causa
llevan	a	sostener	que	el	imputado	indujo	a	error	al	damnificado	para	lograr
que	le	enviara	el	(...)	junto	a	mil	cuatrocientos	pesos	($1.400)	por	medio	de
la	 compañía	 de	 transporte	 (...)	 logrando	 mediante	 engaño	 el
desapoderamiento	de	los	bienes	mencionados.
En	 este	 sentido	 cobran	 especial	 relevancia	 los	 correos	 electrónicos
intercambiados	 por	 las	 partes,	 de	 cuya	 lectura	 se	 desprende	 con	 claridad
que,	 ante	 la	 propuesta	 de	 P.	 de	 concretar	 el	 negocio	 enviando	 parte	 del
dinero	 mediante	 (...)	 e	 incluso	 concertar	 un	 encuentro	 personalmente,	 el
imputado	 refirió	 que	 ello	 le	 parecía	 un	 gasto	 innecesario	 y	 una	 situación
arriesgada,	por	lo	que	propuso	que	la	operación	se	materialice	a	través	de	la
empresa	de	transporte	(...).
Por	su	parte,	las	misivas	echan	por	tierra	el	descargo	del	encausado	pues	si
bien	éste	manifestó	que	había	 incumplido	 con	 su	parte	del	 trato	alegando
que	el	damnificado	no	le	había	remitido	el	dinero	pactado,	cierto	es	que	del
mensaje	 (...)	 surge	 que	 R.,	 luego	 de	 retirar	 el	 objeto	 de	 la	 oficina	 de
diligenciamiento,	 se	 comunicó	 vía	 correo	 electrónico	 con	 el	 denunciante,
oportunidad	en	la	que	no	sólo	omitió	mencionar	tal	circunstancia	sino	que
incluso	se	comprometió	a	enviar	(...)	a	 la	brevedad	(...)”.	 (Cámara	Nacional
de	 Apelaciones	 en	 lo	 Criminal	 y	 Correccional	 de	 la	 Capital	 Federal	 -
Argentina,	 Sala	 IV,	 R.,	 J.	 E.	 s/estafa-procesamiento,	 set.	 14/2011.	 Fdo.:
Alberto	Seijas)
C.	P.
ART.	 196-A.—Incorporado.	 Ley	 30076,	 Art.	 2°.	 Estafa
agravada.	La	pena	será	privativa	de	libertad	no	menor	de	cuatro
ni	 mayor	 de	 ocho	 años	 y	 con	 noventa	 a	 doscientos	 días-multa,
cuando	la	estafa:
1.	 Se	 cometa	 en	 agravio	 de	 menores	 de	 edad,	 personas	 con
discapacidad,	mujeres	en	estado	de	gravidez	o	adulto	mayor.
2.	Se	realice	con	la	participación	de	dos	o	más	personas.
3.	Se	cometa	en	agravio	de	pluralidad	de	víctimas.
4.	 Se	 realice	 con	 ocasión	 de	 compra-venta	 de	 vehículos
motorizados	o	bienes	inmuebles.
5.	Se	realice	para	sustraer	o	acceder	a	los	datos	de	tarjetas	de
ahorro	o	de	crédito,	emitidos	por	el	sistema	financiero	o	bancario.
C.	P.
ART.	 197.—Defraudaciones.	 La	 defraudación	 será	 reprimida
con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 uno	 ni	 mayor	 de
cuatro	años	y	con	sesenta	a	ciento	veinte	días	-	multa	cuando:
1.	 Se	 realiza	 con	 simulación	 de	 juicio	 o	 empleo	 de	 otro	 fraude
procesal.
2.	Se	abusa	de	firma	en	blanco,	extendiendo	algún	documento	en
perjuicio	del	firmante	o	de	tercero.
3.	 Si	 el	 comisionista	 o	 cualquier	 otro	mandatario,	 altera	 en	 sus
cuentas	 los	 precios	 o	 condiciones	 de	 los	 contratos,	 suponiendo
gastos	o	exagerando	los	que	hubiera	hecho.
4.	Se	vende	o	grava,	 como	bienes	 libres,	 los	que	son	 litigiosos	o
están	embargados	o	gravados	y	cuando	se	vende,	grava	o	arrienda
como	propios	los	bienes	ajenos.
JURISPRUDENCIA.—Venta	de	bien	ajeno.	“(...)	con	el	fin	de	procurarse	de
provecho	ilícito,	induce	en	error	al	agraviado	haciéndole	creer	ser	propietario,
llegando	a	venderle	ganado	ajeno;	Que,	para	el	establecimiento	o
responsabilidad	penal	por	hecho	punible	doloso	se	requiere	de	la
comprobación	de	la	tipicidad,	antijuricidad	y	culpabilidad	de	su	autor.	El	tipo
doloso	en	la	moderna	teoría	del	delito	exige	que,	además	de	la	verificación	a
nivel	objetivo	de	la	causación	del	resultado	típico,	también	exige	la	realización
de	actos	positivos	por	parte	del	agente	activo	del	delito	a	título	de	dolo	–
conciencia	y	voluntad	realización	del	elemento	objetivo	del	delito–	Todo	lo
cual	se	deriva	de	la	proscripción	de	responsabilidad	penal	objetiva	estatuido
por	el	numeral	siete	del	Título	Preliminar	del	Código	Penal	y	aditándose	que
no	solamente	bastan	imputar	cargos	a	una	persona	por	hechos	que	se
encuentran	tipificados	como	delitos	o	faltas	en	nuestro	ordenamiento	penal,
sino	que,	necesariamente	tienen	que	acreditarse	verosímilmente	con	medios
probatorios	idóneos	que	franquea	la	ley	tal	como	sostiene	Claus	Roxin	y
Niceto	Alcalá	Zamora	-	en	aras	de	anexar	y	desbaratar	la	presunción	de
inocencia	preconizada	por	el	apartado,	e)	inciso	veinticuatro,	artículo	dos	de
la	Constitución	del	Estado;	que	del	análisis	lógico	jurídico	y	razonado	de
actuados	se	advierte	nítidamente	que,	según	se	verifica	del	correspondiente
documento	(...),	mediante	el	cual	el	agraviado	procede	a	comprar	diez	toretes
criollos,	en	la	suma	de	nueve	mil	cuatrocientos	nuevos	soles	y	para	el	caso	se
entrega	en	calidad	de	adelanto	la	cantidad	de	mil	cuatrocientos	nuevos	soles	y
los	cuales	eran	entregados	(...)”.	(CSJ.	Arequipa,	Exp.	N°	1376-96,	nov.	10/98.
S.S.	Salas	A.)
JURISPRUDENCIA.—Sentencia	por	delito	de	defraudación	obliga	al	juez
civil	a	una	valoración	razonada	del	expediente	penal.	“(…)	la	sala	civil,	no
obstante	ello,	no	ha	justificado	adecuadamente	la	valoración	que	efectúa,	al
precisar	que	el	recurrente	no	ha	probado	que	el	pagaré	firmado	en	blanco,
haya	sido	completado	transgrediendo	los	acuerdos	adoptados	por	ambas
partes,	al	no	acompañar	el	documento	que	contiene	tales	acuerdos;	conforme
se	ha	señalado	precedentemente,	el	recurrente	hace	referencia	que	la	deuda
puesta	a	cobro	ha	sido	cancelada	y	el	pagaré	firmado	en	blanco	ha	sido
llenado	de	manera	fraudulenta,	hecho	que	dio	lugar	a	la	condena	por	el	delito
de	defraudación	-	abuso	de	firma	en	blanco	del	funcionario	del	banco
ejecutante;	por	lo	que,	a	fin	de	no	vulnerar	el	derecho	al	debido	proceso	a
efectos	que	se	expida	una	sentencia	conforme	a	derecho,	sin	vulnerar	el
principios	de	debida	valoración	de	las	pruebas	actuadas,	considerando	que	el
derecho	a	probar	tiene	por	finalidad	producir	en	la	mente	del	juzgador	el
convencimiento	sobre	la	realidad	o	inexistencia	de	los	hechos	afirmados,
resulta	una	garantía	ilusoria	si	el	juzgador	no	apreciara	adecuadamente
(razonadamente)	el	material	probatorio	y	practicara	un	estudio	parcial,
ilógico	o	inequívoco	del	caudal	fáctico;	en	tal	sentido	se	debe	anular	la
sentencia	impugnada	a	fin	que	el	colegiado	superior	expida	un	nuevo	fallo
valorando	en	forma	razonada	el	expediente	penal	acompañado	sobre	delito
de	defraudación	-	abuso	de	firma	en	blanco.	Por	tales	consideraciones,	de
conformidad	con	el	numeral	dos	punto	uno	del	inciso	segundo	del	artículo
trescientos	noventiséis	del	Código	Procesal	Civil,	declararon	fundado	el
recurso	de	casación	interpuesto	por	(...)	mediante	escrito	de	fojas	ochocientos
treinticinco	(…).”	(CS,	Cas.	3840-06-Lambayeque,	may.	30/2008.	S.S.	Ticona
Postigo)
DOCTRINA.—Venta	de	bien	ajeno.	“(...).
Cuarto:	Tipicidad	de	los	cargos:
a)	Se	ha	denunciado	al	procesado	por	estafa	y	defraudación	en	agravio	de
Luis	Alberto	Zúñiga,	en	una	suerte	de	concurso	 ideal	de	delitos,	producida
con	una	misma	conducta,	que	con	arreglo	a	los	hechos	no	se	puede	producir,
dado	que	si	los	semovientes	enajenados	son	ajenos,	entonces	llanamente	se
trataría	de	defraudación	(artículo	ciento	noventa	y	siete.	Cuatro	del	Código
Penal),	 y	 no	 se	 advierte	 que	 hubiera	 además	 otro	 acto	 independiente	 que
pudiera	estimarse	como	configurativa	de	estafa.
b)	 La	 acusación	 y	 la	 sentencia	 se	 refiere	 al	 cargo	 de	 defraudación	 y	 en
estricto	 orden	 procesal,	 han	 omitido	 pronunciamiento	 en	 relación	 a	 la
denuncia	 sobre	 estafa5,	 pero	 aquella	 omisión	 es	 salvable	 por	 el
razonamiento	 precedente	 y	 puede	 integrarse	 por	 el	 colegiado	 la	 decisión
incompleta.
(5)	No	es	legítimo	el	procedimiento	por	el	que	se	otorga	valor	al	auto	de	archivamiento	definitivo
del	folio	49,	producido	en	mérito	al	pedido	del	Ministerio	Público	de	los	folios	45	y	46,	dictamen
declarado	insubsistente	mediante	resolución	superior	del	folio	98.	Lo	anulado	no	readquiere	valor.
c)	Uno	de	los	elementos	normativos	del	tipo	en	la	defraudación	por	venta
de	 bienes	 ajenos	 es	 justamente	 la	 ‘ajenidad’,	 sin	 cuya	 configuración	 no	 se
puede	tener	por	producida	la	tipicidad	objetiva.
d)	Dice	el	agraviado	que	el	imputado	le	vendió	bienes	ajenos,	esto	es	diez
toretes	 pertenecientes	 al	 padre	 del	 procesado;	 el	 procesado	 ha	 dado	 el
nombre	 de	 su	 señor	 padre	 (...)	 y	 éste	 no	 ha	 sido	 citado	 a	 esclarecer	 los
hechos.
e)	 Dice	 el	 agraviado	 que	 él	 compró	 los	 toretes	 dando	 un	 adelanto
(declaración	 policial	 del	 folio	 trece	 y	 preventiva	 del	 folio	 treinta),	 pero
resulta	que	la	compra	se	hizo	por	el	agraviado	y	el	testigo	(...)	(quien	declara
policialmente	en	el	folio	catorce)	y/o	(...)	(quien	declara	como	testigo	en	el
folio	treinta	y	tres);	dicha	persona	o	personas,	tienen	interés	en	el	resultado
del	juicio	y	sus	dichos	los	convierte	en	co-agraviados.
f)	 Se	 afirma	 que	 se	 ha	 probado	 la	 ajenidad	 de	 los	 toretes,	 pero	 no	 se
expresa	 por	 el	 Ministerio	 Público	 en	 la	 apelada	 cómo	 es	 que	 se	 sustenta
aquella	 conclusión,	 porque	 salvo	 el	 dicho	 del	 agraviado6	 no	 existe	 otro
medio	de	cargo.
(6)	Se	ha	establecido	por	uniforme	jurisprudencial	que	la	sola	imputación	es	insuficiente	para
sostener	una	condena.
g)	 El	 documento	 del	 folio	 sesenta	 y	 uno	 otorgado	 por	 (...)	 sustenta	 los
descargos	del	acusado,	pero	no	ha	sido	verificado.
h)	La	presunción	constitucional	de	 inocencia	en	el	Estado	democrático	de
derecho,	 se	 quiebra	 bajo	 el	 peso	 de	 prueba	 en	 contrario,	 idóneamente
lograda,	que	en	este	caso	no	se	aprecia.
i)	 Las	 cuestiones	 civiles	 sobre	 cumplimiento	 de	 obligaciones	 deben
tramitarse	 en	 la	 vía	 pertinente	 que	 no	 es	 la	 penal,	 reservada	 para	 graves
afectaciones	a	bienes	jurídicos	penales	tutelados	y	última	ratio.	(...)”.	(Voto
singular.	Salas	Arenas.	CSJ.	Arequipa.	Sent.	nov.	10/98.	Exp.	N°	1376-96.	S.S.
Salas	A.)
CAPÍTULO	VI
Fraude	en	la	administración	de	personas	jurídicas
C.	P.
ART.	198.—Modificado.	Ley	29307,	Art.	1°.	Administración
fraudulenta.	Será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no
menor	de	uno	ni	mayor	de	cuatro	años	el	que	ejerciendo
funciones	de	administración	o	representación	de	una	persona
jurídica,	realiza,	en	perjuicio	de	ella	o	de	terceros,	cualquiera	de
los	actos	siguientes:
1.	Ocultar	a	los	accionistas,	socios,	asociados,	auditor	interno,
auditor	externo,	según	sea	el	caso	o	a	terceros	interesados,	la
verdadera	situación	de	la	persona	jurídica,	falseando	los	balances,
reflejando	u	omitiendo	en	los	mismos	beneficios	o	pérdidas	o
usando	cualquier	artificio	que	suponga	aumento	o	disminución	de
las	partidas	contables.
2.	Proporcionar	datos	falsos	relativos	a	la	situación	de	una
persona	jurídica.
3.	Promover,	por	cualquier	medio	fraudulento,	falsas	cotizaciones
de	acciones,	títulos	o	participaciones.
4.	Aceptar,	estando	prohibido	hacerlo,	acciones	o	títulos	de	la
misma	persona	jurídica	como	garantía	de	crédito.
5.	Fraguar	balances	para	reflejar	y	distribuir	utilidades
inexistentes.
6.	Omitir	comunicar	al	directorio,	consejo	de	administración,
consejo	directivo	u	otro	órgano	similar	o	al	auditor	interno	o
externo,	acerca	de	la	existencia	de	intereses	propios	que	son
incompatibles	con	los	de	la	persona	jurídica.
7.	Asumir	indebidamente	préstamos	para	la	persona	jurídica.
8.	Usar	en	provecho	propio,	o	de	otro,	el	patrimonio	de	la
persona	jurídica.
C.	P.
ART.	198-A.—Incorporado.	Ley	29307,	Art.	1°.	Informes	de
auditoría	distorsionados.	Será	reprimido	con	la	pena	señalada
en	el	artículo	anterior	el	auditor	interno	o	externo	que	a
sabiendas	de	la	existencia	de	distorsiones	o	tergiversaciones
significativas	en	la	información	contable-financiera	de	la	persona
jurídica	no	las	revele	en	su	informe	o	dictamen.
JURISPRUDENCIA.—El	bien	jurídico	en	el	delito	de	fraude	en	la
administración	de	personas	jurídicas	también	comprende	la	tutela	de	la
fe	pública.	“El	bien	jurídico	que	se	pretende	proteger	con	el	tipo	penal,	lo
constituye	el	patrimonio	social	de	la	persona	jurídica,	entendido	como	una
universalidad	jurídica	de	derechos	y	obligaciones.	Así	lo	ha	entendido	el
legislador,	por	ello,	al	momento	de	legislar	ha	ubicado	la	figura	de	fraude	en
la	administración	de	personas	jurídicas	entre	los	delitos	rotulados	con	el
nomen	iuris	de	‘delitos	contra	el	patrimonio’	en	del	Código	Penal.	De	otro	lado
también	se	protege	la	tutela	de	la	fe	pública,	en	el	sentido	de	confianza,
honestidad,	buena	fe	en	los	negocios”.	(CSJL,	Exp.	20821-2011-0,	set.	05/2014.
S.	S	Peña	Farfán)
DOCTRINA.—Persona	que	no	ostenta	el	cargo	de	administrador	en	una
persona	jurídica	pero	ejerce	funciones	parecidas	o	similares	a	ella	no
puede	 cometer	 el	 delito	 de	 administración	 fraudulenta.	 “(…)	 De	 los
argumentos	 esgrimidos,	 tanto	 de	 la	 sentencia	 condenatoria	 de	 primera
instancia	 como	de	 sus	 confirmatorias,	 se	puede	 inferir	 que	 el	 fundamento
que	 sirve	de	base	para	 condenar	 al	 demandante	 como	autor	del	 delito	 de
administración	 fraudulenta	 en	 las	 personas	 jurídicas	 es	 que	 este,	 ante	 la
ausencia	del	gerente	general	y	como	apoderado	de	la	empresa,	llevó	a	cabo
una	 administración	 de	 hecho.	 Como	 es	 evidente,	 por	 las	 consideraciones
expuestas	 por	 las	 citadas	 instancias	 judiciales	 es	 necesario	 determinar	 si
realmente	 la	 conducta	 fraudulenta	de	quien	no	 siendo	 funcionario	de	una
persona	jurídica,	pero	que	realiza	una	administración	de	hecho	o	parecida	a
la	 de	 un	 administrador	 se	 encontraba	 regulada	 en	 el	 tenor	 literal	 del
artículo	198	del	Código	Penal	al	momento	en	que	se	cometieron	los	hechos
delictivos,	o	si,	por	el	contrario,	nos	situamos	inmersos	en	un	supuesto	no
regulado	 y,	 por	 tanto,	 en	 una	 laguna	 jurídica	 del	 sistema	 donde,	 como	 es
consabido,	 existe	 un	 veto	 expreso	 de	 la	 Constitución	 a	 la	 aplicación	 de	 la
analogía	in	malam	partem.
21.	 En	 esa	 línea,	 previamente	 es	 necesario	 enfatizar	 en	 forma	 categórica
que	 en	 lo	 que	 sigue	 no	 se	 pretenderá,	 bajo	 ningún	 motivo,	 realizar	 una
calificación	 jurídico	penal	de	 la	 conducta	 ilícita	del	demandante	ni,	mucho
menos,	evaluar	 las	pruebas	que	sustentan	su	culpabilidad,	en	 tanto	ello	es
competencia	 exclusiva	 del	 juez	 penal.	 Tampoco	 se	 procurará	 definir	 los
alcances	o	contornos	interpretativos	del	precepto	penal	en	cuestión,	ya	que
también	 ello	 corresponde	 a	 la	 justicia	 ordinaria.	 Únicamente	 nos
centraremos	 en,	 como	 hemos	 referido	 supra,	 constatar	 si	 existió	 un	 vacío
legal	 o	 laguna	 y	 si	 la	 emplazada	 usó	 la	 analogía	 para	 cubrirla	 en	 sede
judicial,	 situación	 la	 cual	 devendría	 en	 inconstitucional	 por	 afectación	 al
derecho	fundamental	a	la	legalidad	penal.
22.	 Siendo	 así,	 el	 artículo	 198	 del	 Código	 Penal,	 al	 tiempo	 en	 que	 se
cometieron	 los	 hechos	 delictuosos	 (2001-2003),	 esto	 es,	 antes	 de	 las
modificatorias	introducidas	por	las	leyes	N°s	28755	y	29307	de	fechas	6	de
junio	 del	 2006	 y	 31	 de	 diciembre	 del	 2008,	 respectivamente,	 tuvo	 el
siguiente	tenor:	(…)	Conforme	se	lee,	el	citado	artículo	castiga	una	serie	de
comportamientos	 que	 en	 el	 ámbito	 de	 la	 administración	 de	 una	 persona
jurídica	la	perjudican	en	su	patrimonio	o	perjudican	a	terceros.	El	tipo	penal
precisa	en	 forma	 taxativa	quiénes	pueden	ser	 sujetos	activos	del	delito	de
fraude	 en	 la	 administración	de	personas	 jurídicas.	 Así,	 señala	 que	pueden
ser	 autores:	 el	 ‘fundador’,	 el	 ‘miembro	 del	 directorio’,	 el	 ‘miembro	 del
consejo	 de	 administración’	 o	 el	 ‘miembro	 del	 consejo	 de	 vigilancia’,	 el
‘gerente’,	 el	 ‘administrador’	 o	 el	 ‘liquidador’	 de	 una	 persona	 jurídica.	 Es
decir,	se	precisan	las	personas	que,	llevando	a	cabo	el	desarrollo	del	objeto
social,	 administración	 o	 control	 de	 la	 persona	 jurídica,	 constituirán	 los
sujetos	pasibles	de	responsabilidad	penal.
24.	Del	 análisis	 del	 catálogo	de	 sujetos	 activos	del	 citado	precepto,	 no	 se
infiere	en	forma	inequívoca	y	precisa	que	una	persona	que,	no	ostentando	el
cargo	de	 administrador	 en	un	persona	 jurídica,	 pero	que	 ejerce	 funciones
parecidas	 o	 similares	 a	 ella	 pueda	 realizar,	 stricto	 sensu,	 las	 conductas
típicas	 del	 artículo	 198	 del	 Código	 Penal	 y,	 por	 ende,	 ser	 objeto	 de	 su
sanción	 penal;	 pues,	 en	 el	 caso	 concreto,	 la	 referencia	 al	 sujeto
‘administrador’	 en	una	 sociedad	 comercial	de	 responsabilidad	 limitada	no
hace	 alusión,	 prima	 facie,	 a	 cualquier	 significado	 o	 alcance,	 puesto	 que	 es
manifiesto	que	su	concepto	no	es	identificable	con	el	vocabulario	corriente,
ordinario,	 vulgar	 o	 de	 uso	 social,	 pues	 de	 ser	 así	 se	 correría	 el	 riesgo	 de
ensancharse	 la	 prohibición	 a	 situaciones	 cuya	 literalidad,	 tal	 vez,	 no
encierra	el	dispositivo	penal,	contexto	el	cual	se	encontraría	proscrito	por	el
principio	de	legalidad	penal	o	de	intervención	legalizada	del	poder	punitivo
del	Estado.
Por	el	contrario,	según	la	legislación	comercial,	Ley	N°	26887	Ley	General
de	 Sociedades	 (LGS),	 la	 administración	 de	 toda	 sociedad	 comercial	 de
responsabilidad	 limitada,	 como	 es	 el	 caso	 de	 la	 empresa	 A&V	 Computer
S.R.L.,	 está	 a	 cargo	de	 uno	 o	más	 gerentes,	 socios	 o	 no,	 a	 quienes	 les	 está
prohibido	dedicarse	por	cuenta	propia	o	ajena	al	mismo	género	de	negocios
que	constituye	el	objeto	de	la	sociedad	(artículo	287	de	la	LGS).	Los	gerentes
representan	a	la	sociedad	en	todos	los	asuntos	relativos	a	su	objeto	y	gozan
de	facultades	generales	y	especiales	de	representación	procesal	por	el	solo
hecho	de	su	nombramiento	(artículo	287	de	la	LGS);	asimismo,	los	gerentes
responden	frente	a	la	sociedad	por	los	daños	y	perjuicios	causados	por	dolo,
abuso	 de	 facultades	 o	 negligencia	 grave;	 no	 obstante,	 previamente,	 la
sociedad	debe	deliberar	y	decidir	la	acción	por	responsabilidad	por	mayoría
del	capital	social	(artículo	288	de	la	LGS).
25.	 Si	 bien	 el	 demandante	 reunía	 algunas	 de	 las	 características	 de	 un
gerente	 en	 una	 sociedad	 comercial	 de	 responsabilidad	 limitada,	 en	 tanto
como	apoderado	especial	de	 la	 empresa	 se	 le	otorgó	poderes	y	 facultades
del	 tipo	 “A”	 (administrativas	 y	 comerciales)	 y	 “B”	 (comerciales	 y
financieras),	difiere	en	cuanto	al	modo	de	su	nombramiento	por	la	sociedad,
sus	atribuciones,	su	responsabilidad,	y	hasta	en	el	modo	como	se	acciona	en
su	 contra;	 por	 lo	 que,	 ergo,	 no	 existió	 voluntad	 jurídica	 de	 la	 sociedad	de
hacerlo	gerente	o	administrador	de	la	empresa	agraviada.
26.	 Ello	 constata	 un	 vacío	 de	 punibilidad	 respecto	 del	 sujeto	 que	 ejerce
funciones	similares	a	las	de	un	administrador,	por	lo	que	eventualmente	no
podría	tampoco	alegarse	que	la	emplazada	llevó	a	cabo	una	‘interpretación’,
dado	que	ello	supone,	primero,	una	voluntad	del	legislador,	y,	segundo,	una
regulación	 expresa,	 incluso,	 sirviéndose	 de	 palabras	 inadecuadas	 para
transmitir	la	prohibición,	 lo	que	no	ha	sucedido	en	el	caso	sub	exámine.	El
juicio	de	comparación,	entonces,	realizado	por	 la	 jueza	emplazada	entre	el
sujeto	‘administrador’,	al	cual	hace	alusión	el	artículo	198	del	Código	Penal,
y	 el	 sujeto,	 quien	 ‘sin	 ser	 administrador,	 ejerce	 funciones	 similares’,	 es
inconstitucional,	 en	 la	medida	 en	 que	 tiene	 como	 finalidad,	 por	 la	 vía	 del
razonamiento	 analógico,	 ampliar	 una	 prohibición	 a	 un	 supuesto	 no
específicamente	 contemplado	 en	 el	 precepto	 penal	 de	 fraude	 en	 la
administración	de	personas	jurídicas,	lo	cual	deviene,	en	nuestra	opinión,	en
una	 extralimitación	 de	 los	 márgenes	 normales	 de	 la	 libre	 interpretación
judicial	y	aplicación	de	la	ley	penal.	En	ese	sentido,	la	actuación	de	la	jueza
emplazada	 ha	 constituido	 una	 vulneración	 del	 derecho	 fundamental	 a	 la
legalidad	 penal	 del	 demandante	 por	 aplicación	 de	 la	 analogía	 in	 malam
partem,	 consagradas	 en	 la	 Constitución	 en	 los	 artículos	 2°,	 inciso	24	d),	 y
139,	 inciso	 9,	 respectivamente.”	 (TC.,	 Exp.	 01645-2010-PHC/TC,	 ene.
11/2011.	 Voto	 en	 discordia	 de	 los	 magistrados	 Beaumont	 Callirgos	 y
Alvarez	Miranda)
COMENTARIO.—Supuestos	 contemplados	 en	 los	 artículos	 198,	 244	 y
245.
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a.	Un	auditor	externo	elabora	un	informe	contable	minucioso	y	detallado	de
la	 empresa,	 en	el	 informe	da	 cuenta,	 a	proveedores	de	 créditos	y	 a	 socios
mismos,	del	buen	estado	de	la	empresa.	El	auditor	sabe,	en	realidad,	que	de
trascender	la	quiebra	de	la	empresa	ella	no	resultaría	pasible	de	crédito	en
el	 sistema	 financiero.	 Aunque	 él	 confía	 seriamente	 que	 la	 empresa	 puede
superar	 su	 mal	 tiempo,	 termina,	 para	 calma	 de	 los	 socios,	 omitiendo	 la
revelación	de	los	verdaderos	estados	financieros.
b.	 El	 auditor	 interno	 que	 busca	 cercanía	 con	 la	 dirección	 de	 la	 empresa
levanta	el	informe	y	sugiere,	aún	sabiendo	que	está	errado,	que	la	empresa
fragüe	balances	para	reflejar	y	distribuir	utilidades	inexistentes.	El	auditor,
sustenta	 su	 posición	 señalando	 que	 la	 empresa	 no	 se	 encuentra	 obligada
jurídicamente	a	decir	la	verdad.
c.	 El	 auditor	 interno	 de	 una	 entidad	 crediticia	 que	 opera	 con	 fondos	 del
público	se	muestra	reacio	a	la	entrega	de	información	a	las	autoridades	de
control	 y	 regulación.	 El	 auditor	 busca	 por	 todos	 los	 medios	 ocultar
situaciones	de	liquidez	o	insolvencia	de	la	institución.
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Antes	de	 la	 entrada	en	vigencia	de	 la	Ley	Nº	28755,	 ley	que	modifica	 los
artículos	 198,	 244	 y	 245	 del	 Código	 Penal,	 todos	 los	 supuestos	 antes
descritos	resultaban	impunes.	Aunque	si	bien	la	doctrina	y	la	jurisprudencia
aplicaban	subsidiariamente	el	tipo	penal	contemplado	en	el	artículo	438	del
Código	Penal	–falsedad	genérica–,	este	resultaba	del	todo	insatisfactorio.	En
efecto,	 al	 no	 castigarse	 por	 entero	 la	 conducta	 prohibida	 la	 aplicación	 del
tipo	 de	 falsedad	 no	 resultaba	 abarcando	 toda	 la	 acción	 delictiva.	 Los
procesos	terminaban	castigando	la	falsedad	de	información	financiera	–que
afectaba	a	la	persona	jurídica–	como	un	tema	general	de	la	falsedad.
03
¿Qué	 novedades	 incorporan	 las	 modificaciones?	 ¿para	 qué	 las
modificaciones?
Art.	 198.	 C.	 P.	 Administración	 fraudulenta.	 En	 un	 primer	 nivel	 la
modificación	 extiende	 el	 círculo	 de	 autores	 del	 delito,	 sujetos	 activos	 del
delito	 de	 administración	 fraudulenta	 no	 sólo	 resultan	 ser:	 el	 fundador,
miembro	 del	 directorio	 o	 del	 consejo	 de	 administración	 o	 del	 consejo	 de
vigilancia,	gerente,	administrador	o	liquidador	de	una	persona	jurídica,	sino
también	el	auditor	externo	o	 interno	de	 la	persona	 jurídica.	La	pena	sigue
siendo	 no	 menor	 de	 uno	 ni	 mayor	 de	 cuatro	 años	 de	 pena	 privativa	 de
libertad.
En	un	segundo	nivel,	la	norma	incluye	un	nuevo	supuesto	delictivo,	emitir
informes	 y/o	 dictámenes	 que	 omitan	 o	 revelen	 en	 forma	 distorsionada,
situaciones	de	 falta	de	 solvencia	 o	 insuficiencia	patrimonial	 de	 la	 persona
jurídica,	o	que	simplemente	no	revelen	actos	u	omisiones	que	violen	alguna
disposición	que	la	persona	jurídica	está	obligada	a	cumplir.
El	círculo	de	autores,	para	el	nuevo	supuesto,	es	el	descrito	en	el	tipo	penal,
incluidos	los	auditores	internos	y/o	externos.
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Artículo	245.	C.	P.	Ocultamiento,	omisión	o	falsedad	de	la	información.
Al	igual	que	en	el	delito	de	administración	fraudulenta	el	legislador	amplía
el	 círculo	 de	 autores	 y	 plantea	 la	 penalización	 del	 director,	 gerente,
administrador,	 representante	 legal,	 miembro	 del	 consejo	 de	 vigilancia,
miembro	del	comité	de	crédito,	auditor	interno,	auditor	externo,	liquidador
o	 funcionario	de	una	 institución	bancaria,	 financiera	u	otra	que	opere	 con
fondos	 públicos,	 que	 tenga	 el	 propósito	 de	 ocultar	 fondos,	 situaciones	 de
liquidez	 o	 insolvencia	 de	 la	 institución,	 omita	 o	 niegue	 proporcionar
información	 o	 proporcione	 datos	 falsos	 a	 las	 autoridades	 de	 control	 y
regulación.
La	pena	ha	 sido	 incrementada	 en	dos	 grados,	 es	decir,	 la	 pena	menor	ha
pasado	de	dos	a	cuatro	años	de	pena	privativa	de	libertad,	y,	la	pena	mayor
de	seis	a	ocho	años	de	pena	privativa	de	libertad.
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Art.	244.	C.	P.	Concentración	crediticia.	La	nueva	regulación	que	plantea
la	 Ley	 28755,	 plantea	 un	 mejor	 orden	 en	 el	 tipo	 penal.	 El	 tipo	 resulta
quebrado	en	dos	partes,	un	tipo	penal	base	y	un	tipo	penal	agravado.	El	tipo
base	 estaría	 confiado	 a	 quien,	 a	 sabiendas,	 término	 que	 descarta
“aparentemente”	el	dolo	eventual,	y	exige	que	el	sujeto	tenga	conocimiento
pleno	 y	 seguro	 de	 lo	 que	 está	 realizando:	 apruebe	 créditos,	 descuentos	 u
otros	financiamientos	por	encima	de	los	límites	operativos.
Las	agravantes	del	supuesto	base	corren	por	el	lado	de	los	beneficiarios	–si
el	beneficiario	es	el	director,	trabajador	de	la	institución,	entre	otros–	o	por
el	 lado	del	 resultado	 –si	 como	 consecuencia	de	 los	 créditos	 se	 resuelve	 la
intervención	o	liquidación–.	Los	beneficiarios	son	perseguibles	penalmente
siempre	que	hayan	participado	del	delito.
En	esencia	 las	modificaciones	plantean	en	un	caso	 la	 inclusión	de	nuevos
autores	del	delito:	auditores	externos	e	internos,	en	otras	la	inclusión	de	un
nuevo	 supuesto	 delictual:	 informes	 o	 dictámenes	 que	 no	 se	 ajustan	 a	 la
verdad;	y	por	último	un	mejor	orden	tanto	en	la	redacción	del	tipo	como	en
los	elementos	subjetivos	exigidos:	“a	sabiendas”.
C.	P.
ART.	199.—Fraude	contable.	El	que,	con	la	finalidad	de	obtener
ventaja	 indebida,	 mantiene	 contabilidad	 paralela	 distinta	 a	 la
exigida	por	 la	 ley,	 será	 reprimido	 con	pena	privativa	de	 libertad
no	mayor	de	un	año	y	con	sesenta	a	noventa	días	-	multa.
NOTA:	Artículo	rectificado	mediante	fe	de	erratas,	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	10
de	abril	de	1991.
DOCTRINA.—El	 supuesto	 de	 contabilidad	 paralela.	 “(...)	 Este	 delito	 se
configura	por	 llevar	una	 contabilidad	distinta	a	 la	 exigida	por	 ley.	De	esto
último	 puede	 inferirse	 que	 existe	 una	 obligación	 legal	 previa	 de	 llevar
contabilidad	y,	 además,	de	observar	 ciertas	normas	que	precisan	 la	 forma
de	 llevarla.	 Ahora	 bien,	 quien	 tiene	 la	 obligación	 legal	 es,	 en	 principio,	 la
persona	 jurídica	 y	 quien	 responderá	 en	 el	 ámbito	 administrativo	por	 esta
infracción	 es	 ésta	 (Art.	 2°	 de	 la	 Resolución	 N°	 182-92-EF/94.10	 -
Reglamento	 para	 la	 preparación	 de	 la	 información	 financiera).	 Pero	 en	 el
ámbito	del	derecho	penal	no	es	la	persona	jurídica	quien	responde,	sino	sus
representantes.	 Ciertamente	 la	 obligación	 original	 de	 tipo	 administrativo
corresponde	 a	 la	 persona	 jurídica,	 pero	 ésta	 se	 le	 transfiere	 a	 sus
representantes	por	la	asunción	de	un	rol	de	dirección	en	la	persona	jurídica.
Por	 esta	 razón,	 la	 norma	 del	 artículo	 199	 del	 Código	 Penal	 debe
interpretarse	a	 la	 luz	del	artículo	27,	por	el	cual	se	hace	responsable	a	 los
representantes	 de	 la	 persona	 jurídica,	 aunque	 ellos	 mismos	 no	 estén
obligados	por	 las	normas	 jurídicas	correspondientes.	Se	 trata	de	un	delito
cometido	desde	la	persona	jurídica	en	el	que	tiene	que	hacerse	responsable
a	 sus	 representantes,	pues	 la	persona	 jurídica	misma	no	puede	 responder
penalmente.	(...).
La	prohibición	está	referida	no	a	cualquier	incumplimiento	de	las	normas
que	 regulan	 la	 contabilidad	de	 las	 personas	 jurídicas,	 sino	 sólo	 a	 aquellas
que	traen	como	consecuencia	un	posible	perjuicio	para	la	persona	jurídica	o
para	 terceros	 vinculados	 a	 ella.	 Por	 esta	 razón,	 es	 necesario	 delimitar	 el
ámbito	 de	 protección	 de	 este	 tipo	 penal	 frente	 a	 otros	 tipos	 penales	 que
también	 establecen	 obligaciones	 de	 carácter	 contable	 penalmente
relevantes,	 ya	que	 las	normas	que	 regulan	 la	 contabilidad	de	una	persona
provienen	 de	 distintos	 sectores	 de	 regulación.	 (...).”	 (GARCÍA	 CAVERO,
Percy.	 “Algunos	apuntes	 sobre	el	 fraude	en	 la	 administración	de	personas
jurídicas:	 la	 doble	 contabilidad	 y	 la	 administración	 fraudulenta”.	 En
“Derecho	 de	 la	 Empresa”,	 Terceras	 jornadas	 universitarias,	 Piura,	 1999;
págs.	153	a	178)
CAPÍTULO	VII
Extorsión
C.	P.
ART.	 200.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1237,	 Artículo	 Único.	 El	 que
mediante	 violencia	 o	 amenaza	 obliga	 a	 una	 persona	 o	 a	 una
institución	 pública	 o	 privada	 a	 otorgar	 al	 agente	 o	 a	 un	 tercero
una	ventaja	económica	 indebida	u	otra	ventaja	de	cualquier	otra
índole,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de
diez	ni	mayor	de	quince	años.
La	misma	pena	se	aplicará	al	que,	con	la	finalidad	de	contribuir	a
la	 comisión	 del	 delito	 de	 extorsión,	 suministra	 información	 que
haya	conocido	por	razón	o	con	ocasión	de	sus	funciones,	cargo	u
oficio	 o	 proporciona	 deliberadamente	 los	 medios	 para	 la
perpetración	del	delito.
El	 que	mediante	 violencia	 o	 amenaza,	 toma	 locales,	 obstaculiza
vías	de	comunicación	o	impide	el	libre	tránsito	de	la	ciudadanía	o
perturba	el	normal	 funcionamiento	de	 los	servicios	públicos	o	 la
ejecución	 de	 obras	 legalmente	 autorizadas,	 con	 el	 objeto	 de
obtener	 de	 las	 autoridades	 cualquier	 beneficio	 o	 ventaja
económica	 indebida	u	otra	ventaja	de	cualquier	otra	 índole,	 será
sancionado	 con	pena	privativa	de	 libertad	no	menor	de	 cinco	ni
mayor	de	diez	años.
El	funcionario	público	con	poder	de	decisión	o	el	que	desempeña
cargo	 de	 confianza	 o	 de	 dirección	 que,	 contraviniendo	 lo
establecido	en	el	artículo	42	de	 la	Constitución	Política	del	Perú,
participe	 en	 una	 huelga	 con	 el	 objeto	 de	 obtener	 para	 sí	 o	 para
terceros	cualquier	beneficio	o	ventaja	económica	indebida	u	otra
ventaja	 de	 cualquier	 otra	 índole,	 será	 sancionado	 con
inhabilitación	 conforme	 a	 los	 incisos	 1	 y	 2	 del	 artículo	 36	 del
Código	Penal.
La	pena	será	no	menor	de	quince	ni	mayor	de	veinticinco	años	e
inhabilitación	conforme	a	los	numerales	4	y	6	del	artículo	36,	si	la
violencia	o	amenaza	es	cometida:
a)	 A	 mano	 armada,	 o	 utilizando	 artefactos	 explosivos	 o
incendiarios.
b)	Participando	dos	o	más	personas;	o,
c)	Contra	el	propietario,	responsable	o	contratista	de	la	ejecución
de	una	obra	de	construcción	civil	pública	o	privada,	o	de	cualquier
modo,	 impidiendo,	 perturbando,	 atentando	 o	 afectando	 la
ejecución	de	la	misma.
d)	Aprovechando	su	condición	de	 integrante	de	un	sindicato	de
construcción	civil.
e)	Simulando	ser	trabajador	de	construcción	civil.
Si	 el	 agente	 con	 la	 finalidad	 de	 obtener	 una	 ventaja	 económica
indebida	 o	 de	 cualquier	 otra	 índole,	 mantiene	 en	 rehén	 a	 una
persona,	 la	 pena	 será	 no	 menor	 de	 veinte	 ni	 mayor	 de	 treinta
años.
La	 pena	 será	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 treinta	 años,
cuando	en	el	supuesto	previsto	en	el	párrafo	anterior:
a)	Dura	más	de	veinticuatro	horas.
b)	Se	emplea	crueldad	contra	el	rehén.
c)	 El	 agraviado	 ejerce	 función	 pública	 o	 privada	 o	 es
representante	diplomático.
d)	El	rehén	adolece	de	enfermedad	grave.
e)	Es	cometido	por	dos	o	más	personas.
f)	Se	causa	lesiones	leves	a	la	víctima.
La	pena	prevista	en	el	párrafo	anterior	se	impone	al	agente	que,
para	 conseguir	 sus	 cometidos	 extorsivos,	 usa	 armas	 de	 fuego	 o
artefactos	explosivos.
La	pena	será	de	cadena	perpetua	cuando:
a)	El	rehén	es	menor	de	edad	o	mayor	de	setenta	años.
b)	El	rehén	es	persona	con	discapacidad	y	el	agente	se	aprovecha
de	esta	circunstancia.
c)	 Si	 la	 víctima	 resulta	 con	 lesiones	 graves	 o	 muere	 durante	 o
como	consecuencia	de	dicho	acto.
d)	El	agente	se	vale	de	menores	de	edad.
IMPROCEDENCIA	DEL	INDULTO,	CONMUTACIÓN	DE	LA	PENA	Y
DERECHO	DE	GRACIA
Ley	28760.
ART.	 2°.—Improcedencia	 del	 indulto,	 conmutación	 de	 la	 pena	 y
derecho	de	gracia.	No	procede	el	indulto,	ni	la	conmutación	de	pena	a	los
condenados	por	los	delitos	de	secuestro	y	extorsión.	Tampoco	el	derecho	de
gracia	a	los	procesados	por	tales	delitos.
Ley	28760.
ART.	 3°.—Modificado.	 Ley	 29423,	 Art.	 3°.	 Regulación	 de	 beneficios
penitenciarios.	 Los	 condenados	 por	 delitos	 de	 secuestro	 y/o	 extorsión
podrán	acogerse	a	los	beneficios	penitenciarios	siguientes:
1.	Redención	de	la	pena	por	el	trabajo	o	la	educación.
2.	Liberación	condicional.
1.	Redención	de	la	pena	por	el	trabajo	o	la	educación:
a)	 El	 interno	 por	 el	 delito	 de	 secuestro	 y/o	 extorsión	 redime	 la	 pena
mediante	el	trabajo	o	la	educación,	a	razón	de	un	día	de	pena	por	siete	días
de	 labor	 efectiva,	 bajo	 la	 dirección	 y	 control	 de	 la	 administración
penitenciaria.	 La	 redención	 de	 la	 pena	 por	 el	 trabajo	 se	 acredita	 con	 la
planilla	de	control	laboral	efectiva	que	estará	a	cargo	del	jefe	de	trabajo.
b)	La	redención	de	la	pena	por	la	educación	se	acreditará	con	la	evaluación
mensual	de	los	estudios	con	notas	aprobatorias.	El	 informe	trimestral	será
agregado	al	expediente	personal	del	interno.
c)	 La	 redención	 de	 la	 pena	 por	 el	 trabajo	 o	 la	 educación	 servirá	 para
acceder	 con	 anticipación	 a	 la	 libertad	 por	 cumplimiento	 de	 condena.	 El
liberado	 podrá	 acumular	 el	 tiempo	 de	 redención	 de	 pena	 para	 el
cumplimiento	de	su	condena.
2.	Liberación	condicional:
Los	 condenados	 a	 pena	 temporal	 por	 delito	 de	 secuestro	 y/o	 extorsión
podrán	acogerse	al	beneficio	penitenciario	de	liberación	condicional	cuando
hayan	cumplido	efectivamente	los	tres	cuartos	de	la	pena	impuesta,	siempre
que	no	tengan	proceso	pendiente	con	mandato	de	detención	y	previo	pago
del	íntegro	de	la	cantidad	fijada	por	reparación	civil	y	de	la	multa.	En	el	caso
del	 interno	 insolvente,	 deberá	 presentar	 la	 correspondiente	 fianza	 en	 la
forma	 prevista	 en	 el	 artículo	 183	 del	 Código	 Procesal	 Penal,	 aprobado
mediante	 Decreto	 Legislativo	 N°	 638;	 o	 en	 su	 caso,	 en	 los	 artículos	 288,
inciso	4),	y	289	del	Código	Procesal	Penal,	aprobado	por	Decreto	Legislativo
N°	 957.	 Sin	 perjuicio	 de	 lo	 dispuesto	 en	 los	 citados	 artículos,	 la	 fianza	 se
regulará	 además	 conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 Código	 Civil	 y	 deberá	 ser
otorgada	 por	 el	 fiador	 que	 sea	 propietario	 de	 bienes	 debidamente
registrados	y	suficientes	para	cubrir	la	obligación.
C.	C.
ART.	1868.—Por	 la	 fianza,	el	 fiador	se	obliga	frente	al	acreedor	a	cumplir
determinada	prestación,	en	garantía	de	una	obligación	ajena,	 si	 ésta	no	es
cumplida	por	el	deudor.
La	fianza	puede	constituirse	no	sólo	en	favor	del	deudor	sino	de	otro	fiador.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Que	el	intermediario	que	ofrece	la
ubicación	o	recuperación	del	vehículo	hurtado	o	robado	use	o	no	la
amenaza	es	lo	que	confirma	el	delito	de	receptación	o	el	delito	de
extorsión.	(...)	deben	considerarse	como	una	modalidad	del	delito	de
extorsión	por	amenaza	(artículo	200	del	Código	Penal),	aquellos	casos	donde
el	intermediario	que	ofrece	la	ubicación	o	recuperación	del	vehículo	hurtado	o
robado,	a	cambio	de	una	contraprestación	económica	indebida,	anuncie	que
de	no	aceptarse	su	oferta,	será	destruido,	desaparecido,	desmantelado,	etc.
Que,	por	consiguiente,	cuando	no	medie	la	aludida	amenaza	y	en	atención	al
modo	concreto	de	intervención	que	asuma	el	intermediario	frente	al	titular
del	vehículo	afectado	(ayude	a	negociar	su	recuperación	o	procure	que	se	le
adquiera	por	un	precio),	el	hecho	antijurídico	podrá	ser	calificado	como	un
delito	de	receptación	agravada	(artículos	194	y	195	del	Código	Penal)”.	(CS,
VIII	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitoria	-	2012
-	Acuerdo	Plenario	2-2012/CJ-116,	ene.	18/2013.	S.	S.	San	Martín	Castro)
NOTA:	El	VIII	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitoria	-	2012	se	publicó
en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	04	de	enero	del	2014.	Este	pleno,	si	bien	coincide	en	la	numeración
con	los	Acuerdos	Plenarios	-	2012,	difiere	en	los	contenidos	tratados	y	en	el	año	de	realización.
JURISPRUDENCIA.—Aunque	los	delitos	de	robo	y	de	extorsión
compartan	la	vis	compulsiva	o	la	vis	absoluta,	ambos	son	excluyentes
entre	sí.	“Que,	de	la	evaluación	de	lo	actuado,	se	advierte	que	los	sentencias
de	primera	y	segunda	instancia	han	sido	resueltos	con	arreglo	o	ley;	pues	los
hechos	descritos	en	la	acusación	fiscal	de	fojas	uno,	constituyen	delito	de
secuestro	en	su	modalidad	agravada,	conforme	o	lo	descrito	en	el	quinto
párrafo,	literal	b)	del	artículo	doscientos	del	Código	Penal,	al	haberse
cometido	los	hechos	con	lo	participación	de	dos	o	más	personas.	En	ese
sentido,	estando	o	la	forma	y	circunstancias	de	la	comisión	de	los
acontecimientos,	se	llegó	a	establecer	que	concurren	los	elementos	objetivos	y
configurativos	del	delito	de	extorsión,	habida	cuenta	que	los	encausados	(...),
usando	como	modos	facilitadores	la	vis	compulsiva	o	intimidación	obligaron
con	amenazas	a	la	agraviada	(...)	a	hacer	la	entrega	de	ventaja	patrimonial
económica,	consistente	en	suma	de	dinero	y	la	compra	de	un	celular.	Que,	a
diferencia	del	delito	de	robo,	la	acción	se	consuma	cuando	se	produce	el
apoderamiento	en	forma	ilegítima	de	un	bien	mueble,	sustrayéndolo	del	lugar
donde	se	encuentra,	e	igualmente	concurren	los	medios	facilitadores	vis
compulsiva	y	vis	absoluta,	pero	en	este	caso,	el	apoderamiento	es	entendido
como	arrebato	y	posterior	huida	del	agente	del	delito,	usando	igualmente	la
violencia	para	doblegar	la	capacidad	defensiva	de	la	víctima,	situación	que	no
concurre	en	el	delito	de	extorsión,	puesto	que	en	este	ilícito	el	sujeto	activo	usa
la	coacción	como	medio,	por	lo	que	el	verbo	rector	es	el	‘obligar	a	otro’,	de
donde	se	colige	que	estos	delitos	son	excluyentes	entre	sí”.	(CS,	Cas.	145-2010-
Lambayeque,	dic.	03/2012.	S.	S.	Villa	Stein)
DOCTRINA.—Corte	 Suprema	 de	 Colombia	 inaplica	 prohibición	 de
descuentos	por	delitos	como	la	extorsión,	el	secuestro	y	el	terrorismo.
“Frente	a	esta	consideración,	y	sin	perjuicio	de	la	competencia	que	le	asiste
a	 la	 Corte	 Constitucional	 para	 juzgar	 la	 constitucionalidad	 de	 las	 leyes,	 la
corte	 no	 podría	 culminar	 sin	 dejar	 de	 expresar	 al	 Alto	 Gobierno	 y
particularmente	al	Congreso	de	la	República,	su	creciente	preocupación	por
la	 manifiesta	 inflación	 legislativa	 que	 observa,	 específicamente	 en	 lo
atinente	al	aumento	indiscriminado	y	desmesurado	de	penas	y	la	supresión
de	 beneficios	 de	 toda	 índole	 por	 la	 realización	 de	 específicos	 tipos	 de
conductas	 punibles,	mediante	 la	 expedición	 de	 un	 cúmulo	 de	 normas,	 las
cuales,	las	más	de	las	veces,	no	obedecen	al	resultado	de	estudios	políticos,
criminológicos	 o	 sociológicos	 serios,	 sino	 al	mero	 capricho	 de	 quienes	 las
proponen	o	aprueban,	cuando	no	al	interés	de	un	sector	de	la	economía	o	de
la	 política,	 en	 desmedro	 de	 caras	 garantías	 fundamentales	 y	 principios
inherentes	 al	 concepto	 de	 Estado	 social	 y	 democrático	 de	 derecho,	 tales
como	los	de	igualdad,	legalidad,	favorabilidad	y	proporcionalidad,	para	solo
mencionar	algunos	de	ellos.
Lo	 anterior,	 sin	 perjuicio	 de	 advertir	 cómo	 de	 manera	 paulatina
últimamente	 el	 principio	 acusatorio	 se	 ha	 venido	 a	menos,	 a	 través	 de	 la
introducción	 de	 múltiples	 excepciones	 a	 la	 que,	 en	 un	 comienzo,	 no
solamente	se	consideró	como	regla	general	sino	también	columna	vertebral
del	nuevo	sistema	de	procesamiento	penal,	esto	es,	la	posibilidad	de	lograr
el	proferimiento	de	fallos	de	conformidad	con	el	acusado,	el	allanamiento	a
cargos	 o	 la	 celebración	 de	 acuerdos	 y	 preacuerdos	 con	 la	 Fiscalía,	 cuyos
fines,	a	términos	del	artículo	348	de	la	Ley	906	de	2004,	no	eran	otros	que
los	 de	 ‘humanizar	 la	 actuación	 procesal	 y	 la	 pena;	 obtener	 pronta	 y
cumplida	justicia;	activar	la	solución	de	los	conflictos	sociales	que	genera	el
delito;	propiciar	la	reparación	integral	de	los	perjuicios	ocasionados	con	el
injusto	y	lograr	la	participación	del	imputado	en	la	definición	de	su	caso’	y
sobre	los	cuales	se	desarrolló	y	se	puso	en	funcionamiento	el	modelo,	bajo	la
idea	 de	 alcanzar	 mayores	 grados	 de	 una	 justicia	 material,	 restaurativa,
pronta	y	eficaz.
La	corte	hace	saber	que	de	continuar	esta	tendencia,	 los	procesos	penales
que	en	condiciones	de	normalidad	deberían	terminar	a	 la	mayor	brevedad
posible	a	través	de	sentencias	anticipadas	proferidas	de	conformidad	con	el
imputado,	 por	 fuerza	 de	 una	 normativa	 expedida	 sin	 contar	 con	 estudios
criminológicos,	 sociológicos	 o	 estadísticos	 previos	 que	 le	 sirvan	 de
fundamento,	 deben	 continuar	 su	 curso	 en	 etapa	 de	 juicio,	 surtir	 todas	 las
fases	ordinarias	del	trámite,	y	llegar	incluso	a	casación,	con	el	resultado	de
generar	 mayores	 grados	 de	 congestión	 en	 los	 despachos	 judiciales,
incluyendo	por	supuesto	a	la	corte,	con	evidente	perjuicio	para	los	derechos
de	las	víctimas,	los	acusados	y	el	conglomerado	en	general,	pues	mientras	la
sentencia	no	se	encuentre	en	firme,	no	resulta	de	obligatorio	cumplimiento”.
(Corte	 Suprema	 de	 Justicia	 de	 Colombia	 Sala	 Penal,	 Sent.	 33254,	 feb.
27/2013)
C.	P.
ART.	 201.—Chantaje.	 El	 que,	 haciendo	 saber	 a	 otro	 que	 se
dispone	a	publicar,	denunciar	o	revelar	un	hecho	o	conducta	cuya
divulgación	puede	perjudicarlo	personalmente	o	a	un	tercero	con
quien	 esté	 estrechamente	 vinculado,	 trata	 de	 determinarlo	 o	 lo
determina	 a	 comprar	 su	 silencio,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	seis	años	y	con
ciento	ochenta	a	trescientos	sesenticinco	días	-	multa.
CAPÍTULO	VIII
Usurpación
C.	P.
ART.	 202.—Modificado.	 Ley	30076,	Art.	 1°.	Usurpación.	 Será
reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 dos	 ni
mayor	de	cinco	años:
1.	 El	 que,	 para	 apropiarse	 de	 todo	 o	 en	 parte	 de	 un	 inmueble,
destruye	o	altera	los	linderos	del	mismo.
2.	El	que,	 con	violencia,	 amenaza,	 engaño	o	abuso	de	confianza,
despoja	a	otro,	total	o	parcialmente,	de	la	posesión	o	tenencia	de
un	inmueble	o	del	ejercicio	de	un	derecho	real.
3.	 El	 que,	 con	 violencia	 o	 amenaza,	 turba	 la	 posesión	 de	 un
inmueble.
4.	El	que,	ilegítimamente,	ingresa	a	un	inmueble,	mediante	actos
ocultos,	 en	 ausencia	 del	 poseedor	 o	 con	 precauciones	 para
asegurarse	 el	 desconocimiento	 de	 quienes	 tengan	 derecho	 a
oponerse.
La	violencia	a	la	que	se	hace	referencia	en	los	numerales	2	y	3	se
ejerce	tanto	sobre	las	personas	como	sobre	los	bienes.
DERECHO	DE	POSESIÓN
C.	C.
ART.	 896.—La	 posesión	 es	 el	 ejercicio	 de	 hecho	 de	 uno	 o	 más	 poderes
inherentes	a	la	propiedad.
C.	C.
ART.	920.—El	poseedor	puede	repeler	la	fuerza	que	se	emplee	contra	él	y
recobrar	el	bien,	sin	intervalo	de	tiempo,	si	fuere	desposeído,	pero	en	ambos
casos	 debe	 abstenerse	 de	 las	 vías	 de	 hecho	 no	 justificadas	 por	 las
circunstancias.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—CS	fija	su	doctrina	jurisprudencial
vinculante:	la	violencia	que	exige	el	delito	de	usurpación	como	turbación
posesoria	puede	ser	ejercida	contra	las	personas	o	contra	los	objetos.
“(…)	si	lo	que	se	busca	criminalizar	mediante	la	tipificación	del	artículo
doscientos	dos	del	Código	Penal	son	conductas	violentas	que	turben	la
posesión,	el	restringir	el	medio	comisivo	a	la	persona	física	que	posee	el	bien
inmueble	no	se	condeciría	con	la	finalidad	de	la	norma	pues	permitiría	que
aquel	que	destruye	los	accesos	o	seguros	para	el	acceso	del	inmueble	para
turbar	la	posesión	del	mismo	quede	fuera	del	alcance	punitivo	de	la	norma
penal,	cayendo	en	el	absurdo	de	no	considerar	como	turbador	de	la	posesión	a
quien	destruye	la	puerta	de	ingreso,	el	candado,	las	cerraduras,	etc.,	so
pretexto	de	que	la	violencia	que	turba	la	posesión	sólo	puede	ser	ejercida
contra	las	personas.	Consecuentemente,	debe	entenderse	que	aún	antes	de	la
modificatoria	por	vía	legislativa,	la	violencia	a	la	que	hace	referencia	el	inciso
tres	del	artículo	doscientos	dos	del	Código	Penal	puede	ser	ejercida	tanto
contra	personas	como	contra	objetos	o	cosas	integrantes	del	inmueble	de
modo	que	se	turbe	la	posesión	del	mismo	(…)”.	(CS,	Cas.	273-2012-Ica,	may.
29/2014.	V.	P.	Cevallos	Vega)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—La	violencia	que	exige	el	delito	de
usurpación	puede	recaer	sobre	las	personas	o	sobre	los	bienes.	“4.3.	En	el
presente	caso,	debemos	establecer	si	el	tipo	penal	de	usurpación,	contemplado
en	el	inciso	2,	del	artículo	202	del	Código	Sustantivo,	contempla	como	medio
comisivo	la	violencia	ejercida	sobre	los	bienes	y	las	personas	o	únicamente
contempla	a	las	personas	como	pasibles	de	recibir	la	violencia,	para	la
configuración	del	despojo	del	derecho	de	posesión,	tenencia	o	ejercicio	de	un
derecho	real	sobre	el	inmueble.
4.4.	Siendo	así,	este	supremo	tribunal	precisará	conceptos	relativos	al	tipo
penal	de	usurpación;	en	primer	lugar,	el	bien	jurídico	tutelado	es	el	pacífico	y
tranquilo	disfrute	de	un	bien	inmueble,	entendido	como	ausencia	de
perturbación	en	el	ejercicio	de	la	posesión	o	de	cualquier	otro	derecho	real
sobre	el	mismo,	en	este	último	caso,	siempre	implica	que	la	víctima	esté	en
posesión	del	inmueble.	Si	no	hay	posesión	o	simple	tenencia	comprobada
objetivamente	no	hay	delito	de	usurpación	(...).	Uno	de	esos	medios	para
consumar	el	despojo	es	la	“violencia”	o	fuerza	física	que	el	agente	despliega
sobre	las	personas	para	vencer	la	resistencia	que	oponen	o	impedir	la	que
pueden	oponer	a	la	ocupación	que	aquél	procura,	pero	también	comprende	la
fuerza	que	despliega	sobre	las	bienes	que	le	impiden	o	dificultan	la
penetración	invasiva	o	el	mantenimiento	de	su	ocupación	exclusiva	(p.	ej.,
cambiar	las	cerraduras).	(...).
Por	lo	tanto,	este	Supremo	Tribunal	considera	que	debe	entenderse	que	aún
antes	de	la	modificatoria	legislativa,	la	violencia	a	la	que	hace	referencia	el
inciso	2,	del	artículo	202	del	Código	Penal,	puede	ser	ejercida	contra	las
personas	como	contra	los	bienes	integrantes	del	inmueble	de	modo	que	con
ella	se	despoje	de	la	posesión	del	mismo”.	(CS,	Cas.	259-2013-Tumbes,	abr.
22/2014.	V.	P.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Bien	jurídico	protegido	en	el	delito	de
usurpación:	el	pacífico	y	tranquilo	disfrute	de	un	bien	inmueble.	“(...)	el
bien	jurídico	tutelado	es	el	pacífico	y	tranquilo	disfrute	de	un	bien	inmueble,
entendido	como	ausencia	de	perturbación	en	el	ejercicio	de	la	posesión	o	de
cualquier	otro	derecho	real	sobre	el	mismo,	en	este	último	caso,	siempre
implica	que	la	víctima	esté	en	posesión	del	inmueble.	Si	no	hay	posesión	o
simple	tenencia	comprobada	objetivamente	no	hay	delito	de	usurpación;
asimismo,	debe	tenerse	presente	que:	a)	el	sujeto	activo,	puede	ser	cualquier
persona,	incluso	el	verdadero	propietario	del	bien	inmueble,	en	el	supuesto
que	haya	entregado	en	posesión	de	su	inmueble	a	un	tercero	y	después
haciendo	uso	de	los	medios	típicos	de	usurpación	despoja	o	perturba	el
tranquilo	disfrute	de	aquel	tercero	sobre	el	inmueble;	b)	el	sujeto	pasivo,
puede	ser	cualquier	persona	con	la	única	condición	que	al	momento	de	la
ejecución	del	delito,	esté	gozando	de	la	posesión	mediata	o	inmediata	o
tenencia	del	inmueble	o	en	su	caso,	gozando	del	ejercicio	normal	de	un
derecho	real,	lo	cual	implica	necesariamente	posesión	o	tenencia	sobre	el
inmueble;	c)	la	acción	típica	es	la	de	despojar,	lo	cual	tiene	un	sentido	de
quitar,	de	sacar	de	la	ocupación	de	impedir	la	ocupación	del	inmueble	total	o
parcialmente,	por	parte	del	sujeto	pasivo;	puede	darse,	por	consiguiente,
desplazando	al	tenedor,	poseedor	o	ejercitador	del	derecho	real	que	se	trate,
del	lugar	que	constituye	el	inmueble	u	oponiéndose	a	que	aquél	continúe
realizando	los	actos	propios	de	su	ocupación,	tal	como	los	venía	ejecutando;
pero	para	que	la	acción	de	despojo	resulte	típica	tiene	que	perpetrársela	por
alguno	de	los	medios	taxativamente	enunciados	en	la	ley.	Uno	de	esos	medios
para	consumar	el	despojo	es	la	‘violencia’	o	fuerza	física	que	el	agente
despliega	sobre	las	personas	para	vencer	la	resistencia	que	oponen	o	impedir
la	que	pueden	oponer	a	la	ocupación	que	aquél	procura,	pero	también
comprende	la	fuerza	que	despliega	sobre	las	bienes	que	le	impiden	o	dificultan
la	penetración	invasiva	o	el	mantenimiento	de	su	ocupación	exclusiva	(p.	ej.,
cambiar	las	cerraduras)”.	(CS,	Cas.	259-2013-Tumbes,	abr.	22/2014.	V.	P.	Villa
Stein)
JURISPRUDENCIA.—Principio	de	determinación	alternativa	en	el	delito
de	usurpación	si	hay	identidad	de	sujetos,	causa	y	cosa,	y	además	no	se
trata	de	delito	de	mayor	gravedad	o	punición.	“(...)	El	recurrente	estima
que	el	hecho	de	que	se	lo	haya	acusado	y	sentenciado	por	una	modalidad
distinta	del	delito	de	usurpación	por	la	que	inicialmente	fue	denunciado	e
instruido	el	proceso,	vulnera	su	derecho	al	debido	proceso,	específicamente	el
derecho	de	defensa.
(…)	se	debe	tener	muy	en	cuenta	que	de	los	fundamentos	de	la	denuncia	fiscal
originaria	(…)	se	advierte	clara	conexidad	objetiva	y	subjetiva	por	identidad
de	sujetos,	identidad	de	la	cosa	y	causa;	no	se	afecta	el	derecho	de	defensa
puesto	que	el	centro	de	gravedad	de	la	actividad	investigatoria	ha	girado
precisamente	respecto	a	la	possesio	(…).
(...)	la	instancia	de	mérito	ha	concluido	que	en	el	caso	de	autos	‘no	obstante
haberse	aperturado	instrucción	bajo	el	Art.	202.1	C.	P.,	merced	a
determinación	alternativa	de	los	hechos	permitida	por	nuestro	sistema	penal
conforme	a	reiterada	y	uniforme	jurisprudencia	nacional	y	extranjera,	es
procedente	el	juzgamiento	(…)	no	existe	afectación	al	derecho	de	defensa	pues
hay	identidad	de	sujetos,	causa	y	cosa,	i	(sic)	además	no	se	trata	de	delito	de
mayor	gravedad	o	punición’.
(…).	Ello	es	así,	toda	vez	que	para	ambos	tipos	penales,	esto	es,	tanto	el
supuesto	del	inciso	1)	como,	del	inciso	2)	del	artículo	202	del	Código	Penal,	la
pena	prevista	es	la	misma.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	5567-2006-AA/TC,	ago.	16/2006.
Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—La	reparación	del	daño	en	un	delito	de	usurpación
comprende	la	reposición	del	bien.	“(…)	Como	es	de	observarse,	el
demandante,	al	señalar	que	el	demandado	no	debe	ejecutar	la	sentencia
porque	la	sentencia	ordenaría	reparar	el	daño	ocasionado	mas	no	la
devolución	del	bien	materia	del	delito,	está	haciendo	una	interpretación	sui
géneris	de	tal	sentencia,	pues	reparar	el	daño	en	un	delito	de	usurpación,
como	es	el	que	ha	sido	materia	del	proceso	penal,	comprende	también	la
reposición	del	bien.
(…).
La	exigencia	del	pago	de	la	reparación	del	daño	ocasionado	por	la	comisión
del	delito,	como	regla	de	conducta	cuya	inobservancia	derivaría	en	la
revocación	de	la	suspensión	de	la	pena,	en	su	caso	o	en	la	restitución	del	bien
mediante	la	ministración	de	posesión,	tiene	asidero	en	que	dicha	obligación	no
es	de	naturaleza	civil,	por	cuanto,	al	encontrarse	dentro	del	ámbito	del
derecho	penal,	se	constituye	en	una	condición	para	la	ejecución	de	la	pena;
consecuentemente,	no	es	que	se	privilegie	el	enriquecimiento	del	erario
nacional	o	el	carácter	disuasorio	de	la	pena	en	desmedro	de	la	libertad
individual	del	condenado,	sino,	fundamentalmente,	la	propia	eficacia	del
poder	punitivo	del	Estado	y	los	principios	que	detrás	de	ella	subyacen,	como
son	el	control	y	regulación	de	las	conductas	de	acuerdo	con	ciertos	valores	y
bienes	jurídicos	que	se	consideran	dignos	de	ser	tutelados	(…).”	(TC,	Exp.
05686-2009-PHC/TC,	mar.	17/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—La	configuración	del	delito	de	usurpación	necesita
que	la	violencia	o	la	amenaza	se	den	para	lograr	el	despojo	y	no	para
mantener	la	posesión.	“Para	dicho	efecto,	debe	tenerse	en	cuenta	que	al	ser
el	delito	de	usurpación	un	delito	de	comisión	instantánea	(como	ya	se	ha
indicado),	los	actos	violentos	y	amenazantes	se	deben	haberse	producido	en	el
momento	mismo	del	ingreso	al	predio,	siendo	empleados	para	consumar	el
despojo	y	no	para	mantenerse	en	la	posesión	o	tenencia	ya	logrados	antes	por
otros	medios”.	(CSJC,	Exp.	00191-2014-0-0601-JR-PE-05,	dic.	17/2014.	V.	P.
Zavalaga	Vargas)
JURISPRUDENCIA.—CS:	“lo	punible	en	la	comisión	del	delito	de
usurpación	no	es	la	propiedad,	sino	el	despojo	de	la	posesión”.	“Precisado
ello,	se	debe	puntualizar	qué	se	entiende	por	despojo	en	la	redacción	del	tipo
penal,	esto	es,	aquella	acción	por	la	cual	el	agente	despoja,	quita,	arrebata,
desposee	o	usurpa	el	inmueble	o	el	ejercicio	de	un	derecho	real	del	sujeto
pasivo.	Es	así	que	a	nivel	jurisprudencial	se	ha	establecido	que	lo	punible	en	la
comisión	del	delito	de	usurpación	no	es	la	propiedad,	sino	el	despojo	de	la
posesión	en	forma	violenta	o	con	la	utilización	del	engaño	o	la	astucia	o	el	que
altera	linderos	o	los	destruye	o	también	el	que	turbe	la	posesión,	presupuestos
a	que	se	refiere	el	artículo	doscientos	dos	del	Código	Penal	vigente	y	que
constituyen	elementos	objetivos	del	tipo	penal	en	referencia”.	(C.	S.,	Cas.	233-
2013-Arequipa,	oct.	21/2014.	S.	S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—La	Corte	Suprema	precisa	en	qué	casos	el	juez	penal
puede	prescindir	de	la	restitución	de	la	posesión	a	favor	del	agraviado
del	delito	de	usurpación.	“Es	ampliamente	aceptado	que	el	delito	de
usurpación	protege	el	bien	jurídico	posesión	del	agraviado,	mas	no	el	derecho
de	propiedad,	consecuencia	de	ello	es	que	por	regla	general	la	sentencia
condenatoria	debe	disponer	la	restitución	de	la	posesión	del	inmueble	al
agraviado;	sin	embargo,	de	manera	excepcional,	bajo	determinados	supuestos
el	juez	sentenciador	puede	prescindir	de	la	restitución	de	la	posesión	a	favor
del	agraviado,	esta	decisión	dependerá	de	cada	caso	en	concreto	y	de	sus
propias	características,	para	lo	cual	deberá	atenderse:	(i)	al	espectro	de	los
derechos	posesorios	que	amparan	al	agraviado,	es	decir,	el	agraviado	puede
tener	la	calidad	de	propietario,	arrendador,	ocupante	precario	o	poseedor
ilegal;	(ii)	a	la	situación	jurídica	del	usurpador	con	respecto	al	inmueble
usurpado,	pues	el	usurpador	puede	no	tener	ninguna	relación	jurídica
amparable	por	el	derecho	civil	antes	de	la	comisión	del	delito	o	puede	ser	el
propietario	del	inmueble	que	él	mismo	usurpó,	es	decir,	cedió	la	posesión	a	un
tercero	y	la	usurpó;	(iii)	a	que	el	derecho	penal	es	un	mecanismo	de
recomposición	de	las	relaciones	jurídicas	distorsionadas	por	el	delito,	en	tal
sentido	el	ordenamiento	penal	no	puede	generar	mayores	conflictos	para	los
justiciables,	es	así	que,	el	juez	sentenciador	debe	apreciar	en	alguna	medida	el
supuesto	fáctico	de	quien	se	encuentra	ejerciendo	la	posesión	al	momento	de
emitir	sentencia,	es	decir,	el	usurpador,	un	tercero	de	buena	fe	o	el	propio
agraviado.	Estos	criterios	deben	apreciarse	según	la	singularidad	de	cada
caso	al	momento	de	emitir	sentencia	condenatoria	en	los	procesos	por	delito
de	usurpación,	a	efectos	de	no	disponer	la	restitución	de	la	posesión	a	favor
del	agraviado,	pues	como	regla	general	está	la	restitución	de	la	posesión	y
como	excepción	la	no	restitución	de	la	posesión,	la	que	merece	una	motivación
cualificada.	Sin	embargo,	la	introducción	de	esta	discrecionalidad	para	el	juez
sentenciador	no	implica	una	actividad	probatoria	destinada	exclusivamente	a
determinar	los	derechos	que	emanan	del	inmueble	objeto	de	usurpación,	sino
que	la	misma	debe	surgir	por	las	características	del	caso	en	concreto”.	(C.	S.,
Cas.	38-2010-Huaura,	feb.	17/2011.	S.	S.	Villa	Stein)
C.	P.
ART.	203.—Usurpación	de	aguas.	El	que,	con	el	fin	de	obtener
para	sí	o	para	otro	un	provecho	ilícito	con	perjuicio	de	tercero,
desvía	el	curso	de	las	aguas	públicas	o	privadas,	impide	que
corran	por	su	cauce	o	las	utiliza	en	una	cantidad	mayor	de	la
debida,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor
de	uno	ni	mayor	de	tres	años.
NOTA:	Artículo	rectificado	mediante	fe	de	erratas	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	10	de
abril	de	1991.
DERECHO	DE	PROPIEDAD
C.	C.
ART.	964.—El	propietario	no	puede	hacer	que	las	aguas	correspondientes
al	predio	discurran	en	los	predios	vecinos,	salvo	pacto	distinto.
C.	P.
ART.	 204.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1187,	 Primera	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Formas	 agravadas	 de
usurpación.	La	pena	privativa	de	libertad	será	no	menor	de	cinco
ni	mayor	de	doce	años	e	inhabilitación	según	corresponda,	cuando
la	usurpación	se	comete:
1.	 Usando	 armas	 de	 fuego,	 explosivos	 o	 cualquier	 otro
instrumento	o	sustancia	peligrosos.
2.	Con	la	intervención	de	dos	o	más	personas.
3.	Sobre	inmueble	reservado	para	fines	habitacionales.
4.	 Sobre	 bienes	 del	 Estado	 o	 de	 comunidades	 campesinas	 o
nativas,	 o	 sobre	 bienes	 destinados	 a	 servicios	 públicos	 o
inmuebles,	 que	 integran	 el	 patrimonio	 cultural	 de	 la	 Nación
declarados	por	la	entidad	competente,	o	sobre	las	áreas	naturales
protegidas	por	el	Estado.
5.	Afectando	la	libre	circulación	en	vías	de	comunicación.
6.	 Colocando	 hitos,	 cercos	 perimétricos,	 cercos	 vivos,	 paneles	 o
anuncios,	 demarcaciones	 para	 lotizado,	 instalación	 de	 esteras,
plásticos	u	otros	materiales.
7.	 Abusando	 de	 su	 condición	 o	 cargo	 de	 funcionario,	 servidor
público,	de	la	función	notarial	o	arbitral.
8.	 Sobre	 derechos	 de	 vía	 o	 localización	 de	 área	 otorgados	 para
proyectos	de	inversión.
9.	Utilizando	documentos	privados	falsos	o	adulterados.
10.	 En	 su	 condición	 de	 representante	 de	 una	 asociación	 u	 otro
tipo	 de	 organización,	 representante	 de	 persona	 jurídica	 o
cualquier	persona	natural,	que	entregue	o	acredite	indebidamente
documentos	o	valide	actos	de	posesión	de	 terrenos	del	Estado	o
de	particulares.
Será	reprimido	con	la	misma	pena	el	que	organice,	financie,
facilite,	fomente,	dirija,	provoque	o	promueva	la	realización	de
usurpaciones	de	inmuebles	de	propiedad	pública	o	privada.
DOMINIO	DEL	ESTADO
Const.
ART.	 88.—El	 Estado	 apoya	 preferentemente	 el	 desarrollo	 agrario.
Garantiza	 el	 derecho	 de	 propiedad	 sobre	 la	 tierra,	 en	 forma	 privada	 o
comunal	o	en	cualquiera	otra	forma	asociativa.	La	ley	puede	fijar	los	límites
y	la	extensión	de	la	tierra	según	las	peculiaridades	de	cada	zona.
Las	 tierras	 abandonadas,	 según	 previsión	 legal,	 pasan	 al	 dominio	 del
Estado	para	su	adjudicación	en	venta.
Const.
ART.	 89.—Las	 comunidades	 campesinas	 y	 las	 nativas	 tienen	 existencia
legal	y	son	personas	jurídicas.
Son	autónomas	en	su	organización,	en	el	 trabajo	comunal	y	en	el	uso	y	 la
libre	disposición	de	sus	tierras,	así	como	en	lo	económico	y	administrativo,
dentro	 del	 marco	 que	 la	 ley	 establece.	 La	 propiedad	 de	 sus	 tierras	 es
imprescriptible,	 salvo	 en	 el	 caso	 de	 abandono	 previsto	 en	 el	 artículo
anterior.
El	 Estado	 respeta	 la	 identidad	 cultural	 de	 las	 comunidades	 campesinas	 y
nativas.
JURISPRUDENCIA.—Usurpación	agravada	por	pluralidad	de	agentes	así
sólo	exista	un	condenado.	“(...)	Así	es	que	el	demandante	fue	condenado	por
la	comisión	del	delito	de	usurpación	agravada,	reservándose	el	proceso	a	los
reos	ausentes	(…)	A	juicio	de	este	colegiado,	el	hecho	de	que	el	juez	penal	haya
ordenado	la	reserva	del	proceso	de	los	acusados	mencionados	se	sustenta	en
que	existen	evidencias	suficientes	que	llegado	el	momento	justificarán	una
condena;	de	lo	contrario,	se	les	habría	absuelto,	puesto	que	lo	que	la
Constitución	(artículo	139,	inciso	12)	prohíbe	es	que	una	persona	sea
condenada	en	ausencia,	mas	no	que	sea	absuelta.	En	consecuencia,	no	se
advierte	la	alegada	violación	de	los	derechos	fundamentales	invocados	por	el
demandante,	debiendo	desestimarse	la	demanda	en	aplicación	del	artículo	2º
del	Código	Procesal	Constitucional.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	00768-2006-HC/TC,	ago.
08/2007.	Pres.	Gonzáles	Ojeda)
PLENO	NACIONAL	PENAL.—Usurpación	y	ministración	provisional.	 “(...)
Tema	1	(...)	En	consecuencia,	el	pleno,	Acuerda,	declarar	que
Primero.	 Por	 mayoría	 de	 30	 votos	 contra	 21,	 que	 el	 inciso	 tercero	 del
artículo	 204	 del	 Código	 Penal	 debe	 ser	 interpretado	 como	 una	 remisión	 al
acto	 administrativo	 por	 el	 que	 la	 autoridad	 reserva	 determinados	 predios
para	 el	 desarrollo	 de	 programas	 habitacionales	 a	 los	 que	 corresponde
considerar	 de	 interés	 social.	 (...)”.	 (IV	 Pleno	 Nacional	 Penal.	 Iquitos	 1999,
Tema	1)
CAPÍTULO	IX
Daños
C.	P.
ART.	 205.—Modificado.	 Ley	 30076,	 Art.	 1°.	 Daño	 simple.	 El
que	daña,	destruye	o	inutiliza	un	bien,	mueble	o	inmueble,	total	o
parcialmente	ajeno,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad
no	mayor	de	tres	años	y	con	treinta	a	sesenta	días-multa.
C.	P.
ART.	206.—Agravantes.	La	pena	para	el	delito	previsto	en	el
artículo	205	será	privativa	de	libertad	no	menor	de	uno	ni	mayor
de	seis	años	cuando:
1.	Es	ejecutado	en	bienes	de	valor	científico,	artístico,	histórico	o
cultural,	siempre	que	por	el	lugar	en	que	se	encuentren	estén
librados	a	la	confianza	pública	o	destinados	al	servicio,	a	la
utilidad	o	a	la	reverencia	de	un	número	indeterminado	de
personas.
2.	Recae	sobre	medios	o	vías	de	comunicación,	diques	o	canales	o
instalaciones	destinadas	al	servicio	público.
3.	La	acción	es	ejecutada	empleando	violencia	o	amenaza	contra
las	personas.
4.	Causa	destrucción	de	plantaciones	o	muerte	de	animales.
5.	Es	efectuado	en	bienes	cuya	entrega	haya	sido	ordenada
judicialmente.
6.	Incorporado.	Ley	29583,	Art.	Único.	Recae	sobre
infraestructura	o	instalaciones	de	transporte	de	uso	público,	de
sus	equipos	o	elementos	de	seguridad,	o	de	prestación	de
servicios	públicos	de	saneamiento,	electricidad,	gas	o
telecomunicaciones.
JURISPRUDENCIA.—Elementos	para	caracterizar	a	un	servicio	como
público.	“(...)	Se	considera	que	los	elementos	que	permiten	caracterizar	a	un
servicio	como	público	son:	su	naturaleza	esencial,	la	necesaria	continuidad	de
su	prestación	en	el	tiempo,	su	naturaleza	regular	y	que	su	acceso	se	dé	en
condiciones	de	igualdad	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	00034-2004-PI/TC,	feb.	15/2005.
Pres.	Alva	Orlandini)
PATRIMONIO	CULTURAL
Const.
ART.	 21.—Los	 yacimientos	 y	 restos	 arqueológicos,	 construcciones,
monumentos,	 lugares,	 documentos	 bibliográficos	 y	 de	 archivo,	 objetos
artísticos	y	testimonios	de	valor	histórico,	expresamente	declarados	bienes
culturales,	 y	 provisionalmente	 los	 que	 se	 presumen	 como	 tales,	 son
patrimonio	 cultural	 de	 la	Nación,	 independientemente	 de	 su	 condición	 de
propiedad	privada	o	pública.	Están	protegidos	por	el	Estado.
La	ley	garantiza	la	propiedad	de	dicho	patrimonio.
Fomenta	 conforme	 a	 ley,	 la	 participación	 privada	 en	 la	 conservación,
restauración,	 exhibición	 y	 difusión	 del	 mismo,	 así	 como	 su	 restitución	 al
país	 cuando	 hubiere	 sido	 ilegalmente	 trasladado	 fuera	 del	 territorio
nacional.
C.	P.
ART.	 206-A.—Incorporado.	 Ley	 30407,	 Segunda	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Abandono	 y	 actos	 de
crueldad	 contra	 animales	 domésticos	 y	 silvestres.	 El	 que
comete	actos	de	crueldad	contra	un	animal	doméstico	o	un	animal
silvestre,	 o	 los	 abandona,	 es	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	 no	mayor	 de	 tres	 años,	 con	 cien	 a	 ciento	 ochenta	 días-
multa	y	con	inhabilitación	de	conformidad	con	el	numeral	13	del
artículo	36.
Si	como	consecuencia	de	estos	actos	de	crueldad	o	del	abandono
el	 animal	 doméstico	 o	 silvestre	 muere,	 la	 pena	 es	 privativa	 de
libertad	 no	 menor	 de	 tres	 ni	 mayor	 de	 cinco	 años,	 con	 ciento
cincuenta	a	trescientos	sesenta	días-multa	y	con	inhabilitación	de
conformidad	con	el	numeral	13	del	artículo	36.
C.	P.
ART.	207.—Venta	o	producción	de	productos	corrompidos.	El
que	produce	o	vende	alimentos,	preservantes,	aditivos	y	mezclas
para	 consumo	animal,	 falsificados,	 corrompidos	o	dañados,	 cuyo
consumo	genere	peligro	para	la	vida,	la	salud	o	la	integridad	física
de	los	animales,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no
mayor	de	un	año	y	con	treinta	a	cien	días	-	multa.
CAPÍTULO	X
Delitos	informáticos
(Capítulo	incorporado	por	el	Artículo	Único	de	la	Ley	27309)
C.	P.
ART.	207-A.—Derogado.	Ley	30096,	Única	Disposición
Complementaria	Derogatoria.
C.	P.
ART.	 207-B.—Derogado.	 Ley	 30096,	 Única	 Disposición
Complementaria	Derogatoria.
C.	P.
ART.	 207-C.—Derogado.	 Ley	 30096,	 Única	 Disposición
Complementaria	Derogatoria.
C.	P.
ART.	 207-D.—Derogado.	 Ley	 30096,	 Única	 Disposición
Complementaria	Derogatoria.
CAPÍTULO	XI
Disposición	común
(Capítulo	modificado	por	el	Artículo	Único	de	la	Ley	27309)
C.	P.
ART.	 208.—Exclusión	 de	 pena	 por	 parentesco.	 No	 son
reprimibles,	 sin	 perjuicio	 de	 la	 reparación	 civil,	 los	 hurtos,
apropiaciones,	defraudaciones	o	daños	que	se	causen:
1.	 Los	 cónyuges,	 concubinos,	 ascendientes,	 descendientes	 y
afines	en	línea	recta.
2.	 El	 consorte	 viudo,	 respecto	 de	 los	 bienes	 de	 su	 difunto
cónyuge,	mientras	no	hayan	pasado	a	poder	de	tercero.
3.	Los	hermanos	y	cuñados,	si	viviesen	juntos.
TÍTULO	VI
Delitos	contra	la	confianza	y	la	buena	fe	en
los	negocios
CAPÍTULO	I
Atentados	contra	el	sistema	crediticio
C.	P.
ART.	 209.—Modificado.	 Ley	 27295,	 Primera	 Disposición
Transitoria	 y	 Final.	Disminución	 fraudulenta.	Será	 reprimido
con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	seis
años	e	inhabilitación	de	tres	a	cinco	años	conforme	al	artículo	36
incisos	2)	y	4),	el	deudor,	 la	persona	que	actúa	en	su	nombre,	el
administrador	 o	 el	 liquidador,	 que	 en	 un	 procedimiento	 de
insolvencia,	 procedimiento	 simplificado,	 concurso	 preventivo,
procedimiento	 transitorio	 u	 otro	 procedimiento	 de
reprogramación	 de	 obligaciones	 cualesquiera	 fuera	 su
denominación,	realizara	en	perjuicio	de	los	acreedores,	alguna	de
las	siguientes	conductas:
1.	Ocultamiento	de	bienes.
2.	 Simulación,	 adquisición	 o	 realización	 de	 deudas,
enajenaciones,	gastos	o	pérdidas;	y,
3.	Realización	de	actos	de	disposición	patrimonial	o	generador	de
obligaciones,	 destinados	 a	 pagar	 a	 uno	 o	 varios	 acreedores,
preferentes	o	no,	posponiendo	el	pago	del	resto	de	acreedores.	Si
ha	 existido	 connivencia	 con	 el	 acreedor	 beneficiado,	 éste	 o	 la
persona	 que	 haya	 actuado	 en	 su	 nombre,	 será	 reprimido	 con	 la
misma	pena.
Si	la	junta	de	acreedores	hubiere	aprobado	la	reprogramación	de
obligaciones	 en	un	procedimiento	de	 insolvencia,	 procedimiento
simplificado,	 concurso	 preventivo,	 procedimiento	 transitorio	 u
otro	 procedimiento	 de	 reprogramación	 de	 obligaciones
cualesquiera	fuera	su	denominación,	según	el	caso	o,	el	convenio
de	 liquidación	o	convenio	concursal,	 las	 conductas	 tipificadas	en
el	 inciso	 3)	 sólo	 serán	 sancionadas	 si	 contravienen	 dicha
reprogramación	 o	 convenio.	 Asimismo,	 si	 fuera	 el	 caso	 de	 una
liquidación	declarada	por	la	comisión,	conforme	a	lo	señalado	en
la	 ley	de	 la	materia,	 las	conductas	 tipificadas	en	el	 inciso	3)	sólo
serán	 sancionadas	 si	 contravienen	 el	 desarrollo	 de	 dicha
liquidación.
Si	 el	 agente	 realiza	 alguna	 de	 las	 conductas	 descritas	 en	 los
incisos	1),	2)	y	3),	cuando	se	encontrare	suspendida	la	exigibilidad
de	 obligaciones	 del	 deudor,	 como	 consecuencia	 de	 un
procedimiento	 de	 insolvencia,	 procedimiento	 simplificado,
concurso	 preventivo,	 procedimiento	 transitorio	 u	 otro
procedimiento	 de	 reprogramación	 de	 obligaciones	 cualesquiera
fuera	 su	 denominación,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	 no	 menor	 de	 cuatro	 ni	 mayor	 de	 ocho	 años	 e
inhabilitación	 de	 cuatro	 a	 cinco	 años,	 conforme	 al	 artículo	 36,
incisos	2)	y	4).
NOTA:	 Capítulo	 modificado	 inicialmente	 por	 la	 Octava	 Disposición	 Final	 de	 la	 Ley	 27146.	 En	 su
Novena	Disposición	Final	la	ley	establecía	que:	“Antes	de	ejercer	la	acción	penal	por	los	delitos	a	que
se	 refieren	 los	 artículos	 209,	 210	 y	 211	 del	 Código	 Penal,	 en	 lo	 relacionado	 con	 la	 materia	 de
reestructuración	patrimonial	el	fiscal	deberá	solicitar	el	informe	técnico	del	Indecopi,	el	cual	deberá
emitirlo	en	el	término	de	cinco	(5)	días	hábiles.	Dicho	informe	deberá	ser	valorado	por	los	órganos
competentes	 del	Ministerio	Público	 y	 del	 Poder	 Judicial	 en	 la	 fundamentación	de	 los	 dictámenes	 o
resoluciones	respectivas”.	Luego,	la	Única	Disposición	Derogatoria	de	la	Ley	27809	derogó	el	Decreto
Legislativo	 845	 y	 la	 Ley	 27146	 y	 sus	 normas	 modificatorias,	 con	 excepción	 de	 sus	 disposiciones
complementarias,	finales,	modificatorias	y	transitorias	que	mantienen	plena	vigencia	en	todo	lo	que
no	se	oponga	a	la	citada	norma.
DOCTRINA.—Disminución	 del	 patrimonio	 concursal.	 “(…)	 El	 artículo
209	del	C.	P.	ya	no	criminaliza	un	supuesto	de	 ‘quiebra	 fraudulenta’	 como
aun	se	sostiene	en	la	doctrina	nacional,	desde	la	reforma	de	1999	el	tipo	no
se	refiere	más	a	la	quiebra,	la	cual	implica	una	etapa	judicial	posterior	a	los
procesos	concursales	administrativos	(Art.	88	de	la	LRP,	Arts.	88.7	y	99.1	de
la	LGSC),	que	es	donde	se	sitúa	la	prohibición	penal.	Tampoco	es	acertada	la
denominación	 ‘insolvencias	 punibles’	 porque	 el	 tipo	 contempla	 la
posibilidad	 de	 que	 el	 ilícito	 se	 consume	 en	 el	 ámbito	 de	 procedimientos
distintos	a	 la	 insolvencia,	 como	el	procedimiento	simplificado,	el	 concurso
preventivo	y,	mientras	subsistan	sus	efectos,	el	transitorio.	Es	más,	de	 lege
ferenda,	 con	 la	 nueva	 LGSC,	 sólo	 existirán	 los	 procedimientos	 concursales
ordinarios	 y	 preventivos.	 (...)”.	 (CARO	 CORIA,	 Dino	 Carlos.	 “Los	 delitos
concursales	 en	 el	 derecho	 penal	 peruano”.	 En	 “Revista	 de	 Doctrina	 y
Jurisprudencia	Penales”,	número	03,	2002;	págs.	121-179)
DOCTRINA.—La	 administración	 fraudulenta.	 “(...)	 Por	 otro	 lado,	 y
concretamente	en	el	delito	de	administración	fraudulenta	que	es	la	médula
de	este	capítulo	del	Código	Penal,	nuestro	legislador	no	ha	seguido	la	forma
de	regulación	utilizada,	por	ejemplo,	por	el	Código	Penal	alemán	(parágrafo
266)	o	el	Código	Penal	español	(Art.	295),	en	el	sentido	de	un	tipo	penal	en
cierta	 forma	 abierto	 que	 describe	 los	 elementos	 comunes	 de	 una
administración	 fraudulenta	 (abuso	 de	 facultades	 de	 administración,
relación	de	confianza,	perjuicio	patrimonial,	etc.).	El	modelo	seguido	por	el
Código	Penal	peruano	es	más	parecido	al	de	la	legislación	italiana,	en	la	que
se	 regula	 todo	 un	 conjunto	 de	 conductas	 concretas	 que	 –se	 considera–
producen	 un	 fraude	 en	 la	 administración	 de	 las	 sociedades.	 El	 principal
problema	de	esta	última	forma	de	legislar	se	manifiesta	en	la	posibilidad	de
dejar	 sin	 pena	muchas	 otras	 conductas	 con	 igual	 desvalor	 jurídico-penal.
(...)”.	 (GARCÍA	 CAVERO,	 Percy.	 “Algunos	 apuntes	 sobre	 el	 fraude	 en	 la
administración	 de	 personas	 jurídicas:	 la	 doble	 contabilidad	 y	 la
administración	 fraudulenta”.	 En	 “Derecho	 de	 la	 Empresa”,	 Terceras
jornadas	universitarias,	Piura,	1999;	págs.	153	a	178)
C.	P.
ART.	210.—Modificado.	Ley	27146,	Octava	Disposición	Final.
Modalidad	imprudente.	Si	el	agente	realiza	por	culpa	alguna	de
las	 conductas	 descritas	 en	 el	 artículo	 209,	 los	 límites	máximo	 y
mínimo	 de	 las	 penas	 privativas	 de	 libertad	 e	 inhabilitación	 se
reducen	a	una	mitad.
DOCTRINA.—Modalidad	 imprudente.	 “(...)	 Se	 ha	 justificado	 la
instauración	de	una	figura	imprudente	porque	los	alegatos	de	error	de	tipo,
ausencia	de	dolo,	‘buena	fe’	o	mera	negligencia,	son	comunes	en	el	derecho
penal	económico,	los	mismos	que	bajo	un	sistema	de	numerus	clausus	como
el	peruano	en	materia	de	delitos	imprudentes	(Art.	12	pf.	2	del	CP),	podría
dar	 lugar	 a	 la	 impunidad	 si	 la	 ley	 sólo	 sanciona	 la	 realización	 dolosa.	 Se
defiende	pues	 la	 necesidad	de	 instrumentar	 tipos	 culposos	 a	 fin	 de	 evitar
que	el	‘defraudador	doloso	pase	por	descuidado’	y	logre	la	impunidad.	Este
argumento	 no	 es	 totalmente	 satisfactorio	 porque	 no	 todo	 error,	 y	menos
cualquier	alegato	de	error,	genera	consecuencias	penales	dentro	del	marco
del	 Art.	 14	 del	 C.	 P.,	 más	 aún	 sí	 como	 se	 ha	 visto	 anteriormente	 el	 error
sobre	los	elementos	normativos	no	necesariamente	origina	un	error	de	tipo
(Art.	 14	 pf.	 1),	 pudiendo	 presentarse	 situaciones	 fundamentadoras	 de	 un
error	de	prohibición	cuya	vencibilidad	sólo	podría	implicar	una	atenuación
de	 la	 pena	 (Art.	 14	 pf.	 2).	 (CARO	 CORIA,	 Dino	 Carlos.	 “Los	 delitos
concursales	 en	 el	 derecho	 penal	 peruano”.	 En	 “Revista	 de	 doctrina	 y
jurisprudencia	penales”,	número	03,	2002;	págs.	121-179)
C.	P.
ART.	 211.—Modificado.	 Ley	 27295,	 Primera	 Disposición
Transitoria	 y	 Final.	 Suspensión	 fraudulenta.	 El	 que	 en	 un
procedimiento	 de	 insolvencia,	 procedimiento	 simplificado,
concurso	 preventivo,	 procedimiento	 transitorio	 u	 otro
procedimiento	 de	 reprogramación	 de	 obligaciones	 cualesquiera
fuera	su	denominación,	lograre	la	suspensión	de	la	exigibilidad	de
las	 obligaciones	 del	 deudor,	 mediante	 el	 uso	 de	 información,
documentación	 o	 contabilidad	 falsas	 o	 la	 simulación	 de
obligaciones	 o	 pasivos,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de	seis	años	e	inhabilitación
de	cuatro	a	cinco	años,	conforme	al	artículo	36	incisos	2)	y	4).
C.	P.
ART.	212.—Modificado.	Ley	27146,	Octava	Disposición	Final.
Reglas	premiales.	Podrá	reducirse	 la	pena	hasta	por	debajo	del
mínimo	legal	en	el	caso	de	autores	y	eximirse	de	pena	al	partícipe
que,	 encontrándose	 incurso	 en	 una	 investigación	 a	 cargo	 del
Ministerio	 Público	 o	 en	 el	 desarrollo	 de	 un	 proceso	 penal	 por
cualquiera	 de	 los	 delitos	 sancionados	 en	 este	 capítulo,
proporcione	información	eficaz	que	permita:
1.	Evitar	la	continuidad	o	consumación	del	delito.
2.	 Conocer	 las	 circunstancias	 en	 las	 que	 se	 cometió	 el	 delito	 e
identificar	a	las	autores	y	partícipes.
3.	Conocer	el	paradero	o	destino	de	los	bienes	objeto	material	del
delito	y	su	restitución	al	patrimonio	del	deudor.
En	 tales	 casos	 los	 bienes	 serán	 destinados	 al	 pago	 de	 las
obligaciones	del	deudor	según	la	ley	de	la	materia.
La	pena	del	autor	se	reducirá	en	dos	tercios	respecto	del	máximo
legal	 y	 el	 partícipe	 quedará	 exento	 de	 pena	 si,	 durante	 la
investigación	a	cargo	del	Ministerio	Público	o	en	el	desarrollo	del
proceso	 penal	 en	 el	 que	 estuvieran	 incursos,	 restituye
voluntariamente	 los	bienes	o	entrega	una	suma	equivalente	a	su
valor,	 los	 mismos	 que	 serán	 destinados	 al	 pago	 de	 sus
obligaciones	 según	 la	 ley	de	 la	materia.	 La	 reducción	o	exención
de	pena	sólo	se	aplicará	a	quien	o	quienes	realicen	la	restitución	o
entrega	del	valor	señalado.
DOCTRINA.—Efectos	 de	 la	 reparación	 espontánea	 y	 aspectos
procesales.	“(...)	En	un	sistema	como	el	peruano	donde	la	reparación	en	el
proceso	penal	 es	una	 aspiración	difícilmente	 satisfecha,	 el	Art.	 212	 in	 fine
ordena	 reducir	 la	 pena	 del	 autor	 en	 dos	 tercios	 del	 máximo	 legal	 y	 la
exención	 del	 partícipe	 (instigador	 o	 cómplice)	 cuando,	 en	 la	 investigación
fiscal	o	judicial,	dicho	autor	o	partícipe	‘restituye	voluntariamente	los	bienes
o	entrega	una	suma	equivalente	a	su	valor’,	bienes	que	deberán	someterse
al	 pago	 de	 las	 obligaciones	 del	 deudor	 según	 la	 LRP	 o	 de	 lege	 ferenda
conforme	 a	 la	 LGSC.	 La	 última	 parte	 de	 la	 norma	 citada	 reproduce	 las
consecuencias	 del	 principio	 de	 incomunicabilidad	 de	 las	 circunstancias
modificativas	 de	 responsabilidad	 del	 Art.	 26	 del	 C.	 P.,	 precisa	 que	 la
‘reducción	 o	 exención	 sólo	 se	 aplicarán	 a	 quien	 o	 quienes	 realicen	 la
restitución	o	entrega	del	valor	señalado’”.	 (CARO	CORIA,	Dino	Carlos.	 “Los
delitos	concursales	en	el	derecho	penal	peruano”.	En	“Revista	de	doctrina	y
jurisprudencia	penales”,	número	03,	2002;	págs.	121-179)
DOCTRINA.—Reglas	premiales.	“(...)	Pues	bien,	en	cuanto	aquí	interesa,	la
primera	parte	del	Art.	212	del	C.	P.	establece	reglas	premiales	a	favor	de	los
participantes	de	un	delito	concursal.	En	el	caso	del	partícipe,	instigador	(Art.
24)	o	cómplice	(Art.	25),	se	establece	la	posibilidad	de	eximirlo	de	pena,	lo
que	 otorga	 al	 juzgador	 un	 amplio	 margen	 de	 posibilidades	 ya	 que	 si	 la
información	 proporcionada	 no	 es	 suficiente	 para	 evitar	 la	 sanción	 del
partícipe,	cabe	la	posibilidad	de	una	atenuación,	aún	por	debajo	del	mínimo
legal,	en	virtud	del	argumento	a	fortiori,	pues	quien	puede	 lo	más	(eximir)
puede	lo	menos	(atenuar),	es	decir	sobre	la	base	de	una	analogía	in	bonam
parte	que	no	prohíbe	 la	Constitución.	En	 cuanto	al	 autor,	 sea	este	directo,
mediato	o	coautor,	las	posibilidades	son	más	limitadas,	sólo	se	permite	una
atenuación	 hasta	 por	 debajo	 del	 mínimo	 legal,	 se	 excluye	 la	 exención	 de
pena,	 pero	 en	 la	 práctica	 se	 alcanza	un	 efecto	 similar	 respecto	de	 la	 pena
privativa	de	 libertad	porque	según	el	Art.	29	del	C.	P.	 la	pena	privativa	de
libertad	 tiene	una	duración	mínima	de	2	 días,	 de	modo	que	 el	 juez	 podrá
sancionar	al	autor	con	pena	privativa	de	libertad	de	2	días	hasta	el	máximo
previsto	 en	 el	 tipo	 que	 subsume	 el	 hecho.	No	 es	 lo	mismo	 en	 cuanto	 a	 la
pena	 de	 inhabilitación	 porque	 según	 los	 Arts.	 38	 y	 39	 in	 fine,	 la
inhabilitación	como	pena	accesoria	tiene	un	límite	mínimo	de	6	meses.
La	 llamada	 información	 eficaz	 debe	 ser	 proporcionada,	 según	 la	 norma,
durante	la	investigación	a	cargo	del	Ministerio	Público,	es	decir	antes	de	la
etapa	 judicial,	 o	 en	 el	 desarrollo	 del	 proceso	 penal.	 Pese	 a	 que	 no	 se	 fija
hasta	que	momento	puede	el	autor	o	partícipe	entregar	la	información,	para
efectos	de	la	exención	o	atenuación	de	la	pena	debe	limitarse	esa	posibilidad
hasta	antes	de	la	acusación	fiscal,	tanto	porque	ello	incidirá	directamente	en
el	sentido	de	dicha	acusación	(o	dictamen	final)	como	en	la	sentencia.	La	ley
tampoco	regula	cuáles	son	los	efectos	de	la	información	otorgada	en	la	etapa
policial	 o	 ante	 otras	 autoridades	 administrativas,	 como	 la	 comisión	 de
reestructuración	 patrimonial	 o	 las	 nuevas	 comisiones	 de	 procedimientos
concursales.	Estos	y	otros	vacíos	relevantes	están	vinculados	a	 la	ausencia
de	una	regulación	procesal	como	la	que	se	aprecia	en	el	D.	Leg.	N°	815	que
regula	 los	aspectos	materiales	y	procesales	de	 la	 colaboración	eficaz	en	el
ámbito	de	 los	delitos	 tributarios.	 En	 todo	 caso,	 para	 efectos	de	 los	delitos
concursales	podría	admitirse	la	relevancia	de	la	información	otorgada	ante
autoridades	administrativas	como	la	policía	o	el	Indecopi,	siempre	que	en	el
término	 de	 la	 distancia	 ésta	 sea	 puesta	 en	 conocimiento	 del	 Ministerio
Público	 para	 los	 fines	 correspondientes.(...)”.	 (CARO	 CORIA,	 Dino	 Carlos.
“Los	 delitos	 concursales	 en	 el	 derecho	 penal	 peruano”.	 En	 “Revista	 de
doctrina	y	jurisprudencia	penales”,	número	03,	2002;	págs.	121-179)
C.	P.
ART.	213.—Modificado.	Ley	27146,	Octava	Disposición	Final.
Ejercicio	privado	de	la	acción	penal.	En	los	delitos	previstos	en
este	 capítulo	 sólo	 se	 procederá	 por	 acción	 privada	 ante	 el
Ministerio	 Público.	 El	 Instituto	 Nacional	 de	 Defensa	 de	 la
Competencia	y	Protección	de	la	Propiedad	Intelectual	(Indecopi),
a	 través	 de	 sus	 órganos	 correspondientes,	 podrá	 denunciar	 el
hecho	en	defecto	del	ejercicio	de	la	acción	privada	y	en	todo	caso
podrá	intervenir	como	parte	interesada	en	el	proceso	penal	que	se
instaure.
DOCTRINA.—Aspectos	 procesales:	 formas	 de	 ejercicio	 de	 la	 acción
penal.	 “(...)	 Para	 San	 Martín	 Castro	 esta	 norma	 plantea	 dos	 problemas
interpretativos,	la	determinación	del	modo	de	ejercicio	de	la	acción	penal	y
los	alcances	del	concepto	de	‘parte	interesada’	que	se	otorga	al	Indecopi.	En
cuanto	a	lo	primero	debe	quedar	claro,	más	allá	de	la	expresión	legal	‘acción
privada’	 que	 en	 todo	 caso	 carece	 de	 justificación,	 que	 estamos	 ante	 un
modelo	de	acción	mixta	o	semipública.	Así	lo	destaca	la	propia	exposición	de
motivos	 del	 proyecto	 de	 marzo	 de	 1999	 de	 Ley	 de	 Fortalecimiento	 del
Sistema	de	Reestructuración	Patrimonial,	según	la	cual	‘la	conjunción	entre
intereses	 individuales	 y	 colectivos	 en	 este	 sector	 del	 derecho	 penal,
fundamenta	 el	 carácter	 mixto	 de	 la	 acción	 penal’.	 Dicho	 carácter
semipúblico	implica	que	la	acción	penal	no	se	extingue	por	desistimiento	o
transacción	(Art.	78.3	del	C.	P.),	pero	además	que	tras	 la	comunicación	del
delito	 al	 Ministerio	 Público	 por	 parte	 de	 la	 víctima,	 es	 decir	 uno	 o	 más
acreedores	 afectados,	 el	 fiscal	 adquiere	 legitimación	 para	 intervenir	 en	 el
proceso	que	se	tramitará	según	las	pautas	ordinarias	o	especiales	previstas
por	la	ley	para	los	delitos	de	persecución	pública.
También	 se	 permite	 que	 el	 Indecopi	 denuncie	 el	 hecho	 ‘en	 defecto	 del
ejercicio	 de	 la	 acción	privada’,	 reconociéndose	 con	 ello	 que	dichos	 delitos
afectan	bienes	colectivos.	En	efecto,	la	citada	exposición	de	motivos	expresa
que	‘la	legitimación	del	Indecopi	para	denunciar	o	intervenir	en	el	proceso
penal	 como	 parte	 interesada,	 deriva	 de	 la	 propia	 concepción	 de	 la
funcionalidad	 del	 sistema	 crediticio	 como	 un	 interés	 colectivo	 de	 la
funcionalidad	 del	 sistema	 crediticio	 como	 un	 interés	 colectivo	 o
supraindividual	cuya	cautela	pública	corresponde	a	este	organismo	estatal’.
Antes	bien,	no	se	prevén	reglas	precisas	para	 la	 intervención	del	 Indecopi,
no	 se	detalla	 que	 el	 ilícito	deba	 afectar	 a	 una	pluralidad	de	personas,	 que
deba	considerarse	el	nivel	de	afectación	de	la	cadena	de	pagos,	el	monto	de
las	 deudas	 burladas,	 las	 características	 del	 sector	 económico	 perjudicado,
etc.,	 omisiones	 que	 pueden	 conllevar	 atentados	 contra	 el	 principio	 de
igualdad	como	a	una	actuación	discrecional	por	parte	de	la	administración.
En	 relación	 al	 segundo	 problema	 interpretativo	 del	 Art.	 213	 del	 C.	 P.,	 el
Indecopi	debe	ser	notificado	de	la	instauración	del	proceso	penal	para	que
decida	si	interviene	como	parte	interesada,	decisión	discrecional	y	expresa,
no	controlable	judicialmente	según	plantea	San	Martín.	Es	más,	el	Indecopi
ni	 siquiera	 es	 parte	 penal,	 posición	 que	 corresponde	 exclusivamente	 al
Ministerio	Público,	sólo	está	vinculado	al	objeto	civil.	Y	aun	cuando	es	parte
civil	 en	 el	 proceso	 penal,	 no	 es	 parte	 material	 dado	 que	 no	 es	 el	 sujeto
pasivo	 del	 delito	 en	 cuyo	 favor	 se	 fija	 la	 reparación	 civil.	 De	 ese	modo,	 el
Indecopi	 tiene	 similar	 consideración	 que	 el	 denominado	 ‘actor	 social’,
reconocido	 en	 el	 Art.	 103	 del	 Código	 Procesal	 Penal	 de	 1991,	 es	 parte
acusadora	 formal,	 vinculada	 exclusivamente	 al	 objeto	 civil	 del	 proceso
penal,	aunque	condicionada	a	la	aceptación	de	la	víctima.	(...)”	(CARO	CORIA,
Dino	 Carlos.	 “Los	 delitos	 concursales	 en	 el	 derecho	 penal	 peruano”.	 En
“Revista	de	doctrina	y	jurisprudencia	penales”,	número	03,	2002;	págs.	121-
179)
C.	P.
ART.	 213-A.—Incorporado.	 D.	 Leg.	 861,	 Decimosegunda
Disposición	Final.	Administración	desleal.	El	factor	fiduciario	o
quien	 ejerza	 el	 dominio	 fiduciario	 sobre	 un	 patrimonio
fideicometido,	 o	 el	 director,	 gerente	 o	 quien	 ejerza	 la
administración	 de	 una	 sociedad	 de	 propósito	 especial	 que,	 en
beneficio	 propio	 o	 de	 terceros,	 efectúe	 actos	 de	 enajenación,
gravamen,	 adquisición	 u	 otros	 en	 contravención	 del	 fin	 para	 el
que	 fue	 constituido	 el	 patrimonio	 de	 propósito	 exclusivo,	 será
reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	dos	(2)	ni
mayor	de	cuatro	 (4)	años	e	 inhabilitación	de	uno	a	dos	 (2)	años
conforme	al	artículo	36,	incisos	2)	y	4).
CAPÍTULO	II
Usura
C.	P.
ART.	 214.—Usura.	 El	 que,	 con	 el	 fin	 de	 obtener	 una	 ventaja
patrimonial,	para	sí	o	para	otro,	en	la	concesión	de	un	crédito	o	en
su	 otorgamiento,	 renovación,	 descuento	 o	 prórroga	del	 plazo	de
pago,	obliga	o	hace	prometer	pagar	un	 interés	 superior	al	 límite
fijado	por	la	ley,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no
menor	de	uno	ni	mayor	de	tres	años	y	con	veinte	a	treinta	días	-
multa.
Si	 el	 agraviado	 es	 persona	 incapaz	 o	 se	 halla	 en	 estado	 de
necesidad,	 la	pena	privativa	de	 libertad	será	no	menor	de	dos	ni
mayor	de	cuatro	años.
CLASES	DE	INTERÉS
C.	C.
ART.	 1242.—El	 interés	 es	 compensatorio	 cuando	 constituye	 la
contraprestación	por	el	uso	del	dinero	o	de	cualquier	otro	bien.
Es	moratorio	cuando	tiene	por	finalidad	indemnizar	la	mora	en	el	pago.
C.	C.
ART.	 1243.—La	 tasa	 máxima	 del	 interés	 convencional	 compensatorio	 o
moratorio,	es	fijada	por	el	Banco	Central	de	Reserva	del	Perú.	
Cualquier	 exceso	 sobre	 la	 tasa	 máxima	 da	 lugar	 a	 la	 devolución	 o	 a	 la
imputación	al	capital,	a	voluntad	del	deudor.
C.	C.
ART.	 1244.—La	 tasa	 del	 interés	 legal	 es	 fijada	 por	 el	 Banco	 Central	 de
Reserva	del	Perú.
C.	C.
ART.	 1245.—Cuando	 deba	 pagarse	 interés,	 sin	 haberse	 fijado	 la	 tasa,	 el
deudor	debe	abonar	el	interés	legal.
CAPÍTULO	III
Libramiento	y	cobro	indebido
C.	P.
ART.	 215.—Modificado.	 Ley	 27287,	 Cuarta	 Disposición
Modificatoria.	Libramiento	indebido.	Será	reprimido	con	pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	uno	ni	mayor	de	cinco	años,	el
que	gire,	transfiera	o	cobre	un	cheque,	en	los	siguientes	casos:
1)	 Cuando	 gire	 sin	 tener	 provisión	 de	 fondos	 suficientes	 o
autorización	para	sobregirar	la	cuenta	corriente;
2)	Cuando	frustre	maliciosamente	por	cualquier	medio	su	pago;
3)	Cuando	gire	a	sabiendas	que	al	tiempo	de	su	presentación	no
podrá	ser	pagado	legalmente;
4)	 Cuando	 revoque	 el	 cheque	 durante	 su	 plazo	 legal	 de
presentación	a	cobro,	por	causa	falsa;
5)	Cuando	utilice	cualquier	medio	para	suplantar	al	beneficiario
o	 al	 endosatario,	 sea	 en	 su	 identidad	 o	 firmas;	 o	modifique	 sus
cláusulas,	líneas	de	cruzamiento,	o	cualquier	otro	requisito	formal
del	cheque;
6)	 Cuando	 lo	 endose	 a	 sabiendas	 que	 no	 tiene	 provisión	 de
fondos.
En	los	casos	de	los	incisos	1)	y	6)	se	requiere	del	protesto	o	de	la
constancia	 expresa	 puesta	 por	 el	 banco	 girado	 en	 el	 mismo
documento,	señalando	el	motivo	de	la	falta	de	pago.
Con	excepción	de	los	incisos	4)	y	5),	no	procederá	la	acción	penal
si	el	agente	abona	el	monto	total	del	cheque	dentro	del	tercer	día
hábil	 de	 la	 fecha	 de	 requerimiento	 escrito	 y	 fehaciente,	 sea	 en
forma	 directa,	 notarial,	 judicial	 o	 por	 cualquier	 otro	 medio	 con
entrega	fehaciente	que	se	curse	al	girador.
DOCTRINA.—Cuestiones	 procedimentales	 del	 delito	 de	 libramientos
indebidos.	“(…)	Desde	la	entrada	en	vigencia	del	C.	P.	de	1991,	ha	sido	tema
recurrente	 en	 la	 persecución	 penal	 del	 delito	 de	 libramiento	 indebido	 la
posibilidad	de	interponer,	como	medio	de	defensa,	la	cuestión	previa,	en	la
medida	 que	 el	 derogado	Art.	 215	 del	 C.	 P.	 establecía:	 ‘En	 los	 casos	 de	 los
incisos	1,	2	y	4	el	agente	debe	ser	 informado	de	 la	 falta	de	pago	mediante
protesto	u	otra	forma	documentada	de	requerimiento’.	La	actual	redacción
del	 citado	 precepto	 ha	 omitido	 referirse	 expresamente	 al	 requerimiento
previo,	 aunque	 la	 lógica	 nos	 lleva	 a	 afirmar	 su	 presencia	 pues	 aunque	 a
primera	vista	pareciese	que	no	es	necesario	requerir	previamente	al	agente
para	 la	procedencia	de	 la	acción	penal,	 al	precisarse,	 con	excepción	de	 los
incisos	4	y	5,	que	‘no	procederá	la	acción	penal,	si	el	agente	abona	el	monto
total	 del	 cheque	 dentro	 del	 tercer	 día	 hábil	 de	 la	 fecha	 de	 requerimiento
escrito	y	 fehaciente,	sea	en	forma	directa,	notarial,	 judicial	o	por	cualquier
otro	medio	con	entrega	fehaciente	que	se	curse	al	girador’,	resulta	evidente
la	 necesidad	 de	 un	 previo	 requerimiento	 que	 permita	 al	 agente	 abonar	 el
monto	total	del	cheque	dentro	del	tercer	día	hábil.
La	 exigencia	 de	 requerimiento,	 según	 ha	 venido	 afirmando	 de	 manera
reiterativa	la	jurisprudencia	nacional,	de	la	posibilidad	de	recurrir,	en	caso
del	 incumplimiento	de	dicha	exhortación,	a	 la	cuestión	previa	como	medio
de	 defensa.	 Para	 algún	 sector	 de	 la	 doctrina,	 entre	 los	 que	 destaca	 San
Martín	 Castro,	 dicha	 solución	 resulta	 incorrecta	 pues	 el	 requerimiento	 de
pago	está	configurado	más	bien	como	una	causa	de	exclusión	de	pena	y	no
como	presupuesto	procesal,	por	 lo	que	el	medio	de	defensa	a	aplicar	sería
más	bien	la	excepción	de	naturaleza	de	acción.
Por	otra	parte,	el	Art.	215	del	C.	P.	exige	que	‘en	los	casos	de	los	incisos	1)	y
6)	se	requiere	del	protesto	o	de	 la	constancia	expresa	puesta	por	el	banco
girado	 en	 el	mismo	 documento,	 señalando	 el	motivo	 de	 la	 falta	 de	 pago’.
Esta	exigencia,	según	la	jurisprudencia,	ha	dado	lugar	a	la	procedencia	de	la
cuestión	previa,	lo	que	para	San	Martín	Castro	resulta	también	incorrecto	en
la	medida	que	‘constituye	una	exigencia	que	integra	el	tipo	penal,	que	define
la	antijuricidad	penal	de	la	conducta’,	siendo	procedente,	por	el	contrario,	la
excepción	 de	 naturaleza	 de	 acción.	 (...)”.	 (REYNA	 ALFARO,	 Luis	 Miguel.
“Manual	de	Derecho	Penal	Económico”,	 Lima	 -	Edit.	Gaceta	 Jurídica,	 2002,
págs.	386	a	395)
TÍTULO	VII
Delitos	contra	los	derechos	intelectuales
CAPÍTULO	I
Delitos	contra	los	derechos	de	autor	y	conexos
C.	P.
ART.	216.—Modificado.	Ley	27729,	Art.	1°.	Actos	de	exceso	de
la	autorización	del	 titular	de	 la	obra	o	derecho	conexo.	 Será
reprimido	 con	pena	 privativa	 de	 la	 libertad	 no	menor	 de	 dos	 ni
mayor	 de	 cuatro	 años	 y	 de	 diez	 a	 sesenta	 días	 -	multa,	 a	 quien
estando	 autorizado	para	 publicar	 una	 obra,	 lo	 hiciere	 en	una	de
las	formas	siguientes:
a.	 Sin	 mencionar	 en	 los	 ejemplares	 el	 nombre	 del	 autor,
traductor,	adaptador,	compilador	o	arreglador.
b.	Estampe	el	nombre	con	adiciones	o	supresiones	que	afecten	la
reputación	 del	 autor	 como	 tal	 o,	 en	 su	 caso,	 del	 traductor,
adaptador,	compilador	o	arreglador.
c.	 Publique	 la	 obra	 con	 abreviaturas,	 adiciones,	 supresiones,	 o
cualquier	otra	modificación,	 sin	 el	 consentimiento	del	 titular	del
derecho.
d.	Publique	separadamente	varias	obras,	cuando	 la	autorización
se	haya	conferido	para	publicarlas	en	conjunto;	o	las	publique	en
conjunto,	 cuando	solamente	se	 le	haya	autorizado	 la	publicación
de	ellas	en	forma	separada.
JURISPRUDENCIA.—Derechos	 intelectuales	 e	 informe	del	 Indecopi.	 “(...)
para	 acreditar	 en	 el	 grado	 de	 certeza	 la	 comisión	 del	 delito	 investigado
resulta	 imprescindible	 contar	 con	 el	 informe	 técnico	 de	 Indecopi	 que
corrobore	 la	 conducta	 ilícita,	 sin	 embargo	 como	 se	 aprecia	 (...)	 dicho
organismo	reconoce	expresamente	que	no	se	ha	anexado	prueba	alguna	que
acredite	 qué	 obras	 se	 han	 utilizado	 previa	 verificación	 de	 las	 mismas,	 y
teniendo	a	la	vista	las	respectivas	actas	de	verificación	que	obran	(...)	sólo	se
consigna	 la	 existencia	de	 cintas	de	audio	 sin	 identificarse	a	 los	autores,	 que
siendo	así,	no	habiéndose	podido	individualizar	la	obra	musical	utilizada	no	se
puede	 establecer	 si	 el	 titular	 de	 los	 derechos	 patrimoniales	 de	 cada	 obra	 se
encuentra	 dentro	 del	 marco	 de	 protección	 confiada	 a	 la	 APDAYC,
consecuentemente	no	se	acredita	la	existencia	del	delito	en	el	grado	de	certeza
positiva	que	permita	sustentar	un	fallo	condenatorio	(...)”.	(CSJ.	Lambayeque,
Exp.	N°	98-4153-6	JEPCH,	jul.	20/99.	S.S.	Ponte	Durango)
DOCTRINA.—Delitos	 contra	 derechos	 de	 autor.	 “Los	 elementos
constitutivos	de	los	delitos	contra	derechos	de	autor	son	comúnmente:
1.	 La	 existencia	 de	 un	 derecho	 intelectual	 (derecho	 de	 autor	 o	 derecho
conexo)	con	un	mínimo	aporte	de	ingenio	del	autor;	p.	ej.	una	obra	literaria,
la	traducción	de	una	obra	ajena	(con	consentimiento	del	autor),	una	forma
de	interpretación	de	una	canción,	etc.
2.	Que	el	derecho	sea	ejercido	por	quien	no	es	titular,	según	la	ley	(el	que
no	es	autor	o	titular	del	derecho	conexo);	y,
3.	Que	el	actor	no	tenga	autorización	del	autor	para	el	ejercicio	del	derecho
o	que	se	salga	del	marco	delimitado	por	la	autorización.
No	 se	 precisa	 que	 el	 derecho	 esté	 previamente	 registrado.	 El	 registro
solamente	tiene	carácter	probatorio,	pero	puede	ceder	ante	un	derecho	de
autor	 legítimo	 anterior	 a	 la	 inscripción	 por	 un	 tercero.	 (...).”	 (ABANTO
VÁZQUEZ,	Manuel.	“Derecho	penal	económico	-	parte	especial”,	Lima	-	Edit.
Idemsa,	2000,	págs.	275	a	330)
	
C.	P.
ART.	 217.—Modificado.	 Ley	 28289,	 Art.	 1°.	 Actos	 sin
autorización	 del	 titular	 de	 la	 obra	 o	 derecho	 conexo.
Reproducción,	difusión,	distribución	y	circulación	de	la	obra
sin	autorización	del	autor.	Será	reprimido	con	pena	privativa	de
libertad	 no	menor	 de	 dos	 ni	mayor	 de	 seis	 años	 y	 con	 treinta	 a
noventa	 días-multa,	 el	 que	 con	 respecto	 a	 una	 obra,	 una
interpretación	o	ejecución	artística,	un	fonograma	o	una	emisión	o
transmisión	de	 radiodifusión,	o	una	grabación	audiovisual	o	una
imagen	 fotográfica	 expresada	 en	 cualquier	 forma,	 realiza	 alguno
de	 los	 siguientes	 actos	 sin	 la	 autorización	 previa	 y	 escrita	 del
autor	o	titular	de	los	derechos:
a.	La	modifique	total	o	parcialmente.
b.	La	distribuya	mediante	venta,	alquiler	o	préstamo	público.
c.	 Modificado.	 Ley	 29263,	 Art.	 1°.	 La	 comunique	 o	 difunda
públicamente,	 transmita	 o	 retransmita	 por	 cualquiera	 de	 los
medios	 o	 procedimientos	 reservados	 al	 titular	 del	 respectivo
derecho.
d.	La	reproduzca,	distribuya	o	comunique	en	mayor	número	que
el	autorizado	por	escrito.
La	pena	 será	no	menor	de	 cuatro	 años	ni	mayor	de	ocho	y	 con
sesenta	a	ciento	veinte	días	multa,	cuando	el	agente	la	reproduzca
total	o	parcialmente,	por	cualquier	medio	o	procedimiento	y	si	la
distribución	 se	 realiza	 mediante	 venta,	 alquiler	 o	 préstamo	 al
público	u	otra	 forma	de	 transferencia	de	 la	posesión	del	soporte
que	contiene	la	obra	o	producción	que	supere	las	dos	(2)	unidades
impositivas	tributarias,	en	forma	fraccionada,	en	un	solo	acto	o	en
diferentes	actos	de	inferior	importe	cada	uno.
C.	P.
ART.	 218.—Modificado.	 Ley	 28289,	 Art.	 1°.	 Formas
agravadas.	La	pena	será	privativa	de	libertad	no	menor	de	cuatro
ni	mayor	de	ocho	años	y	con	noventa	a	ciento	ochenta	días	multa
cuando:
a.	Se	dé	a	conocer	al	público	una	obra	inédita	o	no	divulgada,	que
haya	 recibido	en	 confianza	del	 titular	del	derecho	de	 autor	o	de
alguien	en	su	nombre,	sin	el	consentimiento	del	titular.
b.	Modificado.	Ley	29263,	Art.	1°.	La	reproducción,	distribución
o	 comunicación	 pública	 se	 realiza	 con	 fines	 comerciales	 u	 otro
tipo	de	ventaja	económica,	o	alterando	o	suprimiendo	el	nombre	o
seudónimo	del	autor,	productor	o	titular	de	los	derechos.
c.	 Conociendo	 el	 origen	 ilícito	 de	 la	 copia	 o	 reproducción,	 la
distribuya	 al	 público,	 por	 cualquier	 medio,	 la	 almacene,	 oculte,
introduzca	en	el	país	o	la	saque	de	éste.
d.	 Modificado.	 Ley	 29263,	 Art.	 1°.	 Se	 fabrique,	 ensamble,
importe,	exporte,	modifique,	venda,	alquile,	ofrezca	para	la	venta
o	 alquiler,	 o	 ponga	 de	 cualquier	 otra	 manera	 en	 circulación
dispositivos,	sistemas	tangibles	o	intangibles,	esquemas	o	equipos
capaces	 de	 soslayar	 otro	 dispositivo	 destinado	 a	 impedir	 o
restringir	 la	 realización	 de	 copias	 de	 obras,	 o	 a	 menoscabar	 la
calidad	de	las	copias	realizadas,	o	capaces	de	permitir	o	fomentar
la	 recepción	 de	 un	 programa	 codificado,	 radiodifundido	 o
comunicado	en	otra	 forma	al	público,	 por	 aquellos	que	no	están
autorizados	para	ello.
e.	 Se	 inscriba	 en	 el	 Registro	 del	 Derecho	 de	 Autor	 la	 obra,
interpretación,	producción	o	emisión	ajenas,	o	cualquier	otro	tipo
de	 bienes	 intelectuales,	 como	 si	 fueran	 propios,	 o	 como	 de
persona	distinta	del	verdadero	titular	de	los	derechos.
C.	P.
ART.	 219.—Modificado.	 Ley	 28289,	 Art.	 1°.	 Plagio.	 Será
reprimido	 con	pena	privativa	de	 libertad	no	menor	de	 cuatro	ni
mayor	de	ocho	años	y	noventa	a	ciento	ochenta	días	multa,	el	que
con	 respecto	 a	 una	 obra,	 la	 difunda	 como	 propia,	 en	 todo	 o	 en
parte,	copiándola	o	reproduciéndola	 textualmente,	o	 tratando	de
disimular	la	copia	mediante	ciertas	alteraciones,	atribuyéndose	o
atribuyendo	a	otro,	la	autoría	o	titularidad	ajena.
C.	P.
ART.	 220.—Modificado.	 D.	 Leg.	 822,	 Tercera	 Disposición
Final.	 Usurpación	 de	 derechos	 de	 autor.	 Será	 reprimido	 con
pena	privativa	de	 libertad	no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de	ocho
años	y	noventa	a	trescientos	sesenticinco	días	-	multa:
a.	Quien	se	atribuya	falsamente	la	calidad	de	titular	originario	o
derivado,	 de	 cualquiera	 de	 los	 derechos	 protegidos	 en	 la
legislación	 del	 derecho	 de	 autor	 y	 derechos	 conexos	 y,	 con	 esa
indebida	 atribución,	 obtenga	 que	 la	 autoridad	 competente
suspenda	el	acto	de	comunicación,	reproducción	o	distribución	de
la	obra,	interpretación,	producción,	emisión	o	de	cualquier	otro	de
los	bienes	intelectuales	protegidos.
b.	 Quien	 realice	 actividades	 propias	 de	 una	 entidad	 de	 gestión
colectiva	de	derecho	de	autor	o	derechos	conexos,	sin	contar	con
la	autorización	debida	de	la	autoridad	administrativa	competente.
c.	El	que	presente	declaraciones	 falsas	en	cuanto	certificaciones
de	 ingresos;	 asistencia	 de	 público;	 repertorio	 utilizado;
identificación	 de	 los	 autores;	 autorización	 supuestamente
obtenida;	 número	 de	 ejemplares	 producidos,	 vendidos	 o
distribuidos	 gratuitamente	 o	 toda	 otra	 adulteración	 de	 datos
susceptible	 de	 causar	 perjuicio	 a	 cualquiera	 de	 los	 titulares	 del
derecho	de	autor	o	conexos.
d.	 Si	 el	 agente	 que	 comete	 el	 delito	 integra	 una	 organización
destinada	a	perpetrar	los	ilícitos	previstos	en	el	presente	capítulo.
e.	Si	el	agente	que	comete	cualquiera	de	los	delitos	previstos	en	el
presente	 capítulo,	 posee	 la	 calidad	 de	 funcionario	 o	 servidor
público.
C.	P.
ART.	220-A.—Modificado.	Ley	29316,	Art.	2°.	Elusión	de
medida	tecnológica	efectiva.	El	que,	con	fines	de
comercialización	u	otro	tipo	de	ventaja	económica,	eluda	sin
autorización	cualquier	medida	tecnológica	efectiva	que	utilicen
los	productores	de	fonogramas,	artistas,	intérpretes	o	ejecutantes,
así	como	los	autores	de	cualquier	obra	protegida	por	derechos	de
propiedad	intelectual,	será	reprimido	con	pena	privativa	de
libertad	no	mayor	de	dos	años	y	de	diez	a	sesenta	días-multa.
C.	P.
ART.	220-B.—Incorporado.	Ley	29263,	Art.	2°.	Productos
destinados	a	la	elusión	de	medidas	tecnológicas.	El	que,	con
fines	de	comercialización	u	otro	tipo	de	ventaja	económica,
fabrique,	importe,	distribuya,	ofrezca	al	público,	proporcione	o	de
cualquier	manera	comercialice	dispositivos,	productos	o
componentes	destinados	principalmente	a	eludir	una	medida
tecnológica	que	utilicen	los	productores	de	fonogramas,	artistas
intérpretes	o	ejecutantes,	así	como	los	autores	de	cualquier	obra
protegida	por	derechos	de	propiedad	intelectual,	será	reprimido
con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	dos	años	y	de	diez	a
sesenta	días-multa.
C.	P.
ART.	220-C.—Incorporado.	Ley	29263,	Art.	2°.	Servicios
destinados	a	la	elusión	de	medidas	tecnológicas.	El	que,	con
fines	de	comercialización	u	otro	tipo	de	ventaja	económica,	brinde
u	ofrezca	servicios	al	público	destinados	principalmente	a	eludir
una	medida	tecnológica	efectiva	que	utilicen	los	productores	de
fonogramas,	artistas	intérpretes	o	ejecutantes,	así	como	los
autores	de	cualquier	obra	protegida	por	derechos	de	propiedad
intelectual,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no
mayor	de	dos	años	y	de	diez	a	sesenta	días-multa.
C.	P.
ART.	220-D.—Incorporado.	Ley	29263,	Art.	2°.	Delitos	contra
la	información	sobre	gestión	de	derechos.	El	que,	sin
autorización	y	con	fines	de	comercialización	u	otro	tipo	de	ventaja
económica,	suprima	o	altere,	por	sí	o	por	medio	de	otro,	cualquier
información	sobre	gestión	de	derechos,	será	reprimido	con	pena
privativa	de	libertad	no	mayor	de	dos	años	y	de	diez	a	sesenta
días-multa.
La	misma	pena	será	impuesta	al	que	distribuya	o	importe	para	su
distribución	información	sobre	gestión	de	derechos,	a	sabiendas
que	esta	ha	sido	suprimida	o	alterada	sin	autorización;	o
distribuya,	importe	para	su	distribución,	transmita,	comunique	o
ponga	a	disposición	del	público	copias	de	las	obras,
interpretaciones	o	ejecuciones	o	fonogramas,	a	sabiendas	que	la
información	sobre	gestión	de	derechos	ha	sido	suprimida	o
alterada	sin	autorización.
C.	P.
ART.	220-E.—Modificado.	Ley	29316,	Art.	2°.	Etiquetas,
carátulas	o	empaques.	El	que	fabrique,	comercialice,	distribuya,
almacene,	transporte,	transfiera	o	de	otra	manera	disponga	con
fines	comerciales	u	otro	tipo	de	ventaja	económica	etiquetas	o
carátulas	no	auténticas	adheridas	o	diseñadas	para	ser	adheridas
a	un	fonograma,	copia	de	un	programa	de	ordenador,
documentación	o	empaque	de	un	programa	de	ordenador	o	a	la
copia	de	una	obra	cinematográfica	o	cualquier	otra	obra
audiovisual,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no
menor	de	tres	años	ni	mayor	de	seis	años	y	de	sesenta	a	ciento
veinte	días	multa.
C.	P.
ART.	220-F.—Modificado.	Ley	29316,	Art.	2°.	Manuales,
licencias	u	otra	documentación,	o	empaques	no	auténticos
relacionados	a	programas	de	ordenador.	El	que	elabore,
comercialice,	distribuya,	almacene	transporte,	transfiera	o	de	otra
manera	disponga	con	fines	comerciales	u	otro	tipo	de	ventaja
económica	manuales,	licencias	u	otro	tipo	de	documentación,	o
empaques	no	auténticos	para	un	programa	de	ordenador,	será
reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	cuatro	años
ni	mayor	de	seis	años	y	de	sesenta	a	ciento	veinte	días	multa.
C.	P.
ART.	 221.—Modificado.	 Ley	 29263,	 Art.	 1°.	 Incautación
preventiva	y	comiso	definitivo.	En	los	delitos	previstos	en	este
capítulo	 se	 procederá	 a	 la	 incautación	 preventiva	 de	 los
ejemplares	y	materiales,	de	los	aparatos	o	medios	utilizados	para
la	comisión	del	 ilícito	y,	de	ser	el	caso,	de	 los	activos	y	cualquier
evidencia	documental,	relacionados	al	ilícito	penal.
De	ser	necesario,	el	fiscal	pedirá	autorización	al	juez	para	leer	la
documentación	 que	 se	 halle	 en	 el	 lugar	 de	 la	 intervención,	 en
ejecución	 de	 cuya	 autorización	 se	 incautará	 la	 documentación
vinculada	con	el	hecho	materia	de	investigación.
Para	la	incautación	no	se	requerirá	identificar	individualmente	la
totalidad	 de	 los	 materiales,	 siempre	 que	 se	 tomen	 las	 medidas
necesarias	para	que	durante	el	proceso	judicial	se	identifiquen	la
totalidad	de	los	mismos.	En	este	acto	participará	el	representante
del	Ministerio	Público.
Asimismo,	el	 juez,	a	solicitud	del	Ministerio	Público,	ordenará	el
allanamiento	 o	 descerraje	 del	 local	 donde	 se	 estuviere
cometiendo	el	ilícito	penal.
En	 caso	 de	 emitirse	 sentencia	 condenatoria,	 los	 ejemplares,
materiales	 ilícitos,	aparatos	y	medios	utilizados	para	 la	comisión
del	ilícito	serán	comisados	y	destruidos,	salvo	casos	excepcionales
debidamente	calificados	por	la	autoridad	judicial.
En	ningún	caso	procederá	la	devolución	de	los	ejemplares	ilícitos
al	encausado.
CAPÍTULO	II
Delitos	contra	la	propiedad	industrial
C.	P.
ART.	 222.—Modificado.	 Ley	 27729,	 Art.	 2°.	 Copia	 no
autorizada.	 Será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	de	dos	ni	mayor	de	 cinco	años,	 con	 sesenta	 a	 trescientos
sesenta	y	cinco	días	 -	multa	e	 inhabilitación	conforme	al	artículo
36	inciso	4)	tomando	en	consideración	la	gravedad	del	delito	y	el
valor	 de	 los	 perjuicios	 ocasionados,	 quien	 en	 violación	 de	 las
normas	 y	 derechos	 de	 propiedad	 industrial,	 almacene,	 fabrique,
utilice	con	 fines	comerciales,	oferte,	distribuya,	venda,	 importe	o
exporte,	en	todo	o	en	parte:
a.	 Un	 producto	 amparado	 por	 una	 patente	 de	 invención	 o	 un
producto	 fabricado	mediante	 la	 utilización	 de	 un	 procedimiento
amparado	por	una	patente	de	invención	obtenidos	en	el	país;
b.	Un	producto	amparado	por	un	modelo	de	utilidad	obtenido	en
el	país;
c.	Un	producto	amparado	por	un	diseño	industrial	registrado	en
el	país;
d.	 Una	 obtención	 vegetal	 registrada	 en	 el	 país,	 así	 como	 su
material	de	reproducción,	propagación	o	multiplicación;
e.	 Un	 esquema	 de	 trazado	 (tipografía)	 registrado	 en	 el	 país,	 un
circuito	semiconductor	que	 incorpore	dicho	esquema	de	 trazado
(topografía)	 o	 un	 artículo	 que	 incorpore	 tal	 circuito
semiconductor;
f.	 Un	 producto	 o	 servicio	 que	 utilice	 una	 marca	 no	 registrada
idéntica	o	similar	a	una	marca	registrada	en	el	país.
C.	P.
ART.	222-A.—Modificado.	D.	Leg.	1182,	Tercera	Disp.	Compl.
Modif.	Penalización	de	la	clonación	o	adulteración	de
terminales	de	telecomunicaciones.	Será	reprimido	con	pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	cuatro	(4)	ni	mayor	de	seis	(6)
años,	con	sesenta	(60)	a	trescientos	sesenta	y	cinco	(365)	días
multa,	el	que	altere,	reemplace,	duplique	o	de	cualquier	modo
modifique	un	número	de	línea,	o	de	serie	electrónico,	o	de	serie
mecánico	de	un	terminal	celular,	o	de	IMEI	electrónico	o	físico	de
modo	tal	que	pueda	ocasionar	perjuicio	al	titular,	al	usuario	del
mismo,	a	terceros	o	para	ocultar	la	identidad	de	los	que	realizan
actos	ilícitos.
C.	P.
ART.	 223.—Modificado.	 Ley	 27729,	 Art.	 2°.	 Uso	 indebido	 de
marca.	 Serán	 reprimidos	 con	 pena	 privativa	 de	 la	 libertad	 no
menor	de	dos	ni	mayor	de	 cinco	años,	 con	 sesenta	 a	 trescientos
sesenta	y	cinco	días	 -	multa	e	 inhabilitación	conforme	al	artículo
36	inciso	4)	tomando	en	consideración	la	gravedad	del	delito	y	el
valor	 de	 los	 perjuicios	 ocasionados,	 quienes	 en	 violación	 de	 las
normas	y	derechos	de	propiedad	industrial:
a.	 Fabriquen,	 comercialicen,	 distribuyan	 o	 almacenen	 etiquetas,
sellos	o	envases	que	contengan	marcas	registradas;
b.	 Retiren	 o	 utilicen	 etiquetas,	 sellos	 o	 envases	 que	 contengan
marcas	originales	para	utilizarlos	en	productos	de	distinto	origen;
y
c.	 Envasen	 y/o	 comercialicen	 productos	 empleando	 envases
identificados	con	marcas	cuya	titularidad	corresponde	a	terceros.
C.	P.
ART.	 224.—Modificado.	 Ley	 29263,	 Art.	 1°.	 Incautación
preventiva	y	comiso	definitivo.	En	los	delitos	previstos	en	este
capítulo	 se	 procederá	 a	 la	 incautación	 preventiva	 de	 los
ejemplares	y	materiales,	de	los	aparatos	o	medios	utilizados	para
la	comisión	del	 ilícito	y,	de	ser	el	caso,	de	 los	activos	y	cualquier
evidencia	documental,	relacionados	al	ilícito	penal.
De	ser	necesario,	el	fiscal	pedirá	autorización	al	juez	para	leer	la
documentación	 que	 se	 halle	 en	 el	 lugar	 de	 la	 intervención,	 en
ejecución	 de	 cuya	 autorización	 se	 incautará	 la	 documentación
vinculada	con	el	hecho	materia	de	investigación.
Para	la	incautación	no	se	requerirá	identificar	individualmente	la
totalidad	 de	 los	 materiales,	 siempre	 que	 se	 tomen	 las	 medidas
necesarias	para	que	durante	el	proceso	judicial	se	identifiquen	la
totalidad	de	los	mismos.	En	este	acto	participará	el	representante
del	Ministerio	Público.
Asimismo,	el	 juez,	a	solicitud	del	Ministerio	Público,	ordenará	el
allanamiento	 o	 descerraje	 del	 local	 donde	 se	 estuviere
cometiendo	el	ilícito	penal.
En	 caso	 de	 emitirse	 sentencia	 condenatoria,	 los	 ejemplares,
materiales	 ilícitos,	aparatos	y	medios	utilizados	para	 la	comisión
del	ilícito	serán	comisados	y	destruidos,	salvo	casos	excepcionales
debidamente	calificados	por	la	autoridad	judicial.
En	ningún	caso	procederá	la	devolución	de	los	ejemplares	ilícitos
al	encausado.
C.	P.
ART.	 225.—Modificado.	 Ley	 30077.	 Primera	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Condición	 y	 grado	 de
participación	del	agente.	Será	reprimido	con	pena	privativa	de
libertad	no	menor	de	dos	ni	mayor	de	cinco	años	y	con	noventa	a
trescientos	sesenta	y	cinco	días-multa	e	inhabilitación	conforme	al
artículo	36,	inciso	4:
a)	 Si	 el	 agente	 que	 comete	 el	 delito	 integra	 una	 organización
criminal	destinada	a	perpetrar	los	ilícitos	previstos	en	el	presente
capítulo.
b.	Si	el	agente	que	comete	cualquiera	de	los	delitos	previstos	en
el	 presente	 capítulo	 posee	 la	 calidad	 de	 funcionario	 o	 servidor
público.
TÍTULO	VIII
Delitos	contra	los	bienes	culturales
CAPÍTULO	ÚNICO
Delitos	contra	el	patrimonio	cultural
C.	P.
ART.	226.—Modificado.	Ley	28567,	Artículo	Único.	Atentados
contra	monumentos	arqueológicos.	El	que	se	asienta,	depreda	o
el	que,	sin	autorización,	explora,	excava	o	remueve	monumentos
arqueológicos	prehispánicos,	sin	importar	la	relación	de	derecho
real	que	ostente	sobre	el	terreno	donde	aquél	se	ubique,	siempre
que	conozca	el	carácter	de	patrimonio	cultural	del	bien,	será
reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	tres	ni
mayor	de	seis	años	y	con	ciento	veinte	a	trescientos	sesenta	y
cinco	días	multa.
PATRIMONIO	CULTURAL
Const.
ART.	 21.—Los	 yacimientos	 y	 restos	 arqueológicos,	 construcciones,
monumentos,	 lugares,	 documentos	 bibliográficos	 y	 de	 archivo,	 objetos
artísticos	y	testimonios	de	valor	histórico,	expresamente	declarados	bienes
culturales,	 y	 provisionalmente	 los	 que	 se	 presumen	 como	 tales,	 son
patrimonio	 cultural	 de	 la	Nación,	 independientemente	 de	 su	 condición	 de
propiedad	privada	o	pública.	Están	protegidos	por	el	Estado.
La	ley	garantiza	la	propiedad	de	dicho	patrimonio.
Fomenta	 conforme	 a	 ley,	 la	 participación	 privada	 en	 la	 conservación,
restauración,	 exhibición	 y	 difusión	 del	 mismo,	 así	 como	 su	 restitución	 al
país	 cuando	 hubiere	 sido	 ilegalmente	 trasladado	 fuera	 del	 territorio
nacional.
C.	P.
ART.	 227.—Inducción	 a	 la	 comisión	 de	 atentados	 contra
yacimientos	arqueológicos.	El	que	promueve,	organiza,	financia
o	 dirige	 grupos	 de	 personas	 para	 la	 comisión	 de	 los	 delitos
previstos	en	el	artículo	226,	será	reprimido	con	pena	privativa	de
libertad	 no	 menor	 de	 tres	 ni	 mayor	 de	 ocho	 años	 y	 con	 ciento
ochenta	a	trescientos	sesenticinco	días	-	multa.
C.	P.
ART.	228.—Modificado.	Ley	28567,	Artículo	Único.	Extracción
ilegal	 de	 bienes	 culturales.	 El	 que	 destruye,	 altera,	 extrae	 del
país	o	comercializa	bienes	del	patrimonio	cultural	prehispánico	o
no	 los	 retorna	 de	 conformidad	 con	 la	 autorización	 que	 le	 fue
concedida;	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	 de	 tres	 ni	 mayor	 de	 ocho	 años	 y	 con	 ciento	 ochenta	 a
trescientos	sesenta	y	cinco	días	multa.
En	el	caso	que	el	agente	sea	un	funcionario	o	servidor	público	con
deberes	de	custodia	de	los	bienes,	la	pena	será	no	menor	de	cinco
ni	mayor	de	diez	años.
C.	P.
ART.	229.—Omisión	de	deberes	de	funcionarios	públicos.	Las
autoridades	 políticas,	 administrativas,	 aduaneras,	 municipales	 y
miembros	 de	 las	 Fuerzas	 Armadas	 o	 de	 la	 Policía	 Nacional	 que,
omitiendo	 los	 deberes	 de	 sus	 cargos,	 intervengan	 o	 faciliten	 la
comisión	 de	 los	 delitos	 mencionados	 en	 este	 capítulo,	 serán
reprimidos	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 tres	 ni
mayor	 de	 seis	 años,	 con	 treinta	 a	 noventa	 días	 -	 multa	 e
inhabilitación	 no	 menor	 de	 un	 año,	 conforme	 al	 artículo	 36,
incisos	1,	2	y	3.
Si	el	agente	obró	por	culpa,	la	pena	será	privativa	de	libertad	no
mayor	de	dos	años.
C.	P.
ART.	 230.—Modificado.	 Ley	 27244,	 Artículo	 Único.
Destrucción,	Alteración	de	bienes	culturales.	El	que	destruye,
altera,	 extrae	 del	 país	 o	 comercializa,	 sin	 autorización,	 bienes
culturales	previamente	declarados	como	tales,	distintos	a	los	de	la
época	prehispánica,	o	no	los	retorna	al	país	de	conformidad	con	la
autorización	 que	 le	 fue	 concedida,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	de	 libertad	no	menor	de	dos	ni	mayor	de	 cinco	años	y
con	noventa	a	ciento	ochenta	días	-	multa.
C.	P.
ART.	231.—Modificado.	Ley	27244,	Artículo	Único.	Decomiso.
Las	penas	previstas	en	este	capítulo	se	imponen	sin	perjuicio	del
decomiso	 en	 favor	 del	 Estado,	 de	 los	 materiales,	 equipos	 y
vehículos	 empleados	 en	 la	 comisión	 de	 los	 delitos	 contra	 el
patrimonio	 cultural,	 así	 como	de	 los	 bienes	 culturales	 obtenidos
indebidamente,	sin	perjuicio	de	 la	reparación	civil	a	que	hubiere
lugar.
TÍTULO	IX
Delitos	contra	el	orden	económico
CAPÍTULO	I
Abuso	del	poder	económico
C.	P.
ART.	232.—Derogado.	D.	Leg.	1034,	Segunda	Disposición
Complementaria	y	Transitoria.
CAPÍTULO	II
Acaparamiento,	especulación,	adulteración
C.	P.
ART.	233.—Derogado.	D.	Leg.	1034,	Segunda	Disposición
Complementaria	y	Transitoria.
C.	P.
ART.	 234.—Especulación.	 El	 productor,	 fabricante	 o
comerciante	 que	 pone	 en	 venta	 productos	 considerados
oficialmente	 de	 primera	 necesidad	 a	 precios	 superiores	 a	 los
fijados	 por	 la	 autoridad	 competente,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	uno	ni	mayor	de	tres	años	y	con
noventa	a	ciento	ochenta	días	-	multa.
El	 que,	 injustificadamente	 vende	 bienes,	 o	 presta	 servicios	 a
precio	superior	al	que	consta	en	 las	etiquetas,	rótulos,	 letreros	o
listas	elaboradas	por	el	propio	vendedor	o	prestador	de	servicios,
será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	un	año
y	con	noventa	a	ciento	ochenta	días	-	multa.
El	 que	 vende	 bienes	 que,	 por	 unidades	 tiene	 cierto	 peso	 o
medida,	 cuando	 dichos	 bienes	 sean	 inferiores	 a	 estos	 pesos	 o
medidas,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor
de	un	año	y	con	noventa	a	ciento	ochenta	días	-	multa.
El	que	vende	bienes	contenidos	en	embalajes	o	recipientes	cuyas
cantidades	 sean	 inferiores	 a	 los	 mencionados	 en	 ellos,	 será
reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	mayor	 de	 un	 año	 y
con	noventa	a	ciento	ochenta	días	-	multa.
NOTA:	 Artículo	 rectificado	mediante	 fe	 de	 erratas,	 publicada	 en	 el	 Diario	 Oficial	 “El	 Peruano”	 el
10.04.91.
DOCTRINA.—La	especulación.	“(…)	En	este	caso	y	en	el	del	‘falseamiento’
de	productos	(Art.	235),	el	atentado	contra	la	regulación	económica	es	más
claro	aún	que	en	el	‘acaparamiento’	(Art.	233),	pues	el	tipo	penal	exige	que
las	 acciones	 típicas	 se	 produzcan	 en	 contra	 de	 regulaciones	 específicas
(‘productos	de	primera	necesidad’).
En	esta	figura	hay	que	observar	dos	situaciones	diferentes:
-	El	atentado	contra	una	regulación	de	precios	(primer	párrafo);	y
-	El	atentado	contra	la	veracidad	de	la	calidad	o	cantidad	de	los	productos
vendidos	o	servicios	ofrecidos	(segundo	a	cuarto	párrafo).
Solamente	 en	 el	 primer	 caso	 estaremos	 ante	 la	 situación	 excepcional	 de
precios	 regulados	 debido	 a	 situaciones	 de	 emergencia	 distintas	 de	 la
‘conmoción	o	calamidad	públicas’	(que	constituye	la	agravante	genérica	del
Art.	 236);	 los	 demás	 casos	 pueden	 producirse	 en	 situaciones	 de	 normal
competencia,	pero	siempre	que	existan	cantidades	o	calidades	previamente
fijadas	en	los	productos	mismos,	rótulos,	etc.
Es	 criticable,	 sin	 embargo	 que	 este	 segundo	 grupo	 de	 casos	 exista	 sin
ninguna	 cuantificación	 del	 daño.	 Así	 como	 está	 configurado	 el	 tipo,
cualquier	 conducta	 especulativa,	 por	 nimia	 que	 sea,	 tendría	 relevancia
penal.	 Tampoco	 solucionaría	nada,	 el	 añadir	un	 elemento	de	 ‘idoneidad’	 a
las	conductas,	en	el	 sentido	de	que	sean	capaces	de	atentar	contra	el	bien
jurídico.	A	diferencia	del	 tipo	de	 ‘acaparamiento’	(Art.	233),	no	existe	aquí
sustento	legal	para	exigir	tal	‘idoneidad	objetiva’,	pues	no	se	exige	‘perjuicio
para	la	colectividad’	y,	en	los	tipos	atenuados	(segundo	a	cuarto	párrafos)	ni
siquiera	se	exige	una	regulación	previa	de	precios,	cantidades	o	medidas.
Por	esa	misma	razón	se	puede	decir	que	los	supuestos	del	Art.	234,	aunque
tienen	en	común	la	protección	final	de	los	intereses	de	los	consumidores,	se
diferencian	claramente	por	lo	que	directamente	atacan:	en	el	primer	caso	un
sistema	 regulatorio	 de	 precios;	 en	 el	 segundo	 el	 interés	 directo	 de	 los
consumidores	 como	 un	 colectivo.	 (...)”.	 (ABANTO	 VÁZQUEZ,	 Manuel.
“Derecho	penal	económico	-	parte	especial”,	ob.	cit.;	págs.	199	a	243)
C.	P.
ART.	 235.—Adulteración.	 El	 que	 altera	 o	 modifica	 la	 calidad,
cantidad,	peso	o	medida	de	artículos	considerados	oficialmente	de
primera	 necesidad,	 en	 perjuicio	 del	 consumidor,	 será	 reprimido
con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	uno	ni	mayor	de	tres
años	y	con	noventa	a	ciento	ochenta	días	-	multa.
C.	P.
ART.	236.—Circunstancias	cualificantes.	Si	los	delitos	previstos
en	este	capítulo	se	cometen	en	época	de	conmoción	o	calamidad
públicas,	 la	 pena	 será	 privativa	 de	 libertad	 no	menor	 de	 tres	 ni
mayor	de	seis	años	y	de	ciento	ochenta	a	trescientos	sesenticinco
días	-	multa.
ESTADOS	EXCEPCIONALES
Const.
ART.	 137.—El	 Presidente	 de	 la	 República,	 con	 acuerdo	 del	 Consejo	 de
Ministros,	 puede	 decretar,	 por	 plazo	 determinado,	 en	 todo	 el	 territorio
nacional,	 o	 en	 parte	 de	 él,	 y	 dando	 cuenta	 al	 Congreso	 o	 a	 la	 Comisión
Permanente,	los	estados	de	excepción	que	en	este	artículo	se	contemplan:
1.	Estado	de	emergencia,	en	caso	de	perturbación	de	 la	paz	o	del	orden
interno,	 de	 catástrofe	 o	 de	 graves	 circunstancias	 que	 afecten	 la	 vida	de	 la
Nación.	En	esta	eventualidad,	puede	restringirse	o	suspenderse	el	ejercicio
de	 los	 derechos	 constitucionales	 relativos	 a	 la	 libertad	 y	 la	 seguridad
personales,	 la	 inviolabilidad	 del	 domicilio,	 y	 la	 libertad	 de	 reunión	 y	 de
tránsito	en	el	territorio	comprendidos	en	los	incisos	9,	11	y	12	del	artículo
2°	y	en	el	inciso	24,	apartado	f	del	mismo	artículo.	En	ninguna	circunstancia
se	puede	desterrar	a	nadie.
El	plazo	del	estado	de	emergencia	no	excede	de	sesenta	días.	Su	prórroga
requiere	 nuevo	 decreto.	 En	 estado	 de	 emergencia	 las	 Fuerzas	 Armadas
asumen	 el	 control	 del	 orden	 interno	 si	 así	 lo	 dispone	 el	 Presidente	 de	 la
República.
2.	 Estado	 de	 sitio,	 en	 caso	 de	 invasión,	 guerra	 exterior,	 guerra	 civil,	 o
peligro	 inminente	 de	 que	 se	 produzcan,	 con	 mención	 de	 los	 derechos
fundamentales	 cuyo	 ejercicio	 no	 se	 restringe	 o	 suspende.	 El	 plazo
correspondiente	no	excede	de	cuarenta	y	cinco	días.	Al	decretarse	el	estado
de	 sitio,	 el	 Congreso	 se	 reúne	 de	 pleno	 derecho.	 La	 prórroga	 requiere
aprobación	del	Congreso.
CAPÍTULO	III
Venta	ilícita	de	mercaderías
C.	P.	
ART.	 237.—Modificado.	 Ley	 27776,	 Art.	 3°.	 Negociación	 de
bienes	destinados	a	donaciones.	El	que	pone	en	venta	o	negocia
de	 cualquier	 manera	 bienes	 recibidos	 para	 su	 distribución
gratuita,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor
de	dos	ni	mayor	de	seis	años.
La	 pena	 será	 no	 menor	 de	 tres	 años	 ni	 mayor	 de	 seis	 años	 e
inhabilitación	 conforme	 a	 los	 incisos	 1),	 2)	 y	 3)	 del	 artículo	 36,
cuando	 el	 agente	 transporta	 o	 comercializa	 sin	 autorización
bienes	 fuera	 del	 territorio	 en	 el	 que	 goza	 de	 beneficios
provenientes	de	tratamiento	tributario	especial.
Si	 el	 delito	 se	 comete	 en	 época	 de	 conmoción	 o	 calamidad
pública,	o	es	realizado	por	funcionario	o	servidor	público,	la	pena
será	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	ocho	años.
CAPÍTULO	IV
De	otros	delitos	económicos
C.	P.
ART.	 238.—Derogado.	 D.	 Leg.	 1044,	 Segunda	 Disposición
Derogatoria.
C.	P.
ART.	 239.—Derogado.	 D.	 Leg.	 1044,	 Segunda	 Disposición
Derogatoria.
C.	P.
ART.	 240.—Derogado.	 D.	 Leg.	 1044,	 Segunda	 Disposición
Derogatoria.
C.	P.
ART.	 241.—Fraudes	 en	 remates,	 concursos	 o	 licitaciones
públicas.	 Serán	 reprimidos	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
mayor	de	tres	años	o	con	ciento	ochenta	a	trescientos	sesenticinco
días	-	multa	quienes	practiquen	las	siguientes	acciones:
1.	Solicitan	o	aceptan	dádivas	o	promesas	para	no	tomar	parte	en
un	 remate	 público,	 en	 una	 licitación	 pública	 o	 en	 un	 concurso
público	de	precios.
2.	Intentan	alejar	a	los	postores	por	medio	de	amenazas,	dádivas,
promesas	o	cualquier	otro	artificio.
3.	 Derogado.	 D.	 Leg.	 1034,	 Segunda	 Disposición
Complementaria	y	Transitoria.
Si	 se	 tratare	 de	 concurso	 público	 de	 precios	 o	 de	 licitación
pública,	se	 impondrá	además	al	agente	o	a	 la	empresa	o	persona
por	él	representada,	la	suspensión	del	derecho	a	contratar	con	el
estado	por	un	período	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	cinco	años.
C.	P.
ART.	 242.—Negativa	 de	 información	 y	 otorgamiento	 de
información	 falsa.	 El	 director,	 administrador	 o	 gerente	 de	 una
empresa	 que,	 indebidamente,	 rehúsa	 suministrar	 a	 la	 autoridad
competente	la	información	económica,	industrial	o	mercantil	que
se	le	requiera,	o	deliberadamente	presta	la	información	de	modo
inexacto,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor
de	dos	años	o	con	noventa	a	ciento	ochenta	días	-	multa.
C.	P.
ART.	243.—Uso	fraudulento	del	tipo	de	cambio	preferencial.
El	que	recibe	moneda	extranjera	con	tipo	de	cambio	preferencial
para	 realizar	 importaciones	 de	 mercaderías	 y	 vende	 éstas	 a
precios	 superiores	 a	 los	 autorizados,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	de	 libertad	no	menor	de	dos	 ni	mayor	de	 cuatro	 años,
con	 ciento	 veinte	 a	 trescientos	 sesenticinco	 días	 -	 multa	 e
inhabilitación	conforme	al	artículo	36,	incisos	1,	2	y	4.
El	que	da	a	las	mercaderías	finalidad	distinta	a	la	que	establece	la
norma	que	fija	el	tipo	de	cambio	o	el	régimen	especial	tributario,
será	reprimido	con	la	pena	señalada	en	el	párrafo	anterior.
C.	P.
ART.	243-A.—Incorporado.	D.	L.	25836,	Art.	10.	Organización
o	conducción	de	casino	de	juego	no	autorizado.	Será	reprimido
con	 pena	 privativa	 de	 la	 libertad	 no	menor	 de	 uno	 ni	mayor	 de
seis	 años	 y	 con	 trescientos	 sesenticinco	 días	 -	 multa,	 el	 que
organiza	 o	 conduce	 casinos	 de	 juego	 sujetos	 a	 autorización	 sin
haber	cumplido	 los	requisitos	que	exijan	 las	 leyes	o	reglamentos
para	su	funcionamiento;	sin	perjuicio	del	decomiso	de	los	efectos,
dinero	y	bienes	utilizados	en	la	comisión	del	delito.
CAPÍTULO	V
Ejercicio	ilegal	de	actividades	de	los	agentes	de
intermediación
C.	P.
ART.	 243-B.—Incorporado.	 Ley	 27649,	 Decimoprimera
Disposición	 Transitoria	 y	 Final.	 Intermediación	 bursátil	 no
autorizada.	El	que	por	cuenta	propia	o	ajena	realiza	o	desempeña
actividades	propias	de	 los	 agentes	de	 intermediación,	 sin	 contar
con	 la	 autorización	 para	 ello,	 efectuando	 transacciones	 o
induciendo	a	la	compra	o	venta	de	valores,	por	medio	de	cualquier
acto,	práctica	o	mecanismo	engañoso	o	fraudulento	y	siempre	que
los	valores	 involucrados	en	tales	actuaciones	tengan	en	conjunto
un	valor	de	mercado	superior	a	cuatro	(4)	UIT,	será	reprimido	con
pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	uno	(1)	ni	mayor	de	cinco
(5)	años.
C.	P.
ART.	243-C.—Incorporado.	Ley	28842,	Art.	1°.
Funcionamiento	ilegal	de	juegos	de	casino	y	máquinas
tragamonedas.	El	que	organiza,	conduce	o	explota	juegos	de
casino	y	máquinas	tragamonedas,	sin	haber	cumplido	con	los
requisitos	que	exigen	las	leyes	y	sus	reglamentos	para	su
explotación,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	la	libertad	no
menor	de	uno	ni	mayor	de	cuatro	años,	con	trescientos	sesenta	y
cinco	días	multa	e	inhabilitación	para	ejercer	dicha	actividad,	de
conformidad	con	el	inciso	4)	del	artículo	36	del	Código	Penal.
TÍTULO	X
Delitos	contra	el	orden	financiero	y
monetario
CAPÍTULO	I
Delitos	financieros
C.	P.
ART.	244.—Modificado.	Ley	28755,	Art.	3°.	Concentración
crediticia.	El	director,	gerente,	administrador,	representante
legal,	miembro	del	consejo	de	administración,	miembro	de	comité
de	crédito	o	funcionario	de	una	institución	bancaria,	financiera	u
otra	que	opere	con	fondos	del	público	que,	directa	o
indirectamente,	a	sabiendas,	apruebe	créditos,	descuentos	u	otros
financiamientos	por	encima	de	los	límites	operativos	establecidos
en	la	ley	de	la	materia,	será	reprimido	con	pena	privativa	de
libertad	no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de	diez	años	y	con
trescientos	sesenta	y	cinco	a	setecientos	treinta	días-multa.
En	caso	de	que	los	créditos,	descuentos	u	otros	financiamientos	a
que	se	refiere	el	párrafo	anterior	sean	otorgados	a	favor	de
directores	o	trabajadores	de	la	institución,	o	de	personas
vinculadas	a	accionistas	de	la	propia	institución	conforme	a	los
criterios	de	vinculación	normados	por	la	Superintendencia	de
Banca,	Seguros	y	Administradoras	Privadas	de	Fondos	de
Pensiones,	el	autor	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad
no	menor	de	seis	ni	mayor	de	diez	años	y	con	trescientos	sesenta
y	cinco	a	setecientos	treinta	días-multa.
Si	como	consecuencia	de	la	aprobación	de	las	operaciones
señaladas	en	los	párrafos	anteriores,	la	Superintendencia	de
Banca,	Seguros	y	Administradoras	Privadas	de	Fondos	de
Pensiones	resuelve	la	intervención	o	liquidación	de	la	institución,
el	autor	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor
de	ocho	ni	mayor	de	doce	años	y	trescientos	sesenta	y	cinco	a
setecientos	treinta	días-multa.
Los	beneficiarios	de	las	operaciones	señaladas	en	el	presente
artículo,	que	hayan	participado	en	el	delito,	serán	reprimidos	con
la	misma	pena	que	corresponde	al	autor.
NOTA:	La	Cuarta	Disposición	Final	y	Complementaria	de	la	Ley	26702,	Ley	General	del	Sistema
Financiero	y	del	Sistema	de	Seguros	y	Orgánica	de	la	Superintendencia	de	Banca	y	Seguros	establece
que	“En	toda	denuncia	de	carácter	penal	que	se	interponga	contra	una	empresa	del	Sistema
Financiero	y	de	Seguros	o	sus	representantes,	así	como	cualquier	otra	supervisada,	la	autoridad	que
conozca	de	dicha	denuncia	deberá	solicitar	el	informe	técnico	de	la	Superintendencia,	tan	pronto
como	llegue	a	su	conocimiento	la	denuncia	correspondiente,	bajo	responsabilidad.”
FOMENTO	DEL	AHORRO
Const.
ART.	 87.—El	 Estado	 fomenta	 y	 garantiza	 el	 ahorro.	 La	 ley	 establece	 las
obligaciones	y	los	límites	de	las	empresas	que	reciben	ahorros	del	público,
así	como	el	modo	y	los	alcances	de	dicha	garantía.
La	Superintendencia	de	Banca	y	Seguros	ejerce	el	control	de	las	empresas
bancarias	y	de	seguros,	de	las	demás	que	reciben	depósitos	del	público	y	de
aquellas	otras	que,	por	realizar	operaciones	conexas	o	similares,	determine
la	ley.
La	 ley	 establece	 la	 organización	 y	 la	 autonomía	 funcional	 de	 la
Superintendencia	de	Banca	y	Seguros.
El	Poder	Ejecutivo	designa	al	 Superintendente	de	Banca	y	Seguros	por	el
plazo	correspondiente	a	su	período	constitucional.	El	Congreso	lo	ratifica.
C.	P.
ART.	245.—Modificado.	Ley	29307,	Art.	1°.	Ocultamiento,
omisión	o	falsedad	de	información.	El	que	ejerce	funciones	de
administración	o	representación	de	una	institución	bancaria,
financiera	u	otra	que	opere	con	fondos	del	público,	que	con	el
propósito	de	ocultar	situaciones	de	liquidez	o	insolvencia	de	la
institución,	omita	o	niegue	proporcionar	información	o
proporcione	datos	falsos	a	las	autoridades	de	control	y	regulación,
será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	cuatro
ni	mayor	de	ocho	años	y	con	ciento	ochenta	a	trescientos	sesenta
y	cinco	días-multa.
INFORMACIÓN	FINANCIERA
Const.
ART.	96.—Cualquier	representante	al	Congreso	puede	pedir	a	los	ministros
de	Estado,	al	 Jurado	Nacional	de	Elecciones,	al	Contralor	General,	al	Banco
Central	 de	 Reserva,	 a	 la	 Superintendencia	 de	 Banca	 y	 Seguros,	 a	 los
gobiernos	 locales	 y	 a	 las	 instituciones	 que	 señala	 la	 ley,	 los	 informes	 que
estime	necesarios.
El	pedido	se	hace	por	escrito	y	de	acuerdo	con	el	Reglamento	del	Congreso.
La	falta	de	respuesta	da	lugar	a	las	responsabilidades	de	ley.
C.	P.
ART.	 245-A.—Incorporado.	 Ley	 30050,	 Art.	 14.	 Falsedad	 de
información	 presentada	 por	 un	 emisor	 en	 el	 mercado	 de
valores.	El	que	ejerce	funciones	de	administración,	de	un	emisor
con	 valores	 inscritos	 en	 el	 Registro	 Público	 del	 Mercado	 de
Valores,	 que	 deliberadamente	 proporcione	 o	 consigne
información	 o	 documentación	 falsas	 de	 carácter	 económico	 -
financiera,	 contable	 o	 societaria	 referida	 al	 emisor,	 a	 los	 valores
que	 emita,	 a	 la	 oferta	 que	 se	 haga	 de	 estos,	 y	 que	 el	 emisor	 se
encuentre	 obligado	 a	 presentar	 o	 revelar	 conforme	 a	 la
normatividad	del	mercado	de	valores,	para	obtener	un	beneficio	o
evitar	 un	 perjuicio	 propio	 o	 de	 un	 tercero,	 será	 reprimido	 con
pena	 privativa	 de	 libertad	 no	menor	 de	 dos	 ni	mayor	 de	 cuatro
años	 y	 con	 ciento	 ochenta	 a	 trescientos	 sesenta	 y	 cinco	 días	 -
multa.
Si	 como	 consecuencia	 de	 la	 conducta	 descrita	 en	 el	 párrafo
anterior	 se	 produce	 un	 perjuicio	 económico	 para	 algún
inversionista	 o	 adquirente	 de	 los	 valores	 o	 instrumentos
financieros,	 el	 agente	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	 no	 menor	 de	 tres	 ni	 mayor	 de	 seis	 años	 y	 con	 ciento
ochenta	a	trescientos	sesenta	y	cinco	días	-	multa.
Previamente	 a	 la	 formalización	 de	 la	 denuncia	 respectiva,	 el
Ministerio	 Público	 deberá	 requerir	 un	 informe	 técnico	 a	 la
Superintendencia	del	Mercado	de	Valores	(SMV),	que	será	emitido
dentro	del	plazo	de	quince	(15)	días	de	solicitado,	vencido	el	cual
resolverá.
C.	P.
ART.	 246.—Intermediación	 financiera.	 El	 que,	 por	 cuenta
propia	o	ajena,	se	dedica	directa	o	 indirectamente	a	 la	captación
habitual	de	recursos	del	público,	bajo	la	forma	de	depósito,	mutuo
o	 cualquier	 modalidad,	 sin	 contar	 con	 permiso	 de	 la	 autoridad
competente,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	 de	 tres	 ni	 mayor	 de	 seis	 años	 y	 con	 ciento	 ochenta	 a
trescientos	sesenticinco	días	-	multa.
Si	 para	 dichos	 fines	 el	 agente	 hace	 uso	 de	 los	 medios	 de
comunicación	 social,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de	ocho	años	y	con	ciento
ochenta	a	trescientos	sesenticinco	días	-	multa.
C.	P.
ART.	 247.—Obtención	 fraudulenta	 de	 financiamiento.	 El
usuario	 de	 una	 institución	bancaria,	 financiera	 u	 otra	 que	 opera
con	 fondos	 del	 público	 que,	 proporcionando	 información	 o
documentación	 falsas	 o	 mediante	 engaños	 obtiene	 créditos
directos	 o	 indirectos	 u	 otro	 tipo	 de	 financiación,	 será	 reprimido
con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 uno	 ni	 mayor	 de
cuatro	años	y	con	ciento	ochenta	a	trescientos	sesenticinco	días	-
multa.
Si	 como	 consecuencia	 del	 crédito	 así	 obtenido,	 la
Superintendencia	 de	Banca	 y	 Seguros	 resuelve	 la	 intervención	 o
liquidación	de	 la	 institución	 financiera,	 será	 reprimido	 con	pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de	diez	años	y
con	trescientos	sesenticinco	a	setecientos	treinta	días	-	multa.
Los	accionistas,	asociados,	directores,	gerentes	y	funcionarios	de
la	 institución	 que	 cooperen	 en	 la	 ejecución	 del	 delito,	 serán
reprimidos	con	 la	misma	pena	señalada	en	el	párrafo	anterior	y,
además,	con	inhabilitación	conforme	al	artículo	36,	 incisos	1,	2	y
4.
C.	P.
ART.	 248.—Condicionamiento	 de	 créditos.	 Los	 directores,
gerentes,	 administradores	 o	 funcionarios	 de	 las	 instituciones
bancarias,	financieras	y	demás	que	operan	con	fondos	del	público
que	condicionan,	en	forma	directa	o	indirecta,	el	otorgamiento	de
créditos	a	la	entrega	por	parte	del	usuario	de	contraprestaciones
indebidas,	 serán	 reprimidos	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	 de	 uno	 ni	 mayor	 de	 tres	 años	 y	 con	 noventa	 a	 ciento
ochenta	días	-	multa.
C.	P.
ART.	249.—Modificado.	Ley	27941,	Artículo	Único.	Pánico
financiero.	El	que	a	sabiendas	produce	alarma	en	la	población
propalando	noticias	falsas	atribuyendo	a	una	empresa	del	sistema
financiero,	a	una	empresa	del	sistema	de	seguros,	a	una	sociedad
administradora	de	fondos	mutuos	de	inversión	en	valores	o	de
fondos	de	inversión,	a	una	administradora	privada	de	fondos	de
pensiones	u	otra	que	opere	con	fondos	del	público,	cualidades	o
situaciones	de	riesgo	que	generen	el	peligro	de	retiros	masivos	de
depósitos	o	el	traslado	o	la	redención	de	instrumentos	financieros
de	ahorro	o	de	inversión,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	la
libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	seis	años	y	con	ciento
ochenta	a	trescientos	sesenta	y	cinco	días	multa.
La	pena	será	no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de	ocho	años	y	de
trescientos	sesenta	a	setecientos	veinte	días	multa	si	el	agente	es
miembro	del	directorio,	gerente	o	funcionario	de	una	empresa	del
sistema	financiero,	de	una	empresa	del	sistema	de	seguros,	de	una
sociedad	administradora	de	fondos	mutuos	de	inversión	en
valores	o	de	fondos	de	inversión,	de	una	administradora	privada
de	fondos	de	pensiones	u	otra	que	opere	con	fondos	del	público,	o
si	es	miembro	del	directorio	o	gerente	de	una	empresa	auditora,
de	una	clasificadora	de	riesgo	u	otra	que	preste	servicios	a	alguna
de	las	empresas	antes	señaladas,	o	si	es	funcionario	del	Ministerio
de	Economía	y	Finanzas,	el	Banco	Central	de	Reserva	del	Perú,	la
Superintendencia	de	Banca	y	Seguros	o	la	Comisión	Nacional
Supervisora	de	Empresas	y	Valores.
La	pena	prevista	en	el	párrafo	anterior	se	aplica	también	a	los	ex
funcionarios	 del	 Ministerio	 de	 Economía	 y	 Finanzas,	 el	 Banco
Central	 de	 Reserva	 del	 Perú,	 la	 Superintendencia	 de	 Banca	 y
Seguros	 o	 la	 Comisión	 Nacional	 Supervisora	 de	 Empresa	 y
Valores,	 siempre	 que	 hayan	 cometido	 delito	 dentro	 de	 los	 seis
años	posteriores	a	la	fecha	de	su	cese.
JURISPRUDENCIA.—Garantía	de	ahorro.	 “(...)	 Se	 ha	 reconocido,	 en	 virtud
del	 artículo	 87	 de	 la	 Constitución,	 que	 el	 ahorro	 es	 un	 derecho	 subjetivo
constitucional	 y	 pues	 de	 un	 lado,	 el	 Estado	 se	 encuentra	 prohibido	 de
apropiarse	 arbitrariamente	 de	 él	 y	 de	 otro,	 está	 obligado	 a	 garantizarlo	 y
fomentarlo	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 0004-2004-AI/TC,	 set.	 21/2006.	 Pres.	 Alva
Orlandini)
C.	P.
ART.	 250.—Omisión	 de	 las	 provisiones.	 Los	 directores,
administradores,	gerentes	y	funcionarios,	accionistas	o	asociados
de	las	instituciones	bancarias,	financieras	y	demás	que	operan	con
fondos	del	público	supervisadas	por	la	Superintendencia	de	Banca
y	 Seguros	 u	 otra	 entidad	 de	 regulación	 y	 control	 que	 hayan
omitido	 efectuar	 las	 provisiones	 específicas	 para	 créditos
calificados	 como	 dudosos	 o	 pérdida	 u	 otros	 activos	 sujetos
igualmente	a	provisión,	inducen	a	la	aprobación	del	órgano	social
pertinente,	 a	 repartir	 dividendos	 o	 distribuir	 utilidades	 bajo
cualquier	modalidad	o	capitalizar	utilidades,	serán	reprimidos	con
pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	uno	ni	mayor	de	tres	años
y	con	ciento	ochenta	a	trescientos	sesenticinco	días	-	multa.
C.	P.
ART.	 251.—Uso	 fraudulento	 de	 crédito	 promocional.	 El	 que
aplica	 o	 desvía	 fraudulentamente	 un	 crédito	 promocional	 hacia
una	 finalidad	 distinta	 a	 la	 que	 motivó	 su	 otorgamiento,	 será
reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	dos	años.
C.	P.
ART.	 251-A.—Incorporado.	 D.	 Leg.	 861,	 Novena	 Disposición
Final.	 Uso	 indebido	 de	 información	 privilegiada.	 Formas
agravadas.	El	que	obtiene	un	beneficio	o	se	evita	un	perjuicio	de
carácter	 económico	 en	 forma	 directa	 o	 a	 través	 de	 terceros,
mediante	el	uso	de	 información	privilegiada,	 será	 reprimido	con
pena	privativa	de	la	libertad	no	menor	de	un	(1)	ni	mayor	de	cinco
(5)	años.
Si	el	delito	a	que	se	refiere	el	párrafo	anterior	es	cometido	por	un
director,	 funcionario	 o	 empleado	de	una	bolsa	de	 valores,	 de	un
agente	 de	 intermediación,	 de	 las	 entidades	 supervisoras	 de	 los
emisores,	 de	 las	 clasificadoras	 de	 riesgo,	 de	 las	 administradoras
de	fondos	mutuos	de	inversión	en	valores,	de	las	administradoras
de	 fondos	 de	 inversión,	 de	 las	 administradoras	 de	 fondos	 de
pensiones,	 así	 como	de	 las	 empresas	 bancarias,	 financieras	 o	 de
seguros,	la	pena	no	será	menor	de	cinco	(5)	ni	mayor	de	siete	(7)
años.
Incorporado.	 Ley	 30050,	 Art.	 14.	 Previamente	 a	 la
formalización	 de	 la	 denuncia	 respectiva,	 el	 Ministerio	 Público
deberá	 requerir	 un	 informe	 técnico	 a	 la	 Superintendencia	 del
Mercado	de	Valores	(SMV),	que	será	emitido	dentro	del	plazo	de
quince	(15)	días	de	solicitado,	vencido	del	cual	resolverá.	(sic)
JURISPRUDENCIA.—Concreción	del	elemento	normativo	del	delito	de
información.	“(…)	Este	tribunal	establece	que	se	afectan	derechos
constitucionales	toda	vez	que	el	juez	penal	se	aparta	del	tenor	literal	del
precepto	al	imputarlo	a	un	supuesto	distinto	(…).	En	tal	sentido,	cabe	decir
que	el	artículo	251-A	del	Código	Penal	establece	una	sanción	de	carácter
penal	para	aquel	que	obtiene	un	beneficio	o	se	evita	un	perjuicio	de	carácter
económico	en	forma	directa	o	a	través	de	terceros	mediante	el	uso	de
información	privilegiada.	Cabe	precisar	que	conforme	se	ha	establecido	en
doctrina:
‘la	referencia	al	objeto	material	‘información	privilegiada’,	dentro	de	la
estructura	típica	del	artículo	251-A	del	Código	Penal,	se	erige	como	un
elemento	normativo	jurídico	del	tipo,	pues	exige	una	remisión	interpretativa	a
la	normativa	extrapenal	para	fijar	su	contenido’
(…)	la	remisión	a	la	normativa	extrapenal	que	determina	el	tipo	debe	hacerse
al	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Mercado	de	Valores,	Decreto	Supremo	N
°	93-2002-EF,	norma	especial	que	define	la	noción	de	‘información
privilegiada’.	Así,	en	aplicación	del	artículo	40	de	la	Ley	de	Mercado	de
Valores	se	entiende	por	información	privilegiada	cualquier	información
proveniente	de	un	emisor	referida	a	éste,	a	sus	negocios	o	a	uno	o	varios
valores	por	ellos	emitidos	o	garantizados,	no	divulgada	al	mercado	y	cuyo
conocimiento	público,	por	su	naturaleza	sea	capaz	de	influir	en	la	liquidez,	el
precio	o	la	cotización	de	los	valores	emitidos.	Comprende,	asimismo,	la
información	reservada	a	que	se	refiere	el	artículo	34	de	la	Ley	de	Mercado	de
Valores	(es	decir,	aquella	que	se	le	asigna	tal	carácter	porque	su	divulgación
prematura	pueda	acarrear	perjuicio	al	emisor	en	mercado	de	valores)	y
aquella	que	se	tiene	de	las	operaciones	de	adquisición	o	enajenación	a	realizar
por	un	inversionista	institucional	en	el	mercado	de	valores,	así	como	aquella
referida	a	las	ofertas	públicas	de	adquisición.
(…)	resulta	evidente	que	no	nos	encontramos	ante	un	supuesto	donde	haya
información	privilegiada	en	el	sentido	expresado	en	materia	de	mercado	de
valores,	el	cual	configure	el	supuesto	de	hecho	que	resulta	sancionable	por	la
normativa	penal	económica,	debido	a	que	la	información	aludida	no	cumple
con	los	supuestos	de	procedencia	de	información	requeridos	(proveniente	de
una	sociedad	emisora),	de	contenido	(referido	a	una	sociedad	emisora,	a	sus
negocios	o	a	uno	o	varios	valores	por	ellos	emitidos	o	garantizados),	con
carácter	confidencial	(no	divulgadas	en	el	mercado)	ni	con	capacidad,	por	su
naturaleza,	de	influir	en	valores	mobiliarios	emitidos	(en	la	liquidez,	el	precio
o	la	cotización	de	valores	emitidos);	sino	por	el	contrario,	ante	una	afectación
al	principio	de	legalidad	por	parte	de	la	calificación	expresada	por	el	juez	en
el	auto	de	apertura	(…).”	(TC,	Exp.	02022-2008-PHC/TC,	set.	22/2008.	Pres.
Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Las	prácticas	bancarias	que	defraudan	la	confianza
de	la	ciudadanía	serían	la	razón	para	castigar	los	delitos	financieros.
“(...)	por	consiguiente,	lo	que	queda	por	determinar	es	si	se	han	inaplicado	los
artículos	202	y	222	de	la	Ley	26702.	Para	evaluar	dichos	dispositivos	es
menester	indicar	que	las	instituciones	bancarias	son	regidas	por	normas
severas,	dado	el	papel	central	que	desempeñan	en	la	economía	de	un	país
mediante	la	captación	de	fondos	privados	y	la	posterior	canalización	de
dichos	fondos	a	los	agentes	productivos.	En	efecto,	la	banca	recoge	los	ahorros
privados	y	deriva	los	superávits	de	algunos	a	inversores	con	déficit	de	capital
por	el	pago	de	un	interés;	a	la	vez,	las	operaciones	crediticias	reducen	los
costos	de	transacción	y	permiten	la	asignación	adecuada	de	recursos	a	los
agentes	económicos.	Tales	funciones	plantean	sus	riesgos,	razón	por	la	cual	el
Estado	vigila	el	comportamiento	de	dichas	instituciones	y	sanciona
severamente	las	prácticas	bancarias	que	defraudan	la	confianza	de	la
ciudadanía,	pues	la	sociedad	misma	es	la	castigada	cuando	los	fondos
captados	no	cumplen	con	las	exigencias	económicas	que	deben	tener	para	ser
cautelados	apropiadamente.	(...)	Que,	es	en	ese	entendido	que	se	castigan	los
delitos	financieros,	considerando	el	Estado	que	la	correspondencia	entre	el
hecho	realizado	y	la	conducta	descrita	en	el	tipo	penal	vulnera	un	bien
jurídico	de	tan	alta	calidad	que	merece	la	sanción	penal	–siempre	última
ratio.	Esos	candados	para	evitar	el	mal	uso	de	la	banca	se	traslada	también	a
sede	administrativa,	donde	existen	órganos	reguladores	que	supervigilan	la
marcha	adecuada	de	una	institución	bancaria.	(...)	Que,	el	ordenamiento	civil
–parte	del	ordenamiento	jurídico	nacional–	no	puede	ser	ajeno	a	esa	línea	de
interpretación,	de	forma	tal	que	las	interpretaciones	que	se	realicen	cuando	se
evalúa	el	comportamiento	de	las	instituciones	bancarias	deben	ser	de	forma
tal	que	se	les	exija	el	cumplimiento	estricto	de	sus	responsabilidades.	Un	banco
no	es	una	persona	jurídica	carente	de	información,	ni	se	encuentra	integrado
por	funcionarios	desconocedores	de	los	mecanismos	financieros	de	protección
del	ahorro	público	ni	de	las	normas	concernientes	a	ella;	es,	por	el	contrario,
una	institución	que	se	precia	–y	a	la	que	se	le	exige	con	rigor–	tener	todas	esas
calidades”.	(CS,	Cas.	2555-2013-Lima,	nov.	27/2013.	V.	P.	Calderón	Puertas)
DOCTRINA.—El	 delito	 de	 abuso	 de	 información	 privilegiada.	 “(..)	 En
sentido	 estricto,	 para	 que	 determinada	 información	 sea	 reputada	 como
‘información	 privilegiada’	 necesariamente	 ha	 de	 provenir	 de	 la	 sociedad
emisora	de	 los	valores	cotizados	en	el	mercado	bursátil,	y	no	de	un	sujeto
distinto	a	ella,	de	modo	que	los	iniciados	secundarios	quedan	excluidos	del
acceso	 a	 la	 misma,	 salvo	 que	 la	 obtengan	 indirectamente	 a	 través	 de	 un
sujeto	vinculado	al	 emisor	en	 razón	del	 cargo	que	ocupe	o	de	 la	actividad
que	desempeñe	respecto	a	los	negocios	de	la	empresa,	en	cuyo	caso	la	Ley
del	 Mercado	 de	 Valores	 extiende	 los	 deberes	 de	 confidencialidad	 y
abstención	 a	 estos	 iniciados	 secundarios.	 En	 efecto,	 si	 bien	 la	 Ley	 del
Mercado	de	Valores	impone	el	deber	de	confidencialidad	–consistente	en	no
divulgar	 la	 información	 privilegiada	 ni	 recomendar	 la	 realización	 de
operaciones	 con	 valores	 respecto	 de	 los	 cuales	 se	 tiene	 información
privilegiada–	y	el	deber	de	abstención	–no	hacer	uso	indebido	ni	valerse	de
la	 información	privilegiada–	de	modo	 genérico	 a	 las	 personas	 que	posean
información	 privilegiada,	 las	 presunciones	 de	 acceso	 establecidas	 (...)
evidencian	que	 la	 forma	de	adquisición	de	 la	 información	es	consustancial
para	 determinar	 su	 carácter	 privilegiado,	 el	 cual	 está	 vinculado	 a:	 i)	 la
posición	 que	 ocupa	 el	 sujeto	 al	 interior	 de	 la	 empresa	 emisora	 o	 de	 los
inversionistas	institucionales;	ii)	la	actividad	que	desempeña	con	relación	a
los	 negocios	 de	 aquellos;	 y,	 iii)	 el	 grado	 de	 parentesco	 con	 los	 sujetos
anteriormente	mencionados.	(...).
La	exigencia	típica	de	obtención	de	un	beneficio	o	evitación	de	un	perjuicio
de	carácter	económico,	derivada	del	abuso	de	información	privilegiada	en	el
mercado	de	valores,	 evidencia	que	el	 legislador	peruano	ha	construido	un
delito	 de	 resultado	 lesivo	 contra	 intereses	 económicos	 supraindividuales,
traducidos	 en	 expectativas	 lucrativas	 de	 los	 inversionistas	 actuales	 y
potenciales.
Entiendo	que	el	abuso	de	información	privilegiada	ha	sido	tipificado	como
un	 ‘delito	con	bien	 jurídico	 intermedio	espiritualizado’,	en	el	que	se	 tutela
de	forma	mediata	el	funcionamiento	eficiente	del	mercado	de	valores	como
bien	 jurídico	 colectivo,	 a	 través	 de	 un	 tipo	 que	 formalmente	 exige	 la
obtención	 de	 un	 beneficio	 económico,	 merced	 a	 la	 lesión	 de	 expectativas
lucrativas	 de	 los	 inversionistas.	 Acorde	 con	 este	 planteamiento,	 considero
acertada	 la	 configuración	 del	 abuso	 de	 información	 privilegiada	 como	 un
delito	de	resultado	material	 respecto	al	objeto	con	 función	representativa,
cuya	lesión	genera	una	situación	de	peligro	concreto	para	el	funcionamiento
del	 mercado	 de	 valores.	 (...)”.	 (REAÑO	 PESCHIERA,	 José	 Leandro,	 “La
criminalidad	de	las	transacciones	bursátiles	con	información	privilegiada:	el
delito	de	insider	tradings”.	Advocatus,	Número	6/2002;	págs.	1	a	40)
DOCTRINA.—El	 delito	 de	 abuso	 de	 información	 privilegiada	 y	 la
evitación	 de	 un	 perjuicio.	 Sin	 duda,	 merece	 una	 valoración	 positiva	 la
inclusión	 de	 la	 evitación	 de	 un	 perjuicio	 como	 forma	 alternativa	 de
producción	 del	 resultado	 material,	 pues	 aunque	 –conforme	 una
interpretación	gramatical	y	teleológica–	la	solitaria	referencia	a	la	obtención
de	 un	 beneficio	 puede	 englobar	 la	 evitación	 de	 una	 pérdida,	 su	 mención
explícita	despeja	todo	atisbo	reduccionista	del	espectro	de	acciones	típicas
que	pudiera	formularse	a	partir	de	la	literalidad	del	precepto.
Ahora	bien,	 considerando	que	no	 toda	obtención	de	beneficios	 implica	 la
causación	 efectiva	 de	 un	 perjuicio	 patrimonial,	 resulta	 acertado	 que	 la
estructura	típica	del	delito	de	iniciados	no	exija	la	causación	de	un	perjuicio
patrimonial	cuantitativamente	valorizable,	puesto	que	dicho	detrimento	ha
de	 considerarse	 en	 términos	 colectivos	 o	 institucionales.	 Por	 lo	 demás,	 la
referencia	 a	 la	 causación	 de	 un	 perjuicio	 al	 patrimonio	 individual	 de	 los
inversionistas	no	permitiría	ampliar	 la	esfera	del	resultado	material	 típico
(...).
Conforme	 se	 advirtió	 en	 el	 epígrafe	 precedente,	 una	 modificación	 del
artículo	251-A	del	Código	Penal	debe	contemplar	la	obtención	del	beneficio
o	 evitación	 del	 perjuicio	 económico	 a	 favor	 de	 terceros,	 con	 el	 objeto	 de
cubrir	 la	 laguna	 de	 punibilidad	 actualmente	 existente.	 En	 definitiva,	 la
admisibilidad	del	beneficio	a	favor	de	tercero,	dentro	del	resultado	material,
posibilitaría	la	incriminación	de	agentes	de	intermediación	que	operan	en	el
mercado	 por	 cuenta	 de	 sus	 comitentes	 o	 clientes;	 formas	 de	 operar	muy
frecuentes	 entre	 los	 iniciados,	 que	 actualmente	 se	 encuentran	 ayunas	 de
protección	penal.	Así,	son	deleznables	los	argumentos	que	se	decantan	por
exigir	 la	 efectiva	 materialización	 del	 beneficio	 para	 la	 consumación	 del
delito,	por	cuanto	a	este	razonamiento	subyace	la	concepción	del	abuso	de
información	privilegiada	 como	delito	patrimonial.	 Por	 el	 contrario,	 estimo
que	la	variación	de	la	cotización	del	valor	adquirido	o	cedido	en	virtud	del
conocimiento	privilegiado	de	una	información,	acaecida	como	consecuencia
de	la	divulgación	de	esta	información,	es	suficiente	para	considerar	que	se
ha	 generado	 un	 descrédito	 en	 el	 mercado	 de	 valores	 como	 mecanismo
alternativo	 de	 financiación,	 y	 se	 ha	 resquebrajado	 la	 confianza	 en	 los
inversionistas	que	ven	afectadas	sus	legítimas	expectativas	lucrativas.	(...).
La	ausencia	de	casos	judiciales	por	delito	de	iniciados	no	debe	ser	atribuida
a	 la	dificultad	probatoria	para	detectar	a	 los	 responsables	de	 las	prácticas
de	 insider	 trading,	 pues	 –como	 afirma	 Schünemann–	 la	 obtención	 de
pruebas	 es	muy	 factible	 en	 el	 tráfico	mercantil,	 ya	 que	 todo	 se	 encuentra
documentado.	 En	 efecto,	 Conasev	 lleva	 un	 reporte	 de	 la	 cotización	 de	 los
valores	y	un	registro	de	las	transacciones	realizadas.	Si	bien	es	cierto,	existe
‘reserva	 bursátil’	 respecto	 a	 la	 información	 relativa	 a	 compradores	 y
vendedores	 de	 valores	 mobiliarios,	 ésta	 puede	 ser	 levantada	 por	 orden
judicial	en	el	marco	de	una	investigación	preliminar	o	proceso	penal.	Antes
bien,	 entiendo	 que	 las	 causas	 que	 impiden	 la	 aplicación	 práctica	 del	 tipo
penal	 de	 iniciados	 están	 referidas	 a:	 a)	 La	 lamentable	 insensibilización
ciudadana	 sobre	 el	 carácter	 lesivo	 de	 las	 operaciones	 bursátiles	 con
información	privilegiada;	y,	b)	La	escasa	labor	de	identificación	de	casos	por
parte	de	Conasev.”	(REAÑO	PESCHIERA,	 José	Leandro,	“La	criminalidad	de
las	 transacciones	 bursátiles	 con	 información	 privilegiada:	 el	 delito	 de
insider	tradings”.	Advocatus,	Número	6/2002;	págs.	1	a	40)
DOCTRINA.—El	 delito	 de	 abuso	 de	 información	 privilegiada.	 “El
recurso	a	la	sanción	pública	ha	quedado,	pues,	a	salvo	de	polémicas,	dada	la
alta	 valoración	de	 los	 intereses	 y	bienes	 jurídicos	que	 se	 entremezclan	en
los	mercados	de	valores,	hasta	el	punto	de	que	la	economía	de	un	país,	y	aun
la	internacional,	depende	de	ellos	en	buena	medida.	Por	ello	se	conviene	en
que	 es	 preciso	 prevenir	 la	 proliferación	 de	 conductas	 que,	 violando	 las
reglas	 de	 funcionamiento	 de	 ese	mercado,	 puedan	mistificarlo,	 incidiendo
negativamente,	además,	en	la	economía	en	general.
Esa	prevención	requiere	de	un	sistema	de	control	y	sanción	que	 funcione
con	carácter	previo	a	la	intervención	penal;	ésta	sin	aquél	sería,	como	tantas
veces	se	ha	denunciado,	una	vana	huida	al	derecho	penal.	(...).
IV.	c)	Conductas	típicas
El	núcleo	de	la	conducta	criminalizada	lo	constituye	usar,	directamente	o	a
través	 de	 terceros,	 información	 privilegiada,	 a	 la	 que	 se	 ha	 tenido	 acceso
reservado	 –ya	 que	 se	 trata	 de	 información	 no	 divulgada–	 en	 virtud	 de	 la
posición	que	ocupan	los	sujetos	referenciados	en	los	artículos	42	y	43	de	la
Ley	del	Mercado	de	Valores.	Igualmente	se	incluye	la	información	reservada
del	Art.	34	o	la	relativa	a	operaciones	relacionadas	en	el	Art.	40	in	fine.
El	examen	de	dicha	ley	es	igualmente	ineludible	para	delimitar	lo	que	ha	de
entenderse	 ‘uso’	 en	 el	 Art.	 251	 A	 del	 Código	 Penal.	 En	 efecto,	 el	 Art.	 43
prohíbe	 hacer	 uso	 indebido	 en	 beneficio	 propio	 o	 de	 terceros	 de	 la
información	privilegiada,	pero	también	‘revelar	o	confiar’	esa	información	o
recomendar,	 tomándola	 como	 fundamento,	 la	 realización	 de	 operaciones.
Usar	ha	de	entenderse	en	el	sentido	de	‘negociar	con	valores	o	instrumentos’.
Por	 tanto,	el	uso	supone	 también	el	confiar	o	suministrar	a	un	 tercero.	En
este	sentido,	el	que	el	legislador	español	incluya	en	el	Art.	285	junto	al	uso,
el	 suministro	de	 la	 información	privilegiada	no	 supone	una	diferenciación
cualitativa	con	lo	dispuesto	en	el	Art.	251.A	del	texto	peruano.
La	posibilidad	de	formas	omisivas	es	negada	por	Martínez-Buján	Pérez.	En
efecto,	 quien	 se	 abstiene	 de	 realizar	 una	 operación	 previamente	 decidida
tras	haber	accedido	a	la	información	reservada,	no	incumple	un	deber	–que
no	existe–	de	negociar,	con	lo	que	no	intervenir	no	puede	equipararse	a	la
acción	positiva.	(...).
IV.	d)	Obtención	de	beneficio	o	evitación	de	perjuicio
Si	 lo	 que	 la	 criminalización	 pretende	 es	 garantizar,	 en	 lo	 posible,	 que	 la
cotización	de	 los	valores	negociados	no	se	vea	mistificada	por	el	abuso	de
información	 que	 debió	 permanecer	 reservada,	 lo	 coherente	 sería	 que	 el
legislador	hubiese	optado	por	un	tipo	de	peligro.	No	ocurre,	sin	embargo,	así
por	 cuanto	 requiere	 la	 obtención	 de	 un	 beneficio	 o	 la	 evitación	 de	 un
perjuicio.
No	se	pronuncia	el	Código	Penal	peruano	sobre	la	cuantía	del	beneficio,	en
contra	 del	 criterio	 adoptado	 por	 el	 derecho	 penal	 español,	 que	 fija	 esa
cuantía	en	 setenta	y	 cinco	millones	de	pesetas.	Y	que,	 aún,	 agrava	 la	pena
cuando	el	beneficio	económico	sea	de	notoria	importancia.
La	 caracterización	 dogmática	 de	 este	 efecto	 lesivo	 viene	 dividiendo	 a	 la
doctrina,	que	opta	por	calificarlo	como	condición	objetiva	de	punibilidad	o
como	resultado	material	del	tipo.
A	 pesar	 de	 la	 vigencia	 de	 la	 polémica,	 parece	más	 fundado	 decidirse	 por
esta	 segunda	 opción	 interpretativa:	 la	 condición	 objetiva	 de	 punibilidad
consiste	en	un	hecho	posterior	al	comportamiento	típico,	mientras	que	aquí
el	beneficio	o	el	perjuicio	no	resultan,	en	 lo	subjetivo,	ajenos	a	 la	voluntad
del	 autor,	 ni,	 en	 lo	 objetivo,	 puede	 prescindirse	 de	 la	 constatación	 de	 un
nexo	 causal	 entre	 acción	 delictiva	 y	 evento	 producido.	 (...)”.	 (ALCALÉ
SÁNCHEZ,	 María,	 Terradillos	 Basoco.	 “Protección	 penal	 del	 mercado
bursátil”.	En	 “Revista	peruana	de	ciencias	penales”,	Edit.	Grijley,	10/2001;
págs.	13	a	35)
C.	P.
ART.	251-B.—Incorporado.	Ley	29660,	Art.	4°.	Manipulación
de	 precios	 en	 el	 mercado	 de	 valores.	 El	 que	 proporcione
señales	falsas	o	engañosas	respecto	de	la	oferta	o	demanda	de	un
valor	 o	 instrumento	 financiero,	 en	 beneficio	 propio	 o	 ajeno,
mediante	transacciones	que	suban	o	bajen	el	precio,	incrementen
o	 reduzcan	 su	 liquidez,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 la
libertad	no	menor	de	uno	(1)	ni	mayor	de	cinco	(5)	años,	siempre
que	 el	 monto	 de	 dichas	 transacciones	 superen	 las	 trescientas
(300)	 Unidades	 Impositivas	 Tributarias	 (UIT)	 vigentes	 al
momento	de	la	comisión	del	delito,	o	el	beneficio,	pérdida	evitada
o	perjuicio	causado	supere	dicho	monto.
La	misma	pena	se	aplicará	a	directores,	gerentes,	miembros	del
comité	 de	 inversiones,	 funcionarios	 y	 personas	 vinculadas	 al
proceso	 de	 inversión	 de	 un	 inversionista	 institucional	 que,	 en
beneficio	 propio	 o	 ajeno,	 manipulen	 el	 precio	 de	 su	 cartera	 de
valores	 o	 instrumentos	 financieros	 o	 la	 administrada	 por	 otro
inversionista	institucional,	mediante	transacciones,	suban	o	bajen
el	 precio,	 incrementen	 o	 reduzcan	 la	 liquidez	 de	 los	 valores	 o
instrumentos	financieros	que	integren	dicha	cartera.
Previamente	a	que	el	Ministerio	Público	formalice	la	denuncia
respectiva,	se	deberá	contar	con	un	informe	técnico	emitido	por	la
Comisión	Nacional	Supervisora	de	Empresas	y	Valores	(Conasev).
MEDIDAS	PARA	SANCIONAR	LA	MANIPULACIÓN	DE	PRECIOS
Ley	29660.
ART.	1°.—Principios	exigibles	a	los	partícipes	bajo	 la	competencia	de
la	 Comisión	 Nacional	 Supervisora	 de	 Empresas	 y	 Valores	 (Conasev).
Las	 personas	 autorizadas	 por	 la	 Comisión	 Nacional	 Supervisora	 de
Empresas	y	Valores	(Conasev)	y	quienes	en	nombre	de	aquellas	actúen	en	el
mercado	 de	 valores,	 mercado	 de	 productos	 y	 fondos	 colectivos	 deben
cumplir	con	los	siguientes	principios:
a)	 Cuidado	 y	 diligencia.-	 Gestionan	 su	 organización	 y	 realizan	 las
funciones	 para	 las	 que	 hubieren	 recibido	 autorización	 de	 funcionamiento,
con	 responsabilidad,	 diligencia	 y	 cuidando	 los	 intereses	 de	 sus	 clientes
como	si	fueran	propios;	asimismo,	deben	contar	con	un	sistema	de	control
interno	efectivo	que	permita	alcanzar	los	objetivos	de	dicho	sistema.
b)	 Prevención	 de	 conflictos	 de	 interés.-	 Establecen	 mecanismos
efectivos	 para	 evitar	 los	 conflictos	 de	 interés	 con	 sus	 clientes;	 asimismo,
deben	en	todo	momento	dar	prioridad	a	los	intereses	de	sus	clientes	sobre
los	 propios.	 Este	 principio	 implica	 que	 deben	 comunicar	 los	 potenciales
conflictos	de	interés	a	sus	clientes.
c)	 Honestidad	 y	 neutralidad.-	 Actúan	 honesta	 e	 imparcialmente,
manteniendo	neutralidad	en	 su	actuación,	 sin	establecer	diferencia	alguna
en	el	trato	a	sus	clientes	ni	privilegio	a	un	cliente	en	desmedro	de	otro.	Este
deber	 también	supone	 la	no	utilización	de	prácticas	o	conductas	desleales
hacia	 sus	 competidores,	 sea	 mediante	 anuncios,	 información	 a	 clientes,
publicidad	o	bajo	cualquier	otra	modalidad.
Asimismo,	 aplica	 la	 prohibición	 de	 aprovechar,	 en	 beneficio	 propio	 o	 de
terceros,	 el	 conocimiento	 que	 se	 tenga	 del	 inicio	 de	 procedimientos
sancionadores	 o	 sanciones	 de	 cualquier	 índole	 que	 afecten	 a	 sus
competidores.
d)	 Información	de	 sus	 clientes	 y	para	 sus	 clientes.-	 Procuran	 obtener
información	 de	 sus	 clientes	 sobre	 su	 situación	 financiera,	 experiencia,
objetivos	 de	 inversión	 y	 aquella	 que	 resulte	 necesaria	 para	 brindar	 un
óptimo	servicio.	Asimismo,	brindan	a	sus	clientes	toda	la	información	de	la
que	dispongan	para	la	toma	de	decisiones	y	que,	por	mandato	de	las	normas
que	 la	 regulan,	 deba	 ser	 remitida,	 la	 que	 debe	 ser	 verdadera,	 suficiente	 y
oportuna;	 asimismo,	 deben	 enfatizar	 en	 los	 riesgos	 que	 cada	 operación
conlleva	y	los	costos	de	los	servicios	que	les	brindan.
e)	 Observancia.-	 Cumplen	 las	 normas	 que	 regulan	 el	 ejercicio	 de	 sus
actividades,	a	fin	de	proteger	a	sus	clientes,	promover	las	mejores	prácticas
comerciales	y	la	integridad	del	mercado.
Las	 personas	 que	 ejercen	 el	 control	 directo	 o	 indirecto,	 la	 dirección,	 o
representación	 de	 las	 personas	 autorizadas	 por	 la	 Comisión	 Nacional
Supervisora	de	Empresas	y	Valores	(Conasev)	para	actuar	en	el	mercado	de
valores,	mercado	de	productos	y	fondos	colectivos	deben,	en	todo	momento,
contar	 con	 solvencia	 económica	 y	 moral,	 la	 que	 comprende,	 entre	 otros,
presentar	 una	 trayectoria	 de	 cumplimiento	 de	 principios	 éticos	 y	 buenas
prácticas	 comerciales	 y	 corporativas,	 y	 no	 haber	 sido	 sancionadas	 por
infracciones	de	naturaleza	 grave	 o	muy	 grave	 relacionadas	 al	mercado	de
valores,	 mercado	 de	 productos	 y	 fondos	 colectivos.	 Asimismo,	 las
mencionadas	 personas	 no	 deben	 hallarse	 incursas	 en	 algún	 impedimento
establecido	en	las	leyes	o	normas	aplicables.
Ley	29660.
ART.	 2°.—Personas	 vinculadas	 al	 proceso	 de	 inversión	 de
inversionistas	 institucionales.	 Los	 directores,	 gerentes,	 miembros	 del
comité	 de	 inversiones,	 funcionarios	 y	 personas	 vinculadas	 al	 proceso	 de
inversión	 de	 inversionistas	 institucionales	 que	 administren	 recursos	 de
terceros,	en	ningún	caso,	deben	anteponer	sus	 intereses	particulares	a	 los
del	fondo	o	patrimonio	bajo	su	administración.	Corresponde	a	la	Comisión
Nacional	 Supervisora	 de	 Empresas	 y	 Valores	 (Conasev)	 y	 a	 la
Superintendencia	de	Banca,	Seguros	y	Administradoras	Privadas	de	Fondos
de	 Pensiones	 (SBS)	 ejercer	 la	 supervisión	 de	 lo	 previsto	 en	 el	 presente
artículo,	respecto	de	las	entidades	bajo	sus	respectivas	competencias.
D.	S.	093-2002-EF.
ART.	12.—Modificado.	Ley	29660.	Art,	3°.	Transparencia	del	mercado.
Está	prohibido	todo	acto,	omisión,	práctica	o	conducta	que	atente	contra	la
integridad	o	transparencia	del	mercado,	tales	como:
a)	Proporcionar	señales	falsas	o	engañosas	respecto	de	la	oferta	o	demanda
de	 un	 valor,	 en	 beneficio	 propio	 o	 ajeno,	 mediante	 transacciones,
propuestas	 o	 transacciones	 ficticias	 que:	 i)	 suban	 o	 bajen	 el	 precio	 de	 los
valores	o	instrumentos	financieros;	ii)	incrementen	o	reduzcan	su	liquidez;
o,	 iii)	 fijen	 o	mantengan	 su	 precio,	 salvo	 lo	 establecido	 en	 el	 inciso	 f)	 del
artículo	194.
En	ese	marco	también	se	encuentra	prohibido	que	los	directores,	gerentes,
miembros	del	comité	de	inversiones,	funcionarios	y	personas	vinculadas	al
proceso	de	inversión	de	un	inversionista	institucional,	en	beneficio	propio	o
ajeno,	 manipulen	 el	 precio	 de	 su	 cartera	 de	 valores	 o	 instrumentos
financieros,	o	la	administrada	por	otro	inversionista	institucional,	mediante
transacciones,	propuestas	o	transacciones	ficticias,	haciendo	subir	o	bajar	el
precio,	 incrementando	 o	 reduciendo	 la	 liquidez	 de	 los	 valores	 o
instrumentos	financieros	que	integren	dicha	cartera.
Se	 consideran	 como	 transacciones	 ficticias	 aquellas	 en	 las	 cuales	 no	 se
produce	una	real	transferencia	de	valores	o	instrumentos	financieros,	de	los
derechos	sobre	ellos	u	otras	semejantes;	o	aquellas	en	las	que,	aun	habiendo
una	 transferencia	 efectiva	 de	 valores	 o	 instrumentos	 financieros,	 no	 se
produce	el	pago	de	la	contraprestación.
b)	 Efectuar	 transacciones	 o	 inducir	 a	 la	 compra	 o	 venta	 de	 valores	 o
instrumentos	 financieros	 por	 medio	 de	 cualquier	 acto,	 práctica	 o
mecanismo	engañoso	o	fraudulento.
c)	 Brindar	 información	 falsa	 o	 engañosa	 respecto	 de	 la	 situación	 de	 un
valor	o	 instrumentos	 financieros,	de	 su	emisor	o	 sus	negocios,	que	por	 su
naturaleza,	sea	capaz	de	influir	en	la	liquidez	o	en	el	precio	de	dicho	valor	o
instrumento	financiero,	incluida	la	propagación	de	rumores	y	noticias	falsas
o	 engañosas,	 a	 través	 de	 los	medios	 de	 comunicación,	 incluido	 internet,	 o
cualquier	otro	medio.
Salvo	 prueba	 en	 contrario,	 este	 supuesto	 no	 alcanza	 a	 las	 opiniones	 o
proyecciones	 realizadas	 por	 analistas	 económicos,	 financieros	 o	 de
inversión	 y	 periodistas,	 siempre	 que	 dichas	 opiniones	 o	 proyecciones	 se
encuentren	sustentadas	en	informe	técnico,	según	corresponda.
d)	Que	los	directores,	funcionarios	y	trabajadores	de	las	bolsas	de	valores	y
de	 las	 demás	 entidades	 responsables	 de	 la	 conducción	 de	 mecanismos
centralizados,	 de	 las	 instituciones	 de	 compensación	 y	 liquidación,
incluyendo	 al	 director	 de	 rueda,	 adquieran	 o	 transfieran	 valores	 o
instrumentos	 financieros	 inscritos	 en	 el	 Registro,	 a	 menos	 que	 obtengan
autorización	previa	de	Conasev.	Dicha	restricción	no	alcanza	a	los	siguientes
casos:
1.	Acciones	liberadas;
2.	 Acciones	 que	 se	 suscriban	 en	 ejercicio	 del	 derecho	 de	 suscripción
preferente	establecido	en	la	Ley	General	de	Sociedades;
3.	 Los	 valores	 que	 provengan	 de	 la	 condición	 de	 usuario	 de	 un	 servicio
público	o	hayan	sido	adquiridos	para	fines	de	desgravamen	tributario;
4.	Certificados	de	participación	de	fondos	mutuos;	y,
5.	Otros	que	determine	Conasev	mediante	norma	de	carácter	general.
En	todo	caso,	 tales	personas	deben	abstenerse	de	participar	en	 las	 juntas
generales	de	accionistas	de	las	sociedades	en	las	que	posean	acciones	y	que
se	encuentren	sometidas	al	control	y	supervisión	de	Conasev.
Conasev,	mediante	norma	de	carácter	general,	puede	establecer	y	prohibir
otras	situaciones,	comportamientos	de	abuso	de	mercado	o	que	infrinjan	la
transparencia	e	integridad	del	mercado	de	valores.
Ley	29660.
Única	Disposición	Complementaria	Final.—Difusión	de	información	falsa
o	engañosa	a	través	de	Internet.	En	caso	de	que	se	haya	utilizado	internet
para	el	propósito	establecido	en	el	inciso	c)	del	artículo	12	del	Texto	Único
Ordenado	 de	 la	 Ley	 del	 Mercado	 de	 Valores,	 aprobado	 por	 el	 Decreto
Supremo	 Núm.	 093-2002-EF,	 la	 Comisión	 Nacional	 Supervisora	 de
Empresas	 y	 Valores	 (Conasev),	 a	 través	 del	 juez,	 puede	 solicitar	 al
administrador	 de	 la	 página	 web	 respectiva	 la	 información	 que	 permita
identificar	a	la	persona	que	difundió	la	información	falsa	o	engañosa.	El	juez
debe	pronunciarse	en	un	plazo	máximo	de	diez	(10)	días.
CAPÍTULO	II
Delitos	monetarios
C.	P.
ART.	 252.—Modificado.	 Ley	 26714,	 Art.	 1°.	 Falsificación	 de
dinero.	 El	 que	 falsifica	 billetes	 o	 monedas	 será	 reprimido	 con
pena	 privativa	 de	 libertad	 no	menor	 de	 cinco	 ni	mayor	 de	 doce
años	y	con	ciento	veinte	a	trescientos	días	-	multa.
El	 que	 falsifica	 billetes	 o	 monedas	 separando	 el	 anverso	 y	 el
reverso	 de	 los	 auténticos,	 superponiendo	 sus	 fragmentos,
recurriendo	 al	 empleo	 de	 disolventes	 químicos,	 usando	 los
fabricados	 por	 otros	 países,	 recurriendo	 a	 aleaciones	 distintas	 o
valiéndose	 de	 cualquier	 otro	medio	 que	 no	 fuere	 de	 producción
masiva,	 será	 reprimido	con	pena	privativa	de	 libertad	no	menor
de	cuatro	ni	mayor	de	diez	años	y	con	ciento	veinte	a	trescientos
días	-	multa.
FALSIFICACIÓN	DE	BILLETES	O	MONEDAS
Ley	26714.
ART.	2°.—En	el	auto	apertorio,	el	juez	bajo	responsabilidad,	dispondrá	que
se	 haga	 de	 conocimiento	 del	 Banco	 Central	 de	 Reserva	 del	 Perú	 la
incautación	 que	 se	 hubiera	 hecho	 de	 las	 máquinas,	 planchas,	 matrices,
cuños,	equipos	y	demás	instrumentos	y	materiales	utilizados	en	la	comisión
de	delitos	monetarios,	así	como	las	falsificaciones	con	ellos	obtenidas.
A	 solicitud	 del	 Banco	 Central	 de	 Reserva	 del	 Perú,	 el	 juez,	 bajo
responsabilidad,	ordenará	de	inmediato	que	se	le	entregue	en	depósito	los
efectos	del	delito	a	que	se	refiere	el	párrafo	anterior.
En	 los	 lugares	donde	el	Banco	Central	de	Reserva	del	Perú	no	cuente	con
oficina,	el	depósito	se	hará	en	el	Banco	de	la	Nación	o,	en	su	defecto,	en	la
entidad	pública	que	dicho	Banco	Central	designe	siempre	que	ésta	exprese
su	conformidad.	En	tales	casos	se	considerará	que	el	depósito	se	efectúa	por
cuenta	del	Banco	Central	de	Reserva	del	Perú,	bajo	las	responsabilidades	de
ley.
En	el	caso	de	máquinas	o	equipos	de	gran	peso	o	volumen,	el	depósito,	a
opción	del	Banco	Central	de	Reserva	del	Perú,	podrá	recaer	sobre	las	partes
o	piezas	que,	a	su	criterio,	impidan	el	uso	de	estas	máquinas	o	equipos.
Lo	 prescrito	 en	 este	 artículo	 es	 sin	 perjuicio	 de	 lo	 establecido	 en	 los
artículos	 102	 y	 103	 del	 Código	 Penal	 y	 de	 las	 medidas	 que	 corresponda
adoptar	 una	 vez	 que	 la	 sentencia	 que	 recaiga	 en	 el	 respectivo	 proceso
adquiera	autoridad	de	cosa	juzgada.
Ley	26714.
ART.	 3°.—Modificado.	 Ley	 26992,	 Artículo	 Único.	 El	 Banco	 Central	 de
Reserva	del	Perú	 será	 considerado	agraviado	en	 los	delitos	que	 tratan	 los
artículos	252	al	260	del	Código	Penal.	Como	tal,	está	facultado	para	solicitar
se	le	tenga	como	parte	civil	en	los	respectivos	procesos,	sin	perjuicio	de	la
intervención	 que	 corresponda	 al	 Procurador	 Público	 encargado	 de	 la
defensa	de	los	intereses	del	Estado.
C.	P.
ART.	253.—Modificado.	Ley	26714,	Art.	1°.	Tráfico	de	dinero
falso.	 El	 que	 altera	 los	 billetes	 o	 monedas	 con	 el	 propósito	 de
atribuirles	un	valor	superior,	o	realiza	tal	alteración	con	billetes	o
monedas	 que	 se	 hallan	 fuera	 de	 circulación	 o	 corresponden	 a
otros	 países,	 para	 darles	 la	 apariencia	 de	 los	 que	 tienen	 poder
cancelatorio,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	 de	 cuatro	 ni	 mayor	 de	 diez	 años	 y	 con	 ciento	 veinte	 a
trescientos	días	-	multa.
El	 que	 altera	 la	 moneda,	 aminorando	 su	 valor	 intrínseco,	 será
reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	seis	meses
ni	mayor	de	dos	años	y	con	treinta	a	noventa	días	-	multa.
C.	P.
ART.	 254.—Modificado.	 Ley	 27593,	 Art.	 1°.	 Distribución	 de
dinero	falso.	El	que	a	sabiendas,	introduce,	transporta	o	retira	del
territorio	 de	 la	 República,	 comercializa,	 distribuye	 o	 pone	 en
circulación	 monedas	 o	 billetes	 falsificados	 o	 alterados	 por
terceros,	 cuyo	 valor	 nominal	 supere	 una	 remuneración	 mínima
vital,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	la	libertad	no	menor	de
cinco	 ni	 mayor	 de	 diez	 años	 y	 con	 ciento	 ochenta	 a	 trescientos
sesenta	y	cinco	días	-	multa.
La	pena	será	de	ciento	ochenta	a	 trescientos	sesenticinco	días	 -
multa,	si	el	valor	nominal	es	menor	a	una	remuneración	mínima
vital.
C.	P.
ART.	 255.—Modificado.	 Ley	 27593,	 Art.	 1°.	 Actos
preparatorios	punibles.	El	que	fabrica,	introduce	en	el	territorio
de	 la	 República	 o	 retira	 de	 él,	 máquinas,	 matrices,	 cuños	 o
cualquier	 otra	 clase	 de	 instrumentos	 o	 insumos	 destinados	 a	 la
falsificación	de	billetes	o	monedas	o	se	encuentra	en	posesión	de
uno	 o	más	 pliegos	 de	 billetes	 falsificados,	 o	 extrae	 de	 un	 billete
auténtico	medidas	 de	 seguridad,	 con	 el	 objeto	 de	 insertarlas	 en
uno	falso	o	alterado,	o	que,	a	sabiendas,	los	conserva	en	su	poder
será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	cinco
ni	mayor	de	doce	años	y	con	ciento	ochenta	a	trescientos	sesenta
y	cinco	días	-	multa.
C.	P.
ART.	 256.—Modificado.	 Ley	 26714,	 Art.	 1°.	 Alteración	 de
billetes	o	monedas.	Será	reprimido	con	pena	de	multa	no	menor
de	treinta	ni	mayor	de	ciento	veinte	días	-	multa:
1.	 El	 que	 escribe	 sobre	 billetes,	 imprime	 sellos	 en	 ellos	 o	 de
cualquier	manera	daña	intencionalmente	billetes	o	monedas.
2.	 El	 que	 con	 fines	 publicitarios	 o	 análogos,	 reproduce	 o
distribuye	billetes	o	monedas,	o	el	anverso	o	reverso	de	ellos,	de
modo	 que	 pueda	 generar	 confusión	 o	 propiciar	 que	 las
reproducciones	sean	utilizadas	por	terceros	como	si	se	tratase	de
billetes	auténticos.
C.	P.
ART.	 257.—Modificado.	 Ley	 27593,	 Art.	 1°.	 Aplicación
extensiva.	 Las	 disposiciones	 de	 los	 artículos	 de	 este	 capítulo	 se
hacen	extensivas	a	los	billetes,	monedas,	valores	y	títulos	valores
de	otros	países.
C.	P.
ART.	 257-A.—Modificado.	 Ley	 30077.	 Primera	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Formas	 agravadas.	 Será
reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 seis	 ni
mayor	de	catorce	años	y	con	ciento	ochenta	a	trescientos	sesenta
y	 cinco	 días-multa	 el	 que	 comete	 los	 delitos	 establecidos	 en	 los
artículos	252,	253,	254,	255	y	257,	si	concurriera	cualquiera	de	las
siguientes	circunstancias	agravantes:
1.	 Si	 el	 agente	 actúa	 como	 integrante	 de	 una	 organización
criminal.
2.	 Si	 el	 agente	 labora	 o	 ha	 laborado	 en	 imprentas	 o	 talleres
gráficos	 o	 en	 la	 industria	 metalmecánica	 y	 se	 ha	 valido	 de	 su
conocimiento	para	perpetrar	el	delito.
3.	 Si	 el	 agente	 labora	 o	 ha	 laborado	 en	 el	 Banco	 Central	 de
Reserva	del	Perú	y	se	ha	valido	de	esa	circunstancia	para	obtener
información	privilegiada,	 sobre	 los	procesos	de	 fabricación	 y	 las
medidas	de	seguridad,	claves	o	marcas	secretas	de	las	monedas	o
billetes.
4.	 Si	 para	 facilitar	 la	 circulación	 de	 monedas	 o	 billetes
falsificados,	el	agente	los	mezcla	con	monedas	o	billetes	genuinos.
C.	P.
ART.	258.—Modificado.	Ley	26714,	Art.	1°.	Emisión	ilegal	de
billetes	u	otros.	El	 funcionario	del	Banco	Central	de	Reserva	del
Perú	 que	 emita	 numerario	 en	 exceso	 de	 las	 cantidades
autorizadas,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	 de	 dos	 ni	 mayor	 de	 seis	 años	 e	 inhabilitación	 de	 uno	 a
cuatro	años	conforme	al	artículo	36	incisos	1)	y	2).
C.	P.
ART.	259.—Malversación	de	divisas.	El	que	destina	 las	divisas
asignadas	 por	 el	 Banco	 Central	 de	 Reserva,	 a	 fin	 distinto	 del
señalado	 y	 autorizado,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	no	menor	de	dos	ni	mayor	de	diez	años,	con	ciento	veinte
a	trescientos	sesenticinco	días	-	multa	e	inhabilitación	conforme	al
artículo	36,	incisos	1,	2	y	4.
Los	 directores,	 gerentes	 y	 funcionarios	 del	 Banco	 Central	 de
Reserva	 o	 funcionarios	 públicos	 que	 faciliten	 la	 comisión	 del
delito,	serán	reprimidos	con	la	misma	pena.
C.	P.
ART.	 260.—Retención	 ilícita	 de	 divisas.	 El	 que,	 teniendo
obligación	 de	 hacerlo,	 no	 entrega,	 indebidamente,	 al	 Banco
Central	de	Reserva	 las	divisas	generadas	por	exportaciones	o	 las
retiene,	injustificadamente,	luego	de	vencido	el	plazo	establecido,
será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	dos	ni
mayor	 de	 cuatro	 años,	 con	 ciento	 ochenta	 a	 trescientos
sesenticinco	días	-	multa	e	inhabilitación	conforme	al	artículo	36,
incisos	1,	2	y	4.
C.	P.
ART.	 261.—Modificado.	 Ley	 26714,	 Art.	 1°.	 Valores
equiparados	a	moneda.	Para	los	efectos	de	este	capítulo,	quedan
equiparados	 a	 los	 billetes	 y	 monedas,	 los	 títulos	 de	 la	 deuda
pública,	 bonos,	 cupones,	 cédulas,	 libramientos,	 acciones	 y	 otros
valores	o	 títulos	 -	valores	emitidos	por	el	Estado	o	por	personas
de	derecho	público.
TÍTULO	XI
Delitos	tributarios
CAPÍTULO	I
Contrabando
C.	P.
ART.	 262	 a	 264.—Capítulo	 Derogado.	 Ley	 28008	 (Delitos
aduaneros).
CAPÍTULO	II
Defraudación	fiscal
SECCIÓN	I
Defraudación	de	rentas	de	aduanas
C.	P.
ART.	265	a	267.—Sección	Derogada.	Ley	28008.
SECCIÓN	II
Defraudación	tributaria
C.	P.
ART.	 268.—Derogado.	 D.	 Leg.	 813,	 Sétima	 Disposición
Transitoria	y	Final.
C.	P.
ART.	 269.—Derogado.	 D.	 Leg.	 813,	 Sétima	 Disposición
Transitoria	y	Final.
C.	P.
ART.	270.—Derogado.	D.	L.	25495,	Art.	2°.
CAPÍTULO	III
Elaboración	y	comercio	clandestino	de	productos
C.	P.
ART.	 271.—Elaboración	 clandestina	 de	 productos.	 Será
reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 uno	 ni
mayor	 de	 cuatro	 años,	 sin	 perjuicio	 del	 decomiso	 cuando	 ello
proceda,	el	que:
1.	 Elabora	 mercaderías	 gravadas	 cuya	 producción,	 sin
autorización,	esté	prohibida.
2.	 Habiendo	 cumplido	 los	 requisitos	 establecidos,	 realiza	 la
elaboración	 de	 dichas	 mercaderías	 con	 maquinarias,	 equipos	 o
instalaciones	 ignoradas	 por	 la	 autoridad	 o	 modificados	 sin
conocimiento	de	ésta.
3.	Ocultar	la	producción	o	existencia	de	estas	mercaderías.
DEFENSA	DEL	CONSUMIDOR
Const.
ART.	 65.—El	 Estado	 defiende	 el	 interés	 de	 los	 consumidores	 y	 usuarios.
Para	 tal	 efecto	 garantiza	 el	 derecho	 a	 la	 información	 sobre	 los	 bienes	 y
servicios	que	se	encuentran	a	su	disposición	en	el	mercado.	Asimismo	vela,
en	particular,	por	la	salud	y	la	seguridad	de	la	población.
C.	P.
ART.	272.—Comercio	clandestino.	Modificado.	D.	Leg.	1103,
Tercera	Disposición	Complementaria	y	Final.	Será	reprimido
con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	un	(1)	año	ni	mayor
de	tres	(3)	años	y	con	ciento	setenta	(170)	a	trescientos	cuarenta
(340)	días	multa,	el	que:
1.	Se	dedique	a	una	actividad	comercial	sujeta	a	autorización	sin
haber	cumplido	los	requisitos	que	exijan	las	leyes	o	reglamentos.
2.	Emplee,	expenda	o	haga	circular	mercaderías	y	productos	sin
el	timbre	o	precinto	correspondiente,	cuando	deban	llevarlo	o	sin
acreditar	el	pago	del	tributo.
3.	Utilice	mercaderías	exoneradas	de	tributos	en	fines	distintos
de	los	previstos	en	la	ley	exonerativa	respectiva.
4.	Evada	el	control	fiscal	en	la	comercialización,	transporte	o
traslado	de	bienes	sujetos	a	control	y	fiscalización	dispuesto	por
normas	especiales.
5.	Utilice	rutas	distintas	a	las	rutas	fiscales	en	el	transporte	o
traslado	de	bienes,	insumos	o	productos	sujetos	a	control	y
fiscalización.
Modificado.	Ley	30077.	Primera	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	En	los	supuestos	previstos	en
los	incisos	3),	4)	y	5)	constituyen	circunstancias	agravantes
sancionadas	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	cinco	ni
mayor	de	ocho	años	y	con	trescientos	sesenta	y	cinco	a
setecientos	treinta	días-multa,	cuando	cualquiera	de	las	conductas
descritas	se	realice:
a)	Por	el	consumidor	directo	de	acuerdo	con	lo	dispuesto	en	las
normas	tributarias;
b)	Utilizando	documento	falso	o	falsificado;	o
c)	Modificado.	Ley	30077.	Primera	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Por	una	organización	criminal;
d)	En	los	supuestos	4)	y	5),	si	la	conducta	se	realiza	en	dos	o	más
oportunidades	dentro	de	un	plazo	de	10	años.
Ley	27335.
Novena	 Disposición	 Final	 y	 Transitoria.—Comercio	 clandestino	 de
petróleo,	 gas	 natural	 y	 sus	 derivados.	 En	 los	 delitos	 de	 comercio
clandestino	 de	 productos,	 previstos	 en	 el	 numeral	 3)	 del	 artículo	 272	 del
Código	 Penal,	 realizados	 en	 infracción	 a	 los	 beneficios	 tributarios
establecidos	para	el	petróleo,	gas	natural	y	sus	derivados,	contenidos	en	los
artículos	13	y	14	de	la	Ley	N°	27037,	Ley	de	Promoción	de	la	Inversión	de	la
Amazonía,	 el	 juez	 penal,	 al	 dictar	 el	 auto	 de	 apertura	 de	 instrucción,
dispondrá	directamente	la	adjudicación	de	dichos	bienes.
Los	 criterios	 para	 determinar	 los	 beneficiarios,	 procedimientos	 y	 demás
aspectos	 necesarios	 para	 determinar	 la	 adjudicación	 serán	 especificados
por	decreto	supremo	refrendado	por	el	Presidente	del	Consejo	de	Ministros
y	 el	Ministro	 de	 Economía	 y	 Finanzas;	 dicha	 norma	 también	 contemplará
disposiciones	para	regular	la	devolución	a	que	hubiera	lugar,	sobre	la	base
del	valor	de	tasación	que	se	ordene	en	el	proceso	penal.
MEDIDAS	DE	CONTROL	Y	FISCALIZACIÓN	DE	INSUMOS	USADOS	EN	LA
MINERÍA	ILEGAL
D.	Leg	1103.
ART.	 1°.—Objeto.	 El	 presente	 decreto	 legislativo	 tiene	 por	 objeto
establecer	medidas	de	control	y	fiscalización	en	la	distribución,	transporte	y
comercialización	 de	 insumos	 químicos	 que	 puedan	 ser	 utilizados	 en	 la
minería	ilegal.
D.	Leg	1103.
ART.	 2°.—Definiciones.	 Para	 efecto	 del	 presente	 decreto	 legislativo,	 se
entiende	por:
Hidrocarburos:	Comprende	diesel,	gasolinas	y	gasoholes.
Insumos	químicos:	El	mercurio,	cianuro	de	potasio,	cianuro	de	sodio	y	los
hidrocarburos.	adicionalmente,	mediante	decreto	supremo	refrendado	por
el	Ministro	de	Energía	y	Minas	se	podrá	incorporar	como	insumos	químicos
otros	 bienes	 que	 se	 utilicen	 directa	 o	 indirectamente	 para	 la	 producción,
elaboración	 o	 extracción	 de	 minerales.	 La	 Sunat	 podrá	 proponer	 dicha
incorporación.
Minería	 ilegal:	Actividad	minera	a	que	se	refieren	 los	artículos	3°	y	5°	del
Decreto	 Legislativo	N°	1100,	 decreto	 legislativo	que	 regula	 la	 interdicción
de	 la	 minería	 ilegal	 en	 toda	 la	 República	 y	 establece	 medidas
complementarias.
Osinergmin:	Organismo	Supervisor	de	la	Inversión	en	Energía	y	Minería.
Ruta	 fiscal:	 Vía	 de	 transporte	 de	 uso	 obligatorio	 autorizada	 por	 el
Ministerio	 de	 Transportes	 y	 Comunicaciones	 para	 el	 traslado	 de	 insumos
químicos,	conforme	al	presente	decreto	legislativo.
Sunat:	 Superintendencia	 Nacional	 de	 Aduanas	 y	 de	 Administración
Tributaria.
D.	Leg	1103.
ART.	 3°.—Del	 control	 y	 fiscalización	 de	 insumos	 químicos.	 La	 Sunat
controlará	 y	 fiscalizará	 el	 ingreso,	 permanencia,	 transporte	 o	 traslado	 y
salida	 de	 insumos	 químicos	 así	 como	 la	 distribución,	 hacia	 y	 desde	 el
territorio	 aduanero	 y	 en	 el	 territorio	 nacional,	 sin	 perjuicio	 de	 las
competencias	 de	 otras	 entidades	 del	 Estado,	 de	 conformidad	 con	 la
legislación	vigente.
D.	Leg	1103.
ART.	4°.—Establecimiento	de	rutas	fiscales.	El	 transporte	o	traslado	de
insumos	químicos	deberá	ser	efectuado	por	la	ruta	fiscal	que	se	establezca
de	 acuerdo	 al	 presente	 decreto	 legislativo	 y	 deberá	 contar	 con	 la
documentación	 que	 corresponda,	 conforme	 se	 disponga	 en	 el	 Reglamento
de	 Comprobantes	 de	 Pago,	 estando	 facultada	 la	 Sunat	 para	 verificar	 los
documentos	e	insumos	químicos	en	los	puestos	de	control	que	para	dichos
efectos	implemente	la	Sunat,	en	la	oportunidad	y	lugar	que	sean	requeridos,
sin	 perjuicio	 de	 las	 demás	 obligaciones	 que	 establezcan	 las	 normas
correspondientes.
D.	Leg	1103.
ART.	5°.—Del	 transporte	 ilegal.	Será	 considerado	 transporte	 ilegal	 todo
aquel	traslado	de	insumos	químicos	que	no	utilice	la	ruta	fiscal	aplicable	o
que	no	 tenga	 la	documentación	a	que	 se	 refiere	 el	 artículo	precedente.	 La
Sunat	y	la	Policía	Nacional	del	Perú,	de	ser	el	caso,	pondrá	en	conocimiento
del	Ministerio	Público,	en	el	más	breve	plazo	tal	hecho	para	el	inicio	de	las
investigaciones	que	correspondan,	de	conformidad	con	lo	establecido	en	el
artículo	272	del	Código	Penal.
D.	Leg	1103.
ART.	 6°.—Bienes	 involucrados	 en	 la	 comisión	 de	 delitos.	 La	 Sunat
procederá	a	la	incautación	de	los	insumos	químicos,	así	como	de	los	medios
de	 transporte	 utilizados	 para	 su	 traslado	 cuando	 en	 el	 ejercicio	 de	 sus
actuaciones	administrativas	detecte	la	presunta	comisión	del	delito	previsto
en	 el	 artículo	 272	 del	 Código	 Penal,	 debiendo	 comunicar	 al	 Ministerio
Público	 para	 las	 acciones	 correspondientes.	 Los	 insumos	 químicos
incautados	 se	 entienden	 adjudicados	 al	 Estado	 y	 la	 Sunat	 actúa	 en
representación	de	este.
Los	 insumos	químicos	 y	medios	de	 transporte	 incautados	 o	 decomisados
que	sean	contrarios	a	la	salud	pública,	al	medio	ambiente,	los	no	aptos	para
el	uso	o	consumo,	los	adulterados,	o	cuya	venta,	circulación,	uso	o	tenencia
se	 encuentre	 prohibida	 de	 acuerdo	 a	 la	 normatividad	 nacional	 serán
destruidos,	en	ningún	caso	procederá	el	reintegro	del	valor	de	los	mismos,
salvo	que	por	mandato	judicial	se	disponga	la	devolución.
La	 Sunat	 podrá	 disponer	 el	 almacenamiento	 de	 los	 insumos	 químicos	 y
medios	de	 transporte	 incautados,	así	 como	su	venta,	donación	o	destino	a
entidades	del	sector	público	o	su	entrega	al	sector	competente.	Para	el	caso
de	medios	de	transporte	incautados,	la	venta	procederá	una	vez	culminado
el	proceso	judicial	correspondiente.
La	disposición	de	los	insumos	químicos	y	la	donación	o	destino	de	medios
de	transporte	se	efectuará	aún	cuando	se	encuentre	la	investigación	fiscal	o
el	proceso	judicial	en	curso,	dando	cuenta	al	fiscal	o	juez	penal	que	conoce	la
causa.
Los	 ingresos	 que	 Sunat	 obtenga	 de	 la	 venta	 de	 los	 insumos	 químicos	 y
medios	de	transporte	serán	considerados	ingresos	propios.
Si	 por	 resolución	 judicial	 con	 calidad	 de	 cosa	 juzgada	 se	 dispone	 la
devolución	de	los	insumos	químicos	y	medios	de	transporte,	se	procederá	a
su	 devolución	 o	 su	 valor	 al	 propietario.	 Mediante	 decreto	 supremo	 se
dictarán	 las	 disposiciones	 necesarias	 para	 la	 mejor	 aplicación	 de	 lo
dispuesto	en	el	presente	artículo.
D.	Leg	1103.
ART.	 7°.—Acciones	 de	 fiscalización	 y	 control.	 El	 Ministerio	 Público,	 la
Policía	Nacional	del	Perú	y	la	Dirección	General	de	Capitanía	y	Guardacostas
-	 Dicapi,	 en	 el	 ámbito	 de	 sus	 competencias,	 brindarán	 el	 apoyo	 y
colaborarán	 con	 la	 Sunat	 en	 las	 acciones	 de	 control	 y	 fiscalización	 de	 los
insumos	químicos.
D.	Leg	1103.
ART.	 8°.—Uso	 obligatorio	 de	 GPS.	 Dispóngase	 el	 uso	 obligatorio	 del
sistema	de	posicionamiento	global	 (GPS)	en	 las	unidades	de	 transporte	de
hidrocarburos,	sin	perjuicio	de	las	obligaciones	y	disposiciones	establecidas
en	las	normas	especiales,	en	particular,	aquellas	dispuestas	en	los	decretos
supremos	N°	045-2009-EM	y	N°	001-2011-EM.
Los	responsables	de	las	unidades	de	transporte	inscritos	en	el	Registro	de
Hidrocarburos	 deberán	 brindar	 a	 Osinergmin	 la	 información	 proveniente
del	GPS.	Asimismo,	dicha	información	estará	a	disposición	de	la	Sunat	,	del
Ministerio	 del	 Interior	 y	 del	 Ministerio	 de	 Energía	 y	 Minas,	 así	 como	 de
otras	 autoridades	 que	 lo	 requieran	 para	 el	 ejercicio	 de	 sus	 funciones,	 de
acuerdo	a	sus	competencias.
Osinergmin	 establecerá	 el	 tipo	 y	 características	mínimas	 de	 los	 sistemas
GPS,	 así	 como	 el	 uso	 obligatorio	 de	 precintos	 de	 seguridad,	 estando
facultado	 a	 establecer	 su	 aplicación	 gradual.	 Asimismo,	 Osinergmin
supervisará	el	cumplimiento	del	presente	artículo,	quedando	facultado	para
aplicar	las	sanciones	que	correspondan,	en	el	marco	de	la	Ley	N°	27699,	Ley
Complementaria	de	Fortalecimiento	Institucional	del	Organismo	Supervisor
de	la	Inversión	en	Energía.
D.	Leg	1103.
ART.	 9°.—Comercialización	 de	 hidrocarburos.	 La	 Sunat	 podrá	 aplicar
controles	 especiales	 para	 la	 comercialización	 de	 los	 hidrocarburos	 dentro
del	ámbito	de	su	competencia.
Facúltese	a	la	Sunat	a	la	instalación	de	equipos	técnicos	y	sistemas	de	video
que	 permitan	 el	 ejercicio	 de	 labores	 de	 fiscalización	 y	 control	 de	 los
hidrocarburos	en	los	establecimientos	de	venta	al	público	de	combustibles.
Osinergmin	tendrá	acceso	a	la	información	obtenida	por	la	Sunat.
Para	efecto	de	 lo	 señalado	en	el	párrafo	anterior,	 los	establecimientos	de
venta	 al	 público	 de	 combustibles	 que	 sean	 requeridos	 por	 la	 Sunat
autorizarán	la	instalación	de	los	equipos	técnicos	y	sistemas	de	video.
D.	Leg	1103.
ART.	10.—Faltantes	de	inventarios	detectados	por	la	Sunat.	Cuando	 la
Sunat	 determine	 faltantes	 de	 inventario	 de	 hidrocaburos	 en
establecimientos	 de	 venta	 al	 público	 de	 combustibles	 deberá	 remitir	 los
documentos	que	determinen	dicha	situación	a	Osinergmin,	para	que	realice
las	 investigaciones	pertinentes	de	acuerdo	a	 su	 competencia,	 sin	perjuicio
de	aplicar	las	normas	tributarias	que	correspondan.
D.	Leg	1103.
ART.	 11.—Facultades	 a	 Osinergmin.	 Facúltese	 al	 Osinergmin	 a
determinar	 los	 mecanismos	 que	 permitan	 el	 control	 en	 la	 recepción	 y
despacho	de	 los	hidrocarburos	en	 los	establecimientos	de	venta	al	público
de	combustibles	y	consumidores	directos,	según	corresponda.
D.	Leg	1103.
ART.	 12.—Financiamiento.	 La	 aplicación	 de	 la	 presente	 norma	 se
financiará	 con	 cargo	 al	 presupuesto	 institucional	 de	 las	 entidades
involucradas,	sin	demandar	recursos	adicionales	al	Tesoro	Público.
D.	Leg	1103.
Primera	Disposición	Complementaria	Final.—Del	control	del	mercurio	y
cianuro	 que	 pueden	 ser	 utilizados	 en	 la	minería	 ilegal.	 A	 partir	 de	 la
entrada	en	vigencia	del	presente	decreto	legislativo	el	mercurio,	el	cianuro
de	 potasio	 y	 el	 cianuro	 de	 sodio	 se	 incorporan	 al	 registro	 único	 a	 que	 se
refiere	el	artículo	6°	de	la	Ley	N°	28305.	Los	usuarios	de	dichos	productos
deberán	 registrarse,	proporcionando	 la	 información	necesaria	para	 tal	 fin,
así	como	tener	actualizada	su	información.
Por	decreto	supremo	refrendado	por	los	ministros	de	Economía	y	Finanzas
y	de	la	Producción	se	dictarán	las	normas	reglamentarias	para	la	aplicación
de	 lo	 dispuesto	 en	 la	 presente	 disposición	 y	 se	 podrá	 incorporar	 otros
insumos	químicos	al	citado	registro.
Para	el	cumplimiento	de	las	labores	de	fiscalización	y	control	establecidas
mediante	 el	 presente	 decreto	 legislativo,	 el	 Ministerio	 de	 la	 Producción
proporcionará	a	la	Sunat	la	información	contenida	en	el	registro	único	a	que
se	refiere	el	artículo	6°	de	la	Ley	N°	28305.
D.	Leg	1103.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Del	 establecimiento	 de
rutas	fiscales.	El	Ministerio	de	Transportes	y	Comunicaciones,	a	propuesta
de	 la	 Sunat,	 establecerá	 mediante	 resolución	 ministerial	 las	 vías	 de
transporte	que	serán	consideradas	como	rutas	fiscales.	El	uso	obligatorio	de
rutas	 fiscales	para	 insumos	químicos,	 se	establecerá	progresivamente	y	es
exigible	 en	 los	plazos	que	 se	 especifique	en	 la	 correspondiente	 resolución
ministerial	que	se	emita.
Las	rutas	fiscales	se	establecen	en	las	rutas	más	eficientes	entre	los	puntos
de	 origen	 y	 destino	 fiscalizados.	 Donde	 no	 se	 hayan	 implementado	 rutas
fiscales,	el	traslado	podrá	realizarse	por	cualquier	ruta	disponible.
D.	Leg	1103.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—De	 la	 vigencia.	 El
presente	 decreto	 legislativo	 entrará	 en	 vigencia	 al	 día	 siguiente	 de	 su
publicación.
D.	Leg	1103.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Del	 financiamiento
para	el	año	fiscal	2012.	Para	efecto	del	financiamiento	en	el	presente	año
fiscal	de	las	acciones	a	cargo	del	pliego	Ministerio	de	Defensa,	Ministerio	del
Interior	y	el	Ministerio	Público	en	el	marco	de	lo	establecido	en	la	presente
norma,	 el	 pliego	 Sunat	 queda	 autorizado	 a	 realizar	 transferencias
financieras	a	 favor	de	 los	mencionados	pliegos,	mediante	resolución	de	su
titular,	con	cargo	a	su	presupuesto	en	la	fuente	de	financiamiento	recursos
directamente	 recaudados	 proveniente	 de	 sus	 saldos	 de	 balance	 o	 de
modificaciones	 presupuestarias	 en	 el	 nivel	 funcional	 programático,	 hasta
por	el	monto	de	diez	millones	y	00/100	nuevos	soles	 (S/.	10’000.000,00),
recursos	que	se	incorporan	en	el	marco	del	artículo	42	de	la	Ley	N°	28411,
Ley	General	del	Sistema	Nacional	de	Presupuesto.
Para	 efecto	 de	 lo	 antes	 establecido,	 el	 pliego	 Sunat	 queda	 autorizado	 a
realizar	 todas	 las	 modificaciones	 presupuestarias	 en	 el	 nivel	 funcional
programático	que	sean	necesarias,	dejándose	en	suspenso	 las	normas	que
se	opongan.
Para	el	cumplimiento	de	 lo	regulado	en	esta	disposición,	Sunat	suscribirá
convenios	con	los	pliegos	Ministerio	de	Defensa,	Ministerio	del	Interior	y	el
Ministerio	Público,	 donde	 se	 fijarán	 los	 fines	 y	metas	 a	 ser	 cumplidos	por
dichas	entidades,	y	 los	montos	a	ser	 transferidos.	La	Sunat	es	responsable
del	 monitoreo,	 seguimiento	 y	 cumplimiento	 del	 convenio	 para	 lo	 cual	 se
transfirieron	 los	recursos.	Los	recursos	 transferidos	deben	ser	destinados,
bajo	 responsabilidad,	 sólo	 a	 los	 fines	 para	 los	 cuales	 se	 autorizó	 su
transferencia.”
TÍTULO	XII
Delitos	contra	la	seguridad	pública
CAPÍTULO	I
Delitos	de	peligro	común
C.	P.
ART.	273.—Incendio	o	explosión.	El	que	crea	un	peligro	común
para	 las	 personas	 o	 los	 bienes	 mediante	 incendio,	 explosión	 o
liberando	 cualquier	 clase	 de	 energía,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	diez	años.
PLENO	JURISDICCIONAL.—Delitos	de	peligro,	aquellos	que	no	requieren
un	daño	sino	la	puesta	en	peligro	del	bien	jurídico.	“(…)	Los	delitos	de
peligro	–especie	de	tipo	legal	según	las	características	externas	de	la	acción–
pueden	definirse	como	aquellos	en	los	que	no	se	requiere	que	la	conducta	del
agente	haya	ocasionado	un	daño	sobre	un	objeto,	sino	que	es	suficiente	con
que	el	objeto	jurídicamente	protegido	haya	sido	puesto	en	peligro	de	sufrir	la
lesión	que	se	quiere	evitar	[el	peligro	es	un	concepto	de	naturaleza	normativa
en	cuanto	a	que	su	objeto	de	referencia	es	un	bien	jurídico,	aunque	su
fundamento,	además	de	normativo,	también	se	basa	en	una	regla	de
experiencia	o	de	frecuente	que	es,	a	su	vez,	sintetizada	en	un	tipo	legal],	sea
cuando	se	requiere	realmente	la	posibilidad	de	la	lesión	–peligro	concreto–	o
cuando	según	la	experiencia	general	representa	en	sí	misma	un	peligro	para
el	objeto	protegido	–peligro	abstracto–	(Bacigalupo	Zapater,	Enrique:
Derecho	Penal	-	Parte	General,	ARA	Editores,	Lima,	2004,	página	223).	Los
primeros	son,	siempre,	delitos	de	resultado,	y	los	otros	son	delitos	de	mera
actividad.	(…)”.	(CS.	Ac.	Plen.	6-2006/CJ-116,	dic.	29/2006.	S.S.	Salas	Gamboa)
PLENO	JURISDICCIONAL.—Es	posible	la	responsabilidad	civil	en	los
delitos	de	peligro:	alteración	o	perturbación	del	ordenamiento	jurídico.
“(…)	En	los	delitos	de	peligro,	desde	luego,	no	cabe	negar	a	priori	la
posibilidad	de	que	surja	responsabilidad	civil,	puesto	que	en	ellos	–sin
perjuicio,	según	los	casos,	de	efectivos	daños	generados	en	intereses
individuales	concretos–	se	produce	una	alteración	del	ordenamiento	jurídico
con	entidad	suficiente,	según	los	casos,	para	ocasionar	daños	civiles,	sobre	el
que	obviamente	incide	el	interés	tutelado	por	la	norma	penal	–que,	por	lo
general	y	que	siempre	sea	así,	es	de	carácter	supraindividual–.	Esta	delictiva
alteración	o	perturbación	del	ordenamiento	jurídico	se	debe	procurar
restablecer,	así	como	los	efectos	que	directa	o	causalmente	ha	ocasionado	su
comisión	[el	daño	como	consecuencia	directa	y	necesaria	del	hecho	delictivo]
(conforme:	Roig	Torres,	Margarita:	La	reparación	del	daño	causado	por	el
delito,	Editorial	Tirant	Lo	Blanch,	Valencia,	2000,	páginas	124/125).	(…)	Por
consiguiente,	no	cabe	descartar	la	existencia	de	responsabilidad	civil	en	esta
clase	de	delitos,	y,	en	tal	virtud,	corresponderá	al	órgano	jurisdiccional	en	lo
penal	determinar	su	presencia	y	fijar	su	cuantía”.	(CS.	Ac.	Plen.	6-2006/CJ-116,
dic.	29/2006.	S.S.	Salas	Gamboa)
C.	P.
ART.	274.—Modificado.	Ley	29439,	Art.	1°.	Conducción	en
estado	de	ebriedad	o	drogadicción.	El	que	encontrándose	en
estado	de	ebriedad,	con	presencia	de	alcohol	en	la	sangre	en
proporción	mayor	de	0,5	gramos	litro,	o	bajo	el	efecto	de	drogas
tóxicas,	estupefacientes,	sustancias	psicotrópicas	o	sintéticas,
conduce,	opera	o	maniobra	vehículo	motorizado,	será	reprimido
con	pena	privativa	de	la	libertad	no	menor	de	seis	meses	ni	mayor
de	dos	años	o	con	prestación	de	servicios	comunitarios	de
cincuenta	y	dos	a	ciento	cuatro	jornadas	e	inhabilitación,
conforme	al	artículo	36	inciso	7).
Cuando	el	agente	presta	servicios	de	transporte	público	de
pasajeros,	mercancías	o	carga	en	general,	encontrándose	en
estado	de	ebriedad,	con	presencia	de	alcohol	en	la	sangre	en
proporción	superior	de	0,25	gramos	litro,	o	bajo	el	efecto	de
drogas	tóxicas,	estupefacientes,	sustancias	psicotrópicas	o
sintéticas,	la	pena	privativa	de	libertad	será	no	menor	de	uno	ni
mayor	de	tres	años	o	con	prestación	de	servicios	comunitarios	de
setenta	a	ciento	cuarenta	jornadas	e	inhabilitación	conforme	al
artículo	36,	inciso	7).
C.	P.
ART.	274-A.—Modificado.	Ley	29439,	Art.	2°.	Manipulación	en
estado	de	ebriedad	o	drogadicción.	El	que	encontrándose	en
estado	de	ebriedad,	con	presencia	de	alcohol	en	la	sangre	en
proporción	mayor	de	0,5	gramos	litro,	o	bajo	el	efecto	de
estupefacientes,	drogas	tóxicas,	sustancias	psicotrópicas	o
sintéticas,	opera	o	maniobra	instrumento,	herramienta,	máquina
u	otro	análogo	que	represente	riesgo	o	peligro,	será	reprimido	con
pena	privativa	de	la	libertad	no	menor	de	seis	meses	ni	mayor	de
un	año	o	treinta	días	multa	como	mínimo	a	cincuenta	días	multa
como	máximo	e	inhabilitación,	conforme	al	artículo	36,	inciso	4).
C.	P.
ART.	 275.—Formas	 agravadas	 La	 pena	 será	 privativa	 de
libertad	no	menor	de	seis	ni	mayor	de	quince	años	cuando	en	 la
comisión	 del	 delito	 previsto	 en	 el	 artículo	 273	 concurre
cualquiera	de	las	siguientes	circunstancias:
1.	Si	hay	peligro	de	muerte	para	las	personas.
2.	 Si	 el	 incendio	 provoca	 explosión	 o	 destruye	 bienes	 de	 valor
científico,	histórico,	artístico,	cultural,	religioso,	asistencial,	militar
o	de	importancia	económica.
3.	 Si	 resultan	 lesiones	graves	o	muerte	y	el	 agente	pudo	prever
estos	resultados.
DOCTRINA.—Agravación	 fundamentada	 en	 una	 violación	 al	 riesgo
permitido.	 “Debe	 aclararse	 que	 ni	 el	 incremento	 punitivo	 ni	 la	 causal	 de
detención	 preventiva	 tienen	 fundamento	 en	 el	 propósito	 de	 formular	 un
reproche	 a	 la	 persona	 por	 el	 hecho	 mismo	 de	 la	 ingestión	 de	 bebidas
alcohólicas	o	de	sustancias	estupefacientes,	sino	que	reparan	en	la	falta	de
previsión	de	quienes,	por	las	alteraciones	que	se	producen	en	su	organismo,
están	 llamados	 a	observar	una	 conducta	más	 cuidadosa,	 cuya	desatención
constituye	una	violación	al	riesgo	permitido”.	(C.	Const.	de	Colombia,	Sent.
C-425,	sep.	04/97,	M.P.	Fabio	Morón	Díaz)
C.	P.
ART.	 276.—Estragos	 especiales.	 El	 que	 causa	 estragos	 por
medio	 de	 inundación,	 desmoronamiento,	 derrumbe	 o	 por
cualquier	otro	medio	análogo,	será	reprimido	conforme	a	la	pena
señalada	en	los	artículos	273	y	275,	según	el	caso.
C.	P.
ART.	277.—Vulneración	de	medios	de	defensa	común.	El	que
daña	 o	 inutiliza	 diques	 u	 obras	 destinadas	 a	 la	 defensa	 común
contra	 desastres,	 perjudicando	 su	 función	 preventiva,	 o	 el	 que,
para	 impedir	 o	 dificultar	 las	 tareas	 de	 defensa,	 sustrae,	 oculta,
destruye	 o	 inutiliza	 materiales,	 instrumentos	 u	 otros	 medios
destinados	a	la	defensa	común,	será	reprimido	con	pena	privativa
de	libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	ocho	años.
C.	P.
ART.	 278.—Formas	 culposas.	 El	 que,	 por	 culpa,	 ocasiona	 un
desastre	 de	 los	 previstos	 en	 los	 artículos	 273,	 275	 y	 276,	 será
reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 uno	 ni
mayor	de	tres	años.
C.	P.
ART.	 279.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1237,	 Artículo	 Único.
Fabricación,	suministro	o	tenencia	de	materiales	peligrosos	y
residuos	 peligrosos.	 El	 que,	 sin	 estar	 debidamente	 autorizado,
fabrica,	 ensambla,	 modifica,	 almacena,	 suministra,	 comercializa,
ofrece	 o	 tiene	 en	 su	 poder	 bombas,	 armas,	 municiones	 o
materiales	 explosivos,	 inflamables,	 asfixiantes	 o	 tóxicos	 o
sustancias	 o	 materiales	 destinados	 para	 su	 preparación,	 será
reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 seis	 ni
mayor	 de	 quince	 años,	 e	 inhabilitación	 conforme	 al	 inciso	 6	 del
artículo	36	del	Código	Penal.
Será	sancionado	con	la	misma	pena	el	que	presta	o	alquila,	sin	la
debida	autorización,	las	armas	a	las	que	se	hacen	referencia	en	el
primer	párrafo.
El	 que	 trafica	 con	 armas	 de	 fuego,	 armas	 de	 fuego	 artesanales,
bombas,	 municiones	 o	 materiales	 explosivos,	 inflamables,
asfixiantes	o	tóxicos	o	sustancias	o	materiales	destinados	para	su
preparación,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	de	seis	ni	mayor	de	quince	años,	e	inhabilitación	conforme
al	inciso	6	del	artículo	36	del	Código	Penal.
El	 que,	 sin	 estar	 debidamente	 autorizado,	 transforma	 o
transporta	 materiales	 y	 residuos	 peligrosos	 sólidos,	 líquidos,
gaseosos	u	otros,	que	ponga	en	peligro	la	vida,	salud,	patrimonio
público	 o	 privado	 y	 el	 medio	 ambiente,	 será	 sancionado	 con	 la
misma	pena	que	el	párrafo	anterior.
NOTA:	1.	Como	la	ley	posterior	deroga	a	la	ley	anterior,	entonces,	se	tiene	que,	para	el	artículo	279
del	Código	Penal,	el	D.	Leg.	1237	derogó	lo	dispuesto	por	la	Ley	N°	30299.
AMNISTÍA	PARA	LA	POSESIÓN	IRREGULAR	O	ILEGAL	DE	ARMAS
Ley	29858.
ART.	 1°.—Otorgamiento	 de	 amnistía	 y	 regularización.	 Concédase	 la
amnistía	 a	 las	 personas	 naturales	 o	 jurídicas	 que	 poseen	 ilegal	 o
irregularmente	armas	de	uso	civil,	armas	de	uso	de	guerra,	armas	de	fuego
artesanales,	municiones,	granadas	de	guerra	o	explosivos,	que	las	entreguen
a	 la	 Dirección	 General	 de	 Control	 de	 Servicios	 de	 Seguridad,	 Control	 de
Armas,	 Municiones	 y	 Explosivos	 de	 Uso	 Civil	 (Dicscamec),	 la	 autoridad
policial,	 militar	 o	 el	 Ministerio	 Público,	 en	 el	 plazo	 de	 ciento	 veinte	 días
calendario,	contado	a	partir	de	 la	vigencia	de	la	 ley,	a	 fin	de	regularizar	su
tenencia	o	proceder	a	su	confiscación	según	corresponda.
Esta	amnistía	también	es	aplicable	a	las	personas	que	omitieran	denunciar
la	pérdida	o	sustracción	de	armas	de	fuego	de	uso	civil	y/o	armas	de	guerra.
Ley	29858.
ART.	 2°.—Derechos	 del	 amnistiado.	 Las	 personas	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	1°	gozan	de	los	siguientes	derechos:
a)	 Derecho	 a	 solicitar	 a	 la	 autoridad	 correspondiente	 la	 presencia	 de	 un
notario	 público,	 un	 fiscal,	 un	 juez	 de	 paz	 o	 de	 una	 autoridad	 comunal	 o
eclesiástica	que	deje	constancia	de	la	entrega	del	arma,	munición,	granadas
de	 guerra,	 armas	 de	 fuego	 artesanales	 o	 explosivos,	 o	 de	 la	 omisión	 de	 la
denuncia	por	pérdida	o	sustracción.
b)	Derecho	al	anonimato,	a	su	solicitud.
c)	Derecho	 a	 una	 constancia	 de	 internamiento	 otorgada	 por	 la	 autoridad
correspondiente,	 que	 le	permita	 al	 titular	 solicitar	 la	posterior	devolución
del	arma,	en	caso	de	que	esta	sea	de	uso	particular.
d)	Derecho	a	que	no	se	ejerza	contra	ellas,	según	sea	el	caso,	acción	penal,
civil	o	administrativa	por	la	tenencia	ilegal	o	irregular	de	armas	de	uso	civil,
armas	de	uso	de	guerra,	municiones,	granadas	de	guerra	o	explosivos.
e)	Derecho	a	que	se	 les	 condone	 las	deudas	pendientes	ante	 la	autoridad
correspondiente	en	el	caso	de	licencia	vencida.
Ley	29858.
ART.	 3°.—Destino	 final.	 La	 autoridad	 policial,	 militar	 y	 el	 Ministerio
Público	que	reciban	armas	de	uso	civil,	armas	de	uso	de	guerra,	municiones,
granadas	de	guerra	o	explosivos,	deben	remitirlas	en	un	plazo	no	mayor	de
cinco	 días	 calendario	 a	 la	 Dirección	 General	 de	 Control	 de	 Servicios	 de
Seguridad,	 Control	 de	 Armas,	 Municiones	 y	 Explosivos	 de	 Uso	 Civil
(Dicscamec)	para	el	procesamiento	correspondiente,	a	 fin	de	establecer	su
destino	final,	de	conformidad	con	el	reglamento	de	la	presente	ley.
Ley	29858.
ART.	 4°.—Proceso	 penal	 y	 sanción.	 Vencido	 el	 plazo	 establecido	 en	 el
artículo	1°,	las	personas	naturales	o	jurídicas	que	poseen	en	forma	ilegal	o
irregular	armas	de	uso	civil,	armas	de	uso	de	guerra,	armas	de	fuego	de	uso
artesanal,	municiones,	granadas	de	guerra	o	explosivos,	serán	sancionadas
administrativa,	civil	o	penalmente	según	corresponda.
Ley	29858.
ART.	5°.—Convenios	con	la	Dirección	General	de	Control	de	Servicios
de	Seguridad,	Control	de	Armas,	Municiones	y	Explosivos	de	Uso	Civil
(Dicscamec).	 Las	 entidades	 del	 Gobierno	 nacional,	 gobierno	 regional	 y
gobierno	local	pueden	celebrar	convenios,	en	coordinación	con	la	Dirección
General	de	Control	de	Servicios	de	Seguridad,	Control	de	Armas,	Municiones
y	 Explosivos	 de	 Uso	 Civil	 (Dicscamec)	 para	 implementar	 programas
orientados	a	lograr	los	fines	a	que	se	refiere	la	presente	ley.
Ley	29858.
ART.	6°.—Acción	preventiva	multisectorial.	Las	entidades	del	Gobierno
nacional,	gobierno	regional	y	gobierno	local	formulan	y	ejecutan	programas
preventivos,	 disuasivos	 y	 concientizadores	 de	 capacitación,	 difusión	 y
control,	para	reducir	 la	venta	 ilegal,	 la	violencia	y	 las	consecuencias	por	el
uso	 indebido	 de	 armas	 de	 fuego,	 municiones,	 granadas	 de	 guerra	 y
explosivos.
Ley	29858.
ART.	7°.—Licencias	vencidas.	Autorízase	a	la	Dirección	General	de	Control
de	 Servicios	 de	 Seguridad,	 Control	 de	 Armas,	Municiones	 y	 Explosivos	 de
Uso	 Civil	 (Dicscamec)	 para	 publicar	 la	 relación	 de	 las	 licencias	 vencidas,
para	su	renovación.
DISPOSICIÓN	COMPLEMENTARIA	FINAL
Ley	29858.
Única	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Reglamentación.	 El	 Poder
Ejecutivo,	en	un	plazo	no	mayor	de	quince	días	calendario,	contado	a	partir
de	 la	 vigencia	 de	 la	 ley,	 dicta	 las	 disposiciones	 reglamentarias	 que	 sean
necesarias	para	su	debido	cumplimiento.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—El	delito	de	tenencia	ilegal	de	armas
se	configura	si	no	se	tiene	licencia	para	portarlas,	pero	no	por	tener	la
autorización	vencida.	“De	este	modo,	se	advierte	que	existe	la	delgada	línea
de	interpretación	legal	entre	la	irregularidad	administrativa	ocasionando	una
tenencia	irregular	de	un	arma	de	fuego,	frente	a	la	inexistencia	de	licencia,
que	configura	por	sí	misma,	la	tipicidad	del	delito	de	tenencia	ilegal	de	arma
de	fuego;	lo	cual	puede	ser	resuelto	al	amparo	del	análisis	conforme	al	fin	de
protección	de	la	ley	penal,	propuesta	por	la	moderna	teoría	de	la	imputación
objetiva,	de	procedencia	del	sistema	Roxín,	por	el	que	prima	el	ámbito	de
tutela	de	la	norma	penal,	debiendo	entenderse	que	la	norma	penal	que	regula
el	delito	de	tenencia	ilegal	de	armas,	está	dirigida	a	preservar	la	seguridad
pública	frente	al	peligro	o	ejercicio	ilegítimo	en	el	uso	de	un	arma	que	no
presenta	registro	o	inscripción	en	la	administración	correspondiente;	en
consecuencia	esa	ilegitimidad	es	absoluta	y	no	relativa;	ámbito	de	tutela	que
se	contrapone	respecto	de	quien	habiendo	tenido	licencia	válida	para	la
posesión	de	armas,	se	encuentra	luego	en	posesión	irregular	por	efectos	de	la
licencia	vencida	o	no	renovada;	se	abona	a	esta	línea	jurisprudencial	que:	‘no
se	configura	el	delito	de	tenencia	ilegal	de	armas,	pues	el	inculpado	si	poseía
licencia	para	el	manejo	de	su	arma	y	la	no	renovación	de	la	misma	a	la	fecha
en	que	sucedieron	los	hechos	conlleva	a	una	irregularidad	de	carácter
administrativo,	no	pasible	de	sanción	penal,	toda	vez	que	su	posesión	si	es
legítima’”.	(C.	S.,	Cas.	211-2014-Ica,	may.	08/2016.	V.	P.	Villa	Stein)
NOTA:	La	Casación	N°	211-2014-Ica	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	08	de	mayo	del
2016.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Integrante	de	la	PNP	dado	de	baja	que
posee	ilegítimamente	el	arma	de	reglamento	no	comete	el	delito	de
tenencia	ilegal	de	armas.	“Que,	el	derecho	penal	interviene	cuando	por	el
carácter	de	la	ofensividad	o	lesividad	de	la	conducta	estos	resulten
sumamente	gravosos,	y	de	ultima	ratio;	en	consecuencia	frente	a	la	mera
carencia	de	una	autorización	estatal,	para	portar	armas,	tratándose	de	armas
de	propiedad	del	Estado	o	armas	de	uso	particular,	no	se	configura	el	delito	de
tenencia	ilegal	de	armas,	frente	al	uso	clandestino	de	un	bien	peligroso,	el	cual
se	encuentra	desprovisto	de	todo	control	de	la	administración,	esto	es
presenta	una	ilegitimidad	absoluta	por	falta	de	licencia,	dado	que	el
encausado	inobservó	la	reglamentación	institucional	de	la	Policía	Nacional
del	Perú,	conforme	al	cual	debió	haberlo	internado	en	los	almacenes	de	la
DIVARM-DIRLOG-PNP	de	conformidad	con	la	Directiva	de	Órgano	DG-PNP	N°
04-20-DIRLOG/PNP	del	20	de	Octubre	del	2009,	que	dispone	que	se	expida
licencia	de	arma	de	fuego	al	personal	que	se	encuentra	en	situación	de
disponibilidad	y	retiro	que	sea	pensionable.	Situación	que	no	le	es	aplicable
por	encontrarse	en	situación	de	retiro	por	medida	disciplinaria,	denotándose
la	posesión	del	arma	de	forma	irregular,	no	obstante	que	éste	no	podía
renovar	la	licencia,	igualmente	existen	mecanismos	legales	y	administrativos
menos	lesivos	que	el	derecho	penal	para	regular	esta	infracción
administrativa,	y	limitar	la	intervención	del	Estado,	y	de	todo	su	poder
coercitivo	penal,	para	sancionar	conductas	antisociales	de	lesividad
intolerables,	lo	que	significa	que	sólo	se	debe	acudir	al	derecho	penal,	cuando
fallan	las	otras	formas	jurídicas	y	sectores	del	derecho”.	(C.	S.,	Cas.	211-2014-
Ica,	may.	08/2016.	V.	P.	Villa	Stein)
NOTA:	La	Casación	N°	211-2014-Ica	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	08	de	mayo	del
2016.
JURISPRUDENCIA.—Amnistía	y	entrega	voluntaria	de	armas.	“(...)	De
otro	lado,	la	declaración	o	el	otorgamiento	de	amnistía	en	este	caso	no
importa	que	el	delito	investigado	haya	sido	derogado	o	se	encuentra	en
suspenso	su	aplicación,	sino	la	posibilidad	de	entregar	las	armas	detalladas	en
la	norma	precitada	a	la	autoridad	competente,	en	forma	voluntaria	y	dentro
del	plazo	de	ley,	lo	que	no	ha	ocurrido	en	el	caso	sub	litis,	a	tenor	de	la
resolución	impugnada.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	6850-2005-PHC/TC,	jun.	20/2006.
S.S.	Bardelli	Lartirigoyen)
DOCTRINA.—Jueces	supremos	Neyra	Flores	y	Loli	Bonilla:	oficial	de	la
PNP	dado	de	baja	por	sanción	disciplinaria	que	posee	ilegítimamente
el	arma	de	reglamento	sí	comete	el	delito	de	tenencia	ilegal	de	armas.
“En	 consecuencia,	 si	 bien	 el	 acusado	 (...)	 se	mantuvo	 en	posesión	 legítima
del	arma	durante	el	tiempo	que	duró	su	servicio	como	parte	de	la	PNP,	con
posterioridad	 pasó	 a	 la	 situación	 de	 retiro	 por	 sanción	 disciplinaria,
circunstancia	 que	 impide,	 en	 todos	 los	 casos,	 renovar	 la	 autorización	 que
legitimaba	 la	posesión	del	arma	de	 fuego	que	portaba	como	efectivo	de	 la
citada	institución,	por	lo	cual	no	es	posible	considerar	que	solo	se	trata	de
una	posesión	irregular	de	arma	que	solo	conlleve	sanciones	administrativas,
puesto	 que	 la	 licencia	 que	 tenía	 para	 portar	 su	 arma	 jamás	 podría	 haber
sido	objeto	de	renovación	ya	que	en	ningún	modo	podría	recobrar	vigencia,
por	 lo	 que	 se	 puede	 concluir	 que	 estamos	 ante	 una	 tenencia	 ilegal	 o
posesión	 ilegítima	de	 arma	puesto	que	el	 procesado	 la	mantuvo	en	 forma
ilegal	desde	que	pasó	a	situación	de	retiro	y,	por	ende,	tenía	la	obligación	de
devolver	su	arma	de	reglamento	en	cuanto	fue	separado	de	la	institución	en
el	 año	 dos	 mil	 siete;	 por	 lo	 que	 nos	 encontramos	 ante	 una	 situación	 de
ilegalidad	y	no	de	irregularidad,	que	debidamente	se	subsume	en	el	artículo
doscientos	setenta	y	nueve,	del	Código	Penal”.	(C.	S.,	Cas.	211-2014-Ica,	may.
08/2016.	(Voto	de	los	jueces	supremos	Neyra	Flores	y	Loli	Bonilla)
C.	P.
ART.	279-A.—Incorporado.	Ley	26672,	Art.	5°.	Producción,
desarrollo	y	comercio	ilegal	de	armas	químicas.	El	que
produce,	desarrolla,	comercializa,	almacena,	vende,	adquiere,	usa
o	posee	armas	químicas	–contraviniendo	las	prohibiciones
establecidas	en	la	Convención	sobre	Armas	Químicas	adoptada
por	las	Naciones	Unidas	en	1992–	o	las	transfiere	a	otro,	o	el	que
promueve,	favorece	o	facilita	que	se	realicen	dichos	actos	será
reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	cinco	ni
mayor	de	veinte	años.
Incorporado.	Ley	28627,	Sexta	Disposición	Complementaria.
El	que	ilegítimamente	se	dedique	a	la	fabricación,	importación,
exportación,	transferencia,	comercialización,	intermediación,
transporte,	tenencia,	ocultamiento,	usurpación,	porte	y	use
ilícitamente	armas,	municiones,	explosivos	de	guerra	y	otros
materiales	relacionados,	será	reprimido	con	pena	privativa	de
libertad	no	menor	de	diez	ni	mayor	de	veinte	años.
La	pena	será	no	menor	de	veinte	ni	mayor	de	treinta	y	cinco	años
si	a	consecuencia	del	empleo	de	las	armas	descritas	en	el	párrafo
precedente	se	causare	la	muerte	o	lesiones	graves	de	la	víctima	o
de	terceras	personas.
POSESIÓN	DE	ARMAS	DE	GUERRA
Const.
ART.	175.—Sólo	las	Fuerzas	Armadas	y	la	Policía	Nacional	pueden	poseer	y
usar	armas	de	guerra.	Todas	las	que	existen,	así	como	las	que	se	fabriquen	o
se	 introduzcan	en	el	país	pasan	a	 ser	propiedad	del	Estado	sin	proceso	ni
indemnización.
Se	exceptúa	la	fabricación	de	armas	de	guerra	por	 la	 industria	privada	en
los	casos	que	la	ley	señale.
La	 ley	reglamenta	la	fabricación,	el	comercio,	 la	posesión	y	el	uso,	por	 los
particulares,	de	armas	distintas	de	las	de	guerra.
LEY	SOBRE	MEDIDAS	DE	CONTROL	DE	SUSTANCIAS	QUÍMICAS
SUSCEPTIBLES	DE	EMPLEO	PARA	LA	FABRICACIÓN	DE	ARMAS
QUÍMICAS
Ley	29239.
TÍTULO	I
Disposiciones	generales
CAPÍTULO	I
Objeto	y	ámbito	de	aplicación
Artículo	1°.-	Objeto	de	la	 ley.	La	presente	 ley	tiene	por	objeto	establecer
las	 medidas	 de	 control	 para	 el	 cumplimiento	 de	 la	 Convención	 sobre	 la
Prohibición	del	Desarrollo,	 la	 Producción,	 el	Almacenamiento	 y	 el	 Empleo
de	Armas	Químicas	y	sobre	su	Destrucción,	aprobada	mediante	Resolución
Legislativa	Nº	26465,	en	adelante	la	“convención”.
Artículo	 2°.-	Ámbito	 de	 aplicación.	 Las	 disposiciones	 establecidas	 en	 la
presente	 ley	 son	 de	 cumplimiento	 para	 las	 personas	 naturales	 y	 jurídicas
que	realicen	en	el	territorio	nacional,	incluido	el	dominio	marítimo	y	aéreo,
actividades	 descritas	 en	 la	 “convención”	 en	 relación	 con	 el	 desarrollo,
producción,	almacenamiento,	adquisición,	transferencia,	ingreso	y	salida	del
territorio	 nacional,	 empleo,	 posesión	 o	 propiedad	 de	 sustancias	 químicas
tóxicas	 y	 sus	 precursores	 enumerados	 en	 las	 listas	 1,	 2	 y	 3	 de	 la
“convención”,	así	como	sustancias	químicas	orgánicas	definidas.
El	 incumplimiento	 de	 las	 obligaciones	 establecidas	 en	 la	 presente	 ley
constituye	 infracción	 administrativa	 sancionable,	 sin	 perjuicio	 de	 las
acciones	penales	que	correspondan.
CAPÍTULO	II
Lista	de	sustancias	químicas	y	definiciones
Artículo	 3°.-	 Listas	 de	 sustancias	 químicas.	 Las	 sustancias	 químicas,
respecto	de	las	que	se	ha	previsto	la	aplicación	de	medidas	de	control	por	la
presente	 ley,	 se	 encuentran	 enumeradas	 en	 el	 anexo	 adjunto	 que
corresponde	 a	 las	 sustancias	 químicas	 tóxicas	 y	 sus	 precursores,
enumerados	en	las	listas	1,	2	y	3	de	la	“convención”.
Mediante	 decreto	 supremo,	 con	 opinión	 favorable	 del	 Ministerio	 de
Relaciones	Exteriores,	se	podrá	 incluir	o	retirar	sustancias	químicas	de	 las
listas	del	anexo	de	la	presente	ley	en	concordancia	con	la	“convención”.
La	inclusión	o	exclusión	de	sustancias	químicas	de	las	listas	del	anexo	de	la
presente	 ley	 está	 sujeta	 a	 los	 procedimientos	 que	 para	 estos	 efectos
contemplan	los	numerales	4	y	5	del	artículo	XV	de	la	“convención”.
Asimismo,	mediante	decreto	supremo,	con	opinión	favorable	del	Ministerio
de	Relaciones	Exteriores	y	del	Ministerio	de	la	Producción,	se	podrán	incluir
sustancias	 químicas	 tóxicas	 y	 precursores	 a	 la	 Lista	 3	 del	 anexo	 de	 la
presente	 ley,	 cuando	 se	 hayan	 utilizado	 como	 armas	 químicas	 o	 en	 la
fabricación	de	las	mismas.
Artículo	4°.-	Definiciones.	Para	 los	efectos	previstos	en	la	presente	 ley	se
entiende	por:
•	Armas	 químicas.-	 Son	 armas	 que	 utilizan	 las	 propiedades	 tóxicas	 de
sustancias	químicas	para	matar,	herir	o	incapacitar	al	enemigo.
Se	entiende	por	armas	químicas,	conjunta	o	separadamente:
a)	 las	 sustancias	 químicas	 tóxicas	 o	 sus	 precursores,	 salvo	 cuando	 se
destinen	a	fines	no	prohibidos	por	la	“convención”,	siempre	que	los	tipos	y
cantidades	de	que	se	trate	sean	compatibles	con	esos	fines;
b)	 las	municiones	o	dispositivos	destinados	de	modo	expreso	 a	 causar	 la
muerte	 o	 lesiones	 mediante	 las	 propiedades	 tóxicas	 de	 las	 sustancias
especificadas	en	el	apartado	a),	que	libere	el	empleo	de	esas	municiones	o
dispositivos;	y,
c)	 cualquier	 equipo	 destinado	 de	 modo	 expreso	 a	 ser	 utilizado
directamente	 en	 relación	 con	 el	 empleo	 de	 las	 municiones	 o	 dispositivos
especificados	en	el	apartado	b).
•	Autoridad	 nacional.-	 El	 Consejo	 Nacional	 para	 la	 Prohibición	 de	 las
Armas	 Químicas	 -	 Conapaq	 es	 el	 centro	 nacional	 de	 coordinación	 con	 la
Organización	 para	 la	 Prohibición	 de	 las	 Armas	 Químicas	 y	 con	 los	 demás
estados	parte,	con	arreglo	al	artículo	VII	párrafo	4	de	la	“convención”.
•	Autorización	 de	 ingreso	 o	 salida.-	 Documento	 oficial	 utilizado	 para
autorizar	 el	 ingreso	 o	 salida	 de	 sustancias	 químicas	 tóxicas	 y	 sus
precursores	listados	por	la	“convención”.
•	 Convención.-	 La	 Convención	 sobre	 la	 Prohibición	 del	 Desarrollo,	 la
Producción,	el	Almacenamiento	y	el	Empleo	de	Armas	Químicas	y	sobre	su
Destrucción,	 suscrita	 por	 el	 Estado	 peruano	 el	 13	 de	 enero	 de	 1993	 y
ratificada	el	30	de	julio	de	1998.
•	Estado	parte.-	País	que	ha	suscrito	y	ratificado	 la	 “convención”	o	se	ha
adherido	 a	 la	 misma,	 conforme	 a	 la	 lista	 publicada	 al	 efecto	 por	 la
Organización	para	la	Prohibición	de	las	Armas	Químicas	(OPAQ).
•	Fines	no	prohibidos	por	la	“convención”.-	Son:
a)	 Actividades	 industriales,	 agrícolas,	 de	 investigación,	 médicas,
farmacéuticas	o	realizadas	con	otros	fines	pacíficos.
b)	 Fines	 de	 protección,	 es	 decir,	 los	 relacionados	 directamente	 con	 la
protección	contra	sustancias	químicas	tóxicas	y	contra	armas	químicas.
c)	Fines	militares	no	relacionados	con	el	empleo	de	armas	químicas	y	que
no	 dependen	 de	 las	 propiedades	 tóxicas	 de	 las	 sustancias	 químicas	 como
método	de	guerra.
d)	Mantenimiento	del	orden,	incluida	la	represión	interna	de	disturbios.
•	Grupo	de	inspección	de	la	OPAQ.-	Conjunto	de	inspectores	y	ayudantes
de	inspección	asignados	por	el	director	general	de	la	OPAQ	y	aceptados	por
el	Estado	peruano,	que	se	desplazan	al	territorio	nacional	para	llevar	a	cabo
una	inspección	internacional.
•	Grupo	nacional	de	acompañamiento	“Escolta”.-	Grupo	designado	por
el	 Conapaq	 que	 acompaña	 y	 facilita	 el	 desarrollo	 de	 las	 actividades	 del
grupo	de	inspección	internacional.
•	Ingreso	al	país.-	Comprende	el	 ingreso	 legal	de	 las	sustancias	químicas
tóxicas	y	sus	precursores	de	la	Lista	1,	Lista	2	y	Lista	3	de	la	“convención”	al
territorio	 nacional,	 incluyendo	 su	 dominio	 marítimo	 en	 donde	 el	 Estado
ejerce	 soberanía	 y	 jurisdicción,	 sin	 perjuicio	 de	 las	 libertades	 de
comunicación	internacional	de	acuerdo	con	la	ley	y	los	tratados,	a	través	de
cualquier	 régimen	 u	 operación	 aduanera	 (como:	 importación	 definitiva,
importación	temporal,	admisión	temporal,	depósito,	tránsito	 internacional,
entre	otros).
•	Organización	 para	 la	 Prohibición	 de	 las	 Armas	 Químicas	 (OPAQ).-
Organismo	 encargado	 de	 la	 aplicación	 internacional	 de	 la	 “convención”
conforme	a	las	disposiciones	del	artículo	VIII	de	la	“convención”.
•	Precursor.-	Cualquier	reactivo	químico	que	intervenga	en	cualquier	fase
de	 la	 producción,	 por	 cualquier	método,	 de	 una	 sustancia	 química	 tóxica.
Queda	incluido	cualquier	componente	clave	de	un	sistema	químico	binario	o
de	multicomponentes.
•	Salida	del	país.-	Comprende	la	salida	de	las	sustancias	químicas	tóxicas	y
sus	 precursores	 de	 la	 Lista	 1,	 Lista	 2	 y	 Lista	 3	 de	 la	 “convención”,	 del
territorio	 nacional,	 incluyendo	 su	 dominio	 marítimo,	 en	 donde	 el	 Estado
ejerce	 soberanía	 y	 jurisdicción,	 sin	 perjuicio	 de	 las	 libertades	 de
comunicación	internacional	de	acuerdo	con	la	ley	y	los	tratados,	a	través	de
cualquier	 régimen	 u	 operación	 aduanera	 (exportación	 definitiva,
exportación	temporal,	reexportación,	reembarque,	entre	otros).
•	 Sustancia	 química	 orgánica	 definida	 (SQOD).-	 Cualquier	 sustancia
química	perteneciente	a	la	categoría	de	compuestos	químicos	integrada	por
todos	los	compuestos	de	carbono,	excepto	sus	óxidos,	sulfuros	y	carbonatos
metálicos,	 identificable	 por	 su	 nombre	 químico,	 fórmula	 estructural,	 de
conocerse,	y	número	de	registro	del	Chemical	Abstracts	Service	(CAS),	si	lo
tuviere	asignado.	El	término	no	incluye:	a)	los	oligómeros	y	polímeros,	tanto
si	 contienen	 o	 no	 fósforo,	 azufre	 o	 flúor;	 b)	 las	 sustancias	 químicas	 que
contengan	únicamente	carbono	y	metal.	El	término	“óxidos	de	carbono”	se
refiere	al	monóxido	de	carbono	y	al	dióxido	de	carbono.	El	término	“sulfuros
de	carbono”	se	refiere	al	disulfuro	de	carbono.	Ambos	términos	se	refieren
al	sulfuro	de	carbonilo.	La	producción	de	los	monómeros	está	incluida	en	el
término	SQOD,	siempre	y	cuando	el	monómero	satisfaga	por	otro	concepto
la	definición	de	SQOD.
•	Sustancia	 química	 tóxica.-	 Toda	 sustancia	 química	 que,	 por	 su	 acción
química	sobre	 los	procesos	vitales,	pueda	causar	 la	muerte,	 la	 incapacidad
temporal	 o	 lesiones	 permanentes	 a	 seres	 humanos	 o	 animales.	 Quedan
incluidas	 todas	 las	sustancias	químicas	de	esa	clase,	cualquiera	que	sea	su
origen	o	método	de	producción	y	ya	sea	que	se	produzcan	en	instalaciones,
como	municiones	o	de	otro	modo.	Las	sustancias	químicas	tóxicas	marcadas
con	un	asterisco	(*)	son	sustancias	sometidas	a	umbrales	especiales	para	la
declaración	y	verificación.
•	Transferencia.-	 Es	 la	 comercialización,	 distribución,	 entrega,	 ingreso	 y
salida	 del	 país,	 entre	 otros,	 de	 las	 sustancias	 químicas	 tóxicas	 y	 sus
precursores	de	las	listas	1,	2	y	3	de	la	“convención”.
TÍTULO	II
Autoridad	nacional	y	competencias
CAPÍTULO	I
Autoridad	nacional
Artículo	 5°.-	 El	 Consejo	 Nacional	 para	 la	 Prohibición	 de	 las	 Armas
Químicas	(Conapaq).	El	Consejo	Nacional	para	la	Prohibición	de	las	Armas
Químicas	 (Conapaq)	 ejerce	 las	 funciones	 de	 autoridad	 nacional.	 Está
integrado	por	un	representante	de	las	siguientes	instituciones,	sobre	la	base
de	lo	que	establece	la	Ley	Nº	26672,	que	constituye	dicho	Consejo	Nacional:
•	Ministerio	de	Relaciones	Exteriores,	quien	lo	preside;
•	Ministerio	de	la	Producción;
•	Ministerio	del	Interior;
•	Ministerio	de	Defensa;
•	Ministerio	de	Justicia;
•	Ministerio	de	Salud;
•	Ministerio	Público;
•	Superintendencia	Nacional	de	Administración	Tributaria;	y,
•	Sociedad	Nacional	de	Industrias.
Artículo	 6°.-	Colaboración	 con	 el	 Conapaq.	 El	 Conapaq	 puede	 invitar	 a
participar	 en	 sus	 reuniones,	 para	 aspectos	 específicos,	 a	 entidades	 del
sector	 público	 y/o	 del	 sector	 privado,	 y	 a	 especialistas	 nacionales	 e
internacionales,	según	la	necesidad.
El	Cuerpo	General	de	Bomberos	Voluntarios	del	Perú	puede	participar	en
las	reuniones	del	Conapaq	como	invitado	especial,	cuando	se	traten	temas
referidos	a	la	aplicación	del	artículo	X	de	la	“convención”.
Artículo	 7°.-	 Designación	 de	 representantes.	 Los	 representantes	 son
designados	 y	 acreditados	 al	 Conapaq	 mediante	 resolución	 del	 titular	 del
sector	o	entidad	correspondiente.
Artículo	8°.-	Sesiones	ordinarias	y	extraordinarias.	El	Conapaq	se	reúne
en	 sesiones	 ordinarias	 y	 extraordinarias	 según	 se	 establezca	 en	 el
reglamento	de	la	presente	ley.
Artículo	9°.-	Secretaría	Técnica.	La	Secretaría	Técnica	está	a	 cargo	de	 la
Dirección	de	 Insumos	Químicos	y	Productos	Fiscalizados	del	Ministerio	de
la	Producción,	la	que	proporciona	asesoría	y	soporte	al	Conapaq.
CAPÍTULO	II
Competencias
Artículo	 10.-	 Funciones	 del	 Conapaq.	 El	 Conapaq	 ejerce	 las	 siguientes
funciones:
a)	 Velar	 por	 el	 cumplimiento	 de	 la	 presente	 ley	 y	 de	 las	 obligaciones
contraídas	en	virtud	de	la	“convención”.
b)	Proponer	los	dispositivos	legales	que	promuevan	el	cumplimiento	de	la
“convención”	 a	 través	 del	 Ministerio	 de	 Relaciones	 Exteriores	 en
coordinación	con	los	sectores	competentes.
c)	Difundir	los	alcances	y	propósitos	de	la	“convención”	y	de	la	presente	ley
dentro	del	territorio	nacional.
d)	Conformar	el	grupo	nacional	de	acompañamiento	“Escolta”	y	coordinar
las	 actividades	 para	 atender	 las	 inspecciones,	 en	 relación	 con	 el	 anexo	de
verificación	de	la	“convención”.
e)	Conocer	la	información	relacionada	con	la	“convención”.
f)	Coordinar	la	cooperación	internacional	para	el	cumplimiento	de	los	fines
de	la	“convención”,	conforme	a	las	normas	legales	vigentes.
g)	 Cumplir	 cualquier	 otra	 función	 que	 emane	 de	 los	 compromisos
asumidos	 por	 el	 país	 como	 Estado	 parte	 de	 la	 “convención”	 o	 que	 en	 lo
sucesivo	le	sean	atribuidas	en	materia	de	su	competencia.
Artículo	11.-	Funciones	de	la	Presidencia	del	Conapaq.	El	Ministerio	de
Relaciones	 Exteriores,	 quien	 preside	 el	 Conapaq,	 tiene	 las	 siguientes
funciones:
a)	Ejercer	la	representación	del	Conapaq.
b)	 Mantener	 informados	 a	 los	 miembros	 del	 Conapaq,	 canalizando	 la
información	 proveniente	 de	 la	 OPAQ	 y	 de	 toda	 aquella	 información
relacionada	con	la	“convención”.
c)	Presentar	las	declaraciones	dispuestas	por	la	“convención”	a	la	OPAQ.
d)	Promover	la	cooperación	científica	y	técnica	con	la	OPAQ	y	los	estados
parte,	de	acuerdo	con	lo	previsto	en	la	“convención”.
e)	Gestionar	ante	las	autoridades	competentes	el	otorgamiento	de	las	visas
y	de	toda	otra	documentación	que	resulte	necesaria	a	los	efectos	de	que	los
inspectores	 designados	 por	 la	 OPAQ	 puedan	 cumplir	 con	 su	 misión,
garantizando	 los	 privilegios	 e	 inmunidades	 que	 se	 otorguen	 a	 dichos
inspectores,	 en	 virtud	 de	 lo	 previsto	 en	 el	 artículo	 VIII,	 Sección	 E	 de	 la
“convención”	y	disposiciones	concordantes.
f)	Requerir	el	auxilio	de	 la	Policía	Nacional	del	Perú	en	caso	de	negarse	a
los	inspectores	el	acceso	a	alguna	instalación,	conforme	a	las	previsiones	de
la	“convención”,	las	leyes	nacionales	y	reglamentos	vigentes.
g)	Otras	funciones	necesarias	para	el	cumplimiento	de	la	“convención”	y	de
la	presente	ley.
Artículo	12.-	Funciones	del	Ministerio	de	la	Producción.	El	Ministerio	de
la	 Producción,	 a	 través	 de	 la	 Dirección	 de	 Insumos	Químicos	 y	 Productos
Fiscalizados,	tiene	las	siguientes	funciones:
a)	Otorgar	autorización	de	uso	para	el	 inicio	de	actividades	a	los	usuarios
de	las	sustancias	químicas	tóxicas	y	sus	precursores	de	las	listas	1,	2	y	3	de
la	“convención”.
b)	Inscribir	en	el	Registro	de	Usuarios	a	las	personas	naturales	y	jurídicas
que	requieran	producir,	adquirir,	conservar,	emplear	o	transferir	sustancias
químicas	 tóxicas	 y	 sus	 precursores	 de	 la	 Lista	 2;	 producir	 o	 transferir
sustancias	 químicas	 tóxicas	 y	 sus	 precursores	 de	 la	 Lista	 3;	 o	 producir
sustancias	 químicas	 orgánicas	 definidas	 no	 incluidas	 en	 las	 listas	 de	 la
“convención”.
c)	 Autorizar	 el	 ingreso	 y	 salida	 del	 territorio	 nacional	 de	 las	 sustancias
químicas	tóxicas	y	sus	precursores	de	las	listas	1,	2	y	3	de	la	“convención”.
d)	Difundir	 la	 información	 técnica	y	 sobre	 cooperación	proveniente	de	 la
OPAQ.
e)	Recibir	los	reportes	de	los	usuarios	sobre	las	actividades	que	desarrollen
con	 las	 sustancias	 químicas	 tóxicas	 y	 sus	 precursores	 listados	 en	 la
“convención”,	así	como	de	las	sustancias	químicas	orgánicas	definidas.
f)	 Recabar	 de	 los	 sectores	 competentes	 la	 información	 referida	 a	 los
elementos	 de	 control	 de	 disturbios	 de	 conformidad	 a	 lo	 establecido	 en	 el
artículo	III,	párrafo	1,	apartado	e)	de	la	“convención”.
g)	Elaborar	las	declaraciones	anuales	y	otras	comunicaciones	que	establece
la	“convención”.
h)	Efectuar	inspecciones	en	el	territorio	nacional	en	caso	de	necesidad	para
garantizar	 el	 cumplimiento	 de	 los	 compromisos	 asumidos	 en	 la
“convención”.
i)	 Supervisar	 las	 transferencias	 de	 muestras	 químicas	 y	 equipos	 de
inspección	 a	 ser	 utilizados	 para	 los	 análisis	 de	 laboratorios	 y	 en	 las
inspecciones	que	se	deban	efectuar	en	cumplimiento	de	 las	prescripciones
de	la	“convención”.
j)	 Integrar	 el	 grupo	 nacional	 de	 acompañamiento	 “Escolta”	 en	 las
inspecciones	que	la	OPAQ	realiza.
k)	Verificar	que	 los	equipos	que	acompañan	a	 los	 inspectores	de	 la	OPAQ
para	 realizar	 sus	 inspecciones	 en	 el	 territorio	 nacional	 se	 ajusten	 a	 los
documentos	 y	 dispositivos	 descritos	 suministrados	 por	 la	 OPAQ	 y	 se
adecuen	al	tipo	concreto	de	inspección.
l)	 Conducir	 el	 procedimiento	 administrativo	 para	 la	 aplicación	 de
sanciones,	 de	 acuerdo	 con	 el	 régimen	 de	 infracciones	 y	 sanciones
establecido	en	la	presente	ley	y	su	reglamento.
m)	Otras	 funciones	necesarias	para	el	 cumplimiento	de	 la	 “convención”	y
de	la	presente	ley.
Artículo	 13.-	 Funciones	 de	 la	 Superintendencia	 Nacional	 de
Administración	 Tributaria	 -	 Sunat.	 La	 Superintendencia	 Nacional	 de
Administración	Tributaria	-	Sunat,	a	través	de	la	Superintendencia	Nacional
Adjunta	de	Aduanas,	es	la	encargada	de:
a)	Controlar	el	ingreso	y	salida	del	territorio	nacional,	mediante	cualquier
régimen	 u	 operación	 aduanera,	 de	 las	 sustancias	 químicas	 tóxicas	 y	 sus
precursores	de	las	listas	1,	2	y	3	de	la	“convención”,	conforme	a	los	plazos	y
trámites	establecidos	por	la	Ley	General	de	Aduanas.
b)	Remitir	a	la	Secretaría	Técnica	del	Conapaq	la	información	concerniente
al	ingreso	y	salida	del	territorio	nacional	de	las	sustancias	químicas	tóxicas
y	sus	precursores	de	las	listas	1,	2	y	3	de	la	“convención”.
TÍTULO	III
Mecanismos	de	control,	deber	de	confidencialidad	y
verificaciones
CAPÍTULO	I
Mecanismos	de	control
Artículo	 14.-	Registro	 de	 usuarios.	 Créase,	 a	 cargo	 del	 Ministerio	 de	 la
Producción,	el	registro	de	usuarios	de	las	sustancias	químicas	tóxicas	y	sus
precursores	 de	 las	 listas	 1,	 2	 y	 3	 de	 la	 “convención”	 y	 de	 las	 sustancias
químicas	orgánicas	definidas	no	 incluidas	en	 las	 listas,	de	acuerdo	 con	 las
disposiciones	establecidas	en	la	“convención”	y	su	anexo	de	verificación.
Artículo	15.-	Autorizaciones	de	uso.	Deben	solicitar	previamente	al	inicio
de	sus	actividades	la	autorización	de	uso	ante	el	Ministerio	de	la	Producción
las	personas	naturales	o	jurídicas	que	requieran:
a)	Producir,	adquirir,	 conservar,	emplear	o	 transferir	 sustancias	químicas
tóxicas	y	sus	precursores	de	la	Lista	1.
b)	 Producir,	 elaborar,	 consumir,	 ingresar	 o	 sacar	 del	 país	 sustancias
químicas	tóxicas	y	sus	precursores	de	la	Lista	2.
c)	 Producir,	 ingresar	 y	 sacar	 del	 país	 sustancias	 químicas	 tóxicas	 y	 sus
precursores	de	la	Lista	3.
d)	Producir	sustancias	químicas	orgánicas	definidas.
El	 reglamento	 norma	 el	 procedimiento	 para	 el	 otorgamiento	 de	 las
autorizaciones	 de	 uso,	 teniendo	 en	 cuenta	 las	 disposiciones	 del	 anexo	 de
verificación	de	la	“convención”.
Artículo	 16.-	 Inscripción	 en	 el	 Registro	 de	 Usuarios.	 Las	 personas
naturales	o	jurídicas	que	cuenten	con	autorización	de	uso	para	el	 inicio	de
sus	 actividades	 deben	 ser	 inscritas	 automáticamente	 en	 el	 registro	 de
usuarios.
Artículo	17.-	Vigencia	de	la	autorización	de	uso	y	registro	de	usuarios.
Las	autorizaciones	de	uso	y	el	 registro	de	usuarios	 tienen	una	vigencia	de
dos	(2)	años,	luego	de	la	cual	los	usuarios	deben	renovar	su	autorización	de
uso.	 En	 el	 caso	 de	 modificación	 de	 la	 información	 proporcionada	 para	 la
obtención	de	la	autorización	de	uso,	esta	debe	ser	comunicada	en	el	plazo	de
cinco	(5)	días	a	la	Dirección	de	Insumos	Químicos	y	Productos	Fiscalizados
del	Ministerio	de	la	Producción.
Artículo	 18.-	 Plazo	 para	 obtener	 la	 autorización	 de	 uso	 y	 para	 la
inscripción	en	el	registro	de	usuarios.	Los	usuarios	que	a	la	vigencia	de	la
presente	 norma	 se	 encuentren	 realizando	 actividades	 con	 sustancias
químicas	 tóxicas	 y	 sus	 precursores	 de	 la	 “convención”	 y	 las	 sustancias
químicas	orgánicas	definidas,	deben	tramitar	en	un	plazo	no	mayor	de	tres
(3)	meses	 su	 autorización	 e	 inscripción	 en	 el	 registro	 de	 usuarios,	 según
corresponda.
Artículo	19.-	Ingreso	y	salida	del	 territorio	nacional	de	 las	sustancias
químicas	 tóxicas	 y	 sus	 precursores.	 El	 ingreso	 o	 salida	 del	 territorio
nacional	de	las	sustancias	químicas	tóxicas	y	sus	precursores	de	las	listas	1,
2	 y	 3	 de	 la	 “convención”,	 que	 forman	 parte	 del	 anexo	 de	 la	 presente	 ley
requieren,	previamente	a	cada	operación,	 la	autorización	del	Ministerio	de
la	Producción.
Artículo	20.-	Deber	de	informar.	Los	usuarios	de	 las	sustancias	químicas
tóxicas	y	sus	precursores	de	las	listas	1,	2	y	3	y	de	las	sustancias	químicas
orgánicas	 definidas,	 reguladas	 por	 la	 “convención”,	 deben	 presentar	 a	 la
Dirección	de	 Insumos	Químicos	y	Productos	Fiscalizados	del	Ministerio	de
la	Producción	reportes	con	carácter	de	declaración	 jurada	respecto	de	sus
actividades.	Esta	información	debe	presentarse	en	los	plazos,	en	la	forma	y
con	el	contenido	que	señale	el	reglamento	de	la	presente	ley.
CAPÍTULO	II
Deber	de	confidencialidad
Artículo	21.-	Deber	de	confidencialidad.	Toda	persona	o	administración
que	esté	en	posesión	de	información	clasificada	como	reservada	debe	velar
porque	dicha	información	se	trate	con	las	restricciones	correspondientes	a
la	información	reservada	a	que	se	refiere	la	Ley	de	Transparencia	y	Acceso	a
la	Información	Pública.
La	información	clasificada	como	reservada	es	la	siguiente:
a)	La	contenida	en	 los	 reportes	presentados	por	 las	personas	naturales	o
jurídicas	 sobre	 sus	 actividades	 con	 las	 sustancias	 químicas	 tóxicas	 y	 sus
precursores	listados	en	la	“convención”.
b)	La	contenida	en	 los	reportes	presentados	por	 las	personas	naturales	o
jurídicas	 sobre	 las	 instalaciones	 de	 producción	 de	 las	 sustancias	 químicas
orgánicas	definidas.
c)	La	recogida	durante	las	inspecciones	nacionales.
d)	La	recogida	durante	las	inspecciones	realizadas	por	la	Secretaría	Técnica
de	la	OPAQ.
e)	 La	 concerniente	 a	 los	 procesos	 productivos	 en	 los	 que	 intervienen
sustancias	 químicas	 tóxicas	 y	 sus	 precursores	 de	 las	 listas	 1,	 2	 y	 3	 de	 la
“convención”.
f)	 La	 concerniente	 al	 empleo	 de	 las	 sustancias	 químicas	 tóxicas	 y	 sus
precursores	de	las	listas	1	y	2	de	la	“convención”.
CAPÍTULO	III
Verificaciones
Artículo	22.-	Verificación	de	actividades	reguladas	por	la	“convención”.
Las	 solicitudes	 de	 inspección	 así	 como	 cualquier	 otro	 requerimiento
formulado	por	la	OPAQ,	previamente	autorizados	por	la	autoridad	nacional,
se	entenderán	como	actos	de	la	propia	autoridad	nacional.
Artículo	23.-	Verificación	de	las	actividades	en	el	territorio	nacional.	La
Secretaría	Técnica	del	Conapaq	podrá	 realizar	 inspecciones	 sin	que	medie
solicitud	de	la	OPAQ,	para	verificar	el	cumplimiento	de	la	presente	ley	y	de
la	 “convención”	 por	 parte	 de	 las	 personas	 naturales	 y	 jurídicas
comprendidas	en	la	presente	ley.	El	reglamento	establece	el	procedimiento
a	seguir	durante	la	verificación.
TÍTULO	IV
Actividades	prohibidas
Artículo	24.-	Prohibiciones	de	la	Lista	1.	Ninguna	persona	debe:
a)	Producir,	adquirir,	 conservar,	 transferir	o	emplear	sustancias	químicas
tóxicas	 y	 sus	precursores	de	 la	 Lista	1	del	 anexo	de	 la	presente	 ley,	 salvo
que:
i.	 Las	 sustancias	 químicas	 se	 destinen	 a	 fines	 de	 investigación,	 médicos,
farmacéuticos	o	de	protección.
ii.	Los	tipos	y	cantidades	de	sustancias	químicas	se	limiten	estrictamente	a
los	que	puedan	justificarse	para	esos	fines.
iii.	La	cantidad	total	en	el	país	de	esas	sustancias	químicas	en	un	momento
determinado	para	esos	fines	sea	igual	o	inferior	a	una	tonelada.
b)	Sacar	del	país	hacia	un	tercer	Estado	sustancias	químicas	tóxicas	y	sus
precursores	de	la	Lista	1	del	anexo	de	la	presente	ley	que	hayan	ingresado	al
Perú.
c)	 Sacar	 sustancias	 químicas	 tóxicas	 y	 sus	 precursores	 de	 la	 Lista	 1	 del
anexo	de	la	presente	ley	a	estados	no	parte	de	la	“convención”.
Artículo	25.-	Prohibiciones	de	la	Lista	2.	Ninguna	persona	debe	sacar	del
país	sustancias	químicas	tóxicas	y	sus	precursores	de	la	Lista	2	del	anexo	de
la	presente	ley,	hacia	estados	no	parte	de	la	“convención”	o	recibir	de	éstos
sustancias	químicas	tóxicas	y	sus	precursores	de	la	Lista	2,	a	excepción	de:
a)	Productos	que	contengan	uno	por	ciento	(1%)	o	menos	de	una	sustancia
química	de	la	Lista	2A	o	2A*.
b)	 Productos	 que	 contengan	 diez	 por	 ciento	 (10%)	 o	 menos	 de	 una
sustancia	química	de	la	Lista	2B.
c)	 Productos	 reconocidos	 como	 bienes	 de	 consumo	 envasados	 para	 la
venta	al	por	menor	para	uso	personal	o	envasado	para	uso	individual.
TÍTULO	V
Infracciones	y	sanciones
Artículo	26.-	Responsabilidad.	 Incurren	 en	 responsabilidad	 las	 personas
naturales	o	jurídicas	que	realicen	por	acción	u	omisión	hechos	constitutivos
de	infracción	conforme	a	la	presente	ley.
Artículo	 27.-	De	 las	 infracciones.	 El	 incumplimiento	 de	 las	 obligaciones
señaladas	 en	 la	 presente	 ley	 constituye	 infracción	 administrativa
sancionable.
El	 reglamento	 establecerá	 el	 régimen	 de	 infracciones,	 incluyendo	 la
tipificación	de	las	conductas	infractoras;	calificará	su	gravedad;	consignará
los	criterios	y	parámetros	para	la	aplicación	de	las	sanciones;	e	incluirá	los
criterios	 para	 la	 aplicación	 de	 las	 sanciones	 concernientes	 a	 cierre	 de
establecimientos	y	suspensión	de	permisos.
Artículo	28.-	De	la	responsabilidad	civil	o	penal.	Las	sanciones	se	aplican
sin	perjuicio	de	la	responsabilidad	civil	o	penal	imputable	al	infractor.
Artículo	29.-	Prescripción.	Las	acciones	para	imponer	sanciones	conforme
a	la	presente	ley	prescribirán	a	los	cinco	(5)	años	de	cometida	la	infracción.
Artículo	30.-	Órgano	sancionador	y	de	ejecución	coactiva.	La	Dirección
General	de	Industria	del	Ministerio	de	la	Producción	es	la	primera	instancia
administrativa	 para	 la	 aplicación	 de	 las	 sanciones	 a	 que	 se	 refiere	 la
presente	ley	y	su	reglamento.
El	Comité	de	Apelaciones	del	Ministerio	de	 la	Producción	es	 la	segunda	y
última	instancia	administrativa.
El	 cobro	 de	 las	 multas	 y	 el	 procedimiento	 de	 ejecución	 coactiva	 están	 a
cargo	del	Ministerio	de	la	Producción.
Artículo	 31.-	Procedimiento	 sancionador.	 El	 reglamento	 de	 la	 presente
ley	establecerá	el	procedimiento	sancionador.
Artículo	 32.-	Destino	 de	 las	 multas.	 Los	 ingresos	 que	 se	 recauden	 por
concepto	 de	 multas	 constituyen	 ingresos	 propios	 del	 Ministerio	 de	 la
Producción,	 los	mismos	que	serán	destinados	única	y	exclusivamente	para
la	 implementación,	 gastos	operativos	 y	 funcionamiento	de	 la	Dirección	de
Insumos	Químicos	y	Productos	Fiscalizados	del	Ministerio	de	la	Producción.
Artículo	33.-	Cálculo	de	las	multas.	Para	el	cálculo	de	 las	multas	se	debe
aplicar	 la	 Unidad	 Impositiva	 Tributaria	 (UIT)	 vigente	 a	 la	 fecha	 de	 la
comisión	de	la	infracción.
TÍTULO	VI
De	la	destrucción	de	sustancias	químicas	susceptibles	de
empleo	para	la	fabricación	de	armas	químicas
Artículo	 34.-	 De	 la	 destrucción.	 El	 reglamento	 de	 la	 presente	 ley
establecerá	el	procedimiento	para	la	destrucción	de	las	sustancias	químicas
listadas	 en	 la	 “convención”	 y	 que	 fueran	 desviadas	 para	 la	 fabricación	 de
armas	químicas.
Disposición	Complementaria	Modificatoria
Única	 Disposición	 Complementaria	 Modificatoria.—Modificación	 del
artículo	 16	 del	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 de	 Transparencia	 y
Acceso	 a	 la	 Información	 Pública.	 Inclúyese	 dentro	 del	 numeral	 1	 del
artículo	 16	 del	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 Nº	 27806,	 Ley	 de
Transparencia	y	Acceso	a	la	Información	Pública,	modificada	por	la	Ley	Nº
27927,	 aprobado	 por	 el	 Decreto	 Supremo	 Nº	 043-2003-PCM,	 sus	 normas
ampliatorias	y	modificatorias	y	las	que	los	sustituyan,	el	siguiente	texto:
“(...).
f)	 La	 información	 contenida	 en	 los	 reportes	 de	 actividades	 con	 las
sustancias	 químicas	 tóxicas	 y	 sus	 precursores	 listados	 en	 la	 Convención
Sobre	 la	Prohibición	del	Desarrollo,	 la	Producción,	el	Almacenamiento	y	el
Empleo	 de	 Armas	 Químicas	 y	 Sobre	 su	 Destrucción;	 la	 información
contenida	 en	 los	 reportes	 sobre	 las	 instalaciones	 de	 producción	 de	 las
sustancias	químicas	orgánicas	definidas;	la	información	relacionada	con	las
inspecciones	nacionales	e	inspecciones	realizadas	por	la	Secretaría	Técnica
de	 la	 Organización	 para	 la	 Prohibición	 de	 las	 Armas	 Químicas;	 la
información	concerniente	a	los	procesos	productivos	en	donde	intervienen
sustancias	químicas	tóxicas	y	sus	precursores	de	las	listas	1,	2	y	3	de	dicha
convención;	 y	 la	 información	 concerniente	 al	 empleo	 de	 las	 sustancias
químicas	tóxicas	y	sus	precursores	de	las	listas	1	y	2	de	dicha	convención”.
Disposiciones	complementarias	y	finales
Primera	 Disposición	 Complementaria	 y	 Final.—Norma	 reglamentaria.
Mediante	 decreto	 supremo,	 refrendado	 por	 el	 Ministro	 de	 Relaciones
Exteriores	y	por	el	Ministro	de	la	Producción,	se	aprobará	el	reglamento	de
la	 presente	 ley,	 el	 mismo	 que	 será	 aprobado	 y	 publicado	 en	 un	 plazo	 no
mayor	de	ciento	veinte	(120)	días	calendario,	contados	desde	la	publicación
de	la	presente	ley.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 y	 Final.—Entrada	 en	 vigencia.	 La
presente	 ley	 entra	 en	 vigencia	 a	 los	 ciento	 veinte	 (120)	 días	 desde	 la
publicación	de	su	reglamento.
Anexo
	 Lista	1 Nº	del	CAS
A. Sustancias	químicas	tóxicas 	
	 1.
Alkil	 (metil,	 etil,	 propil	 (normal	 o
isopropil))	fosfonofluoridatos	de	0-alkilo
(<C10,	incluido	el	cicloalkilo)
ej.:	 Sarín:	 Metilfosfonofluoridato	 de	 0-
isopropilo	Somán:	Metilfosfonofluoridato
de	0-pinacolilo
(107-44-8)
(96-64-0)
	 2.
N,N-dialkil	(metil,	etil,	propil	(normal	o
isopropil))	 fosforamidocianidatos	 de	 0-
alkilo	(<C10,	incluido	el	cicloalkilo)
ej.:	 Tabún:	 N,N-
dimetilfosforamidocianidato	de	0-etilo
(77-81-6)
	 3.
S-2-dialkil	 (metil,	 etil,	 propil	 (normal	 o
isopropil))	 aminoetilalkil	 (metil,	 etil,
propil	 (normal	 o	 isopropil))
fosfonotiolatos	 de	 0-alkilo	 (H	 ó	 <C10,
incluido	el	cicloalkilo)	y	sales	alkilatadas
o	protonadas	correspondientes
ej.:	 VX:	 S-2-
diisopropilaminoetilmetilfosfonotiolato
de	0-etilo
(50782-69-9)
	 4.
Mostazas	de	azufre:
Clorometilsulfuro	de	2-cloroetil
Gas	 mostaza:	 sulfuro	 de	 bis	 (2-
cloroetilo)
Bis	(2-cloroetiltio)metano
Sesquimostaza:	 1,2-bis	 (2-cloroetiltio)
etano
1,3-bis	(2-cloroetiltio)	propano	normal
1,4-bis	(2-cloroetiltio)	butano	normal
1,5-bis	(2-cloroetiltio)	pentano	normal
Bis	(2-cloroetiltiometil)	éter
Mostaza	O:	bis	(2-cloroetiltioetil)	éter
	
(2625-76-5)
(505-60-2)
(63869-13-6)
(3563-36-8)
(63905-10-2)
(142868-93-7)
(142868-94-8)
(63918-90-1)
(63918-89-8)
	 5.
Lewisitas:
Lewisita	1:	2-clorovinildicloroarsina
Lewisita	2:	bis	(2-clorovinil)	cloroarsina
Lewisita	3:	tris	(2-clorovinil)	arsina
	
(541-25-3)
(40334-69-8)
(40334-70-1)
	 6.
Mostazas	de	nitrógeno:
HN1:	bis	(2-cloroetil)	etilamina
HN2:	bis	(2-cloroetil)	metilamina
HN3:	tris	(2-cloroetil)	amina
	
(538-07-8)
(51-75-2)
(555-77-1)
	 7. Saxitoxina (35523-89-8)
	 8. Ricina (9009-86-3)
B. Precursores 	
	 9.
Fosfonildifluoruros	 de	 alkilo	 (metilo,
etilo,	propilo	(normal	o	isopropilo))
ej.:	DF:	metilfosfonildifluoruro
(676-99-3)
	 10.
0-2-dialkil	 (metil,	 etil,	 propil	 (normal	o
isopropil))	 aminoetilalkil	 (metil,	 etil,
propil	(normal	o	isopropil))	fosfonitos	de
0-alkilo	(H	o	<C10,	incluido	el	cicloalkilo)
y	 sales	 alkilatadas	 o	 protonadas
correspondientes
ej.:	 QL:0-2-
diisopropilaminoetilmetilfosfonito	 de	 0-
etilo
(57856-11-8)
	 11.
Cloro	Sarín:	metilfosfonocloridato	de	0-
isopropilo (1445-76-7)
	 12.
Cloro	 Somán:	 metilfosfonocloridato	 de
O-pinacolilo (7040-57-5)
	 Lista	2 Nº	del	CAS
A. Sustancias	químicas	tóxicas 	
	 1.
Amitón:	Fosforotiolato	de	0,0-dietil	S-2-
(dietilamino)	 etil	 y	 sales	 alkilatadas	 o
protonadas	correspondientes
(78-53-5)
	 2.
PFIB:	 1,1,3,3,3-pentafluoro-2-
(trifluorometil)	de	1-propeno (382-21-8)
	 3. BZ:	Bencilato	de	3-quinuclidinilo	(*) (6581-06-2)
B. Precursores 	
Sustancias	 químicas,	 excepto	 las
sustancias	enumeradas	en	la	Lista	1,	que
contengan	 un	 átomo	 de	 fósforo	 al	 que
esté	 enlazado	 un	 grupo	 metilo,	 etilo	 o
propilo	 (normal	 o	 isopropilo),	 pero	 no (676-97-1)
	 4.
otros	átomos	de	carbono
ej.:	 dicloruro	 de	 metilfosfonilo
metilfosfonato	de	dimetilo
Excepción:	 Fonofos:
etilfosfonotiolotionato	de	O-etilo	S-fenilo
(756-79-6)
(944-22-9)
	 5.
Dihaluros	N,N-dialkil	 (metil,	 etil,	 propil
(normal	o	isopropil))	fosforamídicos 	
	 6.
N,N-dialkil	(metil,	etil,	propil	(normal	o
isopropil))	 fosforamidatos	 dialkílicos
(metílicos,	 etílicos,	 propílicos	 (propilo
normal	o	isopropilo))
	
	 7. Tricloruro	de	arsénico (7784-34-1)
	 8. Ácido	2,2-difenil-2-hidroxiacético (76-93-7)
	 9. Quinuclidinol-3 (1619-34-7)
	 10.
Cloruros	 de	 N,N-dialkil	 (metil,	 etil,
propil	(normal	o	isopropil))	aminoetilo-2
y	sales	protonadas	correspondientes
	
	 11.
N,N-dialkil	 (metil,	 etil,	 propil	 (propilo
normal	o	isopropilo))	aminoetanoles-2	y
sales	protonadas	correspondientes
Excepciones:	 N,N-dimetilaminoetanol	 y
sales	 rotonadas	 correspondientes	 N-
dietilaminoetanol	 y	 sales	 protonadas
correspondientes
(108-01-0)
(100-37-8)
	 12.
N,N-dialkil	 (metil,	 etil,	 propil	 (propilo
normal	o	isopropilo))	aminoetanoltioles-
2	y	sales	protonadas	correspondientes
	
	 13.
Tiodiglicol:	 sulfuro	 de	 bis	 (2-
hidroxietilo) (111-48-8)
Alcohol	pinacolílico:	3,3-dimetilbutanol-
	 14. 2 (464-07-3)
	 Lista	3 Nº	del	CAS
A.
Sustancias	químicas	tóxicas
1.	Fosgeno:	dicloruro	de	carbonilo
2.	Cloruro	de	cianógeno
3.	Cianuro	de	hidrógeno	(74-90-8)
4.	Cloropicrina:	tricloronitrometano
	
(75-44-5)
(506-77-4)
(74-90-8)
(76-06-2)
B.
Precursores
5.	Oxicloruro	de	fósforo
6.	Tricloruro	de	fósforo
7.	Pentacloruro	de	fósforo
8.	Fosfito	trimetílico
9.	Fosfito	trietílico
10.	Fosfito	dimetílico
11.	Fosfito	dietílico
12.	Monocloruro	de	azufre
13.	Dicloruro	de	azufre
14.	Cloruro	de	tionilo
15.	Etildietanolamina
16.	Metildietanolamina
17.	Trietanolamina
	
(10025-87-3)
(7719-12-2)
(10026-13-8)
(121-45-9)
(122-52-1)
(868-85-9)
(762-04-9)
(10025-67-9)
(10545-99-0)
(7719-09-7)
(139-87-7)
(105-59-9)
(102-71-6)
	
C.	P.
ART.	279-B.—Incorporado.	D.	Leg.	898,	Segunda	Disposición
Complementaria.	 Sustracción	 o	 arrebato	 de	 armas.	 El	 que
sustrae	 o	 arrebate	 armas	 de	 fuego	 en	 general,	 o	 municiones	 y
granadas	 de	 guerra	 o	 explosivos	 a	 miembros	 de	 las	 Fuerzas
Armadas	o	de	la	Policía	Nacional	o	de	servicios	de	seguridad,	será
reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 diez	 ni
mayor	de	veinte	años.
La	pena	será	de	cadena	perpetua	si	a	consecuencia	del	arrebato	o
sustracción	 del	 arma	 o	 municiones	 a	 que	 se	 refiere	 el	 párrafo
precedente,	se	causare	la	muerte	o	lesiones	graves	de	la	víctima	o
de	terceras	personas.
C.	P.
ART.	 279-C.—Modificado.	 Ley	 30299,	 Primera	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Tráfico	 de	 productos
pirotécnicos.	 El	 que,	 sin	 estar	 debidamente	 autorizado,	 fabrica,
importa,	 exporta,	 deposita,	 transporta,	 comercializa	 o	 usa
productos	pirotécnicos	de	cualquier	 tipo,	o	 los	que	vendan	estos
productos	 a	 menores	 de	 edad,	 serán	 reprimidos	 con	 pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de	ocho	años,
trescientos	sesenta	y	cinco	días-multa	e	inhabilitación	conforme	al
inciso	4	del	artículo	36	del	Código	Penal.
La	pena	será	no	menor	de	cinco	ni	mayor	de	diez	años,	si	a	causa
de	 la	 fabricación,	 importación,	 depósito,	 transporte,
comercialización	y	uso	de	productos	pirotécnicos,	 se	produjesen
lesiones	graves	o	muerte	de	personas.
C.	P.
ART.	279-D.—Incorporado.	Ley	28824,	Art.	1°.	Empleo,
producción	y	transferencia	de	minas	antipersonales.	El	que
emplee,	desarrolle,	produzca,	adquiera,	almacene,	conserve	o
transfiera	a	una	persona	natural	o	jurídica,	minas	antipersonales,
será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	cinco
ni	mayor	de	ocho	años.
NOTA:	 La	 Ley	 28824,	 en	 su	 artículo	 segundo	 establece	 que	 no	 se	 considerará	 como	 conductas
prohibidas	 la	 retención	 y/o	 transferencia	 de	 una	 cantidad	 específica	 de	minas	 antipersonales	 que
tengan	 por	 objeto	 desarrollar	 técnicas	 de	 detección,	 limpieza	 o	 destrucción	 de	 minas	 y	 el
adiestramiento	en	tales	técnicas	por	parte	del	Estado.
Dicha	cantidad	de	minas	antipersonales	será	fijada	por	los	ministerios	de	Defensa	y	del	Interior,	en
coordinación	con	el	Ministerio	de	Relaciones	Exteriores,	en	el	marco	del	Centro	Peruano	de	Acción
Contra	las	Minas	Antipersonales	(Contraminas).
PENA	PRIVATIVA	DE	LIBERTAD	A	QUIENES	PROPORCIONEN,	PORTEN	O
UTILICEN	ARMAS	DE	FUEGO,	DESTINADAS	AL	USO	DE	MIEMBROS	DE
LAS	FF.AA.	Y	POLICÍA	NACIONAL
D.	Leg.	761.
ART.	 1°.—El	 que	 proporcione,	 porte,	 posea,	 guarde	 o	 utilice	 un	 arma	 de
fuego,	 cualquiera	 sea	 su	 tipo	 y	 municiones	 en	 general	 de	 propiedad	 del
Estado,	destinado	al	 uso	de	 los	miembros	de	 las	Fuerzas	Armadas	y	de	 la
Policía	Nacional	del	Perú	para	el	cumplimiento	de	sus	respectivas	funciones,
será	reprimido	con	pena	privativa	de	 libertad	no	menor	de	ocho	ni	mayor
de	 quince	 años	 e	 inhabilitación	 conforme	 al	 artículo	 36	 del	 Código	 Penal,
incisos	1,	2,	4	y	8	respectivamente.
NOTA:	El	D.	Leg.	761,	según	su	artículo	2,	entró	en	vigencia	a	los	30	días	de
su	publicación	(14	de	noviembre	de	1991)
SANCIONES	A	LA	IMPORTACIÓN,	FABRICACIÓN	O	COMERCIALIZACIÓN
DE	PRODUCTOS	PIROTÉCNICOS
Ley	26509.
ART.	 1°.—El	 que	 importare,	 fabricare	 o	 comercializare	 los	 productos
pirotécnicos	denominados	“rascapie”,	“cohete”,	“cohetecillo”,	“rata	blanca”	y
similares	será	sancionado	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	dos	ni
mayor	de	 cuatro	años	y	 con	noventa	a	 trescientos	 sesenta	y	 cinco	días	de
multa.
No	 están	 comprendidos	 dentro	 de	 esta	 prohibición	 los	 juegos	 artificiales
operados	conforme	a	los	reglamentos	de	seguridad.
Ley	26509.
ART.	 2°.—Si	 la	 importación,	 fabricación	 o	 comercialización	 de	 los
productos	pirotécnicos	a	que	se	refiere	el	artículo	anterior	 fuere	 llevada	a
cabo	 en	 ejercicio	 de	 la	 actividad	 comercial	 de	 cualquier	 persona	 jurídica,
serán	 sancionados	 con	 la	 misma	 pena	 los	 directores,	 gerentes,
administradores,	 representantes	 legales	 o	 funcionarios	 de	 la	 misma,	 que
hubieren	intervenido	directa	o	indirectamente	en	tales	hechos;	sin	perjuicio
de	la	aplicación	de	las	medidas	previstas	en	el	artículo	105	del	Código	Penal.
Ley	26509.
ART.	3°.—La	pena	prevista	en	 los	delitos	tipificados	en	 la	presente	 ley,	se
aplicará	sin	perjuicio	de	aquella	a	imponerse,	en	su	caso,	por	la	comisión	de
los	delitos	previstos	en	el	Libro	Segundo,	Título	I	del	Código	Penal.
Ley	26509.
ART.	 4°.—Encárguese	 a	 las	 municipalidades	 y	 a	 la	 Policía	 Nacional	 el
decomiso	 y	 destrucción	 de	 los	 productos	 pirotécnicos	 a	 que	 se	 refiere	 la
presente	ley.
	
C.	P.
ART.	279-E.—Incorporado.	Ley	29177,	Art.	8°.	Ensamblado,
comercialización	y	utilización,	en	el	servicio	público,	de
transporte	de	ómnibus	sobre	chasis	de	camión.	El	que	sin
cumplir	con	la	normatividad	vigente	y/o	sin	contar	con	la
autorización	expresa,	que	para	el	efecto	expida	la	autoridad
competente,	realice	u	ordene	realizar	a	sus	subordinados	la
actividad	de	ensamblado	de	ómnibus	sobre	chasis	originalmente
diseñado	y	fabricado	para	el	transporte	de	mercancías	con	corte	o
alargamiento	del	chasis,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	la
libertad	no	menor	de	cinco	(5)	ni	mayor	de	diez	(10)	años.
Si	el	agente	comercializa	los	vehículos	referidos	en	el	primer
párrafo	o	utiliza	éstos	en	el	servicio	público	de	transporte	de
pasajeros,	como	transportista	o	conductor,	la	pena	privativa	de	la
libertad	será	no	menor	de	cuatro	(4)	ni	mayor	de	ocho	(8)	años	y,
según	corresponda,	inhabilitación	para	prestar	el	servicio	de
transporte	o	conducir	vehículos	del	servicio	de	transporte	por	el
mismo	tiempo	de	la	pena	principal.
Si	como	consecuencia	de	las	conductas	a	que	se	refieren	el
primer	y	segundo	párrafos,	se	produce	un	accidente	de	tránsito
con	consecuencias	de	muerte	o	lesiones	graves	para	los	pasajeros
o	tripulantes	del	vehículo,	la	pena	privativa	de	la	libertad	será	no
menor	de	diez	(10)	ni	mayor	de	veinte	(20)	años,	además	de	las
penas	accesorias	que	correspondan.
NOTA:	La	Ley	29177,	en	su	Primera	Disposición	Transitoria,	establece	que	el	artículo	279-E	entra	en
vigencia	a	los	sesenta	(60)	días	de	la	fecha	de	publicación	de	la	presente	ley,	que	fue	publicada	el	día
03	de	enero	del	2008.
C.	P.
ART.	279-F.—Incorporado.	Ley	29439,	Art.	2°.	Uso	de	armas
en	estado	de	ebriedad	o	drogadicción.	El	que,	en	lugar	público
o	poniendo	en	riesgo	bienes	jurídicos	de	terceros	y	teniendo
licencia	para	portar	arma	de	fuego,	hace	uso,	maniobra	o	de
cualquier	forma	manipula	la	misma	en	estado	de	ebriedad,	con
presencia	de	alcohol	en	la	sangre	en	proporción	mayor	de	0,5
gramos	litro	o	bajo	el	efecto	de	estupefacientes,	drogas	tóxicas,
sustancias	psicotrópicas	o	sintéticas	será	sancionado	con	pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	un	año	ni	mayor	de	tres	años	e
inhabilitación	conforme	al	artículo	36,	inciso	6.
CAPÍTULO	II
Delitos	contra	los	medios	de	transporte,
comunicación	y	otros	servicios	públicos
C.	P.
ART.	280.—Peligro	para	medio	de	transporte	o	comunicación
de	uso.	 El	 que,	 a	 sabiendas,	 ejecuta	 cualquier	 acto	 que	 pone	 en
peligro	la	seguridad	de	naves,	aeronaves,	construcciones	flotantes
o	 de	 cualquier	 otro	 medio	 de	 transporte	 colectivo	 o	 de
comunicación	destinado	al	uso	público,	 será	 reprimido	con	pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	seis	años.
Si	 el	 hecho	 produce	 naufragio,	 varamiento,	 desastre,	 muerte	 o
lesiones	graves	y	el	agente	pudo	prever	estos	resultados,	 la	pena
será	no	menor	de	ocho	ni	mayor	de	veinte	años.
C.	P.
ART.	 281.—Modificado.	 Ley	 29583,	 Art.	 Único.	 Atentado
contra	 la	seguridad	común.	Será	 reprimido	 con	pena	privativa
de	libertad	no	menor	de	seis	ni	mayor	de	diez	años,	el	que	crea	un
peligro	 para	 la	 seguridad	 común,	 realizando	 cualquiera	 de	 las
conductas	siguientes:
1.	 Atenta	 contra	 fábricas,	 obras,	 infraestructura,	 instalaciones	 o
equipos	 destinados	 a	 la	 producción,	 transmisión,	 distribución,
almacenamiento	 o	 provisión	 de	 saneamiento,	 electricidad,	 gas	 o
telecomunicaciones.
2.	Atenta	contra	la	seguridad	de	los	medios	de	telecomunicación
pública	 o	 puestos	 al	 servicio	 de	 la	 seguridad	 de	 transportes
destinados	al	uso	público.
3.	Dificulta	la	reparación	de	los	desperfectos	en	las	fábricas,
obras,	infraestructura,	instalaciones	o	equipos	a	que	se	refieren
los	incisos	1	y	2.
C.	P.
ART.	 282.—Forma	culposa.	 El	 que,	 por	 culpa,	 ocasiona	 alguno
de	los	hechos	de	peligro	previstos	en	los	artículos	280	y	281	será
reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	dos	años.
C.	P.
ART.	 283.—Modificado.	 Ley	 29583,	 Art.	 Único.
Entorpecimiento	 al	 funcionamiento	de	 servicios	públicos.	 El
que,	 sin	crear	una	situación	de	peligro	común,	 impide,	estorba	o
entorpece	 el	 normal	 funcionamiento	 del	 transporte	 o	 de	 los
servicios	 públicos	 de	 telecomunicaciones,	 saneamiento,
electricidad,	hidrocarburos	o	de	sustancias	energéticas	similares,
será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	cuatro
ni	mayor	de	seis	años.
En	los	casos	en	que	el	agente	actúe	con	violencia	y	atente	contra
la	integridad	física	de	las	personas	o	cause	grave	daño	a	la
propiedad	pública	o	privada,	la	pena	privativa	de	la	libertad	será
no	menor	de	seis	ni	mayor	de	ocho	años.
JURISPRUDENCIA.—Vías	 de	 tránsito	 públicas	 comprenden	 todo	 aquél
espacio	estructurado	para	el	libre	desplazamiento.	“(...)	a	excepción	de	los
ámbitos	de	lo	que	constituye	el	dominio	privado,	todo	aquel	espacio	que	desde
el	Estado	haya	sido	estructurado	como	referente	para	el	libre	desplazamiento
de	personas	puede	ser	considerado	una	vía	de	tránsito	público.
En	principio,	no	existe	la	necesidad	de	pedir	autorización	alguna	ni	ante	el
Estado	ni	ante	particular	alguno,	pues	se	presume	que	la	vía	pública	pertenece
a	todos	y	no	a	determinada	persona	o	grupo	de	personas	en	particular.	Sin
embargo,	siendo	las	vías	de	tránsito	público	libres	en	su	alcance	y	utilidad,
pueden	ser,	en	determinadas	circunstancias,	objeto	de	regulaciones	y	aun	de
restricciones	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	5970-2005-PHC/TC,	dic.	09/2005.	Pres.
Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Detención	de	personas	que	no	cuenten	con	DNI	y
que	estén	dentro	del	sector	del	bloqueo	de	carreteras	y	de	los	hechos
violentos	puede	ser	válida.	“En	el	presente	caso,	este	colegiado	aprecia	que
los	favorecidos	–quienes	no	contaban	con	documentos	de	identificación–
fueron	intervenidos	en	el	sector	de	Samangay,	por	el	bloqueo	de	la	carretera
Chota	-	Bambamarca,	en	el	que	participaron	cerca	de	200	personas,	y	por	la
agresión	con	piedras	a	los	efectivos	policiales,	por	lo	que	se	habría
configurado	la	presunta	comisión	del	delito	contra	los	medios	de	transporte,
comunicación	y	otros	servicios	públicos,	así	como	por	el	delito	de	lesiones,
hechos	que	justifican	la	intervención	del	demandado	para	la	conducción	de	los
favorecidos	a	la	Comisaría	de	Chota.	Según	se	advierte	a	fojas	7	de	autos,	esta
situación	fue	puesta	en	conocimiento	del	juez	de	turno	de	la	Provincia	de
Chota	mediante	Oficio	N°	377-2012-Divpol-CH/CPNP-Seincri,	en	el	que	se
consigna	que	la	fiscal	de	prevención	del	delito	participó	en	dicha	intervención
y	que	mediante	Oficio	N°	376-2012-Dirtepol-C/Divpol-CH/CPNP-CH-Seincri	se
puso	en	conocimiento	de	lo	ocurrido	al	fiscal	de	turno”.	(TC,	Exp.	03731-2012-
PHC/TC,	oct.	31/2012.	S.	S.	Beaumont	Callirgos)
C.	P.
ART.	284.—Abandono	de	servicio	de	transporte.	El	conductor,
capitán,	 comandante,	 piloto,	 técnico,	 maquinista	 o	 mecánico	 de
cualquier	 medio	 de	 transporte,	 que	 abandona	 su	 respectivo
servicio	 antes	 del	 término	 del	 viaje,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	uno	ni	mayor	de	cuatro	años.
C.	P.
ART.	 285.—Sustitución	 o	 impedimento	 de	 funciones	 del
tripulante	de	medio	de	transporte.	El	que,	mediante	violencia,
intimidación	o	fraude,	sustituye	o	impide	el	cumplimiento	de	sus
funciones	 al	 capitán,	 comandante	 o	 piloto	 de	 un	 medio	 de
transporte,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	de	uno	ni	mayor	de	cinco	años.
CAPÍTULO	III
Delitos	contra	la	salud	pública
SECCIÓN	I
Contaminación	y	propagación
C.	P.
ART.	286.—Modificado.	Ley	29675,	Art.	1°.	Contaminación	o
adulteración	de	bienes	o	insumos	destinados	al	uso	o
consumo	humano	y	alteración	de	la	fecha	de	vencimiento.	El
que	contamina	o	adultera	bienes	o	insumos	destinados	al	uso	o
consumo	humano,	o	altera	la	fecha	de	vencimiento	de	los	mismos,
será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	tres	ni
mayor	de	seis	años.
C.	P.
ART.	287.—Modificado.	Ley	29675,	Art.	1°.	Contaminación	o
adulteración	de	alimentos	o	bebidas	y	alteración	de	la	fecha
de	vencimiento.	El	que	contamina	o	adultera	alimentos,	bebidas
o	aguas	destinadas	al	consumo	humano,	o	altera	la	fecha	de
vencimiento	de	los	mismos,	será	reprimido	con	pena	privativa	de
libertad	no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de	diez	años.
C.	P.
ART.	 288.—Modificado.	 Ley	 29675,	 Art.	 1°.	 Producción,
comercialización	 o	 tráfico	 ilícito	 de	 alimentos	 y	 otros
productos	 destinados	 al	 uso	 o	 consumo	 humano.	 El	 que
produce,	vende,	pone	en	circulación,	importa	o	toma	en	depósito
alimentos,	 aguas,	 bebidas	 o	 bienes	 destinados	 al	 uso	 o	 consumo
humano,	 a	 sabiendas	 de	 que	 son	 contaminados,	 falsificados	 o
adulterados,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	de	cuatro	ni	mayor	de	ocho	años.
Cuando	el	agente	actúa	por	culpa,	la	pena	privativa	de	libertad
será	no	mayor	de	dos	años.
C.	P.
ART.	 288-A.—Incorporado.	 Ley	 27645,	 Art.	 2°.	 Comercio	 de
alcohol	 metílico	 para	 consumo	 humano.	 El	 que	 comercializa
alcohol	metílico,	conociendo	o	presumiendo	su	uso	para	fines	de
consumo	humano,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	 libertad
no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de	ocho	años.
No	es	punible	 la	comercialización	de	alcohol	metílico	para	 fines
comprobadamente	industriales	o	científicos.
C.	P.
ART.	288-B.—Incorporado.	Ley	28376,	Art.	5°.	Uso	de
productos	tóxicos	o	peligrosos.	El	que	fabrica,	importa,
distribuye	o	comercializa	productos	o	materiales	tóxicos	o
peligrosos	para	la	salud	destinados	al	uso	de	menores	de	edad	y
otros	consumidores,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	la
libertad	no	menor	de	cuatro	años	ni	mayor	de	ocho	años.
C.	P.
ART.	288-C.—Incorporado.	Ley	29632,	Única	Disp.	Compl.
Modif.	Producción	o	comercialización	de	bebidas	alcohólicas
ilegales.	El	que	produce	o	comercializa	bebidas	alcohólicas
informales,	adulteradas	o	no	aptas	para	el	consumo	humano,
según	las	definiciones	señaladas	en	la	Ley	para	Erradicar	la
Elaboración	y	Comercialización	de	Bebidas	Alcohólicas
Informales,	Adulteradas	o	no	Aptas	para	el	Consumo	Humano,
será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	cuatro
ni	mayor	de	ocho	años.
ERRADICACIÓN	DE	LA	ELABORACIÓN	Y	COMERCIALIZACIÓN	DE
BEBIDAS	ALCOHÓLICAS	INFORMALES,	ADULTERAS	Y	NO	APTAS	PARA
CONSUMO	HUMANO
Ley	29632.
ART.	 1°.—Objeto	 de	 la	 ley.	 La	 presente	 ley	 tiene	 el	 objeto	 de	 dictar
medidas	 respecto	 a	 la	 fabricación,	 elaboración,	 manipuleo,	 mezcla,
transformación,	 preparación,	 acondicionamiento,	 envase,	 reenvase,
almacenamiento,	 transporte,	 comercialización,	 distribución,	 expendio,
suministro,	 importación	 y	 exportación	 de	 bebidas	 alcohólicas,	 a	 fin	 de
erradicar	 la	 elaboración	 y	 comercialización	 de	 bebidas	 alcohólicas
informales,	adulteradas	o	no	aptas	para	el	consumo	humano.
Además,	regula	las	medidas	y	procedimientos	de	supervisión	y	control	del
alcohol	 etílico,	 atendiendo	 a	 su	 condición	 de	 principal	 insumo	 para	 la
fabricación	de	bebidas	alcohólicas,	con	el	propósito	de	salvaguardar	la	salud
de	la	población.
Ley	29632.
ART.	 2°.—Ámbito	 de	 aplicación.	 Las	 disposiciones	 establecidas	 en	 la
presente	 ley	 son	 de	 cumplimiento	 para	 todas	 las	 personas	 naturales	 y
jurídicas	 que	 realicen	 actividades	 vinculadas	 al	 alcohol	 etílico,	 tales	 como
producción,	 comercialización,	 transformación,	 importación,	 exportación,
envasado	y	transporte	de	alcohol	etílico.
Ley	29632.
ART.	 3°.—Definiciones.	 Para	 los	 efectos	 previstos	 en	 la	 presente	 ley	 se
establecen	las	definiciones	siguientes:
1.	 Alcohol	 etílico.-	 Es	 aquel	 producto	 obtenido	 a	 partir	 de	 mostos	 de
materias	primas	de	origen	agrícola,	 sometidos	al	proceso	de	 fermentación
alcohólica	y	posterior	destilación.	En	caso	de	que	se	requiera,	se	denomina
de	acuerdo	a	la	materia	prima	de	la	cual	proviene.	Su	fórmula	es	C2H5OH.
2.	 Alcohol	 etílico	 industrial	 o	 de	 segunda.-	 Es	 aquel	 obtenido	 como
subproducto	del	alcohol	etílico	y	que	posee	un	alto	contenido	de	aldehídos	y
ésteres.
3.	 Alcohol	 etílico	 desnaturalizado.-	 Es	 aquel	 al	 que	 se	 le	 ha	 añadido
sustancias	para	obtener	un	sabor	u	olor	que	lo	convierten	en	impropio	para
su	consumo	como	bebida,	pero	no	para	uso	industrial.
4.	 Bebida	 alcohólica.-	 Es	 aquel	 producto	 obtenido	 por	 procesos	 de
fermentación	 principalmente	 alcohólica	 de	 la	 materia	 prima	 agrícola	 que
sirve	como	base	utilizando	levaduras	del	género	Saccharomyces,	sometida	o
no	a	destilación,	rectificación,	redestilación,	infusión,	maceración	o	cocción
en	presencia	de	productos	naturales,	susceptible	de	ser	añejada,	que	puede
presentarse	en	mezclas	de	bebidas	alcohólicas	y	puede	estar	adicionada	de
ingredientes	 y	 aditivos	 permitidos	 por	 el	 organismo	 de	 control
correspondiente,	y	con	una	graduación	alcohólica	de	0,5%	Alc.	Vol.	a	55%
Alc.	Vol.	Se	clasifica	de	la	forma	siguiente:	bebidas	alcohólicas	fermentadas,
bebidas	alcohólicas	destiladas,	bebidas	alcohólicas	preparadas	y	licores.
5.	 Bebida	 alcohólica	 artesanal.-	 Es	 aquel	 producto	 obtenido	 por	 procesos
de	 fermentación	 principalmente	 alcohólica	 de	 la	 materia	 prima	 agrícola
sometida	 o	 no	 a	 destilación,	 rectificación,	 redestilación,	 infusión,
maceración	o	 cocción	en	presencia	de	productos	naturales,	 susceptible	de
ser	 añejada,	 el	 cual	 se	 elabora	 con	métodos	 caseros	 para	 uso	 y	 consumo
exclusivo	de	su	fabricante,	sin	fines	comerciales.
6.	 Bebida	 alcohólica	 informal.-	 Comprende	 todas	 las	 bebidas	 alcohólicas
cuya	procedencia	es	desconocida,	así	como	aquellas	industrializadas	que	no
cuentan	con	registro	sanitario	otorgado	por	 la	autoridad	de	salud	de	nivel
nacional.
7.	Bebida	alcohólica	adulterada.-	Es	aquella	que	ha	sido	privada,	parcial	o
totalmente,	de	sus	elementos	útiles	o	característicos,	reemplazándolos	o	no
por	 otros	 inertes	 o	 extraños	 de	 cualquier	 naturaleza	 para	 disimular	 u
ocultar	 alteraciones,	 deficiente	 calidad	 de	 materias	 primas,	 defectos	 de
elaboración,	o	para	modificar	la	medida	del	producto.
8.	Bebida	no	apta	para	el	consumo	humano.-	Es	aquella	que	pone	en	riesgo
la	 salud	 o	 integridad	 de	 los	 consumidores	 debido	 a	 que	 se	 encuentra
contaminada,	putrefacta,	deteriorada	o	descompuesta.
9.	Comercio	 informal.-	Constituye	 la	comercialización,	venta,	 suministro	o
expendio	 realizado	 por	 comerciantes	 en	 establecimientos	 que	 no	 cuentan
con	autorización	municipal	o,	de	forma	ambulatoria,	en	la	vía	pública,	o	en
campos	feriales	o	mercados	sin	autorización	municipal.
También	 es	 aquel	 que	 teniendo	 licencia	 de	 funcionamiento,	 vende,
suministra,	 expende	 o	 comercializa	 alcohol	 etílico	 con	 fines	 de	 consumo
humano,	 bebidas	 alcohólicas	 informales,	 adulteradas	 o	 no	 aptas	 para	 el
consumo	humano.
10.	 Distribuidores	 de	 bebidas	 alcohólicas.-	 Se	 refiere	 a	 los	 productores	 o
fabricantes,	 importadores,	 distribuidores,	 mayoristas,	 comisionistas
mercantiles	 y	 en	 general	 a	 cualquier	 persona	 natural	 o	 jurídica	 que
distribuye	 o	 comercializa	 bebidas	 alcohólicas,	 por	 cuenta	 propia	 o	 de
terceros,	a	puntos	de	venta,	establecimientos	comerciales,	eventos	públicos
o	comerciantes	de	cualquier	naturaleza,	para	su	posterior	comercialización.
No	se	incluye	en	este	concepto	a	quienes	comercializan	exclusivamente	las
bebidas	alcohólicas	para	consumidores	finales.
Ley	29632.
ART.	4°.—Competencia	del	Ministerio	de	la	Producción,	del	Ministerio
de	Salud	y	de	las	direcciones	regionales	de	producción.	El	Ministerio	de
la	 Producción	 y	 las	 direcciones	 regionales	 de	 producción	 implementan
mecanismos	 de	 control	 y	 fiscalización	 de	 las	 actividades	 que	 tienen	 como
insumo	el	alcohol	etílico.	Asimismo,	imponen	las	sanciones	administrativas
respectivas,	de	acuerdo	a	su	competencia.
El	Ministerio	de	Salud,	a	través	de	la	Dirección	General	de	Salud	Ambiental
(Digesa),	 interviene	 otorgando	 los	 registros	 sanitarios	 y	 supervisando	 el
cumplimiento	de	las	condiciones	sanitarias	de	las	bebidas	alcohólicas	y	los
demás	productos	destinados	al	consumo	humano.
Ley	29632.
ART.	 5°.—Competencia	 de	 la	 Superintendencia	 Nacional	 de
Administración	 Tributaria	 (Sunat).	 La	 Superintendencia	 Nacional	 de
Administración	 Tributaria	 (Sunat)	 es	 la	 entidad	 encargada	 de	 verificar	 la
documentación	pertinente	durante	el	traslado	de	alcohol	etílico	y	aplicar	las
sanciones	administrativas	respectivas,	de	acuerdo	a	su	competencia.
Asimismo,	 dicha	 entidad	 tiene	 a	 su	 cargo	 el	 control	 y	 la	 fiscalización	 del
ingreso,	 permanencia,	 traslado	 y	 salida	 de	 alcohol	 etílico	 y	 de	 bebidas
alcohólicas,	hacia	y	desde	el	territorio	aduanero.
Ley	29632.
ART.	 6°.—Competencia	 municipal.	 Corresponde	 a	 las	 municipalidades
provinciales	normar	y	regular	las	medidas	destinadas	a	la	erradicación	de	la
elaboración	 y	 comercialización	 de	 bebidas	 alcohólicas	 informales,
adulteradas	 o	 no	 aptas	 para	 el	 consumo	 humano,	 así	 como	 evaluar	 su
aplicación.
Las	municipalidades	distritales	ejercen	la	potestad	sancionadora	dentro	de
sus	respectivas	jurisdicciones.
Ley	29632.
ART.	 7°.—Competencia	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú.	 La	 Policía
Nacional	del	Perú	apoya	las	acciones	de	control,	supervisión	y	fiscalización,
de	acuerdo	a	lo	dispuesto	en	esta	ley.
Ley	29632.
ART.	8°.—Prohibiciones.	Están	prohibidos	los	siguientes	actos:
1.	 La	 fabricación,	 elaboración,	 manipuleo,	 mezcla,	 transformación,
preparación,	 acondicionamiento,	 envase,	 reenvase,	 almacenamiento,
transporte,	 comercialización,	 distribución,	 expendio,	 suministro,
importación	y	exportación	de	bebidas	alcohólicas	informales,	adulteradas	o
no	aptas	para	el	consumo	humano.
2.	El	comercio	informal	de	bebidas	alcohólicas.
3.	 La	 fabricación,	 elaboración,	 manipuleo,	 mezcla,	 transformación,
preparación,	 acondicionamiento,	 envase,	 reenvase,	 almacenamiento,
transporte,	 comercialización,	 distribución,	 expendio	 y	 suministro	 de
bebidas	 alcohólicas	 en	 establecimientos	 que,	 a	 pesar	 de	 no	 realizar
actividad	 informal,	no	 cumplen	 con	 las	 condiciones	y	 requisitos	 sanitarios
que	garanticen	la	salubridad	e	inocuidad	del	producto	o	que	los	titulares	de
tales	actividades	no	 cuenten	 con	 los	permisos	o	autorizaciones	necesarias
para	realizarlas.
Ley	29632.
ART.	9°.—Inspecciones	municipales.	En	el	ámbito	de	su	 jurisdicción	y	a
través	de	sus	órganos	competentes,	las	municipalidades	son	las	encargadas
de	la	supervisión	y	control	del	cumplimiento	de	las	disposiciones	previstas
en	 esta	 ley,	 a	 través	 de	 inspecciones	 a	 los	 establecimientos	 que	 fabrican,
distribuyen	o	comercializan	bebidas	alcohólicas.	Estas	inspecciones	pueden
ser	de	oficio	o	a	instancia	de	parte.
Las	 inspecciones	 solicitadas	 a	 instancia	 de	parte	 son	programadas	por	 la
autoridad	 municipal	 en	 caso	 de	 que	 reciba	 una	 denuncia	 sobre	 el
incumplimiento	de	alguna	de	las	prohibiciones	previstas	en	el	artículo	8°.
El	órgano	de	la	municipalidad	que	efectúe	la	inspección	realiza,	cuando	sea
necesario,	 los	 análisis	 físico-químico	 y	 microbiológico	 de	 las	 bebidas
alcohólicas	muestreadas	para	su	respectivo	control.
Ley	29632.
ART.	10.—Medidas	preventivas	de	seguridad	municipal.	A	consecuencia
de	 las	 actividades	 de	 supervisión	 y	 control,	 la	 autoridad	municipal	 puede
disponer,	 como	 medida	 preventiva,	 el	 comiso	 temporal	 de	 las	 bebidas
alcohólicas	o	la	suspensión	temporal	hasta	por	treinta	(30)	días	para	ejercer
actividades	cuando	existan	indicios	de	lo	siguiente:
1.	 La	 fabricación,	 elaboración,	 manipuleo,	 mezcla,	 transformación,
preparación,	 acondicionamiento,	 envase,	 reenvase,	 almacenamiento,
transporte,	 comercialización,	 distribución,	 expendio,	 suministro,
importación	y	exportación	de	bebidas	alcohólicas	informales,	adulteradas	o
no	aptas	para	el	consumo	humano.
2.	 La	 fabricación,	 elaboración,	 manipuleo,	 mezcla,	 transformación,
preparación,	 acondicionamiento,	 envase,	 reenvase,	 almacenamiento,
transporte,	 comercialización,	 distribución,	 expendio	 y	 suministro	 de
bebidas	alcohólicas	en	establecimientos	que	no	cumplen	con	las	condiciones
y	requisitos	sanitarios	que	garanticen	su	salubridad	e	 inocuidad,	o	que	no
cuentan	con	los	permisos	o	autorizaciones	para	realizar	tales	actividades.
Ley	29632.
ART.	 11.—Intervenciones	 policiales.	 La	 Policía	 Nacional	 del	 Perú,	 a
través	de	 sus	órganos	operativos,	brinda	su	colaboración	a	efectos	de	que
las	 entidades	 correspondientes	 efectúen	 intervenciones	 en	 los
establecimientos	dedicados	a	 la	 venta	de	bebidas	alcohólicas	 con	el	 fin	de
verificar	lo	siguiente:
1.	Si	el	producto	cuenta	con	registro	sanitario,	el	que	debe	especificar	que
no	contiene	productos	tóxicos	como	aldehídos,	ésteres	y	otros;	y	si	el	mismo
es	declarado	en	el	rotulado.
2.	El	origen	de	los	productos,	el	cual	debe	ser	acreditado	con	la	exhibición
de	 los	 comprobantes	 de	 pago	que	 sustentan	 la	 adquisición	de	 las	 bebidas
alcohólicas.
3.	La	existencia	de	indicios	de	manipulación	o	adulteración	de	los	envases
que	contienen	el	producto,	en	cuyo	caso	remite	una	muestra	del	producto	a
la	Dirección	de	Criminalística	de	la	Policía	Nacional	del	Perú	para	su	análisis
correspondiente.
En	caso	de	que	se	constate	el	incumplimiento	de	los	numerales	1	ó	2,	o	se
verifique	 el	 supuesto	 previsto	 en	 el	 numeral	 3,	 la	 autoridad	 pertinente
dispone	 el	 comiso	 temporal	 de	 la	mercadería	 y	 levanta	 un	 acta	 donde	 se
colocan	 los	 resultados	 de	 la	 acción	 de	 supervisión	 realizada,	 así	 como	 el
detalle	 de	 los	 productos	 decomisados	 de	 forma	 temporal,	 cuya	 copia	 es
entregada	al	inspeccionado.
En	 los	 supuestos	 previstos	 en	 los	 numerales	 1	 y	 2,	 los	 titulares	 de	 la
mercadería	 comisada	 tienen	 un	 plazo	 de	 diez	 (10)	 días	 hábiles	 para
recuperarla	acreditando	que	el	producto	cuenta	con	registro	sanitario	o	el
origen	 de	 los	 productos,	 mediante	 la	 presentación	 de	 los	 respectivos
comprobantes	 de	 pago	 emitidos	 por	 proveedores	 formales	 de	 bebidas
alcohólicas.
Si,	a	consecuencia	del	análisis	previsto	en	el	numeral	3,	se	determina	que	el
producto	 no	 ha	 sido	 manipulado,	 adulterado	 y	 es	 apto	 para	 el	 consumo
humano,	se	dispone	su	inmediata	devolución.
En	los	casos	de	que	no	ocurra	lo	previsto	en	los	párrafos	tercero	y	cuarto,
se	procede	de	la	forma	siguiente:
a.	 Si	 la	 mercadería	 no	 ha	 sido	 manipulada,	 adulterada,	 es	 apta	 para	 el
consumo	humano	y	cuenta	con	registro	sanitario,	se	dispone	su	remate.
b.	 Si	 la	 mercadería	 ha	 sido	 manipulada,	 adulterada,	 no	 es	 apta	 para	 el
consumo	 humano	 o	 no	 cuenta	 con	 registro	 sanitario,	 se	 dispone	 su
destrucción.
El	 procedimiento	 para	 el	 remate	 y	 la	 destrucción	 se	 aprueba	 en	 el
reglamento.	 Los	 ingresos	 provenientes	 del	 remate	 constituyen	 recursos
directamente	recaudados	del	Ministerio	del	Interior	para	ser	destinados	a	la
Policía	Nacional	del	Perú.
La	Policía	Nacional	del	Perú	dispone	que	se	remita	una	copia	de	lo	actuado
a	 la	 municipalidad	 distrital	 correspondiente	 a	 efectos	 de	 que	 inicie	 el
procedimiento	administrativo	sancionador.	En	estos	casos,	los	ingresos	que
se	 recauden	 por	 concepto	 de	 multas	 constituyen	 recursos	 directamente
recaudados,	 en	 partes	 iguales,	 de	 las	 municipalidades	 distritales	 y	 del
Ministerio	del	Interior,	para	ser	destinados	a	la	Policía	Nacional	del	Perú.
Ley	29632.
ART.	12.—Creación	del	Registro	Único	de	Usuarios	y	Transportistas	de
Alcohol	 Etílico.	 El	 Ministerio	 de	 la	 Producción	 es	 el	 responsable	 del
desarrollo,	 aplicación	 y	 mantenimiento	 del	 Registro	 Único	 de	 Usuarios	 y
Transportistas	de	Alcohol	Etílico,	al	que	se	denomina	Registro	Único	en	esta
ley.
Ley	29632.
ART.	 13.—Inscripción	 en	 el	 Registro	 Único	 de	 Usuarios	 y
Transportistas	de	Alcohol	Etílico.	Las	personas	naturales	y	 jurídicas	que
realicen	 las	 actividades	de	producción	de	alcohol	 etílico,	 comercialización,
transformación,	importación,	exportación,	envase,	reenvase	y	transporte	de
dicho	 insumo,	 incluyendo	 la	producción	de	bebidas	alcohólicas	elaboradas
con	alcohol	etílico,	deben	solicitar	y	obtener,	previamente,	su	inscripción	en
el	 Registro	 Único	 ante	 la	 Dirección	 de	 Insumos	 Químicos	 y	 Productos
Fiscalizados	del	Ministerio	de	la	Producción	o	las	direcciones	regionales	de
producción,	según	corresponda	a	la	ubicación	del	domicilio	legal	de	estas.
La	inscripción	en	el	Registro	Único	tiene	vigencia	de	un	(1)	año,	que	debe
ser	renovada	antes	de	su	vencimiento	por	idéntico	plazo.
El	 reglamento	 establece	 el	 procedimiento	 de	 inscripción	 y	 renovación
correspondiente.
Mediante	 decreto	 supremo	 emitido	por	 el	Ministerio	 de	 la	 Producción	 se
puede	 incorporar	 registros	 especiales	 de	 todas	 las	 operaciones	 que	 se
efectúen	con	el	alcohol	etílico.
Ley	29632.
ART.	14.—Control	del	transporte.	Durante	el	tránsito	de	alcohol	etílico,	la
Superintendencia	 Nacional	 de	 Administración	 Tributaria	 (Sunat)	 verifica
que	el	remitente,	el	receptor	y	el	transportista	se	encuentran	inscritos	en	el
Registro	Único,	cuya	constancia	deben	llevar	para	sustentar	el	traslado.
Ley	29632.
ART.	15.—Regímenes	aduaneros	sujetos	a	control.	Está	sujeto	a	control
el	 alcohol	 etílico	que	 ingresa,	 transita,	 sale	 o	permanece	 físicamente	 en	 el
país,	cualquiera	sea	el	régimen	aduanero	al	que	se	sujete.
Para	 el	 ingreso	 y	 salida	 del	 territorio	 nacional,	 excepto	 el	 tránsito
aduanero,	 transbordo	 y	 reembarque	 de	 alcohol	 etílico,	 se	 requiere	 que	 el
importador	 o	 exportador,	 según	 corresponda,	 se	 encuentre	 inscrito	 en	 el
Registro	Único.
Los	regímenes	aduaneros	que	se	llevan	a	cabo	al	amparo	de	esta	ley	están
sujetos	 a	 lo	 establecido	 por	 el	 Decreto	 Legislativo	 Núm.	 1053,	 Decreto
Legislativo	que	Aprueba	la	Ley	General	de	Aduanas,	y	su	reglamento.
La	autoridad	aduanera	dispone	el	aforo	en	todos	los	regímenes	aduaneros
que	implique	ingreso	o	salida	del	país	de	alcohol	etílico.
Ley	29632.
ART.	 16.—Control	 del	 tránsito	 internacional.	 La	 Superintendencia
Nacional	 Adjunta	 de	 Aduanas	 de	 la	 Sunat	 controla	 el	 ingreso	 y	 salida	 de
alcohol	etílico	en	tránsito	internacional	por	el	territorio	nacional.
Ley	29632.
ART.	 17.—Reporte	 de	 la	 Superintendencia	 Nacional	 Adjunta	 de
Aduanas.	 El	 alcohol	 etílico	 que	 ingresa	 o	 sale	 físicamente	 del	 país,
cualquiera	 sea	 su	modalidad,	 debe	 ser	 reportado	 por	 la	 Superintendencia
Nacional	Adjunta	de	Aduanas	de	la	Sunat	al	Ministerio	de	la	Producción.
Ley	29632.
ART.	18.—Márgenes	de	tolerancia.	El	reglamento	establece	los	márgenes
de	tolerancia	sobre	el	peso	total	de	alcohol	etílico	declarado.
Ley	29632.
ART.	19.—Obligaciones	durante	 las	operaciones	de	 comercialización.
Las	 personas	 naturales	 o	 jurídicas	 proveedoras	 de	 alcohol	 etílico,	 sean
fabricantes	 o	 distribuidores	 mayoristas	 o	 minoristas,	 deben	 verificar	 las
solicitudes	 de	 pedidos	 de	 compra	 de	 dicho	 producto,	 debiendo	 como
mínimo	efectuar	los	siguientes	procedimientos:
1.	Verificar	que	la	empresa	solicitante	cuenta	con	inscripción	vigente	en	el
Registro	Único.
2.	Verificar	en	el	Registro	Único	que	la	persona	o	personas	que	efectúan	el
pedido	cuentan	con	capacidad	para	actuar	en	representación	de	la	empresa
usuaria.
Las	 personas	 que	 decidan	 adquirir	 alcohol	 etílico	 deben	 verificar	 que	 las
personas	 naturales	 o	 jurídicas	 proveedoras	 de	 alcohol	 etílico,	 sean
fabricantes	 o	 distribuidores	 mayoristas,	 se	 encuentran	 debidamente
registradas	 en	 el	 Registro	 Único.	 Esta	 regla	 no	 aplica	 al	 distribuidor
minorista	ni	a	los	consumidores	finales	del	producto.
Ley	29632.
ART.	20.—Prohibiciones.	Está	prohibido:
1.	 La	 comercialización	 o	 suministro	 de	 alcohol	 etílico	 industrial	 o	 de
segunda	que	no	se	encuentra	desnaturalizado.
2.	La	elaboración	de	bebidas	alcohólicas	a	base	de	alcohol	etílico	industrial
o	de	segunda.
Ley	29632.
ART.	21.—Responsabilidad	debido	a	la	elaboración	y	comercialización
de	 bebidas	 alcohólicas	 informales,	 adulteradas	 o	 no	 aptas	 para	 el
consumo	 humano.	 Incurren	 en	 responsabilidad	 administrativa	 las
personas	 naturales	 o	 jurídicas	 que,	 por	 acción	 u	 omisión,	 realizan	 hechos
constitutivos	 de	 infracción.	 Son	 infracciones	 administrativas	 debido	 a	 la
elaboración	 y	 comercialización	 de	 bebidas	 alcohólicas	 informales,
adulteradas	o	no	aptas	para	el	consumo	humano,	las	siguientes:
1.	 La	 fabricación,	 elaboración,	 manipuleo,	 mezcla,	 transformación,
preparación,	 acondicionamiento,	 envase,	 reenvase,	 almacenamiento,
transporte,	 comercialización,	 distribución,	 expendio,	 suministro,
importación	y	exportación	de	bebidas	alcohólicas	informales,	adulteradas	o
no	aptas	para	el	consumo	humano.
2.	El	comercio	informal	de	bebidas	alcohólicas.
3.	 La	 fabricación,	 elaboración,	 manipuleo,	 mezcla,	 transformación,
preparación,	 acondicionamiento,	 envase,	 reenvase,	 almacenamiento,
comercialización,	 distribución,	 expendio	 y	 suministro	 de	 bebidas
alcohólicas	 en	 establecimientos	 que,	 a	 pesar	 de	 no	 realizar	 actividad
informal,	 no	 cumplen	 con	 las	 condiciones	 y	 requisitos	 sanitarios	 que
garanticen	la	salubridad	e	inocuidad	del	producto,	o	que	no	cuentan	con	los
permisos	o	autorizaciones	necesarios	para	realizar	tales	actividades.
Las	infracciones	previstas	en	los	numerales	1	y	3	constituyen	infracciones
muy	graves.	La	prevista	en	el	numeral	2	constituye	infracción	grave.
Ley	29632.
ART.	22.—Responsabilidad	a	causa	del	uso	y	el	 transporte	de	alcohol
etílico.	Incurren	en	responsabilidad	administrativa	las	personas	naturales	o
jurídicas	 que,	 por	 acción	 u	 omisión,	 realizan	 hechos	 constitutivos	 de
infracción.	Son	infracciones	administrativas	a	causa	del	uso	y	el	transporte
de	alcohol	etílico,	las	siguientes:
1.	La	omisión	de	inscripción	en	el	Registro	Único	de	manera	previa	al	inicio
de	 actividades	 de	 producción	 de	 bebidas	 alcohólicas	 a	 base	 de	 alcohol
etílico,	comercialización,	transformación,	importación,	exportación,	envase,
reenvase	y	transporte	de	dicho	insumo.
2.	La	omisión	de	renovación	de	la	inscripción	en	el	Registro	Único	antes	de
su	 fecha	 de	 vencimiento.	 Si	 la	 renovación	 se	 efectúa	 después	 de
transcurridos	los	primeros	treinta	(30)	días	desde	la	fecha	de	vencimiento
de	la	referida	inscripción,	se	atribuye	la	infracción	descrita	en	el	numeral	1.
3.	El	incumplimiento	de	la	obligación	de	verificar	las	solicitudes	de	pedido
de	compra	de	alcohol	etílico.
4.	El	incumplimiento	de	la	obligación	de	verificar	que	la	persona	que	vende
el	producto	se	encuentra	debidamente	registrada	en	el	Registro	Único.
5.	La	no	presentación	a	 la	autoridad	de	 la	constancia	de	 inscripción	en	el
Registro	 Único	 durante	 el	 tránsito	 del	 referido	 producto	 dentro	 del
territorio	nacional.
6.	 La	 comercialización	 o	 suministro	 de	 alcohol	 etílico	 industrial	 o	 de
segunda	sin	desnaturalizar.
7.	La	elaboración	de	bebidas	alcohólicas	a	base	de	alcohol	etílico	industrial
o	de	segunda.
Las	 infracciones	 previstas	 en	 los	 numerales	 1,	 6	 y	 7	 constituyen
infracciones	muy	graves.	Las	previstas	en	 los	numerales	2	y	5	constituyen
infracciones	 graves.	 Las	 previstas	 en	 los	 numerales	 3	 y	 4	 constituyen
infracciones	leves.
Ley	29632.
ART.	 23.—Autoridades	 competentes	 para	 sancionar.	 Las
municipalidades	distritales	son	las	autoridades	competentes	para	sancionar
las	conductas	referentes	a	las	infracciones	dispuestas	en	el	artículo	21.
El	Ministerio	de	la	Producción	o	las	direcciones	regionales	de	producción,
dentro	de	su	 jurisdicción,	son	 las	autoridades	competentes	para	sancionar
las	conductas	referentes	a	las	infracciones	dispuestas	en	los	numerales	1,	2,
3,	4,	6	y	7	del	artículo	22.
La	 Superintendencia	Nacional	 de	 Administración	 Tributaria	 (Sunat)	 es	 la
autoridad	 competente	 para	 sancionar	 las	 conductas	 referentes	 a	 la
infracción	dispuesta	en	el	numeral	5	del	artículo	22.
Ley	29632.
ART.	 24.—Sanciones.	 Cuando	 se	 haya	 acreditado	 la	 comisión	 de
infracciones	 administrativas	 y	 la	 responsabilidad	 administrativa	 de	 los
infractores,	se	pueden	aplicar	las	sanciones	siguientes:
1.	Multa.
2.	Comiso	administrativo	definitivo,	el	cual	es	aplicable,	como	alternativa	a
la	 imposición	de	multa,	solo	para	el	supuesto	descrito	en	el	numeral	2	del
artículo	 11	 cuando	 la	 cantidad	 de	 bebidas	 alcohólicas	 no	 supere	 el	 límite
que	se	establece	en	el	reglamento.
Respecto	a	la	comisión	de	infracciones	continuadas,	resulta	de	aplicación	lo
dispuesto	en	el	numeral	7	del	artículo	230	de	 la	Ley	Núm.	27444,	Ley	del
Procedimiento	Administrativo	General.
La	responsabilidad	administrativa	establecida	en	esta	ley	es	independiente
de	la	responsabilidad	civil	o	penal	a	que	hubiera	lugar.
Ley	29632.
ART.	 25.—Criterios	 para	 la	 imposición	 de	 sanciones	 debido	 a	 la
elaboración	 y	 comercialización	 de	 bebidas	 alcohólicas	 informales,
adulteradas	 o	 no	 aptas	 para	 el	 consumo	 humano.	 Tratándose	 de	 la
elaboración	 y	 comercialización	 de	 bebidas	 alcohólicas	 informales,
adulteradas	o	no	aptas	para	el	consumo	humano	las	multas	se	expresan	en
Unidades	Impositivas	Tributarias	(UIT)	que	se	establecen	en	el	reglamento.
Para	 determinar	 el	 monto	 de	 la	 multa,	 se	 tienen	 en	 cuenta	 los	 criterios
siguientes:
a.	El	daño	potencial	a	la	salud	que	produce	la	infracción.
b.	La	conducta	del	infractor	a	lo	largo	del	procedimiento.
c.	La	continuidad	de	la	infracción.
d.	El	beneficio	obtenido	por	el	infractor	o	terceros	por	la	infracción.
Ley	29632.
ART.	26.—Criterios	para	la	imposición	de	sanciones	a	causa	del	uso	y
el	transporte	de	alcohol	etílico.	Las	multas	a	causa	del	uso	y	el	transporte
de	 alcohol	 etílico	 se	 expresan	 en	 Unidades	 Impositivas	 Tributarias	 (UIT)
que	se	establecen	en	el	reglamento.
Ley	29632.
ART.	27.—Medidas	correctivas.	La	autoridad	competente	puede	imponer
medidas	 correctivas	 a	 efectos	 de	 revertir	 o	 disminuir,	 de	 ser	 el	 caso,	 el
efecto	nocivo	que	la	conducta	infractora	hubiera	podido	producir	en	la	salud
y	bienestar	de	las	personas.
Entre	 las	 medidas	 que	 pueden	 ordenarse	 se	 encuentran,	 de	 manera
enunciativa,	las	siguientes:
a.	El	 retiro	definitivo	de	 las	bebidas	alcohólicas	 informales,	 adulteradas	o
no	aptas	para	el	consumo	humano.
b.	La	paralización	o	restricción	de	la	actividad	causante	de	la	infracción.
c.	El	 cierre	definitivo,	parcial	 o	 total	del	 local	 o	 establecimiento	donde	 se
lleva	a	cabo	la	actividad	que	ha	generado	la	presunta	infracción.
d.	 Otras	 que	 se	 consideren	 necesarias	 para	 revertir	 o	 disminuir	 en	 lo
posible	 el	 efecto	 nocivo	 que	 la	 conducta	 infractora	 produzca	 o	 hubiera
podido	producir	en	la	salud	y	bienestar	de	las	personas.
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ART.	 28.—Medidas	 preventivas.	 A	 consecuencia	 de	 las	 actividades	 de
supervisión	y	control,	 las	autoridades	competentes	para	sancionar	pueden
disponer	 como	 medida	 preventiva	 el	 comiso	 temporal	 del	 alcohol	 etílico
incautado	cuando	existan	indicios	de	lo	siguiente:
1.	La	omisión	de	inscripción	en	el	Registro	Único	de	manera	previa	al	inicio
de	 actividades	 de	 producción	 de	 bebidas	 alcohólicas	 a	 base	 de	 alcohol
etílico,	comercialización,	transformación,	importación,	exportación,	envase,
reenvase	y	transporte	de	dicho	insumo.
2.	La	omisión	de	renovación	de	la	inscripción	en	el	Registro	Único	antes	de
su	fecha	de	vencimiento.
3.	El	incumplimiento	de	la	obligación	de	verificar	las	solicitudes	de	pedido
de	compra	de	alcohol	etílico	de	acuerdo	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	22.
4.	 La	 comercialización	 o	 suministro	 de	 alcohol	 etílico	 industrial	 o	 de
segunda	sin	desnaturalizar	para	fabricar	bebidas	alcohólicas.
5.	El	alcohol	etílico	industrial	o	de	segunda	está	siendo	o	será	utilizado	para
la	fabricación	de	bebidas	alcohólicas.
Para	ejecutar	las	medidas	preventivas,	la	autoridad	competente	cuenta	con
el	apoyo	de	la	Policía	Nacional	del	Perú.
En	caso	de	que	la	autoridad	policial	constate	directamente	la	existencia	de
indicios	 de	 los	 supuestos	 previstos	 en	 los	 numerales	 4	 y	 5,	 se	 encuentra
facultada	para	proceder	al	comiso	temporal	de	la	mercadería,	levantando	el
acta	correspondiente.
El	acta	debe	ser	remitida	al	Ministerio	de	la	Producción	o	a	sus	direcciones
regionales	de	producción	para	el	inicio	del	correspondiente	procedimiento
administrativo	sancionador.
En	 estos	 casos,	 los	 ingresos	 que	 se	 recaudan	 por	 concepto	 de	 multas
constituyen	 recursos	 directamente	 recaudados,	 en	 partes	 iguales,	 del
Ministerio	de	la	Producción	y	del	Ministerio	del	Interior,	el	que	los	destina	a
la	Policía	Nacional	del	Perú.
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ART.	 29.—Multas	 coercitivas.	 En	 aplicación	 del	 artículo	 199	 de	 la	 Ley
Núm.	 27444,	 Ley	 del	 Procedimiento	 Administrativo	 General,	 el	Ministerio
de	 la	 Producción,	 las	 direcciones	 regionales	 de	 producción,	 la
Superintendencia	 Nacional	 de	 Administración	 Tributaria	 (Sunat)	 y	 las
municipalidades	 distritales	 pueden	 imponer	 multas	 coercitivas	 por	 un
monto	 que	 no	 supere	 el	 monto	 máximo	 de	 la	 multa	 prevista	 para	 las
infracciones	leves,	frente	al	incumplimiento	de	las	obligaciones	accesorias	a
la	sanción,	impuestas	en	el	procedimiento	administrativo	sancionador.
El	 reglamento	 establece	 la	 temporalidad	 en	 la	 imposición	 de	 multas
coercitivas,	así	como	el	monto	de	las	mismas.
Ley	29632.
ART.	30.—Procedimiento	sancionador.	El	procedimiento	administrativo
sancionador	 está	 conformado	por	dos	 (2)	 instancias	 administrativas	 de	 la
municipalidad	distrital	y	se	rige,	en	aquello	no	previsto	en	 la	presente	 ley,
por	lo	dispuesto	en	el	Capítulo	II,	Procedimiento	Sancionador,	del	Título	IV
de	 la	 Ley	 Núm.	 27444,	 Ley	 del	 Procedimiento	 Administrativo	 General.	 El
reglamento	 establece	 precisiones	 adicionales	 al	 procedimiento	 y	 los
órganos	competentes	de	las	entidades	para	su	tramitación.
Los	ingresos	por	multas	constituyen	ingresos	propios	de	la	autoridad	que
las	 impone,	 salvo	 en	 los	 casos	 previstos	 en	 los	 artículos	 11	 y	 28,	 en	 los
cuales	se	rigen	por	estas	disposiciones.
Lo	 que	 se	 recauda	 a	 consecuencia	 de	 las	 multas	 coercitivas	 constituye
ingreso	propio	de	quien	las	impone.
Ley	29632.
ART.	31.—Prescripción.	Las	acciones	para	imponer	sanciones	conforme	a
la	presente	ley	prescriben	a	los	cinco	(5)	años	de	cometida	la	infracción.
Ley	29632.
ART.	 32.—Financiamiento.	 Las	 entidades	 comprendidas	 en	 esta	 ley
sujetan	 la	 aplicación	 de	 la	 misma	 a	 sus	 presupuestos	 institucionales,	 sin
demandar	recursos	adicionales	al	Tesoro	Público.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS
Ley	29632.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Norma	 reglamentaria.
Mediante	decreto	supremo	refrendado	por	 los	ministros	de	 la	Producción,
del	Interior	y	de	Salud,	se	aprueba	el	reglamento	de	esta	ley,	el	mismo	que
será	 publicado	 en	 un	 plazo	 no	 mayor	 de	 noventa	 (90)	 días	 naturales
contado	a	partir	de	la	vigencia	de	la	ley.
Ley	29632.
Segunda	Disposición	Complementaria	Final.—Sistema	de	información	en
línea	sobre	el	Registro	Único.	El	reglamento	establece	 las	características
del	 sistema	 de	 información	 en	 línea	 sobre	 el	 Registro	 Único	 que	 debe
implementar	 el	 Ministerio	 de	 la	 Producción,	 con	 la	 finalidad	 de	 que	 los
agentes	puedan	efectuar	las	verificaciones	a	que	se	refiere	el	artículo	15.
Ley	29632.
Tercera	Disposición	Complementaria	Final.—Adecuación	normativa	por
las	 municipalidades.	 Las	 municipalidades	 adecuan	 y	 dictan	 las
disposiciones	que	sean	necesarias	para	el	cumplimiento	de	 la	presente	 ley
en	un	plazo	de	sesenta	(60)	días	naturales	posteriores	a	 la	publicación	del
reglamento.
Ley	29632.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Registro	 de
Comercializadores	de	Bebidas	Alcohólicas.	Los	distribuidores	de	bebidas
alcohólicas	 están	 obligados	 a	 inscribirse	 en	 el	 Registro	 de
Comercializadores	de	Bebidas	Alcohólicas,	el	cual	tiene	vigencia	indefinida	y
está	a	cargo	del	Ministerio	de	la	Producción	y	sus	direcciones	regionales	de
producción.
Las	 autoridades	 competentes	 comprendidas	 en	 esta	 ley	 tienen	 acceso
directo	a	 la	 información	que	contiene	el	Registro	de	Comercializadores	de
Bebidas	Alcohólicas.
Ley	29632.
Quinta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Bebidas	 que	 constituyen
parte	 del	 Patrimonio	 Cultural	 de	 la	 Nación.	 No	 están	 comprendidas
dentro	del	objeto	de	esta	ley	las	bebidas	alcohólicas	que	están	declaradas	o
forman	 parte	 del	 Patrimonio	 Cultural	 de	 la	 Nación	 ni	 aquellas	 otras	 que
constituyen	 parte	 de	 la	 cultura	 ancestral	 de	 los	 pueblos	 andinos	 y
amazónicos	o	que	se	utilizan	en	las	manifestaciones	de	su	cultura.
Ley	29632.
Sexta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Bebidas	 alcohólicas
artesanales.	Quedan	excluidas	del	objeto	de	esta	ley	las	bebidas	alcohólicas
artesanales.
Ley	29632.
Única	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Plazo	 de	 adecuación.
Las	personas	naturales	y	jurídicas	que	a	la	fecha	de	entrada	en	vigencia	de	la
presente	 ley	 se	 dedican	 a	 las	 actividades	 comprendidas	 en	 el	 artículo	 2°
deben	 adecuarse	 a	 esta	 en	 el	 plazo	 de	 noventa	 (90)	 días	 naturales
posteriores	a	la	publicación	del	reglamento.
C.	P.
ART.	289.—Propagación	de	enfermedades.	El	que,	a	sabiendas,
propaga	una	enfermedad	peligrosa	o	contagiosa	para	 la	salud	de
las	 personas	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	de	tres	ni	mayor	de	diez	años.
Si	 resultan	 lesiones	 graves	 o	 muerte	 y	 el	 agente	 pudo	 prever
estos	resultados,	la	pena	será	no	menor	de	diez	ni	mayor	de	veinte
años.
C.	P.
ART.	 290.—Modificado.	 Ley	 28538,	 Artículo	 Único.	 Ejercicio
ilegal	 de	 la	 medicina.	 Será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	 no	 menor	 de	 un	 año	 ni	 mayor	 de	 cuatro	 años,	 el	 que
simulando	 calidad	 de	 médico	 u	 otra	 profesión	 de	 las	 ciencias
médicas,	que	sin	tener	título	profesional,	realiza	cualquiera	de	las
acciones	siguientes:
1.	 Anuncia,	 emite	 diagnósticos,	 prescribe,	 administra	 o	 aplica
cualquier	medio	supuestamente	destinado	al	cuidado	de	la	salud,
aunque	obre	de	modo	gratuito.
2.	 Expide	 dictámenes	 o	 informes	 destinados	 a	 sustentar	 el
diagnóstico,	la	prescripción	o	la	administración	a	que	se	refiere	el
inciso	1.
La	pena	será	no	menor	de	dos	ni	mayor	de	cuatro	años,	si	como
consecuencia	 de	 las	 conductas	 referidas	 en	 los	 incisos	 1	 y	 2	 se
produjera	alguna	 lesión	 leve;	y	no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de
ocho	años,	si	la	lesión	fuera	grave	en	la	víctima.	En	caso	de	muerte
de	 la	 víctima,	 la	 pena	 privativa	 de	 la	 libertad	 será	 no	menor	 de
seis	ni	mayor	de	diez	años.
C.	P.
ART.	 291.—Ejercicio	desleal	de	 la	medicina.	 El	 que,	 teniendo
título,	anuncia	o	promete	la	curación	de	enfermedades	a	término
fijo	 o	 por	medios	 secretos	 o	 infalibles,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	 de	 libertad	 no	mayor	 de	 dos	 años	 o	 con	 prestación	 de
servicio	comunitario	de	veinte	a	cincuentidós	jornadas.
C.	P.
ART.	 292.—Violación	 de	medidas	 sanitarias.	 El	 que	 viola	 las
medidas	 impuestas	 por	 la	 ley	 o	 por	 la	 autoridad	 para	 la
introducción	 al	 país	 o	 la	 propagación	 de	 una	 enfermedad	 o
epidemia	 o	 de	 una	 epizootía	 o	 plaga	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 seis	 meses	 ni	 mayor	 de	 tres
años	y	con	noventa	a	ciento	ochenta	días	-	multa.
C.	P.
ART.	293.—Venta	de	animales	de	consumo	peligroso.	El	 que,
en	 lugares	 públicos,	 vende,	 preparados	 o	 no,	 animales
alimentados	 con	 desechos	 sólidos,	 contraviniendo	 leyes,
reglamentos	 o	 disposiciones	 establecidas,	 será	 reprimido	 con
pena	privativa	 de	 libertad	no	menor	de	 uno	ni	mayor	de	 cuatro
años	y	ciento	ochenta	a	trescientos	sesenticinco	días	-	multa.
C.	P.
ART.	294.—Modificado.	Ley	29675,	Art.	1°.	Suministro	infiel	de
productos	 farmacéuticos,	 dispositivos	 médicos	 o	 productos
sanitarios.	 El	 que	 teniendo	 o	 no	 autorización	 para	 la	 venta	 de
productos	 farmacéuticos,	 dispositivos	 médicos	 o	 productos
sanitarios,	a	sabiendas,	los	entrega	en	especie,	calidad	o	cantidad
no	correspondiente	a	la	receta	médica	o	distinta	de	la	declarada	o
convenida,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	de	dos	ni	mayor	de	cuatro	años.
Lo	dispuesto	en	el	párrafo	precedente	no	será	aplicable	cuando	el
químico	farmacéutico	proceda	conforme	a	lo	dispuesto	en	el
segundo	párrafo	del	artículo	32	de	la	Ley	29459,	Ley	de	los
Productos	Farmacéuticos,	Dispositivos	Médicos	y	Productos
Sanitarios.
C.	P.
ART.	 294-A.—Incorporado.	 Ley	 29675,	 Art.	 2°.	 Falsificación,
contaminación	 o	 adulteración	 de	 productos	 farmacéuticos,
dispositivos	médicos	 o	 productos	 sanitarios.	 El	 que	 falsifica,
contamina	 o	 adultera	 productos	 farmacéuticos,	 dispositivos
médicos	o	productos	sanitarios,	o	altera	su	fecha	de	vencimiento,
será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	cuatro
ni	mayor	de	diez	años	y	con	ciento	ochenta	a	trescientos	sesenta	y
cinco	días	multa.
El	que,	a	sabiendas,	importa,	comercializa,	almacena,	transporta
o	distribuye	en	las	condiciones	antes	mencionadas	productos
farmacéuticos,	dispositivos	médicos	o	productos	sanitarios,	será
reprimido	con	la	misma	pena.
C.	P.
ART.	294-B.—Incorporado.	Ley	29675,	Art.	2°.
Comercialización	de	productos	farmacéuticos,	dispositivos
médicos	o	productos	sanitarios	sin	garantía	de	buen	estado.
El	que	vende,	importa	o	comercializa	productos	farmacéuticos,
dispositivos	médicos	o	productos	sanitarios	luego	de	producida
su	fecha	de	vencimiento,	o	el	que	para	su	comercialización	los
almacena,	transporta	o	distribuye	en	esa	condición,	será
reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	cuatro	ni
mayor	de	ocho	años	y	con	ciento	ochenta	a	trescientos	sesenta	y
cinco	días	multa.
C.	P.
ART.	 294-C.—Incorporado.	 Ley	 29675,	 Art.	 2°.	 Agravantes.
Cuando	alguno	de	 los	delitos	previstos	en	 los	artículos	286,	287,
288,	294,	294-A	y	294-B	ocasiona	lesiones	graves	o	la	muerte	y	el
agente	pudo	prever,	 la	pena	privativa	de	 libertad	será	no	menor
de	ocho	ni	mayor	de	quince	años.
Si	el	agente	en	los	delitos	previstos	en	los	artículos	294-A	y	294-B
tiene	la	condición	de	director	técnico,	o	quien	haga	sus	veces,	de
un	establecimiento	farmacéutico	o	establecimiento	de	salud,	será
también	reprimido	con	inhabilitación	conforme	a	los	numerales	1,
2	y	4	del	artículo	36.
C.	P.
ART.	295.—Responsabilidad	por	imprudencia.	Cuando	alguno
de	los	delitos	previstos	en	 los	artículos	286	a	289	se	comete	por
culpa,	 la	pena	será	privativa	de	 libertad	no	mayor	de	dos	años	o
de	prestación	de	servicio	comunitario	de	diez	a	treinta	jornadas.
SECCIÓN	II
Tráfico	ilícito	de	drogas
C.	P.
ART.	 296.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1237,	 Artículo	 Único.
Promoción	 o	 favorecimiento	 al	 tráfico	 ilícito	 de	 drogas	 y
otros.	 El	 que	promueve,	 favorece	 o	 facilita	 el	 consumo	 ilegal	 de
drogas	 tóxicas,	 estupefacientes	 o	 sustancias	 psicotrópicas,
mediante	actos	de	 fabricación	o	 tráfico	 será	 reprimido	con	pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	ocho	ni	mayor	de	quince	años	y
con	 ciento	 ochenta	 a	 trescientos	 sesenta	 y	 cinco	 días-multa,	 e
inhabilitación	conforme	al	artículo	36,	incisos	1)	,	2)	y	4)	.	El	que
posea	 drogas	 tóxicas,	 estupefacientes	 o	 sustancias	 psicotrópicas
para	 su	 tráfico	 ilícito	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	 no	 menor	 de	 seis	 ni	 mayor	 de	 doce	 años	 y	 con	 ciento
veinte	a	ciento	ochenta	días-multa.
El	que	introduce	al	país,	produce,	acopie,	provee,	comercialice	o
transporte	materias	 primas	 o	 sustancias	 químicas	 controladas	 o
no	 controladas,	 para	 ser	 destinadas	 a	 la	 elaboración	 ilegal	 de
drogas	 tóxicas,	 estupefacientes	 o	 sustancias	 psicotrópicas,	 en	 la
maceración	o	en	cualquiera	de	sus	etapas	de	procesamiento,	y/o
promueva,	 facilite	 o	 financie	 dichos	 actos,	 será	 reprimido	 con
pena	 privativa	 de	 libertad	 no	menor	 de	 cinco	 ni	 mayor	 de	 diez
años	y	con	sesenta	a	ciento	veinte	días-multa.
El	que	toma	parte	en	una	conspiración	de	dos	o	más	personas
para	promover,	favorecer	o	facilitar	el	tráfico	ilícito	de	drogas,
será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	cinco
ni	mayor	de	diez	años	y	con	sesenta	a	ciento	veinte	días-multa.
PROCESOS	POR	DELITO	DE	TRÁFICO	ILÍCITO	DE	DROGAS	Y	BENEFICIO
Ley	26320.
ART.	2°.—Los	procesos	por	delito	de	tráfico	ilícito	de	drogas	previsto	en	los
artículos	 296,	 298,	 300,	 301	 y	 302	 del	 Código	 Penal,	 podrán	 terminar
anticipadamente.	El	procedimiento	observará	las	siguientes	reglas:
1.	A	iniciativa	del	Ministerio	Público	o	del	procesado,	el	juez	dispondrá,	en
cualquier	momento	una	vez	iniciado	el	proceso	y	antes	que	culmine	el	plazo
de	instrucción	o	investigación,	o,	en	su	caso,	el	plazo	complementario,	pero
por	una	sola	vez,	la	celebración	de	una	audiencia	especial	y	privada,	que	se
realizará	 en	 cuaderno	 aparte	 con	 la	 sola	 asistencia	 de	 dichos	 sujetos
procesales	y	del	abogado	defensor.
2.	En	esta	audiencia,	el	 fiscal	presentará	 los	cargos	que	de	acuerdo	con	 la
investigación	 surjan	 contra	 el	 procesado	 y	 éste	 tendrá	 la	 oportunidad	 de
aceptarlos,	 en	 todo	 o	 en	 parte,	 o	 rechazarlos.	 El	 juez	 deberá	 explicar	 al
procesado	 los	 alcances	 y	 consecuencia	 del	 acuerdo	 y	 las	 limitaciones	 que
representa	a	la	posibilidad	de	controvertir	su	responsabilidad.
3.	Si	el	fiscal	y	el	procesado	llegan	a	un	acuerdo	acerca	de	las	circunstancias
del	 hecho	 punible	 y	 de	 la	 pena	 a	 imponer,	 así	 lo	 declararán	 ante	 el	 juez,
debiéndose	 consignar	 expresamente	 en	 el	 acta	 respectiva.	 El	 procesado
podrá	 condicionar	 el	 acuerdo	 a	 que	 no	 se	 le	 imponga	 pena	 privativa	 de
libertad	efectiva,	cuando	ello	sea	procedente	de	acuerdo	a	las	posibilidades
del	Código	Penal.	El	juez	tendrá	cuarenta	y	ocho	horas	para	dictar	sentencia.
4.	 Si	 el	 juez	 considera	 que	 la	 calificación	 jurídica	 del	 hecho	 punible	 y	 la
pena	a	 imponer,	de	 conformidad	a	 lo	acordado	por	 los	 sujetos	procesales,
son	 correctas	 y	 obra	 prueba	 suficiente,	 dispondrá	 en	 la	 sentencia	 la
aplicación	de	la	pena	indicada	y	la	reparación	civil,	enunciando	en	su	parte
resolutiva	que	ha	habido	acuerdo	de	los	sujetos	procesales.
5.	El	acuerdo	entre	el	procesado	y	el	fiscal	es	inoponible	a	la	parte	civil.	La
sentencia	aprobatoria	del	acuerdo	subirá	en	consulta	a	la	Sala	Penal.	El	auto
que	lo	deniega	es	apelable	en	un	solo	efecto,	en	el	término	de	un	día	por	el
procesado	o	por	el	Ministerio	Público.	La	parte	civil	solo	podrá	solicitar	a	la
Sala	Penal	el	incremento	del	monto	de	la	reparación	civil.
6.	En	el	supuesto	de	procesos	complejos,	ya	sea	por	el	número	de	delitos	–
incluidos	los	conexos	con	el	tráfico	ilícito	de	drogas,	siempre	que	no	sean	de
mayor	gravedad	que	éste–	o	de	inculpados,	se	requerirá	el	acuerdo	de	todos
estos	y	por	todos	los	cargos	que	se	impute	a	cada	uno.	Sin	embargo,	el	juez
podrá	 aprobar	 acuerdos	 parciales,	 siempre	 y	 cuando	 se	 trate	 de	 hechos
punibles	 independientes,	 en	 la	 medida	 en	 que	 los	 procesados,
individualmente	considerados,	acepten	la	integridad	de	los	cargos	que	se	les
incrimina.
7.	Cuando	no	se	 llegue	a	un	acuerdo	o	éste	no	sea	aprobado,	el	 fiscal	y	el
juez	que	participaron	en	 la	audiencia	deberán	ser	reemplazados	por	otros
que	tengan	la	misma	competencia.	En	este	caso	cualquier	declaración	hecha
por	el	procesado	se	tendrá	como	inexistente	y	no	podrá	ser	utilizada	en	su
contra.
Ley	26320.
ART.	 3°.—El	 inculpado	 que	 se	 acoja	 a	 este	 proceso	 especial	 recibirá	 un
beneficio	de	rebaja	de	la	pena	de	una	sexta	parte.	Este	beneficio	es	adicional
y	se	acumulará	al	que	se	reciba	por	confesión.
Ley	26320.
ART.	4°.—Los	sentenciados	por	delito	de	tráfico	 ilícito	de	drogas	previsto
en	los	artículos	296,	298,	300,	301	y	302	del	Código	Penal,	podrán	acogerse
a	 los	beneficios	penitenciarios	de	 redención	de	 la	pena	por	el	 trabajo	y	 la
educación,	semilibertad	y	liberación	condicional,	siempre	que	se	trate	de	la
primera	condena	a	pena	privativa	de	libertad.
Tratándose	 del	 beneficio	 penitenciario	 de	 redención	 de	 la	 pena	 por	 el
trabajo	 y	 la	 educación,	 el	 sentenciado	 por	 el	 delito	 previsto	 en	 el	 artículo
298	del	Código	Penal	 redimirá	 la	pena	a	 razón	de	un	día	de	pena	por	dos
días	de	 labor	efectiva	o	educación.	En	 los	demás	casos,	será	a	razón	de	un
día	de	pena	por	cinco	días	de	labor	efectiva	o	educación.
Los	beneficios	previstos	en	este	artículo	no	alcanzan	a	los	sentenciados	por
los	 delitos	 contemplados	 en	 los	 artículos	 296-A,	 296-B,	 296-C	 y	 297	 del
Código	Penal.
JURISPRUDENCIA.—Acuerdos	plenarios	de	la	Corte	Suprema	no	pueden
imponer	al	juez	penal	un	criterio	para	resolver	las	controversias.	“8.	Si
bien	la	sustitución	o	reducción	de	la	pena	no	importa	un	nuevo	juzgamiento,
ello	no	significa	que	la	actuación	del	juez	penal	se	convierta	en	una	simple
operación	matemática,	sino	que	este	debe	proceder	de	modo	que	la	decisión
que	adopte	en	ese	sentido	sea	razonable	y	proporcional,	además	de	motivada;
esto	es,	que	en	algunos	casos	la	sustitución	de	la	pena	puede	darse	por	debajo
del	nuevo	mínimo,	hasta	el	nuevo	mínimo	o	por	sobre	él	mismo,	siempre	que
sea	inferior	a	la	pena	inicialmente	impuesta,	lo	que	dependerá	de	la	decisión
que	de	manera	justificada	expida	el	juzgador.”	(TC,	Exp.	06157-2008-PHC/TC,
set.	17/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Configuración	del	llamado	“correo	de
drogas”.	“(…)	1)	El	‘correo	de	drogas’,	según	los	lineamientos	expuestos	en	el
fundamento	jurídico	7	del	presente	acuerdo	plenario,	solo	interviene	en	el
transporte	de	drogas	tóxicas,	estupefacientes,	sustancias	psicotrópicas	o
precursores;	es	ajeno	al	núcleo	de	personas,	integradas	o	no	a	una
organización	criminal,	que	lo	captaron	e	hicieron	posible	el	desplazamiento
de	dichos	bienes	delictivos.	Su	labor	se	circunscribe	a	trasladar,
instrumentalmente,	los	bienes	delictivos,	sin	interesar	por	cuenta	de	quien	se
realiza	el	transporte.
2)	El	‘correo	de	drogas’	es	un	coautor	del	delito	de	tráfico	ilícito	de	drogas,
previsto	y	sancionado	en	el	artículo	296	del	Código	Penal.	Se	requerirá,	por
cierto,	que	se	cumplan	los	elementos	objetivos	y	subjetivos	que	integran	el
citado	tipo	legal	básico.
3)	No	es	de	aplicación	al	‘correo	de	drogas’	la	circunstancia	agravante
prevista	en	el	primer	extremo	del	inciso	6)	del	artículo	297	del	Código	Penal,
salvo	lo	señalado	en	el	párrafo	11.	El	simple	concurso	de	tres	o	más	personas
en	el	acto	de	transporte	de	drogas	tóxicas,	estupefacientes,	sustancias
psicotrópicas	o	precursores,	no	es	suficiente	para	su	configuración.	El	agente
ha	de	estar	involucrado	o	haber	participado	en	otras	fases	o	actividades
distintas	–anteriores,	concomitantes	y	posteriores–	de	las	propias	o	específicas
del	acto	singular	de	transporte.	Estas	actividades	significan	un	nexo	más
intenso,	aun	cuando	pueda	ser	ocasional,	con	los	individuos	que	condicionan	y
están	alrededor	de	la	concreción	o	materialización	del	transporte.”	(IV	Pleno
Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente,	Transitorias	y	Especial,
Acuerdo	Plenario	3-2008/CJ-116,	nov.	03/2008)
JURISPRUDENCIA.—Bien	inmueble	incautado	en	un	proceso	sobre	TID
no	puede	reivindicarse.	“Para	que	proceda	la	acción	reivindicatoria	se	tiene
que	acreditar	no	solo	la	propiedad	del	inmueble,	sino	además	que	quien	lo
viene	poseyendo	lo	haga	de	modo	ilegítimo.	Tratándose	de	un	bien	inmueble
incautado	en	un	proceso	sobre	tráfico	ilícito	de	drogas,	no	procede	reivindicar
el	bien,	pues	no	está	acreditada	la	posesión	ilegítima	del	que	viene
poseyéndolo”.	(C.	S.,	Cas.	2147-2013-Lima,	ago.	07/2014.	V.	P.	Estrella	Cama)
JURISPRUDENCIA.—Reparación	 civil	 debe	 fijarse	 en	 función	 a	 la
cantidad	y	dañosidad	de	la	droga	incautada.	“(...)	Tratándose	de	un	delito
de	peligro	abstracto,	de	riesgo	o	de	pura	actividad	como	es	el	tráfico	ilícito	de
drogas,	 cuya	 punibilidad	 por	 demás	 tiene	 origen	 en	 la	 situación	 de	 peligro
eventual	que	nace	de	las	conductas	típicas,	la	reparación	civil	debe	fijarse	en
función	 a	 la	 cantidad	 y	 dañosidad	 de	 la	 droga	 incautada,	 así	 como	 a	 la
magnitud	 o	 entidad	 del	 hecho	 delictivo	 y	 el	 número	 de	 individuos	 que	 han
participado	 en	 su	 comisión,	 sobre	 la	 base	 de	 los	 principios	 de	 suficiencia	 y
razonabilidad	o	proporcionalidad.	(…)”.	(CS.	R.N.	N°	1766-2004-Callao)
JURISPRUDENCIA.—Aplicación	del	error	de	tipo.	“(...)	iniciándose	un
patrullaje	por	la	mencionada	localidad,	e	ingresando	a	una	vivienda;	en	el
registro	respectivo,	si	bien	no	encontraron	armamento	ni	documentación
vinculada	a	dicha	agrupación	subversiva	empero	en	uno	de	los	ambientes	y	al
costado	de	una	cama	se	ubicó	un	saco	de	polietileno	plástico	transparente
conteniendo	catorce	bolas	de	una	sustancia	gelatinosa	de	color	gris	oscura	en
proceso	de	elaboración,	procediéndose	a	levantar	el	acta	de	hallazgo	y	recojo
el	cual	aparece	(...)	siendo	el	caso	que	al	día	siguiente	(...)	se	hizo	presente	en
el	local	policial	el	encausado,	propietario	del	inmueble	intervenido,	indicando
ser	el	dueño	del	costal	hallado,	solicitando	su	devolución,	por	lo	que	se
procedió	a	su	detención;	(...)	niega	los	cargos	en	su	contra,	refiriendo	(...)	un
señor	(...)	acompañado	de	otras	tres	personas	estuvo	libando	licor	en	un	bar
del	cual	es	propietario	(...),	y	al	no	tener	dinero	para	pagarle	(...)	le	dejó
encargado	un	saco	de	polietileno	conteniendo	abono	y	su	libreta	electoral
diciéndole	que	regresaría	al	día	siguiente	para	cancelarle	la	deuda	y	recoger
lo	que	estaba	dejando,	(...)	al	día	siguiente	muy	temprano	se	presentó	el
referido	(...)	a	pagarle	el	dinero	que	adeudaba	y	reclamar	el	saco	que	había
dejado,	contestándole	que	la	policía	se	lo	había	llevado,	ante	lo	cual,	éste
molesto,	le	dijo	que	lo	recuperara,	razón	por	la	cual	se	constituyó	a	la
comisaría	(...),	enterándose	recién	allí,	que	el	contenido	del	saco	era	droga,
añadiendo	que	es	común	en	la	zona	que	clientes	aún	no	conocidos	dejen	en
prenda	sus	cosas	por	deudas	en	el	consumo	de	licor	y	al	poco	tiempo	regresan
a	cancelar	su	deuda;	que,	la	versión	exculpatoria	del	sentenciado	se	encuentra
corroborada	con	el	original	del	documento	de	identidad	–libreta	electoral–
del	referido	(...)	presentándose	un	error	de	tipo	porque	desconocía
absolutamente	que	estaba	en	posesión	del	objeto	material	del	delito	(...)”.
(CSJ,	Exp.	N°	2612-2001,	set.	07/2001.	S.S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Aplicación	 de	 la	 ley	 penal	 más	 favorable.	 “(...)	 En
efecto,	si	una	nueva	ley	resulta	más	gravosa	o	restrictiva	para	los	derechos	del
procesado	 o	 condenado,	 el	 juzgador	 debe	 decidirse	 por	 la	 más	 benigna,	 es
decir,	por	aquella	que	no	importe	una	restricción	más	severa	o	penosa	de	su
libertad	individual.
3.	En	el	caso	de	autos,	en	que	se	produjo	la	refundición	de	las	penas	que	se	le
impusieran	al	actor,	a	efectos	de	fijar	cual	es	la	ley	más	benigna,	cabe	precisar
lo	siguiente:	a)	en	el	Expediente	N°	523-93	se	le	impuso	quince	años	de	pena
privativa	de	la	libertad	por	los	delitos	previstos	en	los	artículos	296	y	297	del
Código	 Penal;	 b)	 en	 el	 Expediente	 N°	 1330-95,	 el	 actor	 fue	 condenado	 a
veinticinco	 años	 de	 pena	 privativa	 de	 la	 libertad	 por	 la	 comisión	 del	 delito
tipificado	 en	 el	 artículo	 297,	 inciso	 4),	 del	 Código	 Penal;	 c)	 la	 primera
sentencia	 estuvo	 referida	 a	 hechos	 acaecidos	 en	 el	 año	 de	 1992,	 cuando	 se
hallaba	 vigente	 la	 Ley	de	Despenalización	N°	24388	que	no	 contemplaba	 la
prohibición	del	beneficio	penitenciario	de	semilibertad;	y,	d)	cuando	se	expidió
la	segunda	sentencia,	regía	 la	Ley	N°	26320,	que	expresamente	estableció	 la
prohibición	del	beneficio	penitenciario	de	semilibertad	para	 los	sentenciados
por	el	delito	contemplado	en	el	artículo	297	del	Código	Penal.
4.	 En	 este	 contexto,	 en	 que	 operó	 una	 refundición	 de	 penas	 para	 su
tratamiento	 penitenciario,	 cabe	 afirmar,	 de	 conformidad	 con	 la	 normativa
constitucional	citada	anteriormente,	que,	si	una	nueva	norma	procesal	como
la	 Ley	 N°	 26320	 resultaba	 menos	 ventajosa	 que	 la	 ley	 anterior	 en	 lo	 que
respecta	a	la	aplicación	del	beneficio	penitenciario	de	semilibertad,	no	puede
tener	efecto	retroactivo,	por	su	carácter	evidentemente	perjudicial.
5.	Por	consiguiente,	el	emplazado	órgano	judicial,	a	efectos	de	 la	aplicación
temporal	de	las	leyes	materia	de	autos,	debió	tener	en	cuenta	la	aplicación	de
la	 Ley	 N°	 24388	 para	 su	 aplicación	 ultractiva,	 por	 ser	 más	 benigna	 para
resolver	la	petición	de	semilibertad	planteada	por	el	actor.
6.	 Siendo	 así,	 este	 Tribunal	 Constitucional	 declara	 estimable	 la	 presente
acción	constitucional,	 en	aplicación	del	artículo	2°	de	 la	Ley	N°	23506.	 (...)”.
(TC,	Exp.	N°	804-2002-HC/TC,	jul.	09/2002.	Pres.	Rey	Terry)
JURISPRUDENCIA.—Encontrar	droga	fuera	del	inmueble	del	investigado
no	 acredita	 la	 existencia	 de	 flagrante	 delito.	 “(...)	 Que	 ninguna
investigación	 preliminar	 sobre	 tráfico	 ilícito	 de	 drogas	 puede	 legitimar	 la
detención	 de	 cualquier	 persona	 si	 no	 se	 acredita	 con	 hechos	 evidentes	 la
configuración	de	los	elementos	constitutivos	del	delito.	El	hecho	de	encontrar
droga	 fuera	 del	 inmueble	 del	 investigado	 no	 acredita	 la	 existencia	 de
flagrante	delito	porque	falta	el	nexo	de	causalidad	entre	el	lugar	de	ubicación
de	la	droga	y	el	detenido,	como	se	da	en	el	presente	caso,	máxime	cuando	la
propia	 autoridad	 policial	 emplazada	 afirma	 (...)	 que	 al	 detenido	 no	 se	 le
encontró	 droga	 alguna	 en	 sus	 bolsillos,	 que	 la	 droga	 se	 halló	 en	 la	 parte
posterior	 del	 inmueble	 intervenido,	 adicionalmente,	 conforme	 al	 certificado
médico	 legal	 (...),	 se	 acredita	 que	 el	 detenido	 no	 presenta	 signos	 de
farmacodependencia.	Ni	la	presencia	del	fiscal	en	la	intervención	judicial	ni	la
orden	 de	 allanamiento	 domiciliado	 decretado	 por	 un	 juez	 legitiman	 las
detenciones	 arbitrarias.	 (...).”	 (TC,	 Exp.	 N°	 818-98-HC/TC,	 ene.	 14/99.	 Pres.
Acosta	Sánchez)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Ley	penal	más	favorable.	“(...)
Establecer	la	siguiente	doctrina	legal,	respecto	a	la	aplicación	del	artículo	6°
del	Código	Penal	en	relación	con	la	Ley	número	28002:
1)	Cuando	la	nueva	ley	disminuye	el	marco	legal	abstracto	con	que	se
conmina	la	infracción	penal	objeto	de	condena	firme,	la	pena	impuesta	con
arreglo	a	la	ley	anterior	ineludiblemente	debe	ser	sustituida;
2)	La	sustitución	de	la	pena	debe	respetar	los	hechos	declarados	probados,	y
las	circunstancias	y	factores	reconocidos	en	el	fallo	como	relevantes	para	la
determinación	judicial	de	la	pena,	los	que	son	inmutables;
3)	La	nueva	pena	a	imponerse	debe	respetar	los	principios	de
proporcionalidad	y	de	legalidad;
4)	Si	se	impuso	el	máximo	o	el	mínimo	legal	con	arreglo	a	la	ley	anterior,	la
nueva	pena	sustituida	debe,	igualmente,	imponer	el	máximo	o	el	mínimo	legal,
respectivamente,	establecida	en	la	nueva	ley;	y,
5)	Si	se	impuso	una	pena	inferior	al	mínimo	legal	estipulado	en	la	ley	anterior
o	ésta	respeta	los	parámetros	de	dicha	ley,	la	nueva	pena	debe,	asimismo,
imponer	una	pena	inferior	al	mínimo	legal	establecida	en	la	nueva	ley	o,	según
el	caso,	una	pena	dentro	de	los	parámetros	de	la	nueva	ley.	En	ambos	casos,	el
nivel	de	disminución	queda	librado	al	tribunal	de	la	sustitución,	a	cuyo	efecto
valorará	el	conjunto	de	factores	y	circunstancias	fijados	en	los	artículos	45	y
46	del	Código	Penal,	así	como	las	demás	previstas	en	la	ley	e	incorporadas	en
la	sentencia.	Otros	factores	que	deben	tomarse	en	consideración	son,	de	un
lado,	el	nuevo	cuadro	de	penas	instituido	por	la	nueva	ley	para	el	conjunto	de
delitos	regulados	por	ella	y	referidos	a	la	misma	sección	modificada;	y,	de	otro
lado,	aunque	sin	ser	estimado	como	el	factor	el	principal	o	preferente,	la
lógica	proporcional	en	relación	a	la	concreta	cuantía	de	la	pena	que	impuso	el
tribunal	originario	(...).”	(CS,	Sent.	Plen.	N°	2-2005/DJ-301-A,	set.	30/2005.	S.S.
Gonzáles	Campos)
JURISPRUDENCIA.—Dejar	caer	envoltorios	con	droga	en	intervención
policial	supone	inmediatez	temporal	e	inmediatez	personal	que
configura	la	flagrancia.	“(…)	se	acredita	que	el	recurrente	fue	intervenido
por	la	policía	en	circunstancias	que	departía	con	otros	sujetos,	uno	de	ellos
sindicado	por	ser	autor	de	constantes	robos,	quienes	al	ser	requeridos	por	las
fuerzas	del	orden	dejaron	caer	una	bolsa	que	contenía	cuatro	envoltorios	con
pasta	básica	de	cocaína	y	marihuana,	así	como	un	cuchillo.	Este	hecho,	a	juicio
del	Tribunal,	supone	la	secuela	de	inmediatez	temporal	e	inmediatez	personal
que	configura	la	flagrancia,	pues	revela	indicios	razonables	de	la
participación	del	recurrente	en	el	delito	que	se	investiga
(microcomercialización	de	droga)”.	(TC,	Exp.	N°	5451-2005-PHC/TC,	feb.
01/2007.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
PLENO	JURISDICCIONAL.—Determinación	y	sustitución	de	pena:
aplicación	de	la	Ley	28002.	“(...).
Tercero.-	Por	mayoría:	Para	una	sustitución	adecuada	y	razonable	de	una
pena	impuesta	en	aplicación	de	las	penas	conminadas	en	los	artículos	296	y
297	del	Código	Penal	antes	de	la	Ley	28002	y	para	evitar	una	valoración	que
lleve	a	una	nueva	pena	concreta,	se	aseguran	los	siguientes	criterios	de
sustitución:
1.	Si	la	pena	impuesta	fue	mayor	a	la	del	nuevo	máximo,	se	reducirá	al	nuevo
máximo	legal.
2.	Si	la	pena	impuesta	fue	el	mínimo	anterior,	se	convertirá	en	el	nuevo
mínimo	legal.
3.	Si	la	pena	impuesta	fue	inferior	al	mínimo	anterior,	pero	mayor	del	nuevo
mínimo,	se	reducirá	al	nuevo	mínimo	legal.
4.	Si	la	pena	impuesta	fue	inferior	al	nuevo	mínimo	legal	y	menor	al	nuevo
máximo	de	la	pena	del	tipo	base	(artículo	296),	no	se	podrá	reducir	la	pena.
Cuarto.-	Por	mayoría:	La	Sala	Penal	puede	sustituir	el	tipo	y	la	pena	de	los
sentenciados	por	tráfico	ilícito	de	drogas	a	quienes	se	aplicó	únicamente	el
artículo	297	del	Código	Penal,	pese	a	que	fueron	condenados	por	la	posesión
de	una	escasa	cantidad	de	droga,	pero	concurriendo	también	circunstancias
agravantes	por	cuanto	el	nuevo	texto	del	artículo	298	párrafo	final	lo	autoriza
y	materializaría	en	efecto	favorable	de	retroactividad	(...)”.	(Pleno
Jurisdiccional	Superior	Nacional	Penal	“Problemática	en	la	aplicación	de	la
norma	penal,	procesal	y	penitenciaria”,	Trujillo	-	2004,	Tema	4)
PLENO	JURISDICCIONAL.—Beneficios	penitenciarios	y	cómputo	de	penas
en	los	delitos	de	TID.	“(...)	Segundo.-	Por	unanimidad:	El	juez	debe	denegar
los	beneficios	penitenciarios	de	semilibertad	o	liberación	condicional	a	los
sentenciados	por	delito	de	tráfico	ilícito	de	drogas,	tipo	base,	cuando	han	sido
condenados	anteriormente	por	el	mismo	delito	de	TID	y	no	cuando	la	anterior
condena	ha	sido	aplicada	por	la	comisión	de	otra	clase	de	delitos.	La	Ley
26320,	artículo	4°,	es	una	ley	especial	que	regula	el	tráfico	ilícito	de	drogas.	En
tal	sentido,	existiendo	una	norma	especializada	en	la	materia	para	este	tipo
delictuoso,	la	negación	del	beneficio	penitenciario	cabe	sólo	si	la	primera
condena	es	de	tráfico	ilícito	de	drogas	en	atención	al	fin	y	la	razón	de	la
norma.
Tercero.-	Por	mayoría:	El	juez	no	debe	denegar	los	beneficios	penitenciarios
de	semilibertad	y	liberación	condicional	tratándose	del	delito	TID,	tipo	base,
cuando	el	peticionario	tuvo	dos	o	más	condenas	anteriores	que	se	refundieron
en	una	sola	porque	al	producirse	la	refundición	de	condenas,	se	convierte	en
una	sola	pena	y	nada	impide	que	este	condenado	pueda	acogerse	a	los
beneficios	penitenciarios	por	la	sencilla	razón	que	si	oportunamente	se
hubiera	acumulado	los	procesos	penales	correspondientes,	se	habría
producido	un	solo	juzgamiento	y	por	consiguiente	hubiera	merecido	una	sola
pena,	no	siendo	causa	imputable	al	reo	que	dichos	procesos	no	se	hayan
acumulado	máxime	si	la	acumulación	puede	funcionar	de	oficio.	(…)”.	(Pleno
Jurisdiccional	Superior	Nacional	Penal	“Problemática	en	la	aplicación	de	la
norma	penal,	procesal	y	penitenciaria”,	Trujillo	-	2004,	Tema	6)
JURISPRUDENCIA.—No	es	inconstitucional	la	proscripción	de	la
semilibertad	a	los	sentenciados	por	TID:	constitucionalidad	de	la	Ley
26320.	“(…)	el	principio	de	igualdad	no	garantiza	que	siempre	y	en	todos	los
casos	deba	tratarse	por	igual	a	todos,	sino	que	las	diferenciaciones	que	el
legislador	eventualmente	pueda	introducir,	obedezcan	a	razones	objetivas	y
razonables.	(…).
5.	Por	consiguiente,	corresponde	determinar	si	el	contenido	de	la	parte	final
del	artículo	4°	de	la	Ley	N°	26320	afecta	el	principio	de	igualdad	o,	por	el
contrario,	contiene	un	trato	diferenciado	perfectamente	constitucional.	(…).
7.	En	ese	sentido,	este	colegiado	considera	que	la	norma	impugnada	no	es
inconstitucional,	pues	establece	un	trato	diferenciado	que	se	encuentra
plenamente	justificado,	no	sólo	en	razón	de	las	modalidades	delictivas
excluidas	del	goce	de	los	beneficios	penitenciarios	por	el	legislador	ordinario,
sino	y	principalmente	por	el	contenido	del	artículo	8°	de	la	Constitución,
precepto	que	proyecta	desde	ella	una	política	de	interés	nacional	en	la
erradicación	absoluta	de	este	flagelo	social	(…).”	(TC,	Exp.	02345-2009-
PHC/TC,	set.	16/2009.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Sentencia	de	segunda	instancia	que	salta	del	delito
base	al	delito	agravado	cae	en	la	reforma	en	peor.	“3.	En	esa	resolución	se
declara	fundada	la	demanda	de	hábeas	corpus	y	se	ordena	emitir	nueva
resolución	luego	de	evaluar	en	sus	fundamentos	segundo	y	tercero	la
existencia	de	una	reformatio	inpeius.	La	sala	expresa	que	‘(...)	el	tribunal
supremo	estaba	limitado	a	confirmar	la	pena,	reducida	o	absolver	al
beneficiado	e	impedido	de	variar	la	calificación	delictiva,	ello	en	aplicación	del
principio	tantum	devolutum	quantum	appellatum.	Si	bien	el	quantum	de	la
sanción	no	fue	variado,	establecer	dicha	consecuencia	jurídica	bajo	la	figura
agravada,	conlleva	a	la	generación	de	consecuencias	negativas	en	la	situación
jurídica	del	impugnante	en	razón	que	la	figura	agravada	del	delito	de	tráfico
ilícito	de	drogas	no	cuenta	con	beneficios	penitenciarios	de	prelibertad’,
agregando	que	‘(...)	este	empeoramiento	de	la	situación	del	beneficiado	en
virtud	únicamente	de	su	iniciativa	de	impugnar	una	sentencia	con	cuyo
contenido	sancionatorio	no	estaba	de	acuerdo	con	la	finalidad	de	obtener	un
beneficio	luego	de	la	revisión	efectuada	por	el	tribunal	supremo,	y	no	un
perjuicio,	ha	supuesto	una	reforma	peyorativa,	por	la	respuesta	que	el	órgano
revisor	ha	dado	a	la	pretensión,	agravando	la	calificación	del	tipo	penal	al
resolver	el	recurso	de	nulidad	y	en	consecuencia,	la	lesión	del	derecho
fundamental	invocado’.
4.	Como	se	aprecia	de	las	razones	expuestas	por	el	juez	constitucional,	aquel
ya	advirtió	la	existencia	de	una	reforma	en	peor,	por	lo	que	el	mandato	en	el
sentido	que	la	sala	emplazada	emita	nueva	resolución,	debe	ser	ejecutado	en
los	términos	que	la	propia	sentencia	establece,	sea	en	su	parte	resolutiva	o	en
sus	fundamentos;	sin	embargo,	ello	no	ocurrió	en	el	caso	de	autos,	en	tanto
que	la	sala	emplazada	en	el	precitado	proceso	de	hábeas	corpus,	se	permitió
interpretar	el	contenido	de	la	sentencia,	entendiendo	que	el	mandato
dispuesto	en	ella	era	para	que	emitiera	un	nuevo	pronunciamiento	sobre	el
pedido	de	adecuación	de	la	pena	y	no	para	realizar	la	misma,	cuando	del
contenido	de	dicha	sentencia	fluye	justamente	lo	contrario,	esto	es,	que	al
verificarse	la	existencia	de	la	reformatio	in	peius,	resulta	necesario	proceder
conforme	a	lo	solicitado’.”	(TC,	Exp.	3481-2005-PHC/TC,	jun.	27/2005.	S.	S.
Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—La	flagrancia	delictiva	se	configura	si	se	encuentra
droga	en	el	inmueble	del	recurrente.	“El	derecho	a	la	inviolabilidad	de
domicilio,	reconocido	en	el	artículo	2.9	la	Constitución	Política,	garantiza	que
nadie	ingrese	a	un	domicilio	sin	consentimiento	de	su	ocupante,	a	menos	que
medie	orden	judicial,	flagrante	delito	u	otras	causas	señaladas	en	la	norma
fundamental.	En	ese	sentido,	este	colegiado	considera	que	tal	derecho	no	ha
sido	vulnerado,	pues	tal	como	consta	en	el	acta	de	registro	domiciliario
suscrita	por	el	representante	del	Ministerio	Público,	el	registro	domiciliario	se
efectuó	con	el	consentimiento	de	sus	ocupantes.
3.	El	accionante	también	alega	que	la	detención	efectuada	contra	sus
defendidos	es	arbitraria	puesto	que	no	estuvo	basada	en	delito	flagrante.	Al
respecto,	es	necesario	señalar	que,	tal	como	consta	en	la	referida	acta	de
registro,	se	encontró	droga	en	el	inmueble	que	ocupaban	los	beneficiarios,	con
lo	cual	se	configura	la	flagrancia	delictiva”.	(TC,	Exp.	1601-2003-HC/TC,	ago.
12/2003.	S.	S.	Bardelli	Lartirigoyen)
C.	P.
ART.	 296-A.—Modificado.	 D.	 Leg.	 982.	 Art.	 2°.
Comercialización	 y	 cultivo	 de	 amapola	 y	 marihuana	 y	 su
siembra	compulsiva.	El	que	promueve,	favorece,	financia,	facilita
o	 ejecuta	 actos	 de	 siembra	 o	 cultivo	 de	 plantas	 de	 amapola	 o
adormidera	de	la	especie	papaver	somníferum	o	marihuana	de	la
especie	 cannabis	 sativa	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	no	menor	 de	 ocho	 años	 ni	mayor	 de	 quince	 años	 y	 con
ciento	 ochenta	 a	 trescientos	 sesenta	 y	 cinco	 días-multa	 e
inhabilitación	conforme	al	artículo	36,	incisos	1,	2	y	4.
El	 que	 comercializa	 o	 transfiere	 semillas	 de	 las	 especies	 a	 que
alude	 el	 párrafo	 anterior	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	 no	menor	 de	 cinco	 ni	mayor	 de	 diez	 años	 y	 con	 ciento
veinte	a	ciento	ochenta	días-multa.
La	pena	será	privativa	de	libertad	no	menor	de	dos	ni	mayor	de
seis	años	y	de	noventa	a	ciento	veinte	días-multa	cuando:
1.	 La	 cantidad	 de	 plantas	 sembradas	 o	 cultivadas	 no	 exceda	 de
cien.
2.	 La	 cantidad	 de	 semillas	 no	 exceda	 de	 la	 requerida	 para
sembrar	el	número	de	plantas	que	señala	el	inciso	precedente.
Será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de
veinticinco	ni	mayor	de	treinta	y	cinco	años	el	que,	mediante
amenaza	o	violencia,	obliga	a	otro	a	la	siembra	o	cultivo	o	al
procesamiento	ilícito	de	plantas	de	coca,	amapola	o	adormidera
de	la	especie	papaver	somníferum,	o	marihuana	de	la	especie
cannabis	sativa.
NOTAS:	1.	El	artículo	296-B	fue	derogado	por	la	Ley	27765	y	luego	incorporado	por	la	Ley	29037.
Los	artículos	296-C	y	296-D	a	su	vez,	derogados	por	la	Ley	28002,	Art.	3°.
2.	Segundo	párrafo	según	Fe	de	Erratas	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”,	el	02.08.2007.
3.	El	Decreto	Legislativo	1106,	publicado	el	20	de	abril	del	2012,	derogó	expresamente	la	Ley	27765
(Ley	Penal	contra	el	Lavado	de	Activos)	y	su	modificatoria	(D.	Leg.	986).
POLÍTICA	ANTIDROGAS
Const.
ART.	 8°.—El	 Estado	 combate	 y	 sanciona	 el	 tráfico	 ilícito	 de	 drogas.
Asimismo,	regula	el	uso	de	los	tóxicos	sociales.
C.	P.
ART.	 296-B.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1237,	 Artículo	 Único.
Tráfico	 ilícito	de	 insumos	químicos	y	productos	fiscalizados.
El	 que	 importa,	 exporta,	 fabrica,	 produce,	 prepara,	 elabora,
transforma,	 almacena,	 posee,	 transporta,	 adquiere,	 vende	 o	 de
cualquier	 modo	 transfiere	 insumos	 químicos	 o	 productos
fiscalizados,	 contando	 con	 las	 autorizaciones	 o	 certificaciones
respectivas,	hace	uso	indebido	de	las	mismas,	para	ser	destinadas
a	 la	 elaboración	 ilegal	 de	 drogas	 tóxicas,	 estupefacientes	 o
sustancias	psicotrópicas,	en	cualquier	etapa	de	su	procesamiento,
será	reprimido	con	pena	privativa	de	 libertad	no	menor	de	siete
ni	mayor	de	doce	años	y	con	ciento	veinte	a	ciento	ochenta	días
multa	e	inhabilitación	conforme	al	artículo	36,	incisos	1,	2	y	4.
El	que,	contando	con	las	autorizaciones	o	certificaciones
respectivas	para	realizar	actividades	con	insumos	químicos	y
productos	fiscalizados	en	zona	de	producción	cocalera,	emite
reportes,	declaraciones,	informes	de	obligatorio	cumplimiento	u
otros	similares,	conteniendo	datos	de	identidad	falsos	o	simulados
del	destinatario,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no
menor	de	cuatro	ni	mayor	de	ocho	años	y	con	ciento	veinte	a
ciento	ochenta	días-multa	e	inhabilitación	conforme	al	artículo	36,
incisos	1,	2	y	4.
NOTAS:	1.	Texto	según	Fe	de	Erratas	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	08	de	octubre	del
2015.
2.	La	Primera	Disposición	Transitoria	de	la	Ley	29037	otorga	un	plazo	no	mayor	de	sesenta	(60)	días
a	partir	de	la	publicación	de	su	reglamento,	para	que	cualquier	persona	natural	o	jurídica	declare	ante
las	autoridades	competentes	y	entregue,	a	la	Oficina	Ejecutiva	de	Control	de	Drogas	del	Ministerio	del
Interior,	a	través	de	las	Unidades	Antidrogas	de	la	Policía	Nacional	del	Perú,	los	insumos	químicos	y
productos	fiscalizados	que	no	se	encuentran	dentro	de	las	actividades	sujetas	a	control	y	fiscalización
por	la	Ley	28305	o	adquiridas	antes	o	durante	la	vigencia	del	Decreto	Ley	25623,	sin	sanción	alguna	y
previo	pago	de	la	tasa	respectiva	para	su	neutralización,	destrucción	o	transferencia,	según
corresponda.
3.	La	Primera	Disposición	Final	precisa	que	la	Ley	29037	entrará	en	vigencia	al	día	siguiente	de	la
publicación	de	sus	normas	reglamentarias,	las	que	deberán	ser	aprobadas	en	un	plazo	no	mayor	de
treinta	(30)	días	contados	a	partir	del	día	siguiente	de	la	publicación	de	esta	ley	en	el	Diario	Oficial	“El
Peruano”	(12	de	junio	del	2007).	El	día	26	junio	se	publicó	la	Fe	de	Erratas	de	la	Ley	29037,	que
corrige	la	numeración	de	sus	artículos.
C.	P.
ART.	 297.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1237,	 Art.	 Único.	 Formas
agravadas.	La	pena	será	privativa	de	libertad	no	menor	de	quince
ni	 mayor	 de	 veinticinco	 años,	 de	 ciento	 ochenta	 a	 trescientos
sesenta	 y	 cinco	 días-multa	 e	 inhabilitación	 conforme	 al	 artículo
36,	incisos	1)	,	2),	4)	,	5)	y	8)	cuando:
1.	El	agente	comete	el	hecho	abusando	del	ejercicio	de	la	función
pública.
2.	El	agente	tiene	la	profesión	de	educador	o	se	desempeña	como
tal	en	cualquiera	de	los	niveles	de	enseñanza.
3.	 El	 agente	 es	 médico,	 farmacéutico,	 químico,	 odontólogo	 o
ejerce	otra	profesión	sanitaria.
4.	El	hecho	es	cometido	en	el	 interior	o	en	 inmediaciones	de	un
establecimiento	de	enseñanza,	centro	asistencial,	de	salud,	recinto
deportivo,	lugar	de	detención	o	reclusión.
5.	El	agente	vende	drogas	a	menores	de	edad,	o	los	utiliza	para	la
venta	o	emplea	a	una	persona	inimputable.
6.	El	hecho	es	cometido	por	tres	o	más	personas,	o	en	calidad	de
integrante	de	una	organización	criminal	dedicada	al	tráfico	ilícito
de	 drogas,	 o	 al	 desvío	 de	 sustancias	 químicas	 controladas	 o	 no
controladas	o	de	materias	primas	 a	 que	 se	 refieren	 los	 artículos
296	y	296-B.
7.	 La	 droga	 a	 comercializarse	 o	 comercializada	 excede	 las
siguientes	 cantidades:	 veinte	 kilogramos	 de	 pasta	 básica	 de
cocaína	o	sus	derivados	ilícitos,	diez	kilogramos	de	clorhidrato	de
cocaína,	cinco	kilogramos	de	látex	de	opio	o	quinientos	gramos	de
sus	derivados,	y	cien	kilogramos	de	marihuana	o	dos	kilogramos
de	 sus	 derivados	 o	 quince	 gramos	 de	 éxtasis,	 conteniendo
Metilendioxianfetamina	 -	 MDA,	 Metilendioximetanfetamina	 -
MDMA,	Metanfetamina	o	sustancias	análogas.
La	 pena	 será	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 veinticinco	 ni
mayor	de	 treinta	y	cinco	años	cuando	el	agente	actúa	como	 jefe,
dirigente	o	cabecilla	de	una	organización	dedicada	al	tráfico	ilícito
de	drogas	o	insumos	para	su	elaboración.
Igual	pena	se	aplicará	al	agente	que	se	vale	del	tráfico	ilícito	de
drogas	para	financiar	actividades	terroristas.
PLENO	 JURISDICCIONAL.—Aplicación	 de	 las	 agravantes	 del	 tráfico
ilícito	 de	 drogas:	 pluralidad	 de	 agentes,	 ejecución	 del	 delito,
conocimiento	y	desición	conjunta.	“(...)	El	objeto	de	la	norma	antes	descrita
es	sancionar	con	severidad	–por	su	carácter	agravado–	a	quienes	participan
en	 la	 comisión	 del	 delito	 de	 tráfico	 ilícito	 de	 drogas	 en	 tanto	 integran	 un
conjunto	de	tres	o	más	personas.	A	este	respecto	es	de	destacar	y	señalar	que:
a)	La	sola	existencia	o	concurrencia,	 sin	más,	de	una	pluralidad	de	agentes
(tres	o	más)	en	la	comisión	del	delito	de	tráfico	ilícito	de	drogas	no	tipifica	la
circunstancia	 agravante	 del	 artículo	 297.6	 del	 Código	 Penal,	 pues	 tal
consideración	 violaría	 el	 principio	 de	 proscripción	 de	 la	 responsabilidad
objetiva	(artículo	VII	del	título	preliminar	del	Código	Penal).
b)	La	simple	ejecución	del	delito,	sin	que	exista	concierto	entre	por	lo	menos
tres	participantes,	no	es	suficiente	para	concretar	la	circunstancia	agravante
antes	citada.	Es	imperativo,	el	conocimiento	por	parte	de	cada	participante	de
la	 intervención	 de	 por	 lo	 menos	 tres	 personas	 en	 la	 comisión	 del	 delito.	 Es
decir,	la	existencia	a	intervención	de	tres	o	más	agentes	en	el	tráfico	ilícito	de
drogas	debió	ser	para	el	agente,	por	lo	menos,	conocida	y	contar	con	ella	para
su	comisión,	para	que	su	conducta	delictiva	pueda	ser	subsumida	en	el	citado
inciso	6)	del	artículo	297	del	Código	Penal.
c)	 Es	 entonces	 el	 conocimiento,	 según	 las	 pautas	 ya	 descritas,	 un	 elemento
esencial	que	debe	estar	presente	y	ser	ponderado	por	el	órgano	jurisdiccional.
Si	quien	participa	en	el	hecho,	como	parte	de	un	plan	determinado,	no	conoce
que	 en	 el	 mismo	 interviene	 –o	 necesariamente	 intervendrán–	 por	 lo	menos
tres	personas,	incluida	él,	no	será	posible	ser	castigado	por	dicha	agravante.
d)	La	decisión	conjunta	o	común	del	hecho	en	sus	rasgos	esenciales	de	por	lo
menos	tres	personas,	sin	perjuicio	de	su	concreta	actuación	material,	es
esencial	para	poder	vincular	funcionalmente	los	distintos	aportes	al	delito	en
orden	a	la	agravante	en	mención.	Al	no	presentarse	tal	decisión,	que	exige	el
conocimiento	de	la	intervención	de	por	lo	menos	otras	dos	personas,	no	será
posible	calificar	el	hecho,	para	la	persona	concernida,	en	el	inciso	6)	del
artículo	297	del	Código	Penal	(...).”	(CSJ.	set.	30/2005,	Ac.	Plen.	N°	3-2005/CJ-
116.	S.S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—La	aplicación	de	la	pena	de
inhabilitación	en	los	casos	de	TID.	“Es	innegable	que	el	legislador,	tal	y
como	ha	regulado	la	pena	de	inhabilitación	y	en	concreto	la	prevista	en	el
inciso	7°	del	artículo	36	del	Código	Penal	(la	suspensión	de	la	autorización
para	conducir	cualquier	tipo	de	vehículo),	quiere	evitar	que	el	condenado
pueda	valerse	de	su	condición	para	perpetrar	delitos	futuros,	esto	es,	la
regulación	legal	ciertamente	también	está	pensada	hacia	adelante;
asignándole	un	plus	de	penalidad	que	se	aplica	a	aquel	que	se	ha	prevalido	de
ciertas	condiciones	que	el	ordenamiento	jurídico	administrativo	le	otorgó	y
que	defraudó.
7.6.	De	esta	forma,	el	presente	precedente	vinculante,	se	engarza	con	la
‘obligación	constitucional	del	Estado	peruano	de	diseñar	una	política	criminal
eficiente	para	sancionar	el	tráfico	ilícito	de	drogas’,	criminalizando	el	delito
de	tráfico	ilícito	de	drogas	con	penas	severas	proporcionales	a	los	bienes
constitucionalmente	protegidos	que	se	afligen;	lo	contrario,	significaría
incurrir	en	una	infracción	constitucional	por	parte	de	las	autoridades
competentes	para	ello.	Y	es	que	no	debe	olvidarse	que	el	carácter	pluriofensivo
del	delito	de	tráfico	ilícito	de	drogas	en	relación	con	los	valores	básicos	del
orden	constitucional	pone	en	estado	de	alarma	y	peligro	las	bases	sociales	y
amenaza	la	propia	existencia	del	Estado.	Se	trata,	en	definitiva,	de	una	tarea
constitucionalmente	exigible	al	Estado	peruano	para	que	adopte	las	diversas
medidas	legislativas	y	administrativas	destinadas	a	sancionar	eficazmente
dicho	delito.
7.7.	En	consecuencia,	en	tanto	el	legislador	amplíe	los	supuestos
inhabilitadores	contenidos	en	el	artículo	297	del	Código	Penal,	abarcando	la
incapacidad	para	conducir	vehículos,	se	deberá	proceder	conforme	a	lo
expuesto	en	el	acápite	7.2.	de	la	presente	ejecutoria	suprema”.	(CS,	R.	N.	3544-
2011-Ayacucho,	oct.	16/2012.	V.	P.	Rodríguez	Tineo)
NOTA:	La	Resolución	3544-2011-Ayacucho	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	06	de
febrero	del	2014.
JURISPRUDENCIA.—Doctrina	jurisprudencial	vinculante:	Corte	Suprema
exige	tres	condiciones	para	configurar	agravante	por	tráfico	ilícito	de
drogas	(inc.	3	del	Art.	297	del	Código	Penal).	“Para	configurar	la
agravante	por	tráfico	ilícito	de	drogas,	contenida	en	el	inc.	3	del	artículo	297,
el	sujeto	activo	debe	cumplir	con	las	siguientes	condiciones:	a)	Posea	título
profesional	universitario,	es	decir,	el	sujeto	activo	debe	haber	obtenido	la
licenciatura	en	la	especialidad	de	alguna	profesión	sanitaria.	b)	Ser	miembro
de	un	colegio	profesional,	pues	el	agente	deberá	encontrarse	habilitado	para
ejercer	su	profesión	por	un	colegio	profesional;	c)	Realizar	conductas
destinadas	al	tráfico	ilícito	de	drogas	en	el	desarrollo	de	sus	actividades
profesionales,	pues	el	agente	deberá	realizar	el	injusto	de	acuerdo	con	las
funciones	propias	de	su	profesión”.	(C.	S.,	Cas.	738-2014-Cajamarca,	set.
29/2015.	S.	S.	Villa	Stein)
NOTA:	La	Casación	N°	738-2014-Cajamarca	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	23	de
enero	del	2016.
JURISPRUDENCIA.—Agravación	por	pluralidad	de	agentes	no	procede	si
uno	de	los	tres	procesados	es	absuelto.	“(...)	a)	se	aprecia	de	autos	que	el
beneficiario	de	esta	acción	(…)	fue	procesado,	juntamente	con	(…)	por	el	delito
contra	la	salud	pública-tráfico	ilícito	de	drogas,	y	condenado	(…)	a	la	pena
privativa	de	libertad	de	seis	años,	por	el	tipo	penal	previsto	en	el	inciso	7)	del
artículo	297	del	Código	Penal;	b)	el	mismo	beneficiario,	en	reiteradas
oportunidades,	ha	solicitado	la	adecuación	del	tipo	penal	aplicable,	aduciendo
que	el	correspondiente	a	su	caso	es	el	previsto	en	el	artículo	296	del	mismo
cuerpo	legal,	puesto	que	el	hecho	delictuoso	fue	cometido	por	menos	de	tres
personas,	esto	es,	por	él	y	por	(…)	por	lo	que	–sostiene–	no	se	presentaba	el
supuesto	previsto	en	el	inciso	7)	del	artículo	297	del	Código	Penal,	referido	al
agravante	que	se	configura	cuando	el	hecho	es	cometido	por	3	o	más	personas
o	el	agente	activo	integra	una	organización	dedicada	al	tráfico	ilícito	de
drogas	a	nivel	nacional	o	internacional;	c)	por	consiguiente,	y	constatándose
de	la	mencionada	sentencia	que	el	hecho	delictuoso	fue	cometido	solamente
por	dos	personas,	dado	que	el	tercer	procesado	(…)	fue	absuelto	al	haberse
corroborado	que	no	participó	en	el	evento	delictivo,	la	reiterada	denegatoria
de	la	adecuación	del	tipo	penal	solicitada	por	(…)	vulnera	su	derecho
constitucional	al	debido	proceso	entendido	en	términos	fundamentalmente
sustantivos;	d)	Debe	entenderse,	en	todo	caso,	que	aun	cuando	las	autoridades
jurisdiccionales	tienen	la	libertad	para	discernir	las	situaciones	en	las	cuales
aplican	las	normas	de	acuerdo	con	las	particularidades	de	cada	caso,	el
ordenamiento	jurídico	no	las	faculta	a	que	omitan	resolver	conforme	al
Derecho,	cuando	éste	establece	imperativamente	determinadas	reglas	para
determinadas	situaciones.	En	el	caso	de	autos	queda	claro	que	no	sólo	se	ha
incumplido	con	los	mandatos	establecidos	por	la	ley	al	no	haberse	observado
la	regla	impuesta	por	el	artículo	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	2727-2003-HC/TC,	oct.
04/2004.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—La	 agravante	 obedece	 no	 a	 la	 cantidad	 de	 droga
incautada	sino	a	 la	modalidad	empleada.	 “(...)	 si	 bien	 el	 artículo	297	del
Código	Penal,	por	el	cual	se	condenó	a	la	accionante,	fue	modificado	por	la	Ley
Nº	 28002,	 sin	 embargo	 dicha	 norma	 penal	 no	 ha	 sufrido	 modificación
respecto	a	la	tipicidad	precisada	por	el	artículo	297,	inciso	4)	con	el	que	esta
fue	 condenada;	 es	 decir,	 la	 modificación	 mantiene	 como	 hecho	 delictuoso
agravado	 la	comercialización	de	drogas	en	el	 interior	de	un	establecimiento
penal,	 en	 razón	 no	 a	 la	 cantidad	 de	 droga	 incautada	 sino	 a	 la	 modalidad
empleada	 por	 el	 agente	 activo	 del	 delito	 y	 al	 peligro	 concreto	 que	 dicha
comercialización	representa.
A	mayor	abundamiento,	 si	bien	el	artículo	298	del	Código	Penal	 contempla
una	pena	diferente,	ésta	se	encuentra	dentro	del	límite	de	los	10	años	de	pena
privativa	de	la	libertad	que	le	fueran	impuestos	a	la	demandante,	de	lo	que	se
desprende	que,	en	el	presente	caso,	 se	ha	respetado	el	principio	de	 legalidad
penal.	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 4310-2004-HC/TC,	 dic.	 10/2004.	 Pres.	 Bardelli
Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Aplicación	 del	 tipo	 agravado	 por	 pluralidad	 de
agentes	cuando	se	encuentran	ausentes	los	otros	imputados	no	vulnera
la	 presunción	 de	 inocencia.	 “(…)	 por	 la	 presunción	 iuris	 tántum	 a	 todo
procesado	se	 le	considera	 inocente	mientras	no	se	 le	pruebe	su	culpabilidad,
vale	 decir,	 hasta	 que	 no	 se	 exhiba	 prueba	 en	 contrario,	 y	 rige	 desde	 el
momento	 en	 que	 se	 imputa	 a	 alguien	 la	 comisión	 de	 un	 delito,	 quedando	 el
acusado	en	una	suerte	de	estado	de	sospecha	durante	toda	la	tramitación	del
proceso,	 el	 cual	 sólo	 tendrá	 fin	 cuando	 se	 expida	 la	 sentencia	 que	 resuelva
definitivamente	 el	 caso	 (…)	 Sin	 embargo	 (…)	 el	 derecho	 a	 la	 presunción	 de
inocencia	 tiene	 un	 doble	 carácter.	 Esto	 es,	 que	 no	 solamente	 es	 un	 derecho
subjetivo	 sino	 también	 una	 institución	 objetiva	 dado	 que	 comporta
determinados	valores	inherentes	al	ordenamiento	constitucional,	por	lo	que	el
derecho	fundamental	a	la	presunción	de	inocencia	no	es	un	derecho	absoluto
sino	relativo.	De	ahí	que	en	nuestro	ordenamiento	se	admitan	determinadas
medidas	 cautelares	 personales	 –como	 la	 detención	 preventiva	 o	 detención
provisional–,	sin	que	ello	signifique	su	afectación;	siempre	claro	está	que	tales
medidas	 sean	 dictadas	 bajo	 criterios	 de	 razonabilidad	 y	 proporcionalidad.
Parte	de	esa	 relatividad	del	derecho	a	 la	presunción	de	 inocencia	 se	vincula
también	al	hecho	de	que	dicho	derecho	incorpora	una	presunción	iuris	tántum
y	no	una	presunción	absoluta;	de	lo	cual	se	deriva,	como	lógica	consecuencia,
que	 la	 presunción	 de	 inocencia	 puede	 ser	 desvirtuada	 o	 destruida	mediante
una	mínima	actividad	probatoria	(…)	En	el	presente	caso	ambos	beneficiarios
alegan	que	para	su	caso	debe	aplicarse	la	adecuación	del	tipo	penal	previsto
en	el	artículo	297,	inciso	6),	del	Código	Penal	al	tipo	base,	puesto	que	al	estar
ausentes	los	otros	dos	imputados	no	puede	sostenerse	que	el	delito	haya	sido
cometido	 por	 tres	 personas	 Tal	 argumento	 no	 es	 compartido	 por	 este
Tribunal,	pues	como	ya	se	señaló	anteriormente	el	derecho	a	la	presunción	de
inocencia	 no	 comporta	 una	 presunción	 absoluta	 sino	 una	 presunción	 iuris
tántum.	 Por	 eso	 mismo,	 tal	 presunción	 puede	 quedar	 desvirtuada	 sobre	 la
base	de	una	mínima	actividad	probatoria	 (…)	 el	 hecho	de	que	 el	 juez	penal
haya	ordenado	la	reserva	del	proceso	en	cuanto	a	las	dos	últimas	personas	se
sustenta	 en	 que	 existen	 evidencias	 suficientes	 que,	 llegado	 el	 momento,
justificarán	una	condena;	de	lo	contrario	se	les	habría	absuelto,	toda	vez	que
lo	que	la	Constitución	(artículo	139,	inciso	12)	prohíbe	es	que	una	persona	sea
condenada	 en	 ausencia,	 mas	 no	 que	 sea	 absuelta.	 En	 consecuencia,	 no	 se
advierte	la	alegada	violación	de	los	derechos	fundamentales	invocados	por	los
beneficiarios.	 (…)”	 (TC,	 Exp.	 N°	 10166-2005-PHC/TC,	 mar.	 09/2007.	 Pres.
Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Sustitución	de	la	pena	debe	precisar	primero	si	la
modificación	afecta	los	términos	de	la	prohibición	penal.	“(…)	12.	Este
tribunal	advierte	que	el	presente	caso	es	un	supuesto	especial	de	sustitución
de	pena,	pues	exige	previamente	a	la	nueva	individualización	de	la	pena,	que
el	órgano	jurisdiccional	determine	si	la	modificatoria	legal	efectivamente	ha
modificado	los	términos	de	la	prohibición	penal,	de	modo	tal	que	la	conducta
en	la	que	incurrió	la	favorecida	ya	no	se	encontraba	prevista	en	el	tipo
agravado	sino	en	el	tipo	base.	(…).
En	este	sentido,	el	pedido	de	sustitución	de	pena	exigirá	en	el	presente	caso,
por	parte	del	órgano	jurisdiccional,	que	se	evalúe	si	la	modificatoria	legal
efectivamente	supone	una	modificación	del	contenido	de	la	prohibición.	(…).”
(TC,	Exp.	03398-2009-PHC/TC,	ago.	31/2009.	S.S.	Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—Reparación	civil	en	los	delitos	de	peligro	se	calcula
en	función	de	lo	incautado,	de	la	magnitud	o	entidad	del	hecho	y	del
número	de	agentes	participantes.	“(...)	tratándose	de	un	delito	de	peligro
abstracto,	de	riesgo	o	de	pura	actividad	como	es	el	tráfico	ilícito	de	drogas,
cuya	punibilidad	por	lo	demás	tiene	origen	en	la	situación	de	peligro	eventual
que	nace	de	las	conductas	típicas,	la	reparación	civil	debe	fijarse	en	función	a
la	cantidad	y	dañosidad	de	la	droga	incautada,	así	como	a	la	magnitud	o
entidad	del	hecho	delictivo	y	el	número	de	individuos	que	han	participado	en
su	comisión,	sobre	la	base	de	los	principios	de	suficiencia	y	razonabilidad	o
proporcionalidad;	que,	en	el	presente	caso,	se	trató	de	una	tenencia	con	fines
de	tráfico	al	exterior	de	cuatrocientos	sesentiocho	gramos	de	clorhidrato	de
cocaína	ingeridas	mediante	cápsulas,	a	cuyo	efecto	el	imputado	debió	ser
evacuado	a	un	hospital	del	Estado,	delito	en	el	que	han	Intervenido,	por	lo
menos,	otros	dos	individuos	en	Brasil	y	Perú;	que,	siendo	así,	el	monto	de	la
reparación	civil	debe	incrementarse	prudencialmente”.	(CS,	R.	N.	1766-2004-
Callao,	set.	21/2004.	S.	S.	San	Martín	Castro)
C.	P.
ART.	 298.—Modificado.	 D.	 Leg.	 982,	 Art.	 2°.
Microcomercialización	 o	 microproducción.	 La	 pena	 será
privativa	de	libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	siete	años	y	de
ciento	ochenta	a	trescientos	sesenta	días-multa	cuando:
1.	 La	 cantidad	 de	 droga	 fabricada,	 extractada,	 preparada,
comercializada	o	poseída	por	el	agente	no	sobrepase	los	cincuenta
gramos	de	pasta	básica	de	cocaína	y	derivados	ilícitos,	veinticinco
gramos	de	clorhidrato	de	cocaína,	cinco	gramos	de	látex	de	opio	o
un	 gramo	 de	 sus	 derivados,	 cien	 gramos	 de	 marihuana	 o	 diez
gramos	 de	 sus	 derivados	 o	 dos	 gramos	 de	 éxtasis,	 conteniendo
Metilendioxianfetamina	 -	 MDA,	 Metilendioximetanfetamina	 -
MDMA,	Metanfetamina	o	sustancias	análogas.
2.	 Las	 materias	 primas	 o	 los	 insumos	 comercializados	 por	 el
agente	que	no	excedan	de	lo	requerido	para	la	elaboración	de	las
cantidades	de	drogas	señaladas	en	el	inciso	anterior.
3.	 Se	 comercialice	 o	 distribuya	 pegamentos	 sintéticos	 que
expelen	gases	con	propiedades	psicoactivas,	acondicionados	para
ser	destinados	al	consumo	humano	por	inhalación.
La	pena	será	privativa	de	libertad	no	menor	de	seis	años	ni
mayor	de	diez	años	y	de	trescientos	sesenta	a	setecientos	días-
multa	cuando	el	agente	ejecute	el	delito	en	las	circunstancias
previstas	en	los	incisos	2,	3,	4,	5	ó	6	del	artículo	297	del	Código
Penal.
JURISPRUDENCIA.—Principio	 de	 determinación	 alternativa:	 tráfico
ilícito	de	drogas.	 “(...)	 estando	 a	 la	 pequeña	 cantidad	 de	 droga	 poseída,	 la
conducta	del	procesado	(...)	 se	adecua	a	 la	prevista	en	el	primer	párrafo	del
artículo	doscientos	noventiocho	del	Código	Penal,	y	no	en	la	figura	agraviada
prevista	 en	 el	 inciso	 cuarto	 del	 artículo	 doscientos	 noventisiete	 del	 Código
Penal,	ya	que	dicha	agravante	corresponde	al	supuesto	del	tipo	base	previsto
en	el	artículo	doscientos	noventiséis	del	acotado	código,	no	existiendo	figuras
agravadas	cuando	la	posesión	de	drogas	es	de	escasa	cantidad;	además,	debe
de	tenerse	en	cuenta	las	normas	rectoras	establecidas	en	los	artículos	III	y	VII
del	 Título	 Preliminar	 del	 Código	 Penal,	 que	 respectivamente	 señalan:	 ‘no	 es
permitida	 la	analogía	 (...)	 para	determinar	 la	pena	 (...)’	 y	 ‘la	pena	no	puede
sobrepasar	 la	 responsabilidad	 por	 el	 hecho”;	 que,	 de	 otro	 lado,	 los	 ilícitos
penales	 invocados	en	 la	presente	resolución,	 lesionan	el	mismo	bien	 jurídico,
resultando	 al	 caso	 considerar	 la	 posición	 que	 adopta	 la	 doctrina	 en	 tales
situaciones,	 y	 que	 en	 virtud	 del	 principio	 de	 determinación	 alternativa,	 se
puede	 condenar	 por	 delito	 distinto	 al	 acusado,	 siempre	 que	 concurran	 los
siguientes	presupuestos:	a)	homogeneidad	del	bien	jurídico,	b)	inmutabilidad
de	 los	 hechos	 y	 las	 pruebas,	 c)	 preservación	 del	 derecho	 de	 defensa,	 y	 d)
coherencia	entre	los	elementos	fácticos	y	normativos	para	realizar	la	correcta
adecuación	 al	 tipo	 penal;	 que,	 la	 aplicación	 de	 dicho	 principio	 de	 ninguna
manera	lesiona	el	principio	de	legalidad	ni	constituye	indefensión	del	acusado;
que,	para	los	efectos	de	la	imposición	de	la	pena	al	encausado,	debe	de	tenerse
en	cuenta	sus	condiciones	personales	así	como	la	forma	y	circunstancias	de	la
comisión	 del	 evento	 delictivo	 en	 atención	 a	 lo	 preceptuado	 por	 el	 artículo
cuarentiséis	del	Código	Penal	(...).”	(CS,	Exp.	N°	1817-2001,	set.	04/2001.	S.S.
Salas	Gamboa)
C.	P.
ART.	 299.—Modificado.	 D.	 Leg.	 982,	 Art.	 2°.	 Posesión	 no
punible.	 No	 es	 punible	 la	 posesión	 de	 droga	 para	 el	 propio	 e
inmediato	consumo,	en	cantidad	que	no	exceda	de	cinco	gramos
de	pasta	básica	de	cocaína,	dos	gramos	de	clorhidrato	de	cocaína,
ocho	 gramos	 de	 marihuana	 o	 dos	 gramos	 de	 sus	 derivados,	 un
gramo	de	látex	de	opio	o	doscientos	miligramos	de	sus	derivados
o	 doscientos	 cincuenta	 miligramos	 de	 éxtasis,	 conteniendo
Metilendioxianfetamina	 -	 MDA,	 Metilendioximetanfetamina	 -
MDMA,	Metanfetamina	o	sustancias	análogas.
Se	excluye	de	los	alcances	de	lo	establecido	en	el	párrafo
precedente	la	posesión	de	dos	o	más	tipos	de	drogas.
DOCTRINA.—El	consumo	personal	de	drogas	puede	tutelarse	a	través
del	proceso	de	hábeas	corpus.	“En	el	apartado	anterior	se	demostró	cómo
es	que	la	posibilidad	de	fumar	marihuana	o	consumir	alguna	clase	de	droga
en	dosis	personales	forma	parte	del	libre	desarrollo	de	la	personalidad.	Ello
supone	 que,	 en	 los	 supuestos	 en	 que	 se	 afecte	 este	 derecho,	 el	 tribunal
deberá	 emitir	 un	 pronunciamiento	 sobre	 el	 fondo	 de	 la	 controversia.	 Una
vez	 aclarado	 este	 punto,	 corresponde	 determinar	 si	 es	 que	 el	 proceso
constitucional	 de	 habeas	 corpus	 es	 la	 vía	 adecuada	 para	 reclamar	 una
afectación	 al	 libre	 desarrollo	 de	 la	 personalidad	 en	 esta	 clase	 de
controversias.
En	 este	 caso,	 la	 medida	 que	 se	 ha	 impuesto	 sobre	 el	 demandante,
consistente	 en	 la	 imposición	 de	 una	 pena	 privativa	 de	 la	 libertad	 guarda
conexión	con	los	derechos	tutelados	a	través	del	proceso	de	habeas	corpus.
En	efecto,	en	el	contexto	del	caso	que	aquí	se	discute,	la	supuesta	afectación
al	 derecho	 al	 libre	 desarrollo	 de	 la	 personalidad,	 consistente	 en	 la
imposibilidad	 de	 consumir	 dosis	 personales	 de	 drogas,	 se	 concreta	 con	 la
privación	de	la	libertad	del	demandante.
Sin	embargo,	de	autos	y	de	la	documentación	se	infiere	que	la	cantidad	de
droga	que	se	incauta	es	superior	a	las	dosis	permitidas	de	conformidad	con
la	 ley	 penal,	 por	 lo	 que,	 en	 caso	 este	 tribunal	 examine	 el	 fondo	 del
argumento	presentado,	solo	estaría	realizando	un	reexamen	de	los	hechos	y
pruebas	que,	en	su	momento,	 fueron	tomados	en	cuenta	por	el	 juez	penal.
Ello,	 como	 puede	 advertirse,	 no	 forma	 parte	 de	 las	 competencias	 que	 la
Constitución	 ha	 asignado	 a	 este	 tribunal,	 por	 lo	 que	 la	 demanda	 es
improcedente.
No	 obstante,	 en	 caso	 se	 encuentre	 comprometida	 la	 posibilidad	 de
consumir	 dosis	 personales	 de	 drogas,	 este	 tribunal	 sí	 tendrá	 competencia
para	pronunciarse	sobre	el	fondo.	Ello,	sin	embargo,	no	se	ha	presentado	en
este	 caso,	 por	 lo	 que	 he	 decidido	 suscribir	 la	 decisión	 adoptada	 por	 mis
colegas”.	 (T.	 C,	 Exp.	 07717-2013-PHC/TC,	 jun.	 09/2015.	 Fundamento	 de
voto	del	magistrado	Ramos	Núñez)
C.	P.
ART.	 300.—Suministro	 indebido	 de	 droga.	 El	 médico,
farmacéutico,	 químico,	 odontólogo	 u	 otro	 profesional	 sanitario
que	 indebidamente	 receta,	 prescribe,	 administra	 o	 expende
medicamento	 que	 contenga	 droga	 tóxica,	 estupefaciente	 o
psicotrópica,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	de	dos	ni	mayor	de	cinco	años	e	inhabilitación	conforme	al
artículo	36	incisos	1,	2	y	4.
JURISPRUDENCIA.—Violación	 del	 principio	 reformatio	 in	 peius	 y	 del
derecho	de	defensa.	“(...)	se	denuncia	la	violación	del	principio	reformatio	in
peius,	 pues,	 como	 expresa	 la	 actora,	 pese	 a	 que	 no	 interpuso	 medio
impugnatorio	el	representante	del	Ministerio	Público,	 la	Segunda	Sala	Penal
de	la	Corte	Suprema	modificó	la	pena,	inicialmente	impuesta,	de	siete	años	de
pena	 privativa	 de	 la	 libertad,	 y	 la	 empeoró	 al	 aumentársela	 a	 quince	 años.
Aunque	tal	hecho,	conforme	a	lo	sostenido	por	este	tribunal	en	el	fundamento
jurídico	 precedente,	 constituya	 una	 infracción	 del	 principio	 mencionado,
también	es	cierto	que	este	extremo	de	la	lesión	cesó,	puesto	que	(...)	al	amparo
de	la	Ley	N°	27454,	adecuó	la	pena	solicitada	por	la	actora	y	la	señaló	en	siete
años;	por	lo	que,	en	este	extremo	de	la	pretensión,	es	de	aplicación	el	inciso	1)
del	artículo	6°	de	la	Ley	N°	23506.	(...)	No	sucedió	lo	mismo,	sin	embargo,	en
relación	 con	 el	 tipo	 penal	 por	 el	 cual	 la	 Segunda	 Sala	 Penal	 emplazada
aumentó	 los	años	de	pena	privativa	de	 la	 libertad.	Como	se	ha	expresado	en
los	 antecedentes	 de	 esta	 sentencia,	 la	 actora	 fue	 condenada	 a	 siete	 años	 de
pena	privativa	de	la	libertad	(...).	En	cambio,	cuando	la	emplazada	aumentó	la
pena	 a	 quince	 años,	 actuó	 de	 ese	modo	 porque	 entendió	 que	 se	 infringió	 el
artículo	 297,	 inciso	 7),	 del	 Código	 Penal	 (...)	 En	 realidad,	 considerados
conjuntamente,	tales	derechos	garantizan	que	el	acusado	pueda	conocer	de	la
acusación	 formulada	 en	 su	 contra	 en	 el	 curso	 del	 proceso	 penal	 y,	 de	 esa
manera,	tener	la	posibilidad	real	y	efectiva	de	defenderse	de	los	cargos	que	se
le	 imputan,	 pero	 también	 que	 exista	 congruencia	 entre	 los	 términos	 de	 la
acusación	fiscal	y	el	pronunciamiento	definitivo	del	Tribunal	Superior,	pues	de
otra	forma	se	enervaría	la	esencia	misma	del	contradictorio,	garantía	natural
del	 debido	 proceso	 judicial,	 y	 con	 ello	 también	 el	 ejercicio	 del	 derecho	 de
defensa	 del	 acusado.	 (...)	 cuando	 la	 Segunda	 Sala	 Penal	 Especializada	 en
Delito	 de	 Tráfico	 Ilícito	 de	 Drogas	 de	 la	 Corte	 Suprema	 de	 Justicia	 de	 la
República	 transgredió	 el	 principio	 reformatio	 in	 peius,	 modificó	 también	 el
tipo	penal	que	sirvió	a	la	Sala	Penal	Especializada	en	Delito	de	Tráfico	Ilícito
de	 Drogas	 de	 la	 Corte	 Superior	 de	 Justicia	 de	 Lima	 para	 condenar	 a	 la
recurrente.	 Es	 decir,	 del	 tipo	 genérico	 del	 delito	 de	 tráfico	 ilícito	 de	 drogas,
previsto	en	el	artículo	296,	se	varió	a	la	figura	delictiva	prevista	en	el	artículo
297,	 inciso	 7),	 del	 Código	 Penal;	 esto	 es,	 a	 una	 forma	 agravada	 del	 mismo
delito.	(...)	En	suma,	se	afectó	el	derecho	de	defensa,	pues	resulta	claro	que	la
recurrente	no	 tuvo	posibilidad	de	defenderse	contra	un	 ilícito	penal	 sobre	el
que	no	estuvo	informada.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	1231-2002-HC/TC,	 jun.	21/2002.
Pres.	Rey	Terry)
C.	P.
ART.	 301.—Coacción	 para	 el	 consumo	 de	 droga.	 El	 que,
subrepticiamente,	o	con	violencia	o	intimidación,	hace	consumir	a
otro	una	droga	será	reprimido	con	pena	privativa	de	 libertad	no
menor	 de	 cinco	 ni	 mayor	 de	 ocho	 años	 y	 con	 noventa	 a	 ciento
ochenta	días	-	multa.
Si	el	agente	actúa	con	el	propósito	de	estimular	o	difundir	el	uso
de	 la	 droga,	 o	 si	 la	 víctima	 es	 una	 persona	 manifiestamente
inimputable,	 la	 pena	 será	 no	 menor	 de	 ocho	 ni	 mayor	 de	 doce
años	y	de	ciento	ochenta	a	trescientos	sesenticinco	días	-	multa.
C.	P.
ART.	 302.—Inducción	 o	 instigación	 al	 consumo	de	 droga.	 El
que	 instiga	 o	 induce	 a	 persona	 determinada	 para	 el	 consumo
indebido	de	drogas,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad,
no	 menor	 de	 dos	 ni	 mayor	 de	 cinco	 años	 y	 noventa	 a	 ciento
ochenta	días	-	multa.
Si	 el	 agente	 actúa	 con	 propósito	 de	 lucro	 o	 si	 la	 víctima	 es
persona	manifiestamente	 inimputable,	 la	pena	será	no	menor	de
cinco	 ni	 mayor	 de	 ocho	 años	 y	 de	 ciento	 ochenta	 a	 trescientos
sesenticinco	días	-	multa.
C.	P.
ART.	 303.—Modificado.	 Ley	 30219,	 Segunda	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Pena	 de	 expulsión.	 El
extranjero	 que	 haya	 cumplido	 la	 pena	 privativa	 de	 libertad
impuesta	 o	 se	 le	 haya	 concedido	un	beneficio	penitenciario	 será
expulsado	del	país,	quedando	prohibido	su	reingreso.
R.	1662-2004-MP-FN.
ART.	 1°.—Precisar	 que	 las	 fiscalías	 especializadas	 en	 tráfico	 ilícito	 de
drogas,	 son	competentes	para	 conocer	 las	 investigaciones	preliminares	de
los	delitos	tipificados	en	los	artículos	296,	296-A,	297,	298,	300,	301	y	302
del	Código	Penal	y	delitos	conexos	a	los	mismos.
R.	1662-2004-MP-FN.
ART.	2°.—Precisar	que	en	 los	casos	que	el	 fiscal	antidrogas	se	encuentre
participando	fuera	de	su	sede	en	operativos	de	interdicción	y/o	diligencias
propias	 de	 la	 investigación	 preliminar,	 podrá	 el	 fiscal	 penal	 y/o	mixto	 de
turno	o	su	adjunto	participar	en	los	operativos	sobre	drogas	que	requieran
la	 intervención	de	aquél,	a	cuya	culminación	deberán	remitir	 lo	actuado	al
fiscal	especializado	en	tráfico	ilícito	de	drogas.
JURISPRUDENCIA.—Participación	de	procuradores	públicos	es
obligatoria	en	procesos	de	tráfico	ilícito	de	drogas	y	lavado	de	activos.
“4.	Este	tribunal	no	comparte	el	razonamiento	planteado	porque	a	través	del
acuerdo	plenario,	la	Corte	Suprema	de	Justicia	de	la	República	impone	al	juez
penal	no	solo	un	criterio,	sino	que,	además,	le	reduce	su	ámbito	de	acción	al
imponerle	el	sentido	en	que	deben	resolverse	determinadas	solicitudes
vinculadas	al	ejercicio	de	sus	atribuciones	y	competencias,	lo	cual	excede	no
solo	el	contenido	de	la	ley,	sino	también	el	de	la	Constitución.
5.	En	principio,	el	juez	penal	debe	actuar	conforme	a	la	Constitución	y	a	la
ley,	de	modo	que	su	independencia	y	autonomía,	consagrada	en	el	artículo
139,	inciso	2),	de	la	Constitución,	no	puede	ser	afectada	ni	de	modo	directo	ni
indirecto.	De	otro	lado,	los	límites	para	su	actuación	de	están	fijados	en	la	ley
penal	sustantiva,	por	lo	que	no	puede	pretenderse	que,	a	través	un	acuerdo
plenario,	se	impongan	límites	a	su	actuación	o	se	fijen	parámetros	que
relativicen	su	función.
6.	Por	ello	cabe	tener	presente	que	el	juez	penal	tiene	como	parámetros	para
la	imposición	de	la	pena	los	máximos	y	mínimos	que	fija	la	ley	penal
sustantiva,	dependiendo	del	delito	cuya	comisión	se	haya	verificado	y	cuyo
autor	o	autores	hayan	sido	identificados;	excepcionalmente,	el	juez	penal
puede	reducir	la	pena,	por	debajo	del	mínimo,	para	lo	cual	debe	explicar	las
razones	para	proceder	de	esa	manera.
7.	En	ese	sentido,	determinar	a	priori,	como	lo	hace	el	acuerdo	plenario,	que
el	juez	penal	en	los	casos	en	los	que	se	impuso	una	pena	por	debajo	del	límite
legal	estipulado	en	una	ley	anterior,	debe,	por	la	entrada	en	vigencia	de	una
nueva	norma	que	establece	un	nuevo	mínimo	legal,	imponer	una	pena	inferior
a	dicho	nuevo	mínimo	legal,	constituye	una	intromisión	inaceptable	en	la
autonomía	e	independencia	del	juez.”	(TC,	Aclaración	-	Exp.	03170-2010-
PHC/TC,	set.	15/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
CAPÍTULO	IV
Delitos	contra	el	orden	migratorio	-	Tráfico	ilícito
de	personas
(Capítulo	incorporado	por	el	Artículo	Único	de	la	Ley	27202)
C.	P.
ART.	303-A.—Modificado.	Ley	28950,	Art.	2°.	Tráfico	ilícito	de
migrantes.	 El	 que	 promueve,	 favorece,	 financia	 o	 facilita	 la
entrada	 o	 salida	 ilegal	 del	 país	 de	 otra	 persona,	 con	 el	 fin	 de
obtener	directa	o	indirectamente,	lucro	o	cualquier	otro	beneficio
para	 sí	 o	 para	 tercero,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de	seis	años.
C.	P.
ART.	303-B.—Incorporado.	Ley	28950,	Art.	2°.	Formas
agravadas	del	tráfico	ilícito	de	migrantes.	La	pena	será	no
menor	de	cinco	ni	mayor	de	ocho	años	de	pena	privativa	de
libertad	e	inhabilitación	conforme	al	artículo	36	incisos	1,	2,	3,	4	y
5	del	Código	Penal,	cuando:
1.	El	agente	comete	el	hecho	abusando	del	ejercicio	de	la	función
pública.
2.	El	agente	es	promotor,	integrante	o	representante	de	una
organización	social,	tutelar	o	empresarial,	que	aprovecha	de	esta
condición	y	actividades	para	perpetrar	este	delito.
3.	Exista	pluralidad	de	víctimas.
4.	La	víctima	tiene	entre	catorce	y	menos	de	dieciocho	años	de
edad,	o	es	incapaz.
5.	El	hecho	es	cometido	por	dos	o	más	personas.
6.	El	agente	es	cónyuge,	conviviente,	adoptante,	tutor,	curador,
pariente	hasta	el	cuarto	grado	de	consanguinidad	o	segundo	de
afinidad,	o	tiene	a	la	víctima	a	su	cuidado	por	cualquier	motivo	o
habitan	en	el	mismo	hogar.
La	pena	será	privativa	de	libertad	no	menor	de	25	años,	cuando:
1.	Se	produzca	la	muerte	de	la	víctima,	lesión	grave	que	ponga	en
peligro	la	vida	o	la	seguridad	de	los	migrantes	afectados;
2.	Las	condiciones	de	transporte	ponen	en	grave	peligro	su
integridad	física	o	psíquica.
3.	La	víctima	es	menor	de	catorce	años	o	padece,	temporal	o
permanentemente,	de	alguna	discapacidad	física	o	mental.
4.	El	agente	es	parte	de	una	organización	criminal.
TÍTULO	XIII
Delitos	ambientales
CAPÍTULO	I
Delitos	de	contaminación
C.	P.
ART.	304.—Modificado.	Ley	29263,	Art.	3°.	Contaminación	del
ambiente.	El	que,	infringiendo	leyes,	reglamentos	o	límites
máximos	permisibles,	provoque	o	realice	descargas,	emisiones,
emisiones	de	gases	tóxicos,	emisiones	de	ruido,	filtraciones,
vertimientos	o	radiaciones	contaminantes	en	la	atmósfera,	el
suelo,	el	subsuelo,	las	aguas	terrestres,	marítimas	o	subterráneas,
que	cause	o	pueda	causar	perjuicio,	alteración	o	daño	grave	al
ambiente	o	sus	componentes,	la	calidad	ambiental	o	la	salud
ambiental,	según	la	calificación	reglamentaria	de	la	autoridad
ambiental,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no
menor	de	cuatro	años	ni	mayor	de	seis	años	y	con	cien	a
seiscientos	días-multa.
Si	el	agente	actuó	por	culpa,	la	pena	será	privativa	de	libertad	no
mayor	de	tres	años	o	prestación	de	servicios	comunitarios	de
cuarenta	a	ochenta	jornadas.
NOTA:	El	artículo	3°	de	la	Ley	29263	cambia	la	denominación	del	Título	XIII	del	Código	Penal	y	lo
divide,	para	una	mejor	sistematización	legislativa,	en	cuatro	capítulos.
RECURSOS	NATURALES
Const.
ART.	 66.—Los	 recursos	 naturales,	 renovables	 y	 no	 renovables,	 son
patrimonio	de	la	Nación.	El	Estado	es	soberano	en	su	aprovechamiento.
Por	 ley	 orgánica	 se	 fijan	 las	 condiciones	 de	 su	 utilización	 y	 de	 su
otorgamiento	 a	 particulares.	 La	 concesión	 otorga	 a	 su	 titular	 un	 derecho
real,	sujeto	a	dicha	norma	legal.
Const.
ART.	69.—El	Estado	promueve	el	desarrollo	sostenible	de	la	Amazonía	con
una	legislación	adecuada.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—El	delito	de	contaminación	ambiental
es	un	ilícito	de	naturaleza	omisiva	que	se	consuma	permanentemente.
“(...)	el	primer	párrafo	del	artículo	trescientos	cuatro	del	Código	Penal	(en
concordancia	con	el	artículo	seis	del	Código	Penal)	(...)	estamos	frente	a	un
delito	de	naturaleza	omisiva,	lo	cual	es	acorde	a	la	imputación	fáctica	que
pesa	contra	el	procesado,	toda	vez	que	(...)	la	omisión	está	referida	a	la	falta
de	implementación	de	las	medidas	para	la	correcta	eliminación	de	los
residuos,	a	pesar	que	conocía	de	la	propia	situación	generadora	del	deber,
como	de	la	posibilidad	de	realización	de	la	acción	debida.	(...).	En	el	presente
caso,	nos	encontramos	ante	un	delito	omisivo	de	carácter	permanente,	toda
vez	que	para	la	consumación	requiere,	de	la	realización	de	todos	los	elementos
constitutivos	de	la	figura	legal,	generando	una	mínima	extensión	temporal	de
la	acción,	ya	que	su	estado	antijurídico	dentro	de	la	circunscripción	del	tipo	se
prolonga	temporalmente	merced	a	la	voluntad	del	autor	(...),	pues	se	le
atribuye	al	representante	legal	de	la	empresa	(...)	Sociedad	Anónima,	el	omitir
la	implementación	del	plan	de	pasivos	ambientales	y	la	renuencia	a	dar
cumplimiento	a	los	dispositivos	medioambientales,	conducta	atribuible	dada
la	probabilidad	de	que	el	daño	resulte	irreparable,	no	siendo	necesario
demandar	daño	efectivo	sino	uno	potencial.
4.10.	En	tal	sentido,	habiéndose	establecido	que	es	un	delito	permanente,
corresponde	la	aplicación	del	inciso	cuatro,	del	artículo	ochenta	y	dos	del
Código	Penal,	el	cual	establece	que	el	momento	a	partir	del	cual	empieza	a
computarse	el	plazo	para	la	prescripción	de	la	acción	penal,	es	‘a	partir	del
día	en	que	cesó	la	permanencia’.	(CS,	Cas.	383-2012-La	Libertad,	abr.
25/2014.	S.	S.	Villa	Stein)
NOTA:	La	Casación	N°	383-2012-La	Libertad	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	25	de
abril	del	2014.
JURISPRUDENCIA.—Los	recursos	naturales.	“(...)	Los	recursos	naturales
pueden	ser	definidos	como	el	conjunto	de	elementos	que	brinda	la	naturaleza
para	satisfacer	las	necesidades	humanas,	en	particular,	y	las	biológicas,	en
general.	(…)	en	ningún	caso	quedan	excluidos	del	dominio	soberano	del
Estado,	por	lo	que	resulta	constitucionalmente	vedado	el	ejercicio	de
propiedad	privada	sobre	ellos,	sin	perjuicio	de	lo	cual,	conforme	refiere	el
artículo	66	constitucional,	cabe	conceder	su	uso	y	explotación	a	entidades
privadas,	bajo	las	condiciones	generales	fijadas	por	ley	orgánica	(además	de
las	regulaciones	específicas	previstas	en	leyes	especiales),	y	teniendo	en	cuenta
que,	en	ningún	caso,	dicho	aprovechamiento	sostenible	puede	quedar	librado
de	la	búsqueda	del	bienestar	general,	como	núcleo	instrumental	y	finalista
derivado	no	sólo	de	su	condición	de	patrimonio	nacional,	sino	de	principios
fundamentales	informantes	de	todo	el	compendio	constitucional	formal	y
sustantivo	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	00003-2006-PI/TC,	set.	19/2006.	Pres.	García
Toma)
JURISPRUDENCIA.—Derecho	al	medio	ambiente	adecuado.	“(...)	el
derecho	fundamental	a	un	medio	ambiente	equilibrado	y	adecuado	para	el
desarrollo	de	la	persona	está	determinado	por	el	derecho	a	gozar	de	ese
medio	ambiente	y	el	derecho	a	que	ese	medio	ambiente	se	preserve	(…)”.	(TC,
Exp.	N°	0048-2004-PI/TC,	abr.	01/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Principio	precautorio	y	principio	de	prevención.
“(...)	El	‘principio	precautorio’	o	también	llamado	‘de	precaución’	o	‘de	cautela’
se	encuentra	estrechamente	ligado	al	denominado	principio	de	prevención.
Este	exige	la	adopción	de	medidas	de	protección	antes	de	que	se	produzca
realmente	el	deterioro	al	medio	ambiente.	Aquel	opera	más	bien	ante	la
amenaza	de	un	daño	a	la	salud	o	medio	ambiente	y	la	falta	de	certeza
científica	sobre	sus	causas	y	efectos.	Es	justamente	en	esos	casos	en	que	el
principio	de	precaución	puede	justificar	una	acción	para	prevenir	el	daño,
tomando	medidas	antes	de	tener	pruebas	de	este	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	3510-
2003-AA/TC,	abr.	13/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—El	principio	de	prevención	como	defensa	del
derecho	a	un	ambiente	equilibrado	y	adecuado	al	desarrollo	de	la	vida.
“(…)	Las	obligaciones	impuestas	tanto	a	particulares	como	al	Estado,
destinadas	al	cuidado	y	preservación	del	ambiente,	no	sólo	pretenden
conservar	el	ambiente	para	el	goce	inmediato	de	la	ciudadanía,	sino	que	este
cuidado	se	extiende	a	la	protección	del	disfrute	de	las	generaciones	futuras,
fundamento	del	concepto	de	desarrollo	sostenible.	Por	lo	tanto,	en	estos	casos
se	asume	un	compromiso	de	justicia	no	solo	para	los	ciudadanos	que	hoy
deben	aplicar	las	técnicas	de	explotación	e	industria	que	causen	el	menor
impacto	posible	al	ecosistema,	sino	también	para	las	futuras	generaciones.
(…)	Este	principio	garantiza	que	se	tomen	las	medidas	necesarias	a	fin	de
evitar	que	los	daños	al	ambiente	se	generen	o	que,	en	caso	se	lleguen	a
producir,	la	afectación	sea	mínima.	Es	decir	que,	frente	a	un	posible	daño
ambiental,	se	deben	adoptar	las	medidas	destinadas	a	prevenir	afectaciones	al
ambiente.	Y	es	que	esta	es	una	de	las	formas	a	través	de	las	que	se	plantea
preservar	el	derecho	bajo	análisis.	(…)	De	ahí	que	la	‘cristalización	de	este
principio	se	encuentra	en	la	acción	que	el	Estado	debe	adoptar	para	prevenir
un	daño	al	medio	ambiente	que,	en	la	actualidad,	es	potencial	(...)’	En	suma,
este	principio	de	prevención	se	desprende	de	la	faz	prestacional	inherente	al
derecho	a	gozar	de	un	ambiente	equilibrado	y	adecuado,	lo	que	ha	sido
concretizado	por	el	legislador	ordinario.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	1206-2005-PA/TC,
jul.	01/2007.	Pres.	Landa	Arroyo)
COMENTARIO.—En	los	delitos	contra	el	medio	ambiente	“delitos	contra	la
ecología”,	 la	rúbrica	presenta	por	lo	menos	dos	inconvenientes,	de	un	lado
permite	creer	que	lo	que	se	protege	es	a	la	ciencia	de	la	ecología	y	por	otro,
el	 término	 no	 guarda	 relación	 alguna	 con	 el	 nombre	 establecido	 en	 la
Constitución	Política	de	1993,	en	el	Título	III	de	el	Capítulo	II:	“Del	ambiente
y	los	recursos	naturales”	se	justifica	la	protección	de	éste	al	resultar	esencial
para	la	propia	existencia	del	ser	humano	y,	en	general,	de	la	vida.	Con	lo	de
“infringiendo	las	normas	técnicas	(…)”	el	artículo	304	se	presenta	como	una
norma	 penal	 en	 blanco	 que	 por	 lo	 mismo	 necesita	 remitirse	 a	 todas	 las
normas	 protectoras	 del	 medio	 ambiente	 para	 saber	 en	 concreto	 si	 la
conducta	 las	 ha	 infringido	 o	 no.	 En	 caso	 se	 “viertan”	 residuos	 líquidos,
sólidos	o	gaseosos	sin	 la	 infracción	de	normas	sobre	protección	del	medio
ambiente,	 las	 conductas	 serán	 sin	más	 atípicas.	 Es	 lógico	que	 el	 tipo	 exija
además	 que	 lo	 vertido	 “cause”	 (lesión)	 “o	 pueda	 causar	 perjuicio”	 (peligro
concreto)	 “o	 alteraciones	 en	 la	 flora,	 fauna	 y	 recursos	 hidrobiológicos”,	 lo
ilógico	parece	ser	que	el	artículo	304	se	presenta	al	mismo	tiempo	como	un
delito	de	peligro	concreto	y	de	resultado;	estableciendo	la	misma	penalidad
para	ambos	casos,	violando	de	esta	manera	el	principio	de	proporcionalidad
de	las	penas.
El	 artículo	 sólo	 tipifica	 las	 conductas	 que	 consistan	 en	 verter	 residuos,
quedan	 fuera	 las	 emisiones,	 radiaciones,	 extracciones,	 etc.	 La	 comisión
imprudente	del	tipo	se	recoge	en	el	segundo	párrafo	del	artículo.
C.	P.
ART.	305.—Modificado.	Ley	29263,	Art.	3°.	Formas
agravadas.	La	pena	privativa	de	libertad	será	no	menor	de	cuatro
años	ni	mayor	de	siete	años	y	con	trescientos	a	mil	días-multa	si	el
agente	incurre	en	cualquiera	de	los	siguientes	supuestos:
1.	Falsea	u	oculta	información	sobre	el	hecho	contaminante,	la
cantidad	o	calidad	de	las	descargas,	emisiones,	filtraciones,
vertimientos	o	radiaciones	contaminantes	referidos	en	el	artículo
304,	a	la	autoridad	competente	o	a	la	institución	autorizada	para
realizar	labores	de	fiscalización	o	auditoría	ambiental.
2.	Obstaculiza	o	impide	la	actividad	fiscalizadora	de	auditoría
ordenada	por	la	autoridad	administrativa	competente.
3.	Actúa	clandestinamente	en	el	ejercicio	de	su	actividad.
Si	por	efecto	de	la	actividad	contaminante	se	producen	lesiones
graves	o	muerte,	la	pena	será:
1.	Privativa	de	libertad	no	menor	de	cinco	años	ni	mayor	de	ocho
años	y	con	seiscientos	a	mil	días-multa,	en	caso	de	lesiones	graves.
2.	Privativa	de	libertad	no	menor	de	seis	años	ni	mayor	de	diez
años	y	con	setecientos	cincuenta	a	tres	mil	quinientos	días-multa,
en	caso	de	muerte.
C.	P.
ART.	 306.—Modificado.	 Ley	 29263,	 Art.	 3°.	 Incumplimiento
de	las	normas	relativas	al	manejo	de	residuos	sólidos.	El	que,
sin	 autorización	 o	 aprobación	 de	 la	 autoridad	 competente,
establece	un	vertedero	o	botadero	de	residuos	sólidos	que	pueda
perjudicar	gravemente	la	calidad	del	ambiente,	la	salud	humana	o
la	integridad	de	los	procesos	ecológicos,	será	reprimido	con	pena
privativa	de	libertad	no	mayor	de	cuatro	años.
Si	el	agente	actuó	por	culpa,	la	pena	será	privativa	de	libertad	no
mayor	de	dos	años.
Cuando	 el	 agente,	 contraviniendo	 leyes,	 reglamentos	 o
disposiciones	 establecidas,	 utiliza	 desechos	 sólidos	 para	 la
alimentación	de	animales	destinados	al	consumo	humano,	la	pena
será	no	menor	de	tres	años	ni	mayor	de	seis	años	y	con	doscientos
sesenta	a	cuatrocientos	cincuenta	días-multa.
C.	P.
ART.	 307.—Modificado.	 Ley	 29263,	 Art.	 3°.	 Tráfico	 ilegal	 de
residuos	 peligrosos.	 El	 que	 ingrese	 ilegalmente	 al	 territorio
nacional,	use,	emplee,	 coloque,	 traslade	o	disponga	sin	 la	debida
autorización,	 residuos	 o	 desechos	 tóxicos	 o	 peligrosos	 para	 el
ambiente,	 resultantes	 de	 un	 proceso	 de	 producción,	 extracción,
transformación,	 utilización	 o	 consumo,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	 de	 libertad	 no	menor	 de	 cuatro	 años	 ni	mayor	 de	 seis
años	y	con	trescientos	a	cuatrocientos	días-multa.
C.	P.
ART.	 307-A.—Incorporado.	 D.	 Leg.	 1102,	 Art.	 1°.	 Delito	 de
minería	ilegal.	Será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no
menor	 de	 cuatro	 años	 ni	 mayor	 de	 ocho	 años	 y	 con	 cien	 a
seiscientos	 días-multa,	 el	 que	 realice	 actividad	 de	 exploración,
extracción,	 explotación	 u	 otros	 actos	 similares,	 de	 recursos
minerales,	metálicos	o	no	metálicos,	sin	contar	con	la	autorización
de	 la	 entidad	 administrativa	 competente,	 que	 cause	 o	 pueda
causar	 perjuicio,	 alteración	 o	 daño	 al	 ambiente	 o	 sus
componentes,	la	calidad	ambiental	o	la	salud	ambiental.
Si	el	agente	actuó	por	culpa,	la	pena	será	privativa	de	libertad	no
mayor	de	tres	años	o	con	prestación	de	servicios	comunitarios	de
cuarenta	a	ochenta	jornadas.
C.	P.
ART.	 307-B.—Incorporado.	 D.	 Leg.	 1102,	 Art.	 1°.	 Formas
agravadas.	La	pena	será	no	menor	de	ocho	años	ni	mayor	de	diez
años	y	con	trescientos	a	mil	días-multa,	cuando	el	delito	previsto
en	el	 anterior	artículo	 se	 comete	en	 cualquiera	de	 los	 siguientes
supuestos:
1.	En	zonas	no	permitidas	para	el	desarrollo	de	actividad	minera.
2.	 En	 áreas	 naturales	 protegidas,	 o	 en	 tierras	 de	 comunidades
nativas,	campesinas	o	indígenas.
3.	Utilizando	dragas,	artefactos	u	otros	instrumentos	similares.
4.	Si	el	agente	emplea	 instrumentos	u	objetos	capaces	de	poner
en	peligro	la	vida,	la	salud	o	el	patrimonio	de	las	personas.
5.	 Si	 se	 afecta	 sistemas	 de	 irrigación	 o	 aguas	 destinados	 al
consumo	humano.
6.	 Si	 el	 agente	 se	 aprovecha	 de	 su	 condición	 de	 funcionario	 o
servidor	público.
7.	Si	el	agente	emplea	para	la	comisión	del	delito	a	menores	de
edad	u	otra	persona	inimputable.
C.	P.
ART.	307-C.—Incorporado.	D.	Leg.	1102,	Art.	1°.	Delito	de
financiamiento	de	la	minería	ilegal.	El	que	financia	la	comisión
de	los	delitos	previstos	en	los	artículos	307-A	o	sus	formas
agravadas,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no
menor	de	cuatro	años	ni	mayor	de	doce	años	y	con	cien	a
seiscientos	días-multa.
C.	P.
ART.	307-D.—Incorporado.	D.	Leg.	1102,	Art.	1°.	Delito	de
obstaculización	de	la	fiscalización	administrativa.	El	que
obstaculiza	o	impide	la	actividad	de	evaluación,	control	y
fiscalización	de	la	autoridad	administrativa	relacionada	con	la
minería	ilegal,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	la	libertad	no
menor	de	cuatro	años	ni	mayor	de	ocho	años.
C.	P.
ART.	 307-E.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1107,	 Única	 Disp.	 Compl.
Modificatoria.	 Tráfico	 ilícito	 de	 insumos	 químicos	 y
maquinarias	 destinados	 a	minería	 ilegal.	 El	 que,	 infringiendo
las	leyes	y	reglamentos,	adquiere,	vende,	distribuye,	comercializa,
transporta,	 importa,	 posee	o	 almacena	 insumos	químicos,	 con	 el
propósito	de	destinar	dichos	bienes	a	la	comisión	de	los	delitos	de
minería	 ilegal,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	de	tres	años	ni	mayor	de	seis	años	y	con	cien	a	seiscientos
días-multa.
El	que	adquiere,	vende,	arrienda,	transfiere	o	cede	en	uso	bajo
cualquier	título,	distribuye,	comercializa,	transporta,	importa,
posee	o	almacena	maquinarias,	a	sabiendas	de	que	serán
destinadas	a	la	comisión	de	los	delitos	de	minería	ilegal,	será
reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	tres	años	ni
mayor	de	seis	años	y	con	cien	a	seiscientos	días-multa.
C.	P.
ART.	307-F.—Incorporado.	D.	Leg.	1102,	Art.	1°.
Inhabilitación.	El	agente	de	los	delitos	previstos	en	los	artículos
307-A,	307-B,	307-C,	307-D	y	307-E,	será	además	sancionado,	de
conformidad	con	el	artículo	36,	inciso	4,	con	la	pena	de
inhabilitación	para	obtener,	a	nombre	propio	o	a	través	de
terceros,	concesiones	mineras,	de	labor	general,	de	beneficio	o
transporte	de	minerales	metálicos	o	no	metálicos,	así	como	para
su	comercialización,	por	un	período	igual	al	de	la	pena	principal.
D.	Leg.	1102.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Exención	 de
responsabilidad	penal.	Está	exento	de	responsabilidad	penal	el	agente	de
los	 delitos	 señalados	 en	 el	 párrafo	 anterior	 que,	 en	 un	 plazo	 máximo	 de
ciento	 veinte	 (120)	 días	 calendario	 computados	 a	 partir	 de	 la	 entrada	 en
vigencia	 del	 presente	 decreto	 legislativo,	 se	 inserte	 en	 programas
sostenidos	de	 formalización	de	minería	o	de	otras	actividades	económicas
alternativas	promovidas	por	la	autoridad	competente.
D.	Leg.	1102.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Vacatio	 Legis.	 El	 presente
decreto	legislativo	entrará	en	vigencia	a	los	quince	días	de	su	publicación.
NOTA:	El	Decreto	Legislativo	N°	1102	fue	publicado	el	29	de	febrero	del	2012.
INTERDICCIÓN	DE	LA	MINERÍA	ILEGAL	EN	PUNO
D.	Leg.	1099.
ART.	 1°.—Objeto	 y	 ámbito.	 Declárese	 de	 necesidad	 pública,	 interés
nacional	y	de	ejecución	prioritaria	las	acciones	de	interdicción	de	la	minería
ilegal	 en	 el	 departamento	 de	 Puno,	 principalmente	 en	 Pampa	 Blanca,
Vizcachani,	Ananea	y	Chaquiminas	del	distrito	de	Ananea	(provincia	de	San
Antonio	 de	 Putina),	 en	 Anccocala	 del	 distrito	 de	 Cuyo	 Cuyo	 (provincia	 de
Sandia),	en	Huacchani	del	distrito	de	Crucero	(provincia	de	Carabaya)	en	la
cuenca	del	río	Ramis,	y	en	el	distrito	de	Cojata	(provincia	de	Huancané)	en
la	Cuenca	Transfronteriza	(con	Bolivia)	del	Río	Suches,	y	en	otros	ámbitos
como	Lechemayo	Chico,	Carmen	y	Loromayo	(provincia	de	Carabaya);	y	 la
remediación	ambiental	de	 las	cuencas	de	 los	 ríos	Ramis	y	Suches,	a	 fin	de
garantizar	 la	 salud	 de	 la	 población,	 la	 seguridad	 de	 las	 personas,	 la
recaudación	 tributaria,	 la	 recuperación	 y	 conservación	 del	 patrimonio
natural	y	el	desarrollo	de	actividades	económicas	sostenibles.
D.	Leg.	1099.
ART.	2°.—Ejercicio	de	la	actividad	minera.
2.1.	 La	 titularidad	 sobre	 concesiones	 mineras,	 así	 como	 la	 simple
presentación	del	petitorio	minero	o	la	solicitud	de	certificación	ambiental	u
otras	 autorizaciones	 relacionadas	 a	 la	 actividad	 minera,	 no	 autorizan	 el
ejercicio	 de	 actividades	 de	 exploración,	 explotación	 y/o	 beneficio;
requiriéndose,	 para	 su	 realización	 contar	 con	 la	 Autorización	 de
Inicio/Reinicio	de	Operación	Minera,	otorgada	por	la	autoridad	competente.
2.2.	Las	actividades	mineras	que	se	ejecuten	sin	cumplir	con	 lo	dispuesto
en	el	numeral	anterior,	determina	el	 inicio	de	 las	acciones	de	 interdicción
establecidas	en	el	artículo	4°	del	presente	decreto	legislativo.
D.	Leg.	1099.
ART.	 3°.—Información	 para	 la	 interdicción.	 Para	 la	 ejecución	 de	 las
acciones	 de	 interdicción	 la	 Dirección	 Regional	 de	 Energía	 y	 Minas	 del
Gobierno	 Regional	 de	 Puno,	 entregará	 bajo	 responsabilidad	 al	 Ministerio
Público,	a	la	Policía	Nacional	del	Perú	y	al	Ministerio	de	Defensa,	en	el	plazo
de	quince	(15)	días	hábiles	contados	a	partir	de	 la	entrada	en	vigencia	del
presente	decreto	legislativo	y,	en	adelante,	con	una	periodicidad	mensual,	la
relación	detallada	y	sustentada	de	los	titulares	mineros	de	su	competencia
que	 cuenten	 con	 la	 autorización	 correspondiente,	 así	 como	 la	 relación	 de
maquinaria	autorizada	para	tal	fin	y	sus	propietarios.
D.	Leg.	1099.
ART.	 4°.—Acciones	 de	 interdicción.	 El	 Ministerio	 Público	 y	 la	 Policía
Nacional	 del	 Perú	 con	 el	 apoyo	 de	 las	 Fuerzas	 Armadas	 en	 el	 marco	 del
Decreto	 Legislativo	 N°	 1095,	 ejecutarán	 a	 partir	 de	 recibida	 la	 relación
detallada	a	que	se	refiere	el	artículo	3°	del	presente	decreto	legislativo,	las
acciones	de	interdicción	siguientes:
4.1.	Decomiso	de	los	bienes,	maquinaria,	equipos	e	insumos,	utilizados	para
el	desarrollo	de	actividades	mineras	no	autorizadas;	 los	mismos	que	serán
puestos	a	disposición	del	Gobierno	Regional	de	Puno.
4.2.	Destrucción	o	demolición	de	bienes,	maquinaria	y	equipos	que	por	sus
características	o	situación	no	resulte	viable	su	decomiso.
Las	 acciones	 de	 interdicción	 establecidas	 en	 el	 presente	 artículo	 serán
activadas	 por	 el	 Ministerio	 Público	 y	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú.
Adicionalmente	 podrán	 solicitarlo	 los	 procuradores	 públicos	 de	 los
ministerios	 de	 Energía	 y	 Minas	 o	 del	 Ambiente,	 el	 procurador	 público
regional	o	el	procurador	público	de	la	respectiva	municipalidad	provincial	o
distrital.
Dichas	 acciones	 de	 interdicción	 se	 realizan	 sin	 perjuicio	 de	 las	 acciones
administrativas,	civiles	o	penales	a	que	hubiere	lugar	y	que	están	destinadas
a	 preservar	 el	 cuidado	 de	 bienes	 jurídicos	 protegidos	 por	 el	 Estado	 y
afectados	por	el	desarrollo	de	actividades	ilegales.
La	ejecución	de	estas	 acciones	de	 interdicción	 se	 realiza	 con	 la	presencia
del	 representante	 del	 Ministerio	 Público,	 quien	 levanta	 el	 acta	 respectiva
con	 indicación	 de	 los	 medios	 probatorios	 correspondientes,	 así	 como	 la
descripción	 de	 las	 circunstancias	 que	 determinaron	 la	 aplicación	 de	 las
acciones	previstas	anteriormente.
D.	Leg.	1099.
ART.	 5°.—Financiamiento.	 Las	 acciones	 que	 realicen	 las	 entidades
competentes	en	la	aplicación	de	las	acciones	de	interdicción	dispuestas	en	el
presente	 decreto	 legislativo,	 se	 sujetan	 a	 sus	 presupuestos	 institucionales
sin	demandar	recursos	adicionales	del	Tesoro	Público.
D.	Leg.	1099.
ART.	6°.—Apoyo	técnico	para	la	formalización.	El	Ministerio	de	Energía
y	Minas,	a	través	del	Proyecto	de	Apoyo	a	los	Gobiernos	Regionales,	en	los
casos	que	corresponda,	continuará	con	el	reforzamiento	de	las	capacidades
de	gestión	del	Gobierno	Regional	de	Puno.
Del	 mismo	 modo,	 el	 Ministerio	 de	 Agricultura	 a	 través	 de	 la	 Autoridad
Nacional	 del	 Agua,	 procederá	 a	 formalizar	 los	 derechos	 de	 uso	 de	 agua	 y
continuar	con	las	actividades	de	evaluación	y	monitoreo	de	la	calidad	de	las
aguas	en	las	cuencas	de	los	ríos	Ramis	y	Suches,	de	manera	permanente,	con
la	participación	del	Gobierno	Regional	de	Puno.
D.	Leg.	1099.
ART.	7°.—Financiamiento	de	proyectos.	Autorícese	 a	 los	ministerios	de
Agricultura,	 del	 Ambiente,	 de	 Vivienda,	 Construcción	 y	 Saneamiento,	 de
Energía	 y	 Minas	 y	 al	 Gobierno	 Regional	 de	 Puno,	 el	 financiamiento	 de
estudios	de	preinversión	y/o	la	ejecución	de	proyectos	de	inversión	pública
de	 remediación	 ambiental,	 así	 como	 de	 infraestructura	 hidráulica	 para
captación,	 regulación	 o	 almacenamiento,	 conducción	 y	 abastecimiento	 de
agua	para	fines	poblacionales,	de	riego	y	otras	actividades	productivas,	así
como	 obras	 de	 alcantarillado,	 orientados	 a	 revertir	 los	 graves	 daños
ocasionados	por	la	minería	ilegal	al	sector	agropecuario	como	a	la	salud	de
la	población	de	la	cuenca	de	los	ríos	Ramis	y	Suches	en	el	departamento	de
Puno.	 El	 citado	 financiamiento	 se	 realiza	 con	 cargo	 a	 los	 presupuestos
institucionales	 respectivos,	 sin	 demandar	 recursos	 adicionales	 al	 Tesoro
Público.
D.	Leg.	1099.
ART.	 8°.—Intervención	 del	 Ministerio	 de	 la	 Mujer	 y	 Poblaciones
Vulnerables.	 En	 los	 casos	 que	 como	 consecuencia	 de	 las	 acciones	 de
interdicción	llevadas	a	cabo	en	las	zonas	señaladas,	se	identifiquen	víctimas
de	trata	de	personas,	trabajo	infantil	y	trabajo	forzoso,	el	representante	del
Ministerio	 Público	 remitirá	 la	 comunicación	 respectiva	 de	 manera
inmediata	al	Ministerio	de	la	Mujer	y	Poblaciones	Vulnerables,	a	efectos	de
que	realice	las	acciones	conducentes	a	su	atención	y	recuperación.
DISPOSICIÓN	COMPLEMENTARIA	FINAL
D.	Leg.	1099.
Única	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Intervención	 de	 la	 Policía
Nacional	del	Perú.	La	Policía	Nacional	del	Perú,	con	el	apoyo	de	las	Fuerzas
Armadas	en	el	marco	de	lo	dispuesto	por	la	Constitución	Política	del	Perú,	el
Decreto	Legislativo	N°	1095	y	el	presente	decreto	legislativo,	colaborará	con
el	Ministerio	Público	para	asegurar	el	cumplimiento	de	la	presente	norma.
La	 intervención	 de	 las	 Fuerzas	 Armadas	 no	 implica	 en	 modo	 alguno	 la
restricción,	 suspensión,	 ni	 afectación	 de	 los	 derechos	 fundamentales
consagrados	en	la	Constitución	Política	del	Perú.
INTERDICCIÓN	DE	LA	MINERÍA	ILEGAL	EN	TODA	LA	REPÚBLICA
D.	Leg.	1100.
ART.	 1°.—Objeto.	 Declárese	 de	 necesidad	 pública,	 interés	 nacional	 y	 de
ejecución	 prioritaria	 las	 acciones	 de	 interdicción	 relacionadas	 con	 la
minería	ilegal,	a	fin	de	garantizar	la	salud	de	la	población,	la	seguridad	de	las
personas,	 la	 conservación	 del	 patrimonio	 natural	 y	 de	 los	 ecosistemas
frágiles,	la	recaudación	tributaria	y	el	desarrollo	de	actividades	económicas
sostenibles.
Asimismo,	 se	 declara	 que	 el	 Estado	 promueve	 el	 ordenamiento	 y	 la
formalización	con	inclusión	social	de	la	minería	a	pequeña	escala.
D.	Leg.	1100.
ART.	2°.—Ámbito	de	aplicación.	El	presente	decreto	 legislativo	se	aplica
en	el	ámbito	del	territorio	nacional.
D.	Leg.	1100.
ART.	 3°.—Minería	 ilegal.	 La	 titularidad	 sobre	 concesiones	 mineras,	 así
como	 la	 simple	 presentación	 del	 petitorio	 minero	 o	 la	 solicitud	 de
certificación	 ambiental	 u	 otras	 autorizaciones	 relacionadas	 a	 la	 actividad
minera,	no	autorizan	el	ejercicio	de	actividades	de	exploración,	explotación
y/o	beneficio;	requiriéndose,	para	su	realización	contar	con	la	autorización
de	 inicio/reinicio	 de	 operación	 minera,	 otorgada	 por	 la	 autoridad
competente,	 previo	 informe	 técnico	 favorable	 del	Ministerio	 de	 Energía	 y
Minas.	 Las	 actividades	 llevadas	 a	 cabo	 sin	 cumplir	 con	 lo	 expuesto
anteriormente,	serán	consideradas	como	actividad	minera	ilegal.
D.	Leg.	1100.
ART.	4°.—Interdicción	de	la	minería	ilegal.	Las	actividades	mineras	que
se	ejecuten	sin	cumplir	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	anterior,	determinan
el	inicio	de	las	acciones	de	interdicción	establecidas	en	el	presente	decreto
legislativo;	sin	perjuicio	de	las	acciones	administrativas,	civiles	o	penales	a
que	hubiere	lugar.
D.	Leg.	1100.
ART.	 5°.—Prohibiciones.	 Prohíbase	 en	 ámbito	 de	 la	 pequeña	 minería	 y
minería	artesanal	lo	siguiente:
5.1.	 El	 uso	 de	 dragas	 y	 otros	 artefactos	 similares	 en	 todos	 los	 cursos	 de
agua,	ríos,	lagos,	lagunas,	cochas,	espejos	de	agua,	humedales	y	aguajales.
Entiéndase	por	artefactos	similares	a	los	siguientes:
a)	Las	unidades	móviles	o	portátiles	que	succionan	materiales	de	los	lechos
de	 ríos,	 lagos	 y	 cursos	 de	 agua	 con	 fines	 de	 extracción	 de	 oro	 u	 otros
minerales.
b)	 Draga	 hidráulica,	 dragas	 de	 succión,	 balsa	 gringo,	 balsa	 castillo,	 balsa
draga,	tracas	y	carancheras.
e)	Otros	que	cuentan	con	bomba	de	succión	de	cualquier	dimensión	y	que
tengan	o	no	incorporada	una	zaranda	o	canaleta.
d)	Cualquier	otro	artefacto	que	ocasione	efecto	o	daño	similar.
5.2.	 Los	 bienes,	 maquinarias,	 equipos	 e	 insumos	 utilizados	 para	 el
desarrollo	 de	 actividades	mineras	 ilegales,	 tales	 como	 el	 uso	 de	 cargador
frontal,	retroexcavadora,	volquete,	compresoras	y	perforadoras	neumáticas,
camión	 cisterna	 que	 proveen	 combustible	 o	 agua	 y	 otros	 equipos	 que	 sin
perjuicio	 de	 su	 potencia,	 tamaño,	 volumen	 o	 capacidad	 de	 carga	 estén
destinados	al	mismo	fin.
5.3.	 La	 instalación	 y	 uso	 de	 chutes,	 quimbaletes,	 molinos	 y	 pozas	 de
cianuración	 para	 el	 procesamiento	 de	 mineral,	 motobombas	 y	 otros
equipos,	 sin	 perjuicio	 de	 su	 potencia,	 tamaño,	 volumen	 o	 capacidad	 de
carga,	y	que	se	utilizan	en	el	desarrollo	de	actividades	mineras	ilegales.	Las
entidades	 de	 fiscalización	 correspondiente	 y	 los	 ministerios	 del	 Interior,
Producción,	Transportes	y	Comunicaciones,	en	el	marco	de	sus	funciones	y
competencias,	son	los	encargados	de	controlar	y	supervisar	la	distribución,
transporte,	comercialización,	posesión	y	utilización	de	mercurio	o	cianuro.
Las	actividades	mineras	que	se	ejecuten	incurriendo	en	las	prohibiciones	y
restricciones	 a	 que	 se	 refiere	 este	 artículo,	 son	 ilegales	 y	 determinan	 el
inicio	 de	 las	 acciones	 de	 interdicción	 establecidas	 en	 el	 artículo	 7°	 del
presente	 decreto	 legislativo;	 sin	 perjuicio	 de	 las	 acciones	 administrativas,
civiles	o	penales	a	que	hubiere	lugar.
D.	Leg.	1100.
ART.	 6°.—Información	 para	 la	 interdicción.	 Para	 la	 ejecución	 de	 las
acciones	de	interdicción,	el	Ministerio	Público,	la	Policía	Nacional	del	Perú	o
el	Ministerio	 de	Defensa,	 solicitarán	 al	Ministerio	 de	Energía	 y	Minas	 o	 el
gobierno	regional,	según	corresponda,	la	relación	detallada	de	los	titulares
mineros	de	su	competencia	que	cuenten	con	la	autorización	respectiva,	así
como	la	relación	de	maquinaria	autorizada	para	tal	fin	y	sus	propietarios,	en
el	caso	de	pequeña	minería	y	minería	artesanal.	Esta	información	deberá	ser
remitida	a	las	tres	(3)	entidades	encargadas	de	las	acciones	de	interdicción,
en	 un	 plazo	 máximo	 de	 quince	 (15)	 días	 hábiles	 contados	 a	 partir	 de	 la
solicitud,	bajo	responsabilidad	y	con	carácter	de	declaración	jurada.
D.	Leg.	1100.
ART.	 7°.—Acciones	 de	 interdicción.	 El	 Ministerio	 Público,	 la	 Policía
Nacional	 del	 Perú	 y	 la	 Dirección	 General	 de	 Capitanía	 y	 Guardacostas	 -
Dicapi,	bajo	el	ámbito	de	sus	competencias,	realizarán	a	partir	de	recibida	la
relación	 detallada	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 6°	 del	 presente	 decreto
legislativo,	las	acciones	de	interdicción	siguientes:
7.1.	Decomiso	de	los	bienes,	maquinaria,	equipos	e	insumes	prohibidos,	así
como	 los	 utilizados	 para	 el	 desarrollo	 de	 actividades	 mineras	 ilegales
conforme	 al	 presente	 decreto	 legislativo;	 los	mismos	 que	 serán	 puestos	 a
disposición	del	gobierno	nacional.
7.2.	Destrucción	o	demolición	de	bienes,	maquinaria	o	equipos	citados	en	el
artículo	 5°,	 que	 por	 sus	 características	 o	 situación	 no	 resulte	 viable	 su
decomiso.
Las	 acciones	 de	 interdicción	 establecidas	 en	 el	 presente	 artículo	 serán
activadas	 por	 el	 Ministerio	 Público	 y	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú.
Adicionalmente,	 podrán	 solicitarlo	 los	 procuradores	 públicos	 de	 los
Ministerios	 de	 Energía	 y	 Minas	 o	 del	 Ambiente,	 el	 procurador	 público
regional	o	el	procurador	público	de	la	respectiva	municipalidad	provincial	o
distrital.
La	ejecución	de	estas	 acciones	de	 interdicción	 se	 realiza	 con	 la	presencia
del	representante	del	Ministerio	Público,	quien	levantará	el	acta	respectiva
con	 indicación	 de	 los	medios	 probatorios	 correspondientes,	 pudiendo	 ser
medios	fílmicos	o	fotográficos;	así	como	la	descripción	de	las	circunstancias
que	determinaron	la	aplicación	de	las	acciones	previstas	anteriormente.
Dichas	 acciones	 de	 interdicción	 se	 realizan	 sin	 perjuicio	 de	 las	 acciones
administrativas,	civiles	o	penales	a	que	hubiere	lugar	y	que	están	destinadas
a	 preservar	 el	 cuidado	 de	 bienes	 jurídicos	 protegidos	 por	 el	 Estado	 y
afectados	por	el	desarrollo	de	actividades	ilegales.
NOTA:	Texto	del	artículo	según	Fe	de	Erratas	publicada	el	28	de	febrero	del	2012.
D.	Leg.	1100.
ART.	 8°.—Intervención	 del	 Ministerio	 de	 la	 Mujer	 y	 Poblaciones
Vulnerables.	 En	 los	 casos	 que	 como	 consecuencia	 de	 las	 acciones	 de
interdicción	llevadas	a	cabo	en	las	zonas	señaladas,	se	identifiquen	víctimas
de	trata	de	personas,	trabajo	infantil	y	trabajo	forzoso,	el	representante	del
Ministerio	 Público	 remitirá	 la	 comunicación	 respectiva	 de	 manera
inmediata	al	Ministerio	de	la	Mujer	y	Poblaciones	Vulnerables,	a	efectos	de
que	realice	las	acciones	conducentes	a	su	atención	y	recuperación.
D.	Leg.	1100.	
ART.	9°.—Acciones	del	Estado	para	el	ordenamiento	de	la	minería	en
pequeña	escala.
9.1.	 El	 Estado	 promueve	 la	 adopción	 de	 métodos	 de	 extracción	 en	 la
pequeña	minería	y	minería	artesanal	que	protejan	la	salud	humana	y	eviten
la	contaminación	ambiental	y	además	promueve	 la	utilización	de	métodos
gravimétricos	u	otros	que	no	utilicen	mercurio	ni	sustancias	tóxicas.
9.2.	 El	 Estado	promueve	 y	 participa	 en	 la	 formalización	de	 la	minería	 en
pequeña	escala.
9.3.	 El	 Estado	 promueve	 la	 recuperación	 de	 las	 zonas	 degradadas	 por	 la
minería	ilegal.	Para	este	efecto,	mediante	decreto	supremo	refrendado	por
el	Ministerio	de	Energía	y	Minas	y	Ministerio	del	Ambiente,	se	elaborará	y
aprobará	el	Plan	de	Recuperación	de	 los	 Impactos	Ambientales	generados
por	la	minería	ilegal	así	como	por	la	Pequeña	Minería	y	Minería	Artesanal,
en	 el	 marco	 del	 proceso	 de	 recuperación	 de	 las	 zonas	 degradadas	 por	 la
minería	 ilegal,	 para	 lo	 cual	 realizarán	 las	 acciones	 necesarias	 y	 de	 ser	 el
caso,	gestionarán	los	recursos	para	tales	efectos.
En	los	casos	donde	la	actividad	minera	ilegal	haya	producido	desbosque,	el
Plan	de	Recuperación	de	Impactos	Ambientales	incluirá	necesariamente	un
plan	de	reforestación.
9.4.	 El	 otorgamiento	 de	 la	 autorización	 de	 inicio/reinicio	 de	 operaciones
sin	 el	 cumplimiento	 de	 los	 requisitos	 de	 el	 otorgamiento	 del	 derecho
minero,	 la	 certificación	 ambiental	 o	 aprobación	 del	 instrumento	 gestión
ambiental	 aplicable;	 el	 derecho	 de	 usar	 el	 terreno	 superficial
correspondiente	al	área	en	donde	se	ejecutarán	las	actividades	mineras;	 la
opinión	previa	 favorable	del	Ministerio	de	Energía	y	Minas	así	como	otros
permisos	 y	 autorizaciones	 que	 sean	 requeridos	 en	 la	 legislación	 vigente,
determinará	la	responsabilidad	funcional	de	la	autoridad	correspondiente.
9.5.	 Para	 ser	 calificado	 pequeño	 productor	 minero	 o	 productor	 minero
artesanal,	el	titular	minero	deberá	contar	con	resolución	de	autorización	de
inicio	de	actividades	de	exploración	o	explotación,	emitida	por	la	autoridad
competente,	 previo	 informe	 técnico	 favorable	 del	Ministerio	 de	 Energía	 y
Minas.
D.	Leg.	1100.
ART.	 10.—Modificación	 del	 artículo	 14	 de	 la	 Ley	 N°	 27651,	 Ley	 de
Formalización	 y	 Promoción	 de	 la	 Pequeña	 Minería	 y	 la	 Minería
Artesanal.	 Modifíquese	 el	 artículo	 14	 de	 la	 Ley	 N°	 27651,	 Ley	 de
Formalización	y	Promoción	de	 la	Pequeña	Minería	 y	 la	Minería	Artesanal,
conforme	al	siguiente	texto:
“Artículo	14.-	Sostenibilidad	y	fiscalización”.
Los	gobiernos	regionales	tienen	a	su	cargo	la	fiscalización,	sanción	y	demás
facultades	 que	 les	 han	 sido	 transferidas	 en	 el	 marco	 del	 proceso	 de
descentralización,	de	quienes	ejercen	actividad	minera	cumpliendo	con	las
tres	condiciones	previstas	en	el	artículo	91	del	Texto	Único	Ordenado	de	la
Ley	 General	 de	 Minería,	 se	 encuentren	 o	 no	 acreditados	 como	 pequeños
productores	mineros	 o	productores	mineros	 artesanales	 ante	 la	Dirección
General	de	Minería.	En	caso	de	que	cualquiera	de	las	tres	condiciones	antes
mencionadas	no	se	 cumpliera,	 la	 fiscalización	y	 sanción	estará	a	 cargo	del
OEFA,	el	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	y	del	Osinergmin,
según	sus	respectivas	competencias.
Corresponde	 al	 gobierno	 nacional	 la	 aprobación	 de	 los	 planes	 y
determinación	 de	 las	 acciones	 relacionadas	 con	 la	 formalización	 de	 las
actividades	 de	 pequeña	 minería	 y	 minería	 artesanal,	 los	 que	 serán	 de
obligatorio	cumplimiento	de	las	autoridades	en	los	tres	niveles	de	gobierno
y	de	los	que	ejercen	dicha	actividad	minera.”
D.	Leg.	1100.
ART.	 11.—De	 las	 actividades	 del	 Estado	 para	 la	 remediación
ambiental.	 El	 Estado	 promoverá	 la	 participación	 de	 la	 empresa	 estatal
Activos	 Mineros	 S.A.C.	 para	 remediar	 los	 pasivos	 ambientales	 mineros
originados	por	la	actividad	minera	ilegal.
Activos	 Mineros	 S.A.C.	 podrá	 participar,	 además,	 en	 la	 remediación	 de
pasivos	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 20	 del	 Reglamento	 de	 Pasivos
Ambientales	 de	 la	 Actividad	 Minera,	 aprobado	 por	 Decreto	 Supremo	 N°
059-2005-EM	 y	 sus	 modificatorias,	 asumiendo,	 cuando	 corresponda,	 el
derecho	de	repetición	a	que	se	refiere	el	artículo	22	del	mismo	reglamento.
Para	este	efecto,	constitúyase	un	Fondo	de	Remediación	Ambiental	a	cargo
de	Activos	Mineros	S.A.C.
D.	Leg.	1100.
ART.	12.—Obligaciones	registrales.
12.1.	Autorícese	a	la	Superintendencia	Nacional	de	los	Registros	Públicos	-
Sunarp,	para	 la	emisión	de	 las	disposiciones	administrativas	que	permitan
regular	los	bienes	inscribibles	y	actos	obligatorios	en	el	Registro	de	Bienes
Muebles	vinculados	a	la	actividad	minera.
12.2.	 En	 caso	 el	 Ministerio	 Público,	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 o	 la
Dirección	 General	 de	 Capitanía	 y	 Guardacostas	 -	 Dicapi,	 de	 acuerdo	 a	 sus
competencias,	 efectúen	 el	 decomiso	 de	 los	 bienes	 utilizados	 en	 las
actividades	 de	 minería	 aurífera	 ilegal,	 se	 presumirá,	 salvo	 prueba	 en
contrario,	 la	 responsabilidad	 administrativa	 y/o	 civil	 que	 corresponda	 de
aquellas	personas	que	figuren	como	propietarias	del	bien	ante	la	Sunarp.
D.	Leg.	1100.
ART.	13.—Medidas	extraordinarias.	El	Organismo	de	Supervisión	de	 los
Recursos	Forestales	y	de	Fauna	Silvestre	-	Osinfor,	implementará	de	manera
inmediata	 acciones	 extraordinarias	 de	 fiscalización	 en	 las	 concesiones
forestales,	 a	 fin	 de	 verificar	 que	 los	 titulares	 de	 las	 mismas	 no	 hayan
incurrido	en	actividades	de	minería	ilegal	o	la	hayan	promovido	al	asociarse
con	la	misma	o	permitir	su	realización	no	autorizada	dentro	del	área	de	su
concesión.
En	caso	de	constatar	que	el	titular	incurrió	en	actividades	de	minería	ilegal
o	 la	 promovió,	 el	 Osinfor	 declarará	 la	 caducidad	 de	 la	 concesión	 forestal
correspondiente.
D.	Leg.	1100.
ART.	 14.—Financiamiento.	 Las	 acciones	 que	 realicen	 las	 entidades
competentes	 en	 la	 aplicación	del	presente	decreto	 legislativo,	 se	 sujetan	a
sus	 presupuestos	 institucionales	 sin	 demandar	 recursos	 adicionales	 al
tesoro	público.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS	FINALES
D.	Leg.	1100.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—De	 las	 acciones	 de
seguimiento	y	control.	Los	gobiernos	regionales	del	ámbito	de	la	presente
norma,	en	atención	a	lo	dispuesto	en	el	literal	e)	del	artículo	11	de	la	Ley	N°
29325,	 Ley	 del	 Sistema	Nacional	 de	 Evaluación	 y	 Fiscalización	Ambiental,
informarán	 trimestralmente	 al	 Organismo	 de	 Evaluación	 y	 Fiscalización
Ambiental	-	OEFA,	sobre	el	cumplimiento	de	las	obligaciones	derivadas	del
presente	 decreto	 legislativo	 y	 de	 las	 acciones	 implementadas	 para	 tales
fines.
Como	 resultado	 de	 los	 informes	 trimestrales,	 de	 verificarse	 el
incumplimiento,	corresponderá	al	OEFA	comunicar	a	la	Contraloría	General
de	la	República	para	las	acciones	de	su	competencia	en	el	marco	del	Sistema
Nacional	del	Control.
Adicionalmente,	el	OEFA	podrá	realizar	 las	coordinaciones	necesarias	con
la	 Procuraduría	 Especializada	 en	 Delitos	 Ambientales,	 a	 fin	 de	 iniciar	 las
acciones	legales	que	correspondan	de	acuerdo	con	el	Título	XIII	del	Código
Penal	vigente.
D.	Leg.	1100.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Intervención	 de	 las
Fuerzas	Armadas.	La	Policía	Nacional	del	Perú	con	el	apoyo	de	las	Fuerzas
Armadas	en	el	marco	de	lo	dispuesto	por	la	Constitución	Política	del	Perú,	el
Decreto	Legislativo	N°	1095	y	el	presente	decreto	legislativo,	colaborará	con
el	Ministerio	Público	para	asegurar	el	cumplimiento	de	la	presente	norma.
La	 intervención	 de	 las	 Fuerzas	 Armadas	 no	 implica	 en	 modo	 alguno,	 la
restricción	 suspensión,	 ni	 afectación	 de	 los	 derechos	 fundamentales
consagrados	en	la	Constitución	Política	del	Perú.
D.	Leg.	1100.
Tercera	Disposición	Complementaria	Final.—Regulación	de	 la	 actividad
minera	en	el	departamento	de	Madre	de	Dios.	Declárese	como	zonas	de
pequeña	minería	y	minería	artesanal	en	el	departamento	de	Madre	de	Dios,
las	comprendidas	en	el	Anexo	1	del	presente	decreto	legislativo.	Las	zonas
del	 Anexo	 1	 son	 aquellas	 en	 las	 que	 se	 podrá	 realizar	 actividad	 minera,
siempre	que	se	observe	lo	dispuesto	en	el	artículo	5°	de	este	dispositivo.
En	 las	 zonas	 del	 departamento	 Madre	 de	 Dios	 no	 comprendidas	 en	 el
Anexo	1,	no	se	otorgarán	concesiones	mineras	ni	se	ejecutarán	actividades
de	exploración,	explotación	o	beneficio.
D.	Leg.	1100.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Efectos	 de	 los	 derechos
otorgados	o	solicitados	en	el	departamento	de	Madre	de	Dios	antes	de
la	 vigencia	 del	 Decreto	 de	 Urgencia	 N°	 012-2010.	 Los	 titulares	 de
concesiones	mineras	otorgadas	antes	de	la	vigencia	del	Decreto	de	Urgencia
N°	 012-2010,	 así	 como	 los	 petitorios	 solicitados	 antes	 de	 la	 entrada	 en
vigencia	 de	 dicha	 norma,	 en	 áreas	 declaradas	 como	 zonas	 de	 exclusión
minera,	 podrán	 realizar	 actividades	 de	 exploración,	 explotación	 y/o
beneficio,	 si	 previamente	 cuentan	 con	 instrumentos	 de	 gestión	 ambiental
aprobados	por	la	autoridad	competente,	con	la	opinión	técnica	favorable	del
Ministerio	 de	 Energía	 y	 Minas,	 así	 como	 con	 los	 otros	 requisitos	 que
establecen	las	normas	respectivas.
El	 instrumento	 de	 gestión	 ambiental	 referido	 en	 el	 párrafo	 anterior,	 sólo
será	aprobado	si	cumple	con	los	siguientes	requisitos:
a)	 Métodos	 de	 extracción	 que	 no	 afecten	 el	 objeto	 del	 presente	 decreto
legislativo.
b)	Métodos	para	la	recuperación	del	mercurio	con	el	uso	de	retortas	y	otros
equipos.
e)	 No	 establezca	 el	 uso	 de	 los	 artefactos	 prohibidos	 en	 el	 artículo	 5°
numeral	5.1.
d)	En	el	caso	que	el	derecho	minero	se	superponga	a	concesiones	forestales
maderables	y	no	maderables;	concesiones	para.	ecoturismo;	concesiones	de
reforestación	 y	 concesiones	 para	 conservación,	 se	 deberá	 contar	 con	 la
opinión	 técnica	 favorable	 de	 la	 autoridad	 nacional	 competente,	 con	 la
finalidad	 de	 evitar	 la	 degradación	 de	 los	 recursos	 naturales	 diferentes	 al
mineral,	así	como	la	afectación	a	la	cobertura	vegetal,	el	uso	sostenible	y	la
conservación	de	los	recursos	forestales	y	la	biodiversidad.
e)	 En	 el	 caso	 que	 el	 derecho	 minero	 se	 superponga	 a	 áreas	 naturales
protegidas	o	sus	zonas	de	amortiguamiento,	se	deberá	contar	con	la	opinión
técnica	favorable	de	Sernanp.
La	 aprobación	 del	 instrumento	 de	 gestión	 ambiental	 sin	 los	 requisitos
antes	 mencionados	 conlleva	 a	 la	 responsabilidad	 administrativa	 del
funcionario	que	lo	aprobó.
Aprobado	 el	 instrumento	 de	 gestión	 ambiental	 y	 para	 el	 desarrollo	 de	 la
actividad	minera,	el	titular	está	obligado	a	lo	siguiente:
a)	Contar	con	el	derecho	de	usar	el	terreno	superficial	correspondiente	al
área	 en	 donde	 va	 a	 ejecutar	 las	 actividades	 mineras,	 de	 acuerdo	 a	 la
legislación	vigente.
b)	 Ejecutar	 todas	 las	 medidas	 dispuestas	 en	 el	 instrumento	 de	 gestión
ambiental	 correspondiente,	 en	 los	 plazos	 y	 términos	 aprobados	 por	 la
autoridad.
e)	 Adoptar	 medidas	 y	 buenas	 prácticas	 para	 prevenir,	 controlar,
monitorear,	mitigar,	restaurar,	rehabilitar	o	reparar,	según	corresponda,	los
impactos	y	efectos	negativos	generados	por	su	actividad.
d)	Ejecutar	las	medidas	de	cierre	y	post	cierre	correspondientes	en	forma
progresiva.
D.	Leg.	1100.
Quinta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Aplicación	 de	 medidas	 de
adecuación	y	formalización.	No	se	llevarán	a	cabo	acciones	de	adecuación,
promoción	o	formalización	de	actividades	mineras	que	se	realicen	en	áreas
sujetas	 a	 procedimientos	 especiales	 tales	 como,	 parques	 nacionales,
santuarios	nacionales,	santuarios	históricos	u	otras	zonas	reservadas,	según
las	normas	sobre	 la	materia,	así	como	en	 las	zonas	no	comprendidas	en	el
Anexo	1	respecto	al	departamento	de	Madre	de	Dios.
El	 Estado	 podrá	 priorizar	 acciones	 de	 interdicción	 de	 la	 minería	 ilegal
cuando	se	generen	impactos	significativos	y	graves	daños	al	ambiente	o	en
función	a	situaciones	de	emergencia	o	urgencia.
D.	Leg.	1100.
Sexta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Oficinas	 desconcentradas.
Para	 efectos	 de	 asegurar	 la	 sostenibilidad	 de	 lo	 dispuesto	 en	 la	 presente
norma,	 los	sectores	 involucrados	podrán	 instalar	oficinas	desconcentradas
en	aquellas	localidades	en	las	que	sea	necesaria	su	presencia.
D.	Leg.	1100.
Sétima	 Disposición	 Complementaria	 Final.—De	 la	 participación	 de
Activos	Mineros	S.A.C.	en	el	proceso	de	ordenamiento	y	formalización.
El	 Estado	 podrá	 promover	 la	 participación	 de	 la	 empresa	 estatal	 Activos
Mineros	 S.A.C.	 en	 el	 proceso	de	ordenamiento,	 formalización	y	promoción
de	 la	 pequeña	 minería	 y	 la	 minería	 artesanal.	 Las	 condiciones	 y
procedimiento	de	lo	dispuesto	en	el	presente	artículo	serán	reglamentados
mediante	decreto	supremo	con	refrendo	del	Ministerio	de	Energía	y	Minas	y
del	Ministerio	de	Economía	y	Finanzas.
D.	Leg.	1100.
Octava	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Del	 uso	 de	 terrenos	 del
Estado.	Para	 la	 ejecución	 de	 lo	 dispuesto	 en	 la	 disposición	 precedente,	 el
Estado	a	través	de	Activos	Mineros	S.A.C.	podrá	disponer	de	los	terrenos	y
locales	asignados	a	entidades	que	no	estén	siendo	utilizados	por	éstas.	Para
este	 fin	se	emitirá	el	 correspondiente	decreto	supremo	con	el	 refrendo	de
los	 ministerios	 de	 Vivienda,	 Construcción	 y	 Saneamiento,	 de	 Energía	 y
Minas	y	el	sector	que	corresponda.
D.	Leg.	1100.
Novena	Disposición	Complementaria	Final.—Registro	de	Concesiones	de
Beneficio,	 Transporte	 y	 Labor	 General.	 En	 el	 marco	 del	 rol	 rector	 del
Sector	Energía	y	Minas,	el	Ministerio	de	Energía	y	Minas	creará	un	registro
administrativo	en	 línea	de	 las	concesiones	de	beneficio,	 transporte	y	 labor
general.	 En	 dicho	 registro,	 los	 gobiernos	 regionales	 y	 el	 Ministerio	 de
Energía	 y	 Minas,	 en	 el	 marco	 de	 sus	 respectivas	 competencias,	 deberán
indicar	 el	 acto	 administrativo	 con	 el	 que	 se	 aprobó	 la	 certificación
ambiental,	los	instrumentos	con	los	que	se	verificaron	la	autorización	de	uso
del	terreno	superficial,	y	los	demás	requisitos	legales	que	correspondan.
Las	 concesiones	 antes	 mencionadas	 que	 no	 se	 encuentren	 registradas
indicando	todos	estos	requisitos,	se	considerarán	nulas	de	pleno	derecho.
Mediante	decreto	supremo	con	refrendo	del	Ministerio	de	Energía	y	Minas
se	establecerán	los	plazos,	condiciones,	requisitos,	procedimientos	y	demás
que	 sean	 necesarios	 para	 la	 mejor	 implementación	 de	 la	 presente
disposición.
D.	Leg.	1100.
Décima	Disposición	 Complementaria	 Final.—De	 la	 vigencia	 del	Decreto
Legislativo	N°	1099.	La	presente	norma	no	modifica	ni	deroga	la	vigencia
ni	los	efectos	del	Decreto	Legislativo	N°	1099.
D.	Leg.	1100.
Décimo	 Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Disposición
derogatoria.	 Deróguense	 los	 decretos	 de	 urgencia	 N°	 012-2010,	 N°	 004-
2011	y	N°	007-2011,	así	como	el	Decreto	Supremo	N°	016-2011-EM.
D.	Leg.	1100.
Anexo	1
Zonas	de	pequeña	minería	y	minería	artesanal	en	el
departamento	de	Madre	de	Dios
Por	 el	 noroeste	 -	 norte	 y	 noreste:	 Limita	 con	 la	 zona	 de
amortiguamiento	 del	 Parque	Nacional	 del	Manu	 y	 las	 áreas	 identificadas
por	 la	 Zonificación	 Ecológica	 Económica	 (ZEE)	 de	 Madre	 de	 Dios	 como
restringidas	para	la	actividad	minera,	comprendida	en	la	subcuenca	del	Río
de	las	Piedras	de	los	distritos:	Madre	de	Dios,	Laberinto,	Tambopata	y	Las
Piedras	de	la	provincia	Tambopata.
El	 punto	 de	 inicio	 se	 localiza	 en	 las	 inmediaciones	 de	 la	 Concesión
Forestal	 Inbaco	 S.A.C.	 en	 un	 punto	 de	 Coordenada	 UTM	 8614628	 N	 y
345804	 E,	 de	 este	 lugar	 el	 límite	 continúa	 con	 dirección	 general	 Este,
pasando	 por	 los	 puntos	 de	 coordenadas	 UTM	 8612628	 N	 y	 370804	 E;
8609628	 N	 y	 383826	 E,	 en	 un	 punto	 de	 confluencia	 entre	 los	 ríos	 Los
Amigos	 y	 el	 Río	 Colorado,	 punto	 de	 coordenadas	 UTM	 8604000	 N	 y
394804	E,	que	es	un	punto	localizado	en	el	lindero	Oeste	de	la	Comunidad
Nativa	Shiringayoc,	de	este	lugar	se	prosigue	bordeando	los	linderos	Oeste,
Sur	 y	 Este	 de	 esta	 comunidad	 hasta	 un	 punto	 de	 coordenadas	 UTM
8600569	N	404275	E,	de	este	lugar	el	límite	continúa	con	dirección	norte
bordeando	 las	 zonas	 de	 concesiones	 mineras	 hasta	 el	 punto	 de
coordenadas	UTM	8617628	N	y	403803	E,	para	luego	girar	con	dirección
Este	Sureste	-	Este	pasando	por	los	puntos	de	coordenadas	UTM	8619628
N	 y	 435803	 E,	 hasta	 llegar	 al	 punto	 de	 coordenadas	 UTM	 8613033	 N	 y
437803	E	que	es	un	punto	en	el	lindero	Este	de	la	Comunidad	Nativa	Tres
Islas,	 de	 este	 lugar	 el	 límite	 continúa	 bordeando	 esta	 comunidad	 hasta
llegar	al	punto	de	coordenadas	UTM	8605721	N	y	445263	E,	 límite	entre
las	comunidades	nativas	Tres	Islas	y	San	Jacinto,	para	continuar	bordeando
las	 concesiones	 mineras	 al	 interior	 de	 la	 comunidad	 San	 Jacinto	 hasta
llegar	al	punto	de	coordenadas	UTM	8614242	N	y	455804	E;	pasando	por
los	 puntos	 de	 coordenadas	 UTM	 8619401	 N	 y	 456803	 E;	 8614628	 N	 y
467123	E;	bordeando	el	 límite	 comunal	de	Tres	 Islas,	 hasta	un	punto	de
coordenadas	UTM	8611628	N	y	468803;	8612628	N	y	468803	E;	8618628
N	 y	 470803	 E	 hasta	 llegar	 al	 punto	 de	 coordenadas	 UTM	 8618321	 N	 y
469957	 E,	 bordeando	 el	 lindero	 comunal	 de	 El	 Pilar	 hasta	 un	 punto	 de
coordenadas	 UTM	 8607021	 N	 y	 469957	 E,	 de	 este	 lugar	 al	 punto	 de
coordenadas	UTM	8609890	N	473404	E,	 bordeando	 los	 linderos	 de	 esta
comunidad	hasta	 un	punto	de	 coordenadas	UTM	8616628N	y	 472080	E,
pasando	por	los	puntos	de	coordenadas	UTM	8618628	y	475367	E	al	Sur
de	 la	 Comunidad	 Puerto	 Arturo,	 de	 ahí	 continúa	 hasta	 el	 punto	 de
coordenadas	 UTM	8621628	N	 y	 479522	 E	 (límite	 Este	 de	 la	 Comunidad
Puerto	 Arturo);	 prosigue	 por	 el	 punto	 de	 coordenadas	 8622628	 N	 y
483803	 E;	 bordeando	 las	 zonas	 de	 concesiones	 mineras	 pasando	 los
puntos	de	coordenadas	UTM	8617628	N	y	484802	E;	hasta	llegar	al	punto
de	 coordenadas	UTM	8611628	N	 y	483803	E	 en	 las	 inmediaciones	de	 la
carretera	 Madre	 de	 Dios	 (Tramo	 III	 Inter	 -	 oceánica),	 para	 proseguir
bordeando	 las	 concesiones	 mineras	 pasando	 por	 los	 puntos	 de
coordenadas	 UTM	 8615628	 N	 y	 489802	 E;	 8628627	 N	 y	 492802	 E;
8624628	 N	 y	 501802	 E;	 8623628	 N	 y	 509802	 E	 (inmediaciones	 de	 las
concesiones	de	castaña	Las	Piedras)	al	extremo	Sureste	de	las	otras	áreas
restringidas	para	la	actividad	minera	identificadas	por	la	ZEE.
Por	 el	 Este	 -	 Sur	 Este.-	 Limita	 con	 otras	 áreas	 restringidas	 para	 la
actividad	 minera	 identificadas	 por	 la	 ZEE	 y	 con	 la	 Zona	 de
Amortiguamiento	 de	 la	 Reserva	 Nacional	 de	 Tambopata	 del	 distrito	 Las
Piedras,	provincia	de	Tambopata.
El	límite	se	inicia	en	el	punto	de	coordenadas	UTM	8623628	N	y	509802	E
(inmediaciones	 de	 las	 concesiones	 de	 castaña	 Las	 Piedras)	 al	 extremo
sureste	de	otras	áreas	restringidas	para	 la	actividad	minera	 identificadas
por	 la	ZEE	para	continuar	con	dirección	suroeste	pasando	por	 los	puntos
de	 coordenadas	 UTM	 8617628	 N	 y	 509802	 E	 (inmediaciones	 de	 la
Concesión	Minera	Donna)	8620468	N	y	515882	E;	8614628	N	y	512802	E
(inmediaciones	 de	 concesión	 de	 castañas	 17TAM/C-OPB-A-047-05),	 de
este	lugar	el	límite	prosigue	por	puntos	de	coordenadas	UTM	8613628	N	y
495802	 E;	 (inmediaciones	 de	 la	 Reserva	 Ecoturistica	 Rainforest
Expedition)	8606628	N	y	489802	E,	hasta	un	punto	de	coordenada	UTM
8609628	N	y	479803	E	(aproximadamente	a	2.00	Km	de	distancia	al	norte
de	la	ciudad	Puerto	Maldonado),	de	este	lugar	el	límite	continúa	bordeando
la	zona	de	concesiones	mineras	pasando	por	puntos	de	coordenadas	UTM
8609184	 N	 y	 477799	 E	 cruzando	 la	 Carretera	 Madre	 de	 Dios
(Interoceánica	 -	 Tramo	 III);	 8605628	 N	 y	 468803	 E	 (inmediaciones	 CM
Concorde	 Mineration	 EIRL)	 8608628	 N	 y	 462803	 E	 (inmediaciones	 CM
Mister	Plateado)	hasta	 llegar	al	punto	de	coordenadas	UTM	8601628	N	y
461803	E	(inmediaciones	de	la	CM	Playa	Nélida	II).
Por	 el	 sur.-	 Limita	 con	 las	 zonas	 de	 potencial	 agrícola	 y	 pecuario	 con
restricciones	para	actividad	minera	 identificada	por	 la	ZEE	y	con	 la	Zona
de	 Amortiguamiento	 de	 la	 Reserva	 Nacional	 de	 Tambopata	 del	 distrito
Inambari,	provincia	Tambopata.
El	límite	se	inicia	en	el	punto	de	coordenadas	UTM	8601628	N	y461803	E
(inmediaciones	 de	 la	 CM	 Playa	 Nélida	 II)	 para	 continuar	 con	 dirección
general	 oeste	 siguiendo	 la	 línea	 demarcada	 por	 las	 concesiones	mineras
otorgadas	 en	 la	 zona,	 pasando	 por	 los	 puntos	 de	 coordenadas	 UTM
8603628	N	y	460123	E,	8603186	N	y	459803	E;	8599628	N	y	452803	E,
8589628	 N	 y	 425602	 E;	 Inmediaciones	 de	 la	 Comunidad	 Boca	 del
Inambari,	 hasta	 llegar	 al	 punto	 8585628	 N	 y	 418761E;	 8584242	 N	 y
419803	E	(lindero	Sur	de	la	CN	Boca	del	Inambari)	hasta	llegar	al	punto	de
coordenada	8578628	N	y	408803	E	(inmediaciones	de	 la	CM	Inversiones
Kiara)	de	este	punto	se	continúa	por	el	eje	de	 la	carretera	Madre	de	Dios
(Tramo	III	Ínter	-	Oceánica)	hasta	llegar	al	punto	8570717	N	y	358798	E	en
el	 Centro	 Poblado	 Santa	Rosa,	 para	 proseguir	 con	 dirección	 sur	 pasando
por	el	punto	de	coordenada	UTM	8562145	N	y	354264	E,	 (al	norte	de	 la
Comunidad	 Arazaire)	 8560227	 N	 y	 353596	 E,	 al	 Sur	 de	 la	 Comunidad
Arazaire	 para	 luego	 llegar	 al	 punto	 de	 coordenadas	 UTM	 8549098	 N	 y
349819	E	hasta	llegar	al	punto	de	coordenada	UTM	8542628	N	y	348804	E
inmediaciones	de	la	concesión	minera	Joel	Iván	VII.
Por	 el	 Oeste.-	 Limita	 con	 áreas	 restringidas	 para	 actividad	 minera
identificadas	 por	 la	 ZEE	 y	 la	 Reserva	 Comunal	 Amarakaeri,	 distrito	 de
Huepethue	de	la	provincia	del	Manu.
El	límite	se	inicia	a	en	el	punto	de	coordenadas	UTM	8542628	N	y	348804
E	 inmediaciones	 de	 la	 concesión	 minera	 Joel	 Iván	 VII	 y	 continúa	 con
dirección	 general	 oeste	 pasando	 por	 los	 puntos	 8550628	 N	 y	 339804	 E
(inmediaciones	de	la	Concesión	Minera	Valiente	II),	8556628	N	y	316804	E
en	 las	 inmediaciones	del	Río	Corini,	de	este	 lugar	prosigue	con	dirección
Norte	 en	 línea	 recta	 entre	 la	 divisoria	 de	 aguas	 de	 los	 ríos	 Puquiri	 y
Huasoroco,	aguas	arriba,	pasando	por	los	puntos	de	coordenadas	8567628
N	y	313805	E;	8578628	N	y	321804	E;	8590411N	y	332398	E,	(lindero	Sur
de	 la	 Comunidad	 Puerto	 Luz);	 hasta	 llegar	 al	 punto	 de	 coordenadas
8597628	 N	 y	 334804	 E	 (límite	 Suroeste	 de	 la	 comunidad	 San	 José	 de
Karene);	 8604628	 N	 y	 338189	 al	 Norte	 de	 la	 Comunidad	 San	 José	 de
Karene	 E	 8610626	 N	 y	 344806	 E	 hasta	 llegar	 al	 punto	 de	 coordenadas
UTM	 8614628	 N	 y	 345804	 E	 inmediaciones	 de	 la	 Concesión	 Forestal
Inbaco	S.A.C.,	punto	de	inicio	de	la	presente	descripción.
Las	coordenadas	descritas	están	referidas	a	 la	Carta	Nacional,	que	aplica
las	 siguientes	 características	 cartográficas:	 Elipsoide:	 Sistema	 Geodésico
Mundial	1984	(WGS84),	Cuadrícula	1000	m.,	UTM	Zona	19.
Los	 límites	de	 la	propuesta	para	 la	delimitación	de	 la	 zona	de	exclusión
minera	en	el	departamento	de	Madre	de	Dios,	han	sido	elaborados	sobre	la
base	 de	 la	 Macro	 Zonificación	 Ecológica	 Económica	 de	 Madre	 Dios
aprobada	por	Ordenanza	Regional	N°	032-2009-	GOREMAD-/CR	de	 fecha
27	 de	 noviembre	 del	 2009	 así	 como	 de	 la	 información	 cartográfica
proporcionada	 por	 la	 Dirección	 General	 Forestal	 y	 de	 Fauna	 Silvestre
(DGFFS)	 del	 Ministerio	 de	 Agricultura,	 Servicio	 Nacional	 de	 Áreas
Naturales	 Protegidas	 (Sernanp)	 y	 el	 Instituto	 Nacional	 Geológico	Minero
Metalúrgico	(Ingemmet).
MEDIDAS	PARA	LA	FISCALIZACIÓN	AMBIENTAL
D.	Leg.	1101.
ART.	 1°.—Objeto.	 El	 presente	 decreto	 legislativo	 tiene	 por	 finalidad
establecer	 medidas	 destinadas	 al	 fortalecimiento	 de	 la	 fiscalización
ambiental	 de	 las	 actividades	 de	 la	 pequeña	 minería	 y	 minería	 artesanal,
como	mecanismo	de	lucha	contra	la	minería	ilegal	y	para	asegurar	la	gestión
responsable	 de	 los	 recursos	 mineros;	 a	 fin	 de	 garantizar	 la	 salud	 de	 la
población,	 la	 seguridad	 de	 las	 personas,	 la	 protección	 del	 ambiente	 y	 el
desarrollo	de	actividades	económicas	sostenibles.
D.	Leg.	1101.
ART.	 2°.—Ámbito	 de	 aplicación.	 Son	 Entidades	 de	 Fiscalización
Ambiental	 (EFA)	 comprendidas	 en	 el	 ámbito	 de	 la	 presente	 norma,	 los
gobiernos	regionales	que	han	recibido	la	transferencia	de	tales	funciones	en
el	 marco	 del	 proceso	 de	 descentralización,	 en	 lo	 relacionado	 a	 la
fiscalización	 de	 las	 actividades	 de	 pequeña	 minería	 y	 minería	 artesanal.
Asimismo,	 la	 Dirección	 General	 de	 Capitanías	 y	 Guardacostas	 del	 Perú
(Dicapi),	en	lo	relacionado	a	la	autorización	del	uso	de	áreas	acuáticas	que
sean	utilizadas	en	el	desarrollo	de	estas	actividades	en	aguas	navegables	en
los	 ámbitos	 fluvial	 y	 lacustre,	 en	 el	 marco	 de	 sus	 competencias,	 y	 sin
perjuicio	de	las	correspondientes	a	otras	autoridades	para	el	otorgamiento
de	tal	autorización.
La	fiscalización	ambiental	comprende,	entre	otras,	acciones	en	materia	de
supervisión,	fiscalización	y	sanción	de	dichas	actividades;	en	el	marco	de	lo
establecido	en	el	artículo	11	de	la	Ley	N°	29325,	Ley	del	Sistema	Nacional	de
Evaluación	y	Fiscalización	Ambiental.
Asimismo,	 esta	 norma	 comprende	 bajo	 su	 ámbito	 al	 Organismo	 de
Evaluación	 y	 Fiscalización	 Ambiental	 (OEFA)	 adscrito	 al	 Ministerio	 del
Ambiente,	en	su	calidad	de	Ente	Rector	del	Sistema	Nacional	de	Evaluación
y	Fiscalización	Ambiental	(Sinefa).
D.	Leg.	1101.
ART.	 3°.—Condiciones	 básicas	 para	 el	 ejercicio	 de	 las	 funciones	 de
fiscalización	 ambiental.	 Para	 el	 ejercicio	 óptimo	 de	 las	 funciones	 de
fiscalización	 ambiental,	 las	 EFA	 comprendidas	 en	 el	 presente	 decreto
legislativo	deberán	cumplir	con	lo	siguiente:
a.	Identificar	a	los	administrados	sujetos	a	la	fiscalización	bajo	su	ámbito	de
competencias.
b.	Adoptar	las	medidas	necesarias	para	contar	con	los	recursos	económicos
necesarios	para	el	ejercicio	de	sus	funciones	de	fiscalización	ambiental.
c.	 Contar	 con	 instrumentos	 legales,	 técnicos	 y	 otros	 requeridos	 para	 el
adecuado	ejercicio	de	sus	funciones.
d.	 Contar	 con	 personal	 capacitado	 en	 materia	 de	 fiscalización	 ambiental
aplicable	a	su	ámbito	de	competencias.
D.	Leg.	1101.
ART.	 4°.—Obligaciones	 ambientales	 fiscalizables	 aplicables	 a	 las
actividades	 de	 pequeña	minería	 y	minería	 artesanal.	 Los	 titulares	 de
operaciones	 de	 la	 pequeña	minería	 y	minería	 artesanal	 son	 responsables
por	 los	 impactos	 ambientales	 de	 las	 actividades	 a	 su	 cargo,	 incluida	 la
rehabilitación	 ambiental;	 siéndoles	 de	 aplicación	 la	 legislación	 ambiental
sectorial	y	transectorial	que	regula	esta	materia.
Asimismo,	 los	 titulares	 de	 tales	 actividades	 deben	 dar	 cumplimiento	 a	 lo
establecido	 en	 los	 instrumentos	 de	 gestión	 ambiental	 aplicables	 al
desarrollo	de	la	actividad	y	deben	cumplir	con	lo	dispuesto	en	las	medidas
administrativas	de	carácter	particular	que	sean	emitidas	en	el	ejercicio	de	la
fiscalización	ambiental.
Igualmente,	los	indicados	titulares	se	encuentran	sujetos	a	la	obligación	de
no	obstaculizar	el	ejercicio	de	las	acciones	de	fiscalización	ambiental	de	las
que	sean	objeto,	para	lo	cual	permitirán	el	acceso	de	los	representantes	de
las	 EFA	 competentes	 y	 brindarán	 la	 información	 requerida	 para	 el
cumplimiento	de	tales	funciones.
D.	Leg.	1101.
ART.	5°.—Ejercicio	de	la	 fiscalización	ambiental	de	las	actividades	de
pequeña	minería	y	minería	artesanal
5.1.	 Las	 EFA	 señaladas	 en	 el	 artículo	 2°	 deberán	 ejecutar	 supervisiones
regulares	 de	 carácter	 permanente	 respecto	 de	 las	 actividades	 de	 pequeña
minería	y	minería	artesanal	bajo	su	ámbito	de	competencias.
5.2.	 Tales	 supervisiones	 serán	 comprendidas	 en	 sus	 respectivos	 Planes
Anuales	 de	 Evaluación	 y	 Fiscalización	Ambiental	 (Planefa),	 que	 deben	 ser
presentados	ante	el	OEFA,	en	el	marco	de	lo	dispuesto	en	la	Resolución	de
Presidencia	del	Consejo	Directivo	N°	070-2010-OEFA/	PCD.
5.3.	 Asimismo,	 las	 indicadas	 EFA	 deberán	 ejecutar	 supervisiones
especiales,	 no	 programadas,	 en	 caso	 de	 denuncias,	 contingencias
ambientales	u	otras	circunstancias	que	así	lo	ameriten.
5.4.	 El	 reporte	 de	 la	 ejecución	 de	 las	 actividades	 contenidas	 en	 su
respectivo	 Planefa,	 que	 corresponde	 ser	 presentado	 al	 OEFA,	 deberá	 ser
trimestral	y	se	realizará	de	acuerdo	al	formato	especial	que	será	elaborado
por	el	OEFA;	ello,	sin	perjuicio	del	cumplimiento	de	las	normas	de	reserva
de	información	establecida	en	el	Texto	Único	de	la	Ley	de	Transparencia	y
Acceso	 a	 la	 Información	 Pública,	 aprobado	mediante	Decreto	 Supremo	N°
043-2003-PCM.	 En	 este	 reporte	 se	 informará	 el	 cumplimiento	 de	 las
acciones	programadas	así	como	los	resultados	alcanzados	en	la	mejora	del
estado	de	la	calidad	ambiental	derivado	de	tales	acciones.
5.5.	Las	EFA	tendrán	un	plazo	de	diez	(10)	días	útiles	luego	de	terminado
cada	trimestre	para	realizar	la	presentación	del	reporte	correspondiente.
5.6.	El	 incumplimiento	en	 la	presentación	del	 reporte	 indicado	en	el	 ítem
anterior	 así	 como	 en	 la	 ejecución	 de	 las	 supervisiones	 programadas,	 será
informado	 semestralmente	 por	 el	 OEFA	 a	 la	 Contraloría	 General	 de	 la
República,	para	la	adopción	de	las	medidas	de	control	que	correspondan.
5.7.	 Las	 acciones	 de	 fiscalización	 no	 programadas	 que	 realicen	 las	 EFA
serán	 igualmente	 reportadas	 en	 el	 informe	 trimestral	 indicado	 en	 el
numeral	5.4	del	presente	artículo.
5.8.	 Las	 EFA	 podrán	 realizar,	 cuando	 sea	 necesario	 y	 conforme	 a	 sus
competencias,	acciones	conjuntas	de	fiscalización	ambiental.
D.	Leg.	1101.
ART.	 6°.—Procedimiento	 sancionador.	 Los	 procedimientos
sancionadores	 a	desarrollar	 a	partir	 del	 resultado	de	 las	 supervisiones	de
campo,	se	regularán	por	 lo	establecido	en	el	Capítulo	 II	del	Título	 IV	de	 la
Ley	27444,	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General.
Ante	la	verificación	de	situaciones	de	grave	riesgo	ambiental,	y	en	base	al
informe	 técnico	 que	 al	 respecto	 emita	 la	 EFA	 competente,	 ésta	 podrá
disponer	 la	 adopción	 de	 medidas	 administrativas	 previas	 al	 inicio	 del
procedimiento	 sancionador	 destinadas	 a	 asegurar	 la	 protección	 del
ambiente	y	 la	preservación	de	 la	 salud	de	 las	personas	con	 la	 finalidad	de
disponer	 la	 paralización	 de	 actividades	 y	 la	 realización	 de	 acciones	 de
remediación	ambiental	de	carácter	inmediato.
D.	Leg.	1101.
ART.	7°.—Multas	y	medidas	administrativas	aplicables
7.1	 Las	 acciones	 u	 omisiones	 de	 las	 personas	 naturales	 o	 jurídicas,
tipificadas	en	el	presente	artículo	 como	 infracciones,	 serán	 calificadas	por
las	 EFA	 como	 leves,	 graves	 o	 muy	 graves.	 Para	 la	 imposición	 de	 las
infracciones,	las	EFA	aplicarán	el	Principio	de	Razonabilidad	establecido	en
el	numeral	3)	del	 artículo	230	de	 la	Ley	N°	27444,	Ley	del	Procedimiento
Administrativo	General,	 y	 tomará	en	consideración	 los	 siguientes	 criterios
específicos:
a.	La	afectación	o	riesgo	a	la	salud	de	la	población
b.	Los	beneficios	económicos	obtenidos	por	el	infractor
c.	La	gravedad	de	los	daños	generados
d.	Las	circunstancias	de	la	comisión	de	la	conducta	sancionable	o	infracción
e.	 Los	 impactos	 ambientales	 negativos,	 de	 acuerdo	 con	 la	 legislación
vigente
f.	Reincidencia	y,
g.	Los	costos	en	que	incurra	el	Estado	para	atender	los	daños	generados.
7.2	En	lo	relacionado	a	la	fiscalización	ambiental	de	la	actividad
Sin	perjuicio	de	las	acciones	de	interdicción	que	correspondan	conforme	a
la	 normativa	 vigente,	 el	 incumplimiento	 de	 las	 obligaciones	 ambientales
fiscalizables	referidas	al	desarrollo	de	las	actividades	de	la	pequeña	minería
y	minería	artesanal	se	sancionará	de	acuerdo	a	la	siguiente	escala:
Infracción Sanción	pecuniaria Clase	de	sanción Medidascomplementarias
Pequeña	minería: 	 	 	
-	 Realizar	 actividades
sin	 contar	 previamente
con	 la	 certificación
ambiental
correspondiente
(resolución	 aprobatoria
del	 instrumento	 de
gestión	 ambiental
aplicable).
Desde	 10	 UIT	 a	 40
UIT Muy	grave
C.I.,	 C.B.,	 P.O.,	 R.I.E.,
S.T.A.,	S.D.A.	C.I.G.A.,
-	 Incumplir	 lo
establecido	 en	 el
instrumento	 de	 gestión Desde	 05	 UIT	 a	 25UIT Grave
C.I.,	 C.B.,	 P.O.,	 R.I.E.,
S.T.A.,	S.D.A.	C.I.G.A.,
ambiental	aprobado
-	 Incumplir	 las	 normas
de	protección	 ambiental
aplicables
Desde	 05	 UIT	 a	 25
UIT
Grave
C.I.,	 C.B.,	 P.O.,	 R.I.E.,
S.T.A.,	S.D.A.	C.I.G.A.,
	 	
-	 Infracciones
relacionadas	 al	 Plan	 de
Cierre	 de	 Pasivos
Ambientales	 y	 Plan	 de
Cierre
Desde	 02	 UIT	 a	 10
UIT Leve S.T.A.,	S.D.A
Minería	artesanal: 	 	 	
-	 Realizar	 actividades
sin	 contar	 previamente
con	 la	 certificación
ambiental
correspondiente
(resolución	 aprobatoria
del	 instrumento	 de
gestión	 ambiental
aplicable).
Desde	 05	 UIT	 a25
UIT Muy	grave
C.I.,	 C.B.,	 P.O.,	 R.I.E.,
S.T.A.,	S.D.A.	C.I.G.A.,
-	 Incumplir	 lo
establecido	 en	 el
instrumento	 de	 gestión
ambiental	aprobado
Desde	 02	 UIT	 a	 15
UIT Grave
C.I.,	 C.B.,	 P.O.,	 R.I.E.,
S.T.A.,	S.D.A.	C.I.G.A.,
-	Incumplimiento	de	las
normas	 de	 protección
ambiental	aplicables
Desde	 02	 UIT	 a	 15
UIT Grave
C.I.,	 C.B.,	 P.O.,	 R.I.E.,
S.T.A.,	S.D.A.	C.I.G.A.,
-	 Infracciones
relacionadas	 a	 Plan	 de
Cierre	 de	 Pasivos
Ambientales	 y	 Plan	 de
Cierre
Desde	 01	 UIT	 a	 10
UIT Leve S.T.A.,	S.D.A
Leyenda:
C.I.:	Cierre	de	Instalaciones.
C.B.:	Comiso	de	Bienes.
P.O.:	Paralización	de	Obras.
R.I.E.:	Retiro	de	Instalaciones	y/o	equipos.
S.T.A.:	Suspensión	Temporal	de	Actividades.
S.D.A.:	Suspensión	Definitiva	de	Actividades.
C.I.G.A.:	 Cumplimiento	 con	 lo	 establecido	 en	 el	 Instrumento	 de	 Gestión
Ambiental
Adicionalmente	a	las	sanciones	pecuniarias	aplicables,	la	EFA	competente
emitirá	la	respectiva	medida	complementaria	a	través	de	la	imposición	de
la	 medida	 administrativa	 aplicable	 que	 busque	 restablecer	 la	 calidad
ambiental	afectada	así	como	la	protección	de	la	salud	de	las	personas.
La	 reincidencia	 de	 infracciones,	 dentro	 de	 los	 dos	 años	 siguientes	 de
haber	 quedado	 firme	 o	 consentida	 la	 resolución	 que	 impuso	 la	 sanción
anterior	al	mismo	titular,	determina	la	sanción	de	cierre	de	instalaciones.
7.3.	En	lo	relacionado	a	la	fiscalización	ambiental	del	uso	del	área	acuática
El	 incumplimiento	de	 las	obligaciones	ambientales	fiscalizables	referidas
a	 la	 autorización	 del	 uso	 de	 área	 acuática	 que	 sean	 utilizadas	 en	 el
desarrollo	 de	 actividades	 de	 la	 pequeña	 minería	 y	 minería	 artesanal	 en
aguas	 navegables,	 se	 sancionará	 de	 acuerdo	 a	 la	 siguiente	 escala,	 sin
perjuicio	de	las	acciones	de	interdicción	que	correspondan	de	acuerdo	a	la
normativa	vigente:
Medidas
Infracción Sanción	pecuniaria Clase	de	sanción complementarias
Pequeña	minería: 	 	 	
-	 Ocupar	 áreas
acuáticas	 navegables
sin	contar	previamente
con	 la	 respectiva
autorización.
Desde	 10	 UIT	 a	 40
UIT Muy	grave P.O.,	R.I.E.,	S.T.A.,	S.D.A.
Minería	artesanal: 	 	 	
-	 Ocupar	 áreas
acuáticas	 navegables
sin	contar	previamente
con	 la	 respectiva
autorización.
Desde	 05	 UIT	 a	 25
UIT Muy	grave P.O.,	R.I.E.,	S.T.A.,	S.D.A.
Leyenda:
P.O.:	Paralización	de	Obras.
R.I.E.:	Retiro	de	Instalaciones	y/o	equipos.
S.T.A.:	Suspensión	Temporal	de	Actividades.
S.D.A.:	Suspensión	Definitiva	de	Actividades
El	presente	numeral	se	aplica	sin	perjuicio	de	la	facultad	sancionadora	de
la	 Dicapi,	 de	 la	 Autoridad	 Nacional	 del	 Agua,	 de	 la	 Autoridad	 Portuaria
Nacional	 y	 de	 otras	 entidades	 en	 el	 ámbito	 de	 sus	 respectivas
competencias,	 así	 como	 de	 la	 vigencia	 de	 las	 escalas	 de	 infracciones	 y
sanciones	que	aplican	dichas	entidades.
Adicionalmente	a	las	sanciones	pecuniarias	aplicables,	la	EFA	competente
emitirá	la	respectiva	medida	complementaria	a	través	de	la	imposición	de
la	medida	administrativa	aplicable	que	busque	asegurar	que	el	uso	del	área
acuática	se	realiza	contando	con	la	autorización	respectiva.
D.	Leg.	1101.
ART.	 8°.—Facultades	 de	 ejecución	 coactiva.	 Otórguese	 facultades	 de
ejecución	 coactiva	 a	 las	 EFA	 comprendidas	 en	 el	 ámbito	 de	 la	 presente
norma,	 lo	 que	 comprende	 tanto	 el	 pago	 de	 las	 acreencias	 derivadas	 de
multas	 impagas,	 así	 como	 las	 obligaciones	 de	 hacer	 u	 obligaciones	 de	 no
hacer	 establecidas	 a	 través	 de	 las	 medidas	 administrativas	 que	 se
establezcan.
D.	Leg.	1101.
ART.	 9°.—Destino	 de	 las	 multas.	 Los	 ingresos	 por	 concepto	 de	 multas
impuestas	 constituyen	 ingresos	 propios	 correspondientes	 a	 la	 EFA	 que
impuso	 la	 sanción.	 Tales	 ingresos	 deberán	 ser	 destinados	 a	 sustentar	 las
acciones	de	supervisión	y	fiscalización	correspondientes	a	su	ámbito.
D.	Leg.	1101.
ART.	10.—Responsabilidad	penal.	Ante	la	verificación	de	la	existencia	de
indicios	 de	 ilícitos	 penales,	 las	 EFA	 comprendidas	 en	 el	 ámbito	 de	 la
presente	 norma	 formularán	 la	 respectiva	 denuncia	 penal	 correspondiente
ante	el	representante	del	Ministerio	Público	de	la	localidad;	en	el	marco	de
lo	establecido	en	el	Título	XIII	del	Libro	Segundo	del	Código	Penal.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS	FINALES
D.	Leg.	1101.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—De	 la	 elaboración	 de
formatos	 de	 reporte	 del	 Planefa.	 El	 OEFA	 establecerá	 en	 un	 plazo	 de
treinta	 (30)	 días	 de	 promulgado	 el	 presente	 Decreto	 Legislativo	 los
formatos	aplicables	para	dar	cumplimiento	a	 lo	dispuesto	en	el	artículo	5°
numeral	5.4	de	esta	norma.
El	OEFA	desarrollará	los	aplicativos	informáticos	que	sean	requeridos	para
facilitar	la	presentación	del	mencionado	reporte	y	los	facilitará	a	las	EFA;	en
el	plazo	de	noventa	(90)	días	de	promulgada	la	presente	norma.
D.	Leg.	1101.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Financiamiento.	 El
financiamiento	requerido	para	la	aplicación	del	presente	decreto	legislativo
será	 con	 cargo	 a	 los	 presupuestos	 institucionales	 de	 las	 entidades
comprendidas	 en	 el	 mismo,	 sin	 demandar	 recursos	 adicionales	 al	 Tesoro
Público.
D.	Leg.	1101.
Tercera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Tipificación,
establecimiento	 de	 sanciones	 y	 gradualidad.	 Con	 la	 finalidad	 de
Fortalecer	 la	 fiscalización	 ambiental	 de	 las	 actividades	 de	 la	 pequeña
minería	y	minería	artesanal,	mediante	decreto	 supremo	refrendado	por	el
Ministerio	del	Ambiente	se	podrá	tipificar	en	vía	reglamentaria,	conductas
sancionables	adicionales	a	 las	previstas	en	el	presente	Decreto	Legislativo,
así	como	establecer	las	correspondientes	sanciones.
D.	Leg.	1101.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—En	 el	 caso	 de	 Lima
Metropolitana	se	considera	como	EFA	a	la	Dirección	General	de	Minería,	en
tanto	 no	 transfiera	 tales	 funciones	 en	 el	 marco	 del	 proceso	 de
descentralización,	en	 lo	relacionado	a	 la	 fiscalización	de	 las	actividades	de
pequeña	minería	y	minería	artesanal.
DISPOSICIÓN	COMPLEMENTARIA	DEROGATORIA
D.	Leg.	1101.
Única	Disposición	Complementaria	Derogatoria.—Deróguese	el	artículo	13
de	la	Ley	de	Formalización	y	Promoción	de	la	Pequeña	Minería	y	la	Minería
Artesanal,	 Ley	 27651,	 en	 lo	 que	 se	 refiere	 a	 las	multas	 y	 penalidades	 por
infracciones	ambientales	aplicables	a	 los	pequeños	productores	mineros	y
productores	mineros	artesanales.
Asimismo,	 deróguense,	 para	 el	 caso	 de	 pequeños	 productores	mineros	 o
productores	 mineros	 artesanales,	 las	 sanciones	 establecidas	 en	 los
numerales	 del	 52.1	 al	 52.9	 del	 artículo	 52	 del	 Reglamento	 de	 la	 Ley	 de
Pasivos	 Ambientales	 de	 la	 Actividad	 Minera	 aprobado	 mediante	 Decreto
Supremo	N°	059-2005-EM	y	sus	normas	modificatorias.
Igualmente,	deróguese	el	literal	66.3	del	artículo	66	del	Reglamento	para	el
Cierre	 de	 Minas,	 aprobado	 por	 Decreto	 Supremo	 N°	 033-2005-EM,	 en	 lo
aplicable	 a	 los	 pequeños	 productores	 mineros	 o	 productores	 mineros
artesanales.
FORMALIZACIÓN	DE	LA	ACTIVIDAD	MINERA
D.	S.	006-2012-EM.
ART.	1°.—Del	objeto	y	ámbito.	El	presente	dispositivo	tiene	como	objeto
establecer	 medidas	 complementarias	 para	 implementar	 el	 proceso	 de
formalización	 de	 la	 actividad	 minera	 en	 las	 zonas	 del	 departamento	 de
Madre	de	Dios	comprendidas	en	el	Anexo	1	del	Decreto	Legislativo	N°	1100.
D.	S.	006-2012-EM.
ART.	 2°.—Definiciones.	 Para	 efectos	 de	 lo	 establecido	 en	 el	 presente
decreto	supremo,	se	define	como:
Minería	 ilegal.-	Minería	 ilegal	 comprende	 las	actividades	mineras	que	se
realizan	 sin	 cumplir	 con	 las	 exigencias	 de	 las	 normas	 de	 carácter
administrativo,	 técnico,	 social	 y	 ambiental	 que	 rigen	 dichas	 actividades	 y
que	 se	 ubican	 en	 zonas	 no	 autorizadas	 para	 el	 ejercicio	 de	 dichas
actividades,	las	que	son	llevadas	a	cabo	por	.personas	naturales	o	jurídicas	o
grupo	de	personas	organizadas	para	tal	fin.
Minería	 informal.-	 Es	 aquélla	 actividad	 minera	 que	 teniendo
características	 de	 minería	 ilegal,	 se	 realiza	 en	 zonas	 autorizadas	 para	 la
actividad	 minera	 y	 que	 quienes	 la	 realizan	 han	 iniciado	 un	 proceso	 de
formalización	en	los	plazos	y	modalidades	establecidas	en	las	normas	sobre
la	materia.
Formalización.-	 Es	 el	 proceso	 mediante	 el	 cual	 se	 establecen	 y
administran	 los	 requisitos,	 plazos	 y	 procedimientos	 para	 que	 la	 actividad
minera	informal	pueda	cumplir	con	la	legislación	vigente	y	que	culmina	una
vez	 que	 la	 persona	 natural	 o	 jurídica	 que	 inició	 el	 proceso	 obtenga	 la
autorización	 de	 inicio/reinicio	 para	 el	 desarrollo	 de	 la	 actividad	 minera,
otorgado	 por	 la	 autoridad	 competente,	 la	 que	 supone	 la	 previa	 obtención
entre	 otros,	 de	 la	 aprobación	 del	 respectivo	 instrumento	 de	 gestión
ambiental,	 el	 derecho	 de	 uso	 del	 terreno	 superficial,	 así	 como	 otros
requisitos	y	autorizaciones	que	sean	requeridos	en	la	legislación	vigente.
D.	S.	006-2012-EM.
ART.	3°.—Sobre	la	formalización	en	el	área	comprendida	en	el	Anexo	1
del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 1100.	 La	 formalización	 en	 las	 zonas	 del
Departamento	de	Madre	de	Dios	 comprendidas	en	el	Anexo	1	del	Decreto
Legislativo	N°	1100,	podrá	ser	iniciada	y	continuada,	según	sea	el	caso	por
aquéllos	 que	 realizan	 la	 actividad	 con	 derecho	 a	 usar	 el	 área	 que	 ocupan
bajo	 cualquiera	 de	 las	 formas	 a	 las	 que	 se	 refiere	 la	 Ley	 N°	 27651	 y	 por
quienes	se	encuentran	registrados	en	el	Registro	Regional	Minero	Aurífero
del	departamento	de	Madre	De	Dios,	oficializado	por	Resolución	Directoral
Regional	N°	109-2011/GOREMAD/GRDE/DREMEH	del	28	de	diciembre	del
2011.
El	 proceso	 de	 formalización	 se	 desarrollará	 en	 un	 plazo	 de	 12	 (doce)
meses,	contados	a	partir	de	la	vigencia	del	presente	dispositivo.
D.	S.	006-2012-EM.
ART.	4°.—Requisito	para	el	inicio	del	proceso	de	formalización.	Para	el
inicio	 de	 proceso	 de	 formalización	 las	 personas	 que	 se	 encuentren	 en
cualquiera	 de	 los	 supuestos	 establecidos	 en	 el	 artículo	 3°	 del	 presente
decreto	 supremo,	 deberán	 presentar	 al	 Gobierno	 Regional	 de	 Madre	 de
Dios,	 en	 un	 plazo	 no	mayor	 de	 60	 días	 de	 publicado	 el	 presente	 decreto
supremo,	 la	declaración	de	compromiso	 tal	y	como	aparece	en	el	Formato
incluido	en	el	Anexo	01	del	presente	dispositivo.
Dicha	 declaración	 será	 materia	 de	 re9istro	 por	 el	 Gobierno	 Regional	 de
Madre	de	Dios	y	tendrá	una	vigencia	máxima	de	diez	(10)	meses,	plazo	en	el
cual	 se	 aplicaran	 los	 mecanismos	 simplificados	 de	 formalización	 bajo	 el
principio	 de	 ventanilla	 única.	 La	 Declaración	 de	 Compromiso	 deberá	 ser
comunicada	al	Ministerio	de	Energía	y	Minas,	bajo	responsabilidad,	sin	cuyo
requisito	carecerá	de	valide.
En	caso	el	Gobierno	Regional	de	Madre	de	Dios	verifique	el	incumplimiento
de	 los	 requisitos	 establecidos	 por	 ley	 y	 de	 los	 compromisos	 suscritos	 por
parte	 del	 interesado	 en	 la	 declaración	 de	 compromisos	 contenida	 en	 el
Anexo	 I	 del	 presente	 dispositivo,	 se	 procederá	 a	 la	 cancelación	 de	 la
mencionada	declaración	y	de	su	inscripción	en	el	registro.
D.	S.	006-2012-EM.
ART.	 5°.—De	 los	 requisitos	 para	 la	 formalización.	 En	 el	 proceso	 de
formalización	en	el	ámbito	de	aplicación	de	la	presente	norma	se	aplicarán
las	siguientes	reglas:
-	No	será	exigible	la	presentación	del	Certificado	de	Inexistencia	de	Restos
Arqueológicos	(CIRA),	en	los	casos	del	área	comprendida	en	el	Anexo	N°	1
del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 1100,	 siendo	 suficiente	 la	 presentación	 de	 una
Declaración	Jurada,	sujeta	a	fiscalización	posterior.
-	Se	acompañará	a	la	solicitud:	la	declaración	de	compromisos	a	que	se	hace
referencia	en	el	Anexo	N°	1	del	presente	dispositivo,	así	como	el	documento
que	 acredite	 que	 el	 solicitante	 es	 propietario	 o	 que	 está	 autorizado	 por
el(los)	propietario(s)	del	100%	de	 las	acciones	y	derechos	del	predio	para
utilizar	 el(los)	 terreno(s)	 superficial(es)	 donde	 se	 realizará	 la	 actividad,
debidamente	inscrito	en	la	Superintendencia	Nacional	de	Registros	Públicos
-	Sunarp	o,	en	su	defecto,	el	testimonio	de	escritura	pública.	Si	la	concesión
se	 ubicara	 en	 terreno	 eriazo	 del	 Estado	 en	 zona	 no	 catastrada,	 no	 será
necesario	este	requisito.
D.	S.	006-2012-EM.
ART.	6°.—De	la	ventanilla	única.	Establézcase	el	uso	de	la	ventanilla	única
como	herramienta	para	la	agilización	de	los	trámites	de	formalización	de	la
actividad	minera,	desde	la	cual	los	interesados	podrán	realizar	los	trámites
y	solicitar	información	sobre	su	proceso	de	formalización.
El	 Ministerio	 de	 Energía	 y	 Minas	 y	 la	 Autoridad	 Nacional	 del	 Agua,	 en
coordinación	 con	 el	 Gobierno	 Regional	 de	Madre	 de	 Dios,	 dispondrán	 las
acciones	necesarias	para	efectos	de	brindar	sus	servicio?	relacionados	con
la	formalización	mediante	la	ventanilla	única.
La	ventanilla	única	no	implica	la	modificación	de	las	competencias	que	por
ley	tiene	cada	una	de	las	entidades	mencionadas.
D.	S.	006-2012-EM.
ART.	7°.—De	las	actividades	de	formalización.	El	Ministerio	de	Energía	y
Minas,	en	coordinación	con	el	Gobierno	Regional	de	Madre	de	Dios,	llevará	a
cabo	 las	 acciones	 que	 sean	 necesarias	 para	 implementar	 un	 Proceso	 de
Formalización	de	la	actividad	minera	en	el	ámbito	del	Anexo	1	del	Decreto
Legislativo	N°	1100.
Las	demás	entidades	del	Gobierno	Nacional	involucradas	en	el	proceso	de
formalización	 deberán	 prestar	 el	 apoyo	 técnico	 a	 requerimiento	 del
Ministerio	de	Energía	y	Minas.
D.	S.	006-2012-EM.
ART.	 8°.—Financiamiento.	 Las	 acciones	 que	 realicen	 las	 entidades
competentes	en	la	aplicación	del	presente	decreto	supremo,	se	sujetan	a	sus
presupuestos	institucionales	respectivos.
D.	S.	006-2012-EM.
ART.	9°.—Vigencia.	El	presente	dispositivo	entra	en	vigencia	a	partir	del
día	siguiente	de	su	publicación.
D.	S.	006-2012-EM.
ART.	10.—Refrendo.	El	presente	decreto	supremo	será	refrendado	por	el
Presidente	del	Consejo	de	Ministros	y	los	Ministros	de	Energía	y	Minas,	de
Ambiente,	Agricultura,	Vivienda,	Construcción	y	Saneamiento,	y	de	Cultura.
ANEXO	N°	1
D.	S.	006-2012-EM.	
Formato
Declaración	de	compromisos
Yo,	 ______________________	 con	 DNI/	 RUC	 N°	 _______________,	 con	 domicilio	 en
_______________,debidamente	representado	por	___________	con	Documento	Nacional	de	Identidad	N°
___________,	(1)	con	domicilio	en	_______________	distrito	de	_______________,	provincia	y	departamento
de	a	efectos	en	el	procedimiento	iniciado	para	la	obtención	de	la	autorización	de	inicio/reinicio
de	 actividades	 de	 explotación	 minera	 de	 ________________	 (indicar	 escala)	 me	 comprometo	 a	 lo
siguiente:
-	 Al	 cumplimiento	 y	 ejecución	 de	 todas	 las	medidas	 dispuestas	 en	 el	 instrumento	 de	 gestión
ambiental	que	se	apruebe	como	parte	del	proceso	de	formalización.
-A	adoptar	medidas	y	buenas	prácticas	para	prevenir,	controlar,	monitorear,	mitigar,	restaurar,
rehabilitar	 o	 reparar,	 según	 corresponda,	 los	 impactos	 y	 efectos	 negativos	 generados	 por	 la
actividad	que	desarrolle	antes	y	luego	de	concluido	el	proceso	de	formalización.
-	 A	 desarrollar	 actividades	 mineras	 en	 los	 términos	 en	 que	 sea	 otorgada	 la	 autorización	 de
inicio,	cumpliendo	con	las	condiciones	establecidas	en	el	artículo	91	del	Texto	Único	Ordenado	de
la	Ley	General	de	Minería,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	014-92-EM	y	demás	disposiciones
establecidas	en	la	legislación	vigente.
Asimismo,	declaro	lo	siguiente:
a)	Que	las	maquinarias	que	se	utilicen	para	el	desarrollo	de	las	actividades	mineras	a	mi	cargo
están	registradas	en	la	Superintendencia	Nacional	de	Registro	Públicos	-	Sunarp,	de	conformidad
con	el	artículo	12	del	Decreto	Legislativo	N°	1100.
b)	 Que	 me	 comprometo	 a	 presentar	 dentro	 del	 plazo	 establecido	 para	 el	 proceso	 de
formalización	 de	 la	 actividad	 minera	 en	 las	 zonas	 del	 departamento	 de	 Madre	 de	 Dios
comprendidas	 en	 el	Anexo	1	del	Decreto	 Legislativo	N°	 1100,	 los	 requisitos	 establecidos	 en	 la
legislación	 vigente	 para	 el	 otorgamiento	 de	 autorización	 de	 inicio/reinicio	 de	 actividades	 de
explotación	minera
c)	 Que	 conozco	 la	 legislación	 en	 materia	 minera	 y	 ambiental	 que	 regula	 las	 actividades	 que
pretendo	desarrollar;	en	tal	sentido,	me	someto	a	las	acciones	de	fiscalización	que	se	generen	por
el	incumplimiento	de	dichas	normas.
La	presente	Declaración	tiene	carácter	de	declaración	jurada.
El	Gobierno	Regional	o	Ministerio	de	Energía	y	Minas	podrán	verificar	de	oficio	la	autenticidad
de	las	declaraciones,	de	los	documentos	y	de	la	información	proporcionada	por	el	administrado.
En	caso	de	comprobar	fraude	o	falsedad	en	la	declaración,	información	o	en	la	documentación
presentada	por	el	interesado	se	perderá	el	beneficio	de	la	formalización.
Firma
Madre	de	Dios,	_______de
La	 presente	 declaración	 de
compromisos	con	el	sello	y	firma
del	Director	Regional	de	Energía,
Minas	 e	 Hidrocarburos	 del
Gobierno	 Regional	 de	 Madre	 de
Dios	 como	 constancia	 de	 su
	verificación	 y	 recepción,
constituye	 la	 certificación	de	que
la	 persona	 que	 la	 suscribe,	 ha
iniciado	 el	 proceso	 de
formalización	 de	 la	 actividad
minera	 en	 las	 zonas	 del
departamento	 de	 Madre	 de	 Dios
comprendidas	 en	 el	 Anexo	 1	 del
Decreto	Legislativo	N°	1100.
Firma	y	sello	del	Director
Regional	de	Energía,	Minas	e
Hidrocarburos
Gobierno	Regional	de	Madre	de
Dios
	
__________
1	 En	 caso	 sea	 persona	 jurídica	 el	 solicitante	 debe	 precisar	 en	 este	 punto	 la	 acreditación	 de	 su
representación	 indicando	 el	 poder	 inscrito	 en	 la	 Partida	 N°________	 del	 Registro	 de	 Personas
Jurídicas	de	_________)
	
PROCESO	DE	FORMALIZACIÓN	DE	LAS	ACTIVIDADES	DE	PEQUEÑA
MINERÍA	Y	MINERÍA	ARTESANAL
D.	Leg.	1105.
ART.	1°.—Objeto	y	ámbito	de	aplicación.	El	presente	decreto	 legislativo
tiene	 como	 objeto	 establecer	 disposiciones	 complementarias	 para
implementar	el	proceso	de	formalización	de	la	actividad	minera	informal	de
la	 pequeña	 minería	 y	 de	 la	 minería	 artesanal,	 ejercida	 en	 zonas	 no
prohibidas	para	la	realización	de	dichas	actividades	a	nivel	nacional.
D.	Leg.	1105.
ART.	 2°.—Definiciones.	 Para	 efectos	 de	 lo	 establecido	 en	 el	 presente
decreto	legislativo,	se	define	como:
a)	 Minería	 ilegal.-	 Actividad	 minera	 ejercida	 por	 persona,	 natural	 o
jurídica,	 o	 grupo	 de	 personas	 organizadas	 para	 ejercer	 dicha	 actividad,
usando	equipo	y	maquinaria	que	no	corresponde	a	las	características	de	la
actividad	minera	 que	 desarrolla	 (pequeño	 productor	minero	 o	 productor
minero	artesanal)	o	sin	cumplir	con	las	exigencias	de	las	normas	de	carácter
administrativo,	 técnico,	 social	 y	 medioambiental	 que	 rigen	 dichas
actividades,	o	que	se	realiza	en	zonas	en	las	que	esté	prohibido	su	ejercicio.
Sin	perjuicio	de	lo	anterior,	toda	actividad	minera	ejercida	en	zonas	en	las
que	esté	prohibido	el	ejercicio	de	actividad	minera,	se	considera	ilegal.
Esta	 definición	 sustituye	 la	 definición	 de	 minería	 ilegal	 contenida	 en	 el
artículo	3°	del	Decreto	Legislativo	N°	1100.
b)	Minería	informal.-	Actividad	minera	que	es	realizada	usando	equipo	y
maquinaria	que	no	corresponde	a	las	características	de	la	actividad	minera
que	desarrolla	(pequeño	productor	minero	o	productor	minero	artesanal)	o
sin	 cumplir	 con	 las	 exigencias	 de	 las	 normas	 de	 carácter	 administrativo,
técnico,	social	y	medioambiental	que	rigen	dichas	actividades,	en	zonas	no
prohibidas	 para	 la	 actividad	 minera	 y	 por	 persona,	 natural	 o	 jurídica,	 o
grupo	 de	 personas	 organizadas	 para	 ejercer	 dicha	 actividad	 que	 hayan
iniciado	un	proceso	de	formalización	conforme	se	establece	en	el	presente
dispositivo.
D.	Leg.	1105.
ART.	 3°.—Proceso	 de	 formalización	 de	 la	 actividad	 minera	 de	 la
pequeña	minería	y	minería	artesanal.	El	proceso	de	 formalización	de	 la
actividad	 minera	 de	 pequeña	 minería	 y	 minería	 artesanal,	 es	 aquél
mediante	 el	 cual	 se	 establecen	 y	 administran	 los	 requisitos,	 plazos	 y
procedimientos	 para	 que	 el	 sujeto	 de	 formalización	 pueda	 cumplir	 con	 la
legislación	vigente.
El	sujeto	de	formalización	a	que	se	refiere	el	párrafo	anterior	puede	ser	una
persona	natural,	una	persona	jurídica	o	un	grupo	de	personas	organizadas
para	ejercer	dicha	actividad.
El	proceso	de	 formalización	 culmina	en	un	plazo	máximo	de	veinticuatro
(24)	meses.	Por	decreto	supremo	refrendado	por	el	Ministro	de	Energía	y
Minas	podrá	ampliarse	el	mencionado	plazo.
D.	Leg.	1105.
ART.	 4°.—Pasos	 para	 la	 formalización	 de	 la	 actividad	 minera	 de	 la
pequeña	minería	y	minería	artesanal.	La	formalización	podrá	ser	iniciada
o	 continuada,	 según	 sea	 el	 caso,	 por	 aquéllos	 que	 realizan	 la	 actividad
cumpliendo	con	los	pasos	siguientes:
1.	Presentación	de	declaración	de	compromisos.
2.	 Acreditación	 de	 titularidad,	 contrato	 de	 cesión,	 acuerdo	 o	 contrato	 de
explotación	sobre	la	concesión	minera.
3.	Acreditación	de	propiedad	o	autorización	de	uso	del	terreno	superficial.
4.	Autorización	de	uso	de	aguas.
5.	Aprobación	del	instrumento	de	gestión	ambiental	correctivo.
6.	 Autorización	 para	 inicio/reinicio	 de	 actividades	 de	 exploración,
explotación	y/o	beneficio	de	minerales.
Las	 personas	 naturales	 o	 jurídicas	 que	 se	 someten	 al	 proceso	 de
formalización	deben	cumplir	con	todos	los	pasos	y	sus	requisitos	a	efecto	de
ser	considerada	su	actividad	como	formal.
Adicionalmente,	 el	 Ministerio	 de	 Cultura	 en	 ejercicio	 de	 sus	 facultades,
establecerá	mediante	decreto	supremo,	en	un	plazo	máximo	de	treinta	(30)
días	 calendario	 contados	a	partir	de	 la	 entrada	en	vigencia	de	 la	presente
norma,	el	procedimiento	simplificado	que	establezca	el	otorgamiento	de	un
certificado	de	inexistencia	de	restos	arqueológicos	respecto	del	área	en	que
se	desarrolle	la	actividad	minera.
En	 tal	 sentido,	una	vez	presentada	 la	declaración	de	compromisos,	deben
cumplir	 con	 acreditar	 aquellos	 requisitos	 necesarios	 para	 culminar	 su
formalización,	entendiéndose	que	cada	paso	es	un	requisito	del	anterior,	sin
perjuicio	de	que	algunos	pudieran	tramitarse	de	manera	simultánea.
Desde	 la	 presentación	 de	 la	 declaración	 de	 compromisos	 hasta	 la
expedición	 de	 la	 autorización	 para	 inicio/reinicio	 de	 actividades	 de
exploración,	 explotación	 y/o	 beneficio	 de	 minerales,	 el	 sujeto	 de
formalización	deberá	contar	con	un	certificado	de	capacitación	emitido	por
el	 gobierno	 regional,	que	acredite	 la	 capacitación	básica	 requerida	para	el
ejercicio	de	la	actividad	minera	materia	de	formalización.	Esta	capacitación
la	 realizará	 el	 gobierno	 regional	 en	 coordinación	 con	 el	 Ministerio	 de
Energía	y	Minas	y	bajo	los	lineamientos	establecidos	por	este	último.
D.	Leg.	1105.
ART.	 5°.—De	 la	 declaración	 de	 compromisos.	 La	 declaración	 de
compromisos	es	un	documento	que,	según	formato	contenido	en	el	Anexo	1
del	 presente	 dispositivo,	 deberá	 presentar	 la	 persona,	 natural	 o	 jurídica,
ante	el	gobierno	regional	correspondiente,	en	un	plazo	de	sesenta	(60)	días
calendario	contados	a	partir	de	la	entrada	en	vigencia	de	la	presente	norma.
El	Proceso	de	Formalización	se	considerará	iniciado	con	la	presentación	de
la	referida	declaración,	lo	que	permite	al	solicitante	encontrarse	en	proceso
de	formalización.
La	 declaración	 de	 compromisos	 será	materia	 de	 registro	 por	 el	 gobierno
regional	 y	 se	 encontrará	vigente	hasta	que	 se	otorgue	al	 administrado	 las
autorizaciones	 detalladas	 en	 el	 numeral	 6	 del	 artículo	 4°	 de	 la	 presente
norma;	 o	 hasta	 el	momento	 en	 que	 se	 verifique	 el	 incumplimiento	 de	 los
requisitos	establecidos	en	este	dispositivo	y	la	normativa	vigente.
El	gobierno	regional	tendrá	a	su	cargo	la	implementación	del	mencionado
registro,	 el	 cual	 se	 constituye	 en	 un	 registro	 administrativo	 de	 carácter
público.
El	gobierno	regional	deberá	comunicar	al	Ministerio	de	Energía	y	Minas	la
presentación	de	la	declaración	de	compromisos.	Dicha	comunicación	deberá
ser	 efectuada,	 bajo	 responsabilidad,	 dentro	 de	 las	 cuarenta	 y	 ocho	 (48)
horas	de	presentada	por	el	interesado	al	gobierno	regional,	para	efectos	de
que	 el	 Ministerio	 de	 Energía	 y	 Minas	 lleve	 el	 registro	 nacional	 de	 dichas
declaraciones	de	compromisos.
En	 caso	 el	 gobierno	 regional	 verificara	 el	 incumplimiento	 tanto	 de	 los
requisitos	 establecidos	 por	 ley	 como	 de	 los	 compromisos	 suscritos	 por	 el
interesado	en	la	declaración	de	compromisos	antes	referida,	se	procederá	a
la	 cancelación	 de	 la	 mencionada	 declaración	 y	 de	 su	 inscripción	 en	 el
registro.
D.	Leg.	1105.
ART.	 6°.—De	 la	 acreditación	 de	 la	 titularidad,	 contrato	 de	 cesión,
acuerdo	o	contrato	de	explotación	sobre	la	concesión	minera.	El	 título
de	 concesión	 minera	 no	 autoriza	 por	 sí	 mismo	 a	 realizar	 las	 actividades
mineras	de	exploración	ni	explotación,	sino	que	para	dicho	fin	se	requiere
de	determinadas	medidas	administrativas	o	títulos	habilitantes	establecidos
por	ley.
La	acreditación	a	que	se	refiere	el	presente	artículo	podrá	darse	mediante
la	 suscripción	 de	 un	 contrato	 de	 cesión	 o	 de	 un	 acuerdo	 o	 contrato	 de
explotación,	 de	 acuerdo	 a	 lo	 establecido	 en	 la	 legislación	 vigente.	 Los
contratos	 anteriormente	 mencionados	 deberán	 encontrarse	 debidamente
inscritos	 ante	 la	 Superintendencia	 Nacional	 de	 los	 Registros	 Públicos	 -
Sunarp.
Mediante	 la	 suscripción	 del	 contrato	 de	 cesión	 minera,	 conforme	 se
encuentra	establecido	en	la	ley	de	la	materia,	el	sujeto	de	formalización	que
lo	 suscriba	 se	 sustituye	 en	 todos	 los	 derechos	 y	 obligaciones	 que	 tiene	 el
cedente.
Mediante	la	suscripción	del	acuerdo	o	contrato	de	explotación,	el	titular	del
derecho	minero	quedará	 liberado	de	 la	 responsabilidad	 solidaria	 respecto
de	 las	 obligaciones	 ambientales	 y	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo	 que
asume	el	minero	 interesado	en	su	 formalización.	El	acuerdo	o	contrato	de
explotación	 en	 el	marco	 del	 presente	 proceso	 de	 formalización	 podrá	 ser
suscrito	 utilizando	 el	 modelo	 contenido	 en	 el	 Anexo	 2	 del	 presente
dispositivo.
Los	 gobiernos	 regionales	 o	 el	 Ministerio	 de	 Energía	 y	 Minas	 podrán
intervenir,	 a	 solicitud	 de	 las	 partes,	 como	 intermediarios	 en	 las
negociaciones	 de	 los	 acuerdos	 o	 contratos	 de	 explotación,	 ejerciendo	 el
papel	de	facilitador	y	orientador	de	las	partes	en	negociación.
D.	Leg.	1105.
ART.	 7°.—De	 la	 acreditación	 de	 propiedad	 o	 de	 uso	 del	 terreno
superficial.	La	acreditación	de	uso	del	terreno	superficial	se	da	a	través	de
un	 documento	 que	 prueba	 que	 el	 solicitante	 es	 el	 propietario	 o	 está
autorizado	 por	 el	 propietario	 del	 predio	 para	 utilizar	 el	 (los)	 terreno(s)
donde	 se	 ubica	 o	 ubicará	 el	 desarrollo	 de	 las	 actividades	 mineras,
debidamente	inscrito	en	la	Superintendencia	Nacional	de	Registros	Públicos
-	Sunarp	o,	en	su	defecto,	del	testimonio	de	escritura	pública	del	contrato	o
convenio	por	medio	del	cual	se	autoriza	dicho	uso.
Si	 la	 concesión	 se	 ubicara	 en	 terreno	 eriazo	 del	 Estado	 en	 zona	 no
catastrada,	 no	 será	 necesario	 el	 requisito	 mencionado	 en	 el	 párrafo
precedente.	 Sin	 perjuicio	 de	 ello,	 el	 gobierno	 regional	 notificará	 esta
situación	 a	 la	 Superintendencia	Nacional	 de	Bienes	 Estatales	 -	 SBN,	 quien
actuará	según	la	legislación	de	la	materia.
D.	Leg.	1105.
ART.	8°.—De	la	autorización	de	uso	de	aguas.	Documento	que	otorga	 la
Autoridad	 Nacional	 del	 Agua,	 a	 través	 de	 la	 autoridad	 administrativa	 del
agua,	al	usuario	que	lo	solicita,	autorizando	el	uso	de	agua	superficial	por	el
plazo	no	mayor	de	dos	(2)	años,	para	cubrir	exclusivamente	las	necesidades
de	agua	derivadas	o	relacionadas	directamente	con	la	ejecución	de	estudios
u	obras	y	lavado	de	suelos.
D.	Leg.	1105.
ART.	9°.—Instrumento	de	gestión	ambiental	correctivo.	Por	única	vez	y
con	carácter	temporal,	a	efectos	del	proceso	de	formalización	regido	por	la
presente	 norma,	 constitúyase	 el	 instrumento	 de	 gestión	 ambiental
correctivo	 para	 la	 formalización	 de	 actividades	 de	 pequeña	 minería	 y
minería	artesanal	en	curso,	el	que	permite	 la	 formalización	de	actividades
de	 pequeña	 minería	 y	 minería	 artesanal	 en	 curso,	 como	 requisito	 de
obligatorio	cumplimiento	para	 la	obtención	de	 la	autorización	de	 inicio	de
operaciones	 que	 se	 otorga	 en	 el	 marco	 del	 proceso	 de	 formalización
establecido	en	la	presente	norma,	así	como	en	el	proceso	de	formalización
referido	en	el	Decreto	Supremo	N°	006-2012-EM.
El	 Ministerio	 del	 Ambiente	 aprobará	 mediante	 decreto	 supremo,	 en	 un
plazo	máximo	de	treinta	(30)	días	calendario	contados	a	partir	de	la	entrada
en	 vigencia	 de	 la	 presente	 norma,	 las	 disposiciones	 complementarias
referidas	a	 los	 instrumentos	de	prevención,	control	y	mitigación,	así	como
las	medidas	de	recuperación	y	remediación	ambiental	que	deberán	cumplir
los	sujetos	de	formalización,	pudiendo	incorporar	más	de	una	operación.
D.	Leg.	1105.
ART.	 10.—De	 la	 autorización	 para	 inicio/reinicio	 de	 actividades	 de
exploración,	 explotación	 y/o	 beneficio	 de	 minerales.	 Para	 iniciar	 o
reiniciar	 actividades	 de	 exploración	 o	 explotación,	 así	 como	 beneficiar
minerales	 se	 requiere	 la	 autorización	 del	 gobierno	 regional
correspondiente.
La	 autorización	 referida	 deberá	 ser	 emitida	 previa	 opinión	 favorable	 del
Ministerio	de	Energía	y	Minas,	basada	en	el	informe	de	evaluación	emitido
por	el	gobierno	regional,	y	consistirá	en	la	verificación	del	cumplimiento	de
los	pasos	contenidos	en	el	artículo	4°	del	presente	dispositivo.
El	Ministerio	de	Energía	y	Minas	establecerá	mediante	decreto	supremo,	en
un	 plazo	 máximo	 de	 treinta	 (30)	 días	 calendario	 contados	 a	 partir	 de	 la
entrada	 en	 vigencia	 de	 la	 presente	 norma,	 las	 medidas	 complementarias
para	 la	 autorización	 para	 el	 inicio/reinicio	 a	 que	 se	 refiere	 el	 presente
artículo,	así	como	su	cancelación.
D.	Leg.	1105.
ART.	11.—De	la	Participación	del	Servicio	Nacional	de	Áreas	Naturales
Protegidas	por	el	Estado	-	Sernanp	en	el	proceso	de	formalización.	En
aquellos	 casos	 en	 que	 la	 actividad	 minera	 se	 efectúa	 en	 Áreas	 Naturales
Protegidas,	 y	 que	 sea	 necesaria	 la	 opinión	 técnica	 favorable	 o
compatibilidad	del	 Servicio	Nacional	de	Áreas	Naturales	Protegidas	por	el
Estado	-	Sernanp,	ésta	deberá	ser	solicitada	por	el	sujeto	de	formalización.
Esta	 entidad	 deberá	 emitir	 su	 opinión	 técnica	 en	 un	 plazo	 no	 mayor	 de
treinta	(30)	días	calendario,	bajo	responsabilidad.
D.	Leg.	1105.
ART.	 12.—Culminación	 del	 proceso	 de	 formalización.	 Cumplidos	 los
pasos	 señalados	 en	 los	 artículos	 precedentes,	 el	 gobierno	 regional
correspondiente	emitirá	la	correspondiente	resolución	de	inicio/reinicio	de
actividades	de	 exploración,	 explotación	 y/o	beneficio	 de	minerales,	 con	 la
cual	culminará	el	proceso	de	formalización.
D.	Leg.	1105.
ART.	13.—Participación	del	titular	de	concesión	minera	en	el	proceso
de	 formalización.	 Con	 la	 finalidad	 de	 facilitar	 la	 formalización	 a	 que	 se
sujeta	 el	 presente	 dispositivo,	 dentro	 de	 los	 sesenta	 (60)	 días	 contados
desde	 la	 fecha	 de	 entrada	 en	 vigencia	 de	 esta	 norma,	 el	 titular	 de	 una
concesión	 minera	 deberá	 presentar	 ante	 la	 autoridad	 competente	 un
documento	 en	 el	 cual	 declarará,	 bajo	 responsabilidad,	 la	 existencia	 de
actividad	minera	informal	en	el	área	de	su	concesión.
Dicha	declaración	contendrá,	asimismo,	 la	 intención	del	 titular	minero	de
suscribir	 con	 los	 sujetos	 que	 desarrollen	 actividad	minera	 informal	 en	 su
concesión	 minera,	 un	 contrato	 de	 explotación	 o	 un	 contrato	 de	 cesión
minera	o,	de	ser	el	caso,	su	decisión	de	explotar	directamente	la	concesión
minera	en	su	beneficio.
El	gobierno	regional	efectuará	un	cruce	de	información	entre	lo	expresado
por	el	minero	informal	en	su	declaración	de	compromiso	y	lo	expresado	por
el	titular	respecto	de	su	concesión	minera	en	la	declaración	a	que	se	refiere
el	 primer	 párrafo	 del	 presente	 artículo,	 con	 la	 finalidad	 de	 establecer	 la
naturaleza	 de	 la	 relación	 existente	 entre	 el	minero	 informal,	 la	 concesión
minera	y	el	titular	de	ésta.
D.	Leg.	1105.	
ART.	14.—Restricciones	para	el	acceso	al	programa.	Sin	perjuicio	de	lo
dispuesto	en	el	artículo	11,	no	podrán	acogerse	al	proceso	de	formalización
regido	 por	 la	 presente	 norma	 aquellas	 personas	 naturales	 o	 jurídicas	 que
ocupen	áreas	no	permitidas	para	el	ejercicio	de	la	minería,	tales	como	zonas
arqueológicas,	áreas	naturales	protegidas,	y	otras	de	acuerdo	a	la	legislación
vigente.
D.	Leg.	1105.
ART.	 15.—De	 la	 ventanilla	 única.	 Establézcase	 el	 mecanismo	 de	 la
ventanilla	 única	 como	 herramienta	 para	 la	 agilización	 de	 los	 trámites	 de
formalización	 de	 la	 actividad	 minera;	 ventanilla	 ante	 cual	 el	 interesado
podrá	 realizar	 los	 trámites	 y	 solicitar	 información	 sobre	 su	 proceso	 de
formalización.
El	Ministerio	de	Energía	y	Minas,	 el	 Servicio	Nacional	de	Áreas	Naturales
Protegidas	por	el	Estado	-	Sernanp,	el	Ministerio	de	Cultura	y	la	Autoridad
Nacional	del	Agua,	en	coordinación	con	el	gobierno	regional,	ejecutarán	las
acciones	necesarias	para	efectos	de	brindar	sus	servicios	relacionados	con
la	formalización	a	través	de	la	ventanilla	única.
La	 instalación	 de	 la	 ventanilla	 única	 no	 implica	 la	 modificación	 de	 las
competencias	que	por	ley	tiene	cada	una	de	las	entidades	mencionadas.
D.	Leg.	1105.
ART.	16.—De	la	ejecución	del	proceso	de	formalización.	El	Ministerio	de
Energía	 y	 Minas,	 en	 coordinación	 con	 los	 gobiernos	 regionales,	 llevará	 a
cabo	 las	 acciones	 que	 sean	 necesarias	 para	 ejecutar	 el	 proceso	 de
formalización	de	 la	actividad	minera	a	 través	de	oficinas	desconcentradas,
las	que	podrán	encargarse	de	una	o	más	regiones.
Las	 demás	 entidades	 del	 Gobierno	 Nacional	 involucradas	 en	 la
implementación	 del	 Programa	 de	 Formalización	 deberán	 prestar	 apoyo
técnico	a	requerimiento	del	Ministerio	de	Energía	y	Minas.
D.	Leg.	1105.
ART.	17.—Financiamiento	de	las	actividades	de	formalización
17.1.	Créase	el	fondo	para	el	proceso	de	formalización	de	las	actividades	de
pequeña	 minería	 y	 minería	 artesanal,	 cuyos	 recursos	 serán	 destinados	 a
financiar	 las	 acciones	 de	 formalización	 a	 las	 que	 se	 refiere	 el	 presente
dispositivo	 y	 el	 Decreto	 Legislativo	 N°	 1100.	 La	 administración	 del	 fondo
corresponde	al	Ministerio	de	Energía	y	Minas.
17.2.	Son	recursos	del	fondo:
a)	 Los	 provenientes	 de	 la	 lucha	 contra	 la	 minería	 ilegal,	 que	 sean
establecidos	mediante	decreto	 supremo,	 con	voto	aprobatorio	del	Consejo
de	Ministros;
b)	Los	provenientes	de	 la	 cooperación	 internacional,	de	conformidad	a	 la
normatividad	vigente;	y
c)	Otros	que	el	Ministerio	de	Energía	y	Minas	determine	de	acuerdo	a	ley.
17.3.	 Los	 recursos	 del	 fondo	 estarán	 depositados	 en	 la	 cuenta	 que
determine	 el	Ministerio	 de	 Economía	 y	 Finanzas,	 a	 través	 de	 la	 Dirección
General	 de	 Endeudamiento	 y	 Tesoro	 Público,	 los	 mismos	 que	 son
autorizados	a	través	de	asignaciones	financieras,	previo	requerimiento	de	la
entidad	administradora	del	fondo,	son	aplicados	únicamente	para	los	fines
del	 fondo,	 y	 se	 incorporan	 en	 las	 entidades	 beneficiarias	 en	 la	 fuente	 de
financiamiento	recursos	determinados	conforme	al	artículo	42	de	la	Ley	N°
28411.
D.	Leg.	1105.
ART.	 18.—Financiamiento	 de	 instrumentos	 y	 acciones	 a	 cargo	 del
sector	ambiente.	El	Comité	de	Administración	del	Fideicomiso,	establecido
por	 el	 Decreto	 Supremo	 N°	 011-2011-Minam,	 podrá	 destinar	 dichos
recursos	 al	 financiamiento	 de	 las	 siguientes	 acciones	 o	 medidas,	 sin
perjuicio	 de	 las	 que	 se	 establezcan	 en	 aplicación	 a	 lo	 dispuesto	 por	 el
artículo	 21º	 de	 la	 Ley	 N°	 28245,	 Ley	 del	 Sistema	 Nacional	 de	 Gestión
Ambiental:
a)	 Acciones	 de	 vigilancia	 ambiental	 y	 de	 fiscalización	 ambiental	 a	 que	 se
refiere	el	artículo	10	del	Decreto	Legislativo	N°	1100.
b)	 Elaboración	 e	 implementación	 de	 instrumentos	 vinculados	 a	 la
remediación,	descontaminación	o	rehabilitación	de	las	zonas	afectadas	por
la	minería	ilegal.
c)	 Acciones	 para	 el	 fortalecimiento	 del	 Sistema	 Nacional	 de	 Gestión
Ambiental	 y	 la	 adecuada	 aplicación	 de	 los	 instrumentos	 de	 gestión
ambiental	 correspondientes,	 que	 sean	 determinadas	 por	 el	 Comité	 de
Administración	del	Fideicomiso	establecido	por	el	Decreto	Supremo	N°	011-
2011-Minam.
D.	Leg.	1105.
ART.	19.—Disposiciones	para	pequeño	productor	minero	y	productor
minero	 artesanal.	 Los	 pequeños	 productores	 mineros	 y	 productores
mineros	 artesanales	 con	 concesiones	mineras	 otorgadas	 hasta	 la	 fecha	 de
entrada	en	vigencia	del	presente	Decreto	Legislativo,	deberán	acreditar	en
un	plazo	máximo	de	dos	(02)	años	ante	el	Gobierno	Regional	competente,	la
realización	de	operaciones	mineras	a	su	cargo.	Para	el	caso	de	los	pequeños
productores	 mineros,	 la	 realización	 de	 operaciones	 mineras	 podrá	 ser
mediante	contratos	de	explotación	o	de	cesión	minera.
La	 acreditación	 del	 plazo	 máximo	 de	 dos	 (02)	 años	 a	 que	 se	 refiere	 el
párrafo	anterior,	también	es	aplicable	a	aquellos	que	han	suscrito	contratos
de	explotación	o	de	cesión	minera	con	titulares	de	concesión	minera.
El	Ministerio	de	Energía	y	Minas	emitirá	mediante	decreto	supremo,	en	un
plazo	máximo	de	treinta	(30)	días	calendario	contados	a	partir	de	la	entrada
en	 vigencia	 de	 la	 presente	 norma,	 las	 disposiciones	 complementarias
necesarias	para	la	mejor	implementación	del	presente	artículo.
D.	Leg.	1105.
ART.	 20.—Regulación	 de	 plantas	 de	 beneficio.	 Establézcase	 el	 Sistema
Integrado	de	Información	Interconectada,	así	como	el	Registro	en	Línea	de
Plantas	de	Beneficio	Autorizadas,	ambos	a	cargo	del	Ministerio	de	Energía	y
Minas.
El	Ministerio	de	Energía	y	Minas	deberá	brindar	acceso	a	dicho	sistema	a
las	entidades	de	fiscalización	con	competencias	en	la	materia.
El	 Ministerio	 de	 Energía	 y	 Minas	 aprobará	 las	 disposiciones	 necesarias
para	la	implementación	gradual	de	lo	establecido	en	el	presente	artículo,	así
como	otras	disposiciones	que	sean	requeridas	para	 la	regulación	y	control
de	las	plantas	de	beneficio.
Facúltese	 a	 las	 autoridades	 competentes	 de	 fiscalización,	 según
corresponda	 y	 de	 acuerdo	 a	 sus	 competencias,	 a	 tipificar	 y	 establecer	 las
sanciones	 por	 incumplimiento	 de	 las	 disposiciones	 que	 regulan	 el
funcionamiento	de	las	plantas	de	beneficio.
D.	Leg.	1105.
ART.	21.—Vigencia.	El	presente	dispositivo	entra	en	vigencia	a	partir	del
día	siguiente	de	su	publicación.
D.	Leg.	1105.
ART.	 22.—De	 la	 aplicación	 de	 la	 presente	 norma.	 La	 presente	 norma
será	aplicada	sin	afectar	las	acciones	de	interdicción	a	los	mineros	ilegales
establecidos	por	normas	vigentes.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS	FINALES
D.	Leg.	1105.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Planes	 regionales	 de
formalización.	Los	 gobiernos	 regionales,	 en	un	plazo	de	 treinta	 (30)	días
calendario	 contados	 a	 partir	 de	 la	 entrada	 en	 vigencia	 del	 presente
dispositivo,	 podrán	 establecer	 planes	 regionales	 de	 formalización
enmarcados	 en	 la	 presente	 norma,	 teniendo	 en	 consideración	 las
particularidades	de	la	minería	que	se	desarrolla	en	cada	región.
Los	 planes	 regionales	 que	 establezca	 cada	 gobierno	 regional	 deberán
contemplar,	 como	 requisitos	 mínimos,	 los	 establecidos	 en	 la	 presente
norma.
Los	gobiernos	regionales	deberán	informar	mensualmente	al	Ministerio	de
Energía	y	Minas	el	desarrollo,	avance	y	resultados	de	los	planes	regionales
de	 formalización.	 Asimismo,	 publicarán	dicha	 información	 en	 sus	 portales
de	transparencia.
D.	Leg.	1105.
Segunda	Disposición	Complementaria	Final.—De	las	competencias	de	los
gobiernos	 regionales.	 Corresponde	 a	 los	 gobiernos	 regionales	 recibir,
tramitar	 y	 resolver	 los	 petitorios	 que	 presenten	 los	 administrados	 que	 se
encuentren	en	los	supuestos	del	artículo	91	del	Texto	Único	Ordenado	de	la
Ley	General	de	Minería,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	014-92-EM,	se
encuentre	o	no	acreditado	como	tal	ante	la	Dirección	General	de	Minería.
Asimismo,	los	gobiernos	regionales	son	competentes	para	recibir,	evaluar	y
resolver	 los	 instrumentos	 ambientales	 presentados	 por	 los	 administrados
que	 se	 encuentren	 en	 los	 supuestos	 del	 artículo	 91	 del	 Texto	 Único
Ordenado	de	la	Ley	General	de	Minería,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°
014-92-EM,	se	encuentre	o	no	acreditado	como	tal	ante	la	Dirección	General
de	Minería.
D.	Leg.	1105.
Tercera	Disposición	Complementaria	Final.—Actividades	y/o	acciones	de
impacto	o	externalidad	medioambiental	o	social	positivas.	Los	titulares
mineros	pueden	propiciar	acuerdos	con	mineros	informales	ubicados	en	su
área	 de	 concesión,	 que	 procuren	 acciones	 que	 preserven	 o	 mejoren	 el
medioambiente	o	que	generen	beneficio	social,	considerándose	éstas	como
acciones	de	impacto	o	externalidad	positiva	medioambiental	y/o	social.
En	 el	 marco	 de	 la	 actividad	 minera,	 cualquiera	 sea	 la	 modalidad	 de	 la
actividad,	si	el	titular	minero	plantea	o	se	acoge	a	actividades	o	acciones	que
impacten	 positivamente	 para	 la	 preservación	 del	 ambiente	 o	 de	 beneficio
social	dentro	de	 su	área	de	 concesión,	 la	 autoridad	ambiental	 competente
no	 exigirá	 necesariamente	 una	 modificación	 al	 instrumento	 de	 gestión
ambiental	correctivo	o	a	la	certificación	ambiental	aprobado	previamente	al
titular	 minero	 para	 su	 funcionamiento,	 siempre	 que	 el	 impacto	 o
externalidad	que	se	produzca	sea	considerada	positiva	por	el	Ministerio	de
Energía	 y	 Minas	 para	 el	 ambiente	 o	 la	 sociedad.	 Para	 este	 efecto,	 el
Ministerio	 de	 Energía	 y	Minas	 señalará	mediante	 decreto	 supremo,	 en	 un
plazo	máximo	de	treinta	(30)	días	calendario	contados	a	partir	de	la	entrada
en	 vigencia	 de	 la	 presente	 norma,	 las	 condiciones,	 plazos	 y	 oportunidad
para	la	aplicación	de	esta	disposición.
D.	Leg.	1105.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Cierre	 de	 minas
abandonadas.	Los	titulares	mineros	que	tuvieran	en	sus	áreas	de	concesión
minas	 abandonadas,	 deberán	 declarar	 este	 hecho	 ante	 el	 Ministerio	 de
Energía	 y	 Minas	 y	 deberán	 presentar	 en	 un	 plazo	 de	 sesenta	 (60)	 días
hábiles	los	estudios	a	efectos	de	proceder	con	el	cierre	de	los	mismos,	bajo
responsabilidad.
En	caso	que	el	titular	minero	no	cumpla	con	esta	obligación,	el	Ministerio
de	 Energía	 y	 Minas,	 a	 través	 de	 activos	 mineros	 o	 de	 empresas
especializadas,	procederá	con	el	 cierre	de	dichas	minas,	 replicando	contra
los	 titulares	 de	 las	 concesiones	 mineras	 en	 donde	 se	 ubican	 estas	 minas
abandonadas.
El	Ministerio	de	Energía	y	Minas	dictará	mediante	decreto	supremo,	en	un
plazo	máximo	de	treinta	(30)	días	calendario	contados	a	partir	de	la	entrada
en	 vigencia	 de	 la	 presente	 norma,	 las	 medidas	 complementarias	 para	 la
correcta	aplicación	de	esta	disposición.
D.	Leg.	1105.
Quinta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Protocolo	 de	 Intervención
Conjunta	 en	 las	 Acciones	 de	 Supervisión	 y	 Fiscalización	 Ambiental
Minera.	Establézcase	el	Protocolo	de	Intervención	Conjunta	en	las	Acciones
de	Supervisión	y	Fiscalización	Ambiental	Minera,	el	que	deberá	contemplar
los	siguientes	aspectos:
1.	 La	 estrategia	 de	 coordinación	 entre	 las	 entidades	 con	 competencias
vinculadas	a	la	fiscalización	de	las	actividades	mineras	ilegales.
2.	Plan	de	acción	para	la	intervención	conjunta	ordinaria.
3.	 Plan	 de	 acción	 para	 la	 intervención	 conjunta	 ante	 situaciones
extraordinarias.
El	 Protocolo	 de	 Intervención	 será	 elaborado	 por	 el	 Organismo	 de
Evaluación	 y	 Fiscalización	 Ambiental	 -	 OEFA,	 ente	 rector	 del	 Sistema
Nacional	de	Evaluación	y	Fiscalización	Ambiental,	 y	 aprobado	por	decreto
supremo	del	Ministerio	del	Ambiente,	en	un	plazo	máximo	de	 treinta	(30)
días	 calendario	 contados	a	partir	de	 la	 entrada	en	vigencia	de	 la	presente
norma.
La	 aprobación	 del	 Protocolo	 no	 afecta	 las	 acciones	 de	 supervisión	 y
fiscalización	 que	 vienen	 realizando	 las	 entidades	 de	 fiscalización	 en	 el
ámbito	de	sus	competencias.
D.	Leg.	1105.
Sexta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Creación	 de	 la	 comisión
permanente	 de	 seguimiento	 de	 las	 acciones	 del	 Gobierno	 frente	 a	 la
minería	 ilegal.	 Dispóngase	 la	 creación	 de	 la	 Comisión	 Permanente	 de
Seguimiento	 de	 las	 Acciones	 del	 Gobierno	 frente	 a	 la	minería	 ilegal	 y	 del
Desarrollo	 del	 proceso	 de	 formalización,	 la	 misma	 que	 dependerá	 de	 la
Presidencia	 del	 Consejo	 de	 Ministros	 –	 PCM	 y	 estará	 conformada	 por	 un
representante	titular	y	un	alterno	de:
1.	La	Presidencia	de	Consejos	de	Ministros,	quien	la	presidirá;
2.	El	Ministerio	de	Energía	y	Minas;
3.	El	Ministerio	del	Ambiente;
4.	El	Ministerio	de	Cultura;
5.	El	Ministerio	del	Interior;
6.	El	Ministerio	de	Defensa;
7.	 La	 Superintendencia	 Nacional	 de	 Aduanas	 y	 de	 Administración
Tributaria	–	Sunat;	y,
8.	La	Asamblea	Nacional	de	Gobiernos	Regionales.
Asimismo,	podrán	ser	invitados	a	participar	en	la	comisión,	otras	entidades
públicas	con	competencias	vinculadas	a	la	problemática	de	la	minería	ilegal
y	en	pequeña	escala.
La	comisión	tendrá	las	siguientes	funciones:
1.	Establecer	la	Estrategia	Nacional	para	la	interdicción	de	la	minería	ilegal.
2.	Dar	seguimiento	al	proceso	de	formalización	establecido	en	la	presente
norma.
3.	 Elaborar	 informes	 semestrales	 sobre	 el	 avance	 y	 resultados	 de	 la
implementación	 de	 las	 acciones	 establecidas	 en	 los	 decretos	 legislativos
emitidos	 en	 el	 marco	 de	 la	 Ley	 N°	 29815,	 en	 sus	 aspectos	 productivos,
económicos,	sociales	y	ambientales.
4.	 Recomendar	 ajustes	 y	 mejoras	 a	 la	 Estrategia	 Nacional	 para	 la
Interdicción	de	 la	Minería	Ilegal	y	al	Proceso	de	Formalización	establecido
en	el	presente	decreto	legislativo.
5.	Elaborar	propuestas	de	desarrollo	alternativo	y	remediación	en	las	zonas
afectadas	por	la	minería	ilegal.
6.	Desarrollar	programas	sociales	para	la	erradicación	del	trabajo	infantil	y
prostitución	de	menores	en	las	zonas	donde	se	realiza	actividades	mineras.
7.	Otras	que	sean	determinadas	por	la	comisión.
D.	Leg.	1105.
Sétima	Disposición	 Complementaria	 Final.—De	 la	 comercialización	 del
oro.	 El	 Poder	 Ejecutivo,	 con	 el	 fin	 de	 promover	 la	 formalización	 de	 los
pequeños	productores	mineros	 y	productores	mineros	 artesanales,	 podrá,
mediante	 decreto	 supremo	 refrendado	 por	 los	 Ministros	 de	 Economía	 y
Finanzas	y	de	Energía	y	Minas,	emitir	las	normas	complementarias	referidas
a	 la	 comercialización	 del	 oro	 proveniente	 de	 la	 actividad	 minera	 de	 los
Productores	anteriormente	mencionados.
D.	Leg.	1105.
Octava	Disposición	Complementaria	Final.—Aplicación	del	Anexo	1°	del
Decreto	Legislativo	N°	1100.	Para	los	casos	establecidos	en	el	Anexo	N°	1
del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 1100,	 son	 aplicables	 las	 disposiciones
establecidas	en	el	decreto	supremo	N°	006-2012-EM.
D.	Leg.	1105.
Novena	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Emisión	 de	 disposiciones
complementarias.	Mediante	decreto	supremo	refrendado	por	el	Ministerio
de	 Energía	 y	 Minas	 o	 por	 el	 Ministerio	 del	 Ambiente,	 según	 sus
competencias,	 podrán	 establecerse	 disposiciones	 complementarias	 a	 la
presente	norma.
D.	Leg.	1105.
Décima	Disposición	Complementaria	 Final.—Coexistencia	 de	 sustancias
metálicas	y	no	metálicas.	En	caso	que	en	una	concesión	minera	coexistan
sustancias	 metálicas	 y	 no	 metálicas	 explotables,	 el	 titular	 de	 concesión
minera	metálica	podrá	celebrar	con	personas	en	proceso	de	formalización,
contratos	 de	 explotación	 o	 de	 cesión	 minera	 para	 explotar	 sustancias	 no
metálicas	en	dicha	concesión	minera.
ANEXOS
D.	Leg.	1105.
Anexo	N°	1
Formato
Declaración	de	compromisos
Yo,	_________________,	con	DNI/	RUC	N°	_________,	con	domicilio	en	___________________________	distrito
de	 _________,	 provincia	 ___________,	 departamento	 de	 __________,	 debidamente	 representado	 por
_________	_____________,	con	Documento	Nacional	de	Identidad	N°___________,	(1),en	el	procedimiento
de	 iniciar/continuar	 mi	 proceso	 de	 formalización	 para	 la	 obtención	 de	 la	 autorización	 para
inicio/reinicio	 de	 actividades	 de	 exploración,	 explotación	 y/o	 beneficio	 de	 minerales
desarrollada	con	-------	operarios	en	la	concesión/petitorio	denominado	---------------	con	Código
Único	 __________________,	ubicado(a)	en	 (paraje,	 caserío,	anexo,	distrito,	provincia,	departamento)
________________________,	del	(la)	cual	soy	titular	(	),	he	suscrito	acuerdo	o	contrato	de	explotación	(	),
he	suscrito	un	contrato	de	cesión	minera	(	),	otro	(	),	me	comprometo:
-	 Al	 cumplimiento	 y	 ejecución	 de	 todas	 las	medidas	 dispuestas	 en	 el	 instrumento	 de	 gestión
ambiental	que	se	apruebe	como	parte	del	proceso	de	formalización.
-	A	adoptar	medidas	y	buenas	prácticas	para	prevenir,	controlar,	monitorear,	mitigar,	restaurar,
rehabilitar	 o	 reparar,	 según	 corresponda,	 los	 impactos	 y	 efectos	 negativos	 generados	 por	 la
actividad	que	desarrolle	antes	y	luego	de	concluido	el	proceso	de	formalización.
-	 A	 desarrollar	 actividades	 mineras	 en	 los	 términos	 en	 que	 sea	 otorgada	 la	 autorización	 de
inicio,	cumpliendo	con	las	condiciones	establecidas	en	el	artículo	91	del	Texto	Único	Ordenado
de	 la	 Ley	 General	 de	 Minería,	 aprobado	 por	 Decreto	 Supremo	 N°	 014-92-EM	 y	 demás
disposiciones	establecidas	en	la	legislación	vigente.	Asimismo,	declaro	lo	siguiente:
a)	Que	las	maquinarias	que	se	utilicen	para	el	desarrollo	de	las	actividades	mineras	a	mi	cargo
están	 registradas	 en	 la	 Superintendencia	 Nacional	 de	 Registros	 Públicos	 -	 Sunarp,	 de
conformidad	con	el	artículo	12	del	Decreto	Legislativo	N°	1100.
b)	 Que	 me	 comprometo	 a	 presentar	 dentro	 del	 plazo	 establecido	 para	 el	 programa	 de
formalización,	 los	 requisitos	 establecidos	 en	 la	 legislación	 vigente	 para	 el	 otorgamiento	 de
autorización	de	inicio/reinicio	de	actividades	de	explotación	minera
c)	 Que	 conozco	 la	 legislación	 en	materia	minera	 y	 ambiental	 que	 regula	 las	 actividades	 que
pretendo	desarrollar;	en	tal	sentido,	me	someto	a	las	acciones	de	fiscalización	que	se	generen	por
el	incumplimiento	de	dichas	normas.
La	presente	declaración	tiene	carácter	de	declaración	jurada.
El	gobierno	regional	o	el	Ministerio	de	Energía	y	Minas	podrán	verificar	de	oficio	la	autenticidad
de	las	declaraciones,	de	los	documentos	y	de	la	información	proporcionadas	por	el	administrado.
En	caso	de	comprobar	fraude	o	falsedad	en	la	declaración,	información	o	en	la	documentación
presentada	 por	 el	 interesado	 se	 perderá	 el	 beneficio	 de	 la	 formalización,	 sin	 perjuicio	 de	 las
acciones	legales	que	correspondan.
Firma
	La	 presente	 Declaración	 de
Compromisos	 con	 el	 sello	 y	 firma
del	 Director	 Regional	 de	 Energía,
Minas	 e	 Hidrocarburos	 del
Gobierno	 Regional	 de	 …………
como	 constancia	 de	 su	 y
recepción,	 constituye	 la
certificación	de	que	la	persona	que
la	 suscribe,	ha	 iniciado	el	proceso
de	 formalización	 de	 la	 actividad
minera.
Firma	 y	 sello	 del	 Director
Regional	 de	 Energía,	 Minas	 e
Hidrocarburos
Gobierno	 Regional	 de
………………………..
	
	 	 	
	
Anexo	N°	2
Modelo
Acuerdo	o	contrato	de	explotación
Introducción
Conste	por	el	presente	documento,	el	acuerdo	o	contrato	de	explotación	que	celebran,	de	una
parte:	Si	es	Persona	Natural,	identificado	con	DNI,	señalando	domicilio	y	RUC.
Si	es	Persona	Jurídica,	se	consignará	la	ficha	de	Registro	de	la	Sociedad,	el	RUC	y	el	domicilio,
nombre	y	poder	inscrito	del	representante	legal	o	Gerente,	a	quien	en	adelante	se	denominará	el
titular	minero
y,	de	la	otra	parte:
Si	es	Persona	Natural,	identificado	con	DNI	y	señalando	domicilio.
Si	es	Persona	Jurídica,	se	consignará	la	ficha	de	Registro	de	la	Sociedad,	el	RUC	y	el	domicilio,
nombre	y	poder	inscrito	del	representante	legal.
a	quien	en	adelante	se	denominará	Operador	minero;	en	los	términos	y	condiciones	siguientes:
Primera.-	Objeto	del	 contrato.	 Por	 el	 presente	documento,	 conforme	 a	 lo	 establecido	por	 el
artículo	 18	 del	 Decreto	 Supremo	 N°	 013-2002-EM,	 Reglamento	 de	 la	 Ley	 de	 Formalización	 y
Promoción	de	la	Pequeña	Minería	y	la	Minería	Artesanal,	EL	titular	minero	autoriza	al	operador
minero	a	desarrollar	 actividad	minera	artesanal	para	extraer	minerales	de	 la(s)	 concesión(es)
mineras	identificadas	en	la	cláusula	segunda	subsiguiente.
En	virtud	del	presente	documento,	el	operador	minero	reconoce	el	derecho	del	titular	minero
sobre	la(s)	concesión(es)	minera(s)	antes	mencionadas	y	asume	las	obligaciones	contenidas	en
el	Decreto	Supremo	N°	013-2002-EM	y	en	el	D.	Leg.	N°	......,	en	lo	que	le	corresponda.
Segunda.-	De	la	concesión	minera	y	el	área	autorizada	para	explotación.	El	 titular	minero
es	concesionario	de	la(s)	siguiente(s)	unidad(es	)	minera(s)
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siendo	sus	coordenadas	UTM,	las	que	se	indican	a	continuación:
………………………………….
…………………………………
………………………………….
Tercera.-	Área	autorizada.	El	área	autorizada	quedará	definida	por	los	siguientes	criterios:
-	Sub	cuadrículas,	con	coordenadas	UTM.
-	Determinadas	vetas.
-	Hasta	determinados	niveles.
-	Otros.
-	 Áreas	 donde	 han	 venido	 trabajando	 y	 otros	 criterios	 técnicos	 resultantes	 de	 reciente
levantamiento	de	actualización	o	convalidación	topográfica.
-	Número	máximo	de	áreas	a	asignarse	por	operador	minero.
Cuarta.-	Plazo	del	acuerdo	o	contrato	de	explotación.	El	 titular	minero	autoriza	al	operador
minero	a	trabajar	el	área	indicada	en	la	cláusula	tercera	precedente,	hasta	por………..	años,	plazo
que	empezará	a	regir	a	partir	del………………..	hasta	..	…………….,	pudiendo	renovarse	por	acuerdo
escrito	de	partes	por	el	mismo	periodo.
Si	 no	 mediara	 acuerdo	 de	 prórroga,	 al	 vencimiento	 del	 plazo	 señalado	 el	 operador	 minero
deberá	entregar	el	área	autorizada	dada	en	explotación,	sin	necesidad	de	requerimiento	alguno.
Quinta.-	Contraprestación.	El	operador	minero	dará	en	contraprestación	por	la	autorización	de
explotación	(....	puede	ser	un	%	de	la	producción	u	otro	concepto	conforme	acuerden	las	partes
.....)	a	favor	del	titular	minero.
Sexta.-.	Condiciones	para	la	autorización	del	área.
a).-	 El	 operador	 minero	 ejecutará	 su	 actividad	 minera	 conforme	 a	 lo	 establecido	 en	 la	 ley
sectorial	vigente	respecto	de	seguridad	e	higiene	minera	y	medio	ambiente.
b).-	El	operador	minero	liberará	al	titular	minero	de	toda	responsabilidad	por	los	costos,	daños,
acciones,	demandas	o	cualquier	asunto,	referente	a	la	explotación,	en	el	área	autorizada.
c).-	 EL	 titular	 minero	 y/o	 sus	 representantes	 autorizados,	 podrán	 inspeccionar	 las	 labores
mineras	 ejecutadas	 por	 el	 operador	 minero,	 todas	 las	 veces	 que	 sea	 razonable	 a	 su	 cuenta	 y
riesgo	y	sin	interferir	con	las	labores	del	operador	minero.
d).-	 Toda	 información	 técnico-económica	 obtenida	 en	 relación	 con	 los	 recursos	 minerales
obtenidos	o	reservas	provenientes	del	área	materia	del	presente	contrato	será	de	uso	exclusivo
de	 las	 partes	 y	 no	 será	 divulgada	 públicamente,	 excepto	 por	 requerimientos	 legales	 o	 por
mandato	expreso	de	la	autoridad	minera	o	del	Poder	Judicial.
Sétima.-	 Responsabilidad	 ambiental.	 El	 operador	 minero	 acepta	 expresamente	 hacerse
responsable	por	los	impactos	ambientales	que	genere	el	desarrollo	de	su	actividad	minera	en	el
área	autorizada,	liberando	de	responsabilidad	al	titular	minero.
Octava.-	 Causales	 de	 resolución	 del	 contrato.	 Son	 causales	 de	 resolución	 del	 presente
contrato:
1.	Falta	de	pago	de	la	contraprestación	pactada,	conforme	a	la	cláusula	quinta	del	presente;
2.	Incumplimiento	de	cualquiera	de	las	obligaciones	a	las	cuales	las	partes	se	obligan	mediante	la
suscripción	del	presente	documento;
3.	No	explotar	el	área	autorizada	a	partir	de	la	fecha	de	inicio	del	presente	contrato;
4.	Tercerizar	 íntegra	o	parcialmente	 la	ejecución	del	presente	contrato	sin	conocimiento	de	 la
otra	parte;
5.	 El	 incumplimiento	de	 las	 normas	 ambientales	 por	parte	 del	 operador	minero,	 comprobado
por	la	autoridad	competente,	mediante	resolución	consentida	o	ejecutoriada.
A	 este	 respecto,	 no	 obstante	 lo	 indicado	 en	 la	 cláusula	 sétima	 precedente,	 el	 titular	 minero
queda	 obligado	 a	 denunciar	 al	 operador	minero	 ante	 la	 autoridad	minera	 competente	 por	 los
daños	causados	al	ambiente	por	la	ejecución	incorrecta	de	sus	operaciones.
Novena.-	Inscripción	del	acuerdo	o	contrato	de	explotación.	En	concordancia	con	el	artículo
20	del	Decreto	Supremo	N°	013-2002-EM,	el	presente	contrato	deberá	ser	inscrito	conforme	a	lo
dispuesto	en	el	artículo	106	del	TUO	de	la	Ley	General	de	Minería.
Décima.-	Situación	laboral.	Las	partes	dejan	expresa	constancia	que	no	existe	ni	se	presumirá
relación	laboral	alguna	entre	el	titular	minero	y	los	servidores	que	el	operador	minero	contrate
para	ejecutar	su	actividad	minera	en	el	área	autorizada.
Décimo	Primera.-	Solución	de	controversias.	Ambas	partes	acuerdan	que	cualquier	disputa	o
diferencia	que	no	pueda	ser	resuelta	entre	las	partes,	será	sometida,	a	solicitud	de	cualquiera	de
ellas,	 a	 un	 centro	 de	 conciliación	 con	 reconocimiento	 del	 Ministerio	 de	 Justicia	 de	 la
circunscripción	donde	se	realiza	la	actividad	materia	del	presente	contrato.
En	 señal	 de	 conformidad,	 las	 partes	 suscriben	 el	 presente	 documento	 en	 tres	 copias	 de	 igual
tenor,	en	............
____________
1	 En	 caso	 sea	 persona	 jurídica	 el	 solicitante	 debe	 precisar	 en	 este	 punto	 la	 acreditación	 de	 su
representación	 indicando	 el	 poder	 inscrito	 en	 la	 Partida	 N°____________	 del	 Registro	 de	 Personas
Jurídicas	de	__________).
	
NOTA:	 Los	 anexos	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 1105	 fueron	 publicados	 en	 el	 Diario	 Oficial	 “El
Peruano”	el	día	19	de	abril	del	2012.
MEDIDAS	DE	CONTROL	Y	FISCALIZACIÓN	EN	LA	COMERCIALIZACIÓN
DE	EQUIPOS	QUE	PUEDAN	SER	UTILIZADOS	EN	LA	MINERÍA	ILEGAL
D.	Leg.	1107.
ART.	 1°.—Objeto.	 El	 presente	 decreto	 legislativo	 tiene	 por	 objeto
establecer	medidas	de	control	y	fiscalización	en	la	distribución,	transporte	y
comercialización	de	maquinarias	y	equipos	que	puedan	ser	utilizados	en	la
actividad	 minera	 ilegal,	 así	 como	 de	 los	 productos	 mineros	 obtenidos	 en
dicha	actividad.
D.	Leg.	1107.
ART.	 2°.—Definiciones.	 Para	 efectos	 del	 presente	 decreto	 legislativo,	 se
entiende	por:
Minería	ilegal:	Actividad	minera	ejercida	por	persona,	natural	o	jurídica,	o
grupo	de	personas	organizadas	para	ejercer	dicha	actividad,	usando	equipo
y	 maquinaria	 que	 no	 corresponde	 a	 las	 características	 de	 la	 actividad
minera	 que	 desarrolla,	 o	 sin	 cumplir	 con	 las	 exigencias	 de	 las	 normas	 de
carácter	administrativo,	 técnico,	 social	 y	medioambiental	que	 rigen	dichas
actividades,	o	que	se	realiza	en	zonas	en	las	que	esté	prohibido	su	ejercicio.
Maquinarias:	Aquellas	 subpartidas	arancelarias	 comprendidas	dentro	de
la	Partida	Arancelaria	N°	84.29.
Equipos:	 Aquellas	 subpartidas	 arancelarias	 comprendidas	 dentro	 de	 la
Partida	Arancelaria	N°	85.02.
Ruta	 fiscal:	 Vía	 de	 transporte	 de	 uso	 obligatorio	 autorizada	 por	 el
Ministerio	 de	 Transportes	 y	 Comunicaciones	 -	 MTC,	 a	 propuesta	 de	 la
Superintendencia	 Nacional	 de	 Aduanas	 y	 de	 Administración	 Tributaria	 -
Sunat,	 para	 el	 traslado	de	maquinarias,	 equipos	 y	productos	mineros,	 que
puede	 ser	 desde	 o	 hacia	 el	 área	 geográfica	 referida	 en	 la	 Primera
Disposición	Complementaria	Final	de	la	presente	norma.
D.	Leg.	1107.
ART.	 3°.—Del	 control	 y	 fiscalización	 de	 maquinarias,	 equipos	 y
productos	 mineros.	 La	 Sunat	 controlará	 y	 fiscalizará	 el	 ingreso,
permanencia,	 transporte	 o	 traslado	 y	 salida	 de	 maquinarias	 y	 equipos
utilizados	 en	 la	 actividad	minera,	 y	 de	 los	productos	mineros,	 así	 como	 la
distribución,	hacia	y	desde	el	territorio	aduanero	y	en	el	territorio	nacional,
sin	 perjuicio	 de	 las	 competencias	 de	 otras	 entidades	 del	 Estado,	 de
conformidad	con	la	legislación	vigente.
D.	Leg.	1107.
ART.	4°.—Establecimiento	de	rutas	fiscales.	El	 transporte	o	traslado	de
las	maquinarias,	equipos	y	de	los	productos	mineros	será	efectuado	por	las
rutas	fiscales	establecidas	y	contará	con	la	documentación	que	corresponda,
conforme	se	disponga	en	el	Reglamento	de	Comprobantes	de	Pago	y	demás
normas	aplicables,	estando	facultada	la	Sunat	para	verificar	los	documentos
y	los	bienes	en	los	puestos	de	control	que	para	dichos	efectos	implemente,
en	 la	oportunidad	y	 lugar	que	 sean	 requeridos,	 sin	perjuicio	de	 las	demás
obligaciones	que	establezcan	las	normas	correspondientes.
D.	Leg.	1107.
ART.	 5°.—Bienes	 involucrados	 en	 la	 comisión	 del	 delito.	 La	 Sunat
procederá	a	 la	 incautación	de	 las	maquinarias,	equipos	y	de	 los	productos
mineros	que	constituyan	objeto	del	delito	de	comercio	clandestino,	así	como
de	 los	 medios	 de	 transporte	 utilizados	 para	 su	 traslado,	 cuando	 en	 el
ejercicio	de	sus	actuaciones	administrativas	detecte	la	presunta	comisión	de
los	 delitos	 previstos	 en	 los	 numerales	 4)	 y	 5)	 del	 artículo	 272	del	 Código
Penal,	 debiendo	 comunicar	 al	 Ministerio	 Público	 para	 las	 acciones
correspondientes.
Los	productos	mineros	incautados	se	entienden	adjudicados	al	Estado,	y	la
Sunat	actúa	en	representación	de	éste.
Los	productos	mineros	y	medios	de	transporte	 incautados	o	decomisados
cuya	venta,	circulación,	uso	o	tenencia	se	encuentre	prohibida	de	acuerdo	a
la	 normatividad	 nacional,	 serán	 destruidos.	 En	 ningún	 caso	 procederá	 el
reintegro	 del	 valor	 de	 los	 mismos,	 salvo	 que	 por	 mandato	 judicial	 se
disponga	la	devolución.
La	 Sunat	 podrá	 disponer	 el	 almacenamiento	 de	 los	 productos	mineros	 y
medios	 de	 transporte	 incautados,	 así	 como	 su	 venta,	 donación,	 destino	 a
entidades	 públicas	 y	 entrega	 al	 sector	 competente.	 Para	 el	 caso	 de	 los
medios	 de	 transporte,	 la	 venta	 procederá	 una	 vez	 culminado	 el	 proceso
judicial	correspondiente.
La	 disposición	 de	 los	 productos	 mineros	 se	 efectuará	 aún	 cuando	 se
encuentre	la	investigación	fiscal	o	proceso	judicial	en	curso,	dando	cuenta	al
fiscal	o	juez	penal	que	conoce	la	causa.
Los	ingresos	que	la	Sunat	obtenga	de	la	venta	de	los	productos	mineros	y
medios	de	transporte	serán	considerados	ingresos	propios.
Si	 por	 resolución	 judicial	 con	 calidad	 de	 cosa	 juzgada	 se	 dispone	 la
devolución	de	los	productos	mineros	y/o	medios	de	transporte,	procederá	a
la	devolución	del	bien	o	el	reintegro	de	su	valor	al	propietario.
Mediante	decreto	supremo	se	dictarán	las	disposiciones	necesarias	para	la
mejor	aplicación	de	lo	dispuesto	en	el	presente	artículo.
D.	Leg.	1107.
ART.	 6°.—Acciones	 de	 fiscalización	 y	 control.	 El	 Ministerio	 Público,	 la
Policía	Nacional	del	Perú	y	la	Dirección	General	de	Capitanía	y	Guardacostas
-	 Dicapi,	 en	 el	 ámbito	 de	 sus	 competencias,	 brindarán	 el	 apoyo	 y
colaborarán	 con	 la	 Sunat	 en	 las	 acciones	 de	 control	 y	 fiscalización	 de	 las
maquinarias,	equipos	y	productos	mineros.
En	 los	 lugares	 de	 difícil	 acceso	 que	 impliquen	 además	 la	 ausencia	 de
efectivos	 suficientes	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 o	 sin	 logística	 o
infraestructura	 necesaria,	 la	 Sunat	 puede	 excepcionalmente	 solicitar	 la
intervención	 de	 las	 Fuerzas	 Armadas	 para	 las	 acciones	 que	 aseguren	 la
efectividad	del	presente	decreto	legislativo.
La	 intervención	 de	 las	 Fuerzas	 Armadas	 no	 implica	 en	 modo	 alguno	 la
restricción,	 suspensión,	 ni	 afectación	 de	 los	 derechos	 fundamentales
consagrados	en	la	Constitución	Política	del	Perú.
D.	Leg.	1107.
ART.	 7°.—Uso	 obligatorio	 de	 GPS.	 Dispóngase	 el	 uso	 obligatorio	 del
sistema	de	posicionamiento	 global	 (GPS)	 en	 las	 unidades	que	 transporten
maquinarias	y	equipos,	controlados	por	la	presente	norma,	las	que	deberán
registrarse	ante	el	MTC.
Los	 responsables	 de	 las	 unidades	 de	 transporte	 señaladas	 en	 el	 párrafo
precedente,	 deberán	 brindar	 al	 MTC	 la	 información	 proveniente	 del	 GPS.
Asimismo,	dicha	información	estará	a	disposición	de	la	Sunat,	del	Ministerio
del	 Interior	 y	 del	 Ministerio	 de	 Energía	 y	 Minas	 -	 Minem,	 así	 como	 de
cualquier	otra	autoridad	de	la	Administración	Pública	que	lo	requiera.
El	MTC	establecerá	el	 tipo	y	 características	mínimas	de	 los	 sistemas	GPS,
así	como	el	uso	obligatorio	de	precintos	de	seguridad,	estando	 facultado	a
establecer	 su	 aplicación	 gradual.	 Asimismo,	 la	 Superintendencia	 de
Transporte	Terrestre	de	Personas,	Carga	y	Mercancías	-	Sutran,	supervisará
el	cumplimiento	del	presente	artículo,	quedando	facultado	para	aplicar	 las
sanciones	que	correspondan.
El	 MTC	 aprobará	 las	 disposiciones	 que	 sean	 necesarias	 para	 la	 efectiva
aplicación	de	lo	dispuesto	en	el	presente	artículo.
D.	Leg.	1107.
ART.	8°.—Comercialización	de	maquinarias	y	equipos.	Las	medidas	de
control	a	que	se	refiere	el	presente	decreto	legislativo	para	las	maquinarias
y	equipos	serán	aplicadas	en	forma	progresiva.	Mediante	decreto	supremo,
a	 propuesta	 de	 la	 Sunat,	 refrendado	 por	 los	 Ministros	 de	 Economía	 y
Finanzas	y	de	Energía	y	Minas,	se	especificarán	las	subpartidas	arancelarias
de	las	maquinarias	y	equipos	objeto	de	control.
D.	Leg.	1107.
ART.	 9°.—Comercialización	 de	 productos	 mineros.	 La	 Sunat	 podrá
aplicar	 controles	 especiales	 para	 la	 comercialización	 de	 los	 productos
mineros	dentro	del	ámbito	de	su	competencia.
Los	productos	mineros,	cualquiera	sea	su	estado,	se	sujetan	a	los	alcances
del	 presente	 decreto	 legislativo	 en	 lo	 referido	 a	 las	 rutas	 fiscales	 y	 sus
controles.
Mediante	 decreto	 supremo,	 a	 propuesta	 de	 la	 Sunat,	 refrendado	 por	 los
Ministros	de	Economía	y	Finanzas	y	de	Energía	y	Minas,	se	implementará	en
forma	 progresiva	 los	 mecanismos	 para	 el	 control	 y	 fiscalización	 antes
señalados	 y	 se	 señalará	 los	 productos	 mineros	 objetos	 de	 control	 y
fiscalización.
D.	Leg.	1107.
ART.	10.—Responsabilidad	de	 las	plantas	de	beneficio.	Las	plantas	de
beneficio	que	brindan	servicios	para	el	producto	de	la	actividad	minera	sin
procesar	 o	 como	 concentrado,	 refogado,	 relave	 o	 cualquier	 otro	 estado
hasta	 antes	 de	 su	 refinación,	 deberán	 solicitar	 los	 documentos	 que
correspondan,	verificando	la	información	contenida	en	ellos	para	constatar
el	origen	de	los	mismos.
Los	datos	consignados	en	los	documentos	no	deben	contener	discrepancia
con	 los	datos	que	aparecen	en	el	Registro	Único	de	Contribuyentes	 -	RUC,
padrón	de	minería,	código	único	de	concesión,	autorización	de	explotación,
ni	 con	 la	 descripción,	 naturaleza,	 cantidad,	 peso,	 ley	 del	 mineral	 de	 los
bienes,	entre	otros,	por	la	cual	se	presta	el	servicio.
El	 incumplimiento	 de	 lo	 dispuesto	 será	 sancionado	 administrativamente
por	el	Minem	con	la	suspensión	de	la	autorización	de	concesión	de	beneficio
hasta	por	treinta	(30)	días.
La	suspensión	de	la	autorización	no	impide	el	cumplimiento	de	las	normas
laborales.
D.	Leg.	1107.
ART.	 11.—Responsabilidad	 del	 adquirente.	 Todo	 adquirente	 de
productos	mineros	sujetos	a	control	y	fiscalización	en	el	marco	del	presente
decreto	legislativo,	cualquiera	sea	su	estado,	sin	importar	que	la	adquisición
se	realice	en	forma	temporal	o	permanente,	deberá	verificar	el	origen	de	los
mismos,	 solicitando	 los	documentos	que	 correspondan,	debiendo	verificar
la	autenticidad	de	los	datos	consignados	en	los	sistemas	de	información	que
correspondan.
Los	datos	mínimos	a	verificar	serán	los	siguientes:
a)	RUC,	razón	social,	nombre	y	apellido,	así	como	documento	de	identidad,
domicilio	 real	 del	 vendedor	 del	mineral,	 Código	 Único	 de	 Concesión	 y	 su
vigencia	de	donde	proviene	el	mineral,	y	Autorización	de	Explotación.
b)	 Los	datos	 consignados	 en	 los	 comprobantes	de	pago,	 especificando	 su
descripción,	 y	 los	 datos	 del	 bien	 comercializado	 (peso,	 características	 y
estado).
c)	Datos	de	la	guía	de	remisión	y	transportista.
La	adquisición	de	productos	mineros	ilegales	no	genera	ningún	derecho	ni
beneficio	 tributario,	 sin	 perjuicio	 de	 la	 aplicación	 de	 las	 sanciones
administrativas	 por	 parte	 del	 Minem	 y	 de	 la	 Sunat,	 de	 acuerdo	 a	 sus
competencias.
D.	Leg.	1107.
ART.	12.—Denuncia	penal.	La	aplicación	de	las	sanciones	administrativas
a	que	se	refieren	 los	artículos	10	y	11	de	 la	presente	norma,	no	 impide	el
ejercicio	 de	 la	 acción	 penal	 por	 la	 comisión	 del	 delito	 de	 comercio
clandestino	 en	 las	 modalidades	 previstas	 en	 los	 numerales	 4)	 y	 5)	 del
artículo	272	del	Código	Penal.
D.	Leg.	1107.
ART.	 13.—Financiamiento.	 La	 aplicación	 de	 la	 presente	 norma	 se
financiará	 con	 cargo	 al	 presupuesto	 institucional	 de	 las	 entidades
involucradas,	sin	demandar	recursos	adicionales	al	Tesoro	Público.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS	FINALES
D.	Leg.	1107.	
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—De	 las	 áreas	 geográficas
para	 el	 establecimiento	 de	 rutas	 fiscales.	 El	 Minem,	 mediante	 decreto
supremo	 con	 voto	 aprobatorio	 del	 Consejo	 de	 Ministros,	 determinará	 a
propuesta	de	la	Sunat,	las	áreas	geográficas	en	donde	se	realizan	actividades
de	 minería	 ilegal,	 para	 el	 establecimiento	 de	 las	 rutas	 fiscales	 a	 que	 se
refiere	la	presente	norma.
A	 partir	 de	 la	 vigencia	 de	 la	 presente	 norma,	 entiéndase	 que	 el
Departamento	 de	 Madre	 de	 Dios	 constituye	 área	 geográfica	 para	 el
establecimiento	de	rutas	fiscales.
D.	Leg.	1107.
Segunda	Disposición	Complementaria	Final.—Del	establecimiento	de	las
rutas	 fiscales.	 El	 MTC,	 a	 propuesta	 de	 la	 Sunat,	 establecerá	 mediante
resolución	ministerial	 las	vías	de	 transporte	que	serán	consideradas	como
rutas	fiscales.
El	 uso	 obligatorio	 de	 rutas	 fiscales	 para	 las	 maquinarias,	 equipos	 y
productos	 mineros	 se	 establecerá	 progresivamente	 y	 es	 exigible	 en	 los
plazos	que	especifique	la	resolución	ministerial	emitida	por	el	MTC.
Para	 establecer	 las	 rutas	 fiscales	 se	 deberá	 considerar	 las	 rutas	 más
eficientes	 entre	 los	 puntos	 de	 origen	 y	 destino	 fiscalizados.	 Deben	 estar
relacionadas	 con	 las	 áreas	 geográficas	 a	 que	 se	 refiere	 la	 Primera
Disposición	 Complementaria	 Final	 de	 la	 presente	 norma.	 En	 aquellos
lugares	en	los	que	no	se	haya	implementado	rutas	fiscales,	el	traslado	podrá
realizarse	por	cualquier	ruta	disponible.
D.	Leg.	1107.
Tercera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Sobre	 el	 control	 y
fiscalización	aplicable	al	oro.	A	partir	de	la	vigencia	de	la	presente	norma
se	le	aplicarán	al	oro	y	a	las	aleaciones	que	incluyan	oro,	cualquiera	sea	su
denominación,	 forma	 o	 presentación,	 el	 control	 y	 fiscalización	 a	 que	 se
refiere	el	artículo	9°.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS	TRANSITORIAS
D.	Leg.	1107.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—De	 la	 vigencia.	 El
presente	 decreto	 legislativo	 entrará	 en	 vigencia	 al	 día	 siguiente	 de	 su
publicación.
D.	Leg.	1107.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Del	 financiamiento
para	 el	 año	 fiscal	 2012.	Para	 efectos	 del	 financiamiento,	 en	 el	 año	 fiscal
2012,	de	las	acciones	a	cargo	del	pliego	Ministerio	de	Defensa,	el	Ministerio
del	 Interior	 y	 el	 Ministerio	 Público	 en	 el	 marco	 de	 lo	 establecido	 en	 la
presente	norma,	el	pliego	Sunat	queda	autorizado	a	realizar	transferencias
financieras	 conforme	 a	 lo	 establecido	 y	 sujeto	 al	 monto	 señalado	 en	 la
Segunda	Disposición	Complementaria	Transitoria	del	Decreto	Legislativo	N°
1103.
CAPÍTULO	II
Delitos	contra	los	recursos	naturales
C.	P.
ART.	308.—Modificado.	D.	Leg.	1237,	Artículo	Único.	Tráfico
ilegal	 de	 especies	 de	 flora	 y	 fauna	 silvestre.	 El	 que	 adquiere,
vende,	 transporta,	 almacena,	 importa,	 exporta	 o	 reexporta
productos	 o	 especímenes	 de	 especies	 de	 flora	 silvestre	 no
maderable	y/o	fauna	silvestre,	sin	un	permiso	o	certificado	válido,
cuyo	 origen	 no	 autorizado	 conoce	 o	 puede	 presumir,	 será
reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	tres	años	ni
mayor	 de	 cinco	 años	 y	 con	 ciento	 ochenta	 a	 cuatrocientos	 días-
multa.
MAMÍFEROS	MARINOS.	ESPECIES	LEGALMENTE	PROTEGIDAS
Ley	26585.
ART.	1°.—Declárase	a	las	especies	de	mamíferos	marinos	conocidos	como
delfín	 oscuro	 o	 chancho	 marino	 (Lagenorhynchus	 obscurus),	 tonino	 o
marsopa	 espinosa	 (Phocoena	 spinipinnis),	 bufeo	 (Tursiops	 truncatus),	 y
delfín	común	(Delphinus	delphis	y	Delphinus	capensis)	y	a	los	mamíferos	de
aguas	 continentales	 delfín	 rosado	 o	 bufeo	 colorado	 (Inia	 geoffrensis)	 y
bufeo	negro	(Sotalia	fluviatilis),	como	especies	legalmente	protegidas.
JURISPRUDENCIA.—El	 delito	 contra	 los	 recursos	 naturales	 y	 el	 medio
ambiente	 es	 eminentemente	 doloso.	 “(...)	 el	 delito	 contra	 los	 recursos
naturales	 y	 el	 medio	 ambiente	 (...)	 es	 eminentemente	 doloso;	 es	 decir,	 el
agente	 debe	 tener	 la	 intención	 o	 voluntad	 de	 querer	 depredar	 los	 recursos
naturales;	 en	 este	 caso	 de	 la	 fauna,	 consistente	 en	 huevos	 de	 quelonios	 que
deben	 dar	 nacimiento	 a	 nuevos	 especímenes;	 que,	 en	 el	 caso	 de	 autos,	 el
procesado	(...)	a	quien	se	le	decomisó	ciento	trece	huevos	de	taricaya,	sostiene
que	estos	recursos	estaban	destinados	para	su	consumo	ya	que	no	tenía	nada
para	alimentar	a	su	familia,	lo	que	era	creíble	porque	se	trata	de	un	modesto
agricultor	de	 la	zona	y	como	es	sabido	la	agricultura	no	genera	los	recursos
necesarios	 para	 poder	 sobrevivir	 por	 lo	 que	 los	 campesinos	 y	 nativos	 de	 la
selva	acostumbran	a	cazar,	capturar,	recolectar	o	extraer	animales	en	escasa
cantidad	 para	 saciar	 el	 hambre	 como	 es	 de	 conocimiento	 público;	 en
consecuencia	no	 se	aprecia	 en	 su	 conducta,	 la	 intención	de	querer	depredar
nuestros	 recursos	 naturales	 y	 afectar	 el	 medio	 ambiente;	 que,	 en	 cambio,
distinta	 es	 la	 situación	 del	 encausado	 (...)	 a	 quien	 se	 le	 decomisó	 dos	 mil
setenticinco	unidades	de	huevos	de	 taricaya,	ya	que	éste	no	ha	 justificado	 la
procedencia	ilícita	de	dichos	recursos	naturales	(...)”.	(CSJ.	Loreto,	Exp.	N°	98-
0037-191605-SP-01,	ago.	12/99.	S.S.	Cabrera	Paredes)
RÉGIMEN	DE	LA	PROPIEDAD,	COMERCIALIZACIÓN	Y	SANCIONES	POR
LA	CAZA	DE	LAS	ESPECIES	DE	VICUÑA,	GUANACO	Y	SUS	HÍBRIDOS
Ley	26496.
ART.	1°.—Declárese	a	los	camélidos	sudamericanos:	vicuña,	guanaco	y	sus
híbridos,	como	especie	de	fauna	silvestre	sujeta	a	protección	por	el	Estado,
el	 mismo	 que	 promoverá	 el	 desarrollo	 y	 el	 aprovechamiento	 racional	 de
dichas	especies.
Ley	26496.
ART.	6°.—El	 que	 caza,	 captura,	 sustrae	 o	 comercializa	 vicuñas,	 guanacos,
sus	híbridos	y	derivados,	será	sancionado	con	pena	privativa	de	libertad	no
menor	de	dos	ni	mayor	de	cinco	años.
1.	Cuando	el	hecho	es	cometido	con	el	concurso	de	dos	o	más	personas	la
pena	será	privativa	de	libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	seis	años.
2.	 Cuando	 el	 agente	 actúa	 en	 calidad	 de	 integrante	 de	 una	 organización
destinada	 a	 perpetrar	 estos	 delitos,	 la	 pena	 será	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	de	cuatro	ni	mayor	de	diez	años.
3.	 Cuando	 el	 agente	 caza,	 captura,	 sustrae	 o	 comercializa	 más	 de	 50
ejemplares	la	pena	será	privativa	de	libertad	no	menor	de	cuatro	ni	mayor
de	diez	años.
4.	 Cuando	el	 agente	 actúa	 en	 calidad	de	 jefe,	 cabecilla	 o	dirigente	de	una
organización	destinada	a	perpetrar	estos	delitos,	 la	pena	será	privativa	de
libertad	no	menor	de	ocho	ni	mayor	de	quince	años.
Si	 el	 agente	 es	 funcionario	 o	 servidor	 público	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	ocho	ni	mayor	de	quince	años,	con	ciento
veinte	a	trescientos	sesenta	y	cinco	días	multa	e	 inhabilitación	conforme	a
los	incisos	1),	2),	4)	y	6)	del	artículo	36	del	Código	Penal.
Ley	26496.
ART.	7°.—El	que	caza,	captura,	o	sustrae	vicuñas,	guanacos,	sus	híbridos	y
derivados,	 empleando	violencia	 contra	 la	persona	o	amenazándola	 con	un
peligro	inminente	para	su	vida	o	integridad	física,	será	reprimido	con	pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de	ocho	años.
1.	Cuando	el	hecho	es	cometido	con	el	concurso	de	dos	o	más	personas	o	el
agente	 hubiere	 inferido	 lesión	 grave	 a	 otro	 portando	 cualquier	 clase	 de
arma	o	de	 instrumento	que	pudiere	servir	como	tal,	 la	pena	será	privativa
de	libertad	no	menor	de	cinco	ni	mayor	de	quince	años.
2.	 Cuando	 el	 delito	 es	 cometido	 con	 crueldad,	 con	 empleo	 de	materiales,
artefactos	 explosivos	 o	 similares;	 o	 con	 abuso	 de	 la	 incapacidad	 física	 o
mental	de	la	víctima	o	mediante	el	empleo	de	drogas	contra	la	víctima;	o	por
un	agente	que	actúa	en	calidad	de	integrante	de	una	organización	destinada
a	 perpetrar	 estos	 delitos;	 o	 colocando	 a	 la	 víctima	 o	 a	 su	 familia	 o	 a	 la
comunidad	 campesina	 propietaria	 en	 grave	 situación	 económica,	 la	 pena
será	privativa	de	libertad	no	menor	de	diez	ni	mayor	de	veinte	años.
3.	 Cuando	el	 agente	 actúa	 en	 calidad	de	 jefe,	 cabecilla	 o	dirigente	de	una
organización	destinada	a	perpetrar	estos	delitos,	 la	pena	será	privativa	de
libertad	no	menor	de	quince	ni	mayor	de	veinticinco	años.
En	los	casos	de	concurso	con	delitos	contra	la	vida,	el	cuerpo	y	la	salud,	la
pena	se	aplica	sin	perjuicio	de	otra	más	grave	que	pudiera	corresponder	en
cada	caso.
Ley	26496.
ART.	 8°.—Al	 que	 denuncie	 la	 comisión	 de	 este	 delito	 ante	 la	 autoridad
competente,	se	le	otorgará	en	recompensa	el	50%	de	la	multa	impuesta.
C.	P.
ART.	 308-A.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1237,	 Artículo	 Único.
Tráfico	 ilegal	 de	 especies	 acuáticas	 de	 la	 flora	 y	 fauna
silvestre.	Será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor
de	 tres	 años	 ni	 mayor	 de	 cinco	 años	 y	 con	 ciento	 ochenta	 a
cuatrocientos	 días-multa,	 el	 que	 adquiere,	 vende,	 transporta,
almacena,	importa,	exporta	o	reexporta	productos	o	especímenes
de	 especies	 acuáticas	 de	 la	 flora	 y/o	 fauna	 silvestre	 bajo
cualquiera	de	los	siguientes	supuestos:
1.	Sin	un	permiso,	licencia	o	certificado	válido.
2.	En	épocas,	cantidades,	talla	o	zonas	que	son	prohibidas	o
vedadas.
C.	P.
ART.	308-B.—Incorporado.	Ley	29263,	Art.	3°.	Extracción
ilegal	de	especies	acuáticas.	El	que	extrae	especies	de	flora	o
fauna	acuática	en	épocas,	cantidades,	talla	y	zonas	que	son
prohibidas	o	vedadas,	o	captura	especies	sin	contar	con	el
respectivo	permiso	o	exceda	el	límite	de	captura	por	embarcación,
asignado	por	la	autoridad	administrativa	competente	y	la	ley	de	la
materia,	o	lo	hace	excediendo	el	mismo	o	utiliza	explosivos,
medios	químicos	u	otros	métodos	prohibidos	o	declarados	ilícitos,
será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	tres
años	ni	mayor	de	cinco	años.
C.	P.
ART.	308-C.—Modificado.	D.	Leg.	1237,	Artículo	Único.
Depredación	de	flora	y	fauna	silvestre.	El	que	caza,	captura,
colecta,	extrae	o	posee	productos,	raíces	o	especímenes	de
especies	de	flora	y/o	fauna	silvestre,	sin	contar	con	la	concesión,
permiso,	licencia	o	autorización	u	otra	modalidad	de
aprovechamiento	o	extracción,	otorgada	por	la	autoridad
competente,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no
menor	de	tres	años	ni	mayor	de	cinco	años	y	con	cincuenta	a
cuatrocientos	días-multa.
C.	P.
ART.	 308-D.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1237,	 Artículo	 Único.
Tráfico	 ilegal	 de	 recursos	 genéticos.	 El	 que	 adquiere,	 vende,
transporta,	 almacena,	 importa,	 exporta	o	 reexporta,	de	 forma	no
autorizada,	 recursos	 genéticos	 de	 especies	 de	 flora	 y/o	 fauna
silvestre,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor
de	 tres	 años	 ni	 mayor	 de	 cinco	 años	 y	 con	 ciento	 ochenta	 a
cuatrocientos	días-multa.
La	misma	pena	será	aplicable	para	el	que	a	sabiendas	financia,	de
modo	 que	 sin	 su	 cooperación	 no	 se	 hubiera	 podido	 cometer	 las
actividades	señaladas	en	el	primer	párrafo,	y	asimismo	al	que	las
dirige	u	organiza.
C.	P.
ART.	 309.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1237,	 Art.	 Único.	 Formas
agravadas.	 En	 los	 casos	 previstos	 en	 los	 artículos	 308,	 308-A,
308-B	 y	 308-C,	 la	 pena	 privativa	 de	 libertad	 será	 no	 menor	 de
cuatro	 años	 ni	 mayor	 de	 siete	 años	 cuando	 el	 delito	 se	 cometa
bajo	cualquiera	de	los	siguientes	supuestos:
1.	 Cuando	 los	 especímenes,	 productos,	 recursos	 genéticos,
materia	del	ilícito	penal,	provienen	de	áreas	naturales	protegidas
de	nivel	nacional	o	de	zonas	vedadas	para	 la	extracción	de	 flora
y/o	fauna	silvestre,	según	corresponda.
2.	 Cuando	 los	 especímenes,	 productos	 o	 recursos	 genéticos
materia	del	 ilícito	penal,	provienen	de	 las	tierras	o	territorios	en
posesión	o	propiedad	de	comunidades	nativas	o	campesinas;	o,	de
las	 reservas	 territoriales	 o	 reservas	 indígenas	 para	 pueblos
indígenas	en	situación	de	aislamiento	o	de	contacto	inicial,	según
corresponda.
3.	 Cuando	 es	 un	 funcionario	 o	 servidor	 público	 que	 omitiendo
funciones	autoriza,	aprueba	o	permite	la	realización	de	este	hecho
delictivo	 en	 su	 tipo	 básico,	 o	 permite	 la	 comercialización,
adquisición	 o	 transporte	 de	 los	 recursos	 de	 flora	 y	 fauna
ilegalmente	obtenidos.
4.	Mediante	el	uso	de	armas,	explosivos	o	sustancias	tóxicas.
5.	 Cuando	 se	 trate	 de	 especies	 de	 flora	 y	 fauna	 silvestre	 o
recursos	genéticos	protegidos	por	la	legislación	nacional.
D.	Leg.	1084.
ART.	 30.—Acción	 penal.	 Si	 finalizado	 el	 procedimiento	 administrativo
iniciado	 para	 sancionar	 la	 captura	 del	 recurso	 sin	 contar	 con	 un	 límite
máximo	 de	 captura	 por	 embarcación	 impuesto	 de	 acuerdo	 con	 lo
establecido	en	la	presente	ley	o	la	captura	del	recurso	excediendo	los	límites
máximos	 establecidos,	 el	 ministerio	 considera	 que	 en	 las	 infracciones	 en
cuestión,	 el	 responsable	 actuó	 dolosamente	 y	 que	 el	 perjuicio	 fuere	 de
naturaleza	 tal	 que	 se	 hubieren	 generado	 graves	 consecuencias	 para	 el
medio	 ambiente	 y	 el	 interés	 económico	 general,	 deberá	 formular	 la
correspondiente	 denuncia	 penal	 ante	 el	 fiscal	 provincial	 de	 turno	 para	 su
respectiva	 investigación	por	 la	aparente	comisión	de	 los	delitos	tipificados
en	 los	 artículos	 185	 ó	 186.6	 según	 corresponda,	 y	 en	 el	 artículo	 309	 del
Código	Penal.
Para	 cualquier	 denuncia	 fiscal	 correspondiente	 por	 las	 infracciones
señaladas	en	el	párrafo	anterior,	se	requiere	de	la	denuncia	o	el	informe	del
ministerio.
C.	P.
ART.	310.—Modificado.	D.	Leg.	1237,	Artículo	Único.	Delitos
contra	los	bosques	o	formaciones	boscosas.	Será	reprimido
con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	cuatro	años	ni	mayor
de	seis	años	y	con	prestación	de	servicios	comunitarios	de
cuarenta	a	ochenta	jornadas	el	que,	sin	contar	con	permiso,
licencia,	autorización	o	concesión	otorgada	por	autoridad
competente,	destruye,	quema,	daña	o	tala,	en	todo	o	en	parte,
bosques	u	otras	formaciones	boscosas,	sean	naturales	o
plantaciones.
C.	P.
ART.	310-A.—Modificado.	D.	Leg.	1237,	Artículo	Único.
Tráfico	ilegal	de	productos	forestales	maderables.	El	que
adquiere,	acopia,	almacena,	transforma,	transporta,	oculta,
custodia,	comercializa,	embarca,	desembarca,	importa,	exporta	o
reexporta	productos	o	especímenes	forestales	maderables,	cuyo
origen	ilícito,	conoce	o	puede	presumir,	será	reprimido	con	pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	cuatro	años	ni	mayor	de	siete
años	y	con	cien	a	seiscientos	días-multa.
C.	P.
ART.	 310-B.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1237,	 Artículo	 Único.
Obstrucción	de	procedimiento.	El	que	obstruye,	impide	o	traba
una	 investigación,	 verificación,	 supervisión	 o	 auditoría,	 en
relación	 con	 la	 extracción,	 transporte,	 transformación,	 venta,
exportación,	reexportación	o	importación	de	especímenes	de	flora
y/o	 de	 fauna	 silvestre,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	no	menor	de	cuatro	años	ni	mayor	de	siete	años.
La	pena	será	privativa	de	libertad	no	menor	de	cinco	años	ni
mayor	de	ocho	años	para	el	que	emplea	intimidación	o	violencia
contra	un	funcionario	público	o	contra	la	persona	que	le	presta
asistencia,	en	el	ejercicio	de	sus	funciones.
C.	P.
ART.	 310-C.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1237,	 Artículo	 Único.
Formas	agravadas.	 En	 los	 casos	 previstos	 en	 los	 artículos	 310,
310-A	 y	 310-B,	 la	 pena	 privativa	 de	 libertad	 será	 no	 menor	 de
ocho	años	ni	mayor	de	diez	años,	bajo	cualquiera	de	los	siguientes
supuestos:
1.	 Si	 se	 comete	 el	 delito	 al	 interior	 de	 tierras	 en	 propiedad	 o
posesión	 de	 comunidades	 nativas,	 comunidades	 campesinas,
pueblos	indígenas,	reservas	indígenas;	o	en	reservas	territoriales
o	 reservas	 indígenas	 a	 favor	 de	 pueblos	 indígenas	 en	 contacto
inicial	o	aislamiento	voluntario,	áreas	naturales	protegidas,	zonas
vedadas,	concesiones	forestales	o	áreas	de	conservación	privadas
debidamente	reconocidas	por	la	autoridad	competente.
2.	Si	como	consecuencia	de	la	conducta	prevista	en	los	artículos
correspondientes	 se	 afecten	 vertientes	 que	 abastecen	 de	 agua	 a
centros	 poblados,	 sistemas	 de	 irrigación	 o	 se	 erosione	 el	 suelo
haciendo	peligrar	las	actividades	económicas	del	lugar.
3.	Si	el	autor	o	partícipe	es	funcionario	o	servidor	público.
4.	 Si	 el	 delito	 se	 comete	 respecto	 de	 especímenes	 que	 han	 sido
marcados	 para	 realizar	 estudios	 o	 han	 sido	 reservados	 como
semilleros.
5.	Si	el	delito	se	comete	con	el	uso	de	armas,	explosivo	o	similar.
6.	Si	el	delito	se	comete	con	el	concurso	de	dos	o	más	personas.
7.	 Si	 el	 delito	 es	 cometido	 por	 los	 titulares	 de	 concesiones
forestales.
8.	Si	se	trata	de	productos	o	especímenes	forestales	maderables
protegidos	por	la	legislación	nacional.
La	 pena	 privativa	 de	 libertad	 será	 no	 menor	 de	 diez	 años	 ni
mayor	de	doce	años	cuando:
1.	El	agente	actúa	como	integrante	de	una	organización	criminal.
2.	 El	 autor	 causa	 lesiones	 graves	 o	muerte	 durante	 la	 comisión
del	hecho	delictivo	o	a	consecuencia	de	dicho	acto.
3.	Si	el	hecho	delictivo	se	realiza	para	cometer	delitos	tributarios,
aduaneros	y	de	lavados	de	activos.
4.	Financie	o	facilite	la	comisión	de	estos	delitos.
C.	P.
ART.	 311.—Modificado.	 Ley	 29263,	 Art.	 3°.	 Utilización
indebida	 de	 tierras	 agrícolas.	 El	 que,	 sin	 la	 autorización	 de
cambio	 de	 uso,	 utiliza	 tierras	 destinadas	 por	 autoridad
competente	 al	 uso	 agrícola	 con	 fines	 de	 expansión	 urbana,	 de
extracción	 o	 elaboración	 de	 materiales	 de	 construcción	 u	 otros
usos	específicos,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no
menor	de	dos	años	ni	mayor	de	cuatro	años.
La	misma	 pena	 será	 para	 el	 que	 vende	 u	 ofrece	 en	 venta,	 para
fines	 urbanos	 u	 otro	 cualquiera,	 tierras	 zonificadas	 como	 uso
agrícola.
C.	P.
Modificado.	 Ley	 29263,	 Art.	 3°.	 Autorización	 de	 actividad
contraria	 a	 los	 planes	 o	 usos	 previstos	 por	 la	 ley.	 El
funcionario	 o	 servidor	 público	 que	 autoriza	 o	 se	 pronuncia
favorablemente	 sobre	 un	 proyecto	 de	 urbanización	 para	 otra
actividad	 no	 conforme	 con	 los	 planes	 o	 usos	 previstos	 por	 los
dispositivos	legales	o	el	profesional	que	informa	favorablemente,
será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	menor	 de	 dos
años	 ni	mayor	 de	 cuatro	 años	 e	 inhabilitación	 de	 un	 año	 a	 tres
años	conforme	al	artículo	36	incisos	1,	2	y	4.
Const.
ART.	192.—Las	municipalidades	tienen	competencia	para:
(...).
5.	 Planificar	 el	 desarrollo	 urbano	 y	 rural	 de	 sus	 circunscripciones,	 y
ejecutar	los	planes	y	programas	correspondientes.
(...).
C.	P.
ART.	 313.—Modificado.	 Ley	 29263,	 Art.	 3°.	 Alteración	 del
ambiente	o	paisaje.	El	que,	 contraviniendo	 las	disposiciones	de
la	 autoridad	 competente,	 altera	 el	 ambiente	 natural	 o	 el	 paisaje
urbano	 o	 rural,	 o	 modifica	 la	 flora	 o	 fauna,	 mediante	 la
construcción	de	obras	o	tala	de	árboles,	será	reprimido	con	pena
privativa	 de	 libertad	 no	 mayor	 de	 cuatro	 años	 y	 con	 sesenta	 a
noventa	días-multa.
JURISPRUDENCIA.—Doctrina	jurisprudencial	de	la	CS:	el	delito	contra	el
medio	ambiente	no	 establece	una	 limitación	del	 lugar	donde	 se	pueda
dar	 la	 afectación.	 “El	 tipo	 penal	 antes	mencionado	 presenta	 los	 siguientes
elementos,	tanto	objetivos	como	subjetivos.	En	primer	lugar,	no	requiere	una
cualidad	 especial	 en	 el	 sujeto	 activo,	 por	 lo	 que	 cualquier	 persona	 puede
cometer	el	presente	delito.	En	segundo	lugar,	 la	acción	típica	se	compone	de
tres	elementos	objetivos.	A.	Tiene	que	darse	una	actividad	capaz	de	impactar
en	 el	 medio	 ambiente.	 El	 tipo	 penal	 ha	 circunscrito	 dicha	 actividad	 a	 la
construcción	de	obras	o	 tala	de	árboles.	Por	ende,	 si	existiera	otra	actividad
que	 también	 pudiera	 afectar	 al	 ambiente,	 ésta	 no	 será	 punible	 en	 este	 tipo
penal,	 por	 la	 limitación	 puntual	 realizada	 por	 el	 legislador.	 B.	 La
contravención	a	las	disposiciones	de	la	autoridad	administrativa,	que	implica
que	existe	una	autoridad	competente	para	emitir	un	pronunciamiento	sobre
la	 obra	 a	 edificar	 o	 sobre	 los	 árboles	 a	 talar.	 Al	 igual	 que	 en	 el	 anterior
elemento	normativo,	es	necesario	que	el	ordenamiento	jurídico	haya	otorgado
competencia	a	un	funcionario	público	para	emitir	un	pronunciamiento	sobre
la	 acción	 antes	 mencionada,	 caso	 contrario	 la	 conducta	 será	 atípica.	 Cabe
resaltar	 que	 la	 disposición	 emitida	 por	 la	 autoridad	 debe	 referirse	 a	 la
materia	 ambiental,	 pudiendo	 –por	 ejemplo–	 vincularse	 al	 impacto	 o	 la
compatibilidad	de	la	actividad	con	el	medio	ambiente.	Por	ende,	el	funcionario
público	 deberá	 ser	 una	 autoridad	 que	 goce	 de	 competencias	 en	 materia
ambiental.	C.	El	resultado	de	la	construcción	de	obra	o	tala	no	autorizada	es
la	alteración	del	medio	ambiente	–no	exigiéndose	que	se	trate	un	área	natural
protegida–,	 por	 ello,	 el	 tipo	 penal	 precisa	 que	 se	 trata	 de	 la	 alteración	 del
ambiente	natural	o	el	paisaje	urbano	o	rural,	o	se	modifica	la	flora	y	fauna	del
lugar.	 (...)	 El	 tipo	 penal	 antes	 mencionado	 no	 establece	 una	 limitación	 del
lugar	donde	se	puede	dar	la	afectación	al	medio	ambiente.	Por	tanto,	el	tipo
penal	 abarca	 todos	 aquellos	 espacios	 donde	 exista	 un	 ambiente	 natural,	 en
buena	 cuenta,	 carente	 de	 presencia	 humana	 (bosques	 primarios)	 o	 que
teniéndola,	 no	 sea	 tan	 significativa.	 Asimismo,	 también	 se	 concreta	 en	 los
paisajes	urbanos	o	rurales,	y	en	la	modificación	de	flora	y	fauna.
El	tipo	penal	no	precisa	el	origen	de	la	competencia	de	la	autoridad	que	ha	de
emitir	el	pronunciamiento”.	 (C.	S,	Cas.	74-2014-Amazonas,	 jul.	07/2015.	S.	S.
Villa	Stein)
NOTA:	La	Casación	N°	74-2014-Amazonas	 fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	 “El	Peruano”	el	26	de
octubre	del	2015.
JURISPRUDENCIA.—Construir	 una	 carretera	 en	 una	 zona	 de
amortiguamiento	sin	 tener	 la	opinión	 favorable	del	Sernanp	configura
el	 elemento	 típico	 normativo	 del	 delito	 de	 alteración	 al	 ambiente
natural.	 “A	mérito	 de	 lo	 expuesto,	 concluimos	 que	 en	 el	 presente	 caso	 sí	 se
configura	 el	 elemento	 típico	 de:	 ‘contraviniendo	 las	 disposiciones	 de	 la
autoridad	competente’,	del	delito	de	alteración	al	ambiente	natural	o	paisaje,
regulado	en	el	artículo	313	del	Código	Penal,	pues	como	se	argumentó	en	el
caso	concreto	el	área	donde	se	venía	construyendo	la	carretera,	 forma	parte
de	 la	 Zona	 de	 Amortiguamiento	 del	 bosque	 de	 protección	 de	 ‘Alto	 Mayo’,
debiendo	para	la	construcción	de	dicha	obra	contar	con	una	Opinión	Técnica
Favorable	 por	 parte	 de	 Sernanp,	 exigencia	 que	 se	 encuentra	 taxativamente
señalada	en	el	artículo	116	del	Reglamento	de	 la	Ley	de	 las	Áreas	Naturales
Protegidas,	 por	 lo	 que	 se	 contravino	 una	 disposición	 normativa	 de	 la
autoridad	 competente	 –Sernanp–.	 (...)	 Establecida	 la	 configuración	 del
elemento	 típico:	 ‘contraviniendo	 disposiciones	 de	 la	 autoridad	 competente’,
corresponde	en	el	presente	caso	que	se	continúe	con	la	audiencia	de	control	de
acusación	 a	 fin	 de	 realizar	 el	 control	 de	 legalidad	 de	 la	 acusación	 fiscal,	 y
verificar	 la	 concurrencia	 de	 los	 presupuestos	 legales	 que	 autoriza	 la	 citada
acusación	 y	 consecuentemente	 la	 procedencia	 a	 juicio	 oral”.	 (C.	 S,	 Cas.	 74-
2014-Amazonas,	jul.	07/2015.	S.	S.	Villa	Stein)
C.	P.
ART.	 313-A.—Incorporado.	 Ley	 30424,	 Segunda	 Diposición
Complementaria	Modificatoria.	Medidas	 cautelares	 en	 casos
de	 responsabilidad	 administrativa	 autónoma	 de	 personas
jurídicas.	 En	 los	 supuestos	 previstos	 en	 la	 Ley	 que	 regula	 la
responsabilidad	 administrativa	 autónoma	 de	 las	 personas
jurídicas	por	el	delito	de	 cohecho	activo	 transnacional,	 el	 juez,	 a
pedido	 de	 parte	 legitimada,	 puede	 ordenar,	 además	 de	 las
medidas	 establecidas	 en	 el	 numeral	 1	 del	 artículo	 313,	 las
siguientes:
a.	 Prohibición	 de	 actividades	 futuras	 de	 la	 misma	 clase	 o
naturaleza	 de	 aquellas	 con	 cuya	 realización	 se	 habría	 cometido,
favorecido	o	encubierto	el	delito.
b.	Suspensión	para	contratar	con	el	Estado.
La	 imposición	 de	 las	 medidas	 señaladas	 en	 el	 primer	 párrafo
procede	 siempre	 que	 existan	 suficientes	 elementos	 probatorios
sobre	la	responsabilidad	administrativa	de	la	persona	jurídica	por
el	 delito	 de	 cohecho	 activo	 transnacional	 y	 que	 fuese
indispensable	para	prevenir	los	riesgos	de	ocultamiento	de	bienes
o	de	insolvencia	sobrevenida	o	para	impedir	la	obstaculización	de
la	averiguación	de	la	verdad.
Estas	medidas	cautelares	no	duran	más	de	la	mitad	del	tiempo
fijado	para	las	medidas	de	carácter	temporal	previstas	en	el
artículo	5°	de	la	Ley	que	regula	la	responsabilidad	administrativa
autónoma	de	las	personas	jurídicas	por	el	delito	de	cohecho	activo
transnacional.
CAPÍTULO	III
Responsabilidad	funcional	e	información	falsa
C.	P.
ART.	 314.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1237,	 Artículo	 Único.
Responsabilidad	 de	 funcionario	 público	 por	 otorgamiento
ilegal	de	derechos.	El	funcionario	público	que	sin	observar	leyes,
reglamentos,	 estándares	 ambientales	 vigentes,	 por	haber	 faltado
gravemente	 a	 sus	 obligaciones	 funcionales,	 autoriza	 el
otorgamiento,	renovación	o	cancelación	de	autorización,	 licencia,
concesión,	permiso	u	otro	derecho	habilitante	en	favor	de	la	obra
o	actividad	a	que	se	refiere	el	presente	título,	será	reprimido	con
pena	privativa	de	 libertad	no	menor	de	cuatro	años	ni	mayor	de
siete	 años,	 e	 inhabilitación	 de	 un	 año	 a	 siete	 años	 conforme	 al
artículo	36	incisos	1,	2	y	4.
El	 servidor	 público	 que	 sin	 observar	 leyes,	 reglamentos,
estándares	ambientales	vigentes	se	pronuncia	favorablemente	en
informes	 u	 otro	 documento	 de	 gestión	 sobre	 el	 otorgamiento,
renovación	 o	 cancelación	 de	 autorización,	 licencia,	 concesión,
permiso	u	otro	derecho	habilitante	en	favor	de	la	obra	o	actividad
a	 que	 se	 refiere	 el	 presente	 título,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	de	 libertad	no	menor	de	cuatro	años	ni	mayor	de	siete
años,	e	inhabilitación	de	un	año	a	siete	años	conforme	al	artículo
36	incisos	1,	2	y	4.
La	misma	pena	será	para	el	funcionario	público	competente	para
combatir	 las	conductas	descritas	en	el	presente	 título	y	que,	por
negligencia	 inexcusable	 o	 por	 haber	 faltado	 gravemente	 a	 sus
obligaciones	 funcionales,	 facilite	 la	 comisión	 de	 los	 delitos
previstos	en	el	presente	título.
C.	P.
ART.	 314-A.—Incorporado.	 Ley	 29263,	 Art.	 3°.
Responsabilidad	 de	 los	 representantes	 legales	 de	 las
personas	 jurídicas.	 Los	 representantes	 legales	 de	 las	 personas
jurídicas	dentro	de	cuya	actividad	se	cometan	los	delitos	previstos
en	este	título	serán	responsables	penalmente	de	acuerdo	con	 las
reglas	establecidas	en	los	artículos	23	y	27	de	este	código.
C.	P.
ART.	 314-B.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1237,	 Artículo	 Único.
Responsabilidad	 por	 información	 falsa	 contenida	 en
informes.	El	que,	conociendo	o	pudiendo	presumir	 la	 falsedad	o
la	 inexactitud,	 suscriba,	 realice,	 inserte	 o	 hace	 insertar	 al
procedimiento	 administrativo,	 estudios,	 evaluaciones,	 auditorías
ambientales,	 planes	 de	 manejo	 forestal,	 solicitudes	 u	 otro
documento	de	gestión	forestal,	exigido	conforme	a	ley,	en	los	que
se	incorpore	o	avale	información	falsa	o	inexacta,	será	reprimido
con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	cuatro	años	ni	mayor
de	seis	años,	e	inhabilitación	de	uno	a	seis	años,	conforme	al	inciso
2	y	4	del	artículo	36.
Será	reprimido	con	la	misma	pena	todo	aquel	que,	hace	uso	de	un
documento	privado	falso	o	falsificado	o	conteniendo	información
falsa	 como	 si	 fuese	 legítimo,	 con	 fines	 de	 evadir	 los
procedimientos	de	control	y	fiscalización	en	materia	forestal	y	de
fauna	 silvestre	 relativos	 al	 presente	 título,	 incluyendo	 los
controles	tributarios,	aduaneros	y	otros.
CAPÍTULO	IV
Medidas	cautelares	y	exclusión	o	reducción	de
penas
C.	P.
ART.	 314-C.—Incorporado.	 Ley	 29263,	 Art.	 3°.	 Medidas
cautelares.	 Sin	 perjuicio	 de	 lo	 ordenado	 por	 la	 autoridad
administrativa,	 el	 juez	 dispondrá	 la	 suspensión	 inmediata	 de	 la
actividad	 contaminante,	 extractiva	 o	 depredatoria,	 así	 como	 las
otras	medidas	cautelares	que	correspondan.
En	 los	 delitos	 previstos	 en	 este	 título,	 el	 juez	 procederá	 a	 la
incautación	previa	de	los	especímenes	presuntamente	ilícitos	y	de
los	 aparatos	 o	 medios	 utilizados	 para	 la	 comisión	 del	 presunto
ilícito.	 Asimismo,	 el	 juez,	 a	 solicitud	 del	 Ministerio	 Público,
ordenará	 el	 allanamiento	 o	 descerraje	 del	 lugar	 donde
presuntamente	se	estuviere	cometiendo	el	ilícito	penal.
En	 caso	 de	 emitirse	 sentencia	 condenatoria,	 los	 especímenes
ilícitos	podrán	 ser	 entregados	a	una	 institución	adecuada,	 según
recomendación	 de	 la	 autoridad	 competente,	 y	 en	 caso	 de	 no
corresponder,	serán	destruidos.
En	ningún	caso	procederá	la	devolución	de	los	ejemplares	ilícitos
al	encausado.
C.	P.
ART.	 314-D.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1102,	 Art.	 2°.	 Exclusión	 o
reducción	de	penas.	El	que,	encontrándose	en	una	investigación
fiscal	 o	 en	 el	 desarrollo	 de	 un	 proceso	 penal,	 proporcione
información	veraz,	oportuna	y	significativa	sobre	la	realización	de
un	 delito	 ambiental,	 podrá	 ser	 beneficiado	 en	 la	 sentencia	 con
reducción	 de	 pena,	 tratándose	 de	 autores,	 y	 con	 exclusión	 de	 la
misma	 para	 los	 partícipes,	 siempre	 y	 cuando	 la	 información
proporcionada	haga	posible	alguna	de	las	siguientes	situaciones:
1.	Evitar	la	comisión	del	delito	ambiental	en	el	que	interviene.
2.	 Promover	 el	 esclarecimiento	 del	 delito	 ambiental	 en	 el	 que
intervino.
3.	La	captura	del	autor	o	autores	del	delito	ambiental,	así	 como
de	los	partícipes.
4.	La	desarticulación	de	organizaciones	criminales	vinculadas	a	la
minería	ilegal.
El	beneficio	establecido	en	el	presente	artículo	deberá	ser
concedido	por	los	jueces	con	criterio	de	objetividad	y	previa
opinión	del	Ministerio	Público.
Ley	28611.
ART.	149.—Modificado.	Ley	29263,	Art.	4°.	Del	informe	de	la	autoridad
competente	sobre	infracción	de	la	normativa	ambiental.
149.1	En	las	investigaciones	penales	por	los	delitos	tipificados	en	el	Título
Décimo	 Tercero	 del	 Libro	 Segundo	 del	 Código	 Penal,	 será	 de	 exigencia
obligatoria	 la	 evacuación	 de	 un	 informe	 fundamentado	 por	 escrito	 por	 la
autoridad	ambiental,	antes	del	pronunciamiento	del	fiscal	provincial	o	fiscal
de	la	investigación	preparatoria	en	la	etapa	intermedia	del	proceso	penal.	El
informe	 será	 evacuado	dentro	de	un	plazo	no	mayor	de	 treinta	 (30)	 días,
contados	 desde	 la	 recepción	 del	 pedido	 del	 fiscal	 de	 la	 investigación
preparatoria	 o	 del	 juez,	 bajo	 responsabilidad.	 Dicho	 informe	 deberá	 ser
merituado	 por	 el	 fiscal	 o	 juez	 al	 momento	 de	 expedir	 la	 resolución	 o
disposición	correspondiente.
149.2	En	las	investigaciones	penales	por	los	delitos	tipificados	en	el	Título
Décimo	Tercero	del	Libro	Segundo	del	Código	Penal	que	sean	desestimadas,
el	 fiscal	 evaluará	 la	 configuración	 del	 delito	 de	 denuncia	 calumniosa,
contemplado	en	el	artículo	402	del	Código	Penal.
REGLAMENTO	DEL	NUMERAL	149.1	DEL	ARTÍCULO	149	DE	LA	LEY
GENERAL	DEL	AMBIENTE
D.	S.	004-2009-Minam
ART.	 1°.—Aprobación	 del	 reglamento.	 Apruébese	 el	 reglamento	 del
numeral	 149.1	 del	 artículo	 149	 de	 la	 Ley	 N°	 28611,	 Ley	 General	 del
Ambiente,	 el	 cual	 consta	 de	 tres	 (3)	 artículos	 y	 una	 Disposición
Complementaria	Final,	el	que	forma	parte	del	presente	decreto	supremo.
(...).
Artículo	1°.-	De	la	autoridad	ambiental	competente.
1.1.	La	autoridad	ambiental	competente	responsable	de	la	elaboración	del
informe	fundamentado	a	que	se	refiere	el	numeral	149.1	del	artículo	149	de
la	 Ley	 General	 del	 Ambiente,	 será	 la	 autoridad	 ambiental	 sectorial,	 sus
organismos	adscritos,	los	gobiernos	locales	y	gobiernos	regionales,	así	como
los	 organismos	 reguladores	 o	 de	 fiscalización	 competentes	 en	 la	 materia
objeto	del	proceso	penal	en	trámite.
1.2.	En	caso	que	exista	más	de	una	autoridad	ambiental	competente,	o	que
el	 fiscal	 tenga	 dudas	 respecto	 de	 la	 competencia	 asignada,	 o	 que	 la
autoridad	 ambiental	 competente	 sea	 parte	 en	 el	 proceso,	 solicitará	 el
informe	 correspondiente	 al	 Organismo	 de	 Evaluación	 y	 Fiscalización
Ambiental	-	OEFA.
En	este	caso	el	OEFA	podrá	emitir	el	 informe	correspondiente	o	derivarlo
de	inmediato	a	la	entidad	que	considere	competente	al	efecto,	para	formular
su	informe.
1.3	 Copia	 del	 informe	 fundamentado	 se	 pondrá	 en	 conocimiento	 del
procurador	 público	 del	 Ministerio	 del	 Ambiente,	 quien	 actuará	 según	 sus
atribuciones.
Artículo	 2°.-	 Contenido	 del	 informe.	 El	 informe	 fundamentado	 es	 de
carácter	 técnico	 legal.	 La	 autoridad	 competente	 elaborará	 el	 informe
fundamentado	por	escrito,	el	cual	contendrá	como	mínimo,	lo	siguiente:
A.	Antecedentes.
B.	Base	legal.
C.	 Análisis	 de	 los	 hechos,	 precisando	 relación	 causal	 entre	 éstos	 y	 el
supuesto	ilícito	ambiental.
D.	Análisis	de	la	base	legal	aplicable,	sus	alcances	y	efectos.
E.	Opinión	ilustrativa	sobre	los	elementos	para	una	valoración	del	supuesto
daño	ambiental	causado,	cuando	corresponda.
F.	Conclusiones.
Artículo	3°.-	Procedimiento.	El	fiscal	de	la	investigación	preparatoria	o	el
juez	solicitará	el	informe	técnico	-	legal	a	la	autoridad	ambiental	competente
conforme	a	lo	establecido	en	el	artículo	1°	del	presente	reglamento,	a	través
de	un	oficio,	 el	 cual	 deberá	 contener	 el	 pedido	de	 informe	 fundamentado,
adjuntando	 copia	 de	 la	 denuncia	 y	 sus	 anexos,	 así	 como	 también	 otros
actuados	 e	 información	 relevante	 con	 la	 finalidad	 que	 la	 autoridad
ambiental	 cuente	 con	 la	 información	 necesaria	 para	 la	 elaboración	 del
informe.
El	informe	fundamentado	deberá	ser	elaborado	por	la	autoridad	ambiental
competente,	 dentro	 de	 un	 plazo	 no	 mayor	 a	 treinta	 (30)	 días	 hábiles	 de
recibido	el	oficio.
De	 ser	 necesario,	 la	 autoridad	 ambiental	 requerida	 podrá	 solicitar
información	 adicional	 a	 la	 fiscalía	 a	 cargo	 de	 la	 investigación,	 a	 otras
entidades	públicas	o	privadas,	encargar	las	pericias	o	evaluaciones	técnicas
que	 considere	 del	 caso,	 y,	 en	 general,	 realizar	 las	 acciones	 que	 estime
procedentes,	sin	exceder	el	plazo	previsto.
Única	Disposición	Complementaria	Final.-	Facultad	del	juez	para	solicitar
informes	 técnicos	 -	 legales.	 El	 juez	 está	 facultado	 a	 solicitar	 el	 informe
técnico	 -	 legal	 a	 la	 autoridad	 ambiental	 competente	 conforme	 a	 lo
establecido	 en	 el	 artículo	 1°	 del	 presente	 reglamento	 únicamente	 en	 los
lugares	donde	se	encuentre	vigente	el	Código	de	Procedimientos	Penales	del
año	1940,	hasta	que	el	Código	Procesal	Penal	del	2004	entre	en	vigencia	en
el	distrito	judicial	correspondiente,	luego	de	lo	cual	será	únicamente	el	fiscal
quien	este	facultado	a	solicitarlo.
Ley	29263.
Primera	Disposición	Complementaria.—Modificado.	Ley	29316,	Art.	 16.
De	 las	 sanciones	 a	 las	 personas	 jurídicas.	 En	 el	 caso	 que	 una	 persona
actuando	 en	 nombre	 de	 una	 persona	 jurídica	 participe	 en	 las	 actividades
descritas	en	el	Libro	II,	Título	XVIII	del	Capítulo	 II,	Sección	IV	(Corrupción
de	 funcionarios)	 del	 Código	 Penal	 con	 el	 propósito	 de	 beneficiarla,	 la
autoridad	 administrativa	 impondrá	 a	 dicha	 persona	 jurídica,	 previo
procedimiento	 administrativo	 e	 independientemente	 de	 las	 sanciones
penales	previstas	en	los	supuestos	señalados,	una	multa	que	podrá	ascender
hasta	 el	 doble	 de	 los	 beneficios	 obtenidos	 con	 la	 actividad	 imputada,	 sin
perjuicio	de	las	demás	sanciones	administrativas	a	las	que	hubiere	lugar.
Ley	29263.
Segunda	 Disposición	 Complementaria.—Exentos	 del	 alcance	 de	 la	 ley.
Están	 fuera	del	alcance	de	 lo	previsto	en	 la	presente	 ley,	 las	 comunidades
campesinas	y	comunidades	nativas	que	realicen	actividades	de	caza,	pesca,
extracción	y	tala	con	fines	de	subsistencia.
NOTA:	La	Ley	29263,	en	su	Primera	Disposición	Final	ordena	la	reglamentación	de	su	artículo	4°	y
de	su	Primera	Disposición	Complementaria.	La	Segunda	Disposición	Final	de	la	citada	ley	establece	la
vacatio	legis	de	los	artículos	310,	310-A,	310-B	y	310-C	del	Código	Penal,	hasta	el	01	de	enero	del
2009.
TÍTULO	XIV
Delitos	contra	la	tranquilidad	pública
CAPÍTULO	I
Delitos	contra	la	paz	pública
C.	P.
ART.	 315.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1237,	 Artículo	 Único.
Disturbios.	 El	 que	 en	una	 reunión	 tumultuaria,	 atenta	 contra	 la
integridad	 física	 de	 las	 personas	 y/o	 mediante	 violencia	 causa
grave	daño	a	 la	propiedad	pública	o	privada,	será	reprimido	con
pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 seis	 ni	 mayor	 de	 ocho
años.
Será	sancionado	con	la	misma	pena	cuando	los	actos	descritos	en
el	 primer	 párrafo	 se	 produzcan	 con	 ocasión	 de	 un	 espectáculo
deportivo,	o	en	el	área	de	influencia	deportiva.
Constituyen	circunstancias	agravantes	los	siguientes	supuestos:
1.	 Si	 en	 estos	 actos	 el	 agente	 utiliza	 indebidamente	 prendas	 o
símbolos	 distintivos	 de	 las	 Fuerzas	 Armadas	 o	 de	 la	 Policía
Nacional	del	Perú,	 la	pena	privativa	de	la	 libertad	será	no	menor
de	ocho	ni	mayor	de	diez	años.
2.	Si	el	atentado	contra	la	integridad	física	de	las	personas	causa
lesiones	graves,	será	reprimido	con	la	pena	privativa	de	la	libertad
no	menor	de	ocho	años	a	doce	años.
3.	Si	el	atentado	contra	la	integridad	física	de	las	personas	causa
la	muerte,	será	reprimido	con	 la	pena	privativa	de	 la	 libertad	no
menor	de	quince	años.
REGLAS	PARA	EL	EMPLEO	DE	LA	FUERZA	POR	PARTE	DE	LAS	FUERZAS
ARMADAS
D.	Leg.	1095.
ART.	 1°.—Objeto.	 El	 presente	 decreto	 legislativo	 tiene	 por	 objeto
establecer	 el	marco	 legal	 que	 regula	 los	 principios,	 formas,	 condiciones	 y
límites	para	el	empleo	y	uso	de	la	fuerza	por	parte	de	las	Fuerzas	Armadas
en	 cumplimiento	 de	 su	 función	 constitucional,	 mediante	 el	 empleo	 de	 su
potencialidad	 y	 capacidad	 coercitiva	 para	 la	 protección	 de	 la	 sociedad,	 en
defensa	del	Estado	de	derecho	y	a	fin	de	asegurar	la	paz	y	el	orden	interno
en	el	territorio	nacional.
D.	Leg.	1095.
ART.	 2°.—Alcance.	 El	 presente	 decreto	 legislativo	 es	 aplicable	 a	 las
Fuerzas	Armadas	 cuando	 se	dispone	que,	 en	 el	 ejercicio	de	 sus	 funciones,
asumen	 el	 control	 del	 orden	 interno,	 de	 conformidad	 con	 el	 Título	 I	 del
presente	 decreto	 legislativo;	 y,	 cuando	 realicen	 acciones	 en	 apoyo	 a	 la
Policía	Nacional,	según	los	títulos	II	y	III	del	mismo.
D.	Leg.	1095.
ART.	3°.—Definición	de	 términos.	Para	 los	 efectos	 del	 presente	 decreto
legislativo,	se	entiende	por:
a.	 Acciones	 militares.-	 Acciones	 que	 realizan	 las	 Fuerzas	 Armadas,
diferentes	 a	 las	 operaciones	militares.	 Se	 refieren	 a	 aquellas	 enfocadas	 al
mantenimiento	o	restablecimiento	del	orden	interno.
b.	 Daño	 incidental	 (colateral).-	 Consecuencia	 no	 intencionada	 de
operaciones	militares	en	las	que	se	puede	ocasionar	daño	a	personas	civiles
o	 bienes	 protegidos,	 y	 cuya	 calificación	 de	 excesivo	 o	 no,	 puede
determinarse	 al	 ser	 evaluado	 por	 medio	 de	 la	 necesidad	 militar	 y	 la
proporcionalidad	 con	 relación	 a	 la	 ventaja	 militar	 concreta	 y	 directa
prevista.
c.	Disturbios	 internos.-	Expresiones	de	 violencia,	 latentes	o	manifiestas,
en	forma	de	graves	alteraciones	del	orden	público.
d.	Fuerza	letal.-	Es	el	mayor	nivel	de	 intensidad	de	 la	 fuerza,	por	el	 cual
resulta	 probable	 causar	 el	 deceso	 de	 los	 miembros	 del	 grupo	 hostil.	 En
operaciones	militares,	su	empleo	es	regulado	por	el	Derecho	Internacional
Humanitario.	 En	 acciones	 militares,	 es	 el	 último	 recurso	 que	 tiene	 el
personal	militar.
e.	Fuerza	no	letal.-	Es	el	medio	compulsivo	por	el	cual	el	personal	militar
hace	que	una	persona	o	grupo	de	personas	cumpla	la	ley	aún	en	contra	de
su	voluntad.
f.	 Grupo	 hostil.-	 Pluralidad	 de	 individuos	 en	 el	 territorio	 nacional	 que
reúnen	 tres	 condiciones:	 (i)	 están	 mínimamente	 organizados;	 (ii)	 tienen
capacidad	y	decisión	de	enfrentar	al	Estado,	en	forma	prolongada	por	medio
de	 armas	 de	 fuego,	 punzo	 cortantes	 o	 contundentes	 en	 cantidad;	 y,	 (iii)
participan	en	las	hostilidades	o	colaboran	en	su	realización.
g.	 Instalaciones	 estratégicas.-	 Instalaciones,	 públicas	 o	 privadas,
necesarias	para	el	 funcionamiento	del	país	y	 la	prestación	de	 los	servicios
públicos.
h.	Medio	no	letal.-	Equipamiento	y	armas,	cuya	utilización	representan	un
bajo	potencial	de	daño.
i.	Neutralización.-	Acción	que	se	ejecuta	para	restringir,	reducir	o	anular
las	capacidades	del	objetivo	militar.
j.	Objetivo	militar.-	Es	aquel	que	por	su	naturaleza,	ubicación,	finalidad	o
utilización	 contribuye	 a	 la	 actuación	 del	 grupo	 hostil	 y	 cuya	 destrucción
total	o	parcial,	captura	o	neutralización	ofrece	una	ventaja	militar.
k.	Operaciones	militares.-	Actividades	que	realizan	las	Fuerzas	Armadas
para	 enfrentar	 la	 capacidad	 armada	 de	 grupos	 hostiles	 en	 el	 marco	 del
Derecho	Internacional	Humanitario.
l.	 Orden	 interna.-	 Es	 la	 situación	 en	 la	 cual	 están	 garantizados	 la
estabilidad	 y	 el	 normal	 funcionamiento	 de	 la	 institucionalidad	 político	 -
jurídica	 del	 Estado.	 Su	 mantenimiento	 y	 control	 demandan	 previsiones	 y
acciones	que	el	Estado	debe	adoptar	permanentemente,	 llevando	 implícita
la	 posibilidad	 de	 declarar	 los	 regímenes	 de	 excepción	 que	 prevé	 la
Constitución	Política.
m.	 Ventaja	 militar.-	 Provecho	 específico	 previsto	 u	 obtenido	 de	 una
operación	 militar	 contra	 un	 objetivo	 militar,	 al	 ser	 éste	 capturado	 o
neutralizado.
D.	Leg.	1095.
ART.	 4°.—Finalidad	 de	 la	 intervención	 de	 las	 Fuerzas	 Armadas.	 La
intervención	 de	 las	 Fuerzas	 Armadas	 en	 defensa	 del	 estado	 de	 derecho	 y
protección	 de	 la	 sociedad	 se	 realiza	 dentro	 del	 territorio	 nacional	 con	 la
finalidad	de:
4.1.	 Hacer	 frente	 a	 un	 grupo	 hostil,	 conduciendo	 operaciones	 militares,
previa	declaración	del	estado	de	emergencia,	cuando	 las	Fuerzas	Armadas
asumen	el	control	del	orden	interno;	o,
4.2.	Proporcionar	apoyo	a	la	Policía	Nacional,	previa	declaración	del	estado
de	emergencia,	 con	 la	 finalidad	de	 restablecer	 el	 orden	 interno	ante	otras
situaciones	de	violencia;	o,
4.3.	Prestar	apoyo	a	la	Policía	Nacional,	en	casos	de	tráfico	ilícito	de	drogas,
terrorismo	 o	 protección	 de	 instalaciones	 estratégicas	 para	 el
funcionamiento	del	país,	servicios	públicos	esenciales	y	en	los	demás	casos
constitucionalmente	 justificados	 cuando	 la	 capacidad	 de	 la	 policía	 sea
sobrepasada	en	su	capacidad	de	control	del	orden	interno,	sea	previsible	o
existiera	peligro	de	que	ello	ocurriera.
D.	Leg.	1095.
ART.	5°.—Determinación	del	marco	jurídico	aplicable.	Cada	una	de	 las
situaciones	consideradas	en	el	presente	artículo,	 se	rige	por	 los	principios
señalados	 y	 definidos	 en	 el	 título	 correspondiente	 del	 presente	 decreto
legislativo.
5.1.	Cuando	la	actuación	de	las	Fuerzas	Armadas	en	estado	de	emergencia
se	orienta	a	conducir	operaciones	militares	para	enfrentar	la	capacidad	de
un	 grupo	 hostil	 o	 elemento	 de	 éste,	 rigen	 las	 normas	 del	 Derecho
Internacional	Humanitario.
5.2.	Cuando	la	actuación	de	las	Fuerzas	Armadas	en	Estado	de	Emergencia
se	orienta	a	realizar	acciones	militares	en	apoyo	a	la	Policía	Nacional	para	el
control	del	orden	interno,	rigen	las	normas	del	Derecho	Internacional	de	los
Derechos	 Humanos.	 Estas	 también	 rigen	 cuando	 se	 orientan	 a	 realizar
acciones	militares	distintas	a	enfrentar	un	grupo	hostil.
5.3.	 Cuando	 la	 actuación	 de	 las	 Fuerzas	 Armadas	 se	 orienta	 a	 realizar
acciones	militares	en	apoyo	a	la,	Policía	Nacional	en	las	situaciones	descritas
en	el	artículo	4.3	y	en	el	Título	III	del	presente	decreto	legislativo,	rigen	las
normas	del	Derecho	Internacional	de	los	Derechos	Humanos.
D.	Leg.	1095.
ART.	 6°.—Generalidades.	 De	 conformidad	 con	 el	 objeto	 del	 presente
decreto	legislativo,	el	Presidente	de	la	República	autoriza	la	intervención	de
las	 Fuerzas	 Armadas	 frente	 a	 un	 grupo	 hostil,	 pata	 conducir	 operaciones
militares,	 previa	 declaración	 del	 Estado	 de	 Emergencia,	 encargándoles	 el
control	del	orden	interno.
D.	Leg.	1095.
ART.	 7°.—Principios.	 Los	 principios	 rectores	 que	 rigen	 antes,	 durante	 y
después	 del	 empleo	 de	 la	 fuerza	 son	 los	 reconocidos	 por	 las	 normas	 del
Derecho	Internacional	Humanitario,	y	son	los	siguientes:
a.	Humanidad.-	Las	personas	puestas	fuera	de	combate	y	aquellas	que	no
participan	 directamente	 de	 las	 hostilidades	 son	 respetadas,	 protegidas	 y
tratadas	con	humanidad.	En	el	mismo	sentido,	 las	personas	que	participan
directamente	de	las	hostilidades	no	son	objeto	de	sufrimientos	innecesarios.
b.	 Distinción.-	 Es	 la	 diferenciación	 que	 se	 debe	 realizar	 entre	 quienes
participan	 y	 quienes	 no	 participan	 directamente	 de	 las	 hostilidades.	 La
población	 civil	 no	puede	 ser	objeto	de	 ataque.	Debe	distinguirse	 entre	 los
objetivos	 militares	 y	 aquellos	 que	 no	 lo	 son.	 Sólo	 los	 objetivos	 militares
pueden	ser	objeto	de	ataque.
c.	 Limitación.-	 Los	 medios	 y	 métodos	 de	 empleo	 de	 la	 fuerza	 en	 el
enfrentamiento	 no	 son	 ilimitados,	 El	 Derecho	 Internacional	 Humanitario
prohíbe	 el	 empleo	 de	 aquellos	 que	 pudiesen	 causar	 daños	 o	 sufrimientos
innecesarios.
d.	Necesidad	militar.-	Es	aquella	que	justifica	el	empleo	de	la	fuerza	y	que
permite	 obtener	 la	 legítima	 y	 concreta	 ventaja	 militar	 esperada.	 Este
principio	no	constituye	excusa	para	conducta	alguna	que	esté	prohibida	por
el	Derecho	Internacional	Humanitario.
e.	 Proporcionalidad.-	 Autoriza	 una	 operación	 militar	 cuando	 sea
previsible	que	no	causará	daños	incidentales	entre	la	población	civil	o	daños
a	 bienes	 de	 carácter	 civil,	 que	 sean	 excesivos	 en	 relación	 con	 la	 ventaja
militar	concreta	y	prevista.
D.	Leg.	1095.
ART.	8°.—Carácter	vinculante.
8.1.	 Los	 miembros	 de	 las	 Fuerzas	 Armadas	 que	 intervienen	 en	 las
operaciones	 militares	 desde	 su	 planeación,	 decisión,	 conducción,	 y	 con
posterioridad	 a	 ellas,	 en	 las	 situaciones	 previstas	 en	 el	 artículo	 5.1	 del
presente	 decreto	 legislativo,	 se	 sujetan	 a	 las	 normas	 del	 Derecho
Internacional	Humanitario	y	a	las	del	Derecho	Internacional	de	los	Derechos
Humanos	que	sean	aplicables.
8.2.	 Los	 miembros	 de	 las	 Fuerzas	 Armadas	 observan	 como	 mínimo	 las
siguientes	disposiciones:
8.2.1.	 Las	 personas	 que	 no	 participan	 directamente	 en	 las	 hostilidades	 o
que	han	depuesto	las	armas	así	como	las	personas	puestas	fuera	de	combate
por	enfermedad,	herida,	detención	o	por	cualquier	otra	causa	son,	en	todas
las	circunstancias,	tratadas	con	humanidad,	sin	distinción	alguna	de	índole
desfavorable	basada	en	la	raza,	el	color,	la	religión	o	la	creencia,	el	sexo,	el
nacimiento,	la	condición	socio-económica	o	cualquier	otro	criterio	análogo.
A	este	respecto,	se	prohíben,	en	cualquier	tiempo	y	lugar,	en	lo	que	atañe	a
las	personas	arriba	mencionadas,	las	siguientes	acciones:
a.	Los	atentados	contra	 la	vida	y	 la	 integridad	corporal,	 especialmente,	 el
homicidio	en	todas	sus	formas,	las	mutilaciones,	los	tratos	crueles,	la	tortura
y	los	suplicios;
b.	 Los	 atentados	 contra	 la	 dignidad	 personal,	 especialmente,	 los	 tratos
humillantes	y	degradantes,	así	como	la	violencia	sexual;
c.	Los	castigos	colectivos;
d.	El	pillaje;
e.	Las	condenas	dictadas	y	las	ejecuciones	sin	previo	juicio	ante	un	tribunal
legítimamente	constituido,	con	garantías	judiciales;	y,
f.	Las	amenazas	de	realizar	los	actos	mencionados.
8.2.2.	Los	heridos	y	los	enfermos	son	recogidos	y	asistidos.
D.	Leg.	1095.
ART.	 9°.—La	 aplicación	 del	 Derecho	 Internacional	 Humanitario	 no	 surte
efectos	sobre	el	estatuto	jurídico	de	quienes	intervienen	en	las	hostilidades.
D.	Leg.	1095.
ART.	 10.—Empleo	 de	 la	 fuerza	 ante	 un	 grupo	 hostil.	 El	 empleo	 de	 la
fuerza	por	parte	de	 las	Fuerzas	Armadas,	 procede	 luego	de	 la	declaración
del	 estado	 de	 emergencia,	 disponiendo	 que	 éstas	 asuman	 el	 control	 del
orden	interno	para	enfrentar	a	un	grupo	hostil.
D.	Leg.	1095.
ART.	 11.—Plazo	 del	 estado	 de	 emergencia.	 El	 plazo	 del	 estado	 de
emergencia	 se	 fija	 en	 el	 decreto	 supremo	 correspondiente	 y	 puede	 ser
prorrogado.
D.	Leg.	1095.
ART.	12.—Control	del	 orden	 interno.	Durante	 la	 vigencia	 del	 estado	 de
emergencia,	 el	 Comando	 Conjunto	 de	 las	 Fuerzas	 Armadas	 designa	 al
comando	operacional	para	el	control	del	orden	interno,	con	la	participación
de	la	Policía	Nacional,	la	que	previa	coordinación,	cumple	las	disposiciones
que	dicta	el	comando	operacional.
D.	Leg.	1095.
ART.	13.—Reglas	de	enfrentamiento
13.1.	Son	aquellas	órdenes	de	mando	que	determinan	como	y	contra	quien
se	 emplea	 la	 fuerza	 durante	 una	 operación	 militar.	 Refieren	 las
instrucciones	que	da	el	Estado	para	 trazar	claramente	 las	circunstancias	y
los	 límites	 en	 los	 que	 sus	 fuerzas	 terrestres,	 navales	 y	 aéreas	 pueden
emprender	o	proseguir	operaciones	militares	contra	grupos	hostiles.
13.2.	El	empleo	de	la	fuerza	por	las	Fuerzas	Armadas	contra	un	grupo	hostil
durante	 el	 estado	de	 emergencia	 se	 sujeta	 a	 las	 reglas	de	 enfrentamiento,
ejecutándose	las	operaciones	de	conformidad	con	el	Derecho	Internacional
Humanitario.
13.3.	Las	operaciones	se	ejecutan	con	la	finalidad	de	proteger	la	vida	de	la
población	 y	 la	 integridad	 física	 y	 la	 vida	 de	 los	miembros	 de	 las	 Fuerzas
Armadas,	 defender	 el	 Estado,	 doblegar	 la	 capacidad	 del	 grupo	 hostil	 y
proteger	el	patrimonio	público	y	privado.
D.	Leg.	1095.
ART.	 14.—Empleo	 de	 la	 fuerza.	 El	 empleo	 de	 la	 fuerza	 procede	 contra
objetivos	militares,	conforme	a	los	principios	establecidos	en	el	artículo	7°
del	presente	decreto	legislativo	y	debe	estar	previsto	en	un	plan	u	orden	de
operaciones.
D.	Leg.	1095.
ART.	15.—Generalidades.	Habiéndose	declarado	el	estado	de	emergencia,
las	 Fuerzas	 Armadas	 realizan	 acciones	 militares	 en	 apoyo	 a	 la	 Policía
Nacional	para	el	control	del	orden	interno,	pudiendo	hacer	uso	de	la	fuerza
ante	otras	situaciones	de	violencia,	de	conformidad	con	los	artículos	16	y	18
del	presente	decreto	legislativo.	Las	mismas	reglas	rigen	cuando	las	Fuerzas
Armadas	 asumen	 el	 control	 del	 orden	 interno	 y	 no	 sea	 de	 aplicación	 el
Título	I	del	presente	decreto	legislativo.
D.	Leg.	1095.
ART.	16.—Principios.	 Los	 principios	 rectores	 que	 rigen	 antes,	 durante	 y
después	del	uso	de	la	fuerza	son	los	reconocidos	por	las	normas	del	Derecho
Internacional	de	los	Derechos	Humanos	y	son	los	siguientes.
a.	Legalidad.-	El	uso	de	 fuerza	por	parte	de	 los	miembros	de	 las	Fuerzas
Armadas	 debe	 estar	 amparado	 en	 el	 presente	 decreto	 legislativo	 y	 su
reglamento.
b.	Necesidad.-	El	análisis	de	la	necesidad	en	cuanto	al	uso	de	la	fuerza	por
parte	de	 los	miembros	de	 las	Fuerzas	Armadas	 implica	dos	verificaciones:
(i)	 haber	 agotado	 el	 despliegue	 de	medidas	 que	 no	 implican	 el	 uso	 de	 la
fuerza	y	que	permitiesen	alcanzar	el	resultado	esperado;	y,	(ii)	luego	de	esta
verificación,	 llegar	 a	 la	 conclusión	 de	 que	 un	 eventual	 uso	 de	 la	 fuerza
resulta	inevitable	para	alcanzar	dicho	resultado.
c.	 Proporcionalidad.-	 Es	 la	 equivalencia	 o	 correspondencia	 entre	 la
gravedad	de	la	amenaza	y	el	grado	de	fuerza	empleada,	debiendo	ser	ésta	la
mínima	 necesaria	 en	 relación	 a	 dicha	 amenaza	 y	 en	 función	 al	 resultado
legal	esperado.
D.	Leg.	1095.
ART.	 17.—Carácter	 vinculante.	 Los	 miembros	 de	 las	 Fuerzas	 Armadas
que	usan	la	fuerza	en	las	situaciones	previstas	en	el	numeral	5.2	del	artículo
5°,	se	encuentran	sujetos	a	lo	dispuesto	en	el	presente	decreto	legislativo,	en
concordancia	 con	 los	 instrumentos	 del	 Derecho	 Internacional	 de	 los
Derechos	Humanos.
D.	Leg.	1095.
ART.	18.—Niveles	de	uso	de	la	fuerza.
18.1.	Preventivo
a.	 Presencia	 militar.-	 Es	 la	 demostración	 de	 autoridad,	 en	 la	 que	 los
miembros	de	las	Fuerzas	Armadas	están	uniformados,	equipados,	en	actitud
diligente	 y	 de	 alerta,	 actuando	 preventiva	 y	 disuasivamente	 a	 fin	 de
mantener	o	restablecer	el	orden	interno.
b.	 Contacto	 visual.-	 Es	 el	 dominio	 visual	 sobre	 una	 persona,	 grupo	 de
personas,	 vehículos,	 áreas	 o	 instalaciones,	 que	 permite	 ejercer	 un	 cierto
control	sobre	la	situación.
c.	Verbalización.-	Es	el	uso	de	la	comunicación	oral,	utilizando	el	tono	y	los
términos	 necesarios	 que	 sean	 fácilmente	 comprendidos,	 con	 miras	 a
mantener	o	restablecer	el	orden	interno.
18.2	Reactivo
Agotadas	 las	acciones	del	nivel	preventivo	y	antes	de	usar	 la	 fuerza	en	el
nivel	reactivo,	se	realiza	la	advertencia	correspondiente,	procediendo	al	uso
de	 la	 fuerza	gradualmente,	siempre	y	cuando	 la	situación	 lo	permita,	de	 la
manera	siguiente:
a.	 Control	 físico.-	 Es	 la	 acción	 militar	 que	 utiliza	 técnicas	 de	 fuerza
corporal,	 con	 el	 fin	 de	 controlar,	 reducir,	 inmovilizar	 o	 conducir	 ante	 la
autoridad	 que	 corresponda	 a	 quienes	 se	 encuentren	 alterando	 el	 orden
interno.
b.	Medios	no	letales.-	Se	refiere	al	empleo	de	equipamiento	y	armas	con
bajo	potencial	de	daño,	para	contrarrestar	o	superar	la	amenaza	existente.
c.	 Medios	 letales.-	 Excepcionalmente,	 se	 puede	 proceder	 al	 empleo	 de
armas	 de	 fuego,	 de	 acuerdo	 a	 lo	 previsto	 en	 el	 artículo	 19	 del	 presente
decreto	legislativo.
D.	Leg.	1095.
ART.	19.—Uso	excepcional.
19.1.	 Excepcionalmente,	 los	 miembros	 de	 las	 Fuerzas	 Armadas	 en
cumplimiento	de	la	misión	asignada	pueden	usar	armas	de	fuego	en	defensa
propia	 o	 de	 otras	 personas,	 en	 caso	 de	 peligro	 inminente	 de	 muerte	 o
lesiones	 graves,	 o	 con	 el	 propósito	 de	 evitar	 la	 comisión	 de	 un	 delito
particularmente	grave	que	entrañe	una	seria	amenaza	para	la	vida,	o	con	el
objeto	 de	 detener	 a	 una	 persona	 que	 represente	 ese	 peligro	 y	 oponga
resistencia	 a	 su	 autoridad,	 o	 para	 impedir	 su	 fuga,	 y	 sólo	 en	 caso	 de	 que
resulten	 insuficientes	 las	 medidas	 menos	 extremas	 para	 lograr	 dichos
objetivos.
19.2.	 Si	 como	 consecuencia	 del	 uso	 de	 las	 armas	 de	 fuego	 se	 produjeran
heridos,	los	miembros	de	las	Fuerzas	Armadas	habilitan	la	atención	médica
inmediata,	 sin	 discriminación.	 En	 caso	 de	 que	 se	 registren	 personas
fallecidas	 se	 adoptan	 los	 protocolos	 correspondientes	 para	 el	 tratamiento
de	 los	 restos	 humanos.	 En	 ambos	 casos,	 se	 procede	 a	 informar	 a	 los
familiares.
D.	Leg.	1095.
ART.	20.—Informe	sobre	el	uso	de	armas	de	fuego.
20.1.	 Los	miembros	de	 las	 Fuerzas	 Armadas	 que	 hagan	 uso	 de	 armas	 de
fuego	presentan	en	 el	 termino	de	 la	distancia	un	 informe	por	 escrito	 a	 su
superior,	 dando	 cuenta	 de	 los	 siguientes	 aspectos:	 fecha,	 hora	 y	 lugar	 del
incidente,	 unidad	 o	 elemento	 que	 participó	 en	 el	 incidente,	 hechos	 que
condujeron	a	su	participación,	la	causa	por	la	cual	se	abrió	fuego,	el	tipo	y	la
cantidad	de	armas	y	municiones	empleadas,	daños	personales	o	materiales
causados,	 número	 de	 eventuales	 detenidos,	 heridos	 o	 muertos,	 debiendo
acompañar,	en	lo	posible,	registros	fílmicos	o	fotográficos	existentes.
20.2.	 Si	 como	 consecuencia	 del	 uso	 de	 las	 armas	 de	 fuego	 se	 produjeran
daños	 personales	 o	 materiales,	 el	 superior	 o	 la	 autoridad	 competente
proceden	 a	 la	 indagación	 correspondiente,	 a	 fin	 de	 establecer	 las
circunstancias	de	la	acción.
D.	Leg.	1095.
ART.	21.—Generalidades.	En	 las	 situaciones	 previstas	 en	 el	 artículo	 5.3.
las	 Fuerzas	 Armadas	 excepcionalmente,	 actúan	 en	 apoyo	 de	 la	 Policía
Nacional,	 de	 conformidad	 con	 el	 procedimiento	 señalado	 en	 el	 presente
título.
D.	Leg.	1095.
ART.	22.—Principios,	niveles	y	excepcionalidad.	Los	principios,	niveles	y
excepcionalidad	 son	 los	 establecidos	 en	 los	 artículos	 16,	 18	 y	 19	 del
presente	decreto	legislativo.
D.	Leg.	1095.
ART.	23.—Ámbitos	de	actuación.	Las	Fuerzas	Armadas	pueden	actuar	en
apoyo	a	la	Policía	Nacional	en	los	siguientes	casos:
a.	Tráfico	ilícito	de	drogas
b.	Terrorismo.
c.	Protección	de	instalaciones	estratégicas	para	el	funcionamiento	del	país
y	servicios	públicos	esenciales.
d.	En	otros	casos	constitucionalmente	justificados	en	que	la	capacidad	de	la
Policía	 sea	 sobrepasada	 en	 el	 control	 del	 orden	 interno,	 sea	 previsible	 o
existiera	el	peligro	de	que	esto	ocurriera.
D.	Leg.	1095.
ART.	24.—Control	del	orden	interno.	En	los	casos	previstos	en	el	artículo
precedente,	la	Policía	Nacional	mantiene	el	control	del	orden	interno	con	el
apoyo	 de	 las	 Fuerzas	 Amadas,	 debiendo	 coordinar	 las	 acciones
correspondientes.
D.	Leg.	1095.
ART.	25.—Solicitud	y	autorización.
25.1.	 La	 autoridad	 política	 o	 policial	 del	 lugar	 en	 que	 se	 producen	 los
hechos	 descritos	 en	 el	 artículo	 21	 del	 presente	 decreto	 legislativo	 debe
solicitar	 la	 intervención	 de	 las	 Fuerzas	 Armadas	 al	 Ministro	 del	 Interior,
quien	una	vez	evaluados	los	hechos,	formaliza	el	pedido	al	Presidente	de	la
República.
25.2.	 El	 Presidente	 de	 la	 República	 autoriza	 la	 actuación	 de	 las	 Fuerzas
Armadas,	 mediante	 resolución	 suprema,	 refrendada	 por	 los	 Ministros	 de
Defensa	e	Interior.
D.	Leg.	1095.
ART.	26.—Instrucción.	Los	 institutos	de	 las	Fuerzas	Armadas	 incorporan
en	sus	planes	de	 instrucción	y	 entrenamiento	 las	previsiones	necesarias	 a
efectos	 de	 impartir	 a	 su	 personal	 la	 instrucción,	 preparación	 y
entrenamiento	 apropiados	 para	 el	 cumplimiento	 del	 presente	 decreto
legislativo.
D.	Leg.	1095.
ART.	27.—Competencia	del	fuero	militar	policial.	Las	conductas	 ilícitas
atribuibles	 al	 personal	 militar	 con	 ocasión	 de	 las	 acciones	 realizadas,	 en
aplicación	del	presente	decreto	legislativo	o	en	ejercicio	de	su	función,	son
de	 jurisdicción	y	 competencia	del	 fuero	militar	policial,	de	 conformidad	al
artículo	173	de	la	Constitución	Política.
D.	Leg.	1095.
ART.	 28.—Responsabilidad.	 El	 incumplimiento	 del	 presente	 decreto
legislativo	y	su	reglamento	es	investigado	y	sancionado,	según	corresponda.
D.	Leg.	1095.
ART.	 29.—Responsabilidad	 del	 superior.	 El	 superior	 asume	 la
responsabilidad	 correspondiente	 cuando	 hubiera	 tenido	 conocimiento	 de
que	 sus	 subordinados	 infringieron	 las	 disposiciones	 del	 presente	 decreto
legislativo	 y	 su	 reglamento,	 y	 no	 hubiera	 adoptado	 oportunamente	 las
medidas	preventivas	o	correctivas	a	su	disposición.
D.	Leg.	1095.
ART.	 30.—Exención	 de	 responsabilidad	 penal.	 Los	 supuestos	 de
exención	de	responsabilidad	penal	derivados	del	empleo	y	uso	de	la	fuerza
en	aplicación	del	presente	decreto	 legislativo	son	regulados	conforme	a	 lo
establecido	en	los	numerales	3,	8	y	11	del	artículo	20	del	Código	Penal	y	en
la	Ley	N°	27936,	en	materia	de	legítima	defensa	y	cumplimiento	del	deber.
D.	Leg.	1095.
ART.	 31.—Presentación	 de	 informe.	 Concluidas	 las	 operaciones	 o
acciones	 previstas	 en	 el	 presente	 decreto	 legislativo,	 el	 comandante	 de	 la
fuerza	militar	presenta	un	informe	por	escrito	a	su	superior,	dando	cuenta
de	los	siguientes	aspectos:	fecha,	hora	y	lugar	de	las	operaciones	o	acciones,
unidad	o	elemento	participante,	hechos	que	condujeron	a	su	participación,
las	 operaciones	 o	 acciones	 efectuadas,	 sus	 resultados	 y	 otros	 aspectos	 de
relevancia.
D.	Leg.	1095.
Única	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Financiamiento.	 La
implementación	de	lo	dispuesto	en	la	presente	norma	se	financia	con	cargo
al	presupuesto	institucional	del	pliego	Ministerio	de	Defensa,	sin	demandar
recursos	adicionales	al	Tesoro	Público.
D.	Leg.	1095.
Única	Disposición	Complementaria	Derogatoria.—Derogación.	El	presente
decreto	legislativo	deroga	la	Ley	N°	29166,	su	reglamento	y	todas	las	demás
normas	que	se	le	opongan.
C.	P.
ART.	315-A.—Incorporado.	Ley	30076,	Art.	2°.	Delito	de	grave
perturbación	 de	 la	 tranquilidad	 pública.	 El	 que	 perturbe
gravemente	 la	 paz	 pública	 usando	 cualquier	 medio	 razonable
capaz	de	producir	alarma,	será	sancionado	con	pena	privativa	de
libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	seis	años.
Se	 considera	 perturbación	 grave	 a	 todo	 acto	 por	 el	 cual	 se
difunda	o	ponga	en	conocimiento	de	la	autoridad	pública,	medios
de	 comunicación	 social	 o	 de	 cualquier	 otro	 por	 el	 cual	 pueda
difundirse	masivamente	la	noticia,	la	inminente	realización	de	un
hecho	o	 situación	 falsa	o	 inexistente,	 relacionado	 con	un	daño	o
potencial	daño	a	la	vida	e	integridad	de	las	personas	o	de	bienes
públicos	o	privados.
Si	el	agente	actúa	en	calidad	de	integrante	de	una	organización
criminal	que,	para	lograr	sus	fines,	cualesquiera	que	sean,	utiliza
como	medio	la	amenaza	de	la	comisión	del	delito	de	terrorismo,
será	sancionado	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	seis
ni	mayor	de	diez	años.
C.	P.
ART.	 316.—Modificado.	D.	 Leg.	 982.	Art.	 2°.	Apología.	 El	 que
públicamente	 hace	 la	 apología	 de	 un	 delito	 o	 de	 la	 persona	 que
haya	 sido	 condenada	 como	 su	 autor	 o	 partícipe,	 será	 reprimido
con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 uno	 ni	 mayor	 de
cuatro	años.
1.	Si	la	apología	se	hace	de	delito	previsto	en	los	artículos	152	al
153-A,	200,	273	al	279-D,	296	al	298,	315,	317,	318-A,	325	al	333;
346	al	350	o	en	 la	Ley	N°	27765,	Ley	Penal	 contra	el	Lavado	de
Activos	o	de	la	persona	que	haya	sido	condenada	como	su	autor	o
partícipe,	la	pena	será	no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de	seis	años,
doscientos	 cincuenta	 días	multa,	 e	 inhabilitación	 conforme	 a	 los
incisos	2,	4	y	8	del	artículo	36	del	Código	Penal.
2.	Si	 la	apología	se	hace	de	delito	de	terrorismo	o	de	 la	persona
que	haya	sido	condenada	como	su	autor	o	partícipe,	la	pena	será
no	menor	de	seis	ni	mayor	de	doce	años.	Si	se	realiza	a	través	de
medios	de	comunicación	social	o	mediante	el	uso	de	 tecnologías
de	 la	 información	 y	 comunicaciones,	 como	 internet	 u	 otros
análogos,	la	pena	será	no	menor	de	ocho	ni	mayor	de	quince	años;
imponiéndose	 trescientos	 sesenta	 días	 multa	 e	 inhabilitación
conforme	a	los	incisos	2,	4	y	8	del	artículo	36	del	Código	Penal.
NOTA:	El	Decreto	Legislativo	1106,	publicado	el	20	de	abril	del	2012,	derogó	expresamente	la	Ley
27765	(Ley	Penal	contra	el	Lavado	de	Activos)	y	su	modificatoria	(D.	Leg.	986).
DERECHO	DE	REUNIÓN
Ley	27686.
ART.	3°.—Del	ejercicio	del	derecho	de	reunión.	La	Policía	Nacional	está
obligada	a	garantizar	el	ejercicio	del	derecho	constitucional	de	reunión,	así
como	 de	 impedir	 la	 perturbación	 del	 orden	 público	 o	 restablecerlo,
respetando	plenamente	los	derechos	humanos	y	las	leyes	de	la	República.
Ley	27686.
ART.	4°.—Elementos	probatorios.	Los	registros	 fotográficos	y/o	 fílmicos
auténticos	de	manifestaciones	públicas	en	las	que	puede	individualizarse	a
los	autores	de	actos	de	violencia,	lesiones	o	daño	a	la	propiedad	privada	y/o
pública,	constituyen	elemento	probatorio.
C.	de	los	N.	y	A.
ART.	 9º.—A	 la	 libertad	 de	 opinión.	 El	 niño	 y	 el	 adolescente	 que
estuvieren	en	condiciones	de	formarse	sus	propios	juicios,	tendrán	derecho
a	expresar	su	opinión	libremente	en	todos	los	asuntos	que	les	afecten	y	por
los	medios	que	elijan,	incluida	la	objeción	de	conciencia	y	a	que	se	tenga	en
cuenta	sus	opinión	en	función	de	su	edad	y	madurez.
C.	de	los	N.	y	A.
ART.	 10.—A	 la	 libertad	 de	 expresión.	 El	 niño	 y	 el	 adolescente	 tienen
derecho	a	la	libertad	de	expresión	en	sus	distintas	manifestaciones.
El	ejercicio	de	éste	derecho	estará	sujeto	a	las	restricciones,	determinadas
por	ley.
C.	de	los	N.	y	A.
ART.	11.—A	la	libertad	de	pensamiento,	conciencia	y	religión.	El	niño	y
el	 adolescente	 tienen	 derecho	 a	 la	 libertad	 de	 pensamiento,	 conciencia	 y
religión.
Se	 respetará	 el	 derecho	de	 los	padres,	 o	 de	 sus	 responsables,	 de	 guiar	 al
niño	y	al	adolescente	en	el	ejercicio	de	este	derecho	de	acuerdo	a	su	edad	y
madurez.
El	ejercicio	de	éste	derecho	estará	sujeto	a	las	restricciones,	determinadas
por	ley.
JURISPRUDENCIA.—Alcances	de	la	apología.	“(...)	86.	Que,	en	abstracto,	el
legislador	haya	previsto	como	un	 ilícito	penal	 la	apología	del	 terrorismo,	no
es,	per	se,	inconstitucional,	toda	vez	que	se	persigue,	garantiza	y	protege	otros
derechos	constitucionales,	como	el	 libre	desenvolvimiento	de	 la	personalidad
de	 los	 estudiantes,	 a	 la	 par	 que	 bienes	 y	 valores	 constitucionalmente
protegidos,	como	la	preservación	del	orden	democrático	constitucional,	sin	el
cual	no	sería	posible	el	ejercicio	de	los	demás	derechos	constitucionales.
(...).
Finalmente,	 no	 es	 ajeno	 al	 Tribunal	 Constitucional	 que,	 detrás	 de	 tipos
penales	 de	 esta	 naturaleza,	 en	 ocasiones	 se	 ha	 pretendido	 silenciar	 la
expresión	de	grupos	minoritarios	u	opositores	al	régimen	de	turno.	Por	ello,	el
tribunal	 considera	 que,	 en	 el	 resguardo	 de	 estas	 libertades,	 los	 jueces	 del
Poder	 Judicial	 deben	 ser	 especialmente	 sensibles	 en	 su	 protección,	 y	 por	 lo
tanto,	deberán	aplicar	estos	 tipos	penales	de	conformidad	con	el	artículo	20
del	Pacto	Internacional	de	Derechos	Civiles	y	Políticos	y	el	artículo	13.5	de	la
Convención	Americana	de	Derechos	Humanos,	esto	es,	en	el	sentido	de	que	lo
prohibido	es	la	apología	que	constituya	incitación	a	la	violencia	o	a	cualquier
otra	acción	ilegal.
En	 consecuencia,	 la	 aplicación	 de	 este	 artículo	 316	 del	 Código	Penal	 ha	 de
realizarse	tomando	en	consideración	los	criterios	de	merecimiento	de	pena	en
función	 de	 la	 gravedad	 del	 hecho.	 De	 ahí	 que	 no	 cualquier	 expresión	 de
opinión	favorable	sobre	un	acto	terrorista,	o	su	autor,	constituya	delito;	sino
que	deben	respetarse	ciertos	límites.	Estos	son:
a.	Que	la	exaltación	se	refiera	a	un	acto	terrorista	ya	realizado;
b.	Que	cuando	la	apología	se	refiera	a	la	persona	que	haya	cometido	el	delito,
esta	debe	tener	la	condición	de	condenada	por	sentencia	firme;
c.	Que	el	medio	utilizado	por	el	apologista	sea	capaz	de	lograr	la	publicidad
exigida	por	el	 tipo	penal,	es	decir,	que	debe	tratarse	de	una	vía	 idónea	para
propalar	el	elogio	a	un	número	indeterminado	de	personas;	y,
d.	Que	la	exaltación	afecte	las	reglas	democráticas	de	pluralidad,	tolerancia	y
búsqueda	de	consenso.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	010-2002-AI/TC,	ene.	03/2003.	Pres.
Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Apología	 del	 delito	 y	 libertad	 de	 cátedra.	 “(...)	 La
libertad	de	cátedra	es	un	principio	organizativo	de	la	enseñanza,	que	supone
la	libre	transmisión	de	conocimientos	en	el	proceso	educativo.	Su	ejercicio	se
desarrolla	 con	 autonomía	 e	 independencia,	 e	 implica	 el	 respeto	 de	 las
libertades	 de	 los	 docentes	 para	 elegir	 y	 aplicar	 los	métodos	 que	 consideren
más	 adecuados	 para	 la	 aprehensión	 de	 los	 conocimientos	 de	 sus	 educandos
(…)”.	(TC,	Exp.	N°	2724-2005-PA/TC,	ene.	16/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
DOCTRINA.—La	 tipificación	de	 la	apología	del	 terrorismo	combate	 la
promoción	 pública	 de	 quienes	 quebrantan	 la	 paz	 y	 la	 libertad	 de	 la
comunidad,	 pero	 no	 criminaliza	 las	 opiniones	 discrepantes	 con	 el
sistema.	 “(...)	 no	 pretende	 prohibir	 el	 elogio	 o	 la	 defensa	 de	 ideas	 o
doctrinas,	 por	más	que	 estas	 cuestionen	 el	marco	 constitucional,	 sino	que
consiste	 ‘en	 algo	 tan	 sencillo	 como	 perseguir	 la	 exaltación	 de	 métodos
terroristas	 (...)	 realizada	 mediante	 actos	 (...)	 que	 producen	 perplejidad	 e
indignación	en	la	sociedad	y	que	merecen	un	claro	reproche	penal’.	En	ese
sentido,	el	tribunal	deduce	que	la	tipificación	de	tal	conducta	no	supone	la
criminalización	de	opiniones	discrepantes;	el	fundamento	y	el	bien	jurídico
protegido	no	es	la	defensa	de	la	superioridad	de	ideas	contrarias	a	aquellas
de	 los	 terroristas,	 ‘sino	 que	 (...)	 la	 finalidad	 de	 la	 tipificación	 de	 tales
conductas	 es	 combatir	 la	 actuación	 dirigida	 a	 la	 promoción	 pública	 de
quienes	ocasionan	un	grave	quebranto	en	el	régimen	de	 libertades	y	en	 la
paz	 de	 la	 comunidad	 con	 sus	 actos	 criminales	 y	 aborta	 toda	 clase	 de
justificación	y	apoyo	para	lo	que	no	son	sino	cumplidos	atentados	contra	la
significación	 más	 profunda	 del	 propio	 sistema	 democrático”.	 (Tribunal
Supremo	 de	 España,	 STS	 4063/2013,	 jun.	 28/2013.	 Ponente	 José	Manuel
Maza	Martín)
C.	P.
ART.	 317.—Modificado,	 D.	 Leg.	 1181,	 Única	 Disp.	 Compl.
Modif.	Asociación	ilícita.	El	que	constituya,	promueva	o	 integre
una	 organización	 de	 dos	 o	 más	 personas	 destinada	 a	 cometer
delitos	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de
tres	 ni	 mayor	 de	 seis	 años.	 La	 pena	 será	 no	 menor	 de	 ocho	 ni
mayor	de	quince	años,	de	ciento	ochenta	a	 trescientos	sesenta	y
cinco	días-multas	e	 inhabilitación	conforme	a	 los	 incisos	1),	2)	y
4)	 del	 artículo	 36,	 imponiéndose	 además,	 de	 ser	 el	 caso,	 las
consecuencias	accesorias	previstas	en	los	incisos	2	y	4	del	artículo
105,	debiéndose	dictar	las	medidas	cautelares	que	correspondan,
en	los	siguientes	casos:
a)	 Cuando	 la	 organización	 esté	 destinada	 a	 cometer	 los	 delitos
previstos	en	 los	artículos	106,	108,	108-	C,	108-D	116,	152,	153,
162,	183-A,	186,	188,	189,	195,	200,	202,	204,	207-B,	207-C,	222,
252,	 253,	 254,	 279,	 279-A,	 279-B,	 279-C,	 279-D,	 294-A,	 294-B,
307-	A,	307-B,	307-C,	307-D,	307-E,	310-A,	310-B,	310-C,	317-A,
319,	320,	321,	324,	382,	383,	384,	387,	393,	393-A,	394,	395,	396,
397,	397-A,	398,	399,	400,	401,	427	primer	párrafo	y	en	la	Sección
II	 del	 Capítulo	 III	 del	 Título	 XII	 del	 Libro	 Segundo	 del	 Código
Penal;	en	los	artículos	1°,	2°,	3°,	4°,	5°	y	6°	del	Decreto	Legislativo
1106,	 de	 lucha	 eficaz	 contra	 el	 lavado	 de	 activos	 y	 otros	 actos
relacionados	a	 la	minería	 ilegal	 y	 crimen	organizado	y	 en	 la	Ley
28008,	 Ley	 de	 los	 Delitos	 Aduaneros,	 y	 sus	 respectivas	 normas
modificatorias.
b)	 Cuando	 el	 integrante	 fuera	 el	 líder,	 jefe	 o	 dirigente	 de	 la
organización.
c)	Cuando	el	agente	es	quién	financia	la	organización.
NOTAS:	1.	Segundo	párrafo	según	fe	de	erratas	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”,	el	02	de
agosto	del	2007.
2.	El	Decreto	Legislativo	1106,	publicado	el	20	de	abril	del	2012,	derogó	expresamente	la	Ley	27765
(Ley	Penal	contra	el	Lavado	de	Activos)	y	su	modificatoria	(D.	Leg.	986).
JURISPRUDENCIA.—Colaboración	eficaz	no	procede	en	delito	de
asociación	ilícita	para	delinquir.	“(...)	asociación	para	delinquir,	puesto	que
dicho	delito	no	aparece	considerado	dentro	de	los	que	están	relacionados	con
la	posibilidad	de	que	se	otorgue	el	beneficio	de	colaboración	eficaz;	en
consecuencia,	el	rechazo	de	la	solicitud	presentada	no	resulta	arbitrario	ni
puede	asumirse	que	afecte	derechos	fundamentales	del	demandante.	(…)”.
(TC,	Exp.	N°	3427-2005-PHC/TC,	jun.	27/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Configuración	del	delito	requiere	la	existencia	de	la
agrupación,	 que	 debe	 formarse	mediante	 el	 acuerdo	 o	 pacto	 de	 dos	 o
más	 personas.	 “(...)	 en	 lo	 atinente	 al	 delito	 de	 asociación	 ilícita,	 se	 debe
señalar	 que	 conforme	 a	 la	 redacción	 del	 artículo	 trescientos	 diecisiete	 del
Código	Penal,	la	conducta	consiste	en	formar	parte	de	una	agrupación	de	dos
o	 más	 personas,	 destinada	 a	 cometer	 delitos;	 esto	 es,	 que	 para	 la
configuración	de	dicho	 ilícito	se	requiere	 la	existencia	de	 la	agrupación,	que
debe	formarse	mediante	el	acuerdo	o	pacto	de	dos	o	más	personas,	en	orden	al
objetivo	 determinado	 por	 la	 ley:	 cometer	 delitos,	 destacándose	 que	 dicho
acuerdo	puede	ser	explícito	o	implícito;	en	el	primer	caso	está	constituido	por
la	clara	expresión	de	voluntad	en	tal	sentido,	mientras	que	en	el	segundo,	por
medio	 de	 actividades	 unívocamente	 demostrativas	 de	 la	 existencia	 de	 la
asociación,	 como	 por	 ejemplo	 el	 gran	 número	 de	 delitos	 realizados	 por	 las
mismas	 personas,	 con	 los	 mismos	 medios	 o	 división	 de	 tareas	 delictivas	 a
través	 de	 diversas	 actuaciones;	 que,	 en	 el	 caso	 de	 autos,	 los	 citados
presupuestos	 no	 concurren,	 por	 lo	 que	 la	 conducta	 que	 se	 imputa	 a	 los
referidos	acusados	es	atípica	(...)	se	debe	señalar	que	la	imputación	contra	los
acusados	en	el	sentido	de	que	forman	parte	de	una	asociación	delictiva,	fluye
del	 documento	 (...),	 suscrito	 (...),	 no	 existiendo	 ningún	historial	 delictivo	 que
haga	presumir	que	efectivamente	los	encausados	conforman	la	organización
antes	mencionada	al	no	existir	denuncias	concretas	en	que	se	sindiquen	a	los
acusados	 como	presuntos	autores	 de	hechos	delictivos	 y	menos	 fluye	 ello	 de
sus	antecedentes	penales	y	policiales	obrantes	(...)”.	(CSJ,	R.N.	N°	422-99,	abr.
02/99.	S.S.	Montes	de	Oca	Begazo)
JURISPRUDENCIA.—Acuerdo	 puede	 ser	 explícito	 o	 implícito:	 clara
expresión	 de	 voluntad	 o	 por	 medio	 de	 actividades	 unívocamente
demostrativas	de	la	existencia	de	la	asociación.	“(...)	el	delito	de	asociación
ilícita	 consiste	 en	 formar	 parte	 de	 una	 agrupación	 de	 dos	 o	 más	 personas
destinadas	a	cometer	delitos;	esto	es,	que	para	la	configuración	de	dicho	ilícito
se	 requiere	 la	 existencia	 de	 la	 agrupación,	 que	 debe	 formarse	 mediante	 el
acuerdo	o	pacto	de	dos	o	más	personas,	en	orden	al	objetivo	determinado	por
la	ley:	cometer	delitos,	destacándose	que	dicho	acuerdo	puede	ser	explícito	o
implícito;	en	el	primer	caso	está	constituido	por	la	clara	expresión	de	voluntad
en	 tal	 sentido	 mientras	 que	 en	 el	 segundo,	 por	 medio	 de	 actividades
unívocamente	 demostrativos	 de	 la	 existencia	 de	 la	 asociación,	 como	 por
ejemplo,	el	gran	número	de	delitos	realizados	por	las	mismas	personas,	con	los
mismos	medios	o	división	de	tareas	delictivas	a	través	de	diversas	actuaciones;
que,	en	el	caso	de	autos,	los	citados	presupuestos	no	concurren,	por	lo	que	la
conducta	que	 se	 imputa	a	 los	 referidos	acusados	es	atípica;	que,	 siendo	esto
así,	resulta	procedente	absolver	a	los	encausados	(...).	(CSJ,	Exp.	N°	3484-2000,
nov.	22/2000.	S.S.	Serpa	Segura)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—La	asociación	ilícita	para	delinquir	se
consuma	desde	que	 se	busca	una	 finalidad	delictiva	 y	no	 cuando	en	 el
desenvolvimiento	 societario	 se	 cometen	determinadas	 infracciones	 (no
se	requiere	 inicio	de	 la	 fase	ejecutiva).	 “(…)	El	delito	de	asociación	 ilícita
está	descrito	 en	 el	 artículo	317	del	Código	Penal	 (…)	Así	 queda	 claro	que	 el
indicado	tipo	legal	sanciona	el	sólo	hecho	de	formar	parte	de	la	agrupación	–a
través	de	sus	notas	esenciales,	que	le	otorgan	una	sustantividad	propia,	de	(a)
relativa	organización,	(b)	permanencia	o	estabilidad	y	(c)	número	mínimo	de
personas–	sin	que	se	materialice	sus	planes	delictivos.	En	tal	virtud,	el	delito
de	 asociación	 ilícita	 para	 delinquir	 se	 consuma	 desde	 que	 se	 busca	 una
finalidad	 ya	 inicialmente	 delictiva,	 no	 cuando	 en	 el	 desenvolvimiento
societario	se	cometen	determinadas	 infracciones;	ni	 siquiera	se	requiere	que
se	 haya	 iniciado	 la	 fase	 ejecutiva	 del	mismo.	 (…)	 tampoco	 cabe	 sostener	 la
existencia	 de	 tantas	 asociaciones	 como	 delitos	 se	 atribuya	 al	 imputado.	 La
asociación	 es	autónoma	e	 independiente	del	 delito	 o	delitos	 que	a	 través	de
ella	 se	 cometan	 –no	 se	 requiere	 llegar	 a	 la	 precisión	 total	 de	 cada	 acción
individual	 en	 tiempo	y	 lugar–,	pudiendo	apreciarse	un	 concurso	entre	 ella	 y
estos	delitos,	pues	se	trata	de	sustratos	de	hecho	diferentes	y,	por	cierto,	de	un
bien	jurídico	distinto	del	que	se	protege	en	la	posterior	acción	delictiva	que	se
comete	al	realizar	la	actividad	ilícita	para	la	que	la	asociación	se	constituyó.
(…)	 En	 síntesis,	 es	 un	 contrasentido	 pretender	 abordar	 el	 tipo	 legal	 de
asociación	ilícita	para	delinquir	en	función	de	los	actos	delictivos	perpetrados,
y	 no	 de	 la	 propia	 pertenencia	 a	 la	 misma.	 No	 se	 está	 ante	 un	 supuesto	 de
codelincuencia	 en	 la	 comisión	 de	 los	 delitos	 posteriores,	 sino	 de	 una
organización	 instituida	 con	 fines	 delictivos	 que	 presenta	 una	 cierta
inconcreción	 sobre	 los	 hechos	 punibles	 a	 ejecutar	 (…)”.	 (CS,	 Ac.	 Plen.	 N°	 4-
2006/CJ-116,	dic.	29/2006.	S.S.	Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA.—Elementos	 del	 delito	 de	 asociación	 ilícita	 para
delinquir:	tipo	objetivo	y	subjetivo.	“(…)	el	delito	de	asociación	ilícita	para
delinquir,	 cabe	 indicar	que	para	 la	 configuración	de	este	 ilícito	 se	 requieren
los	 siguientes	 elementos:	 a)	 agrupación:	 este	 delito	 es	 necesariamente
plurisubjetivo	o	pluripersonal	–delito	de	convergencia–	cuya	conducta	típica
consiste	 en	 formar	 parte	 de	 una	 agrupación	 criminal	 –delito	 de	 comisión
permanente	o	de	 tracto	 sucesivo–,	 esta	agrupación	debe	 conformarse	por	 el
acuerdo	de	dos	o	más	personas	para	dedicarse	a	determinada	actividad	ilícita,
y	debe	destacarse	 también	 como	elemento	 típico	 la	permanencia,	 esto	 es,	 la
existencia	de	un	vínculo	estable	y	duradero	de	varios	sujetos,	orientados	a	la
ejecución	 de	 un	 programa	 criminal	 de	 carácter	 indeterminado;	 b)	 la
agrupación	 debe	 tener	 por	 finalidad	 la	 comisión	 de	 delitos:	 se	 trata	 de
asociaciones	 que	 tengan	 por	 objeto	 cometer	 delitos	 o,	 que	 después	 de
constituidas	promuevan	la	comisión	de	delitos	–inclusive	no	es	necesario	que
los	actos	delictivos	se	hayan	perpetrado–;	c)	Pertenencia:	en	la	organización
jerárquica	de	la	asociación	primero	se	encuentran	los	fundadores	y	directores,
que	son	quienes	tienen	funciones	directivas,	y	luego	están	quienes	pertenecen
a	 la	 asociación	 (integrantes).	 Todos	 ellos	 forman	 parte	 de	 la	 asociación
criminal	–los	intraneus–;	y,	d)	el	tipo	subjetivo:	se	requiere	necesariamente	el
dolo,	es	decir,	que	el	sujeto	debe	saber	que	forma	parte	de	una	asociación	que
tiene	 por	 finalidad	 la	 comisión	 de	 delitos.	 Además	 en	 el	 Acuerdo	 Plenario
número	cuatro	-	dos	mil	seis/CJ	-	ciento	dieciséis,	del	tres	de	octubre	de	dos	mil
seis,	 se	 dejó	 establecido	 que:	 “...	 el	 indicado	 tipo	 legal	 (de	 asociación	 ilícita)
sanciona	 el	 sólo	 hecho	 de	 formar	 parte	 de	 la	 agrupación	 –a	 través	 de	 sus
notas	 esenciales,	 que	 le	 otorgan	 una	 sustantividad	 propia,	 de	 (a)	 relativa
organización,	 (b)	 permanencia	 o	 estabilidad	 y	 (e)	 número	 mínimo	 de
personas	 sin	 que	 se	materialice	 sus	 planes	 delictivos.”	 (CS,	 R.	 N.	 1296-2007,
dic.	12/2007.	S.	S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—El	 delito	 de	 asociación	 ilícita	 para	 delinquir	 se
consuma	desde	que	se	busca	una	finalidad	delictiva.	“(…)	En	tal	virtud,	el
delito	de	asociación	ilícita	para	delinquir	se	consuma	desde	que	se	busca	una
finalidad	 ya	 inicialmente	 delictiva	 no	 cuando	 en	 el	 desenvolvimiento
societario	se	cometan	determinadas	 infracciones;	ni	siquiera	se	requiere	que
se	 haya	 iniciado	 la	 fase	 ejecutiva	 del	mismo.	 Por	 ello	mismo,	 tampoco	 cabe
sostener	 la	 existencia	 de	 tantas	 asociaciones	 como	 delitos	 se	 atribuya	 al
imputado.	La	asociación	es	autónoma	e	independiente	del	delito	o	delitos	que
a	través	de	ella	se	cometan	–no	se	requiere	llegar	a	la	precisión	total	de	cada
acción	individual	en	tiempo	y	lugar–,	pudiendo	apreciarse	un	concurso	entre
ella	y	estos	delitos,	pues	se	trata	de	sustratos	de	hechos	diferentes	y;	por	cierto,
de	un	bien	jurídico	distinto	del	que	se	protege	en	la	posterior	acción	delictiva
que	 se	 comete	 al	 realizar	 la	 actividad	 ilícita	 para	 la	 que	 la	 asociación	 se
constituyó	(...)	En	síntesis,	es	un	contrasentido	pretender	abordar	el	tipo	legal
de	 asociación	 ilícita	 para	 delinquir	 en	 función	 de	 los	 actos	 delictivos
perpetrados,	 y	 no	 de	 la	 propia	 pertenencia	 a	 la	misma.	 No	 se	 está	 ante	 un
supuesto	de	 codelincuencia	 en	 la	 comisión	de	 los	delitos	posteriores,	 sino	de
una	 organización	 instituida	 con	 fines	 delictivos	 que	 presenta	 una	 cierta
inconcreción	sobre	 los	hechos	punibles	a	ejecutar”.	(CS,	R.	N.	1296-2007,	dic.
12/2007.	S.	S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—No	se	vulnera	el	derecho	de	defensa	 si	del	auto	de
abrir	 instrucción	se	deduce	 la	modalidad	delictiva	 imputada.	 “(...)	 En	 el
presente	 caso,	 en	 mérito	 de	 la	 copia	 del	 texto	 del	 auto	 de	 apertura	 en	 la
instrucción	 (...)	 se	 imputa	 a	 los	 beneficiarios	 la	 comisión	 del	 delito	 de
asociación	ilícita,	previsto	en	el	artículo	317	del	Código	Penal,	siendo	el	hecho
imputado	 que	 los	 inculpados	 habrían	 formado	 parte	 de	 una	 organización
liderada	 por	 (...),	 con	 quien	 acordaron	 poner	 la	 línea	 editorial	 de	 su	 canal
televisivo	a	disposición	del	gobierno,	así	como	desprestigiar	a	los	opositores	de
(...).	Si	bien	no	se	señala	de	manera	expresa	si	el	hecho	imputado	se	enmarca
en	 el	 primer	 o	 segundo	 párrafo	 del	 artículo	 317	 del	 Código	 Penal,	 en	 el
considerando	 tercero	 del	 cuestionado	 auto	 de	 apertura	 se	 hace	 mención
expresa	de	la	posible	pena	que	podría	imponerse,	que	varía	entre	los	tres	y	seis
años,	y	es	 la	pena	prevista	en	el	primer	párrafo	del	artículo	317,	es	decir,	 la
modalidad	simple.	(...)	Por	otro	lado,	mediante	el	auto	ampliatorio	(cuya	copia
corre	 de	 fojas	 260	a	 266	 de	 autos)	 se	 amplía	 la	 instrucción	 por	 el	 delito	 de
peculado	en	calidad	de	cómplices,	debido	a	que	los	inculpados	recibían	dinero
de	(...),	quien	tenía	la	condición	de	asesor	del	Servicio	de	Inteligencia	Nacional,
por	 lo	 que	 disponía	 de	 fondos	 públicos.	 En	 el	 referido	 auto	 se	 señala	 de
manera	 expresa	 en	 el	 segundo	 considerando	 que	 la	 conducta	 se	 encuentra
tipificada	en	el	artículo	387,	primer	párrafo,	del	Código	Penal,	que	establece	la
modalidad	 simple	 de	 peculado.	 (...).”	 (TC,	 Exp.	 N°	 06439-2006-PHC/TC,	 ago.
02/2007.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—La	 conspiración	 funda	 la	 extradición	 con	 los
Estados	Unidos	de	Norteamérica.	“18.	Otra	cuestión	sometida	a	debate	en	la
audiencia	pública,	ha	sido	que	 la	 ‘conspiración’	no	está	prevista	como	grado
de	ejecución	de	la	actividad	delictiva	en	la	legislación	peruana.	En	el	país,	ha
sostenido	 el	 abogado	 defensor	 del	 extraditurus,	 no	 se	 sancionan	 los	 actos
preparatorios,	y	 la	conspiración	 lo	es,	por	 lo	que	 la	extradición	no	es	viable.
Sobre	el	particular,	esta	suprema	sala	concuerda	con	el	abogado	defensor	en
que	la	conspiración	como	etapa	de	desarrollo	en	el	 iter	criminis	(camino	del
delito)	no	está	prevista	en	la	legislación	penal	vigente.	No	obstante,	el	inciso	2
del	 artículo	 II	 del	 Tratado	 de	 Extradición	 entre	 la	 República	 del	 Perú	 y	 los
Estados	 Unidos	 de	 Norteamérica	 dispone	 taxativamente	 (...).	 El	 término
‘confabulación’	del	tratado	es	sinónimo	de	‘conspiración’,	por	lo	que	el	Estado
peruano	 no	 puede	 desconocer	 lo	 establecido	 en	 dicho	 tratado	 (...).	 Sobre	 el
particular,	cabe	indicar	que	el	inciso	2	del	mencionado	artículo	II	del	Tratado
de	Extradición	entre	 los	Estados	Unidos	y	el	Perú,	tiene	rango	de	 ley	y	es	 lex
specialis	(ley	especial)	para	el	caso	concreto,	asimismo,	está	garantizada	por
el	artículo	27	de	la	Convención	de	Viena	(...)
20.	 La	 conducta	 típica	 de	 “delincuencia	 organizada”	 tipificada	 en	 la
legislación	americana,	 tiene	 su	 símil	 en	 el	 artículo	317	del	Código	Penal	del
Perú,	denominado	delito	de	asociación	ilícita	para	delinquir	(...).
21.	 Como	 se	 observa,	 en	 ambos	 ordenamientos	 jurídico	 penales	 (Estados
Unidos	y	Perú),	constituye	delito	el	solo	hecho	de	integrar	una	organización	o
empresa	 o	 asociación	 de	 varias	 personas	 para	 cometer	 delitos.	 En	 el	 caso
concreto,	se	imputa	al	extraditurus	integrar	una	asociación	delictiva	que	tenía
por	finalidad	la	comisión	de	varios	tipos	de	ilícitos	en	agravio	de	los	Estados
Unidos	de	América	(...)”.	(C.	S.,	Extradición	Pas.	23-2016-Lima,	jun.	01/2016.	V.
P.	César	Hinostroza	Pariachi)
DOCTRINA.—Problemas	de	autoría	y	participación	en	la	criminalidad
organizada.	“(…).
III.	La	instigación	como	solución.	Críticas.
La	doctrina	que	participa	de	la	autoría	mediata	en	virtud	del	dominio	de	la
voluntad	en	los	aparatos	de	poder,	sostiene	que	no	puede	haber	instigación
ahí	donde	el	ejecutor	se	encuentra	ya	resuelto	a	cometer	el	hecho,	pues	el
instigador	debe	buscarse	un	autor,	debe	tomar	contacto	con	él,	convencerlo
de	 su	 plan,	 vencer	 su	 resistencia.	 El	 autor	mediato,	 por	 el	 contrario,	 sólo
necesita	 dar	 una	 orden.	 En	 la	 inducción	 se	 produce	 un	 encuentro	 de
voluntad	del	 inductor	con	 las	contra-fuerzas	psíquicas	 fieles	a	derecho	del
inducido,	de	donde	se	deriva	la	inseguridad	en	cuanto	al	éxito	de	la	acción
inducida.	Entiendo,	no	obstante,	que	este	argumento	debe	matizarse.
(...).
IV.	La	posibilidad	de	sustituir	al	ejecutor	(‘fungibilidad’)	como	presupuesto
del	dominio	de	la	organización.
(...).
Un	considerable	sector	de	la	doctrina	considera	que	la	sustituibilidad	de	los
ejecutores	no	existe.	Personalmente	considero	que,	efectivamente,	al	menos
en	 determinados	modelos	 de	 aparatos	 organizados	 de	 poder,	 es	 así.	 Si	 se
reconoce	que	aparato	de	poder	puede	ser	no	sólo	una	estructura	de	poder
estatal	 sino	 también	un	movimiento	clandestino	una	organización	secreta,
una	banda	criminal,	etc.	Hay	que	reconocer	que	en	éstas	últimas	la	relación
personal	entre	sus	miembros	es	mucho	más	estrecha	que	las	que	concurren
entre	 los	miembros	de	 los	aparatos	de	poder	estatales.	En	 la	 criminalidad
organizada	las	decisiones	son	adoptadas	por	unos	pocos,	pero	son	también
unos	pocos	 los	que	pueden	 llevarlas	a	cabo.	Pues	el	 funcionamiento	de	un
aparato	cuya	actividad	discurre	en	la	ilegalidad	(formas	de	vida	marginales
en	 auténticos	 ‘ghettos’,	 viviendas	 compartidas,	 etc.)	 requiere	 una	 cierta
familiarización	 y	 un	 elevado	 grado	 de	 confianza	 entre	 sus	miembros.	 Los
ejecutores	 (reemplazables)	 tendrán	 que	 estar	muchas	 veces	 dispuesto	 de
motu	propio	a	vivir	permanentemente	en	la	ilegalidad.	Si	a	esto	se	le	suma
el	grado	de	especialización	que	en	muchos	casos	se	demanda	para	llevar	a
cabo	la	actividad	delictiva,	se	puede	entender	que	la	capacidad	de	sustituir	a
los	ejecutores	es	–al	menos	en	estos	 tipos	de	aparatos	de	poder–	bastante
reducida.
(...).
VII.	El	dominio	sobre	la	organización.	Propuesta
El	concepto	de	responsabilidad	a	través	de	la	organización	–y	con	el	propio
concepto	de	dominio	sobre	la	organización	independientemente	de	cuál	sea
la	orientación	que	se	le	dé–	todavía	se	encuentra	falto	de	concreción	por	la
doctrina,	pero	ello	no	empece	a	que	el	 concepto	 formal	que	se	 tiene	en	 la
actualidad	 no	 sea	 manipulable	 y	 a	 que	 con	 él	 se	 pueda	 trabajar.	 Las
hipótesis	de	los	aparatos	de	poder	han	de	ser	analizadas	teniendo	en	cuenta
que	tales	sistemas	son	más	que	la	sumatoria	de	sus	componentes.	En	estos
casos,	 la	 identidad	 entre	 el	 autor	 y	 el	 hecho	 es	 opaca,	 la	 posición	 de	 la
autoría	 adquiere	 sentido	 en	 la	 red	 que	 conforman	 las	 relaciones
funcionariales	del	aparato	en	la	cual	cada	cual	y	su	particular	contribución
al	hecho	se	entremezclan	entre	sí	llegando	a	desaparecer.
(...).
VIII.	Conclusiones
(...)	 el	 dominio	 sobre	 la	 organización	 en	virtud	del	 cual	 se	 fundamenta	 la
autoría	mediata	del	hombre	detrás	en	los	aparatos	de	poder,	y	conforme	a	la
cual	el	ejecutor	del	hecho	es	 también	un	autor	 responsable,	 consiste	en	el
aprovechamiento	de	la	disposición	de	los	miembros	de	la	organización	para
llevar	 a	 cabo	 las	 órdenes	 que	 desde	 instancias	 superiores	 reciban.	 La
posibilidad	de	sustituir	a	los	ejecutores	representa	únicamente	la	existencia
de	mayores	probabilidades	de	que	el	hecho	se	realice,	pero	no	fundamenta
dominio	 alguno.	 La	 ajenidad	 al	 derecho	 del	 aparato	 pierde	 sentido	 como
elemento	 del	 dominio	 sobre	 la	 organización,	 pues	 el	 concepto	 de
ordenamiento	 jurídico	 al	 cual	 se	 opone	 el	 funcionamiento	 del	 aparato
(principios	 de	 los	 estados	 democráticos)	 no	 tiene	 un	 valor	 especial	 como
modelo	normativo	orientador	de	conductas	en	los	aparatos	de	poder.	(...)”.
(MEINI	 MÉNDEZ,	 Iván.	 “Problemas	 de	 autoría	 y	 participación	 en	 la
criminalidad	 organizada”.	 En	 “Revista	 peruana	 de	 ciencias	 penales”,
Número	14,	jul.	2004,	págs.	235	a	263)
DOCTRINA.—Problemas	de	autoría	y	participación	en	la	criminalidad
organizada.	“(…)	Para	Roxin,	la	clave	que	sirve	para	fundamentar	en	estos
casos	la	autoría	mediata	de	los	que	están	detrás	de	los	autores	inmediatos	o
ejecutores	materiales	de	los	hechos,	es	la	intercambialidad	o	fungibilidad	de
los	 mismos,	 ya	 que,	 en	 definitiva,	 se	 trata	 de	 personas	 carentes	 de
autonomía,	que	ni	siquiera	son	conocidas	personalmente	por	el	que	da	 las
órdenes.	Se	trata,	pues,	de	meros	ejecutores	anónimos	que	si	por	cualquier
motivo	no	quieren	o	no	pueden	realizar	en	el	caso	concreto	el	hecho	que	se
les	 ordena,	 pueden	 ser	 sustituidos	 por	 otros,	 sin	 que	 por	 eso	 fracase	 el
resultado	final,	que	dominan	otros,	sean	Eichmann,	Hider,	Videla,	o	el	Sr.	X
de	cualquier	otro	aparato	de	poder	estatal	o	paraestatal.
b)	Pero	la	tesis	de	Roxin	que	parece,	en	principio,	perfectamente	aplicable	a
estos	 casos	 de	 criminalidad	 cometida	 sirviéndose	 de	 aparatos	 de	 poder
estatal	organizado,	que	están	en	su	origen,	ya	no	es	tan	convincente	cuando
se	 trata	 de	 aplicarla	 a	 otros	 casos	 de	 criminalidad	 organizada	 que	 se
desarrollan	 en	 organizaciones	 criminales	 ilegales	 no	 estatales	 y	 no	 tan
estrechamente	 basadas	 en	 principios	 de	 jerarquía,	 obediencia	 ciega	 y
disciplina	tal	características	del	régimen	nazi	y	de	otros	estados	totalitarios,
(...).
(...)	me	parece	y	así	lo	vengo	ya	manifestando	desde	hace	tiempo	(...),	que	la
figura	 de	 la	 coautoría,	 se	 adapta	 mejor	 que	 otras	 categorías	 de	 autoría	 y
participación	 a	 algunas	 formas	 de	 realización	 del	 delito,	 en	 las	 que	 el
cerebro	o	principal	 responsable	no	está	presente	en	 la	ejecución.	 (...)	a	mi
juicio,	 dentro	 de	 la	 coautoría	 debe	 distinguirse	 entre	 coautoría	 ejecutiva,
total	 o	 parcial,	 y	 coautoría	 en	 la	 que	 alguno	o	 algunos	de	 los	 coautores,	 a
veces	los	más	importantes,	no	están	presentes	en	la	ejecución	del	delito.	Si
el	fundamento	de	la	coautoría	es	el	llamado	dominio	funcional	del	hecho,	 lo
importante	no	es	ya	o	solamente	la	intervención	en	la	ejecución	del	delito,
sino	el	control	o	dominio	del	hecho	que	un	individuo	tenga,	aunque	no	esté
presente	en	su	ejecución.	Sólo	así	pueden	considerarse	también	coautores	al
jefe	 y	 los	 miembros	 de	 una	 banda	 que	 asumen	 funciones	 directivas	 u
organizativas	 estrechamente	 relacionadas	 o	 que	 son	 parte	 integrante
fundamental	de	la	realización	del	delito.
(...).
Tampoco	 se	 puede	 decir,	 a	 mi	 juicio,	 como	 dice	 Roxin,	 que	 con	 la
calificación	 de	 coautores	 a	 las	 personas	 no	 presentes	 en	 la	 ejecución	 del
delito,	 se	 incluyen	 en	 el	 concepto	 de	 coautor	 actos	 meramente
preparatorios,	por	el	simple	hecho	de	que	exista	un	acuerdo	previo	con	los
ejecutores	 del	 hecho.	 Si	 así	 fuera	 estarían	 absolutamente	 legitimadas	 las
críticas	contra	mi	posición,	que	incurriría	en	las	mismas	objeciones	que	ya
se	hicieron	en	su	día	a	la	doctrina	jurisprudencial	del	acuerdo	previo.	Desde
luego	no	basta	 con	 el	 acuerdo	previo	 sólo	para	que	 exista	 coautoría,	 pero
tampoco	es	necesario	que	se	exija	la	presencia	física	de	todos	los	coautores
en	 la	 ejecución	 del	 delito.	 Como	 señala	 el	 propio	 Roxin	 el	 concepto	 de
realización	del	 tipo	 excede	 la	 simple	 ejecución	 formal	de	un	 elemento	del
tipo.	 La	 relación	 entre	 los	 que	 ejecutan	 el	 hecho	 y	 los	 que	 lo	 planifican
contribuyen	a	su	realización	asumiendo	roles	 fundamentales	de	vigilancia,
transporte,	etc.,	debe	valorarse	con	una	consideración	concreta,	atendiendo
a	 las	 circunstancias	y	particularidades	de	cada	caso.(...)”.	 (MUÑOZ	CONDE,
Francisco.	 “Problemas	 de	 autoría	 y	 participación	 en	 la	 criminalidad
organizada”,	en	de	“Delincuencia	organizada.	aspectos	penales,	procesales	y
criminológicos”.	 Edit.	 Juan	 Carlos	 Ferré	 Olivé	 y	 Enrique	 Anarte	 Borralo.
Universidad	de	Huelva	y	Fundación	“El	Monto”,	págs.	151	a	159)
DOCTRINA.—Problemas	 de	 legitimación	 político	 -	 criminal	 de	 la
asociación	criminal.	Un	tipo	penal	situado	tan	al	margen	del	denominado
derecho	penal	nuclear,	en	su	ámbito	previo,	reclama	una	reflexión	acerca	de
su	 legitimidad.	 Sólo	 razones	 de	 excepcional	 peligrosidad	 del
comportamiento	 pueden	 legitimar	 una	 intervención	 penal	 tan	 anticipada
respecto	de	la	función	característica	del	derecho	penal,	la	protección	de	los
bienes	 jurídicos	 fundamentales	 frente	 a	 conductas	 de	 lesión	 o	 puesta
efectiva	 en	 peligro.	 No	 parece	 que	 cualquier	 tipo	 penal	 de	 asociación
criminal	cumpla	estas	exigencias.
Lo	 cierto,	 sin	 embargo,	 es	 que	 la	 discusión	 sobre	 este	 delito,	 que	 hemos
caracterizado	como	de	preparación	y	de	peligro	abstracto,	suele	ser	menos
viva	 que	 la	 que	 afecta	 a	 normas	 de	 la	 parte	 general	 del	 código	 que
criminaliza	actos	preparatorios,	a	pesar	de	que	por	lo	general	estas	normas
intervienen	en	un	momento	más	próximo	al	delito.
(...).
Parece	que	 las	normas	que	 representan	una	criminalización	en	el	 ámbito
previo	de	la	parte	general	(por	ejemplo,	las	disposiciones	sobre	la	tentativa
inidónea	 o	 sobre	 actos	 preparatorios)	 suscitan	 más	 preocupación	 que
aquellas	 de	 la	 parte	 especial,	 pues	 las	 primeras	 tienen	 en	 principio	 un
ámbito	 de	 aplicación	más	 amplio	 –toda	 la	 parte	 especial,	 todos	 los	 bienes
jurídicos–	que	las	segundas.
Desde	 luego	 este	 proceder	 es	 comprensible	 para	 otros	 delitos	 de
preparación	 de	 la	 parte	 especial,	 pero	 en	 modo	 alguno	 para	 el	 delito	 de
asociación	para	delinquir.	Si	se	castiga	la	asociación	para	cometer	cualquier
delito	de	la	parte	especial,	estamos	ante	una	norma	que,	pese	a	su	ubicación,
tiene	 el	 carácter	 de	 una	 norma	 de	 parte	 general.	 Además,	 se	 castiga	 la
fundación	 y	 participación	 en	 una	 asociación	 con	 fines	 criminales	 no	 solo
antes	de	 la	 comisión	de	ningún	delito,	 sino	de	 la	mera	planificación	de	un
delito	concreto.	Es	decir	que	se	interviene	en	fases	previas	a	la	preparación
de	 un	 delito,	 en	 lo	 que	 podría	 denominarse	 la	 pre-preparación.	 O,	 por
ejemplo,	 en	 fases	 previas	 a	 la	 conspiración	 para	 delinquir,	 figura	 que	 el
derecho	español	conoce	como	acto	preparatorio	punible	solo	con	relación	a
un	número	determinado	de	delitos	que	expresamente	lo	prevén	en	atención
a	su	gravedad.
F.C.	 Schroeder,	 en	 una	 contribución	 de	 1984	 relativa	 a	 lo	 que	 denomina
‘Die	Straftaten	gegen	das	Strafrecht’	–delitos	contra	el	derecho	penal–,	vio
con	claridad	la	naturaleza	de	esta	norma.	Más	que	un	delito	contra	el	orden
público,	 como	 suele	 aparecer	 caracterizado	 en	 la	 mayoría	 de	 los	 códigos
penales,	 estamos	 ante	 un	 delito	 de	 los	 destinados	 a	 reprimir
comportamientos	 criminógenos.	 Pertenece	 a	 un	 grupo	 de	 delitos	 que	 no
tienen	 un	 bien	 jurídico	 propio,	 sino	 que	 más	 bien	 protegen	 los	 bienes
jurídicos	que	protegen	el	 resto	de	 los	 tipos	de	 la	parte	especial	 –de	ahí	 la
denominación	manejada	por	el	autor,	‘delitos	contra	el	derecho	penal’–.
(...).
De	modo	que	surge	 inmediatamente	 la	duda,	ya	planteada	por	Schroeder,
de	 si	 no	 estamos	 ante	 normas	 que	 pertenecen	 a	 la	 parte	 general.	 Así	 lo
parece	 si	 seguimos	el	 criterio	de	que	 lo	 característico	de	 las	normas	de	 la
parte	general	es	precisamente	su	‘generalidad’,	el	hecho	de	referirse	a	todos
los	 tipos	 de	 la	 parte	 especial	 o	 al	 menos	 a	 un	 cierto	 número	 de	 ellos	 de
distintas	secciones;	y	también	si	seguimos	el	criterio	de	que	las	normas	de	la
parte	 general,	 a	 diferencia	 de	 aquellas	 de	 la	 parte	 especial,	 no	 protegen
ningún	bien	jurídico	concreto.	Schroeder	termina	por	caracterizar	este	tipo
de	 normas	 como	 ‘causas	 de	 extensión	 de	 la	 tipicidad
(Tatbestandausdehnungsgründen)’,	 a	 través	de	 las	 cuales	 la	 frontera	de	 lo
punible	 se	 ve	 ampliamente	 adelantada.	 Como	 pone	 de	 manifiesto	 Langr-
Stein,	no	estamos	(refiriéndose	al	§129	StGB	alemán)	ante	una	disposición
excepcional,	 sino	de	una	ampliación	general	de	 la	punibilidad,	comparable
con	aquellas	de	la	parte	general.	(GARCÍA	DE	PAZ,	Isabel	Sánchez.	“Función
político	-	criminal	del	delito	de	asociación	para	delinquir:	desde	el	derecho
penal	 político	 hasta	 la	 lucha	 contra	 el	 crimen	 organizado”,	 Derecho	 Penal
Contemporáneo	-	Revista	 Internacional,	Editorial	Legis,	Número	23,	abril	 -
junio	de	2008;	págs.	150	y	ss.)
DOCTRINA.—Corte	 Suprema	 de	 Colombia	 señala	 los	 elementos
esenciales	 del	 concierto	 para	 delinquir.	 “El	 delito	 de	 concierto	 para
delinquir	 –tiene	 dicho	 la	 corte–	 se	 estructura	 cuando	 varias	 personas	 se
asocian	con	el	fin	de	cometer	ilícitos,	bien	de	carácter	homogéneo,	en	cuyo
caso	 los	asociados	se	unen	para	perpetrar	un	determinado	 tipo	de	 ilícitos,
verbigracia,	 únicamente	 homicidios,	 únicamente	 hurtos	 o	 únicamente
tráfico	 de	 narcóticos;	 o	 de	 carácter	 heterogéneo,	 cuando	 el	 acuerdo	 tiene
por	objeto	ejecutar	cualquier	tipo	de	delitos,	sin	importar	su	naturaleza.
Condición	 esencial	 para	 la	 configuración	 de	 esta	 especie	 delictiva	 es,	 por
tanto,	la	creación	de	una	asociación	u	organización	para	violar	la	ley	penal,
estructura	que	presupone,	a	su	vez,	 la	confluencia	de	varios	elementos,	 (i)
un	número	plural	de	personas,	(ii)	un	acuerdo	de	voluntades	que	convoque
a	 los	 asociados	 alrededor	 del	 mismo	 fin,	 y	 (iii)	 la	 proyección	 de	 la
organización	en	el	tiempo	con	carácter	de	permanencia.
Estas	particularidades	de	la	conducta	típica	han	hecho	que	la	doctrina	y	la
jurisprudencia	definan	el	concierto	para	delinquir	como	un	delito	de	sujeto
activo	 plural,	 de	 carácter	 autónomo	 y	 conducta	 permanente,	 en	 virtud	 de
que,	(i)	sólo	puede	ser	realizada	por	un	número	plural	de	personas,	(ii)	se
consuma	 por	 el	 sólo	 hecho	 de	 la	 pertenencia	 a	 la	 organización,	 con
independencia	de	los	delitos	cometidos	en	desarrollo	de	su	objetivo,	y	(iii)
existe	mientras	perdure	el	pacto.
La	pertenencia	 a	 la	 organización	define	 la	 tipicidad	de	 la	 conducta.	Basta
probar	que	la	persona	pertenece	o	perteneció	a	la	agrupación	criminal	para
que	 la	 acción	 delictiva	 pueda	 serle	 imputada,	 sin	 que	 importe,	 para	 estos
concretos	 fines,	 si	 su	 incorporación	se	realizó	a	partir	de	 la	creación	de	 la
sociedad	 criminal,	 o	 desde	 un	 momento	 posterior,	 ni	 el	 rol	 que	 haya
desempeñado	 o	 podido	 desempeñar	 en	 el	 cumplimiento	 de	 sus	 designios
criminales.
En	términos	de	la	jurisprudencia	constitucional,	se	trata	de	un	delito	que	se
consuma	 con	 el	 solo	 acuerdo	 de	 voluntades	 de	 quienes	 conforman	 la
organización,	en	el	cual	sus	partícipes	son	castigados	 ‘por	el	solo	hecho	de
participar	en	la	asociación’;	de	un	delito	autónomo	que	como	tal	no	requiere
de	 la	 realización	 previa,	 paralela	 o	 posterior	 de	 otras	 conductas	 que
tipifiquen	otros	delitos	para	que	se	entienda	materializado,	lo	que	se	explica
en	 la	medida	 en	que	 se	 entiende	que	 el	 peligro	para	 la	 colectividad	 surge
desde	el	mismo	instante	en	que	se	conforma	la	organización	delictiva,	desde
el	momento	en	que	hay	concierto	entre	sus	miembros	para	 transgredir	su
ordenamiento,	luego	su	represión	por	parte	del	Estado	deberá,	en	lo	posible,
anticiparse	 a	 la	 comisión	 de	 otros	 delitos”	 (Corte	 Suprema	 de	 Colombia,
Sent.	37152,	jun.	27/2012.	M.	P.	José	Leonidas	Bustos	Martínez)
DOCTRINA.—Fundamento	 político	 -	 criminal	 de	 la	 figura:	 la	 especial
peligrosidad	 del	 comportamiento	 criminal	 organizado.	 “La	 especial
peligrosidad	 de	 toda	 asociación	 criminal	 –al	 margen	 de	 los	 peligros	 más
característicos	 del	 crimen	mafioso	 u	 organizado	 que	 ya	 hemos	 puesto	 de
relieve	 y	 son	 bien	 conocidos–	 es	 indicada	 como	 el	 fundamento	 político	 -
criminal	 de	 la	 figura.	De	 la	 asociación	 criminal	 se	deriva	una	peligrosidad
superior	a	 la	del	 individuo	aislado.	En	ella	se	desarrolla	una	dinámica	que
facilita	la	comisión	de	delitos,	debido	a	los	siguientes	factores.
1.	En	primer	lugar,	porque	en	el	grupo	se	reducen	o	excluyen	los	factores
de	 inhibición	 de	 la	 comisión	 de	 delitos	 y	 los	 sentimientos	 de
responsabilidad	 criminal	 que	 sí	 suelen	 actuar	 cuando	 se	 delinque
individualmente.	El	comportamiento	criminal	dentro	de	un	colectivo	ha	sido
objeto	 de	 estudio	 de	 la	 psicología.	 Al	 respecto,	 debe	 destacarse	 aquí	 el
estudio	de	Jäger	sobre	el	comportamiento	criminal	del	individuo	dentro	de
una	masa	 o	 de	 un	 grupo,	 donde	muestra	 cómo	 este	 se	 ve	 influido	 por	 la
dinámica	colectiva.
2.	En	segundo	término,	porque	la	organización	permite	la	construcción	de
estructuras	 racionalmente	 orientadas	 a	 la	 planificación	 y	 comisión	 del
delito,	 así	 como	 ulteriormente	 al	 encubrimiento	 de	 sus	 miembros	 para
evitar	la	persecución	penal.	La	suma	de	fuerzas	y	la	planificación	y	división
eficaz	del	trabajo	fundamentan	claramente	un	mayor	peligro	para	los	bienes
jurídicos,	aunque	este	comportamiento	se	encuentre	alejado	de	ellos.	A	ello
contribuye	 así	 mismo	 la	 profesionalización	 de	 los	 miembros	 de	 la
organización,	 favorecida	 por	 su	 carácter	 duradero	 y	 la	 organización
racional.
(...).
9.	 Reflexiones	 finales	 hacia	 un	 nuevo	 tipo	 penal	 de	 la	 asociación	 para
delinquir	(...).
1.	En	primer	término,	parece	razonable	la	restricción	de	la	punibilidad	a	las
asociaciones	dirigidas	a	la	comisión	de	crímenes	de	cierta	gravedad,	frente	a
los	 tipos	penales	como	el	español	que	castigan	 la	asociación	para	cometer
cualquier	delito.	Volvemos	a	recordar	que	estamos	ante	conductas	previas
incluso	a	la	preparación	de	un	delito,	y	que	respecto	del	castigo	de	los	actos
preparatorios	del	delito	existe	 la	 convicción	unánime	de	que	nunca	deben
ser	castigados	de	modo	generalizado,	sino	excepcional.	De	otro	modo,	como
indica	Quintero	Olivares,	se	deja	sin	sentido	la	pretensión	del	nuevo	Código
Penal	de	limitar	los	actos	preparatorios	punibles	a	los	casos	expresamente
señalados	en	la	ley.	(...).
2.	 Parece	 discutible	 que	 las	 necesidades	 de	 protección	 exijan	 la
configuración	de	un	tipo	penal	específico	para	las	conductas	de	cooperación,
o	de	propaganda,	 existiendo	ya	 las	 normas	 generales	de	punibilidad	de	 la
participación.	 O	 que,	 como	 en	 nuestro	 derecho,	 se	 castiguen	 actos
preparatorios	–como	la	proposición,	provocación	y	conspiración–	de	lo	que
es	ya	un	delito	de	preparación	y	peligro	abstracto.
3.	Del	mismo	modo	resulta	conveniente	la	distinción	de	diferentes	niveles
de	 tratamiento	 penal,	 en	 función	 de	 la	 peligrosidad	 de	 la	 asociación
criminal.	 Del	 modo	 que	 ha	 tenido	 lugar	 en	 Austria,	 por	 ejemplo,	 entre	 la
formación	 de	 meras	 bandas	 criminales,	 por	 un	 lado,	 y,	 por	 otro,	 de
organizaciones	 criminales.	 La	 legislación	 procesal	 penal	 parece	 caminar
decididamente	 –si	 observamos	 las	 iniciativas	 legislativas	 aprobadas	 o	 en
discusión	 en	 nuestro	 país	 y	 en	 varios	 países	 europeos–	 hacia	 la
configuración	de	poderes	especiales	de	intervención	para	la	lucha	contra	el
crimen	 organizado.	 Es	 viva	 la	 discusión	 en	 el	 ámbito	 europeo	 acerca	 del
empleo	 de	 artificios	 técnicos	 de	 grabación	 de	 imágenes	 y	 sonidos,	 de
seguimiento	de	personas,	de	empleo	de	agentes	encubiertos	y	provocadores
de	delitos,	de	la	previsión	de	normas	sobre	protección	de	testigos,	etc.
(...).
4.	 La	 pena	 criminal	 señalada	 al	 tipo	 debe	 responder	 a	 las	 exigencias	 de
proporcionalidad	 con	 la	 gravedad	 de	 un	 comportamiento	 ampliamente
alejado	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 protegidos	 (aquellos	 protegidos	 por	 los
restantes	 tipos	 de	 la	 parte	 especial),	 que	 lo	 son	 respecto	 de
comportamientos	que	 representan	 solo	un	peligro	abstracto	para	ellos.	 Se
trata	de	evitar	que	el	tipo	se	convierta	en	un	‘delito	de	sospecha’	respecto	de
delitos	más	graves.	Una	pena	excesivamente	elevada	puede	ser	contraria	a
los	 principios	 de	 presunción	 de	 inocencia	 y	 de	 culpabilidad,	 en	 cuanto
ponga	de	manifiesto	 la	 intención	no	manifiesta	de	castigar	a	 través	de	ella
supuestos	delitos	más	graves	cometidos	por	la	asociación	y	de	los	que	no	es
posible	probar	quiénes	son	responsables	de	ellos.	(...).
5.	Necesitada	de	consideración	está	también	la	cuestión	de	la	aplicabilidad
de	 las	 normas	 generales	 de	 punición	 de	 actos	 preparatorios,	 tentativa	 y
participación	al	delito	de	asociación	criminal.	Puesto	que	el	tipo	supone	ya
una	irrupción	del	derecho	penal	en	el	ámbito	previo	incluso	a	la	preparación
de	 un	 delito	 concreto,	 resulta	 cuestionable	 proceder	 a	 un	 adelantamiento
aún	 mayor	 de	 la	 punibilidad	 mediante	 la	 aplicación	 de	 tales	 normas.
Schroeder	 ha	 llamado	 también	 la	 atención	 críticamente	 sobre	 la
combinación	de	este	tipo	de	figuras	de	la	parte	especial	con	otras	normas	de
adelantamiento	de	la	punibilidad.	(...).
7.	Finalmente,	algunos	autores	han	llamado	la	atención	sobre	la	necesidad
de	una	consideración	particular	del	concurso	de	este	delito	con	otros	delitos
de	 la	 parte	 especial	 cometidos	 a	 través	 de	 la	 asociación.	 En	 opinión	 de
Schroeder	 debería	 preverse	 la	 subsidiariedad	 de	 los	 tipos	 de	 asociación
para	delinquir	respecto	de	los	delitos	efectivamente	cometidos	por	el	grupo,
en	lugar	de	apreciar;	como	los	tribunales	y	la	doctrina	mayoritaria,	unidad	o
pluralidad	 de	 hechos/concurso	 ideal	 o	 real	 de	 delitos.”	 (GARCÍA	 DE	 PAZ,
Isabel	 Sánchez.	 “Función	 político-criminal	 del	 delito	 de	 asociación	 para
delinquir:	 desde	 el	 derecho	 penal	 político	 hasta	 la	 lucha	 contra	 el	 crimen
organizado”,	 Derecho	 Penal	 Contemporáneo	 -	 Revista	 Internacional,
Editorial	Legis,	Número	23,	abril	-	junio	de	2008;	págs.	152	y	ss.)
C.	P.
ART.	 317-A.—Modificado.	 Ley	30076,	Art.	 1°.	Marcaje	 o	 reglaje.
Será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	tres	ni
mayor	de	seis	años	el	que	para	cometer	o	facilitar	la	comisión	de
cualquiera	de	los	delitos	previstos	en	los	artículos	106,	107,	108,
108-A,	121,	152,	153,	170,	171,	172,	173,	173-A,	175,	176,	176-A,
177,	185,	186,	188,	189	o	200	del	Código	Penal,	acopia	o	entrega
información,	 realiza	 vigilancia	 o	 seguimiento,	 o	 colabora	 en	 la
ejecución	de	tales	conductas	mediante	el	uso	de	armas,	vehículos,
teléfonos	u	otros	instrumentos	idóneos.
La	pena	privativa	de	libertad	será	no	menor	de	seis	ni	mayor	de
diez	años	cuando	el	agente:
1.	Es	funcionario	o	servidor	público	y	aprovecha	su	cargo	para	la
comisión	del	delito.
2.	 Mantiene	 o	 mantuvo	 vínculo	 laboral	 con	 la	 víctima	 u	 otro
vínculo	que	la	impulse	a	esta	última	a	depositar	su	confianza	en	el
agente.
3.	Utilice	a	un	menor	de	edad.
4.	Labora,	pertenece	o	está	vinculado	a	una	empresa	del	sistema
financiero	y,	por	razón	de	su	cargo	u	oficio,	tiene	conocimiento	de
los	 ingresos	 económicos,	 operaciones	 bancarias	 u	 otros	 datos
sobre	el	patrimonio	de	la	víctima.
5.	Actúa	en	condición	de	integrante	de	una	organización	criminal.
C.	P.
ART.	318.—Alteración	de	tumbas.	Será	reprimido	con	pena
privativa	de	libertad	no	mayor	de	dos	años:
1.	El	que	profana	el	lugar	en	que	reposa	un	muerto	o
públicamente	lo	ultraja.
2.	El	que	turba	un	cortejo	fúnebre.
3.	Incorporado.	Ley	28189,	Cuarta	Disposición	Transitoria	y
Final.	El	que	sustrae	un	cadáver	o	una	parte	del	mismo	o	sus
cenizas	o	lo	exhuma	sin	la	correspondiente	autorización.
En	el	supuesto	previsto	en	el	inciso	3	del	presente	artículo,
cuando	el	acto	se	comete	con	fines	de	lucro,	la	pena	será	privativa
de	libertad	no	menor	de	dos	años	ni	mayor	de	cuatro	años	e
inhabilitación	conforme	a	los	incisos	1,	2	y	4	del	artículo	36	del
Código	Penal.
C.	P.
ART.	 318-A.—Incorporado.	 Ley	 28189,	 Quinta	 Disposición
Transitoria	 y	 Final.	 Delito	 de	 intermediación	 onerosa	 de
órganos	y	tejidos.	Será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad
no	menor	 de	 tres	 ni	mayor	 de	 seis	 años	 el	 que,	 por	 lucro	 y	 sin
observar	 la	 ley	 de	 la	 materia,	 compra,	 vende,	 importa,	 exporta,
almacena	 o	 transporta	 órganos	 o	 tejidos	 humanos	 de	 personas
vivas	o	de	cadáveres,	concurriendo	las	circunstancias	siguientes:
a)	Utiliza	los	medios	de	prensa	escritos	o	audiovisuales	o	base	de
datos	o	sistema	o	red	de	computadoras;	o
b)	 Modificado.	 Ley	 30077,	 Primera	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Constituye	 o	 integra	 una
organización	criminal	para	alcanzar	dichos	fines.
Si	el	agente	es	un	profesional	médico	o	sanitario	o	funcionario	del
sector	 salud,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	de	cuatro	ni	mayor	de	ocho	años	e	inhabilitación	conforme
al	artículo	36	incisos	1,	2,	4,	5	y	8.
Están	exentos	de	pena	el	donatario	o	los	que	ejecutan	los	hechos
previstos	en	el	presente	artículo	si	sus	relaciones	con	la	persona
favorecida	son	tan	estrechas	como	para	excusar	su	conducta.
NOTA:	El	literal	c)	de	este	artículo	establecía:	“Constituye	o	integra	una	organización	ilícita	para
alcanzar	dichos	fines”.
TÍTULO	XIV-A
Delitos	contra	la	humanidad
(Título	incorporado	por	el	Art.	1°	de	la	Ley	26926)
CAPÍTULO	I
Genocidio
C.	P.
ART.	 319.—Genocidio.	 Será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	 no	 menor	 de	 veinte	 años	 el	 que,	 con	 la	 intención	 de
destruir,	total	o	parcialmente,	a	un	grupo	nacional,	étnico,	social	o
religioso,	realiza	cualquiera	de	los	actos	siguientes:
1.	Matanza	de	miembros	del	grupo.
2.	Lesión	grave	a	la	integridad	física	o	mental	a	los	miembros	del
grupo.
3.	Sometimiento	del	grupo	a	condiciones	de	existencia	que	hayan
de	acarrear	su	destrucción	física	de	manera	total	o	parcial.
4.	Medidas	destinadas	 a	 impedir	 los	nacimientos	 en	el	 seno	del
grupo.
5.	Transferencia	forzada	de	niños	a	otro	grupo.
NOTA:	La	Ley	26926	del	21	de	 febrero	de	1998	establece,	 expresamente	en	su	artículo	5°,	que	el
delito	de	genocidio	se	encuentra	dentro	de	los	márgenes	del	proceso	ordinario.
DEFENSA	DE	LA	PERSONA	HUMANA
Const.
ART.	1°.—La	defensa	de	la	persona	humana	y	el	respeto	de	su	dignidad	son
el	fin	supremo	de	la	sociedad	y	del	Estado.
Const.
ART.	2°.—Toda	persona	tiene	derecho:
1.	A	 la	vida,	a	su	 identidad,	a	su	 integridad	moral,	psíquica	y	 física	y	a	su
libre	 desarrollo	 y	 bienestar.	 El	 concebido	 es	 sujeto	 de	 derecho	 en	 todo
cuanto	le	favorece.
(...).
11.	A	elegir	su	lugar	de	residencia,	a	transitar	por	el	territorio	nacional	y	a
salir	 de	 él	 y	 entrar	 en	 él,	 salvo	 limitaciones	por	 razones	de	 sanidad	o	por
mandato	judicial	o	por	aplicación	de	la	Ley	de	Extranjería.
(...).
JURISPRUDENCIA.—Sala	Penal	Nacional	también	tiene	competencia
para	conocer	delitos	contra	la	humanidad.	“(…)	si	bien	es	cierto	que	la	Sala
Penal	Nacional,	órgano	ante	el	cual	se	viene	procesando	al	accionante,	ha
adquirido	competencia	para	conocer	procesos	por	delitos	contra	la
humanidad	(previstos	en	los	capítulos	I,	II	y	III	del	Título	XIV-A	del	Código
Penal	‘Delitos	contra	la	Humanidad’)	mediante	Resolución	Administrativa	N°
170-2004-CE-PJ,	publicada	con	fecha	30	de	setiembre	del	2004,	también	lo	es
que	se	trata	de	un	órgano	jurisdiccional	con	competencia	determinada	cuyo
ejercicio	de	potestad	jurisdiccional	le	fue	establecido	con	anterioridad	a	la
iniciación	del	proceso	judicial	que	se	le	sigue	al	demandante,	habiendo
operado	únicamente	una	subespecialización,	que	no	vulnera	el	orden
competencial	señalado	previamente	en	la	Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial.
Asimismo	este	tribunal	se	ha	pronunciado	respecto	de	la	legitimidad
constitucional	de	la	Sala	Penal	Nacional	(antes	Sala	Nacional	de	Terrorismo),
habiéndose	establecido	que	el	referido	órgano	jurisdiccional	no	vulnera	el
derecho	a	la	jurisdicción	predeterminada	por	la	ley	(…).
(…)	conforme	a	la	referida	Resolución	Administrativa	170-2004-CE-PJ,	la
Sala	Penal	Nacional	‘(...)	tiene	también	competencia	para	conocer	delitos
contra	la	humanidad	previstos	en	los	capítulos	I,	II	y	III	del	Título	XIV-A	del
Código	Penal	(...)’	(artículo	1°),	no	exigiéndose	tales	requisitos	de	complejidad
y	trascendencia	nacional	señalados	por	la	parte	demandante	(…).”	(TC,	Exp.
03790-2008-PHC/TC,	ene.	29/2008.	Pres.	Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—¿Qué	califica	como	crimen	de	lesa	humanidad?	“(…)
resumidamente,	puede	sostenerse	que	un	acto	constituye	un	crimen	de	lesa
humanidad:	a)	cuando	por	su	naturaleza	y	carácter	denota	una	grave
afectación	de	la	dignidad	humana,	violando	la	vida	o	produciendo	un	grave
daño	en	el	derecho	a	la	integridad	física	o	mental	de	la	víctima,	en	su	derecho
a	la	libertad	personal	o	en	su	derecho	a	la	igualdad;	b)	cuando	se	realiza	como
parte	de	un	ataque	generalizado	o	sistemático;	c)	cuando	responde	a	una
política	(no	necesariamente	formalmente	declarada)	promovida	o	consentida
por	el	Estado;	y,	d)	cuando	se	dirige	contra	población	civil.	Siendo	que	estas
condiciones	deben	presentarse	copulativamente.
50.	En	atención	a	que,	según	lo	expuesto,	la	configuración	de	los	crímenes	de
lesa	humanidad	presupone	un	comportamiento	típico,	resultados	y
circunstancias	típicas,	elementos	subjetivos	especiales	de	la	responsabilidad	y
elementos	o	circunstancias	contextuales,	su	comisión	prima	facie	es	un	asunto
que	debe	ser	determinado	por	los	jueces	y	tribunales	penales.
51.	A	tal	efecto,	el	tribunal	recuerda	la	obligación	de	los	jueces	penales	de
observar	las	garantías	que	conforman	el	principio-derecho	de	legalidad	penal
y,	en	particular,	el	que	se	deriva	del	sub-principio	de	lex	stricta,	que	exige	una
interpretación	que	respete	el	contenido	riguroso	de	la	ley	penal	y,	por	tanto,
prohíbe	la	analogía	in	malam	partem.	De	igual	modo,	el	tribunal	recuerda	que
el	contenido	constitucionalmente	protegido	del	derecho	a	la	presunción	de
inocencia,	que	informa	transversalmente	todo	el	proceso	penal,	impone	al	juez
la	obligación	de	realizar	la	calificación	de	los	hechos	que	correspondan
siempre	que	existan	fundados	y	suficientes	elementos	de	convicción	para
estimar	razonablemente	la	comisión	del	delito	por	el	imputado	como	autor	o
partícipe	del	mismo.	”	(TC.,	Sent.	del	Pleno	-	Exp.	0024-2010-PI/TC,	mar.
21/2011.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—La	imprescriptibilidad	de	los	delitos	contra	la
humanidad	constituye	una	norma	de	ius	cogens	aplicable	en	todo
tiempo	contra	la	que	no	cabe	pacto	en	contrario.	“(…)	Sobre	la	base	de	lo
expuesto,	debe	quedar	claro	que	la	regla	de	imprescriptibilidad	de	los	delitos
de	lesa	humanidad,	y	consecuentemente,	el	mandato	de	su	persecución,	con
prescindencia	de	la	fecha	en	que	aquellos	se	hayan	cometido,	no	tiene	vigencia
en	el	ordenamiento	jurídico	peruano	como	consecuencia	de	la	entrada	en
vigor	de	la	Convención	sobre	la	Imprescriptibilidad	de	los	Crímenes	de	Guerra
y	de	los	Crímenes	de	Lesa	Humanidad	(9	de	noviembre	del	2003),	sino	que
surge	en	virtud	de	una	norma	imperativa	de	derecho	internacional	general
que,	como	ha	sostenido	la	Corte	Interamericana,	no	nace	de	la	referida
convención,	sino	que	está	reconocida	en	ella	(Cfr.	Caso	La	Cantuta	vs.	Perú,
sentencia	del	29	de	noviembre	del	2006,	párrafo	225).	Obviar	esta	obligación
dimanante	de	la	práctica	internacional	supone	desconocer	el	contenido
constitucional	exigible	del	derecho	fundamental	a	la	verdad	como
manifestación	implícita	del	principio-derecho	a	la	dignidad	humana	(artículo
1°	de	la	Constitución),	del	derecho	fundamental	a	la	tutela	jurisdiccional
efectiva	(artículo	139,	inciso	3,	de	la	Constitución)	y	del	deber	del	Estado	de
garantizar	la	plena	vigencia	de	los	derechos	humanos	(artículo	44	de	la
Constitución),	siendo	además	un	valor	encaminado	a	la	garantía	plena	de	los
derechos	fundamentales	a	la	vida	(artículo	2°,	inciso	1,	de	la	Constitución),	a
la	integridad	personal	(artículo	2°,	inciso	1,	de	la	Constitución),	a	la	libertad
personal	(artículo	2°,	inciso	24,	de	la	Constitución)	y	a	la	igualdad	(artículo	2°,
inciso	2,	de	la	Constitución),	frente	a	sus	muy	graves	violaciones.
En	virtud	de	dicho	reconocimiento	constitucional,	y	en	atención	a	lo	previsto
por	el	artículo	55	y	la	Cuarta	Disposición	Final	y	Transitoria	de	la
Constitución,	debe	precisarse	que	la	aludida	regla	de	imprescriptibilidad,
constituye	una	norma	de	ius	cogens	derivada	del	Derecho	Internacional	de	los
Derechos	Humanos,	aplicable	en	todo	tiempo,	contra	la	que	no	cabe	pacto	en
contrario,	con	fuerza	erga	omnes,	y	con	plena	eficacia	en	el	ordenamiento
jurídico	peruano.
En	definitiva,	aunque	la	pena	aplicable	a	una	conducta	típica	es	la	que	se
encontraba	vigente	en	el	tiempo	en	que	ella	se	produjo	(a	menos	que
sobrevenga	una	más	favorable),	si	tal	conducta	reviste	las	características	de
un	crimen	de	lesa	humanidad,	por	mandato	constitucional	e	internacional,	la
acción	penal	susceptible	de	entablarse	contra	ella,	con	prescindencia	de	la
fecha	en	que	se	haya	cometido,	es	imprescriptible.”	(TC.,	Sent.	del	Pleno	-	Exp.
0024-2010-PI/TC,	mar.	21/2011.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—La	declaración	del	Estado	peruano	de	limitar	la
regla	de	imprescriptibilidad	de	los	crímenes	de	lesa	humanidad	supone
interponer	una	reserva	violatoria	del	derecho	internacional.	“La
declaración	aludida	contraviene	el	objeto	y	fin	de	la	Convención	sobre	la
Imprescriptibilidad	de	los	Crímenes	de	Guerra	y	de	los	Crímenes	de	Lesa
Humanidad	y	Crímenes	de	Guerra,	toda	vez	que	este	instrumento	establece,	en
su	artículo	I,	que	los	crímenes	señalados	‘son	imprescriptibles,	cualquiera	que
sea	la	fecha	en	que	se	hayan	cometido’	(énfasis	agregado).	En	consecuencia,	la
declaración	del	Estado	peruano	de	limitar	la	regla	de	imprescriptibilidad	para
los	casos	posteriores	a	la	fecha	de	entrada	en	vigor	de	la	Convención	(9	de
noviembre	de	2003),	supone,	además,	interponer	una	reserva	violatoria	del
derecho	internacional	que	impide	el	esclarecimiento	de	crímenes	de	estas
características	que	hayan	tenido	ocurrencia	con	fecha	anterior	al	9	de
noviembre	del	2003,	deviniendo	en	un	incumplimiento	de	sus	obligaciones
internacionales	de	investigar	y	sancionar	a	los	responsables	de	estos
crímenes.”	(TC.,	Sent.	del	Pleno	-	Exp.	0024-2010-PI/TC,	mar.	21/2011.	Pres.
Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Si	el	Estado	es	renuente	a	investigar	el	delito,	la
prescripción	no	opera.	“(…)	13.	El	artículo	139.13	de	la	Constitución	(…).	Así,
la	prescripción	de	la	acción	penal	constituye	una	garantía	del	individuo	ante
la	persecución	penal	estatal,	que	no	puede	prolongarse	ad	infinitum.	Sin
embargo,	este	tribunal	debe	reiterar	que	ninguna	disposición	constitucional
puede	ser	interpretada	aisladamente.	En	la	medida	en	que	forma	parte	de	la
Ley	Fundamental,	la	determinación	de	sus	alcances	y	límites	debe	realizarse
bajo	el	principio	de	unidad	de	la	Constitución.
14.	Así,	la	prescripción	de	la	acción	penal,	que	supone	la	defensa	del	individuo
contra	los	excesos	del	Poder	estatal,	no	puede	ser	utilizada	con	la	finalidad	de
avalar	el	encubrimiento	que	el	Estado	haya	realizado	de	hechos	que	deben	ser
investigados.	(…)	16.	Asimismo,	este	Tribunal	Constitucional	ha	reconocido
que	del	deber	de	protección	de	los	derechos	fundamentales	reconocido	en	el
artículo	44	de	nuestra	Constitución,	se	deriva	la	obligación	de	investigar	y
sancionar	graves	actos	como	las	ejecuciones	extrajudiciales	en	las	que	estaría
involucrado	el	favorecido	(…)	17.	De	este	modo,	como	ya	lo	ha	sentado	este
colegiado	en	la	sentencia	recaída	en	el	Expediente	N°	00218-2009-PHC/TC,
referida	a	la	pretendida	prescripción	de	la	acción	penal	de	un	coprocesado	del
accionante,	una	interpretación	conforme	con	la	Constitución	de	las	normas	de
prescripción	de	la	acción	penal	a	la	que	ha	arribado	este	tribunal	implica
dejar	de	contabilizar	todo	el	lapso	en	que	se	sustrajeron	los	hechos	de	una
efectiva	investigación,	a	través	de	órganos	judiciales	incompetentes	y	leyes	de
amnistía	inconstitucionales.	A	su	vez,	en	caso	que	se	determine	que	tales
hechos	constituyen	crímenes	de	lesa	humanidad	no	opera	el	plazo	de
prescripción	de	la	acción	penal.	Así	lo	ha	reconocido	este	Tribunal
Constitucional	(Exp.	N°	024-2010-PI/TC)”.	(TC,	Exp.	03693-2008-PHC/TC,
may.	05/2011.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Los	delitos	de	lesa	humanidad	son	imprescriptibles
cualquiera	sea	la	fecha	en	que	se	hayan	cometido.	“(...)	sus	fundamentos
pierden	eficacia	frente	a	los	delitos	de	lesa	humanidad	porque	en	estos	delitos
al	presuntamente	haberse	transgredido	lo	más	esencial	de	la	dignidad
humana,	tal	seguridad	se	tornaría	como	‘seguridad	de	la	injusticia’,	pues	la
impunidad	mantiene	vigente	la	zozobra	social	y	el	temor	a	potenciales
repeticiones.	Se	trata	en	consecuencia	de	armonizar	la	garantía	de	la	de
seguridad	jurídica	y	el	derecho	al	acceso	a	la	justicia	en	relación	a	la
imprescriptibilidad	de	los	delitos	de	lesa	humanidad”	(PJ,	Exp.	899-07,	ago.
24/2016.	S.	S.	Cerna	Bazán)
DOCTRINA.—Voto	 en	 discordia:	 los	 delitos	 de	 lesa	 humanidad	 son
imprescriptibles,	 pero	 a	 partir	 del	 primero	 de	 julio	 del	 2002.	 “(…)
Considero	 necesario	 entonces	 que	 en	 los	 casos	 especiales	 en	 los	 que	 la
imprescriptibilidad	para	los	denominados	crímenes	contra	la	humanidad	ha
sido	 así	 determinada	 y	 sancionada,	 el	 Juez	 en	 cada	 caso	 ha	 de	motivar	 el
auto	de	apertura	de	instrucción	precisando	por	qué	es	que	habiendo	el	Perú
puesto	en	vigencia	 recién	el	primero	de	 julio	de	2002	 la	normatividad	del
Estatuto	de	Roma	que	sanciona	dichos	delitos,	 resulta	 también	aplicable	a
casos	 cuya	 fecha	de	 los	hechos	 criminosos	 es	 anterior	 a	 su	 vigor,	 es	decir
adecuando	 su	 conducta	 a	 un	 crimen	 (delito)	 no	 previsto	 en	 el	 código
punitivo	al	momento	de	los	hechos;	el	juez	también	deberá	explicar	por	qué
resulta	 aplicable	 la	 retroactividad	 de	 manera	 perjudicial	 al	 actor.	 Cabe
advertir	que	tal	exigencia	de	motivación	también	compete	al	representante
del	 Ministerio	 Público	 al	 momento	 de	 emitir	 pronunciamiento	 por	 la
formalización	 y	 continuación	 de	 la	 investigación	 preparatoria,	 ya	 que	 la
validez	de	dicho	acto	fiscal	pasa	por	apreciar	de	manera	previa	que	la	acción
penal	 no	 ha	 prescrito	 (esto	 conforme	 al	 artículo	 336	 del	 actual	 Código
Procesal	Penal).	(…)
14.	Así	 las	cosas	se	advierte	que	los	propios	instrumentos	internacionales
del	 caso	 sub	 materia	 guardan	 dispositivos	 expresos	 que	 dicen	 de	 la	 no
aplicación	 retroactiva	 de	 sus	 normas	 a	 hechos	 anteriores	 a	 la	 entrada	 en
vigencia	 del	 tratado	 en	 el	 Estado	 parte,	 advirtiéndose	 que	 conforme	 a	 lo
establecido	por	 los	artículos	55	y	56	de	 la	Constitución	 los	 tratados	 sobre
derechos	humanos	 forman	parte	del	ordenamiento	nacional	a	partir	de	su
fecha	 de	 vigencia	 en	 el	 Estado	 peruano.	 En	 efecto,	 el	 artículo	 55	 de	 la
Constitución	 de	manera	 expresa	 señala	 que	 los	 tratados	 en	 vigor	 forman
parte	del	derecho	nacional.
Ello	 implica	 que	 por	 mandato	 constitucional	 ni	 el	 tratado	 ni	 sus
disposiciones	se	ejecutan	por	sí	mismos	en	el	Estado	peruano,	sino	a	partir
de	 que	 se	 constituyen	 como	 derecho	 interno,	 resultando	 que	 los	 propios
instrumentos	 internacionales	 proscriben	 con	 suficiente	 claridad	 la
aplicación	 retroactiva	 de	 sus	 dispositivos,	 y	 en	 tanto	 derecho	 interno	 del
Estado	peruano	la	aplicación	retroactiva	de	una	norma	que	no	favorezca	al
reo	se	encuentra	proscrita	por	el	artículo	103	de	la	Constitución.	Es	por	ello
que	 resulta	 arbitrario	 aplicar	 de	 manera	 retroactiva	 un	 precepto	 penal
material	–que	perjudique	al	actor	penal–	sin	la	debida	fundamentación	que
la	 valide,	 lo	que	 en	definitiva	 constituye	un	agravamiento	de	 los	derechos
fundamentales	 del	 justiciable	 sin	 un	 razonamiento	 suficiente	 que	 lo
sustente.	 (…)	 A	 ello	 se	 debe	 agregar	 que	 resulta	 ilegal	 forzar	 figuras
punitivas	 no	 vigentes	 al	 momento	 de	 los	 hechos	 criminosos	 ya	 que	 aun
cuando	las	conductas	de	los	justiciables	puedan	ser	asimiladas	respecto	de
crímenes	 vigentes	 en	 el	 ordenamiento	 internacional,	 previamente	 debe
observarse	de	manera	ineludible	las	disposiciones	que	los	propios	tratados
guardan	de	su	aplicación	en	el	tiempo	y	lo	previsto	en	los	artículos	55	y	2°,
inciso	24,	literal	‘d’	de	la	Constitución	peruana.	Y	es	que	si	bien	en	los	casos
penales	están	inmersos	derechos	fundamentales	que	deben	ser	reconocidos
tanto	al	inculpado	como	a	la	parte	agraviada,	también	lo	es	que	el	inculpado
del	caso	penal	es	quien	ha	recurrido	en	vía	del	hábeas	corpus	a	pedir	tutela
de	 su	 derecho	 a	 la	 libertad	 individual,	 dicho	 de	 otro	 modo,	 es	 al	 actor	 a
quien	debe	reconocerse	o	no	la	vulneración	de	sus	derechos	fundamentales
conexos	con	el	derecho	a	la	libertad	personal.	(…)	¿Qué	duda	hay	respecto	a
la	 imprescriptibilidad	de	 los	delitos	de	 lesa	humanidad?	Pues	ninguna,	 los
delitos	 tipificados	 como	 de	 lesa	 humanidad	 son	 imprescriptibles	 y	 así
corresponde	su	tratamiento	penal	en	el	Estado	peruano	pero	a	partir	de	la
suscripción	de	los	tratados	internacionales	sobre	la	materia.
También	 toca	 advertir	 que	 si	 bien	 la	 Convención	 sobre	 la
Imprescriptibilidad	 de	 los	 Crímenes	 de	 Guerra	 y	 de	 los	 Crímenes	 de	 Lesa
Humanidad	 refiere	 en	 su	 Artículo	 I	 que	 dichos	 crímenes	 son
imprescriptibles	 cualquiera	 sea	 la	 fecha	 en	 que	 se	 hayan	 cometido,	 sin
embargo	 la	 Resolución	 Legislativa	 N°	 27998	 que	 aprobó	 la	 adhesión	 del
Perú	a	dicha	convención	señala	expresamente	 la	siguiente	reserva:	 ‘1.1	De
conformidad	 con	 el	 artículo	 103	 de	 su	 Constitución	 Política,	 el	 Estado
Peruano	 se	 adhiere	 a	 la	 Convención	 sobre	 la	 Imprescriptibilidad	 de	 los
Crímenes	de	Guerra	y	de	los	Crímenes	de	Lesa	Humanidad,	adoptada	por	la
Asamblea	General	de	las	Naciones	Unidas,	el	26	de	noviembre	de	1968,	para
los	crímenes	que	consagra	la	convención,	cometidos	con	posterioridad	a	su
entrada	 en	 vigor	 para	 el	 Perú’”.	 (TC,	 Exp.	 03693-2008-PHC/TC,	 may.
05/2011.	Fundamento	de	voto	en	discordia	del	magistrado	Vergara	Gotelli)
CAPÍTULO	II
Desaparición	forzada
C.	P.
ART.	320.—Tipos	agravados.	 El	 funcionario	 o	 servidor	público
que	prive	a	una	persona	de	 su	 libertad,	ordenando	o	ejecutando
acciones	 que	 tenga	 por	 resultado	 su	 desaparición	 debidamente
comprobada,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	 de	 quince	 años	 e	 inhabilitación,	 conforme	 al	 artículo	 36
incisos	1)	y	2).
DECLARACIÓN	JUDICIAL	DE	AUSENCIA	POR	DESAPARICIÓN	FORZADA
Ley	28413.
ART.	6°.—Finalidad	del	proceso.	El	proceso	especial	tiene	por	finalidad	la
declaración	judicial	de	ausencia	por	desaparición	forzada.
Ley	28413.
ART.	7°.—Principio	de	gratuidad.	El	proceso	de	declaración	de	ausencia
por	 desaparición	 forzada	 es	 gratuito.	 Los	 solicitantes	 están	 exentos	 de
efectuar	 pago	 alguno	 por	 concepto	 de	 aranceles	 judiciales,	 notificaciones,
edictos,	 actuaciones	 judiciales	 o	 diligencias	 fuera	 del	 despacho	 a	 que
hubiera	 lugar,	 durante	 todo	 el	 proceso,	 incluida	 la	 etapa	 de	 ejecución	 de
sentencia.
Ley	28413.	
ART.	8°.—Competencia.	Es	competente	para	conocer	el	proceso	judicial	de
declaración	de	ausencia	por	desaparición	forzada	el	juez	de	paz	letrado	del
último	domicilio	del	ausente,	o	del	lugar	donde	se	encuentre	el	patrimonio
de	éste	o	del	domicilio	del	solicitante,	a	elección	de	éste.
Ley	28413.
ART.	 9°.—Legitimados	 para	 solicitar	 la	 ausencia	 por	 desaparición
forzada.	 Podrán	 solicitar	 la	 declaración	 de	 ausencia	 por	 desaparición
forzada:
a)	El	cónyuge	o	el	conviviente;	los	ascendientes,	descendientes	y	parientes
hasta	 el	 cuarto	 grado	 de	 consanguinidad,	 en	 cuyo	 caso	 el	 interés	 se
presume;
b)	Aquellos	que	tuvieran	legítimo	interés	en	la	persona	del	ausente	en	cuyo
caso	probarán	su	interés	en	la	solicitud;
c)	El	Ministerio	Público,	para	los	fines	de	defensa	de	la	legalidad.
Ley	28413.
ART.	 10.—Requisitos	 y	 anexos	 de	 la	 solicitud	 de	 declaración	 de
ausencia	 por	 desaparición	 forzada.	 La	 solicitud	 debe	 cumplir	 con	 los
requisitos	y	anexos	previstos	para	la	demanda	en	los	artículos	424	y	425	del
Código	 Procesal	 Civil,	 en	 cuento	 sea	 aplicable,	 y	 debe	 acompañar	 los
siguientes	documentos:
a)	 La	 constancia	 de	 ausencia	 por	 desaparición	 forzada	 emitida	 por	 el
Registro	 Especial	 de	 Ausencia	 por	 Desaparición	 Forzada,	 a	 cargo	 de	 la
Defensoría	del	Pueblo.
b)	 Los	 documentos	 que	 demuestren	 el	 vínculo	 familiar,	 o	 en	 caso	 de
terceros,	los	medios	probatorios	que	demuestren	la	legitimidad	o	el	interés
para	obrar.
La	solicitud	no	requiere	firma	de	abogado.
Ley	28413.
ART.	11.—Proceso	especial.
11.1.	 Notificación.	 La	 resolución	 que	 admite	 a	 trámite	 la	 solicitud	 será
notificada	 al	 desaparecido	 mediante	 los	 medios	 más	 idóneos	 al
cumplimiento	 de	 su	 finalidad.	 En	 su	 defecto,	 para	 los	 efectos	 de	 la
notificación	se	 tendrá	como	válida	 la	notificación	 formulada	a	 través	de	 la
publicación	 del	 nombre	 del	 desaparecido	 en	 el	 Registro	 Especial	 de
Ausencia	por	Desaparición	Forzada,	a	cargo	de	 la	Defensoría	del	Pueblo,	a
que	se	refiere	el	segundo	párrafo	del	artículo	5°	de	la	presente	ley.
11.2.	 Sentencia.	 Transcurridos	 treinta	 (30)	 días	 desde	 la	 última
notificación	 o	 del	 supuesto	 previsto	 en	 el	 inciso	 anterior,	 el	 juez	 expedirá
sentencia	en	el	plazo	de	cinco	(5)	días	de	puestos	a	despacho	para	resolver,
fijando	como	fecha	presunta	de	la	desaparición	forzada	la	que	aparece	en	la
constancia	 de	 ausencia	 por	desaparición	 forzada	 expedida	por	 el	Registro
Especial	de	Ausencia	por	Desaparición	Forzada,	a	cargo	de	la	Defensoría	del
Pueblo.
11.3.	 Inscripción.	 Una	 vez	 concluido	 el	 proceso	 judicial	 el	 juez	 de	 paz
letrado	 ordena	 la	 inscripción	 de	 la	 sentencia	 en	 el	 Registro	 Nacional	 de
Identificación	 y	 Estado	 Civil	 -	 Reniec	 según	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 7°
literal	b)	de	la	Ley	Orgánica	del	Registro	Nacional	de	Identificación	y	Estado
Civil.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Inicio,	consumación	y	agotamiento	del
delito	de	desaparición	forzada.	“(…)	14.	El	delito	de	desaparición	forzada,
por	la	forma	de	afectación	del	objeto	de	protección,	es	un	delito	permanente.
Ahora	bien,	este	delito	se	consuma	cuando	el	individuo	privado	de	su	libertad
desaparece,	y	ello	ocurre	cuando	el	agente	estatal	no	brinda	información
sobre	la	privación	de	libertad	de	una	persona	o	sobre	su	paradero	y,	de	ese
modo,	‘(...)	sustrae	a	la	víctima	de	sus	derechos	y	de	la	capacidad	de	defensa	e
impide	que	la	administración	de	justicia	pueda	ejercer	sus	funciones	y	deberes
jurisdiccionales	y	de	protección’	(…).
Los	delitos	permanentes,	como	se	sabe,	se	caracterizan	porque	la	conducta
típica	se	consuma	en	el	tiempo.	La	consumación	del	delito	–en	puridad,
agregamos,	su	terminación	o	consumación	material–	no	concluye	con	la
realización	del	tipo,	sino	que	se	mantiene	por	la	voluntad	del	autor	a	lo	largo
del	tiempo	(…).
§	3.	Ley	penal	y	variación	del	estatuto	jurídico	del	funcionario	público.
15.	Como	el	delito	de	desaparición	forzada	es	de	ejecución	permanente
presenta	singularidades	en	relación	a	la	aplicación	de	la	ley	penal	en	el
tiempo.	Su	punto	de	inicio	no	es	la	privación	de	libertad	sino	el	momento	en
que	empieza	a	incumplirse	el	mandato	de	información.	(…).”	(V	Pleno
Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	9-2009/CJ-
116,	ene.	08/2010.	S.	S.	Gonzáles	Campos)
JURISPRUDENCIA.—Desaparición	forzada	de	personas	como	delito
permanente.	“(...).	3.	La	práctica	de	la	desaparición	forzada	atenta	contra
diversos	derechos	fundamentales.	Además	de	violar	la	libertad	locomotora,
impide	interponer	los	recursos	legales	que	permitan	proteger	los	derechos
conculcados,	lesionando,	así,	el	derecho	de	acudir	a	un	tribunal	a	fin	de	que	se
decida,	a	la	brevedad,	sobre	la	legalidad	de	la	detención,	(Pacto	Internacional
de	Derechos	Civiles	y	Políticos,	artículo	9.4	y	Convención	Americana	de
Derechos	Humanos,	artículo	7.6).	Asimismo,	implica,	generalmente,	actos	de
tortura	y	tratos	inhumanos	y	degradantes,	por	lo	que	también	afecta	el
derecho	a	la	integridad	personal.	De	igual	manera,	esta	práctica	criminosa
supone,	con	frecuencia,	la	ejecución	extrajudicial	de	los	detenidos,	y	el
posterior	ocultamiento	de	sus	cadáveres.	Lo	primero	lesiona	el	derecho	a	la
vida,	mientras	que	lo	segundo	procura	la	impunidad	del	hecho.	Así	lo	ha
entendido	también	la	jurisprudencia	de	la	Corte	Interamericana	de	Derechos
Humanos	[Caso	Velásquez	Rodríguez,	sentencia	de	fondo,	párrafo	155-157].
4.	Aunque	cuando	se	produjo	la	presunta	detención	del	beneficiario	no	estaba
vigente	la	Convención	Americana	Contra	la	Desaparición	Forzada	de
Personas,	ni	tampoco	el	delito	de	desaparición	forzada	se	encontraba
tipificado	en	nuestro	Código	Penal,	tal	situación	no	justifica	de	ninguna
manera	la	comisión	del	delito,	ni	nos	impide	considerarlo	como	un	grave
atentado	contra	los	derechos	humanos,	puesto	que	los	derechos	contra	los	que
atenta	este	ilícito	se	encuentran	protegidos	por	las	constituciones	de	1979	y
1993,	así	como	por	instrumentos	internacionales	suscritos	y	ratificados	por	el
Perú,	como	son	la	Convención	Americana	de	Derechos	Humanos	y	el	Pacto
Internacional	de	Derechos	Civiles	y	Políticos.”	(TC,	Exp.	Nº	2488-2002-HC/TC,
mar.	18/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Dimensiones	del	derecho	a	la	verdad.	“(...)	El	derecho
a	la	verdad	tiene	dos	dimensiones:	una	colectiva,	que	consiste	en	el	derecho	de
la	Nación	de	conocer	los	acontecimientos	provocados	por	las	múltiples	formas
de	violencia	estatal	y	no	estatal;	y	otra	 individual,	que	 implica	el	derecho	de
las	víctimas	y	sus	familiares	de	conocer	los	hechos	y	circunstancias	en	que	se
cometieron	violaciones	a	sus	derechos	humanos;	circunstancias	que	a	su	vez,
el	Estado	tiene	la	obligación	específica	de	investigar	e	informar	(…)”.	(TC,	Exp.
N°	959-2004-HD/TC,	nov.	19/2004.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—No	 se	 puede	 invocar	 disposiciones	 de	 derecho
interno	 para	 incumplir	 normas	 imperativas	 de	 derecho	 internacional.
“(...)	 la	 comunidad	 internacional	 reconoce	 la	 existencia	 de	 un	 núcleo
inderogable	 de	 derechos,	 establecidos	 en	 normas	 imperativas	 del	 Derecho
Internacional.	 Estas	 normas	 se	 derivan	 del	 Derecho	 Internacional	 de	 los
Derechos	 Humanos,	 del	 Derecho	 Internacional	 Humanitario	 y	 del	 Derecho
Penal	 Internacional.	 (…)	 el	 Perú	 ha	 recogido	 esta	 obligación	 jurídica	 al
disponer,	de	conformidad	con	 la	Cuarta	Disposición	Final	de	 la	Constitución,
que	 las	 normas	 relativas	 a	 los	 derechos	 y	 libertades,	 que	 la	 Constitución
reconoce,	 se	 interpretan	 de	 conformidad	 con	 la	 Declaración	 Universal	 de
Derechos	 Humanos	 y	 con	 los	 tratados	 y	 acuerdos	 internacionales	 sobre	 las
mismas	materias	ratificados	por	el	Perú.
(…)	toda	la	actividad	pública	debe	considerar	la	aplicación	directa	de	normas
consagradas	en	tratados	internacionales	de	derechos	humanos,	así	como	en	la
jurisprudencia	de	las	instancias	internacionales	a	las	que	el	Perú	se	encuentra
suscrito.
(…)	un	Estado	no	puede	invocar	las	disposiciones	de	su	derecho	interno	como
justificación	para	el	 incumplimiento	de	un	 tratado	o	de	normas	 imperativas
de	Derecho	Internacional	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	2798-2004-HC/TC,	dic.	09/2004.
Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—La	desaparición	forzada	de	personas,	antecedentes
y	 naturaleza	 del	 delito	 pluriofensivo.	 “(...)	 Uno	 de	 los	 delitos	 que	 son
materia	de	imputación	en	los	referidos	procesos	penales	es	el	de	desaparición
forzada.	El	Código	Penal	promulgado	en	1991,	mediante	el	Decreto	Legislativo
N°	635,	en	su	Capítulo	II	del	Título	XIV	del	libro	segundo,	relativo	al	delito	de
terrorismo,	 artículo	 323,	 tipificó	 con	 precisión	 el	 delito	 de	 desaparición
forzada	de	personas.	Este	capítulo	 fue	posteriormente	derogado	mediante	el
Decreto	Ley	N°	25474,	promulgado	el	6	de	mayo	de	1992.	La	figura	típica	de
desaparición	forzada	de	persona	fue	reintroducida	mediante	el	Decreto	Ley	N°
25592	(…),	descripción	que	fue	finalmente	regulada	mediante	el	artículo	6°	de
la	 Ley	 N°	 26926,	 del	 21	 de	 febrero	 de	 1998,	 ubicando	 la	 figura	 dentro	 del
capítulo	de	delitos	contra	la	humanidad.
(…)	 	 La	 desaparición	 forzada	 de	 personas	 es	 un	 delito	 pluriofensivo,	 por
cuanto	afecta	 la	 libertad	 física,	el	debido	proceso,	el	derecho	a	 la	 integridad
personal,	 el	 reconocimiento	 de	 la	 personalidad	 jurídica	 y,	 como	 ya	 se	 ha
señalado,	el	derecho	a	la	tutela	judicial	efectiva.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	2798-2004-
HC/TC,	dic.	09/2004.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Los	 Estados	 deben	 acatar	 sus	 obligaciones
convencionales	internacionales	de	buena	fe	(pacta	sunt	servanda).	“4.	La
obligación	de	cumplir	lo	dispuesto	en	las	decisiones	del	tribunal	corresponde	a
un	 principio	 básico	 del	 derecho	 sobre	 la	 responsabilidad	 internacional	 del
Estado,	 respaldado	 por	 la	 jurisprudencia	 internacional,	 según	 el	 cual	 los
Estados	 deben	 acatar	 sus	 obligaciones	 convencionales	 internacionales	 de
buena	fe	(pacta	sunt	servanda)	y,	como	ya	ha	señalado	esta	corte	y	lo	dispone
el	artículo	27	de	la	Convención	de	Viena	sobre	el	Derecho	de	los	Tratados	de
1969,	 aquellos	 no	pueden,	 por	 razones	 de	 orden	 interno,	 dejar	 de	 asumir	 la
responsabilidad	internacional	ya	establecida.	Las	obligaciones	convencionales
de	los	Estados	partes	vinculan	a	todos	los	poderes	y	órganos	del	Estado.	(...).
5.	Los	Estados	partes	en	la	convención	deben	garantizar	el	cumplimiento	de
las	disposiciones	convencionales	y	sus	efectos	propios	(effet	utile)	en	el	plano
de	 sus	 respectivos	 derechos	 internos.	 Este	 principio	 se	 aplica	 no	 sólo	 en
relación	con	las	normas	sustantivas	de	los	tratados	de	derechos	humanos	(es
decir,	 las	 que	 contienen	 disposiciones	 sobre	 los	 derechos	 protegidos),	 sino
también	 en	 relación	 con	 las	 normas	 procesales,	 como	 las	 que	 se	 refieren	 al
cumplimiento	 de	 las	 decisiones	 de	 la	 corte.	 Estas	 obligaciones	 deben	 ser
interpretadas	 y	 aplicadas	 de	 manera	 que	 la	 garantía	 protegida	 sea
verdaderamente	práctica	y	eficaz,	teniendo	presente	la	naturaleza	especial	de
los	 tratados	 de	 derechos	 humanos.”	 (CIDH,	 Caso	 Barrios	 Altos	 vs	 Perú	 -
Supervisión	de	cumplimiento	de	sentencia,	set.	07/2012.	Pres.	Manuel	Ventura
Robles)
JURISPRUDENCIA.—CIDH:	 impunidad	 a	 través	 de	 la	 amnistía	 es	 tan
grave	como	la	que	se	origina	en	 la	 falta	de	voluntad	del	Poder	Judicial
para	 sancionar	 los	 delitos	 de	 lesa	 humanidad.	 “12.	 Al	 respecto,	 la	 corte
reitera	que,	ante	la	jurisdicción	internacional,	es	únicamente	el	Estado	como
tal,	 y	 no	 sus	 respectivos	 poderes,	 el	 que	 comparece	 ante	 los	 órganos	 de
supervisión	 de	 la	 Convención	Americana	 sobre	Derechos	Humanos.	De	 igual
forma,	la	representación	de	los	Estados	ante	este	tribunal	se	realiza	a	través
de	 los	 agentes	 acreditados	 ante	 el	 mismo,	 quienes	 podrán	 ser	 asistidos	 de
otras	personas	en	el	ejercicio	de	sus	funciones.	(...).
29.	Sobre	este	aspecto,	cabe	resaltar	que	la	impunidad	puede	ser	propiciada	o
tolerada	por	el	Estado,	al	sustraer	a	los	responsables	de	la	acción	de	la	justicia
o	 denegarse	 justicia	 a	 las	 víctimas.	 En	 este	 sentido,	 la	 corte	 considera	 de
similar	gravedad	tanto	la	impunidad	garantizada	a	través	de	la	adopción	de
leyes	de	amnistía,	 como	 fue	declarado	en	 la	 sentencia	de	 fondo	del	presente
caso,	como	la	impunidad	originada	en	la	falta	de	voluntad	del	Poder	Judicial
de	cumplir	a	cabalidad	con	la	obligación	de	investigar,	juzgar	y	sancionar.	Tal
falta	de	voluntad	judicial	debe	ser	analizada	en	cada	caso	concreto	y	valorada
de	acuerdo	a	criterios	objetivos,	que	lleven	al	convencimiento	que	la	acción	o
inacción	de	las	autoridades	busca	sustraer	a	los	responsables	de	la	acción	de
la	 justicia	 o	 configurar	 un	 cuadro	 de	 denegación	 de	 justicia.”	 (CIDH,	 Caso
Barrios	 Altos	 vs	 Perú	 -	 Supervisión	 de	 cumplimiento	 de	 sentencia,	 set.
07/2012.	Pres.	Manuel	Ventura	Robles)
JURISPRUDENCIA.—Crímenes	de	lesa	humanidad:	el	derecho	a	la	verdad
como	 derecho	 de	 las	 víctimas	 pero	 también	 de	 la	 sociedad	 en	 su
conjunto.	“45.	Al	respecto,	la	Corte	nota	que	los	hechos	de	Barrios	Altos	y	La
Cantuta,	 ambos	 atribuidos	 al	 Grupo	Colina,	 demuestran	 que	 las	 acciones	 de
dicho	 destacamento	 no	 sólo	 estaban	 dirigidas	 contra	 ‘los	 mandos	 y
delincuentes	 terroristas,	 que	no	 formaban	parte	 de	 la	 población	 civil’,	 como
afirma	 la	 Sala	 Penal	 Permanente,	 sino	 que	 abarcaban	 también	 ‘presuntos
subversivos,	 simpatizantes	 o	 colaboradores	 de	 organizaciones	 subversivas’
(supra	 Considerando	 39),	 lo	 cual	 derivó	 en	 ‘la	 afect[ación]	 a	 un	 número
importante	de	personas	indefensas	de	la	población	civil’,	 ‘en	el	marco	de	una
política	 estatal	 de	 eliminación	 selectiva	 pero	 sistemática	 de	 presuntos
integrantes	de	grupos	subversivos’.	(supra	Considerando	41).	Por	lo	tanto,	de
las	sentencias	internas	(supra	Considerandos	14,	15	y	16)	se	desprende	que	las
circunstancias	que	rodearon	los	hechos	de	Barrios	Altos	revelan	que	el	ataque
fue	dirigido	de	manera	indiscriminada	contra	miembros	de	la	población	civil,
tal	como	se	entiende	esta	noción	en	el	derecho	internacional.	(...).
48.	En	consecuencia,	para	la	Corte	lo	decidido	en	la	ejecutoria	suprema	entra
en	contradicción	con	 lo	resuelto	anteriormente	por	 la	misma	Corte	Suprema
de	 Justicia	 en	 el	 juzgamiento	 de	 otro	 de	 los	 involucrados	 en	 los	 hechos	 del
presente	 caso,	 así	 como	 con	 otras	 decisiones	 nacionales,	 en	 cuanto	 a	 la
calificación	de	 los	actos	como	crímenes	de	 lesa	humanidad	según	el	derecho
internacional,	 de	 modo	 tal	 que	 las	 diferentes	 y	 contradictorias
caracterizaciones	 de	 los	 graves	 hechos	 perpetrados	 por	 el	 Grupo	 Colina
conlleva	 indudablemente	 un	 impacto	 sobre	 tres	 aspectos	 principales
relacionados	con	la	investigación	de	los	hechos:	por	un	lado,	la	connotación	y
el	 nivel	 de	 reproche	 más	 elevado	 que	 le	 asigna	 el	 derecho	 internacional	 a
conductas	de	tal	naturaleza;	en	segundo	lugar,	las	consecuencias	jurídicas	que
se	derivan	de	 tal	 caracterización	y,	por	último,	el	derecho	a	 la	verdad	como
derecho	 de	 las	 víctimas	 pero	 también	 de	 la	 sociedad	 en	 su	 conjunto.	 En	 el
presente	 caso,	 resulta	 innegable	 que	 los	 hechos	 perpetrados	 por	 el	 Grupo
Colina	no	responden	a	‘delitos	comunes’	o	meras	vulneraciones	‘a	los	derechos
humanos’,	 sino	 que	 están	 dentro	 de	 aquellas	 violaciones	 más	 graves	 que
atentan	contra	 la	consciencia	universal.”	 (CIDH,	Caso	Barrios	Altos	vs	Perú	-
Supervisión	de	cumplimiento	de	sentencia,	set.	07/2012.	Pres.	Manuel	Ventura
Robles)
JURISPRUDENCIA.—La	competencia	de	 la	 CIDH	 rige	desde	 el	 veintiuno
de	 enero	 de	 1981.	 “El	 Perú	 es	 Estado	 parte	 de	 la	 Convención	 Americana
sobre	 Derechos	 Humanos,	 desde	 el	 veintiocho	 de	 julio	 de	 mil	 novecientos
setenta	y	ocho	y	reconoció	la	competencia	de	la	corte	el	veintiuno	de	enero	de
mil	novecientos	ochenta	y	uno.
Ahora	 bien,	 el	 artículo	 sesenta	 y	 ocho,	 numeral	 uno	 de	 la	 Convención
Americana	estipula	que	los	Estados	partes	de	la	convención	se	comprometen	a
cumplir	las	decisiones	que	emanen	de	la	corte.
En	 vista	 del	 carácter	 definitivo	 e	 irrecurrible	 de	 las	 decisiones	 de	 la	 Corte
Interamericana	 de	 Derechos	 Humanos,	 según	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo
sesenta	 y	 siete	 de	 la	 convención,	 ellas	 deben	 ser	 cumplidas	 de	 manera
inmediata	e	integral	por	el	Estado.”	(CS,	R.	N.	4104-2010-Lima,	set.	27/2012.
S.	S.	Pariona	Pastrana)
JURISPRUDENCIA.—La	nulidad	de	 la	sentencia	es	el	mecanismo	idóneo
para	“remover”	el	obstáculo	que	impide	el	cumplimiento	de	lo	dispuesto
por	 la	 CIDH.	 “La	 Corte	 Interamericana	 de	 Derechos	Humanos	 en	 su	 citada
resolución	 (...),	 ha	 señalado	 que	 los	 tribunales	 internos	 del	 Perú	 están
obligados	 a	 remover	 cualquier	 práctica,	 norma	 o	 institución	 procesal
inadmisible	 en	 relación	 con	 el	 deber	 de	 investigar	 graves	 violaciones	 a	 los
derechos	 humanos.	 En	 tanto	 que,	 en	 su	 parte	 resolutiva	 se	 dispone	 que	 el
Estado	 del	 Perú	 adopte	 todas	 las	 medidas	 que	 sean	 necesarias	 para	 dar
efectivo	 y	 pronto	 acatamiento	 a	 los	 puntos	 pendientes	 de	 cumplimiento,
señalados	 en	 el	 punto	declarativo	 segundo	de	 su	 resolución.	En	 tal	 virtud,	 a
pesar	de	que	la	ejecutoría	suprema	del	veinte	de	julio	de	dos	mil	doce,	adquirió
firmeza,	 la	 misma	 debe	 ser	 removida	 por	 ser	 un	 obstáculo	 para	 el
cumplimiento,	 conforme	 a	 lo	 establecido	 por	 la	 Corte	 Interamericano	 de
Derechos	 Humanos	 en	 su	 sentencia	 del	 caso	 Barrios	 Altos,	 a	 fin	 de	 hacerla
compatible	 con	 la	 Convención	Americana	 de	Derechos	Humanos,	 por	 lo	 que
estimamos	 que	 el	 mecanismo	 procesal	 idóneo	 es	 la	 nulidad	 de	 la	 citada
ejecutoria.	(...).
(...)	En	consecuencia,	corresponde	retrotraer	la	causa	al	estado	anterior	de	la
emisión	de	la	ejecutoria	suprema,	por	lo	que	la	sentencia	expedida	por	la	Sala
Penal	Superior	recobra	vigencia	con	todos	sus	efectos	jurídicos,	lo	que	implica
que	respecto	al	procesado	(...),	 se	ordene	su	recaptura	e	 internamiento	en	el
establecimiento	 penitenciario	 correspondiente,	 atendiendo	 a	 su	 situación
jurídica	 de	 condena.”	 (CS,	 R.	N.	 4104-2010-Lima,	 set.	 27/2012.	 S.	 S.	 Pariona
Pastrana)
JURISPRUDENCIA.—Falta	de	tipificación	nacional	no	elimina	el	carácter
de	 crimen	 internacional	 de	 lesa	 humanidad.	 “(...)	 como	 el	 Perú	 no	 tiene
tipificado	 expresamente	 el	 tipo	 legal	 de	 delito	 de	 lesa	 humanidad,	 ha	 de
acudirse	a	lo	que	se	denomina	‘doble	subsunción’.	Esta	figura	se	da	cuando	la
conducta	 se	 adecúa	 a	 un	 delito	 nacional	 y,	 paralelamente,	 a	 las	 normas
internacionales,	a	fin	de	calificarla	como	crimen	de	lesa	humanidad,	de	suerte
que	 se	 da	 pleno	 efecto	 al	 régimen	 jurídico	 específico	 de	 los	 crímenes
internacionales.	 La	 falta	 de	 tipificación	 nacional,	 por	 tanto,	 no	 elimina	 el
carácter	 de	 crimen	 internacional	 de	 la	 conducta	 en	 cuestión,	 al	 punto	 de
reconocerse	 en	 sede	 interna,	 por	mandato	 internacional,	 la	 no	aplicabilidad
de	normas	sobre	prescripción,	amnistía	o	cualquier	otro	tipo	de	medidas	que
disuelvan	la	posibilidad	de	reproche.
Por	 otro	 lado,	 aun	 cuando	 una	 violación	 de	 derechos	 humanos	 no	 pueda
subsumirse	 en	 un	 delito	 de	 lesa	 humanidad,	 por	 no	 estar	 presentes	 los
elementos	 configuradores	 generales,	 existen	 hechos	 graves	 que	 el	 derecho
internacional	ordena	su	tipificación	penal	y	sanción	en	el	orden	interno,	como
es	el	caso	de	las	torturas,	la	desaparición	forzada	y	las	ejecuciones	sumarias	o
arbitrarias,	 o	 cuando	 se	 trata	 de	 hechos	 calificados	 como	 violación	 de
derechos	 humanos	 por	 una	 corte	 internacional	 y	 que	 según	 la	 legislación
interna	 tienen	carácter	delictivo	–en	 tanto	 se	han	perpetrado	en	el	 ejercicio
abusivo	 del	 poder	 del	 Estado–.	 En	 estos	 supuestos	 se	 les	 reconoce	 una
limitación	 de	 derecho	 internacional:	 la	 prescripción	 no	 procede	 a	 partir	 de
conductas	negligentes	o	de	mala	 fe	por	parte	de	 las	autoridades	a	cargo	del
proceso	 [Corte	 Interamericana	 de	 Derechos	 Humanos.	 Supervisión	 de
Cumplimiento	de	Sentencia.	Casos	Loayza	Tamayo	e	Ivcher	Bronstein,	ambos
versus	Perú,	del	primero	de	julio	de	dos	mil	once	y	veintisiete	de	agosto	de	dos
mil	diez,	respectivamente]”.	(CS,	R.	N.	3521-2012-Lima,	jul.	24/2013.	S.	S.	San
Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—Los	 elementos	 del	 tipo	 legal	 internacional	 de	 lesa
humanidad.	 “(…)	 Los	 elementos	 del	 tipo	 legal	 internacional	 de	 lesa
humanidad	 son:	 1.	 El	 comportamiento	 típico,	 en	 el	 que	 destacan	 los
denominados	“elementos	de	contexto”	requieren	de	la	existencia	de	un	ataque
y	que	este	sea	generalizado	o	sistemático.	En	primer	lugar,	debe	configurarse
una	 línea	 de	 conducta	 que	 implique	 la	 comisión	 de	 múltiples	 actos	 de
asesinato,	 exterminio,	 esclavitud,	 entre	 otras	 formas	 delictivas.	 En	 segundo
lugar,	 el	 ataque	 debe	 realizarse	 a	 gran	 escala	 –es	 una	 acción	 masiva	 o
frecuente–	contra	un	número	importante	de	personas	atacadas	o	a	múltiples
víctimas.	En	 tercer	 lugar,	 los	 actos	 de	 violencia	deben	 tener	una	naturaleza
organizada	–política	común	o	plan	preconcebido,	que	supone	la	existencia	de
importantes	 recursos	 públicos	 o	 privados–,	 al	 punto	 que	 es	 improbable	 su
ocurrencia	esporádica.
2.	Sujeto	pasivo.	El	ataque	está	dirigido	contra	la	población	civil.	esta	puede
ser	definida	como	el	conjunto	de	individuos	que	ocupan	un	espacio	geográfico
determinado,	 ajenas	 completamente	 a	 las	 hostilidades.	 Pero	 no	 solo
comprende	 a	 los	 no	 combatientes,	 sino	 a	 los	 que	 no	 forman	 parte	 de	 las
hostilidades	 por	 haber	 depuesto	 las	 armas,	 por	 encontrarse	 enfermos	 o
detenidos.	 Los	 integrantes	 de	 las	 fuerzas	 armadas	 o	 paramilitares	 serán
calificados	 como	población	 civil	 siempre	 que	no	 ejecuten	ataques	 contra	 los
bienes	jurídicos	penales	y	que	no	estén	inmersos	en	las	hostilidades.
3.	Sujeto	activo.	El	 funcionario	estatal	que	cumpla	o	promueva	una	política
de	 Estado	 de	 violación	 de	 derechos	 humanos	 o	 el	 miembro	 de	 una
organización	destinada	a	violar	derechos	humanos.	Sus	actos	han	de	ser	parte
del	ataque.	Su	finalidad	es	excluir	los	actos	aislados;	es	decir,	cuando	tengan
que	ver	tan	poco	con	el	ataque,	considerando	el	contexto	y	las	circunstancias
en	que	fue	cometido.
4.	Conocimiento	del	ataque.	El	autor	debe	saber	que	existe	un	ataque	contra
la	población	civil	-no	es	necesario	que	el	perpetrador	tenga	un	conocimiento
detallado	 del	 ataque	 y	 sus	 motivos	 no	 son	 relevantes	 ni	 que	 comparta	 la
finalidad	del	ataque,	pues	puede	hacerlo	por	razones	meramente	personales-,
y	que	 su	acto	 individual	 forma	parte	de	aquél.	Debe	 conocer	 el	 contexto	del
ataque,	que	ha	de	ser	generalizado	o	sistemático	contra	una	población	civil”.
(CS,	R.	N.	3521-2012-Lima,	jul.	24/2013.	S.	S.	San	Martín	Castro)
DOCTRINA.—El	acatamiento	y	respeto	por	las	decisiones	de	la	CIDH	no
implica	asunción	de	responsabilidad.	 “(...)	 el	 acatamiento	 y	 respeto	por
las	decisiones	de	 la	Corte	 Interamericana	de	Derechos	Humanos,	en	modo
alguno	 puede	 significar,	 por	 parte	 de	 los	 que	 suscribieron	 la	 ejecutoria
suprema	 del	 veinte	 de	 julio	 del	 dos	 mil	 doce,	 una	 asunción	 de
responsabilidad,	 en	 la	 medida	 que	 nuestra	 actuación	 fue	 con	 estricta
sujeción	al	criterio	de	conciencia,	con	los	tres	componentes:	conocimientos
científicos	 o	 técnicas,	 reglas	 de	 la	 experiencia	 y	 de	 la	 lógica;	 valorando	 la
prueba,	 proveyendo	 un	 equilibrio	 entre	 garantía	 y	 eficiencia	 para
determinar	la	responsabilidad	personal	o	no	de	cada	acusado,	aplicando	el
principio	de	legalidad,	emitiendo	voto	por	la	condena	de	los	autores	de	los
múltiples	asesinatos	del	caso	Barrios	Altos,	El	Santa	y	Pedro	Yauri,	en	la	que
los	 principales	 responsables	 recibieron	 penas	 dentro	 del	 marco	 punitivo
que	 la	 ley	 establecía;	 que,	 en	 el	 caso	 de	 Pinto	 Cárdenas	 al	 no	 haberse
comprobado	su	responsabilidad	penal	se	absolvió	con	los	fundamentos	que
aparecen	en	la	ejecutoria	suprema,	cumpliendo	de	esa	manera	con	el	deber
de	 investigar,	 juzgar	 y	 sancionar	 a	 los	 responsables	 de	 tales	 execrables
hechos,	 sin	 afectar	 la	 independencia	 judicial	 ni	 las	 garantías	 penales	 y
procesales	que	corresponden	a	los	justiciables.
(...)	 Debe	 tenerse	 en	 cuenta	 que	 las	 consideraciones	 sobre	 sí	 los	 hechos
constituían	 o	 no	 crímenes	 de	 lesa	 humanidad	 a	 la	 luz	 del	 derecho
internacional	penal,	no	fueron	la	ratio	decidendi	de	nuestra	decisión,	sino	la
falta	de	imputación	necesaria	en	ese	extremo,	que	correspondía	postular	al
Ministerio	Público	e	incluir	tal	calidad	(...)”.	(CS,	R.	N.	4104-2010-Lima,	set.
27/2012.	Fundamentos	adicionales	del	señor	Josue	Pariona	Pastrana)
DOCTRINA.—No	 existe	 legislación	 interna	 para	 el	 tratamiento	 de	 los
delitos	de	lesa	humanidad.	“Es	necesario	precisar	que	no	existe	legislación
interna	 para	 el	 tratamiento	 de	 los	 delitos	 de	 lesa	 humanidad,	 tarea
pendiente	 que	 debe	 culminar	 el	 Parlamento	 del	 Perú;	 que	 el	 Tribunal
Constitucional	 impuso	 a	 la	 Sala	 Suprema	 Penal	 breve	 término	 perentorio
para	sentenciar;	que	el	Poder	Judicial	del	Perú,	 institucionalmente,	declaró
que	entendía	(con	la	ejecutoria	suprema	pronunciada	el	veinte	de	julio)	que
se	 cumplieron	 las	 obligaciones	 judiciales	 derivadas	 de	 la	 sentencia	 de	 la
Corte	 Interamericano	 en	 el	 caso	 “Barrios	 Altos”,	 y	 que	 se	 encuentra
pendiente	la	realización	de	un	pleno	jurisdiccional	de	las	salas	supremas	en
lo	 penal	 para	 definir	 el	 tratamiento	 actualmente	 disímil	 en	 los	 casos	 de
naturaleza	 similar.	 (…).”	 (CS,	 R.	 N.	 4104-2010-Lima,	 set.	 27/2012.
Fundamentos	adicionales	del	señor	Salas	Arenas)
DOCTRINA.—Omisión	de	investigar	violaciones	de	derechos	humanos
permite	 la	“remoción”	de	 la	cosa	 juzgada.	 “Bajo	dicho	supuesto	y	aquél
según	el	cual	la	causal	invocada	para	ejercer	esta	acción	de	revisión	permite
la	 remoción	 de	 la	 cosa	 juzgada	 y	 la	 rescisión	 del	 fallo	 absolutorio
cuestionado	 cuando,	 ‘en	procesos	por	 violaciones	de	derechos	humanos	 o
infracciones	 graves	 al	 derecho	 internacional	 humanitario,	 incluso	 si	 no
existe	un	hecho	nuevo	o	una	prueba	no	conocida	al	tiempo	de	los	debates,
(...)	 una	 decisión	 judicial	 interna	 o	 una	 decisión	 de	 una	 instancia
internacional	 de	 supervisión	 y	 control	 de	 derechos	 humanos,	 aceptada
formalmente	por	nuestro	país,	 constaten	un	 incumplimiento	protuberante
de	 las	 obligaciones	 del	 Estado	 colombiano	 de	 investigar	 en	 forma	 seria	 e
imparcial	 las	 mencionadas	 violaciones’,	 o	 ‘cuando	 después	 del	 fallo	 en
procesos	 por	 violaciones	 de	 derechos	 humanos	 o	 infracciones	 graves	 al
derecho	internacional	humanitario,	se	establezca	mediante	decisión	de	una
instancia	 internacional	 de	 supervisión	 y	 control	 de	 derechos	 humanos,
respecto	 de	 la	 cual	 el	 Estado	 colombiano	 ha	 aceptado	 formalmente	 la
competencia,	 un	 incumplimiento	 protuberante	 de	 las	 obligaciones	 del
Estado	 de	 investigar	 seria	 e	 imparcialmente	 tales	 violaciones’.”	 (Corte
Suprema	 de	 Colombia,	 Sent.	 28012,	 jun.	 20/2012.	 M.	 P.	 Luis	 Guillermo
Salazar	Otero)
CAPÍTULO	III
Tortura
C.	P.
ART.	 321.—Tortura.	 El	 funcionario	 o	 servidor	 público	 o
cualquier	persona,	con	el	consentimiento	o	aquiescencia	de	aquél,
que	 inflija	 a	 otro	 dolores	 o	 sufrimientos	 graves,	 sean	 físicos	 o
mentales,	 o	 lo	 someta	 a	 condiciones	 o	 métodos	 que	 anulen	 su
personalidad	o	disminuyan	su	 capacidad	 física	o	mental,	 aunque
no	causen	dolor	físico	o	aflicción	psíquica,	con	el	fin	de	obtener	de
la	 víctima	 o	 de	 un	 tercero	 una	 confesión	 o	 información,	 o	 de
castigarla	por	 cualquier	hecho	que	haya	 cometido	o	 se	 sospeche
que	 ha	 cometido,	 o	 de	 intimidarla	 o	 de	 coaccionarla,	 será
reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	menor	 de	 cinco	 ni
mayor	de	diez	años.
Si	 la	 tortura	 causa	 la	muerte	 del	 agraviado	 o	 le	 produce	 lesión
grave	y	el	agente	pudo	prever	este	resultado,	la	pena	privativa	de
libertad	 será	 respectivamente	 no	 menor	 de	 ocho	 ni	 mayor	 de
veinte	años,	ni	menor	de	seis	ni	mayor	de	doce	años.
C.	de	los	N.	y	A.
ART.	4°.—A	su	integridad	personal.	El	niño	y	el	adolescente	tienen	derecho
a	que	se	respete	su	integridad	moral,	psíquica	y	física	y	a	su	libre	desarrollo
y	 bienestar.	 No	 podrán	 ser	 sometidos	 a	 tortura,	 ni	 a	 trato	 cruel	 o
degradante.
Se	 consideran	 formas	 extremas	 que	 afectan	 su	 integridad	 personal,	 el
trabajo	 forzado	 y	 la	 explotación	 económica,	 así	 como	 el	 reclutamiento
forzado,	la	prostitución,	la	trata,	la	venta	y	el	tráfico	de	niños	y	adolescentes
y	todas	las	demás	formas	de	explotación.
PENA	PARA	FUNCIONARIOS	QUE	PRIVEN	A	UNA	PERSONA	DE	SU
LIBERTAD.	DESAPARICIÓN
D.	L.	25592.
ART.	 2°.—Las	 dependencias	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 de	 todo	 el
territorio	de	la	República,	pondrán	de	inmediato	en	conocimiento	del	Fiscal
Provincial	 las	 denuncias	 sobre	 personas	 desaparecidas	 dentro	 de	 su
circunscripción.
D.	L.	25592.
ART.	3°.—En	cada	dependencia	de	la	Policía	Nacional	del	Perú	se	llevará	un
registro	de	denuncias	sobre	personas	desaparecidas,	con	la	información	que
permita	la	identificación	de	las	mismas.
D.	L.	25592.
ART.	 4°.—Los	 fiscales	 provinciales	 investigarán	 las	 denuncias	 sobre
personas	desaparecidas,	informando	sobre	el	estado	de	las	mismas	al	Fiscal
Superior	Decano	del	distrito	judicial	respectivo,	quien	a	su	vez	informará	al
Fiscal	de	la	Nación,	el	que	procederá	de	acuerdo	a	sus	atribuciones.
D.	L.	25592.
ART.	 5°.—Modificado.	 Ley	 26877,	 Art.	 1°.	 La	 Fiscalía	 de	 la	 Nación,
remitirá,	mensualmente	al	Congreso	de	 la	República	y	al	Consejo	Nacional
de	 Derechos	 Humanos	 del	 Ministerio	 de	 Justicia,	 un	 informe	 sobre	 las
denuncias	de	personas	desaparecidas	en	todo	el	país.
JURISPRUDENCIA.—Configuración	típica	del	delito	de	tortura.	“(…)	que
la	conducta	típica	consiste	en	que	el	sujeto	activo	–funcionario	o	servidor
público	o	cualquier	persona,	con	el	consentimiento	o	aquiescencia	de	aquél–
ocasionar	a	otro	dolores	o	sufrimientos	graves,	sean	físicos	o	mentales,	o
someterla	a	condiciones	o	métodos	que	anulen	su	personalidad	o	disminuyan
su	capacidad	física	o	mental,	aunque	no	causen	dolor	físico	o	aflicción
psíquica	–ello	importa	entender	que	se	trata	de	un	delito	especial,	en	cuya
virtud	la	tortura	no	sólo	implica	una	vulneración	de	la	integridad	moral	sino
un	abuso	de	poder	y	una	quebrantamiento	de	las	garantías	legales	y
constitucionales	de	una	persona–;	e)	que	la	tipicidad	subjetiva,	aparte	del
dolo,	requiere	la	presencia	de	un	elemento	subjetivo	especial	referido	a	la
finalidad	perseguida	por	el	sujeto	activo	con	la	comisión	de	dichos	actos:	el
agente	debe	realizar	la	conducta	o	comportamiento	con	la	finalidad	de
obtener	de	la	víctima	o	de	un	tercero,	una	confesión	o	información,	para
castigarla	por	cualquier	hecho	que	haya	cometido	o	se	sospeche	que	ha
cometido,	o	para	intimidarla	o	coaccionarla	–fines	vejatorios,	en	sentido
amplio–;	f)	que	constituye	circunstancia	agravante	específica	que	se	ocasione
la	muerte	del	agraviado	o	se	le	causen	lesiones	graves,	siempre	que	el	agente
haya	podido	prever	tales	resultados.	(…).”	(CS,	R.N.	1276-05,	jun.	15/2005.	S.S.
Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Criterios	de	intensidad	para	diferenciar	la	tortura
del	trato	inhumano	o	degradante.	“(...)	6.	Se	ha	alegado	que	las	condiciones
iniciales	en	las	que	el	beneficiario	venía	sufriendo	el	mandato	de	detención
judicial	preventiva	fueron	inhumanas	y	degradantes,	pues	habría	sido
internado	en	un	ambiente	denominado	‘celda	de	castigo’,	especialmente
habilitado	para	delincuentes	de	alta	peligrosidad	y/o	para	el	caso	en	que	se
observe	mal	comportamiento	dentro	de	las	instalaciones	del	establecimiento
penal.
7.	El	derecho	de	no	ser	objeto	de	tratos	inhumanos	no	debe	confundirse	con	el
derecho	de	no	ser	sometido	a	torturas,	tratos	crueles	o	degradantes.	Por	este
último,	cuya	violación	no	se	ha	alegado	en	el	caso,	se	entiende,	de	conformidad
con	el	artículo	1°	de	la	‘Convención	contra	la	tortura	y	otros	tratos	o	penas
crueles,	inhumanos	o	degradantes’,	‘todo	acto	por	el	cual	se	inflija
intencionadamente	a	una	persona	dolores	o	sufrimientos	graves,	ya	sean
físicos	o	mentales,	con	el	fin	de	obtener	de	ella	o	de	un	tercero,	información	o
una	confesión,	de	castigarla	por	un	acto	que	haya	cometido,	o	se	sospeche	que
ha	cometido,	o	de	intimidar	o	coaccionar	a	esa	persona	o	a	otras,	o	por
cualquier	razón	basada	en	cualquier	tipo	de	discriminación,	cuando	dichos
dolores	o	sufrimientos	sean	infligidos	por	un	funcionario	público	u	otra
persona	en	el	ejercicio	de	funciones	públicas,	a	instigación	suya,	o	con	su
consentimiento	o	aquiescencia’.
8.	En	cambio,	el	derecho	de	no	ser	objeto	de	tratos	inhumanos	se	encuentra
estrechamente	relacionado	con	el	derecho	de	dignidad	de	las	personas	y,
particularmente,	con	los	alcances	del	derecho	a	la	vida	digna,	ambos
reconocidos	en	los	artículos	1°	y	2°,	inciso	1),	de	la	Constitución	Política	del
Estado,	respectivamente.”	(TC,	Exp.	0726-2002-HC/TC,	nov.	19/2002.	Pres.
Rey	Terry)
JURISPRUDENCIA.—Elementos	concurrentes	que	el	delito	de	tortura
exige:	un	elemento	material,	una	condición	especial	del	sujeto	y	un
elemento	teleológico.	“La	Corte	Suprema	en	jurisprudencia	recaída	en	el
Recurso	de	Nulidad	N°	283-2006,	ha	precisado	que	el	delito	de	tortura
conforme	a	la	descripción	típica	exige	básicamente	la	concurrencia	de	tres
elementos:	uno	material,	consistente	en	las	propias	acciones	que	constituyen
la	tortura,	es	decir	condiciones	o	procedimientos	que	por	su	naturaleza,
duración	u	otras	circunstancias	supongan	al	sujeto	pasivo	sufrimientos	físicos
o	mentales,	la	supresión	o	disminución	de	sus	facultades	de	conocimiento,
discernimiento	o	decisión,	o	cualquier	otro	procedimiento	que	atente	contra
su	integridad	moral,	asimismo	el	elemento	especial	por	condición	de	los
sujetos,	esto	es	que	el	sujeto	activo	se	desempeñe	como	autoridad	encargada
de	instituciones	destinadas	a	custodiar	por	algún	tiempo	a	personas	sujetas	a
denuncia	o	proceso	y,	por	último,	un	elemento	teleológico	que	exige	una
determinada	finalidad	para	configurar	autónomamente	este	ilícito	penal	y
que	está	orientado	concretamente	.a	obtener	una	confesión	o	información	de
cualquier	persona	o	de	castigarla	por	un	hecho	que	haya	cometido	o	se
sospeche	que	lo	ha	realizado,	así	como	de	intimidada	o	coaccionarla”.	(SPN,
Exp.	049-09,	set.	21/2011.	Pres.	Victoria	Sánchez	Espinoza)
JURISPRUDENCIA.—Se	configura	el	delito	de	tortura,	si	el	crimen	es
internacional	y	perpetrado	en	un	contexto	político	conflictivo.	“(…)	la
sala	de	mérito	se	equivoca	en	cuanto	a	su	apreciación,	pues	este	tipo	penal	se
refiere	a	uno	que	tutela	los	‘crímenes	contra	la	humanidad’,	por	tal	motivo
para	su	configuración,	además	de	sus	elementos	objetivos	se	requiere	tener
presente,	como	criterio	político	criminal,	que	se	trata	de	un	crimen
internacional	perpetrado	en	un	contexto	político	conflictivo,	a	tenor	del
artículo	cuatro	numeral	dos	del	Pacto	Internacional	de	Derechos	Civiles	y
Políticos	y	que	el	ámbito	de	tutela	es	la	dignidad	de	la	personas,	como	sujeto
de	derechos	fundamentales,	cuyo	agravio	ofende	a	la	humanidad	en	su
conjunto,	y	a	la	comunidad	de	naciones	comprometidas	con	la	vigencia	de	un
derecho	penal	humanitario	y	de	los	derechos	humanos.	Por	lo	que,	a	efectos
que	el	colegiado	superior	efectúe	un	adecuado	juicio	de	subsunción	de	los
hechos	materia	de	investigación,	y	en	atención	al	principio	de	economía
procesal,	corresponde	declarar	la	nulidad	de	la	recurrida	sólo	en	este	extremo
de	conformidad	con	lo	dispuesto	por	el	artículo	doscientos	noventa	y	nueve	del
Código	de	Procedimientos	Penales	(…).”	(CS,	R.N.	1776-2008,	set.	01/2008.	S.S.
Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—La	tortura	no	solo	se	da	para	buscar	información,
sino	también	para	castigar	cualquier	hecho	que	haya	cometido	una
persona.	“Ahora	bien,	el	tribunal	superior	se	desvinculó	del	delito	de	tortura
bajo	el	argumento	de	que	no	se	encuentra	presente	uno	de	sus	elementos
típicos,	específicamente	la	finalidad	de	la	conducta,	como	elemento	adicional
al	dolo	(...).	Sin	embargo,	la	explicación	dada	al	respecto	por	el	colegiado
superior	no	satisface	los	estándares	mínimos	de	argumentación,	pues	no	tomó
en	cuenta	que	el	tipo	penal	del	delito	de	tortura	describe	que	los	tratos
degradantes	e	inhumanos	no	solo	se	dan	con	la	finalidad	de	realizar	una
búsqueda	de	información	o	una	probable	autoinculpación,	sino	también	se
dan	con	el	propósito	de	castigar	por	cualquier	hecho	que	haya	cometido	una
persona	o	se	sospeche	de	ello,	como	bien	puede	serlo	resistir	o	agredir	a	sus
captores”.	(C.	S.,	R.	N.	1123-2015-Lima,	mar.	23/2016.	V.	P.	Prado
Saldarriaga)
JURISPRUDENCIA.—Un	elemento	material,	un	elemento	teleológico	y	la
calidad	del	sujeto	son	los	tres	requisitos	básicos	que	exige	la
configuración	del	delito	de	tortura.	“En	ese	sentido,	el	delito	de	tortura
descrito	en	nuestro	ordenamiento	penal,	exige	básicamente	la	concurrencia	de
tres	elementos:	a)	un	elemento	material	consistente	en	las	propias	acciones
que	constituyen	el	delito	de	tortura;	esto	es,	aplicación	de	condiciones	o
procedimientos	que	por	su	naturaleza,	duración	u	otros	factores	infrinjan	al
sujeto	pasivo	sufrimientos	físicos	o	mentales,	la	supresión	de	sus	facultades	de
conocimiento,	discernimiento	o	decisión,	o	cualquier	otro	acto	que	atente
contra	su	integridad	moral.	b)	La	calidad	del	sujeto	activo	de	representante
del	Estado,	es	decir,	el	ser	autoridad	encargada	de	instituciones	destinadas	a
custodiar	por	algún	tiempo	a	personas	sujetas	a	una	denuncia,	proceso	o
cualquier	asunto	de	similar	índole.	c)	Finalmente,	un	elemento	teleológico	que
exige	finalidad	alternativa	de	procurar	obtener	una	información	o	confesión
por	parte	de	la	víctima	o	un	tercero;	de	intimidarla	o	coaccionarla;	o	de
castigarla	por	cualquier	hecho	que	haya	cometido”.	(C.	S.,	R.	N.	1123-2015-
Lima,	mar.	23/2016.	V.	P.	Prado	Saldarriaga)
DOCTRINA.—La	extradición	se	niega	si	se	demuestra	riesgo	relevante
de	 tortura.	 “(…)	 Ciertamente,	 el	 hecho	 de	 que	 la	 Ley	 3/2003,	 de	 14	 de
marzo,	 sobre	 la	 orden	 europea	 de	 detención	 y	 entrega,	 promulgada	 en
cumplimiento	de	la	decisión	marco	del	Consejo	de	la	Unión	Europea	de	13
de	 junio	del	2002,	no	haya	 incorporado	expresamente	a	su	articulado	una
causa	de	denegación	de	la	entrega	en	supuestos	de	riesgo	serio	y	fundado	de
sufrir	el	reclamado	torturas	o	tratos	inhumanos	o	degradantes	en	el	Estado
de	 emisión	 de	 la	 euroorden,	 no	 puede	 llevar	 a	 ignorar	 la	 exigencia	 de
denegar	 la	 entrega	 en	 tales	 supuestos,	 pues,	 además	 de	 que	 la	 misma	 se
contiene	en	el	preámbulo	de	la	propia	decisión	marco	del	consejo	de	13	de
junio	 del	 2002,	 en	 cuyo	 apartado	 13	 se	 dispone	 que	 ‘nadie	 podrá	 ser
devuelto,	 expulsado	 o	 extraditado	 a	 un	 Estado	 en	 el	 que	 corra	 un	 grave
riesgo	 de	 ser	 sometido	 a	 la	 pena	 de	 muerte,	 a	 tortura	 o	 a	 otras	 penas	 o
tratos	 inhumanos	 o	 degradantes’,	 nos	 hallamos	 ante	 uno	 de	 los	 ‘valores
fundamentales	 de	 las	 sociedades	 democráticas’	 (SSTC	 91/2000,	 de	 30	 de
marzo,	 FJ	8;	 32/2003,	de	13	de	 febrero,	 FJ	7,	 citando	 las	 SSTEDH	de	7	de
julio	de	1989,	caso	Soering	c.	Reino	Unido,	y	de	11	de	 julio	del	2000,	caso
Jabari	c.	Turquía),	‘dado	que	la	tortura	y	los	tratos	inhumanos	y	degradantes
son	actos	intolerables	de	violación	de	la	dignidad	humana,	a	la	par	que	una
negación	 frontal	de	 la	 transparencia	y	 la	 sujeción	a	 la	 ley	del	 ejercicio	del
poder	 propias	 de	 un	 Estado	 de	 derecho’,	 por	 lo	 que	 configuran	 una
‘prohibición	absoluta	(…)	que	no	admite	ponderación	justificante	alguna	con
otros	derechos	o	bienes	constitucionales”	(STC	34/2008,	de	25	de	febrero,
FJ	 5)”	 (Trib.	 Const.	 Español.	 Sent.	 199/2009,	 set.	 28/2009.	 Pres.	 Casas
Baamonde)
DOCTRINA.—El	 mecanismo	 de	 la	 euroorden	 (el	 tercer	 pilar)	 busca
“tapar”	las	grietas	por	donde	escapan	los	delincuentes.	“(…)	1.	La	lejanía
de	 los	 jueces	 respecto	 de	 los	 poderes	 públicos	 asegura	 al	 máximo	 su
independencia	objetiva	y	aumenta	el	grado	de	confianza	de	 las	sociedades
democráticas	en	sus	decisiones.	No	será	necesario	esperar	al	día	en	que	los
jueces	 de	 todos	 los	 estados	 miembros	 de	 la	 Unión	 Europea	 tengan	 un
órgano	de	gobierno	único	para	lograr	que	una	sentencia	dictada	en	Rumanía
se	pueda	ejecutar	normalmente	en	España.	El	mecanismo	de	 la	euroorden
es	ya	la	piedra	angular	de	un	sistema	que	prepara	ese	logro.	Sin	embargo	no
alcanzaremos	fácilmente	un	espacio	común	de	libertad,	seguridad	y	justicia
si	los	estados	miembros	de	la	Unión	Europea	desconfiamos	de	las	garantías
procesales	que	ofrece	ese	nuevo	espacio	común	e	insistimos	en	oponer	los
espesos	muros	de	las	garantías	penales	de	nuestros	sistemas	jurídicos	a	una
libertad	 plena	 de	 circulación	 de	 resoluciones	 judiciales.	 En	 el	 caso	 de	 la
euroorden	esos	viejos	muros	no	ejercen	en	el	interior	de	la	unión	la	función
de	baluarte	de	protección	de	los	derechos	del	individuo	que	cumplieron	en
el	 pasado.	 Para	 el	 tercer	 pilar	 esas	 murallas	 son	 construcciones	 de	 otro
tiempo	que	presentan	grietas	por	las	que	escapan	los	delincuentes.
(…)	 El	 súbdito	 británico	 requerido	 ha	 sido	 condenado	 por	 un	 delito	 de
relaciones	sexuales	a	cambio	de	dinero	con	una	persona	del	mismo	sexo,	de
catorce	años	de	edad,	perteneciente	a	la	categoría	social	de	los	llamados	en
Rumanía	“niños	de	la	calle”.
El	auto	de	la	audiencia	nacional	recurrido	en	amparo	no	podía	denegar	la
entrega	que	le	solicitaba	la	autoridad	judicial	rumana	sin	vulnerar	tanto	la
ley	 nacional	 como	 la	 decisión	marco	 en	 cuya	 ejecución	 se	 dictó	 dicha	 ley.
Pero,	ante	todo,	es	inaplicable	al	caso	la	doctrina	de	este	tribunal	en	materia
de	extradición,	por	lo	que	no	se	ha	vulnerado	derecho	fundamental	alguno
del	 solicitante	 de	 amparo.”	 (Trib.	 Const.	 Español.	 Sent.	 199/2009,	 set.
28/2009.	Voto	particular	del	magistrado	don	Jorge	Rodríguez-Zapata	Pérez)
DOCTRINA.—TC	de	España	 impide	extradición	de	 ciudadano	español
condenado	por	narcotráfico	que	 se	 fugó	del	penal	de	Lurigancho.	 “Al
respecto	 es	 preciso	 traer	 a	 colación	 la	 doctrina	 desarrollada	 por	 este
tribunal	acerca	de	los	deberes	de	protección	de	los	derechos	fundamentales
del	 extraditurus	 por	 parte	 de	 los	 órganos	 judiciales	 españoles.	 (...)	 ‘la
responsabilidad	de	los	órganos	judiciales	españoles	por	acción	u	omisión	en
los	 procedimientos	 de	 extradición	 no	 se	 limita	 a	 las	 consecuencias	 de	 su
propia	conducta.	En	la	medida	en	que	con	dicho	procedimiento	se	concreta
un	estrecho	complejo	de	actuaciones	imbricadas,	en	el	país	requirente	y	en
el	 requerido,	 el	 destino	 del	 extraditado	 en	 aquél	 no	 es	 ni	 puede	 ser
indiferente	para	las	autoridades	de	éste.	Por	ello,	se	encuentran	obligados	a
prevenir	[esto	es,	a	impedir	que	se	convierta	en	daño	un	peligro	efectivo]	la
vulneración	 de	 derechos	 fundamentales,	 que	 les	 vinculan	 como	 bases
objetivas	de	nuestro	ordenamiento,	incluso	si	esa	vulneración	se	espera	de
autoridades	 extranjeras,	 atrayéndose	 la	 competencia	 de	 los	 tribunales
españoles	por	el	dominio	de	que	disponen	sobre	 la	 situación	personal	del
extraditado	y,	por	tanto,	por	los	medios	con	que	cuentan	para	remediar	los
efectos	de	 las	 irregularidades	denunciadas’.	En	este	sentido,	hemos	puesto
de	manifiesto	que	‘el	procedimiento	de	extradición	(...)	exige	una	cuidadosa
labor	de	verificación	por	el	órgano	judicial	en	relación	con	las	circunstancias
alegadas	por	el	reclamado,	con	el	fin	de	evitar	que,	en	caso	de	accederse	a	la
extradición,	se	pudiera	convertir	en	autor	de	una	lesión	contra	los	derechos
del	 extraditado,	 bien	 porque	 hubiera	 contribuido	 a	 que	 la	 lesión	 de	 un
derecho	 ya	 acaecida	 en	 el	 extranjero	 no	 fuera	 restablecida,	 o	 a	 que	 no	 se
impidiera	que	de	la	misma	se	derivaran	consecuencias	perjudiciales	para	el
reclamado,	 bien	 porque,	 existiendo	 un	 temor	 racional	 y	 fundado	 de	 que
tales	 lesiones	 se	 produzcan	 en	 el	 futuro,	 éstas	 resulten	 favorecidas	 por	 la
actuación	de	los	órganos	judiciales	españoles	al	no	haberlas	evitado	con	los
medios	 de	 que,	 mientras	 el	 reclamado	 se	 encuentra	 sometido	 a	 su
jurisdicción,	disponen,	de	modo	que	la	actuación	del	juez	español	produzca
un	riesgo	relevante	de	vulneración	de	los	derechos	del	reclamado’	(...).
Tal	 como	 pone	 de	 manifiesto	 el	 Ministerio	 Fiscal,	 ante	 la	 denuncia	 del
recurrente	de	que	si	se	concedía	la	extradición	y	se	le	devolvía	a	la	prisión
de	 Lurigancho	 podía	 ser	 objeto	 de	 tratos	 degradantes	 y	 vejatorios,	 la
Audiencia	Nacional	responde	con	una	argumentación	de	índole	normativo-
jurídica	 en	 exceso	 formalista,	 sin	 atender	 a	 las	 particulares	 circunstancias
que	 rodeaban	 la	 situación	 del	 reclamado	 y	 a	 las	 concretas	 alegaciones
efectuadas,	tal	como	a	continuación	se	analiza.
En	primer	lugar	debemos	destacar	el	hecho	de	que	al	recurrente	no	puede
achacársele	falta	de	diligencia	en	la	aportación	de	datos	y	documentos	que
avalen	sus	alegaciones,	sino	que,	por	el	contrario,	desde	su	primer	escrito	de
alegaciones	de	21	de	julio	del	2004	aportó,	además	de	diversos	recortes	de
la	 prensa	 peruana	 donde	 se	 relataba	 la	 noticia	 de	 su	 fuga	 y	 los	 rumores
acerca	de	que	pudiera	haber	sido	víctima	de	actos	de	canibalismo	por	parte
de	otros	presos,	un	amplio	 informe	de	carácter	oficial	de	 la	Defensoría	de
Pueblo	 del	 Estado	 peruano	 sobre	 la	 situación	 del	 sistema	 penitenciario
peruano,	 así	 como	 sobre	 concreta	 situación	 de	 la	 prisión	 de	 Lurigancho,
solicitando	además	de	 la	Audiencia	Nacional	que	recabara	 información	del
encargado	de	visitar	presos	de	la	Embajada	española,	en	aras	de	acreditar	la
concreta	situación	en	que	el	recurrente	se	hallaba”.	(Tribunal	Constitucional
de	España,	STC	140/2007,	jun.	04/2007.	Pres.	Guillermo	Jiménez	Sánchez)
DOCTRINA.—El	deber	estatal	de	 investigar	un	caso	de	 tortura	es	una
obligación	 imperativa	 que	 deriva	 del	 derecho	 internacional.	 “Al
respecto,	la	corte	aclara	que	de	la	Convención	contra	la	Tortura	surgen	dos
supuestos	que	accionan	el	deber	estatal	de	investigar:	por	un	lado,	cuando
se	presente	denuncia,	y,	por	el	otro,	cuando	exista	razón	fundada	para	creer
que	 se	 ha	 cometido	un	 acto	 de	 tortura	 en	 el	 ámbito	 de	 la	 jurisdicción	del
Estado.	 En	 estas	 situaciones,	 la	 decisión	 de	 iniciar	 y	 adelantar	 una
investigación	 no	 recae	 sobre	 el	 Estado,	 es	 decir,	 no	 es	 una	 facultad
discrecional,	 sino	 que	 el	 deber	 de	 investigar	 constituye	 una	 obligación
estatal	 imperativa	 que	 deriva	 del	 derecho	 internacional	 y	 no	 puede
desecharse	o	 condicionarse	por	 actos	o	disposiciones	normativas	 internas
de	ninguna	índole.	En	el	presente	caso,	(...)	de	modo	tal	que	había	puesto	en
conocimiento	 del	 Estado	 los	 hechos,	 esto	 era	 base	 suficiente	 para	 que
surgiera	 la	 obligación	 del	 Estado	 de	 investigarlos	 de	 manera	 pronta	 e
imparcial.	Además,	como	ya	ha	señalado	este	tribunal,	aun	cuando	los	actos
de	 tortura	 o	 tratos	 crueles,	 inhumanos	 o	 degradantes	 no	 hayan	 sido
denunciados	 ante	 las	 autoridades	 competentes	 por	 la	 propia	 víctima,	 en
todo	caso	en	que	existan	indicios	de	su	ocurrencia,	el	Estado	deberá	iniciar
de	 oficio	 y	 de	 inmediato	 una	 investigación	 imparcial,	 independiente	 y
minuciosa	que	permita	determinar	la	naturaleza	y	el	origen	de	las	lesiones
advertidas,	identificar	a	los	responsables	e	iniciar	su	procesamiento”.	(CIDH,
Sent.	-	Caso	Vélez	Loor	vs.	Panamá,	nov.	23/2010.	Pres.	Diego	García-Sayán)
DOCTRINA.—CIDH:	 toda	 detención	 tiene	 que	 ser	 debidamente
registrada	señalando	con	claridad	las	causas	de	la	detención,	quién	la
realizó,	 la	 hora	 de	 detención	 y	 la	 hora	 de	 la	 puesta	 en	 libertad.	 “La
comisión	 y	 los	 representantes	 argumentaron	 la	 ausencia	 de	 un	 registro
adecuado	de	la	detención	de	Gladys	Espinoza	(supra	párrs.	103.b	y	104.a).
La	 corte	 ha	 considerado	 que	 toda	 detención,	 independientemente	 del
motivo	o	duración	de	la	misma,	tiene	que	ser	debidamente	registrada	en	el
documento	 pertinente,	 señalando	 con	 claridad	 las	 causas	 de	 la	 detención,
quién	la	realizó,	la	hora	de	detención	y	la	hora	de	su	puesta	en	libertad,	así
como	la	constancia	de	que	se	dio	aviso	al	juez	competente,	como	mínimo,	a
fin	 de	 proteger	 contra	 toda	 interferencia	 ilegal	 o	 arbitraria	 de	 la	 libertad
física.	 La	 corte	 ha	 establecido	 que	 dicha	 obligación	 también	 existe	 en
centros	 de	 detención	 policial.	 La	 corte	 nota	 que	 este	 deber	 se	 encuentra
dispuesto	en	una	norma	interna	que	no	se	encontraba	suspendida	(artículo
2	inciso	20.i,	supra	párr.	112).
123.	Del	acervo	probatorio	consta	que,	en	el	Libro	de	Registro	de	Detenidos
proveniente	de	 la	Policía	Nacional	del	Perú	del	Ministerio	del	 Interior,	con
fecha	de	apertura	el	27	de	agosto	de	1992	y	que	culmina	el	9	de	diciembre
de	1996,	a	folio	90	se	encuentra	registrado	el	ingreso	de	(...).	Se	desprende
de	dicho	documento	que	únicamente	se	registró	el	ingreso	a	la	01:10	horas
del	19	de	 abril	 de	1993	 .	 Es	decir,	 si	 bien	 la	detención	 se	 realizó	 el	 17	de
abril	de	1993	el	ingreso	fue	registrado	recién	dos	días	después	de	ésta,	y	sin
que	 se	 haya	 señalado	 con	 claridad	 las	 causas	 de	 la	 detención,	 quién	 la
realizó	ni	la	hora	de	detención.	Por	tanto,	la	Corte	determina	que	la	falta	de
un	 registro	 adecuado	 de	 la	 detención	 de	 (...)	 constituye	 una	 violación	 del
derecho	 consagrado	 en	 el	 artículo	 7.2	 de	 la	 Convención	 Americana,	 en
relación	con	el	artículo	1.1	de	este	instrumento,	en	perjuicio	de	(...)”.	(CIDH,
Sent.	Caso	Espinoza	Gonzáles	vs.	Perú,	nov.	20/2014)
DOCTRINA.—Un	 acto	 es	 constitutivo	 de	 tortura	 si	 el	 maltrato	 es
intencional,	causa	severos	sufrimientos	físicos	o	mentales	y	se	comete
con	 cualquier	 fin	 o	 propósito.	 “17.	 La	 comisión	 resaltó	 que	 ‘no
corresponde	 una	 calificación	 jurídica	 como	 tortura,	 tratos	 crueles,
inhumanos	o	degradantes,	 en	 forma	aislada,	de	 cado	uno	de	 los	maltratos
físicos	 y	 psicológicos	 que	 una	 persona	 pudo	 sufrir	 en	 las	 mismas
circunstancias	de	tiempo,	modo	y	lugar’,	ya	que	‘es	el	cúmulo	de	elementos,
la	sumatoria	de	afectaciones	y	el	contexto	de	indefensión	en	el	que	puedan
producirse,	 los	 que	 permiten	 una	 calificación	 determinada	 en	materia	 de
tortura’.	 La	 comisión	 consideró	 que	 dicha	 aclaración	 en	 la	 solicitud	 de
interpretación	 del	 Estado	 ‘resulta	 improcedente	 y	 que	 la	 misma	 ya	 fue
efectuada	 por	 la	 honorable	 corte	 en	 su	 sentencia	 bajo	 los	 estándares	 del
derecho	internacional	de	los	derechos	humanos’.	(...).
Para	 definir	 lo	 que	 a	 la	 luz	 del	 artículo	 5.2	 de	 la	 Convención	 Americana
debe	entenderse	como	“tortura”,	de	conformidad	con	la	jurisprudencia	de	la
corte,	se	está	frente	a	un	acto	constitutivo	de	tortura	cuando	el	maltrato:	a)
es	 intencional;	 b)	 cause	 severos	 sufrimientos	 físicos	 o	 mentales,	 y	 c)	 se
cometa	 con	 cualquier	 fin	o	propósito.	Asimismo,	 se	ha	 reconocido	que	 las
amenazas	 y	 el	 peligro	 real	 de	 someter	 a	 una	 persona	 a	 lesiones	 físicas
produce,	 en	determinadas	 circunstancias,	una	angustia	moral	de	 tal	 grado
que	puede	ser	considerada	tortura	psicológica”.	 (CIDH,	Sent.	Caso	vs.	Perú
(Interpretación),	nov.	20/2014)
C.	P.
ART.	322.—Cooperación	de	profesional	sanitario.	El	médico	o
cualquier	profesional	sanitario	que	cooperara	en	 la	perpetración
del	delito	 señalado	en	el	 artículo	anterior,	 será	 reprimido	con	 la
misma	pena	de	los	autores.
CAPÍTULO	IV
Discriminación
(Capítulo	incorporado	por	el	Art.	1°	de	la	Ley	27270)
C.	P.
ART.	323.—Modificado.	Ley	30171,	Art.	4°.	Discriminación	e
incitación	 a	 la	 discriminación.	 El	 que,	 por	 sí	 o	 mediante
terceros,	discrimina	a	una	o	más	personas	o	grupo	de	personas,	o
incita	 o	 promueve	 en	 forma	 pública	 actos	 discriminatorios,	 por
motivo	racial,	religioso,	sexual,	de	 factor	genético,	 filiación,	edad,
discapacidad,	 idioma,	 identidad	 étnica	 y	 cultural,	 indumentaria,
opinión	política	o	de	cualquier	índole,	o	condición	económica,	con
el	 objeto	 de	 anular	 o	 menoscabar	 el	 reconocimiento,	 goce	 o
ejercicio	de	 los	derechos	de	 la	persona,	será	reprimido	con	pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	dos	años,	ni	mayor	de	tres	o	con
prestación	de	servicios	a	la	comunidad	de	sesenta	a	ciento	veinte
jornadas.
Si	el	agente	es	funcionario	o	servidor	público	la	pena	será	no
menor	de	dos,	ni	mayor	de	cuatro	años	e	inhabilitación	conforme
al	numeral	2	del	artículo	36.	La	misma	pena	privativa	de	libertad
señalada	en	el	párrafo	anterior	se	impondrá	si	la	discriminación,
la	incitación	o	promoción	de	actos	discriminatorios	se	ha
materializado	mediante	actos	de	violencia	física	o	mental	o	a
través	de	internet	u	otro	medio	análogo.
IGUALDAD	ANTE	LA	LEY
Const.
ART.	2°.—Toda	persona	tiene	derecho:
(...).
2.	 A	 la	 igualdad	 ante	 la	 ley.	 Nadie	 debe	 ser	 discriminado	 por	motivo	 de
origen,	 raza,	 sexo,	 idioma,	 religión,	 opinión,	 condición	 económica	 o	 de
cualquiera	otra	índole.
(...).
C.	de	los	N.	y	A.
ART.	 III.	Igualdad	de	oportunidades.	Para	 la	 interpretación	 y	 aplicación
de	 este	 código	 se	 deberá	 considerar	 la	 igualdad	de	 oportunidades	 y	 la	 no
discriminación	a	que	tiene	derecho	todo	niño	y	adolescente	sin	distinción	de
sexo.
LEY	DE	IGUALDAD	DE	OPORTUNIDADES	ENTRE	MUJERES	Y	HOMBRES
Ley	28983.
ART.	2°.—Del	concepto	de	discriminación.	Para	los	efectos	de	la	presente
ley,	se	entiende	por	discriminación	cualquier	tipo	de	distinción,	exclusión	o
restricción,	 basada	 en	 el	 sexo,	 que	 tenga	 por	 objeto	 o	 por	 resultado
menoscabar	o	anular	el	reconocimiento,	goce	o	ejercicio	de	los	derechos	de
las	 personas,	 independientemente	 de	 su	 estado	 civil,	 sobre	 la	 base	 de	 la
igualdad	 entre	 la	 mujer	 y	 el	 hombre,	 de	 los	 derechos	 humanos	 y	 las
libertades	fundamentales	en	las	esferas	política,	económica,	social,	cultural
o	en	 cualquier	otra,	 en	 concordancia	 con	 lo	 establecido	en	 la	Constitución
Política	 del	 Perú	 y	 en	 los	 instrumentos	 internacionales	 ratificados	 por	 el
Estado	peruano.
JURISPRUDENCIA.—Legislador	no	debe	realizar	diferencias
injustificadas:	dimensión	formal	y	material	de	la	igualdad.	“(...)	Esta
dimensión	impone	una	exigencia	al	legislador	para	que	no	realice	diferencias
injustificadas,	pero,	también,	a	los	demás	órganos	del	Estado	para	que	no
apliquen	la	ley	de	forma	desigual	a	supuestos	semejantes	(…)	a	parte	de	la
obligación	de	abstención	por	parte	del	Estado	de	realizar	actos
discriminatorios,	existe	una	obligación	positiva	para	equiparar	situaciones
desiguales	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	0606-2004-AA/TC,	jun.	28/2004.	Pres.	Bardelli
Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—La	igualdad	en	la	función	pública.	“(...)	en	el	caso	de
las	personas	naturales	se	debe	determinar	si	el	tratamiento	diferenciado
vulnera	el	derecho	de	igualdad,	en	el	caso	de	los	funcionarios	públicos,	las
diferencias	de	trato	no	se	interpretan	como	actos	discriminatorios	pues	el
Estado	y	sus	funcionarios	no	se	organizan	con	sujeción	a	la	regla	de	la
autonomía	de	la	voluntad,	sino	bajo	el	principio	de	competencia	(…)”.	(TC,
Exp.	N°	0024-2005-PI/TC,	nov.	02/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—La	igualdad	en	la	ley	implica	igualdad	de	decisiones
en	casos	sustancialmente	iguales.	“(...)	Un	mismo	órgano	no	puede
modificar	arbitrariamente	el	sentido	de	sus	decisiones	en	casos
sustancialmente	iguales	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	0048-2004-PI/TC,	abr.	01/2005.
Pres.	Alva	Orlandini)
CAPÍTULO	V
Manipulación	genética
(Capítulo	incorporado	por	el	Art.	1°	de	la	Ley	27636)
C.	P.
ART.	 324.—Modificado.	 Ley	 27636,	 Art.	 1°.	 Manipulación
genética.	 Toda	 persona	 que	 haga	 uso	 de	 cualquier	 técnica	 de
manipulación	genética	con	 la	 finalidad	de	clonar	seres	humanos,
será	reprimido	con	pena	privativa	de	la	libertad	no	menor	de	seis
ni	mayor	 de	 ocho	 años	 e	 inhabilitación	 conforme	 al	 artículo	 36,
incisos	4	y	8.
TÍTULO	XV
Delitos	contra	el	Estado	y	la	defensa
nacional
CAPÍTULO	I
Atentados	contra	la	seguridad	nacional	y	traición
a	la	patria
C.	P.
ART.	 325.—Atentados	 contra	 la	 soberanía	 o	 integridad	 del
Estado.	El	que	practica	un	acto	dirigido	a	someter	a	la	República,
en	 todo	 o	 en	 parte,	 a	 la	 dominación	 extranjera	 o	 a	 hacer
independiente	 una	 parte	 de	 la	 misma,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	quince	años.
DEFENSA	DE	LA	SOBERANÍA
Const.
ART.	 44.—Son	 deberes	 primordiales	 del	 Estado:	 defender	 la	 soberanía
nacional;	garantizar	la	plena	vigencia	de	los	derechos	humanos;	proteger	a
la	población	de	las	amenazas	contra	su	seguridad;	y	promover	el	bienestar
general	 que	 se	 fundamenta	 en	 la	 justicia	 y	 en	 el	 desarrollo	 integral	 y
equilibrado	de	la	Nación.
Asimismo,	es	deber	del	Estado	establecer	y	ejecutar	la	política	de	fronteras
y	 promover	 la	 integración,	 particularmente	 latinoamericana,	 así	 como	 el
desarrollo	 y	 la	 cohesión	 de	 las	 zonas	 fronterizas,	 en	 concordancia	 con	 la
política	exterior.
C.	P.
ART.	326.—Asociación	en	grupo	armado.	El	que	forma	parte	de
un	grupo	armado	dirigido	o	asesorado	por	extranjero,	organizado
dentro	o	fuera	del	país,	para	actuar	en	el	territorio	nacional,	será
reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 seis	 ni
mayor	de	diez	años.
C.	P.
ART.	 327.—Destrucción	 y	 alteración	 de	 hitos	 fronterizos.	 El
que	 destruye	 o	 altera	 las	 señales	 que	 marcan	 los	 límites	 del
territorio	 de	 la	 República	 o	 hace	 que	 éstos	 se	 confundan,	 será
reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	menor	 de	 cinco	 ni
mayor	de	diez	años.
C.	P.
ART.	 328.—Formas	 agravadas.	 Será	 reprimido	 con	 pena
privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 cinco	 años	 el	 que	 realiza
cualquiera	de	las	acciones	siguientes:
1.	 Acepta	 del	 invasor	 un	 empleo,	 cargo	 o	 comisión	 o	 dicta
providencias	encaminadas	a	afirmar	al	gobierno	del	invasor.
2.	 Celebra	 o	 ejecuta	 con	 algún	 Estado,	 sin	 cumplir	 las
disposiciones	constitucionales,	tratados	o	actos	de	los	que	deriven
o	puedan	derivar	una	guerra	con	el	Perú.
3.	Admite	tropas	o	unidades	de	guerra	extranjeras	en	el	país.
C.	P.
ART.	 329.—Contacto	 desleal	 con	 Estado	 extranjero.	 El	 que
entra	 en	 inteligencia	 con	 los	 representantes	 o	 agentes	 de	 un
Estado	extranjero,	con	el	propósito	de	provocar	una	guerra	contra
la	 República,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	de	veinte	años.
C.	P.
ART.	330.—Revelación	de	secretos	nacionales.	El	que	revela	o
hace	accesible	a	un	Estado	extranjero	o	a	sus	agentes	o	al	público,
secretos	 que	 el	 interés	 de	 la	 República	 exige	 guardarlos,	 será
reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	menor	 de	 cinco	 ni
mayor	de	quince	años.
Si	el	agente	obra	por	lucro	o	por	cualquier	otro	móvil	innoble,	la
pena	será	no	menor	de	diez	años.
Cuando	 el	 agente	 actúa	 por	 culpa,	 la	 pena	 será	 no	 mayor	 de
cuatro	años.
SEGURIDAD	NACIONAL
Const.
ART.	 163.—El	 Estado	 garantiza	 la	 seguridad	 de	 la	 Nación	 mediante	 el
Sistema	de	Defensa	Nacional.
La	defensa	nacional	es	integral	y	permanente.	Se	desarrolla	en	los	ámbitos
interno	 y	 externo.	 Toda	 persona,	 natural	 o	 jurídica,	 está	 obligada	 a
participar	en	la	defensa	nacional,	de	conformidad	con	la	ley.
C.	P.
ART.	331.—Espionaje.	El	que	espía	para	comunicar	o	comunica
o	 hace	 accesibles	 a	 un	 Estado	 extranjero	 o	 al	 público,	 hechos,
disposiciones	u	objetos	mantenidos	en	secreto	por	 interesar	a	 la
defensa	nacional,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no
menor	de	quince	años.
Si	el	agente	obró	por	culpa	la	pena	será	no	mayor	de	cinco	años.
C.	P.
ART.	331-A.—Derogado.	Ley	25399,	Art.	1°.
C.	P.
ART.	332.—Favorecimiento	bélico	a	Estado	extranjero.	El	que
entrega	 a	 un	 Estado	 extranjero	 bienes	 destinados	 a	 la	 defensa
nacional	 o	 le	 favorece	mediante	 servicios	 o	 socorros	 que	 pueda
debilitarla,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	de	quince	años.
Si	el	agente	actúa	por	lucro	o	por	cualquier	otro	móvil	innoble	la
pena	será	no	menor	de	veinte	años.
C.	P.
ART.	 333.—Desobediencia	 de	 orden	 militar.	 El	 que	 provoca
públicamente	 a	 la	 desobediencia	 de	 una	 orden	 militar	 o	 a	 la
violación	de	los	deberes	propios	del	servicio	o	al	rehusamiento	o
deserción,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor
de	cuatro	años.
C.	P.
ART.	334.—Derogado.	Ley	29460,	Art.	4°.
CAPÍTULO	II
Delitos	que	comprometen	las	relaciones
exteriores	del	Estado
C.	P.
ART.	 335.—Violación	 de	 inmunidad.	 El	 que	 viola	 las
inmunidades	del	jefe	de	un	Estado	o	de	algún	agente	diplomático,
o	ultraja	en	la	persona	de	éstos	a	un	Estado	extranjero,	o	arrebata
o	degrada	 los	emblemas	de	 la	soberanía	de	una	nación	amiga	en
acto	 de	 menosprecio,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	no	menor	de	dos	ni	mayor	de	cinco	años.
C.	P.
ART.	 336.—Atentado	 contra	 persona	 con	 protección
internacional.	El	que	atenta,	en	territorio	de	la	República,	contra
la	 vida,	 la	 salud	 o	 la	 libertad	 de	 una	 persona	 que	 goza	 de
protección	 internacional,	 será	 reprimido,	 en	 caso	 de	 atentado
contra	la	vida,	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	diez	ni
mayor	de	quince	años	y,	en	los	demás	casos,	con	pena	privativa	de
libertad	no	menor	de	cinco	ni	mayor	de	diez	años.
C.	P.
ART.	337.—Violación	de	la	soberanía	extranjera.	El	que	viola
la	soberanía	de	un	Estado	extranjero,	practicando	en	su	territorio
actos	indebidos	o	penetra	en	el	mismo	contraviniendo	las	normas
del	 derecho	 internacional,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	no	mayor	de	cinco	años.
C.	P.
ART.	338.—Conspiración	contra	un	Estado	extranjero.	El	que,
en	 territorio	de	 la	República,	 practica	 actos	 destinados	 a	 alterar
por	 la	violencia	 la	organización	política	de	un	Estado	extranjero,
será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	cinco
años.
Si	el	agente	obra	por	lucro	o	por	cualquier	móvil	innoble,	la	pena
será	no	menor	de	cinco	ni	mayor	de	diez	años.
C.	P.
ART.	 339.—Actos	 hostiles.	 El	 que	 practica,	 sin	 aprobación	 del
gobierno,	 actos	 hostiles	 contra	 un	 Estado	 extranjero,	 dando
motivo	al	peligro	de	una	declaración	de	guerra	contra	la	República
o	 expone	 a	 sus	 habitantes	 a	 vejaciones	 o	 represalias	 contra	 sus
personas	 o	 bienes	 o	 altera	 las	 relaciones	 amistosas	 del	 Estado
Peruano	con	otro,	 será	 reprimido	con	pena	privativa	de	 libertad
no	menor	de	dos	ni	mayor	de	ocho	años.
Si	el	agente	obra	por	cualquier	otro	móvil	o	cuando	de	los	actos
hostiles	resulta	la	guerra,	la	pena	será	no	menor	de	ocho	años	y	de
ciento	ochenta	a	trescientos	sesenticinco	días	-	multa.
C.	P.
ART.	 340.—Violación	 de	 tratados	 internacionales	 de	 paz.	 El
que	 viola	 los	 tratados	 o	 convenciones	 de	 paz	 vigentes	 entre	 el
Perú	y	otros	estados	o	las	treguas	o	los	armisticios,	será	reprimido
con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 uno	 ni	 mayor	 de
cuatro	años.
TRATADOS
Const.
ART.	55.—Los	 tratados	celebrados	por	el	Estado	y	en	vigor	 forman	parte
del	derecho	nacional.
Const.
ART.	57.—El	Presidente	de	la	República	puede	celebrar	o	ratificar	tratados
o	adherir	a	éstos	 sin	 el	 requisito	de	 la	 aprobación	previa	del	Congreso	en
materias	 no	 contempladas	 en	 el	 artículo	 precedente.	 En	 todos	 esos	 casos,
debe	dar	cuenta	al	Congreso.
Cuando	el	tratado	afecte	disposiciones	constitucionales	debe	ser	aprobado
por	el	mismo	procedimiento	que	rige	la	reforma	de	la	Constitución,	antes	de
ser	ratificado	por	el	Presidente	de	la	República.
La	denuncia	de	los	tratados	es	potestad	del	Presidente	de	la	República,	con
cargo	 de	 dar	 cuenta	 al	 Congreso.	 En	 el	 caso	 de	 los	 tratados	 sujetos	 a
aprobación	del	Congreso,	la	denuncia	requiere	aprobación	previa	de	éste.
C.	P.
ART.	 341.—Espionaje	 militar.	 El	 que,	 en	 territorio	 peruano,
recoge	 informaciones	 militares	 para	 un	 Estado	 extranjero,	 en
perjuicio	 de	 otro	 Estado,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	no	menor	de	dos	ni	mayor	de	cuatro	años.
C.	P.
ART.	 342.—Ejecución	 de	 actos	 de	 autoridad	 extranjera.	 El
que,	prescindiendo	de	la	intervención	de	la	autoridad	competente,
ejecuta	o	manda	ejecutar	actos	de	autoridad	de	un	país	extranjero
o	de	un	organismo	 internacional	en	el	 territorio	de	 la	República,
será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	dos	ni
mayor	de	cinco	años	e	inhabilitación	de	uno	a	tres	años	conforme
al	artículo	36,	incisos	1	y	2.
EXTRADICIÓN
Const.
ART.	 36.—El	 Estado	 reconoce	 el	 asilo	 político.	 Acepta	 la	 calificación	 del
asilado	que	otorga	el	gobierno	asilante.	En	caso	de	expulsión,	no	se	entrega
al	asilado	al	país	cuyo	gobierno	lo	persigue.
Const.
ART.	 37.—La	 extradición	 sólo	 se	 concede	 por	 el	 Poder	 Ejecutivo	 previo
informe	de	la	Corte	Suprema,	en	cumplimiento	de	la	ley	y	de	los	tratados,	y
según	el	principio	de	reciprocidad.
No	se	concede	extradición	si	se	considera	que	ha	sido	solicitada	con	el	fin
de	perseguir	o	castigar	por	motivo	de	religión,	nacionalidad,	opinión	o	raza.
Quedan	excluidos	de	 la	extradición	los	perseguidos	por	delitos	políticos	o
por	 hechos	 conexos	 con	 ellos.	 No	 se	 consideran	 tales	 el	 genocidio	 ni	 el
magnicidio	ni	el	terrorismo.
C.	P.
ART.	343.—Violación	de	la	neutralidad.	El	que,	con	ocasión	de
guerra	 en	 que	 la	 República	 haya	 declarado	 su	 neutralidad,
practica	 actos	 destinados	 a	 realizar	 en	 el	 país	 las	 medidas	 de
hostilidad	 ordenadas	 por	 los	 beligerantes,	 será	 reprimido	 con
pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	dos	años.
CAPÍTULO	III
Delitos	contra	los	símbolos	y	valores	de	la	patria
C.	P.
ART.	344.—Ofensa	a	los	símbolos	patrios.	El	que,	públicamente
o	 por	 cualquier	 medio	 de	 difusión,	 ofende,	 ultraja,	 vilipendia	 o
menosprecia,	por	obra	o	por	expresión	verbal,	 los	símbolos	de	la
patria	o	la	memoria	de	los	próceres	o	héroes	que	nuestra	historia
consagra,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor
de	cuatro	años	y	con	sesenta	a	ciento	ochenta	días	-	multa.
El	que	publica	o	difunde,	por	cualquier	medio	el	mapa	del	Perú
con	alteración	de	sus	límites,	será	reprimido	con	la	misma	pena.
SÍMBOLOS	PATRIOS
Const.
ART.	 49.—La	 capital	 de	 la	 República	 del	 Perú	 es	 la	 ciudad	 de	 Lima.	 Su
capital	histórica	es	la	ciudad	del	Cusco.
Son	 símbolos	 de	 la	 patria	 la	 Bandera	 de	 tres	 franjas	 verticales	 con	 los
colores	rojo,	blanco	y	rojo,	y	el	Escudo	y	el	Himno	Nacional	establecidos	por
ley.
C.	P.
ART.	 345.—Actos	 de	 menosprecio.	 El	 que,	 por	 acto	 de
menosprecio,	 usa	 como	 marca	 de	 fábrica,	 en	 estampados	 de
vestimentas	o	de	cualquier	otra	manera,	los	símbolos	de	la	patria
o	 la	 imagen	 de	 los	 próceres	 y	 héroes,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	 de	 libertad	 no	 mayor	 de	 un	 año,	 o	 con	 prestación	 de
servicio	comunitario	de	veinte	a	treinta	jornadas.
TÍTULO	XVI
Delitos	contra	los	poderes	del	Estado	y	el
orden	constitucional
CAPÍTULO	I
Rebelión,	sedición	y	motín
C.	P.
ART.	346.—Modificado.	Ley	29460,	Art.	1°.	Rebelión.	El	que	se
alza	 en	 armas	 para	 variar	 la	 forma	 de	 gobierno,	 deponer	 al
gobierno	 legalmente	 constituido	 o	 suprimir	 o	 modificar	 el
régimen	 constitucional,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	no	menor	de	diez	ni	mayor	de	veinte	años.
FUENTE	DE	PODER	DEL	ESTADO
Const.
ART.	 45.—El	 poder	 del	 Estado	 emana	 del	 pueblo.	 Quienes	 lo	 ejercen	 lo
hacen	 con	 las	 limitaciones	 y	 responsabilidades	 que	 la	 Constitución	 y	 las
leyes	establecen.
Ninguna	persona,	 organización,	 Fuerza	Armada,	 Policía	Nacional	 o	 sector
de	 la	 población	 puede	 arrogarse	 el	 ejercicio	 de	 ese	 poder.	 Hacerlo
constituye	rebelión	o	sedición.
Const.
ART.	 46.—Nadie	 debe	 obediencia	 a	 un	 gobierno	 usurpador,	 ni	 a	 quienes
asumen	funciones	públicas	en	violación	de	la	Constitución	y	de	las	leyes.
La	 población	 civil	 tiene	 el	 derecho	 de	 insurgencia	 en	 defensa	 del	 orden
constitucional.
Son	nulos	los	actos	de	quienes	usurpan	funciones	públicas.
JURISPRUDENCIA.—La	diferencia	entre	el	delito	de	rebelión	y
terrorismo	atiende	a	la	intención	directa	del	agente.	“(…)	respecto	a	la
conducta	desplegada	por	los	encausados	quienes	han	referido	en	su	recurso
impugnatorio	que	se	trata	de	rebelión	y	no	de	terrorismo,	debemos	señalar	al
respecto	que	el	delito	de	rebelión,	se	efectúa	por	sus	actores	en	forma	pública,
siendo	su	objetivo	inmediato	el	derrocamiento	del	gobierno	legalmente
constituido	o	modificación	del	régimen	constitucional;	conductas	no
atribuibles	a	los	encausados	recurrentes,	quienes	en	la	clandestinidad,
advertida	en	el	inmueble	donde	se	produjo	la	intervención	por	las	fuerzas	del
orden	el	treinta	de	noviembre	del	año	mil	novecientos	noventa	y	cinco,	se
preparaban	con	el	fin	de	crear	zozobra	en	la	población,	al	encontrarse	en	su
poder	armamento	bélico,	cuyo	propósito	mediático	era	el	de	subvertir	el
Estado	de	Derecho,	inferencia	que	también	se	arriba	por	la	propaganda
antisubversiva	encontrada	en	el	citado	inmueble,	con	lo	que	se	configura	de
esta	manera	el	delito	de	terrorismo	(…)”	(CS,	R.	N.	3818-2006-Lima,
2/20/2011.	V.	P.	Ponce	de	Mier)
JURISPRUDENCIA.—Tesis	objetiva,	tesis	subjetiva	y	tesis	mixta	para
definir	el	delito	político.“(…)	a	principios	del	siglo	XX,	culmina	el
tratamiento	benigno,	castigando	a	los	delitos	políticos	con	penas	más	leves
que	a	los	delitos	comunes	‘cometidos	exclusivamente	por	motivos	políticos	o
de	interés	colectivo’:	a)	atentados	contra	los	jefes	de	Estado	o	de	gobierno	o	de
gobiernos	extranjeros	o	contra	miembros	de	su	familia;	y	b)	el	asesinato	por
móviles	políticos	y	en	general	los	delitos	conexos	y	mixtos	o	complejos	en
donde	la	intencionalidad	o	finalidad	política	aparece	unida	a
comportamientos	que	por	su	naturaleza	constituyen	delitos	comunes.
(…)	el	tratamiento	del	delito	político	(rebelión)	no	es	uniforme,	pues	existen
puntos	de	vista	en	su	conceptualización,	en	dilucidar	lo	político	y	en	cómo	se
deben	tratar	los	demás	delitos	que	se	cometan	en	el	marco	de	la	rebelión.	Sin
embargo,	la	doctrina	ha	realizado	denodados	esfuerzos	en	consolidar
conceptualmente	los	límites	del	delito	político	de	rebelión;	así,	tenemos	las
teorías	objetivas,	subjetivas	y	mixtas	(extensivas	o	restrictivas)	(…)	la
deficiencia	de	estas	posturas	extremas,	es	que	la	doctrina	ha	reformulado	una
tercera	opción	(intermedia),	la	que	combina	los	criterios	objetivo	y	subjetivo,
para	dar	una	mejor	respuesta	al	tratamiento	de	los	delitos	políticos.”	(CS.,	R.
N.	890-2010-Lima,	set.	06/2011.	Voto	dirimente	del	señor	Santa	María
Morillo)
JURISPRUDENCIA.—El	sistema	mixto	se	basa	en	el	bien	o	interés
atacado	y	en	el	móvil	del	autor	o	fin	que	se	persigue.	“(…)	señala	que	la
delincuencia	política,	en	efecto,	no	es	perfectamente	definible	sobre	un	patrón
objetivo	referente	al	bien	jurídico	lesionado,	siendo	preciso	la	concurrencia	de
otro	elemento	subjetivo	(elemento	subjetivo	trascendente	distinto	al	dolo),	el
móvil,	según	la	doctrina	más	comúnmente	admitida,	por	resultar	las	extremas
de	objetivismo	o	subjetivismo	escuetos,	demasiado	unilaterales	y	arriesgadas.
Sin	embargo,	la	complejidad	de	esta	materia	(delito	político)	es	tal	que	aún
dentro	del	sistema	mixto	se	han	esbozado	dos	teorías	derivadas:	a)	teoría
mixta	de	carácter	extensiva,	y	b)	teoría	mixta	de	carácter	restrictiva.
a)	Teoría	mixta	extensiva.	Consecuencia	de	combinar	las	posiciones
extremas	objetiva	y	subjetiva,	esta	tendencia	doctrinal	concibe	al	delito
político	como	aquellas	conductas	que	atentan	contra	la	organización	política
o	constitucional	del	Estado	(criterio	objetivo	de	definición)	y	aquellas	que
atentan	contra	bienes	jurídicos	comunes	con	un	móvil	o	fin	político	(criterio
subjetivo	de	definición).	La	crítica	más	fundada	contra	esta	corriente
doctrinal	es	que	combina	los	criterios	objetivo	y	subjetivo	en	una	suerte	de
suma,	sin	hallar	una	lógica	en	la	que	ambos	criterios	tenga	una	vigencia
acorde	al	avance	de	los	criterios	de	interpretación	y	la	teoría	de	la
argumentación	jurídica.
b)	Teoría	mixta	restrictiva.	Esta	teoría	concibe	que	los	delitos	políticos	son
aquellos	que	atentan	‘contra	la	organización	política	o	constitucional	del
Estado,	se	realizan	además	con	un	fin	político’;	es	de	notar	que	no	sólo
importa	atentar	contra	el	orden	constitucional	vigente,	sino	que	dicho
atentado	debe	contener	una	finalidad	política,	es	decir,	pretender	cambiar	y
deponer	al	gobierno	legalmente	constituido;	en	tal	sentido,	podemos	advertir
que	esta	teoría	realiza	una	mejor	combinación	de	las	teorías	objetiva	y
subjetiva,	por	ello	resulta	la	más	adecuada	a	las	necesidades	de	política
criminal	de	nuestro	tiempo,	pues	excluye	del	ámbito	del	delito	político	tanto
los	delitos	comunes	(homicidio,	robo,	daños,	etc.)	que	se	realizan	con	una
motivación	política,	como	a	los	que	se	cometen	contra	la	organización	política
o	constitucional	del	Estado	con	motivación	ajena	a	la	estrictamente	política.
‘(…)	la	teoría	mixta	restrictiva	presenta	una	consecuencia	importante	en	el
tratamiento	de	otros	delitos	que	se	cometan	en	el	marco	del	delito	de
rebelión.’.”	(CS.,	R.	N.	890-2010-Lima,	set.	06/2011.	Voto	dirimente	del	señor
Santa	María	Morillo)
JURISPRUDENCIA.—Secuestro,	daños	y	sustracción	de	arma	son	delitos
independientes	al	delito	de	rebelión.	“(…)	Desde	la	posición	asumida
respecto	al	delito	político,	es	decir,	la	teoría	mixta	restrictiva,	debemos
concluir	que	únicamente	formarán	parte	del	delito	de	rebelión	aquellos	que
son	concomitantes	o	dicho	delito	(coacción,	tenencia	ilegal	de	armas	de	fuego,
etc.),	en	tanto	que	los	demás	deberán	ser	tratados	en	concurso	real.	Así	lo
entiende	la	doctrina	más	autorizada	al	respecto,	pues	los	‘delitos	particulares
son	los	que	no	forman	parte	de	la	rebelión.	Hoy	delitos	que	quedan
consumidos	en	el	delito	de	rebelión,	como	sucede,	por	ejemplo,	con	algunas
amenazas	o	coacciones.	Por	el	contrario,	hay	otros	que	son	ajenos	a	la
rebelión,	es	decir,	que	no	es	necesario	ejecutarlos	para	llevar	a	cabo	la	misma,
por	lo	que	se	condenan	de	forma	independiente,	es	decir	en	concurso	real,
como	sucede,	por	ejemplo,	si	se	comete	un	robo,	homicidio,	lesiones,	etc.’.	En
consecuencia,	para	el	presente	caso,	los	delitos	de	secuestro,	daños	y
sustracción	de	arma	de	fuego	serán	considerados	de	manera	independiente
del	delito	político	de	rebelión.”	(CS.,	R.	N.	890-2010-Lima,	set.	06/2011.	Voto
dirimente	del	señor	Santa	María	Morillo)
JURISPRUDENCIA.—Posible	estado	de	ebriedad	de	los	policías	y
ausencia	de	vigilancia	no	justifica	toma	de	delegación	policial.	“(…)
respecto	al	delito	de	secuestro,	de	autos	se	advierte	que	los	referidos
encausados,	junto	a	los	ya	condenados	por	ese	mismo	delito,	sin	alguna	causa
de	justificación	amparable	jurídicamente,	redujeron	a	los	veintiún	agraviados
mediante	violencia	física	y	con	armas	de	fuego	(entre	los	días	1	al	3	de	enero
del	2005),	hecho	que	se	produjo	en	el	interior	de	la	Comisaría	Sectorial	de
Andahuaylas	hasta	que	finalmente	fueron	liberados	el	4	de	enero	del	2005.
Que	si	bien	la	defensa	introduce	la	hipótesis	de	que	la	toma	de	dicha	comisaría
fue	circunstancial,	dado	que	concurrieron	a	ella	para	solicitar	garantías
personales,	y	al	observar	que	los	efectivos	policiales	se	encontraban	ebrios	y
que	la	comisaría	no	tenía	vigilante	en	la	puerta	de	ingreso,	decidieron,	en	el
acto,	tomar	la	referida	dependencia	policial,	indicándoles	a	los	efectivos	del
orden	que	podían	retirarse;	sin	embargo,	esta	tesis	carece	de	logicidad,	pues
no	resulta	razonable	que	un	grupo	de	personas	que	se	dirigían	a	solicitar
garantías	personales	tomen	una	comisaría	por	el	solo	hecho	de	que	los
policías	estén	ebrios	y	la	comisaría	no	tenga	vigilancia	(supuestos	negados);
por	el	contrario,	sí	es	entendible	que	dicho	acto	no	fue	circunstancial,	sino
planificado,	pues	para	el	éxito	de	la	rebelión	y	deponer	al	entonces	Presidente
Constitucional	legalmente	elegido	constituía	un	acto	necesario	mantener
privados	de	su	libertad	a	las	fuerzas	del	orden,	quienes	lógicamente	opondrían
resistencia	si	eran	dejados	en	libertad.	En	consecuencia,	la	condena	por	este
delito	se	encuentra	arreglada	a	ley.”	(CS.,	R.	N.	890-2010-Lima,	set.	06/2011.
Voto	dirimente	del	señor	Santa	María	Morillo)
JURISPRUDENCIA.—El	delito	de	posesión	de	armas	de	fuego	se	subsume
dentro	del	delito	de	rebelión.	“(…)	si	bien	el	tipo	penal	de	rebelión	señala
como	elemento	objetivo	el	alzarse	en	armas,	en	tal	sentido,	la	posesión	de
armas	incluso	las	de	fuego	se	subsumen	dentro	del	delito	de	rebelión,	sin
embargo,	no	se	puede	afirmar	lo	mismo	del	delito	de	sustracción	o	arrebato	de
arma	de	fuego,	pues	ésta	es	una	conducta	independiente	del	alzamiento	en
armas,	por	lo	que	su	tratamiento	(en	relación	al	delito	de	rebelión)	será	en
concurso	real.”	(CS.,	R.	N.	890-2010-Lima,	set.	06/2011.	Voto	dirimente	del
señor	Santa	María	Morillo)
C.	P.
ART.	 347.—Sedición.	 El	 que,	 sin	 desconocer	 al	 gobierno
legalmente	 constituido,	 se	 alza	 en	 armas	 para	 impedir	 que	 la
autoridad	 ejerza	 libremente	 sus	 funciones	 o	 para	 evitar	 el
cumplimiento	de	las	leyes	o	resoluciones	o	impedir	las	elecciones
generales,	 parlamentarias,	 regionales	 o	 locales,	 será	 reprimido
con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	cinco	ni	mayor	de	diez
años.
C.	P.
ART.	 348.—Motín.	 El	 que,	 en	 forma	 tumultuaria,	 empleando
violencia	contra	las	personas	o	fuerza	en	las	cosas,	se	atribuye	los
derechos	del	pueblo	y	peticiona	en	nombre	de	éste	para	exigir	de
la	 autoridad	 la	 ejecución	 u	 omisión	 de	 un	 acto	 propio	 de	 sus
funciones,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	de	uno	ni	mayor	de	seis	años.
C.	P.
ART.	349.—Conspiración	para	rebelión,	sedición	o	motín.	El
que	toma	parte	en	una	conspiración	de	dos	o	más	personas	para
cometer	delitos	de	rebelión,	sedición	o	motín,	será	reprimido	con
pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	la	mitad	del	máximo	de	la
señalada	para	el	delito	que	se	trataba	de	perpetrar.
C.	P.
ART.	 350.—Seducción	 de	 tropas,	 usurpación	 o	 retención	 de
mando.	El	que	seduce	a	tropas,	usurpa	el	mando	de	las	mismas,	el
mando	de	un	buque	o	aeronave	de	guerra	o	de	una	plaza	fuerte	o
puesto	 de	 guardia,	 o	 retiene	 ilegalmente	 un	 mando	 político	 o
militar	 con	 el	 fin	 de	 cometer	 rebelión,	 sedición	 o	 motín,	 será
reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 mayor	 a	 los	 dos
tercios	del	máximo	de	la	señalada	para	el	delito	que	se	trataba	de
perpetrar.
CAPÍTULO	II
Disposiciones	comunes
C.	P.
ART.	351.—Causa	de	cancelación	o	atenuación	de	la	pena.	Los
rebeldes,	sediciosos	o	amotinados	que	se	someten	a	 la	autoridad
legítima	o	se	disuelven	antes	de	que	ésta	les	haga	intimaciones,	o
lo	hacen	a	consecuencia	de	ellas,	sin	haber	causado	otro	mal	que
la	perturbación	momentánea	del	orden,	están	exentos	de	pena.	Se
exceptúan	 a	 los	 promotores	 o	 directores,	 quienes	 serán
reprimidos	 con	pena	privativa	de	 libertad	no	mayor	de	 la	mitad
del	 máximo	 de	 la	 señalada	 para	 el	 delito	 que	 se	 trataba	 de
perpetrar.
C.	P.
ART.	352.—Violación	del	deber	de	resistencia.	El	funcionario	o
servidor	 público	 que,	 pudiendo	hacerlo,	 no	 oponga	 resistencia	 a
una	rebelión,	sedición	o	motín,	será	reprimido	con	pena	privativa
de	libertad	no	mayor	de	cuatro	años.
C.	P.
ART.	353.—Pena	accesoria	de	inhabilitación.	Los	funcionarios,
servidores	públicos	o	miembros	de	 las	Fuerzas	Armadas	o	de	 la
Policía	 Nacional,	 que	 sean	 culpables	 de	 los	 delitos	 previstos	 en
este	título,	serán	reprimidos	además,	con	inhabilitación	de	uno	a
cuatro	años	conforme	al	artículo	36	incisos	1,	2	y	8.
TÍTULO	XVII
Delitos	contra	la	voluntad	popular
CAPÍTULO	ÚNICO
Delitos	contra	el	derecho	de	sufragio
C.	P.
ART.	 354.—Modificado.	 Ley	 29287,	 Artículo	 Único.
Perturbación	o	impedimento	de	proceso	electoral.	El	que,	con
violencia	 o	 amenaza,	 perturba	 o	 impide	 que	 se	 desarrolle	 un
proceso	electoral	general,	parlamentario,	 regional	o	municipal,	o
los	 procesos	 de	 revocatoria	 o	 referéndum	 será	 reprimido	 con
pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	diez	años.
ACUSACIÓN	DEL	PRESIDENTE	EN	EJERCICIO.	CASOS	EN	QUE	OPERA
Const.
ART.	117.—El	Presidente	de	la	República	sólo	puede	ser	acusado,	durante
su	 período,	 por	 traición	 a	 la	 patria;	 por	 impedir	 las	 elecciones
presidenciales,	 parlamentarias,	 regionales	 o	 municipales;	 por	 disolver	 el
Congreso,	salvo	en	los	casos	previstos	en	el	artículo	134	de	la	Constitución,
y	 por	 impedir	 su	 reunión	 o	 funcionamiento,	 o	 los	 del	 Jurado	 Nacional	 de
Elecciones	y	otros	organismos	del	sistema	electoral.
JURISPRUDENCIA.—Derecho	a	ser	elegido.	“(...)	el	derecho	fundamental	a
ser	elegido	representante	es	un	derecho	de	configuración	legal,	de
conformidad	al	artículo	31	de	la	Constitución	y	al	principio	de	representación
proporcional,	recogido	por	el	artículo	187	de	la	Constitución	(…)”.	(TC,	Exp.	N°
0030-2005-PI/TC,	feb.	02/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Derecho	al	voto.	“(...)	El	derecho	de	voto	goza	de	las
siguientes	garantías	inherentes	a	la	delimitación	de	su	contenido	protegido:	es
personal,	igual,	libre	y	secreto	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	0030-2005-PI/TC,	feb.
02/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Derecho	de	sufragio	activo.	“(...)	El	derecho
fundamental	de	sufragio	activo	se	manifiesta	a	través	del	voto	y	su	titularidad
se	encuentra	reservada	a	los	mayores	de	18	años,	siempre	y	cuando	que	dicha
ciudadanía	se	encuentre	inscrita	en	el	registro	electoral	correspondiente.	La
suspensión	de	la	ciudadanía	por	cualquiera	de	las	causales	previstas	en	el
artículo	33	de	la	norma	fundamental,	da	lugar	a	la	suspensión	del	ejercicio	del
derecho	de	voto	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	0030-2005-PI/TC,	feb.	02/2006.	Pres.
García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—La	inhabilitación	política	está	sujeta	a	criterios	de
razonabilidad	constitucional.	“(...)	la	inhabilitación	política	es	una	sanción
política	discrecional	pero	sujeta	a	criterios	de	razonabilidad	constitucional,
que	impone	el	Congreso	de	la	República.	Esto	lo	hace	distinta,	precisamente
por	su	naturaleza,	a	la	inhabilitación	penal	(prevista	en	el	artículo	36	del
Código	Penal)	y	a	la	inhabilitación	administrativa	(según	establece	el	artículo
30	de	la	Ley	de	la	Carrera	Administrativa,	el	artículo	159	de	su	reglamento	y
la	Ley	Marco	del	Empleo	Público),	las	cuales	son	de	carácter	estrictamente
jurídicos.	Dado	que	la	inhabilitación	política	incide	sobre	los	derechos
políticos	en	dos	ámbitos:	material	y	temporal.	En	el	aspecto	sustantivo,	los
efectos	de	la	inhabilitación	impiden	al	funcionario	público	sancionado	ejercer
el	derecho	de	sufragio	(elegir	y	ser	elegido),	el	derecho	de	participación	y	el
derecho	a	fundar,	organizar,	pertenecer	o	representar	a	una	organización	o
partido	político,	movimiento	o	alianza.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	3760-2004-AA/TC,
feb.	18/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
C.	P.
ART.	355.—Coacción	en	el	ejercicio	del	derecho	de	sufragio.
El	que,	mediante	violencia	o	amenaza,	impide	a	un	elector	ejercer
su	 derecho	 de	 sufragio	 o	 le	 obliga	 a	 hacerlo	 en	 un	 sentido
determinado,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	de	uno	ni	mayor	de	cuatro	años.
C.	P.
ART.	356.—Corrupción	de	electores.	El	que,	mediante	dádivas,
ventajas	o	promesas	 trata	de	 inducir	a	un	elector	a	no	votar	 o	 a
votar	 en	 un	 sentido	 determinado,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	uno	ni	mayor	de	cuatro	años.
JURISPRUDENCIA.—Un	ofrecimiento	vago	y	genérico	a	cambio	del	voto
favorable	no	tipifica	como	delito	de	inducción	al	voto.	“El	imputado,	en	el
curso	de	un	proceso	electoral	en	giro,	vulnerando	la	neutralidad	electoral	de
los	 funcionarios	 públicos,	 apoyó	 de	 manera	 explícita	 a	 un	 candidato	 a
congresista	resaltando	que	si	se	vota	por	él	las	obras	seguirían.	En	ese	sentido,
no	 se	 trata	 de	 una	 promesa	 concreta	 a	 un	 elector	 o	 grupo	 de	 electores
determinados,	 sino	 de	 un	 ofrecimiento	 vago	 o	 genérico	 de	 las	 supuestas
bondades	 y	mejoras	 que	 importaría	 el	 voto	 favorable	 a	 dicho	 candidato,	 lo
cual	fue	expuesto	en	una	conferencia	de	prensa	realizada	en	un	acto	político	y
en	 presencia	 del	 candidato	 en	 cuestión.	 Como	 no	 se	 indica	 qué	 obras	 se
realizarían	y	a	qué	sectores	se	beneficiarían,	la	conducta	incriminada	solo	es
censurable	desde	el	derecho	electoral,	pero	no	desde	el	derecho	penal”.	(C.	S.,
Cas.	348-2015-Huánuco,	jun.	02/2016.	V.	P.	San	Martín	Castro)
C.	P.
ART.	 357.—Votación	 fraudulenta.	 El	 que	 suplanta	 a	 otro
votante	o	vota	más	de	una	vez	en	la	misma	elección	o	sufraga	sin
tener	derecho,	 será	 reprimido	 con	pena	privativa	de	 libertad	no
menor	de	uno	ni	mayor	de	cuatro	años.
C.	P.
ART.	358.—Publicidad	del	sentido	del	voto.	El	elector	que	da	a
publicidad	 el	 sentido	 de	 su	 voto	 en	 el	 acto	 electoral,	 será
reprimido	 con	pena	privativa	 de	 libertad	no	mayor	de	 un	 año	o
con	 prestación	 de	 servicio	 comunitario	 de	 veinte	 a	 treinta
jornadas.
C.	P.
ART.	359.—Modificado.	Ley	29287,	Artículo	Único.	Atentados
contra	 el	 derecho	 de	 sufragio.	 Será	 reprimido	 con	 pena
privativa	de	 libertad	no	menor	de	dos	ni	mayor	de	ocho	años	el
que,	con	propósito	de	impedir	o	alterar	el	resultado	de	un	proceso
o	 favorecer	 o	 perjudicar	 a	 un	 candidato	 u	 organización	 política,
realiza	cualquiera	de	las	acciones	siguientes:
1.	 Inserta	 o	 hace	 insertar	 o	 suprime	 o	 hace	 suprimir,
indebidamente,	nombres	en	la	formación	de	un	registro	electoral.
2.	Falsifica	o	destruye,	de	cualquier	modo,	en	todo	o	en	parte	un
registro	 electoral,	 libretas	 electorales	 o	 actas	 de	 escrutinio	 u
oculta,	retiene	o	hace	desaparecer	 los	documentos	mencionados,
de	manera	que	el	 hecho	pueda	dificultar	 la	 elección	o	 falsear	 su
resultado.
3.	Sustrae,	destruye	o	sustituye	ánforas	utilizadas	en	una	elección
antes	de	realizarse	el	escrutinio.
4.	 Sustrae,	 destruye	 o	 sustituye	 cédulas	 de	 sufragio	 que	 fueron
depositadas	por	los	electores.
5.	 Altera,	 de	 cualquier	 manera,	 el	 resultado	 de	 una	 elección	 o
torna	imposible	la	realización	del	escrutinio.
6.	Recibe,	siendo	miembro	de	una	mesa	de	sufragio,	el	voto	de	un
ciudadano	 no	 incluido	 en	 la	 lista	 de	 electores	 de	 esa	 mesa	 o
rechaza	injustificadamente	el	voto	de	un	elector	incluido	en	dicha
lista.
7.	Despoja	a	un	ciudadano,	indebidamente,	de	su	libreta	electoral
o	la	retiene	con	el	propósito	de	impedirle	que	sufrague.
8.	Incorporado.	Ley	29287,	Artículo	Único.	Realiza	cambio	de
domicilio	o	induce	a	realizarlo	a	una	circunscripción	distinta	al	de
su	 residencia	 habitual,	 induciendo	 a	 error	 en	 la	 formación	 del
Registro	Electoral.
JURISPRUDENCIA.—Omitir	en	el	auto	de	apertura	las	modalidades
delictivas	genera	un	estado	de	indefensión.	“(…)	De	la	Denuncia	Fiscal	(…),
se	tiene	que	el	Fiscal	Provincial	Mixto	(…)	formaliza	denuncia	penal	contra	la
recurrente	y	otros	señalando	que	los	hechos	denunciados	se	hallan	previstos	y
sancionados	por	los	artículos	359,	incisos	1,	2	y	5;	así	como	en	el	artículo	427
del	Código	Penal.	Asimismo,	del	Auto	de	Apertura	de	Instrucción	(…)	se
advierte	que	la	demandante	ha	sido	procesada	por	la	comisión	del	delito
contra	la	voluntad	popular,	en	la	modalidad	de	atentado	contra	el	derecho	de
sufragio,	y	del	delito	contra	la	fe	pública	en	su	modalidad	de	falsificación	de
documentos	en	general,	en	agravio	de	los	habitantes	del	distrito	de	(…)	Sin
embargo,	de	la	lectura	del	mencionado	auto	no	se	desprende	que	la	entonces
juez	de	la	causa,	al	instaurar	instrucción,	se	haya	pronunciado	respecto	de	en
cuál	de	las	modalidades	delictivas	habría	incurrido	la	procesada,	pues	sólo	se
limita	a	señalar	que	ordenar	abrir	instrucción	por	la	comisión	del	delito
contra	la	voluntad	popular,	en	la	modalidad	de	atentado	contra	el	derecho	de
sufragio;	y	por	el	delito	contra	la	fe	pública	en	la	modalidad	de	falsificación	de
documentos	en	general,	sin	hacer	referencia	a	los	artículos	de	la	ley	penal	que
contemplan	dichos	injustos	penales,	y	sin	indicar	los	incisos	que	contienen	las
modalidades	en	que	se	encuadra	la	conducta	de	los	procesados,	incluyendo	la
favorecida,	lo	cual	lesiona	su	derecho	a	la	defensa,	toda	vez	que,	al	no	estar
informada	con	certeza	de	los	cargos	imputados,	se	le	restringe	la	posibilidad
de	declarar	y	defenderse	sobre	hechos	concretos,	o	sobre	una	modalidad
delictiva	determinada	y,	con	ello,	la	posibilidad	de	aportar	pruebas	concretas
que	acrediten	la	inocencia	que	aduce.	(…)	En	consecuencia,	en	el	caso	de
autos,	al	omitirse	en	el	auto	de	apertura	las	modalidades	delictivas	que	se
contemplan	en	los	artículos	359	y	427	del	Código	Penal,	se	genera	un	estado
de	indefensión	que	incidirá	en	la	pena	a	imponerse	y	en	la	condición	jurídica
de	la	procesada,	lo	cual	demuestra	que	el	proceso	penal	se	ha	tornado
irregular	por	haberse	transgredido	los	derechos	fundamentales	que	integran
el	debido	proceso,	entre	ellos	el	derecho	de	defensa;	y	con	ello,	se	ha	afectado
la	tutela	jurisdiccional,	ambos	derechos	garantizados	en	la	Constitución.	(…)”.
(TC,	Exp.	N°	9811-2006-HC/TC,	jul.	28/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
DOCTRINA.—Improcedente	 hábeas	 corpus	 que	 busque	 impugnar	 el
auto	 apertorio	 de	 instrucción.	 “(…)	 el	 proceso	 de	 hábeas	 corpus	 es
improcedente	 cuando	 tiene	 como	 objeto	 impugnar	 un	 auto	 apertorio	 de
instrucción.	 No	 sólo	 porque	 se	 trata	 de	 una	 resolución	 judicial	 que	 es
‘cabeza	de	proceso’,	sino	porque	el	inculpado	puede	hacer	uso	de	los	medios
de	defensa	que	la	ley	procesal	le	faculta,	entre	los	cuales	están:
a)	 las	 cuestiones	 previas;	 que	 se	 promueven	 cuando	 no	 concurre	 un
requisito	de	procedibilidad,	pudiendo	ser	planteadas	en	cualquier	estado	de
la	causa;
b)	 las	 cuestiones	 prejudiciales;	 que	 se	 promueven	 cuando	 el	 carácter
delictuoso	 del	 hecho	 imputado	 debe	 establecerse	 en	 otra	 vía,	 articulación
que	sólo	puede	deducirse	después	de	presentada	la	instructiva	y	hasta	que
se	remita	la	instrucción	al	Ministerio	Público	para	dictamen	final.
Asimismo,	el	encausado	puede	interponer	las	siguientes	excepciones:
a)	naturaleza	de	juicio;	cuando	se	ha	dado	a	la	denuncia	una	sustanciación
distinta	a	la	que	le	corresponde	en	el	proceso	penal;
b)	 cosa	 juzgada;	 cuando	 el	 hecho	 denunciado	 ha	 sido	 objeto	 de	 una
resolución	firme;
c)	amnistía;	que	procede	en	razón	de	ley	que	se	refiere	al	delito	objeto	del
proceso;
d)	prescripción;	cuando	por	el	transcurso	del	tiempo,	conforme	a	los	plazos
señalados	en	el	Código	Penal	se	ha	extinguido	la	acción	o	la	pena.
2.	Por	consiguiente,	 si	 el	encausado	no	sabe	de	qué	delitos	 se	 le	acusa	se
produce,	 en	 efecto,	 un	 estado	 de	 indefensión	 en	 la	medida	 no	 sólo	 de	 su
imposibilidad	 para	 impugnar	 las	 pruebas	 del	 Ministerio	 Público	 o	 para
aportar	las	que	él	considera	que	le	benefician,	sino	porque	además	no	puede
articular	cuestiones	previas,	cuestiones	prejudiciales	ni	excepciones.
3.	En	consecuencia	se	trata	de	una	resolución	judicial	sin	posibilidades	de
ser	impugnada	en	el	propio	proceso	penal,	lo	que	abre	la	puerta	del	hábeas
corpus	 a	 fin	 de	 anular	 una	 resolución	 judicial	 que	 vulnera	 el	 derecho
constitucional	a	la	defensa.	Por	ello,	soy	de	la	opinión	que	la	demanda	debe
ser	 declarada	 fundada	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 9081-2006-HC/TC,	 jul.	 28/06.
Fundamento	de	Voto	Mesías	Ramírez)
C.	P.
ART.	 360.—Inhabilitación.	 El	 funcionario	 o	 servidor	 público	 o
miembro	 de	 las	 Fuerzas	 Armadas	 o	 de	 la	 Policía	 Nacional	 que
incurra	 en	 uno	 de	 los	 delitos	 previstos	 en	 este	 título	 sufrirá,
además,	inhabilitación	de	uno	a	tres	años	conforme	al	artículo	36,
incisos	1	y	2.
DERECHO	DE	SUFRAGIO.	DELITOS	SANCIONES	Y	PROCEDIMIENTOS
JUDICIALES
Ley	26859.
ART.	382.—Son	reprimidos	con	pena	privativa	de	la	libertad	no	menor	de
un	mes	ni	mayor	de	un	año:
a)	Modificado.	Ley	27163,	Art.	1°.	Los	miembros	de	las	fuerzas	armadas	y
de	 la	 Policía	 Nacional	 en	 situación	 de	 disponibilidad	 o	 de	 retiro	 que
vistiendo	uniforme,	participen	en	manifestaciones	u	otros	actos	de	carácter
político.
b)	Aquél	que	trate	de	conocer	el	voto	de	un	elector	o	de	obligarlo	a	votar
por	determinado	candidato	u	obstruya	el	desarrollo	de	los	actos	electorales,
o	provoque	desórdenes	durante	éstos.
c)	Aquél	que	porte	armas	de	cualquier	clase	durante	 la	 realización	de	 los
actos	electorales	oficiales,	aunque	tenga	licencia,	sin	perjuicio	del	decomiso
del	arma	y	de	la	cancelación	de	la	licencia.
NOTA:	Según	la	Segunda	Disposición	Complementaria	de	la	Ley	N°	28581,	publicada	el	20	Julio
2005,	toda	referencia	en	la	Ley	Orgánica	de	Elecciones	a	los	“Partidos	Políticos,	Agrupaciones
Independientes	y	Alianzas”,	se	entenderán	referidas	a	las	siguientes	denominaciones	“Partidos
Políticos	y	Alianzas	Electorales”,	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	la	Ley	de	Partidos	Políticos	-	Ley
Nº	28094.
Ley	26859.
ART.	383.—Es	reprimido	con	pena	privativa	de	la	libertad	no	menor	de	seis
meses	ni	mayor	de	tres	años:
a)	 Aquél	 que	 integra	 un	 jurado	 electoral	 estando	 impedido	 de	 hacerlo,	 o
suplanta	 a	 quien	 le	 corresponde	 integrarlo,	 o	 utiliza	 su	 nombre	 para
efectuar	despachos	o	comunicaciones.
b)	 Aquél	 que	 instiga	 a	 otro	 a	 suplantar	 a	 un	 miembro	 de	 un	 jurado
electoral,	o	lo	obliga	a	ello	mediante	violencia	o	soborno.
c)	El	miembro	de	una	mesa	de	sufragio	que	recibe	el	voto	de	persona	no
incluida	en	la	lista	de	electores	de	la	mesa	o	rechaza	sin	justa	causa	el	voto
de	un	elector	incluido	en	dicha	lista.
d)	 Los	 empleados	 de	 correos	 y	 en	 general	 toda	 persona	 que	 detenga	 o
demore	 por	 cualquier	 medio,	 los	 servicios	 de	 correos,	 telégrafos	 o
mensajeros	 que	 transporten	 o	 conduzcan	 ánforas,	 elementos	 o
comunicaciones	oficiales	referentes	a	un	proceso	electoral.
e)	Toda	persona	que	viole	los	sellos,	precintos,	envolturas	o	cerraduras	de
las	ánforas	utilizadas	para	el	acto	electoral,	o	quien	viole	las	comunicaciones
oficiales	 expedidas	 por	 los	 órganos	 del	 Sistema	 Electoral	 o	 la	 que,
suplantando	 a	 estos,	 remita	 comunicaciones,	 o	 sustituya	 votos	 que	 hayan
sido	impugnados.	Si	el	culpable	es	funcionario	o	empleado	público,	además
de	la	pena	indicada	sufrirá	pena	accesoria	de	inhabilitación	por	igual	tiempo
al	de	la	condena	de	conformidad	con	los	incisos	1),	2),	3),	4)	y	8)	del	artículo
36	del	Código	Penal.
Ley	26859.
ART.	384.—Son	reprimidos	con	pena	privativa	de	la	libertad	no	menor	de
un	año	ni	mayor	de	tres	años:
a)	Los	presidentes	de	 las	mesas	de	sufragios	que	no	cumplan	con	remitir
las	 ánforas	 o	 las	 actas	 electorales.	 Además	 sufren	 pena	 accesoria	 de
inhabilitación	por	igual	tiempo	al	de	 la	condena,	conforme	a	 los	 incisos	1),
2),	3),	4)	y	8)	del	artículo	36	del	Código	Penal.
Las	mismas	penas	sufren	los	participantes	en	el	antes	indicado	delito.
b)	 Aquél	 que	 mediante	 violencia	 o	 amenaza	 interrumpe	 o	 intenta
interrumpir	 el	 acto	 electoral.	 Si	 el	 culpable	 forma	 parte	 integrante	 de	 un
grupo,	la	pena	es	no	menor	de	dos	años	ni	mayor	de	cinco.
c)	 Aquél	 que	 injustificadamente	 despoja	 a	 una	 persona	 de	 su	 documento
nacional	 de	 identificación	 o	 lo	 retiene	 con	 el	 propósito	 de	 impedir	 que	 el
elector	concurra	a	votar.	Si	el	que	delinque	es	funcionario,	empleado	público
o	miembro	de	las	fuerzas	armadas,	la	pena	es	de	prisión	no	menor	de	un	año
ni	mayor	de	cuatro,	con	pena	accesoria	de	inhabilitación	por	igual	tiempo	al
de	 la	condena,	conforme	a	 los	 incisos	1),	2),	3),	4)	y	8)	del	artículo	36	del
Código	Penal.
d)	Aquél	que	impida	o	perturbe	una	reunión	en	recinto	privado	o	la	que	se
realice	en	lugar	de	uso	público,	convocada	con	fines	electorales	conforme	al
artículo	354	del	Código	Penal.
Si	 el	 culpable	 fuese	 funcionario	 o	 empleado	 público,	 además	 de	 la	 pena
indicada	 sufre	 pena	 accesoria	 de	 inhabilitación	 por	 igual	 tiempo	 al	 de	 la
condena,	de	conformidad	con	los	incisos	1),	2),	3),	4)	y	8)	del	artículo	36	del
Código	Penal.
Ley	26859.
ART.	385.—Son	reprimidos	con	pena	privativa	de	la	libertad	no	menor	de
dos	 años	 ni	mayor	 de	 seis	 y	 pena	 no	mayor	 de	 treinta	 días	 de	multa,	 así
como	con	pena	accesoria	de	inhabilitación	por	igual	tiempo	al	de	la	condena
de	 conformidad	 con	 los	 incisos	 1),	 2),	 3)	 y	 4)	 del	 artículo	 36	 del	 Código
Penal:
a)	 Las	 autoridades	 políticas,	 militares,	 policiales,	 municipales	 y	 los
funcionarios	o	empleados	públicos	que,	abusando	de	sus	cargos,	obliguen	a
un	elector	a	 firmar	una	 lista	de	adherentes	a	un	partido	político	o	para	 la
presentación	 de	 una	 candidatura,	 o	 en	 favor	 o	 en	 contra	 de	 determinado
partido,	 lista	 o	 candidato,	 o	 los	 que	 realicen	 algún	 acto	 que	 favorezca	 o
perjudique	a	determinado	partido	o	candidato.
b)	Las	personas	aludidas	en	el	inciso	a)	de	este	artículo	que,	respecto	a	sus
subalternos	 o	 particulares,	 les	 impongan	 descuentos	 o	 multas	 u	 ordenen
cambios	 de	 colocación	 o	 traslados	 de	 dichos	 subalternos	 o	 particulares
dependientes,	con	el	objeto	de	favorecer	o	perjudicar	los	resultados	en	favor
o	en	contra	de	un	determinado	candidato.
Ley	26859.
ART.	386.—Es	reprimido	con	pena	privativa	de	la	libertad	no	menor	de	seis
meses	 ni	 mayor	 de	 dos	 años	 aquél	 que	 vota	 con	 documento	 nacional	 de
identificación	ajeno	o	sin	tener	derecho	de	sufragio.
Ley	26859.
ART.	387.—Es	reprimido	con	pena	privativa	de	la	libertad	no	menor	de	dos
años,	 ni	 mayor	 de	 cinco	 aquél	 que	 impida,	 por	 cualquier	 medio,	 que	 un
ciudadano	pueda	ser	designado	para	integrar	un	jurado	electoral	especial.
Ley	26859.
ART.	388.—Es	reprimido	con	pena	privativa	de	la	libertad	no	menor	de	tres
meses	ni	mayor	de	dos	años	aquél	que	instala	o	hace	funcionar	secretarías	o
locales	 políticos	 u	 oficinas	 de	 propaganda,	 o	 que	 organiza	 o	 permite
reuniones	o	manifestaciones	políticas	dentro	de	zonas	prohibidas	o	en	 los
plazos	en	que	dicha	actividad	esté	suspendida	conforme	a	esta	ley.
Si	el	culpable	es	una	autoridad	política,	 la	pena	es	no	menor	de	un	año	ni
mayor	 de	 tres,	 además	 de	 la	 pena	 accesoria	 de	 inhabilitación,	 por	 igual
tiempo	del	de	la	condena,	de	conformidad	con	los	incisos	1),	2),	3),	4)	y	8)
del	artículo	36	del	Código	Penal.
Ley	26859.
ART.	389.—Es	reprimido	con	pena	privativa	de	la	libertad	no	menor	de	dos
años	 aquél	 que	 haga	 propaganda	 electoral,	 cualquiera	 que	 sea	 el	 medio
empleado,	en	las	horas	en	que	está	suspendida;	o	aquél	que	atenta	contra	la
ley,	 las	 buenas	 costumbres,	 o	 agravia	 en	 su	 honor	 a	 un	 candidato	 o	 a	 un
partido.
Ley	26859.
ART.	390.—Son	reprimidos	con	pena	privativa	de	la	libertad	no	mayor	de
seis	meses	y	pena	de	multa	no	menor	del	diez	por	ciento	del	ingreso	mínimo
vital	 multiplicado	 por	 treinta	 días	 de	 multa	 más	 pena	 accesoria	 de
inhabilitación	por	igual	tiempo	que	el	de	la	condena,	de	conformidad	con	los
incisos	1),	2),	3),	4)	y	8)	del	artículo	36	del	Código	Penal:
a)	 Aquellos	 que	 hagan	 funcionar	 establecimientos	 destinados
exclusivamente	 a	 expendio	 de	 bebidas	 alcohólicas,	 o	 quienes	 organizan
espectáculos	o	 reuniones	prohibidos	durante	 los	períodos	 señalados	en	el
artículo	190	de	la	presente	ley.
b)	 Aquel	 que	 destruya,	 en	 todo	 o	 en	 parte,	 impida	 u	 obstaculice	 la
propaganda	 electoral	 de	 un	 candidato	 o	 partido;	 además	 sufre	 pena	 de
multa,	por	el	importe	del	diez	por	ciento	del	ingreso	diario	del	condenado,
multiplicado	por	treinta	días	de	multa,	de	conformidad	con	los	artículos	41
al	44	del	Código	Penal.
Las	mismas	penas	se	imponen	a	los	instigadores.
c)	 Los	 registradores	 públicos,	 notarios,	 escribanos,	 empleados	 públicos	 y
demás	personas	que	no	exijan	 la	presentación	del	Documento	Nacional	de
Identificación	 con	 la	 constancia	 de	 sufragio	 en	 las	 últimas	 elecciones,	 o	 la
dispensa	de	no	haber	votado	otorgada	por	el	Jurado	Nacional	de	Elecciones,
a	 fin	 de	 identificar	 a	 quienes	 intentan	 realizar	 actos	 que	 requieran	 tal
presentación	sin	hacerla.
Ley	26859.
ART.	 391.—Sufre	 la	 pena	 de	 multa	 cuyo	 importe	 no	 es	 menor	 del
veinticinco	por	ciento	del	ingreso	mínimo	vital,	con	una	duración	de	sesenta
días,	multa	de	conformidad	con	los	artículos	41	al	44	del	Código	Penal,	y	la
pena	accesoria	de	inhabilitación,	prevista	en	los	incisos	1),	2),	3),	4)	y	8)	del
artículo	36	del	Código	Penal	por	el	tiempo	de	la	pena	principal,	el	ciudadano
que	injustificadamente	se	abstenga	de	integrar	un	jurado	electoral.
Ley	26859.
ART.	392.—Sufre	pena	de	multa	cuyo	 importe	no	es	menor	del	cincuenta
por	 ciento	 del	 ingreso	mínimo	 vital,	 con	 una	 duración	 de	 quince	 días,	 de
conformidad	con	 los	artículos	41	al	44	del	Código	Penal,	el	ciudadano	que
habiendo	salido	sorteado	para	integrar	una	mesa	de	sufragio	no	concurra	a
su	instalación.
Ley	26859.
ART.	393.—Los	artículos	anteriores	de	este	título	rigen,	sin	perjuicio	de	lo
dispuesto	en	los	artículos	354	al	360	del	Código	Penal.
TÍTULO	XVIII
Delitos	contra	la	administración	pública
CAPÍTULO	I
Delitos	cometidos	por	particulares
SECCIÓN	I
Usurpación	de	autoridad,	título	y	honores
C.	P.
ART.	 361.—Modificado.	 D.	 L.	 25444,	 Art.	 1°.	 Usurpación	 de
autoridad.	El	que,	sin	título	o	nombramiento,	usurpa	una	función
publica,	o	la	facultad	de	dar	órdenes	militares	o	policiales,	o	el	que
hallándose	 destituido,	 cesado,	 suspendido	 o	 subrogado	 de	 su
cargo	 continúa	 ejerciéndolo,	 o	 el	 que	 ejerce	 funciones
correspondientes	a	cargo	diferente	del	que	tiene,	será	reprimido
con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	menor	 de	 cuatro	 ni	mayor	 de
siete	años,	e	inhabilitación	de	uno	a	dos	años	conforme	al	artículo
36,	incisos	1	y	2.
Si	 para	 perpetrar	 la	 comisión	 del	 delito,	 el	 agente	 presta
resistencia	 o	 se	 enfrenta	 a	 las	 fuerzas	 del	 orden,	 la	 pena	 será
privativa	de	libertad	no	menor	de	cinco	ni	mayor	de	ocho	años.
DE	LA	FUNCIÓN	PÚBLICA
Const.
ART.	39.—Todos	los	funcionarios	y	trabajadores	públicos	están	al	servicio
de	la	Nación.	El	Presidente	de	la	República	tiene	la	más	alta	jerarquía	en	el
servicio	 a	 la	 Nación	 y,	 en	 ese	 orden,	 los	 representantes	 al	 Congreso,
ministros	de	Estado,	miembros	del	Tribunal	Constitucional	y	del	Consejo	de
la	 Magistratura,	 los	 magistrados	 supremos,	 el	 Fiscal	 de	 la	 Nación	 y	 el
Defensor	del	Pueblo,	en	igual	categoría;	y	los	representantes	de	organismos
descentralizados	y	alcaldes,	de	acuerdo	a	ley.
Const.
ART.	 40.—La	 ley	 regula	 el	 ingreso	 a	 la	 carrera	 administrativa,	 y	 los
derechos,	deberes	y	responsabilidades	de	los	servidores	públicos.	No	están
comprendidos	 en	 dicha	 carrera	 los	 funcionarios	 que	 desempeñan	 cargos
políticos	 o	 de	 confianza.	 Ningún	 funcionario	 o	 servidor	 público	 puede
desempeñar	más	de	un	empleo	o	cargo	público	remunerado,	con	excepción
de	uno	más	por	función	docente.
No	 están	 comprendidos	 en	 la	 función	 pública	 los	 trabajadores	 de	 las
empresas	del	Estado	o	de	sociedades	de	economía	mixta.
Es	 obligatoria	 la	 publicación	periódica	 en	 el	 diario	 oficial	 de	 los	 ingresos
que,	por	 todo	concepto,	perciben	 los	altos	 funcionarios,	y	otros	servidores
públicos	que	señala	la	ley,	en	razón	de	sus	cargos.
JURISPRUDENCIA.—Usurpación	 de	 autoridad.	 “(...)	 habiendo	 asumido	 la
dirección	y	administración	del	referido	Concejo	(...)	mediante	simple	elección
en	cabildo	abierto	del	pueblo	de	dicho	distrito,	convocado	por	el	alcalde	(...),
con	lo	que	la	acusada	ha	cometido	el	delito	de	usurpación	de	autoridad	al	no
haber	 sido	 elegida	 legítimamente	 de	 acuerdo	 a	 la	 Ley	 (...)	 no	 ha	 jurado	 el
cargo	 con	 las	 formalidades	 del	 numeral	 sesentitrés	 de	 la	 Constitución	 del
Estado	referida,	no	cuenta	con	credencial	alguna,	(...)”.	(CSJ.	Amazonas,	Exp.	N
°	558-93,	jul.	03/96.	S.S.	Sánchez	Z.)
JURISPRUDENCIA.—La	 persecución	 penal	 de	 los	 delitos	 contra	 la
administración	 pública:	 el	 “correcto	 funcionamiento	 de	 la
administración	 pública”.	 “La	 persecución	 penal	 de	 los	 delitos	 contra	 la
administración	 pública	 ha	 sido	 justificada	 desde	 el	 derecho	 penal	 en	 el
‘correcto	funcionamiento	de	la	administración	pública’.	A	su	vez,	este	tribunal
entiende	 que	 ello	 puede	 ser	 entendido	 también	 desde	 una	 perspectiva
constitucional.	Así,	 la	 intervención	en	derechos	 fundamentales	(vgr.	Libertad
personal)	que	implica	esta	clase	de	delitos	persigue	la	oportuna	represión	de
actos	que	atentan	contra	principios	constitucionales	derivados	esencialmente
del	capítulo	IV	del	Título	I	del	Código	Penal	‘De	la	Función	Pública’.
(...)	no	solo	cabe	considerar	que	el	buen	funcionamiento	de	la	administración
pública	 constituye	 un	 bien	 de	 índole	 constitucional	 cuya	 protección	 podría
justificar	la	intervención	del	derecho	penal,	sino	que	el	propio	combate	contra
toda	forma	de	corrupción	goza	también	de	protección	constitucional,	(...).
Es	 decir,	 la	 disposición	 no	 está	 dirigida	 a	 reprimir	 en	 concreto	 actos
irregulares	 cometidos	 por	 el	 propio	 funcionario	 sino	 que	 se	 dirige	 a	 la
conducta	 de	 un	 tercero	 que,	 teniendo	 influencia	 sobre	 aquél,	 promete
interceder	en	beneficio	de	 los	 intereses	de	particulares.	Al	 respecto,	desde	el
derecho	penal	se	ha	entendido	que	la	tipificación	penal	de	actos	de	tráfico	de
influencias	 supone	 una	 suerte	 de	 adelantamiento	 de	 la	 persecución	 penal
hasta	 un	 momento	 previo	 a	 la	 posible	 comisión	 de	 actos	 de	 corrupción,
reprimiéndose	desde	la	fase	de	preparación	cualquier	intento	de	interferencia
en	la	función	jurisdiccional	o	administrativa	(Cfr.	San	Martín,	et	al,	Los	delitos
de	 tráfico	de	 influencias,	 enriquecimiento	 ilícito	 y	asociación	para	delinquir.
Jurista	 Editores,	 Lima,	 2002,	 p.	 27).	 De	 este	 modo,	 queda	 claro	 para	 este
tribunal	 que	 detrás	 de	 la	 persecución	 penal	 de	 los	 actos	 de	 tráfico	 de
influencias	 descansa	 el	 fin	 de	 evitar	 un	 atentado	 contra	 el	 buen
funcionamiento	 de	 la	 administración	 pública,	 y	 que	 esta	 protección	 se
persigue	 a	 través	 de	 la	 represión	 de	 actos	 de	 personas	 que	 busquen	 influir
negativamente	 en	 el	 correcto	 desempeño	 de	 los	 funcionarios	 y	 servidores
públicos.”	(TC,	Exp.	00017-2011-PI/TC,	may.	03/2012,	S.	S.	Álvarez	Miranda)
JURISPRUDENCIA.—Mientras	 el	 ámbito	 penal	 protege	 el	 correcto
funcionamiento	de	la	administración,	el	ámbito	administrativo	tutela	la
dignidad	y	la	respetabilidad	del	cargo.	“La	sala	superior	incurrió	en	el	vicio
de	 motivación	 de	 las	 resoluciones	 judiciales,	 y	 con	 ello,	 la	 infracción	 del
principio	del	debido	proceso	y	la	tutela	jurisdiccional	efectiva;	por	cuanto	no
ha	tenido	en	cuenta	que	los	bienes	jurídicos	afectados	son	distintos	puesto	que
mientras	 en	 el	 ámbito	 penal	 el	 bien	 jurídico	 protegido	 es	 el	 correcto
funcionamiento	de	la	administración	pública	en	el	ámbito	administrativo	es	la
dignidad	 y	 respetabilidad	 del	 cargo	 y	 que	 el	 carácter	 de	 gravedad	 en	 la
conducta	infuncional	está	dado	también	por	las	consecuencias	que	de	ella	se
derivan	 para	 con	 la	 marcha	 de	 la	 administración	 pública	 y/o	 la	 entidad
específica	 afectada	 con	 el	 comportamiento	 funcional;	 por	 tanto,	 debe
ampararse	el	recurso	propuesto	por	la	causal	de	infracción	normativa	de	los
numerales	3)	y	5)	de	artículo	139	de	la	Constitución	Política	del	Estado	(...)”.
(CS,	Cas.	8452-2013-Ayacucho,	dic.	09/2014.	V.	P.	Mac	Rae	Thays)
COMENTARIO.—Bien	jurídico	protegido.	En	doctrina	y	jurisprudencia	se
impone,	como	criterio	mayoritario,	 la	concepción	que	entiende	que	el	bien
jurídico	 protegido	 en	 los	 delitos	 contra	 la	 administración	 pública	 es,	 con
estas	 o	 similares	 palabras,	 el	 “correcto	 funcionamiento	 de	 la	 actividad	 que
brinda	 la	 administración	 pública”.	 Se	 reconoce	 también,	 que	 la
administración	pública	puede	ser	lesionada	tanto	por	particulares	como	por
funcionarios	 públicos.	 Sin	 embargo,	 no	 existe	 un	 concepto	 de	 funcionario
público	 (en	 materia	 penal)	 del	 todo	 acabado,	 la	 posición	 mayoritaria
entiende	que	el	concepto	de	funcionario	público	en	el	ámbito	penal	guarda
las	siguientes	características:	1)	En	principio,	el	Código	Penal,	artículo	425
no	 establece	 una	 definición	 de	 funcionario	 público,	 tan	 sólo	 menciona
quiénes	 pueden	 serlo,	 2)	 La	 definición	 de	 funcionario	 público	 no	 guarda
necesaria	 relación	 con	 la	 idea	 de	 cumplir	 funciones	 públicas,	 por	 ejemplo
son	 funcionarios	 públicos	 y	 no	 ejercen	 función	 pública,	 en	 sentido
administrativo,	los	comprendidos	en	el	inciso	4	del	artículo	425	del	C.	P.,	y
como	 correlato,	 3)	 El	 concepto	 de	 funcionario	 público	 no	 necesariamente
coincide	o	es	el	mismo	que	maneja	el	derecho	administrativo,	debido	a	que
el	 legislador	 ha	 querido	 otorgar	 una	 protección	 más	 amplia	 a	 la
Administración	Pública.
En	 cuanto	 al	 problema	de	 si	 el	 artículo	40	de	 la	Constitución	Política	del
Estado	ha	abrogado	el	inciso	3	del	artículo	425,	¿están	o	no	comprendidos
en	 la	 función	pública	 los	 trabajadores	de	 las	empresas	del	Estado	o	de	 las
sociedades	 de	 economía	 mixta?,	 la	 jurisprudencia	 y	 la	 doctrina	 están
divididas.	 Los	 que	 abogan	 por	 la	 derogatoria	 señalan	 como	 argumento
principal	 el	 hecho	que	 las	 leyes	 penales	 no	 pueden	 entrar	 en	 un	 eventual
conflicto	 con	 una	 norma	 constitucional,	 los	 que	 niegan	 la	 derogación	 del
inciso	 3	 del	 Código	 Penal	 presentan	 como	 principales	 argumentos	 el
considerar	que	el	concepto	de	funcionario	no	coincide	precisamente	con	el
del	 derecho	 administrativo	 ni	 con	 el	 del	 derecho	 civil	 y	 agregan	 que	 el
artículo	 40	 de	 la	 Constitución	 Política	 del	 Estado	 rige	 para	 los	 efectos	 de
beneficios	sociales	y	no	para	la	determinación	de	funcionarios	públicos	que
incurran	en	responsabilidad	penal,	superando	así	una	interpretación	literal
de	la	norma.	Por	último,	están	los	que	sostienen	que	en	realidad	se	trata	de
un	falso	dilema	pues	el	conflicto	entre	el	artículo	40	de	la	Constitución	y	el
artículo	 425	 inciso	 3	 del	 Código	 Penal	 no	 existe	 como	 tal	 por	 referirse	 a
definiciones	 distintas	 –y	 en	 diferentes	 planos	 legales–	 de	 funcionario
público.
PLENO	JURISDICCIONAL.—Autoría	y	participación	en	delitos	especiales.
“(...)	Primero.-	Por	unanimidad:	Los	criterios	mínimos	que	debe	considerar	el
juzgador	para	delimitar	los	ámbitos	de	imputación	de	autores	y	partícipes,	en
los	delitos	especiales	propios	e	impropios,	son	los	siguientes:
a)	Diferenciar	la	respuesta	punitiva	aplicable	a	los	autores	y	partícipes,	en
función	de	su	mayor	o	menor	cercanía	con	el	bien	jurídico	protegido	y	de	la
importancia	del	aporte	de	éstos	en	la	realización	del	delito	especial	de	que	se
trate.
b)	Considerar	que	siempre	la	participación,	independientemente	de	la
naturaleza	del	delito	(común	o	especial),	es	siempre	accesoria	de	la	autoría.
c)	Tener	en	cuenta,	sin	embargo,	que	dicha	accesoriedad,	no	es	rígida	o
ilimitada,	sino	que	está	circunscrita	al	ámbito	de	la	descripción	típica	del
delito	especial.
d)	Considerar	que	la	mayor	punibilidad	de	los	autores	de	los	delitos
especiales	se	fundamenta	en	el	dominio	social	que	tienen	respecto	del	bien
jurídico	tutelado,	sin	que	ello	signifique	que	los	aportes	a	la	realización	de	la
conducta	delictiva	de	los	extranei,	no	sean	desvalorados	a	efectos	punitivos,	en
la	medida	que	coadyuvaron	a	la	lesión	del	bien	jurídico	protegido,	por	parte
del	sujeto	cualificado.
Segundo.-	Por	unanimidad:	En	los	delitos	especiales	propios	e	impropios,
sólo	pueden	ser	autores	los	sujetos	que	reúnan	las	condiciones	específicas
establecidas	en	los	tipos	penales,	considerando	su	capacidad	de	control	del
bien	jurídico	protegido.	En	consecuencia,	no	es	admisible	la	coautoría	entre	un
intraneus	y	un	extraneus	dado	que	cada	uno	de	ellos	responde	de	acuerdo	al
tipo	común	o	especial	que	le	corresponde.
Tercero.-	Por	unanimidad:	Es	admisible	que	el	sujeto	cualificado	(intraneus)
pueda	ser	considerado	autor	mediato	de	un	delito	especial,	en	el	que	se	utilice
como	intermediario	a	un	particular,	en	la	medida	que	el	intraneus	o	sujeto
calificado,	tiene	el	dominio	social	respecto	de	la	disponibilidad	del	bien
jurídico	tutelado.	(…)”.	(Pleno	Jurisdiccional	Superior	Nacional	Penal
“Problemática	en	la	aplicación	de	la	norma	penal,	procesal	y	penitenciaria”,
Trujillo	-	2004,	Tema	5)
C.	P.
ART.	 362.—Usurpación	 de	 emblemas	 y	 calidades.	 El	 que,
públicamente,	 ostenta	 insignias	 o	 distintivos	 de	 una	 función	 o
cargo	 que	 no	 ejerce	 o	 se	 arroga	 grado	 académico,	 título
profesional	u	honores	que	no	le	corresponden,	será	reprimido	con
pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	un	año	o	con	prestación	de
servicio	comunitario	de	diez	a	veinte	jornadas.
C.	P.
ART.	363.—Modificado.	Ley	28538,	Artículo	Único.	Ejercicio
ilegal	de	profesión.	El	que	ejerce	profesión	sin	reunir	los
requisitos	legales	requeridos,	será	reprimido	con	pena	privativa
de	libertad	no	menor	de	dos	ni	mayor	de	cuatro	años.
El	que	ejerce	profesión	con	falso	título,	será	reprimido	con	pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de	seis	años.
La	pena	será	no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de	ocho	años,	si	el
ejercicio	de	la	profesión	se	da	en	el	ámbito	de	la	función	pública	o
prestando	servicios	al	Estado	bajo	cualquier	modalidad
contractual.
JURISPRUDENCIA.—Ejercer	la	abogacía	sin	estar	habilitado	constituye
delito	y	legitima	la	retención	policial	del	carné	de	abogado.	“Dentro	de
ese	contexto,	era	necesario	determinar	en	la	sentencia	si	el	acusado	(...)	abusó
de	sus	atribuciones,	pues	si	se	asume	(sobre	la	base	de	las	afirmaciones	que	se
hicieron	en	la	sentencia)	que	el	suboficial	(...)	le	informó	al	efectivo	policial	(...)
que	el	agraviado	estaba	inhabilitado	para	ejercer	la	profesión	y	este	le	retuvo
el	carné	de	abogado,	comunicándoselo	al	primero	de	los	mencionados;	se
evidenciaría	un	posible	ejercicio	ilegal	de	la	profesión	de	la	víctima	(previsto
como	delito	en	el	artículo	trescientos	sesenta	y	tres	del	Código	Penal).	El
profesor	Fidel	Rojas	Vargas	señala	que,	una	de	las	formas	de	esta	modalidad
delictiva,	es	el	ejercicio	de	la	profesión	sin	estar	habilitado	[Rojas	Vargas,
Fidel.	Delitos	contra	la	Administración	Pública.	Tercera	edición-octubre	2003.
Lima:	Editorial	Grijley,	página	689].	En	esa	línea	argumentativa,	acaso	no
podría	ser	legítima	la	retención	de	una	posible	prueba	para	acreditar	la
presunta	comisión	de	un	delito	(debe	puntualizarse	que	el	acusado	(...)	no	le
solicitó	dinero	o	dádiva	a	la	víctima).	(...)	Cabe	acotar	que	no	es	un	acto
arbitrario	la	conducta	del	agente,	que	está	amparada	por	la	ley	o	se
encuentra	fundamentada	en	una	decisión	discrecional,	ajustada	a	los
principios	del	derecho,	la	Constitución	y	el	ordenamiento	jurídico.	En	ese
sentido,	también	podría	concurrir	en	un	error	de	tipo,	por	desconocimiento	de
que	el	acto	era	ilegal	y	abusivo;	en	tanto	esta	circunstancia	es	un	elemento
determinante	de	la	tipicidad	concreta	del	delito	en	cuestión”.	(CS,	Queja	17-
2013-Callao,	jul.	01/2013	V.	P.	Lecaros	Cornejo)
COMENTARIO.—Profesión.	El	tipo	penal	se	refiere	a	las	profesiones	que	se
encuentren	 registradas	 oficialmente	 (regladas	 o	 exceptuadas)	 como	 la
medicina,	 ingeniería,	 abogacía,	etc.	Las	ocupaciones	 técnicas,	oficios	como,
carpintería,	gasfitería,	electricista	no	entran	en	la	clasificación	del	elemento
normativo	 de	 profesiones	 regladas.	 Es	 legítimo	 concluir	 que	 el	 ejercicio
ilegal,	 con	 o	 sin	 falso	 título,	 de	 las	 ocupaciones	 señaladas	 no	 serán
constitutivas	 del	 tipo	 penal.	 En	 cuanto	 a	 qué	 requisitos	 debe	 reunir	 el
profesional	 se	 debe	 atender	 al	 caso	 en	 específico,	 así	 por	 ejemplo,	 en	 la
mayoría	 de	 profesiones	 se	 exige	 para	 cierto	 ejercicio	 de	 la	 profesión	 la
inscripción	en	el	colegio	correspondiente.
C.	P.
ART.	364.—Participación	en	el	ejercicio	ilegal	de	la	profesión.
El	 profesional	 que	 ampara	 con	 su	 firma	 el	 trabajo	 de	 quien	 no
tiene	 título	para	 ejercerlo,	 será	 reprimido	 con	pena	privativa	de
libertad	 no	mayor	 de	 cuatro	 años	 e	 inhabilitación	 de	 uno	 a	 tres
años	conforme	al	artículo	36,	incisos	1	y	2.
SECCIÓN	II
Violencia	y	resistencia	a	la	autoridad
C.	P.
ART.	365.—Impedimento	a	autoridad	para	el	ejercicio	de	sus
funciones.	 El	 que,	 sin	 alzamiento	 público,	 mediante	 violencia	 o
amenaza,	 impide	 a	 una	 autoridad	 o	 a	 un	 funcionario	 o	 servidor
público	 ejercer	 sus	 funciones	 o	 le	 obliga	 a	 practicar	 un
determinado	acto	de	sus	funciones	o	le	estorba	en	el	ejercicio	de
éstas,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de
dos	años.
C.	P.
ART.	366.—Modificado.	Ley	27937,	Artículo	Único.	Violencia
contra	 la	 autoridad	 para	 impedir	 el	 ejercicio	 de	 sus
funciones.	 El	 que	 emplea	 intimidación	 o	 violencia	 contra	 un
funcionario	público	o	contra	la	persona	que	le	presta	asistencia	en
virtud	 de	 un	 deber	 legal	 o	 ante	 requerimiento	 de	 aquél,	 para
impedir	 o	 trabar	 la	 ejecución	 de	 un	 acto	 propio	 de	 legítimo
ejercicio	de	 sus	 funciones,	 será	 reprimido	 con	pena	privativa	de
libertad	 no	 menor	 de	 dos	 ni	 mayor	 de	 cuatro	 años	 o	 con
prestación	de	 servicio	 comunitario	de	ochenta	 a	 ciento	 cuarenta
jornadas.
C.	P.
ART.	 367.—Modificado.	 Ley	 30054,	 Art.	 2°.	 Formas
agravadas.	 En	 los	 casos	 de	 los	 artículos	 365	 y	 366,	 la	 pena
privativa	de	 libertad	 será	no	menor	de	 cuatro	ni	mayor	de	ocho
años	cuando:
1.	El	hecho	se	realiza	por	dos	o	más	personas.
2.	El	autor	es	funcionario	o	servidor	público.
La	pena	privativa	de	libertad	será	no	menor	de	ocho	ni	mayor	de
doce	años	cuando:
1.	El	hecho	se	comete	a	mano	armada.
2.	El	autor	causa	una	lesión	grave	que	haya	podido	prever.
3.	 El	 hecho	 se	 realiza	 en	 contra	 de	 un	 miembro	 de	 la	 Policía
Nacional	o	de	las	Fuerzas	Armadas,	magistrado	del	Poder	Judicial
o	 del	Ministerio	 Público,	miembro	 del	 Tribunal	 Constitucional	 o
autoridad	 elegida	 por	 mandato	 popular,	 en	 el	 ejercicio	 de	 sus
funciones.
4.	El	hecho	se	realiza	para	impedir	la	erradicación	o	destrucción
de	cultivos	ilegales,	o	de	cualquier	medio	o	instrumento	destinado
a	 la	 fabricación	 o	 transporte	 ilegal	 de	 drogas	 tóxicas,
estupefacientes	o	sustancias	psicotrópicas.
5.	 El	 hecho	 se	 comete	 respecto	 a	 investigaciones	o	 juzgamiento
por	 los	delitos	de	 terrorismo,	 tráfico	 ilícito	de	drogas,	 lavado	de
activos,	secuestro,	extorsión	y	trata	de	personas.
Si	 como	 consecuencia	 del	 hecho	 se	 produce	 la	 muerte	 de	 una
persona	 y	 el	 agente	 pudo	 prever	 este	 resultado,	 la	 pena	 será
privativa	de	libertad	no	menor	de	doce	ni	mayor	de	quince	años.
JURISPRUDENCIA.—II	 Pleno	 Jurisdiccional	 Extraordinario	 Penal:	 Corte
Suprema	 limita	 la	 aplicación	 de	 la	 agravante	 del	 delito	 de	 violencia	 y
resistencia	contra	 la	autoridad	policial.	 “Por	 tanto,	 es	 relevante,	 precisar
que	 el	 delito	de	 violencia	 y	 resistencia	 contra	 la	autoridad,	 agravado	por	 la
calidad	 policial	 de	 ésta,	 abarca	 únicamente	 aquellos	 actos	 que	 mediante
amenazas	 o	 agresiones	 físicas	 rechazan	 el	 ius	 imperium	 del	 Estado,
representado	 en	 el	 ejercicio	 del	 poder,	 competencias	 y	 facultades	 que	 ella
legalmente	ostenta	y	ejerce.	Son,	pues,	formas	de	resistencia	activa	y	violenta
contra	 dicho	 poder	 y	 autoridad.	 Por	 tal	 razón,	 su	 relevancia	 y	 punibilidad
tienen	 siempre	 que	 ser	 menores	 que	 los	 que	 corresponden	 a	 otra	 clase	 de
acciones	de	violencia	que	se	dirigen	a	atentar	directamente	contra	la	vida	o	la
salud	de	efectivos	policiales	que	ejercen	o	ejercieron	sus	funciones.	Es	por	ello
que	 para	 sancionar	 con	 severidad	 estos	 últimos	 casos,	 se	 han	 regulado
expresamente	 circunstancias	 agravantes	 específicas	 en	 los	 delitos	 de
homicidio	y	lesiones.	(...)	el	delito	de	violencia	y	resistencia	contra	la	autoridad
policial	sólo	puede	configurarse	y	ser	sancionado	como	tal,	cuando	en	el	caso
sub	 judice	 no	 se	 den	 los	 presupuestos	 objetivos	 y	 subjetivos	 que	 tipifican	 de
manera	independiente	los	hechos	punibles	contra	la	vida	o	la	salud	individual
del	funcionario	policial	que	se	han	señalado	anteriormente.	La	penalidad,	por
tanto,	 del	 delito	 de	 violencia	 y	 resistencia	 contra	 una	 autoridad	 policial	 no
puede	sobrepasar	la	pena	mínima	fijada	para	las	lesiones	leves	en	el	artículo
122,	inciso	3,literal	a.	Es	decir,	en	ningún	caso	puede	ser	mayor	de	tres	años	de
pena	privativa	de	libertad,	si	es	que	la	violencia	ejercida	contra	la	autoridad
policial	no	ocasionó	siquiera	lesiones	leves.	Pero,	si	el	agente	con	las	violencias
ejercidas	produjo	dolosamente	lesiones	leves	o	lesiones	graves	a	la	autoridad
policial,	 su	 conducta	 sólo	 debe	 asimilarse	 a	 los	 delitos	 tipificados	 en	 los
artículos	121	y	122	del	Código	Penal,	 respectivamente,	aplicándose,	además,
en	tales	supuestos,	 la	penalidad	prevista	para	 la	concurrencia	del	agravante
específico	 que	 se	 funda	 en	 la	 condición	 funcional	 del	 sujeto	 pasivo”.	 (CS,	 II
Pleno	 Jurisdiccional	Extraordinario	Penal	 -	Acuerdo	Plenario	Extraordinario
1-2016/CIJ-116,	 jun.	 06/2016.	 V.	 P.	 Prado	 Saldarriaga,	 Rodríguez	 Tineo	 y
Pariona	Pastrana)
NOTA:	El	texto	del	II	Pleno	Jurisdiccional	Extraordinario	Penal	fue	publicado	en	el	Diario	Oficial	“El
Peruano”	el	04	de	agosto	del	2016.	La	fe	de	erratas	del	pleno	se	publicó	el	12	de	agosto	del	2016.
JURISPRUDENCIA.—La	pena	del	delito	de	violencia	y	resistencia	contra
una	autoridad	policial	no	puede	 sobrepasar	 la	mínima	 fijada	para	 las
lesiones	leves	o	para	las	lesiones	graves.	“21°.	Por	tanto,	aquellas	acciones
que	 en	 el	 caso	 concreto	 pueden	 significar	 un	 acto	 de	 intimidación	 o	 de
violencia	contra	una	autoridad	policial	en	el	ejercicio	de	sus	funciones,	y	estar
destinados	 a	 evitar	 que	 ella	 las	 cumpla,	 pero	 que	 por	 las	 condiciones
particulares	de	quien	las	ejecuta	o	el	contexto	donde	están	se	dan,	no	resultan
idóneas	para	 impedir	 o	 frustrar	 el	 cumplimiento	 efectivo	de	 las	actuaciones
policiales,	no	podrán	configurar	la	agravante	que	regula	la	ley	y	sólo	pueden
realizar	 el	 tipo	 penal	 del	 artículo	 366	 o	 ser	 una	 falta.	 Así,	 actos	 como	 el
empujar	a	un	miembro	de	la	Policía	Nacional	del	Perú,	cuando	este	ejerce	sus
funciones,	o	el	afectar	su	honra	a	través	de	insultos	o	lanzándole	escupitajos,
no	 pueden	 ser	 consideradas	 como	 formas	 agravadas.	 Sobre	 todo	 porque
dichas	conductas	no	son	suficientemente	idóneas	para	afectar	el	bien	jurídico
con	una	intensidad	o	fuerza	adecuadas	para	impedir	que	la	autoridad	cumpla
sus	funciones,	la	pena	que	cabría	aplicar	en	tales	supuestos	no	puede	ni	debe
ser	 la	conminada	en	el	artículo	367.	22°.	Pero,	además,	 en	 la	determinación
judicial	de	 la	pena	aplicable	a	 los	actos	de	 intimidación	o	violencia	dirigidas
contra	autoridades	policiales,	no	se	puede	obviar	la	concurrencia	evidente	de
causales	 de	 disminución	de	 punibilidad	 como	 cuando	 el	 agente	 del	 delito	 se
encuentre	bajo	notorios	efectos	del	consumo	de	alcohol;	o	cuando	aquel	sólo
se	resiste	a	su	propia	detención;	o	cuando	los	actos	de	intimidación	o	violencia
se	ejecuten	por	quien	reacciona	en	errónea	defensa	de	un	familiar	cercano	que
es	 intervenido	 por	 la	 autoridad	 policial.	 En	 tales	 supuestos,	 según
corresponda,	el	juez	debe	decidir	la	pena	a	imponerla	siempre	por	debajo	del
mínimo	 legal,	 tal	 como	 lo	 dispone	 el	 artículo	 21	 del	 Código	 Penal.	 (...)	 23°.
Tampoco	hay	ninguna	limitación	normativa	que	afecte	la	eficacia	de	reglas	de
reducción	 por	 bonificación	 procesal,	 como	 cuando	 el	 procesado	 expresa
confesión	sincera	o	se	somete	a	la	terminación	anticipada	del	proceso;	o	a	la
conclusión	por	conformidad	de	la	audiencia.	En	todos	estos	casos,	la	reducción
sobre	la	pena	impuesta	se	aplicará	siempre	y	conforme	a	los	porcentajes	que
autoriza	 la	 ley”.	 (CS,	 II	 Pleno	 Jurisdiccional	 Extraordinario	 Penal	 -	 Acuerdo
Plenario	 Extraordinario	 1-2016/CIJ-116,	 jun.	 06/2016.	 V.	 P.	 Prado
Saldarriaga,	Rodríguez	Tineo	y	Pariona	Pastrana)
NOTA:	El	texto	del	II	Pleno	Jurisdiccional	Extraordinario	Penal	fue	publicado	en	el	Diario	Oficial	“El
Peruano”	el	04	de	agosto	del	2016.	La	fe	de	erratas	del	pleno	se	publicó	el	12	de	agosto	del	2016.
C.	P.
ART.	368.—Modificado.	Ley	29439,	Art.	1°.	Resistencia	o
desobediencia	a	la	autoridad.	El	que	desobedece	o	resiste	la
orden	legalmente	impartida	por	un	funcionario	público	en	el
ejercicio	de	sus	atribuciones,	salvo	que	se	trate	de	la	propia
detención,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no
menor	de	seis	meses	ni	mayor	de	dos	años.
Cuando	se	desobedezca	la	orden	de	realizarse	un	análisis	de
sangre	o	de	otros	fluidos	corporales	que	tenga	por	finalidad
determinar	el	nivel,	porcentaje	o	ingesta	de	alcohol,	drogas
tóxicas	estupefacientes,	sustancias	psicotrópicas	o	sintéticas,	la
pena	privativa	de	la	libertad	será	no	menor	de	seis	meses	ni
mayor	de	cuatro	años	o	prestación	de	servicios	comunitarios	de
setenta	a	ciento	cuarenta	jornadas.
JURISPRUDENCIA.—Desobediencia	 exige	 una	 situación	 típica
generadora	del	deber	de	actuar,	la	no	realización	de	la	acción	objeto	del
deber	al	vencimiento	del	plazo	y	la	posibilidad	de	su	cumplimiento.	“(...)
la	 desobediencia	 a	 la	 autoridad	 es	 un	 delito	 de	 omisión	 y	 que	 está
caracterizado	por	tres	requisitos	 indispensables:	 situación	típica	generadora
del	 deber	 de	 actuar	 que	 debe	 observar	 la	 persona	 conminada,	 la	 no
realización	 de	 la	 acción	 objeto	 del	 deber	 al	 vencimiento	 del	 plazo	 para
cumplir	 la	 acción	 concreta	 respecto	 del	 destinatario,	 debiendo	 tenerse	 en
cuenta	 el	 deber	 positivo	 de	 acatamiento	 y	 como	 tercer	 requisito	 debe
verificarse	la	posibilidad	de	su	cumplimiento	de	parte	del	requerido;	que,	en	el
caso	de	autos,	sólo	podría	considerarse	omisión	punible	la	no	realización	del
pago	por	parte	de	 los	requeridos	siempre	que	se	encontraran	en	condiciones
de	cumplir	con	el	deber	de	acto	impuesto	por	la	autoridad;	que	el	encausado
(...)	 en	 su	 calidad	 de	 gerente	 de	 la	 empresa	 no	 tiene	 la	 disponibilidad	 para
efectuar	 el	 pago	 pendiente	 al	 ex	 trabajador	 de	 su	 representada	 y	 no
habiéndose	 probado	 en	 modo	 alguno	 que	 el	 incumplimiento	 del	 pacto
celebrado	 ante	 el	 juzgado	 laboral	 agraviado,	 sea	 producto	 de	 su	 conducta
dolosa,	 esto	 es	 deliberada	 y	 maliciosamente	 encaminada	 a	 incumplir	 el
requerimiento	del	 juzgado	agraviado,	éste	debe	ser	absuelto	de	 la	acusación
que	 pesa	 en	 su	 contra	 (...)”.	 (CSJ.	 Chiclayo,	 Exp.	N°	 1394-98,	 abr.	 09/99.	 S.S.
Ponte	Rodríguez,	Chávez	Mella)
C.	P.
ART.	 368-A.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1182,	 Cuarta	 Disp.	 Compl.
Modif.	 Ingreso	 indebido	 de	 equipos	 o	 sistema	 de
comunicación,	 fotografía	 y/o	 filmación	 en	 centros	 de
detención	 o	 reclusión.	 El	 que	 indebidamente	 ingresa,	 intenta
ingresar	o	permite	el	ingreso	a	un	centro	de	detención	o	reclusión,
equipos	o	sistema	de	comunicación,	fotografía	y/o	filmación	o	sus
componentes	 que	 permitan	 la	 comunicación	 telefónica	 celular	 o
fija,	 radial,	 vía	 internet	 u	 otra	 análoga	 del	 interno,	 así	 como	 el
registro	de	 tomas	 fotográficas,	de	video,	o	proporcionen	 la	señal
para	 el	 acceso	 a	 internet	 desde	 el	 exterior	 del	 establecimiento
penitenciario	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	de	cuatro	ni	mayor	de	seis	años.
Si	 el	 agente	 se	 vale	 de	 su	 condición	 de	 autoridad,	 abogado
defensor,	servidor	o	funcionario	público	para	cometer	o	permitir
que	se	cometa	el	hecho	punible	descrito,	la	pena	privativa	será	no
menor	de	seis	ni	mayor	de	ocho	años	e	inhabilitación,	conforme	al
artículo	36,	incisos	1	y	2,	del	presente	código.
C.	P.
ART.	 368-B.—Incorporado.	 Ley	 29867,	 Art.	 Único.	 Ingreso
indebido	 de	 materiales	 o	 componentes	 con	 fines	 de
elaboración	 de	 equipos	 de	 comunicación	 en	 centros	 de
detención	 o	 reclusión.	 El	 que	 indebidamente	 ingresa,	 intenta
ingresar	o	permite	el	ingreso	a	un	centro	de	detención	o	reclusión,
materiales	o	componentes	que	puedan	utilizarse	en	la	elaboración
de	antenas,	receptores	u	otros	equipos	que	posibiliten	o	faciliten
la	comunicación	telefónica	celular	o	fija,	radial,	vía	internet	u	otra
análoga	del	interno,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad
no	menor	de	dos	ni	mayor	de	cuatro	años.
Si	el	agente	se	vale	de	un	menor	de	edad	o	de	su	condición	de
autoridad,	abogado	defensor,	servidor	o	funcionario	público	para
cometer	o	permitir	que	se	cometa	el	hecho	punible	descrito,	la
pena	privativa	será	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	seis	años	e
inhabilitación,	conforme	al	artículo	36,	incisos	1	y	2,	del	presente
código.
C.	P.
ART.	368-C.—Incorporado.	Ley	29867,	Art.	Único.	Sabotaje	de
los	 equipos	 de	 seguridad	 y	 de	 comunicación	 en
establecimientos	penitenciarios.	El	que	dentro	de	un	centro	de
detención	 o	 reclusión	 vulnera,	 impide,	 dificulta,	 inhabilita	 o	 de
cualquier	 otra	 forma	 imposibilite	 el	 funcionamiento	 de	 los
equipos	 de	 seguridad	 y/o	 de	 comunicación	 en	 los
establecimientos	 penitenciarios,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	cinco	ni	mayor	de	ocho	años.
Si	el	agente	se	vale	de	un	menor	de	edad	o	de	su	condición	de
autoridad,	abogado	defensor,	servidor	o	funcionario	público	para
cometer	o	permitir	que	se	cometa	el	hecho	punible	descrito,	la
pena	privativa	será	no	menor	de	ocho	ni	mayor	de	diez	años	e
inhabilitación,	conforme	al	artículo	36,	incisos	1	y	2,	del	presente
código.
C.	P.
ART.	 368-D.—Incorporado.	 Ley	 29867,	 Art.	 Único.	 Posesión
indebida	 de	 teléfonos	 celulares	 o,	 armas,	 municiones	 o
materiales	 explosivos,	 inflamables,	 asfixiantes	 o	 tóxicos	 en
establecimientos	penitenciarios.	La	persona	privada	de	libertad
en	un	centro	de	detención	o	reclusión,	que	posea	o	porte	un	arma
de	 fuego	 o	 arma	 blanca,	 municiones	 o	 materiales	 explosivos,
inflamables,	 asfixiantes	 o	 tóxicos,	 será	 reprimida	 con	 pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	ocho	ni	mayor	de	quince	años.
Si	el	agente	posee,	porta,	usa	o	 trafica	con	un	 teléfono	celular	o
fijo	 o	 cualquiera	 de	 sus	 accesorios	 que	 no	 esté	 expresamente
autorizado,	la	pena	privativa	de	libertad	será	no	menor	de	tres	ni
mayor	de	ocho	años.
Si	se	demuestra	que	del	uso	de	estos	aparatos	se	cometió	o
intentó	cometer	un	ilícito	penal,	la	pena	será	no	menor	de	diez	ni
mayor	de	quince	años.
C.	P.
ART.	 368-E.—Incorporado.	 Ley	 29867,	 Art.	 Único.	 Ingreso
indebido	 de	 armas,	 municiones	 o	 materiales	 explosivos,
inflamables,	 asfixiantes	 o	 tóxicos	 en	 establecimientos
penitenciarios.	El	que	indebidamente	ingresa,	intenta	ingresar	o
permite	el	ingreso	a	un	centro	de	detención	o	reclusión,	un	arma
de	 fuego	 o	 arma	 blanca,	 municiones	 o	 materiales	 explosivos,
inflamables,	 asfixiantes	 o	 tóxicos	 para	 uso	 del	 interno,	 será
reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 ocho	 ni
mayor	de	quince	años.
Si	el	agente	se	vale	de	un	menor	de	edad	o	de	su	condición	de
autoridad,	abogado	defensor,	servidor	o	funcionario	público	para
cometer	o	permitir	que	se	cometa	el	hecho	punible	descrito,	la
pena	privativa	será	no	menor	de	diez	ni	mayor	de	veinte	años	e
inhabilitación,	conforme	al	artículo	36,	incisos	1	y	2,	del	presente
código.
C.	P.
ART.	 369.—Modificado.	 Ley	 29519,	 Art.	 Único.	 Violencia
contra	 autoridades	 elegidas.	 El	 que,	 mediante	 violencia	 o
amenaza,	impide	a	una	autoridad	elegida	en	un	proceso	electoral
general,	parlamentario,	regional	o	municipal	juramentar,	asumir	o
ejercer	 sus	 funciones	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	no	menor	de	dos	ni	mayor	de	cuatro	años.
Si	 el	 agente	 es	 funcionario	 o	 servidor	 público	 sufrirá,	 además,
inhabilitación	de	uno	a	tres	años	conforme	al	artículo	36,	 incisos
1,	2	y	8.
C.	P.
ART.	 370.—Violación	 de	 medio	 de	 conservación	 o
identificación	de	objeto.	 El	 que	 destruye	 o	 arranca	 envolturas,
sellos	 o	 marcas	 puestos	 por	 la	 autoridad	 para	 conservar	 o
identificar	 un	 objeto,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	 no	 mayor	 de	 dos	 años	 o	 con	 prestación	 de	 servicio
comunitario	de	veinte	a	treinta	jornadas.
C.	P.
ART.	371.—Omisión	de	deber	de	comparecer	o	de	declarar.	El
testigo,	 perito,	 traductor	 o	 intérprete	 que,	 siendo	 legalmente
requerido,	 se	 abstiene	 de	 comparecer	 o	 prestar	 la	 declaración,
informe	o	servicio	 respectivo,	 será	 reprimido	con	pena	privativa
de	 libertad	 no	 mayor	 de	 dos	 años	 o	 con	 prestación	 de	 servicio
comunitario	de	veinte	a	treinta	jornadas.
El	 perito,	 traductor	 o	 intérprete	 será	 sancionado,	 además,	 con
inhabilitación	de	 seis	meses	 a	 dos	 años	 conforme	 al	 artículo	 36,
incisos	1,	2	y	4.
C.	P.
ART.	372.—Atentado	contra	medios	de	prueba.	El	que	sustrae,
oculta,	 cambia,	 destruye	 o	 inutiliza	 objetos,	 registros	 o
documentos	 destinados	 a	 servir	 de	 prueba	 ante	 la	 autoridad
competente	que	sustancia	un	proceso,	confiados	a	 la	custodia	de
un	 funcionario	 o	 de	 otra	 persona,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	uno	ni	mayor	de	cuatro	años.
Si	 la	 destrucción	 o	 inutilización	 es	 por	 culpa,	 la	 pena	 será
privativa	de	libertad	no	mayor	de	un	año	o	prestación	de	servicio
comunitario	de	veinte	a	cuarenta	jornadas.
C.	P.
ART.	373.—Sustracción	de	objetos	requisados.	El	que	sustrae
objetos	 requisados	 por	 la	 autoridad	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	dos	ni	mayor	de	cuatro	años.
SECCIÓN	III
Desacato
C.	P.
ART.	374.—Derogado.	Ley	27975,	Artículo	Único.
C.	P.
ART.	 375.—Desacato	 mediante	 desorden.	 El	 que	 causa
desorden	 en	 la	 sala	 de	 sesiones	 del	 Congreso	 o	 de	 las	 cámaras
legislativas,	 de	 las	 asambleas	 regionales,	 de	 los	 consejos
municipales	o	de	los	tribunales	de	justicia	u	otro	lugar	donde	las
autoridades	públicas	ejercen	sus	funciones	o	el	que	entra	armado
en	dichos	 lugares,	 será	 reprimido	con	pena	privativa	de	 libertad
no	mayor	de	un	año	o	con	prestación	de	servicio	comunitario	de
veinte	a	treinta	jornadas.
CAPÍTULO	II
Delitos	cometidos	por	funcionarios	públicos
SECCIÓN	I
Abuso	de	autoridad
C.	P.
ART.	376.—Modificado.	Ley	29703.	Art.	1°.	Abuso	de
autoridad.	El	funcionario	público	que,	abusando	de	sus
atribuciones,	comete	u	ordena	un	acto	arbitrario	que	cause
perjuicio	a	alguien	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad
no	mayor	de	tres	años.
Si	los	hechos	derivan	de	un	procedimiento	de	cobranza	coactiva,
la	pena	privativa	de	libertad	será	no	menor	de	dos	ni	mayor	de
cuatro	años.
OFICINA	DE	CONTROL	DE	LA	MAGISTRATURA
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	102.—La	Oficina	de	Control	de	la	Magistratura	es	el	órgano	que	tiene
por	función	investigar	regularmente	la	conducta	funcional,	la	idoneidad	y	el
desempeño	 de	 los	 magistrados	 y	 auxiliares	 jurisdiccionales	 del	 Poder
Judicial.
Esta	 facultad	no	 excluye	 la	 evaluación	permanente	 que	deben	 ejercer	 los
órganos	jurisdiccionales	al	conocer	de	los	procesos	en	grado.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	105.—Son	 funciones	de	 la	Oficina	de	Control	de	 la	Magistratura	del
Poder	Judicial	las	siguientes:
1.	 Verificar	 que	 los	 magistrados	 y	 auxiliares	 jurisdiccionales	 del	 Poder
Judicial,	 cumplan	 las	 normas	 legales	 y	 administrativas	 de	 su	 competencia,
así	 como	 las	 que	 dicta	 la	 Sala	 Plena	 de	 la	 Corte	 Suprema	 y	 el	 Consejo
Ejecutivo	del	Poder	Judicial;
2.	Realizar	de	oficio,	por	mandato	de	la	Sala	Plena	de	la	Corte	Suprema,	del
Consejo	 Ejecutivo	 o	 del	 presidente	 de	 la	 Corte	 Suprema,	 inspecciones	 e
investigaciones	 en	 la	 Corte	 Suprema,	 cortes	 superiores,	 salas,	 juzgados
especializados	 y	 mixtos,	 oficinas	 de	 los	 auxiliares	 jurisdiccionales,	 y	 del
mismo	 modo	 en	 relación	 con	 la	 conducta	 funcional	 de	 magistrados	 y
auxiliares	jurisdiccionales;
3.	Procesar	las	quejas	de	hecho	y	las	reclamaciones	contra	los	magistrados
y	auxiliares	jurisdiccionales;
4.	 Dar	 trámite	 a	 lo	 actuado	 en	 el	 cumplimiento	 de	 las	 funciones	 de	 su
competencia;
5.	Informar	al	Consejo	Ejecutivo	y	al	presidente	de	la	Corte	Suprema	sobre
todas	las	infracciones	que	detecte,	dentro	de	los	treinta	(30)	días	siguientes;
6.	Verificar	el	cumplimiento	de	las	medidas	disciplinarias	que	se	hubieren
dictado;
7.	 Poner	 en	 conocimiento	 del	 Fiscal	 de	 la	 Nación	 los	 casos	 de	 conducta
indebida	 y	 las	 irregularidades	 procesales	 en	 que	 incurren	 los
representantes	del	Ministerio	Público,	para	los	fines	de	ley;
8.	 Recibir	 y	 procesar	 las	 denuncias	 que	 formulen	 los	 representantes	 del
Ministerio	 Público,	 sobre	 la	 conducta	 funcional	 de	 los	 magistrados	 y
auxiliares	 jurisdiccionales,	 a	 través	 de	 los	 organismos	 de	 control	 del
Ministerio	Público;
9.	Rechazar	de	plano	las	quejas	manifiestamente	maliciosas,	o,	que	no	sean
de	carácter	funcional	sino	jurisdiccional,	aplicando	al	quejoso	las	sanciones
y	las	multas	previstas	en	el	artículo	297	de	la	presente	ley;
10.	Llevar	un	registro	actualizado	de	las	sanciones	ejecutoriadas,	así	como
de	 los	 estímulos	 a	 los	magistrados	 y	 auxiliares	 jurisdiccionales	 del	 Poder
Judicial,	al	que	tienen	acceso	los	interesados	y	público	en	general;
11.	Las	demás	que	señala	la	presente	ley	y	el	reglamento.
JURISPRUDENCIA.—Corte	de	Justicia	de	La	Libertad	apunta	precisiones
para	el	delito	de	abuso	de	autoridad.	“1.-	El	delito	de	abuso	de	autoridad,
como	todos	los	delitos	cometidos	por	funcionarios	públicos	supone	siempre	la
vulneración	de	un	deber	funcionarial;	esto	es,	el	delito	de	abuso	de	autoridad
se	configura	con	el	quebrantamiento	del	deber	de	apego	a	la	legalidad	al	que
se	 encuentra	 vinculado	 el	 funcionario	 público,	 en	 el	 ámbito	 concreto	 de	 su
actividad.	 Esta	 configuración	 del	 delito	 de	 abuso	 de	 autoridad	 exige	 que	 se
precise	 cada	 una	 de	 las	 conductas	 que	 signifiquen	 el	 quebrantamiento	 del
deber,	 lo	 que	 para	 el	 presente	 caso	 sería	 necesario	 saber	 cuál	 de	 los	 diez
efectivos	policiales	 involucrados	 ‘ha	sacado	sin	autorización	 las	motocicletas
de	los	domicilios	de	los	agraviados’;	precisión	que	el	Ministerio	Público	no	ha
hecho.	En	suma	no	se	ha	establecido	quien	ha	infringido	el	deber	funcionarial,
lo	que	a	su	vez	imposibilita	atribuir	responsabilidad	a	los	acusados.
2.-	Lo	acabado	de	señalar	vale	para	el	 supuesto	de	que	no	estamos	ante	un
caso	de	enfrentamiento	entre	los	acusados	y	los	agraviados.	Sin	embargo,	tal	y
como	 ya	 ha	 quedado	 establecido	 al	momento	 de	 analizar	 tanto	 el	 delito	 de
secuestro	 como	 el	 delito	 de	 asesinato	 que	 si	 ha	 existido	 enfrentamiento,	 la
imputación	por	el	delito	de	abuso	de	autoridad	pierde	asidero	fáctico,	pues	las
motocicletas	fueron	recogidas	una	vez	abatidos	los	hoy	agraviados,	supuesto
que	 se	 enmarca	 dentro	 de	 las	 funciones	 de	 la	 Policía	 Nacional,	 como	 es	 la
incautación	 de	 los	 bienes.	 Siendo	 ello	 así	 no	 se	 encuentra	 responsabilidad
penal	 de	 ninguno	 de	 los	 acusados	 por	 el	 delito	 de	 abuso	 de	 autoridad
correspondiendo	su	absolución.
Respecto	al	delito	de	abuso	de	autoridad	previsto	en	el	Art.	376	del	Código
Penal,	es	menester	efectuar	las	siguientes	precisiones	a)	tiene	como	objeto	de
tutela	penal	 el	 interés	público,	 en	 el	 sentido	de	que	 las	 funciones	de	 las	 que
están	revestidos	los	funcionarios	no	sean	utilizados	por	estos	para	la	comisión
de	hechos	 ilegítimos	en	perjuicio	de	 los	derechos	 reconocidos	por	 las	 leyes	a
los	particulares;	b)	 la	conducta	abusiva,	presupone	 la	 facultad	o	el	poder	de
ejercer	 la	 función	 pública,	 de	 la	 cual	 hace	 un	 uso	 excesivo	 el	 funcionario
público,	 siempre	 dentro	 del	 marco	 de	 las	 facultades	 conferidas	 por	 el
ordenamiento	jurídico;	y	c)	que,	el	precepto	debe	ser	integrado	por	las	normas
de	otras	ramas	del	derecho	público	que	son	las	que	fijan	las	funciones	de	los
órganos”.	 (Corte	 Superior	 de	 La	 Libertad,	 Exp.	 295-2008-81-1601-JR-PE-01,
set.	27/2013.	S.	S.	César	Ortiz	Mostacero)
JURISPRUDENCIA.—El	conocimiento	de	 la	antijuricidad	como	elemento
del	 tipo	 de	 abuso	 de	 autoridad.	 “(…)	 de	 igual	manera,	 debe	mencionarse
que,	el	convenio	ciento	sesenta	y	nueve	de	 la	Organización	Internacional	del
Trabajo	 fue	 incorporado	 al	 sistema	 jurídico	 peruano	 mediante	 Resolución
Legislativa	 número	 veintiséis	 mil	 doscientos	 cincuenta	 y	 tres	 del	 dos	 de
diciembre	de	mil	novecientos	noventa	y	 tres,	en	cuyo	artículo	siete	dice:	 ‘Los
pueblos	 interesados	 deberán	 tener	 el	 derecho	 de	 decidir	 sus	 propias
prioridades	en	lo	que	atañe	al	proceso	de	desarrollo,	en	la	medida	en	que	éste
afecte	 sus	vidas,	 creencias,	 instituciones	y	bienestar	espiritual	y	a	 las	 tierras
que	ocupan	o	utilizan	de	alguna	manera,	 y	 de	 controlar	 en	 la	medida	de	 lo
posible,	 su	 propio	 desarrollo	 económico,	 social	 y	 cultural.	 Además,	 dichos
pueblos	deberán	participar	en	 la	 formulación,	aplicación	y	evaluación	de	 los
planes	 y	 programas	 de	 desarrollo	 nacional	 y	 regional	 susceptibles	 de
afectarles	directamente	(…)	puede	observarse	con	meridiana	claridad	que	ese
señor	 juez,	 estaba	 actuando	 en	 el	 marco	 de	 sus	 atribuciones	 y	 potestades
constitucionales	 y	 legales,	 dejándose	 expresa	 constancia	 de	 que	 (…)	 había
entregado	tres	resoluciones	sobre	caducidad	de	autorización	verbal	y	que	hizo
su	inspección	sin	notificar	a	las	partes	pero	no	por	delitos	sino	por	faltas	y	que
tenía	 conocimiento	 de	 que	 la	 resolución	 de	 Inrena	 sólo	 es	 una	 autorización
para	el	uso	de	aguas,	adjuntando	en	tal	sentido	sendas	copias	que	corren	de
fojas	 treinta	 y	 uno	 a	 cuarenta	 y	 cinco,	 donde	 en	 efecto	 se	 encuentran	 la
resolución	 de	 caducidad	 de	 la	 autorización	 verbal	 y	 las	 respectivas
notificaciones,	 por	 lo	 tanto	 no	 se	 ha	 demostrado	 que	 haya	 cometido	 acto
arbitrario	alguno,	mucho	menos	se	produce	un	abuso	de	sus	atribuciones,	en
el	peor	de	los	casos,	no	se	ha	acreditado	en	modo	alguno	el	dolo,	pues	actuaba
en	 la	 convicción	 y	 en	 la	 conciencia	 de	 que	 estaba	 ejerciendo	 sus	 funciones
jurisdiccionales	y	haciendo	justicia	frente	a	las	pretensiones	de	la	comunidad.
(...)”.	(CSJ,	Exp.	N°	13-2004,	may.	31/2007.	S.S.	Guerrero	López)
C.	P.
ART.	376-A.—Abuso	de	autoridad	condicionando	ilegalmente
la	entrega	de	bienes	y	servicios.	El	que,	valiéndose	de	su
condición	de	funcionario	o	servidor	público,	condiciona	la
distribución	de	bienes	o	la	prestación	de	servicios
correspondientes	a	programas	públicos	de	apoyo	o	desarrollo
social,	con	la	finalidad	de	obtener	ventaja	política	y/o	electoral	de
cualquier	tipo	en	favor	propio	o	de	terceros,	será	reprimido	con
pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	seis	años
e	inhabilitación	conforme	a	los	incisos	1	y	2	del	artículo	36	del
Código	Penal.
NOTA:	Por	disposición	del	artículo	2°	de	la	Ley	28355,	se	reforma	y	reubica	el	texto	del	artículo	394-
A	en	la	sección	de	los	delitos	de	abuso	de	autoridad,	como	artículo	376-A.
C.	P.
ART.	 376-B.—Incorporado.	 Ley	 30327,	 Quinta	 Disposición
Complementaria	 Transitoria.	 Otorgamiento	 ilegítimo	 de
derechos	 sobre	 inmuebles.	 El	 funcionario	 público	 que,	 en
violación	 de	 sus	 atribuciones	 u	 obligaciones,	 otorga
ilegítimamente	derechos	de	posesión	o	emite	títulos	de	propiedad
sobre	 bienes	 de	 dominio	 público	 o	 bienes	 de	 dominio	 privado
estatal,	o	bienes	inmuebles	de	propiedad	privada,	sin	cumplir	con
los	 requisitos	 establecidos	 por	 la	 normatividad	 vigente,	 será
reprimido	con	pena	privativa	de	 libertad,	no	menor	de	cuatro	ni
mayor	de	seis	años.
Si	el	derecho	de	posesión	o	título	de	propiedad	se	otorga	a
personas	que	ilegalmente	ocupan	o	usurpan	los	bienes	inmuebles
referidos	en	el	primer	párrafo,	la	pena	privativa	de	libertad	será
no	menor	de	cinco	ni	mayor	de	ocho	años.
C.	P.
ART.	377.—Modificado.	Ley	30364,	Primera	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Omisión,	rehusamiento	o
demora	de	actos	funcionales.	El	funcionario	público	que,
ilegalmente,	omite,	rehúsa	o	retarda	algún	acto	de	su	cargo	será
reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	dos	años	y
con	treinta	a	sesenta	días-multa.
Cuando	la	omisión,	rehusamiento	o	demora	de	actos	funcionales
esté	 referido	 a	 una	 solicitud	 de	 garantías	 personales	 o	 caso	 de
violencia	familiar,	la	pena	será	privativa	de	libertad	no	menor	de
dos	ni	mayor	de	cinco	años.
JURISPRUDENCIA.—El	concepto	de	“función	pública”.	“(...)	El	concepto
‘función	pública’	en	este	derecho	comprende	dos	tipos	de	función	que	suele
distinguirse:	la	función	pública	representativa	y	la	función	pública	no
representativa.	La	función	pública	representativa	está	formada	por	funciones
de	representación	política	y	la	no	representativa	alude	a	la	función	pública
profesionalizada.
Una	interpretación	constitucionalmente	adecuada	del	concepto	‘función
pública’	exige	entenderlo	de	manera	amplia,	esto	es,	desde	el	punto	de	vista
material	como	el	desempeño	de	funciones	en	las	entidades	públicas	del	Estado
(…)”.	(TC,	Exp.	N°	00025-2005-PI/TC,	ago.	18/2006.	Pres.	García	Toma)
C.	P.
ART.	378.—Modificado.	Ley	30364,	Primera	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Denegación	o	deficiente
apoyo	policial.	El	policía	que	rehúsa,	omite	o	retarda,	sin	causa
justificada,	la	prestación	de	un	auxilio	legalmente	requerido	por	la
autoridad	civil	competente,	será	reprimido	con	pena	privativa	de
libertad	no	mayor	de	dos	años.
Si	la	prestación	de	auxilio	es	requerida	por	un	particular	en
situación	de	peligro,	la	pena	será	no	menor	de	dos	ni	mayor	de
cuatro	años.
La	 pena	 prevista	 en	 el	 párrafo	 segundo	 se	 impondrá,	 si	 la
prestación	 de	 auxilio	 está	 referida	 a	 una	 solicitud	 de	 garantías
personales	o	un	caso	de	violencia	familiar.
FINALIDAD	Y	ATRIBUCIONES	DE	LA	POLICÍA	NACIONAL
Const.
ART.	 244.—Incorporado.	 Ley	 28187,	 Artículo	 Único.	 Denuncia	 por
delito	de	omisión	o	retardo	de	función.	El	Ministerio	Público,	a	efectos	de
decidir	 el	 ejercicio	 de	 la	 acción	 penal	 en	 los	 casos	 referidos	 a	 delitos	 de
omisión	 o	 retardo	 de	 función,	 deberá	 determinar	 la	 presencia	 de	 las
siguientes	situaciones:
a)	Si	el	plazo	previsto	por	ley	para	que	el	funcionario	actúe	o	se	pronuncie
de	manera	expresa	no	ha	sido	excedido.
b)	Si	el	administrado	ha	consentido	de	manera	expresa	en	lo	resuelto	por	el
funcionario	público.
Ley	27444.
ART.	166.—La	Policía	Nacional	tiene	por	finalidad	fundamental	garantizar,
mantener	 y	 restablecer	 el	 orden	 interno.	 Presta	 protección	 y	 ayuda	 a	 las
personas	 y	 a	 la	 comunidad.	 Garantiza	 el	 cumplimiento	 de	 las	 leyes	 y	 la
seguridad	 del	 patrimonio	 público	 y	 del	 privado.	 Previene,	 investiga	 y
combate	la	delincuencia.	Vigila	y	controla	las	fronteras.
Const.
ART.	 171.—Las	 Fuerzas	 Armadas	 y	 la	 Policía	 Nacional	 participan	 en	 el
desarrollo	económico	y	social	del	país,	y	en	la	defensa	civil	de	acuerdo	a	ley.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Alcances	del	tipo	legal	de	omisión	o
retardo	de	actos	funcionales.	“(…)	en	cuanto	a	los	fundamentos	del	acusado
recurrente,	es	de	tener	presente	que	las	declaraciones	(sic)	(…)	no	se	llevaron
acabo	en	el	presente	proceso	sino	en	el	proceso	por	robo	agravado	(…),	y	en
esta	causa	sólo	agregaron	copias	certificadas,	por	lo	que	el	recurrente	en	su
debida	oportunidad	pudo	tachar	los	documentos	o	formular	alguna
observación,	pero	no	hizo	uso	de	su	derecho	de	defensa;	que,	con	respecto	a
que	no	puede	ser	considerado	sujeto	activo	del	delito	de	omisión	o	retardo	de
actos	funcionales,	si	bien	existe	cierta	subordinación	con	relación	al
representante	del	Ministerio	Público,	también	lo	es	que	este	como	funcionario
público	–efectivo	de	la	Policía	Nacional	del	Perú–	tiene	sus	propias
obligaciones,	como	lo	es,	en	el	presente	caso,	elaborar	el	atestado	policial,
comunicar	de	la	detención	de	tres	sospechosos	y	entregar	todos	los	bienes
incautados	así	como	las	diligencias	realizadas;	que,	por	último,	en	cuanto	a	la
supuesta	contradicción	en	la	sentencia	recurrida	en	el	noveno	fundamento
jurídico,	de	la	revisión	de	la	misma	se	tiene	que	tal	aseveración	no	es	correcta,
ya	que	se	ha	tomado	en	forma	sesgada	dicho	considerando	puesto	que	si	bien
se	indica	en	dicho	considerando	‘que	la	agraviada	no	se	ha	presentado	a	la
diligencia	de	reconocimiento’,	ello	es	en	mención	a	las	conclusiones	arribadas
en	el	atestado	policial	elaborado	por	el	recurrente.	(...)”.	(Pleno	Jurisdiccional
de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	Acuerdo	Plenario	2-2007/CJ-
116,	R.N.	496-2006-Arequipa,	feb.	08/2008)
COMENTARIO.—Delito	especial.	El	 tipo	 penal	 restringe	 la	 autoría	 a	 sólo
una	clase	de	funcionario	público:	el	policía.	Se	entiende	en	el	Código	Penal
por	 policía	 a	 los	 integrantes	 de	 las	 fuerzas	 policiales	 que,	 en	 actividad,
cumplen	 función	 o	 servicio	 público,	 se	 excluyen	 de	 antemano	 a	 otros
servicios	 de	 seguridad,	 como	 los	 policías	 municipales,	 empresas	 de
vigilancia	y	otras	afines.
C.	P.
ART.	 379.—Requerimiento	 indebido	de	 la	 fuerza	pública.	 El
funcionario	público	que	requiere	la	asistencia	de	la	fuerza	pública
para	oponerse	a	la	ejecución	de	disposiciones	u	órdenes	legales	de
la	autoridad	o	contra	la	ejecución	de	sentencia	o	mandato	judicial,
será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	mayor	 de	 tres
años.
C.	P.
ART.	 380.—Abandono	 ilegal	 del	 cargo.	 El	 funcionario	 o
servidor	público	que,	con	daño	del	servicio,	abandona	su	cargo	sin
haber	 cesado	 legalmente	 en	 el	 desempeño	 del	 mismo,	 será
reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	dos	años.
Si	 el	 agente	 incita	 al	 abandono	 colectivo	 del	 trabajo	 a	 los
funcionarios	 o	 servidores	 públicos	 la	 pena	 será	 privativa	 de
libertad	no	mayor	de	tres	años.
C.	P.
ART.	 381.—Nombramiento	 ilegal	 para	 cargo	 público.	 El
funcionario	 público	 que	 hace	 un	 nombramiento	 para	 cargo
público	 a	 persona	 en	 quien	 no	 concurren	 los	 requisitos	 legales,
será	reprimido	con	sesenta	a	ciento	veinte	días	-	multa.
El	que	acepta	el	 cargo	 sin	 contar	 con	 los	 requisitos	 legales	 será
reprimido	con	la	misma	pena.
JURISPRUDENCIA.—Delito	de	nombramiento	ilegal	para	cargo	público
no	describe	un	acto	formal	único	sino	todo	un	procedimiento.	“(…)	Al
respecto,	cabe	precisar	que	el	artículo	trescientos	ochenta	y	uno	del	Código
Penal	consigna	como	conducta	típica	no	la	del	funcionario	público	que
‘nombra’	sino	la	de	aquél	que	‘hace	un	nombramiento’	para	cargo	público
sobre	persona	en	quien	no	concurren	los	requisitos	legales.	En	tal	sentido,
‘hacer	un	nombramiento’	no	describe	un	acto	formal	único,	sino,	que	alude	a
un	procedimiento	que	se	desarrolla	en	etapas,	el	cual	se	inicia	cuando	el
funcionario	elige	a	una	determinada	persona	para	que	desempeñe	un	cargo
público	en	particular,	estableciendo,	entre	otras,	las	condiciones	y	horarios	de
trabajo,	así	como	las	funciones	que	desempeñará,	y	que	finalizará	cuando	éste
lo	disponga,	siendo,	por	lo	demás,	su	contratación	un	mero	acto	formal	de
carácter	administrativo	a	cargo	de	la	entidad	correspondiente.
En	el	caso	sub	judice,	está	acreditado	que	este	procedimiento	de
nombramiento	se	inició	con	fecha	tres	de	enero	de	dos	mil	siete	cuando	la
acusada	(…)	a	(…)	para	que	se	desempeñara	como	asesor	dos,	conforme	se
advierte	del	Memorándum	(…),	cursado	por	la	citada	encausada	al	director	de
Recursos	Humanos	del	Congreso	de	la	República,	y	finalizó	el	veinte	de	abril
del	mismo	año	cuando	la	propia	inculpada	comunicó	mediante	Memorándum
(…),	que	en	esa	fecha	(…)	hizo	entrega	formal	de	toda	la	documentación	y
material	asignado	para	el	ejercicio	de	sus	funciones,	dando	por	aceptada	su
renuncia	y	precisando	que	ya	no	mantiene	vínculo	laboral	con	dicha	persona.
(…).”	(CS,	R.	Ap.	-	Exp.	07-2007,	may.	10/2010.	S.	S.	Prado	Saldarriaga)
JURISPRUDENCIA.—El	principio	de	confianza	impone	el	deber	de	actuar
de	acuerdo	con	lo	establecido	en	los	reglamentos.	“(...)	la	acusada	por	sus
condiciones	personales	(abogada	y	congresista	de	la	República)	tenía	el	deber
de	hacer	una	designación	cumpliendo	las	exigencias	y	requisitos	de	la
normatividad	antes	señalada,	según	lo	manda	el	artículo	treinta	y	ocho	de	la
Constitución	Política	del	Perú	que	establece:	‘Todos	los	peruanos	tienen	el
deber	de	honrar	al	Perú	y	de	proteger	los	intereses	nacionales,	así	como	de
respetar,	cumplir	y	defender	la	Constitución	y	el	ordenamiento	jurídico	de	la
Nación’;	el	rol	de	la	inculpada	Elsa	Canchaya	Sánchez	en	su	condición	de
Congresista	de	la	República,	era	designar	a	su	personal	de	confianza	y	cumplir
con	la	normatividad	en	dicha	designación,	función	que	la	Dirección	de
Recursos	Humanos	del	Congreso	de	la	República,	esperaba	se	cumpla
correctamente,	en	virtud	del	Principio	de	Confianza	(categoría	de	la
imputación	objetiva),	que	debe	prevalecer	en	un	régimen	de	división	de	roles;
y	que	en	mérito	a	dicha	designación	o	nombramiento	la	Dirección	de	Recursos
Humanos	del	Congreso	de	la	República,	procedió	contratar	(...)	como	asesora
del	despacho	congresal	de	Elsa	Victoria	Canchaya	Sánchez,	sin	perjuicio	de
que	posteriormente	califiquen	dicha	designación;	de	este	modo,	se	ha	probado
de	manera	suficiente	la	materialidad	del	delito	y	la	responsabilidad	penal	de
la	encausada	(...).”	(CS,	Exp.	07-2007,	oct.	07/2009.	Juez	Sócrates	Mauro
Zevallos	Soto)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema:	delito	de	nombramiento	ilegal	para
ejercer	cargo	público	no	castiga	al	que	“nombra”,	sino	a	aquel	que	“hace
un	nombramiento”.	“Al	respecto,	cabe	precisar	que	el	artículo	trescientos
ochenta	y	uno	del	Código	Penal	consigna	como	conducta	típica	no	la	del
funcionario	público	que	‘nombra’	sino	la	de	aquél	que	‘hace	un	nombramiento’
para	cargo	público	sobre	persona	en	quien	no	concurren	los	requisitos	legales.
En	tal	sentido,	‘hacer	un	nombramiento’	no	describe	un	acto	formal	único,
sino,	que	alude	a	un	procedimiento	que	se	desarrolla	en	etapas,	el	cual	se
inicia	cuando	el	funcionario	elige	a	una	determinada	persona	para	que
desempeñe	un	cargo	público	en	particular,	estableciendo,	entre	otras,	las
condiciones	y	horarios	de	trabajo,	así	como	las	funciones	que	desempeñará,	y
que	finalizará	cuando	éste	lo	disponga,	siendo,	por	lo	demás,	su	contratación
un	mero	acto	formal	de	carácter	administrativo	a	cargo	de	la	entidad
correspondiente.	(...)	Por	lo	demás,	la	capacidad	de	‘hacer	un	nombramiento’
para	el	desempeño	de	un	cargo	público	de	la	acusada	queda	también
acreditada	con	el	Memorandum	número	cero	setenta	y	nueve	-	dos	mil	siete	-
EVCS/CR	–fojas	cuatrocientos	catorce–	que	remitió	también	al	Director	de
Recursos	Humanos	del	Congreso,	y	a	través	del	cual	señala	que	en	reemplazo
de	Simón	Vicente	ingresará	la	señorita	Torrejón	Comeca	que	se	desempeñará
como	asesor	dos.	(...).
Por	consiguiente,	no	se	vulneró	el	principio	constitucional	de	responsabilidad
por	el	propio	hecho	ni	el	principio	de	legalidad	[específicamente	el	principio
de	taxatividad	o	tipicidad]	que	alega	la	recurrente.	Por	lo	que	estos	agravios
también	deben	desestimarse”.	(CS,	R.	AP.	-	Exp.	07-2007,	may.	04/2010.	V.	P.
Prado	Saldarriaga)
JURISPRUDENCIA.—El	tipo	legal	del	nombramiento	ilegal	no	es	un	delito
permanente,	sino	“uno	de	resultado	y	de	naturaleza	instantánea”.	“(...)	el
tipo	legal	de	nombramiento	ilegal	es	un	delito	de	resultado	y	de	naturaleza
instantánea,	pues	solo	requiere	para	su	consumación	la	oficialización	del
nombramiento	con	las	formalidades	del	caso.	Condición	terminante	para	un
nombramiento,	según	las	disposiciones	parlamentarias,	era	la	propuesta	de
un	congresista	a	la	administración	del	Congreso,	cuyo	órgano	competente,
sobre	esa	base,	emitió	la	resolución	correspondiente.	(…)	No	es	relevante,	a
estos	efectos	de	la	consumación,	la	fecha	de	terminación	del	nombramiento
ilegal,	pues	no	se	trata	de	un	delito	permanente.	El	tipo	legal	destaca	el	hecho
del	nombramiento	como	verbo	rector	que	a	su	vez	consolida	el	daño	al	bien
jurídico	dictado	por	la	ley	(...).	El	tipo	legal	de	nombramiento	ilegal	no	es	un
delito	que	afecte	el	patrimonio	del	Estado.	Este	ilícito	penal	busca	proteger	la
expectativa	normativa	referida	a	la	legalidad	de	los	nombramientos	de	los
sujetos	públicos	protegiendo	de	forma	específica	el	correcto	funcionamiento
de	la	administración	en	cuanto	a	las	pautas	para	el	nombramiento	y
aceptación	de	cargos	públicos.	El	agente	público,	en	este	delito,	no	tiene	una
relación	funcional	con	un	ámbito	de	gestión	o	recaudo	de	caudales	de	la
administración.	Sólo	se	castiga	a	quien	extralimitándose	en	sus	funciones
abusa	de	su	poder	para	incorporar	ilegalmente	personal	a	las	reparticiones
públicas.	En	consecuencia.	el	bien	jurídico	tutelado	en	dicho	delito	es	la
preservación	de	la	legalidad	de	los	nombramientos	de	los	funcionarios	y
servidores	públicos,	protegiendo	la	administración	pública	de	irregularidad
en	el	ingreso	a	la	función	(...)”.	(C	S,	R.	N.	2304-2014-Lima,	mar.	17/2015.	V.	P.
San	Martín	Castro)
SECCIÓN	II
Concusión
C.	P.
ART.	382.—Modificado.	 Ley	30111,	Art.	Único.	Concusión.	 El
funcionario	o	servidor	público	que,	abusando	de	su	cargo,	obliga	o
induce	a	una	persona	a	dar	o	prometer	 indebidamente,	para	sí	o
para	otro,	un	bien	o	un	beneficio	patrimonial,	será	reprimido	con
pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	dos	ni	mayor	de	ocho	años
y	con	ciento	ochenta	a	trescientos	sesenta	y	cinco	días-multa.
DELITOS	CONTRA	LA	ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA
Ley	27770.
ART.	 2°.—Ámbito	 de	 aplicación.	 La	 presente	 ley	 se	 aplica	 a	 los
condenados	por	los	siguientes	delitos:
a)	Concusión	en	todas	sus	modalidades.
b)	Peculado	en	todas	sus	modalidades,	excepto	en	la	forma	culposa.
c)	 Corrupción	 de	 funcionarios	 en	 todas	 sus	 modalidades,	 incluidas	 las
cometidas	por	particulares.
d)	Asociación	ilícita	para	delinquir,	cuando	los	hechos	materia	de	condena
se	 hallen	 relacionados	 con	 atentados	 contra	 la	 Administración	 Pública,
contra	el	Estado	y	 la	defensa	nacional	o	contra	 los	poderes	del	Estado	y	el
orden	constitucional.
Ley	27770.
ART.	3°.—No	recepción	de	beneficios	penales.	Las	personas	condenadas
por	 los	delitos	a	que	se	 refiere	el	artículo	2°	de	 la	presente	 ley	no	podrán
recibir	los	siguientes	beneficios	penales:
a)	Conversión	de	la	pena	privativa	de	libertad	a	que	se	refiere	el	artículo	52
del	Código	Penal.
b)	 La	 reserva	 del	 fallo	 condenatorio	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 62	 del
Código	Penal.
Ley	27770.
ART.	 4°.—Recepción	 de	 beneficios	 penitenciarios.	 Las	 personas
condenadas	por	los	delitos	a	que	se	refiere	el	artículo	2°	de	la	presente	ley
podrán	recibir	a	su	favor	los	siguientes	beneficios	penitenciarios:
a)	Redención	de	la	pena	por	el	trabajo	y	la	educación	a	que	se	refieren	los
artículos	44	al	47	del	Código	de	Ejecución	Penal,	a	razón	de	un	día	de	pena
por	cinco	días	de	labor	efectiva	o	de	estudio	debidamente	comprobado.
b)	 Semilibertad	 a	 que	 se	 refieren	 los	 artículos	 48	 a	 52	 del	 Código	 de
Ejecución	 Penal,	 cuando	 se	 hayan	 cumplido	 las	 dos	 terceras	 partes	 de	 la
pena	 y	previo	pago	del	 íntegro	de	 la	 cantidad	 fijada	 en	 la	 sentencia	 como
reparación	 civil	 y	 de	 la	 multa	 o,	 en	 el	 caso	 del	 interno	 insolvente,	 la
correspondiente	 fianza	 en	 la	 forma	prevista	 en	 el	 artículo	 183	 del	 Código
Procesal	Penal.
c)	Liberación	condicional	a	que	se	refieren	los	artículos	53	a	57	del	Código
de	Ejecución	Penal	cuando	se	hayan	cumplido	 las	tres	cuartas	partes	de	 la
pena	y	previo	pago	del	íntegro	de	la	cantidad	fijada	en	las	sentencias	como
reparación	 civil	 y	 de	 la	 multa	 o,	 en	 el	 caso	 del	 interno	 insolvente,	 la
correspondiente	 fianza	 en	 la	 forma	prevista	 en	 el	 artículo	 183	 del	 Código
Procesal	Penal.
PAGO	DE	LA	REPARACIÓN	CIVIL	A	FAVOR	DEL	ESTADO	EN	PROCESOS
SEGUIDOS	POR	DELITOS	DE	CORRUPCIÓN	Y	OTROS	DELITOS	CONEXOS
D.	S.	009-2010-JUS.
ART.	1°.—Procedimiento	para	el	pago	de	reparación	civil.
1.1.	Modificado.	 D.	 S.	 004-2012-JUS,	 Art.	 4°.	 El	 procedimiento	 para	 el
pago	 de	 la	 reparación	 civil	 a	 favor	 del	 Estado	 en	 aplicación	 de	 la	 Tercera
Disposición	 Complementaria	 Final	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 1068	 del
Sistema	de	Defensa	Jurídica	del	Estado,	esto	es,	la	reparación	civil	que	deba
pagarse	a	 favor	del	Estado	en	casos	de	procesos	seguidos	sobre	delitos	de
corrupción	 tipificados	en	 las	secciones	 II,	 III	y	 IV	del	Capítulo	 II	del	Título
XVIII	del	Libro	Segundo	del	Código	Penal;	se	ceñirá	a	lo	siguiente:
a.	En	los	casos	que	haya	una	sola	entidad	agraviada,	el	50%	del	pago	de	la
reparación	civil	 se	destinará	a	dicha	entidad	y	el	otro	50%	se	destinará	al
Ministerio	de	Justicia.
b.	En	los	casos	que	haya	más	de	una	entidad	agraviada,	el	50%	del	pago	se
distribuirá	 proporcionalmente	 entre	 dichas	 entidades	 y	 el	 otro	 50%	 se
destinará	al	Ministerio	de	Justicia.
c.	 Cuando	 de	 los	 actuados	 del	 proceso	 no	 pueda	 determinarse	 cuál	 es	 la
entidad	agraviada,	el	50%	será	destinado	al	tesoro	público	y	el	otro	50%	al
Ministerio	de	Justicia.
1.2.	 En	 cualquiera	 de	 los	 supuestos	 enunciados,	 el	 procurador	 a	 cargo
solicitará	 al	 juez	 el	 correspondiente	 endoso	 de	 los	 certificados	 de
consignación	a	su	nombre.
1.3.	Operado	el	endoso	del	certificado	de	consignación,	éste	será	remitido
por	el	procurador	a	la	Oficina	General	de	Administración	del	Ministerio	de
Justicia,	la	cual	tendrá	a	su	cargo	el	hacerlo	efectivo.
En	 caso	 correspondiera	 que	 algún	 porcentaje	 se	 transfiera	 a	 otras
entidades,	 según	 sea	 el	 caso,	 la	 Oficina	 General	 de	 Administración	 del
Ministerio	 de	 Justicia	 efectuará	 el	 cobro	 y	 coordinará	 con	 las	 entidades
pertinentes	el	abono	del	monto	correspondiente	en	sus	respectivas	cuentas.
Para	 determinar	 cuál	 es	 el	 porcentaje	 a	 depositar	 y	 a	 qué	 entidades,	 se
requerirá	un	informe	del	procurador	a	cargo	del	proceso	judicial	en	el	que
se	efectuó	la	consignación.
1.4.	 Precísese	 que	 los	 certificados	 de	 consignación	 a	 los	 que	 hacen
referencia	 los	 numerales	 anteriores	 son	 aquellos	 que	 provienen	 del	 pago
efectuado	directamente	por	el	responsable	o	de	la	ejecución	de	bienes	que
se	les	haya	embargado.
D.	S.	009-2010-JUS.
ART.	 2°.—Modificado.	 D.	 S.	 004-2012-JUS,	 Art.	 5°.	 Incorporación	 de
recursos.	La	Oficina	de	Presupuesto	o	la	que	haga	sus	veces	en	los	pliegos
involucrados,	 solicitará	a	 la	Dirección	General	del	Presupuesto	Público	 las
codificaciones	que	se	requieran	como	consecuencia	de	 la	 incorporación	de
los	recursos	por	concepto	de	reparación	civil	que	deba	pagarse	a	favor	del
Estado,	 en	 casos	 de	 procesos	 seguidos	 sobre	 delitos	 de	 corrupción
tipificados	 en	 las	 secciones	 II,	 III	 y	 IV	 del	 Capítulo	 II,	 del	 Título	 XVIII	 del
Libro	Segundo	del	Código	Penal”.
D.	S.	009-2010-JUS.
ART.	3°.—Destino	de	los	recursos.
3.1.	 En	 el	 caso	 del	 Ministerio	 de	 Justicia,	 los	 recursos	 obtenidos	 en
aplicación	 de	 los	 artículos	 anteriores	 del	 presente	 decreto	 supremo,	 se
destinarán	de	la	siguiente	manera:
a.	 Modificado.	 D.	 S.	 004-2012-JUS,	 Art.	 6°.	 Se	 deberá	 destinar	 un
porcentaje	 no	 menor	 al	 25%	 del	 monto	 señalado	 en	 el	 certificado	 de
consignación,	 para	 garantizar	 el	 accionar	 del	 procurador	 público
especializado	 en	 delitos	 de	 corrupción,	 en	 el	 cobro	 de	 la	 reparación	 civil
proveniente	 de	 sentencias	 condenatorias	 por	 delitos	 de	 corrupción
tipificados	 en	 las	 secciones	 II,	 III	 y	 IV	 del	 Capítulo	 II	 del	 Título	 XVIII	 del
Libro	 Segundo	 del	 Código	 Penal,	 pudiendo	 también	 utilizarse	 este	monto
para	financiar	cursos	de	capacitación.
b.	Se	deberá	destinar	el	1%	del	total	del	monto	señalado	en	el	certificado	de
consignación	a	las	acciones	de	la	secretaría	técnica	del	Consejo	de	Defensa
Jurídica	del	Estado	para	garantizar	las	labores	de	monitoreo	y	seguimiento
de	las	causas	en	materia	de	corrupción.
c.	 El	 porcentaje	 restante	 será	 considerado	 como	 recurso	 directamente
recaudados	 y	 será	 utilizado	 para	 la	 optimización	 de	 las	 labores	 del
Ministerio	 de	 Justicia	 conforme	 a	 los	 criterios	 establecidos	 por	 la	 alta
dirección.
3.2.	 Las	 entidades	 agraviadas	 diferentes	 del	 Ministerio	 de	 Justicia
establecerán	 el	 destino	 de	 los	 recursos	 obtenidos	 en	 aplicación	 de	 los
artículos	1°	y	2°	del	presente	decreto	supremo,	mediante	resolución	de	su
titular.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS
D.	S.	009-2010-JUS.
Primera	 Disposición	 Complementaria.—Certificados	 de	 consignación
endosados.	 En	 caso	 existieran	 a	 la	 fecha	 de	 entrada	 en	 vigencia	 de	 la
presente	norma,	certificados	de	consignación	endosados	en	su	integridad	a
nombre	 del	 Ministerio	 de	 Justicia	 o	 a	 nombre	 de	 alguno	 de	 sus
procuradores,	y	correspondiera	que	algún	porcentaje	de	ellos	se	transfiera	a
otras	entidades,	según	sea	el	caso,	la	Oficina	General	de	Administración	del
Ministerio	 de	 Justicia	 efectuará	 el	 cobro	 y	 coordinará	 con	 las	 entidades
pertinentes	el	abono	del	monto	correspondiente	en	sus	respectivas	cuentas.
Para	dicho	efecto	el	procurador	que	 tuviera	en	 su	poder	 tales	 certificados
deberá	remitirlos	a	 la	Oficina	General	de	Administración	del	Ministerio	de
Justicia.
Para	 determinar	 cuál	 es	 el	 porcentaje	 a	 depositar	 y	 a	 qué	 entidades,	 se
requerirá	un	informe	del	procurador	a	cargo	del	proceso	judicial	en	el	que
se	efectuó	la	consignación.
D.	S.	009-2010-JUS.
Segunda	 Disposición	 Complementaria.—Derogado.	 D.	 S.	 009-2010-JUS,
Art.	1°.
D.	S.	009-2010-JUS.
Tercera	Disposición	Complementaria.—Derogado.	D.	S.	009-2010-JUS,	Art.	2°.
D.	S.	009-2010-JUS.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria.—Precisión.	 Precísese	 que	 lo
dispuesto	en	 la	presente	norma	no	resulta	aplicable	en	 forma	alguna	a	 las
acciones	 del	 Fondo	 Especial	 de	 Administración	 del	 Dinero	 Obtenido
ilícitamente	en	Perjuicio	del	Estado	-	Fedadoi	y	la	forma	cómo	éste	obtiene
sus	recursos.
MINJUS	PUEDE	COMPENSAR	LAS	OBLIGACIONES	DE	PAGO	DE	CARGO
DEL	ESTADO
D.	U.	052-2010.
ART.	1°.—Compensación.
1.1.	 Permítase	 la	 compensación	 de	 las	 obligaciones	 de	 pago	 de	 cargo	 del
Estado	 peruano	 que	 por	 concepto	 de	 indemnizaciones	 por	 daño	material,
daño	 inmaterial	 y/o	 costas	 y	 gastos	 dispone	 la	 Corte	 Interamericana	 de
Derechos	Humanos	 -	 CIDH	a	 favor	de	 víctimas	 y/o	beneficiarios	que,	 a	 su
vez,	adeuden	al	Estado	sumas	de	dinero	por	reparación	civil;	ya	sea	como
consecuencia	 de	 la	 emisión	 de	 una	 sentencia	 condenatoria	 por	 delito	 de
terrorismo	en	su	contra,	o	como	consecuencia	de	su	calidad	de	herederos	de
una	reparación	civil	impaga	a	favor	del	Estado.
1.2.	La	compensación	será	determinada	y	opuesta	extrajudicialmente	por	el
procurador	 público	 especializado	 en	 el	 cobro	 de	 la	 reparación	 civil
proveniente	 de	 sentencias	 condenatorias	 por	 los	 delitos	 de	 terrorismo
tipificados	en	el	Decreto	Ley	N°	25475	y	en	el	Título	XIV	del	Código	Penal
relacionados	 con	 dicho	 delito,	 dentro	 de	 un	 período	 de	 veinticuatro	 (24)
meses	 contados	a	partir	del	día	 siguiente	de	 la	publicación	de	 la	presente
norma.
1.3.	 Autorizase	 al	 procurador	 público	 especializado	 a	 realizar	 todos	 los
actos	 procesales	 que	 sean	 necesarios	 para	 la	 efectiva	 defensa	 de	 los
intereses	 del	 Estado	 peruano	 en	 los	 procesos	 judiciales	 que	 pudieran
generarse	como	consecuencia	del	desconocimiento	de	la	compensación	que
fuera	planteada	por	los	deudores	emplazados	con	la	compensación	señalada
en	el	numeral	1.2.
D.	U.	052-2010.
ART.	 2°.—Suspensión	 del	 artículo	 53	 del	 Reglamento	 del	 Decreto
Legislativo	N°	1068	y	el	procedimiento	previsto	por	 la	Ley	N°	28476	 -
Ley	 del	 Fondo	 Especial	 de	 Administración	 del	 Dinero	 Obtenido
Ilícitamente	 en	 Perjuicio	 del	 Estado	 -	 Fedadoi.	 Sólo	 para	 efectos	 de	 la
presente	norma:
2.1.	 Suspéndase	 el	 artículo	 53	 del	 Reglamento	 del	Decreto	 Legislativo	N°
1068,	 decreto	 legislativo	 del	 Sistema	 de	 Defensa	 Jurídica	 del	 Estado,
aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	017-2008-JUS	a	fin	que	el	Ministerio	de
Justicia	sea	la	entidad	del	Estado	que	actúe	como	acreedor	y	deudor	en	los
casos	señalados	en	el	numeral	1.1	del	artículo	1°	de	la	presente	norma.
2.2.	Suspéndase	la	aplicación	del	inciso	a)	del	artículo	8°	de	la	Ley	N°	28476
-	 Ley	 del	 Fondo	 Especial	 de	 Administración	 del	 Dinero	 Obtenido
Ilícitamente	en	Perjuicio	del	Estado	-	Fedadoi.
D.	U.	052-2010.
ART.	3°.—De	la	reparación	civil.
3.1.	 Constituye	 acreedor	 de	 las	 reparaciones	 civiles	 provenientes	 de	 las
sentencias	 condenatorias	 por	 los	 delitos	 de	 terrorismo	 el	 Ministerio	 de
Justicia,	 en	 representación	 del	 Estado.	 Los	 recursos	 financieros	 obtenidos
del	pago	de	 la	 reparación	civil	 se	depositan	en	 la	cuenta	que	determine	el
Ministerio	 de	 Economía	 y	 Finanzas,	 a	 través	 de	 la	 Dirección	 Nacional	 del
Tesoro	 Público.	 Los	 recursos	 que	 se	 depositen	 en	 la	 citada	 cuenta	 se
destinan,	única	y	exclusivamente,	al	pago	de	las	reparaciones	a	la	víctima	o
los	 herederos	 de	 la	 víctima,	 en	 caso	 de	 haber	 fallecido	 ésta	 o	 haberse
declarado	 su	 muerte	 presunta,	 de	 actos	 violatorios	 de	 los	 derechos
humanos.
3.2.	Luego	de	determinar	la	compensación,	de	existir	un	saldo	a	favor	de	las
víctimas	y/o	beneficiarios	a	que	se	refiere	el	numeral	1.1	del	artículo	1°	de
la	 presente	 norma,	 el	 abono	 de	 dicho	 saldo	 es	 atendido	 por	 el	 pliego
Ministerio	de	Justicia,	con	cargo	a	su	presupuesto	institucional,	que	incluirá
los	recursos	de	la	cuenta	establecida	en	el	numeral	3.1	del	presente	artículo.
Para	 tal	 efecto,	 la	 incorporación	 de	 tales	 recursos	 se	 efectúa	 mediante
decreto	supremo,	previo	requerimiento	del	citado	ministerio.
3.3.	 Los	 recursos	 depositados	 en	 la	 cuenta	 señalada	 en	 el	 numeral	 3.1
precedente,	no	se	consideran	para	efecto	de	lo	establecido	en	el	artículo	7°
numeral	7.1	inciso	a)	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	N°	27245,	Ley	de
Responsabilidad	y	Transparencia	Fiscal,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°
066-2009-EF.
D.	U.	052-2010.
ART.	4°.—Derogación	o	 suspensión	de	normas.	 Deróguese	 o	 déjese	 en
suspenso	 las	 disposiciones	 que	 se	 opongan	 o	 limiten	 la	 aplicación	 de	 la
presente	norma.
CARECE	DE	UTILIDAD	LA	DESIGNACIÓN	DE	UN	PROCURADOR	PÚBLICO
ESPECIALIZADO	EN	EL	COBRO	DE	REPARACIONES	CIVILES	POR
DELITOS	DE	TERRORISMO
D.	S.	004-2012-JUS.
ART.	 3°.—Establecer	 que	 en	 un	 plazo	 no	 mayor	 de	 treinta	 (30)	 días
calendarios	 (sic)	 la	 Procuraduría	 Pública	 Especializada	 en	 Delitos	 de
Corrupción	 reasuma	 la	 tramitación	 del	 cobro	 de	 las	 reparaciones	 civiles
provenientes	 de	 sentencias	 condenatorias	 por	 los	 delitos	 de	 corrupción
tipificados	 en	 las	 secciones	 II,	 III	 y	 IV	 del	 Capítulo	 II	 del	 Título	 XVIII	 del
Libro	 Segundo	del	 Código	Penal.	 Asimismo,	 deberá	 en	 el	 referido	plazo	 la
Procuraduría	Pública	Especializada	en	Delitos	de	Terrorismo	continuar	con
el	 cobro	 de	 las	 reparaciones	 civiles	 provenientes	 de	 sentencias
condenatorias	por	los	delitos	de	terrorismo	tipificados	en	el	Decreto	Ley	N°
25475	y	en	el	Título	XIV	del	Código	Penal,	debiendo	ambas	procuradurías
informar	a	la	Secretaría	Técnica	del	Consejo	de	Defensa	Jurídica	del	Estado
el	cumplimiento	de	la	presente	disposición.
D.	S.	004-2012-JUS.
ART.	7°.—Establecer	que	con	la	entrada	en	vigencia	de	la	presente	norma,
las	 facultades	 de	 los	 procuradores	 públicos	 especializados	 en	 el	 cobro	 de
reparaciones	civiles	provenientes	de	los	delitos	de	corrupción	y	terrorismo
contempladas	en	cualquier	otra	norma	complementaria	a	dichas	materias,
son	 asumidas	 por	 el	 procurador	 público	 especializado	 en	 delitos	 de
corrupción	 y	 por	 el	 procurador	 público	 especializado	 en	 delitos	 de
terrorismo,	respectivamente.
JURISPRUDENCIA.—Diferencia	con	el	tipo	penal	de	estafa.	“(...)	los	delitos
de	 concusión	 y	 estafa	 se	 relacionan	 entre	 sí,	 por	 cuanto	 la	 conducta	 es	 la
misma,	esto	es,	consiste	básicamente	en	engañar	para	obtenerse	un	provecho
ilícito,	 con	 la	 sustancial	 diferencia	 de	 que	 en	 la	 primera	 de	 esas	 figuras	 el
autor	tiene	que	ser	necesariamente	un	funcionario	o	servidor	público	y,	en	la
segunda	puede	serlo	cualquier	persona;	que,	de	otro	lado,	en	cuanto	al	delito
de	 concusión	 debe	 de	 relevarse	 que	 si	 bien	 anteriores	 resoluciones
consideraron	 que	 con	 la	 vigencia	 de	 la	 Constitución	 Política	 del	 Estado	 de
1993	 se	 derogaba	 el	 inciso	 3	 del	 artículo	 425	 del	 Código	 Penal	 en	 su	 texto
original,	un	examen	minucioso	de	aquella	disposición,	nos	permite	inferir	que
la	 dación	 del	 mencionado	 articulado	 constitucional	 obedeció	 a	 que	 los
trabajadores	del	Estado,	 regidos	por	 la	Ley	N°	4916	 (sic),	desde	el	punto	de
vista	 laboral,	 no	 sean	 amparados	 por	 la	 Ley	 N°	 20530,	 la	 misma	 que	 está
referida	 a	 los	 servidores	 públicos	 que	 cumplen	 ciertos	 requisitos	 para	 la
obtención	de	la	denominada	‘cédula	viva’,	pues	en	la	propia	carta	política	se
preceptúa,	 en	 su	 Tercera	 Disposición	 Final,	 que	 en	 tanto	 subsistan	 los
regímenes	 diferenciados	 de	 trabajo	 entre	 la	 actividad	 pública	 y	 privada	 en
ningún	 caso	 y	 por	 ningún	 concepto	 pueden	 acumularse	 servicios	 prestados
bajo	ambos	regímenes;	Que	esta	apreciación	se	corrobora	con	la	emisión	de	la
Ley	N°	26713,	publicada	en	el	diario	oficial	‘El	Peruano’	con	fecha	veintisiete
de	 diciembre	 de	 mil	 novecientos	 noventa	 y	 seis,	 la	 cual	 considera	 como
funcionarios	 públicos	 a	 todo	 aquél	 que	 independientemente	 del	 régimen	 de
trabajo	 en	 que	 se	 encuentre,	 mantiene	 vínculo	 laboral	 o	 contractual	 de
cualquier	naturaleza	con	entidades	y	organismo	del	Estado;	que	el	efectuarse
una	 interpretación	 contraria,	 daría	 lugar	 a	 la	 impunidad	 de	 innumerables
ilícitos	 penales	 que	 a	 diario	 se	 cometen	 con	 motivo	 del	 manejo	 de	 fondos
públicos,	a	través	de	diferentes	empresas	creadas	por	el	Estado	o	instituciones
que	prestan	 servicio	 público	 en	 ejercicio	 de	 su	 gestión	 económica	 (...).”	 (CSJ,
Exp.	N°	1631-98.	S.S,	may.	06/99.	Jeri	Durand)
JURISPRUDENCIA.—Aplicación	 inmediata	 de	 los	 beneficios
penitenciarios.	 “(...)	 en	 el	 caso	 de	 las	 normas	 procesales	 penales	 rige	 el
principio	tempus	regit	actum,	cuyo	enunciado	es	que	la	ley	procesal	aplicable
en	el	tiempo	es	la	que	se	encuentra	vigente	al	momento	de	resolverse	el	acto.
Esto	supone	la	aplicación	inmediata	de	la	ley	procesal,	mas	no	que	a	través	de
ella	se	regulen	actos	procesales	ya	cumplidos	con	la	legislación	anterior.	(...)”.
(TC.	Exp.	N°	2196-2002-HC/TC.	Pres.	Alva	Orlandini)
COMENTARIO.—Concepto	 de	 concusión.	 La	 concusión	 consiste	 en	 el
abuso	de	poder	 con	 la	 finalidad	de	obtener	un	provecho	o	alguna	utilidad
económica	ilegítima	mediante	el	temor,	engaño,	presión	o	el	uso	de	la	fuerza
física.	 Es	 cierto	 que	 la	 concusión	 coincide	 con	 el	 delito	 de	 extorsión	 en	 el
empleo	 de	 la	 fuerza	 física	 o	 la	 amenaza	 para	 obtener	 un	 provecho
económico	ilícito	de	la	víctima.	Pero	no	necesariamente	es	lo	mismo	pues	la
concusión,	a	diferencia	de	la	extorsión,	puede	realizarse	mediante	inducción
(engaño),	y	esta	exige	una	calidad	especial	del	sujeto	(funcionario	público).
Sujetos	 activos	 pueden	 ser	 tanto	 los	 funcionarios	 públicos	 como	 los
servidores	o	empleados	públicos.
C.	P.
ART.	 383.—Exacción	 ilegal.	 El	 funcionario	 o	 servidor	 público
que,	 abusando	 de	 su	 cargo,	 exige	 o	 hace	 pagar	 o	 entregar
contribuciones	 o	 emolumentos	 no	 debidos	 o	 en	 cantidad	 que
excede	 a	 la	 tarifa	 legal,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	no	menor	de	uno	ni	mayor	de	cuatro	años.
C.	P.
ART.	 384.—Modificado.	 Ley	 30111,	 Art.	 Único.	 Colusión
simple	 y	 agravada.	 El	 funcionario	 o	 servidor	 público	 que,
interviniendo	directa	o	indirectamente,	por	razón	de	su	cargo,	en
cualquier	etapa	de	las	modalidades	de	adquisición	o	contratación
pública	 de	 bienes,	 obras	 o	 servicios,	 concesiones	 o	 cualquier
operación	 a	 cargo	del	 Estado	 concierta	 con	 los	 interesados	 para
defraudar	al	Estado	o	entidad	u	organismo	del	Estado,	según	ley,
será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	tres	ni
mayor	de	 seis	 años	y	 con	 ciento	ochenta	 a	 trescientos	 sesenta	 y
cinco	días-multa.
El	funcionario	o	servidor	público	que,	interviniendo	directa	o
indirectamente,	por	razón	de	su	cargo,	en	las	contrataciones	y
adquisiciones	de	bienes,	obras	o	servicios,	concesiones	o
cualquier	operación	a	cargo	del	Estado	mediante	concertación	con
los	interesados,	defraudare	patrimonialmente	al	Estado	o	entidad
u	organismo	del	Estado,	según	ley,	será	reprimido	con	pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	seis	ni	mayor	de	quince	años	y
con	trescientos	sesenta	y	cinco	a	setecientos	treinta	días-multa.
OBRAS	Y	SERVICIOS	CONTRATADOS	POR	EL	ESTADO
Const.
ART.	 76.—Las	 obras	 y	 la	 adquisición	 de	 suministros	 con	 utilización	 de
fondos	 o	 recursos	 públicos	 se	 ejecutan	 obligatoriamente	 por	 contrata	 y
licitación	 pública,	 así	 como	 también	 la	 adquisición	 o	 la	 enajenación	 de
bienes.
La	 contratación	 de	 servicios	 y	 proyectos	 cuya	 importancia	 y	 cuyo	monto
señala	la	Ley	de	Presupuesto	se	hace	por	concurso	público.	La	ley	establece
el	procedimiento,	las	excepciones	y	las	respectivas	responsabilidades.
JURISPRUDENCIA.—Las	pruebas	para	demostrar	una	colusión	sirven
para	acreditar	también	la	comisión	del	delito	de	falsedad	documental.
“(…)	aunque	precisó	que	la	falsedad	documental	–falsificación	y	uso	de
documento	falso–	está	probada,	situación	que	dio	lugar	al	archivo	provisional
del	proceso	en	este	extremo.	La	pericia	grafotécnica	(…)	y	los	informes	de	las
entidades	afectadas	(…)	unidas	a	las	declaraciones	de	los	funcionarios	de
seguros	(…)	son	contundentes	en	la	acreditación	de	la	falsedad	de	los
documentos	cuestionados	(…)	El	tribunal	de	instancia	sostiene,	empero,	que	la
falsedad	documental	establecida	judicialmente	no	permite	declarar	que	los
imputados	(…)	fueron	los	autores	de	la	falsificación	y,	además,	que
dolosamente	–a	sabiendas	de	su	falsedad–	utilizaron	los	documentos	falsos	en
el	proceso	de	adquisición	de	menor	cuantía.
El	razonamiento	del	indicado	tribunal	no	es	aceptable.	(…)	los	mismos
elementos	de	prueba	que	sirvieron	de	base	para	concluir	por	la	culpabilidad
de	ambos	en	el	delito	de	colusión	desleal,	necesariamente,	sirven	para
determinar	la	certeza	y	convicción	de	su	responsabilidad	en	el	delito	de	uso	de
documento	falso.	Es	cierto	que	no	existe	prueba	categórica	que	acredite	que
uno	o	los	dos	imputados	(…)	falsificaron	los	documentos	cuestionados,	pero	es
evidente	que	los	usaron	a	sabiendas	de	su	falsedad.	(…)	Si	se	tiene	en	cuenta
que	los	citados	imputados	se	concertaron	para	afectar	la	hacienda	municipal
y	que	su	plan	delictivo	incluyó	la	utilización	de	documentos	falsos,	actividad
medial	imprescindible	desde	su	plan	criminal	para	garantizar	la	viabilidad
formal	del	concurso,	la	designación	de	la	empresa	ganadora,	el	pago	de	la
prima	por	la	municipalidad	y	su	ulterior	apoderamiento	–datos	indiciarios
absolutamente	probadas–,	(…).”	(CS,	R.	N.	4944-2008-Arequipa,	nov.	04/2008.
S.	S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—La	colusión	no	es	un	delito	propiamente
patrimonial	o	común,	de	organización	o	de	dominio,	sino	un	delito	de
infracción	de	deber	(no	puede	identificarse	perjuicio	con	menoscabo
efectivo	del	patrimonio	institucional.	“(…)	sustentan	sus	pretensiones
impugnatorias	sosteniendo	que	para	la	configuración	del	delito	de	colusión,
previsto	en	el	artículo	trescientos	ochenta	y	cuatro	del	Código	Penal,	resulta
imprescindible	que	se	acredite	que	con	su	accionar	se	hubiese	perjudicado	al
Estado,	situación	que,	sostienen,	no	se	habría	producido;	que,	al	respecto,	es
preciso	indicar	que	el	bien	jurídico	protegido	en	dicho	delito,	concretamente,
es	el	patrimonio	administrado	por	la	administración	pública,	y	en	tal	sentido
constituye	un	delito	de	infracción	de	deber,	además	para	su	configuración
deben	darse	dos	elementos	necesarios:	la	concertación	con	los	interesados	y	la
defraudación	al	Estado;	el	primero	–la	concertación–	que	implica	ponerse	de
acuerdo	con	los	interesados,	en	un	marco	subprepticio	y	no	permitido	por	la
ley,	lo	que	determina	un	alejamiento	del	agente	respecto	a	la	defensa	de	los
intereses	públicos	que	le	están	encomendados,	y	de	los	principios	que	informa
la	actuación	administrativa;	el	segundo	de	ellos	–esto	es,	la	defraudación–,
debe	precisarse	que	no	necesariamente	debe	identificarse	defraudación	–que
propiamente	es	un	mecanismo	o	medio	delictivo	para	afectar	el	bien	jurídico–
con	el	eventual	resultado.	Así	mismo	tampoco	puede	identificarse	perjuicio
con	la	producción	de	un	menoscabo	efectivo	del	patrimonio	institucional,	pues
desde	la	perspectiva	del	tipo	legal	lo	que	se	requiere	es	la	producción	de	un
peligro	potencial	dentro	de	una	lógica	de	conciertos	colusorios	que	tengan
idoneidad	para	perjudicar	el	patrimonio	del	Estado	y	comprometer
indebidamente	y	lesivamente	recursos	públicos;	desde	esta	perspectiva	la
colusión,	en	esencia,	no	es	un	delito	propiamente	patrimonial	o	común,	de
organización	o	de	dominio,	sino	esencialmente	es	un	delito	de	infracción	de
deber	vinculado	a	la	correcta	actuación	dentro	de	los	cánones
constitucionales	del	Estado	de	derecho	de	la	función	administrativa.”	(CS,	R.	N.
1296-2007,	dic.	12/2007.	S.	S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—TC	descarta	que	la	colusión	únicamente	se
configure	con	el	daño	patrimonial	efectivo.	“23.	Conforme	a	la	redacción
de	la	disposición	en	la	versión	anterior	a	la	modificación	(...)	24.	La	disposición
contenida	en	la	Ley	N°	29703	es	cuestionada	por	considerar	inconstitucional
la	exigencia	de	perjuicio	patrimonial	que	de	ella	se	deriva.	Al	respecto,	este
tribunal	considera	imperativo	hacer	notar	que	mientras	la	disposición
cuestionada	prescribe	textualmente	‘defraudare	patrimonialmente’,	el	sentido
interpretativo	propuesto	por	la	parte	demandante	sugiere	que	ello	implica
necesariamente	un	perjuicio	patrimonial,	aspecto	que	de	manera	previa	a
valorar	la	constitucionalidad	de	la	disposición	merece	alguna	reflexión	por
parte	de	este	colegiado.
(...)	este	tribunal	advierte	que	la	redacción	de	la	disposición	cuestionada	a
través	de	la	introducción	del	término	‘patrimonialmente’	puede	direccionar	la
interpretación	de	la	norma	penal	hacia	supuestos	en	los	que	lo	que	en	puridad
lo	que	se	ve	perjudicado	es	el	patrimonio	del	Estado	y	no	los	principios
constitucionales	que	rigen	la	contratación	pública.	Ello	a	su	vez	sería
contrario	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	3°	de	la	Convención	de	las	Naciones
Unidas	contra	la	Corrupción,	según	el	cual	para	‘Para	la	aplicación	de	la
presente	convención,	a	menos	que	contenga	una	disposición	en	contrario	no
será	necesario	que	los	delitos	enunciados	en	ella	produzcan	daño	o	perjuicio
patrimonial	al	Estado’.
30.	En	este	contexto,	la	pretensión	postulada	por	la	parte	demandante	en	el
sentido	de	cuestionar	la	modificatoria	del	artículo	384	del	Código	Penal
resulta	atendible,	y	en	tal	sentido	debe	quedar	nula	y	sin	efecto	la	referida
disposición	en	cuanto	menciona	el	término	‘patrimonialmente’,	a	fin	de	–sin
alterar	en	lo	sustancial	el	contenido	de	lo	dispuesto	por	el	legislador–	orientar
la	interpretación	de	la	disposición	evitando	vaciar	de	contenido	los	fines
constitucionales	que	son	de	protección	al	sancionar	actos	contra	los	deberes
funcionales	en	el	ámbito	de	la	contratación	pública.”	(TC,	Exp.	00017-2011-
PI/TC,	may.	03/2012,	S.	S.	Álvarez	Miranda)
JURISPRUDENCIA.—Lista	de	factores	objetivos	para	construir	la	prueba
indiciaria	en	el	delito	de	colusión.	“17.	En	tal	sentido,	las	irregularidades
mencionadas	por	el	Ministerio	Público,	que	vienen	a	ser	los	indicios	de	la
supuesta	comisión	de	un	hecho	delictivo,	debió	ser	objeto	de	respuesta	positiva
o	negativa	por	parte	de	la	juzgadora,	en	atención	a	la	prueba	indiciaria,	dada
la	naturaleza	del	delito	de	colusión.	Incluso	es	de	relevar	que	la	propia	Corte
Suprema	ha	reconocido	el	valor	de	la	prueba	indiciaria	en	dicho	delito.
18.	En	este	extremo,	debe	considerarse	en	la	argumentación	que	en	cuanto	al
elemento	concertación,	lo	constituye	el	acuerdo	colusorio	entre	los
funcionarios	y	los	interesados,	que	no	necesariamente	deriva	de	la	existencia
de	‘pactos	ilícitos,	componendas	o	arreglos’,	‘acuerdo	clandestino	entre	dos	o
más	partes	para	lograr	un	fin	ilícito’	o	‘acuerdo	subrepticiamente’	–incluso
puede	ser	conocida	o	pública	dentro	de	la	entidad	estatal	o	el	circuito
económico–	sino	de	factores	objetivos	tales	como	una	inadecuada	o
simulación	de	la	contratación	pública,	esto	es,	dando	una	apariencia	del
cumplimiento	u	omitiendo	los	requisitos	legales,	debiendo	considerarse	entre
otros:
•	Concurrencia	de	un	solo	postor	o	de	presuntos	postores	idóneos.
•	Precios	sobrevaluados	o	subvaluados.
•	Inexperiencia	comercial	de	los	postores.
•	Plazo	de	la	garantía	de	los	postores.
•	Admisión	de	calidades	y	cantidades	de	bienes,	obras	o	servicios	inferiores	o
superiores	–respectivamente–	a	los	requeridos.
•	Celeridad	inusitada	de	los	plazos	de	duración	en	el	proceso	de	selección.
•	Falta	de	documentación	del	postor	o	si	la	misma	es	fraudulenta.
•	La	no	correspondencia	de	calificación	técnica	-	económica	con	la
experiencia	o	especialización	del	postor.
•	Inclusión	de	requisitos	innecesarios	en	las	bases	administrativas	para
favorecer	a	determinados	postores,	cambios	de	bases	administrativas.
•	La	no	correspondencia	de	las	especificaciones	técnicas	con	los	reglamentos
o	normas	técnicas.
•	Apariencia	de	ejecución	de	la	contratación.
•	Reintegro	a	los	terceros	interesados
•	Ampliaciones	innecesarias	del	objeto	de	la	contratación	primigenia
Factores	objetivos	que	jurisprudencialmente	la	Corte	Suprema	admite	para
construir	la	prueba	indiciaria	en	este	tipo	de	delitos,	y	que	deben	merecer	una
respuesta	del	órgano	jurisdiccional	si	son	postulados	por	el	titular	de	la	acción
penal.	Advirtiéndose	que	en	este	caso	se	han	enunciado	diversas
irregularidades,	indicios	a	criterio	del	Ministerio	Público,	que	como	se	ha
dicho	deben	ser	evaluados	en	conexión	con	la	legislación	sobre	contratación
pública”.	(Corte	Superior	de	Lima,	Exp.	00185-2011-7-1826-JR-PE-03,	abr.
11/2013.	Pres.	Susana	Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—El	bien	jurídico	protegido	en	el	delito	de	colusión
también	tutela	los	deberes	especiales	positivos	y	de	incumbencia
institucional	de	los	servidores	públicos.	“En	el	delito	de	colusión,	el	bien
jurídico	protegido	está	en	función	no	solo	en	la	custodia	de	los	intereses	del
Estado	(compraventa	de	bienes,	obras,	servicios,	etc.)	sino	también	la	tutela
penal	de	los	deberes	especiales	positivos	y/o	de	incumbencia	institucional
(imparcialidad,	transparencia,	trato	justo	e	igualitario,	etc.)	por	los
funcionarios	o	servidores	públicos,	de	tal	manera	que	no	defrauden	al	Estado.
Constituye	un	delito	de	infracción	de	deber,	porque	sus	roles	funcionales	se
encuentran	previstos	no	al	interior	del	Código	Penal	y	de	las	leyes	especiales,
sino	en	normas	extrapenales.	(...).
22.	Respecto	a	su	participación	en	calidad	de	cómplice	primario,	se	sustenta
en	la	teoría	de	la	intervención	delictiva	(injusto	de	la	intervención),	en	base	a
la	cual	tanto	el	autor	como	el	partícipe	acceden	al	tipo	penal	de	la	parte
especial	por	el	aporte	al	hecho	principal	común	y	la	vinculación	al	injusto,	ello
conforme	al	‘principio	de	accesoriedad’.	La	base	normativa	se	sustenta	en	los
dispositivos	23,	24	y	25	del	Código	Penal,	que	se	refieren	a	la	intervención	‘en
el	hecho	punible’.	Principio	que	se	compatibiliza	con	el	de
‘autoresponsabilidad’,	según	el	cual	cada	persona	es	responsable	penalmente
por	su	propia	conducta,	ya	que	no	se	puede	imputar	a	un	sujeto	lo	que	hace
responsable	a	otra	persona”.	(Corte	Superior	de	Lima,	Exp.	00032-2012-5-
1826-JR-PE-01,	ago.	22/2013.	Pres.	Susana	Ynes	Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—Elementos	típicos	del	delito	de	colusión	desleal:
concertación	y	potencial	perjuicio	económico.	“Que	la	tipicidad	de	los
hechos	imputados	es	una	exigencia	material	vinculada	al	principio	de
legalidad	penal	que	consiste	en	la	adecuación	de	la	conducta	que	se	atribuye
al	encausado	a	la	descripción	legal	de	un	delito	formulado	en	abstracto	por	la
ley	penal.	Quinto:	(...);	en	este	sentido,	lo	que	se	reprime	son	‘los
comportamientos	defraudatorios	que	se	revelan	y	surgen	a	través	de	la
concertación	entre	los	funcionarios	públicos	y	los	terceros	interesados’;	por	lo
que	en	el	caso	sub	judice	corresponde	analizar	si	convergen	los	dos	elementos
típicos	esenciales	del	delito	de	colusión	desleal,	estos	son:	i)	la	concertación	y
ii)	el	potencial	perjuicio	económico	(...)”.	(CS,	R.	N.	1481-2011-Arequipa,	abr.
19/2012.	V.	P.	Príncipe	Trujillo)
JURISPRUDENCIA.—El	delito	de	colusión	desleal	plantea	la	protección
de	tres	bienes	jurídicos.	“La	Corte	Suprema	de	Justicia	de	la	República	ha
referido	que	en	el	delito	de	colusión	‘[...]	dos	son	los	bienes	jurídicos	tutelados,
siendo	estos:	a)	la	actuación	conforme	al	deber	que	importe	el	cargo,	y	b)
asegurar	la	imagen	institucional	[...]’.	Y	en	la	ejecutoria	suprema	de	fecha	12
de	diciembre	del	2007	se	precisa	que	el	bien	jurídico	protegido	en	el	delito	de
colusión	‘[...]	es	el	patrimonio	administrado	por	la	administración	pública,	y	en
tal	sentido	constituye	un	delito	de	infracción	de	deber	[...]’	(...).
El	núcleo	del	comportamiento	ilícito	es	defraudar	al	Estado	o	entidades	y
organismos	sostenidos	por	éste	mediante	la	concertación	con	los	interesados
en	los	convenios,	ajustes,	liquidaciones	o	suministros.	El	tipo	objetivo	del	delito
de	colusión	incorpora	en	su	estructura	dos	elementos:	i)	concertación,	y	ii)	la
defraudación	al	Estado	o	ente	público	concreto.
La	concertación	involucra	al	sujeto	activo	(funcionario	o	servidor	público)
quien	abusando	de	su	cargo	o	comisión	encomendada	acuerda	con
particulares	a	efectos	de	defraudar	al	organismo	que	representa,
destacándose	que	conforme	a	la	Ley	N°	29758	la	participación	del	funcionario
o	servidor	público	puede	ser	‘directa	o	indirectamente’.”	(Corte	Superior	de
Lima,	Exp.	34432-2010-1,	set.	14/2011.	S.	S.	Chamorro	García)
JURISPRUDENCIA.—Alegatos	que	tratan	de	descartar	la	existencia	del
delito	de	colusión	al	señalar	la	ausencia	de	perjuicio	no	fundan	una
excepción	de	improcedencia	de	acción.	“Asimismo,	afirma	que	no	existe
defraudación	pues	no	hay	perjuicio,	no	hay	siquiera	indicios	de
sobrevaloración,	que	los	cds	no	se	distribuyeron	porque	se	cambió	la	gestión,
que	en	el	Informe	Especial	N°	001-2007	del	31	de	enero	del	2007,	han
sustraído	de	responsabilidad	al	jefe	de	la	Unidad	de	Abastecimiento,	(...),
responsable	del	proceso	de	adjudicación	directa	de	acuerdo	a	ley.	Al	imputado
(...)	lo	designaron	sólo	para	concursos	y	licitaciones	públicas,	no	para
adjudicaciones	directas	que	eran	competencia	del	señor	(...);	sin	embargo,
para	mayor	transparencia	se	dispuso	que	el	comité	firme	todas	las	compras,
pero	(...)	hizo	todo	el	procedimiento”.	(Corte	Superior	de	Lima,	Exp.	00148-
2012-16-1826-JR-PE-02,	oct.	28/2013.	S.	S	Susana	Ynes	Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—Elementos	fundamentales	del	delito	de	colusión
desleal:	acuerdo,	perjuicio	y	utilización	del	cargo.	“(...)	el	delito	de	colusión
desleal	previsto	en	el	artículo	trescientos	ochenta	y	cuatro	del	Código	Penal,	se
configura	cuando	concurren	los	siguientes	elementos	normativos	del	tipo:	i)	el
acuerdo	clandestino	entre	dos	o	más	personas	para	lograr	un	fin	ilícito;	ii)
perjudicar	a	un	tercero,	en	este	caso	al	Estado;	y,	iii)	mediante	diversas	formas
contractuales	para	lo	cual	se	utiliza	el	cargo	o	comisión	especial;	que,	en
efecto,	el	delito	antes	citado	importa	que	el	funcionario	público	que	interviene
en	un	proceso	de	contratación	pública	por	razón	de	su	cargo	se	concierta	con
los	interesados	defraudando	al	Estado;	que,	al	respecto,	debe	tenerse	en
cuenta	que	el	acuerdo	colusorio	entre	las	partes	–el	Estado	y	los	particulares–
esté	referido	a	que	las	condiciones	de	contratación	se	establecen
deliberadamente	para	beneficiar	a	los	particulares	en	detrimento	de	los
intereses	del	Estado”.	(CS,	R.	N.	2912-2012-Ucayali,	mar.	19/2013.	V.	P.
Barrios	Alvarado)
COMENTARIO.—Sucesión	normativa	del	artículo	384	del	Código	Penal.
1.	 El	 texto	 anterior	 del	 artículo,	 según	 Ley	 N°	 26713,	 publicada	 el	 26	 de
diciembre	 de	 1996	 y	 vigente	 desde	 el	 27/12/1996	 hasta	 el	 10/06/2011,
establecía:	 “Modificado.	 Ley	 26713,	 Art.	 2°.	 Colusión.	 El	 funcionario	 o
servidor	público	que,	en	los	contratos,	suministros,	licitaciones,	concurso	de
precios,	subastas	o	cualquier	otra	operación	semejante	en	la	que	intervenga
por	 razón	de	 su	 cargo	o	 comisión	especial	defrauda	al	Estado	o	entidad	u
organismo	del	Estado,	según	 ley,	concertándose	con	 los	 interesados	en	 los
convenios,	 ajustes,	 liquidaciones	 o	 suministros,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	quince	años.”
2.	Luego,	el	texto	modificado	por	la	Ley	29703,	publicada	el	10	de	junio	del
2011	 y	 vigente	 desde	 el	 11/06/2011	 hasta	 el	 21/07/2011	 establecía:
“Modificado.	 Ley	 29703,	 Art.	 1°.	 Colusión.	 El	 funcionario	 o	 servidor
público	 que,	 interviniendo	 por	 razón	 de	 su	 cargo	 o	 comisión	 especial	 en
cualquiera	de	las	contrataciones	o	negocios	públicos	mediante	concertación
ilegal	con	los	interesados,	defraudare	patrimonialmente	al	Estado	o	entidad
u	 organismo	 del	 Estado,	 según	 ley,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	no	menor	de	seis	ni	mayor	de	quince	años.
3.	 El	 texto	 anterior	 del	 artículo	 establecía:	 “Art.	 384.-Modificado.	 Ley
29758,	Art.	Único.	Colusión	simple	y	agravada.	El	funcionario	o	servidor
público	que,	interviniendo	directa	o	indirectamente,	por	razón	de	su	cargo,
en	cualquier	etapa	de	las	modalidades	de	adquisición	o	contratación	pública
de	bienes,	obras	o	servicios,	concesiones	o	cualquier	operación	a	cargo	del
Estado	 concerta	 con	 los	 interesados	para	 defraudar	 al	 Estado	 o	 entidad	u
organismo	 del	 Estado,	 según	 ley,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	seis	años.
El	 funcionario	 o	 servidor	 público	 que,	 interviniendo	 directa	 o
indirectamente,	por	razón	de	su	cargo,	en	las	contrataciones	y	adquisiciones
de	bienes,	obras	o	servicios,	concesiones	o	cualquier	operación	a	cargo	del
Estado	 mediante	 concertación	 con	 los	 interesados,	 defraudare
patrimonialmente	 al	 Estado	 o	 entidad	 u	 organismo	 del	 Estado,	 según	 ley,
será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	seis	ni	mayor	de
quince	años”.
C.	P.
ART.	385.—Patrocinio	ilegal	de	intereses	particulares.	El	que,
valiéndose	 de	 su	 calidad	 de	 funcionario	 o	 servidor	 público,
patrocina	intereses	de	particulares	ante	la	administración	pública,
será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	mayor	 de	 dos
años	 o	 con	 prestación	 de	 servicio	 comunitario	 de	 veinte	 a
cuarenta	jornadas.
C.	P.
ART.	 386.—Modificado.	 Ley	 26643,	 Art.	 1°.	 Extensión
normativa.	 Las	 disposiciones	 de	 los	 artículos	 384	 y	 385	 son
aplicables	 a	 los	 peritos,	 árbitros	 y	 contadores	 particulares,
respecto	de	 los	bienes	en	cuya	tasación,	adjudicación	o	partición
intervienen,	y,	a	los	tutores,	curadores	y	albaceas,	respecto	de	los
pertenecientes	a	incapaces	o	testamentarías.
SECCIÓN	III
Peculado
C.	P.
ART.	 387.—Modificado.	 Ley	 30111,	 Art.	 Único.	 Peculado
doloso	 y	 culposo.	 El	 funcionario	 o	 servidor	 público	 que	 se
apropia	o	utiliza,	en	cualquier	forma,	para	sí	o	para	otro,	caudales
o	 efectos	 cuya	 percepción,	 administración	 o	 custodia	 le	 estén
confiados	 por	 razón	 de	 su	 cargo,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de	ocho	años	y
con	ciento	ochenta	a	trescientos	sesenta	y	cinco	días-multa.
Cuando	 el	 valor	 de	 lo	 apropiado	 o	 utilizado	 sobrepase	 diez
unidades	 impositivas	 tributarias,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	de	 libertad	no	menor	de	ocho	ni	mayor	de	doce	años	y
con	trescientos	sesenta	y	cinco	a	setecientos	treinta	días-multa.
Constituye	 circunstancia	 agravante	 si	 los	 caudales	 o	 efectos
estuvieran	 destinados	 a	 fines	 asistenciales	 o	 a	 programas	 de
apoyo	social.	En	estos	casos,	la	pena	privativa	de	libertad	será	no
menor	de	ocho	ni	mayor	de	doce	años	y	con	trescientos	sesenta	y
cinco	a	setecientos	treinta	días-multa.
Si	el	agente,	por	culpa,	da	ocasión	a	que	se	efectúe	por	otra
persona	la	sustracción	de	caudales	o	efectos,	será	reprimido	con
pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	dos	años	y	con	prestación
de	servicios	comunitarios	de	veinte	a	cuarenta	jornadas.
Constituye	circunstancia	agravante	si	los	caudales	o	efectos
estuvieran	destinados	a	fines	asistenciales	o	a	programas	de
apoyo	social.	En	estos	casos,	la	pena	privativa	de	libertad	será	no
menor	de	tres	ni	mayor	de	cinco	años	y	con	ciento	cincuenta	a
doscientos	treinta	días-multa.
CONTRALORÍA	GENERAL.	NATURALEZA	Y	FUNCIONES
Const.
ART.	 82.—La	 Contraloría	 General	 de	 la	 República	 es	 una	 entidad
descentralizada	de	derecho	público	que	goza	de	autonomía	conforme	a	su
ley	 orgánica.	 Es	 el	 órgano	 superior	 del	 Sistema	 Nacional	 de	 Control.
Supervisa	 la	 legalidad	 de	 la	 ejecución	 del	 presupuesto	 del	 Estado,	 de	 las
operaciones	de	la	deuda	pública	y	de	los	actos	de	las	instituciones	sujetas	a
control.
El	Contralor	General	es	designado	por	el	Congreso,	a	propuesta	del	Poder
Ejecutivo,	 por	 siete	 años.	 Puede	 ser	 removido	 por	 el	 Congreso	 por	 falta
grave.
JURISPRUDENCIA.—TC	reitera:	un	particular	puede	ser	partícipe	del
delito	de	peculado.	“(…)	este	tribunal	ya	ha	tenido	oportunidad	de
pronunciarse	en	un	caso	similar	al	que	motiva	la	presente	sentencia,	es	decir,
en	el	que	se	ha	alegado	que	el	procesamiento	penal	de	un	particular	por	delito
de	peculado	en	calidad	de	partícipe	constituye	una	interpretación	de	la	ley
que	excede	el	marco	legal	y	en	consecuencia	vulnera	el	principio	de	legalidad
penal	(lex	stricta).	En	efecto,	(…)	este	tribunal	señaló	que	aquella
interpretación	del	tipo	penal	de	peculado	según	la	cual	podía	imputarse	la
comisión	de	dicho	delito	en	calidad	de	partícipe	a	quien	no	detente	la	calidad
de	funcionario	público,	no	resultaba	vulneratoria	del	principio	de	legalidad
penal	ni	colisionaba	con	el	sistema	de	valores	consagrado	por	la	norma
fundamental.	Es	por	ello	que,	la	demanda	debe	ser	desestimada.	(…).”	(TC,	Exp.
00910-2008-PHC/TC,	ene.	29/2008.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—El	delito	de	peculado	como	delito	de	infracción	de
deber	en	el	caso	“Anaya”.	“(…)	1°.	El	delito	de	peculado	es	un	delito	especial
o	de	infracción	de	deber.	El	objeto	genérico	de	la	tutela	penal	es	proteger	el
normal	desarrollo	de	las	actividades	de	la	administración	pública.	Por
tratarse	el	peculado	de	un	delito	pluriofensivo,	el	bien	jurídico	se	desdobla	en
dos	objetos	específicos	merecedores	de	protección	jurídico-penal:	i)	garantizar
el	principio	de	no	lesividad	de	los	bienes	o	intereses	patrimoniales	de	la
administración	pública,	y	ii)	evitar	el	abuso	de	poder	del	que	se	halla
facultado	el	funcionario	o	servidor	público	que	quebranta	los	deberes
funcionales	de	lealtad	y	probidad.	(…)”	(CS,	AV.	08-2008,	feb.	11/2011.	S.	S.
Lecaros	Cornejo)
JURISPRUDENCIA.—El	delito	de	peculado	no	exige	una	tenencia
material	directa	sobre	los	bienes	confiados.	“(…)	3°.	Para	la	existencia	del
delito	de	peculado	no	es	necesario	que	sobre	los	bienes	que	se	le	haya	confiado
por	razón	de	su	cargo	en	cualquiera	de	las	formas	y	que	constituyan	el	objeto
material	del	hecho	ilícito,	el	agente	ejerza	una	tenencia	material	directa.	Por
el	contrario,	es	necesario	tener	en	cuenta	los	comportamientos	típicos	que	la
norma	en	análisis	nos	señala	a	efectos	de	limitar	o	restringir	la	relevancia
penal	de	los	actos,	que	son	los	siguientes:
i)	Existencia	de	una	relación	funcional	entre	el	sujeto	activo	y	los	caudales	y
efectos.	Se	entiende	por	relación	funcional	el	poder	de	vigilancia	y	control
sobre	la	cosa	como	mero	componente	típico,	esto	es,	competencia	del	cargo,
confianza	en	el	funcionario	en	virtud	del	cargo,	el	poder	de	vigilar	y	cuidar	los
caudales	o	efectos.
ii)	La	percepción,	no	es	más	que	la	acción	de	captar	o	recepcionar	caudales	o
efectos	de	procedencia	diversa	pero	siempre	lícita.	La	administración,	que
implica	las	funciones	activas	de	manejo	y	conducción.	La	custodia,	que
importa	la	típica	posesión	que	implica	la	protección,	conservación	y	vigilancia
debida	por	el	funcionario	o	servidor	de	los	caudales	y	efectos	públicos.
iii)	Apropiación	o	utilización.	En	el	primer	caso	estriba	en	hacer	suyos
caudales	o	efectos	que	pertenecen	al	Estado,	apartándolo	de	la	esfera	de	la
función	de	la	administración	pública	y	colocándose	en	situación	de	disponer
de	los	mismos.	En	el	segundo	caso:	utilizar,	se	refiere	al	aprovecharse	de	las
bondades	que	permite	el	bien	(caudal	o	efecto),	excluyendo	a	la
administración	pública	del	disfrute	de	los	mismos.
iv)	El	destinatario:	para	sí.	El	sujeto	activo	puede	actuar	por	cuenta	propia,
apropiándose	él	mismo	de	los	caudales	o	efectos,	pero	también	puede	cometer
el	delito	para	favorecer	a	terceros.	Para	otro,	se	refiere	al	acto	de	traslado	del
bien,	de	un	dominio	parcial	y	de	tránsito	al	dominio	final	del	tercero.
v)	Caudales	y	efectos.	Los	primeros,	son	bienes	en	general	de	contenido
económico,	incluido	el	dinero.	Los	efectos,	son	todos	aquellos	objetos,	cosas	o
bienes	que	representan	un	valor	patrimonial	público,	incluyendo	los	títulos
valores	negociables.
4°.	La	consumación	se	realiza	instantáneamente	al	producirse	la	apropiación
de	los	caudales	o	efectos	por	parte	del	sujeto	activo,	vale	decir,	cuando	éste
incorpora	parte	del	patrimonio	público	a	su	patrimonio	personal.	El	tipo	no
requiere	que	necesariamente	se	produzca,	para	consumar	el	delito,	provecho
económico	o	utilidad	para	el	sujeto	activo	o	tercero.	(…)”	(CS,	AV.	08-2008,	feb.
11/2011.	S.	S.	Lecaros	Cornejo)
JURISPRUDENCIA.—Funcionario	público	que	se	apropie	de	sumas	de
dinero	entregadas	como	viáticos	no	comete	el	delito	de	peculado.	“(…)	a
los	procesados	se	les	cuestiona	haber	rendido	cuentas	de	sus	anticipos	por
concepto	de	viáticos,	sustentándolos	con	comprobantes	de	pago	adulterados,
infiriendo	el	representante	del	Ministerio	Público	que	lo	hacían	con	el
propósito	de	apropiarse	de	los	mismos;	que	tal	criterio,	fuerza	a	este	Supremo
Tribunal	a	señalar	que	para	determinar	la	comisión	del	delito	de	peculado,
además	de	establecerse	la	relación	funcional	entre	el	sujeto	activo	y	los
caudales	y	efectos	del	Estado;	cuando	nos	referimos	a	los	otros	elementos
materiales	del	tipo,	debemos	entender	por	‘percepción’	la	acción	de	captar	o
recepcionar	caudales	o	efectos	de	procedencia	diversa	pero	siempre	lícita;	por
‘administración’,	debemos	deducir	que	corresponde	a	las	funciones	activas	de
manejo	y	conducción;	y	por	‘custodia’	la	típica	posesión,	que	implica	la
protección,	conservación	y	vigilancia	debida	de	los	caudales	y	efectos	públicos,
lo	cual	se	desprende	incluso	de	los	criterios	establecidos	por	el	Acuerdo
Plenario	número	cuatro	-	dos	mil	cinco	/	CJ	-	ciento	dieciséis	–Pleno
Jurisdiccional	de	los	Salas	Penales	Permanente	y	Transitorios	de	la	Corte
Suprema	de	Justicia–,	de	fecha	treinta	de	setiembre	del	dos	mil	cinco,	que
versó	precisamente	sobre	la	estructura	típica	del	delito	de	peculado.”	(CS,	R.	N.
4310-2008	Madre	de	Dios,	mar.	09/2010.	S.	S.	Neyra	Flores)
JURISPRUDENCIA.—Mal	uso	o	nula	justificación	de	los	viáticos
entregados	genera	una	falta	administrativa	y	no	un	delito	de	peculado.
“(…)	el	término	‘viáticos’	constituye	la	asignación	que	se	otorga	al	funcionario
o	servidor	público,	o	personal	comisionado,	independiente	de	la	fuente	de
financiamiento	o	su	relación	contractual	para	cubrir	gastos	de	alimentación,
alojamiento,	movilidad	local	(desplazamiento	en	el	lugar	donde	se	realiza	la
comisión)	y	movilidad	de	traslados	(hacia	y	desde	el	lugar	de	embarque),	es
decir,	en	puridad,	es	un	dinero	que	se	facilita	a	un	trabajador	para	cubrir	los
gastos	en	los	que	incurre	por	desplazamientos	realizados	en	la	consecución	de
su	tarea,	en	el	caso	sub	júdice,	para	el	cumplimiento	de	sus	obligaciones
funcionales	excepcionales;	en	dicho	entendido,	aún	cuando	los	imputados
aleguen	en	su	defensa	haber	justificado	de	manera	legítima	los	anticipos	por
concepto	de	viáticos,	lo	cierto	es	que	este	argumento	de	defensa	deviene	en
irrelevante,	puesto	que,	como	se	ha	mencionado	precedentemente,	los
‘viáticos’	tienen	naturaleza	distinta	a	la	administración,	percepción	y
custodia,	ya	que	en	éste	subsiste	autorización	al	funcionario	o	servidor	público
para	disponer	del	dinero	otorgado,	que	puede	ser	parcial	o	el	total	de	la	suma
asignada,	incluso,	en	este	último	caso,	el	trabajador	ésta	autorizado	a	utilizar
el	íntegro	del	‘viático’	que	se	le	asignó,	aspecto	diferente	es	que	con
posterioridad	no	haya	rendido	cuenta	o	los	haya	efectuado	de	manera
fraudulenta,	circunstancias	que	debe	dilucidarse	administrativamente,	es
decir,	dentro	del	ámbito	de	control	de	la	autoridad	que	otorgó	dicho	concepto,
que	a	criterio	de	este	supremo	tribunal,	podría	requerir	bajo	apercibimiento
de	imponer	medidas	de	carácter	disciplinario,	la	corrección	de	la	justificación
efectuada	indebidamente;	aún	más,	de	persistir	las	omisiones	o	deficiencias,
debe	agotarse	la	exigencia	directa,	posiblemente	mediante	un	resarcimiento
con	descuentos	o	en	la	modalidad	que	lo	considere	pertinente	la	autoridad
administrativa	competente,	y	en	todo	caso,	si	la	gravedad	de	los	hechos	lo
ameritan	al	determinarse	la	falsedad	de	la	documentación	presentada,
iniciando	las	acciones	legales	respectivas,	empero,	aún	en	estas	circunstancias
tal	situación	no	constituye	delito	de	peculado,	pues	el	cargo	imputado	no	se
adecua	al	supuesto	típico	al	que	alude	el	artículo	trescientos	ochenta	y	siete
del	Código	Penal,	deviniendo	así,	en	inoficioso	determinar	la	infracción	de
deber,	puesto	que,	en	el	caso	concreto	no	existen	expectativas	normativas
referidas	al	rol	especial	que	se	le	puedan	exigir	a	los	procesados.”	(CS,	R.	N.
4310-2008	Madre	de	Dios,	mar.	09/2010.	S.	S.	Neyra	Flores)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema:	“montos	ínfimos	y	no	significativos”
no	configuran	el	delito	de	peculado.	“Por	lo	demás,	debido	a	que	los	montos
cuestionados	como	objeto	de	apropiación	no	se	condice	con	los	principios	de
subsidiariedad	y	ultima	ratio	que	informa	el	derecho	penal,	pues	deben
priorizarse	otras	vías	distintas	a	la	penal	para	la	solución	del	conflicto	de
relevancia	jurídica,	donde	sólo	determinados	bienes	jurídicos,	importantes,
necesarios	e	indispensables	para	la	vialibilidad	de	las	interrelaciones	y	la
cohesión	del	sistema	social	y	político	ingresan	al	ámbito	penal,	los	que	a	su	vez
configuren	un	alto	grado	de	insoportabilidad	social.	Por	consiguiente,	dado
que	los	montos	objeto	de	apropiación	son	ínfimos	y	no	son	significativos	para
concluir	que	todo	el	aparato	estatal	se	encuentre	gravemente	lesionado.	En
consecuencia	el	comportamiento	del	imputado	no	constituye	apropiación	(...)
en	el	caso	del	delito	de	malversación	de	fondos	tampoco	se	acreditó	que	se
haya	afectado	el	servicio	o	función	encomendada.	En	autos	no	existe	elemento
alguna	que	haga	inferir	que	se	perjudicó	el	control	o	fiscalización	del	tránsito
vehicular.	Cabe	precisar	respecto	a	los	hechos	objeto	de	acusación,	que	los
delitos	de	malversación	de	fondos	y	peculado	son	conductas	típicas	diferentes,
pues	aun	cuando	protegen	el	correcto	funcionamiento	de	la	administración
pública,	se	diferencian	porque	la	malversación	consiste	en	una	aplicación
diferente	y	definitiva	a	los	bienes	públicos,	mientras	que	el	peculado	consiste
en	una	apropiación	en	provecho	de	terceros	ajenos	al	Estado,	y	su
característica	más	relevante	es	que	los	bienes	o	caudales	del	Estado,	en	el
primer	delito	no	sale	de	la	esfera	patrimonial	del	Estado,	como	si	sucede	en	el
caso	de	peculado.	En	el	caso	de	autos	los	hechos	constituirían	una	probable
apropiación	pero	de	ninguna	manera	un	cambio	de	destino	de	los	caudales
públicos.	Al	no	existir	mayores	pruebas	que	demuestren	la	comisión	de	este
ilícito	penal,	la	absolución	es	conforme	a	derecho”.	(C.	S,	R.	N.	1336-2012-
Apurímac,	ene.	10/2013.	S.	S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—Abogado	que	utiliza	papeles	membretados	de	su
entidad	empleadora	para	litigar	asuntos	particulares	comete	infracción
administrativa	y	no	delito	de	peculado.	“En	este	sentido,	el
comportamiento	del	recurrente,	de	haber	utilizado	cuatro	hojas	bond,	con
sello	de	agua	de	la	Universidad	Nacional	de	(...),	para	interponer	recurso	de
apelación	a	favor	de	(...):	acusación	aceptada	por	el	encausado	en	su
instructiva	de	fojas	cincuenta	y	siete	y	ampliación	de	instructiva	(...),	es	una
conducta	reprobada	jurídicamente	porque	no	es	aceptable	que	el	abogado	de
la	oficina	de	asesoría	legal	de	una	universidad	pública	utilice	papeles
membretados	con	sello	de	agua	de	la	institución	para	litigar	en	sus	asuntos
privados	que	le	hace	pasible	de	sanciones	administrativas,	pero	no	penales
porque	el	hecho	en	sí	mismo	no	produce	una	‘perturbación	social’	que	dote	de
relevancia	penal	a	la	conducta	de	manera	que	justifique	una	intervención	tan
drástica	del	Derecho	penal	mediante	la	pena.	Precisamente,	por	no
transgredir	las	barreras	mínimas	que	habilitan	la	actuación	del	Derecho
penal,	y,	mereciendo	la	conducta	practicada	claramente	una	sanción	de	corte
administrativa,	en	atención	al	principio	de	ultima	ratio,	corresponde	absolver
al	imputado	de	la	acusación	fiscal	por	el	delito	imputado”.	(CS,	R.	N.	3763-
2011-Huancavelica,	ene.	29/2013.	V.	P.	Pastrana)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Corte	Suprema	precisa	los	elementos
materiales	del	tipo	penal	de	peculado.	“(...)	Es	necesario	tener	en	cuenta	los
comportamientos	típicos	que	la	norma	en	análisis	nos	señala	a	efectos	de
limitar	o	restringir	la	relevancia	penal	de	los	actos	del	delito	de	peculado.	La
norma,	por	consiguiente,	al	describir	la	acción	dolosa	utiliza	dos	supuestos
para	definir	los	comportamientos	típicos	del	sujeto	activo:	apropiar	o	utilizar,
los	mismos	que	deben	contener	ciertos	elementos	para	su	configuración;	éstos
son,	en	tal	virtud,	los	elementos	materiales	del	tipo	penal:
a)	Existencia	de	una	relación	funcional	entre	el	sujeto	activo	y	los	caudales	y
efectos.	Se	entiende	por	relación	funcional	el	poder	de	vigilancia	y	control
sobre	la	cosa	como	mero	componente	típico,	esto	es,	competencia	del	cargo,
confianza	en	el	funcionario	en	virtud	del	cargo,	el	poder	de	vigilar	y	cuidar	los
caudales	o	efectos.
b)	La	percepción,	no	es	más	que	la	acción	de	captar	o	recepcionar	caudales	o
efectos	de	procedencia	diversa	pero	siempre	lícita.
La	administración,	que	implica	las	funciones	activas	de	manejo	y	conducción.
La	custodia,	que	importa	la	típica	posesión	que	implica	la	protección,
conservación	y	vigilancia	debida	por	el	funcionario	o	servidor	de	los	caudales
y	efectos	públicos.
c)	Aprobación	o	utilización.	En	el	primer	caso	estriba	en	hacer	suyo	caudales
o	efectos	que	pertenecen	al	Estado,	apartándolo	de	la	esfera	de	la	función	de
la	administración	pública	y	colocándose	en	situación	de	disponer	de	los
mismos.	En	el	segundo	caso:	utilizar,	se	refiere	al	aprovecharse	de	las
bondades	que	permite	el	bien	(caudal	o	efecto),	sin	tener	el	propósito	final	de
apoderarse	para	sí	o	para	un	tercero.
d)	El	destinatario:	para	sí.	El	sujeto	activo	puede	actuar	por	cuenta	propia,
apropiándose	él	mismo	de	los	caudales	o	efectos,	pero	también	puede	cometer
el	delito	para	favorecer	a	terceros.	Para	otro,	se	refiere	al	acto	de	traslado	del
bien,	de	un	dominio	parcial	y	de	tránsito	al	dominio	final	del	tercero.
e)	Caudales	y	efectos.	Los	primeros,	son	bienes	en	general	de	contenido
económico,	incluido	el	dinero.	Los	efectos,	son	todos	aquellos	objetos,	cosas	y
bienes	que	representan	un	valor	patrimonial	público,	incluyendo	los	títulos
valores	negociables.
8.	Respecto	a	la	conducta	culposa,	es	de	precisar	que	dicha	figura	no	está
referida	a	la	sustracción	por	el	propio	funcionario	o	servidor	público	de	los
caudales	o	efectos,	se	hace	referencia	directamente	a	la	sustracción	producida
por	tercera	persona,	aprovechándose	del	estado	de	descuido	imputable	al
funcionario	o	servidor	público.	Es	decir,	se	trata	de	una	culpa	que	origina
(propiciando,	facilitando,	permitiendo	de	hecho)	un	delito	doloso	de	tercero;
sea	que	lo	sustrajo	con	la	intención	de	apropiación	o	de	utilización,	sea	que
obtuvo	o	no	un	provecho.	El	tercero	puede	ser	un	particular	u	otro	funcionario
o	servidor	público	que	no	tenga	la	percepción,	administración	o	custodia	de
los	bienes	sustraídos,	no	se	castiga	la	sustracción	de	caudales	o	efectos,	sino	el
dar	lugar	culposamente	a	que	otro	lo	sustraiga	dolosamente.
9.	En	el	peculado	culposo	debe	tenerse	en	cuenta:	‘la	sustracción	y	la	culpa
del	funcionario	o	servidor	público’	como	elementos	componentes	típicos	de
esta	figura	penal,	describiéndolas	como:
a)	La	sustracción.	Entendiéndosela	como	el	alejamiento	de	los	caudales	o
efectos	del	ámbito	de	vigilancia	de	la	administración	pública,	por	parte	de	un
tercero,	que	se	aprovecha	así	del	estado	de	culpa	incurrido	por	el	funcionario
o	servidor	público.
b)	La	culpa	del	funcionario	o	servidor	público.	Culpa	es	un	término	global
usado	para	incluir	en	él	todas	las	formas	conocidas	de	comisión	de	un	hecho,
diferentes	al	dolo,	la	fuerza	mayor	al	caso	fortuito.	Habrá	culpa	en	el	sujeto
activo	del	delito,	cuando	éste	no	toma	las	precauciones	necesarias	para	evitar
sustracciones	(la	culpa	del	peculado	se	refiere	exclusivamente	a	sustracciones,
no	al	término	impreciso	de	pérdidas)	vale	decir	cuando	viola	deberes	del
debido	cuidado	sobre	los	caudales	o	efectos,	a	los	que	está	obligado	por	la
vinculación	funcional	que	mantiene	con	el	patrimonio	público.	(...)”	(C.	S.,	Sent.
N°	4-2005/CJ-116,	set.	30/2005.	S.S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Mal	desempeño	de	las	funciones	que
permite	la	sustracción	de	los	caudales	públicos	funda	el	delito	de
peculado	culposo	y	no	la	complicidad.	“(...)	la	conducta	ilícita	del	citado
encausado,	objeto	de	la	acusación,	ha	sido	incorrectamente	tipificada	por	el
representante	del	Ministerio	Público,	y	así	asumida	por	la	sala	superior,	pues
dicho	quehacer	únicamente	puede	subsumirse	en	el	tipo	penal	de	peculado
culposo,	el	cual	resulta	imputable	al	sujeto	que	por	falta	de	control	interno	–
que	es	precisamente	lo	que	se	imputa	al	citado–	actúa	con	negligencia	o	culpa
en	el	ejercicio	de	sus	funciones,	originando	que	una	tercera	persona	sustraiga
caudales	en	este	caso,	es	decir,	facilita	inconscientemente	la	comisión	de	un
delito	doloso	por	parte	de	un	tercero,	ello	en	atención	a	lo	previsto	en	el	tercer
párrafo	del	artículo	387	del	Código	Penal	(...).	Habrá	culpa	en	el	sujeto	activo
del	delito,	cuando	éste	no	toma	las	precauciones	necesarias	para	evitar
sustracciones	(la	culpa	del	peculado	se	refiere	exclusivamente	a	sustracciones,
no	al	término	impreciso	de	pérdidas)	vale	decir	cuando	viola	deberes	del
debido	cuidado	sobre	los	caudales	o	efectos,	a	los	que	está	obligado	por	la
vinculación	funcional	que	mantiene	con	el	patrimonio	público”.	(CS,	R.	N.
4500-2005-Junín,	set.	06/2007.	S.	S.	Santos	Peña)
JURISPRUDENCIA.—Funcionario	de	hecho	en	el	delito	de	peculado.	“(...)
Este	tribunal	coincide	con	lo	señalado	en	la	sentencia	cuestionada	en	el
sentido	de	que	sí	se	configura,	en	el	caso,	el	delito	de	peculado.	Si	bien	es	cierto
que	formalmente	(...)	ocupaba	el	cargo	de	Asesor	II	de	la	Alta	Dirección	del
Servicio	de	Inteligencia	Nacional,	en	realidad,	ejercía,	de	hecho,	la	Jefatura	del
SIN,	cargo	que	le	permitía	la	custodia	y	administración	de	fondos	públicos,	por
lo	que	puede	considerársele	sujeto	activo	del	delito,	tal	como	lo	prevé	el
artículo	387	del	Código	Penal	(...)”.	(TC.	Exp.	N°	2758-2004-HC/TC.	Pres.	Alva
Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—El	delito	de	peculado	como	delito	pluriofensivo	y	de
infracción	de	deber.	“(…)	45.	El	delito	de	peculado	es	un	delito	especial	o	de
infracción	de	deber	(…)	el	agente	público	quebranta	imperativos	funcionales
asumidos	en	razón	del	cargo	–infringe	deberes–,	siendo	su	nota	característica
y	exigencia	de	naturaleza	objetiva	que	la	conducta	del	funcionario	o	servidor
público	exprese	un	acto	de	disposición	patrimonial	que	desconoce	la
titularidad	del	Estado	sobre	los	bienes	ejecutados.	Estos	aspectos	hacen	del
delito	una	conducta	de	naturaleza	pluriofensiva	(…)	la	protección	de	dos
objetos	específicos	merecedores	de	protección	penal:	i)	garantizar	el	principio
de	la	no	lesividad	de	los	intereses	patrimoniales	de	la	administración	pública	y
ii)	evitar	el	abuso	del	poder	del	que	se	halla	facultado	el	funcionario	o	servidor
público	que	quebranta	los	deberes	funcionales	de	lealtad	y	probidad.	(…).”
(CS.,	Exp.	A.	V.	23-2001,	jul.	20/2009.	V.	P.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—El	delito	de	peculado	se	consuma	con	el	solo
fraccionamiento	o	salida	de	modo	temporal	o	definitivo	de	los	bienes	y
caudales	de	la	esfera	de	custodia	del	Estado.	“(…)	el	(…)	peculado	sanciona
la	lesión	sufrida	por	la	administración	pública	al	ser	despojada	de	la
disponibilidad	de	sus	bienes;	despojo	que	es	producido	por	quienes	ostentan	el
poder	administrador	de	los	mismos,	los	que	al	incumplir	el	mandato	legal	que
establece	el	destino	que	debe	darse	a	tales	bienes,	permiten	que	el	Estado
pierda	su	disponibilidad	sobre	ellos	y	no	puedan	cumplir	su	finalidad	propia	y
legal.	(…)	Es	suficiente	que	el	sujeto	activo	tenga	la	llamada	disponibilidad
jurídica,	es	decir,	aquella	posibilidad	de	libre	disposición	que	en	virtud	de	la
ley	tiene	el	funcionario	o	servidor	público;	debe	tener,	por	tanto,	competencia
funcional	específica.	(…)	significa	que	el	delito	se	consuma	con	el	solo
fraccionamiento	o	salida	de	modo	temporal	o	definitivo	de	los	bienes	y
caudales	de	la	esfera	de	custodia	del	Estado	(…)	requiere,	siempre,	la
extracción	de	los	caudales	públicos	de	la	esfera	de	custodia	del	Estado	y	su
ingreso,	cuando	menos	momentáneo,	a	la	esfera	de	dominio	patrimonial	del
autor	del	delito.	(…).”	(CS.,	Exp.	A.	V.	23-2001,	jul.	20/2009.	V.	P.	San	Martín
Castro)
JURISPRUDENCIA.—El	peculado	constituye	un	delito	de	infracción	de
deber	positivo:	los	funcionarios	están	obligados	a	custodiar	el
patrimonio	del	Estado.	“El	análisis	del	accionar	del	acusado	(...)	debió
efectuarse	teniendo	en	cuenta	que	se	le	imputa	el	delito	de	peculado	doloso,	el
cual	es	un	delito	especial	impropio,	y	no	solo	se	configura	como	un	delito	de
comisión,	sino	de	omisión	impropia	(artículo	13	del	Código	Penal).	Constituye
un	delito	de	infracción	de	deber	positivo	y	en	ese	sentido,	los	funcionarios
públicos	(intraneus)	en	el	cumplimiento	de	las	funciones	encomendadas	por	la
Constitución	y	las	leyes	tienen	como	presupuesto	el	deber	de	garante,	que	se
traduce	en	un	deber	de	control	y	vigilancia	de	la	percepción,	administración	o
custodia	de	los	intereses	patrimoniales	(caudales	o	efectos)	de	la
administración	pública	del	Estado,	entidad	u	organismo	y	el	no
quebrantamiento	de	los	deberes	especiales	positivos	o	de	incumbencia
institucional	(probidad,	lealtad,	imparcialidad,	objetividad,	transparencia,
eficiencia,	etc.),	confiados	por	razón	del	cargo’.	(...).	La	exigencia	anotada	se
relaciona	con	el	hecho	que	la	suscripción	de	la	minuta	cuestionada	constituía
un	acto	de	ejecución	de	un	contrato,	del	cual	según	sostiene	no	tuvo
conocimiento	y	según	argumentación	de	la	juzgadora	no	fue	suscrito	en	el
despliegue	funcional	como	gerente	general.	(...).
20.5.	Por	otro	lado,	debió	haberse	analizado	la	circunstancia	de	que	un
gerente	general	que	suscribió	una	minuta	en	cumplimiento	de	su	deber
funcional,	luego	no	cumplió	con	suscribir	la	escritura	pública	respectiva.	(...).”
(CSJL,	Exp.	00116-2011-1	0-1826-JR-PE-03,	jun.	05/2013.	Pres.	Susana
Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—Sentencia	penal	que	absuelve	del	delito	de
incumplimiento	de	deber	funcional,	pero	que	condena	por	el	delito	de
peculado	no	vulnera	el	ne	bis	in	ídem.	“(…)	2.	En	cuanto	a	la	alegada
vulneración	del	ne	bis	in	ídem,	debe	señalarse	previamente	que	éste	es	un
principio	que	informa	la	potestad	sancionadora	del	Estado,	y	que	impide	–en
su	formulación	material–	que	una	persona	sea	sancionada	o	castigada	dos	(o
más	veces)	por	una	misma	infracción	cuando	exista	identidad	de	sujeto,	hecho
y	fundamento.	En	su	vertiente	procesal,	en	cambio,	tal	principio	comporta	que
«nadie	pueda	ser	juzgado	dos	veces	por	los	mismos	hechos»,	es	decir,	que	un
mismo	hecho	no	pueda	ser	objeto	de	dos	procesos	distintos	o,	si	se	quiere,	que
se	inicien	dos	procesos	con	el	mismo	objeto.	Con	ello	se	impide	la	dualidad	de
procedimientos,	así	como	el	inicio	de	un	nuevo	proceso	cuando	concurra	la
referida	triple	identidad	entre	ambos	procesos.	(...).
3.	En	el	presente	caso	se	cuestiona	que	en	la	misma	sentencia	en	que	se
condenó	al	recurrente	por	delito	de	peculado	se	le	absuelva	de	la	acusación
por	delito	de	incumplimiento	de	deber	funcional;	no	obstante,	como	es	obvio,
ello	no	implica	un	doble	juzgamiento	ni	una	doble	sanción.	En	consecuencia,
este	extremo	de	la	demanda	debe	ser	desestimado”.	(TC,	Exp.	03753-2008-
PHC/TC,	may.	07/2009.	S.	S.	Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—El	peculado	no	se	configura	con	la	actuación	sin
autorización	del	órgano	competente,	sino	a	través	de	la	apropiación	de
los	bienes	o	caudales	públicos.	“(…)	6.	En	el	presente	caso,	si	bien	el
demandante	alega	que	la	obligación	de	contar	con	autorización	del	Concejo
Municipal	para	la	donación	efectuada	de	cadenas	y	dijes	utilizando	fondos	de
la	Municipalidad	de	Santa	Anita	no	se	encontraba	vigente,	lo	cierto	es	que	el
tipo	penal	de	peculado	por	el	que	fue	condenado,	previsto	en	el	artículo	387
del	Código	Penal,	no	se	configura	a	través	de	la	actuación	sin	autorización	de
órgano	competente,	sino	a	través	de	la	apropiación	de	bienes	o	caudales	de	la
entidad:	(...).
7.	Como	es	de	verse,	lo	que	se	sanciona	es	la	apropiación	o	utilización,	para	sí
mismo,	de	los	fondos	o	bienes	de	la	entidad,	sin	considerar	como	parte	del	tipo
penal	el	llevar	a	cabo	dichos	actos	sin	autorización	del	órgano	competente.	Es
por	ello	que	lo	alegado	en	el	sentido	de	que	en	aquél	entonces	la	Ley	Orgánica
de	Municipalidades	no	preveía	la	obligación	de	contar	con	autorización	del
concejo	municipal,	no	enerva	la	sentencia	condenatoria	por	vulneración	del
principio	de	legalidad	penal.	Antes	bien,	la	pena	que	se	le	impuso	al	actor	fue
en	virtud	del	tipo	penal	vigente	al	momento	en	que	ocurrieron	los	hechos
imputados”.	(TC,	Exp.	03753-2008-PHC/TC,	may.	07/2009.	S.	S.	Vergara
Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—Los	policías	que	se	apropian	de	la	mercancía
incautada	cometen	el	delito	de	peculado.	“Es	evidente	que	la	agraviada	(...)
era	propietaria	legal	de	un	lote	de	cuarenta	sacos	de	pimienta	granulado	y
que	los	imputados,	quienes	actuaron	de	consuno,	intervinieron	–de	una	u	otra
forma–	en	el	procedimiento	policial	de	aseguramiento,	investigación	e
incautación	de	los	sacos	de	pimienta	granulada	en	un	número	total	de
cuarenta,	apartando	deliberadamente	la	participación	del	Ministerio	Público,
manipulando	las	diligencias	de	averiguación	sin	control	y	limitando
irrazonablemente	derechos	de	los	intervenidos	y	de	la	agraviada	(artículo	376
del	Código	Penal).	Además,	se	apoderaron	de	trece	sacos	(...),	para	lo	cual
incluso	se	adulteró	el	acta	de	incautación	–que	es	un	documento	público–
(artículo	427	del	Código	Penal),	y	no	se	entregó	a	la	víctima	lo	que	por
derecho	le	correspondía.	Es	de	destacar	que	los	bienes	ya	habían	sido	objeto
de	incautación	–o	sea	se	trataba	de	bienes	que	les	estaban	confiados	por	razón
de	su	concreta	actuación	policial–,	por	lo	que	el	delito	de	peculado	(artículo
387	del	Código	Penal)	tiene	sustento	correcto	en	el	respectivo	juicio	de
tipicidad”.	(CS,	R.	N.	3371-2011-Sullana,	set.	09/2013.	V.	P.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—CS:	el	delito	de	peculado	excluye	la	existencia	de	la
coautoría.	“el	delito	de	peculado	es	un	delito	de	infracción	de	deber,	sólo
admite	la	autoría	directa	o	personal,	excluyéndose	las	otras	dos	formas	de
autoría	(coautoría	y	autoría	mediata)	(...)	No	puede	haber	coautoría	ni
cuando	los	intervinientes	son	intranei,	ni	cuando	un	intraneus	y	otro
extraneus	llevan	a	cabo	conjuntamente	el	hecho	típico.	Por	tanto,	el
denominado	reparto	de	funciones	o	roles,	que	usualmente	caracteriza	la
coautoría,	solo	es	aplicable	en	los	delitos	de	dominio	o	de	competencia	por
organización”.	(C.	S.,	R.	N.	615-2015-Lima,	ago.	16/2016.	V.	P.	Pariona
Pastrana)
JURISPRUDENCIA.—El	delito	de	peculado	exige	que	el	funcionario
público	por	razón	de	su	cargo	esté	en	posesión	(mediata	o	inmediata)	de
los	caudales	que	se	apropia.	“El	tipo	penal	de	peculado	hace	referencia	a	un
funcionario	público	no	in	abstracto,	sino	contextualizado	a	un	segmento
concreto	de	la	función	pública	‘por	razón	de	su	cargo’;	es	decir,	para	que	opere
el	comportamiento	típico	de	apropiarse	o	utilizar	los	bienes	públicos	objeto
del	delito	deben	encontrarse	en	posesión	[inmediata	o	mediata]	del	sujeto
activo	y	ello	en	virtud	a	los	deberes	o	atribuciones	del	cargo	que	ostenta	al
interior	de	lo	administración	estatal.	Debe	tener,	por	tanto,	competencia
funcional	especifica.	Por	lo	que	si	dicha	relación	funcionarial	de	estricta	base
jurídica	entre	el	sujeto	activo	y	bien	público	que	posee	no	existe,	no	se
configura	el	delito	de	peculado”.	(C.	S.,	R.	N.	615-2015-Lima,	ago.	16/2016.	V.
P.	Pariona	Pastrana)
DOCTRINA.—Naturaleza	 del	 tipo	 penal	 de	 peculado.	 “(…)	 Cuando	 se
afirma	que	el	tipo	de	peculado	ha	sido	pergeñado	por	el	legislador	de	1991
como	delito	especial	propio	y	que	a	la	vez	constituye	un	delito	de	infracción
de	 deber,	 se	 alude	 a	 distintos	 planos	 analíticos	 que	 impiden	 equiparar
ambas	clasificaciones	como	si	de	una	se	derivara	necesariamente	la	otra.	Si
bien	 ambas	 clasificaciones	 están	 referidas	 a	 la	 órbita	 de	 sujetos	 idóneos
para	 ser	 autores,	 la	 consideración	 de	 un	 tipo	 penal	 como	 delito	 especial
atiende	exclusivamente	a	su	estructura	formal,	mientras	que	la	clasificación
como	 delito	 de	 infracción	 de	 deber	 despliega	 sus	 efectos	 a	 nivel	 de	 las
estructuras	materiales	de	imputación.	Así,	el	peculado	es	un	delito	especial
porque	formalmente	el	artículo	387	del	Código	Penal	restringe	la	órbita	de
autoría	al	funcionario	o	servidor	público	que	administra,	percibe	o	custodia
caudales	 o	 efectos	 por	 razón	 de	 su	 cargo,	 pero	 se	 trata	 de	 un	 delito	 de
infracción	de	deber	 porque	 el	 fundamento	de	 la	 responsabilidad	penal	 en
concepto	de	autor	no	radica	en	el	dominio	sobre	el	 riesgo	 típico,	 sino	que
reside	en	el	quebrantamiento	de	un	deber	asegurado	 institucionalmente	y
que	 afecta	 sólo	 al	 titular	 de	 determinado	 status	 o	 rol	 especial.	 (...)”.
Concretando,	lo	decisivo	para	determinar	la	conducta	típica	en	los	delitos	de
infracción	 de	 deber	 es	 la	 posición	 jurídica	 que	 ocupa	 el	 interviniente	 en
relación	al	 titular	del	bien	afectado,	de	 la	que	dimanan	deberes	especiales
que	 vinculan	 esferas	 organizativas	 autónomas	 y	 exigen	 prestaciones
positivas	 al	 obligado	 institucional,	 y	 cuyo	 incumplimiento	 fundamenta	 su
responsabilidad	 penal.	 Si	 bien	 dichos	 deberes	 institucionales	 son	 de
naturaleza	 altamente	 personal,	 en	 ocasiones	 su	 delegación	 puede	 tener
efectos	liberalizadores	para	el	obligado	originario	y	fundamentar	una	nueva
posición	 de	 garantía	 respecto	 al	 delegado,	 siempre	 que	 se	 respeten	 los
procedimientos	de	delegación	previstos	por	 la	 institución	que	 se	 trate.	De
este	 modo,	 sólo	 quienes	 hayan	 asumido	 efectivamente	 una	 posición
institucional	 dentro	 del	 marco	 fijado	 por	 ella	 pueden	 ser	 penalmente
responsables	 de	 la	 infracción	 de	 los	 deberes	 que	 de	 ella	 dimanan	 (...)”.
(REAÑO	PESCHIERA,	 José	Leandro,	 “Formas	de	Intervención	en	 los	delitos
de	peculado	y	tráfico	de	influencias”.	Edit.	Jurista,	Lima	2004,	págs.	22	a	75)
DOCTRINA.—Autoría	en	el	delito	de	peculado	y	tráfico	de	influencias.
“(…)	 El	 Art.	 387	 CP91	 restringe	 formalmente	 la	 órbita	 de	 autoría	 a	 los
funcionarios	 o	 servidores	 públicos	 que	 administran,	 perciben	 o	 custodian
caudales	 o	 efectos	 por	 razón	 de	 su	 cargo	 (…)	 los	 funcionarios	 públicos
encargados	 de	 gestionar	 fondos	 del	 Estado	 no	 siempre	 actúan	 solos,	 sino
que	 frecuentemente	 delegan	 competencias	 en	 otros	 funcionarios	 de	 la
administración.	 Pero,	 ¿pueden	 ser	 autores	 de	 peculado	 los	 funcionarios
públicos	 que	 administran	 caudales	 en	 virtud	 de	 un	 acto	 de	 delegación	 de
competencias,	pese	a	que	las	leyes	y	reglamentos	que	fijan	sus	facultades	no
les	 confieren	 tal	 atribución?	 (…)	 en	 la	 doctrina	 penalista	 peruana	 se	 ha
considerado	que	el	ámbito	de	competencias	de	administración,	percepción	y
custodia	 de	 caudales	 no	 sólo	 ha	 de	 ser	 delimitado	 con	 base	 a	 las
disposiciones	legales	o	normas	jurídicas	de	menor	jerarquía	que	regulan	los
distintos	 sectores	 de	 la	 administración	 pública,	 sino	 que	 las	 órdenes
legítimas	 emanadas	 de	 autoridad	 competente	 también	 fundamentan	 una
vinculación	especial	del	 funcionario	delegado	respecto	a	 la	custodia	de	 los
caudales,	 ‘al	 agregar	 al	 cargo	 una	 función	 complementaria	 que	 antes	 no
existía.	Dicho	plus	puede	ser	temporal	o	permanentes’.	Efectivamente,	debe
entenderse	que	los	funcionarios	públicos	administran	caudales	por	razón	de
su	 cargo	 tanto	 cuando	 dicha	 atribución	 es	 conferida	 por	 las	 normas	 que
reglamentan	 el	 sector	 público,	 como	 en	 aquellos	 casos	 en	 los	 que	 tal
competencia	les	ha	sido	delegada	en	el	marco	de	una	relación	funcionarial.
(...)	según	 la	concepción	de	delito	de	 infracción	de	deber	asumida	(…)	una
pretendida	 categoría	 impropia	 de	 delito	 especial	 carece	 de	 relevancia
sistemática,	 pues	 lo	 determinante	 para	 la	 configuración	 del	 injusto	 es	 la
infracción	 del	 deber	 especial,	 y	 en	 tanto	 ésta	 se	 produzca	 todos	 los
intervinientes	deberán	responder	por	la	lesión	de	la	institución	positiva	con
independencia	 de	 la	 existencia	 de	 una	 denominado	 delito	 común
subyacente.	 Si	 se	 considera,	 como	 aquí	 se	 ha	 expuesto,	 que	 el	 partícipe
extraneus	 que	 interviene	 en	 un	 delito	 de	 infracción	 de	 deber	 también
lesiona	–aunque	de	forma	mediata–	la	 institución	positiva,	debe	concluirse
que	la	apropiación	de	caudales	públicos,	como	suceso	unitario,	es	imputable
tanto	al	funcionario	que	vulnera	sus	deberes	como	el	particular	que	propicia
dicha	desviación.	Evidentemente,	si	el	funcionario	no	quebranta	sus	deberes
especiales	 –piénsese	 en	 un	 caso	 en	 que	 el	 funcionario	 que	 entrega	 los
caudales	es	instrumentalizado	(engañado)	por	el	particular–	no	se	lesiona	la
institución	positiva,	debiéndose	imputar	entonces	al	particular	la	comisión
de	un	delito	de	hurto	o	de	apropiación	ilícita.
La	modalidad	de	 peculado	 a	 favor	 de	 tercero	 presenta	 una	 estructura	 de
intervención	necesaria	o	de	delito	de	 relación,	pues	su	consumación	exige
que	 el	 tercero	 acepte	 los	 caudales	 que	 indebidamente	 le	 ofrece	 el
funcionario	 público.	 La	 aceptación	 del	 particular	 configura	 el	 acto	 de
apropiación	que	 consuma	el	delito,	 y	 sólo	a	partir	de	ese	momento	puede
afirmarse	 que	 el	 Estado	 ha	 sufrido	 una	 lesión	 patrimonial,	 en	 tanto	 en
cuanto	 los	 caudales	 son	extraídos	de	 su	ámbito	de	protección	dominical	 e
incorporados	 a	 otra	 esfera	 privada,	 sea	 la	 del	 propio	 funcionario	 público
(modalidad	de	apropiación	a	favor	propio)	o	la	de	un	extraneus	(modalidad
de	 apropiación	 a	 favor	 de	 terceros).	 (REAÑO	 PESCHIERA,	 José	 Leandro,
“Formas	de	intervención	en	los	delitos	de	peculado	y	tráfico	de	influencias”.
Edit.	Jurista,	Lima	2004,	págs.	22	a	75)
DOCTRINA.—Colombia:	 salarios	 que	 se	 entregan	 a	 funcionarios	 para
comisiones	de	estudio	solo	pueden	ser	usados	para	tal	fin.	“(…)	Cuando
el	 casacionista	 cuestiona	que	 los	 salarios	y	prestaciones	que	se	pagan	con
ocasión	 de	 comisiones	 de	 estudio	 no	 son	 bienes	 entregados	 para	 su
administración,	tenencia	o	custodia,	sino	que	se	pagan	como	correlato	de	la
actividad	 desempeñada,	 es	 preciso	 significarle	 que	 en	 tratándose	 de
misiones	 oficiales	 diferentes	 a	 la	 labor	 ordinaria	 y	 habitual	 del	 servidor
estatal,	 como	 el	 encargo	 específico	 de	 capacitarse	 en	 cierta	 especialidad
profesional	 o	 académica,	 arte	 u	 oficio,	 con	 el	 rigor	 y	 rango	 previstos	 y
exigidos	en	la	comisión	de	estudios,	no	cumplirla	o	cumplirla	mal	sin	justa
causa	 y	 deliberadamente,	 es	 constitutivo	 de	 delito	 de	 peculado	 por
apropiación.
Con	tal	alcance,	los	trabajadores,	siendo	destinatarios	de	un	salario	y	no	los
ordenadores	 del	 gasto,	 pueden	 incurrir	 en	 peculado	 por	 apropiación,
cuando	 fingen	 cumplir	 su	 prestación	 de	 realizar	 la	 misión	 oficial
encomendada,	 reclamando	 no	 obstante	 el	 pago	 de	 salarios,	 prestaciones,
emolumentos	o	viáticos	no	causados.	En	tal	caso	el	servidor	público	que	así
actúa	 no	 puede	 reclamar	 como	 elemento	 personal	 de	 su	 peculio	 unos
recursos	que	solo	 ingresan	 lícitamente	a	su	haber	cuando	han	realizado	 la
parte	 que	 le	 corresponde	 en	 su	 relación	 laboral	 o	 de	 servicio	 con	 la
administración.
Como	 acertadamente	 lo	 plantea	 el	 representante	 del	 Ministerio	 Público,
dentro	 de	 la	 gama	 de	 funciones	 que	 temporalmente	 destinan	 al	 servidor
público	 a	 otros	 menesteres	 que	 han	 de	 redundar	 a	 favor	 suyo	 y	 de	 la
Administración,	como	las	comisiones	de	estudios	y	de	servicios,	el	derecho
de	 estos	 privilegiados	 servidores	 a	 obtener	 una	 remuneración	 está
condicionado	a	que	 lleven	a	 cabo	 la	misión	encomendada	o	que	acrediten
estar	en	función	de	su	realización,	pues	cambiarla	a	su	arbitrio,	mudarla	por
actividades	 que	 apenas	 se	 le	 parezcan,	 con	 un	 evidente	 propósito	 de
justificar	 en	 apariencia	 el	 salario	 y	 cobrarlo,	 no	 es	 asunto	 de	 la	 sola
incumbencia	 del	 orden	 disciplinario,	 sino	 que	 asume	 claros	 ribetes	 de
ilicitud	 penal,	 por	 el	 desdoro	 a	 la	 administración	 pública	 en	 cuanto	 a	 sus
recursos	 injusta	 e	 ilegalmente	 usurpados.”	 (Corte	 Suprema	 de	 Justicia	 de
Colombia,	Sent.	31791,	oct.	21/09.	M.	P.	Sigifredo	Espinosa	Pérez)
DOCTRINA.—Para	 configurar	 el	 peculado	 por	 apropiación	 no	 es
necesario	que	el	bien	objeto	del	delito	pertenezca	al	Estado.	 “(…)	que
no	es	estrictamente	cierto	que	deba	acreditarse	que	el	bien	objeto	del	delito
de	 peculado	 por	 apropiación	 pertenezca	 al	 Estado,	 sino	 simplemente	 que
sobre	el	mismo,	el	servidor	público	a	quien	se	le	imputa	tal	comportamiento
haya	 ejercido	 actos	 de	 administración,	 tenencia	 o	 custodia,	 que	 se	 le
confiaron	 por	 razón	 o	 con	 ocasión	 de	 sus	 funciones,	 es	 decir,	 que	 haya
tenido	 su	 disponibilidad	 jurídica	 y	 material,	 en	 el	 entendido	 que	 es
suficiente	con	que	esté	vinculada	a	un	deber	funcional.
Por	ello,	si	se	tratase	de	ejemplificar,	es	posible	condenar	por	la	ilicitud	en
trato	a	 funcionarios	 judiciales	que	se	apropian	de	medios	de	comisión	del
delito	 o	 del	 producto	del	mismo,	 apenas	 recibidos	 a	 título	 precario	por	 el
servidor	 público	 quien,	 al	 efecto,	 solo	 ejerce	 custodia	 temporal,	 sin	 que
pueda	decirse	que	el	bien	pertenezca	o	necesariamente	vaya	a	pertenecer	al
Estado.
Lo	 importante,	 se	 repite,	 es	 que	 ese	 bien	 sea	 objeto	 de	 administración,
tenencia	 o	 custodia	 en	 atención	 al	 cargo	 o	 funciones	 de	 la	 persona,
precisamente	 porque	 lo	 protegido	 por	 el	 tipo	 penal	 no	 es	 el	 patrimonio
público,	 sino	 la	 moralidad,	 transparencia,	 rectitud	 y	 eficiencia	 en	 el
desempeño	de	la	labor	pública.
Hechas	las	anteriores	precisiones,	procede	la	Sala	a	abordar	el	análisis	del
caso	 concreto,	 respondiendo,	 por	 tanto,	 a	 las	 censuras	 propuestas	 por	 el
censor.”	(Corte	Suprema	de	Justicia	de	Colombia,	Sent.	31921,	set.	07/11.	M.
P.	Sigifredo	Espinosa	Pérez)
DOCTRINA.—Delito	 de	 peculado	 por	 apropiación	 no	 exige	 que	 la
conducta	 haga	 parte	 de	 las	 funciones	 legales	 del	 funcionario.	 “La
expresión	 utilizada	 por	 la	 ley	 en	 definición	 de	 peculado	 y	 que	 dice	 ‘en
relación	de	sus	 funciones’,	hace	 referencia	a	 las	 facultades	de	administrar,
guardar,	 etc.,	 no	 puede	 entenderse	 en	 el	 sentido	 de	 la	 adscripción	de	 una
competencia	 estrictamente	 legal	 y	 determinada	 por	 una	 regular	 y	 formal
investidura	que	implique	una	íntima	relación	entre	la	función	y	 la	facultad
de	tener	el	bien	del	cual	se	dispone	o	se	hace	mal	uso;	no	significa,	pues,	que
tales	 atribuciones	 deban	 estar	 antecedentemente	 determinadas	 por	 una
rigurosa	y	fija	competencia	legal,	sino	que	es	suficiente	que	la	disponibilidad
sobre	la	cosa	surja	en	dependencia	del	ejercicio	de	un	deber	de	la	función.
La	fuente	de	la	atribución,	en	otros	términos,	no	surge	exclusivamente	de	la
ley	 puesto	 que	 ella	 puede	 tener	 su	 origen	 en	 un	 ordenamiento	 jurídico
diverso	 que	 fija	 la	 competencia	 en	 estricto	 sentido.	 Lo	 esencial	 en	 este
aspecto,	es	la	consideración	de	que	en	el	caso	concreto,	la	relación	de	hecho
del	funcionario	con	la	cosa,	que	lo	ubica	en	situación	de	ejercitar	un	poder
de	 disposición	 sobre	 la	 misma	 y	 por	 fuera	 de	 la	 inmediata	 vigilancia	 del
titular	 de	 un	 poder	 jurídico	 superior,	 se	 haya	 logrado	 en	 ejercicio	 de	 una
función	pública,	así	en	el	caso	concreto	no	corresponda	a	dicho	funcionario
la	competencia	legal	para	su	administración.	Igual	se	presentará	el	delito	de
peculado	 en	 la	 hipótesis	 de	 que	 la	 administración	 del	 bien	 derive	 del
ejercicio	de	una	función	nominalmente	de	otro	empleado.”	(Corte	Suprema
de	Justicia	de	Colombia,	Sent.	34550,	ago.	17/11.	M.	P.	Sigifredo	Espinosa)
DOCTRINA.—Prescripción	del	peculado	se	contabiliza	desde	el	cese	de
la	apropiación	de	los	recursos	estatales.	“Según	el	recurrente,	la	cuantía
de	 las	 obligaciones	 impuestas	 en	 contra	 de	 Foncolpuertos	 y	 a	 favor	 de
Manuel	 Lamberto	 García	 Satizabal,	 José	 de	 los	 Santos	 Ibarguen	 y	 Antonio
Abad	 Riascos	 por	 las	 que	 se	 le	 atribuye	 el	 peculado,	 no	 alcanzan	 los	 50
salarios	mínimos	legales	mensuales	exigidos	en	el	artículo	133	del	Decreto
Ley	 100	 de	 1980	modificado	 por	 la	 Ley	 190	 de	 1995,	 encontrándose	 así
prescrita	la	acción	penal.
No	 le	 asiste	 razón	 al	 sindicado	 pues	 en	 decantado	 criterio	 la	 sala	 ha
señalado	 que	 el	 monto	 a	 considerar	 no	 es	 el	 cancelado	 por	 reajuste
pensional	 con	 retroactividad	 al	 momento	 en	 que	 se	 reconocieron	 las
jubilaciones	de	los	trabajadores	según	aparece	en	cada	una	de	las	sentencias
examinadas,	 como	 se	 insinúa,	 sino	 la	 totalidad	 de	 lo	 desembolsado	 por	 la
entidad	demandada	como	consecuencia	de	las	órdenes	impartidas	en	el	fallo
,	 toda	 vez	 que	 al	 reajustarse	 la	 pensión,	 además	 de	 cancelarse	 las	 sumas
dejadas	 de	 percibir	 hasta	 el	 momento	 de	 su	 reconocimiento,	 su	 pago
continúa	hacia	el	futuro	en	la	cuantía	ordenada	en	la	sentencia.
Es	 así	 como	 el	 peculado	 que	 se	 analiza,	 no	 obstante	 ser	 de	 ejecución
instantánea,	 conlleva	 efectos	 patrimoniales	 diferidos	 en	 el	 tiempo	 hasta
cuando	 efectivamente	 cese	 la	 apropiación	 de	 los	 recursos	 estatales,	 dado
que	la	obligación	impuesta	en	los	fallos	a	la	empresa	demandada	comporta
una	 sucesión	 de	 actos	 parciales	 finalísticamente	 orientados	 hacia	 la
obtención	del	resultado	criminal,	los	cuales	deben	ser	sancionados”.	(Corte
Suprema	 de	 Colombia,	 Sent.	 38306-13,	 feb.	 06/2013.	 M.	 P.	 Javier	 Zapata
Ortiz)
DOCTRINA.—Es	 importante	 conocer	 las	 atribuciones	 y	 competencias
que	 el	 actor	 ostentaba	 para	 determinar	 el	 elemento	 normativo	 del
peculado.	 “El	 demandante	 sostiene	 en	 su	 recurso	 de	 agravio	 que	 los
órganos	 jurisdiccionales	 emplazados	 han	 vulnerado	 el	 principio	 de
legalidad	al	haber	aplicado	en	el	análisis	de	los	hechos	delictivos	por	los	que
ha	 sido	 condenado	 la	 Ley	 Orgánica	 de	Municipalidades,	 N°	 27972,	 norma
que	 no	 estaba	 vigente	 al	 momento	 del	 evento	 delictivo;	 sin	 embargo,	 del
estudio	 de	 autos	 podemos	 advertir,	 contrariamente	 a	 lo	 sostenido	 por	 el
demandante,	 que	 la	 judicatura	 ordinaria	 omitió	 precisar	 la	 Ley	 Orgánica
Municipal,	 que	 debió	 ser	 considerada	 para	 conocer	 las	 atribuciones	 y
competencias	 que	 el	 actor	 ostentaba	 como	alcalde	de	 la	Municipalidad	de
Santa	Anita,	en	la	medida	que	este	elemento	normativo,	al	señalar	el	marco
de	sus	competencias,	sería	demostrativo	de	si	el	acto	ilícito	de	donación	que
se	 le	 imputa	 como	 peculado,	 en	 realidad	 se	 adecuaba	 a	 lo	 legalmente
permitido	por	la	ley.
12.	 Esta	 falta	 de	 taxatividad	 en	 que	 han	 incurrido	 los	 magistrados
emplazados	 contraría	 la	 necesidad	de	que	 las	 resoluciones	 judiciales	 sean
motivadas	en	proporción	a	los	términos	del	inciso	5)	del	artículo	139	de	la
Constitución,	que	garantiza	que	los	jueces,	cualquiera	que	sea	la	instancia	a
la	que	pertenezcan,	expresen	la	argumentación	jurídica	que	los	ha	llevado	a
decidir	 una	 controversia,	 asegurando	 que	 el	 ejercicio	 de	 la	 potestad	 de
administrar	 justicia	 se	haga	 con	sujeción	a	 la	Constitución	y	a	 la	 ley;	pero
también	 con	 la	 finalidad	de	 facilitar	 un	 adecuado	 ejercicio	 del	 derecho	de
defensa	 de	 los	 justiciables;	 y	 ello	 porque	 convenimos	 en	 que	 es	 de	 suyo
relevante	 determinar	 que	 los	 hechos	 corresponden	 a	 un	 determinado
periodo”.	 (TC,	Exp.	03753-2008-PHC/TC,	may.	07/2009.	Voto	en	discordia
de	los	magistrados	Mesía	Ramírez	y	Calle	Hayen)
COMENTARIO.—Sucesión	normativa	del	artículo	387	del	Código	Penal.
1.	El	texto	anterior	del	artículo,	según	Ley	26198,	publicada	el	13	de	junio
de	 1993	 y	 vigente	 desde	 el	 14/06/1993	 hasta	 el	 10/06/2011,	 establecía:
“Modificado.	 Ley	 26198,	 Artículo	 Único.	 Peculado.	 El	 funcionario	 o
servidor	público	que	se	apropia	o	utiliza,	en	cualquier	forma,	para	sí	o	para
otro,	caudales	o	efectos	cuya	percepción,	administración	o	custodia	le	estén
confiados	 por	 razón	 de	 su	 cargo,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	no	menor	de	dos	ni	mayor	de	ocho	años.
Constituye	 circunstancia	 agravante	 si	 los	 caudales	 o	 efectos	 estuvieran
destinados	 a	 fines	 asistenciales	 o	 a	 programas	 de	 apoyo	 social.	 En	 estos
casos,	la	pena	privativa	de	la	libertad	será	no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de
diez	años.
Si	 el	 agente,	 por	 culpa,	 da	 ocasión	 a	 que	 se	 efectúe	 por	 otra	 persona	 la
sustracción	 de	 caudales	 o	 efectos,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	no	mayor	de	dos	años	o	con	prestación	de	servicios	comunitarios
de	 veinte	 a	 cuarenta	 jornadas.	 Constituye	 circunstancia	 agravante	 si	 los
caudales	o	efectos	estuvieran	destinados	a	fines	asistenciales	o	a	programas
de	apoyo	social.	En	estos	casos,	la	pena	privativa	de	libertad	será	no	menor
de	tres	ni	mayor	de	cinco	años”.
2.	 Luego,	 el	 artículo	 fue	modificado	por	 la	Ley	29703,	publicada	 el	 10	de
junio	del	2011	y	vigente	desde	el	11/06/2011	hasta	el	21/07/2011.	El	texto
establecía:	 “Modificado.	Ley	29703,	Art.	1°.	Peculado	doloso	y	culposo.
El	 funcionario	 o	 servidor	 público	 que	 se	 apropia	 o	 utiliza	 en	 cualquier
forma,	 o	 consiente	 que	 un	 tercero	 se	 apropie	 o	 utilice	 caudales	 o	 efectos
públicos,	cuya	percepción,	administración	o	custodia	le	estén	confiados	por
razón	de	su	cargo,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor
de	cuatro	ni	mayor	de	ocho	años.
Cuando	 el	 valor	 de	 lo	 apropiado	 o	 utilizado	 sobrepase	 diez	 unidades
impositivas	 tributarias,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	de	ocho	ni	mayor	de	doce	años.
Si	 los	 caudales	 o	 efectos,	 independientemente	 de	 su	 valor,	 estuvieran
destinados	 a	 fines	 asistenciales	 o	 a	 programas	 de	 apoyo	 social,	 la	 pena
privativa	de	libertad	será	no	menor	de	ocho	ni	mayor	de	doce	años.
Si	 el	 agente,	 por	 culpa,	 da	 ocasión	 a	 que	 se	 efectúe	 por	 otra	 persona	 la
sustracción	 de	 caudales	 o	 efectos,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	no	mayor	de	dos	años	o	con	prestación	de	servicios	comunitarios
de	veinte	a	cuarenta	jornadas.	Si	los	caudales	o	efectos,	independientemente
de	 su	 valor,	 estuvieran	 destinados	 a	 fines	 asistenciales	 o	 a	 programas	 de
desarrollo	 o	 apoyo	 social,	 la	 pena	 privativa	 de	 libertad	 será	 no	menor	 de
tres	ni	mayor	de	cinco	años”.
3.	 El	 texto	 anterior	 del	 artículo	 establecía:	 “Art.	 387.-Modificado.	 Ley
29758,	Art.	Único.	Peculado	doloso	y	culposo.	El	 funcionario	o	servidor
público	 que	 se	 apropia	 o	 utiliza,	 en	 cualquier	 forma,	 para	 sí	 o	 para	 otro,
caudales	 o	 efectos	 cuya	 percepción,	 administración	 o	 custodia	 le	 estén
confiados	 por	 razón	 de	 su	 cargo,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de	ocho	años.
Cuando	 el	 valor	 de	 lo	 apropiado	 o	 utilizado	 sobrepase	 diez	 unidades
impositivas	 tributarias,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	de	ocho	ni	mayor	de	doce	años.
Constituye	 circunstancia	 agravante	 si	 los	 caudales	 o	 efectos	 estuvieran
destinados	 a	 fines	 asistenciales	 o	 a	 programas	 de	 apoyo	 social.	 En	 estos
casos,	la	pena	privativa	de	libertad	será	no	menor	de	ocho	ni	mayor	de	doce
años.
Si	 el	 agente,	 por	 culpa,	 da	 ocasión	 a	 que	 se	 efectúe	 por	 otra	 persona	 la
sustracción	 de	 caudales	 o	 efectos,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	no	mayor	de	dos	años	o	con	prestación	de	servicios	comunitarios
de	 veinte	 a	 cuarenta	 jornadas.	 Constituye	 circunstancia	 agravante	 si	 los
caudales	o	efectos	estuvieran	destinados	a	fines	asistenciales	o	a	programas
de	apoyo	social.	En	estos	casos,	la	pena	privativa	de	libertad	será	no	menor
de	tres	ni	mayor	de	cinco	años”.
C.	P.
ART.	 388.—Modificado.	 Ley	 30111,	 Art.	 Único.	 Peculado	 de
uso.	 El	 funcionario	 o	 servidor	 público	 que,	 para	 fines	 ajenos	 al
servicio,	 usa	 o	 permite	 que	 otro	 use	 vehículos,	 máquinas	 o
cualquier	 otro	 instrumento	 de	 trabajo	 pertenecientes	 a	 la
administración	 pública	 o	 que	 se	 hallan	 bajo	 su	 guarda,	 será
reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 dos	 ni
mayor	de	cuatro	años	y	con	ciento	ochenta	a	trescientos	sesenta	y
cinco	días-multa.
Esta	disposición	es	aplicable	al	contratista	de	una	obra	pública	o
a	 sus	 empleados	 cuando	 los	 efectos	 indicados	 pertenecen	 al
Estado	o	a	cualquier	dependencia	pública.
No	están	comprendidos	en	este	artículo	los	vehículos
motorizados	destinados	al	servicio	personal	por	razón	del	cargo.
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	enumera	los	tres	elementos	del
delito	de	peculado	de	uso.	“La	figura	peruana	de	peculado	de	uso	ha
priorizado	un	ámbito	específico	de	peculado	por	utilización	que	da	cuenta	de
una	generalizada	práctica	de	uso	infuncional	de	determinados	bienes	públicos
observable	en	los	más	diversos	niveles	de	la	administración	pública,	sin	que
exista	una	explicación	coherente	del	porque	haya	tenido	que	privilegiarse	esta
modalidad	de	peculado	por	utilización	de	modo	que	le	asista	una	penalidad
menor.
24.-	La	norma	penal	busca	garantizar	el	normal	desenvolvimiento	de	la
administración	pública	y	la	buena	imagen	institucional,	fundadas	ambas	en	el
hecho	de	la	adecuada	disponibilidad	funcional	de	los	bienes	mencionados	en	el
tipo	penal,	por	parte	de	los	sujetos	públicos.
25.-	Cabe	precisar,	que	el	tipo	penal	no	exige	necesariamente	relación
funcional	estricta	con	los	vehículos,	máquinas	e	instrumentos	del	Estado,
bastando	en	varios	supuestos	que	se	hallen	destinados	al	servicio	en	el	ámbito
de	competencia	de	los	funcionarios	o	servidores,	obviamente,	tal	indicación	no
descarta	que	en	determinadas	hipótesis	sea	necesaria	la	relación	funcional,
sobre	todo	cuando	los	bienes	específicos	a	los	que	alude	la	norma	se	hallan
bajo	la	custodia	directa	del	funcionario	o	servidor,	quien	ejerce	sobre	los
mismos	actos	de	cuidado	o	vigilancia,	o	con	palabras	de	la	norma	penal
cuando	se	hallan	bajo	su	guarda.
26.-	Son	elementos	materiales	constitutivos	del	tipo	penal:	a)	usar	o	permitir
el	uso;	b)	bienes	pertenecientes	a	la	administración	pública;	y	c)	fines	ajenos	al
servicio”.	(CS,	Exp.	A.	V.	14-2004,	jun.	22/2011.	S.	S.	Rodríguez	Tineo)
COMENTARIO.—Sucesión	normativa	del	artículo	388	del	Código	Penal.
1.	El	 texto	anterior	del	 artículo,	 vigente	desde	 la	dación	del	Código	Penal
hasta	el	10	de	junio	del	2011,	establecía:	“Peculado	de	uso.	El	funcionario	o
servidor	público	 que,	 para	 fines	 ajenos	 al	 servicio	 usa	 o	 permite	 que	 otro
use	 vehículos,	 máquinas	 o	 cualquier	 otro	 instrumento	 de	 trabajo
pertenecientes	a	 la	administración	pública	o	que	se	hallan	bajo	su	guarda,
será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	cuatro	años.
Esta	 disposición	 es	 aplicable	 al	 contratista	 de	 una	 obra	 pública	 o	 a	 sus
empleados	cuando	los	efectos	indicados	pertenecen	al	Estado	o	a	cualquier
dependencia	pública.
No	 están	 comprendidos	 en	 este	 artículo	 los	 vehículos	 motorizados
destinados	al	servicio	personal	por	razón	del	cargo”.
2.	El	texto	del	artículo,	según	Ley	29703,	publicada	el	10	de	junio	del	2011
y	 vigente	 desde	 el	 11/06/2011	 hasta	 el	 21/07/2011,	 establecía:
“Modificado.	 Ley	 29703,	 Art.	 1°.	 Peculado	 de	 uso.	 El	 funcionario	 o
servidor	público	que,	para	 fines	ajenos	al	 servicio,	usa	o	permite	que	otro
use	vehículos,	máquinas	u	otros	instrumentos	de	trabajo	pertenecientes	a	la
administración	pública	o	que	se	hallan	bajo	su	guarda,	será	reprimido	con
pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	dos	ni	mayor	de	cuatro	años.
Esta	 disposición	 es	 aplicable	 al	 contratista	 de	 una	 obra	 pública	 o	 a	 sus
empleados,	cuando	los	efectos	 indicados	en	el	párrafo	anterior	pertenecen
al	Estado	o	a	cualquier	dependencia	pública,	independientemente	del	grado
de	afectación	de	la	obra.
No	 están	 comprendidos	 los	 vehículos	motorizados	 destinados	 al	 servicio
personal	por	razón	del	cargo”.
3.	 El	 texto	 anterior	 del	 artículo	 establecía:	 “Art.	 388.-Modificado.	 Ley
29758,	Art.	Único.	Peculado	de	uso.	El	funcionario	o	servidor	público	que,
para	fines	ajenos	al	servicio,	usa	o	permite	que	otro	use	vehículos,	máquinas
o	cualquier	otro	instrumento	de	trabajo	pertenecientes	a	la	administración
pública	o	que	se	hallan	bajo	su	guarda,	será	reprimido	con	pena	privativa	de
libertad	no	menor	de	dos	ni	mayor	de	cuatro	años.
Esta	 disposición	 es	 aplicable	 al	 contratista	 de	 una	 obra	 pública	 o	 a	 sus
empleados	cuando	los	efectos	indicados	pertenecen	al	Estado	o	a	cualquier
dependencia	pública.
No	 están	 comprendidos	 en	 este	 artículo	 los	 vehículos	 motorizados
destinados	al	servicio	personal	por	razón	del	cargo”.
C.	P.
ART.	389.—Modificado.	Ley	30111,	Art.	Único.	Malversación.
El	 funcionario	 o	 servidor	 público	 que	 da	 al	 dinero	 o	 bienes	 que
administra	una	aplicación	definitiva	diferente	de	aquella	a	los	que
están	destinados,	afectando	el	servicio	o	la	función	encomendada,
será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	uno	ni
mayor	de	cuatro	años	y	con	ciento	ochenta	a	trescientos	sesenta	y
cinco	días-multa.
Si	el	dinero	o	bienes	que	administra	corresponden	a	programas
de	apoyo	social,	de	desarrollo	o	asistenciales	y	son	destinados	a
una	aplicación	definitiva	diferente,	afectando	el	servicio	o	la
función	encomendada,	la	pena	privativa	de	libertad	será	no	menor
de	tres	ni	mayor	de	ocho	años	y	con	trescientos	sesenta	y	cinco
días-multa.
JURISPRUDENCIA.—La	malversación	está	condicionada	a	que	el
funcionario	sepa	del	carácter	público	de	los	fondos	y	del	contenido	de	la
legalidad	presupuestal.	“Que,	esta	figura	delictiva	se	encuentra	contenida	en
el	artículo	trescientos	ochenta	y	nueve	del	Código	Penal	donde	el	disvalor
reposa	en	el	desvío	de	los	fondos	por	parte	del	funcionario	público,	a	un
destino	diverso	al	establecido	en	la	ley,	pero	aplicándolo	en	el	ámbito	mismo
de	la	administración;	esto	es,	que	se	sanciona	la	conducta	del	funcionario	que
da	una	aplicación	definitiva	distinta	a	los	fondos	públicos	al	previamente
establecido	por	la	propia	administración	pública.	(...)	En	el	delito	de
malversación	de	fondos	el	bien	jurídico	protegido	es	preservar	la	correcta	y
funcional	aplicación	de	los	fondos	públicos,	es	decir,	la	racional	organización
en	la	ejecución	del	gasto	y	en	la	utilización	o	empleo	del	dinero	y	bienes
públicos;	se	trata	en	suma,	de	afirmar	el	principio	de	legalidad	presupuestal
(…)	En	consecuencia,	la	configuración	de	este	tipo	penal	está	condicionada	al
dolo,	conciencia	y	voluntad	de	realización	típica,	debiendo	abarcar	todos	los
elementos	constitutivos	del	tipo	penal,	esto	es,	el	carácter	público	de	los	fondos
que	malversa,	así	como,	el	contenido	de	la	legalidad	presupuestal”.	(CS,	R.	N.
2239-2011-Junín,	feb.	06/2013.	V.	P.	Pariona	Pastrana)
C.	P.
ART.	 390.—Retardo	 injustificado	 de	 pago.	 El	 funcionario	 o
servidor	 público	 que,	 teniendo	 fondos	 expeditos,	 demora
injustificadamente	un	pago	ordinario	o	decretado	por	la	autoridad
competente,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
mayor	de	dos	años.
C.	P.
ART.	 391.—Rehusamiento	 a	 la	 entrega	 de	 bienes.	 El
funcionario	 o	 servidor	 público	 que,	 requerido	 con	 las
formalidades	de	ley	por	la	autoridad	competente,	rehúsa	entregar
dinero,	 cosas	o	efectos	depositados	o	puestos	bajo	 su	custodia	o
administración,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no
mayor	de	dos	años.
NOTA:	Según	el	Pleno	Jurisdiccional	Distrital	en	Materia	Penal	del	15	de	julio	del	2008,	“el	delito	de
rehusamiento	previsto	en	el	artículo	391	del	Código	Penal	vigente,	es	instantáneo,
independientemente	de	la	permanencia	en	el	tiempo	que	puedan	mostrar	sus	efectos.”
JURISPRUDENCIA.—Delito	de	rehusamiento	a	 la	entrega	de	bienes	a	 la
autoridad	 el	 verbo	 rector	 es	 “rehusar”.	 “(...)	 Que	 en	 el	 delito	 de
rehusamiento	a	la	entrega	de	bienes	a	la	autoridad,	tipificado	por	el	artículo
trescientos	 noventiuno	 del	 Código	 Penal,	 el	 verbo	 rector	 es	 el	 de	 rehusar,
acción	que	consiste	en	negarse	a	entregar	explícita	o	 implícitamente	dinero,
cosas	 o	 efectos	 que	 fueron	 puestos	 bajo	 la	 administración	 o	 custodia	 del
agente,	 siempre	que	medie	 requerimiento	de	 entrega	 emitido	por	autoridad
competente	(...).	Por	tanto,	en	el	delito	de	rehusamiento	a	la	entrega	de	bienes
a	 la	 autoridad,	 no	 hay	 en	 el	 agente	 un	 ánimo	 rem	 sibi	 habendi,	 sino	 una
voluntad	específica	de	desobedecer	a	la	autoridad,	por	lo	que	no	se	configura
con	tal	conducta	un	delito	de	peculado.	(...)”	(CS.	Lima,	Exp.	N°	2212-04,	ene.
13/2005.	S.S.	Villa	Stein)
C.	P.
ART.	392.—Modificado.	Ley	28165,	Sétima	Disposición	Final.
Extensión	del	 tipo.	 Están	 sujetos	 a	 lo	 prescrito	 en	 los	 artículos
387	a	389,	los	que	administran	o	custodian	dinero	perteneciente	a
las	entidades	de	beneficencia	o	similares,	los	ejecutores	coactivos,
administradores	o	depositarios	de	dinero	o	bienes	embargados	o
depositados	 por	 orden	 de	 autoridad	 competente,	 aunque
pertenezcan	 a	 particulares,	 así	 como	 todas	 las	 personas	 o
representantes	 legales	 de	 personas	 jurídicas	 que	 administren	 o
custodien	 dinero	 o	 bienes	 destinados	 a	 fines	 asistenciales	 o	 a
programas	de	apoyo	social.
JURISPRUDENCIA—En	el	peculado	por	extensión	o	“peculado	impropio”,
los	verbos	rectores	alternativos	del	comportamiento	típico	son
apropiarse	y	utilizar.	“(…)	en	el	denominado	delito	de	peculado	por
extensión	o	“peculado	impropio”,	los	verbos	rectores	alternativos	del
comportamiento	típico	son	apropiarse	y	utilizar.	Existe	apropiación	cuando	el
sujeto	activo	realiza	actos	de	disposición	personal	de	caudales	o	efectos	de
propiedad	del	Estado	y	que	el	agente	posee	en	razón	de	su	cargo	para	su
correcta	y	diligente	administración	o	custodia;	y	utilizar	es	servirse	de	bien
(entiéndase	caudal	o	efecto)	como	ejercicio	de	una	ilícita	“propiedad”	sobre	el
mismo	y	que	excluye	de	ella	al	Estado.”	(CS.	Lima,	Exp.	N°	2212-04,	ene.
13/2005.	S.S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA—Corte	Suprema	delimita	por	segunda	vez	el	peculado
por	extensión	de	la	apropiación	ilícita.	“(...)	antes	de	entrar	a	analizar	las
pruebas	actuadas	en	el	presente	caso,	es	necesario	indicar	si	el
comportamiento	del	imputado	se	encuadra	en	el	delito	contra	la
administración	pública	–peculado	por	extensión	o	en	el	delito	contra	el
patrimonio–	apropiación	ilícita	en	su	forma	agravada,	ya	que,	ambos	tipos
penales,	regulan	la	conducta	del	encausado	en	su	condición	de	depositario;
siendo	necesario	por	tanto	realizar	algunas	precisiones:	i)	el	delito	contra	la
administración	pública	-	peculado	por	extensión,	se	encuentra	regulado	en	el
artículo	trescientos	noventa	y	dos	del	Código	Penal,	(...),	siendo	así,	esta	figura
penal	comprende	por	tanto,	qué	particulares	(como	en	el	presente	caso),	se
vinculan	en	forma	circunstancial	y	temporal	con	la	administración	pública;	es
de	indicar,	además	que	el	precedente	vinculante	establecido	en	el
considerando	quinto	de	la	ejecutoria	suprema	número	dos	mil	doscientos	doce
-	cero	cuatro	de	fecha	trece	de	enero	del	dos	mil	cinco,	dejó	sentado	que	en	el
denominado	delito	de	peculado	por	extensión	o	peculado	impropio,	sus	verbos
rectores	alternativos	de	comportamiento	típico	son	apropiarse	y	utilizar,	por
cuanto	existe	apropiación	cuando	el	sujeto	activo	realiza	actos	de	disposición
personal	a	los	caudales	o	efectos	de	propiedad	del	Estado	y	que	el	agente
posee	en	razón	de	su	cargo	para	su	correcta	y	diligente	administración	o
custodia;	y	utilizar	es	servirse	del	bien	(entiéndase	caudal	o	efecto)	como
ejercicio	de	una	ilícita	“propiedad”	sobre	el	mismo	y	que	excluye	de	ella	al
Estado;	al	sujeto	activo,	además	de	exigirle	que	cuente	con	la	condición	de
funcionario	o	servidor	público,	se	exige	que	cuente	también	con	una	relación
funcional	ineludible	con	los	efectos	y	caudales	del	Estado	objeto	del	delito.
ii)	por	otro	lado,	el	delito	de	apropiación	ilícita	en	su	forma	agravada,
regulado	en	el	inciso	dos	del	artículo	ciento	noventa	del	Código	Penal,	(...)	es
de	indicar	que	en	este	caso	el	‘depositario	judicial’	se	trata	de	una	persona,
que	inscrita	en	el	listado	respectivo,	se	constituye	en	guardador	de	bienes
muebles,	que	son	incautados	y/o	embargados	en	el	marco	de	un	proceso
judicial,	son	por	tanto	nombrados	por	el	juez	de	la	causa.	Que	el	‘depositario
judicial’	ha	de	cumplir	su	actuación,	en	el	ámbito	de	las	medidas	cautelares
que	se	tramitan,	dentro	o	fuera	de	un	proceso,	de	forma	específica,	siendo	en
esta	clase	de	delito	el	verbo	rector	la	apropiación	de	forma	definitiva	del	bien
o	cuando	hace	uso	determinado	de	aquel;	estado	consumativo	que	ha	de
condecirse	con	ciertos	actos	de	disposición	que	afecte	el	bien,	que	haya
advertir	ya	la	intención	de	ejercer	un	nuevo	dominio	sobre	la	cosa.”	(CS,	R.	N.
3396-2010,	feb.	21/2012.	S.	S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA—El	término	“depositario”	provoca	un	conflicto	de
leyes	entre	el	delito	de	apropiación	ilícita	y	el	delito	de	peculado	por
extensión	que	debe	resolverse	a	favor	del	reo.	“(...)	estando	a	lo	expuesto,
es	de	indicar	que	se	debe	tener	en	cuenta	para	esta	clase	de	casos,	donde	se
genera	cierto	nivel	de	dificultad	para	la	interpretación	jurídico	-	penal	de	las
normas	en	cuestión,	ya	que,	la	mención	‘depositario’	–condición	imputada	al
encausado–	se	encuentra	tanto	prevista	en	el	segundo	párrafo	del	artículo
ciento	noventa	del	Código	Penal,	referido	al	delito	de	apropiación	ilícita,	como
en	el	artículo	trescientos	noventa	y	dos	del	código	acotado	respecto	al	delito
de	peculado	por	extensión,	que	también	hace	referencia	a	la	apropiación	en
condición	de	depositario.	Por	ende,	al	apreciarse	en	este	caso	un	conflicto	de
aplicación	de	leyes	penales,	que	pone	en	discusión	la	situación	jurídica	del
recurrente	–en	cuanto	a	la	condena	y	pena	a	imponerse–,	se	considera	que
debe	de	aplicarse	la	norma	más	favorable	a	éste,	conforme	lo	prevé	el	inciso
once	del	artículo	ciento	treinta	y	nueve	de	la	Constitución	Política	del	Perú,
que	concuerda	con	el	artículo	seis	del	Código	Penal	(...)	por	tanto,	este
supremo	tribunal	considera	que	(...)	al	existir	una	dualidad	de	preceptos
legales	aplicables	al	caso	concreto,	corresponde	aplicar	la	más	favorable,	que
viene	a	ser	el	tipo	penal	contra	el	patrimonio	en	su	modalidad	de	apropiación
ilícita	en	forma	agravada	–regulada	en	el	segundo	párrafo	del	artículo	ciento
noventa	del	Código	Penal–;	porque	resulta	beneficioso	en	cuanto	a	las	penas
previstas.”	(CS,	R.	N.	3396-2010,	feb.	21/2012.	S.	S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—La	duda	entre	aplicar	el	delito	de	peculado	por
extensión	o	el	de	apropiación	ilícita	se	resuelve	con	la	norma	más
favorable.	“(...)	se	debe	tener	en	cuenta	para	esta	clase	de	casos,	donde	se
genera	cierto	nivel	de	dificultad	para	la	interpretación	jurídico	-	penal	de	las
normas	en	cuestión,	ya	que,	la	mención	‘depositario’	–condición	imputada	al
encausado–	se	encuentra	tanto	prevista	en	el	segundo	párrafo	del	artículo
ciento	noventa	del	Código	Penal,	referido	al	delito	de	apropiación	ilícita,	como
en	el	artículo	trescientos	noventa	y	dos	del	código	acotado	respecto	al	delito
de	peculado	por	extensión,	que	también	hace	referencia	a	la	apropiación	en
condición	de	depositario.	Por	ende,	al	apreciarse	en	este	caso	un	conflicto	de
aplicación	de	leyes	penales,	que	pone	en	discusión	la	situación	jurídica	del
recurrente	–en	cuanto	a	la	condena	y	pena	a	imponerse–,	se	considera	que
debe	de	aplicarse	la	norma	más	favorable	a	éste,	conforme	lo	prevé	el	inciso
once	del	artículo	ciento	treinta	y	nueve	de	la	Constitución	Política	del	Perú,
que	concuerda	con	el	artículo	seis	del	Código	Penal”.	(CS,	R.	N.	3396-2010-
Arequipa,	feb.	21/2012.	V.	P.	Neyra	Flores)
SECCIÓN	IV
Corrupción	de	funcionarios
C.	P.
ART.	 393.—Modificado.	 Ley	 30111,	 Art.	 Único.	 Cohecho
pasivo	 propio.	 El	 funcionario	 o	 servidor	 público	 que	 acepte	 o
reciba	 donativo,	 promesa	 o	 cualquier	 otra	 ventaja	 o	 beneficio,
para	realizar	u	omitir	un	acto	en	violación	de	sus	obligaciones	o	el
que	 las	 acepta	 a	 consecuencia	 de	 haber	 faltado	 a	 ellas,	 será
reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	menor	 de	 cinco	 ni
mayor	de	ocho	años	e	inhabilitación	conforme	a	los	incisos	1	y	2
del	artículo	36	del	Código	Penal	y	con	ciento	ochenta	a	trescientos
sesenta	y	cinco	días-multa.
El	 funcionario	 o	 servidor	 público	 que	 solicita,	 directa	 o
indirectamente,	 donativo,	 promesa	 o	 cualquier	 otra	 ventaja	 o
beneficio,	 para	 realizar	 u	 omitir	 un	 acto	 en	 violación	 de	 sus
obligaciones	 o	 a	 consecuencia	 de	 haber	 faltado	 a	 ellas,	 será
reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 seis	 ni
mayor	de	ocho	años	e	inhabilitación	conforme	a	los	incisos	1	y	2
del	artículo	36	del	Código	Penal	y	con	trescientos	sesenta	y	cinco	a
setecientos	treinta	días-multa.
El	 funcionario	 o	 servidor	 público	 que	 condiciona	 su	 conducta
funcional	derivada	del	cargo	o	empleo	a	la	entrega	o	promesa	de
donativo	o	ventaja,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad
no	 menor	 de	 ocho	 ni	 mayor	 de	 diez	 años	 e	 inhabilitación
conforme	a	los	incisos	1	y	2	del	artículo	36	del	Código	Penal	y	con
trescientos	sesenta	y	cinco	a	setecientos	treinta	días-multa.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	196.—Derogado.	Ley	29277,	Única	Disposición	Complementaria	Derogatoria.
NOTAS:	1.	La	Ley	de	la	Carrera	Judicial	(Ley	29277),	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	07
de	noviembre	del	2008,	entró	en	vigencia	el	día	07	de	mayo	del	2009.
2.	La	publicación	de	la	Ley	29354,	del	07	de	mayo	del	2009,	posterga	la	vigencia	de	los	artículos	87	al
96	referidos	a	la	“evaluación	parcial”	de	los	magistrados,	por	45	días	más.
3.	El	Tribunal	Constitucional	publicó	el	12	de	abril	del	2010	la	sentencia	que	declaró	fundado	en
parte	el	proceso	de	inconstitucionalidad	planteado	contra	diversos	artículos	de	la	Ley	de	la	Carrera
Judicial.	Para	el	tribunal,	resulta	inconstitucional	la	creación	de	la	Comisión	de	Evaluación	del
Desempeño	y	que	se	efectúe	evaluaciones	cada	3	años	a	los	jueces,	por	contravenir	las	facultades	y
autonomía	del	Poder	Judicial,	que	están	consagrados	constitucionalmente.	En	igual	sentido,	realiza
precisiones	constitucionales	al	ejercicio	de	las	libertades	de	información	y	de	expresión	de	los	jueces.
4.	En	fecha	07	de	abril	del	2011,	el	Tribunal	Constitucional	publicó	la	Sent.	del	Pleno	-	Exp.	0019-
2009-PI/TC	que	declara	fundada	en	parte	la	demanda	de	inconstitucionalidad	interpuesta	por	el
Colegio	de	Abogados	del	Callao	contra	diversos	artículos	de	la	Ley	N°	29277,	Ley	de	la	Carrera
Judicial.	Así,	el	colegiado	señala	la	inconstitucionalidad	de	la	expresión	‘en	materias	jurídicas’	del
artículo	40,	inciso	3)	de	la	ley	y,	por	tanto,	queda	subsistente	la	disposición	con	el	siguiente
contenido:	‘Está	prohibido	a	los	jueces:	(…)	3.	Aceptar	cargos	remunerados	dentro	de	las	instituciones
públicas	o	privadas,	a	excepción	del	ejercicio	de	la	docencia	universitaria’.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	201.—Derogado.	Ley	29277,	Única	Disposición	Complementaria
Derogatoria.
NOTAS:	1.	La	Ley	de	la	Carrera	Judicial	(Ley	29277),	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	07
de	noviembre	del	2008,	entró	en	vigencia	el	día	07	de	mayo	del	2009.
2.	La	publicación	de	la	Ley	29354,	del	07	de	mayo	del	2009,	posterga	la	vigencia	de	los	artículos	87	al
96	referidos	a	la	“evaluación	parcial”	de	los	magistrados,	por	45	días	más.
3.	El	Tribunal	Constitucional	publicó	el	12	de	abril	del	2010	la	sentencia	que	declaró	fundado	en
parte	el	proceso	de	inconstitucionalidad	planteado	contra	diversos	artículos	de	la	Ley	de	la	Carrera
Judicial.	Para	el	tribunal,	resulta	inconstitucional	la	creación	de	la	Comisión	de	Evaluación	del
Desempeño	y	que	se	efectúe	evaluaciones	cada	3	años	a	los	jueces,	por	contravenir	las	facultades	y
autonomía	del	Poder	Judicial,	que	están	consagrados	constitucionalmente.	En	igual	sentido,	realiza
precisiones	constitucionales	al	ejercicio	de	las	libertades	de	información	y	de	expresión	de	los	jueces.
4.	En	fecha	07	de	abril	del	2011,	el	Tribunal	Constitucional	publicó	la	Sent.
del	Pleno	-	Exp.	0019-2009-PI/TC	que	declara	fundada	en	parte	la	demanda
de	 inconstitucionalidad	 interpuesta	por	 el	 Colegio	de	Abogados	del	 Callao
contra	diversos	artículos	de	la	Ley	N°	29277,	Ley	de	la	Carrera	Judicial.	Así,
el	 colegiado	 señala	 la	 inconstitucionalidad	 de	 la	 expresión	 ‘en	 materias
jurídicas’	del	artículo	40,	inciso	3)	de	la	ley	y,	por	tanto,	queda	subsistente	la
disposición	con	el	 siguiente	contenido:	 ‘Está	prohibido	a	 los	 jueces:	 (…)	3.
Aceptar	cargos	remunerados	dentro	de	las	instituciones	públicas	o	privadas,
a	excepción	del	ejercicio	de	la	docencia	universitaria’.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 174.—Los	 expedientes,	 libros,	 archivos	 y	 demás	 implementos
necesarios,	 pertenecen	 a	 la	 sala	 o	 juzgado,	 no	 pudiendo	 ser	 retirados	 del
mismo,	salvo	autorización	del	magistrado	competente.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Corte	Suprema:	mientras	la
aceptación	constituye	la	conducta	típica	de	la	corrupción	pasiva	que	es
propia	del	funcionario,	la	activa	corresponde	al	extraneus	que
corrompe.	“(...)	previo	al	análisis	de	la	conducta	de	los	procesos,	resulta
pertinente	precisar	conceptos	relativos	al	tipo	penal	imputado;	que,	en	efecto,
el	delito	de	corrupción	de	funcionarios	previsto	en	el	artículo	trescientos
noventitrés	del	Código	Penal	tiene	como	verbo	rector	entre	otros	el	término
‘aceptar’,	el	mismo	que	se	entiende	como	la	acción	de	admitir	voluntariamente
lo	que	se	le	ofrece,	por	parte	de	funcionario	o	servidor	público	a	iniciativa	del
particular	que	ofrece	o	entrega	un	donativo,	promesa	o	cualquier	ventaja	y,	el
funcionario	o	servidor	público	que	acepta	lo	ofrecido	para	realizar	u	omitir	un
acto	en	violación	de	sus	obligaciones;	de	tal	manera	que	la	aceptación
constituye	la	conducta	típica	de	la	corrupción	pasiva	o	cohecho	pasivo	que	es
propio	del	funcionario	o	servidor	público,	por	el	comportamiento	del	quien	se
deja	corromper,	en	tanto	que	la	activa,	corresponde	al	extraneus	que
corrompe	a	aquel	funcionario	(...)”	(CS,	Ac.	Plen.	N°	1-2005/ESV-22,	set.
30/2005.	S.S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Corrupción	de	funcionarios	como	tipo	penal
abierto.”(...)	Se	trata	de	un	tipo	penal	abierto	puesto	que	no	sólo	se	configura
cuando	se	hace	un	donativo	o	promesa,	sino	también	cuando	se	ofrece
‘cualquier	otra	ventaja’,	lo	cual	implica	que	la	ventaja	no	sólo	puede	ser
económica,	sino	de	otra	índole,	inclusive	puede	consistir	en	una	promesa
futura.	(...).
El	 bien	 jurídico	 tutelado	que	 consiste	 en	 el	 correcto	desenvolvimiento	de	 la
administración	pública,	de	una	manera	externa,	en	tanto	y	en	cuanto	lo	que	se
pretende	 con	 ello	 es	 evitar	 la	 influencia	 de	 factores	 extraños	 en	 la
determinación	 de	 los	 operadores	 de	 justicia	 del	 Estado,	 al	 igual	 que	 la
independencia,	 imparcialidad	 y	 honestidad	 a	 que	 tiene	 derecho	 todo
magistrado,	 siendo	 que	 la	 conducta	 concretamente	 del	 sujeto	 activo	 el
‘invocar’	 e	 ‘influir’	 en	 la	 decisión	 de	 un	 proceso	 pendiente	 de	 fallo,
entendiéndose	 como	 influencia,	 el	 valimiento	 que	 hace	 el	 corruptor	 al
magistrado	para	que	emita	una	decisión	final,	y	que	el	hecho	que	no	le	haya
señalado	 si	 debería	 resolver	 contrariando	 el	 derecho,	 o	 fallando	 conforme	a
derecho,	 lo	 lesivo	 aquí	 es	 el	 hecho	 de	 que	 el	 sujeto	 activo	 (...)	 haya
aprovechado	su	relación	vertical	laboral	y	real	de	prevalimento,	con	la	citada
magistrada	 para	 presionarla	 a	 realizar	 actos	 contrarios	 al	 derecho	 y	 al
debido	proceso.	(…)”.	(CSJ.	Lima,	R.N.	Nº	10-V-01,	julio.	08/2003.	S.S.	Gonzáles
Campos)
C.	P.
ART.	 393-A.—Modificado.	 Ley	 30111,	 Art.	 Único.	 Soborno
internacional	pasivo.	 El	 funcionario	 o	 servidor	 público	 de	 otro
Estado	 o	 funcionario	 de	 organismo	 internacional	 público	 que
acepta,	 recibe	 o	 solicita,	 directa	 o	 indirectamente,	 donativo,
promesa	 o	 cualquier	 otra	 ventaja	 o	 beneficio,	 para	 realizar	 u
omitir	 un	 acto	 en	 el	 ejercicio	 de	 sus	 funciones	 oficiales,	 en
violación	de	sus	obligaciones,	o	 las	acepta	como	consecuencia	de
haber	 faltado	 a	 ellas,	 para	 obtener	 o	 retener	 un	 negocio	 u	 otra
ventaja	 indebida,	 en	 la	 realización	 de	 actividades	 económicas
internacionales,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no
menor	de	cinco	ni	mayor	de	ocho	años	y	con	trescientos	sesenta	y
cinco	a	setecientos	treinta	días-multa.
C.	P.
ART.	 394.—Modificado.	 Ley	 30111,	 Art.	 Único.	 Cohecho
pasivo	impropio.	El	 funcionario	o	servidor	público	que	acepte	o
reciba	 donativo,	 promesa	 o	 cualquier	 otra	 ventaja	 o	 beneficio
indebido	para	 realizar	 un	 acto	 propio	de	 su	 cargo	 o	 empleo,	 sin
faltar	a	su	obligación,	o	como	consecuencia	del	ya	realizado,	será
reprimido	 con	pena	privativa	de	 libertad	no	menor	de	 cuatro	ni
mayor	de	 seis	 años	e	 inhabilitación	conforme	a	 los	 incisos	1	y	2
del	artículo	36	del	Código	Penal	y	con	ciento	ochenta	a	trescientos
sesenta	y	cinco	días-multa.
El	 funcionario	 o	 servidor	 público	 que	 solicita,	 directa	 o
indirectamente,	 donativo,	 promesa	 o	 cualquier	 otra	 ventaja
indebida	 para	 realizar	 un	 acto	 propio	 de	 su	 cargo	 o	 empleo,	 sin
faltar	a	su	obligación,	o	como	consecuencia	del	ya	realizado,	será
reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	menor	 de	 cinco	 ni
mayor	de	ocho	años	e	inhabilitación	conforme	a	los	incisos	1	y	2
del	artículo	36	del	Código	Penal	y	con	trescientos	sesenta	y	cinco	a
setecientos	treinta	días-multa.
C.	P.
ART.	 395.—Modificado.	 Ley	 28355,	 Art.	 1°.	 Cohecho	 pasivo
específico.	 El	 magistrado,	 árbitro	 fiscal,	 perito,	 miembro	 de
Tribunal	Administrativo	o	cualquier	otro	análogo	a	los	anteriores
que	bajo	cualquier	modalidad	acepte	o	reciba	donativo,	promesa	o
cualquier	otra	ventaja	o	beneficio,	a	sabiendas	que	es	hecho	con	el
fin	 de	 influir	 o	 decidir	 en	 asunto	 sometido	 a	 su	 conocimiento	 o
competencia,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	de	seis	ni	mayor	de	quince	años	e	inhabilitación	conforme
a	 los	 incisos	 1	 y	 2	 del	 artículo	36	del	 Código	Penal	 y	 con	 ciento
ochenta	a	trescientos	sesenta	y	cinco	días-multa.
El	 magistrado,	 árbitro,	 fiscal,	 perito,	 miembro	 de	 Tribunal
Administrativo	o	cualquier	otro	análogo	a	los	anteriores	que	bajo
cualquier	modalidad	 solicite,	 directa	 o	 indirectamente,	 donativo,
promesa	o	cualquier	otra	ventaja	o	beneficio,	con	el	fin	de	influir
en	la	decisión	de	un	asunto	que	esté	sometido	a	su	conocimiento,
será	reprimido	con	pena	privativa	de	 libertad	no	menor	de	ocho
ni	mayor	de	quince	años	e	inhabilitación	conforme	a	los	incisos	1
y	 2	 del	 artículo	 36	 del	 Código	 Penal	 y	 con	 trescientos	 sesenta	 y
cinco	a	setecientos	días-multa.
PLENO	JURISDICCIONAL.—Aplicación	de	 la	pena	de	 inhabilitación.	 “(...)
Primero.-	Por	consenso:	Las	penas	de	inhabilitación	previstas	en	los	artículos
395	y	del	Código	Penal	son	penas	conjuntas	y	no	accesorias,	su	extensión	va	de
uno	a	años,	en	ningún	caso	se	puede	señalar	en	la	sentencia	que	su	duración	es
por	 el	 tiempo	 de	 la	 condena.	 La	 pena	 de	 inhabilitación	 perpetua	 en	 el	 Art.
398b	del	Código	Penal	como	accesoria	contraviene	la	extensión	de	dicha	clase
de	pena	establecida	en	el	Art.	39	del	Código	Penal,	y	si	se	la	conceptúa	como
principal	 infringe	extensión	 fijada	en	el	Art.	37	del	Código	Penal,	además	de
ser	contraria	al	fin	resocializador	de	la	pena.	(…)”.	(Pleno	Jurisdiccional	Penal
Nacional,	Chiclayo	-	2000,	Tema	4)
JURISPRUDENCIA.—Dos	 bienes	 jurídicos	 tutelados	 en	 el	 delito	 de
cohecho	 pasivo:	 el	 correcto	 funcionamiento	 de	 la	 administración	 y	 la
protección	 de	 los	 deberes	 del	 cargo.	 “97.	 El	 delito	 de	 cohecho	 pasivo
específico	está	previsto	y	penado	en	el	artículo	trescientos	noventa	y	cinco	del
Código	 Penal,	 encontrándose	 inmerso	 dentro	 de	 los	 delitos	 contra	 la
administración	pública.
98.	La	administración	pública	o	 función	administrativa	es	aquella	actividad
estatal	 encaminada	 a	 obtener	 y	 gestionar	 medios	 adecuados	 para	 la
realización	eficaz	de	los	fines	de	administración,	organizando	y	ordenando	el
sistema	 y	 funcionamiento	 de	 los	 servicios	 llamados	 públicos,	 actividad	 que
puede	realizar	el	Estado	directamente	o	bien,	a	 través	de	entidades	 técnicas
autárquicas,	 como	 son	 las	 universidades	 estatales,	 u	 organismos	 especiales
bancarios,	 organizaciones	 que	 se	 rigen	 por	 sí	 mismos,	 bajo	 la	 superior
intervención	estatal.
99.	Existen	diversas	modalidades	de	delitos	contra	la	administración	pública,
siendo	la	que	nos	interesa	analizar	en	el	presente	caso,	 la	de	cohecho	pasivo
específico,	 a	 fin	 de	 establecer	 si	 en	 el	 caso	 de	 autos	 se	 cumplen	 los
presupuestos	 para	 la	 configuración	 de	 este	 ilícito	 por	 el	 que	 se	 viene
procesando	 al	 encausado	 Bringas	 Villar	 y	 como	 consecuencia	 de	 ello
establecer	si	corresponde	una	sentencia	condenatoria	o	absolutoria.
100.	 El	 delito	 de	 cohecho	 pasivo	 específico	 sanciona	 a	 todo	 magistrado,
árbitro,	 fiscal,	 perito,	 miembro	 de	 tribunal	 administrativo	 o	 cualquier	 otro
análogo	 a	 los	 anteriores	 que	 bajo	 cualquier	 modalidad	 acepte	 o	 reciba
donativo,	 promesa	 o	 cualquier	 otra	 ventaja	 o	 beneficio,	 a	 sabiendas	 que	 es
hecho	con	el	 fin	de	 influir	o	decidir	en	asunto	 sometido	a	 su	conocimiento	o
competencia.	(...).
103.	 El	 bien	 jurídico	 genérico	 está	 constituido	 por	 el	 correcto	 y	 normal
funcionamiento	 de	 la	 administración	 pública,	 en	 tanto	 el	 específico	 está
constituido	 por	 la	 protección	 de	 los	 deberes	 que	 nacen	 del	 cargo,	 función	 o
atribuciones	con	la	consiguientes	fidelidad	hacia	la	administración	pública	a
la	que	están	obligados	funcionarios	y	servidores	públicos,	y	también	la	tutela
del	 principio	 de	 imparcialidad	 en	 el	 desenvolvimiento	 de	 las	 funciones	 y
servicios	 por	 parte	 de	 los	 sujetos	 públicos,	 buscando	 la	 preservación	 de	 la
regularidad	e	 imparcialidad	en	 la	 correcta	administración	de	 justicia	 en	 los
ámbitos	jurisdiccional	y	administrativo”.	(CS,	Exp.	A.	V.	03-2007,	dic.	26/2011.
S.	S.	Pariona	Pastrana)
JURISPRUDENCIA.—Es	imposible	que	exista	un	delito	de	cohecho	pasivo
sin	un	agente	corruptor.	“(…)	la	excepción	de	naturaleza	de	acción	procede,
en	 primer	 lugar,	 cuando	 el	 hecho	 denunciado	 no	 constituye	 delito;	 y,	 en
segundo	lugar,	cuando	el	hecho	denunciado	no	es	justiciable	penalmente.	Bajo
este	 concepto,	 el	 hecho	 denunciado	 no	 será	 penalmente	 relevante	 o	 la
conducta	que	se	 imputa	al	procesado	no	constituirá	un	 injusto	penal,	ya	sea
cuando	tal	conducta	no	concuerda	con	la	descripción	típica	del	delito	materia
de	instrucción	(atipicidad	relativa)	o	cuando	el	hecho	imputado	no	constituye
un	 ilícito	 penal	 dentro	 de	 nuestro	 ordenamiento	 punitivo	 al	momento	 de	 su
comisión	(atipicidad	absoluta).
4.4.	 En	 el	 caso	 de	 autos,	 analizada	 la	 descripción	 fáctica	 de	 la	 acusación
escrita	del	 representante	del	Ministerio	Público	de	 los	 folios	mil	 ochocientos
cuarenta	y	dos	a	mil	ochocientos	cincuenta,	no	se	hace	mención	específica	a
comportamientos	que	sanciona	el	aludido	tipo	penal,	como	haber	solicitado	o
aceptado	donativo,	promesa	o	cualquier	otra	ventaja	o	beneficio,	con	el	fin	de
influir	 en	 la	 decisión	 de	 un	 asunto	 que	 esté	 sometida	 a	 su	 conocimiento,	 ni
mucho	menos	se	indica	la	existencia	de	un	agente	corruptor,	dado	que	el	ilícito
en	 análisis	 es	 uno	 de	 intervención	 necesaria,	 es	 decir	 para	 su	 configuración
requiere	de	un	agente	corruptor	que	ofrece	o	entrega	una	dádiva,	promesa	o
ventaja	 a	 un	 funcionario	 público,	 quien	 lo	 recibe	 para	 actuar	 en	 contra	 o
conforme	 a	 sus	 funciones;	 lo	 cual	 no	 se	 advierte	 de	 la	 acusación	 fiscal	 ya
señalada,	 puesto	 que	 no	 se	 ha	 individualizado	 a	 ninguna	 persona	 que	 haya
entregado	 u	 ofrecido	 algún	 tipo	 de	 dádiva,	 ventaja	 o	 promesa;	 de	 ahí	 que
estructuralmente	resulta	imposible	que	exista	un	delito	de	cohecho	pasivo	sin
un	agente	corruptor”.	(CS,	R.	N.	2040-2011-Sullana,	may.	23/2012.	V.	P.	Salas
Arenas)
JURISPRUDENCIA.—La	prueba	del	hecho	debe	abarcar	la	existencia	del
acuerdo	previo	o	el	pacto	venal	del	cohecho	pasivo	propio.	“La	prueba	del
hecho,	 desde	 luego,	 debe	 abarcar	 la	 existencia	 del	 acuerdo	 previo	 o	 pacto
venal	en	orden	a	aceptar	o	recibir,	solicitar	y	condicionar	un	acto	funcional	a
un	 donativo,	 promesa	 o	 ventaja,	 la	 cual	 incluso	 debe	 de	 precisarse,	 por	 lo
menos,	en	sus	contornos	mínimos	que	la	hagan	identificable.	Si	no	se	verifica
que	ninguno	de	esos	medios	concurre,	sencillamente,	el	delito	no	aparece.	La
simple	irregularidad	en	el	acto	funcional	o	que	el	funcionario	se	conocía	con	la
parte	 interesada	 no	 es	 un	 indicio	 que	 permita	 inferir	 el	 delito;	 además	 se
requiere	 otro	 indicio	 que	 permita	 inferir	 que	 la	 irregularidad	 en	 la
tramitación	por	parte	del	funcionario	se	deba	a	la	existencia	de	un	donativo,
promesa	 o	 ventaja”.	 (C.	 S.,	 R.	 N.	 1875-2015-Junín,	 ene.	 12/2016.	 V.	 P.	 San
Martín	Castro)
C.	P.
ART.	 396.—Modificado.	 Ley	 30111,	 Art.	 Único.	 Corrupción
pasiva	de	auxiliares	 jurisdiccionales.	Si	en	el	 caso	del	artículo
395,	el	agente	es	secretario	 judicial,	 relator,	especialista,	auxiliar
jurisdiccional	 o	 cualquier	 otro	 análogo	 a	 los	 anteriores,	 será
reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	menor	 de	 cinco	 ni
mayor	de	ocho	años	e	inhabilitación	conforme	a	los	incisos	1	y	2
del	artículo	36	del	Código	Penal	y	con	ciento	ochenta	a	trescientos
sesenta	y	cinco	días-multa.
JURISPRUDENCIA.—La	sola	petición	de	un	donativo	configura	el	delito
de	corrupción	pasiva	de	auxiliares	jurisdiccionales.	“Si	bien	no	se
encontró	a	la	encausada	(...)	en	posesión	del	dinero;	no	obstante,	el	tipo	penal
descrito	en	el	artículo	trescientos	noventa	y	seis	del	Código	Penal,	en
concordancia	con	el	segundo	párrafo	del	artículo	trescientos	noventa	y	cinco,
del	mismo	cuerpo	legal,	se	configura	solo	con	la	petición	de	un	donativo	o
ventaja	–delito	de	simple	actividad–,	y	no	se	requiere	que	se	produzca	la
entrega	del	caudal”.	(CS,	R.	N.	3686-2012-Áncash,	abr.	08/2013.	V.	P.	Leccaros
Cornejo)
JURISPRUDENCIA.—Abogado	que	intermedia	en	el	soborno	de	los
familiares	al	auxiliar	jurisdiccional	responde	como	cómplice	secundario
del	delito	de	corrupción	de	auxiliares	jurisdiccionales.	“(…)	se	puede
apreciar	de	lo	actuado,	que	lo	afirmado	por	el	sentenciado	(...)	–secretario–	se
encuentra	plenamente	corroborado	con	la	declaración	testimonial	de	(...)	–
denunciante–,	puesto	que	ambas	declaraciones,	coinciden	que	el	encausado
(...)	colaboró	y	propuso	la	realización	de	la	negociación	ilícita,	así	como	que	el
referido	denunciante	y	secretario	pudieran	conocerse	y	llegar	al	mencionado
acuerdo	ilícito	–ayudar	al	detenido	(...),	patrocinado	del	acusado–,	el	lugar
donde	se	realizaron	dichos	acuerdos	–oficina	del	encausado–	y	las	horas	y	las
fechas	en	que	sucedieron;	del	mismo	modo,	de	la	confrontación	entre	el
sentenciado	(...)	y	el	testigo	(...),	es	de	precisar	que	la	participación	del
encausado	(...)	en	la	comisión	del	ilícito	instruido	resulta	ser	la	de	cómplice
secundario,	toda	vez	que	su	intervención	no	fue	imprescindible	para	que	su
cosentenciado	(...)	lleve	a	cabo	el	hecho	ilícito,	el	mismo	que	ha	tenido	dominio
del	hecho,	y	si	bien,	el	procesado	(...)	actuó	dolosamente	al	contactar	al	citado
sentenciado	(...);	no	obstante,	su	aporte	no	fue	determinante	para	la
consumación	del	delito,	por	cuanto	su	nivel	de	participación	en	el	hecho
punible	ha	sido	de	nivel	accesorio	y	dependiente	del	hecho	principal	dominado
por	el	autor,	por	lo	que	resulta	aplicable	el	último	párrafo	del	artículo
veinticinco	del	Código	Penal,	por	ende	la	desvinculación	efectuada	por	el
tribunal	superior	se	encuentra	acorde	a	ley,	no	se	alteró	los	hechos	de	la
acusación	fiscal	ni	se	afectó	en	modo	alguno	el	derecho	de	defensa	(...).”	(CS,	R.
N.	1374-2010-Amazonas,	may.	17/2011.	V.	P.	Pariona	Pastrana)
C.	P.
ART.	397.—Modificado.	Ley	30111,	Art.	Único.	Cohecho	activo
genérico.	El	que,	bajo	cualquier	modalidad,	ofrece,	da	o	promete	a
un	 funcionario	 o	 servidor	 público	 donativo,	 promesa,	 ventaja	 o
beneficio	 para	 que	 realice	 u	 omita	 actos	 en	 violación	 de	 sus
obligaciones,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	de	cuatro	ni	mayor	de	seis	años	y	con	trescientos	sesenta	y
cinco	a	setecientos	treinta	días-multa.
El	que,	bajo	cualquier	modalidad,	ofrece,	da	o	promete	donativo,
ventaja	 o	 beneficio	 para	 que	 el	 funcionario	 o	 servidor	 público
realice	u	 omita	 actos	propios	del	 cargo	o	 empleo,	 sin	 faltar	 a	 su
obligación,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	de	tres	ni	mayor	de	cinco	años	y	con	trescientos	sesenta	y
cinco	a	setecientos	treinta	días-multa.
C.	P.
ART.	 397-A.—Modificado.	 Ley	 30111,	 Art.	 Único.	 Cohecho
activo	transnacional.	El	que,	bajo	cualquier	modalidad,	ofrezca,
otorgue	 o	 prometa	 directa	 o	 indirectamente	 a	 un	 funcionario	 o
servidor	 público	 de	 otro	 Estado	 o	 funcionario	 de	 organismo
internacional	 público	 donativo,	 promesa,	 ventaja	 o	 beneficio
indebido	 que	 redunde	 en	 su	 propio	 provecho	 o	 en	 el	 de	 otra
persona,	para	que	dicho	servidor	o	 funcionario	público	 realice	u
omita	 actos	 propios	 de	 su	 cargo	 o	 empleo,	 en	 violación	 de	 sus
obligaciones	o	sin	faltar	a	su	obligación	para	obtener	o	retener	un
negocio	 u	 otra	 ventaja	 indebida	 en	 la	 realización	 de	 actividades
económicas	 o	 comerciales	 internacionales,	 será	 reprimido	 con
pena	privativa	de	la	libertad	no	menor	de	cinco	años	ni	mayor	de
ocho	años	y	con	trescientos	sesenta	y	cinco	a	setecientos	 treinta
días-multa.
RESPONSABILIDAD	ADMINISTRATIVA	DE	LAS	PERSONAS	JURÍDICAS
POR	EL	DELITO	DE	COHECHO	ACTIVO	TRANSNACIONAL
Ley	30424.
ART.	 1°.—Objeto	 de	 la	 ley.	 La	 presente	 ley	 regula	 la	 responsabilidad
administrativa	 de	 las	 personas	 jurídicas	 por	 el	 delito	 de	 cohecho	 activo
transnacional	previsto	en	el	artículo	397-A	del	Código	Penal.
Ley	30424.
ART.	2°.—Ámbito	subjetivo	de	aplicación.	Para	efectos	de	la	presente	ley,
son	 personas	 jurídicas	 las	 entidades	 de	 derecho	 privado,	 así	 como	 las
asociaciones,	fundaciones	y	comités	no	inscritos,	las	sociedades	irregulares,
los	 entes	 que	 administran	 un	 patrimonio	 autónomo	 y	 las	 empresas	 del
Estado	peruano	o	sociedades	de	economía	mixta.
El	cambio	de	nombre,	denominación	o	razón	social,	reorganización	social,
transformación,	escisión,	fusión,	disolución,	liquidación	o	cualquier	acto	que
pueda	 afectar	 la	 personalidad	 jurídica	 de	 la	 entidad	 no	 impiden	 la
atribución	de	responsabilidad	a	la	misma.
Ley	30424.
ART.	 3°.—Responsabilidad	 administrativa	 de	 las	 personas	 jurídicas.
Las	 personas	 jurídicas	 a	 que	 se	 hace	 referencia	 en	 el	 artículo	 2°	 son
responsables	 administrativamente	 por	 el	 delito	 de	 cohecho	 activo
transnacional,	 previsto	 en	el	 artículo	397-A	del	Código	Penal,	 cuando	este
haya	sido	cometido	en	su	nombre	o	por	 cuenta	de	ellas	y	en	 su	beneficio,
directo	o	indirecto,	por:
a.	 Sus	 administradores	 de	 hecho	 o	 derecho,	 representantes	 legales,
contractuales	y	órganos	colegiados,	siempre	que	actúen	en	el	ejercicio	de	las
funciones	propias	de	su	cargo.
b.	 Las	 personas	 naturales	 que	 prestan	 cualquier	 tipo	 de	 servicio	 a	 la
persona	jurídica,	con	independencia	de	su	naturaleza,	del	régimen	jurídico
en	 que	 se	 encuentren	 o	 de	 si	 media	 relación	 contractual	 y	 que,	 estando
sometidas	a	 la	autoridad	y	control	de	 los	gestores	y	órganos	mencionados
en	el	literal	anterior,	actúan	por	orden	o	autorización	de	estos	últimos.
c.	 Las	 personas	 naturales	 señaladas	 en	 el	 literal	 precedente	 cuando,	 en
atención	a	la	situación	concreta	del	caso,	no	se	ejerza	sobre	ellas	el	debido
control	 y	 vigilancia	por	parte	de	 los	 administradores	de	hecho	o	derecho,
representantes	 legales,	 contractuales	 u	 órganos	 colegiados	 de	 la	 persona
jurídica.
Las	 personas	 jurídicas	 no	 son	 responsables	 en	 los	 casos	 en	 que	 las
personas	 naturales	 indicadas	 en	 los	 literales	 a,	 b	 y	 c	 del	 primer	 párrafo,
hubiesen	cometido	el	delito	de	cohecho	activo	transnacional,	previsto	en	el
artículo	 397-A	 del	 Código	 Penal,	 exclusivamente	 en	 beneficio	 propio	 o	 a
favor	de	un	tercero	distinto	a	la	persona	jurídica.
Ley	30424.
ART.	 4°.—Autonomía	 de	 la	 responsabilidad	 administrativa	 de	 la
persona	jurídica	y	extinción	de	la	acción	contra	la	persona	jurídica.	La
responsabilidad	 administrativa	 de	 la	 persona	 jurídica	 es	 autónoma	 de	 la
responsabilidad	 penal	 de	 la	 persona	 natural.	 Las	 causas	 que	 extinguen	 la
acción	 penal	 contra	 la	 persona	 natural	 no	 enervan	 la	 responsabilidad
administrativa	de	las	personas	jurídicas.
La	 acción	 contra	 la	 persona	 jurídica	 se	 extingue	 por	 prescripción,	 cosa
juzgada,	amnistía	o	el	derecho	de	gracia.
La	 prescripción	 de	 la	 acción	 contra	 la	 persona	 jurídica	 se	 rige	 por	 lo
dispuesto,	en	lo	que	corresponda,	en	los	artículos	80,	82,	83	y	84	del	Código
Penal.
Ley	30424.
ART.	 5°.—Medidas	 administrativas	 aplicables.	 El	 juez	 aplica,	 según
corresponda,	 las	 siguientes	 medidas	 administrativas	 contra	 las	 personas
jurídicas	 que	 resultaren	 administrativamente	 responsables	de	 la	 comisión
del	delito	de	cohecho	activo	transnacional,	tipificado	en	el	artículo	397-A	del
Código	Penal:
a.	Multa	hasta	el	 séxtuplo	del	beneficio	obtenido	o	que	se	espera	obtener
con	 la	 comisión	 del	 delito,	 sin	 perjuicio	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 literal	 a	 del
primer	párrafo	del	artículo	7°.
b.	Inhabilitación,	en	cualquiera	de	las	siguientes	modalidades:
1.	 Suspensión	 de	 las	 actividades	 sociales	 por	 un	 plazo	 no	mayor	 de	 dos
años.
2.	Prohibición	de	llevar	a	cabo	en	el	futuro	actividades	de	la	misma	clase	o
naturaleza	de	aquellas	 en	 cuya	 realización	 se	haya	 cometido,	 favorecido	o
encubierto	 el	 delito.	 La	 prohibición	 podrá	 tener	 carácter	 temporal	 o
definitivo.	La	prohibición	temporal	no	será	mayor	de	cinco	años.
3.	Suspensión	para	contratar	con	el	Estado	por	un	plazo	no	mayor	de	cinco
años.
c.	 Cancelación	 de	 licencias,	 concesiones,	 derechos	 y	 otras	 autorizaciones
administrativas	o	municipales.
d.	 Clausura	 de	 sus	 locales	 o	 establecimientos,	 con	 carácter	 temporal	 o
definitivo.	La	clausura	temporal	es	no	mayor	de	cinco	años.
e.	Disolución.
Ley	30424.
ART.	 6°.—Medidas	 administrativas	 complementarias.	 El	 juez	 puede
ordenar	 a	 la	 autoridad	 competente	 que	 disponga	 la	 intervención	 de	 la
persona	 jurídica	 que	 resultare	 administrativamente	 responsable	 de	 la
comisión	del	delito	de	cohecho	activo	transnacional,	cuando	sea	necesario,
para	 salvaguardar	 los	 derechos	 de	 los	 trabajadores	 y	 de	 los	 acreedores
hasta	por	un	período	de	dos	años.
La	intervención	puede	afectar	a	la	totalidad	de	la	organización	o	limitarse	a
alguna	de	sus	 instalaciones,	 secciones	o	unidades	de	negocio.	El	 juez	debe
fijar	exactamente	el	contenido	y	alcances	de	la	intervención	y	determinar	la
entidad	 a	 cargo	 de	 la	 intervención	 y	 los	 plazos	 en	 que	 esta	 debe	 cursarle
informes	a	fin	de	efectuar	el	seguimiento	de	la	medida.
La	 intervención	se	puede	modificar	o	suspender	en	todo	momento	previo
informe	del	interventor	y	disposición	del	Ministerio	Público.	El	interventor
está	facultado	para	acceder	a	todas	las	instalaciones	y	locales	de	la	entidad	y
recabar	 la	 información	 que	 estime	 necesaria	 para	 el	 ejercicio	 de	 sus
funciones,	 debiendo	 guardar	 estricta	 confidencialidad	 respecto	 de	 la
información	 secreta	 o	 reservada	 de	 la	 persona	 jurídica,	 bajo
responsabilidad.
Ley	30424.
ART.	7°.—Multa.	Cuando	 no	 se	 pueda	 determinar	 el	monto	 del	 beneficio
obtenido	 o	 del	 que	 se	 esperaba	 obtener	 con	 la	 comisión	 del	 delito	 de
cohecho	activo	 transnacional,	el	valor	de	 la	multa	se	establece	 conforme	a
los	siguientes	criterios:
a.	 Cuando	 el	 ingreso	 anual	 de	 la	 persona	 jurídica	 al	 momento	 de	 la
comisión	 del	 delito	 asciende	 hasta	 ciento	 cincuenta	 unidades	 impositivas
tributarias,	 la	multa	 es	no	menor	de	diez	ni	mayor	de	 cincuenta	unidades
impositivas	tributarias.
b.	 Cuando	 el	 ingreso	 anual	 de	 la	 persona	 jurídica	 al	 momento	 de	 la
comisión	 del	 delito	 asciende	 hasta	 mil	 setecientas	 unidades	 impositivas
tributarias,	 la	 multa	 es	 no	 menor	 de	 cincuenta	 ni	 mayor	 de	 doscientas
cincuenta	unidades	impositivas	tributarias.
c.	Cuando	el	ingreso	anual	de	la	persona	jurídica	al	momento	de	la	comisión
del	 delito	 asciende	 a	 un	 monto	 mayor	 a	 las	 mil	 setecientas	 unidades
impositivas	 tributarias,	 la	 multa	 es	 no	 menor	 de	 doscientas	 cincuenta	 ni
mayor	de	quinientas	unidades	impositivas	tributarias.
La	multa	debe	ser	pagada	dentro	de	los	diez	días	hábiles	de	pronunciada	la
sentencia	que	tenga	la	calidad	de	consentida	o	ejecutoriada.	A	solicitud	de	la
persona	 jurídica	 y	 cuando	 el	 pago	 del	monto	 de	 la	multa	 pueda	poner	 en
riesgo	 su	 continuidad	 o	 el	 mantenimiento	 de	 los	 puestos	 de	 trabajo	 o
cuando	sea	aconsejable	por	el	interés	general,	el	juez	autoriza	que	el	pago	se
efectúe	en	cuotas	mensuales,	dentro	de	un	límite	que	no	exceda	de	treinta	y
seis	meses.
En	 caso	 de	 que	 la	 persona	 jurídica	 no	 cumpla	 con	 el	 pago	 de	 la	 multa
impuesta,	 esta	 puede	 ser	 ejecutada	 sobre	 sus	 bienes	 o	 convertida,	 previo
requerimiento	 judicial,	 en	 la	 medida	 de	 prohibición	 de	 actividades	 de
manera	definitiva,	prevista	en	el	numeral	2	del	literal	b	del	artículo	5°.
Ley	30424.
ART.	8°.—Inhabilitación.	La	medida	de	suspensión	para	contratar	con	el
Estado,	prevista	en	el	numeral	3	del	 literal	b	del	artículo	5°,	se	 impone	de
forma	obligatoria	en	los	casos	en	que	el	delito	es	cometido	en	el	marco	de
un	proceso	de	contratación	pública.
El	juez	puede	imponer	cualquier	modalidad	de	inhabilitación	en	supuestos
distintos	al	señalado	en	el	primer	párrafo,	en	atención	a	las	particularidades
del	caso	concreto	y	considerando	los	criterios	establecidos	en	el	artículo	14.
Ley	30424.
ART.	9°.—Cancelación	de	 licencias	u	otras	 autorizaciones	 y	 clausura.
La	 medida	 prevista	 en	 el	 literal	 c	 del	 artículo	 5°	 se	 aplica	 de	 forma
obligatoria	 cuando	 el	 delito	 de	 cohecho	 activo	 transnacional	 estuvo
destinado	 o	 vinculado	 a	 la	 obtención	 de	 licencias	 u	 otras	 autorizaciones
administrativas.
Sin	perjuicio	de	 lo	dispuesto	en	el	primer	párrafo,	 el	 juez	puede	 imponer
las	medidas	previstas	en	los	literales	c	y	d	del	artículo	5°,	en	otros	supuestos
cuando	 lo	 estime	 pertinente	 en	 atención	 a	 los	 criterios	 establecidos	 en	 el
artículo	14.
Ley	30424.
ART.	10.—Disolución.	La	disolución	se	aplica	solo	a	las	personas	jurídicas
que	hayan	sido	constituidas	y	operado	para	favorecer,	facilitar	o	encubrir	la
comisión	del	delito	de	cohecho	activo	transnacional.	En	ningún	caso	podrá
aplicarse	para	otras	circunstancias.
Esta	 medida	 no	 es	 aplicable	 cuando	 se	 trate	 de	 personas	 jurídicas	 de
derecho	privado	y	empresas	del	Estado	o	sociedades	de	economía	mixta	que
presten	 un	 servicio	 de	 utilidad	 pública,	 cuya	 interrupción	 pueda	 causar
graves	consecuencias	sociales	o	económicas	o	daños	serios	a	la	comunidad.
Ley	30424.
ART.	11.—Decomiso.	El	juez,	cuando	corresponda,	dispone	el	decomiso	de
los	 instrumentos,	objetos,	efectos	y	ganancias	del	delito	de	cohecho	activo
transnacional	 por	 el	 que	 se	 declare	 responsable	 administrativamente	 a	 la
persona	 jurídica,	 de	 conformidad	 con	 el	 artículo	 102	 del	 Código	 Penal,
conjuntamente	con	las	medidas	administrativas	del	artículo	5°	que	resulten
aplicables.
Ley	30424.
ART.	12.—Circunstancias	 atenuantes.	 Son	 circunstancias	 atenuantes	 de
la	responsabilidad	administrativa	de	las	personas	jurídicas	las	siguientes:
a.	 Haber	 procedido	 a	 través	 de	 sus	 administradores	 de	 hecho	o	derecho,
representantes	 legales,	 contractuales	 y	 órganos	 colegiados	 a	 confesar	 la
comisión	del	 delito	de	 cohecho	 activo	 transnacional,	 con	 anterioridad	 a	 la
formalización	de	la	investigación	preparatoria.
b.	La	colaboración	objetiva,	sustancial	y	decisiva	en	el	esclarecimiento	del
hecho	delictivo,	en	cualquier	momento	del	proceso.
c.	El	impedimento	de	las	consecuencias	dañosas	del	ilícito.
d.	La	reparación	total	o	parcial	del	daño.
e.	La	adopción	e	implementación	por	parte	de	la	persona	jurídica,	después
de	la	comisión	del	delito	de	cohecho	activo	transnacional	y	antes	del	inicio
del	 juicio	oral,	de	un	modelo	de	prevención,	conforme	a	 lo	dispuesto	en	el
artículo	17.
f.	 La	 acreditación	 parcial	 de	 los	 elementos	 del	 modelo	 de	 prevención,
previstos	en	el	párrafo	17.2	del	artículo	17.
NOTA:	Texto	del	literal	e)	según	Fe	de	Erratas	de	la	Ley	N°	30424	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El
Peruano”	el	3	de	junio	del	2016.
Ley	30424.
ART.	 13.—Circunstancias	 agravantes.	 Son	 circunstancias	 agravantes	 de
la	responsabilidad	administrativa	de	las	personas	jurídicas:
a.	 La	 comisión	 del	 delito	 de	 cohecho	 activo	 transnacional	 en	 virtud	 de
cualquiera	 de	 los	 supuestos	 del	 artículo	 3,	 dentro	 de	 los	 cinco	 años
posteriores	 a	 la	 imposición,	 mediante	 sentencia	 firme,	 de	 una	 o	 más
medidas	 del	 artículo	 5°	 a	 la	 misma	 persona	 jurídica.	 En	 tal	 caso,	 el	 juez
puede	aumentar	las	medidas	establecidas	en	los	literales	a,	b	y	d	del	artículo
5°,	hasta	en	una	mitad	por	encima	del	máximo	legal	establecido.
b.	 La	 utilización	 instrumental	 de	 la	 persona	 jurídica	 para	 la	 comisión	del
delito	 de	 cohecho	 activo	 transnacional.	 Se	 entiende	 que	 se	 está	 ante	 este
supuesto	 cuando	 la	 actividad	 legal	 sea	 menos	 relevante	 que	 su	 actividad
ilegal.
Ley	30424.
ART.	14.—Criterios	para	la	aplicación	de	las	medidas	administrativas.
Las	medidas	administrativas	previstas	en	los	literales	b,	c	y	d	del	artículo	5°
son	determinadas	 por	 el	 juez	 en	 atención	 a	 los	 siguientes	 criterios,	 según
corresponda:
a.	La	gravedad	del	hecho	punible.
b.	El	tamaño	y	naturaleza	de	la	persona	jurídica.
c.	La	capacidad	económica	de	la	persona	jurídica.
d.	La	extensión	del	daño	o	peligro	causado.
e.	 El	 beneficio	 económico	 obtenido	 por	 el	 delito	 de	 cohecho	 activo
transnacional.
f.	La	modalidad	y	la	motivación	de	la	utilización	de	la	persona	jurídica	en	el
delito.
g.	El	puesto	que	en	 la	 estructura	de	 la	persona	 jurídica	ocupa	 la	persona
natural	u	órgano	que	incumplió	el	deber	de	control.
Ley	30424.
ART.	15.—Individualización	de	las	medidas	administrativas.	En	caso	de
que	 el	 juez	 imponga	 la	 medida	 de	 multa	 o	 las	 medidas	 administrativas
previstas	en	 los	 literales	b	y	d	del	 artículo	5°	 con	 carácter	 temporal,	debe
desarrollar	los	siguientes	pasos:
a.	 Identifica	 la	extensión	de	 la	medida	que	corresponda,	 según	 los	 límites
establecidos	en	el	artículo	5°,	y	la	divide	en	tres	partes.
b.	 Determina	 la	 medida	 concreta,	 evaluando	 la	 concurrencia	 de
circunstancias	agravantes	o	atenuantes,	conforme	a	las	siguiente	reglas:
1.	 Cuando	 concurran	 únicamente	 circunstancias	 atenuantes	 o	 no	 existan
atenuantes	ni	agravantes,	se	aplica	la	medida	dentro	del	tercio	inferior.
2.	 Cuando	 concurran	 circunstancias	 agravantes	 y	 atenuantes,	 se	 aplica	 la
medida	dentro	del	tercio	intermedio.
3.	 Cuando	 concurran	 únicamente	 circunstancias	 agravantes,	 se	 aplica	 la
medida	dentro	del	tercio	superior.
4.	Cuando	se	trate	de	circunstancias	atenuantes	previstas	por	 la	 ley	como
privilegiadas,	se	aplica	la	medida	por	debajo	del	tercio	inferior.
5.	Cuando	se	trate	de	circunstancias	agravantes	previstas	por	 la	 ley	como
cualificadas,	se	aplica	la	medida	por	encima	del	tercio	superior.
6.	 En	 caso	 de	 concurrencia	 de	 circunstancias	 atenuantes	 privilegiadas	 y
agravantes	cualificadas,	se	aplica	la	medida	dentro	de	los	límites	del	rango
legal.
Para	 efectos	 del	 presente	 artículo,	 son	 circunstancias	 atenuantes
privilegiadas	aquellas	previstas	en	la	ley	penal	o	procesal	penal	que	prevean
la	reducción	de	la	pena	por	debajo	del	mínimo	legal.	Del	mismo	modo,	son
circunstancias	 agravantes	 cualificadas	 aquellas	 previstas	 en	 la	 ley	 penal	 o
procesal	 penal	 que	 prescriban	 el	 incremento	 de	 la	 pena	 por	 encima	 del
máximo	legal.
Ley	30424.
ART.	16.—Suspensión	de	la	ejecución	de	las	medidas	administrativas.
16.1.	El	juez	puede,	mediante	resolución	debidamente	motivada	y	de	modo
excepcional,	 considerando	 especialmente	 el	 número	 de	 trabajadores	 o	 las
ventas	 anuales	 netas	 o	 los	montos	 de	 exportación	 de	 la	 persona	 jurídica,
suspender	 la	 ejecución	 de	 las	 medidas	 administrativas	 impuestas	 y	 sus
efectos	 por	 un	 plazo	 no	 menor	 de	 seis	 meses	 ni	 mayor	 de	 dos	 años.	 La
suspensión	procede	 siempre	que	 la	 persona	 jurídica	no	 esté	 incursa	 en	 el
supuesto	de	reincidencia	previsto	en	el	literal	a	del	artículo	13.
16.2.	En	el	caso	de	empresas	del	Estado,	sociedades	de	economía	mixta	o
de	 personas	 jurídicas	 que	 prestan	 un	 servicio	 de	 utilidad	 pública	 cuya
interrupción	 pueda	 causar	 graves	 consecuencias	 sociales	 y	 económicas	 o
daños	 serios	 a	 la	 comunidad,	 el	 juez	 puede	 ordenar	 la	 suspensión,
cualquiera	fuese	la	medida	administrativa	impuesta	en	la	sentencia.
16.3.	 Si	durante	el	periodo	de	 suspensión	no	 se	dispone	 la	 incorporación
formal	 de	 la	 persona	 jurídica	 al	 proceso	 penal	 de	 conformidad	 con	 lo
previsto	en	los	artículos	90	y	91	del	Código	Procesal	Penal,	aprobado	por	el
Decreto	 Legislativo	 957,	 el	 juez	 deja	 sin	 efecto	 la	 medida	 administrativa
impuesta	y	resuelve	el	sobreseimiento	de	la	causa.
16.4.	Esta	suspensión	no	afecta	el	decomiso	dispuesto	judicialmente,	según
lo	previsto	en	el	artículo	11.
Ley	30424.
ART.	17.—Eximente	por	implementación	de	modelo	de	prevención.
17.1.	La	persona	jurídica	está	exenta	de	responsabilidad	administrativa	por
la	 comisión	 del	 delito	 de	 cohecho	 activo	 transnacional,	 si	 adopta	 e
implementa	en	su	organización,	con	anterioridad	a	la	comisión	del	delito,	un
modelo	 de	 prevención	 adecuado	 a	 su	 naturaleza,	 riesgos,	 necesidades	 y
características,	consistente	en	medidas	de	vigilancia	y	control	idóneas	para
prevenir	 el	 delito	 de	 cohecho	 activo	 transnacional	 o	 para	 reducir
significativamente	el	riesgo	de	su	comisión.
17.2.	El	modelo	de	prevención	a	que	se	hace	referencia	en	el	párrafo	17.1
debe	contener	como	mínimo	los	siguientes	elementos:
a.	 Una	 persona	 u	 órgano,	 designado	 por	 el	 máximo	 órgano	 de
administración	 de	 la	 persona	 jurídica,	 que	 ejerza	 la	 función	 de	 auditoría
interna	 de	 prevención	 y	 que	 cuente	 con	 el	 personal,	 medios	 y	 facultades
necesarios	 para	 cumplirla	 adecuadamente.	 Esta	 función	 se	 ejerce	 con	 la
debida	autonomía	respecto	del	órgano	de	administración,	sus	propietarios,
accionistas	 o	 socios,	 salvo	 en	 el	 caso	 de	 la	 micro,	 pequeña	 y	 mediana
empresa,	 donde	 puede	 ser	 asumida	 directamente	 por	 el	 órgano	 de
administración.
b.	Medidas	preventivas	referidas	a:
1.	La	identificación	de	las	actividades	o	procesos	de	la	persona	jurídica	que
generen	 o	 incrementen	 riesgos	 de	 comisión	 del	 delito	 de	 cohecho	 activo
transnacional.
2.	El	establecimiento	de	procesos	específicos	que	permitan	a	 las	personas
que	intervengan	en	estos,	programar	y	ejecutar	sus	tareas	o	labores	de	una
manera	 que	 prevenga	 la	 comisión	 del	 delito	 de	 cohecho	 activo
transnacional.
3.	 La	 identificación	 de	 los	 procesos	 de	 administración	 y	 auditoría	 de	 los
recursos	 financieros	 que	 permitan	 a	 la	 persona	 jurídica	 prevenir	 su
utilización	 en	 la	 comisión	 de	 la	 conducta	 delictiva	 de	 cohecho	 activo
transnacional.
4.	 La	 existencia	 de	 sistemas	 de	 denuncia,	 protección	 del	 denunciante,
persecución	 e	 imposición	 de	 sanciones	 internas	 en	 contra	 de	 los
trabajadores	o	directivos	que	incumplan	el	modelo	de	prevención.
c.	 Un	 mecanismo	 de	 difusión	 y	 supervisión	 interna	 del	 modelo	 de
prevención,	el	cual	debe	ser	aprobado	por	un	reglamento	o	similar	emitido
por	la	persona	jurídica.
17.3.	 El	 reglamento	 desarrolla	 y	 precisa	 los	 elementos	 y	 requisitos
necesarios	para	la	implementación	del	modelo	de	prevención.
17.4.	 En	 el	 caso	 de	 las	 empresas	 del	 Estado	 o	 sociedades	 de	 economía
mixta,	el	modelo	de	prevención	se	ejerce	sin	perjuicio	de	las	competencias	y
potestades	que	corresponden	a	los	órganos	de	control	institucional	como	de
todos	los	órganos	conformantes	del	Sistema	Nacional	de	Control.
17.5.	 Se	 excluye	 también	 la	 responsabilidad	 administrativa	de	 la	 persona
jurídica,	 cuando	 cualquiera	 de	 las	 personas	 naturales	 señaladas	 en	 el
artículo	 3°	 comete	 el	 delito	 eludiendo	 de	modo	 fraudulento	 el	modelo	 de
prevención	 debidamente	 implementado	 atendiendo	 a	 los	 elementos
previstos	en	el	párrafo	17.2.
Ley	30424.
ART.	 18.—Efectos	 jurídicos	 y	 valoración.	 El	 fiscal	 o	 el	 juez,	 según
corresponda,	 verifican	 la	 efectiva	 implementación	 y	 funcionamiento	 del
modelo	 de	 prevención.	 Si	 en	 el	 curso	 de	 las	 diligencias	 preliminares	 se
acredita	 la	 existencia	 de	 un	 modelo	 de	 prevención	 implementado	 con
anterioridad	 a	 la	 comisión	 del	 delito	 de	 cohecho	 activo	 transnacional,	 el
fiscal	 dispone	 el	 archivo	 de	 lo	 actuado,	 mediante	 decisión	 debidamente
motivada.	 En	 caso	 de	 que	 la	 investigación	 preparatoria	 se	 hubiese
formalizado,	el	juez	puede,	a	petición	del	Ministerio	Público,	dictar	auto	de
sobreseimiento	de	conformidad	con	la	normatividad	procesal	vigente.
Ley	30424.
ART.	 19.—Certificación	 del	 modelo	 de	 prevención.	 El	 modelo	 de
prevención	 puede	 ser	 certificado	 por	 terceros	 debidamente	 registrados	 y
acreditados,	 con	 la	 finalidad	 de	 acreditar	 el	 cumplimiento	 de	 todos	 los
elementos	 establecidos	 en	 el	 párrafo	 17.2	 del	 artículo	 17.	 El	 reglamento
establece	la	entidad	pública	a	cargo	de	la	acreditación	de	terceros,	la	norma
técnica	 de	 certificación	 y	 demás	 requisitos	 para	 la	 implementación
adecuada	de	los	modelos	de	prevención.
Ley	30424.
Primera	Disposición	Complementaria	Final.—Vigencia.	La	presente	norma
entra	en	vigencia	el	1	de	julio	del	2017.
Ley	30424.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Reglamento.	 El	 Poder
Ejecutivo,	dentro	de	los	sesenta	días	hábiles	siguientes	a	la	publicación	de	la
presente	 ley,	 aprueba	 el	 reglamento	 a	que	hace	 referencia	 el	 párrafo	 17.3
del	artículo	17.
Ley	30424.
Tercera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Vía	 procesal.	 La
investigación,	 procesamiento	 y	 sanción	 de	 las	 personas	 jurídicas,	 de
conformidad	con	lo	establecido	en	la	presente	ley,	se	tramitan	en	el	marco
del	 proceso	 penal,	 al	 amparo	 de	 las	 normas	 y	 disposiciones	 del	 Código
Procesal	Penal,	aprobado	por	el	Decreto	Legislativo	957.
Ley	30424.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Normas	 aplicables.	 Durante
la	 investigación	 y	 proceso	 penal,	 la	 persona	 jurídica	 goza	 de	 todos	 los
derechos	y	garantías	que	la	Constitución	Política	del	Perú	y	la	normatividad
vigente	reconoce	a	favor	del	imputado.
La	 persona	 jurídica	 puede	 ser	 asistida	 por	 la	 defensa	 pública,	 en	 caso	 lo
requiera,	 bajo	 los	 alcances	 de	 la	 Ley	 29360,	 Ley	 del	 Servicio	 de	 Defensa
Pública,	del	Decreto	Supremo	007-2012-JUS	y	demás	normas	conexas,	en	lo
que	resulte	pertinente.
Asimismo,	son	aplicables	los	artículos	372	y	468	al	471	del	Código	Procesal
Penal,	 aprobado	por	 el	Decreto	Legislativo	957,	 que	 regulan	 la	 conclusión
anticipada	 del	 juicio	 y	 el	 proceso	 de	 terminación	 anticipada
respectivamente,	 con	 plena	 intervención	 del	 apoderado	 judicial	 de	 la
persona	 jurídica,	 y	 demás	 normas	 del	 citado	 código	 que	 resulten
pertinentes.
Ley	30424.
Quinta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Registro	 de	 personas
jurídicas	 sancionadas	 administrativamente.	 El	 Poder	 Judicial
implementa	un	registro	informático	de	carácter	público	para	la	inscripción
de	 las	 medidas	 administrativas	 impuestas	 a	 las	 personas	 jurídicas,	 con
expresa	mención	del	nombre,	clase	de	sanción	y	duración	de	la	misma,	así
como	el	detalle	del	órgano	 jurisdiccional	y	 fecha	de	 la	sentencia	 firme,	sin
perjuicio	 de	 cursar	 partes	 a	 los	 Registros	 Públicos	 para	 la	 inscripción
correspondiente,	de	ser	el	caso.
En	 caso	 de	 que	 las	 personas	 jurídicas	 cumplan	 con	 la	 medida
administrativa	 impuesta,	 el	 juez,	 de	 oficio	 o	 a	 pedido	 de	 parte,	 ordena	 su
retiro	del	registro,	salvo	que	la	medida	tenga	carácter	definitivo.
El	 Poder	 Judicial	 puede	 suscribir	 convenios	 con	 otras	 instituciones	 para
compartir	la	información	que	conste	en	el	registro.
El	Poder	Judicial,	en	el	plazo	de	noventa	días	hábiles	contados	a	partir	de	la
publicación	 de	 la	 presente	 Ley,	 emite	 las	 disposiciones	 reglamentarias
pertinentes	 que	 regulen	 los	 procedimientos,	 acceso,	 restricciones,
funcionamiento	 del	 registro	 y	 demás	 aspectos	 necesarios	 para	 su	 efectiva
implementación.
Ley	30424.
Sexta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Campañas	 de	 difusión.	 La
Comisión	de	Alto	Nivel	Anticorrupción,	a	través	de	su	coordinación	general,
realiza	campañas	de	difusión	sobre	los	alcances	de	la	norma,	dirigida	a	las
empresas,	a	la	policía,	a	los	fiscales,	a	los	procuradores,	a	los	jueces	y	a	los
ciudadanos.
Ley	30424.
Sétima	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Financiamiento.	 La
implementación	de	lo	establecido	en	la	presente	ley	se	financia	con	cargo	a
los	 presupuestos	 institucionales	 de	 las	 entidades	 involucradas,	 sin
demandar	recursos	adicionales	al	tesoro	público.
Ley	30424.
Octava	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Informe	 técnico	 de	 la
Comisión	 de	Alto	Nivel	 Anticorrupción.	 Cualquier	 propuesta	 normativa
que	modifique	la	presente	ley	o	que	implique	la	reducción	o	ampliación	de
su	objeto	y	alcances,	cuenta	para	su	aprobación	con	un	informe	técnico	no
vinculante	de	la	Comisión	de	Alto	Nivel	Anticorrupción.
En	el	supuesto	de	facultades	delegadas	a	que	se	refiere	el	artículo	104	de	la
Constitución	 Política	 del	 Perú,	 el	 sector	 responsable	 solicita	 el	 referido
informe	técnico	a	la	Comisión	de	Alto	Nivel	Anticorrupción.
Ley	30424.
Novena	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Responsabilidad	 por
denuncias	 maliciosas.	 La	 presentación	 de	 denuncias	 maliciosas	 en	 el
marco	 de	 la	 presente	 ley	 da	 lugar	 a	 responsabilidad	 penal,	 civil,
administrativa	y	disciplinaria,	conforme	a	ley.
C.	P.
ART.	398.—Modificado.	Ley	30111,	Art.	Único.	Cohecho	activo
específico.	El	que,	bajo	cualquier	modalidad,	ofrece,	da	o	promete
donativo,	ventaja	o	beneficio	a	un	magistrado,	fiscal,	perito,
árbitro,	miembro	de	tribunal	administrativo	o	análogo	con	el
objeto	de	influir	en	la	decisión	de	un	asunto	sometido	a	su
conocimiento	o	competencia,	será	reprimido	con	pena	privativa
de	libertad	no	menor	de	cinco	ni	mayor	de	ocho	años	e
inhabilitación	accesoria	conforme	a	los	incisos	2,	3	y	4	del	artículo
36	del	Código	Penal	y	con	trescientos	sesenta	y	cinco	a	setecientos
treinta	días-multa.
Cuando	el	donativo,	promesa,	ventaja	o	beneficio	se	ofrece	o
entrega	a	un	secretario,	relator,	especialista,	auxiliar
jurisdiccional,	testigo,	traductor	o	intérprete	o	análogo,	la	pena
privativa	de	libertad	será	no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de	ocho
años	e	inhabilitación	accesoria	conforme	a	los	incisos	2,	3	y	4	del
artículo	36	del	Código	Penal	y	con	trescientos	sesenta	y	cinco	a
setecientos	treinta	días-multa.
Si	el	que	ofrece,	da	o	corrompe	es	abogado	o	forma	parte	de	un
estudio	de	abogados,	la	pena	privativa	de	libertad	será	no	menor
de	cinco	ni	mayor	de	ocho	años	e	inhabilitación	accesoria
conforme	a	los	incisos	1,	2,	3	y	8	del	Código	Penal	y	con
trescientos	sesenta	y	cinco	a	setecientos	treinta	días-multa.
C.	P.
ART.	398-A.—Derogado.	Ley	28355,	Art.	4°.
C.	P.
ART.	398-B.—Derogado.	Ley	28355,	Art.	4°.
C.	P.
ART.	 399.—Modificado.	 Ley	 30111,	 Art.	 Único.	 Negociación
incompatible	 o	 aprovechamiento	 indebido	 de	 cargo.	 El
funcionario	 o	 servidor	 público	 que	 indebidamente	 en	 forma
directa	o	 indirecta	o	por	 acto	 simulado	 se	 interesa,	 en	provecho
propio	 o	 de	 tercero,	 por	 cualquier	 contrato	 u	 operación	 en	 que
interviene	 por	 razón	 de	 su	 cargo,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de	seis	años	e
inhabilitación	 conforme	 a	 los	 incisos	 1	 y	 2	 del	 artículo	 36	 del
Código	 Penal	 y	 con	 ciento	 ochenta	 a	 trescientos	 sesenta	 y	 cinco
días-multa.
JURISPRUDENCIA.—Doctrina	jurisprudencial	de	la	CS:	los	defectos
administrativos	subsanables	en	el	marco	de	las	compras	estatales
carecen	por	sí	solos	de	relevancia	penal.	“Los	defectos	administrativos	que
pueden	ser	subsanados,	vía	regularización	administrativa,	carecen	–por	sí
solos–	de	relevancia	para	el	derecho	penal.	Ello,	porque	si	la	norma
administrativa	posibilita	la	regularización	de	una	contratación,	el	cual	a	su
vez	es	materia	de	análisis	de	la	Contraloría	General	de	la	República,	entonces
se	trata	de	defectos	que	son	pasibles	de	ser	subsanados.	La	razón	detrás	de
esta	interpretación,	que	no	se	presenta	en	el	resto	de	casos	de	contrataciones
del	Estado,	es	que	–en	el	marco	de	una	contratación	en	una	situación	de
emergencia–	sea	posible	la	comisión	de	defectos	administrativos.	En	una
contratación	en	situación	emergencia	no	se	privilegia	el	cumplimiento	de	la
formalidad	administrativa,	sino	el	cumplimiento	de	las	necesidades	de
prevención	de	un	riesgo	o	de	atención	de	una	determinada	situación.	Por	ello,
es	que	la	norma	prevé	a	este	tipo	de	contratación	como	la	única	que	admite	la
regularización	administrativa.	Estos	defectos	administrativos	tendrán
relevancia	penal	si	vienen	acompañados	de	otros	actos	que,	distintos	al
proceso	administrativo	en	sentido	estricto,	acrediten	la	comisión	de	un	ilícito
penal”.	(C.	S.,	Cas.	841-2015-Ayacucho,	jun.	28/2016.	V.	P.	Pariona	Pastrana)
NOTA:	La	Casación	N°	841-2015-Ayacucho	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	28	de
junio	del	2016.
JURISPRUDENCIA.—La	“negociación	incompatible”	es	un	delito	especial
propio,	de	infracción	del	deber,	de	peligro	concreto	y	que	no	admite	la
tentativa.	“4.1.	Bien	jurídico	protegido.-	Es	un	delito	‘especial	propio’	y	de
‘infracción	del	deber’,	esto	último	se	sustenta	en	que	los	roles	funcionales	se
encuentran	previstos	no	al	interior	del	Código	Penal	o	ley	penal	especial	sino
en	normas	extrapenales	genéricas	o	específicas,	y	su	concepto	penal	de
deberes	o	funciones	se	construye	a	partir	del	tipo	penal	remitiéndose	a	dichas
normas,	ya	que	tiene	la	finalidad	de	delimitar	los	parámetros	de	las	funciones
públicas	y	administrativas;	y	por	lo	tanto	de	la	consecuente	responsabilidad
penal,	civil	o	disciplinaria.	El	bien	jurídico	que	se	tutela	subyace	en	la
necesidad	de	preservar	normativamente	el	normal	funcionamiento	de	la
administración	pública	del	interés	privado	de	sus	agentes	(funcionario	o
servidor	público)	que	anteponen	sus	intereses	a	la	de	ella.	En	rigor	se	trata	de
preservar	los	deberes	funcionales	y/o	deberes	especiales	positivos	de
incumbencia	institucional	(imparcialidad,	rectitud,	objetividad,	etc.)	en	la
actuación	funcionarial	frente	a	los	administradores	en	general	y	frente	a	los
competidores	ofertantes	en	los	contratos	o	negocios	estatales”.	(Corte
Superior	de	Lima,	Exp.	00092-2011-6-1826-JR-PE-01,	jun.	10/2013.	Pres.
Susana	Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—El	funcionamiento	y	la	preservación	normativa	de
la	administración	pública	son	los	dos	objetos	de	la	sanción	penal	de	la
negociación	incompatible.	“El	bien	jurídico	tutelado:	Es	el	normal	y	correcto
funcionamiento	de	la	administración	pública.	Precisando	al	respecto	Rojas
Vargas	que	‘El	objeto	genérico	de	la	tutela	penal	es	garantizar	el	normal
funcionamiento	de	la	administración	pública.	El	objeto	específico	radica	en	la
necesidad	de	preservar	normativamente	la	administración	pública	del	interés
privado	de	sus	agentes	(funcionario	o	servidor	público	especialmente
vinculado)	que	anteponen	sus	intereses	a	los	de	ella’.	Consecuentemente,	lo
que	se	incrimina	es	el	peligro	determinado	por	el	interés	particular	que
compromete	los	fines	exclusivos	de	la	administración”.	(Corte	Superior	de
Lima,	Exp.	00066-2011-10-1826-JR-PE-03,	oct.	02/2013.	V.	P.	Susana	Ynes
Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Superior	de	Lima	explica	en	qué	consiste	el
comportamiento	delictivo	de	la	negociación	incompatible.
“Comportamiento	delictivo:	El	tipo	penal	conforme	se	encuentra	estructurado
tiene	como	verbo	rector	el	‘interesarse	indebidamente’.	Al	respecto,	al	término
interesar	significa	atañer,	concernir,	incumbir,	comprometer	o	importar	algo,
y	por	ello,	se	destina	nuestra	voluntad	a	conseguirlo	u	obtenerlo.	En	la
conducta	de	negociación	incompatible,	el	agente	de	manera	especial	y
particular	se	compromete,	le	importa	o	se	interesa	en	un	contrato	u
operaciones	que	realiza	el	Estado	con	terceros	con	la	finalidad	de	obtener	un
provecho	económico	indebido	en	su	favor	o	a	favor	de	terceros.	Incluso	como
bien	señala	Rojas	Vargas,	el	mencionado	interés	puede	darse	en	los	actos
preparatorios	del	contrato	u	operación,	durante	su	ejecución	o	en	la	fase	de
liquidación	y,	claro,	puede	incluir	un	ámbito	muy	variado	de	expresiones
prácticas.
A	su	vez,	dicho	interés	no	es	necesario	que	sea	contrario	al	del	Estado,	sino
únicamente	que	se	produzca	dicho	interés	particular	del	agente,	siendo	tal
interés	de	naturaleza	económica.	Y	en	ese	sentido,	se	precisa	que	‘se	daría
igualmente	el	delito	aunque	el	interés	está	constituido	por	una	pretensión	que
beneficie	rotundamente	a	aquella	(p.ej.,	que	el	funcionario	intervenga	con	su
interés	particular	para	otorgar,	simultáneamente,	ventajas	a	la
administración)’.	(...).
Vinculación	funcional:	El	interés	indebido	debe	estar	referido	a	cualquier
contrato	u	operación	en	que	interviene	el	funcionario	o	servidor	público	en
razón	de	su	cargo,	esto	es,	de	acuerdo	a	las	competencias	previstas	en	leyes,
normas	administrativas	o	reglamentos	que	regulan	y	establecen	de	modo
claro	los	actos	de	la	competencia	del	agente,	así	como	los	procedimientos	de
actuación	funcional	del	servidor.	Sin	embargo,	no	es	necesario	que	el
funcionario	tenga	la	potestad	para	decidir	individualmente	el	negocio	como
funcionario,	pues	es	suficiente	que	concurra	a	formar	la	determinación
sustancial	o	a	fijar	la	legalidad	de	la	operación.	Esto	es,	que	el	contrato	u
operación	debe	pertenecer	a	la	competencia	funcional	del	autor,	en	razón	de
su	cargo,	es	decir,	que	debe	el	funcionario	formalmente	poder	desplegar	una
actividad	que	integre	los	niveles	decisorios	o	sirva	para	completar	legalmente
el	acto”.	(Corte	Superior	de	Lima,	Exp.	00066-2011-10-1826-JR-PE-03,	oct.
02/2013.	V.	P.	Susana	Ynes	Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—El	delito	de	negociación	incompatible	no	castiga	la
mera	parcialización,	sino	la	actuación	que	origina	un	provecho	para	un
tercero	o	para	el	servidor	público.	“Se	trata	de	un	delito	especial	propio	que
tutela	la	transparencia	e	imparcialidad	de	los	funcionarios	y	servidores
públicos	en	la	toma	de	decisiones	propias.	El	tipo	legal	exige	como	requisito
típico,	primero,	el	estatus	formal	de	funcionario	o	servidor	público,	y,	segundo,
que	la	actuación	realizada	debe	estar	en	razón	al	ejercicio	de	su	cargo
(relación	funcionarial	específica	o	ámbito	de	su	competencia	funcional)–.	El
agente	público	vulnera	la	imparcialidad	en	los	contratos	u	operaciones	en	que
interviene	por	razón	de	su	cargo,	lo	que	importa	que	desde	la	ley	deba
procurar	el	beneficio	del	Estado	o	ente	público,	antes	que	un	beneficio
particular,	sea	propio	o	para	un	tercero	–no	se	atiende	a	la	causa	que	impulsa
la	actuación	torcida	del	funcionario–.	Lo	indebido	se	encuentra	en	esa
orientación	desviada	al	margen	del	interés	de	la	generalidad,	por	lo	que	no	se
castiga	la	mera	parcialización	sino	que	su	actuación	produzca	un	provecho	en
favor	de	terceros	o	de	él.	El	interesarse	debe	implicar	que	el	agente	público	es
al	mismo	tiempo	interesado	personalmente	en	el	contrato	y	funcionario	que
interviene	en	él	por	razón	de	su	cargo	–se	trata	de	un	interés	económico–
[Fontán	Balestra,	Carlos:	Tratado	de	Derecho	Penal.	Tomo	VII,	2da.	Edición,
Abeledo	guión	Prelot,	Buenos	Aires,	mil	novecientos	ochenta,	página
trescientos	treinta	y	siete];	el	interés	tomado	debe	ser	personal	y	de	carácter
pecuniario	o	económico.	Es	un	delito	de	peligro	concreto,	no	de	daño	o	de
resultado	para	la	Administración	Pública	(Donna,	Edgardo	Alberto:	Delitos
contra	la	Administración	Pública,	2da.	Edición,	Rubinzal-Culzoni	Editores,
Buenos	Aires,	2008,	página	362]”.	(C.	S.,	Cas.	628-2015-Lima,	may.	5/2016.	V.
P.	San	Martín	Castro)
C.	P.
ART.	400.—Modificado.	Ley	30111,	Art.	Único.	Tráfico	de
influencias.	El	que,	invocando	o	teniendo	influencias	reales	o
simuladas,	recibe,	hace	dar	o	prometer	para	sí	o	para	un	tercero,
donativo	o	promesa	o	cualquier	otra	ventaja	o	beneficio	con	el
ofrecimiento	de	interceder	ante	un	funcionario	o	servidor	público
que	ha	de	conocer,	esté	conociendo	o	haya	conocido	un	caso
judicial	o	administrativo,	será	reprimido	con	pena	privativa	de
libertad	no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de	seis	años	y	con	ciento
ochenta	a	trescientos	sesenta	y	cinco	días-multa.
Si	el	agente	es	un	funcionario	o	servidor	público,	será	reprimido
con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de
ocho	años	e	inhabilitación	conforme	a	los	incisos	1	y	2	del	artículo
36	del	Código	Penal	y	con	trescientos	sesenta	y	cinco	a	setecientos
treinta	días	multa.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—El	interesado	en	el	delito	de	tráfico	de
influencias	solo	puede	ser	considerado	instigador.	“11°.	En	síntesis,	el
‘comprador	solicitante	de	influencias’,	es	decir,	‘el	interesado’	en	el	delito	de
tráfico	de	influencias,	solo	podrá	ser	considerado	instigador	siempre	y	cuando
sus	actos	en	fase	previa	a	la	ejecución	hayan	creado	o	reforzado	la	resolución
criminal	en	el	“vendedor	de	influencias”	mediante	un	influjo	psíquico.
Naturalmente,	en	el	caso	concreto	deberá	probarse	que	efectivamente	el
interesado	hizo	surgir	la	resolución	criminal	del	traficante	de	influencias	o
reforzó	la	resolución	criminal	preconcebida.	Por	tanto,	si	la	solicitud	de
influencias	del	interesado	no	generó	ni	fortaleció	la	resolución	criminal	del
autor,	la	conducta	de	aquel	deviene	en	impune,	en	la	medida	que	el	tipo	penal
no	abarca	a	otra	forma	de	participación	para	dicho	interviniente”.	(C.	S.,	IX
Pleno	Jurisdiccional	Penal	-	Acuerdo	Plenario	3-2015/CIJ-116,	jun.	21/2016.	V.
P.	Villa	Stein)
NOTA:	Los	acuerdos	del	IX	Pleno	Jurisdiccional	Penal	fueron	publicados	en	el	Diario	Oficial	“El
Peruano”	el	21	de	junio	del	2016.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Corte	Suprema	admite	que	no	hay
ningún	inconveniente	para	defender	el	carácter	punible	del	tráfico	de
influencias	simuladas.	“Con	esto	se	evidencia	que	con	la	criminalización	del
tráfico	de	influencias,	no	solo	se	está	protegiendo	bienes	jurídicos
fundamentales	para	la	sociedad	en	un	Estado	de	derecho,	sino	que	se	está
dando	cumplimiento	a	la	Convención	contra	la	Corrupción	suscrita	por	el
Perú.	Asimismo,	en	la	medida	que	el	Tribunal	Constitucional	no	encuentra
disconformidad	con	la	persecución	penal	del	tráfico	de	influencias	simulado,
se	entiende	que	su	punición	es	deseable	en	tanto	optimiza	la	lucha	contra	la
corrupción.
16°	No	existe	entonces	ningún	inconveniente	para	defender	el	carácter
punible,	esto	es,	la	relevancia	jurídico-penal	de	la	modalidad	de	tráfico	de
influencias	simuladas	del	artículo	400	del	Código	Penal.	El	invocar	influencias
simuladas	es	acorde	con	el	principio	de	lesividad;	su	castigo	a	nivel	penal	no	es
una	medida	legislativa	desproporcionada,	en	la	medida	que	desde	una
perspectiva	ex	ante	en	el	caso	concreto	la	conducta	de	invocar	sea
objetivamente	idónea,	tanto	para	poner	en	riesgo	el	bien	jurídico	protegido,
como	para	lesionar	el	bien	jurídico	prestigio	y	buen	nombre	de	la
administración	pública,	que,	en	buena	cuenta,	garantizan	la	credibilidad	de	la
administración	pública.	Además,	en	la	medida	que	el	injusto	de	los	delitos	que
protegen	bienes	jurídicos	colectivos,	como	el	de	las	influencias	simuladas,
consiste	en	la	vulneración	de	determinados	presupuestos	que	sirven	a	la
seguridad	de	otros	bienes	jurídicos,	aquellos	son,	por	tanto,	delitos	de	lesión
desde	la	perspectiva	del	bien	jurídico	colectivo,	y,	consecuentemente,
coherentes	con	el	principio	de	lesividad	(...).
17°.	En	consecuencia,	en	el	delito	de	tráfico	de	influencias	simuladas	la	acción
se	reprime	por	su	idoneidad	para	lesionar	el	bien	jurídico	prestigio	y	buen
nombre	de	la	administración	pública.	Esta	capacidad	lesiva	de	la	acción	típica
manifiesta,	por	tanto,	una	relación	efectiva	con	el	bien	jurídico	protegido,	y,
con	ello,	una	conformidad	con	el	principio	de	lesividad”.	(C.	S.,	IX	Pleno
Jurisdiccional	Penal	-	Acuerdo	Plenario	3-2015/CIJ-116,	jun.	21/2016.	V.	P.
Villa	Stein)
NOTA:	Los	acuerdos	del	IX	Pleno	Jurisdiccional	Penal	fueron	publicados	en	el	Diario	Oficial	“El
Peruano”	el	21	de	junio	del	2016.
JURISPRUDENCIA.—TC	descarta	que	resulte	inconstitucional
despenalizar	el	tráfico	de	influencias	irreal.	“El	objeto	de	la	demanda	es
evitar	que	quepa	la	posibilidad	de	interpretar	dicha	disposición	en	el	sentido
de	que	únicamente	resultan	penalmente	relevantes	aquellos	supuestos	en	los
que	se	trata	de	influencias	reales	y	no	únicamente	las	aparentes.	(...).
Ahora	bien,	cabe	señalar	que	la	desestimatoria	de	este	extremo	de	la
demanda	atinente	al	cuestionamiento	de	la	descriminalización	del	tráfico	de
influencias	simuladas	no	implica	en	modo	alguno	que	necesariamente	la
persecución	penal	de	los	actos	de	tráfico	de	influencias	cuando	éstas	sean
simuladas	resulte	inconstitucional.	En	efecto,	en	el	presente	caso	se	ha
analizado	la	constitucionalidad	de	la	despenalización	de	los	actos	de	tráfico
de	influencias	irreales,	no	habiéndose	encontrado	disconformidad	con	la
norma	constitucional.	Sin	embargo,	de	ello	no	se	puede	inferir	de	manera
mecánica	que	el	legislador	esté	prohibido	de	incorporarlo	nuevamente	al
ordenamiento	jurídico.	Ello	supondría	un	nuevo	juicio	de	constitucionalidad
sobre	su	criminalización,	aspecto	que	no	ha	sido	materia	de	demanda	de
inconstitucionalidad.	(...).”	(TC,	Exp.	00017-2011-PI/TC,	may.	03/2012,	S.	S.
Álvarez	Miranda)
JURISPRUDENCIA.—El	tráfico	de	influencias	se	consuma	sin	importar	si
se	logra	o	no	la	resolución	pretendida.	“Un	atentado,	aunque	lejano	contra
la	imparcialidad	del	funcionario	y	el	carácter	público	de	la	función	(Abanto
Vásquez),	el	prestigio	y	el	regular	funcionamiento	de	la	administración
pública,	específicamente	la	administración	de	justicia	jurisdiccional	o
administrativa	(Rojas	Vargas),	nos	encontramos	ante	un	delito	de	peligro,
donde	la	influencia	sobre	el	funcionario	público	no	tiene	que	darse
necesariamente	para	la	consumación	del	delito.	Por	ello,	siguiendo	a	Fidel
Rojas	Vargas,	el	aspecto	de	la	licitud	o	ilicitud	del	contenido	de	intersección	y
de	la	resolución	que	se	obtenga	pierde	significatividad	sustantiva,	pues	el
delito	se	consuma	con	prescindencia	de	tales	cualificaciones,	al	recaer	la
conducta	típica	en	momentos	anteriores	a	la	dación	de	la	resolución	o	de	la
influencia	practicada	sobre	el	sujeto	público,	la	puesta	en	peligro	del	bien
jurídico	se	concretó	con	la	invocación	de	influencias	y	el	respectivo	pacto	a
través	de	medios	corruptores	y	el	ofrecimiento	de	la	intermediación.	(...).
Es	además	un	delito	de	simple	actividad,	que	no	requiere	para	su
consumación	que	se	produzca	lesión	al	bien	jurídico	protegido,	basta	la	sola
realización	de	la	conducta,	lo	que	determina	además	su	naturaleza	de	delito
instantáneo,	que	se	deriva	del	verbo	rector	‘invocar’”.	(CSJL,	Exp.	00172-2011-
6-1826-JR-PE-01,	abr.	23/2013.	Pres.	Susana	Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Superior	de	Lima	precisa	naturaleza	y	actos
ejecutivos	del	delito	de	tráfico	de	influencias.	“8.3.	El	tipo	penal	requiere	la
concurrencia	de	diversos	actos	ejecutivos:	a)	Invocación	de	influencias;
elemento	que	alude	a	lo	que	tradicionalmente	se	conoce	como	‘venta	de	humo’
y	con	el	cual	se	inicia	la	conducta	típica;	b)	Ofrecimiento	de	interceder,	a	favor
del	interesado	ante	funcionario	o	servidor	público	que	esté	conociendo	o	haya
conocido	un	caso	judicial	o	administrativo;	se	trata	de	un	acto	intermedio	de
parte	del	traficante	de	influencias,	que	permite	el	pacto	entre	éste	y	el
interesado;	c)	Recibir,	dar	o	prometer	donativo,	promesa	o	cualquier	ventaja
por	parte	del	interesado;	o	hacerse	dar	o	prometer	donativo,	promesa	o
cualquier	ventaja	por	parte	del	traficante.	La	presencia	de	estos	verbos
rectores	cierra	la	tipicidad	de	la	figura	legal	que	se	analiza.	Ellos	expresan	el
pacto	-	entre	el	traficante	que	oferta	sus	influencias	y	el	interesado	que
procura	un	beneficio	inmediato	o	mediato	de	índole	procesal	o	procedimental.
El	delito	se	ha	consumado	al	haberse	producido	la	entrega	del	donativo,	la
promesa	de	donativo	o	cualquier	otra	ventaja	para	que	el	traficante	interceda
por	este	último	a	nivel	de	influencias	ante	los	funcionarios	señalados	por	la
norma	penal.	El	provecho	económico	percibido	o	hecho	prometer	por	el	sujeto
activo	del	delito	puede	ser	para	el	mismo	o	de	un	tercero.
8.4.	Un	sector	de	la	doctrina	tiene	establecido	que	estamos	frente	a	un	delito
de	encuentro,	pues	supone	un	supuesto	de	participación	necesaria,	ya	que
para	su	realización	se	necesita	de	la	intervención	de	más	de	una	persona.	En
nuestro	sistema,	jurisprudencialmente	se	admite	esta	tesis,	por	lo	que	la
participación	del	interesado	puede	darse	en	grado	de	instigación	o
complicidad”.	(CSJL,	Exp.	00172-2011-6-1826-JR-PE-01,	abr.	23/2013.	Pres.
Susana	Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Superior	de	Lima:	el	delito	de	tráfico	de
influencias	admite	participación.	“El	tráfico	de	influencias	es	un	tipo	penal
común	de	intervención	necesaria	al	tratarse	de	un	delito	de	encuentro,	porque
constata	la	concurrencia	de	sujetos:	el	traficante,	el	interesado	y	otros
intervinientes	de	ser	el	caso.	Si	bien	existen	posiciones	a	favor	y	en	contra	de	la
punibilidad	de	los	títulos	de	participación	–instigador	y	cómplices–,	el
colegiado	considera	que	tal	intervención	es	posible	y	corresponderá	establecer
en	cada	caso	concreto	los	límites	de	la	responsabilidad	penal.
La	intervención	del	interesado	en	el	caso	que	nos	ocupa	se	sustenta	en	la
teoría	de	la	intervención	delictiva	(injusto	de	la	intervención).	Tanto	el	autor
como	el	partícipe	acceden	al	tipo	penal	de	la	parte	especial	por	el	aporte	al
hecho	principal	común	y	la	vinculación	al	injusto,	ello	conforme	al	‘principio
de	accesoriedad	(...)’.”	(Corte	Superior	de	Lima,	Exp.	00193-2012-9-1826-JR-
PE-03,	jul.	18/2013.	Pres.	Susana	Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—Configuración	de	la	complicidad	en	el	delito	de
tráfico	de	influencias	necesita	la	“compra”	de	la	influencia	real	y	del
ofrecimiento	de	interceder.	“Por	otro	lado,	el	cómplice	no	solo	requiere	la
aceptación	de	la	invocación	de	la	influencia	real	y	del	ofrecimiento	de
interceder	por	parte	del	traficante,	sino	la	compra	de	los	mismos	mediante	la
promesa	de	donativo.	El	aporte	no	solo	se	mide	por	la	contribución	fáctica	del
cómplice	primario	(contenido	en	reuniones,	acuerdos,	suministro	de
información,	llamadas	telefónicas,	correos	electrónicos,	audios	y	videos,	etc.)
que	constituye	un	referente	o	una	pauta	de	valoración,	sino	también,	en	un
sentido	jurídico-normativo,	como	quebrantar	las	expectativas	inherentes	al
rol	o	comportamiento	(imparcialidad	y	objetividad)	del	funcionario	que	tiene
conocimiento	del	caso	administrativo	a	través	de	un	traficante	ante
determinado	organismo	del	Estado”.	(Corte	Superior	de	Lima,	Exp.	00193-
2012-9-1826-JR-PE-03,	jul.	18/2013.	Pres.	Susana	Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—El	tráfico	de	influencias	se	aparta	de	los	elementos
de	la	oferta	regulados	en	el	Código	Civil.	“(...)	el	delito	de	tráfico	de
influencias	quedó	consumado	ya	que	al	ser	un	delito	de	peligro	abstracto,	es
irrelevante	que	se	verifique	si	se	ha	producido	o	no	el	resultado	o	influencia
efectiva	(física	y	temporalmente	separado	de	la	conducta)	sobre	los
funcionarios	públicos,	sino	que	los	intervinientes	en	el	hecho	punible	(autor	o
partícipe)	tengan	la	capacidad	material	de	perturbar	los	principios	de
imparcialidad	y	objetividad	del	funcionario	que	tiene	conocimiento	del	caso
administrativo,	pues	lo	que	se	pretende	es	bloquear	los	comportamientos
riesgosos	de	ataque	o	lesión	a	los	bienes	jurídicos	de	carácter	institucional	de
la	entidad	u	organismo	del	Estado.	Inclusive	como	acto	post	consumativo,	se
cumplió	con	una	de	las	promesas	de	(...),	de	conseguir	una	cita	entre	el	alcalde
con	(...),	la	que	se	llevó	a	cabo	el	sábado	14	de	abril	del	2012,	en	la	losa
deportiva	(...),	en	la	que	si	bien	no	se	trató	propiamente	el	tema	de	la
revocatoria	de	la	licencia	de	funcionamiento	de	la	empresa,	constituye	un
indicio	que	la	juez	ha	considerado	en	su	sentencia.
23.	Por	tal	motivo,	compartimos	la	argumentación	de	la	señorita	juez,	en	el
sentido	que	no	es	de	recibo	la	tesis	de	la	defensa,	respecto	a	los	elementos	de	la
oferta	regulados	en	el	Código	Civil,	ya	que	se	ha	acreditado	un	pacto	criminal”.
(Corte	Superior	de	Lima,	Exp.	00193-2012-9-1826-JR-PE-03,	jul.	18/2013.
Pres.	Susana	Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—El	delito	de	tráfico	de	influencias	es	un	delito
común.	“La	defensa	(...)	postula	como	pretensión	subsidiaria	que	los	hechos
del	autor	se	subsuman	en	el	párrafo	del	artículo	400	del	CP.	Sostiene	que	en	el
supuesto	que	su	patrocinado	sea	condenado,	debe	ser	por	el	tipo	base	y	no	el
agravado,	pues	el	tráfico	de	influencias	es	un	delito	de	dominio,	por	tanto	el
autor	puede	ser	cualquier	persona,	inclusive	un	funcionario	público,	y	en	base
al	principio	de	proporcionalidad	tiene	que	existir	una	diferencia	entre	el	autor
funcionario	público	de	la	modalidad	básica	y	el	autor	funcionario	público	de
la	modalidad	agravada.	A	su	criterio,	el	primero	tiene	un	deber	de	función
genérico,	no	tiene	injerencia	ni	ámbito	de	competencia	funcional	en	el	proceso
judicial	o	administrativo,	mientras	que	el	segundo	sí	lo	tiene,	de	ahí	la
agravante.	(...).
27.	Al	respecto,	el	colegiado	no	comparte	tal	posición	por	las	siguientes
razones:	a)	el	delito	de	tráfico	de	influencias	es	un	delito	común,	que	establece
dos	modalidades	la	básica	y	la	agravada.	En	la	básica,	el	sujeto	activo	es	un
agente	común,	mientras	que	en	la	agravada	es	un	agente	funcionario	o
servidor	público;	b)	la	disposición	en	mención,	no	ha	delimitado	en	el	segundo
párrafo	si	se	trata	de	un	delito	especial	o	no;	el	hecho	que	el	tipo	penal	se
ubique	en	el	rubro	de	los	delitos	cometidos	por	funcionarios	públicos	no	lo
convierte	automáticamente	en	delito	especial;	c)	tampoco	regula	que	el
agente,	funcionario	o	servidor	público,	posea	o	no	competencias	u
obligaciones	especiales	o	prevalencias	de	jerarquía	o	superioridad	para
interceder	en	el	funcionario,	sino	que	puede	ser	cualquier	funcionario	público
del	Estado;	d)	del	tenor	literal	del	segundo	párrafo	del	artículo	400	del	Código
Penal,	pueden	presentarse	entre	otros	supuestos:
-	El	funcionario	traficante	labora	fuera	de	la	entidad	u	organismo	del	Estado
donde	se	ventile	el	caso	judicial	o	administrativo;
-	El	funcionario	traficante	labora	dentro	de	la	entidad	u	organismo	del
Estado	donde	se	ventila	el	caso	judicial	o	administrativo,	pero	sin	competencia
específica	de	poder	de	decisión;
-	El	funcionario	traficante	labora	dentro	de	la	entidad	u	organismo	del
Estado	donde	se	ventila	el	caso	judicial	o	administrativo	con	competencia
específica	de	poder	decisión	como	parte	integrante	de	un	órgano	colegiado.
Concluimos	que	la	condición	del	agente	funcionario	o	servidor	público	y	las
competencias	especiales	o	no,	serán	evaluadas	por	el	juez	para	la
determinación	judicial	de	la	pena	en	el	marco	abstracto	y	pena	concreta	y	en
el	marco	del	concurso	real	de	delitos	conforme	el	artículo	50	del	Código	Penal,
de	ser	el	caso”.	(Corte	Superior	de	Lima,	Exp.	00193-2012-9-1826-JR-PE-03,
jul.	18/2013.	Pres.	Susana	Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—El	tráfico	de	influencias	es	un	tipo	penal	común	y	de
intervención	necesaria.	“El	colegiado	considera	que	el	tráfico	de	influencias
es	un	tipo	penal	común	de	intervención	necesaria	al	tratarse	de	un	delito	de
encuentro,	porque	constata	la	concurrencia	de	sujetos:	el	traficante,	el
interesado	y	otros	intervinientes	de	ser	el	caso.	Indicios	que	han	sido
concatenados	por	el	juzgador	y	han	permitido	construir	la	prueba	indiciaria
suficiente	para	enervar	la	presunción	de	inocencia	que	como	derecho
fundamental	le	asistía	al	acusado”.	(TC,	Exp.	00151-2012-4-1826-JR-PE-01,
set.	16/2013.	S.	S	Susana	Ynes	Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—Sentencia	que	analiza	parcialmente	los	elementos
típicos	del	delito	de	tráfico	de	influencias	viola	la	debida	motivación.
“Omitiendo	el	análisis	integral	de	los	hechos	imputados,	que	comprendían	la
invocación	de	influencias	con	el	requerimiento	económico	efectuado	por	la
acusada	hacia	la	testigo	(...),	no	sólo	con	la	finalidad	de	interceder	ante	el
asistente	de	juez	(...),	para	que	emita	un	proyecto	de	resolución	favorable	a	la
testigo	(...),	sino	también	para	interceder	ante	el	juez	de	la	causa	para	que
resuelva	de	manera	favorable.	(...).
Siendo	ello	así,	se	advierte	que	no	se	ha	resuelto	en	la	sentencia	respecto	a	los
hechos	imputados	en	su	integridad,	sino	en	forma	parcial,	no	advirtiéndose
que	tal	decisión	sea	un	error	material	susceptible	de	integración,	toda	vez	que
en	la	parte	considerativa	de	la	sentencia,	no	se	ha	fundamentado	en	momento
alguno	si	dicho	extremo	omitido	era	amparado	o	no	por	el	juez	de	la	causa,	no
habiéndose	pronunciado	al	respecto;	siendo	ello	determinante	para	la
configuración	del	tipo	penal	y	determinación	judicial	de	la	pena.
Por	tanto,	se	ha	incurrido	en	incongruencia	omisiva,	al	haber	dejado
incontestada	la	pretensión	del	Ministerio	Público	en	dicho	extremo,
vulnerando	el	contenido	esencial	del	derecho	a	la	motivación	de	las
resoluciones”.	(CSJL,	Exp.	00078-2012-7-1826-JR-PE-01,	oct.	22/2013.	V.	P.
Sara	del	Pilar	Maita	Dorregaray)
JURISPRUDENCIA.—CS:	para	acreditar	el	ejercicio	ilegítimo	de	la
actividad	del	abogado	no	se	requiere	pronunciamiento	institucional
previo	del	Colegio	de	Abogados.	“El	sistema	de	valoración	de	prueba	que	ha
acogido	nuestra	legislación	procesal	es	el	de	sana	crítica.	Este	no	limita	la
posibilidad	de	establecer	criterios	determinados	para	la	valoración,	pero	sólo
serán	pautas	para	el	juez,	que	apoyado	de	un	conocimiento	sobre	ciencia	o
técnica,	reglas	de	la	lógica	y	máximas	de	la	experiencia,	resolverá	regido	por
verdaderos	criterios	de	conocimiento	que	garanticen	a	la	vez	un	adecuado
juzgamiento.	(...)	De	ahí	que	el	juez	esté	en	la	libertad	de	valorar	la	prueba
para	acreditar	si	el	acusado	ejerció	su	actividad	profesional	conforme	a
derecho	y	motivadamente,	por	lo	que	no	será	obligatorio	tomar	por	ciertos
informes	jurídicos,	que	sólo	ilustran	al	juez,	pues	no	pueden	reemplazar	su
criterio”.	(C.	S.,	Cas.	374-2015-Lima,	nov.	13/2015.	V.	P.	Neyra	Flores)
JURISPRUDENCIA.—El	tráfico	de	influencias	simuladas	es	un	delito	de
peligro	y	de	simple	actividad,	y	afecta	la	“imagen	y	prestigio”	de	la
administración.	“‘El	delito	de	tráfico	de	influencias	simuladas	es	de	peligro	y
de	simple	actividad	que	significa:	i)	Atribuirse	poseer	influencias	ante	un
funcionario	o	servidor	público	será	un	acto	preparatorio	del	delito.	ii)	El
tráfico	de	la	propia	mediación:	ofrecimiento	de	interceder,	es	un	acto
ejecutivo.	iii)	La	aceptación	del	dinero,	utilidad	o	promesa,	es	un	acto	de
consumación.	(...)	Este	verbo	rector,	de	invocar	influencias	con	el	‘ofrecimiento
de	interceder’,	por	lo	general	obedece	a	propuestas	expresas	efectuadas
directamente	por	el	traficante	al	interesado,	las	cuales	consistirían	en	la
afirmación	o	la	atribución	que	el	sujeto	tendría	la	capacidad	de	influir	en	un
funcionario	público,	es	decir,	el	agente	sin	legitimidad	para	obrar	invoca	la
capacidad	o	posibilidad	de	orientar	o	manipular	la	conducta	de	este	en	una
dirección	determinada.	Estos	ofrecimientos	y	los	actos	que	derivan	de	ello,	por
máximas	de	la	experiencia	se	realizan	subrepticiamente,	de	forma	clandestina
no	pública’.	‘(...)	De	ahí	que	el	bien	jurídico	de	este	tipo	penal	no	puede	ser	el
normal	desarrollo	o	correcto	funcionamiento	de	la	administración	pública,	ni
la	imparcialidad	de	esta.	Lo	más	correcto	es	que	protege	la	imagen	y	prestigio
de	la	administración	pública	y	de	forma	mediata	su	regular	funcionamiento.
Esta	mínima	lesividad	de	los	actos	que	se	tipifican	en	el	delito	de	tráfico	de
influencias	simuladas,	por	la	ineficacia	a	la	afectación	del	bien	jurídico	citado,
se	deben	de	tomar	en	cuenta	al	momento	de	efectuar	alguna	interpretación,
de	conformidad	con	–el	carácter–	subsidiario	y	fragmentario	del	Derecho
Penal	(principio	de	ultima	ratio)	(...)’.”	(C.	S.,	Cas.	374-2015-Lima,	nov.
13/2015.	V.	P.	Neyra	Flores)
DOCTRINA.—Formas	 de	 intervención	 en	 los	 delitos	 de	 peculado	 y
tráfico	 de	 influencias.	 “(…)	 Argumento.-	 La	 intervención	 del	 interesado
que	se	limita	a	comprar	influencias	siempre	es	impune	porque	el	tipo	penal
sólo	 incorpora	como	sujeto	activo	al	que	ofrece	 influencias,	no	a	quien	 las
solicita,	 esto	 es,	 se	 trata	 de	 un	 tipo	 penal	 monosubjetivo.	 ‘Las	 reglas	 de
participación	 de	 la	 parte	 general	 sólo	 pueden	 ser	 aplicadas	 a	 quienes	 su
participación	 no	 está	 prevista	 en	 el	 tipo	 penal’.	 ‘El	 acto	 de	 ofrecer	 la
promesa	no	constituye	un	acto	de	ayuda	o	colaboración	con	el	delito,	dado
que	 forma	parte	de	 su	misma	definición’.	 Según	esta	posición,	 sólo	podría
sostenerse	la	punición	del	interesado	si	expresamente	la	estableciera	algún
precepto	de	 la	parte	especial,	 sea	el	propio	artículo	400	u	otro	del	Código
Penal.
Refutación.-	De	entrada,	debe	aclararse	que	la	punición	de	sujeto	distintos
al	 traficante	 de	 influencias,	 que	 intervengan	 instigando	 (Art.	 24	 CP)	 o
favoreciendo	 dolosamente	 (Art.	 25	 CP)	 la	 conclusión	 del	 acuerdo	 de
intercesión,	debe	ser	aceptado	sin	recelo.	Negarla	por	considerar	que	el	Art.
400	sólo	sanciona	al	traficante	equivaldría	a	negar	la	sanción	de	quienes	por
ejemplo	inducen	o	colaboran	en	un	robo.	Efectivamente,	de	acuerdo	a	este
razonamiento,	 habría	 que	 considerar	 atípico	 el	 aporte	 de	 quienes
suministran	las	armas,	proporcionan	información	acerca	del	lugar	donde	se
perpetrará	 el	 asalto,	 y	 facilitan	 la	 huida	 luego	 de	 la	 ejecución,	 pues	 el
artículo	188	del	Código	Penal	sólo	sanciona	a	quien	se	apodera	de	un	bien
mueble	 mediante	 sustracción	 y	 con	 violencia.	 Por	 ello,	 acertadamente,
algunos	de	los	autores	que	han	criticado	la	tesis	de	intervención	punible	del
interesado	admiten	 la	posibilidad	de	 sancionar	a	 terceros	que	 intervienen
en	 el	 suceso	 como	 cómplices	 e	 instigadores	 de	 tráfico	 de	 influencias.
Empero,	 como	 hemos	 reseñado,	 consideran	 que	 la	 aceptación	 del	 propio
interesado	no	puede	valorarse	como	aporte	de	complicidad	punible	porque
el	tipo	penal	que	la	describe	no	la	sanciona.
Como	hemos	anotado,	los	tipos	de	la	parte	especial	criminalizan	supuestos
de	 hecho	 cuya	 configuración	 dependerá	 de	 las	 aportaciones	 de	 los
intervinientes	 en	un	 caso	 concreto.	 La	 valoración	 jurídico-penal	 de	dichas
contribuciones	 se	 realiza	 de	 acuerdo	 a	 la	 teoría	 general	 de	 la	 imputación,
cuya	 aplicación	 tiene	 como	 límite	 la	 definición	 de	 autor	 y	 partícipe	 que
ofrece	 la	parte	general	(Arts.	23	al	25	CP)..	 (...)”.	 (REAÑO	PESCHIERA,	 José
Leandro,	 “Formas	 de	 Intervención	 en	 los	 delitos	 de	 peculado	 y	 tráfico	 de
influencias”.	Edit.	Jurista,	Lima	2004,	págs.	22	a	75)
DOCTRINA.—Definición	 y	 clasificación	 del	 delito	 de	 tráfico	 de
influencias.	Formas	de	intervención	en	los	delitos	de	peculado	y	tráfico
de	influencias.	 “1.	 El	 delito	 de	 tráfico	 de	 influencias	 por	 ser	 un	 delito	 de
encuentro	 exige	 la	 presencia	 de	 voluntades	 distintas	 que	 deben	 confluir
para	 la	 configuración	 del	 injusto,	 la	 del	 traficante	 de	 influencias	 y	 la	 del
solicitante	de	influencias,	quien	asume	la	función	de	partícipe	necesario.
2.	El	solicitante	de	influencias,	en	su	condición	de	partícipe	o	concurrente
necesario,	 como	 regla	 general	 no	 puede	 ser	 considerado	 instigador	 o
cómplice,	si	solo	cumple	con	el	rol	que	el	tipo	penal	le	asigna	en	el	delito	de
encuentro,	 muy	 por	 el	 contrario	 su	 comportamiento	 es	 absolutamente
atípico.
3.	 La	 regla	 general	 de	 impunidad	 del	 partícipe	 necesario	 contiene	 dos
excepciones,	la	primera	cuando	el	solicitante	se	excede	en	el	rol	que	el	tipo
le	 asigna	 (su	 intervención	 se	 transforma	 en	 innecesaria)	 y	 la	 segunda
cuando	 dicho	 comportamiento	 el	 legislador	 lo	 prevé	 expresamente	 como
punible.	 En	 el	 caso	 de	 nuestro	 texto	 legal,	 el	 legislador	 no	 ha	 castigado
expresamente	 el	 comportamiento	 del	 partícipe	 necesario	 como	 punible,	 a
pesar	de	que	para	otro	grupo	de	delitos	lo	ha	establecido	de	forma	expresa.
4.	 Para	 el	 caso	 de	 las	 llamadas	 influencias	 reales	 no	 utilizadas,	 así	 como
para	 las	 influencias	 simuladas,	deberían	 ser	 comportamientos	 impunes	en
la	medida	 en	 que	 en	 esos	 casos	 el	 tipo	 penal	 ni	 siquiera	 entra	 en	 peligro
remoto,	 y	 se	 estaría	 presumiendo	 un	 peligro	 inexistente,	 convirtiendo	 al
derecho	 penal	 como	 mecanismo	 sancionador	 de	 comportamientos
formalmente	irregulares	pero	materialmente	inocuos.
5.	 Resulta	 importante	 entender	 como	 bien	 jurídico	 objeto	 de	 tutela	 la
imparcialidad,	 objetividad	y	 correcto	 funcionamiento	de	 la	 administración
pública,	 pues	 entenderlo	 de	 otra	 forma	permitiría	 la	 protección	de	 bienes
jurídicos	desprovistos	de	contenido	semántico,	como	lo	es	intentar	tutelar	el
buen	nombre	de	la	administración	pública,	cuando	en	la	práctica	resultaría
cuestionable	 si	 la	 administración	 pública	 goza	 de	 un	 buen	 nombre	 o
reputación.
6.	El	 contenido	de	 la	ventaja,	donativo	promesa	o	beneficio	no	puede	 ser
otro	que	aquel	que	tenga	un	contenido	económico,	o	en	el	que	subyace	por
lo	 menos	 un	 contenido	 patrimonial,	 pues	 de	 lo	 contrario	 un	 grupo	 de
comportamientos	socialmente	adecuados	podrían	 incluirse	como	punibles,
orientando	al	derecho	penal	a	una	sobrecriminalización	innecesaria.
7.	La	modificación	hecha	por	el	legislador	del	artículo	400	del	Código	Penal,
no	 toma	 en	 cuenta	 las	 críticas	 que	 del	 mismo	 se	 hicieran	 antes	 de	 dicha
reforma	 legislativa,	 a	 pesar	 de	 que	 en	 algunos	 aspectos	 la	 doctrina
especializada	coincida	que	era	necesario	mejorar	su	redacción,	como	en	el
caso	 de	 establecer	 la	 impunidad	 de	 los	 casos	 de	 influencias	 simuladas,	 si
quería	 castigar	 al	 partícipe	 necesario	 incorporar	 expresamente	 su
comportamiento	 como	 punible,	 entre	 otros.	 Por	 su	 parte	 resulta	 acertado
incluir	 los	 casos	 en	 donde	 la	 influencia	 se	 dirige	 a	 un	 proceso	 que	 el
funcionario	público	vaya	a	conocer,	pues	allí	si	hay	una	anticipación	real	de
tutela	 al	 bien	 jurídico.	 (…)”	 (Rodríguez,	 Julio,	 “El	 final	 de	 la	 Historia:	 ¡el
interesado	 en	 el	 tráfico	 de	 influencias	 es	 impune!,	 “Ius	 et	 veritas”,	 Lima,
PUCP,	Año	XVI,	Número	33,	agosto	del	2007,	pág.	248	a	263)
COMENTARIO.—Sucesión	normativa	del	artículo	400	del	Código	Penal.
1.	 El	 texto	 anterior	 del	 artículo,	 según	 Ley	 28355,	 publicada	 el	 06	 de
octubre	 del	 2004	 y	 vigente	 desde	 el	 07/10/2004	 hasta	 el	 10/06/2011,
establecía:	 “Modificado.	 Ley	 28355,	 Art.	 1°.	 Tráfico	 de	 influencias.	 El
que,	invocando	o	teniendo	influencias	reales	o	simuladas	recibe,	hace	dar	o
prometer	 para	 sí	 o	 para	 un	 tercero,	 donativo	 o	 promesa	 o	 cualquier	 otra
ventaja	o	beneficio	con	el	ofrecimiento	de	interceder	ante	un	funcionario	o
servidor	 público	 que	 ha	 de	 conocer,	 esté	 conociendo	 o	 haya	 conocido	 un
caso	judicial	o	administrativo,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad
no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de	seis	años.
Si	el	agente	es	un	funcionario	o	servidor	público,	será	reprimido	con	pena
privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 cuarto	 ni	 mayor	 de	 ocho	 años	 e
inhabilitación	conforme	a	los	incisos	1	y	2	del	artículo	36	del	Código	Penal.”
2.	Luego,	el	texto	fue	modificado	por	la	Ley	29703,	publicada	el	10	de	junio
del	 2011	 y	 vigente	 desde	 el	 11/06/2011	 hasta	 el	 21/07/2011	 establecía:
“Modificado.	 Ley	29703,	Art.	 1°.	 Tráfico	de	 influencias.	El	 que	 solicita,
recibe,	 hace	 dar	 o	 prometer,	 para	 sí	 o	 para	 otro,	 donativo,	 promesa,
cualquier	ventaja	o	beneficio,	por	el	ofrecimiento	real	de	interceder	ante	un
funcionario	o	servidor	público	que	haya	conocido,	esté	conociendo	o	vaya	a
conocer	un	caso	judicial	o	administrativo	será	reprimido	con	pena	privativa
de	libertad	no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de	seis	años.
Si	 el	 agente	 es	 funcionario	 o	 servidor	 público,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 cuatro	 ni	 mayor	 de	 ocho	 años	 e
inhabilitación	 conforme	 a	 los	 numerales	 1	 y	 2	 del	 artículo	 36	 del	 Código
Penal.”
3.	El	texto	anterior	del	artículo	establecía.	“Art.	400.-Modificado.	Ley	29758,	Art.	Único.Tráfico	de
influencias.	El	que,	invocando	o	teniendo	influencias	reales	o	simuladas,	recibe,	hace	dar	o	prometer
para	sí	o	para	un	tercero,	donativo	o	promesa	o	cualquier	otra	ventaja	o	beneficio	con	el	ofrecimiento
de	 interceder	 ante	 un	 funcionario	 o	 servidor	 público	 que	 ha	 de	 conocer,	 esté	 conociendo	 o	 haya
conocido	un	caso	judicial	o	administrativo,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de
cuatro	ni	mayor	de	seis	años.
Si	el	agente	es	un	funcionario	o	servidor	público,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no
menor	de	cuatro	ni	mayor	de	ocho	años	e	inhabilitación	conforme	a	los	incisos	1	y	2	del	artículo	36
del	Código	Penal”.
C.	P.
ART.	 401.—Modificado.	 Ley	 30111,	 Art.	 Único.
Enriquecimiento	 ilícito.	 El	 funcionario	 o	 servidor	 público	 que,
abusando	 de	 su	 cargo,	 incrementa	 ilícitamente	 su	 patrimonio
respecto	 de	 sus	 ingresos	 legítimos	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	de	 libertad	no	menor	de	cinco	ni	mayor	de	diez	años	y
con	trescientos	sesenta	y	cinco	a	setecientos	treinta	días-multa.
Si	el	agente	es	un	funcionario	público	que	ha	ocupado	cargos	de
alta	dirección	en	las	entidades,	organismos	o	empresas	del	Estado,
o	 está	 sometido	 a	 la	 prerrogativa	 del	 antejuicio	 y	 la	 acusación
constitucional,	la	pena	privativa	de	libertad	será	no	menor	de	diez
ni	 mayor	 de	 quince	 años	 y	 con	 trescientos	 sesenta	 y	 cinco	 a
setecientos	treinta	días-multa.
Se	considera	que	existe	indicio	de	enriquecimiento	ilícito	cuando
el	aumento	del	patrimonio	o	del	gasto	económico	personal	del
funcionario	o	servidor	público,	en	consideración	a	su	declaración
jurada	de	bienes	y	rentas,	es	notoriamente	superior	al	que
normalmente	haya	podido	tener	en	virtud	de	sus	sueldos	o
emolumentos	percibidos	o	de	los	incrementos	de	su	capital	o	de
sus	ingresos	por	cualquier	otra	causa	lícita.
FUNCIÓN	JURISDICCIONAL
Const.
ART.	 146.—La	 función	 jurisdiccional	 es	 incompatible	 con	 cualquiera	 otra
actividad	pública	o	privada,	con	excepción	de	la	docencia	universitaria	fuera
del	horario	de	trabajo.
Los	jueces	sólo	perciben	las	remuneraciones	que	les	asigna	el	presupuesto
y	las	provenientes	de	la	enseñanza	o	de	otras	tareas	expresamente	previstas
por	la	ley.
El	Estado	garantiza	a	los	magistrados	judiciales:
1.	Su	independencia.	Sólo	están	sometidos	a	la	Constitución	y	la	ley.
2.	 La	 inamovilidad	 en	 sus	 cargos.	 No	 pueden	 ser	 trasladados	 sin	 su
consentimiento.
3.	Su	permanencia	en	el	servicio,	mientras	observen	conducta	e	idoneidad
propias	de	su	función.	y
4.	Una	remuneración	que	les	asegure	un	nivel	de	vida	digno	de	su	misión	y
jerarquía.
JURISPRUDENCIA.—Si	la	norma	nueva	solo	delimita	los	elementos
objetivos	del	tipo	penal,	entonces	no	procede	la	retroactividad	benigna.
“(…)	La	descripción	típica	original	(conforme	al	Código	Penal	de	1991)	del
delito	enriquecimiento	ilícito	(…)	A	dicho	artículo	se	le	incorporó,	a	través	de
la	Ley	27482	el	siguiente	párrafo	(…).	Analizados	y	comparados	las	dos
descripciones	típicas	debemos	afirmar,	de	modo	categórico,	que	la
modificatoria	introducida	por	la	ley	a	la	que	se	ha	hecho	referencia	en	las
consideraciones	precedentes	no	incluye	ningún	elemento	típico	nuevo	pues,	en
efecto,	como	bien	lo	ha	precisado	el	A-quo,	dicha	incorporación	lo	único	que
hace	es	delimitar	los	elementos	objetivos	del	tipo	penal	y	no	modifican	la
esencia	de	la	imputación	formulada	contra	el	hoy	recurrente,	ni	tampoco	una
agravación	de	la	conducta	que	tenga	repercusión	con	la	intensidad	de	la
respuesta	punitiva	de	parte	del	Estado,	por	lo	que	su	aplicación	al	caso	no
constituye	una	aplicación	retroactiva	de	la	ley	penal.	En	tal	sentido,	este
extremo	de	la	demanda	debe	ser	desestimada.	(…).”	(TC,	Exp.	3509-2009-
PHC/TC,	oct.	19/2009.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—El	enriquecimiento	de	la	pareja	sentimental	del
funcionario	público	no	prueba	el	delito	de	enriquecimiento	ilícito.	“8.	A
simple	vista	parecería	que	todo	es	claro.	Cuando	el	incremento	del	patrimonio
sea	de	un	tercero	distinto	al	funcionario	o	servidor	público	investigado,	el
delito	no	se	configura.	Sin	embargo	una	solución	así	de	tajante	podría	resultar
demasiado	simplista	y	ajena	a	la	realidad.	Lo	cierto	es	que	la	experiencia	nos
enseña	que	si	alguien	se	enriquece	abusando	de	su	cargo	público,	tendrá	la
inclinación	a	no	permitir	que	el	dinero	mal	habido	figure	a	su	nombre.	Esto
normalmente	lo	perseguirá	incrementando	el	patrimonio	de	otra	persona	de
modo	simulado,	ejerciendo	el	dominio	de	los	bienes	de	facto.	Es	decir,
empleará	testaferros	(...).”
18.	En	el	caso	que	nos	ocupa	los	procesados	tenían	una	relación	sentimental	y
de	allí	es	que	la	sala	superior	entiende	que	el	desbalance	patrimonial	de	quien
no	es	funcionario	público	proviene	de	un	abuso	del	cargo	de	quien	sí	fue
funcionaria	pública.	Las	relaciones	entre	las	personas,	y	ello	incluye	las
amicales,	no	prueban	nada	distinto	el	vínculo	mismo.	Deducir	otra	cosa	a
partir	de	ellas	es	un	salto	lógico	que	vulnera	las	reglas	de	la	sana	crítica	en	su
manifestación	de	reglas	de	la	lógica	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	782-2015-Del	Santa,	jul.
06/2016.	V.	P.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—CS:	el	aumento	del	patrimonio	o	del	gasto	del
funcionario	público	son	indicios	de	enriquecimiento	ilícito,	pero	no
configuran	la	conducta	típica.	“12.	Finalmente,	llama	la	atención	que	en	la
redacción	actual	del	artículo	401	del	Código	Penal,	se	dice	que	el	aumento	del
patrimonio	o	del	gasto	del	funcionario	público	son	indicios	de	enriquecimiento
ilícito.	Esta	parte	del	tipo	penal	no	configura	la	conducta	típica,	lo	que	ha
hecho	es	introducir	como	indicio	notable	el	incremento	del	patrimonio	o	el
gasto	del	funcionario.	Sin	embargo	de	la	literalidad	de	esta	norma,	se
desprende	que	como	indicio	que	es,	no	es	prueba	de	enriquecimiento	ilícito,
sino	que	tendrá	que	reunir	todas	las	reglas	de	la	prueba	indiciaria	para
desplegar	eficacia	probatoria.
13.	Cabe	precisar	al	respecto,	que	el	indicio	de	incremento	patrimonial	o	del
gasto	es	indicio	si	se	predican	de	un	funcionario	o	servidor	público.	Y	en	su
condición	de	indicio,	no	prueba	los	hechos,	sino	que	abre	la	posibilidad	a	su
posterior	investigación	y	ahondamiento	con	pruebas	capaces	de	confirmar	los
hechos	materia	de	imputación.	Ello	debido	a	que	el	derecho	constitucional	a	la
presunción	de	inocencia	se	mantiene	imponiendo	la	carga	de	la	prueba	al
Ministerio	Público.	Este	indicio	solo	se	le	puede	aplicar	al	funcionario	o
servidor	público,	no	operará	cuando	se	trate	de	un	tercero	que	pudiera	tener
algún	tipo	de	relación	con	el	funcionario	o	servidor	público	investigado	por	el
delito	de	enriquecimiento	ilícito”.	(C.	S.,	Cas.	782-2015-Del	Santa,	jul.	06/2016.
V.	P.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—El	artículo	26	del	Código	Penal	adopta	la	tesis	de	la
ruptura	del	título	de	imputación:	la	complicidad	o	instigación	del
particular	son	imposibles	en	el	delito	de	enriquecimiento	ilícito.	“9.	En
esta	hipótesis	lo	que	tenemos	es	que	el	autor	del	enriquecimiento	ilícito	estaría
realizando	de	mano	propia	el	delito	de	enriquecimiento	ilícito	por	cuanto	en
realidad	incrementa	sus	bienes	disimulándose	como	no	propietario.	Por	tanto,
en	estos	supuestos	se	tendrá	que	probar	dicha	simulación.	La	pregunta	que
inmediatamente	nos	asalta	es	qué	tipo	de	intervención	delictiva	es	atribuible
al	testaferro.
10.	El	artículo	26	del	Código	Penal	recoge	la	tesis	de	la	ruptura	del	título	de
imputación.	Esto	significa	que	en	los	delitos	especiales,	el	status	del	autor
impide	que	se	pueda	imputar	responsabilidad	penal	a	otra	persona	distinta	de
él.	La	razón	estriba	en	que	los	delitos	especiales	criminalizan	conductas	que
sólo	pueden	desplegar	ciertos	sujetos,	y	de	hecho	el	disvalor	de	la	conducta
está	en	función	a	esa	condición	especial	que	tiene	la	persona.	Si	lo	que	permite
sancionar	es	esa	condición	particular	del	agente,	todo	aquel	que	no	la	tenga
escapa	al	radio	punitivo	de	la	norma	por	aplicación	del	principio	de	legalidad.
11.	Así	las	cosas,	el	artículo	25	del	Código	Penal	que	prevé	la	complicidad
para	quien	realiza	un	aporte	esencial,	en	el	caso	del	cómplice	primario;	u	no
esencial,	en	el	caso	del	cómplice	secundario,	resulta	de	imposible	aplicación	al
delito	de	enriquecimiento	ilícito.	La	razón	hunde	sus	raíces	en	lo	ya	expresado,
nadie	más	que	el	sujeto	con	status	puede	quebrantar	la	norma	de	conducta,	y
todo	apoyo	aporte	que	reciba	escapará	al	radio	punitivo	de	la	norma	que	sólo
pretende	alcanzar	a	un	sujeto	con	condiciones	especiales.	La	misma	lógica	se
puede	aplicar	a	la	inducción	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	782-2015-Del	Santa,	jul.	06/2016.
V.	P.	Villa	Stein)
DOCTRINA.—Corte	Suprema	colombiana	precisa	las	características	del
delito	de	enriquecimiento	ilícito.	“(…)	El	delito	de	enriquecimiento	ilícito,
requiere	 de	 un	 sujeto	 activo	 cualificado	 –servidor	 público–	 quien	 en
ejercicio	 del	 cargo	 o	 de	 las	 funciones	 o	 durante	 el	 bienio	 siguiente	 a	 su
desvinculación	oficial,	 aumente	 injustificadamente	su	patrimonio,	es	decir,
que	 el	 mismo	 no	 halle	 explicación	 en	 el	 salario	 que	 percibía	 ni	 en	 las
actividades	legales	particulares	que	paralelamente	realizara.
Además,	la	conducta	punible	es	de	resultado	en	cuanto	el	acrecentamiento
debe	 traducirse	 en	 el	 ascenso	 desproporcionado	 de	 sus	 activos,	 de	 sus
gastos	o	en	el	descenso	de	sus	pasivos.
Tiene	 carácter	 subsidiario,	 dado	 que	 su	 configuración	 está	 supeditada	 a
que	 la	 tipicidad	 no	 puede	 constituir	 otro	 delito	 en	 el	 que	 hubiere	 podido
incurrir	el	sujeto	cualificado.
La	 conducta	 es	 esencialmente	 dolosa	 pues	 debe	 ser	 realizada
deliberadamente	 al	margen	 de	 la	 ley.”	 (Corte	 Suprema	 de	 Colombia,	 Auto
34056,	set.	08/2010.	M.	P.	Sigifredo	Espinosa	Pérez)
DOCTRINA.—Condena	 por	 enriquecimiento	 ilícito	 no	 excluye
juzgamiento	 por	 peculado.	 “Como	 quiera	 que	 dentro	 de	 los	 citados
planteamientos,	uno	de	ellos	conllevaría	a	la	cesación	del	procedimiento,	la
sala	procede	a	dar	 respuesta	 inicialmente	 al	 reparo	 fundado	en	 la	posible
vulneración	del	principio	de	non	bis	 in	 ídem,	en	 tanto	que	el	 inculpado	ya
cuenta	 con	 una	 condena	 en	 la	 cual	 se	 le	 sancionó	 por	 el	 delito	 de
enriquecimiento	ilícito	de	servidor	público,	sanción	que	a	su	juicio	subsume
el	delito	de	peculado	por	apropiación
Como	 se	 advierte,	 se	 trata	 de	 una	 afrenta	 autónoma	 e	 independiente	 al
interés	 tutelado	 por	 la	 conducta	 jurídico	 penalmente	 desaprobada	 de
peculado	por	apropiación.
La	sala,	ratificando	este	planteamiento,	recientemente	dijo:	‘De	vieja	data	la
Corte	 Suprema	 de	 Justicia	 viene	 afirmando	 la	 viabilidad	 jurídica	 de	 que
concursen	de	manera	efectiva	el	delito	de	enriquecimiento	ilícito	con	delitos
que	afecten	el	bien	jurídico	de	la	administración	pública,	en	la	medida	que
dentro	 de	 la	 globalidad	 que	 implica	 este	 bien	 jurídico	 se	 encuentran
plenamente	 diferenciados	 otros	 intereses	 jurídicos	 que	 merecen	 tutela
judicial	y	no	quedan	desplazados.
En	 tal	 sentido,	 existen	 una	 serie	 de	 intereses	 concretos	 que	 no
necesariamente	por	el	hecho	de	estar	inmersos	en	el	genérico	bien	jurídico
de	la	administración	pública,	pierden	su	identidad	o	autonomía	de	cara	a	la
intencionalidad	del	legislador	al	tipificar	conductas	que	reporten	violación	a
esos	intereses.	Por	ejemplo,	el	peculado,	que	propende	por	la	protección	del
patrimonio	 del	 Estado;	 el	 de	 concusión,	 que	 protege	 la	 legitimidad	 del
ejercicio	del	poder	estatal;	el	de	celebración	indebida	de	contratos,	que	vela
por	la	transparencia	de	la	contratación;	el	tráfico	de	influencias,	que	censura
atentados	contra	 la	 independencia	de	servidores	públicos;	el	cohecho,	que
propende	por	 la	absoluta	 igualdad	en	 la	prestación	del	servicio	público;	el
prevaricato,	 que	 sanciona	 los	 agravios	 al	 incorrecto	 funcionamiento	 de	 la
administración;	 entre	 otros,	 son	 muestra	 de	 la	 presencia	 de	 particulares
intereses	que	diferencian	uno	u	otro	tipo	penal.’.
(...).
En	 ese	 orden,	 no	 sobra	 señalar	 que	 en	 el	 aspecto	 objetivo,	 el	 delito	 de
peculado	a	favor	de	terceros	se	compone	de	la	siguiente	estructura	básica:
a)	 tipo	penal	de	sujeto	activo	calificado,	para	cuya	comisión	se	requiere	 la
calidad	 de	 servidor	 público	 del	 autor;	 b)	 que	 se	 abuse	 del	 cargo	 o	 de	 la
función	apropiándose	o	permitiendo	que	otro	lo	haga	de	bienes	del	Estado	o
de	empresas	o	 instituciones	en	que	éste	 tenga	parte	o	de	bienes	o	 fondos
parafiscales,	o	de	particulares	cuya	tenencia	o	custodia	se	le	haya	confiado
por	razón	o	con	ocasión	de	sus	funciones	(...).”	(Corte	Suprema	de	Justicia	de
Colombia,	 Sent.	 39009,	 nov.	 14/2012.	 M.	 P.	 Fernando	 Alberto	 Castro
Caballero)
COMENTARIO.—Sucesión	normativa	del	artículo	401	del	Código	Penal.
1.	 El	 texto	 anterior	 del	 artículo,	 según	 Ley	 28355,	 publicada	 el	 06	 de
octubre	 del	 2004	 y	 vigente	 desde	 el	 07/10/2004	 hasta	 el	 10/06/2011,
establecía:	 “Modificado.	 Ley	 28355,	 Art.	 1°.	 Enriquecimiento	 ilícito.	 El
funcionario	o	 servidor	público	que	 ilícitamente	 incrementa	 su	patrimonio,
respecto	 de	 sus	 ingresos	 legítimos	durante	 el	 ejercicio	 de	 sus	 funciones	 y
que	no	pueda	justificar	razonablemente,	será	reprimido	con	pena	privativa
de	 libertad	 no	 menor	 de	 cinco	 ni	 mayor	 de	 diez	 años	 e	 inhabilitación
conforme	a	los	incisos	1	y	2	del	artículo	36	del	Código	Penal.
Si	 el	 agente	 es	 un	 funcionario	 público	 que	 haya	 ocupado	 cargos	 de	 alta
dirección	 en	 las	 entidades	 u	 organismos	 de	 la	 administración	 pública	 o
empresas	 estatales,	 o	 esté	 sometido	 a	 la	 prerrogativa	 del	 antejuicio	 y	 la
acusación	 constitucional,	 la	 pena	 será	 no	 menor	 de	 ocho	 ni	 mayor	 de
dieciocho	años	e	inhabilitación	conforme	a	los	incisos	1	y	2	del	artículo	36
del	Código	Penal.
Se	 considera	 que	 existe	 indicio	 de	 enriquecimiento	 ilícito	 cuando	 el
aumento	del	patrimonio	y/o	del	gasto	económico	personal	del	funcionario	o
servidor	 público,	 en	 consideración	 a	 su	 declaración	 jurada	 de	 bienes	 y
rentas,	es	notoriamente	superior	al	que	normalmente	haya	podido	tener	en
virtud	de	sus	sueldos	o	emolumentos	percibidos,	o	de	los	incrementos	de	su
capital,	o	de	sus	ingresos	por	cualquier	otra	causa	lícita”.
2.	Luego,	el	texto	fue	modificado	por	la	Ley	29703,	publicada	el	10	de	junio
del	 2011	 y	 vigente	 desde	 el	 11/06/2011	 hasta	 el	 21/07/2011	 establecía:
“Modificado.	Ley	29703,	Art.	1°.	Enriquecimiento	ilícito.	El	funcionario	o
servidor	 público	 que,	 durante	 el	 ejercicio	 de	 sus	 funciones,	 incrementa
ilícitamente	 su	 patrimonio	 respecto	 de	 sus	 ingresos	 legítimos,	 será
reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	menor	 de	 cinco	 ni	mayor	 de
diez	años.
Si	 el	 agente	 es	 un	 funcionario	 público	 que	 ha	 ocupado	 cargos	 de	 alta
dirección	 en	 las	 entidades	 u	 organismos	 de	 la	 administración	 pública	 o
empresas	 estatales,	 o	 está	 sometido	 a	 la	 prerrogativa	 del	 antejuicio	 y	 la
acusación	 constitucional,	 la	 pena	 privativa	 de	 libertad	 será	 no	 menor	 de
ocho	ni	mayor	de	dieciocho	años.
Se	 considera	 que	 existe	 indicio	 de	 enriquecimiento	 ilícito	 cuando	 el
aumento	del	patrimonio	o	del	gasto	económico	personal	del	 funcionario	o
servidor	 público,	 en	 consideración	 a	 su	 declaración	 jurada	 de	 bienes	 y
rentas,	es	notoriamente	superior	al	que	normalmente	haya	podido	tener	en
virtud	de	sus	sueldos	o	emolumentos	percibidos	o	de	los	incrementos	de	su
capital	o	de	sus	ingresos	por	cualquier	otra	causa	lícita”.
3.	 El	 texto	 anterior	 del	 artículo	 establecía:	 “Art.	 401.-Modificado.	 Ley
29758,	 Art.	 Único.	 Enriquecimiento	 ilícito.	 El	 funcionario	 o	 servidor
público	que,	 abusando	de	su	cargo,	 incrementa	 ilícitamente	su	patrimonio
respecto	 de	 sus	 ingresos	 legítimos	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	no	menor	de	cinco	ni	mayor	de	diez	años.
Si	 el	 agente	 es	 un	 funcionario	 público	 que	 ha	 ocupado	 cargos	 de	 alta
dirección	 en	 las	 entidades,	 organismos	 o	 empresas	 del	 Estado,	 o	 está
sometido	 a	 la	 prerrogativa	 del	 antejuicio	 y	 la	 acusación	 constitucional,	 la
pena	privativa	de	libertad	será	no	menor	de	diez	ni	mayor	de	quince	años.
Se	 considera	 que	 existe	 indicio	 de	 enriquecimiento	 ilícito	 cuando	 el
aumento	del	patrimonio	o	del	gasto	económico	personal	del	 funcionario	o
servidor	 público,	 en	 consideración	 a	 su	 declaración	 jurada	 de	 bienes	 y
rentas,	es	notoriamente	superior	al	que	normalmente	haya	podido	tener	en
virtud	de	sus	sueldos	o	emolumentos	percibidos	o	de	los	incrementos	de	su
capital	o	de	sus	ingresos	por	cualquier	otra	causa	lícita”.
C.	P.
ART.	401-A.—Incorporado.	D.	L.	25489,	Art.	2°.	Adjudicación
al	Estado	de	bienes	decomisados.	 En	 todo	 caso,	 los	donativos,
dádivas	o	presentes	serán	decomisados.
C.	P.
ART.	401-B.—Incorporado.	D.	L.	25489,	Art.	2°.	Adjudicación
al	 Estado.	 Los	 bienes	 decomisados	 e	 incautados	 durante	 la
investigación	 policial	 y	 proceso	 judicial,	 serán	 puestos	 a
disposición	del	Ministerio	de	Justicia;	el	que	los	asignará	para	su
uso	en	servicio	oficial	o	del	Poder	Judicial	y	el	Ministerio	Público,
en	su	caso,	bajo	responsabilidad.
De	 dictarse	 sentencia	 judicial	 absolutoria	 se	 dispondrá	 la
devolución	del	bien	a	su	propietario.
Los	 bienes	 decomisados	 o	 incautados	 definitivamente	 serán
adjudicados	 al	 Estado	 y	 afectados	 en	 uso	 a	 los	 mencionados
organismos	públicos.	Aquellos	bienes	que	no	sirvan	para	este	fin
serán	 vendidos	 en	 pública	 subasta	 y	 su	 producto	 constituirá
ingresos	del	Tesoro	Público.
NOTA:	Artículo	rectificado	mediante	fe	de	erratas	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	12	de
mayo	de	1992.
C.	P.
ART.	 401-C.—Incorporado.	 Ley	 30424,	 Primera	 Diposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Multa	 aplicable	 a	 las
personas	 jurídicas.	 Cuando	 las	 personas	 jurídicas	 señaladas	 en
el	 artículo	 2°	 de	 la	 Ley	 que	 regula	 la	 responsabilidad
administrativa	autónoma	de	las	personas	jurídicas	por	el	delito	de
cohecho	activo	 transnacional	 resulten	 responsables	por	 el	delito
previsto	en	el	artículo	397-A,	el	 juez	impone	la	medida	de	multa,
conforme	 al	 literal	 a	 del	 artículo	 5°	 de	 la	 citada	 norma,	 sin
perjuicio	de	las	demás	medidas	administrativas	allí	previstas	que
resulten	aplicables.
CAPÍTULO	III
Delitos	contra	la	administración	de	justicia
SECCIÓN	I
Delitos	contra	la	función	jurisdiccional
C.	P.
ART.	 402.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1237,	 Artículo	 Único.
Denuncia	calumniosa.	El	que	denuncia	a	 la	autoridad	un	hecho
punible,	 a	 sabiendas	 de	 que	 no	 se	 ha	 cometido	 o	 que	 ha	 sido
cometido	por	persona	distinta	a	la	denunciada,	o	el	que	simula	o
adultera	pruebas	o	indicios	de	su	comisión	que	puedan	servir	de
motivo	 para	 un	 proceso	 penal	 o	 el	 que	 falsamente	 se	 atribuye
delito	 no	 cometido	 o	 que	 ha	 sido	 cometido	 por	 otro,	 será
reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	tres	años	y
con	ciento	ochenta	a	trescientos	sesenta	y	cinco	días-multa.
Cuando	 la	 simulación	 o	 adulteración	 directa	 o	 indirecta	 de
pruebas	 o	 indicios	 sea	 efectuada	 por	 miembros	 de	 la	 Policía
Nacional	 u	 otro	 funcionario	 o	 servidor	 público	 encargado	 de	 la
prevención	 del	 delito,	 y	 que	 puedan	 servir	 de	 sustento	 para	 un
proceso	penal	por	tráfico	ilícito	de	drogas,	 la	pena	será	privativa
de	libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	seis	años	y	trescientos
sesenta	y	cinco	a	setecientos	treinta	días-multa.
JURISPRUDENCIA.—Diferencia	entre	calumnia	(denuncia	calumniosa)	y
denuncia	falsa	se	produce	a	nivel	de	bien	jurídico	tutelado.	“(...)	si	bien	es
cierto	no	evidencian	una	imputación	en	sentido	técnico;	es	decir,	un	nomen
iuris	a	las	conductas	por	ellos	denunciados,	basta	para	la	configuración	del
delito	de	la	calumnia	con	que	se	desprenda	de	la	imputación	que	el	sujeto
activo	se	está	refiriendo	a	un	hecho	punible;	que,	el	argumento	de	defensa
esgrimido	en	el	sentido	que	quien	formaliza	denuncia	es,	en	todo	caso,	el
representante	del	Ministerio	Público,	no	es	aplicable	en	el	presente	proceso,
pues	precisamente,	la	diferencia	entre	calumnia	(denuncia	calumniosa)	y
acusación	y	denuncia	falsa	se	produce	a	nivel	de	bien	jurídico	y	tutelado;	pues,
mientras	el	primero	protege	el	bien	jurídico	honor	(artículo	ciento	treintiuno
del	Código	Penal),	el	segundo	atañe	al	bien	jurídico	recta	administración	de
justicia	(artículo	cuatrocientos	dos	del	Código	Penal),	que	las	imputaciones
contenidas	en	la	denuncia	realizada	por	los	procesados	son	falsas,	ello	ha
quedado	demostrado	luego	de	un	debido	proceso	mediante	resolución	firme
(...)	En	los	delitos	contra	el	honor,	el	elemento	subjetivo	del	tipo	animus
injuriandi,	está	constituido	por	el	conocimiento	y	voluntad	de	realización	del
tipo	objetivo,	es	decir,	por	el	dolo,	ya	que	toda	persona	que	sabe	que	sus
manifestaciones	serán	lesivas	del	honor	y	quiere	hacerlas,	habrá	actuado	con
animus	injuriandi	que	en	autos,	la	acción	dolosa	de	los	procesados	(...)	la
conducta	sub	iudice	es	pasible	de	subsumirse	en	los	tipos	penales	de	injuria	y
difamación	prevista	en	los	artículos	número	ciento	treinta,	ciento	treintiuno	y
ciento	treintidós	del	Código	Penal;	sin	embargo,	es	menester	anotar	que	nos
encontramos	frente	al	instituto	del	concurso	real	de	delitos	previsto	en	el
artículo	cincuenta	del	Código	Penal	(...)”.	(CSJ.	Ucayali,	Exp.	N°	97-264-
2425501-JPO2,	jun.	03/98.	S.S.	García	Chávez)
JURISPRUDENCIA.—Reparación	del	daño	debe	fijarse	de	forma
prudencial	para	efectos	de	atender	adecuadamente	a	las	consecuencias
de	la	denuncia	calumniosa.	“(…)	no	obstante	ello,	con	respecto	al	daño
moral	sufrido	producto	del	juicio	penal	iniciado	en	su	contra	y	posterior
encarcelamiento	por	dos	días,	resulta	notorio	que	los	daños	ocasionados	al
actor	a	raíz	de	estos	hechos	no	han	sido	debidamente	cuantificados,	sobre
todo	teniendo	en	cuenta	que	se	trata	de	un	profesional	altamente	calificado
que	ha	laborado	en	importantes	cargos	del	sector	público	(…)	se	consigna	que
a	la	fecha	de	la	denuncia	penal	venía	desempeñando	(sic)	como	gerente	zonal
del	proyecto	de	rehabilitación	de	transportes	del	Ministerio	de	Transportes	y
Comunicaciones.	Por	ello,	la	reparación	del	daño	debe	fijarse	de	forma
prudencial	para	efectos	de	reparar	adecuadamente	las	consecuencias	de	la
denuncia	calumniosa	en	la	esfera	comunitaria,	familiar	y	profesional	del
actor,	la	misma	que	este	supremo	tribunal	estima	en	(...)	dólares	americanos,
más	los	intereses	legales	que	deberán	computarse	desde	la	fecha	en	que	se
produjo	el	daño,	de	conformidad	con	lo	regulado	en	el	artículo	mil	novecientos
ochenta	y	cinco	del	Código	Civil	(…)”.	(CS,	Cas.	5182-06-Cusco,	may.	30/2008.
V.	P.	Palomino	García)
JURISPRUDENCIA.—Existencia	de	“denuncia	calumniosa”	no	se	descarta
por	ser	acogida	en	sede	fiscal	o	jurisdiccional.	“(…)	el	colegiado	superior
en	su	considerando	noveno,	llega	a	la	conclusión	que	no	se	está	ante	una
denuncia	calumniosa,	presentando	como	única	razón	el	hecho	que	tal
denuncia	fue	acogida	por	la	autoridad	competente,	razón	que	evidentemente
resulta	insuficiente,	ya	que	de	la	actuación	del	fiscal	al	formalizar	la	denuncia
o	del	juez	penal	al	abrir	instrucción	no	es	posible	llegar	a	la	conclusión	de	la
existencia	de	motivos	razonables	o	de	la	veracidad	de	la	imputación,	sino	es
confrontando	lo	actuado	en	la	vía	penal	con	lo	actuado	en	la	vía	civil,
ubicando	ambos	procesos	en	el	tiempo	y	apreciando	las	razones	por	las	que
cada	uno	de	ellos	fue	infructuoso	(…).”	(CS,	Cas.	1163-2008-Piura,	set.
03/2008.	V.	P.	Miranda	Canales)
JURISPRUDENCIA.—La	denuncia	penal	no	puede	ser	considerada	en	la
misma	forma	que	cualquier	acto	lesivo	del	derecho	ajeno.	“Que,	debe
tenerse	presente	que	la	denuncia	penal	no	puede	ser	considerada	en	la	misma
forma	que	cualquier	acto	lesivo	del	derecho	ajeno,	pues	en	protección	del
interés	público	la	ley	autoriza,	y	en	ciertos	casos	obliga,	a	quien	tiene
conocimiento	de	hechos	que	estima	constitutivos	de	delitos	a	denunciarlos	e
indicar	los	medios	de	prueba	que	conozca,	sin	exigirle	comprobaciones
preventivas	concretas,	que	paralizarían	el	ejercicio	de	la	facultad,	y	el	deber	y
haría	difícil	la	colaboración	con	el	interés	social,	y	por	eso	tal	denuncia,	si	es
presentada	por	un	funcionario	público,	es	un	acto	relativo	al	ejercicio	de	sus
funciones	públicas,	como	lo	obligan	los	artículo	407	y	377	del	Código	Penal
(...)”.	(C.	S.,	Cas.	1817-2010-Lima,	may.	17/2011.	V.	P.	Castañeda	Serrano)
JURISPRUDENCIA.—No	hay	responsabilidad	civil	cuando	a	pesar	de
causar	un	daño	no	se	vulnera	un	deber	jurídico,	ni	derecho	alguno	del
perjudicado.	“Que,	se	genera	responsabilidad	como	consecuencia	de	denuncia
formulada	al	prójimo,	por	un	hecho	punible,	del	que	luego	es	absuelto,	cuando
el	agente,	infringiendo	deberes,	vulnera	derechos	de	la	víctima,	causándole
daños;	contrario	sensu,	no	hay	responsabilidad	civil	cuando	a	pesar	de	causar
un	daño	no	se	vulnera	un	deber	jurídico,	ni	derecho	alguno	del	perjudicado,	y
ello	acaecerá	(...):	a)	Cuando	se	daña	o	perjudica	en	virtud	de	un	deber	del
autor	del	daño;	b)	cuando	se	ejercita	un	derecho	que	realmente	lo	sea;	c)
cuando	se	realiza	un	acto	en	interés	del	perjudicado	y	de	acuerdo	con	su
voluntad	expresa	o	presunta	(gestión	de	negocios,	etc.);	d)	si	por	error
excusable,	según	ennecerus,	el	autor	de	la	lesión	creía	en	la	licitud	de	su
gestión;	e)	no	existe	vulneración	de	un	deber	jurídico	cuando	la	acción	se
realiza	por	quien,	por	defecto	de	la	inteligencia	o	de	la	voluntad,	no	puede	ser
considerado	libre,	pues	la	culpa	es	propia	de	personas	que	son	libres	en	sus
actos”.	(C.	S.,	Cas.	1817-2010-Lima,	may.	17/2011.	V.	P.	Castañeda	Serrano)
C.	P.
ART.	 403.—Ocultamiento	de	menor	 a	 las	 investigaciones.	 El
que	oculta	a	un	menor	de	edad	a	las	investigaciones	de	la	justicia
o	de	 la	 que	 realiza	 la	 autoridad	 competente,	 será	 reprimido	 con
pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	uno	ni	mayor	de	tres	años.
C.	P.
ART.	 404.—Modificado.	 D.	 Leg.	 982,	 Art.	 2°.	 Encubrimiento
personal.	El	que	sustrae	a	una	persona	de	la	persecución	penal	o
a	 la	 ejecución	 de	 una	 pena	 o	 de	 otra	 medida	 ordenada	 por	 la
justicia,	 será	 reprimido	con	pena	privativa	de	 libertad	no	menor
de	tres	ni	mayor	de	seis	años.
Si	 el	 agente	 sustrae	 al	 autor	 de	 los	 delitos	 previstos	 en	 los
artículos	152	al	153-A,	200,	273	al	279-D,	296	al	298,	315,	317,
318-A,	 325	 al	 333;	 346	 al	 350,	 en	 la	 Ley	 N°	 27765	 (Ley	 Penal
contra	 el	 Lavado	 de	 Activos)	 o	 en	 el	 Decreto	 Ley	 N°	 25475
(Establecen	 la	 penalidad	 para	 los	 delitos	 de	 terrorismo	 y	 los
procedimientos	para	la	investigación,	la	instrucción	y	el	juicio),	la
pena	privativa	de	libertad	será	no	menor	de	siete	ni	mayor	de	diez
años	y	de	ciento	ochenta	a	trescientos	sesenticinco	días-multa.
Si	el	autor	del	encubrimiento	personal	es	funcionario	o	servidor
público	encargado	de	 la	 investigación	del	delito	o	de	 la	 custodia
del	 delincuente,	 la	 pena	 será	 privativa	 de	 libertad	 no	menor	 de
diez	ni	mayor	de	quince	años.
NOTA:	El	Decreto	Legislativo	1106,	publicado	el	20	de	abril	del	2012,	derogó	expresamente	la	Ley
27765	(Ley	Penal	contra	el	Lavado	de	Activos)	y	su	modificatoria	(D.	Leg.	986).
JURISPRUDENCIA.—Exigencia	típica	del	delito	de	encubrimiento.	“(…)	el
tipo	legal	de	encubrimiento	personal,	previsto	y	sancionado	por	el	artículo
cuatrocientos	cuatro	del	Código	Penal,	es	un	delito	contra	la	administración
de	justicia,	en	el	que	la	estructura	típica	exige	la	concurrencia	de	varios
elementos	para	su	configuración;	y,	en	segundo	lugar,	que	su	comisión
requiere,	de	un	lado,	que	el	agente	tenga	conocimiento	de	la	comisión	previa
del	delito,	la	participación	de	la	persona	que	sustrae	de	la	persecución	penal,
de	la	ejecución	de	una	pena	o	de	otra	medida	ordenada	por	la	justicia,	y,	de
otro	lado,	que	el	sujeto	activo	del	delito	no	haya	participado	en	la	comisión	del
primer	delito	(…)”	(CS,	R.N.	1276-05,	jun.	15/2005.	S.S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Encubrimiento	personal	no	implica	necesariamente
existencia	de	un	proceso	penal.	“(...)	el	artículo	404	del	Código	Penal,	que
expresamente	regula	la	modalidad	de	encubrimiento	personal	en	lo	que
corresponde	a	los	delitos	contra	la	función	jurisdiccional;	no	obstante	ello,	se
aprecia	que	el	objetivo	del	demandante	es	cuestionar	el	resultado	de	la
interpretación	hecha	por	el	juez	ordinario,	intentando	restringir	los	alcances	y
el	sentido	de	la	norma	penal	aplicada	a	su	caso,	distinguiendo	allí	donde	la
norma	no	distingue,	puesto	que	la	primera	parte	de	ella,	cuando	hace
referencia	a	la	sustracción	de	una	persona	de	la	persecución	penal,	la	entiende
de	modo	limitado	a	la	existencia	de	un	proceso	penal,	cuando	es	de
conocimiento	general,	público	y	notorio	que	muchos	de	los	actos	de
encubrimiento	se	realizan	sin	que	exista	siquiera	una	investigación	policial	o
fiscal,	justamente	para	evitar	o	perturbar	el	desarrollo	de	las	mismas;	una
interpretación	en	ese	sentido,	conllevaría	a	la	despenalización	de	conductas
criminales,	supuesto	ajeno	a	los	alcances	de	la	norma	precitada.	De	otro	lado,
cuando	dicho	precepto	hace	referencia	a	las	medidas	ordenadas	por	la
justicia,	debe	entenderse	que	ello	está	referido	a	la	ejecución	de	la	pena	u	otra
medida	ordenada	por	los	órganos	que	la	administran;	por	consiguiente,	no	se
aprecia	la	afectación	del	principio	señalado.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	2289-2005-
PHC/TC,	feb.	01/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—”Sustraer”	es	el	verbo	rector	del	delito	de
encubrimiento	personal.	“(…)	cabe	indicar	preliminarmente	que	el	delito	de
encubrimiento	personal	(…)	tiene	como	verbo	rector	el	de	‘sustraer’	que
constituye	una	conducta	de	hacer	positivo,	por	ser	un	delito	de	acción,	cuyo
objetivo	está	construido	finalistamente	para	evitar	todo	tipo	de	actividad	o
ayuda	prestada	a	los	autores	o	partícipes	de	un	delito	para	que	eludan	la
‘persecución	penal’	–la	investigación	o	la	acción	de	la	justicia–	o	a	la	ejecución
de	una	pena	o	de	otra	medida	ordenada	por	la	justicia,	por	cualquier	medio	–
ocultamente,	facilitamiento	de	fuga,	etc.–,	en	el	cual	no	se	encuentra
involucrado,	y	sin	que	sea	necesario	un	proceso	penal	en	forma	o	siquiera	el
inicio	formal	de	diligencias	de	averiguación	por	la	autoridad	encargada	de	la
persecución	penal,	en	este	caso	el	fiscal	o	la	policía;	pues	omitir	ilegalmente
implicaría	la	comisión	del	delito	de	incumplimiento	de	deberes	funcionales
previsto	en	el	artículo	trescientos	setenta	y	siete	del	aludido	cuerpo	legal	(…)
en	este	contexto,	la	atribución	a	los	encausados	(…)	de	haber	omitido	actuar
con	la	finalidad	de	sustraer	de	la	persecución	penal	a	los	procesados	(…)	y	el
supuesto	ofrecimiento	de	dádivas	económicas	a	los	familiares	del	agraviado
por	parte	de	los	encausados	(…)	no	configuran	el	delito	de	encubrimiento
personal	(…).”	(CS.,	R.	N.	1776-2008,	set.	01/2008.	S.S.	Villa	Stein)
C.	P.
ART.	 405.—Modificado,	 D.	 Leg.	 982,	 Art.	 2°.	 Encubrimiento
real.	 El	 que	 dificulta	 la	 acción	 de	 la	 justicia	 procurando	 la
desaparición	 de	 las	 huellas	 o	 prueba	 del	 delito	 u	 ocultando	 los
efectos	del	mismo,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad
no	menor	de	dos	ni	mayor	de	cuatro	años.
Si	 el	 hecho	 se	 comete	 respecto	 a	 los	 delitos	 previstos	 en	 los
artículos	152	al	153-A,	200,	273	al	279-D,	296	al	298,	315,	317,
318-A,	 325	 al	 333;	 346	 al	 350	 o	 en	 el	 Decreto	 Ley	 N°	 25475
(Establecen	 la	 penalidad	 para	 los	 delitos	 de	 terrorismo	 o	 los
procedimientos	para	la	investigación,	la	instrucción	y	el	juicio),	la
pena	privativa	de	libertad	será	no	menor	de	siete	ni	mayor	de	diez
años	y	de	ciento	ochenta	a	trescientos	sesenta	y	cinco	días	multa.
C.	P.
ART.	406.—Excusa	absolutoria.	Están	exentos	de	pena	 los	que
ejecutan	cualquiera	de	los	hechos	previstos	en	los	artículos	404	y
405	si	sus	relaciones	con	la	persona	favorecida	son	tan	estrechas
como	para	excusar	su	conducta.
C.	P.
ART.	407.—Modificado.	Ley	28516,	Artículo	Único.	Omisión	de
denuncia.	El	que	omite	comunicar	a	la	autoridad	las	noticias	que	tenga
acerca	de	la	comisión	de	algún	delito,	cuando	esté	obligado	a	hacerlo	por	su
profesión	o	empleo,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor
de	dos	años.
Si	el	hecho	punible	no	denunciado	tiene	señalado	en	la	ley	pena
privativa	de	libertad	superior	a	cinco	años,	la	pena	será	no	menor
de	dos	ni	mayor	de	cuatro	años.
Si	la	omisión	está	referida	a	los	delitos	de	genocidio,	tortura	o	desaparición
forzada,	la	pena	será	no	menor	de	dos	ni	mayor	de	seis	años.	(§	0459,
3146,	13312,	13313)
C.	P.
ART.	408.—Modificado.	Ley	29439,	Art.	1°.	Fuga	del	lugar	del
accidente	de	tránsito.	El	que,	después	de	un	accidente
automovilístico	o	de	otro	similar	en	el	que	ha	tenido	parte	y	del
que	han	resultado	lesiones	o	muerte,	se	aleja	del	lugar	para
sustraerse	a	su	identificación	o	para	eludir	las	comprobaciones
necesarias	o	se	aleja	por	razones	atendibles,	pero	omite	dar
cuenta	inmediata	a	la	autoridad,	será	reprimido	con	pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	seis	meses	ni	mayor	de	cuatro
años	y	con	noventa	a	ciento	veinte	días-multa.
C.	P.
ART.	 409.—Falsedad	 en	 juicio.	 El	 testigo,	 perito,	 traductor	 o
interprete	 que,	 en	 un	 procedimiento	 judicial,	 hace	 falsa
declaración	 sobre	 los	 hechos	 de	 la	 causa	 o	 emite	 dictamen,
traducción	 o	 interpretación	 falsos,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	de	libertad,	no	menor	de	dos	ni	mayor	de	cuatro	años.
Si	 el	 testigo,	 en	 su	 declaración,	 atribuye	 a	 una	 persona	 haber
cometido	un	delito,	a	sabiendas	que	es	 inocente,	 la	pena	será	no
menor	de	dos	ni	mayor	de	seis	años.
El	juez	puede	atenuar	la	pena	hasta	límites	inferiores	al	mínimo
legal	o	eximir	de	sanción,	 si	el	agente	rectifica	espontáneamente
su	falsa	declaración	antes	de	ocasionar	perjuicio.
C.	P.
ART.	409-A.—Incorporado,	D.	Leg.	982,	Art.	2°.	Obstrucción
de	la	justicia.	El	que	mediante	el	uso	de	fuerza	física,	amenaza,
ofrecimiento	o	concesión	de	un	beneficio	indebido,	impide	u
obstaculiza	se	preste	un	testimonio	o	la	aportación	de	pruebas	o
induce	a	que	se	preste	un	falso	testimonio	o	pruebas	falsas,	será
sancionado	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	tres	ni
mayor	de	cinco	años.
Si	el	hecho	se	comete	respecto	en	la	investigación	preliminar	o
proceso	penal	por	delito	previsto	en	los	artículos	152	al	153-A,
200,	296	al	298	o	en	la	Ley	N°	27765	(Ley	Penal	contra	el	Lavado
de	Activos),	la	pena	privativa	de	libertad	será	no	menor	de	cinco
ni	mayor	de	ocho	años	y	de	ciento	ochenta	a	trescientos	sesenta	y
cinco	días	multa.
NOTA:	El	Decreto	Legislativo	1106,	publicado	el	20	de	abril	del	2012,	derogó	expresamente	la	Ley
27765	(Ley	Penal	contra	el	Lavado	de	Activos)	y	su	modificatoria	(D.	Leg.	986).
C.	P.
ART.	409-B.—Incorporado.	D.	Leg.	982,	Art.	2°.	Revelación
indebida	de	identidad.	El	que	indebidamente	revela	la	identidad
de	un	colaborador	eficaz,	testigo,	agraviado	o	perito	protegido,
agente	encubierto	o	especial,	o	información	que	permita	su
identificación,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no
menor	de	cuatro	ni	mayor	de	seis	años.
Cuando	el	agente	es	funcionario	o	servidor	público	y	por	el
ejercicio	de	su	cargo	tiene	acceso	a	la	información,	la	pena	será	no
menor	de	cinco	ni	mayor	de	siete	años,	e	inhabilitación	conforme
al	artículo	36,	incisos	1,	2	y	4.
C.	P.
ART.	410.—Avocamiento	ilegal.	La	autoridad	que,	a	sabiendas,
se	avoque	a	procesos	en	trámite	ante	el	órgano	jurisdiccional,	será
reprimida	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	dos	años	e
inhabilitación	conforme	al	artículo	36,	incisos	1,	2	y	4.
JURISPRUDENCIA.—Principio	 constitucional	 de	 prohibición	 de
avocamiento	 indebido:	 avocamiento	 ilegal	 de	 fiscal.	 “(...)	 la	 cuestionada
actuación	 del	 fiscal	 demandado	 contravino	 esta	 conducta	 procesal,	 que	 se
fundamenta	 en	 el	 principio	 constitucional	 de	 prohibición	 de	 avocamiento
indebido,	 por	 cuanto,	 no	 obstante	 haber	 admitido	 en	 su	 declaración
explicativa	 (…)	que	conocía	que	el	Trigésimo	Octavo	 Juzgado	Penal	de	Lima
tenía	 a	 su	 cargo	 el	 proceso	 penal	 sobre	 el	 evento	 criminal	 sub	 exámine,
continuó	 realizando	 actividad	 investigatoria	 sobre	 los	 mismos	 hechos,
disponiendo	la	ampliación	de	las	pesquisas	contra	el	demandante,	solicitando
para	 ello	 el	 apoyo	 de	 la	 Policía	 Nacional,	 y	 obteniendo,	 a	 su	 vez,	 la
acumulación	 a	 su	 indebida	 investigación	 de	 otra	 realizada	 por	 la
Cuadragésima	Cuarta	Fiscalía	Provincial	Penal	de	Lima,	órdenes	arbitrarias
que	lo	convirtieron,	pese	a	carecer	de	competencia,	en	una	instancia	paralela
de	 investigación	 autónoma	 que	 sometió	 al	 demandante	 a	 una	 persecución
penal.	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 2521-2005-PHC/TC,	 feb.	 22/2006.	 Pres.	 Alva
Orlandini)
C.	P.
ART.	 411.—Falsa	 declaración.	 El	 que,	 en	 un	 procedimiento
administrativo,	hace	una	falsa	declaración	en	relación	a	hechos	o
circunstancias	que	le	corresponde	probar,	violando	la	presunción
de	 veracidad	 establecida	 por	 ley,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	uno	ni	mayor	de	cuatro	años.
C.	P.
ART.	 412.—Aporte	 de	 prueba	 falsa.	 El	 que,	 legalmente
requerido	 en	 causa	 judicial	 en	 la	 que	 no	 es	 parte,	 expide	 una
prueba	o	un	 informe	falsos,	niega	o	calla	 la	verdad,	en	todo	o	en
parte,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de
tres	años.
C.	P.
ART.	 413.—Evasión	 violenta.	 El	 que,	 estando	 legalmente
privado	 de	 su	 libertad,	 se	 evade	 por	 medio	 de	 violencia	 o
amenaza,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor
de	tres	años.
C.	P.
ART.	 414.—Favorecimiento	 a	 la	 fuga.	 El	 que,	 por	 violencia,
amenaza	o	astucia,	hace	evadir	a	un	preso,	detenido	o	interno	o	le
presta	 asistencia	 en	 cualquier	 forma	 para	 evadirse,	 será
reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 dos	 ni
mayor	de	cuatro	años.
Si	el	agente	que	hace	evadir,	o	presta	asistencia	para	tal	efecto,	es
funcionario	o	servidor	público,	 la	pena	será	privativa	de	 libertad
no	menor	de	tres	ni	mayor	de	ocho	años.
Si	el	agente	actuó	por	culpa,	la	pena	será	no	mayor	de	un	año.
C.	P.
ART.	 415.—Modificado.	 Ley	 29867,	 Art.	 Único.
Amotinamiento	 de	 detenido	 o	 interno.	 El	 detenido	 o	 interno
que	se	amotina	atacando	a	un	funcionario	del	establecimiento	o	a
cualquier	 persona	 encargada	 de	 su	 custodia,	 u	 obligando	 por	 la
violencia	 o	 amenaza	 a	 un	 funcionario	 del	 establecimiento	 o	 a
cualquier	 persona	 encargada	 de	 su	 custodia	 a	 practicar	 o
abstenerse	de	un	acto,	con	el	 fin	de	evadirse,	será	reprimido	con
pena	privativa	 de	 libertad	no	menor	de	 cuatro	ni	mayor	de	 seis
años.
Si	 el	 agente	 provoca	 un	 motín,	 disturbio	 o	 cualquier	 violación
contra	la	integridad	física	de	cualquier	persona	o	de	la	seguridad
interna	o	 externa	del	 recinto,	 será	 reprimido	 con	pena	privativa
de	libertad	no	menor	de	seis	ni	mayor	de	ocho	años.
Los	 cabecillas	 o	 dirigentes	 del	 motín	 serán	 sancionados	 con	 la
pena	señalada,	aumentada	en	una	tercera	parte.
C.	P.
ART.	 416.—Fraude	 procesal.	 El	 que,	 por	 cualquier	 medio
fraudulento,	 induce	 a	 error	 a	 un	 funcionario	 o	 servidor	 público
para	 obtener	 resolución	 contraria	 a	 la	 ley,	 será	 reprimido	 con
pena	 privativa	 de	 libertad	 no	menor	 de	 dos	 ni	mayor	 de	 cuatro
años.
C.	P.
ART.	417.—Autojusticia.	El	que,	con	el	fin	de	ejercer	un	derecho,
en	 lugar	 de	 recurrir	 a	 la	 autoridad,	 se	 hace	 justicia
arbitrariamente	 por	 si	mismo,	 será	 reprimido	 con	prestación	de
servicio	comunitario	de	veinte	a	cuarenta	jornadas.
FUNCIÓN	JURISDICCIONAL	DEL	ESTADO
Const.
ART.	 138.—La	 potestad	 de	 administrar	 justicia	 emana	 del	 pueblo	 y	 se
ejerce	por	el	Poder	Judicial	a	través	de	sus	órganos	jerárquicos	con	arreglo	a
la	Constitución	y	a	las	leyes.
En	 todo	 proceso,	 de	 existir	 incompatibilidad	 entre	 una	 norma
constitucional	 y	 una	 norma	 legal,	 los	 jueces	 prefieren	 la	 primera.
Igualmente,	 prefieren	 la	 norma	 legal	 sobre	 toda	 otra	 norma	 de	 rango
inferior.
C.	P.
ART.	 417-A.—Incorporado.	 D.	 Leg.	 982,	 Art.	 2º.	 Insolvencia
provocada.	 El	 responsable	 civil	 por	un	hecho	delictivo	que,	 con
posterioridad	 a	 la	 realización	 del	 mismo	 y	 con	 la	 finalidad	 de
eludir	total	o	parcialmente	el	cumplimiento	de	la	reparación	civil
correspondiente,	 realiza	 actos	 de	 disposición	 o	 contrae
obligaciones	 que	 disminuyan	 su	 patrimonio,	 haciéndose	 total	 o
parcialmente	 insolvente,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	no	menor	de	dos	años	ni	mayor	de	cuatro.
La	misma	 pena	 se	 aplicará	 a	 quien	 como	 representante	 de	 una
persona	 jurídica,	 con	 posterioridad	 a	 la	 realización	 de	 un	 hecho
delictivo,	 dispone	 de	 los	 bienes	 de	 su	 representada,	 con	 la
finalidad	 de	 eludir	 total	 o	 parcialmente	 la	 imposición	 de	 una
consecuencia	accesoria	en	el	proceso	penal	respectivo.
Si	el	hecho	se	comete	respecto	a	proceso	por	delito	previsto	en
los	artículos	152	al	153-A,	200,	296	al	298,	en	la	Ley	N°	27765,
Ley	Penal	contra	el	Lavado	de	Activos	o	en	el	Decreto	Ley	Nº
25475	(Establecen	la	penalidad	para	los	delitos	de	terrorismo	y
los	procedimientos	para	la	investigación,	la	instrucción	y	el	juicio),
será	sancionado	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	tres
ni	mayor	de	seis	años.
NOTA:	El	Decreto	Legislativo	1106,	publicado	el	20	de	abril	del	2012,	derogó	expresamente	la	Ley
27765	(Ley	Penal	contra	el	Lavado	de	Activos)	y	su	modificatoria	(D.	Leg.	986).
SECCIÓN	II
Prevaricato
C.	P.
ART.	 418.—Modificado,	 Ley	 28492,	 Artículo	 Único.
Prevaricato.	 El	 juez	 o	 el	 fiscal	 que	 dicta	 resolución	 o	 emite
dictamen,	manifiestamente	contrarios	al	texto	expreso	y	claro	de
la	 ley	 o	 cita	 pruebas	 inexistentes	 o	 hechos	 falsos,	 o	 se	 apoya	 en
leyes	supuestas	o	derogadas,	será	reprimido	con	pena	privativa	de
libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	cinco	años.
JURISPRUDENCIA.—Correcto	 funcionamiento	 de	 la	 administración	 de
justicia,	 bien	 jurídico	 protegido	 en	 el	 delito	 de	 prevaricato.	 “(…)	 se
evidencia	 la	 existencia	 de	 suficientes	 elementos	 que	 permiten	 colegir	 que	 la
resolución	dictada	en	primera	instancia	por	el	juez	constitucional	es	contraria
al	texto	expreso	de	la	ley,	que	amerita	ser	investigado	por	la	eventual	lesión	e
intencionalidad	 de	 vulnerar	 el	 bien	 jurídico	 tutelado,	 consistente	 en	 el
correcto	 funcionamiento	 de	 la	 administración	 de	 justicia.	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°
3716-2004-HC/TC,	dic.	29/2004.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Desacato	 y	 prevaricato	 si	 funcionario	 no	 acata
sentencia	estimatoria	del	TC	y	aplica	norma	declarada	inconstitucional.
“(…)	 no	 existe	 mayor	 problema	 en	 el	 marco	 jurídico	 actual	 respecto	 de	 la
eficacia	 inmediata	 de	 la	 sentencia	 que	 se	 pronuncia	 por	 la
inconstitucionalidad	de	una	ley.	La	Constitución	prevé,	en	estos	casos,	que	la
sentencia	 tiene	 efectos	 de	 anulación	 a	 posteriori,	 una	 vez	 publicada	 en	 el
Diario	 Oficial.	 Podría	 presentarse	 supuestos	 de	 desacato	 sólo	 si	 alguna
autoridad	 o	 funcionario	 se	 resiste	 a	 acatar	 lo	 dispuesto	 en	 una	 sentencia
estimatoria	 del	 tribunal	 y	 aplica,	 por	 ejemplo,	 una	 norma	 declarada
inconstitucional.	 No	 obstante,	 este	 comportamiento	 ya	 no	 corresponde	 a	 la
labor	de	vigilancia	del	tribunal,	pues	el	tema	se	colocaría	de	inmediato	en	los
límites	 del	 derecho	 penal	 (artículos	 379	 y	 418	 del	 Código	 Penal).	 (…)”.	 (TC,
Exp.	N°	4119-2005-PA/TC,	nov.	26/2007.	Pres.	Alva	Orlandini)
DOCTRINA.—Diferencia	 entre	 el	 delito	 de	 prevaricato	 y	 abuso	 de
autoridad.	“En	definitiva,	mientras	(...)	no	se	abandone	una	interpretación
meramente	gramatical	de	figuras	delictivas	como	el	prevaricato	y	el	abuso
de	autoridad,	 las	diferencias	entre	estos	dos	tipos	penales	seguirán	siendo
difíciles	de	precisar,	si,	por	el	contrario,	se	admite	que	 las	normas	penales
tienen	como	finalidad	la	censura	de	determinadas	formas	de	ataque	al	bien
jurídico,	forzoso	es	admitir	que	el	abuso	de	autoridad	y	el	prevaricato	deben
ser	 entendidos	 como	 dos	 maneras	 diversas	 de	 atentar	 contra	 el	 bien
jurídico	 de	 la	 administración	 pública:	 el	 prevaricato,	 reprimiendo	 la
conducta	 de	 aquellos	 funcionarios	 públicos	 que	 emitan	 resoluciones,
conceptos	 o	 dictámenes	 contrarios	 a	 la	 ley,	 siempre	 que	 ellos	 posean
carácter	decisorio;	el	abuso	de	autoridad,	censurando	el	comportamiento	de
aquellos	 servidores	 públicos	 que	 desplieguen	 actuaciones	 contrarias	 a	 la
ley,	 sin	 que	 ellas	 se	 encuentren	 revestidas	 de	 poder	 decisorio”.	 (REYES
ALVARADO,	 Yesid,	 “Bien	 jurídico,	 prevaricato	 y	 abuso	 de	 autoridad”.
Derecho	 Penal	 Contemporáneo	 -	 Revista	 Internacional,	 Editorial	 Legis,
Número	1,	octubre	-	diciembre	de	2002;	págs.	74	y	ss.)
DOCTRINA.—Elemento	 subjetivo	del	prevaricato	 se	determina	 por	 la
mayor	 o	menor	 dificultad	 interpretativa	 de	 la	 ley	 inaplicada.	 “(…)	 8.
Tiene	dicho	la	sala	que	a	la	hora	de	hacer	el	examen	del	aspecto	subjetivo	de
la	 conducta	 prevaricadora	 se	 ha	 de	 observar	 que	 su	 concurrencia	 puede
inferirse	 a	 partir	 de	 la	 mayor	 o	 menor	 dificultad	 interpretativa	 de	 la	 ley
inaplicada	 o	 tergiversada,	 así	 como	 de	 la	 mayor	 o	 menor	 divergencia	 de
criterios	 doctrinales	 y	 jurisprudenciales	 sobre	 su	 sentido	 o	 alcance,
elementos	de	juicio	que	no	obstante	su	importancia,	no	son	los	únicos	que
han	 de	 auscultarse,	 imponiéndose	 avanzar	 en	 cada	 caso	 hacia	 la
reconstrucción	 del	 derecho	 verdaderamente	 conocido	 y	 aplicado	 por	 el
servidor	judicial	en	su	desempeño	como	tal,	así	como	en	el	contexto	en	que
la	decisión	se	produce,	mediante	una	evaluación	ex	ante	(…).
9.	 Otro	 aspecto	 que	 se	 debe	 tener	 en	 cuenta	 es	 el	 referido	 a	 las	 simples
diferencias	 de	 criterios	 respecto	 de	 un	 determinado	 punto	 de	 derecho,
especialmente	 frente	 a	materias	 que	por	 su	 enorme	 complejidad	o	por	 su
misma	 ambigüedad	 admiten	 diversas	 interpretaciones	 u	 opiniones,
situaciones	 en	 las	 que	 no	 se	 puede	 considerar	 la	 decisión	 judicial	 como
propia	del	prevaricato,	pues	no	puede	ignorarse	que	en	el	universo	jurídico
suelen	ser	comunes	las	discrepancias	aún	en	temas	que	aparentemente	no
ofrecerían	dificultad	 alguna	 en	 su	 resolución	 (…).”	 (CS.	 de	Colombia,	 Sent.
30748,	jul.	17/2009.	M.P.	Yesid	Ramírez	Bastidas)
DOCTRINA.—Caso	 Baltasar	 Garzón:	 el	 Estado	 de	 derecho	 se	 vulnera
cuando	 el	 juez	 actúa	 solo	 su	 propia	 subjetividad,	 sustituyendo	 la	 ley
por	 un	 acto	 contrario	 de	mero	 voluntarismo.	 “(...)	 El	 artículo	 446	 del
Código	 Penal	 [Español]	 dispone:	 ‘El	 juez	 o	 magistrado	 que,	 a	 sabiendas,
dictare	 sentencia	 o	 resolución	 injusta	 será	 castigado:	 3°.	 Con	 la	 pena	 de
multa	de	doce	a	veinticuatro	meses	e	inhabilitación	especial	para	empleo	o
cargo	 público	 por	 tiempo	 de	 diez	 a	 veinte	 años,	 cuando	 dictare	 cualquier
otra	sentencia	o	resolución	injustas’.
1.	Los	poderes	públicos,	también	el	judicial,	están	sujetos	a	la	Constitución
y	al	resto	del	ordenamiento	jurídico	(artículo	9.1	CE);	y	el	artículo	117.1	de
la	misma	Constitución,	 somete	a	 los	 jueces	solamente	al	 imperio	de	 la	 ley.
En	 la	 STS	2338/2001	 se	hacían	 referencias	 a	 la	 posición	del	 juez,	 a	 quien
corresponde	 ‘(...)	el	monopolio	de	 la	 jurisdicción	y	 la	 facultad	exclusiva	de
resolver	los	conflictos	que	se	le	presenten	mediante	la	aplicación	de	la	ley,
en	 un	 poder	 independiente	 que	 encuentra	 su	 límite	 en	 la	 aplicación	 del
ordenamiento	 jurídico,	 resolviendo	 de	 manera	 vinculante	 y	 definitiva	 el
asunto	enjuiciado’.
En	un	sistema	democrático	como	el	regulado	en	la	Constitución	española,	el
Poder	Judicial	se	legitima	por	la	aplicación	de	la	ley	a	la	que	está	sujeto,	y	no
por	 la	 simple	 imposición	 de	 sus	 potestades.	 De	manera	 que	 el	 Estado	 de
derecho	se	vulnera	 cuando	el	 juez,	 con	el	pretexto	de	aplicación	de	 la	 ley,
actúa	 solo	 su	 propia	 subjetividad	 concretada	 en	 una	 forma	 particular	 de
entender	 la	 cuestión	 a	 resolver,	 y	 prescindiendo	 de	 todos	 los	métodos	 de
interpretación	admisibles	en	derecho,	acoge	un	significado	 irracional	de	 la
norma,	sustituyendo	así	el	imperio	de	la	ley	por	un	acto	contrario	de	mero
voluntarismo.”	(TCE,	STS	79/2012,	feb.	09/2012.	V.	P.	Colmenero	Menéndez
de	Luarca)
DOCTRINA.—La	previsión	legal	del	delito	de	prevaricación	judicial	no
puede	 ser	 entendida	 en	 ningún	 caso	 como	 un	 ataque	 a	 la
independencia	 del	 juez.	 “(...)	 La	 superación	 del	 simple	 positivismo,	 que
pudiera	 conducir	 a	 actuaciones	 materialmente	 injustas,	 resulta	 de	 la
Constitución	 y,	 especialmente,	 de	 sus	 normas	 sobre	 derechos
fundamentales,	 que	 constituyen	 al	 tiempo	 una	 guía	 interpretativa	 y	 un
límite	infranqueable.
Desde	 esta	 perspectiva,	 la	 previsión	 legal	 del	 delito	 de	 prevaricación
judicial,	 no	 puede	 ser	 entendida	 en	 ningún	 caso	 como	 un	 ataque	 a	 la
independencia	del	juez,	sino	como	una	exigencia	democrática	impuesta	por
la	 necesidad	 de	 reprobar	 penalmente	 una	 conducta	 ejecutada	 en	 ejercicio
del	 poder	 judicial	 que,	 bajo	 el	 pretexto	 de	 la	 aplicación	 de	 la	 ley,	 resulta
frontalmente	vulneradora	del	Estado	de	derecho.
2.	 La	 jurisprudencia	 ha	 señalado	 que	 la	 prevaricación	 supone	 un	 grave
apartamiento	del	 derecho,	 de	manera	que	 ‘(...)	 no	 consiste	 en	 la	 lesión	de
bienes	 jurídicos	 individuales	 de	 las	 partes	 del	 proceso,	 sino	 en	 la
postergación	por	el	autor	de	la	validez	del	derecho	o	de	su	imperio	y,	por	lo
tanto,	 en	 la	 vulneración	 del	 Estado	 de	 derecho,	 dado	 que	 se	 quebranta	 la
función	 judicial	 de	 decidir	 aplicando	 únicamente	 el	 derecho,	 en	 la	 forma
prevista	en	el	Art.	117.1	CE’,	(STS	N°	2/1999).
De	esta	forma,	el	elemento	del	tipo	objetivo	consistente	en	la	injusticia	de	la
resolución	no	se	aprecia	cuando	se	produce	una	mera	contradicción	con	el
derecho.	 Pues	 efectivamente,	 la	 ley	 admite	 en	 numerosas	 ocasiones
interpretaciones	divergentes,	y	es	lícito	que	el	juez	pueda	optar,	en	atención
a	las	particularidades	del	caso,	por	una	u	otra	interpretación	sin	incurrir	en
delito,	aunque	su	decisión	pudiera	ser	revocada	en	vía	de	recurso.
Por	 el	 contrario,	 la	 jurisprudencia,	 que	ha	 asumido	 la	 teoría	 objetiva	 con
elementos	 de	 la	 teoría	 de	 los	 deberes,	 ha	 venido	 insistiendo	 en	 que	 la
injusticia	 requerida	 por	 el	 artículo	 446	 del	 código	 vigente	 exige	 una
absoluta	colisión	de	la	actuación	judicial	con	la	norma	aplicada	en	el	caso,	de
tal	 forma	 que	 la	 decisión	 cuestionada	 no	 pueda	 ser	 explicada	 mediante
ninguna	 interpretación	 razonable	 efectuada	 con	 los	 métodos	 usualmente
admitidos	en	derecho.	Así,	se	ha	dicho	que	debe	apreciarse	la	injusticia	que
requiere	la	prevaricación	cuando	‘(...)	la	resolución	de	que	se	trate	carece	de
toda	 posible	 explicación	 razonable,	 es	 decir,	 es	 a	 todas	 luces	 contraria	 a
derecho,	 porque	 su	 contenido,	 incluso	 en	 el	 supuesto	 de	 más	 favorable
interpretación	de	la	norma	aplicable	al	caso	o	de	las	pruebas	concurrentes,
no	 se	 compadece	 con	 lo	 ordenado	 por	 la	 ley,	 pudiendo	 referirse	 tal
ilegalidad	 así	 cualificada,	 tanto	 a	 aspectos	 de	 procedimiento	 como
materiales,	 ya	 se	 trate	 de	 cuestiones	 de	 calificación	 jurídica,	 ya	 de
problemas	de	hecho	o	de	apreciación	de	 la	prueba”.	 (STS	N°	4	de	 julio	de
1996).	 Y	 la	 STS	N°	 2/1999,	 señaló	 que	 el	 apartamiento	 de	 la	 función	 que
corresponde	al	autor	en	el	Estado	de	derecho	según	los	arts.	117.1	y	103.1
CE,	en	ocasiones	aludida	mediante	el	uso	de	adjetivos,	‘(...)	será	de	apreciar,
por	 lo	 general,	 cuando	 la	 aplicación	 del	 derecho	 no	 resulte	 de	 ningún
método	 o	 modo	 aceptable	 de	 interpretación	 del	 derecho”.	 (TCE,	 STS
79/2011,	feb.	09/2012.	V.	P.	Colmenero	Menéndez	de	Luarca)
DOCTRINA.—El	derecho	del	acusado	a	comunicarse	privadamente	con
su	abogado	es	una	exigencia	elemental	en	una	sociedad	democrática.
“(...)	La	decisión	del	acusado	se	refería	expresamente	a	las	comunicaciones
de	los	internos	con	los	letrados,	en	un	apartado	específico	de	su	resolución,
separado	 y	 diferente	 del	 que	 ordenaba	 la	 intervención	 de	 las	 demás
comunicaciones	que	mantuvieran	aquellos.
De	 tal	 forma	 que,	 de	 no	 haberlo	 acordado	 expresamente,	 el	 centro
penitenciario	no	hubiera	podido	proceder	a	su	grabación.
No	 se	 trata,	 por	 lo	 tanto,	 de	 un	 acceso	 accidental	 al	 contenido	 de	 las
comunicaciones	mantenidas	 con	 el	 letrado	 de	 la	 defensa,	 producido	 en	 el
marco	de	una	intervención	de	carácter	general,	sino	de	una	orden	judicial,
concreta	 y	 específica,	 directamente	 encaminada	 a	 intervenir	 esas	 precisas
comunicaciones,	que	a	falta	de	otros	datos	versarían	sobre	la	forma	en	que
sería	ejercido	el	derecho	de	defensa.	Así	resulta	no	solo	del	tenor	literal	de
la	primera	de	las	resoluciones,	sino	también	de	la	actitud	del	acusado,	que	al
verificar	que	se	habían	intervenido	comunicaciones	entre	cada	interno	y	su
letrado	 defensor,	 incluso	 con	 letrados	 designados	 con	 posterioridad	 al
acuerdo	 y	 desconocidos	 en	 la	 causa	 hasta	 entonces,	 lejos	 de	 revocar	 su
decisión	o	de	matizarla	de	alguna	forma,	acordó	su	prórroga	manteniendo
los	mismos	términos	de	la	primera.
(...).
Y,	finalmente,	porque	nada	impedía,	o	al	menos	no	consta,	desarrollar	otra
clase	 de	 actuaciones,	 como,	 por	 ejemplo,	 vigilar	 las	 actividades	 que	 se
continuarán	 ejecutando,	 cuya	 realidad,	 al	 parecer,	 había	 sido	 verificada
policialmente,	 hasta	 identificar	 a	 los	 responsables,	 tomando	 entonces	 las
medidas	 pertinentes	 sobre	 los	 mismos	 y	 no	 con	 carácter	 indiscriminado,
como	se	hizo,	contra	todos	los	letrados	defensores,	a	los	que	se	convirtió	en
imputados	en	la	causa	sin	razón	alguna.
7.	En	cuanto,	finalmente	a	la	cláusula	relativa	a	la	salvaguarda	del	derecho
de	 defensa,	 sin	 perjuicio	 de	 lo	 que	 luego	 se	 dirá,	 desde	 el	 punto	 de	 vista
objetivo	no	se	le	puede	reconocer	efecto	alguno,	y	no	solo	por	el	tenor	de	la
resolución	 judicial,	 que	 la	 contradice	 al	 suprimir	 la	 confidencialidad,	 sino
porque	una	vez	que	la	policía,	el	juez	instructor	y	el	fiscal	del	caso	oyen	las
conversaciones	entre	el	imputado	y	su	letrado	defensor,	la	exclusión	de	las
mismas	de	la	causa	solo	evitan	su	utilización	como	prueba,	pero	su	empleo,
expreso	 o	 tácito,	 durante	 la	 investigación	 desarrollada	 en	 la	 fase	 de
instrucción.	 Por	 otra	 parte,	 en	 el	 caso,	 la	 cláusula	 quedo	 reducida	 a	 su
simple	aparición	en	 la	resolución,	pues	no	se	acordó	ninguna	medida	para
hacerla	 efectiva.”	 (TCE,	 STS	 79/2011,	 feb.	 09/2012.	 V.	 P.	 Colmenero
Menéndez	de	Luarca)
C.	P.
ART.	419.—Detención	ilegal.	El	juez	que,	maliciosamente	o	sin
motivo	legal,	ordena	la	detención	de	una	persona	o	no	otorga	la
libertad	de	un	detenido	o	preso,	que	debió	decretar,	será
reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	dos	ni
mayor	de	cuatro	años.
C.	P.
ART.	420.—Prevaricación	impropia.	El	juez	o	fiscal	que	conoce
en	un	proceso	que	anteriormente	patrocinó	 como	abogado,	 será
reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	dos	años.
C.	P.
ART.	421.—Patrocinio	desleal.	El	abogado	o	mandatario	judicial
que,	después	de	haber	patrocinado	o	representado	a	una	parte	en
un	 proceso	 judicial	 o	 administrativo,	 asume	 la	 defensa	 o
representación	 de	 la	 parte	 contraria	 en	 el	 mismo	 proceso,	 será
reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	dos	años.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	289.—Son	derechos	del	abogado	patrocinante:
1.	Defender	con	independencia	a	quienes	se	lo	soliciten	en	cualquier	etapa
del	proceso;
2.	Concertar	libremente	sus	honorarios	profesionales;
3.	Renunciar	o	negarse	a	prestar	defensa	por	criterio	de	conciencia;
4.	Exigir	el	cumplimiento	de	la	defensa	cautiva;
5.	Informar	verbalmente	o	por	escrito	en	todo	proceso	judicial,	antes	que	se
ponga	fin	a	la	instancia;
6.	 Exigir	 el	 cumplimiento	 del	 horario	 del	 despacho	 judicial	 y	 de	 las
diligencias	o	actos	procesales;
7.	Ser	atendido	personalmente	por	los	magistrados,	cuando	así	lo	requiera
el	ejercicio	de	su	patrocinio;	y,
8.	Recibir	de	toda	autoridad	el	trato	que	corresponde	a	su	función.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 290.—Modificado.	 Ley	 26624,	 Art.	 Único.	 En	 los	 procesos,	 sin
necesidad	 de	 la	 intervención	 de	 su	 cliente,	 el	 abogado	 puede	 presentar,
suscribir	y	ofrecer	todo	tipo	de	escritos,	con	excepción	de	aquellos	para	los
que	 se	 requiere	 poder	 especial	 con	 arreglo	 a	 ley.	 El	 abogado	 no	 requiere
poder	especial	para	interponer	medios	impugnatorios,	en	representación	de
su	cliente.
JURISPRUDENCIA.—Abogado	que	“asesora”	a	ambas	partes	en	un
mismo	juicio	no	siempre	ocasiona	nulidad	del	proceso.	“(…)	En	el	presente
caso	de	una	lectura	de	los	actuados	se	desprende	que	el	abogado	(…)	fue
designado	como	abogado	de	oficio	del	imputado	(el	recurrente)	en	una
audiencia	de	juicio	oral,	ante	la	inasistencia	de	su	abogado,	tal	como	había
sido	dispuesto	en	la	anterior	audiencia	de	juicio	oral,	que	fue	suspendida	por
ausencia	del	abogado.	Asimismo	consta	que	dicho	letrado	había	participado
como	abogado	de	la	parte	civil	en	la	diligencia	de	debate	pericial	en	el	marco
de	la	instrucción.	Sin	embargo	de	los	demás	actuados	(…)	a	saber:	declaración
instructiva	del	recurrente	(…),	acta	de	confrontación	(…),	acta	de	inspección
judicial	(…),	así	como	de	las	actas	de	juicio	oral	y	la	fundamentación	del
recurso	de	nulidad	(…),	no	consta	que	el	abogado	(…)	haya	participado	como
abogado	de	la	parte	agraviada	o	del	imputado	en	otras	actuaciones
procesales.
9.	En	este	sentido	se	advierte	que	en	el	presente	caso	que	cuando	el	abogado
(…)	fue	designado	como	abogado	del	imputado	en	una	audiencia	de	juicio	oral
no	era,	en	estricto,	el	abogado	de	la	parte	civil,	habiendo	asesorado	a	la	parte
civil	en	apenas	una	actuación	procesal.	Y	ello,	si	bien	constituye	una
irregularidad	procesal,	no	generó	en	el	procesado	una	indefensión	tal	que
amerite	la	invalidación	de	la	sentencia	condenatoria,	por	lo	que	la	demanda
debe	ser	desestimada.	(…).”	(TC,	Exp.	04633-2008-PHC/TC,	ago.	31/2009.	S.	S.
Vergara	Gotelli)
SECCIÓN	III
Denegación	y	retardo	de	justicia
C.	P.
ART.	 422.—Negativa	 a	 administrar	 justicia.	 El	 juez	 que	 se
niega	 a	 administrar	 justicia	 o	 que	 elude	 juzgar	 bajo	 pretexto	 de
defecto	o	deficiencia	de	la	 ley,	será	reprimido	con	pena	privativa
de	libertad	no	menor	de	uno	ni	mayor	de	cuatro	años.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	184.—Derogado.	Ley	29277,	Única	Disposición	Complementaria
Derogatoria.
NOTAS:	1.	La	Ley	de	la	Carrera	Judicial	(Ley	29277),	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	07
de	noviembre	del	2008,	entró	en	vigencia	el	día	07	de	mayo	del	2009.
2.	La	publicación	de	la	Ley	29354,	del	07	de	mayo	del	2009,	posterga	la	vigencia	de	los	artículos	87	al
96	referidos	a	la	“evaluación	parcial”	de	los	magistrados,	por	45	días	más.
3.	El	Tribunal	Constitucional	publicó	el	12	de	abril	del	2010	la	sentencia	que	declaró	fundado	en
parte	el	proceso	de	inconstitucionalidad	planteado	contra	diversos	artículos	de	la	Ley	de	la	Carrera
Judicial.	Para	el	tribunal,	resulta	inconstitucional	la	creación	de	la	Comisión	de	Evaluación	del
Desempeño	y	que	se	efectúe	evaluaciones	cada	3	años	a	los	jueces,	por	contravenir	las	facultades	y
autonomía	del	Poder	Judicial,	que	están	consagrados	constitucionalmente.	En	igual	sentido,	realiza
precisiones	constitucionales	al	ejercicio	de	las	libertades	de	información	y	de	expresión	de	los	jueces.
4.	En	fecha	07	de	abril	del	2011,	el	Tribunal	Constitucional	publicó	la	Sent.	del	Pleno	-	Exp.	0019-
2009-PI/TC	que	declara	fundada	en	parte	la	demanda	de	inconstitucionalidad	interpuesta	por	el
Colegio	de	Abogados	del	Callao	contra	diversos	artículos	de	la	Ley	N°	29277,	Ley	de	la	Carrera
Judicial.	Así,	el	colegiado	señala	la	inconstitucionalidad	de	la	expresión	‘en	materias	jurídicas’	del
artículo	40,	inciso	3)	de	la	ley	y,	por	tanto,	queda	subsistente	la	disposición	con	el	siguiente
contenido:	‘Está	prohibido	a	los	jueces:	(…)	3.	Aceptar	cargos	remunerados	dentro	de	las	instituciones
públicas	o	privadas,	a	excepción	del	ejercicio	de	la	docencia	universitaria’.
C.	P.
ART.	423.—Negativa	al	cumplimiento	de	funciones.	El	notario
o	 secretario	 de	 juzgado	 o	 fiscalía	 o	 cualquier	 otro	 auxiliar	 de
justicia	que	se	niega	a	cumplir	las	obligaciones	que	legalmente	le
corresponde,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
mayor	de	un	año,	o	con	treinta	a	sesenta	días	-	multa.
C.	P.
ART.	 424.—Omisión	 de	 ejercer	 la	 acción	 penal	 pública.	 El
fiscal	que	omite	ejercitar	la	acción	penal	será	reprimido	con	pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	uno	ni	mayor	de	cuatro	años.
MINISTERIO	PÚBLICO
Const.
ART.	 158.—El	 Ministerio	 Público	 es	 autónomo.	 El	 Fiscal	 de	 la	 Nación	 lo
preside.	Es	elegido	por	la	Junta	de	Fiscales	Supremos.	El	cargo	de	Fiscal	de	la
Nación	dura	tres	años,	y	es	prorrogable,	por	reelección,	sólo	por	otros	dos.
Los	 miembros	 del	 Ministerio	 Público	 tienen	 los	 mismos	 derechos	 y
prerrogativas	 y	 están	 sujetos	 a	 las	mismas	obligaciones	que	 los	del	Poder
Judicial	 en	 la	 categoría	 respectiva.	 Les	 afectan	 las	 mismas
incompatibilidades.	 Su	 nombramiento	 está	 sujeto	 a	 requisitos	 y
procedimientos	 idénticos	 a	 los	 de	 los	 miembros	 Poder	 Judicial	 en	 su
respectiva	categoría.
Const.
ART.	159.—Corresponde	al	Ministerio	Público:
1.	Promover	de	oficio,	o	a	petición	de	parte,	la	acción	judicial	en	defensa	de
la	legalidad	y	de	los	intereses	públicos	tutelados	por	el	derecho.
2.	Velar	por	la	independencia	de	los	órganos	jurisdiccionales	y	por	la	recta
administración	de	justicia.
3.	Representar	en	los	procesos	judiciales	a	la	sociedad.
4.	Conducir	desde	su	inicio	la	investigación	del	delito.	Con	tal	propósito,	la
Policía	Nacional	está	obligada	a	cumplir	los	mandatos	del	Ministerio	Público
en	el	ámbito	de	su	función.
5.	Ejercitar	la	acción	penal	de	oficio	o	a	petición	de	parte.
6.	Emitir	dictamen	previo	a	 las	resoluciones	 judiciales	en	 los	casos	que	 la
ley	contempla.
7.	Ejercer	iniciativa	en	la	formación	de	las	leyes;	y	dar	cuenta	al	Congreso,	o
al	Presidente	de	la	República,	de	los	vacíos	o	defectos	de	la	legislación.
CAPÍTULO	IV
Disposiciones	comunes
C.	P.
ART.	425.—Modificado.	Ley	30124,	Art.	Único.	Funcionario	o
servidor	público.	Son	funcionarios	o	servidores	públicos:
1.	Los	que	están	comprendidos	en	la	carrera	administrativa.
2.	Los	que	desempeñan	cargos	políticos	o	de	confianza,	incluso	si
emanan	de	elección	popular.
3.	 Todo	 aquel	 que,	 independientemente	 del	 régimen	 laboral	 en
que	 se	 encuentre,	 mantiene	 vínculo	 laboral	 o	 contractual	 de
cualquier	 naturaleza	 con	 entidades	 u	 organismos	 del	 Estado,
incluidas	las	empresas	del	Estado	o	sociedades	de	economía	mixta
comprendidas	 en	 la	 actividad	 empresarial	 del	 Estado,	 y	 que	 en
virtud	de	ello	ejerce	funciones	en	dichas	entidades	u	organismos.
4.	Los	administradores	y	depositarios	de	caudales	embargados	o
depositados	 por	 autoridad	 competente,	 aunque	 pertenezcan	 a
particulares.
5.	Los	miembros	de	las	Fuerzas	Armadas	y	Policía	Nacional.
6.	 Los	 designados,	 elegidos	 o	 proclamados,	 por	 autoridad
competente,	para	desempeñar	actividades	o	funciones	en	nombre
o	al	servicio	del	Estado	o	sus	entidades.
7.	Los	demás	indicados	por	la	Constitución	Política	y	la	ley.
CARRERA	ADMINISTRATIVA
D.	Leg.	276.
ART.	 1°.—Carrera	 administrativa	 es	 el	 conjunto	 de	 principios,	 normas	 y
procesos,	 que	 regulan	 el	 ingreso,	 los	 derechos	 y	 los	 deberes	 que
corresponden	 al	 servidores	 públicos	 que,	 con	 carácter	 estable	 prestan
servicios	de	naturaleza	permanente	en	la	Administración	Pública	(…).
D.	Leg.	276.
ART.	2°.—(...)	no	están	comprendidos	en	la	carrera	administrativa	“(…)	los
servidores	públicos	contratados	ni	los	funcionarios	que	desempeñan	cargos
políticos	o	de	confianza,	(…)”.
D.	S.	005-90-PCM.
ART.	2°.—La	 carrera	 administrativa	 comprende	a	 los	 servidores	 públicos
que	con	carácter	estable	prestan	servicios	de	naturaleza	permanente	en	 la
administración	pública;	con	excepción	de	los	trabajadores	de	las	empresas
del	Estado	cualquiera	sea	su	forma	jurídica,	así	como	de	los	miembros	de	las
fuerzas	armadas	y	de	la	Policía	Nacional,	a	quienes	en	ningún	caso	les	será
de	aplicación	las	normas	del	Decreto	Legislativo	N°	276	y	su	reglamento.
D.	S.	005-90-PCM.
ART.	 3°.—Para	 los	 efectos	 de	 la	 ley,	 entiéndase	 por	 servidor	 público	 al
ciudadano	 en	 ejercicio	 que	 presta	 servicios	 en	 entidades	 de	 la
administración	 pública	 con	 nombramiento	 o	 contrato	 de	 autoridad
competente,	 con	 las	 formalidades	 de	 la	 ley,	 en	 jornada	 legal	 y	 sujeto	 a
retribución	remunerativa	permanente	en	períodos	regulares	(…).
D.	S.	005-90-PCM.
ART.	4°.—Considérese	funcionario	al	ciudadano	que	es	elegido	o	designado
por	 autoridad	 competente,	 conforme	 al	 ordenamiento	 legal,	 para
desempeñar	 cargos	 del	 más	 alto	 nivel	 en	 los	 poderes	 públicos	 y	 los
organismos	 con	 autonomía.	 Los	 cargos	 políticos	 y	 de	 confianza	 son	 los
determinados	por	la	ley.
JURISPRUDENCIA.—Condición	de	funcionario	público.	“(...)	esta	Sala
Penal	conoce	del	presente	proceso	al	haberse	declarado	fundada	la	queja	de
derecho	por	presuntas	irregularidades;	que,	revisado	el	mismo,	se	aprecia	que,
es	materia	de	cuestionamiento	la	condición	de	funcionario	público	del
encausado	(...);	al	respecto	cabe	precisar	que	el	artículo	cuarenta	de	la
Constitución	Política	del	Estado	rige	únicamente	para	los	fines	laborales	y
previsionales	derivados	de	la	carrera	administrativa,	pero	no	excluye	de	modo
alguno	la	responsabilidad	penal	que	hubiere	lugar	de	quienes	tienen	manejo
de	fondos	públicos,	como	es	el	caso	del	procesado;	que,	la	interpretación	legal,
no	puede	ser	simplemente	literal,	sino	teleológica,	es	decir,	buscando	el	fin	y	el
espíritu	de	la	norma,	interpretación	que	ha	sido	establecida	en	el	Pleno
Jurisdiccional	Nacional	Penal,	realizado	en	la	ciudad	de	Arequipa,	el	quince	de
setiembre	de	mil	novecientos	noventisiete,	cuyas	conclusiones	debe	ser
observancia	obligatoria	para	los	magistrados;	consecuentemente,	la	condición
de	funcionario	público	del	encausado	se	encuentra	establecida	por	el	inciso
tercero	del	artículo	cuatrocientos	veinticinco	del	Código	Penal	vigente,
modificado	por	el	artículo	primero	de	la	Ley	veintiséis	mil	setecientos	trece;
(...)”.	(CSJ,	Exp.	N°	1390-2000,	ago.	17/2000.	S.S.	Jeri	Durand)
JURISPRUDENCIA.—Interpretación	del	concepto	de	funcionario	público.
“(...)	debe	tenerse	en	cuenta	el	artículo	cuarenta	de	la	Constitución	Política	del
Estado	este	dispositivo	rige	para	fines	laborales	derivados	de	la	carrera
administrativa,	pero	no	restringe	o	excluye	la	responsabilidad	penal	de	los
servidores	que	manejan	fondos	públicos	y	su	interpretación	contraria,	daría
lugar	a	la	impunidad	de	innumerables	ilícitos	penales	que	a	diario	se	cometen
con	motivo	del	manejo	de	fondos	públicos,	a	través	de	las	diferentes	empresas
creadas	por	el	Estado	e	instituciones	que	prestan	servicios	públicos,	en
ejercicio	de	su	gestión	económica;	esta	interpretación	concuerda	con	la
motivación	que	dio	origen	al	dispositivo	constitucional	en	mención,	o	sea	que
lo	que	se	pretendía	evitar	que	muchos	trabajadores	indebidamente	venían
acogiéndose	a	los	alcances	de	la	Ley	número	veinte	mil	quinientos	treinta	y
siendo	así,	no	se	puede	considerar	que	se	haya	derogado	el	artículo
cuatrocientos	veinticinco	del	Código	Penal,	ya	que	la	misma	Constitución	en	su
artículo	sesenta	permite	al	Estado	realizar	actividad	empresarial	en	sus
formas	pública	y	privada	para	prestar	los	servicios	a	que	está	obligado,	pero
en	ambos	casos	con	el	mismo	tratamiento	legal,	vale	decir	la	tutela	del	manejo
de	los	recursos	públicos	y	bajo	el	sistema	de	control,	que	establece	la	misma
Constitución	en	su	artículo	ochentidós	y	como	lo	disponen	anualmente	las
leyes	del	presupuesto	de	la	República;	que	también	debe	tenerse	en	cuenta	que
en	el	libro	segundo,	título	decimoctavo,	capítulo	segundo	del	Código	Penal	se
refiere	a	los	delitos	cometidos	por	funcionarios	públicos	y	si	examinamos
quienes	son	los	agentes	en	esta	clase	de	delitos,	no	todos	son	‘funcionarios
públicos’,	sino	particulares,	pero	la	ley	les	atribuye	esa	calidad	por	el	hecho	de
manejar	recursos	o	fondos	públicos	y	finalmente	dentro	de	la	interpretación
de	la	ley,	se	ha	superado	la	teoría	de	la	interpretación	gramatical	o	textual,
para	los	fines	de	administrar	justicia,	donde	debe	primar	la	interpretación
teleológica	y	concordante	de	las	leyes	y	a	esto	hay	que	agregar	que	en	el
último	Pleno	Jurisdiccional	Nacional	Penal	realizado	en	Arequipa	el	quince	de
diciembre	de	mil	novecientos	noventisiete,	al	amparo	de	lo	previsto	en	el
artículo	ciento	dieciséis	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	Orgánica	del
Poder	Judicial,	y	la	Resolución	Administrativa	número	quinientos
cuarentisiete-CME-PJ,	cuyas	conclusiones	deben	ser	de	observancia
obligatoria	para	los	magistrados,	se	acordó	declarar	que	la	prohibición
contenida	en	el	artículo	cuarenta	de	la	Constitución	Política	del	Estado,	tiene
alcances	directos	exclusivamente	en	el	ámbito	del	derecho	administrativo
(...)”.	(CSJ,	Exp.	N°	159-98,	nov.	02/98.	S.S.	Saponara	Milligan)
PLENO	JURISDICCIONAL.—Funcionarios	y	servidores	públicos.	“(...)	La
prohibición	contenida	en	el	artículo	40	de	la	Constitución	Política	del	Estado
tiene	alcances	directos	exclusivamente	en	el	ámbito	del	derecho
administrativo	y	provisional.(…)”.	(Pleno	Jurisdiccional	Penal	1997,	Acuerdo
Plenario	04/97)
JURISPRUDENCIA.—El	solo	hecho	de	ejercer	funciones	públicas	basta
para	que	la	vía	penal	considere	al	inculpado	como	funcionario	o
servidor	público.	“Sin	embargo,	en	el	caso	del	inciso	3	del	citado	artículo	425
del	Código	Penal,	no	se	produce	el	reenvío,	considerándose	que	es	un	concepto
propio	a	efectos	penales,	que	debe	coincidir	necesariamente	con	el	concepto
empleado	por	la	Convención	lnteramericana	de	Lucha	contra	la	Corrupción.
(...)	Lo	que	interesa	es	el	hecho	de	ejercer	funciones	públicas,	pues	ello	es
suficiente	para	el	derecho	penal	para	considerar	a	un	funcionario	o	servidor
público	como	tal,	independientemente	del	régimen	laboral	o	contractual,
bastando	que	mantenga	un	vínculo	laboral	o	contractual	de	cualquier
naturaleza	con	entidades	u	organismos	del	Estado,	y	que	en	tal	virtud	ejerza
funciones”.	(CSJL,	Exp.	00148-2012-16-1826-JR-PE-02,	oct.	28/2013.	V.	P.
Susana	Ynes	Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—Representante	legal	de	una	empresa	contratista
que	firma	contrato	con	una	entidad	pública	no	alcanza	la	calidad	de
funcionario	público.	“(...)	no	obstante,	se	aprecia	que	el	colegiado	superior
realizó	una	errónea	interpretación	de	la	norma	–artículo	cuatrocientos
veinticinco,	inciso	tres,	del	Código	Penal–,	al	calificar	al	encausado	(...)	como
funcionario	público	(...)	que	su	participación	en	los	hechos	fue	como
representante	legal	de	la	empresa	contratista	que	celebró	el	contrato	de
ejecución	de	obra	con	la	administración	gubernamental,	lo	cual	no	lo
convierte	en	funcionario	público.	A	pesar	de	ello,	fue	calificado	como	cómplice
de	acuerdo	con	lo	establecido	en	el	artículo	veinticinco	del	Código	Penal	en	el
desarrollo	de	la	sentencia	(...),	además,	al	realizar	la	determinación	judicial	de
la	pena	consideró	su	condición	de	cómplice	primario,	mas	no	de	autor	(...),	y
aunque	en	la	parte	resolutiva	de	la	sentencia	se	le	consideró	como	autor	e
impuso	la	pena	de	inhabilitación,	conforme	con	los	incisos	uno	y	dos	del
artículo	treinta	y	seis	del	código	sustantivo,	tal	situación	no	afecta	el	juicio	de
responsabilidad	arribado,	así	como	tampoco	constituye	causal	de	nulidad;
que,	sin	embargo,	el	error	material	advertido	debe	regularizarse	en	esta
instancia	suprema;	por	lo	que	debe	reconducirse	la	calificación	jurídica
respecto	a	la	intervención	del	encausado	y	señalar	la	inhabilitación	pertinente
que	le	corresponde	como	tal	(...).”.	(CS,	R.	N.	29-2012-Piura,	mar.	22/2013	V.	P.
Prado	Saldarriaga)
JURISPRUDENCIA.—Los	directores	de	las	empresas	estatales	son
funcionarios	públicos.	“Es	pertinente	señalar	que	conforme	a	las	normas
supra	nacionales	se	tiene	que:	El	Comité	Jurídico	Interamericano	de	la	OEA
establece	que	‘Función	pública’	es	toda	actividad	temporal	o	permanente,
remunerada	u	honoraria,	realizada	por	una	persona	natural	en	nombre	del
Estado	o	al	servicio	del	Estado,	o	de	sus	entidades,	en	cualquiera	de	sus	niveles
jerárquicos,	La	Convención	Interamericana	contra	la	Corrupción,	incorporada
al	ordenamiento	jurídico	del	Perú	mediante	Resolución	Legislativa	número
26757,	define	en	un	solo	concepto	al	‘funcionario	público’,	‘oficial
gubernamental’	o	‘servidor	público’	como	cualquier	funcionario	o	empleado
del	Estado,	incluidos	los	que	han	sido	seleccionados,	designados	o	electos	para
desempeñar	actividades	o	funciones	en	nombre	del	Estado	o	al	servicio	del
Estado,	en	todos	sus	niveles	jerárquicos,	La	Convención	de	las	Naciones	Unidas
contra	la	Corrupción,	aprobada	por	Resolución	Legislativa	número	283578,
entiende	por	‘funcionario	público‘	a	toda	persona	que	ocupe	un	cargo
legislativo,	ejecutivo,	administrativo	o	judicial	de	un	Estado	parte,	ya	sea
designado	o	elegido,	permanente	o	temporal,	remunerado	u	honorario,	sea
cual	sea	la	antigüedad	de	esa	persona	en	el	cargo,	o	toda	persona	que
desempeña	una	función	pública,	incluso	para	un	organismo	público	o	una
empresa	pública,	o	que	preste	un	servicio	público	(...)	De	las	normas
supranacionales	expuestas	se	infiere	que	la	calidad	de	funcionarios,	que	se
imputa	a	las	personas	que	ejercen	funciones	en	las	entidades	o	empresas
estatales	está	dada	por	el	manejo	de	bienes	o	fondos	del	Estado;	es	por	ello
que	la	condición	de	funcionario	le	es	independiente	al	régimen	laboral	con	la
cual	se	vincula	a	dichas	entidades,	o	a	la	naturaleza	jurídica	de	las	mismas
(...)”.	(C.	S.,	Cas.	831-2014-Puno,	abr.	13/2015.	V.	P.	Cabello	Matamala)
JURISPRUDENCIA.—Con	la	Convención	Interamericana	contra	la
Corrupción,	el	gerente	general	de	una	empresa	estatal	de	derecho
privado	siempre	califica	como	funcionario	público.	“Bajo	lo	establecido
por	la	Convención	Interamericana	contra	la	Corrupción,	a	la	cual	estamos
suscritos	y	vigente	al	momento	de	los	hechos	objeto	de	inculpación	formal,	se
entenderá	que	el	gerente	general	de	Emmsa	es	funcionario	público	para	los
efectos	penales;	y	las	funciones	de	regulación	y	servicios	que	desarrollaba	esa
empresa	pública	integran	la	noción	de	servicios	públicos.	Siendo	así	este	es
sujeto	activo	del	delito	de	colusión;	así	como	los	cómplices	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	634-
2015-Lima,	jun.	28/2016.	V.	P.	San	Martín	Castro)
COMENTARIO.—Concepto	 penal	 de	 funcionario	 público.	 En	 cuanto	 al
problema	 de	 saber	 en	 que	 momento	 se	 considera	 funcionario	 público	 a
quien	 es	 elegido	por	 voluntad	 ciudadana:	 ¿Desde	 su	 elección	 o	 desde	 que
formal	 y	 materialmente	 juramenta	 el	 cargo?	 La	 doctrina	 se	 inclina	 por
reconocer	que	funcionario	público	es	quien	ha	asumido	el	cargo	y,	con	él,	las
responsabilidades;	 se	 requiere	 entonces	 del	 nombramiento	 y/o	 de	 la
resolución	que	lo	incorpora	como	funcionario	público.
En	otro	extremo,	el	inciso	sexto,	“los	demás	indicados	por	la	Constitución
Política	o	por	 la	 ley,	 asienta	 la	afirmación	que	el	 concepto	de	 funcionario
público	 en	 el	 derecho	 penal	 es	 más	 amplio	 que	 el	 que	 se	 maneja	 en	 el
derecho	administrativo.	Con	esto	el	inciso	deja	abierta	la	posibilidad	de	una
interpretación	 extensiva	 del	 concepto	 de	 funcionario	 público,	 pero	 por
razones	de	seguridad	jurídica,	se	limita	la	extensión	al	marco	constitucional
o	 legal.	 Así,	 el	 artículo	 386	 del	 Código	 Penal	 señala	 sujetos	 especiales
propios,	 peritos	 o	 árbitros,	 contadores,	 particulares,	 tutores,	 curadores,
albaceas,	 el	 artículo	 388	 C.	 P.	 segundo	 párrafo:	 contratista	 de	 una	 obra
pública	 o	 a	 sus	 empleados,	 el	 artículo	 392	 del	 Código	 Penal	 que	 señala
textualmente:	 “están	 sujetos	 a	 lo	 prescrito	 en	 los	 artículos	 387	 a	 389,	 los
que	 administran	 o	 custodian	 dineros	 pertenecientes	 a	 las	 entidades	 de
beneficencia	 o	 similares,	 los	 administradores	 o	 depositarios	 de	 dinero	 o
bienes	 embargados	 o	 depositados	por	 orden	o	por	 autoridad	 competente,
aunque	 pertenezcan	 a	 particulares,	 así	 como	 a	 todas	 las	 personas	 o
representantes	 legales	de	personas	 jurídicas,	 que	administren	o	 custodien
dinero	o	bienes	destinados	a	fines	asistenciales	o	a	programas	de	apoyo”.
C.	P.
ART.	426.—Modificado.	Ley	29758,	Art.	Único.	Inhabilitación
accesoria	y	especial.	Los	delitos	previstos	en	el	Capítulo	II	de
este	título	se	sancionan,	además,	con	pena	de	inhabilitación
accesoria,	con	igual	tiempo	de	duración	que	la	pena	principal,	de
conformidad	con	el	artículo	36,	incisos	1	y	2.
Los	delitos	previstos	en	el	capítulo	III	de	este	título	se	sancionan,
además,	con	pena	de	inhabilitación	de	uno	a	tres	años,	de
conformidad	con	el	artículo	36,	incisos	1	y	2.
TÍTULO	XIX
Delitos	contra	la	fe	pública
CAPÍTULO	I
Falsificación	de	documentos	en	general
C.	P.
ART.	427.—Falsificación	de	documentos.	El	que	hace,	en	todo	o
en	parte,	un	documento	falso	o	adultera	uno	verdadero	que	pueda
dar	origen	a	derecho	u	obligación	o	servir	para	probar	un	hecho,
con	el	propósito	de	utilizar	el	documento,	será	reprimido,	si	de	su
uso	puede	resultar	algún	perjuicio,	con	pena	privativa	de	libertad
no	menor	de	dos	ni	mayor	de	diez	años	y	con	treinta	a	noventa
días	-	multa	si	se	trata	de	un	documento	público,	registro	público,
título	auténtico	o	cualquier	otro	trasmisible	por	endoso	o	al
portador	y	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	dos	ni
mayor	de	cuatro	años,	y	con	ciento	ochenta	a	trescientos
sesenticinco	días	-	multa,	si	se	trata	de	un	documento	privado.
El	que	hace	uso	de	un	documento	falso	o	falsificado,	como	si
fuese	legítimo,	siempre	que	de	su	uso	pueda	resultar	algún
perjuicio,	será	reprimido,	en	su	caso,	con	las	mismas	penas.
CLASES	DE	DOCUMENTOS
C.P.C.
ART.	233.—Documento.	Es	todo	escrito	u	objeto	que	sirve	para	acreditar
un	hecho.
C.P.C.
ART.	234.—Clases	de	documentos.	Son	documentos	los	escritos	públicos
o	privados,	los	impresos,	fotocopias,	facsímil	o	fax,	planos,	cuadros,	dibujos,
fotografías,	 radiografías,	 cintas	 cinematográficas,	 microformas	 tanto	 en	 la
modalidad	de	microfilm	como	en	la	modalidad	de	soportes	 informáticos,	y
otras	 reproducciones	 de	 audio	 o	 video,	 la	 telemática	 en	 general	 y	 demás
objetos	que	recojan,	contengan	o	representen	algún	hecho,	o	una	actividad
humana	o	su	resultado.
C.P.C.
ART.	235.—Documento	público.	Es	documento	público:
1.	El	otorgado	por	funcionario	público	en	ejercicio	de	sus	atribuciones;	y
2.	La	escritura	pública	y	demás	documentos	otorgados	ante	o	por	notario
publico,	según	la	ley	de	la	materia.
La	copia	del	documento	público	tiene	el	mismo	valor	que	el	original,	si	está
certificada	por	auxiliar	jurisdiccional	respectivo,	notario	público	o	fedatario,
según	corresponda.
C.P.C.
ART.	236.—Documento	privado.	Es	el	que	no	tiene	las	características	del
documento	público.	La	legalización	o	certificación	de	un	documento	privado
no	lo	convierte	en	público.
JURISPRUDENCIA	 VINCULANTE.—El	 uso	 de	 un	 documento	 falso	 es	 un
delito	de	estructura	instantánea	aunque	sus	efectos	puedan	prolongarse
más	allá	del	resultado.	“(...)	la	falsificación	de	una	partida	de	bautismo	que
se	presentó	en	un	proceso	jurisdiccional	y,	mediante	ella,	se	logró	un	fallo	que
sirvió	 para	 afectar	 derechos	 patrimoniales	 de	 la	 agraviada	 (...)	 el	 citado
documento	falso	se	utilizó	el	veinticinco	de	julio	de	mil	novecientos	ochenta	y
cuatro	y	dio	lugar	a	sendas	sentencias	jurisdiccionales	que	culminaron	con	la
ejecutoria	 suprema	 (...)	 por	 tanto,	 es	 a	 partir	 de	 esa	 fecha	 –es	 obvio	 que
durante	 la	 tramitación	 del	 proceso	 civil	 y	 hasta	 que	 no	 culminara	 no	 era
posible	promover	la	acción	penal	pues	de	acuerdo	al	artículo	ochenta	y	cuatro
del	 Código	 Penal	 estaba	 vigente	 una	 causal	 de	 suspensión	 del	 plazo	 de
prescripción–	que	empieza	a	correr	el	plazo	de	la	prescripción	extraordinaria,
en	tanto	que	el	delito	de	falsedad	es	de	comisión	instantánea	y	se	consuma,	en
todo	 caso,	 cuando	 a	 sabiendas	 se	 utiliza	 el	 documento	 falso	 –un	 supuesto
típico	 distinto	 de	 la	 confección,	 alteración	 o	 modificación	 falsaria	 del
documento	 y	 que,	 asimismo,	 puede	 concurrir	 con	 él	 y	 ser	 perpetrado	 por	 el
propio	autor	de	la	elaboración	del	documento	falso	o	por	un	tercero–,	el	cual
en	 el	 presente	 caso	 sustentó	 una	 demanda	 y	 dio	 lugar	 a	 una	 sentencia	 que
consolidó	 el	 propósito	 criminal	 del	 agente	 –es	 de	 insistir	 que	 el	 uso	 de	 un
documento	 falso	 es	 un	 delito	 de	 estructura	 instantánea	 aunque	 sus	 efectos
puedan	prolongarse	más	allá,	por	lo	que,	en	principio,	el	plazo	de	prescripción
empezará	 a	 contarse	 desde	 el	momento	 de	 su	 utilización–;	 que	 si	 cuenta	 el
plazo	desde	el	veintiuno	de	febrero	de	mil	novecientos	ochenta	y	nueve	hasta
la	 fecha	 de	 la	 sentencia	 de	 vista	 del	 siete	 de	 agosto	 de	 dos	 mil	 seis	 ha
transcurrido	más	de	quince	años,	en	tanto	se	calificó	que	el	documento	falso
era	 de	 carácter	 público,	 por	 lo	 que	 la	 declaración	 de	 prescripción	 es
legalmente	 correcta.	 (...)”.	 (CS,	 Sala	 Penal	 Permanente,	 Queja.	 1678-2006,
may.	04/2007.	S.S.	Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA.—Documento	 es	 cualquier	 forma	 de	 exteriorización
perenne	de	la	voluntad	de	una	persona	que	tiene	efectos	 jurídicos.	 “(...)
documento	 es	 cualquier	 forma	de	 exteriorización	perenne	de	 la	 voluntad	de
una	persona	como	particular	o	como	 funcionario,	que	 tiene	efectos	 jurídicos
de	cualquier	orden	y	por	el	cual	puede	reconocerse	a	su	otorgante;	que,	en	la
ley	 cada	 especie	 de	 documento	 tiene	 un	 relieve	 penal	 particular	 y	 único
conforme	 al	 bien	 jurídico	 que	 tutela,	 se	 llega	 a	 la	 conclusión	 de	 que	 el
concepto	de	documento	penalmente	significativo,	estará	dado	sobre	todo	por
el	bien	jurídico	y	su	posibilidad	de	ser	puesto	en	peligro	sólo	por	determinado
tipo	de	documento	y	en	función	de	esto	surte	sus	efectos	penales	entre	ellos	la
prescripción;	que,	un	documento	es	privado	cuando	expresa	la	voluntad	de	un
particular	sin	intervención	de	funcionario	público	en	ejercicio	de	sus	funciones
o	 de	 un	 notario	 público	 siempre	 que	 no	 se	 trate	 de	 mera	 legalización	 o
certificación;	 que,	 una	 demanda	 es	 la	 expresión	 privada	 de	 la	 voluntad
postularia	del	o	los	actores	y	si	bien	motiva	actos	procesales	de	orden	público
su	administración	o	no	 transforman	 su	naturaleza	ontológica;	 porque	 sigue
siendo	una	pretensión	privada,	particular	y	por	lo	tanto	sujeta	a	la	voluntad
del	o	sus	otorgantes,	sin	perjuicio	del	modo,	forma	y	plazo	que	exige	la	norma
procesal	civil	por	razones	de	sistematización	(...).”	(CS,	Exp.	N°	766-2000,	jul.
16/2001.	S.S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Documento	 como	 objeto	 normalmente	 escrito,	 en
cuyo	texto	se	consigna	o	representa	alguna	cosa	apta	para	esclarecer	un
hecho	 o	 se	 deja	 constancia	 de	 una	 manifestación	 de	 voluntad.	 “(...)
atendiendo	 al	 concepto	 de	 documento,	 se	 tiene	 que,	 es	 ‘instrumento:	 objeto
normalmente	escrito,	en	cuyo	texto	se	consigna	o	representa	alguna	cosa	apta
para	 esclarecer	 un	 hecho	 o	 se	 deja	 constancia	 de	 una	 manifestación	 de
voluntad	 que	 produce	 efectos	 jurídicos’	 (Flores	 Polo,	 Pedro;	 Diccionario	 de
Términos	 Jurídicos,	 Primera	 Edición;	 Lima,	 mil	 novecientos	 ochenticuatro);
por	 ello,	 la	 adulteración	 del	 número	 de	 serie	 puede	 ser	 considerada	 una
falsificación	 de	 documentos,	 pero	 documento	 de	 carácter	 privado	 (...)”.	 (CSJ,
Exp.	N°	2553/98,	set.	11/98.	S.S.	Mac	Rae	Thays)
JURISPRUDENCIA.—No	precisar	si	el	documento	falsificado	es	público	o
privado	en	el	auto	de	abrir	instrucción	lesiona	el	derecho	de	defensa	del
procesado.	“(…)	Por	ello,	una	cuestión	de	mera	legalidad	que,	en	principio	es
de	exclusiva	competencia	del	juez	ordinario,	deja	de	ser	tal	y	se	convierte	en
una	cuestión	constitucionalmente	relevante	y,	por	ende,	de	competencia	del
Tribunal	Constitucional,	cuando	de	por	medio	está	la	tutela	de	los	derechos
fundamentales.	En	otras	palabras,	desde	el	momento	que	en	las	cuestiones	de
legalidad	se	transgreden	derechos	fundamentales,	el	Tribunal	no	solo	puede
sino	que	debe,	legítimamente,	pronunciarse	a	fin	conseguir	una	tutela	efectiva
de	dichos	derechos.	(…)	se	advierte	que	se	procesa	a	los	recurrentes	por	la
supuesta	comisión	de	los	delitos	contra	la	fe	pública	en	su	modalidad	de
falsificación	de	documentos	y	uso	de	documentos	falsificados	(…)	Se	aprecia	de
ello	que	la	norma	penal	material	para	dicho	tipo	penal,	prevé	dos
modalidades	delictivas	y,	consecuentemente,	dos	penalidades	distintas.	En	el
caso	de	autos,	el	juez	penal	cuando	instaura	instrucción	por	el	delito	de
falsificación	de	documentos,	omitiendo	precisar	si	la	presunta	falsificación	de
documentos	que	se	imputa	a	los	procesados	está	referida	a	instrumentos
públicos	o	privados,	lesiona	su	derecho	a	la	defensa,	toda	vez	que,	al	no	estar
informado	con	certeza	de	los	cargos	imputados,	se	le	restringe	la	posibilidad
de	defenderse	sobre	hechos	concretos,	o	sobre	una	modalidad	delictiva
determinada	y,	con	ello,	la	posibilidad	de	aportar	pruebas	concretas	que
acrediten	la	inocencia	que	aduce	(…).
Esta	omisión	ha	generado	un	estado	de	indefensión	que	incidirá	en	la	pena	a
imponerse	y,	de	hecho,	en	la	condición	jurídica	de	los	procesados;	más	aún
cuando	han	sido	declarados	reos	contumaces	(…),	lo	cual	demuestra	que	el
proceso	se	ha	tornado	en	irregular	por	haberse	transgredido	los	derechos
fundamentales	que	conforman	el	debido	proceso;	esto	es,	el	derecho	de
defensa;	ello,	a	su	vez,	ha	determinado	la	afectación	de	la	tutela	jurisdiccional,
ambos	garantizados	por	la	Constitución.	(...)”.	(TC,	Exp.	09727-2005-HC/TC,
mar.	09/2007.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Incorrecta	 tipificación	 del	 delito:	 documento
público/documento	 privado	 genera	 estado	 de	 indefensión.	 “(...)	 cuando
instaura	instrucción	por	el	delito	por	falsificación	de	documentos	en	general,
omitiendo	 pronunciarse	 en	 cuál	 de	 las	 modalidades	 delictivas
presumiblemente	habría	incurrido	la	imputada,	y	al	no	precisar	si	la	presunta
falsificación	 de	 documentos	 que	 se	 imputa	 a	 la	 favorecida	 está	 referida	 a
instrumentos	 públicos	 o	 privados,	 lesiona	 su	 derecho	 a	 la	 defensa,	 toda	 vez
que,	al	no	estar	informada	con	certeza	de	los	cargos	imputados,	se	le	restringe
la	 posibilidad	 de	 declarar	 y	 defenderse	 sobre	 hechos	 concretos,	 o	 sobre	 una
modalidad	delictiva	determinada	y,	con	ello,	la	posibilidad	de	aportar	pruebas
concretas	que	acrediten	la	inocencia	que	aduce.
Esta	omisión	ha	generado	un	estado	de	indefensión	que	incidirá	en	la	pena	a
imponerse	y	en	la	condición	jurídica	de	la	procesada,	lo	cual	demuestra	que	el
proceso	 se	 ha	 tornado	 en	 irregular	 por	 haberse	 transgredido	 los	 derechos
fundamentales	que	integran	el	debido	proceso,	esto	es,	el	derecho	de	defensa;
ello,	a	su	vez,	ha	determinado	la	afectación	de	la	tutela	jurisdiccional,	ambos
garantizados	 por	 la	 Norma	 Constitucional.	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 3390-2005-
PHC/TC,	ago.	06/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—La	 legalización	 o	 certificación	 de	 un	 documento
privado	 no	 lo	 convierte	 en	 público.	 “(…)	 15.	 Son	 documentos	 los	 escritos
públicos	 o	 privados,	 los	 impresos,	 fotocopias,	 facsímil	 o	 fax,	 planos,	 cuadros,
dibujos,	fotografías,	radiografías,	cintas	cinematográficas,	microformas	tanto
en	la	modalidad	de	microfilm	como	en	la	modalidad	de	soportes	informáticos,
y	 otras	 reproducciones	 de	 audio	 o	 video,	 la	 telemática	 en	 general	 y	 demás
objetos	 que	 recojan,	 contengan	 o	 representen	 algún	 hecho,	 o	 una	 actividad
humana	o	su	resultado.
16.	Tal	como	lo	disponen	los	artículos	235	y	236	del	Código	Procesal	Civil	se
considera	 documento	 público	 al	 otorgado	 por	 funcionario	 público	 en	 el
ejercicio	 de	 sus	 atribuciones,	 y	 a	 la	 escritura	 pública	 y	 demás	 documentos
otorgados	ante	o	por	notario	público,	según	la	ley	de	la	materia;	mientras	que
se	considera	documento	privado	a	todo	aquel	que	no	tiene	las	características
del	 documento	 público.	 La	 legalización	 o	 certificación	 de	 un	 documento
privado	no	 lo	convierte	en	público.	 (…)”.	 (TC,	Exp.	01924-2008-PHC/TC,	nov.
08/2008.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Modalidades	 delictivas	 de	 la	 falsificación	 de
documentos:	falsedad	propia	y	falsedad	impropia.	“En	efecto,	en	cuanto	al
delito	 de	 falsificación	 de	 documentos,	 el	 primer	 párrafo	 del	 artículo
cuatrocientos	veintisiete	del	Código	Penal	establece	(...).	Dicho	tipo	penal	está
vinculado	 a	 la	 autenticidad	 del	 documento	 y	 presenta	 dos	 modalidades
delictivas,	 la	 primera:	 hacer	 todo	 o	 en	 parte	 un	 documento	 falso	 (falsedad
propia),	 y	 la	 segunda:	 adulterar	 uno	 verdadero	 (falsedad	 impropia);	 que	 en
tal	sentido,	realizar	un	documento	falso	debe	entenderse	como	la	creación	de
un	documento	que	no	existía	anteriormente,	o	que	habiendo	existido	ha	sido
alterado	 –por	 supresión	 o	 agregado–	 en	 su	 estructura	 intrínseca;	 que	 estas
situaciones	 no	 se	 presentan	 en	 el	 presente	 caso,	 pues	 no	 es	 materia	 de
cuestionamiento	la	autenticidad	o	no	de	los	documentos	–soporte	físico–	(...).
(...)	el	segundo	párrafo	del	artículo	cuatrocientos	veintisiete	del	Código	Penal
(...)	la	conducta	incriminada	estriba	en	que	el	sujeto	activo	emplee	o	utilice	un
documento	público	falso	como	si	fuese	verdadero,	circunstancia	que	no	se	dio
en	 el	 presente	 caso,	 pues	 no	 obra	 elemento	 probatorio	 alguno	 que	 acredite
que	 los	 encausados	 hayan	 estado	 en	 posesión	 de	 estos	 documentos,	 por	 lo
tanto,	menos	podrían	haberlos	utilizado.	(...).
Es	 cierto	 que	 el	 dictamen	 pericial	 grafotécnico	 (...)	 debidamente	 ratificado
(...)	 determinó	 que	 varias	 de	 las	 firmas	 que	 aparecen	 en	 las	 planillas	 de
retenciones	 no	 provienen	 del	 puño	 gráfico	 de	 su	 titular,	 como	 se	 acotó
anteriormente,	 sin	 embargo	 no	 existe	 evidencia	 que	 los	 procesados	 hayan
estado	 en	 poder	 de	 las	 aludidas	 planillas,	 por	 lo	 que	 no	 existe	 razón	 que
justifique	razonablemente	una	atribución	de	responsabilidad	en	este	extremo,
tanto	más	si	no	fue	objeto	de	la	imputación	fiscal”.	(CS,	R.	N.	545-2012-Cusco,
ene.	10/2013.	S.	S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—CS:	la	falsedad	del	poder	no	necesariamente	implica
la	nulidad	del	contrato.	“(...)	que	respecto	del	quinto	agravio,	que	la	prueba
de	 oficio	 no	 puede	 implicar	 que	 el	 juez	 subsane	 la	 falta	 de	 diligencia	 de	 las
partes,	que	debieron	ofrecer	 los	medios	probatorios	en	su	oportunidad,	dado
que	el	uso	de	la	prueba	de	oficio,	queda	dentro	del	ámbito	discrecional	de	los
jueces;	 que	 respecto	del	 sexto	agravio,	 si	 bien	 es	 cierto	 se	 ha	demostrado	 la
falsificación	 de	 la	 Carta	 Poder,	 no	 podemos	 decir	 lo	 mismo	 respecto	 del
documento	 disolución	 de	 contrato	 de	 transferencia	 de	 posesión	 de	 lote.	 En
efecto,	 la	 falsedad	 del	 poder	 no	 necesariamente	 implica	 la	 nulidad	 del
contrato	disuelto,	en	principio,	porque	son	dos	actos	 jurídicos	diferentes	que
constan	en	formatos	distintos	y;	además,	porque	no	hay	una	suerte	de	causa	y
efecto,	 toda	 vez	 que	 cronológicamente	 el	 contrato	 disuelto,	 es	 de	 fecha
anterior	al	poder	(...),	por	lo	que	este	argumento	debe	desestimarse	(...)”.	(CS,
Cas.	1427-2014-Lima,	oct.	22/2014.	V.	P.	Miranda	Molina)
JURISPRUDENCIA.—Falsificación	 de	 la	 firma	 en	 el	 contrato	 acarrea	 la
nulidad	 por	 falta	 de	manifestación	 de	 la	 voluntad.	 “Que,	 en	 el	 presente
caso,	si	bien	acorde	a	 lo	expuesto	en	el	considerando	segundo	de	 la	presente
resolución	se	advierte	de	manera	evidente	que	el	actor	ha	demandado	como
pretensión	 de	 su	 demanda	 la	 nulidad	 del	 acto	 jurídico	 contenido	 en	 las
cláusulas	de	disolución	y	transferencia	de	posesión	de	lote	y	de	devolución	de
dinero,	consignados	como	cláusulas	adicionales	en	 la	adenda	del	documento
denominado	 contrato	 privado	 de	 transferencia	 de	 posesión	 de	 lote	 de	 fecha
cinco	de	febrero	de	dos	mil	tres,	bajo	la	causal	de	fin	ilícito	previsto	en	el	inciso
4	del	artículo	219	del	Código	Civil,	sin	embargo,	de	los	fundamentos	de	hecho
de	la	misma	demanda	se	advierte	que	la	causa	que	corresponde	es	la	falta	de
manifestación	de	voluntad	(...)	asimismo,	se	advierte	de	la	resolución	número
cuatro,	 de	 fecha	 veinte	de	 setiembre	de	dos	mil	 once,	 que	 se	ha	 fijado	 como
uno	 de	 los	 puntos	 controvertidos	 determinar	 si	 la	 firma	 contenida	 en	 el
documento	de	disolución	de	contrato	de	transferencia	de	posesión	de	lote,	de
fecha	cinco	de	febrero	del	dos	mil	tres,	corresponde	al	demandante”.	(CS,	Cas.
1427-2014-Lima,	oct.	22/2014.	V.	P.	Miranda	Molina)
JURISPRUDENCIA.—El	 Tribunal	 de	 Contrataciones	 reitera:	 las	 pericias
grafotécnicas	 tienen	 valor	 probatorio	 solo	 si	 se	 practican	 en
documentos	originales.	“En	reiterada	y	uniforme	jurisprudencia	emitida	por
la	 Corte	 Suprema	 de	 la	 República,	 se	 ha	 establecido	 que	 las	 pericias
grafotécnicas	 para	 que	 tengan	 valor	 probatorio	 se	 deben	 practicar	 en
instrumentos	 originales”	 (Trib.	 de	 Cont.	 del	 Estado,	 R.	 130-2015-TC-S2,	 ene.
14/2015.	V.	P.	María	Elena	Lazo	Herrera)
JURISPRUDENCIA.—Abrir	 instrucción	 indicando	 el	 artículo	 del	 Código
Penal	 aplicable	 sin	 especificar	 el	 párrafo	 no	 genera	 indefensión.	 “7.
Como	 lo	 ha	 señalado	 este	Tribunal	 Constitucional	 para	 el	 caso	del	 delito	 de
falsificación	de	documentos	(427	CP),	pese	a	no	haberse	señalado	de	manera
específica	 si	 el	 documento	 era	 público	 o	 privado,	 de	 la	 naturaleza	 de	 dicho
documento	 se	 desprendía	 la	 naturaleza	 jurídica	 (público	 o	 privado)	 del
documento	 cuya	 falsificación	 se	 atribuye,	 por	 lo	 que	 no	 se	 verificaba
indefensión	 en	 tales	 casos	 (...)	 en	 el	 presente	 caso,	 que	 si	 bien	 el	 auto	 de
apertura	 de	 instrucción	 (...)	 y	 la	 denuncia	 formalizada	 (...)	 omitieron
establecer	 qué	 supuesto	 normativo	 de	 los	 contenidos	 en	 el	 artículo	 111	 del
Código	 Penal	 (homicidio	 culposo)	 era	 aplicable	 al	 procesado,	 este	 Tribunal
Constitucional	considera	que	tal	omisión	no	generó	indefensión	puesto	que	ya
desde	la	denuncia	fiscal	se	había	establecido	que	la	causa	de	la	muerte	que	se
le	 imputaba	 era	 haber	 conducido	 el	 vehículo	 ‘...a	 una	 velocidad	mayor	 a	 la
prudente	 y	 razonable,	 que	 no	 le	 permite	 percatarse	 oportunamente	 de	 la
presencia	 de	 la	 agraviada’,	 lo	 que	 se	 mantuvo	 durante	 todo	 el	 proceso,
especificándose	 tanto	 en	 la	 acusación	 fiscal	 como	 en	 la	 sentencia
condenatoria	que	dicha	conducta	se	encontraba	recogida	de	manera	expresa
en	el	segundo	párrafo	del	referido	artículo	del	Código	Penal	(...)”.	(T.	C.,	Exp.
01419-2008-PHC/TC,	oct.	15/2008.	S.	S.	Vergara	Gotelli)
DOCTRINA.—Bien	 jurídico	 protegido.	 Más	 que	 la	 fe	 pública,	 la
funcionalidad	–funciones–	del	documento	es	el	bien	jurídico	protegido	en	los
delitos	 de	 falsedad	 documental	 contemplados	 en	 este	 capítulo	 del	 Código
Penal.	 Por	 documento	 debe	 entenderse	 a	 la	 corporización	 de	 una
declaración	de	voluntad	que	permite	 el	 reconocimiento	de	 su	 autor	 y	que
posee	además	aptitud	para	la	prueba	de	una	relación	jurídica	o	de	un	hecho
relevante	 para	 el	 ordenamiento	 jurídico.	 El	 documento,	 planteado	 así,
cumple	una	triple	función	en	la	vida	social:	La	función	de	garantía,	la	función
de	perpetuación	y	la	función	probatoria.
La	separación	que	realiza	el	artículo	entre	documentos	públicos	y	privados
atiende	 solamente	 a	 la	 calidad	 de	 la	 persona	 que	 los	 emite	 (intrínseca
naturaleza).	 Así,	 son	 documentos	 públicos	 aquellos	 que	 han	 sido
confeccionados	 o	 cuentan	 con	 la	 intervención	 de	 un	 funcionario	 público
además	competente	y	que	cumple	con	los	requisitos	legales	establecidos.
El	hacer	en	todo	o	en	parte,	un	documento	falso	equivale	a	crear,	fabricar	o
confeccionar	un	documento	que	no	existe.	El	documento	falso,	 tal	como	se
encuentra	 regulado	 en	 nuestra	 legislación,	 requiere	 que	 su	 preparación	 o
confección	 corra	a	 cargo	de	una	persona	y	que	el	mismo	–al	menos	en	 su
literalidad–	 no	 exista	 previamente.	 Si	 en	 caso	 el	 documento	 tuviera	 una
existencia	previa	o	anterior	a	la	acción	material	y	sólo	se	modificara	uno	de
sus	 elementos	 o	 signos	 de	 autenticidad	 se	 habrá	 realizado	 la	 segunda
hipótesis.	Un	documento	es	auténtico	cuando	la	manifestación	contenida	en
el	 soporte	material	 pertenece	 al	 sujeto	 que	 las	 emite	 y	 su	 nombre,	 firma,
rúbrica	u	otro	signo	identificatorio	está	consignado.	(CASTILLO	ALVA,	José
Luis.	 “La	 falsedad	documental”,	Lima	Perú,	Editorial	 Jurista	Editores;	págs.
23	y	ss.)
DOCTRINA.—La	 falsedad	 ideológica	 es	 un	 atentado	 al	 deber	 de
veracidad	 de	 los	 funcionarios	 públicos.	 “El	 recurrente,	 se	 opone	 a	 la
decisión	absolutoria	del	a	quo	por	cuanto	considera	demostrado	que	(...)	no
firmó	las	dos	actas	de	posesión	(...)	como	escribiente	del	 Juzgado	45	Penal
Municipal	de	Bogotá,	ni	concurrió	a	desempeñar	las	labores	propias	de	ese
cargo,	configurándose	el	delito	de	falsedad	ideológica	en	documento	público
en	la	Dra	(...)	como	titular	de	ése	despacho	judicial.
Esta	afirmación	no	es	compartida	por	la	sala,	y	en	su	lugar	apoya	la	tesis	de
la	primera	instancia,	para	lo	cual	analizará	los	elementos	que	configuran	el
delito	de	falsedad	ideológica	en	documento	público	contenido	en	el	artículo
286	del	Código	Penal.
La	corte	tiene	establecido	como	supuestos	para	la	realización	de	este	tipo
objetivo:	 (i)	 la	 calidad	 de	 servidor	 público,	 (ii)	 la	 expedición	 de	 un
documento	 público	 que	 pueda	 servir	 de	 prueba,	 (iii)	 el	 desarrollo	 de	 la
conducta,	 esto	 es,	 se	 consignen	 declaraciones	mendaces,	 o	 se	 calle	 total	 o
parcialmente	 la	 verdad.	 La	 falsedad	 se	 considera	 ideológica	 porque	 el
documento	no	es	falso	en	sus	condiciones	de	existencia	y	autenticidad,	sino
que	son	mentirosas	las	afirmaciones	que	contiene.
También	ha	manifestado:
‘La	 falsedad	 ideológica	 en	 documentos	 es	 por	 definición	 un	 atentado	 al
deber	 de	 veracidad.	 Se	 incurre	 en	 ella	 cuando	 el	 servidor	 público,	 o	 el
particular,	 en	 ejercicio	 de	 la	 facultad	 certificadora	 de	 la	 verdad,	 hacen
afirmaciones	 contrarias	 a	 ella,	 o	 la	 callan	 total	 o	 parcialmente,	 en	 un
documento	 que	 puede	 servir	 de	 prueba.	 Algunas	 de	 sus	 principales
características	 son,	 por	 tanto,	 que	 es	 un	 atentado	 al	 deber	 de	 decir	 la
verdad,	 y	 que	 las	 afirmaciones	 mentirosas	 deben	 ser	 directamente
realizadas	 por	 el	 servidor	 público,	 o	 por	 el	 particular	 que	 extiende	 o
suscribe	el	documento.	En	eso	consiste	la	falsedad.’
Y	además:
‘En	tratándose	de	falsedad	ideológica	en	documento	público	–dijo	la	sala–
la	determinación	de	los	casos	en	los	cuales	el	funcionario	está	jurídicamente
obligado	a	ser	veraz	no	reviste	 inconvenientes,	puesto	que	a	ellos	siempre
les	asiste	el	deber	de	hacerlo	en	ejercicio	de	su	cargo,	en	virtud	de	la	función
certificadora	de	la	verdad	que	el	Estado	les	ha	confiado,	y	la	presunción	de
veracidad	de	que	se	encuentran	amparados	los	documentos	que	autorizan,
o	 en	 cuya	 elaboración	 intervienen’.”	 (Corte	 Suprema	 de	 Colombia,	 Sent.
32882,	jun.	27/2012.	M.	P.	Javier	Zapata	Ortiz)
C.	P.
ART.	428.—Falsedad	ideológica.	El	que	inserta	o	hace	insertar,
en	 instrumento	 público,	 declaraciones	 falsas	 concernientes	 a
hechos	 que	 deban	 probarse	 con	 el	 documento,	 con	 el	 objeto	 de
emplearlo	como	si	la	declaración	fuera	conforme	a	la	verdad,	será
reprimido,	 si	de	 su	uso	puede	 resultar	 algún	perjuicio,	 con	pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	seis	años	y	con
ciento	ochenta	a	trescientos	sesenticinco	días	-	multa.
El	que	hace	uso	del	documento	como	si	el	contenido	fuera	exacto,
siempre	 que	 de	 su	 uso	 pueda	 resultar	 algún	 perjuicio,	 será
reprimido,	en	su	caso,	con	las	mismas	penas.
JURISPRUDENCIA.—El	delito	de	falsedad	ideológica.	“(…)	El	delito	de
falsedad	ideológica	no	es	un	delito	especial	(…)	puede	ser	realizado	por
cualquier	persona.	La	conducta	típica	recae,	exclusivamente,	sobre	el
contenido	de	representación	del	documento,	sin	que	se	modifique	ni	imiten
para	nada	los	signos	de	autenticidad;	es	decir,	se	trata	de	un	documento	cuya
forma	es	verdadera,	así	como	sus	otorgantes,	pero	que	contiene	declaraciones
falsas	sobre	hechos	a	cuya	prueba	está	destinado.	En	él,	pues,	se	hace	aparecer
como	verdaderos,	o	reales,	hechos	que	no	han	ocurrido,	o	se	hacen	figurar
sucesos	que	han	acaecido	de	un	modo	determinado,	como	si	hubiesen	sucedido
de	otro	diferente	(…).”	(CS.,	Exp.	A.	V.	23-2001,	jul.	20/2009.	V.	P.	San	Martín
Castro)
JURISPRUDENCIA.—Presupuestos	materiales	que	recaen	sobre	el
documento	falso.	“(…).
A.	La	veracidad	de	su	autenticidad	o	genuinidad.	Tiene	que	tratarse	de	un
documento	auténtico	con	todos	los	signos	que	lo	caracterizan	como	tal.	(…).
B.	El	objeto	sobre	el	que	recae	la	acción	falsaria	es	un	documento	público	o,
como	la	norma	prescribe,	un	instrumento	público.	(…).
La	norma	penal	exige	que	‘de	su	uso’	o	cuando	‘el	que	hace	uso’	del
documento	como	si	el	contenido	fuera	exacto,	pueda	resultar	algún	perjuicio	–
lo	que	debe	apreciarse	como	una	situación	de	peligro	abstracto–.	Esto	último
debe	entenderse	como	la	posibilidad	de	que	mediante	el	empleo	del
documento	cuestionado	se	vulnere	algún	otro	bien,	no	necesariamente
patrimonial,	con	tal	de	que	esa	situación	de	peligro	sea	derivada	de	la
falsedad	misma	y	del	empleo	del	documento	falso	(…).”	(CS.,	Exp.	A.	V.	23-
2001,	jul.	20/2009.	V.	P.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—Bien	jurídico	del	delito	de	falsedad	ideológica:	el
propio	documento	y	no	la	seguridad	o	la	fiabilidad	en	el	tráfico	jurídico
del	documento.	“No	consiste	en	la	fe	pública,	la	seguridad	y	fiabilidad	en	el
tráfico	jurídico	del	documento,	sino	el	propio	documento	y	algunas
propiedades	que	son	inherentes	a	él	desde	un	punto	de	vista	institucional	y
objetivo,	como	instrumento	necesario	e	imprescindible	para	la	consolidación	y
fluidez	del	tráfico	jurídico	y	económico	de	la	sociedad	actual,	esto	es,	no	es	el
sustrato	material	del	documento	que	constituye	la	falsedad	ideológica	sino	las
funciones	u	operatividad	jurídica	del	documento	dentro	de	las	relaciones
jurídicas	y	sociales.	Por	lo	que	se	trata	de	un	bien	jurídico	supraindividual	o
colectivo.	(...).
9.7.	Consumación.	Para	que	se	cumpla	el	requisito	de	tipicidad	no	es
suficiente	que	el	funcionario	fedatario	introduzca	o	haga	insertar
declaraciones	o	hechos	falsos	en	el	documento	público,	sino	que	‘de	uso	puede
resultar	algún	perjuicio’,	esto	es,	no	se	requiere	que	la	acción	de	falsificación
del	documento	cause	de	manera	efectiva	un	perjuicio	a	un	tercero	o	que	el
documento	se	use	o	ingrese	materialmente	en	el	trafico	jurídico	sino	tener	la
posibilidad	o	idoneidad	para	dañar	un	interés	jurídico	del	Estado	o	de	tercero
particulares.	En	consecuencia,	se	configura	como	un	delito	de	peligro	concreto
(daño	potencial)	en	el	que	basta	que	el	agente	público	inserte	o	haga	insertar
datos	falsos	en	el	documento	con	la	posibilidad	de	que	de	su	uso	pueda
perjudicar	un	interés	del	Estado	o	del	tercero	particular,	así	como	una
condición	adicional	que	solo	puede	causar	daño	(o	perjudicar)	lo	que	puede
‘engañar’	o	‘inducir	a	un	juicio	erróneo	respecto	a	la	autenticidad	del
documento’	a	los	participantes	en	el	tráfico	jurídico.	Desde	el	punto	del	thema
probandun	no	es	necesario	exigir	la	comprobación	si	el	documento	falso	se	usó
o	ingresó	al	tráfico	jurídico	o	si	en	realidad	devino	en	la	producción	de	un
perjuicio”.	(CSJL,	Exp.	00172-2011-6-1826-JR-PE-01,	abr.	23/2013.	Pres.
Susana	Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—El	inicio	y	el	fin	de	las	inscripciones	al	concurso	del
CNM	pueden	determinar	la	fecha	de	comisión	de	una	falsedad
ideológica.	“El	Tribunal	considera	que	el	auto	de	apertura	de	instrucción,
Resolución	N°	1,	de	fecha	26	de	abril	del	2006	(...),	sí	se	encuentra
debidamente	motivado.	Toda	vez	que	expresa	que	el	recurrente	adjuntó	un
certificado	de	trabajo	falso	al	curriculum	vitae	que	presentó	para	inscribirse
como	postulante	al	cargo	de	juez	de	paz	letrado	en	el	año	2004,	en	el	concurso
público	de	selección	y	nombramiento	en	virtud	de	la	Convocatoria	N°	001-
2004-CNM,	anunciada	por	el	Consejo	Nacional	de	la	Magistratura,	donde
luego	de	ser	evaluado	fue	nombrado	juez	de	paz	letrado	de	Andahuaylas,
distrito	de	Apurímac.	Dicho	proceso	tuvo	una	fecha	de	inicio	y	otra	de	término,
lo	que	significó	un	lapso	del	12	al	14	de	mayo	de	2004	correspondiente	al
plazo	establecido	para	las	inscripciones	al	mencionado	concurso	público;	por
consiguientes,	los	hechos	delictuosos	se	habrían	perpetrado	dentro	de	dicho
periodo	o	lapso	de	tiempo,	lo	cual	fue	ratificado	en	la	sentencia	condenatoria
de	fecha	5	de	setiembre	del	2012	por	el	delito	de	falsedad	ideológica	y	en	la
sentencia	de	vista	de	fecha	29	de	abril	del	2013,	que	la	confirma	(...),	estando
también	dichas	sentencias	debidamente	motivadas”.	(T.	C.,	Exp.	03872-2013-
PHC/TC,	jul.	18/2014.	S.	S.	Miranda	Canales)
DOCTRINA.—Colombia:	 comportamientos	 falsarios	 en	 constancias
notariales	 estructuran	 un	 tipo	 penal	 distinto	 a	 los	 de	 falsedad
ideológica	 o	material.	 “Ahora	 bien,	 es	 necesario	 aclarar,	 por	 otra	 parte,
que	 las	 constancias	 de	 presentación	 personal	 y	 reconocimiento	 de	 firmas
que	 ostentan	 al	 respaldo	 los	 escritos	 aludidos	 en	 los	 literales	 a)	 y	 d)	 del
punto	3.1.,	realizadas	en	las	Notarías	Sesenta	y	Cinco	y	Doce	del	Círculo	de
Bogotá,	respectivamente,	son	documentos	autónomos	e	 independientes	de
naturaleza	pública,	pues	actos	de	la	señalada	especie,	en	cuanto	emanados
de	un	servidor	público	que	en	ejercicio	de	sus	funciones	otorga	fe	pública,
constituyen	documentos	públicos,	 claro	 está	 independientes	de	 la	 privada
declaración	de	voluntades	contenida	en	la	minuta	particular.
En	relación	con	lo	anterior	viene	bien	reiterar	lo	expuesto,	de	tiempo	atrás
por	la	sala	en	cuanto	a	que:	 ‘cuando	el	notario	manifiesta	en	el	escrito	que
las	 firmas	que	allí	 aparecen	 junto	con	 las	huellas	digitales	corresponden	a
las	identidades	que	los	mismos	manifiestan,	no	está	avalando	o	modificando
el	 documento	 del	 cual	 hacen	 parte.	 Simplemente	 le	 está	 otorgando
credibilidad	a	sus	firmas,	con	independencia	del	contenido	del	escrito.	Por
ello,	este	texto	notarial	conserva	su	total	autonomía	y	por	ser	suscrito	por
un	 funcionario	 público,	 adquiere	 tal	 carácter	 pues	 lo	 está	 haciendo	 en
ejercicio	de	su	cargo’.
Respecto	de	la	condición	apócrifa	de	las	citadas	constancias,	aun	cuando	no
se	practicó	prueba	para	establecer	la	autenticidad	de	los	sellos	notariales	y
de	 las	 rúbricas	de	 los	 correspondientes	 funcionarios,	 tal	 como	 lo	 indicó	el
tribunal,	aun	aceptando	que	aquellos	efectos	eran	genuinos,	el	principio	de
libertad	probatoria	consagrado	en	el	ordenamiento	procesal	penal,	permite
afirmar	 su	 falsedad	 por	 instrumentalización	 de	 los	 notarios	 ya	 que	 quien
compareció	 a	 los	 respectivos	 actos	 de	 presentación	 personal	 y
reconocimiento	 de	 firmas,	 no	 era	 ni	 podía	 ser	 representante	 de	 legal	 de
Central	 Leasing	 S.A.,	 ni	 se	 trataba	 de	 la	 señora	 María	 de	 Lourdes	 Firpi
Samper,	según	los	medios	de	prueba	referidos	en	párrafos	atrás.
Situación	 semejante	 cabe	 afirmar	 respecto	 del	 documento	 aludido	 en	 el
literal	g)	del	punto	3.1.,	es	decir,	la	declaración	juramentada	rendida	ante	el
ante	la	Notario	Sesenta	y	Cinco	del	Círculo	de	Bogotá,	ya	que	aun	cuando	no
obran	elementos	de	 juicio	demostrativos	de	que	el	 respectivo	 formato,	 los
sellos	 notariales	 y	 la	 firma	 del	 funcionario	 no	 son	 genuinos,	 por	 su
contenido	 en	 cuanto	 a	 la	 persona	 que	 interviene	 como	declarante,	 el	 acto
notarial	 es	 falso,	 toda	 vez	 que	 quien	 compareció	 no	 era	 ni	 podía	 ser
representante	legal	de	Central	Leasing	S.A.,	ni	se	trataba	de	la	señora	María
de	Lourdes	Firpi	Samper,	de	acuerdo	con	lo	acreditado	en	la	actuación.
3.3.	 Hechas	 las	 anteriores	 precisiones,	 obligado	 es	 señalar	 que	 unos
comportamientos	 falsarios	 son	 típicos	 de	 falsedad	 en	 documento	 privado,
como	lo	reclama	el	actor,	empero,	por	el	contrario,	otros,	los	referidos	a	las
constancias	 notariales	 de	 presentación	 personal	 y	 reconocimiento	 de
firmas,	y	la	declaración	jurada	ante	notario,	aun	cuando	no	se	acomodan	en
estricto	 rigor	 a	 la	 descripción	 típica	 del	 delito	 de	 falsedad	 material	 en
documento	público	previsto	en	el	artículo	287	del	Código	Penal	(Ley	599	de
2000),	su	ubicación	corresponde	a	la	hipótesis	penal	subsiguiente,	esto	es,	la
del	artículo	288,	de	acuerdo	con	el	cual:
‘El	 que	 para	 obtener	 documento	 público	 que	 pueda	 servir	 de	 prueba,
induzca	 en	 error	 a	 un	 servidor	 público,	 en	 ejercicio	 de	 sus	 funciones,
haciéndole	consignar	una	manifestación	falsa	o	callar	total	o	parcialmente	la
verdad,	incurrirá	en	prisión	de	tres	(3)	a	seis	(6)	años.’
El	 referido	 precepto	 del	 ordenamiento	 penal	 sustantivo	 en	 cuya	 vigencia
ocurrieron	los	hechos	aquí	debatidos,	zanjó,	tal	y	como	ya	lo	ha	advertido	de
vieja	data	 la	 jurisprudencia	 ,	 la	discusión	 suscitada	en	el	derogado	Código
Penal	(Decreto	Ley	100	de	1980),	acerca	de	cuál	era	el	tipo	penal	aplicable
al	 caso	del	particular	que	 induce	a	engaño	a	un	servidor	público	para	que
éste,	 en	 ejercicio	 de	 sus	 funciones,	 elabore	 un	 documento	 público,
legislación	en	cuyo	vigor	el	debate	giró	siempre	alrededor	de	si	se	trababa
de	una	falsedad	material	de	particular	en	documento	público	o,	una	falsedad
ideológica	cometida	también	por	particular	al	utilizarse	como	autor	mediato
al	 servidor	público”.	 (Corte	Suprema	de	 Justicia	de	Colombia,	Sent.	28188,
oct.	14/2009.	M.	P.	Julio	Enrique	Socha	Salamanca)
DOCTRINA.—No	 es	 necesario	 querer	 causar	 un	 perjuicio	 para
estructurar	 el	 dolo	 del	 delito	 de	 falsedad	 ideológica.	 “El	 precepto
sancionador	inicialmente	citado,	señala:	‘El	servidor	público	que	en	ejercicio
de	 sus	 funciones,	 al	 extender	 documento	 público	 que	 pueda	 servir	 de
prueba,	 consigne	 una	 falsedad	 o	 calle	 total	 o	 parcialmente	 la	 verdad,
incurrirá	 en	prisión	de	 cuatro	 (4)	 a	 ocho	 (8)	 años	 e	 inhabilitación	para	 el
ejercicio	de	derechos	y	funciones	públicas	de	cinco	(5)	a	diez	(10)	años’.	(...).
Pues	 bien,	 de	 acuerdo	 con	 la	 transcrita	 disposición,	 el	 tipo	 penal	 de
falsedad	 ideológica	en	documento	público	 se	 configura	cuando	el	 servidor
público,	 en	 ejercicio	 de	 sus	 funciones,	 extiende	 documento	 público	 que
puede	 servir	 de	 prueba,	 consignando	 una	 falsedad	 o	 callando	 total	 o
parcialmente	la	verdad.
A	partir	de	los	elementos	normativos	que	trae	la	descripción	de	la	conducta
en	el	 ilícito	en	comento,	se	requiere	que	de	un	sujeto	activo	calificado	que
ostente	 la	 calidad	 de	 servidor	 público,	 y	 que	 en	 esa	 condición	 extienda
documento	 público	 con	 aptitud	 probatoria,	 consignando	 una	 falsedad	 o
callando	total	o	parcialmente	la	verdad,	independientemente	de	los	efectos
que	 ello	 produzca,	 pues,	 como	 lo	 ha	 sostenido	 la	 Corte	 en	 anteriores
oportunidades,	lo	que	la	norma	protege	es	la	credibilidad	en	el	contenido	de
tales	 documentos	 dada	 por	 el	 conglomerado,	 en	 cuanto	 se	 ha	 convenido
otorgarles	 valor	 probatorio	 de	 las	 relaciones	 jurídico-sociales	 que	 allí	 se
plasman.	(...).
‘La	 falsedad	 ideológica	como	su	mismo	nombre	 lo	 indica,	es	aquella	en	 la
que	en	el	documento	público	se	hacen	declaraciones	contrarias	a	la	verdad.
El	documento	en	su	origen	y	aspecto	formal	es	verdadero,	en	su	contenido
material	es	mendaz	porque	las	manifestaciones	o	declaraciones	acerca	de	la
existencia	 de	 un	 acto	 o	 un	 hecho	 son	 falsas.	 Estos	 son	 presentados	 como
veraces	 sin	 que	 hayan	 ocurrido	 realmente,	 o	 habiendo	 sucedido	 se	 les
muestra	de	otra	manera.
Como	 en	 esta	modalidad	de	 delito	 la	 falsedad	 es	 cometida	 al	 extender	 el
documento,	quien	afecta	su	contenido	material	es	el	autor	del	mismo,	de	ahí
que	se	sostenga	que	el	documento	es	falso	en	su	autenticidad’.
Retomando	 lo	 anterior,	 para	 la	 configuración	 del	 delito	 de	 falsedad
ideológica	 en	 documento	 público,	 la	 sala	 ha	 considerado	 que	 como
elementos	 propios,	 le	 corresponden:	 (i)	 ostentar	 la	 calidad	 de	 servidor
público,	 (ii)	 la	 expedición	 de	 un	 documento	 público	 que	 pueda	 servir	 de
prueba,	 (iii)	que	desarrolle	 la	conducta,	esto	es,	que	en	él	 se	consigne	una
falsedad	o	se	calle	total	o	parcialmente	la	verdad,	o	lo	que	es	lo	mismo,	que
contenga	declaraciones	mendaces.
La	falsedad	se	considera	ideológica	porque	el	documento	no	es	falso	en	sus
condiciones	 de	 existencia	 y	 autenticidad,	 sino	 que	 son	 mentirosas	 las
afirmaciones	 que	 contiene.	 Y,	 para	 su	 estructuración	 no	 se	 exige	 la
acreditación	de	una	motivación	especial,	o	un	provecho,	como	si	se	tratara
de	 un	 ingrediente	 subjetivo,	 sino	 que	 el	 mismo	 se	 agota,	 en	 sede	 de
tipicidad,	con	el	conocimiento	de	los	hechos	y	la	voluntad,	y	en	el	escaño	de
la	 culpabilidad,	 con	 el	 conocimiento	 de	 la	 antijuridicidad	 del
comportamiento,	esto	es,	‘reside	en	la	conciencia	y	voluntad	de	plasmar	en
su	condición	de	funcionario	público	y	persona	imputable,	hechos	ajenos	a	la
verdad’.
Se	 insiste,	 entonces,	 la	 imitación	 de	 la	 verdad	 implica	 que	 el	 documento
pueda	 servir	 de	 prueba	 por	 atestar	 hechos	 con	 significación	 jurídica	 o
implicantes	para	el	derecho,	es	decir	que	el	elemento	falsificado	debe	estar
en	 posibilidad	 de	 hacer	 valer	 una	 relación	 jurídica”.	 (Corte	 Suprema	 de
Colombia,	Sent.	35720-11,	mar.	16/2011.	M.	P.	Sigifredo	Espinosa	Pérez)
C.	P.
ART.	428-B.—Incorporado.	D.	Leg.	1084,	Art.	29.	Falsedad	en
el	reporte	de	los	volúmenes	de	pesca	capturados.	El	que,
estando	incluido	dentro	del	régimen	de	límites	máximos	de
captura	por	embarcación	establecido	por	ley,	inserta	o	hace
insertar	en	cualquier	documento	donde	se	consigne	la
información	referente	a	los	volúmenes	de	captura,	información
falsa	o	distinta	respecto	al	volumen	realmente	capturado,	será
reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	tres	ni
mayor	de	seis	años	y	con	ciento	ochenta	a	trescientos	sesenta	y
cinco	días	-	multa.
Con	igual	pena	será	reprimido	quien	altera	o	ayuda	a	la
alteración	de	los	instrumentos	de	pesaje	con	los	que	se	calcula	los
volúmenes	de	pesca	capturados,	si	dicha	alteración	tiene	la
finalidad	de	consignar	un	volumen	distinto	al	realmente
capturado.
NOTA:	Literalmente,	el	D.	Leg.	1084	en	su	artículo	29	establece	lo	siguiente:	“3.	Incorpórese	como
párrafo	adicional	al	artículo	428	del	Código	Penal	el	siguiente	texto:	“(...).”	Sin	embargo,	y	en	rigor,	lo
que	agrega	no	es	un	mero	párrafo,	sino	más	bien	todo	un	nuevo	artículo	o	supuesto	delictivo:	la
falsedad	en	el	reporte	de	los	volúmenes	de	pesca	capturados.	De	allí	que	el	Régimen	Penal	Peruano	lo
incorpore	como	artículo	independiente.
D.	Leg.	1084.
ART.	 30.—Acción	 penal.	 Si	 finalizado	 el	 procedimiento	 administrativo
iniciado	 para	 sancionar	 la	 captura	 del	 recurso	 sin	 contar	 con	 un	 límite
máximo	 de	 captura	 por	 embarcación	 impuesto	 de	 acuerdo	 con	 lo
establecido	en	la	presente	ley	o	la	captura	del	recurso	excediendo	los	límites
máximos	 establecidos,	 el	 ministerio	 considera	 que	 en	 las	 infracciones	 en
cuestión,	 el	 responsable	 actuó	 dolosamente	 y	 que	 el	 perjuicio	 fuere	 de
naturaleza	 tal	 que	 se	 hubieren	 generado	 graves	 consecuencias	 para	 el
medio	 ambiente	 y	 el	 interés	 económico	 general,	 deberá	 formular	 la
correspondiente	 denuncia	 penal	 ante	 el	 fiscal	 provincial	 de	 turno	 para	 su
respectiva	 investigación	por	 la	aparente	comisión	de	 los	delitos	tipificados
en	 los	 artículos	 185	 ó	 186.6	 según	 corresponda,	 y	 en	 el	 artículo	 309	 del
Código	Penal.
Para	 cualquier	 denuncia	 fiscal	 correspondiente	 por	 las	 infracciones
señaladas	en	el	párrafo	anterior,	se	requiere	de	la	denuncia	o	el	informe	del
ministerio.
C.	P.
ART.	 429.—Omisión	 de	 consignar	 declaraciones	 en
documentos.	 El	 que	 omite	 en	 un	 documento	 público	 o	 privado
declaraciones	que	deberían	constar	o	expide	duplicados	con	igual
omisión,	 al	 tiempo	 de	 ejercer	 una	 función	 y	 con	 el	 fin	 de	 dar
origen	a	un	hecho	u	obligación,	será	reprimido	con	pena	privativa
de	libertad	no	menor	de	uno	ni	mayor	de	seis	años.
C.	P.
ART.	 430.—Supresión,	 destrucción	 u	 ocultamiento	 de
documentos.	El	que	suprime,	destruye	u	oculta	un	documento,	en
todo	o	en	parte	de	modo	que	pueda	resultar	perjuicio	para	otro,
será	 reprimido	 con	 la	 pena	 señalada	 en	 los	 artículos	 427	 y	 428,
según	sea	el	caso.
C.	P.
ART.	 431.—Expedición	 y	 uso	 de	 certificado	médico	 falso.	 El
médico	que,	maliciosamente,	expide	un	certificado	falso	respecto
a	 la	 existencia	 o	 no	 existencia,	 presente	 o	 pasada,	 de
enfermedades	 físicas	 o	 mentales,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	 de	 libertad	 no	mayor	 de	 tres	 años	 e	 inhabilitación	 de
uno	a	dos	años	conforme	al	artículo	36,	incisos	1	y	2.
Cuando	 se	 haya	 dado	 la	 falsa	 certificación	 con	 el	 objeto	 que	 se
admita	 o	 interne	 a	 una	 persona	 en	 un	 hospital	 para	 enfermos
mentales,	 la	pena	 será	privativa	de	 libertad	no	menor	de	 tres	ni
mayor	de	seis	años	e	inhabilitación	de	dos	a	cuatro	años	conforme
al	artículo	36	incisos	1	y	2.
El	que	haga	uso	malicioso	de	la	certificación,	según	el	caso	de	que
se	 trate,	 será	 reprimido	 con	 las	 mismas	 penas	 privativas	 de
libertad.	(§1298,	9325,	13313)
C.	P.
ART.	431-A.—Incorporado.	Ley	28839,	Art.	3°.	El	que,	con	el
propósito	de	gozar	de	los	beneficios	o	coberturas	del	Seguro
Obligatorio	de	Accidentes	de	Tránsito,	incita	a	la	simulación	o
simula	la	ocurrencia	de	accidentes	de	tránsito	o	la	intervención	en
éstos	de	personas	que	no	tienen	la	condición	de	ocupantes	o
terceros	no	ocupantes	del	vehículo	automotor	interviniente	en
dichos	accidentes	o	simula	lesiones	corporales	que	no	se	han
producido	o	que	se	han	producido	en	grado	manifiestamente
menor	al	indicado	en	la	documentación	policial	o	médica
correspondiente,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	la	libertad
no	menor	de	tres	(3)	ni	mayor	de	seis	(6)	años.
Si	el	agente	es	efectivo	de	la	Policía	Nacional	del	Perú	o	del
Cuerpo	General	de	Bomberos	Voluntarios	del	Perú,	agente	o
intermediario	de	seguros,	profesional	médico	o	funcionario	de	un
establecimiento	de	salud	público	o	privado,	la	pena	privativa	de	la
libertad	será	no	menor	de	tres	(3)	ni	mayor	de	seis	(6)	años,
imponiéndosele	además	la	pena	accesoria	de	inhabilitación	para
el	ejercicio	del	cargo	por	un	período	similar	a	la	pena	principal.
C.	P.
ART.	 432.—Inhabilitación.	 Cuando	 algunos	 de	 los	 delitos
previstos	 en	 este	 capítulo	 sea	 cometido	 por	 un	 funcionario	 o
servidor	 público	 o	 notario,	 con	 abuso	 de	 sus	 funciones,	 se	 le
impondrá,	 además,	 la	 pena	de	 inhabilitación	de	uno	 a	 tres	 años,
conforme	al	artículo	36,	incisos	1	y	2.
C.	P.
ART.	 433.—Equiparación	 a	 documento	 público.	 Para	 los
efectos	 de	 este	 capítulo	 se	 equiparan	 a	 documento	 público,	 los
testamentos	ológrafo	y	cerrado,	los	títulos	-	valores	y	los	títulos	de
crédito	transmisibles	por	endoso	o	al	portador.
CAPÍTULO	II
Falsificación	de	sellos,	timbres	y	marcas	oficiales
C.	P.
ART.	 434.—Falsificación	 o	 fabricación	 de	 sellos	 y	 timbres
oficiales.	 El	 que	 fabrica,	 fraudulentamente,	 o	 falsifica	 sellos	 o
timbres	oficiales	de	 valor,	 especialmente	 estampillas	de	 correos,
con	 el	 objeto	 de	 emplearlos	 o	 hacer	 que	 los	 empleen	 otras
personas	o	el	que	da	a	dichos	sellos	o	timbres	oficiales	ya	usados
la	 apariencia	 de	 validez	 para	 emplearlos	 nuevamente,	 será
reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 dos	 ni
mayor	de	cinco	años	y	con	noventa	a	ciento	ochenta	días	-	multa.
Cuando	 el	 agente	 emplea	 como	auténticos	 o	 todavía	 válidos	 los
sellos	o	timbres	oficiales	de	valor	que	son	falsos,	falsificados	o	ya
usados,	 la	 pena	 será	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 uno	 ni
mayor	de	tres	años	y	de	sesenta	a	noventa	días	-	multa.
C.	P.
ART.	435.—Fabricación	de	marcas	o	contraseñas	oficiales.	El
que	 fabrica,	 fraudulentamente,	 o	 falsifica	 marcas	 o	 contraseñas
oficiales	destinadas	a	hacer	constar	el	resultado	de	un	examen	de
la	 autoridad	 o	 la	 concesión	 de	 un	 permiso	 o	 la	 identidad	 de	 un
objeto	o	el	que	a	sabiendas	de	su	procedencia	 ilícita	hace	uso	de
tales	 marcas,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
mayor	de	tres	años.
C.	P.
ART.	 436.—Inhabilitación.	 Cuando	 el	 agente	 de	 alguno	 de	 los
delitos	 comprendidos	 en	 este	 capítulo	 es	 funcionario	 o	 servidor
público,	 será	 reprimido,	 además,	 con	 pena	 de	 inhabilitación	 de
uno	a	tres	años	conforme	al	artículo	36,	incisos	1	y	2.
C.	P.
ART.	 437.—Sellos,	 timbres,	 marcas	 y	 marcas	 oficiales.	 Las
disposiciones	de	este	 capítulo	 son	aplicables	a	 los	 sellos,	marcas
oficiales	y	timbres	de	procedencia	extranjera.
CAPÍTULO	III
Disposiciones	comunes
C.	P.
ART.	 438.—Falsedad	genérica.	 El	 que	 de	 cualquier	 otro	modo
que	 no	 esté	 especificado	 en	 los	 capítulos	 precedentes,	 comete
falsedad	 simulando,	 suponiendo,	 alterando	 la	 verdad
intencionalmente	y	con	perjuicio	de	terceros,	por	palabras,	hechos
o	 usurpando	 nombre,	 calidad	 o	 empleo	 que	 no	 le	 corresponde,
suponiendo	 viva	 a	 una	 persona	 fallecida	 o	 que	 no	 ha	 existido	 o
viceversa,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor
de	dos	ni	mayor	de	cuatro	años.
C.	P.
ART.	 439.—Tenencia	 de	 instrumentos	 para	 falsificación.	 El
que,	 a	 sabiendas,	 fabrica	 o	 introduce	 en	 el	 territorio	 de	 la
República	 o	 conserva	 en	 su	 poder	 máquinas,	 cuños,	 marcas	 o
cualquier	 otra	 clase	 de	 útiles	 o	 instrumentos,	 destinados	 a	 la
falsificación	de	 timbres,	 estampillas,	marcas	oficiales	o	 cualquier
especie	valorada,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no
menor	de	tres	ni	mayor	de	seis	años.
LIBRO	TERCERO
FALTAS
TÍTULO	I
Disposiciones	fundamentales
C.	P.
ART.	 440.—Modificado.	 Ley	 30076,	 Art.	 1°.	 Disposiciones
comunes.	Son	aplicables	a	las	faltas	las	disposiciones	contenidas
en	el	Libro	Primero,	con	las	modificaciones	siguientes:
1.	 No	 es	 punible	 la	 tentativa,	 salvo	 en	 el	 caso	 de	 las	 faltas
previstas	en	el	primer	y	segundo	párrafos	de	 los	artículos	441	y
444.
2.	Solo	responde	el	autor.
3.	 Las	 penas	 que	 pueden	 imponerse	 son	 las	 limitativas	 de
derechos	 y	multa,	 salvo	 los	 casos	de	 reincidencia	 o	habitualidad
en	 faltas	 dolosas	 reguladas	 en	 los	 artículos	 441	 y	 444,	 en	 cuyos
casos	 se	 reprime	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 del	 delito
aplicable.
4.	 Los	 días-multa	 no	 serán	 menos	 de	 diez	 ni	 más	 de	 ciento
ochenta.
5.	 La	 acción	 penal	 y	 la	 pena	 prescriben	 al	 año.	 En	 caso	 de
reincidencia	y	habitualidad,	prescriben	a	 los	dos	años.	Las	 faltas
previstas	 en	 los	 artículos	 441	 y	 444	 prescriben	 a	 los	 tres	 años,
salvo	 en	 los	 supuestos	 de	 reincidencia	 o	 habitualidad,	 en	 cuyo
caso	es	de	aplicación	el	artículo	80.
6.	 La	 investigación	 está	 a	 cargo	 de	 la	 autoridad	 policial	 y	 el
juzgamiento	 corresponde	 a	 los	 jueces	 de	 paz	 letrados	 o	 a	 los
jueces	de	paz.
7.	Constituye	circunstancia	agravante	la	reincidencia.
El	 juez	puede	aumentar	 la	pena	hasta	el	doble	del	máximo	legal
fijado,	 salvo	 en	 el	 caso	 de	 reincidencia	 en	 las	 faltas	 dolosas
previstas	 en	 los	 artículos	 441	 y	 444,	 según	 lo	 dispuesto	 en	 el
numeral	3	del	presente	artículo.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Para	las	faltas,	la	prescripción
extraordinaria	de	la	acción	penal	opera	al	año	y	seis	meses	de	cometida
la	infracción.	“(…)	20.	Sin	embargo,	el	citado	artículo	no	ha	precisado	cuáles
son	las	reglas	especiales	sobre	los	plazos	extraordinarios	de	prescripción	de	la
acción	penal	ni	sobre	los	presupuestos	que	identifican	la	reincidencia	en	las
faltas.	Por	consiguiente,	dado	que	el	mismo	numeral	440	ab	initio	establece
que:	“Son	aplicables	a	las	faltas	las	disposiciones	contenidas	en	el	Libro
Primero	(...)”,	es	pertinente	delinear	los	alcances	de	esa	regulación	supletoria
para	tales	casos.
21.	Al	respecto	cabe	asumir,	sin	mayor	contradicción	ni	implicancias
normativas,	que	para	efectos	de	definir	los	plazos	de	la	prescripción
extraordinaria	en	las	faltas	deberá	de	observarse	lo	dispuesto	en	el	artículo	83
in	fine.	Esto	es,	incrementar	en	una	mitad	el	plazo	ordinario.	Por	tanto,	en	las
faltas	la	prescripción	extraordinaria	de	la	acción	penal	opera	al	cumplirse	un
año	y	seis	meses	de	cometida	la	infracción.	(VI	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas
Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	1-2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.	S.
San	Martín	Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—En	caso	de	reincidencia	de	faltas,	el
plazo	extraordinario	de	prescripción	de	la	acción	penal	y	de	la	pena
vence	a	los	tres	años.	“(…)	22.	Ahora	bien,	el	artículo	440,	inciso	5,	señala
también	que	en	caso	de	reincidencia	el	plazo	ordinario	de	prescripción	de	la
acción	penal	y	de	la	pena	para	las	faltas	es	de	dos	años,	por	lo	que	en	tales
supuestos	el	plazo	extraordinario	será	de	tres	años.	No	obstante,	dicho
artículo	no	identifica	en	su	contenido	los	presupuestos	y	requisitos	que
posibilitan	la	configuración	de	la	reincidencia	en	las	faltas.	Es	en	el	artículo
46-B	del	Código	Penal	en	donde	luego	de	regular	los	requerimientos	legales
para	la	reincidencia	en	los	delitos	dolosos,	se	alude,	con	escasa	claridad,	a	la
reincidencia	en	faltas	en	los	términos	siguientes:	‘Igual	condición	tiene	quien
haya	sido	condenado	por	la	comisión	de	faltas	dolosas’.	Corresponde,	pues,
sobre	la	base	de	las	disposiciones	legales	mencionadas	desarrollar	fórmulas	de
interpretación	que	las	hagan	compatibles	y	funcionales.	Para	tales	efectos	se
adoptan	los	siguientes	criterios:
A.	La	reincidencia	en	faltas	se	produce	cuando	quien	habiendo	sido
condenado	como	autor	o	partícipe	de	esta	clase	de	infracción	penal,	incurre
luego	de	que	la	condena	adquiere	firmeza	en	la	comisión	de	una	nueva	falta.
Se	trata,	pues,	de	una	modalidad	de	reincidencia	ficta	que	no	exige	que	se
haya	cumplido	en	todo	o	en	parte	la	pena	impuesta.
B.	La	reincidencia	en	faltas	determina	modificaciones	en	la	pena	conminada
para	la	nueva	falta	cometida.	En	tal	sentido	el	máximo	de	pena	originalmente
establecido	por	la	ley	se	convertirá	en	mínimo	y	se	configurará	un	nuevo
límite	máximo	que	será	equivalente	a	la	mitad	por	encima	del	máximo
original.
C.	Para	que	se	configure	la	reincidencia	la	nueva	falta	debe	ser	cometida	en
un	plazo	no	mayor	a	dos	años	de	quedar	firme	la	condena	anterior.	De	esa
manera	la	reincidencia	será	compatible	con	los	plazos	ordinarios	de
prescripción	de	la	acción	penal	y	de	la	pena	estipulados	en	la	segunda	parte
del	inciso	5	del	artículo	440.”	(VI	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales
Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	1-2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.	S.	San	Martín
Castro)
JURISPRUDENCIA.—Aplicación	supletoria	de	las	normas	penales	a
contravenciones	relacionadas	con	menores	vulnera	el	proceso
predeterminado	por	ley	y	el	principio	del	interés	superior.	“(…)	En	cuanto
a	la	alegación	expresada	por	el	impugnante	se	aprecia	que	la	denuncia	por
infracción	normativa	procesal	de	los	artículos	69,	70,	160	inciso	f	y	VII	del
Título	Preliminar	del	Código	de	los	Niños	y	Adolescentes,	así	como	el	artículo
139	inciso	5	de	la	Constitución	Política	del	Estado;	por	cuanto,	la	Sala	Civil
Superior	al	declarar	prescrita	la	acción	estimó	que	era	aplicable	en	forma
supletoria	al	presente	caso	el	artículo	440	inciso	5	del	Código	Penal,	referido	a
que	las	faltas	prescriben	al	año	de	sucedidos	los	hechos	en	razón	a	que	el
Código	de	los	Niños	y	Adolescentes	no	ha	previsto	expresamente	el	término	de
prescripción	para	esta	clase	de	acción	por	contravención	al	derecho	del	menor
en	la	modalidad	de	contravención	a	la	integridad	psíquica	-	psicológica	(...);
(…)	Los	citados	artículos	respecto	a	los	cuales	se	denuncia	su	infracción
normativa,	establecen	la	definición	de	competencia	y	procedimiento
tratándose	de	los	casos	de	contravenciones	al	derecho	del	menor,
destacándose	que	el	artículo	137	del	Código	de	los	Niños	y	Adolescentes
establece	que	el	juez	de	familia	es	el	competente	para	conocer	de	dicha
materia	a	través	del	proceso	único;	de	lo	cual	resulta	en	forma	inequívoca	que
este	tipo	de	pretensión	es	de	naturaleza	civil	y	no	penal	como	concluye	el
colegiado	superior;	y	por	ende,	las	normas	aplicables	en	forma	supletoria	son
las	normas	referidas	al	Código	Civil,	y	al	Código	Procesal	Civil,
respectivamente;	Sétimo.-	Si	las	referidas	normas	procesales	denunciadas
prescriben	que	se	tramiten,	resuelvan	e	incluso	apliquen	sanciones	en	el
proceso	establecido,	los	jueces	superiores	no	deben	apartarse	del	proceso
predeterminado	ni	aplicar	normas	jurídicas	que	no	correspondan,	debido	a
que	el	mandato	constitucional	lo	ha	vedado	a	través	de	los	principios	de	la
función	jurisdiccional,	específicamente	el	referido	a	la	prohibición	de	someter
a	un	procedimiento	distinto	del	ya	establecido	(artículo	139	inciso	3	de	la
Constitución	Política	del	Estado,	y	por	extensión	de	las	normas	jurídicas
pertinentes),	no	cumpliéndose	con	el	mandato	expreso	de	las	referidas	normas
procesales	al	sostenerse	que	para	el	presente	caso	es	de	aplicación	supletoria
las	normas	del	Código	Penal,	lo	cual	vulnera	el	debido	proceso	y	el	principio
del	interés	superior	del	niño	y	adolescente	previsto	en	el	artículo	IX	del
precitado	código	(…)	lo	expuesto,	se	concluye	que	el	colegiado	superior	no
observa	las	disposiciones	de	los	artículos	69,	70,	160	inciso	f	y	VII	del	Título
Preliminar	del	Código	de	los	Niños	y	Adolescentes,	siendo	pertinente	referir
que	las	normas	procesales	denunciadas	tienden	a	la	protección	de	los
derechos	del	menor,	razón	por	la	que	debe	ampararse	el	recurso.”	(CS,	Cas.
452-2010-Arequipa,	ene.	01/2011.	S.	S.	Ticona	Postigo)
JURISPRUDENCIA.—A	la	justicia	constitucional	no	le	compete	dilucidar
si	a	las	faltas	se	les	aplica	o	no	las	reglas	generales	de	la	prescripción	de
la	acción	penal.	“10.	En	el	presente	caso,	los	recurrentes	alegan	que	se	habría
vencido	el	plazo	prescriptorio	previsto	para	la	falta	que	habrían	cometido,
toda	vez	que,	de	acuerdo	a	su	criterio,	es	de	aplicación	lo	dispuesto	en	el
artículo	8°	de	la	Ley	N°	27939,	que	modifica	el	artículo	440	del	Código	Penal,
estableciendo	que	las	faltas	prescriben	al	año.	Sin	embargo,	de	autos	se
advierte	que	el	órgano	jurisdiccional	emplazado	ha	confirmado	la	condena
impuesta	contra	los	demandantes,	en	razón	de	que	el	plazo	de	prescripción
aún	no	había	vencido	por	aplicación	de	la	interpretación	de	la	prescripción
prevista	en	el	artículo	83	del	Código	Penal.
11.	De	ello	se	infiere	que	si	bien	la	prescripción	de	la	acción	tiene	relevancia
constitucional,	lo	controvertido	en	la	presente	demanda	de	hábeas	corpus
consiste	en	dilucidar	si	las	reglas	de	prescripción	previstas	en	la	parte	general
del	Código	Penal	resultan	aplicables	a	las	faltas	(mediante	una	interpretación
sistemática),	o	si,	por	el	contrario,	para	el	caso	de	las	faltas	únicamente	opera
el	artículo	440	del	Código	Penal,	sin	referencia	alguna	a	las	normas	generales
de	prescripción	de	la	acción	penal,	aspecto	que	no	corresponde	ser	merituado
por	la	justicia	constitucional	(…)”.	(TC,	Exp.	02203-2008-PHC/TC,	set.
12/2008.	S.	S.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Agraviado	en	un	proceso	de	faltas	no	puede
demandar	vía	hábeas	corpus	la	supuesta	afectación	de	su	libertad	al	no
resolverse	su	solicitud	de	prescripción	de	la	acción.	“4.	En	el	caso	de	autos,
el	recurso	de	agravio	no	se	encuentra	vinculado	al	contenido
constitucionalmente	protegido	del	derecho	a	la	libertad	personal.	En	efecto,
(...)	alega	que	se	ha	omitido	resolver	su	escrito	de	prescripción	de	la	acción
penal	en	el	proceso	por	faltas	contra	la	persona	(Expediente	045-2013).	Al
respecto,	el	Tribunal	Constitucional	ha	manifestado	que	el	derecho	al	debido
proceso	puede	ser	tutelado	mediante	el	proceso	de	hábeas	corpus,	pero	que
ello	requiere	que	el	presunto	hecho	vulneratorio	tenga	incidencia	negativa	en
el	derecho	a	la	libertad	personal.	Sin	embargo,	a	fojas	56	vuelta	de	autos	se
señala	que	en	el	referido	proceso	por	faltas,	la	recurrente	tiene	la	condición	de
agraviada.	Por	esta	razón,	el	hecho	denunciado	no	tiene	incidencia	negativa
en	su	libertad	personal,	derecho	que	constituye	materia	de	tutela	del	proceso
de	hábeas	corpus”.	(T.	C.,	Exp.	00258-2015-PHC/TC,	mar.	04/2016.	S.	S.
Urviola	Hani)
DOCTRINA.—En	 todo	 proceso	 judicial,	 también	 en	 el	 juicio	 de	 faltas,
debe	 respetarse	 el	 derecho	 de	 defensa.	 “3.	 (…)	 El	 derecho	 a	 la	 tutela
judicial	 efectiva	 reconocido	 en	 el	 Art.	 24.1	 de	 la	 Constitución	 Española
comporta	 la	 exigencia	 de	 que	 en	 ningún	 momento	 pueda	 producirse
indefensión,	lo	que,	puesto	en	relación	con	el	reconocimiento	del	derecho	de
defensa,	en	el	apartado	2	del	mismo	precepto	constitucional,	 significa	que
en	todo	proceso	judicial,	también	en	el	juicio	de	faltas	(…)	debe	respetarse	el
derecho	 de	 defensa	 contradictoria	 de	 las	 partes	 contendientes,	 a	 quienes
debe	darse	la	oportunidad	de	alegar	y	probar	procesalmente	sus	derechos	e
intereses	(…)	por	sí	mismos	(autodefensa),	o	con	la	asistencia	de	letrado,	si
optaren	por	esta	posibilidad,	o	la	misma	fuere	legalmente	impuesta	(…).
Precisamente	 la	 preservación	 de	 sus	 derechos	 fundamentales	 y,	 en
especial,	 la	 regla	 o	 principio	 de	 interdicción	 de	 indefensión,	 reclaman	 un
cuidadoso	 esfuerzo	 del	 órgano	 jurisdiccional	 por	 garantizar	 la	 plena
efectividad	 de	 los	 derechos	 de	 defensa	 de	 ambas	 partes	 (…)	 por	 lo	 que
corresponde	a	los	órganos	judiciales	velar	por	que	en	las	distintas	fases	de
todo	proceso	se	dé	 la	necesaria	contradicción	entre	 las	partes	que	posean
éstas	 idénticas	 posibilidades	 de	 alegación	 y	 prueba	 y,	 en	 definitiva,	 que
ejerciten	 su	 derecho	 de	 defensa	 en	 cada	 una	 de	 las	 instancias	 que	 lo
componen.	Este	deber	se	agudiza,	desde	luego,	en	el	proceso	penal,	dada	la
trascendencia	 de	 los	 intereses	 en	 juego	 (…).	 Específica	 manifestación	 del
derecho	de	defensa	 son	 las	 facultades	de	alegar,	 probar	 e	 intervenir	 en	 la
prueba	ajena	para	controlar	su	correcta	práctica	y	contradecirla	(…)	y	muy
concretamente	 la	 de	 ‘interrogar	 o	 hacer	 interrogar	 a	 los	 testigos	 que
declaren	contra	él’,	facultad	ésta	que	el	Art.	6.3	d)	del	Convenio	Europeo	de
Derechos	Humanos	reconoce	a	 todo	acusado	como	regla	general	entre	sus
mínimos	 derechos;	 y	 de	 un	 tenor	 similar	 es	 el	 Art.	 14.3	 e)	 del	 Pacto
Internacional	de	Derechos	Civiles	y	Políticos	(…).
La	posibilidad	de	contradicción	es,	por	tanto,	una	de	las	 ‘reglas	esenciales
del	desarrollo	del	proceso’	(…)	sin	cuya	concurrencia,	debemos	reiterar,	 la
idea	 de	 juicio	 justo	 es	 una	 simple	 quimera.	 Del	 derecho	 de	 defensa
contradictoria,	 hemos	 dicho,	 son	 manifestaciones	 instrumentales	 los
derechos	a	ser	informado	de	la	acusación,	a	utilizar	los	medios	de	prueba,	a
no	 declarar	 contra	 sí	 mismo,	 o	 el	 derecho	 a	 no	 confesarse	 culpable	 (…).
Además,	 su	 carácter	 nuclear	 y	 estructural	 convierten	 la	 posibilidad	 de
contradicción	 en	 fundamento	 de	 las	 obligaciones	 judiciales	 de
emplazamiento	personal	y	congruencia,	así	como	en	exigencia	de	validez	de
la	actividad	probatoria,	ya	sea	la	sumarial	preconstituída	(…)	o	la	practicada
en	el	juicio	oral.	Se	trata	de	un	derecho	formal	(…)	cuyo	reconocimiento	no
depende	de	la	calidad	de	la	defensa	que	se	hubiera	llegado	a	ejercer	(…)	de
manera	que	puede	afirmarse	que	ningún	pronunciamiento	fáctico	o	jurídico
puede	 hacerse	 en	 el	 proceso	 penal	 si	 no	 ha	 venido	 precedido	 de	 la
posibilidad	 de	 contradicción	 sobre	 su	 contenido,	 pues,	 como	 hemos
señalado	en	anteriores	ocasiones:	‘el	derecho	a	ser	oído	en	juicio	en	defensa
de	 los	 propios	 derechos	 e	 intereses	 es	 garantía	 demasiado	 esencial	 del
estado	de	derecho	como	para	matizarlo	o	ponerle	adjetivos	(…)’”.	(Tribunal
Constitucional	 Español.	 2da.	 Sala.	 Sent.,	 jun.	 18/2001.	 Exp.	 N°	 143/2001.
M.P.	Tomás	S.	Vives	Antón)
TÍTULO	II
Faltas	contra	la	persona
C.	P.
ART.	 441.—Modificado.	 Ley	 29282,	 Art.	 13.	 Lesión	 dolosa	 y
lesión	 culposa.	 El	 que,	 de	 cualquier	 manera,	 causa	 a	 otro	 una
lesión	 dolosa	 que	 requiera	 hasta	 diez	 días	 de	 asistencia	 o
descanso,	 según	 prescripción	 facultativa,	 será	 reprimido	 con
prestación	 de	 servicio	 comunitario	 de	 cuarenta	 a	 sesenta
jornadas,	siempre	que	no	concurran	circunstancias	o	medios	que
den	 gravedad	 al	 hecho,	 en	 cuyo	 caso	 será	 considerado	 como
delito.
Se	 considera	 circunstancia	 agravante	 y	 se	 incrementará	 la
prestación	de	 servicios	 comunitarios	 a	 ochenta	 jornadas	 cuando
la	víctima	sea	menor	de	catorce	años	o	la	lesión	se	produzca	como
consecuencia	de	un	hecho	de	violencia	familiar,	o	el	agente	sea	el
tutor,	guardador	o	responsable	de	aquel.
Cuando	la	lesión	se	causa	por	culpa	y	ocasiona	hasta	quince	días
de	incapacidad,	la	pena	será	de	sesenta	a	ciento	veinte	días-multa.
JURISPRUDENCIA.—La	violación	del	principio	de	taxatividad	penal	no	se
ventila	en	la	vía	constitucional.	“(…)	Asimismo,	si	bien	se	alega	en	la
demanda	la	vulneración	del	principio	de	taxatividad	penal,	por	no	haberse
realizado	una	adecuada	tipificación	de	los	hechos	que	se	le	imputan	a	los
beneficiarios;	es	evidente	que	ésta	(la	tipificación	o	subsunción)	es	materia
jurídica	ajena	a	las	atribuciones	del	Tribunal	Constitucional,	expresamente
delimitadas	por	la	Constitución	y	la	ley.”	(TC,	Exp.	00478-2008-PHC/TC,	jun.
16/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
DOCTRINA.—Discrecionalidad	del	juez	para	calificar	una	lesión	como
falta	o	delito	trae	abajo	la	seguridad	jurídica.	“(…)	el	 juez	efectuó	dicho
razonamiento	amparándose	por	 la	 facultad	que	 le	confería	el	artículo	441,
modificado	 por	 el	 artículo	 8°	 de	 la	 Ley	 27939,	 que	 en	 la	 parte	 final	 del
primer	párrafo	establece	que:	‘El	que,	de	cualquier	manera,	causa	a	otro	una
lesión	dolosa	que	requiera	hasta	diez	días	de	asistencia	o	descanso,	 según
prescripción	 facultativa,	 será	 reprimido	 con	 prestación	 de	 servicio
comunitario	 de	 cuarenta	 a	 sesenta	 jornadas,	 siempre	 que	 no	 concurran
circunstancias	 o	 medios	 que	 den	 gravedad	 al	 hecho,	 en	 cuyo	 caso	 será
considerado	como	delito’.
16.	 La	 norma	 citada	 constituye	 una	 generalización	 que,	 a	 nuestro	 juicio,
evidencia	 un	 grado	 de	 abstracción	 extrema	 que	 trae	 abajo	 los	 propios
fundamentos	 sobre	 los	 cuales	 reposa	 el	 principio	 de	 legalidad,	 nos
referimos	a	 la	seguridad	 jurídica,	pues	una	descripción	normativa	como	 la
enunciada	en	el	considerando	precedente	no	dice	nada	del	comportamiento
prohibido,	 dejando	 a	 discrecionalidad	 del	 juez	 la	 determinación	 de	 si	 un
comportamiento	 es	 constitutivo	 de	 delito	 o	 sólo	 es	 una	 falta.”	 (TC,	 Exp.
00478-2008-PHC/TC,	 jun.	 16/2010.	Voto	 singular	del	magistrado	Gerardo
Eto	Cruz)
C.	P.
ART.	442.—Maltrato.	El	que	maltrata	de	obra	a	otro,	sin	causarle
lesión,	será	reprimido	con	prestación	de	servicio	comunitario	de
diez	a	veinte	jornadas.
Cuando	 el	 agente	 es	 cónyuge	 o	 concubino	 la	 pena	 será	 de
prestación	de	servicio	comunitario	de	veinte	a	treinta	jornadas	o
de	treinta	a	sesenta	días	-	multa.
C.	P.
ART.	443.—Agresión	 sin	daño.	 El	 que	 arroja	 a	 otro	objetos	de
cualquier	clase,	sin	causarle	daño,	será	reprimido	con	prestación
de	servicio	comunitario	de	diez	a	quince	jornadas.
TÍTULO	III
Faltas	contra	el	patrimonio
C.	P.
ART.	444.—Modificado.	Ley	29407,	Art.	1°.	Hurto	simple	y
daño.	El	que	realiza	cualquiera	de	las	conductas	previstas	en	los
artículos	185	y	205,	cuando	la	acción	recae	sobre	un	bien	cuyo
valor	no	sobrepase	una	remuneración	mínima	vital,	será
reprimido	con	prestación	de	servicios	comunitarios	de	cuarenta	a
ciento	veinte	jornadas	o	con	sesenta	a	ciento	ochenta	días	multa,
sin	perjuicio	de	la	obligación	de	restituir	el	bien	sustraído	o
dañado.
La	misma	pena	se	impone	si	el	agente	realiza	la	conducta	prevista
en	el	primer	párrafo	del	artículo	189-A,	cuando	la	acción	recae
sobre	ganado	cuyo	valor	no	sobrepasa	una	remuneración	mínima
vital.
Ley	30076.
Quinta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Creación	 del	 Registro	 de
Denuncias	 por	 Faltas	 contra	 la	 Persona	 y	 el	 Patrimonio.	 Créase	 el
Registro	 de	Denuncias	 por	 Faltas	 contra	 la	 Persona	 y	 el	 Patrimonio	 en	 la
Dirección	Ejecutiva	de	Criminalística	de	 la	Policía	Nacional	del	Perú,	 en	el
que	se	registran	las	denuncias	por	la	presunta	comisión	de	faltas	contra	la
persona	 y	 el	 patrimonio	 previstas	 en	 los	 artículos	 441	 y	 444	 del	 Código
Penal,	 respectivamente,	 así	 como	 los	 nombres	 y	 apellidos	 de	 la	 persona
denunciada,	 lugar	 y	 fecha	 de	 nacimiento,	 edad,	 domicilio,	 número	 de	 su
documento	de	 identidad,	pasaporte	u	otro	de	carácter	oficial,	 según	sea	el
caso,	y	una	fotografía.
La	 Dirección	 Ejecutiva	 de	 Criminalística	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú
remite	la	información	requerida	en	un	plazo	máximo	de	tres	días.
PAUTAS	PARA	IMPLEMENTAR	Y	APLICAR	EL	REGISTRO	DE	DENUNCIAS
POR	FALTAS	CONTRA	LA	PERSONA	Y	EL	PATRIMONIO
D.	S.	016-2013-JUS.
ART.	 1°.—Objeto.	 Apruébese	 las	 disposiciones	 para	 la	 implementación	 y
aplicación	 del	 Registro	 de	 Denuncias	 por	 Faltas	 contra	 la	 Persona	 y	 el
Patrimonio,	que	constan	de	cinco	(5)	capítulos,	trece	(13)	artículos,	una	(1)
disposición	complementaria	final	y	seis	(6)	disposiciones	complementarias
transitorias.
(...)
Aprueban	disposiciones	para	la	implementación	y	aplicación
del	registro	de	denuncias	por	faltas	contra	la	persona	y	el
patrimonio
Capítulo	I
Objeto
Artículo	 1°.-	Objeto.	 La	 presente	 norma	 tiene	 por	 objeto	 establecer	 las
disposiciones	necesarias	para	 la	 implementación	 y	 aplicación	del	Registro
de	 Denuncias	 por	 Faltas	 contra	 las	 Personas	 y	 contra	 el	 Patrimonio,	 de
conformidad	 con	 lo	 dispuesto	 por	 la	 Sétima	 Disposición	 Complementaria
Final	de	la	Ley	N°	30076,	Ley	que	modifica	el	Código	Penal,	Código	Procesal
Penal,	Código	de	Ejecución	Penal	y	el	Código	de	los	Niños	y	Adolescentes	y
crea	 registros	 y	 protocolos	 con	 la	 finalidad	 de	 combatir	 la	 inseguridad
ciudadana.
Capítulo	II
Del	registro	de	denuncias	por	faltas	contra	la	persona	y	el
patrimonio
Artículo	 2°.-	 Administración	 del	 Registro	 de	 denuncias	 por	 Faltas
contra	 la	 Persona	 y	 el	 Patrimonio.	 La	 Dirección	 Ejecutiva	 de
Criminalística	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 es	 la	 encargada	 de	 la
administración	del	Registro	de	Denuncias	por	Faltas	contra	la	Persona	y	el
Patrimonio.
El	ingreso	de	la	información	al	Registro	de	Denuncias	por	Faltas	contra	la
Persona	 y	 el	 Patrimonio,	 se	 encuentra	 a	 cargo	 de	 las	 Unidades	 Policiales
encargadas	de	 la	 investigación	de	 faltas	contra	 la	persona	y	el	patrimonio,
previstas	 en	 los	 artículos	 441	 y	 444	 del	 Código	 Penal,	 registro	 que	 debe
mantenerse	 actualizado	 con	 los	 datos	 señalados	 en	 el	 artículo	 3°,	 sin
perjuicio	de	proceder	conforme	a	las	demás	disposiciones	establecidas	en	la
presente	norma.
La	 Inspectoría	 General	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 se	 encarga	 de
supervisar	y	controlar	el	cumplimiento	de	la	presente	norma.
Artículo	3°.-	Contenido	del	Registro	de	Denuncias	por	Faltas	contra	la
Persona	 y	 el	 Patrimonio.	 El	 Registro	 de	 denuncias	 por	 Faltas	 contra	 la
Persona	y	el	Patrimonio	contiene	los	siguientes	datos:
1.	Nombres	y	Apellidos
2.	Lugar	y	Fecha	de	Nacimiento.
3.	Nombre	de	padre
4.	Nombre	de	la	madre
5.	Domicilio
6.	Documento	de	Identidad
7.	Fotografía	de	frente	y	perfil
Adicionalmente,	la	Policía	Nacional	del	Perú	deberá	registrar:
8.	Tipo	de	Falta	cometida
9.	Fecha	de	Comisión	de	la	Falta
10.	Lugar	de	comisión	de	la	Falta
11.	Talla
12.	Contextura.
13.	Cicatrices
14.	Tatuajes	y	otras	señas	particulares
15.	Ocupación
16.	Nacionalidad.
17.	Alias
18.	Impresiones	dactilares
19.	Características	físicas	notorias
20.	Agraviado
Artículo	4°.-	Procedimiento	de	registro	en	caso	de	ausencia	de	datos.
En	 caso	 se	 careciera	 de	 alguno	 de	 los	 datos	 indicados	 en	 el	 artículo
precedente,	 éstos	 deben	 ser	 llenados	 obligatoriamente	 cuando	 sean
obtenidos,	conforme	al	procedimiento	siguiente:
1.	 El	 personal	 policial	 a	 cargo	 de	 las	 investigaciones	 por	 faltas	 contra	 el
patrimonio	 y	 contra	 la	 persona,	 debe	 identificar	 plenamente	 al	 presunto
autor,	 apoyándose	 con	 la	 consulta	 en	 línea	 del	 Registro	 Único	 de
Identificación	y	Estado	Civil	 (Reniec)	y	con	el	uso	de	 lectores	biométricos.
En	 caso	 de	 no	 contar	 con	 ellos,	 se	 debe	 emplear	 las	 técnicas	 de
identificación	papiloscópicas,	cotejando	el	dibujo	dactilar	del	presunto	autor
con	la	impresión	dactilar	de	su	ficha	Reniec.
2.	En	los	casos	en	que	el	investigado	no	cuente	con	ficha	Reniec,	la	Policía
recurre	a	la	sede	del	Sistema	propio	de	Identificación	Automática	de	Huellas
Dactilares	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 (AFIS	 Policial)	 más	 cercana,
trasladando	 al	 presunto	 autor	 para	 su	 enrolamiento	 e	 identificación
respectiva,	 caso	 contrario	 formula	 una	 ficha	 decadactilar	 según	 formato
establecido,	para	ser	remitida	a	la	sede	del	AFIS	Policial	competente	para	su
identificación	plena.
Artículo	 5°.-	 Acceso	 al	 Registro	 de	 denuncias	 por	 Faltas	 contra	 la
Persona	 y	 el	 Patrimonio.	 La	 información	 contenida	 en	 el	 Registro	 de
Denuncias	 por	 Faltas	 contra	 la	 Persona	 y	 el	 Patrimonio	 es	 de	 carácter
reservado,	 salvo	solicitud	del	 titular,	de	 la	Unidad	Policial	encargada	de	 la
investigación,	 del	 Fiscal	 o	 Juez	 competente,	 de	 conformidad	 con	 la	 Sexta
Disposición	Complementaria	Final	de	la	Ley	N°	30076,	y	demás	excepciones
previstas	en	la	ley.
Capítulo	III
Deberes	de	la	Policía	Nacional	del	Perú
Artículo	 6°.-	 Deber	 de	 Suministro	 de	 la	 Información.	 Las	 Unidades
Policiales	 encargadas	de	 investigar	 las	 faltas	 contra	 la	persona	y	 contra	el
patrimonio,	están	obligadas	a	registrar	en	la	base	de	datos	del	Registro	de
Denuncias	 por	 Faltas	 contra	 la	 Persona	 y	 el	 Patrimonio,	 la	 información
indicada	en	el	artículo	3°,	dentro	de	las	veinticuatro	(24)	horas	de	recibida
la	denuncia.
Artículo	7°.-	Deber	de	reserva.	El	personal	de	la	Policía	Nacional	del	Perú
encargado	del	registro	y	consulta	al	Registro	de	denuncias	por	Faltas	contra
la	 Persona	 y	 el	 Patrimonio,	 debe	 guardar	 estricta	 reserva	 de	 esta
información,	bajo	 responsabilidad	penal	y/o	administrativa	 -	disciplinaria,
según	corresponda.
Artículo	8°.-	Plazo	para	la	entrega	de	la	información.	La	información	del
Registro	 de	 denuncias	 por	 Faltas	 contra	 la	 Persona	 y	 el	 Patrimonio	 es
solicitada	 por	 el	 Fiscal	 o	 Juez	 competente	 a	 través	 de	 la	 plataforma	 de
interoperabilidad	electrónica	de	la	Policía	Nacional	del	Perú.	En	los	casos	en
que	no	se	pueda	acceder	a	 la	Plataforma,	 la	 información	debe	ser	remitida
en	un	plazo	máximo	de	tres	(03)	días,	más	el	término	de	la	distancia.
Capítulo	IV
De	la	verificación	y	comunicación	a	las	autoridades
competentes
Artículo	9°.-	Deber	de	 verificación	de	 la	Policía	Nacional	del	Perú.	 La
autoridad	policial,	 en	el	 ejercicio	de	 sus	 funciones,	 cuando	se	ponga	en	su
conocimiento	 la	presunta	comisión	de	cualquiera	de	 las	 faltas	previstas	en
los	 artículos	 441	 y	 444	 del	 Código	 Penal,	 debe	 verificar	 dentro	 de	 las
veinticuatro	(24)	horas	si	el	investigado	registra	antecedentes	en	el	Registro
de	 Denuncias	 por	 Faltas	 contra	 la	 Persona	 y	 el	 Patrimonio	 a	 través	 de	 la
plataforma	de	interoperabilidad	de	la	Policía	Nacional	del	Perú,	así	como	en
el	 Registro	 Nacional	 de	 Condenas	 del	 Poder	 Judicial,	 a	 fin	 de	 verificar	 si
registra	antecedentes	de	tres	o	más	hechos	referidos	a	la	misma	falta	o	una
condena	por	esa	misma	infracción.
Artículo	10.-	Comunicación	 al	 Juez	de	Paz	 Letrado.	 Con	 la	 información
citada	en	el	artículo	precedente,	la	autoridad	policial	remite	los	actuados	al
Juez	de	Paz	Letrado	competente	en	un	plazo	no	mayor	de	cinco	(05)	días,	a
efectos	 que	 este	 último	 determine	 si	 el	 imputado	 tiene	 la	 condición	 de
reincidente	 o	 habitual,	 de	 conformidad	 con	 lo	 establecido	 en	 los	 artículos
46-B	y	46-C	del	Código	Penal.
Si	el	 imputado	tiene	 la	condición	de	reincidente	o	habitual,	el	 Juez	de	Paz
Letrado	debe	remitir	los	actuados	al	Fiscal,	en	un	plazo	no	mayor	de	cinco
(05)	días,	 a	 fin	de	que	 inicie	 las	 investigaciones	y	proceda	conforme	a	 sus
atribuciones.
Artículo	11.-	Denuncia	ante	el	Juez	de	Paz	Letrado.	En	los	casos	en	que	la
denuncia	se	dirija	directamente	al	Juez	de	Paz	Letrado,	éste	debe	solicitar	la
información	sobre	 los	antecedentes	del	 imputado	a	 la	Policía	Nacional	del
Perú,	conforme	lo	dispuesto	en	el	artículo	8°	del	presente	Reglamento	y	al
Registro	Nacional	de	Condenas	del	Poder	Judicial,	a	 fin	de	determinar	si	el
imputado	tiene	la	condición	de	reincidente	o	habitual.
Si	el	imputado	es	reincidente	o	habitual,	es	de	aplicación	lo	dispuesto	en	el
segundo	 párrafo	 del	 artículo	 10	 de	 la	 presente	 norma,	 caso	 contrario,	 la
investigación	y	proceso	por	faltas	continúan	su	trámite	regular.
Artículo	12.-	Denuncia	 ante	 el	Ministerio	 Público.	 En	 los	 supuestos	 en
que	la	denuncia	se	interponga	directamente	ante	el	Ministerio	Público,	si	el
Fiscal,	 luego	 de	 realizadas	 las	 diligencias	 preliminares,	 advierte	 que	 los
hechos	 materia	 de	 denuncia	 no	 constituyen	 delito,	 sino	 falta	 contra	 la
persona	o	contra	el	patrimonio,	según	sea	el	caso,	no	puede	archivar	el	caso
ni	 remitirlo	 al	 Juez	 de	 Paz	 Letrado	 sin	 antes	 haber	 solicitado	 información
actualizada	 sobre	 los	 antecedentes	 del	 imputado	 a	 la	 Policía	 Nacional	 del
Perú,	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	8°	del	presente	reglamento,	así
como	 al	 Registro	 Nacional	 de	 Condenas	 del	 Poder	 Judicial,	 a	 fin	 de
determinar	si	tiene	la	condición	de	reincidente	o	habitual.
Si	el	imputado	tiene	la	condición	de	reincidente	o	habitual,	el	Fiscal	debe	de
continuar	 con	 la	 investigación	 correspondiente,	 de	 lo	 contrario	 remite	 los
actuados	al	 Juez	de	Paz	Letrado	competente	para	que	proceda	conforme	a
sus	atribuciones.
Capítulo	V
Cancelación	de	la	inscripción	en	el	registro
Artículo	 13.-	 Cancelación	 de	 la	 denuncia.	 La	 Dirección	 Ejecutiva	 de
Criminalística	de	la	Policía	Nacional	del	Perú,	de	oficio	o	a	pedido	de	parte,
debe	 cancelar	 en	 su	 base	 de	 datos	 la	 inscripción	 de	 la	 denuncia	 por	 falta
contra	la	persona	o	el	patrimonio	en	los	siguientes	casos:
1.	 Cuando	 después	 de	 realizada	 la	 investigación	 correspondiente,	 la
denuncia	sea	archivada	definitivamente.
2.	Cuando	transcurra	un	plazo	mayor	de	tres	años	contados	desde	la	fecha
de	la	comisión	de	la	falta.
Disposición	Complementaria	Final
Única	 Disposición	 Complementaria	 Final.-	 Responsabilidad	 por	 denuncia
falsa.	Toda	aquella	persona	que	atribuya	a	otro	falsamente	hechos	punibles
y	 los	 ponga	 en	 conocimiento	 de	 la	 autoridad	 competente	 incurre	 en
responsabilidad	 penal	 de	 conformidad	 con	 lo	 establecido	 en	 los	 artículos
131	 o	 402	 del	 Código	 Penal,	 según	 sea	 el	 caso,	 sin	 perjuicio	 de	 la
responsabilidad	civil	a	la	que	hubiere	lugar.
Disposiciones	Complementarias	Transitorias
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.-	 Unidades	 policiales
carentes	de	medios	tecnológicos.	En	tanto	se	implementen	la	totalidad	de
las	Unidades	Policiales	encargadas	de	investigar	las	faltas	comprendidas	en
los	 artículos	 441	 y	 444	 del	 Código	 Penal,	 las	 Unidades	 Policiales	 que
carezcan	 de	 los	 medios	 tecnológicos	 para	 realizar	 este	 registro,	 deben
remitir	semanalmente	fichas	decadactilares	según	formato	establecido,	con
los	datos	de	conformidad	con	el	procedimiento	señalado	en	el	artículo	3°	de
la	presente	norma,	a	la	Unidad	Policial	de	mayor	nivel	de	la	cual	dependan,
para	su	respectivo	registro.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.-	 Sistema	 informático
del	Registro	de	Denuncias	por	Faltas	contra	la	Persona	y	el	Patrimonio.
La	Policía	Nacional	del	Perú,	a	través	de	la	Dirección	Ejecutiva	de	Tecnología
de	 Información	 y	Comunicaciones,	 en	un	plazo	no	mayor	de	 ciento	 veinte
(120)	días	calendario,	gestiona,	diseña	y	elabora	un	interfase	con	el	sistema
informático	 AFIS	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 para	 el	 Registro	 de
Denuncias	 por	 Faltas	 contra	 la	 Persona	 y	 el	 Patrimonio	 y	 las	 consultas
correspondientes,	 a	 través	 de	 la	 plataforma	 de	 interoperabilidad
electrónica,	 debiendo	 además	 elaborar	 los	 protocolos	 que	 rigen	 para	 la
alimentación	de	data	a	dichos	registros.
Tercera	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.-	 Personal	 capacitado.
La	Policía	Nacional	del	Perú,	a	través	de	la	Escuela	de	Educación	continua,
debe	disponer	que	en	cada	Unidad	Policial	encargada	de	la	investigación	de
faltas	 exista	 personal	 capacitado	 para	 la	 alimentación	 del	 Registro	 de	 la
presente	norma.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.-	Formato	 decadactilar.
La	 Policía	 Nacional	 del	 Perú,	 a	 través	 de	 la	 Dirección	 Ejecutiva	 de
Criminalística,	elabora	en	un	plazo	no	mayor	de	treinta	(30)	días	el	formato
decadactilar	 que	 contiene	 la	 información	 señalada	 en	 el	 artículo	 3°	 de	 la
presente	norma,	así	como	los	protocolos	respectivos.
Quinta	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.-	 Implementación.	 La
Dirección	 Ejecutiva	 de	 Gestión	 Institucional,	 la	 Dirección	 Ejecutiva	 de
Criminalística	 y	 la	 Dirección	 Ejecutiva	 de	 Tecnologías	 de	 Información	 y
Comunicación,	realizan	las	acciones	necesarias	para	la	implementación	de	lo
establecido	en	la	presente	norma.
Sexta	Disposición	Complementaria	Transitoria.-	Casos	en	trámite	ante	el
Ministerio	Público.	Los	casos	que	a	 la	entrada	en	vigencia	de	 la	presente
norma	se	encuentren	en	trámite	ante	el	Ministerio	Público,	sin	que	el	Fiscal
cuente	 con	 los	 antecedentes	 del	 investigado,	 no	 pueden	 ser	 archivados	 ni
remitidos	 al	 Juzgado	 de	 Paz	 Letrado	 competente,	 si	 con	 anterioridad	 el
Fiscal	no	ha	solicitado	la	información	actualizada	sobre	los	antecedentes	del
investigado	a	la	Dirección	Ejecutiva	de	Criminalística	de	la	Policía	Nacional
del	 Perú	 y	 al	 Registro	 Nacional	 de	 Condenas	 del	 Poder	 Judicial,	 para
determinar	 si	 tiene	 la	 condición	 de	 reincidente	 o	 habitual.	 De	 ser	 así,	 el
Fiscal	 debe	 continuar	 con	 las	 investigaciones,	 caso	 contrario,	 remitirá	 los
actuados	al	 Juez	de	Paz	Letrado	competente	para	que	proceda	conforme	a
sus	atribuciones.
Ley	30076.
Sexta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Deberes	 de	 verificación	 y
comunicación.	 La	 Policía	 Nacional	 del	 Perú,	 al	 tomar	 conocimiento	 de	 la
presunta	comisión	de	 las	 faltas	 contra	 la	persona	o	 el	patrimonio,	 verifica
inmediatamente	en	el	Registro	de	Denuncias	por	Faltas	contra	la	Persona	y
el	Patrimonio	y	en	el	Registro	Nacional	de	Condenas	a	cargo	de	la	Gerencia
General	 del	 Poder	 Judicial,	 a	 fin	 de	 verificar	 si	 el	 imputado	 registra
antecedentes	 por	 la	 comisión	 de	 tres	 o	 más	 hechos	 referidos	 a	 la
mencionada	 falta	 o	 una	 condena	 por	 esa	 misma	 infracción.	 Con	 dicha
información,	la	autoridad	policial	remite	los	actuados	al	juez	de	paz	letrado
competente	 en	 un	 plazo	 máximo	 de	 cinco	 días,	 a	 efectos	 de	 que	 este
determine	 si	 el	 imputado	 tiene	 la	 condición	 de	 reincidente	 o	 habitual,	 de
conformidad	con	lo	dispuesto	en	los	artículos	46-B	y	46-C	del	Código	Penal.
En	el	caso	del	numeral	3)	del	artículo	440	del	Código	Penal,	el	juez	de	paz
letrado	debe	remitir	inmediatamente	los	actuados	al	fiscal,	a	fin	de	que	este
proceda	 con	 la	 investigación	 correspondiente,	 de	 acuerdo	 a	 sus
atribuciones.
Si	la	denuncia	se	dirige	directamente	ante	el	juez	de	paz	letrado,	requiere	la
información	sobre	los	antecedentes	del	imputado	a	la	Dirección	Ejecutiva	de
Criminalística	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 y	 al	 Registro	 Nacional	 de
Condenas	 del	 Poder	 Judicial,	 a	 fin	 de	 determinar	 si	 el	 imputado	 tiene	 la
condición	 de	 reincidente	 o	 habitual,	 en	 cuyo	 caso	 es	 de	 aplicación	 lo
dispuesto	en	el	párrafo	anterior.
En	 casos	de	 flagrancia,	 la	 autoridad	policial	da	 cuenta	 inmediatamente	al
Ministerio	Público,	remitiéndole	 los	actuados	con	la	 información	acerca	de
los	antecedentes	del	detenido,	con	la	cual	el	fiscal	determina	si	el	imputado
tiene	 la	 condición	de	 reincidente	 o	 habitual,	 en	 cuyo	 caso	 continúa	 con	 la
investigación	correspondiente,	conforme	a	sus	atribuciones.
En	el	supuesto	en	que	el	fiscal	no	cuente	con	los	antecedentes	del	imputado
y	 considere	 que	 los	 hechos	 denunciados	 no	 constituyen	 delito	 sino	 falta
contra	el	patrimonio,	antes	de	archivar	el	caso	y	remitirlo	al	juzgado	de	paz
competente,	requiere	la	información	actualizada	sobre	los	antecedentes	del
imputado	a	la	Dirección	Ejecutiva	de	Criminalística	de	la	Policía	Nacional	del
Perú	 y	 al	 Registro	 Nacional	 de	 Condenas	 del	 Poder	 Judicial,	 a	 efectos	 de
determinar	si	dicho	 imputado	tiene	 la	condición	de	reincidente	o	habitual.
De	ser	así,	el	fiscal	continúa	con	la	investigación	correspondiente,	conforme
a	sus	atribuciones.
Sin	 perjuicio	 de	 lo	 dispuesto	 en	 la	 presente	 disposición,	 la	 autoridad
policial	 comunica	 a	 la	 Dirección	 Ejecutiva	 de	 Criminalística	 de	 la	 Policía
Nacional	del	Perú	acerca	de	todas	las	presuntas	faltas	contra	la	persona	o	el
patrimonio,	 puestas	 en	 su	 conocimiento,	 a	 fin	 de	 ingresar	 la	 información
correspondiente	 en	 la	base	de	datos	del	Registro	de	Denuncias	por	Faltas
contra	la	Persona	y	el	Patrimonio.
Ley	30076.
Sétima	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Disposiciones	 relativas	 al
Registro	de	Denuncias	por	Faltas	contra	la	Persona	y	el	Patrimonio.	El
Poder	Ejecutivo,	mediante	decreto	supremo	refrendado	por	los	ministros	de
Justicia	 y	 Derechos	 Humanos	 y	 del	 Interior,	 dicta	 las	 disposiciones
pertinentes	 y	 necesarias	 para	 la	 implementación	 y	 aplicación	del	Registro
de	Denuncias	por	Faltas	contra	 la	Persona	y	el	Patrimonio	en	un	plazo	no
mayor	de	sesenta	días	contado	a	partir	de	la	publicación	de	la	presente	ley.
Ley	30076.
Octava	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Creación	 del	 Registro
Nacional	de	Trabajadores	de	Construcción	Civil.	Créase,	en	 la	Dirección
de	 Promoción	 del	 Empleo	 y	 Formación	 Profesional	 del	 Ministerio	 de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	el	Registro	Nacional	de	Trabajadores	de
Construcción	Civil.
La	 Dirección	 de	 Promoción	 del	 Empleo	 y	 Formación	 Profesional	 del
Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 implementa	 el	 sistema	 de
registro	en	un	plazo	de	treinta	días	de	publicada	la	presente	ley.
C.	P.
ART.	444-A.—Incorporado.	Ley	29263,	Art.	2°.	Protección	de
señales	satelitales	encriptadas.	El	que	reciba	una	señal	de
satélite	portadora	de	un	programa	originariamente	codificada,	a
sabiendas	que	fue	decodificada	sin	la	autorización	del	distribuidor
legal	de	la	señal,	será	reprimido	con	cuarenta	a	ochenta	jornadas
de	prestación	de	servicios	a	la	comunidad	o	de	diez	a	sesenta	días-
multa.
NOTA:	Según	Tercera	Disposición	Complementaria	Final	de	la	Ley	29316,	del	14	de	enero	del	2009,
cualquier	persona	agraviada	por	la	realización	de	actividades	tipificadas	en	los	artículos	186-A,	194-A
y	444-A	del	Código	Penal	podrá	exigir	la	indemnización	por	los	daños	y	perjuicios	ocasionados	como
consecuencia	de	tales	actividades,	de	acuerdo	a	lo	establecido	por	el	artículo	1969	del	Código	Civil.
C.	P.
ART.	 445.—Hurto	 famélico.	 Será	 reprimido	 con	 prestación	 de
servicio	comunitario	de	diez	a	veinte	jornadas:
1.	El	que	se	apodera,	para	su	consumo	inmediato,	de	comestibles
o	bebidas	de	escaso	valor	o	en	pequeña	cantidad.
2.	 El	 que	 se	hace	 servir	 alimentos	 o	bebidas	 en	un	 restaurante,
con	el	designio	de	no	pagar	o	sabiendo	que	no	podía	hacerlo.
C.	P.
ART.	 446.—Usurpación	 breve.	 El	 que	 penetra,	 por	 breve
término,	 en	 terreno	 cercado,	 sin	 permiso	 del	 dueño,	 será
reprimido	con	veinte	a	sesenta	días	-	multa.
C.	P.
ART.	 447.—Ingreso	 de	 animales	 en	 inmueble	 ajeno.	 El
encargado	de	la	custodia	de	ganado	o	de	animal	doméstico	que	lo
introduce	o	lo	deja	entrar	en	inmueble	ajeno	sin	causar	daño,	no
teniendo	 derecho	 o	 permiso	 para	 ello,	 será	 reprimido	 hasta	 con
veinte	días	-	multa.
C.	P.
ART.	 448.—Juegos	 prohibidos.	 El	 que	 organiza	 o	 participa	 en
juegos	 prohibidos	 por	 la	 ley,	 será	 reprimido	 hasta	 con	 sesenta
días	-	multa.
TÍTULO	IV
Faltas	contra	las	buenas	costumbres
C.	P.
ART.	 449.—Perturbación	de	 la	 tranquilidad.	 El	 que,	 en	 lugar
público,	 perturba	 la	 tranquilidad	 de	 las	 personas	 o	 pone	 en
peligro	 la	 seguridad	 propia	 o	 ajena,	 en	 estado	 de	 ebriedad	 o
drogadicción,	será	reprimido	hasta	con	sesenta	días	-	multa.
DERECHOS	FUNDAMENTALES
Const.
ART.	2°.—Toda	persona	tiene	derecho:
(...).
22.	A	la	paz,	a	la	tranquilidad,	al	disfrute	del	tiempo	libre	y	al	descanso,	así
como	 a	 gozar	 de	 un	 ambiente	 equilibrado	 y	 adecuado	 al	 desarrollo	 de	 su
vida.
(...).
C.	P.
ART.	450.—Casos	especiales.	Será	reprimido	con	prestación	de
servicio	comunitario	de	diez	a	treinta	jornadas:
1.	 El	 que,	 en	 lugar	 público,	 hace	 a	 un	 tercero	 proposiciones
inmorales	o	deshonestas.
2.	 El	 que,	 en	 establecimientos	 públicos	 o	 en	 lugares	 abiertos	 al
público,	 suministra	 bebidas	 alcohólicas	 o	 tabaco	 a	 menores	 de
edad.
3.	 El	 que,	 en	 establecimientos	 públicos	 o	 en	 lugares	 abiertos	 al
público,	 obsequia,	 vende	 o	 consume	 bebidas	 alcohólicas	 en	 los
días	u	horas	prohibidos,	salvo	disposición	legal	distinta.
4.	 Derogado.	 Ley	 27265,	 Primera	 Disposición	 Final	 y
Transitoria.
5.	 El	 que	 destruye	 las	 plantas	 que	 adornan	 jardines,	 alamedas,
parques	y	avenidas.
C.	P.
ART.	 450-A.—Derogado.	 Ley	 30407,	 Única	 Disposición
Complementaria	Derogatoria.
NOTA:	El	texto	del	artículo	estuvo	vigente	hasta	el	sábado	09	de	enero	del	2016.
TÍTULO	V
Faltas	contra	la	seguridad	pública
C.	P.
ART.	451.—Casos	especiales.	Será	reprimido	con	prestación	de
servicio	 comunitario	 de	 quince	 a	 treinta	 jornadas	 o	 hasta	 con
ciento	ochenta	días	-	multa:
1.	 El	 que	 descuida	 la	 vigilancia	 que	 le	 corresponde	 sobre	 un
insano	mental,	si	la	omisión	constituye	un	peligro	para	el	enfermo
o	para	los	demás;	o	no	da	aviso	a	la	autoridad	cuando	se	sustraiga
de	su	custodia.
2.	El	que,	habiendo	dejado	escombros	materiales	u	otros	objetos
o	habiendo	hecho	pozos	o	 excavaciones,	 en	un	 lugar	de	 tránsito
público,	 omite	 las	 precauciones	 necesarias	 para	 prevenir	 a	 los
transeúntes	respecto	a	la	existencia	de	un	posible	peligro.
3.	El	que,	no	obstante	el	requerimiento	de	la	autoridad,	descuida
hacer	 la	 demolición	 o	 reparación	 de	 una	 construcción	 que
amenaza	ruina	y	constituye	peligro	para	la	seguridad.
4.	El	que,	arbitrariamente,	inutiliza	el	sistema	de	un	grifo	de	agua
contra	incendio.
5.	 El	 que	 conduce	 vehículo	 o	 animal	 a	 excesiva	 velocidad,	 de
modo	que	 importe	 peligro	para	 la	 seguridad	pública	 o	 confía	 su
conducción	a	un	menor	de	edad	o	persona	inexperta.
6.	El	que	arroja	basura	a	la	calle	o	a	un	predio	de	propiedad	ajena
o	 la	 quema	 de	 manera	 que	 el	 humo	 ocasione	 molestias	 a	 las
personas.
TÍTULO	VI
Faltas	contra	la	tranquilidad	pública
C.	P.
ART.	452.—Casos	especiales.	Será	reprimido	con	prestación	de
servicio	comunitario	de	veinte	a	cuarenta	jornadas	o	con	sesenta	a
noventa	días	-	multa:
1.	El	que	perturba	levemente	el	orden	en	los	actos,	espectáculos,
solemnidades	o	reuniones	públicas.
2.	El	que	perturba	 levemente	 la	paz	pública	usando	medios	que
puedan	producir	alarma.
3.	El	que,	de	palabra,	 falta	 el	 respeto	y	 consideración	debidos	a
una	autoridad	sin	ofenderla	gravemente	o	el	que	desobedezca	las
órdenes	que	le	dicte,	siempre	que	no	revista	mayor	importancia.
4.	El	que	niega	a	la	autoridad	el	auxilio	que	reclama	para	socorrer
a	un	tercero	en	peligro,	siempre	que	el	omitente	no	corra	riesgo
personal.
5.	El	que	oculta	su	nombre,	estado	civil	o	domicilio	a	la	autoridad
o	funcionario	público	que	lo	interrogue	por	razón	de	su	cargo.
6.	 El	 que	 perturba	 a	 sus	 vecinos	 con	 discusiones,	 ruidos	 o
molestias	análogas.
7.	 El	 que	 infringe	 disposiciones	 sanitarias	 dictadas	 por	 la
autoridad	para	la	conducción	de	cadáveres	y	entierros.
DISPOSICIONES	FINALES	Y
TRANSITORIAS
C.	P.
Primera	Disposición	Final	y	Transitoria.—Mantiene	su	vigencia	la
Ley	N°	25103,	en	cuanto	no	se	oponga	a	este	código,	así	como	el
Decreto	Supremo	N°	296-90-EF,	del	4	de	noviembre	de	1990.
C.	P.
Segunda	Disposición	Final	y	Transitoria.—Continúan	vigentes	las
disposiciones	legales	que	restringen	los	beneficios	procesales	y	de
ejecución	penal,	respecto	de	los	agentes	de	delitos	de	tráfico	ilícito
de	drogas	y	terrorismo,	en	cuanto	no	se	opongan	a	este	código.
C.	P.
Tercera	Disposición	Final	y	Transitoria.—El	Consejo	Local	de
Patronato,	regulado	por	los	artículos	402	al	407	del	Código	Penal
de	1924,	entregará,	bajo	inventario,	los	bienes	que	administra	a	la
respectiva	Corte	Superior.	Los	fondos	en	dinero	se	entregarán	al
Instituto	Nacional	Penitenciario	para	su	administración.
C.	P.
Cuarta	Disposición	Final	y	Transitoria.—Las	condenas	impuestas
por	sentencias	firmes,	durante	la	vigencia	del	anterior	Código
Penal,	se	sujetan	a	las	siguientes	reglas:
1.	Las	sentencias	a	pena	de	internamiento	con	mínimo	de
veinticinco	años,	se	convierten	en	pena	privativa	de	libertad	de
veinticinco	años.
2.	Las	sentencias	a	penas	de	prisión	o	penitenciaría	se	convierten
en	penas	privativas	de	libertad	con	los	mismos	límites	señalados
en	las	respectivas	condenas.
3.	Las	sentencias	a	penas	de	relegación	relativamente
indeterminada	y	absolutamente	indeterminada,	se	convierten	en
pena	privativa	de	libertad	cuya	duración	queda	limitada	al
extremo	mínimo	de	las	penas	impuestas.
4.	Las	sentencias	a	penas	de	inhabilitación	de	duración
indeterminada	o	perpetua,	se	convierten	en	inhabilitación	de
cinco	años;	y	las	de	inhabilitación	a	tiempo	fijo	que	exceden	de
cinco	años	se	reducen	a	ese	límite.
5.	Las	sentencias	a	pena	de	multa,	fijada	conforme	a	leyes
especiales,	conservan	sus	efectos.
6.	Los	condenados	como	reincidentes	o	habituales,	conforme	a
los	artículos	111	al	116	del	Código	Penal	de	1924,	serán	liberados
al	cumplir	la	mitad	de	la	pena	de	prisión	o	penitenciaría;	o	la
mitad	del	mínimo	de	la	pena	de	relegación.
C.	P.	
Quinta	 Disposición	 Final	 y	 Transitoria.—Los	 delitos	 de
terrorismo	se	regirán	por	sus	leyes	especiales.
CÓDIGO	DE	PROCEDIMIENTOS
PENALES
TÍTULO	PRELIMINAR
DISPOSICIONES	GENERALES
C.	de	P.P.
ART.	 1°.—Etapas	 del	 proceso	 penal.	 El	 proceso	 penal	 se
desarrolla	en	dos	etapas:	la	instrucción	o	período	investigatorio	y
el	juicio,	que	se	realiza	en	instancia	única.
FUNCIÓN	JURISDICCIONAL	DEL	ESTADO
Const.
ART.	 138.—La	 potestad	 de	 administrar	 justicia	 emana	 del	 pueblo	 y	 se
ejerce	por	el	Poder	Judicial	a	través	de	sus	órganos	jerárquicos	con	arreglo	a
la	Constitución	y	a	las	leyes.
En	 todo	 proceso,	 de	 existir	 incompatibilidad	 entre	 una	 norma
constitucional	 y	 una	 norma	 legal,	 los	 jueces	 prefieren	 la	 primera.
Igualmente,	 prefieren	 la	 norma	 legal	 sobre	 toda	 otra	 norma	 de	 rango
inferior.
Const.
ART.	139.—Son	principios	y	derechos	de	la	función	jurisdiccional:
(...).
4.	La	publicidad	en	los	procesos,	salvo	disposición	contraria	de	la	ley.
Los	procesos	judiciales	por	responsabilidad	de	funcionarios	públicos,	y	por
los	 delitos	 cometidos	 por	 medio	 de	 la	 prensa	 y	 los	 que	 se	 refieren	 a
derechos	 fundamentales	 garantizados	 por	 la	 Constitución,	 son	 siempre
públicos.
(...).
COMENTARIO.—Desarrollo	 y	 etapas	 del	 proceso	 penal.
Mayoritariamente	 se	 reconoce	 que	 el	 proceso	 penal	 se	 desarrolla	 en	 tres
etapas:
1)	 Etapa	 de	 instrucción	 o	 investigación,	 orientada	 a	 reunir	 el	 material
fáctico	 necesario	 (pertenecen	 también	 a	 esta	 etapa	 los	 actos	 orientados	 a
asegurar	 el	 éxito	 del	 proceso	 como:	 detenciones,	 impedimentos	 de	 salida,
allanamientos,	intervenciones	telefónicas,	incautaciones,	embargos	etc.).
2)	 Etapa	 intermedia,	 en	 donde	 se	 evalúa,	 con	 los	 medios	 de	 prueba
aportados	 en	 la	 etapa	 anterior,	 si	 existen	 o	 no	 criterios	 suficientes	 para
calificar	al	hecho	como	 injusto	penal	y	si	pueden	ser	 imputados	a	persona
individualizada.	 Esta	 etapa	 no	 está	 lejos	 de	 ser	 también	 una	 etapa	 de
examen	 de	 los	 posibles	 defectos	 que	 impidan	 más	 tarde	 una	 decisión
correcta	sobre	el	fondo	del	proceso.	La	finalidad,	de	esta	etapa	intermedia,
es	la	de	decidir	el	archivo	o	sobreseimiento	de	la	causa	o	la	procedencia	del
juicio	oral.
3)	La	última	etapa,	o	etapa	de	enjuiciamiento,	está	dada	por	el	desarrollo
del	 juicio	 oral	 y	 público	 que	 ha	 de	 terminar	 con	 la	 expedición	 de	 una
sentencia,	luego	del	enjuiciamiento	de	la	actividad	probatoria	de	las	partes.
El	Decreto	Legislativo	N°	124	eliminó	la	etapa	del	 juicio	oral.	Hoy,	el	 juicio
oral	 –exclusivo	 de	 los	 delitos	 graves–	 es	 de	 competencia	 de	 la	 Sala	 Penal
Superior.
Si	 bien	 estas	 tres	 etapas	 se	 presentan	 eventualmente	 como	 las	 más
importantes	en	el	desarrollo	de	un	proceso	penal,	no	deja	de	ser	cierto	que
una	 etapa	 impugnativa	 y	 una	 etapa	 ejecutiva	 se	 presenten	 también	 como
dos	etapas	más	del	proceso	penal.
C.	de	P.P.
ART.	 2°.—Formas	 de	 ejercicio	 de	 la	 acción	 penal.	 La	 acción
penal	es	pública	o	privada.	La	primera	se	ejercita	por	el	Ministerio
Público	de	oficio	o	a	instancia	de	la	parte	agraviada,	o	por	acción
popular	 en	 los	 casos	 autorizados	 por	 la	 ley.	 La	 segunda
directamente	por	el	ofendido,	conforme	al	procedimiento	especial
por	 querella,	 que	 este	 código	 establece.	 (§,	 3338,	 4302,	 6809,
13099,	13372,	26015)
Const.
ART.	100.—(...).
Los	 términos	de	 la	denuncia	 fiscal	 y	del	 auto	apertorio	de	 instrucción	no
pueden	exceder	ni	reducir	los	términos	de	la	acusación	del	Congreso.
MINISTERIO	PÚBLICO
Const.
ART.	 158.—El	 Ministerio	 Público	 es	 autónomo.	 El	 Fiscal	 de	 la	 Nación	 lo
preside.	Es	elegido	por	la	Junta	de	Fiscales	Supremos.	El	cargo	de	Fiscal	de	la
Nación	dura	tres	años,	y	es	prorrogable,	por	reelección,	sólo	por	otros	dos.
Los	 miembros	 del	 Ministerio	 Público	 tienen	 los	 mismos	 derechos	 y
prerrogativas	 y	 están	 sujetos	 a	 las	mismas	obligaciones	que	 los	del	Poder
Judicial	 en	 la	 categoría	 respectiva.	 Les	 afectan	 las	 mismas
incompatibilidades.	 Su	 nombramiento	 está	 sujeto	 a	 requisitos	 y
procedimientos	 idénticos	 a	 los	 de	 los	 miembros	 del	 Poder	 Judicial	 en	 su
respectiva	categoría.
Const.
ART.	159.—Corresponde	al	Ministerio	Público:
(...).
4.	Conducir	desde	su	inicio	la	investigación	del	delito.	Con	tal	propósito,	la
Policía	Nacional	está	obligada	a	cumplir	los	mandatos	del	Ministerio	Público
en	el	ámbito	de	su	función.
(...).
JURISPRUDENCIA.—Ni	el	Ministerio	Público	ni	el	Poder	Judicial	pueden
modificar	o	rectificar	los	alcances	de	la	resolución	acusatoria	del
Congreso.	“3°.	Que	al	respecto	es	de	precisar	que	a	tenor	de	lo	dispuesto	en	el
último	párrafo	del	artículo	cien	de	la	Constitución	no	le	es	permitido	al
Ministerio	Público	y	al	Poder	Judicial	modificar	o	rectificar	los	alcances
resolución	acusatoria	del	Congreso,	la	misma	que	establece	que:	‘los	términos
de	la	denuncia	fiscal	y	del	auto	apertorio	de	instrucción	no	pueden	exceder	ni
reducir	los	términos	de	la	acusación	del	Congreso’.	(…).”	(CS,	AV.	08-2008,	feb.
11/2011.	S.	S.	Lecaros	Cornejo)
JURISPRUDENCIA.—Ministerio	Público	detenta	titularidad	exclusiva	de
la	acción	penal.	“(...)	El	auto	apertorio	de	instrucción	en	el	presente	caso	se
dictó	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	375	del	Código	de	Justicia
Militar,	que	establece	que	en	caso	el	Ministerio	Público	se	abstuviese	de
formalizar	denuncia,	el	tribunal	o	el	juez	podrá	dictar	el	auto	apertorio	de
instrucción.	Este	colegiado	considera	que	dicha	disposición	aplicada	al
presente	caso	resulta	violatoria	de	la	autonomía	del	Ministerio	Público
prevista	constitucionalmente,	y	que	establece	que	el	Ministerio	Público	es	el
titular	de	la	acción	penal,	de	acuerdo	a	lo	dispuesto	en	los	artículos	158	y	159
de	la	Constitución.	Por	tanto,	resulta	inválido	un	auto	apertorio	de	instrucción
dispuesto	sin	la	correspondiente	denuncia.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	6081-2005-
PHC/TC,	ago.	29/2005.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Actividad	 fiscal	 previa	 al	 inicio	 del	 proceso	 penal.
“(…)	 la	actividad	probatoria	y	 el	grado	de	convicción	al	que	debe	arribar	el
fiscal	 en	 el	 transcurso	 de	 esta	 investigación	 previa	 al	 proceso	 penal,	 la
doctrina	 ha	 señalado	 lo	 siguiente:	 ‘(...)	 no	 se	 requiere	 que	 exista	 convicción
plena	en	el	fiscal	ni	que	las	actuaciones	estén	completas,	sólo	se	necesita	que
las	investigaciones	arrojen	un	resultado	probabilístico	razonable,	en	orden	a
la	 realidad	 de	 un	 delito	 y	 de	 la	 vinculación	 delictiva	 del	 imputado	 o
imputados’.	 Sin	 embargo,	 desde	 una	 perspectiva	 constitucional,	 resulta
insuficiente	 valorar	 la	 actuación	 fiscal	 en	 sus	 propios	 términos	 legales;	 se
requiere	de	su	conformidad	con	los	mandatos	constitucionales	de	respeto	a	los
derechos	 fundamentales	y	al	ordenamiento	 jurídico	constitucional	 (…)”.	 (TC,
Exp.	N°	6167-2005-PHC/TC,	feb.	28/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Labor	del	 fiscal	 una	 vez	 recibida	 la	denuncia.	 “(…)
La	labor	que	el	fiscal	realice	una	vez	recibida	la	denuncia	o	conocida	la	noticia
criminal	 no	 ha	 sido	 desarrollada	 en	 detalle	 por	 el	 ordenamiento	 jurídico
vigente.	 Sin	 embargo,	 esta	 actividad	 está	 sujeta	 a	 diversos	 principios	 y
garantías	(…).
§	Principio	de	interdicción	de	la	arbitrariedad	(…)
el	 grado	 de	 discrecionalidad	 atribuido	 al	 fiscal	 para	 que	 realice	 la
investigación	 sobre	 la	 base	 de	 la	 cual	 determinará	 si	 existen	 elementos
suficientes	 que	 justifiquen	 su	 denuncia	 ante	 el	 juez	 penal,	 se	 encuentra
sometida	 a	 principios	 constitucionales	 que	 proscriben:	 a)	 actividades
caprichosas,	vagas	e	infundadas	desde	una	perspectiva	jurídica;	b)	decisiones
despóticas,	 tiránicas	y	 carentes	de	 toda	 fuente	de	 legitimidad;	 y	 c)	 lo	que	es
contrario	a	los	principios	de	razonabilidad	y	proporcionalidad	jurídica.
§	Principio	de	legalidad	en	la	función	constitucional	(…).
El	 fiscal	 actúa	 como	 defensor	 de	 la	 legalidad	 y	 representante	 de	 la	 causa
pública	en	el	proceso	penal.	En	efecto,	el	respeto	de	este	principio	implica	que
el	Ministerio	 Público	 ejercite	 la	 acción	 penal	 por	 todo	hecho	 que	 revista	 los
caracteres	de	un	delito,	sin	perder	de	vista	que	su	labor	se	ejecuta	en	función
de	la	justicia	y	teniendo	como	parámetros	a	la	Constitución	y	a	la	ley.
§	Debido	proceso	y	tutela	jurisdiccional
(…)	 el	 debido	 proceso	 se	 proyecta	 también	 al	 ámbito	 de	 la	 etapa
prejurisdiccional	de	 los	procesos	penales,	 es	decir,	 en	aquella	 cuya	dirección
compete	 al	 Ministerio	 Público	 (…).	 Por	 tanto,	 las	 garantías	 previstas	 en	 el
artículo	 4°	 del	 Código	 Procesal	 Constitucional	 serán	 aplicables	 a	 la
investigación	fiscal	previa	al	proceso	penal	siempre	que	sean	compatibles	con
su	naturaleza	y	fines	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	6167-2005-PHC/TC,	feb.	28/2006.	Pres.
García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Denuncia	fiscal	constituye	un	importante	indicativo
para	el	juez.	“(...)	si	bien	la	denuncia	fiscal	no	vincula	al	juez	–el	mismo	que
sólo	abrirá	instrucción	si	considera	que	de	la	denuncia	fluyen	indicios
suficientes	o	elementos	de	juicio	que	razonablemente	revelen	la	existencia	de
un	delito–,	en	cambio,	sí	constituye	un	importante	indicativo	para	el	juez,	el
cual	podría	ser	inducido	a	error	sobre	la	base	de	una	denuncia	abiertamente
arbitraria,	orientada	a	conseguir	que	el	presunto	autor	del	hecho	delictivo	sea
procesado.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	6167-2005-PHC/TC,	feb.	28/2006.	Pres.	García
Toma)
JURISPRUDENCIA.—Inconstitucionalidad	 del	 sometimiento	 de	 la
denuncia	 fiscal	 y	del	auto	apertorio	a	 lo	 resuelto	por	el	Congreso.	 “(...)
Por	 su	parte,	 el	 tercero	prevé:	 ‘Los	 términos	de	 la	denuncia	 fiscal	y	del	auto
apertorio	 de	 instrucción	 no	 pueden	 exceder	 ni	 reducir	 los	 términos	 de	 la
acusación	 del	 Congreso’.	 (…)	 las	 referidas	 disposiciones	 son	 contrarias	 al
aludido	principio	fundamental	sobre	los	que	se	sustenta	el	Estado	democrático
de	derecho:	la	separación	de	poderes.	Si	bien	dicho	principio	no	puede	negar
la	mutua	 colaboración	 y	 fiscalización	 entre	 los	 poderes	 públicos,	 impone	 la
ausencia	 de	 toda	 injerencia	 en	 las	 funciones	 esenciales	 y	 especializadas	 que
competen	a	cada	una	de	las	instituciones	que	diagraman	la	organización	del
Estado.	En	tal	 sentido,	en	modo	alguno	puede	restringirse	 la	autonomía	que
corresponde	al	Ministerio	Público	en	el	desenvolvimiento	de	las	funciones	que
la	Constitución	le	ha	conferido	en	su	artículo	159;	menos	aún	puede	aceptarse
la	 limitación	de	 los	principios	de	unidad,	 exclusividad	e	 independencia	de	 la
función	 jurisdiccional	 (incisos	 1	 y	 2	 del	 artículo	 139),	 la	 que,	 desde	 luego,
alcanza	 también	 al	 juez	 instructor	 encargado	 de	 evaluar	 la	 suficiencia	 de
elementos	de	juicio	que	justifiquen	la	apertura	de	instrucción	y	de	conducir	la
etapa	 investigativa	 del	 proceso.	 (...)	 el	 Tribunal	 Constitucional	 exhorta	 al
Congreso	 de	 la	 República	 a	 realizar	 la	 reforma	 constitucional
correspondiente.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	0006-2003-AI/TC,	dic.	01/2003.	Pres.	Alva
Orlandini).
C.P.P.
ART.	 2°.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1102.	 Art.	 3°.	 Principio	 de
oportunidad.	El	Ministerio	Público,	 con	 consentimiento	expreso
del	 imputado	 podrá	 abstenerse	 de	 ejercitar	 la	 acción	 penal	 en
cualquiera	de	los	siguientes	casos:
1.	 Cuando	 el	 agente	 haya	 sido	 afectado	 gravemente	 por	 las
consecuencias	de	su	delito	y	la	pena	resulte	inapropiada.
2.	 Cuando	 se	 tratare	 de	 delitos	 que	 por	 su	 insignificancia	 o	 su
poca	 frecuencia	 no	 afecten	 gravemente	 el	 interés	 público,	 salvo
cuando	la	pena	mínima	supere	los	2	(dos)	años	de	pena	privativa
de	la	libertad	o	se	hubiere	cometido	por	un	funcionario	público	en
el	ejercicio	de	su	cargo.
3.	Cuando	 la	culpabilidad	del	agente	en	 la	comisión	del	delito,	o
su	contribución	a	la	perpetración	del	mismo	sean	mínimos,	salvo
que	 se	 tratare	 de	 un	 hecho	 delictuoso	 cometido	 por	 un
funcionario	público	en	el	ejercicio	de	su	cargo.
En	 los	 supuestos	previstos	en	 los	 incisos	2)	y	3)	 será	necesario
que	 el	 agente	 hubiere	 reparado	 el	 daño	 ocasionado	 o	 exista	 un
acuerdo	con	la	víctima	respecto	a	la	reparación	civil.
Si	 el	 acuerdo	 con	 la	 víctima	 consta	 en	 instrumento	 público	 o
documento	privado	 legalizado	por	notario	no	será	necesario	que
el	 juez	cite	a	 las	partes	a	que	presten	su	consentimiento	expreso
para	la	aplicación	del	principio	de	oportunidad.
Si	 la	 acción	 penal	 hubiera	 sido	 ya	 ejercida,	 el	 juez	 podrá,	 a
petición	del	Ministerio	Público,	o	de	la	parte	agraviada,	dictar	auto
de	 sobreseimiento	 en	 cualquier	 etapa	 del	 proceso,	 bajo	 los
supuestos	ya	establecidos,	en	un	plazo	no	mayor	de	diez	días.
En	los	delitos	de	lesiones	leves,	hurto	simple	y	apropiación	ilícita
de	 los	artículos	122,	185	y	190	del	Código	Penal	y	en	 los	delitos
culposos,	 en	 los	 que	 no	 haya	 pluralidad	 de	 víctimas	 o	 concurso
con	 otro	 delito,	 antes	 de	 formalizar	 la	 denuncia	 penal,	 el	 fiscal
citará	 al	 imputado	 y	 a	 la	 víctima	 para	 proponerles	 un	 acuerdo
reparatorio.	 Si	 ambos	 convienen	 en	 el	 mismo,	 el	 fiscal	 se
abstendrá	de	ejercitar	la	acción	penal.	Si	el	imputado	no	concurre
a	la	segunda	citación	o	se	ignora	su	domicilio	o	paradero,	el	fiscal
formalizará	la	denuncia	correspondiente.
El	fiscal	podrá	también	abstenerse	de	ejercer	la	acción	penal,
luego	de	la	verificación	correspondiente,	en	los	casos	en	que	el
agente	comprendido	en	la	comisión	de	los	delitos	previstos	en	los
artículos	307-A,	307-B,	307-C,	307-D	y	307-E	del	Código	Penal,
suspenda	sus	actividades	ilícitas	de	modo	voluntario,	definitivo	e
indubitable,	comunicando	este	hecho	al	Organismo	de	Evaluación
y	Fiscalización	Ambiental	mediante	instrumento	de	fecha	cierta.	Si
la	acción	penal	hubiera	sido	ya	promovida,	se	aplican,	en	lo
pertinente,	las	mismas	reglas	establecidas	en	el	presente	artículo.
NOTA:	El	Decreto	Legislativo	N°	638	publicado	el	27	de	abril	de	1991,	en	su	artículo	2°,	dispone	la
entrada	en	vigencia	del	artículo	2°	del	Código	Procesal	Penal.	En	otro	extremo	hay	que	recordar	que
la	Ley	27963	en	su	artículo	2°	establece	que	una	vez	invocada	la	legítima	defensa	debe	ser	materia	de
evaluación	y	decisión	por	parte	del	Ministerio	Público,	para	efectos	de	abstenerse	de	ejercer	la	acción
penal,	de	formular	acusación	o	retirar	acusación	ya	emitida.
APLICACIÓN	DEL	PRINCIPIO	DE	OPORTUNIDAD
R.	1470-2005-MP-FN.
ART.	 1°.—Del	 contenido.	 El	 presente	 reglamento	 constituye	 una
herramienta	 de	 gestión	 para	 la	 eficaz	 aplicación	 del	 principio	 de
oportunidad	en	cumplimiento	de	lo	dispuesto	por	el	artículo	2°	del	Código
Procesal	Penal,	estableciéndose	el	procedimiento	a	seguir.
R.	1470-2005-MP-FN.
ART.	 2°.—Principio	 de	 oportunidad.	 Para	 los	 fines	 del	 presente
reglamento	 se	 entiende	 por	 principio	 de	 oportunidad	 aquel	 en	 virtud	 del
cual	el	Ministerio	Público,	con	consentimiento	expreso	del	imputado,	podrá
abstenerse	de	ejercer	la	acción	penal	en	los	casos	previstos	en	la	norma.
R.	1470-2005-MP-FN.
ART.	3°.—De	la	base	legal.	Constituye	base	legal	del	presente	reglamento
las	siguientes	normas:
-	Constitución	Política	del	Estado.
-	Decreto	Legislativo	N°	052,	Ley	Orgánica	del	Ministerio	Público.
-	Código	Procesal	Penal.
PROCESO
R.	1470-2005-MP-FN.
ART.	4°.—A	 fin	de	dar	 cumplimiento	 a	 lo	dispuesto	por	 el	 artículo	2°	del
Código	 Procesal	 Penal,	 todas	 las	 fiscalías	 provinciales	 penales	 o	 mixtas,
según	 sea	 el	 caso,	 al	 conocer	 una	denuncia	 de	parte	 o	 documento	policial
relacionado	 con	 la	 posible	 comisión	 de	 un	 delito	 o,	 durante	 las
investigaciones	 preliminares,	 deberán	 emitir	 resolución	 motivada	 dentro
del	 plazo	 de	 10	 días	 calendario,	 mediante	 la	 cual	 se	 determinará	 si	 los
hechos	 imputados	 pueden	 ser	 pasibles	 de	 aplicación	 del	 principio	 de
oportunidad,	procediendo	a	darle	el	trámite	que	corresponda.
R.	1470-2005-MP-FN.
ART.	5°.—Si	el	fiscal	considera	en	la	resolución	expedida	que,	de	acuerdo	a
su	 criterio,	 no	 es	 aplicable	 el	 principio	 de	 oportunidad,	 iniciará	 la
investigación	conforme	a	sus	atribuciones.
R.	1470-2005-MP-FN.
ART.	 6°.—Si	 el	 fiscal	 considera	 que	 si	 es	 aplicable	 el	 principio	 de
oportunidad,	 en	 la	 resolución	 expedida	 deberá	 precisar	 que	 los	 hechos
investigados	reúnen	las	condiciones	establecidas	en	el	artículo	2°	del	Código
Procesal	Penal	y	el	presente	reglamento,	que	existen	suficientes	elementos
probatorios	de	la	comisión	de	un	delito	y	de	la	vinculación	del	imputado	en
dicho	 ilícito	 penal,	 así	 como	 que	 se	 presentan	 los	 supuestos	 de	 falta	 de
merecimiento	o	falta	de	necesidad	de	pena	previstos	en	la	norma	señalada.
R.	1470-2005-MP-FN.
ART.	7°.—La	abstención	del	ejercicio	de	la	acción	penal	por	la	comisión	de
delitos	de	escaso	efecto	social	(falta	de	merecimiento	de	 la	pena),	prevista
en	el	numeral	2	del	artículo	2°	del	Código	Procesal	Penal,	a	criterio	del	fiscal,
requiere	que	se	tenga	en	cuenta	lo	siguiente:
-	 Que	 los	 delitos	 considerados	 sean	 aquellos	 cuya	 pena	 en	 su	 extremo
mínimo	no	sea	superior	a	los	dos	años	de	pena	privativa	de	libertad.
-	Que	 se	 trate	de	delitos	que,	 por	 su	 insignificancia	o	poca	 frecuencia,	 no
afecten	gravemente	el	interés	público.
-	 Están	 expresamente	 excluidos	 los	 delitos	 cometidos	 por	 funcionarios
públicos	en	el	ejercicio	de	su	cargo.
R.	1470-2005-MP-FN.
ART.	 8°.—La	 abstención	 del	 ejercicio	 de	 la	 acción	 penal	 por	 razones	 de
mínima	 culpabilidad,	 a	 que	 se	 contrae	 el	 numeral	 3	 del	 artículo	 2°	 del
Código	Procesal	Penal,	procederá	en	los	siguientes	casos:
-	Cuando	se	presenten	circunstancias	atenuantes	que	permitan	una	rebaja
sustancial	 de	 la	 pena,	 vinculadas	 entre	 otros	 factores,	 a	 los	 móviles	 y
finalidad	 del	 autor,	 a	 sus	 características	 personales,	 a	 su	 comportamiento
luego	de	la	comisión	del	delito,	con	exclusión	de	la	confesión.	Se	tendrá	en
consideración,	 además,	 aquellos	 supuestos	 vinculados	 a	 las	 causas	 de
justificación	 y	 de	 inculpabilidad	 incompletas,	 al	 error	 (de	 tipo	 y	 de
prohibición)	y	al	arrepentimiento	frustrado.
-	La	contribución	a	la	perpetración	del	delito	será	mínima	en	los	supuestos
de	complicidad	secundaria.
CITACIONES
R.	1470-2005-MP-FN.
ART.	 9°.—En	 la	 resolución	 emitida	 por	 el	 fiscal	 provincial	 que	 considera
aplicable	el	principio	de	oportunidad,	se	citará	al	denunciado	o	imputado	a
fin	 que	 concurra	 a	 manifestar	 su	 previa	 aceptación.	 La	 fecha	 de	 su
comparecencia	no	deberá	exceder	 los	10	días	calendario	contados	a	partir
de	la	expedición	de	la	resolución.
R.	1470-2005-MP-FN.
ART.	10.—Si	el	imputado	manifestare	su	conformidad	con	la	aplicación	del
principio	de	oportunidad,	sea	porque	 lo	declaró	así	en	 la	comparecencia	o
porque	lo	manifestó	por	escrito	presentado	con	firma	legalizada,	en	el	plazo
de	 48	 horas,	 el	 fiscal	 provincial	 procederá	 a	 citar	 a	 la	 audiencia	 única	 de
conciliación,	 la	 misma	 que	 deberá	 llevarse	 a	 cabo	 dentro	 de	 los	 10	 días
calendario	siguientes	a	la	citación.
R.	1470-2005-MP-FN.
ART.	11.—A	la	audiencia	deberán	ser	citados,	el	denunciado	o	implicado,	el
agraviado	y	el	tercero	civil,	si	lo	hubiera.
AUDIENCIA	DE	CONCILIACIÓN
R.	1470-2005-MP-FN.
ART.	12.—La	audiencia	única	de	conciliación	deberá	llevarse	a	cabo	bajo	el
siguiente	procedimiento:
1.	Si	una	o	todas	las	partes	no	concurren,	el	fiscal	provincial,	luego	de	dejar
constancia	en	el	acta	respectiva,	señalará	en	ese	momento,	 fecha	para	una
segunda	 y	 última	 citación.	 La	 fecha	para	 la	 audiencia	no	podrá	 exceder	 el
término	de	10	días	calendario.
2.	 Si	 no	 es	 posible	 llegar	 a	 un	 acuerdo	 conciliatorio,	 porque	 una	 o	 más
partes	no	asisten	a	 la	audiencia,	 se	expedirá	 resolución	en	 tal	 sentido	y	el
fiscal	proseguirá	la	investigación	conforme	a	sus	atribuciones.
3.	 Si	 concurriendo	 las	 partes	 a	 la	 audiencia,	 el	 agraviado	 manifiesta	 su
conformidad,	 el	 fiscal	 procurará	 que	 las	 partes	 se	 pongan	 de	 acuerdo
respecto	 al	 monto	 de	 la	 reparación,	 forma	 de	 pago,	 el	 o	 los	 obligados	 y
cualquier	tipo	de	compensación,	si	correspondiera	y	así	se	acordara.
4.	Si	ambas	partes	concurren	pero	el	agraviado	no	estuviera	conforme	con
la	 aplicación	 del	 principio	 de	 oportunidad,	 el	 fiscal	 provincial,	 luego	 de
escuchar	 a	 las	 partes,	 expedirá	 resolución	 ordenando	 seguir	 el	 trámite
iniciado	 o	 darlo	 por	 concluido,	 prosiguiendo	 en	 este	 caso	 con	 la
investigación	conforme	a	sus	atribuciones.
5.	En	el	caso	que	el	 fiscal	provincial	decida	continuar	con	el	 trámite	de	 la
aplicación	del	principio	de	oportunidad,	 en	 la	 resolución	que	así	 lo	 señala
indicará	además	el	monto	de	la	reparación,	la	forma	y	oportunidad	de	pago
y	 el	 o	 los	 obligados.	 En	 este	 caso,	 elevará	 los	 actuados	 en	 consulta	 a	 la
Fiscalía	Superior	Penal	de	turno.
6.	Modificado.	 R.	 2508-2013-MP-FN,	 Art.	 2°.	 En	 el	 caso	 que	 las	 partes
aceptaran	 la	 aplicación	 del	 Principio	 de	 Oportunidad	 pero	 no	 acordaran
cualquier	 punto	 relacionado	 a	 la	 reparación,	 el	 fiscal	 provincial	 en	 ese
momento	 los	 fijará.	 En	 los	 casos	 de	 conducción	 en	 estado	 de	 ebriedad,
además	de	 lo	previsto	en	 los	artículos	45	y	46	del	Código	Penal,	en	 lo	que
corresponda,	 deberá	 tener	 en	 cuenta	 la	 Tabla	 de	 referencias	 para	 la
reparación	civil	por	conducción	en	estado	de	ebriedad,	prevista	en	el	Anexo
01	del	presente	reglamento.
Si	una	de	las	partes	no	estuviera	de	acuerdo	con	el	monto	de	la	reparación
civil	o	con	uno	de	sus	extremos,	en	este	acto,	podrá	 interponer	recurso	de
apelación	 contra	 el	 extremo	 que	 estuviere	 en	 desacuerdo,	 debiéndose	 en
este	caso,	elevar	 los	actuados	a	 la	 fiscalía	 superior	penal	de	 turno	para	su
resolución	final.
7.	 En	 cualquiera	 de	 los	 casos,	 en	 la	 misma	 audiencia,	 el	 fiscal	 hará	 de
conocimiento	 del	 imputado	 que	 deberá	 abonar,	 el	 equivalente	 al	 10%	del
monto	acordado	o	fijado	para	la	reparación	civil,	con	la	finalidad	de	cubrir
los	gastos	de	administración	y	 los	 incurridos	en	 la	aplicación	del	principio
de	oportunidad,	a	favor	del	Ministerio	Público.
RESOLUCIONES	EN	CONSULTA	O	APELADAS
R.	1470-2005-MP-FN.
ART.	13.—En	el	 caso	previsto	en	el	numeral	5	del	 artículo	precedente,	 el
fiscal	superior	aprobará	o	desaprobará	la	resolución	elevada	en	consulta.	En
caso	de	desaprobarla	ordenará	dar	por	concluido	el	trámite	iniciado	por	el
principio	de	oportunidad	y	seguir	adelante	con	la	investigación.
R.	1470-2005-MP-FN.
ART.	 14.—En	 el	 caso	 previsto	 en	 el	 numeral	 6	 del	 artículo	 12,	 el	 fiscal
superior	 confirmará	 o	 revocará	 la	 resolución	 impugnada.	 En	 el	 caso	 de
revocarla	fijará	el	nuevo	monto	de	la	reparación	o	forma	u	oportunidad	de
pago,	según	sea	el	extremo	apelado.
REPARACIÓN	CIVIL
R.	1470-2005-MP-FN.
ART.	15.—El	pago	de	la	reparación,	en	caso	que	sea	fijado	por	el	fiscal,	no
podrá	 exceder	 el	 plazo	 de	 30	 días	 calendario	 siguientes	 al	 acuerdo.
Excepcionalmente,	 de	 acuerdo	 a	 las	 circunstancias,	 el	 fiscal	 podrá	 otorgar
un	plazo	mayor	o	fraccionar	el	pago.	En	ninguno	de	los	casos	el	plazo	podrá
exceder	los	6	meses.
R.	1470-2005-MP-FN.
ART.	 16.—Tanto	 el	 pago	 de	 la	 reparación	 civil	 como	 el	 señalado	 en	 el
numeral	7	del	artículo	12	del	presente	reglamento,	deberán	consignarse	en
una	cuenta	bancaria	que	para	dicho	efecto	designará	la	gerencia	general	del
Ministerio	Público;	debiendo	el	o	los	obligados	acreditar	dichos	pagos	ante
la	 fiscalía	 que	 conoció	 el	 procedimiento,	 entregando	 los	 respectivos
certificados	con	copia	simple	de	los	mismos.
R.	1470-2005-MP-FN.
ART.	 17.—Si	 el	 o	 los	 obligados	 no	 cumpliesen	 con	 los	 indicados	 pagos
dentro	 del	 plazo	 señalado	 en	 el	 acta	 de	 audiencia	 de	 conciliación,	 se	 le
notificará	 a	 efectos	 de	 requerirle	 el	 cumplimiento	 de	 su	 obligación.	 La
notificación	 deberá	 contener	 el	 expreso	 apercibimiento	 de	 revocarse	 la
resolución	 de	 pertinencia	 de	 aplicación	 del	 principio	 de	 oportunidad,	 en
caso	de	no	cumplir	lo	acordado.
R.	1470-2005-MP-FN.
ART.	18.—Si,	luego	de	notificado,	el	obligado	no	cumpliese	con	los	pagos	a
que	 se	 refiere	 el	 artículo	 16	del	 presente	 reglamento,	 el	 fiscal	 revocará	 la
resolución	 de	 pertinencia	 de	 aplicación	 del	 principio	 de	 oportunidad	 y
procederá	conforme	con	sus	atribuciones.
R.	1470-2005-MP-FN.
ART.	 19.—Sólo	 una	 vez	 cumplidos	 íntegramente	 los	 pagos	 señalados,	 el
fiscal	 procederá	 a	 dictar	 la	 resolución	 por	 la	 que	 decide	 abstenerse	 del
ejercicio	de	la	acción	penal,	archivándose	definitivamente	los	actuados.
R.	1470-2005-MP-FN.
ART.	 20.—Al	 archivar	 definitivamente	 los	 actuados,	 el	 fiscal	 provincial
penal,	 de	 oficio,	 dispondrá	 que	 la	 gerencia	 central	 de	 tecnología	 de	 la
información	 anule	 cualquier	 referencia	 a	 la	 denuncia	 o	 investigación,	 así
como	 a	 los	 implicados,	 que	 pudieren	 aparecer	 respecto	 al	 caso,	 en	 el
registro	correspondiente.
R.	1470-2005-MP-FN.
ART.	21.—La	parte	agraviada	deberá	solicitar	por	escrito	al	fiscal	la	entrega
del	 o	 los	 certificados	 por	 la	 reparación	 para	 cuyo	 efecto,	 se	 procederá	 a
endosar	el	respectivo	certificado	a	su	favor.	En	el	caso	de	las	consignaciones
a	favor	del	Ministerio	Público,	el	fiscal	procederá	a	endosar	el	certificado	a
favor	de	la	gerencia	general.
R.	1470-2005-MP-FN.
ART.	 22.—Modificado.	 R.	 2508-2013-MP-FN,	 Art.	 2°.	 Las	 fiscalías
provinciales	 de	 Lima,	 remitirán	 para	 su	 custodia	 en	 forma	 semanal,	 los
certificados	emitidos	por	las	consignaciones	a	la	gerencia	de	tesorería	de	la
gerencia	central	de	finanzas	del	Ministerio	Público.
En	el	caso	de	los	demás	distritos	fiscales,	 los	certificados	serán	remitidos,
en	el	mismo	plazo,	al	administrador	o	gerente	administrativo,	según	sea	el
caso;	 debiendo	 éste	 remitirlos	 a	 la	 gerencia	 de	 tesorería	 de	 la	 gerencia
central	de	finanzas	del	Ministerio	Público.
R.	1470-2005-MP-FN.
ART.	 23.—Las	 fiscalías	 provinciales	 penales	 o	 mixtas	 remitirán	 a	 la
gerencia	 de	 planificación,	 racionalización	 y	 estadística	 o	 a	 la	 oficina	 de
administración,	según	sea	el	caso,	un	informe	mensual	respecto	al	número
de	 las	 denuncias	 recibidas	 o	 investigaciones	 a	 su	 cargo,	 precisando	 el
número	 de	 ellas	 en	 las	 que	 se	 decidió	 iniciar	 el	 procedimiento	 para	 la
aplicación	del	principio	de	oportunidad.	Tal	informe	deberá	ser	presentado
dentro	del	plazo	de	5	días	útiles	siguientes	al	mes	informado.
R.	1470-2005-MP-FN.
Primera	 Disposición	 Final.—Sin	 perjuicio	 de	 la	 obligatoriedad	 de	 la
aplicación	 del	 principio	 de	 oportunidad	 en	 los	 casos	 a	 que	 se	 refiere	 el
penúltimo	 párrafo	 del	 artículo	 2°	 del	 Código	 Procesal	 Penal,	 de	 manera
orientadora,	se	enumeran	en	anexo	los	artículos	del	Código	Penal	en	los	que
el	 principio	 de	 oportunidad	 podría	 ser	 aplicable;	 ello,	 al	 margen	 de	 la
discrecionalidad	que	concierne	a	los	fiscales	provinciales	al	aplicarlo	al	caso
concreto,	respecto	a	éstos	u	otros	delitos	conforme	a	ley.
Quedan	 expresamente	 excluidos	 de	 la	 aplicación	 del	 principio	 de
oportunidad,	 los	 delitos	 cometidos	 por	 servidores	 y	 funcionarios	 públicos
en	ejercicio	de	sus	funciones.
R.	1470-2005-MP-FN.
Segunda	Disposición	Final.—El	Ministerio	Público	 como	representante	de
la	sociedad,	está	facultado	para	participar	en	la	audiencia	de	conciliación	a
que	 se	 refiere	 este	 reglamento	 en	 los	 delitos	 que	 tengan	 como	 único
agraviado	 a	 la	 sociedad;	 por	 tanto,	 los	 certificados	 de	 consignación	 de	 la
reparación	civil	en	tales	supuestos,	serán	endosados	por	el	fiscal	a	la	orden
de	la	gerencia	del	Ministerio	Público.
R.	1470-2005-MP-FN.
Tercera	Disposición	Final.—Modificado.	R.	2508-2013-MP-FN,	Art.	2°.	De
ser	 necesario,	 para	 la	 aplicación	 del	 presente	 reglamento,	 los	 fiscales
provinciales	podrán	solicitar	la	consulta	respectiva	al	presidente	de	la	Junta
de	Fiscales	Superiores,	quien	las	absolverá.	La	Junta	de	Fiscales	Superiores
procurará	 establecer	 un	 criterio	 uniforme	 respecto	 de	 la	 aplicación	 del
presente	 reglamento	 en	 las	 oportunidades	 que	 sesione.	 De	 igual	 manera
procederá	la	Junta	de	Fiscales	Provinciales.
R.	1470-2005-MP-FN.
Cuarta	 Disposición	 Final.—Los	 fiscales	 provinciales	 penales	 tomarán	 en
cuenta	lo	dispuesto	en	el	presente	reglamento,	en	lo	que	resulta	pertinente,
cuando	la	denuncia	ya	se	hubiere	formalizado	o	el	proceso	penal	estuviere
iniciado,	para	efectos	de	la	eficaz	aplicación	de	principio	de	oportunidad.
ANEXO	-	RESOLUCIÓN	DE	LA	FISCALÍA	DE	LA	NACIÓN	N°	1470-2005-
MP-FN
R.	1470-2005-MP-FN.
122 (Lesiones	leves)
123 (Lesiones	con	resultado	fortuito)
124 Segundo	 párrafo	 (Lesiones	 culposas	 leves	 ygraves)
127 (Omisión	de	auxilio	o	abstención	de	aviso	a	 laautoridad)
139 Primer	párrafo	(Bigamia	simple)
140 (Matrimonio	ilegal	y	doloso	de	persona	libre)
143 (Alteración	o	supresión	del	estado	civil)*
146 (Móvil	de	honor)
147 (Pariente	que	sustrae	o	no	entrega	a	menor)
148 (Inducción	a	la	fuga	del	menor)
149 Primer	párrafo	(Incumplimiento	de	prestaciónde	alimentos)
150 (Abandono	de	mujer	embarazada)
151 (Coacción)
156 (Revelación	 de	 aspectos	 de	 la	 intimidadpersonal	o	familiar)
159 (Violación	de	domicilio)
161 (Violación	de	correspondencia)
162 Primer	 párrafo	 (Intercepción	 o	 escuchatelefónica	simple)
163 (Supresión	o	extravío	de	correspondencia)
164 (Publicación	indebida	de	correspondencia)
165 (Violación	del	secreto	profesional)
168 (Coacción	 laboral	 e	 incumplimiento	 deresoluciones)
185 (Hurto	simple)
187 (Hurto	de	uso)
189 A	primer	párrafo	(Hurto	simple	de	ganado)
189 B	(Hurto	de	uso	momentáneo	de	ganado)
190 Primer	párrafo	(Apropiación	ilícita)
191 (Sustracción	de	bien	propio	o	hurto	impropio)
192 (Apropiación	de	bien	perdido	o	ajeno)
193 (Venta	o	apropiación	ilegal	de	prenda)
194 (Receptación)
198 (Fraude	 en	 la	 administración	 de	 personasjurídicas)
199 (Contabilidad	paralela	indebida)
203 (Usurpación	de	aguas)
205 (Daño	simple)
207 (Producción	o	venta	de	alimentos	adulterados)
214 (Usura	simple)
215 (Libramiento	indebido)
238 (Publicidad	engañosa)
239 (Fraude	económico)
240 (Aprovechamiento	o	perjuicio	de	la	reputacióncomercial	e	industrial	ajena)
242 (Rehusamiento	 a	 prestar	 información	 a	 laautoridad)
251 (Fraude	de	crédito	promocional)
274 (Conducción	 de	 vehículo	 en	 estado	 deebriedad)
313 (Alteración	del	medio	ambiente)
La	presente	relación	resulta	referencial	para	los	señores	fiscales,	quienes	a
su	criterio	determinarán	 los	casos	en	que	sea	procedente	 la	aplicación	del
principio	de	oportunidad.	No	obstante,	 independientemente	de	 la	 relación
señalada,	 su	 decisión	 debe	 responder	 a	 la	 particularidad	 de	 cada	 caso,
dentro	del	marco	de	lo	estipulado	en	el	artículo	segundo	del	Código	Procesal
Penal.
NOTAS:	1.	La	resolución	de	la	referencia	se	publicó	el	12	de	julio	del	2005.
2.	Anexo	según	fe	de	erratas	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	04	de	agosto	del	2005.	La
fe	de	erratas	reduce	los	posibles	supuestos	del	principio	de	oportunidad.
R.	1470-2005-MP-FN.
Anexo	1.	Incorporado.	R.	2508-2013-MP-FN,	Art.	1°.
Tabla	de	referencias	para	la	reparación	civil	por	conducción	en
estado	de	ebriedad
Periodos	de	alcoholemial 	
Vehículo
motorizado	menor
de	04	ruedas,
(incluye
cuatrimotos)
Vehículo	motorizado	de	04
ruedas	a	más,	(no	incluye
cuatrimotos)
	 	 	 	 	 	
1er	Periodo	de
Alcoholemia:
subclínico
De	0.25	a	0.5
g/l.	(Ley	N°
29439)
	 * 	 *
2do	período	de
Alcoholemia:
ebriedad
Más	de	0.5	a
1.0	g/l
Más	de	1.0	a
1.5	g/l.
	
5%	UIT	a	50%
UIT
10%	UIT	a	50%
UIT
	
10%	UIT	a
1	UIT
15%	UIT	a
1	UIT
3er	Periodo	de
Alcoholemia:
ebriedad	absoluta
Más	de	1.5	a
2.0	g/l
Más	de	2.0	a
2.5	g/l
	
15%	UIT	a	1	UIT
20%	UIT	a	1	UIT
	
20%	UIT	a
1.5	UIT
25%	UIT	a
1.5	UIT
4to	Periodo	de
Alcoholemia:
grave	alteración
de	la	conciencia
Más	de	2.5	a
3.0	g/l
Más	de	3.0	a
3.5	g/l.
	
25%	UIT	a	1UIT
30%	UIT	a	1	UIT
	
30%	UIT	a
2	UIT
35%	UIT	a
2	UIT
5to	Periodo	de
Alcoholemia:
Coma
Más	de	3.5
g/l. 	 35%	UIT	a	1	UIT 	
40%	UIT	a
2	UIT
	
*	 Cuando	 el	 imputado	 se	 hubiera	 acogido	 al	 Principio	 de	 Oportunidad	 o	 Acuerdo	 Reparatorio	 en
anterior	 ocasión;	 o	 cuando	 haya	 estado	 prestando	 servicios	 de	 transporte	 público	 de	 pasajeros,
mercancías	o	carga	en	general	y	 tuviera	más	de	0.25	g/l.	de	alcohol	en	 la	 sangre	el	monto	mínimo
indemnizatorio,	será	duplicado.
COMENTARIO.—El	 principio	 de	 oportunidad.	 Si	 el	 principio	 oficial
(principio	que	 indica	 la	 obligación	o	 el	 deber	 constitucional	 de	un	órgano
público	 para	 la	 persecución	 penal,	 salvo	 en	 casos	 de	 delitos	 privados	 Art.
302	 del	 C.P.P)	 y	 el	 principio	 de	 legalidad	 (el	 órgano	 de	 la	 acusación	 está
obligado	 a	 ejercitar	 la	 acción	 por	 todo	 hecho	 que	 revista	 caracteres	 de
delito)	 imponen	 la	 persecución	 penal	 del	 delito	 al	 Ministerio	 Público,	 el
principio	 de	 oportunidad,	 en	 supuestos	 taxativamente	 reconocidos	 por	 la
ley,	exonera	al	 fiscal	de	esta	obligación,	–de	ejercitar	o	promover	la	acción
penal–,	por	considerar	que	el	incremento	de	la	criminalidad	y	la	incapacidad
del	aparato	 judicial	hacen	 imposible	 cumplir	 con	el	principio	de	 legalidad.
Contra	la	resolución	que	dispone	o	desestima	la	abstención	del	ejercicio	de
la	 acción	 penal	 procede	 recurso	 de	 queja,	 el	 recurso	 puede	 ser	 planteado
tanto	 por	 el	 imputado	 como	 por	 el	 perjudicado	 (por	 ejemplo,	 los	montos
fijados	en	la	reparación	civil	no	satisfacen	ni	la	pretensión	del	agraviado	ni
la	del	imputado).
C.	de	P.P.
ART.	3°.—Acción	penal	derivada	de	un	proceso	civil.	 Cuando
en	 la	 sustanciación	de	un	procedimiento	 civil	 aparezcan	 indicios
razonables	 de	 la	 comisión	 de	 un	 delito	 perseguible	 de	 oficio,	 el
juez	 dará	 conocimiento	 al	 representante	 del	 Ministerio	 Público
para	que	entable	la	acción	penal	correspondiente.	En	este	caso,	el
juez	 suspenderá	 la	 tramitación	 civil,	 siempre	 que	 juzgue	 que	 la
sentencia	 penal	 puede	 influir	 en	 la	 que	 debe	 dictarse	 sobre	 el
pleito	civil.	El	acto	que	suspende	un	juicio	civil,	es	susceptible	de
apelación	en	ambos	efectos	y	de	recurso	de	nulidad.
C.	de	P.P.
ART.	4°.—Modificado.	D.	Leg.	126,	Art.	1°.	Cuestiones	previas
y	prejudiciales.	Contra	la	acción	penal	pueden	promoverse:
a)	Cuestiones	previas	y
b)	Cuestiones	prejudiciales
Las	cuestiones	previas	proceden	cuando	no	concurre	un
requisito	de	procedibilidad	y	pueden	plantearse	en	cualquier
estado	de	la	causa	o	resolverse	de	oficio.	Si	se	declara	fundada,	se
anulará	lo	actuado	dándose	por	no	presentada	la	denuncia.
Las	cuestiones	prejudiciales	proceden	cuando	deba	establecerse
en	otra	vía	el	carácter	delictuoso	del	hecho	imputado,	y	sólo
podrán	deducirse	después	de	prestada	la	instructiva	y	hasta	que
se	remita	la	instrucción	al	fiscal	provincial	para	dictamen	final,
sustanciándose	de	conformidad	con	el	artículo	90.	Si	se	declara
fundada,	se	suspenderá	el	procedimiento;	si	se	plantea	con
posterioridad,	será	considerada	como	argumento	de	defensa.
La	 cuestión	 prejudicial	 en	 favor	 de	 uno	 de	 los	 procesados
beneficia	 a	 los	 demás,	 siempre	 que	 se	 encuentren	 en	 igual
situación	jurídica.
ACUSACIÓN	A	ALTOS	FUNCIONARIOS
Const.
ART.	99.—Corresponde	a	la	Comisión	Permanente	acusar	ante	el	Congreso:
al	 Presidente	 de	 la	 República;	 a	 los	 representantes	 a	 Congreso;	 a	 los
ministros	 de	 Estado;	 a	 los	 miembros	 del	 Tribunal	 Constitucional;	 a	 los
miembros	del	Consejo	Nacional	de	la	Magistratura;	a	los	vocales	de	la	Corte
Suprema;	 a	 los	 fiscales	 supremos;	 al	 Defensor	 del	 Pueblo	 y	 al	 Contralor
General	por	infracción	de	la	Constitución	y	por	todo	delito	que	cometan	en
el	 ejercicio	 de	 sus	 funciones	 y	 hasta	 cinco	 años	 después	 de	 que	 hayan
cesado	en	éstas.
Const.	
ART.	 100.—Corresponde	 al	 Congreso,	 sin	 participación	 de	 la	 Comisión
Permanente,	 suspender	o	no	al	 funcionario	acusado	o	 inhabilitarlo	para	el
ejercicio	 de	 la	 función	 pública	 hasta	 por	 diez	 años,	 o	 destituirlo	 de	 su
función	sin	perjuicio	de	cualquiera	otra	responsabilidad.
El	acusado	tiene	derecho,	en	este	trámite,	a	la	defensa	por	sí	mismo	y	con
asistencia	 de	 abogado	 ante	 la	 Comisión	 Permanente	 y	 ante	 el	 pleno	 del
Congreso.
En	caso	de	resolución	acusatoria	de	contenido	penal,	el	Fiscal	de	la	Nación
formula	denuncia	ante	la	Corte	Suprema	en	el	plazo	de	cinco	días.	El	vocal
supremo	penal	abre	la	instrucción	correspondiente.
La	 sentencia	 absolutoria	 de	 la	 Corte	 Suprema	 devuelve	 al	 acusado	 sus
derechos	políticos.
Los	 términos	de	 la	denuncia	 fiscal	 y	del	 auto	apertorio	de	 instrucción	no
pueden	exceder	ni	reducir	los	términos	de	la	acusación	del	Congreso.
JURISPRUDENCIA.—Ni	el	Ministerio	Público	ni	el	Poder	Judicial	pueden
modificar	 o	 rectificar	 los	 alcances	 de	 la	 resolución	 acusatoria	 del
Congreso.	“3º.	Que	al	respecto	es	de	precisar	que	a	tenor	de	lo	dispuesto	en	el
último	 párrafo	 del	 artículo	 cien	 de	 la	 Constitución	 no	 le	 es	 permitido	 al
Ministerio	 Público	 y	 al	 Poder	 Judicial	 modificar	 o	 rectificar	 los	 alcances
resolución	acusatoria	del	Congreso,	la	misma	que	establece	que:	“los	términos
de	la	denuncia	fiscal	y	del	auto	apertorio	de	instrucción	no	pueden	exceder	ni
reducir	los	términos	de	la	acusación	del	Congreso”.	(…)”	(C.S.,	AV.	08-2008,	feb.
11/2011.	S.	S.	Lecaros	Cornejo)
JURISPRUDENCIA.—Cuestión	previa	condiciona	el	ejercicio	de	la	acción
penal	 y	 es	 diferente	 a	 los	 elementos	 del	 tipo.	 “(...)	 se	 entiende	 por
cuestiones	previas,	 aquellas	 causas	que	 condicionan	el	 ejercicio	de	 la	acción
penal	y	sin	cuya	presencia,	no	es	posible	promover	y	perseguir	la	acción	penal,
interviniéndose	 cuando	 faltare	 algún	 requisito	 de	 procedibilidad,	 vale	 decir,
un	 requisito	 procesal;	 que,	 de	 los	 antecedentes	 que	 se	 glosan	 al	 presente
incidente	 se	 tiene	 que	 si	 bien,	 se	 gira	 el	 cheque	 el	 treinta	 de	marzo	 de	mil
novecientos	noventicinco	a	 favor	de	 la	agraviada	 (...)	por	 la	 suma	de	cuatro
cientos	 ochenta	 dólares	 americanos	 y	 que	 presentado	 para	 su	 cobro	 varios
meses	después,	vale	decir	después	del	plazo	de	presentación	que	establece	 la
Ley	 de	Títulos	 Valores,	 sin	 embargo,	 resulta	 pertinente	 efectuar	 un	 deslinde
acerca	 de	 lo	 que	 significa	 una	 cuestión	 previa,	 con	 los	 elementos	 de	 la
tipicidad,	 en	 este	 orden	 de	 ideas	 la	 cuestión	 previa	 se	 encuentra	 entre	 la
perpetración	 de	 la	 conducta	 punible	 y	 el	 acto	 de	 denunciar	 y/o	 aperturar
instrucción,	por	eso	se	dice,	que	es	un	obstáculo	procesal	que	hay	que	salvar
previamente	para	poner	expedita	la	vía	del	ejercicio	de	la	acción	penal	y	de	la
potestad	 jurisdiccional;	 de	 esta	 manera,	 la	 cuestión	 previa	 siendo	 de
naturaleza	 eminentemente	 procesal,	 es	 completamente	 diferente	 de	 los
elementos	 típicos	 o	 constitutivos	 del	 delito	 ya	 que,	 ésta	 se	 desarrolla
independientemente	de	la	cuestión	previa;	que,	de	lo	actuado	se	advierte	que
en	el	presente	 caso	no	 concurre	un	 requisito	de	procedibilidad,	 ya	que	en	el
fondo	 se	 trata	 de	 un	 aspecto	 de	 tipicidad	 (...)”.	 (CSJ,	 Exp.	 N°	 995-98A,	 jun.
08/98.	S.S.	Estrada	Choque)
JURISPRUDENCIA.—Cuestión	 previa	 en	 el	 delito	 de	 omisión	 a	 la
asistencia	familiar.	“(...)	reiterada	jurisprudencia	suprema,	orienta	que	en	el
caso	 de	 las	 denuncias	 de	 omisión	 a	 la	 asistencia	 familiar,	 debe	 recaudarse
notificación	 judicial	 fehaciente	 en	 que	 se	 requiera	 al	 obligado,	 cumplir	 con
prestar	alimentos	bajo	apercibimiento	de	ser	encausado	en	la	vía	penal;	que	lo
anterior	es	un	fundamento	que	tiene	relación	con	el	dolo	criminal	diferente	al
dolo	civil	para	incumplir	obligaciones:	por	lo	que	siendo	en	el	caso	de	autos	el
procesado	 refirió	 no	 haber	 tenido	 conocimiento	 de	 la	 acción	 penal	 en	 su
contra,	 y	 en	 efecto	 en	 el	 expediente	 no	 obra	 requerimiento	 civil	 bajo
apercibimiento	 penal,	 por	 lo	 que	 faltaría	 un	 requisito	 de	 procedibilidad,
habiéndose	dictado	la	sentencia	con	un	vicio	procesal	insubsanable	(...)”.	(CSJ,
Exp.	N°	6806-97,	dic.	17/97.	S.S.	Príncipe	Trujillo)
JURISPRUDENCIA.—Cuestión	prejudicial	cuando	debe	de	establecerse	en
otra	vía	el	carácter	delictuoso	del	hecho	imputado.	“(...)	si	bien	es	cierto	en
la	 vía	 civil	 se	 están	 llevando	 a	 cabo	 procesos	 para	 pronunciarse	 sobre	 el
derecho	de	propiedad	del	bien	inmueble	materia	del	litis,	en	materia	penal	lo
que	se	discute	es	la	tenencia	o	posesión	mediata	o	inmediata	del	bien	litigioso,
por	 lo	 que	 a	 fin	 de	 amparar	 la	 cuestión	 prejudicial,	 debe	 de	 considerar	 que
éstas	proceden	cuando	debe	de	establecerse	en	otra	vía	el	carácter	delictuoso
del	 hecho	 imputado	 (...).”	 (CSJ,	 Exp.	 N°	 4947-98,	 dic.	 28/98.	 S.S.	 La	 Rosa
Gómez)
JURISPRUDENCIA.—Cuestión	prejudicial	no	procede	cuando	 la	vía	 civil
no	determina	el	carácter	delictuoso	de	los	hechos	que	se	investigan.	“(...)
si	el	proceso	civil	sobre	resolución	de	control	y	daños	y	perjuicios,	que	siguen
las	mismas	 partes	 o	 el	 presente	 proceso	 penal	 se	 inició	 uno	 antes	 del	 otro,
viene	a	ser	irrelevante	para	resolver	la	cuestión	prejudicial	promovida	por	el
procesado.	Que,	de	la	denuncia	de	parte	que	ha	generado	este	proceso	se	tiene
que	el	delito	de	estafa	y	daños	denunciados,	son	independientes	en	cuanto	a	su
objeto,	 y	 consecuencias	 del	 proceso	 civil;	 no	 obstante	 que	 los	 hechos	 se
negaran,	de	un	contrato	probablemente	incumplido;	en	consecuencia	en	la	vía
civil,	en	el	proceso	sobre	resolución	de	contrato	y	cobro	de	indemnización	de
daños	y	perjuicios	y	otros	seguidos	entre	las	mismas	partes	no	determinará	el
carácter	delictuoso	de	los	hechos	que	se	investigan	en	este	proceso	(...)”.	(CSJ.
Puno,	Exp.	N°	17.L-1-99,	may.	07/99.	S.S.	Marroquín	Mogrovejo)
JURISPRUDENCIA.—Lo	 resuelto	 en	 el	 proceso	 administrativo	 no	 se
vincula	necesariamente	al	proceso	penal.	“‘(...)	debe	tenerse	en	cuenta	que
lo	que	se	resuelve	en	el	ámbito	administrativo	disciplinario	es	 independiente
del	resultado	del	proceso	penal	(...)’,	ello,	debido	a	que	se	trata	de	dos	procesos
distintos	por	naturaleza	y	origen.	Si	lo	resuelto	en	un	proceso	penal	favorece	a
una	persona	sometida,	a	su	vez,	a	un	proceso	administrativo	disciplinario,	el
resultado	 de	 éste	 no	 se	 encuentra	 necesariamente	 vinculado	 al	 primero,	 ya
que	 el	 proceso	 administrativo	 tiene	 por	 objeto	 investigar	 y,	 de	 ser	 el	 caso,
sancionar	 una	 inconducta	 funcional,	 tipificada	 como	 falta	 de	 carácter
administrativo,	 mientras	 que	 el	 proceso	 jurisdiccional	 se	 instaura	 ante	 la
tipificación	de	un	delito	que	conlleva	una	sanción	punitiva	que	puede,	incluso,
derivar	 en	 la	 privación	 de	 la	 libertad,	 siempre	 que	 se	 determine	 la
responsabilidad	penal.	 (…)”.	 (TC,	Exp.	N°	 3459-2004-AA,	 ene.	 12/2005.	 Pres.
Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA	 VINCULANTE.—Cuestión	 previa	 por	 no	 encontrarse
inscrito	 en	 el	 Reniec	 o	 por	 no	 consignar	 número	 del	 DNI	 carece	 de
sustancia	o	mérito	procesal.	“En	tal	virtud,	si	se	plantea	una	cuestión	previa
basada	en	el	hecho	exclusivo	que	el	 imputado	no	se	encuentra	 inscrito	en	 la
Reniec	o	no	se	ha	consignado	el	número	del	Documento	Nacional	de	Identidad,
tal	 planteamiento	 carece	 de	 sustancia	 o	 mérito	 procesal	 para	 acogerlo.	 De
igual	manera,	el	juez	penal	no	podrá	devolver	la	denuncia	fiscal	formalizada
por	 ese	 sólo	 mérito	 al	 fiscal	 provincial.”	 (CS.	 Ac.	 Plen.	 7-2006/CJ-116,	 dic.
29/2006.	S.S.	Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA.—Cuestión	 previa	 no	 se	 funda	 en	 un	 eventual
cuestionamiento	del	proceso	de	acusación	constitucional.	“(…)	la	cuestión
previa,	prevista	en	el	artículo	cuatro	del	Código	de	Procedimientos	Penales,	es
una	 institución	 procesal	 destinada	 a	 denunciar	 la	 falta	 de	 un	 presupuesto
procesal	 referido	 al	 correcto	 ejercicio	 o	 promoción	 de	 la	 acción	 penal,
específicamente	la	ausencia	de	un	requisito	de	procedibilidad,	el	cual	resulta,
en	 parte,	 de	 las	 relaciones	 del	 objeto	 del	 proceso	 con	 el	 procedimiento
concreto,	 una	 de	 cuyas	manifestaciones	 es	 la	 exigencia	 de	 una	 autorización
para	proceder	proveniente	de	un	órgano	político,	 como	es	 el	Congreso	 en	 el
supuesto	 de	 la	 prerrogativa	 de	 la	 acusación	 constitucional	 o	 antejuicio,	 tal
como	 está	 regulado	 tanto	 en	 la	 Constitución	 de	 mil	 novecientos	 setenta	 y
nueve	como	en	 la	vigente	de	mil	novecientos	noventa	y	tres	[artículos	ciento
ochenta	 y	 tres	 y	 noventa	 y	 nueve,	 respectivamente]	 (…)	 lo	 que	 denuncia	 el
imputado	no	es	la	falta	de	una	previa	acusación	constitucional,	sino	que	ésta
se	 produjo	 pese	 a	 que	 no	 correspondía	 hacerlo	 porque	 ya	 había	 vencido	 el
plazo	de	caducidad	previsto	por	el	artículo	noventa	y	nueve	de	la	Constitución
de	mil	novecientos	noventa	y	tres	(…)	como	es	obvio,	esos	cuestionamientos	no
forman	parte	del	objeto	y	de	la	finalidad	perseguida	por	una	cuestión	previa,
pues	 se	 denuncia	 la	 realización	 de	 un	 trámite	 parlamentario	 –y	 el
consiguiente	 aforamiento–	 con	 anterioridad	 a	 la	 denuncia	 del	 Ministerio
Público,	 no	 su	 ausencia	 u	 omisión,	 que	 es	 precisamente	 la	 base	 u	 objeto	 de
todo	 requisito	 de	 procedibilidad	 (…)”.	 (CS.	 A.	 V.	 13-2004,	 ago.	 09/2006.	 S.S.
San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—La	 acción	 penal	 contra	 los	 funcionarios	 públicos
como	los	congresistas	debe	ejercerla	el	Fiscal	de	la	Nación	y	no	un	fiscal
anticorrupción.	 “En	 los	 delitos	 de	 enriquecimiento	 ilícito	 la	 Constitución
Política	del	Perú	en	el	segundo	párrafo	del	artículo	cuarenta	y	uno	señala	que
es	 el	 Fiscal	 de	 la	 Nación,	 por	 denuncia	 de	 terceros	 o	 de	 oficio,	 quien	 debe
formular	cargos	ante	el	Poder	Judicial.	Estamos	ante	un	delito	imputable	sólo
a	funcionarios	o	servidores	públicos	en	el	marco	de	sus	servicios	prestados	al
Estado;	en	esa	medida,	a	 fin	de	no	generar	 indefensión	en	 los	 investigados	y
abusos,	se	erige	la	garantía	de	que	sólo	el	Fiscal	de	la	Nación	puede	formular
cargos.	Entendemos	que	formular	cargos	significa	formalizar	denuncia	penal
contra	 los	 investigados,	 ahí	 es	 donde	 se	 fijan	 los	 hechos	 materia	 de
juzgamiento,	 por	 lo	 que	 no	 es	 de	 recibo	 otra	 forma	 de	 entender	 la	 frase
‘formular	 cargos’	 al	 que	 hace	 referencia	 la	 Constitución.	 En	 caso	 de	 que	 se
haya	 omitido	 cumplir	 con	 este	 requisito	 de	 procedibilidad,	 es	 posible	 que	 la
misma	 pueda	 ser	 subsanada	 durante	 la	 tramitación	 del	 proceso	 penal,
supuesto	que	no	se	ha	producido	en	el	presente	caso,	pues	de	la	lectura	de	todo
el	 expediente	 no	 se	 advierte	 resolución	 alguna	 del	 Fiscal	 de	 la	 Nación	 que
haya	 subsanado	 o	 convalidado	 lo	 realizado	 por	 el	 Fiscal	 Provincial	 Penal
Especializado	 (...)”.	 (CS,	 R.	 N.	 184-2013-Lima,	 oct.	 24/2014.	 V.	 P.	 Cevallos
Vegas)
COMENTARIO.—Cuestión	 previa	 y	 cuestión	 prejudicial.	 Mientras	 las
cuestiones	previas	se	presentan	como	los	obstáculos	o	causas	que	impiden,
no	 la	 prosecución	 del	 proceso	 penal	 sino	 su	 inicio	 (los	 requisitos	 de
procedibilidad	 deben	 estar	 previstos	 en	 la	 ley	 de	 manera	 expresa).	 La
cuestión	 prejudicial	 (o	 prejudicialidad)	 se	 presenta,	 en	 esencia,	 como	 la
causa	 primera	 y	 pendiente	 de	 solución.	 La	 resolución	 de	 la	 cuestión
principal	(proceso	penal	en	concreto)	requiere	imprescindiblemente,	como
elemento	primero,	 la	resolución	de	una	cuestión	perteneciente	a	un	orden
jurídico	extra	penal	(en	virtud	de	la	existencia	de	un	nexo	lógico	-	 jurídico
que	une	a	ambas).	En	suma,	la	cuestión	prejudicial	procede	cuando	en	otra
vía	se	tiene	que	determinar	lo	delictuoso	o	no	de	la	conducta.
En	 los	 efectos	 también	 disienten:	 si	 se	 declara	 fundada	 una	 cuestión
prejudicial	 el	 proceso	 penal	 debe	 suspenderse;	 si	 prospera	 una	 cuestión
previa,	 se	 anulará	 lo	 actuado	 en	 el	 proceso	 penal	 y	 se	 tendrá	 por	 no
presentada	la	denuncia	formalizada	por	el	fiscal.
C.	de	P.P.
ART.	5°.—Modificado.	D.	Leg.	126.	Art.	1°.	Clases	de
excepciones	trámite	y	efectos.	Contra	la	acción	penal	pueden
deducirse	las	excepciones	de	naturaleza	de	juicio,	naturaleza	de
acción,	cosa	juzgada,	amnistía	y	prescripción.
La	de	naturaleza	de	juicio	es	deducible	cuando	se	ha	dado	a	la
denuncia	una	sustanciación	distinta	a	la	que	le	corresponde	en	el
proceso	penal.
La	de	naturaleza	de	acción,	cuando	el	hecho	denunciado	no
constituye	delito	o	no	es	justiciable	penalmente.
La	excepción	de	cosa	juzgada,	cuando	el	hecho	denunciado	ha
sido	objeto	de	una	resolución	firme,	nacional	o	extranjera,	en	el
proceso	penal	seguido	contra	la	misma	persona.
La	excepción	de	amnistía	procede	en	razón	de	ley	que	se	refiera
al	delito	objeto	del	proceso.
La	excepción	de	prescripción	podrá	deducirse	cuando	por	el
transcurso	del	tiempo,	conforme	a	los	plazos	señalados	por	el
Código	Penal,	se	extingue	la	acción	o	la	pena.
Las	 excepciones	 pueden	 deducirse	 en	 cualquier	 estado	 del
proceso	y	pueden	ser	resueltas	de	oficio	por	el	juez.	Si	se	declara
fundada	 la	 excepción	 de	 naturaleza	 de	 juicio,	 se	 regularizará	 el
procedimiento	 de	 acuerdo	 al	 trámite	 que	 le	 corresponda.	 Si	 se
declara	 fundada	cualquiera	de	 las	otras	excepciones,	se	dará	por
fenecido	 el	 proceso	 y	 se	 mandará	 archivar	 definitivamente	 la
causa.
ATRIBUCIONES	DEL	CONGRESO
Const.
ART.	102.—Son	atribuciones	del	Congreso:
(...).
6.	Ejercer	el	derecho	de	amnistía.
(...).
LA	DECLARACIÓN	DE	PRESCRIPCIÓN	EXIGE	AL	JUEZ	PRECISAR	Y
COMUNICAR	EN	LÍNEA	DE	TIEMPO	LAS	CAUSAS	DE	LA	DILACIÓN
R.	Adm.	013-2015-CE-PJ.
Artículo	 Primero.—Disponer	 que	 en	 toda	 resolución	 que	 declare	 la
prescripción	de	 la	acción	penal,	el	órgano	jurisdiccional	precise,	utilizando
una	 línea	 de	 tiempo,	 las	 causas	 de	 la	 dilación	 que	 propiciaron	 dicha
declaración.
La	 precisión	 indicada	 no	 implica	 calificación	 jurídica	 de	 responsabilidad
disciplinaria	alguna.
R.	Adm.	013-2015-CE-PJ.
Articulo	Segundo.—Disponer	que	una	vez	que	la	resolución	indicada	en	el
artículo	 primero	 haya	 sido	 consentida	 o	 ejecutoriada,	 el	 órgano
jurisdiccional	 emisor	 de	 la	 última	 resolución	 procederá	 a	 remitir	 copia
certificada	de	dicha	resolución	 judicial	al	órgano	de	control	pertinente	del
Poder	Judicial,	según	corresponda.
R.	Adm.	013-2015-CE-PJ.
Artículo	Tercero.—Invocar	a	 los	órganos	de	control	pertinentes	del	Poder
Judicial	 para	 que	 instauren	 las	 acciones	 disciplinarias	 correspondientes	 a
que	 hubiera	 lugar;	 o	 en	 su	 caso	 remitan	 a	 la	 Oficina	 Central	 de	 Control
Interno	 u	 Oficinas	 Desconcentradas	 de	 Control	 Interno	 del	 Ministerio
Público,	 si	 es	 que	 la	 conducta	 dilatoria	 se	 produjo	 en	 el	 transcurso	 de	 la
actividad	fiscal.
Si	 la	 prescripción	 del	 proceso	 judicial	 se	 generó	 por	 actos	 procesales	 de
mala	 fe	 del	 abogado	 defensor,	 este	 hecho	 se	 comunicará	 al	 Colegio	 de
Abogados	respectivo	para	que	proceda	conforme	a	sus	atribuciones.
R.	Adm.	013-2015-CE-PJ.
Artículo	Cuarto.—Disponer	que	 la	Gerencia	de	 Informática	de	 la	Gerencia
General	 del	 Poder	 Judicial,	 dentro	 del	 plazo	 máximo	 de	 tres	 meses	 de
notificada	 con	 la	 presente	 resolución	 administrativa,	 implemente	 en	 el
Sistema	 Integrado	 Judicial	 (SIJ)	 un	 módulo	 de	 alerta	 que	 identifique	 los
expedientes	penales	 en	 los	que	 se	procesan	delitos	próximos	 a	prescribir,
con	el	fin	de	que	los	jueces	penales	prioricen	el	procesamiento,	juzgamiento
y	tramitación	de	los	mismos.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—El	proceso	ordinario	continúa	incluso
si	el	delito	subsistente	se	tramita	en	la	vía	sumaria.	“La	Sala	Superior
Penal	debió	proseguir	con	el	trámite	del	presente	proceso,	así	haya	quedado
subsistente	el	delito	de	estafa,	pues	si	bien	dicho	delito	debe	ser	tramitado	en
vía	sumaria,	conforme	lo	dispone	el	Decreto	Legislativo	número	ciento
veinticuatro;	sin	embargo,	el	ad	quem	–y	en	general	los	operadores	de
justicia–	no	debe	ser	puramente	formalista,	sino	debe	efectuar	un	juicio	de
ponderación	frente	a	las	situaciones	que	se	presentan	en	el	proceso	a	favor	de
los	justiciables	debiendo	aplicar	los	principios	de	celeridad	y	economía
procesal;	tanto	más,	si	no	se	le	vulnera	derecho	alguno,	manteniendo	el
proceso	ordinario	a	pesar	que	el	concurso	de	delitos	por	el	que	se	inició
ordinario	y	sumario	solo	subsiste	el	segundo”.	(CS,	R.	N.	4003-2013-Lima,	ene.
27/2015.	S.	S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—Excepciones	 tienen	 por	 finalidad	 destruir	 el
fundamento	de	la	pretensión	punitiva	y	demostrar	la	improcedencia	de
la	 acción	 penal.	 “(...)	 las	 excepciones	 tienen	 por	 finalidad	 destruir	 el
fundamento	 de	 la	 pretensión	 punitiva	 y	 demostrar	 la	 improcedencia	 de	 la
acción	penal;	pudiendo	ser	deducidas	conforme	lo	señala	el	artículo	quinto	del
Código	de	Procedimientos	Penales,	entre	otras,	la	excepción	de	naturaleza	de
acción	o	de	improcedencia	de	la	acción,	entendida	a	nivel	doctrinario	como	‘El
derecho	 de	 todo	 inculpado	 de	 solicitar	 que	 se	 archive	 definitivamente	 los
actuados	por	que	considera	que	los	hechos	incriminados	no	tienen	contenido
penal	(que	de	los	hechos	no	se	pueda	predicar	la	tipicidad,	la	antijuridicidad	o
la	culpabilidad)	o	que	el	hecho	denunciado	no	es	justiciable	penalmente,	o	sea,
un	 hecho	 puede	 ser	 tipificado	 como	 delito,	 empero,	 pueda	 estar	 rodeado	 de
alguna	 circunstancia	 que	 lo	 exima	 de	 sanción	 penal’	 (...)”.	 (CSJ,	 Exp.	 N°
1887/1999,	ago.	12/98.	S.S.	Mac	Rae	Thays)
JURISPRUDENCIA.—La	excepción	de	naturaleza	de	acción	discute	la
relevancia	penal	del	hecho	que	se	imputa.	“(…)	2.	La	excepción	de
naturaleza	de	acción,	(…),	procede	cuando	el	hecho	denunciado	no	constituye
delito	o	no	es	justiciable	penalmente.	Es	un	medio	de	defensa	técnico	que	tiene
por	finalidad	discutir	la	relevancia	penal	del	hecho	que	se	imputa,	de	manera
previa	a	cualquier	actividad	probatoria;	y,	en	el	caso	de	que	dicha	excepción
sea	amparada	por	el	órgano	jurisdiccional,	el	proceso	penal	en	el	que	se
deduzca	se	dará	por	concluido,	archivándose	definitivamente	la	causa.
3.	En	un	proceso	penal,	al	momento	de	dictarse	sentencia	condenatoria,	uno
de	los	aspectos	que	son	evaluados	por	el	órgano	jurisdiccional	es	la	relevancia
penal	del	hecho	(lo	que	puede	ser	discutido	de	manera	previa	mediante	la
excepción	de	naturaleza	de	acción).	Por	ello,	en	caso	de	que	no	se	haya
deducido	la	referida	excepción,	la	relevancia	penal	del	hecho	imputado	es
analizada	en	la	sentencia	condenatoria,	así	como	en	la	confirmatoria.”	(TC,
Exp.	04216-2009-PHC/TC,	may.	18/2010.	S.	S.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—La	pluralidad	de	instancias	no	se	aplica	irrestricta
y	arbitrariamente	en	el	proceso	penal,	salvo	en	sentencias
condenatorias	u	otras	que	pongan	fin	al	procedimiento.	“(...)	la
denegatoria	del	recurso	de	nulidad	respecto	de	la	excepción	de	prescripción
planteada	tampoco	vulnera	derecho	constitucional	alguno,	aun	cuando	la
resolución	impugnada	ha	sido	emitida	por	una	Sala	Penal	Especial	en	primera
instancia;	debemos	señalar	que	el	principio	a	la	pluralidad	de	instancias,
contenida	en	el	numeral	seis	del	artículo	ciento	treinta	y	nueve	de	la
Constitución	Política	del	Estado,	no	implica	su	aplicación	de	manera
irrestricta	y	arbitraria	en	el	ámbito	del	proceso	penal	sobre	todo	tipo	de
resoluciones	–salvo	que	se	trate	de	sentencias	condenatorios	u	otras	que
pongan	fin	al	procedimiento	o	a	la	instancia	y	que	de	manera	definitiva
causen	un	daño	irreparable–,	pues	el	derecho	de	instancia	plural	busca
asegurar	que	exista	un	doble	grado	de	pronunciamiento	jurisdiccional
respecto	a	las	pretensiones	principales	que	se	discuten	dentro	de	un	proceso
penal	(...)”.	(CS,	Queja	A.V.	01-2010-Lima,	set.	12/2011.	V.	P.	Barrios	Alvarado)
JURISPRUDENCIA.—El	derecho	de	instancia	plural	asegura	un	doble
grado	de	pronunciamiento	jurisdiccional	para	las	pretensiones
principales.	“(...)	por	lo	que	la	impugnación	a	decisiones	que	no	tengan	un
carácter	definitivo	para	el	proceso	principal,	se	encuentran	regidas	por	el
principio	de	legalidad,	en	tanto	podrán	objetarse	siempre	que	la	norma
procesal	lo	prevea;	en	tal	sentido,	el	rechazo	de	un	medio	impugnatorio	que
cuestiona	una	resolución	que	se	encuentra	fuera	de	los	alcances	que	la	ley	ha
asignado	para	su	procedencia,	no	implica	una	violación	constitucional	al
derecho	a	la	instancia	plural,	ni	vulneración	al	derecho	de	defensa,	pues
incluso,	el	argumento	con	el	que	se	cuestiona	la	emisión	de	una	resolución
desfavorable	no	definitiva,	puede	ser	alegado	contra	la	resolución	definitiva
de	fondo,	siempre	que	ésta	le	cause	agravio,	o	en	todo	caso	siempre	queda	a
salvo	su	derecho	de	proceder	en	la	vía	constitucional	correspondiente.	En	lo
que	respecta	a	lo	violación	a	la	pluralidad	de	instancia	al	denegarse	en
conjunto	el	recurso	de	nulidad	respecto	a	la	excepción	de	prescripción,	debe
ser	considerada	éste	como	un	agravio	constitucional	comprendido	en	el
recurso	de	queja	excepcional	por	infracción	a	la	legalidad	procesal,	de	modo
que	su	denegatoria	a	través	de	la	vía	del	recurso	de	nulidad	tampoco	genera
de	modo	alguno	afectación	al	derecho	de	defensa	y	tutela	judicial	efectiva”.
(CS,	Queja	A.V.	01-2010-Lima,	set.	12/2011.	V.	P.	Barrios	Alvarado)
JURISPRUDENCIA.—Las	excepciones	no	suspenden	el	trámite	del
expediente	principal.	“La	excepción	de	naturaleza	de	acción	es	un	medio	de
defensa	técnico	que	concede	la	ley	a	quienes	se	les	imputa	la	comisión	de	un
hecho	que	carece	de	tipicidad	formal.	Sin	embargo,	dicha	excepción	no
suspende	el	trámite	del	expediente	principal	–confróntese	el	artículo	noventa
del	Código	de	Procedimientos	Penales–.	Ahora	bien,	el	derecho	de	defensa	y	el
paralelo	de	tutela	jurisdiccional	no	pueden	entenderse	con	carácter	absoluto,
pues	ellos	están	condicionados	al	cumplimiento	de	la	oportunidad,	modo	y
forma	prescrito	por	la	ley.	Toda	excepción	no	es,	pues,	suspensiva	respecto	del
trámite	del	principal,	el	principio	de	celeridad	procesal	y	la	necesidad	de
impedir	dilaciones	indebidas	así	lo	determinan;	las	defensas	técnicas	deben
presentarse	tal	y	conforme	lo	regula	la	ley,	la	cual	no	dispone	la	suspensión	del
trámite	de	la	causa.
Al	respecto,	el	juez	penal	mediante	resolución	del	veintitrés	de	setiembre	del
dos	mil	nueve	–fojas	cinco	mil	ciento	sesenta	y	ocho–,	señaló	que	la
interposición	del	recurso	de	queja	no	paralizaba	la	tramitación	del	principal
ni	la	eficacia	de	la	resolución	denegatoria,	y	amparó	su	decisión	en	lo
dispuesto	en	el	artículo	cuatrocientos	cinco	y	la	Primera	Disposición	Final	del
Código	Procesal	Civil.	En	tal	sentido,	es	de	precisar,	que	este	mecanismo	de
defensa	técnico	fue	resuelto	en	primera	y	segunda	instancia,	siendo
desestimado,	tanto	por	la	vocalía	de	instrucción	como	por	la	Sala	Penal
Especial	–en	su	oportunidad–”.	(CS,	R.	AP.	Exp.	07-2007,	may.	04/2010.	V.	P.
Prado	Saldarriaga)
JURISPRUDENCIA.—Es	imposible	admitir	a	trámite	una	segunda
excepción	de	naturaleza	de	acción	para	la	misma	finalidad.	“Que	respecto
a	las	infracciones	en	la	tramitación	de	una	segunda	excepción	de	naturaleza
de	acción,	es	menester	puntualizar	que	la	norma	procesal	prohíbe
expresamente	la	tramitación	incidental	de	un	nuevo	pedido	que	tenga	la
misma	finalidad;	desde	este	punto	de	vista,	no	correspondía	admitir	a	trámite
un	segundo	medio	técnico	de	defensa	de	la	misma	naturaleza	y	finalidad.	Por
lo	que	ello,	de	ningún	modo	afecta	el	derecho	de	defensa	de	la	encausada,
tanto	más	cuando	en	los	diferentes	recursos	formulados	por	la	defensa	se	ha
sostenido	los	mismos	argumentos	de	atipicidad,	los	que	han	sido
motivadamente	rechazados”.	(CS,	Queja	A.V.	01-2010-Lima,	set.	12/2011.	V.	P.
Barrios	Alvarado)
JURISPRUDENCIA.—Cuestionamientos	a	la	suficiencia	probatoria	no
fundan	una	excepción	de	naturaleza	de	acción.	“Que	dichos	fundamentos
no	se	encuentran	amparados	dentro	de	lo	previsto	en	el	artículo	5°	del	Código
de	Procedimientos	Penales,	ya	que	la	defensa	de	los	acusados	(...)	ha	referido
que	no	existen	medios	probatorios	que	demuestren	la	responsabilidad	de	los
procesados,	no	siendo	factible	evaluar	vía	excepción	argumentos	de	defensa	o
de	irresponsabilidad,	los	cuales	son	objeto	del	proceso	penal,	conforme	lo	ha
establecido	la	Corte	Suprema	en	el	Recurso	de	Nulidad	N°	98-139-Puno.
Tal	como	lo	dice	el	profesor	Cesar	San	Martín	Castro,	‘sólo	procede	la
excepción	de	naturaleza	de	acción	cuando	la	inexistencia	del	delito	(...)	surge
con	toda	evidencia	de	los	términos	de	la	imputación’,	lo	que	no	se	evidencia	en
el	presente	caso,	habiendo	únicamente	el	abogado	de	la	defensa	cuestionado
la	suficiencia	probatoria,	lo	cual	es	objeto	del	proceso,	más	no	es	amparable
vía	excepción	de	naturaleza	de	acción”.	(Corte	Superior	de	Lima,	Exp.	644-08,
ago.	09/2011.	S.	S.	Clotilde	Cavero	Nalvarte)
JURISPRUDENCIA.—Excepción	 de	 cosa	 juzgada.	 “(...)	 Requiere	 la
concurrencia	de	tres	identidades	como	condiciones	sine	qua	non:	a)	Identidad
de	la	persona	perseguida	(eadem	persona);	este	requisito	coadyuva	al	amparo
de	aquel	 sujeto	que	encontrándose	procesado	penalmente	o	habiéndolo	 sido
en	otra	causa	que	terminó	anteriormente	con	sentencia	pasada	a	la	autoridad
de	 la	cosa	 juzgada,	vuelve	a	 ser	perseguido	en	un	nuevo	 juicio	por	el	mismo
hecho	 históricamente	 considerado.	 Se	 trata	 aquí	 de	 un	 ingrediente
garantizador	 que	 actúa	 a	 favor	 de	 aquella	 persona	 que	 viene	 siendo
procesada	 por	 segunda	 vez,	 motivo	 por	 el	 que,	 sólo	 tiene	 una	 eficacia
individual,	o	sea,	su	efecto,	no	se	extiende	hasta	comprender	y	beneficiar	a	los
coautores	y	partícipes;	b)	Identidad	del	objeto	(eadem	res);	impide	la	múltiple
persecución	 por	 el	mismo	 acontecimiento	 criminoso;	 exige	 que	 la	 ley	 nueva
promoción	de	la	acción	penal	se	refiere	al	mismo	delito	-	hecho;	es	decir,	que
del	cotejo	entre	la	sentencia	firme	procedente	y	la	posterior	denuncia	se	llegue
a	la	conclusión	que	entre	los	dos	existe	una	identidad	en	cuanto	a	su	realidad
histórica	como	acontecimiento	o	fenómeno	natural,	según	su	narración,	si	los
hechos	 son	 los	 mismos,	 la	 garantía	 a	 non	 bis	 in	 ídem	 impide	 la	 doble
persecución	 penal,	 sucesiva	 o	 simultánea;	 y	 c)	 Identidad	 de	 causa	 de	 pedir
(eadem	causa	petendi);	coadyuva	a	la	prohibición	de	que	vuelva	a	plantearse
la	 acción	 penal	 en	 contra	 de	 una	 misma	 persona	 y	 por	 un	 idéntico	 hecho
punible	 sobre	 los	 cuales	 pre	 existe	 una	 resolución	 firme	 que	 se	 dictó
precisamente	 acerca	 del	 fondo	 del	 asunto	 (...)”.	 (CSJ,	 Exp.	 N°	 2-L-10,	 may.
31/99.	S.S.	Marroquín	Mogrovejo)
JURISPRUDENCIA.—Dimensión	 formal	 y	 material	 del	 nom	 bis	 in	 ídem
procesal.	“(...)	en	su	 formulación	material,	el	enunciado	según	el	cual	 ‘nadie
puede	ser	castigado	dos	veces	por	un	mismo	hecho’,	expresa	la	imposibilidad
de	 que	 recaigan	 dos	 sanciones	 sobre	 el	 mismo	 sujeto	 por	 una	 misma
infracción,	 puesto	 que	 tal	 proceder	 constituiría	 un	 exceso	 del	 poder
sancionador,	 contrario	 a	 las	 garantías	 propias	 del	 estado	 de	 derecho.	 Su
aplicación,	pues,	 impide	que	una	persona	sea	sancionada	o	castigada	dos	 (o
más	veces)	por	una	misma	infracción	cuando	exista	identidad	de	sujeto,	hecho
y	fundamento.
En	su	vertiente	procesal,	tal	principio	significa	que	‘nadie	pueda	ser	juzgado
dos	veces	por	los	mismos	hechos’,	es	decir,	que	un	mismo	hecho	no	pueda	ser
objeto	de	dos	procesos	distintos	o,	si	se	quiere,	que	se	inicien	dos	procesos	con
el	 mismo	 objeto.	 Con	 ello	 se	 impide,	 por	 un	 lado,	 la	 dualidad	 de
procedimientos	 (por	 ejemplo,	 uno	 de	 orden	 administrativo	 y	 otro	 de	 orden
penal)	y,	por	otro,	el	inicio	de	un	nuevo	proceso	en	cada	uno	de	esos	órdenes
jurídicos	 (dos	procesos	administrativos	o	dos	procesos	penales	 con	el	mismo
objeto,	 por	 ejemplo).	 Desde	 esta	 vertiente,	 dicho	 principio	 presupone	 la
interdicción	 de	 un	 doble	 proceso	 penal	 por	 la	 misma	 conducta.	 (...)	 Es
menester	 puntualizar,	 entonces,	 que	 el	 ne	 bis	 in	 ídem	 procesal	 supone
básicamente	dos	persecuciones,	y	tiene	que	ver	con	los	 límites	que	es	preciso
imponer	 en	 un	 terreno	 en	 el	 cual	 una	 de	 las	 partes	 –el	 Estado–	 va	 a	 tener
atribuciones	asimétricas	frente	al	procesado.	Esto	no	limita	la	obligación	del
Estado	 de	 perseguir	 el	 presunto	 delito,	 sino	 que	 lo	 ordena	 bajo	 parámetros
constitucionales	 con	 la	 finalidad	 de	 garantizar	 la	 seguridad	 jurídica	 y	 la
libertad.	 (...)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 8123-2005-PHC/TC,	 abr.	 18/2006.	 Pres.	 Alva
Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Test	de	triple	identidad	y	nom	bis	in	ídem	procesal.
“(...)	verificar	la	existencia	o	no	de	una	persecución	penal	múltiple	requiere	la
conjunción	de	 tres	 identidades	distintas:	 identidad	de	 la	persona	perseguida
(eadem	persona),	identidad	del	objeto	de	persecución	(eadem	res)	e	identidad
de	la	causa	de	persecución	(eadem	causa	petendi)	(…)	desde	la	perspectiva	del
test	de	triple	identidad:
	(…)	a)	identidad	de	la	persona	perseguida	penalmente	(identidad	subjetiva)
en	 varios	 procesos	 (…)	 se	 aprecia	 que	 se	 trata	 del	 mismo	 imputado	 (…)
b)	 identidad	 del	 objeto	 de	 persecución	 (identidad	 objetiva)	 (…).	 Esto	 es,	 en
todos	 los	 casos	 existió	 una	 identidad	 fáctica	 (si	 bien	 distintas	 calificaciones
jurídicas),	un	mismo	comportamiento	atribuido	al	beneficiario,	que	nos	indica
que	la	imputación	ha	sido	idéntica	(…)	c)	Por	último,	la	identidad	de	la	causa
de	 persecución	 es	 un	 presupuesto	 que	 resulta	 también	 verificado	 en	 el
presente	 caso,	 por	 cuanto	 el	 fundamento	 de	 los	 ilícitos	 supuestamente
realizados	por	el	beneficiario	están	referidos	en	su	totalidad	a	bienes	jurídicos
patrimoniales,	 como	así	 se	aprecia	de	 los	delitos	 (estafa,	 apropiación	 ilícita,
fraude	en	la	administración	de	las	personas	jurídicas)	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	8123-
2005-PHC/TC,	may.	26/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Nom	bis	 in	 ídem:	proceso	administrativo	y	proceso
penal.	 “(...)	 Lo	 que	 se	 resuelve	 en	 el	 ámbito	 administrativo	 disciplinario	 es
independiente	del	resultado	del	proceso	penal	al	que	pudiera	ser	sometido	un
efectivo	policial	por	habérsele	imputado	la	comisión	de	un	hecho	penalmente
punible;	ello,	debido	a	que	se	trata	de	dos	procesos	distintos	por	naturaleza	y
origen.	El	Tribunal	Constitucional	asume	que	el	proceso	administrativo	tiene
por	 objeto	 investigar	 y,	 de	 ser	 el	 caso,	 sancionar	 una	 inconducta	 funcional,
mientras	 que	 el	 proceso	 jurisdiccional	 conlleva	 una	 sanción	 punitiva	 que
puede	incluso	derivar	en	la	privación	de	la	libertad,	siempre	que	se	determine
la	responsabilidad	penal	 (…)”.	 (TC,	Exp.	N°	0769-2004-AA/TC,	ene.	16/2001.
Pres.	Gonzáles	Ojeda)
JURISPRUDENCIA.—Límites	subjetivos	y	objetivos	que	debe	respetar
toda	excepción	de	cosa	juzgada.	“(…)	Desde	el	punto	de	vista	procesal,	el
artículo	5°	del	Código	de	Procedimientos	señala	(…)	las	excepciones	(…)	de
cosa	juzgada	(…)	Ello	significa,	en	cuanto	a	los	límites	subjetivos	de	la	cosa
juzgada,	que	la	única	identidad	que	cabe	entender	es	la	pasiva	o	del
condenado,	esto	es,	a	quien	se	le	atribuye	el	hecho	punible	materia	de	condena
firme	–nunca	la	activa	o	del	acusador–	[en	el	proceso	penal	se	busca	la
declaración	de	que	existe	el	deber	y	el	derecho	de	castigar,	de	imponer	penas;
este	deber-derecho	incide	directa	y	solamente	sobre	la	persona	del	acusado,	lo
que	por	razones	de	certeza	y	seguridad	jurídicas	prohíbe	la	extensión
subjetiva	de	la	eficacia	de	la	cosa	juzgada	penal	a	un	tercero,	distinto	del
imputado].
Respecto	a	los	límites	objetivos	de	la	cosa	juzgada,	se	requiere	que	se	trate
tanto	del	mismo	suceso	histórico	–identidad	de	una	conducta	que	sucedió	en
la	realidad	externa–	[hechos	que	han	sido	objeto	de	la	acusación	y	posterior
juicio],	cuanto	del	mismo	fundamento	–que	se	subsuma	en	tipos	penales	o
administrativos	de	carácter	homogéneo–.	Esto	último	–la	denominada
“consideración	procesal	del	hecho”–	debe	entenderse	desde	una	perspectiva
amplia,	de	suerte	que	comprenda	los	concursos	de	leyes	y	reales	de	delitos	o	de
ilícitos	administrativos,	con	exclusión	de	los	supuestos	de	delitos	continuados	y
concursos	ideales	en	que	el	bien	jurídico	fuera	heterogéneo	(…)”.	(CS.	Ac.	Plen.
4-2006/CJ-116,	dic.	29/2006.	S.S.	Salas	Gamboa).
JURISPRUDENCIA.—Resolución	de	fiscalía	absteniéndose	de	formalizar
denuncia	no	tiene	la	calidad	de	cosa	juzgada.	“(...)	debe	enfatizarse	que
una	resolución	emitida	por	el	Ministerio	Público	en	la	que	se	establece	que	no
hay	mérito	a	formalizar	denuncia	no	constituye	cosa	juzgada,	por	lo	que	la
presente	sentencia	no	impide	que	demandante	pueda	ser	posteriormente
investigado	y,	de	ser	el	caso,	denunciado	penalmente	por	los	mismos	hechos.
(…)”.	(TC,	Exp.	N°	6081-2005-PHC/TC,	ago.	29/2005.	Pres.	Bardelli
Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Constituye	cosa	juzgada	la	resolución	del	fiscal	de
“no	ha	lugar	a	formular	denuncia	penal”	si	se	sustenta	en	que	el	hecho
no	constituye	delito.	“(…)	Establecido	lo	anterior,	una	cuestión	que	merece
consideración	en	el	presente	caso,	es	si	las	investigaciones	preliminares
fiscales	que	arriban	a	una	resolución	conclusiva	de	archivo,	puede	generar	la
aplicación	de	la	garantía.	Al	respecto,	si	bien	el	Tribunal	Constitucional	ha
señalado	(…)	que	‘una	resolución	emitida	por	el	Ministerio	Público	en	la	que	se
establece	no	hay	mérito	para	formalizar	denuncia	no	constituye	cosa	juzgada,
por	lo	que	la	presente	sentencia	no	impide	que	la	demandante	pueda	ser
posteriormente	investigado	y,	de	ser	el	caso,	denunciado	penalmente	por	los
mismos	hechos’.	No	obstante,	dicho	criterio	merece	una	excepcional
inaplicación	cuando	los	motivos	de	la	declaración	de	‘no	ha	lugar	a	formular
denuncia	penal’	por	parte	del	fiscal,	se	refieren	a	que	el	hecho	no	constituye
delito,	es	decir,	carecen	de	ilicitud	penal.
Este	tribunal	afirma	que	la	decisión	fiscal	de	‘No	ha	lugar	a	formalizar
denuncia	penal’	en	los	términos	precisados	anteriormente,	genera	un	estatus
de	inamovible.	Esta	afirmación	tiene	sustento	en	dos	postulados
constitucionales:	a)	La	posición	constitucional	del	Ministerio	Público,	lo
encumbra	como	el	único	órgano	persecutor	autorizado	a	promover	el
ejercicio	público	de	la	acción	penal,	es	decir,	ostenta	el	monopolio	acusatorio
que	le	asigna	el	artículo	159	de	la	Constitución	Política,	en	otras	palabras,	es
el	fiscal	quien	decide	qué	persona	debe	ser	llevada	ante	los	tribunales	por	la
presunta	comisión	de	un	delito;	b)	Si	bien	las	resoluciones	de	archivo	del
Ministerio	Público	no	están	revestidas	de	la	calidad	de	la	cosa	juzgada,	sin
embargo,	tienen	la	naturaleza	de	cosa	decidida	que	las	hace	plausibles	de
seguridad	jurídica.	Este	tribunal	ha	señalado	(…)	que	el	principio	de	cosa
decidida	forma	parte	del	derecho	fundamental	al	debido	proceso	en	sede
administrativa,	por	lo	que,	frente	a	su	transgresión	o	amenaza,
necesariamente	se	impone	el	otorgamiento	de	la	tutela	constitucional
correspondiente.	Es	necesario	acotar	que,	el	fiscal	no	es	una	simple	autoridad
administrativa,	pues	su	actividad	se	orienta	a	la	legalidad	y	no	a	los	intereses
administrativos	o	de	los	administrados.	(…)”.	(TC,	Exp.	02725-2008-PHC/TC,
set.	22/2008.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Auto	de	no	ha	lugar	a	la	instrucción	no	funda	la
cosa	juzgada.	“(...)	la	autoridad	de	cosa	juzgada	de	una	resolución	judicial
sólo	se	alcanza	cuando	ésta	pone	fin	a	un	proceso	judicial.	Y	la	resolución
judicial	que	declara	‘no	ha	lugar	a	la	apertura	de	instrucción’	simplemente	no
da	inicio	a	un	proceso	judicial,	por	lo	que	no	tendría	autoridad	de	cosa
juzgada	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	3789-2005-PHC/TC,	nov.	09/2005.	Pres.	Alva
Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Para	plantear	la	excepción	de	prescripción	es
necesario	que	se	haya	dictado	el	auto	de	abrir	instrucción.	“(…)	el
recurrente	dedujo	excepción	de	prescripción	de	la	acción	penal	(…);	es	decir,
cuando	aún	no	había	comenzado	formalmente	el	proceso	penal,	que	recién	se
inició	con	fecha	21	de	marzo	del	2006	(…).	En	ese	sentido,	si	bien	la	excepción
de	prescripción,	como	medio	de	defensa	técnico,	puede	ser	presentada	en
cualquier	estado	del	proceso	y	ser	resuelta	de	oficio	por	el	juez,	de
conformidad	con	el	artículo	5°	del	Código	de	Procedimientos	Penales,	es
indispensable	que	previamente	se	haya	dictado	el	auto	de	apertura	de
instrucción,	lo	que	no	ocurrió	en	el	caso	de	autos.	(…).”	(TC,	Exp.	N°	6033-
2006-PHC/TC,	nov.	27/07.	Pres.	Gonzáles	Ojeda)
PLENO	JURISDICCIONAL.—Excepción	de	naturaleza	de	acción	basado	en
la	ausencia	de	elementos	subjetivos	del	tipo.	“Primero:	La	ausencia	de
dolo	o	de	otros	elementos	subjetivos	distintos	del	dolo	es	una	causa	para
declarar	fundada	una	excepción	de	naturaleza	de	acción.
Segundo:	Cuando	el	hecho	en	sí	constituye	delito,	su	errónea	calificación	no
debe	dar	lugar	a	la	procedencia	de	una	excepción	de	naturaleza	de	acción.
Tercero:	No	debe	formarse	cuaderno	incidental	cuando	en	un	proceso	penal
sumario	se	deduce	la	excepción	después	de	recibida	la	acusación	del	fiscal
provincial,	se	debe	resolver	con	la	sentencia.
Cuarto:	Cuando	la	excepción	de	naturaleza	de	acción	se	deduce	en	la	etapa
intermedia	del	proceso	penal	ordinario,	después	de	recibida	la	acusación	del
fiscal	superior,	no	cabe	formar	cuaderno	aparte.	En	este	caso	la	excepción
debe	resolverse	en	el	principal,	previo	dictamen	fiscal.	(...)”.	(Pleno
Jurisdiccional	Penal	1997,	Ac.	Plen.	06/97)
DOCTRINA.—Relativización	 del	 principio	 del	 non	 bis	 in	 ídem.	 “En
efecto,	 si	 bien	 diferentes	 pactos	 y	 tratados	 internacionales	 reconocen	 la
garantía	mínima	fundamental	a	no	ser	juzgado	ni	sancionado	por	un	hecho
punible	respecto	del	cual	se	ha	sido	condenado	o	absuelto	de	conformidad
con	la	ley	–principio	cuya	efectividad	está	garantizada	(…)–,	lo	cierto	es	que
la	 exigencia	 cada	 vez	 más	 grande	 de	 una	 justicia	 ecuménica,	 orientada	 a
reprimir	comportamientos	que	afecten	bienes	de	gran	 interés	y	valía	para
toda	la	humanidad,	ha	llevado	a	los	estados	a	replantear	la	inmutabilidad	de
ciertos	axiomas,	entre	ellos	el	de	la	cosa	juzgada	y,	por	ende,	el	del	non	bis	in
ídem.
(…).
La	 razón	 es	 clara:	 así	 como	 en	 el	 ordenamiento	 interno	 militan	 razones
para	morigerar	el	rigor	del	non	bis	in	ídem	–la	protección	de	la	soberanía	y
la	 seguridad	 nacional–,	 es	 comprensible	 que	 a	 nivel	 internacional	 las
naciones	 del	 mundo,	 inspiradas	 en	 la	 necesidad	 de	 alcanzar	 objetivos	 de
interés	universal	como	la	paz	mundial,	la	seguridad	de	toda	la	humanidad	y
la	conservación	de	la	especie	humana,	cuenten	con	medidas	efectivas	cuya
aplicación	 demande	 la	 relativización	 de	 la	 mencionada	 garantía,	 lo	 que
constituye	un	motivo	plausible	a	la	luz	de	los	valores	fundamentales	que	se
pregonan	en	nuestra	Constitución	Política,	 asociados	 a	 la	 dignidad	del	 ser
humano”.	(C.	Const.	de	Colombia,	Sent.	C-454,	may.	30/2001,	M.P.	Clara	Inés
Vargas	Hernández)
COMENTARIO.—Excepciones.	Con	 la	excepción	de	naturaleza	de	 juicio	no
se	 ataca	 la	 naturaleza	 de	 la	 imputación	 penal,	 sólo	 se	 busca	 asignar	 a	 la
causa	la	vía	procesal	que	le	corresponde,	por	tanto	los	actos	realizados	con
anterioridad	a	la	regularización	de	la	vía	procesal	conservan	total	validez	en
cuanto	sean	compatibles.
La	amnistía,	que	es	atribución	exclusiva	del	Congreso	y	se	manifiesta	como
un	 impedimento	del	 castigo	 al	 autor,	 siempre	 es	 general	 e	 impersonal.	 La
amnistía	sólo	suprime	los	efectos	penales	(en	forma	temporal	y	retroactiva)
más	no	exonera	de	los	efectos,	ni	de	las	sanciones	civiles	o	administrativas
que	deriven	del	hecho	penal.
La	excepción	de	cosa	 juzgada	 requiere	 la	unidad	del	 imputado	y	 la	unidad
de	 hecho	punible.	 En	 la	 excepción	 de	 cosa	 juzgada	 el	 artículo	 79	 del	 C.	 P.
contempla	un	caso	especial	de	cosa	 juzgada.	El	 caso	es	que,	una	sentencia
civil	 que	 declare	 lícita	 la	 misma	 conducta	 o	 hecho	 que	 es	 materia	 de	 un
proceso	penal	tiene	los	mismos	efectos	de	la	excepción	de	cosa	juzgada.	Así,
si	en	un	proceso	de	obligación	de	dar	suma	de	dinero	el	juez	civil	establece
que	 el	 demandado	 (inculpado	 en	 la	 vía	 penal)	 debe	 proceder	 al	 pago	 del
monto	de	 lo	 adeudado,	 no	procederá	 la	 denuncia	 por	 estafa	 del	 acreedor,
toda	vez	que	el	hecho	(la	deuda)	ha	sido	declarado	lícito	en	la	vía	civil.
En	verdad,	la	excepción	de	naturaleza	de	acción	es	un	medio	de	defensa	que
incide	sobre	el	objeto	mismo	del	proceso,	en	ella	se	cuestiona	que	el	hecho
imputado	 sea	 penalmente	 relevante	 (constitutivo	 de	 delito	 o	 que	 sea
justiciable	penalmente).	Para	saber	si	el	hecho	denunciado	constituye	delito,
no	sólo	debe	atenderse	a	verificar	 si	 éste	está	o	no	 tipificado	como	delito,
sino	 que	 el	 análisis	 deberá	 extenderse	 a	 todo	 elemento	 que	 componga	 el
injusto	 penal	 (acción	 típica	 y	 antijurídica),	 debiéndose	 verificar,	 por
ejemplo,	si	falta	o	no	el	elemento	acción,	o	algún	elemento	del	tipo	objetivo
o	subjetivo,	o	si	concurre	una	causa	de	justificación.
En	caso	falte	algún	elemento	del	injusto	penal	deberá	negarse	la	ilicitud	de
la	 conducta	 o	 el	 carácter	 delictivo	 del	 hecho	 y	 con	 ello	 será	 del	 todo
procedente	 la	 excepción.	 La	 falta	 del	 elemento	 culpabilidad	 no	 podrá
justificar	 la	 interposición	 de	 la	 excepción	 pues	 en	 la	 culpabilidad	 no	 se
evalúa	la	delictuosidad	del	hecho	sino	la	imputación	personal.	Sin	embargo,
la	 jurisprudencia	 tiende	 a	 limitar	 la	 excepción	 sólo	 a	 los	 supuestos	 en	 los
que	el	hecho	no	está	tipificado	como	delito.
La	 presencia	 de	 condiciones	 objetivas	 de	 punibilidad	 y	 de	 excusas
absolutorias	 que	 sólo	 funcionan	 como	 restricciones	 de	 la	 pena	 (el	 hecho
sigue	siendo	delito)	hacen	que	el	hecho	no	sea	justiciable	penalmente.
C.	de	P.P.
ART.	 6°.—Delito	 cometido	 por	 peruano	 en	 el	 extranjero.	 El
peruano	que	fuera	del	territorio	de	la	República	haya	cometido	un
delito	 penado	 por	 la	 ley	 nacional	 y	 por	 la	 del	 país	 en	 que	 se
perpetró,	puede	ser	juzgado	a	su	regreso	al	Perú.
C.	de	P.P.
ART.	7°.—Delitos	cometidos	por	extranjero.	El	extranjero	que
fuera	del	territorio	del	Perú	sea	culpable,	como	autor	o	cómplice,
de	un	 delito	 contra	 la	 seguridad	del	 Estado	 o	 de	 falsificación	 de
moneda,	billetes	o	documentos	nacionales,	será	juzgado	conforme
a	 las	 leyes	 peruanas	 si	 es	 detenido	 en	 el	 Perú	 o	 si	 el	 gobierno
obtiene	su	extradición.
C.	de	P.P.
ART.	8°.—Improcedencia	de	la	acción	penal	por	juzgamiento
anterior.	No	procede	la	persecución	contra	el	peruano	que	haya
delinquido	fuera	del	país	o	el	extranjero	que	cometiera	un	delito
en	 el	 Perú,	 si	 uno	 u	 otro	 acredita	 que	 ha	 sido	 anteriormente
juzgado	 por	 el	 mismo	 hecho	 y	 absuelto,	 o	 que	 ha	 cumplido	 la
pena,	obtenido	su	remisión	o	que	ella	ha	prescrito.
JURISPRUDENCIA.—El	principio	del	nem	bis	in	ídem	como	contenido	del
derecho	al	debido	proceso.	“(...)	19.	El	principio	nem	bis	in	ídem	tiene	una
doble	configuración:	por	un	lado,	una	versión	sustantiva	y,	por	otro,	una
connotación	procesal:
a)	En	su	formulación	material,	el	enunciado	según	el	cual,	‘nadie	puede	ser
castigado	dos	veces	por	un	mismo	hecho’,	expresa	la	imposibilidad	de	que
recaigan	dos	sanciones	sobre	el	mismo	sujeto	por	una	misma	infracción,
puesto	que	tal	proceder	constituiría	un	exceso	del	poder	sancionador,
contrario	a	las	garantías	propias	del	estado	de	derecho.	Su	aplicación,	pues,
impide	que	una	persona	sea	sancionada	o	castigada	dos	(o	más	veces)	por	una
misma	infracción	cuando	exista	identidad	de	sujeto,	hecho	y	fundamento.
El	principio	del	nem	bis	in	ídem	material	tiene	conexión	con	los	principios	de
legalidad	y	proporcionalidad,	ya	que	si	la	exigencia	de	lex	praevia	y	lex	certa
que	impone	el	artículo	2°,	inciso	24,	ordinal	d),	de	la	Constitución	obedece,
entre	otros	motivos,	–como	lo	ha	expresado	este	tribunal	en	el	caso	encuestas
a	boca	de	urna,	Exp.	N°	0002-2001-AI/TC,	Fund.	Jur.	N°	6)–	a	la	necesidad	de
garantizar	a	las	ciudadanos	un	conocimiento	anticipado	del	contenido	de	la
reacción	punitiva	o	sancionadora	del	Estado	ante	la	eventual	comisión	de	un
hecho	antijurídico,	tal	cometido	garantista	devendría	inútil	si	ese	mismo
hecho,	y	por	igual	fundamento,	pudiese	ser	objeto	de	una	nueva	sanción,	lo
que	comportaría	una	punición	desproporcionada	de	la	conducta	antijurídica.
Por	ello,	el	elemento	consistente	en	la	igualdad	de	fundamento	es	la	clave	que
define	el	sentido	del	principio:	no	cabe	la	doble	sanción	del	mismo	sujeto	por
un	mismo	hecho	cuando	la	punición	se	fundamenta	en	un	mismo	contenido
injusto,	esto	es,	en	la	lesión	de	en	(sic)	un	mismo	bien	jurídico	o	un	mismo
interés	protegido.
b)	 En	 su	 vertiente	 procesal,	 tal	 principio	 significa	 que	 ‘nadie	 pueda	 ser
juzgado	 dos	 veces	 por	 los	mismos	 hechos’,	 es	 decir,	 que	 un	mismo	hecho	 no
pueda	 ser	 objeto	 de	 dos	 procesos	 distintos	 o,	 si	 se	 quiere,	 que	 se	 inicien	 dos
procesos	con	el	mismo	objeto.	Con	ello	se	impide,	por	un	lado,	la	dualidad	de
procedimientos	 (por	 ejemplo,	 uno	 de	 orden	 administrativo	 y	 otro	 de	 orden
penal)	y,	por	otro,	el	inicio	de	un	nuevo	proceso	en	cada	uno	de	esos	órdenes
jurídicos	 (dos	 procesos	 administrativos	 con	 el	 mismo	 objeto,	 por	 ejemplo).
(...)”.	(TC,	Exp.	N°	2050-2002-AA/TC,	abr.	16/2003.	Pres.	Alva	Orlandini)
DOCTRINA.—La	 aplicación	 del	 non	 bis	 in	 ídem	 impide	 quebrar	 la
previsibilidad	de	las	sanciones.	“(…)	la	aplicación	del	principio	del	non	bis
in	 ídem,	 sea	 este	 sustantivo	 o	 procesal,	 depende	 de	 la	 existencia	 de	 una
triple	 identidad:	 sujeto,	 hecho	 y	 fundamento	 (…)	 el	 citado	 principio
constitucional,	además	de	impedir	que	un	mismo	sujeto	sea	sancionado	en
más	 de	 una	 ocasión	 con	 el	 mismo	 fundamento	 y	 por	 los	mismos	 hechos,
evita	también	una	reacción	punitiva	desproporcionada	que	haría	quebrar	la
garantía	del	ciudadano	de	previsibilidad	de	las	sanciones,	pues	la	suma	de	la
pluralidad	 de	 estas	 crearía	 una	 reacción	 punitiva	 ajena	 al	 juicio	 de
proporcionalidad	realizado	por	el	 legislador	y	materializaría	 la	 imposición
de	 una	 sanción	 no	 prevista	 legalmente.”	 (STCE,	 Pleno	 77/2010,	 nov.
26/2010.	Pres.	María	Emilia	Casas	Baamonde)
LIBRO	PRIMERO
DE	LA	JUSTICIA	Y	DE	LAS	PARTES
TÍTULO	I
Competencia
C.	de	P.P.
ART.	 9°.—Competencia	 del	 fuero	 común.	 Corresponde	 a	 la
justicia	 penal	 ordinaria	 la	 instrucción	 y	 el	 juzgamiento	 de	 los
delitos	y	faltas	comunes.
PRINCIPIOS	DE	LA	FUNCIÓN	JURISDICCIONAL
Const.
ART.	139.—Son	principios	y	derechos	de	la	función	jurisdiccional:
1.	La	unidad	y	exclusividad	de	la	función	jurisdiccional.
No	 existe	 ni	 puede	 establecerse	 jurisdicción	 alguna	 independiente,	 con
excepción	de	la	militar	y	la	arbitral.
No	hay	proceso	judicial	por	comisión	o	delegación.
2.	La	independencia	en	el	ejercicio	de	la	función	jurisdiccional.
Ninguna	 autoridad	 puede	 avocarse	 a	 causas	 pendientes	 ante	 el	 órgano
jurisdiccional	ni	 interferir	en	el	ejercicio	de	sus	funciones.	Tampoco	puede
dejar	sin	efecto	resoluciones	que	han	pasado	en	autoridad	de	cosa	juzgada,
ni	cortar	procedimientos	en	trámite,	ni	modificar	sentencias	ni	retardar	su
ejecución.	Estas	disposiciones	no	afectan	el	derecho	de	gracia	ni	la	facultad
de	 investigación	 del	 Congreso,	 cuyo	 ejercicio	 no	 debe,	 sin	 embargo,
interferir	 en	 el	 procedimiento	 jurisdiccional	 ni	 surte	 efecto	 jurisdiccional
alguno.
3.	La	observancia	del	debido	proceso	y	la	tutela	jurisdiccional.
Ninguna	persona	puede	ser	desviada	de	la	jurisdicción	predeterminada	por
la	ley,	ni	sometida	a	procedimiento	distinto	de	los	previamente	establecidos,
ni	 juzgada	 por	 órganos	 jurisdiccionales	 de	 excepción	 ni	 por	 comisiones
especiales	creadas	al	efecto,	cualquiera	sea	su	denominación.
(...).
Const.
ART.	149.—Las	autoridades	de	las	comunidades	campesinas	y	nativas,	con
el	 apoyo	 de	 las	 rondas	 campesinas,	 pueden	 ejercer	 las	 funciones
jurisdiccionales	 dentro	 de	 su	 ámbito	 territorial	 de	 conformidad	 con	 el
derecho	 consuetudinario,	 siempre	 que	 no	 violen	 los	 derechos
fundamentales	de	la	persona.	La	ley	establece	las	formas	de	coordinación	de
dicha	 jurisdicción	 especial	 con	 los	 juzgados	 de	 paz	 y	 con	 las	 demás
instancias	del	Poder	Judicial.
INVESTIGACIONES	PRELIMINARES	PREVISTAS	PARA	FUNCIONARIOS
COMPRENDIDOS	EN	EL	ART.	99	DE	LA	CONSTITUCIÓN
Ley	27399.
ART.	1°.—Titular	de	 la	 investigación	preliminar.	El	 Fiscal	de	 la	Nación
puede	realizar	 investigaciones	preliminares	al	procedimiento	de	acusación
constitucional	por	 la	presunta	 comisión	de	delitos	de	 función	atribuidos	a
funcionarios	del	estado	comprendidos	en	el	artículo	99	de	la	Constitución.
El	 plazo	 de	 la	 investigación	 preliminar	 no	 excederá	 de	 sesenta	 (60)	 días
naturales.	 En	 caso	 de	 encontrar	 evidencias	 o	 indicios	 razonables	 de	 la
comisión	de	los	delitos	a	que	se	refiere	el	párrafo	precedente,	el	Fiscal	de	la
Nación	 formula	 la	 denuncia	 constitucional	 correspondiente,	 adjuntando
copia	autenticada	de	los	actuados	en	dicha	investigación.
Ley	27399.
ART.	2°.—Medidas	limitativas	de	derechos.	Los	 funcionarios	del	Estado
comprendidos	en	el	artículo	99	de	la	Constitución	pueden	ser	objeto	de	las
medidas	 limitativas	 de	 derechos	 previstas	 en	 la	 Ley	 N°	 27379.	 Esta
disposición	 no	 es	 aplicable	 a	 los	 funcionarios	 mencionados	 en	 el	 primer
párrafo	del	artículo	93	de	la	Constitución.
Están	excluidas	de	 las	medidas	 limitativas	de	derechos	 las	previstas	en	el
artículo	 143	 del	 Código	 Procesal	 Penal,	 así	 como	 las	 establecidas	 en	 el
artículo	2°	de	la	Ley	N°	27379	en	su	inciso	1)	y	el	impedimento	de	salir	de	la
localidad	en	donde	domicilie	o	del	lugar	que	se	le	fije	previsto	en	su	inciso
2).
El	 Fiscal	 de	 la	 Nación	 solicita	 la	 aplicación	 de	 las	medidas	 limitativas	 de
derechos	 al	 vocal	 titular	 menos	 antiguo	 de	 la	 Sala	 Penal	 de	 la	 Corte
Suprema,	 el	 cual	 puede	 concederlas	 mediante	 resolución	 motivada.
Asimismo,	 puede	pedir	 el	 levantamiento	del	 secreto	 bancario	 y	 la	 reserva
tributaria	sin	requerir	autorización	judicial.
Las	subcomisiones	investigadoras	designadas	por	la	Comisión	Permanente,
ésta	última	o	el	pleno	del	Congreso,	según	corresponda,	pueden	requerir	al
vocal	titular	menos	antiguo	de	la	Sala	Penal	de	la	Corte	Suprema	la	cesación,
modificación	 o	 imposición	 de	 las	 medidas	 limitativas	 indicadas	 en	 el
presente	 artículo,	 desde	 el	 inicio	 del	 procedimiento	 de	 acusación
constitucional	y	hasta	que	se	comunique	al	Fiscal	de	la	Nación	la	resolución
del	Congreso	que	pone	fin	al	procedimiento	de	acusación	constitucional.	En
caso	de	resolución	acusatoria	de	contenido	penal	aprobada	por	el	Congreso,
la	vigencia	de	dichas	medidas	se	mantiene	hasta	treinta	(30)	días	naturales
después	de	publicada	la	resolución	acusatoria.
JURISPRUDENCIA.—El	delito	de	función	no	protege	un	interés	militar	o
policial	del	Estado	como	tal.	“(…).	Se	trata	de	un	delito	por	el	que	se
incumple	un	deber	y	solo	puede	ser	cometido	por	quien	ostenta	una	posición
determinada,	derivada	del	ámbito	estrictamente	militar	o	policial.
Cuando	la	infracción	o	delito	es	cometido	por	cualquier	ciudadano	ajeno	a	las
Fuerzas	Armadas	o	la	Policía	Nacional,	no	se	trata	de	un	delito	de	función	ya
que	 el	 deber	 sólo	 es	 propio	 de	 quien	 pertenece	 a	 cualquiera	 de	 estas
instituciones.	 (…)	 en	 el	 delito	 de	 función	 se	 presenta	 una	 doble	 condición
subjetiva	y	objetiva;	esto	es,	se	trata	de	un	sujeto	activo,	militar	o	policial,	que
comete	 un	 delito	 de	 función	 militar	 o	 policial	 (es	 decir,	 hechos	 que	 real	 y
estrictamente	 dañan	 a	 la	 organización	 castrense	 o	 policial),	 no	 resultando
posible	 extender	 la	 competencia	 a	 casos	 con	 sujetos	 civiles	 o	 con	 delitos
comunes.	(…)	Se	trata	de	hechos	en	los	que	se	quebranta	un	deber	inherente	a
la	profesión	militar	o	policial	que	 importa	 lesiones	o	 la	puesta	en	peligro	de
bienes	 jurídicos	 estrictamente	 castrenses	 en	 la	 medida	 en	 que	 ello	 pueda
afectar	la	defensa	nacional	u	otras	funciones	asignadas	por	la	Constitución	a
las	Fuerzas	Armadas.	 (…)”.	 (TC,	Exp.	N°	00173-2006-PHC/TC,	ago.	 04/2007.
Pres.	Gonzáles	Ojeda)
JURISPRUDENCIA.—Tribunal	 Constitucional	 determina	 alcance	 del
delito	de	función.	“Entre	las	características	básicas	de	los	delitos	de	función
se	encuentran	las	siguientes:
A)	 En	 primer	 lugar,	 se	 trata	 de	 afectaciones	 sobre	 bienes	 jurídicos	 de	 las
Fuerzas	Armadas	o	de	la	Policía	Nacional	tutelados	por	el	ordenamiento	legal,
y	que	se	relacionan	con	el	cumplimiento	de	los	fines	constitucionales	y	legales
que	 se	 les	 encargan.	 Se	 trata	 de	 una	 infracción	 a	 un	 bien	 jurídico	 propio,
particular	 y	 relevante	 para	 la	 existencia,	 organización,	 operatividad	 y
cumplimiento	de	los	fines	de	las	instituciones	castrenses.	(...).
B)	 En	 segundo	 lugar,	 el	 sujeto	 activo	 del	 ilícito	 penal-militar	 debe	 ser	 un
militar	 o	 efectivo	 policial	 en	 situación	 de	 actividad,	 o	 el	 ilícito	 debe	 ser
cometido	 por	 ese	 efectivo	 cuando	 se	 encontraba	 en	 situación	 de	 actividad.
Evidentemente,	están	excluidos	del	ámbito	de	 la	 jurisdicción	militar	aquellos
que	se	encuentran	en	situación	de	retiro,	si	es	que	el	propósito	es	someterlos	a
un	proceso	penal-militar	por	hechos	acaecidos	con	posterioridad	a	tal	hecho.
C)	En	tercer	lugar	que,	cometido	el	ilícito	penal	que	afecta	un	bien	jurídico
protegido	por	las	instituciones	castrenses	o	policiales,	éste	lo	haya	sido	en	acto
del	servicio;	es	decir,	con	ocasión	de	él.	(...).”	(TC,	Exp.	N°	0017-2003-AI/TC,
ago.	24/2004.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Jurisdicción	civil	frente	a	la	jurisdicción	militar.	“(...)
el	artículo	ciento	setentitrés	de	la	Constitución,	al	delimitar	materialmente	el
ámbito	 competencial	 de	 la	 jurisdicción	 militar,	 hace	 referencia	 al	 delito	 de
función	 como	 dato	 constitucionalmente	 relevante;	 que	 la	 aludida	 sentencia
del	 Tribunal	 Constitucional,	 interpretando	 esa	 noción	 y	 definiendo	 sus
alcances,	realza	las	tres	notas	características	de	la	institución	en	lo	atinente	a
los	elementos	objetivos	del	tipo	penal	militar:	a)	que	se	trate	de	conductas	que
afectan	bienes	 jurídicos	de	 las	Fuerzas	Armadas	o	de	 la	Policía	Nacional	–se
trata	de	su	‘objeto	material’–;	b)	que	el	sujeto	activo	sea	un	militar	que	realice
la	 conducta	 cuando	 se	 encontraba	 en	 situación	 de	 actividad	 –es	 lo	 que	 se
denomina	 ‘círculo	 de	 autores’–;	 y,	 c)	 que,	 como	 ‘circunstancias	 externas	 del
hecho’,	 que	 definen	 la	 situación	 en	 la	 que	 la	 acción	 típica	 debe	 tener	 lugar,
ésta	se	perpetre	en	acto	del	servicio,	es	decir,	con	ocasión	de	él.	(...)”	(CS,	Exp.	N
°	18-2004,	nov.	23/2004.	Pres.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—Declaraciones	públicas	de	 congresistas	no	atentan
contra	la	independencia	de	la	función	jurisdiccional.	“(...)	los	congresistas
emplazados	brindaron	sus	declaraciones	en	diarios	de	circulación	nacional	–
ofrecidos	 como	medio	 de	 prueba–,	 comentando	 la	 aplicación	 de	 dispositivos
legales	que	regulan	los	beneficios	penitenciarios,	en	ejercicio	de	sus	derechos	a
la	libertad	de	opinión	y	pensamiento	que	consagra	la	norma	fundamental	en
su	 artículo	 2°,	 inciso	 4,	 declaraciones	 que,	 en	 sí	 mismas,	 no	 constituyen
injerencia	 en	 la	 función	 jurisdiccional,	 ni	 tampoco	 –per	 se–	 una	 forma	 de
presión	 a	 la	 evaluación	 técnica	 realizada	 por	 el	 Instituto	 Nacional
Penitenciario	(…).”.	(TC,	Exp.	N°	40-2004-HC/TC,	oct.	15/2004.	Pres.	Bardelli
Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Traslado	de	competencia.	“(...)	b)	El	traslado	de
competencias	de	la	justicia	común	a	la	justicia	militar	y	consiguiente
procedimiento	de	civiles	por	el	delito	de	traición	a	la	patria	en	este	fuero,
supone	excluir	al	(...)	juez	natural	para	el	conocimiento	de	estas	causas;	c)	La
jurisdicción	militar	no	es	la	naturalmente	aplicable	a	civiles	que	‘carecen’	de
funciones	militares	y	que	por	ello	no	pueden	incurrir	en	conductas	contrarias
a	deberes	funcionales	de	este	carácter;	d)	Cuando	la	justicia	militar	asume
competencia	sobre	un	asunto	que	debe	conocer	la	justicia	ordinaria,	se	ve
afectado	el	derecho	al	juez	natural	y,	(...)	i)	que	el	proceso	penal	es	uno	sólo	a
través	de	sus	diversas	etapas	tanto	la	correspondiente	a	la	primera	instancia
como	las	relativas	a	instancias	ulteriores.	(…)”.	(CS,	R.N.	N°	20-2002,	ago.
15/2002.	Sala	Penal	Permanente	de	la	Corte	Suprema	de	Justicia	Competencia
N°	20-2002)
JURISPRUDENCIA.—No	cumplir	con	la	custodia	del	material	militar
califica	como	delito	de	función.	“(...)	al	demandante	no	se	le	imputa	la
comisión	del	delito	de	hurto	que	alega	en	la	demanda;	por	el	contrario,	se	le
atribuye	la	comisión	de	un	delito	de	función,	consistente	en	el	incumplimiento
de	una	responsabilidad	funcional	relativa	al	deber	de	custodia	de	material
militar.	La	pérdida	de	material	militar,	dada	su	naturaleza,	compromete	las
funciones	constitucionalmente	asignadas	a	las	Fuerzas	Armadas	(...)”.	(TC,
Exp.	N°	2073-2005-PHC/TC,	dic.	01/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Incumplimiento	de	pago	de	una	deuda	no	configura
delito	de	función.	“(...)	la	conducta	que	se	le	imputa	al	accionante	es	la	de	‘(...)
no	haber	cumplido	con	cancelar	su	obligación	de	pago	contraída	(...)’.	Si	bien
el	artículo	727,	inciso	f)	del	Código	de	Justicia	Militar	establece	que	constituye
falta	contra	el	espíritu	militar,	entre	otras,	‘(...)	dar	motivo	fundado	para	que
se	le	demande	por	deudas’,	tal	conducta	no	puede	ser	materia	de	conocimiento
por	la	justicia	militar	de	acuerdo	a	las	competencias	estatuidas
constitucionalmente	(artículo	173	de	la	Constitución),	toda	vez	que	no
constituye	delito	de	función.	Y	es	que	el	incumplimiento	de	pago	de	una	deuda
no	configura	la	infracción	a	un	deber	de	naturaleza	militar	relativo	al
cumplimiento	de	las	misiones	constitucionalmente	encomendadas	a	las
Fuerzas	Armadas	de	garantizar	la	independencia,	soberanía	e	integridad
territorial	de	la	República,	de	conformidad	con	el	artículo	165	de	la
Constitución,	sino	simplemente	la	infracción	a	un	deber	de	carácter	privado.
En	el	mismo	sentido	se	ha	pronunciado	este	Tribunal	[Cfr.	Exp.	N°	1238-2004-
AA/TC,	Carlos	Ever	Gamarra	Tapia	Musso]	señalando	que	el	incumplimiento
de	deudas	de	carácter	pecuniario	por	parte	del	personal	militar	o	policial	no
es	una	conducta	que	comprometa	en	forma	alguna	la	indemnidad	de	un	bien
jurídico	militar.	Por	lo	tanto,	habiendo	quedado	establecido	que	la	conducta
imputada	al	demandante	no	afecta	bienes	jurídicos	castrenses	no	puede
constituir	delito	de	función,	de	modo	que	no	puede	ser	materia	de
conocimiento	de	la	justicia	militar	conforme	a	la	regla	de	competencia
establecida	en	el	artículo	173	de	la	Constitución.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	07883-
2005-PHC/TC,	abr.	25/2007.	Pres.	Gonzáles	Ojeda)
COMENTARIO.—Restricciones	 a	 la	 jurisdicción	 penal.	 La	 jurisdicción
penal,	que	tiene	a	su	cargo	el	conocimiento	y	ejecución	de	los	procesos	por
delitos	y	 faltas	cometidos	en	el	 territorio	nacional,	encuentra	restricciones
de	 carácter	 objetivo,	 subjetivo	 y	 territorial.	 En	 el	 límite	 objetivo	 se
encuentran:	 la	 jurisdicción	 tutelar,	 que	 se	 encarga	 de	 los	 delitos	 y	 faltas
cometidas	por	niños	o	adolescentes;	la	jurisdicción	militar,	encargada	de	los
delitos	cometidos	por	los	miembros	de	las	Fuerzas	Armadas	y	de	la	Policía
Nacional	 en	 cuanto	 la	 conducta	 esté	 descrita	 como	 delito	 en	 el	 Código	 de
Justicia	 Militar;	 y,	 la	 jurisdicción	 tradicional	 que	 se	 encarga	 de	 aplicar	 el
derecho	 penal	 consuetudinario	 a	 las	 conductas	 de	 los	 integrantes	 de	 una
comunidad	 campesina	 y	 nativa	 en	 su	 territorio.	 En	 el	 límite	 subjetivo	 se
encuentran:	 las	excepciones	dadas	por	las	 leyes	y	tratados,	por	ejemplo,	el
juicio	 contra	 congresistas,	 el	 Defensor	 del	 Pueblo	 y	 los	 magistrados	 del
Tribunal	 Constitucional,	 supuestos	 de	 inmunidad	 diplomática.	 Los	 límites
territoriales	 vienen	 dados	 por	 los	 artículos	 2°	 y	 3°	 del	 Código	 Penal	 que
permite	 aplicar	 la	 ley	 penal	 en	 el	 extranjero	 siempre	 y	 cuando	 se	 cumpla
con	los	requisitos	que	se	establecen	en	los	referidos	artículos.
C.	de	P.P.
ART.	 10.—Jurisdicciones	 especiales.	 La	 instrucción	 y	 el
juzgamiento	 de	 los	 delitos	 cometidos	 por	 funcionarios	 en	 el
ejercicio	de	su	cargo;	por	menores	de	dieciocho	años;	o	de	los	que
por	 su	 naturaleza	 o	 por	 la	 condición	 personal	 del	 agente	 sean
objeto	de	leyes	especiales,	caerán	bajo	la	jurisdicción	privativa	de
la	Corte	Suprema	de	la	República,	de	los	tribunales	correccionales,
de	la	especial	de	menores,	o	de	los	tribunales	de	guerra,	militares,
navales	o	de	policía,	según	los	casos.
DELITOS	DE	LA	FUNCIÓN	MILITAR
Const.
ART.	 173.—En	 caso	 de	 delito	 de	 función,	 los	 miembros	 de	 las	 Fuerzas
Armadas	 y	de	 la	Policía	Nacional	 están	 sometidos	 al	 fuero	 respectivo	 y	 al
Código	de	Justicia	Militar.	Las	disposiciones	de	éste	no	son	aplicables	a	los
civiles,	salvo	en	el	caso	de	los	delitos	de	traición	a	la	patria	y	de	terrorismo
que	 la	 ley	 determina.	 La	 casación	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 141	 sólo	 es
aplicable	cuando	se	imponga	la	pena	de	muerte.
Quienes	 infringen	 las	 normas	 del	 Servicio	 Militar	 Obligatorio	 están
asimismo	sometidos	al	Código	de	Justicia	Militar.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	1º.—La	potestad	de	administrar	justicia	emana	del	pueblo	y	se	ejerce
por	el	Poder	 Judicial	a	 través	de	sus	órganos	 jerárquicos	con	sujeción	a	 la
Constitución	y	a	las	leyes.
No	existe	ni	puede	instituirse	jurisdicción	alguna	independiente	del	Poder
Judicial,	con	excepción	de	la	arbitral	y	la	militar.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 16.—Los	 magistrados	 son	 independientes	 en	 su	 actuación
jurisdiccional	dentro	de	su	competencia.	Ninguna	autoridad,	ni	siquiera	los
magistrados	de	instancia	superior,	pueden	interferir	en	su	actuación.	Están
obligados	 a	 preservar	 esta	 garantía,	 bajo	 responsabilidad,	 pudiendo
dirigirse	al	Ministerio	Público,	 con	conocimiento	del	Consejo	Ejecutivo	del
Poder	 Judicial,	 sin	 perjuicio	 de	 ejercer	 directamente	 los	 derechos	 que	 les
faculta	la	ley.
JURISPRUDENCIA.—Principio	del	 juez	natural.	 “(...)	 1.	 De	 acuerdo	 con	 el
inciso	3)	del	artículo	139	de	la	Constitución	Política	del	Estado,	toda	persona
tiene	derecho	al	juez	natural,	por	lo	cual	‘ninguna	persona	puede	ser	desviada
de	 la	 jurisdicción	 predeterminada	 por	 la	 ley,	 ni	 sometida	 a	 procedimiento
distinto	de	los	previamente	establecidos’.	(...).
En	ese	sentido,	el	Tribunal	Constitucional	advierte	que	cuando	se	sentenció	al
recurrente	a	cadena	perpetua	por	el	delito	de	terrorismo,	el	seis	de	julio	de	mil
novecientos	 noventa	 y	 tres,	 se	 encontraba	 vigente	 la	 Constitución	 de	 1979,
cuyo	artículo	282	señalaba	que	‘Los	miembros	de	las	Fuerzas	Armadas	y	de	la
Policía	Nacional	 en	 los	 casos	de	delitos	de	 función,	 están	 sometidos	al	 fuero
respectivo	y	al	Código	de	Justicia	Militar,	cuyas	disposiciones	no	son	aplicables
a	los	civiles,	salvo	lo	dispuesto	en	el	artículo	235’.
De	 esta	 forma,	 encontrándose	 el	 ámbito	 de	 la	 competencia	 de	 la	 justicia
militar	reservado	sólo	para	el	 juzgamiento	de	militares	en	caso	de	delitos	de
función	y,	excepcionalmente,	para	los	civiles,	siempre	que	se	tratase	del	delito
de	 traición	 a	 la	 patria,	 cometido	 en	 caso	 de	 guerra	 exterior,	 no	 podía
juzgársele	al	recurrente	en	dicho	fuero	militar;	por	lo	que	se	ha	acreditado	la
vulneración	del	 derecho	al	 juez	natural.	 (...)”.	 (TC,	Exp.	N°	217-2002-HC/TC,
abr.	17/2002.	Pres.	Aguirre	Roca)
JURISPRUDENCIA.—Ninguna	 persona	 puede	 ser	 desviada	 de	 la
jurisdicción	 predeterminada	 por	 la	 ley	 ni	 sometida	 a	 procedimiento
distinto	de	 los	previamente	establecidos.	 “(...)	 El	 Tribunal	 Constitucional,
considerando	que	de	conformidad	con	el	artículo	ciento	treinta	y	nueve,	inciso
tercero	 de	 la	 Constitución	 Política	 del	 Perú,	 ninguna	 persona	 puede	 ser
desviada	 de	 la	 jurisdicción	 predeterminada	 por	 la	 ley	 ni	 sometida	 a
procedimiento	 distinto	 de	 los	 previamente	 establecidos	 y	 de	 acuerdo	 a	 lo
ordenado	en	el	 inciso	quinto	de	la	mencionada	Constitución,	 las	resoluciones
judiciales,	en	 todas	 las	 instancias,	deben	mencionar	expresamente	no	sólo	 la
ley	aplicable	si	no	los	fundamentos	en	que	se	sustentan.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	312-
96-HC/TC,	ago.	06/1996.	Pres.	Nugent)
JURISPRUDENCIA.—Derecho	al	juez	natural.	“(...)	Este	derecho	implica	que
quien	 juzgue	 sea	un	 juez	 o	 un	 órgano	que	 tenga	 potestad	 jurisdiccional.	 De
esta	manera	se	está	garantizando	la	interdicción	de	ser	enjuiciado	por	un	juez
excepcional,	 o	 por	 una	 comisión	 especial	 creada	 ex	 profesamente	 para
desarrollar	 funciones	 jurisdiccionales,	 o	 que	 dicho	 juzgamiento	 pueda
realizarse	por	comisión	o	delegación.	Con	ello,	se	impide	que	cualquiera	de	los
poderes	 públicos	 pueda	 avocarse	 el	 conocimiento	 de	 asuntos	 que	 deban	 ser
ventilados	 ante	 el	 Poder	 Judicial	 o	 ante	 cualquiera	 de	 los	 órganos
jurisdiccionales	 especializados	 que	 la	 Constitución	 ha	 establecido	 (…)”.	 (TC,
Exp.	N°	981-2004-PHC/TC,	jun.	27/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
COMENTARIO.—Sentencia	 del	 Tribunal	 Constitucional.	 Mediante
sentencia	 en	 el	 caso	 Marcelino	 Tineo	 Cabrera,	 Expediente	 N°	 014-2002	 -
AI/TC	 (fundamentos	 104-107-108),	 el	 Tribunal	 Constitucional	 ha
establecido	que	 lo	dispuesto	por	el	artículo	173	de	 la	Constitución	Política
del	 Perú	 debe	 entenderse	 siempre	 –superando	 una	 interpretación	 literal–
en	 la	 siguiente	 forma:	 “dicho	 precepto,	 en	 realidad,	 no	 autoriza	 a	 que	 los
civiles	sean	juzgados	por	los	tribunales	militares,	sino	sólo	a	que,	mediante
ley,	 se	 disponga	 a	 que	 ciertas	 disposiciones	 del	 Código	 de	 Justicia	Militar
puedan	 ser	 utilizadas	 en	 el	 procesamiento	 de	 civiles	 acusados	 de	 la
comisión	de	los	delitos	de	terrorismo	y	traición	a	la	patria	en	el	ámbito	de	la
jurisdicción	ordinaria”	 (…)	“las	disposiciones	del	Código	de	 Justicia	Militar
que	 puedan	 ser	 recogidas	 por	 la	 ley,	 a	 efectos	 de	 ser	 utilizadas	 en	 el
procesamiento	de	civiles	acusados	de	la	comisión	de	delitos	de	terrorismo	y
traición	 a	 la	 patria,	 en	 ningún	 caso	 podrán	 entenderse	 como	 referidas	 al
“órgano”,	sino	sólo	a	las	reglas	del	procedimiento	para	ser	utilizadas	por	la
justicia	 ordinaria,	 y	 siempre	 que	 éstas,	 a	 su	 vez	 sean	 acordadas	 con	 las
garantías	mínimas	del	debido	proceso	previstas	en	la	constitución.	(…)”.	Con
la	sentencia	del	Tribunal	Constitucional	la	competencia	del	fuero	militar	es,
primero,	 sobre	 los	 delitos	 de	 función	 cometidos	 por	 los	miembros	 de	 las
Fuerzas	 Armadas	 y	 de	 la	 Policía	 Nacional	 y	 siempre	 que	 se	 encuentre
tipificado	el	hecho	como	delito	en	el	Código	de	 Justicia	Militar,	 y	 segundo,
con	ocasión	del	servicio	militar	obligatorio.	Por	delito	de	 función	militar	o
policial	 debe	 entenderse	 al	 hecho	 punible	 que	 reúne	 las	 siguientes	 notas
concurrentes:	 a)	 Es	 cometido	 por	 un	miembro	 de	 las	 Fuerzas	 Armadas	 o
policiales,	vinculado	con	la	función	militar	o	policial,	b)	El	sujeto	pasivo	es
las	Fuerzas	Armadas	o	la	Policía	Nacional,	c)	El	hecho	daña	bienes	jurídicos
de	la	institución	armada	(labores	castrenses	y	funciones	policiales),	y	c)	La
conducta	 se	 encuentra	 tipificada	 en	 el	 Código	 de	 Justicia	 Militar.	 Los
conflictos	 entre	 la	 jurisdicción	 ordinaria	 y	 la	 jurisdicción	 militar	 son
resueltos	 en	 todos	 los	 casos	por	 la	 Corte	 Suprema	de	 Justicia	 (Art.	 28	del
C.P.P.),	 estos	 son	 de	 naturaleza	 incidental	 y	 por	 tanto	 no	 se	 paralizan	 los
procesos	 iniciados	 en	 ambas	 jurisdicciones.	 La	 Corte	 Suprema	 conoce	 del
recurso	 de	 casación,	 contra	 las	 sentencias	 del	 fuero	 militar,	 siempre	 y
cuando	se	imponga	la	pena	de	muerte.
C.	de	P.P.
ART.	11.—Grados	de	la	justicia	penal	ordinaria.	Administran
la	justicia	penal	ordinaria:
1.	La	Corte	Suprema	de	la	República;
2.	Los	tribunales	correccionales;
3.	Los	jueces	instructores;	y
4.	Los	jueces	de	paz.
ORGANIZACIÓN	DEL	PODER	JUDICIAL
Const.
ART.	 143.—El	 Poder	 Judicial	 está	 integrado	 por	 órganos	 jurisdiccionales
que	administran	justicia	en	nombre	de	la	Nación,	y	por	órganos	que	ejercen
su	 gobierno	 y	 administración.	 Los	 órganos	 jurisdiccionales	 son:	 la	 Corte
Suprema	 de	 Justicia	 y	 las	 demás	 cortes	 y	 juzgados	 que	 determine	 su	 ley
orgánica.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	26.—Son	órganos	jurisdiccionales	del	Poder	Judicial:
1.	La	Corte	Suprema	de	Justicia	de	la	República;
2.	Las	cortes	superiores	de	justicia,	en	los	respectivos	distritos	judiciales;
3.	Los	juzgados	especializados	y	mixtos,	en	las	provincias	respectivas;
4.	Los	juzgados	de	paz	letrados,	en	la	ciudad	o	población	de	su	sede;	y,
5.	Los	juzgados	de	paz.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 79.—Modificado.	 Ley	 29755,	 Artículo	 Único.	 Órgano	 supremo:
competencia,	 presidencia,	 integrantes	 y	 sesiones.	 La	 sala	 plena	 de	 la
Corte	Suprema	es	el	órgano	supremo	de	deliberación	del	Poder	Judicial	que,
debidamente	 convocada,	 decide	 sobre	 la	 marcha	 institucional	 de	 dicho
poder	y	sobre	otros	asuntos	que	no	sean	de	competencia	exclusiva	de	otros
órganos,	 de	 acuerdo	 con	 lo	 establecido	 en	 la	 presente	 ley.	 La	 preside	 el
Presidente	de	la	Corte	Suprema	y	se	integra	por	todos	los	jueces	supremos
titulares.	El	jefe	de	la	Oficina	de	Control	de	la	Magistratura	no	interviene	en
los	 casos	 que	 haya	 conocido	 con	 anterioridad	 en	 el	 ejercicio	 de	 sus
funciones.
Se	reúne	en	sesiones	ordinarias	y	extraordinarias.	Las	sesiones	ordinarias
se	 realizan,	 cuando	menos,	 dos	 veces	 al	 año,	 siendo	 una	 de	 ellas	 para	 la
apertura	 del	 año	 judicial.	 Las	 sesiones	 extraordinarias	 se	 realizan	 cuando
las	convoque	el	presidente	de	la	Corte	Suprema	o	cuando	lo	solicite,	por	lo
menos,	un	tercio	de	los	miembros	o	cuando	lo	acuerde	el	Consejo	Ejecutivo
o	cuando	lo	señale	la	ley.
El	quórum	es	de	la	mitad	más	uno	del	número	total	de	jueces	supremos	de
la	 Corte	 Suprema.	 Los	 acuerdos	 se	 adoptan	 por	 mayoría	 simple.	 Las
inasistencias	injustificadas	se	sancionan	con	multa	equivalente	a	un	día	de
haber,	debiendo	publicarse	la	relación	de	los	concurrentes	e	inasistentes	en
el	Diario	Oficial	El	Peruano.
C.	de	P.P.
ART.	12.—Modificado.	Ley	24965,	Art.	1°.	Competencia	de	los
jueces	de	paz.	Los	jueces	de	paz,	instruirán	los	procesos	por
faltas	contra	el	cuerpo	y	la	salud	que	requieran	asistencia
facultativa	o	produzcan	impedimento	de	trabajo	hasta	por	diez
(10)	días	siempre	que	no	concurran	circunstancias	que	den
gravedad	al	hecho.
Es	 también	 competencia	 de	 los	 jueces	 de	 paz,	 instruir	 los
procesos	por	infracciones	leves	contra	el	patrimonio,	consistentes
en	 sustracción	 de	 dinero,	 especies	 o	 muebles,	 verificada	 por
medio	 de	 destreza	 o	 en	 condiciones	 extrañas	 a	 toda	 grave
violencia	 y	 cuyo	 valor	 estimado	 prudencialmente	 no	 exceda	 de
dos	sueldos	mínimos	vitales	vigentes	para	 los	 trabajadores	de	 la
industria	y	el	comercio	de	la	provincia	de	Lima,	en	la	fecha	en	la
que	se	cometió	 la	 infracción.	En	todos	 los	casos	tendrán	facultad
de	fallo.
C.	de	P.P.
ART.	13.—Competencia	en	casos	especiales.	Los	jueces
instructores	y	los	jueces	ad-hoc	que	se	designen	para	casos
especiales,	instruirán	los	procesos	por	delitos	comunes,
considerándose	entre	éstos	los	contemplados	en	los	incisos	5	y	6
del	artículo	387	del	Código	Penal.	Corresponde	a	los	primeros
fallar	en	las	instrucciones	por	faltas.
Corresponde	igualmente	a	dichos	jueces	instruir	los	procesos	por
delitos	de	imprenta	u	otros	medios	de	publicidad	conforme	a	este
código.
NOTA:	La	referencia	al	Código	Penal	debe	entenderse	al	artículo	448	del	Código	Penal	actual.
C.	de	P.P.
ART.	14.—Modificado.	D.	L.	21895,	Art.	1°.	Competencia	de
los	tribunales	correccionales.	Los	tribunales	correccionales
juzgarán	los	delitos	y	resolverán	los	artículos	e	incidentes	que	se
promuevan	en	el	curso	de	la	instrucción	que	sean	de	su
competencia,	y	conocerán	en	apelación	de	las	resoluciones
dictadas	por	los	jueces	instructores.
Corresponde	asimismo	a	dichos	tribunales	conocer	de	los	delitos
a	que	se	refiere	el	inciso	octavo	del	artículo	141	de	la	Ley	Orgánica
del	 Poder	 Judicial,	 para	 cuyo	 efecto	 designarán	 de	 su	 seno	 un
vocal	instructor	y	completarán	su	número	con	arreglo	a	ley.
NOTA:	La	referencia	debe	entenderse	al	actual	Art.	41	del	TUO	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial.
D.	S.	017-93-JUS	publicado	el	06	de	junio	de	1993,	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”.
C.	de	P.P.
ART.	 15.—Competencia	 de	 la	 Corte	 Suprema.	 La	 Corte
Suprema	 de	 Justicia	 conocerá	 de	 las	 resoluciones	 expedidas	 por
los	 tribunales	correccionales,	 contra	 las	que	este	código	concede
el	 recurso	 de	 nulidad.	 Resolverá,	 igualmente,	 las	 quejas,
cuestiones	de	competencia	y	de	extradición,	conforme	a	las	leyes.
FUNCIÓN	DE	LA	CORTE	SUPREMA
Const.
ART.	141.—Corresponde	a	la	Corte	Suprema	fallar	en	casación,	o	en	última
instancia,	cuando	la	acción	se	inicia	en	una	Corte	Superior	o	ante	la	propia
Corte	 Suprema	 conforme	 a	 ley.	 Asimismo,	 conoce	 en	 casación	 las
resoluciones	del	fuero	militar,	con	las	limitaciones	que	establece	el	artículo
173.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 28.—La	 competencia	 de	 la	 Corte	 Suprema	 se	 extiende	 a	 todo	 el
territorio	de	la	República.	Su	sede	es	la	capital	de	la	misma.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 29.—Modificado.	 Ley	 29755,	 Art.	 Único.	 Composición.	 La	 Corte
Suprema	 está	 integrada	 por	 veinte	 jueces	 supremos,	 distribuidos	 de	 la
siguiente	forma:
1.	El	presidente	de	la	Corte	Suprema.
2.	El	juez	supremo	jefe	de	la	Oficina	de	Control	de	la	Magistratura.
3.	 Dos	 jueces	 supremos	 integrantes	 del	 Consejo	 Ejecutivo	 del	 Poder
Judicial.
4.	 Un	 juez	 supremo	 representante	 de	 la	 Corte	 Suprema	 ante	 el	 Jurado
Nacional	de	Elecciones.
5.	Los	demás	jueces	supremos	integrantes	de	las	salas	jurisdiccionales.
El	presidente	del	Jurado	Nacional	de	Elecciones,	de	acuerdo	a	ley,	puede	o
no	ser	un	 juez	supremo	titular.	De	ser	un	 juez	cesante	o	 jubilado,	no	se	 le
considera	como	parte	de	la	Corte	Suprema.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 30.—El	 trabajo	 jurisdiccional	 de	 la	 Corte	 Suprema	 se	 distribuye	 en
salas	especializadas	permanentes	y	 transitorias	de	cinco	vocales	cada	una,
presidida	por	los	que	designe	el	presidente	de	la	Corte	Suprema	en	materia
civil,	penal	y	de	derecho	constitucional	y	social.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	31.—Derogado.	Ley	29364,	Tercera	Disposición	Derogatoria.
NOTA:	La	Tercera	Disposición	Derogatoria	de	la	Ley	29364,	publicada	el	28	de	mayo	del	2009,
ordena	la	derogación	del	artículo	31	del	D.	S.	017-93-JUS,	TUO	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial.
Sin	embargo,	según	la	misma	disposición	final	la	derogatoria	entró	en	vigencia	a	los	seis	meses	de
publicada	la	norma,	es	decir	el	28	de	noviembre	del	2009.
D.	Leg.	52.
ART.	 16.—Competencia	 de	 la	 Corte	 Suprema	 en	 juicios	 de
responsabilidad	a	miembros	del	Ministerio	Público.	Es	competencia	de
la	Corte	Suprema	conocer	 los	 juicios	de	 responsabilidad	civil	que	 se	 sigan
contra	 el	 Fiscal	 de	 la	 Nación	 o	 los	 fiscales	 supremos.	 Igual	 competencia
corresponde	para	 los	casos	de	responsabilidad	civil	o	penal	de	 los	 fiscales
superiores.
D.	Leg.	52.
ART.	 17.—Competencia	 de	 las	 cortes	 superiores	 en	 demandas	 y
denuncias	contra	 fiscales	provinciales.	Las	cortes	superiores	de	 justicia
conocerán	 en	 primera	 instancia	 de	 las	 demandas	 o	 denuncias	 contra	 los
fiscales	 provinciales,	 en	 los	 casos	 en	 que	 se	 les	 atribuya	 responsabilidad
civil	o	penal.
La	competencia	de	 las	salas	es	 la	que	establece	 la	Ley	Orgánica	del	Poder
Judicial	y	los	procedimientos	son	los	establecidos	en	las	leyes	pertinentes.
C.	de	P.P.
ART.	 16.—Modificado.	 D.	 Leg.	 983,	 Art.	 1°.	 Facultades
especiales	 de	 la	 Corte	 Suprema	 y	 del	 Consejo	 Ejecutivo	 del
Poder	 Judicial.	 La	 Corte	 Suprema	 y	 el	 Consejo	 Ejecutivo	 del
Poder	Judicial	cuentan	con	las	siguientes	facultades	especiales:
1.	 Corresponde	 a	 la	 Corte	 Suprema,	 por	 intermedio	 de	 sus
órganos	 competentes,	 ejercitar	 administrativamente	 las
facultades	especiales	de	vigilancia	en	materia	penal,	sin	perjuicio
de	las	otras	atribuciones	que	le	acuerde	la	Ley	Orgánica	del	Poder
Judicial.
2.	 El	 Consejo	 Ejecutivo	 del	 Poder	 Judicial,	 en	 ejercicio	 de	 las
atribuciones	 previstas	 en	 la	 Ley	 Orgánica	 del	 Poder	 Judicial,
cuando	 lo	 considere	 conveniente	 podrá	 instituir	 un	 sistema
específico	 de	 competencia	 penal	 en	 los	 casos	 de	 delitos
especialmente	 graves	 y	 particularmente	 complejos	 o	 masivos,	 y
siempre	que	tengan	repercusión	nacional,	que	sus	efectos	superen
el	 ámbito	 de	 un	 distrito	 judicial	 o	 que	 se	 cometan	 por
organizaciones	delictivas.
En	 estos	 supuestos	podrá	 instaurar	un	 sistema	de	organización
territorial	nacional	o	que	comprenda	más	de	un	distrito	 judicial.
También	podrá	establecer	una	integración	funcional	de	juzgados	y
salas	superiores	penales	de	 los	diversos	distritos	 judiciales	de	 la
República	 a	 los	 de	 competencia	 nacional,	 en	 los	 asuntos	 de
competencia	de	estos	últimos	o	asignar	el	conocimiento	de	otros
delitos	a	los	órganos	jurisdiccionales	de	competencia	nacional.
Los	delitos	de	tráfico	ilícito	de	drogas	y	 lavado	de	activos;	y,	 los
delitos	 de	 secuestro	 y	 extorsión	 que	 afecten	 a	 funcionarios	 del
Estado,	podrán	ser	de	conocimiento	de	los	jueces	de	la	capital	de
la	 República,	 con	 prescindencia	 del	 lugar	 en	 el	 que	 hayan	 sido
perpetrados.
3.	 La	 Sala	 Penal	 de	 la	 Corte	 Suprema	 de	 Justicia,	 previas	 las
formalidades	que	determina	este	código	en	el	título	respectivo,	es
el	órgano	competente	para	resolver	el	recurso	de	revisión.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	81.—Modificado.	Ley	29755,	Art.	Único.	Integrantes	del	Consejo
Ejecutivo	 del	 Poder	 Judicial.	 Integran	 el	 Consejo	 Ejecutivo	 del	 Poder
Judicial:
1.	El	presidente	del	Poder	Judicial,	quien	lo	preside	y	tiene	voto	dirimente.
2.	Dos	jueces	supremos	titulares	elegidos	por	la	sala	plena.
3.	 Un	 juez	 superior	 titular	 en	 ejercicio	 elegido	 por	 los	 presidentes	 de	 las
cortes	superiores	de	justicia	de	la	República.
4.	Un	juez	titular	especializado	o	mixto.
5.	 Un	 representante	 elegido	 por	 la	 Junta	 de	 Decanos	 de	 los	 Colegios	 de
Abogados	del	Perú.
Para	 la	designación	del	 juez	superior	titular,	cada	sala	plena	de	 las	cortes
superiores	 elige	 un	 candidato	 y	 los	 presidentes	 de	 las	 cortes	 superiores,
mediante	 sufragio	 directo,	 eligen	 al	 integrante	 del	 Consejo	 Ejecutivo	 del
Poder	Judicial.
Para	 la	 designación	 del	 miembro	 señalado	 en	 el	 numeral	 4,	 los	 jueces
especializados	o	mixtos	titulares	eligen	a	un	representante	por	cada	distrito
judicial,	 los	 que	 se	 reúnen	 para	 elegir	 entre	 ellos	 el	 juez	 que	 integrará	 el
Consejo	Ejecutivo	del	Poder	Judicial.
El	mandato	de	los	integrantes	del	Consejo	Ejecutivo	del	Poder	Judicial	dura
dos	años.
En	 tanto	 se	 encuentren	 en	 el	 ejercicio	 de	 sus	 cargos,	 los	 miembros	 del
Consejo	Ejecutivo	a	que	se	refieren	los	numerales	3,	4	y	5,	tienen	las	mismas
prerrogativas,	categorías	y	consideraciones	que	los	jueces	supremos.
Los	 jueces	 integrantes	del	Consejo	Ejecutivo	del	Poder	 Judicial	ejercen	su
función	a	dedicación	exclusiva.
COMPETENCIA	DE	LA	SALA	PENAL	NACIONAL	EN	CASOS	DE
TERRORISMO
R.	Adm.	043-2013-CE-PJ.
ART.	 1°.—Precisar	 que	 en	 los	 casos	 de	 terrorismo	 –independientemente
del	 lugar	 en	 que	 se	 cometa	 el	 delito	 o	 se	 ejecute	 la	medida	 de	 detención
preliminar–	 el	 procedimiento	 aplicable	 se	 rige	 por	 las	 normas	 que
corresponden	al	antiguo	ordenamiento	procesal	penal.
R.	Adm.	043-2013-CE-PJ.
ART.	2°.—Reiterar	que	en	los	casos	de	terrorismo,	los	jueces	competentes	a
nivel	nacional	son	los	 jueces	penales	nacionales	que	 integran	 la	Sala	Penal
Nacional,	 por	 lo	 que	 las	 medidas	 limitativas	 de	 derechos	 deben	 ser
dispuestas	por	dicho	órgano	 jurisdiccional,	de	conformidad	con	el	artículo
2°-A	de	la	Ley	N°	27934	(modificada	por	el	Decreto	Legislativo	N°	989).
R.	Adm.	043-2013-CE-PJ.
ART.	3°.—Establecer	que	por	razones	de	urgencia	y	necesidad,	el	juez	penal
nacional	 puede	 delegar	 al	 juez	 penal	 de	 turno	 que	 se	 encuentre	 más
próximo,	inclusive	al	juez	de	la	investigación	preparatoria,	la	realización	del
control	 jurisdiccional	 de	 la	 detención	 preliminar	 o	 de	 alguna	 otra	medida
excepcional	de	limitación	de	derechos	propia	de	la	investigación	preliminar,
debiendo	 luego	 ser	 devueltos	 los	 actuados	 al	 juez	 penal	 nacional
competente,	quien	proseguirá	con	el	proceso	penal	respectivo.
R.	Adm.	043-2013-CE-PJ.
ART.	 4°.—Disponer	 que	 en	 los	 casos	 de	 convalidación	 de	 detención
preliminar	 por	 razones	 de	 necesidad	 y	 urgencia	 el	 juez	 penal	 nacional
puede	delegar	la	realización	de	las	acciones	previstas	en	los	literales	a)	y	b)
del	artículo	2°-E	de	la	Ley	N°	27934,	a	fin	de	que	el	juez	penal	de	turno	que
se	 encuentre	 más	 próximo	 al	 lugar,	 o	 incluso	 el	 juez	 de	 la	 investigación
preparatoria,	pueda	disponer	las	medidas	correctivas	ante	la	afectación	de
los	derechos	fundamentales,	debiendo	luego	remitir	lo	actuado	al	juez	penal
nacional	competente.
R.	Adm.	043-2013-CE-PJ.
ART.	 5°.—Transcribir	 la	 presente	 resolución	 al	 Ministerio	 de	 Justicia,
Ministerio	 Público,	 Ministerio	 del	 Interior,	 Procuraduría	 Pública
Especializada	 para	 Delitos	 de	 Terrorismo,	 Oficina	 de	 Control	 de	 la
Magistratura	 del	 Poder	 Judicial,	 presidencias	 de	 las	 cortes	 superiores	 de
justicia	del	país,	Equipo	Técnico	Institucional	de	Implementación	del	Código
Procesal	 Penal,	 magistrada	 coordinadora	 de	 la	 Sala	 Penal	 Nacional	 y
juzgados	penales	nacionales,	y	a	la	Gerencia	General	del	Poder	Judicial,	para
su	conocimiento	y	fines	consiguientes.
C.	de	P.P.
ART.	17.—Juzgamiento	de	altos	funcionarios.	Para	la
instrucción	y	juzgamiento	de	los	delitos	a	que	se	refiere	el	artículo
155	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial,	la	Corte	Suprema
observará	el	procedimiento	establecido	en	este	código,
constituyéndose	para	el	efecto	la	Segunda	Sala	en	Tribunal
Correccional	con	tres	vocales	y	designando	vocal	instructor	al
menos	antiguo.
La	 Primera	 Sala	 conocerá	 del	 recurso	 de	 nulidad	 a	 que	 haya
lugar.
NOTA:	La	referencia	es	al	artículo	34	Inc.	4	del	TUO	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial.	D.	S.	017-
93-JUS	publicado	el	02	de	junio	de	1993,	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	34—Las	salas	penales	conocen:
1.	 El	 recurso	 de	 apelación	 en	 procesos	 sentenciados	 por	 las	 cortes
superiores	en	materia	penal,	que	sean	de	su	competencia;
2.	De	los	recursos	de	casación	conforme	a	ley;
3.	De	las	contiendas	y	transferencias	de	competencia,	conforme	a	ley;
4.	De	 la	 investigación	y	 juzgamiento	de	 los	delitos	que	se	 imputan	contra
los	 funcionarios	comprendidos	en	el	Art.	183	de	 la	Constitución,	 fiscales	y
vocales	 superiores,	 miembros	 del	 Consejo	 Supremo	 de	 Justicia	 Militar	 y
contra	 los	 demás	 funcionarios	 que	 señala	 la	 ley,	 conforme	 a	 las
disposiciones	legales	pertinentes;
5.	De	las	extradiciones	activas	y	pasivas;
6.	De	los	demás	procesos	previstos	en	la	ley.
C.	de	P.P.
ART.	18.—Corte	del	proceso	por	minoría	de	edad.	Siempre
que	en	una	instrucción	por	delitos	o	faltas,	aparezcan	complicados
menores	de	dieciocho	años,	acreditada	la	edad,	se	cortará	el
procedimiento	respecto	de	ellos	y	se	les	pondrá	a	disposición	del
juez	de	menores.
NOTA:	La	denominación	ahora,	conforme	lo	establecido	por	el	Art.	2°	de	la	Ley	26819,	publicada	el
25	de	junio	de	1997,	es	al	juez	de	familia.
ADMINISTRACIÓN	DE	JUSTICIA	ESPECIALIZADA
C.	de	los	N.	y	A.
ART.	133.—Jurisdicción.	La	potestad	jurisdiccional	del	Estado	en	materia
familiar	 se	 ejerce	 por	 las	 salas	 de	 familia,	 los	 juzgados	 de	 familia	 y	 los
juzgados	de	paz	 letrados	en	 los	asuntos	que	 la	 ley	determina.	En	casación
resolverá	la	corte	suprema.
Los	juzgados	de	familia	asumen	competencia	en	materia	civil,	tutelar	y	de
infracciones	 y	 se	 dividen	 en	 tales	 especializaciones,	 siempre	 que	 existan
como	juzgados	especializados.
C.	de	los	N.	y	A.
ART.	134.—Salas	de	familia.	Las	salas	de	familia	conocen:
a.	En	grado	de	apelación,	los	procesos	resueltos	por	los	juzgados	de	familia;
b.	De	las	contiendas	de	competencia	promovidas	entre	juzgados	de	familia
del	 mismo	 distrito	 judicial	 y	 entre	 éstos	 y	 otros	 juzgados	 de	 distinta
especialidad	de	su	jurisdicción	territorial;
c.	De	las	quejas	de	derecho	por	denegatoria	del	recurso	de	apelación;
d.	De	los	demás	asuntos	que	señala	la	ley.
C.	de	los	N.	y	A.
ART.	 135.—Competencia.	 La	 competencia	 del	 juez	 especializado	 se
determina:
a)	Por	el	domicilio	de	los	padres	o	responsables;
b)	 Por	 el	 lugar	 donde	 se	 encuentra	 el	 niño	 o	 adolescente	 cuando	 faltan
padres	o	responsables;
c)	 Por	 el	 lugar	 donde	 se	 cometió	 el	 acto	 infractor	 o	 por	 el	 domicilio	 del
adolescente	infractor,	de	sus	padres	o	responsables.
La	ley	establece	la	competencia	en	las	materias	de	contenido	civil	y	tutelar.
En	los	supuestos	de	conexión,	la	competencia	en	las	materias	de	contenido
penal	 se	 determinará	 conforme	 a	 las	 normas	 contenidas	 en	 el	 Código	 de
Procedimientos	Penales.
JURISPRUDENCIA.—Corte	del	proceso.	“(...)	siendo	evidente	que	a	dicha
fecha	el	beneficiado	aún	no	había	sido	sentenciado	por	cuanto	el	proceso	ante
el	fuero	privativo	militar	se	encontraba	en	trámite,	resulta	a	todas	luces
innegable	que	debió	procederse	al	corte	de	la	secuela	del	referido	proceso,	en
razón	que	dicho	órgano	no	resultaba	ya	competente,	y	derivarse	todo	lo
actuado	al	nuevo	ente	judicial	designado	por	ley,	esto	es,	a	los	juzgados	de
familia,	conforme	así	lo	disponía	el	artículo	133	de	la	Ley	N°	27337;
(...)	 por	 lo	 expuesto	 en	 los	 considerandos	 anteriores	 resulta	 evidente	 la
oposición	 entre	 el	 Nuevo	 Código	 de	 los	 Niños	 y	 Adolescentes	 y	 el	 Decreto
Legislativo	 número	 895,	 por	 lo	 que	 tratándose	 de	 un	 conflicto	 en	 materia
penal,	debió	haberse	optado	por	la	vigencia	de	la	norma	más	favorable	a	los
derechos	de	la	persona,	que	en	el	presente	caso	resultaba	ser	precisamente	el
referido	 Código	 de	 los	 Niños	 y	 Adolescentes;	 que	 al	 no	 haberse	 obrado	 así
resulta	 manifiesto	 la	 vulneración	 del	 derecho	 al	 debido	 proceso	 del
beneficiado	(...)”.	(CSJ,	Exp.	N°	201-2000,	jun.	07/2001.	V.	P.	Lagos	Abril)
JURISPRUDENCIA.—Presencia	 del	 Ministerio	 Público	 no	 basta	 para
garantizar	 defensa	 del	 menor	 infractor.	 “(...)	 se	 concluye	 que	 este
individualiza	la	pena	de	los	infractores	basándose	en	lo	manifestado	por	ellos
mismos	ante	la	policía,	primero,	y	ante	sede	judicial	después,	subrayando	que
reconocen	 la	 autoría	 en	 los	 hechos	 (…)	 lo	 que	 considera	 suficiente	 para
acreditar	lo	requerido	(…)	no	considera	en	absoluto	el	hecho	de	que	se	le	privó
del	derecho	de	defensa	al	no	haber	sido	asistido	por	un	abogado	defensor,	ni
tampoco	 estar	 presentes	 sus	 padres.	 En	 cuanto	 a	 la	 presencia	 del
representante	 del	Ministerio	 Publico,	 esta	 no	 puede	 de	 ninguna	manera	 ser
suficiente	 para	 garantizar	 la	 defensa	 del	 presunto	 adolescente	 infractor,
puesto	 que	 este	 último,	 por	 mandato	 de	 la	 Constitución	 y	 del	 Decreto
Legislativo	 Nº	 52	 (Ley	 Orgánica	 del	 Ministerio	 Público),	 es	 el	 titular	 de	 la
acción	penal	 y	debe	 sustentar	 la	 imputación	que	hace	 contra	 el	 adolescente
investigado	(…)	entonces	carece	de	validez	 la	Resolución	(…)	emitida	(…)	ya
que	 se	 sustenta	 en	 un	 acto	 declarado	 ilegal	 y	 vulneratorio	 de	 derechos
constitucionales;	 ilegalidad	 que	 la	 incluye	 en	 sus	 alcances.	 Por	 tanto,	 el
internamiento	preventivo	dictado	contra	el	 favorecido	deviene	en	arbitrario,
al	 provenir	 de	 un	 acto	 violatorio	 al	 debido	 proceso	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 986-
2005-PHC/TC,	feb.	22/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
PLENO	JURISDICCIONAL.—Medidas	cautelares	personales.	“(...)	Que	si	un
imputado	invoca	ser	menor	de	dieciocho	años	de	edad,	se	debe	cortar	la
secuela	del	procedimiento	penal	y	ponerlo	a	disposición	del	juez	de	familia	si
es	que	luego	de	las	averiguaciones	correspondientes	existe	duda	al	respecto.
Mientras	no	se	determine	que	un	imputado	es	mayor	de	dieciocho	años	no
puede	internársele	en	un	establecimiento	penal	de	adultos.”	(Pleno
Jurisdiccional	Penal	1997,	Ac.	Plen.	03/97)
C.	de	P.P.
ART.	19.—Reglas	para	definir	la	competencia.	La	competencia
entre	los	jueces	instructores	de	la	misma	categoría	se	establece:
1.	Por	el	lugar	donde	se	ha	cometido	el	hecho	delictuoso;
2.	Por	el	lugar	donde	se	hayan	descubierto	las	pruebas	materiales
del	delito;
3.	Por	el	lugar	en	que	ha	sido	arrestado	el	inculpado;	y
4.	Por	el	lugar	en	que	tiene	su	domicilio	el	inculpado.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—”Forum	comissi	delicit”,	criterio
preferente	para	resolver	excepción	de	“declinatoria	de	jurisdicción”.
“(…)	la	predeterminación	legal	del	juez	no	es	otro	que	el	juez	territorial,
objetiva	y	funcionalmente	competente,	de	modo	tal	que	las	normas	sobre
competencia	se	erigen	en	un	auténtico	presupuesto	procesal,	aún	cuando	es	de
rigor	aclarar	que	no	necesariamente,	por	ejemplo,	el	incumplimiento	de	las
reglas	sobre	competencia	territorial	vulneran	esta	garantía,	salvo	–desde
luego–	que	infrinjan	la	independencia	judicial	o	el	derecho	al	debido	proceso
y/o	entrañen	la	sustracción	indebida	o	injustificada	al	órgano	judicial	al	que
la	ley	le	atribuye	el	conocimiento	de	un	caso,	manipulando	el	texto	de	las
reglas	de	atribución	de	competencia	con	manifiesta	arbitrariedad	(...)	lo	que
se	discute	a	través	de	la	excepción	de	declinatoria	de	jurisdicción	–o,	mejor
dicho,	de	competencia,	aunque	la	primera	es	la	denominación	de	la	Ley
Procesal	Penal–	es	la	definición	del	órgano	judicial	en	concreto	(...)	que	debe
conocer,	según	las	reglas	de	adscripción	competencial	territorial	(...)	en	tanto
que	los	juzgados	penales,	y	de	primera	instancia	en	general,	tienen	un	ámbito
territorial	específico	donde	ejercen	jurisdicción	(...)	el	Código	de
Procedimientos	Penales	estipula	cuatro	criterios	territoriales	o	fueros,
denominados	fuero	preferente	(...)	que	es	de	enfatizar	que	no	se	trata	de
fueros	equivalentes,	sino	que	se	aplican	uno	en	defecto	de	otro,	y	en	el	estricto
orden	que	establece	de	la	ley,	de	ahí	que	el	previsto	en	el	inciso	uno,	‘forum
comissi	delicit’,	es	el	preferente,	y	los	restantes	son	subsidiarios,	es	decir,	se
aplican	ante	la	imposibilidad	de	los	demás;	que,	desde	el	punto	de	vista
material,	para	determinar	el	fuero	preferente	es	de	aplicación	del	artículo
cinco	del	Código	Penal,	que	instituye	el	principio	de	ubicuidad	(...)	que	desde
esa	perspectiva	legal	es	de	interpretar	la	norma	en	mención	asumiendo	una
concepción	de	ubicuidad	restrictiva,	en	cuya	virtud	el	factor	decisivo	a	tomar
en	cuenta	estriba	en	que,	al	menos,	uno	de	los	elementos	constitutivos	del
delito,	parcial	o	absolutamente,	sea	ejecutado	en	un	ámbito	territorial
concreto,	sin	que	se	tome	en	cuenta	los	actos	preparatorios	y	los	actos
posteriores	a	la	consumación	del	delito,	o	también	que	el	resultado	tipo	–no	el
extra	típico	ni	otros	efectos–	se	produzca	en	un	territorio	determinado.	(…)”.
(CS.	Ac.	Plen.	1-2006/ESV-22,	R.N.	N°	2448-2005/Lima,	dic.	29/2006.	S.S.
Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Condiciones	de	seguridad	justifican	cambio	de
radicación	del	proceso:	supuesto	constitucional	excepcional.	“(…)	la
defensa	del	procesado	(…)	señala	que	(…)	las	reglas	de	transferencia	de
competencia,	se	interpretan	y	aplican	restrictivamente;	máxime	si	significan
también	una	modificación	radical	de	las	reglas	de	la	competencia	(por
ejemplo	el	lugar	del	hecho)	(…)	La	competencia	(…)	nace	de	la	ley	y	su
improrrogabilidad	constituye	característica	y	medida	de	la	actividad
jurisdiccional,	toda	vez	que	no	se	admite	ampliación	o	declinación	a	casos
ajenos	previstos	en	la	ley;	por	ello	la	noción	del	juez	competente	se	concreta
en	la	ley.	(…)	el	instituto	de	la	transferencia	de	competencia	(…)	presupone	la
existencia	de	un	juez	ordinario	predeterminado	por	la	ley	–un	juez
competente	por	razones	objetivas,	funcionales	y	territoriales–,	al	que	le
corresponde	conocer	en	concreto	un	proceso,	pero	que	respecto	de	la
competencia	que	tiene	asignada	se	estima	que	no	puede	mantenerla	y	que
deviene	imprescindible	un	cambio	de	radicación	del	proceso	por	los	motivos
expresamente	contemplados	por	la	ley.	(…)	de	las	comunicaciones	oficiales
que	se	han	acompañado	(…)	se	establece	que	(…)	se	desarrollan
simultáneamente	dos	procesos	penales	(…)	en	los	distritos	judiciales	de	Lima	y
Ucayali	(…)	circunstancia	que	perturba	gravemente	el	normal	desarrollo	del
juzgamiento	que	se	lleva	a	cabo	en	la	ciudad	de	Pucallpa	(…)	esta	información
se	condice	con	el	oficio	cursado	por	el	Ministerio	de	Justicia	cuando	formula	su
preocupación	por	el	traslado	del	procesado,	indicando	que	existe	una
situación	de	grave	riesgo	del	interno	en	mención;	(…)	Por	lo	que	vista	las
limitadas	condiciones	de	seguridad	y	las	circunstancias	enunciadas	que
afectan	el	normal	desarrollo	del	juzgamiento	y	considerando	que	desde	la
órbita	del	derecho	fundamental	a	un	proceso	justo	–que	exige	se	adecuen
condiciones	necesarias	para	lograr	su	vigencia	real	y	efectiva–	debe	atenderse
que	existe	una	adecuada	correspondencia	entre	la	decisión	y	el	fin	que	se
pretende	alcanzar	(…)	Y	amparados	en	los	supuestos	excepcionales
constitucionalmente	relevantes	que	se	presentan	en	este	caso	(…)	que	permite
variar	la	competencia	para	llevar	a	cabo	el	juzgamiento	a	fin	de	superar	las
circunstancias	insalvables	descritas	que	perturban	gravemente	el	normal
desarrollo	de	la	investigación	en	la	ciudad	de	Lima	y	el	juicio	oral	en	la	ciudad
de	Pucallpa	de	cada	uno	de	los	procesos	(…)	y	dado	el	peligro	previsible	a	la
seguridad	del	procesado,	el	cambio	de	radicación	del	proceso	es	razonable	–
desde	la	perspectiva	del	valor	que	se	tutela,	así	corno	desde	el	ámbito	o	valor
que	se	limita–,	ante	dos	órganos	jurisdiccionales,	en	este	caso	concreto,	del
mismo	distrito	judicial,	para	que	la	cercanía	entre	ellos	contribuya	con	las
condiciones	materiales	y	de	logística	que	permitan	asegurar	las	garantías
establecidas	(…).”	(CS,	R.	03-2008-Ucayali,	abr.	13/2009.	V.	P.	Biaggi	Gómez)
JURISPRUDENCIA.—Las	reglas	de	adscripción	competencial	territorial
se	decantan	preferentemente	por	el	“fórum	comissi	delicti”.	“(...)	donde	se
establecen	criterios	para	fijar	la	competencia;	señalando	que	las	reglas	de
adscripción	competencial	territorial	-	denominadas	‘fueros’	en	la	doctrina
procesalista	-	están	indicadas	en	el	artículo	19	del	Código	de	Procedimientos
Penales	(…)	que	es	de	enfatizar	que	no	se	trata	de	fueron	equivalentes,	sino
que	se	aplican	uno	en	defecto	de	otro,	y	en	el	estricto	orden	que	establece	la
ley,	de	ahí	que	el	previsto	en	el	inciso	uno	‘fórum	comissi	delicti’	es	el
preferente	y	los	restantes	son	subsidiarios	(...)	que,	como	se	anotó,	las	normas
sobre	competencia	son	de	configuración	legal,	y	éstas	deben	interpretarse	en
armonía	con	las	exigencias	constitucionales	derivadas	de	la	garantía	genérica
del	debido	proceso	(...)	que	no	son	pertinentes	las	citas	al	nuevo	texto	del
artículo	16	del	Código	de	Procedimientos	Penales,	pues	su	aplicación	está
condicionada	a	la	configuración	de	un	sistema	específico	de	competencia
penal	creado	por	una	resolución	del	órgano	de	gobierno	del	Poder	Judicial,	lo
que	no	se	ha	producido	para	casos	como	el	presente	(...).	De	lo	expuesto,	se
infiere	que	a	partir	de	la	modificación	del	artículo	16	del	Código	de
Procedimientos	Penales,	esto	es,	22	de	julio	del	2007,	de	existir	una	resolución
del	Consejo	Ejecutivo	del	Poder	Judicial	que	asigne	competencia	para	un	caso
en	concreto,	será	dicho	órgano	jurisdiccional	el	que	asuma	la	competencia	del
mismo”.	(Corte	Superior	de	Lima,	Exp.	15-2013-0-SP,	may.	15/2013.	S.	S.
Cavero	Nalvarte)
C.	de	P.P.
ART.	 20.—Modificado.	 D.	 Leg.	 959,	 Art.	 1°.	 Acumulación	 y
desacumulación	o	separación	de	procesos.
1.	Las	causas	por	delitos	conexos	que	correspondan	a	 jueces	de
diversa	categoría	o	diverso	lugar,	se	acumularán	ante	el	juez	penal
competente	para	conocer	el	delito	más	grave	y,	en	caso	de	delitos
conminados	con	la	misma	pena,	ante	el	juez	competente	respecto
del	último	delito,	salvo	lo	dispuesto	en	el	artículo	22.
2.	 La	 acumulación	 puede	 ser	 decidida	 de	 oficio	 o	 a	 pedido	 del
fiscal	o	de	las	demás	partes.	Corresponde	tramitar	dicha	solicitud
y	decidir	al	juez	penal	a	que	hace	mención	el	párrafo	anterior.
3.	Sin	perjuicio	de	lo	dispuesto	en	el	artículo	21,	 la	acumulación
se	 dispondrá	 cuando	 resulte	 necesario	 para	 garantizar	 el
conocimiento	 integral	 de	 los	 delitos	 objeto	 de	 instrucción,	 salvo
que	 la	 acumulación	 ocasione	 grave	 y	 fundado	 retardo	 en	 la
administración	de	 justicia.	La	resolución	que	se	dicte	al	respecto
será	especialmente	motivada.
4.	Excepcionalmente,	 con	 la	 exclusiva	 finalidad	de	 simplificar	 el
procedimiento	 y	 decidir	 con	 celeridad,	 siempre	 que	 existan
elementos	suficientes	para	conocer	con	independencia,	de	oficio	o
a	 pedido	 del	 fiscal	 o	 de	 las	 demás	 partes	 procede	 tanto	 la
desacumulación	 o	 separación	 de	 procesos	 acumulados	 como	 de
imputaciones	 o	 delitos	 conexos,	 que	 requieran	 diligencias	 o
actuaciones	 especiales	 o	 plazos	 más	 dilatados	 para	 su
sustanciación	 en	 la	 instrucción	 o	 en	 el	 juicio	 oral,	 salvo	 que	 se
considere	 que	 la	 unidad	 es	 necesaria	 para	 acreditar	 los	 hechos.
También	 procede	 la	 desacumulación	 o	 separación,	 con	 las
prevenciones	ya	estipuladas,	cuando	determinados	imputados	no
comparecen,	por	diversas	razones,	a	las	diligencias	del	juicio	oral.
5.	Contra	la	resolución	del	juez	penal	que	se	emita	en	todos	estos
supuestos	procede	recurso	de	apelación	sin	efecto	suspensivo,	el
mismo	 que	 se	 tramitará	 en	 cuerda	 separada.	 Si	 la	 resolución	 la
emite	 en	 primera	 instancia	 la	 Sala	 Penal	 Superior,	 procede
recurso	de	nulidad	si	ésta	se	dicta	durante	la	etapa	intermedia.	Si
la	 resolución	 se	 dicta	 en	 el	 curso	 del	 juicio	 oral,	 el	 recurso	 de
nulidad	 procede	 con	 el	 carácter	 de	 diferido,	 el	 mismo	 que	 se
elevará	 al	 dictarse	 sentencia	 que	 resuelva	 sobre	 el	 fondo	 del
asunto.
JURISPRUDENCIA.—Acumulación	 de	 procesos	 responde	 al	 principio	 de
unidad	del	proceso.	“(...)	la	acumulación	de	los	procesos	penales	responde	a
la	 necesidad	 de	 aplicar	 el	 principio	 de	 la	 unidad	 del	 proceso	 en	 la
investigación	y	el	juzgamiento	de	los	delitos	conexos	que	han	originado	varios
procesos,	 tratamiento	 unitario	 que	 permitirá	 un	 conocimiento	 integral	 y
coherente	 de	 cada	 conducta	 perpetrada	 y	 de	 la	 personalidad	 del	 o	 de	 los
imputados	 como	 condiciones	 indispensables	 para	 adecuar	 la	 pena	 y	 de	 esa
manera	 se	 evite	 el	 riesgo	 de	 incurrir	 en	 resoluciones	 contradictorias	 si	 se
juzgara	 por	 separado	 (...)”.	 (CSJ,	 R.N.	 N°	 2692-97,	 jul.	 03/97.	 S.S.	Montes	 de
Oca	Begazo)
C.	de	P.P.
ART.	21.—Casos	de	conexión.	Existe	conexión:
1.	Cuando	se	imputa	a	una	persona	la	comisión	de	varios	delitos,
aunque	cometidos	en	ocasión	y	lugar	diferentes;
2.	Cuando	varios	individuos	aparecen	responsables	del	mismo
hecho	punible	como	autores	y	cómplices;
3.	Cuando	varios	individuos	han	cometido	diversos	delitos,
aunque	sea	en	tiempo	y	lugares	distintos,	si	es	que	precedió
concierto	entre	los	culpables;	y
4.	 Cuando	 unos	 delitos	 han	 sido	 cometidos	 para	 procurarse	 los
medios	 de	 cometer	 los	 otros,	 o	 para	 facilitar	 o	 consumar	 su
ejecución	o	para	asegurar	la	impunidad.
JURISPRUDENCIA.—Acumulación	 de	 procesos	 por	 conexión.	 “(...)	 las
causas	por	delito	 conexos	que	correspondan	a	 jueces	de	diversas	 categorías,
pueden	 determinarse	 siempre	 que	 la	 acumulación	 no	 redunde	 en	 la	 inútil
postergación	del	juzgamiento	(...)”.	(CSJ.	Puno,	Exp.	N°	21.L-1,	may.	07/99.	S.S.
Marroquín	Mogrovejo)
COMENTARIO.—Conexión	 procesal.	 La	 conexión	 procesal	 se	 presenta
para	evitar,	por	un	 lado,	una	sobrecarga	 innecesaria	del	aparato	 judicial	y,
por	 otro,	 para	 evitar	 decisiones	 contradictorias.	 En	 doctrina	 se	 establece
que	la	conexión	procesal	puede	ser:	a)	Conexidad	subjetiva,	el	vínculo	es	el
concierto	 entre	 los	 intervinientes	 en	 el	 delito	 o	delitos,	 incisos	2)	 y	3);	 b)
Conexidad	 objetiva,	 el	 nexo	 está	 dado	 por	 los	 delitos	 deducidos	 en	 la
imputación,	 incisos	 4);	 y	 c)	 Conexidad	mixta,	 el	 nexo	 se	 establece	 por	 los
delitos	cometidos	por	una	misma	persona,	inciso	1).
C.	de	P.P.
ART.	22.—Facultad	del	tribunal	de	señalar	juez	instructor	en
casos	de	 conexión.	 En	 todos	 los	 casos	 de	 conexión,	 el	 Tribunal
Correccional	 de	 que	 dependan	 los	 jueces	 instructores,	 podrá
libremente	señalar	cuál	de	éstos	es	el	que	debe	instruir	el	proceso.
En	 caso	 de	 que	 los	 jueces	 instructores	 pertenezcan	 a	 tribunales
correccionales	 diversos	 y	 haya	 duda	 sobre	 la	 gravedad	 de	 los
delitos,	la	competencia	se	determinará	en	favor	del	juez	instructor
designado	por	el	Tribunal	Correccional	que	previno.
C.	de	P.P.
ART.	 23.—Contienda	 de	 competencia.	 Cuando	 un	 juez
instructor	 tenga	 conocimiento	 de	 que	 otro	 de	 igual	 categoría
comprende	en	la	instrucción	al	mismo	inculpado,	o	instruye	sobre
el	mismo	 delito	 o	 sobre	 delitos	 conexos,	 sin	 perjuicio	 de	 seguir
instruyendo,	 oficiará	 inmediatamente	 al	 otro	 juez	 instructor
indicándole	 los	 motivos	 que	 ha	 tenido	 para	 avocarse	 la
instrucción,	dejando	copia	en	autos.
C.	de	P.P.
ART.	 24.—Inhibición	 del	 juez	 requerido.	 Si	 el	 juez	 instructor
que	 recibe	 el	 oficio	 encuentra	 que	 la	 instrucción	 no	 le
corresponde,	 remitirá	 los	 actuados	 al	 juez	 instructor	 oficiante,
haciéndolo	 saber	 al	 inculpado,	 al	Ministerio	 Público	 y	 a	 la	 parte
civil,	 quienes	 pueden	 solicitar,	 si	 creen	 infundada	 la	 inhibición,
que	se	eleve	al	Tribunal	Correccional	respectivo	el	oficio	del	juez
instructor	 reclamante	 y,	 además,	 una	 exposición	 de	 las	 razones
que	haya	tenido	el	juez	instructor	inhibido	para	desprenderse	del
conocimiento	de	la	causa.
C.	de	P.P.
ART.	 25.—Conflicto	 de	 competencia.	 Si	 el	 juez	 instructor	 que
recibe	el	requerimiento	cree	de	su	deber	seguir	conociendo	en	la
causa,	 continuará	 la	 instrucción	 enviando	 de	 oficio	 al	 Tribunal
Correccional	el	requerimiento	y	las	explicaciones	a	que	se	refiere
el	artículo	anterior.
C.	de	P.P.
ART.	26.—Competencia	entre	juez	superior	e	inferior.	Cuando
un	juez	tenga	conocimiento	de	que	el	superior	del	mismo	fuero
conoce	de	los	hechos	que	él	instruye,	se	lo	comunicará
inmediatamente,	consultándole	si	debe	remitirle	los	actuados.
Cuando	el	superior	tenga	conocimiento	de	que	ante	el	inferior	se
sigue	una	instrucción	cuyo	juzgamiento	le	corresponde,	pedirá	de
oficio	o	a	petición	del	Ministerio	Público,	o	del	 inculpado	o	de	 la
parte	civil,	la	remisión	de	los	actuados.
C.	de	P.P.
ART.	27.—Declinatoria	de	jurisdicción.	Cuando	el	inculpado,	el
Ministerio	Público	o	la	parte	civil	decline	de	jurisdicción,	y	el	juez
instructor	 encuentre	 fundada	 la	 declinatoria,	 remitirá	 los
actuados	al	juez	competente	o,	en	caso	contrario,	sin	suspender	la
instrucción,	 elevará	 al	 Tribunal	 Correccional	 la	 excepción
propuesta	y,	además,	un	informe	con	las	razones	en	que	funda	su
jurisdicción.
C.	de	P.P.
ART.	28.—Trámite	de	dirimencia	de	competencia	o
jurisdicción	ante	el	tribunal.	El	Tribunal	Correccional	dirimirá
la	competencia	o	resolverá	la	excepción	de	jurisdicción,	sin	más
trámite	que	la	audiencia	al	fiscal.	Si	las	copias	remitidas	se
consideran	insuficientes,	puede	el	tribunal,	pedir	por	un	breve
término,	la	instrucción.
De	la	resolución	del	Tribunal	Correccional,	en	caso	de
competencia	o	declinatoria	de	jurisdicción,	procede	el	recurso	de
nulidad.
Cuando	 se	 entable	 competencia	 entre	 jurisdicciones	 de	 diverso
fuero	 sobre	 el	 juzgamiento	 de	 un	 mismo	 delito	 o	 de	 delitos
conexos,	corresponde	dirimirlas	a	los	tribunales	correccionales,	si
se	 trata	 de	 jueces	 instructores	 del	mismo	distrito	 judicial,	 y	 a	 la
Corte	 Suprema,	 si	 se	 trata	 de	 jueces	 instructores	 de	 diverso
distrito	 judicial	o	de	competencias	entabladas	al	mismo	Tribunal
Correccional.
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	tiene	facultades	para	juzgar	altos
funcionarios	del	Estado.	“(…)	la	excepción	de	jurisdicción	–así	denominada
por	el	artículo	veintiocho	del	Código	de	Procedimientos	Penales–,	según	lo
dispuesto	por	el	artículo	veintisiete	del	acotado	código,	tiene	por	objeto	que,	a
solicitud	de	parte	–cuando	ésta	decline	la	competencia	asumida	por	un
concreto	órgano	jurisdiccional–,	se	determine	si	la	causa	debe	ser	tramitada	o
no	por	el	juez	que	actualmente	conoce	del	proceso	en	atención	a	los	criterios
de	atribución	competencial	de	carácter	objetivo	–material	o	personal–,
funcional	o	territorial;	que,	en	concreto,	en	el	presente	caso,	se	sostiene	que	no
se	da	un	supuesto	de	aforamiento	–competencia	objetiva	por	razón	de	las
personas	que,	por	lo	demás,	es	un	criterio	de	reparto	de	la	competencia
objetiva	que	es	de	aplicación	preferente	sobre	los	restantes	y	que	instituye	un
privilegio	procesal	por	el	que	determinados	altos	cargos	públicos	son
procesados	por	órganos	jurisdiccionales	superiores	al	órgano	jurisdiccional
territorialmente	competente–	y,	por	ende,	que	la	causa	debe	ser	conocida	por
un	juzgado	penal	y	una	sala	penal	superior,	por	lo	que	corresponde	dilucidar
este	cuestionamiento.	(…)	tanto	la	Constitución	de	mil	novecientos	setenta	y
nueve	como	la	mil	novecientos	noventa	y	tres	[artículos	ciento	ochenta	y	tres	y
noventa	y	nueve,	respectivamente]	instituyeron	la	acusación	constitucional,
como	una	prerrogativa	de	carácter	funcional	(…)	en	cuya	virtud,	para	su
sometimiento	a	proceso	penal,	era	imprescindible	el	correspondiente
procedimiento	parlamentario	y	la	emisión	de	una	resolución	acusatoria	o	de
autorización	a	la	formación	de	causa	penal	(…)	las	diferencias	entre	las
constituciones	(…)	estriban,	en	primer	lugar,	en	que	en	la	primera	la
prerrogativa	no	tenía	límites	temporales:	basta	que	se	trate	de	un	delito
cometido	en	el	ejercicio	de	la	función	para	que	su	persecución	se	condicione	a
la	intervención	del	Congreso,	mientras	que	en	la	segunda	la	prerrogativa	tiene
un	plazo	de	vigencia:	hasta	cinco	años	después	de	que	se	haya	cesado	en	las
funciones	respectivas;	y,	en	segundo	lugar,	en	que	en	la	Constitución	de	mil
novecientos	setenta	y	nueve	no	tenía	prevista	expresamente	la	competencia	de
la	Corte	Suprema	para	la	instrucción	y	enjuiciamiento	de	esos	delitos	–que	es
un	privilegio	o	prerrogativa	procesal,	en	virtud	del	cual	se	intenta	preservar	a
los	altos	funcionarios	(tanto	al	ejercicio	de	sus	poderes	y	funciones	de
relevancia	constitucional,	cuanto	a	su	independencia	y	libertad)	de	denuncias
infundadas	que	como	consecuencia	de	la	‘judicialización’	de	la	vida	política
presionan	a	los	órganos	jurisdiccionales	y	que	un	juez	penal	podría	ser
proclive	a	su	admisión.	(…)	al	respecto,	el	artículo	treinta	y	cuatro,	inciso
cuatro,	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial,	que	es	la	última	norma	dictada
al	respecto,	estipula	que	las	salas	penales	de	la	Corte	Suprema	conocen:	‘4.	De
la	investigación	y	juzgamiento	de	los	delitos	que	se	imputan	contra	los
funcionarios	comprendidos	en	el	artículo	ciento	ochenta	y	tres	de	la
Constitución	(...)”.	(CS,	A.	V.	13-2004,	ago.	09/2006.	S.S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—Pautas	para	tener	en	cuenta	en	un	conflicto	de
competencia	entre	el	fuero	militar	y	el	ordinario.	“(…)	se	colige	que	no	se
han	dado	los	elementos	de	manera	concurrente	que	permitan	concluir	que
estamos	ante	un	‘delito	de	función’	toda	vez	que	ante	las	circunstancias	en	que
se	desarrollaron	los	sucesos	se	advierte	que	no	se	ha	afectado	o	puesto	en
peligro	un	bien	jurídico	institucional	de	las	Fuerzas	Armadas,	ni	de	la	Policía
Nacional,	sino	otro,	como	es,	la	vida	y	la	integridad	física,	cuya	protección	es
de	primer	orden,	que	por	otro	lado	si	bien	el	sujeto	activo	en	el	presente	caso
fue	un	militar	en	actividad,	el	sujeto	pasivo	no	lo	es,	toda	vez	que	las	víctimas
fueron	civiles,	además	los	hechos	no	se	encuentran	tipificados	por	el	Código	de
Justicia	Militar	como	delitos	de	función;	en	ese	contexto	tampoco	se	han	dado
las	circunstancias	previstas	en	el	artículo	décimo	de	la	Ley	veinticuatro	mil
ciento	cincuenta,	por	consiguiente	el	conocimiento	de	la	presente	causa
corresponderá	a	este	fuero	(…)	es	necesario	establecer	que	nuestra	posición
respecto	a	la	presente	dirimencia	de	competencia	de	ningún	modo	cuestiona
la	imparcialidad	del	Consejo	Supremo	de	Justicia	Militar	y	menos	la
honorabilidad,	prestigio	y	respetabilidad	de	las	Fuerzas	Armadas	y	Fuerzas
Policiales	toda	vez	que	son	instituciones	tutelares	de	nuestra	patria	(…)”.	(CS,
Comp.	15/22-2003,	ago.	27/2003,	S.S.	Gonzáles	Campos)
TÍTULO	II
Recusación
C.	de	P.P.
ART.	29.—Causales	de	recusación.	Los	jueces	en	el
procedimiento	penal	pueden	ser	recusados	por	el	inculpado	o	por
la	parte	civil,	en	los	casos	siguientes:
1.	Si	resultan	agraviados	por	el	hecho	punible;
2.	Si	han	presenciado	el	acto	delictuoso	y	les	corresponde
declarar	como	testigos;
3.	Si	son	o	han	sido	cónyuges,	tutores	o	curadores	del	inculpado	o
agraviado;
4.	Si	son	parientes	consanguíneos	hasta	el	cuarto	grado,	afines
hasta	el	segundo,	o	adoptivos	o	espirituales	con	el	inculpado	o	con
el	agraviado;
5.	Si	han	sido	parientes	afines	hasta	el	segundo	grado,	aunque	se
haya	disuelto	la	sociedad	conyugal	que	causó	la	afinidad;
6.	Si	son	acreedores	o	deudores	del	inculpado	o	del	agraviado;
7.	 Cuando	 hayan	 intervenido	 en	 la	 instrucción	 como	 jueces
inferiores,	 o	 desempeñado	 el	 Ministerio	 Público,	 o	 intervenido
como	peritos	o	testigos,	o	por	haber	sido	defensores	del	inculpado
o	del	agraviado.
C.P.C.
ART.	 305.—Modificado.	 Ley	 28524,	 Art.	 Único.	 Causales	 de
impedimentos.	El	juez	se	encuentra	impedido	de	dirigir	un	proceso	cuando:
1.	Ha	sido	parte	anteriormente	en	éste;
2.	Él	o	su	cónyuge	o	concubino,	tiene	parentesco	dentro	del	cuarto	grado	de
consanguinidad,	segundo	de	afinidad	o	de	adopción	con	alguna	de	las	partes
o	con	su	representante	o	apoderado	o	con	un	abogado	que	interviene	en	el
proceso;
3.	 Él	 o	 su	 cónyuge	 o	 concubino,	 tiene	 el	 cargo	 de	 tutor	 o	 curador	 de
cualquiera	de	las	partes;
4.	Ha	recibido	él	o	su	cónyuge	o	concubino,	beneficios,	dádivas	de	alguna	de
las	partes,	 antes	o	después	de	empezado	el	proceso,	 aunque	ellos	 sean	de
escaso	valor;
5.	 Ha	 conocido	 el	 proceso	 en	 otra	 instancia,	 salvo	 que	 haya	 realizado
únicamente	actos	procesales	de	mero	trámite;	o
6.	Derogado.	Ley	29057,	Art.	2°.
D.	Leg.	52.
ART.	 20.—Prohibiciones	 en	 el	 ejercicio	 funcional.	 Los	 miembros	 del
Ministerio	Público	no	pueden:
a.	Desempeñar	cargos	distintos	al	de	su	función,	que	no	sean	los	señalados
expresamente	por	la	ley.
b.	Ejercer	 actividad	 lucrativa	o	 intervenir,	 directa	o	 indirectamente,	 en	 la
dirección	 o	 gestión	 de	 una	 empresa.	 Esta	 prohibición	 no	 impide	 la
administración	de	los	bienes	muebles	o	inmuebles	de	su	propiedad.
c.	 Defender	 como	 abogado	 o	 prestar	 asesoramiento	 de	 cualquier
naturaleza,	 pública	 o	 privadamente.	 Cuando	 tuvieren	 que	 litigar	 en	 causa
propia	que	no	tuviese	relación	alguna	con	su	función,	otorgarán	poder.
d.	 Aceptar	 donaciones,	 obsequios	 o	 ser	 instituido	 heredero	 voluntario	 o
legatario	de	persona	que,	directa	o	 indirectamente,	hubiese	 tenido	 interés
en	 el	 proceso,	 queja	 o	 denuncia	 en	 que	 hubiesen	 intervenido	 o	 pudieran
intervenir	los	miembros	del	Ministerio	Público.
e.	Aceptar	mandatos,	salvo	de	su	cónyuge	para	actos	que	no	tengan	relación
alguna	con	el	ejercicio	de	su	función,	ni	tengan	por	objeto	hacerlo	valer	ante
la	Administración	Pública	o	el	Poder	Judicial.
f.	 Comprar,	 arrendar	 o	 permutar,	 directa	 o	 indirectamente,	 bienes	 de
persona	comprendida	en	el	inciso	d)	del	presente	artículo.
g.	 Admitir	 recomendaciones	 en	 los	 asuntos	 en	 que	 intervienen	 o
formularlas	 a	 otros	 fiscales,	 jueces	 o	 funcionarios,	 empleados	 públicos	 u
organismos	 vinculados	 al	 Gobierno	 Central	 o	 a	 los	 gobiernos	 regionales	 o
locales.
h.	 Intervenir,	 pública	 o	 privadamente,	 en	 actos	 políticos,	 que	 no	 sean	 en
cumplimiento	de	su	deber	electoral.
i.	Sindicalizarse	y	declararse	en	huelga.
j.	 Avocarse	 al	 conocimiento	 de	 denuncias	 o	 procesos	 cuando
personalmente,	 su	 cónyuge	 o	 concubino	 tenga	 o	 hubiera	 tenido	 interés	 o
relación	 laboral	 con	 alguna	 de	 las	 partes.	 Exceptúase	 de	 la	 prohibición
contenida	 en	 el	 presente	 inciso	 las	denuncias	o	procesos	 en	 los	que	 fuera
parte	el	Ministerio	Público.
D.	Leg.	52.
ART.	 21.—Excepciones	 a	 la	 exclusividad	 en	 la	 función	 fiscal.	 No	 está
comprendido	en	el	 inciso	a)	del	artículo	anterior	participar	en	comisiones
reformadoras	 de	 la	 legislación	 nacional	 o	 en	 congresos	 nacionales	 o
internacionales	 o	 en	 cursillos	 de	 perfeccionamiento	 profesional,	 siempre
que	se	cuente	con	la	autorización	correspondiente.	Tampoco	lo	está	ejercer
la	docencia	universitaria.
D.	Leg.	52.
ART.	 22.—Infracción	 de	 los	 impedimentos	 y	 prohibiciones.
Responsabilidades.	 La	 infracción	 de	 los	 impedimentos	 y	 prohibiciones	 a
que	 se	 refieren	 los	 artículos	 precedentes	 dan	 lugar	 a	 responsabilidad
disciplinaria,	 civil	 o	 penal,	 según	 el	 caso.	 Son	 también	 responsables,	 en
alguna	de	estas	formas,	por	las	infracciones	que	cometan	en	el	ejercicio	de
sus	funciones,	así	como	en	los	casos	de	conducta	irregular	o	que	los	hagan
desmerecer	en	el	concepto	público.
D.	Leg.	52.
ART.	 23.—Impedimento	 y	 sustitución.	 Cuando	 un	 fiscal	 estuviese
impedido	de	 intervenir	en	caso	determinado,	 lo	sustituirá	el	 fiscal	adjunto
respectivo.	Si	no	hubiere	fiscal	adjunto,	la	junta	de	fiscales	a	que	pertenece
el	impedido	designará	al	que	deba	reemplazarlo.	Si	la	junta	de	fiscales	no	se
hubiese	constituido	o	no	fuere	posible	reunirla	de	inmediato,	lo	sustituirá	el
fiscal	 superior	 o	 provincial	 menos	 antiguo,	 según	 quien	 fuere	 el
reemplazado.
D.	Leg.	52.
ART.	 24.—Reemplazante	 del	 Fiscal	 de	 la	 Nación.	 En	 los	 casos	 de
impedimento,	enfermedad,	duelo,	ausencia	temporal	y	vacaciones	del	Fiscal
de	 la	Nación,	 asumirá	 sus	 funciones	 el	 que	deba	 reemplazarlo	en	el	 turno
siguiente,	hasta	que	el	titular	las	reasuma.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 145.—Modificado.	 Ley	 29755,	 Art.	 Único.	 Casos	 de	 discordia	 o
impedimento	de	un	juez.	En	los	casos	de	discordia	o	impedimento	de	uno
o	 más	 jueces,	 el	 presidente	 procede	 a	 llamar	 a	 los	 jueces	 de	 la	 misma
especialidad	de	otras	salas,	si	las	hubiera,	y	luego,	a	los	jueces	de	las	salas	de
otra	 especialidad,	 comenzando	 por	 el	 menos	 antiguo,	 en	 el	 orden	 de
prelación	que	establece	el	consejo	ejecutivo	correspondiente.
En	 todos	 los	 casos	de	discordia	o	 impedimento	 sobreviniente	de	un	 juez,
los	 demás	 están	 obligados	 a	 redactar	 y	 suscribir	 sus	 votos,	 los	 que	 son
archivados	 en	 relatoría,	 dándose	 acceso	 a	 su	 lectura	 a	 los	 abogados
defensores.
PROCEDIMIENTOS	A	SEGUIR	EN	CASOS	DE	VACANCIA,	LICENCIA	U
OTRAS	CIRCUNSTANCIAS	PARA	LA	CONFORMACIÓN	DE	SALAS	DE	LA	CS
R.	Adm.	169-2011-CE-PJ.
ART.	 1°.—Disponer	 que	 en	 casos	 de	 vacancia,	 licencia	 u	 otras
circunstancias	análogas	por	 las	que	uno	o	más	 jueces	de	una	 la	 Sala	de	 la
Corte	 Suprema	 de	 Justicia	 de	 la	 República,	 el	 presidente	 del	 colegiado
procederá	 a	 llamar	 al	 juez	 supremo	 menos	 antiguo	 de	 la	 otra	 sala	 de	 la
misma	especialidad,	si	lo	hubiera;	y	luego	de	las	salas	de	otra	especialidad.
R.	Adm.	169-2011-CE-PJ.
ART.	 2°.—Si	 la	 licencia,	 vacancia	 u	 otras	 circunstancias	 análogas	 de	 los
jueces	 de	 las	 salas	 supremas	 tengan	 duración	 mayor	 a	 sesenta	 días,	 son
reemplazados	 por	 los	 jueces	 superiores	 de	 la	 República	 que	 reúnan	 los
requisitos	 para	 ser	 jueces	 supremos	 provisionales,	 para	 cuyo	 efecto	 el
Presidente	 de	 la	 Corte	 Suprema	 de	 Justicia	 de	 la	 República	 procederá
conforme	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	66	de	la	Ley	de	la	Carrera	Judicial.
JURISPRUDENCIA.—El	 derecho	 a	 recusar	 posibilita	 la	 manifestación
práctica	del	derecho	al	juez	natural.	“(...).	112.	Asimismo,	y	como	es	lógico,
no	 basta	 que	 el	 derecho	 al	 juez	 natural	 sea	 recogido	 por	 los	 textos
constitucionales,	sino	que	es	necesario	instaurar	aquellos	institutos	que	doten
a	 los	 justiciables	 de	 los	 medios	 para	 llevar	 el	 uso	 del	 derecho	 al	 terreno
práctico.	El	instituto	de	la	recusación	está	destinado	justamente	a	cuestionar
la	 imparcialidad	 e	 independencia	 del	 juez	 en	 la	 resolución	 de	 la	 causa.	 Aun
cuando	 exista	 un	 abierto	 reconocimiento	 constitucional	 del	 derecho	 al	 juez
natural,	 si	 se	 restringiera	 irrazonablemente	 la	 posibilidad	 de	 recusar	 a	 los
jueces	 del	 proceso,	 el	 ejercicio	 del	 derecho	 no	 encontraría	 posibilidad	 de
manifestarse	en	los	hechos.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	010-2002-AI/TC,	ene.	03/2003.
Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—La	recusación	puede	construirse	por	razones
amicales.	“(...)	constituye	garantía	de	un	debido	proceso	que	las	partes
intervinientes	en	una	relación	procesal	se	sometan	a	un	proceso	que	esté
dirigido	por	un	juez	del	que	no	se	pueda	dudar	de	su	imparcialidad;
(...)	en	el	caso	exámine,	la	recusación	planteada	se	funda	en	el	hecho	de	que	la
señorita	juez	de	la	causa	doctora	(...)	sostiene	una	estrecha	relación	amical
con	la	señora	(...)	con	quien	el	querellante	ha	venido	sosteniendo	una	serie	de
juicios,	lo	que	ha	originado,	a	su	entender,	una	marcada	enemistad	por	parte
de	la	señorita	juez	penal	recusada	(...).
Que,	siendo	así,	esta	circunstancia	permite	que	legítimamente	cualquiera	de
las	partes	dude	de	la	imparcialidad	del	juez,	por	lo	que	para	evitar	que	dichos
cuestionamientos	continúen	y,	por	ende,	entorpezcan	el	normal	desarrollo	del
proceso,	 a	 fin	 de	 salvaguardar	 la	 imagen	 de	 la	 administración	 de	 justicia	 e
incluso	de	la	propia	señorita	juez	penal	(...)	y	que	no	se	ponga	en	tela	de	juicio
su	imparcialidad,	resulta	conveniente	que	aquélla	no	siga	conociendo	la	causa
y	así	evitar	toda	suerte	de	suspicacias,	dejando	a	salvo	su	honorabilidad	(...)”.
(CSJ,	Exp.	995-98-B,	nov.	16/98.	S.S.	Martínez	Maravi)
JURISPRUDENCIA.—Magistrado	que	sentencia	a	su	ex	patrocinado	no
genera	nulidad	de	la	sentencia:	juez	imparcial.	“(...)	1.	El	objeto	de	la
demanda	es	que	se	declare	la	nulidad	de	la	sentencia	(...)	4.	Del	análisis	de	los
documentos	que	obran	en	autos	este	tribunal	considera	que	la	demanda	debe
ser	desestimada	por	las	siguientes	consideraciones:	(...)	la	manifestación
policial	de	don	(...),	en	la	que	se	consigna	el	nombre	de	su	abogado	defensor
(...)	defendido	del	magistrado	emplazado,	no	tuvo	la	condición	de	denunciado,
según	se	observa	de	la	denuncia	fiscal	(...)	en	la	que	se	solicita	su	declaración
testimonial.	(...)	se	aprecia	copia	del	acta	de	la	audiencia	(…)	en	la	que	se
consignó	que	el	emplazado,	don	(...),	presidente	de	la	sala	y	director	de
debates,	se	inhibió	en	el	Proceso	Penal	(...)	por	considerar	que	al	haber
actuado	como	abogado	defensor	de	don	(...)	podrían	generarse	suspicacias	en
el	proceso.	Esta	inhibición	fue	declarada	improcedente	por	los	miembros	de	la
sala	(...),	tras	considerar	que	ésta	no	se	ceñía	a	lo	establecido	en	el	artículo	29,
inciso	7,	del	Código	de	Procedimientos	Penales	porque	don	(...)	no	tuvo	la
condición	de	procesado	ni	agraviado	en	el	proceso	penal	y	tampoco	fue
convocado	como	testigo	en	el	juicio	oral.	Es	importante	señalar	que	antes	del
pronunciamiento	de	los	miembros	de	la	sala	superior	se	corrió	traslado	a	los
abogados	defensores	de	la	inhibición	del	magistrado	emplazado,	sin	que	estos
emitieran	opinión.	(...)	este	Tribunal	Constitucional	considera	que	la
participación	del	magistrado	Hinostroza	Pariachi	no	implica	la	nulidad	de	la
sentencia	condenatoria,	ni	de	la	resolución	que	desestimó	el	pedido	de
exención	de	la	pena,	pues	si	bien	actuó	como	abogado	defensor	de	don	(...),
esta	persona	solo	tuvo	la	condición	de	testigo	en	el	Proceso	Penal	(...)
conforme	fluye	de	la	denuncia	fiscal	(...),	y	no	tuvo	ninguna	participación	en	el
juicio	oral	de	acuerdo	con	lo	consignado	en	el	acta	que	obra	(...).”	(TC,	Exp.
01885-2011-PHC/TC,	nov.	17/2011.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Independencia	 judicial:	 interna	 y	 externa.	 “(...)	 El
principio	de	independencia	judicial	exige	que	el	legislador	adopte	las	medidas
necesarias	 y	 oportunas	 a	 fin	 de	 que	 el	 órgano	 y	 sus	miembros	 administren
justicia	con	estricta	sujeción	al	derecho	y	a	la	Constitución,	sin	que	sea	posible
la	 injerencia	 de	 extraños	 a	 la	 hora	 de	 delimitar	 e	 interpretar	 el	 sector	 del
ordenamiento	 jurídico	 que	 ha	 de	 aplicarse	 en	 cada	 caso.	 (…)”.	 (TC,	 Exp.
00004-2006-PI/TC,	abr.	18/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Las	 partes	 no	 pueden	 buscar	 el	 magistrado	 de	 su
preferencia;	naturaleza	de	la	“recusación”.	“(…)	una	de	las	características
de	la	potestad	jurisdiccional	penal,	es	la	inamovilidad	en	el	cargo	de	su	titular
en	 el	 ejercicio	 funcional	 –de	 la	 que	 se	 deriva	 también	 la	 imposibilidad	 de
sustitución	 sin	motivo	 razonable	 ilegal	 alguno–,	 en	 tal	 virtud,	 las	 partes	 no
pueden	a	su	 libre	albedrío	provocar	el	 reemplazo	o	el	desplazamiento	de	un
juez	 competente	 para	 conocer	 un	 caso	 concreto,	 pues	 no	 les	 está	 permitido
buscar	el	magistrado	de	su	preferencia,	–lo	cual	tampoco	les	está	permitido	de
oficio	a	los	propios	operadores	jurisdiccionales–,	sino	que	éstas	tienen	el	deber
de	someterse	a	la	prescripción	constitucional	del	juez	legal	o	predeterminado
por	 ley.	 (…)	 por	 tales	 consideraciones,	 nuestra	 ley	 procesal	 penal	 prevé	 el
instituto	jurídico	denominado	‘recusación’.”	(C.	S.,	R.	N.	AV.	N33-2003-09,	may.
25/2011.	S.	S.	Gonzáles	Campos)
JURISPRUDENCIA.—La	 recusación	 busca	 asegurar	 un	 juicio	 con	 todas
las	 garantías.	 “(…)	 el	 instituto	 jurídico	 denominado	 ‘recusación’,	 la	 que	 es
concebida	 como	 un	 derecho	 de	 las	 partes	 procesales	 para	 solicitar	 el
apartamiento	del	conocimiento	o	intervención	en	un	determinado	proceso	de
los	 jueces	 en	quienes	 concurra	alguna	circunstancia	que	afecte	 su	necesaria
imparcialidad	 u	 objetividad,	 cuyo	 fundamento	 radica	 en	 la	 necesidad	 de
asegurar	 un	 juicio	 con	 todas	 las	 garantías,	 en	 consecuencia,	 constituye
elemento	esencial	del	derecho	al	debido	proceso	que	se	exija	la	concurrencia
de	 dos	 elementos	 conexos	 y	 coexistentes:	 por	 una	 parte,	 que	 la	 justicia	 sea
impartida	por	 jueces	 imparciales	 y,	 por	otra	parte,	 además,	 que	 la	 sociedad
pueda	inequívocamente	constatar	que	ello	es	así.
‘(…)	 la	 ley	 procesal	 penal,	 por	 razones	 de	 seguridad	 jurídica,	 establece	 un
conjunto	de	causales	de	recusación	–referidas	a	 la	ausencia	de	vinculación	o
de	 relación	 del	 juez	 con	 las	 partes	 o	 con	 el	 objeto	 procesal–	 que	 importan
circunstancias	de	privación	de	 la	 idoneidad	subjetiva	o	de	 las	condiciones	de
imparcialidad	y	de	neutralidad;	que	en	tal	sentido	los	artículos	veintinueve	y
treinta	y	uno	del	Código	de	Procedimientos	Penales,	regulan	los	supuestos	en
los	que	concurren	razonadamente	una	apariencia	de	parcialidad	o	que	hacen
prever	 fundadamente,	 más	 bien,	 un	 deterioro	 de	 la	 imparcialidad	 del
juzgador.’”	(C.	S.,	R.	N.	AV.	N33-2003-09,	may.	25/2011.	S.	S.	Gonzáles	Campos)
JURISPRUDENCIA.—La	 recusación	 vinculada	 a	 “duda	 en	 la
imparcialidad	del	juez”	debe	examinar	las	circunstancias	concretas	del
caso.	“(…)	 la	cual	regula	un	supuesto	de	recusación	vinculado	a	“duda	en	 la
imparcialidad	del	 juez”	y	su	verificación	requiere	que	se	pueda	demostrar	 la
existencia	de	un	motivo	fundado	para	que	pueda	dudarse	de	la	imparcialidad
del	 juez	 de	 la	 causa,	 lo	 que	 obliga	 al	 órgano	 jurisdiccional	 competente	 al
examen	 concreto	 de	 las	 circunstancias	 del	 caso,	 no	 a	 una	 apreciación	 en
abstracto,	 es	 decir,	 debe	 apreciarse	 la	 concurrencia	 de	 algunos	 hechos
relevantes	relativos	a	su	actividad	 funcional	que	permitan	poner	en	duda	su
imparcialidad,	en	el	que	 incluso	 las	apariencias	son	 importantes,	en	tanto	 lo
que	 está	 en	 juego,	 como	 ya	 se	 anotó,	 es	 la	 confianza	 que	 los	 jueces	 de	 una
sociedad	 democrática	 deben	 merecer	 a	 los	 que	 acuden	 a	 ellos	 –conforme:
sentencia	 del	 Tribunal	 Europeo	 de	Derechos	Humanos	 recaída	 en	 el	 Asunto
Houschildt	 contra	 Dinamarca,	 del	 veinticuatro	 de	 mayo	 de	 mil	 novecientos
ochenta	 y	 nueve	 (…).”	 (C.	 S.,	 R.	 N.	 AV.	 N33-2003-09,	 may.	 25/2011.	 S.	 S.
Gonzáles	Campos)
JURISPRUDENCIA.—Intención	 de	 cuestionar	 la	 imparcialidad	 del	 PJ
resulta	 ética	 y	 jurídicamente	 imposible	 de	 aceptar.	 “(…)	 pretensión	 del
encausado,	 es	 cuestionar	 a	 través	 de	 una	 consideración	 global	 la
imparcialidad	 en	 su	 conjunto	 del	 Poder	 Judicial	 en	 especial	 de	 la	 Corte
Suprema	 de	 Justicia	 como	 última	 instancia;	 sustento	 que	 es	 ética	 y
jurídicamente	 imposible	 de	 aceptar;	 b)	 asimismo,	 señala	 que	 el	 recurrente
cuestiona	las	decisiones	adoptadas	por	los	jueces	supremos	recusados	en	otros
procesos,	 las	mismas	 que	 pueden	 afectar	 los	 derechos	 e	 interés	 legítimo	 del
procesado	 Alberto	 Fujimori	 Fujimori,	 señalando	 que	 no	 existe	 ninguna
resolución	 firme	 que	 haya	 declarado	 que	 tales	 resoluciones	 vulneren	 los
derechos	 del	 procesado	 y	menos	 que	 estos	 hayan	 expresado	 un	 perjuicio	 de
carácter	político	o	de	posición	previa	 contraria	a	 la	 ley;	 c)	además	 sustenta
que	 las	 opiniones	 emitidas	 por	 los	 magistrados	 sobre	 el	 régimen	 de	 los
procesados	 con	 relación	 al	 Poder	 Judicial	 y	 la	 política	 de	 orden	 público	 no
forman	parte	del	objeto	del	presente	proceso;	por	lo	que	el	recusante	no	pude
formar	un	motivo	válido	de	la	recusación	planteada	por	el	hecho	de	que	está
centrada	 en	un	ámbito	 no	 sujeto	 a	 control	 jurisdiccional;	 d)	 concluyendo	 la
Sala	Penal	Especial	que	el	 sustento	que	planteó	 la	defensa	del	 recurrente	es
netamente	de	carácter	estructural,	que	afecta	a	todo	el	ordenamiento	judicial,
cuya	 consecuencia	 sería	 la	 imposibilidad	 de	 que	 un	 juez	 del	 Poder	 Judicial
pueda	 conocer	 este	 proceso,	 por	 lo	 que	 de	 su	 resultado	 es	 de	 imposible
aplicación;	 por	 último,	 que	 no	 hay	 fundamento	 razonable	 para	 apartar	 a
quienes	 integran	 la	 Sala	 Penal	 Especial	 –ahora	 recusada–	 sobre	 la	 base	 de
consideraciones	tan	amplías	para	realizar	un	análisis	en	sede	de	recusación,
las	 mismas	 que	 no	 son	 propiamente	 idóneas	 para	 justiciar	 en	 concreto	 un
motivo	 de	 recusación	 por	 temor	 de	 parcialidad,	 sustento	 por	 los	 cuales
adolece	 de	 los	 requisitos	 imprescindibles	 para	 apartar	 a	 un	 juez	 del
conocimiento	de	una	causa	a	la	cual	fue	designado.”	(C.	S.,	R.	N.	AV.	N33-2003-
09,	may.	25/2011.	S.	S.	Gonzáles	Campos)
JURISPRUDENCIA.—Causal	 genérica	 de	 recusación	 se	 sustenta	 en	 la
verificación	 de	 actitudes	 procesales.	 “(…)	 la	 causal	 genérica	 de	 la
recusación	 invocada	 por	 la	 recurrente,	 procesalmente	 se	 sustenta	 en	 la
verificación	de	actitudes	procesales	indebidas	o	irregulares	de	los	magistrados
que	 conocen	 determinados	 procesos	 penales	 hacia	 alguno	 de	 los	 sujetos
procesales,	 significando	 con	 ello	 que	 su	 imparcialidad	 se	 encuentra
comprometida;	no	existiendo	en	el	presente	caso,	ningún	elemento	de	prueba
presentado	 –conforme	 a	 las	 copias	 anexadas	 en	 su	 escrito	 de	 recusación
conforme	obra	a	fojas	mil	doscientos	noventa	a	mil	trescientos	veintitrés–	por
la	 defensa	 del	 encausado	 que	 establezcan	 conductas	 efectuadas	 por	 los
magistrados	recusados	para	dudar	de	su	imparcialidad	al	conocer	el	presente
caso,	 ni	 permite	 sustentar	 el	 temor	 de	 imparcialidad	 que	 la	 ley	 prevé	 para
apartar	a	un	juez	del	conocimiento	de	una	causa	penal.
Esta	 desestimación	 ‘in	 límine’	 debe	 entenderse,	 en	 su	 debida	 amplitud	 y
coherencia,	no	sólo	cuando	los	motivos	aducidos	no	se	encuentren	inmersos	de
modo	notorio	en	los	supuestos	de	los	artículos	veintinueve	y	treinta	y	uno	del
Código	 de	 Procedimientos	 Penales,	 sino	 también	 cuando	 la	 recusación	 está
prohibida	por	la	ley,	es	decir,	adolezca	de	evidente	imposibilidad	jurídica	para
su	ejercicio,	o	cuando	presenta	graves	y	evidentes	defectos,	procediéndose	por
ello	 a	 su	 desestimación	 liminar	 por	 inadmisibilidad	 o	 improcedencia,	 según
corresponda.”	 (C.	 S.,	 R.	 N.	 AV.	 N33-2003-09,	 may.	 25/2011.	 S.	 S.	 Gonzáles
Campos)
JURISPRUDENCIA.—La	 imparcialidad	 e	 independencia	 son	 garantías
consustanciales	 y	 necesarias	 para	 una	 correcta	 administración	 de
justicia.	 “(…)	 La	 imparcialidad	 e	 independencia	 son	 garantías
consustanciales	 y	 necesarias	 para	 una	 correcta	 administración	 de	 justicia,
éstas	 han	 de	 entenderse,	 a	 su	 vez,	 como	 garantías	 para	 los	 imputados
(garantía	 a	 ser	 juzgado	 por	 un	 tribunal	 independiente	 e	 imparcial),
configurándose,	de	este	modo,	su	doble	dimensión.	Ello	resulta	conforme	con
lo	 fijado	 en	 el	 artículo	 ocho	 punto	 uno	 de	 la	 Convención	 Americana	 de
Derechos	Humanos;	que,	por	ello,	podemos	decir	que	cuando	un	juez	resuelve
con	 sujeción	estricta	a	 la	 ley,	garantiza	 la	objetividad	e	 imparcialidad	de	 su
juzgamiento;	 que	 está	 obligada	 vinculación	 es	 especialmente	 exigible	 en	 el
ámbito	penal,	pues	el	principio	de	legalidad	penal	se	vincula	ante	todo	con	el
imperio	de	 la	 ley	 como	presupuesto	de	 la	actuación	del	Estado	 sobre	bienes
jurídicos	de	los	ciudadanos,	pero	también	con	el	derecho	de	los	ciudadanos	a
la	 seguridad,	 y	 a	 la	 prohibición	 de	 la	 arbitrariedad	 y	 el	 derecho	 a	 la
objetividad	 e	 imparcialidad	 del	 juicio	 de	 los	 tribunales;	 además,	 el	 Tribunal
Europeo	 de	 Derechos	 Humanos,	 sostiene	 que	 la	 actividad	 instructora,	 en
cuanto	pone	al	que	la	lleva	a	cabo	en	contacto	directo	con	el	acusado	y	con	los
hechos	 y	 datos	 que	 deben	 servir	 para	 averiguar	 el	 delito	 y	 sus	 posibles
responsables	puede	provocar	en	el	ánimo	del	instructor,	incluso	a	pesar	de	sus
mejores	deseos,	prejuicios	e	impresiones	a	favor	o	en	contra	del	acusado	que
influyan	 a	 la	 hora	 de	 sentenciar.	 Incluso,	 aunque	 ello	 no	 suceda,	 es	 difícil
evitar	 la	 impresión	que	el	 juez	no	acomete	 la	 función	de	 juzgar	 sin	 la	plena
imparcialidad	que	le	es	exigible.”	(C.	S.,	R.	N.	AV.	N33-2003-09,	may.	25/2011.
S.	S.	Gonzáles	Campos)
JURISPRUDENCIA.—La	imparcialidad	judicial	no	se	lesiona	solo	porque
un	amparo	o	un	hábeas	corpus	logren	revertir	la	decisión	del	juez.	 “(...)
se	 trató	 de	 una	 decisión	 que	 se	 adoptó	 en	 el	 curso	 de	 un	 proceso,	 y	 en	 el
ejercicio	 legítimo	 de	 las	 funciones	 de	 los	 magistrados	 y	 no	 se	 aprecia	 una
actuación	 inquisitiva,	 generadora	de	prejuicios	 respecto	a	 la	adopción	de	 la
medida	 de	 prisión;	 es	 de	 enfatizar,	 que	 la	 evacuación	 de	 resoluciones
judiciales,	 presuntamente	 injustas,	 en	 contra	 de	 una	 de	 las	 partes,	 resulta
insuficiente	para	 justificar	 la	 concurrencia	de	parcialidad	 judicial	 o	 suscitar
dudas	 o	 temores	 y,	 en	 todo	 caso,	 dará	 lugar	 a	 otras	 pretensiones	 judiciales
para	restablecerse	por	los	cauces	pertinentes	a	través	de	los	recursos;	que	el
interés	 indirecto	 no	 se	 puede	 derivar	 de	 deducciones	 sobre	 resoluciones
adoptadas	por	los	jueces	y	tribunales,	sino	que	debe	acreditarse	la	existencia
de	 un	 estado	 pasional,	 que	 responda	 material	 o	 espiritualmente	 a	 la
satisfacción	 de	 un	 impulso	 personal,	 que	 los	 lleve	 a	 prescindir	 de	 la
ponderación	 y	 ecuanimidad	 que	 deben	 presidir	 sus	 actos	 y	 decisiones
judiciales.	 (...)	 la	 interposición	 de	 hábeas	 corpus	 o	 de	 amparo	 contra	 una
concreta	decisión	 judicial,	no	basta	para	estimar	 lesionada	 la	 imparcialidad
judicial,	 pues	 se	 requieren	 indicios	 objetivos	 y	 razonables	 que	 permitan
sostener,	con	rigor,	la	existencia	de	una	falta	de	imparcialidad;	que,	si	bien,	en
el	caso	concreto	el	juez	constitucional	declaró	fundada	la	demanda	de	hábeas
corpus	y	declaró	nula	la	resolución	que	revocó	el	mandato	de	comparecencia
restringida	por	la	orden	de	detención;	sin	embargo,	esa	decisión	se	basó	solo
en	una	apreciación	distinta	de	la	prueba:	estimaron	que	los	documentos	que
presentó	el	acusado	sí	justificarían	su	inasistencia	a	las	audiencias	–según	la
resolución	cuestionada,	esta	sentencia	constitucional	fue	revocada	en	segunda
instancia	 y	 se	 desestimó	 la	 demanda	 (...)–.”.	 (CS,	 R.	N.	 69-2013-Cañete,	mar.
25/2013.	V.	P.	Lecaros	Cornejo)
JURISPRUDENCIA.—La	 imparcialidad	 e	 independencia	 judicial	 de	 un
juez	no	está	supeditada	a	 la	condición	de	titularidad,	status	o	régimen
laboral.	 “Lo	 inconcebible	 de	 dicha	 interpretación	 está	 vinculada	 a	 razones
materiales	 para	 no	 considerar	 extendible,	 en	 la	 lógica	 del	 Nuevo	 Código
Procesal	Penal,	que	 la	titularidad	en	el	cargo	de	 juez	supremo	sea	condición
alguna	 para	 el	 conocimiento	 de	 investigaciones	 preliminares	 contra	 altos
funcionarios.	 En	 lo	 sustancial,	 resulta	 a	 todas	 luces	 irrazonable	 que	 el
legislador	haya	buscado	una	 imparcialidad	 reforzada	para	 la	 imposición	de
medidas	limitativas	contra	altos	funcionarios,	y	no	respecto	a	su	juzgamiento,
cuando	políticamente	más	 relevante	es	una	condena	a	privación	de	 libertad
que	 un	 allanamiento	 judicial.	 Rompe	 pues	 con	 la	 propia	 estructura
organizativa	del	Poder	Judicial,	regida	por	su	Ley	Orgánica	y	la	Ley	de	Carrera
Judicial,	 que	 fijan	 la	 posibilidad	 de	 que	 un	 tribunal	 supremo	 esté	 integrado
también	 por	 jueces	 provisionales	 –quienes	 a	 tal	 fin,	 claro	 está,	 deberán
cumplir	 determinadas	 condiciones	 estipuladas	 en	 la	 ley–,	 sin	 que	 se	 señale
restricción	 alguna	 en	 tal	 condición	 para	 el	 conocimiento	 de	 determinados
procesos,	tanto	más	cuando	se	trate	de	la	resolución	de	una	medida	limitativa
de	derechos,	cualitativamente	menos	invasiva	en	los	derechos	de	un	imputado
que	la	de	aquellas	referidas	a	la	imposición	de	una	pena	en	la	cual	no	opera
dicha	regla	competencial.	Además,	es	menester	señalar	que	la	imparcialidad	e
independencia	 judicial	de	un	 juez	no	se	encuentra	supeditada	a	 la	condición
de	titularidad,	status	o	régimen	laboral	(...)”.	(CS,	R.	05-2014	“1”,	jun.	17/2014
V.	P.	Barrios	Alvarado)
JURISPRUDENCIA.—Tener	 un	 criterio	 formado	 sobre	 un	 tema	 penal	 y
exponerlo	públicamente	no	se	asimila	a	una	causa	de	parcialidad.	 “Por
otro	 lado,	 es	menester	 aclarar	 que	 el	 tener	 un	 criterio	 formado	 respecto	 de
una	 materia	 jurídico-penal	 extraprocesal	 y	 públicamente	 expuesta	 puede
comportar	un	carácter	asimilable	a	una	causa	de	imparcialidad,	únicamente
porque	aquella	no	favorezca	a	la	pretensión	de	una	de	las	partes.	Ello	equivale
a	confundir	predictibilidad	con	imparcialidad.	Por	tanto,	una	cosa	es	que,	en
abstracto,	 se	 tenga	 claramente	 definido	 una	 posición	 respecto	 de	 una
institución	 jurídica	 –material	 o	 procesal–,	 que	 racionalmente	 admita
diferentes	 interpretaciones,	 y	 otra	 muy	 distinta	 es	 que	 previo	 al	 trámite
procesal	 el	 juzgador	 haya	 definido	 la	 conclusión	 fáctica	 que	 solo	 puede
adquirirse	tras	el	cumplimiento	de	las	etapas	procesales.
No	 obstante,	 lo	 dicho	 conlleva	 a	 efectuar	 una	 precisión	 adicional.	 El	 hecho
que	un	magistrado	tenga	una	posición	doctrinal	respecto	de	una	determinada
materia	del	derecho	que	vaya	en	contra	de	 la	asumida	por	 la	 jurisprudencia
nacional,	 el	 precedente	 vinculante	 o,	 incluso,	 jurisprudencia	 de	 la	 justicia
internacional,	 no	 alberga	 razón	 para	 considerar	 constreñida	 su
imparcialidad,	 en	principio	porque	 sus	 juicios	 son	abstractos	 y	 radicados	 en
un	 caso	 concreto,	 pero	 principalmente,	 porque	 aquello	 no	 tiene	 por	 qué
suponer	 que	 sea	 irrespetuoso	 al	 sistema	 de	 fuentes,	 de	 modo	 que	 un
magistrado	aun	disintiendo	en	su	foro	interno	con	los	criterios	expuestos	en	el
precedente,	 tanto	más	cuando	son	de	carácter	convencional	en	el	ámbito	de
los	 derechos	 humanos,	 tiene	 que	 aplicarlos	 en	 los	 casos	 sustancialmente
iguales”.	(CS,	Recusación	3-2014-Lima,	oct.	01/2014.	V.	P.	Barrios	Alvarado)
PLENO	JURISDICCIONAL.—Rechazo	liminar	en	los	casos	de	recusaciones
e	 inhibiciones	 de	magistrados:	 recusación	 cuando	 ya	 existe	 acusación
fiscal.	“(...)	Se	acuerda:
Por	unanimidad	(…)	en	cuanto	se	refiere	a	las	inhibiciones	y	recusaciones	de
magistrados	de	primera	instancia:
1.	 Cuando	 existe	 fecha	 para	 acto	 de	 juzgamiento,	 la	 recusación	 planteada
debe	 ser	 rechazada	 liminarmente,	 sin	 lugar	 a	 la	 formación	 de	 ningún
incidente;	 esto,	 en	 el	 caso	 que	 no	 se	 presente	 prueba	 documental	 y	 no	 se
invoque	alguna	de	 las	causales	del	artículo	29	del	Código	de	Procedimientos
Penales.
2.	 Contra	 la	 resolución	 de	 rechazo	 liminar	 procede	 concederse	 recurso
impugnatorio	 sin	 efecto	 suspensivo,	 no	 siendo	 impedimento	 para	 dictar
sentencia	o	declarar	la	contumacia	(de	ser	el	caso).
3.	Si	se	invoca	alguna	de	las	causales	previstas	en	el	artículo	29	del	Código	de
Procedimientos	 Penales	 y	 adjunte	 la	 prueba	 instrumental	 pertinente,	 debe
formarse	el	incidente	y	elevarse	a	la	sala.
Por	mayoría:
En	 el	 caso	 de	 inhibición	 y	 recusación	 de	magistrados	 de	 segunda	 instancia
previsto	 en	 artículo	 40	 del	 Código	 de	 Procedimientos	 Penales;	 el	 rechazo
liminar	 conforme	 se	 establece	 en	 el	 artículo	 34-A	 del	 acotado	 puede	 ser
resuelto	por	los	dos	vocales	restantes	del	colegiado,	al	amparo	de	lo	dispuesto
en	 el	 artículo	 150	 del	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 Orgánica	 del	 Poder
Judicial.	(...)”.	(Pleno	Jurisdiccional	Penal	Distrital,	Arequipa,	setiembre	-	2006,
Tema	3)
COMENTARIO.—El	 derecho	 de	 recusación.	 Por	 la	 recusación	 las	 partes
procesales	 tachan	 al	magistrado	 al	 existir	 dudas	 sobre	 su	parcialidad.	 Por
oposición,	la	inhibición	o	abstención	se	presenta	en	el	magistrado,	que	está
incurso	 en	 causal	 de	 separación,	 como	 el	 deber	 de	 apartarse
voluntariamente	del	conocimiento	del	proceso.	Ahora,	si	bien	el	Art.	19	de
L.O.M.P.	obliga	al	fiscal	sólo	a	excusarse	de	los	motivos	de	duda	fijados	por
la	ley,	éste	no	es	recusable	según	lo	dispuesto	por	el	Código	de	1940,	Art.	41.
C.	de	P.P.
ART.	30.—Inhibición	de	oficio.	Los	jueces	deberán	inhibirse	de
oficio	cuando	ocurra	cualquiera	de	las	causas	anteriores.
C.	de	P.P.
ART.	31.—Recusación	por	cuestionamiento	de	la
imparcialidad	del	juez.	También	podrá	ser	recusado	un	juez,
aunque	no	concurran	las	causales	indicadas	en	el	artículo	29,
siempre	que	exista	un	motivo	fundado	para	que	pueda	dudarse	de
su	imparcialidad.	Este	motivo	deberá	ser	explicado	con	la	mayor
claridad	posible	en	el	escrito	de	recusación,	o	al	prestar	el
inculpado	la	primera	declaración	instructiva.	En	este	último	caso
deberán	escribirse	textualmente	las	circunstancias	alegadas	por	el
declarante.	Por	igual	motivo	puede	el	Ministerio	Público	pedir	al
juez	que	se	inhiba.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	recusación	de	un	juez	no	se
justifica	solo	por	la	existencia	de	una	demanda	de	habeas	corpus	o
amparo	o	una	queja	ante	el	órgano	disciplinario.	“(...)	Para	acreditar	si
existe	o	no	vulneración	del	derecho	al	juez	imparcial	no	sirve	un	análisis
abstracto	y	a	priori	y,	en	definitiva,	general,	sino	que	es	menester	examinar
cada	caso	concreto	para	determinar	que	el	juez,	de	uno	u	otro	modo,	no	es
ajeno	a	la	causa	–opción	por	el	criterio	material	o	sustancial	en	vez	del
criterio	meramente	formal–.	(…)
8.	Es	recurrente	en	nuestra	práctica	forense	que	con	motivo	de	una	demanda
de	habeas	corpus	o	de	amparo	interpuesta	contra	una	concreta	decisión	o
actuación	del	juez	de	la	causa	y	también	cuando	se	ha	interpuesto	una	queja
ante	el	órgano	disciplinario	judicial,	paralelamente	se	recuse	al	magistrado	al
amparo	de	la	causal	genérica	de	temor	de	parcialidad	prevista	en	el	artículo
31	del	Código	de	Procedimientos	Penales.	Se	cuestiona	en	esos	casos	que	el
juez,	como	consecuencia	de	esas	acciones	legales,	no	ofrecería	garantías
suficientes	para	excluir	cualquier	duda	legítima	a	este	respecto.
En	estos	supuestos	se	está	ante	una	causal	de	imparcialidad	subjetiva,	en
cuya	virtud	se	entiende	que	la	convicción	personal	del	juez	como	consecuencia
de	la	aludida	acción	legal	le	restaría	apariencia	de	imparcialidad.	Pero,	como
ya	se	anotó,	la	imparcialidad	subjetiva	se	presume	salvo	prueba	en	contrario;
en	consecuencia,	no	basta	la	sola	afirmación	de	la	interposición	de	la
demanda	o	queja	ni	la	presentación	del	documento	en	cuestión	para	estimar
lesionada	la	imparcialidad	judicial.	Se	requiere,	por	consiguiente,	indicios
objetivos	y	razonables	que	permitan	sostener	con	rigor	la	existencia	de	una
falta	de	imparcialidad.	El	Tribunal,	en	este	caso,	debe	realizar	una	valoración
propia	del	específico	motivo	invocado	y	decidir	en	función	a	la	exigencia	de	la
necesaria	confianza	del	sistema	judicial	si	el	juez	recusado	carece	de
imparcialidad;	debe	examinar,	en	consecuencia,	la	naturaleza	de	los	hechos
que	se	le	atribuyen	como	violatorios	de	la	Constitución	o	del	ordenamiento
judicial,	y	si	su	realización,	en	tanto	tenga	visos	de	verosimilitud,	pudo	o	no
comprometer	su	imparcialidad.	(…)”	(Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales
Permanente	y	Transitorias,	Acuerdo	Plenario	3-2007/CJ-116,	feb.	08/08)
JURISPRUDENCIA.—Causales	de	recusación	se	encuentran	establecidas
en	el	C.	de	P.P.	“Las	causales	de	recusación	a	un	juez	natural	se	encuentran
debidamente	establecidas	en	los	artículos	veintinueve	y	treintiuno	del	Código
de	Procedimientos	Penales	(...)	el	mencionado	artículo	treintiuno	de	la	norma
procesal	 exige	 la	 explicación	 clara	 del	 motivo	 que	 origina	 la	 recusación,	 el
mismo	que	debe	justificar	duda	válida	sobre	la	imparcialidad	del	magistrado,
condiciones	 que	 en	 el	 presente	 caso	 no	 se	 dan,	 puesto	 que	 dicho	 proceder
obedece	en	esencia	a	que	el	recusante	ha	recepcionado	el	catorce	de	setiembre
de	mil	novecientos	noventiocho	(es	decir	dos	días	antes	de	presentar	el	escrito
de	 recusación),	 una	 sentencia	 expedida	 por	 el	 A-Quo	 absolviendo	 a	 los
procesados	 en	 un	 proceso	 similar	 al	 expediente	materia	 de	 autos,	 situación
que	 permite	 concluir	 que	 la	 recusación	 obedece	 al	 criterio	 que	 habría
adoptado	 el	 A-quo	 recusado,	 situación	 no	 permitida	 en	 la	 norma	 procesal,
pues	 vía	 recusación	 no	 se	 puede	 variar	 la	 competencia	 de	 un	 juez	 natural
atendiendo	 a	 un	 posible	 criterio	 adoptado,	 ya	 que	 dicha	 decisión	 debe	 ser
materia	de	cuestionamiento	procesal	conforme	a	ley	y	no	a	través	de	la	vía	de
exclusión	del	magistrado	 (...)”.	 (CSJ.	 Lima,	Exp.	N°	777-98-A,	 ene.	 07/99.	 S.S.
Miranda	Canales)
JURISPRUDENCIA.—Trámite	 de	 la	 recusación.	 “(...)	 se	 interpone	 ante	 el
mismo	juez	y	se	puede	realizar	hasta	antes	que	expida	el	informe	final	en	los
procesos	ordinarios	y/o	hasta	antes	que	se	expida	la	sentencia	en	los	procesos
sumarios	y/o	querellas;	Segundo:	Que,	frente	a	la	recusación	sólo	cabe	una	de
las	 siguientes	 alternativas,	 que	 el	 juez	 acepte	 la	 recusación,	 en	 tal	 caso
expedirá	el	auto	de	inhibición,	notificando	a	las	partes,	una	vez	consentida,	el
proceso	es	remitido	al	 llamado	por	 ley,	 con	aviso	de	 la	Sala	Mixta;	o	 la	otra
posibilidad	es	que	el	juez	no	acepte	la	recusación,	en	este	caso	ordena	que	se
forme	el	incidente	respectivo	y	un	informe	del	propio	juez	en	el	que	expresa	las
razones	 por	 las	 que	 no	 acepta	 la	 recusación,	 elevará	 el	 incidente	 a	 la	 Sala
Mixta,	 la	 que	 resolverá	 sin	 más	 trámite	 dentro	 de	 tercero	 día,	 contra	 esta
resolución	no	cabe	recurso	de	nulidad,	quedando	así	satisfecha	la	exigencia	de
la	pluralidad	de	 instancias;	Tercero:	Que,	mientras	 se	 tramita	 y	 resuelva	 la
recusación,	 el	 juez	 recusado	 sólo	 podrá	 llevar	 a	 cabo	 las	 diligencias	 que
taxativamente	 señala	 el	 artículo	 treinticuatro	 del	 Código	de	Procedimientos
Penales,	numeral	en	el	 cual	no	 se	 señala	que	pueda	expedir	 sentencia	 razón
por	la	que	durante	el	trámite	de	la	recusación	no	se	permite	la	realización	de
tal	 acto;	Cuarto;	 Que,	 el	 Código	 de	 Procedimientos	 Penales	 no	 admite	 otra
forma	 de	 trámite	 de	 la	 recusación;	Quinto:	 Que,	 la	 forma	 establecida	 en	 el
Código	 de	 Procedimientos	 Penales,	 tiene	 por	 finalidad	 garantizar	 la
pluralidad	 de	 instancias,	 así	 como	 el	 derecho	 a	 ser	 oído,	 con	 las	 debidas
garantías,	 por	 un	 juez	 independiente	 e	 imparcial,	 preestablecido	 por	 la	 ley
(juez	natural),	(...);	Octavo:	Que,	 la	recusación	puede	realizarse	por	causales
taxativas	expresamente	previstas	en	la	norma	artículo	veintinueve	del	Código
de	Procedimientos	Penales	 y/o	por	 causales	abiertas	 (genéricas)	 expresadas
en	el	texto	del	artículo	treintiuno	del	acotado	cuerpo	de	leyes,	para	lo	cual	se
requiere	 que	 la	 causal	 no	 esté	 comprendida	 en	 el	 artículo	 veintinueve	 del
Código	de	Procedimientos	Penales,	que	la	causal	exista	y	constituya	una	razón
fundada	para	dudar	de	la	imparcialidad	del	juez,	debían	ser	explícitas	con	la
mayor	 claridad	 posible	 (...)”.	 (CSJ.	 Ucayali,	 Exp.	 N°	 238-97,	 oct.	 24/97.	 S.S.
Ramírez	Garay)
JURISPRUDENCIA.—Suscripción	 de	 resoluciones	 de	 mero	 trámite	 no
sustentan	 una	 inhibición	 de	 oficio.	 “(...)	 si	 bien	 es	 cierto	 que	 el	 propio
magistrado	 planteó	 la	 inhibición	 aduciendo	 haber	 intervenido	 como	 vocal
instructor	 de	 la	 causa	 en	 reemplazo	 del	 doctor	 (…)	 el	 Tribunal	 Supremo
declaró	 infundada	la	 inhibición	por	considerar	que	tal	participación	no	tuvo
relación	 directa	 con	 el	 desarrollo	 del	 proceso,	 ya	 que	 se	 limitó	 a	 suscribir
decretos,	que,	como	se	sabe,	son	resoluciones	de	mero	trámite,	autorizándolo,
en	consecuencia,	para	 intervenir	y	pronunciarse	sobre	el	 fondo	del	caso.	 (…)
también	 se	 comprueba	 que	 ni	 el	 recurrente	 ni	 las	 otras	 partes	 del	 proceso
cuestionaron	 la	 resolución,	 quedando,	 por	 tanto,	 consentida.	 Considerando,
entonces,	 que	 no	 existen	 argumentos	 para	 cuestionar	 la	 participación	 del
vocal	ni	señales	de	violación	al	debido	proceso	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	6253-2006-
PHC/TC,	ago.	29/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Recusación	por	“temor	de	parcialidad”	basada	en
“contaminación	procesal”	exige	relación	estrecha	entre	uno	y	otro
proceso.	“(…)	Sexto:	La	causal	genérica	de	‘temor	de	parcialidad’	(…)	exige
que	como	consecuencia	de	la	actuación	funcional	de	un	magistrado	en	el
proceso	u	otro	motivo	fundado	–circunstancias	originadas	fuera	del	proceso–,
se	advierta	razonablemente	que	ésta	expresa	una	afectación	al	deber	de
imparcialidad	y	una	lesión	consiguiente	de	los	derechos	e	intereses	legítimos
de	las	partes	procesales,	siempre	que	sean	suficientes	para	dudarse	de	su
imparcialidad.
(…)	cuestiona	la	actuación	de	los	magistrados	(…)	basado	en	que	estos	jueces
supremos	han	conocido	de	un	proceso	anterior	por	el	que	condenaron	a	su
patrocinado	(…)	que	afectaría	la	decisión	final	en	la	presente	causa	por	su
‘contaminación	procesal’,	lo	cual	implicaría,	de	ser	así,	que	tengan	interés	en
que	el	proceso	se	resuelva	de	una	determinada	manera	o	decidan	a	favor	o	en
contra	de	alguna	de	las	partes	(parcialidad).
(…)	lo	cierto	es	que	entre	el	citado	proceso	concluido	y	el	actual	no	existe
relación	por	cuanto	cada	uno,	se	desarrolla	dentro	de	su	propio	marco	legal	y
no	existe	perjudicialidad	alguna	o	relación	de	causa	-	efecto	entre	los	dos
procesos,	pues	los	cargos	imputados	al	encausado	(…)	entre	ambos	procesos
(…)	los	hechos	materia	de	juzgamiento	son	diferentes	y	corresponden	a
contextos	históricamente	distantes	entre	sí	(…).	En	consecuencia,	de	lo
expresado	no	se	evidencia	motivos	objetivos	razonables	de	parcialidad	de	los
magistrados	recusados	que	supongan	un	inadecuado	ejercicio	de	la	función
jurisdiccional	(…).”	(CS.,	R.	24-2009,	may.	21/2009.	S.S.	Barrientos	Peña)
JURISPRUDENCIA.—Participación	en	tribunal	revisor	del	recurso	de
nulidad	puede	fundar	recusación	de	magistrado	por	“contaminación
procesal”.	“(…)	En	efecto,	a	partir	de	su	intervención	como	parte	del	tribunal
de	revisión	que	conoció	el	recurso	de	nulidad	presentado	por	la	fiscalía,	la
Procuraduría	Pública	del	Estado	y	de	los	sentenciados	(…)	el	precitado	juez
supremo	necesariamente,	para	suscribir	la	decisión	final,	ahondó	en	la	causa
para	interpretar	las	pretensiones	impugnativas	que	lo	obligaron	a	vincular	las
conductas	de	los	acusados	antes	nombrados	(…).”	(CS.,	R.	24-2009,	may.
21/2009.	S.S.	Barrientos	Peña)
JURISPRUDENCIA.—Temor	general	de	parcialidad	del	juez	debe
plantearse	con	especial	rigor.	“(…)	el	temor	de	parcialidad	del	artículo	31
del	Código	de	Procedimientos	Penales,	como	causa	genérica	y,	por	tanto,	de
contenido	amplio,	desde	luego,	debe	plantearse	con	especial	rigor	a	fin	de
justificar	razonablemente	una	legítima	y	fundada	sospecha	de	pérdida	de
imparcialidad.	La	denuncia	de	falta	de	imparcialidad	debe	estar	referida	al
juez	de	la	causa	y	destacar	los	hechos	que	objetivamente	tienen	entidad	para
producir	fundada	sospecha	de	parcialidad	o	incompatibilidad	de	funciones.
(…)”	(CS.,	Exp.	AV-33-2003,	set.	22/2009.	S.S.	San	Martín	Castro)
DOCTRINA.—Supuestos	 del	 derecho	 de	 recusar.	 “El	 artículo	 entiende
que	 la	 recusación	 también	 puede	 darse	 por	 otros	 supuestos	 no
contemplados	 en	 la	 ley	 (enemistad	 con	 una	 de	 las	 partes,	 problemas
amorosos,	compadrazgo,	etc.).	En	forma	reiterada	la	jurisprudencia	penal	ha
señalado	que	esta	regulación	amplia	de	la	recusación	–fundamentada	en	un
eventual	temor	de	parcialidad–	debe	ser	extendida	a	la	inhibición	de	oficio
del	 Art.	 30.	 La	 inhibición,	 entonces,	 no	 sólo	 procedería	 por	 las	 causas
taxativas	 contempladas	 en	 el	 Art.	 29	 del	 C.	 de	 P.P.,	 sino	 también	 por	 el
‘temor	 de	 parcialidad’	 regulado	 en	 el	 Art.	 31	 del	 C.	 de	 P.P.	 La	 doctrina
entiende	que	esto	‘(..)	se	condice	con	la	razón	de	ser	de	la	institución	de	la
recusación’.”	 (SAN	 MARTÍN	 CASTRO,	 César,	 “Derecho	 Procesal	 Penal	 -	 I”,
Lima,	Edit.	Grijley	E.I.R.L.,	1996;	pág.150)
C.	de	P.P.
ART.	 32.—Trámite	 de	 la	 distribución.	 Si	 el	 juez	 instructor	 se
inhibe,	ya	sea	voluntariamente	o	a	solicitud	del	Ministerio	Público,
o	aceptando	la	recusación,	dará	conocimiento	de	ello	al	Ministerio
Público,	 al	 inculpado	 y	 a	 la	 parte	 civil,	 y	 pasará	 los	 actuados	 al
llamado	 por	 la	 ley,	 dando	 cuenta	 del	 hecho	 al	 Tribunal
Correccional.
C.	de	P.P.
ART.	 33.—Modificado.	 D.	 Leg.	 959,	 Art.	 1°.	 Trámite	 de	 la
inhibición	y	de	la	recusación.
1.	 Si	 el	 Ministerio	 Público,	 el	 inculpado	 o	 la	 parte	 civil	 no	 se
conforman	 con	 la	 inhibición	 del	 juez,	 o	 si	 éste	 no	 acepta	 la
recusación,	se	elevará	inmediatamente	a	la	Sala	Penal	Superior	el
cuaderno	 separado	 que	 deberá	 formarse,	 conteniendo	 todo	 lo
concerniente	al	 incidente	de	 inhibición	o	recusación,	así	como	el
informe	 que	 sobre	 lo	 alegado	 emitirá	 el	 juez	 penal,	 con
conocimiento	 del	 fiscal	 provincial,	 del	 recusante	 y	 de	 las	 demás
partes.
2.	 El	 trámite	 de	 inhibición	 o	 de	 recusación	 no	 suspende	 el
proceso	 principal	 ni	 la	 realización	 de	 diligencias	 o	 actos
procesales,	 las	 cuales	 se	 realizarán	 necesariamente	 con	 la
concurrencia	del	Ministerio	Público	y	notificación	a	las	partes.	En
todo	 caso,	 el	 juez	 deberá	 abstenerse	 de	 expedir	 cualquier
resolución	que	ponga	fin	a	la	instancia	o	proceso.
3.	 La	 Sala	 Penal	 Superior,	 a	 instancia	 de	 parte,	 debidamente
fundamentada,	 puede	 disponer	 por	 medio	 de	 un	 auto	 y	 en
supuestos	razonablemente	graves,	que	el	juez	inhibido	o	recusado
suspenda	 temporalmente	 toda	 actividad	 procesal	 o	 se	 limite	 al
cumplimiento	 de	 actos	 urgentes.	 Para	 estos	 efectos,	 si	 fuera
necesario,	 la	 sala	 pedirá	 informe	 al	 juez	 de	 las	 diligencias
realizadas	o	programadas	de	hacerlo,	el	que	deberá	emitirse	en	el
término	de	un	día.
JURISPRUDENCIA.—Juez	recusado	puede	dictar	impedimento	de	salida.
“(...)	en	el	contexto	de	una	interpretación	integradora	de	los	dispositivos
constitucionales	y	legales	(…)	no	considera	que	las	disposiciones	de	los	citados
artículos	del	Código	de	Procedimientos	Penales	contengan	una	prohibición
para	que	un	juez	recusado,	en	tanto	esté	pendiente	de	resolverse	en	forma
definitiva	dicho	incidente,	no	pueda	dictar	una	medida	cautelar	de	carácter
personal,	como	lo	es	el	impedimento	de	salida	del	país	en	contra	de	un
inculpado.	Dicho	impedimento	de	salida	deberá	ser	dictado	atendiendo	a	la
naturaleza	de	dicha	medida	y	a	las	necesidades	que	existan	al	interior	de	un
proceso,	las	cuales	pueden	ir	graduándose	de	acuerdo	con	su	desarrollo	y/o	al
latente	peligro	procesal	que	evidencie	que	el	procesado	pueda	sustraerse	a	la
acción	de	la	justicia	o	perturbar	la	actividad	probatoria.	En	ese	sentido,	el
juez,	dentro	de	dicha	graduación,	puede	llegar	incluso	a	dictar	la	orden	de
detención	del	acusado,	máxima	restricción	a	la	libertad	individual.	(…)”.	(TC,
Exp.	N°	1790-2005-PHC/TC,	may.	04/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
C.	de	P.P.
ART.	 34.—Modificado.	 D.	 Leg.	 959,	 Art.	 1°.	 Plazo	 para	 la
interposición	de	la	recusación.
1.	 La	 recusación	 deberá	 de	 interponerse	 dentro	 del	 tercer	 día
hábil	de	conocida	la	causal	que	invoque.
2.	 Si	 la	 causa	 se	 encuentra	 en	 la	 Corte	 Superior	 o	 en	 la	 Corte
Suprema,	la	recusación	igualmente	deberá	interponerse	hasta	tres
días	 hábiles	 antes	 de	 haberse	 citado	 a	 las	 partes	 para	 la
celebración	de	la	audiencia	o	vista	de	la	causa.
JURISPRUDENCIA.—Determinar	el	contenido	de	un	derecho	bajo	la	tesis
de	la	interpretación	más	favorable	supone	incurrir	en	una	petición	de
principio:	impugnación	de	un	auto	supremo	que	resuelve	una
recusación.	“(…)	En	consecuencia,	este	precepto	se	limita	a	establecer	el
plazo	para	la	interposición	de	la	recusación,	y	permite	interpretar	que	tanto
los	jueces	superiores	como	los	supremos	son	recusables.	Pero	ello	no	permite
concluir	en	modo	alguno	(ni	siquiera	bajo	el	criterio	de	la	interpretación
sistemática	traído	a	colación	por	el	recurrente)	que	se	encuentra	legalmente
prevista	la	impugnación	de	un	auto	supremo	que	resuelve	una	recusación.
De	otra	parte,	si	bien	es	correcto	afirmar	que	las	normas	tienen	que
interpretarse	en	el	sentido	más	favorable	a	la	eficacia	del	contenido	de	los
derechos	fundamentales,	ello,	justamente,	requiere	como	presupuesto
determinar	razonablemente	cuál	es	el	contenido	del	concernido	derecho.	Si	la
tesis	de	la	interpretación	más	favorable	fuese	aplicada	con	prescindencia	de
una	determinación	previa,	siquiera	prima	facie,	del	contenido	del	derecho,	los
derechos	podrían	aplicarse	a	situaciones	insospechadas,	más	allá	de	toda
compatibilidad	con	su	contenido	constitucionalmente	protegido.	En	suma,
pretender	determinar	el	contenido	de	un	derecho	fundamental	bajo	el
auspicio	de	la	tesis	de	la	interpretación	más	favorable,	supone	incurrir	en	una
petición	de	principio,	pues	la	aplicación	de	ésta	requiere	de	una	previa
determinación	prima	facie	de	aquél.	Tal	determinación,	es,	justamente,	la	que
se	encuentra	en	entredicho	en	este	proceso.”	(TC.,	Exp.	4235-2010-PHC,	ago.
08/2011.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Contra	las	resoluciones	judiciales	supremas	que
resuelven	recusaciones	planteadas	contra	otros	magistrados	supremos
no	cabe	recurso	alguno.	“(…)	Lo	relevante	constitucionalmente	en	esta
causa	es	si	el	derecho	a	impugnar	los	autos	emitidos	por	la	Corte	Suprema	que
resuelven	solicitudes	de	recusación	de	magistrados	–con	prescindencia	de	la
estructuración	o	clase	del	proceso	penal	de	que	se	trate–	pertenece	o	no	al
contenido	del	derecho	fundamental	a	recurrir	las	resoluciones	judiciales	como
manifestación	del	derecho	fundamental	a	la	pluralidad	de	la	instancia	(…)
42.	Resulta	meridianamente	claro	que	el	ordenamiento	jurídico	no	tiene
previsto	expresamente	ningún	recurso	para	impugnar	las	resoluciones
judiciales	de	la	Corte	Suprema	que	resuelven	los	recursos	de	recusación	contra
magistrados	supremos.	Y	aunque	ello	permitiría	sostener	que	el	legislador	no
ha	tenido	intención	de	configurar	dicho	recurso	como	perteneciente	al
contenido	protegido	del	derecho	fundamental	a	la	pluralidad	de	la	instancia,
no	es	irrazonable	sostener	que	el	criterio	analógico	permitiría	aplicar	para
estos	supuestos	el	artículo	40	del	Código	de	Procedimientos	Penales.	Se
trataría	de	una	interpretación	constitucionalmente	posible.	(…)
44.	La	interpretación	a	la	que	se	ha	aludido	en	el	F.	J.	precedente,	es	aquélla
por	la	que,	a	través	de	una	motivación	expresa	y	suficiente,	ha	optado	la	Sala
Penal	Permanente	de	la	Corte	Suprema	de	la	República:
‘(…)	la	recusación	de	un	juez	supremo	tiene	su	propio	procedimiento
preestablecido	en	la	Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial,	cuya	decisión	no	es
susceptible	de	impugnación,	por	cuanto	la	Corte	Suprema	es	última	instancia
de	fallo.	(…).	[N]o	es	posible	en	vía	de	hecho	establecer	procedimientos	no
previstos	legalmente,	como	sucede	en	el	caso	de	recurrir	vía	recurso	de
nulidad	la	decisión	que	desestima	recusaciones	contra	miembros	de	la	última
instancia	de	fallo	de	este	poder	del	Estado.	Asimismo,	cabe	precisar	[que]	bajo
el	manto	de	la	pluralidad	de	instancias	–el	cual	se	circunscribe	principalmente
[a]	las	decisiones	de	fondo–,	no	es	posible	crear	procedimientos	o
competencias	no	preestablecidas	por	incidentes	surgidos	dentro	de	la	propia
Corte	Suprema.	(…).	En	tal	sentido	es	de	concluir	que	la	Sala	Penal
Permanente	no	viene	a	ser	un	órgano	jurisdiccional	habilitado	para	conocer
del	proceso	ni	de	los	incidentes	derivados	de	éste,	ni	mucho	menos	es	un
órgano	jerárquicamente	superior	con	relación	a	la	Primera	Sala	Penal
Transitoria,	por	lo	que	carece	de	competencia	(funcional)	para	conocer	en
grado	del	recurso	del	nulidad	del	incidente	de	recusación	contra	los	jueces
supremos	de	la	Primera	Sala	Penal	Transitoria.	(…).”	(TC.,	Exp.	4235-2010-
PHC,	ago.	08/2011.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—TC	delimita	contenido	esencial	del	derecho	a	la
pluralidad	de	la	instancia.	“(…)	25.	En	resumen,	a	criterio	del	Tribunal
Constitucional,	prima	facie	y	sin	perjuicio	de	ulteriores	precisiones
jurisprudenciales	que	pueda	ser	de	recibo	realizar,	pertenece	al	contenido
esencial	del	derecho	fundamental	a	la	pluralidad	de	la	instancia,	el	derecho	de
toda	persona	a	un	recurso	eficaz	contra:
a)	La	sentencia	que	le	imponga	una	condena	penal.
b)	La	resolución	judicial	que	le	imponga	directamente	una	medida	seria	de
coerción	personal.
c)	La	sentencia	emitida	en	un	proceso	distinto	del	penal,	a	menos	que	haya
sido	emitida	por	un	órgano	jurisdiccional	colegiado	y	no	limite	el	contenido
esencial	de	algún	derecho	fundamental.
d)	La	resolución	judicial	emitida	en	un	proceso	distinto	del	penal,	con
vocación	de	poner	fin	al	proceso,	a	menos	que	haya	sido	emitida	por	un
órgano	jurisdiccional	colegiado	y	no	limite	el	contenido	esencial	de	algún
derecho	fundamental.
26.	Acaso	sea	de	recibo	resaltar	que	a	la	luz	de	las	consideraciones	expuestas,
el	contenido	esencial	del	derecho	a	la	pluralidad	de	la	instancia,	reconocido	en
el	artículo	139,	inciso	6,	de	la	Constitución	peruana,	es	más	exigente	que	el	que
es	reconocido	en	ordenamientos	comparados.	Así,	por	ejemplo,	el	Tribunal
Constitucional	español,	tempranamente,	en	criterio	reiterado	que	suele	ser
compartido	por	otros	tribunales	constitucionales	de	Europa,	no	considera	que
la	doble	instancia	sea	exigible	en	todo	proceso	o	incidente,	sino	solo	en	el	caso
de	sentencias	penales	condenatorias.	En	efecto,	expresamente	refiere	que	el
derecho	de	acceso	a	la	tutela	judicial	‘no	comprende	con	carácter	general	el
doble	pronunciamiento	judicial,	es	decir,	la	existencia	de	una	doble	instancia,
pero	cuando	la	ley	la	establece,	el	derecho	fundamental	se	extiende	a	la	misma
en	los	términos	y	con	el	alcance	previsto	por	el	ordenamiento	jurídico.	Todo
ello	sin	perjuicio	de	las	peculiaridades	existentes	en	materia	penal,	puestas	de
relieve	en	la	Sentencia	76/1982,	de	14	de	diciembre’	(Cfr.	STC	español	4/1984,
F.	J.	1).
27.	Por	su	parte,	la	Corte	Constitucional	colombiana,	tomando	en
consideración	que	el	artículo	31	de	la	Constitución	de	Colombia	prevé	que
‘[t]oda	sentencia	judicial	podrá	ser	apelada	o	consultada,	salvo	las
excepciones	que	consagre	la	ley’,	ha	considerado	compatible	con	su	norma
fundamental	y	con	los	tratados	internacionales	de	derechos	humanos,	que	en
los	procesos	penales	contra	los	altos	funcionarios	estatales	no	se	establezca
una	segunda	instancia	penal,	siempre	que	éstos	se	desarrollen	ante	la	Corte
Suprema.	(…).”	(TC.,	Exp.	4235-2010-PHC,	ago.	08/2011.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
C.	de	P.	P.
ART.	 34-A.—Incorporado.	 D.	 Leg.	 959,	 Art.	 2°.	 Rechazo	 in
limine	de	la	recusación	o	pedido	de	inhibición.
1.	El	 pedido	de	 inhibición	del	 fiscal	 o	 la	 solicitud	de	 recusación
deberá	rechazarse	de	plano	en	los	siguientes	casos:
a)	Si	en	el	escrito	de	inhibición	o	de	recusación	no	se	especifica	la
causal	invocada;
b)	Si	la	causal	fuese	manifiestamente	improcedente;
c)	 Si	 no	 se	 ofrecen	 los	 medios	 probatorios	 necesarios	 para
acreditar	la	causal;
d)	Si	el	pedido	de	inhibición	o	de	recusación	se	formula	cuando	la
causa	ya	está	expedida	para	resolver.
2.	Contra	esa	resolución	procede,	en	el	plazo	de	tres	días,	recurso
de	apelación,	el	que	será	concedido	sin	efecto	suspensivo.	La	sala
absolverá	 el	 grado	 previo	 dictamen	 del	 fiscal	 superior.	 El
dictamen	y	el	auto	de	vista	se	expedirán	en	el	plazo	de	tres	días.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Cuando	una	recusación	se	rechaza	de
plano	por	un	motivo	legalmente	establecido	en	la	ley	es	posible	dictar
auto	de	contumacia	y	medidas	restrictivas	de	la	libertad.	“(…)	Por	otro
lado,	en	vista	que	el	auto	de	contumacia	importa,	además,	la	restricción	de	la
libertad	personal	del	imputado	al	margen	de	la	ley	procesal,	lesionando	con
ello	el	principio	constitucional	del	procedimiento	preestablecido,	tal	decisión
deviene	ilegítima	(...).	En	tal	virtud,	si	se	vulnera	el	nuevo	ordenamiento
procesal	rechazando	de	plano	la	recusación,	sin	amparo	en	la	respectiva
autorización	legal,	obviamente	rige	la	doctrina	jurisprudencial	inicialmente
mencionada.	Es	claro,	sin	embargo,	que	si	una	recusación	se	rechaza	de	plano
por	un	motivo	legalmente	establecido	en	la	ley	procesal,	obviamente	será
posible	(...)	dictar	el	auto	de	contumacia	y	las	medidas	restrictivas	de	la
libertad	correspondientes.	Por	lo	demás,	si	se	da	trámite	a	una	recusación,	aún
cuando	éste	no	suspende	el	proceso	principal	ni	la	realización	de	diligencias	o
actos	procesales	(...)	y	existe	expresa	prohibición	de	expedir	resolución	que
ponga	fin	a	la	instancia	o	al	proceso	–vid.:	apartado	dos	del	artículo	33	del
Código	de	Procedimientos	Penales–,	debe	entenderse	que	tampoco	se	puede
dictar	una	medida	limitativa	de	la	libertad,	como	consecuencia	de	un	auto	de
contumacia,	en	tanto	las	dudas	sobre	la	imparcialidad	judicial	no	se	deslinden
definitivamente	conforme	a	sus	trámites	regulares.	Cabe	acotar	que	lo
expresamente	autorizado	son	actos	o	diligencias	procesales,	no	la	expedición
de	una	resolución	que	incida	en	un	derecho	fundamental	de	la	trascendencia
de	la	libertad	personal,	y	además	siempre	está	prohibido	–esta	vez	por	regla
expresa–	clausurar	el	proceso	hasta	que	la	recusación	o	inhibición	esté
resuelta.	(CS.	Ac.	Plen.	5-2006/CJ-116,	dic.	29/2006.	S.S.	Salas	Gamboa).
PLENO	JURISDICCIONAL.—Rechazo	liminar	en	los	casos	de	recusaciones
e	 inhibiciones	 de	magistrados:	 recusación	 cuando	 ya	 existe	 acusación
fiscal.	“(...)	Se	acuerda:
Por	mayoría:
En	 el	 caso	 de	 inhibición	 y	 recusación	 de	magistrados	 de	 segunda	 instancia
previsto	 en	 artículo	 40	 del	 Código	 de	 Procedimientos	 Penales;	 el	 rechazo
liminar	 conforme	 se	 establece	 en	 el	 artículo	 34-A	 del	 acotado	 puede	 ser
resuelto	por	los	dos	vocales	restantes	del	colegiado,	al	amparo	de	lo	dispuesto
en	 el	 artículo	 150	 del	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 Orgánica	 del	 Poder
Judicial.	(...)”.	(Pleno	Jurisdiccional	Penal	Distrital,	Arequipa,	setiembre	-	2006,
Tema	3)
C.	de	P.P.
ART.	35.—Pruebas	de	la	recusación.	Como	prueba	de	 la	causa
de	 recusación,	 el	 inculpado	 o	 agraviado	 puede	 presentar	 la
certificación	escrita	de	una	o	más	personas,	con	la	firma	legalizada
ante	 escribano	 o	 juez	 de	 paz.	 El	 juez	 instructor	 y	 el	 Ministerio
Público,	 en	 el	 informe	 que	 eleven	 al	 tribunal,	 deberán	 emitir	 su
opinión	sobre	la	veracidad	y	condición	de	los	firmantes.
C.	de	P.P.
ART.	 36.—Modificado.	 Ley	 27652,	 Art.	 1°.	 Resolución	 de
incidente	de	recusación.	La	Sala	Superior,	 recibido	el	cuaderno
de	 recusación	 o	 inhibición	 lo	 remitirá	 en	 el	 día	 de	 su	 recepción
directamente	al	fiscal	que	corresponda,	quien	dictaminará	dentro
de	 las	 veinticuatro	horas,	 bajo	 responsabilidad.	 La	 Sala	 Superior
resolverá	 la	cuestión	sin	más	trámite	dentro	del	 tercer	día	con	o
sin	dictamen	del	 fiscal,	 bajo	 responsabilidad.	El	 recusante	puede
ejercer	 su	 derecho	 de	 defensa	 dentro	 del	 plazo	 fijado
inmediatamente	 antes,	 debiendo	 solicitar	 el	 uso	de	 la	 palabra	 el
mismo	 día	 de	 ingreso	 del	 expediente	 a	 la	 Sala	 Superior	 o	 por
escrito	 conforme	 convenga	 a	 su	 derecho.	 El	 informe	 oral	 podrá
realizarse	 dentro	 del	 mismo	 plazo.	 Con	 la	 resolución	 de	 la	 sala
queda	 terminado	 el	 incidente	 y	 no	 hay	 recurso	 de	 nulidad,
debiendo	 devolverse	 el	 cuaderno	 al	 juzgado	 en	 el	 día.	 No	 podrá
renovarse	 la	 recusación	 por	 la	 misma	 causa;	 pero	 en	 cualquier
estado	de	la	instrucción	puede	proponerse	una	nueva	causa.
C.	de	P.P.
ART.	37.—Recusación	de	juez	de	paz.	La	recusación	contra	los
jueces	de	paz	se	interpondrá	verbalmente	ante	él	mismo	y	en
presencia	de	dos	testigos,	extendiéndose	en	el	acta	los	motivos
que	la	fundamentan.	Previo	el	procedimiento	señalado	en	los
artículos	anteriores,	el	juez	instructor,	sin	audiencia	del	Ministerio
Público,	resolverá	la	recusación	dentro	de	tercero	día.	Contra	esta
resolución	no	procede	recurso	alguno.
C.	de	P.P.
ART.	38.—Nombramiento	de	juez	instructor	ad-hoc.	Cuando	a
juicio	del	Tribunal	Correccional	no	haya	en	el	 lugar	en	que	debe
abrirse	o	se	sigue	la	instrucción,	juez	expedito,	ya	sea	por	motivo
de	recusación	o	inhibición,	por	duda	sobre	su	imparcialidad,	o	por
la	 gravedad	 o	 complicación	 del	 delito,	 podrá	 nombrar	 un	 juez
instructor	 ad-hoc,	 pudiendo	 recaer	 este	 nombramiento	 en	 su
secretario	 o	 relator,	 o	 en	 cualquier	 abogado.	 En	 estos	 casos,	 el
Tribunal	Correccional	fijará	el	honorario	que	debe	pagársele.
C.	de	P.P.
ART.	 39.—Abono	 en	 la	 antigüedad	 del	 abogado	 nombrado
juez	ad-hoc.	El	abogado	que	siga	una	instrucción,	en	los	casos	del
artículo	anterior,	tendrá	un	año	de	abono	en	su	antigüedad	como
profesional,	y	el	 tiempo	empleado	en	 la	 instrucción	se	 le	contará
en	su	hoja	de	servicios	cuando	hubiere	lugar.
C.	de	P.P.
ART.	 40.—Modificado.	 Ley	28117,	Art.	 1°.	Recusación	de	 los
vocales.	 La	 recusación	 contra	 uno	 de	 los	 miembros	 de	 la	 Sala
Penal	se	interpondrá	ante	la	misma	sala	hasta	tres	días	antes	del
fijado	 para	 la	 audiencia.	 Es	 inadmisible	 la	 recusación	 planteada
fuera	 de	 dicho	 término,	 salvo	 que	 se	 trate	 de	 una	 causal	 de
recusación	expresamente	prevista	en	el	artículo	29	y	siempre	que
se	haya	producido	o	conocido	con	posterioridad	o	que	 la	sala	se
haya	conformado	tardíamente,	en	cuyo	caso	el	plazo	se	computará
desde	su	instalación.
Al	 formularse	 la	 recusación	 deberán	 acompañarse	 las	 pruebas
instrumentales	 que	 la	 sustentan,	 requisito	 sin	 el	 cual	 no	 será
admitida.	 El	 incidente	 se	 tramitará	 por	 cuaderno	 separado
corriéndose	 traslado	 por	 tres	 días	 al	 magistrado	 recusado.
Vencido	este	término,	 la	sala,	previa	vista	 fiscal,	resolverá	 lo	que
corresponda.	 Si	 el	 vocal	 conviene	 en	 la	 causal	 de	 recusación,	 la
sala,	sin	más	trámite,	expedirá	resolución	dentro	del	 tercero	día.
Contra	 la	 resolución	 de	 la	 Sala	 Superior	 en	 la	 que	 se	 pronuncia
sobre	 la	 recusación,	 procede	 el	 recurso	 de	 nulidad,	 el	 que	 será
resuelto	 dentro	 del	 tercer	 día	 de	 recibido	 el	 cuaderno	 con	 el
dictamen	del	fiscal	supremo	que	deberá	ser	emitido	en	el	mismo
plazo.
Contra	 la	 resolución	 que	 declara	 inadmisible	 una	 recusación
procede	 recurso	 impugnatorio	 debidamente	 fundamentado,	 el
mismo	 que	 no	 suspende	 la	 prosecución	 del	 proceso	 ni	 la
expedición	de	la	sentencia.
Los	 vocales	 sólo	 podrán	 inhibirse	 en	 los	 casos	 expresamente
señalados	en	el	artículo	29.
JURISPRUDENCIA.—Deber	de	cuidado	del	juez	en	las	dilaciones
indebidas	y	defensas	obstruccionistas.	“(...)	resulta	inverosímil	que	el	juez
constitucional	no	haya	merituado	que	las	dilaciones	indebidas	en	el	proceso
penal	tengan	origen	en	la	defensa	obstruccionista	del	recurrente	y	de	su
abogado;	que	el	peligro	procesal	era	evidente,	y	que	la	suficiencia	probatoria
se	encontraba	acopiada	en	la	acusación	fiscal	que	obra	en	autos,	y,	además,
que	al	aplicar	los	artículos	34	y	35	del	Código	de	Procedimientos	Penales,
derogados	por	la	Ley	de	Celeridad	y	Eficacia	Procesal,	disponiendo	que	se	deje
sin	efecto	las	resoluciones	dictadas	durante	la	audiencia,	entre	las	que	se
declara	improcedente	la	recusación	formulada,	estaba	actuando	de	forma
irregular.	(…)	se	evidencia	la	existencia	de	suficientes	elementos	que	permiten
colegir	que	la	resolución	dictada	en	primera	instancia	por	el	juez
constitucional	es	contraria	al	texto	expreso	de	la	ley,	que	amerita	ser
investigado	por	la	eventual	lesión	e	intencionalidad	de	vulnerar	el	bien
jurídico	tutelado,	consistente	en	el	correcto	funcionamiento	de	la
administración	de	justicia.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	3716-2004-HC/TC,	dic.	29/2004.
Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Celeridad	procesal	y	recusación.	“(...)	Con	relación	a
la	recusación,	la	Ley	de	Celeridad	y	Eficacia	Procesal	Penal	N°	28117,	que
desde	el	10	de	diciembre	de	2003	modifica	el	artículo	40	del	Código	de
Procedimientos	Penales,	establece	que	la	recusación	contra	uno	de	los
miembros	de	la	Sala	Penal	se	interpondrá	ante	la	misma	sala,	hasta	tres	días
antes	del	fijado	para	la	audiencia,	precisando	que	es	inadmisible	la	planteada
fuera	de	dicho	término,	asimismo,	que	deberán	acompañarse	las	pruebas
instrumentales	que	la	sustentan,	requisito	sin	el	cual	no	será	admitida,
disponiendo,	finalmente,	que	contra	la	resolución	que	declara	inadmisible	una
recusación,	procede	su	impugnación	debidamente	fundamentada,	la	misma
que	no	suspende	la	prosecución	del	proceso	ni	la	expedición	de	la	sentencia.
(…)”.	(TC,	Exp.	N°	3716-2004-HC/TC,	dic.	29/2004.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Inhibición	 de	 vocales	 solamente	 en	 casos
expresamente	previstos.	“(...)	los	vocales	podrán	inhibirse,	esto	es,	apartarse
de	 oficio	 del	 conocimiento	 del	 proceso,	 sólo	 en	 los	 casos	 expresamente
señalados	 en	 el	 artículo	 veintinueve	 de	 la	 precitada	 normatividad	 (...)	 los
señores	vocales	(...),	se	han	inhibido	en	la	presente	causa	alegando	evitar	que
se	generen	dudas	sobre	su	imparcialidad	en	el	conocimiento	de	la	misma;	que,
sin	 embargo,	 al	 remitirnos	 a	 la	 normatividad	 aplicable	 advertimos	 que	 la
causal	alegada	para	la	inhibición	no	se	encuentra	contemplada	en	el	artículo
veintinueve	 del	 Código	 de	 Procedimientos	 Penales;	 que,	 es	 más,	 las	 dudas
respecto	 de	 la	 imparcialidad	 del	 juzgador	 sólo	 pueden	 ser	 alegadas	 vía
recusación,	 lo	cual	supone	el	pedido	expreso	de	las	partes;	Tercero.-	Que,	en
consecuencia,	no	existiendo	fundados	motivos	para	cuestionar	la	idoneidad	e
independencia	 del	 colegiado	 para	 actuar	 con	 objetividad,	 Declararon
Infundada	la	 inhibición	de	 los	señores	vocales	(...).”	(CSJ.	Lima,	Exp.	N°	488-
98,	ene.	18/99.	S.S.	Miranda	Canales)
JURISPRUDENCIA.—Designación	de	secretaria	de	 juzgado	como	testigo
actuario	en	circunstancias	razonables	no	vulnera	el	debido	proceso.	“(…)
la	designación	de	la	secretaria	de	juzgado	(…)	como	testigo	actuario	de	Sala
superior	 que	 venía	 juzgando	 al	 accionante,	 ante	 la	 huelga	 del	 personal	 del
Poder	 Judicial	 a	 la	 que	 se	 habían	 plegado	 el	 secretario	 y	 el	 relator	 de	 la
referida	Sala,	a	fin	de	no	entorpecer	el	desarrollo	de	las	diligencias,	no	resulta
vulneratoria	 del	 debido	 proceso.	 Antes	 bien,	 constituye	 una	 media	 eficaz	 a
efectos	 de	 no	 vulnerar	 el	 derecho	 del	 procesado	 a	 ser	 juzgado	 en	 un	 plazo
razonable.	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 7786-2005-PHC/TC,	 jul.	 01/07.	 Pres.	 Landa
Arroyo)
C.	de	P.P.
ART.	 41.—Improcedencia	 de	 recusación	 de	 fiscales.	 Los
miembros	del	Ministerio	Público	no	pueden	ser	recusados,	pero	si
deben	excusarse	en	los	casos	en	que	procede	la	inhibición.
NOTA:	El	texto	del	artículo	es	según	derogatoria	parcial	efectuada	por	el	artículo	106	de	la	Ley
Orgánica	del	Ministerio	Público	(D.	Leg.	52	del	18	de	marzo	de	1981).
JURISPRUDENCIA.—¿Es	posible	la	recusación	del	fiscal?.	“En	cuanto	a	la
supuesta	parcialidad	del	fiscal	demandado,	por	haber	sido	éste	profesor	de	la
entidad	supuestamente	agraviada	en	el	proceso	penal,	en	el	únicamente	está
probada	la	condición	de	profesor	de	la	universidad	mencionada,	mas	no	así	la
pretendida	parcialidad	de	dicho	funcionario,	pues	no	se	aprecia	en	autos	que
éste	hubiera	realizado	acto	alguno	que	tenga	por	objeto	perjudicar	a	los
beneficiarios	con	la	acción,	habiéndose	limitado	el	fiscal	a	actuar	conforme	a
las	facultades	contenidas	en	el	artículo	159	de	la	Constitución.	Cabe	precisar,
además,	que	no	escapa	a	este	colegiado	que,	si	bien	es	al	fiscal	a	quien
corresponde	el	ejercicio	de	la	acción	penal,	el	juzgamiento	es	de	competencia
del	juez	penal.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	1122-2002-HC/TC,	jul.	23/2002.	Pres.	Rey
Terry)
TÍTULO	III
Ministerio	Público
C.	de	P.P.
ARTS.	42	a	48.—Derogados.	D.	Leg.	52,	Art.	106.
TÍTULO	IV
Juez	instructor
C.	de	P.P.
ART.	 49.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1206,	 Art.	 3°.	 Facultad	 de
dirección	 y	 control	 del	 juez.	 El	 juez	 penal	 es	 el	 director	 de	 la
instrucción.	 Le	 corresponde	 como	 tal	 la	 iniciativa	 en	 la
organización	 y	 desarrollo	 de	 ella.	 Asimismo,	 le	 corresponde
garantizar	 el	 cumplimiento	 de	 los	 plazos	 legales	 de	 la
investigación	 preliminar	 y	 la	 instrucción.	 Su	 inobservancia
acarrea	responsabilidad	disciplinaria.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	46.—Son	juzgados	especializados,	los	siguientes:
1.	Juzgados	civiles;
2.	Juzgados	penales;
3.	Juzgados	de	trabajo;
4.	Juzgados	agrarios;	y
5.	Juzgados	de	menores.
6.	Incorporado.	Ley	29391,	Art.	1°.	Juzgados	de	tránsito	y	seguridad	vial.
La	Corte	Suprema,	atendiendo	a	las	necesidades	del	servicio	judicial	y	a	la
carga	 procesal,	 puede	 crear	 otros	 juzgados	 de	 distinta	 especialidad	 a	 los
antes	señalados,	definiendo	su	competencia.
En	 los	 lugares	 donde	 no	 hay	 juzgados	 especializados,	 el	 despacho	 es
atendido	por	 un	 juzgado	mixto,	 con	 la	 competencia	 que	 señale	 el	 Consejo
Ejecutivo	del	Poder	Judicial.
Todos	los	juzgados	antes	señalados	tienen	la	misma	jerarquía.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	47.—En	cada	provincia	hay	cuando	menos	un	juzgado	especializado	o
mixto.	 Su	 sede	 es	 la	 capital	 de	 la	 provincia	 y	 su	 competencia	 provincial,
salvo	disposición	distinta	de	la	ley	o	del	Consejo	Ejecutivo	del	Poder	Judicial.
Si	son	más	de	uno	de	la	misma	especialidad,	se	distinguen	por	numeración
correlativa.
El	Consejo	Ejecutivo	Distrital	organiza	el	sistema	de	distribución	de	causas
entre	juzgados	de	la	misma	especialidad.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	50.—Los	juzgados	penales	conocen:
1.	 De	 los	 procesos	 penales	 de	 su	 competencia,	 con	 las	 facultades	 y	 los
trámites	señalados	por	ley;
2.	De	las	acciones	de	hábeas	corpus;
3.	En	grado	de	apelación,	los	asuntos	de	su	competencia	que	resuelven	los
juzgados	de	paz	letrados;	y,
4.	De	los	demás	asuntos	que	les	corresponda	conforme	a	ley.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	184.—Derogado.	Ley	29277,	Única	Disposición	Complementaria
Derogatoria.
NOTAS:	1.	La	Ley	de	la	Carrera	Judicial	(Ley	29277),	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	07
de	noviembre	del	2008,	entró	en	vigencia	el	día	07	de	mayo	del	2009.
2.	La	publicación	de	la	Ley	29354,	del	07	de	mayo	del	2009,	posterga	la	vigencia	de	los	artículos	87	al
96	referidos	a	la	“evaluación	parcial”	de	los	magistrados,	por	45	días	más.
3.	El	Tribunal	Constitucional	publicó	el	12	de	abril	del	2010	la	sentencia	que	declaró	fundado	en
parte	el	proceso	de	inconstitucionalidad	planteado	contra	diversos	artículos	de	la	Ley	de	la	Carrera
Judicial.	Para	el	tribunal,	resulta	inconstitucional	la	creación	de	la	Comisión	de	Evaluación	del
Desempeño	y	que	se	efectúe	evaluaciones	cada	3	años	a	los	jueces,	por	contravenir	las	facultades	y
autonomía	del	Poder	Judicial,	que	están	consagrados	constitucionalmente.	En	igual	sentido,	realiza
precisiones	constitucionales	al	ejercicio	de	las	libertades	de	información	y	de	expresión	de	los	jueces.
4.	En	fecha	07	de	abril	del	2011,	el	Tribunal	Constitucional	publicó	la	Sent.
del	Pleno	-	Exp.	0019-2009-PI/TC	que	declara	fundada	en	parte	la	demanda
de	 inconstitucionalidad	 interpuesta	por	 el	 Colegio	de	Abogados	del	 Callao
contra	diversos	artículos	de	la	Ley	N°	29277,	Ley	de	la	Carrera	Judicial.	Así,
el	 colegiado	 señala	 la	 inconstitucionalidad	 de	 la	 expresión	 ‘en	 materias
jurídicas’	del	artículo	40,	inciso	3)	de	la	ley	y,	por	tanto,	queda	subsistente	la
disposición	con	el	 siguiente	contenido:	 ‘Está	prohibido	a	 los	 jueces:	 (…)	3.
Aceptar	cargos	remunerados	dentro	de	las	instituciones	públicas	o	privadas,
a	excepción	del	ejercicio	de	la	docencia	universitaria’.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	185.—Son	facultades	de	los	magistrados:
1.	 Propiciar	 la	 conciliación	 de	 las	 partes	 mediante	 un	 comparendo	 en
cualquier	 estado	 del	 juicio.	 Si	 la	 conciliación	 se	 realiza	 en	 forma	 total	 se
sienta	acta	indicando	con	precisión	el	acuerdo	a	que	lleguen	las	partes.	Si	es
sólo	parcial,	 se	 indica	 en	 el	 acta	 los	puntos	 en	 los	que	 las	partes	 están	de
acuerdo	 y	 aquellos	 otros	 en	 que	 no	 están	 conformes	 y	 que	 quedan
pendientes	para	la	resolución	judicial.	Ratificadas	las	partes	en	el	texto	del
acta,	con	asistencia	de	su	respectivo	abogado,	proceden	a	firmarla,	en	cuyo
caso	los	acuerdos	que	se	hayan	concertado	son	exigibles	en	vía	de	ejecución
de	 sentencia,	 formando	 cuaderno	 separado	 cuando	 la	 conciliación	 es	 sólo
parcial.	No	es	de	aplicación	esta	facultad,	cuando	la	naturaleza	del	proceso
no	lo	permita;
2.	Solicitar	el	o	los	expedientes	fenecidos	que	ofrezcan	las	partes	en	prueba,
o	 de	 oficio	 para	mejor	 resolver,	 cuando	 la	 causa	 que	 conocen	 se	 halle	 en
estado	 de	 sentencia.	 Los	 expedientes	 en	 trámite	 sólo	 pueden	 ser
excepcionalmente	 pedidos	 de	 oficio,	 por	 resolución	 debidamente
fundamentada.	En	caso	de	existir	diligencia	pendiente	con	día	señalado,	ésta
se	actúa	antes	de	remitir	el	expediente.	En	cualquier	otro	caso,	la	remisión
del	expediente	se	efectúa	al	día	siguiente	de	recibido	el	oficio	que	lo	solicita
y	 su	 devolución	 se	 hace	 en	 el	 plazo	 perentorio	 de	 cinco	 días	 después	 de
recibido;
3.	 Ordenar	 la	 detención,	 hasta	 por	 veinticuatro	 horas,	 de	 quienes,	 en	 su
despacho	o	con	ocasión	de	las	actuaciones	judiciales,	los	injurien,	agravien,
amenacen	 o	 coaccionen	 por	 escrito	 o	 de	 palabra,	 o	 que	 promuevan
desórdenes,	pudiendo	denunciar	el	hecho	ante	el	Ministerio	Público;
4.	Solicitar	de	cualquier	persona,	autoridad	o	entidad	pública	o	privada	los
informes	 que	 consideren	 pertinentes,	 para	 el	 esclarecimiento	 del	 proceso
bajo	su	jurisdicción.	El	incumplimiento	al	mandato	del	juez	se	sanciona	con
multa	no	mayor	del	5%	de	la	Unidad	de	Referencia	Procesal,	sin	perjuicio	de
la	acción	penal	que	corresponda;
5.	Dictar	las	medidas	disciplinarias	que	establecen	las	leyes	y	reglamentos;
y,
6.	Solicitar	rectificaciones	a	través	de	los	medios	de	comunicación	social,	en
defensa	 de	 su	 honorabilidad,	 cuando	 ésta	 haya	 sido	 cuestionada,	 dando
cuenta	a	 su	 superior	 jerárquico,	 sin	perjuicio	de	 formular	 la	denuncia	que
corresponda.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	196.—Derogado.	Ley	29277,	Única	Disposición	Complementaria
Derogatoria.
NOTAS:	1.	La	Ley	de	la	Carrera	Judicial	(Ley	29277),	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	07
de	noviembre	del	2008,	entró	en	vigencia	el	día	07	de	mayo	del	2009.
2.	La	publicación	de	la	Ley	29354,	del	07	de	mayo	del	2009,	posterga	la	vigencia	de	los	artículos	87	al
96	referidos	a	la	“evaluación	parcial”	de	los	magistrados,	por	45	días	más.
3.	El	Tribunal	Constitucional	publicó	el	12	de	abril	del	2010	la	sentencia	que	declaró	fundado	en
parte	el	proceso	de	inconstitucionalidad	planteado	contra	diversos	artículos	de	la	Ley	de	la	Carrera
Judicial.	Para	el	tribunal,	resulta	inconstitucional	la	creación	de	la	Comisión	de	Evaluación	del
Desempeño	y	que	se	efectúe	evaluaciones	cada	3	años	a	los	jueces,	por	contravenir	las	facultades	y
autonomía	del	Poder	Judicial,	que	están	consagrados	constitucionalmente.	En	igual	sentido,	realiza
precisiones	constitucionales	al	ejercicio	de	las	libertades	de	información	y	de	expresión	de	los	jueces.
4.	En	fecha	07	de	abril	del	2011,	el	Tribunal	Constitucional	publicó	la	Sent.
del	Pleno	-	Exp.	0019-2009-PI/TC	que	declara	fundada	en	parte	la	demanda
de	 inconstitucionalidad	 interpuesta	por	 el	 Colegio	de	Abogados	del	 Callao
contra	diversos	artículos	de	la	Ley	N°	29277,	Ley	de	la	Carrera	Judicial.	Así,
el	 colegiado	 señala	 la	 inconstitucionalidad	 de	 la	 expresión	 ‘en	 materias
jurídicas’	del	artículo	40,	inciso	3)	de	la	ley	y,	por	tanto,	queda	subsistente	la
disposición	con	el	 siguiente	contenido:	 ‘Está	prohibido	a	 los	 jueces:	 (…)	3.
Aceptar	cargos	remunerados	dentro	de	las	instituciones	públicas	o	privadas,
a	excepción	del	ejercicio	de	la	docencia	universitaria’.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	50.—Los	juzgados	penales	conocen:
1.	 De	 los	 procesos	 penales	 de	 su	 competencia,	 con	 las	 facultades	 y	 los
trámites	señalados	por	ley;
2.	De	las	acciones	de	hábeas	corpus;
3.	En	grado	de	apelación,	los	asuntos	de	su	competencia	que	resuelven	los
juzgados	de	paz	letrados;	y,
4.	De	los	demás	asuntos	que	les	corresponda	conforme	a	ley.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 52-A.—Incorporado.	 Ley	 29391,	 Art.	 2°.	 Competencia	 de	 los
juzgados	 de	 tránsito	 y	 seguridad	 vial.	 Los	 juzgados	 de	 tránsito	 y
seguridad	vial	conocen:
1.	De	los	procesos	penales	vinculados	a	conductas	peligrosas	o	lesivas	a	la
vida,	 la	salud,	el	patrimonio	o	 la	seguridad	vial,	 realizadas	en	el	ámbito	de
tránsito	vehicular.
2.	 De	 los	 procesos	 civiles	 relacionados	 con	 la	 determinación	 de
responsabilidad	 e	 indemnizaciones	 por	 conductas	 peligrosas	 o	 lesivas
realizadas	en	el	contexto	del	tránsito	vehicular.
3.	De	 los	procesos	contenciosos	administrativos	vinculados	a	 infracciones
de	tránsito.
JURISPRUDENCIA.—Exclusividad	de	la	función	jurisdiccional.	“(...)	El
principio	de	exclusividad	de	la	función	jurisdiccional	posee	dos	vertientes:	a)
exclusividad	judicial	en	su	vertiente	negativa,	según	la	cual	los	jueces	no
pueden	desempeñar	otra	función	que	no	sea	la	jurisdiccional,	salvo	la
docencia	universitaria;	y,	b)	exclusividad	judicial	en	su	vertiente	positiva,
según	el	cual	sólo	el	Poder	Judicial	puede	ejercer	función	jurisdiccional,	salvo
el	caso	de	las	excepciones	ya	mencionadas	del	Tribunal	Constitucional,	el
Jurado	Nacional	de	Elecciones	y	la	jurisdicción	militar,	entre	otros	(…)”.	(TC,
Exp.	N°	00004-2006-PI/TC,	abr.	18/2006.	Pres.	García	Toma)
C.	de	P.P.
ART.	50.—Derogado.	D.	Leg.	52,	Art.	106.
C.	de	P.P.
ART.	51.—Inscripción	de	defunción.	Cuando	se	siga	instrucción
por	homicidio,	siempre	que	el	juez	instructor	llegue	a	identificar
el	cadáver,	dictará	mandato	judicial	para	que	se	inscriba	la
defunción	en	el	Registro	Civil	correspondiente.
Si	 no	 se	 descubre	 el	 cadáver	 de	 la	 víctima,	 la	 orden	 para	 la
inscripción	 de	 la	 defunción	 será	 expedida	 por	 el	 presidente	 del
Tribunal	 Correccional,	 después	 de	 dictarse	 el	 auto	 de
archivamiento	provisional	o	la	sentencia	que	establezca	el	delito.
C.	de	P.P.
ART.	52.—Impartición	de	órdenes	a	la	policía	judicial.	El	 juez
instructor	 puede	 impartir	 órdenes	 a	 la	 policía	 judicial	 para	 la
citación,	 comparecencia	 o	 detención	 de	 las	 personas;	 y	 requerir
los	 servicios	 de	 los	 funcionarios,	 profesionales	 o	 técnicos	 que
forman	 parte	 de	 ella,	 para	 las	 operaciones	 que	 sea	 necesario
practicar.
C.	de	P.P.
ART.	53.—Modificado.	Ley	27994,	Art.	1°.	Elevación	de
informes	y	avisos	por	el	juez	instructor.	El	juez	penal,	al
término	de	la	instrucción	elevará	a	la	Sala	Penal	un	informe	dando
cuenta	de	las	diligencias	practicadas,	los	incidentes	promovidos	y
la	situación	jurídica	de	los	procesados.
Se	sujetará	estrictamente	a	los	plazos	señalados	en	este	código	y
se	 remitirá	 a	 la	 Sala	 Penal	 los	 avisos	 de	 la	 actuación	 de	 las
diligencias	para	las	que	se	exige	este	requisito.
TÍTULO	V
Parte	civil
C.	de	P.P.	
ART.	 54.—Legitimidad	 para	 constituirse	 en	 parte	 civil.	 El
agraviado,	 sus	 ascendientes	 o	 descendientes,	 su	 cónyuge,	 sus
parientes	 colaterales	 y	 afines	 dentro	 del	 segundo	 grado;	 sus
padres	o	hijos	adoptivos	o	su	tutor	o	curador	pueden	constituirse
en	parte	civil.	La	persona	que	no	ejerza	por	sí	sus	derechos,	será
representada	por	sus	personeros	legales.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—No	se	requiere	previa	constitución	en
parte	civil	para	intervenir	en	el	proceso	de	ejecución.	“(...)	como	ya	ha	sido
establecido	por	esta	suprema	sala	al	amparar	el	presente	recurso	de	queja,	no
hace	falta	que	la	víctima,	declarada	así	por	sentencia	firme	de	condena,	haya
estado	previamente	constituida	en	parte	civil	desde	el	proceso	penal
declaratorio	de	condena	para	intervenir	en	el	proceso	de	ejecución	y,	como	tal,
participar	en	su	desarrollo	con	la	finalidad	de	garantizar	el	cumplimiento	de
la	reparación	civil	fijada	a	su	favor;	que	la	constitución	en	parte	civil	del
agraviado	sólo	tiene	sentido,	desde	una	perspectiva	de	tutela	de	su	derecho	de
participación	procesal,	en	tanto	persiga	una	concreta	indemnización	o
reparación	civil,	que	sólo	una	sentencia	firme	de	condena	puede	estipular
(véase	artículos	cincuenta	y	siete	y	cincuenta	y	ocho	del	Código	de
Procedimientos	Penales);	que	declarado	judicialmente	el	derecho
indemnizatorio	la	intervención	de	la	víctima	para	concretarlo	en	modo	alguno
no	puede	limitarse	y,	menos,	exigirse	al	agraviado	que	con	anterioridad	se
haya	constituido	en	parte	civil,	pues	ello	vulneraría	–como	se	hizo–	el	derecho
constitucional	a	la	tutela	jurisdiccional	(ver:	artículo	ciento	treinta	y	nueve,
apartado	tres	de	la	Ley	Fundamental),	que	garantiza	el	acceso	a	los	tribunales
a	toda	persona	en	resguardo	de	sus	derechos	e	intereses	legítimos;	que	a	ello
tampoco	obsta	que	el	agraviado	haya	promovido	un	juicio	civil,	en	tanto	que
no	está	en	discusión	la	determinación	del	monto	de	la	reparación	civil	sino	su
cobro	efectivo,	respecto	del	cual,	por	cierto,	debe	tenerse	en	cuenta	lo
declarado	y	ejecutado	en	sede	civil	(...)”.	(CSJ.	Sent.	30/2005,	Ac.	Plen.	N°	1-
2005/ESV-22.	S.S.	Sivina	Hurtado)
COMENTARIO.—Parte	 civil	 y	 sujeto	 pasivo.	 Parte	 civil	 es	 quien	 sufre
directamente	 el	 daño	 por	 la	 comisión	 del	 delito.	 El	 ser	 parte	 civil	 en	 el
proceso	penal	no	implica	ser	siempre	sujeto	pasivo	del	delito	(son	ejemplos
de	no	coincidencia	los	delitos	de	homicidio,	aborto,	y	contra	la	fe	pública)	la
noción	de	perjudicado	se	extiende	más	allá	que	la	del	sujeto	pasivo.	El	sujeto
pasivo	 es	 el	 titular	 del	 bien	 jurídico,	 el	 perjudicado	 es	 quien	 sufre	 el
perjuicio	 o	 daño	 por	 la	 comisión	 de	 un	 ilícito.	 Para	 ser	 parte	 civil,	 el
agraviado	 o	 el	 perjudicado,	 debe	 constituirse	 expresamente	 como	 tal,
deducir	 la	 respectiva	 pretensión	 patrimonial	 en	 el	 proceso	 penal	 y	 ser
constituido	 mediante	 resolución	 admisoria	 por	 el	 juez.	 Por	 último,	 la
pretensión	 civil	 puede	 ser	 deducida	 por	 el	 agraviado,	 si	 prefiere,	 en	 vía
penal	o	en	vía	civil,	pero	nunca	en	ambas	(Principio	non	bis	in	ídem).
C.	de	P.P.
ART.	55.—Formas	de	constitución	en	parte	civil.	El	que	solicita
constituirse	en	parte	civil	puede	formular	su	pedido	verbalmente
o	por	escrito	ante	el	juez	instructor.	El	pedido	verbal	se	hará
constar	en	acta	especial.
La	 resolución	 que	 corresponda	 la	 dictará	 el	 juez	 de	 inmediato.
Procede	apelación	contra	el	auto	que	desestime	la	solicitud.
JURISPRUDENCIA.—Constitución	 en	 parte	 civil.	 “(...)	 la	 constitución	 en
parte	 civil	 conforme	 al	 artículo	 55	 del	 Código	 de	 Procedimientos	 Penales
puede	hacerse	 verbalmente	o	por	 escrito	ante	 el	 juez	 instructor;	habiéndose
establecido	por	múltiple	ejecutoria	y	jurisprudencia,	que	ésta	debe	hacerse	en
casos	de	procesos	ordinarios	antes	de	la	iniciación	del	juicio	oral	y	en	caso	de
los	sumarios	antes	que	se	expida	sentencia.	Que	en	el	caso	de	autos,	 la	parte
agraviada	no	ha	solicitado	constituirse	en	parte	civil	ante	el	juez	de	la	causa
durante	toda	la	etapa	de	la	instrucción,	que	se	inicia	con	el	auto	apertorio	de
instrucción	 no	 aparece	 del	 expediente	 resolución	 expresa	 que	 constituya	 en
parte	 civil	 a	 la	 parte	 agraviada;	 en	 consecuencia	 no	 tiene	 facultad	 para
impugnar	 las	 resoluciones.	 Que	 el	 hecho	 de	 haber	 solicitado	 constituirse	 en
parte	 civil	 ante	 el	 fiscal	 provincial	 en	 su	 primer	 escrito,	 no	 cumple	 la
formalidad	a	que	hace	referencia	el	artículo	55	del	Código	de	Procedimientos
Penales	 antes	 citado;	 y	 no	 habiendo	 solicitado	 nuevamente	 en	 el	 curso	 del
proceso	la	constitución	en	parte	civil,	no	es	procedente	ejercer	las	facultades
que	la	ley	procesal	confiere	a	esta	parte	en	el	proceso	(...)”.	(CSJ.	Puno,	Exp.	N°
33-L-I,	jun.	08/99.	S.S.	Marroquín	Mogrovejo)
C.	de	P.P.
ART.	56.—Oposición	a	la	aceptación	de	constitución	en	parte
civil.	Pueden	oponerse	al	auto	que	dicte	el	juez	aceptando	a	la
parte	civil,	el	Ministerio	Público	y	el	inculpado	por	escrito
fundamentado,	dentro	del	término	del	tercer	día	de	notificados.
De	 la	 oposición	 se	 formará	 cuaderno	 aparte,	 y	 el	 auto	 del	 juez
instructor	que	la	resuelva,	podrá	ser	apelado.
C.	de	P.P.
ART.	 57.—Modificado.	 D.	 Leg.	 959,	 Art.	 1°.	 Facultades	 y
actividad	de	la	parte	civil.
1.	La	parte	civil	está	facultada	para	deducir	nulidad	de	actuados,
ofrecer	 medios	 de	 investigación	 y	 de	 prueba,	 participar	 en	 los
actos	 de	 investigación	 y	 de	 prueba,	 intervenir	 en	 el	 juicio	 oral,
interponer	 los	 recursos	 impugnatorios	 que	 la	 ley	 prevé,	 y
formular	 solicitudes	 en	 salvaguarda	 de	 sus	 derechos	 e	 intereses
legítimos.	Asimismo,	 a	 solicitar	 e	 intervenir	 en	 el	 procedimiento
para	 la	 imposición,	 modificación,	 ampliación	 o	 cesación	 de
medidas	 de	 coerción	 o	 limitativas	 de	 derechos,	 en	 tanto	 ello
afecte,	 de	 uno	 u	 otro	 modo,	 la	 reparación	 civil	 y	 su	 interés
legítimo,	en	los	resultados	y	efectividad	del	proceso	respecto	a	su
ámbito	de	intervención.
2.	La	actividad	de	la	parte	civil	comprenderá	la	colaboración	con
el	esclarecimiento	del	hecho	delictivo	y	de	la	intervención	en	él	de
su	autor	o	participe,	así	como	acreditar	 la	reparación	civil.	No	 le
está	permitido	pedir	o	referirse	a	la	sanción	penal.
3.	La	parte	civil	está	autorizada	a	designar	abogado	para	el	juicio
oral	 y	 concurrir	 a	 la	 audiencia.	 Su	 concurrencia	 será	 obligatoria
cuando	así	lo	acuerde	la	Sala	Penal.
C.	de	P.P.
ART.	 58.—Personería	 de	 la	 parte	 civil.	 La	 parte	 civil	 tiene
personería	 para	 promover	 en	 la	 instrucción	 incidentes	 sobre
cuestiones	que	afecten	su	derecho,	e	 intervenir	en	los	que	hayan
sido	originados	por	el	Ministerio	Público	o	el	inculpado.	Al	efecto
se	pondrá	esos	incidentes	en	su	conocimiento	y	se	le	notificará	la
resolución	 que	 recaiga	 en	 ellos.	 Podrá	 ejercer	 los	 recursos	 de
apelación	 y	 de	 nulidad	 en	 los	 casos	 en	 que	 este	 código	 los
concede.
JURISPRUDENCIA.—Parte	civil	no	puede	actuar	en	incidentes	sin	previa
constitución.	 “(...)	no	obstante	que	el	agraviado	ha	designado	abogado	y	 se
ha	 apersonado	 a	 juicio,	 éste	 no	 ha	 cumplido	 con	 solicitar	 ser	 considerado
como	 parte	 civil,	 como	 se	 constata	 (...)	 ni	 al	 interponer	 la	 apelación	 (...)	 de
donde	se	concluye	que	no	puede	actuar	con	arreglo	al	artículo	cincuentiocho
del	 Código	 de	 Procedimientos	 Penales,	 al	 no	 haberse	 constituido	 bajo	 la
exigencia	 del	 artículo	 cincuenticinco	 del	 Código	 de	 Procedimientos	 Penales
(...)”.	(CSJ.	Lima,	Exp.	N°	092-99,	mar.	31/99.	S.S.	Gonzáles	Chávez)
JURISPRUDENCIA.—Facultades	de	la	parte	civil.	“(...)	la	facultad	de	la
parte	civil	constituida	dentro	de	un	proceso	penal,	conforme	lo	establece	el
artículo	cincuentiocho	del	Código	de	Procedimientos	Penales,	se	circunscribe
entre	otros,	a	ejercer	los	recursos	que	la	ley	le	autoriza	para	casos	concretos;
que,	a	tal	efecto,	resulta	claro	el	artículo	ochentitrés	del	citado	cuerpo	legal,
en	el	sentido	que	concede	a	la	parte	civil	el	ejercicio	del	recurso	de	apelación
respectivo	en	los	casos	que	el	juzgador	dicte	mandato	de	comparecencia
contra	el	inculpado,	por	lo	que	resulta	válido	el	incidente	así	promovido	e
incuestionable	la	capacidad	del	apelante	(...)”.	(CSJ.	Lima,	Exp.	N°	98-77-SPO1,
ene.	11/99.	S.S.	Gonzáles	Chávez)
DOCTRINA.—Facultades	de	la	parte	civil.	“(...)	Segundo:	Que,	a	 tenor	de
lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 cincuenticuatro	 del	 Código	 de	 Procedimientos
Penales	le	es	posible	al	agraviado	constituirse	en	parte	civil;	Tercero:	Que,
el	ejercicio	de	los	derechos	de	la	parte	civil	sólo	están	establecidos	en	razón
a	la	acción	civil	que	corre	pareja	con	la	penal	y	que	se	ejercita	ante	el	 juez
penal,	 de	 modo	 tal	 que	 no	 puede	 discutir	 el	 aspecto	 del	 delito	 sino
solamente	 el	 aspecto	 civil,	 por	 lo	 que	 no	 le	 es	 posible	 a	 la	 parte	 civil
impugnar	 sobre	 las	 medidas	 coercitivas	 y	 beneficios	 procesales	 que	 le
fueren	 concedidos	 al	 procesado,	 situación	 además	 prescrita	 en	 el	 artículo
cincuentiocho	del	Código	de	Procedimientos	Penales,	pues	en	él	se	precisa
que	sólo	puede	interponer	recurso	de	apelación	en	los	casos	que	el	Código
de	 Procedimientos	 Penales	 ya	 citado	 los	 concede;	 Que	 siendo	 así	 y	 no
estando	expresamente	 señalado	que	 le	 es	posible	 a	 la	parte	 civil	 apelar	 el
mandato	 de	 comparecencia	 restringida	 decretado	 en	 el	 auto	 apertorio	 de
instrucción,	 al	 emitirse	 la	 resolución	 de	 fecha	 nueve	 de	 julio	 de	 mil
novecientos	 noventiocho	 (...)	 en	 fotocopia	 certificada,	mediante	 la	 cual	 se
concede	 apelación,	 se	 ha	 incurrido	 en	 causal	 de	 nulidad	 en	 el	 artículo
doscientos	 noventiocho	 del	 Código	 de	 Procedimientos	 Penales;	 en
consecuencia	glosados	y	artículo	 invocado,	mi	voto	es	porque	 se	declare:
nulo	 el	 concesorio	 de	 apelación	 (...)”.	 (Voto	 singular,	 Catacora	 Villasante,
CSJ.	Lima.	Sent.,	ene.	11/1999.	Exp.	N°	98-77-SPO1.	S.S.	Gonzáles	Chávez)
TÍTULO	VI
Policía	judicial
C.	de	P.P.
ART.	 59.—Funciones.	 La	 policía	 judicial	 tiene	 la	 función	 de
auxiliar	a	 la	administración	de	 justicia,	 investigando	los	delitos	y
las	 faltas	 y	 descubriendo	 a	 los	 responsables,	 para	 ponerlos	 a
disposición	de	los	jueces,	con	los	elementos	de	prueba	y	efectos	de
que	se	hubiesen	incautado.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 281.—El	 cuerpo	 médico	 forense,	 la	 Policía	 Judicial,	 el	 cuerpo	 de
traducción	e	intérpretes,	los	martilleros	públicos	y	otros	órganos	y	personas
de	auxilio	judicial	se	rigen	por	las	leyes	y	reglamentos	pertinentes.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 282.—La	 Policía	 Judicial	 tiene	 por	 función	 realizar	 las	 citaciones	 y
detenciones	dispuestas	por	el	Poder	 Judicial,	para	 la	comparecencia	de	 los
imputados,	 acusados,	 testigos	 y	 peritos,	 así	 como	 practicar	 las	 diligencias
propias	de	sus	funciones.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 283.—El	 personal	 de	 la	 Policía	 Nacional,	 tiene	 bajo	 su
responsabilidad,	la	custodia	y	seguridad	de	los	magistrados	e	instalaciones
del	Poder	Judicial,	así	como	el	traslado	de	imputados	y	sentenciados.
C.	de	P.P.
ART.	 60.—Modificado.	 D.	 L.	 21895,	 Art.	 1°.	 Contenido	 del
atestado	 policial.	 Los	 miembros	 de	 la	 policía	 judicial	 que
intervengan	 en	 la	 investigación	 de	 un	 delito	 o	 de	 una	 falta,
enviarán	 a	 los	 jueces	 instructores	 o	 de	 paz	 un	 atestado	 con	 los
datos	 que	 hubiesen	 recogido,	 indicando	 especialmente	 las
características	 físicas	 de	 los	 inculpados	 presentes	 o	 ausentes,
apodo,	ocupación,	domicilio	real,	antecedentes	y	otros	necesarios
para	 la	 identificación,	 así	 como	 cuidarán	 de	 anexar	 las	 pericias
que	hubieren	practicado.
C.	de	P.P.
ART.	61.—Modificado.	D.	L.	21895,	Art.	1°.	Autorización	y
suscripción	del	atestado	policial.	El	atestado	será	autorizado
por	el	funcionario	que	haya	dirigido	la	investigación.	Las	personas
que	hubieran	intervenido	en	las	diversas	diligencias	llevadas	a
cabo,	suscribirán	las	que	les	respecta.	Si	no	supieran	firmar,	se	les
tomará	su	impresión	digital.
Los	 partes	 y	 atestados	 policiales	 y	 los	 formulados	 por	 órganos
oficiales	 especializados,	 no	 requerirán	 de	 diligencia	 de
ratificación.
D.	Leg.	52.
ART.	 9°.—Intervención	 del	 Ministerio	 Público	 en	 etapa	 policial.	 El
Ministerio	Público,	conforme	al	inciso	5	del	artículo	250	de	la	Constitución
Política,	 vigila	 e	 interviene	 en	 la	 investigación	 del	 delito	 desde	 la	 etapa
policial.	 Con	 ese	 objeto	 las	 Fuerzas	 Policiales	 realizan	 la	 investigación.	 El
Ministerio	Público	 interviene	en	ella	orientándola	en	cuanto	a	 las	pruebas
que	 sean	 menester	 actuar	 y	 la	 supervigila	 para	 que	 se	 cumplan	 las
disposiciones	 legales	 pertinentes	 para	 el	 ejercicio	 oportuno	 de	 la	 acción
penal.
Igual	 función	 corresponde	al	Ministerio	Público	 en	 las	 acciones	policiales
preventivas	del	delito.
C.	de	P.P.
ART.	 62.—Modificado.	D.	 Leg.	 126,	 Art.	 1°.	Valor	 probatorio
del	 atestado	 policial.	 La	 investigación	 policial	 previa	 que	 se
hubiera	 llevado	 a	 cabo	 con	 intervención	 del	 Ministerio	 Público,
constituye	 elemento	 probatorio	 que	 deberá	 ser	 apreciado	 en	 su
oportunidad,	por	los	jueces	y	tribunales,	conforme	a	lo	dispuesto
en	el	artículo	283	del	código.
JURISPRUDENCIA.—Valor	 probatorio	 del	 atestado.	 “(...)	 un	 proceso
judicial	 irregular,	 en	 el	 que	 se	 ha	 dado	 carácter	 probatorio	 al	 Atestado
Policial	 N°	 112-IC-Divise	 (...)	 debe	 tenerse	 presente	 que	 si	 bien	 el	 proceso
seguido	 ante	 el	 fuero	 privativo	 militar	 ha	 sido	 declarado	 nulo,	 dicha
declaración	no	puede	entenderse	como	nulidad	absoluta	de	los	contenidos	de
cada	 pieza	 procesal	 actuada	 durante	 tal	 proceso,	 pues	 una	 cosa	 es	 que	 la
declaración	de	nulidad	procesal	surta	efectos	en	lo	relativo	a	la	estructuración
o	 tramitación	 de	 un	 proceso,	 que,	 por	 tanto,	 necesariamente	 requiere
rehacerse,	y	otra,	que	las	instrumentales	o	medios	probatorios	resulten	por	sí
mismos	afectados	de	nulidad.	En	el	caso	de	autos	queda	claro	que	aunque	se
anuló	el	proceso	seguido	al	recurrente,	el	Atestado	Policial	N°	112-IC-Divise	no
tiene	 porqué	 seguir	 la	 misma	 suerte,	 puesto	 que	 como	 elemento	 de
investigación	 debe	 confrontarse	 con	 los	 demás	 medios	 probatorios	 que	 se
estimen	 necesarios.	 (...)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 785-2002-HC/TC,	 jun.	 21/2002.	 Pres.
Rey	Terry)
JURISPRUDENCIA.—Citación	para	declaración	policial	releva	cualquier
afectación	del	derecho	de	defensa.	“(…)	A	mayor	abundamiento,	respecto	a
la	vulneración	del	derecho	de	defensa	del	demandante	cabe	señalar	que	(…)	el
demandante	ha	hecho	uso	de	tal	derecho	puesto	que	se	le	notificó	a	nivel
policial	para	que	rinda	su	manifestación	y	haga	el	descargo	respectivo	(…);
rindió	su	manifestación	(…),	y	además,	conforme	se	aprecia	del	atestado	(…),
el	recurrente	presentó	a	nivel	policial	una	serie	de	documentos	que
presuntamente	corroborarían	su	irresponsabilidad,	por	lo	que	sólo	se	observa
que	trata	de	cuestionar	la	validez	de	los	medios	probatorios,	lo	que	no	es
materia	de	la	justicia	constitucional.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	01454-2009-PHC/TC,
ago.	19/2009.	S.S.	Landa	Arroyo)
C.	de	P.P.
ART.	 63.—Puesta	 a	 disposición	 del	 juez	 de	 los	 detenidos	 y
efectos	 del	 delito.	 Tan	 pronto	 como	 se	 inicie	 la	 instrucción,	 la
policía	 judicial	 pondrá	 a	 disposición	 del	 juez	 los	 detenidos	 y
efectos	 relativos	 al	 delito,	 sin	 perjuicio	 de	 las	 diligencias	 que
podrá	 seguir	 practicando	 para	 la	 mejor	 investigación	 de	 los
hechos.
C.	de	P.P.
ART.	 64.—Citaciones	 y	 detenciones.	 Los	 jueces	 instructores	 o
de	 paz,	 los	 miembros	 del	 Ministerio	 Público	 y	 tribunales
correccionales	podrán	ordenar	directamente	a	los	funcionarios	de
la	 policía	 judicial	 que	 practiquen	 las	 citaciones	 y	 detenciones
necesarias	 para	 la	 comparecencia	 de	 los	 acusados,	 testigos	 y
peritos,	 así	 como	 las	 diligencias	 propias	 de	 la	 naturaleza	 de
aquella	institución	destinadas	a	la	mejor	investigación	del	delito	y
sus	autores.
C.	de	P.P.
ART.	 65.—Peritajes	policiales.	 En	 los	 laboratorios	 y	 gabinetes
de	 la	 policía	 judicial	 se	 realizarán	 los	 peritajes	 que	 las
investigaciones	 exijan.	 Los	 profesionales	 que	 estén	 a	 cargo	 de
ellos	 o	 formen	 parte	 de	 la	 institución,	 serán	 designados	 de
preferencia	con	el	carácter	de	peritos	oficiales.
JURISPRUDENCIA.—Peritajes	no	oficiales	-	valor	probatorio.	“(...)
Respecto	a	la	intervención	de	las	psicólogas	que	presentaron	sus	informes	en
la	etapa	de	investigación	prejurisdiccional,	debe	hacerse	notar	que	éstas,
posteriormente,	se	ratificaron	en	cuanto	al	contenido	de	dichos	documentos,
como	se	aprecia	(...)	en	los	que	además	se	advierte	la	participación	del
representante	del	Ministerio	Público	y	del	abogado	del	beneficiado	en	el
presente	proceso,	constando	que	éste	último	formuló	preguntas	a	la
profesional	declarante.	Por	consiguiente,	este	colegiado	considera	que	en	la
medida	en	que	dichos	medios	probatorios	han	sido	oralizados	en	el	proceso,
con	las	garantías	que	la	Constitución	establece,	la	intervención	de	las
psicólogas	no	invalida	lo	actuado	en	el	proceso	siendo	además	que	el	valor
probatorio	de	sus	informes	será	el	que	les	otorgue	el	juzgador	al	momento	de
la	decisión	(...).”	(TC,	Exp.	N°	2986-2005-PHC/TC,	nov.	22/2005.	Pres.	Bardelli
Lartirigoyen)
C.	de	P.P.
ART.	 66.—Reglamentación	 de	 la	 policía	 judicial.	 El	 Poder
Ejecutivo,	de	acuerdo	con	las	disposiciones	de	este	título,	dictará
el	reglamento	correspondiente,	a	efecto	de	constituir	y	organizar
la	policía	judicial,	y	determinar	sus	atribuciones	y	deberes.
TÍTULO	VII
Ministerio	de	Defensa
C.	de	P.P.
ART.	67.—Derogado.	Ley	29360,	Única	Disposición
Derogatoria.
NOTA:	La	Única	Disposición	Derogatoria	de	la	Ley	29360,	que	crea	el	Servicio	de	Defensa	Pública,
derogó	los	artículos	67,	68,	69,	70,	71	y	el	inciso	2	del	artículo	229	del	Código	de	Procedimientos
Penales.	La	citada	ley,	según	su	Primera	Disposición	Final,	entró	en	vigencia	el	1	de	enero	del	2010.
PRINCIPIOS	DE	LA	FUNCIÓN	JURISDICCIONAL
Const.
ART.	139.—Son	principios	y	derechos	de	la	función	jurisdiccional:
(...).
14.	El	principio	de	no	ser	privado	del	derecho	de	defensa	en	ningún	estado
del	proceso.	Toda	persona	será	informada	inmediatamente	y	por	escrito	de
la	 causa	 o	 las	 razones	 de	 su	 detención.	 Tiene	 derecho	 a	 comunicarse
personalmente	 con	un	defensor	de	 su	 elección	 y	 a	 ser	 asesorada	por	 éste
desde	que	es	citada	o	detenida	por	cualquier	autoridad.
(...).
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	284.—La	abogacía	es	una	función	social	al	servicio	de	la	 justicia	y	el
derecho.
Toda	persona	 tiene	derecho	a	 ser	patrocinada	por	el	 abogado	de	su	 libre
elección.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	285.—Para	patrocinar	se	requiere:
1.	Tener	título	de	abogado;
2.	Hallarse	en	ejercicio	de	sus	derechos	civiles;
3.	 Tener	 inscrito	 el	 título	 profesional	 en	 la	 Corte	 Superior	 de	 Justicia
correspondiente,	 y	 si	 no	 lo	 hubiere,	 en	 la	 Corte	 Superior	 de	 Justicia	 más
cercana;	y,
4.	 Estar	 inscrito	 en	 el	 colegio	 de	 abogados	 del	 distrito	 judicial
correspondiente,	y	si	no	lo	hubiere,	en	el	distrito	judicial	más	cercano.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	286.—No	puede	patrocinar	el	abogado	que:
1.	Ha	sido	suspendido	en	el	ejercicio	de	la	abogacía	por	resolución	judicial
firme;
2.	Ha	sido	suspendido	en	el	ejercicio	por	medida	disciplinaria	del	colegio	de
abogados	 en	 donde	 se	 encuentra	 inscrito,	 o	 no	 se	 halle	 hábil	 conforme	 al
estatuto	del	respectivo	colegio;
3.	Ha	sido	inhabilitado	para	ejercer	la	abogacía	por	sentencia	judicial	firme;
4.	 Ha	 sufrido	 destitución	 de	 cargo	 judicial	 o	 público,	 en	 los	 cinco	 años
siguientes	a	la	aplicación	de	la	sanción;	y,
5.	 Se	 encuentre	 sufriendo	 pena	 privativa	 de	 la	 libertad	 impuesta	 por
sentencia	judicial	condenatoria	firme.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	295.—El	Estado	provee	 gratuitamente	de	defensa	 a	 las	personas	de
escasos	 recursos	 económicos,	 así	 como	 los	 casos	 que	 las	 leyes	 procesales
determinan.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 296.—En	 los	 lugares	 donde	 funcionen	 servicios	 de	 defensa	 gratuita
para	personas	de	escasos	recursos	económicos,	sostenidos	por	los	colegios
de	abogados,	universidades,	municipalidades	o	parroquias,	los	magistrados
solicitan	 directamente	 al	 respectivo	 colegio	 de	 abogados	 que	 designe	 al
abogado	que	debe	encargarse	de	una	defensa,	cada	vez	que	se	presente	 la
necesidad	 de	 hacerlo.	 Los	 colegios	 de	 abogados,	 remiten	 anualmente	 a	 la
Corte	Superior,	la	nómina	de	abogados	hábiles.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 297.—Las	 personas	 que	 sean	 patrocinadas	 por	 los	 consultorios
jurídicos	 del	 Ministerio	 de	 Justicia,	 como	 del	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y
Promoción	Social,	por	el	consultorio	jurídico	de	un	colegio	de	abogados,	de
alguna	 universidad,	municipalidad	 o	 parroquia,	 gozan	 de	 la	 gratuidad	 del
proceso,	 sin	 más	 requisito	 que	 la	 petición	 que	 hagan	 dichas	 entidades,
indicando	 haber	 comprobado	 el	 estado	 de	 necesidad	 de	 la	 persona
patrocinada.
JURISPRUDENCIA.—Contenido	del	derecho	de	defensa.	“(...)	El	contenido
constitucionalmente	protegido	del	derecho	de	defensa,	garantiza	que	toda
persona,	natural	o	jurídica,	sometida	a	un	proceso	jurisdiccional,	cualquiera
que	sea	la	materia	de	que	este	se	trate,	no	pueda	quedar	en	estado	de
indefensión.	La	situación	de	indefensión	que	el	programa	normativo	del
derecho	de	defensa	repulsa	no	sólo	se	presenta	cuando	el	justiciable	no	ha
tenido	la	oportunidad	de	formular	sus	descargos	frente	a	las	pretensiones	de
la	otra	parte,	sino	también	cuando,	no	obstante	haberse	realizado
determinados	actos	procesales	destinados	a	levantar	los	cargos	formulados	en
contra,	en	el	caso,	se	evidencie	que	la	defensa	no	ha	sido	real	y	efectiva	(…)”.
(TC,	Exp.	N°	3997-2005-PC/TC,	ago.	12/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Dimensiones	del	derecho	de	defensa:	material	y
técnica.	“(...)	el	derecho	de	defensa,	tiene	una	doble	dimensión:	una	material,
referida	al	derecho	del	imputado	de	ejercer	su	propia	defensa	desde	el	mismo
instante	en	que	toma	conocimiento	de	que	se	le	atribuye	la	comisión	de
determinado	hecho	delictivo;	y	otra	formal,	que	supone	el	derecho	a	una
defensa	técnica;	esto	es,	al	asesoramiento	y	patrocinio	de	un	abogado	defensor
durante	todo	el	tiempo	que	dure	el	proceso	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	6260-2005,	set.
12/2005.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Derecho	de	defensa	y	debido	proceso.	“(...)	el	derecho
de	defensa	constituye	un	derecho	fundamental	de	naturaleza	procesal	que
conforma,	a	su	vez,	el	ámbito	del	debido	proceso,	y	sin	el	cual	no	podría
reconocerse	la	garantía	de	este	último.	Por	ello,	en	tanto	derecho
fundamental,	se	proyecta	como	principio	de	interdicción	para	afrontar
cualquier	indefensión	y	como	principio	de	contradicción	de	los	actos
procesales	que	pudieran	repercutir	en	la	situación	jurídica	de	algunas	de	las
partes,	sea	en	un	proceso	o	procedimiento,	o	en	el	caso	de	un	tercero	con
interés	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	8605-2005-AA/TC,	nov.	14/2005.	Pres.	Alva
Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Censura	de	documentos	de	la	defensa.	“(...)	con
respecto	a	la	supuesta	censura	impuesta	a	los	documentos	de	defensa,	cabe
mencionar	que,	como	toda	medida	restrictiva	de	derechos,	ésta	deberá	ser
dictada	por	el	órgano	jurisdiccional.
Para	analizar	tal	aseveración,	se	debe	tomar	en	cuenta	los	(…)	criterios	de
razonabilidad	y	proporcionalidad.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	0774-2005-HC/TC,	abr.
28/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Derecho	de	defensa	incluye	la	oportuna
notificación.	“(...)	La	observancia	y	respeto	del	derecho	de	defensa	es
consustancial	a	la	idea	de	un	debido	proceso,	propio	de	una	democracia
constitucional	que	tiene	en	el	respeto	de	la	dignidad	humana	al	primero	de	sus
valores	(…)	quienes	participan	en	un	proceso	judicial	para	la	determinación
de	sus	derechos	y	obligaciones	jurídicas	tengan	conocimiento,	previo	y
oportuno,	de	los	diferentes	actos	procesales	que	los	pudieran	afectar,	a	fin	de
que	tengan	la	oportunidad	de	ejercer,	según	la	etapa	procesal	de	que	se	trate,
los	derechos	procesales	que	correspondan	(v.g.	interponer	medios
impugnatorios).
Como	quiera	que	su	ejercicio,	en	muchos	casos,	es	dependiente,	a	su	vez,	de
una	oportuna	notificación	de	los	actos	procesales,	los	problemas	que	se
puedan	derivar	de	la	carencia	de	notificación	no	son	ajenos	al	contenido
constitucionalmente	protegido	del	derecho	de	defensa.	Esa	relevancia
constitucional	de	la	notificación	de	los	actos	procesales,	sin	embargo,	no	se
extiende	a	cualquier	vicio	o	defecto	que	en	su	realización	se	pudiera	incurrir,
sino	sólo	en	los	casos	en	que	los	efectos	de	tales	vicios	pudieran	haber	dejado
en	estado	de	indefensión	a	los	sujetos	procesales	(…)	el	juzgamiento	de	un
defecto	o	vicio	en	el	acto	procesal	de	notificación	no	puede	circunscribirse	a
un	análisis	de	su	legalidad,	sino	en	relación	a	los	efectos	que	estos	pudieran
generar	en	el	ejercicio	efectivo	del	derecho	de	defensa.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	3741-
2004-AA/TC,	nov.	06/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Derecho	de	defensa	como	principio	de	interdicción.
“(...)	Se	precisa	que	el	derecho	de	defensa	se	proyecta	como	un	principio	de
interdicción	de	ocasionarse	indefensión	y	como	un	principio	de	contradicción
de	los	actos	procesales	que	pudieran	repercutir	en	la	situación	jurídica	de
algunas	de	las	partes	de	un	proceso	o	de	un	tercero	con	interés	(…)”.	(TC,	Exp.
N°	2659-2003-AA/TC,	jul.	02/2004.	Pres.	García	Toma)
C.	de	P.P.
ART.	 68.—Derogado.	 Ley	 29360,	 Única	 Disposición
Derogatoria.
NOTA:	La	Única	Disposición	Derogatoria	de	 la	Ley	29360,	que	crea	el	Servicio	de	Defensa	Pública,
derogó	 los	 artículos	 67,	 68,	 69,	 70,	 71	 y	 el	 inciso	2	del	 artículo	 229	del	 Código	de	Procedimientos
Penales.	La	citada	ley,	según	Primera	Disposición	Final,	entró	en	vigencia	el	1	de	enero	del	2010.
C.	de	P.P.
ART.	 69.—Derogado.	 Ley	 29360,	 Única	 Disposición
Derogatoria.
NOTA:	La	Única	Disposición	Derogatoria	de	 la	Ley	29360,	que	crea	el	Servicio	de	Defensa	Pública,
derogó	 los	 artículos	 67,	 68,	 69,	 70,	 71	 y	 el	 inciso	2	del	 artículo	 229	del	 Código	de	Procedimientos
Penales.	La	citada	ley,	según	Primera	Disposición	Final,	entró	en	vigencia	el	1	de	enero	del	2010.
C.	de	P.P.
ART.	70.—Derogado.	Ley	29360,	Única	Disposición
Derogatoria.
NOTA:	La	Única	Disposición	Derogatoria	de	la	Ley	29360,	Ley	que	Crea	el	Servicio	de	Defensa
Pública,	derogó	los	artículos	67,	68,	69,	70,	71	y	el	inciso	2	del	artículo	229	del	Código	de
Procedimientos	Penales.	La	citada	ley,	según	Primera	Disposición	Final,	entró	en	vigencia	el	1	de
enero	del	2010.
C.	de	P.P.
ART.	 71.—Derogado.	 Ley	 29360,	 Única	 Disposición
Derogatoria.
NOTA:	 La	 Única	 Disposición	 Derogatoria	 de	 la	 Ley	 29360,	 Ley	 que	 Crea	 el	 Servicio	 de	 Defensa
Pública,	 derogó	 los	 artículos	 67,	 68,	 69,	 70,	 71	 y	 el	 inciso	 2	 del	 artículo	 229	 del	 Código	 de
Procedimientos	 Penales.	 La	 citada	 ley,	 según	 Primera	 Disposición	 Final,	 entró	 en	 vigencia	 el	 1	 de
enero	del	2010.
LIBRO	SEGUNDO
DE	LA	INSTRUCCIÓN
TÍTULO	I
Principio	de	la	instrucción,	citación	y
detención	del	inculpado
C.	de	P.P.
ART.	 72.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1206,	 Art.	 3°.	 Objeto	 de	 la
instrucción.
1.	 La	 instrucción	 tiene	 por	 objeto	 reunir	 la	 prueba	 de	 la
realización	 del	 delito,	 de	 las	 circunstancias	 en	 que	 se	 ha
perpetrado,	y	de	sus	móviles;	establecer	 la	distinta	participación
que	 hayan	 tenido	 los	 autores	 y	 cómplices,	 en	 la	 ejecución	 o
después	de	su	realización.
2.	Durante	la	instrucción	el	juez	actuará	las	diligencias	que	sean
propuestas	 por	 las	 partes,	 siempre	 que	 resulten	 pertinentes,
conducentes	y	útiles,	dentro	de	los	límites	de	la	ley.
3.	Las	diligencias	actuadas	en	la	etapa	policial	con	la	intervención
del	Ministerio	Público	y	las	practicadas	por	el	propio	fiscal
provincial,	con	asistencia	del	defensor,	que	no	fueran
cuestionadas,	mantendrán	su	valor	probatorio	para	los	efectos	del
juzgamiento.	En	este	caso,	no	podrán	repetirse	una	vez	emitido	el
auto	de	apertura	de	instrucción,	salvo	que	su	ampliación	resultare
indispensable,	debido	a	un	grave	defecto	en	su	actuación	o	que
ineludiblemente	deba	completarse	como	consecuencia	de	la
incorporación	de	nuevos	elementos	probatorios.
DELITOS	TRAMITADOS	EN	VÍA	ORDINARIA
Ley	26689.
ART.	1°.—Se	tramitarán	en	la	vía	ordinaria,	los	siguientes	delitos	previstos
en	el	Código	Penal:
a.	En	los	delitos	contra	la	vida,	el	cuerpo	y	la	salud:
-	Los	de	parricidio	previstos	en	el	artículo	107.
-	Los	de	asesinato	tipificados	en	el	artículo	108.
b.	Modificado.	Ley	27507,	Art.	3°.	En	los	delitos	contra	la	libertad:
-	Los	de	violación	de	la	libertad	personal	previstos	en	el	artículo	152.
-	Los	de	violación	de	la	libertad	sexual	previstos	en	el	artículo	173	y	173-A.
c.	En	los	delitos	contra	el	patrimonio:
-	Los	de	robo	agravado	previstos	en	el	artículo	189.
d.	En	los	delitos	contra	la	salud	pública:
-	El	de	tráfico	ilícito	de	drogas	tipificado	en	los	artículos	296,	296-A,	296-B,
296-C	y	297.
e.	En	los	delitos	contra	el	Estado	y	la	defensa	nacional:
-	Todos	los	previstos	en	el	Título	XV.
f.	En	los	delitos	contra	la	administración	pública:
-	Los	de	concusión	tipificados	en	la	Sección	II.
-	Los	de	peculado	señalados	en	la	Sección	III.
-	Los	de	corrupción	de	funcionarios	previstos	en	la	Sección	IV.
g.	Incorporado.	Ley	29336,	Art.	1°.	En	 los	delitos	 contra	 la	 tranquilidad
pública:
-	El	de	asociación	ilícita	tipificado	en	el	artículo	317.
NOTAS:	1.	La	Ley	26926	del	21	de	febrero	de	1998,	establece	en	su	artículo	5°	expresamente,	que	el
delito	de	genocidio	se	encuentra	dentro	de	los	márgenes	del	proceso	ordinario.
2.	La	Ley	26689	es	de	aplicación	inmediata,	incluso	para	los	procesos	en	trámite,	que	deberán
adecuarse	a	la	nueva	vía	procesal.
Ley	26689.
ART.	2°.—Todos	los	demás	delitos	previstos	en	el	Código	Penal	se	sujetan
al	trámite	sumario	establecido	en	el	Decreto	Legislativo	N°	124.
Ley	26689.
ART.	 3°.—El	 recurso	 de	 queja	 de	 derecho	 sólo	 podrá	 formularse	 por
denegatoria	del	de	nulidad	respecto	de	 las	sentencias	y	otras	resoluciones
que	pongan	 fin	al	proceso.	Al	presentar	el	 recurso	de	queja	de	derecho	se
precisará	 la	 infracción	 constitucional	 o	 la	 grave	 irregularidad	 procesal	 o
sustantiva	que	motiva	el	recurso,	citando	las	piezas	pertinentes	del	proceso
y	sus	folios.	La	omisión	de	dicha	información	determinará	que	la	Sala	Penal
Suprema	declare	de	plano	la	inadmisibilidad	de	la	queja.
La	 queja	 de	 derecho	 declarada	 infundada	 o	 improcedente	 por	 maliciosa
dará	 lugar	 a	 la	 aplicación	 de	 las	 medidas	 disciplinarias	 previstas	 en	 el
artículo	292	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial.
Ley	26689.
Única	 Disposición	 Transitoria.—Los	 procesos	 penales	 en	 trámite	 en	 los
juzgados	 penales	 se	 adecuarán	 a	 las	 disposiciones	 de	 la	 presente	 ley.	 Los
procesos	 que	 se	 han	 venido	 tramitando	 por	 la	 vía	 ordinaria	 y	 que	 se
encuentren	 con	 informe	del	 juez	penal,	 continuarán	 su	 séquito	por	dichas
reglas	hasta	concluir.
DELITOS	TRAMITADOS	EN	VÍA	SUMARIA
D.	Leg.	124.
ART.	1°.—Los	jueces	de	primera	instancia	en	lo	penal	conocerán	en	juicio
sumario	 y	 sentenciarán	 con	 arreglo	 al	 presente	 decreto	 legislativo	 los
delitos	tipificados	por	el	Código	Penal	y	leyes	especiales	que	se	precisan	en
el	artículo	siguiente.	En	el	caso	de	concurso	de	delitos,	alguno	de	los	cuales
sea	más	grave	que	los	comprendidos	en	la	presente	ley,	el	procedimiento	se
seguirá	 por	 los	 trámites	 del	 proceso	 ordinario	 previstos	 en	 el	 Código	 de
Procedimientos	Penales.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—El	proceso	ordinario	continúa	incluso
si	el	delito	subsistente	se	tramita	en	la	vía	sumaria.	“(…)	Este	supremo
tribunal	considera	que	la	sala	superior	penal	debió	proseguir	con	el	trámite
del	presente	proceso,	al	haber	quedado	subsistente	el	delito	de	estafa,	pues	si
bien	dicho	delito	corresponde	ser	tramitado	en	vía	sumaria	conforme	lo
dispone	el	Decreto	Legislativo	número	ciento	veinticuatro;	sin	embargo,	el	A-
quem	–y	en	general	los	operadores	de	justicia–	no	debe	ser	puramente
formalista,	sino	debe	efectuar	un	juicio	de	ponderación	frente	a	las	situaciones
que	se	presentan	en	el	proceso	a	favor	de	los	justiciables	(encausados	y
agraviados);	en	tanto,	ellos	en	puridad	buscan	que	sus	pretensiones	sean
resueltas	de	una	manera	rápida	y	eficaz,	viéndose	ello	reflejado	en	un	pronto
fallo,	por	lo	que	para	lograr	ello	se	debió	tener	en	cuenta	los	principios	de
celeridad,	economía	procesal	y	el	derecho	a	ser	juzgado	en	un	plazo
razonable;	el	primer	principio	en	mención	alude	al	derecho	que	le	asiste	al
justiciable	de	que	las	diligencias	se	lleven	a	cabo	sin	postergaciones	indebidas
ni	impertinentes,	mientras,	que	por	el	principio	de	economía	procesal
entendemos	al	mandato	de	que	se	evite	toda	dilación	o	demora	del	proceso
innecesarias,	puesto	que	son	más	onerosas	para	los	sujetos	procesales	y	para
el	Estado,	no	solo	en	términos	presupuestarios	sino	también	en	los	de	carga
procesal;	de	otro	lado,	el	derecho	a	ser	juzgado	sin	dilaciones	indebidas	es	un
derecho	que	tiene	el	procesado	y	se	dirige	a	los	órganos	jurisdiccionales
creando	en	ellos	la	obligación	de	actuar	en	un	plazo	razonable	el	ius	puniendi;
asimismo,	se	debió	tener	presente	el	derecho	a	la	tutela	judicial	efectiva	que
constituye	el	derecho	de	acceder	al	sistema	Judicial	precisando	que	esta
solicitud	de	acceso	a	la	justicia	debe	ser	resuelta	de	manera	rápida	y
oportuna.	(…)	debió	llevar	a	cabo	el	juicio	oral,	y	no	declarar	insubsistente	la
aludida	acusación,	tanto	más,	si	proseguir	con	el	proceso	no	implicaba	afectar
o	vulnerar	derecho	alguno	a	los	encausados,	menos	aún,	a	las	demás	partes
procesales,	por	el	contrario,	el	proceso	penal	ordinario	resulta	más	garantista,
en	tanto,	someterse	a	un	juicio	oral	implica	desarrollar	los	principios	rectores
del	proceso,	tales	como	inmediación,	oralidad,	publicidad	y	contradictorio.
Aunado	a	ello,	se	debió	interpretar	la	segunda	disposición	transitoria	del
Decreto	Legislativo	número	ciento	veinticuatro	(…)”.	(CS,	R.	N.	4003-2013-
Lima,	ene.	27/2015.	S.	S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—Finalidad	de	la	instrucción	pasa	por	reunir	las
pruebas	suficientes	que	acredite	o	no	la	responsabilidad	penal.	“(...)	el
objetivo	de	la	instrucción	es	reunir	las	pruebas	suficientes	que	acredite	o	no	la
responsabilidad	penal	de	los	posibles	autores,	a	fin	de	ser	el	caso,	graduar	la
pena	a	imponérseles,	contando	con	los	suficientes	elementos	de	juicio	que
cada	una	de	las	figuras	delictivas	requiere	para	dicho	fin	(...)	debe	de
considerarse	que	la	carga	de	probar	corresponde,	a	quien	afirma	hechos	o	en
su	defecto	probar	lo	contrario	a	quien	los	niega	a	fin	de	que	el	colegiado
pueda	determinar	el	grado	o	no	de	la	posible	responsabilidad	de	los	presuntos
autores	de	un	ilícito,	estando	al	criterio	de	conciencia	que	la	ley	les	faculta
(...)“.	(CSJ,	Exp.	N°	4947-98,	dic.	28/98.	S.S.	La	Rosa	Gómez)
JURISPRUDENCIA.—La	sola	existencia	de	un	proceso	penal	no	vulnera
derechos	fundamentales.	“(...)	la	sola	existencia	de	un	proceso	jurisdiccional
no	comporta,	per	se,	la	afectación	del	derecho	a	la	libertad	individual	o	conexo
de	ningún	ciudadano,	puesto	que	quien	se	considere	injustamente	procesado
puede	en	el	proceso	judicial	ordinario,	ejercer	su	derecho	de	defensa	y	hacer
valer	los	recursos,	medios	de	defensa	y	garantías	procesales	que	la	legislación
establece	para	tal	efecto,	salvo	casos	de	evidente	inconstitucionalidad	(…)”.
(TC,	Exp.	N°	8987-2005-PHC/TC,	nov.	30/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Órgano	jurisdiccional	debe	desvirtuar	la
presunción	de	inocencia.	“(...)	el	derecho	a	la	presunción	de	inocencia,
reconocido	en	el	artículo	2,24,e,	de	la	Constitución,	obliga	al	órgano
jurisdiccional	a	realizar	una	actividad	probatoria	suficiente	que	permita
desvirtuar	el	estado	de	inocente	del	que	goza	todo	imputado,	pues	este	no
puede	ser	condenado	solo	sobre	la	base	de	simples	presunciones.	Sin	embargo,
en	el	caso	de	autos,	cuando	la	sentencia	condenatoria	hace	referencia	al
término	‘hipótesis’,	no	alude	a	que	el	favorecido	haya	sido	condenado	a	partir
de	una	presunción,	sino	a	que	la	conducta	cuya	comisión	se	ha	acreditado	a
través	de	la	actividad	probatoria	desplegada	en	el	proceso	es	la	prevista	en
determinado	tipo	penal,	supuesto	de	hecho	o	hipótesis	jurídica.	(…)”.	(TC,	Exp.
N°	8811-2005-PHC/TC,	nov.	29/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Imputación	penal	establecida	en	la	etapa	de
instrucción	no	tiene	carácter	definitivo.	“5.	Además	se	debe	tener	en	cuenta
que	la	instrucción,	como	lo	establece	el	Código	de	Procedimientos	Penales	en
su	artículo	72,	tiene	por	objeto	reunir	la	prueba	de	la	realización	del	delito,	de
las	circunstancias	en	que	se	ha	perpetrado	y	de	sus	móviles;	establecer	la
distinta	participación	que	hayan	tenido	los	autores	y	cómplices,	en	la
ejecución	o	después	de	su	realización,	sea	para	borrar	las	huellas	que	sirven
para	su	descubrimiento,	para	dar	auxilio	a	los	responsables	o	para
aprovecharse	en	alguna	forma	de	sus	resultados.	De	este	modo	la	imputación
que	se	establece	en	esta	etapa	procesal	no	puede	tener	carácter	definitivo,
puesto	que	se	exige	solo	un	grado	de	individualización	del	presunto	autor	pero
este	no	es	tan	intenso	como	el	que	se	exige	en	la	sentencia”.	(TC,	Exp.	03565-
2010-PHC/TC,	ago.	08/2011.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—La	reserva	de	la	acción	penal	no	infringe
necesariamente	el	principio	de	presunción	de	inocencia.	“3.	Redefinido	así
nuestro	examen,	se	plantea	entonces	si	la	reserva	de	la	acción	penal	es
constitucional.	Al	respecto,	somos	de	la	opinión	que,	en	principio,	la	reserva	de
la	acción	penal,	per	se,	no	constituye	una	circunstancia	que	vulnere	algún
derecho	fundamental.	Dentro	de	las	atribuciones	otorgadas	al	Ministerio
Público,	dicha	actuación	recae	en	el	ámbito	de	lo	‘constitucionalmente	posible’
del	artículo	159	de	la	Constitución	(...).
4.	Acorde	con	ello,	tiene	sentido	afirmar	también	que	el	estado	de	sospecha
que	supone	la	reserva	de	la	acción	penal	no	infringe	necesariamente	el
principio	de	presunción	de	inocencia.	(...).
5.	En	esa	línea,	entonces,	consideramos	que	mientras	sucede	el	proceso	penal
contra	distintos	implicados	por	la	comisión	de	un	hecho	criminal,	y
entendiendo	que	la	función	del	Ministerio	Público	es	investigar	y	perseguir	el
delito,	la	‘reserva	de	la	acción	penal’	se	justificaría	precisamente	en	el	deber
de	acopiar	la	suficiente	información	y	medios	de	prueba	o	indiciarios	que	le
permitan	al	fiscal	sostener	con	solidez	la	comisión	del	hecho	delictivo	y	la
correspondiente	responsabilidad	penal	de	la	persona	hasta	entonces	sólo
sospechosa	y	que,	por	la	complejidad	del	asunto	y/o	el	número	de	implicados,
esto	es,	por	las	circunstancias	del	caso,	exigen	que	se	postergue	parcialmente
la	denuncia	penal	por	un	tiempo	estrictamente	necesario”.	(TC,	Exp.	00114-
2012-PHC/TC,	mar.	13/2013.	S.	S.	Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—El	“estado	de	permanente	sospecha”	que	significa	la
reserva	de	la	acción	penal	puede	vulnerar	el	derecho	al	plazo	razonable.
“6.	Ahora	bien,	debemos	precisar	con	igual	énfasis	que	la	reserva	de	la	acción
penal	por	motivos	de	transcurrir	aún	una	investigación	preliminar	tampoco
significa	que	la	actividad	persecutoria	sea	sin	límite	de	tiempo.	En	más	de	una
ocasión	el	Tribunal	Constitucional	se	ha	pronunciado	sobre	el	derecho	al	plazo
razonable	del	proceso	penal,	así	como	sobre	la	detención	preventiva	y	la
investigación	preliminar.	(...).
8.	Por	lo	tanto,	debe	desprenderse	y	en	particular	de	la	propia	actuación	del
Ministerio	Público	en	el	referido	proceso	penal	que,	hasta	el	momento,	no	se
ha	evidenciado	que	don	(...)	tenga	vinculación	con	la	comisión	de	los	delitos
sentenciados	y	tampoco	se	desprende	que	tal	sea	la	hipótesis	del	Ministerio
Público,	por	lo	que	debe	interpretarse	que	la	reserva	de	la	acción	penal
respecto	de	su	persona	ha	perdido	eficacia.	Por	consecuencia,	en	la	actualidad
debemos	entender	que	la	conservación	de	la	reserva	de	la	ampliación	de	la
acción	penal	ha	superado	el	tiempo	razonable.	Por	supuesto,	esto	no	implica
negar	la	posición	adoptada	por	el	Tribunal	Constitucional	(…)	respecto	a	la
posibilidad	de	poder	reabrir	una	investigación	preliminar	si	es	que	se
presentasen	nuevos	elementos	probatorios	no	conocidos	con	anterioridad	por
el	Ministerio	Público”.	(TC,	Exp.	00114-2012-PHC/TC,	mar.	13/2013.	S.	S.
Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—Una	presunta	irregularidad	cometida	en	la	fase	de
investigación	preliminar	no	puede	dejar	sin	efecto	todo	un	proceso
penal:	la	diferencia	entre	actos	de	investigación	y	actos	de	prueba.
“Respecto	de	la	alegada	falta	de	traductor,	lo	cual	contraviene	el	artículo
14.3,f,	del	Pacto	Internacional	de	Derechos	Civiles	y	Políticos	y	el	artículo	8.2,a,
de	la	Convención	Interamericana	de	Derechos	Humanos,	ello	no	se	encuentra
acreditado	en	autos,	por	lo	que	carece	de	sustento	dicho	alegato.	De	otro	lado,
sin	perjuicio	de	lo	dicho,	es	pertinente	anotar	que	no	puede	pretenderse	que	se
deje	sin	efecto	todo	un	proceso	penal	en	razón	de	una	presunta	irregularidad
cometida	en	la	fase	de	investigación	preliminar.	Ello	es	así,	fundamentalmente
porque	el	acto	que	se	cuestiona,	si	bien	forma	parte	de	la	actividad	probatoria,
no	constituye	un	acto	de	prueba,	sino	de	investigación.	Éste,	a	diferencia	de
aquel,	no	permite	fundamentar	una	condena.	El	acto	de	investigación	se
realiza	básicamente	en	la	fase	de	investigación	preliminar	e	instructiva,	y
tiene	por	finalidad	la	averiguación	de	los	hechos	relacionados	con	el	hecho
delictivo	que	se	investiga.	Sirve,	entonces,	de	base	para	preparar	la
imputación	penal;	determinar	la	apertura	de	proceso	y	juicio	oral,	y	para
adoptar	medidas	cautelares.	La	condena	se	apoya	en	actos	de	prueba,	los
cuales	se	presentan	básicamente	en	el	juicio	oral,	acto	procesal	respecto	de	la
cual	el	demandante	no	ha	argüido	la	falta	de	un	intérprete”.	(TC,	Exp.	8811-
2005-PHC/TC,	nov.	29/2005.	S.	S.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—El	contradictorio	no	es	un	elemento	de	los	actos	de
investigación	desarrollados	en	el	marco	de	la	instrucción.	“El	acto	de
investigación	se	realiza	básicamente	en	la	fase	de	investigación	preliminar	e
instructiva,	y	tiene	por	finalidad	la	averiguación	de	los	hechos	relacionados
con	el	hecho	delictivo	que	se	investiga.	Sirve,	entonces,	de	base	para	preparar
la	imputación	penal;	determinar	la	apertura	de	proceso	y	juicio	oral,	y	para
adoptar	medidas	cautelares.	La	condena	se	apoya	en	actos	de	prueba,	los
cuales	se	presentan	básicamente	en	el	juicio	oral	(...).
El	contradictorio	debe	ser	de	observancia	en	los	actos	de	prueba,	para	los
cuales	se	exige	el	concurso	obligatorio	de	las	partes	y	el	interrogatorio
cruzado	por	las	partes.	Tales	actos	se	dan	básicamente	en	el	marco	del	juicio
oral,	etapa	del	proceso	en	la	que	ha	de	actuarse	las	pruebas	que	serán
valoradas	en	la	sentencia.	Es	evidente,	por	otro	lado,	que	la	cuestionada
acumulación	se	ha	dado	con	anterioridad	al	juicio	oral,	etapa	en	la	que	el
contradictorio	tendrá	lugar.	Durante	la	etapa	de	instrucción,	en	cambio,	se
realizan	actos	de	investigación,	los	cuales	no	tienen	como	elemento	el
contradictorio.	Es	por	ello	que	nuestro	ordenamiento	permite,	por	ejemplo,
declarar	el	secreto	de	la	instrucción	a	fin	de	asegurar	las	fuentes	de	prueba,	o
que	la	instructiva	no	acepte	el	concurso	del	actor	civil,	o	que	el	imputado
pueda	ser	impedido	de	estar	presente	en	la	declaración	del	testigo,	o	que	el
examen	pericial	no	requiera	necesariamente	de	la	participación	de	las	partes”.
(TC,	Exp.	0196-2006-PHC/TC,	mar.	14/2006.	S.	S.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—El	plazo	razonable	se	computa	desde	el	primer	acto
procesal	que	atribuye	la	probable	responsabilidad	del	delito.	“(...)	sobre
la	determinación	de	los	extremos	dentro	de	los	que	transcurre	el	plazo
razonable	del	proceso	penal,	es	decir,	el	momento	en	que	comienza	(dies	a
quo)	y	el	instante	en	que	debe	concluir	(dies	ad	quem),	puntualizando	que:
‘(...)	a.	La	afectación	del	derecho	a	ser	juzgado	dentro	de	un	plazo	razonable,
reconocido	en	el	inciso	1)	del	artículo	8°	la	Convención	Americana	sobre
Derechos	Humanos,	se	debe	apreciar	en	relación	con	la	duración	total	del
proceso	penal	que	se	desarrolla	en	contra	de	cierto	imputado	(análisis	global
del	procedimiento),	hasta	que	se	dicta	sentencia	definitiva	y	firme	(dies	ad
quem),	incluyendo	los	recursos	de	instancia	que	pudieran	eventualmente
presentarse;	y,	b.	El	plazo	razonable	del	proceso	penal	comienza	a	computarse
(dies	a	quo)	cuando	se	presenta	el	primer	acto	del	proceso	dirigido	en	contra
de	determinada	persona	como	probable	responsable	de	cierto	delito,	que	a	su
vez	puede	estar	representado	por:	i)	la	fecha	de	aprehensión	o	detención
judicial	preventiva	del	imputado;	o	ii)	la	fecha	en	que	la	autoridad	judicial
toma	conocimiento	del	caso’”.	(TC,	Exp.	02933-2012-PHC/TC,	abr.	22/2013.	S.
S.	Vergara	Gotelli)
D.	Leg.	124.
ART.	2°.—Derogado	tácitamente.	Ley	26689,	Art.	1°.
D.	Leg.	124.	
ART.	3°.—Modificado.	D.	Leg.	1206,	Art.	5°.	La	 instrucción	se	sujetará	 a
las	reglas	establecidas	para	el	procedimiento	ordinario,	siendo	su	plazo	de
noventa	(90)	días	naturales.	Sólo	podrá	prorrogarse	por	causas	justificadas
hasta	 por	 un	máximo	 de	 sesenta	 (60)	 días	 naturales,	 a	 petición	 del	 fiscal
provincial	o	cuando	el	juez	lo	dicte	de	oficio.
JURISPRUDENCIA.—Derecho	a	ser	juzgado	sin	dilaciones	indebidas.	“(...)
el	derecho	a	que	una	persona	sea	juzgada	dentro	de	un	plazo	razonable	no	se
encuentra	expresamente	contemplado	en	la	Constitución.	Sin	embargo,	se
trata	de	un	derecho	que	coadyuva	el	pleno	respeto	de	los	principios	de
proporcionalidad,	razonabilidad,	subsidiariedad,	necesidad,	provisionalidad	y
excepcionalidad,	que	debe	guardar	la	duración	de	un	proceso	para	ser
reconocido	como	constitucional.	Se	trata,	propiamente,	de	una	manifestación
implícita	del	derecho	al	debido	proceso	y	la	tutela	judicial	efectiva
reconocidos	(…)	y,	en	tal	medida,	se	funda	en	el	respeto	a	la	dignidad	de	la
persona	humana.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	549-2004-HC/TC,	ene.	21/2005.	Pres.	Alva
Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Razonabilidad	del	plazo	de	la	prisión	preventiva	y
razonabilidad	del	plazo	del	proceso	en	su	totalidad.	“(…)	el	derecho	a	la
razonabilidad	del	plazo	de	la	prisión	preventiva	es	distinto	–tanto	en	su
contenido	como	en	sus	presupuestos–	del	derecho	a	la	razonabilidad	del
plazo	del	proceso	en	su	totalidad,	al	que	hace	alusión	el	artículo	8°	1	de	la
Convención	Americana.	(…)	la	interpretación	que	permite	a	este	tribunal
reconocer	la	existencia	implícita	del	referido	derecho	en	la	Constitución,	se
encuentra	plenamente	respaldada	por	su	Cuarta	Disposición	Final	y
Transitoria,	que	exige	que	las	normas	relativas	a	los	derechos	y	las	libertades
que	la	Constitución	reconoce	se	interpreten	de	conformidad	con	los	tratados
sobre	derechos	humanos	ratificados	por	el	Perú.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	549-2004-
HC/TC,	ene.	21/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Quinta	ampliación	de	la	instrucción	vulnera	el
plazo	razonable	en	un	proceso	sumario:	más	de	cinco	años	de	trámite
procesal.	“(...)	el	recurrente	alega	que	la	ampliación	de	la	instrucción	por
quince	días	ordenada	por	la	resolución	(…)	vulnera	sus	derechos	a	la	defensa,
al	debido	proceso	y	a	un	plazo	razonable	de	procesamiento,	al	ordenar,	por
quinta	vez	dentro	del	proceso,	una	ampliación	de	la	instrucción;	más	aun,	la
violación	se	agrava	por	haberse	dispuesto	que	se	lleve	a	cabo	una	diligencia
que	anteriormente	ya	se	había	efectuado,	lo	cual	vendría	a	configurar	grave
afectación	a	la	tutela	procesal	efectiva	(…)	en	el	caso,	al	haberse	instaurado
proceso	penal	sumario	y	dictado	el	auto	de	apertura	de	instrucción	con	fecha
18	de	junio	de	1999,	el	plazo	de	juzgamiento	sobrepasa	los	5	años,	lo	cual
afecta	gravemente	el	principio	procesal	de	un	plazo	razonable	de	juzgamiento
(…)”.	(TC,	Exp.	N°	3485-2005-HC/TC,	jul.	14/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Proceso	penal	sumario	que	lleva	más	de	2	mil	días
de	trámite	no	vulnera	necesariamente	la	razonabilidad	del	plazo.	“(...)	3.
En	el	presente	caso,	no	resulta	válido	asumir	que	exista,	ininterrumpidamente,
un	proceso	con	duración	que	excede	el	plazo	razonable,	tal	como	lo	afirma	el
accionante.	En	efecto,	en	el	proceso	penal	seguido	en	contra	de	los	favorecidos
(...)	se	han	producido	los	siguientes	hechos	de	relevancia:	i)	se	expidió
sentencia	con	fecha	4	de	abril	del	2008,	la	misma	que	condena	a	don	(...)	y	a
doña	(...),	y	absuelve	a	don	(…);	ii)	con	fecha	14	de	noviembre	del	2008,	la
Primera	Sala	Penal	de	Lima	declaró	nula	la	sentencia	y	ordenó	la	realización
de	una	serie	de	diligencias	(confrontación,	pericia	para	comprobar	si	las
construcciones	edificadas	en	los	aires	(...)	fueron	destruidas,	etc.);	iii)	con
fecha	28	de	diciembre	del	2009	(fojas	204)	se	declaró	a	los	favorecidos	como
reos	contumaces	al	haberse	acreditado	su	inasistencia	en	el	proceso	penal;	iv)
con	fecha	18	de	enero	del	2010,	en	el	mismo	proceso	penal,	el	juez	emplazado
remitió	los	actuados	al	Ministerio	Público	(fojas	205),	para	que	emita	nuevo
dictamen	fiscal,	como	consecuencia	de	la	nulidad	de	dicho	dictamen	decretada
por	una	determinada	Sala	Penal	Superior	en	un	proceso	de	habeas	corpus	–
distinto	al	presente–,	promovido	también	por	el	mismo	accionante	del
presente	proceso	de	habeas	corpus.
4.	Teniendo	en	cuenta	dichas	incidencias,	estimamos	que	en	el	presente	caso
no	se	evidencia	que	el	juez	emplazado	se	encuentre	retardando
injustificadamente	el	aludido	proceso	penal	y	por	tanto	que	haya	vulnerado	el
aludido	derecho	fundamental	al	plazo	razonable	del	proceso,	y	tampoco	se
impone	la	necesidad	de	que	el	Tribunal	Constitucional	establezca	el
apercibimiento	de	‘tener	por	sobreseído	el	proceso	en	relación	con	los
favorecidos’,	por	lo	que	debe	declararse	infundada	la	demanda.	Lo	antes
expuesto	no	impide	que	se	exhorte	al	respectivo	juez	del	Cuadragésimo
Juzgado	Penal	de	Lima	para	que	en	lo	inmediato	resuelva	la	causa	penal,	bajo
apercibimiento	de	solicitar	la	participación	de	la	Oficina	de	Control	de	la
Magistratura	para	los	efectos	a	que	hubiere	lugar.”	(TC,	Exp.	01019-2011-
PHC/TC,	oct.	10/2011.	S.	S.	Álvarez	Miranda)
DOCTRINA.—No	 cabe	 excusa	 para	 justificar	 que	 un	 proceso	 penal
sumario	lleve	más	de	siete	años	de	trámite.	“(...)	el	proceso	penal	que	se
analiza	 lleva	 a	 la	 fecha	 un	 total	 de	 7	 años,	 2	 meses	 y	 10	 días,	 lo	 cual	 a
nuestro	 juicio	 constituye	 un	 lapso	 de	 tiempo	 excesivamente	 prolongado
para	 la	 duración	 de	 un	 proceso	 penal	 de	 tipo	 sumario.	 (...)	 en	 cuanto	 a	 la
actuación	procesal	del	imputado,	cabe	señalar	que	de	autos	se	concluye	que
si	bien	los	favorecidos	han	efectuado	una	serie	de	peticiones	procesales,	no
se	puede	concluir	apriorísticamente	que	las	mismas	hayan	sido	interpuestas
con	 afán	 dilatorio	 o,	 lo	 que	 es	 lo	 mismo,	 con	 evidente	 mala	 fe	 procesal,
máxime	 si	 tenemos	 en	 cuenta	 que	 las	 recusaciones	 formuladas	 fueron
denegadas	en	primera	instancia	y	cuando	fueron	apeladas,	el	juez	instructor
concedió	apelación	sin	efecto	suspensivo	y	con	la	calidad	de	diferida,	lo	cual
significa	 que	 la	 tramitación	 del	 incidente	 en	 nada	 perjudicaba	 el	 normal
desarrollo	 del	 proceso	 penal.	 (...)	 Con	 el	 análisis	 hasta	 aquí	 efectuado
estimamos	 que	 ha	 existido	 una	 manifiesta	 violación	 del	 derecho	 a	 ser
juzgado	 dentro	 de	 un	 plazo	 razonable	 imputable	 a	 las	 autoridades
jurisdiccionales,	por	lo	que	a	continuación	se	procederá	a	analizar	cuál	es	la
medida	 correctiva	 para	 resarcir	 la	 violación	 del	 citado	 derecho,	 todo	 esto
recordando	que	 el	 plazo	 favorece	 al	 reo	 pues	 siendo	 éste	 el	 que	 sufre	 los
rigores	 del	 proceso	 no	 cabe	 excusa	 al	 respecto,	 siendo	 por	 cierto	 los	 que
resulten	responsables	los	llamados	a	responder	en	la	medida	de	lo	que	será
posible	 establecer	 en	 la	 investigación	 pertinente,	 y	 no	 necesariamente	 al
que	le	ha	correspondido	la	responsabilidad	de	ser	el	juez	al	momento.”	(TC,
Exp.	 01019-2011-PHC/TC,	 oct.	 10/2011,	 Voto	 de	 los	 magistrados	 Mesía
Ramírez	y	Eto	Cruz)
D.	Leg.	124.
ART.	 4°.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1206,	 Art.	 5°.	 Concluida	 la	 etapa	 de
instrucción,	 el	 fiscal	 provincial	 emitirá	 el	 pronunciamiento	 de	 ley,	 sin
ningún	trámite	previo,	dentro	de	los	cinco	(5)	días	hábiles	siguientes.
D.	Leg.	124.
ART.	5°.—Modificado.	D.	Leg.	1206,	Art.	5°.	Con	el	pronunciamiento	del
fiscal	 provincial,	 los	 autos	 se	 pondrán	 de	 manifiesto	 en	 la	 secretaría	 del
juzgado	 por	 el	 término	 de	 cinco	 (5)	 días	 hábiles,	 plazo	 para	 que	 los
abogados	 defensores	 presenten	 los	 informes	 escritos	 que	 correspondan.
Vencido	 el	 plazo	 señalado,	 el	 juez,	 sin	más	 trámite,	 deberá	 pronunciar	 la
resolución	que	corresponda	en	el	término	de	diez	(10)	días	hábiles.
JURISPRUDENCIA.—No	notificación	de	la	acusación	fiscal	no	significa
vulneración	del	derecho	de	defensa.	“(...)	El	derecho	de	defensa	es	un
elemento	del	debido	proceso,	reconocido	expresamente	en	el	artículo	139.14
de	la	Constitución.	Como	lo	ha	señalado	este	tribunal	cf.	STC	1231-2002-
HC/TC	(...)	el	contenido	esencial	del	derecho	de	defensa	queda	afectado
cuando	‘en	el	seno	de	un	proceso	judicial,	cualquiera	de	las	partes	resulta
impedida,	por	concretos	actos	de	los	órganos	judiciales,	de	ejercer	los	medios
necesarios,	suficientes	y	eficaces	para	defender	sus	derechos	e	intereses
legítimos’.
(...)	Constituye	también	una	vulneración	del	derecho	de	defensa	cuando,	en	el
marco	de	un	procedimiento	administrativo	sancionador,	no	se	notifican	los
cargos	que	se	imputan	(...).	En	el	presente	caso,	a	diferencia	de	los	casos
citados,	la	accionante	tiene	conocimiento	del	proceso	que	se	le	sigue	y	pleno
acceso	a	los	medios	de	prueba	aportados	al	proceso,	por	lo	que	no	resulta
irrazonable	que	la	acusación	fiscal	no	sea	notificada,	sino,	como	dispone	el
artículo	5°	del	Decreto	Legislativo	124,	que	se	ponga	los	actuados	a
disposición	de	las	partes,	a	fin	de	que	los	justiciables	y	sus	abogados	tomen
conocimiento	de	la	acusación,	proporcionándoles,	además,	el	tiempo
suficiente	para	formular	las	alegaciones	pertinentes.	(...).”	(TC,	Exp.	0129-
2005-HC/TC,	feb.	18/2000.	Pres.	Alva	Orlandini)
D.	Leg.	124.
ART.	 6°.—Derogado.	 D.	 Leg.	 1206,	 Segunda	 Disposición
Complementaria	Derogatoria.
JURISPRUDENCIA.—Citar	a	lectura	de	sentencia	no	implica	adelanto	de
opinión	o	amenaza	a	la	libertad	personal.	“(…)	El	Decreto	Legislativo	N°
124	establece	claramente	cuál	es	el	procedimiento	a	seguir	cuando	se	está
frente	a	un	proceso	penal	sumario.	Así	el	artículo	6°	de	la	norma	(…)	De	lo	que
se	colige	que	cuando	el	juez	de	la	causa	cita	a	las	partes	para	la	audiencia	de
lectura	de	sentencia,	ésta	ya	está	hecha	o	producida	y	que	por	tanto	lo	que
corresponde	es	procederse	a	su	lectura,	sin	que	ello	signifique	adelanto	de
opinión	o	una	amenaza	cierta	e	inminente	del	derecho	a	la	libertad	personal.
Y	es	que	si	bien	el	juez	ha	llegado	a	esa	decisión	sobre	la	base	de	las
actuaciones	y	pruebas	ofrecidas	en	el	proceso	penal,	puede	darse	el	caso	que
disponga	la	suspensión	de	la	ejecución	de	la	pena	privativa	de	la	libertad,	o	la
reserva	del	fallo	condenatorio,	claro	está,	según	la	normatividad	vigente.
4.	Cabe	reiterar	que	no	se	produce	la	amenaza	o	vulneración	del	derecho	a	la
libertad	individual	cuando	el	proceso	penal	ya	está	en	su	fase	final	y	lo	que
constitucionalmente	corresponde	es	procederse	a	la	lectura	de	la	sentencia,
siendo	lo	correcto	citar	a	las	partes	cuando	el	fallo	sea	condenatorio.	Es	más,
la	privación	de	la	libertad	efectiva	a	través	de	una	sentencia	condenatoria
firme	tampoco,	per	se,	resulta	inconstitucional,	a	menos	que	aquella	vulnere
derechos	fundamentales	(derecho	a	la	debida	motivación	de	las	resoluciones
judiciales,	derecho	a	la	presunción	de	inocencia,	etc.).	(…).”	(TC,	Exp.	05167-
2008-PHC/TC,	mar.	13/2009.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—TC	reitera:	citar	a	las	partes	para	la	lectura	de
sentencia	penal	condenatoria	no	vulnera	derecho	constitucional	alguno.
“El	Tribunal	Constitucional,	en	reiterada	jurisprudencia,	ha	señalado	que	no
existe	amenaza	o	vulneración	a	la	libertad	personal	cuando	el	proceso	penal
ya	está	en	su	fase	final	y	que	constitucionalmente	lo	único	que	corresponde	es
dar	a	conocer	la	sentencia	emitida,	siendo	lo	correcto	citar	a	las	partes	para
su	lectura	cuando	el	fallo	es	condenatorio.	Es	más,	incluso	la	privación	de	la
libertad	a	través	de	una	sentencia	condenatoria	tampoco	per	se	resulta
inconstitucional,	a	menos	que	no	se	encuentre	debidamente	motivada,	pues,
en	todo	caso,	las	partes	podrán	interponer	los	recursos	impugnatorios	que
señala	la	ley.”	(TC,	Exp.	05498-2009-PHC/TC,	may.	31/2010.	S.	S.	Mesía
Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Citar	 para	 audiencia	 pública	 de	 lectura	 de
sentencia	implica	que	el	juez,	antes	de	realizar	un	análisis	de	la	prueba
actuada	 en	 el	 proceso,	 adelanta	 criterio.	 “(...)	 la	 norma	 en	 comentario
vulnera	 el	 principio	 de	 inocencia,	 pues	 el	 juez	penal	 al	 citar	 para	audiencia
pública,	 implícitamente	 se	 desprende	 que	 va	 a	 expedir	 una	 sentencia
condenatoria,	 cuya	 pena	 privativa	 de	 la	 libertad	 puede	 ser	 efectiva	 o
suspendida;	esto	significa	que	el	juez	antes	de	realizar	un	análisis	de	la	prueba
actuada	 en	 el	 proceso,	 ya	 adelanta	 que	 va	 a	 expedir	 una	 sentencia
condenatoria.	 Además,	 significa	 un	 adelanto	 de	 criterio	 por	 parte	 del
juzgador,	ya	que	antes	de	expedir	sentencia,	ya	tiene	formado	un	criterio	que
su	 futuro	 razonamiento	 lógico	 jurídico	 basado	 en	 la	 prueba	 aportada	 al
proceso	ha	de	ser	por	establecer	la	responsabilidad	del	encausado,	cuando	lo
lógico	es	que	dicho	análisis	recién	sea	efectuado	al	expedir	la	sentencia.
Que	lo	correcto	a	fin	de	no	vulnerar	el	principio	de	inocencia	es,	que	se	fije
fecha	y	hora	para	la	lectura	de	sentencia,	que	recién	llegada	la	fecha	pueda
expedir	sentencia	que	puede	ser	absolutoria	o	condenatoria	u	otro	tipo;	ya	que
no	se	entiende	del	por	qué	antes	de	expedir	sentencia	el	juez	ya	ha	generado
convicción	que	se	trata	de	un	proceso	en	que	el	encausado	es	responsable	del
hecho	incriminado.	Por	tanto,	dicha	disposición	contraviene	lo	establecido	en
la	Constitución	en	el	artículo	2º,	inciso	24,	acápite	e;	por	lo	que,	debe
inaplicarse	dicha	norma	por	su	antonimia	con	la	ley	de	leyes,	al	amparo	de	lo
dispuesto	por	el	artículo	138,	segundo	párrafo,	de	la	ley	fundamental.	(...).”
(CS.	Lima	Norte.	jul.	18/2006,	Exp.	N°	2006-1464.	Pres.	Morales	Parraguez)
D.	Leg.	124.
ART.	7°.—La	sentencia	es	apelable	en	el	acto	mismo	de	su	 lectura	o	en	el
término	de	tres	días.	Las	otras	resoluciones	que	ponen	fin	a	 la	 instancia	 lo
son,	también,	dentro	de	este	término.
D.	Leg.	124.
ART.	8°.—El	tribunal,	sin	más	trámite	que	la	vista	fiscal,	que	se	emitirá	en	el
término	 de	 ocho	 días	 si	 hay	 reo	 en	 cárcel,	 y	 de	 veinte	 días	 si	 no	 lo	 hay,
optará	 por	 resolver	 la	 apelación	 por	 el	 pleno	de	 sus	miembros	 o	 por	 uno
solo	 de	 ellos	 como	 tribunal	 unipersonal,	 en	 atención	 al	 número	 de
procesados	y	a	la	complejidad	del	caso.	Esta	resolución	se	expedirá	dentro
de	los	quince	días	siguientes.
D.	Leg.	124.
ART.	 9°.—Modificado.	 Ley	 27833,	 Art.	 1°.	 El	 recurso	 de	 nulidad	 es
improcedente	en	los	casos	sujetos	al	procedimiento	sumario	regulado	en	el
presente	decreto	legislativo.
El	 recurso	 de	 queja	 sólo	 procede	 por	 denegatoria	 del	 de	 apelación	 y	 se
interpone	 ante	 el	 juez	 que	 denegó	 el	 recurso	 quien	 lo	 remite	 al	 superior
jerárquico.	El	plazo	para	su	interposición	es	de	tres	días	contados	desde	el
día	 siguiente	 a	 la	 notificación	 de	 la	 resolución	 que	 deniega	 el	 recurso	 de
apelación.	En	el	 recurso	de	queja	 se	especificará	el	número	de	 folios	y	 las
copias	de	 los	principales	actuados	que	el	 juez	estime	convenientes	 las	que
serán	 elevadas	 al	 superior	 jerárquico	 dentro	 de	 las	 veinticuatro	 horas	 de
solicitadas	por	el	interesado.
Si	 se	 declara	 fundada	 la	 queja,	 el	 superior,	 de	 inmediato,	 concede	 el
recurso,	 comunicando	 al	 inferior	 su	 decisión	 para	 que	 se	 remita	 el
expediente	en	el	plazo	de	tres	días.	Si	se	rechaza	el	recurso,	se	comunica	al
juez	inferior	y	se	notifica	a	los	interesados.
Cumplida	la	instancia	plural	no	procede	ningún	recurso.
JURISPRUDENCIA.—TC	interpreta	el	artículo	7°	del	D.	Leg.	N°	124:	el
condenado	puede	desistir	de	su	decisión	de	no	apelar	dentro	de	la
vigencia	del	plazo	para	promover	la	apelación.	“(...)	en	la	audiencia	de
lectura	de	sentencia,	el	favorecido,	luego	de	consultar	con	su	abogada
defensora	pública,	señaló	su	conformidad	con	la	sentencia;	es	decir,	expresó	su
voluntad	de	no	impugnar	la	condena.	Sin	embargo,	después	de	dicho	acto	y	de
tomar	contacto	con	el	abogado	de	su	elección,	se	retractó	e	impugnó	por
escrito	la	decisión	judicial	que	lo	condenaba.	La	resolución	judicial	que	se
cuestiona	declaró	sin	efecto	la	resolución	que	le	concedió	al	favorecido	el
plazo	para	que	fundamente	su	apelación	contra	la	sentencia	condenatoria.
(...)	se	encuentra	fundada	en	un	excesivo	formalismo	(verificar	la	presencia	de
las	partes	en	el	acto	de	lectura	de	sentencia:	Ministerio	Público,	defensora	de
oficio	y	voluntad	del	agraviado),	más	no	en	la	efectividad	de	los	derechos
fundamentales	comprometidos	(al	recurso	y	de	defensa).	Si	en	la
interpretación	del	artículo	7°	del	Decreto	Legislativo	N°	124,	existía	duda	en	el
juzgador	sobre	si	dicha	disposición	permite	o	no	desistirse	de	la	decisión	de	no
apelar,	estando	aun	dentro	de	la	vigencia	del	plazo	legal	para	promover	dicha
apelación,	tal	duda	debería	favorecer	el	ejercicio	de	tales	derechos
fundamentales,	en	virtud	del	principio	pro	actione,	de	modo	que	resultaba
permisible	que	el	favorecido	pueda	impugnar	la	decisión	judicial	que	lo
condena”.	(T.	C.,	Exp.	01723-2013-PHC/TC,	dic.	09/2015.	Blume	Fortini)
JURISPRUDENCIA.—Resulta	posible	interponer	recurso	de	queja
excepcional	en	los	procesos	sumarios.	“(…)	una	interpretación	literal	y
aislada	del	artículo	9°	del	Decreto	Legislativo	N°	124	podría	llevar	a	la
conclusión	de	que	el	recurso	de	queja	excepcional	no	resulta	aplicable	a	los
procesos	sumarios.	Es	más,	strictu	sensu,	dicha	interpretación	no	sería
inconstitucional,	pues	la	pluralidad	de	instancias	queda	garantizada	con	la
doble	instancia	regulada	en	el	referido	decreto	legislativo.	Empero,	resulta
evidente	que	no	fue	ese	el	criterio	que	tuvo	la	Corte	Suprema	(...)	[que]	ha
optado	por	interpretar	que	el	recurso	de	queja	excepcional	[establecido	en	el
inciso	2	del	artículo	297	del	Código	de	Procedimientos	Penales,	modificado	por
el	artículo	1°	del	Decreto	Legislativo	N°	959	es	aplicable,	incluso,	a	los
procesos	sumarios	(...)’,	destacando	además	que	la	aludida	modificatoria
consigna	expresamente	que	este	recurso	de	queja	excepcional	procederá
‘siempre	que	se	acredite	que	la	resolución	impugnada	o	el	procedimiento	que
la	precedió	infringió	normas	constitucionales	o	normas	con	rango	de	ley
directamente	derivadas	de	aquellas’.	(...)	De	este	modo,	teniendo	en	cuenta	que
el	mencionado	Decreto	Legislativo	N°	959	(que	tenía	como	antecedente	el
Decreto	Legislativo	N°	126)	se	publicó	con	fecha	17	de	agosto	de	2004	y	que	la
cuestionada	resolución,	expedida	por	la	Sala	Mixta	de	(…)	se	emitió	con
posterioridad,	el	23	de	setiembre	de	2004,	la	referida	sala	debió	elevar	el
recurso	de	queja	presentado,	pues	excepcionalmente,	el	Decreto	Legislativo	N°
959	establecía	esa	posibilidad,	por	lo	que	habiéndose	acreditado	la	afectación
de	derecho	a	la	pluralidad	de	la	instancia	del	recurrente	debe	estimarse	la
presente	demanda,	ordenando	a	la	sala	superior	emplazada,	previa	revisión
del	cumplimiento	de	la	formalidad	y	el	plazo,	la	remisión	de	los	actuados
pertinentes	al	Corte	Suprema	para	los	fines	a	que	hubiera	lugar.	(…)”.	(TC,
Exp.	N°	7566-2005-PA/TC,	jul.	26/2007.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—En	los	delitos	juzgados	bajo	el	proceso	penal
sumario,	contra	lo	decidido	en	segunda	y	última	instancia	no	cabe
interponer	recurso	de	nulidad	ni	recurso	de	queja.	“(...)	Que	este	tribunal
tiene	dicho	que	el	derecho	a	la	pluralidad	de	instancias	no	significa	la
existencia	de	una	organización	judicial	estructurada	en	fases	sucesivas	sin
tope,	pues	por	lo	contrario	el	proceso	ordenado	en	el	Perú	se	lleva	por	dos
instancias	dentro	de	las	que	se	diseña	el	tema	de	la	impugnación,	regido	por
los	principios	de	legalidad	y	especialidad,	de	modo	tal	que	el	justiciable	no
puede	ofrecer	medios	impugnatorios	no	previstos	en	la	ley	ni	utilizar
arbitrariamente	alguno	de	los	que	conforman	el	catálogo	de	medios	para
destinarlo	específicamente	a	cuestionar	resolución	de	tipo	distinto	a	la	que	le
causa	agravio,	en	una	suerte	de	aplicación	del	proscrito	‘Recurso	Indiferente’
no	aceptado	por	nuestro	sistema	recursivo.	En	el	caso	de	autos	en	que
tratándose	de	delitos	juzgados	conforme	a	las	reglas	del	proceso	penal
sumario,	contra	lo	decidido	en	segunda	y	última	instancia	no	cabía	la
interposición	del	denominado	recurso	de	nulidad,	previsto	exclusivamente
para	casos	tramitados	en	vía	ordinaria,	ni	menos	el	recurso	de	queja”.	(TC,
Exp.	0478-2005-PA/TC,	oct.	28/2005.	S.	S.	Alva	Orlandini)
PLENO	JURISDICCIONAL.—Problemas	especiales	de	la	etapa	intermedia
en	los	procedimientos	sumarios	y	especiales.	“El	pleno	acuerda:
Primero.-	Por	aclamación,	que	no	se	puede	aceptar	el	ofrecimiento	de	nuevos
medios	de	defensa,	salvo	el	caso	de	la	prueba	instrumental.	Asimismo,	por
aclamación,	que	la	recusación	planteada	luego	de	la	acusación	fiscal	sin
prueba	instrumental	o	sin	causal	específica	debe	ser	rechazada	de	plano.
También	por	aclamación,	que,	respecto	de	los	demás	medios	de	defensa,	no
debe	formarse	cuaderno	incidental.	Por	una	mayoría	de	25	votos	contra	22
votos,	que	en	este	caso	no	se	requiere	el	requisito	de	vista	fiscal.
Segundo.-	Por	aclamación,	que	no	es	posible	aceptar	nuevas	diligencias
probatorias,	salvo	el	caso	de	prueba	instrumental.	Fue	rechazada,	por
aclamación,	la	propuesta	que	intentaba	introducir	una	excepción,	favorable	a
la	actuación	probatoria	de	procesados	ausentes	puestos	a	disposición	del
proceso	después	de	recibida	la	acusación.
Tercero.-	Por	mayoría	de	28	votos	contra	18,	que	la	constitución	en	parte
civil	procede	inclusive	hasta	antes	de	la	emisión	de	la	sentencia.
Cuarto.-	Por	mayoría,	salvo	dos	votos,	que	el	juez	debe	declarar	la	ausencia
del	imputado	cuando	se	establezca	con	seguridad	los	requisitos	estipulados
por	la	ley,	sin	necesidad	de	esperar	al	final	de	la	instrucción.
Quinto.-	Por	mayoría,	salvo	dos	votos,	que	la	fecha	de	la	lectura	de	sentencia
en	los	procedimientos	sumarios	debe	ser	la	de	la	sentencia,	constituyendo
ambas	diligencias	un	acto	procesal	único.
Sexto.-	Por	aclamación,	que	en	los	procedimientos	de	querella	y	sumaria
investigación	la	sentencia	condenatoria	debe	leerse	en	acto	público,	aplicando
las	reglas	del	procedimiento	sumario.	Por	mayoría,	salvo	13	votos,	que	la
diligencia	de	lectura	de	sentencia	será	en	privado	en	los	casos	en	que	la	ley	de
manera	expresa	lo	permite.
Sétimo.-	Por	mayoría,	salvo	un	voto,	que	el	auto	de	apertura	de	instrucción
no	se	debe	notificar	al	agraviado	aún	si	se	tratara	del	Estado.	(…)”.	(Pleno
Jurisdiccional	Penal	Nacional,	Ica	-	1998,	Tema	5)
DOCTRINA.—Incumplimiento	 del	 objeto	 de	 la	 instrucción.	 “(...)
Considerando	 (...)	 Segundo:	 Nulidad	 del	 pronunciamiento	 en	 causa
insuficientemente	investigada:
a)	 Los	 fines	 de	 la	 instrucción,	 previstos	 en	 el	 artículo	 setenta	 y	 dos	 del
Código	de	Procedimientos	Penales	no	se	ha	cumplido.
b)	Al	no	cumplirse	aquellos	fines,	no	puede	tenerse	tampoco	por	realizado
el	debido	proceso	a	que	se	contrae	el	artículo	ciento	treinta	y	nueve,	inciso
tres	de	la	Constitución.
c)	Es	factible	remediar	la	situación,	extendiendo	de	modo	extraordinario	el
plazo	de	 investigación	para	 cumplir	 la	 finalidad,	por	 tiempo	 razonable,	 en
aplicación	del	 primer	párrafo	del	 artículo	doscientos	 veinte	del	 Código	de
Procedimientos	Penales.
d)	Corresponde	declarar	 la	 insubsistencia	del	 indicado	y	del	dictamen	del
Ministerio	Público	en	aplicación	del	artículo	doscientos	noventa	y	ocho.	Uno
del	Código	de	Procedimientos	Penales.
Por	lo	que,	mi	voto,	es	porque:
a)	Se	Declare	nulo	el	 auto	de	 los	 folios	doscientos	dieciséis	 y	doscientos
diecisiete	e	insubsistente	el	dictamen	del	folio	doscientos	siete.
b)	 Se	Disponga	 que	 en	 término	 ampliatorio	 de	 treinta	 días	 proceda	 el	 a
quo	a	realizar	idóneamente	las	diligencias	pedidas	por	el	Ministerio	Público,
la	indicada	por	el	colegiado	y	toda	otra	que	estimen	pertinente	a	los	fines	de
la	 instrucción,	 debiendo	 obrar	 con	 la	 diligencia	 debida	 a	 sus	 respectivas
calidades	de	director	de	 la	 investigación	y	 titular	de	 la	 acción	penal.	 Y	 les
devolvieron.	Fecha	 la	misma.”.	 (Voto	 singular.	 Salas	Arenas.	CSJ.	Arequipa.
Sent.,	abr.	29/1999.	Exp.	N°	44-97-3JEP-YMR.	S.S.	Rivas	Holguín)
COMENTARIO.—Etapa	de	instrucción.	El	 titular	de	 la	 investigación	en	el
Código	 de	 Procedimientos	 Penales	 es	 el	 juez	 instructor.	 La	 investigación
(desde	que	se	descubre	el	hecho	hasta	la	formulación	o	no	de	la	acusación)
tiene	como	objeto	reunir	 los	elementos	del	 juicio	necesarios,	para	analizar
luego,	en	el	juicio	oral,	si	el	inculpado	es	o	no	autor	o	partícipe	del	delito.	En
resumen,	la	investigación	debe	dejar	en	claro:	a)	La	tipicidad	de	la	conducta
(infracción	o	no	de	la	norma),	b)	Los	grados	de	autoría	y	participación,	c)	las
características	 individuales	 de	 los	 mismos,	 d)	 los	 daños	 y	 perjuicios
ocasionados,	y,	d)	modo,	 tiempo,	y	 lugar	en	que	se	cometió	el	delito.	En	 la
etapa	 de	 investigación	 también	 se	 comprende	 la	 actuación	 de	 medidas
restrictivas	 de	 derechos	 (allanamientos,	 intervención	 de	 comunicaciones,
inmovilización);	 y,	 de	medidas	 cautelares	 (la	 detención,	 la	 incautación,	 el
secuestro	o	la	incautación	y	el	embargo).
El	 periodo	 de	 instrucción	 tiene	 un	 plazo	 de	 cuatro	 meses,	 prorrogables
hasta	sesenta	días	(Art.	202	y	salvo	lo	establecido	en	su	segundo	párrafo)	en
el	proceso	ordinario,	y	dos	meses,	prorrogables	por	no	más	de	treinta	días
(Art.	3°,	D.	Leg.	N°	124)	en	el	proceso	sumario.
COMENTARIO.—El	proceso	sumario	(que	otorga	la	facultad	de	fallo	al	juez
penal)	surgió	en	el	año	1968	como	solución	a	la	sobrecarga	procesal	en	las
salas	 penales	 superiores.	 Hoy	 –y	 luego	 de	 múltiples	 modificaciones–	 el
proceso	 sumario	 se	 presenta	 como	 una	 suerte	 de	 proceso	 residual	 (al
abarcar	 todos	 lo	 demás	 delitos	 no	 comprendidos	 en	 el	 Art.	 1°	 de	 la	 Ley
26689).	 La	 simplificación,	 el	 aceleramiento,	 la	 menor	 gravedad	 de	 los
delitos	sujetos	a	trámite	y	la	eliminación	de	la	etapa	de	juicio	oral	son	notas
propias	de	este	tipo	de	proceso.
La	etapa	de	instrucción	en	un	proceso	sumario	y	en	un	proceso	ordinario
sólo	disienten	en	cuanto	al	plazo	en	el	que	debe	desarrollarse	(sesenta	días
prorrogables	 por	 no	 más	 de	 treinta	 días	 adicionales).	 La	 etapa	 de
instrucción	al	igual	que	en	el	proceso	ordinario	culmina	cuando	se	cumple	el
Art.	 72	 del	 C.P.P.	 o	 cuando	 se	 cumple	 el	 plazo	 de	 ley	 o	 cuando	 opere	 la
confesión	corroborada	(Art.	136	del	C.P.P.);	esto	de	acuerdo	al	Art.	196	del
C.P.P.	En	cuanto	a	la	regulación	de	las	cuestiones	incidentales,	éstas	se	verán
regidas	 por	 lo	 dispuesto	 para	 el	 proceso	 ordinario;	 las	 incidencias	 que	 se
presenten	luego	de	concluida	la	etapa	de	instrucción	o	que	estén	pendientes
de	resolver	se	resolverán	en	el	momento	de	la	sentencia.
La	etapa	intermedia,	a	diferencia	del	proceso	penal	ordinario,	está	a	cargo
del	 mismo	 juez	 penal	 y	 el	 pronunciamiento	 del	 fiscal	 provincial,	 en	 este
proceso,	 sólo	 se	 limita	 a	 solicitar	 el	 sobreseimiento	 de	 la	 causa	 o	 en
formular	 acusación,	 a	 diferencia	 del	 proceso	 ordinario	 en	 el	 que	 opina
motivadamente	 sobre	 la	 existencia	 o	 no	 del	 delito	 y	 la	 responsabilidad	 o
inocencia	del	inculpado	(Art.	198	del	C.P.P.).
La	 etapa	 decisoria	 en	 el	 proceso	 sumario,	 a	 diferencia	 del	 proceso
ordinario,	 elimina	 el	 juicio	 oral	 y	 público.	 La	 sentencia	 absolutoria	 es
simplemente	 notificada	 mientras	 que	 la	 condenatoria	 es	 leída	 en	 acto
público,	 con	 esto,	 el	 legislador	 pretende	 de	 alguna	 manera	 salvar	 la
violación	evidente	del	principio	de	publicidad	de	 los	procesos,	al	 suprimir
ya	 el	 juicio	 oral	 en	 este	 tipo	 de	 procesos.	 La	 práctica	 exige	 para	 el	 acto
público	 de	 lectura	 de	 sentencia	 la	 presencia	 física	 de	 las	 partes	 (fiscal,
acusado	y	su	defensor).
En	 la	 etapa	 impugnativa	 se	 reconoce	 el	 recurso	 de	 apelación	 (Art.	 7°),
contra	 la	 resolución	 que	 resuelve	 el	 recurso	 no	 procede	 el	 recurso	 de
nulidad.	Sin	embargo	 la	Ley	27833	que	modifica	el	artículo	9°	del	Decreto
Legislativo	 N°	 124	 establece	 que	 el	 recurso	 de	 queja	 sólo	 procede	 por
denegatoria	del	de	apelación	el	mismo	que	se	interpone	al	juez	que	denegó
el	recurso	quien	lo	remite	al	superior	jerárquico.
C.	de	P.P.
ART.	 73.—Reserva	 de	 la	 instrucción.	 La	 instrucción	 tiene
carácter	 reservado.	 El	 defensor	 puede	 enterarse	 en	 el	 despacho
del	juez	de	las	actuaciones	a	las	que	no	haya	asistido	el	inculpado
bastando	para	ello	que	lo	solicite	verbalmente	en	las	horas	útiles
de	despacho	judicial.	Sin	embargo,	el	juez	puede	ordenar	que	una
actuación	 se	 mantenga	 en	 reserva	 por	 un	 tiempo	 determinado
cuando	juzgue	que	su	conocimiento	puede	entorpecer	o	dificultar
en	alguna	 forma	el	éxito	de	 la	 investigación	que	 lleva	a	cabo.	En
todo	 caso	 cesa	 la	 reserva	 cuando	 se	 ponga	 la	 instrucción	 a
disposición	del	defensor	durante	tres	días	en	el	juzgado	para	que
se	 informe	 de	 toda	 la	 instrucción,	 haya	 concurrido	 o	 no	 a	 las
diligencias.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	10.—Modificado.	Ley	29277,	Única	Disposición	Complementaria
Modificatoria.	Principio	de	publicidad.	Derecho	de	análisis	y	crítica	de
las	 decisiones	 judiciales.	 Toda	 actuación	 judicial	 es	 pública,	 con	 las
excepciones	que	la	Constitución	y	las	leyes	autorizan.
Tienen	el	mismo	carácter	 los	 registros,	 archivos	y	 copias	de	 los	 actuados
judiciales	 fenecidos	que	se	conserven,	de	acuerdo	a	 ley.	Cualquier	persona
debidamente	 identificada	 puede	 acceder	 a	 los	 mismos	 para	 solicitar	 su
estudio	o	copia	certificada,	con	las	restricciones	y	requisitos	que	establece	la
ley.
Cualquier	 decisión	 judicial,	 recaída	 en	 un	 proceso	 fenecido,	 puede	 ser
objeto	 de	 análisis	 y	 crítica,	 con	 las	 limitaciones	 que	 expresamente	 la	 ley
señala.	Todas	las	sentencias	emitidas	por	los	jueces	se	publican	en	la	página
web	del	Poder	Judicial,	bajo	responsabilidad	de	la	Corte	Suprema	y/o	de	las
cortes	superiores,	según	corresponda.
Los	 jueces	 tienen	 el	 deber	 de	 remitir	 sus	 sentencias	 a	 los	 órganos	 correspondientes	 en	 tiempo
oportuno.
NOTAS:	1.	La	Ley	de	la	Carrera	Judicial	(Ley	29277),	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	07
de	noviembre	del	2008,	entró	en	vigencia	el	día	07	de	mayo	del	2009.
2.	La	publicación	de	la	Ley	29354,	del	07	de	mayo	del	2009,	posterga	la	vigencia	de	los	artículos	87	al
96	referidos	a	la	“evaluación	parcial”	de	los	magistrados,	por	45	días	más.
3.	El	Tribunal	Constitucional	publicó	el	12	de	abril	del	2010	la	sentencia	que	declaró	fundado	en
parte	el	proceso	de	inconstitucionalidad	planteado	contra	diversos	artículos	de	la	Ley	de	la	Carrera
Judicial.	Para	el	tribunal,	resulta	inconstitucional	la	creación	de	la	Comisión	de	Evaluación	del
Desempeño	y	que	se	efectúe	evaluaciones	cada	3	años	a	los	jueces,	por	contravenir	las	facultades	y
autonomía	del	Poder	Judicial,	que	están	consagrados	constitucionalmente.	En	igual	sentido,	realiza
precisiones	constitucionales	al	ejercicio	de	las	libertades	de	información	y	de	expresión	de	los	jueces.
4.	En	 fecha	07	de	abril	del	2011,	el	Tribunal	Constitucional	publicó	 la	Sent.	del	Pleno	-	Exp.	0019-
2009-PI/TC	 que	 declara	 fundada	 en	 parte	 la	 demanda	 de	 inconstitucionalidad	 interpuesta	 por	 el
Colegio	 de	 Abogados	 del	 Callao	 contra	 diversos	 artículos	 de	 la	 Ley	 N°	 29277,	 Ley	 de	 la	 Carrera
Judicial.	 Así,	 el	 colegiado	 señala	 la	 inconstitucionalidad	 de	 la	 expresión	 ‘en	materias	 jurídicas’	 del
artículo	 40,	 inciso	 3)	 de	 la	 ley	 y,	 por	 tanto,	 queda	 subsistente	 la	 disposición	 con	 el	 siguiente
contenido:	‘Está	prohibido	a	los	jueces:	(…)	3.	Aceptar	cargos	remunerados	dentro	de	las	instituciones
públicas	o	privadas,	a	excepción	del	ejercicio	de	la	docencia	universitaria’.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 12.—Todas	 las	 resoluciones,	 con	 exclusión	 de	 las	 de	mero	 trámite,
son	motivadas,	bajo	responsabilidad,	con	expresión	de	los	fundamentos	en
que	 se	 sustentan,	pudiendo	éstos	 reproducirse	en	 todo	o	en	parte	 sólo	en
segunda	instancia,	al	absolver	el	grado.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	169.—El	expediente	judicial	contiene	las	piezas	escritas	del	proceso,
agregadas	sucesivamente	y	en	orden	de	presentación,	con	las	que	se	forma
un	solo	cuerpo	foliado	con	número	y	letras.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	170.—Para	cada	proceso	se	organiza	un	expediente	que	se	identifica
con	el	número	correlativo	del	órgano	jurisdiccional	correspondiente.	En	los
casos	que	establece	la	ley	se	organizan	anexos	y	cuadernos	adjuntos.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	171.—Las	partes,	sus	apoderados	o	sus	abogados,	tienen	acceso	a	los
expedientes	en	giro,	con	las	excepciones	que	establece	la	ley.	En	ningún	caso
son	retirados	del	despacho	judicial,	salvo	los	casos	permitidos	por	la	ley.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	172.—Los	órganos	de	gestión	del	Poder	Judicial	disponen	las	medidas
necesarias	 a	 fin	 de	 adecuar	 a	 las	modernas	 técnicas	 de	 administración,	 el
trámite	documentario,	el	manejo	de	los	expedientes	judiciales	y	el	archivo.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 174.—Los	 expedientes,	 libros,	 archivos	 y	 demás	 implementos
necesarios,	 pertenecen	 a	 la	 sala	 o	 juzgado,	 no	 pudiendo	 ser	 retirados	 del
mismo,	salvo	autorización	del	magistrado	competente.
R.	Adm.	205-2014-CE-PJ.
ART.	 1°.—Aprobar	 la	 Directiva	 N°	 004-2014-CE-PJ	 denominada
“Lineamientos	para	el	acceso	a	 la	 información	y/o	 la	expedición	de	copias
simples	del	expediente	judicial	durante	la	etapa	de	instrucción	del	proceso
penal”,	 que	 en	 documento	 anexo	 forma	 parte	 integrante	 de	 la	 presente
resolución.
R.	Adm.	205-2014-CE-PJ.
ART.	 2°.—Dejar	 sin	 efecto	 las	 disposiciones	 administrativas	 que	 se
opongan	a	la	presente	resolución.
PAUTAS	PARA	ACCEDER	A	COPIAS	SIMPLES	DEL	EXPEDIENTE	JUDICIAL
EN	INSTRUCCIÓN
Dir.	004-2014-CE-PJ.
Lineamientos	para	el	acceso	a	la	información	y/o	la
expedición	de	copias	simples	del	expediente	judicial	durante
la	etapa	de	instrucción	del	proceso	penal
I.	Objeto
La	presente	directiva	tiene	por	objeto	establecer	el	procedimiento	para	la
entrega	correcta	de	información	obrante	en	el	expediente	judicial	durante	la
etapa	 de	 instrucción,	 sea	 en	 forma	 verbal	 o	 mediante	 la	 expedición	 de
copias	simples	de	sus	actuados	a	los	sujetos	procesales	solicitantes,	con	las
excepciones	previstas	en	la	ley.
II.	Finalidad
Uniformizar	 los	 criterios	 para	 la	 eficiente	 y	 oportuna	 entrega	 de
información	solicitada	por	los	sujetos	de	un	proceso	penal	durante	la	etapa
de	instrucción,	garantizando	el	ejercicio	efectivo	de	su	derecho	de	defensa.
III.	Alcances
La	presente	directiva	es	de	cumplimiento	obligatorio	por	todos	los	órganos
jurisdiccionales	que	 tramitan	un	proceso	penal	bajo	 la	vigencia	del	Código
de	 Procedimientos	 Penales	 de	 1940;	 así	 como	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°
124.
IV.	Base	legal
4.1.	Constitución	Política	del	Perú.	Arts.	2°	inc.	5)	y	139	inc.	14).
4.2.	Ley	de	Transparencia	y	Acceso	a	la	Información	Pública	-	Ley	N°	27806.
Art.	17	inc.	6).
4.3.	TUO	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial.	Arts.	7°	y	10.
4.4.	Código	de	Procedimientos	Penales	de	1940.	Art.	73.
4.5.	Código	Procesal	Penal	del	2004	(Decreto	Legislativo	N°	957).	Art.	324.
V.	Vigencia
Su	vigencia	será	a	partir	del	día	siguiente	a	la	publicación	de	la	resolución
administrativa	que	la	aprueba.
VI.	Disposiciones	generales
6.1.	 El	 artículo	 2°	 inciso	 5)	 de	 la	 Constitución	 Política	 del	 Perú,	 regula	 la
potestad	 de	 toda	 persona	 de	 requerir	 a	 la	 autoridad	 competente	 la
información	que	necesita,	creando	en	ésta	la	obligación	de	brindarla,	salvo
los	 casos	 excepcionales	 de	 afectación	 a	 la	 intimidad	 personal,	 seguridad
nacional	 o	 cualquier	 otro	 impedimento	 establecido	 por	 ley,	 entre	 ellas,	 la
reserva	 de	 la	 instrucción	 o	 investigación	 prevista	 en	 el	 artículo	 73	 del
Código	 de	 Procedimientos	 Penales	 de	 1940,	 declarada	 por	 resolución
judicial.
6.2.	 La	 reserva	 de	 la	 instrucción	 tiene	 por	 finalidad	 garantizar	 la
prosecución	 del	 proceso,	 evitando	 el	 entorpecimiento	 de	 la	 actividad
probatoria	 o	 la	 ocasión	 de	 interferencias	 o	 manipulaciones,	 dirigidas	 a
obstaculizar	la	averiguación	de	la	verdad.
6.3.	 La	 reserva	 de	 la	 instrucción	 del	 proceso	 penal,	 a	 que	 se	 contrae	 la
primera	 parte	 del	 artículo	 73	 del	 Código	 de	 Procedimientos	 Penales	 de
1940,	solo	restringe	el	acceso	a	la	información	de	terceros	ajenos	al	proceso,
mas	no	de	los	sujetos	procesales	vinculados	a	este,	quienes	tienen	expedida
la	 facultad	de	solicitar	 información	al	órgano	 jurisdiccional	competente	de
las	 actuaciones	 realizadas	 durante	 la	 etapa	 de	 instrucción,	 sea	 en	 forma
verbal	o	mediante	la	expedición	de	copias	simples.
6.4.	Durante	la	etapa	de	instrucción	el	acceso	a	la	información	contenida	en
el	 expediente	 judicial	 sólo	podrá	 ser	 restringida,	 cuando	medie	 resolución
judicial	que	disponga	la	estricta	reserva	o	secreto	de	todas	o	algunas	de	sus
actuaciones,	de	conformidad	con	lo	previsto	en	la	segunda	parte	del	artículo
73	 del	 Código	 de	 Procedimientos	 Penales.	 La	 reserva	 constituye	 aquí	 una
medida	temporal,	que	puede	ser	total	o	parcial.
VII.	Disposiciones	específicas
De	 los	 responsables	 de	 controlar	 la	 expedición	 de	 la	 información
solicitada	durante	la	etapa	de	instrucción.
7.1.	Los	secretarios	judiciales	son	los	directamente	responsables	de	otorgar
la	 información	 y/o	 copias	 simples	 solicitadas	 por	 los	 sujetos	 procesales,
respecto	 de	 los	 actuados	 contenidos	 en	 el	 expediente	 judicial	 que	 tienen
bajo	su	custodia	durante	la	etapa	de	instrucción	penal.
7.2.	Durante	el	ejercicio	de	esta	función,	se	encuentran	obligados	a:
a)	 Dar	 cuenta	 inmediata	 al	 juez	 penal	 de	 la	 causa,	 del	 pedido	 de
información	y/o	copias	solicitadas	por	las	partes	procesales.
b)	Expedir	el	decreto	que	autoriza	 la	entrega	de	 información	o	copias	del
expediente	 judicial	 o	 su	 denegatoria,	 en	 el	 caso	 de	 mediar	 la	 reserva
prevista	en	 la	segunda	parte	del	artículo	73	del	Código	de	Procedimientos
Penales.
e)	 Hacer	 el	 seguimiento	 y	 velar	 por	 la	 conformidad	 de	 la	 información	 o
copias	entregadas	a	 la	parte	solicitante.	Los	servidores	 judiciales	 tienen	 la
responsabilidad	 de	 verificar	 caso	 por	 caso	 si	 determinada	 información
contenida	 en	 el	 expediente	 judicial	 no	 debe	 ser	 entregada,	 por	mediar	 la
reserva	 o	 secreto	 de	 una	 actuación	 judicial.	 Su	 incumplimiento	 genera
responsabilidad	 disciplinaria,	 sin	 perjuicio	 de	 la	 civil	 o	 penal	 a	 la	 que
hubiere	lugar.
d)	Registrar	en	el	expediente	judicial	la	entrega	de	la	información	o	copias
solicitadas	 por	 los	 sujetos	 del	 proceso	 penal,	 dejando	 constancia	 del	 día,
hora	e	identidad	de	la	persona	autorizada	para	su	recepción.
De	 las	 reglas	 específicas	 que	 rigen	 la	 expedición	 y	 recepción	 de	 la
información	y/o	copias	solicitadas	durante	la	instrucción	penal.
7.3.	El	mandato	de	reserva	de	 la	 instrucción	previsto	en	 la	primera	parte
del	 artículo	 73	 contiene	 una	 prohibición	 que	 se	 entiende	 de	 la	 siguiente
manera:
a)	De	los	sujetos	procesales,	para	informar	el	contenido	de	las	actuaciones
de	la	instrucción.
b)	De	los	terceros	ajenos	al	proceso,	para	informarse	del	contenido	de	las
actuaciones	de	instrucción	y	contenidas	en	el	expediente	judicial;	y
e)	 De	 los	 terceros	 ajenos	 al	 proceso,	 para	 informar	 o	 comunicar	 las
actuaciones	 de	 la	 instrucción,	 en	 el	 supuesto	 de	 haber	 accedido
indebidamente	a	su	conocimiento.
7.4.	El	expediente	 judicial	puede	contener	actuados	con	dos	categorías	de
información,	cuyo	acceso	se	puede	restringir	parcial	o	totalmente,	según	los
fines	de	la	instrucción	penal.	En	este	caso,	y	a	fin	de	no	perjudicar	el	éxito	de
la	 investigación	 solo	 se	 concederá	 información	 verbal	 o	 copia	 de	 los
actuados	que	no	 se	 encuentren	 afectados	 con	 la	 reserva;	 no	pudiendo	 ser
revisado	 el	 expediente	 judicial	 por	 las	pruebas	procesales	 o	 sus	 abogados
hasta	la	expedición	de	resolución	judicial	que	disponga	su	levantamiento.
7.5.	 La	 autorización	 o	 denegatoria	 del	 pedido	 de	 información	 y/o
expedición	de	copias	del	expediente	judicial	será	expedida	dentro	del	plazo
de	dos	días	hábiles.
Los	sujetos	procesales	asumen	el	costo	de	las	copias	solicitadas,	quedando
terminantemente	 prohibido	 el	 empleo	 de	 las	 máquinas	 fotocopiadoras
asignadas	 para	 uso	 exclusivo	 del	 Poder	 Judicial;	 así	 como	 el	 traslado	 del
expediente	fuera	de	la	sede	judicial	a	la	que	pertenece	el	juzgado	ante	el	cual
se	 formuló	 la	 expedición	de	 copias.	 Se	 exceptúan	de	 esta	 última	 regla,	 los
casos	en	los	que	la	sede	judicial	no	cuenta	con	servicio	de	fotocopiado.
En	todos	 los	casos,	el	secretario	 judicial	es	responsable	de	 la	custodia	del
expediente	durante	el	transcurso	de	su	fotocopiado.
7.6.	 La	 información	 o	 copias	 del	 expediente	 judicial	 serán	 entregadas
únicamente	 a	 las	 partes	 procesales	 o	 a	 sus	 abogados	 defensores,
debidamente	 apersonados	 en	 el	 proceso	 penal.	 La	 entrega	 se	 realizará
dentro	del	horario	de	atención	predeterminado	por	cada	Corte	Superior	de
Justicia.
7.7.	 La	 información	o	 copias	 solicitadas	para	el	 ejercicio	de	 la	defensa	en
una	diligencia	urgente	e	inaplazable	podrán	ser	solicitadas	incluso	en	forma
verbal,	 debiendo	 ser	 atendidas	de	 inmediato	 y	 bajo	 responsabilidad	 antes
de	su	realización,	como	acontece	por	ejemplo	en	los	casos	de	citación	a	las
audiencias	de	prisión	preventiva,	cuya	vigencia	ha	sido	adelantada	por	Ley
N°	30076	en	el	todo	el	Perú.
7.8.	 La	 información	o	 copias	 que	 se	 obtengan	 son	para	 uso	 estricto	 de	 la
defensa.
La	parte	o	el	 abogado	defensor	están	obligados	a	mantener	 la	 reserva	de
ley,	bajo	responsabilidad.
JURISPRUDENCIA.—Deber	de	reserva	de	la	instrucción	de	los	jueces.	“(...)
23.	En	consecuencia,	las	opiniones	sobre	el	proceso	–por	parte	de	los	propios
miembros	del	Poder	Judicial–,	cuando	aún	no	ha	adquirido	la	calidad	de	cosa
juzgada	o	no	se	encuentre	en	la	etapa	de	juicio	público	y	revista	trascendencia
social,	constituyen	un	elemento	negativo	para	garantizar	la	imparcialidad	de
los	 jueces	 encargados	 de	 emitir	 la	 decisión	 final,	 pues	 es	 claro	 que	 podría
afectar	a	las	partes	involucradas	en	el	proceso	y,	en	el	peor	de	los	casos,	tales
declaraciones	 podrían	 generar	 en	 la	 ciudadanía	 y	 en	 la	 prensa	 un	 filtro	 de
conciencia	 contrario	 a	 lo	 que	 finalmente	 podría	 ser	 el	 fallo,	 de	 modo	 que
pueden	 ser	 flanco	 de	 presiones	 públicas	 y/o	 generar	 expectativas	 para	 la
resolución	del	caso	en	una	determinada	línea,	antes	que	expectativas	sobre	la
mejor	actuación	que	puedan	brindar	como	tercero	imparcial.	(...)”.	(TC,	Exp.	N
°	2465-2004-AA-TC.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—La	prohibición	de	comentarios	no	se	aplica	para	los
procesos	ya	concluidos	ni	para	los	procesos	no	dirigidos	por	el	juez.	“(…)
28.	 Se	 cuestiona	 la	 constitucionalidad	 del	 inciso	 6)	 del	 artículo	 47	 [que
considera	 como	 falta	 grave	 imputable	 al	 juez,	 el	 ‘Comentar	 a	 través	 de
cualquier	 medio	 de	 comunicación	 aspectos	 procesales	 o	 de	 fondo	 de	 un
proceso	en	curso’]	y	el	inciso	16)	del	mismo	artículo	47	de	la	Ley	de	la	Carrera
Judicial	[que	establece	que	constituye	una	falta	grave	‘Utilizar	en	resoluciones
judiciales	 expresiones	 improcedentes	 o	 manifiestamente	 ofensivas	 desde	 el
punto	de	vista	del	razonamiento	jurídico’].
A	juicio	de	la	demandante,	mediante	la	primera	disposición	se	impediría	que
los	jueces	defiendan	su	honor	[artículo	2°,	inciso	7,	de	la	Constitución]	ante	un
ataque	injustificado	por	algunas	de	las	sentencias	que	haya	emitido,	mientras
que	 la	 segunda	 disposición	 no	 satisface	 las	 exigencias	 del	 principio	 de
tipicidad.	Para	el	apoderado	del	Congreso	de	la	República,	este	extremo	de	la
pretensión	debería	desestimarse	porque	ya	fue	resuelto	con	la	STC	0006-2009-
PI/TC.
29.	 Efectivamente,	 en	 la	 STC	 0006-2009-PI/TC,	 este	 tribunal	 se	 pronunció
sobre	 la	 validez	 constitucional	 de	 ambas	 disposiciones.	 Así,	 con	 relación	 al
artículo	47,	inciso	6,	el	tribunal	precisó	que	‘(...)	la	prohibición	de	comentarios
recogida	 en	 el	 artículo	 47,	 inciso	 6),	 entendida	 como	 límite	 a	 la	 libertad	 de
expresión,	no	se	aplica	para	los	procesos	ya	concluidos,	ni	para	los	procesos	no
dirigidos	 por	 el	 juez,	 ni	 tiene	 conexión	 alguna	 con	 otro	 en	 el	 cual	 éste
intervenga.	 Cuando	 se	 hace	 referencia	 a	 procesos	 concluidos	 es	 que	 estos
tienen	 autoridad	 de	 cosa	 juzgada,	 es	 decir,	 únicamente	 cuando	 se	 pueda
atentar	contra	la	moral,	el	orden	público,	la	seguridad	nacional	y	el	derecho	a
la	vida	privada	de	 las	partes,	siempre	que	dichos	 límites	se	enmarquen	en	el
interés	 de	 la	 justicia’	 [punto	2.1	 del	 fallo	 de	 la	 STC	0006-2009-PI/TC].”	 (TC,
Exp.	02278-2010-PHC/TC,	may.	05/2011.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Motivación	y	razonabilidad	en	el	secreto	sumarial
de	los	procesos	penales.	“(...)	La	prensa	y	el	público	podrán	ser	excluidos	de
la	totalidad	o	parte	de	los	juicios	por	consideraciones	de	moral,	orden	público
o	seguridad	nacional	en	una	sociedad	democrática,	o	cuando	lo	exija	el	interés
de	la	vida	privada	de	las	partes	o,	en	la	medida	estrictamente	necesaria	en
opinión	del	tribunal,	cuando	por	circunstancias	especiales	del	asunto	la
publicidad	pudiera	perjudicar	a	los	intereses	de	la	justicia;	pero	toda
sentencia	en	materia	penal	o	contenciosa	será	pública,	excepto	en	los	casos	en
que	el	interés	de	menores	de	edad	exija	lo	contrario,	o	en	las	actuaciones
referentes	a	pleitos	matrimoniales	o	a	la	tutela	de	menores	(...).
Así,	el	secreto	sumarial	aparece	como	un	límite	constitucionalmente	válido	de
la	publicidad	de	los	procesos.	Una	cosa	es	mantener	la	reserva	del	sumario,	es
decir,	prohibir	el	acceso	al	expediente	o	a	la	audiencia,	y	otra	muy	distinta	que
se	prohíba	expresarse	públicamente.	(...).
De	modo	que	a	través	del	proceso	sumarial	se	puede	evitar	(...)	las
comunicaciones	de	la	causa,	que	puedan	provocar	la	fuga	de	los	partícipes	en
el	hecho	punible,	y/o	la	destrucción	o	manipulación	de	las	fuentes	de	prueba
(...).”	(TC,	Exp.	N°	2262-2004-HC/TC,	oct.	17/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—El	secreto	sumarial	como	límite	a	la	proscripción
del	control	judicial	previo.	“(...)	Para	determinar	si	el	juez	puede	dictar,	en	el
caso	concreto,	una	medida	restrictiva	a	un	derecho	fundamental	sobre	la	base
del	respeto	del	secreto	sumarial,	este	debe	analizar	la	existencia,	o	no,	de	un
riesgo	claro	e	inminente	a	la	independencia	judicial.	Así,	se	debe	determinar	si
la	suma	del	‘coste	del	valor	de	la	pérdida	social	derivada	de	la	restricción	del
discurso’	con	el	‘valor	del	error	judicial’	es	mayor	o	menor	a	los	‘beneficios	de
la	supresión’,	a	fin	de	consentir	el	control	previo	del	discurso.	Es	decir,	se	debe
realizar	un	estudio	sobre	lo	que	la	sociedad	deja	de	recibir	cuando	se	prohíbe
la	emisión	de	un	discurso,	a	lo	que	se	habrá	de	sumar	las	circunstancias	que
pueden	llevar	al	juez	a	equivocarse	en	contraposición	con	los	bienes	jurídicos
constitucionales	que	se	estaría	protegiendo	a	través	de	la	supresión	del
discurso.	Este	triple	análisis	permitirá	al	juzgador	analizar	cuándo,	en	pos	del
secreto	sumarial,	es	preferible	poner	medidas	restrictivas	al	derecho	de	las
personas	sujetas	a	un	proceso	penal.	(TC,	Exp.	N°	2262-2004-HC/TC,	oct.
17/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Tres	 acepciones	 para	 definir	 la	 censura	 previa
prohibida.	“(...)	la	Constitución	recoge	tres	acepciones	para	definir	de	manera
genérica	 la	 censura	 previa	 prohibida	 (…)	 la	 autorización	 previa	 consiste	 en
solicitar	 permiso	 a	 alguna	 autoridad	 para	 ejercer	 el	 derecho.	 La	 censura
previa	 propiamente	 dicha	 se	 presenta	 en	 la	 revisión	 de	 aquello	 que	 se	 va	 a
informar,	opinar,	expresar	o	difundir,	con	la	opción	del	veto.	El	impedimento
previo	se	refiere	a	 la	 implementación	de	algún	obstáculo	o	prohibición	para
ejercer	estos	derechos.	Con	tales	impedimentos	se	evita	es	que	exista	cualquier
tipo	de	examen	administrativo,	político	o	económico	del	discurso.
Asimismo,	se	realiza	precisiones	sobre	el	control	judicial	previo	como	método
de	censura	previa	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	2262-2004-HC/TC,	abr.	11/2004.	Pres.
Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—La	administración	debe	demostrar	que	el	proceso
penal	solicitado	no	se	encuentra	bajo	“reserva”.	“(…)	declara
improcedente	liminarmente	la	demanda,	considerando	que	en	los	artículos	10
y	171	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial	se	consagra	el	principio	de
publicidad	de	toda	actuación	judicial	‘con	las	excepciones	que	la	Constitución
y	las	leyes	autoricen’.	De	otro	lado,	sostiene	que	en	virtud	del	principio	ley
especial	deroga	a	la	ley	general	es	el	artículo	73	del	Código	de	Procedimiento
Penales	y	no	la	Ley	de	Transparencia	y	Acceso	a	la	Información	Pública	el	que
debe	aplicarse	en	el	presente	caso.	Estima	además	que	no	se	ha	demostrado
que	el	proceso	penal	ya	no	se	encuentre	en	la	etapa	de	instrucción	o	que	haya
cesado	la	reserva	(…).
Que	si	bien	se	alega	que	el	demandante	no	habría	desvirtuado	la	posible
afectación	de	la	investigación	con	el	pedido	de	información,	tal
argumentación	trastoca	el	correcto	orden	y	la	carga	de	la	prueba	que	existe
en	los	procesos	de	hábeas	data.	En	primer	lugar,	las	solicitudes	de	acceso	a	la
información	pública	prima	facie	no	tienen	por	qué	ser	motivadas.	Así	lo	indica
la	Constitución	en	el	Art.	2°,	inc.	5,	que	dispone	que	la	información	de	carácter
público	se	solicita	‘sin	expresión	de	causa’,	lo	que	es	una	consecuencia	evidente
frente	a	la	naturaleza	de	la	información,	que	por	ser	pública	no	debe
explicarse	los	motivos	para	los	que	se	desea	tal	información,	salvo	que
incidiera	en	la	intimidad	personal,	la	seguridad	nacional	o	lo	prescrito	por	la
ley.	(…)	si	existe	la	duda	sobre	el	carácter	público	o	no	de	cierta	información,
ello	debe	ser	explicado	por	la	administración,	la	cual	debe	acreditar	que	se
está	ante	una	de	las	excepciones	de	acceso	a	la	información	pública.”	(TC,	Exp.
03652-2009-PHD/TC,	set.	03/2009.	S.	S.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—El	carácter	de	reservado	de	la	instrucción	no	se
extiende	a	toda	actuación	procesal.	“17.	Cabe,	finalmente,	analizar	un
último	argumento	expresado	por	la	SBS.	A	su	juicio,	no	debería	ordenarse	la
entrega	de	la	información,	pues	el	representante	de	la	recurrente	está
procesado	penalmente	por	la	presunta	comisión	de	delitos	contra	el	orden
financiero	y	monetario.	De	manera	que	la	información	que	se	solicita	es
relevante	para	ese	proceso	penal.	Y	sucede	que,	de	conformidad	con	el	artículo
73	del	Código	de	Procedimientos	Penales,	la	investigación	penal	tiene	carácter
reservado.	Independientemente	de	que	entre	la	recurrente	en	este	proceso	y	la
investigada	en	el	proceso	penal	no	exista	identidad	–si	es	que	acaso,	tal
identidad	sea	necesaria–,	resulta	claro,	a	partir	de	todo	lo	expuesto,	que	el
artículo	73	del	Código	de	Procedimientos	Penales	no	es	aplicable	al	caso	de
autos.	En	efecto,	sucede	que,	de	conformidad	con	el	inciso	4)	del	artículo	139,
uno	de	los	principios	que	informan	todo	proceso	judicial	es	su	publicidad,
salvo	que	exista	disposición	contraria	de	la	ley.	Y	si	bien	el	artículo	73	del
Código	de	Procedimientos	Penales	ha	establecido,	con	carácter	general
(generalidad	que	ahora	este	tribunal	no	va	a	juzgar),	que	la	‘instrucción	tiene
carácter	reservado’,	tal	reserva	no	se	extiende	a	toda	actuación	procesal.	En	lo
que	aquí	interesa	recordar,	sólo	han	de	gozar	de	tal	carácter,	entre	otras,	las
pruebas	que	en	el	proceso	penal	se	hayan	ofrecido	entre	el	auto	de	apertura
de	instrucción	y	el	auto	en	virtud	del	cual	se	ponga	la	instrucción	‘a
disposición	del	defensor	durante	3	días	en	el	juzgado	para	que	se	informe	de
toda	la	instrucción	[...]	(Art.	73	C.P.P.)’.	Y	sucede	que,	en	el	caso	de	la
información	requerida	por	la	recurrente,	la	SBS	no	sólo	no	ha	acreditado	que
ésta	haya	sido	actuada	en	el	proceso	penal,	y	que	se	extienda	sobre	ella	la
cualidad	de	la	reserva,	sino,	incluso,	que	dicha	información	haya	sido	ofrecida
siquiera	en	el	proceso	penal”.	(TC,	Exp.	1219-2003-HD/TC,	ene.	21/2004.	S.	S.
Aguirre	Roca)
C.	de	P.P.
ART.	74.—Modificado.	D.	 Leg.	52,	Art.	 107.	 Formas	de	 inicio
de	 la	 instrucción.	 La	 instrucción	 puede	 iniciarse	 por	 el	 juez
instructor	 de	 oficio,	 a	 solicitud	 del	 Ministerio	 Público,	 por
denuncia	del	agraviado	o	sus	parientes,	o	por	querella	en	los	casos
fijados	por	este	código.
MINISTERIO	PÚBLICO
Const.
ART.	159.—Corresponde	al	Ministerio	Público:
1.	Promover	de	oficio,	o	a	petición	de	parte,	la	acción	judicial	en	defensa	de
la	legalidad	y	de	los	(...).
5.	Ejercitar	la	acción	penal	de	oficio	o	a	petición	de	parte.
(...).
LEY	ORGÁNICA	DEL	MINISTERIO	PÚBLICO
D.	Leg.	52.
ART.	 1°.—Función.	 El	 Ministerio	 Público	 es	 el	 organismo	 autónomo	 del
Estado	que	tiene	como	funciones	principales	la	defensa	de	la	 legalidad,	 los
derechos	 ciudadanos	 y	 los	 intereses	 públicos,	 la	 representación	 de	 la
sociedad	en	juicio,	para	los	efectos	de	defender	a	la	familia,	a	los	menores	e
incapaces	 y	 el	 interés	 social,	 así	 como	 para	 velar	 por	 la	moral	 pública;	 la
persecución	 del	 delito	 y	 la	 reparación	 civil.	 También	 velará	 por	 la
prevención	del	delito	dentro	de	las	limitaciones	que	resultan	de	la	presente
ley	 y	 por	 la	 independencia	 de	 los	 órganos	 judiciales	 y	 la	 recta
administración	de	justicia	y	las	demás	que	le	señalan	la	Constitución	Política
del	Perú	y	el	ordenamiento	jurídico	de	la	Nación.
D.	Leg.	52.
ART.	3°.—Atribuciones	de	los	miembros	del	Ministerio	Público.	Para	el
debido	cumplimiento	de	sus	funciones	y	atribuciones,	el	Fiscal	de	la	Nación
y	los	fiscales	ejercitarán	las	acciones	o	recursos	y	actuarán	las	pruebas	que
admiten	la	legislación	administrativa	y	judicial.
D.	Leg.	52.
ART.	5°.—Autonomía	funcional.	Los	 fiscales	actúan	 independientemente
en	el	ejercicio	de	sus	atribuciones,	 las	que	desempeñarán	según	su	propio
criterio	 y	 en	 la	 forma	 que	 estimen	 más	 arreglada	 a	 los	 fines	 de	 su
institución.	Siendo	un	cuerpo	jerárquicamente	organizado	deben	sujetarse	a
las	instrucciones	que	pudieren	impartirles	sus	superiores
D.	Leg.	52.
ART.	 6°.—Solicitud	 de	 información	 a	 otras	 entidades.	 Cuando	 fuere
necesario	para	el	eficaz	ejercicio	de	las	acciones	y	recursos	que	competen	al
Ministerio	 Público,	 el	 Fiscal	 de	 la	 Nación	 podrá	 dirigirse	 solicitando,	 por
escrito,	 a	 los	 presidentes	 de	 las	 cámaras	 legislativas	 y	 de	 la	 Comisión
Permanente	del	Congreso,	de	la	Corte	Suprema	y	de	las	cortes	superiores	de
justicia,	a	 los	ministros	de	Estado	y,	en	general,	 a	 los	organismos	públicos
autónomos,	 personas	 jurídicas	 de	 derecho	 público	 interno,	 empresas
públicas	 y	 cualesquiera	 otras	 entidades	 del	 Estado,	 las	 informaciones	 y
documentos	que	fueren	menester.	Las	solicitudes	serán	atendidas,	salvo	que
se	trate	de	actos	no	comprendidos	en	la	segunda	parte	del	artículo	87	de	la
Constitución	 y	 que,	 con	 su	 exhibición,	 pudiere	 afectarse	 la	 seguridad
nacional,	 a	 juicio	del	organismo	de	mayor	 jerarquía	de	 la	 correspondiente
estructura	administrativa.
D.	Leg.	52.
ART.	 7°.—Exhortaciones	 a	 los	 miembros	 del	 Ministerio	 Público.	 El
Poder	 Ejecutivo,	 por	 intermedio	 del	 Ministerio	 de	 Justicia,	 puede	 hacer
exhortaciones	 a	 los	 miembros	 del	 Ministerio	 Público,	 en	 relación	 con	 el
ejercicio	de	sus	atribuciones.
Si	éstos	no	las	considerasen	procedentes	las	elevarán,	en	consulta,	al	Fiscal
de	la	Nación,	quien	la	absolverá	de	inmediato	o	la	someterá	a	la	decisión	de
la	 junta	 de	 fiscales	 supremos,	 según	 fuere	 la	 naturaleza	 del	 asunto
consultado.
D.	Leg.	52.
ART.	 8°—Actividad	 del	 Ministerio	 Público	 durante	 regímenes	 de
excepción.	La	declaración	por	el	Presidente	de	la	República	de	los	estados
de	 emergencia	 o	 de	 sitio,	 en	 todo	 o	 en	 parte	 del	 territorio	 nacional,	 no
interrumpirá	la	actividad	del	Ministerio	Público	como	defensor	del	pueblo,
ni	 el	derecho	de	 los	 ciudadanos	de	 recurrir	o	acceder	a	él	personalmente,
salvo	 en	 cuanto	 se	 refiera	 a	 los	 derechos	 constitucionales	 suspendidos	 en
tanto	 se	mantuviere	 vigente	 la	 correspondiente	 declaración;	 y	 sin	 que,	 en
ningún	caso,	interfiera	en	lo	que	es	propio	de	los	mandos	militares.
D.	Leg.	52.
ART.	 9°.—Intervención	 del	 Ministerio	 Público	 en	 etapa	 policial.	 El
Ministerio	Público,	conforme	al	inciso	5	del	artículo	250	de	la	Constitución
Política,	 vigila	 e	 interviene	 en	 la	 investigación	 del	 delito	 desde	 la	 etapa
policial.	 Con	 ese	 objeto	 las	 Fuerzas	 Policiales	 realizan	 la	 investigación.	 El
Ministerio	Público	 interviene	en	ella	orientándola	en	cuanto	a	 las	pruebas
que	 sean	 menester	 actuar	 y	 la	 supervigila	 para	 que	 se	 cumplan	 las
disposiciones	 legales	 pertinentes	 para	 el	 ejercicio	 oportuno	 de	 la	 acción
penal.
Igual	 función	 corresponde	al	Ministerio	Público	 en	 las	 acciones	policiales
preventivas	del	delito.
D.	Leg.	52.
ART.	10.—Intervención	del	Ministerio	Público	en	garantía	del	derecho
de	defensa.	Tan	 luego	como	el	 fiscal	provincial	en	 lo	penal	sea	 informado
de	 la	 detención	 policial	 de	 persona	 imputada	 de	 la	 comisión	 de	 delito	 se
pondrá	en	comunicación,	por	sí	o	por	medio	de	su	adjunto	o	de	su	auxiliar
debidamente	 autorizado,	 con	 el	 detenido,	 para	 el	 efecto	 de	 asegurar	 el
derecho	de	defensa	de	éste	y	los	demás,	según	le	reconocen	la	Constitución
y	las	leyes.
D.	Leg.	52.
ART.	 11.—Titularidad	 de	 la	 acción	 penal	 del	 Ministerio	 Público.	 El
Ministerio	Público	es	el	titular	de	la	acción	penal	pública,	la	que	ejercita	de
oficio,	a	instancia	de	la	parte	agraviada	o	por	acción	popular,	si	se	trata	de
delito	 de	 comisión	 inmediata	 o	 de	 aquéllos	 contra	 los	 cuales	 la	 ley	 la
concede	expresamente.
D.	Leg.	52.
ART.	12.—Trámite	de	la	denuncia.	La	denuncia	a	que	se	refiere	el	artículo
precedente	 puede	 presentarse	 ante	 el	 fiscal	 provincial	 o	 ante	 el	 fiscal
superior.	 Si	 éste	 lo	 estimase	 procedente	 instruirá	 al	 fiscal	 provincial	 para
que	la	formalice	ante	el	juez	instructor	competente.	Si	el	fiscal	ante	el	que	ha
sido	presentada	no	 la	estimase	procedente,	 se	 lo	hará	saber	por	escrito	al
denunciante,	 quien	 podrá	 recurrir	 en	 queja	 ante	 el	 fiscal	 inmediato
superior,	 dentro	 del	 plazo	 de	 tres	 días	 de	 notificada	 la	 resolución
denegatoria.	Consentida	la	resolución	del	fiscal	provincial	o	con	la	decisión
del	superior,	en	su	caso,	termina	el	procedimiento.
D.	Leg.	52.
ART.	 13.—Queja	 contra	 fiscales.	 El	 inculpado	 o	 el	 agraviado	 que
considerase	 que	 un	 fiscal	 no	 ejerce	 debidamente	 sus	 funciones,	 puede
recurrir	en	queja	al	inmediato	superior,	precisando	el	acto	u	omisión	que	la
motiva.	El	superior	procederá,	en	tal	caso,	de	acuerdo	con	las	atribuciones
que	para	el	efecto	le	confiere	la	ley.
D.	Leg.	52.
ART.	14.—Carga	de	la	prueba.	Sobre	el	Ministerio	Público	recae	 la	carga
de	 la	 prueba	 en	 las	 acciones	 civiles,	 penales	 y	 tutelares	 que	 ejercite,	 así
como	en	los	casos	de	faltas	disciplinarias	que	denuncie.	Los	jueces	y	demás
funcionarios	públicos,	 sin	perjuicio	de	 las	 atribuciones	que	al	 respecto	 les
otorga	 la	 ley,	 citarán	 oportunamente,	 bajo	 responsabilidad,	 al	 fiscal	 que
actúe	en	el	proceso	de	que	conocen	a	sus	diligencias	fundamentales	y	a	las
de	actuación	de	pruebas	ofrecidas	por	cualquiera	de	las	partes	u	ordenadas
de	oficio.	También	 será	notificado	dicho	 fiscal	 con	 las	 resoluciones	que	 se
expidan	en	el	proceso,	bajo	pena	de	nulidad.
D.	Leg.	52.
ART.	15.—Prerrogativa	procesal	del	antejuicio.	El	Fiscal	de	 la	Nación	y
los	 fiscales	supremos,	de	acuerdo	con	el	artículo	251,	concordante	con	 los
artículos	 183	 y	 184	 de	 la	 Constitución	 Política,	 tienen	 la	 prerrogativa
procesal	del	ante	juicio.
D.	Leg.	52.
ART.	 16.—Competencia	 de	 la	 Corte	 Suprema	 en	 juicios	 de
responsabilidad	a	miembros	del	Ministerio	Público.	Es	competencia	de
la	Corte	Suprema	conocer	 los	 juicios	de	 responsabilidad	 civil	 que	 se	 sigan
contra	 el	 Fiscal	 de	 la	 Nación	 o	 los	 fiscales	 supremos.	 Igual	 competencia
corresponde	para	 los	casos	de	responsabilidad	civil	o	penal	de	 los	 fiscales
superiores.
D.	Leg.	52.
ART.	 17.—Competencia	 de	 las	 cortes	 superiores	 en	 demandas	 y
denuncias	contra	 fiscales	provinciales.	Las	cortes	superiores	de	 justicia
conocerán	 en	 primera	 instancia	 de	 las	 demandas	 o	 denuncias	 contra	 los
fiscales	 provinciales,	 en	 los	 casos	 en	 que	 se	 les	 atribuya	 responsabilidad
civil	o	penal.
La	competencia	de	 las	salas	es	 la	que	establece	 la	Ley	Orgánica	del	Poder
Judicial	y	los	procedimientos	son	los	establecidos	en	las	leyes	pertinentes.
D.	Leg.	52.
ART.	18.—Prerrogativas	 y	 pensiones	de	 los	miembros	del	Ministerio
Público.	 Los	 miembros	 del	 Ministerio	 Público	 tienen	 las	 mismas
prerrogativas	 y	 sistemas	 de	 pensiones	 que	 establecen	 las	 leyes	 para	 los
miembros	del	Poder	Judicial	en	sus	respectivas	categorías.
D.	Leg.	52.
ART.	19.—Excusa	de	fiscales.	Los	fiscales	no	son	recusables;	pero	deberán
excusarse,	bajo	responsabilidad,	de	intervenir	en	una	investigación	policial
o	en	un	proceso	administrativo	o	 judicial	 en	que	directa	o	 indirectamente
tuviesen	 interés,	 o	 lo	 tuviesen	 su	 cónyuge,	 sus	 parientes	 en	 línea	 recta	 o
dentro	 del	 cuarto	 grado	 de	 consaguinidad	 o	 segundo	 de	 afinidad,	 o	 por
adopción,	o	sus	compadres	o	ahijados,	o	su	apoderado	en	el	caso	a	que	se
refiere	el	artículo	siguiente,	inciso	c).
JURISPRUDENCIA.—Investigación	fiscal	y	debido	proceso.	“(...)	el	derecho
al	debido	proceso	es	una	institución	compleja	que	abarca	más	allá	del	ámbito
jurisdiccional.	Así,	la	actividad	de	la	etapa	pre	judicial,	es	decir,	la
investigación	fiscal	debe	respetar	las	garantías	del	debido	proceso	que	asisten
al	investigado	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	2521-2005,	oct.	24/2005.	Pres.	Alva
Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Misión	del	Ministerio	Público	es	promover	el
ejercicio	de	la	función	jurisdiccional	con	arreglo	al	principio	de
legalidad.	“(...)	es	pertinente	señalar	que,	de	acuerdo	con	las	competencias
asignadas	por	la	Constitución	Política	del	Perú,	el	Ministerio	Público	es	un
órgano	autónomo,	cuya	principal	misión	es	promover	el	ejercicio	de	la	función
jurisdiccional	con	arreglo	al	principio	de	legalidad,	en	defensa	de	los	intereses
públicos	tutelados	por	el	Derecho.	(…)	Por	tanto,	el	Ministerio	Público	actúa
en	defensa	del	principio	de	legalidad	al	ejercer	la	acción	penal	con	arreglo	a
las	prerrogativas	que	le	confiere	la	Norma	Suprema.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	03673-
2005-PHC/TC,	may.	31/2007.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA	CONSTITUCIONAL.—TC:	interpretación	constitucional
del	artículo	5°	de	la	LOMP.	“(...)	De	acuerdo	con	el	principio	de
interpretación	conforme	a	la	Constitución,	el	artículo	5º	de	la	Ley	Orgánica
del	Ministerio	Público,	establece	dos	principios:	un	principio	de	autonomía;	y,
un	principio	de	jerarquía.	En	cuanto	al	primero	es	del	caso	precisar	que	si	bien
es	cierto	que	se	reconoce	a	los	fiscales	el	ejercicio	independiente	de	sus
funciones	de	acuerdo	con	sus	propios	criterios	y	en	la	forma	que	consideren
más	ajustada	a	los	fines	constitucionales	y	legales	que	persigue	el	Ministerio
Público,	también	lo	es	que	el	específico	mandato	del	artículo	159	de	la
Constitución	debe	ser	realizado	de	conformidad	con	criterios	objetivos	y
razonables,	y	por	tanto,	exentos	de	un	ejercicio	funcional	arbitrario.	En
segundo	lugar,	de	acuerdo	con	el	artículo	5º	de	la	Ley	Orgánica	del	Ministerio
Público,	se	reconoce	también	un	principio	de	jerarquía,	según	el	cual	los
fiscales	pertenecen	a	un	cuerpo	jerárquicamente	organizado	y	deben	sujetarse
a	las	instrucciones	que	les	impartan	sus	superiores.	Tal	disposición,	si	se
quiere	que	sea	conforme	a	la	Constitución,	sólo	se	justifica	si	de	lo	que	se	trata
es	de	dotar	de	coherencia	y	unidad	al	ejercicio	de	las	funciones
constitucionales	que	establece	el	artículo	159	de	la	Constitución.	De	ahí	la
necesidad	de	que	se	establezcan	también	relaciones	de	coordinación	conjunta
entre	los	fiscales	de	los	distintos	niveles,	en	atención	a	que	la	política	de
persecución	criminal	no	puede	ser	definida	por	cada	fiscal	o	juez	en
particular,	pues	ello	corresponde	al	propio	Estado	(…)”.	(TC,	Exp.	n°	6204-
2006-PHC/TC,	ago.	09/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Actividad	investigatoria	del	Ministerio	Público	cesa
una	vez	que	el	juez	penal	asume	el	proceso.	“(...).	De	este	modo,	promovida
la	acción	penal	por	el	fiscal	penal	demandado,	se	dictó	el	auto	de	apertura	de
instrucción	por	 el	 juzgado	penal	permanente	de	 turno;	posteriormente,	 y	de
modo	 aleatorio,	 la	 instrucción	 fue	 derivada	 (...)	 el	 juzgado	 asumió	 la
jurisdicción	y	se	avocó	al	conocimiento	de	dicha	causa	penal.
Al	 respecto,	 si	 bien	 la	 ley	penal	de	 la	materia	no	 configura	nítidamente	 los
perfiles	 de	 la	 investigación	 preliminar	 fiscal,	 pues	 la	 ley	 no	 fija	 plazos,
procedimientos,	ni	limitaciones	precisas,	no	cabe	duda	de	que,	en	cuanto	a	la
extensión	de	la	actividad	investigadora	del	Ministerio	Público,	esta	debe	cesar
una	 vez	 que	 el	 juez	 penal	 asuma	 (...)”.	 (TC,	 Exp.	N°	 2521-2005-PHC/TC,	 feb.
22/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Cabe	 el	 control	 constitucional	 de	 los	 actos	 del
Ministerio	Público	pero	no	en	materias	de	su	exclusiva	competencia.	“(…)
De	 acuerdo	 al	 artículo	 159	 incisos	 1	 y	 5	 de	 la	 Constitución,	 al	 Ministerio
Público	 le	 corresponde	 promover	 de	 oficio,	 o	 a	 petición	 de	 parte,	 la	 acción
judicial;	y,	si	bien	es	posible	el	control	constitucional	de	los	actos	del	Ministerio
Público,	 no	 corresponde	que	 el	Tribunal	Constitucional	 valore	 el	 criterio	del
fiscal	 emplazado	para	 realizar	 el	 análisis	 de	 las	pruebas	de	 la	 investigación
fiscal;	es	decir,	no	se	puede	cuestionar	el	criterio	del	fiscal	en	materias	que	son
de	su	exclusiva	competencia	y	que	determinaron	que	se	apruebe	la	disposición
de	archivo.	Ello	en	relación	al	cuestionamiento	de	por	qué	el	fiscal	emplazado
concluyó	 que	 los	 denunciados	 no	 estarían	 ocultando	 el	 contrato	 de	 (…)	 y
señaló	 que	 en	 el	 Expediente	 (…)	 se	 dispuso	 la	 recomposición	 (…)”	 (TC,	 Exp.
03182-2011-PA/TC,	nov.	09/2011.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Fiscales	de	menor	jerarquía	no	pueden	ser	una
suerte	de	“mesa	de	partes	de	sus	superiores”.	“(…)	el	artículo	5º	de	la	Ley
Orgánica	del	Ministerio	Público	no	puede	implicar,	de	ninguna	manera,	que
los	fiscales	de	menor	jerarquía	se	conviertan	en	una	suerte	de	‘mesa	de	partes’
de	sus	superiores;	los	fiscales	no	pueden	limitarse	a	dar	trámite	a	lo	ordenado
por	la	Fiscal	de	la	Nación,	sin	realizar,	por	sí	mismos,	ningún	acto	de
investigación.	Tal	actuación	comporta	una	omisión	del	mandato
constitucional	previsto	en	el	artículo	159	inciso	4,	que	dispone	que
corresponde	al	Ministerio	Público	‘[c]onducir	desde	su	inicio	la	investigación
del	delito	(...)’.	Tan	arbitraria	e	irrazonable	es	una	resolución	judicial	que
adolece	de	falta	de	motivación,	como	aquella	denuncia	fiscal	en	la	que	no
existen	fundamentos	objetivos	y	razonables	–y	sí,	por	el	contrario,	argumentos
subjetivos	e	injustificados–	para	que	se	formule	una	denuncia	penal	contra
una	determinada	persona	(…)	la	omisión	del	fiscal	comporta	también	una
afectación	del	derecho	fundamental	al	debido	proceso	del	demandante	en	su
manifestación	del	derecho	de	defensa.	Ello	por	cuanto	al	no	haber	sido
notificado	por	el	fiscal	denunciado	y	al	no	haber	realizado	éste	la
investigación	correspondiente,	el	recurrente	no	tuvo	la	oportunidad	de	ejercer
su	derecho	de	defensa	ni	tampoco	la	posibilidad	de	presentar	sus	descargos
correspondientes.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	6204-2006-PHC/TC,	ago.	09/2006.	Pres.
García	Toma)
C.	de	P.P.
ART.	75.—Modificado.	D.	Leg.	52,	Art.	107.	Instrucción	de
oficio.	La	instrucción	se	inicia	de	oficio	cuando	en	forma	pública
llegue	a	conocimiento	del	juez	instructor	la	comisión	inmediata	de
un	delito	que	no	requiere	instancia	previa	o	querella	de	la	parte
agraviada.
En	su	caso,	los	agentes	fiscales,	autoridades	políticas	superiores	o
los	miembros	de	la	policía	judicial,	denunciarán	el	hecho	por
escrito	ante	el	juez	instructor.
Cuando	no	se	trata	de	delitos	de	comisión	inmediata,	la	denuncia
ante	 el	 juez	 instructor	 sólo	 puede	 hacerla	 el	 agraviado,	 sus
ascendientes,	 descendientes,	 cónyuge,	 parientes	 colaterales
dentro	 del	 cuarto	 grado	 y	 afines	 dentro	 del	 segundo,	 padres	 o
hijos	adoptivos,	tutores	o	curadores.
C.	de	P.P.
ART.	 76.—Acción	 popular.	 La	 acción	 popular	 se	 concede
solamente	 en	 los	 casos	 de	 delito	 de	 comisión	 inmediata	 y	 se
ejercitará	 por	 escrito	 ante	 el	Ministerio	 Público,	 quien	 solicitará
del	juez	la	apertura	de	instrucción	cuando	considere	que	el	hecho
es	efectivo	y	constituye	delito.
C.	de	P.P.
ART.	 77.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1206,	 Art.	 3°.	 Audiencia	 de
presentación	de	cargos.
1.	Emitida	la	formalización	de	la	denuncia	penal,	el	representante
del	 Ministerio	 Público	 deberá	 notificar	 dicha	 resolución	 a	 las
partes;	y	solicitará	por	escrito	al	 juez	penal	que	fije	 fecha	y	hora
para	 la	 audiencia	 de	 presentación	 de	 cargos,	 indicando	 el	 delito
imputado	y	 los	datos	de	 identificación	de	 las	partes	con	 fines	de
notificación.
2.	 La	 audiencia	 de	 presentación	 de	 cargos	 es	 inaplazable.	 Se
instalará	 con	 la	 presencia	 del	 fiscal	 y	 el	 defensor	 del	 imputado,
pudiendo	 participar	 los	 defensores	 de	 las	 demás	 partes.	 El
imputado	que	no	contare	con	defensor	privado	será	asistido	por
un	defensor	público.
3.	Recibida	 la	solicitud	del	representante	del	Ministerio	Público,
el	juez	deberá	fijar	la	audiencia	en	un	plazo	no	mayor	a	cinco	(5)
días	 hábiles.	 Para	 la	 notificación	 de	 los	 sujetos	 procesales	 se
empleará	el	medio	alternativo	más	 célere	e	 idóneo.	En	 los	 casos
en	 que	 el	 imputado	 se	 encontrare	 en	 detención	 la	 audiencia	 se
realizará	dentro	de	las	48	horas.
4.	Instalada	la	audiencia,	el	juez	concederá	el	uso	de	la	palabra	al
representante	 del	 Ministerio	 Público	 a	 fin	 que	 sustente	 su
denuncia,	explicando	los	hechos,	la	calificación	legal	y	los	actos	de
investigación	actuados	que	justifiquen	la	apertura	de	instrucción.
5.	 Acto	 seguido,	 se	 escuchará	 al	 defensor	 del	 imputado	 quien
podrá	 ejercer	 contradicción	 a	 lo	 alegado	 por	 el	 fiscal	 y	 solicitar
auto	de	no	ha	lugar	conforme	a	lo	previsto	en	el	artículo	77-A.	Si
está	 presente	 el	 defensor	 del	 agraviado,	 podrá	 solicitar	 su
constitución	en	parte	civil	conforme	a	lo	previsto	en	los	artículos
55	y	57,	seguidamente	se	escuchará	al	tercero	civil.	El	juez	podrá
formular	 las	 preguntas	 o	 aclaraciones	 pertinentes	 y,	 finalmente
escuchará	al	imputado.
6.	El	 juez	resolverá	oralmente	en	audiencia	 la	procedencia	de	 la
apertura	 de	 la	 instrucción,	 para	 ello,	 realizará	 un	 control	 de
legalidad	 de	 la	 imputación	 formulada	 y	 determinará	 si	 existen
indicios	 suficientes	 o	 elementos	 de	 juicio	 reveladores	 de	 la
existencia	de	un	delito,	que	se	haya	individualizado	a	su	presunto
autor	 o	 partícipe,	 que	 la	 acción	 penal	 no	 haya	 prescrito	 o	 no
concurra	otra	causa	de	extinción	de	la	acción	penal.
7.	Emitido	el	auto	de	apertura	de	instrucción,	el	juez	instará	a	los
sujetos	procesales	a	que:
a)	Acuerden	los	hechos	que	aceptan	y	que	dará	por	acreditados,
obviando	su	investigación.
b)	Propongan	acuerdos	acerca	de	los	medios	de	prueba	que	serán
necesarios	para	que	determinados	hechos	se	estimen	probados.
Los	acuerdos	de	los	sujetos	procesales	vincularán	al	juez.
8.	Acto	seguido,	el	juez	solicitará	al	representante	del	Ministerio
Público,	 así	 como	 al	 defensor	 del	 imputado	 y	 del	 agraviado,
postulen	 los	 actos	 de	 investigación	 que	 acrediten	 su	 pretensión,
debiendo	 indicar	 la	 necesidad	de	 los	mismos.	 Sólo	 se	 ordenarán
los	actos	pertinentes,	conducentes	y	útiles	conforme	al	objeto	del
proceso.
9.	 Atendiendo	 a	 los	 actos	 de	 investigación	 ordenados	 en	 la
instrucción,	el	juez	penal	fijará	el	plazo	de	la	misma,	aplicando	el
principio	de	razonabilidad.	En	un	plazo	no	mayor	a	 tres	 (3)	días
hábiles	 de	 realizada	 la	 audiencia,	 el	 juez	 notificará	 a	 los	 sujetos
procesales	inasistentes	de	las	diligencias	programadas.
10.	La	audiencia	concluye	con	la	emisión	del	auto	de	apertura	de
instrucción,	 el	 cual	 es	 inimpugnable,	 salvo	 en	 el	 extremo	 que
resuelve	 los	 actos	 de	 investigación	 postulados	 por	 las	 partes	 e
impone	 la	 medida	 coercitiva.	 La	 apelación	 es	 sin	 efecto
suspensivo.	En	estos	casos,	el	juez	elevará	en	el	día	el	cuaderno	a
la	sala	superior,	 la	que	 fijará	audiencia	en	un	plazo	no	mayor	de
cinco	 (5)	 días	 hábiles,	 bajo	 responsabilidad.	 La	 audiencia	 es
inaplazable	 y	 se	 instalará	 con	 quienes	 asistan.	 Habiendo
escuchado	a	las	partes	la	sala	superior	resolverá	por	escrito	en	un
plazo	de	48	horas.
11.	 En	 los	 casos	 que	 el	 representante	 del	 Ministerio	 Público
requiera	la	prisión	preventiva	del	imputado,	dicho	requerimiento
se	 discutirá	 en	 la	misma	 audiencia,	 una	 vez	 fijados	 los	 actos	 de
investigación	y	el	plazo	de	la	instrucción.
12.	 En	 los	 casos	 de	 investigaciones	 complejas	 el	 juez	 a	 fin	 de
emitir	 la	 resolución,	 podrá	 suspender	 la	 audiencia	 hasta	 por	 48
horas.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 12.—Todas	 las	 resoluciones,	 con	 exclusión	 de	 las	 de	mero	 trámite,
son	motivadas,	bajo	responsabilidad,	con	expresión	de	los	fundamentos	en
que	se	 sustentan,	pudiendo	éstos	 reproducirse	en	 todo	o	en	parte	 sólo	en
segunda	instancia,	al	absolver	el	grado.
JURISPRUDENCIA.—La	sola	consignación	de	los	nombres	completos	no
satisface	la	correcta	imputación	del	delito	que	exige	el	auto	de	abrir
instrucción.	“(...)	en	virtud	del	primer	párrafo	del	artículo	77	del	Código	de
Procedimientos	Penales,	obligación	judicial	que	este	tribunal	considera	que
debe	ser	efectuada	con	criterio	de	razonabilidad,	esto	es,	comprender	que
nada	más	lejos	de	los	objetivos	de	la	ley	procesal	el	conformarse	en	que	la
persona	sea	individualizada	cumpliendo	sólo	con	consignarse	su	identidad
(nombres	completos)	en	el	auto	de	apertura	de	instrucción	(menos	aún,	como
se	hacía	años	antes,	‘contra	los	que	resulten	responsables’,	(...),	sino	que,	al
momento	de	calificar	la	denuncia	será	necesario,	por	mandato	directo	e
imperativo	de	la	norma	procesal	citada,	controlar	la	corrección	jurídica	del
juicio	de	imputación	propuesto	por	el	fiscal,	esto	es,	la	imputación	de	un	delito
debe	partir	de	una	consideración	acerca	del	supuesto	aporte	delictivo	de	todos
y	cada	uno	de	los	imputados”.	(TC,	Exp.	4989-2006-PHC/TC,	dic.	11/2006.	S.	S.
García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Cuando	el	órgano	judicial	superior	jerárquico
ordena	abrir	instrucción,	no	exonera	al	a	quo	de	fundamentar	lo
ordenado.	“16.	En	otras	palabras,	la	obligación	de	motivación	del	juez	penal
al	abrir	instrucción,	no	se	colma	únicamente	con	la	puesta	en	conocimiento	al
sujeto	pasivo	de	aquellos	cargos	que	se	le	dirigen,	sino	que	comporta	la
ineludible	exigencia	que	la	acusación	ha	de	ser	cierta,	no	implícita,	sino,
precisa,	clara	y	expresa;	es	decir,	una	descripción	suficientemente	detallada	de
los	hechos	considerados	punibles	que	se	imputan	y	del	material	probatorio	en
que	se	fundamentan,	y	no	como	en	el	presente	caso	en	que	se	advierte	una
acusación	genérica	e	impersonalizada,	que	limita	o	impide	a	los	procesados
un	pleno	y	adecuado	ejercicio	constitucional	del	derecho	de	defensa.
17.	En	este	sentido,	cuando	el	órgano	judicial	superior	jerárquico	ordena
abrir	instrucción,	ello	no	exonera	al	a	quo	de	fundamentar	lo	ordenado,	de
conformidad	con	los	requisitos	previstos	en	el	artículo	77	del	Código	de
Procedimientos	Penales.	En	consecuencia,	al	haber	omitido	el	juez	penal	la
formalización	de	cargos	concretos,	debidamente	especificados,	contra	todos	y
cada	uno	de	los	beneficiarios,	lo	que	denota	una	ausencia	de	individualización
del	presunto	responsable,	en	los	términos	anteriormente	expuestos,	ha
infringido	el	deber	constitucional	de	motivación	de	las	resoluciones	judiciales,
lesionando	el	derecho	de	defensa	de	los	justiciables,	al	no	tener	éstos	la
posibilidad	de	rebatir	los	elementos	fácticos	que	configurarían	la	supuesta
actuación	delictiva	que	se	les	atribuye,	en	función	del	artículo	139,	inciso	5	de
la	Constitución	Política	del	Perú”.	(TC,	Exp.	4989-2006-PHC/TC,	dic.	11/2006.
S.	S.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Agraviados	por	delitos	de	persecución	pública
también	pueden	impugnar	la	decisión	de	no	abrir	instrucción.	“Pero	lo
que	queda	meridianamente	claro	es	que	para	el	inicio	del	proceso	penal	–allí
donde	aún	es	aplicable	el	Código	de	Procedimientos	Penales–,	es	necesario	que
quienes	están	legitimados	para	ello	presenten	la	denuncia	pertinente,	ante	la
autoridad	judicial	competente.
El	problema	se	presenta	en	relación	a	quienes	pueden	cuestionar	el	auto	que
emite	el	juez,	declarando	no	ha	lugar	a	abrir	instrucción.	Conforme	a	lo
establecido	en	el	tercer	párrafo	del	artículo	77	del	Código	de	Procedimientos
Penales,	en	una	interpretación	restrictiva	y	que	además	ha	sido	acogida	por	la
doctrina	y	jurisprudencia	nacional,	pueden	apelar	los	fiscales	cuando	les	ha
correspondido	a	ellos	el	ejercicio	de	la	acción	penal,	o	los	agraviados,	cuando
el	ejercicio	de	la	acción	ha	correspondido	a	éstos.	Sin	embargo,	nada	de	ello	se
deriva	de	la	Constitución,	sino	que	así	ha	sido	establecido	en	una	norma,	que
por	su	origen	es	preconstitucional,	de	modo	que	corresponde	analizar	si	la
interpretación	que	se	hace	de	dicha	disposición,	es	acorde	o	no	con	la
Constitución,	y	si	es	el	caso,	si	afecta	o	no	los	derechos	fundamentales	de	los
presuntos	agraviados	o	víctimas.
6.	Cierto	es	que	los	agraviados	o	víctimas	pueden	intervenir	en	los	procesos
penales	seguidos	contra	los	presuntos	responsables	del	delito,	siempre	y
cuando	se	constituyan	en	parte	civil,	lo	que	ocurre	cuando	el	proceso	ya	ha
sido	iniciado,	pero	no	pueden	intervenir	antes	que	ello	ocurra,	salvo	en	los
supuestos	de	acción	privada.	Ello	evidentemente	deja	en	una	situación
desventajosa	a	quien	presuntamente	ha	sufrido	los	efectos	de	uno	o	varios
hechos	ilícitos,	puesto	que	su	actuación	queda	supeditada	al	ejercicio	de	la
acción	penal	por	parte	del	representante	del	Ministerio	Público,	así	como	a
que	éste	interponga	los	recursos	impugnatorios	pertinentes,	en	caso	que	la
denuncia	sea	rechazada.
En	el	primer	caso,	vemos	que	ello	es	así	por	mandato	constitucional,	empero
en	el	segundo,	si	ya	se	interpuso	la	denuncia	penal	respectiva	por	el	sujeto
procesal	legitimado	para	ello,	nada	impide	que	el	agraviado,	en	caso	se
rechace	la	denuncia,	pueda	interponer	conjunta	o	individualmente	el	recurso
respectivo,	dado	que	al	tener	interés	en	el	resultado	del	proceso,	no	se	le	puede
denegar	o	impedir	que	acceda	a	los	órganos	jurisdiccionales	competentes,	ni
limitar	su	derecho	a	la	instancia	plural.	Iniciado	el	proceso,	resulta	obvio	que
para	seguir	actuando	en	el	proceso	penal,	será	necesario	que	se	constituya	en
parte	civil,	como	anteriormente	fue	expuesto,	pero	mientras	tanto,	no	se	puede
impedir	o	limitar	su	actuación	en	el	proceso	penal,	más	allá	de	los	límites	que
implícita	o	explícitamente	la	Constitución	ha	precisado.
8.	De	modo	que	el	párrafo	tercero	del	artículo	77	del	Código	de
Procedimientos	Penales,	debe	ser	interpretado	no	limitando	la	participación
del	agraviado	a	los	procesos	de	acción	civil,	cuando	se	haya	rechazado	la
denuncia	penal,	sino	también	a	los	proceso	de	acción	pública,	para	impugnar
la	decisión	judicial	que	desestima	el	inicio	del	proceso	penal;	más	aún	cuando
resulta	imposible,	jurídicamente	que	se	constituya	en	parte	civil,	dado	que	aún
no	existe	proceso	alguno	en	trámite	dentro	del	cual	presentar	dicha	solicitud”.
(TC,	Exp.	02171-2012-PA/TC,	ene.	28/2014.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—La	distinción	entre	agraviado	y	parte	civil	permite
concluir	que	el	agraviado	no	necesita	constituirse	en	parte	civil	para
impugnar	el	auto	de	no	ha	lugar	a	abrir	instrucción.	“Para	el	caso	de	la
impugnación	del	auto	de	no	ha	lugar	a	abrir	instrucción	penal	expedido	en	el
marco	del	modelo	antiguo	del	proceso	penal	recogido	por	el	Código	de
Procedimientos	Penales	el	derecho	constitucional	a	la	pluralidad	de	la
instancia	ha	sido	configurado	el	legislador	mediante	la	creación	del	recurso
de	apelación,	previsto	en	el	artículo	77	de	dicho	cuerpo	jurídico.	(...).	Como	ha
quedado	expuesto,	el	este	Tribunal	Constitucional	considera	que	dicha	norma
debe	ser	interpretada	en	el	sentido	que	el	agraviado	también	puede	apelar	del
auto	de	no	ha	lugar	a	abrir	instrucción,	en	los	delitos	perseguibles	de	oficio.	Y
ello	es	así	en	la	medida	en	que	permite	la	impugnación	por	parte	del
agraviado;	es	decir,	a	través	de	la	ampliación	del	contenido	del	derecho	a	la
pluralidad	de	la	instancia	otorga	la	mayor	protección	a	los	derechos	del
agraviado	frente	a	actos	que	le	pudieran	afectar,	lo	que	se	pone	de	manifiesto
en	los	casos	en	que	el	fiscal	pese	haber	formalizado	denuncia	penal	no
impugna	el	auto	de	no	ha	lugar	a	abrir	instrucción	penal.	En	definitiva,	esta
opción	interpretativa	busca	optimizar	en	su	mayor	grado	el	derecho	a	la
pluralidad	de	la	instancia.	(...).
Por	tanto,	nada	impide	que	el	agraviado	pueda	incluso	antes	del	inicio	formal
del	proceso	penal	impugnar	los	actos	procesales	que	le	afectan	sus	derechos,
aunque	para	ello	sea	preciso	entenderla	desde	una	perspectiva	diferente.	(...).
13.	A	la	luz	de	lo	anterior,	bastaría	diferenciar	entre	las	nociones	de
agraviado	y	parte	civil.	La	diferencia	operativa	entre	éstos	radica
básicamente	en	que	el	primero	gozaría	de	derechos	de	carácter	general:	a
impugnar	el	auto	de	no	ha	lugar	a	abrir	instrucción,	a	impugnar	el
sobreseimiento	o	la	sentencia	absolutoria,	a	ser	informado	del	resultado	del
proceso	penal,	etc.,	mientras	que	el	segundo	además	de	éstos	gozaría	de
derechos	de	carácter	específico:	deducir	la	nulidad	de	actuados,	a	participar
en	los	actos	de	investigación	y	de	prueba,	etc.	Así,	bien	entendidas	las	cosas	no
existe	una	justificación	razonable	para	exigir	como	requisito	indispensable	el
inicio	del	proceso	penal	muchos	menos	la	constitución	en	parte	civil	para	que
el	agraviado	pueda	impugnar	los	actos	procesales	que	de	modo	general	le
afectan	sus	derechos.	En	efecto,	la	opción	interpretativa	de	que	también	el
agraviado	puede	impugnar	el	auto	de	no	ha	lugar	a	abrir	instrucción	resulta
plenamente	congruente	con	la	diferenciación	aludida	entre	agraviado	y	parte
civil	en	el	sentido	de	que	el	primero	puede	impugnar	el	auto	de	no	ha	lugar	a
abrir	instrucción,	como	resulta	obvio,	sin	que	exista	proceso	penal	en	trámite	y
más	aún	sin	la	necesidad	de	que	se	constituya	en	parte	civil.	Por	los	demás,
ésta	parece	ser	la	lógica	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal	de	2004	que
reconoce	a	la	víctima	determinados	derechos	según	su	posición	jurídica
concreta	en	el	proceso	penal”.	(TC,	Exp.	02171-2012-PA/TC,	ene.	28/2014.	S.	S.
Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Para	superar	el	requisito	de
admisibilidad	del	auto	de	abrir	instrucción,	se	deberá	hacer	referencia
completa	al	nombre	y	apellidos	del	inculpado.	“El	artículo	77	del	Código	de
Procedimientos	Penales,	modificado	por	la	Ley	número	28117,	del	16.12.2003,
estipula	que	para	abrir	instrucción,	entre	otros	motivos,	se	requiere	que	se
haya	individualizado	al	presunto	autor	o	partícipe	de	un	delito	concreto.	Se
trata,	en	estricto	sentido	procesal,	de	un	requisito	de	admisibilidad	de	la
promoción	de	la	acción	penal,	cuyo	incumplimiento	constituye	un	motivo
específico	de	inadmisión	del	procesamiento	penal.	La	norma	en	referencia
prescribe	que,	en	esos	casos,	se	devolverá	la	denuncia	y	los	recaudos	al
Ministerio	Público	(…)	La	individualización	de	imputado,	por	imperio,	de	los
artículos	19	al	22	del	Código	Civil,	importa	que	a	la	persona	a	quien	se
atribuye	un	hecho	delictuoso	determinado	se	la	identifique	con	el	nombre	y
sus	apellidos,	de	los	padres	–si	es	hijo	matrimonial–	o	progenitores	que	los
hayan	reconocido	–si	es	hijo	extramatrimonial–	o	adoptantes	–si	es
adoptado–,	según	el	caso.	Cualquier	determinación	sobre	el	particular
importa	un	problema	probatorio	que	debe	merecer	la	decisión	judicial
correspondiente	en	el	modo	y	forma	de	ley.	A	los	efectos	de	la	inculpación
penal,	que	da	lugar	a	la	primer	resolución	judicial	de	imputación,	basta	esa
referencia	completa	para	estimar	cumplido	el	mencionado	requisito	de
admisibilidad.”	(CS,	Ac.	Plen.	7-2006/CJ-116,	dic.	29/2006.	S.S.	Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Para	abrir	instrucción,	solo	se
requiere	de	una	persona	identificada	(nombres	y	apellidos	completos);
para	dictar	una	requisitoria,	se	necesita	además	de	otros	datos	(edad,
sexo,	etc.).	“El	artículo	3°	de	la	Ley	número	27411,	modificado	por	la	Ley
número	28121	(…)	persigue	con	esa	legislación	(…)	evitar	los	casos	de
homonimia	–de	quien	tiene	los	mismos	nombres	y	apellidos	de	quien	se
encuentre	requisitoriado	por	la	autoridad	competente	(artículo	2°,	Ley
número	27411)–,	pero	de	ninguna	manera	introducir,	a	los	efectos	del
procesamiento,	un	requisito	de	admisibilidad	de	la	acción	penal	(…)	la
identidad	del	requerido	por	la	justicia	penal	está	en	función	a	la	consiguiente
requisitoria	que	la	autoridad	judicial	ha	de	cursar	a	la	policía	contra	las
personas	a	quien	se	ha	dictado,	legalmente	por	una	u	otra	razón,	mandato	de
detención.	Es	evidente,	entonces,	que	la	debida	identidad	del	requerido	guarda
relación	con	el	presupuesto	material	de	indicios	de	criminalidad	–y	las
consiguientes	situaciones	procesales	que	puedan	tener	lugar	en	el	curso	del
proceso	penal–	respecto	a	la	persona	a	quien	se	atribuya	ser	autor	o	partícipe
de	un	hecho	punible,	pero	no	necesariamente	con	la	necesidad	de
individualización	del	imputado	como	requisito	de	admisibilidad	de	la
promoción	de	acción	penal.	Ambos	elementos	si	bien	están	relacionados	entre
sí	no	guardan	correspondencia	absoluta,	porque	para	abrir	instrucción	sólo	se
requiere	de	una	persona	identificada	con	sus	nombres	y	apellidos	completos,	y
para	dictar	una	requisitoria	se	necesita	que	el	imputado,	además	de	sus
nombres	y	apellidos	completos,	registre	en	autos	otros	tres	datos:	edad,	sexo,	y
características	físicas,	talla	y	contextura.”	(CS,	Ac.	Plen.	7-2006/CJ-116,	dic.
29/2006.	S.S.	Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—La	no	inscripción	en	el	Reniec	no
significa	incumplimiento	del	requisito	de	individualización,	pues	esto
solo	es	un	dato	indiciario	en	la	valoración	general	del	proceso.	“Si	bien	la
inscripción	de	una	persona	en	el	Registro	Nacional	de	Identificación	y	Estado
Civil	prueba	con	suficiencia	la	existencia	y	la	propia	identificación	de	una
persona,	su	ausencia	–por	lo	demás,	no	extraña	en	nuestro	país–	no	puede
significar	que	se	ha	incumplido	el	requisito	de	individualización	del	imputado
a	los	fines	del	procesamiento	penal.	La	no	inscripción	de	una	persona	ante	la
Reniec	es	sólo	un	dato	indiciario	que	el	juez	debe	tomar	en	cuenta	para	la
valoración	general	del	procesamiento	penal	–y,	en	su	caso,	para	la	orden
judicial	de	detención	y	la	consiguiente	requisitoria–,	pero	no	constituye
prueba	privilegiada	que	acredita	sin	más	que	se	trata	de	un	individuo	incierto
o	no	individualizado.	Ello	es	tan	cierto	que	el	propio	artículo	3°	de	la	citada
ley	(27411)	incorpora	ese	elemento:	el	Documento	Nacional	de	Identidad,	a
cargo	de	la	Reniec,	como	una	exigencia	no	obligatoria	para	la	inscripción	y
ejecución	de	una	requisitoria	judicial.”	(CS,	Ac.	Plen.	7-2006/CJ-116,	dic.
29/2006.	S.S.	Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Cuestión	previa	basada	en	el	hecho
exclusivo	que	el	imputado	no	se	encuentra	inscrito	en	el	Reniec	o	no	se
ha	consignado	el	número	del	DNI	carece	de	sustancia	o	mérito	procesal.
“En	tal	virtud,	si	se	plantea	una	cuestión	previa	basada	en	el	hecho	exclusivo
que	el	imputado	no	se	encuentra	inscrito	en	la	Reniec	o	no	se	ha	consignado	el
número	del	Documento	Nacional	de	Identidad,	tal	planteamiento	carece	de
sustancia	o	mérito	procesal	para	acogerlo.	De	igual	manera,	el	juez	penal	no
podrá	devolver	la	denuncia	fiscal	formalizada	por	ese	sólo	mérito	al	fiscal
provincial.	Por	lo	expuesto,	debe	entenderse	que	cuando	la	Disposición
General	5.3	de	la	Directiva	número	cero	cero	tres-2004-CE-PJ,	aprobada	por	la
referida	Resolución	Administrativa	número	081-2004-CE-PJ,	del	29.04.2004,
establece	que	‘Si	como	consecuencia	del	pedido	de	aclaración,	el	juez	penal	o
mixto	verifica	la	inexistencia	de	los	datos	de	identidad	personal	señalados	en
el	primer	párrafo	del	presente	acápite,	procederá	a	resolver	de	oficio	el
incidente	como	cuestión	previa,	de	conformidad	con	lo	establecido	por	el
artículo	4°	del	Código	de	Procedimientos	Penales’,	ello	sólo	procederá	cuando
no	se	ha	podido	establecer,	de	los	cuatro	datos	obligatorios	del	requerido,	el
referido	al	nombre	y	apellidos	completos,	o	cuando	se	ha	probado	positiva	e
inconcusamente	que	la	referencia	a	una	persona	que	se	identificó	con	esos
nombres	y	apellidos	completos	es	falsa	o	inexistente.”	(CS,	Ac.	Plen.	7-2006/CJ-
116,	dic.	29/2006.	S.S.	Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA.—Denuncia	fiscal	constituye	un	importante	indicativo
para	el	juez.	“(...)	si	bien	la	denuncia	fiscal	no	vincula	al	juez	–el	mismo	que
sólo	abrirá	instrucción	si	considera	que	de	la	denuncia	fluyen	indicios
suficientes	o	elementos	de	juicio	que	razonablemente	revelen	la	existencia	de
un	delito–,	en	cambio,	sí	constituye	un	importante	indicativo	para	el	juez,	el
cual	podría	ser	inducido	a	error	sobre	la	base	de	una	denuncia	abiertamente
arbitraria,	orientada	a	conseguir	que	el	presunto	autor	del	hecho	delictivo	sea
procesado.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	6167-2005-PHC7TC,	set.	28/2006.	Pres.	García
Toma)
JURISPRUDENCIA.—Omisión	de	un	término	en	auto	de	abrir	instrucción
no	 genera	 indefensión.	 “(...)	 De	 lo	 cual	 se	 colige	 que	 el	 demandante	 tenía
pleno	 conocimiento	 que	 se	 le	 imputaba	 el	 delito	 de	 daños	 en	 su	modalidad
agravada,	toda	vez	que	conocía	perfectamente	la	orden	judicial	que	dio	origen
al	 proceso	 penal	 seguido	 en	 su	 contra	 (…).	 Por	 consiguiente,	 la	 omisión	 del
juez	emplazado	de	consignar	expresamente	el	 término	agravados	en	el	auto
de	apertura,	no	genera	la	indefensión	aducida	por	el	demandante,	ni	evidencia
que	 éste	 hubiese	 sido	 irregularmente	 involucrado	 en	 el	 proceso	 penal	 en	 el
cual	 ha	 sido	 condenado,	 desvirtuándose	 la	 supuesta	 vulneración	 de	 sus
derechos	constitucionales	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	0032-2005-PHC/TC,	jun.	28/2005.
Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Auto	ampliatorio	de	instrucción	deberá	ser
motivado	so	perjuicio	de	vulnerar	el	derecho	de	defensa.	“(...)	si	para
aceptar	una	denuncia	y	dictar	el	auto	de	apertura	de	instrucción	se	requiere
la	indicada	individualización	(…)	obligación	judicial	que	debe	ser	efectuada
con	criterio	constitucional	de	razonabilidad,	con	mayor	razón	es	imperativo
que	el	juez	del	proceso	en	trámite	dé	razón	con	amplitud	suficiente	de
motivación	la	necesidad	de	considerar	a	persona	o	personas	que	no
conformaron	la	relación	procesal	originaria.	Ello	exige,	pues
inexcusablemente,	que	no	solo	debe	consignarse	la	identidad	en	el	auto	de
ampliación	sino	la	explicación	de	que	la	norma	procesal	citada	responde	a	la
necesidad	de	corrección	jurídica	del	juicio	de	imputación	propuesto	por	el
fiscal.	(…)	la	exigencia,	para	que	la	acusación	sea	cierta,	no	implícita	sino
precisa,	clara	y	expresa,	es	decir	todo	auto	de	ampliación	ha	de	contener	en	la
motivación	una	descripción	suficientemente	detallada	de	los	hechos	nuevos
considerados	punibles	que	se	imputan	y	del	material	probatorio	o	de	los
indicios	que	justifican	tal	decisión.	(…)	se	advierte	que	la	imputación	penal
materia	del	auto	ampliatorio	cuestionado	adolece	de	falta	de	conexión	entre
los	hechos	que	configura	las	conductas	ilícitas	penales	atribuidas	al
beneficiario	y	las	pruebas	que	se	aportan	como	sustento	de	cargos.	No	se
advierte	en	dicho	auto	la	delimitación	concreta	y	precisa	de	la	relación	de
causalidad	que	denote	la	verosimilitud	de	las	imputaciones	que	se	incriminan
al	afectado,	lo	cual	perjudica	ostensiblemente	un	adecuado	ejercicio	de	su
derecho	de	defensa	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	5325-2006-PHC/TC,	oct.	28/2006.	Pres.
Gonzáles	Ojeda)
JURISPRUDENCIA.—Omisión	de	la	notificación	del	auto	de	apertura	de
instrucción	no	vulnera	derecho	de	defensa.	“(…)	con	respecto	a	la	omisión
de	la	notificación	del	auto	de	apertura	de	instrucción,	de	acuerdo	con	el
artículo	73	del	Código	de	Procedimientos	Penales,	las	partes	pueden	acceder
al	expediente;	es	por	ello	que,	habiendo	tomado	conocimiento,	no	existía
impedimento	alguno	para	que,	por	intermedio	de	su	abogado,	solicite	la
lectura	del	expediente	y	así	tomar	conocimiento	de	los	hechos	que	se	le
imputan	(…)”.	(TC,	Sent.,	ene.	31/2007,	Exp.	N°	10114-2005-PHC/TC.	Pres.
Gonzáles	Ojeda)
JURISPRUDENCIA.—La	ausencia	de	individualización	infringe
motivación	del	auto	de	abrir	instrucción.	“(...)	En	otras	palabras,	la
obligación	de	motivación	del	juez	penal	al	abrir	instrucción,	no	se	colma
únicamente	con	la	puesta	en	conocimiento	al	sujeto	pasivo	de	aquellos	cargos
que	se	le	dirigen,	sino	que	comporta	la	ineludible	exigencia	que	la	acusación
ha	de	ser	cierta,	no	implícita,	sino,	precisa,	clara	y	expresa;	es	decir,	una
descripción	suficientemente	detallada	de	los	hechos	considerados	punibles	que
se	imputan	y	del	material	probatorio	en	que	se	fundamentan,	y	no	como	en	el
presente	caso	en	que	se	advierte	una	acusación	genérica	e	impersonalizada,
que	limita	o	impide	a	los	procesados	un	pleno	y	adecuado	ejercicio
constitucional	del	derecho	de	defensa.
17.	En	este	sentido,	cuando	el	órgano	judicial	superior	jerárquico	ordena
abrir	instrucción,	ello	no	exonera	al	a	quo	de	fundamentar	lo	ordenado,	de
conformidad	con	los	requisitos	previstos	en	el	artículo	77	del	Código	de
Procedimientos	Penales.	En	consecuencia,	al	haber	omitido	el	juez	penal	la
formalización	de	cargos	concretos,	debidamente	especificados,	contra	todos	y
cada	uno	de	los	beneficiarios,	lo	que	denota	una	ausencia	de	individualización
del	presunto	responsable,	en	los	términos	anteriormente	expuestos,	ha
infringido	el	deber	constitucional	de	motivación	de	las	resoluciones	judiciales,
lesionando	el	derecho	de	defensa	de	los	justiciables,	al	no	tener	éstos	la
posibilidad	de	rebatir	los	elementos	fácticos	que	configurarían	la	supuesta
actuación	delictiva	que	se	les	atribuye,	en	función	del	artículo	139,	inciso	5	de
la	Constitución	Política	del	Perú.	(...).”	(TC.	Exp.	N°	8125-2005-PHC/TC.	Pres.
Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Incorrecta	 tipificación	 de	 la	 denuncia	 lesiona	 el
derecho	de	defensa.	“(...)	En	el	caso	de	autos,	el	 juez	penal	cuando	instaura
instrucción	por	el	delito	por	falsificación	de	documentos	en	general,	omitiendo
pronunciarse	 en	 cuál	 de	 las	modalidades	 delictivas	 presumiblemente	 habría
incurrido	 la	 imputada,	 y	 al	 no	 precisar	 si	 la	 presunta	 falsificación	 de
documentos	 que	 se	 imputa	 a	 la	 favorecida	 está	 referida	 a	 instrumentos
públicos	o	privados,	lesiona	su	derecho	a	la	defensa,	toda	vez	que,	al	no	estar
informada	con	certeza	de	los	cargos	imputados,	se	le	restringe	la	posibilidad
de	 declarar	 y	 defenderse	 sobre	 hechos	 concretos,	 o	 sobre	 una	 modalidad
delictiva	determinada	y,	con	ello,	la	posibilidad	de	aportar	pruebas	concretas
que	acrediten	la	inocencia	que	aduce.
Esta	omisión	ha	generado	un	estado	de	indefensión	que	incidirá	en	la	pena	a
imponerse	y	en	la	condición	jurídica	de	la	procesada,	lo	cual	demuestra	que	el
proceso	se	ha	tornado	en	irregular	por	haberse	transgredido	los	derechos
fundamentales	que	integran	el	debido	proceso,	esto	es,	el	derecho	de	defensa;
ello,	a	su	vez,	ha	determinado	la	afectación	de	la	tutela	jurisdiccional,	ambos
garantizados	por	la	Norma	Constitucional.	(...).”	(TC.	Exp.	N°	3390-2005-
PHC/TC.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Existe	afectación	de	los	principios	de	economía	y
celeridad	procesal	si	se	formaliza	denuncia	con	acción	penal	prescrita.
“(...)	resulta	lesivo	a	los	principios	de	economía	y	celeridad	procesales,
vinculados	al	derecho	fundamental	al	debido	proceso,	que	el	representante	del
Ministerio	Público,	titular	de	la	acción	penal,	sostenga	una	imputación	cuando
ésta	se	ha	extinguido,	o	que	formule	denuncia	penal	cuando	la	potestad
persecutoria	del	Estado,	por	el	transcurso	del	tiempo,	se	encuentra	extinguida
y	que	el	órgano	jurisdiccional	abra	instrucción	en	tales	supuestos.	(...).”	(TC.
Exp.	N°	7451-2005-PHC/TC,	ago.	10/2005.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Auto	 de	 no	 ha	 lugar	 a	 la	 instrucción	 no	 funda	 la
cosa	juzgada.	 “(...)	 la	 autoridad	 de	 cosa	 juzgada	de	 una	 resolución	 judicial
sólo	 se	 alcanza	 cuando	 ésta	 pone	 fin	 a	 un	 proceso	 judicial.	 Y	 la	 resolución
judicial	que	declara	‘no	ha	lugar	a	la	apertura	de	instrucción’	simplemente	no
da	 inicio	 a	 un	 proceso	 judicial,	 por	 lo	 que	 no	 tendría	 autoridad	 de	 cosa
juzgada	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 3789-2005-PHC/TC,	 nov.	 09/2005.	 Pres.	 Alva
Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Omisión	de	formalizar	cargos	concretos	y	ausencia
de	individualización	infringen	la	obligación	de	motivar	resoluciones
judiciales	y	lesionan	el	derecho	de	defensa	del	justiciable.	“(…)	Como	se
aprecia,	la	indicada	individualización	resulta	exigible	en	virtud	del	primer
párrafo	del	artículo	77	del	Código	de	Procedimientos	Penales,	obligación
judicial	que	este	tribunal	considera	debe	ser	efectuada	con	criterio
constitucional	de	razonabilidad,	esto	es,	comprender	que	nada	más	lejos	de	los
objetivos	de	la	ley	procesal	el	conformarse	con	que	la	persona	sea
individualizada	cumpliendo	no	solo	con	consignarse	su	identidad	(nombres
completos)	en	el	auto	de	apertura	de	instrucción	(menos	aún,	como	se	hacía
años	antes,	contra	los	que	resulten	responsables,	hasta	la	dación	de	la
modificación	incorporada	por	el	Decreto	Legislativo	126,	publicado	el	15	de
junio	de	1981),	sino	que,	al	momento	de	calificar	la	denuncia,	será	necesario,
por	mandato	directo	e	imperativo	de	la	norma	procesal	citada,	controlar	la
corrección	jurídica	del	juicio	de	imputación	propuesto	por	el	fiscal,	esto	es,	la
imputación	de	un	delito	debe	partir	de	una	consideración	acerca	del	supuesto
aporte	delictivo	de	todos	y	cada	uno	de	los	imputados.	(…)	En	otras	palabras,
la	protección	constitucional	del	derecho	de	defensa	del	justiciable	supone,	a	la
vez,	la	obligación	de	motivación	del	juez	penal	al	abrir	instrucción.	Esta	no	se
colma	únicamente	con	la	puesta	en	conocimiento	al	sujeto	pasivo	de	aquellos
cargos	que	se	le	imputan,	sino	que	comporta	una	ineludible	exigencia,	cual	es
que	la	acusación	ha	de	ser	cierta,	no	implícita,	sino,	precisa,	clara	y	expresa.	Es
decir,	una	descripción	suficientemente	detallada	de	los	hechos	considerados
punibles	que	se	imputan	y	del	material	probatorio	en	que	se	fundamentan,	y
no	como	en	el	presente	caso,	en	que	se	advierte	una	acusación	genérica	e
impersonalizada	que	limita	o	impide	al	procesado	un	pleno	y	adecuado
ejercicio	constitucional	del	derecho	de	defensa.
(…)	En	este	sentido,	cuando	el	órgano	judicial	superior	jerárquico	ordena
abrir	instrucción,	ello	no	exonera	al	a	quo	de	fundamentar	lo	ordenado,	de
conformidad	con	los	requisitos	previstos	en	el	artículo	77	del	Código	de
Procedimientos	Penales.	En	consecuencia,	al	haber	omitido	el	juez	penal	la
formalización	de	cargos	concretos,	debidamente	especificados,	contra	los
beneficiarios,	lo	que	denota	una	ausencia	de	individualización	del	presunto
responsable	en	los	términos	anteriormente	expuestos,	ha	infringido	el	deber
constitucional	de	motivar	las	resoluciones	judiciales	de	forma	razonable	y
proporcional,	lesionando	el	derecho	de	defensa	del	justiciable,	al	no	tener	este
la	posibilidad	de	rebatir	los	elementos	fácticos	que	configurarían	la	supuesta
actuación	delictiva	que	se	le	atribuye,	al	amparo	del	artículo	139,	inciso	5,	de
la	Constitución	Política	del	Perú.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	8453-2005-PHC/TC,	mar.
16/2007.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Procuraduría	no	tiene	legitimidad	para	recurrir	el
auto	de	no	ha	lugar	a	la	instrucción.	“(…)	formulando	la	denuncia	penal
correspondiente;	y	no	teniendo	el	procurador	público	la	calidad	de
denunciante	en	el	presente	proceso	penal	(…)	coligiéndose	por	ende	que	la
falta	de	legitimidad	de	la	Procuraduría	Pública	Anticorrupción
Descentralizada	del	Distrito	Judicial	de	Lima	para	apelar	el	auto	en	cuestión
en	sus	extremos	de	no	ha	lugar	–declarada	así	por	la	A-Quo–	se	condice	con	la
norma	antes	acotada	(artículo	setentisiete	del	Código	de	Procedimientos
Penales,	modificado	por	la	Ley	número	veintiocho	mil	ciento	diecisiete,	del
diez	de	diciembre	del	dos	mil	tres),	según	la	cual	‘(…)	Si	el	juez	considera	que
no	procede	el	inicio	del	proceso	expedirá	un	auto	de	no	ha	lugar	(…)	contra
estas	resoluciones	procede	recurso	de	apelación	del	fiscal	o	del	denunciante
(…)’,	calidad	esta	última	de	la	que	no	se	encuentra	revestida	la	recurrente	en
el	presente	caso	(…)”	(CSJ.	R.N.	46,	ago.	31/2006.	S.S.	Villa	Bonilla)
JURISPRUDENCIA.—Si	la	conducta	imputada	se	colige	con	claridad	del
auto	de	abrir	instrucción,	entonces,	no	se	vulnera	el	derecho	de	defensa.
“(…)	Si	bien	no	se	señala	de	manera	expresa	si	se	trata	del	primer	o	segundo
párrafo	del	artículo	317	del	Código	Penal,	de	lo	expuesto	resulta	evidente	que
no	se	ha	imputado	a	los	accionantes	el	formar	parte	de	una	organización
destinada	a	cometer	los	delitos	de	genocidio	(artículo	319	del	Código	Penal),
contra	la	seguridad	y	tranquilidad	públicas	(títulos	XII	y	XIV,
respectivamente),	contra	el	Estado	y	la	defensa	nacional	(Título	XV)	o	contra
los	poderes	del	Estado	y	el	orden	constitucional	(Título	XVI	del	mismo	cuerpo
normativo).	Por	tanto,	se	colige	que	la	conducta	imputada	se	enmarca	en	el
artículo	317,	primer	párrafo,	del	Código	Penal,	es	decir,	el	tipo	base	de
asociación	ilícita.	Por	lo	tanto,	no	habiéndose	vulnerado	el	debido	proceso	ni
el	derecho	de	defensa,	la	pretensión	debe	ser	desestimada.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°
6439-2006-PHC/TC,	jul.	01/2007.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Indebida	motivación	del	auto	de	abrir	instrucción
se	cuestiona	vía	proceso	de	amparo.	“(…)	En	el	caso	de	autos	debemos	tener
en	cuenta	que	tratándose	del	cuestionamiento	al	auto	que	abre	instrucción
con	el	argumento	de	una	indebida	o	deficiente	motivación,	la	pretensa
vulneración	no	puede	ser	conocida	a	través	del	habeas	corpus	sino	del	amparo
puesto	que	el	auto	de	apertura,	en	puridad,	no	está	vinculado	directamente
con	la	medida	cautelar	de	naturaleza	personal,	ya	que	contra	el	demandante
en	este	caso	no	existe	medida	de	detención	sino	de	comparencia	restringida,	y
aún	si	se	hubiese	ordenado	mandato	de	detención	al	actor,	contra	esta	medida
cautelar	personal	éste	tiene	los	medios	impugnatorios	que	la	ley	procesal
permite	para	cuestionar	dicha	medida	dentro	del	mismo	proceso	penal.	Este
mandato	de	detención	provisoria	se	emite	en	función	a	otros	presupuestos,
señalando	el	artículo	135	del	Código	Procesal	Penal,	taxativamente,	los
requisitos	mínimos	que	deben	concurrir	para	su	procedencia,	que	no	son	los
mismos	que	se	exigen	para	el	auto	que	abre	instrucción,	establecidos	en	el
artículo	77	del	Código	de	Procedimientos	Penales.	En	consecuencia,
considerando	que	si	se	denuncia	que	el	juez	ordinario	abusando	de	sus
facultades	abre	instrucción	contra	determinada	persona	cometiendo	con	ello
una	arbitrariedad	manifiesta,	se	estaría	acusando	la	violación	del	debido
proceso	para	lo	que	resulta	vía	idónea	la	del	amparo	reparador.
En	tal	sentido	consideramos	que	el	auto	de	apertura	de	instrucción	dictado
por	el	juez	competente,	previa	denuncia	del	fiscal	adscrito	a	tal	competencia,
como	su	nombre	lo	indica	no	puede	ser	la	‘resolución	judicial	firme’	que
vulnere	manifiestamente	la	libertad	individual	la	que,	precisamente,	con	la
resolución	que	cuestiona	el	recurrente	en	sede	constitucional,	el	proceso
recién	comienza.	Abierta	así	investigación	en	sede	penal,	tiene	el	imputado	a
su	favor	la	facultad	cabal	de	hacer	ejercicio	del	derecho	de	defensa	en	todas
sus	expresiones,	debiendo	allí	en	esa	sede	proponer	las	medidas	que	hoy	trae
indebidamente	al	proceso	constitucional.	(…)”.	(TC,	Exp.	7661-2006-PHC/TC,
abr.	01/2008.	Pres.	Gonzáles	Ojeda)
JURISPRUDENCIA.—Consignar	en	el	auto	de	abrir	instrucción	un
inexistente	atestado	policial	denota	falta	de	suficiencia	probatoria.	“(…)
Como	se	aprecia,	esta	disposición	procesal	contiene	las	directrices	a	seguir	por
la	judicatura	penal	cuando	ha	de	formalizar	una	hipótesis	acusatoria,	las	que,
disgregadas	pueden	resumirse	en	las	siguientes:	a)	Existencia	de	suficientes
elementos	reveladores	de	la	comisión	de	un	delito;	b)	Individualización	del
presunto	autor	o	partícipe;	c)	Que	la	acción	penal	no	haya	prescrito	o
concurra	una	causa	de	extinción	de	la	acción	penal;	d)	Delimitación	fáctica
precisa	de	los	hechos	denunciados:	e)	Señalamiento	de	los	elementos	de
prueba	en	que	se	funda	la	imputación;	f)	Calificación	específica	del	delito	o	los
delitos	que	se	atribuyen	al	denunciado;	g)	Motivación	de	las	medidas
cautelares	de	carácter	personal	o	real.
11.	Siendo	así,	el	juez	penal,	al	momento	de	calificar	la	denuncia,	está
obligado	ope	legis	al	control	de	la	corrección	jurídica	del	juicio	de	imputación
propuesto	por	el	fiscal,	debiendo	verificar	con	criterio	constitucional	el
cumplimiento	de	los	presupuestos	antes	señalados	para	abrir	instrucción
penal,	circunstancia	jurídica	que	consideramos	no	se	ha	cumplido	en	el
presente	caso	por	cuanto	el	auto	de	apertura	de	instrucción	no	se	adecua	al
rigor	de	las	exigencias	de	la	norma	procesal	antes	citada.
12.	En	efecto,	la	juez	demandada	consignó,	en	el	auto	de	apertura	de
instrucción	cuestionado,	un	inexistente	atestado	policial,	denotando	así	la
falta	de	suficiencia	probatoria	de	la	imputación	esgrimida	contra	el
demandante,	lo	que	revela	una	decisión	judicial	arbitraria,	pues	el	hecho	de
citar	un	documento	policial	como	material	justificatorio	de	la	pretensión
punitiva	sin	que	haya	existido	investigación	policial	previa,	no	puede	devenir
sino	en	una	denuncia	manifiestamente	orientada	a	que	el	presunto	autor	del
hecho	sea	inevitablemente	procesado	(…).”	(TC,	Exp.	1132-2007-PHC-TC,	ago.
28/2008.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Estructura	y	contenido	de	la	denuncia	fiscal	y	del
auto	apertorio	de	instrucción.	“(…)	presupuestos	básicos	que	deben	ser
expresados	con	carácter	obligatorio	tanto	por	el	representante	del	Ministerio
Público	como	por	la	judicatura	penal	al	momento	de	formalizar	la	denuncia	o
al	dictar	el	auto	apertorio	de	instrucción,	según	sea	el	caso,	lo	que	puede
quedar	resumido	en	lo	siguiente:	a)	La	existencia	de	suficientes	elementos
reveladores	de	la	comisión	de	un	delito;	b)	La	individualización	del	presunto
autor	o	partícipe;	c)	Que	la	acción	penal	no	haya	prescrito	o	concurra	una
causa	de	extinción	de	la	acción	penal;	d)	La	delimitación	fáctica	precisa	de	los
hechos	denunciados;	e)	El	señalamiento	de	los	elementos	de	prueba	en	que	se
funda	la	imputación;	f)	La	calificación	de	modo	específico	del	delito	o	los
delitos	que	se	atribuyen	al	denunciado,	etc.
9.	Sobre	la	base	de	lo	expuesto,	no	cabe	la	menor	duda	que	tanto	el	fiscal
como	el	juez	penal	se	encuentran	obligados	ope	legis	al	control	de	la
corrección	jurídica	del	juicio	de	imputación	penal,	por	lo	que	se	debe	verificar
con	criterio	constitucional	el	cumplimiento	de	los	presupuestos	señalados,	sea
al	momento	de	formalizar	la	denuncia	o	al	expedirse	el	auto	apertorio	de
instrucción,	en	lo	que	corresponda.
La	determinación	específica	de	la	imputación	en	el	auto	apertorio	de
instrucción
10.	Cabe	señalar	que	si	bien	la	calificación	del	tipo	penal	es	atribución	del
juez	penal,	la	tutela	jurisdiccional	efectiva	se	concreta	a	través	de	las
garantías	que,	dentro	de	un	íter	procesal	diseñado	en	la	ley,	están	previstas	en
la	Constitución	Política.	O,	dicho	de	otro	modo,	el	órgano	jurisdiccional,
cuando	imparte	justicia,	está	obligado	a	observar	los	principios,	derechos	y
garantías	que	la	norma	suprema	establece	como	límites	del	ejercicio	de	la
función	asignada.
11.	En	este	sentido,	resulta	pertinente	puntualizar	que	la	determinación
específica	de	la	imputación	en	el	auto	apertorio	de	instrucción	comporta	no
solo	la	determinación	específica	del	hecho	atribuido,	sino	también	la
determinación	específica	del	tipo	penal	aplicable	a	ese	hecho.	Y	ello	es	así,	ya
que	todo	imputado	debe	conocer	no	solo	de	manera	expresa,	cierta	e
inequívoca,	los	cargos	que	se	le	formulan	sino	también	en	igual	sentido	la
calificación	jurídica	de	estos.	(…)”.	(TC,	Exp.	01924-2008-PHC/TC,	nov.
08/2008.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Expresión	en	abstracto:	“la	acción	penal	no	ha
prescrito”	no	alcanza	a	motivar	la	resolución.	“(…)	Sin	embargo,	no	ocurre
lo	mismo	en	cuanto	a	la	motivación	sobre	la	prescripción	de	la	acción	penal
por	el	delito	de	expedición	de	certificado	médico	falso,	toda	vez	que	la
resolución	en	cuestión	(…)	sólo	se	ha	limitado	a	señalar	en	abstracto	‘que	la
acción	penal	no	ha	prescrito’,	sin	precisar	la	naturaleza	del	delito	imputado,	la
fecha	de	inicio	del	cómputo	de	la	prescripción,	la	existencia	o	no	de	concurso
de	delitos,	la	existencia	o	no	de	alguna	causal	de	suspensión	o	interrupción,
etc.,	pese	que	el	hecho	delictivo	habría	ocurrido	en	el	año	2004,	y	que	además
se	trataría	de	un	delito	cuya	pena	máxima	no	supera	los	3	años	de	pena
privativa	de	la	libertad	(artículo	431,	CP),	según	se	desprende	del	propio	texto
de	la	misma;	de	lo	que	se	colige	que	se	ha	producido	la	violación	del	derecho	a
la	debida	motivación	de	las	resoluciones	judiciales	(…).”	(TC,	Exp.	04630-
2009-PHC/TC,	mar.	10/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Auto	que	abre	instrucción	requiere	de	justificación
menos	estricta	que	la	de	una	sentencia.	“(…)	el	control	de	motivación	de	un
auto	de	apertura	de	instrucción	no	puede	ser	tan	estricto	como	en	el	de	una
sentencia.	Y	es	que	si	en	la	sentencia	–en	caso	de	ser	condenatoria–	se	exige	al
órgano	jurisdiccional	certeza	sobre	la	comisión	de	los	ilícitos,	en	cambio	en	el
auto	de	apertura	de	instrucción,	conforme	al	artículo	77	del	Código	de
Procedimientos	Penales,	únicamente	se	exige	‘(…)	indicios	suficientes	o
elementos	de	juicio	reveladores	de	la	existencia	de	un	delito’	así	como
individualización	de	los	imputados	y	que	la	acción	penal	no	haya	prescrito	o
no	concurra	otra	causa	de	extinción	de	la	acción	penal.	(…).	Simultáneamente
ello	también	comporta	una	exigencia	menor	en	cuanto	a	la	justificación	de	la
suficiencia	probatoria	si	se	le	compara	con	una	medida	de	prisión	preventiva,
respecto	de	la	cual	este	tribunal	ha	considerado	que	precisa	de	una
justificación	mayor	que	el	común	de	las	resoluciones	judiciales	(…).”	(TC,	Exp.
02746-2010-PHC/TC,	set.	13/2011.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
DOCTRINA.—Aplicación	 supletoria	 de	 las	 disposiciones	 del	 Código
Procesal	 Civil	 para	 impugnar	 el	 auto	 de	 abrir	 instrucción.	 “(...)	 Sin
perjuicio	de	 lo	anterior	 creo	pertinente	considerar	que	si	bien	es	 cierto	 la
normatividad	 procesal	 penal	 no	 ha	 previsto	 expresamente	 un	 medio
impugnatorio	para	cuestionar	el	auto	de	apertura	de	instrucción,	también	lo
es	que	de	existir	vacíos	en	el	tratamiento	por	dicho	ordenamiento	procesal,
éste	 se	 rige	 supletoriamente	por	el	Código	Procesal	Civil,	 en	cuanto	 le	 sea
aplicable,	 según	 la	 previsión	 de	 la	 Primera	Disposición	 Complementaria	 y
Final	del	aludido	código	que	a	la	letra	dice:	‘las	disposiciones	de	este	código
se	aplican	supletoriamente	a	los	demás	ordenamientos	procesales,	siempre
que	sean	compatibles	con	su	naturaleza’.	Si	esto	es	así,	encontramos	que	en
el	 artículo	 171	 del	 referido	 complexo	 legal	 se	 prevé	 que	 la	 nulidad	 de	 un
acto	procesal	(...)	puede	declararse	cuando	el	acto	procesal	careciera	de	los
requisitos	indispensables	para	la	obtención	de	su	finalidad’.
(…)	el	auto	de	apertura	de	instrucción	carece	de	motivación	suficiente	pues
no	 expone	 las	 razones	 que	 el	 juez	 ha	 tenido	 en	 cuenta	 para	 imputar	 la
comisión	del	delito	(…)	es	decir	afirma	que	el	acto	procesal	no	cumple	con
los	requisitos	mínimos	de	validez.	Siendo	así	 los	recurrentes	tuvieron	a	su
alcance	 el	 remedio	 previsto	 en	 el	 artículo	 171	 del	 C.P.C.	 a	 través	 de	 la
formulación	 de	 la	 nulidad	 del	 referido	 acto	 procesal	 y	 lograr	 en	 sede
ordinaria	 la	 corrección	 del	 vicio	 (…)”.	 (Voto	 Singular,	 Vergara	 Gotelli.	 jul.
15/2006,	Exp.	N°	174-2006-PHC/TC.	Pres.	García	Toma)
COMENTARIO.—Apelación.	 De	 modo	 específico	 el	 Código	 de
Procedimientos	 Penales	 prevé	 el	 recurso	 de	 apelación	 en	 los	 siguientes
casos:	1)	autos	que	declaran	no	ha	lugar	el	inicio	de	instrucción	(Art.	77),	2)
resoluciones	 que	 resuelven	 incidentes	 (Art.	 90),	 decisiones	 que	 requieren
motivación	 expresa,	 que	 resuelven	 cuestiones	 vinculadas	 a	 la	 validez	 del
procedimiento	o	 a	 la	 procedencia	de	determinados	 actos	procesales;	 y,	 3)
autos	de	embargo	(Art.	94).
C.	de	P.P.
ART.	77-A.—Incorporado.	D.	Leg.	1206,	Art.	4°.	Causales	de	no
ha	lugar	a	la	apertura	de	instrucción.
1.	El	 juez	expedirá	un	auto	de	no	ha	 lugar,	cuando	se	presenten
los	siguientes	supuestos:
a.	 El	 hecho	 objeto	 de	 la	 causa	 no	 se	 realizó	 o	 no	 puede
atribuírsele	al	imputado.
b.	 El	 hecho	 imputado	 no	 es	 típico	 o	 concurre	 una	 causa	 de
justificación,	de	inculpabilidad	o	de	no	punibilidad.
c.	La	acción	penal	se	ha	extinguido.
d.	No	existe	razonablemente	la	posibilidad	de	incorporar	nuevos
datos	a	la	investigación	y	no	haya	indicios	mínimos	que	vinculen
al	imputado	con	el	hecho	delictivo.
2.	Contra	esta	resolución	procede	recurso	de	apelación	del	fiscal
y	el	agraviado.	El	juez	elevará	en	el	día	el	cuaderno	a	la	Sala	Penal,
quien	 fijará	 la	 audiencia	 en	 cinco	 (5)	 días	 hábiles,	 bajo
responsabilidad,	la	misma	que	se	realizará	con	quienes	concurran.
Escuchadas	las	partes	la	sala	resolverá	en	el	plazo	de	72	horas.
C.	de	P.P.
ART.	77-B.—Incorporado.	D.	Leg.	1206,	Art.	4°.	Aplicación	de
la	terminación	anticipada.
1.	 En	 los	 casos	 que	 el	 juez	 imponga	 prisión	 preventiva	 al
imputado,	previo	a	discutir	el	plazo	de	duración	de	la	medida	en	la
audiencia,	deberá	instar	a	los	sujetos	procesales	que	arriben	a	un
acuerdo	de	terminación	anticipada,	en	cuyo	caso,	por	única	vez,	el
imputado	 recibirá	 un	 beneficio	 de	 reducción	 de	 la	 pena	 de	 un
sexto.	Este	beneficio	es	adicional	y	se	acumulará	al	que	reciba	por
confesión,	 en	 tanto	 ésta	 sea	 útil	 y	 anterior	 a	 la	 celebración	 del
proceso	especial.
2.	 La	 acumulación	 no	 procede	 cuando	 el	 imputado	 tenga	 la
calidad	de	reincidente	o	habitual,	de	conformidad	con	los	artículos
46-B	y	46-C	del	Código	Penal,	en	cuyo	caso	sólo	recibe	el	beneficio
correspondiente	a	la	terminación	anticipada.
3.	La	reducción	de	la	pena	por	terminación	anticipada	no	procede
cuando	 al	 imputado	 se	 le	 atribuya	 la	 comisión	 del	 delito	 en
condición	 de	 integrante	 de	 una	 organización	 criminal,	 esté
vinculado	o	actúe	por	encargo	de	ella.
C.	de	P.P.
ART.	 78.—Recurso	 al	 fiscal	 superior	 para	 apertura	 de	 la
instrucción.	Si	el	agente	fiscal	no	solicitase	del	juez	instructor	que
abra	 instrucción,	 a	 mérito	 de	 la	 denuncia	 presentada,	 podrá	 el
denunciante	 recurrir	 al	 fiscal,	 para	 que,	 si	 la	 considera	 fundada,
ordene	al	inferior	que	haga	la	respectiva	denuncia.
C.	de	P.P.
ARTS.	79	y	80.—Derogados.	D.	Leg	638,	Art.	2°.
NOTA:	Arts.	79	y	80	derogados	tácitamente	por	el	artículo	2°	del	D.	Leg.	638	del	27.04.91,	por	el	que
se	promulgó	el	C.P.P.,	y	que	dispone	la	entrada	en	vigencia	de	los	Arts.	135,	136,	138,	143	y	145.
C.	de	P.P.
ART.	81.—Derogado.	Ley	26480,	Art.	1°.
NOTA:	Artículo	derogado	 tácitamente	por	 el	 artículo	1°	de	 la	 Ley	26480,	 que	pone	 en	 vigencia	 el
artículo	144	del	Código	Procesal	Penal,	que	regula	la	conducción	del	inculpado	por	la	fuerza	pública
en	caso	de	infracción	de	la	comparecencia.
C.P.P.
ART.	135.—Modificado.	Ley	27753,	Art.	2°.	Mandato	de
detención.	Requisitos.	El	juez	puede	dictar	mandato	de
detención	si	atendiendo	a	los	primeros	recaudos	acompañados
por	el	fiscal	provincial	sea	posible	determinar:
1.	Que	existen	suficientes	elementos	probatorios	de	la	comisión
de	un	delito	que	vincule	al	imputado	como	autor	o	partícipe	del
mismo.
No	constituye	elemento	probatorio	suficiente	la	condición	de
miembro	de	directorio,	gerente,	socio,	accionista,	directivo	o
asociado	cuando	el	delito	imputado	se	haya	cometido	en	el
ejercicio	de	una	actividad	realizada	por	una	persona	jurídica	de
derecho	privado;
2.	Modificado.	Ley	28726,	Art.	4°.	Que	la	sanción	a	imponerse	o
la	suma	de	ellas	sea	superior	a	un	año	de	pena	privativa	de
libertad	o	que	existan	elementos	probatorios	sobre	la
habitualidad	del	agente	al	delito.
3.	Que	existen	suficientes	elementos	probatorios	para	concluir
que	el	imputado	intenta	eludir	la	acción	de	la	justicia	o	perturbar
la	acción	probatoria.	No	constituye	criterio	suficiente	para
establecer	la	intención	de	eludir	a	la	justicia,	la	pena	prevista	en	la
ley	para	el	delito	que	se	le	imputa.
En	todo	caso,	el	juez	penal	podrá	revocar	de	oficio	el	mandato	de
detención	 previamente	 ordenado	 cuando	 nuevos	 actos	 de
investigación	pongan	en	cuestión	la	suficiencia	de	las	pruebas	que
dieron	lugar	a	la	medida.
CUADRO	SINÓPTICO.—Medidas	cautelares.
CUADRO	SINÓPTICO.—Detención	preventiva.
CUADRO	SINÓPTICO.—Plazo	máximo	de	detención	preventiva.
CUADRO	 SINÓPTICO.—Análisis	 constitucional	 de	 una	 detención
preventiva.
CUADRO	SINÓPTICO.—Detención	judicial	arbitraria.
DERECHOS	FUNDAMENTALES
Const.	
ART.	2°.—Toda	persona	tiene	derecho:
(...).
24.	A	la	libertad	y	a	la	seguridad	personales.	En	consecuencia:
(...).
f.	Nadie	puede	ser	detenido	sino	por	mandamiento	escrito	y	motivado	del
juez	o	por	las	autoridades	policiales	en	caso	de	flagrante	delito.
El	 detenido	 debe	 ser	 puesto	 a	 disposición	 del	 juzgado	 correspondiente,
dentro	de	las	veinticuatro	horas	o	en	el	término	de	la	distancia.
Estos	 plazos	 no	 se	 aplican	 a	 los	 casos	 de	 terrorismo,	 espionaje	 y	 tráfico
ilícito	de	drogas.	En	tales	casos,	las	autoridades	policiales	pueden	efectuar	la
detención	preventiva	de	los	presuntos	implicados	por	un	término	no	mayor
de	quince	días	naturales.	Deben	dar	cuenta	al	Ministerio	Público	y	al	 juez,
quien	puede	asumir	jurisdicción	antes	de	vencido	dicho	término.
(...).
REGULAN	SITUACIÓN	DE	REQUISITORIADOS	POR	TERRORISMO
Ley	27486.
ART.	 1°.—Autoriza	 modificar	 mandato	 de	 detención	 por
comparecencia.	 Autorízase	 a	 los	 órganos	 jurisdiccionales	 competentes
para	casos	de	terrorismo	a	modificar	de	manera	excepcional	el	mandato	de
detención	 por	 el	 de	 comparecencia,	 a	 los	 requisitoriados	 por	 delitos	 de
terrorismo,	en	base	a	incriminación	realizada	por	solicitantes	o	beneficiados
de	 la	 Ley	 de	 Arrepentimiento	 o	 se	 encuentren	 procesados	 en	 base	 a
elementos	 probatorios	 insuficientes,	 siempre	 que	 el	 imputado	 exprese	 su
voluntad	de	ponerse	a	derecho	y	sea	posible	determinar	que	no	tratará	de
eludir	la	acción	de	la	justicia,	ni	perturbará	la	actividad	probatoria.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—La	Ley	N°	29499	(vigilancia
electrónica)	sí	modificó	el	mandato	de	detención	del	Código	Procesal
Penal.	“(...)	para	aplicar	la	ley	a	los	casos	particulares	es	necesario
comprender	el	sentido	de	la	misma,	para	lo	cual	la	doctrina	establece	diversas
clases	de	interpretación,	entre	estas,	según	el	método	a	utilizar	(...)	si	bien	la
Primera	Disposición	Final	de	la	Ley	número	veintinueve	mil	cuatrocientos
noventa	y	nueve	–publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano’	el	diecinueve	de
enero	del	dos	mil	diez–,	establece	que	la	referida	ley	entrará	en	vigencia
progresivamente	en	los	diferentes	judiciales	según	el	calendario	oficial	que
será	aprobado	(...)	también	lo	es,	que	dicha	disposición	que	regula	la	vigencia
de	la	norma	en	cuestión,	no	debe	ser	interpretada	mediante	el	método
gramatical	o	literal	para	tales	efectos,	sino	que	en	el	presente	caso	debe	ser
interpretada	conforme	a	los	métodos	teleológico	y	sistemático	(...),	por	tanto,
este	supremo	tribunal	considera	que	la	suspensión	de	la	vigencia	de	la	Ley
número	veintinueve	mil	cuatrocientos	noventa	y	nueve	sólo	está	circunscrita	a
la	aplicación	de	la	Vigilancia	Electrónica	Personal	(hasta	que	se	realice	el
proceso	de	selección	por	concurso	público	e	implementen	los	mecanismos	de
la	vigilancia	electrónica	personal,	lo	que	será	declarado	mediante	resolución
ministerial	emitida	por	el	titular	del	sector	de	justicia,	lo	cual	a	la	fecha	no	se
ha	realizado	por	razones	de	índole	económica),	mas	no,	respecto	a	las
modificatorias	de	las	normas	que	no	sean	directamente	contraproducentes
con	dicho	tema,	como	lo	son	para	el	presente	caso,	los	requisitos	concurrentes
que	debe	tener	en	cuenta	el	juez	penal	para	dictar	mandato	de	detención,	así
como	el	supuesto	para	revocar	de	oficio	o	a	petición	de	parte	dicha	medida
coercitiva	–debido	a	que	no	generan	gasto	económico–;	más	aún,	si	se	tiene	en
cuenta	que	la	aludida	modificatoria	respecto	a	los	requisitos	concurrentes
para	dictar	mandato	de	detención	contra	un	encausado	sujeto	a	un	proceso
penal	en	las	cortes	superiores	en	donde	todavía	no	entró	en	vigencia	el	Nuevo
Código	Procesal	Penal	(...).”	(CS,	R.	N.	4216-2009-Lima,	abr.	25/2011.	S.	S.	Villa
Stein)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—La	ley	de	vigilancia	electrónica	está
vigente	respecto	al	artículo	135	del	Código	Procesal	Penal.	“(...)	este
supremo	tribunal	interpreta	que	se	encuentra	vigente	la	modificatoria	de	la
referida	ley	respecto	al	artículo	ciento	treinta	y	cinco	del	Código	Procesal
Penal	–Decreto	Legislativo	número	seiscientos	treinta	y	ocho–	(aplicable	a	los
procesos	que	son	tramitados	mediante	el	Código	de	Procedimientos	Penales	de
mil	novecientos	cuarenta)	–que	no	genera	gasto	económico–,	a	excepción	de
la	parte	in	fine	de	su	último	párrafo,	que	establece	expresamente,	‘en	cuyo
caso	el	juez	podrá	disponer	la	utilización	de	la	vigilancia	electrónica	personal
como	mecanismo	de	control	(...)’;	decisión	judicial	que	se	corresponde	a	la
observancia	del	derecho	a	la	libertad	y	seguridades	personales,	previsto	en	el
literal	“d”,	inciso	veinticuatro	del	artículo	dos	e	inciso	tres	del	artículo	ciento
treinta	y	nueve	de	la	Constitución	Política	del	Estado	(ver	fundamento	de
principio	de	legalidad	penal	en	la	sentencia	del	Tribunal	Constitucional
recaído	en	el	Expediente	número	tres	mil	novecientos	ochenta	y	siete-dos	mil
diez-PHC/TC,	de	fecha	dos	de	diciembre	del	dos	mil	diez,	caso:	...)	y	el	debido
proceso,	previsto	en	el	inciso	tres	del	artículo	ciento	treinta	y	nueve	del
referido	texto	constitucional.”	(CS,	R.	N.	4216-2009-Lima,	abr.	25/2011.	S.	S.
Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Los	requisitos	concurrentes	del
mandato	de	detención	fueron	modificados	por	la	ley	de	la	vigilancia
electrónica.	“(...)	la	variación	del	mandato	de	detención	solicitada	por	la
defensa	técnica	de	la	encausada	(...)	se	encuentra	prevista	en	el	último	párrafo
del	artículo	ciento	treinta	y	cinco	del	Código	Procesal	Penal	–Decreto
Legislativo	número	seiscientos	treinta	y	ocho–,	modificado	en	el	extremo
anotado	en	la	presente	ejecutoria	mediante	Ley	número	veintinueve	mil
cuatrocientos	noventa	y	nueve,	publicada	en	el	diario	oficial	‘El	Peruano’,	el
diecinueve	de	enero	del	dos	mil	diez,	que	establece	‘(...)	el	juez	penal	podrá
revocar	de	oficio	o	a	petición	de	parte	el	mandato	de	detención	cuando	nuevos
actos	de	investigación	demuestren	que	no	concurren	los	motivos	que
determinaron	su	imposición’;	lo	que	legitima	la	realización	de	un	análisis
valorativo	anticipado	de	los	elementos	de	prueba	incorporados	al	proceso	con
posterioridad	al	acto	procesal	que	impone	la	medida,	a	efectos	de	determinar
si	éstos	son	de	tal	entidad	que	conlleven	a	establecer	si	en	el	caso	concreto	aún
concurren	o	no	los	requisitos	para	que	subsista	el	mandato	de	detención.	(...)
conforme	al	artículo	trescientos	uno	-	A	del	Código	de	Procedimientos	Penales
–incorporado	por	el	artículo	dos	del	Decreto	Legislativo	número	novecientos
cincuenta	y	nueve	de	fecha	diecisiete	de	agosto	de	dos	mil	cuatro–,	lo	anotado
en	los	considerandos	cuarto,	quinto	y	sexto	de	la	presente	resolución	suprema
–referido	a	la	vigencia	de	la	Ley	número	veintinueve	mil	cuatrocientos
noventa	y	nueve	en	lo	que	respecta	a	los	requisitos	concurrentes	para	dictar
mandato	de	detención–	constituye	precedente	vinculante	normativo	de
cumplimiento	obligatorio	por	los	órganos	jurisdiccionales	de	la	República	del
Perú.”	(CS,	R.	N.	4216-2009-Lima,	abr.	25/2011.	S.	S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—Fin	 de	 la	 actividad	 cautelar	 es	 impedir	 que	 se
dificulte	 la	 investigación	 penal.	 “(...)	 el	 fin	 de	 la	 actividad	 cautelar	 es
impedir	que	el	imputado	en	libertad	dificulte	la	investigación	penal	haciendo
desparecer	las	pruebas	del	delito	u	ocultando	los	efectos	materiales	del	mismo
y	 asegurar	 la	 presencia	 del	 imputado	 en	 el	 proceso;	 debiendo	 el	 juzgador
fijarlas	en	atención	a	los	actuados:	en	el	caso	de	autos	teniendo	en	cuenta	lo
antes	expresado,	y	que	se	acredita	que	el	procesado	tiene	domicilio	y	trabajo
conocido,	ha	asistido	a	 las	diligencias	ordenadas	por	 la	Policía	Nacional,	no
evidenciándose	 que	 exista	 riesgo	 procesal,	 presupuestos	 sobre	 los	 cuales	 se
deben	 establecer	 las	 medidas	 cautelares	 (...)”.	 (CSJ,	 Exp.	 N°	 4763-98,	 nov.
10/99.	S.S.	Mac	Rae	Thays)
JURISPRUDENCIA.—Requisitos	 del	mandato	 de	 detención.	 “(...)	 8.	 En	 la
medida	en	que	la	detención	judicial	preventiva	se	dicta	con	anterioridad	a	la
sentencia	condenatoria,	es	en	esencia	una	medida	cautelar.	No	se	trata	de	una
sanción	punitiva,	por	 lo	que	 la	validez	de	su	establecimiento	a	nivel	 judicial,
depende	 de	 que	 existan	 motivos	 razonables	 y	 proporcionales	 que	 la
justifiquen.	Por	ello,	no	puede	sólo	justificarse	en	la	prognosis	de	la	pena	a	la
que,	en	caso	de	expedirse	sentencia	condenatoria,	se	le	aplicará	a	la	persona
que	hasta	ese	momento	tiene	 la	condición	de	procesado,	pues	ello	supondría
invertir	el	principio	de	presunción	de	inocencia	por	el	de	criminalidad.
(...)	aparte	de	tratarse	de	una	medida	excepcional,	el	principio	favor	libertatis
impone	que	la	detención	judicial	preventiva	tenga	que	considerarse	como	una
medida	subsidiaria,	provisional	y	proporcional,	esto	es,	cuyo	dictado	obedezca
a	la	necesidad	de	proteger	fines	constitucionalmente	legítimos	que	la	puedan
justificar.	El	carácter	de	medida	subsidiaria	impone	que,	antes	de	que	se	dicte,
el	juez	deba	considerar	si	idéntico	propósito	al	que	se	persigue	con	el	dictado
de	 la	 detención	 judicial	 preventiva,	 se	 puede	 conseguir	 aplicando	 otras
medidas	 cautelares	 no	 tan	 restrictivas	 de	 la	 libertad	 locomotora	 del
procesado.	 Por	 tanto,	 el	 Tribunal	 Constitucional	 declara	 que	 la	 existencia	 e
idoneidad	 de	 otras	 medidas	 cautelares	 para	 conseguir	 un	 fin
constitucionalmente	valioso,	deslegitima	e	invalida	que	se	dicte	o	mantenga	la
medida	cautelar	de	 la	detención	 judicial	preventiva.	 (...)”.	 (TC,	Exp.	N°	1091-
2002-HC/TC,	ago.	12/2002.	Pres.	Rey	Terry)
JURISPRUDENCIA.—Motivación	del	mandato	de	detención	despeja
arbitrariedad	en	la	decisión	judicial.	“(...)	tratándose	de	la	detención
judicial	preventiva,	la	exigencia	de	la	motivación	en	la	adopción	o	el
mantenimiento	de	la	medida	debe	ser	más	estricta,	pues	sólo	de	esa	manera
será	posible	despejar	la	ausencia	de	arbitrariedad	en	la	decisión	judicial,	así
como	evaluar	si	el	juez	penal	ha	obrado	de	conformidad	con	la	naturaleza
excepcional,	subsidiaria	y	proporcional	de	la	detención	judicial	preventiva.
Dos	son,	en	ese	sentido,	las	características	que	debe	tener	la	motivación	de	la
detención	judicial	preventiva.	En	primer	lugar,	tiene	que	ser	‘suficiente’,	esto
es,	debe	expresar,	por	sí	misma,	las	condiciones	de	hecho	y	de	derecho	que
sirven	para	dictarla	o	mantenerla.	En	segundo	lugar,	debe	ser	‘razonada’,	en
el	sentido	de	que	en	ella	se	observe	la	ponderación	judicial	en	torno	a	la
concurrencia	de	todos	los	aspectos	que	justifican	la	adopción	de	la	medida
cautelar,	pues	de	otra	forma	no	podría	evaluarse	si	es	arbitraria	por
injustificada.	(...).”	(TC,	Exp.	N°	7038-2005-HC/TC,	feb.	24/2006.	Pres.
Gonzáles	Ojeda)
JURISPRUDENCIA.—Detención	preventiva	no	es	una	medida	punitiva
definitiva	respecto	a	la	culpabilidad.	“(...)	toda	detención	provisional	tiene
como	última	finalidad	asegurar	el	éxito	del	proceso	penal.	No	se	trata,
entonces,	de	una	medida	punitiva	definitiva	respecto	a	la	culpabilidad	del
imputado,	en	el	ilícito	que	es	materia	de	investigación,	por	lo	que	no	se
quebranta	el	principio	constitucional	de	presunción	de	inocencia,	ya	que	se
trata	de	una	medida	cautelar	cuyo	objetivo	es	asegurar	la	eficacia	de	la	labor
jurisdiccional	en	el	proceso	penal	de	su	referencia.	(...)	la	detención	provisional
solo	puede	ser	concebida	como	una	excepción	a	la	que	puede	recurrir	el
Estado	a	través	del	órgano	jurisdiccional	para	casos	excepcionales	o	de
emergencia	en	beneficio	del	interés	general	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	3380-2004-
HC/TC,	dic.	28/2004.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Detención	preventiva	necesita	más	que	indicios	y
quantum	de	la	pena:	se	exige	riesgo	procesal.	“(...)	para	determinar	en
cada	caso	si	la	detención	judicial	preventiva	de	un	procesado	responde	a	una
decisión	compatible	con	dicha	situación	de	necesidad,	es	menester	analizar	si
los	elementos	objetivos	permiten	concluir	que,	más	allá	de	la	existencia	de
indicios	que	vinculan	razonablemente	al	inculpado	con	el	hecho	instruido,	y
más	allá	del	quantum	de	la	eventual	pena	a	imponerse,	existe	también	peligro
de	fuga	o	peligro	de	entorpecimiento	de	la	actividad	probatoria.	La
consecuencia	de	estos	riesgos	es	lo	que	en	doctrina	se	denomina	peligro
procesal.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	3380-2004-HC/TC,	dic.	28/2004.	Pres.	Bardelli
Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Criterios	para	examinar	y	determinar	el	peligro
procesal.	“(...)	La	existencia,	del	peligro	procesal	debe	determinarse	a	partir
del	análisis	de	una	serie	de	circunstancias	concurrentes	antes	o	durante	el
desarrollo	del	proceso,	y	que	están	ligadas,	fundamentalmente,	con	las
actitudes	y	valores	morales	del	procesado,	lo	mismo	que	con	su	ocupación,	sus
bienes,	sus	vínculos	familiares	y	todo	factor	que	permita	concluir,	con	un	alto
grado	de	objetividad,	que	la	libertad	del	inculpado,	previa	a	la	determinación
de	su	eventual	responsabilidad,	pone	en	serio	riesgo	el	correcto
desenvolvimiento	de	la	labor	de	investigación	y	la	eficacia	del	proceso.	La
ausencia	de	un	criterio	razonable	en	torno	a	la	perturbación	de	la
investigación	judicial	o	a	la	evasión	de	la	justicia	por	parte	del	procesado,
terminarían	convirtiendo	a	la	detención	judicial	preventiva	o,	en	su	caso,	a	su
mantenimiento,	en	arbitraria	por	no	encontrarse	razonablemente	justificada.
(…)”.	(TC,	Exp.	N°	3380-2004-HC/TC,	dic.	28/2004.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Detención	 preventiva	 no	 es	 facultad	 exclusiva	 del
juez	penal.	“(...)	En	 cuanto	a	 la	primera	 forma	de	 restricción	de	 la	 libertad
individual,	esto	es,	 la	originada	en	un	mandato	del	juez,	éste	necesariamente
debe	ser	escrito;	y,	a	su	vez,	motivado.	Por	otro	 lado,	 la	 facultad	de	dictar	el
mandato	 de	 detención	 no	 es	 potestad	 exclusiva	 del	 juez	 penal,	 pues	 dicho
precepto	constitucional	no	hace	referencia	a	 la	especialización	del	 juez,	y	no
puede	descartarse	 casos	 especiales	 donde	 la	 ley	 contempla	 la	 posibilidad	de
que	 jueces	no	penales	ordenen	 la	detención	de	una	persona,	como	es	el	caso
del	 inciso	2)	del	artículo	53	del	Código	Procesal	Civil,	 siempre	que	detrás	de
ello	se	persiga	satisfacer	un	bien	constitucionalmente	relevante.
El	mandato	de	detención,	(...)	se	basó	en	el	 incumplimiento	de	la	recurrente
de	apersonarse	al	local	del	juzgado	con	el	ropero	de	madera	cuya	custodia	le
había	 sido	 encomendada.	 Sin	 embargo,	 la	 resolución	 cuestionada	 no	 hace
referencia	al	escrito	presentado	con	fecha	22	de	julio	de	2003,	en	el	que	indica
su	 falta	 de	 recursos	 económicos	 para	 efectuar	 el	 traslado	 del	 mueble,
solicitando,	a	su	vez,	que	dicha	diligencia	se	realice	en	su	domicilio.	Por	tanto,
no	 hay	 en	 el	 presente	 caso,	 renuencia	 a	 acatar	 los	mandatos	 judiciales	 por
parte	de	la	recurrente	que	justifique	la	medida	de	detención	cuestionada	(...)”.
(TC,	Exp.	N°	2663-2003-HC/TC,	mar.	23/2004.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Ministerio	Público	no	está	facultado	para	ordenar
detención	preventiva.	“(...)	si	bien	el	Ministerio	Público	entre	las	diversas
funciones	que	le	ha	asignado	la	Constitución	Política	del	Estado	en	su	artículo
159	está	la	de	ser	el	órgano	persecutor	del	delito	y	titular	del	ejercicio	público
de	la	acción	penal,	ello	no	comprende	la	facultad	de	ordenar	la	detención	de
los	ciudadanos,	que	es	una	medida	de	coerción	propia	del	ámbito	de	la	función
jurisdiccional	y	que	debe	ser	efectuada	de	acuerdo	a	las	formalidades
previstas	en	el	artículo	2°,	inciso	24)	literal	‘f’	de	la	Constitución	Política	del
Estado;	(...).”	(TC,	Exp.	N°	223-97-HC/TC,	set.	23/98.	Pres.	Acosta	Sánchez)
C.P.P.
ART.	136.—Modificado.	D.	L.	25660,	Art.	1°.	Fundamentación
del	mandato	de	detención.	El	mandato	de	detención	será
motivado,	con	expresión	de	los	fundamentos	de	hecho	y	de
derecho	que	los	sustenten.	El	oficio	mediante	el	cual	se	dispone	la
ejecución	de	la	detención	deberá	contener	los	datos	de	identidad
personal	del	requerido.
Las	 requisitorias	 cursadas	 a	 la	 autoridad	 policial	 tendrán	 una
vigencia	 de	 seis	 meses.	 Vencido	 este	 plazo	 caducarán
automáticamente	 bajo	 responsabilidad,	 salvo	 que	 fuesen
renovadas.	 La	 vigencia	 de	 la	 requisitoria	 para	 los	 casos	 de
narcotráfico	 y	 terrorismo	 no	 caducarán	 hasta	 la	 detención	 y
juzgamiento	de	los	requisitoriados.
JURISPRUDENCIA.—Requisitos	para	analizar	la	homonimia.	“(…)
mediante	Resolución	Administrativa	Nº	081-2004-CE-PJ,	del	29	de	abril	del
2004,	se	aprobó	la	Directiva	Nº	003	2004-CE-PJ,	precisando,	en	su	Disposición
General	5.2,	que	el	mandato	de	detención	dictado	por	el	órgano	jurisdiccional
deberá	contener,	bajo	responsabilidad,	a	efectos	de	la	individualización	del
presunto	autor	–en	aquellos	supuestos	[en]	que	se	presenten	los	elementos
establecidos	en	el	artículo	135	del	Código	Procesal	Penal–,	los	requisitos
señalados	en	el	artículo	3º	de	la	Ley	Nº	27411,	modificada	por	Ley	Nº	28121,
que	menciona	los	datos	que	deberá	contener	el	mandato	de	detención	dictado
por	el	órgano	jurisdiccional,	subrayando	la	exigencia,	bajo	responsabilidad,	de
consignar	los	datos	contemplados	en	los	incisos:	a)	Nombres	y	apellidos
completos;	b)	Edad;	c)	Sexo,	y	h)	Características	físicas,	talla	y	contextura.	La
directiva	en	mención	precisa	en	su	Disposición	Específica	6.2	que	‘La
reiteración	de	órdenes	de	captura	sólo	debe	realizarse	cuando	se	cumpla	con
los	requisitos	mínimos	establecidos	en	el	numeral	5.1	(	Art.	3º	de	la	Ley
27411)’.	(…)
10.	Debe	quedar	claro	que,	si	bien	el	Decreto	Supremo	Nº	035-93-JUS,
artículo	3°,	establecía	que	‘Existe	homonimia	cuando	una	persona	detenida,	o
no,	tiene	los	mismos	o	similares	nombres	y	apellidos	de	quien	se	encuentra
requisitoriado	por	autoridad	competente’,	el	artículo	2°	de	la	Ley	N°	27411	—
en	aplicación	de	su	Disposición	Complementaria,	Transitoria	y	Final	Sexta—
precisa	que	‘Existe	homonimia	cuando	una	persona	detenida,	o	no,	tiene	los
mismos	nombres	de	quien	se	encuentra	requisitoriado	(...)’;	resultando	del
dispositivo	vigente	que,	para	la	configuración	de	la	homonimia,	los	nombres
tienen	que	ser	exactamente	los	mismos;	es	decir,	idénticos,	por	lo	que,	no	cabe
ninguna	otra	interpretación	del	propósito	de	dicha	norma	por	parte	de	los
órganos	que	dictan	los	mandatos	de	detención	y	de	los	que	lo	ejecutan,	habida
cuenta	que	es	en	sede	penal	donde	debió	haber	quedado	plenamente
individualizado	el	imputado.	Siendo	todo	esto	mucho	más	grave	por	cuanto	en
tanto	se	han	trascrito	la	información	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	7395-2006-PHC/TC,
oct.	13/2007.	Pres.	Gonzáles	Ojeda)
JURISPRUDENCIA.—Impedimento	 de	 salida	 y	 formalidad	 no	 pueden
anteponerse	 a	 derechos	 constitucionales.	 “(...)	 en	 lugar	 de	 diligenciar
adecuadamente	 su	 petición,	 optó	 por	 hacer	 prevalecer	 todo	 tipo	 de
formalismos,	 (incluso	 pretendiendo	 responsabilizar	 al	 recurrente	 de	 no
proporcionar	adecuadamente	 los	datos	de	 la	querella	de	donde	 emanaba	 la
orden	 de	 impedimento	 de	 salida	 al	 exterior),	 en	 lugar	 de	 dispensar	 tutela
judicial	efectiva,	todo	ello	agravado	en	el	hecho	de	desconocer	o	minimizar	la
grave	 situación	de	 salud	por	 la	que	atravesaba	el	accionante	y,	por	ende,	 la
necesidad	 urgente	 o	 impostergable	 que	 tenía	 de	 viajar;	 b)	 Es	 un	 hecho
incontrovertible	que	la	titular	del	(…)	tras	haberse	acreditado	la	existencia	del
proceso	 sobre	 querella	 seguido	 contra	 el	 accionante	 por	 ante	 su	 misma
judicatura,	 debió	 estimar	 positivamente	 su	 pedido,	 esto	 es,	 dejar	 sin
subsistencia	la	medida	restrictiva	que	lo	afectaba,	dado	el	tipo	de	delito	por	el
que	 se	 le	 juzgó,	 la	 penalidad	 que	 a	 éste	 correspondía,	 y	 sobre	 todo	 por	 el
tiempo	transcurrido;	c)	Es	igualmente	inobjetable	que	la	emplazada	(…)	hasta
el	 último	 momento,	 ha	 tenido	 la	 voluntad	 de	 no	 resolver	 respecto	 de	 la
solicitud	del	accionante	(…)	y	ha	sido,	por	el	contrario,	sólo	por	orden	expresa
de	la	presidencia	de	la	Corte	Superior	de	Justicia	del	Callao,	tras	la	gestión	de
la	Defensoría	del	Pueblo,	que	ha	depuesto	su	actitud	y	resuelto	en	favor	de	lo
peticionado	 por	 el	 accionante.	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 0486-1999-HC/TC,	 oct.
13/99.	Pres.	Acosta	Sánchez)
C.P.P.
ART.	 137.—Modificado.	 D.	 Leg.	 983,	 Art.	 2°.	Duración	 de	 la
detención.	 La	 detención	 no	 durará	 más	 de	 nueve	 meses	 en	 el
procedimiento	 ordinario	 y	 de	 dieciocho	 meses	 en	 el
procedimiento	 especial	 siempre	 y	 cuando	 se	 cumplan	 los
requisitos	 establecidos	 en	 el	 artículo	 135	 del	 Código	 Procesal
Penal.	Tratándose	de	procedimientos	por	delitos	de	tráfico	ilícito
de	 drogas,	 terrorismo,	 espionaje	 y	 otros	 de	 naturaleza	 compleja
seguidos	 contra	 más	 de	 diez	 imputados,	 en	 agravio	 de	 igual
número	de	personas,	o	del	Estado,	el	plazo	límite	de	detención	se
duplicará.
A	 su	 vencimiento,	 sin	 haberse	 dictado	 la	 sentencia	 de	 primer
grado,	 deberá	 decretarse	 la	 inmediata	 libertad	 del	 inculpado,
debiendo	 el	 juez	 disponer	 las	medidas	 necesarias	 para	 asegurar
su	presencia	en	las	diligencias	judiciales.
Cuando	 concurren	 circunstancias	 que	 importen	 una	 especial
dificultad	o	una	especial	prolongación	de	la	investigación	y	que	el
inculpado	 pudiera	 sustraerse	 a	 la	 acción	 de	 la	 justicia,	 la
detención	podrá	prolongarse	por	un	plazo	igual.
Cuando	 el	 delito	 se	 ha	 cometido	 a	 través	 de	 una	 organización
criminal	y	el	imputado	pudiera	sustraerse	a	la	acción	de	justicia	o
perturbar	la	actividad	probatoria,	la	detención	podrá	prolongarse
hasta	por	un	plazo	igual.
La	 prolongación	 de	 la	 detención	 se	 acordará	 mediante	 auto
debidamente	motivado,	de	oficio	por	el	juez	o	a	solicitud	del	fiscal
y	con	conocimiento	del	inculpado.
Contra	este	auto	procede	el	recurso	de	apelación,	que	resolverá
la	 sala,	 previo	 dictamen	 del	 fiscal	 superior	 dentro	 del	 plazo	 de
setenta	y	dos	horas.
El	 cómputo	del	plazo	a	que	 se	 refiere	el	primer	párrafo	de	este
artículo,	 cuando	 se	 trate	 de	 procesos	 complejos	 o	 se	 hubiere
declarado	la	nulidad,	no	considerará	el	tiempo	transcurrido	hasta
la	 fecha	del	nuevo	auto	apertorio	de	 instrucción.	En	 los	casos	en
que	 se	 declare	 la	 nulidad	 de	 procesos	 seguidos	 en	 fueros
diferentes,	 el	plazo	se	 computa	desde	 la	 fecha	en	que	se	dicte	el
nuevo	auto	de	detención.
Una	 vez	 condenado	 en	 primera	 instancia	 el	 inculpado,	 la
detención	 se	 prolongará	 hasta	 la	 mitad	 de	 la	 pena	 impuesta,
cuando	ésta	hubiera	sido	recurrida.
No	 se	 tendrá	 en	 cuenta	 para	 el	 cómputo	 de	 los	 plazos
establecidos	 en	 este	 artículo,	 el	 tiempo	 en	 que	 la	 causa	 sufriere
dilaciones	maliciosas	imputables	al	inculpado	o	su	defensa.
La	 libertad	 será	 revocada	 si	 el	 inculpado	no	 cumple	 con	asistir,
sin	motivo	 legítimo	a	 la	primera	 citación	que	 se	 le	 formule	 cada
vez	que	se	considere	necesaria	su	concurrencia.
El	 juez	 deberá	 poner	 en	 conocimiento	 de	 la	 sala	 la	 orden	 de
libertad,	 como	 la	 de	 prolongación	 de	 la	 detención.	 La	 sala,	 de
oficio	 o	 a	 solicitud	 de	 otro	 sujeto	 procesal,	 o	 del	 Ministerio
Público,	y	previo	informe	del	juez,	dictará	las	medidas	correctivas
y	disciplinarias	que	correspondan.
PROHIBICIÓN	DE	BENEFICIOS	PENITENCIARIOS
D.	L.	25916.
ART.	 1°.—Manténgase	 en	 vigencia	 las	 prohibiciones	 de	 beneficios
penitenciarios	 y	 procesales,	 incluido	 el	 establecido	 en	 el	 artículo	 137	 del
Código	 Procesal	 Penal,	 para	 los	 agentes	 de	 los	 delitos	 de	 tráfico	 ilícito	 de
drogas,	de	terrorismo	y	de	traición	a	la	patria,	señaladas	en	las	respectivas
leyes	de	la	materia.
JURISPRUDENCIA.—Presupuestos	 para	 la	 legitimidad	 de	 la	 detención
preventiva.	“(...)	El	primer	párrafo	del	artículo	137	del	C.P.P.
35.	El	primer	párrafo	del	citado	artículo	establece	la	existencia	de	dos	‘tipos’
de	plazo	máximo	de	detención,	distinguibles	en	razón	del	delito	imputado	y	de
la	complejidad	de	la	causa:
a)	 De	 un	 lado	 se	 encuentra	 el	 plazo	 máximo	 aplicable	 a	 los	 procesos	 que
versan	sobre	la	generalidad	de	los	delitos	y	cuyo	encausamiento,	en	principio,
no	 reviste	mayor	 complejidad,	 el	 cual,	 a	 su	 vez,	 se	 divide	 en	 razón	 del	 tipo
procedimiento	 en	 que	 debe	 ser	merituada	 la	 causa,	 de	manera	 tal	 que	 si	 se
trata	 del	 procedimiento	 ordinario	 (denominado	 sumario	 por	 el	 Código	 de
Procedimientos	 Penales),	 el	 plazo	 máximo	 es	 de	 9	 meses,	 y	 si	 se	 trata	 del
procedimiento	 especial	 (denominado	 ordinario	 por	 el	 Código	 de
Procedimientos	Penales),	18	meses.
b)	De	otra	parte,	 tenemos	el	plazo	máximo	aplicable	a	 los	delitos	de	tráfico
ilícito	 de	 drogas,	 terrorismo,	 espionaje	 y	 otros	 de	 naturaleza	 compleja
seguidos	 contra	 más	 de	 diez	 imputados,	 en	 agravio	 de	 igual	 número	 de
personas,	o	del	Estado,	en	cuyo	caso	el	plazo	máximo	es	de	36	meses.	Se	trata
de	una	presunción	legal	de	complejidad,	prima	facie	que,	desde	luego,	podría
quedar	desvirtuada	a	la	luz	del	caso	concreto.
(...).
El	segundo	y	 tercer	párrafos	del	artículo	137	del	C.P.P.:	 la	prolongación	del
plazo	de	detención
39.	 De	 otra	 parte,	 a	 tenor	 del	 segundo	 y	 tercer	 párrafo	 del	 artículo	 137,
‘mediante	auto	debidamente	motivado,	de	oficio	por	el	 juez	o	a	 solicitud	del
fiscal	y	con	conocimiento	del	inculpado”,	se	concluye	que	es	posible	prolongar
el	 plazo	 máximo	 de	 detención	 ‘por	 un	 plazo	 igual’	 a	 los	 establecidos	 en	 su
primer	párrafo	 ‘cuando	concurren	circunstancias	que	 importen	una	especial
dificultad	o	una	especial	prolongación	de	 la	 investigación	y	que	el	 inculpado
pudiera	sustraerse	a	la	acción	de	la	justicia’.
40.	Una	interpretación	literal	de	los	preceptos	aludidos,	se	desprendería	que,
presentadas	 las	 circunstancias	 descritas,	 los	 plazos	podrían	 extenderse	a	18
meses	en	el	 caso	de	 los	delitos	merituados	en	procedimiento	ordinario,	a	36
meses	en	el	caso	de	los	delitos	merituados	en	el	procedimiento	especial,	y	a	72
meses	 en	 el	 caso	 de	 los	 delitos	 de	 tráfico	 ilícito	 de	 drogas,	 terrorismo,
espionaje	y	otros	seguidos	contra	más	de	diez	imputados,	en	agravio	de	igual
número	 de	 personas,	 o	 del	 Estado.	 (...).”	 (TC,	 Exp.	 N°	 2915-2004-HC/TC,	 jul.
07/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Detención	 arbitraria.	 “(...)	 una	 forma	 de	 detención
arbitraria	por	parte	de	una	autoridad	o	funcionario	lo	constituye	el	hecho	de
omitir	 el	 cumplimiento	 obligatorio	 de	 normas	 procesales	 que	 disponen	 la
libertad	 inmediata	de	un	detenido,	 como	es	el	 caso	del	beneficio	procesal	de
excarcelación	por	exceso	en	el	tiempo	de	detención	previsto	en	el	artículo	137
del	Código	Procesal	Penal.
(...)	Asimismo,	 si	bien	el	 juez	penal	emplazado	alega	en	 su	descargo	que	no
puede	cumplir	con	la	excarcelación	del	beneficiario,	habida	cuenta	de	que	éste
todavía	se	encuentra	bajo	la	sujeción	de	la	justicia	militar	donde	es	procesado
por	 los	mismos	 hechos	 que	 son	materia	 de	 la	 causa	 que	 se	 le	 sigue	 ante	 su
juzgado;	 no	 obstante,	 cabe	 señalar	 que	 esta	 razón	 no	 resultaba	 óbice	 para
ordenar	su	excarcelación,	dado	que,	con	fecha	doce	de	marzo	de	dos	mil	dos,	la
Sala	 Penal	 de	 la	 Corte	 Suprema	de	 Justicia	 de	 la	 República,	 dirimiendo	 una
contienda	de	 competencia	promovida	por	 el	 Juzgado	 Instructor	Permanente
de	 la	 Fuerza	 Aérea	 del	 Perú,	 declaró	 que	 el	 conocimiento	 de	 la	 instrucción
penal	seguida	contra	el	afectado	le	correspondía	a	su	juzgado;	es	decir,	el	caso
del	beneficiario	se	hallaba	bajo	su	competencia.
6.	Si	la	autoridad	judicial	militar	ha	incumplido	hasta	el	momento	con	poner
al	beneficiario	a	disposición	del	emplazado	Juzgado	Penal	de	Maynas,	ésta	es
una	situación	contingente	y	ajena	a	la	petición	de	excarcelación	por	exceso	de
detención	formulada	por	el	beneficiario,	solicitud	que	resulta	amparable	a	la
luz	de	los	fundamentos	precedentemente	expuestos,	y	que	deberá	efectivizarse
de	modo	inmediato.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	1714-2002-HC/TC,	ago.	02/2002.	Pres.
Rey	Terry)
JURISPRUDENCIA.—Detención	arbitraria	por	omisión.	“(...)	entiende
como	principio	de	observación	obligatoria	que	una	forma	de	detención
arbitraria	por	parte	de	una	autoridad	o	funcionario	lo	constituye	también	el
hecho	de	omitir	el	cumplimiento	obligatorio	de	normas	procesales	que
disponen	la	excarcelación	inmediata	de	un	detenido	(...).”	(TC,	Exp.	N°	880-97-
HC/TC,	jul.	01/98.	Pres.	Acosta	Sánchez)
JURISPRUDENCIA.—El	 derecho	a	 la	 presunción	de	 inocencia	 y	 el	 plazo
razonable	de	la	prisión	preventiva.	“(...).
29.	(...)	tratándose	de	dilaciones	indebidas	que	inciden	sobre	el	derecho	a	la
libertad,	es	exigible	un	especial	celo	a	todo	juez	encargado	de	un	proceso	en	el
que	 se	 encuentra	 inmerso	 un	 preso	 preventivo,	 pues	 la	 libertad	 es	 un	 valor
constitucional	informador	de	todo	el	ordenamiento	jurídico	(...).
30.	 Si	 bien	 puede	 sostenerse	 que	 la	 excesiva	 sobrecarga	 que	 padecen	 la
mayoría	 de	 los	 tribunales	 (...)	 puede	 excusar	 la	 mora	 en	 las	 decisiones
judiciales,	 máxime	 si	 se	 presenta	 un	 desbordante	 flujo	 de	 recursos
razonablemente	 imposibles	de	atender,	 esta	 justificación	es	 inaceptable	 si	 el
órgano	 judicial	 no	 observa	 una	 conducta	 diligente	 y	 apropiada	 para	 hacer
justicia,	 siendo	uno	de	sus	aspectos	cardinales	 la	expedición	oportuna	de	 las
resoluciones	decisorias.
(...)	es	deplorable	que	en	los	casos	de	crímenes	no	convencionales	los	agentes
detenidos	por	los	delitos	de	terrorismo,	tráfico	ilícito	de	drogas,	violaciones	de
derechos	 humanos,	 corrupción	 de	 funcionarios,	 en	 vista	 de	 que	 los	 órganos
judiciales	competentes	no	han	sentenciado	antes	de	vencido	el	plazo	máximo
de	 detención	 previsto	 por	 la	 ley	 (Código	 Procesal	 Penal:	 Art.	 137),	 resultan
favorecidos	 en	 virtud	 de	 ello,	 lo	 que	 permite	 en	 numerosos	 casos,	 la
excarcelación	 inmediata	de	prontuariados	enemigos	públicos	de	 la	 sociedad,
situación	que,	además,	 implica	riesgo	de	 fuga.	 (...)	el	Tribunal	Constitucional
considera	 que	 el	 hecho	 de	 no	 dictaminar	 o	 sentenciar,	 intencionalmente,
dentro	 de	 los	 plazos	 legales	 establecidos,	 con	 las	 consecuencias	 que	 ello
conlleva	 y	 que	ha	puesto	 en	 tela	 de	 juicio	 la	 capacidad	punitiva	 del	 Estado,
merece	sanción	penal,	 la	que	deberá	ser	determinada	por	el	 legislador	en	el
marco	 del	 Código	 Penal.	 (...)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 3771-2004-HC/TC.	 Pres.	 Alva
Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Interpretación	“auténtica”	del	Art.	137.	“(...)	si	bien	el
Tribunal	 Constitucional	 en	 reiterada	 jurisprudencia	 ha	 interpretado	 que	 los
plazos	máximos	de	duración	de	la	detención	en	todos	los	casos	que	establece
el	artículo	137	del	Código	Procesal	Penal	sólo	pueden	ser	prolongados	por	el
tiempo	que	indica	esta	misma	norma	mediante	auto	debidamente	motivado	y
a	 solicitud	 del	 fiscal	 (...)	 apartándose	 de	 esta	 jurisprudencia,	 en	 adelante
adopta	 la	 siguiente	 interpretación:	 a)	 tratándose	 de	 los	 delitos	 de	 tráfico
ilícito	 de	 drogas,	 terrorismo	 o	 espionaje	 y	 otros	 de	 naturaleza	 compleja
seguidos	 contra	 más	 de	 diez	 imputados,	 en	 agravio	 de	 igual	 número	 de
personas,	previstos	en	el	primer	párrafo	del	artículo	137	del	Código	Procesal
Penal,	el	plazo	límite	de	detención	se	duplicará	automáticamente,	y,	b)	sólo	en
los	 casos	 del	 segundo	 párrafo	 de	 la	 citada	 disposición	 procesal,	 la
prolongación	 de	 la	 detención	 por	 un	 plazo	 igual	 al	 límite	 se	 acordará
mediante	 auto	 debidamente	 motivado,	 a	 solicitud	 del	 Fiscal	 o	 con
conocimiento	 del	 inculpado.	 (...)	 el	 cambio	 de	 criterio	 jurisprudencial	 se
fundamenta	 en	 una	 interpretación	 más	 textual	 del	 artículo	 137	 del	 Código
Procesal	 Penal	 respecto	 a	 la	 interpretación	 anterior.	 (...)	 tal	 distinción	 se
justificaría	porque	la	duplicidad	opera	automáticamente,	mientras	que,	en	los
casos	 del	 segundo	 párrafo,	 que	 establece	 que	 ‘cuando	 concurren
circunstancias	 que	 importan	 una	 especial	 dificultad	 o	 una	 especial
prolongación	 de	 la	 investigación	 y	 que	 el	 inculpado	 pudiera	 sustraerse	 a	 la
acción	 de	 la	 justicia,	 la	 detención	 podrá	 prolongarse	 por	 un	 plazo	 igual’	 se
requiere	 para	 que	 opere	 la	 prolongación	 de	 la	 detención	 auto	 motivado	 a
solicitud	del	 fiscal	 y	 con	 conocimiento	del	 inculpado.	 (...)”.	 (TC,	Exp.	N°	330-
2002-HC/TC,	jul.	09/2002.	Pres.	Rey	Terry)
JURISPRUDENCIA.—Criterios	para	evaluar	el	plazo	razonable	de	la
detención	preventiva.	“(...).
I)	Actuación	de	los	órganos	judiciales.	(...).	es	necesario	evaluar	el	grado	de
celeridad	con	que	se	ha	tramitado	el	proceso,	sin	perder	de	vista	en	ningún
momento	el	especial	celo	exigible	a	todo	juez	encargado	de	dilucidar	una
causa	en	la	que	se	encuentra	la	persona	privada	de	su	libertad.	En	tal	sentido,
serían	especialmente	censurables,	por	ejemplo,	la	demora	en	la	tramitación	y
resolución	de	los	recursos	contra	las	decisiones	que	imponen	o	mantienen	la
detención	preventiva;	las	indebidas	e	injustificadas	acumulaciones	o
desacumulaciones	de	procesos	(...).
II)	Complejidad	del	asunto.	(...)	para	valorar	la	complejidad	del	asunto	es
menester	tomar	en	consideración	factores	tales	como	la	naturaleza	y
gravedad	del	delito,	los	hechos	investigados,	los	alcances	de	la	actividad
probatoria	para	el	esclarecimiento	de	los	eventos,	la	pluralidad	de	agraviados
o	inculpados,	o	algún	otro	elemento	que	permita	concluir,	con	un	alto	grado
de	objetividad,	que	la	dilucidación	de	una	determinada	causa	resulta
particularmente	complicada	y	difícil.	(...).
III)	Actividad	procesal	del	detenido.	(...).
16.	En	lo	que	respecta	a	la	valoración	de	la	actividad	procesal	del	detenido	a
efectos	de	determinar	la	razonabilidad	del	plazo,	es	preciso	distinguir	el	uso
regular	de	los	medios	procesales	que	la	ley	prevé	y	la	falta	de	cooperación
mediante	la	pasividad	absoluta	del	imputado	(muestras	ambas	del	ejercicio
legítimo	de	los	derechos	que	el	Estado	constitucional	permite),	de	la
denominada	‘defensa	obstruccionista’	(signo	inequívoco	de	la	mala	fe	del
procesado	y,	consecuentemente,	recurso	repudiado	por	el	orden
constitucional).	(...).
19.	A	efectos	de	calificar	la	conducta	procesal	del	detenido	puede
considerarse	lo	previsto	en	el	Código	Procesal	Civil,	en	su	artículo
112,	 supletoriedad	 prevista	 en	 la	 Primera	 Disposición	 Final	 de
dicho	 cuerpo	 normativo.	 (...).”	 (TC,	 Exp.	 N°	 7624-2005-PHC/TC,	 ago.
21/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Prórroga	 de	 la	 detención	 preventiva	 por	 causas
distintas	 a	 la	 defensa	 obstruccionista.	 “(...)	 El	 Tribunal	 Constitucional	 ha
tenido	oportunidad	de	pronunciarse	sobre	el	plazo	razonable	de	detención	(...)
en	 el	 sentido	 de	 que	 el	 plazo	máximo	 de	 36	meses	 sólo	 podría	 prorrogarse
cuando	 la	 dilación	 del	 proceso	 se	 deba	 a	 una	 conducta	 obstruccionista	 del
procesado.	 Sin	 embargo,	 este	 tribunal	 considera	 pertinente	 desarrollar	 esta
regla	interpretativa	y	complementarla	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el
artículo	VI	del	Título	Preliminar	del	Código	Procesal	Constitucional.	 Cuando
en	casos	excepcionalísimos,	el	delito	de	tráfico	ilícito	de	drogas	represente	un
grave	peligro	para	la	seguridad	ciudadana,	la	soberanía	nacional,	el	estado	de
derecho	y	de	la	sociedad	en	conjunto,	el	juez	podrá	disponer	la	prolongación
del	plazo	de	detención	más	allá	de	36	meses	hasta	el	máximo	permitido	por
ley,	mediante	resolución	debidamente	motivada.	(...).”	(TC,	Exp.	N°	7624-2005-
HC/TC,	jul.	27/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Cláusula	 de	 no	 autoincriminación	 no	 autoriza	 la
defensa	 obstruccionista.	 “(...)	 ‘[s]i	 bien	 todo	 procesado	 goza	 del	 derecho
fundamental	a	la	no	autoincriminación,	una	de	cuyas	manifestaciones	incluso
autoriza	al	inculpado	a	guardar	un	absoluto	silencio	y	la	más	imperturbable
pasividad	durante	el	proceso,	en	el	correcto	supuesto	de	que	debe	ser	la	parte
acusatoria	 la	 encargada	 de	 desvanecer	 la	 inocencia	 presunta,	 ello	 no	 le
autoriza	 para	 que	mediante	 actos	 positivos	 se	 desvíe	 el	 camino	del	 aparato
estatal	en	la	búsqueda	de	la	verdad	dentro	del	proceso’.	(…)	podría	merituarse
como	 defensa	 obstruccionista	 todas	 aquellas	 conductas	 intencionalmente
dirigidas	 a	 obstaculizar	 la	 celeridad	 del	 proceso,	 sea	 la	 interposición	 de
recursos	 que,	 desde	 su	 origen	 y	 de	 manera	 manifiesta,	 se	 encontraban
condenados	a	la	desestimación,	sea	las	constantes	y	premeditadas	faltas	a	la
verdad	que	desvíen	el	adecuado	curso	de	 las	 investigaciones,	entre	otros.	En
todo	 caso,	 corresponde	 al	 juez	 penal	 demostrar	 la	 conducta	 obstruccionista
del	procesado.	 (…)”.	 (TC,	Exp.	N°	549-2004-	HC/TC,	ene.	21/2005.	Pres.	Alva
Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—No	 comunicación	 de	 la	 duplicidad	 automática	 del
plazo	de	detención	no	acarrea	nulidad.	“(…)	con	declaración	expresa	o	sin
ella	 respecto	 de	 la	 duplicación	 del	 plazo	 de	 detención,	 de	 considerarse	 que
concurre	 al	 presente	 caso	 omisión	 del	 juzgador	 en	 dicho	 punto,	 podría	 éste
entonces	salvar	tal	omisión	en	cualquier	momento	desde	que	no	se	discute	la
complejidad	 del	 proceso	 ya	 declarada	 en	 autos	 y	 que,	 a	 no	 dudarlo,	 es	 el
basamento	 de	 la	 prolongación	 de	 la	 detención	 del	 recurrente	 dictada
provisoriamente	 en	 expresión	 cautelar,	 sino	 la	 pretensa	 omisión	 de	 una
formalidad	que	así	resultaría	superable”.	(TC,	Exp.	N°	2243-2006-PHC/TC,	feb.
16/2007.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Acumulación	de	procesos	 implica	 tomar	 en	 cuenta
los	mandatos	de	detención	dictados	en	cada	uno	de	los	procesos.	“(...)	 la
acumulación	de	procesos	 decretada	no	puede	 tener	 como	 consecuencia	que,
para	 efectos	 de	 contabilizar	 el	 cumplimiento	 del	 plazo	 máximo	 de	 la
detención,	se	tome	en	cuenta	únicamente	el	mandato	de	detención	dictado	en
el	proceso	más	antiguo,	 sino	más	bien	que	deben	 ser	 tomados	en	 cuenta	 los
mandatos	de	detención	dictados	en	cada	uno	de	los	procesos	que	se	siguen	en
su	 contra.	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 2798-2004-HC/TC,	 dic.	 09/2004.	 Pres.	 Bardelli
Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Plazos	máximos	de	 la	detención	preventiva	no	 son
aplicables	a	reos	ausentes.	“(...)	en	consecuencia,	se	encuentra	acreditado	en
autos	 que	 (…)	 se	 encuentra	 sufriendo	 detención	 preventiva	 por	 más	 de	 36
meses,	 no	 se	 debe	 a	 una	 actitud	 negligente	 por	 parte	 de	 los	 órganos
jurisdiccionales	peruanos,	 sino	a	 la	demora	en	 la	 tramitación	del	proceso	de
extradición	activa,	pendiente	de	resolver	por	la	Corte	Suprema	de	Justicia	de
Argentina.	En	 tal	 sentido,	 los	plazos	máximos	de	detención	 regulados	por	 el
artículo	 137	 del	 Código	 Procesal	 Penal	 no	 son	 aplicables	 a	 aquellos	 casos,
como	en	el	presente,	en	el	que	el	procesado	no	ha	sido	sentenciado	en	primera
instancia	por	tener	la	condición	de	reo	ausente,	pues	caso	contrario	se	estaría
vulnerando	 el	 principio	 de	 no	 ser	 condenado	 en	 ausencia,	 consagrado	 en	 el
artículo	 139,	 inciso	 12),	 de	 la	 Constitución.	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 6214-2005-
PHC/TC,	set.	12/2005.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
PLENO	JURISDICCIONAL.—Problemática	en	la	aplicación	de	la	norma
penal,	procesal	y	penitenciaria.	“(...).
Primero.-	Por	unanimidad:	La	interpretación	del	Art.	137	del	C.P.P.	debe	ser
restrictiva	en	cuanto	a	los	plazos	máximos	de	detención	preventiva;	y
tratándose	de	derechos	fundamentales,	la	interpretación	debe	ser	extensiva,
favorable	a	los	imputados.
Segundo.-	Por	mayoría:	Los	jueces	deben	fijar	discrecionalmente	los	plazos
de	detención	preventiva,	teniendo	en	cuenta	los	límites	que	establece	la	ley,
por	lo	que	pueden	ser	menores	a	los	dieciocho	y	treinta	y	seis	meses.
Tercero.-	Por	mayoría:	Los	supuestos	de	duplicación	y	prolongación	de	los
plazos	de	detención	preventiva	no	son	complementarios	sino	excluyentes.
Cuarto.-	Por	mayoría:	El	plazo	máximo	de	la	detención	preventiva	en	los
procesos	sumarios	es	dieciocho	meses,	duplicados	o	prolongados,	más	aún	si
las	penas	pueden	ser	menores	a	tres	años.
Quinto.-	Por	mayoría:	El	plazo	máximo	de	la	detención	preventiva	en	los
procesos	ordinarios	es	de	36	meses,	y	excepcionalmente	puede	ser	mayor	si	se
dan	maniobras	dilatorias,	por	parte	del	imputado	o	su	abogado	defensor.
Sexto.-	Por	mayoría:	No	cabe	incrementar	el	plazo	de	detención	preventiva
excepcionalmente	cuando	existe	riesgo	procesal	que	hace	peligrar	la
continuación	del	proceso.
Sétimo.-	Por	unanimidad:	En	tanto	el	juez	tenga	en	cuenta	los	presupuestos
materiales	para	decretar	la	prisión	preventiva,	no	habría	contradicción	entre
los	plazos	máximos	que	establece	nuestro	sistema	procesal	y	los	principios	de
presunción	de	inocencia	y	plazo	razonable	de	juzgamiento	derivados	del
derecho	a	la	dignidad	de	la	persona.
Octavo.-	Por	mayoría:	El	plazo	máximo	de	detención	preventiva	de	18	ó	36
meses,	resulta	razonable	en	tanto	se	consoliden	con	la	actividad	probatoria
los	supuestos	que	sustentan	el	mandato	de	detención,	caso	contrario	el	juez,
de	oficio	debe	variar	dicha	medida	por	ser	favorable	al	imputado.
Noveno.-	Por	unanimidad:	No	se	justifica	un	prolongado	tiempo	de	detención
preventiva	bajo	el	argumento	de	la	tranquilidad	o	el	interés	social,	por
tratarse	de	argumentos	abiertos	e	indeterminados	que	podría	generar	excesos
por	parte	del	juzgador,	estableciendo	criterios	subjetivos.
Décimo.-	Por	mayoría:	Se	puede	hacer	uso	de	mecanismos	alternativos	para
asegurar	la	presencia	del	procesado,	sin	acudir	a	un	plazo	excesivo	de
detención	preventiva,	como	los	de:	fijar	su	permanencia	en	el	lugar	de
residencia,	impedimento	de	salida	del	país;	y	tratándose	de	imputados
solventes	debe	fijarse	una	caución.
Decimoprimero.-	Por	mayoría:	Las	resoluciones	del	Tribunal	Constitucional
son	vinculantes	si	efectúan	una	interpretación	del	artículo	ciento	treinta	y
siete	del	Código	Procesal	Penal,	de	conformidad	con	el	derecho	a	la	libertad
individual;	y	si	se	trata	de	fallos	reiterados	y	uniformes,	debe	tenerse	en
consideración	lo	dispuesto	por	la	cuarta	disposición	final	y	transitoria	de	la
Constitución;	además	que	los	intérpretes	finales	de	los	derechos	son	los
organismos	supranacionales.	(...).	(Pleno	Jurisdiccional	Superior	Nacional
Penal	“Problemática	en	la	aplicación	de	la	norma	penal,	procesal	y
penitenciaria”,	Trujillo	-	2004,	Tema	1)
JURISPRUDENCIA.—En	los	procesos	penales	ordinarios	la	sala	superior
puede	decretar	la	continuidad	de	la	detención	provisional.	“(…)	también
lo	es	que	dicha	afirmación	sólo	resulta	válida	cuando	se	trata	de	los	procesos
penales	sumarios	en	los	que	corresponde	al	juez	penal	emitir	sentencia	de
primer	grado	y	a	la	sala	superior	conocer	el	caso	penal	en	grado	de	apelación;
por	tanto,	de	ser	el	caso,	sólo	aquel	juez	penal	podría	disponer	la	continuación
de	la	prisión	preventiva	en	tanto	que	no	exista	sentencia	dictada	por	él;	sin
embargo,	tal	razonamiento	no	sería	de	aplicación	tratándose	de	los	procesos
penales	ordinarios,	ya	que	en	este	tipo	de	procesos	quien	realiza	el	juicio	oral
y	emite	la	sentencia	en	primera	instancia	no	es	el	juez	penal	sino	la	sala
superior	que	es	el	caso	de	autos.
Así	pues	en	estos	extremos	se	necesita	llegar	a	una	interpretación	teleológica
o	funcional	del	texto	de	la	norma	pertinente	en	el	sentido	que	la	sala	superior
emita	pronunciamiento	sobre	el	mantenimiento	de	la	detención	provisional
por	tratarse	de	una	sala	superior	que	ha	asumido	competencia	con	arreglo	a
ley.
8.	Por	cierto,	puede	suceder	que	estando	el	proceso	penal	ordinario	en	la	fase
del	juicio	oral	se	produzca	el	vencimiento	del	plazo	máximo	de	la	detención
preventiva.	En	tal	situación,	habiendo	perdido	competencia	el	juez	penal	para
conocer	del	proceso	principal	y	obviamente	también	respecto	de	la	medida
coercitiva	personal,	corresponde	a	la	sala	superior	y	no	al	juez	penal	emitir
pronunciamiento	sobre	la	libertad	del	procesado.	En	este	sentido,	la	tesis	de	la
demanda	según	la	cual	la	sala	superior	emplazada	no	tuvo	competencia	para
disponer	la	prolongación	de	la	detención	provisional	resulta	desatinada	y
hasta	nociva	ya	que	es	opuesta	a	los	principios	de	economía	y	celeridad
procesal	porque	tendría	que	devolver	los	autos	al	juez	penal	para	que	sea	éste
quien	se	pronuncie	sobre	el	mantenimiento	de	la	medida	coercitiva	de	la
libertad.
9.	En	el	caso	de	autos,	dado	que	los	beneficiarios	vienen	siendo	procesados	en
la	vía	del	proceso	penal	ordinario	por	la	presunta	comisión	de	los	delitos	de
rebelión	y	otros,	y	que	a	la	fecha	de	emisión	de	la	cuestionada	resolución	la
sala	superior	emplazada	ya	había	asumido	competencia	del	proceso	penal,	se
concluye	que	aquella	resulta	competente	para	emitir	pronunciamiento
respecto	a	la	medida	coercitiva	de	la	libertad	cuando	el	plazo	estuviera	por
vencerse	o	estuviera	vencido.	Por	consiguiente,	la	resolución	de	fecha	3	de
enero	del	2008	así	como	su	confirmatoria	por	ejecutoria	suprema,	resultan
formalmente	válidas.	Siendo	así,	este	extremo	de	la	demanda	debe	ser
desestimado	al	no	haberse	acreditado	la	vulneración	del	derecho	a	ser
juzgado	por	un	juez	competente	en	conexidad	con	el	derecho	a	la	libertad
personal.	(…).”	(TC,	Exp.	01680-2009-PHC/TC,	jul.	30/2009.	S.S.	Vergara
Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—No	comporta	ilegalidad	y	menos	arbitrariedad	la
declaratoria	de	prolongación	provisional	sin	conocimiento	previo	del
inculpado.	“(…)	12.	Sobre	el	particular	cabe	precisar	que	si	bien	es	cierto	que
la	redacción	original	del	tercer	párrafo	del	artículo	137	del	Código	Procesal
Penal	de	1991	establecía	que	la	prolongación	de	la	detención	preventiva
deberá	ser	acordada	a	solicitud	del	fiscal	y	con	audiencia	del	inculpado,
también	lo	es	que	la	actual	redacción	del	mencionado	artículo	sólo	establece
la	posibilidad	de	que	la	prolongación	de	la	detención	preventiva	será
acordada	mediante	auto	motivado,	de	oficio	por	el	juez	o	a	solicitud	del	fiscal
con	conocimiento	del	inculpado,	lo	cual	resulta	aplicable	al	caso	de	autos	en
virtud	del	principio	de	aplicación	inmediata	de	las	normas.	(…).
Esto	quiere	decir	que	lo	que	exige	la	disposición	indicada	es	la	notificación	al
imputado,	lo	que	redunda	en	el	tema	puesto	que	todas	las	decisiones	del	juez
competente	y	no	sólo	ésta	tienen	que	ser	notificadas	a	las	personas	que
intervienen	en	el	proceso	en	la	forma	determinada	por	la	ley.	En	relación	a
este	punto	basta	con	entender	que	la	sola	participación	del	recurrente
cuestionando	la	medida	denota	conocimiento	de	su	existencia,	puesto	que
para	la	impugnación	se	tiene	que	conocer	obviamente	el	contenido	y	los
alcances	de	la	decisión	cuestionada.
13.	En	este	contexto,	existiendo	la	posibilidad	de	que	la	resolución	de
prolongación	de	la	detención	preventiva	pueda	ser	adoptada	de	oficio	por	el
juez	(la	sala	superior	en	nuestro	caso),	como	ha	ocurrido	en	el	caso	de	autos,
ello	significa	que	no	comporta	ilegalidad	y	menos	arbitrariedad	la
declaratoria	de	prolongación	provisional	sin	conocimiento	previo	por	parte
del	inculpado,	sino	que	de	aquella	haya	tenido	conocimiento	una	vez
decretada	la	medida	y	que	el	procesado	pueda	así	postular	su
cuestionamiento	en	caso	de	disconformidad.	De	ahí	que	se	haya	previsto	de
manera	expresa	la	posibilidad	de	que	dicha	decisión	pueda	ser	recurrida	ante
el	órgano	superior	jerárquico,	como	ocurrió	en	el	caso	de	autos.	Por
consiguiente,	la	resolución	de	fecha	3	de	enero	del	2008	(…),	así	como	su
confirmatoria	por	ejecutoria	suprema	(…)	resultan	formalmente	válidas.	(TC,
Exp.	01680-2009-PHC/TC,	jul.	30/2009.	S.S.	Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—La	sola	tardanza	de	una	resolución	jurisdiccional
no	puede	fundar	la	nulidad.	“(…)	La	ley	exige	para	todos	los	casos	de
decisiones	sustanciales	que	el	juzgador	cumpla	con	los	plazos	que	ella	señala.
Así,	para	la	calificación	de	una	demanda	como	para	la	expedición	de	la
sentencia	en	la	que	concluye	el	proceso,	es	indudable	que	el	juzgador	debiera
cumplir	los	plazos	contemplados	en	la	ley;	pero,	por	diversas	razones,
especialmente	la	enorme	carga	procesal,	no	le	resulta	al	juez	posible
humanamente	el	cumplimiento	riguroso	del	mandato	legal.	Nos	preguntamos
entonces	¿será	procedente	sancionar	con	la	nulidad	la	decisión	jurisdiccional
tardía	con	el	único	sustento	de	su	tardanza?	Evidentemente	no	cabe	esta
invalidación	porque,	como	ya	se	ha	dicho,	esa	decisión	ha	cumplido	su
finalidad	aunque	con	tardanza	en	su	emisión	y	por	tanto	ha	generado	efectos
jurídicos	de	diverso	orden,	tales	como	el	propio	cuestionamiento	materia	de
autos	y	que	resulta	infundado.	La	jurisprudencia	y	la	doctrina	vienen
señalando	que,	en	todo	caso,	de	ser	cierta	la	afirmación,	podría	pedirse	no	la
nulidad	de	la	resolución	por	su	demora	sino	la	sanción	disciplinaria	al	juez	por
el	tardío	cumplimiento	de	su	deber.	(…).”	(TC,	Exp.	01680-2009-PHC/TC,	jul.
30/2009.	S.S.	Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—La	competencia	del	juez	no	es	el	único	elemento
relevante	para	evaluar	la	arbitrariedad	de	una	detención	judicial.	“(...)
las	exigencias	de	legalidad	y	no	arbitrariedad	de	la	detención	judicial	no	se
satisfacen	únicamente	porque	ésta	haya	sido	expedida	por	un	juez
competente,	pues	si	bien	el	elemento	de	la	competencia	judicial	constituye	uno
de	los	elementos	que	ha	de	analizarse	a	efectos	de	evaluar	la	arbitrariedad	o
no	de	la	privación	de	la	libertad,	también	existen	otros	elementos	que	se
tienen	que	tomar	en	consideración,	los	que	varían	según	se	trate	de	una
sentencia	condenatoria	o,	por	el	contrario,	de	una	detención	judicial
preventiva”	(TC,	Exp.	02410-2013-PHC/TC,	ene.	30/2014.	S.	S.	Urviola	Hani)
DOCTRINA.—La	 prisión	 preventiva	 no	 puede	 constituir	 una	 pena
anticipada.	 “(…)	 La	 doctrina	 alemana,	 en	 general,	 y	 el	 Tribunal
Constitucional	 alemán	 sostienen	 que	 la	 prisión	 preventiva	 no	 puede
constituir	 una	 pena	 anticipada.	 El	 precepto	 constitucional	 de	 la
proporcionalidad	y	 la	presunción	de	 inocencia,	 expresiones	particulares	del
principio	 del	 estado	 de	 derecho,	 prohíben	 que	 se	 decreten	 medidas	 de
anticipación	 de	 la	 pena	 que	 en	 sus	 efectos	 igualen	 a	 la	 pena	 privativa	 de
libertad.	Además,	tales	medidas	sólo	deben	ser	admisibles	si,	y	en	la	medida
en	 que,	 por	 un	 lado,	 haya	 una	 relevante	 sospecha	 respecto	 a	 la	 culpa	 del
acusado,	 apoyada	 en	 hechos	 concretos,	 y,	 por	 otro	 lado,	 si	 el	 legítimo
derecho	 de	 la	 sociedad	 a	 la	 aclaración	 completa	 del	 hecho	 y	 a	 la	 rápida
punición	 del	 autor	 no	 pueda	 ser	 garantizada	 de	 otra	 manera	 sino	 con	 la
prisión	provisional	del	mismo.
La	persecución	de	otros	fines	a	través	de	la	prisión	provisional	no	debe,	a	la
manera	que	una	pena,	 anticipar	 la	protección	de	un	bien	 jurídico	a	que	el
derecho	penal	pretende	servir	(B	VerfG	19,	347).	Con	ello,	 lo	que	se	quiere
decir	 es	 que	 las	medidas	que	 limitan	 la	 libertad	 en	 cuanto	 a	 su	 intención,
tipo	y	medida	no	pueden	orientarse	hacia	las	tareas	que	corresponden	a	la
ejecución	de	la	pena	privativa	de	libertad.	(...)”.	(ODONE	SANGUINÉ,	Daniel.
“Protección	internacional	de	los	derechos	humanos”.	Lima	-	Perú,	Comisión
Andina	de	Juristas;	págs.	205	a	232)
C.P.P.
ART.	138.—Queja	de	hecho	y	apelación	de	la	detención.	Si	el
juez	omite	fundamentar	el	mandato	de	detención,	el	inculpado
podrá	interponer	recurso	de	queja,	a	cuyo	efecto	solicitará	al	juez
eleve	el	cuaderno	correspondiente	dentro	de	las	veinticuatro
horas	de	presentada	la	impugnación,	bajo	responsabilidad.	La	sala
se	pronunciará	en	el	mismo	término	sin	necesidad	de	vista	fiscal.
Si	se	declara	fundada	se	ordenará	que	el	conocimiento	de	la	causa
se	remita	a	otro	juez,	sin	perjuicio	de	la	sanción	a	que	hubiere
lugar.	El	juez	que	reciba	el	cuaderno,	en	igual	término,	deberá
dictar	el	mandato	que	corresponda	con	arreglo	a	lo	prescrito	en	el
artículo	136.
Contra	el	mandato	de	detención	procede	el	recurso	de	apelación,
que	será	concedido	en	un	solo	efecto	y	seguirá	el	mismo	trámite
que	el	señalado	para	la	queja.
JURISPRUDENCIA.—Gratuidad	del	servicio	de	justicia	y	apelación	del
mandato	de	detención.	“(...)	se	aprecia	que	el	accionante	interpuso	apelación
contra	el	mandato	de	detención	que	impuso	el	juez	penal	demandado,	recurso
que	el	citado	magistrado	concedió	mediante	resolución	de	fecha	6	de	enero	del
2005,	supeditando	la	formación	del	cuaderno	de	apelación	y	su	consecuente
elevación	al	órgano	superior,	a	que	el	demandante	facilite	la	expedición	de	las
copias	de	los	actuados.
(...)	el	requerimiento	judicial	antes	señalado	resulta	inconstitucional,	por
colisionar	con	el	principio	constitucional	de	la	gratuidad	del	servicio	de
justicia	(...)	pues	esta	garantía	normativa	supone	la	exoneración	de	toda	tasa
judicial	o	carga	impositiva	de	algún	tipo	en	aquellos	casos	que	sea	necesario
la	expedición	de	copias	de	los	actuados	para	la	formación	de	cuadernos
incidentales,	de	un	expediente	tramitado	en	la	vía	penal,	o	en	los	que	por	la
naturaleza	del	propio	derecho	se	solicita	la	expedición	de	copias	certificadas.
Tal	criterio	no	sólo	opera	para	las	personas	de	escasos	recursos	económicos
sino	para	aquellos	supuestos	que	la	ley	señala,	significando	que	si	el	Texto
Único	Ordenado	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial,	aprobado	por	Decreto
Supremo	N°	017-93-JUS,	precisa	en	el	inciso	d)	de	su	artículo	24	que	entre	las
exoneraciones	en	el	pago	de	las	tasas	judiciales	se	encuentran	los	procesos
penales,	con	la	única	excepción	de	las	querellas,	no	puede	habilitarse	ninguna
disposición	administrativa	ni	legal	que	permita	distinguir	donde	la	norma
referida	no	distingue.	(...)”	(TC,	Exp.	N°	1812-2005-PHC/TC,	ene.	05/2006.
Pres.	Gonzáles	Ojeda)
JURISPRUDENCIA.—Plazo	de	apelación	del	mandato	de	detención	debe
seguir	supletoriamente	las	reglas	del	Código	Procesal	Civil.	“(…)	Al	no
haber	norma	expresa	que	regule	el	plazo	de	la	apelación	del	mandato	de
detención	en	el	procedimiento	penal	ordinario,	se	debe	recurrir
supletoriamente	al	Código	Procesal	Civil	que	establece	un	plazo	de	tres	días.
(…)”.	(TC,	Exp.	N°	8444-2005-PHC/TC,	feb.	23/2007.	Pres.	Gonzáles	Ojeda)
PLENO	 JURISDICCIONAL.—Medidas	 cautelares	 personales:	 detención	 y
caución.	“(…).	El	pleno	acuerda:
Primero.-	 Por	 mayoría,	 con	 dos	 votos	 en	 contra,	 que	 el	 término	 para
interponer	 recurso	 de	 apelación	 contra	 el	 mandato	 de	 detención	 es	 de	 tres
días,	contados	a	partir	del	momento	en	que	tiene	conocimiento	fehaciente	de
dicha	medida.
Segundo.-	Por	mayoría,	con	diecinueve	votos	en	contra,	que	el	monto	de	 la
caución	puede	ser	variado	cuando	varían	las	circunstancias	que	determinaron
su	imposición.
La	variación	puede	 ser	 realizada	por	el	 juzgado	penal	 inclusive	 si	 el	monto
fue	fijado	por	el	superior	tribunal.
Tercero.-	 Por	 mayoría,	 con	 tres	 votos	 en	 contra,	 que	 cuando	 el	 superior
tribunal	 revoca	 la	 medida	 de	 detención	 dictada	 por	 el	 juez	 penal	 y	 dicta
mandato	 de	 comparecencia	 restrictiva,	 imponiendo	 una	 caución,	 no	 debe
exigirse	 su	 pago	 para	 excarcelar	 al	 imputado	 o	 levantar	 las	 órdenes	 de
captura	dictadas	en	su	contra.
Cuarto.-	 Por	 unanimidad,	 que	 la	 caución	 debe	 devolverse	 al	 imputado
cuando	es	absuelto	y	 cuando	 se	 sobresee	 la	 causa.	También	debe	devolverse
cuando	 es	 condenado,	 siempre	 y	 cuando	 ha	 cumplido	 con	 las	 reglas	 de
conducta	impuestas	y	obedeció	los	emplazamientos	judiciales	que	se	le	dictó.
Quinto.-	 Por	 mayoría	 de	 38	 votos,	 que	 el	 criterio	 para	 fijar	 la	 caución	 se
centra	en	la	evaluación	de	las	condiciones	económicas	del	imputado.
Sexto.-	Por	unanimidad,	que	es	posible	fraccionar	el	pago	de	la	caución,	para
lo	cual	debe	tenerse	en	consideración	las	posibilidades	económicas	del
imputado.	En	este	caso,	el	juez	debe	fijar	los	plazos	y	modalidad	del	pago.	(...)”.
(Pleno	Jurisdiccional	Penal	Nacional,	Ica	-	1998,	Tema	6)
C.P.P.
ART.	143.—Mandato	de	comparecencia.	Se	dictará	mandato	de
comparecencia	cuando	no	corresponda	la	medida	de	detención.
También	podrá	imponerse	comparecencia	con	la	restricción
prevista	en	el	inciso	1),	tratándose	de	imputados	mayores	de	65
años	que	adolezcan	de	una	enfermedad	grave	o	de	incapacidad
física,	siempre	que	el	peligro	de	fuga	o	de	perturbación	de	la
actividad	probatoria	pueda	evitarse	razonablemente.
El	juez	podrá	imponer	algunas	de	las	alternativas	siguientes:
1.	La	detención	domiciliaria	del	inculpado,	en	su	propio	domicilio
o	en	custodia	de	otra	persona,	de	la	autoridad	policial	o	sin	ella,
impartiéndose	las	órdenes	necesarias.
2.	La	obligación	de	someterse	al	cuidado	y	vigilancia	de	una
persona	o	institución	determinada,	quien	informará
periódicamente	en	los	plazos	designados.
3.	La	obligación	de	no	ausentarse	de	la	localidad	en	que	reside,	de
no	concurrir	a	determinados	lugares,	o	de	presentarse	a	la
autoridad	en	los	días	que	se	le	fijen.
4.	Modificado.	Ley	29439,	Art.	3°.	La	prohibición	de
comunicarse	con	personas	determinadas	o	con	la	víctima,	siempre
que	ello	no	afecte	el	derecho	de	defensa.
5.	Modificado.	Ley	29439,	Art.	3°.	La	prohibición	de
aproximarse	a	la	víctima	o	a	aquellas	personas	que	determine	el
juez.
6.	Incorporado.	Ley	29439,	Art.	3°.	La	prestación	de	una
caución	económica,	si	las	posibilidades	del	imputado	lo	permiten.
El	 juez	 podrá	 imponer	 una	 de	 estas	 alternativas	 o	 combinar
varias	 de	 ellas,	 según	 resulte	 adecuada	 al	 caso,	 y	 ordenará	 las
medidas	necesarias	para	garantizar	su	cumplimiento.	Si	el	hecho
punible	 denunciado	 está	 penado	 con	 una	 sanción	 leve	 o	 las
pruebas	 aportadas	 no	 la	 justifiquen,	 podrá	 prescindir	 de	 tales
alternativas.
Incorporado.	 Ley	 29439,	 Art.	 3°.	 Las	 alternativas	 antes
señaladas	 tendrán	 carácter	 temporal	 y	 no	 podrán	 exceder	 de
nueve	meses	en	el	procedimiento	ordinario	y	de	dieciocho	meses
en	el	procedimiento	especial.	Tratándose	de	procedimientos	por
delitos	de	tráfico	ilícito	de	drogas,	terrorismo,	espionaje	y	otros	de
naturaleza	 compleja	 seguidos	 contra	más	 de	 diez	 imputados,	 en
agravio	de	igual	número	de	personas,	o	del	Estado,	el	plazo	límite
de	comparecencia	restringida	se	duplicará.	A	su	vencimiento,	sin
haberse	dictado	 la	sentencia	de	primer	grado,	deberá	decretarse
la	 inmediata	 suspensión	 de	 la	 comparecencia	 restringida,
siguiéndose	el	proceso	al	procesado	con	comparecencia	simple.
En	caso	de	impedimento	de	salida	del	país,	la	medida	deberá	ser
motivada	 y	 no	 podrá	 exceder	 en	 ningún	 caso	 más	 de	 cuatro
meses,	a	 cuyo	vencimiento	caducará	de	pleno	derecho	salvo	que
se	ordene,	mediante	nueva	 resolución	motivada,	 la	prolongación
de	 la	 medida	 que	 en	 ningún	 caso	 superará	 los	 límites	 ya
establecidos.
NOTA:	La	Ley	27936	en	su	artículo	30	dispone	que	“ante	la	invocación	de	legítima	defensa,	el	juez	al
haber	recibido	la	denuncia,	determinará	la	necesidad	de	abrir	instrucción	pudiendo	no	hacerlo.	En	el
supuesto	 de	 decidir	 la	 instrucción,	 impondrá	 mandato	 de	 comparecencia	 cuando	 existan	 indicios
válidos	de	legítima	defensa”.
DISPOSICIONES	SOBRE	LA	MEDIDA	DE	DETENCIÓN	DOMICILIARIA
R.	Adm.	029-2011-SP-CS-PJ
ART.	1°.—Precisar	que	conforme	al	Código	Procesal	Penal,	aprobado	por	el
Decreto	 Legislativo	 638,	 la	 detención	 domiciliaria	 es	 una	 restricción	 de	 la
libertad	personal	que,	a	criterio	del	órgano	jurisdiccional	y	conforme	a	sus
propios	 límites,	 puede	 ejecutarse	 a	 través	 de	 distintas	 modalidades	 y
mecanismos	de	control,	pudiendo	también	fijarse	de	manera	expresa	límites
temporales	 determinados,	 en	 función	 a	 las	 particularidades	 del	 caso
concreto.	 La	 decisión	 judicial	 debe	 ser	 lo	 suficientemente	 específica	 para
cumplir	con	estos	parámetros.
R.	Adm.	029-2011-SP-CS-PJ
ART.	 2º.—Establecer	 que,	 para	 adoptar	 una	 determinada	 modalidad	 de
detención	 domiciliaria,	 el	 juez	 debe	 cuidar	 que	 esté	 garantizado	 el
cumplimiento	 de	 dicha	medida.	 Esta	modalidad	 puede	 variarse	 según	 las
circunstancias	 de	 la	 causa,	 las	 condiciones	 personales	 del	 imputado	 o	 la
necesidad	de	protección	en	casos	de	violencia	familiar.
R.	Adm.	029-2011-SP-CS-PJ
ART.	3°.—Disponer	que	frente	a	la	comunicación	de	la	autoridad	policial	–
previos	 traslados,	 y	 actos	de	 indagación	 adicional	 si	 fuera	 el	 caso–	 el	 juez
debe	 pronunciarse	 motivadamente	 sobre	 la	 modalidad	 y	 especialidad
adoptada	de	detención	domiciliaria.
R.	Adm.	029-2011-SP-CS-PJ
ART.	 4°.—Declarar	 que	 la	 detención	 domiciliaria	 institucional	 policial	 es
una	 modalidad	 plenamente	 aceptada	 por	 la	 ley	 y	 que	 la	 autoridad
competente	 debe	 crear	 las	 condiciones	 para	 su	 debida	 implementación	 y
aplicación	por	el	órgano	jurisdiccional.
R.	Adm.	029-2011-SP-CS-PJ
ART.	5º.—Exhortar	al	Ministerio	del	Interior	para	que,	al	más	breve	plazo,
constituya	 casas	 transitorias	 de	 arresto	 domiciliario	 y	 dicte	 las	 medidas
reglamentarias	 y	 de	 seguridad	 necesarias	 para	 su	 efectivo	 y	 eficaz
funcionamiento.
R.	Adm.	029-2011-SP-CS-PJ
ART.	 6°.—Transcribir	 la	 presente	 resolución	 -	 circular	 a	 todas	 las	 cortes
superiores	del	Perú,	la	Fiscalía	de	la	Nación,	y	a	los	ministerios	del	Interior	y
de	Justicia.
JURISPRUDENCIA.—Mandato	de	comparecencia.	 “(...)	3.	No	cabe	duda	de
que	con	 la	 detención	domiciliaria	 sucede	algo	 semejante,	 aunque	no	 con	 los
alcances	de	la	detención	judicial	preventiva:	La	obligación	de	permanecer,	en
forma	vigilada,	dentro	del	domicilio,	es,	sin	duda,	también	una	limitación	seria
de	 la	 libertad	 locomotora,	 cuyo	 dictado,	 por	 cierto,	 debe	 necesariamente
justificarse,	pues	 sucede	que	ésta	 constituye,	 entre	 las	diversas	 fórmulas	 con
las	 que	 se	 puede	 decretar	 la	 comparecencia	 restrictiva	 en	 nuestro
ordenamiento	 procesal	 penal,	 la	 más	 grave.	 Por	 ello,	 el	 Tribunal
Constitucional	 considera	 que	 también	 tal	 medida	 restrictiva	 de	 la	 libertad
locomotora	 debe	 sujetarse	 a	 su	 conformidad	 con	 los	 principios	 de
subsidiaridad,	provisionalidad,	razonabilidad	y	proporcionalidad.
4.	 En	 el	 caso	 de	 autos,	 conforme	 se	 desprende	 del	 auto	 apertorio	 de
instrucción	 (...),	 se	 aprecia	 que	 la	medida	 dictada	 contra	 el	 beneficiario	 del
hábeas	corpus	se	basa,	fundamentalmente,	en	la	gravedad	de	la	conducta	que
se	le	imputa	y	los	suficientes	elementos	de	prueba	que	lo	comprometen	con	la
comisión	del	delito	instruido,	como	es	su	propia	declaración	(mediante	el	cual
acepta	 haber	 recibido	 dinero	 del	 ex	 asesor	 presidencial	 (...)	 la	 suma	 de	 (...)
para	la	financiación	de	su	campaña	en	el	proceso	electoral	municipal).
Aunque	el	referido	auto	apertorio	de	instrucción	no	haga	mención	al	peligro
procesal	 que	 justificaría	 que	 se	 haya	 dictado	 el	mandato	 de	 comparecencia
con	 restricción	 de	 detención	 domiciliaria,	 se	 infiere	 de	 ella,	 que	 se	 dictó	 tal
medida	 en	 atención	 a	 la	 gravedad	 del	 delito	 imputado.	 Esta	 omisión	 del
juzgador	sobre	el	tema	del	peligro	procesal,	sin	embargo,	fue	corregida	por	la
Sala	Penal	Especial	de	la	Corte	Superior	de	Justicia	de	Lima,	cuya	resolución,
de	 fecha	 veintiséis	 de	 diciembre	 dos	 mil	 uno,	 alude	 como	 un	 factor	 para
confirmar	 la	 medida	 cuestionada,	 al	 hecho	 de	 que	 entre	 la	 declaración
testimonial	y	 la	declaración	 instructiva,	ambas	prestadas	por	el	beneficiario,
‘se	advierte	la	ausencia	de	coherencia	e	identidad	de	su	versión	en	el	extremo
referido	 al	monto	 de	 dinero	 que	 efectivamente	 recibió	 por	 disposición	 de	 su
co-procesado	 (...),	 así	 en	 su	 testimonial	 recuerda	únicamente	 haber	 recibido
(...),	 empero	 en	 su	 declaración	 instructiva	 indica	 haber	 recibido	 la	 suma
ascendente	 a	 (...)’”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 1565-2002-HC/TC,	 ago.	 05/2002.	 Pres.	 Rey
Terry)
JURISPRUDENCIA.—Mandato	 de	 comparecencia	 y	 mandato	 de
detención:	principio	de	igualdad.	“(...)	El	principio	de	igualdad	proscribe	la
posibilidad	 de	 que	 el	 legislador	 otorgue	 idéntico	 tratamiento	 a	 dos
instituciones	 sustancialmente	 distintas,	 sin	 base	 objetiva	 y	 razonable	 que
justifique	 su	 decisión	 (...).	 (TC,	 Exp.	 N°	 0019-2005-PI/TC,	 jul.	 21/2005.	 Pres.
Rey	Terry)
JURISPRUDENCIA.—Plazo	máximo	de	detención	domiciliaria.	“(...)	Uno	de
los	 problemas	 en	 la	 legislación	 actual,	 es	 la	 falta	 de	 regulación	 de	 plazos
máximos	para	la	imposición	de	esta	medida,	omisión	que	puede	resultar	lesiva
al	derecho	al	plazo	razonable	(...).
A	fin	de	salvar	este	vacío	legal,	el	tribunal	considera	importante	resaltar	dos
premisas:	 a)	 la	 existencia	 del	 plazo	 máximo,	 no	 resulta	 el	 único	 criterio
determinante	para	constatar	que	una	detención	deviene	en	desproporcionada
y	 arbitraria	 luego	 de	 vencido	 el	 plazo,	 pudiendo	 tornarse	 en	 tal,	 inclusive
antes	 del	 cumplimiento	 del	 mismo,	 cuando	 por	 ejemplo,	 desaparezcan	 las
razones	que	motivaron	el	propio	mandato.
Esto	 ultimo,	 deriva	 del	 deber	 del	 juez	 para	 que	 de	 oficio,	 revise
permanentemente	 la	 subsistencia	 de	 las	 razones	 que	 motivaron	 la	 medida
cautelar,	así	como	el	comportamiento	del	imputado	a	lo	largo	del	proceso.
b)	 la	 inexistencia	 de	 un	 plazo	 máximo	 legal,	 de	 ninguna	 manera	 puede
admitirse	 como	 justificación	 válida	 para	 la	 permanencia	 de	 una	 medida
restrictiva	 de	 derechos,	 de	 forma	 indefinida,	 arbitraria	 y	 desproporcionada,
debiendo	más	bien,	 ser	valorado	en	cada	caso,	 según	 los	elementos	de	 juicio
objetivos	existentes.	(...).
(...)	 ‘el	 principal	 elemento	 a	 considerarse	 con	 el	 dictado	 de	 (una)	 medida
cautelar	 debe	 ser	 el	 peligro	 procesal	 que	 comporte	 que	 el	 procesado	 ejerza
plenamente	 su	 libertad	 locomotora,	 en	 relación	 con	 el	 interés	 general	 de	 la
sociedad	 para	 reprimir	 conductas	 antijurídicas’.	 Fines	 que	 deben	 ser
evaluados	 en	 conexión	 con	 distintos	 elementos	 que	 antes	 y	 durante	 el
desarrollo	del	proceso	puedan	presentarse.
En	consecuencia,	si	el	llamado	peligro	procesal	–de	fuga	o	perturbación	de	la
actividad	probatoria–,	no	permanece	como	amenaza	efectiva	en	tanto	dure	la
medida	decretada,	 la	misma	devendrá	en	ilegítima	desde	el	momento	mismo
en	que	desaparece	la	amenaza.
En	tales	casos,	de	proseguir	la	medida,	la	situación	del	imputado	bajo	arresto
domiciliario,	 estaría	 basada	 ya	 no	 en	 razones	 objetivas	 sino	 en	 retrasos
judiciales	 causados	por	un	 funcionamiento	anormal	de	 la	administración	de
justicia,	 con	 las	 responsabilidades	 jurídicas	 que	 de	 ello	 puedan	 derivar,
conforme	lo	advierte	el	inciso	7	del	artículo	139	de	la	Constitución.	(...).
De	otro	lado,	siendo	que	en	ambas	medidas	se	persigue	el	mismo	objetivo	de
lograr	 el	 éxito	 del	 proceso	 penal,	 asegurando	 la	 ejecución	 de	 la	 pena	 que
eventualmente	llegue	a	imponerse,	corresponde	invocar	también	en	este	caso,
los	elementos	que	este	 tribunal	ha	desarrollado	 in	extenso	(...)	 referidos	a	 la
evaluación	 de	 la	 razonabilidad	 del	 plazo	 en	 la	 detención	 provisional.	 Éstos
son:
a)	La	actuación	diligente	de	los	órganos	judiciales.
b)	La	complejidad	del	asunto
c)	La	actividad	procesal	del	detenido	(...).”	(TC,	Exp.	N°	731-2004-HC/TC,	abr.
16/2004.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—No	es	posible	equiparar	elementos	justificatorios	de
la	 detención	 preventiva	 con	 los	 de	 la	 detención	 domiciliaria.	 “(...)	 el
mandato	 de	 comparecencia	 con	 detención	 domiciliaria	 no	 podía	 ser
equiparado	 en	 sus	 efectos	 personales,	 ni	 en	 el	 análisis	 de	 sus	 elementos
justificatorios,	 con	 los	 supuestos	 de	 detención	 judicial	 preventiva,	 pues	 es
indudable	 que	 la	 primera	de	 las	mencionadas	 (la	 detención	domiciliaria)	 se
configura	como	una	de	las	diversas	formas	a	las	que,	de	manera	alternativa,
puede	 apelar	 el	 juzgador	 con	 el	 objeto	 de	 evitar	 la	 segunda	 esto	 es,	 la
detención	 judicial	 preventiva.	 (…)	 la	 obligación	 de	 permanecer,	 en	 forma
vigilada,	dentro	del	domicilio,	es,	sin	duda,	también	una	limitación	seria	de	la
libertad	 locomotora,	 cuyo	 dictado,	 por	 cierto,	 debe	 necesariamente
justificarse,	pues	 sucede	que	esta	 constituye,	 entre	 las	diversas	 fórmulas	 con
las	 que	 se	 puede	 decretar	 la	 comparecencia	 restrictiva	 en	 nuestro
ordenamiento	procesal	penal,	la	más	grave.	Por	ello,	(…)	también	tal	medida
restrictiva	de	la	libertad	locomotora	debe	sujetarse	a	su	conformidad	con	los
principios	 de	 subsidiaridad,	 provisionalidad,	 razonabilidad	 y
proporcionalidad.	 (…)	 una	 cosa	 es	 que	 los	 elementos	 justificatorios	 que
permitan	dictar	una	detención	domiciliaria	puedan	observar	menor	grado	de
rigurosidad	 que	 aquellos	 dirigidos	 a	 fundamentar	 la	 detención	 judicial
preventiva,	y	otra,	muy	distinta,	pretender	expedir	un	mandato	de	detención
domiciliaria	sin	una	motivación	suficiente	y	razonada.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	2404-
2003-HC/TC,	ago.	05/2004.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—No	 es	 posible	 “sumar”	 detención	 domiciliaria	 con
detención	preventiva	a	efectos	de	contabilizar	el	plazo	máximo	legal	de
detención.	 “(...)	 Al	 respecto	 resulta	 necesario	 precisar,	 tal	 como	 ya	 lo	 ha
sostenido	 la	 jurisprudencia	 de	 este	 tribunal,	 que	 el	 arresto	 domiciliario	 y	 la
detención	 preventiva	 responden	 a	medidas	 de	 diferente	 naturaleza	 jurídica,
en	 razón	 del	 distinto	 grado	 de	 incidencia	 que	 generan	 sobre	 la	 libertad	 del
individuo	 (...).	 Del	 mismo	 modo	 el	 artículo	 143	 del	 Código	 Procesal	 Penal
establece	 que	 la	 detención	 domiciliaria	 es	 un	 supuesto	 de	 comparecencia
restringida.	En	tal	sentido,	no	cabe	equiparar	la	detención	domiciliaria	con	la
detención	 preventiva	 a	 efectos	 de	 contabilizar	 el	 plazo	 máximo	 legal	 de
detención,	por	lo	que	la	pretensión	en	el	presente	caso	debe	ser	desestimada.”
(TC,	Exp.	N°	8053-2005-PHC7TC,	dic.	08/2006.	Pres.	Gonzáles	Ojeda)
JURISPRUDENCIA.—Exigencia	 de	 motivación	 de	 la	 detención
domiciliaria	 excluye	 arbitrariedad	 en	 la	 decisión	 judicial.	 “(...)	 debe
recordarse	que	la	necesidad	de	que	las	resoluciones	judiciales	sean	motivadas
es	un	principio	que	informa	el	ejercicio	de	la	función	jurisdiccional	y,	al	mismo
tiempo,	 un	 derecho	 constitucional	 de	 los	 justiciables.	 Mediante	 ella,	 por	 un
lado,	 se	 garantiza	 que	 la	 administración	 de	 justicia	 se	 lleve	 a	 cabo	 de
conformidad	 con	 la	Constitución	 (…)	 y,	 por	otro,	 que	 los	 justiciables	puedan
ejercer	de	manera	efectiva	su	derecho	de	defensa.
La	exigencia	de	una	debida	motivación	debe	ser	más	estricta	en	los	casos	en
que	–tal	como	sucede	con	la	detención	domiciliaria–	el	derecho	a	 la	 libertad
personal	ha	sido	objeto	de	una	seria	restricción.	Solo	así	será	posible	asegurar
la	ausencia	de	arbitrariedad	en	 la	decisión	 judicial.	 (...)”.	 (TC,	Exp.	N°	2404-
2003-HC/TC,	ago.	05/2004.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Motivación	exige	no	solo	 la	precisión	del	propósito
de	 la	 medida,	 también	 es	 imprescindible	 señalar	 las	 razones.	 “(...)
tampoco	 resulta	 suficiente	 pretender	 justificar	 la	 detención	 domiciliaria
describiendo	 la	 finalidad	por	 la	que	se	dicta	 (en	el	auto	apertorio	 se	 señala:
‘Dicto:	Mandato	de	comparecencia	con	detención	domiciliaria	(...)	con	el	fin	de
garantizar	 la	 sujeción	 (...)	 al	 proceso,	 así	 como	 para	 evitar	 su	 fuga	 o	 la
perturbación	de	la	actividad	probatoria’.	Una	debida	observancia	del	derecho
a	 la	motivación	 de	 las	 resoluciones	 judiciales	 exige	 no	 solo	 la	 precisión	 del
propósito	 de	 la	 medida,	 sino	 que	 también	 es	 imprescindible	 señalar	 las
razones	que	justifican,	en	el	caso	concreto,	su	dictado,	es	decir,	describir	qué
hechos,	 actos	 o	 comportamientos	 del	 afectado	 ponen	 en	 peligro	 el	 fin
constitucional	que	justifica	el	dictado	de	la	medida	cautelar	(...)”.	(TC,	Exp.	N°
2404-2003-HC/TC,	ago.	05/2004.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Mandato	de	comparecencia:	ninguna	autoridad
judicial	puede	negar	el	derecho	de	reunión	familiar.	“(...)	al	sustento	de	su
pedido,	que	tiene	directa	relación	con	el	ámbito	familiar,	pues	en	su	condición
de	hija	(...)	requiere	cumplir	la	visita	con	motivo	de	fiestas	navideñas	en	la
ciudad	de	Nueva	York,	(...),	éste	órgano	jurisdiccional	no	sólo	considera	que	no
puede	limitarse	su	derecho	a	la	familia,	como	derecho	de	cada	persona,	sino
que	además	consideramos	lo	dispuesto	en	el	inciso	5)	del	artículo	6°	del
Decreto	Legislativo	927,	puede	interpretarse	en	el	sentido	que	es	factible
otorgar	permiso	de	ausentarse	del	domicilio	previa	autorización	judicial,	así
como	se	deberá	tener	en	cuenta	lo	pertinente	en	la	Ley	N°	294391,	que	en	su
artículo	32	modifica	el	artículo	143	del	Código	de	Procedimientos	Penales
sobre	las	restricciones	al	mandato	de	comparecencia	e	impedimento	de	salida
de	país;	‘En	caso	de	Impedimento	de	salida	del	país,	la	medida	deberá	ser
motivada	y	no	podrá	exceder	en	ningún	caso	más	de	cuatro	meses,	o	cuyo
vencimiento	caducará	de	pleno	derecho	salvo	que	se	ordene	mediante	nueva
resolución	motivada,	la	prolongación	de	la	medida	que	en	ningún	caso
superará	los	límites	ya	establecidos’.	(...)	los	fines	de	la	pena	privativa	de	la
libertad	impuesta	a	la	sentenciada	(...)	es	un	medio	resocializador	muy
importante,	puesto	que	las	técnicas	aplicadas	a	la	orientación	del	recluso
dentro	de	la	prisión	y	en	medio	libre	y	propiciar	una	comunicación	adecuada
con	su	familia,	son	aspectos	que	coadyuvan	efectivamente	a	la	reintegración
social	del	sentenciado,	tanto	más	si	la	sentenciada	recurrente	ha	indicado
tener	un	soporte	familiar	que	lo	conforman	sus	padres,	siendo	éstos	lazos	muy
fuertes,	lo	cual	conlleva	a	este	colegiado	a	tener	la	certeza	que	afectivamente
no	existe	peligro	de	que	la	sentenciada	recurrente	no	retorne	al	Perú	para
continuar	con	su	tratamiento	en	medio	libre	de	su	beneficio	penitenciario.”
(CS,	R.	1087,	dic.	15/2011.	V.	P.	Clotilde	Cavero	Nalvarte)
JURISPRUDENCIA.—Impedimento	 de	 salida	 y	 formalidad	 no	 pueden
anteponerse	 a	 derechos	 constitucionales.	 “(...)	 en	 lugar	 de	 diligenciar
adecuadamente	 su	 petición,	 optó	 por	 hacer	 prevalecer	 todo	 tipo	 de
formalismos,	 (incluso	 pretendiendo	 responsabilizar	 al	 recurrente	 de	 no
proporcionar	adecuadamente	 los	datos	de	 la	querella	de	donde	 emanaba	 la
orden	 de	 impedimento	 de	 salida	 al	 exterior),	 en	 lugar	 de	 dispensar	 tutela
judicial	efectiva,	todo	ello	agravado	en	el	hecho	de	desconocer	o	minimizar	la
grave	 situación	de	 salud	por	 la	que	atravesaba	el	accionante	y,	por	ende,	 la
necesidad	 urgente	 o	 impostergable	 que	 tenía	 de	 viajar;	 b)	 Es	 un	 hecho
incontrovertible	que	la	titular	del	(…)	tras	haberse	acreditado	la	existencia	del
proceso	 sobre	 querella	 seguido	 contra	 el	 accionante	 por	 ante	 su	 misma
judicatura,	 debió	 estimar	 positivamente	 su	 pedido,	 esto	 es,	 dejar	 sin
subsistencia	la	medida	restrictiva	que	lo	afectaba,	dado	el	tipo	de	delito	por	el
que	 se	 le	 juzgó,	 la	 penalidad	 que	 a	 éste	 correspondía,	 y	 sobre	 todo	 por	 el
tiempo	transcurrido;	c)	Es	igualmente	inobjetable	que	la	emplazada	(…)	hasta
el	 último	 momento,	 ha	 tenido	 la	 voluntad	 de	 no	 resolver	 respecto	 de	 la
solicitud	del	accionante	(…)	y	ha	sido,	por	el	contrario,	sólo	por	orden	expresa
de	la	presidencia	de	la	Corte	Superior	de	Justicia	del	Callao,	tras	la	gestión	de
la	Defensoría	del	Pueblo,	que	ha	depuesto	su	actitud	y	resuelto	en	favor	de	lo
peticionado	 por	 el	 accionante.	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 0486-1999-HC/TC,	 oct.
13/99.	Pres.	Acosta	Sánchez)
JURISPRUDENCIA.—Plazos	 previstos	 para	 el	 mandato	 de	 detención
resultan	aplicables	al	mandato	de	comparecencia.	 “(...)	Es	verdad	que	 la
privación	provisional	de	la	libertad	se	cumple	en	condiciones	más	rigurosas	y
severas,	que	el	arresto	domiciliario,	resultando	esta	última	más	ventajosa,	sin
embargo	 también	 es	 verdad	 que	 en	 ambos	 casos	 hay	 una	 privación	 del
derecho	fundamental	que	es	la	libertad	y	si	el	efecto	esencial	del	otorgamiento
de	libertad	al	que	está	privado	en	un	establecimiento	penal,	es	precisamente
la	 posibilidad	de	 ejercitar	 su	 derecho	más	preciado	 (libertad	 individual),	 no
encontramos	 argumento	 alguno	 que	 contradiga	 la	 necesidad	 de	 otorgar
también	ese	derecho	a	quien,	viene	sufriendo	arresto	domiciliario	por	más	de
treintiséis	meses	sin	sentencia	de	primera	instancia,	pues	igualmente	que	en	el
caso	anterior	el	beneficio	esencial	es	el	ejercicio	del	derecho	a	la	libertad,	que
es	el	punto	fundamental	al	que	afectan	ambas	medidas,	teniendo	como	única
diferencia	 la	materialidad	 de	 su	 cumplimiento	 entonces	 resulta	 plenamente
válido	 afirmar	 que	 el	 arresto	 domiciliario	 tampoco	 pueda	 prolongarse	más
allá	de	 los	treintiséis	meses	(...)	Al	haber	concluido	el	período	de	 instrucción,
ya	 no	 cabe	 sostener	 la	 existencia	 de	 peligro	 procesal,	 de	 perturbación
probatoria,	pues	la	etapa	de	instrucción	ya	terminó	y	sabiendo	que	una	de	las
razones	para	que	se	le	impusiera	esta	medida	como	consta	del	auto	que	abre
proceso,	 fue	 precisamente	 la	 perturbación	 probatoria,	 a	 estas	 alturas	 del
proceso	ya	no	es	proporcional	ni	razonable	mantener	dicha	medida	cautelar
personal,	 lo	 que	 contribuye	 a	 la	 necesidad	 de	 aplicar	 el	 criterio	 del	 tiempo
razonable	de	juzgamiento	también	para	el	arresto	domiciliario.	(...)	los	plazos
previstos	 para	 el	 mandato	 de	 detención	 resultan	 aplicables	 a	 la	 medida
coercitiva	 personal,	 denominada	 mandato	 de	 comparecencia	 con	 detención
domiciliaria;	 siendo	 ello	 así,	 habiendo	 transcurrido	más	 de	 treintiséis	meses
desde	 la	 instrumentalización	 de	 la	 referida	 medida	 cautelar	 personal,	 la
pretensión	del	recurrente	resulta	atendible;	por	estos	fundamentos.	(...)”.	(CSJ.
Lima,	Inc.	033-1-”A-4”,	ago.	12/2004.	S.S.	Zavala	Valladares)
PLENO	JURISDICCIONAL.—El	arresto	domiciliario	es	sólo	una	restricción
en	comparecencia	no	equiparable	a	la	detención	preventiva.	“(...)
Primero.-	Por	mayoría:	El	arresto	domiciliario	es	sólo	una	restricción	en
comparecencia	no	equiparable	a	la	detención	preventiva.
Segundo.-	Por	mayoría:	El	arresto	domiciliario	debe	tener	un	plazo	porque
limita	la	libertad	del	procesado	y	restringe	sus	derechos.
Tercero.-	Por	mayoría:	El	arresto	domiciliario	se	puede	cumplir	en	el	lugar
que	propone	el	procesado	o	aquel	que	designe	el	juez;	igual	regla	se	aplica
para	el	caso	de	los	extranjeros	sin	domicilio	en	el	país.
Cuarto.-	Por	unanimidad:	En	caso	de	arresto	domiciliario	no	es	necesario
que	el	resguardo	policial	sea	permanente.	La	policía	puede	utilizar	otros
mecanismos	de	control	como	las	visitas	inopinadas.
Quinto.-	Por	unanimidad:	El	juez	debe	disponer	que	la	policía	verifique	el
cumplimiento	de	dicha	medida	coercitiva	siendo	su	obligación	controlarla,
pudiendo	inspeccionar	el	inmueble	donde	se	va	a	ejecutar.
Sexto.-	Por	mayoría:	El	tiempo	del	arresto	domiciliario	es	computable	como
parte	del	plazo	de	18	meses	establecido	en	el	Nuevo	Código	Procesal	Penal,
para	conceder	la	libertad	por	exceso	de	detención	sin	sentencia.
Sétimo.-	Por	mayoría:	El	tiempo	del	arresto	domiciliario	no	se	deberá
computar	para	deducirla	de	la	pena	privativa	de	la	libertad	impuesta.
Octavo.-	Por	unanimidad:	El	mandato	de	comparecencia	con	restricciones	no
tiene	la	misma	naturaleza	que	la	libertad	por	exceso	de	detención,	porque	la
comparecencia	se	dicta	cuando	no	corresponda	un	mandato	de	detención,	es
decir,	no	se	dan	los	presupuestos	del	artículo	135	del	C.P.P.;	en	cambio	la
libertad	por	exceso	de	detención	es	por	vencimiento	del	plazo.
Noveno.-	Por	unanimidad:	Los	criterios	para	determinar	arresto	domiciliario
están	establecidos	en	la	ley:	ser	mayor	de	65	años,	adolecer	de	enfermedad
grave	o	incapacidad	física	y	cuando	el	peligro	de	fuga	o	perturbación	de	la
actividad	probatoria	pueda	evitarse.
Décimo.-	Por	mayoría:	No	es	constitucional	que	resuelta	la	libertad	por
exceso	de	detención	se	establezca	arresto	domiciliario,	pues	se	estaría
imponiendo	dos	medidas	cautelares	sucesivas	que	afectan	el	mismo	derecho
fundamental;	la	libertad	ambulatoria.	Se	pueden	imponer	otras	medidas	como
reglas	de	conducta	conforme	lo	ha	hecho	la	Corte	Suprema	en	el	caso	(...)”.
(Pleno	Jurisdiccional	Superior	Nacional	Penal	“Problemática	en	la	aplicación
de	la	norma	penal,	procesal	y	penitenciaria”,	Trujillo	-	2004,	Tema	1.1)
JURISPRUDENCIA.—Si	el	mandato	de	detención	está	vencido,	mantener
la	detención	domiciliaria	constituiría	una	restricción	ilegítima	de	la
libertad	personal.	“El	recurrente	considera	arbitraria	la	resolución	que
dispone	el	mandato	de	detención	(prisión	preventiva)	en	su	contra	puesto	que
le	habría	sido	dictada	cuando	el	plazo	de	arresto	domiciliario	se	encontraba
vencido,	por	lo	que	en	lugar	de	la	detención,	conforme	al	artículo	143	del
Código	Procesal	Penal	correspondería	dictar	comparecencia	simple.
Al	respecto,	queda	claro	para	este	tribunal	que	una	vez	operado	el
vencimiento	del	plazo	de	la	medida	restrictiva	de	la	libertad	y	no	habiendo
regla	legal	que	autorice	su	prolongación,	el	mantenimiento	de	la	detención
domiciliaria	constituiría	una	restricción	ilegítima	de	la	libertad	personal,	y
con	mayor	razón	si	ella	es	reemplazada	por	una	medida	de	prisión	preventiva.
Sin	embargo,	si	durante	la	ejecución	de	la	medida,	el	procesado	elude	la
detención	domiciliaria,	abandonando	sin	autorización	su	domicilio,	ello
autorizaría	la	revocación	de	la	detención	domiciliaria	por	una	medida	más
restrictiva,	como	la	prisión	preventiva.	(...)	salvo	que,	como	lo	ha	considerado
el	órgano	jurisdiccional	emplazado,	(es	decir,	antes	del	vencimiento	del	plazo
máximo	de	la	detención	domiciliaria)	se	haya	dado	un	acto	de	incumplimiento
de	las	reglas	de	conducta	comprendidas	en	el	apercibimiento	previamente
formulado,	lo	que	deberá	ser	analizado.”	(TC,	Exp.	02641-2012-PHC/TC,	oct.
09/2012.	Pres.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—Las	demoras	en	el	traslado,	en	principio,	no	le
pueden	ser	imputables	al	detenido:	revocatoria	del	mandato	de
comparecencia.	“(...)	el	procesado	(...)	debía	abstenerse	de	abandonar	su
domicilio	bajo	apercibimiento	de	revocársele	la	medida	de	detención
domiciliaria	por	prisión	preventiva,	y	en	cumplimiento	de	dicho
apercibimiento	es	que	mediante	la	resolución	cuestionada	se	le	impuso	la
medida	de	detención.	Ahora	bien,	cabe	señalar	que	del	texto	de	la	citada
resolución	no	se	especifica	de	qué	manera	el	hecho	de	haberse	desviado	de	la
ruta	para	retomar	a	su	domicilio	constituye	un	abandono	del	arresto
domiciliario,	máxime	si	salió	de	su	domicilio	conducido	por	el	resguardo
policial	para	dirigirse	a	una	diligencia	judicial,	y	el	retomo	fue	efectuado
también	conducido	por	el	resguardo	policial.	(...).
Para	este	tribunal	resulta	claro	que	el	recurrente,	al	encontrarse	bajo
detención	domiciliaria	no	tenía	pleno	dominio	de	su	libertad	ambulatoria,	y
solo	podía	desplazarse	hacia	el	lugar	en	el	que	se	llevaría	a	cabo	la	diligencia
judicial	y	desde	aquel	hacia	su	domicilio	bajo	custodia	policial,	por	lo	que	no	le
pueden	ser	imputables,	en	principio,	las	demoras	en	el	traslado.
Por	tanto,	la	privación	de	libertad	resulta	arbitraria	al	no	sustentarse	en	una
causal	válida	que	autorice	la	revocación	de	la	detención	domiciliaria	por
prisión	preventiva.	En	este	sentido,	la	demanda	debe	ser	estimada,
disponiéndose	la	libertad	del	recurrente.”	(TC,	Exp.	02641-2012-PHC/TC,	oct.
09/2012.	Pres.	Urviola	Hani)
DOCTRINA.—Indebida	motivación	de	resoluciones	no	origina
revocación	de	la	medida	sino	nueva	resolución.	“(...)	De	conformidad	a
previos	pronunciamientos	de	este	tribunal	en	los	que	se	ha	alegado	indebida
motivación	de	resoluciones	que	decretan	detenciones	domiciliarias,	(2712-
2002-HC/TC	y	2268-2002-HC/TC),	que	deberá	ordenar	al	órgano	judicial
demandado	que	motive	debidamente	la	resolución	que	dispone	la	detención
domiciliaria	del	recurrente	sin	que	esto	signifique	la	inmediata	revocación	de
la	medida	restrictiva	impuesta	contra	el	beneficiario	de	la	presente	acción.
(...)”.	(Voto	singular,	Aguirre	Roca,	TC.	Sent.,	ago.	05/2004,	Exp.	N°	2404-2003-
HC/TC.	Pres.	Alva	Orlandini)
DOCTRINA.—La	excarcelación	solo	está	prevista	para	los	supuestos	de
exceso	 del	 plazo	 legal	 de	 la	 prisión	 preventiva,	 y	 no	 del	 arresto
domiciliario.	“(...)	la	privación	de	la	libertad	resulta	válida	al	sustentarse	en
una	causal	legítima	que	autoriza	la	revocación	de	la	detención	domiciliaria
por	 prisión	 preventiva.	 En	 ese	 sentido	 la	 demanda	 debe	 ser	 desestimada,
manteniéndose	la	situación	jurídica	del	recurrente.	Por	tanto,	no	suscribo	la
medida	de	excarcelación	dispuesta	por	la	sentencia	de	mayoría,	máxime	si
se	 tiene	 en	 consideración	 la	 jurisprudencia	 constitucional	 emitida	 por	 el
Tribunal	Constitucional,	para	la	cual	la	excarcelación	sólo	está	prevista	para
los	 supuestos	 de	 exceso	 del	 plazo	 legal	 de	 la	 prisión	 preventiva,	 y	 no	 del
arresto	domiciliario	(...).”	(TC,	Exp.	02641-2012-PHC/TC,	oct.	09/2012.	Voto
singular	del	magistrado	Álvarez	Miranda)
C.P.P.
ART.	144.—Revocatoria	de	comparecencia.	La	infracción	de	la
comparecencia,	en	los	casos	en	que	el	imputado	sea	citado	para	su
declaración	o	para	otra	diligencia,	determinará	la	orden	de	ser
conducido	compulsivamente	por	la	policía.
Incorporado.	Ley	26480,	Art.	2°.	Si	el	imputado	no	cumple	con
las	 restricciones	 impuestas	 en	 el	 artículo	 143,	 previo
requerimiento	realizado	por	el	fiscal	o	por	el	juzgador	en	su	caso,
se	 revocará	 la	 medida	 y	 se	 dictará	 mandato	 de	 detención.
Asimismo,	 de	 ser	 el	 caso,	 perderá	 la	 caución	 y	 se	 ejecutará	 la
garantía	patrimonial	constituida	o	la	fianza	personal	otorgada.
JURISPRUDENCIA.—Pago	de	la	caución	exige	que	el	bien	esté	totalmente
saneado	y	sin	ningún	impedimento	para	su	libre	disposición.	“(…)	La
garantía	que	requiere	el	cumplimiento	de	la	caución,	por	su	naturaleza	tiene
que	ser	de	un	bien	libre,	totalmente	saneado,	sin	gravámenes	y	debidamente
registrado	de	manera	tal	que	cuando	resulte	necesario	ejecutar	no	exista
ningún	impedimento	legal	ni	de	facto,	significa	esto	que	el	bien	no	tenga
ningún	impedimento	de	libre	disposición,	condiciones	que	no	reúne	el	bien
ofrecido	en	garantía,	pues	resulta	inviable	hacer	las	anotaciones	respectivas,
no	es	de	libre	disposición	del	procesado	por	cuanto	no	hay	comprobación	de	su
cancelación	(…).”	(CSJ,	Incidente	105-08	E,	jul.	23/2009.	S.S.	Sequeiros	Vargas)
JURISPRUDENCIA.—La	variación	de	las	medidas	cautelares	personales
depende	del	comportamiento	del	procesado.	“(…)	Se	colige	de	esta
evaluación	que	el	encausado	(…)	tiene	un	comportamiento	ladino	(…)	viene
reclamando	la	entrega	del	único	bien	embargado	(…)	la	División	de	Arrestos
Domiciliarios	de	la	Policía	Nacional	del	Perú	(…)	encargada	de	la	custodia	del
encausado	durante	el	arresto	domiciliario,	ha	informado	reiteradas	veces	que
el	domicilio	señalado	por	el	procesado	para	cumplir	el	arresto	domiciliario	no
reúne	las	características	de	seguridad	básicas,	pues	al	tener	dos	puertas	de
salida,	una	de	frente	y	otra	posterior	por	la	cochera	(…)	no	garantiza
seguridad	sobre	su	permanencia	en	el	interior	del	departamento	(…)	el
comportamiento	procesal	del	inculpado	(…)	no	ha	demostrado	claridad	ni
transparencia	en	su	comportamiento,	por	el	contrario	incurre	en	reiteradas
incongruencias	procesales	en	la	ejecución	del	arresto	domiciliario,	al	hacer
declaraciones	desafiantes	o	sarcásticas,	publicitarse	en	revista	de	circulación
nacional	haciendo	demostración	innecesaria	de	su	nueva	situación	procesal
(…).
(…)	la	presentación	de	un	contrato	de	compra	-	venta,	sin	la	protocolización
correspondiente	no	hace	legalmente	viable	la	anotación	de	la	medida	(…)	las
dudas	expresadas	(…)	dan	lugar	a	un	severo	cuestionamiento	en	la	correcta	y
debida	ejecución	de	la	medida	ordenada,	motivo	por	el	cual	debe	revocarse	la
comparecencia	con	la	restricción	de	arresto	domiciliario	por	el	mandato	de
detención	(…)”.	(CSJ,	Incidente	105-08	E,	jul.	23/2009.	S.S.	Sequeiros	Vargas)
C.P.P.
ART.	145.—Notificación	del	mandato	de	comparecencia.	El
mandato	de	comparecencia	y	las	demás	restricciones	impuestas
serán	notificadas	al	imputado	mediante	citación	que	le	entregará
el	secretario	por	intermedio	de	la	policía,	o	la	dejará	en	su
domicilio	a	persona	responsable	que	se	encargue	de	entregarla,
sin	perjuicio	de	notificársele	por	la	vía	postal,	adjuntándose	a	los
autos	constancia	razonada	de	tal	situación.
La	policía,	además,	dejará	constancia	de	haberse	informado	de	la
identificación	del	procesado	a	quien	notificó	o	de	la	verificación
de	su	domicilio,	si	estaba	ausente.
Para	estos	efectos	otórgase	franquicia	postal	al	Poder	Judicial	y	al
Ministerio	Público.
CUADRO	SINÓPTICO.—Mandato	de	detención	domiciliaria.
C.	de	P.P.
ART.	 82.—Aviso	de	detención.	 Llevada	 a	 cabo	 la	 detención,	 el
jefe	 del	 establecimiento	 donde	 ha	 sido	 trasladado	 el	 detenido,
dará	 aviso	 inmediato	 por	 escrito	 al	 juez	 instructor,	 o,	 en	 su
defecto,	al	Ministerio	Público.	En	caso	de	no	hacerlo	dentro	de	las
veinticuatro	horas,	será	responsable	por	detención	arbitraria.
C.	de	P.P.
ART.	83.—Modificado.	Ley	24388,	Art.	1°.	Apelación	contra	el
mandato	de	comparecencia.	Contra	 la	resolución	que	disponga
la	 comparecencia,	 procede	 el	 recurso	 de	 apelación	 del
representante	del	Ministerio	Público	y	de	la	parte	civil,	en	un	solo
efecto,	sin	que	este	recurso	suspenda	la	excarcelación	si	es	que	al
formularse	la	denuncia	se	puso	al	inculpado	a	disposición	del	juez
en	calidad	de	detenido.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 11.—Las	 resoluciones	 judiciales	 son	 susceptibles	 de	 revisión,	 con
arreglo	a	ley,	en	una	instancia	superior.
La	 interposición	 de	 un	 medio	 de	 impugnación	 constituye	 un	 acto
voluntario	del	justiciable.	Lo	resuelto	en	segunda	instancia	constituye	cosa
juzgada.	Su	impugnación	sólo	procede	en	los	casos	previstos	en	la	ley.
JURISPRUDENCIA.—Parte	civil	puede	recurrir	la	resolución	que	varía	la
detención	preventiva	por	comparescencia.	“(…)	la	parte	civil	es	el	sujeto
pasivo	del	delito;	es	decir,	quien	ha	sufrido	directamente	el	daño	criminal	y,	en
defecto	de	él,	el	perjudicado;	esto	es,	el	sujeto	pasivo	del	daño	indemnizable	o
el	titular	del	interés	directa	o	inmediatamente	lesionado	por	el	delito.
(…)	el	artículo	83	del	Código	de	Procedimientos	Penales	precisa,	que	“[...]
Contra	la	resolución	que	disponga	la	comparecencia,	procede	el	recurso	de
apelación	del	representante	del	Ministerio	Público	y	de	la	parte	civil,	en	un
solo	efecto.”	Ello,	porque	el	proceso	debe	concebirse	como	un	ámbito	de
igualdad	y	proporcionalidad,	de	modo	que	los	que	acudan	a	él	tengan
igualdad	de	oportunidades	para	cuestionar	las	resoluciones	judiciales	a	fin	de
que	sean	revisadas	(como	en	el	presente	caso);	en	ese	mismo	orden	de	ideas,	se
debe	concebir	el	derecho	a	la	tutela	jurisdiccional	efectiva	dentro	de	cuyo
contexto	está	el	acceder	a	la	justicia	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	07068-2005-PHC/TC,
feb.	23/2007.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
C.	de	P.P.
ART.	 84.—Modificado.	 Ley	 24388,	 Art.	 1°.	 Detención
definitiva.	Si	durante	la	instrucción	resultaren	pruebas	de	que	el
inculpado	es	reincidente,	cometió	el	delito	en	concierto	o	banda	o
el	delito	 se	encuentra	 comprendido	en	 los	alcances	del	mandato
de	detención	a	que	se	refiere	el	artículo	79	del	C.P.P.,	modificado
por	el	artículo	1°	de	la	presente	ley,	el	juez,	de	oficio,	a	petición	del
fiscal	provincial	o	del	agraviado	ordenará	detención.
DOCTRINA.—Exposición	 de	 motivos	 del	 Código	 Penal.	 “Resulta
imperativo	 connotar	 las	 razones	 principales	 por	 las	 que	 la	 comisión
revisora	 decidió	 proscribir	 del	 proyecto	 de	 Código	 Penal,	 los	 institutos
penales	 de	 la	 reincidencia	 y	 la	 habitualidad.	 Hoy	 no	 resulta	 válido,	 en
verdad,	 conservar	 en	 nuestro	 ordenamiento	 jurídico	 estas	 formas
aberrantes	de	castigar	que	sustenten	su	severidad	en	el	modo	de	vida	de	un
individuo	(derecho	penal	de	autor).	La	comisión	revisora	estima	que	carece
de	lógica,	humanidad	y	sentido	jurídico,	el	incremento	sustantivo	de	la	pena
correspondiente	 a	 un	 nuevo	 delito,	 vía	 la	 reincidencia	 o	 habitualidad,	 sin
otro	 fundamento	 que	 la	 existencia	 de	 una	 o	 varias	 condenas	 precedentes,
por	 lo	 demás,	 debidamente	 ejecutadas.	 Dentro	 de	 este	 razonamiento,
castigar	 a	 una	 persona	 tomando	 en	 cuenta	 sus	 delitos	 anteriores,	 cuyas
consecuencias	 penales	 ya	 haya	 satisfecho,	 conlleva	 una	 violación	 del
principio	non	bis	in	ídem	(nadie	puede	ser	juzgado	dos	veces	por	un	mismo
delito),	el	mismo	que	se	encuentra	consagrado	en	el	artículo	233,	Inc.	11	de
la	Carta	Política”.	(Exposición	de	motivos	del	Decreto	Legislativo	N°	635,	por
el	cual	se	promulgó	el	Código	Penal)
C.	de	P.P.
ART.	 85.—Plazo	 para	 la	 declaración	 instructiva.	 La
declaración	 instructiva	 deberá	 ser	 tomada	 o	 cuando	 menos
comenzada	 por	 el	 juez	 instructor,	 antes	 de	 que	 se	 cumplan
veinticuatro	horas	de	la	detención.
JURISPRUDENCIA.—Derecho	de	defensa	no	se	afecta	por	demora	en	la
toma	de	instructiva.	“(…)	En	el	presente	caso,	si	bien	la	demora	en	la	toma	de
la	declaración	instructiva.	(…)	puede	ser	considerada	una	irregularidad,	esto
no	comporta	una	vulneración	del	derecho	a	la	defensa	ni	le	ha	impedido	al
recurrente	ofrecer	medios	probatorios,	como	se	alega	en	la	demanda,	toda	vez
que,	tal	como	consta	en	autos,	ha	tenido	pleno	conocimiento	del	proceso	penal
desde	su	inicio,	habiéndose	apersonado	al	proceso	(…),	y	en	todo	ese	tiempo
estuvo	en	condiciones	de	ofrecer	los	medios	probatorios	que	estimaba
pertinentes	para	desvirtuar	las	imputaciones	formuladas	en	su	contra.	Siendo
ello	así,	la	demanda	debe	ser	desestimada.	(…).”	(TC,	Exp.	05676-2009-
PHC/TC,	mar.	10/2009.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
C.	de	P.P.
ART.	86.—Obligación	de	poner	al	detenido	a	disposición	del
juez.	 Cuando	 pasadas	 cuarentiocho	 horas	 no	 se	 hubiese
comenzado	 la	declaración	 instructiva,	 el	 jefe	del	 establecimiento
penal	 tendrá	 la	 obligación	 de	 llevar	 al	 detenido	 al	 despacho	 del
juez	instructor.
C.	de	P.P.
ART.	87.—Modificado.	Ley	24388,	Art.	1°.	Queja	por
detención	arbitraria.	El	inculpado	contra	quien	se	ha	dictado
orden	de	detención	deberá	ser	notificado	dentro	de	las
veinticuatro	horas	de	expedida	dicha	orden.	En	caso	contrario
podrá	quejarse	ante	el	tribunal	por	detención	arbitraria.	Si
considera	la	queja	fundada,	el	tribunal	podrá	ordenar	la	libertad
del	inculpado	o	confiar	la	instrucción	a	otro	juez.
El	tribunal,	previo	informe	del	juez	y	sin	otro	trámite	que	la	vista
fiscal,	resolverá	lo	conveniente.
JURISPRUDENCIA.—Detención	 arbitraria.	 “(...)	 Como	 se	 desprende	 de	 lo
actuado	(...)	la	detención	(...)	no	llegó	a	exceder	el	plazo	de	veinticuatro	horas
establecido	en	el	segundo	parágrafo	del	literal	‘f’	del	numeral	veinticuatro	del
artículo	 segundo	de	 la	 Constitución	del	 Estado,	 habiendo	mediado	para	 ello
mandato	 escrito	 y	 motivado	 del	 juez	 competente.	 Del	 mismo	 petitorio	 se
infiere	también	que	la	detención	(...),	duró	dieciocho	horas	y	treinta	minutos,
luego	 de	 cuyo	 lapso	 fue	 puesto	 a	 disposición	 de	 la	 autoridad	 judicial
competente.
En	efecto,	no	se	ha	producido	la	alegada	detención	arbitraria,	pues	cuando	es
intervenido	por	 la	policía	existía	mandato	de	detención	emanado	del	Primer
Juzgado	de	la	Segunda	Zona	Judicial	del	Ejército,	derivado	de	un	proceso	penal
que	se	seguía	al	beneficiario	de	la	acción	por	delito	de	deserción,	por	lo	que	en
aplicación	 de	 lo	 previsto	 en	 el	 literal	 b)	 del	 artículo	 dieciséis	 de	 la	 Ley
veinticinco	mil	 trescientos	 noventa	 y	 ocho,	 la	 acción	 deviene	 improcedente.
(...)”.	(TC,	Exp.	N°	246-96-HC/TC,	ago.	07/96.	Pres.	Nugent)
COMENTARIO.—Queja	por	detención	arbitraria.	En	el	artículo	se	regula
una	modalidad	 de	 queja,	 distinta	 de	 la	 establecida	 en	 el	 artículo	 297	 del
Código	de	Procedimientos	Penales.	La	queja	por	detención	arbitraria	es	una
queja	directa,	es	presentada	por	el	 imputado	ante	 la	Sala	Penal	Superior	y
procede	cuando	éste	ha	sido	detenido	por	resolución	 judicial	y	no	ha	sido
notificado	 dentro	 de	 las	 24	 horas	 de	 dictada	 la	 resolución.	 La	 queja	 se
resuelve	previo	informe	del	juez	quejado	y	vista	fiscal.	La	Sala	Penal	podrá
ordenar	 la	 libertad	 (cuando	 no	 exista	 auto	 de	 detención	 formal	 y
válidamente	emitido)	o	confiar	la	instrucción	(cuando	el	auto	de	detención
es	fundado	pero	la	notificación	de	éste	no	resulta	válida)	a	otro	juez.
C.	de	P.P.
ART.	88.—Modificado.	Ley	24388,	Art.	1°.	Aviso	al	tribunal.	El
juez	instructor	deberá	comunicar	al	Tribunal	Correccional	del	que
dependa,	 la	apertura	de	 la	 instrucción	y	 la	orden	de	detención	y,
en	su	caso,	la	de	libertad.
C.	de	P.P.
ART.	 89.—Designación	 de	 otro	 juez.	 Cuando	 a	 mérito	 de	 las
comunicaciones	anteriores,	o	por	informes	o	peticiones	del	agente
fiscal,	 la	 parte	 civil,	 o	 del	 inculpado,	 juzga	 el	 tribunal
inconveniente	que	la	instrucción	sea	seguida	por	el	juez	instructor
que	la	 inició,	puede	encomendarla	a	otro	juez	o	designar	un	juez
ad-hoc.	 El	Tribunal	 Correccional	 puede	ordenar	 la	 detención	del
inculpado	 indebidamente	 puesto	 en	 libertad.	 Esta	 detención	 se
considera	 definitiva,	 y	 sólo	 puede	 suspenderse	 en	 la	 forma
establecida	en	los	artículos	ciento	diez	y	siguientes.
C.	de	P.P.
ART.	90.—Modificado.	D.	Leg.	959,	Art.	1°.	Incidentes.
1.	 Todo	 incidente	 que	 requiera	 tramitación	 se	 sustanciará	 por
cuerda	separada,	sin	interrumpir	el	curso	del	proceso.	La	solicitud
incidental,	si	fuera	el	caso,	deberá	acompañar	u	ofrecer	los	medios
de	 prueba	 o	 de	 investigación	 pertinentes.	 Si	 ésta	 reúne	 las
exigencias	 de	 admisibilidad	 y	 procedencia	 legalmente	 previstas,
se	 correrá	 traslado	 a	 las	 partes	 por	 el	 plazo	 de	 tres	 días.	 La
contestación	está	sometida	a	las	mismas	exigencias	de	la	solicitud
incidental.	Al	vencimiento	del	plazo,	si	así	lo	exige	el	petitorio,	se
abrirá	el	incidente	a	prueba	por	el	plazo	de	ocho	días.
2.	 Vencida	 la	 etapa	 de	 instrucción	 no	 se	 admitirá	 solicitud
incidental	 alguna,	 salvo	 las	 que	 expresamente	 establece	 la	 ley.
Tampoco	se	admitirán	nuevas	incidencias	que	se	sustenten	en	los
mismos	hechos	que	fueron	materia	de	una	resolución	anterior,	o
que	 tuvieran	 el	 mismo	 objeto	 o	 finalidad	 que	 aquellos	 ya
resueltos.
3.	 Contra	 la	 resolución	 que	 resuelva	 la	 solicitud	 incidental
procede	recurso	de	apelación	sin	efecto	suspensivo.
4.	 No	 se	 correrá	 vista	 fiscal	 sino	 en	 los	 casos	 expresamente
señalados	 por	 la	 ley,	 lo	 que	 no	 impide	 al	 representante	 del
Ministerio	Público	interponer	recursos	impugnatorios	orientados
a	la	correcta	aplicación	de	la	ley.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 11.—Las	 resoluciones	 judiciales	 son	 susceptibles	 de	 revisión,	 con
arreglo	a	ley,	en	una	instancia	superior.
La	 interposición	 de	 un	 medio	 de	 impugnación	 constituye	 un	 acto
voluntario	del	justiciable.
Lo	resuelto	en	segunda	instancia	constituye	cosa	juzgada.	Su	impugnación
sólo	procede	en	los	casos	previstos	en	la	ley.
C.	de	P.P.
ART.	 91.—Modificado.	 D.	 Leg.	 52,	 Art.	 107.	 Citaciones	 al
Ministerio	 Público.	 A	 todas	 las	 diligencias	 de	 la	 instrucción
deberá	 citarse	 al	 Ministerio	 Público,	 su	 concurrencia	 es
obligatoria.	El	 inculpado	y	la	parte	civil	asistirán	a	las	diligencias
que	el	instructor	crea	necesarias.
C.	de	P.P.
ART.	 92.—Día	 y	 hora	 hábiles.	 No	 hay	 día	 ni	 hora	 que	 no	 sea
hábil	para	actuar	las	diligencias	de	la	instrucción.
C.	de	P.P.
ART.	93.—Fuga	del	detenido.	Cuando	un	detenido	fugue,	el	jefe
del	 establecimiento	 penal	 pondrá	 el	 hecho	 inmediatamente	 en
conocimiento	 del	 juez	 instructor,	 suministrándole	 los	 datos	 que
sirvan	 para	 establecer	 las	 circunstancias	 de	 la	 evasión	 y	 las
responsabilidades	a	que	hubiera	lugar.
TÍTULO	II
Embargo	preventivo	e	incautación
C.	de	P.P.
ART.	 94.—Modificado.	 D.	 Leg.	 983,	 Art.	 1°.	 Embargo	 e
incautación.	 Al	 momento	 de	 abrir	 instrucción	 o	 en	 cualquier
estado	del	proceso,	de	oficio	o	a	solicitud	del	Ministerio	Público	o
de	la	parte	civil,	el	juez:
a)	Podrá	ordenar	se	 trabe	embargo	preventivo	sobre	 los	bienes
del	 inculpado	 que	 sean	 suficientes	 para	 cubrir	 el	 pago	 de	 la
reparación	civil.
En	 caso	 de	 ordenar	 la	 detención	 del	 inculpado,	 el	 juez	 dictará
obligatoria	e	inmediatamente	dicha	medida.
b)	 Siempre	 que	 existan	 suficientes	 indicios,	 podrá	 disponer	 la
incautación	 de	 los	 objetos	 de	 la	 infracción	 penal	 o	 los
instrumentos	con	que	se	hubiere	ejecutado	así	 como	 los	efectos,
sean	 éstos	 bienes,	 dinero,	 ganancias	 o	 cualquier	 producto
proveniente	 de	 la	 infracción	 penal.	 Cuando	 corresponda,	 deberá
proceder	 además	 conforme	 a	 las	 normas	 especiales	 sobre	 la
materia.
La	incautación	de	los	efectos,	objetos	o	instrumentos	del	delito	o
cualquier	 producto	 proveniente	 de	 la	 infracción	 penal,	 se
efectuará	aún	se	encuentren	éstos	en	poder	de	terceras	personas
naturales	 o	 jurídicas,	 dejando	 a	 salvo	 su	 derecho,	 para	 que	 lo
hagan	valer,	de	ser	el	caso,	conforme	a	ley.
c)	El	juez	comunicará	al	fiscal	provincial	en	lo	penal	de	turno,	la
existencia	de	efectos,	objetos	o	instrumentos	del	delito	o	cualquier
producto	 proveniente	 de	 la	 infracción	 penal,	 para	 los	 fines
previstos	 en	 la	 norma	 que	 regula	 el	 proceso	 de	 pérdida	 de
dominio,	 acompañando	 copias	 certificadas	 de	 las	 piezas
procesales	pertinentes.
Las	 medidas	 dispuestas	 en	 el	 proceso	 penal	 mantendrán	 su
eficacia	hasta	que	sean	convalidadas	o	 levantadas	por	el	 juez	del
proceso	de	pérdida	de	dominio.
A	fin	de	no	perturbar	la	actividad	probatoria	en	el	proceso	penal
a	 su	 cargo,	 el	 órgano	 jurisdiccional	 podrá	 solicitar	 al	 juez	 del
proceso	de	pérdida	de	dominio	que	haya	asumido	competencia	en
mérito	a	lo	dispuesto	en	el	primer	párrafo	de	este	literal,	ponga	a
su	 disposición	 los	 efectos,	 objetos	 o	 instrumentos	 del	 delito	 o
cualquier	 producto	 proveniente	 de	 la	 infracción	 penal	 por	 el
término	necesario.
Asimismo,	 el	 juez	 penal	 podrá	 diferir	 la	 entrega	 de	 los	 objetos,
efectos	 o	 instrumentos	 del	 delito	 al	 fiscal	 o	 juez	 que	 conoce	 del
proceso	de	pérdida	de	dominio	en	 tanto	 resulten	 indispensables
para	la	actividad	probatoria	del	proceso	penal	a	su	cargo.
En	 todos	 los	 casos	 antes	 señalados	 se	 formará	 el	 cuaderno
respectivo.
La	apelación	se	tramitará	una	vez	ejecutada	la	medida	cautelar.
NOTAS:	1.	El	artículo	1°	del	Decreto	Legislativo	983	modificó	la	denominación	del	Título	II	del	Libro
II	“Embargo	de	bienes	del	inculpado	y	de	terceros”	por	la	denominación	“Embargo	preventivo	e
incautación”.
2.	Según	la	Única	Disposición	Complementaria	Transitoria	del	Decreto	Legislativo	983	“Las
disposiciones	previstas	en	el	inciso	c)	del	artículo	94	del	Código	de	Procedimientos	Penales
modificado	por	el	artículo	2°	del	presente	decreto	legislativo,	entrarán	en	vigencia	conjuntamente	con
la	entrada	en	vigencia	del	Decreto	Legislativo	992	que	regula	el	proceso	de	pérdida	de	dominio,	es
decir	120	días	después	del	22	de	julio	de	2007,	fecha	de	publicación	del	D.	Leg.	992.	El	Decreto
Legislativo	992	fue	derogado	por	el	Decreto	Legislativo	1104,	publicado	el	19	de	abril	del	2012.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 11.—Las	 resoluciones	 judiciales	 son	 susceptibles	 de	 revisión,	 con
arreglo	a	ley,	en	una	instancia	superior.
La	 interposición	 de	 un	 medio	 de	 impugnación	 constituye	 un	 acto
voluntario	del	justiciable.
Lo	resuelto	en	segunda	instancia	constituye	cosa	juzgada.	Su	impugnación
sólo	procede	en	los	casos	previstos	en	la	ley.
JURISPRUDENCIA.—La	incautación	presenta	una	configuración	dual:
como	medida	instrumental	y	como	medida	cautelar.	“El	Acuerdo	Plenario
N°	5-2010	emitido	por	la	Corte	Suprema	de	Justicia	de	la	República,	ha
establecido	como	doctrina	legal	que	la	incautación,	en	cuanto	medida
procesal	presenta	una	configuración	dual:	como	medida	de	búsqueda	de
pruebas	y	restricción	de	derechos	(medida	instrumental)	y	como	medida	de
coerción	(cautelar).	En	ambos	casos	es	un	acto	de	autoridad	que	limita	las
facultades	de	dominio	respecto	de	bienes	o	cosas	relacionadas,	de	uno	otro
modo,	con	el	hecho	punible.
En	el	primer	caso,	su	función	es	primordialmente	conservativa	–de
aseguramiento	de	fuentes	de	prueba	material–	y,	luego,	probatoria	que	ha	de
realizarse	en	el	juicio	oral,	En	el	segundo	caso,	su	función	es	substancialmente
de	prevención	de	ocultamiento	de	bienes	sujetos	a	decomiso	y	de	impedimento
a	la	obstaculización	de	la	averiguación	de	la	verdad.
La	incautación	instrumental	recae	contra	los	bienes	que	constituyen	cuerpo
de	delito,	o	contra	las	cosas	que	se	relacionen	con	el	delito	o	que	sean
necesarias	para	el	esclarecimiento	de	los	hechos	investigados.
La	incautación	cautelar	incide	en	los	efectos	provenientes	de	la	infracción
penal,	en	los	instrumentos	con	los	que	se	ejecutó	y	en	los	objetos	del	delito
permitidos	por	la	ley.
Asimismo,	con	relación	al	régimen	de	la	incautación,	se	ha	señalado	que,
instrumental	o	cautelar,	es	una	medida	que	la	realiza,	en	primer	término,	la
policía	o	la	fiscalía,	pero	a	continuación	requiere	de	la	decisión	confirmatoria
del	juez	de	la	investigación	preparatoria”.	(CSJL,	Exp.	00112-2013-6-1826-JR-
PE-02,	set.	16/2013.	V.	P.	Marco	Antonio	Lizárraga	Rebaza)
C.	de	P.P.
ART.	95.—Modificado.	Ley	27652,	Art.	1°.	Requerimiento	de
bien	libre.	Sin	perjuicio	de	las	medidas	precautelares	de	embargo
y/o	de	incautación	dictadas	y	tramitadas	de	oficio	por	el	juzgado,
se	requerirá	al	inculpado	con	domicilio	conocido	que	señale
bienes	libres	susceptibles	de	ser	embargados.	De	no	precisarlos
dentro	de	las	veinticuatro	horas,	continuarán	o	se	afectará	los	que
se	sepa	son	de	su	propiedad.
Los	autos	de	embargo	y/o	incautación	de	bienes,	son	notificados
verificada	que	sea	la	medida.
C.	de	P.P.
ART.	96.—Sustitución	de	embargo.	El	inculpado	podrá	sustituir
el	embargo	por	caución	o	garantía	real,	que,	a	juicio	del	Ministerio
Público,	sea	suficiente	para	cubrir	su	responsabilidad.
C.	de	P.P.
ART.	 97.—Modificado.	 D.	 Leg.	 983,	 Art.	 1°.	 Inscripción	 de
medidas.	 Los	 embargos	 que	 se	 ordenen	 para	 los	 fines	 a	 que	 se
contrae	este	título,	se	inscribirán	en	los	Registros	Públicos	o	en	la
entidad	que	corresponda.
De	 igual	 forma,	 se	 procederá	 cuando	 se	 dicte	 la	 medida	 de
incautación	 sobre	 bienes	 inscribibles.	 Aún	 cuando	 los	 bienes
incautados	no	se	encuentren	a	nombre	del	inculpado	se	inscribirá
dicha	 medida	 cursándose	 los	 partes	 a	 los	 Registros	 Públicos,
debiendo	 el	 funcionario	 competente	 cumplir	 con	 el	 mandato
judicial.
Estas	 inscripciones	 no	 están	 afectas	 al	 pago	 de	 derechos
registrales	y	se	harán	por	el	sólo	mérito	de	 la	resolución	 judicial
que	ordena	la	medida.
C.	de	P.P.
ART.	 98.—Formas	 de	 embargo.	 El	 embargo	 podrá	 adoptar,
también	 las	 formas	de	depósito,	 intervención	o	 retención,	 según
los	casos.	El	depósito	de	dinero,	alhajas	o	valores	se	hará	en	la	caja
de	depósitos	y	consignaciones.
C.	de	P.P.
ART.	99.—Tercerías.	Las	tercerías	excluyentes	de	dominio	o	de
preferencia	 de	 pago	 con	 motivo	 de	 un	 embargo	 trabado,	 se
interpondrán	 ante	 el	 juez	 civil	 y	 se	 sustanciarán	 en	 la	 forma
establecida	por	el	Código	de	Procedimientos	Civiles,	citándose	al
inculpado,	 a	 la	 parte	 civil,	 y,	 en	 caso	 de	 que	 ésta	 no	 se	 hubiese
apersonado,	al	Ministerio	Público.
JURISPRUDENCIA.—Aplicación	supletoria	de	las	normas	del	Código
Procesal	Civil.	“(...)	de	existir	vacíos	en	el	tratamiento	por	dicho
ordenamiento	procesal,	éste	se	rige	supletoriamente	por	el	Código	Procesal
Civil,	en	cuanto	le	sea	aplicable,	según	la	previsión	de	la	Primera	Disposición
Complementaria	y	Final	del	aludido	código	que	a	la	letra	dice:	‘las
disposiciones	de	este	código	se	aplican	supletoriamente	a	los	demás
ordenamientos	procesales,	siempre	que	sean	compatibles	con	su	naturaleza’.
Si	esto	es	así,	encontramos	que	en	el	artículo	171	del	referido	complexo	legal
se	prevé	que	la	nulidad	de	un	acto	procesal	(…)”.	(TC.	Sent.,	jul.	15/2006,	Exp.
N°	174-2006-PHC/TC.	Pres.	García	Toma)
C.	de	P.P.
ART.	100.—Embargo	sobre	bienes	de	tercero	civil.	Cuando	la
responsabilidad	civil	recaiga,	además	del	inculpado,	sobre
terceras	personas,	el	embargo	se	trabará	en	los	bienes	de	éstas,	si
el	inculpado	no	los	tuviera,	y	se	procederá	en	todo	de
conformidad	con	las	disposiciones	de	este	título.
Las	 terceras	 personas	 que	 apareciesen	 como	 responsables
civilmente,	deberán	ser	citadas	y	tendrán	derecho	para	intervenir
en	 todas	 las	 diligencias	 que	 les	 afecten,	 a	 fin	 de	 ejercitar	 su
defensa.
C.	de	P.P.
ART.	 101.—Preferencia	 en	 quiebra.	 En	 todos	 los	 casos	 de
quiebra	 del	 inculpado	 o	 de	 terceros	 responsables	 civilmente,	 el
Ministerio	 Público	 tendrá	 personería	 para	 ejercitar	 las	 acciones
tendientes	 a	 asegurar	 la	 preferencia	 que	 establece	 la	 ley	 de	 la
materia.
C.	de	P.P.
ART.	102.—Modificado,	D.	Leg.	983,	Art.	1°.	Levantamiento	de
medidas.	Declarada	la	irresponsabilidad	del	inculpado	o	de
terceros,	se	procederá	a	levantar	el	embargo	trabado	sobre	sus
bienes	y	a	cancelar	la	fianza;	así	como	las	medidas	cautelares	que
se	hubiesen	dictado,	salvo	que	se	traten	de	bienes
intrínsecamente	delictivos,	debiendo	en	tal	caso	proceder	en
atención	a	las	normas	especiales.
RESOLUCIÓN	SUNARP.—Los	embargos	trabados	en	procesos	penales	no
caducan.	“4.	En	el	presente	caso	se	solicita	la	cancelación	por	caducidad	del
embargo	inscrito	en	mérito	al	título	archivado	N°	77065148	del	1/10/2009
ordenado	por	el	juez	penal	especial	(...)	en	el	proceso	penal	que	se	le	sigue	al
procesado	(...)	por	el	delito	contra	la	administración	pública	-	colusión	desleal
y	otros.	Dicha	solicitud	se	formula	en	base	al	artículo	625	del	Código	Procesal
Civil.
5.	Respecto	a	lo	mencionado	en	el	punto	anterior,	cabe	señalar	que	en	el
Cuarto	Pleno	del	Tribunal	Registral	realizado	los	días	6	y	7	de	junio	del	2003,
publicado	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano	el	18-7-2003	se	aprobó	el	siguiente
precedente:
Inaplicación	de	la	Ley	N°	26639	a	embargos	penales
‘Los	asientos	extendidos	en	el	registro	con	motivo	de	embargos	trabados	en
procesos	penales	no	pueden	ser	cancelados	alegando	su	caducidad	al	amparo
de	la	Ley	N°	26639	y	el	artículo	625	del	Código	Procesal	Civil,	por	cuanto	el
ámbito	de	aplicación	de	estas	normas	excluye	a	los	embargos	penales.	Ello	se
deduce	de	una	interpretación	histórica	y	sistemática	de	la	norma’.
6.	Es	preciso	indicar	que	dicho	criterio	ha	sido	ratificado	por	acuerdo
adoptado	en	el	L	Pleno	Registral,	realizado	el	día	3	de	agosto	de	2009,	con
ocasión	del	análisis	de	la	aplicación	de	la	Ley	N°	28473	a	los	embargos
penales	dictados	al	amparo	del	derogado	Código	de	Procedimientos	Civiles.
Así,	el	acuerdo	adoptado	señala	lo	siguiente:
Caducidad	de	embargos	penales
‘Los	embargos	penales	se	encuentran	excluidos	de	los	alcances	del	artículo
625	del	Código	Procesal	Civil,	incluso	cuando	hubieran	sido	dictados	al
amparo	del	Código	de	Procedimientos	Civiles	de	1912’.
Por	consiguiente,	para	acceder	a	la	cancelación	de	la	anotación	preventiva
del	embargo	descrito	en	el	cuarto	considerando	de	la	presente	resolución,	es
indispensable	que	se	presenten	partes	judiciales	emitidos	con	ese	propósito.
Por	tanto,	al	existir	un	defecto	insubsanable	que	afecta	la	validez	del
contenido	del	título,	conforme	al	literal	a)	del	artículo	42	del	TUO	del
Reglamento	General	de	los	Registros	Públicos,	debe	confirmarse	la	tacha
emitida	por	el	registrador”.	(Sunarp,	R.	989-2013-Sunarp-TR-L,	jun.	14/2013.
V.	P.	Rocío	Zulema	Peña	Fuentes)
TÍTULO	III
Libertad	provisional
C.	de	P.P.
ART.	103.—Derogado	tácitamente.	D.	Leg.	638,	Art.	2°.
COMENTARIO.—La	 libertad	 provisional,	 como	 forma	 de	 excarcelación,
aparece	como	una	medida	cautelar	menos	intensa	(el	imputado	recupera	su
libertad	ambulatoria).	En	la	libertad	provisional	el	código	somete	la	libertad
ambulatoria	del	 imputado	al	cumplimiento	de	ciertas	exigencias	(deber	de
comparecencia,	de	fijar	un	domicilio	determinado,	de	pagar	una	caución,	de
justificar	 sus	 actividades,	 etc.).	 El	 incumplimiento	 de	 las	 exigencias
determina	 la	 revocación	de	 la	 libertad	provisional	y	por	ende	el	 imputado
vuelve	 a	 un	 estado	de	detención.	Otras	modalidades	 de	 excarcelación	que
permiten	 la	 recuperación	 de	 la	 libertad	 ambulatoria	 del	 imputado:	 1)	 La
libertad	 vigilada	 (artículos	 366	 al	 368	 del	 Código	 de	 Procedimientos
Penales,	modificados	por	el	Decreto	Ley	25476),	2)	La	 libertad	por	exceso
en	el	plazo	de	detención,	que	a	su	vez	es	de	dos	clases:	una,	la	delimitación
temporal	de	la	detención,	fijada	en	el	artículo	137	del	C.	de	P.P.	1991;	y,	dos
la	 libertad	durante	el	procedimiento	recursal,	reconocida	en	 la	Ley	24063,
del	 11	 de	 enero	 de	 1985,	 que	 ha	 repetido	 con	 mejor	 factura	 técnica	 los
artículos	 199	 y	 335	 del	 Código	 Procesal	 Penal;	 y,	 3)	 La	 libertad
incondicional,	artículos	197	y	201	del	código	de	1940.
C.P.P.
ART.	182.—El	procesado	que	se	encuentra	cumpliendo	detención
podrá	solicitar	libertad	provisional,	cuando	nuevos	elementos	de
juicio	permitan	razonablemente	prever	que:
1.	La	pena	privativa	de	libertad	a	imponérsele	no	será	mayor	de
cuatro	años,	o	que	el	inculpado	esté	sufriendo	una	detención
mayor	a	las	dos	terceras	partes	de	la	pena	solicitada	por	el	fiscal
en	su	acusación	escrita.
2.	Se	haya	desvanecido	la	probabilidad	de	que	el	procesado	eluda
la	acción	de	la	justicia	o	perturbe	la	actividad	probatoria.
3.	Que	el	procesado	cumpla	con	la	caución	fijada	o,	en	su	caso,	el
insolvente	ofrezca	fianza	personal.
COMENTARIO.—Libertad	provisional.	La	libertad	provisional	se	dicta	una
vez	que	el	auto	de	detención	ha	quedado	firme.	Hay	que	recordar	que	en	la
fundamentación	de	la	libertad	provisional	no	se	debe	apuntar	a	demostrar
si	 los	 elementos	 probatorios	 o	 la	 imputación	 se	 han	 desvanecido	 sino	 a
señalar	 simplemente	que	 la	 situación	del	 procesado	ha	 variado:	 1)	Que	 la
pena	privativa	de	libertad	a	imponerse	no	sea	mayor	de	cuatro	años,	o	que
la	detención	sea	mayor	a	las	dos	terceras	partes	de	la	pena	solicitada	por	el
fiscal	en	su	acusación	escrita,	2)	Que	se	haya	desvanecido	la	probabilidad	de
que	 el	 procesado	 eluda	 la	 acción	 de	 la	 justicia	 o	 perturbe	 la	 actividad
probatoria.	 La	 caución,	 se	 presenta	 como	 obligación	 accesoria	 y	 como
requisito	de	procedencia	de	la	libertad	provisional.
C.P.P.
ART.	183.—La	caución	se	fijará	solamente	cuando	se	trate	de
imputados	con	solvencia	económica,	y	consistirá	en	una	suma	de
dinero	que	se	fijará	en	la	resolución.	El	imputado	puede
empozarla	en	el	Banco	de	la	Nación	o	constituir	una	garantía
patrimonial	suficiente	a	nombre	del	juzgado	o	de	la	sala	hasta	por
dicho	monto.
El	imputado	que	carezca	de	solvencia	económica	ofrecerá	fianza
personal	escrita	de	una	persona	natural	o	jurídica.
NOTA:	El	artículo	2°	del	D.	Leg.	638,	publicado	el	27	de	abril	de	1991	en	el	Diario	Oficial,	promulga	y
dispone	la	entrada	en	vigencia	de	los	artículos	182	y	183	del	Código	Procesal	Penal.
JURISPRUDENCIA.—El	“previo	requerimiento”	importa	un	acto	judicial
de	intimación	para	que	se	haga	o	se	deje	de	ejecutar	algo.	“(…)	el	‘previo
requerimiento’	que	establece	el	artículo	144	del	CPP	1991	importa,	desde	una
perspectiva	literal,	un	acto	judicial	de	intimación	para	que	se	haga	o	se	deje
de	ejecutar	algo.	El	requerimiento	es	concebido,	entonces,	como	un	acto	de	la
autoridad	jurisdiccional	para	exigir	el	cumplimiento	de	algo	–que	se	preste	la
caución	económica	tal	como	se	fijó	en	el	auto	judicial	correspondiente–.	A	los
efectos	de	la	prestación	de	la	caución,	tal	intimación,	con	la	expresa	indicación
de	la	consecuencia	que	traerá	aparejada	su	incumplimiento	–que	a	eso	se
denomina	‘apercibir’–	se	utilizó	expresamente	en	el	auto	recurrido,	de	suerte
que	el	imputado	y	su	defensa	fueron	advertidos	de	que	la	caución	debía
constituirse	dentro	del	plazo	y	en	la	forma	legalmente	prevista,	cuyo
incumplimiento	acarrearía	la	revocación	de	la	detención	domiciliaria.	Así	las
cosas,	en	el	presente	caso	el	tribunal	superior	fijó	una	caución	económica
concreta,	que	el	imputado	debía	satisfacer	a	cabalidad,	y	además	estableció
un	plazo	específico.	Pero	no	sólo	eso,	añadió	el	requerimiento	o
apercibimiento	correspondiente:	su	incumplimiento	determinaría	la
transformación	de	la	detención	domiciliaria	en	detención	o	prisión	preventiva.
El	requerimiento,	pues,	se	cumplió.	La	decisión	judicial	de	revocatoria	no	fue
sorpresiva	ni	inusitada.	(…).”	(CS,	R.	N.	3100-2009,	feb.	11/2010.	S.	S.	San
Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—La	caución	económica	busca	fundamentalmente
disminuir	el	riesgo	procesal.	“(…)	la	caución	económica,	asociada	al	peligro
de	fuga,	es	propiamente	una	garantía	que	tiene	como	fin	asegurar
exclusivamente	el	cumplimiento	de	las	obligaciones	o	restricciones	de	la
comparecencia,	del	que	se	halla	en	libertad,	a	los	fines	del	proceso	penal	–
garantizar,	en	suma,	que	no	eluda	o	perturbe	la	acción	de	la	justicia–.	Se
expresa	en	la	forma	de	un	compromiso	o	garantía	patrimonial	de	buen
comportamiento	futuro,	cuya	insatisfacción	origina	su	ejecución	o	pérdida.	Su
sentido	sustancial	es,	pues,	disminuir	el	peligro	procesal,	en	especial	el	de	fuga.
Por	consiguiente,	si	no	se	presta	la	caución	es	claro	que	el	peligro	procesal	se
actualiza	al	no	existir	garantía	patrimonial	de	su	cumplimiento	–peligro	que
se	entendió	bloqueaba	la	caución–	y,	por	tanto,	es	inevitable	que	decae	la
medida	‘garantizada’	con	ella,	en	este	caso,	la	detención	domiciliaria.
Llama	la	atención,	por	lo	demás,	que	en	el	presente	caso	operó	la
excarcelación	antes	del	cumplimiento	efectivo	de	la	caución	–con	el	primer
auto	que	dictó	el	Tribunal	Superior–,	cuando	en	rigor	por	la	función	y
funcionamiento	que	cumple	ésta	se	constituye	antes	y	es	condición	de	la
libertad.	(…).”	(CS,	R.	N.	3100-2009,	feb.	11/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—La	caución	se	cumple	con	depósito	dinerario,
garantía	hipotecaria	o	fianza.	“(…)	Pero,	no	se	trata	sólo	de	que	se	ofrezca
un	bien	libre	y	de	segura	ejecución.	Lo	que	la	ley	procesal	nacional	exige	es
que	se	empoce	la	cantidad	exigida	en	el	Banco	de	la	Nación,	o	se	constituya
una	garantía	patrimonial	suficiente	a	nombre	del	órgano	jurisdiccional	hasta
por	dicho	monto,	o	–si	se	carece	de	solvencia	económica–	se	ofrezca	una
fianza	personal.	Rige	para	este	caso	las	reglas	del	artículo	183	del	CPP	1991,
que	aunque	situadas	en	la	institución	de	la	libertad	provisional,	por	su
igualdad	esencial	son	plenamente	aplicables	para	resolver	este	caso	de
revocatoria	del	arresto	domiciliario.
Las	garantías	patrimoniales	están	claramente	definidas	en	el	Código	Civil:
hipoteca	para	el	caso	de	bienes	inmuebles	y	prenda	para	bienes	muebles,
desde	luego	cumpliendo	con	todas	las	exigencias	que	dicha	norma	estatuye.	El
inmueble	en	cuestión	no	se	hipotecó	a	nombre	del	órgano	jurisdiccional,	único
mecanismo	procesalmente	exigible	para	tener	por	cumplida	la	garantía
patrimonial.	Por	ende,	la	simple	‘entrega’	o	puesta	a	disposición	judicial	de	un
inmueble,	sea	cual	fuere	sus	características	y	estatus	jurídico,	no	cumple	la
exigencia	legal:	éste	debe	hipotecarse,	esto	es,	debe	entregarse	una	garantía
hipotecaria	en	forma.	(…).”	(CS,	R.	N.	3100-2009,	feb.	11/2010.	S.	S.	San	Martín
Castro)
C.	de	P.P.
ART.	 104.—Modificado.	 D.	 Leg.	 126,	 Art.	 1°.	 Improcedencia
por	 prohibición	 ilegal.	 En	 ningún	 caso	 procede	 la	 libertad
provisional	 de	 los	 procesados	 por	 delitos	 en	 los	 que	 la	 ley	 lo
prohíbe.
C.	de	P.P.
ART.	 105.—Modificado.	 Ley.	 24388,	 Art.	 1°.	 Otros	 casos	 de
improcedencia.	También	es	improcedente	la	solicitud	de	libertad
provisional	 que	 formulen	 los	 reincidentes,	 los	 habituales	 y	 los
prófugos.
COMENTARIO.—El	 nuevo	 Código	 Penal	 ha	 suprimido	 las	 figuras	 de	 la
reincidencia	 y	 la	 habitualidad	 basándose	 en	 criterios	 de	 proscripción	 de
toda	forma	de	derecho	penal	de	autor	y	del	principio	“non	bis	in	ídem”	por
lo	que	la	norma	deviene	en	inaplicable.
C.	de	P.P.
ART.	 106.—Modificado.	D.	 L.	 18978,	Art.	 1°.	Concesión	de	 la
libertad.	La	libertad	provisional	podrá	ser	concedida	por	el	juez.
También	la	podrá	conceder	el	Tribunal	Correccional	mientras	no
se	haya	iniciado	el	juicio	oral.
C.	de	P.P.
ARTS.	107	y	108.—Derogados	tácitamente.	D.	Leg.	638,	Art.	2°.
NOTA:	 Los	 artículos	 107	 y	 108	 del	 Código	 de	 Procedimientos	 Penales	 fueron	 derogados	 por	 el
artículo	2°	del	D.	Leg.	638,	publicado	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	27	de	abril	de	1991,	decreto
por	el	que	se	promulgó	el	Código	Procesal	Penal	y	que	dispone	la	entrada	en	vigencia	de	los	artículos
184	y	185	de	dicha	norma	adjetiva,	que	regulan	la	libertad	provisional	del	inculpado.
C.P.P.
ART.	 184.—Modificado.	 Ley	 25371,	 Art.	 1°.	 Tramitación	 de
solicitud	de	 libertad.	 Presentada	 la	 solicitud	 de	 libertad	 por	 el
detenido,	 el	 fiscal	 formará	 el	 incidente	 en	 el	 término	 de
veinticuatro	horas	 y	 lo	 remitirá	 al	 juez,	 con	 conocimiento	de	 los
demás	sujetos	procesales.
C.P.P.
ART.	185.—Modificado.	Ley	25371,	Art.	1°.	Resolución	de
libertad	-	apelación.	El	juez	resolverá	en	el	término	de
veinticuatro	horas	de	recibido	el	incidente,	notificará	a	los	sujetos
procesales	y	comunicará	al	fiscal	el	tenor	de	la	resolución.
La	resolución	es	apelable	en	el	término	común	de	dos	días.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 11.—Las	 resoluciones	 judiciales	 son	 susceptibles	 de	 revisión,	 con
arreglo	a	ley,	en	una	instancia	superior.
La	 interposición	 de	 un	 medio	 de	 impugnación	 constituye	 un	 acto
voluntario	del	justiciable.
Lo	resuelto	en	segunda	instancia	constituye	cosa	juzgada.	Su	impugnación
sólo	procede	en	los	casos	previstos	en	la	ley.
C.	de	P.P.
ART.	109.—Modificado.	D.	L.	18978,	Art.	1°.	Criterios	para	el
otorgamiento	 de	 la	 libertad	 provisional.	 El	 juez	 instructor
tendrá	 en	 cuenta	 la	 condición	 personal	 del	 procesado	 y	 sus
antecedentes,	para	acceder	o	no	a	la	solicitud.
C.	de	P.P.
ART.	110.—Derogado	tácitamente.	D.	Leg.	638,	Art.	2°.
NOTA:	El	D.	Leg.	638,	publicado	el	27	de	abril	de	1991,	promulga	el	Código	Procesal	Penal	y	dispone
la	entrada	en	vigencia,	entre	otros,	del	artículo	186	de	dicho	cuerpo	normativo	que	regula	la	libertad
provisional	del	inculpado.
C.P.P.
ART.	 186.—Reglas	 de	 conducta.	 Si	 el	 juez	 ordena	 la	 libertad
fijará	 las	 reglas	 de	 conducta.	 La	 apelación	 no	 impide	 la
excarcelación.
C.	de	P.P.
ART.	 111.—Modificado.	 D.	 L.	 18978,	 Art.	 1°.	Resolución	 del
tribunal.	 El	 Tribunal	 Correccional	 resolverá	 el	 incidente	 de
libertad	provisional	previo	dictamen	del	Ministerio	Público.
C.	de	P.P.
ART.	112.—Modificado.	D.	L.	18978,	Art.	1°.	Revocatoria	por
detención	en	otro	proceso.	Si	 otorgada	 libertad	provisional,	 se
dictara	en	otro	proceso	detención	definitiva	contra	el	procesado,
el	juez	comunicará	la	medida	al	que	otorgó	la	libertad,	para	que	la
deje	sin	efecto.
C.	de	P.P.
ART.	 113.—Modificado.	 D.	 L.	 18978,	 Art.	 1°.	 Liberación	 del
procesado.	 La	 libertad	 del	 procesado	 se	 llevará	 a	 cabo	 aún
cuando	 la	 parte	 civil	 interponga	 apelación	 contra	 el	 auto	 que	 la
concede.
C.	de	P.P.
ART.	114.—Derogado	tácitamente.	D.	Leg.	638,	Art.	2°.
NOTA:	El	artículo	114	del	Código	de	Procedimientos	Penales	ha	sido	derogado	 tácitamente	por	el
artículo	2°	del	D.	Leg	638,	que	dispone	la	entrada	en	vigencia	de	los	artículos	187	y	188	del	Código
Procesal	Penal.
C.P.P.
ART.	187.—Modificado.	Ley	25371,	Art.	1°.	Revocatoria	de	la
libertad	 provisional.	 Si	 el	 procesado	 infringe	 las	 reglas	 de
conducta	 se	 revocará	 la	 libertad	 y	 se	 ordenará	 su	 recaptura.
Perderá	la	caución,	la	que	pasará	a	un	fondo	de	tecnificación	de	la
administración	de	justicia.
JURISPRUDENCIA.—Prestar	declaraciones	sobre	el	proceso	produce	la
revocación	del	mandato	de	comparecencia	por	el	de	detención.	“(…)	Los
medios	de	comunicación	(...)	y	(...),	han	remitido	material	periodístico
conteniendo	las	entrevistas	realizadas	a	la	procesada	(…)	luego	del	diecinueve
de	enero	del	año	dos	mil	diez,	fecha	en	la	que	obtuvo	su	libertad	bajo	reglas	de
conducta,	del	que	se	desprende	que	dicha	procesada	ha	brindado	reiteradas
declaraciones	sobre	el	proceso	(…)	De	todo	lo	cual	se	advierte	que	la
procesada	(…)	ha	infringido	la	regla	de	conducta	‘f)	no	prestar	ningún	tipo	de
declaraciones	con	respecto	al	presente	proceso	hasta	que	éste	culmine	en
ningún	medio	de	comunicación’	la	misma	que	le	fuere	impuesta	bajo
apercibimiento,	de	revocarse	el	mandato	de	comparecencia	por	el	de
detención;	advirtiéndose	que	la	mencionada	procesada	tiene	pleno
conocimiento	de	la	regla	de	conducta	impuesta	así	como	el	apercibimiento,
según	se	advierte	de	la	notificación	personal	que	se	le	hiciera	(…)”.	(CSJL,
Incidente	26704-2009,	oct.	10/2011.	S.	S.	Ponce	de	Mier)
C.P.P.
ART.	 188.—Devolución	 de	 la	 caución.	 La	 caución	 le	 será
devuelta	 al	 imputado	 por	 el	 Banco	 de	 la	 Nación	 con	 los
respectivos	 intereses	 devengados,	 cuando	 sea	 absuelto	 o
sobreseído.
C.	de	P.P.
ART.	115.—Modificado.	D.	L.	18978,	Art.	1°.	Obligaciones	del
procesado.	El	encausado	comparecerá	cuantas	veces	lo	solicite	el
juez,	 bajo	 apercibimiento	 de	 hacerse	 efectiva	 la	 detención,	 si	 no
concurre	a	la	citación.
C.	de	P.P.
ARTS.	 116	 a	 120.—Derogados	 tácitamente.	 D.	 L.	 18978,	 Art.
1°.
NOTA:	 El	 D.	 L.	 N°	 18978	 sustituye	 el	 Título	 III	 del	 Libro	 Segundo	 del	 Código	 de	 Procedimientos
Penales,	referido	a	la	libertad	provisional.
TÍTULO	IV
De	la	instructiva
C.	de	P.P.
ART.	121.—Derecho	de	defensa.	Antes	de	tomar	la	declaración
instructiva,	el	juez	instructor	hará	presente	al	inculpado	que	tiene
derecho	 a	 que	 lo	 asista	 un	 defensor	 y	 que	 si	 no	 lo	 designa	 será
nombrado	 de	 oficio.	 Si	 el	 inculpado	 conviene	 en	 esto	 último,	 el
juez	instructor	hará	la	designación	de	abogado	o	a	falta	de	éste,	de
persona	honorable.	Pero	si	el	inculpado	no	acepta	tener	defensor
se	 dejará	 constancia	 en	 autos	 de	 su	 negativa,	 cuya	 diligencia
deberá	suscribir.	Si	no	sabe	leer	y	escribir,	o	es	menor	de	edad,	el
juez	le	nombrará	defensor	indefectiblemente.
DERECHO	DE	DEFENSA
Const.
ART.	139.—Son	principios	y	derechos	de	la	función	jurisdiccional:
(...).	
14.	El	principio	de	no	ser	privado	del	derecho	de	defensa	en	ningún	estado
del	proceso.	Toda	persona	será	informada	inmediatamente	y	por	escrito	de
la	 causa	 o	 las	 razones	 de	 su	 detención.	 Tiene	 derecho	 a	 comunicarse
personalmente	 con	un	defensor	de	 su	 elección	 y	 a	 ser	 asesorada	por	 éste
desde	que	es	citada	o	detenida	por	cualquier	autoridad.
(...).
PROCESOS	POR	DELITOS	DE	TERRORISMO
Ley	26447.
ART.	2°.—Los	presuntos	implicados	por	delitos	de	terrorismo	señalados	en
el	artículo	precedente	tienen	derecho	a	designar	un	abogado	defensor	de	su
elección	 y	 a	 ser	 asesorados	 por	 éste	 desde	 el	 inicio	 de	 la	 intervención
policial.
La	participación	del	abogado	defensor	en	las	investigaciones	policiales	y	la
entrevista	 con	 su	 patrocinado	 no	 podrá	 limitarse,	 aún	 cuando	 se	 hubiera
dispuesto	la	incomunicación	del	detenido.
Es	 obligatoria	 la	 presencia	 del	 abogado	 defensor	 y	 del	 representante	 del
Ministerio	 Público	 en	 la	 manifestación	 policial	 del	 presunto	 implicado.	 Si
éste	no	nombra	abogado	defensor,	la	autoridad	policial,	en	coordinación	con
el	Ministerio	Público,	le	asignará	uno	de	oficio	que	será	proporcionado	por
el	Ministerio	de	Justicia.
JURISPRUDENCIA.—TC:	el	Nuevo	Código	Procesal	Penal	del	2004
prohíbe	la	posibilidad	de	que	la	persona	pueda	prescindir	de	abogado
defensor	desde	que	es	citada	o	detenida.	“12.	Cabe	señalar	asimismo	que	el
Nuevo	Código	Procesal	Penal	del	2004,	en	su	artículo	IX	del	Título	Preliminar,
establece	(...).	A	partir	de	dicha	redacción	se	advierte	que	se	supera	la
redacción	estipulada	en	el	ya	mencionado	artículo	121	del	Código	de
Procedimientos	Penales,	ya	que	se	prohíbe	la	posibilidad	de	que	la	persona
pueda	prescindir	de	abogado	defensor	desde	que	es	citada	o	detenida,
adoptando	una	perspectiva	más	amplia	del	derecho	de	defensa	que	es
compartida	por	este	tribunal”.	(T.	C.,	Exp.	01425-2008-PHC/TC,	set.	24/2008.
S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Código	de	Procedimientos	Penales	“prevé	la
posibilidad	de	que	el	inculpado	rinda	su	declaración	instructiva	sin
contar	con	un	abogado	defensor”.	“8.	Por	otro	lado,	el	mencionado	artículo
121	del	Código	de	Procedimientos	Penales	(...)	9.	De	la	norma	citada	es	posible
afirmar	que,	en	efecto,	el	Código	de	Procedimientos	Penales	prevé	la
posibilidad	de	que	el	inculpado	rinda	su	declaración	instructiva	sin	contar	con
un	abogado	defensor,	únicamente	con	la	condición	de	que	sea	mayor	de	edad
y	que	sepa	leer	y	escribir.	Asimismo	dicha	situación	debe	constar	en	el	acta
que	sobre	dicha	diligencia	se	realice,	la	misma	que	tiene	que	ser	suscrita	por	el
propio	inculpado	para	tener	validez.
10.	Al	respecto	cabe	señalar	que,	si	bien	este	tribunal	determinó	que	es
posible	bajo	ciertos	requisitos	que	las	dimensiones	material	y	formal	del
derecho	de	defensa	puedan	ser	ejercidas	por	un	procesado	que	tenga	a	su	vez
la	condición	de	abogado	(Cfr.	STC.	Exp.	N°	1323-2002-HC/TC);	también	señaló
que	no	es	posible	reconocer	el	ejercicio	del	derecho	de	defensa	por	sí	mismo
(sin	asistencia	letrada)	a	un	procesado	que	no	ostenta	la	calidad	de	abogado,
ya	que	de	lo	contrario	implicaría	someterlo	a	un	estado	de	indefensión	por
ausencia	de	una	asistencia	letrada,	versada	en	el	conocimiento	del	derecho	y
de	la	técnica	de	los	procedimientos	legales,	situación	que,	además,	quebranta
el	principio	de	igualdad	de	armas	o	igualdad	procesal	de	las	partes	(...).
11.	En	esa	línea	de	razonamiento,	este	tribunal	considera	que	la	misma
situación	de	indefensión	se	genera	en	el	caso	de	que	sea	el	propio	imputado
quien	decida	no	contar	con	abogado	defensor	al	momento	de	rendir	su
declaración	instructiva.	Y	es	que	la	presencia	del	abogado	defensor	en	la
situación	mencionada	busca	que	‘(...)	se	vean	satisfechas	cumplidamente	‘las
reglas	del	juego’	de	la	dialéctica	procesal	y	de	la	igualdad	de	las	partes,
paliando	la	inferioridad	en	que	pueda	encontrarse	el	imputado	por	falta	de
conocimientos	técnicos,	de	experiencia	forense,	de	serenidad,	o	por
imposibilidad	física	de	actuar,	funcionando	al	mismo	tiempo	como
controlador	del	regular	desenvolvimiento	del	proceso	en	interés	del
imputado’”.	(T.	C.,	Exp.	01425-2008-PHC/TC,	set.	24/2008.	S.	S.	Mesía
Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Citación	para	rendir	instructiva	no	amenaza	el
derecho	a	la	libertad	personal.	“(…)	este	tribunal	advierte	que	el
presupuesto	de	conexidad	en	el	caso	constitucional	de	autos	no	se	presenta,
pues	los	hechos	cuestionados,	consistentes	en	la	notificación	y	la	toma	de	la
declaración	instructiva,	entre	otros,	no	son	actos	que	tengan	incidencia
directa	sobre	el	derecho	a	la	libertad	personal	y	tampoco	constituyen	una
amenaza	a	dicho	derecho,	esto	es,	no	determinan	restricción	o	limitación
alguna	al	derecho	a	la	libertad	individual,	por	lo	que	la	pretensión	resulta
manifiestamente	incompatible	con	la	naturaleza	de	este	proceso
constitucional	de	la	libertad	(…).”	(TC,	Exp.	03601-2009-PHC/TC,	set.
04/2009.	S.	S.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Derecho	 de	 defensa	 garantiza	 que	 toda	 persona
detenida	 deba	 ser	 informada	 irrestrictamente	 de	 las	 razones	 que	 lo
promueven.	 “(...)	 120.	 Sin	 embargo,	 como	 expresa	 el	 mismo	 inciso	 14)	 del
artículo	139	de	la	Constitución,	no	solo	se	trata	de	un	derecho	subjetivo,	sino
también	de	un	principio	constitucional	que	informa	la	actividad	jurisdiccional
del	Estado,	 a	 la	 vez	que	 constituye	uno	de	 los	 elementos	 básicos	del	modelo
constitucional	de	proceso	previsto	por	nuestra	norma	fundamental.
Uno	 de	 sus	 contenidos	 es	 el	 derecho	 a	 comunicarse	 personalmente	 con	 un
defensor,	elegido	 libremente,	y	a	ser	asesorado	por	éste.	Como	expresa	dicho
dispositivo	constitucional,	 se	garantiza	el	 ‘(...)	no	 ser	privado	del	derecho	de
defensa	 en	 ningún	 estado	 del	 proceso	 (...)’	 y	 el	 ‘derecho	 a	 comunicarse
personalmente	con	un	defensor	de	su	elección	y	a	ser	asesorado	por	éste	desde
que	es	citado	o	detenido	por	cualquier	autoridad’.
121.	Si	bien	una	interpretación	literal	de	la	primera	parte	del	inciso	14)	del
artículo	139	de	 la	Constitución	parecería	circunscribir	el	reconocimiento	del
derecho	de	defensa	al	ámbito	del	proceso,	una	interpretación	sistemática	de	la
última	 parte	 del	 mismo	 precepto	 constitucional	 permite	 concluir	 que	 ese
derecho	 a	 no	 ser	 privado	 de	 la	 defensa	 debe	 entenderse,	 por	 lo	 que	 hace	 al
ámbito	penal,	 como	comprensivo	de	 la	etapa	de	 investigación	policial,	desde
su	 inicio;	 de	 manera	 que	 el	 derecho	 a	 ser	 asesorado	 por	 un	 defensor,
libremente	 elegido,	 no	 admite	 que,	 por	 ley	 o	 norma	 con	 valor	 de	 ley,	 este
ámbito	 pueda	 reducirse	 y,	 en	 ese	 sentido,	 disponerse	 que	 el	 derecho	 a	 ser
asistido	 por	 un	 profesional	 del	 derecho	 no	 alcance	 el	 momento	 previo	 a	 la
toma	de	la	manifestación.
122.	 El	 contenido	 constitucionalmente	 protegido	 del	 derecho	 de	 defensa
garantiza	que	toda	persona	sometida	a	detención,	policial	o	judicial,	deba	ser
informada	irrestrictamente	de	las	razones	que	lo	promueven,	y	que,	desde	su
inicio,	 hasta	 su	 culminación,	 pueda	 ser	 asistida	 por	 un	 defensor	 libremente
elegido.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	010-2002-AI/TC,	ene.	03/2003.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Es	posible	el	ejercicio	del	derecho	de	defensa	por	un
abogado	 que	 al	mismo	 tiempo	 es	 procesado.	 “(...).	 Al	 respecto,	 en	 casos
análogos	al	 de	autos,	 el	 Tribunal	 Constitucional	 ha	afirmado	anteriormente
que	ambas	 dimensiones	 del	 derecho	de	 defensa	 pueden	 ser	 ejercidas	 por	 un
abogado	 que,	 al	 mismo	 tiempo,	 es	 procesado.	 Para	 ello,	 es	 preciso	 que	 el
letrado	 esté	 debidamente	 capacitado	 y	 habilitado	 conforme	 a	 ley;	 y,	 en
particular,	que	no	esté	comprendido	en	ninguno	de	los	impedimentos	previstos
en	los	artículos	285,	286	y	287	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	Orgánica
del	Poder	Judicial.
5.	En	otras	palabras,	reconocer	el	ejercicio	del	derecho	de	defensa	en	forma
integral	 a	 un	 procesado	 que	 no	 ostenta	 la	 calidad	 de	 abogado,	 implicaría
someterlo	a	un	estado	de	indefensión	por	ausencia	de	una	asistencia	letrada,
versada	en	el	conocimiento	del	derecho	y	de	la	técnica	de	los	procedimientos
legales,	situación	que,	además,	quebranta	el	principio	de	igualdad	de	armas	o
igualdad	 procesal	 de	 las	 partes.	 (...)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 6260-2005-PHC/TC,	 jun.
28/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Contenido	del	derecho	de	defensa.	 “(...)	 El	 contenido
constitucionalmente	 protegido	 del	 derecho	 de	 defensa,	 garantiza	 que	 toda
persona,	natural	o	 jurídica,	 sometida	a	un	proceso	 jurisdiccional,	 cualquiera
que	 sea	 la	 materia	 de	 que	 este	 se	 trate,	 no	 pueda	 quedar	 en	 estado	 de
indefensión.	 La	 situación	 de	 indefensión	 que	 el	 programa	 normativo	 del
derecho	 de	 defensa	 repulsa	 no	 solo	 se	 presenta	 cuando	 el	 justiciable	 no	 ha
tenido	la	oportunidad	de	formular	sus	descargos	frente	a	las	pretensiones	de
la	 otra	 parte,	 sino	 también	 cuando,	 no	 obstante	 haberse	 realizado
determinados	actos	procesales	destinados	a	levantar	los	cargos	formulados	en
contra,	en	el	caso,	se	evidencie	que	la	defensa	no	ha	sido	real	y	efectiva	(…)”.
(TC,	Exp.	N°	3997-2005-PC/TC,	ago.	12/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Dimensiones	 del	 derecho	 de	 defensa:	 material	 y
técnica.	“(...)	el	derecho	de	defensa,	tiene	una	doble	dimensión:	una	material,
referida	al	derecho	del	imputado	de	ejercer	su	propia	defensa	desde	el	mismo
instante	 en	 que	 toma	 conocimiento	 de	 que	 se	 le	 atribuye	 la	 comisión	 de
determinado	 hecho	 delictivo;	 y	 otra	 formal,	 que	 supone	 el	 derecho	 a	 una
defensa	técnica;	esto	es,	al	asesoramiento	y	patrocinio	de	un	abogado	defensor
durante	todo	el	tiempo	que	dure	el	proceso	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	6260-2005,	set.
12/2005.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Derecho	de	defensa	y	debido	proceso.	“(...)	el	derecho
de	 defensa	 constituye	 un	 derecho	 fundamental	 de	 naturaleza	 procesal	 que
conforma,	 a	 su	 vez,	 el	 ámbito	 del	 debido	 proceso,	 y	 sin	 el	 cual	 no	 podría
reconocerse	 la	 garantía	 de	 este	 último.	 Por	 ello,	 en	 tanto	 derecho
fundamental,	 se	 proyecta	 como	 principio	 de	 interdicción	 para	 afrontar
cualquier	 indefensión	 y	 como	 principio	 de	 contradicción	 de	 los	 actos
procesales	que	pudieran	repercutir	en	la	situación	jurídica	de	algunas	de	las
partes,	 sea	 en	 un	 proceso	 o	 procedimiento,	 o	 en	 el	 caso	 de	 un	 tercero	 con
interés	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 8605-2005-AA/TC,	 nov.	 14/2005.	 Pres.	 Alva
Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Derecho	de	defensa	como	principio	de	interdicción.
“(...)	 Se	 precisa	 que	 el	 derecho	 de	 defensa	 se	 proyecta	 como	un	 principio	 de
interdicción	de	ocasionarse	indefensión	y	como	un	principio	de	contradicción
de	 los	 actos	 procesales	 que	 pudieran	 repercutir	 en	 la	 situación	 jurídica	 de
algunas	de	las	partes	de	un	proceso	o	de	un	tercero	con	interés	(…)”.	(TC,	Exp.
N°	2659-2003-AA/TC,	jul.	02/2004.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Actos	 de	 prueba	 y	 actos	 de	 investigación.	 “(...).
Respecto	 de	 la	 alegada	 falta	 de	 traductor,	 lo	 cual	 contraviene	 el	 artículo
14.3,f,	del	Pacto	Internacional	de	Derechos	Civiles	y	Políticos	y	el	artículo	8.2,a,
de	la	Convención	Interamericana	de	Derechos	Humanos,	ello	no	se	encuentra
acreditado	en	autos,	por	lo	que	carece	de	sustento	dicho	alegato.	De	otro	lado,
sin	perjuicio	de	lo	dicho,	es	pertinente	anotar	que	no	puede	pretenderse	que	se
deje	sin	efecto	todo	un	proceso	penal	en	razón	de	una	presunta	irregularidad
cometida	en	la	fase	de	investigación	preliminar.	Ello	es	así,	fundamentalmente
porque	el	acto	que	se	cuestiona,	si	bien	forma	parte	de	la	actividad	probatoria,
no	 constituye	un	acto	de	prueba,	 sino	de	 investigación.	Éste,	 a	diferencia	de
aquel,	 no	 permite	 fundamentar	 una	 condena.	 El	 acto	 de	 investigación	 se
realiza	 básicamente	 en	 la	 fase	 de	 investigación	 preliminar	 e	 instructiva,	 y
tiene	 por	 finalidad	 la	 averiguación	 de	 los	 hechos	 relacionados	 con	 el	 hecho
delictivo	 que	 se	 investiga.	 Sirve,	 entonces,	 de	 base	 para	 preparar	 la
imputación	 penal;	 determinar	 la	 apertura	 de	 proceso	 y	 juicio	 oral,	 y	 para
adoptar	 medidas	 cautelares.	 La	 condena	 se	 apoya	 en	 actos	 de	 prueba,	 los
cuales	 se	presentan	básicamente	en	el	 juicio	oral,	acto	procesal	 respecto	del
cual	el	demandante	no	ha	argüido	la	falta	de	un	intérprete.	(...).”	(TC,	Exp.	N°
08811-2005-PHC/TC,	nov.	29/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Renuencia	a	rendir	instructiva	puede	ser
considerada	como	acto	dilatorio	atribuible	al	imputado.	“(...)	se	declara
reo	contumaz	al	demandante,	ante	su	renuencia	en	concurrir	a	dicha
diligencia,	han	transcurrido	más	de	16	meses	sin	que	se	pueda	recibir	la
declaración	instructiva	del	procesado,	en	una	causa	penal	sujeta	a	trámite
sumario,	debido	a	actos	procesales	dilatorios	imputables	al	favorecido,	que,	en
su	condición	de	acusado,	tiende	a	retrasar	el	cumplimiento	de	dicho	acto
procesal.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	4907-2006,	jul.	02/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
DOCTRINA.—Limitar	el	acceso	al	expediente	a	sólo	después	de	rendida
la	indagatoria	(instructiva)	vulnera	el	derecho	de	defensa	técnica	y	el
derecho	al	trabajo.	 “(...)	 Si	 el	derecho	a	 la	defensa	 técnica	surge	desde	el
momento	 en	 que	 se	 ordena	 investigar	 a	 una	 persona,	 en	 la	 diligencia	 de
indagatoria	 adquiere	 particular	 importancia,	 porque	 el	 ejercicio	 de	 ese
derecho	confluye	con	el	de	la	defensa	material	del	sindicado,	y	debe	servir
para	que	éste	actúe	dentro	del	proceso	con	la	asesoría	de	un	especialista	en
derecho.	Así,	la	mera	presencia	de	un	abogado	defensor	no	necesariamente
significa	 que	 el	 derecho	 al	 que	 se	 hace	 referencia	 se	 hizo	 efectivo	 en	 esta
diligencia;	si	al	abogado	no	se	le	permite	conocer	el	sumario,	este	asesor	no
puede	 cumplir	 con	 su	 tarea,	 por	más	 calificado	 y	 experimentado	 que	 sea.
Que	quien	cumple	con	la	función	de	defensor	es	también	un	colaborador	en
el	esclarecimiento	de	la	verdad,	y	en	ningún	caso	ésta	puede	ser	establecida
sin	su	activo	concurso,	puesto	que	la	contradicción	condiciona	la	validez	de
la	 prueba,	 y	 sólo	 es	 posible	 cuando	 el	 abogado	 conoce	 el	 sumario.	 (…)	 El
citado	 artículo	 no	 faculta	 para	 diferir	 hasta	 después	 de	 la	 indagatoria	 el
inicio	del	 ejercicio	de	 la	defensa	 técnica;	 antes	bien,	 expresamente	manda
que	se	le	advierta	al	indagado	sobre	el	derecho	a	nombrar	un	defensor	que
lo	asista	en	ella.	El	fiscal	regional	a	cargo	del	proceso	penal	incurrió	en	una
vía	 de	 hecho	 al	 no	 aceptar	 el	 ejercicio	 de	 la	 defensa	 técnica	 durante	 la
indagatoria	 del	 ciudadano	 (...)	 y	 no	 permitirle	 al	 abogado	 examinar	 el
expediente,	aún	una	vez	concluida	esa	diligencia.
Si	durante	la	averiguación	previa	y	el	resto	de	la	investigación,	al	abogado
se	le	mantienen	ocultas	algunas	pruebas	–en	el	caso	bajo	revisión,	al	menos
todas	 las	que	obran	en	el	quinto	cuaderno	del	expediente–,	éste	no	puede
cumplir	 de	 manera	 cabal	 con	 su	 encargo;	 el	 derecho	 del	 defensor	 a
examinar	el	expediente,	es	presupuesto	del	pleno	ejercicio	del	derecho	a	la
defensa	 técnica	 del	 sindicado.	 Cuando	 la	 Fiscalía	 Regional	 alteró
significativamente	 la	 igualdad	entre	 las	partes	durante	 la	etapa	 inquisitiva
del	 proceso,	 y	 adelantó	 la	 recolección	 de	 pruebas	 de	 cargo	 contra	 el
sindicado,	manteniendo	 algunas	 de	 ellas	 en	 secreto,	 y	 no	 permitió	 que	 la
defensa	técnica	pudiera	ser	plenamente	ejercida,	 la	 institución	demandada
violó	 no	 sólo	 el	 derecho	 al	 debido	 proceso	 del	 sindicado,	 sino	 también	 el
derecho	del	apoderado	a	ejercer	la	ocupación	lícita	que	eligió	por	profesión.
(...)	No	es	factible	que	el	derecho	de	defensa	esté	al	arbitrio	y	determinación
absoluto	de	una	de	las	partes,	porque	desequilibraría	las	facultades	de	éstas
dentro	del	proceso,	perdiendo	así	el	sentido	de	igualdad	que	debe	regir	todo
juicio;	 esta	 se	 fundamenta	 en	 la	 equivalencia	 de	 oportunidades
predeterminada	 por	 la	 ley,	 y	 no	 en	 la	 subjetividad	 de	 uno	 de	 los
intervinientes	 (...).”	 (C.	 Const.	 de	 Colombia,	 Sent.	 T-432-97.	 M.P.	 Carlos
Gaviria	Díaz)
C.	de	P.P.
ART.	121-A.—Incorporado.	D.	Leg.	1206,	Art.	4°.	Contumacia	y
ausencia.
1.	 Corresponde	 al	 fiscal	 durante	 la	 investigación	 preliminar
identificar	el	domicilio	real	del	imputado.	El	juez	sólo	podrá	abrir
instrucción,	 cuando	 en	 la	 formalización	 de	 denuncia	 se	 haya
cumplido	con	constatar	el	domicilio	real	del	imputado.
2.	Durante	la	instrucción,	el	juez	declarará	contumaz	al	imputado
cuando:	 a)	 de	 lo	 actuado	 se	 evidencie	 que,	 no	 obstante	 tener
conocimiento	 de	 que	 es	 requerido,	 no	 se	 presenta
voluntariamente	 a	 las	 actuaciones	 procesales;	 b)	 fugue	 del
establecimiento	 o	 lugar	 en	 donde	 está	 detenido	 o	 preso;	 c)	 no
obedezca,	pese	a	tener	conocimiento	de	su	emisión,	una	orden	de
detención	o	prisión;	y,	d)	se	ausente,	sin	autorización,	del	lugar	de
su	residencia	o	del	asignado	para	residir.
3.	 El	 juez,	 declarará	 ausente	 al	 imputado	 cuando	 se	 ignora	 su
paradero	 y	 no	 aparezca	 de	 autos	 evidencia	 que	 estuviera
conociendo	del	proceso.
4.	 El	 auto	 que	 declara	 la	 contumacia	 o	 ausencia	 ordenará	 la
conducción	 compulsiva	 del	 imputado	 y	 dispondrá	 se	 le	 nombre
defensor	público	o	al	propuesto	por	un	familiar	suyo.	El	abogado
intervendrá	en	todas	las	diligencias	y	podrá	hacer	uso	de	todos	los
medios	de	defensa	que	la	ley	reconoce.
5.	 La	 declaración	 de	 contumacia	 o	 ausencia	 no	 suspende	 la
instrucción.	 Esta	 declaración	 no	 altera	 el	 curso	 del	 proceso	 con
respecto	a	los	demás	imputados.
6.	Con	la	presentación	del	contumaz	o	ausente,	cesa	dicha
condición,	debiendo	dejarse	sin	efecto	el	mandato	de	conducción
compulsiva,	así	como	todas	las	comunicaciones	que	se	hubieran
cursado	con	tal	objeto.
C.	de	P.P.
ART.	 122.—Modificado.	 D.	 Leg.	 126,	 Art.	 1°.	 Concurrencia
autorizada.	La	declaración	instructiva	se	 tomará	por	el	 juez	con
la	concurrencia	del	defensor,	de	un	intérprete,	si	el	 inculpado	no
entiende	o	no	habla	bien	el	 idioma	castellano,	del	 representante
del	Ministerio	Público,	quien	podrá	interrogar	al	 inculpado,	y	del
secretario	 del	 juzgado.	 Queda	 prohibida	 la	 intervención	 de	 toda
otra	persona.
JURISPRUDENCIA.—El	derecho	de	defensa	como	derecho	irrenunciable	e
inalienable	exige	conocer	los	cargos	en	contra.	“El	derecho	fundamental
de	defensa	está	considerado	como	la	fuerza	motriz	del	proceso;	como	la
garantía	suprema	que	atiende	a	su	esencia	misma,	pues	sin	él	no	estaremos
ante	un	verdadero	proceso,	toda	vez	que,	ante	su	ausencia,	no	habrá
contradictorio,	siendo	este	un	atributo	principal	de	las	partes	sujetas	a
proceso.	De	otro	lado,	este	derecho	tiene	su	origen	en	el	precepto	sustancial
según	el	cual	nadie	puede	ser	juzgado	sin	ser	oído	y	vencido	en	juicio.	(…).
Este	enunciado,	para	ser	cumplido,	requiere	necesariamente	que	el	justiciable
se	informe	de	la	existencia	del	proceso	penal,	en	atención	a	su	derecho	de
conocer	de	forma	cierta	expresa	e	inequívoca	los	cargos	que	pesan	en	su
contra.	De	ahí	que	el	derecho	de	defensa	sea,	entre	otros,	una	manifestación
del	derecho	al	debido	proceso,	derecho	irrenunciable	dado	que	la	parte	no
puede	decidir	si	se	le	concede	o	no	la	posibilidad	de	defenderse,	e	inalienable
pues	su	titular	no	puede	sustraerse	a	su	ejercicio.”	(TC,	Exp.	N°	3062-2006-
PHC/TC,	mar.	19/2007.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—La	declaración	instructiva	participa	de	una	doble
condición;	de	ser	medio	de	investigación	y	medio	de	defensa.	“El	Código
de	Procedimientos	Penales	regula,	en	su	Libro	Segundo,	la	etapa	de	la
instrucción,	cuyo	objeto	principal	es	indagar	y	comprobar	los	hechos
aparentemente	delictivos,	es	decir,	se	prevé	una	serie	de	diligencias	–actos	y/o
medios	de	investigación–	que	luego	servirán	como	instrumentos	(…).	Así,	la
declaración	instructiva	o	declaración	del	imputado	pone	a	su	conocimiento	la
existencia	de	un	proceso	penal	seguido	en	su	contra	y	participa	de	una	doble
condición;	de	ser	medio	de	investigación	y	medio	de	defensa.	Como	medio	de
investigación,	la	ley	procesal	impone	su	actuación,	al	juez	o	al	fiscal,	para
indagar	en	relación	con	los	cargos	formulados	en	su	contra,	en	tanto	que,
como	medio	de	defensa,	permite	al	procesado	–conocedor	de	los	actos
imputados–	formular	sus	descargos	con	el	objeto	de	desvirtuarlos,	a	la	par	que
designar	abogado	defensor”.	(TC,	Exp.	N°	3062-2006-PHC/TC,	mar.	19/2007.
Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Negativa	de	toma	de	instructiva	vulnera	el	derecho
de	defensa.	“El	demandante	afirma	que	‘(...)	en	reiteradas	oportunidades
solicitó	rendir	su	declaración	instructiva,	y	que	la	emplazada	en	una
arbitraria,	ilegal	y	absurda	decisión	judicial	desestimó	su	pretensión
aduciendo	que	los	plazos	de	instrucción	se	encuentran	vencidos,	no	obstante
que	el	representante	del	Ministerio	Público	solicitó	un	plazo	extraordinario	de
ampliación	por	el	término	de	10	días	para	tal	fin’.	(…)	La	jueza	emplazada
sustenta	su	omisión	en	la	aplicación	de	la	Resolución	del	Consejo	Ejecutivo	del
Poder	Judicial	Nº	111-2003-CE-PJ,	cuyo	apartado	11.1	dispone:	‘(...)	los	jueces
en	los	procesos	sumarios	no	deben	conceder	plazos	ampliatorios	de
instrucción	cuando	se	han	empleado	expresamente	los	previstos	en	la	ley
procesal’.	(…)	El	Tribunal	Constitucional	no	comparte	dicho	criterio,	pues	mal
se	podría	restringir	o	vulnerar	un	derecho	procesal	de	rango	constitucional	y,
con	ello,	generar	la	indefensión	del	justiciable	aplicando	una	resolución
administrativa,	cuyo	objeto	de	expedición	fue	la	celeridad	procesal	inspirada
en	su	derecho	a	ser	juzgado	en	un	plazo	razonable.	Por	ello,	la	necesidad	de
que	las	decisiones	del	órgano	jurisdiccional	se	plasmen	con	criterio	de
razonabilidad	y	que	su	discrecionalidad	no	se	limite	únicamente	a	ser	juez
boca	de	la	ley,	sino	que	cumpla	con	los	fines	esenciales	del	proceso	dentro	de	la
tutela	efectiva	de	los	derechos	fundamentales;	más	aún	cuando,	como	en	el
presente	caso,	no	se	acredita	que	el	demandante	conociera	del	proceso	penal
instaurado	en	su	contra,	al	no	existir	notificación	válida	realizada	por	el
teniente	gobernador	encomendado	por	la	judicatura	para	tal	fin,
arbitrariedad	que	le	generó	indefensión	al	impedirle	conocer	y	rebatir	los
cargos	formulados	contra	su	persona.”	(TC,	Exp.	N°	3062-2006-PHC/TC,	mar.
19/2007.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—El	ejercicio	del	derecho	de	defensa	no	será	posible	si
al	procesado	no	se	le	designa	traductor.	“(…)	11.	Lo	establecido	en	los
fundamentos	precedentes,	referidos	al	derecho	de	defensa,	no	sería	posible	si,
en	el	seno	del	proceso,	no	se	hubiera	nombrado	intérprete	al	recurrente
teniendo	éste	como	idioma	propio	uno	distinto	al	castellano	y,	en
consecuencia,	no	tuviera	la	posibilidad	de	entender	el	idioma	usado	en	los
tribunales,	a	fin	de	ejercer	su	derecho	de	defensa	constitucionalmente
protegido.
12.	Aquí	es	necesario	precisar	la	dimensión	cultural	de	la	Constitución	en	el
sentido	de	que	“(…)	no	es	solo	una	obra	normativa	sino	también	expresión	de
un	estado	de	desarrollo	cultural,	medio	de	la	autorrepresentación	cultural	del
pueblo,	espejo	de	su	patrimonio	cultural	y	fundamento	de	sus	esperanzas”,	que
contiene	en	su	seno	reglas	culturales;	por	cierto,	el	derecho	a	usar	el	idioma
propio	es	una	expresión	de	su	identidad	cultural.
13.	Cabe	tener	presente,	respecto	al	derecho	lingüístico,	lo	siguiente:	“(…)	se
proclaman	como	derechos	individuales,	no	puede	desconocerse	la	dimensión
colectiva	que	se	asocia	a	la	mayoría	de	ellos,	puesto	que	el	uso	de	una	lengua
no	tiene	sentido	individualmente	y	porque	la	lengua	no	sólo	es	una	forma	de
comunicarse	sino	que	también	es	una	forma	de	expresar	una	identidad	y	un
sentir	colectivo”.	(…)
17.	Por	tanto,	se	desprende	de	lo	expuesto	que	el	ejercicio	del	derecho	de
defensa	no	es	posible	si	al	recurrente	no	se	le	designa	traductor	o	intérprete,	y
-acorde	a	la	convención-	que	este	derecho	es	una	garantía	mínima	del
procesado	para	el	respeto	de	su	derecho	al	debido	proceso	y	a	su	identidad
cultural,	en	consecuencia,	para	su	validez,	así	lo	ha	señalado	la	Comisión
Interamericana	de	Derechos	Humanos:	“(…)	toda	declaración	de	una	persona
que	no	comprenda	o	no	hable	adecuadamente	el	idioma	en	el	cual	ésta	le	es
tomada,	carece	de	valor”	(Informe	sobre	la	situación	de	los	derechos	humanos
de	un	sector	de	la	población	nicaragüense	de	origen	Mismito,	1983.	Parte	II,
secc.,	D,	párr.	17	d).	(…)”.	(TC,	Exp.	4719-2007-PHC/TC,	set.	20/2008.	Pres.
Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Si	la	persona	puede	expresarse	adecuadamente	en
el	idioma	del	tribunal,	se	descarta	la	necesidad	de	contar	con	un
intérprete.	“(…)	conforme	a	la	doctrina	del	Comité	de	Derechos	Humanos,
cuando	la	persona	pueda	expresarse	adecuadamente	en	el	idioma	del
tribunal,	no	necesitará	de	un	intérprete,	toda	vez	que	podrá	ejercer
satisfactoriamente	su	derecho	de	defensa.
(…)	el	accionante	alega	vulneración	del	debido	proceso	y	su	derecho	de
defensa	por	no	habérsele	proporcionado	un	intérprete.	Al	respecto	es	preciso
señalar	que	a	pesar	de	que	el	recurrente	tiene	nacionalidad	italiana,	es	cierto
también	que,	conforme	a	lo	que	se	desprende	de	los	actuados,	llegó	al	Perú	en
el	año	1996,	radicando	en	el	Perú	desde	entonces	y	que	contrajo	matrimonio
con	una	mujer	peruana.	Asimismo,	el	accionante	señaló	en	el	proceso	penal
que	ha	realizado	distintos	negocios	y	empresas	en	el	país,	y	que	no	necesitó	de
ningún	tipo	de	traductor	para	llevarlos	a	cabo.	(…).”	(TC,	Exp.	03875-2008-
PHC/TC,	feb.	03/2009.	Pres.	Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—Derecho	a	contar	con	un	traductor	oficial	constituye
elemento	del	derecho	de	defensa.	“(…)	el	derecho	a	ser	asistido
gratuitamente	por	un	intérprete	de	toda	persona	que	no	habla	el	idioma
empleado	en	el	tribunal,	constituye	un	elemento	del	derecho	de	defensa,	el
cual,	a	su	vez,	es	un	elemento	del	debido	proceso	expresamente	reconocido	en
el	artículo	139	inciso	14,	de	la	Constitución.	En	el	caso,	si	bien	es	cierto	que	el
recurrente	cuestiona	la	actuación	a	nivel	policial	del	intérprete	(…)	por
desconocer	el	idioma	eslovaco	y	haber	realizado	una	traducción	desfavorable
en	la	manifestación	policial	del	favorecido,	lo	que	constituye	una	fuente	de
prueba,	también	lo	es	que	la	responsabilidad	penal	del	favorecido	ha	sido
establecida	sobre	la	base	de	las	demás	actuaciones	procesales	realizadas
durante	el	proceso	penal,	en	las	que	sí	contó	con	un	intérprete	oficial,	pero
sobre	todo	en	base	a	la	prueba	producida	en	el	juicio	oral,	tal	como	se	señala
en	la	sentencia	condenatoria	y	su	confirmatoria	(…)”.	(TC,	Exp.	01740-2009-
PHC/TC,	may.	08/2009.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—El	derecho	de	defensa	no	es	posible	si	el	procesado
no	puede	entender	el	idioma	usado	por	el	tribunal.	“(…)	lo	establecido	en
los	fundamentos	precedentes,	referidos	al	derecho	de	defensa,	no	sería	posible
si,	en	el	seno	del	proceso,	no	se	hubiera	nombrado	intérprete	al	recurrente
teniendo	éste	como	idioma	propio	uno	distinto	al	castellano	y,	en
consecuencia,	no	tuviera	la	posibilidad	de	entender	el	idioma	usado	en	los
tribunales,	a	fin	de	ejercer	su	derecho	de	defensa	constitucionalmente
protegido.	(…)	la	Constitución	tiene	una	dimensión	cultural	que	importa	qué
‘(...)	no	es	solo	una	obra	normativa	sino	también	expresión	de	un	estado	de
desarrollo	cultural,	medio	de	la	autorrepresentación	cultural	del	pueblo,
espejo	de	su	patrimonio	cultural	y	fundamento	de	sus	esperanzas...’	(…),	que
contiene	en	su	seno	reglas	culturales,	entre	las	cuales	encontramos	el	derecho
a	usar	el	idioma	propio	como	expresión	de	su	identidad	cultural.	(…)
(…)	analizado	el	caso	de	autos	podemos	advertir	que	(…),	corre	el	acta	fiscal
(…),	donde	se	aprecia	que	el	recurrente	manifiesta	de	manera	espontánea	y
voluntaria	entender	el	idioma	castellano	y	se	siente	capaz	de	responder	la
entrevista	en	dicho	idioma.	Asimismo	(…)	obran	las	copias	de	la	declaración
instructiva	del	recurrente	en	las	que	se	consigna	que	en	las	ocasiones	en	que
se	desarrolló	dicha	diligencia	se	encontraba	presente	un	intérprete.
Igualmente,	en	las	diligencias	de	confrontación	con	alguno	de	sus
coprocesados	se	encontraba	presente	un	intérprete	(…)”.	(TC,	Exp.	04789-
2009-PHC/TC,	jun.	03/2010.	S.	S.	Vergara	Gotelli)
C.	de	P.P.
ART.	123.—Instructiva	en	ausencia	de	defensor.	Solamente	en
caso	de	urgencia	o	en	que	esté	para	vencerse	el	plazo	de
veinticuatro	horas,	puede	el	juez	instructor	comenzar	el	examen
del	inculpado,	sin	la	presencia	del	defensor.	En	tal	caso,	la
instructiva	no	se	cerrará	hasta	que	éste	concurra.
El	 juez	 instructor	 reemplazará	 inmediatamente	 al	 defensor	 que
falte	a	las	citaciones	y	le	impondrá	una	multa	hasta	de	doscientos
soles.
NOTA:	La	multa	es	fijada,	por	criterio	mayoritario	de	jurisprudencia,	en	referencia	a	la	Unidad	de
Referencia	Procesal	(URP).	En	el	artículo	la	referencia	es	al	signo	monetario	de	la	época	de
promulgación	del	Código	de	Procedimientos	Penales.
C.	de	P.P.
ART.	 124.—Preguntas	 obligatorias.	 El	 juez	 instructor
preguntará	al	inculpado	su	nombre,	apellidos	paterno	y	materno,
nacionalidad,	domicilio,	edad,	estado	civil,	profesión,	si	tiene	hijos
y	el	número	de	ellos,	si	ha	sido	antes	procesado	o	condenado	y	los
demás	datos	que	juzgue	útiles	a	la	identificación	de	su	persona	y
al	esclarecimiento	de	las	circunstancias	en	que	se	hallaba	cuando
se	cometió	el	delito.	Lo	invitará	en	seguida	a	que	exprese	dónde,
en	 compañía	 de	 quiénes	 y	 en	 qué	 ocupación	 se	 hallaba	 el	 día	 y
hora	 en	 que	 se	 cometió	 el	 delito	 y	 todo	 cuanto	 sepa	 respecto	 al
hecho	 o	 hechos	 que	 se	 le	 imputan	 y	 sus	 relaciones	 con	 los
agraviados.
JUECES	NO	DEBEN	REALIZAR	PREGUNTAS	SOBRE	LA	RELIGIÓN	QUE
PROFESA	EL	DECLARANTE
R.	Adm.	289-2011-CE-PJ.
ART.	 1°.—Exhortar	 a	 los	 jueces	 y	 juezas	 de	 todos	 los	 niveles	 que,	 en
cumplimiento	de	 lo	 resuelto	 por	 el	 Tribunal	 Constitucional	 del	 Perú	 en	 el
Expediente	 N°	 06111-2009-PA/TC	 (Caso	 Jorge	 Manuel	 Linares
Bustamante),	 para	 que	 en	 lo	 sucesivo	 se	 excluya	 en	 toda	 diligencia	 o
declaración	 realizada	 ante	 el	 Poder	 Judicial,	 cualquier	 pregunta	 sobre	 la
religión	que	profesa	el	declarante	en	general,	sin	perjuicio	de	lo	indicado	en
el	fundamento	66	de	la	referida	sentencia.	El	interrogatorio	sobre	la	religión
o	 creencia	 profesada	 por	 el	 declarante	 sólo	 se	 podrá	 formular,	 en	 forma
excepcional,	cuando	la	pregunta	sea	absolutamente	necesaria	o	conveniente
para	los	objetivos	del	proceso.
C.	de	P.P.
ART.	125.—Técnica	de	interrogatorio.	Las	preguntas	hechas	al
inculpado	no	serán	oscuras,	ambiguas	ni	capciosas.	Se	seguirá,	en
cuanto	 sea	 posible,	 el	 orden	 cronológico	 de	 los	 hechos.	 Tendrán
como	 objetivo	 hacer	 conocer	 al	 inculpado	 los	 cargos	 que	 se	 le
imputan,	 a	 fin	 de	 que	 pueda	 destruirlos	 o	 esclarecerlos.	 Si	 el
inculpado	 invoca	 hechos	 o	 pruebas	 en	 su	 defensa,	 ellos	 serán
verificados	en	el	plazo	más	breve.
JURISPRUDENCIA.—El	interrogatorio	judicial	resulta	esencial,	si	se
orienta	directamente	a	la	materia	investigada.	(…)	aun	cuando	puedan
existir	concepciones	tradicionales	para	las	que	el	proceso	penal	ha	tenido	por
objeto	la	determinación	de	la	responsabilidad	criminal	del	imputado,	hoy	en
día	se	acepta	pacíficamente	que	la	justicia	penal	no	se	sustenta	en	propósitos
de	carácter	positivo	estructurados	prima	facie	a	la	búsqueda	de	un	inevitable
o	necesario	responsable	del	hecho	criminal.	Por	el	contrario,	se	trata	de
concebir	al	proceso	penal	como	un	instrumento	orientado	a	la	búsqueda	de	la
verdad	en	torno	a	la	comisión	o	no	de	un	evento	delictivo,	así	como	de	la
responsabilidad	o	no	del	imputado.	En	otras	palabras	se	busca	la	verdad	y	no,
de	plano,	la	responsabilidad.
60.	A	efectos	de	lograr	el	cometido	señalado,	se	apela	a	diversos	medios	de
prueba,	dentro	de	los	cuales	ocupa	papel	esencial	el	interrogatorio.	Éste
permite	determinar	de	la	manera	más	amplia	posible	lo	que	constituye	la
versión	directa	del	imputado	y	del	agraviado,	así	como	de	aquellas	personas
cuyo	concurso	se	hace	necesario	para	los	efectos	de	la	investigación	(testigos,
peritos,	etc.).
61.	El	contenido	del	interrogatorio	resulta	esencial,	en	tanto	las	preguntas
realizadas	por	la	judicatura	se	encuentren	directamente	vinculadas	a	la
materia	investigada.	Ello	supone	que	los	aspectos	sobre	los	que	verse	el
interrogatorio	resulten	realmente	de	interés	y	no	se	orienten	hacia	temas
irrelevantes,	impertinentes	o	simplemente	innecesarios	para	lo	que	realmente
se	busca	determinar.	Naturalmente	nada	impide	que	ciertos	datos	formales	de
todo	justiciable	(como	el	nombre,	la	edad,	el	domicilio,	etc.)	sean	requeridos
por	la	autoridad	judicial,	sin	embargo	ello	debe	hacerse	de	la	manera	más
concreta	posible	y	siempre	en	dirección	a	la	utilidad	que	su	conocimiento
proporcione	a	la	administración	de	justicia.
La	relevancia	o	pertinencia	de	interrogar	sobre	la	religión	que	profesa	un
procesado	o	declarante
62.	En	el	contexto	señalado	y	a	la	luz	de	lo	que	resulta	materia	de	reclamo,
procede	analizar	si	la	costumbre	de	preguntar	a	los	procesados	(en	general,	a
todos	interviniente	del	proceso	penal)	respecto	de	la	religión	que	estos
profesan	se	compadece	o	no	con	los	objetivos	del	proceso	penal	o	si,	por	lo
menos,	se	vuelve	necesaria	con	la	exigencia	de	proporcionar	datos	formales	a
fin	de	que	la	administración	de	justicia	pueda	cumplir	con	sus	cometidos.”	(T.
C.,	Exp.	06111-2009-PA/TC,	jul.	07/2011.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—La	prohibición	de	indagar	injustificadamente	sobre
la	religión	del	compareciente	rige	no	solo	para	las	autoridades
judiciales,	sino	para	toda	autoridad	o	funcionario	público.	“(…)	Este
colegiado	considera	al	respecto	que	aunque	se	ha	vuelto	una	práctica	común
(no	normativizada)	el	que	las	autoridades	judiciales	interroguen	a	los
justiciables	respecto	de	la	religión	que	profesan,	tal	interrogante	resulta	en
abstracto	impertinente	además	de	invasiva	en	relación	con	la	libertad
religiosa	(en	este	caso,	a	la	facultad	de	mantener	reserva	sobre	las
convicciones	religiosas),	pues	se	inquiere	por	un	dato	que	en	nada	contribuye
al	objetivo	del	proceso	penal	o	en	general	a	la	administración	de	justicia.
64.	Aunque,	desde	luego,	hay	quienes	pueden	considerar	que	no	habría	en
una	hipótesis	como	la	graficada	inconstitucionalidad	alguna,	habida	cuenta
de	que	cualquier	persona	tiene	el	derecho	de	guardar	reserva	sobre	sus
convicciones	religiosas	(artículo	2°,	inciso	18,	de	la	Constitución)	y,	por	lo
tanto,	a	mantenerse	en	silencio	frente	a	una	interrogante	de	este	tipo,	tal
forma	de	entender	las	cosas	representa	un	contrasentido	y	una	manera
forzada	de	intentar	legitimar	un	acto,	a	todas	luces,	irrazonable.
65.	En	efecto,	el	objetivo	del	proceso	penal	es,	como	se	ha	señalado
anteriormente,	la	búsqueda	de	la	verdad	en	torno	a	la	comisión	o	no	de	un
hecho	punible,	así	como	la	determinación	de	las	responsabilidades	o
irresponsabilidades	según	el	caso.	En	nada	contribuye	a	la	materialización	de
tales	propósitos	el	conocer	si	una	persona	profesa	o	no	la	religión	católica,	la
evangélica	o,	en	general,	cualquier	otra	orientación	religiosa	(también,	por
cierto,	si	es	atea	o	agnóstica).	Más	bien	subyace	tras	la	presencia	de	tal	tipo	de
pregunta	un	cierto	prejuicio	de	individualizar	y/o	tratar	a	las	personas	a
partir	del	dato	que	ofrece	su	orientación	religiosa,	situación	que	en	lugar	de
fomentar	una	justicia	objetiva	e	imparcial,	puede	más	bien	generar	riesgos	en
relación	con	tales	garantías.
66.	Desde	luego,	tampoco	se	está	diciendo	que	no	puedan	existir	casos
excepcionales	en	los	que	este	tipo	de	preguntas	se	hagan	absolutamente
necesarias	o	convenientes	para	los	objetivos	de	la	investigación	(por	ejemplo,
si	lo	que	se	indaga	es	un	delito	perpetrado	por	un	móvil	relacionado	con	el
fanatismo	religioso).	Pero	pretender	convertir	lo	que	debería	ser
rigurosamente	ocasional	en	una	regla	general	o	aplicable	para	todos	los
supuestos	se	presta	a	un	inevitable	cuestionamiento.
67.	Por	consiguiente	y	en	atención	a	las	consideraciones	precedentes,	este
colegiado	considera	que	el	segundo	extremo	del	petitorio	demandado	sí	es
estimable,	pues	más	allá	de	que	el	demandante	lo	haya	acreditado	o	no	para
su	caso	concreto,	la	materia	del	reclamo	representa	una	realidad	insoslayable,
que	incide	objetivamente	en	la	libertad	religiosa	de	un	universo	bastante
amplio	de	personas,	por	lo	que	de	ninguna	manera	puede	legitimarse	como
compatible	con	la	Constitución.	Asimismo,	a	juicio	de	este	tribunal,	la
prohibición	de	indagar	injustificadamente	sobre	la	religión	del	compareciente
no	debe	limitarse	sólo	a	las	autoridades	judiciales,	sino,	por	igual	razón,	debe
extenderse	a	toda	autoridad	o	funcionario	públicos	(…)”	(T.	C.,	Exp.	06111-
2009-PA/TC,	jul.	07/2011.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—La	presencia	del	crucifijo	y	la	biblia	en	despachos	y
tribunales	del	Poder	Judicial	obedece	a	la	gran	influencia	de	la	iglesia.
“(…)	34.	Revisado	el	contenido	constitucionalmente	protegido	del	derecho
fundamental	de	libertad	religiosa	y	el	derecho-principio	de	no	discriminación
por	motivos	de	religión,	así	como	los	principios	de	laicidad	y	de	cooperación,
corresponde	ahora	analizar	si	resulta	compatible	con	el	marco	constitucional
descrito	la	presencia	de	símbolos	religiosos,	como	el	crucifijo	o	la	Biblia,	en	los
despachos	y	tribunales	del	Poder	Judicial.
35.	Considera,	al	respecto,	este	tribunal	que	la	presencia	de	tales	símbolos
religiosos	en	un	ámbito	público	como	el	Poder	Judicial	responde	a	la	gran
influencia	de	la	Iglesia	católica	en	la	formación	histórica,	cultural	y	moral	del
Perú,	debido	a	su	importancia	histórica,	sociológica	y	notorio	arraigo	en
nuestro	país,	conforme	lo	reconoce	el	artículo	50	de	la	Constitución:
‘Dentro	de	un	régimen	de	independencia	y	autonomía,	el	Estado	reconoce	a	la
Iglesia	Católica	como	elemento	importante	en	la	formación	histórica,	cultural
y	moral	del	Perú,	y	le	presta	su	colaboración’.
(…).
37.	La	influencia	de	la	Iglesia	católica	en	la	formación	histórica,	cultural	y
moral	del	Perú	se	manifiesta	en	elementos	presentes	históricamente	en
diversos	ámbitos	públicos,	pudiendo	afirmarse	que,	más	allá	del	carácter
religioso	de	su	origen,	dichos	elementos	revisten	actualmente	un	carácter
histórico	y	cultural.
45.	La	sola	presencia	de	un	crucifijo	o	una	biblia	en	un	despacho	o	tribunal
del	Poder	Judicial	no	fuerza	a	nadie	a	actuar	en	contra	de	sus	convicciones.	En
efecto,	no	puede	sostenerse	que	de	la	presencia	de	tales	símbolos	se	derive
alguna	obligación	para	el	recurrente	(de	adoración	o	veneración,	por
ejemplo),	cuyo	cumplimiento	afecte	su	conciencia	y	podría	dar	lugar	a	que
plantee	una	objeción	de	conciencia	(…).”	(T.	C.,	Exp.	06111-2009-PA/TC,	jul.
07/2011.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
C.	de	P.P.
ART.	 126.—Facultades	 del	 defensor.	 Si	 el	 juez	 instructor
formula	preguntas	que	no	están	de	acuerdo	con	lo	preceptuado	en
los	 artículos	 anteriores,	 puede	 el	 defensor	 aclararlas	 u
observarlas,	haciendo	constar	el	hecho.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	8º.—Todos	los	que	intervienen	en	un	proceso	judicial	tienen	el	deber
de	comportarse	con	lealtad,	probidad,	veracidad	y	buena	fe.
Los	 magistrados	 deben	 sancionar	 toda	 contravención	 a	 estos	 deberes
procesales,	así	como	la	mala	fe	y	temeridad	procesal.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 9º.—Los	 magistrados	 pueden	 llamar	 la	 atención,	 o	 sancionar	 con
apercibimientos,	multas,	pedidos	de	suspensión	o	destitución,	o	solicitar	su
sanción,	 de	 todas	 las	 personas	 que	 se	 conduzcan	 de	 modo	 inapropiado,
actúen	de	mala	fe,	planteen	solicitudes	dilatorias	o	maliciosas	y	en	general,
cuando	 falten	 a	 los	 deberes	 señalados	 en	 el	 artículo	 anterior,	 así	 como
cuando	incumplan	sus	mandatos.
Esta	facultad	comprende	también	a	los	abogados.
C.	de	P.P.
ART.	127.—Modificado.	Ley	27834,	Artículo	Único.	Silencio
del	inculpado.	Si	el	inculpado	se	niega	a	contestar	alguna	de	las
preguntas,	el	juez	penal	las	repetirá	aclarándolas	en	lo	posible,	y	si
aquél	se	mantiene	en	silencio,	continuará	con	la	diligencia
dejando	constancia	de	tal	hecho.
JURISPRUDENCIA.—TC:	el	juez	no	puede	condicionar	o	inducir	a	error	al
procesado	en	el	sentido	de	que	su	silencio	podría	servir	para
incriminarlo.	“Al	respecto,	este	tribunal	aprecia	que,	de	los	actuados	del
proceso	penal	que	se	cuestiona	y	cuya	copia	se	acompaña	al	expediente
constitucional,	no	se	observa	que	el	demandante	haya	sido	inducido	a	declarar
contra	sí	mismo	durante	el	curso	de	los	interrogatorios	a	los	que	fue	sometido.
En	todo	caso,	debe	dejarse	en	claro	que	de	ninguna	manera	está	permitido	o
se	hace	legítimo	que	el	juzgador	condicione	o	induzca	a	error	al	procesado	en
el	sentido	de	que	su	silencio	podrá	ser	tomado	como	referente	incriminatorio
alguno,	habida	cuenta	que	el	declarante	como	cualquier	otro	procesado	tiene
todo	el	derecho	de	permanecer	en	silencio	si	así	lo	decide,	correspondiendo	a
su	abogado	patrocinante	el	orientarlo	de	forma	adecuada	en	el	ejercicio	de
sus	derechos.
Por	lo	demás,	este	tribunal	advierte	que,	en	la	sentencia	condenatoria	y	en	su
confirmatoria	(...),	no	se	merituó	la	declaración	del	favorecido	en	juicio,	sino
que,	más	bien,	se	tomaron	en	cuenta	otros	medios	probatorios	válidos	e
independientes	que	fueron	valorados	en	conjunto	y	que	llevaron	al	órgano
jurisdiccional	a	adoptar	la	decisión	contenida	en	la	sentencia	condenatoria.
Tales	medios	probatorios	fueron	las	declaraciones	de	las	agraviadas	(quienes
ejercían	la	prostitución	en	el	inmueble	materia	de	intervención);	las
declaraciones	de	testigos,	entre	estos	la	declaración	de	una	fiscal	adjunta	que
participó	en	la	intervención;	el	contrato	del	inmueble	donde	se	cometió	el
delito;	el	reporte	de	llamadas	de	los	teléfonos	celulares	pertenecientes	a	los
acusados;	unas	cartas	por	las	cuales	se	solicitó	la	publicación	de	avisos	en	un
diario	para	la	prestación	de	los	servicios	materia	de	imputación	y	condena;
ejemplares	de	dicho	diario;	entre	otros	instrumentos	y	pruebas;	así	como	las
convenciones	probatorias,	conforme	se	advierte	de	las	referidas	resoluciones
judiciales,	lo	que	en	modo	alguno	conlleva	a	la	invalidación	de	las	sentencias
condenatorias,	el	juicio	oral	ni	la	realización	de	un	nuevo	proceso	penal”.	(TC,
Exp.	03021-2013-PHC/TC,	jun.	20/2014.	S.	S.	Blume	Fortini)
C.	de	P.P.
ART.	 128.—Reconocimiento	 de	 objetos.	 Los	 objetos	 que	 se
consideren	medios	de	comprobación	del	delito,	se	presentarán	al
inculpado	para	que	los	reconozca.
C.	de	P.P.
ART.	 129.—Transcripción	 de	 respuestas.	 Las	 respuestas	 del
inculpado	 las	 dictará	 el	 juez	 instructor	 al	 escribano,	 advirtiendo
antes	 a	 aquél	 y	 a	 su	 defensor,	 que	 tienen	 facultad	 de	 hacer	 las
rectificaciones	 que	 juzguen	 necesarias.	 Cuando	 el	 inculpado
solicite	 dictar	 sus	 respuestas	 y	 el	 juez	 crea	 que	 tiene	 capacidad
para	 ello,	 accederá	 al	 pedido.	 El	 inculpado	 puede	 leer	 por	 sí
mismo	su	declaración,	o	pedir	que	lo	haga	su	defensor.
C.	de	P.P.
ART.	130.—Confrontación.	El	Ministerio	Público	o	el	inculpado
puede	pedir	una	confrontación	con	los	testigos	que	designe	y	que
ya	hayan	prestado	su	declaración.	El	juez	instructor	ordenará	la
confrontación,	salvo	que	existiesen	fundados	motivos	para
denegarla.
En	 caso	 de	 denegatoria,	 se	 hará	 constar	 los	 motivos,	 elevando
copia	del	decreto	al	 tribunal.	El	 inculpado	puede	solicitar	que	se
agregue	 a	 esta	 copia	 el	 informe	 que	 presente.	 En	 este	 caso,	 el
Tribunal	Correccional	resolverá	si	se	realiza	o	no	la	confrontación.
La	confrontación	entre	 inculpados	no	puede	ser	denegada	por	el
juez,	si	el	Ministerio	Público	o	uno	de	ellos	la	solicita.
C.	de	P.P.
ART.	131.—Confrontación	de	oficio.	El	juez	instructor	podrá,	de
oficio,	 ordenar	 la	 confrontación	del	 inculpado	 con	uno	o	más	de
los	testigos.
C.	de	P.P.
ART.	 132.—Actos	 vedados	 e	 instructiva.	 Se	 prohíbe	 en	 lo
absoluto	 el	 empleo	 de	 promesas,	 amenazas	 u	 otros	 medios	 de
coacción,	 aunque	 sean	 simplemente	 morales.	 El	 juez	 instructor
deberá	 exhortar	 al	 inculpado	 para	 que	 diga	 la	 verdad;	 pero	 no
podrá	exigirle	juramento,	ni	promesa	de	honor.
C.	de	P.P.
ART.	133.—Incomunicación	del	inculpado.	El	juez	instructor,
cuando	fuere	indispensable	para	los	fines	investigatorios,
mantendrá	en	incomunicación	al	inculpado,	aún	después	de
prestada	la	instructiva,	sin	que	pueda	prolongarse	esa	medida	por
más	de	diez	días.
La	incomunicación	no	impide	las	conferencias	entre	el	inculpado
y	su	defensor,	en	presencia	del	juez	instructor,	quien	podrá
denegarlas	si	las	juzga	inconvenientes.
El	 juez	 instructor	 dará	 aviso	 de	 la	 incomunicación	 al	 Tribunal
Correccional	 y	 expresará	 las	 razones	 que	 haya	 tenido	 para
ordenarla.
JURISPRUDENCIA.—Derecho	a	no	ser	incomunicado.	“(...)	el	derecho	a	no
ser	incomunicado	no	es	un	derecho	absoluto,	sino	susceptible	de	ser	limitado,
pues	como	el	mismo	literal	‘g’,	inciso	24),	del	artículo	2°	de	la	Constitución	se
encarga	 de	 precisar,	 tal	 incomunicación	 puede	 realizarse	 en	 los	 casos
indispensables	 para	 el	 esclarecimiento	 de	 un	 delito,	 y	 en	 la	 forma	 y	 por	 el
tiempo	previstos	por	 la	 ley.	En	tal	supuesto,	 ‘la	autoridad	está	obligada	bajo
responsabilidad	a	señalar,	sin	dilación	y	por	escrito,	el	lugar	donde	se	halla	la
persona	detenida’.
En	 consecuencia,	 no	 hay	 un	 derecho	 absoluto	 a	 no	 ser	 incomunicado.	 Éste
puede	efectuarse,	excepcionalmente,	en	los	casos	indispensables,	y	siempre	que
con	 ello	 se	 persiga	 el	 esclarecimiento	 de	 un	 delito,	 considerado	 como	 muy
grave.	 Además,	 el	 Tribunal	 Constitucional	 considera	 que	 cuando	 la
Constitución	alude	a	la	existencia	de	un	‘caso	indispensable’,	con	ello	exige	la
presencia	de	una	razón	objetiva	y	razonable	que	la	justifique.	Pero,	a	su	vez,
sea	 cual	 fuere	 esa	 base	 objetiva	 y	 razonable,	 tal	 incomunicación	 no	 puede
practicarse	para	otros	fines	que	no	sean	el	esclarecimiento	de	un	delito,	en	la
forma	 y	 plazo	 que	 la	 ley	 establezca.	 Como	 lo	 ha	 expresado	 la	 Corte
Interamericana	de	Derechos	Humanos,	 ‘la	 incomunicación	es	una	medida	de
carácter	excepcional	que	 tiene	como	propósito	 impedir	que	se	entorpezca	 la
investigación	de	los	hechos’.	(Caso	Suárez	Rosero.	Ecuador,	párrafo	51).
173.	En	segundo	 lugar,	aunque	el	 literal	 ‘g’,	 inciso	24),	del	artículo	2°	de	 la
Constitución	no	indique	expresamente	la	autoridad	responsable	para	decretar
la	 incomunicación,	 el	 Tribunal	 Constitucional	 entiende	 que	 ella	 debe	 ser
efectuada	 necesariamente	 por	 el	 juez	 penal,	 en	 tanto	 que	 se	 trata	 de	 una
medida	 limitativa	 de	 un	 derecho	 fundamental.	 (...)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 010-2002-
AI/TC,	ene.	03/2003.	Pres.	Alva	Orlandini)
C.	de	P.P.
ART.	134.—Juramento	del	defensor	y	del	intérprete.	El
defensor	prestará	juramento	o	promesa	de	honor,	a	su	elección,
de	guardar	absoluta	reserva	sobre	la	declaración	instructiva	y	los
incidentes	de	la	instrucción	que	le	sean	comunicados	conforme	a
este	código.	En	caso	de	incomunicación,	deberá	prometer	o	jurar
no	llevar	mensaje	de	ninguna	especie	entre	el	inculpado	o
cualquier	otra	persona,	aunque	sea	de	su	familia.	El	secreto	a	que
está	obligado,	dura	solamente	hasta	que	termine	la	instrucción.
Igualmente,	 se	 tomará	 juramento	 o	 promesa	 de	 honor	 al
intérprete	de	que	desempeñará	fielmente	el	cargo	y	que	guardará
el	secreto	de	la	instructiva.
JURISPRUDENCIA.—Actos	de	prueba	y	actos	de	investigación.	“(...).
Respecto	de	la	alegada	falta	de	traductor,	lo	cual	contraviene	el	artículo
14.3,f,	del	Pacto	Internacional	de	Derechos	Civiles	y	Políticos	y	el	artículo	8.2,a,
de	la	Convención	Interamericana	de	Derechos	Humanos,	ello	no	se	encuentra
acreditado	en	autos,	por	lo	que	carece	de	sustento	dicho	alegato.	De	otro	lado,
sin	perjuicio	de	lo	dicho,	es	pertinente	anotar	que	no	puede	pretenderse	que	se
deje	sin	efecto	todo	un	proceso	penal	en	razón	de	una	presunta	irregularidad
cometida	en	la	fase	de	investigación	preliminar.	Ello	es	así,	fundamentalmente
porque	el	acto	que	se	cuestiona,	si	bien	forma	parte	de	la	actividad	probatoria,
no	constituye	un	acto	de	prueba,	sino	de	investigación.	Éste,	a	diferencia	de
aquel,	no	permite	fundamentar	una	condena.	El	acto	de	investigación	se
realiza	básicamente	en	la	fase	de	investigación	preliminar	e	instructiva,	y
tiene	por	finalidad	la	averiguación	de	los	hechos	relacionados	con	el	hecho
delictivo	que	se	investiga.	Sirve,	entonces,	de	base	para	preparar	la
imputación	penal;	determinar	la	apertura	de	proceso	y	juicio	oral,	y	para
adoptar	medidas	cautelares.	La	condena	se	apoya	en	actos	de	prueba,	los
cuales	se	presentan	básicamente	en	el	juicio	oral,	acto	procesal	respecto	del
cual	el	demandante	no	ha	argüido	la	falta	de	un	intérprete.	(...).”	(TC,	Exp.	N°
08811-2005-PHC/TC,	nov.	29/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
C.	de	P.P.
ART.	 135.—Instructiva	extensa.	 En	 caso	 de	 ser	 la	 declaración
instructiva	 demasiado	 extensa,	 puede	 continuar	 en	 diferentes
días;	pero	necesariamente	deberá	concluirse	antes	del	décimo.	En
el	 curso	 de	 la	 instrucción	 el	 juez	 instructor	 puede	 examinar	 al
inculpado	cuantas	veces	lo	crea	conveniente,	observando	siempre
las	reglas	prescritas	en	este	título.
JURISPRUDENCIA.—Toma	 de	 instructiva	 fuera	 del	 plazo	 por	 razones
imputables	al	 inculpado	no	afecta	derechos	constitucionales.	 “(...)	 En	 el
caso	de	autos	se	constata	que	el	magistrado	emplazado	cumplió	con	tomar	la
declaración	 instructiva	 del	 beneficiario	 hasta	 en	 dos	 oportunidades,
mereciendo	 esta	 diligencia	 sendas	 suspensiones	 por	 causas	 atribuibles	 al
propio	 afectado	 (…),	 sin	 que	 pueda	 afirmarse,	 entonces,	 que	 la	 autoridad
judicial	haya	recortado	el	derecho	de	defensa	que	se	invoca	en	la	demanda,	y
si	 bien	 existe	 un	 retraso	 en	 la	 culminación	 de	 esta	 actuación	 judicial,	 tal
demora	no	constituye	afectación	alguna	de	la	 libertad	individual,	pues	como
se	ha	 señalado	en	el	 fundamento	precedente,	 la	privación	de	 la	 libertad	que
cumple	el	beneficiario	se	sustenta	en	una	providencia	cautelatoria	legalmente
dictada,	distinta	del	acto	de	libertad	de	declaración.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	3427-
2005-PHC/TC,	jun.	27/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
C.	de	P.P.
ART.	136.—Modificado.	Ley	28760,	Art.	1°.	Efectos	de	la
confesión.	La	confesión	del	inculpado	corroborada	con	prueba,
releva	al	juez	de	practicar	las	diligencias	que	no	sean
indispensables,	pudiendo	dar	por	concluida	la	investigación
siempre	que	ello	no	perjudique	a	otros	inculpados	o	que	no
pretenda	la	impunidad	para	otro,	respecto	del	cual	existan
sospechas	de	culpabilidad.
La	confesión	sincera	debidamente	comprobada	puede	ser
considerada	para	rebajar	la	pena	del	confeso	a	límites	inferiores	al
mínimo	legal,	salvo	que	se	trate	de	los	delitos	de	secuestro	y
extorsión,	previstos	en	los	artículos	152	y	200	del	Código	Penal,
respectivamente,	en	cuyo	caso	no	opera	la	reducción.
CONCLUSIÓN	ANTICIPADA	DE	LA	INSTRUCCIÓN
Ley	28122.
ART.	 1°.—Conclusión	 anticipada	 de	 la	 instrucción	 judicial.	 La
instrucción	judicial	podrá	concluir	en	forma	anticipada,	en	los	procesos	por
los	delitos	previstos	en	 los	artículos	121,	122,	185,	186,	188,	189	primera
parte	y	298	del	Código	Penal,	y	en	los	siguientes	casos:
1.	Cuando	el	imputado	hubiese	sido	descubierto	en	flagrancia,	conforme	a
la	definición	establecida	en	el	artículo	4°	de	la	Ley	N°	27934.
2.	Si	 las	pruebas	recogidas	por	 la	autoridad	policial,	 siempre	que	en	ellas
haya	 intervenido	el	Ministerio	Público,	 o	por	 el	propio	Ministerio	Público,
presentadas	 con	 la	 denuncia	 fiscal,	 fueren	 suficientes	 para	 promover	 el
juzgamiento	sin	necesidad	de	otras	diligencias.
3.	 Si	 el	 imputado	 hubiese	 formulado	 confesión	 sincera	 ante	 el	 juez
conforme	al	artículo	136	del	Código	de	Procedimientos	Penales.
Incorporado.	Ley	29407,	Art.	3°.	La	conclusión	anticipada	es	obligatoria
en	todos	los	casos	cuando	la	edad	del	imputado	esté	comprendida	dentro	de
los	 alcances	 del	 artículo	 22	 del	 Código	 Penal,	 debiendo	 el	 juez,	 bajo
responsabilidad,	 implementar	 los	 mecanismos	 necesarios	 para	 su
cumplimiento.
Ley	28122.
ART.	 2°.—Improcedencia	 de	 la	 conclusión	 anticipada.	 No	 procede	 la
conclusión	anticipada	de	la	instrucción	cuando:
1.	 El	 proceso	 fuere	 complejo	 o	 las	 pruebas	 faltantes	 no	 pudieran
completarse	mediante	pocas	y	rápidas	medidas.
2.	Cuando	el	delito	ha	sido	cometido	por	más	de	cuatro	(4)	personas,	o	a
través	de	una	banda	u	organización	delictiva.
Ley	28122.
ART.	 3°.—Disposición	 del	 juez.	 Cuando	 el	 juez	 estimare	 que	 procede	 la
conclusión	 anticipada	 de	 la	 instrucción,	 de	 oficio	 o	 a	 pedido	 de	 parte,
inmediatamente	 después	 de	 actuar	 la	 instructiva	 del	 imputado	 y	 de
practicar	las	diligencias	urgentes	si	fueren	necesarias,	en	el	propio	turno	o
en	el	plazo	de	tres	(3)	días	desde	 la	 instructiva,	dispondrá	que	 la	causa	se
ajuste	al	procedimiento	previsto	en	esta	ley.	Cualquier	informe	o	documento
debe	recabarse	de	inmediato	sin	necesidad	de	que	el	juez	disponga	del	plazo
de	investigación.
Ley	28122.
ART.	4°.—Oposición	a	la	conclusión	anticipada.	El	Ministerio	Público,	la
parte	 civil,	 el	 imputado	 o	 su	 defensor,	 podrán	 oponerse	 a	 la	 conclusión
anticipada	de	la	instrucción,	exclusivamente	por	los	motivos	previstos	en	el
artículo	2°	de	esta	ley,	indicando	en	su	caso,	las	diligencias	de	prueba	cuya
ejecución	 se	pretende	durante	 la	 instrucción	y,	 de	 ser	 el	 caso,	 las	 razones
que	hacen	 imposible	o	 inconveniente	 su	producción	durante	el	 juicio	oral.
La	oposición	deberá	deducirse	en	el	término	de	tres	(3)	días	de	notificado.
El	juez	resolverá	la	oposición	sin	más	trámite	en	el	término	de	dos	(2)	días,
aceptando	o	 rechazando	 la	pretensión.	 Sólo	 en	 el	 caso	de	 rechazo,	 y	 en	 el
plazo	de	 tres	 (3)	días,	 podrá	 interponerse	 recurso	de	 apelación,	 el	mismo
que	 se	 tramitará	 sin	 efecto	 suspensivo.	 La	 sala	 no	 puede	 ordenar	 la
ampliación	de	 la	 instrucción,	 salvo	que	 se	den	 los	 supuestos	de	excepción
del	artículo	2°	de	la	presente	ley.
Si	 no	 hubiere	 oposición	 o	 ésta	 hubiera	 sido	 rechazada,	 el	 juez	 ordenará,
según	el	caso,	 la	vista	 fiscal	del	artículo	197	del	Código	de	Procedimientos
Penales,	o	la	prevista	en	el	artículo	4°	del	Decreto	Legislativo	N°	124.
Ley	28122.
ART.	5°.—Confesión	sincera.	En	los	casos	de	confesión	sincera,	la	sala	o	el
juez	actuarán	conforme	a	las	siguientes	reglas:
1.	 La	 sala,	 después	 de	 instalada	 la	 audiencia,	 preguntará	 el	 acusado	 si
acepta	ser	autor	o	partícipe	del	delito	materia	de	la	acusación	y	responsable
de	la	reparación	civil.
2.	 Si	 se	 produce	 la	 confesión	 del	 acusado,	 el	 juzgador	 preguntará	 al
defensor	si	está	conforme	con	él.	Si	la	respuesta	es	afirmativa,	se	declara	la
conclusión	anticipada	del	debate	oral.	La	sentencia	se	dictará	en	esa	misma
sesión	o	en	 la	 siguiente,	que	no	podrá	postergarse	por	más	de	 cuarenta	y
ocho	(48)	horas,	bajo	sanción	de	nulidad.
3.	 Si	 el	 defensor	 expresa	 su	 conformidad,	 pero	 condicionándola	 a	 la
oralización	de	 algún	medio	 probatorio,	 se	 atenderá	 el	 pedido	 así	 como	 se
permitirá	 argumentaciones	 y	 refutaciones	 sobre	 la	 pena	 o	 la	 reparación
civil.	Seguidamente,	se	suspenderá	la	sesión	para	expedir	sentencia,	 la	que
se	dictará	ese	mismo	día,	o	en	la	sesión	siguiente,	que	no	podrá	postergarse
por	más	de	cuarenta	y	ocho	(48)	horas,	bajo	sanción	de	nulidad.
4.	Si	son	varios	 los	acusados	y	solamente	confiesa	una	parte	de	ellos,	con
respecto	 a	 éstos,	 se	 aplicará	 el	 trámite	 previsto	 y	 se	 expedirá	 sentencia,
prosiguiéndose	 la	 audiencia	 con	 los	 no	 confesos,	 salvo	 que	 la	 sala	 estime
que	se	afectaría	el	resultado	del	debate	oral.
Ley	28122.
Única	 Disposición	 Transitoria.—Procesos	 en	 trámite.	 Las	 reglas	 del
artículo	 5°	 de	 la	 presente	 ley,	 se	 aplicarán	 a	 los	 procesos	 pendientes	 de
juicio	oral.
JURISPRUDENCIA.—Confesión	sincera	debe	ser	 libre	y	espontánea.	 “(...)
la	 confesión	 sincera	 es	 la	declaración	del	 procesado,	 hecha	 en	 forma	 libre	 y
espontánea,	 en	 la	 que	 acepta	 o	 narra	 haber	 participado	 en	 un	 hecho
delictuoso;	 que,	 en	 el	 caso	 de	 autos,	 el	 encausado	 (...)	 reconoce	 su
participación	 en	 los	 hechos	 que	 se	 les	 imputa,	 tanto	 a	 nivel	 policial	 como
judicial,	 advirtiendo	 que	 surten	 los	 efectos	 de	 una	 confesión	 sincera	 para
reducir	la	pena	por	debajo	del	mínimo	legal	(...)”.	(CSJ,	Exp.	N°	861-2000,	jun.
07/2001.	S.S.	Almenara	Bryson)
JURISPRUDENCIA.—Beneficio	 de	 la	 confesión	 sincera	 sujeto	 a
discrecionalidad	 del	 juzgador.	 “(...)	 se	 tiene	 que	 el	 recurrente	 ha	 sido
procesado	y	sentenciado	por	el	delito	de	lesiones	graves	seguidas	de	muerte	en
agravio	 (…).	 Si	 bien	 es	 cierto	 que	 el	 demandante	 alega	 que	 en	 ningún
momento	 rehusó	 su	 participación	 en	 los	 hechos	 investigados,	 cooperando
además	 con	 el	 órgano	 jurisdiccional,	 también	 es	 necesario	 aclarar	 que	 el
beneficio	que	conlleva	la	confesión	sincera	constituye	una	medida	facultativa
propuesta	por	el	legislador	y,	por	lo	tanto,	está	sujeta	a	la	discrecionalidad	del
juzgador.	 (…)”	 (TC,	 Exp.	 N°	 6764-2006-PHC/TC,	 ago.	 08/2007.	 Pres.	 Landa
Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Confesión	sincera	siempre	que	se	verifique	criterios
de	prevención	especial	y	de	utilidad.	“(...)	el	fundamento	de	la	atenuante
procesal	específica	de	confesión	sincera	se	basa	en	criterios	de	prevención
especial	y	de	utilidad.	Sin	embargo,	discrepa	con	la	interpretación	y
conclusiones	que	se	formula	partiendo	de	dicha	base.
Así,	por	ejemplo,	si	se	considera	que	el	fundamento	de	la	confesión	sincera	son
criterios	de	utilidad,	debe	exigirse	que	la	declaración	del	acusado	aporte	una
información	esencial	que	faltaba	para	esclarecer	y	probar	en	el	hecho	materia
de	imputación.	Por	lo	tanto,	si	es	que	la	información	probatoria	que	se
proporciona	ya	existía	o	se	había	realizado	a	través	de	otros	medios	de
prueba,	tal	declaración	no	puede	considerarse	dentro	de	la	referida
circunstancia	atenuante,	toda	vez	que	se	trataría	de	una	información	inútil	y
prescindible	en	la	medida	que	ya	se	había	probado	a	través	de	otras	fuentes	o
vías.”	(CS.	Exp.	N°	13-03,	dic.	11/2007.	Pres.	Pedro	Guillermo	Urbina	G.)
JURISPRUDENCIA.—Es	escasa	la	confesión	sincera	del	imputado
intervenido	en	el	inicio	del	juicio	oral	y	no	a	nivel	preliminar.	“La
determinación	de	la	pena	como	materialización	de	los	factores	relacionados
con	el	injusto	y	la	culpabilidad	que	configuran	el	significado	comunicativo	del
hecho	concreto,	debe	realizarse	conforme	a	los	fines	de	la	misma,	siendo
importante	resaltar	la	teoría	de	la	prevención	general	positiva,	y	la
prevención	especial,	es	decir,	el	quántum	de	la	pena	impuesta	debe	ser
proporcional	al	hecho	delictivo	realizado,	a	efecto	de	modular	o	asumir	una
pena	dentro	de	los	límites	normativos,	razonando	conforme	al	injusto	y	la
culpabilidad	del	encausado	de	acuerdo	a	una	concepción	material	del	delito,
en	la	expectativa	de	su	resocialización	y	reincorporación	social	y	la
afirmación	del	derecho	ante	la	colectividad.	(...).
2.2.3.	Este	supremo	tribunal	entiende	que	la	confesión	sincera	que	configuró
pero	de	escasa	influencia,	puesto	que	no	fue	intervenido	por	las	autoridades	a
nivel	preliminar	sino	hasta	el	inicio	del	juicio,	sin	embargo,	aceptó	los	cargos
imputados	(...)”.	(CS,	R.	N.	2777-2012-Lima,	ene.	30/2013.	V.	P.	Salas	Arenas)
JURISPRUDENCIA.—En	una	conclusión	anticipada	del	juicio	oral,	el
juzgador	puede	recorrer	la	pena	desde	la	más	alta	hasta	la	mínima
inferida,	incluso	decretar	la	absolución.	“(...)	no	obstante	que	el	acusado
(...)	se	sometió	a	la	conclusión	anticipada	del	juicio	oral,	dicha	institución
procesal	únicamente	implica	la	emisión	de	una	sentencia	producto	de	la
confesión	del	acusado,	que	tendrá	como	efecto	procesal	la	conclusión	del
debate	oral,	la	cual	no	necesariamente	está	circunscrita	al	pedido	de	pena	y
reparación	civil	del	fiscal,	por	tanto	el	juzgador	puede	recorrer	la	pena	en
toda	su	extensión,	desde	la	más	alta	prevista	en	el	tipo	penal	hasta	la	mínima
inferida,	llegando	incluso	hasta	la	absolución	si	fuere	el	caso,	cuando	advierta
–entre	otros	supuestos–	que	los	hechos	reconocidos	no	respondan	a	la
tipicidad	materia	de	acusación,	situación	que	se	presenta	en	el	presente	caso,
por	lo	que	en	estricta	aplicación	del	principio	de	legalidad	y	en	armonía	con	la
Ejecutoria	Suprema	Vinculante	emitida	en	el	proceso	penal	número	mil
setecientos	sesenta	y	seis	-	dos	mil	cuatro,	del	veintiuno	de	septiembre	de	dos
mil	cuatro,	corresponde	que	el	acusado	(...)	sea	absuelto	del	cargo	por	delito
de	colusión	desleal	formulado	en	su	contra”.	(CS,	R.	N.	904-2009-Loreto,	abr.
06/2013.	V.	P.	Calderón	Castillo)
C.	de	P.P.
ART.	 137.—Suscripción	 de	 la	 instructiva.	 La	 instructiva	 debe
ser	 firmada	 por	 el	 juez	 instructor,	 el	 inculpado,	 el	 defensor,	 el
intérprete,	 si	 lo	 hubiere,	 y	 el	 actuario.	 Si	 el	 instruyente	 no	 sabe
firmar,	se	le	tomará	su	impresión	digital.
TÍTULO	V
Testigos
C.	de	P.P.
ART.	138.—Citación	de	testigos.	El	juez	instructor	citará	como
testigos:
1.	A	las	personas	señaladas	en	la	denuncia	del	Ministerio	Público,
o	de	la	parte	agraviada,	o	en	el	atestado	policial,	como
conocedores	del	delito	o	de	las	circunstancias	que	precedieron,
acompañaron	o	siguieron	a	su	comisión;
2.	A	las	personas	que	el	inculpado	designe	como	útiles	a	su
defensa,	así	como	a	las	que	especialmente	ofrezca	con	el	objeto	de
demostrar	su	probidad	y	buena	conducta.
El	número	de	los	testigos	comprendidos	en	estos	dos	incisos	será
limitado	por	el	juez,	según	su	criterio,	al	necesario	para	esclarecer
los	hechos	que	crea	indispensables.	El	juez,	además,	deberá	citar	a
todas	 las	personas	que	 suponga	pueden	suministrar	datos	útiles
para	la	instrucción.
C.P.C.
ART.	222.—Aptitud.	Toda	persona	capaz	tiene	el	deber	de	declarar	como
testigo,	 si	 no	 tuviera	 excusa	 o	 no	 estuviera	 prohibida	 de	 hacerlo.	 Los
menores	 de	 dieciocho	 años	 pueden	 declarar	 sólo	 en	 los	 casos	 permitidos
por	la	ley.
C.P.C.
ART.	232.—Efectos	de	la	incomparecencia.	El	testigo	que	sin	justificación
no	 comparece	 a	 la	 audiencia	 de	 pruebas,	 será	 sancionado	 con	 multa	 no
mayor	 de	 cinco	 unidades	 de	 referencia	 procesal,	 sin	 perjuicio	 de	 ser
conducido	al	juzgado	con	auxilio	de	la	fuerza	pública,	en	la	fecha	que	fije	el
juez	para	su	declaración,	sólo	si	lo	considera	necesario.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Corte	Suprema	fija	requisitos	para
ponderar	posición	del	inculpado	como	testigo.	“(...)	a)	Desde	la	perspectiva
subjetiva,	ha	de	analizarse	la	personalidad	del	coimputado,	en	especial	sus
relaciones	con	el	afectado	por	su	testimonio.	También	es	del	caso	examinar	las
posibles	motivaciones	de	su	delación,	que	éstas	no	sean	turbias	o	espurias:
venganza,	odio,	revanchismo,	deseo	de	obtener	beneficios	de	cualquier	tipo,
incluso	judiciales,	que	por	su	entidad	están	en	condiciones	de	restarle	fuerte
dosis	de	credibilidad.	Asimismo,	se	tendrá	del	cuidado	de	advertir	si	la
finalidad	de	la	declaración	no	sea,	a	su	vez,	exculpatoria	de	la	propia
responsabilidad.
b)	Desde	la	perspectiva	objetiva,	se	requiere	que	el	relato	incriminador	esté
mínimamente	corroborado	por	otras	acreditaciones	indiciarias	en	contra	del
sindicado	que	incorporen	algún	hecho,	dato	o	circunstancia	externa,	aún	de
carácter	periférico,	que	consolide	su	contenido	incriminador.
c)	Asimismo,	debe	observarse	la	coherencia	y	solidez	del	relato	del
coimputado;	y,	de	ser	el	caso,	aunque	sin	el	carácter	de	una	regla	que	no
admita	matizaciones,	la	persistencia	de	sus	afirmaciones	en	el	curso	del
proceso.	El	cambio	de	versión	del	coimputado	no	necesariamente	la	inhabilita
para	su	apreciación	judicial,	y	en	la	medida	en	que	el	conjunto	de	las
declaraciones	del	mismo	coimputado	se	hayan	sometido	a	debate	y	análisis,	el
juzgador	puede	optar	por	la	que	considere	adecuada.
10.	Tratándose	de	las	declaraciones	de	un	agraviado,	aun	cuando	sea	el	único
testigo	de	los	hechos,	al	no	regir	el	antiguo	principio	jurídico	testis	unus	testis
nullus,	tiene	entidad	para	ser	considerada	prueba	válida	de	cargo	y,	por	ende,
virtualidad	procesal	para	enervar	la	presunción	de	inocencia	del	imputado,
siempre	y	cuando	no	se	adviertan	razones	objetivas	que	invaliden	sus
afirmaciones.	Las	garantías	de	certeza	serían	las	siguientes:
a)	Ausencia	de	incredibilidad	subjetiva.	Es	decir,	que	no	existen	relaciones
entre	agraviado	e	imputado	basadas	en	el	odio,	resentimiento,	enemistad	u
otras	que	puedan	incidir	en	la	parcialidad	de	la	disposición,	que	por	ende	le
nieguen	aptitud	para	generar	certeza.
b)	Verosimilitud,	que	no	sólo	incide	en	la	coherencia	y	solidez	de	la	propia
declaración,	sino	que	debe	estar	rodeada	de	ciertas	corroboraciones
periféricas,	de	carácter	objetivo	que	le	doten	de	aptitud	probatoria.
c)	Persistencia	en	la	incriminación,	con	las	matizaciones	que	se	señalan	en	el
literal	c)	del	párrafo	anterior.
11.	Los	requisitos	expuestos,	como	se	ha	anotado,	deben	apreciarse	con	el
rigor	que	corresponde.	Se	trata	sin	duda,	de	una	cuestión	valorativa	que
incumbe	al	órgano	jurisdiccional.	Corresponde	al	juez	o	sala	penal	analizarlos
ponderadamente,	sin	que	se	trate	de	reglas	rígidas	sin	posibilidad	de	matizar
o	adoptar	al	caso	concreto.	(...)”	(CSJ,	Ac.	Plen.	N°	2-2005/CJ-116,	set.	30/2005.
S.S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Son	tres	las	condiciones	que	debe	cumplir	la
declaración	del	agraviado	para	tener	valor	probatorio.	“9.	En	lo	atinente
al	valor	probatorio	que	debe	merecer	la	declaración	de	un	agraviado	–aun
cuando	sea	el	único	testigo	de	los	hechos–	conforme	al	Acuerdo	Plenario	N°	2-
2005/CJ-1164,	debe	estar	rodeada	de	las	siguientes	garantías	de	certeza:
a)	Ausencia	de	incredibilidad	subjetiva.	Es	decir,	que	no	existan	relaciones
entre	agraviado	e	imputado	basadas	en	el	odio,	resentimientos,	enemistad	u
otras	que	puedan	incidir	en	la	parcialidad	del	testimonio,	que	le	nieguen
aptitud	para	generar	certeza.
b)	Verosimilitud,	que	no	sólo	incide	en	la	coherencia	y	solidez	de	la	propia
declaración,	sino	que	debe	estar	rodeada	de	ciertas	corroboraciones
periféricas,	de	carácter	objetivo	que	le	doten	de	aptitud	probatoria.
c)	Persistencia	en	la	incriminación,	demostrada	con	la	coherencia	y	solidez
del	relato	y	de	ser	el	caso	la	persistencia	de	sus	afirmaciones	en	el	curso	del
proceso”.	(Corte	Superior	de	Lima,	Exp.	00074-2011-6-1826-JR-PE-02,	abr.
10/2013.	Voto	no	concordado	de	la	magistrada	Susana	Ynes	Castañeda	Otsu)
C.	de	P.P.
ART.	 139.—Citación	 y	 apercibimiento.	 El	 juez	 señalará	 día	 y
hora	para	la	comparecencia	del	testigo,	bajo	apercibimiento	de	ser
conducido	por	la	fuerza	pública.
JURISPRUDENCIA.—Apercibimiento	de	ser	conducido	por	grado	o	fuerza
no	 implica	 vulneración	 de	 derechos.	 “(...)	 Que	 dicho	 apercibimiento	 no
implica,	per	se,	una	amenaza	a	la	libertad	individual	de	la	demandante,	toda
vez	que	ha	sido	emitida	por	la	autoridad	jurisdiccional	en	el	ejercicio	regular
de	sus	atribuciones,	donde	incluso	dicha	autoridad	se	encuentra	investida	de
la	potestad	necesaria	para	emitir	los	apercibimientos	necesarios	para	que	sus
mandatos	o	resoluciones	sean	ejecutados	en	los	términos	que	se	ha	ordenado;
más	 aún,	 resulta	 una	 obligación	 de	 todo	 ciudadano	 cumplir	 con	 los
requerimientos	 que	 emita	 la	 autoridad	 jurisdiccional	 competente,	 teniendo
como	correlato	el	derecho	de	 impugnar	 los	mismos,	 cuando	no	 se	encuentre
conforme	 con	 su	 contenido,	 siempre	 que	 emanen	 de	 una	 autoridad
competente	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	7607-2005-PHC/TC,	jun.	22/2006.	Pres.	Bardelli
Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Exclusión	de	algunos	coprocesados	no	evita	ni
impide	debate	contradictorio	ni	confrontación	en	el	juicio	penal.	“(…)
Que	si	bien	el	demandante	sostiene	que	ello	le	impide	poder	ejercer	una
adecuada	defensa	en	el	entendido	que	no	podrá	revertir	los	cargos	imputados
por	sus	coprocesados	en	el	juicio	oral,	al	estar	ellos	excluidos	de	dicho	proceso
y	que	en	consecuencia	no	habrá	debate	contradictorio	ni	confrontación,	sin
embargo	ello	no	es	así	toda	vez	que	los	magistrados	de	la	Tercera	Sala	Penal
de	la	Corte	Superior	de	Justicia	(…),	que	dirigen	el	proceso	penal	en	referencia,
pueden	disponer	la	presencia	de	aquéllos	en	dicho	proceso	en	calidad	de
testigos	de	conformidad	con	los	artículos	138	y	139	del	Código	de
Procedimientos	Penales.”	(TC,	Exp.	05398-2009-PHC/TC,	ene.	21/2010.	S.	S.
Vergara	Gotelli)
C.	de	P.P.
ART.	 140.—Citación	 de	 empleado	 público	 o	 militar	 en
servicio.	 Si	 la	 persona	 citada	 como	 testigo	 fuese	 empleado
público	 o	 militar	 en	 servicio,	 el	 juez	 instructor,	 además	 de	 la
citación	 directa,	 avisará	 por	 oficio	 al	 superior	 el	 hecho	 de	 la
citación,	con	el	fin	de	que	ordene	la	comparecencia.	El	testigo	no
puede	 excusarse	 con	 la	 falta	 de	 esta	 orden	 para	 librarse	 de	 las
responsabilidades	en	que	 incurre	por	efecto	de	 su	omisión.	 Si	 el
testigo	 omiso	 es	 un	 soldado,	 estas	 responsabilidades	 recaerán
sobre	el	superior	que	no	ordenó	la	comparecencia.
C.	de	P.P.
ART.	141.—Exoneración	de	declaración.	No	podrán	ser
obligados	a	declarar:
1.	Los	eclesiásticos,	abogados,	médicos,	notarios	y	obstetrices,
respecto	de	los	secretos	que	se	les	hubiera	confiado	en	el	ejercicio
de	su	profesión;
2.	El	cónyuge	del	inculpado,	sus	ascendientes,	descendientes,
hermanos	y	hermanos	políticos;
Las	personas	comprendidas	en	estos	incisos	serán	advertidas	del
derecho	que	 les	 asiste	para	 rehusar	 la	declaración,	 en	 todo	o	en
parte.
C.	de	P.P.
ART.	142.—Juramento	o	promesa.	Antes	de	recibir	la
declaración	de	un	testigo,	el	juez	instructor	le	preguntará	si
profesa	o	no	una	religión;	en	el	primer	caso,	le	exigirá	juramento,
y	en	el	segundo,	promesa	de	honor	de	decir	la	verdad.	No	se
exigirá	prestación	de	juramento	ni	promesa	cuando	declaren:
1.	Los	testigos	comprendidos	en	el	artículo	anterior;
2.	Los	menores	de	dieciocho	años	y	personas	a	quienes,	por	falta
de	desarrollo	o	por	decadencia	mental,	se	les	consideren	en	un
estado	intelectual	inferior	al	normal.	El	juez	explicará	a	todo
testigo	que	incurre	en	responsabilidad	penal	si	falta	a	la	verdad.
C.	de	P.P.
ART.	143.—Modificado.	Ley	27055,	Art.	2°.	Declaración
preventiva.	La	declaración	preventiva	de	la	parte	agraviada	es
facultativa,	salvo	mandato	del	juez,	o	solicitud	del	Ministerio
Público	o	del	encausado,	caso	en	el	cual	será	examinada	en	la
misma	forma	que	los	testigos.
En	los	casos	de	violencia	sexual	en	agravio	de	niños	o
adolescentes	la	declaración	de	la	víctima	será	la	que	rinda	ante	el
Fiscal	de	Familia,	con	arreglo	a	lo	dispuesto	en	el	Código	de	los
Niños	y	Adolescentes,	salvo	mandato	contrario	del	juez.
La	confrontación	entre	el	presunto	autor	y	 la	víctima	procederá
si	es	que	ésta	fuese	mayor	de	14	años	de	edad.	En	el	caso	que	la
víctima	fuese	menor	de	14	años	de	edad,	 la	confrontación	con	el
presunto	autor	procederá	también	a	solicitud	de	la	víctima.
JURISPRUDENCIA.—Ausencia	de	la	querellada	en	la	declaración
preventiva	del	querellante	no	afecta,	per	se,	el	derecho	a	la	prueba	y
menos	el	derecho	de	defensa.	“(…)	‘La	defensa	no	tiene	por	objeto	discutir
en	este	proceso	la	verdad	objetiva	de	la	información	y	fotografía	que	es
materia	de	la	acusación	privada	(...)’,	sino	que	plantea	la	absolución	por	las
siguientes	razones	alternativas	‘(…)	atipicidad	de	los	hechos	objeto	de
acusación	por	falta	del	elemento	típico	(imputación	objetiva)	y	atipicidad	de
los	hechos	objeto	de	acusación	por	falta	del	elemento	típico	dolo	(imputación
subjetiva)	(…)’,	por	ende,	frente	a	tal	tesis	de	defensa	la	no	participación	en	la
declaración	del	querellante	(…)	no	constituye	un	menoscabo	a	su	derecho	de
defensa,	no	existe	relación	entre	los	hechos	que	quería	probar	–falta	del
elemento	típico	imputación	objetiva	(principio	de	confianza)	y	ausencia	del
elemento	típico	imputación	subjetiva	(dolo)–,	con	el	acto	procesal	en	el	que
quería	intervenir,	pues	con	la	declaración	del	querellante	no	era	posible
determinar	si	la	querellada	actuó	en	base	al	principio	de	confianza	que	alega
en	su	recurso	de	nulidad.	En	efecto,	la	declaración	del	querellante	(…)	en	si
misma	–tesis	de	defensa	antes	indicada–	no	hubiera	permitido	establecer	la
existencia	o	inexistencia	del	hecho	que	pretendía	probar	o	verificar,	esto	es,	la
actuación	bajo	el	principio	de	confianza;	y	es	que	bajo	cauces	lógicos	lo	único
que	hubiese	expresado	es	lo	que	señaló	en	su	demanda,	en	tanto	resultaba
ajeno	a	la	fuente	de	información,	al	proceso	de	verificación	de	la	noticia	y	al
rol	de	la	encausada;	diferente	empero	hubiera	sido	si	existiese	una
denegatoria	de	actuación	probatoria	referida	a	recibir	las	testimoniales	de
personas	vinculadas	con	el	procesamiento	de	la	información	que	posibilitasen
probar	su	tesis	de	defensa	que	no	ha	ocurrido,	en	tanto	postuló	y	desarrolló
amplia	actividad	probatoria	con	otros	medios	de	prueba	a	fin	de	establecer	su
tesis	de	inocencia.	Ahora	bien,	aunado	a	ello	es	de	estimar	que	el	artículo
ciento	cuarenta	y	tres	del	Código	de	Procedimientos	Penales	establece	que
esta	declaración	es	facultativa,	que	constituye	acto	procesal	en	que	el
ofendido	acude	ante	el	juez	para	poner	en	conocimiento	el	modo,	forma	y
circunstancias	cómo,	en	este	caso,	se	vulneró	su	derecho	al	honor,
proporcionando	el	nombre	de	las	personas	que	considera	autores	del	hecho
que	incrimina;	informando	acorde	a	la	denuncia	que	formula,	es	decir,
ratificando	la	misma;	que,	en	este	caso,	era	estimable	que	el	querellante
proporcionaría	la	misma	información	en	que	sustenta	su	querella.	En
consecuencia,	la	no	presencia	en	la	declaración	preventiva	del	querellante	no
afectó	fundamentalmente	su	derecho	a	la	prueba	y	menos	su	derecho	de
defensa	(…).”	(CS,	R.	N.	449-2009,	jul.	09/2009.	S.S.	Rodríguez	Tineo)
C.	de	P.P.
ART.	144.—Declaración	de	sordomudos.	Los	 sordomudos	que
sepan	escribir,	prestarán	juramento	o	promesa	y	declaración	por
escrito.	Los	que	no	sepan,	 lo	harán	por	signos	siempre	que	éstos
revelen	 hechos	 de	 fácil	 percepción	 y	 comprensibles	 a	 juicio	 del
juez.
C.	de	P.P.
ART.	 145.—Preguntas	 obligatorias.	 Los	 testigos	 serán
preguntados	 por	 su	 nombre,	 apellidos,	 nacionalidad,	 edad,
religión,	 estado	 civil,	 domicilio,	 sus	 relaciones	 con	 el	 inculpado,
con	 la	 parte	 agraviada	 o	 con	 cualquier	 persona	 interesada	 en	 el
proceso,	 y	 se	 les	 invitará	 a	 expresar	 ordenadamente	 los	 hechos
que	 el	 juez	 instructor	 considere	 pertinentes,	 procurando,	 por
medio	 de	 preguntas	 oportunas	 y	 observaciones	 precisas,	 que	 la
declaración	 sea	 completa;	 que	 las	 contradicciones	 queden
esclarecidas	y	que	dé	explicación	de	las	afirmaciones	o	negaciones
que	se	hagan.
C.	de	P.P.
ART.	146.—Modificado.	Ley	27055,	Art.	3°.	Reconocimiento.
Reconstrucción	de	los	hechos.	Cuando	se	trate	de	que	un	testigo
reconozca	a	una	persona	o	cosa,	deberá	describirla	previamente,
después,	le	será	presentada,	procurando	que	se	restablezcan	las
condiciones	en	que	la	persona	o	cosa	se	hallaba	cuando	se	realizó
el	hecho.	Asimismo,	se	podrá	reconstruir	la	escena	del	delito	o	sus
circunstancias,	cuando	el	juez	instructor	lo	juzgue	necesario,	para
precisar	la	declaración	de	algún	testigo,	del	agraviado	o	del
inculpado.
En	 ningún	 caso,	 se	 ordenará	 la	 concurrencia	 del	 niño	 o
adolescente	agraviado	en	casos	de	violencia	sexual	para	efectos	de
la	reconstrucción.
JURISPRUDENCIA.—Las	 diligencias	 policiales	 sin	 participación	 del
Ministerio	 Público	 no	 tienen	 solvencia	 probatoria.	 “Las	 diligencias
policiales	 sin	 participación	 del	 Ministerio	 Público	 no	 tienen	 solvencia
probatoria	para	determinar	 la	responsabilidad	penal	del	 justiciable,	máxime
si	 la	 menor	 agraviada	 se	 retractó	 de	 la	 imputación	 policial	 en	 el	 plenario
dejando	incólume	la	presunción	de	inocencia	con	la	cual	ingresó	al	escenario
procesal	 el	 encausado;	 siendo	 acertado	 la	 absolución	 venida	 en	 grado.	 (...)
Aunado	 a	 ello,	 se	 tiene	 que	 al	 analizar	 la	 declaración	 incriminatoria	 de	 la
víctima	y	acta	de	reconocimiento	fotográfico	(...),	respectivamente,	se	aprecia
que	no	 tienen	entidad	 suficiente	para	establecer	participación	en	 los	hechos
delictivos	del	encausado	(...)	toda	vez	que	el	reconocimiento	policial	omitió	el
protocolo	a	seguir	dispuesto	por	el	artículo	ciento	cuarenta	y	seis	del	Código
de	Procedimientos	Penales	y	la	manifestación	policial	de	la	víctima	carece	de
valor	 probatorio,	 a	 tenor	 de	 lo	 preceptuado	 en	 el	 artículo	 sesenta	 y	 dos	 del
acotado	 código,	 máxime	 si	 el	 Acuerdo	 Plenario	 número	 dos	 guión	 dos	 mil
cinco	 oblicua	 CJ	 guión	 ciento	 dieciséis,	 da	 las	 pautas	 necesarias	 que	 el
testimonio	de	la	víctima	debe	reunir	para	dotarlo	de	plena	credibilidad	como
prueba	de	cargo,	 siendo	 las	 siguientes:	 i)	Ausencia	de	 incredilidad	subjetiva;
ii)	Verosimilitud;	y,	iii)	Persistencia	en	la	incriminación.	En	el	presente	caso,	el
segundo	de	los	requisitos	no	se	cumple,	es	decir,	la	verosimilitud	que	se	refiere
a	 la	 concurrencia	de	corroboraciones	periféricas,	que	constituye	en	el	hecho
que	la	propia	adolescente	manifiesta	que	se	utilizó	un	alicate	para	forzarle	a
abrir	 la	 boca	 e	 introducirle	 un	 narcótico	 para	 dejarla	 en	 estado	 de
inconsciencia,	 pero	 el	 dictamen	médico	 practicado	 no	 revela	 que	 se	 le	 haya
causado	lesiones	en	la	boca,	(...)”.	(C.	S.,	R.	N.	2735-2014-Puno,	feb.	04/2016.	S.
S.	Villa	Stein)
C.	de	P.P.
ART.	 147.—Testimonial	 de	 personas	 imposibilitadas	 de
comparecer.	 Los	 testigos	 enfermos	 o	 imposibilitados	 de
comparecer,	 serán	 examinados	 por	 el	 juez	 instructor	 en	 sus
domicilios.	 En	 caso	 de	 peligro	 de	 muerte,	 el	 testigo	 será
examinado	inmediatamente.
C.	de	P.P.
ART.	 148.—Modificado.	 Ley	 27264,	 Artículo	 Único.
Declaración	de	autoridades.	 El	 Presidente	 de	 la	 República,	 los
congresistas,	 los	 ministros	 de	 Estado,	 el	 Presidente	 del	 Jurado
Nacional	 de	 Elecciones,	 el	 Defensor	 del	 Pueblo,	 el	 Contralor
General	 de	 la	 República,	 los	 miembros	 del	 directorio	 del	 Banco
Central	 de	 Reserva,	 el	 Superintendente	 de	 Banca	 y	 Seguros,	 los
magistrados	de	la	Corte	Suprema	y	cortes	superiores,	el	Fiscal	de
la	Nación	y	fiscales	ante	la	Corte	Suprema	y	las	cortes	superiores,
los	miembros	del	Tribunal	Constitucional,	del	Consejo	Nacional	de
la	 Magistratura,	 del	 Consejo	 Supremo	 de	 Justicia	 Militar,	 los
arzobispos	y	obispos,	declararán,	a	su	elección,	en	su	domicilio	o
en	el	local	de	su	despacho.
C.	de	P.P.
ART.	 149.—Declaración	 de	 diplomáticos.	 A	 los	 agentes
diplomáticos	acreditados	en	el	Perú	se	les	recibirá	su	declaración,
estando	llanos	a	prestarla,	mediante	informe,	a	cuyo	efecto	se	les
enviará,	 por	 conducto	 del	 Ministerio	 de	 Relaciones	 Exteriores,
copia	del	interrogatorio.
C.	de	P.P.
ART.	150.—Declaración	por	exhorto.	El	examen	de	los	testigos
residentes	en	otra	provincia,	se	hará	mediante	exhorto	al	juez	del
lugar,	 explicándose	 en	 el	 despacho	 los	 hechos	 que	 deben	 ser
averiguados.	Para	 la	declaración	de	los	testigos	residentes	en	los
distritos	de	 la	misma	provincia,	el	exhorto	se	 librará	a	 los	 jueces
de	 paz,	 cuando	 el	 instructor	 juzgue	 que	 no	 es	 indispensable	 la
concurrencia	 personal	 de	 los	 testigos.	 Estos	 despachos	 son
reservados	 y	 no	 pueden	 ser	 comunicados	 por	 el	 juez	 que	 los
recibe	 a	 persona	 alguna,	 antes	 de	 ser	 evacuada	 la	 declaración,
bajo	 responsabilidad.	 Siempre	 que	 exista	 comunicación	 por
ferrocarril	 u	 otro	medio	 rápido	 de	 transporte,	 el	 juez	 instructor
ordenará	 la	 concurrencia	 personal	 de	 los	 testigos	 que	 juzgue
importantes.
C.	de	P.P.
ART.	151.—Declaración	en	situaciones	de	urgencia.	 En	 casos
urgentes,	 la	 comisión	 para	 examinar	 a	 los	 testigos	 puede	 darse
por	medio	de	telégrafo,	teléfono	o	radio.	Por	estos	mismos	medios
pueden	 transmitirse	 los	 datos	 importantes	 que	 resulten	 de	 una
declaración,	siempre	que	el	juez	instructor	lo	solicite;	sin	perjuicio
de	 que	 la	 declaración	 en	 forma	 se	 haga	 constar	 por	 escrito,	 con
arreglo	a	las	prescripciones	establecidas	en	este	código.
C.	de	P.P.
ART.	152.—Intervención	de	intérprete.	Si	el	testigo	ignora	la
lengua	castellana,	se	recurrirá	a	un	intérprete;	pero	en	los
actuados	constarán	las	declaraciones	en	ambos	idiomas.	El
intérprete	prestará	juramento	o	promesa	de	honor	de
desempeñar	lealmente	el	cargo.
C.	de	P.P.
ART.	153.—Concurrencia	del	testigo	al	juicio	oral.	Los	testigos
cuyas	 declaraciones,	 a	 juicio	 del	 juez	 instructor,	 sean	 de	 capital
importancia,	serán	advertidos	de	que,	si	el	Tribunal	Correccional
lo	juzga	necesario,	deberán	concurrir	al	juicio	oral.
C.	de	P.P.
ART.	 154.—Indemnización	 de	 testigos.	 El	 juez	 instructor
advertirá	a	 los	 testigos	a	quienes	 indique	que	deben	concurrir	 a
los	 debates	 orales,	 que	 tienen	 derecho	 para	 solicitar	 una
indemnización.	 Si	 alguno	 la	 solicita,	 el	 juez	 fijará	 su	 monto,
atendiendo	a	 la	 ocupación	habitual	del	 testigo.	 La	 indicación	del
juez	 instructor	 y	 la	 indemnización	 fijada,	 se	 hará	 constar	 en	 la
declaración.
C.	de	P.P.
ART.	 155.—Prohibición	 de	 confrontación.	 Los	 testigos	 serán
examinados	 separadamente.	 Se	 prohíbe	 las	 confrontaciones	 o
careos	entre	testigos,	lo	que	no	obsta	para	que	los	interrogatorios
se	dirijan	en	el	sentido	de	aclarar	las	contradicciones	que	resulten
de	 una	 declaración	 con	 las	 referencias	 o	 versiones	 recogidas
anteriormente.
C.	de	P.P.
ART.	156.—Tacha	a	testigos.	El	juez	instructor	comunicará
personalmente	al	inculpado	o	a	su	defensor	el	nombre	de	los
testigos	antes	de	que	declaren,	a	fin	de	que	puedan	hacer
observaciones	respecto	de	su	capacidad	o	imparcialidad.	Las
respuestas	que	den	se	harán	constar	expresamente.
En	caso	de	tachas	a	los	testigos,	el	juez	instructor	preguntará	la
manera	cómo	pueden	comprobarse	los	hechos	en	que	se	funda	la
tacha	y	hará	de	oficio	las	investigaciones	necesarias	para	esa
comprobación.
La	tacha	no	impide	que	se	reciba	la	declaración	del	testigo.
C.	de	P.P.
ART.	 157.—Presencia	 del	 inculpado	 en	 declaración	 del
testigo.	El	 inculpado	por	 sí	mismo,	 o	por	medio	de	 su	defensor,
puede	solicitar	del	juez	instructor	que	se	le	conceda	presenciar	la
declaración	de	todos	o	algunos	de	los	testigos.	El	 juez	accederá	a
esta	petición	respecto	de	los	testigos	que	no	puedan	ser	influidos
por	 la	 presencia	 del	 inculpado,	 y	 cuando	 crea	 que	 esa
confrontación	no	afecta	al	descubrimiento	de	la	verdad.
C.	de	P.P.
ART.	158.—Preguntas	del	defensor	en	declaración	de	testigo.
Cuando	 el	 inculpado	 concurra	 a	 la	 declaración	 de	 un	 testigo,	 lo
hará	con	su	defensor	y	podrá	solicitar	del	juez	instructor	que	éste
haga	 determinadas	 preguntas.	 El	 juez	 podrá	 acceder	 o	 negarse,
según	 su	 criterio.	 En	 caso	 de	 negativa,	 dejará	 constancia	 de	 las
preguntas.
C.	de	P.P.
ART.	159.—Transcripción	y	suscripción	de	testimonial.	En
toda	declaración	deberán	constar	con	entera	fidelidad	las
preguntas	y	respuestas.
El	declarante	debe	responder	oralmente,	sin	auxiliarse	de	escrito
ni	documento	alguno.
Extendida	 la	 declaración	 se	 le	 dará	 lectura	 para	 que	 el	 testigo
exprese	su	conformidad.	Sin	embargo,	el	testigo	podrá	leer	por	si
mismo	la	diligencia	cuando	lo	solicite.	El	juez	y	los	concurrentes	a
la	 diligencia	 firmarán	 el	 acta.	 Si	 el	 testigo	 no	 sabe	 firmar,	 se	 le
tomará	su	impresión	digital.
TÍTULO	VI
Peritos
C.	de	P.P.
ART.	 160.—Designación.	 El	 juez	 instructor	 nombrará	 peritos,
cuando	en	 la	 instrucción	 sea	necesario	 conocer	o	 apreciar	 algún
hecho	 importante	 que	 requiera	 conocimientos	 especiales.	 Este
nombramiento	se	comunicará	al	inculpado,	al	Ministerio	Público	y
a	la	parte	civil.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	273.—Los	peritos	judiciales	deben	reunir	los	requisitos	que	las	leyes
procesales	 exigen,	 tener	 conducta	 intachable	 y	 figurar	 en	 la	 nómina	 que
remitan	las	instituciones	representativas	de	cada	profesión.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 274.—Los	 colegios	 profesionales	 y	 las	 instituciones	 representativas
de	cada	actividad	u	oficio	debidamente	reconocidas,	remiten	anualmente	a
la	 corte	 superior	 del	 distrito	 judicial	 correspondiente,	 la	 nómina	 de	 sus
miembros	que	 consideren	 idóneos	para	 el	 desempeño	del	 cargo	de	perito
judicial,	a	razón	de	dos	por	cada	 juzgado.	Estos	deben	residir	dentro	de	 la
circunscripción	 de	 cada	 juzgado	 y	 reunir	 los	 requisitos	 legales	 para	 el
desempeño	de	tal	función.	Las	nóminas	son	transcritas	a	los	juzgados	para
que	éstos	designen	rotativamente,	en	cada	caso	y	en	presencia	de	las	partes
o	 de	 sus	 abogados,	 a	 quienes	 deban	 actuar.	 Las	 cortes	 superiores	 pueden
solicitar,	 cuando	 lo	 consideren	 conveniente,	 se	 aumente	 el	 número	 de
peritos	que	figuren	en	las	nóminas.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 275.—Los	 órganos	 jurisdiccionales	 pueden	 solicitar	 de	 oficio	 a	 las
instituciones	 profesionales	 que	 emitan	 informes	 ilustrativos	 o	 peritajes
sobre	asuntos	específicos.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	276.—En	caso	de	que	se	solicite	informes	o	pericias	a	los	funcionarios
de	 la	 Administración	 Pública,	 éstos	 están	 obligados	 a	 presentar	 su
colaboración	 bajo	 responsabilidad,	 salvo	 que	 se	 afecten	 las	 labores	 a	 su
cargo,	a	juicio	de	su	superior	jerárquico,	en	cuyo	caso	deben	excusarse.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	278.—Las	irregularidades	cometidas	por	los	peritos	en	el	desempeño
de	 sus	 funciones,	 son	 puestas	 en	 conocimiento	 de	 las	 instituciones
profesionales	que	 los	propusieron,	 sin	perjuicio	de	aplicarse	 las	 sanciones
que	establece	la	ley.
JURISPRUDENCIA.—No	nombramiento	de	peritos	y	afectación	del	debido
proceso.	“(...).	En	lo	relativo	a	la	afectación	al	debido	proceso	al	no	haberse
aplicado	el	artículo	160	del	Código	de	Procedimientos	Penales,	este	colegiado
considera	que	en	la	medida	que	dicha	disposición	establece	el	nombramiento
de	peritos	en	los	procesos	penales,	corresponde	al	juez	seguir	el	trámite	para
tal	efecto,	pero	ello	en	modo	alguno	enerva	la	posibilidad	que	puedan
desarrollarse	o	presentarse	peritajes	cuyo	valor	probatorio	será,	como	ya
quedó	expuesto,	el	que	el	juzgador	les	asigne;	en	todo	caso,	la	no	actuación	de
los	peritajes	dispuestos	por	la	instancia	superior	también	deberá	ser
merituada	por	el	juez	ordinario,	no	correspondiendo	que	el	Tribunal
Constitucional	emita	un	pronunciamiento	sobre	el	particular,	más	aún	cuando
la	facultad	de	determinar	la	responsabilidad	o	inocencia	de	una	persona	es
una	atribución	del	juez	penal	ordinario.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	2986-2005-HC/TC,
abr.	07/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
C.	de	P.P.
ART.	161.—Número,	preferencia	y	honorarios.	Los	peritos
serán	dos,	y	el	juez	instructor	deberá	nombrar	de	preferencia	a
especialistas	donde	los	hubiere,	y,	entre	éstos,	a	quienes	se	hallen
sirviendo	al	Estado.	A	falta	de	profesionales	nombrará	a	persona
de	reconocida	honorabilidad	y	competencia	en	la	materia.
Si	el	 juez	 instructor	designa	peritos	que	no	estén	al	servicio	del
Estado,	en	el	mismo	auto	les	fijará	honorario.
C.	de	P.P.
Art.	162.—Plazo	para	dictamen.	En	el	mismo	decreto	en	que	se
nombre	 peritos	 deberá	 determinarse	 el	 plazo	 en	 que	 han	 de
presentar	 su	 dictamen,	 cuidándose	 de	 que	 este	 plazo	 sea
suficiente.
C.	de	P.P.
ART.	 163.—Requerimiento.	 Los	 peritos	 que	 retarden	 el
dictamen	 serán	 compelidos	 a	 emitirlo	 dentro	 de	 cuarentiocho
horas.
C.	de	P.P.
ART.	 164.—Excusa.	 Los	 peritos	 pueden	 excusarse	 por	 las
mismas	 causas	 que	 permiten	 a	 los	 testigos	 negarse	 a	 prestar
declaración.
C.	de	P.P.
ART.	165.—Tacha	a	peritos.	Pericia	de	parte.	El	inculpado
puede	tachar	a	los	peritos	por	las	mismas	causas	que	a	los
testigos.	El	juez	investigará	los	hechos	en	que	se	funde	la	tacha.	Si
ésta	resulta	comprobada,	nombrará	otros	peritos.
La	tacha	no	impide	la	presentación	del	dictamen.
El	 inculpado	y	 la	parte	civil	pueden	nombrar,	por	 su	cuenta,	un
perito,	cuyo	dictamen	se	añadirá	a	la	instrucción.
C.	de	P.P.
ART.	 166.—Reconocimiento	 inmediato.	 Si	 las	 circunstancias
exigen	un	inmediato	reconocimiento	por	temor	de	que	se	borren
las	 huellas	 del	 delito,	 el	 juez	 instructor	 podrá	 ordenar	 que	 lo
practiquen	 uno	 o	 dos	 peritos.	 En	 este	 caso,	 no	 es	 necesario
citación	 alguna,	 y	 la	 operación	 deberá	 practicarse	 dentro	 de	 las
veinticuatro	horas.	El	dictamen	emitido	en	esta	 forma	podrá	 ser
sometido	 al	 estudio	 de	 otros	 peritos,	 designados	 conforme	 a	 los
artículos	 anteriores,	 los	 cuales	 a	 su	 vez,	 reconocerán,	 en	 cuanto
sea	 posible,	 las	 cosas	 que	 fueron	 materia	 del	 primer	 dictamen.
Para	el	examen	que	debe	seguir	a	la	entrega	de	los	informes,	serán
también	 citados	 los	 peritos	 que	 hicieron	 el	 primer
reconocimiento.
C.	de	P.P.
ART.	 167.—Entrega	 ratificación	 y	 debate.	 Los	 peritos
entregarán,	 personalmente,	 sus	 dictámenes	 al	 juez	 instructor,
quien,	 en	 ese	 mismo	 acto,	 les	 tomará	 juramento	 o	 promesa	 de
decir	 la	 verdad	 y	 los	 examinará	 como	 si	 fuesen	 testigos,
preguntándoles	si	ellos	son	autores	del	dictamen	que	presentan,	si
han	procedido	 imparcialmente	en	el	examen	y	en	 la	 información
que	 suscriben,	 y	 todas	 las	 circunstancias	 que	 juzgue	 necesario
aclarar	y	que	se	deriven	ya	de	 los	hechos	que	se	 conocen	por	 la
instrucción	 ya	 de	 los	 que	 resulten	 de	 los	 dictámenes.	 Si	 hubiera
contradicción	en	los	dictámenes,	el	 juez	abrirá	un	debate,	en	que
cada	uno	de	los	peritos	exponga	los	motivos	que	tiene	para	opinar
como	lo	hace,	debiendo	el	juez	exigirles	que	redacten,	en	síntesis,
los	 argumentos	 expuestos.	 Los	 peritos	 no	 pueden	 negarse	 a	 dar
las	 explicaciones	 que	 el	 juez	 les	 pida.	 Deberán	 llevarse	 a	 esta
diligencia	 las	 personas	 o	 cosas	 materia	 del	 dictamen	 pericial,
siempre	que	sea	posible.
JURISPRUDENCIA.—Es	nulo	el	dictamen	pericial	que	se	limita	a
transcribir	el	concepto	de	otro.	“(…)	Siendo	que	parte	esencial	de	los
fundamentos	del	dictamen	fiscal	superior	estriba	en	las	pericias	elaboradas
por	el	REPEJ,	es	de	enfatizarse	que	las	mismas	han	asumido	expresamente
parte	relevante	del	contenido	y	conclusiones	del	informe	pericial	emitido	por
el	perito	de	parte	(…)	concluyendo	tales	pericias,	sobre	la	inexistencia	de
desbalance	patrimonial	de	los	procesados	y	de	las	empresas	diversas
constituidas	por	los	procesados	desde	el	año	mil	novecientos	noventa	y	uno.
Esto	es,	estas	pericias	han	repetido	parte	relevante	de	los	contenidos	y
valoraciones	correspondientes	al	informe	pericial	emitido	por	el	perito	de
parte	(…)	renunciando	a	un	análisis	propio,	por	consiguiente,	no	puede
colegirse	que	las	conclusiones	que	se	consignan	en	aquellas	respondan	a
apreciaciones	personales,	producto	de	evaluaciones	y	hallazgos	propios,	lo
cual	sin	duda	alguna	desnaturaliza	la	finalidad	de	este	elemento	probatorio.
(…)
En	consecuencia,	se	ha	producido	una	indebida	interrelación	cognitiva	entre
varios	informes	y	pericias,	configurándose	tal	nivel	de	interferencia,	que
lógicamente	se	ha	producido	afectación	de	la	valoración	de	tales	elementos	de
prueba	por	parte	de	la	representante	del	Ministerio	Público,	toda	vez	que	no
contando	con	pericias	premunidas	de	objetividad,	imparcialidad	y	legalidad,
que	comprometen	la	propia	validez	intrínseca	de	tales	elementos,	cualquier
valoración	al	respecto,	no	cumple	con	el	estándar	de	razonabilidad,	exigible
para	el	caso”.	(SPN,	Exp.	0100-2010-0-5001-JR-PE-02,	may.	31/2013.	V.	P.
Liliana	del	Carmen	Placencia	Rubiños)
JURISPRUDENCIA.—La	pericia	oficial	goza	de	una	presunción	iuris
tamtum	de	imparcialidad,	objetividad	y	solvencia.	“Por	otro	lado,	cabe
acotar	que	la	finalidad	del	informe	pericial,	es	permitir	que	el	juzgador
conozca	o	aprecie	hechos	y	circunstancias	esenciales	en	la	investigación	penal
sobre	el	delito	de	tráfico	de	influencias,	que	requería	de	conocimientos
especializados	en	cuanto	al	análisis	técnico	de	los	audios,	de	los	que	carecían
los	juzgadores	[no	se	debe	olvidar	que	está	dirigido	al	fin	de	la	prueba].	La
pericia	anotada,	es	preprocesal,	pero	fue	emitida	por	una	institución	oficial
como	el	departamento	de	la	policía,	por	la	que	gozan	de	una	presunción	‘iuris
tamtum’	de	imparcialidad,	objetividad	y	solvencia.	Ese	examen	especial	fue
ratificado	en	el	juicio	oral	por	los	peritos,	que	la	emitieron	–se	sujetaron	a	las
normas	procedimentales	que	regulan	la	práctica	de	la	pericia,	previstas	en	el
artículo	ciento	sesenta	a	ciento	sesenta	y	nueve	del	Código	de	Procedimientos
Penales–,	quienes	la	sustentaron	y	fueron	interrogados	por	las	partes
procesales	y	el	Tribunal	Superior	en	el	juzgamiento	–uno	de	los	principios
básicos	de	la	prueba	pericial	está	constituida	por	la	garantía	de	los	principios
de	inmediación	y	contradicción.	En	ese	sentido,	esta	prueba	tiene–	plena
eficacia	y	validez,	y	no	se	advierte	objeción	alguna	a	su	legalidad	y	seguridad
del	aporte	probatorio”.	(CS,	R.	N.	3824-2012-Del	Santa,	may.	09/2013.	V.	P.
Lecaros	Cornejo)
C.	de	P.P.
ART.	168.—Obligatoriedad	del	examen	pericial.	El	examen	de
los	 peritos	 es	 obligatorio	 para	 el	 juez	 instructor.	 A	 la	 diligencia
podrán	concurrir	el	inculpado,	su	defensor,	el	Ministerio	Público	y
la	 parte	 civil.	 Cualquiera	 de	 ellos	 puede	 solicitar	 del	 juez
instructor	que	exija	la	aclaración	de	algún	punto.
C.	de	P.P.
ART.	 169.—Reconocimientos	 especiales.	 En	 los	 dictámenes
que	 se	 emitan	 sobre	 reconocimientos	 especiales,	 se	 observarán
las	reglas	dictadas	en	el	título	respectivo.
TÍTULO	VII
Diligencias	especiales
C.	de	P.P.
ART.	170.—Inspección	ocular.	Cuando	el	delito	que	se	persiga
haya	dejado	vestigios	o	pruebas	materiales	de	su	perpetración,	el
juez	instructor	o	el	que	haga	sus	veces,	los	recogerá	y	conservará
para	el	juicio	oral,	si	fuere	posible,	procediendo	al	efecto	a	la
inspección	ocular	y	a	la	descripción	de	todo	aquello	que	pueda
tener	relación	con	la	existencia	y	naturaleza	del	hecho.
A	este	fin	hará	consignar	en	los	autos	la	descripción	del	lugar	del
delito,	el	sitio	y	estado	en	que	se	hallen	los	objetos	que	en	él	se
encuentren,	los	accidentes	del	terreno	o	situación	de	las
habitaciones	y	todos	los	demás	detalles	que	puedan	utilizarse,
tanto	para	la	acusación	como	para	la	defensa.
Cuando	 fuere	conveniente	para	mayor	claridad	o	comprobación
de	 los	 hechos,	 se	 levantará	 el	 plano	 del	 lugar	 suficientemente
detallado,	o	se	hará	el	retrato	de	 las	personas	que	hubiesen	sido
objeto	del	delito,	o	la	copia	o	diseño	de	los	efectos	o	instrumentos
del	mismo	que	se	hubiesen	hallado.
C.	de	P.P.
ART.	171.—Conservación	de	objetos.	Los	instrumentos,	armas
y	efectos	que	se	recojan	se	sellarán,	si	fuere	posible,	acordando	su
retención	y	conservación.	Las	diligencias	a	que	esto	diere	lugar	se
firmarán	por	la	persona	en	cuyo	poder	se	hubiesen	hallado,	y	en
su	defecto	por	dos	testigos.
Si	 los	 objetos	 no	pudieren	por	 su	naturaleza	 conservarse	 en	 su
forma	primitiva,	el	 juez	resolverá	lo	que	estime	más	conveniente
para	conservarlos	del	mejor	modo	posible.
C.	de	P.P.
ARTS.	172	a	177.—Derogados.	D.	L.	25825,	Art.	2°.
NOTA:	Mediante	D.	L.	N°	25825	del	09	de	noviembre	de	1992	se	dispone	la	entrada	en	vigencia	de
los	artículos	239	(Identificación	y	necropsia	del	cadáver),	240	(Concurrencia	de	sujetos	procesales	a
la	necropsia)	del	Código	Procesal	Penal	y	se	establece,	por	ende,	 la	derogación	de	los	artículos	172,
173,	174,	175,	176,	177	del	Código	de	Procedimientos	Penales.
En	la	diligencia	de	levantamiento	de	cadáver,	tal	y	como	está	regulada,	importa	más	que	detallar	el
lugar	de	 la	comisión	del	hecho,	el	describir	y	precisar,	de	primer	momento	y	con	ayuda	del	médico
legista,	la	ubicación,	postura,	estado,	integridad	del	cadáver	e	identificación	(en	su	caso,	vía	prueba	de
huella	dactiloscópica	o	pelmatoscópica).
C.P.P.
ART.	239.—Modificado.	Ley	29986,	Art.	1°.	Levantamiento	de
cadáver.	Cuando	se	trate	de	una	muerte	sospechosa	de	haber	sido
causada	por	un	hecho	punible	se	procederá	al	 levantamiento	del
cadáver,	haciendo	constar	en	acta.
El	 levantamiento	 del	 cadáver	 lo	 realizará	 el	 fiscal,	 con	 la
intervención,	 de	 ser	 el	 caso	 posible,	 del	 médico	 legista	 y	 del
personal	policial	especializado	en	criminalística,	pudiendo	delegar
la	responsabilidad	en	su	adjunto,	en	la	policía	o	en	el	juez	de	paz.
En	 zonas	 declaradas	 en	 estado	 de	 emergencia,	 cuando	 existan
dificultades	 que	 impidan	 la	 presencia	 inmediata	 del	 fiscal,	 el
personal	de	las	Fuerzas	Armadas	o	de	la	Policía	Nacional	del	Perú
procederá	al	acto	del	 levantamiento	de	cadáver	de	los	miembros
de	las	Fuerzas	Armadas	o	de	la	Policía	Nacional	del	Perú	y	de	las
personas	 civiles,	 previo	 conocimiento	 del	 Ministerio	 Público.
Excepcionalmente,	 se	podrá	prescindir	de	 este	 requisito,	 cuando
las	condiciones	de	la	zona	o	el	contexto	en	el	que	se	desenvuelve
el	operativo	 imposibiliten	materialmente	 la	comunicación	previa
al	representante	del	Ministerio	Público.
En	todos	estos	supuestos,	se	dejará	constancia	de	dicha	diligencia
y	se	dará	cuenta	al	representante	del	Ministerio	Público	dentro	de
las	veinticuatro	(24)	horas	más	el	término	de	la	distancia,	de	ser	el
caso;	asimismo,	se	debe	efectuar	la	entrega	del	cadáver	en	forma
inmediata,	bajo	responsabilidad.
La	identificación,	ya	sea	antes	de	la	inhumación	o	ya	sea	después
de	la	exhumación,	tendrá	lugar	mediante	la	descripción	externa,	la
documentación	de	la	huella	dactiloscópica	o	palmatoscópica	o	por
cualquier	otro	medio.
Cuando	sea	probable	que	se	trate	de	un	caso	de	criminalidad,	se
practicará	la	necropsia	para	determinar	la	causa	de	la	muerte.
D.	S.	010-2013-JUS.
ART.	1°.—Objeto.	Apruébese	 el	 reglamento	 de	 la	 Ley	N°	 29986,	 Ley	 que
modifica	el	artículo	239	del	Código	Procesal	Penal,	aprobado	por	el	Decreto
Legislativo	N°	 638;	 y	 el	 artículo	 195	 del	 Código	 Procesal	 Penal,	 aprobado
por	el	Decreto	Legislativo	N°	957,	compuesto	por	diez	(10)	artículos,	dos	(2)
disposiciones	complementarias	finales	y	cuatro	(4)	documentos	anexos,	los
cuales	son	parte	integrante	del	presente	decreto	supremo.
D.	S.	010-2013-JUS.
ART.	2°.—Vigencia.	El	presente	reglamento	entrará	en	vigencia	a	partir	del
día	siguiente	de	su	publicación	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”.
REGLAMENTO	DE	LA	LEY	29986
Regl.	-	D.	S.	010-2013-JUS.
Reglamento	de	la	Ley	N°	29986	que	modifica	el	artículo	239
del	Código	Procesal	Penal,	aprobado	por	el	Decreto
Legislativo	N°	638;	y	el	artículo	195	del	Nuevo	Código
Procesal	Penal,	aprobado	por	el	Decreto	Legislativo	N°	957
Título	I
Disposiciones	generales
Artículo	1°.-	Objeto	de	la	norma.	El	presente	reglamento	tiene	por	objeto
regular	 el	 procedimiento	 para	 la	 intervención	 de	 los	 miembros	 de	 las
Fuerzas	Armadas	y	de	 la	Policía	Nacional	del	Perú	en	el	 levantamiento	de
cadáveres	en	zonas	declaradas	en	estado	de	emergencia.
Artículo	 2°.-	 Aplicación.	 El	 presente	 reglamento	 es	 de	 aplicación	 para
todos	los	miembros	de	las	Fuerzas	Armadas,	de	la	Policía	Nacional	del	Perú
y	 los	 representantes	 del	 Ministerio	 Público	 que	 se	 encuentren
desempeñando	 funciones	 en	 zonas	 declaradas	 en	 estado	 de	 emergencia,
siempre	que	existan	dificultades	de	comunicación,	de	personal,	transporte,
de	 carácter	 logístico	 o	 climatológico	 u	 otras	 similares	 que	 impidan	 la
presencia	 inmediata	 del	 fiscal	 en	 el	 lugar	 del	 hallazgo;	 o	 en	 casos	 en	 que,
debido	 a	 las	 condiciones	 de	 la	 zona	 o	 al	 contexto	 en	 que	 se	 desarrolla	 el
operativo,	la	comunicación	previa	con	éste	sea	materialmente	imposible.
Título	II
Procedimiento
Capítulo	I
Ubicación	y	comunicación	del	hallazgo
Artículo	 3°.-	 Hallazgo	 del	 cadáver	 y	 deber	 de	 comunicación.	 Los
miembros	de	las	Fuerzas	Armadas	o	de	la	Policía	Nacional	del	Perú,	cuando
por	su	actividad	o	función	hallen	un	cadáver	o	partes	corporales	humanas,
correspondientes	 tanto	a	miembros	de	dichas	 instituciones	como	a	civiles,
deberán	comunicar	este	hecho	al	oficial	al	mando	o	quien	haga	sus	veces,	a
fin	de	dar	cuenta	del	hallazgo	al	representante	del	Ministerio	Público	y	de
que	 éste	 se	 apersone	 a	 la	 zona	 para	 la	 realización	 del	 levantamiento	 de
cadáver.
Artículo	4°.-	Comunicación	al	Ministerio	Público.
4.1.	 Cuando	 existan	 dificultades	 que	 impidan	 la	 presencia	 inmediata	 del
fiscal,	 el	 oficial	 al	 mando	 o	 quien	 haga	 sus	 veces,	 al	 tener	 conocimiento
sobre	el	deceso	de	una	persona	o	hallazgo	de	un	cadáver	o	partes	corporales
humanas,	previamente	al	acto	de	 levantamiento	del	cadáver,	dispondrá	de
forma	inmediata	la	comunicación	al	representante	del	Ministerio	Público,	a
través	de	los	medios	con	que	cuente,	siguiendo	su	línea	de	comando,	a	fin	de
comunicarle	que	se	procederá	al	acto	de	levantamiento	de	cadáver.
4.2.	 El	 oficial	 al	 mando	 o	 quien	 haga	 sus	 veces	 podrá	 prescindir	 de	 la
comunicación	al	representante	del	Ministerio	Público	cuando,	atendidas	las
circunstancias	 concretas,	 la	misma	 sea	de	 imposible	 realización,	 lo	 que	 se
registra	en	el	formato	especial	de	la	diligencia	de	levantamiento	de	cadáver
y/o	restos	humanos	(Anexo	2).
Artículo	5°.-	Procedimiento.	Para	el	levantamiento	de	cadáveres	en	zonas
declaradas	en	estado	de	emergencia	por	parte	de	miembros	de	las	Fuerzas
Armadas	 o	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú,	 se	 procederá	 de	 la	 siguiente
forma:
5.1.	 En	 caso	 existan	 dificultades	 que	 impidan	 la	 presencia	 inmediata	 del
fiscal	 y	 cuando	 se	 trate	 de	 cadáveres	 o	 partes	 corporales	 humanas
correspondientes	 a	 miembros	 de	 las	 Fuerzas	 Armadas,	 de	 la	 Policía
Nacional	del	Perú	o	a	civiles,	luego	de	la	comunicación	al	representante	del
Ministerio	 Público,	 se	 procederá	 a	 su	 levantamiento,	 traslado	 y	 entrega,
conforme	a	lo	dispuesto	por	la	presente	norma.
5.2.	 No	 será	 necesaria	 la	 comunicación	 previa	 con	 el	 representante	 del
Ministerio	 Público	 cuando	 la	 misma	 sea	 materialmente	 imposible,
debiéndose	 proceder	 con	 la	 realización	 del	 acto	 de	 levantamiento	 del
cadáver.
5.3.	En	 los	 supuestos	de	 los	numerales	5.1	y	5.2	precedentes,	 el	 oficial	 al
mando	 o	 quien	 haga	 sus	 veces,	 dará	 cuenta	 al	 fiscal	 dentro	 de	 las
veinticuatro	 (24)	 horas	 de	 realizado	 el	 levantamiento	 del	 cadáver,	más	 el
término	de	la	distancia,	si	fuera	el	caso.
5.4.	 Asimismo,	 en	 los	 supuestos	 descritos	 en	 los	 numerales	 5.1	 y	 5.2
precedentes,	el	oficial	al	mando,	o	quien	haga	sus	veces,	deberá	proceder	al
llenado	 de	 los	 documentos	 a	 que	 se	 refiere	 la	 Primera	 Disposición
Complementaria	Final	del	presente	reglamento,	debiendo	acompañar	en	lo
posible	los	registros	fílmicos,	fotográficos	u	otros	de	similar	naturaleza	que
se	puedan	haber	obtenido	respecto	a	los	hechos	y,	en	particular,	respecto	a
cada	una	de	las	fases	del	procedimiento	descrito	en	el	siguiente	capítulo.
Capítulo	II
Acto	del	levantamiento	del	cadáver
Artículo	6°.-	Protección	del	lugar	del	hallazgo.	El	oficial	al	mando	o	quien
haga	sus	veces,	dispondrá	la	protección	del	lugar	del	hallazgo	del	cadáver	o
partes	corporales	humanas,	a	 fin	de	evitar	que	cualquier	otro	miembro	de
las	 Fuerzas	Armadas,	 de	 la	 Policía	Nacional	 o	 cualquier	persona	 ingrese	 a
dicha	zona	y	pueda	alterar	 las	huellas	u	otros	elementos	 indiciarios,	 salvo
que	 el	 cumplimiento	 de	 esta	 medida	 ponga	 en	 serio	 riesgo	 la	 vida	 o
integridad	del	personal	interviniente	o	de	terceros.
Artículo	 7°.-	 Ingreso	 al	 lugar	 del	 hallazgo.	 El	 oficial	 al	 mando	 o	 quien
haga	sus	veces,	dispondrá	el	 ingreso	del	médico,	técnico	de	la	salud	u	otro
profesional	del	cual	disponga	o	requiera,	al	lugar	del	hallazgo	del	cadáver	o
partes	 corporales	 humanas,	 a	 fin	 de	 que	 contribuya	 con	 el	 acto	 de
levantamiento	de	cadáver.
Artículo	8°.-	Recojo	y	traslado	de	evidencias.	El	oficial	al	mando	o	quien
haga	sus	veces,	dispondrá,	de	ser	el	caso,	el	 recojo	de	huellas	o	elementos
indiciarios	relacionados	al	deceso	de	la	víctima,	siempre	que	no	se	ponga	en
serio	 riesgo	 su	 vida	 o	 integridad	 física,	 la	 del	 personal	 a	 su	 cargo	 o	 de
terceros,	 observando	 el	 procedimiento	 de	 la	 cadena	 de	 custodia	 de
evidencias	 que	 establece	 la	 norma	 procesal	 penal	 y	 las	 normas
reglamentarias	vigentes.	Asimismo,	podrá	ordenar	la	participación	en	dicho
acto	 del	 médico,	 técnico	 de	 salud	 u	 otro	 profesional	 que	 disponga	 o
requiera.
Artículo	9°.-	Recojo	 y	 traslado	 del	 cadáver.	 El	 oficial	 al	mando	 o	 quien
haga	 sus	 veces,	 dispondrá	 el	 recojo	 y	 traslado	 del	 cadáver	 o	 partes
corporales	humanas	hacia	 la	división	médico	 legal,	 o	 cualquier	 institución
de	salud	en	ausencia	de	una	sede	del	Ministerio	Público,	siempre	que	no	se
ponga	en	serio	riesgo	su	vida	o	integridad	física,	la	del	personal	a	su	cargo	o
de	terceros,	observando	el	procedimiento	que	establece	 la	norma	procesal
penal	y	las	normas	reglamentarias	vigentes,	para	lo	cual	podrá	autorizar	la
participación	del	médico,	técnico	de	salud	u	otro	profesional	que	disponga	o
requiera.
Artículo	 10.-	 Recepción	 del	 cadáver.	 La	 división	 médico	 legal	 o	 la
institución	de	salud	que	recepcione	el	cadáver	o	partes	corporales	humanas
deberá	 verificar	 que	 la	 entrega	 del	 mismo	 cuente	 con	 la	 documentación
correspondiente,	 tales	 como	 el	 oficio	 de	 internamiento	 de	 cadáver	 y
solicitud	de	 la	necropsia	 (Anexo	1),	donde	se	deberá	consignar	el	nombre
del	 oficial	 al	mando	 –o	 quien	 haga	 sus	 veces–	 y,	 cuando	 corresponda,	 del
fiscal	que	autorizó	el	levantamiento;	el	formato	especial	de	la	diligencia	de
levantamiento	de	cadáver	o	restos	humanos	(Anexo	2),	así	como	la	ficha	de
recepción	del	cadáver	(Anexo	3).
Disposiciones	Complementarias	Finales
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.-	 Documentos	 necesarios
para	la	diligencia.	Apruébese	los	siguientes	documentos,	que	deberán	ser
empleados	 por	 el	 personal	 interviniente	 para	 la	 realización	 del	 acto	 de
levantamiento	de	cadáver,	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	presente
reglamento:
1.	 Formato	 de	 oficio	 de	 internamiento	 de	 cadáver	 y	 solicitud	 de	 la
necropsia	(Anexo	1).
2.	Formato	especial	de	la	diligencia	de	levantamiento	de	cadáver	y/o	restos
humanos	y	las	instrucciones	para	su	llenado	(Anexo	2).
3.	Ficha	de	recepción	del	cadáver	(Anexo	3).
4.	Guía	de	 instrucción	de	 levantamiento	de	 evidencias	para	miembros	de
las	Fuerzas	Armadas	y	Policía	Nacional	del	Perú	(Anexo	4).
Estos	 documentos	 se	 podrán	 modificar	 por	 resolución	 ministerial	 del
Ministerio	 de	 Justicia	 y	 Derechos	 Humanos,	 previa	 coordinación	 con	 el
Ministerio	Público	y	con	los	Ministerios	de	Defensa	e	Interior.
Segunda	Disposición	Complementaria	Final.-	Capacitación.	Los	centros	de
formación	de	las	Fuerzas	Armadas	y	las	escuelas	de	formación	de	la	Policía
Nacional	 del	 Perú	 implementarán,	 en	 coordinación	 con	 el	 Instituto	 de
Medicina	Legal	del	Ministerio	Público,	un	programa	de	capacitación	dirigido
a	los	miembros	de	las	Fuerzas	Armadas	y	Policía	Nacional	del	Perú	durante
un	 periodo	 previo	 a	 su	 destaque	 a	 las	 zonas	 declaradas	 en	 estado	 de
emergencia,	 para	 la	 aplicación	del	 presente	 reglamento	 y	 la	 utilización	de
los	documentos	señalados	en	la	Primera	Disposición	Complementaria	Final.
ANEXO	1
Regl.	-	D.	S.	010-2013-JUS.
Formato	de	oficio	de	internamiento	de	cadáver	y	solicitud	de
la	necropsia
Oficio	N°:
Señor:
Fecha:
Mediante	el	presente	se	solicita	a	usted	proceda	al	internamiento	del	cadáver	y/o	restos	humanos,
………….…………………………..	 (NN	 o	 identificado),	 de	 sexo	 ……………………	 y	 raza	 …………………………..;
cuyo	levantamiento	se	realizó	en:	……………………………………,	el	día:	………………..	y	a	 la	hora:…………;
para	 que	 se	 le	 practique	 la	 necropsia	 de	 ley.	 Debiendo	 indicarse	 que	 el	 fiscal	 que	 autorizó	 el
levantamiento	del	cadáver	es:….…………………………………………...	(Llenar	sólo	cuando	corresponda).
Atentamente,
……………………………………………..
Firma	y	huella	digital	del	oficial	al	mando	o	quien	haga	sus	veces
ANEXO	2
Regl.	-	D.	S.	010-2013-JUS.
Formato	especial	de	la	diligencia	de	levantamiento	de
cadáver	y/o	restos	humanos	realizado	por	las	Fuerzas
Armadas	y	la	Policía	Nacional	del	Perú
N°	_________________________	-	___________________
Fecha:	__________________________
Hora	de	llegada	al	lugar:	______	:	______	Hrs
Hora	de	inicio:	_______	:	_____	Hrs
Hora	de	término:	_______	:	_____	Hrs.
Dependencia	a	cargo	del	levantamiento	de	evidencias:
________________________________________________________________________________
Ubicación	del	lugar	del	hecho:
Departamento:	_______________________	Provincia:_________________
Distrito:	______________________________	Sector:____________________
Lugar	del	hecho:
________________________________________________________________________________
Persona	responsable	del	levantamiento	de	la	evidencia:
Nombre	completo:	_____________________________________________________________
Indentificación:	(DNI/CIP/TIP/Otro)	:	_______________N°	_________________________
Grado:	________________________________________________________________________
Institución	a	la	que	pertenece:	_____________________________________________
Fiscal	al	que	se	comunicó	el	hallazgo	del	cadáver:
Nombre	completo:	______________________________________________________________
Fiscalía:	______________________________________________________________________
En	su	defecto,	detallar	los	motivos	que	imposibilitaron	la	comunicación	con	el	fiscal:
_______________________________________________________________________________
_______________________________________________________________________________
_______________________________________________________________________________
_______________________________________________________________________________
_______________________________________________________________________________
Presencia	de	testigos:
Hay	persona	que	proporciona	información:	SI	NO
Tipo	de	persona	que	proporciona	la	información:
Familiar	Vecinos	PNP	Otro	Especificar	_______________
Declaración	sucinta	de	los	testigos:
_______________________________________________________________________________
_______________________________________________________________________________
_______________________________________________________________________________
_______________________________________________________________________________
_______________________________________________________________________________
_______________________________________________________________________________
Lugar	del	hecho:
Escena	protegida:	SI	NO
Escena	primaria	Escena	secundaria:
Lugar	abierto
(	)	Vía	pública	(	)	Orillas	del	río
(	)	Playa	(	)	Acantilado
(	)	Arenal	(	)	Faldas	de	cerro
(	)	Basural	(	)	Otro:	especificar:
(	)	Río	________________________
Lugar	cerrado:
(	)	Vivienda	(	)	Comercio	y	áreas	de	servicio
(	)	Albergues/asilos	(	)	Vehículo
(	)	Centro	laboral	(	)	Inst.	salud
(	)	Escuela/Inst.	educativas	(	)	Centro	penitenciario
(	)	Áreas	de	deporte	(	)	Otro	especificar:
(	)	Área	de	recreación
(	)	Hospedaje	________________________
Se	encuentra	en	la	escena:
Cadáver	(	)	Restos	óseos	(	)	Pieza	anatómica	(	)
Tipo:	Completo	(	)	Incompleto	(	)
Estado:	Conservado	(	)	Momificado	(	)	Quemado	(	)	Putrefacto	(	)
Características	de	la	escena:
Presencia	de	evidencias:	SI	(	)	NO	(	)
En	caso	de	ser	si,	especificar:
(	)	Huellas	de	neumáticos	(	)	Arma	de	fuego
(	)	Huellas	de	pisadas	(	)	Arma	blanca
(	)	Sangre	(	)	Drogas
(	)	Líquidos	corporales	(	)	Sust.	tóxicas
(	)	Medicamentos	(	)	Otro:	Especificar
(	)	Notas	suicidas	____________________________
Identificación	de	la	víctima
Apellidos:___________________________________________________________
Nombres:____________________________________________________________
NN	(	)
Sexo:	Femenino	(	)	Masculino	(	)	Indeterminado	(	)
Raza:
(	)	Blanca	(	)	Amarilla
(	)	Mestiza	(	)	Indeterminada
(	)	Negra	(	)	Indoamericana
Fecha	de	nacimiento:	_____________/______________/_________________
Edad:	______________________	Años
Documento	de	identidad:	N°	_____________________________________
(	)	DNI	(	)	CIP
(	)	LM	(	)	Pasaporte
(	)	C.	extranjería	(	)	Part.	nacimiento
(	)	Sin	documento	(	)	Otro:	Especificar
(	)	TIP	____________________________
Ocupación:
(	)	Ama	de	casa	(	)	Estudiante
(	)	Empleado	prof.	(	)	Obrero
(	)	Empleado	tec.	(	)	PNP
(	)	Empleado	(	)	Miemb.	ejército
(	)	Trab.	sexual	(	)	Miemb.	FAP
(	)	Jubilado	(	)	Miemb.	marina
(	)	Trab.	independiente	(	)	Otro:	Especificar
(	)	Trab.	hogar	____________________________
Examen	externo	del	cadáver:
Posición	del	cadáver
(	)	Decúbito	dorsal	(	)	Semisentado
(	)	Decúbito	ventral	(	)	Cunclillas
(	)	De	rodillas	(	)	Suspendido
(	)	Decúbito	lateral	izquierdo	(	)	Sumergido
(	)	Decúbito	lateral	derecho	(	)	Sentado
(	)	Otro:____________________
Prendas	de	vestir:	SI	(	)	NO	(	)
Describir:
_______________________________________________________________________________
_______________________________________________________________________________
Objetos	personales:	SI	(	)	NO	(	)
Describir:
_______________________________________________________________________________
_______________________________________________________________________________
Existen	indicios	de	violencia:	SI	(	)	NO	(	)
Flora	y	fauna	cadavérica:	SI	(	)	NO	(	)
Presencia	de	larvas	(gusanos)	SI	(	)	NO	(	)
Especificar	(tamaño,	color,	forma)
_______________________________________________________________________________
_______________________________________________________________________________
Putrefacción:	SI	(	)	NO	(	)
Zonas	de	cambio	de	coloración	de	piel:
Parte	anterior	del	cuerpo	fijo	(	)	Modifica	a	presión	de	dedos	(	)
Parte	posterior	del	cuerpo	fijo	(	)	Modifica	a	presión	de	dedos	(	)
Parte	lateral	drecho	fijo	(	)	Modifica	a	presión	de	dedos	(	)
Parte	lateral	izquierdo:	fijo	(	)	Modifica	a	presión	de	dedos	(	)
En	pantalón:	fijo	(	)	Modifica	a	presión	de	dedos	(	)
Rigidez:
Mandíbula	(	)	Total	(	)	Parcial	(	)	Flácido	(	)
Cuello	(	)	Total	(	)	Parcial	(	)	Flácido	(	)
M.	superiores(	)	Total	(	)	Parcial	(	)	Flácido	(	)
M.	inferiores(	)	Total	(	)	Parcial	(	)	Flácido	(	)
Ubicación	de	las	lesiones	encontradas	en	áreas	corporales:
Presencia	de	lesiones:	SI	(	)	NO	(	)
Lugar	donde	se	encuentra	lesiones:
Cabeza	y	cuello:	presencia	de	lesiones	SI	(	)	NO	(	)
Describir	brevemente:
________________________________________________________________________
Tórax:	Presencia	de	lesiones	SI	(	)	NO	(	)
Describir	brevemente:
________________________________________________________________________
Abdomen:	Presencia	de	lesiones	SI	(	)	NO	(	)
Describir	brevemente:
Región	glútea:	presencia	de	lesiones	SI	(	)	NO	(	)
Describir	brevemente_______________________________________________________
Miembros	superiores:	Presencia	de	lesiones	SI	(	)	NO	(	)
Describir	brevemente:
________________________________________________________________________
Miembros	inferiores:	presencia	de	lesiones	SI	(	)	NO	(	)
Describir	brevemente:
______________________________________________________________________
Graficar	en	el	esquema	las	áreas	donde	se	encontró	lesiones:
Anterior:	Posterior:
	
	
Señales	particulares:	SI	(	)	NO	(	)
(	)	Cicatriz
(	)	Tatuaje
(	)	Lunar
(	)	Manchas
(	)	Otros:	Especificar:	_______________________________________________________
Descripción	y	ubicación:______________________________________________________
__________________________________________________________________________
Perennización	SI	(	)	NO	(	)
Fotografía	(	)	Videofilmación	(	)	Planimetría	(	)
Cantidad	de	fotografías	tomadas/cant.	videos/	cant.	planos:	____________________
Responsable	de	la	perennización	(nombre	y	cargo):	__________________________
____________________________________________________________________
Levantamiento	de	evidencias:
Presencia	de	evidencias	SI	(	)	NO	(	)
____________________________________________________________________
____________________________________________________________________
Responsable	(nombre	y	cargo):
Número	de	evidencias	levantadas:	_________________________________
Listado	de	evidencias	levantadas:
1.	__________________________________________________________
2.	__________________________________________________________
3.	__________________________________________________________
4.	__________________________________________________________
5.	__________________________________________________________
6.	__________________________________________________________
7.	__________________________________________________________
8.	__________________________________________________________
9.	__________________________________________________________
10.	__________________________________________________________
Firma,	nombre,	sello	y	huella	digital	de	todos	los	participantes:
	
	
	
Instrucciones	para	el	llenado	del	formato	de	levantamiento	de	evidencias
1.	En	el	ítem	fecha	se	consignará	el	día,	mes	y	año.
2.	En	la	hora	de	llegada	al	lugar	se	anotará	la	hora	y	los	minutos	de	arribo	al	lugar.
3.	Hora	de	inicio:	consignar	hora	en	la	que	se	inicia	la	reunión	de	coordinación.
4.	 Hora	 de	 término:	 hora	 en	 la	 cual	 se	 da	 por	 finalizado	 el	 levantamiento	 de	 evidencias;
consígnese	la	hora	de	firma	del	formato	por	los	participantes.
5.	 En	 la	 ubicación	 del	 lugar	 del	 hecho:	 se	 anotará	 el	 departamento	 o	 región,	 la	 provincia,	 el
distrito,	el	nombre	del	sector,	en	el	lugar	del	hecho	de	contar	los	intervinientes	con	GPS	anotarán
las	coordenadas,	de	no	contar	con	GPS	consignarán	la	distancia	al	centro	poblado	menor	o	caserío
más	cercano,	consignando	por	ejemplo:	a	3	km	al	noroeste	del	centro	poblado	menor	del	centro
poblado	menor	Nueva	Esperanza.
6.	Se	consignarán	 los	datos	de	 la	persona	encargada	del	 levantamiento	de	evidencias	anotando,
apellidos	y	nombres,	tipo	de	documento	de	identificación	DNI,	CIP,	TIP,	y	el	número	respectivo	de
éste,	el	grado	y	la	institución	a	la	que	pertenece	(EP,	PNP,	FAP,	Marina).
7.	Se	consignará,	de	ser	el	caso,	el	nombre	del	fiscal	al	que	se	comunicó	el	hallazgo	del	cadáver,	su
despacho	 y	 distrito	 judicial	 al	 que	 pertenece.	 En	 su	 defecto,	 deberá	 detallarse	 los	 motivos	 que
imposibilitaron	la	comunicación	con	el	fiscal.
8.	 Se	 marcará	 con	 un	 aspa	 la	 existencia	 o	 presencia	 de	 testigos	 en	 el	 recuadro	 de	 testigos,
anotando	el	tipo	de	persona	que	proporciona	la	información	en	el	recuadro	respectivo,	se	anotará
en	 forma	sucinta	 si	 vio	por	última	vez	al	 sujeto	 con	vida	y	 a	qué	hora	 lo	vio,	 si	 estuvo	presente
cuando	sucedieron	los	hechos,	qué	vio	o	escuchó,	a	qué	hora	acontecieron	los	hechos,	si	la	víctima
realizó	alguna	acción	luego	de	ser	agredida,	qué	acciones	realizó	el	victimario,	si	el	cuerpo	ha	sido
movido	luego	de	sucedido	el	hecho.
9.	 Se	 considera	 “escena	 protegida”’	 cuando	 luego	 de	 producido	 el	 hecho	 se	 aisló	 o	 preservó	 el
lugar,	marcándose	con	un	aspa	el	recuadro	correspondiente;	y	“escena	primaria”	si	las	evidencias
son	 recogidas	 del	 mismo	 lugar	 donde	 se	 produjo	 el	 hecho,	 si	 éstas	 han	 sido	 movilizadas.	 Por
ejemplo,	el	traslado	del	cuerpo	al	centro	de	salud	corresponderá	a	una	escena	secundaria.
10.	 Respecto	 a	 los	 ítems	 “lugar	 abierto”	 o	 “lugar	 cerrado”,	 se	 marca	 con	 un	 aspa	 el	 recuadro
correspondiente;	de	no	existir	se	anotará	en	otro	tipo.
11.	Se	marcará	en	el	recuadro	correspondiente	con	un	aspa	si	el	cadáver	está	completo,	si	se	trata
de	 restos	óseos,	 es	decir,	 si	 el	 cadáver	está	esqueletizado;	 si	 está	 completo	o	 incompleto,	 si	 está
quemado,	momificado	o	putrefacto.
12.	En	las	características	de	la	escena	se	marcará	con	un	aspa	si	se	presentan	evidencias,	de	ser
así	marcará	en	el	recuadro	“sí”	y	de	encontrarse	éstas	en	los	elementos	descritos	se	marcará	con	un
aspa	el	recuadro	correspondiente;	de	no	estar	en	los	elementos	descritos,	se	anotará	en	“otros”	el
tipo	de	evidencia.
13.	En	“identificación	de	la	víctima”	se	anotará	sus	apellidos	y	nombres;	si	cuenta	con	documento
de	identificación	se	anotará	el	tipo	de	documento	y	el	número	de	éste;	de	no	tener	conocimiento	de
los	apellidos	y	nombres	del	occiso,	se	consignará	como	NN.
14.	Se	marcará	con	un	aspa	en	el	recuadro	correspondiente	el	sexo	del	occiso,	igualmente	la	raza
a	la	cual	corresponde.
15.	Consignará,	de	ser	posible,	la	fecha	de	nacimiento	y	la	edad	en	años	cumplidos.
16.	De	tener	documentos	se	marcará	con	un	aspa	dentro	del	cuadrante	correspondiente	anotando
el	número	respectivo.
17.	En	lo	que	respecta	a	ocupación,	se	marcará	con	un	aspa	en	el	recuadro	correspondiente	de	las
opciones	descritas;	de	desempeñar	una	actividad	diferente	se	anotará	en	otros	el	tipo	de	actividad
que	desempeña.
18.	Se	marcará	con	un	aspa	en	la	posición	del	cadáver	que	le	corresponde;	de	no	estar	consignada
en	las	opciones	las	describirá	en	“otro”.
19.	Se	marcará	con	un	aspa	donde	corresponda	la	existencia	o	no	de	prendas	de	vestir,	de	existir
éstas	 describirá	 en	 qué	 estado	 se	 encuentran,	 si	 están	 impregnadas	 con	 sangre,	 si	 ésta	 es
abundante,	 moderada	 o	 en	 poca	 cantidad,	 si	 las	 manchas	 sobre	 las	 prendas	 están	 húmedas,
semihúmedas	o	secas,	el	estado	de	preservación	de	 las	prendas	el	 color	el	 tipo.	Ejemplo:	 camisa
manga	corta	color	celeste;	la	descripción	se	realizará	prenda	por	prenda.
20.	 Se	 marcará	 en	 el	 recuadro	 la	 existencia	 o	 no	 de	 objetos	 personales,	 si	 están	 presentes
describirlos,	si	se	trata	de	billetes	se	consignará	cantidad	y	anotar	series	de	billetes.
21.	Si	existiese	evidencias	de	violencia	por	ejemplo:	lesiones	por	arma	de	fuego	por	arma	blanca,
marcar	con	un	aspa	en	el	recuadro	correspondiente.
22.	Si	el	cuerpo	está	en	putrefacción	y	si	existiese	larvas	anotar	su	color	y	tamaño.
23.	 En	 lo	 que	 respecta	 a	 rigidez	 el	 evaluador	movilizará	 la	mandíbula	 e	 informará	 si	 éste	 está
totalmente	rígido,	es	decir,	si	no	se	puede	mover	o	se	mueve	poco	o	está	fláccido	y	se	mueve	con
facilidad,	consignando	de	esta	forma	si	es	rigidez	total	o	parcial	o	está	en	flaccidez,	marcándose	con
un	aspa	el	recuadro	respectivo;	del	mismo	modo	se	procede	con	el	cuello,	miembros	superiores	e
inferiores.
24.	 Se	 describirá	 las	 lesiones	 existentes	 por	 regiones	 anotándose	 el	 número	 y	 su	 ubicación.
Ejemplo:	región	anterior	del	tórax,	valiéndose	para	esto	de	los	diagramas	que	se	encuentran	en	la
guía,	se	graficarán	con	lapicero	rojo	en	el	diagrama	respectivo	tanto	en	la	región	posterior	como
anterior.
25.	Se	describirán	las	señales	particulares,	informando	si	se	trata	de	un	tatuaje,	la	forma	de	éste,
las	 inscripciones	 que	 pueda	 presentar,	 el	 color,	 la	 región	 sobre	 la	 cual	 está	 ubicada	 etc.,	 y	 se
graficarán	en	la	región	corporal	correspondiente	con	lapicero	azul.
26.	 Se	 realizará	 la	 perennización	 mediante	 fotografía	 y	 o	 video	 filmación	 de	 las	 lesiones
corporales,	así	como	el	resto	de	las	evidencias;	de	acuerdo	al	tipo	de	perennización	que	se	realice
se	marcará	en	los	recuadros	correspondientes.
27.	 Se	 realizará	 el	 listado	 de	 evidencias,	 consignando	 el	 tipo	 de	 evidencia.	 Ejemplo:	 objeto
contundente	en	recipiente	número	uno,	casquillo	en	bolsa	número	2;	debiéndose	anotar	al	costado
al	responsable	para	su	transporte.
28.	Se	consignará,	 luego	del	chequeo	correspondiente,	 la	fecha	y	hora	de	culminación,	 firmando
todos	los	presentes	que	hayan	participado	en	el	levantamiento	de	evidencias.
	
ANEXO	3
Regl.	-	D.	S.	010-2013-JUS.
Ficha	de	recepción	del	cadáver
1.-	Sede	regional/Provincial/Distrital	de:	…………………………………………….
2.-	N°	único	de	identificación:………………………………………………………………..
3.-	Fecha:	……………………………	4.-	Hora:………………………………….
5.-	Nombre	y	apellidos	del	cadáver:
……………………………………………………………………………………………………….
6.-	Sexo:	……………………………	7.-	Raza:	……………………………………
8.-	Temperatura	a	la	hora	del	ingreso:	………………………………………………..
9.-	Peso:	……………………….......
10.-	Inventario	de	prendas	y	objetos	del	cadáver:
1.	6.
2.	7.
3.	8.
4.	9.
5.	10.
11.-	Nombre	del	fiscal	que	autorizó	el	levantamiento	(de	ser	el	caso):
12.-	Nombre	de	la	autoridad	conductora:
13.-	N°	de	carnet	de	identidad:
14.-	Documento	de	remisión:
15.-	Dependencia	policial	que	interviene:
16.-	Recepcionado	por	(nombre):
17.-	Nº	y	fecha	del	formato	especial	de	levantamiento	de	cadáver
18.-	Otros
…………………………………...
Firma	y	huella	digital	de	la	autoridad	conductora
……………………………………..….
Firma	y	huella	digital	del	personal	que	recepciona
……………………………………………………………………………………………………………
(Desglosar)
N°	único	de	identificación	de	cadáver:	………………..............................................
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Guía	de	levantamiento	de	evidencias	para	miembros	de	la	PNP	y	FFAA
Introducción
La	 presente	 propuesta	 de	 guía	 incluye	 procedimientos	 a	 cumplir	 en	 la	 identificación,
perennización,	 recojo	y	 transporte	de	evidencias	de	cadáveres	en	zonas	declaradas	en	estado	de
emergencia,	 atendiendo	 lo	dispuesto	en	 la	Única	Disposición	Complementaria	Final	de	 la	Ley	N°
29986,	publicada	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano	el	día	18	de	enero	del	2013.	Dicha	ley	modificó	el
artículo	239	del	Código	Procesal	Penal	de	1991	(Decreto	Legislativo	N°	638)	y	el	artículo	195	del
nuevo	 Código	 Procesal	 Penal	 (Decreto	 Legislativo	 N°	 957),	 los	 cuales	 regulan	 la	 diligencia	 de
levantamiento	de	cadáver	en	las	zonas	declaradas	en	emergencia.	Como	es	evidente,	este	particular
escenario	se	caracteriza	por	las	palmarias	dificultades	de	acceso	para	el	personal	interviniente	y	la
falta	 de	 vías	 de	 comunicación	 adecuadas,	 las	 que	 retardan	 la	 presencia	 de	 los	 señores	 fiscales,
médico	legista	y	personal	de	criminalística	especializado.
La	presente	 guía	 está	dirigida	 a	miembros	de	 las	 Fuerzas	Armadas	 y	de	 la	Policía	Nacional	 del
Perú,	 que	 son	 las	 personas	 facultadas	 por	 la	 ley	 a	 realizar	 dicha	 tarea.	 La	 guía	 intenta	 en	 un
lenguaje	sencillo	identificar	el	proceso	de	la	diligencia	del	levantamiento	de	cadáver	así	como	sus
subprocesos	 y	 actividades	 a	 realizar.	 En	 una	 primera	 parte	 se	 describe	 el	 equipo	 necesario
(materiales	 y	 recursos	 humanos),	 diseñándose	 un	 flujograma	 con	 la	 finalidad	 de	 identificar	 el
proceso,	 subprocesos	 y	 actividades	 a	 realizar.	 En	 la	 segunda	 parte	 se	 presenta	 el	 formato	 de
diligencia	 de	 levantamiento	 de	 evidencia	 incidiendo	 en	 la	 importancia	 de	 su	 identificación,
preservación	 y	 su	 debido	 embalaje	 y	 transporte,	 designándose	 además	 los	 responsables	 del
embalaje	y	transporte	hasta	su	entrega	a	la	autoridad	fiscal	correspondiente,	teniendo	cuidado	en
establecer	 la	 cadena	 de	 custodia	 para	 cada	 una	 de	 ellas.	 En	 el	 formato	 de	 levantamiento	 de
evidencia	 se	 ha	 anexado	 diagramas	 del	 cuerpo	 humano	 tanto	 de	 la	 región	 anterior	 como	 de	 la
posterior,	esquemas	donde	deberán	dibujarse	las	lesiones	que	presentase	el	cadáver.	En	la	tercera
parte	 se	 resumen	 las	 instrucciones	 para	 el	 llenado	 adecuado	 del	 formato	 de	 levantamiento	 de
evidencias.	Esperamos	que	la	presente	guía	pueda	ser	de	utilidad.
Marco	legal
Ley	N°	29986	-	Ley	que	modifica	el	artículo	239	del	Código	Procesal	Penal	aprobado	por	Decreto
Legislativo	N°	638	y	el	artículo	195	del	Código	Procesal	Penal	aprobado	por	Decreto	Legislativo	N°
957
Publicada	el	18	de	enero	del	2013
Artículo	 1°.-	 Modificación	 del	 artículo	 239	 del	 Código	 Procesal	 Penal,	 aprobado	 por	 el
Decreto	Legislativo	N°	638.	Modifícase	el	artículo	239	del	Código	Procesal	Penal,	aprobado	por	el
Decreto	Legislativo	638,	en	los	términos	siguientes:
“Artículo	239.-	Levantamiento	de	cadáver.	Cuando	se	trate	de	una	muerte	sospechosa	de	haber
sido	causada	por	un	hecho	punible	se	procederá	al	levantamiento	del	cadáver,	haciendo	constar	en
acta.
El	levantamiento	del	cadáver	lo	realizará	el	fiscal,	con	la	intervención,	de	ser	el	caso	posible,	del
médico	 legista	 y	 del	 personal	 policial	 especializado	 en	 criminalística,	 pudiendo	 delegar	 la
responsabilidad	en	su	adjunto,	en	la	policía	o	en	el	juez	de	paz.
En	 zonas	 declaradas	 en	 estado	 de	 emergencia,	 cuando	 existan	 dificultades	 que	 impidan	 la
presencia	inmediata	del	fiscal,	el	personal	de	las	Fuerzas	Armadas	o	de	la	Policía	Nacional	del	Perú
procederá	al	acto	del	 levantamiento	de	cadáver	de	los	miembros	de	las	Fuerzas	Armadas	o	de	la
Policía	Nacional	del	Perú	y	de	las	personas	civiles,	previo	conocimiento	del	Ministerio	Público.
Excepcionalmente,	se	podrá	prescindir	de	este	requisito,	cuando	 las	condiciones	de	 la	zona	o	el
contexto	en	el	que	se	desenvuelve	el	operativo	imposibiliten	materialmente	la	comunicación	previa
al	representante	del	Ministerio	Público.
En	 todos	 estos	 supuestos,	 se	 dejará	 constancia	 de	 dicha	 diligencia	 y	 se	 dará	 cuenta	 al
representante	del	Ministerio	Público	dentro	de	 las	 veinticuatro	 (24)	horas	más	 el	 término	de	 la
distancia,	 de	 ser	 el	 caso;	 asimismo,	 se	debe	 efectuar	 la	 entrega	del	 cadáver	 en	 forma	 inmediata,
bajo	responsabilidad.
La	identificación,	ya	sea	antes	de	la	inhumación	o	ya	sea	después	de	la	exhumación,	tendrá	lugar
mediante	la	descripción	externa,	la	documentación	de	la	huella	dactiloscópica	o	palmatoscópica	o
por	cualquier	otro	medio.
Cuando	 sea	 probable	 que	 se	 trate	 de	 un	 caso	 de	 criminalidad,	 se	 practicará	 la	 necropsia	 para
determinar	la	causa	de	la	muerte.”
Artículo	2°.-	Modificación	del	artículo	195	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal,	aprobado	por	el
Decreto	Legislativo	957.	Modifícase	el	artículo	195	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal,	aprobado
por	el	Decreto	Legislativo	957,	en	los	términos	siguientes:
“Artículo	195.-	Levantamiento	de	cadáver.
1.	 Cuando	 se	 trate	 de	 una	muerte	 sospechosa	 de	 haber	 sido	 causada	 por	 un	 hecho	 punible,	 se
procederá	 al	 levantamiento	 del	 cadáver,	 de	 ser	 posible,	 con	 participación	 de	 personal	 policial
especializado	en	criminalística,	haciendo	constar	en	acta.
2.	El	levantamiento	de	cadáver	lo	realizará	el	fiscal,	con	la	intervención,	de	ser	posible,	del	médico
legista	y	del	personal	policial	especializado	en	criminalística.
Por	 razones	 de	 índole	 geográfica	 podrá	 prescindirse	 de	 la	 participación	 de	 personal	 policial
especializado	 en	 criminalística.	 El	 fiscal,	 según	 las	 circunstancias	 del	 caso,	 podrá	 delegar	 la
realización	de	la	diligencia	en	su	adjunto,	o	en	la	policía,	o	en	el	juez	de	paz.
En	 zonas	 declaradas	 en	 estado	 de	 emergencia,	 cuando	 existan	 dificultades	 que	 impidan	 la
presencia	inmediata	del	fiscal,	el	personal	de	las	Fuerzas	Armadas	o	de	la	Policía	Nacional	del	Perú
procederá	al	acto	del	 levantamiento	de	cadáver	de	los	miembros	de	las	Fuerzas	Armadas	o	de	la
Policía	Nacional	del	Perú	y	de	personas	civiles,	previo	conocimiento	del	Ministerio	Público.
Excepcionalmente,	se	podrá	prescindir	de	este	requisito,	cuando	 las	condiciones	de	 la	zona	o	el
contexto	en	el	que	se	desenvuelve	el	operativo	imposibiliten	materialmente	la	comunicación	previa
al	representante	del	Ministerio	Público.
En	 todos	 estos	 supuestos,	 se	 dejará	 constancia	 de	 dicha	 diligencia	 y	 se	 dará	 cuenta	 al
representante	del	Ministerio	Público	dentro	de	 las	 veinticuatro	 (24)	horas	más	 el	 término	de	 la
distancia,	 de	 ser	 el	 caso;	 asimismo,	 se	debe	 efectuar	 la	 entrega	del	 cadáver	 en	 forma	 inmediata,
bajo	responsabilidad.
3.	 La	 identificación,	 ya	 sea	 antes	 de	 la	 inhumación	 o	 después	 de	 la	 exhumación,	 tendrá	 lugar
mediante	 la	descripción	externa,	 la	documentación	que	porte	el	sujeto,	 la	huella	dactiloscópica	o
palmatoscópica,	o	por	cualquier	otro	medio.”
Objetivos:
-	 Proporcionar	una	 guía	 práctica	 que	permita	 la	 realización	de	 levantamiento	de	 evidencias	 en
forma	 óptima,	 la	 cual	 conlleve	 a	mejores	 resultados	 en	 la	 realización	 de	 necropsias	 y	 por	 ende
redunde	en	una	mejor	administración	de	justicia.
Objetivos	específicos:
-	 Identificación	 procesos,	 subprocesos	 y	 actividades	 de	 la	 diligencia	 de	 levantamiento	 de
evidencias.
-	Estandarización	y	sistematización	de	los	levantamientos	de	evidencias	que	nos	permitan	evaluar
y	mejorar	dichos	procesos.
-	Brindar	conocimiento	acerca	de	 la	diligencia	del	 levantamiento	de	evidencia	y	 su	 importancia
dentro	de	la	administración	de	justicia.
Definiciones	operacionales
-	 Lugar	 abierto:	 denominación	 usada	 cuando	 se	 realizan	 los	 levantamientos	 de	 evidencia	 en
zonas	 que	 no	 presentan	 delimitación	 física	 (vía	 pública,	 chacra,	 rivera	 de	 los	 ríos	 caminos
descampados,	etc.)
-	 Lugar	 o	 escena	 cerrada:	 presenta	 delimitación	 física	 ejemplo:	 interior	 de	 casas,	 cuarteles,
colegios,	etc.
-	Escena	primaria:	cuando	el	cadáver	es	encontrado	en	el	lugar	donde	se	realizaron	los	hechos.
Ejemplo	 cadáver	 con	 orificio	 de	 entrada	 en	 cabeza	 el	 cual	 presenta	 adyacente	 charco	 de	 sangre
importante.
-	 Escena	 secundaria:	 cuando	 la	 evidencia	 se	 encuentra	 en	 el	 lugar	 donde	 no	 sucedieron	 los
hechos.	Ejemplo	cadáver	que	es	levantado	en	una	posta	de	salud	que	ha	recibido	impacto	de	bala
en	un	caserío	muy	cercano	y	es	trasladado	a	la	posta	para	su	atención	de	emergencia.
-	Escena	protegida:	escena	que	es	preservada	adecuadamente	por	miembros	de	seguridad	a	los
cuales	 no	 han	 tenido	 acceso	 personas	 y/o	 animales	 que	 hayan	 podido	modificar,	 llevar,	 o	 dejar
evidencias	en	el	lugar.
-	Escena	contaminada:	escena	que	no	contó	con	la	debida	protección	y	a	la	cual	ha	tenido	acceso
animales	o	personas	los	cuales	han	dejado	o	extraído	evidencias	del	lugar.
-	Posición	del	cadáver:
-	Posición	postura,	situación,	disposición.
-	Decúbito	posición	del	cuerpo	tendido	sobre	un	plano	horizontal.
-	Dorsal	relativo	al	dorso	o	espalda.
-	Ventral	relativo	al	vientre.
-	Sedente	que	esta	sentado
-	Pectoral	relativo	al	pecho
-	Cubital	relativo	al	codo.
-	Cuerpo	en	suspensión
Común	en	personas	que	se	suicidan	(95%),	menos	frecuente	homicidio.
En	esta	posición	debemos	tomar	en	cuenta	también:
-	De	dónde	está	suspendido	el	cuerpo.
-	A	qué	altura.
-	Con	qué	está	suspendido.
-	Si	tiene	las	manos	o	pies	atados.
Si	se	encuentra	alguna	silla	o	banco	cercano	a	los	pies	del	individuo.
	
	
		
•	Posición	decúbito	dorsal
	
	
	
	
Cuando	 el	 cuerpo	 se	 encuentra	 en	 posición	 totalmente	 horizontal	 (tendido)	 con	 la	 cara	 hacia
arriba	y	sus	extremidades	en	reposo.
•	Posición	decúbito	ventral
	
	
	
	
Se	encuentra	en	esta	posición	cuando	el	cuerpo	está	tendido	horizontalmente	pero	boca	abajo.
•	Decúbito	lateral
	
	
	
Esta	posición	es	cuando	el	cuerpo	se	encuentra	de	lado	ya	sea	izquierdo	o	derecho.
Extremidades:
•	En	extensión
	
	
	
	
Cuando	una	o	ambas	manos	están	alejadas	del	tronco	del	cuerpo.
	
	
	
•	En	aducción
Una	o	ambas	manos	están	cerca	o	pegadas	al	tronco	del	cuerpo.
	
	
	
•	En	flexión
Cuando	una	extremidad	del	cuerpo	se	encuentra	flexionada	o	doblada.
	
	
	
	
•	Piernas	en	extensión
A	diferencia	de	 las	manos,	 las	piernas	se	consideran	en	extensión	cuando	están	completamente
“estiradas”.
	
	
	
•	Piernas	en	aducción
Cuando	las	piernas	están	en	un	ángulo	máximo	de	45	grados	se	consideran	en	aducción.
	
	
	
•	Piernas	en	flexión
Cuando	los	miembros	inferiores,	puede	ser	uno	o	ambos	se	encuentran	doblados.	Es	importante
tomar	nota	cuál	de	las	dos	piernas	es	la	que	está	en	flexión.	Además	cabe	mencionar	que	en	el	caso
de	violación	es	común	que	ambas	piernas	presenten	esta	posición.
	
	
	
	
	
•	Posición	sedente
Cuando	el	cadáver	se	encuentra	sentado.	Es	común	encontrar	esta	posición	en	lugares	tales	como:
A)	restaurantes
B)	fiestas
C)	suicidios
D)	puntos	de	reunión	social
E)	en	el	piso
F)	dentro	de	vehículos
	
	
	
•	Posición	geno/pectoral
Es	 cuando	 el	 cadáver	 se	 localiza	 posado	 sobre	 las	 rodillas	 y	 el	 tórax,	 con	 ambos	 brazos	 en
extensión.	Esta	posición	es	muy	común	en	violaciones.
•	Regiones	corporales:
-	Parte	anterior	-	Parte	posterior:
	
	
		
-	Escena	no	segura:	Cerrada,	existencia	de	peligro	o	amenaza
-	Situación	de	rehenes.
-	Victimario	se	encuentra	en	la	escena.
-	Existencia	de	riesgo	ambiental.
-	Acceso	limitado	la	evidencia	puede	ser	destruida	o	modificada.
-	Peligro	aún	persiste.
-	Personal	de	emergencias	dirigirá	la	entrada	de	equipo	apropiado
-	La	prioridad	esta	dirigida	a	salvaguardar	la	vida
-	Escena	accesible:
-	La	evidencia	aún	no	ha	sido	recolectada	y	podría	ser	aún	destruida	o	modificada.
-	 Livideces:	 son	 manchas	 rojo	 violáceas	 en	 la	 piel,	 lo	 particular	 que	 en	 las	 áreas	 donde
encontramos	livideces	no	hay	evidencia	de	lesiones.
Recursos	humanos
-	Jefe	de	equipo,	oficial	o	suboficial	de	más	alta	graduación	o	en	caso	contrario	persona	que	haya
participado	en	investigaciones	criminales.
-	 Personal	 de	 inspección.	 Recomendable	 persona	 que	 tenga	 conocimiento	 en	 técnico	 de
enfermería,	o	experiencia	previa	en	este	tipo	de	actividades.	Se	recomienda	máximo	dos	personas.
-	 Personal	 de	 perennización:	 persona	 que	 tenga	 experiencia	 con	 cámara	 fotográfica	 o	 video
filmación	o	de	lo	contrario	en	ausencia	de	los	medios	perennizatorios	anteriormente	mencionados,
se	 hará	 cargo	 de	 esta	 función	 la	 persona	 que	 tenga	 experiencia	 en	 elaboración	 grosso	modo	 de
planos	que	nos	de	una	idea	del	 lugar,	 forma	y	características	dé	las	evidencias	encontradas	en	el
lugar	de	los	hechos.
-	 Personal	 de	 recojo	 de	 evidencias,	 se	 encarga	 de	 guardar,	 embalar	 las	 evidencias	 que	 se
encuentran	 en	 el	 lugar	 de	 los	 hechos.	 Además	 ayuda	 al	 personal	 de	 inspección	 y	 personal	 de
perennización	 colocando	 cinta	 métrica	 o	 regla	 metálica	 que	 enmarca	 la	 evidencia,	 así	 como	 el
número	de	 la	misma	que	 se	está	 levantando	y	 la	 fecha	en	que	 se	está	 realizando	 la	mencionada
diligencia.
-	Personal	de	seguridad	el	número	que	se	encargan	de	esta	labor	estará	supeditado	al	lugar,	a	la
circunstancia	del	caso.
Equipo	necesario
-	Cinta	métrica	y/o	regla	metálica.
-	Cámara	fotográfica,	video	filmadora	y/o	material	necesario	para	graficar	los	planos	del	lugar.
-	Camilla	para	traslado	de	cadáver.
-	Tijeras.
-	Linternas	o	fuentes	de	luz.
Materiales	e	insumos:
-	Guantes	quirúrgicos	descartables.
-	Bolsas	de	papel.
-	Bolsas	para	transporte	de	cadáver.
-	Rollos	de	cámara	fotográfica.
-	Útiles	de	escritorio	(papel,	lapiceros,	lápices,	tablero	de	apoyo,	papel	bond,	etc.).
-	Mascarillas.
-	Cinta	adhesiva.
GRÁFICA	DE	ORGANIGRAMA
	
	
	
	
Tareas	del	equipo:
-	Jefe	de	equipo:
-	Designa	al	personal	responsable	que	realizará	las	diversas	tareas.
-	Se	encarga	de	promover	y	gestionar	recursos	(movilidad,	insumos,	etc.).
-	Promover	y	dirigir	la	reunión	de	coordinación.
-	Supervisar	las	tareas	de	los	integrantes	de	equipo.
-	Llenado	del	formato	de	las	evidencias,	integrando	la	información	de	los	miembros	del	equipo.
-	Esquematizar	las	lesiones	dentro	de	los	diagramas	del	cuerpo	humano,	según	corresponda	a	las
áreas	geográficas	en	que	éstas	se	encuentren.
-	Personal	de	seguridad:
-	Encargado	de	informar	al	 jefe	de	equipo	si	 la	escena	es	segura	o	no.	Indicando	a	la	vez	que	no
haya	peligro	para	el	ingreso	de	los	integrantes	del	equipo	al	lugar.
-	Persona	que	inspecciona	y	evalúa	el	lugar	(dos	personas)
-	Evalúa	la	escena	y	brinda	información	al	jefe	de	equipo	para	delimitar	o	limitar	la	escena.
-	Identifica	las	evidencias.
-	Coordinar	 con	el	 fotógrafo	para	perennización	de	 la	 evidencia,	 realizando	 tomas	panorámicas
tratando	en	lo	posible	de	mostrar	la	ubicación	del	lugar	y	en	relación	de	los	diversos	objetos	que
encuentran	en	el	lugar	del	hecho.
-	Apoyar	al	momento	de	 la	 toma	 fotografía	de	detalle	colocando	a	1.5	cm	paralelo	a	 la	 longitud
mayor	de	la	lesión,	regla	metálica	con	escala	métrica
-	El	personal	que	realiza	esta	tarea	no	debe	cortar	la	ropa	o	limpiar	los	fluidos	corporales	sobre	la
ropa,	evidencias	o	el	cuerpo,	limpiar	las	lesiones	o	modificar	las	lesiones
-	Personal	de	fotografía
-	Toma	panorámica	mostrando	de	ser	posible	todo	el	lugar	del	hecho,	ésta	debe	realizarse	desde
los	cuatro	puntos	cardinales.
-	Toma	a	mediana	distancia	que	debe	mostrar	la	relación	de	los	objetos	entre	si	y	a	puntos	fijos.
-	Fotografiar	el	rostro,	frente	y	ambos	perfiles	(derecha	e	izquierda).
-	 Fotografiar	 el	 cadáver	 completo	de	 la	parte	 superior,	 inferior,	 lateral	 izquierda	y	derecha	 con
ropa	 tratando	 de	 exponer	 la	 piel	 evitando	 realizar	 modificaciones	 (limpiar	 heridas,	 limpiar
secreciones	en	la	ropa	o	en	el	cadáver),	fotografiar	la	parte	posterior	del	cuerpo	de	igual	forma	que
la	parte	anterior.
-	Fotografiar	el	plano	de	sustentación	de	cadáver.
-	Fotografiar	la	ubicación	de	lesiones	tomas	a	realizarse	a	30	o	50	cm.	de	distancia	colocando	una
regla	metálica	que	se	coloca	en	su	diámetro	longitud	mayor,	mostrando	longitud,	amplitud,	fondo
de	la	lesión,	etc.
-	 Apoyar	 al	 momento	 de	 la	 toma	 fotografía	 de	 detalle	 a	 1.5	 cm.	 paralelo	 a	 la	 longitud	mayor,
colocando	también	la	regla	metálica.
-	Personal	de	recojo	embalaje	y	lacrado	de	evidencias
-	 Recojo	 de	 evidencias	 las	 cuales	 deben	 ser	 colocadas	 cada	 una	 en	 un	 recipiente	 adecuado.	No
mezclando	evidencias.
-	Realizar	embalaje,	rotulado	y	lacrado	de	evidencias.
-	Realizar	lista	y	chequeo	de	evidencias.
-	Dar	inicio	a	la	cadena	de	custodia.
-	Personal	de	transporte
-	Realiza	transporte	de	evidencias.
-	Transportará	el	cuerpo	de	ser	posible	en	la	misma	posición	en	la	que	se	la	encontró	en	lugar	del
hecho;	de	no	ser	posible	esto,	consignar	posición	de	transporte.
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C.P.P.
ART.	 240.—La	 necropsia	 será	 practicada	 por	 peritos,	 en
presencia	 del	 fiscal	 o	 de	 su	 adjunto.	 Al	 acto	 pueden	 asistirlos
defensores	de	los	sujetos	procesales	e	incluso	acreditar	perito	de
parte.
COMENTARIO.—En	la	necropsia	o	pericia	anatómica	no	sólo	debe	buscarse
establecer	 de	 manera	 cierta	 la	 causa	 o	 la	 explicación	 de	 la	 muerte	 sino
también,	 las	 circunstancias	 de	 modo	 y	 tiempo	 del	 deceso.	 Cuestión	 que
importa	 para	 efectos	 de	 tipificar	 correctamente	 el	 hecho	 (homicidio	 o
asesinato),	o	para	determinar	la	presencia	de	una	tentativa	o	consumación
del	delito	(la	autopsia	demuestra	que	el	disparo	no	pudo	ser	la	causa	de	la
muerte).
DILIGENCIAS	PROBATORIAS
Ley	26715.
ART.	1°.—En	caso	de	fallecimiento	producido	por	accidente	en	un	medio	de
transporte,	o	como	resultado	de	un	desastre	natural,	en	que	las	causas	del
deceso	 sea	 consecuencia	 directa	 de	 estos	 hechos,	 no	 será	 exigible	 la
necropsia	 para	 la	 entrega	 de	 cadáveres	 a	 sus	 familiares,	 previa
identificación	con	arreglo	a	ley.
La	necropsia	al	cadáver	de	quien	tenía	a	cargo	la	conducción	del	medio	de
transporte	siniestrado	se	practica	de	oficio.	En	los	demás	casos	se	practica	a
solicitud	de	parte,	salvo	lo	dispuesto	en	el	artículo	tercero	de	la	presente	ley.
Ley	26715.
ART.	2°.—El	fiscal	provincial	dispondrá	la	necropsia	de	existir	indicios	que
la	causa	del	fallecimiento	es	ajena	al	accidente	o	al	evento	a	que	se	refiere	el
artículo	primero	de	 la	presente	 ley	o	existan	 sospechas	que	 la	muerte	 fue
causada	por	un	hecho	punible.
Ley	26715.
ART.	3°.—El	fiscal	provincial	con	intervención	de	la	Policía	Nacional	y	del
médico	 legista,	 comprobará	 el	 fallecimiento	 en	 el	 lugar	 de	 los	 hechos,	 así
como	la	relación	directa	con	el	evento	que	lo	produjo,	levantando	acta	en	el
que	 conste	 opinión	 del	 médico	 legista	 quien	 expedirá	 el	 certificado
correspondiente.
C.	de	P.P.
ART.	 178.—Exhumación	 de	 cadáver.	 Si	 el	 delito	 ha	 sido
denunciado	 o	 se	 descubre	 después	 de	 la	 inhumación,	 el	 juez
instructor	 ordenará	 la	 exhumación	 y	 llevará	 a	 cabo	 el
reconocimiento	 y	 las	 diligencias	 indicadas	 en	 los	 artículos
anteriores,	en	cuanto	sea	posible.
C.	de	P.P.
ART.	 179.—Técnica	 de	 autopsia.	 La	 autopsia	 deberá
comprender	 siempre	 la	 apertura	 de	 las	 cavidades	 craneal,
pectoral	 y	 abdominal.	 También	 se	 extenderá,	 en	 los	 casos
necesarios,	 a	 juicio	 del	 juez	 instructor	 y	 siempre	 que	 sea
practicable,	 a	 la	 cavidad	 raquídea	 y	 cualesquiera	 órganos	 que
deberán	 examinarse	 detallada	 y	metódicamente,	 conforme	 a	 las
indicaciones	 científicas.	 Cuando	 se	 trata	 de	 la	 autopsia	 de	 un
recién	 nacido,	 se	 examinará	 si	 ha	 vivido	 después	 o	 durante	 el
nacimiento,	si	había	 llegado	al	completo	desarrollo,	y	si	nació	en
condiciones	de	viabilidad.
C.	de	P.P.
ARTS.	180	a	183.—Derogados.	D.	L.	25825,	Art.	2°.
NOTA:	El	D.	L.	N°	25825	del	09	de	noviembre	de	1992	dispone	la	entrada	en	vigencia	de	los	artículos
241	(Prohibición	en	caso	de	homicidio	doloso),	242	(Técnica	de	necropsia	por	envenenamiento),	243
(Peritaje	en	caso	de	lesiones	corporales),	244	(Peritaje	en	caso	de	aborto),	245	(Preexistencia	del	bien
materia	del	delito)	del	Código	Procesal	Penal	y	establece	la	derogación	de	los	artículos	180,	181,	182
y	183	del	Código	de	Procedimientos	Penales.
C.P.P.
ART.	241.—Cuando	se	trate	de	homicidio	doloso	está	prohibido
el	embalsamamiento.	En	ese	mismo	supuesto	la	incineración	sólo
podrá	ser	autorizada	por	el	fiscal	después	de	vencido	el	plazo
investigatorio.
C.P.P.
ART.	242.—Si	existen	indicios	de	envenenamiento,	los	peritos
examinarán	las	vísceras	y	las	materias	sospechosas	que	se
encuentran	en	el	cadáver	o	en	otra	parte	y	las	remitirán	en
envases	aparentes,	cerrados	y	lacrados,	al	laboratorio
especializado	correspondiente.
Las	materias	objeto	de	las	pericias	se	conservarán	si	fuese
posible,	para	ser	presentadas	en	el	debate	oral.
C.P.P.
ART.	243.—En	caso	de	lesiones	corporales	el	fiscal	exigirá	que	los
peritos	determinen	en	su	informe	el	arma	o	instrumentos	que	las
haya	ocasionado,	y	si	dejaron	o	no	deformaciones	y	señales
permanentes	en	el	rostro,	puesto	en	peligro	la	vida,	causado
enfermedad	incurable	o	la	pérdida	de	un	miembro	u	órgano	y,	en
general,	todas	las	circunstancias	que	conforme	al	Código	Penal
influyen	en	la	calificación	del	delito.
NOTA:	En	el	caso	de	lesiones	el	dictamen	pericial,	además	de	contener	la	determinación	del	medio
empleado	y	los	efectos	de	la	lesión,	indicará	la	asistencia	médica	que	requiere	la	lesión	y	la
incapacidad	para	el	trabajo.
C.P.P.
ART.	 244.—En	 caso	 de	 aborto,	 se	 hará	 comprobar	 la
preexistencia	 del	 embarazo,	 los	 signos	 demostrativos	 de	 la
interrupción	 del	 mismo,	 las	 causas	 que	 lo	 determinaron,	 los
probables	 autores	 y	 las	 circunstancias	 que	 sirvan	 para	 la
determinación	del	carácter	y	gravedad	del	hecho.
C.P.P.
ART.	 245.—En	 los	 delitos	 contra	 el	 patrimonio	 deberá
acreditarse	la	preexistencia	de	la	cosa	materia	del	delito.
JURISPRUDENCIA.—Preexistencia	 del	 bien	 en	 caso	 de	 dinero	 efectivo.
“(...)	 conforme	 lo	 tiene	 establecido	 la	 reiterada	 jurisprudencia	 nacional,
tratándose	de	dinero	en	efectivo,	los	agraviados	deben	acreditar	su	solvencia
económica,	por	lo	que	estando	a	que	el	agraviado	(...)	trabaja	en	una	fábrica
de	 velas	 y	 tiene	 un	 ingreso	 dinerario	 fijo,	 dándose	 así	 cumplimiento	 a	 lo
previsto	 en	 el	 artículo	 245	 del	 Código	 Procesal	 Penal	 (...)”.	 (2da.	 Sala.	 Cono
Norte,	Exp.	N°	582-1999,	mar.	13/2001.	S.S.	Vásquez	Arana)
C.	de	P.P.
ART.	184.—Exhibición	de	documentos.	La	exhibición	o	entrega
de	un	legajo	o	escritos	conservados	en	un	archivo	oficial,	deberá
ser	hecha	por	el	jefe	de	la	oficina;	pero	en	caso	que	éste	declare
que	contiene	secretos	oficiales,	se	requiere	la	autorización	del
ministerio	del	ramo,	quien	puede	negar	los	documentos	que
contengan	secretos	militares	o	diplomáticos,	limitándose	en	este
caso	a	dar	copia	de	la	parte	del	documento	que	pueda	interesar	a
la	justicia.
Si	 el	 juez	 instructor	 lo	 considera	 necesario,	 en	 delitos	 graves,
puede	tomar	la	correspondencia	del	inculpado,	ya	sea	que	se	halle
en	las	oficinas	de	correos	o	telégrafos,	o	en	poder	de	las	personas
que	 la	hayan	recibido	y	guardar	aquélla	que	se	relacione	con	 los
hechos	de	la	instrucción.
COMENTARIO.—Documentos.	 Son	 ejemplos	 de	 documentos,	 los	 planos,
dibujos,	 cuadros,	 fotografías,	 radiografías,	 cintas	 magnetofónicas,
cinematográficas,	 etc.	 El	 Código	de	Procedimientos	Penales	 al	 igual	 que	 el
Código	Penal	 requieren	que	el	documento	posea:	 a)	 expresión	de	persona
conocida	 o	 conocible,	 b)	 que	 sea	 escrito;	 y,	 c)	 que	 tenga	 capacidad
probatoria.
C.	de	P.P.
ART.	185.—Transcripción	de	correspondencia.	La	parte	de	las
cartas	 o	 telegramas	 retenidos,	 que	 pueda	 comunicarse	 sin
perjuicio	 de	 la	 instrucción,	 será	 transcrita	 a	 los	 destinatarios,
previa	orden	judicial.
C.	de	P.P.
ART.	 186.—Pesquisas.	 Las	 pesquisas	 en	 las	 oficinas	 públicas	 y
en	los	cuarteles	militares	o	de	policía,	clubs	sociales,	conventos	y
colegios	 y	 en	 los	 lugares	 a	 cargo	 de	 una	 autoridad,	 deberán	 ser
facilitadas	 por	 el	 superior	 inmediato	 que	 se	 encuentre	 en	 ellos,
ante	 el	 simple	 requerimiento	 del	 juez	 instructor,	 so	 pena	 de
considerarlos	 como	 responsables	 por	 delito	 contra	 la
administración	de	justicia.
C.	de	P.P.
ART.	 187.—Lectura	 de	 escritos.	 Sólo	 el	 juez	 instructor	 puede
leer	 los	papeles	de	 la	persona	objeto	del	 registro,	 separando	 los
que	 considere	 necesarios	 para	 la	 instrucción,	 los	 cuales	 serán
comunicados	al	agente	fiscal.
C.	de	P.P.
ART.	188.—Modificado,	D.	Leg.	983,	Art.	1°.	Devolución	de
objetos.	Los	objetos	materia	del	delito	podrán	ser	devueltos	a	su
dueño,	dejándose	constancia	en	autos,	salvo	que	se	traten	de
bienes	intrínsecamente	delictivos	y	exista	un	proceso	autónomo
para	ello.
C.	de	P.P.
ART.	 188-A.—Incorporado.	 D.	 Leg.	 959,	 Art.	 2°.
Procedimiento	de	nulidad	de	transferencias.
1.	En	los	supuestos	del	artículo	97	del	Código	Penal	y	cuando	se
trate	de	bienes	sujetos	a	decomiso	con	arreglo	al	artículo	102	del
Código	 Penal,	 que	 hubieran	 sido	 transferidos	 ilegalmente,	 la
declaración	de	nulidad	se	acordará	en	el	proceso	penal	al	emitirse
sentencia,	 sin	 perjuicio	 de	 la	 anotación	 preventiva	 y/o	 de	 otra
medida	 cautelar	que	 corresponda	para	 asegurar	 la	 eficacia	de	 la
nulidad	que	habrá	de	dictarse	con	la	sentencia.
2.	El	procedimiento	se	sujetará	a	las	siguientes	reglas:
a)	El	 fiscal	o,	 en	 su	 caso,	 la	parte	 civil,	 una	vez	 identificada	una
transferencia	de	un	bien	sujeto	a	decomiso	o	que	puede	responder
a	la	reparación	civil	y	que	se	considere	incurso	en	el	numeral	1),
introducirá	 motivadamente	 la	 pretensión	 anulatoria
correspondiente	 e	 instará	 al	 juez	 que	 forme	 el	 cuaderno	 de
nulidad	de	transferencia.	En	ese	mismo	escrito	ofrecerá	la	prueba
pertinente.
b)	El	juez	correrá	traslado	del	requerimiento	de	nulidad	tanto	al
imputado	 cuando	 al	 adquirente	 y/o	 poseedor	 del	 bien
cuestionado,	 para	 que	 dentro	 del	 quinto	 día	 de	 notificados	 se
pronuncien	 acerca	 del	 petitorio	 de	 nulidad.	 Los	 emplazados,
conjuntamente	 con	 su	 contestación,	 ofrecerán	 la	 prueba	 que
consideren	conveniente.
c)	El	juez,	absuelto	el	trámite	o	transcurrido	el	plazo	respectivo,
de	 ser	 el	 caso,	 abrirá	 el	 incidente	 a	prueba	por	 ocho	días.	 Están
legitimados	 a	 intervenir	 en	 la	 actuación	 probatoria	 las	 partes	 y
quienes	 hayan	 sido	 emplazados	 como	 adquirente	 y/o	 poseedor
del	bien	cuestionado.
d)	 Actuadas	 las	 pruebas	 se	 dictará	 resolución	 dando	 por
concluido	 el	 trámite	 incidental.	 El	 órgano	 jurisdiccional
sentenciador	al	dictar	 sentencia	 se	pronunciará	 sobre	 la	nulidad
demandada.
e)	 El	 adquirente	 y/o	 poseedor	 del	 bien	 cuestionado	 está
autorizado	 a	 intervenir	 en	 todas	 las	 actuaciones	 procesales	 que
puedan	 afectar	 su	derecho	y,	 especialmente,	 en	 el	 juicio	 oral,	 en
que	podrá	 formular	 alegatos	 escritos	 y	oral.	 En	este	último	 caso
intervendrá	luego	del	tercero	civil.
f)	Si	la	transferencia	se	descubre	luego	de	culminada	la	etapa	de
instrucción,	se	podrá	 instar	 la	nulidad	en	ejecución	de	sentencia.
Se	seguirá,	en	lo	pertinente,	el	mismo	establecido	en	este	numeral.
C.	de	P.P.
ART.	189.—Examen	psiquiátrico	del	inculpado.	Cuando
hubiere	sospechas	de	que	el	inculpado	sufre	de	enajenación
mental	o	de	otros	estados	patológicos	que	pudieran	alterar	o
modificar	su	responsabilidad,	el	juez	instructor,	de	oficio	o	a
petición	del	defensor	o	del	agente	fiscal,	mandará	reconocerlo	por
dos	peritos	psiquiatras.	El	defensor	o	el	agente	fiscal	puede
también	nombrar	un	perito.
El	 juez	 instructor	 hará	 concurrir	 al	 inculpado	 al	 examen	 de	 los
peritos.
C.	de	P.P.
ART.	190.—Enajenación	o	perturbación	transitoria.	Si	el	 juez
instructor,	 apreciando	 las	 conclusiones	 del	 peritaje	 mental,
adquiere	 la	convicción	de	que	el	 inculpado	no	es	enajenado	o	de
que	 pasa	 sólo	 por	 una	 perturbación	 de	 su	 conciencia,	 que	 no
excluye	 la	 responsabilidad	 aunque	 la	 atenúe,	 declarará,	 en	 la
misma	 audiencia,	 que	 continúa	 la	 instrucción.	 En	 este	 caso,	 se
elevará	 de	 oficio	 el	 incidente	 al	 Tribunal	 Correccional,	 quien
puede,	 previa	 vista	 fiscal,	 reservarlo	 para	 cuando	 se	 remita	 la
instrucción	u	ordenar	nuevo	reconocimiento,	confiar	a	otro	juez	la
instrucción,	o	dictar	la	medida	que	juzgue	conveniente.
C.	de	P.P.
ART.	 191.—Inculpado	 enajenado.	 Si,	 por	 el	 contrario,	 el	 juez
instructor	se	persuade	de	que	el	inculpado	padece	de	enajenación
mental,	previo	dictamen	del	agente	 fiscal,	ordenará	su	 ingreso	al
asilo	de	insanos;	y	elevará	la	instrucción	al	Tribunal	Correccional,
para	que	resuelva	definitivamente.
C.	de	P.P.
ART.	 192.—Inculpado	 enfermo.	 Si	 durante	 la	 detención	 el
inculpado	enfermara,	al	punto	de	hacer	necesaria	su	traslación	al
hospital,	 la	 solicitará	 del	 juez	 instructor,	 quien	 previo	 informe
médico	 y	 tomando	 las	 seguridades	 necesarias,	 accederá	 a	 ella.
Corresponde	 al	 Tribunal	 Correccional	 resolver	 cuando	 el
inculpado	enfermara	hallándose	a	su	disposición.
C.	de	P.P.
ART.	 193.—Delitos	 en	 ferrovías	 o	 en	 barcos.	 Si	 en	 las	 líneas
férreas	o	barcos	ocurre	un	fallecimiento,	o	se	comete	un	delito	de
homicidio,	 de	 lesiones,	 de	 incendio,	 o	 de	 cualquiera	 otra
naturaleza,	 el	 capitán,	 conductor	 o	 jefe	 del	 buque,	 hará	 las
primeras	 investigaciones	 asegurando	 al	 presunto	 delincuente,	 y
levantando	 acta	 con	 las	 declaraciones	 de	 las	 personas	 que
hubieran	presenciado	el	hecho	o	cuya	apreciación	sea	útil	para	su
esclarecimiento.	El	inculpado	y	estos	actuados	serán	entregados	a
la	 autoridad	 de	 policía	 más	 próxima,	 para	 que	 los	 ponga	 a
disposición	 del	 juez	 competente,	 que	 lo	 será	 el	 primero	 a	 quien
sea	posible	denunciar	el	delito.
C.	de	P.P.
ART.	 194.—Empleo	 de	medios	 científicos	 y	 técnicos.	 Para	 la
investigación	 del	 hecho	 que	 constituye	 el	 delito	 o	 para	 la
identificación	 de	 los	 culpables,	 se	 emplearán	 todos	 los	 medios
científicos	 y	 técnicos	 que	 fuesen	 posibles,	 como	 exámenes	 de
impresiones	 digitales,	 de	 sangre,	 de	 manchas,	 de	 trazas,	 de
documentos,	armas	y	proyectiles.
C.	de	P.P.
ART.	195.—Examen	de	testigos	y	acusados.	El	juez	instructor	o
el	Tribunal	Correccional	puede	ordenar,	según	 las	circunstancias
lo	 requieran	 y	 las	 posibilidades	 que	 existan,	 el	 examen	 del
acusado	 o	 testigos	 para	 determinar	 sus	 condiciones	 fisiológicas,
intelectuales	y	psíquicas.
TÍTULO	VIII
Fin	de	la	instrucción
C.	de	P.P.
ART.	 196.—Modificado.	 Ley	24388,	Art.	 1°.	Conclusión	 de	 la
instrucción.	 La	 instrucción	 se	 dará	 por	 concluida	 cuando	 haya
vencido	el	 término	respectivo,	o	cuando	se	hayan	acumulado	 los
elementos	 suficientes	 para	 llenar	 el	 objeto	 de	 ella	 conforme	 al
artículo	 72	 o	 cuando	 se	 dé	 la	 circunstancia	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	136.
CONCLUSIÓN	ANTICIPADA	DE	LA	INSTRUCCIÓN
Ley	28122.
ART.	 1°.—Conclusión	 anticipada	 de	 la	 instrucción	 judicial.	 La
instrucción	judicial	podrá	concluir	en	forma	anticipada,	en	los	procesos	por
los	delitos	previstos	en	 los	artículos	121,	122,	185,	186,	188,	189	primera
parte	y	298	del	Código	Penal,	y	en	los	siguientes	casos:
1.	Cuando	el	imputado	hubiese	sido	descubierto	en	flagrancia,	conforme	a
la	definición	establecida	en	el	artículo	4°	de	la	Ley	N°	27934.
2.	Si	 las	pruebas	recogidas	por	 la	autoridad	policial,	 siempre	que	en	ellas
haya	 intervenido	el	Ministerio	Público,	 o	por	 el	propio	Ministerio	Público,
presentadas	 con	 la	 denuncia	 fiscal,	 fueren	 suficientes	 para	 promover	 el
juzgamiento	sin	necesidad	de	otras	diligencias.
3.	 Si	 el	 imputado	 hubiese	 formulado	 confesión	 sincera	 ante	 el	 juez
conforme	al	artículo	136	del	Código	de	Procedimientos	Penales.
Incorporado.	Ley	29407,	Art.	3°.	La	conclusión	anticipada	es	obligatoria
en	todos	los	casos	cuando	la	edad	del	imputado	esté	comprendida	dentro	de
los	 alcances	 del	 artículo	 22	 del	 Código	 Penal,	 debiendo	 el	 juez,	 bajo
responsabilidad,	 implementar	 los	 mecanismos	 necesarios	 para	 su
cumplimiento.
Ley	28122.
ART.	 2°.—Improcedencia	 de	 la	 conclusión	 anticipada.	 No	 procede	 la
conclusión	anticipada	de	la	instrucción	cuando:
1.	 El	 proceso	 fuere	 complejo	 o	 las	 pruebas	 faltantes	 no	 pudieran
completarse	mediante	pocas	y	rápidas	medidas.
2.	Cuando	el	delito	ha	sido	cometido	por	más	de	cuatro	(4)	personas,	o	a
través	de	una	banda	u	organización	delictiva.
Ley	28122.
ART.	 3°.—Disposición	 del	 juez.	 Cuando	 el	 juez	 estimare	 que	 procede	 la
conclusión	 anticipada	 de	 la	 instrucción,	 de	 oficio	 o	 a	 pedido	 de	 parte,
inmediatamente	 después	 de	 actuar	 la	 instructiva	 del	 imputado	 y	 de
practicar	las	diligencias	urgentes	si	fueren	necesarias,	en	el	propio	turno	o
en	el	plazo	de	tres	(3)	días	desde	 la	 instructiva,	dispondrá	que	 la	causa	se
ajuste	al	procedimiento	previsto	en	esta	ley.	Cualquier	informe	o	documento
debe	recabarse	de	inmediato	sin	necesidad	de	que	el	juez	disponga	del	plazo
de	investigación.
Ley	28122.
ART.	4°.—Oposición	a	la	conclusión	anticipada.	El	Ministerio	Público,	 la
parte	 civil,	 el	 imputado	 o	 su	 defensor,	 podrán	 oponerse	 a	 la	 conclusión
anticipada	de	la	instrucción,	exclusivamente	por	los	motivos	previstos	en	el
artículo	2°	de	esta	ley,	indicando	en	su	caso,	las	diligencias	de	prueba	cuya
ejecución	 se	pretende	durante	 la	 instrucción	y,	 de	 ser	 el	 caso,	 las	 razones
que	hacen	 imposible	o	 inconveniente	su	producción	durante	el	 juicio	oral.
La	oposición	deberá	deducirse	en	el	término	de	tres	(3)	días	de	notificado.
El	juez	resolverá	la	oposición	sin	más	trámite	en	el	término	de	dos	(2)	días,
aceptando	o	 rechazando	 la	pretensión.	 Sólo	 en	 el	 caso	de	 rechazo,	 y	 en	 el
plazo	de	 tres	 (3)	días,	 podrá	 interponerse	 recurso	de	 apelación,	 el	mismo
que	 se	 tramitará	 sin	 efecto	 suspensivo.	 La	 sala	 no	 puede	 ordenar	 la
ampliación	de	 la	 instrucción,	 salvo	que	 se	den	 los	 supuestos	de	excepción
del	artículo	2°	de	la	presente	ley.
Si	 no	 hubiere	 oposición	 o	 ésta	 hubiera	 sido	 rechazada,	 el	 juez	 ordenará,
según	el	caso,	 la	vista	 fiscal	del	artículo	197	del	Código	de	Procedimientos
Penales,	o	la	prevista	en	el	artículo	4°	del	Decreto	Legislativo	N°	124.
Ley	28122.
ART.	5°.—Confesión	sincera.	En	los	casos	de	confesión	sincera,	la	sala	o	el
juez	actuarán	conforme	a	las	siguientes	reglas:
1.	 La	 sala,	 después	 de	 instalada	 la	 audiencia,	 preguntará	 el	 acusado	 si
acepta	ser	autor	o	partícipe	del	delito	materia	de	la	acusación	y	responsable
de	la	reparación	civil.
2.	Si	se	produce	la	confesión	del	acusado,	el	jugador	preguntará	al	defensor
si	 está	 conforme	 con	 él.	 Si	 la	 respuesta	 es	 afirmativa,	 se	 declara	 la
conclusión	anticipada	del	debate	oral.	La	sentencia	se	dictará	en	esa	misma
sesión	o	en	 la	 siguiente,	que	no	podrá	postergarse	por	más	de	 cuarenta	y
ocho	(48)	horas,	bajo	sanción	de	nulidad.
3.	 Si	 el	 defensor	 expresa	 su	 conformidad,	 pero	 condicionándola	 a	 la
oralización	de	 algún	medio	 probatorio,	 se	 atenderá	 el	 pedido	 así	 como	 se
permitirá	 argumentaciones	 y	 refutaciones	 sobre	 la	 pena	 o	 la	 reparación
civil.	Seguidamente,	se	suspenderá	la	sesión	para	expedir	sentencia,	 la	que
se	dictará	ese	mismo	día,	o	en	la	sesión	siguiente,	que	no	podrá	postergarse
por	más	de	cuarenta	y	ocho	(48)	horas,	bajo	sanción	de	nulidad.
4.	Si	son	varios	 los	acusados	y	solamente	confiesa	una	parte	de	ellos,	con
respecto	 a	 éstos,	 se	 aplicará	 el	 trámite	 previsto	 y	 se	 expedirá	 sentencia,
prosiguiéndose	 la	 audiencia	 con	 los	 no	 confesos,	 salvo	 que	 la	 sala	 estime
que	se	afectaría	el	resultado	del	debate	oral.
Ley	28122.
Única	 Disposición	 Transitoria.—Procesos	 en	 trámite.	 Las	 reglas	 del
artículo	 5°	 de	 la	 presente	 ley,	 se	 aplicarán	 a	 los	 procesos	 pendientes	 de
juicio	oral.
JURISPRUDENCIA.—Derecho	a	un	proceso	sin	dilaciones	indebidas.	“(...)
aunque	 la	 duración	 excesiva	 de	 los	 procesos	 sea	 el	 supuesto	más	 común	 de
violación	 del	 derecho	 a	 un	 proceso	 sin	 dilaciones	 indebidas,	 tal	 derecho
también	garantiza	al	justiciable	frente	a	procesos	excesivamente	breves,	cuya
configuración	 esté	 prevista	 con	 la	 finalidad	 de	 impedir	 una	 adecuada
composición	de	la	litis	o	de	la	acusación	penal.	Y	es	que,	como	expresa	Nicolo
Trocker,	 en	 afirmación	 válida,	 mutatis	 mutandis,	 ‘Razonable	 es	 un	 término
que	 expresa	 una	 exigencia	 de	 equilibrio	 en	 el	 cual	 estén	 moderados
armoniosamente,	 por	 un	 lado,	 la	 instancia	 de	 una	 justicia	 administrada	 sin
retardos	y,	por	otro,	la	instancia	de	una	justicia	no	apresurada	y	sumaria’	(...).
(...)	El	Tribunal	Constitucional	considera	que	un	proceso	concebido	con	una
duración	extremadamente	sumaria	o	apresurada,	cuyo	propósito	no	sea	el	de
alcanzar	 que	 la	 litis	 se	 satisfaga	 en	 términos	 justos,	 sino	 ofrecer	 un	 ritual
formal	de	sustanciación	 ‘de	cualquier	acusación	penal’,	vulnera	el	derecho	a
un	 proceso	 ‘con	 las	 debidas	 garantías	 y	 dentro	 de	 un	 plazo	 razonable’.	 El
factor	razonabilidad	aquí	no	está	destinado	a	garantizar	la	duración	excesiva
del	proceso,	sino	a	cuestionar	la	desproporcionada	perentoriedad	con	que	éste
ha	 sido	 configurado	 por	 el	 legislador.	 Tales	 alcances	 del	 derecho,	 por	 lo
demás,	se	derivan	directamente	del	artículo	25,	numeral	1),	de	la	Convención
Americana	 sobre	 Derechos	 Humanos,	 según	 el	 cual	 ‘Toda	 persona	 tiene
derecho	a	un	recurso	sencillo	y	rápido	o	a	cualquier	otro	recurso	efectivo	ante
los	jueces	o	tribunales	competentes,	que	la	ampare	contra	actos	que	violen	sus
derechos	 fundamentales	reconocidos	por	 la	Constitución,	 la	 ley	o	 la	presente
convención	 (...).”	 (TC,	 Exp.	 N°	 010-2002-AI/TC,	 ene.	 03/2003.	 Pres.	 Alva
Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Derecho	al	plazo	razonable	impide	que	el	proceso
penal	se	prolongue	eternamente.	“(…)	Habiéndose	advertido	en	el	presente
caso	que	se	ha	producido	una	vulneración	del	derecho	al	plazo	razonable	del
proceso,	corresponde	ahora	determinar	cuál	es	la	consecuencia	que	se
desprende	de	dicha	estimatoria.	(…).
39.	Es	por	ello	que	la	violación	del	derecho	al	plazo	razonable,	que	como	ya	se
ha	dejado	dicho	es	un	derecho	público	subjetivo	de	los	ciudadanos,	limitador
del	poder	penal	estatal,	provoca	el	nacimiento	de	una	prohibición	para	el
Estado	de	continuar	con	la	persecución	penal	fundada	en	la	pérdida	de	la
legitimidad	punitiva	derivada	del	quebrantamiento	de	un	derecho	individual
de	naturaleza	fundamental.	(…).
40.	(…)	el	que	se	ha	mantenido	al	recurrente	en	un	estado	de	sospecha
permanente	y	sin	que	–como	se	ha	visto	a	lo	largo	de	la	presente	sentencia–
las	circunstancias	del	caso	justifiquen	dicha	excesiva	dilación,	el	acto
restitutorio	de	la	violación	del	derecho	al	plazo	razonable	del	proceso
consistirá	en	la	exclusión	del	recurrente	del	proceso	penal.	(…).”	(TC,	Exp.
3509-2009-PHC/TC,	oct.	19/2009.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA..—El	derecho	al	plazo	razonable	impide	que	los
acusados	permanezcan	“eternamente”	bajo	acusación.	“(…)	el	atributo	en
mención	tiene	como	finalidad	impedir	que	los	acusados	permanezcan	durante
largo	tiempo	bajo	acusación	y	asegurar	que	su	tramitación	se	realice
prontamente.	Por	otro	lado,	los	criterios	para	determinar	la	razonabilidad	del
plazo,	tal	como	lo	ha	señalado	este	colegiado	–haciendo	suyos	los
fundamentos	expuestos	por	la	Corte	Interamericana	de	Derechos	Humanos–
son	los	siguientes:	a)	la	complejidad	del	asunto;	b)	la	actividad	procesal	del
interesado,	y	c)	la	conducta	de	las	autoridades	judiciales	(…).”	(TC,	Exp.
05377-2009-PHC/TC,	abr.	13/2010.	S.	S.	Landa	Arroyo)
C.	de	P.P.
ART.	197.—Derogado.	D.	Leg.	1206,	Primera	Disposición
Complementaria	Derogatoria.
C.	de	P.P.
ART.	 198.—Derogado.	 D.	 Leg.	 1206,	 Primera	 Disposición
Complementaria	Derogatoria.
D.	Leg.	52.
ART.	 94.—Obligaciones	 del	 fiscal	 provincial	 en	 lo	 penal.	 Son
obligaciones	del	fiscal	provincial	en	lo	penal:
1.	Proceder	como	se	dispone	en	el	artículo	10	de	la	presente	ley.	Si	el
detenido	 rehúye	 nombrar	 defensor,	 el	 fiscal	 llamará	 al	 de	 oficio	 o,	 en	 su
defecto,	 designará	 a	 uno	 de	 los	 que	 integran	 la	 lista	 que	 el	 colegio	 de
abogados	 correspondiente	 formulará,	 en	 su	oportunidad,	 para	 este	 efecto.
El	 fiscal	 hará	 saber	 su	 llamamiento	 o	 su	 designación	 al	 defensor	 y,	 en	 su
caso,	al	 colegio	de	abogados,	de	 inmediato	y	en	 la	 forma	que	permitan	 las
circunstancias,	dejando	constancia	de	todo	ello	en	el	atestado	policial.
2.	 Denunciado	 un	 hecho	 que	 se	 considere	 delictuoso	 por	 el	 agraviado	 o
cualquiera	del	pueblo,	en	los	casos	de	acción	popular,	se	extenderá	acta,	que
suscribirá	el	denunciante,	si	no	lo	hubiese	hecho	por	escrito,	para	los	efectos
a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 11	 de	 la	 presente	 ley.	 Si	 el	 fiscal	 estima
procedente	 la	 denuncia,	 puede,	 alternativamente,	 abrir	 investigación
policial	 para	 reunir	 la	 prueba	 indispensable	 o	 formalizarla	 ante	 el	 juez
instructor.	 En	 este	 último	 caso,	 expondrá	 los	 hechos	 de	 que	 tiene
conocimiento,	 el	 delito	 que	 tipifican	 y	 la	 pena	 con	 que	 se	 sanciona,	 según
ley;	la	prueba	con	que	cuenta	y	la	que	ofrece	actuar	o	que	espera	conseguir	y
ofrecer	oportunamente.	Al	finalizar	el	atestado	policial	sin	prueba	suficiente
para	 denunciar,	 el	 fiscal	 lo	 declarará	 así;	 o	 cuando	 se	 hubiese	 reunido	 la
prueba	que	estimase	suficiente	procederá	a	 formalizar	 la	denuncia	ante	el
juez	instructor	como	se	deja	establecido	en	el	presente	artículo.
3.	Denunciar	ante	el	 fiscal	superior	a	 los	 jueces	 instructores	que	 incurran
en	parcialidad	manifiesta	o	culpa	inexcusable.	Si	el	fiscal	superior	hace	suya
la	denuncia,	el	Tribunal	Correccional	mandará	regularizar	el	procedimiento
o	designará	al	juez	instructor	reemplazante.
4.	Participar	en	 la	 instrucción	para	el	efecto	de	actuar	 la	prueba	ofrecida,
exigir	 que	 se	 observen	 los	 plazos	 establecidos	 en	 la	 ley	 e	 interponer	 los
recursos	que	ésta	le	conceda.
5.	Participar	e	interponer	los	recursos	procedentes	en	los	casos	pertinentes
a	que	se	refiere	el	artículo	91	de	la	presente	ley.
6.	Las	demás	que	establece	la	ley.
D.	Leg.	52.
ART.	 95.—Atribuciones	 del	 fiscal	 provincial	 en	 lo	 penal.	 Son
atribuciones	del	fiscal	provincial	en	lo	penal:
1.	Ejercitar	la	acción	penal	procedente	cuando	el	 juez	de	la	causa	pone	en
su	conocimiento	los	indicios	de	un	delito	perseguible	de	oficio	cometido	en
la	sustanciación	de	un	procedimiento	civil.
2.	Solicitar	el	embargo	de	los	bienes	muebles	y	la	anotación	de	la	resolución
pertinente	 en	 las	 partidas	 registrales	 de	 los	 inmuebles	 de	 propiedad	 del
inculpado	 o	 del	 tercero	 civilmente	 responsable	 que	 sean	 bastantes	 para
asegurar	la	reparación	civil.
3.	 Pedir	 que	 se	 corte	 la	 instrucción,	 respecto	 del	 menor	 de	 edad	 que
estuviese	 erróneamente	 comprendido	 en	 ella	 y	 que	 se	 le	 ponga	 a
disposición	del	juez	de	menores,	con	los	antecedentes	pertinentes.
4.	Solicitar	el	reconocimiento	del	inculpado	por	médicos	siquiatras,	cuando
tuviere	 sospechas	 de	 que	 el	 inculpado	 sufre	 de	 enfermedad	 mental	 o	 de
otros	 estados	 patológicos	 que	 pudieran	 alterar	 o	 modificar	 su
responsabilidad	 penal;	 y	 en	 su	 caso,	 pedir	 su	 internamiento	 en	 un
nosocomio,	cortándose	la	instrucción	con	respecto	al	inimputable.
5.	 Solicitar,	 con	 motivo	 de	 la	 investigación	 policial	 que	 se	 estuviera
realizando	 o	 en	 la	 instrucción,	 que	 el	 juez	 instructor	 ordene	 el
reconocimiento	del	cadáver	y	su	necropsia	por	peritos	médicos,	en	los	casos
en	que	las	circunstancias	de	la	muerte	susciten	sospecha	de	crimen.
6.	Solicitar	que	se	transfiera	la	competencia,	cuando,	por	las	circunstancias,
tal	 medida	 fuere	 la	 más	 conveniente	 para	 la	 oportuna	 administración	 de
justicia.	Podrá	oponerse	a	la	que	solicite	el	inculpado	alegando	causales	de
salud	 o	 de	 incapacidad	 física,	 si	 el	 fiscal	 no	 las	 considerase	 debidamente
probadas.
7.	Emitir	informe	cuando	lo	estime	conveniente	y,	en	todo	caso,	al	vencerse
el	término	de	la	instrucción.
8.	Visitar	los	centros	penitenciarios	y	de	detención	provisional	para	recibir
las	 quejas	 y	 reclamos	 de	 los	 procesados	 y	 condenados	 en	 relación	 con	 su
situación	judicial	y	el	respeto	a	sus	derechos	constitucionales.	Duplicado	del
acta	correspondiente	elevará,	con	su	informe,	al	fiscal	superior	en	lo	penal,
sin	perjuicio	de	tomar	las	medidas	legales	que	fueren	del	caso.
9.	 Solicitar	 la	 revocación	 de	 la	 libertad	 provisional,	 de	 la	 liberación
condicional	o	de	 la	condena	condicional,	cuando	el	 inculpado	o	condenado
incumpla	 las	 obligaciones	 impuestas	 o	 su	 conducta	 fuere	 contraria	 a	 las
previsiones	o	presunciones	que	las	determinaron.
En	 estos	 casos	 la	 solicitud	 del	 fiscal	 será	 acompañada	 con	 el	 atestado
policial	organizado	en	cumplimiento	de	lo	dispuesto	en	el	artículo	9º	de	la
presente	ley.
10.	Las	demás	que	establece	la	ley.
C.	de	P.P.
ART.	 199.—Derogado.	 D.	 Leg.	 1206,	 Primera	 Disposición
Complementaria	Derogatoria.
C.	de	P.P.
ART.	200.—Derogado.	Ley	27994,	Art.	2°.
C.	de	P.P.
ART.	201.—Modificado.	Ley	24388,	Art.	1°.	Libertad
incondicional.	Si	en	cualquier	estado	de	la	instrucción	se
demuestra	plenamente	la	inculpabilidad	del	encausado,	el	juez	de
oficio	o	a	pedido	del	inculpado	deberá	ordenar	su	libertad
incondicional	y	el	auto	que	lo	disponga	se	ejecutará
inmediatamente,	debiendo	elevar	al	Tribunal	Correccional	el
cuaderno	respectivo	cuando	hayan	otros	procesados	que	deben
continuar	detenidos.	Si	la	causa	se	sigue	sólo	contra	el	que	es
objeto	de	la	libertad,	se	elevará	el	expediente	principal.
En	 este	 caso,	 si	 el	 tribunal	 aprueba,	 el	 consultado	 ordenará	 el
archivamiento	 del	 proceso.	 Si	 desaprueba	 el	 auto	 dispondrá	 la
recaptura	 del	 indebidamente	 liberado	 pudiendo	 imponer	 las
sanciones	o	disponer	las	acciones	que	correspondan	si	la	libertad
ha	sido	maliciosa.
JURISPRUDENCIA.—Libertad	condicional	en	supuesto	de	pluralidad	de
imputados.	“(...)	cuando	se	trata	de	pluralidad	de	procesados,	la	libertad
incondicional	ordenada	en	favor	de	uno	de	ellos	no	lo	excluye	del	proceso	tal	y
conforme,	lo	señala	reiterada	jurisprudencia	de	este	supremo	tribunal	(...).”
(CSJ,	Exp.	N°	3732/1997,	set.	04/97.	S.S.	Montes	de	Oca	Begazo)
COMENTARIO.—Libertad	de	oficio.	El	Código	de	Procedimientos	Penales
contempla	 la	posibilidad	de	dictar	 la	 libertad	–de	oficio–	 con	 los	 informes
finales	propios	del	proceso	ordinario	para	delitos	graves	(Art.	197	-	199	del
Código	Procesal	Penal).	El	requisito	esencial	para	que	proceda	es	la	absoluta
coincidencia	sobre	la	inocencia	del	imputado	en	las	conclusiones	de	ambos
informes.	La	oportunidad	para	solicitar	la	libertad	incondicional	es	durante
la	investigación.
C.	de	P.P.
ART.	 202.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1206,	 Art.	 3°.	 Plazo	 de	 la
instrucción,	complejidad	y	control	de	plazo.
1.	El	plazo	de	la	instrucción	podrá	durar	hasta	ciento	veinte	(120)
días	naturales,	salvo	distinta	disposición	de	la	ley.
2.	Sólo	por	causas	justificadas	y	motivadas,	dictando	la	resolución
respectiva,	 el	 juez	podrá	prorrogarla	por	única	vez	hasta	por	un
máximo	de	sesenta	días	naturales,	para	tal	efecto,	el	juez	formará
el	cuaderno	con	las	piezas	procesales	pertinentes	y	 lo	elevará	en
el	 término	 de	 las	 24	 horas	 a	 la	 Sala	 Superior	 Penal,	 para	 que
apruebe	o	desapruebe	dentro	del	tercer	día	hábil	la	disposición	de
prórroga.
3.	En	caso	la	Sala	Penal	Superior	desapruebe	la	prórroga,	deberá
ordenar	al	juez	penal	que	ponga	fin	a	la	instrucción.	Si	la	aprueba,
dispondrá	 la	 continuación	 de	 la	 instrucción,	 pudiendo	 fijar	 un
plazo	 distinto	 de	 prórroga,	 siempre	 dentro	 del	 periodo
establecido	en	el	párrafo	anterior.	Si	no	se	hubiese	cumplido	con
el	objeto	de	la	instrucción	debido	a	la	frustración	de	las	diligencias
programadas	 o	 a	 dilaciones	 indebidas	 atribuibles	 al	 órgano
jurisdiccional,	 la	 sala	 podrá	 aprobar	 la	 prórroga	 hasta	 por	 un
máximo	de	sesenta	(60)	días	naturales,	debiendo	remitir	copias	al
órgano	de	control,	si	fuere	el	caso.
4.	Tratándose	de	procesos	complejos,	 el	plazo	de	 instrucción	es
de	ocho	(8)	meses,	pudiendo	ser	prorrogada,	por	única	vez,	hasta
por	 cuatro	 (4)	 meses	 más,	 siempre	 y	 cuando	 la	 Sala	 Superior
Penal	 la	 apruebe,	 bajo	 el	 trámite	 señalado	 en	 los	 párrafos
anteriores.	 La	 complejidad	 podrá	 ser	 declarada	 de	 oficio	 por	 el
juez	 penal	 en	 la	 audiencia	 de	 presentación	 de	 cargos	 de
imputación	 o	 mediante	 auto	 hasta	 antes	 de	 vencerse	 el	 plazo
ordinario	de	la	instrucción.
5.	 La	 resolución	 que	 declara	 complejo	 el	 proceso	 penal	 es
susceptible	de	apelación,	sin	efecto	suspensivo.	La	sala	resolverá
dentro	del	quinto	día	hábil	de	recibido	el	cuaderno	respectivo.
6.	Corresponde	al	juez	emitir	la	resolución	que	declara	complejo
el	 proceso,	 cuando:	 a)	 requiera	 de	 la	 actuación	 de	 una	 cantidad
significativa	 de	 actos	 de	 investigación;	 b)	 comprenda	 la
investigación	 de	 numerosos	 delitos;	 c)	 involucra	 una	 cantidad
importante	 de	 imputados	 y	 agraviados;	 d)	 demandan	 la
realización	de	pericias	que	comportan	la	revisión	de	una	nutrida
documentación	 o	 de	 complicados	 análisis	 técnicos;	 e)	 necesita
realizar	gestiones	de	carácter	procesal	fuera	del	país;	f)	involucra
llevar	a	cabo	diligencias	en	varios	distritos	judiciales;	g)	revisa	la
gestión	de	personas	jurídicas	o	entidades	del	Estado.
7.	En	los	casos	anteriores,	la	sala	resolverá	sin	vista	fiscal.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 11.—Las	 resoluciones	 judiciales	 son	 susceptibles	 de	 revisión,	 con
arreglo	a	ley,	en	una	instancia	superior.
La	 interposición	 de	 un	 medio	 de	 impugnación	 constituye	 un	 acto
voluntario	del	justiciable.
Lo	resuelto	en	segunda	instancia	constituye	cosa	juzgada.	Su	impugnación
sólo	procede	en	los	casos	previstos	en	la	ley.
C.	de	P.P.
ART.	 203.—Derogado.	 D.	 Leg.	 1206,	 Primera	 Disposición
Complementaria	Derogatoria.
COMENTARIO.—Etapa	 intermedia	del	proceso	penal.	El	artículo	 regula
lo	 que	 se	 conoce	 en	 doctrina	 como	 el	 inicio	 de	 la	 etapa	 intermedia	 del
proceso	penal,	que	va	 luego	de	 la	 instrucción	y	antes	del	 juicio	oral.	En	 la
etapa	intermedia	se	revisa	y	valora	todo	lo	realizado	en	la	instrucción	(si	se
ha	 acreditado	 suficientemente	 la	 existencia	 del	 hecho	 punible	 y	 si	 se	 ha
individualizado	al	autor	del	hecho)	para	determinar	luego	si	concurren	los
presupuestos	necesarios	para	realizar	el	juicio	oral.	Una	vez	dictado	el	auto
de	conclusión	de	 la	 investigación	o	de	elevación	del	proceso,	el	 fiscal	en	el
término	de	tres	días	si	hay	reo	en	cárcel	y	de	ocho	días	si	no	lo	hay,	tendrá
tres	 opciones:	 a)	 solicitar	 un	 plazo	 ampliatorio,	 b)	 emitir	 dictamen	 no
acusatorio,	 por	 lo	 que	 solicitará	 al	 juez	 el	 auto	 de	 sobreseimiento	 del
proceso,	 c)	 formular	 acusación,	 por	 lo	 que	 se	 emitirá	 el	 auto	 de
enjuiciamiento.
C.	de	P.P.
ART.	204.—Modificado.	D.	Leg.	1206,	Art.	3°.	Disposición	del
expediente.	El	juez	dará	por	concluida	la	instrucción,	y	pondrá	el
expediente	a	disposición	de	los	interesados	por	el	término	de	tres
(3)	 días	 hábiles.	 La	 notificación	 se	 hará	 en	 el	 domicilio	 procesal
señalado	 por	 las	 partes.	 Vencido	 dicho	 plazo,	 sin	 más	 trámite
remitirá	el	expediente	a	la	Sala	Penal	Superior.
TÍTULO	IX
De	la	instrucción	contra	inculpados
ausentes
C.	de	P.P.
ART.	205.—Nombramiento	de	defensor.	La	instrucción	contra
inculpado	ausente	se	llevará	a	cabo	nombrándosele	de	oficio	un
defensor,	quien	intervendrá	en	todas	las	diligencias	y	podrá	hacer
uso	de	los	recursos	legales.
También	se	nombrará	un	defensor	para	todos	los	inculpados
ausentes	que	resulten	comprendidos	en	una	instrucción	contra
inculpados	presentes.
Si	 existiese	 manifiesta	 incompatibilidad	 en	 las	 defensas	 de	 los
inculpados	 ausentes,	 se	 nombrará	 los	 defensores	 que	 sean
necesarios.
RESPETO	DEL	DERECHO	A	LA	NO	AUTOINCRIMINACIÓN
R.	Adm.	310-2014-CE-PJ.
ART.	1°.—Oficiar	a	los	presidentes	de	las	cortes	superiores	de	justicia	de	la
República	 para	 que	 se	 sirvan	 comunicar	 a	 los	 jueces	 de	 los	 órganos
jurisdiccionales	 penales	 y/o	 mixtos	 que,	 considerando	 el	 derecho	 del
imputado	a	la	no	autoincriminación,	tienen	que	evaluar	que	no	corresponde
la	 declaración	 judicial	 de	 ausencia	 o	 contumacia	 en	 la	 fase	 instructiva	 del
proceso	 penal	 sumario	 y	 ordinario,	 con	 el	 mandamiento	 de	 conducción
compulsiva,	 en	 razón	 de	 su	 inconcurrencia	 u	 oposición	 expresa	 (oral	 o
escrita)	 a	 presentarse	 a	 la	 diligencia	 de	 declaración	 instructiva.	 En	 esa
perspectiva,	el	proceso	penal	sumario	puede	concluir	con	una	sentencia;	así
como	 el	 proceso	 penal	 ordinario	 puede	 transitar	 hacia	 la	 etapa	 de	 juicio,
prescindiendo	 de	 la	 declaración	 del	 imputado,	 salvo	 que	 éste	 lo	 solicite
como	medio	de	defensa.
R.	Adm.	310-2014-CE-PJ.
ART.	 2°.—Establecer	 que	 corresponde	 al	 fiscal	 durante	 la	 investigación
preliminar	identificar	y	constatar	la	dirección	domiciliaria	real	y	actual	del
imputado.	El	 juez	 sólo	podrá	emitir	 el	 auto	que	da	 inicio	 al	proceso	penal
sumario	 y	 ordinario,	 cuando	 en	 la	 formalización	 de	 denuncia	 se	 haya
cumplido	 el	 presupuesto	 antes	 anotado	 con	 los	 recaudos	 respectivos;	 ello
con	el	objetivo	de	garantizar	la	debida	notificación	judicial	del	imputado.
C.	de	P.P.
ART.	 206.—Elevación	 de	 los	 autos.	 Terminada	 la	 instrucción
contra	 inculpado	 ausente,	 el	 instructor	 elevará	 los	 autos	 al
tribunal	con	los	informes	respectivos.
LIBRO	TERCERO
DEL	JUICIO
TÍTULO	I
Tribunal	correccional
C.	de	P.P.
ART.	 207.—Juicio	 oral.	 El	 juicio	 será	 oral	 y	 público	 ante	 los
tribunales	correccionales,	constituidos	en	cada	Corte	Superior	por
una	sala	compuesta	de	tres	vocales.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 6°.—Todo	 proceso	 judicial,	 cualquiera	 sea	 su	 denominación	 o
especialidad,	 debe	 ser	 sustanciado	 bajo	 los	 principios	 procesales	 de
legalidad,	inmediación,	concentración,	celeridad,	preclusión,	igualdad	de	las
partes,	 oralidad	 y	 economía	 procesal,	 dentro	 de	 los	 límites	 de	 la
normatividad	que	le	sea	aplicable.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	10.—Modificado.	Ley	29277,	Única	Disposición	Complementaria
Modificatoria.	Principio	de	publicidad.	Derecho	de	análisis	y	crítica	de
las	 decisiones	 judiciales.	 Toda	 actuación	 judicial	 es	 pública,	 con	 las
excepciones	que	la	Constitución	y	las	leyes	autorizan.
Tienen	el	mismo	carácter	 los	 registros,	 archivos	y	 copias	de	 los	 actuados
judiciales	 fenecidos	que	se	conserven,	de	acuerdo	a	 ley.	Cualquier	persona
debidamente	 identificada	 puede	 acceder	 a	 los	 mismos	 para	 solicitar	 su
estudio	o	copia	certificada,	con	las	restricciones	y	requisitos	que	establece	la
ley.
Cualquier	 decisión	 judicial,	 recaída	 en	 un	 proceso	 fenecido,	 puede	 ser
objeto	 de	 análisis	 y	 crítica,	 con	 las	 limitaciones	 que	 expresamente	 la	 ley
señala.	Todas	las	sentencias	emitidas	por	los	jueces	se	publican	en	la	página
web	del	Poder	Judicial,	bajo	responsabilidad	de	la	Corte	Suprema	y/o	de	las
cortes	superiores,	según	corresponda.
Los	 jueces	 tienen	 el	 deber	 de	 remitir	 sus	 sentencias	 a	 los	 órganos	 correspondientes	 en	 tiempo
oportuno.
NOTAS:	1.	La	Ley	de	la	Carrera	Judicial	(Ley	29277),	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	07
de	noviembre	del	2008,	entró	en	vigencia	el	día	07	de	mayo	del	2009.
2.	La	publicación	de	la	Ley	29354,	del	07	de	mayo	del	2009,	posterga	la	vigencia	de	los	artículos	87	al
96	referidos	a	la	“evaluación	parcial”	de	los	magistrados,	por	45	días	más.
3.	El	Tribunal	Constitucional	publicó	el	12	de	abril	del	2010	la	sentencia	que	declaró	fundado	en
parte	el	proceso	de	inconstitucionalidad	planteado	contra	diversos	artículos	de	la	Ley	de	la	Carrera
Judicial.	Para	el	tribunal,	resulta	inconstitucional	la	creación	de	la	Comisión	de	Evaluación	del
Desempeño	y	que	se	efectúe	evaluaciones	cada	3	años	a	los	jueces,	por	contravenir	las	facultades	y
autonomía	del	Poder	Judicial,	que	están	consagrados	constitucionalmente.	En	igual	sentido,	realiza
precisiones	constitucionales	al	ejercicio	de	las	libertades	de	información	y	de	expresión	de	los	jueces.
4.	En	 fecha	07	de	abril	del	2011,	el	Tribunal	Constitucional	publicó	 la	Sent.	del	Pleno	-	Exp.	0019-
2009-PI/TC	 que	 declara	 fundada	 en	 parte	 la	 demanda	 de	 inconstitucionalidad	 interpuesta	 por	 el
Colegio	 de	 Abogados	 del	 Callao	 contra	 diversos	 artículos	 de	 la	 Ley	 N°	 29277,	 Ley	 de	 la	 Carrera
Judicial.	 Así,	 el	 colegiado	 señala	 la	 inconstitucionalidad	 de	 la	 expresión	 ‘en	materias	 jurídicas’	 del
artículo	 40,	 inciso	 3)	 de	 la	 ley	 y,	 por	 tanto,	 queda	 subsistente	 la	 disposición	 con	 el	 siguiente
contenido:	‘Está	prohibido	a	los	jueces:	(…)	3.	Aceptar	cargos	remunerados	dentro	de	las	instituciones
públicas	o	privadas,	a	excepción	del	ejercicio	de	la	docencia	universitaria’.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	38.—Las	cortes	superiores	están	conformadas	por:
1.	El	Presidente	de	la	Corte	Superior;	y,
2.	Tres	vocales	por	cada	una	de	las	salas	que	la	integran,	presididas	por	el
de	mayor	antigüedad.
Las	 cortes	 superiores	 que	 cuentan	 con	 seis	 o	 más	 salas	 tienen
adicionalmente	 dos	 vocales	 consejeros	 que	 forman	 parte	 del	 consejo
ejecutivo	 distrital,	 los	 cuales	 suplen	 a	 los	 titulares	 en	 la	 función
jurisdiccional	en	los	casos	de	licencia,	vacancia	o	impedimento.
Además	 por	 cada	 seis	 salas	 adicionales	 hay	 un	 vocal	 consejero
supernumerario	que	no	forma	parte	del	consejo	ejecutivo.
Los	vocales	consejeros	son	designados	rotativamente	por	la	Corte	Superior,
para	cada	período	de	gobierno.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	39.—Las	salas	de	las	cortes	superiores	resuelven	en	segunda	y	última
instancia,	con	las	excepciones	que	establece	la	ley.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	41.—Las	salas	penales	conocen:
1.	De	los	recursos	de	apelación	de	su	competencia	conforme	a	ley;
2.	Del	juzgamiento	oral	de	los	procesos	establecidos	por	la	ley;
3.	De	 las	 quejas	 de	 derecho	 y	 contiendas	 de	 competencia	 promovidas	 en
materia	penal	que	les	corresponden;
4.	 En	 primera	 instancia,	 de	 los	 procesos	 por	 delitos	 cometidos	 en	 el
ejercicio	de	sus	funciones,	por	los	jueces	especializados	o	mixtos,	jueces	de
paz	letrados,	jueces	de	paz	y	otros	funcionarios	señalados	por	la	ley	aunque
hayan	cesado	en	el	cargo;	y,
5.	De	los	demás	asuntos	que	correspondan	conforme	a	ley.
C.	de	P.P.
ART.	 208.—Modificado.	 D.	 Leg.	 126,	 Art.	 1°.	 Tribunales
especiales.	Las	cortes	superiores	cuando	el	recargado	número	de
expedientes	 así	 lo	 exigiera,	 podrán,	 por	 acuerdo	 de	 sala	 plena	 y
con	 conocimiento	 de	 la	 Corte	 Suprema,	 disponer	 el
funcionamiento	 de	 tribunales	 correccionales	 especiales,
presididos	 por	 un	magistrado	 titular;	 y	 de	 jueces	 especiales	 que
sean	necesarios	para	descongestionar	los	juzgados	ordinarios.
C.	de	P.P.
ART.	 209.—Intervención	 del	 Ministerio	 Público.	 La
intervención	 del	 Ministerio	 Público	 en	 las	 audiencias	 es
obligatoria,	salvo	en	los	juicios	reservados	a	la	acción	privada.	La
omisión	de	esta	intervención	es	causal	de	nulidad.	El	fiscal	podrá
ser	reemplazado	por	un	suplente.
C.	de	P.P.
ART.	210.—Modificado.	D.	Leg.	125,	Art.	5°.	Presencia	de
acusado	y	defensor.	La	audiencia	no	podrá	realizarse	sin	la
presencia	del	acusado	y	de	su	defensor.
Tratándose	de	reo	con	domicilio	conocido	o	legal	señalado	en
autos,	será	requerido	para	su	concurrencia	al	juicio	bajo
apercibimiento	de	ser	declarado	contumaz	y	de	ordenarse	su
captura	si	tiene	la	condición	de	libre	o	de	revocarse	su	libertad	si
gozara	de	este	beneficio,	señalándose	nueva	fecha	para	la
audiencia,	siempre	que	no	hayan	otros	reos	libres	que	se	hubieran
presentado	o	en	cárcel.	Si	el	acusado	persistiera	en	su
inconcurrencia,	se	hará	efectivo	el	apercibimiento,	procediéndose
en	lo	sucesivo	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	los	artículos
318	al	322	del	Código	de	Procedimientos	Penales.
La	 inasistencia	 del	 contumaz	 no	 impedirá	 en	 ningún	 caso	 la
iniciación	 del	 juicio	 oral,	 cuando	 haya	 reos	 en	 cárcel	 o	 libres
presentes.	Si	fuera	aprehendido	o	se	hiciera	presente	después	de
la	iniciación	del	juicio	y	antes	de	la	sentencia,	será	examinado	y	se
podrán	 actuar	 las	 diligencias	 compatibles	 con	 el	 estado	 de	 la
causa,	 volviéndose	 a	 escuchar	 al	Ministerio	 Público	 si	 es	 que	 se
hubiera	producido	la	requisitoria	oral.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Presupuestos	materiales	para	la
declaración	de	contumacia	en	la	etapa	de	enjuiciamiento.	“(…)	El	auto	de
enjuiciamiento	o,	en	su	caso,	el	de	citación	a	juicio,	por	el	contrario,	tiene
precisiones	estrictas	para	el	emplazamiento	del	acusado	presente;	está
asociado	a	un	apercibimiento	específico	y	un	trámite	escrupuloso.	Prescribe	al
respecto	el	artículo	210	del	Código	de	Procedimientos	Penales	(...),
señalándose	nueva	fecha	para	la	audiencia,	siempre	que	no	hayan	otros	reos
libres	que	se	hubieran	presentado	o	en	cárcel.	Si	el	acusado	persiste	en	la
inconcurrencia,	se	hará	efectivo	el	apercibimiento,	procediéndose	en	lo
sucesivo	conforme	a	los	artículos	318	al	322	del	Código	de	Procedimientos
Penales’.	(…)	Siendo	así,	son	presupuestos	materiales	para	la	declaración	de
contumacia	en	la	etapa	de	enjuiciamiento:	a)	que	el	acusado	presente,	con
domicilio	conocido	o	legal,	sea	emplazado	debida	o	correctamente	con	la
citación	a	juicio	(se	entiende	que	si	el	propio	emplazado	proporciona	un
domicilio	falso,	ello	acredita	su	intención	de	eludir	la	acción	de	la	justicia	y
justifica	la	declaración	como	reo	contumaz)	(…)	;	b)	que	la	indicada
resolución	judicial,	presupuesto	de	la	declaración	de	contumacia,	incorpore	el
apercibimiento	expreso	de	la	declaración	de	contumaz	en	caso	de	inasistencia
injustificada;	y,	c)	que	el	acusado	persista	en	la	inconcurrencia	al	acto	oral,	en
cuyo	caso	se	hará	efectivo	el	apercibimiento	previamente	decretado,	esto	es,	la
emisión	del	auto	de	declaración	de	contumacia,	y	se	procederá	conforme	al
juicio	contra	reos	ausentes.	En	tal	virtud,	el	órgano	jurisdiccional	deberá
examinar	cuidadosamente	el	debido	emplazamiento	al	imputado,	la	correcta
notificación,	y	sobre	esa	base	proceder	en	su	consecuencia	(…)	acto	seguido,	es
central	la	nota	de	‘persistencia’	en	la	incomparecencia	voluntaria	del	acusado
al	acto	oral,	la	cual	significa	mantenerse	firme	o	constante	en	una	cosa	o,	más
concretamente,	ante	el	emplazamiento	judicial,	es	decir,	no	cumplirlo
deliberadamente.	(…)	si	el	párrafo	analizado	está	en	función	a	la	iniciación	del
acto	oral	o	a	su	continuación,	esto	es,	si	la	norma	procesal	precisa	que	se
señalará	nueva	fecha	para	la	audiencia	siempre	que	no	hayan	otros	reos	libres
que	se	hubieran	presentado	o	en	cárcel,	a	partir	de	lo	cual	se	hace	mención	a
la	persistencia	del	acusado	en	su	incomparecencia,	entonces,	es	evidente	que
la	resolución	judicial	de	contumacia	se	dictará	una	vez	que	el	acusado
incumpla	este	segundo	emplazamiento,	a	mérito	de	lo	cual	se	renovarán	las
órdenes	para	su	captura,	se	le	emplazará	por	edictos	y	se	reservará	el	proceso
hasta	que	sea	habido,	tal	como	lo	dispone,	en	lo	pertinente,	el	artículo	319	del
Código	de	Procedimientos	Penales.	Es	claro,	asimismo,	que	si	el	acto	oral	tiene
lugar	por	la	concurrencia	de	otros	acusados,	la	declaración	de	contumacia	se
hará	efectiva	una	vez	se	cite	al	acusado	inconcurrente	para	la	continuación
del	juicio	oral,	aplicando	en	lo	pertinente	las	normas	antes	invocadas.	(CS.	Ac.
Plenario	5-2006/CJ-116,	dic.	29/06.	S.S.	Salas	Gamboa).
JURISPRUDENCIA.—La	inasistencia	injustificada	al	juicio	oral	provoca
la	declaración	de	reo	contumaz	y	no	el	apartamiento	del	acusado.	“Que,
por	otro	lado,	se	advierte	que	la	Sala	Penal	(...)	apartó	del	proceso	al	acusado
(...)	porque	no	concurrió	al	juicio	oral,	sin	observar	la	disposición	contenida	en
el	artículo	doscientos	diez	del	Código	de	Procedimientos	Penales,	en	tanto	en
cuanto	no	lo	declaró	reo	contumaz	y	tampoco	ordenó	su	ubicación	y	captura
por	no	asistir	a	las	audiencias	del	plenario;	que,	en	consecuencia,	en	el	nuevo
juicio	oral	el	tribunal	superior	debe	resolver	la	situación	jurídica	de	este
acusado	de	conformidad	con	las	disposiciones	procesales	correspondientes.
Por	estos	fundamentos:	declararon	nula	la	sentencia	(...).”	(CS,	R.	N.	742-2009-
La	Libertad,	abr.	13/2010.	V.	P.	Lecaros	Cornejo)
C.	de	P.P.
ART.	 211.—Reemplazo	 del	 fiscal	 o	 defensor.	 Si	 el	 fiscal	 o	 el
abogado,	 designado	 ya	 sea	 por	 el	 acusado	 o	 por	 el	 Tribunal
Correccional,	no	pudiese	concurrir	a	la	audiencia	por	enfermedad
u	 otro	 impedimento,	 será	 reemplazado	 por	 quien	 corresponda,
pudiendo	aplazarse	la	audiencia	por	uno,	dos	o	tres	días,	a	 juicio
del	 tribunal,	 para	 que	 los	 nuevos	 designados	 se	 informen	 de	 la
instrucción	y	conferencien	con	el	acusado.
C.	de	P.P.
ART.	 212.—Comparecencia	 del	 acusado.	 En	 todo	 juicio
comparecerá	 el	 acusado	 sin	 ligaduras	 ni	 prisiones,	 acompañado
solamente	de	los	miembros	de	la	policía	necesarios	para	evitar	la
fuga.
C.	de	P.P.
ART.	 213.—Obligaciones	 del	 relator	 y	 del	 secretario.	 El
secretario	 y	 el	 relator	 del	 Tribunal	 Correccional	 asistirán	 a	 las
audiencias.	El	relator	leerá	las	piezas	que	el	presidente	ordene,	y
el	secretario	extenderá	un	acta	en	que	constará	con	precisión	todo
lo	ocurrido	en	la	audiencia.
C.	de	P.P.
ART.	214.—Asistencia	de	peritos	y	testigos.	Cuando	el	tribunal
acuerde	 la	 concurrencia	 de	 algunos	 peritos	 o	 testigos,	 es
obligatoria	 la	 asistencia	 de	 éstos.	 Su	 ausencia,	 sin	 embargo,
cuando	el	tribunal	resuelva	llevar	a	cabo	la	audiencia,	no	anula	el
procedimiento.
C.	de	P.P.
ART.	215.—Publicidad	de	audiencias.	Las	audiencias	del	 juicio
oral	serán	públicas,	bajo	pena	de	nulidad.	En	casos	excepcionales,
por	 acuerdo	 del	 tribunal,	 puede	 resolverse	 que	 la	 audiencia	 se
celebre	en	privado	o	con	una	concurrencia	 limitada	de	personas.
Para	 excluir	 a	 los	 representantes	 de	 la	 prensa,	 se	 requiere
también	acuerdo	del	tribunal.
JURISPRUDENCIA.—No	existe	prohibición	legal	alguna	que	impida	a	los
jueces	dar	lectura	de	sentencia	a	un	procesado	en	un	lugar	distinto	a	la
sede	del	Poder	Judicial.	“(…)	En	primer	lugar,	no	existe	prohibición	legal
alguna	que	impida	a	los	jueces	dar	lectura	de	sentencia	a	un	procesado	en	un
lugar	distinto	a	la	sede	del	Poder	Judicial;	por	cuanto	el	artículo	215	del
Código	de	Procedimientos	Penales	admite	la	posibilidad	de	que	las	audiencias,
excepcionalmente,	puedan	ser	realizadas	en	privado.	(…)	se	aprecia	que	dicha
Sala	adoptó	las	medidas	preventivas	necesarias	a	fin	de	no	poner	en	riesgo	la
vida	y	la	integridad	física	del	favorecido,	al	momento	de	la	lectura	de
sentencia.	(…)	Los	jueces,	al	igual	que	los	funcionarios	públicos	y	los
particulares,	están	vinculados	de	manera	directa	e	inmediata	a	los	derechos
fundamentales.	Esto	implica	un	deber	de	protección	de	los	mismos	durante
todo	el	desarrollo	del	proceso	penal,	lo	que	alcanza	también,	como	es	obvio,	a
aquella	etapa	del	proceso	en	la	cual	se	dicta	la	sentencia.	Sin	embargo,	ese
deber	de	protección	de	los	derechos	fundamentales	no	puede	significar	la
omisión	de	tutelar	otros	bienes	o	valores	jurídicos	constitucionalmente
valiosos;	porque	los	derechos	fundamentales	son	relativos	y	no	absolutos.	Se
debe	tener	en	consideración	que	el	respeto	de	los	derechos	fundamentales	de
los	procesados	no	es	incompatible	con	el	deber	de	los	jueces	de	determinar,
dentro	de	un	proceso	penal	debido,	la	responsabilidad	penal	del	procesado.
(…)	Por	lo	señalado	no	puede	concluirse	que,	al	habérsele	leído	la	sentencia
condenatoria	al	favorecido	en	las	instalaciones	de	la	clínica	donde	se	hallaba
internado	en	ese	momento,	se	haya	afectado	su	derecho	fundamental	a	la	vida
y	a	la	integridad	personal;	por	cuanto	lo	que	ha	justificado	que	la	diligencia
no	se	haya	realizado	en	los	ambientes	del	Poder	Judicial,	ha	sido	precisamente
el	hecho	de	evitar	que	el	traslado	del	favorecido	del	lugar	donde	se
encontraba,	agrave	su	estado	de	salud.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	9081-2006-HC/TC,
jul.	28/2006.	Pres.	Landa	Arroyo)
C.	de	P.P.
ART.	 216.—Modificado.	 Ley	 28117,	 Art.	 1°.	 Dirección	 del
debate.	El	presidente	de	 la	 sala	dirigirá	 la	 audiencia	 y	 ordenará
los	actos	necesarios	para	 su	desarrollo,	 garantizando	el	 ejercicio
pleno	 de	 la	 acusación	 y	 de	 la	 defensa.	 Podrá	 impedir	 que	 las
alegaciones	 se	 desvíen	 hacia	 aspectos	 no	 pertinentes	 o
inadmisibles,	 pero	 sin	 coartar	 el	 ejercicio	 de	 la	 acusación	 ni	 el
derecho	de	defensa.	También	podrá	limitar	el	tiempo	en	el	uso	de
la	 palabra	 a	 los	 sujetos	 procesales	 que	 debieren	 intervenir
durante	el	 juicio,	 fijando	 límites	máximos	 igualitarios	para	 todos
ellos,	 de	 acuerdo	 a	 la	 naturaleza	 y	 complejidad	 del	 caso,	 o
interrumpiendo	 a	 quien	 hiciere	 uso	manifiestamente	 abusivo	 de
su	facultad.
El	presidente	de	la	sala	puede	delegar	en	otro	de	los	vocales	las
funciones	de	la	dirección	del	debate.
C.	de	P.P.
ART.	 217.—Modificado.	 D.	 Leg.	 959,	 Art.	 1°.	 Poder
disciplinario	de	la	sala.
1.	 El	 poder	 disciplinario	 de	 la	 Sala	 Penal	 permite	 mantener	 el
orden	 y	 el	 respeto	 en	 la	 sala	 de	 audiencias,	 y	 dictar	 y	 hacer
ejecutar	 las	 medidas	 que	 correspondan.	 Podrá	 disponer	 la
expulsión	 de	 aquél	 que	 perturbe	 el	 desarrollo	 de	 la	 audiencia	 y
mandar	detener	hasta	por	veinticuatro	horas	a	quien	amenace	o
agreda	a	las	partes	o	a	la	propia	sala	o	impide	la	continuidad	del
juzgamiento,	sin	perjuicio	de	las	acciones	a	que	hubiere	lugar.
2.	Si	es	el	defensor	el	expulsado,	será	reemplazado	por	el	que	se
designe	en	ese	acto	o,	en	su	caso,	por	el	de	oficio.
3.	Si	es	el	acusado,	se	puede	proceder	en	su	ausencia	sólo	si	no	se
considere	indispensable	su	presencia,	y	en	tanto	no	sea	de	temer
que	 su	 presencia	 perjudique	 gravemente	 el	 transcurso	 de	 la
audiencia.	En	todo	caso,	al	acusado	se	le	debe	dar	la	oportunidad
de	manifestarse	sobre	la	acusación	y	las	actuaciones	de	juicio	oral.
4.	Tan	pronto	como	se	autorice	la	presencia	del	acusado,	la	sala	lo
instruirá	 sobre	 el	 contenido	 esencial	 de	 aquello	 sobre	 lo	 que	 se
haya	 actuado	 en	 su	 ausencia	 y	 le	 dará	 la	 oportunidad	 de
pronunciarse	sobre	esas	actuaciones.
C.	de	P.P.
ART.	218.—Audiencias	privadas.	En	los	casos	de	delitos	contra
el	honor	sexual,	la	audiencia	se	realizará	siempre	en	privado.	Sólo
podrán	concurrir	 las	personas	a	quienes,	por	razones	especiales,
lo	permita	el	presidente	del	Tribunal	Correccional.
TÍTULO	II
Actos	preparatorios	de	la	acusación	y	de	la
audiencia
C.	de	P.P.
ART.	 219.—Modificado.	 D.	 Leg.	 126,	 Art.	 1°.	 Vista	 fiscal.
Ingresado	 el	 proceso	 al	 Tribunal	 Correccional	 será	 remitido	 con
todos	 sus	 antecedentes	 al	 fiscal	 superior	 para	 que	 se	 pronuncie
dentro	de	ocho	días	naturales,	si	hay	reo	en	cárcel,	y	veinte,	si	no
lo	 hay,	 y	 en	 el	 rol	 que	 a	 la	 causa	 corresponda,	 conforme	 a	 lo
dispuesto,	en	 lo	pertinente,	por	el	artículo	92	de	 la	Ley	Orgánica
del	Ministerio	Público.
D.	Leg.	52.
ART.	91.—Intervención	del	fiscal	superior	en	lo	penal.	El	fiscal	superior
en	lo	penal	emitirá	dictamen	previo	a	la	resolución	final	superior:
1.	En	las	cuestiones	que	se	promuevan	sobre	competencia	judicial.
2.	 En	 los	 casos	 de	 recusación	 o	 inhibición	 de	 los	 jueces	 instructores	 y
vocales	del	tribunal	superior.
3.	En	los	de	acumulación	y	desacumulación	de	procesos.
4.	En	las	cuestiones	previas,	prejudiciales	y	excepciones	que	se	promuevan
contra	la	acción	penal.
5.	En	los	casos	en	que	el	agraviado,	sus	parientes	o	representantes	legales
se	constituyan	en	parte	civil.
6.	 En	 los	 casos	 de	 embargo	 para	 asegurar	 la	 reparación	 civil	 y	 en	 los	 de
sustitución	por	caución	o	garantía	real.
7.	En	los	referentes	a	la	libertad	provisional	del	procesado.
8.	En	los	casos	en	que	el	juez	instructor	disponga	la	libertad	incondicional
del	inculpado.
9.	 En	 el	 procedimiento	 especial	 para	 la	 represión,	 con	 pena,	 de	 los
responsables	del	incumplimiento	de	los	deberes	de	asistencia	familiar	y	de
contravenciones	 en	 perjuicio	 del	menor	 de	 edad.	 En	 estos	 casos,	 el	 fiscal
superior	 pedirá	 especialmente	 que	 el	 tribunal	 competente	 preste	 toda
preferencia	 a	 la	 realización	 de	 la	 audiencia,	 la	 que	 debe	 efectuarse	 en
privado.
10.	Cuando	el	tribunal	competente	revise	la	investigación	practicada	en	los
casos	 de	 no	 ser	 habido	 un	menor	 de	 edad	 que	 se	 hallare	 en	 abandono	 o
peligro	moral,	o	que	se	le	presuma	autor	o	víctima	de	delito.
11.	En	las	investigaciones	seguidas	en	los	casos	de	menores	peligrosos,	o	en
estado	de	abandono	o	 riesgo	moral,	o	de	comisión	de	delito,	 en	 las	que	 la
audiencia	que	celebre	el	 tribunal	competente	será	estrictamente	privada	y
tendrá	toda	preferencia.
12.	En	las	demás	que	establece	la	ley.
D.	Leg.	52.
ART.	92.—Atribuciones	del	fiscal	superior	en	lo	penal.	Recibida	que	sea
la	instrucción,	el	fiscal	superior	en	lo	penal	puede:
1.	Pedir	su	ampliación,	si	la	estima	incompleta	o	defectuosa.	En	estos	casos
señalará	 las	 pruebas	 omitidas	 o	 las	 diligencias	 que	 deben	 rehacerse	 o
completarse	en	el	plazo	de	ampliación;	e	instruirá	específicamente	al	fiscal
provincial	en	lo	penal.
2.	 Pedir	 su	 archivamiento	 provisional,	 por	 no	 haberse	 descubierto	 al
delincuente	o	no	haberse	comprobado	la	responsabilidad	del	inculpado.	En
estos	 casos	 instruirá	 al	 fiscal	 provincial	 en	 lo	 penal	 para	 que	 amplíe	 la
investigación	policial	que	originó	la	instrucción	archivada	provisionalmente,
a	fin	de	identificar	y	aprehender	al	responsable.
3.	Separar	del	proceso	al	fiscal	provincial	que	participó	en	la	investigación
policial	o	en	la	instrucción	si,	a	su	juicio,	actuó	con	dolo	o	culpa	y	designar	al
fiscal	 titular	 o	 adjunto	 que	 debe	 reemplazarlo.	 Como	 consecuencia	 de	 la
separación	 que	 disponga,	 elevará	 de	 inmediato	 al	 Fiscal	 de	 la	 Nación	 su
informe	al	respecto,	con	la	documentación	que	considere	útil.
4.	Formular	acusación	sustancial	si	las	pruebas	actuadas	en	la	investigación
policial	y	en	la	instrucción	lo	han	llevado	a	la	convicción	de	la	imputabilidad
del	inculpado;	o	meramente	formal,	para	que	oportunamente	se	proceda	al
juzgamiento	 del	 procesado,	 si	 abrigase	 dudas	 razonables	 sobre	 su
imputabilidad.	En	ambos	casos	la	acusación	escrita	contendrá	la	apreciación
de	las	pruebas	actuadas,	 la	relación	ordenada	de	los	hechos	probados	y	de
aquellos	que,	a	su	juicio,	no	lo	hayan	sido;	la	calificación	del	delito	y	la	pena
y	la	reparación	civil	que	propone.
En	 la	 acusación	 formal	 ofrecerá	 las	 pruebas	 que	 estime	 necesarias	 para
establecer	plenamente	la	responsabilidad	del	acusado	y	señalará	el	plazo	en
que	se	actuarán.
Para	este	último	efecto	instruirá,	independiente	y	detalladamente,	al	fiscal
provincial	 que	 intervino	 en	 el	 proceso	 penal	 o	 al	 titular	 o	 al	 adjunto	 que
designe	 en	 su	 reemplazo,	 para	 la	 actuación	 de	 las	 pruebas	 en	 la
investigación	policial	ampliatoria	que	se	llevará	a	cabo	en	el	plazo	señalado,
con	la	citación	oportuna,	bajo	responsabilidad,	del	acusado	y	su	defensor.
Las	pruebas	así	actuadas	serán	ratificadas	en	el	acto	del	juzgamiento.
COMENTARIO.—La	 acusación	 fiscal	 en	 el	 juzgamiento	 penal:
oportunidad	 para	 formular	 y	 retirar	 la	 acusación.	 Se	 tiene	 como
conclusiones	 plenarias	 del	 Pleno	 Jurisdiccional	 Regional	 Penal	 (Lima	 -
2008)	 aquellas	 que	 establecen:	 (1)	 “no	 corresponde	 al	 fiscal	 formular
acusación	formal	o	por	 imperio	de	 la	 ley	al	concluir	el	debate	probatorio”;
(2)	“formulada	 la	requisitoria	oral	por	el	 fiscal	superior	con	el	carácter	de
“acusación	formal”	o	por	“imperio	de	la	ley”,	la	sala	superior	está	habilitada
para	emitir	 sentencia	 tanto	absolutoria	 como	condenatoria;	 (3)	 “si	no	hay
actuación	probatoria	en	el	 juzgamiento,	no	se	puede	admitir	el	retiro	de	la
acusación	 fiscal”;	 (4)	 “el	 fiscal	 superior	 en	 la	 etapa	 del	 juzgamiento	 solo
puede	retirar	su	acusación	concluida	la	fase	probatoria”;	y	(5)	“el	retiro	de
acusación	fiscal	no	vincula	a	la	sala	superior	a	emitir	resolución	de	archivo,
pudiendo	optar	por	elevar	en	consulta	al	fiscal	supremo	en	lo	penal”.
C.	de	P.P.
ART.	220.—Modificado.	Ley	24388,	Art.	1°.	Dictamen	fiscal
supremo.	Cuando	el	fiscal	superior	solicite	plazo	ampliatorio,	el
tribunal	lo	concederá	por	el	término	que	aquél	indique,	el	que	no
podrá	ser	mayor	de	sesenta	días	pudiendo,	además,	disponer	la
actuación	de	otras	pruebas	que	considere	necesarias.	Esta
ampliación	sólo	será	procedente	por	una	sola	vez	cuando	no	haya
sido	objeto	de	otra	anterior	acordada	en	la	instrucción,	siempre
que	la	prueba	sea	posible	de	actuarse	y	que	no	pudiera
practicarse	en	el	juicio	oral.
Si	el	fiscal	opina	que	no	hay	mérito	para	pasar	a	juicio	oral,	el
tribunal	podrá,	alternativamente:
a)	Disponer	el	archivamiento	del	expediente;
b)	Ordenar	la	ampliación	de	la	instrucción,	señalando	las
diligencias	que	deben	actuarse	para	el	mejor	esclarecimiento	de
los	hechos.	Actuadas	dichas	diligencias	se	remitirán	los	autos	al
fiscal	para	un	nuevo	pronunciamiento;	si	éste	mantiene	su
opinión,	el	tribunal	elevará	el	proceso	al	fiscal	supremo	para	los
fines	legales	consiguientes;	y,
c)	Elevar	directamente	la	instrucción	al	fiscal	supremo.
Con	 el	 pronunciamiento	 del	 fiscal	 supremo,	 en	 los	 casos	 de	 los
incisos	 b)	 y	 c),	 quedará	 terminada	 la	 incidencia	 y,	 devueltos	 los
autos,	 el	 tribunal	 expedirá	 la	 resolución	 correspondiente,
teniendo	en	cuenta	 lo	dispuesto	en	el	último	párrafo	del	artículo
siguiente.
D.	Leg.	52.
ART.	82.—Atribuciones	del	 fiscal	supremo	en	lo	penal.	Corresponde	al
fiscal	supremo	en	lo	penal:
1.	Interponer,	cuando	lo	considere	procedente,	el	recurso	de	revisión	de	la
sentencia	condenatoria	ante	la	Sala	Plena	de	la	Corte	Suprema	o	participar
en	el	proceso	que	lo	origine	cuando	es	interpuesto	por	el	condenado	u	otra
persona	 a	 quien	 lo	 concede	 la	 ley;	 proponiendo,	 en	 todo	 caso,	 la
indemnización	 que	 corresponda	 a	 la	 víctima	 del	 error	 judicial	 o	 a	 sus
herederos.
2.	 Deducir	 la	 nulidad	 de	 lo	 actuado	 en	 un	 proceso	 penal	 en	 que	 se	 ha
incurrido	en	irregularidades	procesales	en	perjuicio	del	derecho	de	defensa
del	 procesado,	 o	 se	 le	 ha	 condenado	 en	 ausencia,	 o	 reviviendo	 proceso
fenecido,	o	incurriendo	en	alguna	otra	infracción	grave	de	la	ley	procesal.
3.	 Solicitar	 al	 presidente	 de	 la	 Corte	 Suprema	 la	 apertura	 de	 proceso
disciplinario	contra	el	juez	o	los	miembros	del	tribunal	que	han	intervenido
en	el	proceso	penal	en	que	se	han	cometido	 los	vicios	procesales	a	que	se
refiere	el	inciso	precedente.
Recurrirá	al	Fiscal	de	la	Nación	si	se	tratare	de	responsabilidad	civil	o	penal
de	dichos	magistrados	o	si	el	reponsable	de	la	infracción	fuere	un	miembro
del	Ministerio	Público,	para	los	efectos	consiguientes.
4.	 Emitir	 dictamen	 ilustrativo	 en	 los	 procesos	 de	 extradición,
pronunciándose	sobre	la	procedencia	o	improcedencia	de	la	solicitada.
5.	Instruir,	por	la	vía	más	rápida,	al	fiscal	provincial	en	lo	civil	del	lugar	en
que	se	encuentran	los	bienes	del	condenado	a	la	pena	anexa	de	interdicción
civil	para	que	dentro	de	las	24	horas	de	ejecutoriada	la	sentencia,	solicite	el
nombramiento	judicial	de	curador.
6.	Las	demás	que	establece	la	ley.
D.	Leg.	52.
ART.	83.—Funciones	del	fiscal	supremo	en	lo	penal.	El	fiscal	supremo	en
lo	penal	emitirá	dictamen	previo	a	la	sentencia	en	los	procesos	siguientes:
1.	En	los	que	se	hubiese	impuesto	pena	privativa	de	la	libertad	por	más	de
diez	años.
2.	Por	delito	de	tráfico	ilícito	de	drogas.
3.	Por	delitos	de	terrorismo,	magnicidio	y	genocidio.
4.	Por	los	de	contrabando	y	defraudación	de	Rentas	de	Aduana.
5.	Por	delito	calificado	como	político-social	en	la	sentencia	recurrida	o	en	la
acusación	fiscal.
6.	 Por	delitos	que	 se	 cometen	por	medio	de	 la	prensa,	 radio,	 televisión	o
cualesquiera	otros	medios	de	 comunicación	 social,	 así	 como	 los	delitos	de
suspensión,	clausura	o	 impedimento	a	 la	 libre	circulación	de	algún	órgano
de	expresión.
7.	Por	delito	de	usurpación	de	inmuebles	públicos	o	privados.
8.	Por	delito	de	piratería	aérea.
9.	Por	delito	de	motín.
10.	 Por	 delito	 de	 sabotaje	 con	 daño	 o	 entorpecimiento	 de	 servicios
públicos;	 o	 de	 funciones	 de	 las	 dependencias	 del	 Estado	 o	 de	 gobiernos
regionales	o	locales;	o	de	actividades	en	centro	de	producción	o	distribución
de	 artículos	 de	 consumo	 necesario,	 con	 el	 propósito	 de	 transtornar	 o	 de
afectar	la	economía	del	país,	la	región	o	las	localidades.
11.	Por	delitos	de	extorsión,	así	como	en	los	de	concusión	y	peculado.
12.	Por	delitos	contra	el	Estado	y	la	Defensa	Nacional.
13.	Por	delitos	de	rebelión	y	sedición.
14.	Por	delitos	contra	la	voluntad	popular.
15.	Por	delitos	contra	los	deberes	de	función	y	deberes	profesionales.
16.	Por	delitos	contra	la	fé	pública.
17.	Por	delitos	de	que	conoce	la	Corte	Suprema	de	modo	originario.
18.	 Por	 los	 demás	 delitos	 que	 establece	 el	 Código	 de	 Procedimientos
Penales.
JURISPRUDENCIA.—Si	el	titular	de	la	acción	penal	se	ha	desistido	de
formular	acusación,	el	proceso	penal	debe	llegar	a	su	fin.	“(…)
característica	del	principio	acusatorio,	la	falta	de	acusación	impide	cualquier
emisión	de	sentencia	condenatoria,	máxime	si	el	fiscal	tuvo	la	opción,	en	vez
de	acusar,	de	solicitar	la	ampliación	de	la	instrucción.	En	caso	el	fiscal	decida
no	acusar,	y	dicha	resolución	sea	ratificada	por	el	fiscal	supremo	(en	el	caso
del	proceso	ordinario)	o	por	el	fiscal	superior	(para	el	caso	del	proceso
sumario),	al	haber	el	titular	de	la	acción	penal	desistido	de	formular
acusación,	el	proceso	penal	debe	llegar	a	su	fin.	(…)	En	el	presente	caso,	una
vez	concedida	la	apelación	contra	el	auto	que	decretó	el	sobreseimiento,	la
Primera	Sala	para	Reos	Libres	de	la	Corte	Superior	de	Lima	declaró	la	nulidad
del	sobreseimiento	y	la	ampliación	de	la	instrucción,	por	considerar	que	la
investigación	realizada	no	permite	determinar	la	delictuosidad	del	hecho.	Este
colegiado	considera	que	ello	vulnera	igualmente	el	principio	acusatorio,	ya
que	si	bien	el	órgano	jurisdiccional	no	está	asumiendo,	en	estricto,	el	papel	de
acusador,	ni	se	está	obligando	al	titular	de	la	acción	penal	a	dictaminar	en
determinado	sentido,	el	titular	de	la	acción	penal	en	su	grado	máximo	según
la	vía	procedimental	corespondiente,	ya	ha	tomado	una	decisión	que	impide	la
imposición	de	una	condena.	(…)	Finalmente,	es	de	precisarse	que,	en	tanto	el
sobreseimiento	dictado	de	conformidad	al	dictamen	fiscal	que	se	pronunciaba
en	el	sentido	de	no	haber	mérito	para	acusar	constituye	una	resolución
irrecurrible,	la	concesión	del	recurso	de	apelación	contra	dicho	auto	y	su
posterior	anulación	por	la	Primera	Sala	para	Reos	Libres	de	la	Corte	Superior
de	Lima	constituye	una	vulneración	a	la	prohibición	constitucional	de	revivir
procesos	fenecidos,	dejando	sin	efecto	una	resolución	que	constituye	cosa
juzgada,	vulnerando	así	lo	establecido	en	el	artículo	139,	incisos	2	y	13,	de	la
Constitución	(…).	(TC,	Exp.	N°	2005-2006-PHC/TC,	mar.	13/2006.	Pres.	García
Toma)
JURISPRUDENCIA.—Juez	puede	remitir	lo	actuado	al	órgano	fiscal
superior	a	pesar	del	sobreseimiento	opinado	por	el	fiscal	provincial.	“(…)
de	acuerdo	con	el	principio	acusatorio,	no	es	impugnable	el	auto	de
sobreseimiento	emitido	de	conformidad	con	el	dictamen	absolutorio	del	Fiscal
Provincial	que	hubiera	sido	elevado	en	consulta	por	el	órgano	jurisdiccional	y
con	la	opinión	aprobatoria	del	Fiscal	Superior.	Ello,	desde	luego,	no	implica
que	todo	dictamen	no	acusatorio	tenga	que	conllevar	necesariamente	el
sobreseimiento	de	la	causa.	(…)	Este	Tribunal	considera	que	la	posibilidad	de
elevar	en	consulta	el	referido	dictamen	no	atenta	contra	el	principio
acusatorio,	por	cuanto	no	implica	una	injerencia	indebida	en	las	atribuciones
del	Ministerio	Público	como	titular	de	la	acción	penal.	Y	es	que	el
ordenamiento	procesal	ofrece	diversas	opciones	al	juzgador	ante	la
posibilidad	de	que	el	Ministerio	Público,	en	un	primer	momento,	decida,	en
virtud	de	sus	atribuciones,	no	acusar.	A	este	respecto,	el	artículo	220	del
Código	de	Procedimientos	Penales	establece	que	ante	el	dictamen	en	el	cual	el
fiscal	se	pronuncia	por	no	emitir	acusación,	el	órgano	jurisdiccional	puede:	a)
Disponer	el	archivamiento	del	expediente;	b)	Ordenar	la	ampliación	de	la
instrucción;	c)	Elevar	directamente	la	instrucción	al	Fiscal	Supremo.	(…)	si
bien	en	la	(…)	sentencia	recaída	en	el	Expediente	N°	2005-2006-PHC/TC	se
determinó	la	afectación	del	principio	acusatorio	mencionado,	se	llegó	a	dicha
conclusión	debido	a	que	el	órgano	jurisdiccional	concedió	el	recurso	de
apelación	a	un	auto	que	sobreseía	la	causa,	después	de	emitido	el	dictamen
absolutorio	del	Fiscal	Provincial	con	la	opinión	aprobatoria	del	Fiscal
Superior;	es	decir,	no	existía	intención	alguna	por	parte	del	Ministerio	Público
(en	ninguna	de	sus	instancias),	como	titular	de	la	acción	penal,	de	acusar.	(…)
En	ese	sentido,	el	órgano	jurisdiccional	se	encuentra	facultado	legalmente
para	elevar	en	consulta	lo	actuado	al	órgano	fiscal	superior,	a	efectos	de	que
haga	un	análisis	detallado	a	partir	de	la	investigación	realizada	por	la
instancia	inferior.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	10612-2006-PHC/TC,	jul.	28/2007.	Pres.
Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Dictamen	no	acusatorio	no	significa
necesariamente	el	sobreseimiento	de	la	causa.	“(…)	Respecto	al	extremo
de	la	demanda	en	el	que	se	cuestiona	que	(…)	una	vez	que	se	emitió	el
dictamen	no	acusatorio	del	fiscal	provincial,	el	juzgado	haya	dispuesto	elevar
los	autos	en	consulta	al	fiscal	superior,	es	preciso	indicar	que	si	bien	este
tribunal	anteriormente	ha	señalado	que	de	acuerdo	con	el	principio
acusatorio,	no	es	impugnable	el	auto	de	sobreseimiento	emitido	en
conformidad	con	el	dictamen	absolutorio	del	fiscal	provincial	que	hubiera	sido
elevado	en	consulta	por	el	órgano	jurisdiccional	y	con	la	opinión	aprobatoria
del	fiscal	superior	(Exp.	N°	2005-2006-PHC/TC),	ello	no	implica	que	todo
dictamen	no	acusatorio	tenga	que	comportar	necesariamente	el
sobreseimiento	de	la	causa.
(…)	Este	tribunal	considera	que	la	posibilidad	de	elevar	en	consulta	el
referido	dictamen	no	atenta	contra	el	principio	acusatorio,	por	cuanto	no
implica	una	injerencia	indebida	en	las	atribuciones	del	Ministerio	Público
como	titular	de	la	acción	penal.	Y	es	que	el	ordenamiento	procesal	ofrece
diversas	opciones	al	juzgador	ante	la	posibilidad	de	que	el	Ministerio	Público,
en	un	primer	momento,	decida,	en	virtud	de	sus	atribuciones,	no	acusar.	En
este	sentido,	el	artículo	220	del	Código	de	Procedimientos	Penales	establece
que	ante	el	dictamen	en	el	cual	el	fiscal	se	pronuncia	por	no	emitir	acusación,
el	órgano	jurisdiccional	puede:	a)	disponer	el	archivamiento	del	expediente;	b)
ordenar	la	ampliación	de	la	instrucción;	y	c)	elevar	directamente	la
instrucción	al	fiscal	supremo.
(...)	Por	tanto,	si	bien	en	la	precitada	sentencia	recaída	en	el	Expediente	N°
2005-2006-PHC/TC	se	determinó	la	afectación	del	debido	proceso,	se	llegó	a
dicha	conclusión	debido	a	que	el	órgano	jurisdiccional	concedió	el	recurso	de
apelación	a	un	auto	que	sobreseía	la	causa,	después	de	emitido	el	dictamen
absolutorio	del	fiscal	provincial	con	la	opinión	aprobatoria	del	fiscal	superior;
es	decir,	no	existía	intención	alguna	por	parte	del	Ministerio	Público	(en
ninguna	de	sus	instancias),	como	titular	de	la	acción	penal,	de	acusar.	(…).”
(TC,	Exp.	N°	9072-2006-PHC/TC,	abr.	07/2008.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Pronunciamiento	fiscal	de	archivo	definitivo	tiene
el	status	de	cosa	decidida	siempre	que	estime	que	los	hechos
investigados	no	constituyen	delito.	“16.	La	Comisión	Interamericana	de
Derechos	Humanos	ha	precisado	que:	“(…)	La	decisión	del	fiscal	no
promoviendo	la	acción	penal	mediante	la	denuncia	o	requerimiento	de
instrucción	correspondientes,	al	estimar	que	los	hechos	que	se	le	pusieron	en
su	conocimiento	no	constituyen	delito	es	un	acto	de	esencia	típicamente
jurisdiccional	–como	toda	actividad	del	Ministerio	Público	en	el	proceso–	que
adquiere	el	carácter	de	inmutable	e	irreproducible	surtiendo	los	efectos	de	la
cosa	juzgada,	una	vez	firme.	De	este	modo,	al	igual	que	una	decisión	judicial
recaída,	es	definitiva	y	en	consecuencia	trasciende	en	sus	efectos	con
caracteres	prohibitivos	para	procesos	futuros	basados	en	los	mismos	hechos
materia	de	decisión	(…)”	(Informe	N°	1/95,	relativo	al	caso	11.006	del	7	de
febrero	de	1995).
17.	Este	criterio	ha	sido	asumido	por	el	Tribunal	Constitucional	a	través	de
diversos	fallos	en	los	que	ha	señalado	que:	“(…)	las	resoluciones	que	declaran
no	ha	lugar	a	formalizar	denuncia	penal,	que	en	el	ejercicio	de	sus	funciones
pudieran	emitir	los	representantes	del	Ministerio	Público,	no	constituyen	en
estricto	cosa	juzgada,	pues	esta	es	una	garantía	exclusiva	de	los	procesos
jurisdiccionales.	No	obstante	ello,	este	colegiado	les	ha	reconocido	el	status	de
inamovible	o	cosa	decidida,	siempre	y	cuando	se	estime	en	la	resolución,	que
los	hechos	investigados	no	configuran	ilícito	penal	(…)”	(STC	2725-2008-
PHC/TC).	A	contrario	sensu,	no	constituirá	cosa	decidida	las	resoluciones
fiscales	que	no	se	pronuncien	sobre	la	no	ilicitud	de	los	hechos	denunciados,
teniendo	abierta	la	posibilidad	de	poder	reaperturar	la	investigación	si	es	que
se	presentan	los	siguientes	supuestos:	a)	Cuando	existan	nuevos	elementos
probatorios	no	conocidos	con	anterioridad	por	el	Ministerio	Público;	o,	b)
Cuando	la	investigación	ha	sido	deficientemente	realizada.”	(TC,	Exp.	01887-
2010-PHC/TC,	set.	24/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Pronunciamiento	fiscal	de	archivo	definitivo	tiene
el	status	de	cosa	decidida	siempre	que	estime	que	los	hechos
investigados	no	constituyen	delito.	“16.	La	Comisión	Interamericana	de
Derechos	Humanos	ha	precisado	que:	“(…)	La	decisión	del	fiscal	no
promoviendo	la	acción	penal	mediante	la	denuncia	o	requerimiento	de
instrucción	correspondientes,	al	estimar	que	los	hechos	que	se	le	pusieron	en
su	conocimiento	no	constituyen	delito	es	un	acto	de	esencia	típicamente
jurisdiccional	–como	toda	actividad	del	Ministerio	Público	en	el	proceso–	que
adquiere	el	carácter	de	inmutable	e	irreproducible	surtiendo	los	efectos	de	la
cosa	juzgada,	una	vez	firme.	De	este	modo,	al	igual	que	una	decisión	judicial
recaída,	es	definitiva	y	en	consecuencia	trasciende	en	sus	efectos	con
caracteres	prohibitivos	para	procesos	futuros	basados	en	los	mismos	hechos
materia	de	decisión	(…)”	(Informe	N°	1/95,	relativo	al	caso	11.006	del	7	de
febrero	de	1995).
17.	Este	criterio	ha	sido	asumido	por	el	Tribunal	Constitucional	a	través	de
diversos	fallos	en	los	que	ha	señalado	que:	‘(…)	las	resoluciones	que	declaran
no	ha	lugar	a	formalizar	denuncia	penal,	que	en	el	ejercicio	de	sus	funciones
pudieran	emitir	los	representantes	del	Ministerio	Público,	no	constituyen	en
estricto	cosa	juzgada,	pues	esta	es	una	garantía	exclusiva	de	los	procesos
jurisdiccionales.	No	obstante	ello,	este	colegiado	les	ha	reconocido	el	status	de
inamovible	o	cosa	decidida,	siempre	y	cuando	se	estime	en	la	resolución,	que
los	hechos	investigados	no	configuran	ilícito	penal	(…)’	(STC	2725-2008-
PHC/TC).	A	contrario	sensu,	no	constituirá	cosa	decidida	las	resoluciones
fiscales	que	no	se	pronuncien	sobre	la	no	ilicitud	de	los	hechos	denunciados,
teniendo	abierta	la	posibilidad	de	poder	reaperturar	la	investigación	si	es	que
se	presentan	los	siguientes	supuestos:	a)	Cuando	existan	nuevos	elementos
probatorios	no	conocidos	con	anterioridad	por	el	Ministerio	Público;	o,	b)
Cuando	la	investigación	ha	sido	deficientemente	realizada.”	(TC,	Exp.	01887-
2010-PHC/TC,	set.	24/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—El	sobreseimiento	se	considera	previsto	en	el
artículo	220	y	221	del	Código	de	Procedimientos	Penales.	“(…)	si	bien	es
verdad	que	ni	en	el	Código	de	Procedimientos	Penales	de	1940,	ni	en	los
artículos	vigentes	del	Código	Procesal	Penal	de	1991,	existe	una	regulación
pormenorizada	de	las	causales,	efectos,	procedimiento	y	control	del
sobreseimiento,	también	lo	es	que	éste	se	ha	considerado	previsto	en	el
artículos	220,	literal	a),	y	221	del	Código	de	Procedimientos	Penales	de	1940,	y
se	ha	asumido	que	las	causales	para	declararlo	en	cualquier	proceso	penal
son,	en	esencia,	las	mismas	que	se	encuentran	ahora	expresamente	previstas
en	el	artículo	344,	inciso	2,	del	NCPP.	(…).”	(TC,	Sent.	del	Pleno	-	Exp.	0024-
2010-PI/TC,	mar.	21/2011.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Debe	sobreseerse	la	causa	penal	si	el	fiscal	que
absuelve	el	grado	no	cuestiona	el	dictamen.	“(...)	aun	cuando	el
representante	de	la	Procuraduría	Pública	expone	las	razones	por	las	cuales
existirían	elementos	de	convicción	que	vinculan	a	los	encausados	con	el	delito
en	cuestión,	es	menester	señalar	que	por	mandato	constitucional	corresponde
al	Ministerio	Público	la	persecución	del	delito	–véase	inciso	quinto	del	artículo
ciento	cincuenta	y	nueve	de	la	Constitución	Política	del	Estado–.	no	siendo
posible	que	éste	supremo	tribunal	valore	el	fondo	de	la	controversia,	pues	no
sólo	se	vulneraría	el	principio	acusatorio	que	impide	al	órgano	jurisdiccional
asumir	funciones	acusatorias,	reservadas	solo	al	Ministerio	Público,	sino	que
se	lesionaría	el	ámbito	propio	de	las	atribuciones	de	esta	institución	como
órgano	autónomo	de	derecho	constitucional	reconocido	por	el	artículo	ciento
cincuenta	y	ocho	de	la	Constitución	Política	del	Estado	(...).	Si	el	fiscal	supremo
coincide	con	la	opinión	del	fiscal	superior	respecto	del	no	ha	lugar	a	juicio	y
archiva	el	proceso,	se	pronunciará	en	ese	sentido,	devolviendo	la	causa	a	la
Sala	Penal	para	que	dicte	la	resolución	de	archivo.	Contra	esta	resolución	no
cabe	recurso	alguno,	pues	la	decisión	del	Ministerio	Público,	titular	de	la
acción	penal,	ha	sido	la	de	terminar	con	la	persecución	del	delito,
consecuentemente,	no	cabe	disposición	expresa	en	sentido	contrario	por	otra
autoridad	(Sánchez	Velarde,	Pablo.	Manual	de	Derecho	Procesal	Penal.	Lima,
Idemsa,	dos	mil	cuatro,	página	quinientos	cincuenta	(...)	‘En	atención	a	que	el
control	de	la	legalidad	sobre	el	dictamen	fiscal	tiene	su	límite	en	el	principio
acusatorio	(...)	únicamente	es	posible	revocar	el	auto	de	sobreseimiento	y
disponer	que	el	fiscal	formule	acusación,	si	es	que	el	fiscal	que	interviene	en	la
absolución	del	grado	discrepa	del	dictamen	en	referencia;	de	no	hacerlo,	se
debe	sobreseer	la	causa	sin	más,	dada	la	base	persecutoria
constitucionalmente	impuesta	al	proceso	penal	(...).	[San	Martín	Castro,	César.
Derecho	Procesal	Penal.	Segunda	Edición.	Lima,	Grijley,	dos	mil	tres,	Tomo	I,
pág.	seiscientos	veinte]”.	(CS,	R.	N.	2330-2012-Junín,	ene.	30/2013.	S.	S.
Pariona	Pastrana)
C.	de	P.P.
ART.	221.—Modificado.	Ley	24388,	Art.	1°.	Archivamiento
definitivo	o	provisional.	Si	está	comprobada	la	existencia	del
delito	pero	no	la	responsabilidad	del	inculpado,	se	declarará	no
haber	lugar	a	juicio	respecto	a	éste	y	se	archivará
provisionalmente	el	proceso.
No	estando	comprobada	la	existencia	del	delito,	el	archivamiento
tendrá	carácter	definitivo.	Ejecutoriada	que	sea	la	resolución	en
cualquiera	de	los	dos	casos	mencionados,	se	ordenará	la
anulación	de	los	antecedentes	policiales	y	judiciales,	por	los
hechos	materia	del	juzgamiento,	remitiéndose	de	inmediato	copia
de	la	resolución	a	la	Dirección	Superior	de	la	Policía	de
Investigaciones	del	Perú	y	al	Instituto	Nacional	Penitenciario	del
Ministerio	de	Justicia,	para	su	cumplimiento.
Si	 son	 varios	 los	 procesados	 y	 el	 fiscal	 acusara	 a	 algunos
opinando	porque	no	procede	el	juicio	oral	para	otros	y	el	tribunal
es	de	igual	criterio,	lo	declarará	así	y	ordenará	la	excarcelación	de
estos	últimos.	El	recurso	de	nulidad	que	se	interponga	respecto	al
auto	de	no	ha	 lugar	a	 juicio	o	el	de	oficio	cuando	es	agraviado	el
Estado,	sólo	se	concederá	después	de	pronunciado	el	 fallo	si	hay
acusado	en	cárcel,	procediéndose	para	ese	efecto,	a	señalar	día	y
hora	para	el	juicio.
JURISPRUDENCIA.—Sobreseimiento	definitivo	produce	los	efectos	de
cosa	juzgada.	“(...)	La	Constitución	Política	del	Perú,	en	su	artículo	139,	inciso
13,	que	consagra	la	prohibición	de	revivir	procesos	fenecidos	con	resolución
ejecutoriada,	establece	que	el	sobreseimiento	definitivo,	entre	otros	institutos,
produce	los	efectos	de	la	cosa	juzgada.	(…)	para	la	doctrina	penal	más
generalizada,	el	sobreseimiento	definitivo	determina	el	archivamiento
definitivo	del	proceso	penal,	bien	por	ser	el	hecho	investigado	no	constitutivo
de	delito,	o	bien	por	aparecer	exentos	de	responsabilidad	criminal	los
inculpados	como	autores,	cómplices	o	encubridores,	situaciones	que
configuran	pronunciamientos	materiales	o	de	fondo.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	2643-
2003-HC/TC,	jun.	23/2004.	Pres.	Alva	Orlandini)
COMENTARIO.—El	 sobreseimiento.	 Se	 entiende	 por	 sobreseimiento	 a
aquella	resolución	firme,	dictada	por	el	órgano	jurisdiccional	competente	en
la	 fase	 intermedia,	 que	 pone	 fin	 a	 un	 procedimiento	 penal.	 El
sobreseimiento	goza	de	 la	 totalidad	o	 la	mayoría	de	 los	 efectos	de	 la	 cosa
juzgada.
En	 el	 procedimiento	 ordinario	 (común	 para	 delitos	 graves)	 el	 órgano
competente	 es	 la	 Sala	Penal	 Superior	 y,	 en	 los	delitos	menos	graves,	 es	 el
juez	 penal.	 Las	 resoluciones	 pueden	 ser	 impugnadas	mediante	 recurso	 de
nulidad	 (Art.	 292,	 inciso	4).	 El	 sobreseimiento,	 según	 la	norma,	puede	 ser
definitivo	 o	 provisional;	 será	 definitivo	 cuando	 no	 se	 ha	 probado	 la
existencia	 del	 delito	 o	 la	 responsabilidad	 del	 inculpado,	 será	 provisional
cuando	se	ha	probado	la	existencia	del	delito	pero	no	la	responsabilidad	del
inculpado.
Como	supuestos	excepcionales	de	sobreseimiento	existen	en	el	código,	los
que	 amparan	 una	 excepción	 Art.	 5°	 (salvo	 la	 excepción	 de	 naturaleza	 de
juicio),	 cuando	 se	 dispone	 la	 libertad	 incondicional	 del	 inculpado	 en	 una
instrucción	simple,	 seguida	contra	una	sola	persona,	 (Art.	201),	 cuando	se
está	ante	un	concurso	real	retrospectivo,	Art.	51	del	Código	Penal.
C.	de	P.P.
ARTS.	222	y	223.—Derogados.	D.	Leg.	52,	Art.	106.
C.	de	P.P.
ART.	 224.—Conferencia	 con	el	 fiscal	 y	 el	 inculpado.	 Siempre
que	 el	 fiscal	 lo	 crea	 conveniente	 conferenciará	 con	 el	 inculpado
para	obtener	los	datos	o	declaraciones	que	juzgue	necesarias.	Esta
conversación	será	privada.
C.	de	P.P.
ART.	225.—Modificado.	Ley	24388,	Art.	1°.	Contenido	de	la
acusación.	El	escrito	de	acusación	que	formule	el	fiscal	de
acuerdo	al	artículo	92,	inciso	4)	de	la	Ley	Orgánica	del	Ministerio
Público,	debe	contener	además:
1.	El	nombre,	apellidos,	edad,	estado	civil,	profesión,
nacionalidad,	lugar	de	nacimiento	y	domicilio	del	acusado;
2.	La	acción	u	omisión	punible	y	las	circunstancias	que
determinen	la	responsabilidad;
3.	Los	artículos	pertinentes	del	Código	Penal;	y	en	casos	de	penas
alternativas,	la	que	fuera	aplicable,	la	duración	de	las	penas
principal	y	accesoria,	o	la	medida	de	seguridad	que	sustituya	a	la
pena;
4.	El	monto	de	la	indemnización	civil,	la	forma	de	hacerla	efectiva
y	la	persona	a	quien	corresponda	percibirla;
5.	Los	peritos	y	testigos	que,	a	su	juicio,	deben	concurrir	a	la
audiencia.
6.	La	declaración	de	haber	conferenciado	o	no	con	el	acusado,
indicando	si	éste	se	halla	preso	o	libre	y	el	tiempo	exacto	que	ha
estado	detenido,	y
7.	El	concepto	que	le	merezca	la	forma	cómo	se	ha	llevado	a	cabo
la	instrucción	y	si	las	ampliaciones	acordadas	en	la	instrucción	se
han	debido	o	no	a	 la	negligencia	del	 juez	o	del	 fiscal	provincial	a
fin	de	anotarse	como	demérito	en	su	legajo	personal.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Si	existe	formulación	genérica	de
cargos	(sin	precisiones	ni	mucho	menos	una	adecuada	subsunción	de	las
conductas	incriminadas),	no	habrá	labor	de	imputación	eficiente.	“IV.	La
imputación	que	se	alude,	supone	la	atribución	de	un	hecho	punible,	fundado
en	el	factum	correspondiente,	así	como	en	la	legis	atinente	y	sostenido	en	la
prueba,	presupuestos	que	deben	ser	inescrupulosamente	verificados	por	el
órgano	jurisdiccional	que	ejerciendo	la	facultad	de	control	debe	exigir	que	la
labor	fiscal	sea	cabal,	que	la	presentación	de	los	cargos,	sea	puntual	y
exhaustiva,	que	permita	desarrollar	juicios	razonables.
V.	No	es	suficiente	la	simple	enunciación	de	los	supuestos	de	hecho	contenidos
en	las	normas	penales;	estos	deben	tener	su	correlato	fáctico	concreto,
debidamente	diferenciado	y	limitado	respecto	de	cada	uno	de	los	encausados,
tanto	más	cuando	se	trata	de	delitos	de	infracción	de	deber,	donde	las
conductas	están	íntimamente	vinculadas	al	cargo	que	desempeñan	y	la
función	que	les	es	confiada.
VI.	Asimismo	el	Acuerdo	Plenario	número	seis-dos	mil	nueve/CJciento
dieciséis,	precisa	que	‘El	juez	penal	tiene	un	control	de	legalidad	sobre	el
ejercicio	de	la	acción	penal,	por	cuanto	el	procesamiento	de	quien	resulte
emplazado	por	el	fiscal	requiere	autorización	o	decisión	judicial,	por	lo	que
corresponde	al	juez	es	evaluar	si	la	promoción	de	la	acción	penal	se	amolda	a
los	requisitos	que	establece	la	ley	procesal;	dicho	deber	de	control	se
intensifica	en	la	etapa	intermedia	ante	la	acusación	del	señor	fiscal	superior,
correspondiéndole	entonces	a	la	sala	superior	efectuar	el	control
correspondiente.
VII.	En	el	caso	de	autos	no	se	evidencia	labor	de	imputación	necesaria
eficiente,	al	tratarse	de	la	formulación	genérica	de	cargos,	sin	precisiones	ni
mucho	menos	una	adecuada	subsunción	de	las	conductas	incriminadas,	lo	que
podría	implicar	la	declaración	de	nulidad	de	la	sentencia;	empero,	ello	a	la	vez
colisionaría	con	el	principio	del	plazo	razonable	de	procesamiento	como
contenido	implícito	del	debido	encausamiento,	expresado	en	la	potestad	de	los
justiciables	de	acceder	a	la	tutela	judicial	efectiva	en	observancia	de
principios	y	garantías	constitucionales,	concluyendo	en	un	fallo	justo,
razonable	y	proporcional	(...),	situación	que	no	ha	de	pasar	inadvertida”.	(CS,
R.	N.	956-2011-Ucayali,	mar.	21/2012.	S.	S.	Villa	Stein)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Control	penal	(formal	y	sustancial)	de
la	acusación	fiscal.	“	(…)	12.	La	etapa	intermedia	en	el	NCPP	se	afilia	al
sistema	legal	de	la	obligatoriedad	del	control	del	requerimiento	fiscal.	El	juez
de	la	investigación	preparatoria	es	el	encargado	de	realizar	el	control	de
legalidad	de	la	acusación	fiscal,	esto	es,	verificar	la	concurrencia	de	los
presupuestos	legales	que	autorizan	la	acusación	fiscal	–ese,	y	no	otro,	es	su
ámbito	funcional–.
El	procedimiento	de	la	etapa	intermedia	consta	de	dos	fases:	oral	y	escrita.
Las	distintas	posibilidades	que	tiene	el	juez	de	la	investigación	preparatoria
frente	a	la	acusación	fiscal,	según	los	artículos	350/352	NCPP,	pueden
concretarse	luego	del	trámite	de	traslado	a	las	demás	partes	–nunca	antes–
(fase	escrita)	y	de	la	realización	de	la	audiencia	preliminar	(fase	oral,	que
plasma	la	vigencia	calificada	de	los	principios	de	oralidad	y	concentración).	El
juez	decide	luego	de	escuchar	a	las	todas	las	partes	procesales,	nunca	antes.
(...).”	(V	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.
P.	6-2009/CJ-116,	ene.	08/2010.	S.	S.	Gonzáles	Campos)
PLENO	JURISDICCIONAL.—Desvinculación	de	la	acusación	fiscal	y	el
carácter	vinculante	de	las	sentencias	del	Tribunal	Constitucional.	“(...).
Primero.-	Por	mayoría:	La	desvinculación	de	la	correlación	entre	acusación
y	sentencia	constituye	una	modificación	de	la	calificación	jurídico	penal.	La
posibilidad	que	tiene	la	sala	para	plantear	la	modificación	de	la	calificación
jurídica	del	hecho	objeto	de	la	acusación	es	hasta	antes	de	la	sentencia,
debiendo	observarse	plenamente	la	contradicción.
Segundo.-	Por	unanimidad:	En	principio	corresponde	a	las	partes	la
introducción	o	planteamiento	de	las	‘tesis’	para	la	modificación	de	la
calificación	jurídico	penal	y	en	defecto	de	las	mismas	lo	debe	hacer	el	tribunal
si	estima	que	del	debate	aparece	que	los	hechos	objeto	de	la	acusación	han
sido	incorrectamente	tipificados	por	el	fiscal.	Ello	no	significa	que	resida	en	las
partes	la	potestad	de	determinar	la	aplicación	de	la	ley	penal	o	que	el
planteamiento	de	las	mismas	vincule	al	tribunal,	sino	de	preservar	en	la
medida	de	lo	posible	el	contradictorio.
Tercero.-	Por	mayoría:	Conforme	al	inciso	1	del	artículo	285	A	del	Código	de
Procedimientos	Penales	la	sentencia	condenatoria	no	podrá	sobrepasar	el
hecho	y	las	circunstancias	fijadas	en	la	acusación,	de	modo	tal	que	el	inciso	3
de	la	misma	norma	debe	ceñirse	a	dicho	postulado,	en	el	sentido	que	el
tribunal	no	puede	introducir	hechos	que	constituyan	circunstancias
modificatorias	de	la	responsabilidad	penal	que	incrementen	la	punibilidad	y
no	hubieran	sido	objeto	del	escrito	de	acusación.	Sólo	será	posible	que	la	sala
sobre	la	base	de	las	circunstancias	fácticas	fijadas	en	el	escrito	de	acusación
pueda	calificar	jurídicamente	las	agravantes.	En	caso	contrario,
corresponderá	al	fiscal,	si	lo	tiene	a	bien,	proceder	conforme	a	lo	dispuesto	por
el	artículo	263	del	Código	de	Procedimientos	Penales,	esto,	es,	efectuar	una
nueva	acusación.
Cuarto.-	Por	unanimidad:	Son	vinculantes	para	los	jueces	las	sentencias	del
Tribunal	Constitucional	que	adquieren	la	autoridad	de	cosa	juzgada,	cuando
así	lo	exprese	la	sentencia,	precisando	el	extremo	de	su	efecto	normativo,	tal
como	lo	prescribe	el	artículo	VII	del	Título	Preliminar	del	Código	Procesal
Constitucional.	Lo	serán	también	las	sentencias	del	Tribunal	Constitucional
cuya	ratio	decidendi	se	funda	en	una	ley	de	desarrollo	constitucional	del
contenido	esencial	de	un	derecho	fundamental	y	las	que	contengan
interpretaciones	conforme	a	lo	establecido	en	los	artículos	V	y	VI	del	Título
Preliminar	del	Código	Procesal	Constitucional.
Quinto.-	Por	unanimidad:	El	juez	sólo	puede	desvincularse	de	las	sentencias
del	Tribunal	Constitucional	cuando	los	hechos	del	caso	que	tiene	que	decidir
contengan	un	elemento	distinto	a	los	hechos	objeto	de	la	sentencia	del
Tribunal	Constitucional.	También	es	posible	la	desvinculación	cuando	el
Tribunal	Constitucional	ha	expedido	sentencias	en	las	que	se	resuelva	el	caso
interpretando	únicamente	una	norma	legal	o	cuando	se	trate	de	dos
sentencias	implicantes	que	contengan	interpretaciones	de	normas
constitucionales	que	colisionan	o	entran	en	conflicto	entre	sí,	pudiendo	en	tal
supuesto	escoger	la	que	más	se	ajuste	al	caso	concreto	o	compatibilizando	o
armonizando	los	derechos	constitucionales	en	conflicto	para	su	aplicación	al
caso	concreto.	(…)”.	(Pleno	Jurisdiccional	Superior	Nacional	Penal
“Problemática	en	la	aplicación	de	la	norma	penal,	procesal	y	penitenciaria”,
Trujillo	-	2004,	Tema	2)
JURISPRUDENCIA.—Requisitos	formales	de	la	acusación	fiscal.	“(…)	la
acusación	fiscal	precedente	cumple	con	los	requisitos	formales	estipulados	en
el	artículo	(…)	pues	identifica	al	acusado,	precisa	la	acción	punible	y	las
circunstancias	de	su	comisión,	cita	las	normas	jurídicos	penales	aplicables,
solicita	una	pena	determinada	y	un	monto	preciso	por	concepto	de	reparación
civil	e	identifica	a	sus	beneficiarios,	a	la	vez	que	precisa	los	testigos	y	peritos
que	a	su	juicio	deben	de	concurrir	a	la	audiencia.	Es	de	reiterar	que	la	citada
acusación	se	enmarca	dentro	de	lo	decidido	en	el	procedimiento	auxiliar	de
extradición,	por	lo	que	es	del	caso	proceder	conforme	al	artículo	229	del
código	acotado.	(…)”	(CS.,	Exp.	AV.	33-2003	(Acumulado	AV5-2002	y	AV14-
2003),	ago.	06/2009.	S.S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—La	institución	de	la	conformidad	procesal.	“(…)	El
hecho	objeto	del	proceso	penal,	según	doctrina	procesalista	consolidada,	es
definido	e	incorporado	por	el	Ministerio	Público	en	su	acusación	(…).	El	hecho
punible	constituye	el	requisito	material	esencial	o	determinante	de	la
pretensión	penal,	que	obliga	al	órgano	jurisdiccional	a	establecer	su	identidad
objetiva:	el	hecho	típico	y	la	homogeneidad	del	bien	jurídico,	es	decir,	el	hecho
histórico	subsumible	en	tipos	legales	de	carácter	homogéneo.	El	hecho	al	que
la	sentencia	se	refiera	–en	relación	con	lo	consignado	por	la	fiscalía–	será	el
mismo	(1)	cuando	existe	identidad	al	menos	parcial	de	los	actos	de	ejecución
típicos,	o	(2)	cuando,	aún	sin	darse	tal	identidad,	sea	el	mismo	el	objeto
material	del	delito	(…).”	(CS.,	Exp.	A.	V.	23-2001,	jul.	20/2009.	V.	P.	San	Martín
Castro)
JURISPRUDENCIA.—Variación	de	la	acusación	penal	de	asesinato	a	una
de	homicidio,	incluso	de	autor	a	instigador,	no	vulnera	el	derecho	de
defensa.	“(…)	Este	tribunal	ha	mencionado	que	el	derecho	del	procesado	de
conocer	la	acusación	(en	virtud	de	la	cual	ejercerá	su	derecho	de	defensa)
tiene	como	correlato	el	principio	contradictorio,	cuya	máxima	expresión
garantista	es	la	inmutabilidad	de	la	acusación,	en	virtud	de	la	cual	el	juez
puede	dar	al	hecho	imputado	una	definición	jurídica	diferente,	pero	no	puede
modificarlo.	Empero	cuando	a	consecuencia	de	lo	anterior	tuviera	que	acudir
a	otro	tipo	penal,	tal	modificación	implicaría	la	variación	de	la	estrategia	de
defensa	–si	ésta	no	se	encuentra	implícita	en	la	nueva	disposición–,	por	lo	que
a	contrario	sensu	cuando	la	variación	de	tipo	se	encuentre	implícita	en	la
anterior,	no	se	vulnerará	el	precitado	derecho	de	defensa.	(Cfr.	Exp.	N°	0402-
2006-PHC/TC).
6.	En	tal	virtud	este	tribunal	considera	que	este	extremo	de	la	demanda	debe
ser	desestimado,	pues	el	tipo	penal	por	el	que	se	condenó	en	primera	instancia
a	la	favorecida	y	que	fue	posteriormente	modificado	por	la	sala	suprema
afecta	no	solo	el	mismo	bien	jurídico	(vida),	sino	que	además	existen	idénticos
elementos	dentro	de	su	estructura,	diferenciándose	claro	está	en	las
circunstancias	especiales	que	se	contemplan	en	el	homicidio	calificado,	las
cuales	desaparecieron	al	ser	variado	el	tipo,	encontrándose	los	hechos
juzgados	implícitamente	en	el	tipo	penal	de	homicidio	(simple).	Asimismo
debe	tenerse	presente	que	dicha	variación	no	solo	se	encuentra
implícitamente	en	el	tipo	base	sino	que	es	de	menor	gravedad	para	la
favorecida.”	(TC,	Exp.	03471-2010-PHC/TC,	set.	12/2011.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
DOCTRINA.—Variación	 de	 la	 acusación	 penal	 de	 asesinato	 a	 una	 de
homicidio,	 incluso	 de	 autor	 a	 instigador,	 sí	 vulnera	 el	 derecho	 de
defensa.	 “(...)	 1.	 De	 lo	 actuado	 se	 tiene	 que:	 a)	 Se	 abrió	 instrucción	 a	 la
favorecida	 por	 la	 presunta	 comisión	 del	 delito	 de	 homicidio	 calificado	 en
grado	de	tentativa	en	agravio	de	(…).
b)	La	Primera	Sala	Penal	Superior	de	(…)	condenó	a	la	favorecida	a	4	años
de	prisión	suspendida	por	la	comisión	del	delito	de	homicidio	calificado	en
grado	de	tentativa	en	calidad	de	‘autora	intelectual’.
c)	La	Segunda	Sala	Penal	Transitoria	de	la	Corte	Suprema	de	la	República
declaró	 la	 nulidad	 de	 dicho	 extremo	 de	 la	 sentencia	 y,	 reformándola,
condenó	a	 la	 favorecida	a	5	años	y	11	meses	por	 la	comisión	del	delito	de
homicidio	simple	en	calidad	de	instigadora.
d)	Conforme	se	advierte	del	 tenor	de	 la	demanda,	no	sólo	se	cuestiona	el
hecho	que	se	haya	variado	el	tipo	penal	de	homicidio	calificado	a	homicidio
simple,	 sino	 que	 se	 ha	 variado	 la	 imputación	 de	 autor	 intelectual	 (autor
mediato)	a	 instigador	(partícipe),	y	que	por	consiguiente,	se	 le	ha	causado
indefensión.
2.	Tal	situación,	a	mi	juicio,	ha	ocasionado	un	inaceptable	menoscabo	en	el
derecho	de	defensa	de	la	favorecida,	máxime	si	se	tiene	en	consideración	lo
previsto	 por	 el	 principio	 pro	 homine,	 por	 cuanto	 no	 se	 le	 brindó	 la
oportunidad	 de	 defenderse	 de	 haber	 instigado,	 esto	 es,	 de	 dolosamente
haber	 incitado,	 provocado,	 o	 inducido	 el	 homicidio	 (…).”	 (TC,	Exp.	 03471-
2010-PHC/TC,	set.	12/2011.	Voto	singular	magistrado	Álvarez	Miranda)
DOCTRINA.—Un	 magistrado	 del	 TC	 considera	 que	 el	 cambio	 de
imputación	 de	 autor	 a	 cómplice	 primario	 vulnera	 el	 derecho	 de
defensa.	 “(…)	 Teniendo	 en	 cuenta	 ello,	 el	 juez	 penal	 debe	 garantizar	 la
inmutabilidad	 de	 los	 hechos	 materia	 de	 acusación,	 puesto	 que	 una
calificación	distinta	implica	la	variación	del	tipo	penal	y,	como	consecuencia,
requiere	 una	 variación	 en	 la	 estrategia	 de	 defensa	 del	 acusado.	 Dicho
principio	 requiere	 que	 a	 lo	 largo	 del	 proceso	 penal	 deba	 mantenerse
inmutable	no	solo	el	delito	sino	también	la	modalidad	de	participación	en	la
realización	de	éste	que	se	le	imputa	al	acusado.
3.	 En	 este	 caso,	mediante	 dictamen	 de	 fecha	 4	 de	 setiembre	 del	 2001,	 el
Fiscal	Provincial	Mixto	de	Jorge	Basadre	formuló	acusación	penal	contra	el
recurrente	y	otro	como	autores	del	delito	contra	 la	 fe	pública,	 falsificación
de	documento	y	falsa	declaración	de	documento.	En	concordancia	con	ello,
el	 Primer	 Juzgado	 Penal	 Liquidador	 Transitorio	 de	 Tacna,	 mediante
sentencia	de	 fecha	5	de	noviembre	del	2009,	 condenó	al	 recurrente	 como
autor	 del	 delito	 contra	 la	 fe	 pública	 en	 la	 modalidad	 de	 falsificación	 de
documento	público.
4.	 Sin	 embargo,	 luego	 la	 Sala	 Penal	 Transitoria	 Liquidadora	 de	 la	 Corte
Superior	de	 Justicia	de	Tacna,	mediante	 sentencia	de	 fecha	4	de	mayo	del
2010,	consideró	que	el	recurrente	no	fue	autor	de	dicho	delito	sino	solo	que
prestó	 colaboración	 relevante	 para	 su	 realización,	 es	 decir,	 que	 su
participación	fue	a	nivel	de	cómplice	primario.
5.	 Por	 tanto,	 los	 hechos	 inicialmente	 imputados	 al	 recurrente	 fueron
alterados,	 vulnerándose	 el	 principio	 acusatorio	 y,	 consecuentemente,	 el
derecho	de	defensa
6.	Toda	 la	defensa	esgrimida	por	éste	a	 lo	 largo	del	proceso	penal	estuvo
dirigida	 a	 desvirtuar	 su	 presunta	 participación	 como	 autor	 del	 delito,	 de
falsificación	de	documentos,	mas	no	a	desvirtuar	su	participación	en	calidad
de	cómplice	primario.	Al	no	tener	conocimiento	de	que	se	le	acusaría	de	esto
último,	 el	 recurrente	 no	 pudo	 decir	 su	 verdad	 al	 respecto”.	 (TC,	 Sent.	 del
Pleno	 -	 Exp.	 04433-2012-PHC/TC,	 ago.	 27/2014.	 Voto	 singular	 del
magistrado	Sardón	de	Taboada)
C.	de	P.P.
ART.	 226.—Copias	 de	 la	 acusación	 fiscal.	 El	 fiscal	 remitirá	 al
Tribunal	Correccional	copias	del	escrito	de	acusación	en	número
suficiente	para	que	sean	entregadas	a	los	acusados,	a	la	parte	civil
y	a	los	terceros	afectos	a	responsabilidad.
JURISPRUDENCIA.—Imperativo	inexorable	observar	el	principio	de
concordancia	entre	la	acusación	y	la	determinación	del	tipo	penal.	“(...)
haber	sido	condenados	por	la	Sala	Suprema	por	un	delito	que	no	fue	materia
de	instrucción	y	juzgamiento,	cabe	señalar	que	resulta	un	imperativo
inexorable	que	para	efectos	del	procesamiento	y	sanción	por	la	comisión	de
ilícitos	penales,	se	debe	observar	el	principio	de	concordancia	entre	la
acusación	y	la	determinación	del	tipo	penal,	pues	en	ello	reside	la	garantía	de
que	toda	persona	en	la	que	recae	un	cargo	incriminatorio	pueda	orientar	su
defensa	a	partir	de	argumentos	específicamente	dirigidos	a	neutralizar	dichas
imputaciones	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	3316-2004-HC/TC,	set.	22/2005.	Pres.	Bardelli
Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Incongruencia	entre	la	acusación	fiscal	y	la
sentencia	no	siempre	acarrea	nulidad.	“(…)	3.	De	lo	expuesto	se	evidencia
que	la	fiscal	provincial	denunció	hechos	(…)	pero	incurrió	en	error	al	redactar
su	escrito	considerando	que	se	trataba	del	tipo	penal	establecido	(…)	regula	la
forma	genérica	del	delito	(…).	De	lo	actuado	queda	claro	que	la	demandante
conoció	que	los	hechos	que	se	le	imputaban	(…)	el	error	de	tipificación	fue
advertido	por	el	fiscal	superior	y	se	subsanó	dicho	yerro	con	el	consentimiento
de	la	recurrente	y	de	su	abogado,	quienes	se	encontraron	presentes	en	la
audiencia	correspondiente.	(…).
A	juicio	de	este	tribunal,	lo	manifestado	por	la	demandante	no	constituye
causal	de	nulidad	de	lo	actuado	en	dicho	proceso	penal	y,	por	lo	mismo,	las
resoluciones	emitidas	en	el	proceso	penal	materia	de	autos	han	observado	el
derecho	a	un	debido	proceso.	(…).”	(TC,	Exp.	07095-2006-PHC/TC,	mar.
17/2009.	Pres.	Landa	Arroyo)
DOCTRINA.—Acusación	y	sentencia	penal	deben	gozar	de	una	perfecta
e	 inevitable	 congruencia.	 “(…)	 se	 infiere	 que	 entre	 la	 acusación	 y	 la
sentencia	condenatoria	debe	existir	una	perfecta	congruencia	respecto	del
hecho	 imputado,	 debiéndose	 entender	 éste	 como	 la	 conducta	 humana
susceptible	de	ser	calificada	 jurídicamente	por	el	 titular	de	 la	acción	penal
en	ejercicio	del	principio	acusatorio.	El	 factum	o	hecho	delictivo,	entonces,
debe	 permanecer	 inmutable	 entre	 la	 acusación	 y	 la	 determinación	 penal
plasmada	en	la	sentencia,	puesto	que	éste	es	el	acontecimiento	histórico	del
que	el	 juzgador	tiene	conocimiento	en	base	a	la	valoración	de	pruebas,	y	a
partir	 del	 cual	 el	 Ministerio	 Público	 ejerce	 la	 acusación	 basado	 en	 la
calificación	jurídica,	y	el	procesado	organiza	y	estructura	su	defensa.	En	ese
sentido,	la	tipificación	de	un	hecho	punible	es	una	facultad	que	la	ley	otorga
al	juzgador;	por	el	contrario,	la	variación	de	la	actividad	típica	por	la	cual	se
condena,	 no	 lo	 es.	 (…)	 el	 no	 poner	 en	 conocimiento	 de	 un	 procesado,	 en
forma	 clara	 y	 oportuna,	 la	 desvinculación	 de	 la	 calificación	 jurídica,	 no
puede	 considerarse	 como	 una	 mera	 formalidad	 que	 pueda	 subsanarse
arguyéndose	 un	 conocimiento	 implícito	 por	 parte	 del	 procesado	 de	 dicha
variación	en	la	tipificación;	peor	aún	si,	como	en	el	caso	de	autos,	se	aplica	el
tipo	agravado	de	determinado	delito.	 (…).”	 (TC,	Exp.	07095-2006-PHC/TC,
mar.	17/2009.	Voto	singular	de	los	magistrados	Mesía	Ramírez	y	Eto	Cruz)
C.	de	P.P.
ART.	227.—Disconformidad	de	la	parte	civil	sobre	la
valoración	de	daños	y	perjuicios.	Cuando	la	parte	civil	reclame
daños	y	perjuicios	que	no	estén	apreciados	en	el	escrito	de
acusación,	o	cuando	no	se	conforme	con	las	cantidades	fijadas	por
el	fiscal,	podrá	presentar,	hasta	tres	días	antes	de	la	audiencia,	un
recurso,	en	el	cual	hará	constar	la	cantidad	en	que	aprecia	los
daños	y	perjuicios	causados	por	el	delito,	o	la	cosa	que	debe	serle
restituida	o	pagada,	en	su	caso,	y	el	nombre	de	los	testigos	o
peritos	que	pueden	ser	interrogados	sobre	la	verdad	de	estas
apreciaciones.	Dichos	testigos	no	pueden	exceder	de	tres,	ni	los
peritos	de	dos.
C.	de	P.P.
ART.	 228.—Copias	 del	 recurso	 y	 otras	 pruebas.	 De	 este
recurso	 se	 acompañará	 las	 copias	 necesarias	 para	 que	 se
entreguen	al	fiscal	y	a	cada	uno	de	los	acusados,	los	que	a	su	vez
podrán	 ofrecer	 las	 declaraciones	 hasta	 de	 tres	 testigos	 y	 el
dictamen	de	dos	peritos,	sobre	los	puntos	propuestos	por	la	parte
civil.
C.	de	P.P.
ART.	229.—Fecha	y	asistencia	para	audiencia.	Dentro	de	los
tres	días	de	recibido	el	escrito	de	acusación	el	tribunal	resolverá:
1.	La	fecha	y	hora	de	la	audiencia,	debiendo	señalarse	el	día	más
próximo	posible,	después	del	décimo;
2.	Derogado.	Ley	29360,	Única	Disposición	Derogatoria.
3.	Cuáles	son	los	testigos	y	peritos	que	deben	concurrir	a	la
audiencia;
4.	La	citación	del	tercero	responsable	civilmente;	y,
5.	Si	es	obligatoria	la	concurrencia	de	la	parte	civil.
NOTA:	 La	 Única	 Disposición	 Derogatoria	 de	 la	 Ley	 29360,	 Ley	 que	 Crea	 el	 Servicio	 de	 Defensa
Pública,	 derogó	 los	 artículos	 67,	 68,	 69,	 70,	 71	 y	 el	 inciso	 2	 del	 artículo	 229	 del	 Código	 de
Procedimientos	 Penales.	 La	 citada	 ley,	 según	 Primera	 Disposición	 Final,	 entró	 en	 vigencia	 el	 1	 de
enero	del	2010.
C.	de	P.P.
ART.	230.—Modificado.	D.	Leg.	52,	Art.	107.	Comunicación	de
retardos	y	faltas	 imputables	al	 juez	o	al	 fiscal.	Las	 omisiones,
retardo	 en	 los	 plazos	 y	 las	 faltas	 que	 el	 Tribunal	 Correccional
notase	 en	 la	 instrucción,	 imputables	 al	 juez	 instructor	 o	 al
Ministerio	Público,	serán	puestas	por	el	tribunal	en	conocimiento
de	 la	 Corte	 Suprema	 o	 el	 Fiscal	 de	 la	Nación,	 para	 que	 acuerde,
según	los	casos,	el	apercibimiento,	 la	suspensión	o	 la	destitución
del	juez	instructor	o	agente	fiscal.
C.	de	P.P.
ART.	231.—Concurrencia	a	la	audiencia.	La	citación	al	acusado,
al	defensor,	a	los	peritos	y	a	los	testigos	que	deban	concurrir	a	 la
audiencia,	 expresará	 que	 deben	 hallarse	 a	 disposición	 del
tribunal,	media	hora	antes	de	abrirse	aquélla,	bajo	apercibimiento
de	ser	conducidos	por	la	fuerza.	La	parte	civil	tiene	el	derecho	de
concurrir,	 sin	 que	 su	 presencia	 sea	 obligatoria,	 salvo	 que	 el
tribunal	lo	haya	acordado.
JURISPRUDENCIA.—Apercibimiento	 judicial	 no	 implica	 vulneración	 de
derechos.	“(...)	Que	dicho	apercibimiento	no	implica,	per	se,	una	amenaza	a	la
libertad	 individual	 de	 la	 demandante,	 toda	 vez	 que	 ha	 sido	 emitida	 por	 la
autoridad	 jurisdiccional	 en	 el	 ejercicio	 regular	 de	 sus	 atribuciones,	 donde
incluso	dicha	autoridad	se	encuentra	investida	de	la	potestad	necesaria	para
emitir	 los	 apercibimientos	necesarios	 para	que	 sus	mandatos	 o	 resoluciones
sean	 ejecutados	 en	 los	 términos	 que	 se	 ha	 ordenado;	 más	 aún,	 resulta	 una
obligación	 de	 todo	 ciudadano	 cumplir	 con	 los	 requerimientos	 que	 emita	 la
autoridad	 jurisdiccional	 competente,	 teniendo	 como	 correlato	 el	 derecho	 de
impugnar	 los	 mismos,	 cuando	 no	 se	 encuentre	 conforme	 con	 su	 contenido,
siempre	que	 emanen	de	una	autoridad	 competente	 (…)”.	 (TC,	Exp.	N°	7607-
2005-PHC/TC,	jun.	22/2006.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
C.	de	P.P.
ART.	232.—Modificado.	D.	Leg.	959,	Art.	1°.	Solicitudes
probatorias	y	medios	de	defensa.
1.	Hasta	tres	días	antes	de	la	realización	de	la	audiencia,	las	partes
pueden	ofrecer	medios	probatorios	para	su	actuación	en	el	acto
oral,	indicando	específicamente	la	pertinencia	y	el	aporte	que
pudiera	obtenerse	con	su	actuación.	En	el	caso	de	testigos	y
peritos	se	les	identificará	y	precisará	los	puntos	sobre	los	que
deban	declarar	o	exponer.	De	esta	solicitud	se	acompañará	un
número	de	copias	suficiente	para	cada	uno	de	los	interesados,	las
que	la	Sala	Penal	mandará	entregar.	La	sala	ordenará	la
comparecencia	de	los	testigos	o	peritos,	corriendo	de	cuenta	de
los	interesados	los	gastos	que	ella	ocasione.
2.	En	igual	plazo,	las	partes,	siempre	que	no	se	sustenten	en	los
mismos	hechos	que	fueron	materia	de	una	resolución	anterior,
pueden	deducir	cuestión	previa,	excepciones	y	cuestiones	de
competencia,	salvo	el	supuesto	de	recusación	que	se	rige	por	su
propia	normatividad.	La	sala	resolverá	inmediatamente	y	en	el
plazo	de	tres	días,	previa	vista	fiscal	que	se	expedirá	en	igual
plazo.
JURISPRUDENCIA.—Medios	probatorios	son	actuados	en	el	juicio	oral.
“(...)	por	disposición	de	la	ley	procesal	específica,	todos	los	medios	probatorios
de	un	proceso	penal	son	actuados	durante	el	juicio	oral,	estación	procesal	en
la	cual	el	valor	probatorio	de	los	medios	será	compulsado	y	corroborado	con
otros	medios	de	prueba	que,	valorados	de	acuerdo	con	el	criterio	de
conciencia	del	juzgador,	serán	determinantes	para	establecer	la
responsabilidad	penal;	debiendo	indicar	el	juzgador,	al	expedir	sentencia,	las
razones	que	le	llevaron	a	determinar	la	inocencia	o	culpabilidad	del
procesado.
Dicho	de	otro	modo,	el	valor	de	un	medio	probatorio,	en	el	caso	de	que	éste
fuera	considerado	elemento	probatorio,	deberá	ser	confirmado	con	otros	de
igual	naturaleza,	y	mencionado	expresamente	en	la	sentencia	a	expedirse.	Por
tanto,	el	juzgador	podría	atribuir	valor	probatorio	a	la	declaración
testimonial	ofrecida	y,	en	el	caso	de	otorgárselo,	mencionar	qué	pruebas	o
medios	de	prueba	la	confirman.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	2101-2005-HC/TC,	may.
13/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Posibilidad	de	rechazar	excepción	cuando	los
mismos	argumentos	ya	han	sido	valorados.	“(…)	Respecto	del	extremo	de
la	demanda	que	cuestiona	la	inadmisión	de	la	excepción	de	naturaleza	de
acción	deducida,	es	preciso	señalar	que,	conforme	al	artículo	232,	segundo
párrafo,	del	Código	de	Procedimientos	Penales,	las	excepciones	y	otros	medios
de	defensa	podrán	presentarse	en	el	marco	del	juicio	oral	hasta	tres	días	antes
de	que	se	inicie	la	audiencia	siempre	que	no	se	sustenten	en	los	mismos	hechos
que	fueron	materia	de	una	resolución	anterior.	Sin	embargo,	conforme	consta
de	la	resolución	cuestionada	que	declara	improcedente	la	admisión	del	medio
de	defensa,	la	desestimación	se	basaba	en	que	los	mismos	argumentos	ya
habían	sido	expuestos	por	otros	coprocesados	en	solicitudes	similares,	los
cuales	habían	merecido	pronunciamiento	por	parte	del	colegiado,	y	por	ello
no	procedía	su	admisión	a	trámite.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	09675-2006-HC/TC,	ago.
02/2007.	Pres.	Alva	Orlandini)
PLENO	JURISDICCIONAL.—La	prueba	ilícita	y	la	prueba	prohibida.
“Primero.-	Por	mayoría:	Las	excepciones	a	la	regla	de	la	prohibición	de
valorar	las	pruebas	obtenidas	con	violación	de	la	Constitución	–sean	éstas
directas	o	indirectas–,	no	deben	ser	reguladas	por	el	legislador,	sino	que	deben
ser	recogidas	y	desarrolladas	por	la	jurisprudencia	nacional,	ya	que	ello
garantiza	mejor	el	debido	proceso	y	analiza	el	caso	por	caso.
Segundo.-	Por	mayoría:	Admitir	la	valoración	de	una	obtención	ilícita	de
acuerdo	a	la	doctrina	de	la	buena	fe	en	el	caso	de	flagrancia	y	siempre	que
esté	bajo	el	control	de	la	fiscalía	o	el	juez	penal,	y	se	utilice	las	reglas	de	la
experiencia,	entendiéndose	por	ésta,	la	apreciación	razonada	que	hace	el	juez,
de	la	justificación	dada	por	los	funcionarios	policiales	sobre	la	forma	y
circunstancias	en	que	fue	obtenida	la	prueba	ilícita,	por	haberse	alegado	que
han	actuado	de	buena	fe.
Tercero.-	Por	unanimidad:	Admitir	la	valoración	de	la	prueba	obtenida	con
infracción	constitucional,	siempre	y	cuando	resulte	beneficiosa	para	el
imputado,	pues	las	prohibiciones	probatorias	son	garantías	a	favor	del
imputado	y	en	ningún	caso	su	inobservancia	puede	ser	usada	en	su	contra.
Cuarto.-	Por	mayoría:	Admitir	la	valoración	de	la	prueba	ilícita	para
terceros,	bajo	argumento	que	no	existe	identidad	entre	el	titular	del	derecho
violado	y	el	sujeto	que	se	condena	(tercero).
Quinto.-	Por	mayoría:	Admitir	la	doctrina	de	la	ponderación	de	intereses,
entendiendo	que	un	interés	mayor	prevalece	sobre	un	interés	menor.	Y	si	bien,
toda	violación	a	derechos	fundamentales,	por	si	ya	es	grave	y	acarrea	la
ilicitud	de	la	prueba,	el	asunto	cambia	si	lo	sometemos	a	la	ponderación	de
interés	de	mayor	intensidad,	como	los	que	se	valoran	cuando	de	por	medio
están	los	bienes	jurídicos	concurrentes	en	la	criminalidad	organizada	o	en
delitos	de	estructura	compleja.
Sexto.-	Por	mayoría:	Admitir	la	doctrina	de	la	destrucción	de	la	mentira	del
imputado,	pues	la	prueba	ilícita	no	se	usa	para	probar	su	culpabilidad,	sino
para	acreditar	la	falsedad	de	la	coartada	del	procesado.
Sétimo.-	Por	mayoría:	Admitir	la	teoría	del	riesgo,	como	excepción	en	casos
como	confesiones	extra	judiciales	e	intromisiones	domiciliarias	y	sus
derivaciones,	logrados	por	medio	de	cámaras	y	micrófonos	ocultos,	escuchas
telefónicas	y	grabaciones	de	conversaciones	sin	autorización	judicial,
informantes,	infiltrados,	delatores,	etc.	Su	justificación	reside	en	el	riesgo	a	la
delación	que	voluntariamente	asume	toda	persona	que	ante	otra	hace
revelaciones	sobre	un	delito	o	realiza	actividades	relacionadas	con	éste.	Si	el
propio	individuo	no	cuida	sus	garantías,	no	pretenda	que	lo	haga	un	juez.	Se
admite	la	validez	de	la	cámara	oculta,	cuando	uno	de	los	interlocutores	lo
consiente,	pues	su	posterior	testimonio	es	válido.	Similar	posición	se	da	en	el
caso	que	uno	de	los	interlocutores	por	el	teléfono	grabe	la	conversación,	o,	sea
origen	o	destinatario	de	una	carta	o	comunicación	privada.	Con	esta	teoría	se
otorga	valor	a	las	pruebas	obtenidas	por	particulares	a	través	de	cámaras
ocultas.
Se	reconoce	que	en	el	caso	del	agente	encubierto,	existe	fuerte	oposición	pues
se	recusa	el	valor	probatorio	de	la	prueba	obtenida	a	través	del	engaño	al
inculpado.	Sin	embargo,	dada	la	popularidad	de	esta	metodología	de	la
investigación	en	los	delitos	contemporáneos,	los	acusados	admiten	seriamente
la	posibilidad	de	que	su	actividad	ilícita	pueda	ser	infiltrada	y	a	pesar	de	ello
asumen	el	riesgo	de	realizar	tales	actividades,	utilizando	para	ello,	personas
no	tan	confiables,	ni	medios	de	comunicación	confiables.	Asumen,	desde	el
inicio	de	que	sus	actividades	ilícitas	estén	siendo	observadas,	grabadas	o
infiltradas.
Octavo.-	Por	unanimidad:	Establecer	que	existen	diferencias	entre	prueba
ilícita	y	prueba	irregular.	Para	comprender	a	plenitud	las	diferentes	teorías
sobre	la	ilicitud	de	la	prueba,	es	necesario	distinguir	entre	obtención	de	la
prueba	(fuente)	e	incorporación	de	la	prueba	(medio	de	prueba).	La	primera
se	da	cuando	en	la	obtención	de	la	fuente	de	prueba	se	transgrede	un	derecho
fundamental	del	imputado.	La	segunda,	se	produce	cuando	se	viola	una	norma
de	carácter	procesal	al	momento	de	la	incorporación	de	una	prueba	al
proceso.	Para	el	caso	de	la	obtención	de	pruebas	con	violación	de	derechos
fundamentales;	la	doctrina	y	la	jurisprudencia	la	han	denominado
indistintamente	como	prueba	ilícita,	prueba	prohibida,	prueba	ilegítimamente
obtenida,	ilegalmente	obtenida.	Y	para	el	caso	de	las	pruebas	irregularmente
incorporadas,	también	se	le	ha	llamado	ilícita,	incompleta	o	defectuosa,	pero
entendida	como	prueba	ineficaz,	si	no	es	subsanada.
Noveno.-	Por	unanimidad:	No	cabe	valorar	una	prueba	incorporada
irregularmente	al	proceso	aunque	sea	determinante	para	la	afirmación	de	un
delito,	porque	la	prueba	irregular	afecta	al	medio	de	prueba,	es	decir	su
incorporación	al	proceso.	Sancionado	de	acuerdo	a	las	reglas	de	anulabilidad.
Si	el	defecto	no	se	subsana	y	aunque	a	la	vez	sea	prueba	fundamental,	no	será
posible	su	valoración.	(...)”.	(Pleno	Jurisdiccional	Superior	Nacional	Penal
“Problemática	en	la	aplicación	de	la	norma	penal,	procesal	y	penitenciaria”,
Trujillo	-	2004,	Tema	3)
C.	de	P.P.
ART.	 233.—Objetos	 que	 deben	 presentarse.	 El	 presidente
cuidará	 de	 que	 se	 hallen	 listos	 y	 en	 lugar	 apropiado	 los	 objetos
que	deban	presentarse	en	la	audiencia.
TÍTULO	III
Audiencias
C.	de	P.P.
ART.	 234.—Apertura	 de	 la	 audiencia.	 En	 el	 día	 y	 hora
señalados,	presentes	el	fiscal,	el	acusado,	en	los	casos	en	que	sea
obligatoria	 su	 concurrencia,	 y	 el	 defensor,	 el	 presidente	 del
tribunal	declarará	abierta	la	audiencia,	la	que	continuará	durante
las	 sesiones	 consecutivas	 que	 sean	 necesarias,	 hasta	 su
conclusión.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 6º.—Todo	 proceso	 judicial,	 cualquiera	 sea	 su	 denominación	 o
especialidad,	 debe	 ser	 sustanciado	 bajo	 los	 principios	 procesales	 de
legalidad,	inmediación,	concentración,	celeridad,	preclusión,	igualdad	de	las
partes,	 oralidad	 y	 economía	 procesal,	 dentro	 de	 los	 límites	 de	 la
normatividad	que	le	sea	aplicable.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	10.—Modificado.	Ley	29277,	Única	Disposición	Complementaria
Modificatoria.	Principio	de	publicidad.	Derecho	de	análisis	y	crítica	de
las	 decisiones	 judiciales.	 Toda	 actuación	 judicial	 es	 pública,	 con	 las
excepciones	que	la	Constitución	y	las	leyes	autorizan.
Tienen	el	mismo	carácter	 los	 registros,	 archivos	y	 copias	de	 los	 actuados
judiciales	 fenecidos	que	se	conserven,	de	acuerdo	a	 ley.	Cualquier	persona
debidamente	 identificada	 puede	 acceder	 a	 los	 mismos	 para	 solicitar	 su
estudio	o	copia	certificada,	con	las	restricciones	y	requisitos	que	establece	la
ley.
Cualquier	 decisión	 judicial,	 recaída	 en	 un	 proceso	 fenecido,	 puede	 ser
objeto	 de	 análisis	 y	 crítica,	 con	 las	 limitaciones	 que	 expresamente	 la	 ley
señala.	Todas	las	sentencias	emitidas	por	los	jueces	se	publican	en	la	página
web	del	Poder	Judicial,	bajo	responsabilidad	de	la	Corte	Suprema	y/o	de	las
cortes	superiores,	según	corresponda.
Los	 jueces	 tienen	 el	 deber	 de	 remitir	 sus	 sentencias	 a	 los	 órganos
correspondientes	en	tiempo	oportuno.
NOTAS:	1.	La	Ley	de	la	Carrera	Judicial	(Ley	29277),	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	07
de	noviembre	del	2008,	entró	en	vigencia	el	día	07	de	mayo	del	2009.
2.	La	publicación	de	la	Ley	29354,	del	07	de	mayo	del	2009,	posterga	la	vigencia	de	los	artículos	87	al
96	referidos	a	la	“evaluación	parcial”	de	los	magistrados,	por	45	días	más.
3.	El	Tribunal	Constitucional	publicó	el	12	de	abril	del	2010	la	sentencia	que	declaró	fundado	en
parte	el	proceso	de	inconstitucionalidad	planteado	contra	diversos	artículos	de	la	Ley	de	la	Carrera
Judicial.	Para	el	tribunal,	resulta	inconstitucional	la	creación	de	la	Comisión	de	Evaluación	del
Desempeño	y	que	se	efectúe	evaluaciones	cada	3	años	a	los	jueces,	por	contravenir	las	facultades	y
autonomía	del	Poder	Judicial,	que	están	consagrados	constitucionalmente.	En	igual	sentido,	realiza
precisiones	constitucionales	al	ejercicio	de	las	libertades	de	información	y	de	expresión	de	los	jueces.
4.	En	fecha	07	de	abril	del	2011,	el	Tribunal	Constitucional	publicó	la	Sent.
del	Pleno	-	Exp.	0019-2009-PI/TC	que	declara	fundada	en	parte	la	demanda
de	 inconstitucionalidad	 interpuesta	por	 el	 Colegio	de	Abogados	del	 Callao
contra	diversos	artículos	de	la	Ley	N°	29277,	Ley	de	la	Carrera	Judicial.	Así,
el	 colegiado	 señala	 la	 inconstitucionalidad	 de	 la	 expresión	 ‘en	 materias
jurídicas’	del	artículo	40,	inciso	3)	de	la	ley	y,	por	tanto,	queda	subsistente	la
disposición	con	el	 siguiente	contenido:	 ‘Está	prohibido	a	 los	 jueces:	 (…)	3.
Aceptar	cargos	remunerados	dentro	de	las	instituciones	públicas	o	privadas,
a	excepción	del	ejercicio	de	la	docencia	universitaria’.
COMENTARIO.—Etapa	 del	 juicio	 oral.	 Contemplado	 como	 la	 etapa	 más
importante	del	desarrollo	del	proceso	penal,	el	juicio	oral	está	destinado	al
aporte	 de	 las	 pruebas,	 producción	 de	 informes	 (Ministerio	 Público,
imputado,	parte	civil	y	 tercero	civil)	ante	el	órgano	 jurisdiccional.	Es	en	el
juicio	oral	donde	se	resuelve,	vía	discusión	de	la	prueba	(bajo	los	principios
de	contradicción,	publicidad,	oralidad,	inmediación	y	continuidad)	de	modo
definitivo	el	 conflicto	 social	que	 sustenta	 el	proceso	penal.	El	 juicio	oral	 o
audiencia	 está	 regulado	 en	 los	 artículo	 234	 al	 291	 del	 Código	 de
Procedimientos	 Penales,	 la	 etapa	 se	 inicia	 luego	 de	 dictarse	 el	 auto	 de
citación	 a	 juicio	 y	 culmina	 con	 la	 expedición	de	 la	 sentencia.	 Es	 frecuente
dividir	al	 juicio	oral	en	 tres	períodos:	período	 inicial,	 instalación	o	 trámite
de	apertura	y	la	posible	conformidad	(Arts.	234	a	243),	período	probatorio
(Arts.	244	a	262)	y	un	período	decisorio	(Arts.	272	y	279).
C.	de	P.P.
ART.	235.—Ubicación	en	la	audiencia.	El	Tribunal	Correccional
tendrá	a	 su	 frente	al	 acusado;	a	 su	derecha,	 al	 fiscal	y	a	 la	parte
civil,	y	a	su	izquierda	la	defensa.
CONCLUSIÓN	ANTICIPADA	DE	LA	INSTRUCCIÓN
Ley	28122.
ART.	 1°.—Conclusión	 anticipada	 de	 la	 instrucción	 judicial.	 La
instrucción	judicial	podrá	concluir	en	forma	anticipada,	en	los	procesos	por
los	delitos	previstos	en	 los	artículos	121,	122,	185,	186,	188,	189	primera
parte	y	298	del	Código	Penal,	y	en	los	siguientes	casos:
1.	Cuando	el	imputado	hubiese	sido	descubierto	en	flagrancia,	conforme	a
la	definición	establecida	en	el	artículo	4°	de	la	Ley	N°	27934.
2.	Si	 las	pruebas	recogidas	por	 la	autoridad	policial,	 siempre	que	en	ellas
haya	 intervenido	el	Ministerio	Público,	 o	por	 el	propio	Ministerio	Público,
presentadas	 con	 la	 denuncia	 fiscal,	 fueren	 suficientes	 para	 promover	 el
juzgamiento	sin	necesidad	de	otras	diligencias.
3.	 Si	 el	 imputado	 hubiese	 formulado	 confesión	 sincera	 ante	 el	 juez
conforme	al	artículo	136	del	Código	de	Procedimientos	Penales.
Incorporado.	Ley	29407,	Art.	3°.	La	conclusión	anticipada	es	obligatoria
en	todos	los	casos	cuando	la	edad	del	imputado	esté	comprendida	dentro	de
los	 alcances	 del	 artículo	 22	 del	 Código	 Penal,	 debiendo	 el	 juez,	 bajo
responsabilidad,	 implementar	 los	 mecanismos	 necesarios	 para	 su
cumplimiento.
Ley	28122.
ART.	 2°.—Improcedencia	 de	 la	 conclusión	 anticipada.	 No	 procede	 la
conclusión	anticipada	de	la	instrucción	cuando:
1.	 El	 proceso	 fuere	 complejo	 o	 las	 pruebas	 faltantes	 no	 pudieran
completarse	mediante	pocas	y	rápidas	medidas.
2.	Cuando	el	delito	ha	sido	cometido	por	más	de	cuatro	(4)	personas,	o	a
través	de	una	banda	u	organización	delictiva.
Ley	28122.
ART.	 3°.—Disposición	 del	 juez.	 Cuando	 el	 juez	 estimare	 que	 procede	 la
conclusión	 anticipada	 de	 la	 instrucción,	 de	 oficio	 o	 a	 pedido	 de	 parte,
inmediatamente	 después	 de	 actuar	 la	 instructiva	 del	 imputado	 y	 de
practicar	las	diligencias	urgentes	si	fueren	necesarias,	en	el	propio	turno	o
en	el	plazo	de	tres	(3)	días	desde	 la	 instructiva,	dispondrá	que	 la	causa	se
ajuste	al	procedimiento	previsto	en	esta	ley.	Cualquier	informe	o	documento
debe	recabarse	de	inmediato	sin	necesidad	de	que	el	juez	disponga	del	plazo
de	investigación.
Ley	28122.
ART.	4°.—Oposición	a	la	conclusión	anticipada.	El	Ministerio	Público,	la
parte	 civil,	 el	 imputado	 o	 su	 defensor,	 podrán	 oponerse	 a	 la	 conclusión
anticipada	de	la	instrucción,	exclusivamente	por	los	motivos	previstos	en	el
artículo	2°	de	esta	ley,	indicando	en	su	caso,	las	diligencias	de	prueba	cuya
ejecución	 se	pretende	durante	 la	 instrucción	y,	 de	 ser	 el	 caso,	 las	 razones
que	hacen	 imposible	o	 inconveniente	 su	producción	durante	el	 juicio	oral.
La	oposición	deberá	deducirse	en	el	término	de	tres	(3)	días	de	notificado.
El	juez	resolverá	la	oposición	sin	más	trámite	en	el	término	de	dos	(2)	días,
aceptando	o	 rechazando	 la	pretensión.	 Sólo	 en	 el	 caso	de	 rechazo,	 y	 en	 el
plazo	de	 tres	 (3)	días,	 podrá	 interponerse	 recurso	de	 apelación,	 el	mismo
que	 se	 tramitará	 sin	 efecto	 suspensivo.	 La	 sala	 no	 puede	 ordenar	 la
ampliación	de	 la	 instrucción,	 salvo	que	 se	den	 los	 supuestos	de	excepción
del	artículo	2°	de	la	presente	ley.
Si	 no	 hubiere	 oposición	 o	 ésta	 hubiera	 sido	 rechazada,	 el	 juez	 ordenará,
según	el	caso,	 la	vista	 fiscal	del	artículo	197	del	Código	de	Procedimientos
Penales,	o	la	prevista	en	el	artículo	4°	del	Decreto	Legislativo	N°	124.
Ley	28122.
ART.	5°.—Confesión	sincera.	En	los	casos	de	confesión	sincera,	la	sala	o	el
juez	actuarán	conforme	a	las	siguientes	reglas:
1.	 La	 sala,	 después	 de	 instalada	 la	 audiencia,	 preguntará	 el	 acusado	 si
acepta	ser	autor	o	partícipe	del	delito	materia	de	la	acusación	y	responsable
de	la	reparación	civil.
2.	Si	se	produce	la	confesión	del	acusado,	el	jugador	preguntará	al	defensor
si	 está	 conforme	 con	 él.	 Si	 la	 respuesta	 es	 afirmativa,	 se	 declara	 la
conclusión	anticipada	del	debate	oral.	La	sentencia	se	dictará	en	esa	misma
sesión	o	en	 la	 siguiente,	que	no	podrá	postergarse	por	más	de	 cuarenta	y
ocho	(48)	horas,	bajo	sanción	de	nulidad.
3.	 Si	 el	 defensor	 expresa	 su	 conformidad,	 pero	 condicionándola	 a	 la
oralización	de	 algún	medio	 probatorio,	 se	 atenderá	 el	 pedido	 así	 como	 se
permitirá	 argumentaciones	 y	 refutaciones	 sobre	 la	 pena	 o	 la	 reparación
civil.	Seguidamente,	se	suspenderá	la	sesión	para	expedir	sentencia,	 la	que
se	dictará	ese	mismo	día,	o	en	la	sesión	siguiente,	que	no	podrá	postergarse
por	más	de	cuarenta	y	ocho	(48)	horas,	bajo	sanción	de	nulidad.
4.	Si	son	varios	 los	acusados	y	solamente	confiesa	una	parte	de	ellos,	con
respecto	 a	 éstos,	 se	 aplicará	 el	 trámite	 previsto	 y	 se	 expedirá	 sentencia,
prosiguiéndose	 la	 audiencia	 con	 los	 no	 confesos,	 salvo	 que	 la	 sala	 estime
que	se	afectaría	el	resultado	del	debate	oral.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—El	acto	de	disposición	del	imputado	y
su	defensa	se	circunscribe	al	reconocimiento	de	la	responsabilidad
penal	y	civil	atribuida,	pero	no	es	un	allanamiento	a	la	pena	pedida	y	a
la	reparación	civil	solicitada.	“(...)	Luego	de	instalarse	el	juicio	oral	y	fijar
los	términos	del	debate	se	preguntó	al	imputado	y	su	defensa	si	el	primero	se
consideraba	ser	autor	del	delito	materia	de	la	acusación	fiscal,	y	responsable
del	pago	de	la	reparación	civil,	quien	al	responder	en	sentido	positivo	con
aceptación	de	su	defensa	y	sin	exigencia	de	actuación	probatoria	alguna,	dio
lugar	a	la	sentencia	recurrida;	que	es	de	acotar	que	el	acto	de	disposición	del
imputado	y	su	defensa	(se	circunscribe	al	reconocimiento	de	la
responsabilidad	penal	y	civil	atribuida,	no	es	un	allanamiento	a	la	pena
pedida	y	a	la	reparación	civil	solicitada,	por	lo	que	–como	postula	la	doctrina
procesalista–	el	tribunal	está	autorizado,	al	reconocerse	los	hechos	acusados,
a	recorrer	la	pena	en	toda	su	extensión,	desde	la	más	alta	prevista	en	el	tipo
penal	hasta	la	mínima	inferida,	llegando	incluso	hasta	la	absolución	si	fuere	el
caso,	esto	es,	si	se	toma	en	cuanta	la	fuente	española,	parcialmente	acogida,
cuando	se	advierta	que	el	hecho	es	atípico	o	resulta	manifiesta	la
concurrencia	de	cualquier	circunstancia	determinante	de	la	exención	de
responsabilidad	penal	o	de	su	preceptiva	atenuación;	que,	como	es	de
advertirse,	se	trata	de	una	modalidad	especial	de	sentencia,	que	puede
denominarse	‘sentencia	anticipada’,	producto	de	una	confesión	del	acusado	en
los	términos	antes	descritos;	que	esta	confesión	tiene	como	efecto	procesal
concluir	el	juicio	oral,	y	no	está	circunscripta	exclusivamente	al	pedido	de
pena	y	reparación	civil	de	fiscal	y,	en	su	caso,	de	la	parte	civil,
consecuentemente,	el	tribunal	refiere	su	potestad	de	fijarlas	conforme	a	lo	que
corresponda	y	con	arreglo	a	los	principios	de	legalidad	y	proporcionalidad.
(CS.	Callao,	R.N.	Nº	1766-2004,	set.	21/2004.	Pres.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Conclusión	anticipada	del	debate	del
juicio	oral	exige	el	consenso	del	imputado	y	su	defensa.	“Que	si	bien	la
parte	civil	sólo	tiene	injerencia	en	el	objeto	civil	del	proceso,	el	fiscal	supremo
en	lo	penal	ha	cuestionado	la	legalidad	del	procedimiento	seguido	por	el
tribunal	de	instancia	para	dictar	la	sentencia	recurrida	estimando	la	no
aplicación	de	la	Ley	número	veintiocho	mil	ciento	veintidós,	por	lo	que	es	del
caso	referirse	a	esa	opinión	anulatoria;	que	la	citada	Ley	número	veintiocho
mil	ciento	veintidós,	más	allá	de	lo	limitado	y	parcial	de	su	denominación
oficial,	en	puridad	de	verdad	comprende	dos	institutos	procesales	penales:	la
conclusión	anticipada	de	la	instrucción	judicial	(artículos	uno	al	cuatro)	–a	la
que	hace	mención	el	título	de	la	ley–	y	la	conclusión	anticipada	del	debate	o
del	juicio	oral	(artículo	cinco),	que	aun	cuando	vinculadas	al	principio	de
celeridad	o	aceleramiento	de	la	justicia	penal	se	diferencian	en	que	en	este
último	supuesto	rige	básicamente	el	principio	del	consenso,	dado	que	la
decisión	del	imputado	y	su	defensa	es	determinante	para	dar	inicio	al
procedimiento	de	conclusión	anticipada	del	debate	o	juicio	oral,	lo	que	no	es
de	recibo	cuando	se	trata	de	concluir	anticipadamente	la	instrucción	judicial,
que	requiere	cumplir	–sin	que	la	voluntad	del	imputado	pueda	impedirlo–
determinados	requisitos	legalmente	previstos;	que	la	conclusión	anticipada	de
la	instrucción	judicial	se	circunscribe	a	determinados	tipos	penales	y	a
procesos	simples,	siempre	que	se	presenten	puntuales	supuestos	procesales,
tales	como	flagrancia	delictiva,	investigación	preliminar	con	la	intervención
del	fiscal	con	suficiencia	probatoria	y	confesión	sincera	(...).”	(CS,	R.	N.	1766-
2004-Callao,	set.	21/2004.	S.	S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—El	expreso	allanamiento	del	imputado	a	los	hechos
impide	impugnar	su	realidad,	invocar	una	causa	de	justificación	o
cuestionar	la	falta	de	análisis	de	las	actuaciones	probatorias.	“(...)	la
conformidad	procesal	tiene	como	presupuesto	no	solo	una	aceptación
voluntaria	e	informada	de	los	cargos	formulados	por	el	Ministerio	Público,
sino	el	expreso	allanamiento	a	los	hechos	imputados,	sin	perjuicio	de
cuestionar	determinados	ámbitos	vinculados	a	las	consecuencias	jurídicas	de
los	hechos	objeto	de	allanamiento;	que,	como	se	sabe,	en	los	supuestos	de
conformidad	limitada,	el	imputado	puede	discutir	la	relevancia	jurídico	penal
del	hecho,	la	punibilidad	de	la	conducta,	o	la	clase	y	entidad	de	la	pena,	así
como	el	ámbito	y	cuantía	de	la	reparación	civil;	que	desde	esta	perspectiva	no
es	de	recibo	cuestionar	en	sede	impugnativa	la	realidad	de	los	hechos	ni	su
relevancias	típica	luego	de	haberla	aceptado,	menos	invocar
irrazonablemente	la	presencia	de	una	causa	de	justificación,	que	por	su
propia	entidad,	de	presentarse	en	el	juicio,	habría	impedido	la	viabilidad
procesal	de	la	conformidad;	que	tampoco	es	procedente	cuestionar	una	falta
de	análisis	de	las	actuaciones,	pues	la	institución	procesal	de	la	conformidad
importa,	precisamente,	una	renuncia	a	la	actuación	probatoria	y,	por	ende,
que	la	declaración	de	los	hechos	no	se	consolide	a	partir	de	ésta	sino	por	el
expreso	allanamiento	del	imputado;	que	como	de	autos	no	aparece	que	el
imputado	actuó	por	error	o	mediando	ausencia	de	una	información	válida	por
falta	de	un	defensor,	la	procedencia	de	la	conformidad	se	encuentra	arreglada
a	ley;	que	los	principios	de	la	buena	fe	procesal	y	de	que	‘nadie	puede	ir	contra
sus	propios	actos’	fundamentan	el	rechazo	de	este	extremo	de	la
impugnación”.	(CS,	R.	N.	3937-2008-El	Santa,	ene.	28/2010.	V.	P.	San	Martín
Castro)
JURISPRUDENCIA.—Si	el	abogado	indujo	a	error	al	imputado	para
aceptar	los	cargos,	no	se	puede	calificar	tal	aceptación	de	espontánea	y
voluntaria.	“Que,	siendo	así,	es	evidente	que	el	imputado	careció	de	una
defensa	efectiva,	pues	la	información	jurídica	que	le	proporcionó	fue	a	todas
luces	equivocada.	Como	el	defensor	indujo	a	error	al	imputado	para	la
aceptación	de	los	cargos	–una	persona	con	primaria	incompleta	que	se	dedica
a	la	agricultura	en	Huanta–,	ésta	no	puede	ser	calificada	de	espontánea	y
voluntaria.	Este	vicio	de	la	voluntad	–error–	determina	la	falta	de	eficacia
jurídica	del	procedimiento	de	conclusión	anticipada	del	debate	oral.	(...)	Que,
por	otro	lado,	es	menester	precisar	que	la	absolución,	tal	como	la	plantea	el
superior	tribunal	no	procede,	pues	valoró	actos	de	investigación	y,	a	partir	de
los	mismos,	concluyó	que	el	imputado	no	participó	en	un	delito	y,	por	tanto,	los
hechos	por	él	ejecutados	son	atípicos.	La	sentencia	conformada,	si	bien	puede
absolver	al	acusado,	sólo	puede	hacerlo	mediando	una	eximente	de
responsabilidad	penal	que	fluya	del	propio	relato	acusatorio,	lo	que	no	sucede
con	la	acusación	fiscal	(...)”.	(C.	S,	R.	N.	2925-2012-Lima,	ene.	25/2013.	V.	P.
San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—Conclusión	anticipada	del	debate	oral	si	el	acusado,
con	la	conformidad	de	su	abogado	defensor,	acepta	ser	autor	o	partícipe
del	delito	materia	de	la	acusación	y	responsable	de	la	reparación	civil.
“(...)	Que	la	sentencia	recurrida	se	ha	emitido	al	amparo	de	lo	dispuesto	por	el
artículo	cinco	de	la	Ley	número	veintiocho	mil	ciento	veintidós,	que	autoriza
la	conclusión	anticipada	del	debate	oral	si	el	acusado,	con	la	conformidad	de
su	abogado	defensor,	acepta	ser	autor	o	partícipe	del	delito	materia	de	la
acusación	y	responsable	de	la	reparación	civil;	que	la	regla	segunda	del	citado
artículo	de	la	ley	en	referencia	prescribe	que	en	ese	caso,	una	vez	declarada	la
conclusión	anticipada	del	debate	oral,	se	dictará	sentencia	en	esa	misma
sesión	o	en	la	siguiente,	que	no	podrá	postergarse	por	más	de	cuarenta	y	ocho
horas,	bajo	sanción	de	nulidad;	que	estos	casos,	tal	como	ha	procedido	el
tribunal	de	instancia,	no	cabe	plantear	y	votar	las	cuestiones	de	hecho	a	que
se	refiere	el	artículo	doscientos	ochenta	y	uno	del	Código	de	Procedimientos
Penales,	no	sólo	porque	la	norma	especial	no	lo	estipula	de	modo	expreso,	sino
también	porque	el	citado	artículo	doscientos	ochenta	y	uno	de	la	Ley	Procesal
Penal	presupone	una	audiencia	precedida	de	la	contradicción	de	cargos	y	de
una	actividad	probatoria	realizada	para	verificar	–rechazando	o	aceptando–
las	afirmaciones	de	las	partes,	que	es	precisamente	lo	que	no	existe	en	esta
modalidad	especial	de	finalización	del	procedimiento	penal.	(...)”.	(CSJ.
Ayacucho,	Exp.	N°	2206-2005,	jul.	12/2005.	S.S.	Sivina	Hurtado)
Ley	28122.
Única	 Disposición	 Transitoria.—Procesos	 en	 trámite.	 Las	 reglas	 del
artículo	 5°	 de	 la	 presente	 ley,	 se	 aplicarán	 a	 los	 procesos	 pendientes	 de
juicio	oral.
C.	de	P.P.
ART.	236.—Ubicación	de	 los	 testigos	y	peritos.	Los	 testigos	 y
peritos	ocuparán	una	sala	contigua	a	la	del	tribunal.	El	presidente
tomará	 las	medidas	 necesarias	 para	 que	 los	 testigos	 no	 puedan
dialogar	 entre	 sí;	 y	 sólo	 serán	 introducidos	 a	 la	 audiencia	 a
medida	que	sean	llamados	por	el	presidente	del	tribunal.
C.	de	P.P.
ART.	 237.—Ofrecimiento	 de	 nuevos	 testigos	 o	 peritos.
Instalada	la	audiencia,	el	presidente	ordenará	al	relator	que	lea	la
lista	 de	 los	 peritos	 y	 testigos	 que	 se	 hallan	 en	 la	 sala	 próxima.
Concluida	la	lectura	preguntará	al	fiscal,	al	defensor	y	al	acusado
si	tienen	algún	perito	o	testigo	nuevo	que	presentar.
C.	de	P.P.
ART.	238.—Modificado,	D.	Leg.	983.	Art.	1°.	Ofrecimiento	de
testigos	 o	 peritos.	 Las	 partes	 que	 ofrezcan	 testigos	 o	 peritos
nuevos	estarán	obligadas	a	indicar	específicamente	la	pertinencia
y	 el	 aporte	 que	 pudiera	 obtenerse	 con	 su	 intervención,
identificándolos	 y	 precisando	 los	 puntos	 sobre	 los	 que	 deban
declarar	o	exponer.
La	 sala	 no	 admitirá	 la	 prueba	 ofrecida	 que	 no	 cumpla	 con	 los
requisitos	antes	señalados.
C.	de	P.P.
ART.	 239.—Oposición	 a	 testigos	 del	 fiscal.	 Si	 el	 fiscal	 ofrece
nuevos	 testigos	 y	 la	 defensa	 se	 opone,	 el	 tribunal	 resolverá	 si
acepta	o	no	el	testimonio	en	vista	de	las	razones	que	se	aduzcan.
NOTA:	La	Ley	Orgánica	del	Ministerio	Público	disponía	en	su	artículo	107	la	modificatoria	de	este
precepto	 según	 lo	 prescrito	 por	 el	 Art.	 96,	 inciso	 4	 de	 la	 referida	 ley.	 El	 inciso	 4	 no	 existe	 en	 el
mencionado	artículo	96.
C.	de	P.P.
ART.	240.—Objetos	relativos	al	delito.	Si	el	tribunal	lo	cree
conveniente,	se	pueden	presentar	en	la	audiencia	los	objetos	que
tengan	relación	con	el	delito.
Las	peticiones	que	sobre	esta	materia	haga	el	fiscal,	el	acusado	o
la	parte	 civil	 serán	 resueltas	por	 el	 tribunal	 inmediatamente.	En
caso	de	negativa	podrá	el	peticionario	hacer	constar	en	el	acta	los
motivos	de	la	petición.
C.	de	P.P.
ART.	 241.—Postergación	de	audiencia.	 Antes	 de	 que	 empiece
el	debate,	el	acusado,	su	defensor,	el	fiscal	o	la	parte	civil	pueden
pedir	que	se	postergue	la	audiencia	hasta	que	vengan	los	peritos	o
testigos	 citados	 que	 no	 han	 concurrido	 o	 los	 nuevamente
ofrecidos.	El	presidente	preguntará	a	la	otra	parte	lo	que	tiene	que
exponer	 sobre	 esta	 petición,	 y	 con	 su	 respuesta	 el	 tribunal
resolverá	 inmediatamente,	 fijando	 nueva	 fecha,	 si	 acepta	 la
postergación.
C.	de	P.P.
ART.	 242.—Sanción	 a	 inasistentes.	 El	 testigo,	 perito	 o	 parte
civil,	citado	por	el	tribunal	que	haya	dejado	de	concurrir	sin	justa
causa	 debidamente	 comprobada,	 será	 penado	 inmediatamente
por	 el	 Tribunal	 Correccional	 con	 multa	 que	 puede	 llegar	 a
quinientos	soles.
C.	de	P.P.
ART.	243.—Modificado.	D.	Leg.	959,	Art.	1°.	Exposición	de	 la
acusación	e	interrogatorio	del	fiscal.
1.	Continuando	la	audiencia	y	a	fin	de	conocer	los	cargos	que	se
formula	 contra	 el	 acusado,	 el	 director	 de	 debates	 concederá	 al
fiscal	 la	palabra	para	que	 se	 exponga	 sucintamente	 los	 términos
de	la	acusación.
2.	Acto	seguido,	el	director	de	debates	invitará	al	fiscal	para	que
inicie	el	interrogatorio	directo,	sin	perjuicio	de	lo	dispuesto	en	los
artículos	244	y	siguientes.
JURISPRUDENCIA.—Inexorable	principio	de	concordancia	entre	la
acusación	y	la	determinación	del	tipo	penal.	“(...)	haber	sido	condenados
por	la	Sala	Suprema	por	un	delito	que	no	fue	materia	de	instrucción	y
juzgamiento,	cabe	señalar	que	resulta	un	imperativo	inexorable	que	para
efectos	del	procesamiento	y	sanción	por	la	comisión	de	ilícitos	penales,	se	debe
observar	el	principio	de	concordancia	entre	la	acusación	y	la	determinación
del	tipo	penal,	pues	en	ello	reside	la	garantía	de	que	toda	persona	en	la	que
recae	un	cargo	incriminatorio	pueda	orientar	su	defensa	a	partir	de
argumentos	específicamente	dirigidos	a	neutralizar	dichas	imputaciones	(…)”.
(TC,	Exp.	N°	3316-2004-HC/TC,	set.	22/2005.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
C.	de	P.P.
ART.	 244.—Modificado.	 D.	 Leg.	 983,	 Art.	 1°.	 Examen	 del
acusado.
1.	El	examen	del	acusado	procederá	si	el	 imputado	no	acepta	el
trámite	de	la	conformidad	previsto	en	la	ley.
2.	El	acusado	es	examinado	por	el	 fiscal,	por	 los	abogados	de	 la
parte	 civil,	 del	 tercero	 civil,	 por	 su	 abogado	y	por	 el	 director	de
debates,	 en	 ese	 orden.	 Los	 demás	 miembros	 de	 la	 sala,	 sólo
podrán	 examinar	 al	 acusado	 si	 existiera	 la	 necesidad	 de	 una
aclaración.	En	todos	estos	casos,	el	interrogatorio	será	directo.
3.	El	interrogatorio	se	orientará	a	obtener	la	versión	del	acusado,
las	 aclaraciones	 y	 explicaciones	 acerca	 del	 hecho	 objeto	 de
imputación,	las	circunstancias	del	mismo,	su	participación	y	la	de
los	 otros	 acusados,	 así	 como	 los	 móviles,	 justificaciones	 y	 los
demás	elementos	necesarios	para	la	individualización	de	la	pena	y
la	determinación	del	monto	de	la	reparación	civil.
4.	Durante	el	examen	del	acusado	las	partes	podrán	formular	sus
repreguntas	 en	 base	 a	 anteriores	 declaraciones	 del	 acusado	 o
confrontar	 su	 versión	 con	 la	 de	 otros	 acusados,	 testigos	 u	 otro
medio	probatorio.
C.	de	P.P.
ART.	 245.—Modificado.	 Ley	 28117,	 Art.	 1°.	 Silencio	 del
acusado.	Si	el	acusado	se	niega	a	declarar,	el	presidente	podrá,	en
la	 fase	 procesal	 correspondiente,	 disponer	 la	 lectura	 de	 las
declaraciones	prestadas	por	aquél	en	la	instrucción,	si	las	hubiera,
las	que	de	esa	forma	se	incorporan	al	debate	y	en	su	oportunidad
serán	 valoradas	 conforme	 al	 artículo	 283.	 En	 el	 curso	 de	 la
audiencia	el	acusado	podrá	solicitar	ser	examinado,	momento	en
el	que	puede	ser	interrogado	de	acuerdo	a	los	artículos	244	y	247.
Cuando	 el	 acusado	 que	 está	 declarando	 guarda	 silencio	 frente	 a
una	pregunta,	se	dejará	constancia	de	tal	situación	y	se	continuará
con	el	interrogatorio.
JURISPRUDENCIA.—TC:	el	juez	no	puede	condicionar	o	inducir	a	error	al
procesado	en	el	sentido	de	que	su	silencio	podría	servir	para
incriminarlo.	“Al	respecto,	este	tribunal	aprecia	que,	de	los	actuados	del
proceso	penal	que	se	cuestiona	y	cuya	copia	se	acompaña	al	expediente
constitucional,	no	se	observa	que	el	demandante	haya	sido	inducido	a	declarar
contra	sí	mismo	durante	el	curso	de	los	interrogatorios	a	los	que	fue	sometido.
En	todo	caso,	debe	dejarse	en	claro	que	de	ninguna	manera	está	permitido	o
se	hace	legítimo	que	el	juzgador	condicione	o	induzca	a	error	al	procesado	en
el	sentido	de	que	su	silencio	podrá	ser	tomado	como	referente	incriminatorio
alguno,	habida	cuenta	que	el	declarante	como	cualquier	otro	procesado	tiene
todo	el	derecho	de	permanecer	en	silencio	si	así	lo	decide,	correspondiendo	a
su	abogado	patrocinante	el	orientarlo	de	forma	adecuada	en	el	ejercicio	de
sus	derechos.
Por	lo	demás,	este	tribunal	advierte	que,	en	la	sentencia	condenatoria	y	en	su
confirmatoria	(...),	no	se	merituó	 la	declaración	del	 favorecido	en	 juicio,	sino
que,	 más	 bien,	 se	 tomaron	 en	 cuenta	 otros	 medios	 probatorios	 válidos	 e
independientes	 que	 fueron	 valorados	 en	 conjunto	 y	 que	 llevaron	 al	 órgano
jurisdiccional	 a	 adoptar	 la	 decisión	 contenida	 en	 la	 sentencia	 condenatoria.
Tales	medios	probatorios	fueron	las	declaraciones	de	las	agraviadas	(quienes
ejercían	 la	 prostitución	 en	 el	 inmueble	 materia	 de	 intervención);	 las
declaraciones	de	testigos,	entre	estos	la	declaración	de	una	fiscal	adjunta	que
participó	 en	 la	 intervención;	 el	 contrato	 del	 inmueble	 donde	 se	 cometió	 el
delito;	 el	 reporte	 de	 llamadas	 de	 los	 teléfonos	 celulares	 pertenecientes	 a	 los
acusados;	unas	cartas	por	las	cuales	se	solicitó	la	publicación	de	avisos	en	un
diario	para	 la	 prestación	de	 los	 servicios	materia	de	 imputación	 y	 condena;
ejemplares	de	dicho	diario;	entre	otros	 instrumentos	y	pruebas;	así	como	las
convenciones	probatorias,	 conforme	se	advierte	de	 las	referidas	resoluciones
judiciales,	lo	que	en	modo	alguno	conlleva	a	la	invalidación	de	las	sentencias
condenatorias,	el	juicio	oral	ni	la	realización	de	un	nuevo	proceso	penal”.	(TC,
Exp.	03021-2013-PHC/TC,	jun.	20/2014.	S.	S.	Blume	Fortini)
C.	de	P.P.
ART.	246.—Modificado.	D.	Leg.	959,	Art.	1°.	Examen	de	varios
acusados.
1.	 Si	 los	 acusados	 son	 varios,	 el	 presidente	 puede	 examinarlos
separadamente	o	a	uno	en	presencia	de	otros.
2.	En	caso	que	examine	separadamente	a	los	acusados,	el	director
de	debates	 adoptará	 las	medidas	necesarias	para	garantizar	que
en	tiempo	oportuno	el	acusado	o	su	abogado	defensor	acceda	a	las
actas	de	audiencia	donde	conste	la	declaración	de	cada	uno	de	los
acusados	que	han	sido	interrogados	previamente.	Si	alguno	de	los
acusados	 hiciese	 una	 observación	 de	 las	 declaraciones
consignadas	en	 las	precitadas	actas,	 la	misma	se	hará	constar	en
acta	siempre	que	fuere	útil	y	pertinente.
C.	de	P.P.
ART.	247.—Modificado.	D.	Leg.	959,	Art.	1°.	Interrogatorio	del
acusado.
1.	 El	 interrogatorio	 está	 sujeto	 a	 que	 las	 preguntas	 que	 se
formulen	sean	directas,	claras,	pertinentes	y	útiles.
2.	 No	 son	 admisibles	 preguntas	 repetidas	 sobre	 aquello	 que	 el
acusado	ya	hubiere	declarado,	salvo	la	evidente	necesidad	de	una
respuesta	 aclaratoria.	 Tampoco	 están	 permitidas	 preguntas
capciosas	ni	las	que	contengan	respuestas	sugeridas.
3.	 De	 oficio	 o	 a	 instancia	 de	 parte	 de	 las	 preguntas	 que	 no
cumplan	 con	 las	 exigencias	 establecidas	 en	 este	 artículo	 serán
declaradas	inadmisibles.
C.	de	P.P.
ART.	 248.—Modificado,	 D.	 Leg.	 983.	 Art.	 1°.	 Declaración	 de
testigos.	 Los	 testigos	 declararán	 en	 el	 orden	 que	 establezca	 el
presidente	de	la	sala.	No	podrá	darse	lectura	a	la	declaración	que
prestó	 en	 la	 instrucción	 un	 testigo,	 cuando	 éste	 deba	 producir
oralmente	 su	 testimonio	 en	 la	 audiencia.	 Sólo	 una	 vez	 que	 el
testigo	 hubiere	 prestado	 declaración	 sobre	 un	 determinado
hecho,	 se	 podrá	 leer	 en	 el	 interrogatorio	 parte	 o	 partes	 de	 sus
anteriores	 declaraciones	 prestadas	 ante	 el	 fiscal	 o	 el	 juez,	 a	 su
solicitud,	para	efectuar	 las	aclaraciones	pertinentes,	demostrar	o
superar	 contradicciones,	 procediendo	 conforme	 a	 lo	 establecido
en	los	artículos	250	y	252.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Juez	puede	optar	por	escoger	entre
una	u	otra	declaración	discrepante	del	testigo	o	del	imputado	con	una
motivación	suficiente.	“(...)	cuando	se	trata	de	testigos	o	imputados	que	han
declarado	indistintamente	en	ambas	etapas	del	proceso	penal,	en	la	medida
en	que	la	declaración	prestada	en	la	etapa	de	instrucción	se	haya	actuado	con
las	garantías	legalmente	exigibles	–situación	que	se	extiende	a	las
declaraciones	en	sede	policial,	siempre	que	se	cumpla	lo	expresamente
estatuido	en	la	norma	habilitante	pertinente	referido	a	la	presencia	del	fiscal
y,	en	su	caso,	del	abogado	defensor–,	el	tribunal	no	está	obligado	a	creer
aquello	que	se	dijo	en	el	acto	oral,	sino	que	tiene	libertad	para	conceder
mayor	o	menor	fiabilidad	a	unas	u	otras	de	tales	declaraciones,	pues	puede
ocurrir,	por	determinadas	razones	–que	el	tribunal	debe	precisar
cumplidamente–,	que	ofrezca	mayor	credibilidad	lo	declarado	en	la	etapa	de
instrucción	que	lo	dicho	después	en	el	juicio	oral,	en	tanto	dicha	declaración	se
haya	sometido	en	tal	acto	a	contradicción	con	las	garantías	de	igualdad,
publicidad	e	inmediación	y	trasunta	una	mayor	verosimilitud	y	fidelidad	–
cumplimiento,	en	su	esencia,	de	los	requisitos	de	legalidad	y	contradicción–:
que,	por	otro	lado,	es	de	tener	presente	que	las	declaraciones	prestadas	ante	el
juez	penal,	si	bien	no	pueden	leerse	bajo	sanción	de	nulidad,	conforme	el
artículo	doscientos	cuarentiocho	del	Código	de	Procedimientos	Penales,	tal
regla	sólo	es	aplicable,	antes	que	el	testigo	declare	en	el	acto	oral,	lo	cual	sin
embargo	no	impide	su	posterior	lectura	en	la	estación	procesal	oportuna
luego	de	actuarse	la	prueba	personal,	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	artículo
doscientos	cincuentitrés	del	Código	de	Procedimientos	Penales”.	(CS,	R.	N.
3044-2004-Lima,	ene.	01/2004.	S.	S.	San	Martín	Castro)
C.	de	P.P.
ART.	 249.—Concurrencia	 tardía.	 Si	 alguno	 de	 los	 testigos	 que
deban	 declarar	 en	 la	 audiencia,	 no	 concurre	 al	 comenzar	 los
debates	ni	cuando	sea	llamado,	pero	se	presenta	antes	de	que	se
produzca	la	acusación,	se	le	tomará	declaración.
C.	de	P.P.
ART.	250.—Declaraciones	encontradas.	Si	el	presidente	notare
diferencias	 en	 puntos	 importantes	 entre	 las	 declaraciones
prestadas	en	la	instrucción	y	en	la	audiencia,	procurará	mediante
preguntas	 apropiadas,	 que	 se	 explique	 clara	y	detalladamente	 la
razón	de	esas	divergencias.
C.	de	P.P.
ART.	251.—Modificado.	D.	Leg.	983,	Art.	1°.	Interrogatorio	del
testigo.	Una	vez	que	el	presidente	de	la	sala	interrogue	al	testigo
sobre	su	nombre,	edad,	ocupación,	domicilio	y	sus	relaciones	con
las	partes,	se	dará	inicio	al	interrogatorio	directo,	comenzando
por	quien	lo	propuso,	continuando	con	las	otras	partes	y	luego
podrá	ser	interrogado	por	el	presidente	y	los	demás	miembros	de
la	sala.
El	presidente	está	facultado	para	declarar	las	preguntas	como
impertinentes	o	las	respuestas	que	se	viertan	como	incompletas	o
evasivas,	en	cuyo	caso	se	podrá	formular	repreguntas.	Así
también	podrá	suspender	el	desarrollo	de	los	interrogatorios.
El	examen	al	testigo	menor	de	dieciséis	años	de	edad	será
conducido	por	el	director	de	debates	en	base	a	las	preguntas
formuladas	por	el	fiscal	y	las	demás	partes.	Si	se	considerase	que
el	interrogatorio	al	menor	de	edad	no	perjudica	su	estado
emocional,	se	dispondrá	que	el	interrogatorio	prosiga	con	las
formalidades	previstas	para	los	demás	testigos.	Esta	decisión
puede	ser	revocada	en	el	transcurso	del	interrogatorio.
NOTA:	Tercer	párrafo	según	Fe	de	Erratas	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”,	el	02.08.2007.
C.	de	P.P.
ART.	252.—Declaración	distinta	a	la	de	instrucción.	El
presidente,	de	oficio	o	a	petición	del	fiscal,	del	acusado,	del
defensor	o	de	la	parte	civil,	puede	ordenar	que	el	secretario
escriba	inmediatamente	la	parte	de	la	declaración	evacuada	en	la
audiencia	que	esté	en	disconformidad	con	la	prestada	en	la
instrucción.
La	parte	de	 la	declaración	de	un	 testigo	que	por	este	motivo	se
escriba	 especialmente,	 le	 será	 leída	 para	 ver	 si	 se	 conforma	 con
ella.
C.	de	P.P.
ART.	 253.—Modificado.	 D.	 Leg.	 126,	 Art.	 1°.	 Cuestiones
sometidas	a	debate.	Deberán	ser	leídas	y	sometidas	a	debate,	las
declaraciones	de	los	testigos	que	no	asistan	a	la	audiencia	y	sobre
cuya	 concurrencia	 no	 insista	 el	 tribunal,	 las	 que	 considere
necesarias,	 o	 las	 solicitadas	 por	 el	 fiscal,	 el	 defensor	 o	 la	 parte
civil.
JURISPRUDENCIA.—Tribunal	tiene	libertad	para	valorar	declaraciones
discrepantes	de	testigos	o	imputados.	“(...)	Cuando	se	trata	de	testigos	o
imputados	que	han	declarado	indistintamente	en	ambas	etapas	del	proceso
penal,	en	la	medida	en	que	la	declaración	prestada	en	la	etapa	de	instrucción
se	haya	actuado	con	las	garantías	legalmente	exigibles	–situación	que	se
extiende	a	las	declaraciones	en	sede	policial,	siempre	que	se	cumpla	lo
expresamente	estatuido	en	la	norma	habilitante	pertinente	referido	a	la
presencia	del	fiscal	y,	en	su	caso,	del	abogado	defensor–,	el	tribunal	no	está
obligado	a	creer	aquello	que	se	dijo	en	el	acto	oral,	sino	que	tiene	libertad
para	conceder	mayor	o	menor	fiabilidad	a	unas	u	otras	de	tales	declaraciones.
(...)	Las	declaraciones	prestadas	ante	el	juez	penal,	si	bien	no	pueden	leerse
bajo	sanción	de	nulidad,	conforme	el	artículo	doscientos	cuarentiocho	del
Código	de	Procedimientos	Penales,	tal	regla	sólo	es	aplicable,	antes	que	el
testigo	declare	en	el	acto	oral,	lo	cual	sin	embargo	no	impide	su	posterior
lectura	en	la	estación	procesal	oportuna	luego	de	actuarse	la	prueba	personal,
conforme	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	doscientos	cincuentitrés	del	Código	de
Procedimientos	Penales.	(…)”.	(CS.	Lima,	R.N.	N°	3044-2004-Lima,	dic.
01/2004.	S.S.	San	Martín	Castro)
C.	de	P.P.
ART.	254.—Testigos,	parcialización	de	otros.	Los	 testigos	que
se	ofrezca	para	demostrar	los	motivos	de	parcialidad	que	tiene	un
testigo	 del	 juicio,	 y	 cuyo	 número	 no	 puede	 exceder	 de	 dos,	 se
limitarán	a	declarar	sobre	esta	materia.
C.	de	P.P.
ART.	 255.—No	diálogo	 entre	 testigos.	 Los	 testigos	 no	 pueden
dialogar	ni	interpelarse	entre	sí.
C.	de	P.P.
ART.	256.—Modificado.	D.	Leg.	959,	Art.	1°.	Examen	especial
de	testigos	y	de	acusados.
1.	La	sala,	de	oficio	o	a	solicitud	de	parte,	puede	ordenar	que	un
testigo	 declare	 sin	 ser	 escuchado	 por	 los	 otros,	 o	 que	 sea
examinado	delante	de	uno	o	más	testigos	determinados.
2.	La	sala,	de	oficio	o	a	solicitud	de	parte,	puede	ordenar	que	el
acusado	 no	 esté	 presente	 en	 la	 audiencia	 durante	 un
interrogatorio,	 si	 es	 de	 temer	 que	 otro	 de	 los	 acusados	 o	 un
testigo	 no	 dirá	 la	 verdad	 en	 su	 presencia.	 De	 igual	 manera,	 se
procederá	 si,	 en	 el	 interrogatorio	 de	 un	 menor	 de	 edad,	 es	 de
temer	un	perjuicio	relevante	para	él,	o	si,	en	el	 interrogatorio	de
otra	 persona	 como	 testigo,	 en	 presencia	 del	 acusado,	 existe	 el
peligro	de	un	perjuicio	 grave	para	 su	 salud.	Tan	pronto	 como	el
acusado	 esté	 presente	 de	 nuevo,	 la	 sala	 debe	 instruirle	 sobre	 el
contenido	 esencial	 de	 aquello	 que	 se	 ha	 dicho	 o	 discutido	 en	 su
ausencia.
C.	de	P.P.
ART.	 257.—Detención,	 testimonio	 falso.	 Si	 de	 los	 debates
resulta	que	un	testigo	ha	 incurrido	en	 falsedad	en	 la	declaración
prestada	 o	 leída	 en	 la	 audiencia,	 puede	 el	 tribunal,	 de	 oficio	 o	 a
petición	 del	 fiscal,	 del	 acusado	 o	 de	 la	 parte	 civil	 ordenar	 su
detención	hasta	que	se	pronuncie	la	sentencia,	y	se	resuelva	si	hay
motivo	para	abrir	instrucción	contra	él.
C.	de	P.P.
ART.	258.—Nombramiento	de	intérprete,	tacha.	Si	fuese
necesario	se	nombrará	intérprete	cuando	el	acusado	o	los	testigos
ignoren	el	idioma	castellano.	El	nombramiento	podrá	recaer	en
las	personas	que	actuaron	como	intérpretes	en	la	instrucción.
Los	 intérpretes	pueden	ser	 tachados	en	 la	misma	forma	que	 los
testigos
JURISPRUDENCIA.—No	puede	quedar	sin	efecto	todo	un	proceso	penal
en	razón	de	una	presunta	irregularidad	cometida	en	la	fase	de
investigación	preliminar:	actos	de	prueba	y	actos	de	investigación.	“(...).
Respecto	de	la	alegada	falta	de	traductor,	lo	cual	contraviene	el	artículo
14.3,f,	del	Pacto	Internacional	de	Derechos	Civiles	y	Políticos	y	el	artículo	8.2,a,
de	la	Convención	Interamericana	de	Derechos	Humanos,	ello	no	se	encuentra
acreditado	en	autos,	por	lo	que	carece	de	sustento	dicho	alegato.	De	otro	lado,
sin	perjuicio	de	lo	dicho,	es	pertinente	anotar	que	no	puede	pretenderse	que	se
deje	sin	efecto	todo	un	proceso	penal	en	razón	de	una	presunta	irregularidad
cometida	en	la	fase	de	investigación	preliminar.	Ello	es	así,	fundamentalmente
porque	el	acto	que	se	cuestiona,	si	bien	forma	parte	de	la	actividad	probatoria,
no	constituye	un	acto	de	prueba,	sino	de	investigación.	Éste,	a	diferencia	de
aquel,	no	permite	fundamentar	una	condena.	El	acto	de	investigación	se
realiza	básicamente	en	la	fase	de	investigación	preliminar	e	instructiva,	y
tiene	por	finalidad	la	averiguación	de	los	hechos	relacionados	con	el	hecho
delictivo	que	se	investiga.	Sirve,	entonces,	de	base	para	preparar	la
imputación	penal;	determinar	la	apertura	de	proceso	y	juicio	oral,	y	para
adoptar	medidas	cautelares.	La	condena	se	apoya	en	actos	de	prueba,	los
cuales	se	presentan	básicamente	en	el	juicio	oral,	acto	procesal	respecto	del
cual	el	demandante	no	ha	argüido	la	falta	de	un	intérprete.	(...).”	(TC,	Exp.	N°
08811-2005-PHC/TC,	nov.	29/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
C.	de	P.P.
ART.	259.—Examen	de	peritos.	Concluidas	las	declaraciones	de
los	testigos,	se	examinará	a	los	peritos	o	técnicos	citados,
tomándoseles	juramento	o	promesa	de	honor	de	decir	la	verdad.
El	fiscal,	el	acusado	o	la	parte	civil	pueden	solicitar	que	se
examine	a	los	peritos	o	técnicos	en	el	caso	de	que	no	hubiesen
sido	citados	por	el	tribunal,	el	que	resolverá	si	procede	o	no	ese
examen.
Los	dictámenes	periciales	presentados	 en	 la	 instrucción	o	 en	 la
audiencia	se	leerán	obligatoriamente.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	pericia	no	ratificada	también	goza
de	valor	probatorio.	“(…)	La	obligatoriedad	del	examen	pericial	en	caso	de
pericias	preprocesales	o	realizadas	en	sede	de	instrucción	surge	del	artículo
259	del	Código	de	Procedimientos	Penales	(…)	esa	es	la	regla	general	en
materia	pericial,	que	concreta	el	principio	de	contradicción	(…)	es	razonable
excepcionarlo	sin	mengua	del	contenido	esencial	de	dichos	principios	cuando
el	dictamen	o	informe	pericial	–que	siempre	debe	leerse	y	debatirse	en	el	acto
oral–	no	requiere	de	verificaciones	de	fiabilidad	adicionales	o	cuando	su
contenido	está	integrado	por	aportes	técnicos	consolidados	que	no	sólo	se
basan	en	hechos	apoyados	exclusivamente	por	la	percepción	de	una	persona	–
primacía	del	aspecto	técnico	sobre	el	fáctico	perceptivo–,	con	lo	que	el	derecho
de	defensa	no	se	desnaturaliza	ni	se	lesionan	los	principios	de	inmediación,
contradicción	y	oralidad.	En	esos	casos,	sencillamente,	el	examen	pericial,
como	toda	prueba	con	un	aspecto	relevantemente	documental,	no	es
condición	ineludible	de	la	pericia	como	medio	de	prueba	válido,	valorable	por
el	juez	del	juicio.	En	consecuencia,	su	no	actuación	no	es	causal	de	nulidad	de
la	sentencia	–la	obligatoriedad	a	que	hace	referencia	la	ley	procesal	no	la	ata
a	la	nulidad	de	la	pericia	en	caso	de	incumplimiento–	ni	de	exclusión	de	la
pericia	como	medio	de	prueba.
(…)	no	significa	que	las	partes	no	tienen	derecho	a	solicitar	la	presencia	de
los	peritos	para	el	examen	correspondiente.	Sólo	se	tiene	en	cuenta	(1)	las
características	de	la	prueba	pericial	–con	especial	referencia	cuando	se	trata
de	pericias	institucionales	o	emitidas	por	órganos	oficiales–,	y	(2)	que	los
principios	han	de	acomodarse	a	la	realidad	social	–la	presencia	ineludible	de
los	peritos	que	la	elaboran	impediría	la	eficacia	de	la	función	pericial	de	esos
organismos	pues	se	dedicarían	a	concurrir	a	cuanto	órgano	judicial	los	cite
con	mengua	efectiva	a	su	labor	de	auxilio	a	la	justicia–,	ello	sin	perjuicio	de
reconocer	que	la	actividad	impugnativa	de	la	defensa	puede	cuestionar	o
atacar	el	aspecto	fáctico	–falsedad–	o	el	aspecto	técnico	–inexactitud–	del
informe	pericial.	Para	lo	primero,	sin	duda,	es	indispensable	la	concurrencia
de	los	peritos,	pero	para	lo	segundo,	basta	el	análisis	integral	del	dictamen
pericial	y,	en	su	caso,	su	refutación	mediante	pericia	de	parte.	Si	las	partes	no
interesan	la	realización	del	examen	pericial	o	no	cuestionan	el	dictamen
pericial,	expresa	o	tácitamente	–lo	que	presupone	el	previo	conocimiento	del
dictamen	y	acceso	a	sus	fuentes–	es	obvio	que	su	no	realización	en	nada	afecta
el	derecho	a	la	prueba	ni	los	principios	que	la	rigen.	Por	el	contrario,	si	las
partes	lo	solicitan	o	requerida	la	concurrencia	de	los	peritos	y	éstos	–por
cualquier	motivo–	no	concurren,	el	análisis	de	la	eficacia	procesal	del	informe
pericial	estará	dado	por	las	características	del	cuestionamiento	formulado,	la
necesidad	objetiva	del	examen	pericial	solicitado	y	los	recaudos	de	la	causa.
En	estos	casos,	la	regla	será	la	pérdida	de	eficacia	probatoria	autónoma	de	la
pericia,	a	menos	que	las	objeciones	de	las	partes	–debidamente	explicitadas–
carezcan	por	entero	de	entidad,	por	ser	genéricas	o	formularias,	o	por	ser
tardías	o	extemporáneas.	(...)”.	(Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales
Permanente	y	Transitorias,	Acuerdo	Plenario	2-2007/CJ-116,	feb.	08/2008)
C.	de	P.P.
ART.	 260.—Modificado.	 D.	 Leg.	 983.	 Art.	 1°.	 Examen	 de	 la
parte	civil.	Cuando	se	haya	declarado	obligatoria	la	concurrencia
de	la	parte	civil,	ésta	será	examinada	después	del	acusado	y	antes
de	los	testigos.	No	obstante,	cuando	la	parte	civil	haya	concurrido
voluntariamente,	 el	 fiscal	 o	 el	 acusado	 puede	 pedir	 que	 se	 le
examine	o,	excepcionalmente,	 la	sala	ordenarlo	de	oficio.	En	este
caso,	el	interrogatorio	se	realizará	antes	de	la	acusación.
C.	de	P.P.
ART.	 261.—Modificado.	 D.	 Leg.	 983.	 Art.	 1°.	 Prueba
trasladada.	 En	 los	 delitos	 perpetrados	 por	 miembros	 de	 una
organización	criminal	o	asociación	ilícita	para	delinquir,	 la	sala	a
pedido	 de	 las	 partes	 o	 de	 oficio	 podrá	 realizar	 las	 actuaciones
probatorias	siguientes:
Las	 pruebas	 admitidas	 y	 practicadas	 ante	 un	 juez	 o	 sala	 penal
podrán	ser	utilizadas	o	valoradas	en	otro	proceso	penal,	siempre
que	 su	 actuación	 sea	 de	 imposible	 consecución	 o	 difícil
reproducción	por	 riesgo	de	pérdida	de	 la	 fuente	de	prueba	o	de
amenaza	 para	 un	 órgano	 de	 prueba.	 Sin	 necesidad	 de	 que
concurran	 tales	 motivos,	 podrán	 utilizarse	 los	 dictámenes
periciales	 oficiales,	 informes	 y	 prueba	 documental	 admitida	 o
incorporada	 en	 otro	 proceso	 judicial.	 La	 oposición	 a	 la	 prueba
trasladada	se	resuelve	en	la	sentencia.
La	 sentencia	 firme	 que	 tenga	 por	 acreditada	 la	 existencia	 o
naturaleza	de	una	organización	delictiva	o	asociación	 ilícita	para
delinquir	determinada,	o	que	demuestre	una	modalidad	o	patrón
de	actuación	en	la	comisión	de	hechos	delictivos	o	los	resultados	o
daños	derivados	de	 los	mismos,	 constituirá	prueba	con	 respecto
de	 la	 existencia	 o	 forma	 de	 actuación	 de	 esta	 organización	 o
asociación	en	cualquier	otro	proceso	penal,	 la	misma	que	deberá
ser	valorada	conforme	al	artículo	283.
C.	de	P.P.
ART.	262.—Modificado.	D.	Leg.	959,	Art.	1°.	Oralización	de	la
prueba	instrumental.
1.	Terminados	los	interrogatorios	de	los	testigos	y	el	examen	de
los	 peritos,	 se	 procederá	 a	 oralizar	 la	 prueba	 instrumental.	 La
oralización	comprende	 la	 lectura	o,	en	su	caso,	que	se	escuche	o
vea	la	parte	pertinente	del	documento	o	acta.
2.	La	oralización	se	iniciará,	por	su	orden,	a	pedido	del	fiscal	y	de
los	 defensores	 de	 la	 parte	 civil,	 del	 tercero	 civil,	 y	 del	 acusado.
Quien	 pida	 la	 oralización	 indicará	 el	 folio	 o	 documentos	 y
destacará	oralmente	el	significado	probatorio	que	considere	útil.
Si	 los	documentos	o	 informes	fueren	muy	voluminosos,	se	podrá
prescindir	 de	 su	 lectura	 íntegra,	 ordenándose	 de	 ser	 el	 caso	 su
lectura	parcial.
3.	 Las	 tachas	 sólo	 pueden	 formularse	 contra	 las	 pruebas
instrumentales	presentadas	en	el	 juicio	oral	y	serán	resueltas	en
la	 sentencia.	 Los	 cuestionamientos	 referentes	 a	 otras	 pruebas,
serán	consideradas	como	argumentos	de	defensa.
4.	 Tratándose	 de	 fotografías,	 radiografías,	 documentos
electrónicos	 en	 general	 y	 de	 cintas	 magnetofónicas,	 de	 audio	 o
videos,	 deberán	 ser	 reconocidos	 por	 quien	 resulte	 identificado
según	su	voz,	imagen,	huella,	señal	u	otro	medio,	y	actuados	en	la
audiencia,	salvo	que	la	diligencia	respectiva,	con	su	transcripción,
se	haya	verificado	en	la	etapa	de	instrucción	con	asistencia	de	las
partes	 y	 su	 contenido	 no	 hubiera	 sido	 tachado	 o	 cuestionado
oportunamente.	En	caso	contrario,	podrán	ser	reproducidos	en	la
audiencia,	 según	 su	 forma	de	 reproducción	habitual.	 Si	 son	muy
extensos,	 se	 procederá	 conforme	 al	 numeral	 2	 ordenándose	 su
reproducción	parcial.
5.	 Una	 vez	 que	 se	 incluya	 la	 lectura	 o	 reproducción	 de	 los
documentos,	la	sala	concederá	la	palabra	por	breve	término	a	las
partes,	 empezando	por	 quien	 la	 solicitó,	 para	 que,	 si	 consideran
necesario,	 expliquen,	 aclaren,	 refuten	 o	 se	 pronuncien	 sobre	 su
contenido.
JURISPRUDENCIA.—Derecho	a	la	prueba	presenta	restricciones
constitucionales.	“(...)	En	primer	término,	este	Tribunal	Constitucional	debe
recordar	que	el	derecho	a	la	prueba	goza	de	protección	constitucional,	pues	se
trata	de	un	contenido	implícito	del	derecho	al	debido	proceso,	reconocido	en	el
artículo	139,	inciso	3),	de	la	Constitución	Política	del	Perú	(...)	Como	todo
derecho	constitucional,	el	de	la	prueba	también	se	encuentra	sujeto	a
restricciones	o	limitaciones,	derivadas	tanto	de	la	necesidad	de	que	sean
armonizados	en	ejercicio	con	otros	derechos	o	bienes	constitucionales,	como
de	la	propia	naturaleza	del	derecho	en	cuestión.	(...)	En	términos	generales,	el
derecho	a	la	prueba	se	encuentra	sujeto	a	determinados	principios,	como	son
que	su	ejercicio	se	realice	de	conformidad	con	los	valores	de	pertinencia,
utilidad,	oportunidad	y	licitud.	Ellos	constituyen	principios	que	informan	la
actividad	probatoria	y,	al	mismo	tiempo,	límites	inmanentes	a	su	ejercicio,
esto	es,	derivados	de	la	propia	naturaleza	del	derecho.	(...)	Sin	embargo,	lo
anterior	no	quiere	decir	que	no	puedan	establecerse	otra	clase	de	límites,
derivados	esta	vez	de	la	necesidad	de	armonizarse	su	ejercicio	con	otros
derechos	o	bienes	constitucionales,	siempre	que	con	ellos	no	se	afecte	su
contenido	esencial	o,	en	su	caso,	los	principios	de	razonabilidad	y
proporcionalidad.	En	cualquier	caso,	la	posibilidad	de	justificar	válidamente
estos	otros	límites	debe	basarse	en	la	necesidad	de	proteger	otros	derechos	y
bienes	de	la	misma	clase	que	aquél	que	se	limita	(...)’”.	(TC,	Exp.	N°	010-2002-
AI/TC,	ene.	03/2003.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Los	documentos	privados	obtenidos	con	violación
de	los	derechos	fundamentales	no	tienen	efecto	legal.	“(...)	En	efecto,
conforme	lo	establece	la	última	parte	del	artículo	2°,	inciso	10),	de	la
Constitución,	los	documentos	privados	obtenidos	con	violación	de	los
preceptos	anteriormente	señalados,	no	tienen	efecto	legal.	Ello,	de	momento,
supone	que	por	la	forma	como	se	han	recabado	los	mensajes	que	han	sido
utilizados	en	el	cuestionado	proceso	(…),	su	valor	probatorio	carece	de	todo
efecto	jurídico	(…).	Se	trata,	pues,	en	el	fondo,	de	garantizar	que	los	medios	de
prueba	ilícitamente	obtenidos	no	permitan	desnaturalizar	los	derechos	de	la
persona	ni,	mucho	menos,	y	como	es	evidente,	que	generen	efectos	en	su
perjuicio.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	1058-2004-AA/TC,	ago.	18/2004.	Pres.	Alva
Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Limitaciones	del	derecho	a	la	prueba	como
contenido	implícito	del	debido	proceso.	“(...)	el	derecho	fundamental	a	la
prueba	tiene	protección	constitucional,	en	la	medida	en	que	se	trata	de	un
contenido	implícito	del	derecho	al	debido	proceso	(…)	una	de	las	garantías
que	asisten	a	las	partes	del	proceso	es	la	de	presentar	los	medios	probatorios
necesarios	que	posibiliten	crear	convicción	en	el	juzgador	sobre	la	veracidad
de	sus	argumentos.	Sin	embargo,	como	todo	derecho	fundamental,	el	derecho
a	la	prueba	también	está	sujeto	a	restricciones	o	limitaciones,	derivadas	tanto
de	la	necesidad	de	que	sean	armonizados	con	otros	derechos	o	bienes
constitucionales	–límites	extrínsecos–,	como	de	la	propia	naturaleza	del
derecho	en	cuestión	–límites	intrínsecos–.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	4831-2005-
PHC/TC,	oct.	20/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Omisión	injustificada	de	la	valoración	de	una
prueba	aportada	por	las	partes	implica	vulneración	del	derecho
fundamental	a	la	prueba.	“(...)	Constituye	un	derecho	básico	de	los
justiciables	producir	la	prueba	relacionada	con	los	hechos	que	configuran	su
pretensión	o	su	defensa	(…)	se	trata,	pues,	de	un	derecho	complejo	cuyo
contenido	(…),	está	determinado:	(...)	por	el	derecho	a	ofrecer	medios
probatorios	que	se	consideren	necesarios,	a	que	estos	sean	admitidos,
adecuadamente	actuados,	que	se	asegure	la	producción	o	conservación	de	la
prueba	a	partir	de	la	actuación	anticipada	de	los	medios	probatorios	y	que
éstos	sean	valorados	de	manera	adecuada	y	con	la	motivación	debida,	con	el
fin	de	darle	el	mérito	probatorio	que	tenga	en	la	sentencia.	La	valoración	de	la
prueba	debe	estar	debidamente	motivada	por	escrito,	con	la	finalidad	de	que
el	justiciable	pueda	comprobar	si	dicho	mérito	ha	sido	efectiva	y
adecuadamente	realizado.	(…)	de	los	elementos	que	forman	parte	del
contenido	del	derecho	a	la	prueba	uno	está	constituido	por	el	hecho	de	que	las
pruebas	actuadas	dentro	del	proceso	penal	sean	valoradas	de	manera
adecuada	y	con	la	motivación	debida.	De	lo	cual	se	deriva	una	doble	exigencia
para	el	juez:	en	primer	lugar,	la	exigencia	del	juez	de	no	omitir	la	valoración
de	aquellas	pruebas	que	son	aportadas	por	las	partes	al	proceso	dentro	del
marco	del	respeto	a	los	derechos	fundamentales	y	a	lo	establecido	en	las	leyes
pertinentes;	en	segundo	lugar,	la	exigencia	de	que	dichas	pruebas	sean
valoradas	motivadamente	con	criterios	objetivos	y	razonables.	Por	ello,	la
omisión	injustificada	de	la	valoración	de	una	prueba	aportada	por	las	partes,
respetando	los	derechos	fundamentales	y	las	leyes	que	la	regulan,	comporta
una	vulneración	del	derecho	fundamental	a	la	prueba	y,	por	ende,	al	debido
proceso.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	4099-2005-PHC/TC,	oct.	20/2006.	Pres.	García
Toma)
JURISPRUDENCIA.—Que	el	juez	no	se	pronuncie	sobre	las	tachas	no
implica	per	se	la	necesidad	de	anular	la	sentencia	condenatoria
cuestionada.	“3.2.4	De	esta	manera,	el	no	pronunciamiento	del	órgano
jurisdiccional	respecto	a	las	tachas	no	implica	per	se	la	necesidad	de	anular	la
sentencia	condenatoria	cuestionada.	(...)	En	efecto,	se	advierte	que	los
documentos	que	fueron	objeto	de	tacha	(declaración	policial	del	denunciante,
acta	fiscal,	acta	de	recepción,	acta	de	denuncia	verbal,	acta	de	autorización	de
audios	y	videos)	no	fueron	valorados	por	el	órgano	jurisdiccional	para	efectos
de	emitir	la	sentencia	condenatoria.	Más	bien	fueron	otro	medios	probatorios
lo	que	se	valoraron,	tales	como	el	video	visualizado	en	audiencia	de	juicio	oral
que	contiene	la	filmación	del	video	operativo	de	la	intervención	del	agraviado
cuando	este	recibía	los	billetes	por	parte	de	(...)	y	donde	posteriormente	es
intervenido	por	personal	policial	y	el	fiscal	provincial	(considerando	Octavo)’.
(...),	no	habiéndose	valorado	en	la	sentencia	condenatoria	los	documentos	que
fueron	objeto	de	tacha”.	(TC,	Exp.	03604-2012-PHC/TC,	mar.	18/2014.	S.	S.
Urviola	Hani)
C.	de	P.P.
ART.	263.—Modificado.	D.	Leg.	983.	Art.	1°.	Acusación
complementaria.	Durante	el	juicio	y	hasta	antes	de	la	acusación
oral,	el	fiscal	mediante	un	escrito	de	acusación	complementaria,
podrá	ampliar	la	misma	mediante	la	inclusión	de	un	hecho	nuevo
que	no	haya	sido	comprendido	en	la	acusación	escrita	en	su
oportunidad,	que	modifique	la	calificación	legal.	De	la	misma
forma,	procederá	el	fiscal	cuando	hubiere	omitido	pronunciarse
en	la	acusación	escrita	sobre	un	hecho	o	hechos	que	hubieren	sido
materia	de	instrucción.	En	tales	supuestos,	el	fiscal	deberá
advertir,	de	ser	el	caso,	la	variación	de	la	calificación
correspondiente.	Luego	de	escuchar	a	las	partes,	la	sala	se
pronunciará	respecto	al	auto	ampliatorio	de	enjuiciamiento
correspondiente.
En	relación	con	los	hechos	nuevos	en	la	acusación
complementaria,	se	recibirá	nueva	declaración	del	imputado	y	se
informará	a	las	partes	que	tienen	derecho	a	solicitar	la	suspensión
del	juicio	para	ofrecer	nuevas	pruebas	o	preparar	la	defensa.	La
suspensión	no	superará	el	plazo	de	cinco	días	hábiles.
NOTA:	Primer	párrafo	según	Fe	de	Erratas	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”,	el	02.08.2007.
C.	de	P.P.
ART.	264.—Límites	de	la	prórroga.	Si	se	accede	a	la	petición	del
fiscal,	el	tribunal	fijará	el	día	de	la	nueva	audiencia	que	no	podrá
ser	antes	de	los	ocho	días	ni	después	de	los	doce.	En	este	caso,	el
fiscal	 está	 obligado	 a	 presentar	 la	 nueva	 acusación	 dentro	 de
cuarentiocho	horas,	contadas	desde	la	suspensión	de	la	audiencia,
indicando	los	testigos	que	deben	declarar.
C.	de	P.P.
ART.	265.—Modificado.	D.	Leg.	126,	Art.	1°.	Responsabilidad
de	persona	no	procesada.	En	caso	de	que	los	debates	arrojen
responsabilidad	sobre	persona	no	comprendida	en	la	acusación
escrita	del	Ministerio	Público,	o	se	descubra	otro	hecho	delictuoso
similar,	distinto	o	conexo	al	que	es	materia	del	juzgamiento,	el
fiscal	deberá	pedir	la	apertura	de	instrucción	y	el	tribunal
accederá	a	ese	pedido.
Si	 el	 fiscal	 no	 solicitaré	 la	 apertura	 de	 instrucción	 el	 tribunal
mandará	 formar	cuaderno	aparte	con	 las	piezas	pertinentes	y	 lo
elevará	en	consulta	al	fiscal	supremo	que	corresponda.
C.	de	P.P.
ART.	266.—Modificado.	Ley	28947,	Artículo	Único.	Unidad	de
audiencia,	suspensión	de	apertura	por	inconcurrencia	y
reinicio.	Iniciado	el	juicio	oral,	la	audiencia	se	desarrollará	en	un
sólo	acto	hasta	la	fase	de	alegatos,	de	ser	necesario	se	realizarán
sesiones	consecutivas.
Si	a	la	sesión	de	audiencia,	realizada	hasta	antes	de	los	alegatos,
dejara	de	concurrir	alguno	de	los	miembros	del	Tribunal,	el	Fiscal,
el	acusado	o	defensor,	ésta	se	suspenderá	de	inmediato,
tomándose	las	medidas	que	sean	necesarias	para	su	prosecución.
De	igual	manera	se	procederá	cuando	se	requiera	la	declaración
de	los	agraviados,	testigos	o	peritos.
Si	después	de	iniciado	el	juicio	oral,	se	produjera	la	jubilación,
cese,	renuncia,	fallecimiento,	licencia	o	vacaciones	no	regulares	de
uno	de	los	miembros	integrantes	del	tribunal,	éste	será
reemplazado	por	una	sola	vez	por	el	magistrado	llamado	por	ley,
sin	interrumpirse	el	juicio,	a	condición	de	que	siga	interviniendo
con	los	otros	dos	miembros.
Producido	el	reemplazo	de	un	miembro	del	tribunal	después	de
los	alegatos,	éstos	se	anularán	y	reprogramarán,	en	un	plazo
máximo	de	ocho	(8)	días.
C.	de	P.P.
ART.	267.—Modificado.	D.	Leg.	983.	Art.	1°.	Término	para	 la
suspensión	 del	 juicio	 oral.	 El	 juicio	 oral	 podrá	 suspenderse
hasta	 por	 ocho	 días	 hábiles.	 Cuando	 el	 juicio	 oral	 importe	 una
especial	 dificultad	 en	 su	 sustanciación,	 relacionada	 con	 la
existencia	 de	 una	 organización	 criminal	 de	 más	 de	 diez
imputados,	 la	 suspensión	 podrá	 extenderse	 hasta	 por	 doce	 (12)
días	hábiles,	en	cuyo	caso	la	resolución	de	suspensión	de	la	sesión
de	 audiencia	 deberá	 estar	 debidamente	 motivada.	 No	 serán	 de
cómputo	los	días	de	suspensión	del	despacho	por	causas	de	fuerza
mayor	o	por	causas	imprevistas.
Cuando	 la	 suspensión	 durase	más	 de	 ese	 término	 se	 dejará	 sin
efecto	 la	audiencia	realizada,	señalándose,	a	 la	brevedad	posible,
día	y	hora	para	un	nuevo	juicio	oral.
C.	de	P.P.
ART.	 268.—Modificado.	 Ley	 28947,	 Artículo	 Único.
Suspensión	 por	 enfermedad.	 Podrá	 también	 suspenderse	 el
juicio	 oral	 cuando	 sobreviniera	 enfermedad	 repentina	 a	 un
miembro	 del	 tribunal,	 acusado,	 agraviado,	 testigo	 o	 perito,	 cuya
declaración	 sea	 indispensable;	 la	 audiencia	 continuará,	 previa
citación,	al	día	siguiente	de	cesar	ese	 impedimento,	 siempre	que
ésta	no	dure	más	del	término	señalado	en	el	artículo	267.
C.	de	P.P.
ART.	269.—Modificado.	Ley	28947,	Artículo	Único.	Nuevas
designaciones	en	caso	de	inconcurrencia	por	enfermedad.
Vencido	el	cuarto	día	de	suspensión	a	que	se	refiere	el	artículo
267,	si	es	previsible	que	el	magistrado	impedido	no	pueda
incorporarse,	será	reemplazado	por	una	sola	vez	por	el	llamado
por	ley,	prosiguiéndose	el	juicio	de	acuerdo	a	su	estado.
Si	el	defensor	de	un	acusado	no	concurre	a	la	audiencia	o	a	una
sesión	de	ésta,	será	sustituido	por	el	que	éste	designe,	quien	se
avocará	de	inmediato.
A	falta	de	esa	designación,	en	la	sesión	subsiguiente,	el	tribunal	le
nombrará	un	defensor	de	oficio	mientras	continúe	la
inconcurrencia	del	defensor	titular.
En	el	caso	de	enfermedad	del	acusado,	se	suspenderá	la
prosecución	del	juicio	oral	en	la	forma	prevista	en	el	artículo	267.
Vencido	ese	término	sin	que	el	acusado	se	reincorpore,	estando
probada	la	causal	de	enfermedad	y	existiendo	otros	acusados,	la
audiencia	podrá	continuar	sin	la	presencia	del	inasistente,	pero
con	la	concurrencia	obligatoria	de	su	defensor.	Si	el	juicio	llegara
al	estado	de	sentencia	sin	que	se	haya	reincorporado	el	acusado
impedido,	el	tribunal	mandará	reservar	el	proceso	respecto	de	él,
a	menos	que	la	sentencia	sea	absolutoria.
C.	de	P.P.
ART.	 270.—Examen	 de	 domicilio	 de	 testigo.	 Si	 en	 la	 misma
localidad	 se	 halla	 enfermo	 un	 testigo	 cuya	 declaración	 oral	 se
considera	de	trascendental	 importancia,	el	Tribunal	Correccional
puede	suspender	la	audiencia	para	constituirse	en	su	domicilio	y
examinarlo.	A	esta	declaración	sólo	concurrirán	los	miembros	del
tribunal,	el	fiscal,	el	defensor,	el	acusado,	la	parte	civil,	si	lo	desea,
y	 el	 secretario.	 La	 declaración	 del	 testigo,	 en	 estos	 casos,	 se
tomará	literalmente.
C.	de	P.P.
ART.	 271.—Modificado.	 Ley	 28117,	 Art.	 1°.	 Cuestiones
incidentales.	Todas	 las	peticiones	o	 cuestiones	 incidentales	que
surjan	 en	 las	 audiencias,	 se	 plantearán	 verbalmente.	 La	 sala	 las
resolverá	 inmediatamente	 o	 las	 aplazará	 para	 resolverlas	 en	 la
sentencia.	Los	escritos	que	presenten	las	partes	no	serán	leídos	en
ningún	 caso.	 Contra	 las	 resoluciones	 que	 se	 expidan	 en	 el	 curso
del	 debate	 sobre	 las	 cuestiones	 incidentales	 no	 procede	 recurso
alguno,	salvo	los	casos	expresamente	previstos	en	la	ley.
C.	de	P.P.
ART.	272.—Exposición	de	alegatos.	Terminados	los	debates,	el
presidente	 concederá	 la	 palabra,	 por	 orden,	 al	 fiscal,	 a	 la	 parte
civil,	al	defensor,	al	tercero	responsable	civilmente	y	al	acusado.
JURISPRUDENCIA.—Las	partes	procesales	pueden	proponer	el	tiempo
necesario	para	sustentar	sus	informes	orales.	“(…)	Por	lo	que	es	necesario:
a)	en	primer	lugar	notificarse	a	las	partes	procesales	el	dictamen	del	fiscal
supremo,	esto	en	base	al	principio	acusatorio,	para	el	conocimiento	y
preparación	de	su	derecho	a	la	defensa,	dentro	de	un	plazo	razonable;	y,	b)
estando	a	la	naturaleza	y	complejidad	de	este	proceso,	requerir	a	las	partes
propongan	el	tiempo	que	estimen	necesario	para	los	informes	orales
solicitados	a	fin	de	establecer	su	razonabilidad	y	después	que	se	produzca	el
estudio	del	dictamen	fiscal	supremo	que	se	notificó,	poder	establecer	en	la
agenda	de	esta	sala	penal	suprema,	la	fecha	de	la	vista	de	causa	(…)”	(C.S.,	R.
N.	A.V.	19-2001-09,	set.	11/2009.	S.S.	Rodríguez	Tineo)
JURISPRUDENCIA.—Pedido	de	informe	oral	no	se	reitera	si	la	vista	de	la
causa	se	deja	sin	efecto.	“(…)	5.	El	hecho	de	que	la	vista	de	la	causa	en	la	que
participó	la	recurrente	haya	sido	dejada	sin	efecto,	no	supone	ni	debe
interpretarse	como	que	exista	la	obligación	de	volver	a	solicitar	el	respectivo
informe	oral,	tanto	más	cuando	no	existe	base	normativa	que	sustente	dicha
posición.	En	tales	circunstancias	queda	claro	que	la	sala	emplazada	ha
afectado	a	la	recurrente,	pues	le	ha	impedido	el	ejercicio	de	un	derecho	por
demás	elemental	para	todo	justiciable.
6.	Por	consiguiente	y	habiéndose	acreditado	que	los	letrados	de	la
demandante	se	vieron	imposibilitados	de	informar	oralmente	ante	la	sala	civil
que	resolvió	la	nulidad	de	laudo	arbitral,	so	pretexto	de	un	argumento	que	no
responde	a	los	hechos,	se	ha	configurado	una	evidente	vulneración	del	derecho
de	defensa,	lo	que	acarrea	la	nulidad	de	todo	lo	actuado	con	posterioridad	a
dicha	omisión.	(…).”	(TC,	Exp.	04499-2008-PA/TC,	jul.	02/2009.	S.	S.	Mesía
Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Falta	de	notificación	de	la	programación	de	la	vista
de	la	causa	no	afecta	per	se	el	derecho	de	defensa.	“(…)	Al	respecto,	del
análisis	de	la	demanda	y	de	la	instrumental	que	corre	en	estos	autos,	se
aprecia	que,	si	bien	el	favorecido	o	su	abogado	defensor	no	fueron	notificados
del	proveído	del	apersonamiento	ni	de	la	programación	de	la	vista	de	la
causa;	también	tales	omisiones	per	se	no	comportan	la	violación	del	derecho
de	defensa,	toda	vez	que	el	letrado	estuvo	en	la	posibilidad	de	informarse	del
trámite	del	recurso	de	nulidad	a	través	de	la	secretaría	de	la	sala	suprema
emplazada.	En	efecto,	el	artículo	130	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial
señala	que:	‘Los	abogados	de	las	partes	pueden	informarse	del	expediente	por
secretaría,	hasta	tres	días	antes	a	la	vista	de	la	causa’.	(…).”	(TC,	Exp.	04767-
2009-PHC/TC,	abr.	04/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—La	falta	de	notificación	de	la	vista	de	la	causa	que
destierra	la	posibilidad	de	informar	oralmente	no	siempre	origina	un
estado	de	indefensión.	“En	el	caso	de	autos,	si	bien	el	recurrente	o	su
abogado	defensor	no	fueron	citados	para	la	vista	de	la	causa	(...),	de	los
escritos	que	obran	en	autos	se	aprecia	que	no	se	solicitó	el	uso	de	la	palabra
en	armonía	con	lo	que	dispone	el	artículo	131	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder
Judicial.	Debe	tenerse	presente	que,	conforme	ya	lo	ha	señalado	este	colegiado,
en	el	trámite	del	recurso	de	nulidad	establecido	en	el	Código	de
Procedimientos	Penales	prevalece	el	sistema	escrito,	a	diferencia	de	lo	que	es
un	juicio	oral,	por	lo	que	el	hecho	de	que	no	se	haya	informado	oralmente	en
la	vista	de	la	causa	no	significa	que	se	haya	violado	el	derecho	de	defensa,
toda	vez	que	la	facultad	revisora	de	la	Sala	Penal	Suprema	se	sustancia	a
través	de	una	valoración	netamente	escrita	[Cfr.	Exp.	N°	01317-2008-PHC/TC,
Exp.	N°	2833-2009-PHC/TC,	Exp.	N°	00971-2008-PHC/TC]”.	(TC,	Exp.	04879-
2012-PHC/TC,	jun.	22/2013.	S.	S.	Urviola	Hani)
C.	de	P.P.
ART.	273.—Alegatos	de	la	acusación.	El	fiscal	expondrá	los
hechos	que	considere	probados	en	el	juicio	y	su	calificación	legal,
la	responsabilidad	de	los	acusados	y	la	civil	que	afecta	a	terceros,
y	todas	las	consideraciones	conducentes	a	ilustrar	al	tribunal;
pero	manteniéndose	dentro	de	los	límites	fijados	por	el	escrito	de
acusación.	Concluirá	planteando	los	hechos	sobre	los	que	debe
pronunciarse	el	Tribunal	Correccional,	pidiendo	la	pena	que
juzgue	legal	y	la	indemnización	que	corresponda.
Estas	conclusiones	las	pasará	por	escrito	al	tribunal.
JURISPRUDENCIA.—Inexorable	observar	el	principio	de	concordancia
entre	la	acusación	y	la	determinación	del	tipo	penal.	“(...)	haber	sido
condenados	por	la	Sala	Suprema	por	un	delito	que	no	fue	materia	de
instrucción	y	juzgamiento,	cabe	señalar	que	resulta	un	imperativo	inexorable
que	para	efectos	del	procesamiento	y	sanción	por	la	comisión	de	ilícitos
penales,	se	debe	observar	el	principio	de	concordancia	entre	la	acusación	y	la
determinación	del	tipo	penal,	pues	en	ello	reside	la	garantía	de	que	toda
persona	en	la	que	recae	un	cargo	incriminatorio	pueda	orientar	su	defensa	a
partir	de	argumentos	específicamente	dirigidos	a	neutralizar	dichas
imputaciones	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	3316-2004-HC/TC,	set.	22/2005.	Pres.	Bardelli
Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Acusación	oral	no	puede	contener	suposiciones	o
probabilidades	o	peor	aún	hechos	que	nunca	fueron	expuestos	en	el
sumarial.	“Es	decir,	así	como	el	auto	de	procesamiento	o	apertura	de
instrucción	marca	los	parámetros	de	investigación	judicial	y	de	defensa	más
no	la	presencia	probada	de	los	hechos	y	responsabilidad	de	un	procesado,	esto
sucede	igualmente	al	momento	de	exposición	de	acusación	escrita	formulada
en	base	a	la	compulsa	por	el	cúmulo	probatorio	en	la	primera	fase	de	la
instrucción	tal	es	así	que	el	código	adjetivo	permite	la	actuación	de	nueva
prueba	en	el	decurso	del	juicio	oral;	sin	embargo	llegado	el	estadio	procesal	de
formularse	la	acusación	oral	esta	no	puede	contener	suposiciones	o
probabilidades	o	peor	aún	hechos	que	nunca	fueron	expuestos	en	el	sumarial,
sino	expresiones	asertivas	sobre	hechos	que	el	fiscal	considera	probados	y
sobre	los	que	debe	pronunciarse	el	órgano	jurisdiccional	y	que	motivarían	una
emisión	de	resolución	final	condenatoria,	términos	que	en	aras	a	un	debido
proceso	(específicamente	el	derecho	de	defensa	y	el	principio	acusatorio)
obligan	al	órgano	jurisdiccional	ha	circunscribirse	indefectiblemente	solo	a	los
hechos	que	el	titular	de	la	acción	penal	imputa	a	determinado	procesado	y	(...)
‘no	se	puede	extender	su	conocimiento	a	otros	hechos	que	no	han	sido	objeto
de	calificación	y	de	prueba’	es	decir	debe	mantenerse	dentro	de	los	límites
fijados	por	la	acusación	como	incluso	dicta	el	artículo	273	del	Código	de
Procedimientos	Penales”.	(CS	de	Lima,	Exp.	26-2002,	oct.	15/2012.	S.	S.
Carmen	Rojjasi	Pella)
C.	de	P.P.
ART.	 274.—Retiro	 de	 acusación.	 El	 fiscal	 puede	 retirar	 la
acusación.	 Se	 requiere	 para	 ello	 que	 se	 hayan	 producido	 en	 la
audiencia	nuevas	pruebas	modificatorias	de	 la	condición	jurídica
anteriormente	 apreciada.	 Las	 razones	 que	 motivan	 el	 retiro
deberán	presentarse	en	conclusiones	escritas.
JURISPRUDENCIA.—La	 prueba	 nueva	 como	 sustento	 del	 retiro	 de	 la
acusación	 fiscal.	 “(...)	 La	 institución	 del	 ‘retiro	 de	 la	 acusación	 fiscal’,
reconocida	 en	 el	 artículo	 274	 del	 Código	 de	 Procedimientos	 Penales,	 no
constituye	 una	 forma	 anticipada	 de	 concluir	 el	 proceso	 penal,	 por	 cuanto
requiere	de	la	presencia	de	elementos	de	prueba	categóricos	que	acrediten	la
inocencia	del	 imputado	y,	por	 tanto,	permitan	considerar,	 con	relación	a	 las
etapas	anteriores	del	proceso,	que	varió	sustancialmente	la	condición	jurídica
del	acusado.	(...)	El	vocablo	 ‘prueba’	no	está	referido	al	medio	de	prueba	–
que	se	refiere	a	los	instrumentos	que	permiten	al	juez	llegar	al	conocimiento
de	 los	 hechos	 objeto	 del	 proceso,	 tales	 como	 declaración	 del	 imputado,	 la
pericia,	 la	 testifical,	 etcétera–	 sino	 al	elemento	 de	 prueba,	 esto	 es,	 al	 dato
objetivo	que	se	incorpora	legalmente	al	proceso,	y	que	es	el	que	finalmente	se
valora	 a	 los	 efectos	 de	 la	 formación	 de	 la	 convicción	 judicial;	 una
interpretación	acorde	con	la	perspectiva	acusatoria	permite	concluir	 incluso
que	el	vocablo	nueva	prueba	hace	referencia	a	la	prueba	propiamente	dicha,
actuada	 en	 el	 acto	 oral,	 como	a	 la	 prueba	 anticipada	 y	 a	 la	 preconstituida,
cuyos	 aportes,	 valorados	 en	 forma	 individual	 y	 conjuntamente,	 permitan
entender,	 en	 primer	 lugar,	 que	 son	 distintos	 a	 los	 que	 contó	 el	 fiscal	 para
acusar,	y,	en	segundo	lugar,	que	convenzan	de	la	inocencia	del	imputado	y	por
tanto	de	la	falta	de	mérito	de	la	pretensión	punitiva	introducida	por	el	fiscal
en	su	acusación	escrita.	Sala	Penal	Permanente	(...)”.	(CS,	R.N.	N°	2200-2003,
set.	29/2004.	S.S.	San	Martín	Castro)
C.	de	P.P.
ART.	275.—Retiro	de	la	acusación.	Retirada	la	acusación	por	el
fiscal	después	de	oír	al	defensor	del	acusado	y	al	abogado	de	la
parte	civil,	el	tribunal	suspenderá	la	audiencia	para	resolver	lo
que	corresponda.
Si	 el	 tribunal	 encuentra	 fundadas	 las	 conclusiones	 del	 fiscal,
dictará	 un	 auto	 dando	 por	 retirada	 la	 acusación	 y	 ordenará	 la
libertad	del	acusado	y	el	archivamiento	definitivo	del	expediente.
En	caso	contrario,	podrá	disponer	que	se	amplíe	 la	 instrucción	o
que	 pasen	 los	 autos	 a	 otro	 fiscal	 para	 que	 formule	 nueva
acusación.	Este	fiscal	podrá	solicitar	que	se	amplíe	la	instrucción.
C.	de	P.P.
ART.	276.—Alegatos	de	la	parte	civil.	La	parte	civil	podrá
esclarecer	con	toda	amplitud	los	hechos	delictuosos	que	originan
la	responsabilidad	y	las	demás	circunstancias	que	influyan	en	su
apreciación,	absteniéndose	únicamente	de	calificar	el	delito.
Sus	conclusiones	serán	presentadas	por	escrito.
JURISPRUDENCIA.—La	parte	civil	sí	puede	impugnar	una	absolución.
“(…)	Que	es	de	rigor	precisar,	asimismo,	que	el	ámbito	de	intervención	de	la
parte	civil	–según	nuestro	modelo	procesal–	es,	propiamente,	el	objeto	civil	del
proceso.	Ello	no	significa,	empero,	que	carezca	de	legitimación	para	intervenir
en	el	esclarecimiento	de	los	hechos	penalmente	relevantes	y	de	la
participación	de	sus	autores	o	partícipes,	así	como	para	destacar	todas
aquellas	circunstancias	que	tiendan	a	concretar	con	mayor	precisión	los
hechos	y	la	dimensión	de	los	daños	generados,	centro	vital	de	su	participación
procesal.	Es	claro	que	no	corresponde	a	la	parte	civil	pedir	o	referirse	a	la
sanción	penal,	ni	calificar	el	delito	(ex	artículos	57	apartado	2	y	276	del
Código	de	Procedimientos	Penales),	pero	sí	impugnar	una	absolución	aún
sustentada	en	razones	técnico	jurídicas	de	relevancia	penal,	en	tanto	ello
puede	condicionar	o	afectar	su	derecho	indemnizatorio.”	(C.	S.,	R.	N.	2167-
2008/Lima,	dic.	10/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
C.	de	P.P.
ART.	277.—Conclusiones	de	la	defensa.	La	defensa	deberá
concluir	pidiendo	la	absolución,	o	la	disminución	de	la	pena
solicitada	por	el	fiscal;	pero	podrá	convenir	en	la	responsabilidad
civil.
Sus	conclusiones	escritas	fijarán	los	puntos	de	hecho	sobre	lo	que
debe	pronunciarse	el	Tribunal	Correccional	y	 la	calificación	 legal
del	delito	que	reconozca.
C.	de	P.P.
ART.	278.—Alegatos	de	tercero	civil.	Producida	 la	 defensa	del
acusado,	si	existe	tercero	responsable	civilmente	y	ha	concurrido
por	sí	o	por	medio	de	su	abogado	a	la	audiencia,	le	corresponderá
exponer	 oralmente	 lo	 que	 convenga	 a	 su	 derecho,	 presentando
sus	conclusiones	por	escrito.
C.	de	P.P.
ART.	279.—Modificado.	Ley	28117,	Art.	1°.	Alegatos,	votación
y	sentencia.	Concluidos	 los	 informes,	el	presidente	concederá	 la
palabra	al	acusado,	para	que	exponga	lo	que	estime	conveniente	a
su	 defensa.	 A	 continuación	 declarará	 cerrado	 el	 debate	 y
suspenderá	 la	 audiencia	 para	 votar	 las	 cuestiones	 de	 hecho	 y
dictar	sentencia.	Reabierta	la	audiencia	serán	leídas	la	votación	de
las	 cuestiones	 de	 hecho	 y	 la	 sentencia.	 Por	 la	 complejidad	 del
asunto	 o	 lo	 avanzado	 de	 la	 hora,	 la	 lectura	 de	 la	 sentencia	 se
llevará	a	cabo,	a	más	tardar,	dentro	de	los	cinco	días	posteriores	al
cierre	del	debate,	bajo	sanción	de	nulidad.
TÍTULO	IV
Sentencias
C.	de	P.P.
ART.	280.—Apreciación	de	la	confesión	y	demás	pruebas.	La
sentencia	que	ponga	término	al	juicio	deberá	apreciar	la	confesión
del	acusado	y	demás	pruebas	producidas	en	la	audiencia,	así	como
los	testimonios,	peritajes	y	actuaciones	de	la	instrucción.
JURISPRUDENCIA.—Derecho	al	debido	proceso	y	a	la	motivación	de	las
resoluciones	 judiciales.	 “(...)	 Uno	 de	 los	 contenidos	 del	 derecho	 al	 debido
proceso	 es	 el	 derecho	 de	 obtener	 de	 los	 órganos	 judiciales	 una	 respuesta
razonada,	 motivada	 y	 congruente	 con	 las	 pretensiones	 oportunamente
deducidas	por	las	partes	en	cualquier	clase	de	procesos.	(...)	garantiza	que	los
jueces,	cualquiera	sea	 la	 instancia	a	 la	que	pertenezcan,	expresen	el	proceso
mental	 que	 los	 ha	 llevado	 a	 decidir	 una	 controversia,	 asegurando	 que	 el
ejercicio	 de	 la	 potestad	 de	 administrar	 justicia	 se	 haga	 con	 sujeción	 a	 la
Constitución	y	a	la	ley;	pero	también	con	la	finalidad	de	facilitar	un	adecuado
ejercicio	 del	 derecho	 de	 defensa	 de	 los	 justiciables.	 (...)	 La	 Constitución	 no
garantiza	 una	 determinada	 extensión	 de	 la	 motivación,	 por	 lo	 que	 su
contenido	 esencial	 se	 respeta	 siempre	 que	 exista	 fundamentación	 jurídica,
congruencia	 entre	 lo	 pedido	 y	 lo	 resuelto	 y,	 por	 sí	 misma,	 exprese	 una
suficiente	justificación	de	la	decisión	adoptada,	aun	si	ésta	es	breve	o	concisa,
o	se	presenta	el	supuesto	de	motivación	por	remisión.	(...)	Tampoco	garantiza
que,	de	manera	pormenorizada,	 todas	 las	alegaciones	que	 las	partes	puedan
formular	 dentro	 del	 proceso	 sean	 objeto	 de	 un	 pronunciamiento	 expreso	 y
detallado.	 En	 materia	 penal,	 el	 derecho	 en	 referencia	 garantiza	 que	 la
decisión	expresada	en	el	fallo	sea	consecuencia	de	una	deducción	razonable	de
los	hechos	del	caso,	las	pruebas	aportadas	y	la	valoración	jurídica	de	ellas	en
la	 resolución	 de	 la	 controversia.	 En	 suma,	 garantiza	 que	 el	 razonamiento
empleado	guarde	relación	y	sea	proporcionado	y	congruente	con	el	problema
que	al	juez	penal	corresponde	resolver.(...)	tampoco	compromete	el	derecho	a
la	motivación	de	las	resoluciones	judiciales,	que,	en	el	momento	de	sentenciar,
no	 se	 hayan	 valorado	 nuevos	 medios	 de	 prueba	 o	 que	 la	 sentencia
condenatoria	 se	 sustente	 en	 pruebas	 efectuadas	 fuera	 del	 proceso.	 Nada	 de
ello	tiene	que	ver	con	lo	alegado	por	el	actor	sobre	la	afectación	del	derecho	a
la	 motivación	 de	 las	 resoluciones	 judiciales,	 pues,	 en	 todo	 caso,	 ambos
cuestionamientos	 se	 encuentran	 relacionados	 con	 el	 derecho	 de	 ofrecer	 y
actuar	medios	de	prueba,	lo	que	es	sustancialmente	una	cuestión	diversa.	(...)”.
(TC,	Exp.	N°	1230-2002-HC/TC,	jun.	20/2002.	Pres.	Rey	Terry)
JURISPRUDENCIA.—La	omisión	injustificada	de	la	valoración	de	una
prueba	aportada	por	las	partes	comporta	una	vulneración	del	derecho	a
la	prueba.	“(...)	Como	puede	verse,	de	los	elementos	que	forman	parte	del
contenido	del	derecho	a	la	prueba	uno	está	constituido	por	el	hecho	de	que	las
pruebas	actuadas	dentro	del	proceso	penal	sean	valoradas	de	manera
adecuada	y	con	la	motivación	debida.	De	lo	cual	se	deriva	una	doble	exigencia
para	el	juez:	en	primer	lugar,	la	exigencia	del	juez	de	no	omitir	la	valoración
de	aquellas	pruebas	que	son	aportadas	por	las	partes	al	proceso	dentro	del
marco	del	respeto	a	los	derechos	fundamentales	y	a	lo	establecido	en	las	leyes
pertinentes;	en	segundo	lugar,	la	exigencia	de	que	dichas	pruebas	sean
valoradas	motivadamente	con	criterios	objetivos	y	razonables.
Por	ello,	la	omisión	injustificada	de	la	valoración	de	una	prueba	aportada	por
las	partes,	respetando	los	derechos	fundamentales	y	las	leyes	que	la	regulan,
comporta	una	vulneración	del	derecho	fundamental	a	la	prueba	y,	por	ende,	al
debido	proceso.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	4831-2005-PHC/TC,	oct.	20/2006.	Pres.
García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Requisitos	de	la	“prueba”	capaz	de	producir	un
conocimiento	cierto	debe	cumplir	con	ciertas	exigencias.	“(…)	la	prueba
capaz	de	producir	un	conocimiento	cierto	o	probable	en	la	conciencia	del	juez
debe	reunir	las	siguientes	características:	(1)	Veracidad	objetiva,	según	la
cual	la	prueba	exhibida	en	el	proceso	debe	dar	un	reflejo	exacto	de	lo
acontecido	en	la	realidad;	asimismo,	prima	facie,	es	requisito	que	la
trayectoria	de	la	prueba	sea	susceptible	de	ser	controlada	por	las	partes	que
intervienen	en	el	proceso,	lo	que	no	supone	desconocer	que	es	al	juez,
finalmente,	a	quien	le	corresponde	decidir	razonablemente	la	admisión,
exclusión	o	limitación	de	los	medios	de	prueba.	De	esta	manera,	se	puede
adquirir	certeza	de	la	idoneidad	del	elemento	probatorio,	pues	éste	se
ajustará	a	la	verdad	de	lo	ocurrido	y	no	habrá	sido	susceptible	de
manipulación;	(2)	Constitucionalidad	de	la	actividad	probatoria,	la	cual
implica	la	proscripción	de	actos	que	violen	el	contenido	esencial	de	los
derechos	fundamentales	o	transgresiones	al	orden	jurídico	en	la	obtención,
recepción	y	valoración	de	la	prueba;	(3)	Utilidad	de	la	prueba,	característica
que	vincula	directamente	a	la	prueba	con	el	hecho	presuntamente	delictivo
que	se	habría	cometido,	pues	con	esta	característica	se	verificará	la	utilidad
de	la	prueba	siempre	y	cuando	ésta	produzca	certeza	judicial	para	la
resolución	o	aportación	a	la	resolución	del	caso	concreto;	(4)	Pertinencia	de	la
prueba,	toda	vez	que	la	prueba	se	reputará	pertinente	si	guarda	una	relación
directa	con	el	objeto	del	procedimiento,	de	tal	manera	que	si	no	guardase
relación	directa	con	el	presunto	hecho	delictivo	no	podría	ser	considerada	una
prueba	adecuada.”	(TC,	Exp.	N°	1014-2007-PHC/TC,	abr.	05/2007.	Pres.
Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Insuficiencia	probatoria	e	inexistencia	de
reconocimiento	personal	fundan	sentencia	absolutoria.	“(...)	se	puede
advertir	que	no	existe	ninguna	prueba	que	involucre	al	acusado	en	el	delito
materia	de	acusación,	más	aún	cuando	de	la	lectura	de	la	acusación	en	su
descripción	fáctica	(...)	no	se	hace	una	determinación	específica	del	accionar
que	se	le	imputa	(...)	más	allá	de	haberse	consignado	que	éste	se	dirigía	hacia
la	caja	conjuntamente	con	otras	personas	para	apoderarse	de	291	soles	sin
haberse	determinado	quien	portaba	el	o	las	armas	de	fuego;	por	otro	lado	no
existe	reconocimiento	personal	ni	fotográfico	alguno	por	parte	de	las	dos
mujeres	que	estuvieron	atendiendo	en	esos	momentos	la	entidad	agraviada;
que	la	sindicación	inicial	referida	por	parte	de	uno	de	los	comprometidos	al
haber	establecido	que	un	tal	‘Jamuche’	habría	tornado	parte	del	asalto	quedó
sin	sustento	alguno	al	momento	de	procederse	con	la	confrontación	entre	el
acusado	(…)	con	el	ahora	sentenciado	(…);	por	lo	que	estando	ante	la
insuficiencia	probatoria	aportada	dentro	del	proceso;	al	no	haberse	quebrado
la	presunción	de	inocencia	que	todo	justiciable	lleva	consigo	al	someterse	a	un
debido	proceso	en	un	juicio	público,	(…)	de	conformidad	con	el	artículo	283
del	Código	de	Procedimientos	Penales,	apreciando	los	hechos	y	las	pruebas	con
el	criterio	de	conciencia	que	la	ley	faculta	(...).”	(CSJ	de	Huaura,	Exp.	0774-
2002-0-1308-JR-PE-01,	dic.	16/2010.	S.	S.	Lopez	Velasquez)
C.	de	P.P.
ART.	281.—Votación	de	las	cuestiones	de	hecho	y	de	la	pena.
El	tribunal	para	fallar	planteará	y	votará	previamente	cada	una	de
las	 cuestiones	 de	 hecho,	 teniendo	 en	 consideración,	 para
formularlas,	 las	conclusiones	escritas	del	fiscal,	del	defensor	y	de
la	parte	civil.	En	seguida	se	votará	la	pena.	Ambas	resoluciones	se
harán	constar	en	la	sentencia.
C.	de	P.P.
ART.	 282.—Mayoría	 de	 votos.	 Para	 la	 resolución	 de	 las
cuestiones	 de	 hecho,	 así	 como	 para	 condenar	 o	 al	 absolver,
bastará	mayoría	de	votos.	Cuando	hubiere	disconformidad	entre
los	tres	miembros	del	tribunal	respecto	de	la	pena,	se	volverán	a
discutir	 y	 votar	 los	 puntos	 en	 que	 se	 haya	 disentido.	 Si	 en	 esta
segunda	 votación	 continúa	 la	 disconformidad,	 se	 impondrá	 la
pena	intermedia,	esto	es,	 la	pena	por	la	que	votó	el	miembro	del
tribunal	en	disentimiento,	con	los	que	votaron	por	pena	superior
o	inferior.
C.	de	P.P.
ART.	283.—Criterio	de	conciencia.	Los	hechos	y	las	pruebas
que	los	abonen	serán	apreciados	con	criterio	de	conciencia.
Incorporado.	 Ley	 27378,	 Quinta	 Disposición	 Final.
Tratándose	de	declaraciones	obtenidas	en	los	procedimientos	por
colaboración	eficaz,	para	que	el	juez	dicte	sentencia	condenatoria
e,	 inclusive,	cualquier	medida	cautelar,	resulta	indispensable	que
las	 informaciones	 que	 proporcionen	 los	 colaboradores	 estén
corroboradas	con	elementos	de	prueba	adicionales	que	acrediten
fehacientemente	las	incriminaciones	formuladas.
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	fija	requisitos	legitimadores	para
aplicar	la	“prueba	indiciaria”	sin	vulnerar	presunción	de	inocencia.	“(…)
según	lo	expuesto	inicialmente,	la	sala	sentenciadora	sustentó	la	condena	en
una	evaluación	de	la	prueba	indiciaria,	sin	embargo,	como	se	advierte	de	lo
expuesto	precedentemente,	no	respetó	los	requisitos	materiales	legitimadores,
única	manera	que	permite	enervar	el	derecho	a	la	presunción	de	inocencia
(…)	en	efecto,	materialmente,	los	requisitos	que	han	de	cumplirse	están	en
función	tanto	al	indicio,	en	sí	mismo,	como	a	la	deducción	o	inferencia,
respecto	de	los	cuales	ha	de	tenerse	el	cuidado	debido,	en	tanto	que	lo
característico	de	esta	prueba	es	que	su	objeto	no	es	directamente	el	hecho
consultivo	del	delito,	tal	y	como	está	regulado	en	la	ley	penal,	sino	otro	hecho
intermedio	que	permite	llegar	al	primero	por	medio	de	un	razonamiento
basado	en	el	nexo	causal	y	lógico	existente	entre	los	hechos	probados	y	los	que
se	tratan	de	probar;	que,	respecto	al	indicio,	(a)	éste	–hecho	base–	ha	de	estar
plenamente	probado	–por	los	diversos	medios	de	prueba	que	autoriza	la	ley–,
pues	de	lo	contrario	sería	una	mera	sospecha	sin	sustento	real	alguno,	(b)
deben	ser	plurales,	o	excepcionalmente	únicos	pero	de	una	singular	fuerza
acreditativa,	(c)	también	concomitarse	al	hecho	que	se	trata	de	probar	–los
indicios	deben	ser	peritécnicos	respecto	al	dato	fáctico	a	probar,	y	desde	luego
no	todos	lo	son–,	y	(d)	y	deben	estar	interrelacionados,	cuando	sean	varios,	de
modo	que	se	refuercen	entre	sí	y	que	no	excluyan	el	hecho	consecuencia	–no
sólo	se	trata	de	suministrar	indicios,	sino	que	estén	imbricados	entre	sí–;	que
es	de	acotar	que	no	todos	los	indicios	tienen	el	mismo	valor,	pues	en	función	a
la	mayor	o	menor	posibilidad	de	alternativas	diversas	de	la	configuración	de
los	hechos	–ello	está	en	función	al	nivel	de	aproximación	respecto	al	dato
fáctico	a	probar–	pueden	clasificarse	en	débiles	y	fuertes,	en	que	los	primeros
únicamente	tienen	un	valor	acompañante	y	dependiente	de	los	indicios
fuertes,	y	solos	no	tienen	fuerza	suficiente	para	excluir	la	posibilidad	de	que
los	hechos	hayan	ocurrido	de	otra	manera	(…)	que,	en	lo	atinente	a	la
inducción	o	inferencia,	es	necesario	que	sea	razonable,	esto	es,	que	responda
plenamente	a	las	reglas	de	la	lógica	y	de	la	experiencia,	de	suerte	que	de	los
indicios	surja	el	hecho	consecuencia	y	que	entre	ambos	exista	un	enlace
precios	y	directo.	(…)	“.	(CS.	Ac.	Plenario	1-2006/ESV-22,	R.N.	N°	1912-
2005/Piura,	dic.	29/2006.	S.S.	Sivina	Hurtado)
	
JURISPRUDENCIA.—Inexistencia	 de	 la	 prueba	 tasada	 y	 diferenciación
entre	fuentes	y	medios	de	prueba.	“(...)	En	nuestro	ordenamiento	interno,	y
concretamente,	en	el	proceso	penal,	no	existe	el	sistema	de	la	prueba	tasada	o
prueba	plena,	pues	conforme	a	lo	dispuesto	por	el	artículo	283	del	Código	de
Procedimientos	Penales,	existe	la	libertad	de	apreciación	por	el	juez	de	todas
las	 pruebas,	 la	 que	 deberá	 efectuarse	 bajo	 el	 criterio	 de	 conciencia.	 (...)	 el
atestado	 policial	 no	 tiene,	 ni	 ha	 tenido	 en	 el	 pasado,	 el	 carácter	 de	 prueba
plena.	 Excepcionalmente,	 el	 artículo	 62	 del	 mismo	 cuerpo	 adjetivo	 le	 ha
conferido	la	calidad	de	elemento	probatorio,	siempre	que	en	la	investigación
policial	 hubiera	 intervenido	 el	 representante	del	Ministerio	Público,	 en	 cuyo
caso	 su	 apreciación	 se	 sujeta	 a	 la	 norma	 anteriormente	 indicada.	 (...)	 El
Tribunal	 Constitucional	 considera	 necesario	 señalar,	 en	 los	 casos	 que
corresponda,	 que	 las	 pruebas	 actuadas	 en	 los	 procesos	 ante	 la	 jurisdicción
militar	no	resultan	viciadas	o	inutilizables	por	el	hecho	de	que	se	haya	violado
el	 derecho	 al	 juez	 competente.	 En	 efecto,	 la	 eventual	 lesión	 de	 tal	 derecho
constitucional	 no	 afecta	 de	manera	 automática	 la	 validez	 de	 los	medios	 de
prueba	que	hubiesen	 sido	 recopilados	o	actuados	antes	de	que	 se	declare	 la
existencia	 de	 ese	 vicio.	 (...)	 Al	 respecto	 es	 conveniente	 realizar	 la
diferenciación	entre	lo	que	son	las	fuentes	de	prueba	y	los	medios	de	prueba.
Según	César	 San	Martín	 (‘Efectos	 Procesales	 de	 la	 Sentencia	N°	 1011-2002-
HC/TC’,	 inédito),	mientras	 que	 las	 primeras	 son	 realidades	 extra	 procesales
cuya	existencia	es	independiente	al	proceso,	los	segundos	son	actos	procesales
y	 por	 ende	 constituyen	 una	 realidad	 interna	 del	 proceso.	 De	 este	 modo	 las
fuentes	de	prueba	ingresan	al	proceso	para	dar	lugar	a	los	medios	de	prueba,
pero	la	nulidad	del	proceso,	dada	la	diferenciación	recién	expuesta,	sólo	puede
acarrear	 la	 invalidez	 de	 los	 medios	 de	 prueba,	 es	 decir,	 la	 proposición,
admisión,	 práctica	 y	 valoración	 de	 las	 pruebas	 en	 el	 proceso,	 pero	 no	 la
invalidez	 de	 las	 fuentes	 de	 prueba.	 La	 validez	 o	 invalidez	 de	 una	 fuente	 de
prueba	depende	 exclusivamente	de	que	 su	obtención	 se	haya	 llevado	a	 cabo
con	 estricto	 respeto	 de	 los	 derechos	 fundamentales.	 (...)”	 (TC,	 Exp.	 N°	 010-
2002-AI/TC,	ene.	03/2003.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—CS:	 el	 Estado	 de	 derecho	 no	 permite	 que	 se
esclarezca	la	verdad	a	toda	costa	o	a	cualquier	precio.	“13.-	Previamente
a	la	compulsa	de	los	elementos	probatorios	aportados	en	la	presente	causa,	es
necesario	precisar	que,	en	el	proceso	penal	moderno,	la	búsqueda	de	la	verdad
debe	desarrollarse	dentro	del	marco	fijado	por	los	principio	y	garantías	que	lo
regulan,	 incidiendo	 en	 la	 actividad	 probatoria,	 preceptos	 cuyo	 respeto
obligatorio,	más	allá	de	garantizar	los	derechos	del	justiciable,	constituye	una
insoslayable	 exigencia	 para	 la	 validación	 del	 proceso	 y	 su	 resultado,	 al
integrar	la	macro	garantía	conglobante	del	‘debido	proceso’.
14.-	A	partir	de	lo	antes	señalado,	cabe	recordar	que	en	un	Estado	de	derecho
no	está	permitido	el	esclarecimiento	de	 la	verdad	a	toda	costa	o	a	cualquier
precio;	dado	que	si	bien	el	proceso	penal	tiene	por	finalidad	la	terminación	de
la	verdad	judicial	con	relación	a	los	cargos	incriminados,	solo	puede	llegar	a
tal	 determinación	 a	 partir	 de	 medios	 legalmente	 reconocidos	 para	 ellos,
entiéndase	obtenidos	o	incorporados	legalmente	al	proceso,	e	idóneos	para	la
probanza	 que	 se	 pretende;	 de	 tal	 manera	 que	 la	 desvinculación	 por	 el
juzgador	 del	 citado	 marco	 regulador,	 con	 fines	 de	 establecer	 probanza,
termina	 vulnerando	 el	 derecho	 e	 invalidando	 su	 decisión,	 además	 de
contribuir	a	 la	deslegitimación	del	 sistema	 judicial”.	 (CS,	Exp.	A.	V.	05-2002,
feb.	01/2013.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Criterio	 de	 conciencia	 no	 es	 sinónimo	 de	 “íntima
convicción”	 o	 de	 un	 abstracto	 “sentido	 de	 justicia”.	 “(...)	 el	 criterio	 de
conciencia	a	que	se	refiere	el	numeral	doscientos	ochenta	y	tres	del	Código	de
Procedimientos	 Penales,	 no	 puede	 confundirse	 con	 una	 ‘íntima	 convicción’
sustentada	en	elementos	puramente	subjetivos	o	en	un	abstracto	 ‘sentido	de
justicia’,	 pues	 contrariamente	 a	 ello,	 tal	 criterio	 solo	 le	 permite	 al	 juzgador
fundar	 convicción	 en	 base	 a	 la	 compulsa	 razonada	 de	 prueba	 idónea,
suficiente	 y	 conducente,	 introducida	 válidamente	 al	 proceso	 y	 sometida	 al
contradictorio	 en	 el	 juzgamiento,	 regla	 probatoria	 que	 se	 vincula
necesariamente	con	la	garantía	de	imparcialidad	que	el	juez	debe	ofrecer	a	la
sociedad,	 la	 que	 integra	 el	 debido	 proceso”.	 (CS,	 Exp.	 A.	 V.	 05-2002,	 feb.
01/2013.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—La	prueba	por	indicios	tiene	lugar	cuando	el	hecho
objeto	 de	 prueba	 no	 es	 el	 constitutivo	 del	 delito,	 sino	 otro	 intermedio
que	 permite	 llegar	 a	 él	 por	 inferencia	 lógica.	 “16.-	 Existe	 doctrina
jurisprudencial	 consolidada	 de	 la	 Sala	 Penal	 (...),	 en	 el	 sentido	 de	 que	 para
juzgar	acerca	de	la	culpabilidad	del	acusado,	es	posible	tener	en	consideración
tanto	 las	 llamadas	 pruebas	 directas	 –de	 las	 que	 surge	 naturalmente	 el
conocimiento	 del	 hecho	 cuya	 demostración	 se	 intenta	 por	 la	 fiscalía–,	 como
las	denominadas	prueba	indirectas	o	indiciarias	–aquellas	de	las	que	nace	la
certeza	de	un	hecho,	del	que	se	infiere	en	concatenación	lógica	la	realidad	de
otro	 hecho	 que	 era	 precisamente	 aquél	 que	 se	 intentaba	 comprobar,	 y	 que
inicialmente	 no	 resultaba	 acreditado	 en	 forma	 directa–,	 aunque	 como	 es
obvio	en	este	último	caso	se	imponen	un	conjunto	de	requisitos	o	presupuestos
materiales	 y	 procesales	 que	 se	 debe	 respetar	 acabadamente.	 La	 prueba	 por
indicios	tiene	lugar,	en	consecuencia,	cuando	el	hecho	objeto	de	prueba	no	es
el	 constitutivo	 del	 delito	 sino	 otro	 intermedio	 que	 permite	 llegar	 a	 él	 por
inferencia	lógica”.	(CS,	Exp.	A.	V.	05-2002,	feb.	01/2013.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Meras	sospechas	o	conjeturas	que	no	tengan	cierto
fundamento	objetivo	o	material	e	identificable	no	integran	la	categoría
de	indicios.	“El	indicio	es	un	medio	probatorio	a	través	del	cual	se	obtiene	el
conocimiento	indirecto	de	la	realidad	y	consta	de	los	siguientes	elementos:	i)
un	hecho	indicador	que	debe	estar	probado	en	el	proceso	con	cualquier	medio
de	 prueba	 autorizado	 por	 la	 ley	 y	 la	 Constitución	 y	 de	 conformidad	 con	 las
forma	establecidas,	menos	con	otro	indicio;	y,	ii)	un	razonamiento	lógico	que
permite	derivar	a	partir	del	hecha	probado,	la	existencia	del	hecho	objeto	de
prueba.	Desde	luego	no	integran	la	categoría	de	indicios	las	meras	sospechas
o	conjeturas	que	no	cuenten	con	un	cierto	 fundamento	objetivo	o	material	e
identificables.	 El	 indicio	 es	 algo	 más	 que	 la	 expresión	 de	 una	 convicción
subjetiva	de	la	existencia	de	un	ilícito,	pues	el	grado	de	certeza	no	puede	ser
abstracta	 sino	 referido	 a	 un	 hecho	 determinado,	 pues	 el	 juicio	 probatorio
conlleva	un	raciocinio	y	a	una	conclusión,	que	en	el	campo	valorativo	significa
la	convicción	que	se	tenga	de	la	existencia	de	un	hecho	o	su	negación,	por	lo
que	no	puede	partir	de	hipótesis	sino	de	hechos	probados”.	(CS,	Exp.	A.	V.	05-
2002,	feb.	01/2013.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Las	declaraciones	de	un	agraviado,	aun	cuando	sea
el	único	testigo	de	los	hechos,	tienen	virtualidad	procesal	para	enervar
la	presunción	de	 inocencia	del	 imputado.	 “La	 libre	 apreciación	 razonada
de	la	prueba,	que	es	el	sustento	del	artículo	283	del	Código	de	Procedimientos
Penales,	 reconoce	 al	 juez	 la	 potestad	 de	 otorgar	 él	 mismo	 el	 valor
correspondiente	 a	 las	 pruebas,	 sin	 directivas	 legales	 que	 lo	 predeterminen.
(...).
Así,	tratándose	de	las	declaraciones	de	un	agraviado,	aun	cuando	sea	el	único
testigo	de	los	hechos,	al	no	regir	el	antiguo	principio	jurídico	testis	unus	testis
nullus,	tiene	entidad	para	ser	considerada	prueba	válida	de	cargo	y,	por	ende,
virtualidad	 procesal	 para	 enervar	 la	 presunción	 de	 inocencia	 del	 imputado,
siempre	 y	 cuando	 no	 se	 adviertan	 razones	 objetivas	 que	 invaliden	 sus
afirmaciones.	Las	garantías	de	certeza	son	las	siguientes:
a)	 Ausencia	 de	 incredibilidad	 subjetiva.	 Es	 decir,	 que	 no	 existan	 relaciones
entre	agraviado	e	 imputado	basadas	en	el	odio,	 resentimientos,	enemistad	u
otras	que	puedan	 incidir	 en	 la	parcialidad	de	 la	deposición,	que	por	ende	 le
nieguen	aptitud	para	generar	certeza.
b)	Verosimilitud,	 que	no	 sólo	 incide	 en	 la	 coherencia	 y	 solidez	 de	 la	 propia
declaración,	 sino	 que	 debe	 estar	 rodeada	 de	 ciertas	 corroboraciones
periféricas,	de	carácter	objetivo	que	le	doten	de	aptitud	probatoria.
c)	Persistencia	en	la	incriminación,	con	las	matizaciones	que	se	señalan	en	el
literal	c)	del	párrafo	anterior.
Los	requisitos	expuestos,	como	se	ha	anotado,	deben	apreciarse	con	el	rigor
que	corresponde.	Se	trata,	sin	duda,	de	una	cuestión	valorativa	que	incumbe	al
órgano	 jurisdiccional.	 Corresponde	 al	 juez	 o	 sala	 penal	 analizarlos
ponderadamente,	sin	que	se	trate	de	reglas	rígidas	sin	posibilidad	de	matizar
o	 adaptar	 al	 caso	 concreto”.	 (SPN,	 Exp.	 049-09,	 set.	 21/2011.	 Pres.	 Victoria
Sánchez	Espinoza)
JURISPRUDENCIA.—El	reconocimiento	dado	por	el	menor	infractor	de	la
ley	 penal	 hace	 innecesaria	 la	 actuación	 de	 las	 declaraciones	 de	 los
agraviados.	 “En	 el	 caso	 de	 autos,	 si	 bien	 es	 cierto	 se	 ha	 prescindido	 de	 las
declaraciones	 de	 los	 agraviados	 dicha	 situación	 no	 es	 determinante	 para	 el
resultado	del	proceso,	en	la	medida	que	éste	ha	sido	promovido	con	el	objeto
de	 lograr	 la	rehabilitación	del	adolescente	procesado,	observándose	como	 lo
sostienen	 las	 instancias	 de	mérito	 que	 el	 menor	 infractor	 ha	 reconocido	 su
autoría	en	 los	hechos,	 los	mismos	que	se	encuentran	tipificados	en	el	Código
Penal,	ordenamiento	que	establece	una	pena	por	tales	ilícitos	mayor	a	cuatro
años,	 y	 ha	admitido	que	 tales	actos	han	 sido	 realizados	 en	 forma	 reiterada,
consecuentemente,	 los	 supuestos	 fácticos	 para	 la	 aplicación	 de	 la	 medida
socioeducativa	 de	 internamiento	 al	 citado	 adolescente	 han	 sido	 apreciados
adecuadamente	 por	 los	 órganos	 de	 instancia	 conforme	 a	 lo	 regulado	 en	 el
artículo	2363	del	Código	de	los	Niños	y	Adolescentes.	Por	lo	que	no	habiéndose
demostrado	 la	 incidencia	 de	 la	 infracción	 denunciada	 en	 casación,	 el	medio
impugnatorio	 debe	 rechazarse”.	 (C	 S,	 Cas.	 930-2011-Lima	 Norte,	 may.
09/2011.	V.	P.	Aranda	Rodríguez)
C.	de	P.P.
ART.	284.—Modificado.	D.	L.	20579,	Art.	2°.	Contenido	de	la
sentencia	absolutoria.	La	sentencia	absolutoria	deberá	contener
la	exposición	del	hecho	imputado	y	la	declaración	de	que	éste	no
se	ha	realizado,	de	que	las	pruebas	han	demostrado	la	inocencia
del	acusado,	o	de	que	ellas	no	son	suficientes	para	establecer	su
culpabilidad,	disponiendo,	la	anulación	de	los	antecedentes
policiales	y	judiciales	del	procesado,	por	los	hechos	materia	del
juzgamiento.
Ejecutoriada	que	sea	la	sentencia,	se	remitirá	copia	de	la	misma	a
la	Dirección	General	de	la	Policía	de	Investigaciones	del	Perú	y	a	la
Dirección	General	de	Establecimientos	Penales	del	Ministerio	del
Interior,	 para	 el	 cumplimiento	 de	 la	 ordenada	 anulación	 de
antecedentes.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 12.—Todas	 las	 resoluciones,	 con	 exclusión	 de	 las	 de	mero	 trámite,
son	motivadas,	bajo	responsabilidad,	con	expresión	de	los	fundamentos	en
que	 se	 sustentan,	pudiendo	éstos	 reproducirse	en	 todo	o	en	parte	 sólo	en
segunda	instancia,	al	absolver	el	grado.
JURISPRUDENCIA.—La	absolución	de	la	acusación	penal	no	exonera	de
la	responsabilidad	civil.	“(...)	Las	sentencias	de	mérito	han	establecido	con
sustento	en	las	pruebas	que	indican	que	la	recurrente	ejerce	una	actividad
peligrosa	para	la	vida,	de	la	cual	obtiene	beneficios	económicos,	lo	que	la	hace
responsable	de	los	daños	que	produzca,	y	que	el	cable	de	donde	partió	la
descarga	eléctrica	que	produjo	la	muerte	(...)	se	encontraba	bajo	de	la	altura
reglamentaria	(...)	el	artículo	197	del	Código	Procesal	Civil	manda	que	todos
los	medios	probatorios	sean	valorados	por	el	juez,	se	entiende	que	los
admitidos,	y	en	la	sentencia	sólo	serán	expresadas	las	valoraciones	esenciales
y	determinantes	de	su	decisión	por	lo	que	el	hecho	de	que	los	jueces	de	mérito
no	enumeren	todas	las	pruebas	no	significa	que	no	se	hayan	valorado	o	que	se
haya	afectado	el	derecho	al	debido	proceso,	por	lo	que	la	denuncia	carece	de
base	real	(...)	La	absolución	de	la	acusación	penal	(...)	según	resulta	del
proceso	acompañado,	no	exonera	de	la	responsabilidad	civil	a	la	recurrente
pues,	como	anota	el	décimo	considerando	de	la	apelada,	se	hace	abstracción
de	la	culpa	o	ausencia	de	culpa	del	autor	aplicando	el	artículo	1970	del	Código
Civil	(...)”.	(CS,	Cas.	2597-2005,	Lambayeque,	ago.	31/2006.	S.S.	Sánchez
Palacios	Paiva)
JURISPRUDENCIA.—En	materia	de	indemnización	lo	actuado	por	el
Ministerio	Público	en	la	vía	penal	no	trasciende,	per	se,	al	campo	civil.
“(…)	Es	más,	la	resolución	emitida	por	la	Fiscalía	Mixta	de	Catacaos	no
constituye	un	medio	probatorio	idóneo	que	produzca	convicción	respecto	de	la
propiedad	del	can	ocasionante	del	daño,	pues	lo	decidido	en	dicha	resolución
sólo	se	restringe	al	ámbito	penal,	siendo	irrelevante	para	los	efectos	de
determinar	con	criterios	de	razonabilidad	quién	es	el	obligado	en	acudir	con
una	indemnización	a	favor	del	citado	menor,	quien	dada	su	minoría	de	edad	y
por	efecto	de	haber	sufrido	el	evento	dañoso	ha	sufrido	una	merma	no	sólo
física	que	trasunta	en	su	desarrollo	psicosexual.	(…)”.	(CS,	Cas.	2248-2005-
Piura,	oct.	02/2006.	S.S.	Ticona	Postigo)
JURISPRUDENCIA.—Contenido	 de	 la	 sentencia.	 “(...)	 toda	 sentencia
constituye	 la	decisión	definitiva	de	una	cuestión	criminal,	acto	complejo	que
contiene	un	juicio	de	reproche	o	ausencia	del	mismo,	sobre	la	base	de	hechos
que	han	de	ser	determinados	jurídicamente;	es	así,	que	debe	fundarse	en	una
actividad	 probatoria	 suficiente	 que	 permita	 al	 juzgador	 la	 creación	 de	 la
verdad	jurídica	y	establecer	los	niveles	de	imputación;	que,	en	el	presente	caso,
dicha	 actividad	 probatoria	 no	 ha	 sido	 suficientemente	 agotada	 durante	 el
acto	 del	 juzgamiento,	 por	 lo	 que	 a	 fin	 de	 establecer	 fehacientemente	 la
responsabilidad	de	los	acusados	(...),	es	necesario	que	en	un	nuevo	acto	oral	se
lleve	a	cabo	una	confrontación	entre	el	encausado	(...)	 con	el	agraviado	(...);
asimismo,	se	practique	una	diligencia	de	reconocimiento	con	arreglo	a	ley,	en
rueda	 de	 presos	 con	 la	 presencia	 de	 personas	 ajenas	 a	 los	 hechos	 y
encausados,	a	 efectos	de	verificar	 si	 el	agraviado	 identifica	a	 los	dos	 sujetos
que	 lo	 asaltaron;	 que,	 aun	 cuando	 ésta	 determinación	 resultaría
contradictoria	con	uno	de	 los	principios	en	materia	penal	como	es	 la	unidad
del	proceso,	también	lo	es	que	la	administración	de	justicia	debe	ser	pronta	y
oportuna,	de	ahí	que	esta	sala	suprema	ha	establecido	a	través	de	reiterada
jurisprudencia	que	en	caso	de	existir	en	el	proceso	otros	encausados	que	con
arreglo	a	ley	y	al	derecho	han	sido	pasibles	de	una	sentencia	condenatoria	o
absolutoria,	 no	 pueden	 perjudicarse	 por	 quienes	 no	 han	 tenido	 el	 mismo
tratamiento;	 que,	 por	 lo	 tanto,	 en	 atención	 a	 la	 observancia	 del	 debido
proceso	 y	 a	 la	 tutela	 jurisdiccional	 efectiva,	 la	 nulidad	 de	 la	 sentencia	 debe
surtir	sus	efectos	sólo	en	la	parte	cuestionada;	estando	a	la	facultad	conferida
por	el	artículo	doscientos	noventinueve	del	Código	de	Procedimientos	Penales;
finalmente,	 respecto	 a	 los	 encausados	 (...)”.	 (CSJ,	 Exp.	 N°	 3484-2000,	 nov.
22/2000.	S.S.	Serpa	Segura)
C.	de	P.P.
ART.	285.—Modificado.	D.	 L.	 20602,	Art.	 2°.	Contenido	de	 la
sentencia	 condenatoria.	 La	 sentencia	 condenatoria	 deberá
contener	la	designación	precisa	del	delincuente,	la	exposición	del
hecho	delictivo,	la	apreciación	de	las	declaraciones	de	los	testigos
o	 de	 las	 otras	 pruebas	 en	 que	 se	 funda	 la	 culpabilidad,	 las
circunstancias	del	delito,	y	la	pena	principal	que	debe	sufrir	el	reo,
la	fecha	en	que	ésta	comienza	a	contarse,	el	día	de	su	vencimiento
y	las	penas	accesorias	o	la	medida	de	seguridad	que	sea	del	caso
dictar	en	sustitución	de	la	pena;	el	monto	de	la	reparación	civil,	la
persona	que	deba	percibirla	y	los	obligados	a	satisfacerla,	citando
los	artículos	del	Código	Penal	que	hayan	sido	aplicados.
JURISPRUDENCIA.—Imperativo	 inexorable	 observar	 el	 principio	 de
concordancia	entre	la	acusación	y	la	determinación	del	tipo	penal.	 “(...)
haber	sido	condenados	por	la	Sala	Suprema	por	un	delito	que	no	fue	materia
de	 instrucción	 y	 juzgamiento,	 cabe	 señalar	 que	 resulta	 un	 imperativo
inexorable	que	para	 efectos	del	 procesamiento	 y	 sanción	por	 la	 comisión	de
ilícitos	 penales,	 se	 debe	 observar	 el	 principio	 de	 concordancia	 entre	 la
acusación	y	la	determinación	del	tipo	penal,	pues	en	ello	reside	la	garantía	de
que	toda	persona	en	la	que	recae	un	cargo	incriminatorio	pueda	orientar	su
defensa	a	partir	de	argumentos	específicamente	dirigidos	a	neutralizar	dichas
imputaciones	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	3316-2004-HC/TC,	set.	22/2005.	Pres.	Bardelli
Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Supuestos	 de	 desvinculación	 entre	 acusación	 y
determinación	 del	 tipo	 penal.”(...)	 como	 el	 propio	 Tribunal	 Constitucional
estableció	 ulteriormente	 en	 el	 Asunto	 (...),	 el	 juicio	 de	 desvinculación	 es
constitucionalmente	 aceptable,	 siempre	 y	 cuando:	 a)	 el	 delito	 materia	 de
condena	importa	la	vulneración	de	un	tipo	penal	homogéneo	o,	como	se	dice
en	ese	 fallo,	pertenezca	a	 la	misma	 familia	delictiva,	 y	 sea	menos	grave	que
aquél,	 como	 sucede	 entre	 el	 delito	 de	 violación	 sexual	 y	 el	 delito	 contra	 el
pudor;	y,	b)	la	distinta	tipificación	no	impida	el	eficaz	ejercicio	de	la	defensa
del	 imputado;	 que	 este	 último	 requisito,	 vinculado	 al	 principio	 acusatorio,
exige	 que	 la	 defensa	 haya	 contemplado	 en	 su	 estrategia	 defensiva	 esa
posibilidad	 o	 que,	 en	 todo	 caso,	 no	 se	 trate	 de	 un	 fallo	 sorpresivo;	 que	 el
imputado	ha	negado	todo	contacto	sexual	con	el	menor,	de	suerte	que	en	su
línea	 defensiva	 rechazó,	 desde	 luego,	 tanto	 la	 violación	 sexual	 cuanto,	 por
razones	 obvias,	 todo	 contacto	 sexual	 con	 la	 víctima,	 al	 punto	 que	 en	 un
razonamiento	judicial	que	no	acepte	el	coito	anal	pero	sí	actos	contra	el	pudor
no	puede	entenderse	como	sorpresivo	o	violatorio	al	principio	acusatorio	por
estar	 incorporado	 necesariamente	 en	 la	 lógica	 del	 rechazo	 a	 todo	 tipo	 de
contacto	 con	 la	 víctima.	 (…)”.	 (CS,	 R.N.	 N°	 682-2003,	 may.	 06/2004.	 S.S.
Pajares	Paredes)
JURISPRUDENCIA.—Órgano	 jurisdiccional	 debe	 desvirtuar	 presunción
de	inocencia.	 “(...)	el	derecho	a	 la	presunción	de	 inocencia,	reconocido	en	el
artículo	 2,24,e,	 de	 la	 Constitución,	 obliga	al	 órgano	 jurisdiccional	 a	 realizar
una	 actividad	 probatoria	 suficiente	 que	 permita	 desvirtuar	 el	 estado	 de
inocente	del	que	goza	todo	imputado,	pues	este	no	puede	ser	condenado	solo
sobre	 la	 base	 de	 simples	 presunciones.	 Sin	 embargo,	 en	 el	 caso	 de	 autos,
cuando	 la	 sentencia	 condenatoria	 hace	 referencia	 al	 término	 ‘hipótesis’,	 no
alude	 a	 que	 el	 favorecido	 haya	 sido	 condenado	 a	 partir	 de	 una	 presunción,
sino	a	que	la	conducta	cuya	comisión	se	ha	acreditado	a	través	de	la	actividad
probatoria	desplegada	en	el	proceso	es	la	prevista	en	determinado	tipo	penal,
supuesto	de	hecho	o	hipótesis	jurídica.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	8811-2005-PHC/TC,
nov.	29/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
PLENO	JURISDICCIONAL.—Nulidad	de	actuados	e	integración	de
resolución.	“(...)	El	pleno	acuerda:
Primero.-	Por	unanimidad	reconocer	que	en	todos	los	casos	no	regulados	en
el	Código	de	Procedimientos	Penales	procede	acudir	en	atención	al	principio
de	subsidiariedad	a	las	normas	contenidas	en	el	Código	de	Procedimientos
Civiles,	siempre	que	con	ello	no	se	lesionen	principios	fundamentales	del
procedimiento	penal.
Segundo.-	Por	mayoría	de	treinta	y	tres	votos	contra	once	declarar	que
procede	integrar	las	sentencias	que	hayan	omitido	determinar	el	monto	a
pagarse	por	concepto	de	reparación	civil	siempre	que	la	parte	considerativa
del	fallo	en	cuestión	contenga;	elementos	suficientes	para	establecer	de
manera	indubitable	el	extremo	omitido	en	el	fallo.
Tercero.-	Por	aclamación	declarar	que	procede	integrar	las	sentencias	que
hayan	omitido	determinar	las	penas	accesorias	a	imponerse,	siempre	que	las
partes	considerativa	y	resolutiva	del	fallo	en	cuestión	contengan	elementos
suficientes	para	establecer,	de	manera	indubitable,	el	extremo	omitido	en	la
resolución.
Cuarto.-	Por	mayoría	de	treinta	y	un	votos	contra	trece	se	acordó	que	no	es
posible	integrar	en	ningún	caso	la	sentencia	de	primera	instancia	que	ha
omitido	determinar	una	pena	conjunta.
Quinto.-	Por	mayoría	de	treinta	y	tres	votos	contra	once,	declarar	que	en
todo	caso,	la	resolución	que	declara	la	nulidad	de	la	resolución	que	no	puede
ser	integrada	debe	dejar	a	salvo	los	extremos	de	la	sentencia	que	no	sean
afectados	por	la	omisión	que	sea	imposible	integrar.
Sexto.-	Por	mayoría	de	veinticinco	votos	contra	veintiuno,	declarar	que,	en
tanto	nuestra	legislación	no	reconoce	de	manera	expresa	el	principio	que
prohíbe	la	reformatio	in	peius,	él	no	puede	ser	invocado	como	límite	a	las
atribuciones	de	integración	de	sentencias	de	primera	instancia.	(Pleno
Jurisdiccional	Penal	Nacional,	Ica	-	1998,	Tema	3)
C.	de	P.P.
ART.	 285-A.—Incorporado.	 D.	 Leg.	 959,	 Art.	 2°.	 Sentencia	 y
acusación.	Modificación	de	la	calificación	penal.
1.	La	sentencia	condenatoria	no	podrá	sobrepasar	el	hecho	y	las
circunstancias	 fijadas	 en	 la	 acusación	 y	 materia	 del	 auto	 de
enjuiciamiento	 o,	 en	 su	 caso,	 en	 la	 acusación	 complementaria	 a
que	hace	referencia	el	artículo	283.
2.	En	la	condena,	no	se	podrá	modificar	la	calificación	jurídica	del
hecho	objeto	de	la	acusación,	salvo	que	la	sala	previamente	haya
indicado	 al	 acusado	 esta	posibilidad	 y	 concedido	 la	 oportunidad
para	defenderse,	y	siempre	que	la	nueva	calificación	no	exceda	su
propia	 competencia.	 El	 acusado	 tiene	 derecho	 a	 solicitar	 la
suspensión	de	la	audiencia	para	preparar	su	defensa	e	incluso	–si
resultara	 pertinente	 y	 necesario–	 a	 ofrecer	 nuevos	 medios	 de
prueba.	El	término	de	suspensión	de	la	audiencia	en	ambos	casos
no	excederá	el	fijado	por	el	artículo	267.
3.	 Se	procederá	de	 la	misma	 forma	 si	 en	el	debate	 se	 advierten
circunstancias	 modificativas	 de	 la	 responsabilidad	 penal	 no
incluidas	 en	 la	 acusación,	 que	 aumentan	 la	 punibilidad	 o
justifiquen	la	imposición	de	una	medida	de	seguridad.
4.	 En	 la	 condena,	 la	 sala	 podrá	 aplicar	 al	 hecho	 objeto	 de
acusación	 una	 sanción	más	 grave	 que	 la	 solicitada	 por	 el	 fiscal.
Esta	posibilidad	debe	motivarse	especialmente	haciendo	mención
expresa	de	los	fundamentos	en	que	se	sustenta.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Alcances	y	oportunidad	para	plantear
la	desvinculación	procesal.	“(…)	Establecer	como	doctrina	legal.	(…)	que
el	tribunal,	sin	variar	o	alterar	sustancialmente	el	hecho	punible	objeto	de
acusación,	puede	plantear	la	tesis	de	desvinculación.	Ésta	no	es	necesaria	si	la
nueva	circunstancia	o	la	distinta	tipificación,	siempre	que	respete	la
homogeneidad	del	bien	jurídico	protegido,	ha	sido	propuesta	expresa	o
implícitamente	por	la	defensa.	Tampoco	corresponde	plantear	la	tesis	para
introducir	una	circunstancia	atenuante	o	variar	el	grado	del	delito	o	el	título
de	participación,	ni	cuando	se	está	ante	un	manifiesto	error	en	la	tipificación,
fácilmente	constatable	por	la	defensa.	(Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas
Penales	Permanente	y	Transitorias,	Acuerdo	Plenario	4-2007/CJ-116,	feb.
08/2008)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Por	principio	acusatorio	la	sentencia
condenatoria	no	puede	sobrepasar	el	hecho	y	las	circunstancias.	“(...)
Que	si	bien	es	cierto	que	–con	arreglo	al	principio	acusatorio–	la	sentencia
condenatoria	no	puede	sobrepasar	el	hecho	y	las	circunstancias	del	mismo	–
esto	es,	en	este	último	supuesto,	las	situaciones	que	rodean,	‘que	están
alrededor,	a	la	realización	del	hecho	o	que	suponen	especiales	condiciones	del
autor’–,	fijadas	en	la	acusación	y	materia	del	auto	de	enjuiciamiento,	lo	que
constituye	un	límite	infranqueable	para	el	tribunal	de	instancia,	también	es
verdad	que	sobre	esta	base	táctica	es	del	todo	posible	que	la	sala	penal
superior	pueda	modificar	la	calificación	jurídica	del	hecho	objeto	de	la
acusación	–lo	que	incluye,	obviamente,	las	denominadas	‘circunstancias
modificativas	de	la	responsabilidad	penal’–,	pero	a	condición	–en
cumplimiento	del	principio	de	contradicción	o	más	concretamente	del	derecho
de	conocimiento	de	los	cargos–	que	‘(...)	previamente	haya	indicado	al
acusado	esta	posibilidad	y	concedido	la	oportunidad	para	defenderse	(...)’	y	se
haya	seguido	el	trámite	previsto	en	el	numeral	dos	del	artículo	doscientos
ochenta	y	cinco	guión	A	del	Código	de	Procedimientos	Penales,	modificado	por
el	Decreto	Legislativo	número	novecientos	cincuenta	y	nueve;	que	ese	trámite
no	ha	sido	cumplido	en	el	presente	caso,	de	suerte	que	la	sentencia	recurrida
al	obviarlo	ha	incurrido	en	la	causal	de	nulidad	prevista	en	el	inciso	uno	del
artículo	doscientos	noventa	y	ocho	del	Código	de	Procedimientos	Penales	pues
ha	dejado	en	indefensión	material	a	los	imputados.	(...)”	(CS,	Ac.	Plen.	N°	1-
2005/ESV-22,	set.	30/2005.	S.S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Falta	de	fundamentación:	nulidad	de	sentencia.	“(..)
uno	de	los	principales	deberes	del	juez	en	el	ejercicio	de	su	función
jurisdiccional,	es	el	de	motivar	las	resoluciones	que	expida,	que	viene
consagrado	desde	la	Constitución	del	Estado	(artículo	139,	inciso	5),	Ley
Orgánica	del	Poder	Judicial	(artículo	12)	y	285	del	Código	de	Procedimientos
Penales.	Segundo.-	Contenido	del	deber	de	motivación.-	Que	la	norma
constitucional	antes	referida	impone	a	los	órganos	jurisdiccionales	la
obligación	de	dictar	una	resolución	fundada	en	derecho	que	no	puede
considerarse	cumplida	con	la	mera	emisión	de	voluntad	en	un	sentido	u	otro,
sino	que	el	deber	de	motivación	que	la	Constitución	y	la	ley	exige,	impone	que
la	decisión	judicial	esté	precedida	de	la	argumentación	que	la	fundamente.
Ello	permite	a	la	parte	conocer	los	motivos	por	los	que	el	derecho	ejercitado
ha	sido	restringido	o	negado	y	hacer	posible	el	control	de	lo	resuelto	por	los
órganos	judiciales	superiores.	Pero	la	exigencia	de	motivación	suficiente	es
sobre	todo	una	garantía	esencial	del	justiciable	mediante	la	cual,	sin	perjuicio
de	la	aplicación	de	las	normas,	se	puede	comprobar	que	la	solución	dada	es
consecuencia	de	una	exégesis	racial	del	ordenamiento	y	no	el	fruto	de	la
arbitrariedad.	Dada	la	trascendencia	de	la	finalidad	de	esta	obligación,	una
sentencia	que	en	nada	explique	la	solución	que	proporcionada	a	las	cuestiones
planteadas,	sin	que	pueda	inferirse	tampoco	cuáles	sean	las	normas	próximas
o	remotas	que	justifiquen	aquella,	es	una	resolución	que	no	sólo	viola	la	ley,
sino	que	vulnera	también	el	derecho	a	la	tutela	judicial,	establecido	en	la
Constitución	(...).	Tercero.-	La	motivación	completa.-	Para	que	la	motivación
sea	válida	debe	ser	completa,	significa	que	abarque	tanto	los	hechos	como	el
derecho.	Respecto	de	los	hechos,	debe	contener	las	razones	que	llevan	a	una
conclusión	afirmativa	o	negativa	sobre	la	existencia	de	los	episodios	de	la	vida
real	con	influencia	en	la	solución	de	la	causa.	Para	ello	debe	emplear	las
pruebas	incorporadas	al	proceso,	mencionándolas	y	sometiéndolas	a
valoración	crítica.	No	es	suficiente	que	el	juez	se	expida	sobre	el	sentido	del
fallo,	sino	que	debe	exponer	las	razones	y	fundamentos	que	lo	determinan.	Por
eso	no	puede	dejar	de	indicar	las	pruebas	utilizadas	ni	soslayar	su	análisis
crítico	mediante	alusiones	globales	a	los	elementos	probatorios	reunidos	o	por
un	resumen	meramente	descriptivo	de	ellos	sin	explicar	el	valor	que	las
atribuye,	el	criterio	selectivo	empleado	y	las	conclusiones	que	extrae.	(...)”.
(CSJ.	Camaná,	Exp.	N°	029-99-P/Chug,	jun.	18/99.	S.S.	Vásquez	C.)
JURISPRUDENCIA.—Sala	puede	modificar	la	calificación	jurídica	del
hecho	objeto	de	acusación	fiscal	si	antes	informa	al	inculpado	dicha
variación.	“(…)	En	este	sentido,	el	artículo	285-A	del	Código	de
Procedimientos	Penales	consagra	en	su	inciso	2)	la	posibilidad	de	que	la	sala
modifique	la	calificación	jurídica	del	hecho	objeto	de	la	acusación	fiscal	(con
la	condición	de	que	se	informe	al	inculpado	sobre	dicha	variación,	a	fin	de	que
pueda	ejercer	de	manera	plena	su	derecho	de	defensa).	Por	lo	expuesto,	la
resolución	cuestionada	no	ha	vulnerado	le	derecho	de	defensa	del	recurrente,
por	lo	que	la	demanda	debe	ser	desestimada.	(…).”	(TC,	Exp.	N°	4748-2006-
HC/TC,	nov.	27/2007.	Pres.	Gonzáles	Ojeda)
PLENO	JURISDICCIONAL.—Desvinculación	de	la	acusación	fiscal.	“(...)
Tercero.-	Por	mayoría:	Conforme	al	inciso	1	del	artículo	285	A	del	Código	de
Procedimientos	Penales	la	sentencia	condenatoria	no	podrá	sobrepasar	el
hecho	y	las	circunstancias	fijadas	en	la	acusación,	de	modo	tal	que	el	inciso	3
de	la	misma	norma	debe	ceñirse	a	dicho	postulado,	en	el	sentido	que	el
tribunal	no	puede	introducir	hechos	que	constituyan	circunstancias
modificatorias	de	la	responsabilidad	penal	que	incrementen	la	punibilidad	y
no	hubieran	sido	objeto	del	escrito	de	acusación.	Sólo	será	posible	que	la	sala
sobre	la	base	de	las	circunstancias	fácticas	fijadas	en	el	escrito	de	acusación
pueda	calificar	jurídicamente	las	agravantes.	En	caso	contrario,
corresponderá	al	fiscal,	si	lo	tiene	a	bien,	proceder	conforme	a	lo	dispuesto	por
el	artículo	263	del	Código	de	Procedimientos	Penales,	esto,	es,	efectuar	una
nueva	acusación.	(…)”.	(Pleno	Jurisdiccional	Superior	Nacional	Penal
“Problemática	en	la	aplicación	de	la	norma	penal,	procesal	y	penitenciaria”,
Trujillo	-	2004,	Tema	2)
JURISPRUDENCIA.—La	tipificación	del	hecho	punible	puede	ser	alterada
de	oficio	en	alguna	medida,	por	ejemplo,	cuando	existe	error	en	la
subsunción	normativa.	“(...)	en	cuanto	a	la	desvinculación	realizada	por	este
colegiado	supremo,	es	de	indicar	que	ésta	se	encuentra	regulada	en	el	artículo
doscientos	ochenta	y	cinco	-	A	del	Código	de	Procedimientos	Penales	–
sentencia	y	acusación,	modificatoria	de	la	acusación	fiscal–	y	lo	establecido	en
el	Acuerdo	Plenario	número	cuatro-dos	mil	siete/CJ-ciento	dieciséis,	en	el
tercer	párrafo	del	punto	número	nueve	y	once,	en	la	que	sostiene:	‘Como	se
sabe,	el	objeto	del	proceso	penal	–o,	con	más	precisión,	el	hecho	punible–	es
fijado	o	delimitado	por	la	fiscalía,	a	partir	del	cual	se	consolida	y	desarrolla
los	principios	acusatorios	–eje	de	esa	institución	procesal	y	que,	en	puridad,
conforma	al	juez–	y	de	contradicción	–referido	a	la	actuación	de	las	partes–.
Ello	no	quiere	decir,	desde	luego,	que	las	demás	partes	no	incidan	en	la
determinación	o	ámbito	de	la	sentencia	del	tribunal	–o	que	ésta	sólo	debe
pronunciarse	acerca	de	los	aspectos	fijados	por	la	acusación–.	El	principio	de
exhaustividad	a	su	vez	impone	la	obligación	al	juez	de	pronunciarse	sobre	los
alcances	más	relevantes	de	los	hechos,	de	las	pruebas	y	de	las	pretensiones	de
las	demás	partes	procesales	o	de	la	resistencia	hecha	valer	por	el	acusado	–
que	es	lo	que	se	denomina,	propiamente,	el	objeto	del	debate–.	Entonces,	el
hecho	punible	se	delimita	en	el	juicio	oral	por	el	fiscal	o	acusador,	mientras
que	el	acusado	y	las	demás	partes	–civiles	en	este	caso–;	si	bien	no	pueden
alterar	el	objeto	del	proceso,	sí	pueden	ampliar	el	objeto	del	debate.	En
segundo	lugar,	también	se	ha	de	tomar	en	cuenta	las	peticiones	de	las	partes
debidamente	formuladas,	de	modo	tal	que	el	tribunal	ha	de	concretar	su
cognición	a	los	términos	del	debate’;	y,	‘La	tipificación	del	hecho	punible	–el
título	de	imputación–	también	puede	ser	alterada	de	oficio	en	alguna	medida,
ya	sea	porque	exista	un	error	en	la	subsunción	normativa	según	la	propuesta
de	la	fiscalía	o	porque	concurra	al	hecho	una	circunstancia	modificativa
específica	no	comprendida	en	la	acusación,	casos	en	los	que	resulta
imprescindible	cambiar	el	título	de	condena’;	y,	‘En	ambos	casos	el	referido
artículo	doscientos	ochenta	y	cinco-A	del	Código	de	Procedimientos	Penales
exige	que	el	tribunal	lo	indique	a	las	partes,	específicamente	al	acusado	–que
es	lo	que	se	denomina	(plantear	la	tesis	de	desvinculación)	(...)’.”	(CS,	R.	N.
3396-2010-Arequipa,	feb.	21/2012.	V.	P.	Neyra	Flores)
COMENTARIO.—Aplicación	 de	 la	 reparación	 civil.	 Como	 se	 dijo	 en	 el
comentario	 al	 artículo	 92	 del	 Código	 Penal,	 debe	 quedar	 en	 claro	 que	 la
reparación	 civil	 se	 aplica	 independientemente	 de	 la	 concurrencia	 de	 una
pena	 o	 de	 una	medida	de	 seguridad,	 siendo	 el	 único	 presupuesto	 exigible
para	 su	 imposición	 la	 producción	 de	 un	 daño	 ilícito.	 Al	 reconocerse	 a	 la
reparación	civil	su	verdadero	fundamento	(la	reparación	de	un	daño)	nada
impide	que	ésta	 también	sea	 fijada	en	una	sentencia	que	 imponga,	no	una
pena,	 sino	una	medida	de	 seguridad	y	hasta	en	una	sentencia	absolutoria.
Hacer	 lo	 contrario	 es	 interpretar	 literalmente	 el	 artículo	 y	 no
teleológicamente.
C.	de	P.P.
ART.	 285-B.—Incorporado.	 D.	 Leg.	 1206,	 Art.	 4°.	 Lectura	 de
sentencia.
1.	 La	 citación	 para	 la	 lectura	 de	 sentencia	 condenatoria	 deberá
consignar	en	forma	expresa,	clara	y	precisa	que	el	acto	es	público
e	 inaplazable	 y	 que	 se	 llevará	 a	 cabo	 con	 los	 que	 concurran	 al
mismo,	así	como	el	apercibimiento	de	designarse	defensor	público
en	 caso	 de	 inasistencia	 del	 abogado	 defensor	 elegido	 por	 el
acusado.	La	sentencia	será	leída	ante	quienes	comparezcan.
2.	En	los	procesos	sumarios,	 la	citación	se	realizará	en	el	último
domicilio	 procesal	 señalado	 por	 las	 partes	 en	 el	 proceso.
Asimismo,	al	acusado	se	le	citará	en	su	domicilio	real	señalado	en
el	proceso.	En	los	procesos	ordinarios,	la	citación	se	realizará	a	los
sujetos	procesales	concurrentes	a	la	última	sesión	de	audiencia	en
que	se	declaró	cerrado	el	debate.
3.	La	condición	 jurídica	del	 contumaz	no	 impedirá	 la	 citación	al
acto	de	lectura	de	sentencia	condenatoria,	siempre	que	el	proceso
se	encuentre	expedito	para	sentenciar.
4.	En	 los	procesos	sumarios,	 la	 sentencia	absolutoria	 solamente
se	notificará	a	las	partes	en	sus	respectivos	domicilios	procesales,
en	 el	 caso	 del	 imputado	 también	 se	 le	 notificará	 en	 el	 domicilio
real.	En	el	caso	de	los	procesos	ordinarios	la	sentencia	será	leída
en	acto	público	con	quienes	concurran.
C.	de	P.P.
ART.	286.—Modificado.	D.	Leg.	126,	Art	1°.	Condena
condicional.	En	los	casos	en	que	se	dicte	condena	a	pena
privativa	de	la	libertad	que	no	exceda	de	dos	años,	contra	persona
que	no	haya	sido	objeto	de	condena	anterior,	nacional	o
extranjera,	o	cuando	los	antecedentes	y	carácter	del	condenado
permitan	prever	que	no	cometerá	nuevo	delito,	el	tribunal	podrá
suspender	la	ejecución	de	la	pena	impuesta.
En	este	caso,	como	en	el	de	sentencia	absolutoria,	la	votación	de
las	 cuestiones	 de	 hecho	 es	 facultativa	 del	 tribunal.	 En	 caso	 de
sentencia	 dictada	por	 un	 juez	 o	 un	 tribunal	 unipersonal	 no	 será
obligatoria	la	votación	de	las	cuestiones	de	hecho.
C.	de	P.P.
ART.	287.—Declaración	de	peligrosidad.	La	declaración	de
peligrosidad	de	un	acusado,	pedida	por	el	fiscal,	conforme	al
artículo	116	del	Código	Penal,	deberá	votarse	como	una	cuestión
de	hecho,	requiriéndose	la	unanimidad	para	su	aceptación.
NOTA:	El	artículo	deviene	en	inaplicable	porque	el	C.	P.	de	1991	no	contempla	como	pena	la
declaración	de	peligrosidad	del	procesado.
C.	de	P.P.
ART.	 288.—Suscripción	 de	 la	 sentencia.	 La	 sentencia	 será
firmada	por	 los	 tres	miembros	del	 Tribunal	 Correccional.	 Si	 hay
votos	singulares,	se	harán	constar	a	continuación.
JURISPRUDENCIA.—“Motivación	de	resoluciones	judiciales”	exige	que
resolución	esté	terminada	y	suscrita	por	todos	los	miembros	del
colegiado.	“(...)	al	momento	en	que	se	da	lectura	a	una	sentencia
condenatoria	a	pena	privativa	de	libertad,	la	resolución	debe	estar
debidamente	redactada	y	suscrita	por	todos	los	miembros	del	colegiado.	La
obligación	de	haber	concluido	la	redacción	de	la	resolución	judicial	al
momento	de	ejecutar	la	pena	privativa	de	libertad	impuesta,	guarda	relación
también	con	el	derecho	de	interponer	recursos,	toda	vez	que	es	en	el	acto	de
lectura	de	sentencia	donde	el	justiciable	toma	conocimiento	del	contenido	de
la	sentencia	condenatoria,	teniendo	un	día	de	plazo	para	impugnarla
mediante	recurso	de	nulidad.	Ello	dota	de	contenido	constitucional	a	la
necesidad	de	que	la	redacción	de	la	sentencia	condenatoria	se	encuentre
debidamente	concluida	y	sea	suscrita	por	todos	los	miembros	del	órgano
jurisdiccional	antes	de	ser	leída.	(....)”.	(TC,	Exp.	N°	3037-2006,	abr.	17/2006.
S.S.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Solo	los	vocales	presentes	en	la	vista	de	la	causa
pueden	firmar	la	sentencia	penal.	“(…)	En	efecto,	si	el	derecho	al	juez
natural	o	predeterminado	por	ley	garantiza	que	la	asignación	de	competencia
judicial	necesariamente	debe	haberse	establecido	con	anterioridad	al	inicio
del	proceso	y	que,	conforme	al	artículo	149	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder
Judicial,	el	voto	es	obligatorio	por	parte	del	vocal	que	estuvo	presente	en	la
fecha	programada	para	la	vista	de	la	causa,	entonces	era	el	vocal	superior	(…)
el	magistrado	competente	para	suscribir	la	resolución	cuestionada,	toda	vez
que	fue	éste	el	que	estuvo	presente	en	la	audiencia	de	vista	de	la	causa.
10.	Asimismo,	este	tribunal	considera	que	en	el	caso	de	autos	también	existe
vulneración	del	derecho	de	defensa,	pues	el	hecho	que	un	magistrado	suscriba
una	sentencia	no	habiendo	estado	presente	en	la	vista	de	la	causa,	es	decir,	sin
haber	presenciado	ni	escuchado	los	argumentos	de	defensa	del	abogado	de	la
recurrente,	así	lo	demuestra,	pues	es	obvio	que	tal	magistrado	carece	de	los
elementos	de	convicción	que	lo	lleven	a	emitir	resolución	en	determinado
sentido.	(…).”	(TC,	Exp.	02065-2009-PHC/TC,	ago.	11/2009.	S.	S.	Mesía
Ramírez)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—La	lectura	de	la	sentencia	puede
hacerse	con	o	sin	la	presencia	del	inculpado	al	ser	un	acto	formal	de
comunicación	de	la	decisión	que	no	afecta	las	garantías	del
contradictorio.	“(...)	pues	debe	tenerse	en	cuenta	que	si	un	procesado	ha
cumplido	con	asistir	a	todas	las	audiencias	del	contradictorio,	ha	ejercido
cabalmente	su	derecho	de	defensa,	con	interrogatorios	y	pruebas,	su	abogado
ha	efectuado	sus	alegatos	finales	e	incluso	el	mismo	procesado	ha	realizado	su
autodefensa,	entonces,	la	audiencia	final	en	la	que	se	cumplirá	con	la	lectura
de	las	cuestiones	de	hecho	y	la	sentencia,	representa	simplemente	un	acto	de
notificación	de	la	decisión	adoptada,	lo	que	se	puede	hacer	en	presencia	o	no
del	acusado,	pues	tal	situación	no	afecta	en	modo	alguno	el	derecho	de
defensa	del	procesado,	quien	siguiendo	los	lineamientos	descritos	–de
presencia	en	las	sesiones	anteriores	y	presentación	de	sus	argumentos	ya	sea
por	el	mismo	o	su	abogado	defensor–	ha	preservado	–y	así	lo	tiene	que
asegurar	el	órgano	jurisdiccional–	el	respeto	a	sus	derechos	y	garantías
constitucionales	–de	debido	proceso	y	de	defensa–;	en	tal	sentido,	la	lectura	de
la	sentencia	solo	constituye	un	acto	formal	de	comunicación	de	la	decisión,	no
afectando	las	garantías	que	rigen	el	contradictorio,	pues	ya	precluyó	la
actuación	probatoria	y	esta	se	realizó	en	igualdad	de	armas	y	con	presencia
del	acusado	y	su	abogado	defensor,	siendo	ello	así,	entonces	no	existía	en	el
presente	caso	motivo	alguno	que	conllevara	a	la	declaración	del	quiebre	del
juicio	oral,	sino	que	pudo	proseguirse	con	el	acto	oral	en	el	estadio	que	se
encontraba	–así	incluso	lo	habilita	el	Código	Procesal	Penal	del	dos	mil	cuatro,
cuando	en	su	artículo	trescientos	noventa	y	seis	señala:	‘...	que	la	sentencia
será	leída	ante	quienes	comparezcan	(ello	obviamente	en	tanto	en	cuanto	se
hayan	garantizado	los	derechos	de	los	justiciables	en	el	desarrollo	del	proceso
penal)–;	tanto	más	si	–por	las	consideraciones	expuestas–	no	se	trata	de	una
condena	en	ausencia	o	contumacia,	ello	pues	el	procesado	tuvo	garantizado
todos	sus	derechos	fundamentales,	que	los	ejerció	conjuntamente	con	su
abogado	en	la	fase	de	juzgamiento	correspondiente;	en	consecuencia,	en	lo
sucesivo	las	consideraciones	expuestas	por	este	supremo	tribunal	deberán	ser
tomadas	en	cuenta	por	las	salas	penales	de	las	cortes	superiores	de	justicia	de
nuestro	país	como	precedente	vinculante	normativo”.	(CS,	R.	N.	4040-2011-
Lima,	dic.	29/2012.	S.	S.	Villa	Stein)
NOTA:	El	Recurso	de	Nulidad	N°	4040-2011-Lima	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	16
de	julio	del	2013.
C.	de	P.P.
ART.	 289.—Modificado.	 D.	 Leg.	 126,	 Art.	 1°.	 Recurso	 de
nulidad.	 Leída	 la	 sentencia,	 el	 acusado	 o	 el	 fiscal,	 podrán
interponer	 recurso	 de	 nulidad,	 pudiendo	 hacerlo	 en	 el	 acto	 o
reservarse	ese	derecho	hasta	el	día	siguiente	de	expedido	el	fallo,
oportunidad	en	que	sólo	podrán	hacerlo	por	escrito.
JURISPRUDENCIA.—Error	cometido	en	el	acto	de	lectura	de	sentencia
deja	en	indefensión	al	recurrente.	“(...)	En	ellas	se	aprecia	que
efectivamente	existe	la	contradicción	alegada	por	el	accionante.	En	efecto,	si
bien	el	recurente	ha	sido	condenado	por	la	comisión	del	delito	de	tráfico	ilícito
de	drogas	en	su	modalidad	agravada,	conforme	al	acta	de	lectura	de	sentencia
se	habría	cometido	un	error	en	su	lectura,	el	cual	habría	inducido	a	error	al
accionante,	haciéndole	creer	que	había	sido	condenado	por	un	tipo	penal
menos	grave	que	el	que	realmente	se	le	impuso,	por	lo	que	no	interpuso
recurso	impugnatorio	alguno.	(…)	Es	de	señalarse	que	el	acto	de	lectura	de
sentencia	es	el	acto	procesal	en	el	cual	el	justiciable	toma	conocimiento	del
contenido	de	la	sentencia	condenatoria,	teniendo	un	día	de	plazo	para
impugnarla	mediante	recurso	de	nulidad.	Es	por	ello	que	el	error	cometido	en
el	acto	de	lectura	de	sentencia	deja	en	indefensión	al	recurrente,	al	haber
tomado	conocimiento	del	verdadero	sentido	de	la	sentencia	condenatoria
después	de	vencido	el	plazo	para	impugnarla,	impidiéndole	ejercer	su	derecho
a	interponer	los	recursos	pertinentes.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	10640-2006-PHC/TC,
ago.	02/2007.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Improcedente:	solicitud	de	variación	del	tipo	penal
después	de	que	la	sentencia	adquirió	la	calidad	de	cosa	juzgada.	“(...)	del
contenido	de	la	solicitud	del	recurrente	se	advierte	que	su	pretensión	es	que
éste	órgano	colegiado	examine	los	medios	probatorios	obrante	en	autos	y	en
mérito	a	ello	se	adecue	el	tipo	penal	por	el	cual	fue	condenado	[artículo	297
inciso	6)	del	Código	Penal],	pues	según	refiere	a	su	persona	no	le	encontraron
en	posesión	de	droga,	ni	de	cultivos.	Al	respecto	de	autos	se	advierte	que	el
procesado	fue	juzgado	y	condenado	bajo	los	alcances	de	lo	establecido	en	el
artículo	297	inciso	6)	del	Código	Penal,	conforme	es	de	verse	del	auto	que	abre
instrucción	(...),	el	dictamen	acusatorio	(...),	auto	de	enjuiciamiento	(...)	y	la
sentencia	condenatoria	(...),	la	cual	fue	declarada	consentida.
(...)	el	argumento	que	sostiene	el	recurrente	en	el	sentido	que	no	se	le
encontró	ni	un	gramo	de	droga,	ni	cultivo,	ni	chacra,	y	por	tanto	que	su
conducta	debe	tipificarse	en	el	artículo	296	del	Código	Penal,	carece	de	todo
sustentó	probatorio,	máxime	si	los	hechos	fueron	debidamente	valorados	en	su
oportunidad	por	la	sala	superior	que	lo	juzgó,	momento	en	que	pudo
cuestionar	la	tipificación	de	su	conducta,	sin	embargo	se	conformó	con	la
sentencia,	la	cual	quedó	consentida	(...),	por	lo	que	advirtiéndose	que	la
presente	causa	ha	adquirido	la	autoridad	de	cosa	juzgada,	garantía	de	orden
constitucional	recogida	en	el	inciso	13)	del	artículo	139	de	la	Constitución
Política,	en	cuya	virtud	emitida	(sic)	sentencia	firme	ésta	no	puede	ser
alterada	o	modificada,	salvo	los	supuestos	más	favorables	[inciso	11)	del
artículo	139	de	la	Constitución	Política],	referidas	a	modificaciones	más
favorables	ex	post	facto,	conforme	al	artículo	6°	del	Código	Penal;	que	en	el
presente	caso,	no	se	trata	de	un	supuesto	de	cambio	legal	ex	post	tacto,	sino	de
una	solicitud	instada	mucho	después	que	la	sentencia	condenatoria	quedó
firme	en	el	proceso	penal	declaratorio	de	condena,	consecuentemente	deviene
en	inmutable;	por	lo	que	el	pedido	de	adecuación	del	tipo	penal	no	puede	ser
amparado.”	(CSJ	de	Loreto,	Exp.	2003-2019,	jul.	06/2010	S.	S.	Cavides	Luna)
C.	de	P.P.
ART.	 290.—Modificado.	 D.	 Leg.	 126,	 Art.	 1°.	 Recurso	 de	 la
parte	 civil.	 La	 parte	 civil	 puede	 interponer	 recurso	 de	 nulidad
sólo	 por	 escrito;	 en	 el	 mismo	 término	 señalado	 en	 el	 artículo
anterior,	y	únicamente	en	cuanto	al	monto	de	la	reparación	civil,
salvo	el	caso	de	sentencia	absolutoria.
C.	de	P.P.
ART.	291.—Modificado.	Ley	28947,	Art.	Único.	Suscripción	de
las	actas.	El	acta	de	la	audiencia	será	leída	antes	de	la	sentencia	y
firmada	por	el	presidente	y	secretario	de	la	sala,	dejándose
constancia	de	las	observaciones	formuladas	por	las	partes
procesales.
En	 el	 caso	 de	 sesiones	 consecutivas	 de	 la	 audiencia,	 el	 acta	 se
leerá	y	firmará	en	la	sesión	subsiguiente.	Cuando	se	trata	de	acta
extensa,	por	disposición	expresa	de	la	sala,	y	bajo	responsabilidad,
su	 lectura	podrá	ser	sustituida	por	 la	puesta	en	conocimiento	en
secretaría,	con	una	anticipación	no	menor	a	cuatro	(4)	horas	antes
del	comienzo	de	la	sesión	de	audiencia.
TÍTULO	V
Recurso	de	nulidad
C.	de	P.P.
ART.	 292.—Modificado.	 D.	 Leg.	 959,	 Art.	 1°.	 Resoluciones
recurribles	 en	 recursos	 de	 nulidad.	 El	 recurso	 de	 nulidad
procede	contra:
a)	las	sentencias	en	los	procesos	ordinarios;
b)	los	autos	expedidos	por	la	Sala	Penal	Superior	en	los	procesos
ordinarios	 que,	 en	 primera	 instancia,	 revoquen	 la	 condena
condicional,	 la	reserva	del	 fallo	condenatorio,	 la	pena	de	multa	o
las	 penas	 de	 prestación	 de	 servicios	 a	 la	 comunidad	 o	 de
limitación	de	días	libres;
c)	los	autos	definitivos	dictados	por	la	Sala	Penal	Superior	que,	en
primera	 instancia,	 extingan	 la	 acción	 o	 pongan	 fin	 al
procedimiento	o	a	la	instancia;
d)	los	autos	emitidos	por	la	Sala	Penal	Superior	que,	en	primera
instancia,	 se	 pronuncien	 sobre	 la	 refundición	 de	 penas	 o	 la
sustitución	de	la	pena	por	retroactividad	benigna,	o	que	limiten	el
derecho	fundamental	a	la	libertad	personal;	y,
e)	las	resoluciones	expresamente	previstas	por	la	ley.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 11.—Las	 resoluciones	 judiciales	 son	 susceptibles	 de	 revisión,	 con
arreglo	a	ley,	en	una	instancia	superior.
La	 interposición	 de	 un	 medio	 de	 impugnación	 constituye	 un	 acto
voluntario	del	justiciable.
Lo	resuelto	en	segunda	instancia	constituye	cosa	juzgada.	Su	impugnación
sólo	procede	en	los	casos	previstos	en	la	ley.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—La	sentencia	condenatoria	se	cumple
aunque	se	plantee	recurso	de	nulidad.	“(...)	que	no	se	ha	tomado	en	cuenta
que	no	cumplió	las	reglas	de	conducta	ni	el	pago	de	la	reparación	civil	(...)	la
resolución	impugnada,	al	declarar	que	la	condena	contra	(...)	se	tiene	por	no
pronunciada,	se	encuadra	en	lo	dispuesto	en	el	inciso	c)	del	artículo	doscientos
noventa	y	dos	del	Código	de	Procedimientos	Penales,	modificado	por	el
Decreto	Legislativo	número	novecientos	cincuenta	y	nueve,	que	autoriza	el
recurso	de	nulidad	contra	los	autos	definitivos	dictados	en	primera	instancia
por	la	Sala	Penal	Superior	que	extingan	la	acción,	atento	a	la	naturaleza	y
efectos	Procesales	y	materiales	que	entraña	la	mencionada	resolución.	(...)	el
artículo	sesenta	y	uno	del	Código	Penal,	invocado	por	el	citado	encausado	y
por	el	superior	tribunal,	exige	que	haya	transcurrido	el	plazo	de	prueba	y	que
el	condenado	no	haya	cometido	nuevo	delito	doloso	ni	infringido	de	manera
persistente	y	obstinada	los	reglas	de	conducta	establecidas	en	la	sentencia;
que,	en	cuanto	al	cómputo	del	indicado	plazo,	es	de	tener	presente	el	artículo
trescientos	treinta	del	Código	de	Procedimientos	Penales,	que	establece	que	la
sentencia	condenatoria	como	en	el	presente	caso,	se	cumplirá	aunque	se
interponga	recurso	de	nulidad,	salvo	los	casos	en	que	la	pena	sea	la	de
internamiento,	relegación,	penitenciaría	o	expatriación;	que	ello	significó	que,
salvo	esas	penas,	la	impugnación	contra	una	sentencia	condenatoria	no	es
suspensiva	y,	por	consiguiente,	se	ejecuta	provisionalmente	conforme	a	sus
propios	términos,	lo	que	por	lo	demás	reitera	el	artículo	doscientos	noventa	y
tres	del	Código	de	Procedimientos	Penales	y,	en	tal	virtud,	obliga	al	órgano
jurisdiccional	a	disponer	lo	conveniente	para	que	sus	disposiciones	se	ejecuten
cumplidamente	mientras	se	absuelva	el	grado,	lo	que	significa	que	deberá
instarse	el	cumplimiento	de	las	reglas	de	conducta,	las	penas	que	no	son
objeto	de	suspensión	y	el	pago	de	la	reparación	civil,	en	tanto	que	para	tales
cometidos	la	competencia	del	órgano	jurisdiccional	de	ejecución	no	está
suspendida;	que,	por	consiguiente,	en	el	caso	de	autos	ese	primer	requisito	se
ha	cumplido,	pues	la	sentencia	de	primera	instancia	se	emitió	el	treinta	de
octubre	del	dos	mil	uno	y	el	período	de	prueba	venció	el	veintinueve	de
octubre	del	dos	mil	cuatro.”	(CS,	R.	N.	2476-2005-Lambayeque,	abr.	20/2006.
S.	S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—La	nulidad	de	la	sentencia	penal	declarada	por	el
Tribunal	Constitucional	se	extiende	a	todos	los	procesados.	“(...)	en
cumplimiento	a	lo	resuelto	por	el	Tribunal	Constitucional,	debe	observarse
que	en	la	expedición	de	la	posterior	sentencia	del	siete	de	junio	del	dos	mil
trece,	materia	del	presente	recurso	de	nulidad,	por	el	que	se	condenó	a	los
encausados	(...)	como	autor	y	cómplice	primario	del	delito	de	colusión	en
agravio	de	la	Municipalidad	(...),	intervinieron	y	conformaron	parte	del
colegiado,	dos	de	los	jueces	superiores	(...),	quienes	intervinieron	en	la
resolución	del	siete	junio	de	dos	mil	doce,	que	el	Tribunal	Constitucional
declaró	nula	y	ordenó	se	lleve	(...)	un	nuevo	juicio	oral	por	otro	colegiado
superior,	razón	por	la	que	las	resoluciones	posteriores	devienen	en	nulas;
máxime,	si	parte	del	mismo	colegiado	superior	intervino	en	ambas
resoluciones	judiciales”.	(CS,	R.	N.	2160-2013-Cañete,	set.	16/2013.	S.	S.
Rodríguez	Tineo)
JURISPRUDENCIA.—La	Suprema	confirma	que	el	recurso	de	nulidad	es
improcedente	en	los	casos	sujetos	al	procedimiento	sumario.	“(...)	el
recurso	de	nulidad,	como	es	evidente,	está	radicado	para	el	proceso	ordinario
y	otros	procesos	especiales.	Si	bien	el	literal	c)	a	diferencia	de	los	literales
anteriores	no	precisa	la	expresión:	‘procesos	ordinarios’,	ello	no	significa	que
las	incidencias	generadas	en	segunda	instancia	en	un	proceso	sumario
puedan,	por	esa	vía,	llegar	a	la	Corte	Suprema,	pues	se	desnaturalizaría	la
terminante	prohibición	de	la	ley	específica	para	estos	procesos.	Lo	esencial
respecto	del	derecho	al	recurso,	es	que	una	causa	pueda	ser	examinada	por
dos	órganos	jurisdiccionales	de	diferente	jerarquía	en	el	sistema	orgánico	de
estructuración	del	Poder	Judicial.	En	el	presente	caso	ese	doble	examen	se
cumplió,	más	allá	que	por	expresa	autorización	legal	se	planteó	una	excepción
directamente	ante	el	órgano	judicial	de	apelación,	resolver	ese	planteamiento
incidental	no	importa	una	primera	decisión	de	dicho	órgano,	pues	asumió	el
conjunto	de	la	causa	bajo	su	conocimiento.	Dadas	las	reglas	específicas	del
proceso	sumario,	una	excepción	al	terminante	dispositivo	de	negación	del
recurso	de	nulidad,	con	arreglo	al	principio	de	legalidad	procesal	penal,	debió
estipularse	específicamente	en	esa	normatividad”.	(CS,	R.	N.	2304-2014-Lima,
mar.	17/2015.	V.	P.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—Se	tiene	que	declarar	“nulidad	por	la	simple
nulidad”	si	subyace	violación	de	derecho	fundamental.	“(...)	El	instituto	de
la	nulidad	de	los	actos	(procesales	o	administrativos)	no	se	puede	entender	o
justificar,	como	parece	ser	la	creencia	de	los	jueces	que	han	conocido	de	este
proceso,	en	un	simple	interés	de	la	ley.	A	la	vieja	concepción	de	la	nulidad	por
la	simple	nulidad,	el	Estado	constitucional	de	derecho	antepone	la	necesidad
de	que	ésta	se	tenga	que	declarar,	aun	ante	el	silencio	de	la	ley,	si	tras	la
expedición	o	mantenimiento	del	acto	(procesal	o	administrativo)	subyace	una
violación	de	algún	derecho	fundamental.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	3179-2004-AA/TC,
oct.	28/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Formas	procesales	no	constituyen	un	fin	en	sí
mismas.	“(...)	reiterada	jurisprudencia	en	materia	de	nulidades	ha	establecido
que	‘las	formas	procesales	no	constituyen	un	fin	en	sí	mismas;	de	ahí	que	la
validez	de	los	actos	del	proceso	deben	juzgarse	atendiendo	a	la	finalidad	que
en	cada	caso	concreto	están	destinados	a	conseguir	no	procediendo	la
nulidad,	cuando	aún	siendo	defectuosos	han	logrado	cumplir	su	objeto’;	‘las
infracciones	de	carácter	procesal	deben	tener	una	potencialidad	de	modo	tal
que	haga	que	los	actos	procesales	no	puedan	cumplir	su	finalidad;	sin
embargo	si	dichos	actos	procesales	alcanzan	la	función	teleológica	que	les
asigna	la	ley	pese	al	defecto	formal	en	que	se	puedan	haber	incurrido	no	se
incurre	en	nulidad’;	que	de	otro	lado	‘la	declaración	de	nulidad	procesal,
significa	invalidar	lo	hecho	y	retroceder	el	proceso	al	estadio	en	que	se
cometió	el	vicio	que	se	debe	corregir	por	lo	que	constituye	un	retroceso	en	el
proceso	y	una	negación	de	éste,	por	eso,	la	declaración	de	nulidad	sólo
procede	cuando	surge	de	la	ley	conforme	al	principio	de	legalidad	y	se
restringe	su	utilización	por	aplicación	de	los	principios	de	instrumentalidad,
convalidación,	subsanación,	integración,	trascendencia	y	el	interés	para	pedir
la	nulidad,	etc.’;	a	mayor	discernimiento	cabe	adicionar	que	para	la
declaración	de	nulidad	de	un	acto	procesal	es	requisito	indispensable	la
exigencia	de	un	perjuicio	al	interesado,	tal	como	lo	reza	la	antigua	máxima
‘pas	de	nullite	sans	grief’	(no	hay	nulidad	sin	daño	ni	perjuicio);	ya	que	prima
el	criterio	de	la	esencialidad’,	es	decir,	que	la	declaración	de	la	nulidad	del
vicio	debe	influir	de	manera	decisiva	sobre	la	sentencia,	dado	que	el	núcleo	de
la	nulidad	es	el	‘perjuicio	cierto	e	irreparable’.	(...)”.	(CS,	R.N.	N°	10-V-01,	jul.
08/2003.	S.S.	Gonzáles	Campos)
JURISPRUDENCIA.—Auto	que	declara	sobreseimiento	del	proceso	(en
tanto	pone	fin	al	juzgamiento)	resulta	perfectamente	impugnable.	“(…)
El	demandante	afirma	que	la	resolución	de	la	Sexta	Sala	Penal	emplazada
(que	corre	a	fojas	09),	que	declara	nulo	el	auto	de	sobreseimiento	de	fecha	30
de	diciembre	de	2004,	emitido	por	el	Duodécimo	Juzgado	Penal	de	Lima	(…)
vulnera	los	derechos	del	beneficiario	a	la	presunción	de	inocencia	y	al	debido
proceso,	en	conexión	con	la	libertad	individual,	así	como	el	principio
acusatorio	dentro	del	proceso	penal.	(…)	si	bien	este	tribunal	ha	señalado	que
de	acuerdo	con	el	principio	acusatorio	no	es	impugnable	el	auto	de
sobreseimiento	emitido	en	conformidad	con	el	dictamen	absolutorio	del	Fiscal
Provincial	que	hubiera	sido	elevado	en	consulta	por	el	órgano	jurisdiccional	y
con	la	opinión	aprobatoria	del	Fiscal	Superior	(Exp.	N°	2005-2006-PHC/TC),
ello	no	implica	que	todo	auto	de	sobreseimiento	sea	inimpugnable.
(…)	la	posibilidad	de	revocar	una	resolución	que	dispone	el	sobreseimiento	no
resulta	atentatoria	del	principio	acusatorio,	por	cuanto	no	implica	una
injerencia	indebida	en	las	atribuciones	del	Ministerio	Público	como	titular	de
la	acción	penal,	sino	que	permite	a	las	partes	procesales	cuestionar	los
motivos	que	tuvo	el	órgano	jurisdiccional	para	concluir	el	proceso	resuelto	en
sede	jurisdiccional.	Ello	debido	a	que	el	ordenamiento	procesal	ofrece	diversas
opciones	al	juzgador	ante	la	posibilidad	de	que	el	Ministerio	Público,	en	un
primer	momento,	decida,	en	virtud	de	sus	atribuciones,	no	acusar.	En	este
sentido,	el	artículo	220	del	Código	de	Procedimientos	Penales	establece	que
ante	el	dictamen	en	el	cual	el	fiscal	se	pronuncia	por	no	emitir	acusación,	el
órgano	jurisdiccional	tiene	más	de	una	opción,	a	saber:	a)	disponer	el
archivamiento	del	expediente;	b)	ordenar	la	ampliación	de	la	instrucción	c);
elevar	directamente	la	instrucción	al	Fiscal	Supremo.	(…)	Es	por	ello	que
nuestro	ordenamiento	procesal	permite	la	impugnación	del	auto	de
sobreseimiento	cuando	el	artículo	292,	literal	c)	del	Código	de	Procedimientos
Penales	establece	que:	‘Procede	el	recurso	de	nulidad:	(...)	C.	Contra	los	autos
que	(...)	extingan	la	acción	o	pongan	fin	al	procedimiento	o	a	la	instancia’.	En
tal	sentido	el	ordenamiento	jurídico	penal	permite	que	el	auto	que	declara	el
sobreseimiento	del	proceso	(en	tanto	pone	fin	al	juzgamiento),	sea	pasible	de
impugnación	(…).”	(TC,	Exp.	N°	6838-2006-PHC/TC,	oct.	15/2007.	Pres.
Gonzales	Ojeda)
PLENO	JURISDICCIONAL.—No	es	posible	conceder	de	oficio	recurso	de
nulidad.	“(...)	Primero.-	Por	consenso:	No	es	procedente	conceder	de	oficio
recurso	de	nulidad	en	procesos	sujetos	al	trámite	especial	del	Decreto
Legislativo	N°	897,	cuando	las	partes	no	lo	interponen.	El	inciso	c)	del	Art.	3º
del	citado	decreto	legislativo	no	tiene	una	causa	de	procedencia	del	recurso	de
nulidad,	por	lo	que	se	trata	de	un	caso	de	inaplicabilidad	por	incompatibilidad
de	legalidad	ordinaria	con	el	Art.	292	del	Código	de	Procedimientos	Penales.
Segundo.-	Por	mayoría:	Proscribir	la	reforma	de	las	sentencias	en	perjuicio
de	los	sentenciados,	cuando	ellos	son	los	únicos	impugnantes.
Tercero.-	Por	mayoría:	Es	procedente	conceder	el	recurso	de	apelación	o	el
de	nulidad,	según	se	trate	de	proceso	sumario	u	ordinario,	contra	las
resoluciones	que	dan	por	terminada	la	incidencia	promovida	en	aplicación	del
inciso	c)	y	último	párrafo	del	Art.	220	del	Código	de	Procedimientos	Penales.
Cuarto.-	Por	aclamación:	En	el	caso	de	pluralidad	de	acusados,	la
impugnación	pendiente	de	tramitación	o	resolución	no	impide	que	se	proceda
a	dictar	el	fallo	en	los	procesos	sumarios	o	llevar	a	cabo	el	juzgamiento	en	los
procesos	ordinarios.	(…)”.	(Pleno	Jurisdiccional	Penal	Nacional,	Chiclayo	-
2000,	Tema	6)
JURISPRUDENCIA.—Denegatoria	del	recurso	de	nulidad	contra	segunda
confirmación	de	no	variación	del	mandato	de	detención	no	contraviene
derecho	de	acceso	a	los	recursos.	“(…)	Por	otro	lado,	el	recurso	de	queja,
previsto	en	el	artículo	297	del	Código	de	Procedimientos	Penales,	opera	ante
la	improcedencia	del	recurso	de	nulidad.	Dado	que	en	el	caso	de	autos	se	ha
determinado	que	el	recurso	de	nulidad	no	procede	contra	la	resolución	que
confirma	la	denegatoria	de	la	variación	del	mandato	de	detención,	el	recurso
de	queja	tampoco	será	aplicable.
9.	En	tal	sentido,	la	denegatoria	del	recurso	de	nulidad	contra	la
confirmatoria	de	la	resolución	denegatoria	de	la	variación	del	mandato	de
detención	y	la	denegatoria	del	recurso	de	queja	formulado	ante	la
improcedencia	del	mencionado	recurso	de	nulidad,	no	contravienen	en	modo
alguno	el	contenido	esencial	del	derecho	de	acceso	a	los	recursos.	(…).”	(TC,
Exp.	01243-2008-PHC/TC,	set.	23/2008.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema:	un	fiscal	no	puede	pretender	que	la
simple	repetición	de	lo	consignado	en	su	acusación	fundamente	su
recurso	de	nulidad.	“(...)	la	señora	representante	del	Ministerio	Público	al
fundamentar	los	recursos	de	nulidad	que	interpuso	contra	los	extremos
absolutorios	de	las	sentencias	(...)	no	ha	expresado	los	concretos	agravios	que
generan	a	sus	intereses	las	indicadas	decisiones	judiciales	absolutorias	de
primera	instancia;	que,	en	efecto,	del	contenido	de	la	fundamentación	de	los
citados	medios	impugnatorios	(...)	se	aprecia	que	la	señora	fiscal	superior	en
modo	alguno	ha	señalado	o	precisado	cuáles	son	los	motivos	por	los	cuáles
discrepa	con	las	mencionadas	sentencias,	esto	es,	no	expone	argumentos
dirigidos	a	cuestionar	el	juicio	de	valor	que	efectuó	el	tribunal	de	instancia	en
las	precitadas	resoluciones	judiciales,	muchos	menos	menciona	porqué	serían
erradas;	del	mismo	modo,	no	precisó	qué	aspectos	de	hecho	no	fueron
debidamente	apreciados	o	tomados	en	cuenta,	ni	los	elementos	de	prueba	que
valoró	de	manera	inadecuada	o	en	su	caso	cuáles	serían	los	medios	de	prueba
que	se	omitieron	valorar	por	parte	del	juzgador	o	como	se	afectó	algún
componente	de	las	garantías	genéricas	del	debido	proceso	y	tutela
jurisdiccional	efectiva	y	en	su	defecto	que	normas	constitucionales	o	de	índole
material	o	procesal	se	infringieron;	que,	en	tal	virtud,	la	señora	defensora	de
la	legalidad	no	cumplió	con	su	obligación	de	fundamentar	sus	recursos	de
nulidad;	que,	en	efecto,	al	revisar	dichos	medios	impugnatorios	sólo	se
advierte	que	realizó	una	descripción	de	los	tipos	penales	materia	de	acusación
y	de	qué	forma	éstos	se	configuran;	que,	asimismo,	haciendo	una	comparación
con	la	tesis	incriminatoria	que	plasmó	en	su	dictamen	acusatorio,	se	constata
que	la	fundamentación	de	sus	recursos	de	nulidad	no	es	otra	cosa	que	una
repetición	de	lo	consignado	en	la	acusación,	esto	es,	desarrolló	el	hecho	objeto
de	su	acusación	(...).”	(CS,	R.	N.	2421-2011-Cajamarca,	ene.	24/2013.	V.	P.
Barrios	Alvarado)
COMENTARIO.—No	existe	sección	especial	en	el	Código	de	Procedimientos
Penales	destinada	a	regular	la	etapa	de	impugnación	penal	en	el	proceso.	El
código,	solamente	prevé	el	recurso	de	nulidad	y	el	de	queja	por	denegatoria
del	 recurso	de	nulidad	 (Art.	 297).	No	 obstante,	 normatividad	posterior	 se
pronuncia	 sobre	 el	 recurso	 de	 apelación	 respecto	 de	 determinadas
resoluciones,	 tales	 como,	 sobreseimiento	 de	 autos	 de	 libertad	 provisional,
de	 detención,	 de	 comparecencia,	 sobre	 excepciones,	 cuestiones	 previas	 y
prejudiciales,	y	sobre	sentencias	(en	procedimientos	sumarios,	de	querella	y
sumaria	investigación).
Mediante	 aplicación	 supletoria	 del	 Código	 Procesal	 Civil,	 se	 incluye
actualmente	el	recurso	de	reposición	y	el	de	queja	contra	la	denegatoria	del
recurso	de	apelación.	Las	 impugnaciones	se	 interponen	en	un	plazo	de	24
horas	de	notificada	 la	 resolución	 cuestionada,	 con	 la	 excepción	del	Art.	 7°
del	D.	Leg.	N°	124.	La	 jurisprudencia	de	 la	Corte	Suprema	entiende	que	 la
impugnación	 –apelación–	 de	 los	 autos	 es	 de	 tres	 días;	 por	 aplicación
supletoria	del	Art.	376.1	del	Código	Procesal	Civil.
C.	de	P.P.
ART.	293.—Efecto	del	recurso.	El	recurso	de	nulidad	no	impide
que	 se	 cumpla	 la	 sentencia	 expedida	 por	 el	 tribunal,	 salvo	 lo
dispuesto	en	los	artículos	330	y	331.
JURISPRUDENCIA.—Delimitación	y	concepto	de	una	resolución	judicial
firme.	“(...)	La	firmeza	de	las	resoluciones	judiciales	está	referida	a	aquel
estado	del	proceso	en	el	que	no	cabe	presentar	medio	impugnatorio	y,	por	lo
tanto,	sólo	cabrá	cuestionar	la	irregularidad	de	la	actuación	judicial	a	través
del	control	constitucional.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	6712-2005-HC/TC,	oct.	17/2005.
Pres.	García	Toma)
C.	de	P.P.
ART.	294.—Interposición	del	recurso.	El	recurso	de	nulidad	se
interpone	 ante	 el	 Tribunal	 Correccional,	 el	 que	 lo	 admitirá	 o
denegará	de	plano,	según	se	halle	comprendido	o	no	en	el	artículo
292	de	éste	código.
C.	de	P.P.
ART.	 295.—Modificado.	 D.	 L.	 21895,	 Art.	 1°.	 Plazo	 para	 la
interposición.	 El	 recurso	 de	 nulidad	 se	 interpondrá	 dentro	 del
día	 siguiente	 al	 de	 expedición	 y	 lectura	 de	 la	 sentencia	 o	 de
notificación	del	auto	impugnado,	salvo	lo	dispuesto	en	el	artículo
289.
C.	de	P.P.
ART.	296.—Modificado.	Ley	12341,	Art.	3°.	Trámite	del
recurso.	Admitido	el	recurso	de	nulidad,	el	Tribunal	Correccional
elevará	inmediatamente	los	autos	a	la	Corte	Suprema.
No	procede	la	deserción	ni	el	abandono	del	recurso	de	nulidad.	El
recurso	de	nulidad	se	resuelve	con	cuatro	votos	conformes.
Los	 procesos	 por	 delitos	 comprendidos	 en	 el	 artículo	 339	 del
Código	Penal,	se	resolverán	dentro	de	los	quince	días	de	recibidos
los	autos.
NOTA:	La	referencia	es	al	Código	Penal	derogado,	por	adecuación	corresponde	al	artículo	339	del
Código	Penal	vigente,	el	mismo	que	tipifica	la	comisión	de	actos	hostiles	contra	estados	extranjeros.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Sentencia	o	ejecutoria	de	la	Corte
Suprema	que	resuelve	el	recurso	de	nulidad	es	inatacable.	“(...)	como
criterio	rector,	es	del	caso	dejar	sentado	que	la	sentencia	o	ejecutoria	que
emite	la	Sala	Penal	de	la	Corte	Suprema	de	Justicia,	pronunciándose	sobre	el
recurso	de	nulidad	interpuesto	por	las	partes	en	el	ámbito	de	sus	derechos	e
intereses	legítimos,	por	su	propia	naturaleza	y	jerarquía,	es	definitiva	e
inmodificable	–salvo,	claro	está,	los	supuestos	de	aclaración	y	corrección	de
resoluciones–,	y	contra	ella	no	procede	recurso	alguno,	menos	articulación	de
nulidad	de	actuados	basada	en	motivos	de	mérito,	que	en	buena	cuenta
persiguen	un	reexamen	del	recurso	o	cuestión	controvertida	definitivamente
resuelta;	que,	asimismo,	excluida	in	límine	toda	alegación	que	pretenda	una
nueva	valoración	de	la	cuestión	jurídica	decidida,	y	en	tanto	ello	no	implique
volver	a	examinar	lo	ya	resuelto	–alegando	supuestos	vicios	in	iure–,	sólo	es
posible	cuestionar	indirectamente	el	fallo	invocando,	de	un	lado,	vicios	de
procedimiento	en	la	tramitación	del	recurso	en	la	propia	sala	penal,	siempre
que	importen	una	efectiva	indefensión	a	la	parte	afectada,	y,	de	otro	lado,
pero	muy	restrictivamente,	vicios	por	defecto	de	la	propia	sentencia	de	mérito,
y	sólo	cuando	se	vulnere	el	principio	de	congruencia	entre	pretensión
impugnatoria	y	absolución	del	grado	o	sentencia	proferida,	cuyo	amparo	por
lo	demás	está	sujeto	a	que	ese	tema	no	haya	sido	tratado	implícita	o
explícitamente	en	el	fallo	al	respeto	al	principio	de	enmienda	y	conservación
de	los	actos	procesales;	que	fuera	de	esos	vicios,	que	suponen	infracción	de	la
norma	que	guía	el	trámite	del	procedimiento	impugnatorio	en	la	Corte
Suprema	de	Justicia	o	cautela	la	configuración	del	fallo	en	orden	a	lo	que	debe
decidir,	siempre	que	sobre	los	alcances	de	la	congruencia	no	exista	una
motivación	puntual	en	el	propio	fallo,	no	cabe	articulación	alguna	contra	la
ejecutoria	suprema	y,	extensivamente,	contra	una	sentencia	que	resuelva	el
objeto	procesal	de	una	causa	en	vía	recursal,	y	siempre	en	este	último	caso	que
no	exista	contra	la	misma	un	recurso	impugnatorio	posible	de	interponerse	y
el	punto	no	haya	sido	objeto	de	la	pretensión	impugnatoria	por	haberse
seguido	sorpresivamente	luego	de	su	expedición	(...).”	(CS,	R.	N.	798-2005-Ica,
set.	22/2005.	S.	S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—El	no	informar	oralmente	en	la	vista	de	la	causa	no
implica	violación	del	derecho	de	defensa.	“En	el	trámite	del	recurso	de
nulidad	establecido	en	el	Código	de	Procedimientos	Penales	prevalece	el
sistema	escrito,	a	diferencia	de	lo	que	ocurre	en	un	juicio	oral,	por	lo	que	el
hecho	de	que	no	se	haya	informado	oralmente	en	la	vista	de	la	causa	no
significa	que	se	haya	violado	el	derecho	de	defensa	del	recurrente,	toda	vez
que	la	facultad	revisora	de	la	Sala	Penal	Suprema	se	sustenta	a	través	de	una
valoración	netamente	escrita	(...).	En	efecto,	(...),	obra	el	escrito	de	fecha	15	de
octubre	del	2012,	mediante	el	cual	el	abogado	defensor	del	recurrente
presentó	los	argumentos	que	sustentaron	la	interposición	del	recurso	de
nulidad.	Dichos	argumentos	fueron	valorados	(...),	por	parte	de	los
magistrados	supremos	demandados,	y	determinaron	declarar	no	haber
nulidad	en	la	condena	impuesta	a	don	Segundo	Eusebio	Lozano	Malea	(...)”.
(T.	C.,	Exp.	05691-2014-PHC/TC,	abr.	22/2015.	S.	S.	Urviola	Hani)
C.	de	P.P.
ART.	297.—Modificado.	D.	Leg.	959,	Art.	1°.	Recurso	de	queja.
1.	Denegado	el	recurso	de	nulidad	por	la	Sala	Penal	Superior	en
los	 supuestos	 previstos	 en	 el	 artículo	 292,	 el	 interesado	 podrá
solicitar	 copias,	 dentro	 de	 veinticuatro	 horas,	 para	 interponer
recurso	 de	 queja	 ordinario.	 La	 Sala	 Penal	 Superior	 ordenará	 la
expedición	 gratuita	 de	 las	 copias	 pedidas	 y	 las	 que	 crean
necesarias,	elevando	inmediatamente	el	cuaderno	respectivo	a	la
Corte	Suprema.
2.	 Excepcionalmente,	 tratándose	 de	 sentencias,	 de	 autos	 que
extingan	la	acción	o	pongan	fin	al	procedimiento	o	a	la	instancia,	o
de	 resoluciones	 que	 impongan	 o	 dispongan	 la	 continuación	 de
medidas	cautelares	personales	dictadas	en	primera	instancia	por
la	 Sala	 Penal	 Superior,	 salvo	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 271,	 el
interesado	 –una	 vez	 denegado	 el	 recurso	 de	 nulidad–	 podrá
interponer	recurso	de	queja	excepcional,	siempre	que	se	acredite
que	 la	resolución	 impugnada	o	el	procedimiento	que	 la	precedió
infringió	 normas	 constitucionales	 o	 normas	 con	 rango	 de	 ley
directamente	derivadas	de	aquellas.
3.	 La	 admisión	 del	 recurso	 de	 queja	 excepcional,	 previsto	 en	 el
numeral	anterior,	está	condicionada	a	que:
a)	se	interponga	en	el	plazo	de	veinticuatro	horas	de	notificada	la
resolución	que	deniega	el	recurso	de	nulidad;
b)	 se	 precisen	 y	 fundamenten	 puntualmente	 los	 motivos	 del
recurso;
c)	 se	 indique	 en	 el	 escrito	 que	 contiene	 el	 recurso	 las	 plazas
pertinentes	 del	 proceso	 y	 sus	 folios,	 para	 la	 formación	 del
cuaderno	respectivo.
4.	 La	 Sala	 Penal	 Superior	 sólo	 podrá	 declarar	 inadmisible	 el
recurso	de	queja	si	se	vulneran	la	formalidad	y	el	plazo	previstos
en	este	código.	En	ese	caso,	el	afectado,	en	el	plazo	de	veinticuatro
horas,	 se	 dirigirá	 directamente	 a	 la	 Corte	 Suprema	 adjuntando
copia	 del	 recurso	 y	 de	 la	 cédula	 de	 notificación	 que	 contiene	 el
auto	denegatorio.	La	Corte	Suprema	decidirá,	sin	trámite	alguno,
si	 corresponde	 que	 la	 Sala	 Penal	 Superior	 eleve	 el	 cuaderno	 de
queja.
5.	 La	 Corte	 Suprema,	 en	 todos	 lo	 casos,	 resolverá	 el	 recurso	de
queja,	 previo	 dictamen	 fiscal.	 Bastan	 tres	 votos	 conformes	 para
resolverla.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Cómputo	de	la	prescripción	no
considera	el	lapso	entre	la	interposición	del	recurso	de	queja
excepcional	y	la	remisión	al	tribunal	superior	de	la	copia	certificada	que
concede	el	recurso	de	nulidad.	“(…)	La	posibilidad	de	que	el	Supremo
Tribunal	conozca	de	las	resoluciones	que	ponen	fin	a	la	instancia	en	los
procesos	sumarios	–vía	recurso	de	nulidad–	pasa	por	el	filtro	del	recurso	de
queja	excepcional	conforme	a	lo	dispuesto	por	el	apartado	dos	del	artículo
297	del	Código	de	Procedimientos	Penales,	modificado	por	el	Decreto
Legislativo	número	959.	El	objeto	de	este	recurso	extraordinario	es,	claro	está,
que	la	Sala	Penal	Suprema	resuelva	la	admisibilidad	de	un	recurso	de	nulidad
rechazado	por	la	Sala	Penal	Superior	que	actuó	como	Tribunal	Ad	Quem.	El
mencionado	recurso	será	estimado	siempre	que	‘(…)	se	acredite	que	la
resolución	impugnada	o	el	procedimiento	que	la	precedió	infringió	normas
constitucionales	o	normas	con	rango	de	ley	directamente	derivadas	de
aquéllas’.	(…).
En	este	sentido,	se	debe	dilucidar	si	la	interposición	del	recurso	de	queja
excepcional	suspende	los	plazos	de	prescripción.	(…).
10.	Por	tanto,	la	incoación	y	trámite	del	recurso	de	queja	respecto	de	las
resoluciones	que	ponen	fin	a	la	instancia	en	los	procesos	sumarios	se	adecua	a
las	exigencias	de	los	procedimientos	que	suspenden	la	prescripción	de	la
acción	penal.	En	consecuencia,	para	el	cómputo	de	los	plazos	de	prescripción
en	el	referido	supuesto	no	puede	considerarse	el	lapso	comprendido	entre	la
interposición	del	recurso	de	queja	excepcional,	como	consecuencia	del
denegatorio	del	recurso	de	nulidad,	y	la	remisión	al	tribunal	superior	de	la
copia	certificada	de	la	ejecutoria	suprema	que	estima	el	recurso	en	cuestión	y
concede	el	recurso	de	nulidad	respectivo.	(...)”.	(Pleno	Jurisdiccional	de	las
Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	Acuerdo	Plenario	6-2007/CJ-116,
feb.	08/2008)
JURISPRUDENCIA.—Recurso	de	queja	excepcional,	si	es	una	decisión	que
se	pronuncia	sobre	el	fondo	de	la	pretensión	impugnatoria.	“(…)	Que	la
sentencia	de	vista	(…)	rechazó	por	motivos	de	mérito	la	absolución	dictada
por	el	juez	(…)	al	declarar	el	carácter	de	injusto	culpable	de	los	hechos	objeto
del	proceso	penal	atribuidos	al	procesado	(…)	la	alegación	de	la	defensa	del
acusado	(…)	que	sostenía	que	los	hechos	imputados	por	imperio	de	una	norma
posterior	ya	no	eran	delictivos;	que,	siendo	así,	se	trata	de	un	objeto	procesal
válido	del	recurso	de	queja	excepcional,	puesto	que	(…)	es	una	decisión	que	se
pronuncia	sobre	el	fondo	de	la	pretensión	impugnatoria	–aplica
supletoriamente	la	regla	establecida	por	el	artículo	trescientos	uno	del	Código
de	Procedimientos	Penales–	y	da	por	concluida	la	segunda	instancia	en	ese
ámbito	del	procedimiento	penal,	por	lo	que	es	de	rigor	un	pronunciamiento
sobre	el	fondo	del	recurso.	(…).”	(CS.,	Queja	744-2009,	nov.	03/2009.	V.	P.	San
Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—La	resolución	que	desestima	una	excepción	de
naturaleza	de	acción	no	es	presupuesto	procesal	objetivo	del	recurso	de
queja	excepcional.	“(...)	la	resolución	firme	finalmente	cuestionada	en	sede
impugnativa	es	una	que	desestimó	una	excepción	de	naturaleza	de	acción.
Empero,	el	presupuesto	procesal	objetivo	del	recurso	de	queja	excepcional	u
objeto	procesal	debe	ser	un	auto	que	extinga	la	acción	o	ponga	fin	al
procedimiento	o	a	la	instancia,	conforme	está	previsto	en	el	artículo	297	inciso
2	del	Código	de	Procedimientos	Penales.
(...)	un	principio	de	la	impugnación	es	la	taxatividad	de	los	recursos,	es	decir,
la	ley	debe	indicar	qué	resoluciones	pueden	ser	impugnadas	y	el	recurso
específico	en	el	sub-lite,	estando	a	lo	indicado	en	el	fundamento	jurídico
anterior,	no	es	posible	conocer	el	fondo	del	asunto	por	la	patente
inadmisibilidad	del	recurso	interpuesto”.	(CS,	Queja	675-2012-Lima,	ene.
21/2013.	V.	P.	San	Martín	Castro)
COMENTARIO.—Recurso	de	queja.	La	Ley	26689	regula	en	su	artículo	3°
el	recurso	de	queja	de	derecho	en	el	proceso	ordinario.	La	queja	a	diferencia
del	recurso	de	nulidad	–que	busca	revocar	la	resolución	impugnada–	apunta
a	lograr	sólo	la	admisibilidad	de	un	recurso	denegado.	Si	bien	el	Código	de
Procedimientos	Penales	sólo	regula	la	queja	por	denegatoria	del	recurso	de
nulidad,	 la	 jurisprudencia	 suele	 extenderla	 al	 recurso	 de	 apelación	 (vía
aplicación	 supletoria	 del	 Código	 Procesal	 Civil).	 En	 los	 procesos	 sumarios
(delitos	menos	graves),	 que	no	 son	de	 conocimiento	ordinario	de	 la	Corte
Suprema,	la	Ley	27833	(21	de	setiembre	de	2002)	que	modifica	el	Art.	9°	del
Decreto	Legislativo	N°	124,	se	restringe	la	aplicación	del	recurso	de	queja	a
los	supuestos	en	que	se	deniegue	la	apelación,	la	queja	será	interpuesta	ante
el	mismo	juez	y	en	el	plazo	de	tres	días.
C.	de	P.P.
ART.	298.—Modificado.	D.	Leg.	126,	Art.	1°.	Causales	de
nulidad.	La	Corte	Suprema	declarará	la	nulidad:
1.	Cuando	en	la	sustanciación	de	la	instrucción,	o	en	la	del
proceso	de	juzgamiento,	se	hubiera	incurrido	en	graves
irregularidades	u	omisiones	de	trámites	o	garantías	establecidas
por	la	Ley	Procesal	Penal;
2.	Si	el	juez	que	instruyó	o	el	tribunal	que	juzgó	no	era
competente;
3.	Si	se	ha	condenado	por	un	delito	que	no	fue	materia	de	la
instrucción	o	del	juicio	oral,	o	que	se	haya	omitido	instruir	o
juzgar	un	delito	que	aparece	de	la	denuncia,	de	la	instrucción	o	de
la	acusación.
No	procede	declarar	la	nulidad	tratándose	de	vicios	procesales
susceptibles	de	ser	subsanados;	o	que	no	afecten	el	sentido	de	la
resolución.	Los	jueces	y	tribunales	están	facultados	para
completar	o	integrar	en	lo	accesorio,	incidental	o	subsidiario,	los
fallos	o	resoluciones	judiciales.
La	nulidad	del	proceso	no	surtirá	más	efectos	que	el	retrotraer	el
procedimiento	a	la	estación	procesal	en	que	se	cometió	o	produjo
el	 vicio,	 subsistiendo	 los	 elementos	 probatorios	 que	 de	 modo
específico	 no	 fueron	 afectados.	 Declarada	 la	 nulidad	 del	 juicio
oral,	 la	 audiencia	 será	 reabierta,	 a	 fin	 de	 que	 en	 dicho	 acto	 se
subsanen	 los	 vicios	 u	 omisiones	 que	 la	 motivaron,	 o	 que	 en	 su
caso,	 se	 complementen	 o	 amplíen	 las	 pruebas	 y	 diligencias	 que
correspondan.
DELITOS	CONTRA	EL	ESTADO
Ley	26718.
ART.	1°.—En	los	procesos	penales	en	que	el	Estado	sea	parte	agraviada	no
se	concederá	de	oficio,	recurso	de	apelación	ni	recurso	de	nulidad.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	7º.—En	el	ejercicio	y	defensa	de	sus	derechos,	toda	persona	goza	de	la
plena	tutela	jurisdiccional,	con	las	garantías	de	un	debido	proceso.
Es	 deber	 del	 Estado,	 facilitar	 el	 acceso	 a	 la	 administración	 de	 justicia,
promoviendo	 y	manteniendo	 condiciones	 de	 estructura	 y	 funcionamiento
adecuados	para	tal	propósito.
JURISPRUDENCIA.—Parte	civil	tiene	pleno	reconocimiento	para	obtener
la	debida	protección	jurisdiccional.	“(…)	Por	otro	lado,	desde	la	garantía	de
tutela	jurisdiccional	(ex	artículo	139	inciso	3	la	Constitución),	la	parte	civil
tiene	pleno	reconocimiento	para	obtener	la	debida	protección	jurisdiccional,
dentro	de	los	marcos	de	la	ley	–más	en	concreto,	obtener	una	resolución
motivada	en	el	derecho	objetivo	y	en	las	pruebas	practicadas–.
Un	ámbito	de	intervención	es	el	de	la	eficacia	del	proceso,	de	los	actos
procesales.	Las	nulidades	procesales	–ausencia	de	presupuestos	o
incumplimiento	de	requisitos	jurídicos	de	especial	relevancia	de	los	actos
procesales–,	específicamente,	las	absolutas,	que	incluso	pueden	ser	deducidas
de	oficio	por	el	órgano	jurisdiccional,	desde	luego	pueden	ser	invocadas	para
que	el	tribunal	de	revisión	ejerza	ese	poder	de	oficio.	El	artículo	298	del
Código	de	Procedimientos	Penales	señala	las	causales	de	nulidad	que	debe
examinar	el	supremo	tribunal,	que	a	su	vez	tienen	entidad	para	ocasionar	una
indefensión	constitucionalmente	relevante	como	consecuencia	de	la
vulneración	de	las	garantías	procesales	básicas	del	proceso	penal.”	(C.	S.,	R.	N.
2167-2008/Lima,	dic.	10/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—La	nulidad	de	la	sentencia	es	el	mecanismo	idóneo
para	“remover”	el	obstáculo	que	impide	el	cumplimiento	de	lo	dispuesto
por	la	CIDH.	“La	Corte	Interamericana	de	Derechos	Humanos	en	su	citada
resolución	(...),	ha	señalado	que	los	tribunales	internos	del	Perú	están
obligados	a	remover	cualquier	práctica,	norma	o	institución	procesal
inadmisible	en	relación	con	el	deber	de	investigar	graves	violaciones	a	los
derechos	humanos.	En	tanto	que,	en	su	parte	resolutiva	se	dispone	que	el
Estado	del	Perú	adopte	todas	las	medidas	que	sean	necesarias	para	dar
efectivo	y	pronto	acatamiento	a	los	puntos	pendientes	de	cumplimiento,
señalados	en	el	punto	declarativo	segundo	de	su	resolución.	En	tal	virtud,	a
pesar	de	que	la	ejecutoría	suprema	del	veinte	de	julio	de	dos	mil	doce,	adquirió
firmeza,	la	misma	debe	ser	removida	por	ser	un	obstáculo	para	el
cumplimiento,	conforme	a	lo	establecido	por	la	Corte	Interamericana	de
Derechos	Humanos	en	su	sentencia	del	caso	Barrios	Altos,	a	fin	de	hacerla
compatible	con	la	Convención	Americana	de	Derechos	Humanos,	por	lo	que
estimamos	que	el	mecanismo	procesal	idóneo	es	la	nulidad	de	la	citada
ejecutoria.	(...).
(...)	En	consecuencia,	corresponde	retrotraer	la	causa	al	estado	anterior	de	la
emisión	de	la	ejecutoria	suprema,	por	lo	que	la	sentencia	expedida	por	la	Sala
Penal	Superior	recobra	vigencia	con	todos	sus	efectos	jurídicos,	lo	que	implica
que	respecto	al	procesado	(...),	se	ordene	su	recaptura	e	internamiento	en	el
establecimiento	penitenciario	correspondiente,	atendiendo	a	su	situación
jurídica	de	condena.”	(CS,	R.	N.	4104-2010-Lima,	set.	27/2012.	S.	S.	Pariona
Pastrana)
JURISPRUDENCIA.—CIDH:	impunidad	a	través	de	la	amnistía	es	tan
grave	como	la	que	se	origina	en	la	falta	de	voluntad	del	Poder	Judicial
para	sancionar	los	delitos	de	lesa	humanidad.	“(…)	12.	Al	respecto,	la
Corte	reitera	que,	ante	la	jurisdicción	internacional,	es	únicamente	el	Estado
como	tal,	y	no	sus	respectivos	poderes,	el	que	comparece	ante	los	órganos	de
supervisión	de	la	Convención	Americana	sobre	Derechos	Humanos.	De	igual
forma,	la	representación	de	los	Estados	ante	este	Tribunal	se	realiza	a	través
de	los	agentes	acreditados	ante	el	mismo,	quienes	podrán	ser	asistidos	de
otras	personas	en	el	ejercicio	de	sus	funciones.	(…)
29.	Sobre	este	aspecto,	cabe	resaltar	que	la	impunidad	puede	ser	propiciada	o
tolerada	por	el	Estado,	al	sustraer	a	los	responsables	de	la	acción	de	la	justicia
o	 denegarse	 justicia	 a	 las	 víctimas.	 En	 este	 sentido,	 la	 Corte	 considera	 de
similar	gravedad	tanto	la	impunidad	garantizada	a	través	de	la	adopción	de
leyes	de	amnistía,	 como	 fue	declarado	en	 la	Sentencia	de	 fondo	del	presente
caso,	como	la	impunidad	originada	en	la	falta	de	voluntad	del	Poder	Judicial
de	cumplir	a	cabalidad	con	la	obligación	de	investigar,	juzgar	y	sancionar.	Tal
falta	de	voluntad	judicial	debe	ser	analizada	en	cada	caso	concreto	y	valorada
de	acuerdo	a	criterios	objetivos,	que	lleven	al	convencimiento	que	la	acción	o
inacción	de	las	autoridades	busca	sustraer	a	los	responsables	de	la	acción	de
la	 justicia	 o	 configurar	 un	 cuadro	 de	 denegación	 de	 justicia.”	 (CIDH,	 Caso
Barrios	 Altos	 vs	 Perú	 -	 Supervisión	 de	 cumplimiento	 de	 sentencia,	 set.
07/2012.	Pres.	Manuel	Ventura	Robles)
JURISPRUDENCIA.—Debido	proceso	y	tutela	jurisdiccional.	“(...)	mientras
la	tutela	judicial	efectiva	supone	tanto	el	derecho	de	acceso	a	los	órganos	de
justicia	 como	 la	eficacia	de	 lo	decidido	en	 la	 sentencia;	 el	derecho	al	debido
proceso,	 en	 cambio,	 significa	 la	 observancia	 de	 los	 derechos	 fundamentales
esenciales	 del	 procesado,	 principios	 y	 reglas	 esenciales	 exigibles	 dentro	 del
proceso	como	instrumento	de	tutela	de	los	derechos	subjetivos	(…)”.	(TC,	Exp.
N°	8123-2005-PHC/TC,	nov.	14/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Expresiones	del	debido	proceso:	 formal	y	material.
“(...)	El	debido	proceso	presenta	dos	expresiones:	la	formal	y	la	sustantiva;	en
la	de	carácter	formal,	los	principios	y	reglas	que	lo	integran	tienen	que	ver	con
las	 formalidades	estatuidas,	 tales	como	 las	que	establecen	el	 juez	natural,	el
procedimiento	preestablecido,	el	derecho	de	defensa	y	 la	motivación;	y	en	su
expresión	 sustantiva,	 están	 relacionados	 los	 estándares	 de	 razonabilidad	 y
proporcionalidad	 que	 toda	 decisión	 judicial	 debe	 suponer	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	N°
2424-2004-AA/TC,	feb.	18/2005.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—¿Qué	 comprende	 el	 debido	 proceso?.	 “(...)	 El
contenido	 constitucionalmente	 protegido	 del	 derecho	 al	 debido	 proceso
comprende	 una	 serie	 de	 garantías,	 formales	 y	 materiales,	 de	 muy	 distinta
naturaleza,	que	en	conjunto	garantizan	que	el	procedimiento	o	proceso	en	el
cual	se	encuentre	inmerso	una	persona,	se	realice	y	concluya	con	el	necesario
respeto	 y	 protección	 de	 todos	 los	 derechos	 que	 en	 él	 puedan	 encontrarse
comprendidos	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	7289-2005-PA/TC,	may.	03/2006.	Pres.	Alva
Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—A	diferencia	del	 recurso	de	 casación,	 el	 recurso	de
nulidad	permite	al	superior	evaluar	autónomamente	la	prueba	actuada.
“5.	 Con	 respecto	 al	 recurso	 de	 nulidad,	 el	 artículo	 298	 del	 Código	 de
Procedimientos	 Penales,	 modificado	 por	 el	 Decreto	 Legislativo	 N°	 126,
establece	que	la	sentencia	suprema	puede	ser	anulada	(...).
16.	Con	relación	al	recurso	de	nulidad,	resulta	necesario	precisar	que	‘[e]s	un
medio	de	 impugnación	de	mayor	 jerarquía	entre	 los	recursos	ordinarios	que
se	 ejercitan	 en	 el	 procedimiento	 penal	 peruano,	 en	 el	 que,	 a	 diferencia	 del
recurso	 de	 casación,	 que	 se	 circunscribe	 al	 análisis	 de	 las	 infracciones	 de
forma	 y	 de	 ley	 debidamente	 tasadas,	 permite	 al	 supremo	 tribunal	 evaluar
autónomamente	la	prueba	actuada’.	En	tal	sentido,	al	revocarse	lo	dispuesto
en	primera	 instancia	y	disponerse	 la	realización	de	un	nuevo	 juzgamiento	y,
con	ello,	la	actuación	de	las	pruebas	que	sustentan	la	acusación	fiscal,	se	han
cumplido	los	objetivos	del	proceso”.	(TC,	Exp.	618-2005-HC/TC,	mar.	08/2005.
S.	S.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Hay	nulidad	si	no	se	resolvió	 la	excepción.	 “(...)	aun
cuando	con	la	resolución	materia	de	grado	se	ha	dado	por	fenecido	el	presente
proceso,	 fin	 que	 también	 es	 perseguido	 por	 el	 encausado	 al	 deducir	 la
excepción	de	 naturaleza	 de	 acción;	 empero,	 al	 no	 emitirse	 pronunciamiento
respecto	 al	 citado	medio	 de	 defensa,	 el	 A-quo	 incurre	 en	 causal	 de	 nulidad
(...)”.	(CSJ,	Exp.	N°	6476-1997,	set.	07/97.	S.S.	Baca	Cabrera)
JURISPRUDENCIA.—Omitir	 imponer	el	porcentaje	de	 la	multa,	 el	plazo
de	 pago	 y	 el	 apercibimiento	 respectivo,	 así	 como	 el	 término	 de	 la
inhabilitación	no	afectan	sustantivamente	la	valoración	de	las	pruebas
ni	el	 sentido	del	 fallo.	 “(…)	el	 recurrente	 también	afirma	que	 se	 vulnera	el
debido	proceso	pues	en	la	sentencia	(...)	dictada	en	el	proceso	penal	(...)	la	Sala
Penal	Superior	ha	omitido	imponer	el	porcentaje	de	la	multa,	el	plazo	de	pago
y	el	apercibimiento	respectivo,	así	como	el	 término	de	 la	 inhabilitación.	Este
colegiado	considera	que	si	bien	es	cierto	que	en	 la	sentencia	aludida	 la	Sala
Penal	 incurrió	 en	 las	 omisiones	 precisadas	 por	 el	 recurrente,	 es	 verdad
también	que	dichas	omisiones	no	afectan	de	manera	sustantiva	la	valoración
de	 las	 pruebas	 ni	 el	 sentido	 del	 fallo,	 tal	 como	 dispone	 el	 artículo	 298	 del
Código	 de	 Procedimientos	 Penales;	 más	 aún	 si	 ellas	 han	 sido	 integradas
oportunamente	 en	 la	 resolución	 judicial	 (…)	 la	 que	 desestimó	 el	 recurso	 de
nulidad	 interpuesto	 por	 los	 favorecidos.	 En	 consecuencia,	 al	 no	 haber	 una
afectación	 del	 derecho	 al	 debido	 proceso	 y	 al	 haberse	 restringido
legítimamente	 la	 libertad	 personal	 de	 los	 recurrentes,	 la	 demanda	 debe
declararse	 infundada.	 (...)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 0260-2005-PHC/TC,	 mar.	 09/2007.
Pres.	Gonzáles	Ojeda)
JURISPRUDENCIA.—La	 impugnación	 de	 la	 sentencia	 por	 una	 nulidad
originada	por	vicios	procesales	comprende	también	la	refutación	de	 la
reparación	 civil.	 “El	 recurrente	 en	 primer	 lugar	 plantea	 la	 nulidad	 de	 la
resolución,	 es	 decir,	 busca	 que	 se	 declare	 nula	 la	 sentencia	 de	 primera
instancia	 y,	 en	 consecuencia,	 que	 se	 declare	 nulo	 todo	 el	 juicio	 oral,	 esta
alegación	importa	la	denuncia	de	falta	de	suficiencia	de	los	actos	citados,	por
lo	 que,	 cualquier	 decisión	 que	 de	 ella	 derive,	 sería	 insubsistente	 por	 el	 vicio
procesal	 precedente.	 Cabe	 la	 posibilidad	 que	 la	 sentencia	 tenga	 graves
defectos	 de	 forma,	 por	 lo	 que	 no	 podría	 conformar	 en	 ningún	 caso
[responsabilidad,	 pena	 o	 reparación	 civil]	 cosa	 juzgada,	 no	 seguir	 este
razonamiento	 conllevaría	 una	 presunción	 de	 legalidad	 del	 proceso	 que
advertiría	un	adelanto	de	opinión.	Entonces,	al	impugnar	sobre	la	suficiencia
de	 la	 resolución	 por	 vicio	 procesal,	 por	 lógica	 no	 puede	 dejarse	 firme	 una
sentencia	 con	 posibles	 vicios	 hasta	 que	 se	 pronuncie	 la	 segunda	 instancia
definitivamente	 sobre	 este	 punto,	 pues	 podría	 existir	 la	 incoherencia	 de
declararse	nula	la	condena	y	pena,	de	la	que	deriva	la	reparación	civil	y	esta
subsistir.	De	ahí	que	deba	analizarse	esto	al	momento	de	leer	el	recurso	para
establecer	 si	 es	 que	 el	 petitorio	 de	 nulidad	 de	 la	 sentencia	 implica	 la
suficiencia	del	extremo	de	la	reparación	civil”.	(C.	S.,	Cas.	229-2015-Lima,	nov.
10/2015.	S.	S.	Villa	Stein)
COMENTARIO.—El	 primero	 de	 julio	 de	 1987	 el	 artículo	 único	 de	 la	 Ley
26712	dejó	sin	efecto	la	modificatoria	hecha	por	el	Art.	2°	de	la	Ley	24670,
con	lo	que	el	artículo	298	regresó	al	texto	introducido	por	el	D.	Leg.	126.
C.	de	P.P.
ART.	 299.—Declaración	 de	 nulidad.	 La	 Corte	 Suprema,
cualquiera	que	sea	la	parte	que	interponga	el	recurso	o	la	materia
que	lo	determine,	puede	anular	todo	el	proceso	y	mandar	rehacer
la	instrucción	por	el	mismo	u	otro	juez	instructor,	o	declarar	sólo
la	nulidad	de	la	sentencia	y	señalar	el	tribunal	que	ha	de	repetir	el
juicio.
JURISPRUDENCIA.—No	actuar	las	pruebas	pertinentes	para	esclarecer
los	hechos	y	no	compulsar	la	prueba	vulnera	el	principio	de	congruencia
en	la	motivación.	“(...)	Esta	resolución	se	sustenta	en	graves	irregularidades
que	atentan	contra	el	principio	de	congruencia	en	la	motivación,	en	atención
a	que	no	se	actuaron	las	pruebas	pertinentes	para	el	esclarecimiento	de	los
hechos	ni	se	compulsó	la	prueba	(…)	a	fin	de	establecer	la	responsabilidad	o
irresponsabilidad	penal	de	cada	uno	de	los	procesados,	incurriéndose	en	la
causal	de	nulidad	prevista	en	el	artículo	298,	inciso	1),	del	Código	de
Procedimientos	Penales	(…)	no	se	ha	afectado	la	garantía	de	la	cosa	juzgada,
ya	que	la	sentencia	expedida	en	un	proceso	ha	sido	anulada	al	interior	del
mismo,	con	arreglo	a	las	disposiciones	previstas	para	dicho	supuesto	(…)”.	(TC,
Exp.	N°	1330-2004-HC/TC,	oct.10/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
C.	de	P.P.
ART.	 300.—Modificado.	 D.	 Leg.	 959,	 Art.	 1°.	 Ámbito	 del
recurso	de	nulidad.
1.	 Si	 el	 recurso	 de	 nulidad	 es	 interpuesto	 por	 uno	 o	 varios
sentenciados,	la	Corte	Suprema	sólo	puede	confirmar	o	reducir	la
pena	 impuesta	 y	 pronunciarse	 sobre	 el	 asunto	 materia	 de
impugnación.
2.	 Las	 penas	 o	 las	 medidas	 de	 seguridad	 impuestas	 a	 los
sentenciados	que	no	hayan	sido	objeto	de	recurso	de	nulidad,	sólo
podrán	ser	modificadas	cuando	les	sea	favorable.
3.	 Si	 el	 recurso	 de	 nulidad	 es	 interpuesto	 por	 el	 Ministerio
Público,	 la	 Corte	 Suprema	 podrá	modificar	 la	 pena	 o	medida	 de
seguridad	 impugnada,	 aumentándose	 o	 disminuyéndola,	 cuando
ésta	no	corresponda	a	las	circunstancias	de	la	comisión	del	delito.
4.	Si	el	recurso	de	nulidad	se	refiere	a	la	reparación	civil,	la	Corte
Suprema	 en	 todos	 los	 casos	 sólo	 podrá	 decidir	 en	 los	 estrictos
ámbitos	de	la	pretensión	impugnatoria.
5.	 Las	 partes	 deberán	 fundamentar	 en	 un	 plazo	 de	 diez	 días	 el
recurso	 de	 nulidad.	 En	 caso	 de	 incumplimiento	 se	 declarará
improcedente	 el	 recurso.	 Esta	 disposición	 se	 extiende	 a	 la
impugnación	de	autos,	en	cuyo	caso	el	plazo	para	fundamentarla
es	de	cinco	días.
6.	Los	criterios	establecidos	en	los	numerales	precedentes	serán
de	 aplicación	 a	 los	 recursos	 de	 apelación	 interpuestos	 en	 el
proceso	 sumario	 previsto	 en	 el	 Decreto	 Legislativo	N°	 124	 y	 en
todos	los	demás	procedimientos	establecidos	por	la	ley.
FUNCIÓN	JURISDICCIONAL
Const.
ART.	139.—Son	principios	y	derechos	de	la	función	jurisdiccional:
(...).
12.	El	principio	de	no	ser	condenado	en	ausencia.
(...).
PLENO	 JURISDICCIONAL	 PENAL.—Tribunal	 puede	 variar	 el	 grado	 de
consumación	 del	 delito,	 el	 grado	 de	 participación,	 variar	 la	 pena	 de
principal	 a	 accesoria	 o	 viceversa	 e	 integrar	 el	 fallo	 disponiendo	 el
tratamiento	terapéutico,	aunque	la	apelación	solo	haya	sido	interpuesta
por	el	sentenciado.	“(…)	Establecer	como	doctrina	legal	(…)	que	el	tribunal,
puede	 en	 el	 supuesto	que	 el	 recurso	 impugnativo	haya	 sido	 interpuesto	 sólo
por	el	 sentenciado,	 según	el	 caso:	 variar	 el	grado	de	 consumación	del	delito
(de	 tentativa	 a	 delito	 consumado),	 variar	 el	 grado	 de	 participación	 (por
ejemplo	 de	 cómplice	 secundario	 a	 cómplice	 primario	 o	 instigador	 o	 autor),
variar	 la	 pena	 de	 principal	 a	 accesoria	 o	 viceversa,	 e	 integrar	 el	 fallo
disponiendo	el	 tratamiento	terapéutico	a	que	se	refiere	el	artículo	178-A	del
Código	Penal.	Por	otro	lado,	el	tribunal	de	revisión	no	puede	integrar	el	fallo
recurrido	e	imponer	una	pena	omitida	aún	cuando	la	ley	penal	la	establezca.
(...)”.	 (Pleno	 Jurisdiccional	 de	 las	 Salas	 Penales	 Permanente	 y	 Transitorias,
Acuerdo	Plenario	5-2007/CJ-116,	feb.	08/2008)
JURISPRUDENCIA.—Colegiado	 no	 puede	 integrar	 sentencia
condenatoria	 con	otro	 tipo	penal	 si	 este	no	hubiese	 sido	materia	de	 la
denuncia	o	acusación	fiscal:	reformatio	in	peius.	“(…)	si	bien	mediante	la
cuestionada	 ejecutoria	 suprema	 no	 se	 aumentó	 el	 quantum	 de	 la	 pena
conminada,	 se	 integró	 la	 sentencia	 condenatoria	 con	 un	 tipo	 penal	 más
gravoso,	 lo	cual	configuraría	una	violación	del	principio	reformatio	 in	peius,
pues,	 aun	 interponiendo	 el	 correspondiente	 recurso	 de	 nulidad	 el
representante	 del	 Ministerio	 Público	 el	 colegiado	 supremo	 emplazado,	 no
podría	 integrar	 la	 sentencia	 condenatoria	 con	 otro	 tipo	 penal	 si	 este	 no
hubiese	sido	materia	de	la	denuncia	o	acusación	fiscal.	No	obstante,	conforme
se	aprecia	de	la	sentencia	condenatoria	cuya	eficacia	reclama	implícitamente
el	 recurrente	 (…)	 la	 acusación	 fiscal	 por	 los	 hechos	 incriminados	 se	 hizo
conforme	a	las	conductas	delictivas	previstas	en	los	artículos	296	y	297,	inciso
7	 del	 Código	 Penal.	 Por	 tanto,	 no	 se	 configura	 el	 supuesto	 señalado	 en	 el
fundamento	7	de	la	presente	sentencia,	puesto	que	el	colegiado	demandado	se
ha	pronunciado	dentro	de	los	términos	de	la	acusación	fiscal,	sin	afectar	con
ello	 los	 principios	 de	 reformatio	 in	 peius	 y	 de	 congruencia	 ni	 el	 derecho	 de
defensa	del	demandante,	puesto	que	este	conoció	de	 la	acusación	 formulada
en	su	contra	en	el	curso	del	proceso	penal	y,	de	esa	manera,	tuvo	la	posibilidad
real	 y	 efectiva	 de	 defenderse	 de	 los	 cargos	 que	 se	 le	 imputaban,	 existiendo
congruencia	 entre	 los	 términos	 de	 la	 acusación	 fiscal	 y	 el	 pronunciamiento
definitivo	mediante	la	ejecutoria	suprema,	impugnada	además	de	no	haberse
enervado	 la	 esencia	 misma	 del	 contradictorio,	 garantía	 natural	 del	 debido
proceso	 judicial.	 (…)”	 (TC,	 Exp.	 N°	 02172-2007-PHC/TC,	 abr.	 07/2008.	 Pres.
Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Plazo	para	fundamentar	o	formalizar
el	recurso	de	nulidad.	“(...)	es	de	precisar	que	el	plazo	de	diez	días	a	que	hace
referencia	el	apartado	cinco	del	artículo	trescientos	del	Código	de
Procedimientos	Penales	(...)	corre	desde	el	día	siguiente	al	de	la	notificación	de
la	resolución	de	requerimiento	para	su	fundamentación	–en	caso	el	recurso	se
interponga	por	escrito,	fuera	del	acto	oral–,	oportunidad	a	partir	de	la	cual	el
impugnante	tiene	certeza	de	la	viabilidad	inicial	o	preliminar	del	recurso	que
interpuso;	que	aún	cuando	en	anteriores	decisiones	este	Supremo	Tribunal
estimó	que	el	plazo	para	la	fundamentación	o	formalización	del	recurso	corría
desde	el	día,	o	al	día	siguiente,	de	la	interposición	del	recurso,	es	del	caso	fijar
con	carácter	estable	y	de	precedente	vinculante	(...)	el	criterio	que	ahora	se
enuncia.	(...)”.	(CSJ.	R.N.	N°	1004-2005,	may.	25/2005.	S.S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Plazo	para	fundamentar	el	recurso	de	nulidad	se
computa	desde	el	día	siguiente	de	lectura	de	sentencia.	“(...)	El	debate,	por
tanto,	se	centra	en	determinar	si	el	plazo	de	10	días	debe	computarse	desde	la
fecha	de	lectura	de	sentencia	inclusive,	o	a	partir	del	día	siguiente	a	la
mencionada	diligencia.	Sobre	el	particular,	debe	señalarse	que,
independientemente	de	si	existe,	o	no,	resolución	judicial	que	notificar,	el
objeto	de	la	norma	bajo	comentario	es	otorgar	10	días	a	la	parte	apelante
para	que	prepare	la	argumentación	de	su	recurso,	lo	que	evidentemente
significa	que	el	interesado	dispone	de	10	días	después	de	realizada	la
diligencia	de	lectura	de	sentencia,	no	pudiéndose	computar	como	parte	del
plazo	el	día	en	que	la	diligencia	se	lleva	a	cabo,	por	cuanto	es	en	ella	donde	se
toma	conocimiento	de	las	razones	que	sustenta	la	resolución	que	se	va	a
recurrir.	Más	aún,	una	interpretación	en	sentido	contrario	importaría	que	el
plazo	para	la	fundamentación,	descontándose	aquel	en	que	la	sentencia	fue
leída,	sería	de	9	días,	y	no	de	10	como	establece	expresamente	la	norma.	Esta
interpretación,	por	otro	lado,	concuerda	con	el	principio	pro	actione,	en	la
medida	en	que	la	norma	cuyos	alcances	se	discuten	no	es	clara,	admitiendo,
por	el	contrario,	diversas	interpretaciones,	una	de	las	cuales	tiene	por	objeto
reducir	un	plazo	procesal	a	consecuencia	del	cual	se	puede	restringir	la
actividad	procesal	de	las	partes	interesadas.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	4739-2004-
PHC/TC,	dic.	23/2005.	S.S.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Prohibición	de	la	reformatio	in	peius	comprende	a
la	reparación	civil.	“(...).	En	suma,	la	cuestión	de	si	la	prohibición	de	la
reformatio	in	peius	comprende	o	no	a	la	reparación	civil,	debe	ser	resuelta
positivamente.	La	prohibición	de	reforma	en	peor,	cuando	la	impugnación
sólo	ha	sido	efectuada	por	algunas	de	las	partes	–como	en	este	caso,	en	el	que
el	recurso	lo	planteó	sólo	el	recurrente–,	impide	que	el	órgano	jurisdiccional
de	alzada	pueda	aumentar	el	monto	de	la	reparación	civil.	(...).”	(TC,	Exp.	N°
0806-2006-PA/TC,	set.	10/2006.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Reforma	peyorativa	de	la	pena	es	una	garantía	del
debido	proceso.	“(...)	admitir	que	el	tribunal	que	decide	el	recurso	tiene
facultad	para	modificar	de	oficio,	en	perjuicio	y	sin	audiencia	del	recurrente,
la	sentencia	íntegramente	aceptada	por	la	parte	recurrida,	sería	tanto	como
autorizar	que	el	recurrente	pueda	ser	penalizado	por	el	hecho	mismo	de
interponer	su	recurso,	lo	que	supone	introducir	un	elemento	disuasivo	del
ejercicio	del	derecho	a	los	recursos	legalmente	previstos.	(…)	si	sólo	el
sentenciado	solicita	la	nulidad	de	la	sentencia	condenatoria,	entonces	el	ius
puniendi	del	Estado,	cuyo	poder	se	expresa	en	la	actuación	de	la	instancia
decisoria,	ha	encontrado	un	límite:	el	quantum	de	la	pena	no	podrá	ser
aumentado.	Distinto,	como	es	lógico,	será	el	caso	en	que	el	propio	Estado	haya
mostrado	su	disconformidad	con	el	establecimiento	de	la	pena,	a	través	de	la
interposición	del	recurso	impugnatorio,	pues	en	tal	circunstancia	el	juez	de
segunda	instancia	queda	investido	incluso	de	la	facultad	de	aumentar	la	pena,
siempre	que	ello	no	importe	una	afectación	del	derecho	a	la	defensa,	esto	es,
siempre	que	no	se	sentencie	sobre	la	base	de	un	supuesto	que	no	haya	sido
materia	de	acusación.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	1918-2002-HC/TC,	set.	10/2002.	Pres.
Aguirre	Roca)
JURISPRUDENCIA.—Vulneración	de	la	reforma	peyorativa	de	la	pena	si
el	superior	se	pronuncia	sobre	extremos	no	apelados	por	las	partes.	“(...)
el	recurso	estuvo	exclusivamente	dirigido	a	cuestionar	la	sentencia	en	el
extremo	que	absolvía	de	los	cargos	a	dos	de	las	personas	que	fueron
procesadas	junto	con	el	recurrente	(…)	cuando	la	Corte	Suprema	de	Justicia	de
la	República	aumentó	la	pena	impuesta	al	recurrente	a	25	años,	no	sólo
incurrió	en	una	indebida	reforma	peyorativa	de	la	pena,	toda	vez	que	el
Estado	no	había	impugnado	la	sentencia	de	primera	instancia,	sino	que	se
avocó	indebidamente	al	conocimiento	de	un	extremo	de	la	sentencia	que	no
había	sido	materia	de	impugnación	por	parte	de	ninguna	de	las	partes
interesadas.	(…)	”.	(TC,	Exp.	N°	1918-2002-HC/TC,	set.	10/2002.	Pres.	Aguirre
Roca)
JURISPRUDENCIA.—Variación	de	la	cualificación	del	delito	transgrede
la	reforma	peyorativa	de	la	pena.	“(...)	La	pena	privativa	de	la	libertad	de
15	años	impuesta	al	recurrente	por	el	delito	tipificado	en	el	artículo	296	del
Código	Penal	fue	modificada	por	la	Corte	Suprema,	imputándosele	la	comisión
del	delito	tipificado	en	el	artículo	297,	el	cual	impone	una	pena	mínima	de	25
años.	Así,	la	modificación	peyorativa	de	la	pena,	en	el	presente	caso,	no	solo
abarca	el	quántum,	sino	también	la	calificación	del	delito.	Por	tanto,	la
resolución	de	adecuación	de	pena,	aunque	no	lo	especifique,	debe
interpretarse	en	el	sentido	de	que	fija	tanto	el	quántum	de	la	pena	como	el
tipo	penal	aplicable	de	acuerdo	con	lo	determinado	en	la	condena	impuesta	en
primera	instancia.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	1553-2003-HC/TC,	set.	02/2004.	Pres.
Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—No	elevación	de	recurso	interpuesto	concedido
constituye	grave	irregularidad.	“(...)	no	elevar	un	recurso	interpuesto,	a
pesar	de	que	fue	concedido,	constituye	una	grave	irregularidad	procesal,
vulneratoria	del	derecho	a	la	doble	instancia.	Sin	embargo,	en	el	presente
caso,	este	tribunal	advierte	que	si	bien	el	escrito	mediante	el	cual	el	favorecido
interpuso	el	recurso	de	nulidad	no	fue	de	conocimiento	de	la	Corte	Suprema,
ello	no	impidió	que	esa	sede	jurisdiccional	conociera	del	caso	en	nulidad,	ya
que	el	Ministerio	Público	también	interpuso	el	recurso,	lo	que	permitió	al
Supremo	Tribunal	conocer	del	tema	cuestionado.	(…)	si	bien	el	recurrente
pudo	acceder	a	la	instancia	requerida,	la	no	elevación	del	recurso	podría
causar	indefensión,	en	tanto	impediría	al	órgano	jurisdiccional	conocer	los
fundamentos	del	recurrente.	Sin	embargo,	en	el	presente	caso,	tal	como	consta
de	la	copia	del	recurso	de	nulidad	interpuesto	por	el	recurrente,	el	mismo	no
se	encuentra	fundamentado.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	4644-2004-HC/TC,	may.
31/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	facultada	para	aumentar	la	pena
cuando	el	Ministerio	Público	interpone	nulidad.	“(...)	respecto	de	las
facultades	de	la	Corte	Suprema	con	relación	a	la	elevación	de	la	pena
impuesta	en	primera	instancia,	este	tribunal	no	sólo	ha	reconocido	que	dicho
órgano	sólo	está	posibilitado	de	aumentar	la	pena	cuando	el	Ministerio
Público	hubiera	interpuesto	el	recurso	de	nulidad	(…)	sino	que	en	caso	se
encuentre	habilitada	para	aumentar	el	quantum	de	pena,	no	podrá	imponer
condena	por	un	delito	que	no	fue	materia	de	acusación	(…)”.	(TC,	Exp.	N°
4644-2004-HC/TC,	may	31/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Vulneración	del	derecho	de	defensa	y	nulidad	si	se
condena	por	cargos	distintos	a	los	formulados	en	la	denuncia	o
acusación	fiscal.	“(...)	una	exigencia	de	esta	naturaleza	se	impone	por	la
necesidad	de	respetar	el	derecho	de	defensa	de	la	persona	sometida	a	un
proceso	penal,	lo	cual	no	se	lograría	si,	destinando	su	participación	a
defenderse	de	unos	cargos	criminales,	precisados	en	la	denuncia	o	en	la
formulación	de	la	acusación	fiscal,	sin	embargo,	termina	siendo	condenada
por	otros,	contra	los	cuales,	naturalmente,	no	tuvo	oportunidad	de	defenderse;
y,	asimismo,	porque	no	se	puede	modificar	la	pena	aumentando	los	extremos
de	la	sanción,	pues	es	indudable	que,	no	habiendo	interpuesto	medio
impugnatorio	el	titular	de	la	acción	penal,	esto	es,	el	Ministerio	Público,	aquel
extremo	debe	entenderse	como	consentido	y,	por	tanto,	prohibido	de
reformarse	para	empeorar	la	pena.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	4310-2004-HC/TC,	dic.
10/2004.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Reformatio	in	peius	e	impugnación	cruzada.	“(...)
Los	sentenciados	solicitaron	la	adecuación	de	la	pena	impuesta	al	amparo	de
lo	dispuesto	en	la	disposición	transitoria	única	de	la	Ley	27454,	que	modificó
el	artículo	trescientos	del	Código	de	Procedimientos	Penales;	incorporando	a
nuestro	ordenamiento	procesal	penal	el	principio	de	interdicción	de	la
reforma	peyorativa,	el	cual	impide	al	tribunal	que	conoce	de	un	recurso
devolutivo	agravar	la	situación	jurídicamente	del	recurrente,	siempre	y
cuando	el	recurso	sólo	provenga	de	su	parte,	siendo	inaplicable	a	estos	efectos
cuando	se	trata	de	impugnaciones	cruzadas,	esto	es,	cuando	simultáneamente
recurren	dos	partes	contrapuestas	contra	una	determinada	resolución
judicial.	Que,	en	el	presente	caso,	si	bien	este	supremo	tribunal	agravó	la
situación	jurídica	de	ambos	recurrentes,	el	recurso	de	nulidad	también	fue
interpuesto	por	el	señor	fiscal	superior,	esto	es,	se	trató	de	una	impugnación
cruzada,	consecuentemente,	al	hacer	mérito	al	recurso	acusatorio	del	fiscal	y
desestimar	el	recurso	defensivo	de	los	imputados	no	se	alteró	la	interdicción
de	la	reformatio	in	peiu	y	al	no	existir	vulneración	del	citado	principio	que
forma	parte	del	contenido	esencial	del	principio	acusatorio	y,	como	tal,
integrante	de	la	garantía	genérica	de	defensa	en	juicio,	supuesto	que	no	se	da
en	el	presente	caso,	no	resulta	de	aplicación	el	segundo	párrafo	de	la
disposición	transitoria	de	la	ley	antes	acotada	que	autoriza	expresamente	a
solicitar	la	adecuación	de	pena	se	refiere	a	todas	aquellas	decisiones
recursales	expedidas	con	anterioridad	a	la	vigencia	de	la	nueva	norma.	(…)”.
(CS,	Sala	Penal	Permanente	R.N.	N°	3467-2003,	ago.	31/2004.	Pres.	Pajares
Paredes)
JURISPRUDENCIA.—La	reforma	en	peor	no	se	vulnera	si	la	resolución	es
impugnada	por	el	Ministerio	Público.	“(…)	Que	asimismo,	debemos	indicar
que	el	Colegiado	Superior	al	momento	de	aplicar	el	quantum	de	la	pena	a
invocado	los	artículos	cuarenta	y	cinco	y	cuarenta	del	Código	Penal	y	el
artículo	ciento	treinta	y	seis	del	Código	de	Procedimientos	Penales,	referido	a
la	rebaja	de	la	pena	por	confesión	sincera;	que	si	bien	no	se	está	de	acuerdo
con	dicho	extremo,	dada	la	gravedad	del	delito,	y	a	los	roles	que	los
encausados	desempeñaban	en	la	organización	terrorista;	sin	embargo	las
resoluciones	condenatorias,	no	han	sido	impugnadas	por	el	Fiscal	Superior,
más	aún	si	se	tiene	en	cuenta,	que	dicho	ministerio	en	su	acusación	respectiva
(…)	solicitó	para	cada	uno	de	los	procesados	penas	superiores	a	las	impuestas;
que	venían	desde	penas	de	treinta	años	hasta	cadena	perpetua;	por	lo	que
dicho	extremo	no	puede	ser	modificada	en	peor,	por	interpretación	contrario
sensu	del	artículo	trescientos	inciso	tercero	del	Código	de	Procedimientos
Penales	(…)”	(CS,	R.	N.	3818-2006-Lima,	2/20/2011.	V.	P.	Ponce	de	Mier)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Sentencia	plenaria	de	la	CS:	plazo
para	fundamentar	o	formalizar	el	recurso	de	nulidad	rige	desde	el	día
siguiente	del	acto	de	interposición.	“(...)	mediante	ejecutoria	suprema
vinculante,	del	veinticinco	de	mayo	del	dos	mil	cinco,	recaída	en	el	recurso	de
nulidad	número	1004-2005/Huancavelica,	publicada	en	el	Diario	Oficial	El
Peruano,	el	viernes	tres	de	junio	del	dos	mil	cinco,	la	Sala	Penal	Permanente
decidió,	en	su	tercer	fundamento	jurídico,	que	el	plazo	de	diez	días,	al	que	hace
referencia	al	apartado	cinco	del	artículo	trescientos,	del	Código	de
Procedimientos	Penales,	corre	desde	el	día	siguiente	de	la	notificación	de	la
resolución	de	requerimiento	para	su	fundamentación;	en	caso	el	recurso	se
interponga	por	escrito,	fuera	de	la	audiencia.	(...)	sin	embargo,	mediante
ejecutoria	suprema	vinculante,	del	catorce	de	febrero,	del	presente	año,
recaída	en	el	recurso	de	nulidad	número	302-2012/Huancavelica,	publicada
en	el	Diario	Oficial	El	Peruano,	el	martes	dieciséis	de	julio	del	dos	mil	trece,	la
misma	Sala	Penal	Permanente	resolvió	que	el	plazo	de	diez	días,	antes
referido,	corre	desde	el	día	siguiente	de	la	interposición	del	recurso,	sin	que	se
necesite	de	un	requerimiento	de	notificación.	(...).
Declarar	que	el	apartado	cinco,	del	artículo	trescientos,	del	Código	de
Procedimientos	Penales,	debe	interpretarse	y	aplicarse	en	el	sentido	de	que	el
plazo	para	fundamentar	o	formalizar	el	recurso	impugnatorio	rige	desde	el
día	siguiente	del	acto	de	interposición	del	citado	recurso”.	(CS,	Sent.	del	Pleno
01-2013/301-A.2-ACPP,	ago.	06/2013.	S.	S.	San	Martín	Castro)
NOTA:	Esta	sentencia	plenaria	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	23	de	agosto	del	2013.
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	no	está	obligada	a	requerir	la
fundamentación	del	recurso	de	nulidad;	la	fundamentación	es	una
carga	procesal	y	no	un	deber	jurídico.	“Sólo	es	posible	emitir	un
requerimiento	ahí	donde	exista	un	deber	que	haya	sido	cumplido	por	el
requerido.	Sostener	que	el	tribunal	debe	requerir	al	recurrente	la
fundamentación	del	recurso	de	nulidad	implica	sostener	que	el	recurrente
tiene	el	deber	de	fundamentar	el	recurso.	Aparentemente	es	un	deber	jurídico,
pues	importaría	una	obligación	de	presentar	esta	fundamentación	para	que	el
recurso	pueda	ser	concedido,	sin	embargo,	un	análisis	más	profundo	evidencia
que	no	nos	encontramos	frente	a	un	deber	jurídico,	sino	que	nos	hallamos
frente	a	una	carga	procesal	en	sentido	estricto.	Se	trata	de	una	carga	pues	no
se	genera	una	obligación	al	recurrente	de	fundamentar	el	recurso	de	nulidad,
sino	que	es	una	potestad	suya	el	realizarla”.	(CS,	R.	N.	1133-2012-Junín,	may.
30/2013.	V.	P.	Pariona	Pastrana)
JURISPRUDENCIA.—TC:	Corte	Suprema	debe	explicar	por	qué	prefiere	la
opinión	del	fiscal	superior	y	no	la	del	fiscal	supremo.	“De	lo	expuesto	y	de
lo	obrante	en	el	expediente,	cabe	inferir	que	el	fiscal	supremo	no	aceptó	los
agravios	formulados	por	el	fiscal	superior.	Más	aún,	a	diferencia	de	éste,
concluyó	en	su	dictamen	que	en	cuanto	al	accionar	delictivo	del	favorecido
había	quedado	establecido	que	se	produjo	en	grado	de	tentativa	(...).	En
consecuencia,	de	acuerdo	a	lo	señalado	supra	en	el	sentido	de	que	la
estructura	orgánica	del	Ministerio	Público	se	rige	por	el	principio	institucional
de	jerarquía,	la	opinión	que	debió	prevalecer	en	el	presente	caso	era	aquella
emitida	por	el	fiscal	supremo,	por	ser	éste	el	máximo	representante	del
Ministerio	Público	en	el	proceso	penal.	Sin	embargo,	la	Sala	Penal	Transitoria
de	la	Corte	Suprema	solo	tomó	en	consideración	el	recurso	de	nulidad
interpuesto	por	la	fiscalía	superior	y	reformó	el	quantum	de	la	pena	de
manera	peyorativa.
13.	Como	se	sabe,	la	autonomía	e	independencia	del	Poder	Judicial,	al	igual
que	la	del	Ministerio	Público,	también	está	garantizada	constitucionalmente.
De	ahí	que	las	opiniones	fiscales	no	proyecten	vinculación	en	los	órganos
jurisdiccionales.	Sin	embargo,	cuando	de	materia	penal	se	trata,	el	Poder
Judicial	no	puede	actuar	al	margen	de	las	atribuciones	constitucionales
conferidas	al	Ministerio	Público,	por	ser	éste	el	titular	de	la	acción	penal.	En
ese	sentido,	corresponderá	a	la	judicatura	explicar	las	razones	que	sustentan
una	decisión	que	se	aparta	de	la	opinión	fiscal,	más	aún,	cuando	es	claramente
contradictoria,	a	fin	de	evitar	una	posible	afectación	en	el	derecho	a	la
motivación	de	las	resoluciones	que	en	vía	indirecta	termine	propiciando	la
afectación	de	otros	derechos	fundamentales	y	principios	constitucionales.	(...)
En	el	caso	de	autos,	fue	el	fiscal	superior	y	no	el	fiscal	supremo	el	que
promovió	la	nulidad,	en	consecuencia,	la	Sala	Penal	Transitoria	tenía	que
justificar	por	qué	no	tomó	en	cuenta	la	opinión	del	fiscal	supremo	que	era
abiertamente	contradictoria	a	la	del	superior	y	que	además	cerraba	la
posibilidad	de	aplicación	de	la	excepción	contenida	en	el	citado	artículo	300
inciso	3	sobre	la	reforma	peyorativa”.	(T.	C,	Exp.	07717-2013-PHC/TC,	jun.
09/2015.	Pres.	Urviola	Hani)
C.	de	P.P.
ART.	301.—Nulidad	y	absolución.	Si	la	Corte	Suprema	no
considera	fundada	la	sentencia	condenatoria	o	resulta	que	la
acción	penal	ha	prescrito	o	que	el	reo	ha	sido	ya	juzgado	y
condenado	o	absuelto	por	el	mismo	delito,	puede	anular	dicha
sentencia	y	absolver	al	condenado,	aún	cuando	éste	no	hubiese
opuesto	ninguna	de	estas	excepciones.
En	caso	de	sentencia	absolutoria	sólo	puede	declarar	la	nulidad	y
ordenar	nueva	instrucción	o	nuevo	juicio	oral.
JURISPRUDENCIA.—No	procede	declarar	nulidad	sobre	vicios	procesales
subsanables,	nulidad	retrotraerá	el	procedimiento	a	la	estación	en	que
se	cometió	o	produjo	el	vicio.	“(...)	se	precisa	que	no	procede	declarar	la
nulidad	si	se	trata	de	vicios	procesales	susceptibles	de	ser	subsanados,	en	cuyo
caso	la	nulidad	del	proceso	no	surtirá	más	efectos	que	el	de	retrotraer	el
procedimiento	a	la	estación	procesal	en	que	se	cometió	o	produjo	el
vicio,	subsistiendo	los	elementos	probatorios	que	de	modo	específico	no	fueron
afectados.	Declarada	la	nulidad	del	juicio	oral,	la	audiencia	será	reabierta,	a
fin	de	que	en	dicho	acto	se	subsanen	los	vicios	u	omisiones	que	la	motivaron,	o
que,	en	su	caso,	se	complementen	o	amplíen	las	pruebas	y	diligencias	que
correspondan.	(…)	el	segundo	párrafo	del	artículo	301	del	código	acotado
indica	que,	en	caso	de	sentencia	absolutoria	-como	la	dictada	a	favor	del
demandante-,	sólo	puede	declararse	la	nulidad	y	ordenarse	nueva	instrucción
o	nuevo	juicio	oral	(…)	a	fin	de	que	se	subsanen	los	vicios	y	omisiones	o	se
amplíen	las	pruebas,	tal	como	lo	dispuso	la	Ejecutoria	Suprema	cuestionada
(…)	al	declarar	nula	la	sentencia	absolutoria	recurrida	y	disponer	se	realice
nuevo	juicio	oral	en	el	que	se	actúen	las	pruebas	que	se	precise	y	las	demás
que	resulten	necesarias	para	el	esclarecimiento	de	los	hechos	instruidos	(…)”.
(TC,	Exp.	N°	4124-2004-HC/TC,	jun.	08/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
PLENO	JURISDICCIONAL.—Poderes	del	órgano	superior	en	la	apelación.
“(...)	Primero:	En	aplicación	del	artículo	301	del	Código	de	Procedimientos
Penales,	no	se	puede	condenar	al	absuelto	en	vía	de	apelación:	sólo	puede
declararse	la	nulidad	de	la	sentencia	o	de	la	instrucción	y	ordenarse	nuevo
juicio	oral.
Segundo:	La	sala	está	facultada	para	elevar	la	pena	impuesta	si	el	recurso
ha	sido	interpuesto	por	el	fiscal,	pero	sólo	en	los	términos	del	artículo	300	del
Código	de	Procedimientos	Penales,	que	limitan	esta	posibilidad	a	casos	de
incongruencia	entre	el	juicio	histórico	y	jurídico	contenido	en	la	sentencia	el
quantum	o	modalidad	de	la	pena	impuesta.
Tercero:	La	sala	puede	absolver	al	condenado	incluso	si	él	no	ha	impugnado
la	sentencia	condenatoria.	Además,	la	sala	puede	absolver	a	todos	los
condenados	incluso	si	sólo	uno	de	ellos	impugnó	la	sentencia.
Cuarto:	La	que	considera	que	la	sala	puede	declarar	la	nulidad	de	la
sentencia,	incluso	por	completo	y	aunque	el	fiscal	sólo	haya	impugnado	la
condena	impuesta	contra	uno	de	los	absueltos.
Quinto:	En	todo	caso,	el	superior	jerárquico	sólo	puede	elevar	la	pena
impuesta	en	caso	de	errores	de	congruencia	producidos	en	la	propia
resolución	venida	en	apelación.	(...)”	(Pleno	Jurisdiccional	Penal	1997,	Acuerdo
Plenario	8/97)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	puede	declarar	nula	una	sentencia
absolutoria	y	ordenar	el	trámite	de	un	nuevo	juicio	oral.	“No	procede,	por
otra	parte,	declarar	la	nulidad	en	el	caso	de	vicios	procesales	susceptibles	de
ser	subsanados.	La	nulidad	del	proceso	no	surtirá	más	efectos	que	el	de
retrotraer	el	procedimiento	a	la	estación	procesal	en	que	se	cometió	o	produjo
el	vicio,	subsistiendo	los	elementos	probatorios	que	de	modo	específico	no
fueron	afectados.	Declarada	la	nulidad	del	juicio	oral,	la	audiencia	será
reabierta,	a	fin	de	que	en	dicho	acto	se	subsanen	los	vicios	u	omisiones	que	la
motivaron,	o	que,	en	su	caso,	se	complementen	o	amplíen	las	pruebas	y
diligencias	que	correspondan.
6.	El	segundo	párrafo	del	artículo	301	precisa	que	en	caso	de	sentencia
absolutoria	–como	la	dictada	a	favor	del	demandante–	solo	puede	declararse
la	nulidad	y	ordenarse	una	nueva	instrucción	o	un	nuevo	juicio	oral.
En	consecuencia,	por	mandato	de	la	ley	procesal	de	la	materia,	la	sala
suprema	tenía	la	facultad	de	declarar	nula	la	sentencia	recurrida	y	ordenar	la
tramitación	de	un	nuevo	juicio	oral,	a	fin	de	que	se	subsanaran	los	vicios	y
omisiones	o	se	ampliaran	las	pruebas,	tal	como	lo	dispuso	la	ejecutoria
suprema	cuestionada	(...);	por	lo	tanto,	no	se	acredita,	la	transgresión	del
principio	de	legalidad	procesal”.	(TC,	Exp.	618-2005-HC/TC,	mar.	08/2005.	S.
S.	Alva	Orlandini)
C.	de	P.P.
ART.	 301-A.—Incorporado.	 D.	 Leg.	 959,	 Art.	 2°.	 Precedente
obligatorio.
1.	 Las	 sentencias	 de	 la	 sala	 penal	 de	 la	 Corte	 Suprema,	 sin
perjuicio	de	 lo	dispuesto	en	el	artículo	12	de	 la	Ley	Orgánica	del
Poder	 Judicial,	 constituyen	 precedente	 vinculante	 cuando	 así	 lo
expresen	 las	 mismas,	 precisando	 el	 extremo	 de	 su	 efecto
normativo.	 Cuando	 la	 sala	 penal	 de	 la	 Corte	 Suprema	 resuelva
apartándose	 el	 precedente,	 debe	 expresar	 los	 fundamentos	 de
hecho	y	de	derecho	que	sustentan	 la	sentencia	y	 las	razones	por
las	cuales	se	aparta	del	precedente.	En	ambos	casos	 la	sentencia
debe	publicarse	en	el	diario	oficial	y,	de	ser	posible,	a	 través	del
portal	o	página	web	del	Poder	Judicial.
2.	Si	se	advierte	que	otra	sala	penal	suprema	u	otros	integrantes
de	la	respectiva	sala	penal	en	sus	decisiones	sostuvieran	criterios
discrepantes	 sobre	 la	 interpretación	 o	 la	 aplicación	 de	 una
determinada	norma,	 a	 instancia	de	 cualquiera	de	 las	 salas,	 de	 la
fiscalía	 suprema	 en	 lo	 penal	 o	 de	 la	 Defensoría	 del	 Pueblo	 –en
relación	a	los	ámbitos	referidos	a	su	atribución	constitucional–	se
convocará	inmediatamente	al	pleno	de	los	vocales	de	lo	penal	de
la	 Corte	 Suprema	 para	 dictar	 una	 sentencia	 plenaria,	 la	 que	 se
adoptará	por	mayoría	absoluta.	En	este	supuesto	no	se	requiere	la
intervención	 de	 las	 partes,	 pero	 se	 anunciará	 el	 asunto	 que	 la
motiva,	 con	conocimiento	del	Ministerio	Público.	La	decisión	del
pleno	no	afectará	la	sentencia	o	sentencias	adoptadas	en	los	casos
que	 determinaron	 la	 convocatoria	 al	 pleno	 de	 los	 vocales	 de	 lo
penal.	La	sentencia	plenaria	se	publicará	en	el	diario	oficial	y,	de
ser	posible,	a	través	del	portal	o	página	web	del	poder	judicial.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 22.—Las	 salas	 especializadas	 de	 la	 Corte	 Suprema	 de	 Justicia	 de	 la
República	ordenan	la	publicación	trimestral	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”
de	 las	ejecutorias	que	 fijan	principios	 jurisprudenciales	que	han	de	 ser	de
obligatorio	cumplimiento,	en	todas	las	instancias	judiciales.
Estos	 principios	 deben	 ser	 invocados	 por	 los	 magistrados	 de	 todas	 las
instancias	 judiciales,	 cualquiera	que	 sea	 su	 especialidad,	 como	precedente
de	obligatorio	cumplimiento.	En	caso	que	por	excepción	decidan	apartarse
de	dicho	 criterio,	 están	obligados	 a	motivar	 adecuadamente	 su	 resolución
dejando	 constancia	 del	 precedente	 obligatorio	 que	 desestiman	 y	 de	 los
fundamentos	que	invocan.
Los	 fallos	 de	 la	 Corte	 Suprema	 de	 Justicia	 de	 la	 República	 pueden
excepcionalmente	 apartarse	 en	 sus	 resoluciones	 jurisdiccionales,	 de	 su
propio	 criterio	 jurisprudencial,	 motivando	 debidamente	 su	 resolución,	 lo
que	 debe	 hacer	 conocer	 mediante	 nuevas	 publicaciones,	 también	 en	 el
Diario	Oficial	 “El	 Peruano”,	 en	 cuyo	 caso	 debe	 hacer	mención	 expresa	 del
precedente	que	deja	de	ser	obligatorio	por	el	nuevo	y	de	 los	 fundamentos
que	invocan.
JURISPRUDENCIA.—Acuerdos	plenarios	de	la	Corte	Suprema	no	pueden
imponer	al	juez	penal	un	criterio	para	resolver	las	controversias.	“8.	Si
bien	la	sustitución	o	reducción	de	la	pena	no	importa	un	nuevo	juzgamiento,
ello	no	significa	que	la	actuación	del	juez	penal	se	convierta	en	una	simple
operación	matemática,	sino	que	este	debe	proceder	de	modo	que	la	decisión
que	adopte	en	ese	sentido	sea	razonable	y	proporcional,	además	de	motivada;
esto	es,	que	en	algunos	casos	la	sustitución	de	la	pena	puede	darse	por	debajo
del	nuevo	mínimo,	hasta	el	nuevo	mínimo	o	por	sobre	él	mismo,	siempre	que
sea	inferior	a	la	pena	inicialmente	impuesta,	lo	que	dependerá	de	la	decisión
que	de	manera	justificada	expida	el	juzgador.”	(TC,	Exp.	06157-2008-PHC/TC,
set.	17/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—La	Corte	Suprema	de	Justicia	no	puede	dictar
acuerdos	plenarios	o	precedentes	vinculantes	que	determinen	cómo	se
debe	resolver	en	determinados	supuestos.	“9.	El	problema	no	es	que	la
Corte	Suprema	de	Justicia	emita	acuerdos	plenarios	o	precedentes
vinculantes;	al	contrario,	ello	es	sumamente	deseable,	a	efectos	de	afianzar	la
seguridad	jurídica	en	nuestro	ordenamiento;	el	problema	se	presenta	cuando
se	utiliza	estos	mecanismos	para	determinar	cómo	deben	pronunciarse	los
jueces	en	determinados	supuestos.	En	ese	sentido,	cabe	señalar	que	la
importancia	de	los	precedentes	vinculantes	está	en	cómo	integran	el
ordenamiento	jurídico,	complementándolo	ante	la	existencia	de	los	vacíos
normativos	que	se	presentan,	pero	en	modo	alguno	pueden	servir	para
determinar	cómo	se	debe	resolver	en	determinados	supuestos.
10.	A	través	de	estos	mecanismos,	se	pueden	fijar	parámetros	o	pautas	a
tener	en	cuenta	para	analizar	o	resolver	determinados	casos,	pero	no	para
fijar	cómo	‘debe’	resolverse,	como	lo	ha	hecho	la	Corte	Suprema	de	Justicia	de
la	República,	afectando	la	independencia	y	autonomía	de	los	magistrados
penales.	Es	distinto	que	la	instancia	suprema,	al	no	estar	conforme	con	un
pronunciamiento	que	revisa	como	parte	de	sus	competencias,	termine
revocando	el	mismo	o	variando	aspectos	materiales	del	fallo	(tipo	de	pena,
duración	de	la	sanción,	etc.),	a	que	proceda	a	imponer	un	criterio	a	efectos	de
resolver	ciertos	asuntos.	(TC,	Exp.	06157-2008-PHC/TC,	set.	17/2010.	S.	S.
Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Calificar	como	falta	grave	el	desacato	a	“órdenes”
de	la	Corte	Suprema	no	vulnera	el	principio	de	independencia	del	PJ.
“(…)	Se	ha	cuestionado	la	constitucionalidad	del	artículo	47,	inciso	8),	de	la
Ley	de	la	Carrera	Judicial.	Según	esta	disposición,	es	falta	grave	‘Desacatar	las
disposiciones	contenidas	en	reglamentos,	acuerdos	y	resoluciones	que	dicte	la
Corte	Suprema	de	Justicia	en	materia	jurisdiccional’.	A	juicio	del	demandante,
una	disposición	como	ésta	atenta	directamente	contra	el	principio	de
independencia	del	Poder	Judicial,	pues	impide	que	los	jueces	ejerzan	el
denominado	control	difuso.	(…).
12.	Ningún	reparo	encuentra	este	Tribunal	a	que	la	disposición	impugnada
considere	falta	grave	el	que	los	jueces	y	magistrados	del	Poder	Judicial
eventualmente	desacaten	resoluciones,	que	han	pasado	en	autoridad	de	cosa
juzgada,	dictadas	por	la	Corte	Suprema	de	Justicia.	(…)”	(TC,	Sent.	del	Pleno	-
Exp.	0019-2009-PI/TC,	abr.	13/2011.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Solo	una	motivación	adecuada	puede	justificar	el
apartarse	de	un	principio	jurisprudencial	de	la	Corte	Suprema.	“(…)	“16.
El	tribunal	toma	nota	de	que	en	los	términos	de	los	artículos	22	y	80,	inciso	4),
del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial,	en	el	ejercicio
de	su	función	jurisdiccional,	la	Corte	Suprema	tiene	competencia	para	fijar
principios	jurisprudenciales.	Sin	embargo,	el	tribunal	advierte	que	si	bien
estos	son	de	obligatorio	cumplimiento	para	todas	las	instancias	judiciales,	por
excepción,	los	jueces	y	magistrados	pueden	apartarse	de	dicho	criterio,	para	lo
cual	están	obligados	a	‘motivar	adecuadamente	su	resolución	dejando
constancia	del	precedente	obligatorio	que	desestiman	y	de	los	fundamentos
que	invocan’.
17.	A	juicio	del	tribunal,	la	aplicación	del	inciso	8)	del	artículo	47	de	la	Ley	de
la	Carrera	Judicial,	para	el	caso	de	incumplimiento	de	las	resoluciones	con	el
contenido	al	que	se	refieren	los	artículos	22	y	80.4	de	la	LOPJ,	sólo	puede	darse
en	el	caso	de	que	un	juez	se	aparte	de	un	principio	jurisprudencial	de
obligatorio	cumplimiento,	sin	motivar	o	expresar	los	fundamentos	que	la
sustentan.”	(TC,	Sent.	del	Pleno	-	Exp.	0019-2009-PI/TC,	abr.	13/2011.	Pres.
Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Fallos	 vinculantes	 del	 Tribunal	 Constitucional	 no
afectan	 la	 independencia	 y	 autonomía	 judicial.	 “(...)	 no	 se	 viola	 la
independencia	y	autonomía	del	Poder	Judicial,	reconocidas	en	el	artículo	139,
inciso	2,	de	la	Constitución,	sino	que,	simplemente,	se	consolida	el	derecho	a	la
igualdad	 en	 la	 aplicación	 del	 ordenamiento	 jurídico	 (artículo	 2º,	 inciso	 2);
máxime,	si	es	a	partir	del	reconocimiento	de	su	supremacía	normativa	que	la
Constitución	busca	asegurar	la	unidad	y	plena	constitucionalidad	del	sistema
jurídico	y	su	consecuente	aplicación	(artículos	38,	45	y	51	de	la	Constitución).
Debe	recordarse	que	ninguna	garantía	conferida	a	un	órgano	constitucional
tiene	su	última	ratio	en	 la	protección	del	poder	público	en	sí	mismo,	sino	en
asegurar	 la	 plena	 vigencia	 de	 los	 derechos	 fundamentales	 como
manifestaciones	del	principio-derecho	de	dignidad	humana	(artículo	1º	de	la
Constitución).	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	0030-2005-PI/TC,	feb.	02/2006.	Pres.	García
Toma)
JURISPRUDENCIA.—Fallos	vinculantes	del	TC	tienen	efectos	similares	a
los	 de	 la	 ley.	 “(...)	 el	 precedente	 constitucional	 vinculante	 es	 aquella	 regla
jurídica	 expuesta	 en	 un	 caso	 particular	 y	 concreto	 que	 el	 Tribunal
Constitucional	decide	establecer	como	regla	general;	y,	que,	por	ende,	deviene
en	parámetro	normativo	para	la	resolución	de	futuros	procesos	de	naturaleza
homóloga	(…)	tiene	por	su	condición	de	tal	efectos	similares	a	una	ley	(…)	la
regla	general	externalizada	como	precedente	a	partir	de	un	caso	concreto	se
convierte	en	una	regla	preceptiva	común	que	alcanza	a	todos	los	justiciables	y
que	es	oponible	frente	a	los	poderes	públicos.	(…)	la	fijación	de	un	precedente
constitucional	 significa	 que	 ante	 la	 existencia	 de	 una	 sentencia	 con	 unos
específicos	 fundamentos	 o	 argumentos	 y	 una	 decisión	 en	 un	 determinado
sentido,	 será	 obligatorio	 resolver	 los	 futuros	 casos	 semejantes	 según	 los
términos	 de	 dicha	 sentencia.	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 0024-2003-AI/TC,	 nov.
09/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—El	 precedente	 vinculante	 constitucional.	 “(...)	 La
naturaleza	 del	 precedente	 tiene	 una	 connotación	 binaria.	 Por	 un	 lado,
aparece	 como	 una	 herramienta	 técnica	 que	 facilita	 la	 ordenación	 y
coherencia	 de	 la	 jurisprudencia;	 y,	 por	 otro,	 expone	 el	 poder	 normativo	 del
Tribunal	Constitucional	(…).
a)	Existencia	de	relación	entre	caso	y	precedente	vinculante.
(…)	 la	 regla	 que	 con	 efecto	 normativo	 el	 Tribunal	 Constitucional	 decide
externalizar	 como	 vinculante,	 debe	 ser	 necesaria	 para	 la	 solución	 del	 caso
planteado.
(…).
b)								Decisión	del	Tribunal	Constitucional	con	autoridad	de	cosa	juzgada.
La	decisión	 (…)	de	establecer	que	un	caso	contiene	reglas	que	se	proyectan
para	 el	 futuro	 como	precedente	 vinculante	 se	 encuentra	 sujeta	 a	 que	 exista
una	decisión	final;	vale	decir,	que	haya	puesto	fin	al	proceso.
Más	aún,	dicha	decisión	final	debe	concluir	con	un	pronunciamiento	sobre	el
fondo;	es	decir,	estimándose	o	desestimándose	la	demanda.
(…)	 El	 establecimiento	 de	 un	 precedente	 vinculante	 no	 debe	 afectar	 el
principio	 de	 respeto	 a	 lo	 ya	 decidido	 o	 resuelto	 con	 anterioridad	 a	 la
expedición	de	la	sentencia	que	contiene	un	precedente	vinculante;	vale	decir,
no	debe	afectar	las	situaciones	jurídicas	que	gocen	de	la	protección	de	la	cosa
juzgada.	Por	ende,	no	puede	impedir	el	derecho	de	ejecución	de	las	sentencias
firmes,	la	intangibilidad	de	lo	ya	resuelto	y	la	inalterabilidad	de	lo	ejecutado
jurisdiccionalmente.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	0024-2003-AI/TC,	nov.	09/2005.	Pres.
Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Tesis	 dualista	 para	 la	 relación	 entre	 derecho
interno	y	derecho	externo:	valor	de	los	hechos	probados	de	sentencias	de
la	CIDH.	“(…)	No	cabe,	pues,	asumir	una	tesis	dualista	de	primacía	del	derecho
internacional	 sobre	 el	 derecho	 interno	 y	 a	 la	 inversa;	 se	 requiere,	 por	 el
contrario,	 una	 solución	 integradora	 y	 de	 construcción	 jurisprudencial,	 en
materia	de	relaciones	del	Sistema	Interamericano	de	Derechos	Humanos	y	el
derecho	 constitucional	 nacional.	 Se	 precisa	 de	 un	 sistema	 de	 articulación
competencial	entre	las	jurisdicciones	internacional	y	constitucional,	en	virtud
del	cual	no	resulta	aceptable	fijar	una	competencia	de	competencias	privativa,
sino	 establecer	 la	 voluntad	 del	 Estado	 peruano,	 en	 concordancia	 con	 las
obligaciones	 internacionales	 asumidas	 como	 miembro	 de	 dicho	 sistema;
siendo	 que	 la	 confluencia	 teleológica,	 dada	 la	 protección	 efectiva	 de	 los
derechos	fundamentales	de	los	ciudadanos	peruanos,	determina	esta	relación
de	cooperación	entre	ambas	 jurisdicciones,	de	conformidad	con	el	artículo	1
de	la	Constitución,	que	establece:
La	 defensa	 de	 la	 persona	 humana	 y	 el	 respeto	 de	 su	 dignidad	 son	 el	 fin
supremo	de	 la	 sociedad	 y	 del	 Estado.	 (…)	algunas	precisiones	 sobre	 el	 valor
jurídico	para	 los	 tribunales	nacionales	de	 los	hechos	probados	ante	 la	Corte
Interamericana	de	Derechos	Humanos.	Al	respecto,	como	ya	se	dijo	supra,	no
se	 puede	 asumir	 una	 tesis	 dualista	 de	 primacía	 del	 derecho	 internacional
sobre	 el	 derecho	 interno	 y	 a	 la	 inversa,	 sino	 una	 solución	 integradora	 y	 de
construcción	 jurisprudencial	 en	 materia	 de	 relaciones	 del	 Sistema
Interamericano	 de	 Derechos	 Humanos	 y	 el	 derecho	 constitucional	 nacional.
Del	mismo	modo,	bajo	este	principio	de	integración	los	tribunales	nacionales
deben	 reconocer	 la	 validez	 jurídica	 de	 aquellos	 hechos	 que	 han	 sido
propuestos,	 analizados	 y	 probados	 ante	 las	 instancias	 internacionales	 de
protección	de	los	derechos	humanos,	lo	que	no	exime	de	la	facultad	y	el	deber
de	 los	 tribunales	 nacionales	 de	 realizar	 las	 investigaciones	 judiciales
correspondientes,	 porque	 de	 lo	 que	 se	 trata,	 finalmente,	 es	 de	 garantizar	 el
respeto	pleno	de	la	persona,	su	dignidad	y	sus	derechos	humanos,	en	el	marco
del	orden	jurídico	nacional	e	internacional	del	que	el	Perú	es	parte.	(…)”.	(TC,
Exp.	N°	679-2005-PA/TC,	jul.	01/2007.	Pres.	Landa	Arroyo)
PLENO	JURISDICCIONAL.—Carácter	vinculante	de	las	sentencias	del
Tribunal	Constitucional.	“(...).
Cuarto.-	Por	unanimidad:	Son	vinculantes	para	los	jueces	las	sentencias	del
Tribunal	Constitucional	que	adquieren	la	autoridad	de	cosa	juzgada,	cuando
así	lo	exprese	la	sentencia,	precisando	el	extremo	de	su	efecto	normativo,	tal
como	lo	prescribe	el	artículo	VII	del	Título	Preliminar	del	Código	Procesal
Constitucional.	Lo	serán	también	las	sentencias	del	Tribunal	Constitucional
cuya	ratio	decidendi	se	funda	en	una	ley	de	desarrollo	constitucional	del
contenido	esencial	de	un	derecho	fundamental	y	las	que	contengan
interpretaciones	conforme	a	lo	establecido	en	los	artículos	V	y	VI	del	Título
Preliminar	del	Código	Procesal	Constitucional.
Quinto.-	Por	unanimidad:	El	juez	sólo	puede	desvincularse	de	las	sentencias
del	Tribunal	Constitucional	cuando	los	hechos	del	caso	que	tiene	que	decidir
contenga	un	elemento	distinto	a	los	hechos	objeto	de	la	sentencia	del	Tribunal
Constitucional.	También	es	posible	la	desvinculación	cuando	el	Tribunal
Constitucional	ha	expedido	sentencias	en	las	que	se	resuelva	el	caso
interpretando	únicamente	una	norma	legal	o	cuando	se	trate	de	dos
sentencias	implicantes	que	contengan	interpretaciones	de	normas
constitucionales	que	colisionan	o	entran	en	conflicto	entre	sí,	pudiendo	en	tal
supuesto	escoger	la	que	más	se	ajuste	al	caso	concreto	o	compatibilizando	o
armonizando	los	derechos	constitucionales	en	conflicto	para	su	aplicación	al
caso	concreto.	(…)”.	(Pleno	Jurisdiccional	Superior	Nacional	Penal
“Problemática	en	la	aplicación	de	la	norma	penal,	procesal	y	penitenciaria”,
Trujillo	-	2004,	Tema	2)
DOCTRINA.—	Obligatoriedad	 del	 precedente	 jurisprudencial	 creado
por	 la	 Corte	 Suprema	 de	 Justicia.	 “Cuando	 no	 ha	 habido	 un	 tránsito
legislativo	 relevante,	 los	 jueces	 están	 obligados	 a	 seguir	 explícitamente	 la
jurisprudencia	de	la	Corte	Suprema	de	Justicia	en	todos	los	casos	en	que	el
principio	 o	 regla	 jurisprudencial,	 sigan	 teniendo	 aplicación.	 Con	 todo,	 la
aplicabilidad	 de	 los	 principios	 y	 reglas	 jurisprudenciales	 depende	 de	 su
capacidad	para	responder	adecuadamente	a	una	realidad	social	cambiante.
En	esa	medida,	un	cambio	en	la	situación	social,	política	o	económica	podría
llevar	a	que	 la	ponderación	e	 interpretación	del	ordenamiento	 tal	como	 lo
venía	haciendo	 la	Corte	Suprema,	no	resulten	adecuadas	para	responder	a
las	 exigencias	 sociales.	 Esto	 impone	 la	 necesidad	 de	 formular	 nuevos
principios	 o	 doctrinas	 jurídicas,	 modificando	 la	 jurisprudencia	 existente
(…).	En	estos	casos	se	justifica	un	replanteamiento	de	la	jurisprudencia.	Sin
embargo,	ello	no	significa	que	los	jueces	puedan	cambiar	arbitrariamente	su
jurisprudencia	 aduciendo,	 sin	 más,	 que	 sus	 decisiones	 anteriores	 fueron
tomadas	 bajo	 una	 situación	 social,	 económica	 o	 política	 diferente.	 Es
necesario	que	tal	transformación	tenga	injerencia	sobre	la	manera	como	se
había	 formulado	 inicialmente	 el	 principio	 jurídico	 que	 fundamentó	 cada
aspecto	 de	 la	 decisión,	 y	 que	 el	 cambio	 en	 la	 jurisprudencia	 esté
razonablemente	 justificado	 conforme	 a	 una	 ponderación	 de	 los	 bienes
jurídicos	 involucrados	 en	 el	 caso	 particular”.	 (C.	 Const.	 de	 Colombia	 Sala
Plena,	Sent.	C-836,	ago.	09/2001.	M.P.	Rodrigo	Escobar	Gil)
COMENTARIO.—Procedimiento	especiales.	El	Código	de	Procedimientos
Penales	 prevé	 en	 su	 libro	 cuarto	 los	 procedimientos	 especiales	 que	 en
buena	cuenta	 se	orientan	sólo	a	 regular	 circunstancias	y/o	 la	 comisión	de
ilícitos	 específicos.	 Los	 procedimientos	 por	 “delitos	 privados”	 y	 faltas	 son
objeto	de	esta	clase	de	procesos	penales.	El	delito	privado	ha	dado	lugar	a
dos	procedimientos:	querella	y	sumaria	investigación.
LIBRO	CUARTO
PROCEDIMIENTOS	ESPECIALES
TÍTULO	I
Procedimiento	especial	para	delitos	de
calumnia,	difamación,	injuria	y	contra	el
honor	sexual
C.	de	P.P.
ART.	 302.—Modificado.	 Ley	 27115,	 Art.	 2°.	Querella.	 En	 los
delitos	de	calumnia,	difamación	e	injuria	no	perseguibles	de	oficio
es	 indispensable	 la	 querella	 de	 la	 parte	 agraviada	 ante	 el	 juez
instructor,	 con	 la	 indicación	 de	 los	 testigos	 que	 deben	 ser
examinados	y	acompañando,	en	su	caso,	 la	prueba	escrita	de	 los
hechos	delictuosos.
NOTA:	 En	 jurisprudencia	 suprema	 se	 ha	 establecido	 que	 una	 vez	 interpuesta	 la	 querella	 el	 juez
penal	no	puede	denegar	la	apertura	de	instrucción.
JURISPRUDENCIA.—Interpretación	de	la	Ley	26353.	“(...)	la	Ley	número
veintiséis	mil	trescientos	cincuentitrés,	publicada	en	el	Diario	Oficial	‘El
Peruano’	con	fecha	quince	de	setiembre	de	mil	novecientos	noventicuatro,
señala	taxativamente	lo	siguiente:	‘Precísase	que	los	jueces	penales	de	la
República	emiten	sentencia	en	los	procesos	sujetos	a	querella	no	cometidos
por	la	prensa	y	otros	medios	de	comunicación.	Las	sentencias	expedidas	por
los	jueces	penales,	serán	apelables	dentro	de	los	tres	días	hábiles	de
notificadas’;	que	interpretando	la	indicada	norma,	debe	entenderse	que	la
querella	en	esos	casos	culmina	con	el	pronunciamiento	de	la	sala	superior	y,
por	ende,	no	corresponde	a	este	supremo	tribunal	conocer	los	de	la	materia,
como	sí	sucede	con	las	querellas	cometidas	a	través	de	la	prensa	y	cuyo
procedimiento	está	previsto	inequívocamente	en	el	artículo	trescientos
catorce	del	Código	de	Procedimientos	Penales;	significándose	que	ya	se	ha
cumplido	con	el	principio	de	la	instancia	plural,	contemplado	en	el	inciso	sexto
del	artículo	ciento	treintinueve	de	la	Constitución	Política	del	Estado	(...).”
(CSJ,	Exp.	N°	3035-2001,	abr.	18/2002.	S.S.	Cabala	Rossand)
JURISPRUDENCIA.—Figura	del	abandono	procesal	se	aplica
perfectamente	a	una	querella	penal.	“(...)	el	proceso	de	querella	que	se
tramita	contra	la	favorecida	tiene	en	la	ley	un	procedimiento	especial	de
actuación	privada,	por	tratarse	de	un	delito	exceptuado,	siendo	su
característica	más	importante	que	su	prosecución	está	reservada	a	la
actividad	del	agraviado	que	tiene	exclusiva	legitimación	activa	por	titularidad
del	ejercicio	de	la	acción	penal,	dado	que	sólo	a	su	instancia	es	posible	incoar
el	proceso	penal.	Siendo	así,	el	Ministerio	Público	no	interviene	como	parte,
bajo	ninguna	circunstancia,	conforme	lo	preceptúa	el	artículo	209	del	Código
de	Procedimientos	Penales.	En	consecuencia,	el	agraviado	se	erige	en
acusador	privado	y,	por	tanto,	en	único	impulsor	del	procedimiento,	ya	que	no
sólo	promueve	la	acción	penal	sino	que	también	introduce	la	pretensión	civil
(indemnización),	por	lo	que	debe	observar	de	manera	supletoria	las
disposiciones	contenidas	en	el	Código	Procesal	Civil;	así,	está	obligado	al	pago
de	tasas	judiciales	y	podrá	conciliar,	desistirse,	abandonar	el	proceso,	entre
otras	conductas.	En	relación	al	abandono,	el	artículo	único	de	la	Ley	Nº
26691,	que	modifica	el	artículo	346	del	Código	Procesal	acotado,	establece
que	‘(...)	cuando	el	proceso	permanezca	en	primera	instancia	durante	cuatro
meses	sin	que	se	realice	acto	que	lo	impulse,	el	juez	declarará	su	abandono	de
oficio	o	a	solicitud	de	parte	o	de	tercero	legitimado’.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	3411-
2005-PHC/TC,	jul.	03/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Características	especiales	de	la	querella
determinan	proporcionalidad	de	la	detención	preliminar.	“(…)	En	el	caso
de	autos,	el	juez	emplazado	decretó	la	reclusión	del	beneficiario	en	un
establecimiento	penal,	por	su	reiterada	inasistencia	a	la	continuación	de	la
diligencia	de	comparendo	que	había	dispuesto	en	el	proceso	de	querella	que	se
le	seguía	en	calidad	de	sujeto	pasivo.	Se	infiere	de	tal	decisión,	que	el	juez
demandado	pretendía	asegurar	la	presencia	del	beneficiario	al	frustrado	acto
procesal,	pero	lo	razonable	y	proporcionado	a	este	propósito	de
aseguramiento	a	la	luz	del	carácter	subsidiario,	excepcional	y	proporcional	a
los	fines	que	deben	cumplir	las	medidas	cautelares	de	privación	de	libertad
hubiese	sido	disponer	que	lograda	la	ubicación	y	captura	del	beneficiario,	en
el	día	fuese	puesto	a	su	disposición	y	de	inmediato	resolver	lo	pertinente	para
la	realización	de	la	continuación	de	la	diligencia	de	comparendo,	y	no	como	en
el	presente	caso	en	que	el	beneficiario	estuvo	detenido,	indebidamente,	cuatro
días	en	sede	policial	para	finalmente	ser	trasladado	a	un	centro	penitenciario
–donde	logró	su	excarcelación	solo	por	intervención	del	juez	constitucional–
no	obstante	las	características	especiales	del	proceso	de	querella	(por	injuria	y
difamación)	incoado	contra	el	beneficiario,	que	a	la	par	de	ser	instaurado	sólo
por	acción	privada	en	ningún	caso	implica	la	privación	efectiva	de	la	libertad
a	título	de	pena.	(…).”	(TC,	Exp.	N°	4708-2007-PHC/TC,	ago.	22/2008.	Pres.
Landa	Arroyo)
PLENO	NACIONAL	PENAL	.—Ejercicio	privado	de	la	acción	penal.	“(...).
En	consecuencia,	el	pleno	acuerda	declarar	que:
Primero.	Por	mayoría	de	36	votos	contra	2.	Procede	declarar	en	abandono
los	procedimientos	iniciados	por	querella	del	agraviado	una	vez	cumplido	un
año	desde	la	última	diligencia	realizada.
Segundo.	Por	mayoría	de	32	votos	contra	16.	Procede	citar	a	una	diligencia
preliminar	de	conciliación,	por	una	sola	vez,	antes	de	iniciar	las	diligencias	de
sumaria	investigación,	incluso	en	los	procedimientos	por	delitos	cometidos	por
la	imprenta	u	otros	medios	de	publicidad.
Tercero.	 Por	 aclamación.	 En	 caso	 de	 procedimientos	 sumarios,	 procede
notificar	 las	 sentencias	 absolutorias	 y	 leer	 en	 audiencia	 pública	 las
condenatorias	 o	 las	 que	 reservan	 el	 fallo	 condenatorio.	 En	 caso	 de
procedimientos	 por	 delitos	 cometidos	 por	 la	 imprenta	 u	 otros	 medios	 de
publicidad	deben	leerse	todas	las	sentencias,	cualquiera	sea	su	contenido.
Cuarto.	 Por	 aclamación.	 En	 los	 procedimientos	 iniciados	 por	 querella	 del
agraviado,	o	por	delito	cometido	por	la	imprenta	u	otro	medio	de	publicidad,
no	 es	 necesario	 que	 el	 agraviado	 se	 constituya	 en	 parte	 civil.	 El	 agraviado
debe	ser	tratado	como	parte	del	proceso,	con	todos	los	derechos	y	obligaciones
correspondientes,	desde	el	momento	en	que	se	inicia	el	procedimiento.
Quinto.	Por	aclamación.	En	los	procedimientos	iniciados	por	querella	del
agraviado	o	por	delito	cometido	por	la	imprenta	u	otro	medio	de	publicidad
no	procede	ordenar	la	detención	del	imputado.	Sin	embargo,	puede	ordenarse
su	conducción	por	grado	o	fuerza	si	no	concurre	a	la	segunda	citación,	emitida
bajo	apercibimiento	de	procederse	de	tal	forma.	(...)”	(IV	Pleno	Nacional	Penal,
Iquitos	-	1999,	Tema	6)
COMENTARIO.—El	 Código	 Penal	 establece	 qué	 delitos	 son	 objeto	 de
persecución	 privada:	 Art.	 124,	 primer	 párrafo	 (lesiones	 culposas),	 138
(delitos	contra	el	honor)	y	158	(violación	de	la	intimidad).	Como	es	lógico,
en	esta	clase	de	delitos	privados	la	persecución	está	reservada	a	la	víctima
(procede	la	sustitución:	Art.	138	C.	P.)	lo	que	hace	concluir	que	el	Ministerio
Público	no	interviene	como	parte	alguna	(Art.	209	del	C.P.P).	La	naturaleza
del	 procedimiento	 permite	 que	 la	 víctima	 pueda	 desistirse	 o	 transigir	 en
cualquier	estado	del	proceso,	extinguiendo	de	esta	manera	el	ejercicio	de	la
acción	 penal	 (Art.	 78.3	 C.	 P.).	 El	 juez	 dictará	 un	 auto	 de	 archivamiento
definitivo.
Si	bien	el	procedimiento	especial	aparece	en	el	Código	de	Procedimientos
Penales	con	dos	etapas	marcadas	(una	sumaria	a	cargo	del	juez	penal	y	otra
oral	 ante	 la	 Sala	 Penal,	 quien	 dicta	 sentencia)	 la	 Ley	 Orgánica	 del	 Poder
Judicial	 y	 la	 Ley	 26353	 reconocen	 y	 extienden	 la	 potestad	 de	 fallo	 al	 juez
penal	en	todos	los	delitos	privados.
C.	de	P.P.
ART.	303.—Comparendo.	El	 juez	instructor	citará	al	querellado
mediante	cédula,	expresando	en	ella	el	delito	que	se	le	imputa,	el
nombre	de	 los	 testigos	ofrecidos,	el	de	 los	peritos	nombrados,	si
los	 hubiere,	 y	 el	 día	 y	 hora	 en	 que	 deben	 comparecer	 juntos,
querellante,	 querellado,	 testigos	 y	 peritos.	 Estos	 últimos	 con	 su
respectivo	 dictamen.	 En	 la	 misma	 cédula	 se	 expresará	 que	 el
querellado	 tiene	 derecho	 para	 llevar	 hasta	 tres	 testigos	 que
rectifiquen	los	hechos	imputados,	o	demuestren	la	parcialidad	de
los	testigos	ofrecidos	por	el	querellante,	y	si	hay	prueba	pericial,
un	perito	que	discuta	los	dictámenes	de	los	peritos	judiciales	o	los
presentados	por	el	querellante.	A	esta	cédula	se	acompañará	una
copia	de	la	querella.
JURISPRUDENCIA.—Inconcurrencia	reiterada	a	la	diligencia	de
comparendo	justifica	futura	detención	del	querellado.	“(…)	en	cuanto	a	la
alegada	afectación	a	la	libertad	individual	del	recurrente,	al	haberse	dictado
en	su	contra	el	mandato	de	apercibimiento	por	la	inconcurrencia	a	las
diligencias	de	comparendo	(…)	se	advierte	que	los	jueces	emplazados	han
resuelto	de	conformidad	con	el	procedimiento	establecido	en	la	ley	de	la
materia	(citándose	a	las	partes	a	la	diligencia	de	comparendo,	no	habiendo
asistido	el	querellado	en	más	de	dos	oportunidades),	decisión	jurisdiccional
que	no	supone	amenaza	o	vulneración	a	su	derecho	a	la	libertad	personal	(…)”
(TC,	Exp.	06683-2008-PHC/TC,	abr.	22/2009.	Pres.	Mesía	Ramírez)
COMENTARIO.—Las	 excepciones	 y	 demás	medios	 de	 defensa	 técnicos	 se
resuelven	con	la	sentencia	y	no	requieren	de	trámite	en	cuaderno	aparte.	La
oportunidad	para	 interponerlos	 es	 en	 el	 acto	del	 comparendo;	 esto	por	 la
naturaleza	oral	y	breve	del	procedimiento.
C.	de	P.P.
ART.	 304.—Plazo	 para	 notificación.	 La	 citación	 no	 podrá	 ser
para	 antes	 del	 quinto	 día,	 ni	 para	 después	 del	 décimo	 de	 la
notificación.	Se	dejará	copia	en	autos	de	la	cédula	respectiva.
C.	de	P.P.
ART.	305.—Notificación.	La	diligencia	de	notificación	deberá	ser
firmada	 por	 el	 querellado	 o	 por	 un	 testigo,	 si	 aquél	 no	 sabe
hacerlo.	Si	el	querellado	se	resiste	a	firmar,	se	hará	constar	por	el
actuario.	Si	no	se	 le	encuentra	en	su	domicilio,	se	dejará	durante
dos	días	consecutivos	cédula	pegada	en	la	puerta,	debiendo	hacer
constar	el	actuario	en	los	autos,	el	haberse	enterado	de	que	la	casa
en	que	se	han	puesto	las	cédulas	es	efectivamente	la	que	ocupa	el
querellado	y	que	éste	no	se	halla	ausente.	El	actuario	indicará	en
la	diligencia	los	miembros	de	familia	del	querellado	o	los	vecinos
de	quienes	ha	tomado	los	datos.
C.	de	P.P.
ART.	 306.—Invitación	 conciliatoria.	 Reunidos	 ante	 el	 juez
instructor	 el	 querellante,	 el	 querellado	 y	 los	 testigos,	 el	 juez
invitará	a	las	partes	a	conciliarse.	Si	hay	conciliación,	se	sentará	el
acta	respectiva,	que	firmarán	el	juez,	las	partes	y	el	actuario.
C.	de	P.P.
ART.	 307.—Inconcurrencia	 del	 querellante.	 Si	 el	 querellante
no	 concurre,	 el	 juez	 citará	 a	 segundo	 comparendo,	 bajo
apercibimiento	 de	 dar	 a	 aquél	 por	 desistido	 de	 su	 acción.	 Si	 no
compareciera,	se	cortará	el	procedimiento.
C.	de	P.P.
ART.	308.—Actuación	de	pruebas.	Si	no	hay	conciliación,	el	juez
examinará	al	querellante,	al	querellado	y	a	los	testigos	de	ambas
partes,	en	la	forma	indicada	por	este	código.
Si	 se	presenta	prueba	escrita,	 invitará	al	 firmante	o	al	 supuesto
autor	a	que	la	reconozca.	Si	por	tratarse	de	delito	contra	el	honor
sexual,	 hay	 reconocimiento	 de	 peritos,	 procederá	 respecto	 de
ellos	el	examen	prescrito	en	el	artículo	167.	De	todo	lo	actuado	en
el	comparendo	se	sentará	acta	que	firmarán	el	juez,	el	actuario,	el
querellante,	el	querellado,	 los	 testigos	y	 los	peritos.	Si	alguien	se
niega	a	firmar,	se	hará	constar	el	hecho	y	los	motivos	que	adujere.
JURISPRUDENCIA.—No	existe	prohibición	legal	de	la	denominada
“prueba	de	oficio”.	“(…)	nuestro	ordenamiento	procesal,	más	allá	de	las
opciones	que	sobre	el	particular	exista	en	el	derecho	comparado,	no	prohíbe	la
denominada	‘prueba	de	oficio’,	aunque	es	de	estimar	que	lo	razonable	en
orden	al	respeto	al	principio	acusatorio,	adoptando	una	posición	intermedia,
es	la	aceptación	en	todos	los	casos	de	la	denominada	‘prueba
complementaria’,	esto	es,	aquella	destinada	a	contrastar	o	verificar	otras
pruebas	ya	aportadas	por	las	partes,	distinguiendo	entre	la	prueba	de	la
existencia	de	los	hechos	y	la	comprobación	de	si	la	prueba	sobre	ellos	es	o	no
fiable	(…)”.	(CS,	R.N.	Nº	2976-2004,	dic.	30/2004.	S.S.	San	Martín	Castro)
C.	de	P.P.
ART.	 309.—Elevación	 de	 la	 instrucción.	 Concluido	 el
comparendo,	 el	 juez	 elevará	 la	 instrucción	 al	 Tribunal
Correccional,	con	noticias	de	las	partes.
NOTA:	Según	texto	expreso	de	la	Ley	26353,	los	jueces	penales	de	la	República	emiten	sentencia	en
los	 procesos	 sujetos	 a	 querella	 no	 cometidos	 por	 la	 prensa	 y	 otros	 medios	 de	 comunicación.	 Las
sentencias	 expedidas	 por	 los	 jueces	 penales	 serán	 apelables	 dentro	 de	 los	 3	 días	 hábiles	 de
notificadas.
C.	de	P.P.
ART.	 310.—Audiencia	 privada.	 Recibidos	 por	 el	 Tribunal
Correccional	 los	 actuados,	 el	 presidente	 fijará	 día	 para	 la
audiencia,	 que	 se	 celebrará	 en	 privado.	 Pueden	 concurrir	 a	 la
audiencia	 los	 peritos	 que	 hicieron	 el	 reconocimiento	 en	 la
instrucción	 u	 otros	 peritos;	 pero	 ninguna	 de	 las	 partes	 puede
llevar	más	de	un	perito	nuevo.
C.	de	P.P.
ART.	 311.—Sentencia.	 Concluidos	 los	 debates,	 el	 Tribunal
Correccional	 pronunciará	 sentencia,	 sujetándose	 a	 las	 reglas	 del
título	respectivo.
JURISPRUDENCIA.—Aplicación	supletoria	del	Código	Procesal	Civil
ayuda	a	fijar	los	costos	y	costas	en	el	proceso	de	querella.	“(…)	en	lo
concerniente	al	pago	de	costas	y	costos,	estos	fueron	fijados	por	el	Ad	-	quem
en	atención	a	lo	previsto	por	el	artículo	cuatrocientos	diecinueve	del	Código
Procesal	Civil	de	aplicación	supletoria	al	caso	de	autos,	en	tanto	el	presente
proceso	penal	se	instauró	a	instancia	de	parte	(querella	por	difamación
agravada);	que,	en	efecto,	respecto	a	este	punto	corresponde	precisar	que	el
artículo	cuatrocientos	doce	del	acotado	código	establece	que	el	reembolso	de
las	costas	y	costos	es	de	cargo	de	la	parte	vencida,	esto	es,	la	parte	que	no	ha
sido	favorecida	con	la	sentencia	que	en	este	caso	resulta	ser	la	querellada	(…);
que,	por	consiguiente,	la	fijación	de	costas	y	costos	en	la	sentencia	de	vista
resulta	correcta,	no	advirtiéndose	ninguna	causal	de	nulidad	que	afecte	este
extremo.	(…)	los	criterios	normativos	para	fijar	la	reparación	civil	son	los	que
señala	el	Código	Civil	sobre	responsabilidad	extracontractual,	así,	el	artículo
mil	novecientos	ochenta	y	cuatro	del	citado	código	señala	que	el	daño	moral
es	indemnizado	considerando	su	magnitud	y	el	menoscabo	producido	a	la
víctima	o	a	su	familia,	y	el	artículo	mil	novecientos	ochenta	y	cinco	del	mismo
código	dispone	que	son	reparables	tanto	el	daño	emergente	como	el	lucro
cesante,	el	daño	a	la	persona	y	el	daño	moral,	debiendo	existir	una	relación	de
causalidad	adecuada	entre	el	hecho	y	el	daño	producido.	(…)	En	el	presente,
pese	a	lo	alegado	por	el	querellante	no	puede	establecerse	pérdida
patrimonial	efectiva	sufrida,	ganancia	frustrada	y	dejada	de	percibir	en	tanto
no	existen	pruebas	que	establezcan	bases	aptas	para	cuantificar	con	criterios
económicos	el	perjuicio	patrimonial	o	lucro	cesante	ocasionado,	como
pretende	éste,	empero	se	advierte	como	resarcible	la	acreditación	del	daño
moral,	que	debe	ser	cuantificado	monetariamente,	y	aún	cuando	(sic)	en	el
tratamiento	de	este	cardinal	asunto	(cuantificación	monetaria)	existen
diferentes	criterios,	partimos	por	estimar	que	el	derecho	ha	sido	creado	para
proteger	al	ser	humano	y	que	el	más	importante	de	los	daños	es	el	daño
infringido	a	la	persona	que	se	ha	patentizado	con	relación	al	querellante	cuya
actividad	es	el	ejercicio	del	fútbol	profesional	que	ha	desarrollado	y	desarrolla
en	Alemania	a	través	de	diferentes	equipos	de	reconocida	trayectoria	mundial
(…)	que,	en	tal	virtud,	corresponde	incrementar	el	monto	por	concepto	de
reparación	civil	que	debe	abonar	la	querellada	a	favor	del	querellante	(…)
Fijaron	en	la	suma	de	doscientos	mil	nuevos	soles	el	monto	de	la	reparación
civil	que	deberá	abonar	la	sentenciada	(…).”	(CS,	R.	N.	449-2009,	jul.	09/2009.
S.S.	Rodríguez	Tineo)
JURISPRUDENCIA.—La	querella	fija	los	marcos	del	objeto	procesal.	“(…)
Es	la	querella,	como	acto	procesal	de	interposición	de	la	pretensión	penal	y
civil	del	acusador	o	querellante	particular,	la	que	fija	los	marcos	del	objeto
procesal,	respecto	del	cual	surge	el	deber	de	congruencia	del	juez	para
resolver	el	caso	en	la	sentencia.	La	querella	no	ha	sido	ampliada	en	forma	por
el	querellante.	Éste	se	limitó,	por	ejemplo,	a	ofrecer	como	prueba	otras
ediciones	más	recientes	del	semanario	(…)	pero	no	requirió	la	ampliación	del
auto	de	sumaria	investigación	y,	menos,	como	consecuencia	de	lo	anterior,	se
dio	al	imputado	la	oportunidad	de	responder	puntualmente	sobre	los	hechos
que	contenían	dichas	ediciones,	no	señaladas	en	el	escrito	de	querella.	Por
consiguiente,	ambas	ediciones	no	integran	el	objeto	del	proceso	ni	tampoco
pueden	comprender	el	objeto	del	debate	judicial	(…).”	(CS,	R.	N.	1372-2010-
Amazonas,	jun.	18/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—En	una	querella,	el	acto	de	lectura	de	sentencia	sólo
busca	poner	en	conocimiento	del	público	una	decisión	jurisdiccional	y	no
la	actuación	de	pruebas.	“(…)	La	nulidad	de	la	diligencia	de	lectura	de
sentencia,	que	integra	uno	de	los	motivos	del	recurso	de	nulidad,	no	puede	ser
aceptada	porque	más	allá	de	las	características	de	la	notificación	y	del	estado
de	salud	del	imputado	–del	que,	por	lo	demás,	no	existen	evidencias
incontrastables	que	le	impidieran	conocer	el	alcance	de	la	decisión	leída	en
esa	oportunidad–,	lo	cierto	es	que	la	diligencia	de	lectura	de	sentencia,	como
acto	de	conocimiento	público	de	una	decisión	jurisdiccional	final	–no	como
acto	procesal	de	actuación	probatoria	y	base	de	la	formación	de	la	convicción
judicial–,	fue	efectivamente	cumplida	y	el	encausado	recurrió	del	fallo,
impugnación	que	fue	concedida	y	debidamente	tramitada	y	resuelta	en
segunda	instancia.	Tal	situación,	por	tanto,	no	generó	indefensión	material	al
imputado,	no	le	impidió	el	ejercicio	de	sus	derechos,	que	en	el	presente	caso	y
según	el	estado	de	procedimiento	era	el	de	interponer	el	recurso	impugnativo
vertical	correspondiente;	lo	que,	en	efecto,	hizo	y	fue	aceptado	por	el	juez	de
primera	instancia.”	(CS,	R.	N.	1372-2010-Amazonas,	jun.	18/2010.	S.	S.	San
Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—En	los	delitos	de	acción	privada	no	se	necesita	la
impugnación	del	Ministerio	Público	para	aumentar	la	pena.	“(…)	En	el
caso	de	autos	se	pretende	la	nulidad	de	la	ejecución	suprema	que	agravó	la
pena	impuesta	al	actor	alegándose,	sustancialmente,	que	el	representante	del
Ministerio	Público	no	habría	interpuesto	el	recurso	de	nulidad	como	establece
la	norma,	sino	que	en	su	lugar	fue	la	parte	agraviada	la	que	interpuso	dicho
medio	impugnatorio.	(...).
5.	Al	respecto,	es	pertinente	indicar	que	la	Ley	N°	26770	–vigente	a	la	fecha
de	los	hechos	y	al	momento	de	la	emisión	del	auto	de	apertura–	señalaba	que
el	delito	de	violación	sexual	contemplados	en	el	artículo	171	del	Código	Penal
(ilícito	materia	del	proceso)	era	susceptible	de	ser	tramitado	por	acción
privada	en	vía	de	querella,	resultando	que	dicha	norma	penal	material
establecía	que	‘[e]l	que	practica	el	acto	sexual	u	otro	análogo	con	una
persona,	después	de	haberla	puesto	con	ese	objeto	en	estado	de	inconsciencia
o	en	la	imposibilidad	de	resistir,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad
no	menor	de	5	ni	mayor	de	10	años’.
6.	Asimismo,	la	sala	suprema	emplazada	se	encontraba	facultada	para
imponer	la	pena	que	corresponde	al	marco	legal	establecido	para	el	ilícito
materia	del	proceso	del	actor,	advirtiéndose	que	en	el	aludido	proceso	de
querella	el	representante	del	Ministerio	Público	no	interviene,	sino	que	es	la
querellante	quien	tiene	la	titularidad	de	la	acción	penal	por	lo	que	al	haberse
avocado	la	Corte	Suprema	al	conocimiento	del	recurso	de	nulidad	interpuesto
por	la	parte	agraviada,	podía	legalmente	reformar	una	pena	inicialmente
impuesta	por	debajo	de	lo	establecido	por	la	norma	penal	e	incrementarla
hasta	una	tasación	que	se	encuentre	dentro	del	marco	legal,	lo	que
racionalmente	se	sustenta	de	los	fundamentos	de	la	ejecutoria	suprema	que	se
cuestiona.”	(TC.,	Exp.	04231-2010-PHC/TC,	abr.	15/2011.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
C.	de	P.P.
ARTS.	312	y	313.—Derogados.	Ley	27115,	Art.	4°.
TÍTULO	II
Juicio	por	delito	de	imprenta	y	otros
medios	de	publicidad
C.	de	P.P.
ART.	314.—Modificado.	D.	L.	22633,	Art.	2°.	Competencia.	Los
jueces	instructores	sustanciarán	los	procesos	por	los	delitos	de
calumnia,	difamación	e	injurias,	perpetrados	por	medio	de
impresos	o	publicaciones,	o	prensa,	o	con	escritos,	vendidos	o
exhibidos,	o	por	carteles	expuestos	al	público,	o	el	cinema,	la
radio,	la	televisión	y	otro	medio	análogo	de	publicidad,	realizando
en	el	término	de	8	días,	una	sumaria	investigación	y	fallarán
dentro	del	término	de	cinco	días,	bajo	responsabilidad.
Contra	la	resolución	del	juez,	hay	recurso	de	apelación;	y	contra
la	del	Tribunal	Correccional,	recurso	de	nulidad.	Dichos	recursos
serán	resueltos	dentro	del	término	de	10	días.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 11.—Las	 resoluciones	 judiciales	 son	 susceptibles	 de	 revisión,	 con
arreglo	a	ley,	en	una	instancia	superior.
La	 interposición	 de	 un	 medio	 de	 impugnación	 constituye	 un	 acto
voluntario	del	justiciable.
Lo	resuelto	en	segunda	instancia	constituye	cosa	juzgada.	Su	impugnación
sólo	procede	en	los	casos	previstos	en	la	ley.
COMENTARIO.—A	diferencia	 del	 procedimiento	 anterior	 el	 juez	 penal	 no
dicta	aquí	un	auto	de	citación	de	comparendo	sino	emite	una	resolución	de
apertura	 de	 sumaria	 investigación	 por	 el	 término	 de	 ocho	 días.	 Contra	 el
fallo	de	primera	 instancia	procede	el	recurso	de	apelación,	el	plazo,	a	 falta
de	regulación	expresa,	es	el	común	de	un	día	de	notificado	o	leído	el	fallo	de
primera	 instancia.	 La	 sentencia	 de	 vista	 puede	 ser	 objeto	 del	 recurso	 de
nulidad.
C.	de	P.P.
ART.	 315.—Provocación	 pública	 al	 delito.	 Los	 jueces
instructores,	 de	 oficio	 o	 a	 mérito	 de	 las	 denuncias	 que	 se
formulen,	abrirán	instrucción	contra	los	que,	usando	de	la	prensa
periódica,	u	otro	de	 los	medios	de	publicidad	mencionados	en	el
artículo	 anterior,	 instiguen	 al	 homicidio,	 robo,	 incendio	 u	 otros
estragos;	o	a	delitos	contra	 las	comunicaciones	públicas	o	contra
la	 provisión	 de	 agua,	 luz	 y	 fuerza;	 o	 inciten	 a	 los	 ciudadanos,
partidos	o	gremios	a	 la	 lucha	armada	o	a	 la	guerra	civil;	o	a	que
cometan	el	delito	de	sedición.
NOTA:	 El	 procedimiento	 contemplado	 en	 el	 artículo	 no	 es	 de	 persecución	 privada	 sino	 de
persecución	pública	por	lo	que	se	requiere	la	presencia	del	Ministerio	Público.
C.	de	P.P.
ART.	316.—Derogado.	D.	L.	22633,	Art.	3°.
C.	de	P.P.
ART.	 317.—Modificado.	 D.	 L.	 22633,	 Art.	 2°.	 Plazo	 de	 la
instrucción.	 La	 investigación	 de	 los	 delitos	 previstos	 en	 el
artículo	315,	se	sujetará	al	procedimiento	y	términos	establecidos
en	el	artículo	314.
NOTA:	El	segundo	párrafo	fue	derogado	con	la	entrada	en	vigencia	de	la	Constitución	de	1993.	Así,
vía	interpretación,	el	Art.	1°	de	la	Ley	26773.
TÍTULO	III
Juicio	contra	reos	ausentes
C.	de	P.P.
ART.	318.—Requisitoria.	Si	hasta	el	fin	de	la	instrucción,	el
delincuente	no	pudiese	ser	habido,	siempre	que	a	juicio	del	juez
resulte	establecida	la	existencia	del	delito	y	la	culpabilidad	del
encausado,	el	juez	dictará	las	requisitorias	necesarias	para	la
aprehensión	del	acusado.
En	 los	autos	 se	pondrá	 copia	de	 la	 requisitoria	 y	 se	 elevarán	 al
tribunal.
FICHA	ÚNICA	DE	INSCRIPCIÓN	DE	REQUISITORIAS
R.	204-2006-CED-CSJLI/PJ.
Oficina	de	Requisitorias	Distrital	de	Lima
foto	del	requisitoriado
De	conformidad	con	R.	A.	N°	134-CME-PJ
de	fecha	25-06-96
Ficha	única	de	inscripción	de
requisitorias
Organo	jurisdiccional
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Otros 	 	 	 	 	 Otros 	
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Oficina	de	Requisitorias	Distrital	de	Lima
De	conformidad	con	R.	A.	N°	134-CME-PJ	de	fecha	25-06-96
Ficha	única	de	inscripción	de	homonimia
Órgano	jurisdiccional
	
Fecha	Lima,
N°	de	Expediente N°	de	Resolución 	 Secretario
	 	 	 	
I.	Datos	personales	del	requisitoriado:
Apellido	paterno Apellido	materno 	
Foto	del
	 	 	
Nombres 	 	
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Grado	de	instrucción Ocupación/profesión Dirección	trabajo
	 	 	
Características	físicas,	contextura,	señas	particulares:
	
	
II.	Datos	del	proceso
Delito	genérico Delito	específico
	 	
Agraviado 	 Motivo	de	RQ. 	
	 	 	
Motivo:	Reo	ausente,	reo	contumaz,
otros
III.	Datos	personales	del	homónimo:
Apellido	paterno	(*) Apellido	materno	(*) 	
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hijos
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Características	físicas,	contextura,	señas	particulares:
	
Nota:	Adjunto	al	presente	copia	certificada	de	la	resolución	de	homonimia.
Sello	 recepción	 de
la	oficina
	
Código	 de	 M.
partes
	
Firma	 y	 sello	 del
magistrado
	
CONTUMACIA
Ley	26641.
ART.	1°.—Interprétase	por	la	vía	auténtica	que,	tratándose	de	contumaces,
el	principio	de	la	función	jurisdiccional	de	no	ser	condenado	en	ausencia,	se
aplica	 sin	 perjuicio	 de	 la	 interrupción	 de	 los	 términos	 prescriptorios,	 la
misma	que	opera	desde	que	existen	evidencias	irrefutables	que	el	acusado
rehúye	 del	 proceso	 y	 hasta	 que	 el	 mismo	 se	 ponga	 a	 derecho.	 El	 juez
encargado	del	proceso	declara	la	condición	de	contumaz	y	la	suspensión	de
la	prescripción.
JURISPRUDENCIA.—Interrupción	de	la	prescripción	por	contumacia.
“(...).	Finalmente,	tratándose	de	reos	contumaces,	los	plazos	de	prescripción	se
interrumpen	si	es	que	existen	evidencias	irrefutables	de	que	el	acusado	rehúye
del	proceso	y	hasta	que	se	ponga	a	derecho,	debiendo	el	juez	declarar	dicha
suspensión	de	conformidad	con	el	artículo	1º	de	la	Ley	N°	26641	(...).”	(TC.
Sent.,	ago.	10/2005,	Exp.	N°	7451-2005-PHC/TC.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Mantener	vigente	la	acción	penal	ad	infinitum
vulnera	el	derecho	al	plazo	razonable	del	proceso.	“Este	Tribunal
Constitucional	considera	necesario	señalar	que	la	suspensión	de	los	plazos	de
prescripción,	en	aplicación	de	la	referida	Ley	N°	26641,	en	caso	de	mantener
vigente	la	acción	penal	ad	infinitum	resultaría	vulneratoria	del	derecho	al
plazo	razonable	del	proceso	y	en	tal	sentido	sería	inconstitucional	su
aplicación.	Y	es	que	la	prosecución	de	un	proceso	penal,	sin	ningún	límite
temporal,	resultaría	a	todas	luces	inconstitucional.	Como	ya	se	ha	señalado,	el
poder	punitivo	del	Estado	no	puede	ser	ilimitado	ni	infinito.	En	ese	sentido,	la
Ley	N°	26641,	que	dispone	la	suspensión	de	los	plazos	de	prescripción	de	la
acción	penal	para	los	reos	contumaces,	sólo	puede	ser	de	aplicación	en	caso	la
misma	no	resulte	vulneratoria	del	derecho	al	plazo	razonable	del	proceso	(...).
16.	Al	respecto	este	tribunal	ha	adoptado	criterios	para	determinar	la
razonabilidad	del	plazo	del	proceso,	(...).
17.	Tales	criterios	consisten	en:	la	complejidad	del	asunto	(para	cuya
evaluación	es	menester	tomar	en	consideración	factores	tales	como	la
naturaleza	y	gravedad	del	delito,	los	hechos	investigados,	los	alcances	de	la
actividad	probatoria	para	el	esclarecimiento	de	los	eventos,	la	pluralidad	de
agraviados	o	inculpados,	o	algún	otro	elemento	que	permita	concluir,	con	un
alto	grado	de	objetividad,	que	la	dilucidación	de	una	determinada	causa
resulta	particularmente	complicada	y	difícil),	la	actividad	procesal	del
interesado,	siendo	relevante	a	este	respecto	distinguir	entre	el	uso	regular	de
los	medios	procesales	que	la	ley	prevé	y	la	llamada	defensa	obstruccionista
caracterizada	por	todas	aquellas	conductas	intencionalmente	dirigidas	a
obstaculizar	la	celeridad	del	proceso,	sea	la	interposición	de	recursos	que,
desde	su	origen	y	de	manera	manifiesta,	se	encontraban	condenados	a	la
desestimación,	sea	las	constantes	y	premeditadas	faltas	a	la	verdad	que
desvíen	el	adecuado	curso	de	las	investigaciones,	entre	otros.	En	todo	caso,
corresponde	al	juez	penal	demostrar	la	conducta	obstruccionista	del
procesado.	Finalmente,	con	relación	a	la	actuación	de	los	órganos	judiciales,
este	tribunal	ha	expresado	que	‘[s]erá	materia	de	evaluación	el	grado	de
celeridad	con	el	que	se	ha	tramitado	el	proceso,	sin	perder	de	vista	en	ningún
momento	el	especial	celo	que	es	exigible	a	todo	juez	encargado	de	dilucidar
una	causa	en	la	que	se	encuentra	un	individuo	privado	de	su	libertad’.”	(TC,
Exp.	01388-2010-PHC/TC,	abr.	04/2012.	S.	S.	Álvarez	Miranda)
JURISPRUDENCIA.—TC	reitera:	ley	que	suspende	los	plazos	de
prescripción	de	la	acción	penal	para	contumaces	se	aplica	si	no	vulnera
el	derecho	al	plazo	razonable.	“Al	respecto	este	Tribunal	Constitucional	ha
señalado	que	la	Ley	N°	26641	que	dispone	la	suspensión	de	los	plazos	de
prescripción	de	la	acción	penal	para	los	reos	contumaces,	sólo	puede	ser	de
aplicación	en	caso	de	que	la	misma	no	resulte	vulneratoria	del	derecho	al
plazo	razonable	del	proceso	(Cfr.	Exp.	N°	4959-2008-PHC/TC)”.	(TC,	Exp.
00929-2012-PHC/TC,	may.	09/2014.	S.	S.	Urviola	Hani)
Ley	26641.
ART.	 2°.—Si	 el	 agente	 se	 sustrae	 a	 la	 acción	 de	 la	 justicia	 y	 por	 ello	 es
declarado	contumaz,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	igual	a	la
que	 corresponde	 al	 delito	 por	 el	 que	 se	 le	 procesa.	 Es	 competente	 el	 juez
que	corresponde	a	la	primera	acción.
JURISPRUDENCIA.—Declaración	de	contumacia	y	debida	notificación.
“(...)	al	no	estar	debidamente	notificada	la	beneficiaria	no	era	legítimo
declararla	reo	contumaz,	toda	vez	que	no	estaba	acreditada	su	renuencia	a
acatar	los	actos	ordenados	por	el	juzgador,	condición	sine	qua	non	para	tal
situación	procesal,	por	lo	que	su	dictado	evidencia	la	inobservancia	del
principio	de	legalidad	procesal,	así	como	un	manifiesto	agravio	a	la	tutela
procesal	efectiva	y,	por	ende,	la	violación	constitucional	demandada.	(...).”	(TC,
Exp.	N°	03411-2005-PHC/TC,	jul.	03/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Debida	notificación	a	las	partes	representan	un
instrumento	ineludible	para	la	observancia	de	las	garantías
constitucionales	del	proceso.	“(…)	El	artículo	139,	numeral	3),	de	la	Ley
Fundamental	garantiza	el	derecho	de	las	partes	procesales	a	acceder	al
proceso	en	condiciones	de	poder	ser	oído	y	ejercitar	la	defensa	de	sus	derechos
e	intereses	legítimos.	En	tal	sentido,	como	postula	Pico	I	Junoy,	los	actos	de
comunicación	de	las	resoluciones	judiciales	–notificaciones,	citaciones	y
emplazamientos–,	en	la	medida	en	que	hacen	posible	la	comparecencia	del
destinatario	y	la	defensa	contradictoria	de	las	pretensiones,	representan	un
instrumento	ineludible	para	la	observancia	de	las	garantías	constitucionales
del	proceso	[Las	garantías	constitucionales	del	proceso,	J.M.	Bosch	Editor,
Barcelona,	1997,	página	54].	Dada	su	trascendental	importancia	es	obvio	que
corresponde	al	órgano	jurisdiccional	examinar	cumplidamente	que	los	actos
de	comunicación,	el	emplazamiento	a	las	partes,	en	especial	al	imputado	con
la	llamada	al	proceso,	cumplan	escrupulosamente	las	normas	procesales	que
los	regulan	a	fin	de	asegurar	la	efectividad	real	de	la	comunicación.	(…)”.	(CS,
Ac.	Plen.	5-2006/CJ-116,	dic.	29/2006.	S.S.	Salas	Gamboa).
JURISPRUDENCIA.—Declaración	de	contumacia	implica,
automáticamente,	suspensión	del	plazo	de	prescripción.	“(…)	cuando	la
última	frase	del	artículo	uno	de	la	(…)	Ley	número	veintiséis	mil	seiscientos
cuarenta	y	uno	estatuye	‘(…)	El	juez	encargado	del	proceso	declara	la
condición	de	contumaz	y	la	suspensión	de	la	prescripción’,	no	reconoce	al	juez
una	potestad	discrecional	para	disponer	o	no	la	suspensión	de	la	prescripción,
tampoco	permite	entender	que	si	no	se	pronuncia	expresamente	al	respecto
ha	de	estimarse	que	la	prescripción	no	ha	sido	suspendida,	por	cuanto	se	trata
de	un	efecto	jurídico	necesario	–imposible	de	obviar–	de	la	prolongación	del
plazo	de	prescripción,	de	suerte	que	declarada	la	contumacia
automáticamente	se	une,	por	ministerio	de	la	ley,	el	efecto	de	la	suspensión	del
plazo	de	prescripción;	ésta	se	produce	por	la	declaración	de	la	contumacia,	no
es	independiente	de	ella	ni	requiere	un	juicio	adicional	de	justificación.	(CS,	A.
V.	45-2003.	jul.	26/2006.	S.S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—La	contumacia,	y	no	necesariamente	la	ausencia,
revela	un	peligro	de	fuga.	“(…)	Ausente	es	aquella	persona	enjuiciada	que,
pese	a	un	requerimiento	judicial,	regularmente	oficiado,	no	se	apersona	al
proceso,	en	razón	de	desconocer	su	condición	de	procesado,	usualmente,	por
no	haberse	encontrado	en	su	domicilio	en	el	momento	en	que	fue	notificado.
Contumaz,	en	cambio,	es	la	persona	que,	teniendo	noticia	cierta	e	inequívoca
de	su	enjuiciamiento,	no	se	apersona	al	proceso,	pese	a	los	requerimientos
formulados	judicialmente.
Las	características	de	la	ausencia	no	permiten	considerarla	como	un
elemento	objetivo	que	permita	presumir	la	voluntad	de	fuga	del	procesado,
aunque	ella	puede	conllevar	la	emisión	de	una	orden	de	ubicación,	captura	y
conducción	del	procesado	ante	el	juez	penal	para	la	verificación	de	la
diligencia	correspondiente.	Por	el	contrario,	las	características	de	la
contumacia	son	reveladoras	de	un	dato	objetivo	que	permite	presumir	el
peligro	de	fuga	y/o	el	riesgo	de	perturbación	de	la	actividad	probatoria,	y,	por
consiguiente,	justificar	el	dictado	del	mandato	de	detención.”	(TC,	Sent.	del
Pleno	-	Exp.	0024-2010-PI/TC,	mar.	21/2011.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—La	contumacia	alcanza	especial	relevancia	en	los
delitos	contra	la	humanidad.	“(…)	Se	ha	mencionado	ya	que	la	situación	de
contumacia	es	denotativa	de	un	elemento	objetivo	que	permite	presumir,	con
un	alto	grado	de	razonabilidad,	el	peligro	de	fuga,	y,	en	cierta	medida,
también	el	riesgo	de	perturbación	en	la	averiguación	de	la	verdad.	Se	trata	de
una	persona	que,	teniendo	certeza	de	su	condición	de	imputada,	se	muestra
reacia	a	someterse	a	los	requerimientos	formulados	por	el	juez	penal	y	a
colaborar	en	el	procesamiento.	Desde	luego,	dicha	conducta	afecta	el
adecuado	desarrollo	del	proceso	penal	y,	por	consiguiente,	el	debido	proceso	y
la	tutela	jurisdiccional	efectiva,	reconocidos	en	el	artículo	139,	inciso	3,	de	la
Constitución.
29.	Esta	circunstancia	alcanza	singular	gravedad	en	los	casos	de	procesos
por	delitos	contra	la	vida,	el	cuerpo	y	la	salud,	que	constituyan	graves
violaciones	a	los	derechos	humanos,	y	por	delitos	contra	la	humanidad,	que
son	a	los	que	justamente	resulta	de	aplicación	la	medida	en	cuestión.
En	estos	casos,	por	imperio	de	la	norma	fundamental	y	de	los	tratados
internacionales	sobre	derechos	humanos	ratificados	por	el	Estado	peruano,
existe	el	deber	de	averiguar	la	verdad	sobre	los	sucesos	acontecidos,	así	como
el	de	identificar	y	sancionar	a	los	responsables,	y	reparar	en	lo	que	resulte
posible	el	daño	ocasionado	a	las	víctimas	(…)”.	(TC,	Sent.	del	Pleno	-	Exp.	0024-
2010-PI/TC,	mar.	21/2011.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Subrogar	el	mandato	de	detención	contra	un
contumaz	por	una	caución	económica	y	por	el	solo	hecho	de	la	voluntad
“de	ponerse	a	derecho”	resulta	irrazonable.	“(…)	A	la	luz	de	lo	expuesto,	el
contumaz	en	un	proceso	orientado	a	la	averiguación	sobre	acontecimientos
relacionados	con	la	grave	violación	de	derechos	humanos,	afecta	del	derecho
fundamental	a	la	verdad	y	obstaculiza	al	Estado	peruano	el	cumplimiento
cabal	de	la	fundamental	obligación	internacional	referida.
(…)	No	obstante	ello,	el	artículo	4.2	del	Decreto	Legislativo	N°	1097,	permite
al	juez	penal	subrogar	el	mandato	de	detención	dictado	contra	un	procesado
contumaz	–y	por	ende,	sustentado	en	un	dato	que	permite	concluir	razonable
y	objetivamente	el	peligro	de	fuga–	por	una	medida	de	caución	económica,
sobre	la	base	de	la	subjetiva	manifestación	de	voluntad	por	parte	del
procesado	‘de	ponerse	a	derecho’,	la	cual,	antes	bien,	se	encuentra
inequívocamente	contradicha	por	su	conducta.
Se	trata	pues	de	una	permisión	irracional	que,	a	juicio	de	este	tribunal,	sitúa
en	claro	riesgo	el	éxito	del	proceso	penal,	afectando	el	derecho	fundamental	a
la	verdad,	el	debido	proceso,	la	tutela	jurisdiccional	efectiva	de	las	víctimas
(artículo	139,	inciso	3,	de	la	Constitución),	y	la	obligación	internacional	del
Estado	peruano	de	investigar	y	sancionar	las	graves	violaciones	a	los	derechos
humanos	(artículos	1°	y	2°	de	la	Convención	Americana	de	Derechos
Humanos).	Asimismo,	tratándose	de	una	medida	inconstitucional,	carece	de	la
objetividad	y	razonabilidad	que	pueden	justificar	un	trato	diferenciado,	por	lo
que	resulta,	a	su	vez,	violatoria	del	principio-derecho	a	la	igualdad	(artículo
2°,	inciso	2,	y	primer	párrafo	del	artículo	103	de	la	Constitución)	31.	Por	ello,
corresponde	declarar	la	inconstitucionalidad	del	artículo	4.2	del	Decreto
Legislativo	N°	1097.”	(TC,	Sent.	del	Pleno	-	Exp.	0024-2010-PI/TC,	mar.
21/2011.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—La	suspensión	de	los	plazos	de	prescripción	de	la
acción	penal	para	los	reos	contumaces	solo	puede	aplicarse	en	caso	no
resulte	vulneratoria	del	derecho	al	plazo	razonable	del	proceso.	“(…)
‘tratándose	de	reos	contumaces,	los	plazos	de	prescripción	se	interrumpen	si
es	que	existen	evidencias	irrefutables	que	el	acusado	rehúye	del	proceso	y
hasta	que	el	mismo	se	ponga	a	derecho’.	(...)	este	tribunal	considera	que	la
resolución	(...)	vulnera	el	derecho	a	la	motivación	de	las	resoluciones
judiciales,	en	la	medida	que	su	argumentación	no	es	acorde	con	lo	prescrito	en
el	artículo	84	del	Código	Penal,	ya	que	ordenó	–mecánicamente–	la	suspensión
del	plazo	de	prescripción	de	la	acción	penal	sobre	la	base	de	una	declaratoria
de	contumacia,	sin	tener	presente	(...)	que	‘la	Ley	N°	26641,	que	dispone	la
suspensión	de	los	plazos	de	prescripción	de	la	acción	penal	para	los	reos
contumaces,	sólo	puede	ser	de	aplicación	en	caso	la	misma	no	resulte
vulneratoria	del	derecho	al	plazo	razonable	del	proceso’.	(...).”	(TC,	Exp.
03681-2010-PHC/TC,	abr.	20/2012.	Pres.	Álvarez	Miranda)
JURISPRUDENCIA.—La	nulidad	de	los	actos	procesales	de	publicación	y
notificación	de	la	sentencia	en	el	caso	“Caso	Schütz”.	“(...)	de	conformidad
con	el	artículo	121	del	Código	Procesal	Constitucional	contra	las	sentencias
del	Tribunal	Constitucional	no	cabe	impugnación	alguna	salvo	que	de	oficio	o
a	instancia	de	parte,	decidiera	aclarar	algún	concepto	o	subsanar	cualquier
error	material	u	omisión	en	que	hubiese	incurrido.	(...).
5	Que	no	habiéndose	alcanzado	conformidad	en	la	totalidad	de	la	decisión
emitida	sobre	una	pretensión	subsiste	el	empate,	por	lo	que	debe	llamarse	al
magistrado	Calle	Hayen,	que	de	acuerdo	con	el	acta	de	la	vista	de	la	causa	no
concurrió	a	dicha	audiencia	para	que,	avocándose	al	conocimiento	de	autos
emita	pronunciamiento	sobre	el	extremo	que	cuestiona	la	resolución	de	fecha
21	de	noviembre	de	2006	(...).
6.	Que	en	el	presente	caso	la	secretaría	relatoría	sumó	el	sentido	de	los	votos
teniendo	en	consideración	la	totalidad	de	los	fallos,	no	habiendo	encontrado
coincidencia	entre	los	votos	de	los	magistrados	Beaumont	Callirgos,	Urviola
Hani	con	el	voto	del	magistrado	Vergara	Gotelli,	toda	vez	que	los	primeros
declaraban	infundada	la	demanda	en	un	extremo	e	improcedente	en	otro,	y	el
magistrado	Vergara	Gotelli	declaraba	improcedente	la	demanda	en	sus	dos
extremos.	No	obstante,	sobre	la	base	de	los	argumentos	expuestos	en	el	escrito
de	nulidad	y	del	análisis	de	la	parte	considerativa	de	cada	uno	de	los	votos,	el
pleno	encuentra	que	se	ha	configurado	un	empate	en	el	extremo	de	la
pretensión	antes	referida.
(...)	Declarar	la	nulidad	de	los	actos	procesales	de	publicación	y	notificación
de	la	resolución	de	fecha	20	de	abril	del	2012;	la	nulidad	de	la	resolución	de
fecha	8	de	mayo	del	2012,	su	publicación	y	notificación;	a	efectos	de	que
continuando	la	causa	con	su	trámite	se	llame	al	magistrado	Calle	Hayen,	para
que	se	pronuncie	sobre	el	extremo	en	el	que	subsiste	el	empate.	(...).”	(TC,	Exp.
03681-2010-PHC/TC	(Nulidad),	may.	11/2012.	Pres.	Álvarez	Miranda)
COMENTARIO.—Ausencia	y	contumacia.	La	diferencia	entre	la	ausencia	y
la	 contumacia	 radica	 en	 el	 motivo	 de	 la	 incomparecencia.	 Es	 ausente	 el
inculpado	que	desconoce	que	se	encuentra	sujeto	a	un	proceso	penal,	hay
desconocimiento	 por	 que	 no	 se	 sabe	 a	 ciencia	 cierta	 la	 ubicación	 de	 su
domicilio	o	paradero	exacto.	Es	contumaz	aquél	que	sabe	de	la	existencia	de
un	proceso	penal	en	su	contra	pero	deja	de	asistir,	sin	motivo	justificado,	a
los	requerimientos	judiciales.
C.	de	P.P.
ART.	319.—Acusación.	Recibidos	los	autos	contra	el	reo	ausente
por	el	tribunal,	pasarán	al	fiscal,	y	éste	formulará	la	acusación.
El	 tribunal,	 después	 de	 renovar	 las	 órdenes	 para	 su	 captura	 y
mandarlo	 llamar	por	edictos	que	expresen	 los	delitos	que	 le	 son
imputados	por	la	acusación	fiscal,	reservará	el	proceso	hasta	que
el	acusado	sea	habido.
C.	de	P.P.
ART.	 320.—Audiencias.	 Tan	 luego	 como	 se	 presente	 o	 se
aprehenda	al	acusado,	el	 tribunal	 fijará	día	para	 la	audiencia.	En
esta	 audiencia	 sólo	 se	 examinarán	 a	 los	 testigos	 y	 peritos	 que
voluntariamente	 se	 presenten,	 requiriéndose	 únicamente	 el
examen	del	reo	y	los	informes	del	fiscal	y	de	la	defensa.	El	tribunal
puede	 fallar	 por	 el	 solo	mérito	 de	 la	 instrucción	 si	 no	 se	 actúan
nuevas	pruebas.
C.	de	P.P.
ART.	321.—Acusados	presentes	y	ausentes.	Si	en	la	instrucción
figurasen	acusados	presentes	y	ausentes,	el	tribunal	nombrará
para	el	juicio	oral	defensor	para	los	ausentes.	La	sentencia
absolutoria	puede	comprender	a	los	ausentes;	pero	la
condenatoria	sólo	puede	comprender	a	los	presentes,
reservándose	respecto	de	los	ausentes.	Si	éstos	se	presentan	o	son
aprehendidos	después	de	expedida	la	sentencia	contra	los
presentes,	el	tribunal	citará	para	la	audiencia	en	que	debe
juzgarlos,	en	la	cual	únicamente	se	leerá	la	instrucción,	el	acta	de
los	debates	orales,	la	sentencia	contra	los	reos	que	estuvieron
presentes	y	la	resolución	de	la	Corte	Suprema,	si	la	hubiese;	se
examinará	al	acusado,	se	oirá	los	informes	del	fiscal	y	del	defensor
y	se	fallará	sin	más	trámite.
Incorporado.	 Ley	 13695,	 Artículo	 Único.	 Si	 en	 la	 instrucción
figurasen	 acusados	 en	 cárcel	 y	 acusados	 libres,	 la	 audiencia	 se
realizará	con	los	que	concurran,	considerándose	como	ausentes	a
todos	 los	 que	 no	 asistan	 al	 acto	 oral;	 y	 la	 sentencia	 que	 se
pronuncie	podrá	absolver	a	los	inasistentes	o	reservar	el	proceso
respecto	 de	 ellos,	 hasta	 que	 sean	 habidos.	 Si	 alguno	 de	 los
acusados	 que	 no	 concurrió	 al	 acto	 oral	 se	 presenta,
posteriormente,	 o	 es	 detenido,	 se	 procederá	 como	 dispone	 el
párrafo	anterior	de	este	artículo.
PRESENCIA	DEL	ACUSADO	Y	DEFENSOR
D.	Leg.	125.
ART.	2°.—Cuando	la	contumacia	se	produzca	en	el	período	de	instrucción
de	un	procedimiento	ordinario,	se	procederá	de	acuerdo	a	los	artículos	205
y	 206	 del	 Código	 de	 Procedimientos	 Penales,	 pudiendo	 el	 juez,	 en	 los
asuntos	de	 trámite	 sumario,	 expedir	 sentencia	 con	 las	 limitaciones	que	 se
señalan	 para	 el	 juzgamiento	 de	 los	 ausentes,	 no	 pudiendo	 expedir,	 en
ningún	caso,	fallo	condenatorio	contra	tales	encausados.
RESPETO	DEL	DERECHO	A	LA	NO	AUTOINCRIMINACIÓN
R.	Adm.	310-2014-CE-PJ.
ART.	1°.—Oficiar	a	los	presidentes	de	las	cortes	superiores	de	justicia	de	la
República	 para	 que	 se	 sirvan	 comunicar	 a	 los	 jueces	 de	 los	 órganos
jurisdiccionales	 penales	 y/o	 mixtos	 que,	 considerando	 el	 derecho	 del
imputado	a	la	no	autoincriminación,	tienen	que	evaluar	que	no	corresponde
la	 declaración	 judicial	 de	 ausencia	 o	 contumacia	 en	 la	 fase	 instructiva	 del
proceso	 penal	 sumario	 y	 ordinario,	 con	 el	 mandamiento	 de	 conducción
compulsiva,	 en	 razón	 de	 su	 inconcurrencia	 u	 oposición	 expresa	 (oral	 o
escrita)	 a	 presentarse	 a	 la	 diligencia	 de	 declaración	 instructiva.	 En	 esa
perspectiva,	el	proceso	penal	sumario	puede	concluir	con	una	sentencia;	así
como	 el	 proceso	 penal	 ordinario	 puede	 transitar	 hacia	 la	 etapa	 de	 juicio,
prescindiendo	 de	 la	 declaración	 del	 imputado,	 salvo	 que	 éste	 lo	 solicite
como	medio	de	defensa.
R.	Adm.	310-2014-CE-PJ.
ART.	 2°.—Establecer	 que	 corresponde	 al	 fiscal	 durante	 la	 investigación
preliminar	identificar	y	constatar	la	dirección	domiciliaria	real	y	actual	del
imputado.	El	 juez	 sólo	podrá	emitir	 el	 auto	que	da	 inicio	al	proceso	penal
sumario	 y	 ordinario,	 cuando	 en	 la	 formalización	 de	 denuncia	 se	 haya
cumplido	 el	 presupuesto	 antes	 anotado	 con	 los	 recaudos	 respectivos;	 ello
con	el	objetivo	de	garantizar	la	debida	notificación	judicial	del	imputado.
D.	Leg.	125.
ART.	3°.—Se	reputa	contumaz:
a.	 Al	 que	 habiendo	 prestado	 su	 declaración	 instructiva	 o	 estando
debidamente	notificado	rehúye	el	juzgamiento	en	manifiesta	rebeldía	o	hace
caso	 omiso	 a	 las	 citaciones	 o	 emplazamiento	 que	 le	 fueran	 hechos	 por	 el
juez	o	tribunal;
b.	 Al	 que	 hallándose	 con	 libertad	 provisional	 o	 vigilada	 incurre	 en	 las
actitudes	descritas	anteriormente;
c.	Al	que	estando	detenido	en	las	dependencias	policiales	o	en	un	centro	de
reclusión	se	fugue	para	impedir	la	acción	judicial.
D.	Leg.	125.
ART.	4°.—En	el	caso	del	acusado	incapacitado	de	asistir	a	la	audiencia	por
enfermedad,	 pero	 en	 condiciones	 de	 ser	 interrogado,	 el	 tribunal	 podrá
constituirse	 en	 el	 centro	 de	 reclusión	 o	 en	 el	 hospital	 para	 examinarlo
conjuntamente	 con	 el	 fiscal	 y	 el	 defensor	 del	 procesado	 imposibilitado,	 y
con	conocimiento	de	los	demás	defensores	si	los	hubiere.
D.	Leg.	125.
ART.	 5°.—Los	 condenados	 en	 ausencia	 podrán	 solicitar	 ante	 el	 juez
instructor,	 Tribunal	 Correccional	 o	 Corte	 Suprema	 donde	 se	 encuentre	 el
expediente,	 la	anulación	del	fallo	condenatorio	respecto	al	solicitante,	para
los	 fines	de	un	nuevo	 juzgamiento.	 La	 autoridad	 judicial	 respectiva	dejará
sin	efecto	la	resolución	en	cuanto	al	recurrente	y	dispondrá	se	realice	nuevo
juicio	para	el	solicitante,	para	cuyo	caso	conservará	su	mérito	la	acusación
del	fiscal	escrita.	El	nuevo	fallo	no	podrá	alterar	la	sentencia	ejecutoriada	en
cuanto	a	los	que	fueron	juzgados	como	reos	presentes,	pero	si	en	el	nuevo
juicio	se	presentan	nuevas	pruebas	que	modifiquen	la	situación	jurídica	de
los	condenados,	se	elevará	el	expediente	en	consulta	al	superior	inmediato,
para	que	resuelva	lo	conveniente.
LECTURA	DE	SENTENCIA	SIN	PRESENCIA	DEL	ACUSADO
R.	Adm.	297-2013-CE-PJ.
ART.	 1°.—Aprobar	 la	 Directiva	 N°	 012-2013-CE-PJ	 denominada
“Procedimiento	del	acto	de	lectura	de	sentencia	condenatoria	previsto	en	el
Código	de	Procedimientos	Penales	de	1940	y	 en	 el	Decreto	Legislativo	N°
124”,	que	forma	parte	integrante	de	la	presente	resolución.
ACTO	DE	LECTURA	DE	SENTENCIA	CONDENATORIA
Dir.	012-2013-CE-PJ.
Procedimiento	del	acto	de	lectura	de	sentencia	condenatoria
previsto	en	el	Código	de	Procedimientos	Penales	de	1940	y
en	el	Decreto	Legislativo	N°	124
l.	Objetivo
La	presente	directiva	contiene	el	procedimiento	de	realización	del	acto	de
lectura	 de	 sentencia	 condenatoria	 sin	 la	 concurrencia	 obligatoria	 del
acusado,	 en	 los	 procesos	 penales	 sean	 ordinarios,	 sumarios	 o	 especiales,
regulados	 por	 el	 Código	 de	 Procedimientos	 Penales	 de	 1940	 y	 el	 Decreto
Legislativo	N°	124,	conforme	a	la	ratio	decidendi	del	precedente	vinculante
contenido	 en	 el	 Recurso	 de	Nulidad	N°	 4040-2011-Lima,	 en	 concordancia
con	 el	 articulo	 3°	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 124	 que	 prevé	 la	 aplicación
extensiva	–mutatis	mutandi–	de	las	reglas	del	proceso	ordinario	al	proceso
sumario.
II.	Finalidad
2.1.	 Garantizar	 el	 derecho	 a	 la	 verdad	 en	 el	 esclarecimiento	 del	 hecho
delictivo	declarado	en	la	sentencia	condenatoria.
2.2.	 Garantizar	 el	 derecho	 a	 la	 justicia	 en	 el	 caso	 concreto	 mediante	 la
aplicación	de	la	pena	que	corresponda	al	hecho	delictivo.
2.3.	Garantizar	el	derecho	a	la	reparación	integral	del	daño	ocasionado	por
el	hecho	delictivo.
2.4.	Evitar	las	dilaciones	maliciosas	atribuibles	al	acusado	o	a	su	defensa	en
la	frustración	del	acto	de	lectura	de	sentencia	condenatoria.
2.5.	Evitar	la	impunidad	generada	por	las	dilaciones	maliciosas	que	puedan
dar	lugar	a	la	prescripción	extintiva	de	la	acción	penal.
2.6.	 Evitar	 la	 pérdida	 de	 tiempo	 y	 de	 costos	 en	 recursos	 humanos	 y
materiales	 invertidos	 durante	 todo	 el	 proceso,	 ocasionados	 por	 la
frustración	del	acto	de	lectura	de	sentencia	condenatoria.
III.	Alcance
La	 presente	 directiva	 debe	 ser	 aplicada	 por	 los	 jueces	 y	 auxiliares
jurisdiccionales	competentes	en	los	procesos	penales	tramitados	conforme
al	 Código	 de	 Procedimientos	 Penales	 de	 1940	 y	 al	 Decreto	 Legislativo	 N°
124,	 con	 excepción	 de	 aquellos	 procesos	 tramitados	 bajo	 las	 reglas	 del
Nuevo	Código	Procesal	Penal	del	2004.
IV.	Base	normativa
•	Constitución	Política	del	Perú:	artículo	139,	incisos	3,	12	y	14.
•	Código	de	Procedimientos	Penales	de	1940:	artículos	279	y	321.
•	Decreto	Legislativo	N°	124:	artículos	3°	y	6°.
•	 Decreto	 Legislativo	 N°	 957:	 Nuevo	 Código	 Procesal	 Penal	 del	 2004:
artículo	396,	incisos	1°,	2°	y	3°.
•	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial:	artículo	82,
inciso	26.
•	 Recurso	 de	 Nulidad	 N°	 4040-2011-Lima	 de	 fecha	 veintinueve	 de
noviembre	 del	 dos	 mil	 doce	 emitido	 por	 la	 Sala	 Penal	 Permanente	 de	 la
Corte	 Suprema	 de	 Justicia	 con	 la	 calidad	 de	 precedente	 vinculante:
Fundamento	jurídico	4.
V.	Vigencia
La	 presente	 directiva	 tiene	 vigencia	 a	 partir	 del	 día	 siguiente	 de	 su
publicación	y	es	de	aplicación	 inmediata	 incluso	a	 los	procesos	penales	en
curso.
VI.	Disposiciones	generales
6.1.	Diferencia	entre	expedición	y	lectura	de	sentencia
La	 expedición	 de	 sentencia	 es	 el	 acto	 procesal	 de	 carácter	 secreto	 por	 el
cual	 los	 jueces	 penales	 unipersonales	 o	 colegiados,	 proceden	 a	 la
deliberación,	 votación	 y	 redacción	 de	 la	 resolución	 que	 pondrá	 fin	 al
proceso,	la	misma	que	deberá	contener	los	requisitos	previstos	en	la	ley.
La	lectura	de	sentencia	es	el	acto	procesal	de	carácter	público,	por	el	cual	el
auxiliar	 jurisdiccional	procede	a	 leer	 la	 resolución	expedida	por	 los	 jueces
penales	en	forma	unipersonal	o	colegiado,	ante	quienes	concurran	al	acto.
6.2.	Naturaleza	del	acto	de	lectura
El	 acto	 de	 lectura	 de	 sentencia	 condenatoria	 es	 formal,	 público	 e
inaplazable.	El	acto	es	formal	porque	tiene	como	única	finalidad	comunicar
la	 decisión	 judicial	 sin	 afectar	 las	 garantías	 que	 rigen	 el	 contradictorio	 al
haber	 precluido	 la	 actuación	 probatoria.	 El	 acto	 es	 público,	 porque	 se
desarrolla	ante	la	presencia	del	o	los	jueces	sentenciadores,	permitiéndose
el	 libre	 acceso	 a	 las	 partes	 y	 al	 público.	 El	 acto	 es	 inaplazable,	 porque	 se
lleva	 a	 cabo	 con	 los	 que	 concurran	 al	 acto	 público,	 en	 consecuencia,	 la
inconcurrencia	 de	 las	 partes	 no	 constituye	 una	 causal	 de	 suspensión,
interrupción	o	frustración	del	acto.
VII.	Disposiciones	específicas
7.1.	Citación	al	acto	de	lectura
En	 los	 procesos	 sumarios,	 la	 citación	 al	 acto	 de	 lectura	 de	 sentencia
condenatoria	 –en	 adelante	 la	 citación–	 se	 realizará	 en	 el	 último	 domicilio
procesal	señalado	por	 las	partes	en	el	proceso.	Para	el	acusado,	 la	citación
se	realizará	adicionalmente	en	su	domicilio	real	señalado	en	el	proceso.
En	los	procesos	ordinarios,	la	citación	se	realizará	a	los	sujetos	procesales
concurrentes	 a	 la	última	 sesión	de	audiencia	 en	que	 se	declaró	 cerrado	el
debate.
En	 los	 procesos	 especiales,	 la	 citación	 se	 hará	 observando	 la	 forma	más
adecuada	según	la	naturaleza	del	proceso.
La	citación	deberá	consignar	en	forma	expresa,	clara	y	precisa	que	el	acto
es	 público	 e	 inaplazable	 y	 que	 se	 llevará	 a	 cabo	 con	 los	 que	 concurran	 al
mismo,	así	como	el	apercibimiento	de	designarse	defensor	público	en	caso
de	inasistencia	del	abogado	defensor	elegido	por	el	acusado.
7.2.	Inconcurrencia	del	abogado	defensor	al	acto	de	lectura
En	caso	no	concurra	el	abogado	defensor	elegido	por	el	acusado	al	acto	de
lectura	 de	 sentencia	 condenatoria,	 será	 reemplazado	 por	 otro	 que,	 en	 ese
acto,	designe	el	acusado;	empero,	si	esto	no	es	posible,	el	juez	nombrará	en
ese	acto	a	un	defensor	público.
7.3.	Lectura	y	notificación	de	la	sentencia
Leída	 la	 sentencia	 condenatoria	 en	 acto	 público	 en	 la	 fecha	 y	 la	 hora
previamente	señalada	en	la	citación	judicial,	quedarán	notificados	todos	los
sujetos	 procesales	 concurrentes	 a	 la	 misma,	 debiendo	 en	 ese	 mismo
momento	entregárseles	copia	de	la	resolución.
En	 caso	 de	 inconcurrencia	 del	 acusado	 al	 acto	 de	 lectura	 de	 sentencia
condenatoria,	 será	notificado	 con	 la	 resolución	en	el	último	domicilio	 real
señalado	en	el	proceso.
Los	 sujetos	 procesales	 inconcurrentes	 al	 acto	 de	 lectura	 de	 sentencia
condenatoria	distintos	al	acusado,	 serán	notificados	con	 la	entrega	de	una
copia	 de	 la	 resolución	 en	 el	 último	 domicilio	 procesal	 señalado	 en	 el
proceso.
7.4.	Cómputo	del	plazo	de	impugnación
Al	 concluir	 la	 lectura	 de	 la	 sentencia,	 el	 juez	 preguntará	 a	 quien
corresponda	si	interpone	recurso	impugnatorio.	No	es	necesario	que	en	ese
acto	 fundamente	 el	 recurso.	 También	 puede	 reservarse	 la	 decisión	 de
impugnación.
El	 plazo	 para	 la	 impugnación	de	 la	 sentencia	 condenatoria	 se	 rige	 por	 lo
previsto	en	la	ley,	y,	se	computará	a	partir	del	día	siguiente	al	acto	público
de	 lectura	 de	 sentencia	 para	 los	 sujetos	 procesales	 concurrentes	 a	 dicho
acto.
Cuando	el	acto	de	lectura	de	sentencia	condenatoria	se	 lleve	a	cabo	sin	 la
presencia	del	acusado,	el	plazo	se	computará	a	partir	del	día	siguiente	a	la
notificación	 en	 su	 domicilio	 real.	 En	 caso	 de	 inconcurrencia	 de	 los	 demás
sujetos	procesales	se	computará	a	partir	del	día	siguiente	de	la	notificación
en	sus	respectivos	domicilios	procesales.
VIII.	Disposiciones	complementarias
Situación	del	contumaz
8.1.	 La	 condición	 jurídica	de	 contumaz	no	 impedirá	 la	 citación	 al	 acto	de
lectura	 de	 sentencia	 condenatoria,	 siempre	 que	 el	 proceso	 se	 encuentre
expedito	para	sentenciar.
Notificación	de	la	sentencia	absolutoria
8.2.	 La	 sentencia	 absolutoria	 será	 simplemente	 notificada	 a	 los	 sujetos
procesales	 en	 sus	 respectivos	 domicilios	 procesales.	 En	 el	 caso	 del
imputado,	 la	notificación	deberá	realizarse	adicionalmente	en	su	domicilio
real.
IX.	Anexos
Forma	 parte	 de	 la	 presente	 directiva	 como	 anexos	 para	 su	 difusión	 un
instructivo;	así	como	el	texto	del	Recurso	de	Nulidad	N°	4040-2011-Lima.
ANEXO
Dir.	012-2013-CE-PJ.
Procedimiento	del	acto	de	lectura	de	sentencia	condenatoria	previsto	en	el	Código	de
Procedimientos	Penales	de	1940	y	en	el	Decreto	Legislativo	N°	124
Instructivo
>	¿Cómo	se	realiza	la	citación	al	acto	de	lectura?
En	los	procesos	sumarios,	la	citación	al	acto	de	lectura	de	sentencia	condenatoria	–en	adelante	la
citación–	se	realizará	en	el	último	domicilio	procesal	señalado	por	las	partes	en	el	proceso;	para	el
acusado,	la	citación	se	realizará	adicionalmente	en	su	domicilio	real	señalado	en	el	proceso.	En	los
procesos	ordinarios,	la	citación	se	realizará	a	los	sujetos	procesales	concurrentes	a	la	última	sesión
de	audiencia	en	que	 se	declara	 cerrado	el	debate.	En	 los	procesos	especiales,	 la	 citación	 se	hará
observando	la	forma	más	adecuada	según	la	naturaleza	del	proceso.
La	citación	deberá	consignar	en	forma	expresa,	clara	y	precisa	que	el	acto	es	público	e	inaplazable
y	que	se	llevará	a	cabo	con	los	que	concurran	al	mismo,	así	como	el	apercibimiento	de	designarse
defensor	público	en	caso	de	inasistencia	del	abogado	defensor	elegido	por	el	acusado.
>	¿Qué	sucede	si	no	concurre	el	abogado	al	acto	de	lectura?
En	caso	no	concurra	el	abogado	defensor	elegido	por	el	acusado	al	acto	de	 lectura	de	sentencia
condenatoria,	será	reemplazado	por	otro	que,	en	ese	acto,	designe	el	acusado;	empero,	si	esto	no	es
posible,	el	juez	nombrará	en	ese	acto	a	un	defensor	público.
>	¿Cómo	se	realiza	la	lectura	y	notificación	de	la	sentencia?
Leída	la	sentencia	condenatoria	en	acto	público	en	la	fecha	y	la	hora	previamente	señalada	en	la
citación	 judicial,	 quedarán	 notificados	 todos	 los	 sujetos	 procesales	 concurrentes	 a	 la	 misma,
debiendo	en	ese	mismo	momento	entregárseles	copia	de	la	resolución.
En	 caso	 de	 inconcurrencia	 del	 acusado	 al	 acto	 de	 lectura	 de	 sentencia	 condenatoria,	 será
notificado	con	la	resolución	en	el	último	domicilio	real	señalado	en	el	proceso.
Los	 sujetos	 procesales	 inconcurrentes	 al	 acto	 de	 lectura	 de	 sentencia	 condenatoria	 distintos	 al
acusado,	 serán	 notificados	 con	 la	 entrega	 de	 una	 copia	 de	 la	 resolución	 en	 el	 último	 domicilio
procesal	señalado	en	el	proceso.
>	¿Cómo	se	computa	del	plazo	de	impugnación	de	la	sentencia?
Al	concluir	la	lectura	de	la	sentencia,	el	juez	preguntará	a	quien	corresponda	si	interpone	recurso
impugnatorio.	No	es	necesario	que	en	ese	acto	fundamente	el	recurso.	También	puede	reservarse
la	decisión	de	impugnación.
El	plazo	para	la	impugnación	de	la	sentencia	condenatoria	se	rige	por	lo	previsto	en	la	ley,	y,	se
computa	 a	 partir	 del	 día	 siguiente	 al	 acto	 público	 de	 lectura	 de	 sentencia	 para	 los	 sujetos
procesales	concurrentes	a	dicho	acto.
Cuando	el	acto	de	lectura	de	sentencia	condenatoria	se	lleve	a	cabo	sin	la	presencia	del	acusado,	el
plazo	 se	 computará	 a	 partir	 del	 día	 siguiente	 a	 la	 notificación	 en	 su	 domicilio	 real.	 En	 caso	 de
inconcurrencia	 de	 los	 demás	 sujetos	 procesales	 se	 computará	 a	 partir	 del	 día	 siguiente	 de	 la
notificación	en	sus	respectivos	domicilios	procesales.
	
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Condición	de	reo	ausente	no	puede
limitar	derecho	a	la	prueba.	“(...)	si	bien	es	cierto	el	imputado	tenía	la
condición	de	reo	ausente,	ello	en	modo	alguno	puede	limitar	su	derecho	a	la
prueba	pertinente,	en	tanto	se	trata	de	un	elemento	de	carácter	instrumental
que	integra	el	contenido	esencial	del	derecho	de	defensa	reconocido	en	el
inciso	catorce	del	artículo	ciento	treinta	y	nueve	de	la	Constitución	Política,
sin	que	desde	el	principio	de	proporcionalidad	pueda	justificarse	impedir	toda
solicitud	de	prueba	por	la	mera	condición	de	reo	ausente,	pues	se	introduce	un
factor	disciplinario	ajeno	por	completo	a	la	función	y	razón	de	ser	de	la
actividad	probatoria,	sólo	limitable	por	razones	de	estricta	pertinencia	y
legalidad	[vinculada	a	la	regla	de	pertinencia,	en	tanto	que	lo	ilegal	es	en	sí
mismo	impertinente],	así	como	por	motivos	de	conducencia	y	utilidad	[que
responden	a	la	regla	de	necesidad	de	la	prueba],	y	de	oportunidad	procesal;
que,	en	tal	virtud,	el	procedimiento	especial	establecido	en	el	artículo
trescientos	veintiuno	del	Código	de	Procedimientos	Penales	debe	interpretarse
a	la	luz	del	derecho	fundamental	a	la	prueba	y	al	debido	proceso,	que	exige
entender	que	el	desarrollo	del	juicio	oral	no	puede	concebirse	como	una
actividad	meramente	leída	sino	como	una	actividad	procesal	que	implica,
entre	otros	numerosos	actos	procesales,	la	actuación	de	la	prueba	bajo	los
principios	de	oralidad,	inmediación	y	concentración.	(…)”.	(CS.	Loreto,	R.N.	N°
1768-2006,	jul.	12/2006.	S.S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Contumacia	y	debida	notificación.	“(…)
La	contumacia	está	íntimamente	vinculada	a	esa	institución	procesal	de
relevancia	constitucional	(notificación	de	resoluciones	judiciales),	cuya
definición	legal	se	encuentra	en	el	artículo	3°,	inciso	1),	del	Decreto	Legislativo
número	125,	y	que	a	su	vez	ratifica	que	el	imputado	tiene	la	carga	de
comparecer	en	el	proceso	penal,	y	si	no	lo	hace	se	expone	a	una	declaración	de
contumacia.	El	ordenamiento	procesal	penal	nacional	reconoce,	además,	la
ausencia,	y	en	ambos	casos,	como	es	evidente,	consagró	como	dogma	la
imposibilidad	de	desarrollar	el	juicio	oral	–fase	angular	del	sistema
acusatorio–	sin	la	necesaria	presencia	del	acusado	[en	este	sentido,	el	código	–
acota	Gimeno	Sendra–	llevó	hasta	sus	últimas	consecuencias	el	principio
general	del	derecho,	conforme	al	cual	‘nadie	puede	ser	condenado	sin	haber
sido	previamente	oído’,	interpretando	dicho	precepto	como	exigencia	de
comparecencia	física	del	imputado	en	el	proceso	a	fin	de	que	pueda	ejercitar
su	defensa	privada	y,	en	último	término,	su	derecho	a	la	‘última	palabra’:
Derecho	Procesal	Penal,	Editorial	Colex,	Madrid,	2004,	página	215].	(…).”	(CS,
Ac.	Plen.	5-2006/CJ-116,	dic.	29/2006.	S.S.	Salas	Gamboa).
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Declaración	de	contumacia	y	ausencia
necesitan	siempre	de	una	resolución	motivada	escrupulosamente.	“(…)
Lo	relevante	de	ambas	instituciones:	contumacia	y	ausencia,	de	configuración
legal,	a	las	que	se	anudan	variados	efectos	procesales	que	incluso	entrañan
una	intensificación	de	las	medidas	de	coerción	personales,	es	que	se	requiere
de	una	resolución	judicial	motivada	que	declare	el	estado	de	ausencia	o
contumacia	del	imputado,	la	cual	importa	una	verdadera	obligación	judicial
que	habrá	de	dictarse	cuando	se	cumplan	escrupulosamente	los	presupuestos
materiales	estipulados	por	la	ley	procesal,	y	que	a	su	vez	se	erige	en	condición
necesaria	para	dictar	las	medidas	de	coerción	limitativas	de	la	libertad	del
imputado.	La	indicada	resolución	judicial	tiene	una	naturaleza	constitutiva,
ya	que	por	ella	se	crea	el	estado	de	ausente	o	contumaz,	al	que	va	ligado
normalmente	la	adopción	de	medidas	provisionales	personales.	La
declaración	de	contumacia	constituye	una	situación	procesal	que	legitima	al
juez	para	ordenar	la	detención	del	procesado	renuente	a	acatar	el
cumplimiento	de	determinados	mandatos	procesales.	(…)”.	(CS,	Ac.	Plenario	5-
2006/CJ-116,	dic.	29/2006.	S.S.	Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—¿Cuándo	se	está	en	estado	de
contumacia?.	“(…)	El	citado	artículo	3°	del	Decreto	Legislativo	número	125
define	la	institución	de	la	contumacia.	El	contumaz,	en	términos	generales,	es
el	imputado	que	conoce	su	condición	de	tal	y	que	está	o	estará	emplazado	al
proceso	para	que	responda	por	concretos	cargos	penales,	y	pese	a	ello	deja	de
concurrir,	se	aparta	voluntariamente	del	proceso	[el	encausado	es	consciente
de	la	existencia	de	un	proceso	penal	dirigido	contra	él	y	decide	no	acudir	a	la
llamada	del	órgano	jurisdiccional]	(…)	A	estos	efectos,	el	artículo	1°	de	la	Ley
número	26641	exige	que	el	auto	que	declara	la	condición	de	contumaz	del
imputado	–sin	esa	resolución	judicial	no	es	posible	calificar	a	un	acusado	de
contumaz–	sólo	se	dictará	desde	que	(...)	existen	evidencias	irrefutables	que	el
acusado	rehúye	del	proceso	(...)”.	(CS,	Ac.	Plen.	5-2006/CJ-116,	dic.	29/2006.
S.S.	Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Contumacia	puede	ser	declarada	en
sede	de	instrucción	o	etapa	intermedia:	no	se	requiere	una	reiteración
del	mandato	y	una	segunda	incomparecencia	para	emisión	del	auto.
“(…)	La	contumacia	puede	declararse	en	sede	de	instrucción	o	de	la	etapa
intermedia	o	del	enjuiciamiento.	El	artículo	2°	de	dicho	decreto	legislativo
regula,	aunque	genéricamente,	la	posibilidad	de	declararla	en	la	etapa	de
instrucción,	a	cuyo	efecto	remite	a	lo	dispuesto	en	los	artículos	205	y	206	del
Código	de	Procedimientos	Penales.	Esa	disposición,	como	es	obvio	y	aplicando
integrativamente	el	artículo	1°	de	la	Ley	número	26641,	sólo	exige	que	existan
evidencias	irrefutables	que	el	inculpado,	según	se	encuentre	en	los	supuestos
del	artículo	del	referido	Decreto	Legislativo	número	125,	rehúye	el	proceso	–
concretamente,	la	instrucción–	para	que	se	dicte	el	auto	de	declaración	de
contumacia.	No	se	requiere,	desde	luego,	una	reiteración	del	mandato	y	una
segunda	incomparecencia	para	la	emisión	del	auto	de	contumacia,	situación
que	incluso	es	evidente	en	los	supuestos	de	citación	para	diligencia	de	lectura
de	sentencia	en	los	procesos	sumarios	(…)	En	este	último	caso:	lectura	de
sentencia	en	los	procesos	penales	sumarios,	se	explica	porque	no	se	trata
propiamente	de	una	fase	procesal	autónoma	que	requiere	de	una	sucesión	de
actos	procesales	y	diligencias	de	presentación	de	cargos,	actividad	probatoria,
alegatos,	última	palabra,	y	deliberación	y	sentencia.	(CS,	Ac.	Plen.	5-2006/CJ-
116,	dic.	29/2006.	S.S.	Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Declaración	de	reo	contumaz	no
constituye	una	facultad	discrecional	de	la	Sala	Penal	sino	que	está
sometida	a	específicos	presupuestos	materiales.	“(…)	En	síntesis,	la
declaración	de	reo	contumaz	no	constituye	una	facultad	discrecional	de	la
Sala	Penal	Superior,	sino	que	está	sometida	a	específicos	presupuestos
materiales,	que	deben	respetarse	cumplidamente.	Es	imprescindible	el
correcto	emplazamiento	al	acto	oral	bajo	apercibimiento	de	la	declaración	de
contumacia,	luego	una	segunda	citación	y	de	persistir	en	la	inconcurrencia
voluntaria	recién	se	dictará	el	auto	de	contumacia	y	se	procederá	conforme	al
artículo	319	del	Código	de	Procedimientos	Penales.	Por	último,	un	juez
recusado	o	con	pedido	de	inhibición	del	Ministerio	Público,	una	vez	que	se
acepta	iniciar	el	trámite	respectivo,	no	puede	dictar	una	medida	limitativa	de
la	libertad	como	consecuencia	de	un	auto	de	contumacia	al	margen	de	las
normas	que	regulan	la	recusación	y	la	inhibición	o	excusa	de	magistrados.”
(CS,	Ac.	Plen.	5-2006/CJ-116,	dic.	29/2006.	S.S.	Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA.—El	cese	de	la	condición	de	reo	ausente	inicia	el
cómputo	del	plazo	razonable	del	proceso.	“(...)	la	determinación	de	los
extremos	dentro	de	los	que	transcurre	el	plazo	razonable	del	proceso	penal,	es
decir,	el	momento	en	que	comienza	(dies	a	quo)	y	el	instante	en	que	debe
concluir	(dies	ad	quem)	ha	explicitado	que:	‘(...)	a.	La	afectación	del	derecho	a
ser	juzgado	dentro	de	un	plazo	razonable,	reconocido	en	el	inciso	1)	del
artículo	8°	la	Convención	Americana	sobre	Derechos	Humanos,	se	debe
apreciar	en	relación	con	la	duración	total	del	proceso	penal	que	se	desarrolla
en	contra	de	cierto	imputado	(análisis	global	del	procedimiento),	hasta	que	se
dicta	sentencia	definitiva	y	firme	(dies	ad	quem),	incluyendo	los	recursos	de
instancia	que	pudieran	eventualmente	presentarse;	y,	b.	El	plazo	razonable
del	proceso	penal	comienza	a	computarse	(dies	a	quo)	cuando	se	presenta	el
primer	acto	del	proceso	dirigido	en	contra	de	determinada	persona	como
probable	responsable	de	cierto	delito,	que	a	su	vez	puede	estar	representado
por	i)	la	fecha	de	aprehensión	o	detención	judicial	preventiva	del	imputado;	o,
ii)	la	fecha	en	que	la	autoridad	judicial	toma	conocimiento	del	caso’.	(…)
9.	De	la	simple	constatación	de	fechas	se	advierte	que	desde	el	16	de
noviembre	del	2001,	fecha	en	que	se	dictó	el	auto	de	apertura	de	instrucción,
hasta	el	26	de	octubre	del	2011,	fecha	en	que	don	(...)	Gonzales	se	puso	a
derecho,	transcurrieron	casi	once	años	para	la	tramitación	de	un	proceso
sumario	en	el	que	sólo	existe	un	procesado	y	una	agraviada,	aunque	por	la
naturaleza	del	delito	(actos	contra	el	pudor	contra	menor	de	edad)	puede
originar	cierto	grado	de	complejidad.
Sin	embargo,	dicha	dilación	no	ha	afectado	el	derecho	a	ser	juzgado	dentro
de	un	plazo	razonable	pues	el	plazo	razonable	del	proceso	penal	comienza	a
computarse	cuando	se	presenta	el	primer	acto	del	proceso	dirigido	en	contra
de	determinada	persona	como	probable	responsable	de	cierto	delito,	que	a	su
vez	puede	estar	representado	por	i)	la	fecha	de	aprehensión	o	detención
judicial	preventiva	del	imputado;	o	ii)	la	fecha	en	que	la	autoridad	judicial
toma	conocimiento	del	caso”.	Y,	en	el	caso	de	autos,	el	recurrente	se
encontraba	en	calidad	de	reo	ausente	y	recién	se	apersonó	al	proceso	el	26	de
octubre	del	2011,	fecha	a	partir	de	la	cual	se	comienza	a	computar	el	plazo
razonable	del	proceso	penal	cuestionado	porque	es	cuando	se	presenta	el
primer	acto	del	proceso	en	su	contra	como	probable	responsable	del	delito
imputado”.	(TC,	Exp.	04802-2013-PHC/TC,	may.	30/2014	S.	S.	Urviola	Hani)
DOCTRINA.—Desarrollo	del	 juicio	oral	para	 los	procesados	ausentes.
“El	artículo	trescientos	veintiuno	del	Código	de	Procedimientos	Penales	en
la	parte	pertinente	dice:	‘Si	éstos	se	presentan	o	son	aprehendidos	después
de	 expedida	 la	 sentencia	 contra	 los	 presentes,	 el	 tribunal	 citará	 a	 los
acusados	presentes	y	ausentes	para	la	audiencia	en	que	debe	juzgarlos;	en
la	cual	únicamente	se	 leerá,	 la	 instrucción,	el	acta	de	 los	debates	orales,	 la
sentencia	 contra	 los	 reos	 que	 estuvieron	 presentes	 y	 la	 resolución	 de	 la
Corte	 Suprema’.	 El	 extremo	 de	 este	 dispositivo	 legal	 se	 contradice	 con	 el
artículo	doscientos	treintisiete	de	acotado	en	el	que	se	dispone	claramente
lo	 que	 el	 tribunal	 debe	 hacer	 al	 iniciar	 un	 juicio	 oral	 y	 con	 el	 principio
constitucional	plasmado	en	el	artículo	ciento	treintinueve	inciso	catorce	de
la	Constitución	Política	del	Estado,	que	dice	‘No	ser	privado	del	derecho	de
defensa	en	ningún	estado	del	proceso’	el	hecho	de	no	admitirse	la	actuación
de	 algunas	 pruebas	 que	 se	 debe	 entender	 que	 es	 para	 el	 mejor
esclarecimiento	de	los	hechos	y	para	que	los	señores	magistrados	lleguen	a
la	 verdad	 real	 cuyo	 fin	 sea	 expedir	 una	 sentencia	 justa	 con	 la	 debida
apreciación	de	las	pruebas.	El	no	admitir	la	actuación	de	nuevas	pruebas,	se
estaría	contraviniendo	al	principio	constitucional	mencionado	por	lo	que	a
mi	criterio	los	integrantes	de	la	Sala	Superior	no	deben	hacerse	acreedores
de	una	medida	disciplinaria	por	el	hecho	de	haber	admitido	la	actuación	de
pruebas	 en	 el	 juicio	 oral	 desarrollado	 con	 lo	 previsto	 en	 el	 artículo
trescientos	 veintiuno	 del	 Código	 de	 Procedimientos	 Penales;	 estando	 a	 lo
glosado	 mi	 voto	 es	 porque	 no	 se	 aplique	 medida	 disciplinaria	 de
apercibimiento	 a	 los	 señores	 magistrados	 de	 la	 Sala	 Superior	 (...).”	 (Voto
Singular	Humani	Llamas;	CSJ.	 Sent.,	 ene.	08/2002,	Exp.	N°	4585-2001.	 S.S.
Cabala	Rossand)
C.	de	P.P.
ART.	 322.—Revisión	 de	 sentencia.	 Cuando	 el	 Tribunal
Correccional	o	 la	Corte	Suprema,	en	sus	respectivos	casos,	 fallen
en	 una	 causa	 contra	 reos	 que	 fueron	 ausentes	 y	 en	 la	 que	 se
expidió	 sentencia	 contra	 los	 reos	 presentes,	 podrán	 revisar	 la
sentencia	 de	 los	 condenados,	 con	 el	 fin	 de	 atenuar	 la	 pena,	 si
hubiere	lugar	por	los	datos	nuevos	que	resulten.
TÍTULO	IV
De	la	fuga	del	reo
C.	de	P.P.
ART.	 323.—Investigación.	 Cuando	 un	 reo	 rematado	 se	 fuga,	 el
jefe	 del	 establecimiento	 levantará	 una	 investigación	 sobre	 el
hecho,	y	la	remitirá	al	juez	instructor	para	que	proceda	conforme
a	sus	atribuciones.
TÍTULO	V
Juicio	por	faltas
C.	de	P.P.
ART.	 324.—Competencia.	 Corresponde	 a	 los	 jueces	 de	 paz,
instruir	los	procesos	por	faltas.
Const.
ART.	152.—Los	jueces	de	paz	provienen	de	elección	popular.
Dicha	elección,	sus	requisitos,	el	desempeño	jurisdiccional,	la	capacitación
y	la	duración	en	sus	cargos	son	normados	por	ley.
La	 ley	 puede	 establecer	 la	 elección	 de	 los	 jueces	 de	 primera	 instancia	 y
determinar	los	mecanismos	pertinentes.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 54.—Hay	 juzgados	 de	 paz	 letrados	 para	 conocer	 asuntos	 civiles,
penales	y	laborales	en	los	distritos	que	solos	o	unidos	a	otros,	alcancen	los
volúmenes	 demográficos	 rurales	 y	 urbanos	 y	 reúnan	 los	 requisitos	 que
establezca	 el	 Consejo	 Ejecutivo	 del	 Poder	 Judicial.	 La	 sede	 del	 juzgado	 es
determinada	por	el	consejo	ejecutivo	distrital	respectivo.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 55.—La	 competencia	 territorial	 de	 los	 juzgados	 de	 paz	 letrados	 la
establece	el	Consejo	Ejecutivo	del	Poder	Judicial.
El	 Consejo	 Ejecutivo	 Distrital	 fija	 además,	 el	 sistema	 de	 distribución	 de
procesos	entre	los	juzgados	de	paz	letrados	cuando	sea	necesario.
Asimismo	el	Consejo	Ejecutivo	Distrital,	puede	disponer	la	especialización
de	 los	 juzgados	 de	 paz	 letrados,	 cuando	 así	 convenga	 para	 la	 mejor
administración	de	justicia,	y	lo	justifique	la	carga	procesal.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	56.—Los	 jueces	de	paz	 letrados	deben	 rotar	por	 lo	menos	 cada	dos
años	en	la	misma	provincia.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	57.—Los	juzgados	de	paz	letrados	conocen:	(...).
En	materia	penal:
1.	De	los	procesos	por	faltas,	expidiendo	fallo	apelable	ante	el	juez	penal	o
juez	de	apelación;	y,
2.	De	los	demás	asuntos	que	señala	la	ley.	(...).
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	58.—Los	 juzgados	de	paz	 letrados,	cuya	sede	se	encuentra	a	más	de
diez	kilómetros	de	distancia	del	lugar	de	residencia	de	un	notario	público,	o
donde	 por	 vacancia	 no	 lo	 hubiera,	 o	 en	 ausencia	 del	 notario	 por	 más	 de
quince	 días	 continuos,	 tienen	 además	 respecto	 de	 las	 personas,	 bienes	 y
asuntos	de	su	competencia,	las	siguientes	funciones	notariales:
1.	Escrituras	imperfectas.	Llevar	un	registro	en	el	que	anota,	mediante	acta
la	 fecha	 de	 presentación	 de	 la	 minuta,	 el	 nombre,	 apellidos,	 estado	 civil,
nacionalidad,	 ocupación,	 domicilio	 y	 documentos	 de	 identidad	 de	 los
otorgantes	y	de	sus	cónyuges,	la	naturaleza	del	acto	o	contrato,	el	derecho	o
cosa	a	que	 se	 refiere,	 su	valor	 si	 se	 lo	anuncia,	 el	monto	de	 los	 impuestos
pagados	 y	 derechos	 cobrados,	 anotándose	 fecha	 y	 número	 de	 los	 recibos
correspondientes.	Anota	asimismo	su	apreciación	sobre	la	capacidad	de	los
otorgantes.	 El	 acta	 es	 firmada	 por	 el	 juez,	 los	 otorgantes	 y	 dos	 testigos
mayores	 de	 edad	 y	 vecinos	 del	 lugar.	 Las	 actas	 se	 extienden	 en	 estricto
orden	 cronológico,	 una	 a	 continuación	 de	 otra	 sin	 dejar	 espacios	 libres.
Asentada	 y	 firmada	 el	 acta,	 el	 juez	 devuelve	 la	 escritura	 imperfecta	 a	 los
interesados,	 dejando	 constancia	 del	 folio	 y	 libro	 así	 como	 de	 la	 fecha	 de
inscripción	en	su	registro.
2.	Protestos.	Efectuar	el	protesto	de	letras	de	cambio	y	demás	documentos
susceptibles	de	esta	diligencia,	con	las	formalidades	establecidas	en	la	ley	de
la	materia.	De	la	diligencia	se	asienta	un	acta	en	el	registro	al	que	refiere	el
inciso	 anterior,	 en	 estricto	 orden	 cronológico.	 El	 juez	 imprime	 el	 sello
“protesto”	o	dicha	palabra	en	cualquier	otra	forma,	en	el	documento	objeto
de	la	diligencia.
3.	 Legalizaciones.	 Legalizar	 las	 firmas	 de	 un	 documento	 cuando	 el
otorgante	lo	solicite	y	se	halla	en	su	presencia.	Asentar	el	acta	respectiva	en
el	 libro	 referido	 en	 los	 incisos	 anteriores	 y	 poner	 la	 constancia	 en	 el
documento	firmado.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	56.—Los	 jueces	de	paz	 letrados	deben	 rotar	por	 lo	menos	 cada	dos
años	en	la	misma	provincia.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	60.—En	lugares	donde	hay	un	juzgado	de	paz	letrado,	no	puede	haber
un	 juzgado	 de	 paz.	 En	 dichos	 lugares	 el	 juez	 de	 paz	 letrado	 asume
competencia	 en	 las	 acciones	 y	 los	 asuntos	 propios	 del	 juzgado	 de	 paz,
aplicando	las	normas	de	procedimiento	pertinentes	señaladas	en	el	capítulo
siguiente.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 64.—El	 juez	 de	 paz,	 esencialmente	 es	 juez	 de	 conciliación.
Consecuentemente	está	facultado	para	proponer	alternativas	de	solución	a
las	partes	a	fin	de	facilitar	la	conciliación,	pero	le	está	prohibido	imponer	un
acuerdo.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 65.—Los	 jueces	 de	 paz	 conocen,	 de	 no	 lograrse	 la	 conciliación,	 en
tanto	se	encuentren	dentro	de	la	cuantía	que	establece	el	consejo	ejecutivo,
de	los	procesos	siguientes:
1.	De	alimentos,	siempre	que	el	vínculo	de	entroncamiento	esté	acreditado
de	manera	indubitable;
2.	De	desahucio	y	aviso	de	despedida;
3.	De	pago	de	dinero;
4.	De	interdictos	de	retener	y	de	recobrar	respecto	de	bienes	muebles;
5.	 Sumarias	 intervenciones	 respecto	 de	 menores	 que	 han	 cometido	 acto
antisocial	 y	 con	 el	 solo	 objeto	de	dictar	 órdenes	provisionales	 y	 urgentes,
sobre	 tenencia	 o	 guarda	 del	 menor	 en	 situación	 de	 abandono	 o	 peligro
moral.	Concluída	su	intervención	remite	de	inmediato	lo	actuado	al	juez	de
familia	o	al	juez	que	corresponda;	y,
6.	Los	demás	que	correspondan	conforme	a	ley.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	67.—Los	jueces	de	paz	están	prohibidos	de	conciliar	y	fallar	asuntos
relativos	al	vínculo	matrimonial,	nulidad	y	anulabilidad	de	actos	jurídicos	o
contratos,	 declaratoria	 de	 herederos,	 derechos	 sucesorios,	 testamentos,
derechos	constitucionales	y	aquellos	que	expresamente	señala	la	ley.
C.	de	P.P.
ART.	325.—Modificado.	Ley	24965,	Art.	1°.	Procedimiento.
Los	procedimientos	de	competencia	de	los	jueces	de	paz	letrados
se	sujetarán	en	lo	pertinente,	a	las	reglas	establecidas	para	el
juicio	sumario,	pero	el	término	de	la	instrucción	no	podrá	exceder
de	treinta	(30)	días,	salvo	prórroga	excepcional	hasta	de	quince
(15)	días	adicionales.
Los	procedimientos	de	competencia	de	los	jueces	de	paz	no
letrados,	se	realizarán	en	una	sola	audiencia,	en	la	que	deberán
ofrecerse	y	actuarse	todas	las	pruebas.	La	audiencia	no	podrá
exceder	de	tres	sesiones,	salvo	que	las	suspensiones	se	debieran	a
causa	de	fuerza	mayor.
En	cualquier	estado	de	la	causa,	antes	de	la	sentencia,	el
denunciante	o	agraviado,	puede	desistirse	de	la	acción,	con	lo	que
se	dará	por	fenecido	el	proceso.
Los	procesos	sentenciados	por	los	jueces	de	paz	letrados	pueden
ser	 apelados	 ante	 el	 juez	 instructor	 y	 los	 procesos	 sentenciados
por	los	jueces	de	paz	no	letrados,	pueden	ser	apelados	ante	el	juez
de	paz	letrado.
COMENTARIO.—En	 el	 procedimiento	 por	 faltas:	 1)	 el	 denunciante	 puede
desistirse	 de	 la	 acción	 en	 cualquier	 estado	 de	 la	 causa,	 2)	 el	 Ministerio
Público	no	interviene	en	la	persecución	de	las	faltas,	3)	en	el	caso	del	juez	de
paz	 letrado	 el	 término	 de	 la	 investigación	 no	 excede	 de	 treinta	 días	 con
prórroga	 excepcional	 de	 quince	 días,	 la	 sentencia	 es	 apelable	 ante	 el	 juez
penal,	 4)	 en	 el	 caso	 del	 juez	 de	 paz	 no	 letrado	 el	 procedimiento	 es
fundamentalmente	 oral	 (sin	 etapa	 de	 instrucción	 ni	 intermedia),	 la
sentencia	es	apelable	ante	el	juez	de	paz	letrado.
C.	de	P.P.
ART.	326.—Modificado.	Ley	24965,	Art.	1°.	Segunda	instancia.
Recibida	la	apelación	por	el	juez	instructor	o	por	el	juez	letrado,
según	sea	el	caso,	éstos,	por	el	sólo	mérito	de	los	expedientes
recibidos,	resolverán	en	el	término	de	cinco	(5)	días.
De	la	resolución	del	juez	instructor	o	la	del	juez	de	paz	letrado,	no
hay	lugar	a	ningún	recurso	impugnatorio.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 11.—Las	 resoluciones	 judiciales	 son	 susceptibles	 de	 revisión,	 con
arreglo	a	ley,	en	una	instancia	superior.
La	 interposición	 de	 un	 medio	 de	 impugnación	 constituye	 un	 acto
voluntario	del	justiciable.
Lo	resuelto	en	segunda	instancia	constituye	cosa	juzgada.	Su	impugnación
sólo	procede	en	los	casos	previstos	en	la	ley.
C.	de	P.P.
ART.	327.—Modificado.	D.	Leg.	126,	Art.	1°.	Compensación	de
la	pena.	En	los	procedimientos	seguidos	ante	los	jueces	de	paz,	la
pena	 privativa	 de	 la	 libertad	 puede	 ser	 compensada	 con	 una
cantidad	 equivalente	 a	 la	 parte	 proporcional	 correspondiente	 al
sueldo	mínimo	 vital	mensual	 para	 la	 industria	 y	 comercio	 de	 la
provincia	 de	 Lima,	 vigente	 a	 la	 fecha	 de	 la	 comisión	 de	 la
infracción.	Igual	criterio	se	adoptará,	en	lo	pertinente,	en	los	casos
de	imposición	de	una	multa	como	sanción	punitiva.
C.	de	P.P.
ART.	328.—Raterías.	La	medida	a	que	se	refiere	el	artículo	386
del	 Código	 Penal,	 será	 impuesta,	 en	 todo	 caso,	 conforme	 al
procedimiento	que	señala	este	título.
NOTA:	La	referencia	al	Código	Penal	debe	entenderse	hecha	al	artículo	444	(Faltas	-	Hurto).
PROCEDIMIENTO	EN	CASO	DE	FALTAS
Ley	27939.
ART.	 1°.—Objeto	 de	 la	 presente	 ley.	 La	 presente	 ley	 tiene	 por	 objeto
establecer	 las	normas	que	regulan	el	alcance	de	 la	punición	en	materia	de
faltas,	así	como	su	procedimiento.
Ley	27939.
ART.	2°.—Competencia.	Los	jueces	de	paz	letrados	investigarán	y	juzgarán
en	los	procesos	por	faltas.
Ley	27939.
ART.	3°.—Inicio	del	proceso.	El	juez	de	paz	letrado	examinará	lo	actuado
por	 la	 autoridad	policial.	De	 existir	 sólo	denuncia	 escrita	 u	 oral,	 la	misma
será	 presentada	 por	 el	 agraviado	 o	 su	 representante	 ante	 la	 autoridad
judicial.
En	 los	 casos	 de	 flagrancia	 que	 originen	 la	 detención	 del	 agente	 por
presumirse	 la	 comisión	 de	 delito,	 la	 policía,	 comunicará	 de	 inmediato	 el
hecho	al	 juez	de	paz	 letrado,	y	pondrá	al	detenido	a	su	disposición,	con	el
respectivo	 parte	 de	 remisión,	 tan	 pronto	 aquél	 se	 constituya	 en	 la
dependencia	policial.	El	 juez	desestimará	de	plano	 la	denuncia	cuando	sea
manifiesto	que	el	hecho	denunciado	no	constituye	 falta.	En	caso	contrario,
dictará	el	auto	de	apertura	de	 instrucción.	Si	el	hecho	constituye	delito,	el
juez	 correrá	 traslado	 de	 los	 actuados,	 con	 el	 detenido,	 al	 fiscal	 provincial
correspondiente.
La	 declaración	 del	 imputado	 se	 tomará	 de	 inmediato,	 sin	 perjuicio	 de	 su
derecho	 a	 ser	 asistido	 por	 un	 abogado	 defensor.	 En	 los	 casos	 que	 el
imputado	 no	 se	 encuentre	 detenido,	 se	 recibirá	 su	 declaración	 dentro	 del
tercer	día	de	notificado	por	 la	autoridad	 judicial,	quien	podrá	disponer	 su
conducción	de	grado	o	fuerza.
Ley	27939.
ART.	4°.—Articulaciones,	audiencia	y	sentencia.	Las	cuestiones	previas,
cuestiones	 prejudiciales,	 excepciones	 y	 cuestiones	 de	 competencia	 se
podrán	 deducir	 hasta	 antes	 de	 pronunciarse	 la	 sentencia.	 En	 el	 mismo
escrito	se	propondrán	los	medios	de	prueba	que	correspondan,	siempre	que
sean	de	actuación	inmediata.
La	 actuación	 probatoria	 se	 llevará	 a	 cabo	 en	 audiencia.	 La	 audiencia	 se
realizará	 en	 un	 solo	 acto.	 Los	 medios	 de	 defensa	 citados	 en	 el	 párrafo
anterior	se	resolverán	en	la	sentencia.
Ley	27939.
ART.	5°.—Desarrollo	de	la	audiencia.	En	 la	audiencia	a	realizarse	en	un
solo	 acto	 y	 sin	 interrupción	 alguna,	 salvo	 causas	 de	 fuerza	 mayor,	 se
escuchará	al	agraviado	y	al	procesado.
Si	 el	 procesado	 reconoce	 espontáneamente	 su	 responsabilidad	 y	 no	 se
estima	necesario	la	actuación	de	otras	diligencias,	el	juez	dicta	de	inmediato
la	sentencia	que	corresponda,	señalando	la	pena	y	la	reparación	civil.
Cuando	el	procesado	no	reconozca	su	responsabilidad,	o	fueren	necesarias
otras	 diligencias,	 el	 juez	 de	 paz	 letrado	 actuará	 la	 prueba	 ofrecida	 de
inmediato;	 recibidos	 los	 alegatos	 y	 sin	 más	 dilación,	 será	 dictada	 la
sentencia.
En	 el	 caso	 que	 en	 el	 proceso	 sean	 necesarias	 la	 realización	 de	 otras
diligencias,	 la	 instrucción	no	podrá	exceder	de	veinte	días,	 salvo	prórroga
excepcional	 hasta	 de	 diez	 días	 adicionales.	 Al	 término	 de	 estos	 plazos	 se
citará	 para	 audiencia	 de	 lectura	 de	 sentencia.	 En	 ambos	 casos,	 el	 juez
notificará	 al	 procesado	 para	 que	 comparezca	 en	 la	 fecha	 que	 señale,	 bajo
apercibimiento	de	ser	conducido	de	grado	o	fuerza.
Ley	27939.
ART.	6°.—Recurso	de	apelación.	La	sentencia	es	susceptible	de	apelación
dentro	del	plazo	de	un	día	de	efectuada	 la	 lectura	de	 sentencia.	 Los	autos
serán	elevados	en	el	día,	al	juez	especializado	en	lo	penal	correspondiente.
Recibida	la	apelación,	el	juez	especializado	en	lo	penal	señalará	fecha	para
la	 vista	 de	 la	 causa	 dentro	 de	 los	 cinco	 días	 de	 recibidos	 los	 autos.	 Los
abogados	 defensores	 presentarán	 por	 escrito	 los	 alegatos	 que	 estimen
convenientes,	sin	perjuicio	del	informe	oral	que	puedan	realizar	en	la	vista
de	la	causa.
Realizada	la	vista	de	la	causa,	el	juez	resolverá	en	el	plazo	improrrogable	de
tres	días.
Ley	27939.
ART.	7°.—Modificado.	Ley	29990,	Art.	3°.	Desistimiento	o	transacción.
En	 cualquier	 estado	 de	 la	 causa,	 hasta	 antes	 de	 dictada	 la	 resolución	 de
segunda	 instancia,	 el	 agraviado	puede	desistirse	o	 transigir,	 con	 lo	que	 se
dará	por	fenecido	el	proceso.
No	 procede	 la	 transacción	 ni	 el	 desistimiento	 en	 los	 procesos	 de	 faltas
contra	la	persona	derivados	de	violencia	familiar.
DISPOSICIONES	FINALES
Ley	27939.
Primera	 Disposición	 Final.—El	 Poder	 Judicial,	 en	 coordinación	 con	 el
Ministerio	del	Interior,	diseñará	un	plan	piloto	destinado	a	ubicar	jueces	de
paz	letrados	en	las	comisarías	de	Lima	Metropolitana,	en	un	plazo	no	mayor
de	45	días	útiles.
Ley	27939.
Segunda	Disposición	Final.—Derogado.	 Ley	 29824,	 Sétima	Disposición
Final.
NOTA:	La	Ley	29284,	publicada	el	03	de	enero	del	2012	y	con	vigencia	a	partir	del	03	de	abril	del
2012,	derogó	la	Segunda	Disposición	Final	de	la	Ley	27939.
Ley	27939.
Tercera	 Disposición	 Final.—El	 Poder	 Judicial	 y	 el	 Ministerio	 del	 Interior
dispondrán	la	capacitación	integral,	tanto	de	jueces	de	paz	letrado,	jueces	de
paz	 y	 personal	 policial,	 para	 la	 adecuada	 aplicación	 del	 nuevo
procedimiento	en	los	casos	de	faltas.
TÍTULO	VI
Cumplimiento	de	sentencias
C.	de	P.P.
ART.	 329.—Sentencia	absolutoria.	 La	 sentencia	 absolutoria	 se
cumplirá	 dando	 inmediata	 libertad	 al	 acusado,	 si	 se	 halla
detenido,	 o	 cancelando	 la	 caución	 o	 fianza	 si	 se	 encuentra	 en
libertad	provisional.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 4°.—Toda	 persona	 y	 autoridad	 está	 obligada	 a	 acatar	 y	 dar
cumplimiento	 a	 las	 decisiones	 judiciales	 o	 de	 índole	 administrativa,
emanadas	 de	 autoridad	 judicial	 competente,	 en	 sus	 propios	 términos,	 sin
poder	 calificar	 su	 contenido	 o	 sus	 fundamentos,	 restringir	 sus	 efectos	 o
interpretar	 sus	 alcances,	 bajo	 la	 responsabilidad	 civil,	 penal	 o
administrativa	que	la	ley	señala.
Ninguna	 autoridad,	 cualquiera	 sea	 su	 rango	 o	 denominación,	 fuera	 de	 la
organización	jerárquica	del	Poder	Judicial,	puede	avocarse	al	conocimiento
de	 causas	 pendientes	 ante	 el	 órgano	 jurisdiccional.	 No	 se	 puede	 dejar	 sin
efecto	resoluciones	judiciales	con	autoridad	de	cosa	juzgada,	ni	modificar	su
contenido,	 ni	 retardar	 su	 ejecución,	 ni	 cortar	 procedimientos	 en	 trámite,
bajo	 la	 responsabilidad	 política,	 administrativa,	 civil	 y	 penal	 que	 la	 ley
determine	en	cada	caso.
Esta	disposición	no	afecta	el	derecho	de	gracia.
JURISPRUDENCIA.—Derecho	a	la	ejecución	de	sentencias	constituye	una
garantía	sine	qua	non	del	principio	de	independencia	judicial.	“(...)	El
derecho	a	la	ejecución	de	las	decisiones	judiciales,	además	de	ser
manifestación	del	derecho	de	tutela	judicial,	constituye	una	garantía	sine	qua
non	del	principio	de	independencia	judicial,	que	se	evidencia	en	la	capacidad
del	juez	de	hacer	valer	su	iuris	dictio	con	plena	eficacia;	satisfaciendo	real	y
efectivamente,	en	tiempo	oportuno,	lo	decidido	por	el	poder	jurisdiccional
(…)”.	(TC,	Exp.	N°	4080-2004-AC/TC,	ene.	28/2005.	Pres.	Bardelli
Lartirigoyen)
C.	de	P.P.
ART.	 330.—Modificado.	 Ley	 29460,	 Art.	 2°.	 Sentencia
condenatoria.	La	sentencia	condenatoria	se	cumplirá	aunque	se
interponga	recurso	de	nulidad.
PLENO	 JURISDICCIONAL	PENAL.—Ejecución	 efectiva	 y/o	 suspendida	 de
la	 pena	 de	 inhabilitación	 en	 los	 dos	 sistemas	 procesales	 penales
vigentes:	el	nuevo	sistema	supensivo	y	el	viego	sistema	de	 la	ejecución
inmediata.	“(…)	Concretamente,	el	 tema	objeto	de	análisis	y	aclaración,	por
promover	 cierto	 nivel	 de	 controversia	 hermenéutica,	 está	 vinculado	 con	 el
párrafo	 15	 del	 Acuerdo	 Plenario	 número	 2-2008/CJ-116,	 del	 18	 de	 julio	 del
año	próximo	pasado.	En	él	se	estipuló	lo	siguiente:	‘La	ejecución	de	la	pena	de
inhabilitación,	 […],	 requiere,	 como	 paso	 previo,	 que	 al	 adquirir	 firmeza	 la
sentencia	 condenatoria	 el	 órgano	 jurisdiccional	 de	 instancia	 que	 la	 dictó
cumpla	 con	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 332	 del	 Código	 de	 Procedimientos
Penales.	[…]	A	continuación,	ese	mismo	órgano	judicial	debe	remitir	la	causa
al	juez	penal	competente	para	dar	inicio	al	proceso	de	ejecución	(...)’.	También
demanda,	con	igual	finalidad	aclaratoria,	un	reexamen	el	párrafo	9	del	citado
acuerdo	plenario	en	cuanto	acotó	que	‘El	término	de	la	inhabilitación,	en	caso
de	 ser	 impuesta	como	pena	conjunta,	 corre	paralelamente	a	 las	otras	penas
principales,	y	se	computa	a	partir	de	la	fecha	en	que	la	sentencia	queda	firme’.
En	 consecuencia,	 la	 pena	 de	 inhabilitación	 conforme	 a	 las	 disposiciones
pertinentes	 del	 NCPP	 no	 se	 ejecuta	 hasta	 que	 la	 sentencia	 condenatoria
adquiera	 firmeza.	Rige	plenamente,	 en	 este	dominio,	 el	 denominado	 sistema
suspensivo.
B.	Distinta	 es	 la	 regulación	 normativa	 adoptada	por	 el	 ACPP.	 En	 efecto,	 su
artículo	 330	 admite	 expresamente	 el	 sistema	 de	 la	 ejecución	 inmediata	 o
provisional	 para	 todas	 las	 penas,	 salvo	 las	 de	 internamiento,	 relegación,
penitenciaría	 o	 expatriación.	 Cabe	 anotar	 que	 las	 tres	 primeras	 penas	 no
fueron	 ratificadas	 por	 el	 CP	 de	 1991,	 por	 lo	 que	 en	 dicho	 caso	 el	 aludido
precepto	procesal	carece	actualmente	de	significación	alguna.	(…).”	(V	Pleno
Jurisdiccional	 de	 las	 Salas	 Penales	 Permanente	 y	 Transitorias,	 A.	 P.	 10-
2009/CJ-116,	ene.	08/2010.	S.	S.	Gonzáles	Campos)
JURISPRUDENCIA.—La	 pena	 impuesta	 comienza	 a	 ejecutarse	 desde	 la
fecha	en	que	se	emite	la	sentencia	condenatoria.	“(...)	en	este	ámbito	sólo
corresponde	 precisar	 lo	 siguiente	 –en	 los	 términos	 que	 autoriza	 el	 artículo
doscientos	noventa	y	ocho,	párrafo	segundo,	del	citado	código	adjetivo–:
a)	 La	 pena	 de	 inhabilitación	 consiste	 en	 la	 privación,	 suspensión	 o
incapacitación	 de	 uno	 o	más	 derechos	 políticos,	 económicos,	 profesionales	 y
civiles	del	penado.	A	través	de	esta	pena	se	sanciona	a	quien	ha	infraccionado
un	deber	especial	propio	de	su	cargo,	función,	profesión,	comercio,	industria	o
relación	 familiar;	 o	 a	 quién	 se	 ha	 prevalido	 de	 su	 posición	 de	 poder	 o	 de
dominio	para	delinquir	[en	este	sentido	se	ha	pronunciado	el	Acuerdo	Plenario
número	dos	-	dos	mil	ocho/CJ	-	ciento	dieciséis	–Asunto:	Alcances	de	la	pena	de
inhabilitación–	del	dieciocho	de	julio	del	dos	mil	ocho].
b)	Según	su	importancia	o	rango	interno,	la	pena	de	inhabilitación	puede	ser
principal	 o	 accesoria.	 La	 autonomía	 de	 la	 inhabilitación	 principal	 está	 en
función	a	su	conminación	para	un	tipo	delictivo	concreto	de	la	parte	especial
del	Código	Penal	o	de	leyes	penales	complementarias.	Sin	embargo,	en	algunos
casos	el	Código	Penal	utiliza	una	técnica	legislativa	donde	se	alude	a	la	pena
de	inhabilitación	principal	y	a	su	duración	específica	al	final	de	un	capítulo	o
título.	Ello	ocurre	en	el	artículo	cuatrocientos	veintiséis	–delitos	cometidos	por
funcionarios	 públicos–	 el	 cual	 es	 aplicable,	 por	 su	 ubicación	 sistemática,	 al
tipo	 penal	 previsto	 en	 el	 artículo	 trescientos	 ochenta	 y	 uno,	 que	 describe	 la
conducta	punible	atribuida	a	la	acusada	Canchaya	Sánchez.
c)	Respecto	al	requerimiento	planteado	por	la	parte	civil,	cabe	señalar	que	el
Código	de	Procedimientos	Penales	de	mil	novecientos	cuarenta,	vigente	en	el
Distrito	 Judicial	 de	 Lima,	 admite	 expresamente,	 en	 su	 artículo	 trescientos
treinta,	el	denominado	sistema	de	 la	ejecución	 inmediata	o	provisional	de	 la
sentencia	condenatoria.	En	tal	sentido,	no	hace	falta	esperar	la	firmeza	de	un
fallo	que	imponga	la	pena	de	inhabilitación	para	que	dicha	pena	comience	a
ejecutarse”.	(CS,	R.	AP.	Exp.	07-2007,	may.	04/2010.	V.	P.	Prado	Saldarriaga)
DOCTRINA.—Magistrado	 del	 TC	 acusa	 una	 contradicción	 entre	 dos
acuerdos	plenarios	de	la	Corte	Suprema:	la	ejecución	provisional	de	la
pena	 de	 inhabilitación	 vulnera	 el	 derecho	 a	 la	 presunción	 de
inocencia.	 “¿La	 pena	 de	 inhabilitación	 impuesta	 por	 una	 sentencia	 penal
puede	ser	ejecutada	a	pesar	de	que	ésta	no	es	una	resolución	judicial	firme?
Esta	pregunta	encuentra	respuesta	en	el	Acuerdo	Plenario	N°	10-2009/CJ-
116	(...)	en	el	que	 la	Corte	Suprema	precisó	que:	La	pena	de	 inhabilitación
conforme	a	las	disposiciones	pertinentes	del	NCPP	no	se	ejecuta	hasta	que
la	 sentencia	 condenatoria	 adquiera	 firmeza.	 Rige	 plenamente,	 en	 este
dominio,	el	denominado	sistema	suspensivo	(...).	La	pena	de	 inhabilitación
según	las	normas	del	Código	de	Procedimientos	Penales	–con	diferencia	del
régimen	del	NCPP–	se	ejecuta	provisionalmente	(no	hay	al	respecto	ninguna
regla	de	excepción	similar	a	 la	 contenida	en	el	NCPP).	 Siendo	así,	no	hace
falta	 esperar	 la	 firmeza	de	 la	 sentencia	 condenatoria	que	 la	 imponga	para
comenzar	a	ejecutar	la	pena	de	inhabilitación.	El	sistema	que	para	esta	clase
de	pena	sigue	el	Código	de	Procedimientos	Penales,	ante	la	interposición	de
un	 recurso,	 es	 el	 de	 la	 ejecución	 provisional	 (...).	 En	 el	 citado	 acuerdo
plenario,	la	Corte	Suprema	concluyó	que:	En	aquellos	distritos	judiciales	en
los	 que	 se	 dictó	 la	 pena	 de	 inhabilitación	 con	 arreglo	 al	 artículo	 402	 del
NCPP,	ésta	se	ejecuta	una	vez	que	la	sentencia	condenatoria	que	la	impuso
adquirió	 firmeza	 (...).	 Si	 la	 pena	 de	 inhabilitación	 es	 impuesta	 bajo	 el
régimen	 procesal	 del	 artículo	 330	 del	 Código	 de	 Procedimientos	 Penales,
ésta	 se	 ejecuta	 provisionalmente,	 pues	 la	 impugnación	 que	 se	 interpone
contra	ella	no	tiene	efecto	suspensivo	(...).	Al	respecto,	cabe	indicar	que	las
conclusiones	transcritas	del	citado	acuerdo	plenario	son	contradictorias	con
las	 que	 expuso	 la	 misma	 Corte	 Suprema	 en	 el	 Acuerdo	 Plenario	 N°	 2-
2008/CJ-116,	 en	 el	 que	 se	 concluyó	 que	 la	 pena	 de	 inhabilitación	 no	 se
ejecutaba	 hasta	 que	 se	 resuelva	 de	 manera	 definitiva	 el	 recurso
impugnativo	 correspondiente.	 (...)	 3.	 Considero	 que	 las	 consecuencias
originadas	por	el	Acuerdo	Plenario	N°	10-2009/CJ-116	afectan	el	derecho	a
la	 igualdad,	 pues	 dependiendo	 del	 lugar	 de	 la	 comisión	 del	 delito	 los
procesados	–en	lo	que	respecta	a	la	ejecución	de	la	pena	de	inhabilitación–
son	 tratados	de	manera	diferente,	 sin	que	exista	una	 justificación	objetiva
que	 justifique	 dicho	 trato.	 En	 efecto,	 las	 personas	 procesadas	 en	 dos
distritos	judiciales	diferentes	se	encuentran	en	un	mismo	supuesto	fáctico:
forman	parte	de	un	proceso	penal;	sin	embargo,	al	momento	de	ejecutar	la
pena	de	inhabilitación	son	tratadas	de	forma	diferente	porque	así	lo	dispone
el	 Acuerdo	 Plenario	 N°	 10-2009/C-116,	 sin	 que	 exista	 una	 razón	 objetiva
que	justifique	dicho	trato.	Asimismo,	en	el	caso	de	un	mismo	distrito	judicial
en	 el	 que	 subsisten	 procesos	 penales	 al	 amparo	 del	 Código	 de
Procedimientos	Penales	y	del	NCPP	 se	 afecta	 el	principio	de	 favorabilidad
en	la	aplicación	de	la	ley	penal	en	lo	que	respecta	a	la	ejecución	de	la	pena
de	inhabilitación,	por	cuanto	a	los	procesos	penales	sustanciados	conforme
al	Código	de	Procedimientos	Penales	no	se	le	aplica	la	regla	del	artículo	402
del	NCPP,	a	pesar	de	que	es	más	favorable	que	la	prevista	en	el	artículo	330
del	Código	de	Procedimientos	Penales	(...)”	(T.	C,	Exp.	01732-2012-PHC/TC,
ene.	30/2015.	Voto	del	exmagistrado	Mesía	Ramírez)
C.	de	P.P.
ART.	 331.—Modificado.	 Ley	29460,	Art.	 2°.	 Pena	de	muerte.
La	 sentencia	 de	 pena	 de	 muerte	 se	 comunica	 al	 Ministerio	 del
Interior,	 quien	 dará	 cumplimiento	 a	 la	 misma	 en	 el	 plazo	 de
veinticuatro	 horas	 de	 ejecutoriada	 la	 sentencia,	 por	 el	 personal
correspondiente,	 aplicándose	 en	 lo	 que	 fuere	 pertinente,	 las
disposiciones	 de	 los	 artículos	 481	 y	 siguientes	 del	 Código	 de
Justicia	 Militar	 Policial	 aprobado	 por	 Decreto	 Legislativo	 Núm.
961.
El	 acusado	 permanecerá	 en	 el	 establecimiento	 penitenciario
mientras	se	resuelve	el	recurso	de	nulidad.
JURISPRUDENCIA.—TC:	pena	de	muerte	sólo	es	aplicable	a	casos	de
traición	a	la	patria	en	caso	de	guerra	exterior.	“(…)	En	un	sistema
constitucional	donde	la	persona	es	lo	fundamental	y	la	dignidad	es	un
principio	incuestionable,	el	penado	siempre	será	un	ser	humano	con
oportunidades,	antes	que	un	objeto	de	venganza,	burla	o	absoluta
indiferencia.	Dentro	de	esta	misma	lógica,	si	se	habla	de	la	supresión	de	la
vida	como	una	forma	de	pena,	ello	será,	en	no	poca	medida,	incongruente,
desde	que	los	objetivos	de	la	pena	son	totalmente	incompatibles	con	la	muerte.
La	cercenación	de	la	vida	elimina	cualquier	posibilidad	ulterior	de
reencuentro	del	individuo	con	sus	valores	y,	lejos	de	ello,	sólo	es	una	muestra
de	que	el	castigo,	cuando	no	la	venganza	institucionalizada,	pretende
anteponerse	como	amenaza	latente	que	rompe	o	burla	los	esquemas	de	una
verdadera	humanidad.	(…)	Es	preciso	señalar	que	la	Convención
Interamericana	sobre	Derechos	Humanos	fue	aprobada	mediante	Decreto	Ley
22231,	publicado	el	12	de	julio	de	1978.	A	partir	de	la	vigencia	de	la
Constitución	de	1979,	conforme	a	su	artículo	235°,	nuestro	ordenamiento	sólo
contemplaba	la	pena	de	muerte	para	los	casos	de	traición	a	la	patria	en	caso
de	guerra	exterior.	Así,	conforme	al	precitado	artículo	de	la	Convención
Americana,	nuestro	país	no	puede	aumentar	los	supuestos	en	los	que	se
contemple	la	aplicación	de	la	pena	de	muerte.	La	extensión	de	estos	supuestos
implicaría	una	violación	de	la	Convención	Americana	sobre	Derechos
Humanos.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	00489-2006-HC/TC,	ago.	08/2007.	Pres.	Landa
Arroyo)
COMENTARIO.—Pena	 de	 muerte.	 La	 Constitución	 Política	 de	 1979
estableció	 en	 su	 Art.	 235.	 “no	 hay	 pena	 de	 muerte,	 sino	 por	 traición	 a	 la
patria	 en	 caso	 de	 guerra	 exterior”,	 con	 esto,	 la	 constitución	 reducía	 la
aplicación	 de	 la	 pena	 de	 muerte	 a	 un	 solo	 supuesto.	 La	 Constitución	 de
1979,	 lejos	 ya	 de	 la	 Constitución	 de	 1920	 que	 estableció	 en	 su	 Art.	 24	 la
posibilidad	de	imponer	la	pena	capital	para	el	delito	de	homicidio	calificado
y	para	 el	 delito	 de	 traición	 a	 la	 patria,	 incorporaba	 al	 nivel	 de	 garantía	 el
principio	garantista	del	derecho	penal.	El	Código	Penal	actual,	promulgado
estando	en	vigor	 la	Constitución	de	1979,	no	estableció	ni	reglamentó	a	 la
pena	de	muerte	como	modalidad	de	sanción	 jurídico	penal	a	pesar	de	que
podía	incorporarla	expresamente	haciendo	esta	sanción	inaplicable.
Más	 recientemente	 la	 Constitución	 de	 1993,	 desligándose	 de	 sus
precedentes,	 prescribe	 en	 su	 Art.	 140	 que	 “la	 pena	 de	 muerte	 sólo	 puede
aplicarse	 por	 el	 delito	 de	 traición	 a	 la	 patria	 en	 caso	 de	 guerra,	 y	 el	 de
terrorismo,	 conforme	 a	 las	 leyes	 y	 los	 tratados	 de	 que	 el	 Perú	 es	 parte
obligada”.	Sin	embargo,	desde	el	mismo	artículo	140	de	la	Constitución,	cabe
discutir	 y	 apuntar	 ya	 su	 inconstitucionalidad.	 En	 efecto,	 la	 doctrina	 no	 ha
escatimado	en	mostrar	 la	posible	 contradicción	 intrasistemática	 en	 la	que
incurre	 el	 texto	 constitucional	 de	 1993,	 pues	 no	 se	 llega	 a	 entender	muy
bien	 como	 por	 una	 parte	 la	 constitución	 sostenga	 que	 la	 defensa	 de	 la
persona	 humana	 es	 el	 fin	 supremo	 de	 la	 sociedad	 y	 el	 Estado	 y	 en	 otra
instaure	como	negador	de	esa	misma	dignidad	y	defensa	de	la	persona	a	la
pena	de	muerte.	En	otro	extremo,	 la	 regulación	de	 la	pena	de	muerte	hoy
por	hoy	se	presenta	como	innecesaria	y	contraria	a	los	derechos	humanos,
no	 existen	 argumentos	 político-criminales	 sólidos	 que	 aboguen	 por	 su
permanencia	o	 instauración,	se	señala	por	el	contrario	que	no	cumple	una
función	de	seguridad	jurídica	pues	no	busca	resocializar	al	penado	(Art.	VIII,
IX,	 T.P.	 del	 Código	 Penal).	 Últimamente	 en	 el	 nuevo	 proyecto	 de	 texto
constitucional	 que	 se	 elabora	 y	 debate	 en	 el	 pleno	 del	 Congreso	 de	 la
República	se	ha	estipulado	en	el	Art.	2°,	segundo	párrafo	que	“Se	prohíbe	la
pena	de	muerte”,	 con	54	votos	a	 favor,	30	en	 contra	y	7	abstenciones	y	 el
pedido	 de	 seis	 congresistas	 que,	 sin	 presentar	 propuesta	 alternativa,	 han
solicitado	la	reconsideración	de	este	inciso.
La	 regulación	 o	 no	 de	 la	 pena	 de	 muerte,	 generalmente	 en	 textos
constitucionales,	 clasifica	 a	 los	 estados	 en	 “abolicionistas	 para	 todos	 los
delitos”,	que	son	los	estados	cuyas	leyes	no	admiten	la	pena	de	muerte	para
ningún	 delito	 (75	 países,	 destacan	 Ecuador	 y	 España),	 abolicionistas	 sólo
para	delitos	 comunes,	 que	 son	 los	 estados	que	 admiten	 la	 pena	de	muerte
sólo	 para	 los	 delitos	 excepcionales,	 (13	 países,	 entre	 estos:	 Argentina,
Bolivia,	 Brasil,	 México,	 Perú)	 y	 retencionistas,	 que	 aplican	 y	 mantienen	 la
pena	de	muerte,	(87	países,	destaca	Chile).	En	Perú	la	última	ejecución	data
del	año	1979.
C.	de	P.P.
ART.	 332.—Testimonio	 de	 condena.	 Ejecutoriada	 la	 sentencia
condenatoria,	el	Tribunal	Correccional	elevará	a	la	Corte	Suprema
un	testimonio	de	ella,	para	su	 inscripción	en	el	Registro	 Judicial;
remitirá	otro	a	 la	Dirección	de	Prisiones;	y	un	 tercero	al	 jefe	del
establecimiento	penal	en	donde	el	reo	debe	cumplir	su	pena.
C.	de	P.P.
ART.	333.—Pena	privativa	de	libertad.	La	pena	de	prisión	se
cumplirá	en	la	cárcel	de	la	capital	del	departamento	donde	se
dictó	la	sentencia.	Las	penas	de	internamiento,	relegación	y
penitenciaría	se	cumplirán	en	la	penitenciaria	central	de	la	capital
de	la	República,	o	en	las	demás	que	pudieran	crearse.
La	detención	y	 las	penas	por	 faltas	se	cumplirán	en	 las	cárceles
provinciales	o	distritales.
NOTA:	Inaplicable,	el	C.	P.	no	contempla	este	tipo	de	penas	y	por	la	vigencia	del	C.E.	P.
C.	de	P.P.
ART.	 334.—Separación	 de	 detenidos	 y	 condenados.
Necesariamente	 en	 toda	 sede	 del	 Tribunal	 Correccional,	 habrá
locales	separados	para	detenidos	y	condenados.
C.	de	P.P.
ART.	 335.—Obligaciones	 de	 los	 alcaides.	 Los	 directores	 y
alcaides	de	los	establecimientos	penales	obedecerán,	en	cuanto	al
ingreso	 y	 excarcelación	 de	 los	 detenidos	 o	 condenados,	 las
órdenes	 de	 los	 jueces	 instructores	 y	 tribunales	 correccionales,	 y
ejecutarán	inmediatamente	los	mandatos	de	libertad	que	imparta
la	Corte	Suprema,	conforme	a	las	sentencias	que	expida.
C.	de	P.P.
ART.	336.—Ingreso	de	los	detenidos.	Los	directores	y	alcaides
darán	 también	 ingreso	 en	 los	 establecimientos	 penales	 a	 las
personas	 que	 remita	 la	 policía	 judicial,	 en	 calidad	 de	 detenidos,
para	ser	puestos	a	disposición	del	juez	instructor.
C.	de	P.P.
ART.	 337.—Reparación	 civil.	 La	 reparación	 civil	 ordenada	 en
sentencia	firme,	se	hará	efectiva	por	el	juez	instructor	originario,	a
quien	el	Tribunal	Correccional	remitirá	los	autos.
C.	de	P.P.
ART.	338.—Ejecución	forzada.	El	juez	instructor	procederá	para
este	 efecto,	 y	 con	 intervención	 del	 agente	 fiscal,	 contra	 los	 reos,
sus	 causa	 habientes	 o	 terceros	 afectos	 a	 responsabilidad,
sujetándose	a	 lo	prescrito	en	 los	artículos	683	al	720	del	Código
de	Procedimientos	Civiles.	Recabará	también	del	consejo	local	de
patronato	 y,	 si	 no	 lo	 hubiere,	 del	 director	 del	 establecimiento
penal	 respectivo,	 la	 parte	 del	 salario	 de	 los	 condenados	 que
conforme	a	los	artículos	403	y	404	del	Código	Penal,	corresponde
a	las	víctimas	del	delito.
NOTA:	La	referencia	es	al	actual	Código	Procesal	Civil	en	el	Art.	725	a	748	y	al	actual	C.	P.	en	su	Art.
98.
JURISPRUDENCIA.—Efectividad	 de	 la	 resoluciones	 judiciales	 busca
garantizar	que	lo	decidido	tenga	un	alcance	práctico	y	se	cumpla.	“(...)	el
derecho	a	la	‘efectividad’	de	las	resoluciones	judiciales	busca	garantizar	que	lo
decidido	 por	 la	 autoridad	 jurisdiccional	 tenga	 un	 alcance	 práctico	 y	 se
cumpla,	 de	 manera	 que	 no	 se	 convierta	 en	 una	 simple	 declaración	 de
intenciones	 (…)”.	 (TC,	Exp.	N°	00015-2005-AI/TC,	ene.	05/2006.	Pres.	García
Toma)
TÍTULO	VII
De	la	rehabilitación	de	los	condenados
C.	de	P.P.
ART.	339	a	344.—Derogados.	Ley	25274,	Art.	2°.
TÍTULO	VIII
Extradición
C.	de	P.P.
ARTS.	345	a	348.—Derogados.	Ley	24710,	Art.	46.
TÍTULO	IX
Recurso	de	hábeas	corpus
C.	de	P.P.
ARTS.	349	a	360.—Derogados.	Ley	10221,	Art.	1°.
TÍTULO	X
Recurso	de	revisión
C.	de	P.P.
ART.	361.—Procedencia.	La	sentencia	condenatoria	deberá	ser
revisada	por	la	Corte	Suprema,	cualquiera	que	sea	la	jurisdicción
que	haya	juzgado	o	la	pena	que	haya	sido	impuesta:
1.	Cuando	después	de	una	condena	por	homicidio	se	produzcan
pruebas	suficientes	de	que	la	pretendida	víctima	del	delito	vive	o
vivió	después	de	cometido	el	hecho	que	motivó	la	sentencia;
2.	Cuando	la	sentencia	se	basó	principalmente	en	la	declaración
de	un	testigo	condenado	después	como	falso	en	un	juicio	criminal;
3.	Cuando	después	de	una	sentencia	se	dictara	otra	en	la	que	se
condene	por	el	mismo	delito	a	persona	distinta	del	acusado;	y	no
pudiendo	conciliarse	ambas	sentencias,	de	su	contradicción
resulte	la	prueba	de	la	inocencia	de	alguno	de	los	condenados;
4.	Cuando	la	sentencia	se	haya	pronunciado	contra	otra
precedente	que	tenga	la	calidad	de	cosa	juzgada;	y
5.	 Cuando	 con	 posterioridad	 a	 la	 sentencia	 se	 acrediten	 hechos
por	medio	de	pruebas	no	conocidas	en	el	juicio	que	sean	capaces
de	establecer	la	inocencia	del	condenado.
FUNCIÓN	JURISDICCIONAL
Const.
ART.	139.—Son	principios	y	derechos	de	la	función	jurisdiccional:
(...).
7.	 La	 indemnización,	 en	 la	 forma	 que	 determine	 la	 ley,	 por	 los	 errores
judiciales	 en	 los	 procesos	 penales	 y	 por	 las	 detenciones	 arbitrarias,	 sin
perjuicio	de	la	responsabilidad	a	que	hubiere	lugar.
(...).
JURISPRUDENCIA.—Consecuencias	y	reparación	de	los	errores
judiciales	no	deben	ser	indebidamente	dilatados.	“(...)	Merituados	los
argumentos	de	las	partes	y	las	instrumentales	obrantes	en	el	expediente,	este
tribunal	considera	que	la	demanda	interpuesta	resulta	legítima	en	términos
constitucionales,	habida	cuenta	de	que:	a)	el	proceso	seguido	contra	el
demandante,	específicamente	en	lo	que	respecta	a	la	devolución	del	dinero
indebidamente	incautado	a	su	persona,	concluyó	con	la	ejecutoria	(...)	la	cual,
declarando	no	haber	nulidad	en	la	recurrida	(...),	ordenó	que	la	Dirección
General	del	Tesoro	Público	del	Ministerio	de	Economía	y	Finanzas	cumpla	con
devolver	al	demandante	el	importe	de	doscientos	mil	dólares	americanos	($
200.000)	conforme	al	tipo	de	cambio	de	venta	libre	en	el	sistema	financiero
nacional,	debiendo	considerarse	la	suma	que	recibió	el	cuatro	de	febrero	de
mil	novecientos	ochenta	y	siete	como	pago	a	cuenta	en	su	equivalente	en
moneda	extranjera	al	tipo	de	cambio	libre	de	dicha	fecha;	b)	dados	los
términos	y	alcances	de	la	antes	citada	ejecutoria	suprema,	las	autoridades
judiciales	encargadas	de	la	ejecución	de	dicha	sentencia,	sólo	debían	limitarse,
en	principio,	a	cumplir	lo	dispuesto	en	dicha	resolución,	dentro	de	sus	propios
límites	sin	transgredirlos	ni	tampoco	desnaturalizarlos;	c)	se	aprecia,	sin
embargo	de	los	autos	y,	específicamente	(...)	en	lugar	de	limitarse	al	trámite
propio	de	una	ejecución	de	sentencia,	ha	procedido	a	merituar	diversos
aspectos	de	fondo,	que,	en	su	momento,	fueron	materia	de	pronunciamiento
judicial,	incluso	mediante	ejecutoria	suprema,	como	sucede	con	los	aspectos
relativos	a	la	cantidad	del	capital	cancelado	o	los	alcances	de	la	pretensión
económica	solicitada;	d)	se	advierte	igualmente,	que	(...)	la	Segunda	Sala
Penal	Transitoria	de	la	Corte	Suprema	encargada	del	delito	de	tráfico	ilícito
de	drogas	(...)	en	lugar	de	reparar	en	la	distorsión	de	la	que	venían	siendo
objeto	sus	propios	pronunciamientos,	y,	no	obstante	que	ello	fuera
oportunamente	advertido	por	el	Dictamen	de	Fiscalía	Suprema	(...),	procedió,
sin	embargo,	a	convalidar	lo	actuado	por	la	instancia	inferior,	a	sabiendas	de
la	evidente	irregularidad	procesal	que	tal	situación	comportaba;	e)	al	haberse
procedido	en	la	forma	descrita	y	haber	fallo	materia	de	ejecución	y	los
alcances	de	las	resoluciones	judiciales	que	pretenden	darle	cumplimiento,	es
evidente	que	se	han	distorsionado	los	efectos	de	definitoriedad	e
inmutabilidad	propios	de	la	cosa	juzgada,	atributo	que,	como	ya	lo	tiene
definido	este	tribunal,	forma	parte	o	es	componente	del	contenido	esencial	del
derecho	al	debido	proceso;	f)	por	añadidura,	tampoco	puede	pasar
inadvertido	para	este	supremo	colegiado	que	la	forma	como	se	ha	venido
dilatando	el	proceso	seguido	contra	el	accionante,	resulta	absolutamente
desproporcionada	con	la	naturaleza	de	la	pretensión	ventilada	y	además
injustificada,	cuando	no	existe	ninguna	circunstancia	que	imponga	o	cuando
menos	haga	presumir	su	eventual	complejidad.	Esta	situación	no	hace	sino
redundar	en	la	presencia	de	una	evidente	transgresión	al	debido	proceso,
aunque	en	este	específico	extremo	se	evidencia	la	transgresión	respecto	de
otra	variable	o	manifestación	igual	de	trascendente	como	es	la	relativa	al
plazo	razonable	en	la	administración	de	justicia.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	1183-2000-
AA/TC,	jul.	22/2002.	Pres.	Rey	Terry)
JURISPRUDENCIA.—Un	indulto	especial	o	razonado	es	una	forma	de
reconocimiento	de	un	error	judicial.	“(…)	La	demanda	se	sustenta	en	el
artículo	2°	incisos	1,	7,	11,	12,	14,	15,	16	y	22	de	la	Constitución	Política	del
Estado,	artículos	1969,	1981,	1984	y	1985	del	Código	Civil,	la	Declaración
Universal	de	los	Derechos	Humanos,	la	Convención	Americana	sobre	Derechos
Humanos,	y	la	Sentencia	del	Tribunal	Constitucional	expedida	en	el	expediente
número	mil	doscientos	setenta	y	siete	-	noventa	y	nueve	-	AC/TC,	sobre	acción
de	cumplimiento,	la	que	considera	que	el	indulto	establecido	en	la	Ley	número
26655	no	es	común	o	general,	sino	un	indulto	especial	o	razonado,	que	es	una
forma	de	reconocimiento	de	un	error	judicial	y	concluye	que	en	sede	judicial	se
debe	fijar	el	monto	de	la	reparación	correspondiente	a	los	beneficiarios	de	la
precitada	ley	(…)	dentro	del	marco	legal	antes	referido,	se	examina	el	cargo	de
contravención	del	artículo	VII	del	Título	Preliminar	del	Código	Procesal	Civil,	y
al	respecto,	se	advierte	que	si	bien	es	cierto	la	demanda	de	indemnización	fue
solicitada	en	dólares	moneda	de	los	Estados	Unidos	de	América,	la	sentencia
apelada	la	fijó	en	dicha	moneda,	y	la	de	vista	la	ha	fijado	en	moneda	nacional,
esto	no	puede	ser	considerado	como	incongruencia,	pues	la	moneda	nacional
es	de	curso	forzoso	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	83	de	la	Constitución
Política	del	Estado,	y	el	artículo	33	de	la	Ley	número	23438.	(CS,	Cas.	835-
2008-Lima,	set.	03/2008.	V.	P.	Sánchez-Palacios	Paiva)
JURISPRUDENCIA.—Una	sentencia	de	amparo	que	gira	sobre	medidas
cautelares	no	puede	fundar	el	recurso	de	revisión.	“(...)	el	recurso	de
revisión	previsto	en	el	artículo	361	del	Código	de	Procedimientos	Penales,	no
es	un	medio	impugnatorio	ordinario	que	permita	revisar	y	emitir	un
pronunciamiento	respecto	de	los	hechos	y	sobre	las	mismas	pruebas	ya
valoradas	en	el	proceso	penal.	Por	su	naturaleza	extraordinaria	sólo	posibilita
analizar	nuevamente	los	hechos	en	base	nuevas	evidencias	no	contempladas
en	el	juzgamiento,	que	por	su	naturaleza	y	valor,	podrían	variar	la	situación
jurídica	del	sentenciado.
(...)	la	ejecutoria	suprema	(...)	no	constituye	prueba	nueva,	a	efectos	de
demostrar	la	inocencia	del	mismo	en	la	comisión	del	delito	imputado.	Es	decir,
no	acredita	su	irresponsabilidad	en	el	incumplimiento	de	los	mandatos
judiciales	de	reincorporación	de	los	trabajadores	favorecidos	por	el	incidente
cautelar	de	la	acción	de	amparo.	A	mayor	abundamiento,	la	sentencia	emitida
por	el	Tercer	Juzgado	Especializado	en	lo	Penal	del	Callao	el	dieciséis	de
diciembre	de	mil	novecientos	noventa	y	dos,	quedó	consentida,	por	cuanto	el
recurrente	no	promovió	en	su	oportunidad	recurso	impugnatorios	alguno.”	(C.
S.,	R.	Adm.	096-2011-SP-CS-PJ,	set.	15/2011.	S.	S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—La	absolución	del	particular	funda	la	demanda	de
revisión	de	la	sentencia	de	los	funcionarios	condenados	por	colusión
desleal.	“(...)	resulta	pertinente	precisar	que	la	demanda	de	revisión	de
sentencia	es	un	remedio	excepcional	y	restrictivo	de	impugnación	de
sentencias	que	procede	cuando	éstas	ya	pasaron	a	tener	autoridad	de	cosa
juzgada,	basado	en	errores	trascendentes	que	ocurrieron	fuera	del	marco
jurisdiccional	y	que	de	haberse	conocido	hubieran	motivado	otra	resolución
más	justa.	Si	bien	la	seguridad	jurídica	impone	que	las	sentencias	en	un
momento	ya	no	puedan	ser	impugnadas,	cosa	que	ocurre	cuando	han	pasado
en	autoridad	de	cosa	juzgada,	razones	más	importantes,	como	la	justicia,
imponen	su	revisión	en	algunos	casos	en	que	la	sentencia	no	represente	ese
valor	de	verdad	buscado;	que,	por	ello,	la	revisión	de	una	sentencia	penal	tiene
por	fuerza	un	gran	alcance,	porque	si	uno	de	los	fines	del	proceso	penal	es
hallar	la	verdad	material	no	puede	admitirse	que	la	firmeza	de	la	sentencia
impida	definitivamente	su	búsqueda.	(...)	llevado	a	cabo	el	nuevo	juzgamiento
del	encausado	particular	(...)	éste	fue	absuelto	por	la	Segunda	Sala
Especializada	en	lo	Penal	de	la	Corte	Superior	de	Justicia	de	Ayacucho,	en
tanto	los	medios	de	prueba	no	acreditaron	el	delito	de	colusión	desleal;	y,
además,	existe	ausencia	de	relación	de	causalidad	de	dichos	medios
probatorios	con	el	citado	encausado.
(...)	la	actividad	probatoria	constitutiva	del	presente	proceso	determinó	la
absolución	del	particular	supuestamente	interesado	en	la	celebración	de	un
contrato	con	la	Municipalidad	Provincial	de	Huamanga,	por	tanto	no	se
configuró	el	ilícito	penal	materia	de	acusación;	es	decir,	se	desvirtuó	la
mencionada	colusión	o	encuentro	clandestino	entre	los	funcionarios	o
servidores	públicos	con	el	particular	para	defraudar	al	Estado,	esto	es,	no	se
demostró	la	existencia	de	uno	de	los	elementos	objetivos	del	tipo	penal	que
describe	el	artículo	trescientos	ochenta	y	cuatro	del	Código	Penal;	que,	en	tal
virtud,	la	nueva	prueba	aportada	por	los	recurrentes	–no	conocidas	al
momento	de	la	condena–	que	se	traduce	en	la	sentencia	absolutoria	del
particular	interesado	incide	en	esencia	en	el	juicio	de	su	responsabilidad
penal,	por	ende,	resulta	evidente	la	absolución	de	los	sentenciados
recurrentes,	en	tanto	la	nueva	prueba	que	aportaron	tiene	entidad	suficiente
como	para	enervar	el	juicio	condenatorio	emitido	en	su	contra”.	(CS,	R.	N.	164-
2011-Ayacucho,	set.	25/2013,	V.	P.	Barrios	Alvarado)
JURISPRUDENCIA.—Únicamente	el	aporte	serio	de	evidencias	capaz	de
negar	las	bases	fácticas	de	la	sentencia	condenatoria	puede	justificar
una	acción	de	revisión.	“(...)	la	acción	de	revisión	de	sentencia,	por	su	propia
característica	excepcional	destinada	a	hacer	primar	el	valor	justicia	sobre	la
seguridad	jurídica,	responde	a	la	finalidad	concreta	de	rescindir	sentencias
condenatorias	firmes,	que	únicamente	pueden	admitirse	en	los	supuestos
taxativamente	previstos	en	el	artículo	trescientos	sesenta	y	uno	del	Código	de
Procedimientos	Penales,	pues	como	se	ha	sostenido,	constituye	una	excepción
a	la	inmutabilidad	de	las	sentencias	firmes	y	al	principio	de	la	cosa	juzgada;	y
su	trámite	es	regulado	en	el	artículo	cuatrocientos	cuarenta	y	tres	de	la
norma	procesal	citada.	(...)	cabe	precisar,	también,	que	la	revisión	de	la
sentencia	no	constituye	una	impugnación	destinada	a	reexaminar	el	mérito	de
una	sentencia	condenatoria	firme,	ni	determinar	si	vulnera	la	ley	material	o
procesal,	o	en	su	defecto,	que	no	se	ha	efectuado	una	debida	valoración	de	los
hechos,	ámbito	que	es	propio	de	los	recursos	ordinarios,	pero	no	de	una
impugnación	extraordinaria	como	la	que	es	materia	de	análisis.	Es	decir,	se
requiere	la	presentación	de	elementos	determinantes	en	la	variación	de	los
juicios	de	convicción	capaces,	por	sí	mismos,	de	modificar	sensiblemente	sus
conclusiones	y	establecer	la	inocencia	del	condenado”.	(CS,	Rev.	Sent.	210-
2012-Lima,	jul.	11/2013.	V.	P.	Rodríguez	Tineo)
JURISPRUDENCIA.—Como	el	recurso	de	revisión	no	puede	incidir	sobre
el	fondo	o	sobre	la	valoración	de	la	prueba	actuada	en	el	proceso
fenecido,	no	se	puede	cuestionar	la	imparcialidad	de	los	magistrados
supremos	que	conocieron	y	resolvieron	en	última	instancia	el	caso.
“Veamos,	el	artículo	trescientos	sesenta	y	uno	del	Código	de	Procedimientos
Penales	(...)	Como	puede	observarse,	ninguna	de	las	causales	descritas	admite
el	reexamen	interno	del	juicio	jurídico	o	fáctico	de	una	sentencia	que	adquirió
calidad	de	cosa	juzgada,	dicho	de	otro	modo,	no	es	posible	revertir	el	fallo
sobre	la	base	del	mismo	material	probatorio	y/o	jurídico	conocido	en	el
proceso	ordinario.	La	acción	de	revisión	de	sentencia	no	alberga	dentro	de	sus
causales	una	que	pretenda	corregir	errores	interpretativos	internos	del	fallo,
sino	que	evaluando	un	elemento	externo	y	desconocido	en	él	(prueba	de	que	la
víctima	vivió/condena	por	perjurio	de	testigo	clave/condena	a	otro	por	el
mismo	delito	(hecho)/prueba	de	que	la	sentencia	emitida	afectó	la	cosa
juzgada/prueba	nueva	de	inocencia).	De	modo	que	el	magistrado	que
intervenga	en	la	acción	de	revisión	no	tiene	competencia	para	cuestionar	la
decisión	desde	su	interior,	aun	cuando	tenga	formado	un	criterio	diferente	al
fijado	en	el	proceso	ordinario,	e	incluso	cuando	lo	estimase	absolutamente
errado.
Es	por	esa	lógica	de	causal	externa,	que	en	el	trámite	de	revisión	de	sentencia
tampoco	resulta	viable	cuestionar	la	imparcialidad	de	los	magistrados
supremos	que	conocieron	y	resolvieron	en	última	instancia	el	caso,	aun
cuando	nadie	más	que	ellos	tienen	una	opinión	formada	de	la	litis,	exhibida	en
un	fallo	de	público	conocimiento.	La	exigencia	del	dato	nuevo	y	externo	al
proceso	coincidente	con	la	causal	fijada	por	la	ley,	es	la	que	permite
considerar	que	su	imparcialidad	no	está	en	cuestión	(...).”.	(CS,	Recusación	3-
2014-Lima,	oct.	01/2014.	V.	P.	Barrios	Alvarado)
JURISPRUDENCIA.—La	revisión	se	ciñe	exclusivamente	al	análisis	de	las
causales	invocadas	por	el	recurrente.	“La	revisión	de	sentencia	en	nuestro
sistema	jurídico,	está	previsto	en	el	Código	de	Procedimiento	Penales,	como
una	acción	dirigida	a	cuestionar	sentencias	firmes,	sin	importar	el	órgano	que
las	haya	emitido,	ni	el	delito	por	la	pena	impuesta,	de	competencia	de	la	Corte
Suprema,	siempre	en	beneficio	del	sentenciado,	la	cual	no	constituye	instancia,
por	lo	que	el	tribunal	revisor	sólo	deberá	ceñir	su	análisis,	única	y
exclusivamente	a	las	causales	invocadas	por	el	accionante,	teniendo	como
finalidad	última	determinar	si	existe	la	posibilidad	de	un	reexamen	de	la
condena,	para	arribar	a	una	decisión	justa”.	(CS,	Rev.	Sent.	54-2014-Lima,	nov.
24/2014.	V.	P.	Cevallos	Vegas)
JURISPRUDENCIA.—En	el	caso	“Fujimori	Fujimori”:	la	autoría	mediata
impide	la	existencia	de	una	superposición	de	responsabilidad	que
justificaría	la	revisión	de	la	sentencia.	“En	cuanto	a	la	causal	del	inciso	3),
el	condenado	puede	plantear	la	revisión	de	sentencia,	cuando	con
posterioridad	a	haberse	declarado	firme	su	condena	surge	otra	sentencia	(que
necesariamente	debe	estar	firme)	que	condene	a	persona	distinta	por	el
mismo	delito.	Es	decir,	se	presenta	una	superposición	de	responsabilidad,	que
haría	incompatible	una	de	las	decisiones,	ya	que	por	la	peculiaridad	del	caso,
no	acepta	la	concurrencia	de	actores.	Caso	distinto	es	que	el	hecho	sea
cometido	por	una	pluralidad	de	sujetos	que	actúan	con	distintos	títulos	de
imputación,	cuando	concurre	la	coautoría	o	cuando	coexisten	dos	autores
directos,	o	participes,	o	uno	funge	de	inductor	y	otro	de	autor	directo,	o
cuando	existe	autoría	mediata,	en	todos	estos	casos,	es	posible	imputar
responsabilidad	a	más	de	un	sujeto	ya	que	ostentan	distintos	títulos	de
imputación,	pese	a	que	sea	un	solo	hecho	o	un	solo	agraviado.
En	cuanto	a	la	causal	del	inciso	4),	el	condenado	puede	plantear	la	revisión
de	sentencia,	contrario	al	caso	anterior,	cuando	su	responsabilidad	es
declarada	en	la	segunda	sentencia,	pese	a	que	existe	ya	una	sentencia
precedente	firme	(con	calidad	de	cosa	juzgada)	que	ha	declarado	ya	sea	la
absolución	o	condena	de	alguna	persona	por	el	mismo	delito,	lo	que	impide
conciliar	la	segunda	decisión,	de	ser	el	caso	por	ejemplo	que	en	una	sentencia
absolutoria	se	haya	determinado	que	el	hecho	es	atípico	y	en	la	segunda	se
condene	por	el	mismo	hecho.	No	obstante,	se	descarta	también	como	el	caso
anterior,	la	existencia	de	pluralidad	de	sujetos	que	permita	imputar	a	cada
quien	un	título	de	imputación	distinto”.	(CS,	Rev.	Sent.	54-2014-Lima,	nov.
24/2014.	V.	P.	Cevallos	Vegas)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	recordó	que	el	recurso	de	revisión
no	es	de	recibo	si	la	reconstrucción	de	los	hechos	en	ambas	sentencias
penales	no	se	opone	en	lo	esencial.	“Sentencias	inconciliables	como	motivo
de	revisión	de	sentencia	(...)	i)	No	es	posible	reexaminar	lo	resuelto	en	ambos
fallos	respecto	del	delito	de	rebelión	bajo	el	argumento	de	un	patente	error
jurídico	penal	en	la	subsunción	normativa	y	que	el	suceso	histórico	sólo	es
subsumible	en	el	delito	de	sedición.	Como	ya	quedó	estipulado,	en	el	motivo	de
inconciliabilidad	de	sentencias	firmes	cuando	procesalmente	se	menciona	el
vocablo	‘delito’,	se	refiere	a	un	hecho	procesal	o	suceso	histórico	subsumible	en
uno	o	varios	tipos	legales	–no	a	un	delito	en	concreto	o	tipo	legal,	desde	la
perspectiva	material–.	ii)	El	motivo	de	revisión	de	inconciliabilidad	de
sentencias	no	es	de	recibo.	La	reconstrucción	de	los	hechos	en	ambas
sentencias	no	se	oponen	en	lo	esencial;	y,	de	su	comparación,	no	fluye	la
inocencia	del	demandante	Humala	Tasso”.	(C	S,	Rev.	Sent.	4-2014-Lima,	mar.
18/2015.	V.	P.	San	Martín	Castro)
COMENTARIO.—La	 revisión	 busca	 rescindir	 sentencias	 que	 tienen	 la
calidad	 de	 cosa	 juzgada,	 de	 esa	 manera	 se	 presenta	 como	 un	 proceso
excepcional	 y	 como	 una	 acción	 impugnatoria	 independiente	 o	 proceso
autónomo.	 Es	 materia	 de	 revisión	 sólo	 la	 sentencia	 con	 carácter	 de
definitiva	 y	 de	 cosa	 juzgada	 (no	 se	 requiere	 el	 agotamiento	 de	 todas	 las
instancias).	 Los	 supuestos,	 en	 los	 cuales	 procede	 el	 “recurso”	 de	 revisión,
están	taxativamente	contemplados	en	el	Código	de	Procedimientos	Penales.
C.	de	P.P.
ART.	362.—Modificado.	D.	Leg.	959,	Art.	1°.	Legitimación.
1.	 La	 demanda	 de	 revisión	 podrá	 ser	 promovida	 por	 el	 fiscal
supremo	en	lo	penal	y	por	el	condenado.
2.	 Si	 el	 condenado	 fuere	 incapaz,	 podrá	 ser	 promovida	 por	 su
representante	 legal;	 y,	 si	 hubiera	 fallecido	 o	 estuviere
imposibilitado	 de	 hacerlo,	 por	 su	 cónyuge,	 sus	 ascendientes,
descendientes	y	hermanos,	en	ese	orden.
C.	de	P.P.
ART.	 363.—Recurso	 póstumo.	 El	 recurso	 de	 revisión	 puede
interponerse	aunque	haya	muerto	el	condenado,	para	rehabilitar
su	memoria.
C.	de	P.P.
ART.	 364.—Modificado.	 D.	 Leg.	 959,	 Art.	 1°.	 Trámite	 del
recurso	de	revisión.
1.	La	demanda	de	revisión	con	sus	recaudos	será	presentada	ante
la	 Sala	 Penal	 de	 la	 Corte	 Suprema.	 Debe	 contener	 la	 referencia
precisa	y	completa	de	los	hechos	en	que	se	funda,	y	la	cita	de	las
disposiciones	legales	pertinentes.	Se	acompañará	la	prueba	que	el
caso	requiera.	También	se	precisará	el	domicilio	del	agraviado	si
se	constituyó	en	parte	civil.
2.	 Si	 la	 demanda	 reúne	 los	 requisitos	 exigidos,	 solicitará	 de
inmediato	el	expediente	cuya	revisión	se	trate,	con	citación	de	las
partes.
3.	 Recibido	 el	 expediente	 solicitado,	 se	 dispondrá	 vista	 fiscal,
salvo	que	el	fiscal	hubiere	presentado	la	demanda	de	revisión.	En
este	último	caso	se	correrá	traslado	de	la	demanda	al	acusado	o	a
su	representante	legal	o	a	sus	familiares,	así	como	a	la	parte	civil,
por	el	plazo	de	diez	días.
4.	 Cumplido	 el	 trámite	 previsto	 en	 el	 numeral	 anterior,	 se
señalará	 fecha	 para	 la	 vista	 de	 la	 causa.	 Si	 la	 sala	 encuentra
fundada	 la	 causal	 invocada,	 declarará	 sin	 valor	 la	 sentencia
motivo	 de	 la	 impugnación	 y	 remitirá	 el	 proceso	 a	 nuevo	 juicio
cuando	 el	 caso	 lo	 requiera,	 o	 pronunciará	 directamente	 la
sentencia	absolutoria.
5.	 Si	 la	 resolución	 de	 la	 Sala	 Penal	 de	 la	 Corte	 Suprema	 es
absolutoria,	se	ordenará	la	restitución	de	los	pagos	efectuados	por
concepto	 de	 reparación	 civil	 y	 de	 multa,	 así	 como	 –de	 haberse
solicitado–	la	indemnización	que	corresponda	por	error	judicial.
6.	 La	 resolución	 de	 la	 Corte	 Suprema	 se	 notificará	 a	 todas	 las
partes	del	proceso	originario.
C.	de	P.P.
ART.	 365.—Modificado.	 D.	 Leg.	 959,	 Art.	 1°.	 Efectos	 de	 la
demanda	 de	 revisión.	 La	 interposición	 de	 la	 demanda	 de
revisión	no	suspende	la	ejecución	de	la	sentencia.	Sin	embargo,	en
cualquier	momento	del	procedimiento,	la	sala	podrá	suspender	la
ejecución	de	la	sentencia	impugnada	y	disponer,	de	ser	el	caso,	la
libertad	 del	 imputado,	 incluso	 aplicando,	 si	 correspondiere,	 una
medida	de	coerción	alternativa.
COMENTARIO.—Bajo	 las	 “Audiencias	 públicas	 extraordinarias”	 que	 se
realizaban	 en	 los	 meses	 de	 julio	 y	 diciembre	 de	 cada	 año,	 el	 Código	 de
Procedimientos	Penales	de	1940	examinaba	las	causas	de	los	reos	en	cárcel
y	 disponía,	 si	 consideraba	 merecido,	 la	 libertad	 vigilada	 de	 los	 acusados.
Más	recientemente	el	Decreto	Ley	N°	25476,	señala	que	este	procedimiento
especial	 opera	 de	 oficio	 para	 aquellos	 acusados	 que	 hayan	 sufrido	 un
período	de	detención	–ya	no	igual	o	mayor–	sino	superior	a	las	dos	terceras
partes	de	la	pena	solicitada	por	el	Ministerio	Público	en	su	acusación.	El	Art.
2°	de	la	ley	impone	ahora	una	periodicidad	trimestral.
TÍTULO	XI
Disposiciones	finales
C.	de	P.P.
ARTS.	 366	 a	 368.—Derogados	 tácitamente.	 D.	 L.	 25476,	 Art.
6°.
PLAZO	PARA	REALIZACIÓN	DE	AUDIENCIA	PÚBLICA	EXTRAORDINARIA
D.	L.	25476.
ART.	1°.—Las	salas	penales	de	las	cortes	superiores	de	la	República,	en	el
plazo	de	treinta	días	 contados	a	partir	de	 la	vigencia	del	presente	decreto
ley,	 procederán	 a	 realizar	 una	 audiencia	 pública	 extraordinaria	 con	 la
asistencia	del	fiscal	respectivo,	en	la	que	se	procederá:
1.-	 a	 examinar	 las	 razones	 dadas	 por	 los	 secretarios	 en	 relación	 con	 los
expedientes	en	curso;
2.-	a	escuchar	las	quejas	que	formulen	los	abogados	defensores	respecto	a
las	demoras	en	la	investigación	o	en	el	juzgamiento;
3.	a	ordenar	la	libertad	inmediata	de	aquellos	acusados	que	hayan	sufrido
un	tiempo	de	detención	que	fuera	igual	o	superior	a	la	pena	solicitada	por	el
Ministerio	Público	en	su	acusación;
4.	 a	 ordenar	 la	 libertad,	 bajo	 vigilancia	 de	 la	 autoridad,	 de	 aquellos
acusados	que	hayan	sufrido	un	tiempo	de	detención	que	fuere	superior	a	las
dos	 terceras	 partes	 de	 la	 pena	 solicitada	 por	 el	 Ministerio	 Público	 en	 su
acusación,	sin	perjuicio	de	su	inmediato	juzgamiento.
La	libertad	es	improcedente	en	los	procesos	por	delitos	de	tráfico	ilícito	de
drogas.
D.	L.	25476.
ART.	 2°.—Los	 presidentes	 de	 las	 cortes	 superiores	 aprobarán	 un
cronograma	 de	 realización	 trimestral	 de	 audiencias	 públicas
extraordinarias,	a	fin	de	garantizar	que	los	procesos	penales	se	tramiten	en
los	plazos	 fijados	por	 la	 ley	y	 el	derecho	de	 toda	persona	procesada	a	 ser
juzgada	dentro	de	un	plazo	razonable	o	a	ser	puesta	en	libertad.
D.	L.	25476.
ART.	 3°.—Los	 presidentes	 de	 las	 salas	 penales	 son	 responsables	 del
estricto	cumplimiento	del	presente	decreto	ley.	En	caso	de	incumplimiento
serán	sancionados	con	cese	o	destitución	inmediata.
D.	L.	25476.
ART.	4°.—El	presidente	de	 la	corte	superior	respectiva	emitirá	el	 informe
pertinente	 solicitando	 la	 aplicación	 de	 las	 medidas	 disciplinarias
correspondientes	 a	 los	 magistrados,	 funcionarios	 y	 trabajadores
responsables	 del	 atraso	 de	 los	 procesos.	 Dicho	 informe	 será	 elevado	 al
presidente	de	la	Corte	Suprema	de	Justicia	con	las	actas,	razones,	informes
del	 Instituto	 Nacional	 Penitenciario	 y	 demás	 documentación	 de	 las
audiencias	extraordinarias.
La	sala	plena	de	la	Corte	Suprema	tomará	conocimiento	de	los	actuados	y
aplicará	las	medidas	disciplinarias	pertinentes,	de	ser	el	caso.
D.	L.	25476.
ART.	5°.—La	Corte	Suprema	de	Justicia	de	la	República	dictará	las	normas
complementarias	 que	 sean	 necesarias	 para	 el	 mejor	 cumplimiento	 del
presente	decreto	ley.
D.	L.	25476.
ART.	6°.—Derógase	o	modifícase,	según	el	caso,	 las	normas	legales	que	se
opongan	a	lo	dispuesto	en	este	decreto	ley.
D.	L.	25476.
ART.	7°.—El	presente	decreto	ley	entrará	en	vigencia	al	día	siguiente	de	su
publicación	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”.
NOTA:	El	Decreto	Ley	25476	fue	publicado	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”
el	06	de	mayo	de	1992.
C.	de	P.P.
ART.	369.—Derogado	tácitamente.	D.	Leg.	635	-	C.	P.
CÓDIGO	DE	EJECUCIÓN	PENAL
DECRETO	LEGISLATIVO	N°	654
Título	preliminar
C.E.P.
ART.	I.—Contenido	y	alcance.	Este	código,	de	acuerdo	con	el
artículo	234	de	la	Constitución	Política	del	Perú,	regula	la
ejecución	de	las	siguientes	penas	dictadas	por	los	órganos
jurisdiccionales	competentes:
1.	Pena	privativa	de	libertad.
2.	Penas	restrictivas	de	libertad.
3.	Penas	limitativas	de	derechos.
Comprende,	también,	las	medidas	de	seguridad.
NOTA:	La	referencia	debe	entenderse	al	artículo	139,	inciso	22	de	la	Constitución	Política	de	1993.
C.E.P.
ART.	II.—Objetivo.	La	ejecución	penal	tiene	por	objeto	la
reeducación,	rehabilitación	y	reincorporación	del	penado	a	la
sociedad.
La	 misma	 regla	 se	 aplica	 al	 procesado,	 en	 cuanto	 fuera
pertinente.
JURISPRUDENCIA.—Fines	 del	 régimen	 penitenciario.	 “(...)	 El	 régimen
penitenciario	 tiene	 por	 objeto	 la	 reeducación,	 rehabilitación	 y
reincorporación	 del	 penado	 a	 la	 sociedad,	 lo	 cual,	 conforme	 a	 nuestra
Constitución	Política,	(artículo	139,	inciso	22),	constituye	uno	de	los	principios
del	régimen	penitenciario.
Dicha	disposición	constitucional,	no	por	su	condición	de	principio	carece	de
eficacia,	ya	que	comporta	un	mandato	expreso	de	actuación	dirigido	a	todos
los	 poderes	 públicos	 comprometidos	 con	 la	 ejecución	 de	 la	 pena	 y
singularmente	al	legislador,	ya	sea	en	el	momento	de	regular	las	condiciones
de	ejecución	de	las	penas	o	en	el	momento	de	establecer	el	quántum	de	ellas
(…)”.	(TC,	Exp.	N°	7724-2005-HC/TC,	set.	05/2006.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Teoría	 de	 la	 función	 de	 prevención	 especial
positiva.	“(...),	al	consagrar	el	principio	según	el	cual,	el	régimen	penitenciario
tiene	por	objeto	la	reeducación,	rehabilitación	y	reincorporación	del	penado	a
la	 sociedad;	 tratamiento	 cuya	 finalidad	 esencial	 será	 la	 reforma	 y	 la
readaptación	social	de	los	penados.
Las	 exigencias	 de	 ‘reeducación’,	 ‘rehabilitación’	 y	 ‘reincorporación’	 como
fines	del	régimen	penitenciario	se	deriva	la	obligación	del	legislador	de	prever
una	 fecha	 de	 culminación	 de	 la	 pena,	 de	 manera	 tal	 que	 permita	 que	 el
penado	pueda	reincorporarse	a	 la	vida	comunitaria	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	0803-
2003-HC/TC,	may.	09/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
C.E.P.
ART.	III.—Respeto	a	la	dignidad	del	interno.	La	ejecución	penal
y	 las	 medidas	 privativas	 de	 libertad	 de	 los	 procesados	 están
exentas	de	tortura	o	trato	 inhumano	o	humillante	y	de	cualquier
otro	 acto	 o	 procedimiento	 que	 atente	 contra	 la	 dignidad	 del
interno.
JURISPRUDENCIA.—Dignidad	humana	y	derechos	fundamentales.	“(...)	Si
bien	el	reconocimiento	positivo	de	los	derechos	fundamentales	es	presupuesto
de	su	exigibilidad	como	límite	al	accionar	del	Estado	y	de	los	propios
particulares,	también	lo	es	su	connotación	ética	y	axiológica,	en	tanto
manifiestas	concreciones	positivas	del	principio-derecho	de	dignidad	humana,
preexistente	al	orden	estatal	y	proyectado	en	él	como	fin	supremo	de	la
sociedad	y	del	Estado	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	1417-2005-PA/TC,	ago.	12/2005.	Pres.
Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Dignidad	humana	y	pena	privativa	de	libertad.	“(...)
La	pretensión	de	que	la	pena	agote	toda	su	virtualidad	en	generar	un	mal	en
el	 condenado,	 convierte	 a	 éste	 en	 objeto	 de	 la	 política	 criminal	 del	 Estado,
negando	su	condición	de	persona	humana,	y,	consecuentemente,	afectando	su
dignidad.	 Sin	 embargo,	 las	 teorías	 preventivas	 de	 la	 pena,	 tanto	 la	 especial
como	 la	 general,	 gozan	 de	 protección	 constitucional	 directa,	 en	 tanto	 sus
objetivos	resultan	acordes	con	el	principio-derecho	de	dignidad	(…)”.	(TC,	Exp.
N°	0019-2005-PI/TC,	ago.	21/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Derecho	a	la	integridad	personal.	“(...)	La	calificación
de	una	pena	como	inhumana	o	degradante	y,	por	lo	tanto,	como	atentatoria
del	derecho	a	la	integridad	personal,	depende,	en	buena	cuenta,	del	modo	de
ejecución	de	la	misma.	No	puede	desatenderse	que,	aunque	proporcional,	la
simple	imposición	de	la	condena	ya	implica	un	grado	importante	de
sufrimiento	en	el	delincuente,	por	ello	sería	inconcebible	que	ésta	venga
aparejada,	a	su	vez,	de	tratos	crueles	e	inhumanos	que	provoquen	la
humillación	y	envilecimiento	en	la	persona.
Dicho	trato	inhumano	bien	puede	traducirse	en	una	duración	injustificada	de
aislamiento	e	incomunicación	del	delincuente.	Siendo	el	ser	humano	un	ser
social	por	naturaleza,	la	privación	excesiva	en	el	tiempo	de	la	posibilidad	de
relacionarse	con	sus	pares	genera	una	afectación	inconmensurable	en	la
psiquis	del	individuo,	con	la	perturbación	moral	que	ello	conlleva.	Dicha
medida	no	puede	tener	otro	fin	más	que	la	humillación	y	el	rompimiento	de	la
resistencia	física	y	moral	del	condenado,	propósito,	a	todas	luces,
inconstitucional.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	010-2002-AI/TC,	ene.	03/2003.	Pres.	Alva
Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Derecho	a	no	ser	objeto	de	tratos	inhumanos.	“(...)
En	el	ámbito	penitenciario,	los	derechos	a	la	vida	digna	y	a	no	ser	objeto	de
tratos	inhumanos	garantizan	al	procesado	o	sentenciado	que	la	restricción	de
su	libertad	individual,	así	como	la	de	otros	derechos	constitucionales	no	se
practique	en	condiciones	de	hacinamiento	o	postración	en	ambientes
pequeños,	donde	se	carezca	de	las	mínimas	e	indispensables	estructuras	de
higiene,	instalaciones	sanitarias,	entre	otros	aspectos,	tal	y	conforme	se	ha
establecido	en	las	‘Reglas	mínimas	para	el	tratamiento	de	los	reclusos’,
aprobada	por	el	Consejo	Económico	y	Social	de	la	Organización	de	Naciones
Unidas,	mediante	la	Resolución	N°	663	y	sus	resoluciones	ampliatorias.	(...)”.
(TC,	Exp.	N°	0726-2002-HC/TC,	jun.	21/2002.	Pres.	Rey	Terry)
JURISPRUDENCIA.—Estado	de	incomunicación	puede	ser	atacado
mediante	hábeas	corpus	correctivo’.	“(...)	siendo	el	objeto	del	presente
proceso	constitucional	que	el	órgano	jurisdiccional	disponga	que	‘cesen	las
condiciones	de	reclusión	ya	expuestas’	(...)	se	está	ante	la	pretensión	del
denominado	‘hábeas	corpus	correctivo’,	que	procede	ante	la	amenaza	o	acto
lesivo	del	derecho	a	la	vida,	la	integridad	física	y	psicológica	o	el	derecho	a	la
salud	de	las	personas	que	se	hallan	recluidas	en	establecimientos	penales	e
incluso	de	personas	que,	bajo	una	especial	relación	de	sujeción,	se	encuentran
internadas	en	establecimientos	de	tratamiento,	públicos	o	privados.	Así	queda
en	claro	que,	aún	cuando	el	artículo	12	de	la	Ley	N°	23506	no	comprende
como	derechos	susceptibles	de	ser	protegidos	los	antes	mencionados,	ello	no
implica	que	se	les	deniegue	protección,	dado	que	el	citado	artículo	tiene	sólo
carácter	‘enunciativo’,	con	lo	cual	se	debe	entender	que	otros	derechos	que	no
estén	comprendidos	en	el	mismo,	pero	que	tengan	relación	directa	con	el
derecho	a	la	vida,	la	integridad	física	y	psicológica	o	el	derecho	a	la	salud	de
las	personas	privadas	de	su	libertad	o	internadas,	pueden	ser	protegidos	a
través	del	presente	proceso	constitucional.	Por	lo	tanto,	para	el	Tribunal
Constitucional	queda	claramente	establecido	como	principio	de	observancia
obligatoria	para	jueces	y	tribunales,	de	conformidad	con	la	Primera
Disposición	General	de	nuestra	ley	orgánica,	que	este	tipo	de	hábeas	corpus
correctivo	opera	en	todo	ámbito,	ya	sea	cuando	la	reclusión	se	cumpla	en	un
establecimiento	penitenciario	común	o	en	un	penal	militar,	o	el	internamiento
se	efectúe	en	un	establecimiento	público	o	privado.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	590-
2001-HC/TC,	jun.	22/2001.	Pres.	Rey	Terry)
JURISPRUDENCIA.—El	derecho	a	 la	 integridad	personal	y	 las	personas
privadas	de	la	libertad.	“(...).	La	tortura	se	encuentra	definida	en	el	artículo
1°	 de	 la	 Convención	 contra	 la	 tortura	 y	 otros	 tratos	 o	 penas	 crueles,
inhumanos	 o	 degradantes,	 adoptada	 por	 la	 Asamblea	 General	 de	 la
Organización	de	Naciones	Unidas	de	fecha	10	de	diciembre	de	1984,	como	un
ilícito	 consistente	 en	 una	 acción	 destinada	 a	 infligir	 deliberada	 e
intencionalmente	 a	 una	 persona	 dolores	 o	 sufrimientos	 de	 cualquier
naturaleza,	con	el	objetivo	de	alcanzar	alguno	de	los	resultados	siguientes:
a)	Obtener	 información	sobre	 la	propia	persona	o	de	un	tercero,	dentro	del
contexto	de	una	investigación	policial.
b)	 Obtener	 la	 confesión	 de	 la	 propia	 persona	 dentro	 del	 contexto	 de	 una
investigación	policial.
c)	Asignar	un	castigo	o	punición	criminal.
d)	 Intimidar	 moral	 o	 psicológicamente	 a	 la	 propia	 persona	 o	 a	 terceros
observantes	o	conocedores	de	tal	acción.
Tal	como	refiere	la	Resolución	N°	3452,	acordada	por	la	Asamblea	General	de
las	Naciones	Unidas	de	fecha	9	de	diciembre	de	1975,	‘(...)	la	tortura
constituye	una	forma	agravada	y	deliberada	de	penas	o	tratos	crueles,
inhumanos	o	degradantes’.	(...)	a	efectos	de	distinguir	la	tortura	de	los	tratos
inhumanos	o	humillantes,	el	Tribunal	Europeo	de	Derechos	Humanos
estableció,	en	el	caso	Irlanda	vs.	Reino	Unido	(...)	que	la	tortura	se	distingue
esencialmente	por	la	intensidad	del	daño	que	se	causa	a	la	víctima;	es	decir,
tiene	como	notas	distintivas	el	inflingimiento	de	sufrimientos	de	especial
gravedad	o	severidad	y	crueldad;	así	como	el	grado	de	lesión	que	deja	como
secuela.	(...)	la	determinación	de	una	acción	calificada	como	tortura	debe	ser
apreciada	conforme	al	conjunto	de	circunstancias	que	rodea	cada	caso	en
particular;	v.g.,	la	duración	de	la	aflicción,	el	sexo,	la	edad,	el	estado	de	salud
de	la	víctima,	etc.	Del	resultado	del	análisis	de	todo	ello	se	establecerá	el
mayor	grado	de	intensidad	y	crueldad	connotativa.	Con	relación	a	los	tratos
inhumanos,	degradantes	o	humillantes,	la	acción	lesiva,	en	este	caso,	mancilla
la	dignidad	de	una	persona;	es	decir,	menoscaba	la	condición	humana	de	la
víctima,	creando	en	ella	sentimientos	de	temor,	angustia	e	inferioridad,	ello
con	el	fin	de	envilecerla	y	quebrantar	su	capacidad	de	natural	resistencia
física,	psíquica	o	moral.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	2333-2004-HC/TC,	ago.	12/2004.
Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—El	derecho	de	vivir	en	condiciones	de	detención
compatibles	con	las	necesidades	y	requerimientos	psicosomáticos	de
todo	ser	humano	portador	de	dignidad.	“(...)	El	derecho	a	la	vida	digna,	en
lo	que	hace	a	las	personas	privadas	de	su	libertad	como	consecuencia	de	la
vigencia	de	un	mandato	de	detención	preventiva,	así	como	el	derecho	a	no	ser
objeto	de	tratos	inhumanos,	garantizan,	conjuntamente,	el	derecho	de	vivir	en
condiciones	de	detención	compatibles	con	las	necesidades	y	requerimientos
psicosomáticos	de	todo	ser	humano	portador	de	dignidad.	Se	tratan,	ambos,
de	derechos	que	titularizan	todas	las	personas	en	su	condición	de	seres
humanos,	independientemente	de	si	éstas	se	encuentran	privadas	del	ius
locomotor,	y,	por	tanto,	que	vinculan	a	todos	los	poderes	y	dependencias
públicas,	entre	las	cuales	se	encuentra,	por	cierto,	la	administración
penitenciaria,	según	se	enfatiza	en	el	artículo	III	del	Título	Preliminar	del
Código	de	Ejecución	Penal.”	(TC,	Exp.	0726-2002-HC/TC,	nov.	19/2002.	Pres.
Rey	Terry)
C.E.P.
ART.	 IV.—Sistema	 progresivo.	 El	 tratamiento	 penitenciario	 se
realiza	mediante	el	sistema	progresivo.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	5°.—El	sistema	progresivo	del	 tratamiento	penitenciario	comprende
la	 observación,	 diagnóstico,	 pronóstico,	 clasificación	 y	 el	 programa	 de
tratamiento	individualizado.
C.E.P.
ART.	V.—Respeto	a	los	derechos	del	interno.	El	régimen
penitenciario	se	desarrolla	respetando	los	derechos	del	interno	no
afectados	por	la	condena.
Está	 prohibida	 toda	 discriminación	 racial,	 social,	 política,
religiosa,	económica,	cultural	o	de	cualquier	otra	índole.
JURISPRUDENCIA.—La	soft	law	en	materia	de	condenados:
instrumentos	internacionales	sin	categoría	de	tratados.	“(...)	12.	El
Derecho	Internacional	de	los	Derechos	Humanos,	reconociendo	que	las
personas	privadas	de	su	libertad	constituyen	un	grupo	vulnerable	y	de
especial	protección,	ha	adoptado	disposiciones	específicas	para	la	tutela	de
sus	derechos,	especialmente	en	el	ámbito	de	las	Naciones	Unidas	(ONU).
13.	Sin	embargo,	es	de	especial	relevancia	constatar	que	a	diferencia	de	otros
grupos	de	especial	protección,	sobre	los	cuales	se	han	adoptado	tratados
internacionales	específicos	(niños,	mujeres	o	minorías	étnicas,	entre	otros),	en
el	caso	de	las	personas	privadas	de	la	libertad,	el	sistema	internacional
solamente	ha	emitido	resoluciones	no	convencionales	sobre	la	materia.
En	este	sentido,	las	principales	disposiciones	internacionales	sobre	la	materia
son:	(i)	las	Reglas	Mínimas	para	el	Tratamiento	de	los	Reclusos	del	Consejo
Económico	Social	de	la	ONU;	(ii)	el	Conjunto	de	principios	para	la	protección
de	todas	las	oersonas	sometidas	a	cualquier	forma	de	detención	o	orisión;	y
(iii)	los	Principios	Básicos	para	el	Tratamiento	de	los	Reclusos.	En	el	ámbito
americano,	la	Comisión	Interamericana	de	Derechos	Humanos	ha	adoptado
los	Principios	y	buenas	prácticas	sobre	la	protección	de	las	personas	privadas
de	libertad	en	las	Américas.”	(TC,	Exp.	01575-2007-PHC/TC,	feb.	20/2009.	S.	S.
Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—Las	Reglas	Mínimas	para	el	Tratamiento	de	los
Reclusos	de	la	ONU	constituyen	“soft	law”	y	no	un	tratado	internacional.
“(...)	Si	bien	las	reglas	mínimas	no	son,	en	estricto,	un	tratado	internacional,
conforme	lo	ha	previsto	este	Tribunal	Constitucional	(...),	sí	constituyen	soft
law	y	deben	ser	empleadas	como	un	criterio	interpretativo	de	las	normas
constitucionales	e	internacionales	que	consagran	el	respeto	de	los	derechos	a
la	integridad	personal,	a	la	dignidad	y	a	la	libertad	de	las	personas	privadas
de	libertad.
13.	No	obstante	lo	señalado,	en	el	presente	caso	no	se	aprecia	que	estas	reglas
mínimas	se	estén	vulnerando	por	cuanto	de	acuerdo	con	el	Informe	N°	003-
2011-INPE/OTTI-Trabajo,	de	7	de	setiembre	del	2011	(folio	39),	el	interno	(...)
‘se	ha	dedicado	a	la	traducción	de	dos	libros	en	francés	al	español,	habiendo
presentado	en	su	momento	los	apuntes	del	mismo’,	‘ha	producido	un	libro
titulado	‘En	el	banquillo	-	¿Terrorista	o	Rebelde?’,	presentado	públicamente	en
el	Hotel	Bolívar	el	día	29	de	agosto	del	2007	(...)”.	(TC,	Exp.	02464-2011-
PHC/TC,	nov.	13/2011.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
C.E.P.
ART.	 VI.—Participación	 en	 el	 tratamiento	 y	 asistencia	 del
interno.	 La	 sociedad,	 las	 instituciones	 y	 las	 personas	 participan
en	 forma	 activa	 en	 el	 tratamiento	 del	 interno	 y	 en	 acciones	 de
asistencia	post	penitenciaria.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	6°.—La	sociedad,	las	instituciones	de	derecho	público	o	privado	y	las
personas	 participan	 en	 forma	 activa	 en	 el	 tratamiento	 del	 interno	 y	 en
acciones	de	asistencia	post-penitenciaria	a	través	de	los	comités	de	apoyo	al
interno	y	las	juntas	de	asistencia	post-penitenciaria,	en	coordinación	con	las
instituciones	 y	 organismos	 dedicados	 especialmente	 a	 la	 asistencia	 de	 los
internos	y	de	los	liberados.
C.E.P.
ART.	VII.—Modificado.	Ley	27090,	Artículo	Único.	Del
condenado	extranjero.	La	transferencia	de	personas	extranjeras
o	nacionales	condenadas	por	jueces	peruanos	para	el
cumplimiento	de	las	penas	impuestas	en	su	país	de	origen	o	en	el
de	su	residencia	habitual	se	regirá	por	los	tratados	o	convenios
internacionales	sobre	la	materia	y	el	principio	de	reciprocidad	por
razones	humanitarias	y	leyes	respectivas.
No	se	autorizará	la	transferencia	de	aquellos	que	se	encuentren
condenados	por	delitos	de	terrorismo,	terrorismo	agravado,
atentado	contra	la	seguridad	nacional	y	traición	a	la	patria	o	del
agente	que	actúa	como	cabecilla	o	dirigente	de	una	organización
destinada	al	tráfico	ilícito	de	drogas,	sin	perjuicio	de	lo	dispuesto
en	los	tratados	o	convenios	internacionales	en	los	que	el	Perú	es
parte.
La	transferencia	se	autorizará	mediante	resolución	suprema.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 7°.—Cuando	 se	 produzca	 el	 traslado	 de	 internos	 extranjeros
sentenciados	en	el	Perú,	a	su	país	de	origen	o	de	su	residencia	habitual,	 la
administración	 penitenciaria	 remitirá	 a	 su	 homóloga,	 copia	 fedateada	 del
expediente	personal	de	los	mismos.
C.E.P.
ART.	 VIII.—Retroactividad	 benigna.	 La	 retroactividad	 y	 la
interpretación	de	este	código	se	resuelven	en	lo	más	favorable	al
interno.
JURISPRUDENCIA	 VINCULANTE.—Tempus	 regit	 actum	 para	 leyes
materiales	de	ejecución	penal	reina	desde	que	la	sentencia	condenatoria
queda	 firme.	 “(…)	 15°.	 Es	 evidente,	 entonces,	 según	 se	 tiene	 expuesto,	 que
ante	 la	 ausencia	 de	 una	 norma	 transitoria,	 que	 ha	 sido	 el	 caso	 de	 las	 leyes
dictadas	 hasta	 antes	 de	 la	 dación	 de	 las	 leyes	 número	 30101,	 de	 2	 de
noviembre	de	2013,	y	30332,	de	6	de	junio	del	2015	–circunscriptas	a	las	leyes
que	 ellas	 mismas	 indican–,	 el	 tempus	 regit	 actum	 para	 leyes	 materiales	 de
ejecución	 penal	 se	 entenderá,	 en	 cuanto	 factor	 temporal	 de	 aplicación	 –
elemento	 o	 dato	 asumido	 como	 referencia–,	 el	momento	 en	 que	 se	 inicia	 la
ejecución	material	de	la	sanción,	vale	decir,	cuando	la	sentencia	condenatoria
adquiere	 firmeza,	 salvo	 el	 criterio	 universal	 de	 favorabilidad	 en	 fase	 de
ejecución	material;	y,	para	leyes	procesales	de	ejecución	penal,	será	el	vigente
al	 momento	 de	 la	 realización	 del	 acto	 procesal:	 solicitud	 del	 beneficio
penitenciario	–momento	de	nacimiento	del	proceso	o,	en	su	caso,	incidente,	de
ejecución	penal–.	(...).
19°	 Desde	 este	 enfoque,	 y	 en	 clave	 de	 favorabilidad,	 aquellos	 que	 han
solicitado	beneficios	penitenciarios	y	se	les	ha	denegado	por	aplicar	criterios
distintos	 a	 las	 leyes	 número	 30101	 y	 30332,	 citando	 a	 su	 vez	 como
fundamento	 la	 vigencia	 de	 las	 leyes	 número	 30054,	 30068,	 30076,	 30077	 y
30362,	 en	 tanto	 en	 cuanto	 coliden	 con	 lo	 dispuesto	 en	 el	 presente	 acuerdo
plenario,	 tienen	 expedito	 su	 derecho	 para	 volver	 a	 incoar	 el	 procedimiento
penitenciario	correspondiente.	 Invocar,	de	parte	del	órgano	 jurisdiccional,	el
principio	de	preclusión	o	de	cosa	juzgada	formal	no	es	de	recibo,	por	cuanto	el
principio	constitucional	de	legalidad	en	la	ejecución	de	las	penas	desarrollado
legalmente	por	el	artículo	VI	del	Título	Preliminar	del	Código	Penal	se	impone
con	armonía	 con	 la	 justicia	material	 y	 seguridad	 jurídica	 en	 cuanto	 valores
superiores	 del	 ordenamiento	 jurídico”.	 (C.	 S.,	 IX	 Pleno	 Jurisdiccional	 Penal	 -
Acuerdo	Plenario	2-2015/CIJ-116,	jun.	21/2016.	V.	P.	San	Martín	Castro)
NOTA:	 Los	 acuerdos	 del	 IX	 Pleno	 Jurisdiccional	 Penal	 fueron	 publicados	 en	 el	 Diario	 Oficial	 “El
Peruano”	el	21	de	junio	del	2016.
JURISPRUDENCIA.—Naturaleza	de	las	normas	del	derecho	penitenciario
y	 la	necesidad	de	 considerar	 la	materia	 que	 cada	una	de	 ellas	 regula.
“(...).	eficacia	inmediata	de	 la	 ley	que	regula	las	condiciones	para	acogerse	a
los	beneficios	penitenciarios	y	derecho	al	procedimiento	preestablecido	en	 la
ley.
11.	 Ahora	 bien,	 si	 las	 disposiciones	 que	 establecen	 los	 supuestos	 para
conceder	 un	 beneficio	 penitenciario,	 como	 la	 liberación	 condicional	 y	 la
semilibertad,	no	son	normas	materialmente	penales,	éstas	deben	considerarse,
a	 los	 efectos	 de	 determinar	 la	 ley	 aplicable	 en	 el	 tiempo,	 como	 normas
materialmente	procesales	o	procedimentales,	como	se	ha	dicho.
Se	trata,	en	efecto,	de	normas	que	establecen	los	presupuestos	para	iniciar	un
procedimiento	(artículos	50	y	55	del	Código	de	Ejecución	Penal)	destinado	a
crear	 certeza	 en	 el	 juez	 penal	 de	 que	 el	 tiempo	 de	 prisión	 efectiva	 y	 el
tratamiento	penal	efectuado,	permiten	concluir	que	el	interno	está	apto	para
reincorporarse	 a	 la	 sociedad,	 pues	 fue	 reeducado	 y	 rehabilitado	 durante	 el
tiempo	que	sufrió	la	condena.
En	ese	sentido,	el	problema	de	la	ley	aplicable	en	el	tiempo	ha	de	resolverse,
prima	 facie,	 a	 la	 luz	del	principio	de	 eficacia	 inmediata	de	 las	 leyes,	 con	 las
modulaciones	 que	 éste	 pueda	 tener	 como	 consecuencia	 del	 contenido
constitucionalmente	 protegido	 del	 derecho	 ‘a	 no	 ser	 sometido	 a	 un
procedimiento	 distinto	 de	 los	 previamente	 establecidos’,	 al	 que	 se	 refiere	 el
inciso	 3)	 del	 artículo	 139	 de	 la	 Constitución.	 (...)”	 (TC,	 Exp.	 N°	 1593-2003-
HC/TC,	jul.	21/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Interpretación	de	la	ley	penal	busca	lo	más
favorable	al	reo:	liberación	condicional	y	refundición	de	penas.	“(...)	En	la
interpretación	de	la	ley	penal	siempre	hay	que	estar	a	lo	más	favorable	al	reo,
de	conformidad	con	lo	señalado	en	el	artículo	octavo	del	Título	Preliminar	del
Código	de	Ejecución	Penal,	por	tanto;	no	existe	impedimento	legal	para
conceder	el	beneficio	solicitado,	ya	que,	al	haberse	dado	un	concurso	real
retrospectivo	se	ha	procedido	a	refundir	las	dos	penas	en	una	sola;	ello
significa	que	si	oportunamente	se	hubieran	acumulado	los	procesos	donde	se
dictaron	las	dos	sentencias	refundidas,	por	existir	conexión,	se	hubiera	emitido
una	sola	sentencia	y	por	tanto	se	hubiera	tratado	de	una	primera	condena,	no
habiéndose	realizado	dicha	acumulación	por	causa	no	imputable	a	la	interna
recurrente;	la	prohibición	que	contiene	la	norma	ya	acotada	tiene	que	ver	más
bien	con	el	caso	de	un	sentenciado	por	delito	de	tráfico	ilícito	de	drogas,	quien,
estando	cumpliendo	su	condena	o	después	de	haberla	cumplido	en	su
integridad,	vuelve	a	cometer	un	nuevo	delito	de	tráfico	ilícito	de	drogas	y	es
sentenciado	por	segunda	vez;	no	siendo	éste	el	caso	de	autos.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°
28-04,	dic.	09/2005.)
C.E.P.
ART.	IX.—Protección	a	la	madre	interna.	La	interna	gestante	o
madre	y	los	hijos	menores	de	ésta	que	conviven	con	ella	gozan	de
amplia	protección	del	sistema	penitenciario.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 8°.—La	 protección	 de	 las	 internas	 gestantes	 –incluyendo	 el
alumbramiento–	 e	 hijos	 menores	 que	 convivan	 con	 ellas,	 conlleva	 una
atención	 médica	 en	 establecimientos	 públicos	 de	 salud	 o	 en	 ambientes
adecuados	 del	 establecimiento	 penitenciario.	 Asimismo	 se	 promoverá
programas	de	salida	para	los	niños.
C.E.P.
ART.	X.—Agotamiento	de	disposición	de	las	Naciones	Unidas.
El	 sistema	 penitenciario	 acoge	 las	 disposiciones,	 conclusiones	 y
recomendaciones	de	 las	Naciones	Unidas	para	 la	 prevención	del
delito	y	tratamiento	del	delincuente.
TÍTULO	I
El	interno
C.E.P.
ART.	 1°.—Goce	 de	 derechos.	 El	 interno	 goza	 de	 los	 mismos
derechos	 que	 el	 ciudadano	 en	 libertad	 sin	más	 limitaciones	 que
las	impuestas	por	la	ley	y	la	sentencia	respectiva.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 10.—Las	 actividades	 penitenciarias	 se	 ejercerán	 respetando	 la
dignidad	y	derechos	del	interno,	no	restringido	por	la	ley	y	la	sentencia.
JURISPRUDENCIA.—TC:	la	celda	de	un	centro	penitenciario	no	puede	ser
considerada	como	domicilio.	“En	este	orden	de	ideas,	puede	afirmarse	que	el
término	domicilio	comprende	aquel	espacio	específico	elegido	por	el	ocupante
para	que	pueda	desarrollar	libremente	su	vida	privada	o	familiar,	es	decir,	es
un	espacio-ámbito	de	intimidad	del	que	él,	y	sólo	él,	dispone.	Y	es	que	el	rasgo
esencial	que	define	el	domicilio	en	sentido	constitucional	reside	en	la	aptitud
para	desarrollar	en	él	vida	privada	y	en	su	destino	específico	a	tal	desarrollo
aunque	sea	eventual.
Por	dicha	razón,	resulta	válido	afirmar	que	el	objeto	del	derecho	a	la
inviolabilidad	del	domicilio	es	proteger	un	espacio	físico	inmune	a	la
penetración	de	cualquiera	sin	el	consentimiento	de	su	titular,	por	ser	un
espacio	privado.	De	este	modo,	el	domicilio	inviolable	es	un	espacio	que	la
propia	persona	elige	para	desarrollarse,	sin	estar	sujeto	necesariamente	a	los
usos	y	convenciones	sociales	y	ejerce	su	libertad	más	íntima,	así	como	su
intimidad	o	privacidad.
Teniendo	presente	ello,	puede	señalarse	de	modo	ilustrativo	que	la	celda	de
un	centro	penitenciario	no	puede	ser	considerada	como	domicilio,	debido	a
que	dicho	espacio	físico	no	ha	sido	objeto	de	libre	elección	por	su	ocupante	y
porque	el	ingreso	a	un	centro	penitenciario	supone	la	inserción	en	un	ámbito
de	intenso	control	público.	(...).
13.	 Ahora	 bien,	 la	 inviolabilidad	 del	 domicilio	 como	 todo	 derecho
fundamental,	 no	 es	 un	 derecho	 de	 protección	 absoluta	 sino	 relativa,	 en	 la
medida	en	que	puede	ser	 legítimamente	objeto	de	restricciones,	 las	cuales	se
encuentran	 expresamente	 previstas	 en	 el	 inciso	 9)	 del	 artículo	 2°	 de	 la
Constitución.	Así,	se	puede	ingresar	en	el	domicilio,	o	efectuar	investigaciones
en	él	o	registrarlo	sin	la	autorización	de	la	persona	que	lo	habita,	cuando:	a)
exista	una	orden	 judicial	 expresa	que	autorice	el	 registro	del	domicilio	para
los	 fines,	por	 los	motivos	 y	 con	 las	 formalidades	 establecidas	 en	 la	 ley;	b)	 se
pretenda	capturar	al	delincuente	que	al	ser	sorprendido	en	flagrancia	huye	y
se	 refugia	 en	 domicilio	 propio	 o	 ajeno;	 y	 c)	 exista	muy	 grave	 peligro	 de	 la
perpetración	 de	 un	 delito	 (prevención	 del	 delito)”.	 (TC,	 Exp.	 02389-2009-
PA/TC,	dic.	07/2009.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
DOCTRINA.—El	 registro	 de	 celdas	 por	 parte	 de	 las	 autoridades
penitenciarias	debe	ser	comunicado	a	los	reclusos.	“En	lo	que	ahora	más
nos	 interesa	 y	 conforme	 a	 esta	 doctrina	 constitucional,	 que	 parte	 de
reconocer	 la	 reducción	 de	 la	 intimidad	 de	 quienes	 sufren	 privación	 de
libertad,	el	registro	de	la	celda	que	ocupa	un	interno	y	de	sus	pertenencias
personales	 supone	una	 restricción	de	 su	derecho	 a	 la	 intimidad	que,	 para
que	 resulte	 constitucionalmente	 legítimo,	debe	 ser	 conocido	por	el	propio
interesado,	 bien	 permitiendo	 su	 presencia	 durante	 la	 práctica	 del	mismo,
bien	mediante	una	comunicación	posterior	que	informe	de	su	contenido	y,
en	su	caso,	de	la	eventual	incautación	de	objetos	personales.
Esta	 exigencia	de	 información	 sobre	 el	 hecho	mismo	del	 registro	 y	de	 su
contenido	y	resultado	es,	en	efecto,	necesaria	dada	la	estrecha	relación	que
existe	 entre	 el	 derecho	 a	 la	 intimidad	 y	 la	 capacidad	 de	 su	 titular	 para
controlar	 la	 información	 relativa	 a	 su	 persona.	 Pues,	 como	 dijimos	 (...)	 y
debemos	reiterar	ahora,	si	 la	 intimidad	comprende,	entre	otras	 facultades,
‘la	 reserva	 de	 conocimiento	 de	 un	 ámbito	 personal,	 que	 por	 eso
denominamos	privado	y	que	administra	su	 titular,	 tal	administración	y	 tal
reserva	 se	 devalúan	 si	 el	 titular	 del	 ámbito	 de	 intimidad	 desconoce	 las
dimensiones	del	mismo	porque	desconoce	la	efectiva	intromisión	ajena’	(...).
4.	En	el	presente	asunto,	según	se	ha	señalado,	el	 registro	cuestionado	se
practicó	 sin	 notificación	 previa	 al	 recurrente	 y	 sin	 que	 se	 le	 informara
tampoco	de	su	resultado.	Importa	no	obstante	recordar	que,	como	también
consta	 anotado	 en	 los	 antecedentes,	 el	 recurrente	 cumplía	 condena	 en
régimen	cerrado	en	un	departamento	de	aislamiento	y	en	celda	individual,	y
que	el	 controvertido	 registro	 se	practicó	 en	 cumplimiento	de	 lo	dispuesto
en	 el	 Art.	 93.1.2	 del	 reglamento	 penitenciario	 que	 establece	 para	 dicha
modalidad	 regimental	 que	 ‘diariamente	 deberá	 practicarse	 registro	 de	 las
celdas	 y	 cacheo	 de	 los	 internos’.	 Por	 último,	 consta	 asimismo	 en	 las
actuaciones	 remitidas	 a	 este	 tribunal	 el	 informe	 del	 subdirector	 de
seguridad	del	 centro	penitenciario	que	 justifica	 la	 ausencia	del	 recurrente
durante	el	registro	en	‘evidentes	razones	de	seguridad’.
Teniendo	 en	 cuenta	 estos	 antecedentes	 y	 con	 arreglo	 a	 la	 doctrina
constitucional	 que	más	 arriba	 hemos	 recordado	 debemos	 concluir	 que	 el
registro	 cuestionado	 en	 el	 presente	 proceso	 constitucional	 no	 vulneró	 el
derecho	 a	 la	 intimidad	 del	 demandante	 de	 amparo,	 toda	 vez	 que,
habiéndose	 practicado	 el	 registro	 en	 su	 ausencia	 por	 las	 razones	 antes
indicadas,	del	hecho	mismo	de	no	haber	 sido	 formalmente	 informado	 con
posterioridad	 al	 registro	 pudo	 inferir	 sin	 dificultad	 la	 información	 que	 es
constitucionalmente	exigible.	En	efecto,	esa	conclusión	se	impone	no	sólo	ya
porque	el	recurrente	conociera	de	antemano	que	el	registro	de	su	celda	iba
a	 producirse	 de	 forma	 diaria	 y	 rutinaria	 (...),	 sino	 sobre	 todo	 porque	 el
hecho	de	que	no	 se	 le	 diera	 cuenta	 inmediata	 posterior	 del	 contenido	del
registro	y	de	su	resultado	significa	necesariamente	que	éste	fue	negativo	en
el	 caso	 analizado	 y	 que	 no	 hubo	 en	 él,	 por	 tanto,	 ninguna	 incidencia
relevante.
Ahora	bien,	el	hecho	de	que	el	interno	conozca	de	antemano	que	el	registro
de	 su	 celda	 va	 a	 producirse	 –y	 de	 que	 las	 normas	 citadas	 contemplen	 y
habiliten	el	registro	practicado–	no	permite	concluir	que	pueda	ser	obviada
la	exigencia	constitucional	de	comunicación	a	posteriori	a	dicho	interno	de
las	incidencias	habidas	en	la	práctica	de	la	diligencia,	tanto	en	su	desarrollo
como	 en	 su	 resultado,	 puesto	 que	 si	 se	 producen	 la	 administración
penitenciaria	mantiene	la	obligación	constitucional,	(...),	de	comunicárselas
en	un	plazo	razonable,	toda	vez	que	tales	incidencias,	en	los	términos	de	la
citada	STC	89/2006,	FJ	5,	suponen	una	limitación	del	poder	de	disposición
del	 interno	 sobre	 su	 ámbito	 personal	 de	 intimidad,	 autónoma	 e
independiente	al	mero	conocimiento	del	registro,	y	no	afectadas,	por	tanto,
por	 la	 circunstancia	 de	 la	 previsión	 normativa	 de	 su	 práctica	 diaria	 y
rutinaria”.	 (Tribunal	 Constitucional	 de	 España,	 STC	 106/2012,	 may.
21/2012.	Pres.	Pascual	Sala	Sánchez)
C.E.P.
ART.	 2°.—Ingreso	por	mandato	 judicial.	 El	 interno	 ingresa	 al
establecimiento	 penitenciario	 sólo	 por	 mandato	 judicial,	 en	 la
forma	 prevista	 por	 la	 ley.	 Es	 ubicado	 en	 el	 establecimiento	 que
determina	la	administración	penitenciaria.
C.E.P.
ART.	 3°.—Ambiente	 y	 tratamiento.	 El	 interno	 ocupa	 un
ambiente	adecuado	y	está	sujeto	a	 tratamiento	 integral	desde	su
ingreso	hasta	su	liberación.
JURISPRUDENCIA.—Derecho	 a	 no	 ser	 objeto	 de	 tratos	 inhumanos	 ni
degradantes.	 “(...).	 La	 distinción	 entre	 la	 tortura	 y	 el	 trato	 inhumano	 o
degradante	 deriva	 principalmente	 de	 la	 diferencia	 de	 intensidad	 del	 daño
infligido	(...).	‘La	tortura	constituye	una	forma	agravada	y	deliberada	de	penas
o	 de	 tratos	 crueles,	 inhumanos	 o	 degradantes’	 (Resolución	 3452	 (XXX)
adoptada	por	la	Asamblea	General	de	las	Naciones	Unidas,	9	de	diciembre	de
1975;	citado	en	la	sentencia	Irlanda	contra	el	Reino	Unido,	cit.,	párrafo	5°).	El
Tribunal	Constitucional	se	ha	manifestado	en	análoga	línea	de	argumentación
y	 con	 aplicación	 de	 las	 normas	 internacionales	 específicas	 en	 la	 sentencia
recaida	 en	 el	 Exp.	 N°	 0726-2002-HC/TC.	 (...)	 en	 consecuencia,	 el	 trato
inhumano	se	presenta	siempre	que	se	ocasione	en	la	persona	sufrimientos	de
especial	intensidad;	y	se	estará	ante	un	trato	degradante	si	la	ejecución	de	la
pena	y	las	formas	que	ésta	revista,	traen	consigo	humillación	o	una	sensación
de	 envilecimiento	 de	 un	 nivel	 diferente	 y	 mayor	 al	 que	 ocasiona	 la	 sola
imposición	 de	 una	 condena.;	 (...)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 1429-2002-HC/TC,	 nov.
19/2002.	S.S.	Rey	Terry)
C.E.P.
ART.	 4°.—Derecho	 a	 ser	 llamado	 por	 su	 nombre.	 El	 interno
debe	ser	llamado	por	su	nombre.
C.E.P.
ART.	 5°.—Obligaciones	 del	 interno.	 El	 interno	 debe	 observar
las	disposiciones	sobre	orden,	aseo	y	disciplina.
C.E.P.
ART.	 6°.—Examen	 del	 estado	 físico	 mental	 del	 interno.	 Al
ingresar	al	establecimiento	penitenciario,	el	interno	es	examinado
por	el	servicio	de	salud	para	conocer	su	estado	físico	y	mental.	Si
se	 encuentran	 huellas	 de	 maltratos	 físicos,	 se	 comunica
inmediatamente	 al	 representante	del	Ministerio	Público	 y,	 en	 su
caso,	al	juez	competente.
C.E.P.
ART.	 7°.—Derecho	 de	 los	 internos	 para	 agruparse.	 Los
internos	 pueden	 formar	 agrupaciones	 culturales	 o	 deportivas	 y
aquellas	que	el	reglamento	autorice.
C.E.P.
ART.	8°.—Derecho	de	comunicar	su	traslado.	El	 interno	 tiene
derecho	 a	 comunicar	 inmediatamente	 a	 su	 familia	 y	 abogado	 su
ingreso	o	su	traslado	a	otro	establecimiento	penitenciario.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	152.—La	conducción	de	internos	tiene	por	finalidad	movilizarlos	para
la	 asistencia	 a	 diligencias	 judiciales,	 atención	 médica	 fuera	 del
establecimiento	penitenciario,	permiso	de	salida	o	cualquier	otra	situación
análoga	que	implique	su	desplazamiento	del	establecimiento	penitenciario	a
otro	lugar	en	forma	temporal	y	con	obligación	de	retorno.
La	 conducción	 se	 efectuará	 respetando	 la	 dignidad	 e	 integridad	 física	 y
mental	del	interno,	así	como	garantizando	su	seguridad.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 153.—Para	 la	 conducción	 de	 los	 internos,	 el	 personal	 responsable
adoptará	 todas	 las	 medidas	 que	 permitan	 sustraerlos	 de	 la	 curiosidad
pública	y	de	posibles	agravios.
El	encargado	de	la	conducción	es	el	responsable	de	la	seguridad,	integridad
y	dignidad	de	la	persona	privada	de	libertad.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 154.—La	 conducción	 individual	 o	 grupal	 de	 los	 internos,	 estará	 a
cargo	del	 personal	 de	 seguridad	del	 Instituto	Nacional	Penitenciario	 o	del
personal	de	la	Policía	Nacional	del	Perú.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	155.—La	conducción	de	los	internos	deberá	efectuarse	en	medios	de
transporte	seguros,	adecuados,	higiénicos	y	con	suficiente	ventilación	y	luz.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	156.—Cuando	por	caso	fortuito	o	fuerza	mayor	el	interno	no	pudiera
ser	 conducido	 a	 su	 destino,	 el	 encargado	 de	 su	 conducción	 solicitará	 su
admisión	en	 el	 establecimiento	 penitenciario	más	 próximo	 o	 dependencia
de	la	Policía	Nacional	del	Perú,	quienes	deberán	admitirlo.
El	 interno	 admitido,	 será	 alojado	 en	 una	 celda	 o	 ambiente	 separado	 del
resto	de	la	población	penitenciaria.
El	 encargado	 de	 la	 conducción	 dará	 cuenta	 de	 dicha	 circunstancia	 a	 la
autoridad	que	dispuso	el	traslado.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	157.—Para	la	conducción	de	una	interna	será	necesaria	 la	presencia
de	personal	femenino	de	seguridad	del	Instituto	Nacional	Penitenciario	o	de
la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú,	 sin	 perjuicio	 del	 personal	 masculino	 que	 se
requiera.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 158.—La	 custodia	 de	 internos	 hospitalizados	 fuera	 del
establecimiento	 penitenciario	 estará	 a	 cargo	 del	 personal	 de	 la	 Policía
Nacional	 del	 Perú.	 En	 el	 caso	 de	 internas	 estará	 a	 cargo	 de	 personal
femenino	de	dicha	institución.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 159.—Modificado.	 D.	 S.	 003-2011-JUS,	 Art.	 1°.	 El	 traslado	 de
internos	 de	 un	 establecimiento	 penitenciario	 a	 otro	 se	 ejecutará	 por	 los
siguientes	motivos:
159.1.	Por	orden	de	la	autoridad	judicial	competente	para	su	juzgamiento.
En	 caso	 que	 el	 interno	 requerido	 tenga	 un	 proceso	 pendiente	 en	 la
jurisdicción	 donde	 se	 encuentra	 recluido,	 la	 administración	 penitenciaria,
antes	del	traslado,	pondrá	en	conocimiento	de	la	autoridad	judicial	de	dicha
jurisdicción,	para	los	fines	pertinentes.
159.2.	Por	regresión	o	progresión	en	el	tratamiento	penitenciario.
159.3.	En	el	caso	de	intento	de	fuga	debidamente	comprobado.
159.4.	 Por	 la	 puesta	 en	 funcionamiento	 de	 un	 nuevo	 establecimiento
penitenciario	público,	dándose	prioridad	a	los	internos	cuyo	lugar	de	origen
o	residencia	de	su	familia	se	encuentre	cercano	al	nuevo	destino.
Por	 la	 puesta	 en	 funcionamiento	 de	 un	 establecimiento	 penitenciario
entregado	 en	 concesión	 al	 sector	 privado,	 con	 sujeción	 a	 las	 normas
contenidas	en	el	presente	reglamento.
159.5.	 Por	 hacinamiento,	 dándose	 prioridad	 a	 los	 internos	 que
voluntariamente	 deseen	 trasladarse	 o	 aquéllos	 cuyo	 lugar	 de	 origen	 o
residencia	de	su	familia	se	encuentre	cercano	al	nuevo	destino.
159.6.	Para	el	cumplimiento	de	la	sentencia	en	el	lugar	de	procedencia	del
interno	o	residencia	de	su	familia.
159.7.	 Por	 atención	 médica	 especializada.	 Superada	 la	 causa,	 podrá	 ser
retornado	al	establecimiento	penitenciario	de	origen,	a	solicitud	del	interno.
159.8.	Por	razones	de	seguridad	personal	a	solicitud	del	interno.
159.9.	Por	razones	de	seguridad	penitenciaria	con	resolución	expedida	por
el	 director	 general	 de	 la	 correspondiente	 Dirección	 Regional	 del	 Instituto
Nacional	 Penitenciario,	 que	 fundamente	 la	 urgencia	 y	 la	 necesidad	 de	 la
medida.
En	los	casos	de	los	incisos	159.4	segundo	párrafo,	159.6	y	159.7,	el	traslado
se	podrá	solicitar	a	solicitud	del	interno.
Se	encuentra	prohibido	el	traslado	de	internos	procesados,	con	excepción	de	los	casos	previstos	en
los	incisos	159.1,	159.4	segundo	párrafo,	159.7,	159.8	y	159.9;	en	cuyos	supuestos	el	traslado	deberá
ser	puesto	en	conocimiento	de	la	autoridad	judicial	que	tiene	a	su	cargo	el	proceso	penal.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	160.—Para	todo	traslado	el	director	del	establecimiento	penitenciario
de	origen	deberá	observar,	bajo	responsabilidad,	las	siguientes	reglas:
160.1	 Informar	 al	 interno	 sobre	 el	 establecimiento	 penitenciario	 de
destino,	así	como	de	los	motivos	del	traslado.	Por	razones	de	seguridad,	esta
información	podrá	ser	proporcionada	instantes	previos	al	traslado;
160.2	Permitir	al	interno	una	comunicación	con	su	familia	o	abogado	para
informar	sobre	su	 traslado.	Por	razones	de	seguridad,	esta	 información	se
podrá	brindar	cuando	se	haya	ejecutado	el	traslado;
160.3	Permitir	al	interno	llevar	sus	pertenencias	personales	indispensables
o	 garantizar	 que	 las	mismas	 lleguen	 a	 su	 lugar	de	destino	 en	un	plazo	no
mayor	de	cinco	días;	se	debe	entregar	el	resto	a	sus	familiares	o	a	la	persona
designada	por	el	interno.
160.4	 Garantizar	 el	 respeto	 de	 la	 dignidad,	 de	 la	 integridad	 y	 de	 la
seguridad	del	interno;
160.5	Trasladar	al	interno	con	su	expediente	personal,	incluida	la	historia
clínica.	 El	 director	 del	 establecimiento	 penitenciario	 receptor	 verificará	 la
documentación	del	expediente	personal.	En	caso	de	omisión	informará	a	la
superioridad	para	la	adopción	de	las	medidas	correctivas	correspondientes;
160.6	 Cuando	 el	 expediente	 de	 un	 beneficio	 penitenciario	 o	 una	 gracia
presidencial	 de	 un	 interno,	 se	 encuentre	 en	 estado	 avanzado	 de
organización,	 la	 dirección	 del	 establecimiento	 penitenciario	 de	 origen,
continuará	la	tramitación	del	expediente	hasta	su	culminación.	En	los	demás
casos,	 el	 expediente	 será	 remitido	 al	 director	 del	 establecimiento
penitenciario	de	destino,	para	la	continuación	del	trámite	correspondiente.
En	 el	 caso	 de	 los	 expedientes	 de	 gracia,	 se	 remitirán	 directamente	 al
Ministerio	de	Justicia.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	161.—La	administración	penitenciaria	está	obligada	a	informar	a	los
familiares	 o	 al	 abogado	 del	 interno,	 el	 establecimiento	 penitenciario	 de
destino.	La	información	se	podrá	brindar	de	manera	personal,	por	escrito	o
vía	telefónica,	sin	desmedro	de	publicarse	en	lugares	visibles	la	relación	de
los	internos	trasladados.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 162.—Toda	 entrega	 y	 recepción	de	 internos	 se	 efectuará	 en	 grupos
ordenados,	previa	verificación	de	su	estado	de	salud	y	revisión	personal.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 163.—El	 traslado	 de	 internos	 deberá	 ser	 aprobado	 mediante	 una
resolución	 emitida	 por	 la	 autoridad	 penitenciaria	 competente;	 deben
señalarse	 los	 fundamentos	 del	 traslado,	 el	 nombre	 de	 cada	 interno	 y	 el
establecimiento	 penitenciario	 de	 destino.	 Todo	 traslado	 de	 internos	 se
efectuará	 con	 el	 informe	 favorable	 del	 Consejo	 Técnico	 Penitenciario	 del
Establecimiento	Penitenciario.
Las	 autoridades	 penitenciarias	 facultadas	 para	 emitir	 las	 resoluciones	 de
traslado	son	las	siguientes:
163.1	 El	 director	 de	 la	 dirección	 regional	 del	 Instituto	 Nacional
Penitenciario,	 cuando	 se	 trate	 de	 un	 traslado	 entre	 establecimientos
penitenciarios	 de	 la	 misma	 dirección	 regional.	 Cuando	 el	 traslado	 es
solicitado	 por	 el	 interno,	 la	 administración	 penitenciaria	 resolverá	 en	 un
plazo	de	treinta	días.
163.2	 El	 director	 general	 de	 tratamiento	 del	 Instituto	 Nacional
Penitenciario,	 cuando	 se	 trate	 de	 un	 traslado	 entre	 establecimientos
penitenciarios	 de	 distintas	 direcciones	 regionales.	 Cuando	 el	 traslado	 es
solicitado	 por	 el	 interno,	 la	 administración	 penitenciaria	 resolverá	 en	 un
plazo	de	treinta	días.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	164.—Efectuado	un	traslado	sobre	la	base	de	los	incisos	159.2,	159.3,
159.4,	 159.5	 y	 159.9	 del	 artículo	 159	 del	 reglamento,	 el	 interno,	 podrá
interponer	 recurso	 de	 reconsideración	 o	 apelación	 ante	 la	 autoridad	 que
dictó	 dicha	 resolución,	 resolviendo	 en	 este	 último	 caso	 la	 autoridad
administrativa	 jerárquicamente	 superior.	 El	 plazo	 para	 interponer	 ambos
recursos	 será	 de	 quince	 días	 útiles	 y	 la	 autoridad	 competente	 deberá
resolver	en	un	máximo	de	treinta	días	útiles.	En	caso	de	declararse	fundada
la	impugnación	se	deberá	ordenar	el	retorno	del	interno	al	establecimiento
penitenciario	de	origen.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 15.—La	 administración	 penitenciaria,	 a	 través	 del	 director	 del
establecimiento	penal	 correspondiente,	 tiene	 la	obligación	de	comunicar	a
las	 autoridades	 consulares	 o	 representación	 diplomática,	 el	 ingreso	 y
traslados	de	los	internos	de	nacionalidad	extranjera,	dentro	de	las	24	horas
siguientes.
JURISPRUDENCIA.—Constitucionalidad	del	internamiento	por	orden
judicial.	“(...)	así	como	el	traslado	de	un	interno	de	un	establecimiento
penitenciario	a	otro	no	es	inconstitucional	por	sí	mismo,	tampoco	lo	es,	per	se,
el	internamiento	por	orden	judicial	en	un	centro	penitenciario.	Sin	embargo,
ello	no	exime	a	las	autoridades	penitenciarias	de	su	obligación	de	garantizar
el	respeto	de	aquellos	derechos	de	la	persona	que	no	se	restringen	por	el	hecho
de	estar	detenida	o	condenada	(...)	tratándose	de	personas	privadas
legalmente	de	su	libertad	locomotora,	una	obligación	de	la	que	no	pueden
rehuir	las	autoridades	penitenciarias	es	la	de	prestar	las	debidas	garantías
para	que	no	se	afecte	o	lesione	la	vida,	la	integridad	física	y	los	demás
derechos	constitucionales	que	no	se	les	haya	restringido.	Ello	supone	que,
dentro	de	márgenes	sujetos	al	principio	de	razonabilidad,	no	sólo	puedan	sino
que	deban	adoptarse	aquellas	medidas	estrictamente	necesarias	con	el	objeto
de	preservarlas	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	8508-2005-PHC/TC,	ago.	11/2006.	S.S.
Gonzáles	Ojeda)
JURISPRUDENCIA.—Traslado	del	 interno	no	 es	 per	 se	 inconstitucional.
“(...)	El	traslado	de	los	internos	de	un	establecimiento	penal	a	otro,	no	es	en	sí
mismo	 inconstitucional.	 En	 el	 caso,	 de	 autos	 no	 se	 deduce	 que	 las	 razones
expuestas	en	la	demanda	hayan	sido	el	leit	motiv	del	traslado	cuestionado.	En
efecto,	según	se	desprende	de	la	Resolución	Directoral	N°	924-2001-INPE/17,
el	traslado	se	efectuó	con	el	objeto	de	garantizar	la	vida	y	la	integridad	física
de	 los	 internos,	 ante	 la	 inexistencia	 (...)	 de	 condiciones	 mínimas	 que	 las
aseguraran.	De	allí	que	la	ejecución	de	la	detención	preventiva	(...)	no	tenga	el
carácter	de	definitiva,	sino	sujeta	a	un	régimen	transitorio,	lo	que	supone	que
una	vez	removidas	las	circunstancias	que	exigieron	la	adopción	de	la	medida
cuestionada,	 los	 beneficiarios	 del	 hábeas	 corpus	 volverán	al	 establecimiento
penal	 donde	 originalmente	 venía	 ejecutándose	 la	 detención	 judicial
preventiva.(...)	En	ese	sentido,	si	el	motivo	que	impulsó	su	traslado	fue	evitar
que	se	lesione	la	vida	y	la	integridad	de	los	beneficiarios	del	hábeas	corpus,	lo
congruente	es	que	la	administración	penitenciaria	tenga	que	prever	y	ejecutar
aquellas	 medidas	 necesarias	 que	 garanticen	 los	 bienes	 jurídicos	 que	 se
persiguen	proteger.	Dicha	relación	causal	ha	quedado	plenamente	acreditada,
según	 se	 desprende	 de	 la	 constatación	 efectuada	 por	 la	 juez	 de	 primera
instancia	 en	 las	 instalaciones	 (...):	 En	 efecto,	 los	 beneficiados	 con	 el	 hábeas
corpus	han	sido	acomodados	de	tal	manera	que	se	encuentren	separados	del
resto	de	la	población	penal;	han	sido	ubicados	en	un	ambiente	especialmente
acondicionado	 para	 ellos;	 se	 ha	 previsto	 un	 servicio	 de	 seguridad	 especial,
destinado	 a	 preservar	 y	 salvaguardar	 la	 integridad	 física	 de	 los	 internos,
variándose	 los	 días	 de	 visita	 de	 sus	 familiares	 y	 allegados,	 de	 tal	 forma	que
también	a	ellos	se	garantice	su	vida	e	 integridad	personal.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°
0622-2002-HC/TC,	may.	09/2002.	Pres.	Rey	Terry)
DOCTRINA.—Dilatar	 arbitrariamente	 el	 traslado	 del	 establecimiento
carcelario	 viola	 el	 derecho	 a	 la	 unidad	 familiar.	 “(…)	 4.1.	 La	 sala	 de
revisión	debe	entrar	a	resolver	los	siguientes	problemas:
(1)	 ¿un	 establecimiento	 carcelario	 debe	 abstenerse	 de	 mantener	 aislada
una	persona	privada	de	 la	 libertad,	 cuando	dicho	 confinamiento	 tiene	por
objeto	proteger	su	propia	vida	(amenazas	de	otras	reclusas,	en	este	caso),
pero	ha	sido	prolongado	(3	meses)	y	está	afectando	gravemente	su	salud	(la
madre	resalta	el	negativo	impacto	de	la	situación	en	su	estado	emocional)?
(2)	¿Las	autoridades	carcelarias	nacionales	deben	trasladar	a	una	persona
de	establecimiento	de	reclusión,	en	función	de	la	protección	de	sus	derechos
fundamentales	 a	 la	 vida,	 a	 la	 dignidad	 y	 a	 la	 salud	 y	 del	 lugar	 donde	 se
encuentra	el	único	familiar	que	le	brinda	apoyo,	a	pesar	de	que	la	solicitud
de	traslado	sólo	fue	presentada	informalmente	por	una	tercera	persona	y	no
por	la	misma	persona	recluida,	que	es,	de	acuerdo	al	trámite	que	legalmente
establece	para	 tales	 efectos	 la	 ley	 [el	Código	Penitenciario	y	Carcelario]	 la
persona	con	el	derecho	de	presentar	tal	solicitud?
4.2.	Para	 la	sala	 la	 respuesta	a	ambos	problemas	es	afirmativa.	En	ambos
casos	se	considera	que	las	autoridades	carcelarias	han	violado	los	derechos
fundamentales	 de	 la	 hija	 de	 la	 accionante,	 al	 no	 haber	 suspendido	 la
innecesaria	medida	de	aislamiento	que	afectaba	gravemente	su	dignidad,	su
libertad,	 su	 salud	 y	 su	 vida,	 y	 al	 no	haber	 ejercido	 sus	 competencias	 para
resolver	de	fondo	la	solicitud	de	traslado	a	un	establecimiento	penitenciario
y	carcelario	en	Bogotá	o	cercano	a	esta	localidad,	para	poder	garantizar	su
seguridad	y	su	unidad	familiar.
4.2.1.	 Con	 relación	 al	 primer	 problema	 jurídico,	 la	 sala	 considera	 que	 el
establecimiento	carcelario	acusado	debe	abstenerse	de	mantener	a	(…)	en	el
prolongado	 aislamiento	 en	 el	 que	 estaba,	 a	 pesar	 de	 que	 dicho
confinamiento	 tenía	 por	 objeto	 proteger	 su	 propia	 vida.	 La	 medida	 de
aislamiento	a	la	que	fue	sometida	(…)	viola	su	dignidad	y	su	libertad,	pues,
al	no	ser	necesaria,	no	es	razonable	adoptarla.	Además,	ha	transcurrido	un
tiempo	considerable	de	aislamiento	(más	de	3	meses),	y	según	los	indicios
aportados	 al	 proceso,	 es	 probable	 que	 la	 medida	 también	 esté	 afectando
desproporcionadamente	sus	derechos	a	la	salud	y	a	la	vida	(…).
4.2.2.	Con	relación	al	segundo	problema	jurídico,	la	sala	considera	que	las
autoridades	 carcelarias	 nacionales	 violan	 los	 derechos	 de	 una	 persona	 al
dilatar	 arbitrariamente	 la	 decisión	 de	 trasladarla	 a	 un	 establecimiento	 de
reclusión	teniendo	en	cuenta	su	derecho	a	la	unidad	familiar	y	su	situación
de	 salud,	 a	 pesar	 de	 que	 la	 persona	 interesada	 no	 haya	 adelantado	 el
procedimiento	establecido	en	la	ley	para	tramitar	dicha	solicitud,	cuando,	(i)
ya	 la	 ha	 presentado	 informalmente,	 directa	 o	 indirectamente;	 (ii)	 una
entidad	oficial	con	competencia	para	velar	por	la	defensa	de	los	derechos	ha
respaldado	 la	 solicitud	 –en	 este	 caso,	 la	Defensoría	del	Pueblo–;	 y	 (iii)	 las
autoridades	 carcelarias	 expresamente	 se	 han	 comprometido	 a	 tramitar
dicha	 solicitud,	 con	 la	 persona,	 sus	 acudientes	 o	 la	 entidad	 oficial	 que	 se
ocupa	de	promover	la	defensa	de	sus	derechos	(…).
7.1.	 La	 sala	 considera	 que	 el	 establecimiento	 carcelario	 acusado	 debe
abstenerse	 de	 mantener	 a	 (…)	 en	 el	 prolongado	 aislamiento	 en	 el	 que
estaba,	 a	 pesar	 de	 que	 dicho	 confinamiento	 tenía	 por	 objeto	 proteger	 su
propia	 vida,	 por	 tratarse	 de	 una	medida	 constitucionalmente	 irrazonable.
(…).”	 (Corte	Const.	de	Colombia,	Sent.	T-412-09,	 jun.	23/2009.	M.	P.	María
Victoria	Calle	Correa)
TÍTULO	II
Régimen	penitenciario
CAPÍTULO	PRIMERO
Disposiciones	generales
C.E.P.
ART.	 9°.—Información	 al	 interno	 de	 sus	 derechos	 y
obligaciones.	 Al	 ingresar	 a	 un	 establecimiento	 penitenciario,	 el
interno	 es	 informado	 de	 sus	 derechos	 y	 obligaciones	 y	 se	 le
entrega	 una	 cartilla	 con	 las	 normas	 de	 vida	 que	 rigen	 en	 el
establecimiento.	 Si	 es	 analfabeto,	 dicha	 información	 le	 es
proporcionada	oralmente.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 11.—Todo	 interno	 o	 su	 ingreso	 a	 un	 establecimiento	 penitenciario
tiene	derecho	a:
11.1	Mantener	o	recuperar	el	bienestar	físico	y	mental.
11.2	Tener	acceso	a	una	atención	adecuada	y	oportuna	de	salud.
11.3	Recibir	agua	apta	para	consumo	humano	y	para	su	higiene	personal.
11.4	Recibir	alimentación	balanceada	y	en	condiciones	higiénicas.
11.5	Acceder	y	ejercitar	su	defensa	legal.
11.6	Recibir	educación	en	diversas	modalidades.
11.7	Acceder	al	trabajo	en	los	establecimientos	penitenciarios.
11.8	 Comunicarse	 periódicamente,	 en	 forma	 oral,	 escrita	 y	 en	 su	 propio
idioma	o	dialecto,	con	sus	familiares,	amigos	y	organismos	e	instituciones	de
asistencia	penitenciaria.
11.9	Comunicar	 inmediatamente	 a	 su	 familia	 o	 abogado	dentro	de	 las	24
horas,	 su	 ingreso	 o	 traslado	 de	 otro	 establecimiento	 penitenciario.	 En	 el
caso	de	los	internos	extranjeros,	esta	comunicación	deberá	hacerse	también
a	su	representante	diplomático	o	consular.
11.10	 Ser	 informado	 por	 escrito	 sobre	 su	 situación	 jurídica	 y	 régimen
penitenciario	bajo	el	cual	se	encuentra,	así	como	acerca	de	sus	derechos	y
obligaciones	 cuando	 ingrese	 y	 durante	 su	 permanencia	 en	 el
establecimiento	penitenciario.	En	 caso	de	 ser	 analfabeto,	 esta	 información
deberá	ser	proporcionada	en	forma	oral.	La	comunicación	será	hecha	en	un
idioma	 que	 el	 interno	 pueda	 entender;	 deberán	 agotarse	 para	 tal	 efecto
todos	los	recursos	que	sean	posibles.
11.11	Ser	llamado	por	su	nombre.
11.12	 Vestir	 su	 propia	 ropa.	 Puede	 preferir	 la	 que	 proporcione	 la
administración	penitenciaria.	En	este	caso,	la	ropa	no	deberá	tener	ninguna
característica	que	afecte	la	dignidad	de	los	internos,	salvo	su	identificación.
11.13	Contar	con	un	espacio	físico	adecuado	para	la	atención	de	los	niños
en	 los	 establecimientos	 penitenciarios	 para	 mujeres.	 En	 el	 caso	 de
embarazo,	a	que	no	se	utilice	ninguna	clase	de	medios	de	coerción.
11.14	 Formar	 agrupaciones	 culturales,	 deportivas,	 laborales,	 artísticas	 y
religiosas.
La	 enumeración	 de	 los	 derechos	 establecidos	 en	 este	 artículo	 no	 excluye
los	 demás	 que	 la	 Constitución,	 los	 instrumentos	 internacionales	 y	 el
ordenamiento	jurídico	nacional	garantizan.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	12.—Las	mujeres	privadas	de	 libertad	tienen	derecho	a	permanecer
en	el	 establecimiento	penitenciario	 con	 sus	hijos	hasta	que	éstos	 cumplan
tres	años	de	edad,	oportunidad	en	la	cual	serán	entregados	a	la	persona	que
corresponda	de	conformidad	con	la	normatividad	sobre	la	materia,	o	en	su
defecto	 se	 procederá	 por	 la	 vía	 legal	 correspondiente	 a	 la	 colocación
familiar	u	otra	institución	tutelar	conforme	a	lo	dispuesto	por	el	Código	de
los	Niños	y	Adolescentes.
C.E.P.
ART.	10.—Ficha	y	expediente	de	identificación	personal.	Cada
interno	 tiene	 una	 ficha	 de	 identificación	 penológica	 y	 un
expediente	personal	respecto	a	su	situación	jurídica	y	tratamiento
penitenciario.	Tiene	derecho	a	conocer	y	ser	 informado	de	dicho
expediente.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	13.—La	información	o	datos	contenidos	en	las	fichas	de	identificación
penológica	y	expedientes	personales	de	internos	sujetos	a	penas	privativas
y	penas	limitativas	de	derechos,	gozan	de	la	garantía	de	la	confidencialidad,
salvo	orden	judicial.
Las	autoridades	penitenciarias	que	hubieran	accedido	a	dicha	información,
estarán	obligadas	a	 guardar	 secreto	profesional	 sobre	 los	mismos,	 incluso
después	 de	 que	 haya	 finalizado	 su	 relación	 con	 la	 administración
penitenciaria.
La	 administración	 penitenciaria	 adoptará	 las	 medidas	 necesarias	 para
evitar	 su	 alteración,	 pérdida	 o	 acceso	 no	 autorizados.	 Esta	 limitación	 no
alcanza	al	uso	de	datos	con	fines	estadísticos	o	estudios	criminológicos,	sin
utilizar	información	que	permita	la	identificación	del	interno.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	14.—Los	datos	de	 carácter	personal	de	 los	 internos	que	hayan	 sido
recabados	 para	 determinar	 su	 tratamiento	 penitenciario,	 podrán	 ser
entregados	 al	 interno	 o	 podrán	 ser	 difundidos	 a	 otras	 personas	 con	 su
consentimiento	 expreso	 y	 por	 escrito.	 Se	 resguardará	 la	 identidad	 del
funcionario	que	suscribió	el	documento;	el	Instituto	Nacional	Penitenciario
asume	la	responsabilidad.
Todo	 interno	 podrá	 solicitar	 al	 Poder	 Judicial	 o	 a	 la	 administración
penitenciaria,	según	sea	el	caso,	la	rectificación	o	aclaración	de	sus	datos	de
carácter	personal	contenidos	en	 los	archivos	y	 ficheros	penitenciarios	que
resulten	inexactos	o	incompletos.	Se	informará	de	la	decisión	al	interesado
en	un	plazo	de	veinte	días	hábiles	de	presentada	la	solicitud.
C.E.P.
ART.	 11.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1239,	 Art.	 1°.	 Criterios	 de
separación	 de	 internos.	 Los	 internos	 están	 separados	 de
acuerdo	a	los	siguientes	criterios	básicos:
1.-	Los	varones	de	las	mujeres.
2.-	Los	procesados	de	los	sentenciados.
3.-	Los	primarios	de	los	que	no	lo	son.
4.-	Los	menores	de	veintiún	años	de	los	de	mayor	edad.
5.-	 Los	 vinculados	 a	 organizaciones	 criminales	 de	 los	 que	no	 lo
están
6.-	 Los	 que,	 a	 través	 de	 la	 evaluación	 de	 la	 Junta	 Técnica	 de
Clasificación,	 obtienen	 una	 prognosis	 favorable	 para	 su
readaptación	de	los	que	requieren	mayor	tratamiento.
7.-	Otros	que	determine	el	reglamento.
C.	E.	P.
ART.	11-A.—Incorporado.	D.	Leg.	984,	Art.	2°.	Ubicación	de
internos	en	un	establecimiento	penitenciario.	En	los
establecimientos	transitorios	y	otros	que	hagan	sus	veces,	la	junta
técnica	de	clasificación	encargada	de	determinar	el
establecimiento	penitenciario	que	corresponde	a	un	interno,
incorporará	como	criterio	de	evaluación,	si	el	interno	se
encuentra	o	no	vinculado	a	una	organización	criminal,	en	cuyo
caso	optará	por	un	establecimiento	que	ofrezca	razonables
condiciones	de	seguridad.
C.	E.	P.
ART.	11-B.—Modificado.	D.	Leg.	1239,	Art.	1°.	Clasificación	de
internos	en	un	régimen	penitenciario.	Los	internos	que	tengan
la	 condición	 de	 procesados	 estarán	 sujetos	 a	 las	 reglas	 del
régimen	 cerrado	 ordinario.	 Excepcionalmente	 y	 previo	 informe
debidamente	 fundamentado	 de	 la	 junta	 técnica	 de	 clasificación,
podrán	 ser	 clasificados	 en	 alguna	 de	 las	 etapas	 del	 régimen
cerrado	especial.
La	 vinculación	 del	 interno	 a	 una	 organización	 criminal	 y/o	 su
condición	 de	 un	 mayor	 tratamiento	 para	 su	 readaptación,
conjuntamente	 con	 la	 evaluación	 de	 su	 perfil	 personal,
fundamentan	 su	 clasificación	 en	 una	 de	 las	 etapas	 del	 régimen
cerrado	especial.
C.	P.
ART.	11-C.—Modificado.	D.	Leg.	1239,	Art.	1°.	Clasificación	de
internos	 en	 las	 etapas	 del	 régimen	 cerrado	 ordinario	 y
régimen	cerrado	especial.	En	el	 régimen	cerrado	ordinario,	 los
internos	deberán	ser	clasificados	en	las	siguientes	etapas:
1.-	Máxima	seguridad;
2.-	Mediana	seguridad;	y,
3.-	Mínima	seguridad.
En	la	etapa	de	máxima	seguridad,	el	interno	se	encuentra	sujeto	a
estricta	 disciplina	 y	 mayor	 control.	 Los	 internos	 procesados	 o
sentenciados	 vinculados	 a	 organizaciones	 criminales	 que	 no
hayan	 sido	 clasificados	 en	 el	 régimen	 cerrado	 especial,
necesariamente	 serán	 clasificados	 en	 la	 etapa	 de	 máxima
seguridad.
Los	 internos	 clasificados	 en	 las	 etapas	 de	 mínima,	 mediana	 y
máxima	 seguridad,	 deberán	 permanecer	 recluidos	 en	 áreas
diferenciadas	y	separadas.
En	 el	 régimen	 cerrado	 especial,	 los	 internos	 deberán	 ser
clasificados	en	las	siguientes	etapas:
1.-	Etapa	“A”;
2.-	Etapa	“B”;	y
3.-	Etapa	“C”.
Las	 etapas	 del	 régimen	 cerrado	 especial	 se	 caracterizan	 por	 el
énfasis	en	las	medidas	de	seguridad	y	disciplina.
Los	internos	clasificados	en	las	etapas	de	“A”,	“B”	y	“C”,	deberán
permanecer	recluidos	en	áreas	diferenciadas	y	separadas.
La	 progresión,	 regresión	 o	 permanencia	 de	 los	 internos	 en	 las
diferentes	 etapas	 del	 el	 régimen	 cerrado	 ordinario	 y	 especial,
serán	reguladas	en	el	reglamento.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 40.—La	 reclusión	 en	 un	 establecimiento	 penitenciario	 sólo	 se	 hará
por	mandato	de	la	autoridad	judicial	competente.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	41.—En	 los	 establecimientos	 transitorios	y	 en	 los	demás	que	hagan
sus	 veces,	 funcionará	 una	 junta	 técnica	 de	 clasificación,	 cuya	 función	 será
determinar	el	establecimiento	penitenciario	que	corresponda	al	 interno	en
base	a	 los	 criterios	establecidos	en	el	 artículo	46	del	 reglamento.	La	 junta
técnica	de	clasificación	estará	conformada	por	un	abogado,	un	psicólogo	y
un	asistente	social.	La	permanencia	del	 interno	en	este	establecimiento	no
excederá	 de	 veinticuatro	 horas,	 salvo	 disposición	 judicial	 expresa	 o	 por
razones	de	seguridad	debidamente	motivadas.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 42.—A	 su	 ingreso	 al	 establecimiento	 penitenciario,	 los	 internos
recibirán	información	mediante	cartilla	o	informe	oral	en	su	idioma,	sobre
el	régimen	de	vida,	sus	derechos	y	obligaciones.
Además	 se	 le	 practicará	 un	 examen	 médico	 general	 para	 los	 fines	 de
tratamiento	en	caso	corresponda.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 43.—El	 administrador	 del	 establecimiento	 penitenciario	 o	 el
funcionario	a	quien	éste	delegue,	llevará	un	libro	de	inventario	en	el	que	se
registrará	todos	los	objetos	de	valor	y	documentos	del	interno	que	no	pueda
portar	dentro	del	establecimiento	penitenciario.
Dichos	 objetos	 permanecerán	 en	 custodia	 –bajo	 responsabilidad	 del
director	del	establecimiento	penitenciario–	hasta	la	liberación	del	interno	o
serán	entregados	en	cualquier	momento	a	la	persona	que	el	interno	designe
mediante	 acta	 de	 recepción	 suscrita	 por	 el	 interesado,	 el	 funcionario
encargado	y	–cuando	corresponda–	por	la	persona	designada	por	el	interno.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	44.—Todo	establecimiento	penitenciario	deberá	contar	con	un	centro
de	 observación	 y	 clasificación	 a	 cargo	 del	 órgano	 técnico	 de	 tratamiento,
lugar	 donde	 se	 determinará	 la	 ubicación	 del	 interno	 dentro	 del
establecimiento	 y	 se	 formulará	 el	 diagnóstico	 y	 pronóstico	 para	 su
tratamiento.	Este	 centro	 será	 acondicionado	atendiendo	 la	 infraestructura
del	establecimiento.
El	órgano	técnico	de	tratamiento	establecerá	si	al	interno	le	corresponde	el
régimen	cerrado	ordinario	o	una	de	las	etapas	del	régimen	cerrado	especial.
Estará	conformado	por	un	abogado,	un	psicólogo	y	un	asistente	social.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	45.—En	todo	establecimiento	penitenciario	se	elaborará	una	ficha	de
identificación	 y	 una	 hoja	 penológica	 que	 estarán	 a	 cargo	 del	 registro
penitenciario.
La	ficha	de	identificación	de	los	internos	contendrá	una	fotografía,	los	datos
de	filiación,	impresión	dactilar,	odontograma,	estigmas	y	cualquier	otra	seña
o	 característica	 que	 permitan	 individualizarlo,	 debiendo	 precisarse
cualquier	impedimento	o	discapacidad	física.
La	 hoja	 penológica	 contendrá	 información	 referente	 a	 los	 mandatos	 de
detención,	 sentencias,	 traslados,	 beneficios	 y	 libertades.	 Se	 clasificarán
como	 activa	 para	 los	 internos	 que	 estuvieran	 en	 el	 establecimiento
penitenciario	 y	 pasiva	 para	 los	 que	 hubieran	 egresado,	 activándose	 si	 el
titular	reingresara	al	establecimiento	penitenciario.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	46.—Modificado.	D.	S.	007-2010-JUS,	Art.	1°.	La	clasificación	de	los
internos	se	efectuará	en	lo	posible	en	grupos	homogéneos	diferenciados	de
acuerdo	a	los	siguientes	criterios:
46.1	Los	varones	de	las	mujeres.
46.2	Los	sentenciados	de	los	procesados.
46.3	Los	primarios	de	los	que	no	lo	son.
46.4	Los	menores	de	veintiún	años	y	los	mayores	de	sesenta,	del	resto	de
los	internos.
46.5	Los	que	requieren	ser	separados	por	razones	médicas.
46.6	Las	madres	con	hijos	menores	de	tres	años	y	las	gestantes.
46.7	Los	fácilmente	readaptables	de	los	de	difícil	readaptación.
46.8	Los	alcohólicos	y	toxicómanos	de	los	que	no	lo	son.
46.9	Los	extranjeros	de	los	nacionales.
46.10	Los	que	expresan	voluntad	de	trabajar	al	interior	del	establecimiento
penitenciario	de	los	que	no.
Este	último	criterio	será	especialmente	aplicable	para	el	caso	de	ubicación
o	transferencia	de	los	internos	a	establecimientos	penitenciarios	entregados
en	concesión.
En	todos	los	casos,	en	la	clasificación	de	los	internos	se	deberá	garantizar
su	integridad	y	seguridad,	así	como	sus	derechos	humanos.
Progresivamente	en	la	medida	que	se	implante	la	infraestructura	necesaria
los	internos	tanto	como	procesados	y	sentenciados,	serán	reclasificados	de
acuerdo	con	los	criterios	antes	establecidos.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 47.—Si	 la	 persona	 privada	 de	 libertad	 es	 integrante	 de	 una
comunidad	 campesina	 o	 nativa,	 la	 administración	 penitenciaria	 deberá
incorporar	 dicha	 información	 en	 su	 ficha	 de	 identificación	 y	 adoptar	 las
medidas	 necesarias	 a	 efectos	 de	 asignarle	 una	 ubicación	 en	 el
establecimiento	penitenciario	que	garantice	su	 integridad	física	y	mental	e
impida	 alguna	 agresión	 a	 su	 derecho	 a	 preservar	 su	 identidad	 étnica	 y
cultural.	La	ubicación	asignada	no	debe	significar	su	aislamiento	respecto	al
resto	de	los	internos.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	48.—En	los	casos	de	personas	privadas	de	libertad	con	discapacidad,
la	administración	penitenciaria	deberá	incorporar	dicha	información	en	su
ficha	 de	 identificación	 y	 adoptar	 las	medidas	 necesarias	 que	 les	 facilite	 el
acceso,	movilidad	y	desplazamiento	en	las	instalaciones	del	establecimiento
penitenciario.
Las	 personas	 con	 discapacidad	 motora	 en	 las	 extremidades	 inferiores
serán	ubicadas	obligatoriamente	en	un	ambiente	del	primer	piso.
Asimismo,	 la	 administración	 penitenciaria	 preverá	 que	 los	 ambientes	 en
donde	se	recluyan	a	las	personas	con	discapacidad,	los	tópicos	de	salud	y	los
servicios	básicos,	se	encuentren	acondicionados	y	ubicados	en	los	primeros
pisos	de	los	establecimientos	penitenciarios.
En	la	determinación	de	 las	características,	especificaciones	y	dimensiones
de	 los	 ingresos	 a	 pabellones,	 zonas	 de	 recreo	 y	 servicios	 de	 los
establecimientos	penitenciarios,	se	observarán	los	criterios	de	accesibilidad
previstos	en	la	Ley	N°	27050	–Ley	General	de	la	Persona	con	Discapacidad,	y
en	 el	 Decreto	 Supremo	 N°	 003-2000-Promudeh–	 Reglamento	 de	 la	 Ley
General	de	la	Persona	con	Discapacidad	y	demás	normas	pertinentes.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	49.—El	director	del	establecimiento	penitenciario	deberá	informar	a
la	oficina	general	de	 informática	del	 Instituto	Nacional	Penitenciario	sobre
la	presencia	de	los	internos	señalados	en	el	artículo	47	y	en	el	artículo	48,	a
fin	de	que	mantenga	una	información	actualizada	sobre	la	materia.
La	 oficina	 general	 de	 planificación	 deberá	 informar	 mensualmente	 a	 la
Comisión	 Nacional	 de	 los	 Pueblos	 Andinos	 y	 Amazónicos	 -	 Conapa	 y	 al
Consejo	 Nacional	 de	 Integración	 de	 la	 Persona	 con	 Discapacidad	 del
Ministerio	de	la	Mujer	y	Desarrollo	Social,	respecto	de	la	cantidad,	nombre	y
ubicación	de	los	internos	integrantes	de	una	comunidad	campesina	o	nativa,
o	 con	 discapacidad.	 Asimismo	 deberá	 remitir	 dicha	 información	 a	 la
Defensoría	del	Pueblo.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	50.—En	todo	establecimiento	penitenciario	deberá	implementarse	un
registro	de	control	de	ingresos	y	egresos	que	estará	a	cargo	de	la	oficina	de
historial	 penitenciario.	 Donde	 no	 existiera	 dicha	 oficina,	 el	 director
designará	al	funcionario	que	se	encargue	de	dicho	registro.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	51.—En	todo	establecimiento	penitenciario	se	formará	un	expediente
personal	de	cada	interno,	que	deberá	contener:
51.1.	Copia	del	mandato	judicial	en	el	que	se	dispone	el	internamiento.
51.2.	Copia	de	la	sentencia	en	los	casos	de	internos	condenados.
51.3.	La	ficha	de	identificación.
51.4.	La	hoja	penalógica.
51.5.	 Informe	médico	del	 examen	 efectuado	 al	 ingreso	 al	 establecimiento
penitenciario	y	el	resumen	de	su	historia	clínica.
51.6.	 Informe	 del	 órgano	 técnico	 de	 tratamiento	 del	 establecimiento
penitenciario	respecto	a	la	clasificación	asignada.
51.7.	Hoja	de	seguimiento	de	diligencias	judiciales.
51.8.	Récord	sobre	la	conducta	y	sanciones	disciplinarias.
51.9.	 Resultados	 de	 las	 evaluaciones	 efectuadas	 por	 los	 profesionales	 del
órgano	técnico	de	tratamiento.
51.10.	 Resultados	 de	 las	 actividades	 educativas,	 laborales,	 recreativas,
religiosas	y	otras.
51.11.	Resoluciones	de	traslado,	si	las	hubiera.
51.12.	Copia	de	los	oficios	de	libertad.
51.13.	Otros	documentos	que	la	administración	juzgue	necesarios.
El	 área	 de	 registro	 penitenciario	 y	 el	 responsable	 del	 área	 de	 historial
penitenciario,	 serán	 los	 encargados	 de	 mantener	 actualizada	 la
documentación	 que	 corresponda	 al	 expediente.	 Y	 debe	 otorgar	 copia	 al
interno	cuando	lo	requiera,	salvo	lo	establecido	en	el	inciso	51.9.
JURISPRUDENCIA.—Derecho	de	los	procesados	de	estar	separados	de	los
condenados	es	una	exigencia	que	se	deriva	del	principio	de	presunción
de	inocencia.	“(...)	5.	El	derecho	de	los	procesados	de	estar	separados	de	los
condenados,	así	como	a	ser	sometidos	a	un	tratamiento	adecuado	en	su
condición	de	personas	no	condenadas,	es	una	exigencia	que	se	deriva	tanto	del
principio	de	presunción	de	inocencia	que	asiste	a	los	procesados,	en	tanto	no
exista	sentencia	condenatoria	firme	que	determine	su	responsabilidad	penal,
así	como	del	hecho	de	que	la	detención	judicial	preventiva	no	se	trata	de	una
sanción	punitiva,	sino	de	una	medida	cautelar,	de	carácter	excepcional,	que
impone	la	obligación	de	no	restringir	la	libertad	individual	‘más	allá	de	los
límites	estrictamente	necesarios	para	asegurar	que	no	(se)	impedirá	el
desarrollo	eficiente	de	las	investigaciones	y	que	no	(se)	eludirá	la	acción	de	la
justicia’	(Corte	Interamericana	de	Derechos	Humanos,	Caso	Suárez	Rosero.
Ecuador,	párrafo	77,	en	Sergio	García	Ramírez,	La	jurisprudencia	de	la	Corte
Interamericana	de	Derechos	Humanos,	UNAM-CIDH,	México	2001,	pág.	417).
Por	tanto,	habiéndose	cuestionado	las	condiciones	que	el	beneficiario	de	la
acción	viene	sufriendo	por	la	privación	de	su	libertad,	el	Tribunal
Constitucional	es	competente	para	analizar	la	controversia	planteada	con	el
hábeas	corpus	de	autos.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	0726-2002-HC/TC,	jun.	21/2002.
Pres.	Rey	Terry)
JURISPRUDENCIA.—Derecho	 a	 ser	 separados	 de	 los	 condenados	 no
implica	 habilitación	 de	 un	 penal	 o	 edificio	 exclusivo.	 “(...)	 Se	 alega
asimismo	que,	con	el	traslado	efectuado	de	un	establecimiento	penal	a	otro,	se
habría	 puesto	 en	 peligro	 la	 vida	 y	 la	 integridad	 física	 del	 beneficiario.	 Tal
peligro,	a	su	juicio,	se	derivaría	del	hecho	de	que	el	beneficiario,	en	el	ejercicio
de	 sus	 funciones	 jurisdiccionales,	 habría	 condenado	 a	 un	 indeterminado
número	 de	 personas,	 cuya	 privación	 de	 libertad	 precisamente	 las	 vendrían
cumpliendo	en	el	mismo	establecimiento	penal	donde	él	se	encuentra.	(...)	No
comparte	tal	criterio	el	Tribunal	Constitucional.	Fundamentalmente,	porque,
conforme	se	ha	acreditado	en	autos,	no	viene	cumpliendo	su	internamiento	en
el	mismo	ambiente	señalado	para	los	sentenciados.	Por	el	contrario,	si	bien	el
beneficiario	 del	 hábeas	 corpus	 se	 halla	 recluido	 en	 el	 Establecimiento	Penal
(...),	 un	 penal	 destinado	 para	 reos	 de	 alta	 peligrosidad	 sin	 embargo,	 se
encuentra	 aislado	 de	 las	 personas	 que	 tienen	 la	 condición	 de	 sentenciados.
Incluso,	se	encuentra	separado,	en	un	ambiente	distinto	al	que	ocupa	el	grueso
de	procesados;	esto	es,	en	un	espacio	especialmente	acondicionado,	al	que	se	le
ha	dotado	de	una	especial	seguridad,	según	consta	en	autos.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°
0726-2002-HC/TC,	jun.	21/2002.	Pres.	Rey	Terry)
JURISPRUDENCIA.—Clasificación	de	los	internos	se	realiza	en	función	de
criterios	objetivos	y	técnicos:	orientación	ideológica	y	política	no	son
criterios	técnicos	de	clasificación.	“(…)	la	clasificación	de	los	internos	se
realiza	en	función	de	criterios	objetivos	y	técnicos	con	la	finalidad	de	que	se
elabore	y	determine	el	programa	de	tratamiento	individualizado	de	cada
interno.	Lo	que	obedece	a	la	necesidad	de	que	se	dé	cumplimiento	al	mandato
constitucional	establecido	en	el	artículo	139	inciso	22	de	la	Constitución	del
Estado.	(….)
Es	más,	de	acuerdo	con	el	Código	de	Ejecución	Penal	(artículo	11)	y	con	su
reglamento	(artículo	46),	la	orientación	ideológica	y	política	no	son	criterios
técnicos	de	clasificación	de	los	internos	tal	como	lo	ha	previsto	el	legislador
(…)	no	se	afectan	los	derechos	que	invoca	el	actor	por	el	hecho	de	estar	en	un
establecimiento	penitenciario	en	el	cual	se	encuentran	también	internos	con
distinta	orientación	política	e	ideológica.	Claro	está,	ello	no	exime	a	que	la
autoridad	penitenciaria	garantice	la	seguridad	e	integridad	personal	de	cada
uno	de	los	internos.	(TC,	Exp.	N°	02700-2006-PHC/TC,	mar.	23/2007.	Pres.
Landa	Arroyo)
C.E.P.
ART.	 12.—Modificado.	D.	 Leg.	1239,	Art.	 1°.	Alojamiento	del
interno.	 El	 interno	 es	 alojado	 en	 un	 ambiente	 individual	 o
colectivo,	 de	 acuerdo	 a	 la	 clasificación	 que	 determine	 la	 junta
técnica	 de	 clasificación,	 donde	 recibirá	 el	 tratamiento
penitenciario	correspondiente.
C.E.P.
ART.	 13.—Custodia	 de	 objetos	 de	 valor	 del	 interno.	 Todo
objeto	 de	 valor,	 salvo	 los	 de	 uso	 personal	 que	 lleve	 consigo	 el
interno,	 previo	 inventario,	 podrá	 quedar	 bajo	 custodia	 de	 la
administración	 penitenciaria	 o	 será	 entregado	 a	 la	 persona	 que
aquél	determine.
C.E.P.
ART.	14.—Derecho	del	interno	a	formular	peticiones.	El
interno	tiene	derecho	a	formular	quejas	y	peticiones	ante	el
director	del	establecimiento	penitenciario.
En	 caso	 de	 no	 ser	 atendido,	 el	 interno	 puede	 recurrir,	 por
cualquier	medio,	al	representante	del	Ministerio	Público.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 52.—El	 interno	 puede	 formular	 peticiones,	 quejas	 o	 denuncias,	 las
mismas	que	figurarán	por	escrito	o	por	acta,	sobre	aspectos	que	afecten	sus
derechos,	 necesidades	 o	 condiciones	 de	 detención	 ante	 la	 dirección	 del
establecimiento	penitenciario	o	si	 fuera	el	caso,	ante	el	Ministerio	Público,
Defensoría	del	Pueblo,	organizaciones	defensoras	de	los	derechos	humanos,
así	como	ante	otras	autoridades	o	instituciones	que	juzgue	conveniente.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	53.—Las	peticiones,	quejas	o	denuncias	formuladas	por	los	internos,
serán	 registradas	 por	 la	 administración	 penitenciaria.	 Las	 decisiones	 que
sobre	 las	 mismas	 se	 adopten	 deberán	 ser	 notificadas	 por	 escrito	 a	 los
interesados.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 54.—Las	 peticiones,	 quejas	 y	 denuncias	 podrán	 ser	 formuladas	 en
forma	individual	o	grupal.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 55.—Las	 peticiones	 o	 quejas	 formuladas	 por	 un	 interno	 ante	 la
administración	 penitenciaria	 que	 tengan	 naturaleza	 administrativa,	 serán
reguladas	 supletoriamente	 por	 la	 Ley	 N°	 27444	 -	 Ley	 de	 Procedimiento
Administrativo	General,	en	cuanto	fuera	aplicable.
C.E.P.
ART.	15.—Revisión	y	registro	de	pertenencias	o	ambiente	del
interno.	 Las	 revisiones	 y	 registros	 del	 interno,	 de	 sus
pertenencias	o	del	ambiente	que	ocupa,	 se	 realizan	en	presencia
del	 director	 o	 subdirector	 y	 del	 jefe	 de	 seguridad	 del
establecimiento,	 si	 son	 de	 rutina.	 En	 el	 caso	 de	 ser	 súbitas	 o
extraordinarias,	debe	contarse	con	la	presencia	del	representante
del	Ministerio	Público.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 68.—Modificado.	 D.	 S.	 015-2010-JUS,	 Art.	 1°.	 La	 autoridad
penitenciaria	podrá	ordenar	las	revisiones	de	rutina,	por	lo	menos	una	vez
por	semana,	en	los	ambientes	que	ocupa	el	interno,	las	que	se	realizarán	con
presencia	del	director	o	subdirector,	del	jefe	de	seguridad	y	del	personal	de
tratamiento;	éstos	participarán	como	observadores.
Terminada	 la	diligencia,	 se	 levantará	un	acta	 suscrita	por	 las	autoridades
antes	 señaladas,	 donde	 consten	 los	 objetos	 prohibidos	 que	 se	 hayan
encontrado,	 los	 mismos	 que	 serán	 puestos	 a	 disposición	 del	 Ministerio
Público,	Policía	Nacional	del	Perú	u	Oficina	Regional	del	 Instituto	Nacional
Penitenciario,	 según	 corresponda,	 dentro	 de	 las	 24	 horas.	 Asimismo,	 un
ejemplar	del	acta	será	entregada	al	director	de	la	oficina	regional.
INTERVENCIÓN	FISCAL	EN	LOS	OPERATIVOS	EXTRAORDINARIOS	DE
SEGURIDAD	INTERNA	EN	LOS	ESTABLECIMIENTOS	PENITENCIARIOS
R.	3106-2012-MP-FN.
Artículo	Primero.—Aprobar	la	Directiva	N°	011-2012-MP-FN,	denominada:
“Directiva	que	regula	la	intervención	fiscal	en	los	operativos	extraordinarios
de	seguridad	interna	en	los	establecimientos	penitenciarios”,	la	misma	que
forma	parte	integrante	de	la	presente	resolución.
(...).
Directiva	N°	011-2012-MP-FN
Directiva	que	regula	la	intervención	en	los	operativos
extraordinarios	de	seguridad	en	los	establecimientos
penitenciarios
I.	Objeto
Establecer	 el	 procedimiento	 de	 intervención	 de	 los	 representantes	 del
Ministerio	 Público,	 en	 los	 operativos	 extraordinarios	 de	 seguridad	 en	 los
establecimientos	penitenciarios,	conforme	a	las	atribuciones	establecidas	en
la	 Constitución	 Política	 del	 Perú,	 la	 Ley	 Orgánica	 del	Ministerio	 Público	 y
demás	disposiciones	legales	aplicables.
II.	Finalidad
Garantizar	 una	 eficaz	 actuación	 de	 los	 representantes	 del	 Ministerio
Público,	 acorde	 a	 la	 normatividad	 aplicable,	 en	 los	 operativos
extraordinarios	 de	 seguridad	 en	 los	 establecimientos	 penitenciarios,
salvaguardando	los	derechos	fundamentales	de	las	personas.
III.	Base	legal
•	Constitución	Política	del	Perú:	Artículos	158	y	159.
•	Pacto	Internacional	de	Derechos	Civiles	y	Políticos:	artículo	10.
•	Convención	Americana	sobre	Derechos	Humanos:	artículo	5°.
•	Ley	Orgánica	del	Ministerio	Público:	artículos	1°	y	64.
•	Código	de	Ejecución	Penal:	artículo	15.
IV.	Ámbito	y	alcances
Las	normas	contenidas	en	la	presente	directiva,	son	de	aplicación	en	todo
el	territorio	nacional	y	de	obligatorio	cumplimiento	para	los	representantes
del	Ministerio	Público	competentes.
V.	Disposiciones	generales
Artículo	Primero.-	Las	fiscalías	de	prevención	del	delito,	son	competentes
para	 intervenir	 en	 los	 operativos	 extraordinarios	 de	 seguridad	 en	 los
establecimientos	 penitenciarios,	 de	 conformidad	 con	 el	 artículo	 15	 del
Código	 de	 Ejecución	 Penal.	 En	 aquellas	 localidades	 en	 las	 no	 se	 hayan
implementado	estos	despachos	 fiscales,	 las	 fiscalías	provinciales	penales	o
mixtas,	asumen	dicha	competencia.
Artículo	 Segundo.-	 Los	 fiscales	 que	 intervienen	 en	 los	 operativos
extraordinarios	 de	 seguridad,	 velarán	 que	 éstos	 se	 efectúen	 con	 las
garantías	que	establece	la	Constitución	Política	del	Estado,	salvaguardando
los	derechos	 fundamentales	de	 los	 internos,	 así	 como	que	 las	 autoridades
participantes	 en	 los	 mismos,	 lleven	 a	 cabo	 sus	 funciones,	 con	 estricto
cumplimiento	de	la	normas	legales	aplicables.
Artículo	Tercero.-	Las	 coordinaciones	 correspondientes	 a	 los	 operativos
extraordinarios	 de	 seguridad,	 serán	 efectuadas	 por	 los	 fiscales	 con	 el
director	 del	 establecimiento	 penitenciario	 y,	 de	 ser	 el	 caso,	 con	 otras
autoridades	 penitenciarias	 competentes,	 así	 como	 con	 el	 personal	 de	 la
Policía	 Nacional	 del	 Perú	 que	 corresponda,	 y	 si	 fuera	 necesario,	 con
funcionarios	de	otras	entidades	de	la	administración	pública.
Artículo	 Cuarto.-	 La	 ejecución	 de	 los	 operativos	 extraordinarios	 de
seguridad	 contará	 con	 la	 presencia	 del	 fiscal	 o	 fiscales,	 del	 director	 o	 sub
director	 y	 del	 jefe	 de	 seguridad	 interna	 del	 establecimiento	 penitenciario,
así	como	de	otras	autoridades	participantes	de	darse	el	caso.
Artículo	 Quinto.-	 Las	 autoridades	 penitenciarias	 competentes	 deben
garantizar	la	seguridad	e	integridad	de	los	fiscales	y	demás	funcionarios	que
intervienen	en	los	operativos	extraordinarios	de	seguridad.
Artículo	 Sexto.-	 Los	 fiscales	 verificarán	 que,	 para	 la	 ejecución	 de	 los
operativos	 extraordinarios	 de	 seguridad,	 la	 autoridad	 penitenciaria
competente	cuente	con	un	plan	de	operaciones,	y	de	ser	el	caso,	se	obtenga
material	 fílmico,	 fotográfico	 u	 otro,	 mediante	 medios	 técnicos,
correspondiente	al	operativo.
Al	término	del	operativo,	el	soporte	físico	de	almacenamiento	será	lacrado
y	 custodiado	 por	 el	 fiscal,	 quien	 lo	 anexará	 al	 acta	 que	 corresponda	 o
carpeta	fiscal	que	se	genere.
Artículo	 Sétimo.-	 Los	 fiscales	 levantarán	 y/o	 suscribirán	 las	 actas	 que
correspondan,	 de	 acuerdo	 a	 sus	 atribuciones.	 El	 fiscal	 competente	 deberá
remitir	 un	 informe	 a	 la	 presidencia	 de	 Junta	 de	 Fiscales	 Superiores
respectiva,	dentro	de	las	48	horas	de	culminado	el	operativo.
VI.	Disposiciones	complementarias
Primera.-	Sin	perjuicio	de	la	finalidad	de	la	intervención	fiscal	descrita	en
el	artículo	segundo	de	 la	presente	directiva,	el	 fiscal	de	prevención,	en	 los
casos	de	evidencia	de	la	comisión	de	delito,	deberá	ponerla	en	conocimiento
del	 fiscal	 provincial	 penal	 de	 turno,	 dentro	del	más	breve	plazo,	 para	que
proceda	conforme	a	sus	atribuciones.
Segunda.-	 Las	 presidencias	 de	 juntas	 de	 fiscales	 superiores	 del	 país,
brindarán	 el	 apoyo	 de	 fiscales	 adjuntos,	 en	 caso	 sea	 necesario,	 ello,	 para
conseguir	 la	 eficaz	 realización	 de	 los	 operativos	 extraordinarios	 de
seguridad,	asimismo,	dictarán	 las	disposiciones	 internas	correspondientes,
para	el	cumplimiento	de	la	presente	directiva.
VII.	Disposición	derogatoria
Única	Disposición	Derogatoria.-	Deróguense	todas	las	disposiciones	que
se	opongan	a	la	presente	directiva.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 69.—Los	 registros	 o	 revisiones	 súbitas	 o	 extraordinarias,	 cuando	 la
necesidad	o	 circunstancias	 así	 lo	 requieran,	 se	 realizarán	 con	 la	presencia
obligatoria	del	representante	del	Ministerio	Público	y,	de	ser	el	caso,	con	el
apoyo	de	la	Policía	Nacional	del	Perú.
Concluidos	 éstos,	 se	 informará	 inmediatamente	 al	 director	 general	 de	 la
dirección	regional.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 70.—En	 todos	 los	 procedimientos	 de	 revisión	 de	 los	 ambientes	 se
permitirá,	según	el	caso,	la	presencia	del	interno	o	su	representante.
JURISPRUDENCIA.—Requisas	no	constituyen	afectación	al	derecho	a	la
libertad	individual.	“(...)	en	lo	que	respecta	a	las	requisas,	este	colegiado
considera	que	el	desarrollo	de	las	mismas	no	constituye,	per	se,	una	afectación
del	derecho	a	la	libertad	individual	o	a	derecho	alguno	conexo	con	aquella;	de
modo	tal	que	no	corresponde	emitir	pronunciamiento	sobre	el	particular,
tanto	más	cuando	la	posesión	de	las	especies	decomisadas	al	demandante	no
fue	autorizada	por	el	INPE,	ni	su	uso	es	necesario	para	la	recuperación	del
mismo,	en	cuanto	al	goce	de	su	derecho	a	la	salud.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	5837-
2005-PHC,	abr.	20/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
C.E.P.
ART.	16.—Vestuario	del	interno.	El	interno	tiene	derecho	a
vestir	sus	propias	prendas,	siempre	que	sean	adecuadas,	o
preferir	las	que	le	facilite	la	administración	penitenciaria.	Estas
prendas	deberán	estar	desprovistas	de	todo	distintivo	que	pueda
afectar	su	dignidad.
Cuando	 el	 interno	 sale	 del	 establecimiento	 penitenciario,	 usa
prendas	de	vestir	que	no	destaquen	su	condición	de	tal.
C.E.P.
ART.	 17.—Alimentación	 del	 interno.	 La	 administración
penitenciaria	 proporciona	 al	 interno	 la	 alimentación	 preparada
que	 cumpla	 con	 las	 normas	 dietéticas	 y	 de	 higiene	 establecidas
por	la	autoridad	de	salud.
C.E.P.
ART.	 18.—Participación	 del	 interno	 en	 actividades
educativas,	 recreativas	 y	 otras.	 Dentro	 del	 establecimiento
penitenciario	se	promueve	y	estimula	la	participación	del	interno
en	actividades	de	orden	educativo,	laboral,	recreativo,	religioso	y
cultural.
C.E.P.
ART.	19.—Otorgamiento	de	libertad	del	interno.	La	libertad
de	los	internos	sólo	puede	ser	otorgada	por	la	autoridad
competente	y	en	la	forma	prevista	por	la	ley.
La	 orden	 de	 libertad	 es	 cumplida	 de	 inmediato,	 bajo
responsabilidad	del	director	del	establecimiento	penitenciario.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 208.—La	 libertad	 por	 cumplimiento	 de	 condena	 permite	 al
sentenciado	egresar	de	manera	definitiva	del	establecimiento	penitenciario.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 209.—Modificado.	 D.	 S.	 003-2007-JUS,	 Art.	 1°.	 En	 la	 fecha	 de
vencimiento	de	la	condena,	la	Oficina	de	Registro	Penitenciario	o	quien	haga
sus	 veces	 dispondrá	 la	 excarcelación	 del	 interno	 que	 haya	 cumplido	 su
condena,	siempre	que	no	registre	proceso	penal	con	mandato	de	detención
u	otra	condena	pendiente	de	cumplimiento.
En	 los	 casos	 que	 el	 juez	 disponga	 la	 libertad	 del	 procesado	 en	 procesos
penales	 o	 en	 los	 de	 hábeas	 corpus,	 la	 Oficina	 de	 Registro	 Penitenciario	 o
quien	haga	sus	veces,	bajo	responsabilidad	funcional	y	penal,	dispondrá	 la
excarcelación	 del	 interno,	 siempre	 que	 no	 registre	mandato	 de	 detención
vigente	 emanado	de	 autoridad	 competente	o	 condena	 a	pena	privativa	de
libertad	efectiva,	pendiente	de	cumplimiento.
C.E.P.
ART.	20.—Certificado	de	libertad.	Al	momento	de	su	liberación,
se	entrega	al	interno	un	certificado	de	libertad.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	210.—Modificado.	D.	S.	003-2012-JUS,	Art.	1°.	Para	el	cumplimiento
de	la	condena,	el	interno	podrá	acumular	el	tiempo	de	permanencia	efectiva
en	 el	 establecimiento	 penitenciario,	 con	 el	 tiempo	 de	 pena	 redimido	 por
trabajo	 o	 educación.	 En	 este	 caso,	 dentro	 del	 término	 de	 cuarenta	 y	 ocho
horas	antes	de	la	fecha	de	cumplimiento	de	la	pena,	a	solicitud	del	interno,
el	 director	 del	 establecimiento	 penitenciario	 organizará	 un	 expediente	 de
libertad	por	cumplimiento	de	condena,	que	deberá	contener	 los	siguientes
documentos:
210.1.	Copia	certificada	de	 la	sentencia	con	la	correspondiente	constancia
de	haber	quedado	consentida	o
ejecutoriada;
210.2.	Certificado	de	no	tener	proceso	penal	pendiente	de	juzgamiento	con
mandato	de	detención;
210.3.	Certificado	de	cómputo	laboral	o	estudio;	y,
210.4.	Informe	del	área	legal	en	el	que	se	compute	el	tiempo	redimido	y	el
tiempo	de	la	pena	efectiva	de	modo	que	se	acredite	el	cumplimiento	total	de
la	condena.
210.5.	 Para	 el	 caso	 de	 los	 condenados	 por	 los	 delitos	 contra	 la
administración	 pública	 previstos	 en	 el	 Capítulo	 11	 del	 Título	 XVIII	 del
Código	 Penal,	 homicidio	 calificado	 previsto	 en	 el	 artículo	 108	 del	 Código
Penal,	extorsión	seguida	de	muerte	o	lesiones	graves	según	el	artículo	200,
literal	e)	último	párrafo	del	Código	Penal,	secuestro	con	subsecuente	muerte
o	 lesiones	 graves	 conforme	 al	 artículo	 152	 numeral	 3	 último	 párrafo	 del
Código	Penal,	se	requiere	la	presentación	de	un	informe	del	área	psicológica
que	 precise	 el	 grado	 de	 rehabilitación	 del	 interno	 que	 implique
razonablemente	 que	 no	 constituye	 peligro	 para	 la	 sociedad.	 Asimismo	 se
deberá	cumplir	con	el	pago	íntegro	de	 la	reparación	civil	y	multa	de	ser	el
caso.
Para	 los	 condenados	 por	 los	 delitos	 contemplados	 en	 el	 Decreto	 Ley	 N°
25475,	cuya	solicitud	se	encuentre	en	trámite	según	lo	señalado	en	la	Única
Disposición	Transitoria	 de	 la	 Ley	N°	29423,	 se	 aplicará	 lo	 dispuesto	 en	 el
párrafo	 precedente.	 En	 los	 demás	 casos,	 conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el
artículo	 2°	 de	 la	 referida	 Ley	 N°	 29423,	 los	 condenados	 por	 delitos	 de
terrorismo	 o	 traición	 a	 la	 patria	 no	 pueden	 acogerse	 a	 los	 beneficios
penitenciarios	de	redención	de	la	pena	por	el	trabajo	o	educación.
Concluida	 la	 formación	 del	 citado	 expediente,	 el	 director	 del
establecimiento	 penitenciario	 resolverá	 tal	 petición	 dentro	 de	 dos	 días
hábiles.	 En	 caso	 de	 excarcelación,	 comunicará	 al	 director	 regional	 del
Instituto	Nacional	Penitenciario	de	su	jurisdicción.
D.	S.	003-2012-JUS.
Única	Disposición	Complementaria	Transitoria.—La	modificación	a	que	se
refiere	 el	 presente	 decreto	 supremo	 se	 aplicará	 a	 los	 procedimientos	 de
libertad	en	trámite.
CAPÍTULO	SEGUNDO
Disciplina
C.E.P.
ART.	 21.—Objetivo	 del	 régimen	 disciplinario.	 El	 régimen
disciplinario	 tiene	 por	 objeto	 la	 convivencia	 pacífica	 de	 los
internos	 y	 mantener	 el	 orden	 en	 los	 establecimientos
penitenciarios.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	71.—El	régimen	disciplinario	es	el	conjunto	de	medidas	de	seguridad,
orden	y	disciplina	que	sirven	para	mantener	 la	convivencia	pacífica	de	 los
internos,	 estimular	 su	 sentido	 de	 responsabilidad	 y	 capacidad	 de
autocontrol	 del	 interno,	 en	 función	 de	 la	 realización	 de	 los	 fines	 del
tratamiento	penitenciario.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 72.—El	 régimen	 disciplinario	 se	 aplicará	 a	 todo	 interno,	 cualquiera
sea	su	situación	jurídica	o	el	régimen	penitenciario	en	el	que	se	encuentra.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	16.—Todo	interno	tiene	el	deber	de:
16.1.	Cumplir	las	disposiciones	sobre	orden,	aseo	y	disciplina.
16.2.	Responder	por	el	cuidado	y	mantenimiento	de	toda	la	infraestructura
e	 instalaciones	 del	 establecimiento	 penal	 y	 de	 todos	 los	 bienes	 que	 la
administración	 penitenciaria	 entregue	 para	 el	 uso	 personal	 o	 común	 y
aquéllas	que	sean	propiedad	de	otros	internos.
16.3.	 Acatar	 las	 órdenes	 del	 personal	 penitenciario	 respetando	 las
instrucciones	que	se	impartan.
16.4.	 Participar	 en	 los	 programas	 de	 alfabetización	 y	 educación	 primaria
para	adultos,	en	los	casos	que	no	hayan	completado	dicho	nivel.
16.5.	Presentarse	a	los	controles	médicos	que	realicen	los	profesionales	de
la	salud.
16.6.	 Participar	 y	 contribuir	 en	 los	 actividades	 organizadas	 por	 la
administración	 penitenciaria	 para	 la	 ejecución	 de	 obras,	mantenimiento	 y
limpieza	 del	 establecimiento	 penitenciario,	 que	 serán	 reconocidos	 como
trabajo	ad	honorem	en	conformidad	con	la	normatividad	penitenciaria.
16.7.	 Mantener	 su	 celda	 limpia,	 ordenada	 y	 contribuir	 con	 los	 demás
internos	 para	 el	 orden	 y	 limpieza	 de	 las	 áreas	 comunes,	 sin	 alterar,
modificar,	 destruir	 o	 introducir	 alguna	 forma	 de	 construcción	 sin
autorización	 expresa.	 Esta	 misma	 obligación	 se	 extiende	 a	 los	 ambientes
que	ocupe	el	interno.
16.8.	Tener	un	comportamiento	adecuado,	respetando	la	integridad	física	y
psicológica,	los	principios	éticos,	morales	y	religiosos	de	los	demás.
16.9.	 Asistir	 a	 las	 citaciones	 que	 les	 hagan	 las	 autoridades	 legislativas,
judiciales,	del	Ministerio	Público,	policiales	y	otras	administrativas.	Dichas
diligencias	 se	 realizarán	 en	 las	 instalaciones	 habilitadas	 dentro	 del
establecimiento	penal,	salvo	motivo	justificado	de	la	autoridad	competente.
16.10.	Cumplir	con	los	horarios	y	lugar	que	la	administración	penitenciaria
señale	para	el	consumo	de	alimentos.
16.11.	 Cumplir	 el	 horario	 y	 el	 régimen	 de	 visitas	 y	 respetar	 el	 horario
propio	y	de	terceros.
16.12.	 Llamar	 a	 los	 internos	 por	 sus	 nombres	 propios	 y	 al	 personal
penitenciario	con	el	debido	respeto.
16.13.	Vestir	la	ropa	que	le	brinde	la	administración	penitenciaria	cuando
ejerza	actividades	laborales.
Los	 demás	 establecidos	 en	 el	 código,	 el	 reglamento	 y	 demás	 normas
penitenciarias.
JURISPRUDENCIA.—Juez	puede	someter	a	control	constitucional	las
condiciones	carcelarias	ilegales.	“’(…)	puede	efectuarse	el	control
constitucional	de	las	condiciones	en	las	que	se	desarrolla	la	restricción	del
ejercicio	de	la	libertad	individual,	en	todos	aquellos	casos	en	que	esta	se	haya
decretado	judicialmente’”	siendo	requisito	sine	qua	non,	en	cada	caso
concreto,	que	el	cuestionado	agravamiento	de	las	formas	o	condiciones	en	que
se	cumple	la	privación	de	la	libertad	sea	ilegal	o	arbitrario.
4.	En	el	caso	de	autos	se	evidencia	que	el	recurrente	realiza	el	reclamo
respecto,	primero,	a	que	la	ejecución	de	la	sanción	de	aislamiento	impuesta	al
beneficiario	es	arbitraria	y,	por	tanto,	vulnera	el	derecho	fundamental	a	la
libertad	individual,	puesto	que	conforme	alega	el	interno,	desconoce	los
motivos	por	los	que	se	le	sancionó,	y	segundo,	si	se	ha	vulnerado	su	derecho	de
defensa	al	haber	impedido	la	lectura	de	su	expediente	al	letrado	que	lo
patrocina.
(…)	se	observa	que	el	letrado	se	constituyó	en	el	establecimiento	penal	y
revisó	el	expediente	administrativo,	lo	que	significa	que	sí	tuvo	acceso	a	él,
habiendo	adjuntado	incluso	las	anotaciones	que	realizó	del	expediente	(…)	por
tanto,	no	se	acredita	la	vulneración	al	derecho	de	defensa	del	favorecido.	En
tal	sentido,	en	este	extremo	la	demanda	debe	ser	desestimada.	(…).”	(TC,	Exp.
02603-2009-PHC/TC,	set.	18/2009.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
C.E.P.
ART.	 22.—Formas	 del	 régimen	 disciplinario.	 El	 régimen
disciplinario	 es	 riguroso	 en	 los	 establecimientos	 penitenciarios
cerrados	 y	 se	 atenúa	 en	 los	 establecimientos	 penitenciarios
semiabiertos	 y	 abiertos,	 tendiendo	 hacia	 la	 autodisciplina	 del
interno.
C.E.P.
ART.	 23.—Falta	 disciplinaria.	 Incurre	 en	 falta	 disciplinaria	 el
interno	 que	 infringe	 las	 disposiciones	 establecidas	 en	 este
capítulo.
C.E.P.
ART.	 24.—Clasificación	de	 las	 faltas	disciplinarias.	 Las	 faltas
disciplinarias	 se	 clasifican	 en	 graves	 y	 leves.	 Se	 sancionan	 sin
perjuicio	de	la	responsabilidad	penal	a	que	haya	lugar.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	73.—Está	prohibida	 la	 sanción	 de	 conductas	 no	 consideradas	 como
faltas	 disciplinarias,	 así	 como	 el	 uso	 de	 procedimientos	 especiales	 y	 la
aplicación	de	sanciones	no	previstas	en	el	código	y	el	presente	reglamento.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 74.—La	potestad	disciplinaria	 se	 encuentra	 a	 cargo	 de	 la	 autoridad
penitenciaria	 que	 el	 reglamento	 indica.	 Está	 prohibida	 la	 imposición	 de
sanciones	por	funcionarios	o	servidores	no	autorizados.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 75.—Si	 el	 interno	 a	 quien	 se	 atribuye	 una	 falta	 disciplinaria,	 no
entiende	 el	 idioma	 castellano,	 el	 consejo	 técnico	 penitenciario	 deberá
garantizarle	la	presencia	de	un	intérprete.
C.E.P.
ART.	25.—Faltas	disciplinarias	graves.	Son	faltas	graves:
1.	Impedir	o	entorpecer	el	tratamiento	de	los	demás	internos.
2.	Poner	en	peligro	su	propia	seguridad,	la	de	los	otros	internos	o
la	del	establecimiento	penitenciario.
3.	Interferir	o	desobedecer	las	disposiciones	de	seguridad.
4.	Poseer	o	consumir	drogas	tóxicas,	estupefacientes,	sustancias
psicotrópicas	o	bebidas	alcohólicas.
5.	Derogado.	Ley	29867,	Art.	Único.
6.	Realizar	actos	contrarios	a	la	moral.
7.	Instigar	o	participar	en	motines,	huelgas	o	desórdenes
colectivos.
8.	Intentar	evadirse	del	establecimiento	penitenciario.
9.	Agredir	a	cualquier	persona	que	se	encuentre	en	el
establecimiento	penitenciario.
10.	Negarse	a	ingerir	alimentos	como	acto	de	protesta	o	rebeldía.
11.	Negarse	a	asistir	a	diligencias	judiciales	en	forma
injustificada.
12.	 Cometer	 cualquier	 otro	 acto	 similar	 previsto	 en	 el
reglamento.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	76.—Las	faltas	graves	serán	sancionadas	con:
76.1.	 Prohibición	 de	 participar	 en	 actos	 recreativos	 organizados	 o
supervisados	por	la	administración	penitenciaria	de	dieciséis	a	treinta	días;
76.2.	 Limitación	 de	 comunicaciones	 con	 el	 exterior	 de	 dieciséis	 a	 treinta
días,	sin	perjuicio	del	derecho	de	defensa;	o,
76.3.	Aislamiento	hasta	por	treinta	días	cuando	la	falta	revele	agresividad	o
violencia	 que	 altere	 la	 normal	 convivencia	 del	 establecimiento
penitenciario.
Las	 sanciones	 establecidas	 en	 los	 incisos	 76.1	 y	 76.2	 se	 podrán	 aplicar
simultáneamente,	en	tanto	ello	esté	acorde	con	el	ordenamiento	jurídico.
C.E.P.
ART.	26.—Faltas	disciplinarias	leves.	Son	faltas	disciplinarias
leves:
1.	Negarse	a	trabajar	o	a	asistir	a	las	actividades	educativas,	sin
justificación.
2.	Transitar	o	permanecer	en	zonas	prohibidas	del
establecimiento	penitenciario	sin	autorización.
3.	Emplear	palabras	soeces	o	injuriosas	en	el	trato	con	las	demás
personas.
4.	Dañar	o	dar	mal	uso	a	las	instalaciones	del	establecimiento
penitenciario.
5.	Incumplir	las	disposiciones	sobre	alojamiento,	higiene,	aseo,
horario,	visitas,	comunicaciones,	traslados	y	registros.
6.	No	presentarse	cuando	sea	requerido	por	las	autoridades	del
establecimiento	penitenciario.
7.	 Incumplir	 las	 demás	 disposiciones	 sobre	 el	 Régimen
Penitenciario	que	indique	el	reglamento.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	77.—Las	faltas	leves	serán	sancionadas	con:
77.1.	Amonestación	por	escrito;
77.2.	 Prohibición	 de	 participar	 en	 actos	 recreativos	 organizados	 o
supervisados	por	 la	 administración	penitenciaria	hasta	por	un	máximo	de
quince	días;
77.3.	 Limitar	 las	 comunicaciones	 con	el	 exterior	hasta	por	un	máximo	de
quince	días,	sin	perjuicio	del	derecho	de	defensa;	o,
77.4.	Privación	de	permisos	de	salida	hasta	un	máximo	de	sesenta	días.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	81.—Las	faltas	disciplinarias	 leves	prescribirán	a	 los	cuatro	meses	y
las	graves	a	los	ocho	meses.
Se	 establecerán	 las	 responsabilidades	 a	 que	 hubiera	 lugar	 por	 haberse
permitido	que	opere	la	prescripción	de	las	faltas	disciplinarias.
C.E.P.
ART.	27.—Clase	de	sanciones.	Sólo	pueden	imponerse	las
siguiente	sanciones	disciplinarias:
1.	Amonestación.
2.	Privación	de	paseos	o	actos	recreativos	comunes,	cuando
corresponda	hasta	un	máximo	de	treinta	días.
3.	Limitación	de	las	comunicaciones	con	el	exterior	hasta	un
máximo	de	treinta	días.
4.	Privación	de	permisos	de	salida	hasta	un	máximo	de	sesenta
días.
5.	 Aislamiento	 hasta	 un	 máximo	 de	 treinta	 días,	 salvo	 lo
dispuesto	en	el	artículo	33.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 78.—Para	 imponer	 una	 sanción	 se	 tomará	 en	 consideración	 la
naturaleza	 de	 la	 falta,	 la	 gravedad	 del	 perjuicio	 ocasionado,	 la
responsabilidad	 del	 interno,	 el	 grado	 de	 su	 participación,	 la	 confesión
sincera	 y	 la	 reparación	 espontánea	 del	 perjuicio,	 así	 como	 las	 demás
circunstancias	concurrentes.	En	caso	que	 la	conducta	se	haya	 limitado	a	 la
tentativa	 de	 una	 falta	 grave,	 se	 aplicarán	 las	 sanciones	 previstas	 para	 las
leves.	La	tentativa	en	faltas	leves	no	será	sancionable.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	79.—La	reparación	de	los	daños	originados	por	faltas	disciplinarias	y
la	indemnización	a	los	perjudicados	será	exigible	mediante	el	proceso	civil	o
penal	correspondiente.
C.E.P.
ART.	28.—Aislamiento:	 casos	en	que	se	aplica.	 La	 sanción	de
aislamiento	 es	 de	 aplicación	 sólo	 en	 los	 casos	 en	 que	 el	 interno
manifiesta	 agresividad	 o	 violencia	 y	 cuando	 reiterada	 y
gravemente	 altera	 la	 normal	 convivencia	 en	 el	 establecimiento
penitenciario.
JURISPRUDENCIA.—Imposición	de	medida	disciplinaria	(falta	leve	o
grave)	debe	cumplir	rigurosamente	con	el	procedimiento.	“(…)	El	Código
de	Ejecución	Penal	prevé	las	características	que	debe	tener	el	régimen
disciplinario,	estableciendo	que	es	riguroso	en	los	establecimientos
penitenciarios	cerrados	y	que	se	atenúa	en	los	establecimientos	penitenciarios
semi-abiertos	y	abiertos,	empero,	todos	ellos	tendiendo	hacia	la	autodisciplina
del	interno.	Señala	qué	faltas	disciplinarias	son	leves	y	cuáles	son
consideradas	como	graves,	precisando	como	una	de	estas	últimas	(...)
Asimismo,	indica	las	sanciones	a	imponerse	en	cada	tipo	de	falta.	En	el	caso	de
la	sanción	de	aislamiento	(...)	precisa	el	lugar	donde	debe	cumplirse,	los
informes	previos	a	su	imposición,	la	duración	de	la	medida	y	quiénes	están
exentos	de	la	imposición	de	tal	sanción.	(...).	Empero,	resulta	necesario
subrayar	que	previamente	a	la	imposición	de	una	medida	disciplinaria	a	un
interno,	cualquiera	sea	su	origen	(falta	leve	o	grave),	la	administración
penitenciaria	debe	cumplir	rigurosamente	con	el	procedimiento	para	imponer
sanciones,	previsto	en	el	Capítulo	III	del	Decreto	Supremo	acotado	(D.	S.	N°
015-2003-	JUS),	por	ser	este	un	procedimiento	administrativo	con	las
garantías	del	debido	proceso.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	08472-2005-PHC/TC,	abr.
25/2007.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
C.E.P.
ART.	 29.—Aislamiento:	 informe	 médico.	 La	 sanción	 de
aislamiento	 se	 cumple	 previo	 informe	 médico	 al	 director	 del
establecimiento	 penitenciario,	 el	mismo	 que	 puede	 suspender	 o
modificar	la	sanción	de	acuerdo	al	estado	de	salud	del	interno.
C.E.P.
ART.	30.—Inaplicabilidad	del	aislamiento.	No	se	aplica	la
sanción	de	aislamiento:
1.	A	las	mujeres	gestantes.
2.	A	las	madres	que	tuvieran	hijos	consigo;	y
3.	A	los	internos	mayores	de	sesenta	años.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	80.—No	se	aplicará	la	sanción	de	aislamiento	a	las	mujeres	gestantes,
a	las	madres	hasta	seis	meses	después	del	parto,	a	las	que	tuvieran	consigo
a	 sus	 hijos	 y	 a	 las	 personas	 mayores	 de	 sesenta	 años.	 En	 estos	 casos,	 el
consejo	técnico	penitenciario	deberá	optar	por	otra	sanción.
C.E.P.
ART.	31.—Ambiente	del	aislamiento.	El	aislamiento	se	cumple
en	el	 ambiente	que,	 habitualmente,	 ocupa	el	 interno	o	 en	 el	 que
determina	la	administración	penitenciaria.
C.E.P.
ART.	 32.—Trabajo	 y	 lectura.	 El	 interno	 sancionado	 con
aislamiento	 no	 es	 exonerado	 del	 trabajo,	 siempre	 que	 le	 sea
posible	 efectuarlo	dentro	del	 ambiente	que	ocupa.	 Se	 le	permite
tener	material	de	lectura.
JURISPRUDENCIA.—Interno	sancionado	con	aislamiento	puede	trabajar	o
estudiar.	“(…)	En	este	contexto,	se	advierte	que	tanto	la	resolución	del	Consejo
Técnico	Penitenciario	del	INPE,	como	su	confirmatoria,	han	sido	emitidas	en	el
marco	de	un	debido	procedimiento	administrativo	sancionador,
encontrándose	debidamente	motivadas,	puesto	que	se	relatan	explícitamente
los	hechos	y	tal	norma	que	se	ha	aplicado	a	dicho	caso.
7.	Finalmente,	cabe	señalar,	respecto	de	la	alegación	en	sentido	de	que	con
dicha	sanción	se	está	interfiriendo	con	el	tratamiento	de	alcoholismo	y	el
régimen	de	estudio	y	trabajo	del	favorecido,	que	el	artículo	32	del	Código	de
Ejecución	Penal	establece	que	(…)	la	sanción	de	aislamiento	no	impide	que
éste	trabaje	ni	estudie,	por	lo	que	debe	solicitar	efectuar	tales	actividades	a	la
administración	penitenciaria.	(…).”	(TC,	Exp.	01494-2009-PHC/TC,	jun.
08/2009.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
C.E.P.
ART.	33.—Tiempo	de	duración	del	aislamiento.	La	sanción	de
aislamiento	 será	 no	mayor	 de	 cuarenticinco	 días	 cuando	 la	 falta
disciplinaria	 se	 comete	 dentro	 de	 la	 vigencia	 de	 una	 sanción
anterior	de	aislamiento.
C.E.P.
ART.	 34.—Derecho	 de	 defensa.	 El	 interno	 es	 informado	 de	 la
falta	que	se	le	atribuye	permitiéndosele	ejercitar	su	defensa.
C.E.P.
ART.	35.—Prohibiciones	al	interno.	El	 interno	no	debe	ejercer
función	disciplinaria	alguna.
C.E.P.
ART.	36.—Utilización	de	los	medios	coercitivos.	Sólo	con
autorización	del	director	del	establecimiento	penitenciario	podrá
utilizarse	los	medios	coercitivos	que	se	establecen	en	el
reglamento,	para	impedir	actos	de	evasión,	violencia	de	los
internos	o	alteraciones	del	orden,	que	afecten	la	seguridad	del
establecimiento	penitenciario.
El	uso	de	las	medidas	coercitivas	está	dirigido	exclusivamente	al
restablecimiento	 de	 la	 normalidad	 y	 subsistirá	 sólo	 el	 tiempo
estrictamente	necesario.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	82.—La	persona	privada	de	libertad	a	quien	se	le	atribuya	la	comisión
de	una	falta	disciplinaria	será	sometida	a	un	procedimiento	administrativo
con	las	garantías	del	debido	proceso.	El	procedimiento	se	inicia	a	instancia
de	la	administración	penitenciaria	o	por	denuncia	del	afectado.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 83.—Para	 la	 investigación	 de	 una	 falta	 disciplinaria,	 el	 jefe	 de
seguridad	actuará	como	 investigador,	quien	se	encargará	de	esclarecer	 las
circunstancias	 materia	 de	 indagación.	 En	 caso	 que	 el	 establecimiento
penitenciario	 no	 cuente	 con	 un	 jefe	 de	 seguridad,	 el	 director	 nombrará	 a
otro	funcionario	o	servidor	para	el	cumplimiento	de	dicha	función.
En	 caso	 que	 el	 investigador	 hubiera	 sido	 el	 afectado	 por	 la	 falta
disciplinaria	 materia	 de	 investigación,	 el	 director	 del	 establecimiento
penitenciario	 nombrará	 a	 otro	 funcionario	 o	 servidor	 que	 no	 haya	 sido
afectado	por	ella,	para	el	cumplimiento	de	dicho	fin.
La	etapa	de	investigación	a	cargo	del	 investigador	no	podrá	durar	más	de
quince	días.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 84.—El	 interno	 comprendido	 en	 una	 investigación	 deberá	 ser
notificado	por	escrito	de	la	falta	que	se	le	atribuye.	Al	interno	analfabeto	se
le	informará	además	verbalmente	sobre	el	contenido	de	la	notificación.
Con	 la	 notificación,	 se	 citará	 al	 interno	 a	 formular	 los	 descargos
correspondientes,	que	podrán	ser	presentados	por	escrito	u	oralmente.
El	interno,	podrá	ejercer	su	defensa	personalmente	o	mediante	un	defensor
de	su	elección,	que	podrá	ser	un	abogado	u	otra	persona	de	su	confianza.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 85.—Si	 el	 interno	 es	 sorprendido	 durante	 la	 comisión	 de	 una	 falta
disciplinaria	grave	que	afecte	 la	 integridad	de	 las	personas	o	 la	 seguridad
del	 establecimiento	 penitenciario,	 podrá	 ser	 aislado	 provisionalmente	 por
orden	 del	 consejo	 técnico	 penitenciario,	 a	 solicitud	 del	 investigador.	 Esta
medida	 no	 podrá	 exceder	 de	 siete	 días	 y	 se	 computará	 para	 efectos	 del
cumplimiento	de	la	sanción	en	caso	fuera	impuesta.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 86.—Concluida	 la	 investigación	 el	 investigador	 deberá	 remitir	 un
informe	al	consejo	técnico	penitenciario	que	contenga	lo	siguiente:
86.1.	 Identificación	del	 interno	a	quien	se	atribuye	 la	comisión	de	 la	 falta
disciplinaria.
86.2.	Relación	de	hechos	atribuidos	al	interno.
86.3.	 Los	 elementos	 probatorios	 que	 fundamentan	 la	 responsabilidad	 o
inocencia	del	investigado.
86.4.	 La	 propuesta	 de	 sanción	 al	 interno	 o	 el	 archivamiento	 de	 la
investigación.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 87.—Recibido	 el	 informe	 del	 investigador,	 el	 consejo	 técnico
penitenciario	 deberá	 comunicar	 de	 su	 contenido	 al	 interno	 investigado,
quien	dispondrá	de	cinco	días	hábiles	para	alegar	lo	pertinente	en	favor	de
su	defensa.	Vencido	el	plazo,	 el	 consejo	 técnico	penitenciario,	 convocará	a
una	audiencia	con	la	participación	del	interno,	su	defensor	y	el	investigador,
en	la	que	se	deberá	evaluar	 las	pruebas	aportadas,	 la	versión	del	afectado,
de	los	testigos	y	los	argumentos	del	investigador.
Para	 estos	 efectos,	 el	 investigador	 y	 el	 funcionario	 afectado	 por	 la	 falta
disciplinaria	no	integrarán	el	consejo	técnico	penitenciario.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 88.—Concluida	 la	 audiencia	 descrita	 en	 el	 artículo	 87,	 el	 consejo
técnico	penitenciario,	en	un	plazo	no	mayor	de	tres	días	hábiles,	emitirá	una
resolución	en	que	se	determine	 la	responsabilidad	o	ausencia	de	ella	en	el
interno.	 En	 este	 último	 caso,	 se	 deberá	 establecer	 la	 sanción	 que
corresponda	y	el	monto	del	daño	o	perjuicio	ocasionado.
La	 resolución	deberá	estar	debidamente	 fundamentada	y	 suscrita	por	 los
miembros	del	consejo	técnico	penitenciario.
La	resolución	deberá	ser	leída	en	una	audiencia	con	presencia	del	interno
y,	 en	 su	caso,	 el	defensor,	 levantándose	un	acta	de	 la	misma.	En	el	mismo
acto,	se	notificará	por	escrito	la	resolución.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 89.—Las	 resoluciones	 que	 imponen	 una	 sanción	 al	 interno,	 pueden
ser	 objeto	 de	 un	 recurso	 de	 reconsideración	 en	 el	 término	 de	 tres	 días
hábiles	 de	 notificada	 la	 sanción	 disciplinaria.	 La	 reconsideración	 se
interpondrá	ante	el	mismo	consejo	 técnico	penitenciario,	que	resolverá	en
el	plazo	de	dos	días	hábiles.
De	no	optar	por	la	reconsideración,	el	interno	podrá	interponer	un	recurso
de	apelación	ante	el	 consejo	 técnico	penitenciario	en	el	 término	de	un	día
hábil	de	notificada	la	sanción	disciplinaria.	El	consejo	técnico	penitenciario
tendrá	 un	 plazo	 de	 cinco	 días	 para	 elevar	 el	 expediente.	 El	 recurso	 de
apelación	 será	 resuelto	 por	 el	 director	 regional	 del	 Instituto	 Nacional
Penitenciario	que	corresponda,	en	un	plazo	de	cinco	días	hábiles.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 89-A.—Incorporado.	 D.	 S.	 015-2010-JUS,	 Art.	 2°.	 En	 el	 caso	 de
establecimientos	penitenciarios	entregados	en	concesión	al	sector	privado,
el	concesionario	se	encargará	de	llevar	a	cabo	el	procedimiento	disciplinario
de	 los	 internos,	 como	 órgano	 de	 primera	 instancia,	 cautelando	 la
observancia	del	debido	procedimiento,	 los	plazos,	 así	 como	 la	designación
del	 personal	 responsable	 y	 demás	 acciones	 previstos	 en	 el	 presente
capítulo.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 90.—Toda	 sanción	 debe	 registrarse	 en	 el	 libro	 de	 medidas
disciplinarias	 que	 para	 este	 fin	 habilite	 el	 director	 del	 establecimiento
penitenciario.	La	sanción	se	anotará	en	el	expediente	personal	del	 interno
sancionado.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 91.—La	 sanción	 de	 aislamiento	 se	 cumplirá	 luego	 de	 un
reconocimiento	 médico	 efectuado	 por	 el	 servicio	 de	 salud	 del
establecimiento	 penitenciario,	 el	 que	 vigilará	 periódicamente	 la	 salud	 del
interno.	La	medida	podrá	suspenderse	o	modificarse	por	razones	médicas.
El	informe	médico	no	será	exigible	en	casos	de	urgencia.
El	cumplimiento	de	la	sanción	podrá	reiniciarse	previo	informe	médico.
En	los	establecimientos	penitenciarios	donde	no	hubiera	personal	médico,
el	 informe	sobre	 la	 salud	del	 interno,	podrá	 ser	 emitido	por	profesionales
del	 área	 de	 salud	 de	 la	 localidad,	 o	 en	 su	 defecto	 por	 un	 médico	 de	 la
actividad	privada.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 92.—El	 aislamiento	 deberá	 cumplirse	 preferentemente	 en	 el
ambiente	 que	 habitualmente	 ocupa	 el	 interno	 o	 en	 un	 ambiente	 especial
habilitado	 por	 la	 administración	 que	 deberá	 contar	 con	 acceso	 a	 los
servicios	básicos	y	con	luz	natural	y	ventilación.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	93.—El	plazo	de	aislamiento	puede	extenderse	hasta	cuarenta	y	cinco
días,	en	caso	de	nueva	falta	cometida	durante	el	cumplimiento	de	la	sanción
de	aislamiento.
Durante	 el	 cumplimiento	 de	 la	 sanción	 de	 aislamiento,	 el	 interno,	 tendrá
derecho	a	salir	una	hora	diaria	al	patio,	recibir	una	visita	quincenal	hasta	de
una	persona,	por	cuatro	horas,	así	como	recibir	asistencia	religiosa	a	través
de	sacerdotes	o	agentes	pastorales	o	la	visita	de	instituciones	humanitarias.
El	derecho	de	defensa	no	sufrirá	ninguna	restricción.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 94.—Durante	 la	 ejecución	 de	 una	 sanción,	 el	 consejo	 técnico
penitenciario	 podrá	 reducir,	 suspender	 o	 dar	 por	 extinguida	 la	 sanción
impuesta,	a	pedido	del	interesado	o	de	oficio.	El	consejo	debe	fundamentar
su	decisión.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 95.—El	 registro	 de	 la	 sanción	 disciplinaria	 se	 anulará	 de	 oficio	 o	 a
petición	de	parte	a	los	seis	meses	de	cumplida	la	misma,	cuando	se	trate	de
faltas	leves;	y,	a	los	nueve	meses	en	caso	de	faltas	graves.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 96.—El	 cumplimiento	 de	 la	 sanción	 disciplinaria	 en	 ningún	 caso
impide	 el	 ejercicio	 del	 derecho	 de	 defensa	 en	 su	 proceso	 judicial	 o	 la
excarcelación	por	orden	de	libertad	o	por	pena	cumplida.
CAPÍTULO	TERCERO
Visitas	y	comunicaciones
C.E.P.
ART.	37.—Comunicación	del	interno	con	familiares.	El	interno
puede	comunicarse	periódicamente,	en	forma	oral	y	escrita	y	en
su	propio	idioma,	con	sus	familiares,	amigos,	representantes
diplomáticos	y	organismos	e	instituciones	de	asistencia
penitenciaria,	salvo	la	incomunicación	declarada	por	la	autoridad
judicial	en	el	caso	de	los	procesados,	conforme	a	los	artículos	140,
141	y	142	del	Código	Procesal	Penal.
Las	 comunicaciones	 se	 realizan	 respetando	 la	 intimidad	 y
privacidad	del	interno	y	sus	interlocutores.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 19.—El	 interno	 tiene	 derecho	 a	 recibir	 visita	 personal	 y	 a
comunicarse	 con	 sus	 familiares	 y	 amigos	 en	 forma	 oral	 y	 escrita,	 en	 los
ambientes	 acondicionados	 en	 los	 establecimientos	 penitenciarios,	 de
acuerdo	con	el	horario	y	medidas	de	seguridad	establecidas	por	el	consejo
técnico	penitenciario,	salvo	orden	judicial	de	incomunicación.
JURISPRUDENCIA.—Restricción	de	la	libertad	no	impide	el	goce	de	otros
derechos.	 “(...)	 el	 interno,	 por	 haber	 cometido	 el	 delito	 de	 terrorismo,	 no	 se
está	 convirtiendo	 en	 una	 persona	 eliminada	 de	 la	 sociedad	 por	 tener	 un
limitado	 contacto	 con	 sus	 familiares	 y	amigos	a	 través	de	un	 locutorio,	 sino
que	 continúa	 formando	 parte	 de	 ella	 como	miembro	 activo,	 con	 las	 únicas
cortapisas	 que	 le	 puede	 imponer	 la	 ley.	 En	 consecuencia,	 el	 hecho	 que	 esté
restringido	su	derecho	a	la	 libertad,	no	le	 impide	el	pleno	goce	y	ejercicio	de
los	demás	atributos	que	le	garantiza	la	Norma	Fundamental,	tal	como	se	debe
aceptar	en	el	caso	de	los	locutorios.	(…).
Con	 los	 locutorios	 no	 es	 que	 se	 esté	 prohibiendo	 las	 visitas	 de	 los	 seres
cercanos	a	las	personas	privadas	de	la	libertad,	sino	que	las	visitas	habrán	de
realizarse	 bajo	 ciertas	 condiciones	 que,	 a	 entender	 del	 Estado,	 son	 las
adecuadas	para	que	éstas	puedan	cumplir	los	objetivos	de	su	pena.	(…)”.	(TC,
Exp.	N°	0774-2005-HC/TC,	abr.	28/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Limitación	de	visitas	de	los	familiares,	amistades	y
otras	 personas.	 “(...)	 el	 ser	 humano,	 al	 ser	 un	 ente	 eminentemente	 social,
necesita	 de	 vínculos	 familiares	 o	 amicales	 para	 su	 tranquilidad	 espiritual	 y
psíquica.	De	ahí	la	protección	que	la	Norma	Fundamental,	eminentemente	pro
hómine,	otorga	en	su	artículo	4º	a	la	familia,	para	reconocerla	luego	como	la
institución	 natural	 y	 fundamental	 de	 la	 sociedad.	 Pero	 toda	 institución,	 al
igual	que	los	derechos	fundamentales	de	la	persona,	merece	una	limitación	en
el	 marco	 de	 la	 Norma	 Fundamental,	 siempre	 con	 el	 fin	 de	 respetar	 los
principios	generales	que	la	guían	y	los	valores	que	la	orientan.
Así,	el	impedir	el	contacto	físico	con	los	familiares	directos	(padres	e	hijos)	o
con	los	amigos	cercanos,	podría	significar	una	afectación	al	vínculo	social	al
restringirse	sus	materializaciones	afectivas;	pero	ello	 se	ve	 justificado	por	 la
necesidad	del	Estado	de	concretar	su	ius	imperium,	a	la	luz	de	lo	desarrollado
en	 el	 artículo	 44	 de	 la	 Constitución.”	 (TC,	 Exp.	 N°	 0774-2005-HC/TC,	 abr.
28/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Control	de	visitas	por	seguridad	resulta
constitucional.	“(...)	Cualquier	interpretación	constitucional	que	se	intente
realizar	no	puede	estar	lejana	de	los	condicionamientos	fácticos	necesarios
para	su	validez.	En	el	caso	concreto	del	régimen	penitenciario,	se	ha	visto	que
en	muchas	oportunidades	han	sido	los	familiares	y	las	amistades	de	las
personas	privadas	de	libertad	las	que	han	colaborado	con	éstas	para	la
consecución	de	acciones	delictivas	estando	en	las	cárceles	o	para	una	posible
fuga	(…)	la	peligrosidad	de	los	internos	amerita	una	intervención	de	mayor
cuidado	que	con	otras	personas	que	se	hallan	en	la	misma	situación,	dada	su
actuación	como	líderes	de	organizaciones	terroristas	(…).
Es	irrazonable	tratar	de	considerar	que	la	instalación	de	locutorios	implica
contravenir	la	norma	que	requiere	la	existencia	de	establecimientos	que	se
consideren	adecuados	(…),	pues	no	tiene	relación	alguna	con	ello.	La	adopción
de	medidas	preventivas	como	las	que	se	logran	a	través	de	los	locutorios
implican	una	vigilancia	adecuada	durante	la	realización	de	la	visita,	así	como
un	control	razonable	en	el	momento	del	ingreso	de	familiares	y	amigos	y	su
egreso	al	establecimiento	penal.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	0774-2005-HC/TC,	abr.
28/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Confidencialidad	de	las	comunicaciones	de	los
internos.	“(...)	resulta	necesario,	de	una	parte,	tomar	las	precauciones	que
garanticen	la	confidencialidad	de	las	entrevistas	con	criterios	técnicos
específicos	(realización	de	barridos	electrónicos,	infraestructura
penitenciaria,	entre	otros)	y	de	otra,	que	la	aplicación	de	locutorios	–como
toda	medida	restrictiva	de	derechos–	sea	dictada	por	el	órgano	jurisdiccional
sobre	la	base	de	los	criterios	de	razonabilidad	y	proporcionalidad	(…)	esta
aseveración	no	impide	que	la	emplazada	opte	por	realizar,	adicionalmente,	un
control	razonable	de	los	documentos	de	naturaleza	legal	que	portan	las
visitas	en	el	momento	de	su	ingreso	y	egreso	al	establecimiento	penal.	(…)”.
(TC,	Exp.	N°	0774-2005-HC/TC,	abr.	28/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
C.E.P.
ART.	 38.—Estímulo	 a	 visitas.	 La	 administración	 penitenciaria
estimula	e	intensifica	las	comunicaciones	y	visitas	en	cuanto	sean
beneficiosas	 para	 el	 interno	 y	 evita	 aquellos	 contactos	 con	 el
exterior	que	le	resulten	perjudiciales.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	20.—El	 consejo	 técnico	penitenciario	de	 cada	establecimiento	penal
determinará	 el	 número	 máximo	 de	 visitantes	 a	 que	 tiene	 derecho	 cada
interno,	de	acuerdo	con	la	capacidad	y	seguridad	del	penal.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 21.—Las	 visitas	 no	 deben	 interferir	 en	 las	 actividades	 del	 régimen
interno	de	cada	establecimiento	penitenciario.	Los	visitantes	respetarán	el
orden	y	la	disciplina,	y	deben	comportarse	correctamente.
C.E.P.
ART.	 39.—Visitas	 y	 condiciones.	 Las	 visitas	 se	 realizan	 en
ambientes	 especiales,	 horarios,	 periodicidad	 y	 condiciones	 que
establece	el	reglamento.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	22.—El	visitante	deberá	identificarse	e	indicará	el	nombre	del	interno
que	visita.	La	administración	penitenciaria	llevará	un	registro	de	visitantes.
Cada	establecimiento	penitenciario	establecerá	los	métodos	y	mecanismos
para	el	control	del	ingreso	y	salida	de	los	visitantes	y	de	sus	pertenencias.
El	 director	 del	 establecimiento	 penitenciario	 adoptará	 las	 medidas
pertinentes	a	fin	de	garantizar	el	respeto	a	la	dignidad	de	los	visitantes.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 23.—Los	 visitantes	 quedan	 sujetos	 a	 revisión	 personal	 y	 corporal
previo	a	su	contacto	con	los	internos.
La	revisión	íntima	se	hará	únicamente	cuando	existan	indicios	razonables
de	 intento	 de	 introducción	 de	 objetos	 prohibidos	 que	 atenten	 contra	 el
régimen	penitenciario.
La	 revisión	 se	 realizará	 en	 ambientes	 cerrados	 en	 forma	 separada	 para
varones	 y	 mujeres,	 por	 el	 personal	 de	 seguridad	 del	 mismo	 sexo	 que	 el
visitante.	 Está	 prohibido,	 bajo	 responsabilidad	 filmar	 o	 tomar	 fotografías
durante	revisiones	íntimas.
La	 revisión	 corporal	 deberá	 efectuarse	 respetando	 la	 dignidad	 de	 las
personas,	en	condiciones	de	salubridad.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	24.—Cuando	exista	 indicio	 razonable	de	que	 se	pretende	 introducir
algún	 tipo	 de	 objeto,	 bebida,	 droga,	 medicina	 o	 cualquier	 otro	 elemento
prohibido,	el	personal	de	seguridad	solicitará	el	apoyo	del	personal	médico
o	paramédico,	si	 lo	hubiera;	en	su	defecto	actuará	bajo	su	responsabilidad.
De	estos	hechos	deberá	darse	cuenta	inmediatamente	al	representante	del
Ministerio	Público	y	al	director	del	establecimiento	penal,	para	proceder	a	la
revisión	corporal	en	zonas	íntimas.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	25.—La	revisión	corporal	de	un	menor	de	18	años	de	edad,	además
deberá	ser	realizada	en	presencia	de	su	padre,	madre	o	persona	mayor	que
lo	acompañe.
Para	la	revisión	corporal	en	zonas	íntimas,	se	procederá	de	acuerdo	con	lo
establecido	 en	 el	 artículo	 23	 y	 en	 el	 artículo	 24	 del	 reglamento.	 Se	 dará
cuenta	 el	 representante	 del	 Ministerio	 Público,	 en	 aquellos	 supuestos	 en
que	deba	ser	convocado.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 26.—Los	 envases	 u	 otros	 objetos	 que	 pretendan	 ingresarse	 al
establecimiento	 penitenciario,	 no	 podrán	 ser	 de	 vidrio	 ni	 de	metal,	 salvo
autorización	 por	 motivos	 excepcionales.	 Éstos	 se	 abrirán	 y	 revisarán
cuidadosamente,	en	condiciones	de	rigurosa	higiene.
Cuando	 el	 visitante	 lleve	 consigo	 algún	 objeto	 cuyo	 ingreso	 no	 esté
autorizado,	será	retenidos	por	la	administración	penitenciaria	previo	recibo
y	le	será	devuelto	a	la	salida,	bajo	responsabilidades.
Si	 la	 posesión	 del	 objeto	 constituye	 delito,	 se	 pondrá	 en	 conocimiento	 el
hecho	 y	 el	 objeto	 a	 disposición	 de	 la	 autoridad	 competente,	 de	 forma
inmediata.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	27.—Las	visitas	se	realizarán	en	los	lugares	señalados	para	tal	efecto.
Si	 la	 infraestructura	 del	 establecimiento	 penitenciario	 no	 lo	 permite,	 la
visita	 podrá	 efectuarse	 en	 los	 patios	 o	 en	 los	 ambientes	 que	 ocupan	 los
internos.
JURISPRUDENCIA.—El	 uso	 de	 locutorios	 celulares	 como	 medida
restrictiva.	“(...).	El	uso	de	los	locutorios	celulares,	como	medida	restrictiva,	se
encuentra	 relacionada	 directamente	 con	 criterios	 de	 seguridad.	 Cuando
media	una	razón	de	este	tipo,	el	uso	de	locutorios	puede	estar	permitido	en	un
establecimiento.
Es	importante,	por	tanto,	resaltar	su	trascendencia	en	virtud	de	la	obligación
circunscrita	 al	 Estado,	 gracias	 por	 el	 artículo	 44	 de	 la	 Constitución,	 que	 le
asigna	como	deber	primordial	proteger	a	la	población	de	las	amenazas	contra
su	 seguridad	 y	 de	 promover	 el	 bienestar	 general,	 que	 se	 fundamenta	 en	 la
justicia	y	en	el	desarrollo	integral	y	equilibrado	de	la	Nación.	Es	así	como	los
locutorios	que	existen	en	el	país	cumplen	un	propósito	primordial	dentro	del
sistema	penitenciario,	tal	como	en	otros	países	democráticos	sucede.
La	implementación	de	los	locutorios	es	una	medida	que	limita	–no	elimina–	el
contacto	directo	entre	el	 interno	y	 la	visita,	y	 su	aplicación	está	relacionada
directamente	con	criterios	de	seguridad,	toda	vez	que	con	dicho	mecanismo	se
impide	la	transmisión	de	documentos	u	objetos,	que	de	alguna	manera	pueden
poner	 en	 riesgo	 bienes	 constitucionales	 colectivos,	 tales	 como	 la	 seguridad
nacional,	 la	seguridad	pública,	 la	defensa	del	orden,	 la	prevención	del	delito,
entre	 otros,	 a	 los	 cuales	 la	 sociedad	 en	 su	 conjunto	 tiene	derecho.	 (...)”.	 (TC,
Exp.	N°	0744-2005-HC/TC,	abr.	28/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Test	de	proporcionalidad	para	el	uso	de	locutorios.
“(...)	la	aplicación	y	uso	de	locutorios	se	deben	respetar	criterios	mínimos
relacionados	con	principios	y	valores	constitucionales,	como	pueden	ser	el
valor	justicia,	el	principio	de	legalidad,	y	el	test	de	proporcionalidad,	lo	que
debe	caracterizar	a	toda	medida	restrictiva.	(…).	En	tanto	el	locutorio	se
relaciona	con	criterios	de	seguridad;	los	supuestos	deben	guardar
proporcionalidad	con	esta	medida	de	seguridad;	de	ahí	que	una	aplicación
injustificada	e	indeterminada	a	todos	los	internos	de	un	establecimiento
penitenciario	puede	terminar	por	lesionar	algunos	de	sus	derechos.	(…)	Así,
resulta	necesario	que	al	imponer	esta	medida	de	seguridad	se	fundamente	su
aplicación	(principio	de	justificación),	señalando	las	razones	que	explican	su
imposición,	previa	comprobación	que	su	dictado	resulte	necesario	para
garantizar	la	seguridad	penitenciaria.	Asimismo,	es	imperioso	que	se	señale	la
duración	de	la	medida	(principio	de	temporalidad)	dado	que	ésta	no	puede	ser
aplicada	de	manera	indeterminada,	por	lo	que	debe	indicarse	claramente	su
plazo	de	duración	y	la	posibilidad	de	revisar	periódicamente	la	imposición	de
esta	medida	de	seguridad,	entre	otros.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	0774-2005-HC/TC,
abr.	28/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	28.—Las	visitas	en	 los	establecimientos	penitenciarios	 se	 realizarán
en	forma	ordinaria	y	extraordinaria.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	29.—Las	visitas	ordinarias	se	realizan	tres	veces	por	semana.	Los	días
de	 visita	 de	 varones	 y	 mujeres	 serán	 establecidos	 por	 el	 consejo	 técnico
penitenciario	 de	 cada	 establecimiento	 penitenciario.	 El	 horario	 de	 visita
será	de	ocho	horas	cada	día,	salvo	lo	establecido	en	los	regímenes	cerrados
especiales.
El	 consejo	 técnico	 penitenciario	 podrá	 autorizar	 el	 carácter	mixto	 de	 las
visitas	 en	 ocasiones	 festivas	 extraordinarias	 y	 como	 estímulo	 al	 buen
comportamiento	y	 siempre	que	 se	disponga	de	 las	 condiciones	necesarias
de	seguridad.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	30.—Las	mujeres	embarazadas,	las	madres	con	niños	menores	de	tres
años,	 las	 personas	 adultas	 mayores	 de	 sesenta	 años	 y	 las	 personas	 con
discapacidad	que	vengan	de	visita,	deberán	ser	atendidas	preferentemente.
En	 tal	 situación,	 tendrán	 prioridad	 en	 el	 ingreso	 y	 egreso	 a	 todo
establecimiento	penitenciario.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 31.—Son	 visitas	 extraordinarias	 las	 que	 concede	 el	 director	 del
establecimiento	penitenciario	 fuera	de	 los	días	y	horas	de	visita	ordinaria.
La	visita	extraordinaria	tendrá	una	duración	máxima	de	2	horas	y	terminará
obligatoriamente	 antes	 de	 la	 hora	 de	 encierro.	 El	 interesado	 deberá
presentar	una	solicitud	que	contendrá	los	datos	del	visitante	y	del	visitado,
así	como	las	razones	que	fundamenten	su	pedido.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	32.—Se	concederá	visita	extraordinaria	en	los	siguientes	casos:
32.1.	Cuando	el	visitante	proceda	de	otra	localidad	o	país.
32.2.	 Por	 enfermedad	 del	 interno,	 si	 está	 hospitalizado	 en	 el	 servicio	 de
salud	del	 establecimiento	penitenciario	o	 en	un	 centro	 sanitario	público	o
privado.
33.3.	 Por	 fallecimiento	 o	 grave	 enfermedad	 de	 un	 familiar	 del	 interno
dentro	 del	 tercer	 grado	 de	 consanguinidad	 o	 segundo	 por	 afinidad
debidamente	probados.
33.4.	Por	trámites	urgentes	que	garanticen	su	derecho	de	defensa.
33.5.	 Por	 cumpleaños	 del	 interno,	 siempre	 y	 cuando	 acredite	 buena
conducta,	certificada	por	el	consejo	técnico	penitenciario.
33.6.	En	casos	especiales	debidamente	acreditados.
Excepcionalmente,	 en	 los	 casos	 de	 los	 incisos	 32.2	 y	 32.3,	 el	 director	 del
establecimiento	penitenciario	podrá	autorizar	la	visita	extraordinaria	fuera
del	horario	establecido	en	el	artículo	31	del	reglamento.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 33.—El	 Presidente	 de	 la	 República,	 los	 congresistas	 y	ministros	 de
Estado,	 los	 magistrados	 del	 Ministerio	 Público	 y	 del	 Poder	 Judicial,	 el
Defensor	del	Pueblo	y	los	miembros	del	Consejo	Nacional	Penitenciario,	en
el	 ejercicio	 de	 sus	 funciones,	 podrán	 ingresar	 a	 los	 establecimientos
penitenciarios,	previa	identificación,	en	cualquier	día	y	hora	de	la	semana.
Los	 representantes	 del	 cuerpo	 diplomático	 acreditados	 en	 el	 país,
representantes	del	Comité	Internacional	de	la	Cruz	Roja	u	otros	organismos
no	gubernamentales,	podrán	ingresar	a	los	establecimientos	penitenciarios,
previa	autorización	del	director	del	establecimiento	penal,	director	regional
o	 cualquier	 miembro	 del	 Consejo	 Nacional	 Penitenciario,	 para	 lo	 cual
dirigirán	 su	 pedido	 por	 escrito	 a	 la	 autoridad	 penitenciaria	 respectiva,
especificando	los	motivos	de	su	visita.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 34.—La	 visita	 de	 menores	 de	 edad	 se	 efectuará	 cada	 15	 días	 los
sábados	 y	 domingos.	 Los	menores	 deberán	 estar	 acompañados	 del	 padre,
madre,	 tutor,	 o	 en	 su	 defecto	 por	 una	 persona	 adulta,	 debidamente
identificada.
Los	niños	y	las	niñas	menores	de	doce	años	podrán	ingresar	acompañados
de	la	persona	mayor	a	que	se	refiere	el	párrafo	anterior,	en	los	días	en	que	a
ésta	 le	 corresponda.	 Se	 salvaguardará,	 empero,	 la	 periodicidad	 a	 que	 se
refiere	el	primer	párrafo	de	este	artículo.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 35.—Cuando	 el	 interno	 tenga	 a	 su	 cónyuge	 o	 conviviente,	 padre,
madre,	hermanos	o	hijos	 recluidos	 en	un	establecimiento	penitenciario,	 la
administración	 penitenciaria,	 autorizará	 la	 visita	 familiar	 periódica	 de
acuerdo	a	los	siguientes	criterios:
35.1.	 En	 caso	 de	 internos	 recluidos	 en	 ambientes	 distintos	 de	 un	mismo
establecimiento	penitenciario,	y	que	no	tengan	un	contacto	permanente,	el
director	autorizará	una	visita	familiar	cada	quince	días.
35.2.	 En	 caso	 de	 internos	 recluidos	 en	 establecimientos	 penitenciarios
adyacentes,	 la	 visita	 será	 autorizada	 por	 el	 director	 del	 establecimiento
penitenciario	del	interno	visitado,	cada	quince	días.
35.3.	 Cuando	 los	 internos	 se	 encuentren	 recluidos	 en	 establecimientos
penitenciarios	 de	 una	 misma	 localidad	 o	 provincia	 cercana,	 la	 visita	 será
autorizada	 por	 el	 director	 del	 establecimiento	 penitenciario	 del	 interno
visitado,	con	una	periodicidad	de	sesenta	días.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	36.—Los	internos	extranjeros	podrán	comunicarse	y	ser	visitados	por
los	representantes	diplomáticos	o	consulares	de	su	país	de	origen	o	con	las
personas	que	ellos	designen.
Los	 internos	 extranjeros	 cuyos	 países	 no	 tengan	 representantes
diplomáticos	 o	 consulares	 acreditados	 ante	 el	 Estado	 Peruano,	 podrán
comunicarse	con	el	representante	diplomático	del	Estado	que	se	haya	hecho
cargo	 de	 sus	 intereses	 o	 en	 su	 defecto	 con	 representantes	 de	 organismos
internacionales.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 37.—Modificado.	 D.	 S.	 015-2010-JUS,	 Art.	 1°.	 La	 administración
penitenciaria	 promoverá	 el	 acceso	 a	 la	 información	 de	 los	 internos,
facilitando	 el	 ingreso	 de	 periódicos,	 revistas	 y	 libros,	 previa	 solicitud	 del
interno,	 el	 cual	 será	 autorizado	 por	 el	 Consejo	 Técnico	 Penitenciario.
Asimismo,	 facilitará	 el	 ingreso	 de	 aparatos	 de	 radio	 y	 televisión,	 que	 se
instalarán	en	 las	áreas	comunes	de	 los	pabellones	para	el	acceso	de	 todos
los	internos;	el	horario	de	su	utilización	será	fijado	por	el	Consejo	Técnico
Penitenciario.
Además,	implementará	la	instalación	de	teléfonos	públicos	exclusivamente
en	 cabinas	 con	 accesos	 comunes	 en	 los	 establecimientos	 penitenciarios,
excepto	en	los	de	régimen	cerrado	especial	de	máxima	seguridad.	El	Consejo
Técnico	 Penitenciario	 establecerá	 el	 horario	 de	 uso,	 cuyo	 control	 estará	 a
cargo	del	personal	de	 seguridad.	Dicho	 servicio	 telefónico	público	 contará
con	un	sistema	de	identificación	de	llamadas	u	otro	mecanismo	que	permita
a	 la	 administración	 penitenciaria	 obtener	 un	 reporte	 de	 las	 llamadas
realizadas	por	los	 internos,	así	como	al	receptor	de	las	mismas,	conocer	el
origen	de	donde	proviene.
Incorporado.	D.	S.	006-2011-JUS.	Art.	1°.	En	consecuencia,	se	encuentra
prohibido	 por	 parte	 de	 los	 internos	 el	 uso	 de	 cualquier	 otro	 servicio	 de
telecomunicaciones	que	permita	la	transmisión	de	voz	y/o	datos,	distinto	a
los	teléfonos	públicos	y	locutorios	instalados	para	tal	efecto.
Las	 comunicaciones	 que	 se	 efectúen	 utilizando	 los	 servicios	 de
telecomunicaciones,	 transgrediendo	 este	 artículo,	 constituyen
comunicaciones	ilegales	no	amparadas	por	el	marco	legal	vigente.
Está	prohibido	el	ingreso	a	los	establecimientos	penitenciarios	de	equipos
terminales,	 y	 sus	 componentes,	 correspondientes	 a	 los	 servicios	 de
telecomunicaciones,	 tales	 como	 equipos	 celulares,	 satelitales,	 radios
transceptores,	y	cualquier	otro	que	permita	la	transmisión	de	voz	y/o	datos.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	38.—Para	el	 ingreso	o	salida	de	 la	correspondencia,	el	portador	o	el
remitente	deberá	exhibir	al	personal	de	seguridad	el	contenido	de	la	misma,
debiendo	asegurarse	que	el	contenido	no	sea	perjudicial	para	la	seguridad.
En	caso	de	régimen	cerrado	especial	toda	la	correspondencia	será	revisada
en	presencia	del	interno	o	el	portador,	por	el	personal	de	seguridad.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 39.—La	 incomunicación	 dispuesta	 por	 una	 autoridad	 judicial	 o	 por
medida	disciplinaria,	se	cumplirá	en	los	términos	en	que	se	haya	dispuesto.
Durante	su	vigencia,	el	 interno	no	tendrá	comunicación	o	visita,	salvo	bajo
los	alcances	previstos	en	el	ordenamiento	jurídico.
C.E.P.
ART.	 39-A.—Incorporado.	 D.	 Leg.	 1239,	 Art.	 2°.	 Sanción
administrativa	 a	 las	 visitas	 por	 ingreso	 de	 artículos
considerados	como	delitos.	Los	visitantes	a	los	establecimientos
penitenciarios	 intervenidos	 en	 posesión	 de	 armas	 de	 fuego,
municiones,	 sustancias	 que	 representan	delitos	 y	 otros	 artículos
prohibidos	 que	 establece	 la	 Ley	 N°	 29867;	 sin	 perjuicio	 de	 la
acción	 penal	 correspondiente,	 serán	 sancionados
administrativamente	 por	 el	 Consejo	 Técnico	 Penitenciario	 hasta
con	 la	 suspensión	 definitiva	 de	 ingreso	 a	 cualquier
establecimiento	 penitenciario.	 La	 graduación	 de	 la	 sanción	 y	 las
disposiciones	 referidas	 al	 procedimiento	 serán	 reguladas	 en	 el
reglamento.
C.E.P.
ART.	 39-B.—Incorporado.	 D.	 Leg.	 1239,	 Art.	 2°.	 Sanción
administrativa	 a	 las	 visitas	 por	 ingreso	 de	 artículos
considerados	 como	 prohibidos.	 Los	 visitantes	 a	 los
establecimientos	 penitenciarios	 intervenidos	 en	 posesión	 de
artículos	 prohibidos	 administrativamente,	 o	 que	 incurran	 en
conductas	que	alteren	el	orden	y	 la	seguridad	serán	sancionados
por	 el	 Consejo	 Técnico	 Penitenciario	 correspondiente	 con
suspensión	de	 ingreso	a	 cualquier	establecimiento	penitenciario,
que	 puede	 ser	 desde	 un	 mes	 hasta	 la	 suspensión	 definitiva.	 La
graduación	 de	 la	 sanción	 y	 las	 disposiciones	 referidas	 al
procedimiento	serán	reguladas	en	el	reglamento.
C.E.P.
ART.	 40.—Comunicación	 con	 abogado	 defensor.	 El	 interno
tiene	 derecho	 a	 entrevistarse	 y	 comunicarse	 en	 privado	 con	 su
abogado	 defensor,	 en	 un	 ambiente	 adecuado.	 Este	 derecho	 no
puede	 ser	 suspendido	 ni	 intervenido,	 bajo	 responsabilidad	 del
director	del	establecimiento	penitenciario.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 17.—El	 interno	 tiene	derecho	 a	 entrevistarse	 y	 comunicarse	 con	 su
abogado	 defensor,	 que	 designará	 por	 escrito,	 en	 el	 ambiente	 que	 le
proporcione	el	establecimiento	penitenciario,	el	mismo	que	debe	garantizar
la	 buena	 comunicación	 y	 privacidad	 entre	 ambos.	 La	 administración
penitenciaria	registrará	la	visita.
Este	 derecho	 excepcionalmente	 podrá	 ser	 suspendido	 por	 causas	 de
emergencia	o	actos	de	violencia	o	cuando	se	realicen	actividades	que	exijan
la	 participación	 de	 todos	 los	 internos,	 que	 deberán	 ser	 programadas	 con
anticipación.	 En	 este	 último	 supuesto,	 el	 director	 autorizará	 la	 visita	 del
abogado	 cuando	 las	 necesidades	 de	 la	 defensa	 del	 interno	 no	 admitan
dilación.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	18.—La	visita	del	abogado	defensor	se	realizará	de	lunes	a	viernes	en
el	 horario	 que	 establezca	 el	 consejo	 técnico	 penitenciario	 de	 cada
establecimiento	 penitenciario.	 En	 los	 establecimientos	 transitorios,	 el
director	establecerá	el	horario.
El	horario	de	visita	tendrá	una	duración	mínima	de	seis	horas	diarias.
Excepcionalmente,	el	director	de	un	establecimiento	penitenciario,	o	el	jefe
de	seguridad,	ante	la	ausencia	de	éste,	podrá	conceder	visitas	especiales	en
días	y	horarios	distintos	al	 establecido,	 cuando	el	 ejercicio	del	derecho	de
defensa	lo	amerite.
JURISPRUDENCIA.—Locutorio	 para	 entrevistas	 con	 abogado	 debe
garantizar	 confidencialidad	 de	 la	 entrevista	 y	 no	 control	 sobre	 la
estrategia	 legal.	 “(...)	 al	 realizarse	 la	 entrevista	 con	 el	 abogado	 defensor	 a
través	 del	 vidrio	 del	 locutorio,	 no	 implica	 transgresión	 a	 la	 comunicación
personal	 que	 dispone	 la	 Norma	 Suprema,	 siempre	 que	 se	 garantice	 la
confidencialidad	de	la	entrevista	entre	el	abogado	y	su	defendido,	así	como	la
prohibición	 de	 todo	 control	 sobre	 algún	 aspecto	 de	 la	 estrategia	 legal
diseñada	para	efectos	del	proceso	penal.
Es	claro	que	en	un	locutorio	la	comunicación	con	el	abogado	defensor	no	se
ve	coaccionada,	sino	simplemente	regulada	según	 las	condiciones	necesarias
para	el	cumplimiento	de	la	pena	del	interno.
Sin	embargo,	para	la	aplicación	del	uso	de	locutorios	se	deberán	considerar
parámetros	 mínimos;	 entre	 otros,	 los	 supuestos	 en	 los	 que	 procede	 su
aplicación,	la	necesidad	de	fundamentar	la	medida,	el	procedimiento	para	su
aplicación,	o	 la	duración	de	 la	medida.	 (…)”.	 (TC,	Exp.	N°	0774-2005-HC/TC,
abr.	28/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Obligaciones	 de	 la	 administración	 penitenciaria,
preservación	de	la	vida	e	integridad	física	de	los	internos	y	derecho	de
defensa.	 “(...).	 no	 es	 ilegítimo,	 por	 irrazonable	 o	 desproporcionado,	 que	 la
administración	penitenciaria	haya	establecido	que	los	días	de	entrevista	de	los
internos	 se	 realicen	durante	 cinco	días	a	 la	 semana,	a	 excepción	de	 los	días
martes	y	viernes,	que	son	días	de	visita	de	los	familiares;	estos	últimos,	incluso,
habilitados	 de	 manera	 distinta	 de	 aquellos	 en	 los	 que	 lo	 pueden	 hacer	 los
familiares	de	los	otros	internos	del	mismo	establecimiento	penal,	previstos	con
el	 objeto	 de	 garantizar	 la	 seguridad	 de	 los	 familiares	 del	 beneficiario	 del
hábeas	corpus.
Tampoco	 considera	 que	 se	 trata	 de	 una	 restricción	 indebida,	 pues	 es	 claro
que	dentro	de	 las	atribuciones	de	 la	autoridad	penitenciaria	se	encuentra	 la
de	 velar	 por	 la	 seguridad,	 el	 orden	 y	 la	 disciplina	 que	 deben	 observarse	 al
interior	de	todo	establecimiento	penal.	Por	tanto,	no	siendo	irrazonable,	sino,
antes	bien,	normal	y	hasta	necesario	que	se	regulen	administrativamente	los
días	y	horas	de	visita	de	los	abogados	en	los	penales,	el	tribunal	considera	que
no	 hay	 lesión	 del	 derecho	 constitucional	 alegado.	 (...)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 0726-
2002-HC/TC,	jun.	21/2002.	Pres.	Rey	Terry)
C.E.P.
ART.	41.—Deber	de	informar	situación	del	interno.	El	director
del	establecimiento	penitenciario	debe	informar	al	 interno	 sobre
el	 fallecimiento	 o	 enfermedad	 de	 los	 familiares	 de	 éste	 o	 de
personas	íntimamente	vinculadas	a	él	o,	en	su	caso,	comunicará	a
éstos	sobre	la	muerte,	enfermedad	o	accidente	grave	del	interno.
CAPÍTULO	CUARTO
Beneficios	penitenciarios
C.E.P.
ART.	42.—Beneficios.	Los	beneficios	penitenciarios	son	los
siguientes:
1.	Permiso	de	salida.
2.	Redención	de	la	pena	por	el	trabajo	y	la	educación.
3.	Semilibertad.
4.	Liberación	condicional.
5.	Visita	íntima.
6.	Otros	beneficios.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	165.—Los	beneficios	penitenciarios	son	estímulos	que	 forman	parte
del	 tratamiento	 progresivo	 y	 responden	 a	 las	 exigencias	 de
individualización	 de	 la	 pena,	 considerando	 la	 concurrencia	 de	 factores
positivos	 en	 la	 evolución	 coadyuvantes	 a	 su	 reeducación	 y	 reinserción
social.	 Deben	 ser	 tramitados	 y	 resueltos	 en	 los	 plazos	 establecidos	 en	 el
código.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	166.—Los	internos	procesados	o	sentenciados,	podrán	acceder,	según
el	 caso,	 a	 los	 beneficios	 penitenciarios	 siempre	 que	 reúnan	 los	 requisitos
correspondientes.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 167.—Los	 informes	 emitidos	 por	 los	 profesionales	 que	 integran	 el
órgano	 técnico	 de	 tratamiento	 para	 efectos	 de	 solicitar	 un	 beneficio
penitenciario,	 deberán	 expresar	 criterios	 que	 permitan	 al	 magistrado
sustentar	el	sentido	de	su	resolución.
Los	 certificados	 que	 se	 expidan	 sobre	 cómputo	 de	 trabajo	 efectivo	 y
educación	 con	 notas	 aprobatorias,	 así	 como	 el	 de	 conducta,	 serán
supervisados,	verificados	y	refrendados	por	el	 jefe	del	área	respectiva	y	el
director	 del	 establecimiento	 penitenciario,	 bajo	 responsabilidad,	 según
corresponda.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 168.—El	 interno	 que	 cumple	 dos	 o	 más	 condenas	 en	 forma
simultánea,	 podrá	 acceder	 a	 un	 beneficio	 penitenciario,	 cuando	 en	 ambas
condenas	cumpla	con	los	requisitos	establecidos	en	el	código.	La	solicitud	se
tramitará	ante	el	juez	penal	que	impuso	la	pena	más	alta.
GRATUIDAD	DE	BÚSQUEDA	Y	LECTURA	DE	EXPEDIENTES	EN	ARCHIVO
PARA	QUIENES	SOLICITEN	BENEFICIOS	PENITENCIARIOS
R.	Adm.	155-2010-CE-PJ.
ART.	2°.—Disponer	 la	exoneración	del	pago	de	derechos	por	concepto	de
búsqueda	 y	 lectura	 de	 expedientes	 con	 mandato,	 judicial	 de	 archivo,
desarchivamiento	 de	 expediente	 con	 mandato	 judicial	 de	 archivo,	 y
expedición	 de	 constancia	 de	 no	 ubicación	 de	 expediente	 en	 el	 archivo
central,	 a	 las	 personas	 privadas	 de	 su	 libertad	 con	 fines	 de	 solicitar
beneficios	 penitenciarios;	 para	 lo	 cual	 se	 deberán	 realizar	 las	 precisiones
que	 resulten	 pertinentes	 en	 los	 procedimientos	 contenidos	 en	 los
numerales	17,	21	y	23	de	la,	Unidad	Orgánica:	Cortes	Superiores	de	Justicia,
del	 Texto	 Único	 de	 Procedimientos	 Administrativos	 del	 Poder	 Judicial
(TUPA).
R.	Adm.	155-2010-CE-PJ.
ART.	 3°.—Disponer	 que	 los	 órganos	 jurisdiccionales	 entreguen	 a	 los
defensores	 de	 oficio,	 en	 representación	 de	 su	 patrocinado,	 las	 copias
certificadas	de	la	sentencia	para	la	formación	del	cuadernillo	de	Beneficios
Penitenciarios.
CIRCULAR	“CRÍTERIOS	PARA	OTORGAR	BENEFICIOS	PENITENCIARIOS”
R.	1809-2011-MP-FN.
ART.	 1°.—Aprobar	 la	 Circular	 N°	 001-2011-MP-FN	 “Criterios	 para	 el
debido	 otorgamiento	 de	 beneficios	 penitenciarios”,	 la	 cual	 consta	 de	 siete
numerales	y	que	forma	parte	de	la	presente	resolución.
R.	1809-2011-MP-FN.
ART.	 2°.—Disponer	 que	 la	 Gerencia	 de	 Tecnologías	 de	 la	 Información,
publique	 la	 precitada	 circular	 en	 el	 intranet	 y	 página	 web	 del	 Ministerio
Público.
R.	1809-2011-MP-FN.
ART.	 3°.—Hacer	 de	 conocimiento	 la	 presente	 resolución,	 a	 la	 Junta	 de
Fiscales	 Supremos,	 Presidencia	 de	 la	 Junta	 de	 Fiscales	 Superiores	 a	 nivel
nacional	y	a	la	Gerencia	General	para	su	conocimiento	y	fines	pertinentes.
Circ.	001-2011-MP-FN.
Circular	N°	001-2011-MP-FN
Criterios	para	el	debido	otorgamiento	de	beneficios
penitenciarios
Primero.-	Los	beneficios	penitenciarios	no	son	un	derecho	del	interno.	La
reducción	de	 la	pena	por	el	 trabajo	y	 la	educación,	 semilibertad	y	 libertad
condicional,	son	incentivos	y	estímulos	del	interno.
Segundo.-	 Los	 informes	 del	 Consejo	 Técnico	 Penitenciario	 no	 tienen
carácter	vinculante	para	los	miembros	del	Ministerio	Público.
Tercero.-	El	 fiscal	 para	 que	 opine	 favorablemente	 sobre	 el	 otorgamiento
de	un	beneficio	penitenciario,	 debe	 tener	 en	 cuenta	que,	 efectivamente,	 el
interno	 se	 halla	 rehabilitado	 y	 que	 se	 prevea	 razonablemente	 que	 no
cometerá	nuevo	delito.
Cuarto.-	 Los	 fiscales	 provinciales	 y/o	mixtos,	 en	 el	 cumplimiento	 de	 sus
funciones,	 deben	 hacer	 un	 estudio	 acucioso	 del	 cuaderno	 del	 beneficio
penitenciario,	a	fin	que	se	cumpla	el	real	objetivo	de	la	norma.
Quinto.-	Si	el	 fiscal	provincial	penal	y/o	mixto,	advierte	en	 la	 tramitación
del	otorgamiento	de	un	beneficio	penitenciario,	irregularidad	o	presunción
de	la	misma,	debe	remitir	copia	del	cuadernillo	a	la	Oficina	de	Control	de	la
Magistratura	y	a	la	Fiscalía	de	Control	Interno	correspondiente.
Sexto.-	 Los	 fiscales	 que	 conozcan	 del	 otorgamiento	 de	 beneficios
penitenciarios,	 deben	de	 informar	mensualmente	 los	 dictámenes	 emitidos
al	 presidente	 de	 la	 Junta	 de	 Fiscales	 Superiores	 de	 cada	 distrito	 judicial,
quienes,	 a	 su	 vez,	 lo	 remitirán	 al	 Observatorio	 de	 Criminalidad	 del
Ministerio	Público	para	los	fines	consiguientes.
Sétimo.-	Los	 fiscales	 superiores,	 jefes	 de	 las	 oficinas	 desconcentradas	 de
control	 interno,	cada	03	meses,	deben	verificar	 la	correcta	aplicación	de	la
presente	 circular	 y	 de	 las	 normas	 legales	 pertinentes,	 informando	 a	 la
Fiscalía	de	la	Nación	sobre	las	acciones	adoptadas.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Criterios	para	evaluar	la	concesión	de
los	beneficios	penitenciarios.	“El	juicio	de	probabilidad	que	se	exige	es	una
dosis	de	prudencia	y	un	análisis	de	tal	intensidad	que	conduzca	con	seriedad	a
una	convicción	razonable	de	no	reiteración	delictiva:	lo	que	se	debe	estudiar,	a
no	dudarlo,	es	la	posibilidad	de	colocar	a	un	sujeto	en	libertad,	y	no	la
posibilidad	de	que	continúe	en	un	establecimiento	penal.	(...).
Esta	última	demanda	del	juez	requiere	de	un	pronóstico	razonado	y
justificado	de	probabilidades	significativas	de	que	el	potencial	beneficiario	no
incurrirá	en	nuevas	conductas	delictivas	luego	de	producida	su	excarcelación
condicionada.	La	personalidad	del	penado	es	fundamental,	pues	es	diferente
un	delincuente	por	convicción	–caso	del	terrorista–,	un	delincuente	integrado
a	una	organización	criminal,	un	delincuente	de	carrera	delictiva,	un
delincuente	sexual,	un	delincuente	ocasional	o,	entre	otros,	un	delincuente
pasional	o	con	serias	perturbaciones	derivadas	de	la	ingesta	de	drogas	o
alcohol.
En	el	caso	del	delincuente	por	convicción	integrado	a	organizaciones
armadas	delictivas	es	vital	tener	por	acreditado	con	absoluta	claridad	su
disociación	de	aquéllas,	su	sincero	apartamiento	de	toda	convicción
antidemocrática	que	opte	por	el	camino	de	la	violencia	y	la	vulneración	de
bienes	jurídicos	protegidos	por	el	ordenamiento,	su	visible	recusación	a	su
pasado	delictivo	y	la	aceptación	genuina	de	la	ilegitimidad	de	la	conducta	que
lo	llevó	a	un	establecimiento	penal.
9.	En	segundo	lugar,	(...)	la	autoridad	jurisdiccional	puede	estimar	validable
la	información	suministrada	o	complementarla	con	otros	medios	de	prueba	–
pericias	incluidas–	útiles	para	identificar	nuevos	indicadores	que	hagan
posible	sustentar	de	modo	suficiente	la	prognosis	favorable	de	conducta
futura:	se	trata	de	un	incidente	de	ejecución	penal	y,	como	tal,	la	decisión
jurisdiccional	ha	de	tomar	en	cuenta	la	información	contenida	en	el
expediente	administrativo,	pero	ésta	no	es	definitiva	y,	menos,	la	opinión	de	la
autoridad	administrativa.	Es	más,	el	órgano	jurisdiccional	puede	desarrollar
en	la	audiencia	correspondiente	líneas	de	entrevista	que	en	base	a	la
inmediación	con	el	interno	solicitante	y	su	relación	con	la	evidencia	acopiada
le	resulten	idóneas	para	emitir	una	mejor	decisión	en	torno	a	la	concesión	o
no	del	beneficio	peticionado.
10.	En	tercer	lugar,	el	órgano	jurisdiccional	debe	prestar	especial	atención	al
señalamiento	de	las	reglas	de	conducta	que	imponga	al	beneficiario.	La
semilibertad	y	la	liberación	condicional,	por	cierto,	no	trasmite	la	idea	de	que
por	ello	no	se	cumple	íntegra	o	efectivamente	la	pena	impuesta,	ésta
sencillamente	se	cumple	pero	en	condiciones	de	libertad	y	sujeta	a	controles
(...).
11.	Cabe	señalar	que	en	determinados	casos	el	artículo	53	del	Código	de
Ejecución	Penal	exige	para	la	concesión	de	beneficios	penitenciarios	que,
además,	el	solicitante	haya	cubierto	la	reparación	civil	o	asegurado	de	modo
formal	su	futuro	cumplimiento.”	(CS,	Ac.	P.	8-2011/CJ-116,	may.	30/2012)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Liberación	condicional	y	permisos
especiales	para	estancias	en	el	extranjero.	“(...)	excepcionalmente,	el	juez
tiene	la	potestad	–ciertamente	limitada,	sujeta	a	una	prognosis	de	no	huida	y
de	factibilidad	del	control	en	el	extranjero–	de	conceder	autorizaciones	que
impliquen	traslados	o	estancias	cortas	plenamente	justificadas	en	otro	país
del	condenado	en	régimen	de	liberación	condicional	–tratamiento	médico
urgente,	fallecimiento	de	parientes	cercanos,	etcétera–.	De	igual	manera
cuando	se	acoge	al	cumplimiento	de	condenas	en	el	país	de	origen	o	de
anterior	residencia	legal,	si	el	tratado	respectivo	lo	permite.
En	estos	casos,	ciertamente	extraordinarios,	el	juez,	luego	de	evaluar	lo
razonable,	justificado	e	inaplazable	del	motivo	del	viaje	al	exterior,	deberá:
a)	promover	y	activar	procedimientos	de	cooperación	judicial	internacional
en	materia	penal	–en	aplicación	de	convenios	internacionales	o	de
compromisos	de	reciprocidad	claramente	existentes	o	firmemente	aceptados–
que	posibiliten	el	control	en	el	país	extranjero	de	destino	del	cumplimiento	de
las	principales	reglas	impuestas	al	beneficiado	en	la	resolución	de	concesión
del	beneficio	(reportarse	periódicamente	a	la	autoridad);
b)	requerir	la	aceptación	y,	luego,	el	pleno	auxilio	de	las	autoridades
extranjeras	para	la	aplicación	de	medidas	de	verificación	o	localización	física
que	impidan	un	quebrantamiento	de	la	condena	que	viene	efectuándose	con
régimen	de	liberación	condicional:	vigilancia	personal	o	electrónica.	(...).
13.	Ahora	bien,	si	el	condenado	beneficiario	de	liberación	condicional,	a	quien
se	autorizó	a	salir	del	país,	no	retornara	injustificadamente	al	Perú	en	el
término	acordado	por	el	juez,	o	de	manera	contumaz	no	se	sometiera	a	los
controles	dispuestos	por	la	autoridad	competente	del	país	de	destino,	se
asumirá	que	está	quebrantando	su	condena	con	lo	cual	perdería	el	régimen	de
libertad	condicional	concedido,	adquiriendo	la	condición	de	prófugo	de	la
justicia	y	habilitando	la	inmediata	incoación	de	un	procedimiento
extradicional	activo	en	su	contra.	El	juez	deberá,	pues,	hacer	constar	en	la
resolución	autorizativa,	a	modo	de	apercibimiento,	estas	condiciones	y
efectos.”	(CS,	Ac.	P.	8-2011/CJ-116,	may.	30/2012)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Sucesión	de	leyes	sobre	concesión	de
beneficios	penitenciarios.	“La	conclusión	que	se	deriva	de	lo	expuesto	es,	a
no	dudarlo,	trascendente.	El	factor	temporal	de	aplicación,	desde	luego,	no
será	el	mismo	que	si	se	tratase	de	una	norma	procesal	de	ejecución,	atento	a
su	diferente	naturaleza	jurídica.	¿Cuál	es,	entonces,	el	hecho	o	acto	jurídico
material	que	la	determina?	La	institución	debe	regirse	por	la	ley	vigente	al
momento	en	que	se	inicia	la	ejecución	material	de	la	sanción	penal,	esto	es,
cuando	queda	firme	la	sentencia	que	impuso	la	sanción	penal,	salvo	criterios
universales	de	favorabilidad	en	la	fase	de	ejecución	material	de	la	sanción
privativa	de	libertad.
En	suma,	se	hace	mención,	no	a	la	fecha	de	comisión	del	delito	sino	a	la	del
inicio	de	la	ejecución	material	de	la	sanción	penal,	que	en	términos	procesales
se	objetiva	en	la	fecha	en	que	la	sentencia	adquiere	firmeza.	Materialmente	la
ejecución	empieza	o	se	inicia	técnicamente	en	ese	momento.	Atento	al
principio	diferencial,	la	finalidad	del	preso	preventivo	es	la	retención	y
custodia,	no	así	el	tratamiento	penitenciario,	propio	de	los	penados,	que	desde
un	concepto	amplio	comporta	aquella	actividad	destinada	a	suplir	aquellas
carencias	con	las	que	el	interno	ha	entrado	en	el	establecimiento	penal	(...).
Por	tanto,	por	razones	de	justicia	material	y	de	estabilidad	o	seguridad
jurídica,	debe	estarse	a	esa	circunstancia.	(...).
En	el	fondo	de	este	planteamiento	subyace	la	opción	de	la	doctrina
mayoritaria	que	afirma	la	autonomía	del	derecho	de	ejecución	penal,	pues
presenta	peculiaridades	que	le	son	propias	y	que	impiden	su	inclusión	en	el
derecho	penal	material	y	en	el	derecho	procesal	penal	–como	el	protagonismo
de	la	administración	penitenciaria	en	la	ejecución	penal	y	las	peculiaridades
del	juez	en	la	ejecución	de	las	sanciones	penales–,	sin	que	ello	signifique	la
íntima	conexión	con	ambos	derechos	(...).
16.	Por	lo	demás,	cabe	recordar	que	reiterada	jurisprudencia	del	Tribunal
Constitucional	(...)	ha	deslindado	ya	que	será	de	aplicación,	en	caso	de
sucesión	de	leyes	en	el	tiempo,	el	régimen	legal	vigente	al	momento	de
formalizarse	ante	la	autoridad	competente	la	correspondiente	solicitud	de
beneficios	penitenciarios.	Tal	decisión,	como	es	evidente,	sólo	rige	para	las
leyes	procesales	de	ejecución	–la	doctrina	procesalista,	en	este	punto,	es
conteste–,	que	están	sujetas	al	principio	de	aplicación	inmediata	y	al	tempus
regit	actum,	y	en	las	que,	por	sobre	todo,	el	factor	temporal	de	aplicación	–el
dies	a	quo–	será	la	ley	procesal	vigente	al	momento	de	realización	del	acto
procesal:	petición	del	beneficio	penitenciario.	En	consecuencia,	cuando	el
pedido	fuera	formulado	por	el	interno	o	se	encuentre	en	trámite	con
anterioridad	a	la	vigencia	de	una	nueva	ley,	se	deberá	mantener	con	eficacia
ultractiva	el	régimen	procesal	correspondiente,	salvo	supuestos	de	clara
favorabilidad	que	incida	en	una	tramitación	más	acorde	con	los	derechos
procesales	y	los	principios	del	proceso	penal	de	ejecución.”	(CS,	Ac.	P.	8-
2011/CJ-116,	may.	30/2012)
JURISPRUDENCIA.—Una	norma	especial	que	impone	un	trato
diferenciado	de	los	beneficios	penitenciarios	no	acarrea	la	inaplicación
del	Código	de	Ejecución	Penal.	“Sobre	lo	señalado	por	la	procuraduría
pública	del	Ministerio	del	Interior	para	casos	de	terrorismo	consideramos	que
no	es	del	todo	cierto	que	exista	una	prohibición	expresamente	establecida	que
impida	aplicarse	de	manera	conjunta	el	Decreto	Legislativo	927	y	el	Código	de
Ejecución	Penal,	puesto	que	el	mismo	decreto	legislativo	referido	en	su
Segunda	Disposición	Final	ha	considerado	posible	que	en	caso	que	este	no
prevea	alguna	situación	serán	de	aplicación	las	normas	contenidas	en	el
Código	de	Ejecución	Penal.	La	existencia	de	una	norma	especial	que	regule	un
tratamiento	diferenciado	en	materia	de	beneficios	penitenciarios	no
necesariamente	importa	que	las	normas	generales	no	sean	consideradas
cuando	la	primera	no	prevea	alguna	situación.
Estas	normas	diferenciadas	tienen	su	razón	de	ser	en	atención	a	la	gravedad
del	delito	en	cuestión	y	los	bienes	de	orden	público	constitucional	que,	con	su
dictado	se	persiguen	proteger.
Y,	además	el	Tribunal	Constitucional	no	ha	establecido	en	su	jurisprudencia
la	prohibición	de	aplicar	una	norma	cuando	esta	pueda	complementar	la
aplicación	de	otra.	Ello	debe	tenerse	en	cuenta	puesto	que	la	ley	tiene	su
aplicación	en	conjunto	y	no	de	manera	aislada,	por	ello,	considerar	la
aplicación	solamente	del	Decreto	Legislativo	927	sin	tener	en	cuenta	el	Código
de	Ejecución	Penal,	cuando	la	primera	no	contemple	algunas	situaciones	no	es
del	todo	posible”.	(SPN,	Exp.	216-03,	ene.	18/2011.	V.	P.	Amaya	Saldarriaga)
JURISPRUDENCIA.—Beneficios	 penitenciarios	 subordinados	 a	 la
evaluación	del	juez.	“(...)	Los	beneficios	penitenciarios	tienen	su	razón	de	ser
en	 los	 principios	 constitucionales	 de	 los	 fines	 de	 la	 pena,	 es	 decir,	 en	 la
reeducación	y	en	la	reinserción	social:	la	prevención	especial	y	el	tratamiento,
y	 en	 los	 factores	 positivos	 como	 la	 evolución	 de	 la	 personalidad	 del	 recluso
para	individualizar	la	condena	impuesta.
La	 determinación	 de	 si	 corresponde,	 o	 no,	 otorgar	 a	 un	 interno	 un
determinado	beneficio	penitenciario,	en	realidad,	no	debe	ni	puede	reducirse	a
verificar	 si	 este	 cumplió,	 o	 no,	 los	 supuestos	 formales	 que	 la	 normatividad
contempla.
La	concesión	de	beneficios	está	 subordinada	a	 la	evaluación	del	 juez,	quien
estimará	 si	 los	 fines	 del	 régimen	 penitenciario	 se	 han	 cumplido,	 y	 si
corresponde	reincorporar	al	penado	a	la	sociedad	antes	del	cumplimiento	de
la	totalidad	de	la	condena	impuesta,	si	es	que	éste	demuestra	estar	reeducado
y	 rehabilitado	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 5904-2005-PHC/TC,	 feb.	 24/2006.	 Pres.
Gonzáles	Ojeda)
JURISPRUDENCIA.—Diferencia	 al	 otorgar	 beneficios	 penitenciarios	 no
lesiona	 el	 principio	 de	 igualdad.	 “(...)	 el	 hecho	 de	 que	 no	 se	 otorguen	 los
mismos	 beneficios	 penitenciarios	 para	 todos	 los	 condenados,	 no	 puede
entenderse	 como	 una	 afectación	 del	 principio	 de	 igualdad,	 toda	 vez	 que
establecer	 las	 diferencias	 en	 orden	 a	 la	 gravedad	 del	 delito	 cometido
(terrorismo,	en	el	presente	caso)	o	a	los	bienes	constitucionales	que	se	busca
proteger,	supone	un	criterio	objetivo	y	razonable	de	distinción.
b)	El	tribunal	comparte	el	criterio	de	la	demandante,	cuando	advierte	que	la
concesión	de	beneficios	penitenciarios	es	una	medida	que	debe	ser	atendida
por	el	juez	penal	en	consonancia	con	el	principio	rehabilitador,	reeducador	y
resocializador	del	régimen	penitenciario.	(...).”	(TC,	Exp.	N°	0806-2003-HC/TC,
abr.	24/2003.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Cumplimiento	de	requisitos	legales	no	origina	el
otorgamiento	de	beneficios	penitenciarios.	“(…)	el	otorgamiento	de
beneficios	penitenciarios	no	está	circunscrito	únicamente	al	cumplimiento	de
los	requisitos	que	el	legislador	pudiera	haber	establecido.	La	concesión	de
beneficios	penitenciarios	está	subordinada	a	la	evaluación	del	juez,	quien
estimará	si	los	fines	del	régimen	penitenciario	[inciso	22)	del	artículo	139	de
la	Constitución	se	han	cumplido,	y	si	corresponde	reincorporar	al	penado	a	la
sociedad	antes	de	que	haya	cumplido	con	la	totalidad	de	la	condena	impuesta.
Ese	es	el	criterio	que	se	desprende	del	Código	de	Ejecución	Penal,	que	en	su
artículo	50	establece	que	con	relación	al	beneficio	de	semilibertad	‘(...)	será
concedido	en	los	casos	que	la	naturaleza	del	delito	cometido,	la	personalidad
del	agente	y	su	conducta	dentro	del	establecimiento,	permitan	suponer	que	no
cometerá	nuevo	delito	(...)’”.	(TC,	Exp.	N°	7732-2005-PHC/TC,	abr.	26/2007.
Pres.	Gonzáles	Ojeda)
JURISPRUDENCIA.—Beneficios	penitenciarios	se	otorgan	siempre	que	el
penado	esté	rehabilitado.	“(...)	los	beneficios	penitenciarios	de	redención	de
la	pena	por	trabajo	y	educación,	semilibertad	y	liberación	condicional.	(...)	La
concesión	de	estos	beneficios	está	condicionada	al	cumplimiento	de	ciertas
formalidades	previstas	en	la	legislación,	distintas	en	cada	caso.	No	obstante,	a
juicio	del	Tribunal	Constitucional,	al	incidir	sobre	la	ejecución	efectiva	de	la
pena	privativa	de	libertad,	su	concesión,	en	el	caso	de	todos	ellos,	se	encuentra
condicionada	a	un	requisito	adicional	de	carácter	material:	el	penado	debe
encontrarse	rehabilitado,	es	decir,	debe	existir	certeza	de	que	su	puesta	en
libertad	con	antelación	al	cumplimiento	total	del	quantum	de	la	pena
impuesta,	no	representa	en	modo	alguno	una	amenaza	para	la	seguridad	de
la	población	ni	para	ningún	otro	derecho	fundamental.”	(TC,	Sent.	del	Pleno	-
Exp.	0012-2010-PI/TC,	nov.	11/2011.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—El	principio	interpretativo	favor	libertatis	no	rige
para	los	condenados.	“(...)	83.	Acaso	podría	sostenerse	que	en	caso	de	dudas,
el	principio	favor	libertatis,	exigiría	al	juzgador	conceder	el	beneficio
penitenciario	que	permita	recuperar	al	penado	con	antelación	el	ejercicio	de
la	libertad.	Esta	es	una	apreciación	errónea.	Quien	ha	sido
constitucionalmente	pasible	de	una	pena	privativa	de	la	libertad	personal,	se
encuentra	suspendido	en	el	ejercicio	de	dicho	derecho	fundamental.	El
principio	interpretativo	favor	libertatis	resulta	operativo	cuando	nos
encontramos	ante	supuestos	en	los	que	la	persona	se	encuentra	en	pleno
ejercicio	del	derecho,	o,	en	todo	caso,	cuando	existen	dudas	relacionadas	a	si
su	contenido	ha	sido	o	no	válidamente	limitado.	Ninguno	de	estos	supuestos	se
presenta	cuando	la	persona	ha	sido	constitucionalmente	condenada	a	pena
privativa	de	libertad.
84.	En	razón	de	lo	expuesto,	cuando	un	juez	penal	ordena	la	excarcelación	de
un	delincuente	que	no	ha	cumplido	la	totalidad	de	su	pena,	sin	que	se	acredite
que	se	encuentre	resocializado,	dicho	juez	viola	flagrantemente	el	deber
primordial	que	expresamente	le	impone	el	artículo	44	de	la	Constitución	de
‘proteger	a	la	población	de	las	amenazas	contra	su	seguridad’.	Desde	luego,	la
condición	de	resocialización	en	determinados	casos	puede	ser	algo	difícil	de
valorar.	Empero,	ya	ha	establecido	este	tribunal	que	en	caso	de	dudas	el	juez
penal	tiene	la	obligación	de	no	conceder	el	beneficio	de	libertad.”	(TC,	Sent.	del
Pleno	-	Exp.	0012-2010-PI/TC,	nov.	11/2011.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Situaciones	donde	puede	apreciarse	el
grave	incumplimiento	de	otorgar	beneficios	penitenciarios	en	desmedro
de	la	ciudadanía.	“(...)	85.	En	cualquier	caso,	el	Tribunal	Constitucional
encuentra	que	hay	situaciones	en	las	que	objetivamente	puede	apreciarse	el
grave	incumplimiento	del	referido	deber	constitucional.	Dichas	situaciones	se
presentan	cuando	del	análisis	de	la	resolución	judicial	que	concede	la	libertad
en	aplicación	de	los	beneficios	penitenciarios	de	redención	de	la	pena	por
trabajo	y	educación,	semi-libertad	y	liberación	condicional,	se	advierte	que	el
beneficio	ha	sido	concedido:
a)	En	el	caso	de	un	delito	para	el	que	se	encontraba	legalmente	prohibido.
b)	A	pesar	de	que	no	se	cumplían	los	requisitos	formales	previstos	en	la	ley.
c)	Tras	la	sola	constatación	del	cumplimiento	de	los	requisitos	formales
previstos	en	la	ley,	sin	analizar	el	grado	de	resocialización	del	penado.
d)	A	pesar	de	que	la	motivación	que	permitió	concluir	la	resocialización	es
meramente	aparente,	y	la	no	resocialización	del	penado	queda	acreditada	por
el	hecho	de	que	éste	ha	reincidido	en	el	hecho	típico	que	dio	lugar	a	la
primigenia	sentencia	condenatoria	o	ha	incurrido	en	un	nuevo	delito	de	igual
o	mayor	gravedad,	lo	cual	se	determinará	en	función	de	las	penas	imponibles
por	tales	hechos.	Para	tales	efectos,	se	entenderá	por	motivación	aparente
aquella	que	no	incluye	un	desarrollo	argumentativo	orientado	a	justificar	–
sobre	la	base	de	los	informes	técnicos,	pero	también	del	propio	criterio
desplegado	por	el	juzgador–,	de	manera	objetiva	y	suficiente,	la	convicción	de
que	el	penado	no	representa	una	amenaza	para	la	seguridad	de	la	población.
86.	El	juez	penal	que	incurra	en	alguna	de	estas	causales	no	solo	viola	el
artículo	139,	inciso	5,	de	la	Constitución,	que	establece	el	deber	de	la	debida
motivación	de	las	resoluciones	judiciales,	sino	también	el	deber	funcional
derivado	de	la	propia	norma	fundamental,	consistente	en	‘proteger	a	la
población	de	las	amenazas	contra	su	seguridad’	(artículo	44	de	la
Constitución).	Ergo,	incurre	en	la	falta	muy	grave	prevista	en	el	artículo	48,
inciso	13,	de	la	Ley	N°	29277	–Ley	de	la	Carrera	Juducial–,	(sic)	consistente	en
“[n]o	motivar	las	resoluciones	judiciales	o	inobservar	inexcusablemente	el
cumplimiento	de	los	deberes	judiciales”.	(TC,	Sent.	del	Pleno	-	Exp.	0012-2010-
PI/TC,	nov.	11/2011.	Pres.	Mesía	Ramírez)
PLENO	JURISDICCIONAL.—Beneficios	penitenciarios.	“(...)	Por
unanimidad:	Rescatar	el	principio	de	inmediación	durante	el	desarrollo	de	las
audiencias	de	beneficios	penitenciarios,	humanizándolas,	acorde	a	las	pautas
señaladas	en	el	extremo	considerativo	de	la	presente,	brindando	oportunidad
al	representante	del	Ministerio	Público	en	intervenir	activamente,	dando	fiel
cumplimiento	a	las	formalidades	establecidas	por	los	artículos	cincuenta	y
cincuenticinco	de	Código	de	Ejecución	Penal	modificados	por	la	Ley	veintisiete
mil	ochocientos	treinticinco,	bajo	sanción	de	nulidad.”	(Pleno	Jurisdiccional
Distrital,	Tumbes	-	2005,	Tema	1)
PLENO	JURISDICCIONAL.—Refundición	de	penas.	“(...)	Acuerda:	Primero.-
Por	unanimidad:	El	tener	como	requisitos	de	procedibilidad	para	la
procedencia	de	la	refundición	de	penas,	los	contenidos	en	la	cuarta	disposición
transitoria	de	la	Ley	número	diez	mil	ciento	veinticuatro,	del	cual	se	infiere	los
siguientes:	a)	Existencia	de	procesos	diferentes	que	corresponden	a	delitos
conexos	ya	sea	por	la	convergencia	de	afinidad	y	temporalidad,	o	la
concurrencia	de	elementos	comunes	constitutivos	del	delito,	para	su
tratamiento	único;	b)	Advertirse	si	el	condenado	no	ha	contrariado	lo	previsto
por	el	artículo	cincuentiuno	del	Código	Penal,	esto	es	no	será	procedente	la
refundición	si	después	de	la	sentencia	definitiva	condenatoria	se	descubriere
otro	hecho	punible	perpetrado	antes	de	expedirse	la	indicada	resolución	por	el
mismo	condenado;	c)	El	sentenciado	no	debe	encontrarse	incurso	en	ninguna
sanción	por	violación	del	beneficio	penitenciario	concedido	acorde	al	Código
de	Ejecución	Penal;	d)	Que	las	causas	donde	las	penas	fueran	a	refundirse,
hayan	sido	pasibles	de	acumulación	en	algún	momento	además	de	haber	sido
dictada	la	sentencia	por	un	hecho	anterior	a	la	primera;
Segundo.-	Por	unanimidad:	El	juez	al	momento	de	resolver	todos	los
beneficios	penitenciarios	bajo	su	competencia,	debe	tomar	en	cuenta	como
rubro	referencial	si	se	ha	presentado	refundición	de	condenas	en	el	caso
concreto,	para	los	fines	de	valorar	la	conducta	y	perfil	delictual	del	interno
solicitante.	(...)”.	(Pleno	Jurisdiccional	Distrital,	Tumbes	-	2005,	Tema	1)
PLENO	JURISDICCIONAL.—Beneficios	penitenciarios.	“(...)	Por
unanimidad:	Rescatar	el	principio	de	inmediación	durante	el	desarrollo	de	las
audiencias	de	beneficios	penitenciarios,	humanizándolas,	acorde	a	las	pautas
señaladas	en	el	extremo	considerativo	de	la	presente,	brindando	oportunidad
al	representante	del	Ministerio	Público	en	intervenir	activamente,	dando	fiel
cumplimiento	a	las	formalidades	establecidas	por	los	artículos	cincuenta	y
cincuenticinco	de	Código	de	Ejecución	Penal	modificados	por	la	Ley	veintisiete
mil	ochocientos	treinticinco,	bajo	sanción	de	nulidad.	(Pleno	Jurisdiccional
Distrital,	Tumbes	-	2005,	Tema	1)
DOCTRINA.—Criterios	 de	 interpretación	 para	 la	 concesión	 de
beneficios	 penitenciarios.	 “(...)	 1.	 El	 beneficio	 penitenciario	 no	 es	 un
derecho	 inherente	 al	 condenado,	 por	 cuanto	 de	 acuerdo	 al	 Tribunal
Constitucional	constituye	un	derecho	expectaticio	que	está	sujeto	a	que	el
beneficiario	reúna	ciertas	condiciones	de	readaptación	que	hagan	prever	su
salida	 del	 penal	 antes	 del	 cumplimiento	 de	 su	 pena	 no	 genere	 un	 peligro
para	la	sociedad.
Ni	en	 la	norma	positiva	 interna	ni	en	 la	supranacional	están	previstos	 los
beneficios	como	derecho	inherente	al	condenado.
(...).
2.	 Los	 beneficios	 penitenciarios	 no	 constituyen	 derecho	 absoluto	 del
interno,	se	trata	más	bien	de	un	derecho	expectaticio	que	está	sujeto	a	que
el	condenado	reúna	las	condiciones	previstas	en	la	ley	y	a	lo	que	disponga	el
juez	 en	 uso	 de	 su	 facultad	 discrecional,	 toda	 vez	 que	 el	 régimen
penitenciario	 tiene	 por	 objeto	 la	 reeducación,	 rehabilitación	 y
reincorporación	 del	 penado	 a	 la	 sociedad	 previsto	 en	 el	 inciso	 22	 del
artículo	139	de	la	Constitución	Política.(...)”.	(Taller	de	Debates	“Criterios	de
interpretación	para	la	concesión	de	beneficios	penitenciarios”,	Lima	-	2006,
Grupo)
DOCTRINA.—Criterios	 de	 interpretación	 para	 la	 concesión	 de
beneficios	penitenciarios.	 “(...)	el	 juzgador	al	momento	de	la	concesión
de	 un	 beneficio	 penitenciario,	 llámese	 semilibertad	 o	 liberación
condicional,	 debe	 tener	 en	 cuenta	 los	 tres	 elementos	 a	 que	 hacen
alusión	los	dispositivos	legales	antes	indicados:
A)	En	cuanto	a	la	naturaleza	del	delito	cometido:	debe	señalarse	en	primer
lugar	 que	 no	 importa	 el	 análisis	 nuevo	 al	 delito	 cometido	 y	 con	 ello	 la
vulneración	del	principio	del	nom	bis	in	ídem,	sino	el	delito	analizado	en	la
sentencia,	 se	 debe	 tener	 en	 cuenta	 como	 marco	 referencial,	 del	 fin
resocializador	 de	 la	 pena,	 ello	 porque	 no	 es	 igual	 el	 análisis	 respecto	 del
autor	de	un	delito	de	homicidio	que	el	de	un	caso	de	microcomercialización
de	drogas,	y	precisamente	porque	la	naturaleza	del	delito	guarda	directa
relación	 con	 el	 tratamiento	 penitenciario	 que	 debe	 haber	 tenido	 el
penado.
(...).
En	cuanto	a	los	otros	dos	elementos,	cuales	son,	la	personalidad	del	agente
y	su	conducta	dentro	del	establecimiento	penitenciario,	el	grupo	de	trabajo
considera	 que	 deben	 ser	 apreciados	 en	 forma	 integral	 y	 conjunta	 con	 el
requisito	 antes	 analizado,	 porque	 los	mismos	 están	 relacionados.	 En	 este
punto,	 consideramos	 que	 los	 informes	 emitidos	 por	 los	 especialistas
penitenciarios,	 tales	 como,	 informe	 psicológico	 y	 social,	 constituyen
documentos	muy	 importantes	porque	 ilustran	al	 juzgador	en	 las	 referidas
materias,	 por	 tanto	 los	mismos	 deben	 ser	 claros,	 precisos,	 y	 de	 no	 serlos
conforme	 lo	 ha	 señalado	 el	 Tribunal	 Constitucional,	 los	 profesionales
deberán	ser	citados	a	la	audiencia	para	explicar	y	ampliar	sus	informes	de
ser	el	caso.
(...).
2.	 (...)	 elemento	 referente	 a	 la	 naturaleza	 del	 delito	 cometido,	 debe	 ser
analizado	por	el	juzgador	como	un	marco	referencial,	ello	no	significa	volver
a	analizar	el	hecho	delictivo	y	vulnerar	una	resolución	con	autoridad	de	cosa
juzgada,	 sino	 que	 nos	 permite	 tener	 en	 cuenta,	 teniendo	 como	 marco	 o
punto	 de	 partida	 el	 delito	 cometido	 como	 ha	 sido	 la	 evolución	 del
tratamiento	 penitenciario	 del	 penado	 y	 verificar	 si	 en	 efecto	 está	 en
condiciones	de	ser	excarcelado	sin	el	peligro	de	que	cometa	un	nuevo	delito,
resulta	por	tanto	necesario	y	recomendable	en	el	aspecto	operativo	la	forma
como	 se	 llevan	 a	 cabo	 las	 audiencias	 para	 la	 concesión	 de	 beneficios
penitenciarios,	toda	vez	que	en	virtud	del	principio	de	inmediación,	el	juez
además	 de	 formular	 las	 preguntas	 y	 las	 respuestas	 a	 las	 mismas,	 debe
advertir	las	aptitudes	de	los	internos,	precisándolas	con	detalle	en	las	actas,
las	mismas	 que	 van	 a	 servir	 de	 sustento	 a	 la	 resolución	 a	 expedirse.	 (...).
(Taller	 de	 Debates	 “Criterios	 de	 interpretación	 para	 la	 concesión	 de
beneficios	penitenciarios”,	Lima	-	2006,	Grupo	2)
	
CUADRO	 SINÓPTICO.—Redención	 de	 la	 pena	 por	 el	 trabajo	 y	 por	 el
estudio.
Beneficios	penitenciarios	establecidos	en	leyes	penales
especiales
(La	redención	de	la	pena	por	el	trabajo	y	por	el	estudio)
Delito Trabajo
y	estudio
Liberación
condicional
Semilibertad
Terrorismo
Ley	29423
D.	Leg.	25475
Ninguno
Ninguno
Ninguno
Ninguno
-
Ninguno
TID
Ley	26320
Microcomercialización
Demás	casos
No	se	aplica	en:
296-A,	296-B,	296-C,	29.
	
	
2	días
por	uno
	
	
5	días
por	uno
	 	
Ley	27770
Concusión
Peculado,	corrupción	de	funcionarios
Asociación	ilícita
Contra	la	administración	pública,	Estado	y	defensa
nacional,	 poderes	 del	 Estado	 y	 el	 orden
constitucional
5	días
por	uno
3/4	de	la
pena
2/3	de	la
pena
Ley	27765
Modificatoria	de	la	Ley	28355
Lavado	de	activos.
Art.	7°.
Ninguno Ninguno Ninguno
Ley	27507
En	los	delitos 5	días
por	uno 	 	
129,	173,	173-A,	200,	325	a	332	y	346
	
SECCIÓN	I
Permiso	de	salida
C.E.P.
ART.	43.—Casos	en	que	procede	el	permiso	de	salida.	El
permiso	de	salida	puede	ser	concedido	al	interno	por	un	máximo
de	72	horas,	en	los	casos	siguientes:
1.	Enfermedad	grave,	debidamente	comprobada	con	certificación
médica	oficial,	o	muerte	del	cónyuge	o	concubino,	padres,	hijos	o
hermanos	del	interno.
2.	Nacimiento	de	hijos	del	interno.
3.	Realizar	gestiones	personales,	de	carácter	extraordinario	que
demanden	la	presencia	del	interno	en	el	lugar	de	la	gestión.
4.	Realizar	gestiones	para	la	obtención	de	trabajo	y	alojamiento
ante	la	proximidad	de	su	liberación.
Este	 beneficio	 puede	 ser	 concedido	 por	 el	 director	 del
establecimiento	penitenciario,	dando	cuenta	al	Ministerio	Público
y	 en	 su	 caso	 al	 juez	 que	 conoce	 del	 proceso,	 y	 adoptará	 las
medidas	necesarias	de	custodia,	bajo	responsabilidad.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 169.—El	 permiso	 de	 salida	 es	 concedido	 por	 el	 director	 del
establecimiento	 penitenciario	 hasta	 por	 setenta	 y	 dos	 horas,	 cuando
concurran	 las	 circunstancias	 contenidas	 en	 el	 artículo	 43	 del	 código	 y
teniendo	a	la	vista	el	expediente	personal	del	interno,	previo	informe	social.
Para	 su	 concesión	 se	 tomarán	 en	 cuenta	 los	 antecedentes	 y	 demás
circunstancias	personales	del	interno.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 170.—El	 director	 podrá	 conceder	 el	 permiso	 de	 salida	 aun	 cuando
existiera	 sanción	 por	 falta	 grave,	 si	 concurren	 las	 circunstancias
mencionadas	en	el	inciso	1)	del	artículo	43	del	código.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 171.—El	 director	 del	 establecimiento	 penitenciario	 expedirá	 la
autorización	de	permiso	de	salida.	Dicho	documento	deberá	contener:
171.1.	Motivo	del	permiso;
171.2.	Tiempo	por	el	que	se	concede;
171.3.	Lugar	de	destino	autorizado	para	el	desplazamiento	del	 interno;	 la
ruta	 será	 comunicada	 aparte	 al	 personal	 de	 seguridad,	 el	 cual	 debe
mantenerla	en	reserva;
171.4.	 La	 evolución	 favorable	 del	 interno	 en	 el	 proceso	 de	 tratamiento	 y
rehabilitación;
171.5.	 Las	 normas	 de	 conducta	 que	 debe	 observar	 el	 interno	 durante	 el
permiso;	y,
171.6.	 Las	medidas	 de	 seguridad	 convenientes	 y	 adecuadas	 que	 deberán
adoptarse.
La	 resolución	 que	 concede	 este	 beneficio	 formará	 parte	 del	 expediente
personal	del	interno.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 172.—Si	 el	 permiso	 de	 salida	 es	 denegado,	 el	 interno,
alternativamente	podrá	formular	reconsideración	o	apelación	en	el	plazo	de
un	 día	 hábil.	 La	 reconsideración	 será	 resuelta	 por	 el	 director	 del
establecimiento	penitenciario	en	el	mismo	plazo	y	la	apelación	en	tres	días
hábiles,	por	la	dirección	regional.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	173.—Durante	el	permiso	de	salida,	el	personal	de	seguridad	portará
la	 autorización	 que	 justifica	 la	 permanencia	 del	 interno	 fuera	 del
establecimiento	penitenciario.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	174.—Cuando	no	fuera	posible	el	retorno	del	interno	por	razones	de
fuerza	 mayor	 o	 caso	 fortuito	 dentro	 del	 plazo	 concedido,	 el	 personal	 de
seguridad	 deberá	 dar	 cuenta	 inmediata	 al	 director	 del	 establecimiento
penitenciario	de	origen,	y	adoptará	las	medidas	de	seguridad	pertinentes.
SECCIÓN	II
Redención	de	la	pena	por	el	trabajo	y	la
educación
C.E.P.
ART.	 44.—Redención	 de	 la	 pena	 por	 el	 trabajo.	 El	 interno
redime	la	pena	mediante	el	trabajo,	a	razón	de	un	día	de	pena	por
dos	 días	 de	 labor	 efectiva,	 bajo	 la	 dirección	 y	 control	 de	 la
administración	penitenciaria,	salvo	lo	dispuesto	en	el	artículo	46.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 175.—La	 redención	 de	 la	 pena	 por	 el	 trabajo	 se	 acredita	 con	 la
planilla	 de	 control	 laboral	 efectiva	 que	 estará	 a	 cargo	 del	 jefe	 de	 trabajo.
Para	tener	derecho	a	dicho	beneficio,	el	 interno	tiene	que	haberse	 inscrito
previamente	en	el	libro	de	registro	de	trabajo.
Para	la	redención	de	la	pena	por	el	trabajo,	se	computará	como	un	día	de
trabajo	la	actividad	laboral	realizada	durante	al	menos	cuatro	horas,	así	sea
en	días	diferentes.	Para	estos	efectos	no	se	podrán	computar	más	de	ocho
horas	diarias	de	trabajo.
DOCTRINA.—Reclusos	no	pueden	ser	obligados	a	realizar	actividades
forzadas	 para	 su	 reinserción.	 “(…)	 se	 hace	 evidente	 entonces	 que	 el
acceso	 de	 las	 personas	 condenadas	 a	 penas	 privativas	 de	 la	 libertad	 a
actividades	 de	 resocialización	 tiene	 un	 doble	 carácter,	 de	 una	 parte,	 se
concibe	como	un	mecanismo	diseñado	por	el	Estado	para	hacer	realidad	los
fines	de	 la	 pena	 sin	desconocer	 la	 dignidad	humana	de	 los	 reclusos	 como
sujetos	 capaces	 de	 tomar	 sus	 propias	 decisiones	 y,	 de	 otra,	 se	 presenta
como	un	derecho	subjetivo	que	las	personas	privadas	de	la	libertad	pueden
ejercer	o	dejar	de	hacerlo,	con	miras	a	aliviar	su	situación	(…)	las	personas
privadas	de	la	libertad,	en	cuanto	titulares	del	derecho	a	autodeterminar	su
existencia,	bien	podrían	optar	por	no	acudir	a	los	mecanismos	de	redención
establecidos	en	 la	 ley	penal	 sin	hacerse	acreedores	a	 sanción	alguna	 (…)”.
(C.	Const.	de	Colombia,	Sent.	T-259,	dic.	05/2005.	M.P.	Álvaro	Tafur	Galvis)
C.E.P.
ART.	45.—Redención	de	la	pena	por	el	estudio.	El	interno	que
recibe	 educación	 en	 sus	 diversas	modalidades,	 bajo	 la	 dirección
del	 órgano	 técnico	 del	 establecimiento	 penitenciario,	 redime	 un
día	 de	 pena	 por	 dos	 días	 de	 estudio,	 debiendo	 aprobar	 la
evaluación	 periódica	 de	 los	 estudios	 que	 realiza,	 salvo	 lo
dispuesto	en	el	artículo	46.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 176.—La	 redención	 de	 pena	 por	 la	 educación	 se	 acreditará	 con	 la
evaluación	mensual	de	 los	estudios	con	notas	aprobatorias	y	 la	planilla	de
control	 educativo.	 El	 informe	 trimestral	 será	 agregado	 al	 expediente
personal	del	interno.	Para	tener	derecho	a	dicho	beneficio,	el	interno	tiene
que	haberse	inscrito	previamente	en	el	libro	de	registro	de	educación.
Para	la	redención	de	la	pena	por	la	educación,	se	computará	como	un	día	de
estudio	 la	 dedicación	 a	 esta	 actividad	 durante	 al	 menos	 cuatro	 horas
efectivas	 mínimas,	 así	 sea	 en	 días	 diferentes.	 Para	 estos	 efectos,	 no	 se
podrán	computar	más	de	ocho	horas	diarias	de	estudio.
JURISPRUDENCIA.—Contenido	esencial	del	derecho	a	la	educación.	 “(...)
El	derecho	a	la	educación	se	encuentra	determinado	por:	el	derecho	al	acceso
a	 una	 educación	 adecuada,	 la	 libertad	 de	 enseñanza,	 la	 libre	 elección	 del
centro	 docente,	 el	 respeto	 a	 la	 libertad	 de	 conciencia	 de	 los	 estudiantes,	 el
respeto	a	la	identidad	de	los	estudiantes,	un	buen	trato	psicológico	y	físico,	la
libertad	 de	 cátedra,	 así	 como	 la	 libertad	 de	 creación	 de	 centros	 docentes	 y
universidades.
Comprende	 las	 siguientes	 características	 esenciales:	 disponibilidad	 (deben
ponerse	 a	 disposición	 de	 la	 población	 los	 suficientes	 centros	 de	 educación	 y
programas	 de	 enseñanza),	 accesibilidad	 (todos	 deben	 poder	 acceder	 a	 los
centros	 educativos	 y	 a	 los	 programas	 de	 enseñanza	 en	 igualdad	 de
condiciones),	aceptabilidad	(los	programas	de	estudio	y	métodos	pedagógicos
deben	 ser	 adecuados,	 pertinentes	 y	 de	 buena	 calidad),	 y	 adaptabilidad	 (los
programas	 y	métodos	 deben	 adecuarse	 a	 las	 necesidades	 de	 cada	 sociedad)
(…)”.	(TC,	Exp.	N°	0091-2005-PA/TC,	feb.	18/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
C.E.P.
ART.	46.—Modificado.	Ley	30262,	Art.	1°.	Casos	especiales	de
redención.	 En	 los	 casos	 de	 internos	 primarios	 que	 hayan
cometido	 los	 delitos	 previstos	 en	 los	 artículos	 107,	 108-B,	 121,
121-A,	 121-B,	 152,	 186,	 189,	 195,	 200,	 279,	 279-A,	 279-B,	 317,
317-A,	 325,	 326,	 327,	 328,	 329,	 330,	 331,	 332	 y	 346	del	 Código
Penal,	la	redención	de	pena	por	el	trabajo	o	la	educación	se	realiza
a	 razón	 de	 un	 día	 de	 pena	 por	 cinco	 días	 de	 labor	 o	 estudios
efectivos,	en	su	caso.
Los	 reincidentes	 y	 habituales	 en	 el	 delito	 redimen	 la	 pena
mediante	el	trabajo	y	la	educación	a	razón	de	un	día	de	pena	por
seis	días	de	trabajo	o	estudio	efectivo,	según	sea	el	caso.
De	 conformidad	 con	 lo	 establecido	 en	 el	 segundo	 párrafo	 del
artículo	 46-B	 y	 el	 primer	 párrafo	 del	 artículo	 46-C	 del	 Código
Penal,	 en	 los	 casos	 previstos	 en	 los	 delitos	 señalados	 en	 los
artículos	107,	108-B,	121,	121-A,	121-B,	152,	186,	189,	195,	200,
279,	279-A,	279-B,	317,	317-A,	325,	326,	327,	328,	329,	330,	331,
332	y	346	del	Código	Penal,	 la	redención	de	 la	pena	mediante	el
trabajo	 o	 la	 educación	 se	 realiza	 a	 razón	 de	 un	 día	 de	 pena	 por
siete	días	de	labor	o	estudios	efectivo,	en	su	caso.
NOTAS:	1.	La	Ley	N°	30332,	publicada	el	06	de	junio	del	2015,	en	su	artículo	único,	dispusó	que	la
“las	modificaciones	efectuadas	por	la	Ley	30262	sobre	la	concesión	de	beneficios	penitenciarios,	son
de	aplicación	exclusiva	a	los	condenados	por	los	delitos	que	hayan	cometido	a	partir	de	su	vigencia”.
2.	Texto	según	Fe	de	Erratas	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	15	de	noviembre	del	2014.
3.	El	artículo	único	de	la	Ley	30101,	publicada	el	02	de	noviembre	del	2013,	precisó	que	“[l]as
modificaciones	efectuadas	por	las	leyes	N°s	30054,	30068,	30076	y	30077	a	los	beneficios
penitenciarios	son	de	aplicación	a	los	condenados	por	los	delitos	que	se	cometan	a	partir	de	su
vigencia”.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	177.—El	cómputo	de	la	redención	de	la	pena	por	trabajo	o	educación
comprende	del	 primer	 al	 último	día	 que	 el	 interno	haya	 realizado	una	 de
estas	actividades.
El	 trabajo	 o	 estudio	 no	 se	 llevará	 a	 cabo	 domingos	 y	 feriados,	 los	 cuales
tampoco	se	tendrán	en	cuenta	para	la	redención	de	la	pena	por	el	trabajo	o
el	 estudio.	 En	 casos	 especiales,	 debidamente	 autorizados	 por	 el	 consejo
técnico	 penitenciario	 del	 establecimiento	 penitenciario,	 con	 la	 debida
justificación,	 las	 horas	 trabajadas	 o	 estudiadas	 durante	 dichos	 días	 se
computarán	como	ordinarias.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	178.—La	redención	de	 la	pena	por	 trabajo	y	educación	servirá	para
acceder	con	anticipación	a	la:
178.1.	 Libertad	 bajo	 vigilancia,	 otorgada	 en	 audiencia	 pública
extraordinaria	conforme	al	Decreto	Ley	N°	25476;
178.2.	La	semilibertad;
178.3.	La	liberación	condicional;	y,
178.4.	Libertad	por	cumplimiento	de	condena.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	179.—Para	las	audiencias	públicas	extraordinarias	a	que	se	refiere	el
inciso	 178.1	 del	 artículo	 178	 será	 obligatorio	 que	 la	 autoridad	 judicial
solicite	a	la	administración	penitenciaria	el	certificado	de	cómputo	laboral	o
de	estudios	que	corresponda	al	interno	cuya	detención	se	evalúa.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 180.—El	 interno	 sancionado	 disciplinariamente	 con	 aislamiento	 no
podrá	redimir	su	pena	mientras	dure	dicha	medida.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 181.—El	 interno	 que	 no	 observe	 las	 reglas	 establecidas	 durante	 la
jornada	de	trabajo	o	de	educación,	perderá	el	derecho	al	cómputo	de	dicha
jornada	 para	 la	 redención	 de	 la	 pena,	 sin	 perjuicio	 de	 las	 sanciones
disciplinarias	que	correspondan,	conforme	al	código	y	el	reglamento.
D.	S.	015-2003-JUS.	
ART.	182.—El	 interno	en	semilibertad	seguirá	 redimiendo	su	pena	por	el
trabajo	 o	 estudio,	 previo	 informe	 del	 centro	 laboral,	 escuela,	 instituto
superior	 o	 universidad,	 según	 el	 caso,	 bajo	 la	 supervisión	 de	 la	 autoridad
penitenciaria	 que	 corresponda.	 El	 liberado	 podrá	 acumular	 el	 tiempo	 de
redención	de	pena	para	el	cumplimiento	de	su	condena.
JURISPRUDENCIA.—Proscripción	del	beneficio	de	semilibertad	por
violación	sexual	no	vulnera	el	principio	de	legalidad.	“(…)	el	mandato	de
determinación	o	lex	certa	como	atributo	del	principio	de	legalidad	penal,	(Art.
2.24,d	de	la	Constitución)	prohíbe	la	promulgación	de	leyes	penales
indeterminadas	y	constituye	una	exigencia	expresa	en	nuestro	texto	que	la
tipificación	previa	de	la	ilicitud	penal	sea	‘expresa	e	inequívoca’.	Es	decir,	se
trata	de	una	prescripción	dirigida	al	legislador	para	que	éste	dote	de
significado	unívoco	y	preciso	a	la	norma	penal,	de	tal	forma	que	la	actividad
de	subsunción	del	hecho	en	la	norma	sea	verificable	con	relativa	certidumbre.
Por	tanto,	dado	el	contenido	del	texto	de	las	cuestionadas	disposiciones
contenidas	en	los	artículos	2°	y	4°	de	la	Ley	N°	27507,	resulta	claro	que	no	son
atentatorias	del	mandato	de	determinación,	toda	vez	que	se	evidencia	que,
por	un	lado,	se	permite	la	concesión	del	beneficio	de	redención	de	la	pena	por
el	trabajo	o	el	estudio	y,	por	otro,	se	proscribe	la	concesión	de	la	liberación
condicional	y	de	la	semilibertad	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	7732-2005-PHC/TC,	abr.
26/2007.	Pres.	Gonzales	Ojeda)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	entiende	que	la	publicación	de	la
Ley	N°	30101	obliga	a	resolver	beneficios	penitenciarios	con	la	norma
vigente	al	del	delito	o	con	la	más	favorable	al	reo	(tempus	delicti
comissi).	“(...)	La	judicatura	a	partir	de	la	presente	ley,	retoma	este	principio
de	ley	material	por	mandato	legal	y	por	ser	una	ley	posterior	más	favorable	a
la	libertad	(principio	favor	libertatis)	y	a	los	derechos	fundamentales	de	la
persona.	A	partir	de	esta	ley,	consecuentemente,	se	abandona	en	el	criterio
que	venía	asumiendo	hasta	entonces,	el	Tribunal	Constitucional	Peruano,	con
la	sentencia	‘Carlos	Saldaña	Saldaña’	Exp.	2196-2002	HC/TC	de	fecha	10	de
diciembre	de	2003	‘tempus	regit	actum’	(ley	procesal	aplicable	en	el	tiempo,	es
la	que	se	encuentra	vigente	al	momento	de	resolverse	el	acto	procesal),	según
la	cual	los	beneficios	penitenciarios	se	rigen	por	la	ley	vigente	al	momento	de
la	solicitud	del	beneficio,	incluso	cuando	dicha	norma	sea	menos	favorable	al
reo	que	la	legislación	anterior.	Es	decir,	no	interesa	qué	ley	penitenciaria
estuvo	en	vigor	al	momento	en	que	el	agente	cometió	el	delito	o	cuando	este
fue	condenado,	sino	que	debe	aplicarse	la	norma	vigente	al	momento	de
solicitar	el	beneficio	penitenciario.	La	judicatura	peruana	también	había
asumido	esta	postura	interpretativa,	tomando	en	cuenta	la	ley	vigente	al
momento	de	la	solicitud	del	beneficio,	pero	a	partir	de	la	ley	30101,	es	de
entenderse	que	ya	no	tiene	aplicación	para	el	otorgamiento	de	los	beneficios
penitenciarios”.	(CS,	A.V.	13-2004,	jul.	16/2014.	Juez	Supremo	Baltazar
Morales	Parraguez)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Superior	de	Lima	confirma	el	abandono	de	la
“doctrina	Parot”:	los	beneficios	penitenciarios	se	resuelven	con	la	norma
vigente	al	momento	del	hecho.	“Que,	las	dos	últimas	normas	invocadas	(Ley
29604	y	30101),	rompen	de	plano	con	la	posición	asumida	tanto	por	el
Tribunal	Constitucional	como	por	los	diversos	órganos	jurisdiccionales	del
Poder	Judicial	(...)	por	lo	tanto	podemos	concluir	que,	en	lo	que	respecta	a	los
beneficios	penitenciarios	por	estudio	y	trabajo,	resultará	de	aplicación	la
norma	vigente	al	momento	del	hecho,	significando	ello,	un	cambio
significativo	al	Código	de	Ejecución	Penal	y	a	la	normatividad	de	los	beneficios
penitenciarios	en	el	sistema	actual	(...).	Que,	por	lo	demás,	las	referidas	leyes
(29604	y	30101),	avizorando	el	advenimiento	de	nuevos	tiempos,
premonitoriamente	adoptaron	dicho	criterio	que,	como	podemos	verlo,	ha
sido	reconocido	por	el	Tribunal	Europeo	de	Derechos	Humanos	con	sede	en
Estrasburgo,	al	caso	concreto	de	la	etarra	(...)	el	cual	pone	fin	a	la	‘doctrina
Parot’,	aplicada	por	los	tribunales	españoles	a	los	miembros	del	grupo
terrorista	ETA,	siendo	que	en	el	mismo,	entre	otros	puntos,	concluye	que	las
disposiciones	sobre	beneficios	penitenciarios	son	se	pueden	aplicar
retroactivamente	(...)”.	(CSJL,	Exp.	13985-2013,	ene.	17/2013,	S.	S.	Biaggi
Gómez)
C.E.P.
ART.	47.—Modificado.	 Ley	30262,	Art.	 1°.	 Improcedencia	de
acumulación	 de	 la	 redención	 de	 pena	 por	 el	 trabajo	 y
educación.	El	beneficio	de	la	redención	de	la	pena	por	el	trabajo	y
la	 educación	 no	 es	 acumulable	 cuando	 estos	 se	 realizan
simultáneamente.
El	 beneficio	 de	 la	 redención	 de	 la	 pena	 por	 el	 trabajo	 o	 la
educación	no	es	aplicable	a	los	agentes	de	los	delitos	tipificados	en
los	artículos	108,	108-A,	153,	153-A,	296,	297,	301,	302	y	319	a
323	del	Código	Penal.
NOTA:	La	Ley	N°	30332,	publicada	el	06	de	junio	del	2015,	en	su	artículo	único,	dispusó	que	la	“las
modificaciones	efectuadas	por	 la	Ley	30262	sobre	 la	concesión	de	beneficios	penitenciarios,	son	de
aplicación	exclusiva	a	los	condenados	por	los	delitos	que	hayan	cometido	a	partir	de	su	vigencia”.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 117.—La	 administración	 penitenciaria	 fomentará,	 en	 caso	 de	 ser
necesario,	 el	 funcionamiento	 de	 centros	 educativos,	 dentro	 del
establecimiento	penitenciario.
La	administración	penitenciaria	 fomentará	 la	educación	a	distancia	en	 los
niveles	técnico	y	superior.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	118.—El	director	del	establecimiento	penitenciario	y	el	 responsable
de	 la	 educación,	 promoverán	 actividades	 y	 cursos	 no	 escolarizados,
destinados	a	estimular	las	aptitudes	artísticas	y	culturales	del	interno.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 119.—En	 cada	 establecimiento	 penitenciario,	 el	 responsable	 de
educación	 promoverá	 el	 funcionamiento	 de	 una	 o	 más	 bibliotecas	 con	 el
aporte	 de	 instituciones	 públicas,	 privadas	 y	 de	 los	 mismos	 internos.	 La
distribución	de	los	libros	de	la	biblioteca	podrá	estar	a	cargo	de	un	interno.
C.E.P.
ART.	 47-A.—Incorporado.	 Ley	 30076,	 Artículo	 6°.
Acumulación	 de	 la	 redención	 de	 pena	 por	 trabajo	 o
educación	 para	 el	 cumplimiento	 de	 la	 condena.	 Para	 el
cumplimiento	de	la	condena,	el	interno	podrá	acumular	el	tiempo
de	permanencia	 efectiva	 en	 el	 establecimiento	penitenciario	 con
el	tiempo	de	pena	redimido	por	trabajo	o	educación,	en	cuyo	caso
se	deberá	cumplir	con	el	procedimiento	y	requisitos	establecidos
por	el	reglamento.
Dicha	 acumulación	 no	 procede	 en	 los	 delitos	 respecto	 de	 los
cuales	 la	 redención	de	 la	pena	por	el	 trabajo	y	 la	educación	está
expresamente	prohibida	por	ley.
SECCIÓN	III
Semilibertad
C.E.P.
ART.	 48.—Modificado.	 Ley	 30076,	 Art.	 5°.	 Semilibertad.	 La
semilibertad	 permite	 al	 sentenciado	 egresar	 del	 establecimiento
penitenciario,	 para	 efectos	 de	 trabajo	 o	 educación,	 cuando	 ha
cumplido	 la	 tercera	 parte	 de	 la	 pena	 y	 si	 no	 tiene	 proceso
pendiente	con	mandato	de	detención.
En	los	casos	del	artículo	46,	primer	párrafo,	la	semilibertad	podrá
concederse	 cuando	 se	 ha	 cumplido	 las	 dos	 terceras	 partes	 de	 la
pena	y	previo	pago	del	íntegro	de	la	cantidad	fijada	en	la	sentencia
como	 reparación	 civil	 y	 de	 la	 multa	 o,	 en	 el	 caso	 del	 interno
insolvente,	 la	 correspondiente	 fianza	 en	 la	 forma	 prevista	 en	 el
artículo	183	del	Código	Procesal	Penal.
El	 beneficio	 de	 semilibertad	 es	 inaplicable	 a	 los	 reincidentes,
habituales	y	a	los	agentes	de	los	delitos	tipificados	en	los	artículos
107,	108,	108-A,	108-B,	121,	121-A,	121-B,	152,	153,	153-A,	173,
173-A,	 186,	 189,	 195,	 200,	 279-A,	 279-B,	 296,	 297,	 317,	 317-A,
319	a	323,	325,	326,	327,	328,	329,	330,	331,	332	y	346	del	Código
Penal.
NOTA:	El	artículo	único	de	la	Ley	30101,	publicada	el	02	de	noviembre	del	2013,	precisó	que	“[l]as
modificaciones	 efectuadas	 por	 las	 leyes	 N°s	 30054,	 30068,	 30076	 y	 30077	 a	 los	 beneficios
penitenciarios	 son	 de	 aplicación	 a	 los	 condenados	 por	 los	 delitos	 que	 se	 cometan	 a	 partir	 de	 su
vigencia”.
JURISPRUDENCIA.—Sólo	 el	 juez	 puede	 otorgar	 o	 denegar	 el	 beneficio
penitenciario	 de	 semilibertad.	 “(...)	 es	 el	 juez	 el	 que	 tiene	 la	 potestad	 de
otorgar	 o	 denegar	 el	 beneficio	 penitenciario	 de	 semilibertad,	 sin	 que	 ello
suponga	 un	 acto	 de	 arbitrariedad.	 Asimismo,	 señala	 que	 la	 función	 del
Ministerio	 Público	 no	 es	 en	 ningún	 caso	 decisoria	 ni	 sancionatoria,	 pues	 no
dispone	 de	 facultades	 coactivas	 ni	 de	 decisión	 directa	 en	 lo	 que	 resuelva	 la
judicatura	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 2952-2005-PHC/TC,	 jun.	 23/2005.	 Pres.	 Alva
Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Corte	 Suprema	 entiende	 que	 la	 publicación	 de	 la
Ley	N°	30101	obliga	a	 resolver	beneficios	penitenciarios	 con	 la	norma
vigente	 al	 del	 delito	 o	 con	 la	 más	 favorable	 al	 reo	 (tempus	 delicti
comissi).	“(…)	La	judicatura	a	partir	de	la	presente	ley,	retoma	este	principio
de	ley	material	por	mandato	legal	y	por	ser	una	ley	posterior	más	favorable	a
la	 libertad	 (principio	 favor	 libertatis)	 y	 a	 los	 derechos	 fundamentales	 de	 la
persona.	 A	 partir	 de	 esta	 ley,	 consecuentemente,	 se	 abandona	 en	 el	 criterio
que	venía	asumiendo	hasta	entonces,	el	Tribunal	Constitucional	Peruano,	con
la	 sentencia	 ‘Carlos	Saldaña	Saldaña’	Exp.	2196-2002	HC/TC	de	 fecha	10	de
diciembre	de	2003	‘tempus	regit	actum’	(ley	procesal	aplicable	en	el	tiempo,	es
la	que	se	encuentra	vigente	al	momento	de	resolverse	el	acto	procesal),	según
la	cual	los	beneficios	penitenciarios	se	rigen	por	la	ley	vigente	al	momento	de
la	solicitud	del	beneficio,	incluso	cuando	dicha	norma	sea	menos	favorable	al
reo	 que	 la	 legislación	 anterior.	 Es	 decir,	 no	 interesa	 qué	 ley	 penitenciaria
estuvo	en	vigor	al	momento	en	que	el	agente	cometió	el	delito	o	cuando	este
fue	 condenado,	 sino	 que	 debe	 aplicarse	 la	 norma	 vigente	 al	 momento	 de
solicitar	 el	 beneficio	 penitenciario.	 La	 judicatura	 peruana	 también	 había
asumido	 esta	 postura	 interpretativa,	 tomando	 en	 cuenta	 la	 ley	 vigente	 al
momento	 de	 la	 solicitud	 del	 beneficio,	 pero	 a	 partir	 de	 la	 ley	 30101,	 es	 de
entenderse	que	ya	no	tiene	aplicación	para	el	otorgamiento	de	los	beneficios
penitenciarios”.	 (CS,	 A.V.	 13-2004,	 jul.	 16/2014.	 Juez	 Supremo	 Baltazar
Morales	Parraguez)
C.E.P.
ART.	49.—Modificado.	Ley	29881,	Art.	Único.	Expediente	del
beneficio	de	 semilibertad.	 El	 Consejo	Técnico	Penitenciario	de
oficio	o	a	pedido	del	interesado,	en	un	plazo	de	diez	días,	organiza
el	expediente	de	semilibertad,	que	debe	contar	con	los	siguientes
documentos:
1.	 Copia	 certificada	 de	 la	 sentencia,	 con	 la	 constancia	 de	 haber
quedado	consentida	o	ejecutoriada.
2.	Certificado	de	conducta,	el	cual	debe	hacer	referencia	expresa
a	los	actos	de	indisciplina	en	que	hubiera	incurrido	el	interno	y	las
medidas	 disciplinarias	 que	 se	 le	 hayan	 impuesto,	 así	 como
cualquier	 otra	 circunstancia	 personal	 útil	 para	 la	 formación	 del
pronóstico	de	conducta.
3.	 Certificado	 de	 no	 tener	 proceso	 pendiente	 con	 mandato	 de
detención	a	nivel	nacional.
4.	Certificado	de	cómputo	laboral	o	estudio	efectivos,	en	el	que	se
acredite	 que	 el	 interno	 ha	 realizado	 labores	 al	 interior	 del
establecimiento	 penitenciario	 o	 ha	 obtenido	 nota	 aprobatoria.
Incluirá	una	descripción	de	las	labores	y	los	estudios	realizados.
5.	Informe	detallado	sobre	el	grado	de	readaptación	del	interno,
de	acuerdo	a	 la	evaluación	del	Consejo	Técnico	Penitenciario,	en
el	 que	 se	 establezca	 que	 efectivamente	 se	 encuentra	 apto	 y
preparado	para	su	reinserción	social.
6.	Certificado	notarial,	municipal	o	judicial	que	acredite	domicilio
o	lugar	de	alojamiento.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 183.—Para	 acogerse	 al	 beneficio	 de	 semilibertad,	 además	 de	 los
requisitos	 establecidos	 en	 el	 artículo	 49	 del	 código,	 el	 interno	 deberá
presentar	una	declaración	jurada	afirmando	que	solicita	la	semilibertad	con
la	finalidad	de	realizar	una	actividad	laboral	o	educativa.
Dentro	del	plazo	de	treinta	días	de	obtenida	la	semilibertad,	el	interno	está
obligado	 a	 acreditar	 la	 actividad	 laboral	 o	 educativa	 que	 realiza.	 En	 todo
caso,	deberá	demostrar	haber	efectuado	acciones	con	tal	propósito.	En	este
último	 supuesto,	 la	 administración	penitenciaria	prorrogará	por	 el	mismo
plazo	el	cumplimiento	de	este	requisito.
INTERPRETACIÓN	Y	APLICACIÓN	DE	LOS	BENEFICIOS	PENITENCIARIOS
R.	Adm.	297-2011-P-PJ.
ART.	 1°.—Precisar	 que,	 como	 la	 naturaleza	 jurídica	 de	 los	 beneficios
penitenciarios	de	semi-libertad	y	liberación	condicional	es	la	de	un	estímulo
o	 incentivo	 y	 no	 la	 de	 un	 derecho,	 el	 cumplimiento	 de	 los	 presupuestos
formales	previstos	en	los	artículos	49	y	54,	respectivamente,	del	Código	de
Ejecución	Penal	no	asegura	su	otorgamiento.
R.	Adm.	297-2011-P-PJ.
ART.	 2°.—Establecer	 que	 la	 concesión	 de	 uno	 de	 estos	 beneficios
constituye	 una	 actividad	 discrecional	 del	 juez	 o	 jueza	 –aunque
jurídicamente	vinculada–,	quien	solamente	puede	otorgarlos	si	se	cumplen
las	 presupuestos	 materiales	 puntualizados	 en	 el	 fundamento	 jurídico
tercero	(artículos	50,	segundo	párrafo,	y	55,	última	frase	del	primer	párrafo,
del	Código	de	Ejecución	Penal),	siempre	que	permitan	razonablemente	una
prognosis	positiva	de	readaptación	social	del	interno	(a).
El	órgano	jurisdiccional	ha	de	justificar,	mediante	la	motivación	pertinente,
con	 absoluta	 claridad	 y	 rigor	 jurídico,	 la	 estimación	 o	 desestimación	 del
beneficio	penitenciario	solicitado.
R.	Adm.	297-2011-P-PJ.
ART.	 3°.—Instar	 a	 los	 jueces	 y	 juezas	 que	 están	 constitucionalmente
autorizados	 a	 examinar	 críticamente	 el	 Informe	 sobre	 el	 grado	 de
readaptación	del	 Interno	que	acompaña	 la	administración	penitenciaria,	el
cual	 no	 es	 vinculante.	 En	 tal	 virtud,	 pueden	 ordenar,	 dentro	 de	 plazos
breves,	 se	 amplíe	 y	 complete	 el	 referido	 informe,	 así	 como	 disponer	 la
realización	de	una	pericia,	la	elaboración	de	informes	por	las	autoridades	o
personas	 jurídicas	 o	 la	 actuación	 de	 las	 diligencias	 que	 resulten
indispensables	para	la	justa	decisión	del	beneficio	penitenciario	solicitado.
R.	Adm.	297-2011-P-PJ.
ART.	 4°.—Transcribir	 la	 presente	 resolución-circular	 a	 todas	 las	 cortes
superiores	de	 Justicia	del	Perú,	 la	Oficina	de	Control	de	 la	Magistratura,	 la
Fiscalía	 de	 la	 Nación,	 el	 Ministerio	 de	 Justicia,	 la	 Jefatura	 de	 Gabinete	 de
Asesores	de	la	Presidencia	del	Poder	Judicial	y	la	Gerencia	General	del	Poder
Judicial.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Criterios	para	evaluar	la	concesión	de
los	beneficios	penitenciarios.	“El	juicio	de	probabilidad	que	se	exige	es	una
dosis	de	prudencia	y	un	análisis	de	tal	intensidad	que	conduzca	con	seriedad	a
una	convicción	razonable	de	no	reiteración	delictiva:	lo	que	se	debe	estudiar,	a
no	dudarlo,	es	la	posibilidad	de	colocar	a	un	sujeto	en	libertad,	y	no	la
posibilidad	de	que	continúe	en	un	establecimiento	penal.	(...).
Esta	última	demanda	del	juez	requiere	de	un	pronóstico	razonado	y
justificado	de	probabilidades	significativas	de	que	el	potencial	beneficiario	no
incurrirá	en	nuevas	conductas	delictivas	luego	de	producida	su	excarcelación
condicionada.	La	personalidad	del	penado	es	fundamental,	pues	es	diferente
un	delincuente	por	convicción	–caso	del	terrorista–,	un	delincuente	integrado
a	una	organización	criminal,	un	delincuente	de	carrera	delictiva,	un
delincuente	sexual,	un	delincuente	ocasional	o,	entre	otros,	un	delincuente
pasional	o	con	serias	perturbaciones	derivadas	de	la	ingesta	de	drogas	o
alcohol.
En	el	caso	del	delincuente	por	convicción	integrado	a	organizaciones
armadas	delictivas	es	vital	tener	por	acreditado	con	absoluta	claridad	su
disociación	de	aquéllas,	su	sincero	apartamiento	de	toda	convicción
antidemocrática	que	opte	por	el	camino	de	la	violencia	y	la	vulneración	de
bienes	jurídicos	protegidos	por	el	ordenamiento,	su	visible	recusación	a	su
pasado	delictivo	y	la	aceptación	genuina	de	la	ilegitimidad	de	la	conducta	que
lo	llevó	a	un	establecimiento	penal.
9.	En	segundo	lugar,	(...)	la	autoridad	jurisdiccional	puede	estimar	validable
la	información	suministrada	o	complementarla	con	otros	medios	de	prueba	–
pericias	incluidas–	útiles	para	identificar	nuevos	indicadores	que	hagan
posible	sustentar	de	modo	suficiente	la	prognosis	favorable	de	conducta
futura:	se	trata	de	un	incidente	de	ejecución	penal	y,	como	tal,	la	decisión
jurisdiccional	ha	de	tomar	en	cuenta	la	información	contenida	en	el
expediente	administrativo,	pero	ésta	no	es	definitiva	y,	menos,	la	opinión	de	la
autoridad	administrativa.	Es	más,	el	órgano	jurisdiccional	puede	desarrollar
en	la	audiencia	correspondiente	líneas	de	entrevista	que	en	base	a	la
inmediación	con	el	interno	solicitante	y	su	relación	con	la	evidencia	acopiada
le	resulten	idóneas	para	emitir	una	mejor	decisión	en	torno	a	la	concesión	o
no	del	beneficio	peticionado.
10.	En	tercer	lugar,	el	órgano	jurisdiccional	debe	prestar	especial	atención	al
señalamiento	de	las	reglas	de	conducta	que	imponga	al	beneficiario.	La
semilibertad	y	la	liberación	condicional,	por	cierto,	no	trasmite	la	idea	de	que
por	ello	no	se	cumple	íntegra	o	efectivamente	la	pena	impuesta,	ésta
sencillamente	se	cumple	pero	en	condiciones	de	libertad	y	sujeta	a	controles
(...)
11.	Cabe	señalar	que	en	determinados	casos	el	artículo	53	del	Código	de
Ejecución	Penal	exige	para	la	concesión	de	beneficios	penitenciarios	que,
además,	el	solicitante	haya	cubierto	la	reparación	civil	o	asegurado	de	modo
formal	su	futuro	cumplimiento.”	(CS,	Ac.	P.	8-2011/CJ-116,	may.	30/2012)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Liberación	condicional	y	permisos
especiales	para	estancias	en	el	extranjero.	“(...)	excepcionalmente,	el	juez
tiene	la	potestad	–ciertamente	limitada,	sujeta	a	una	prognosis	de	no	huida	y
de	factibilidad	del	control	en	el	extranjero–	de	conceder	autorizaciones	que
impliquen	traslados	o	estancias	cortas	plenamente	justificadas	en	otro	país
del	condenado	en	régimen	de	liberación	condicional	–tratamiento	médico
urgente,	fallecimiento	de	parientes	cercanos,	etcétera–.	De	igual	manera
cuando	se	acoge	al	cumplimiento	de	condenas	en	el	país	de	origen	o	de
anterior	residencia	legal,	si	el	tratado	respectivo	lo	permite.
En	estos	casos,	ciertamente	extraordinarios,	el	juez,	luego	de	evaluar	lo
razonable,	justificado	e	inaplazable	del	motivo	del	viaje	al	exterior,	deberá:
a)	promover	y	activar	procedimientos	de	cooperación	judicial	internacional
en	materia	penal	–en	aplicación	de	convenios	internacionales	o	de
compromisos	de	reciprocidad	claramente	existentes	o	firmemente	aceptados–
que	posibiliten	el	control	en	el	país	extranjero	de	destino	del	cumplimiento	de
las	principales	reglas	impuestas	al	beneficiado	en	la	resolución	de	concesión
del	beneficio	(reportarse	periódicamente	a	la	autoridad);
b)	requerir	la	aceptación	y,	luego,	el	pleno	auxilio	de	las	autoridades
extranjeras	para	la	aplicación	de	medidas	de	verificación	o	localización	física
que	impidan	un	quebrantamiento	de	la	condena	que	viene	efectuándose	con
régimen	de	liberación	condicional:	vigilancia	personal	o	electrónica.	(...).
13.	Ahora	bien,	si	el	condenado	beneficiario	de	liberación	condicional,	a	quien
se	autorizó	a	salir	del	país,	no	retornara	injustificadamente	al	Perú	en	el
término	acordado	por	el	juez,	o	de	manera	contumaz	no	se	sometiera	a	los
controles	dispuestos	por	la	autoridad	competente	del	país	de	destino,	se
asumirá	que	está	quebrantando	su	condena	con	lo	cual	perdería	el	régimen	de
libertad	condicional	concedido,	adquiriendo	la	condición	de	prófugo	de	la
justicia	y	habilitando	la	inmediata	incoación	de	un	procedimiento
extradicional	activo	en	su	contra.	El	juez	deberá,	pues,	hacer	constar	en	la
resolución	autorizativa,	a	modo	de	apercibimiento,	estas	condiciones	y
efectos.”	(CS,	Ac.	P.	8-2011/CJ-116,	may.	30/2012)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Sucesión	de	leyes	sobre	concesión	de
beneficios	penitenciarios.	“(…)	La	conclusión	que	se	deriva	de	lo	expuesto	es,
a	no	dudarlo,	trascendente.	El	factor	temporal	de	aplicación,	desde	luego,	no
será	el	mismo	que	si	se	tratase	de	una	norma	procesal	de	ejecución,	atento	a
su	diferente	naturaleza	jurídica.	¿Cuál	es,	entonces,	el	hecho	o	acto	jurídico
material	que	la	determina?	La	institución	debe	regirse	por	la	ley	vigente	al
momento	en	que	se	inicia	la	ejecución	material	de	la	sanción	penal,	esto	es,
cuando	queda	firme	la	sentencia	que	impuso	la	sanción	penal,	salvo	criterios
universales	de	favorabilidad	en	la	fase	de	ejecución	material	de	la	sanción
privativa	de	libertad.
En	suma,	se	hace	mención,	no	a	la	fecha	de	comisión	del	delito	sino	a	la	del
inicio	de	la	ejecución	material	de	la	sanción	penal,	que	en	términos	procesales
se	objetiva	en	la	fecha	en	que	la	sentencia	adquiere	firmeza.	Materialmente	la
ejecución	empieza	o	se	inicia	técnicamente	en	ese	momento.	Atento	al
principio	diferencial,	la	finalidad	del	preso	preventivo	es	la	retención	y
custodia,	no	así	el	tratamiento	penitenciario,	propio	de	los	penados,	que	desde
un	concepto	amplio	comporta	aquella	actividad	destinada	a	suplir	aquellas
carencias	con	las	que	el	interno	ha	entrado	en	el	Establecimiento	Penal	(…).
Por	tanto,	por	razones	de	justicia	material	y	de	estabilidad	o	seguridad
jurídica,	debe	estarse	a	esa	circunstancia.	(…).
En	el	fondo	de	este	planteamiento	subyace	la	opción	de	la	doctrina
mayoritaria	que	afirma	la	autonomía	del	Derecho	de	Ejecución	Penal,	pues
presenta	peculiaridades	que	le	son	propias	y	que	impiden	su	inclusión	en	el
Derecho	penal	material	y	en	el	Derecho	procesal	penal	–como	el	protagonismo
de	la	Administración	penitenciaria	en	la	ejecución	penal	y	las	peculiaridades
del	Juez	en	la	ejecución	de	las	sanciones	penales-,	sin	que	ello	signifique	la
íntima	conexión	con	ambos	derechos	(…)
16.	Por	lo	demás,	cabe	recordar	que	reiterada	jurisprudencia	del	Tribunal
Constitucional	(…)	ha	deslindado	ya	que	será	de	aplicación,	en	caso	de
sucesión	de	leyes	en	el	tiempo,	el	régimen	legal	vigente	al	momento	de
formalizarse	ante	la	autoridad	competente	la	correspondiente	solicitud	de
beneficios	penitenciarios.	Tal	decisión,	como	es	evidente,	sólo	rige	para	las
leyes	procesales	de	ejecución	–la	doctrina	procesalista,	en	este	punto,	es
conteste–,	que	están	sujetas	al	principio	de	aplicación	inmediata	y	al	tempus
regit	actum,	y	en	las	que,	por	sobre	todo,	el	factor	temporal	de	aplicación	–el
dies	a	quo–	será	la	ley	procesal	vigente	al	momento	de	realización	del	acto
procesal:	petición	del	beneficio	penitenciario.	En	consecuencia,	cuando	el
pedido	fuera	formulado	por	el	interno	o	se	encuentre	en	trámite	con
anterioridad	a	la	vigencia	de	una	nueva	ley,	se	deberá	mantener	con	eficacia
ultractiva	el	régimen	procesal	correspondiente,	salvo	supuestos	de	clara
favorabilidad	que	incida	en	una	tramitación	más	acorde	con	los	derechos
procesales	y	los	principios	del	proceso	penal	de	ejecución.”	(VII	Pleno
Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitoria,	Acuerdo
Plenario	2-2011/CJ-116,	may.	30/2012)
C.E.P.
ART.	 50.—Modificado.	 Ley	 30076,	 Art.	 5°.	 Semilibertad.
Competencia	 y	 audiencia	 de	 semilibertad.	 La	 semilibertad	 se
concede	 por	 el	 juzgado	 que	 conoció	 el	 proceso.	 Recibida	 la
solicitud	de	beneficio	penitenciario	de	semilibertad,	acompañada
obligatoriamente	 de	 los	 documentos	 originales	 que	 acrediten	 el
cumplimiento	de	los	requisitos	previstos	en	el	artículo	49,	el	juez
notifica	con	los	recaudos	correspondientes	y	convoca	a	audiencia
dentro	 de	 los	 diez	 días,	 a	 la	 que	 concurren	 obligatoriamente	 el
fiscal,	el	sentenciado	y	su	defensa.
Instalada	 la	 audiencia,	 el	 abogado	 del	 condenado	 presenta	 la
solicitud	 y	 los	 medios	 de	 prueba	 que	 la	 sustentan	 y,
facultativamente,	 a	 las	 personas	 comprometidas	 con	 las
actividades	laborales	o	de	estudio	que	acrediten	la	aplicación	del
beneficio.
El	 juez	 realiza	 un	 análisis	 de	 la	 admisibilidad	 de	 los	medios	 de
prueba	y	da	inicio	al	debate	contradictorio.
Culminada	 la	audiencia,	 el	 juez	escucha	 los	alegatos	 finales,	por
su	orden,	al	 fiscal,	al	abogado	defensor	y	al	sentenciado,	después
de	la	cual,	resuelve	sobre	la	solicitud	del	beneficio	penitenciario	o,
en	su	defecto,	en	el	término	de	dos	días.
NOTA:	El	artículo	único	de	la	Ley	30101,	publicada	el	02	de	noviembre	del	2013,	precisó	que	“[l]as
modificaciones	 efectuadas	 por	 las	 leyes	 N°s	 30054,	 30068,	 30076	 y	 30077	 a	 los	 beneficios
penitenciarios	 son	 de	 aplicación	 a	 los	 condenados	 por	 los	 delitos	 que	 se	 cometan	 a	 partir	 de	 su
vigencia”.
PLENO	JURISDICCIONAL.—Beneficios	penitenciarios	y	cómputo	de
penas.	“(...)	Primero.-	Por	mayoría:	Los	criterios	que	debe	considerar	el	juez
para	suponer	que	el	sentenciado	no	cometerá	nuevo	delito	doloso	son	los	dos
elementos	que	señalan	las	normas	de	ejecución	penal	(artículo	50	y	55	C.E.P.),
como	son:	la	personalidad	del	condenado	y	su	conducta	observada	en	el
interior	del	establecimiento	penal,	dejándose	de	lado	el	tercer	elemento
consistente	en	la	naturaleza	del	delito	cometido	ya	que	este	concepto	fue
analizado	y	evaluado	por	el	órgano	jurisdiccional	que	impuso	la	condena.
Igualmente,	para	la	concesión	de	tales	beneficios	el	juez	debe	realizar	una
apreciación	crítica	de	los	informes	psicológicos	y	sociales	de	los	funcionarios
del	Instituto	Nacional	Penitenciario,	los	mismos	que	deben	ser	exhaustivos	y
minuciosos	y	de	ser	el	caso,	podrían	concurrir	a	la	audiencia	pública	para	que
ilustren	al	juez	sobre	sus	informes	correspondientes,	lo	que	permitirá	al
magistrado,	bajo	el	principio	de	inmediación,	tener	un	concepto	más	amplio
de	la	personalidad	del	condenado	que	solicita	el	beneficio	penitenciario.
Segundo.-	Por	unanimidad:	El	juez	debe	denegar	los	beneficios
penitenciarios	de	semilibertad	o	liberación	condicional	a	los	sentenciados	por
delito	de	tráfico	ilícito	de	drogas,	tipo	base,	cuando	han	sido	condenados
anteriormente	por	el	mismo	delito	de	TID	y	no	cuando	la	anterior	condena	ha
sido	aplicada	por	la	comisión	de	otra	clase	de	delitos.	La	Ley	26320,	artículo
4°,	es	una	ley	especial	que	regula	el	tráfico	ilícito	de	drogas.	En	tal	sentido,
existiendo	una	norma	especializada	en	la	materia	para	este	tipo	delictuoso,	la
negación	del	beneficio	penitenciario	cabe	sólo	si	la	primera	condena	es	de
tráfico	ilícito	de	drogas	en	atención	al	fin	y	la	razón	de	la	norma.
Tercero.-	Por	mayoría:	El	juez	no	debe	denegar	los	beneficios	penitenciarios
de	semilibertad	y	liberación	condicional	tratándose	del	delito	TID,	tipo	base,
cuando	el	peticionario	tuvo	dos	o	más	condenas	anteriores	que	se	refundieron
en	una	sola	porque	al	producirse	la	refundición	de	condenas,	se	convierte	en
una	sola	pena	y	nada	impide	que	este	condenado	pueda	acogerse	a	los
beneficios	penitenciarios	por	la	sencilla	razón	que	si	oportunamente	se
hubiera	acumulado	los	procesos	penales	correspondientes,	se	habría
producido	un	solo	juzgamiento	y	por	consiguiente	hubiera	merecido	una	sola
pena,	no	siendo	causa	imputable	al	reo	que	dichos	procesos	no	se	hayan
acumulado	máxime	si	la	acumulación	puede	funcionar	de	oficio.
Cuarto.-	Por	unanimidad:	para	conceder	los	beneficios	penitenciarios	no	es
necesario	que	el	condenado	esté	completamente	reeducado	y	rehabilitado	en
el	interior	del	establecimiento	penal,	debiendo	otorgarse	el	beneficio	teniendo
en	cuenta	el	grado	de	evolución	progresiva	de	su	tratamiento	penitenciario.
Esa	es	la	razón	por	la	cual	inicialmente	se	ha	previsto	la	concesión	de
semilibertad	y	en	la	fase	más	avanzada,	la	liberación	condicional.	Una	vez
otorgados	estos	beneficios,	la	reeducación	y	la	rehabilitación	deben	continuar
en	el	medio	libre	con	la	asistencia	de	otros	entes	previstos	en	el	artículo	6°	del
Título	Preliminar	del	Código	de	Ejecución	Penal.
Quinto.-	Por	unanimidad:	En	el	caso	de	revocatoria	de	algún	beneficio
penitenciario,	ya	sea	semilibertad	o	liberación	condicional	por	la	comisión	de
un	nuevo	delito	doloso,	el	condenado	debe	cumplir	la	pena	que	estuviere
pendiente	y	sucesivamente	la	nueva	pena	por	el	último	delito,	de	acuerdo	a	lo
previsto	en	el	artículo	193	del	Reglamento	del	Código	de	Ejecución	Penal.
Sexto.-	Por	unanimidad:	en	el	mismo	caso	del	acuerdo	anterior,	al	no	haberse
revocado	el	beneficio	penitenciario	mediante	resolución	expresa,	no	cabe
aducir	la	revocatoria	automática	para	los	efectos	del	pronunciamiento	de	un
nuevo	pedido	de	beneficio,	sino	necesariamente,	debe	ser	expresa	porque	se
afecta	un	derecho	fundamental	como	es	la	libertad	y	además	se	debe
considerar	que	por	la	condena	que	se	le	revocó	ya	no	procede	beneficio
penitenciario.	(...)”	(Pleno	Jurisdiccional	Superior	Nacional	Penal
“Problemática	en	la	aplicación	de	la	norma	penal,	procesal	y	penitenciaria”,
Trujillo	-	2004,	Tema	5)
JURISPRUDENCIA.—Beneficio	 penitenciario	 de	 semilibertad	 exige	 más
que	el	simple	cumplimiento	de	requisitos.	“(...)	el	beneficio	penitenciario	de
la	 semilibertad	 permite	 al	 sentenciado	 egresar	 del	 establecimiento	 penal
antes	 de	 haber	 concluido	 la	 pena,	 siempre	 que	 se	 haya	 logrado	 su
rehabilitación.	 En	 atención	 a	 ello,	 el	 artículo	 50,	 in	 fine,	 del	 Código	 de
Ejecución	Penal	establece	que	dicho	beneficio	se	concede	en	los	casos	en	que	la
naturaleza	 del	 delito	 cometido,	 la	 personalidad	 del	 agente	 y	 su	 conducta
dentro	 del	 establecimiento	 permitan	 suponer	 que	 no	 cometerá	 un	 nuevo
delito.	Es	decir,	que	para	la	obtención	de	dicho	beneficio	no	basta	con	cumplir
los	 requisitos	de	 ley,	 sino	que	se	exige	del	 juzgador	una	actividad	valorativa
que	 determine	 si	 el	 tratamiento	 penitenciario	 ha	 logrado	 su	 cometido	 (…)”.
(TC,	Exp.	N°	1553-2003-HC/TC,	set.	02/2004.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.	—El	momento	de	la	presentación	de	la	solicitud	para
cogerse	a	un	beneficio	penitenciario	determina	la	legislación	aplicable.
“(…)	 En	 lo	 que	 respecta	 a	 la	 supuesta	 afectación	 a	 los	 principios	 de
irretroactividad	de	la	ley	y	el	de	la	aplicación	de	la	ley	más	favorable	al	reo	en
materia	penal	(…)	pese	a	que	existe	un	nexo	entre	la	ley	penal	(que	califica	la
conducta	antijurídica	y	establece	 la	pena)	y	 la	penitenciaria	 (que	regula	 las
condiciones	en	las	que	se	ejecutará	la	pena	impuesta),	esta	última	no	tiene	la
naturaleza	de	una	ley	penal,	cuya	duda	sobre	sus	alcances	o	eventual	colisión
con	 otras	 leyes	 imponga	 al	 juzgador	 la	 obligación	 de	 aplicar	 la	 ley	 más
favorable.	Desde	esa	perspectiva,	atendiendo	a	que	las	normas	que	regulan	el
acceso	a	 los	beneficios	penitenciarios	no	son	normas	penales	materiales	sino
normas	 de	 derecho	 penitenciario,	 sus	 disposiciones	 deben	 ser	 consideradas
como	 normas	 procedimentales,	 puesto	 que	 establecen	 los	 presupuestos	 que
fijan	su	ámbito	de	aplicación,	la	prohibición	de	acceder	a	beneficios	penales	y
la	recepción	de	beneficios	penitenciarios	aplicables	a	los	condenados.
Es	en	este	contexto	(…)	“[e]n	el	caso	de	las	normas	procesales	penales	rige	el
principio	tempus	regis	actum,	que	establece	que	la	ley	procesal	aplicable	en	el
tiempo	es	 la	que	se	encuentra	vigente	al	momento	de	resolverse	el	acto.	 [No
obstante,	se	considera	asimismo	que]	la	legislación	aplicable	para	resolver	un
determinado	 acto	 procedimental,	 como	 el	 que	 atañe	 a	 los	 beneficios
penitenciarios,	 está	 representada	 por	 la	 fecha	 en	 el	 cual	 se	 inicia	 el
procedimiento	 destinado	 a	 obtener	 el	 beneficio	 penitenciario,	 esto	 es,	 el
momento	 de	 la	 presentación	 de	 la	 solicitud	 para	 acogerse	 a	 éste”.	 (TC,	 Exp.
01318-2010-PHC/TC,	set.	13/2010.	S.	S.	Beaumont	Callirgos)
JURISPRUDENCIA.—La	 concesión	 o	 denegatoria	 de	 un	 beneficio
penitenciario	no	afecta	la	igualdad	ante	la	ley,	pues	tal	decisión	atiende
a	cada	interno	en	concreto.	“(…)	el	beneficio	penitenciario	de	semilibertad,
el	cual	permite	al	penado	egresar	del	establecimiento	penitenciario	antes	de
haber	 cumplido	 la	 totalidad	 de	 la	 pena	 privativa	 de	 libertad	 impuesta,	 se
concede	atendiendo	al	 cumplimiento	de	 los	 requisitos	 legales	exigidos	y	a	 la
evaluación	previa	que	realice	el	juzgador	respecto	a	cada	interno	en	concreto,
estimación	que	eventualmente	le	permita	suponer	que	la	pena	ha	cumplido	su
efecto	 resocializador	 dando	 muestras	 razonables	 de	 la	 rehabilitación	 del
penado	y	que,	por	tanto,	 le	corresponda	su	reincorporación	a	 la	sociedad	en
momento	anticipado	del	que	inicialmente	se	impuso	a	tal	efecto.
Es	 por	 ello	 que	 se	 afirma	 que	 la	 concesión	 o	 denegatoria	 de	 un	 beneficio
penitenciario	a	un	interno	y	la	determinación	en	contrario	en	cuanto	a	otro	no
afecta	el	derecho	a	la	igualdad	ante	la	ley,	pues	tal	decisión	la	efectúa	el	juez
atendiendo	concurrentemente	al	cumplimiento	de	los	requisitos	legales	y	a	la
estimación	 que	 obtenga	 de	 una	 eventual	 rehabilitación	 y	 resocialización
respecto	 a	 cada	 interno	 en	 concreto.	 (TC,	 Exp.	 01318-2010-PHC/TC,	 set.
13/2010.	S.	S.	Beaumont	Callirgos)
JURISPRUDENCIA.—Corte	 Suprema	 entiende	 que	 la	 publicación	 de	 la
Ley	N°	30101	obliga	a	 resolver	beneficios	penitenciarios	 con	 la	norma
vigente	 al	 del	 delito	 o	 con	 la	 más	 favorable	 al	 reo	 (tempus	 delicti
comissi).	“(…)	La	judicatura	a	partir	de	la	presente	ley,	retoma	este	principio
de	ley	material	por	mandato	legal	y	por	ser	una	ley	posterior	más	favorable	a
la	 libertad	 (principio	 favor	 libertatis)	 y	 a	 los	 derechos	 fundamentales	 de	 la
persona.	 A	 partir	 de	 esta	 ley,	 consecuentemente,	 se	 abandona	 en	 el	 criterio
que	venía	asumiendo	hasta	entonces,	el	Tribunal	Constitucional	Peruano,	con
la	 sentencia	 ‘Carlos	Saldaña	Saldaña’	Exp.	2196-2002	HC/TC	de	 fecha	10	de
diciembre	de	2003	‘tempus	regit	actum’	(ley	procesal	aplicable	en	el	tiempo,	es
la	que	se	encuentra	vigente	al	momento	de	resolverse	el	acto	procesal),	según
la	cual	los	beneficios	penitenciarios	se	rigen	por	la	ley	vigente	al	momento	de
la	solicitud	del	beneficio,	incluso	cuando	dicha	norma	sea	menos	favorable	al
reo	 que	 la	 legislación	 anterior.	 Es	 decir,	 no	 interesa	 qué	 ley	 penitenciaria
estuvo	en	vigor	al	momento	en	que	el	agente	cometió	el	delito	o	cuando	este
fue	 condenado,	 sino	 que	 debe	 aplicarse	 la	 norma	 vigente	 al	 momento	 de
solicitar	 el	 beneficio	 penitenciario.	 La	 judicatura	 peruana	 también	 había
asumido	 esta	 postura	 interpretativa,	 tomando	 en	 cuenta	 la	 ley	 vigente	 al
momento	 de	 la	 solicitud	 del	 beneficio,	 pero	 a	 partir	 de	 la	 ley	 30101,	 es	 de
entenderse	que	ya	no	tiene	aplicación	para	el	otorgamiento	de	los	beneficios
penitenciarios”.	 (CS,	 A.V.	 13-2004,	 jul.	 16/2014.	 Juez	 Supremo	 Baltazar
Morales	Parraguez)
C.E.P.
ART.	50-A.—Incorporado.	Ley	30076,	Artículo	6°.	Decisión	e
impugnación	de	 la	 semilibertad.	 El	 juez	 resuelve	 finalizada	 la
audiencia	 o,	 en	 todo	 caso,	 dentro	 de	 los	 dos	 días	 siguientes	 de
realizada	 la	 audiencia	de	 semilibertad.	 Solo	 concede	 el	 beneficio
en	 el	 caso	 de	 que	 la	 naturaleza	 del	 delito,	 la	 evolución	 de	 la
personalidad	 del	 sentenciado,	 las	 condiciones	 para	 el	 desarrollo
de	 su	 vida	 futura	 y	 su	 conducta	 dentro	 del	 establecimiento
penitenciario,	 permitan	 suponer	 razonablemente	 que	 no
cometerá	otra	infracción	penal.
Para	la	fundamentación	y	evaluación	de	la	solicitud	del	beneficio,
el	juez	debe	atender	especialmente	los	siguientes	criterios:
1.	La	modalidad	y	motivación	en	la	comisión	del	hecho	punible.
2.	La	gravedad	del	hecho	punible	cometido.
3.	La	extensión	del	daño	o	peligro	cometido.
4.	 Los	 esfuerzos	 realizados	por	 reparar	 el	 daño	 causado	 con	 su
comisión,	incluso	en	caso	de	insolvencia.
5.	Los	antecedentes	penales	y	judiciales.
6.	Las	medidas	disciplinarias	que	se	le	haya	impuesto	durante	su
permanencia	en	el	establecimiento	penitenciario.
7.	 La	 verosimilitud	 de	 las	 condiciones	 externas	 en	 donde
desarrollará,	en	su	caso,	el	trabajo	o	estudio.
8.	Cualquier	otra	circunstancia	personal	útil	para	la	formulación
del	pronóstico	de	conducta.
9.	El	arraigo	del	interno,	en	cualquier	lugar	del	territorio	nacional
debidamente	acreditado.
Si	 el	 juez	 concede	 el	 beneficio,	 dicta	 las	 reglas	 de	 conducta
pertinentes,	 conforme	 al	 artículo	 58	 del	 Código	 Penal.	 El	 juez
podrá	disponer	la	utilización	de	la	vigilancia	electrónica	personal
como	mecanismo	de	control	de	la	pena.
Contra	la	resolución	procede	recurso	de	apelación	en	el	término
de	tres	días.
C.E.P.
ART.	51.—Modificado.	Ley	29881,	Art.	Único.	Obligaciones
del	beneficiado	con	la	semilibertad.	El	beneficio	de
semilibertad	obliga	al	beneficiado	a	pernoctar	en	su	domicilio,
sujeto	a	control	o	vigilancia	electrónica	personal	e	inspección	de
la	autoridad	penitenciaria.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 184.—Si	 el	 interno	 beneficiado	 con	 la	 semilibertad	 optara	 por	 una
jornada	laboral	nocturna,	deberá	poner	en	conocimiento	de	dicha	situación
a	la	autoridad	penitenciaria	correspondiente	para	el	control	respectivo.
C.E.P.
ART.	 52.—Revocación	 de	 la	 semilibertad.	 La	 semilibertad	 se
revoca	si	el	beneficiado	comete	un	nuevo	delito	doloso	o	incumple
con	 las	 reglas	 de	 conducta	 establecidas	 en	 el	 artículo	 58	 del
Código	Penal,	en	cuanto	sean	aplicables.
JURISPRUDENCIA.—Revocatoria	de	la	semilibertad.	“(...)	el	Código	de
Ejecución	Penal	contempla	la	posibilidad	del	beneficio	penitenciario	de
semilibertad	en	su	artículo	50,	que	precisa	que	el	beneficio	será	concedido	en
los	casos	en	que	la	naturaleza	del	delito	cometido,	la	personalidad	del	agente
y	su	conducta	dentro	del	establecimiento	permitan	suponer	que	no	cometerá
nuevo	delito.	De	producirse	este	hecho,	el	mismo	cuerpo	normativo	ha
establecido	en	su	artículo	52	que:	‘La	semilibertad	se	revoca	si	el	beneficiado
comete	un	nuevo	delito	doloso	o	incumple	las	reglas	de	conducta	establecidas
en	el	artículo	58	del	Código	Penal,	en	cuanto	sean	aplicables’.	(…)	‘la	pena	que
(se)	resta	por	cumplir	respecto	del	primer	delito	resulta	independiente
respecto	de	la	pena	que	(se)	deberá	también	cumplir	por	la	comisión	del
segundo	delito,	toda	vez	que	éste	fue	cometido	con	posterioridad	a	la
sentencia	dictada	por	el	primer	delito,	cuando	el	recurrente	se	encontraba
gozando	del	beneficio	penitenciario	de	semilibertad,	por	lo	que	debe
disponerse	su	cumplimiento	en	forma	sucesiva	(…)’”.	(TC,	Exp.	N°	1085-2003-
HC/TC,	set.,	09/2004.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Juez	que	concedió	los	beneficios	debe	ser	quien
revoque	los	mismos.	“(...)	en	relación	a	la	supuesta	falta	de	competencia	del
juez	que	revocó	el	beneficio	penitenciario,	debe	subrayarse	que	este	vacío
legal	fue	advertido	por	la	judicatura,	la	que	en	el	pleno	jurisdiccional	de	1999,
convino	en	señalar	que	el	órgano	encargado	de	revocar	los	beneficios
penitenciarios	debe	ser	el	mismo	que	los	concedió;	aclarando	que	si	la	causa
de	la	revocación	tiene	que	ver	con	la	comisión	de	un	nuevo	delito,	el	órgano
competente	para	tal	efecto	debería	ser	el	mismo	que	dictó	condena	por	la
comisión	del	nuevo	delito.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	1085-2003-HC/TC,	set.,	09/2004.
Pres.	Alva	Orlandini)
PLENO	NACIONAL	PENAL.—Ejecución	penal.	“(...)	Segundo:	Por
aclamación.	En	los	casos	de	revocatoria	del	beneficio	penitenciario	de
semilibertad	por	violación	de	las	reglas	de	conducta	o	la	comisión	de	nuevo
delito	doloso,	el	condenado	debe	cumplir	únicamente	con	el	tiempo	de	la	pena
pendiente	a	la	fecha	de	la	revocatoria.
Por	aclamación.	Tratándose	de	la	revocatoria	del	beneficio	penitenciario	de
liberación	condicional	por	la	comisión	de	nuevo	delito	doloso	el	sentenciado
debe	cumplir	el	tiempo	de	la	pena	pendiente	al	momento	de	su	concesión.
Cuando	se	debe	a	violación	de	las	reglas	de	conducta	el	beneficiado	debe
cumplir	con	el	tiempo	de	la	pena	pendiente	a	la	fecha	de	la	revocación.
Tercero:	Por	mayoría,	que	en	caso	de	incumplimiento	de	las	reglas	de
conducta	la	revocación	la	dicta	el	juez	que	concedió	el	beneficio	penitenciario.
En	el	supuesto	de	comisión	de	nuevo	delito	doloso,	la	revocatoria	del	beneficio
penitenciario	la	dicta	el	órgano	jurisdiccional	que	expide	la	sentencia
condenatoria	por	el	nuevo	delito.
Cuarto:	Por	aclamación.	Los	informes	psicológicos	y	social	se	sustentan	en
muchos	casos	en	criterios	de	evaluación	subjetivos,	por	lo	que	deben	ser
analizados	o	evaluados	por	el	juez	teniendo	en	cuenta	elementos	objetivos	del
comportamiento	del	interno,	como	son	el	trabajo,	la	educación	y	la	conducta
mostrada	durante	su	etapa	de	reclusión.
El	juez,	antes	de	remitir	el	expediente	de	beneficio	penitenciario	al	fiscal,
puede	disponer	la	ampliación	del	informe	psicológico	o	social,	si	considera	que
éstos	son	ambiguos,	contradictorios	o	incompletos.
Quinto:	Por	mayoría	de	33	votos	contra	16.	En	caso	de	revocatoria	de	un
beneficio	penitenciario	por	la	comisión	de	nuevo	delito	doloso	las	penas	se
aplican	de	manera	sucesiva;	por	lo	tanto	el	condenado	debe	cumplir
sucesivamente	la	pena	privativa	de	libertad	que	resta	de	la	primera	sentencia
y	la	que	le	fuere	impuesta	por	el	nuevo	delito,	sin	posibilidad	de	refundición	o
cumplimiento	simultáneo.
Revocada	la	semi	libertad	o	liberación	condicional	no	puede	concederse
nuevo	beneficio	penitenciario	mientras	que	el	condenado	no	cumpla	con	el
tiempo	pendiente	de	la	pena	anterior.	El	tiempo	de	detención	sufrido	durante
el	proceso	por	el	nuevo	delito	se	abona	para	el	cómputo	de	la	pena	que	se	le
imponga	por	el	mismo.	(...)”.	(IV	Pleno	Nacional	Penal,	Iquitos	-	1999,	Tema	4)
DOCTRINA.—Revocación	del	beneficio	penitenciario.	“(...)	consideramos
que	 no	 se	 debe	 revocar	 el	 beneficio	 en	 tanto	 no	 emita	 sentencia
condenatoria	 contra	dicha	persona,	momento	 en	 el	 cual,	 al	 emitirse,	 en	 la
misma	se	deberá	efectuar	el	cómputo	pendiente	por	 la	primera	condena	y
seguidamente	el	cómputo	correspondiente	por	la	nueva	condena.
(...)	la	revocatoria	de	beneficio	de	semilibertad	y	liberación	condicional	por
el	delito	doloso,	obliga	a	cumplir	el	tiempo	de	la	pena	pendiente	al	momento
de	su	concesión;	por	lo	que	siendo	clara	la	redacción	de	dicho	dispositivo	no
merece	hacerse	un	distingo	en	el	caso	de	revocatoria	de	los	beneficios	antes
indicados,	 por	 la	 comisión	 de	 un	 nuevo	 delito	 doloso,	 como	 si	 lo	 hizo	 el
pleno	 jurisdiccional	 penal	 del	 año	 2000;	 quedando	 establecido	 en
consecuencia	que	el	cómputo	por	la	condena	pendiente	se	realiza	desde	el
momento	en	que	se	concedió	el	beneficio,	no	ocurriendo	lo	mismo	en	el	caso
de	 revocatoria	 de	 beneficio	 penitenciario	 de	 semilibertad	 o	 liberación
condicional	 por	 incumplimiento	 de	 reglas	 de	 conducta,	 en	 cuyo	 caso	 el
cómputo	 se	 inicia	 desde	 el	 momento	 de	 la	 revocatoria	 de	 beneficio.	 (...)”.
(Taller	 de	 Debates	 “Criterios	 de	 interpretación	 para	 la	 concesión	 de
beneficios	penitenciarios”,	Lima	-	2006,	Grupo	4)
SECCIÓN	IV
Liberación	condicional
C.E.P.
ART.	 53.—Modificado.	 Ley	 30076,	 Art.	 5°.	 Liberación
condicional.	La	liberación	condicional	se	concede	al	sentenciado
que	 ha	 cumplido	 la	 mitad	 de	 la	 pena	 siempre	 que	 no	 tenga
proceso	pendiente	con	mandato	de	detención.
En	 los	 casos	 de	 los	 delitos	 a	 los	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 46,
primer	 párrafo,	 la	 liberación	 condicional	 podrá	 concederse
cuando	se	ha	cumplido	las	tres	cuartas	partes	de	la	pena	y	previo
pago	 del	 íntegro	 de	 la	 cantidad	 fijada	 en	 la	 sentencia	 como
reparación	civil	y	de	la	multa	o,	en	el	caso	del	interno	insolvente,
la	correspondiente	 fianza	en	 la	 forma	prevista	en	el	artículo	187
del	Código	Procesal	Penal.
El	 beneficio	 de	 liberación	 condicional	 es	 inaplicable	 a	 los
reincidentes,	 habituales	 y	 a	 los	 agentes	de	 los	delitos	 tipificados
en	los	artículos	107,	108,	108-A,	121,	121-A,	121-B,	152,	153,	153-
A,	 173,	 173-A,	 186,	 189,	 195,	 200,	 279-A,	 279-B,	 296,	 297,	 317,
317-A,	319	a	323,	325,	326,	327,	328,	329,	330,	331,	332	y	346	del
Código	Penal.
NOTA:	El	artículo	único	de	la	Ley	30101,	publicada	el	02	de	noviembre	del	2013,	precisó	que	“[l]as
modificaciones	 efectuadas	 por	 las	 leyes	 N°s	 30054,	 30068,	 30076	 y	 30077	 a	 los	 beneficios
penitenciarios	 son	 de	 aplicación	 a	 los	 condenados	 por	 los	 delitos	 que	 se	 cometan	 a	 partir	 de	 su
vigencia”.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	185.—El	beneficiado	 con	 la	 liberación	 condicional	queda	obligado	 a
fijar	un	lugar	de	residencia	habitual.	Cualquier	cambio	de	domicilio	dentro
de	 la	 localidad	 deberá	 ser	 comunicado	 a	 la	 brevedad	 a	 la	 autoridad
penitenciaria	 correspondiente	 para	 efectos	 del	 control.	 El	 incumplimiento
de	esta	obligación	implica	la	revocatoria	de	este	beneficio.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 186.—Concedido	 el	 beneficio	 de	 semilibertad	 o	 liberación
condicional,	 el	 juez	 penal	 remitirá	 copia	 de	 la	 resolución	 al	 Ministerio
Público	 y	 al	 área	 de	 tratamiento	 en	 el	 medio	 libre	 de	 la	 administración
penitenciaria	 que	 corresponda,	 para	 efectos	 del	 control	 respectivo.	 En
aquellos	 lugares	 donde	 exista	 esta	 última,	 el	 director	 del	 establecimiento
penitenciario	 de	 la	 localidad	 designará	 al	 funcionario	 que	 cumpla	 tales
funciones.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	187.—El	cumplimiento	de	las	reglas	de	conducta	impuesta	por	el	juez
penal	 al	momento	de	 conceder	 la	 semilibertad	o	 la	 liberación	condicional,
será	 responsabilidad	 del	 área	 de	 tratamiento	 en	 el	 medio	 libre	 de	 la
administración	 penitenciaria	 que	 corresponda.	 En	 aquellos	 lugares	 donde
no	 exista	 este	 órgano,	 el	 director	 del	 establecimiento	 penitenciario	 de	 la
localidad	designará	al	funcionario	que	cumpla	tales	funciones.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	188.—En	los	lugares	donde	se	haya	constituido	la	junta	de	asistencia
post	penitenciaria,	el	juez	penal	remitirá	copia	de	la	resolución	que	concede
el	beneficio	de	liberación	condicional	para	los	fines	establecidos	en	el	inciso
3)	del	artículo	127	del	código.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 189.—Sin	 perjuicio	 de	 las	 acciones	 de	 control	 que	 la	 autoridad
penitenciaria	pueda	ejercer	en	el	centro	laboral,	educativo	o	en	el	domicilio
del	 beneficiado	 con	 una	 semilibertad	 o	 liberación	 condicional,	 el	 liberado
tiene	 la	 obligación	 de	 informar	 personalmente	 cada	 treinta	 días	 de	 sus
actividades,	al	área	de	 tratamiento	en	el	medio	 libre	que	corresponda	o	al
funcionario	encargado	de	realizar	dicha	labor.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 190.—El	 Ministerio	 Público	 efectuará	 visitas	 periódicas	 al	 área	 de
tratamiento	 en	 el	 medio	 libre	 del	 Instituto	 Nacional	 Penitenciario	 de	 su
jurisdicción	a	efectos	de	constatar	el	cumplimiento	de	las	reglas	de	conducta
impuestas	a	los	beneficiados	con	la	semilibertad	y	la	liberación	condicional.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 191.—Cuando	 el	 beneficiado	 con	 una	 semilibertad	 o	 liberación
condicional	 necesite	 residir	 o	 realizar	 una	 actividad	 laboral	 o	 educativa
fuera	de	la	jurisdicción	donde	se	encuentra,	deberá	solicitar	autorización	al
juez	que	le	concedió	el	beneficio.	Dicha	solicitud	será	resuelta	en	un	término
de	 tres	 días	 sin	 dictamen	 previo	 del	 Ministerio	 Público.	 En	 caso	 de
declararse	procedente	el	recurso,	 librará	exhorto	al	 juez	penal	competente
del	 lugar	 de	 destino,	 quien	 actuará	 conforme	 al	 artículo	 186	 del	 presente
reglamento.
Cuando	 en	 el	 lugar	 de	 destino	 no	 exista	 autoridad	 penitenciaria	 que	 se
encargue	del	control	de	las	reglas	de	conducta,	el	juez	penal	podrá	delegar
tales	funciones	al	juez	de	paz,	al	alcalde	o	gobernador	de	la	localidad.
JURISPRUDENCIA.—La	resocialización	del	penado	se	verifica	cuando	se
presenta	la	solicitud	de	aplicación	del	beneficio	que	genera	libertad
anticipada.	“(...)	92.	El	único	momento	en	que	es	posible	verificar	el	grado	de
resocialización	del	penado,	es	cuando	se	presenta	la	solicitud	de	aplicación	del
beneficio	que	genera	libertad	anticipada.	De	ahí	que	la	ley	penitenciaria
aplicable	es	la	que	se	encuentra	vigente	en	la	fecha	en	que	se	solicita	el
beneficio.	(...).”	(TC,	Sent.	del	Pleno	-	Exp.	0012-2010-PI/TC,	nov.	11/2011.
Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—La	participación	de	terceros	no	puede	admitirse
para	endurecer	la	pena	o	perder	beneficios	penitenciarios.	“(...)	Puestas
así	las	cosas,	y	expuestas	las	razones	de	cada	quien,	se	analizará	en	primer
lugar	los	alcances	conceptuales	del	Código	de	Ejecución	Penal,	éste	al	definir
la	forma	y	los	medios	para	el	cumplimiento	de	una	condena,	como	las
posibilidades	que	los	reos	obtengan	cierta	relajación	en	la	dureza	de	ésta,	fija
a	las	autoridades	que	se	encuentran	en	la	capacidad	de	tomar	decisiones
sobre	ello,	así	establece	cuales	son	los	derechos	irreductibles	del	condenado
(en	consonancia	con	los	derechos	fundamentales	que	consagra	la	constitución
de	la	República),	limitando	la	actividad	de	terceros	(entiéndase	fuera	de	la
judicatura,	el	INPE	y	el	Ministerio	Publico)	a	que	colaboren	o	participen	a
favor	de	la	reinserción	del	reo	dentro	de	la	sociedad	(ello	concordando	el
artículo	11	y	VI	del	Título	Preliminar),	vale	decir	que	la	participación	de
terceros	solo	puede	admitirse	para	estos	efectos,	empero	no	para	endurecer	la
pena	(entiéndase:	perder	beneficios	penitenciarios),	ello	debe	entenderse	así
por	cuanto	en	el	título	segundo	establece	quienes	son	las	autoridades	que
pueden	conceder	o	quitar	beneficios	penitenciarios,	desde	una	salida	del
penal,	una	visita	íntima,	como	la	concesión	o	pérdida	de	la	semilibertad	y	la
liberación	condicional.”	(CSJL,	Exp.	04705-2005-2,	mar.	01/2012.	S.	S.
Gonzales	Chávez)
JURISPRUDENCIA.—Ciudadano	enterado	de	la	violación	de	una
determinada	regla	de	conducta	solo	puede	informar	a	la	autoridad
competente.	“(...)	¿qué	puede	hacer	el	ciudadano	que	enterado	de	la	violación
de	una	determinada	conducta,	que	conoce	que	tal	o	cual	persona	se	encuentra
bajo	los	efectos	de	una	condena	y	que	estaría	burlando	la	ley?,	es	evidente	que
el	Estado	de	derecho	no	puede	dar	la	espalda	a	tal	situación	y,	a	partir	de	una
interpretación	rígida	de	la	ley;	rechazar	la	denuncia,	pues	ello	causaría
alarma	social	y	dificultaría	la	convivencia	pacífica,	como	el	rol	de	Estado:
hacer	respetar	la	ley	por	lo	que,	en	tales	casos	el	ente	llamado	por	ley	que
conozca	de	tal	situación	debe	asumir	como	información	verificable	la
denuncia,	derivar	el	caso	a	quien	corresponda	el	acopio	de	las	pruebas,	al
efecto	que	actué	según	sus	atribuciones	de	corresponder,	agradeciendo	la
información	y	las	pruebas	que	adjunte	para	que	sea	evaluadas	correctamente
y	dentro	de	la	legalidad,	para	la	formulación	de	la	solicitud	que	corresponda
(...).”	(CSJL,	Exp.	04705-2005-2,	mar.	01/2012.	S.	S.	Gonzales	Chávez)
JURISPRUDENCIA.—La	distinción	entre	el	requerimiento	y	el
apercibimiento.	“(...)	el	Estado	presta	la	legalidad	de	su	fuerza	coercitiva	a
efecto	de	darle	cumplimiento;	entonces	ninguna	sanción	se	puede	efectivizar	si
antes	no	se	le	ha	exigido	al	obligado	que	cumpla	por	sus	propios	medios	y	solo
después	de	ello,	y	solo	y	únicamente	así,	es	viable	ejecutarse	la	sanción	(sea
esta	administrativa	o	judicial);	de	allí	que	es	necesario,	con	palabras	simples	y
llanas,	definir	que	es	un	apercibimiento	y	que	es	un	requerimiento,	el	primero
es	el	equivalente	de	la	sanción.	Vale	decir	que,	cuando	la	autoridad	apercibe	a
alguna	persona,	está	alertando	que	si	no	cumple	con	determinado	acto	se
tendrá	determinada	consecuencia	negativa	para	la	misma,	como	quiera	que	el
Estado,	con	el	objeto	de	ejemplificar	y	facilitar	la	convivencia	pacífica,	está
obligado	si	pretende	efectivizar	la	sanción	(apercibimiento),	debe	exigirla
previamente,	dando	un	plazo	para	que	se	adecue	la	conducta	a	la	deseada
socialmente	o	prevista	en	la	sentencia	o	decisión	administrativa,	de	donde	la
carencia	de	tal	advertencia	específica	para	el	caso	concreto	(requerimiento)
inviabiliza	la	sanción	y,	en	consecuencia,	la	facultad	de	hacerla	cumplir	en	lo
inmediato;	de	tal	exigencia	es	este	acto	que	no	pueden	sobrevivir	el	uno	sin	el
otro,	vale	decir	que	no	puedo	requerir	(exigir)	un	determinado	cumplimiento
si	antes	de	la	exigencia:	el	afectado	no	conoce	la	consecuencia
(apercibimiento),	quiere	decir	que	nadie	pude	ser	requerido	bajo
apercibimiento	que	desconoce,	ni	nadie	puede	ser	apercibido	si	antes	no	es
requerido.”	(CSJL,	Exp.	04705-2005-2,	mar.	01/2012.	S.	S.	Gonzales	Chávez)
JURISPRUDENCIA.—El	recordatorio	de	reglas	de	conducta	no	califica
como	apercibimiento.	“(...)	para	este	colegiado	no	es	aceptable	que	(...)
pueda	considerarse	el	cumplimiento	del	requerimiento	que	exige	la	ley,	previa
a	la	efectivización	del	apremio	(apercibimiento)	puesto	que	este	es	antes	de	la
realización	del	viaje	de	donde,	por	razones	de	temporalidad:	resulta	imposible
se	pueda	requerir	cumplimiento	alguno,	cuando	no	se	ha	cumplido	la
condición:	retorno	del	viaje,	del	texto	expreso	del	documento	bajo	examen	solo
se	puede	colegir:	que	le	recuerdan	que	si	no	informa	va	a	ser	apercibida	con	la
pérdida	del	beneficio,	empero	no	se	le	exige	(requiere)	para	tal	acto,	que
también	resultaba	imposible	pues	para	exigir	algo:	primero	debe	haber
(cuando	menos)	apariencia	de	incumplimiento	del	informe	a	que	se	obligaba,
caso,	como	ha	quedado	dicho,	solo	podía	verificarse	luego	de	su	retorno;
queda	claro,	entonces,	que	la	instrumental	(...)	no	es,	ni	podía	ser,	el
requerimiento	técnico	legal	exigido	por	la	ley;	en	cuanto	a	la
extemporaneidad	del	informe	presentado	(...),	se	argumenta	que	pudo	ser
presentado	con	anterioridad	dado	que	hubo	periodos	en	los	que	el	Poder
Judicial:	no	soportó	la	huelga	de	sus	trabajadores,	frente	a	ello	se	debe
destacar	que	estos	períodos	de	levantamiento	de	la	huelga	fue	intermitente,
no	consta	que	se	hiciera	publicas	por	medios	idóneos	y	adecuados	del
levantamiento	de	las	paralizaciones	en	esos	períodos	los	que,	como	resalta	la
A	Quo,	luego	de	la	intermitencia	llego	la	huelga	indefinida	que	también	tuvo
sus	interrupciones,	con	evidencia,	y	solo	aplicando	el	sentido	común,	no	es
atendible	exigirle	al	justiciable	se	aposte	las	veinticuatro	horas	del	día	en	la
sede	judicial	de	su	interés,	para	prevenirse	del	levantamiento	de	la
paralización	e	interponer	sus	escritos,	pues	ello	escapa	a	toda	conducta
razonablemente	exigible.”	(CSJL,	Exp.	04705-2005-2,	mar.	01/2012.	S.	S.
Gonzales	Chávez)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	entiende	que	la	publicación	de	la
Ley	N°	30101	obliga	a	resolver	beneficios	penitenciarios	con	la	norma
vigente	al	del	delito	o	con	la	más	favorable	al	reo	(tempus	delicti
comissi).	“(…)	La	judicatura	a	partir	de	la	presente	ley,	retoma	este	principio
de	ley	material	por	mandato	legal	y	por	ser	una	ley	posterior	más	favorable	a
la	libertad	(principio	favor	libertatis)	y	a	los	derechos	fundamentales	de	la
persona.	A	partir	de	esta	ley,	consecuentemente,	se	abandona	en	el	criterio
que	venía	asumiendo	hasta	entonces,	el	Tribunal	Constitucional	Peruano,	con
la	sentencia	‘Carlos	Saldaña	Saldaña’	Exp.	2196-2002	HC/TC	de	fecha	10	de
diciembre	de	2003	‘tempus	regit	actum’	(ley	procesal	aplicable	en	el	tiempo,	es
la	que	se	encuentra	vigente	al	momento	de	resolverse	el	acto	procesal),	según
la	cual	los	beneficios	penitenciarios	se	rigen	por	la	ley	vigente	al	momento	de
la	solicitud	del	beneficio,	incluso	cuando	dicha	norma	sea	menos	favorable	al
reo	que	la	legislación	anterior.	Es	decir,	no	interesa	qué	ley	penitenciaria
estuvo	en	vigor	al	momento	en	que	el	agente	cometió	el	delito	o	cuando	este
fue	condenado,	sino	que	debe	aplicarse	la	norma	vigente	al	momento	de
solicitar	el	beneficio	penitenciario.	La	judicatura	peruana	también	había
asumido	esta	postura	interpretativa,	tomando	en	cuenta	la	ley	vigente	al
momento	de	la	solicitud	del	beneficio,	pero	a	partir	de	la	ley	30101,	es	de
entenderse	que	ya	no	tiene	aplicación	para	el	otorgamiento	de	los	beneficios
penitenciarios”.	(CS,	A.V.	13-2004,	jul.	16/2014.	Juez	Supremo	Baltazar
Morales	Parraguez)
C.E.P.
ART.	54.—Modificado.	Ley	29881,	Art.	Único.	Expediente	del
beneficio	 de	 liberación	 condicional.	 El	 Consejo	 Técnico
Penitenciario,	de	oficio	o	a	pedido	del	 interesado,	en	un	plazo	de
diez	 días,	 organiza	 el	 expediente	 de	 liberación	 condicional,	 que
debe	contar	con	los	siguientes	documentos:
1.	 Copia	 certificada	 de	 la	 sentencia,	 con	 la	 constancia	 de	 haber
quedado	consentida	o	ejecutoriada.
2.	Certificado	de	conducta,	el	cual	debe	hacer	referencia	expresa
a	los	actos	de	indisciplina	en	que	hubiera	incurrido	el	interno	y	las
medidas	 disciplinarias	 que	 se	 le	 hayan	 impuesto,	 así	 como
cualquier	 otra	 circunstancia	 personal	 útil	 para	 la	 formación	 del
pronóstico	de	conducta.
3.	 Certificado	 de	 no	 tener	 proceso	 pendiente	 con	 mandato	 de
detención	a	nivel	nacional.
4.	Certificado	de	cómputo	laboral	o	estudio	efectivos,	en	el	que	se
acredite	 que	 el	 interno	 ha	 realizado	 labores	 al	 interior	 del
establecimiento	 penitenciario	 o	 ha	 obtenido	 nota	 aprobatoria.
Incluirá	una	descripción	de	las	labores	y	los	estudios	realizados.
5.	Informe	detallado	sobre	el	grado	de	readaptación	del	interno,
de	acuerdo	a	 la	evaluación	del	Consejo	Técnico	Penitenciario,	en
el	 que	 se	 establezca	 que	 efectivamente	 se	 encuentra	 apto	 y
preparado	para	su	reinserción	social.
6.	Certificado	notarial,	municipal	o	judicial	que	acredite	domicilio
o	lugar	de	alojamiento.
JURISPRUDENCIA.—No	procede	negación	de	liberación	condicional	sin
antes	exigir	informe	técnico.	“(...)	han	denegado	el	beneficio	de	liberación
condicional,	en	razón	de	que	‘no	existe	informe	alguno	que	permita	valorar	si
se	ha	logrado	o	no	los	objetivos	que	prevé	el	artículo	II	del	Código	de	Ejecución
Penal’	(la	rehabilitación,	reeducación	y	resocialización	del	condenado).	Ya	que
el	artículo	54	del	Código	de	Ejecución	Penal	señala	que	es	deber	del	Consejo
Técnico	Penitenciario	incluir	en	el	expediente	de	liberación	condicional	un
informe	en	el	que	se	indique	el	grado	de	readaptación	del	interno
(información	que	no	ha	sido	consignada	en	los	informes	social,	psicológico	y
jurídico),	el	juzgado	no	debió	ampararse	en	dicha	omisión	para	rechazar	la
solicitud,	sino,	antes	bien,	exigir	al	referido	consejo	que	complete	el	informe
respectivo	y,	sólo	entonces,	pronunciarse	sobre	el	fondo	de	la	solicitud.	(...)’.”
(TC.	Exp.	N°	086-2003-HC/TC,	abr.	24/2003.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Liberación	condicional	se	resuelve	con	la	norma
vigente	a	la	fecha	de	presentación	de	la	solicitud	ante	el	juez.	“De	lo
expuesto	se	aprecia	que	el	órgano	judicial	emplazado	ha	cumplido	con	la
exigencia	constitucional	de	la	motivación	de	las	resoluciones	judiciales,
adecuada	a	las	condiciones	legales	de	la	materia,	al	expresar	en	sus
fundamentos	una	objetiva	y	razonable	justificación	a	efectos	de	desestimar	el
pretendido	beneficio	penitenciario,	señalando	que	‘la	solicitud	destinada	a	su
concesión	fue	presentada	ante	el	órgano	judicial	el	11	de	marzo	del	2011’,
momento	en	el	que	se	encontraba	vigente	la	Ley	N°	29423,	que	proscribía	su
procedencia.	En	efecto,	para	el	caso	que	atañe	a	los	beneficios	penitenciarios
este	tribunal	ha	establecido	que	la	norma	penitenciaria	vigente	aplicable	en	el
tiempo	es	la	que	se	encuentra	vigente	al	momento	que	se	inicia	el
procedimiento	destinado	a	su	otorgamiento,	esto	es,	la	norma	de	la	materia
vigente	al	momento	de	la	presentación	de	la	solicitud	para	acogerse	a	éste,
resultando	que	dicho	momento	se	encuentra	determinado	por	la	presentación
de	la	solicitud	ante	el	órgano	judicial,	que	en	el	caso	se	dio	con	fecha	11	de
marzo	del	2011	cuando	se	encontraba	vigente	la	Ley	N°	29423,	que	restringía
dicho	beneficio	penitenciario	(...),	pues	este	beneficio,	a	diferencia	de	la
redención	de	la	pena,	se	concede	por	el	juzgador	determinado	por	la	ley	(en	el
caso	el	juez	de	ejecución).	(...).
Entonces,	de	lo	anteriormente	expuesto	se	aprecia	que	la	determinación
judicial	contenida	en	las	resoluciones	cuestionadas	no	resulta	inconstitucional
toda	vez	que	para	el	caso	del	actor	existe	una	limitación	normativa	a	efectos
de	la	no	concesión	del	beneficio	penitenciario	de	libertad	condicional	que	se
encuentra	determinada	por	la	Ley	N°	29423,	regulación	que	estuvo	vigente	al
momento	en	que	su	solicitud	fue	presentada	ante	el	órgano	judicial”.	(TC,	Exp.
00212-2012-PHC/TC,	oct.	23/2012.	S.	S.	Álvarez	Miranda)
DOCTRINA.—Fundamento	 de	 voto:	 la	 liberación	 condicional	 se
resuelve	 con	 la	 norma	 vigente	 al	 momento	 en	 que	 se	 presenta	 la
solicitud	ante	el	INPE.	“Es	decir,	la	mayoría	considera	que	la	resolución	de
la	Segunda	Sala	Penal	Liquidadora	Permanente	de	Arequipa	no	es	arbitraria
porque	 ha	 establecido	 adecuadamente	 el	 momento	 a	 partir	 del	 cual	 cabe
aplicarse	 la	 Ley	 29423	 que	 excluye	 de	 beneficios	 penitenciarios	 a	 los
condenados	 por	 terrorismo	 y/o	 traición	 a	 la	 patria.	 Este	 momento	 –se
afirma–	es	a	partir	de	que	se	presenta	la	solicitud	ante	juez.	Esta	conclusión
de	 la	 mayoría	 me	 parece,	 sin	 embargo,	 incorrecta.	 Y	 es	 que	 si	 bien	 la
concesión	del	beneficio	penitenciario	de	liberación	condicional	es	otorgada
por	 el	 juez,	 el	 inicio	 del	 procedimiento	 no	 se	 efectúa	 ante	 éste,	 sino,	 de
acuerdo	 al	 artículo	 54	 del	 Código	 de	 Ejecución	 Penal,	 ante	 el	 Consejo
Técnico	 Penitenciario,	 quien	 en	 un	 plazo	 de	 diez	 días	 debe	 organizar	 el
expediente	de	liberación	condicional,	a	efectos	de	remitirlo	luego	al	juez	de
ejecución	 penal,	 quien	 de	 acuerdo	 al	 artículo	 55	 del	 Código	 de	 Ejecución
Penal	es	quien	concede	el	beneficio.
3.	 Tenemos	 entonces	 que	 si	 la	 norma	 procesal	 exige	 que	 la	 solicitud	 se
presente	 ante	 el	 Consejo	 Técnico	 Penitenciario,	 para	 que	 éste	 a	 su	 vez	 lo
derive	 al	 juez	 de	 ejecución	 penal,	 la	 aplicación	 de	 la	 norma	 sustantiva	 de
ejecución	penal	(beneficio	penitenciario)	en	el	tiempo,	debe	corresponder	al
momento	 en	 que	 se	 presenta	 la	 solicitud	 ante	 dicho	 órgano	 y	 no	 ante	 el
juez”.	(TC,	Exp.	00212-2012-PHC/TC,	oct.	23/2012.	Fundamento	de	voto	del
magistrado	Gerardo	Eto	Cruz)
DOCTRINA.—En	 la	 concesión	de	 la	 libertad	 condicional	 la	 valoración
del	juez	de	las	penas	y	las	medidas	de	seguridad	no	implica	un	nuevo
juicio	penal.	“En	primer	lugar,	debe	advertirse	que	el	juez	de	ejecución	de
penas	 y	 medidas	 de	 seguridad	 no	 puede	 apartarse	 del	 contenido	 de	 la
sentencia	 condenatoria	 al	 momento	 de	 evaluar	 la	 procedencia	 del
subrogado	 penal.	 Esta	 sujeción	 al	 contenido	 y	 juicio	 de	 la	 sentencia	 de
condena	 garantiza	 que	 los	 parámetros	 dentro	 de	 los	 cuales	 se	 adopta	 la
providencia	 del	 juez	 de	 ejecución	 de	 penas	 y	medidas	 de	 seguridad	 sean
restringidos,	 es	 decir,	 no	 pueda	 versar	 sobre	 la	 responsabilidad	 penal	 del
condenado.	(...).
Adicionalmente,	el	 juicio	que	adelanta	el	 juez	de	ejecución	de	penas	tiene
una	 finalidad	específica,	 cual	es	 la	de	establecer	 la	necesidad	de	continuar
con	el	tratamiento	penitenciario	a	partir	del	comportamiento	carcelario	del
condenado.	 En	 este	 contexto,	 el	 estudio	 del	 juez	 de	 ejecución	 no	 se	 hace
desde	la	perspectiva	de	la	responsabilidad	penal	del	condenado	–resuelta	ya
en	la	instancia	correspondiente,	ante	el	juez	de	conocimiento–	sino	desde	la
necesidad	de	cumplir	una	pena	ya	impuesta.	En	el	mismo	sentido,	el	estudio
versa	 sobre	 hechos	 distintos	 a	 los	 que	 fueron	 objeto	 de	 reproche	 en	 la
sentencia	 condenatoria,	 cuales	 son	 los	 ocurridos	 con	 posterioridad	 a	 la
misma,	vinculados	con	el	comportamiento	del	sentenciado	en	reclusión.
Por	ello,	la	pretendida	triple	coincidencia	de	elementos,	que	configurarían
una	agresión	al	principio	del	non	bis	in	ídem,	se	rompe	como	consecuencia
de	la	ausencia	de	los	dos	últimos,	pues	la	segunda	valoración	no	se	hace	con
fundamento	 en	 el	 mismo	 juicio	 ni	 sobre	 la	 base	 de	 los	 mismos	 hechos.”
(Corte	Constitucional	de	Colombia,	Sent.	C-194,	mar.	02/2005,	M.	P.	 Jaime
Araujo	Rentería)
C.E.P.
ART.	 55.—Modificado.	 Ley	 30076,	 Art.	 5°.	 Competencia	 y
audiencia	de	 liberación	 condicional.	 La	 liberación	 condicional
se	 concede	 por	 el	 juzgado	 que	 conoció	 el	 proceso.	 Recibida	 la
solicitud	 de	 beneficio	 penitenciario	 de	 liberación	 condicional,
acompañada	obligatoriamente	de	 los	documentos	originales	que
acrediten	 el	 cumplimiento	 de	 los	 requisitos	 previstos	 en	 el
artículo	 54,	 el	 juez	 notifica	 con	 los	 recaudos	 correspondientes	 y
convoca	 a	 audiencia	 dentro	 de	 los	 diez	 días,	 a	 la	 que	 concurren
obligatoriamente	el	fiscal,	el	sentenciado	y	su	defensa.
Instalada	 la	 audiencia,	 el	 abogado	 del	 condenado	 presenta	 la
solicitud	 y	 los	 medios	 de	 prueba	 que	 la	 sustentan	 y,
facultativamente,	 a	 las	 personas	 comprometidas	 con	 las
actividades	laborales	o	de	estudio	que	acrediten	la	aplicación	del
beneficio.
El	 juez	 realiza	 un	 análisis	 de	 la	 admisibilidad	 de	 los	medios	 de
prueba	 y	 da	 inicio	 al	 debate	 contradictorio.	 Culminada	 la
audiencia,	 el	 juez	 escucha	 los	 alegatos	 finales,	 por	 su	 orden,	 al
fiscal,	 al	 abogado	 defensor	 y	 al	 sentenciado,	 después	 de	 la	 cual,
resuelve	 sobre	 la	 solicitud	 del	 beneficio	 penitenciario	 o,	 en	 su
defecto,	en	el	término	de	dos	días.
NOTA:	El	artículo	único	de	la	Ley	30101,	publicada	el	02	de	noviembre	del	2013,	precisó	que	“[l]as
modificaciones	 efectuadas	 por	 las	 leyes	 N°s	 30054,	 30068,	 30076	 y	 30077	 a	 los	 beneficios
penitenciarios	 son	 de	 aplicación	 a	 los	 condenados	 por	 los	 delitos	 que	 se	 cometan	 a	 partir	 de	 su
vigencia”.
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	entiende	que	la	publicación	de	la
Ley	N°	30101	obliga	a	resolver	beneficios	penitenciarios	con	la	norma
vigente	al	del	delito	o	con	la	más	favorable	al	reo	(tempus	delicti
comissi).	“(…)	La	judicatura	a	partir	de	la	presente	ley,	retoma	este	principio
de	ley	material	por	mandato	legal	y	por	ser	una	ley	posterior	más	favorable	a
la	libertad	(principio	favor	libertatis)	y	a	los	derechos	fundamentales	de	la
persona.	A	partir	de	esta	ley,	consecuentemente,	se	abandona	en	el	criterio
que	venía	asumiendo	hasta	entonces,	el	Tribunal	Constitucional	Peruano,	con
la	sentencia	‘Carlos	Saldaña	Saldaña’	Exp.	2196-2002	HC/TC	de	fecha	10	de
diciembre	de	2003	‘tempus	regit	actum’	(ley	procesal	aplicable	en	el	tiempo,	es
la	que	se	encuentra	vigente	al	momento	de	resolverse	el	acto	procesal),	según
la	cual	los	beneficios	penitenciarios	se	rigen	por	la	ley	vigente	al	momento	de
la	solicitud	del	beneficio,	incluso	cuando	dicha	norma	sea	menos	favorable	al
reo	que	la	legislación	anterior.	Es	decir,	no	interesa	qué	ley	penitenciaria
estuvo	en	vigor	al	momento	en	que	el	agente	cometió	el	delito	o	cuando	este
fue	condenado,	sino	que	debe	aplicarse	la	norma	vigente	al	momento	de
solicitar	el	beneficio	penitenciario.	La	judicatura	peruana	también	había
asumido	esta	postura	interpretativa,	tomando	en	cuenta	la	ley	vigente	al
momento	de	la	solicitud	del	beneficio,	pero	a	partir	de	la	ley	30101,	es	de
entenderse	que	ya	no	tiene	aplicación	para	el	otorgamiento	de	los	beneficios
penitenciarios”.	(CS,	A.V.	13-2004,	jul.	16/2014.	Juez	Supremo	Baltazar
Morales	Parraguez)
C.E.P.
ART.	55-A.—Incorporado.	Ley	30076,	Artículo	6°.	Decisión	e
impugnación	 de	 la	 liberación	 condicional.	 El	 juez	 resuelve
finalizada	 la	 audiencia	 o,	 en	 todo	 caso,	 dentro	 de	 los	 dos	 días
siguientes	de	realizada	la	audiencia	de	liberación	condicional.	Solo
concede	el	beneficio	en	el	caso	de	que	la	naturaleza	del	delito,	 la
evolución	de	la	personalidad	del	sentenciado,	las	condiciones	para
el	 desarrollo	 de	 su	 vida	 futura	 y	 su	 conducta	 dentro	 del
establecimiento	penitenciario,	permitan	suponer	razonablemente
que	no	cometerá	otra	infracción	penal.
Para	la	fundamentación	y	evaluación	de	la	solicitud	del	beneficio,
el	juez	debe	atender	especialmente	los	siguientes	criterios:
1.	La	modalidad	y	motivación	en	la	comisión	del	hecho	punible.
2.	La	gravedad	del	hecho	punible	cometido.
3.	La	extensión	del	daño	o	peligro	cometido.
4.	 Los	 esfuerzos	 realizados	por	 reparar	 el	 daño	 causado	 con	 su
comisión,	incluso	en	caso	de	insolvencia.
5.	Los	antecedentes	penales	y	judiciales.
6.	Las	medidas	disciplinarias	que	se	le	haya	impuesto	durante	su
permanencia	en	el	establecimiento	penitenciario.
7.	 La	 verosimilitud	 de	 las	 condiciones	 externas	 en	 donde
desarrollará,	en	su	caso,	el	trabajo	o	estudio.
8.	Cualquier	otra	circunstancia	personal	útil	para	la	formulación
del	pronóstico	de	conducta.
9.	El	arraigo	del	interno,	en	cualquier	lugar	del	territorio	nacional
debidamente	acreditado.
Si	 el	 juez	 concede	 el	 beneficio,	 dicta	 las	 reglas	 de	 conducta
pertinentes,	 conforme	 al	 artículo	 58	 del	 Código	 Penal.	 El	 juez
puede	disponer	la	utilización	de	la	vigilancia	electrónica	personal
como	mecanismo	de	control	de	la	pena.
Contra	la	resolución	procede	recurso	de	apelación	en	el	término
de	tres	días.
C.E.P.
ART.	 56.—Revocación	 de	 la	 liberación	 condicional.	 La
liberación	 condicional	 se	 revoca	 si	 el	 beneficiado	 comete	 nuevo
delito	doloso	o	incumple	las	reglas	de	conducta	establecidas	en	el
artículo	58	del	Código	Penal,	en	cuanto	sean	aplicables.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	192.—El	juez	penal	revocará	la	semilibertad	o	liberación	condicional,
de	oficio	o	a	solicitud	debidamente	sustentada	de	la	autoridad	penitenciaria
o	del	Ministerio	Público,	cuando	se	 trate	de	una	nueva	condena	por	delito
doloso	o	incumplimiento	de	las	reglas	de	conducta.	En	este	último	supuesto,
previamente,	 se	 requerirá	 su	 cumplimiento	 bajo	 apercibimiento	 de
revocarse	el	beneficio.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	193.—La	revocatoria	de	 la	semilibertad	o	 liberación	condicional	por
la	 condena	 de	 un	 delito	 doloso,	 obliga	 a	 cumplir	 el	 tiempo	 de	 la	 pena
pendiente	al	momento	de	su	concesión.
Cuando	 la	 revocatoria	 se	 sustente	 en	 el	 incumplimiento	 de	 las	 reglas	 de
conducta,	 se	 computará	el	 tiempo	que	el	 interno	estuvo	en	semilibertad	o
liberación	condicional	para	efectos	del	cumplimiento	de	su	condena.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	194.—El	sentenciado	a	quien	se	revoca	un	beneficio	de	semilibertad	o
liberación	condicional	no	podrá	acceder	nuevamente	a	estos	beneficios	por
la	misma	condena.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	195.—El	beneficiado	con	semilibertad	o	liberación	condicional	podrá
solicitar	las	gracias	presidenciales	del	indulto	o	la	conmutación	de	pena.
JURISPRUDENCIA.—Incumplimiento	de	reglas	de	conducta	revoca	la
semilibertad,	pero	no	impide	su	cómputo	en	el	cálculo	de	la	condena.
“(…)	la	semilibertad	se	revoca	si	el	beneficiado	comete	un	nuevo	delito	doloso
o	incumple	las	reglas	de	conducta	establecidas	en	el	artículo	58	del	Código
Penal,	en	cuanto	sean	aplicables,	precisando	en	el	artículo	193	del	Reglamento
del	Código	de	Ejecución	Penal	que	cuando	la	revocatoria	de	la	semilibertad	se
da	por	la	condena	de	un	delito	doloso,	el	beneficiario	está	obligado	a	cumplir
el	tiempo	de	la	pena	pendiente	al	momento	de	su	concesión;	sin	embargo,	para
el	supuesto	de	la	revocatoria	por	incumplimiento	de	la	reglas	de	conducta
señala:
‘Cuando	la	revocatoria	se	sustente	en	el	incumplimiento	de	las	reglas	de
conducta,	se	computará	el	tiempo	que	el	interno	estuvo	en	semilibertad	(...)
para	efectos	del	cumplimiento	de	su	condena’.	La	precitada	norma	es	clara	en
distinguir	los	dos	supuestos	de	consecuencias	jurídicas	provenientes	de	la
revocatoria	del	beneficio	penitenciario	de	semilibertad.”	(TC,	Exp.	04054-
2007-PHC/TC,	mar.	18/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—La	existencia	de	una	norma	especial	no	importa	la
“inoperatividad”	de	las	normas	generales.	“(…)	Sobre	lo	señalado	por	la
Procuraduría	Pública	del	Ministerio	del	Interior	para	casos	de	terrorismo
consideramos	que	no	es	del	todo	cierto	que	exista	una	prohibición
expresamente	establecida	que	impida	aplicarse	de	manera	conjunta	el
Decreto	Legislativa	927	y	el	Código	de	Ejecución	Penal,	puesto	que	el	mismo
decreto	legislativo	referido	en	su	segunda	disposición	final	ha	considerado
posible	que	en	caso	que	este	no	prevea	alguna	situación	serán	de	aplicación
las	normas	contenidas	en	el	Código	de	Ejecución	Penal.	La	existencia	de	una
norma	especial	que	regule	un	tratamiento	diferenciado	en	materia	de
beneficios	penitenciarios	no	necesariamente	importa	que	las	normas
generales	no	sean	consideradas	cuando	la	primera	no	prevea	alguna
situación.
Estas	normas	diferenciadas	tienen	su	razón	de	ser	en	atención	a	la	gravedad
del	delito	en	cuestión	y	los	bienes	de	orden	público	constitucional	que,	con	su
dictado	se	persiguen	proteger.
Y,	además	el	Tribunal	Constitucional	no	ha	establecido	en	su	jurisprudencia
la	prohibición	de	aplicar	una	norma	cuando	esta	pueda	complementarse	la
aplicación	de	otra.	Ello	debe	tenerse	en	cuenta	puesto	que	la	ley	tiene	su
aplicación	en	conjunto	y	no	de	manera	aislada,	por	ello,	considerar	la
aplicación	solamente	del	Decreto	Legislativo	927	sin	tener	en	cuenta	el	Código
de	Ejecución	Penal,	cuando	la	primera	no	contemple	algunas	situaciones	no	es
del	todo	posible.”	(C.	S.,	Exp.	216-03,	ene.	18/2011.	S.	S.	Loli	Bonilla)
JURISPRUDENCIA.—No	existe	prohibición	alguna	para	la	aplicación
simultánea	de	la	redención	de	la	pena	por	el	trabajo	o	estudio	para	la
aplicación	de	la	liberación	condicional.	“(…)	Respecto	a	lo	que	sostiene	el
Procurador	Público	de	que	la	a-quo	interpretó	indebidamente	el	Decreto
Legislativo	927	al	considerar	que	esta	norma	no	señala	que	estos	beneficios
(1°	la	redención	de	la	pena	por	el	trabajo	y	la	educación;	2°	liberación
condicional)	sean	excluyentes	entre	sí,	tampoco	prohíbe	adicionar	el	tiempo
redimido	por	el	trabajo	o	el	estudio	al	tiempo	de	reclusión	efectiva	por	el
sentenciado,	a	fin	de	acceder	con	anticipación	al	beneficio	de	liberación
condicional.
Consideramos	que	dentro	de	la	legislación	no	existe	prohibición	alguna	para
la	aplicación	simultánea	de	la	redención	de	la	pena	por	el	trabajo	o	estudio
para	la	aplicación	de	la	liberación	condicional,	pues,	como	ya	se	ha	dejado
establecido	en	diversa	jurisprudencia	de	la	Sala	Penal	Nacional,	el
sentenciado	de	conformidad	con	el	último	párrafo	del	artículo	tercero	del
Decreto	Legislativo	927	puede	acumular	el	tiempo	de	redención	para	el
cumplimiento	de	la	condena.	Restringir	la	misma	importaría	no	darle
importancia	a	los	principios	de	resocialización	y	a	la	rehabilitación	social
como	un	fin	de	la	pena.”	(C.	S.,	Exp.	216-03,	ene.	18/2011.	S.	S.	Loli	Bonilla)
JURISPRUDENCIA.—Domicilio	que	no	ha	sido	certificado	origina	que	la
liberación	condicional	sea	revocada.	“(…)	Sin	embargo,	no	se	ha	recabado
el	certificado	de	domicilio	–ítem	3–	expedido	por	la	unidad	sistémica
especializada	contra	el	terrorismo	de	la	Policía	Nacional	respecto	del
domicilio	ubicado	en	la	avenida	Grau	598	departamento	503,	distrito	de
Miraflores,	lo	que	sí	sucedió	en	el	caso	del	domicilio	que	en	un	primer
momento	se	indicó	como	probable	residencia	de	la	solicitante	en	caso	de
concesión	del	beneficio,	esto	es,	del	domicilio	ubicado	en	calle	Bajada	Agua
Dulce	143,	segundo	piso,	distrito	de	Chorrillos,	en	la	que	el	jefe	del
Departamento	de	Investigación	de	Terrorismo	Metropolitano	(…)	certificó
mediante	verificación	domiciliaria	de	fecha	26	de	setiembre	del	año	2009	que
el	referido	inmueble	estaba	arrendado	(…)	la	solicitante	indicó	que	en	el
supuesto	de	haber	conflictos	con	la	propietaria	del	inmueble	que	consigné
como	dirección	domiciliaria,	solicito	a	su	despacho	se	tenga	como	nueva
dirección	el	inmueble	ubicado	en	la	avenida	Grau	598	departamento	503
Miraflores,	inmueble	respecto	del	cual	la	señorita	juez	no	ha	ordenado	la
certificación	por	la	unidad	sistémica	especializada	contra	el	terrorismo	de	la
Policía	Nacional	e	inclusive	la	documentación	que	acompaña	al	escrito
referido	consiste	en	copias	simples	(…)	Por	lo	que	estando	a	lo	indicado
anteriormente	se	ha	incurrido	en	causal	de	nulidad	contemplado	en	el	artículo
298	numeral	1	del	Código	de	Procedimientos	Penales,	la	misma	que	debe	ser
subsanada	por	la	a-quo.”	(C.	S.,	Exp.	216-03,	ago.	17/2010.	S.	S.	Loli	Bonilla)
C.E.P.
ART.	 57.—Efectos	 de	 la	 revocación.	 La	 revocatoria	 de	 la
liberación	 condicional	 por	 la	 comisión	 de	 nuevo	 delito	 doloso,
obliga	a	cumplir	el	tiempo	de	la	pena	pendiente	al	momento	de	su
concesión.	 En	 los	 demás	 casos	 de	 revocación	 el	 beneficiado
cumplirá	el	tiempo	pendiente	de	la	pena	impuesta.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 196.—Cuando	 el	 beneficiado	 con	 una	 semilibertad	 o	 liberación
condicional	cumpla	el	tiempo	de	su	condena,	la	autoridad	penitenciaria	sin
más	 trámite,	 previa	 verificación	 de	 tal	 hecho	 con	 la	 copia	 de	 la	 sentencia
correspondiente,	expedirá	la	orden	de	libertad	definitiva	por	cumplimiento
de	condena,	dentro	de	un	plazo	de	cuarenta	y	ocho	horas.
Ley	27770.
ART.	 4°.—Recepción	 de	 beneficios	 penitenciarios.	 Las	 personas
condenadas	por	los	delitos	a	que	se	refiere	el	artículo	2°	de	la	presente	ley
podrán	recibir	a	su	favor	los	siguientes	beneficios	penitenciarios:
a)	Redención	de	la	pena	por	el	trabajo	y	la	educación	a	que	se	refieren	los
artículos	44	al	47	del	Código	de	Ejecución	Penal,	a	razón	de	un	día	de	pena
por	cinco	días	de	labor	efectiva	o	de	estudio	debidamente	comprobado.
b)	 Semilibertad	 a	 que	 se	 refieren	 los	 artículos	 48	 a	 52	 del	 Código	 de
Ejecución	 Penal,	 cuando	 se	 hayan	 cumplido	 las	 dos	 terceras	 partes	 de	 la
pena	 y	previo	pago	del	 íntegro	de	 la	 cantidad	 fijada	 en	 la	 sentencia	 como
reparación	 civil	 y	 de	 la	 multa	 o,	 en	 el	 caso	 del	 interno	 insolvente,	 la
correspondiente	 fianza	 en	 la	 forma	prevista	 en	 el	 artículo	 183	 del	 Código
Procesal	Penal.
c)	Liberación	condicional	a	que	se	refieren	los	artículos	53	a	57	del	Código
de	Ejecución	Penal	cuando	se	hayan	cumplido	 las	tres	cuartas	partes	de	 la
pena	y	previo	pago	del	íntegro	de	la	cantidad	fijada	en	las	sentencias	como
reparación	 civil	 y	 de	 la	 multa	 o,	 en	 el	 caso	 del	 interno	 insolvente,	 la
correspondiente	 fianza	 en	 la	 forma	prevista	 en	 el	 artículo	 183	 del	 Código
Procesal	Penal.
NOTAS:	 1.	 El	 Art.	 2°	 de	 la	 Ley	 27770	 se	 refiere	 a	 los	 delitos	 de:	 a)	 concusión	 en	 todas	 sus
modalidades,	excepto	en	la	forma	culposa,	b)	corrupción	de	funcionarios	en	todas	sus	modalidades,
incluidas	 las	 cometidas	 por	 particulares	 y	 c)	 asociación	 ilícita	 para	 delinquir,	 cuando	 los	 hechos
materia	de	condena	se	hallan	relacionados	con	atentados	contra	la	Administración	Pública,	contra	el
Estado	y	la	defensa	nacional	o	contra	los	poderes	del	Estado	y	el	orden	constitucional.
2.	El	Art.	3°	establece	que	las	personas	condenadas	por	estos	delitos	no	podrán	recibir	los	beneficios
penales	de:	a)	conversión	de	la	pena	privativa	de	libertad	(Art.	52	del	C.	P.)	y	b)	la	reserva	del	fallo
condenatorio	a	que	se	refiere	el	Art.	62	del	C.	P.
JURISPRUDENCIA.—Cumplimiento	sucesivo	de	penas	no	resulta
inconstitucional.	“(…)	el	cumplimiento	sucesivo	de	penas	no	corresponde,
propiamente,	a	una	simple	acumulación	material	o	suma	de	penas,	sino	que
tiene	su	justificación	en	la	observancia	de	legalidad	en	el	cumplimiento	de	las
penas	a	que	se	refiere	el	artículo	VI	del	Título	Preliminar	del	Código	Penal	(…).
Por	ello	es	que	la	pena	que	resta	cumplir	respecto	del	primer	delito	(en	el	que
le	fue	concedida	y	revocada	la	semilibertad)	resulta	independiente	respecto	de
la	pena	que	deberá	también	cumplir	por	la	comisión	del	nuevo	delito,	toda	vez
que	ésta	fue	cometida	con	posterioridad	a	la	sentencia	dictada	por	el	primer
delito	(…),	cuando	el	recurrente	se	encontraba	gozando	del	beneficio
penitenciario	de	semilibertad,	por	lo	que	disponerse	su	cumplimiento	en	forma
sucesiva	no	resulta	inconstitucional.	(…).”	(TC,	Exp.	00983-2008-PHC/TC,	ago.
22/2008.	S.S.	Mesía	Ramírez)
SECCIÓN	V
Visita	íntima
C.E.P.
ART.	 58.—Modificado.	 Ley	 30253,	 Art.	 2°.	 Visita	 íntima.	 La
visita	íntima	tiene	por	objeto	el	mantenimiento	de	la	relación	del
interno	 con	 su	 cónyuge	 o	 concubino	 acreditado,	 bajo	 las
recomendaciones	 de	 higiene	 y	 planificación	 familiar	 y	 profilaxia
médica.	 Es	 concedido	 por	 el	 director	 del	 establecimiento
penitenciario,	conforme	al	reglamento,	bajo	responsabilidad.
El	mismo	beneficio,	y	en	las	mismas	condiciones,	tiene	el	interno
no	casado	ni	conviviente	respecto	de	la	pareja	que	designe.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	197.—La	visita	íntima	constituye	un	beneficio	al	que	pueden	acceder
las	personas	privadas	de	libertad	procesadas	o	sentenciadas,	que	tengan	la
condición	 de	 casados	 o	 convivientes.	 La	 administración	 penitenciaria
calificará	la	situación	de	convivencia	de	los	internos	que	no	siendo	casados,
tienen	relaciones	afectivas	permanentes.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 198.—La	 visita	 íntima	 la	 concede	 el	 director	 del	 establecimiento
penitenciario	al	interno	que	cumpla	los	siguientes	requisitos:
198.1	Solicitud	al	director	del	establecimiento	penitenciario	 indicando	los
datos	de	identidad	de	su	pareja;
198.2	Copia	simple	de	la	partida	de	matrimonio	civil	o	religioso	o	cualquier
otro	documento	que	acredite	la	relación	de	convivencia;
198.3	 Informe	 médico	 que	 certifique	 que	 el	 interno	 no	 adolece	 de
enfermedades	de	transmisión	sexual;	y,
198.4	Certificado	médico	de	fecha	reciente	expedido	por	el	área	de	salud	en
el	 que	 se	 indique	 que	 él	 o	 la	 cónyuge	 o	 conviviente	 no	 adolece	 de
enfermedades	de	transmisión	sexual.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	199.—El	director	remitirá	la	solicitud	del	interno	al	órgano	técnico	de
tratamiento	para	su	evaluación	y	verificación	en	un	plazo	no	mayor	de	diez
días.	Con	su	opinión,	el	director	resolverá	lo	solicitado	en	un	plazo	no	mayor
de	tres	días	hábiles.
Si	 la	 solicitud	 fuera	 declarada	 improcedente	 el	 interno	 podrá	 interponer
recurso	de	apelación	que	será	resuelto	por	el	consejo	técnico	penitenciario
en	un	plazo	no	mayor	de	cinco	días	hábiles.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 200.—La	 administración	 penitenciaria	 difundirá	 y	 promoverá	 la
paternidad	y	maternidad	responsables,	así	como	programas	de	planificación
familiar.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 201.—El	 informe	 y	 el	 certificado	 médico	 presentados	 para	 la
concesión	de	la	visita	íntima,	se	renovarán	cada	seis	meses.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	202.—La	visita	íntima	se	realizará	en	un	ambiente	adecuado	y	con	la
privacidad	necesaria.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 203.—La	 visita	 íntima	 será	 suspendida	 temporalmente	 en	 los
siguientes	casos:
203.1.	 Por	haber	 adquirido	una	 enfermedad	de	 transmisión	 sexual,	 hasta
que	el	interno	o	la	interna	o	su	pareja	se	recupere;
203.2.	 Por	 seis	 meses,	 cuando	 se	 compruebe	 que	 la	 pareja	 ejerce	 la
prostitución	dentro	del	establecimiento	penitenciario;	del	mismo	modo,	se
prohibirá	el	ingreso	de	la	pareja	por	treinta	días.
203.3.	 Cuando	 el	 interno	 haya	 sido	 objeto	 de	 la	 sanción	 de	 aislamiento,
mientras	dure	esta	medida;	y,
203.4.	Por	inobservancia	de	las	disposiciones	de	disciplina	y	seguridad	que
regulan	la	visita	íntima	hasta	por	treinta	días.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	204.—La	periodicidad	con	que	pueda	concederse	la	visita	íntima,	será
establecida	 por	 el	 consejo	 técnico	 penitenciario,	 teniendo	 en	 cuenta	 el
número	de	beneficiarios	y	la	infraestructura	disponible.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	205.—Modificado.	D.	S.	015-2010-JUS,	Art.	1°.	Cuando	la	pareja	del
interno	estuviera	 también	recluida	en	un	establecimiento	penitenciario,	 la
administración	 penitenciaria	 autorizará	 la	 visita	 íntima,	 previo
cumplimiento	 de	 los	 requisitos	 establecidos	 en	 el	 artículo	 198	 del
reglamento.
En	los	casos	en	que	la	pareja	del	interno	se	encuentre	recluida	en	un	mismo
establecimiento	penitenciario,	 será	el	Consejo	Técnico	Penitenciario	quien
autorice	 la	 visita	 íntima	 y	 establezca	 su	 frecuencia	 sobre	 la	 base	 de	 la
conducta	 de	 los	 internos	 y	 las	 condiciones	 del	 establecimiento
penitenciario.
Tratándose	 de	 internos	 recluidos	 en	 establecimientos	 penitenciarios
adyacentes	 o	 establecimientos	 penitenciarios	 dentro	 de	 una	 misma
localidad	 o	 provincia	 cercana,	 el	 beneficio	 será	 concedido	 por	 el	 Consejo
Nacional	Penitenciario,	quien	establecerá	su	frecuencia,	teniendo	en	cuenta
el	grado	de	peligrosidad,	conducta	de	los	internos,	así	como	las	condiciones
de	los	establecimientos	penitenciarios	y	la	capacidad	operativa	que	implica
su	 ejecución	 y	 los	 riesgos	 que	 pudiesen	 atentar	 contra	 la	 seguridad
penitenciaria	y/o	ciudadana.
JURISPRUDENCIA.—Normativamente	el	beneficio	penitenciario	de	la
visita	íntima	no	se	encuentra	restringido	para	los	internos	por	el	delito
de	terrorismo.	“(…)	11.	En	este	contexto	este	tribunal	estima	que	las	visitas
de	familiares	y	amigos	a	los	internos,	particularmente	la	visita	íntima,
constituyen	un	importante	instrumento	para	garantizar	la	función
resocializadora	de	la	pena	y	la	finalidad	rehabilitadora	del	tratamiento
penitenciario.	(…).
§2.2.	La	visita	íntima	como	forma	de	protección	a	la	familia
18.	El	Estado,	al	permitir	y	garantizar	la	visita	íntima	a	los	internos,
coadyuva	decisivamente	en	la	consolidación	de	la	familia	en	el	proceso	de
resocialización	del	reo,	pues	las	condiciones	de	hacinamiento	e	higiene	de	los
establecimientos	penitenciarios	generan	en	éste	un	deterioro	de	su	integridad
física,	psíquica	y	moral	que	frecuentemente	sólo	pueden	ser	compensados	con
el	amor	que	brinda	la	familia.	(…).
§3.	La	visita	íntima	como	manifestación	del	derecho	al	libre	desarrollo
de	la	personalidad
(…).
26.	En	conclusión	los	internos	en	virtud	de	su	derecho	fundamental	al	libre
desarrollo	de	la	personalidad,	tienen	derecho	a	la	visita	íntima	bajo
condiciones	de	periodicidad,	intimidad,	salubridad	y	seguridad,	en	la	medida
en	que	lo	permitan	las	limitaciones	mismas	que	se	derivan	de	la	reclusión	y	las
normas	que	regulan	la	materia.
27.	(…)	este	tribunal	considera	que	las	medidas	adoptadas	por	las
autoridades	penitenciarias	que	restringen	de	manera	absoluta	el	ejercicio	de
la	visita	íntima	vulneran	el	derecho	al	libre	desarrollo	de	la	personalidad	de
los	internos	y	resultan	contrarias	a	los	fines	constitucionales	del	tratamiento
penitenciario.
28.	(…)	la	permisión	de	la	visita	íntima	no	debe	sujetarse	a	ningún	tipo	de
discriminación,	ni	siquiera	aquellas	que	se	fundamenten	en	la	orientación
sexual	de	las	personas	privadas	de	su	libertad.	En	estos	casos	la	autoridad
penitenciaria,	al	momento	de	evaluar	la	solicitud	de	otorgamiento,	deberá
exigir	los	mismos	requisitos	que	prevé	el	Código	de	Ejecución	Penal	y	su
reglamento	para	las	parejas	heterosexuales.
(…).
Sobre	la	base	de	lo	anterior	puede	concluirse	que	normativamente	el
beneficio	penitenciario	de	la	visita	íntima	no	se	encuentra	restringido,
limitado	o	prohibido	de	manera	general	y	precisa	para	los	internos	o	internas
por	el	delito	de	terrorismo;	por	el	contrario	puede	advertirse	que	la	limitación
del	beneficio	penitenciario	referido	es	consecuencia	de	una	interpretación
arbitraria	de	la	normativa	citada	de	parte	de	la	autoridad	penitenciaria.	(…).”
(TC,	Exp.	01575-2007-PHC/TC,	abr.	21/2009.	Pres.	Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—El	deterioro	de	la	integridad	física,	psíquica	y	moral
de	los	condenados	sólo	puede	compensarse	con	el	amor	que	brinda	la
familia.	“(...)	18.	El	Estado,	al	permitir	y	garantizar	la	visita	íntima	a	los
internos,	coadyuva	decisivamente	en	la	consolidación	de	la	familia	en	el
proceso	de	resocialización	del	reo,	pues	las	condiciones	de	hacinamiento	e
higiene	de	los	establecimientos	penitenciarios	generan	en	éste	un	deterioro	de
su	integridad	física,	psíquica	y	moral	que	frecuentemente	sólo	pueden	ser
compensados	con	el	amor	que	brinda	la	familia.
19.	Asimismo,	el	Estado	al	permitir	la	visita	íntima	está	cumpliendo	con	su
deber	de	especial	protección	a	la	familia	como	institución	fundamental	de	la
sociedad	reconocido	en	el	artículo	4°	de	la	Constitución.	Si	bien	no	es	el	único
mecanismo	para	cautelar	a	la	familia,	el	espacio	compartido	en	la	visita
íntima	sí	es	propicio	y	necesario	para	fortalecer	los	vínculos	de	la	pareja;	pues
una	vez	fortalecida	la	relación	de	pareja,	se	facilita	la	relación	armónica	con
los	hijos.	(...).”	(TC,	Exp.	01575-2007-PHC/TC,	feb.	20/2009.	S.	S.	Vergara
Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—Que	los	internos	reciban	la	visita	de	familiares	y
amigos	sirve	para	garantizar	la	finalidad	rehabilitadora	del
tratamiento	penitenciario.	“(...)	11.	En	este	contexto	este	tribunal	estima
que	las	visitas	de	familiares	y	amigos	a	los	internos,	particularmente	la	visita
íntima,	constituyen	un	importante	instrumento	para	garantizar	la	función
resocializadora	de	la	pena	y	la	finalidad	rehabilitadora	del	tratamiento
penitenciario.	Por	esta	razón	el	Estado	asume	el	deber	positivo	de	lograr	que
todos	los	establecimientos	penitenciarios	del	país	cuenten	con	las
instalaciones	apropiadas	(privadas,	higiénicas	y	seguras)	para	permitir	la
visita	íntima.”	(TC,	Exp.	01575-2007-PHC/TC,	feb.	20/2009.	S.	S.	Vergara
Gotelli)
DOCTRINA.—La	 ley	 no	 prevé	 el	 denominado	 beneficio	 penitenciario
de	visita	íntima	para	los	casos	de	terrorismo.	“(…)	Las	disposiciones	del
Código	de	Ejecución	Penal	que	prevén	la	visita	íntima	no	le	son	aplicables	a
los	 condenados	por	 el	 delito	de	 terrorismo	por	 cuanto	hay	una	 ley	que	 la
proscribe	 y	 un	 decreto	 ley	 que	 concede	 dos	 beneficios,	 en	 los	 que	 no	 se
encuentra.	 Por	 consiguiente,	 la	 ley	 no	 prevé	 el	 denominado	 beneficio
penitenciario	de	visita	íntima,	cuyo	otorgamiento	reclama	la	recurrente.
Sin	 embargo,	 como	 a	 continuación	 se	 examina,	 la	 visita	 íntima	 no	 se
concibe	en	la	tipología	de	los	beneficios	penitenciarios	libertarios	y	si	bien
podría	 clasificarse	 como	 ligado	 a	 optimización	 de	 la	 permanencia	 del
interno	en	el	establecimiento	penitenciario	sin	embargo	tiene	una	especial
connotación	 de	 trascendencia	 constitucional,	 ello	 debido	 a	 su	 propia
naturaleza	 y	 a	 los	 derechos	 fundamentales	 que	 encarna.	 (…).”	 (TC,	 Exp.
01575-2007-PHC/TC,	 abr.	 21/2009.	 Fundamento	 de	 voto	 del	 magistrado
Vergara	Gotelli)
DOCTRINA.—Personas	 privadas	 de	 libertad	 tienen	 derecho	 a	 la
intimidad	en	sus	relaciones	de	pareja.	“(…)	Una	de	las	facetas	en	las	que
se	 ve	 plasmado	 el	 derecho	 al	 libre	 desarrollo	 de	 la	 personalidad	 es	 la
sexualidad	 del	 ser	 humano	 el	 cual	 debe	 verse	 de	 una	 manera	 integral
teniendo	en	cuenta,	por	tanto,	el	aspecto	corporal	o	físico.	La	relación	sexual
es	una	de	las	principales	manifestaciones	de	la	sexualidad.	La	privación	de
la	 libertad	 conlleva	 una	 reducción	 del	 campo	 del	 libre	 desarrollo	 de	 la
personalidad,	pero	no	lo	anula.
La	relación	 física	entre	el	recluso	y	su	visitante	es	uno	de	 los	ámbitos	del
libre	desarrollo	de	la	personalidad	que	continúa	protegido	aun	en	prisión,	a
pesar	 de	 las	 restricciones	 legítimas	 conexas	 a	 la	 privación	 de	 la	 libertad
(…)”.	 (C.	 Const.	 de	Colombia,	 Sent.	 T-499,	 jun.	 12/2003.	M.P.	Álvaro	Tafur
Galvis)
SECCIÓN	VI
Otros	beneficios
C.E.P.
ART.	59.—Buen	comportamiento.	Los	actos	que	evidencian	en
el	interno	espíritu	de	solidaridad	y	sentido	de	responsabilidad,
tanto	en	el	comportamiento	personal	como	en	la	actividad
organizada	en	el	establecimiento	penitenciario,	son	estimulados
mediante	recompensas	que	otorga	el	Consejo	Técnico
Penitenciario	y	que	son	anotadas	en	su	expediente	personal.
Estas	recompensas	son:
1.	Autorización	para	trabajar	en	horas	extraordinarias.
2.	Desempeñar	labores	auxiliares	de	la	administración
penitenciaria,	que	no	impliquen	funciones	autoritativas.
3.	Concesión	extraordinaria	de	comunicaciones	y	visitas.
4.	Otras	que	determine	el	reglamento.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 206.—Además	 de	 los	 beneficios	 de	 recompensa	 previstos	 en	 el
artículo	59	del	código,	se	podrán	otorgar	los	siguientes:
206.1.	Mención	honorífica,	que	será	entregada	en	ceremonia	pública	por	el
director	del	establecimiento	penitenciario;
206.2.	Obsequio	de	bienes	al	interno;
206.3.	 Prioridad	 en	 la	 participación	 de	 actividades	 de	 carácter	 cultural,
social	y	deportiva	en	el	establecimiento	penitenciario;	y,
206.4.	Las	demás	que	determine	el	consejo	técnico	penitenciario.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 207.—La	 recompensa	 prevista	 en	 el	 inciso	 2do	 del	 artículo	 59	 del
código	se	realizará	sin	afectar	las	reglas	de	seguridad.
BENEFICIO	ESPECIAL	DE	SALIDA	DEL	PAÍS	PARA	EXTRANJEROS	QUE
CUMPLEN	PENA	PRIVATIVA	DE	LIBERTAD
Ley	30219.
ART.	1°.—Creación	del	beneficio	especial.	Créase	el	beneficio
especial	de	salida	del	país	para	internos	extranjeros	que	cumplen
pena	privativa	de	libertad	por	condenas	menores	de	siete	años	en
cualquier	establecimiento	penitenciario	del	territorio	nacional,
con	el	propósito	de	facilitar	el	proceso	de	reinserción	social	en	su
país	de	origen.
Ley	30219.
ART.	2°.—Requisitos	para	acceder	al	beneficio	especial.	Para
acceder	al	beneficio	especial	de	salida	del	país,	el	interno
extranjero	solicitante	que	cumple	pena	privativa	de	libertad	en	el
Perú	debe	contar	con	los	siguientes	requisitos:
a)	Que	la	condena	que	se	le	impuso	no	sea	mayor	de	siete	años	de
pena	privativa	de	libertad,	siempre	que	se	trate	de	la	primera
condena.
b)	Que	haya	cumplido	de	manera	efectiva	la	tercera	parte	de	la
condena.
c)	Que	el	delito	por	el	cual	fue	condenado	no	tenga	prohibido	el
beneficio	penitenciario	de	liberación	condicional	ni	semilibertad.
Ley	30219.
ART.	3°.—Inicio	de	la	solicitud	de	acceso	al	beneficio
especial.	El	interno	extranjero	solicitante	que	cumple	pena
privativa	de	libertad	en	un	establecimiento	penitenciario	del
territorio	nacional	y	que	cuenta	con	los	requisitos	señalados	en	el
artículo	2°	de	la	presente	ley,	puede	presentar	ante	el	director	del
establecimiento	una	solicitud	expresa	y	voluntaria	para	la
concesión	del	beneficio	especial	de	salida	del	país.
El	director	del	establecimiento	penitenciario	puede	rechazar	la
solicitud	presentada	si	comprueba	que	el	interno	extranjero
solicitante	no	reúne	los	requisitos	objetivos	señalados	en	el
artículo	2°	de	la	presente	ley.
Ley	30219.
ART.	4°.—Expediente	administrativo	para	el	otorgamiento
del	beneficio	especial.
4.1.	Verificado	el	cumplimiento	de	los	requisitos	establecidos	en
el	artículo	2°	de	la	presente	ley,	el	director	del	establecimiento
penitenciario,	en	el	plazo	de	treinta	días	calendario,	debe	elaborar
un	expediente	administrativo,	adjuntando	a	la	solicitud	del
interno	extranjero	solicitante	la	siguiente	documentación:
a)	Copia	certificada	de	la	sentencia,	con	la	constancia	de	haber
quedado	consentida	o	ejecutoriada.
b)	Certificado	de	no	tener	proceso	pendiente	con	mandato	de
detención	a	nivel	nacional.
c)	Certificado	de	cómputo	laboral	o	estudio,	si	lo	hubiera.
d)	Informe	detallado	del	grado	de	reinserción	social	del
extranjero,	de	acuerdo	a	la	evaluación	del	Consejo	Técnico
Penitenciario.
e)	Certificado	consular	que	acredite	arraigo	domiciliario	en	su
país	de	origen.
4.2.	Asimismo,	el	interno	extranjero	solicitante	debe	adjuntar,	a
su	solicitud,	un	documento	cierto	que	acredite	que	cuenta	con	los
recursos	económicos	suficientes	para	retornar	a	su	país	de	origen,
debiéndose	anexar	dicha	documentación	al	expediente
administrativo.
Ley	30219.
ART.	5°.—Autoridad	competente	y	procedimiento	para	la
concesión	del	beneficio	especial.
5.1.	Una	vez	formado	el	expediente	administrativo	a	que	hace
referencia	el	artículo	4°	de	la	presente	ley,	el	director	del
establecimiento	penitenciario	lo	remite	al	juez	que	conoció	el
proceso,	en	un	plazo	máximo	de	diez	días	hábiles.
5.2.	Recibido	el	expediente,	en	un	plazo	no	mayor	de	quince	días
hábiles,	el	juez	convoca	a	una	audiencia	para	resolver	la	solicitud
del	beneficio	especial	de	salida.	La	audiencia	se	realiza	con	la
presencia	obligatoria	del	interno	extranjero	solicitante	y	de	su
abogado,	y	del	representante	del	Ministerio	Público.
Excepcionalmente,	se	puede	convocar	a	la	audiencia	al	jefe	del
Consejo	Técnico	Penitenciario.
5.3.	Dentro	de	los	tres	días	hábiles	siguientes	a	la	realización	de
la	audiencia,	el	juez,	mediante	resolución	debidamente	motivada,
determina	el	otorgamiento	o	denegatoria	de	la	solicitud,
considerando	para	ello	las	características	de	personalidad	del
interno	extranjero	solicitante	y	su	grado	de	reinserción	social.
Contra	esta	resolución,	procede	recurso	de	apelación	en	el	plazo
de	tres	días	hábiles.
5.4.	Expedida	la	resolución	judicial	que	otorga	el	beneficio
especial	ordenando	la	salida	del	interno	extranjero	solicitante,
esta	se	notifica	al	interno,	al	establecimiento	penal	en	que	se
encuentre,	a	la	Superintendencia	Nacional	de	Migraciones	y	a	la
representación	consular	del	país	de	origen	del	interno	extranjero
solicitante.	El	plazo	máximo	de	notificación	es	de	tres	días	hábiles.
5.5.	Para	el	cumplimiento	del	mandato	judicial	que	ordena	la
salida,	el	juez	que	conoce	la	causa	o	la	autoridad	que	lo	tenga	en
su	poder	debe	remitir	el	pasaporte,	documento	de	viaje	o
documento	de	identidad	del	interno	beneficiado	a	la
Superintendencia	Nacional	de	Migraciones,	según	corresponda.
5.6.	La	Superintendencia	Nacional	de	Migraciones	debe	registrar
el	mandato	judicial	y	procede	a	la	expedición	de	la	resolución
directoral	de	cancelación	de	la	permanencia	o	residencia	y	la
expulsión,	dentro	del	plazo	de	tres	días	hábiles.
5.7.	Para	la	ejecución	del	mandato	judicial	de	salida	del	país	no	es
exigible	el	cumplimiento	del	pago	de	las	obligaciones	ni	de	las
multas	previstas	en	la	legislación	nacional	sobre	extranjería.
5.8.	El	interno	extranjero	beneficiado	permanece	en	el
establecimiento	penal	mientras	no	se	resuelva	y	ejecute	su	salida
del	país.
5.9.	Culminado	el	trámite	judicial	y	administrativo	previsto	en	el
presente	artículo,	el	interno	extranjero	beneficiado	es	conducido
directamente	hasta	el	punto	del	territorio	nacional	que	le	permita
salir	de	manera	inmediata	a	su	país	de	origen.	Para	tal	efecto,	la
División	de	Extranjería	de	la	Policía	Nacional	del	Perú	o	quien
haga	sus	veces	se	encuentra	obligada	a	brindar	el	apoyo	que
requiera	la	autoridad	competente,	bajo	responsabilidad.
Ley	30219.
ART.	6°.—Pena	de	multa	y	reparación	civil.
6.1.	A	fin	de	acceder	al	beneficio	especial	de	salida,	el	interno
extranjero	beneficiado	debe	acreditar	que	las	disposiciones	de	la
sentencia	hayan	sido	satisfechas	o	garantizadas,	especialmente
tratándose	de	la	pena	de	multa	y	reparación	civil.	No	obstante,
puede	solicitar	al	juez	de	la	causa	la	reducción	o	exoneración	del
pago	de	la	reparación	civil	o	multa,	siempre	que	cumpla	con	los
siguientes	supuestos:
a)	Que	el	agraviado	sea	solo	el	Estado	o,	en	su	defecto,	que	el
sentenciado	haya	satisfecho	completamente	la	reparación	civil
fijada	expresamente	en	la	sentencia	a	favor	de	otros	agraviados,
salvo	que	se	haya	dispuesto	la	reducción	o	exoneración	del	pago,
de	conformidad	con	lo	señalado	en	este	artículo.
b)	Que	el	sentenciado	acredite	razones	humanitarias
debidamente	fundadas	o	carezca	de	medios	económicos
suficientes,	previo	informe	socioeconómico	del	funcionario
competente	del	Instituto	Nacional	Penitenciario	que	corrobore	tal
situación.
6.2.	La	autoridad	judicial	resuelve	el	pedido	de	reducción	o
exoneración,	previo	traslado	a	la	parte	civil.
Ley	30219.
ART.	7°.—Revocación	del	beneficio	especial.	El	beneficio
especial	de	salida	es	revocado	en	los	siguientes	casos:
a)	Cuando	el	interno	extranjero	beneficiado	reingrese	al	país,
dentro	del	período	de	impedimento	de	retorno,	de	manera
clandestina,	fraudulenta	o	incumpliendo	las	disposiciones	del
Decreto	Legislativo	703,	Ley	de	Extranjería.
b)	Cuando	el	interno	extranjero	beneficiado	cometa	un	nuevo
delito	durante	el	período	del	cumplimiento	de	su	condena	y	le
resulte	aplicable	la	legislación	penal	peruana.
El	interno	extranjero	beneficiado	al	que	se	le	revoque	el	beneficio
especial	de	salida	debe	cumplir	el	íntegro	de	su	condena
pendiente	al	momento	de	su	concesión,	sin	que	pueda	acceder	a
otro	beneficio	penitenciario	durante	el	cumplimiento	de	aquella.
Cumplida	la	pena	en	su	integridad,	el	interno	extranjero
beneficiado	es	expulsado	del	territorio	nacional,	en	coordinación
con	la	representación	consular	respectiva.	En	este	supuesto,	no
puede	retornar	al	país	por	un	período	de	diez	años,	contado	desde
la	fecha	de	expulsión.
En	caso	de	que	vuelva	a	reingresar	de	la	manera	expresada	en	el
literal	a),	el	interno	es	objeto	de	una	nueva	expulsión,
reiniciándose	el	cómputo	de	plazo	de	impedimento	de	retorno	por
diez	años	a	partir	de	la	nueva	expulsión.	Esta	regla	se	aplica	las
veces	que	resulte	necesario	por	haberse	incumplido	el	plazo	de	la
prohibición	de	retorno.
Ley	30219.
ART.	8°.—Prohibición	de	ingreso	al	país.	Queda	prohibido	el
ingreso	al	territorio	nacional	de	los	internos	a	quienes	se	les
concedió	el	beneficio	especial	de	salida	del	país,	por	un	período	de
diez	años,	contado	desde	el	último	día	de	la	condena	impuesta.
Ley	30219.
ART.	9°.—Sentencias	impuestas	a	los	internos	extranjeros
condenados	por	el	delito	de	tráfico	ilícito	de	drogas.	Los
internos	extranjeros	sentenciados	por	la	comisión	del	delito	de
tráfico	ilícito	de	drogas,	en	la	modalidad	de	transportadores	de
droga	o	correos	de	droga,	pueden	acogerse	al	ámbito	de
aplicación	de	la	presente	ley,	de	conformidad	con	la	Ley	26320	y
las	disposiciones	señaladas	sobre	la	materia.
Ley	30219.
Primera	Disposición	Complementaria	Final.—Solicitud	en	caso
de	beneficios	penitenciarios	concedidos.	Los	internos
extranjeros	condenados	que	al	momento	de	la	vigencia	de	la
presente	ley	se	encuentran	gozando	de	los	beneficios	de
semilibertad	o	de	liberación	condicional	pueden	solicitar	la	salida
al	juez	que	les	concedió	el	beneficio,	conforme	a	la	presente	ley.
Para	ello,	solo	es	necesario	el	cumplimiento	de	los	requisitos
establecidos	en	el	artículo	4°,	numeral	4.2,	y	el	artículo	6°,
numeral	6.1.
Ley	30219.
Segunda	Disposición	Complementaria	Final.—Alcances	de	la
ley.	Los	alcances	de	la	presente	ley	no	afectan	las	restricciones	o
prohibiciones	legales	vigentes	sobre	beneficios	penitenciarios.
CAPÍTULO	QUINTO
Revisión	de	la	cadena	perpetua
C.E.P.
ART.	59-A.—Procedimiento.
1.	La	pena	de	cadena	perpetua	será	revisada	de	oficio	o	a	petición
de	parte	cuando	el	condenado	haya	cumplido	35	años	de
privación	de	libertad	por	el	órgano	jurisdiccional	que	impuso	la
condena,	ordenando	al	Consejo	Técnico	Penitenciario	que	en	el
plazo	de	quince	días	organice	el	expediente	que	contendrá	los
documentos	consignados	en	el	artículo	54	de	este	código.
También	dispondrá	que	en	igual	plazo	se	practiquen	al	condenado
exámenes	físico,	mental	y	otros	que	considere	pertinentes.
2.	Cumplido	lo	dispuesto	en	el	inciso	anterior,	se	correrá	traslado
de	todas	las	actuaciones	al	interno,	al	Ministerio	Público	y	a	la
parte	civil,	a	fin	de	que	en	el	plazo	de	diez	días	ofrezcan	las
pruebas	que	consideren	pertinentes.
3.	En	audiencia	privada	que	se	iniciará	dentro	de	los	diez	días
siguientes	de	cumplido	el	plazo	al	que	se	refiere	el	inciso	anterior,
se	actuarán	las	pruebas	ofrecidas	y	las	que	el	órgano
jurisdiccional	hubiera	dispuesto,	se	examinará	al	interno	y	las
partes	podrán	formular	sus	alegatos	orales.	La	resolución	de
revisión	se	dictará	al	término	de	la	audiencia	o	dentro	de	los	tres
días	siguientes.
4.	El	órgano	jurisdiccional	resolverá	mantener	la	condena	o
declararla	cumplida	ordenando	la	excarcelación.	Para	estos
efectos	se	tendrá	en	consideración	las	exigencias	de	la
individualización	de	la	pena	en	atención	a	la	concurrencia	de
factores	positivos	en	la	evolución	del	interno	que	permitan
establecer	que	se	han	cumplido	los	fines	de	tratamiento
penitenciario.
5.	Contra	la	decisión	del	órgano	jurisdiccional	procede,	dentro	de
los	tres	días,	recurso	impugnatorio	ante	el	superior.	El	expediente
se	elevará	de	inmediato	y	se	correrá	vista	fiscal	dentro	de	24
horas	de	recibido.	El	dictamen	se	emitirá	dentro	de	diez	días	y	la
resolución	que	absuelve	el	grado	se	dictará	en	igual	plazo.
6.	 Cada	 vez	 que	 el	 órgano	 jurisdiccional	 resuelva	 mantener	 la
condena,	después	de	transcurrido	un	año,	se	realizará	una	nueva
revisión,	 de	 oficio	 o	 a	 petición	 de	 parte,	 siguiendo	 el	 mismo
procedimiento.
NOTA:	Capítulo	V	incorporado	por	el	Art.	4°	del	D.	Leg.	N°	921	que	establece	el	régimen	jurídico	de
la	cadena	perpetua	en	la	legislación	nacional	y	el	límite	máximo	de	la	pena	para	los	delitos	previstos
en	los	artículos	2°,	3°,	incisos	b)	y	c),	4°,	5°	y	9°	del	Decreto	Ley	N°	25475.
COMENTARIO.—El	Tribunal	Constitucional	por	sentencia	recaída	en	el	Exp.
N°	 010-2002-AI/TC,	 exhortó	 al	 Congreso	 de	 la	 República	 para	 que	 en	 un
plazo	 razonable,	 reemplace	 la	 legislación	 correspondiente	 a	 fin	 de
concordar	el	régimen	jurídico	de	 la	cadena	perpetua	con	lo	expuesto	en	 la
sentencia	del	Tribunal	Constitucional	(fundamentos	jurídicos	N°	190	y	194
y	 quinto	 párrafo	 de	 la	 parte	 resolutiva).	 El	 Decreto	 Legislativo	 N°	 921
publicado	el	18	de	enero	del	2003	viene	a	dar	cumplimiento	a	lo	exhortado
por	el	Tribunal	Constitucional	al	disponer	en	su	artículo	1°	que	“La	pena	de
cadena	perpetua	será	revisada	cuando	el	condenado	haya	cumplido	35	años
de	privación	de	libertad	y	se	realizará	conforme	a	lo	dispuesto	por	el	Código
de	 Ejecución	 Penal”.	 En	 efecto,	 el	 Decreto	 Legislativo	 921	 en	 su	 Art.	 4°
señala	“Incorpórase	el	Capítulo	V,	bajo	la	denominación	‘Revisión	de	la	Pena
de	 Cadena	 Perpetua’	 en	 el	 Título	 II	 ‘Régimen	 Penitenciario	 del	 Código	 de
Ejecución	Penal.’”
TÍTULO	III
Tratamiento	penitenciario
CAPÍTULO	PRIMERO
Disposiciones	generales
C.E.P.
ART.	 60.—Objetivo	 del	 tratamiento.	 El	 tratamiento
penitenciario	tiene	como	objetivo	la	reeducación,	rehabilitación	y
reincorporación	del	interno	a	la	sociedad.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 97.—El	 tratamiento	 penitenciario	 es	 el	 conjunto	 de	 actividades
encaminadas	a	 lograr	 la	modificación	del	comportamiento	del	 interno,	con
el	fin	de	resocializarlo	y	evitar	la	comisión	de	nuevos	delitos.
El	 tratamiento	 penitenciario	 es	 progresivo	 y	 comprende	 el	 desarrollo	 de
programas	de	resocialización	del	interno	en	forma	individualizada	y	grupal
según	la	naturaleza	de	la	atención.	Será	aplicado	en	forma	multidisciplinaria
por	 los	 profesionales	 y	 técnicos	 de	 tratamiento,	 promoviendo	 la
participación	del	 interno,	así	 como	de	 instituciones	públicas	o	privadas,	 la
familia	y	la	sociedad.
C.E.P.
ART.	 61.—Métodos	utilizados.	 El	 tratamiento	 penitenciario	 es
individualizado	 y	 grupal.	 Consiste	 en	 la	 utilización	 de	 métodos
médicos,	 biológicos,	 psicológicos,	 psiquiátricos,	 pedagógicos,
sociales,	 laborales	 y	 todos	 aquéllos	 que	 permitan	 obtener	 el
objetivo	del	 tratamiento	de	acuerdo	a	 las	 características	propias
del	interno.
C.E.P.
ART.	 62.—Tratamiento	 penitenciario.	 Para	 individualizar	 el
tratamiento	 se	 hace	 el	 estudio	 integral	 del	 interno	 mediante	 la
observación	 y	 los	 exámenes	 que	 correspondan,	 a	 efecto	 de
formular	el	diagnóstico	y	pronóstico	criminológico.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	98.—Luego	del	ingreso	a	un	establecimiento	penitenciario,	el	interno
será	 ubicado	 en	 el	 centro	 de	 observación	 y	 clasificación,	 donde	 el	 órgano
técnico	de	tratamiento	en	un	término	que	no	exceda	de	treinta	días,	–bajo
responsabilidad–	efectuará	un	estudio	 integral	y	 formulará	un	diagnóstico,
pronóstico	y	programa	de	tratamiento.
C.E.P.
ART.	 63.—Determinación	 del	 tratamiento.	 El	 interno	 es
clasificado	 en	 grupos	 homogéneos	 diferenciados,	 en	 el
establecimiento	 penitenciario	 o	 sección	 del	 mismo	 que	 le
corresponda,	 determinándose	 el	 programa	 de	 tratamiento
individualizado.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	99.—El	órgano	técnico	de	tratamiento,	siguiendo	los	lineamientos	de
política	y	normas	de	la	administración	penitenciaria:
99.1.	 Desarrollará	 programas	 de	 trabajo	 y	 educación	 de	 acuerdo	 con	 las
aptitudes	y	actitudes	del	interno;
99.2.	 Brindará	 servicios	 asistenciales	 de	 índole	 sanitaria,	 social,	 legal	 y
psicológica	y	otros	que	coadyuven	a	la	rehabilitación	del	interno;
99.3.	 Estimulará	 la	 participación	 activa	 del	 interno	 en	 la	 planificación	 y
ejecución	de	su	tratamiento;	y,
99.4.	Desarrollará	otras	acciones	orientadas	a	lograr	la	resocialización	del
interno.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	100.—En	los	establecimientos	penitenciarios	donde	no	se	cuente	con
los	profesionales	de	tratamiento	y	servicios	penitenciarios,	el	director	podrá
solicitar	la	participación	de	profesionales	al	servicio	del	Estado	o	del	sector
privado.
Las	 direcciones	 regionales	 del	 Instituto	 Nacional	 Penitenciario	 podrán
implementar	 órganos	 técnicos	 de	 tratamientos	 itinerantes,	 para	 suplir	 la
carencia	 de	 profesionales	 en	 los	 establecimientos	 penitenciarios	 de	 su
jurisdicción.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 101.—El	 órgano	 técnico	 de	 tratamiento	 evaluará	 periódicamente	 el
comportamiento	 del	 interno	 en	 los	 plazos	 estipulados	 en	 el	 presente
reglamento,	 para	 determinar	 su	 progresión	 o	 regresión	 en	 el	 tratamiento
penitenciario.
C.E.P.
ART.	64.—Categorías	de	readaptación.	La	clasificación	del
interno	es	continua,	de	acuerdo	a	su	conducta	y	en	las	siguientes
categorías:
1.	Fácilmente	readaptable;	y,
2.	Difícilmente	readaptable.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 102.—La	 progresión	 o	 regresión	 en	 el	 tratamiento	 penitenciario
dependerá	de	la	respuesta	positiva	o	negativa	del	interno	al	tratamiento	y	a
la	 observación	 de	 las	 normas	 que	 regulan	 el	 régimen	 interno.	 El	 interno,
podrá	ser	clasificado	en	las	siguientes	categorías:
102.1.	 Fácilmente	 readaptable.	 Cuando	 el	 comportamiento	 del	 interno
responde	favorablemente	a	las	acciones	de	tratamiento	penitenciario.
102.2.	Difícilmente	readaptable.	Cuando	el	interno	presenta	una	involución
en	su	comportamiento.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	103.—El	interno	que	tenga	la	condición	de	procesado	podrá	acogerse
a	un	programa	de	tratamiento	compatible	con	su	situación	jurídica.
CAPÍTULO	SEGUNDO
Trabajo
C.E.P.
ART.	65.—Modificado.	Ley	27187,	Artículo	Único.	Trabajo
penitenciario.	El	trabajo	es	un	derecho	y	un	deber	del	interno,
contribuye	a	su	rehabilitación,	se	organiza	y	planifica	atendiendo
a	su	aptitud	y	calificación	laboral	compatible	con	la	seguridad	del
establecimiento	penitenciario.
El	 trabajo	 que	 realicen	 los	 internos	 procesados	 tiene	 carácter
voluntario.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	104.—El	trabajo	en	los	establecimiento	penitenciarios	es	obligatorio
para	los	internos	sentenciados	como	medio	terapéutico	adecuado	a	los	fines
de	la	resocialización.	El	trabajo:
104.1.	No	tendrá	carácter	aflictivo.
104.2.	No	será	aplicado	como	medida	disciplinaria.
104.3.	No	atentará	contra	la	dignidad	del	interno.
Los	internos	procesados	podrán	participar	voluntariamente	en	la	actividad
laboral	del	establecimiento	penitenciario.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	105.—El	trabajo	es	un	elemento	indispensable	para	la	rehabilitación
del	 interno.	 Debe	 propiciar	 un	 carácter	 creador	 o	 conservador	 de	 hábitos
laborales,	productivos	y	terapéuticos,	con	el	 fin	de	procurar	al	 interno	una
opción	laboral	competitiva	en	libertad.
El	trabajo	penitenciario	no	genera	vínculo	ni	relación	laboral	algunos.
C.E.P.
ART.	 66.—Regulación	del	 trabajo.	 La	 organización	 del	 trabajo
penitenciario,	 sus	 métodos,	 horarios,	 medidas	 preventivas,	 de
higiene	 y	 seguridad,	 se	 regulan	 por	 el	 reglamento	 y	 por	 la
legislación	del	trabajo,	en	cuanto	ésta	sea	aplicable.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	106.—La	administración	penitenciaria	promoverá	el	desarrollo	de	la
actividad	 laboral	 con	 la	 participación	 de	 los	 gremios	 profesionales	 y
empresariales,	la	sociedad	civil	y	la	cooperación	técnica	internacional.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	107.—Las	actividades	artísticas,	intelectuales	y	artesanales	y	otras	de
carácter	 laboral	 efectuadas	 por	 cuenta	 propia	 o	 por	 la	 administración
penitenciaria,	serán	 supervisadas	 y	 controladas	 por	 el	 área	 de	 trabajo	 del
establecimiento	penitenciario.
Las	 actividades	 que	 forman	 parte	 del	 tratamiento,	 serán	 programadas	 y
controladas	por	el	órgano	técnico	de	tratamiento.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	108.—El	Instituto	Nacional	Penitenciario	a	través	de	la	oficina	general
de	 tratamiento,	 dirige,	 organiza	 y	 supervisa	 la	 producción	 y
comercialización	de	bienes	y	prestación	de	servicios	de	 los	 internos	en	 los
establecimientos	penitenciarios	a	nivel	nacional.
Las	entidades	que	organicen	las	mismas	actividades	deberán	contar	con	la
aprobación	del	INPE.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 108-A.—Incorporado.	 D.	 S.	 007-2010-JUS,	 Art.	 2°.	 En	 el	 caso	 de
establecimientos	penitenciarios	entregados	en	concesión	al	 sector	privado
se	 precisarán,	 en	 el	 contrato	 de	 concesión	 respectivo,	 las	 facultades	 y
limitaciones	 del	 concesionario	 en	 materia	 de	 dirección,	 organización	 y
supervisión	de	la	producción,	comercialización	y	prestación	de	servicios	de
los	internos.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 109.—El	 trabajo	 penitenciario	 puede	 ser	 individual	 o	 colectivo;	 en
ambos	 casos,	 el	 INPE	 establecerá	 el	 horario	 y	 la	 producción	mínima	 para
efectos	de	las	evaluaciones	periódicas	y	la	redención	de	la	pena.
El	interno	podrá	constituir,	cuando	reúna	los	requisitos,	formas	societarias
conforme	 a	 ley,	 siempre	 que	 no	 esté	 inhabilitado	 para	 el	 ejercicio	 del
comercio.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 109-A.—Incorporado.	 D.	 S.	 007-2010-JUS,	 Art.	 2°.	 El	 trabajo
penitenciario	 en	 el	 caso	 de	 establecimientos	 penitenciarios	 entregados	 en
concesión	 al	 sector	 privado	 puede	 ser	 individual	 o	 colectivo;	 en	 ambos
casos,	el	concesionario	establecerá	el	horario	y	la	producción	mínima	para
efecto	de	las	evaluaciones	periódicas.
El	concesionario	fijará	el	horario	y	establecerá	el	procedimiento	de	trabajo,
conforme	 a	 ley,	 a	 las	 condiciones	 pactadas	 en	 el	 contrato	 de	 concesión
respectivo	y	al	presente	reglamento	en	lo	que	sea	aplicable.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	110.—Para	el	control	de	la	actividad	laboral	de	los	internos,	el	área	de
trabajo	 del	 establecimiento	 penitenciario	 deberá	 llevar	 los	 libros	 que	 se
detallan,	 debidamente	 legalizados	 por	 el	 secretario	 del	 consejo	 técnico
penitenciario:
110.1.	Libro	de	registro	de	trabajo.	Donde	deberán	inscribirse	los	internos
que	se	van	a	dedicar	a	la	actividad	laboral.
110.2.	Libro	de	planilla	de	control	laboral.	Donde	se	registrará	la	asistencia
diaria	al	trabajo	y	las	horas	efectivamente	trabajadas.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	110-A.—Incorporado.	D.	S.	007-2010-JUS,	Art.	2°.	Para	el	control	de
la	 actividad	 laboral	 de	 los	 internos,	 el	 área	de	 trabajo	del	 establecimiento
penitenciario	 entregado	 en	 concesión	 al	 sector	 privado	 requerirá	 de
monitoreo	 digital	 para	 su	 registro	 e	 inspección,	 tanto	 para	 su	 retribución
como	para	el	cómputo	laboral.
En	caso	el	trabajo	a	que	se	refiere	el	párrafo	anterior	se	realice	en	talleres
utilizando	los	medios	previstos	en	el	numeral	115.3	del	artículo	115,	serán
de	aplicación	por	el	concesionario	 los	artículos	110	y	111,	en	 lo	que	 fuera
aplicable.	Los	registros	a	que	se	refieren	los	numerales	110.1	y	110.2	serán
debidamente	 habilitados	 por	 el	 director	 del	 establecimiento	 penitenciario
concesionado.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	111.—El	producto	del	 trabajo	del	 interno,	procesado	o	 sentenciado,
se	distribuirá	de	la	siguiente	manera:
111.1.	 10%	 para	 costear	 los	 gastos	 que	 genera	 la	 actividad	 laboral	 del
interno	a	favor	del	Instituto	Nacional	Penitenciario.
111.2.	90%	para	gastos	propios	del	interno	y	su	familia.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 111-A.—Incorporado.	 D.	 S.	 007-2010-JUS,	 Art.	 2°.	 En	 el	 caso	 de
establecimientos	penitenciarios	entregados	en	concesión	al	 sector	privado
la	 distribución	 de	 los	 ingresos	 se	 fijará	 conforme	 al	 primer	 párrafo	 del
artículo	67	del	código	y,	además,	de	acuerdo	a	lo	siguiente:
a)	En	caso	el	trabajo	efectuado	por	los	internos	se	realice	bajo	las	órdenes,
requerimientos	y	supervisión	impartidas	por	el	concesionario	se	fijará,	en	el
contrato	 de	 concesión	 respectivo,	 el	 porcentaje	 de	 los	 ingresos	 de	 los
internos	que	serán	descontados	para	costear	parte	de	los	gastos	que	irrogue
su	permanencia	en	el	establecimiento	penitenciario.
Asimismo,	 en	 dicho	 contrato	 se	 establecerá	 el	 porcentaje	 de	 descuento
correspondiente	 para	 amortizar	 el	 pago	 de	 la	 reparación	 civil	 fijada	 en	 la
sentencia	 condenatoria	 firme,	 si	 fuera	 el	 caso,	 y	 el	 porcentaje	 remanente
constituirá	recursos	propios	del	interno	y	su	familia.
b)	En	caso	el	trabajo	sea	realizado	directamente	por	los	internos	utilizando
los	 medios	 previstos	 en	 el	 numeral	 115.3	 del	 artículo	 115	 del	 presente
reglamento,	 el	 10%	 de	 sus	 ingresos	 servirán	 para	 costear	 los	 gastos	 que
genera	 su	 actividad	 laboral	 y	 el	 90%	 restante	 para	 gastos	 propios	 del
interno	y	su	familia.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 112.—Los	 internos	 podrán	 prestar	 servicios	 auxiliares	 o	 de
mantenimiento.	 Estos	 servicios	 comprenden	 las	 actividades	 de	 cocina,
enfermería,	lavandería,	panadería,	almacén,	limpieza,	biblioteca,	jardinería	y
otros	similares.
Los	 internos	 que	 realicen	 dichas	 actividades	 serán	 considerados
trabajadores	ad	honorem,	con	derecho	a	redimir	su	pena	por	trabajo.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 112-A.—Incorporado.	 D.	 S.	 007-2010-JUS,	 Art.	 2°.	 En	 los
establecimientos	 penitenciarios	 concesionados	 al	 sector	 privado	 los
internos	 podrán	 prestar	 servicios	 auxiliares	 para	 la	 ejecución	 de	 obras,
mantenimiento	 y	 limpieza	 del	 establecimiento	 penitenciario,	 así	 como	 en
servicios	 auxiliares	 que	 comprenden	 actividades	 de	 cocina,	 enfermería,
lavandería,	 panadería,	 almacén,	 biblioteca,	 jardinería,	 atención	 en	 el
economato	y	otros	similares.
Los	 internos	que	 realicen	dichas	 actividades	deberán	percibir	 un	 ingreso
por	parte	del	concesionario	y	el	porcentaje	de	sus	ingresos	se	distribuirá	de
acuerdo	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	111-A	del	presente	reglamento.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 113.—Los	directores	 regionales	 del	 Instituto	Nacional	 Penitenciario
presentan	 a	 sus	 superiores	 un	 informe	 de	 los	 gastos	 que	 se	 realicen	 con
estos	ingresos	y	abrirán	una	cuenta	corriente	en	el	Banco	de	la	Nación,	para
el	depósito	del	10%	destinado	a	sufragar	los	gastos	que	genera	la	labor	del
interno.	 Este	 monto	 revertirá	 a	 los	 establecimientos	 penitenciarios	 en
actividades	de	promoción	de	 trabajo,	 adquisición	de	bienes	y	materiales	e
insumos	de	trabajo.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	114.—En	caso	que	el	interno	concluya	su	actividad	laboral	al	obtener
su	 libertad	 o	 ser	 trasladado	 a	 otro	 establecimiento	 penitenciario,	 la
administración	 deberá	 liquidar	 los	 montos	 abonados	 por	 los	 conceptos
señalados	en	el	inciso	111.1	del	artículo	110	(sic)	del	presente	reglamento.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	115.—Los	medios	para	el	trabajo	podrán	ser	proporcionados	por:
115.1.	La	administración	penitenciaria.
115.2.	 Las	 entidades	 públicas	 o	 privadas	 a	 través	 de	 la	 administración
penitenciaria.
115.3.	Por	el	interno	o	sus	familiares.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	116.—La	seguridad	e	higiene,	accidentes	y	enfermedades	producidas
a	 consecuencia	 del	 trabajo	 penitenciario,	 se	 regularán	 por	 las	 leyes
especiales.
C.E.P.
ART.	67.—Modificado.	Ley	27875,	Artículo	Único.
Remuneración.	El	trabajo	del	interno	es	remunerado.	De	esta
remuneración	un	10%	servirá	obligatoriamente	para	costear	los
gastos	que	genera	la	actividad	laboral	del	interno,	debiendo	el
resto	ser	distribuido	en	la	forma	que	establece	el	reglamento.
El	pago	efectuado	por	este	concepto	será	abonado	mensualmente
a	favor	del	Instituto	Nacional	Penitenciario.	Si	se	produjere	un
atraso	en	el	pago	correspondiente,	no	se	cobrarán	intereses,
moras	u	otros	derechos.	En	este	último	caso	el	INPE	y	el	interno
suscribirán	un	acuerdo	para	cancelar	la	deuda	de	manera
fraccionada	en	un	plazo	de	seis	meses.	La	cancelación	de	la	deuda
habilita	al	interno	a	obtener	el	certificado	de	cómputo	laboral	y	el
goce	del	beneficio	penitenciario,	para	el	caso	que	tenga	derecho	a
la	redención	de	la	pena	por	el	trabajo.
Los	 directores	 de	 los	 establecimientos	 o	 quienes	 ellos	 designen
realizarán,	 a	 solicitud	 de	 parte,	 las	 liquidaciones	 de	 adeudos
derivados	del	trabajo	del	interno	solicitante.
DISPOSICIONES	PARA	LA	APLICACIÓN	DEL	ART.	67	DEL	C.E.P.
D.	S.	007-2003-JUS.
ART.	 1°.—Concepto	 de	 remuneración	 del	 interno.	 Entiéndase	 como
remuneración	los	ingresos	percibidos	mensualmente	por	los	internos	por	la
actividad	laboral	realizada	en	forma	independiente,	para	la	administración
penitenciaria	o	para	terceros.
D.	S.	007-2003-JUS.
ART.	2°.—Cálculo	del	10%	de	la	remuneración	del	interno.	Para	efectos
de	la	base	de	cálculo	para	el	pago	del	10%	a	que	hace	referencia	el	primer
párrafo	del	artículo	67	del	Decreto	N°	654,	modificado	por	el	artículo	único
de	la	Ley	N°	27875,	se	considerará	como	ingreso	mensual	el	que	compruebe
la	autoridad	penitenciaria,	el	que	presente	el	interno	en	declaración	jurada
o	 en	 su	 defecto	 el	 40%	de	 la	 remuneración	mínima	 vital	 vigente	 para	 los
internos	cuyos	ingresos	sean	iguales	o	inferiores	a	este	porcentaje.
D.	S.	007-2003-JUS.
ART.	3°.—Destino	del	10%	de	la	remuneración	del	interno.	El	10%	de
la	 remuneración	 del	 interno	 será	 para	 costear	 los	 gastos	 que	 genera	 la
actividad	laboral	del	interno	en	el	establecimiento	penitenciario.
D.	S.	007-2003-JUS.
ART.	 4°.—Caso	 extraordinario	 de	 regularización	 de	 pagos	 atrasados.
Autorizar	al	Instituto	Nacional	Penitenciario	para	que	por	única	vez	norme
el	 procedimiento	 para	 la	 regularización	 de	 los	 pagos	 atrasados	 de	 los
internos	que	han	 trabajado	 en	 forma	 efectiva	 y	 debidamente	 comprobada
en	el	Libro	de	Planilla	de	Control	Diario	-	Mensual	de	Asistencia	al	Trabajo,
antes	 de	 la	 vigencia	 de	 la	 Ley	 N°	 27875,	 bajo	 las	 mismas	 condiciones	 y
plazos	establecidos	en	dicha	norma	legal.	(...).
C.E.P.
ART.	 68.—Embargo	 de	 remuneración.	 La	 remuneración	 del
trabajo	del	interno	sólo	es	embargable	de	acuerdo	a	ley.
CAPÍTULO	TERCERO
Educación
C.E.P.
ART.	69.—Promoción	de	la	educación.	En	cada	establecimiento
penitenciario	 se	 promueve	 la	 educación	 del	 interno	 para	 su
formación	profesional	o	capacitación	ocupacional.	Los	programas
que	se	ejecutan	están	sujetos	a	la	legislación	vigente	en	materia	de
educación.
D.	S.	007-2003-JUS.
ART.	 117.—La	 administración	 penitenciaria	 fomentará,	 en	 caso	 de	 ser
necesario,	 el	 funcionamiento	 de	 centros	 educativos,	 dentro	 del
establecimiento	penitenciario.
La	administración	penitenciaria	 fomentará	 la	educación	a	distancia	en	 los
niveles	técnico	y	superior.
D.	S.	007-2003-JUS.
ART.	118.—El	director	del	establecimiento	penitenciario	y	el	 responsable
de	 la	 educación,	 promoverán	 actividades	 y	 cursos	 no	 escolarizados,
destinados	a	estimular	las	aptitudes	artísticas	y	culturales	del	interno.
C.E.P.
ART.	 70.—Alfabetización.	 El	 interno	 analfabeto	 participa
obligatoriamente	en	los	programas	de	alfabetización	y	educación
primaria	para	adultos.
D.	S.	013-2005-JUS.
ART.	 119.—En	 cada	 establecimiento	 penitenciario,	 el	 responsable	 de
educación	 promoverá	 el	 funcionamiento	 de	 una	 o	 más	 bibliotecas	 con	 el
aporte	 de	 instituciones	 públicas,	 privadas	 y	 de	 los	 mismos	 internos.	 La
distribución	de	los	libros	de	la	biblioteca	podrá	estar	a	cargo	de	un	interno.
C.E.P.
ART.	 71.—Capacitación	 técnica.	 El	 interno	 que	 no	 tenga
profesión	u	oficio	conocidos,	está	obligado	al	aprendizaje	técnico,
de	acuerdo	a	sus	aptitudes,	intereses	y	vocación.
C.E.P.
ART.	71-A.—Incorporado.	D.	Leg.	1239,	Art.	2°.	Captación	de
recursos	para	el	área	de	capacitación	laboral	y	educativa.	En
los	 casos	 de	 capacitación	 para	 el	 trabajo	 y	 educación	 técnica
productiva	 de	 los	 internos	 estudiantes	 en	 base	 a	 proyectos
productivos	y	empresariales	que	produzcan	ganancias,	el	10%	de
las	mismas	 servirá	 obligatoriamente	para	 costear	 los	 gastos	que
generen	 la	 implementación	 y	 mantenimiento	 de	 los	 centros	 de
educación	técnicos	productivos,	debiendo	el	resto	ser	distribuido
en	la	forma	que	establece	el	reglamento.
C.E.P.
ART.	 72.—Estudios	 por	 correspondencia.	 La	 administración
penitenciaria	 da	 facilidades	 al	 interno	 para	 que	 realice	 estudios
por	correspondencia,	radio	o	televisión.
C.E.P.
ART.	 73.—Promoción	 de	 la	 educación.	 La	 administración
penitenciaria	promueve	la	educación	artística,	la	formación	moral
y	cívica	y	las	prácticas	deportivas	del	interno.
C.E.P.
ART.	74.—Acceso	a	material	de	lectura.	El	interno	tiene
derecho	a	disponer	de	libros,	periódicos	y	revistas.	También
puede	ser	informado	a	través	de	audiciones	radiofónicas,
televisivas	y	otras	análogas.
El	 Consejo	 Técnico	 Penitenciario	 puede,	 mediante	 resolución
motivada	y	por	exigencias	del	tratamiento,	establecer	limitaciones
a	este	derecho.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 120.—Los	 internos	 de	 los	 establecimientos	 penitenciarios	 podrán
acceder	a	libros,	revistas,	y	diarios	de	circulación	nacional,	siempre	que	no
afecten	 ostensiblemente	 la	 seguridad	 o	 el	 desarrollo	 de	 las	 acciones	 de
tratamiento.
C.E.P.
ART.	75.—Certificados	y	diplomas.	Las	autoridades	educativas
competentes	otorgan	los	certificados,	diplomas	y	títulos	a	que	se
haya	hecho	acreedor	el	interno,	sin	mencionar	el	centro	educativo
del	establecimiento	penitenciario.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 121.—Al	 concluir	 los	 ciclos	 de	 enseñanza	 y	 capacitación,	 según	 el
programa	curricular,	 los	 internos	recibirán	el	certificado	que	corresponda,
con	la	sola	mención	de	la	unidad	de	servicios	educativos	de	la	jurisdicción,
prescindiéndose	de	toda	referencia	al	establecimiento	penitenciario.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	122.—Para	el	control	de	la	actividad	educativa	de	los	internos,	el	área
de	educación	del	establecimiento	penitenciario	deberá	llevar	los	libros	que
se	 detallan,	 debidamente	 legalizados	 por	 el	 secretario	 del	 consejo	 técnico
penitenciario:
122.1.	 Libro	 de	 registro	 de	 educación.	 Donde	 deberán	 inscribirse	 los
internos	que	se	van	a	dedicar	a	la	actividad	educativa.
122.2.	 Libro	 de	 panilla	 de	 control	 educativo.	 Donde	 se	 registrará	 la
asistencia	diaria	al	centro	educativo	y	las	horas	efectivas	de	estudio.
122.3.	Libro	de	control	de	evaluaciones.	Donde	se	registrarán	las	notas	de
las	evaluaciones	mensuales;	sin	perjuicio	de	los	libros	y	registros	que	debe
llevar	el	centro	educativo	de	acuerdo	con	las	disposiciones	del	Ministerio	de
Educación	y	las	normas	educativas.
CAPÍTULO	CUARTO
Salud
C.E.P.
ART.	 76.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1239,	 Art.	 1°.	 Bienestar	 físico
mental.	 El	 interno	 tiene	 derecho	 a	 alcanzar,	 mantener	 o
recuperar	 el	 bienestar	 físico	 y	 mental.	 La	 administración
penitenciaria	 proveerá	 lo	 necesario	 para	 el	 desarrollo	 de	 las
acciones	 de	 prevención,	 promoción	 y	 recuperación	 de	 la	 salud,
teniendo	 en	 cuenta	 las	 políticas	 nacionales	 de	 salud	 y
especialmente	 los	 lineamientos	 y	 medidas	 establecidas	 por	 el
Ministerio	de	Salud.
Para	 estos	 efectos,	 incorpórese	 a	 un	 representante	 titular	 y	 un
alterno	del	Instituto	Nacional	Penitenciario	al	Consejo	Nacional	de
Salud	-	CNS,	que	desempeñará	sus	funciones	de	conformidad	a	la
Ley	 27813	 y	 su	 reglamento.	 El	 representante	 titular	 debe	 ser	 el
más	alto	funcionario	directivo	del	INPE.	El	representante	alterno
concurrirá	a	las	sesiones	del	CNS	en	ausencia	del	titular.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	123.—La	asistencia	sanitaria	penitenciaria	se	orienta	a	la	prevención,
tratamiento	 y	 rehabilitación.	 Deberá	 poner	 énfasis	 en	 la	 prevención	 de
enfermedades	transmisibles.
Deberá	articularse	con	las	autoridades	del	Ministerio	de	Salud	y	el	Seguro
Social	de	Salud,	los	criterios	generales	de	coordinación,	programas,	planes,
procedimientos	y	responsabilidades	financieras.
Los	servicios	de	salud	en	los	establecimientos	penitenciarios	se	adecuarán
a	las	normas	de	clasificación,	infraestructura	y	organización	dictadas	por	el
Ministerio	de	Salud.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	124.—La	administración	penitenciaria	brindará	a	 todos	 los	 internos
una	atención	médico-sanitaria	equivalente	a	la	dispensada	al	conjunto	de	la
población	 en	 libertad.	 Proveerá	 al	 interno	 las	 medicinas	 y	 otras
prestaciones	complementarias	básicas	que	requiera	la	atención	de	su	salud.
JURISPRUDENCIA.—Perspectivas	del	derecho	a	la	salud.	“(...)	desde	tres
perspectivas:	(1)	aquella	que	envuelve	el	contexto	individual,	(2)	familiar	y	(3)
comunitario	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	2016-2004-AA/TC,	oct.	05/2004.	Pres.	Alva
Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Derecho	a	la	salud,	afectaciones.	“(...)	La	denegación
arbitraria	o	ilegal	del	acceso	a	la	prestación,	una	restricción	arbitraria,	una
perturbación	en	el	goce	de	la	misma	o,	finalmente,	una	exclusión	o	separación
arbitraria	o	ilegal	constituyen	lesiones	del	derecho	constitucional	a	la	salud
(…)”.	(TC,	Exp.	N°	2736-2004,	dic.	16/2004.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Concepto	de	derecho	a	la	salud.	“(...)	Comprende	por
un	lado	el	cuidado	de	la	salud	personal,	lo	cual	se	traduce	en	una	atención
adecuada	y	oportuna;	y	por	otro	lado,	requiere	de	aquellas	condiciones
mínimas	de	salud	expresadas	en	aquellos	factores	como	la	nutrición,	vivienda,
condiciones	ambientales	y	ocupacionales	saludables	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	2064-
2004-AA/TC,	jul.	04/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Derecho	a	la	salud	de	internos	en	igual	nivel	que	el
de	 otras	 personas.	 “(...)	 los	 reclusos,	 como	 en	 el	 caso	 de	 los	 demandantes,
tienen	 un	 derecho	 constitucional	 a	 la	 salud	 al	 igual	 que	 cualquier	 persona.
Pero,	en	este	caso,	es	el	Estado	el	que	asume	la	responsabilidad	por	la	salud	de
los	internos;	hay,	pues,	un	deber	de	no	exponerlos	a	situaciones	que	pudieran
comprometer	 o	 afectar	 su	 salud.	 Por	 esta	 razón,	 el	 Instituto	 Nacional
Penitenciario,	como	sector	de	la	administración	competente	de	la	dirección	y
administración	 del	 sistema	 penitenciario	 y,	 en	 particular	 la	 Dirección
Regional	de	Puno,	son	responsables	de	todo	acto	que	pudiera	poner	en	riesgo
la	 salud	 de	 los	 demandantes	 y	 debe,	 en	 consecuencia,	 proporcionar	 una
adecuada	 y	 oportuna	 atención	 médica.	 Asimismo,	 ante	 esta	 situación,	 el
Estado	 debe	 tomar	 las	 acciones	 apropiadas	 para	 el	 cese	 de	 la	 situación
peligrosa,	la	que	exige,	en	principio,	el	traslado	inmediato	de	los	internos	cuyo
precario	estado	de	salud,	clínicamente	comprobado,	no	permita	que	continúen
en	el	centro	penitenciario	en	el	que	se	encuentran	recluidos.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°
1429-2002-HC/TC,	nov.	19/2002.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Derecho	a	la	salud,	un	concepto	más	amplio	que	la
simple	y	limitada	posibilidad	de	existir:	conexión	inescindible	con	el
derecho	a	la	vida,	a	la	integridad	y	el	principio	de	dignidad.	“(…)	sí	bien	el
derecho	a	la	salud	no	está	contenido	en	el	capítulo	de	derechos
fundamentales,	su	inescindible	conexión	con	el	derecho	a	la	vida	(Art.	2°),	a	la
integridad	(Art.	2°)	y	el	principio	de	dignidad	(Arts.	1°	y	3°),	lo	configuran
como	un	derecho	fundamental	indiscutible,	por	lo	que	deviene	en	condición
necesaria	del	propio	ejercicio	del	derecho	a	la	vida	y,	en	particular,	a	la	vida
digna.	Así,	siempre	que	el	derecho	a	la	integridad	resulte	lesionado	o
amenazado,	lo	estará	también	el	derecho	a	la	salud,	en	alguna	medida,	dado
que	la	salud	resulta	un	estado	variable,	susceptible	de	afectaciones	múltiples,
que	incide	en	mayor	o	menor	medida	en	la	vida	del	individuo,	dependiendo	de
sus	condiciones	de	adaptación.	Esto	resulta	importante	(…)	se	dejó	establecido
que	el	derecho	a	la	salud,	se	consolida	como	un	concepto	más	amplio	que	la
simple	y	limitada	posibilidad	de	existir	o	no,	extendiéndose	al	objetivo	de
garantizar	también	una	existencia	en	condiciones	dignas	lo	que	en	este	caso,
se	manifiesta	como	vida	saludable.	(TC,	Exp.	N°	1711-2005-PHC,	mar.
13/2007.	Pres.	Alva	Orlandini)
C.E.P.
ART.	77.—Modificado.	D.	Leg.	1239,	Art.	1°.	Servicio	médico.
Todo	 establecimiento	 penitenciario	 tiene	 un	 servicio	 médico
básico	a	cargo	de	un	profesional	de	la	salud,	encargado	de	atender
el	 bienestar	 del	 interno	 y	 de	 vigilar	 las	 condiciones	 del	 medio
ambiente	 del	 establecimiento,	 con	 la	 colaboración	 del	 personal
profesional	necesario.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 125.—El	 interno	 podrá	 afiliarse	 a	 un	 seguro	 de	 atención	 médica
público	 o	 privado	 y	 tendrá	 derecho	 a	 ser	 atendido	 en	 los	 centros
asistenciales	que	correspondan	con	las	debidas	medidas	de	seguridad.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 126.—La	 administración	 penitenciaria	 asignará	 por	 lo	 menos	 un
profesional	 médico	 en	 cada	 establecimiento	 penitenciario.	 En	 los	 lugares
donde	 no	 se	 cuente	 con	 este	 servicio,	 el	 director	 del	 establecimiento
coordinará	 con	 las	 instituciones	 de	 salud	 de	 la	 localidad	 para	 la
colaboración	de	un	 facultativo.	El	 servicio	de	enfermería	 será	permanente
en	todo	establecimiento	penitenciario.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	127.—El	médico	y/o	personal	de	salud	realizará	visitas	semanales	al
interior	 de	 las	 instalaciones	 del	 establecimiento	 penitenciario,	 para
supervisar	 las	condiciones	de	higiene	ambiental	y	alimentaria,	así	 como	el
saneamiento,	 formulando	un	informe	mensual	al	director	para	la	adopción
de	las	medidas	que	correspondan.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 128.—La	 atención	 especializada	 se	 efectuará	 preferentemente	 a
través	del	Sistema	Nacional	de	Salud.	En	los	convenios	y	programas	con	las
autoridades	 del	 sector	 salud	 se	 establecerán	 condiciones	 de	 acceso	 a
consultas	externas,	hospitalización	y/o	emergencia.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 129.—Cuando	 el	 interno	 requiera	 atención	 médica,	 consulta,
diagnóstico	u	hospitalización	en	un	centro	hospitalario,	el	personal	de	salud
lo	comunicará	al	director	del	establecimiento	penitenciario	quien	dispondrá
lo	 necesario	 para	 efectuar	 el	 traslado.	 Se	 requerirá	 opinión	previa	 de	 una
junta	médica.
En	 el	 caso	 de	 niños,	 la	 administración	 penitenciaria	 dispondrá	 todo	 lo
necesario	para	su	atención	en	un	centro	especializado	correspondiente.	Los
gastos	deberán	ser	asumidos	por	los	padres.
JURISPRUDENCIA.—Encontrarse	interno	en	un	centro	médico	no
franquea	al	enfermo,	que	se	encuentra	privado	de	su	libertad
ambulatoria,	el	goce	de	televisión	por	cable,	equipo	musical,	laptop,
agenda	electrónica,	etc.	“(...)	en	lo	que	toca	al	beneficio	de	comunicación
telefónica,	independientemente	de	que	no	se	aprecia	que	tal	beneficio	le	haya
sido	negado	al	demandante,	por	su	particular	situación,	queda	claro	que	éste
se	encuentra	sujeto	a	las	disposiciones	que	regulan	las	atribuciones	y
competencias	del	INPE;	por	ello,	en	la	medida	que	el	interno	no	se	encuentra
dentro	de	un	establecimiento	penitenciario,	el	otorgamiento	de	tales
beneficios	depende	de	las	posibilidades	que	tenga	el	nosocomio	en	que	se
encuentre	internado	y	siempre	que	ello	sea	debidamente	autorizado	por	la
autoridad	administrativa	competente,	esto	es,	el	Inpe.	Igualmente,	el	acceso	a
dicho	servicio	debe	ser	a	través	de	los	equipos	que	el	Inpe	autorice	y	no	a
través	de	un	teléfono	celular	o	de	un	teléfono	fijo	proporcionado	por	terceras
personas;	ello	en	todo	caso	debe	ser	solicitado	en	forma	oportuna	para	que
mediante	resolución	motivada	se	determinen	las	razones	por	las	que	es
posible	el	otorgamiento	de	las	mismas	o	no,	no	bastando	la	posibilidad	física
de	que	ello	sea	factible	o	el	sólo	consentimiento	u	otorgamiento	de	las
facilidades	necesarias	por	parte	del	establecimiento	médico,	por	las	razones
antes	expuestas.	(...)	no	es	razonable	ni	proporcional	que	por	el	sólo	hecho	de
encontrarse	interno	en	un	centro	médico	le	franquee	al	enfermo,	que	se
encuentra	privado	de	su	libertad	ambulatoria,	el	goce	de	televisión	por	cable,
equipo	musical,	laptop,	agenda	electrónica,	etc.,	puesto	que	tales	servicios	y/o
bienes	no	son	permitidos	en	los	reglamentos	de	los	establecimientos
penitenciarios.	(...)”	(TC,	Exp.	N°	5837-2005-PHC/TC,	nov.	30/2005.	Pres.	Alva
Orlandini)
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 132.—El	 médico	 tratante	 deberá	 comunicar	 al	 director	 del
establecimiento	 penitenciario,	 la	 evolución	 del	 estado	 de	 salud	 y	 el
momento	 en	 que	 el	 interno	 hospitalizado	 fuera	 del	 establecimiento
penitenciario	 debe	 retornar	 al	 mismo.	 Tratándose	 de	 procesados,	 dicha
comunicación	deberá	hacerse	además	al	juez	de	la	causa.
El	 juez	 penal,	 el	 cualquier	 momento,	 podrá	 disponer	 que	 los	 médicos
legistas	 informen	 sobre	 el	 estado	 de	 salud	 del	 interno	 hospitalizado,	 para
determinar	según	sea	el	caso,	su	permanencia	o	retorno	al	establecimiento
penitenciario.	 Igual	 procedimiento	 deberá	 adoptar	 la	 administración
penitenciaria	a	través	de	la	junta	médica.
C.E.P.
ART.	78.—Modificado.	D.	Leg.	1239,	Art.	1°.	Servicios	médicos
especializados.	En	 los	 establecimientos	penitenciarios	donde	 se
justifique	 la	 necesidad	 de	 servicios	 especializados,	 podrá	 contar
con	profesionales	médicos	 especialistas	 y	 otros	profesionales	de
la	salud	así	como	el	personal	técnico	y	auxiliar	sanitario.
C.E.P.
ART.	 79.—Modificado.	D.	 Leg.	1239,	Art.	 1°.	 Ambientes	para
los	servicios	de	salud.	Los	establecimientos	penitenciarios	están
dotados	 de	 ambientes	 destinados	 a	 atenciones	 de	 urgencias	 y
emergencias,	 ambulatorias	 y/o	 de	 internamiento,	 según	 sus
necesidades,	 con	 el	 equipo,	 recurso	 humano	 e	 instrumental
médico	correspondiente;	asimismo,	deben	estar	de	acuerdo	a	 las
categorías	 de	 establecimientos	 de	 salud	 establecidos	 por	 el
Ministerio	 de	 Salud	 y	 deben	 encontrarse	 registrados	 en	 el
Registro	Nacional	de	Ipress	administrado	por	Susalud.
Igualmente	cuentan	con	zonas	específicas	de	aislamiento	para
casos	de	enfermedades	infectocontagiosas	y	para	el	tratamiento
psiquiátrico	y	para	la	atención	de	los	toxicómanos	y	alcohólicos.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	130.—La	administración	penitenciaria	deberá	contar	con	sistemas	de
vigilancia	 epidemiológica	 que	 le	 permitan	 conocer	 las	 enfermedades
prevalentes	en	la	población	penitenciaria	y	los	grupos	de	mayor	riesgo,	con
la	 finalidad	 de	 adecuar	 la	 asistencia	 a	 las	 necesidades	 reales	 detectadas.
Para	 estos	 efectos,	 la	 administración	 penitenciaria	 deberá	 cumplir	 los
programas	nacionales	establecidos	por	el	Ministerio	de	Salud.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	131.—La	protección	de	las	condiciones	sanitarias	del	establecimiento
penitenciario	es	responsabilidad	de	 las	autoridades	penitenciarias	y	de	 los
internos.
En	 cada	 establecimiento	 penitenciario	 se	 efectuará	 periódicamente	 una
desinfección,	 fumigación	 y	 desratización.	 Corresponderá	 a	 los	 servicios
sanitarios	penitenciarios	la	evaluación	de	estas	actividades.
C.E.P.
ART.	 80.—Servicio	médico	externo.	 El	 interno	 puede	 solicitar
asumiendo	su	costo,	los	servicios	médicos	de	profesionales	ajenos
al	establecimiento	penitenciario.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	133.—A	solicitud	escrita	del	interno,	de	sus	familiares,	de	su	abogado
defensor	 o	 de	 la	 persona	 previamente	 designada	 por	 él,	 el	 director	 del
establecimiento	 penitenciario	 podrá	 autorizar	 que	 médicos	 particulares
traten	 al	 interno	 con	 conocimiento	 del	 médico	 responsable	 del
establecimiento	penitenciario.	El	costo	que	genere	esta	atención	deberá	ser
asumida	por	el	interno.
C.E.P.
ART.	81.—Servicio	médico	de	mujeres.	En	los	establecimientos
penitenciarios	para	mujeres	o	en	los	sectores	destinados	a	ellas,
existe	un	ambiente	dotado	de	material	de	obstetricia	y
ginecología.
En	los	establecimientos	especiales	para	madres	con	hijos,	existe
un	ambiente	y	materiales	necesarios	para	la	atención	infantil.
C.E.P.
ART.	82.—Casos	de	emergencia	médica.	El	interno	que
requiere	atención	médica	especializada	fuera	del	establecimiento
penitenciario	la	solicita	al	Consejo	Técnico	Penitenciario,	el	que
dispondrá	que	una	junta	médica	compuesta	por	tres	profesionales
de	la	administración	penitenciaria	se	pronuncie	dentro	de	tercero
día,	sobre	la	procedencia	de	lo	solicitado,	bajo	responsabilidad.	En
los	lugares	donde	no	exista	el	número	requerido	de	médicos,	se
completa	dicho	número	con	profesionales	al	servicio	del	Estado.
Sólo	en	el	caso	en	que	no	haya	posibilidad	de	establecer	esta	junta
se	realiza	con	el	o	los	médicos	que	hubiere.
En	caso	de	emergencia,	el	director	del	establecimiento
penitenciario	puede	autorizar	la	atención	médica	fuera	del
establecimiento	penitenciario,	dando	cuenta	de	inmediato	al
Consejo	Técnico	Penitenciario	y	al	representante	del	Ministerio
Público	y,	en	el	caso	del	interno	procesado,	al	juez	que	conoce	del
proceso.
La	atención	médica	especializada	fuera	del	establecimiento
penitenciario	podrá	realizarse	en	un	centro	asistencial	público	o
privado.
El	director	adoptará,	en	todos	los	casos,	las	medidas	de	seguridad
adecuadas,	bajo	responsabilidad.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	134.—El	tratamiento	médico-sanitario	se	llevará	a	cabo	siempre	con
el	 consentimiento	 informado	 del	 interno.	 Cuando	 sea	 necesario,	 un
tratamiento	 que	 implique	 grave	 riesgo	 para	 la	 vida,	 integridad	 física	 o
mental,	 se	 requerirá	previamente	el	 consentimiento	escrito	del	 interno.	 Si
no	estuviese	en	condiciones	de	dar	su	consentimiento	para	el	 tratamiento,
la	 autorización	 la	 concederá	 cualquier	 familiar	 directo	 y,	 en	 ausencia	 de
éste,	el	director	del	establecimiento	penitenciario.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 135.—La	 administración	 penitenciaria	 proporcionará	 alimentación
adecuada	 a	 los	 internos.	 Cuando	 no	 esté	 en	 posibilidad	 de	 suministrar	 la
alimentación	preparada,	recurrirá	a	otra	entidad	pública	o	privada	o	en	su
defecto	entregará	a	 los	 internos	e	 internas,	 los	 insumos	 correspondientes,
siendo	esta	responsabilidad	del	director	y	el	administrador.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	136.—Se	proporcionará	ración	alimenticia	especial	al	interno	que	se
encuentre	 ubicado	 en	 los	 ambientes	 de	 salud	 del	 establecimiento
penitenciario,	al	mayor	de	sesenta	y	cinco	años,	a	la	interna	gestante,	madre
lactante	 y	 al	 niño	 menor	 de	 tres	 años	 que	 vive	 con	 su	 madre	 en	 el
establecimiento	 penitenciario,	 así	 como	 a	 los	 que	 a	 juicio	 del	 médico
tratante	lo	requieran.
CAPÍTULO	QUINTO
Asistencia	social
C.E.P.
ART.	 83.—Alcance	de	 la	 asistencia	 social.	 La	 asistencia	 social
apoya	 al	 interno,	 a	 la	 víctima	 del	 delito	 y	 a	 los	 familiares
inmediatos	de	ambos.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 138.—Además	 de	 las	 funciones	 establecidas	 en	 los	 artículos	 83	 y
siguientes	del	código,	son	funciones	del	trabajador	social:
138.1.	 Promover	 la	 restitución,	mantenimiento	 y	 refuerzo	del	 vínculo	del
interno	 con	 su	 familia	 a	 través	 de	 procesos	 individuales,	 grupales	 o
familiares.
138.2.	 Promover	 redes	de	 soporte	 interinstitucional	 que	 coadyuven	en	 el
tratamiento	del	interno,	así	como	canalizar	acciones	de	apoyo	al	interno	de
escasos	recursos.
138.3.	Brindar	atención	asistencial	a	los	hijos	menores	de	tres	años	de	las
internas,	a	fin	de	garantizar	su	normal	desarrollo	de	su	personalidad.
138.4.	 Emitir	 informe	 social	 para	 el	 trámite	 de	 las	 solicitudes	 de	 los
beneficios	 penitenciarios,	 gracias	 presidenciales	 y	 otros,	 conteniendo	 la
actual	situación	socio	familiar	del	interno.
138.5.	Participar	en	el	equipo	multidisciplinario	de	los	programas	de	salud.
138.6.	Las	demás	que	se	deriven	de	la	naturaleza	de	su	función.
C.E.P.
ART.	 84.—Labor	 de	 la	 asistencia	 social.	 La	 asistencia	 social
desarrolla	 las	 acciones	 necesarias	 que	 permiten	 mantener
relaciones	entre	el	interno	y	su	familia.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 137.—El	 trabajador	 social	 diagnostica,	 planifica	 y	 ejecuta	 acciones
socioeducativas,	 asistenciales,	 recreativas	 y	 culturales	 orientadas	 a
optimizar	 el	 tratamiento	 del	 interno,	 la	 víctima	 del	 delito	 y	 los	 familiares
inmediatos	de	ambos.
C.E.P.
ART.	 85.—Participación	 de	 la	 asistencia.	 La	 asistencia	 social
participa	en	el	proceso	de	tratamiento	del	interno	y	coordina	con
la	 junta	 de	 asistencia	 post	 penitenciaria	 en	 las	 acciones	 para
obtención	 de	 trabajo	 y	 alojamiento	 en	 favor	 de	 los	 internos
próximos	a	su	liberación.
C.E.P.
ART.	86.—La	asistencia	social.	La	asistencia	social	promueve	el
apoyo	de	las	organizaciones	públicas	y	privadas	en	el	proceso	de
tratamiento	del	interno,	de	la	víctima	del	delito	y	de	los	familiares
inmediatos	de	ambos.
CAPÍTULO	SEXTO
Asistencia	legal
C.E.P.
ART.	 87.—Asesoría	 legal	 gratuita.	 En	 cada	 establecimiento
penitenciario	funciona	un	servicio	encargado	de	prestar	asistencia
legal	 gratuita	 a	 los	 internos	 y	 asesorar	 técnicamente	 a	 la
administración	de	aquél.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	139.—Los	abogados	del	servicio	legal	están	encargados	de	prestar	el
servicio	legal	gratuito	al	interno.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 140.—Además	 de	 las	 funciones	 previstas	 en	 los	 artículos	 87	 y
siguientes	del	código,	los	abogados	del	servicio	legal	deberán:
140.1.	 Asumir	 la	 defensa	 de	 los	 internos	 que	 requieran	 asistencia	 legal	 y
que	 no	 cuenten	 con	 capacidad	 económica	 para	 contratar	 un	 abogado
defensor,	hasta	que	concluya	el	proceso.
140.2.	 Solicitar	 a	 los	 diferentes	 órganos	 administrativos	 del	 Instituto
Nacional	 Penitenciario	 y	 otras	 instituciones,	 la	 expedición	 de	 documentos
que	sean	útiles	o	necesarios	para	la	defensa	del	interno.
140.3.	 Asesorar	 y	 apoyar	 al	 interno	 en	 la	 tramitación	 de	 sus	 beneficios
penitenciarios	y	gracias	presidenciales,	así	como	realizar	el	seguimiento	en
su	tramitación.	Están	 facultados	a	 interponer	 los	recursos	de	 impugnación
establecidos	por	ley.
140.4.	 Emitir	 informes	 jurídicos	 para	 beneficios	 penitenciarios	 y	 otros
trámites	 administrativos,	 cuando	 sean	 requeridos	 por	 la	 administración
penitenciaria.
140.5.	Asesorar	a	 la	administración	penitenciaria	absolviendo	consultas	y
emitiendo	 opiniones	 sobre	 aspectos	 relacionados	 al	 tratamiento
penitenciario,	aplicación	de	normas	y	otros	que	le	soliciten.
140.6.	Difundir	los	alcances	de	la	normatividad	en	materia	penal,	procesal
penal	y	de	ejecución	penal	a	través	de	charlas,	talleres	y	otros	medios.
140.7.	 Coordinar	 la	 prestación	 del	 servicio	 legal	 gratuito	 con	 otras
entidades	públicas	o	privadas.
140.8.	Las	demás	funciones	que	le	encomiende	el	jefe	del	órgano	técnico	de
tratamiento	o	el	director	de	establecimiento	penitenciario.
C.E.P.
ART.	88.—Asesoría	 legal	a	cargo	de	abogados	y	estudiantes.
La	 asistencia	 legal	 está	 conformada	 por	 abogados	 del
establecimiento	penitenciario	y	por	estudiantes	de	los	dos	últimos
años	 de	 las	 facultades	 de	 derecho,	 en	 número	 proporcional	 a	 la
población	 penitenciaria.	 Los	 estudiantes	 que	 participen	 de	 este
programa	 pueden	 hacer	 valer	 el	 trabajo	 como	 práctica
preprofesional.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	142.—Las	prácticas	preprofesionales	de	los	estudiantes	de	derecho	y
las	labores	que	se	llevan	a	cabo	en	el	marco	del	Programa	del	Servicio	Civil
del	Graduando	-	Secigra,	se	desarrollarán	bajo	la	supervisión	del	servicio	de
asistencia	 legal	 del	 establecimiento	 penitenciario,	 otorgándoseles	 para	 tal
efecto	la	credencial	que	les	permita	cumplir	eficazmente	sus	labores	ante	la
autoridad	competente.
La	 administración	 penitenciaria	 y	 el	 Ministerio	 de	 Justicia	 promoverán
progresivamente	la	asignación	de	estímulos	a	los	practicantes	y	secigristas
que	desarrollen	sus	actividades	en	los	establecimientos	penitenciarios.
C.E.P.
ART.	 89.—Asesoramiento.	 La	 asistencia	 legal	 absuelve	 las
consultas	 que	 formule	 el	 interno,	 prestándole	 el	 más	 adecuado
asesoramiento.	 Asume,	 de	 manera	 preferente,	 la	 defensa	 del
interno	 indigente.	 En	 ningún	 caso	 interfiere	 en	 la	 defensa	 del
interno	que	designe	abogado	particular.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 141.—Los	 abogados	 del	 servicio	 de	 asistencia	 legal	 velarán	 por	 el
cumplimiento	 del	 procedimiento	 para	 ejecutar	 la	 libertad	 del	 interno,	 así
como	 realizarán	 las	 gestiones	 necesarias	 para	 la	 celeridad	 del	 proceso
penal,	 la	 obtención	 del	 testimonio	 de	 condena	 y	 otros	 documentos
relacionados.
C.E.P.
ART.	 90.—Asistencia	 legal	 en	 el	 interno.	 La	 asistencia	 legal
presta	 asesoramiento	 y	 ayuda	 al	 interno	 sentenciado	 en	 la
organización	 y	 tramitación	de	 los	 expedientes	 para	 la	 obtención
de	los	beneficios	penitenciarios.
C.E.P.
ART.	 91.—Prohibición	 de	 ejercer	 defensa	 particular.	 Los
miembros	 de	 la	 asistencia	 legal	 están	 prohibidos	 de	 ejercer	 la
defensa	particular	de	los	internos.
CAPÍTULO	SÉTIMO
Asistencia	psicológica
C.E.P.
ART.	 92.—Asistencia	 psicológica.	 La	 asistencia	 psicológica
realiza	 el	 estudio	 de	 la	 personalidad	 del	 interno	 y	 aplica	 los
métodos	adecuados	para	alcanzar	los	fines	del	tratamiento.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 143.—El	 servicio	 de	 asistencia	 psicológica	 en	 los	 establecimientos
penitenciarios	 realiza	 acciones	 de	 observación,	 diagnóstico	 y	 tratamiento
del	 interno,	 cuyos	 resultados	 forman	 parte	 del	 informe	 psicológico
respectivo.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 144.—El	 servicio	 de	 asistencia	 psicológica	 emite	 opinión	 sobre	 la
progresión	o	regresión	del	interno,	en	el	proceso	de	tratamiento	a	fin	de	que
el	órgano	técnico	de	tratamiento	determine	lo	pertinente.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 145.—La	 asistencia	 psicológica	 realiza	 consultorías,	 psicoterapias
individuales,	 familiares	o	 grupales,	 con	el	 fin	de	 alcanzar	 los	objetivos	del
tratamiento	penitenciario.
El	 servicio	 de	 asistencia	 psicológica	 también	 desarrolla	 acciones	 de
investigación	 sobre	 la	 conducta	 del	 interno	 a	 fin	 de	 elaborar	 su	 perfil
psicológico.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	146.—La	asistencia	psicológica	coordina	con	instituciones	públicas	y
privadas	 a	 fin	 de	 brindar	 apoyo	 psicológico	 a	 la	 comunidad	 penitenciaria,
con	conocimiento	del	órgano	técnico	de	tratamiento.
CAPÍTULO	OCTAVO
Asistencia	religiosa
C.E.P.
ART.	93.—Garantía	de	libertad	de	culto.	La	administración
penitenciaria	garantiza	la	libertad	de	culto	y	facilita	los	medios
para	ejercitarla.	El	interno	puede	solicitar	ser	asistido	por
ministros	de	la	religión	que	profesa.
JURISPRUDENCIA.—Libertad	religiosa	y	discriminación.	“(...)	Como	toda
libertad	constitucional,	la	libertad	religiosa	tiene	dos	aspectos,	uno	negativo,
por	el	cual	se	prohíben	las	injerencias	en	la	esfera	privada	del	individuo,	y	uno
positivo,	que	exige	del	Estado	la	actuación	para	incorporar	mecanismos	que
garanticen	al	individuo	el	pleno	ejercicio	y	goce	del	derecho	en	cuestión.	El
derecho	a	la	libertad	religiosa	también	implica	la	protección	contra	todo	tipo
de	discriminación	que	tenga	como	motivo	la	práctica	de	una	determinada
creencia	o	culto	religioso.
Dentro	de	los	ritos	que	un	individuo	puede	celebrar,	en	ejercicio	de	su	libertad
de	culto,	está	la	sepultura	digna	de	los	muertos	por	parte	de	sus	familiares	o
seres	queridos	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	256-2003-HC/TC,	abr.	21/2005.	Pres.	Bardelli
Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Contenido	de	la	libertad	religiosa	y	límites.	“(...)	El
derecho	fundamental	a	la	libertad	religiosa	implica	el	derecho	de	formar
parte	de	una	determinada	confesión	religiosa	y	creer	en	la	doctrina	propuesta
por	ella,	de	manifestar	pública	y	privadamente	sus	convicciones	religiosas	y	de
practicar	el	culto.	Contiene	cuatro	facultades,	a	saber:	la	de	profesión	de	la
creencia	religiosa	libremente	elegida,	de	abstención	de	profesión	de	cualquier
creencia	y	culto	religiosos,	de	poder	cambiar	de	creencia	religiosa	y,
finalmente,	de	informar	o	no	sobre	la	creencia	propia	a	terceros	(…)”.	(TC,
Exp.	N°	256-2003-HC/TC,	abr.	21/2005.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
C.E.P.
ART.	 94.—Libertad	 de	 culto.	 Ningún	 interno	 será	 obligado	 a
asistir	a	los	actos	de	culto	ni	impedido	de	asistir	a	los	mismos.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	147.—El	interno	tiene	derecho	a	practicar	libremente	la	religión	que
profesa,	así	como	a	no	participar	en	ella.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	148.—El	 interno	podrá	ser	asistido	por	un	ministro	o	representante
de	 su	 religión.	 La	 actividad	 religiosa	 podrá	 ser	 promovida	 por	 las
organizaciones	 religiosas	 e	 iglesias	 a	 través	 de	 ministros,	 sacerdotes,
representantes	o	agentes	pastorales.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 149.—Los	 miembros	 de	 las	 organizaciones	 religiosas	 e	 iglesias
deberán	acreditar	su	representación	para	 los	efectos	del	otorgamiento	del
permiso,	 antes	 del	 inicio	 de	 su	 actividad.	 Las	 actividades	 del	 culto,
promoción	y	asistencia	 a	 los	 internos,	 serán	 informadas	a	 la	dirección	del
establecimiento	penitenciario	a	través	del	servicio	social.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 150.—La	 administración	 penitenciaria	 promoverá	 el	 ejercicio	 del
culto	 y	 demás	 actividades	 pastorales.	 Con	 tal	 propósito,	 facilitará	 el	 o	 los
ambientes	necesarios	para	su	desarrollo.	Asimismo,	 fomentará	 la	continua
colaboración	 e	 interacción	 con	 los	 grupos	 religiosos	 e	 iglesias	 para	 la
consecución	de	los	objetivos	propios	de	la	resocialización.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 151.—Los	 grupos	 religiosos	 que	 obtengan	 permiso	 de	 ingreso	 al
establecimiento	 penitenciario	 se	 sujetarán	 a	 las	 reglas	 de	 seguridad	 y
normas	internas	del	mismo.
JURISPRUDENCIA.—Forma	parte	del	contenido	del	derecho	a	la	libertad
religiosa	recibir	la	asistencia	o	consejería	necesarias	para	la
tranquilidad	espiritual.	“(…)	El	demandante	señala	que	durante	trece	años
se	le	ha	impedido	ejercer	su	derecho	fundamental	a	la	libertad	religiosa,	pues
no	obstante	haber	solicitado	en	múltiples	oportunidades	la	asistencia	de	un
consejero	espiritual,	dicha	solicitud	le	ha	sido	denegada	(…)	la	libertad
religiosa,	como	toda	libertad	constitucional,	consta	de	dos	aspectos.	Uno
negativo,	que	implica	la	prohibición	de	injerencias	por	parte	del	Estado	o	de
particulares	en	la	formación	y	práctica	de	las	creencias	o	en	las	actividades
que	las	manifiesten.	Y	otro	positivo,	que	implica,	a	su	vez,	que	el	Estado	genere
las	condiciones	mínimas	para	que	el	individuo	pueda	ejercer	las	potestades
que	comporta	su	derecho	a	la	libertad	religiosa	(…).
Es	innegable	que	el	reconocimiento	constitucional	del	derecho	fundamental
de	las	personas	a	profesar	una	determinada	religión,	da	lugar	también	al
derecho	a	practicar	los	actos	de	culto	y	a	recibir	la	asistencia	religiosa
correspondiente	sin	que	se	atente	contra	el	orden	público	o	contra	la	moral
pública.	Y	es	que	la	libertad	religiosa	no	sólo	se	expresa	en	el	derecho	a	creer,
sino	también	en	el	derecho	a	practicarla.	Así,	una	vez	formada	la	convicción
religiosa,	la	fe	trasciende	el	fuero	interno	del	creyente	y	se	exterioriza	ya	sea
en	la	concurrencia	a	lugares	de	culto,	a	la	práctica	de	los	ritos	de	veneración,	e
incluso	como	la	adopción	de	determinadas	reglas	de	trato	social	(saludo,
vestimenta,	entre	otros).
(…)	es	parte	también	del	contenido,	del	derecho	en	mención,	recibir	la
asistencia	o	consejería	religiosa,	necesarias	para	la	tranquilidad	espiritual	de
las	personas	que	pudieran	encontrarse	dentro	de	un	régimen	especial	de
sujeción,	como	por	ejemplo	en	hospitales,	asilos,	centros	de	rehabilitación,
centros	de	formación	militar,	establecimientos	penitenciarios,	entre	otros.	Ello
es	así	en	la	medida	que	existe	íntima	relación	de	la	libertad	religiosa	con	el
principio-derecho	de	dignidad	de	la	persona	humana	(artículo	1º	de	la
Constitución),	por	lo	que	es	un	derecho	que	el	Estado	debe	proteger,	si	bien
dentro	de	los	límites	previstos	en	nuestra	Constitución.	(…).
Es	evidente	que	la	persona	que	se	encuentra	internada	–procesada	o
sentenciada–	en	un	establecimiento	penitenciario	no	puede	ser	impedida,
prima	facie,	de	ejercer	su	derecho	fundamental	a	la	libertad	religiosa;	siempre
que	de	ello	no	deriven	afectaciones	a	los	derechos	fundamentales	de	los	demás
o	no	impliquen	actos	de	intolerancia	que	pongan	en	riesgo	otros	bienes
constitucionales	como	el	orden	público,	la	moral,	la	seguridad	de	la	población,
bienes	que,	según	el	artículo	44	de	la	Constitución	le	corresponde	también
proteger	al	Estado.	(…)	“.	(TC,	Exp.	N°	02700-2006-PHC/TC,	mar.	23/2007.
Pres.	Landa	Arroyo)
TÍTULO	IV
Los	establecimientos	penitenciarios
CAPÍTULO	PRIMERO
Instalaciones
C.E.P.
ART.	95.—Clasificación	de	los	establecimientos
penitenciarios.	Los	establecimientos	penitenciarios	se	clasifican
en:
1.	Establecimientos	de	procesados.
2.	Establecimientos	de	sentenciados.
3.	Establecimientos	de	mujeres.
4.	Establecimientos	especiales.
REGLAMENTO	DEL	CENTRO	DE	RECLUSIÓN	DE	MÁXIMA	SEGURIDAD
DE	LA	BASE	NAVAL	DEL	CALLAO
D.	S.	024-2001-JUS.
ART.	 1°.—Apruébase	 el	 Reglamento	 del	 Centro	 de	 Reclusión	 de	 Máxima
Seguridad	 de	 la	 Base	 Naval	 del	 Callao	 que	 consta	 de	 cinco	 (5)	 títulos,
cuarentidós	 (42)	 artículos	 y	 una	 (1)	 disposición	 final,	 cuyo	 texto	 forma
parte	del	presente	decreto	supremo.
TÍTULO	I
Disposiciones	generales
CAPÍTULO	ÚNICO
Objetivos,	finalidad	y	alcances
Artículo	 1°.-	 El	 presente	 reglamento	 norma	 el	 régimen	 de	 vida	 y
tratamiento	 de	 los	 jefes	 o	 dirigentes	 principales	 de	 las	 organizaciones
delictivas	 que	 se	 encuentren	 procesados	 o	 sentenciados	 por	 delitos	 de
terrorismo,	 traición	 a	 la	 patria,	 contra	 la	 administración	 pública,	 tráfico
ilícito	de	drogas	o	delitos	contra	la	humanidad	y	que,	por	razones	fundadas
de	 seguridad	 nacional,	 han	 sido	 internados	 en	 el	 Centro	 de	 Reclusión	 de
Máxima	Seguridad	de	la	Base	Naval	del	Callao	(Cerec).
Incorporado.	 D.	 S.	 010-2012-JUS,	 Art.	 1°.	 El	 Presidente	 del	 Comité
Técnico	del	Cerec	podrá	disponer	el	ingreso	o	salida,	temporal	o	definitiva,
del	centro	de	reclusión	de	aquellos	procesados	o	sentenciados	referidos	en
el	párrafo	anterior,	así	como	de	otros	internos	que	hayan	cometido	delitos
de	extrema	gravedad	que	se	encuentren	en	cualquier	régimen	penitenciario
cerrado	y	cuando	existan	razones	de	seguridad.
Artículo	2°.-	El	régimen	de	vida	y	tratamiento	de	los	internos	recluidos	en
el	 Cerec,	 tiene	 por	 fundamento	 la	 convivencia	 pacífica,	 el	 trabajo	 y	 el
desarrollo	de	actividades	culturales	y	educativas,	y	la	seguridad	dentro	del
respeto	a	los	derechos	humanos,	a	la	Constitución	y	la	ley.
Artículo	 3°.-	 El	 jefe	 del	 Cerec,	 con	 la	 debida	 supervisión	 de	 su	 comando
superior,	 será	 responsable	 del	 cumplimiento	 y	 ejecución	 del	 presente
reglamento,	con	el	asesoramiento	del	comité	a	que	se	refiere	el	Título	V.
Artículo	 4°.-	 El	 jefe	 del	 Cerec	 llevará	 un	 registro	 general	 de	 todos	 los
internos,	 en	 coordinación	 con	 el	 Inpe,	 así	 como	 un	 legajo	 personal
debidamente	documentado	cuyo	contenido	será	el	siguiente:
a)	Su	 identidad,	 tal	 como	consta	en	 la	 sentencia	 judicial	que	 le	 impone	 la
pena	o	en	la	resolución	judicial	que	autoriza	su	ingreso.
b)	 La	 autoridad	 judicial	 que	 le	 impuso	 la	 pena,	 o	 aquella	 que	 tiene	 a	 su
cargo	el	proceso,	según	sea	el	caso.
c)	La	duración	de	la	pena	impuesta,	si	se	trata	de	un	interno	sentenciado.
d)	Copia	certificada	de	la	sentencia	consentida	o	ejecutoriada,	si	se	trata	de
un	interno	sentenciado.
e)	La	fecha	y	hora	de	ingreso	al	Cerec.
f)	 Los	 exámenes	médicos	 practicados,	 con	 indicación	 de	 la	 fecha	 y	 hora,
diagnóstico	y	medicación.
g)	Las	visitas	 familiares	 realizadas,	precisando	 la	 fecha	y	hora	de	 inicio	y
conclusión,	 los	 nombres	 de	 los	 familiares	 y	 de	 ser	 el	 caso	 los	 incidentes
producidos.
h)	Otras	visitas	especiales	autorizadas	por	el	comité	técnico,	asentando	el
nombre	 y	 datos	 de	 identidad	 de	 los	 visitantes,	 motivo,	 fecha	 y	 horas	 de
inicio	y	término	y	de	ser	el	caso	los	incidentes	producidos.
i)	Las	evaluaciones	de	su	conducta	con	relación	al	régimen	de	vida.
j)	Las	faltas	en	las	que	incurra	y	las	sanciones	impuestas.
k)	Las	demás	incidencias	que	se	estimen	pertinentes.
Artículo	 5°.-	 Modificado.	 D.	 S.	 010-2012-JUS,	 Art.	 2°.	 La	 aplicación	 y
supervisión	 de	 las	 acciones	 de	 tratamiento	 estarán	 a	 cargo	 del	 Jefe	 del
Cerec.
Para	 este	 efecto,	 coordinará	 permanentemente	 con	 el	 INPE	 el	 contenido,
desarrollo	y	evaluación	de	las	mismas.
En	 caso	 que	 un	 interno	 solicite	 el	 registro	 de	 sus	 actividades	 laborales	 o
educativas,	 el	 Jefe	 del	 Cerec	 deberá	 previamente	 obtener	 la	 opinión
favorable	del	Órgano	Técnico	de	Tratamiento	que	designe	el	INPE”.
TÍTULO	II
De	los	internos
CAPÍTULO	I
De	los	derechos	del	interno
Artículo	6°.-	Son	derechos	del	interno	en	el	Cerec:
a)	Ser	llamado	por	su	nombre.
b)	Ocupar	un	ambiente	adecuado.
c)	Ser	informado	de	sus	derechos	y	obligaciones.
d)	Ejercer	su	derecho	de	defensa.
e)	Solicitar	servicios	de	salud	y	ser	atendido	oportunamente.
f)	 Formular	 peticiones	 y	 ser	 informado	 de	 sus	 resultados	 dentro	 de	 un
plazo	razonable.
g)	Recibir	la	visita	familiar	en	los	períodos	y	horarios	establecidos.
h)	Ser	 informado	por	escrito	de	 las	sanciones	que	se	 le	 impongan	por	 las
faltas	en	las	que	incurra.
i)	Los	demás	derechos	de	los	que	gozan	los	ciudadanos	en	libertad	sin	más
limitaciones	 que	 las	 establecidas	 por	 ley,	 sentencia	 o	 el	 presente
reglamento.
CAPÍTULO	II
Del	ambiente	destinado	a	los	internos
Artículo	 7°.-	 Cada	 interno	 ocupará	 una	 celda	 unipersonal	 adecuada	 e
higiénica,	en	buen	estado	de	funcionamiento.
Las	celdas	estarán	bajo	vigilancia	externa.
Artículo	 8°.-	 Los	 internos	 tendrán	 la	 obligación	 de	 conservar	 y	mantener
limpio	los	ambientes	que	utilicen	para	su	recreación,	actividades	laborales	y
para	recibir	visitas.
Artículo	 9°.-	 Los	 internos	 deben	 conservar	 con	 higiene	 sus	 respectivas
celdas	 unipersonales.	 Una	 vez	 por	 semana,	 cuando	 menos,	 realizarán	 la
limpieza	general	de	las	mismas.
CAPÍTULO	III
De	la	alimentación
Artículo	10.-	Los	 internos	 recibirán	alimentación	para	 la	 conservación	de
su	salud,	consistente	en	tres	raciones	diarias,	en	horarios	convenientemente
espaciados	de	acuerdo	a	la	rutina	establecida.
Artículo	11.-	Los	internos	podrán	recibir	alimentos	con	ocasión	de	la	visita
familiar,	los	mismos	que	serán	entregados	al	personal	encargado	del	Cerec
para	su	verificación,	control	y	su	posterior	entrega	al	interno.	Los	alimentos
deberán	ser	entregados	en	envases	descartables,	no	metálicos	ni	de	vidrio.
CAPÍTULO	IV
De	los	servicios	médicos
Artículo	 12.-	 Modificado.	 D.	 S.	 010-2012-JUS,	 Art.	 2°.	 Los	 internos
contarán	con	servicios	de	atención	médica	en	el	Cerec.	Sólo	por	indicación
del	 Jefe	 del	 Cerec,	 previo	 informe	médico,	 el	 interno	 será	 trasladado	 a	 un
centro	 hospitalario	 militar	 o	 el	 que	 designe	 el	 Comité	 Técnico	 del	 Cerec,
para	 tratamiento	especializado	de	urgencia	bajo	 las	medidas	de	 seguridad
adecuadas,	con	la	autorización	del	Comando	Superior.
Los	resultados	de	los	exámenes	serán	puestos	en	conocimiento	del	interno.
CAPÍTULO	V
Del	trabajo,	las	actividades	culturales	y	educativas
Artículo	13.-	Los	internos	podrán	realizar	actividades	artísticas,	manuales	y
laborales	en	forma	voluntaria,	siempre	y	cuando	no	impliquen	el	empleo	de
herramientas	que	pongan	en	riesgo	la	seguridad.
Por	 razones	 fundadas	de	seguridad,	el	 jefe	del	Cerec,	podrá	disponer	que
estas	 actividades	 se	 realicen	 de	 manera	 individual,	 sin	 contacto	 con	 los
demás	internos.
Artículo	 14.-	 Los	 internos	 podrán	 acceder	 a	 actividades	 culturales	 y
educativas,	para	lo	cual	contarán	con	material	de	lectura	de	los	servicios	de
biblioteca	y	hemeroteca	del	Cerec,	así	como	el	proporcionado	por	parte	de
sus	familiares	que	podrá	ser	censurado	por	el	jefe	del	Cerec.
TÍTULO	III
De	la	comunicación	y	de	las	visitas
CAPÍTULO	I
De	la	comunicación	telefónica,	epistolar	y	de	la	visita
familiar
Artículo	15.-	Modificado.	D.	S.	010-2012-JUS,	Art.	2°.	Los	 internos	podrán
tener	 comunicación	 telefónica	 y	 epistolar.	 El	 contenido	 de	 éstas	 será
sometido	a	control	por	los	organismos	correspondientes,	a	fin	de	evitar	que
se	afecte	la	seguridad	nacional,	la	seguridad	de	las	instalaciones	del	Cerec	o
el	cumplimiento	de	las	normas	de	tratamiento.
Las	 llamadas	 telefónicas	 serán	únicamente	 con	 familiares	directos	que	 se
encuentren	 fuera	 del	 país	 y	 para	 asuntos	 estrictamente	 personales	 o
familiares,	podrán	efectuarse	con	una	frecuencia	de	una	llamada	mensual	y
el	costo	de	la	misma	será	asumido	por	el	interno.	Estas	llamadas	podrán	ser
bloqueadas	 o	 suspendidas	 en	 el	 momento	 que	 se	 lleve	 a	 cabo	 la
comunicación,	por	el	organismo	de	control,	de	acuerdo	a	 lo	 indicado	en	el
presente	 artículo.	 En	 la	 comunicación	 el	 interno	 deberá	 utilizar
exclusivamente	el	idioma	español.
De	manera	excepcional,	el	Jefe	del	Cerec	podrá	ampliar	los	supuestos	para
la	 comunicación	 del	 interno,	 siempre	 que	 no	 se	 vulnere	 la	 seguridad
nacional	 y	 conforme	 a	 lo	 dispuesto	 por	 el	 primer	 párrafo	 del	 presente
artículo.
Artículo	16.-	Los	internos	podrán	recibir	a	sus	parientes	en	visita	familiar,
previo	cumplimiento	de	 los	requisitos	de	solicitud	y	de	aprobación	que	se
señalan	en	el	presente	reglamento.
En	cada	fecha	de	visita	familiar	podrán	acudir	hasta	tres	parientes	hasta	el
segundo	grado	de	consanguinidad	por	cada	interno.
Artículo	17.-	Los	internos	tendrán	visita	familiar	de	tres	horas	de	duración
dos	veces	a	la	semana,	de	acuerdo	al	rol	que	establezca	el	jefe	del	Cerec.
Artículo	 18.-	 Los	 familiares	 de	 los	 internos	 para	 obtener	 autorización	 de
visitantes,	deberán	presentar	una	solicitud	dirigida	al	comando	superior	del
jefe	del	Cerec,	indicando	su	nombre,	datos	de	identidad	y	domicilio.
A	 la	 solicitud	 deberá	 anexarse	 copias	 legalizadas	 del	 documento	 de
identidad	de	cada	uno	de	los	solicitantes.
Asimismo,	deberán	anexarse	copias	certificadas	de	las	partidas	del	Registro
Civil	 extendidas	 por	 la	 municipalidad	 correspondiente,	 que	 acrediten	 la
relación	 de:	 parentesco	 (partida	 de	 matrimonio,	 partida	 de	 nacimiento,
etc.).
La	 solicitud	 deberá	 ser	 presentada	 con	 dos	 fotografías	 recientes,	 tamaño
carné	de	cada	solicitante	y	 ser	 remitida	por	correo	o	 ser	presentada	en	 la
mesa	de	partes	del	comando	superior	del	jefe	del	Cerec.
Luego	de	 la	 presentación	de	 la	 solicitud,	 de	 ocurrir	 la	 variación	de	 algún
dato	 suministrado,	 el	 solicitante	 deberá	 reportarlo	 por	 escrito	 en	 el	 más
breve	plazo	al	mismo	comando	superior.
La	solicitud	será	atendida	dentro	de	diez	días	calendario	siguientes	de	su
recepción,	para	lo	cual	el	comando	superior	recabará	el	informe	del	jefe	del
Cerec,	comunicándose	su	resultado	por	escrito	al	domicilio	señalado	por	el
solicitante.
La	autorización	tendrá	vigencia	de	1	año.
Artículo	 19.-	 Los	 familiares	 que	 efectúen	 la	 visita	 al	 interno,	 deberán
cumplir	con	las	instrucciones	para	la	seguridad	de	sus	desplazamientos	y	de
permanencia	 en	 las	 instalaciones	 militares	 y	 en	 el	 Cerec.	 En	 caso	 de
incumplir	 dichas	 instrucciones	 se	 les	 suspenderán	 las	 visitas	 y	 deberán
retirarse	inmediatamente.
Si	 dicha	 conducta	 o	 actitud	 es	 reiterativa,	 se	 les	 suspenderá	 el	 acceso	 al
Cerec	hasta	por	un	máximo	de	dos	meses.
Artículo	 20.-	 Los	 internos	 contarán	 con	 un	 ambiente	 adecuado	 para	 la
realización	de	sus	visitas	familiares.
Artículo	 21.-	 Durante	 el	 desarrollo	 de	 la	 visita	 familiar,	 el	 jefe	 del	 Cerec
adoptará	las	medidas	de	seguridad	que	las	circunstancias	exijan.
Los	familiares	de	los	internos	que	realicen	la	visita	familiar,	se	someterán	a
revisión	personal,	al	ingreso	y	salida	del	Cerec.	La	revisión	corporal	deberá
efectuarse	respetando	la	dignidad	de	las	personas.
Las	 prendas	 de	 vestir,	 útiles	 de	 aseo	 personal	 y	 los	 alimentos	 que	 los
parientes	 lleven	 a	 los	 internos,	 serán	 recibidos	 por	 el	 personal	 del	 Cerec
para	ser	entregados	oportunamente.	No	está	permitida	la	entrega	directa.
El	 jefe	 del	 Cerec	 está	 facultado	 para	 conceder	 visitas	 extraordinarias,
previa	autorización	de	su	comando	superior	cuando	la	situación	lo	amerita.
CAPÍTULO	II
De	la	visita	especial
Artículo	22.-	Se	denomina	visita	especial,	toda	visita	al	interno	que	no	sea
familiar.	 Para	 obtener	 autorización	 de	 visita	 especial	 se	 deberá	 presentar
una	solicitud	dirigida	al	comando	superior,	 indicando	su	nombre,	datos	de
identidad,	domicilio	y	el	motivo	de	la	visita.
El	comando	superior	pondrá	la	solicitud	a	consideración	del	comité	técnico,
el	 cual	 deberá	 emitir	 pronunciamiento	 dentro	 de	 los	 10	 días	 calendario
autorizando	o	denegando	la	visita.
El	 visitante	 deberá	 cumplir	 con	 las	 instrucciones	 de	 seguridad	 para	 su
desplazamiento	y	permanencia	en	las	 instalaciones	militares	y	en	el	Cerec.
En	 caso	 de	 incumplir	 dichas	 instrucciones,	 se	 le	 suspenderá	 la	 visita	 y
deberá	 retirarse	 inmediatamente.	 Asimismo	 se	 someterá	 a	 revisión
personal	al	ingreso	y	salida	del	Cerec.
Artículo	 23.-	Modificado.	 D.	 S.	 010-2012-JUS,	 Art.	 2°.	 Constituyen	 visita
especial:
a)	El	abogado,	siempre	y	cuando	acredite	que	tiene	colegiatura	vigente	en
cualquier	 Colegio	 de	 Abogados	 de	 la	 República	 y	 que	 cuente	 con	 la
representación	legal	del	interno.
b)	Otras	visitas,	con	opinión	favorable	del	Comando	Superior.
Las	 demás	 visitas	 especiales	 procederán	 previa	 autorización	 del	 Comité
Técnico.
CAPÍTULO	III
Otras	visitas
Artículo	24.-	Los	jueces,	fiscales	y	procuradores	en	los	casos	que	conocen;
los	funcionarios	autorizados	del	Ministerio	de	Justicia;	los	representantes	de
la	Defensoría	del	Pueblo	y	los	miembros	del	Comité	Internacional	de	la	Cruz
Roja,	 de	 conformidad	 con	 su	 ley	 orgánica	 y	 convenios	 internacionales
correspondientes,	 podrán	 visitar	 regularmente	 el	 Cerec,	 previa
coordinación	con	el	comando	superior	del	jefe	del	Cerec.
TÍTULO	IV
De	las	actividades	del	interno
CAPÍTULO	I
De	las	actividades	ordinarias	y	extraordinarias
Artículo	 25.-	 Los	 internos	 del	 Cerec,	 están	 sujetos	 a	 un	 régimen	 de	 vida
destinado	a	garantizar	el	mantenimiento	del	orden,	el	control	y	la	disciplina,
dentro	 del	 debido	 respeto	 a	 los	 derechos	 humanos	 y	 de	 las	 limitaciones
impuestas	por	su	situación	jurídica	y	por	el	presente	reglamento.
Corresponde	 a	 cada	 interno	 cumplir	 las	 exigencias	 de	 la	 convivencia
pacífica	 con	 los	 otros	 internos,	 así	 como	 las	 normas	 legales	 que	 le	 sean
aplicables,	el	presente	reglamento	y	las	directivas	emitidas	por	el	Cerec.
Los	internos	deberán	guardar	el	debido	respeto	al	personal	encargado	de	la
seguridad	del	Cerec,	así	como	a	las	demás	personas	que	se	encuentren	en	el
centro.
Artículo	26.-	El	jefe	del	Cerec,	está	facultado	para	programar	la	distribución
horaria	de	las	actividades	diarias	que	deberán	cumplir	los	internos	y	que	se
indican	a	continuación:
a)	Arreglo	de	habitación	y	aseo	personal.
b)	Desayuno,	almuerzo	y	cena.
c)	Paseo	al	aire	libre	en	el	patio.
d)	Actividades	laborales.
e)	Actividades	culturales	y	educativas.
f)	Actividades	dentro	de	sus	celdas.
g)	Visitas	familiares.
h)	Otras	actividades	que	se	programen.
Artículo	27.-	El	jefe	del	Cerec,	está	facultado	para	programar	la	distribución
de	 las	 actividades	 semanales,	 quincenales	 y	 mensuales,	 que	 se	 indican	 a
continuación:
a)	Lavado	de	prendas	de	vestir.
b)	Limpieza	general	de	las	celdas.
c)	Actividades	especiales	en	conjunto.
d)	Examen	médico	ordinario.
e)	Visitas	pastorales.
f)	Inspección	de	celdas,	con	la	presencia	del	interno.
g)	Otras.
Artículo	 28.-	 El	 jefe	 del	 Cerec,	 está	 facultado	 para	 programar	 los	 días	 y
horas	de	las	actividades	de	carácter	extraordinario	que	deberán	cumplir	los
internos:
a)	Examen	médico.
b)	Visitas	extraordinarias	y	especiales.
c)	Otras	actividades	debidamente	autorizadas	por	el	comando	superior	del
Cerec	o	por	el	comité	técnico.
CAPÍTULO	II
De	los	estímulos
Artículo	 29.-	 Los	 internos	 serán	 motivados	 mediante	 estímulos	 para
promover	y	mantener	la	rectitud	de	su	conducta,	el	cumplimiento	cabal	de
sus	 deberes,	 el	 desarrollo	 del	 sentido	 de	 responsabilidad	 y	 de	 actitudes
cooperadoras.
Artículo	30.-	El	jefe	del	Cerec,	está	facultado	para	determinar	la	naturaleza
y	alcances	de	los	estímulos	dentro	del	régimen	de	vida	y	del	tratamiento	de
los	internos.
CAPÍTULO	III
De	las	faltas
Artículo	 31.-	 Constituyen	 faltas	 contra	 el	 orden	 y	 la	 disciplina,	 el
incumplimiento	 de	 las	 normas	 de	 régimen	 de	 vida	 y	 del	 tratamiento
establecidos	en	el	presente	reglamento.
Artículo	 32.-	 Las	 presuntas	 infracciones	 al	 presente	 reglamento	 serán
puestas	en	conocimiento	del	jefe	del	Cerec,	quien	dispondrá	el	inicio	de	una
investigación	 sumaria,	 escuchando	 la	 versión	 del	 interno	 y	 realizando	 la
actividad	 probatoria	 necesaria	 para	 obtener	 certeza,	 calificar	 si	 el	 hecho
constituye	falta	y	determinar	su	magnitud.	De	encontrar	responsabilidad	en
el	interno	le	impondrá	la	sanción	establecida	en	el	presente	reglamento.	Las
sanciones	tienen	finalidad	correctiva	de	la	conducta	del	interno.
Artículo	33.-	Son	faltas	graves:
a)	Interferir	en	su	propio	tratamiento	o	en	el	de	los	demás	internos.
b)	Poner	en	peligro	su	integridad	o	la	de	los	demás	internos.
c)	Poner	en	peligro	la	seguridad	del	Cerec.
d)	Interferir	o	incumplir	las	disposiciones	de	seguridad.
e)	 Investigar	 o	 participar	 en	 motines,	 huelgas,	 desórdenes	 o	 toda	 otra
actividad	 destinada	 a	 desconocer	 la	 autoridad	 del	 personal	 naval	 en	 el
Cerec.
f)	Intentar	evadirse	del	Cerec.
g)	Agredir	a	los	internos	o	a	otra	persona	que	se	encuentre	en	el	Cerec.
h)	Negarse	a	ingerir	alimentos	como	acto	de	protesta	o	rebeldía.
i)	Dañar	las	instalaciones,	material	y	equipos	del	Cerec.
j)	Realizar	actos	contrarios	a	la	moral.
k)	Negarse	a	pasar	inspección	de	celdas.
Artículo	34.-	Son	faltas	leves:
a)	Emplear	palabras	soeces	o	injuriosas	en	el	trato	con	los	demás.
b)	Dar	mal	uso	a	las	instalaciones,	material	y	equipos	del	Cerec.
c)	 Otros	 actos	 que	 por	 su	 magnitud	 el	 jefe	 del	 Cerec	 considere	 que	 son
leves.
CAPÍTULO	IV
De	las	sanciones
Artículo	35.-	Modificado.	D.	S.	010-2012-JUS,	Art.	2°.	Las	sanciones	por	las
faltas	graves	son	las	siguientes:
a)	Suspensión	de	actividad	recreativa	al	aire	libre	en
el	patio	del	Cerec.
b)	Prohibición	de	otras	actividades	recreativas.
c)	 Suspensión	de	 la	 comunicación	epistolar,	 telefónica	o	de	otra	 índole,	 y
retiro	de	radio	receptores.
d)	Prohibición	de	visita.
e)	El	plazo	será	determinado	por	el	Jefe	del	Cerec.
Artículo	36.-	Modificado.	D.	S.	010-2012-JUS,	Art.	2°.	Las	sanciones	por	las
faltas	leves	son	las	siguientes:
a)	Amonestación.
b)	Suspensión	de	actividad	recreativa	al	aire	libre	en	el	patio	del	Cerec.
c)	Prohibición	de	otras	actividades	recreativas.
d)	Suspensión	de	la	comunicación	epistolar,	telefónica	o	de	otra	índole.
e)	Prohibición	de	visita	familiar.
Artículo	 37.-	 No	 podrá	 imponerse	 ninguna	 sanción	 que	 afecte	 la	 salud	 e
integridad	física	y	síquica	del	interno.
Artículo	 38.-	 Para	 la	 aplicación	 de	 una	 sanción,	 la	 autoridad	 tendrá	 en
consideración	 la	 magnitud	 de	 la	 falta	 cometida	 y	 el	 comportamiento	 del
interno	 en	 el	 penal.	 Las	 sanciones	 por	 faltas	 graves	 y	 leves	 se	 aplicarán
alternativamente.
Artículo	39.-	El	 jefe	del	Cerec,	 comunicará	al	 interno	 la	sanción	 impuesta,
con	 conocimiento	 del	 comando	 superior.	 El	 interno	 tiene	 derecho	 a
interponer	 un	 recurso	 de	 apelación	 dentro	 de	 los	 diez	 días	 calendarios,
recurso	que	será	resuelto	por	el	Comité	Técnico.
TÍTULO	V
Del	comité	técnico
CAPÍTULO	ÚNICO
Finalidad	y	constitución	del	comité	técnico
Artículo	40.-	El	comité	técnico	tiene	por	finalidad	supervisar	 la	aplicación
de	este	reglamento	y	orientar	al	comando	superior	y	al	jefe	de	la	Cerec,	para
la	mejor	conducción	del	régimen	de	vida	y	de	 tratamiento	de	 los	 internos,
así	 como	 las	 otras	 funciones	 que	 se	 le	 asigne	 en	 el	 presente	 reglamento.
Asimismo,	absolverá	las	consultas	que	le	formule	el	comando	superior	o	el
jefe	del	Cerec	y	tendrá	también	facultad	para	emitir	recomendaciones.
Artículo	 41.-	Modificado.	 D.	 S.	 010-2012-JUS,	 Art.	 2°.	 El	 Comité	 Técnico
estará	integrado	por:
a)	El	Presidente	del	INPE,	quien	lo	presidirá.
b)	Un	representante	del	Ministro	de	Justicia.
c)	Un	representante	del	Ministro	del	Interior.
d)	Un	representante	de	la	Marina	de	Guerra	del	Perú.
e)	El	Jefe	del	Centro	de	Reclusión	de	Máxima
Seguridad	de	la	Base	Naval	del	Callao	(Cerec),	con	voz	pero	sin	voto.
Artículo	 42.-	 El	 comité	 técnico	 funcionará	 de	 acuerdo	 a	 su	 reglamento
interno,	 que	 será	 preparado	 por	 dicho	 comité	 y	 aprobado	 por	 resolución
ministerial	del	Sector	Justicia.
Disposición	final
Primera	 Disposición	 Final.-	 El	 Ministerio	 de	 Justicia	 y	 el	 Ministerio	 de
Defensa	 podrán	 celebrar,	 con	 la	 participación	 del	 Instituto	 Nacional
Penitenciario	 y	 la	 Marina	 de	 Guerra	 del	 Perú,	 convenios	 de	 cooperación
interinstitucional	 relacionados	 con	 la	 administración	del	Cerec,	 regulación
del	 régimen	 de	 vida	 y	 tratamiento	 y	 el	 desarrollo	 de	 las	 acciones	 de
tratamiento	de	los	internos	recluidos	en	el	Centro	de	Reclusión	de	Máxima
Seguridad	de	la	Base	Naval	del	Callao.
Segunda	Disposición	Final.	Incorporado.	D.	S.	010-2012-JUS,	Art.	3°.	Las
autoridades	públicas	deberán	prestar	su	colaboración	al	Comité	Técnico	del
CEREC	 y	 al	 jefe	 del	 CEREC,	 para	 la	 mejor	 aplicación	 de	 las	 normas
establecidas	en	el	presente	reglamento.
JURISPRUDENCIA.—TC	reitera:	el	Centro	de	Reclusión	de	la	Base	Naval
del	Callao	(Cerec)	no	es	un	establecimiento	penitenciario	de	carácter
militar.	“(...)	si	bien	es	cierto	que	la	custodia	de	los	procesados	y	sentenciados
que	están	en	el	Cerec	está	a	cargo	de	efectivos	de	la	Marina	de	Guerra	del
Perú,	ello	no	convierte	necesariamente	a	dicho	establecimiento	penitenciario
en	uno	de	carácter	militar,	por	cuanto	según	el	artículo	41	del	reglamento	de
dicho	centro	penitenciario	(Decreto	Supremo	N°	024-2001-JUS),	es	el	comité
técnico,	presidido	por	el	presidente	del	INPE	–en	representación	del	Ministerio
de	Justicia–	e	integrado,	entre	otros,	por	un	representante	de	la	Defensoría	del
Pueblo,	el	que	asume	la	responsabilidad	de	supervisar	el	cumplimiento	del
Reglamento	del	Cerec.	(...).
c)	Sobre	el	cuestionamiento	a	las	condiciones	de	reclusión
4.	De	otro	lado,	se	aprecia	también	que	se	cuestiona	las	condiciones	de
reclusión	a	las	que	se	encuentra	sometido	el	favorecido,	específicamente	en	lo
que	se	refiere	(1)	a	la	visita	de	sus	familiares	y	(2)	al	acceso	a	la	lectura	de
libros,	periódicos,	revistas,	así	como	el	acceso	a	la	radio	y	a	la	televisión.
5.	(1)	En	cuanto	a	las	condiciones	en	que	se	efectúan	las	visitas	familiares	en
el	establecimiento	penitenciario,	el	Tribunal	Constitucional	ha	señalado	que	el
afectar	desproporcionadamente	el	derecho	a	la	visita	familiar	de	los	reclusos
podría	atentar	contra	la	finalidad	resocializadora	y	reeducadora	de	la	pena,
en	clara	contravención	del	principio	constitucional	del	régimen	penitenciario,
enunciado	en	el	artículo	139,	inciso	22,	de	la	norma	fundamental	(STC	N°
1429-2002-HC/TC).”	(TC,	Exp.	02464-2011-PHC/TC,	nov.	13/2011.	S.	S.	Mesía
Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—El	Cerec	es	un	establecimiento	común	porque	está
bajo	la	supervisión	de	un	comité	presidido	por	el	jefe	del	INPE	y	no	de	la
Marina	de	Guerra	del	Perú.	“Llama	la	atención	lo	afirmado	por	la	sala	que
resolvió	el	presente	hábeas	corpus	en	segunda	instancia,	que	consideró	que	el
Tribunal	Constitucional	había	errado	en	considerar	al	Cerec	como	un	penal	de
carácter	civil	en	virtud	de	que	se	señalaba	que	la	Defensoría	del	Pueblo
participaba	de	dicho	comité	técnico	cuando	ello	no	es	así	desde	el	año	2004.	Al
respecto,	este	tribunal	ratifica	su	criterio	jurisprudencial	y	señala	que	según	lo
afirmado	en	el	referido	fundamento	6	de	la	STC	2700-2006-PHC/TC,	lo	que
hace	al	Cerec	un	establecimiento	penal	común	–no	militar–	es	que	está	a
cargo	de	un	comité	técnico	(liderado	por	el	presidente	del	INPE)	y	no	de	la
Marina	de	Guerra	del	Perú.	La	mención	a	los	integrantes	es	a	titulo
ejemplificativo,	y	si	bien	en	cuanto	a	la	conformación	actual	del	comité	técnico
(modificación	del	artículo	41	del	Reglamento	del	Cerec	operada	mediante
Decreto	Supremo	N°	010-2012-JUS)	el	referido	comité	ya	no	es	conformado
por	un	representante	de	la	Defensoría	del	Pueblo,	el	no	varía	el	sentido	de	lo
decidido	por	el	Tribunal	Constitucional,	puesto	que	el	referido	centro
penitenciario	está	bajo	la	supervisión	de	un	comité	presidido	por	el	jefe	del
INPE	(y	no	la	Marina	de	Guerra	del	Perú)”.	(TC,	Sent.	del	Pleno	-	Exp.	01711-
2014-PHC/TC,	abr.	08/2014,	S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—El	TC	detecta	que	el	reglamento	del	Cerec	vulnera	el
derecho	a	la	educación.	“Conforme	a	lo	expuesto,	este	extremo	de	la
demanda	resulta	una	pretensión	legítima	que	no	ha	sido	respondida	por	la
entidad	emplazada	de	manera	satisfactoria.	En	efecto,	si	bien	en	la	vista	de
causa	el	procurador	en	materia	de	terrorismo	que	participó	en	calidad	de
litisconsorte	señaló	que	le	habían	dicho	que	uno	de	los	demandantes	se
encuentra	actualmente	haciendo	estudios	universitarios	a	distancia,	dicha
afirmación	no	se	condice	con	lo	señalado	por	el	presidente	del	INPE	en	el
marco	de	la	investigación	sumaria	en	el	sentido	de	que	conforme	al
Reglamento	del	Centro	de	Reclusión	de	la	Base	Naval	no	corresponde	que	se
implemente	ningún	programa	formativo.	En	efecto	el	Reglamento	del	Cerec	no
contempla	ningún	programa	formativo,	lo	que	resulta	contrario	al	derecho	a
la	educación,	por	lo	que	este	extremo	de	la	demanda	debe	ser	declarado
fundado”.	(TC,	Sent.	del	Pleno	-	Exp.	01711-2014-PHC/TC,	abr.	08/2014,	S.	S.
Urviola	Hani)
C.E.P.
ART.	 96.—Establecimientos	 de	 procesados.	 Los
establecimientos	 de	 procesados	 son	 aquellos	 destinados	 a	 la
detención	 y	 custodia	 del	 interno	 en	 proceso	 de	 investigación	 y
juzgamiento.	 En	 estos	 establecimientos	 funcionan	 centros	 de
observación	y	clasificación.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 211.—Las	 instalaciones	 penitenciarias	 deberán	 tener	 áreas
destinadas	para	el	trabajo,	educación,	recreación,	deporte	y	visita	íntima.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 212.—Los	 dormitorios	 y	 ambientes	 usados	 por	 el	 interno	 deben
reunir	 condiciones	 de	 higiene	 adecuadas,	 contando	 con	 el	 espacio,
ventilación,	servicios	sanitarios	y	alumbrado	necesario.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	213.—El	Instituto	Nacional	Penitenciario,	en	coordinación	y	apoyo	de
instituciones	 públicas	 y/o	 privadas,	 promoverán	 la	 construcción	 y
funcionamiento	de	las	colonias	agrícolas,	agropecuarias	o	industriales.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 214.—Al	 interior	 de	 los	 establecimientos	 penitenciarios	 de	mujeres
no	 podrán	 ingresar	 varones,	 con	 excepción	 de	 los	 profesionales	 de
tratamiento	 y	 de	 seguridad	 y	 las	 visitas	 autorizadas	 por	 la	 dirección	 del
establecimiento	 penitenciario,	 acompañadas	 por	 personal	 femenino	 de	 la
administración	penitenciaria.
C.E.P.
ART.	97.—Establecimientos	de	sentenciados.	Los
establecimientos	de	sentenciados	están	destinados	al	interno
condenado	a	pena	privativa	de	libertad	y	son:
1.	De	régimen	cerrado.
2.	De	régimen	semiabierto.
3.	De	régimen	abierto.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 56.—El	 régimen	 penitenciario	 interno	 es	 el	 conjunto	 de	 normas	 o
medidas	que	tienen	por	 finalidad	 la	convivencia	ordenada	y	pacífica	en	un
establecimiento	penitenciario.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	57.—Los	regímenes	penitenciarios	aplicables	a	los	internos	varones	o
mujeres	son:
57.1.	Régimen	cerrado.
57.2.	Régimen	semiabierto.
57.3.	Régimen	abierto.
C.E.P.
ART.	98.—Establecimiento	de	régimen	cerrado.	Los
establecimientos	de	régimen	cerrado	se	clasifican	en	ordinarios	y
especiales.
Los	establecimientos	de	régimen	cerrado	ordinario	se
caracterizan	por	el	estricto	control	y	limitación	en	las	actividades
comunes	y	en	las	relaciones	con	el	exterior.
Los	establecimientos	de	régimen	cerrado	especial	son	destinados
al	 interno	 sentenciado	 de	 difícil	 readaptación	 y,
excepcionalmente,	 en	 ambientes	 separados	 al	 procesado	 que
tenga	esa	condición,	dando	cuenta	a	la	autoridad	competente.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	58.—El	 régimen	 cerrado	 tiene	un	período	de	observación	y	otro	de
tratamiento.	Se	clasifica	en:
58.1.	Régimen	cerrado	ordinario.
58.2.	Régimen	cerrado	especial.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 59.—Los	 internos	 que	 tengan	 la	 condición	 de	 procesados	 estarán
sujetos	 a	 las	 reglas	 del	 régimen	 cerrado	 ordinario.	 Excepcionalmente,	 el
órgano	técnico	de	tratamiento,	previo	informe	debidamente	fundamentado,
podrá	ubicarlo	en	alguna	de	las	etapas	del	régimen	cerrado	especial.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	60.—En	el	régimen	cerrado	ordinario,	el	 interno	permanecerá	en	su
celda,	pasadizos	o	en	el	patio	desde	 las	06:00	hasta	 las	18:00	horas.	Entre
las	 18:00	 y	 las	 21:00	 horas	 se	 les	 permitirá	 utilizar	 los	 pasadizos	 del
pabellón.	 El	 ingreso	 a	 las	 celdas,	 y	 el	 subsiguiente	 encierro	 bajo	 llave,	 se
efectuarán	indefectiblemente	a	las	21:00	horas.
El	 régimen	 de	 visita	 será	 el	 previsto	 en	 el	 artículo	 29	 del	 presente
reglamento.
La	regresión	de	un	interno	sujeto	a	régimen	cerrado	ordinario	a	una	de	las
etapas	del	régimen	cerrado	especial,	se	efectuará	previo	informe	del	órgano
técnico	de	tratamiento	debidamente	fundamentado.
Incorporado.	 D.	 S.	 004-2004-JUS,	 Art.	 1°.	 El	 Consejo	 Nacional
Penitenciario	podrá	habilitar	pabellones	de	establecimientos	penitenciarios
de	régimen	cerrado	especial	donde	puedan	aplicarse	las	etapas	del	régimen
cerrado	 ordinario	 previstas	 en	 el	 artículo	 11-C	 del	 Código	 de	 Ejecución
Penal.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 61.—Las	 direcciones	 regionales	 aprobarán	 anualmente	 el
cronograma	 de	 actividades	 que	 desarrollarán	 los	 internos	 sujetos	 al
régimen	 cerrado	 ordinario,	 en	 los	 establecimientos	 penitenciarios.	 Las
actividades	 que	 se	 programen	 serán	 obligatorias	 y	 voluntarias	 y	 deberán
exhibirse	en	lugares	visibles	por	los	internos.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 62.—Modificado.	 D.	 S.	 016-2004-JUS,	 Art.	 1°.	 El	 régimen	 cerrado
especial	 se	 caracteriza	 por	 el	 énfasis	 en	 las	 medidas	 de	 seguridad	 y
disciplina.	 El	 régimen	 cerrado	 especial	 de	 máxima	 seguridad	 tiene	 tres
etapas:
62.1.	Etapa	“A”
62.2.	Etapa	“B”
62.3.	Etapa	“C”
Las	etapas	del	régimen	cerrado	especial	se	aplicarán	en	el	establecimiento
penitenciario	 de	 régimen	 cerrado	 especial	 Piedras	 Gordas,	 y	 en	 los
pabellones	 que	 para	 la	 finalidad,	 disponga	 el	 Consejo	 Nacional
Penitenciario.
Para	la	clasificación	del	interno	en	cualquiera	de	las	3	etapas,	se	tendrá	en
cuenta	su	situación	jurídica,	el	delito	imputado,	las	circunstancias	en	que	se
hubiere	 cometido,	 su	 condición	 de	 líder	 o	 cabecilla	 de	 organización
delictiva,	así	como	su	comportamiento	y	antecedentes	en	el	establecimiento
penitenciario	de	procedencia.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 63.—Modificado.	 D.	 S.	 016-2004-JUS,	 Art.	 1°.	 En	 la	 etapa	 “A”,	 el
interno	 se	 encuentra	 sujeto	 a	 una	 estricta	 disciplina	 y	 vigilancia	 y
corresponde	 a	 los	 de	 más	 difícil	 readaptación.	 El	 régimen	 interno	 es	 el
siguiente:
-	Patio.	Dos	(2)	horas	de	patio	al	día.	Atendiendo	al	número	de	internos,	así
como	 al	 espacio	 físico	 disponible	 del	 pabellón,	 el	 Consejo	 Técnico
Penitenciario	podrá	autorizar	las	salidas	al	patio	por	grupos.
-	Visita.	Dos	visitas	semanales	de	máximo	3	familiares	por	consanguinidad
hasta	el	cuarto	grado	o	afinidad	hasta	el	segundo	grado,	varones	o	mujeres,
incluido	el	cónyuge	o	concubino.	El	Consejo	Técnico	Penitenciario	del	penal
determinará	 los	días	en	que	se	realizarán	dichas	visitas.	La	duración	de	 la
visita	será	de	dos	(2)	horas	y	se	realizará	a	través	de	locutorio,	de	acuerdo	a
la	legislación	de	la	materia.
-	 Visita	 de	menores	 de	 edad.	 La	 visita	 de	menores	 de	 edad	 será	 cada	 15
días,	 quienes	 deberán	 estar	 acompañados	 del	 padre,	 madre	 o	 tutor.	 En
defecto	de	ellos	por	una	persona	adulta	debidamente	identificada.
-	 Trabajo	 y	 educación.	 Los	 internos	 tienen	 la	 obligación	 de	 trabajar	 o
estudiar	cuatro	horas	diarias	como	mínimo.
-	Visita	íntima.	El	Consejo	Técnico	Penitenciario	del	penal	podrá	conceder
el	 beneficio	 de	 la	 visita	 íntima	 al	 interno	 que	 cumpla	 con	 los	 requisitos
establecidos	 en	 la	 normatividad	 vigente.	 El	 beneficio	 se	 concederá	 en	 los
ambientes	implementados	para	tal	fin,	y	tendrá	una	periodicidad	de	30	días.
-	Apertura	y	cierre	de	celdas.	Las	celdas	se	abrirán	a	 las	08:30	horas	y	se
cerrarán,	indefectiblemente,	a	las	20	horas.
-	Estímulos.	El	buen	comportamiento	permanente	del	interno	le	permitirá
acceder	a	visita	especial	directa	por	una	hora	hasta	por	tres	familiares	el	día
de	su	onomástico,	navidad,	día	de	la	madre	o	el	padre,	según	corresponda.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 64.—Modificado.	 D.	 S.	 016-2004-JUS,	 Art.	 1°.	 En	 la	 etapa	 “B”,	 se
mantiene	la	rigurosidad	de	la	disciplina	y	vigilancia	del	interno,	haciéndola
compatible	con	una	mayor	promoción	del	vínculo	familiar.	Estarán	sujetos
al	siguiente	régimen:
-	Patio.	Cuatro	(4)	horas	de	patio	al	día.	Atendiendo	al	número	de	internos,
así	 como	 al	 espacio	 físico	 disponible	 del	 pabellón,	 el	 Consejo	 Técnico
Penitenciario	podrá	autorizar	las	salidas	al	patio	por	grupos.
-	Visita.	Dos	visitas	semanales	de	máximo	4	familiares	por	consanguinidad
hasta	el	cuarto	grado	o	afinidad	hasta	el	segundo	grado,	varones	o	mujeres,
incluido	 el	 cónyuge	 o	 concubino.	 La	 visita	 será	 directa	 y	 tendrá	 una
duración	máxima	de	cuatro	(4)	horas.
-	 Visita	 de	menores	 de	 edad.	 La	 visita	 de	menores	 de	 edad	 será	 cada	 15
días.	Los	menores	deberán	estar	acompañados	del	padre,	madre	u	tutor.	En
defecto	de	ellos,	por	una	persona	adulta	debidamente	identificada.
-	 Trabajo	 y	 educación.	 Los	 internos	 tienen	 la	 obligación	 de	 trabajar	 o
estudiar	cuatro	horas	diarias	como	mínimo.
-	Visita	íntima.	El	Consejo	Técnico	Penitenciario	del	penal	podrá	conceder
el	 beneficio	 de	 la	 visita	 íntima	 al	 interno	 que	 cumpla	 con	 los	 requisitos
establecidos	 en	 la	 normatividad	 vigente.	 El	 beneficio	 se	 concederá	 en	 los
ambientes	implementados	para	tal	fin,	y	tendrá	una	periodicidad	de	15	días.
-	Estímulos.	El	buen	comportamiento	permanente	del	interno	le	permitirá
acceder	a	visita	especial	directa	de	tres	familiares	o	amigos,	por	una	hora,	el
día	 de	 su	 onomástico,	 navidad,	 día	 de	 la	 madre	 o	 día	 del	 padre,	 según
corresponda.
-	Apertura	y	cierre	de	celdas.	Las	celdas	se	abrirán	a	 las	08:30	horas	y	se
cerrarán,	indefectiblemente,	a	las	21	horas.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	65.—Modificado.	D.	S.	016-2004-JUS,	Art.	1°.	La	etapa	“C”	se	basa	en
una	mayor	confianza	al	 interno,	y	en	el	otorgamiento	de	mayores	espacios
para	 mantener	 relaciones	 con	 el	 exterior.	 Estarán	 sujetos	 al	 siguiente
régimen:
-	Patio.	Cuatro	(4)	horas	de	patio	al	día.	Atendiendo	al	número	de	internos,
así	 como	 al	 espacio	 físico	 disponible	 del	 pabellón,	 el	 Consejo	 Técnico
Penitenciario	podrá	autorizar	las	salidas	al	patio	por	grupos.
-	Visita.	Dos	visitas	semanales	de	máximo	4	familiares	por	consanguinidad
hasta	el	cuarto	grado	o	afinidad	hasta	el	segundo	grado,	varones	o	mujeres,
incluido	el	cónyuge	o	concubino,	y/o	amigos.	La	visita	será	directa	y	tendrá
una	duración	máxima	de	seis	(6)	horas.
-	 Visita	 de	menores	 de	 edad.	 La	 visita	 de	menores	 de	 edad	 será	 cada	 15
días.	Los	menores	deberán	estar	acompañados	del	padre,	madre	u	tutor.	En
defecto	de	ellos,	por	una	persona	adulta	debidamente	identificada.
-	 Trabajo	 y	 educación.	 Los	 internos	 tienen	 la	 obligación	 de	 trabajar	 o
estudiar	cuatro	horas	diarias	como	mínimo.
-	Visita	íntima.	El	Consejo	Técnico	Penitenciario	del	penal	podrá	conceder
el	 beneficio	 de	 la	 visita	 íntima	 al	 interno	 que	 cumpla	 con	 los	 requisitos
establecidos	 en	 la	 normatividad	 vigente.	 El	 beneficio	 se	 concederá	 en	 los
ambientes	implementados	para	tal	fin,	y	tendrá	una	periodicidad	de	15	días.
-	Estímulos.	El	buen	comportamiento	permanente	del	interno	le	permitirá
acceder	a	visita	especial	directa	de	tres	familiares	o	amigos,	por	una	hora,	el
día	 de	 su	 onomástico,	 navidad,	 el	 día	 de	 la	 madre	 o	 el	 padre,	 según
corresponda.
-	Apertura	y	cierre	de	celdas.	Las	celdas	se	abrirán	a	 las	08:30	horas	y	se
cerrarán,	indefectiblemente,	a	las	21	horas.
JURISPRUDENCIA.—La	 lejanía	 del	 establecimiento	 penal,	 así	 como	 su
ubicación	en	un	lugar	inhóspito	y	alejado	de	la	ciudad,	afecta	el	derecho
a	 la	 visita	 familiar.	 “(...)	 la	 lejanía	 del	 establecimiento	 penal,	 así	 como	 su
ubicación	en	un	lugar	inhóspito	y	alejado	de	la	ciudad,	afecta	el	derecho	a	la
visita	familiar	de	los	recursos	(sic)	sin	el	cual	puede	verse	afectada	la	finalidad
resocializadora	 y	 reeducadora	 de	 la	 pena,	 en	 clara	 contravención	 del
principio	 constitucional	 del	 régimen	 penitenciario,	 enunciado	 en	 el	 artículo
139,	 inciso	 14),	 de	 la	 norma	 fundamental.	 Debe	 considerarse	 que	 cualquier
acto,	 como	 el	 cuestionado,	 que,	 al	 margen	 de	 su	 intencionalidad,	 incida	 o
repercuta	en	esferas	subjetivas	o	derechos	que	no	están	restringidos,	afecta	el
derecho	y	principio	a	la	dignidad.	La	condición	digna	es	consustancial	a	toda
persona	 y	 el	 hecho	 de	 que	 esté	 restringido	 el	 derecho	 a	 la	 libertad	 como
consecuencia	de	una	sanción	penal,	por	más	abominable	y	execrable	que	haya
sido	el	hecho	que	motivara	su	aplicación,	nunca	enervará	o	derogará	el	núcleo
fundamental	 de	 la	 persona,	 su	 dignidad.	 Es	 en	 ese	 sentido	 que	 la	 Corte
Interamericana	de	Derechos	Humanos	ha	establecido	que	en	‘los	términos	del
artículo	5.2	de	la	convención,	toda	persona	privada	de	libertad	tiene	derecho	a
vivir	 en	 condiciones	de	detención	 compatibles	 con	 su	dignidad	personal	 y	 el
Estado	debe	garantizarle	el	derecho	a	la	vida	y	a	la	integridad	personal.	(...).
Considerando,	 además,	 la	 especial	 ubicación	 del	 establecimiento
penitenciario	 (...),	 debe	 el	 Estado	 facilitar	 el	 acceso	 para	 la	 visita	 de	 los
familiares	 de	 los	 reclusos,	 proporcionándoles	 la	 movilidad	 que	 es
indispensable,	con	una	periodicidad	razonable.	(...)”.	 (TC,	Exp.	N°	1429-2002,
nov.	19/2002.	Pres.	Alva	Orlandini)
C.E.P.
ART.	 99.—Establecimiento	 de	 régimen	 semiabierto.	 Los
establecimientos	de	régimen	semiabierto	se	caracterizan	por	una
mayor	 libertad	 en	 las	 actividades	 comunes,	 en	 las	 relaciones
familiares,	sociales	y	recreativas	del	interno.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 66.—El	 régimen	 semiabierto	 está	 destinado	 a	 los	 internos
sentenciados	 que	 se	 encuentren	 en	 etapas	 avanzadas	 del	 proceso	 de
resocialización.	 Se	 caracteriza	 por	 una	 mayor	 libertad	 en	 las	 actividades
cotidianas,	así	como	por	el	fomento	de	una	estrecha	relación	familiar,	social
y	recreativa.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 67.—El	 régimen	 abierto	 está	 exento	 de	 vigilancia	 armada.	 Los
internos	desarrollan	sus	actividades	sobre	la	base	de	la	confianza	en	áreas
de	 trabajo	 y	 estudio,	 manteniendo	 las	 relaciones	 familiares,	 sociales	 y
recreativas	 similares	 a	 las	 de	 la	 comunidad	 libre.	 Para	 la	 ubicación	 de	 un
interno	 en	 un	 establecimiento	 penitenciario	 abierto,	 será	 necesario	 un
minucioso	 estudio	 de	 su	 personalidad,	 así	 como	 la	 evaluación	 de	 su
conducta	y	de	su	proceso	de	resocialización.
El	interno	sentenciado,	y	que	se	encuentre	bajo	este	régimen,	podrá	asistir
a	 centros	 educativos	 de	 la	 comunidad	 y	 trabajar	 en	 jornada	 laboral
completa,	pudiendo	participar	en	actividades	culturales	y	recreativas	de	 la
comunidad.
C.E.P.
ART.	 100.—Establecimiento	 de	 régimen	 abierto.	 Los
establecimientos	 de	 régimen	 abierto	 son	 aquellos	 exentos	 de
vigilancia,	 en	 los	 que	 el	 interno	 se	 desenvuelve	 en	 condiciones
similares	a	las	de	la	vida	en	libertad,	sin	perjuicio	de	la	evaluación
de	su	conducta.
C.E.P.
ART.	101.—Creación	de	colonias	en	razón	de	la	ocupación.	La
administración	penitenciaria	promueve	 la	creación	de	colonias	o
pueblos	 agrícolas,	 agropecuarios	 e	 industriales	 en	 donde	 el
interno	 y	 su	 familia	 desarrollan	 actividades	 laborales	 y	 de
convivencia	social.
C.E.P.
ART.	102.—Establecimiento	de	mujeres.	 Los	 establecimientos
de	mujeres	están	a	cargo,	exclusivamente,	de	personal	femenino.
La	 asistencia	 legal,	 médica	 y	 religiosa	 podrá	 estar	 a	 cargo	 de
varones.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 214.—Al	 interior	 de	 los	 establecimientos	 penitenciarios	 de	mujeres
no	 podrán	 ingresar	 varones,	 con	 excepción	 de	 los	 profesionales	 de
tratamiento	 y	 de	 seguridad	 y	 las	 visitas	 autorizadas	 por	 la	 dirección	 del
establecimiento	 penitenciario,	 acompañadas	 por	 personal	 femenino	 de	 la
administración	penitenciaria.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 215.—Los	 establecimientos	 penitenciarios	 de	mujeres	 contarán	 con
una	 guardería	 infantil	 o	 área	 destinada	 para	 la	madre	 con	 hijos	 hasta	 los
tres	años	de	edad.	La	madre	tendrá	una	participación	activa	y	directa	en	el
cuidado	de	sus	hijos,	salvo	cuando	las	circunstancias	no	hagan	aconsejable
dicha	participación.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 216.—Cuando	 en	 el	 establecimiento	 penitenciario	 no	 sea	 posible
contar	con	una	guardería	 infantil,	 se	 acondicionará	un	 ambiente	 exclusivo
para	la	madre	y	el	niño,	bajo	responsabilidad	de	la	dirección.
C.E.P.
ART.	103.—Hijos	menores	de	 las	 internas.	 Los	hijos	menores
llevados	 al	 establecimiento	 penitenciario	 por	 la	 interna,	 podrán
permanecer	hasta	los	tres	años	de	edad,	previa	investigación	de	la
asistencia	social,	y	deben	ser	atendidos	en	una	guardería	infantil.
Provisionalmente,	 pueden	 permanecer	 en	 el	 establecimiento
penitenciario,	 en	 ambientes	 separados.	 Cuando	 el	 menor
sobrepasa	 la	edad	referida,	su	permanencia	 futura	en	el	exterior
es	determinada	por	quien	ejerce	la	patria	potestad	o	la	tutela.	En
caso	de	peligro	moral,	la	asistencia	social	coordina	con	el	juez	de
menores.
C.E.P.
ART.	104.—Establecimientos	especiales.	Los	establecimientos
especiales	son	aquellos	en	los	que	prevalece	el	carácter	asistencial
y	comprenden:
1.	Centros	hospitalarios.
2.	Centros	psiquiátricos.
3.	Centros	geriátricos.
4.	Centros	para	madres	con	hijos,	los	mismos	que	cuentan	con	un
local	para	guardería	infantil.
5.	 Centros	 para	 la	 ejecución	 de	 las	 medidas	 de	 seguridad
determinadas	por	el	Código	Penal.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	217.—Los	establecimientos	penitenciarios	especiales	son	aquellos	en
los	que	prevalece	el	carácter	asistencial	y	comprenden:
217.1	Centros	hospitalarios.
217.2	Centros	psiquiátricos.
217.3	Centros	geriátricos.
217.4	 Centros	 para	 internas	 que	 se	 encuentren	 en	 estado	 de	 gestación	 o
período	de	lactancia.
217.5	Centros	para	 la	ejecución	de	 las	medidas	de	seguridad	establecidas
en	el	Código	Penal.	Para	ello,	la	administración	penitenciaria	deberá:
217.5.1	Coordinar	con	el	Ministerio	de	Salud	la	hospitalización	del	interno
en	 un	 establecimiento	 público	 especializado,	 para	 el	 correspondiente
tratamiento.	 En	 este	 caso,	 el	 médico	 tratante	 deberá	 informar
bimestralmente	a	la	autoridad	judicial	que	impuso	la	medida	de	seguridad,
la	evolución	de	la	salud	del	interno;	y,
217.5.2	Implementar	en	las	áreas	de	salud,	los	anexos	psiquiátricos	para	el
tratamiento	de	 los	 internos	e	 internas	sujetos	a	una	medida	de	seguridad,
cuando	no	sea	posible	la	hospitalización	en	un	centro	de	salud	mental.
Cuando	 no	 existan	 estos	 establecimientos	 especiales,	 se	 implementarán
secciones	 especiales	 para	 dicho	 fin	 en	 las	 áreas	 destinadas	 al	 servicio	 de
salud	del	establecimiento	penitenciario.
C.E.P.
ART.	 105.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1239,	 Art.	 1°.	 Servicios
necesarios	 del	 establecimiento	 penitenciario.	 Los
establecimientos	 penitenciarios	 cuentan	 con	 los	 servicios
necesarios,	 incluyendo	 ambientes	 para	 enfermería,	 escuela,
biblioteca,	 talleres,	 instalaciones	 deportivas	 y	 recreativas,
locutorios	y	salas	anexas	para	relaciones	familiares	y	todo	aquello
que	permite	desarrollar	en	 los	 internos	una	vida	en	colectividad
organizada	y	una	adecuada	clasificación	en	relación	con	los	fines
que,	 en	 cada	 caso,	 les	 están	 atribuidos.	 De	 acuerdo	 al	 régimen
penitenciario	 establecido,	 la	 administración	 penitenciaria
establecerá	el	 control	del	dinero	y	de	 las	 compras	de	artículos	a
través	 de	 medios	 electrónicos,	 coadyuvando	 a	 la	 seguridad
penitenciaria.
JURISPRUDENCIA.—Restricción	de	la	libertad	no	impide	el	goce	de	otros
derechos.	 “(...)	 el	 interno,	 por	 haber	 cometido	 el	 delito	 de	 terrorismo,	 no	 se
está	 convirtiendo	 en	 una	 persona	 eliminada	 de	 la	 sociedad	 por	 tener	 un
limitado	 contacto	 con	 sus	 familiares	 y	amigos	a	 través	de	un	 locutorio,	 sino
que	 continúa	 formando	 parte	 de	 ella	 como	miembro	 activo,	 con	 las	 únicas
cortapisas	 que	 le	 puede	 imponer	 la	 ley.	 En	 consecuencia,	 el	 hecho	 que	 esté
restringido	su	derecho	a	la	 libertad,	no	le	 impide	el	pleno	goce	y	ejercicio	de
los	demás	atributos	que	le	garantiza	la	Norma	Fundamental,	tal	como	se	debe
aceptar	en	el	caso	de	los	locutorios.	(…).
Con	 los	 locutorios	 no	 es	 que	 se	 esté	 prohibiendo	 las	 visitas	 de	 los	 seres
cercanos	a	las	personas	privadas	de	la	libertad,	sino	que	las	visitas	habrán	de
realizarse	 bajo	 ciertas	 condiciones	 que,	 a	 entender	 del	 Estado,	 son	 las
adecuadas	para	que	éstas	puedan	cumplir	los	objetivos	de	su	pena.	(…)”.	(TC,
Exp.	N°	0774-2005-HC/TC,	abr.	28/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Locutorio	 para	 entrevistas	 con	 abogado	 debe
garantizar	 confidencialidad	 de	 la	 entrevista	 y	 no	 control	 sobre	 la
estrategia	 legal.	 “(...)	 al	 realizarse	 la	 entrevista	 con	 el	 abogado	 defensor	 a
través	 del	 vidrio	 del	 locutorio,	 no	 implica	 transgresión	 a	 la	 comunicación
personal	 que	 dispone	 la	 Norma	 Suprema,	 siempre	 que	 se	 garantice	 la
confidencialidad	de	la	entrevista	entre	el	abogado	y	su	defendido,	así	como	la
prohibición	 de	 todo	 control	 sobre	 algún	 aspecto	 de	 la	 estrategia	 legal
diseñada	para	efectos	del	proceso	penal.
Es	claro	que	en	un	locutorio	la	comunicación	con	el	abogado	defensor	no	se
ve	coaccionada,	sino	simplemente	regulada	según	 las	condiciones	necesarias
para	el	cumplimiento	de	la	pena	del	interno.
Sin	embargo,	para	la	aplicación	del	uso	de	locutorios	se	deberán	considerar
parámetros	 mínimos;	 entre	 otros,	 los	 supuestos	 en	 los	 que	 procede	 su
aplicación,	la	necesidad	de	fundamentar	la	medida,	el	procedimiento	para	su
aplicación,	o	 la	duración	de	 la	medida.	 (…)”.	 (TC,	Exp.	N°	0774-2005-HC/TC,
abr.	28/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Confidencialidad	 de	 las	 comunicaciones	 de	 los
internos.	 “(...)	 resulta	 necesario,	 de	 una	 parte,	 tomar	 las	 precauciones	 que
garanticen	 la	 confidencialidad	 de	 las	 entrevistas	 con	 criterios	 técnicos
específicos	 (realización	 de	 barridos	 electrónicos,	 infraestructura
penitenciaria,	 entre	 otros)	 y	 de	 otra,	 que	 la	 aplicación	 de	 locutorios	 –como
toda	medida	restrictiva	de	derechos–	sea	dictada	por	el	órgano	jurisdiccional
sobre	 la	 base	 de	 los	 criterios	 de	 razonabilidad	 y	 proporcionalidad	 (…)	 esta
aseveración	no	impide	que	la	emplazada	opte	por	realizar,	adicionalmente,	un
control	 razonable	 de	 los	 documentos	 de	 naturaleza	 legal	 que	 portan	 las
visitas	 en	 el	momento	de	 su	 ingreso	 y	 egreso	al	 establecimiento	penal.	 (…)”.
(TC,	Exp.	N°	0774-2005-HC/TC,	abr.	28/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Régimen	cerrado	especial	resulta	aplicable	a	los
internos	con	condición	de	“procesados”.	“(…)	El	régimen	penitenciario	es	el
conjunto	de	normas	o	medidas	que	tienen	por	finalidad	la	convivencia
ordenada	y	pacífica	en	un	establecimiento	penitenciario,	siendo	aplicables	a
los	internos	(varones	o	mujeres)	el	régimen	cerrado,	el	régimen	semiabierto	o
el	régimen	abierto.	(…)	El	Régimen	Cerrado	tiene	un	período	de	observación	y
otro	de	tratamiento	y	se	clasifica	en	régimen	cerrado	ordinario	y	régimen
cerrado	especial;	este	último	es	aplicable	a	los	internos	que	tengan	la
condición	de	procesados	sujetos	a	calificación	del	Órgano	Técnico	de
Tratamiento,	el	cual,	previo	informe	debidamente	fundamentado,	podrá
ubicarlos	en	alguna	de	las	etapas	del	Régimen	Cerrado	Especial	(…)”.	(TC,	Exp.
N°	2276-2005-PHC/TC,	dic.	09/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Custodia	a	cargo	de	efectivos	de	la	Marina	de
Guerra	del	Perú	no	convierte	al	centro	penitenciario	en	uno	de	carácter
militar.	“(…)	una	primera	cuestión	(…)	está	relacionada	con	el	carácter	–civil
o	militar–	del	establecimiento	penitenciario	en	el	cual	se	encuentra	(…)	de
conformidad	con	la	Disposición	Final	Única	del	Decreto	Supremo	N°	024-
2001-JUS,	de	fecha	19	de	agosto	de	2001,	‘El	Ministerio	de	Justicia	y	el
Ministerio	de	Defensa	podrán	celebrar,	con	la	participación	del	Instituto
Nacional	Penitenciario	y	la	Marina	de	Guerra	del	Perú,	Convenios	de
Cooperación	Interinstitucional	relacionados	con	la	administración	del	Cerec
(Centro	de	Reclusión	de	Máxima	Seguridad	de	la	Base	Naval	del	Callao),
regulación	del	régimen	de	vida	y	tratamiento	y	el	desarrollo	de	las	acciones	de
tratamiento	de	los	internos	recluidos	en	el	Centro	de	Reclusión	de	Máxima
Seguridad	de	la	Base	Naval	del	Callao’.	(…)	Si	bien	es	cierto	que	la	custodia	de
los	procesados	y	sentenciados	que	están	en	el	Cerec	está	a	cargo	de	efectivos
de	la	Marina	de	Guerra	del	Perú,	ello	no	convierte,	necesariamente,	a	dicho
establecimiento	penitenciario	en	uno	de	carácter	militar	por	cuanto	que	(…)
es	el	Comité	Técnico,	presidido	por	el	presidente	del	Inpe	–en	representación
del	Ministerio	de	Justicia–,	un	representante	de	la	Defensoría	del	Pueblo	entre
otros,	el	que	asume	la	responsabilidad	de	supervisar	el	cumplimiento	del
Reglamento	del	Cerec.	(TC,	Exp.	N°	02700-2006-PHC/TC,	mar.	23/2007.	Pres.
Landa	Arroyo)
CAPÍTULO	SEGUNDO
Órganos
C.E.P.
ART.	 106.—Órganos	 del	 establecimiento	 penitenciario.	 El
establecimiento	 penitenciario	 tiene	 un	 director,	 un	 subdirector,
órganos	técnicos	y	administrativos	y	el	personal	que	determine	la
administración	penitenciaria.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 218.—Los	 establecimientos	 penitenciarios	 cuentan	 con	 un	 director,
subdirector,	administrador,	consejo	técnico	penitenciario,	órgano	técnico	de
tratamiento	y	un	órgano	de	seguridad,	así	 como	con	el	personal	necesario
conforme	al	Reglamento	de	Organización	y	Funciones	del	Instituto	Nacional
Penitenciario.
C.E.P.
ART.	107.—Dirección:	funciones.	El	director	es	la	máxima
autoridad	del	establecimiento	penitenciario	y	es	el	responsable	de
la	seguridad	y	administración,	así	como	de	la	aplicación	de	este
código	y	su	reglamento.	En	ausencia	del	director,	el	subdirector,	o
quien	haga	sus	veces,	asume	sus	funciones.
En	caso	de	emergencia,	 sólo	el	director	o	quien	haga	 sus	veces,
podrá	 autorizar	 el	 ingreso	 de	 la	 Policía	 Nacional	 al
establecimiento	penitenciario.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 219.—El	 director	 es	 la	 máxima	 autoridad	 del	 establecimiento
penitenciario.	Es	el	responsable	de	la	seguridad	y	administración,	así	como
del	cumplimiento	de	las	disposiciones	establecidas	en	el	código,	el	presente
reglamento	y	las	demás	normas	penitenciarias.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 220.—El	 director	 de	 un	 establecimiento	 penitenciario	 cumplirá	 sus
funciones	a	dedicación	exclusiva.
D.	S.	015-2003-JUS.	
ART.	221.—Son	funciones	del	director	del	establecimiento	penitenciario:
221.1.	Dirigir,	supervisar,	controlar	y	evaluar	la	aplicación	de	los	regímenes
penitenciarios	y	de	las	acciones	de	tratamiento;
221.2.	 Ejercer	 el	 control	 sobre	 el	 personal	 penitenciario	 a	 su	 cargo,	 así
como	 administrar	 los	 bienes	 y	 servicios	 asignados	 por	 la	 administración
central;
221.3.	Velar	por	el	debido	cumplimiento	del	mandato	de	detención	judicial,
de	la	pena	privativa	de	libertad	y	de	las	medidas	de	seguridad,
221.4.	Presidir	el	consejo	técnico	penitenciario;
221.5.	Autorizar	el	 ingreso,	 en	caso	de	emergencia,	de	 la	Policía	Nacional
del	Perú	al	interior	del	establecimiento	penitenciario;
221.6.	 Evaluar	 las	 sugerencias	 y	 recomendaciones	 del	 personal	 de	 los
órganos	 técnicos,	 administrativos	 y	 de	 seguridad	 del	 establecimiento
penitenciario;
221.7.	Resolver	en	forma	oportuna	las	peticiones	y	quejas	que	formulen	los
internos	e	internas,	conforme	al	presente	reglamento;
221.8.	 Autorizar	 al	 personal	 penitenciario	 el	 uso	 de	 armas	 de	 fuego	 y	 de
medidas	coercitivas,	de	acuerdo	a	 los	dispositivos	 legales	vigentes,	cuando
las	acciones	disuasivas	no	hayan	tenido	efecto;
221.9.	 Informar	 al	 interno	 el	 fallecimiento	 o	 enfermedad	 grave	 de	 sus
familiares,	así	como	a	su	familia	sobre	la	enfermedad,	accidente	o	defunción
del	interno;
221.10.	 Autorizar	 visitas	 extraordinarias	 al	 interno	 en	 los	 casos
establecidos	en	el	reglamento;
221.11.	 Autorizar	 la	 revisión,	 registros	 de	 ambientes	 y	 pertenencias	 del
interno	cuando	las	circunstancias	lo	requieran;
221.12.	Disponer	las	medidas	de	seguridad	en	la	concesión	de	permisos	de
salida	o	traslados	del	interno;
221.13.	 Firmar	 convenios	 con	 entidades	 nacionales	 e	 internacionales
vinculadas	 al	 quehacer	 penitenciario,	 con	 conocimiento	 de	 la	 dirección
regional	correspondiente;
221.14.	 Organizar	 los	 expedientes	 sobre	 indulto,	 derecho	 de	 gracia	 y
conmutación	de	penas;	y,
221.15.	Cumplir	las	demás	funciones	que	le	señale	el	código,	su	reglamento,
el	 Reglamento	 de	 Organización	 y	 Funciones	 del	 Instituto	 Nacional
Penitenciario	y	el	Consejo	Nacional	Penitenciario.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	222.—El	subdirector	del	establecimiento	penitenciario	contribuirá	a
la	 supervisión	 y	 control	 de	 los	 órganos	 administrativos	 y	 de	 seguridad.
Ademas,	tendrá	las	siguientes	funciones:
222.1.	 Reemplazar	 al	 director	 con	 los	mismos	 deberes	 y	 atributos	 en	 los
casos	 de	 vacaciones,	 ausencia,	 enfermedad,	 licencia	 o	 impedimento
temporal.
222.2.	 Otras	 funciones	 que	 le	 encargue	 el	 director	 del	 establecimiento
penitenciario.
C.E.P.
ART.	 108.—Órgano	 técnico	de	 tratamiento.	 El	 órgano	 técnico
de	 tratamiento	 está	 integrado	 por	 los	 profesionales	 de	 la
administración	penitenciaria.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 223.—El	 establecimiento	 penitenciario	 contará	 con	 un	 órgano	 de
administración	 a	 cargo	 de	 un	 administrador	 y	 dispondrá	 del	 personal
técnico	y	auxiliar	necesario.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	234.—En	cada	establecimiento	penitenciario	existirá	por	lo	menos	un
órgano	técnico	de	tratamiento,	el	mismo	que	estará	integrado	por:
234.1.	Un	asistente	social.
234.2.	Un	psicólogo.
234.3.	Un	abogado.
Los	órganos	técnicos	de	tratamiento	estarán	dirigidos	por	un	jefe	que	será
designado	por	el	director	general	de	la	región	correspondiente.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 235.—El	 órgano	 técnico	 de	 tratamiento	 podrá	 solicitar	 el	 apoyo	 de
otros	profesionales	para	el	cumplimiento	de	sus	funciones.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	236.—El	órgano	técnico	de	tratamiento	tiene	las	funciones	de:
236.1.	 Evaluar	 al	 interno	 y	 determinar	 la	 progresión	 o	 regresión	 de	 su
tratamiento,	 proponiendo	 al	 director	 del	 establecimiento	 penitenciario	 a
través	del	 consejo	 técnico	penitenciario,	 el	 cambio	de	 régimen,	pabellón	o
establecimiento	penitenciario	de	un	interno;	y,
236.2.	Solicitar	al	consejo	técnico	penitenciario	 la	reducción	o	suspensión
de	las	sanciones	disciplinarias.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	237.—El	 jefe	 del	 órgano	 técnico	 de	 tratamiento	 tiene	 las	 siguientes
funciones:
237.1.	Coordinar	y	hacer	cumplir	 las	acciones	de	clasificación	del	 interno,
para	el	tratamiento	individualizado	y	grupal;
237.2.	 Supervisar,	 controlar	 y	 evaluar	 la	 calidad	 en	 la	 prestación	 de	 los
servicios	 a	 cargo	 de	 los	 profesionales	 y	 técnicos	 de	 las	 distintas
especialidades	 del	 tratamiento	 penitenciario,	 sugiriendo	 medidas	 en	 la
evaluación	y	organización	del	expediente	sobre	beneficios	penitenciarios;
237.3.	 Mantener	 permanente	 coordinación	 con	 los	 jefes	 de	 los	 servicios
legal,	 psicológico,	 social	 y	 de	 salud,	 así	 como	 con	 las	 áreas	 de	 educación,
trabajo	e	 identificación	penológica,	 con	 la	 finalidad	de	dar	cumplimiento	a
las	acciones	de	tratamiento	a	los	internos;
237.4.	Remitir	al	director	del	establecimiento	penitenciario	los	informes	de
evaluación	 de	 los	 internos	 que	 solicitan	 acogerse	 a	 los	 beneficios
penitenciarios;	y,
237.5.	 Cumplir	 las	 demás	 funciones	 que	 le	 asigne	 el	 consejo	 técnico
penitenciario	y	el	director	del	establecimiento	penitenciario.
C.E.P.
ART.	109.—El	consejo	técnico.	El	Consejo	Técnico	Penitenciario
está	integrado	por	el	director,	que	lo	preside,	el	administrador,	el
jefe	 de	 seguridad	 penitenciaria,	 el	 jefe	 del	 Órgano	 Técnico	 de
Tratamiento	 y	 los	 profesionales	 que	 determine	 el	 reglamento.
Adopta	sus	decisiones	por	mayoría.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	225.—Modificado.	D.	 S.	 012-2009-JUS,	Art.	 1°.	El	 Consejo	 Técnico
Penitenciario	 está	 integrado	 por	 el	 director,	 que	 lo	 preside,	 el
administrador,	el	jefe	de	seguridad	penitenciaria,	el	jefe	del	Órgano	Técnico
de	Tratamiento	y	 los	profesionales	que	determine,	conforme	a	 lo	señalado
por	el	artículo	109	del	código.	Cuando	las	circunstancias	lo	requieran,	será
convocado	 el	 abogado,	 psicólogo,	 asistente	 social,	 educador,	 el	 médico,	 o
cualquier	 otro	 profesional	 designado	 por	 medio	 de	 una	 resolución
presidencial	 del	 Instituto	 Nacional	 Penitenciario,	 interviniendo	 con	 voz	 y
voto.
Las	 circunstancias	 especiales	 en	 las	 que	 el	 Consejo	Técnico	 Penitenciario
requerirá	convocar	a	los	profesionales	para	su	actuación	a	nivel	nacional	se
determinarán	por	resolución	presidencial.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 226.—Modificado.	 D.	 S.	 012-2009-JUS,	 Art.	 1°.	 En	 los
establecimientos	 penitenciarios	 donde	 no	 existan	 los	 miembros	 para
conformar	 el	 Consejo	 Técnico	 Penitenciario,	 se	 integrará	 con	 los
funcionarios	designados	por	 resolución	presidencial	del	 Instituto	Nacional
Penitenciario.
En	caso	de	no	contarse	con	personal	de	la	administración	penitenciaria,	se
recurrirá	a	 los	profesionales	de	 la	comunidad	al	 servicio	del	Estado	en	 las
áreas	respectivas.
C.E.P.
ART.	110.—Funciones	del	consejo	técnico.	Son	funciones	del
Consejo	Técnico	Penitenciario:
1.	Asesorar	al	director	del	establecimiento	en	las	acciones	de
administración,	tratamiento	y	seguridad.
2.	Investigar	y	sancionar	las	faltas	disciplinarias	y	resolver	las
peticiones	de	reconsideración.
3.	Evaluar	los	informes	de	los	profesionales	de	tratamiento	y
proponer	al	interno	para	los	beneficios	penitenciarios.
4.	En	los	casos	de	progresión	o	regresión	en	el	tratamiento	del
interno	puede	proponer	el	cambio	de	régimen	o	el	traslado	a	otro
establecimiento	penitenciario.
5.	Las	demás	que	establece	este	código	y	su	reglamento.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 227.—Además	 de	 las	 funciones	 establecidas	 en	 el	 artículo	 110	 del
código,	el	consejo	técnico	penitenciario	deberá:
227.1.	 Realizar	 permanentemente	 un	 análisis	 de	 situación	 del
establecimiento	penitenciario;
227.2.	 Evaluar	 periódicamente	 al	 personal	 penitenciario	 del
establecimiento	penitenciario,	 recomendando	 la	ubicación	en	el	puesto	de
trabajo,	de	acuerdo	a	su	capacidad	y	aptitudes;
227.3.	Conceder	recompensas	a	los	internos	que	lo	ameriten;
227.4.	Convocar	a	un	profesional	para	que	sustente	su	informe;	y,
227.5.	 Las	 demás	 funciones	 que	 establecen	 el	 presente	 reglamento,	 el
reglamento	de	organización	y	funciones	del	Instituto	Nacional	Penitenciario,
y	las	que	le	asigne	el	Consejo	Nacional	Penitenciario.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 228.—El	 consejo	 técnico	 penitenciario	 tendrá	 a	 su	 cargo	 la
organización	 de	 los	 expedientes	 de	 semilibertad,	 liberación	 condicional,
condena	 cumplida	 por	 redención	 de	 la	 pena	 por	 el	 trabajo	 o	 educación,
traslado	 de	 un	 establecimiento	 penitenciario	 a	 otro,	 cambio	 de	 régimen	 y
otros	beneficios	similares.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 228-A.—Incorporado.	 D.	 S.	 007-2010-JUS,	 Art.	 2°.	 El	 consejo
técnico	 penitenciario	 del	 establecimiento	 penitenciario	 concesionado
tendrá	 a	 su	 cargo	 la	 organización	 de	 los	 expedientes	 de	 semilibertad,
liberación	 condicional,	 condena	 cumplida	por	 redención	de	 la	 pena	por	 el
trabajo	 o	 educación	 y	 los	 remitirá	 al	 Consejo	 Nacional	 Penitenciario	 o	 a
quien	 éste	 delegue,	 considerando	 la	 ubicación	 del	 establecimiento
penitenciario,	 para	 su	 evaluación	 y	 de	 ser	 el	 caso	 su	 remisión	 al	 Poder
Judicial.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	229.—El	consejo	 técnico	penitenciario	celebrará	sesiones	ordinarias
por	 lo	 menos	 una	 vez	 a	 la	 semana.	 Las	 sesiones	 extraordinarias	 serán
convocadas	por	el	director	del	establecimiento	penitenciario	o	por	la	mitad
más	uno	de	sus	integrantes,	para	tomar	acuerdos	sobre	las	evaluaciones	de
expedientes	de	beneficios	penitenciarios	y	otros.	Los	acuerdos	se	adoptarán
por	mayoría	simple	de	sus	integrantes.	El	presidente	tendrá	voto	dirimente.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 230.—Las	 sesiones	 del	 consejo	 técnico	 penitenciario	 deberán
realizarse	 con	 la	 asistencia	 de	 por	 lo	 menos	 tres	 de	 sus	 miembros.	 Se
levantará	un	acta	que	firmarán	todos	los	asistentes	en	la	que	constarán	los
acuerdos	adoptados	y	el	sentido	de	los	votos	emitidos.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	231.—El	consejo	técnico	penitenciario	designará	un	secretario	entre
los	funcionarios	o	servidores	del	establecimiento	penitenciario.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 232.—El	 secretario	 del	 consejo	 técnico	 penitenciario	 cumplirá	 las
funciones	 que	 le	 asigne	 el	 presidente	 del	 consejo	 y	 los	 miembros
integrantes,	además	de	llevar	al	día	el	libro	de	actas	de	las	sesiones.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 233.—El	 consejo	 técnico	 penitenciario	 verificará	 que	 el	 expediente
personal	del	interno,	la	ficha	de	identificación	y	la	hoja	penológica,	a	que	se
refieren	el	artículo	51	y	el	artículo	45,	se	mantengan	actualizados.
C.E.P.
ART.	111.—Ubicación	de	los	establecimientos	penitenciarios.
La	 administración	 penitenciaria	 determina	 la	 ubicación	 de	 los
establecimientos	 penitenciarios	 de	 acuerdo	 al	 Plan	 Nacional	 de
Regionalización.
CAPÍTULO	TERCERO
Seguridad
C.E.P.
ART.	 112.—Órgano	 de	 seguridad.	 Funciones.	 El	 órgano	 de
seguridad	 del	 establecimiento	 penitenciario	 es	 el	 encargado	 de
proporcionar	 las	 condiciones	 óptimas	 para	 desarrollar	 las
acciones	 de	 tratamiento.	 Aplica	 las	 medidas	 que	 garantizan	 la
seguridad	de	las	personas,	instalaciones	y	comunicaciones.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 238.—Todo	 establecimiento	 penitenciario	 tendrá	 un	 órgano	 de
seguridad	a	cargo	de	un	jefe	de	seguridad.	Estará	encargado	de	implementar
y	 desarrollar	 un	 sistema	 integral	 de	 seguridad.	 Es	 el	 responsable	 de	 las
acciones	de	seguridad	de	 las	personas,	 instalaciones	y	comunicaciones	del
establecimiento.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 239.—Bajo	 lineamientos	 y	 supervisión	 de	 la	 Oficina	 General	 de
Seguridad	del	Instituto	Nacional	Penitenciario,	las	direcciones	de	seguridad
de	 las	 direcciones	 regionales	 implementarán	 grupos	 de	 operaciones
especiales	 debidamente	 equipados	 y	 capacitados	 para	 la	 conducción	 y
traslados	 de	 internos,	 así	 como	 para	 prevenir	 y	 resolver	 los	 riesgos	 de
seguridad	 interna	 originados	 por	 motines,	 toma	 de	 rehenes,	 reyertas,
incendios,	inundaciones	y	otras	situaciones	análogas,	que	pongan	en	peligro
la	vida	o	 integridad	 física	de	 las	personas,	así	como	 la	seguridad	 interna	o
externa	del	establecimiento	penitenciario.
JURISPRUDENCIA.—Requisas	no	constituyen	afectación	al	derecho	a	la
libertad	individual.	“(...)	en	lo	que	respecta	a	las	requisas,	este	colegiado
considera	que	el	desarrollo	de	las	mismas	no	constituye,	per	se,	una	afectación
del	derecho	a	la	libertad	individual	o	a	derecho	alguno	conexo	con	aquella;	de
modo	tal	que	no	corresponde	emitir	pronunciamiento	sobre	el	particular,
tanto	más	cuando	la	posesión	de	las	especies	decomisadas	al	demandante	no
fue	autorizada	por	el	Inpe,	ni	su	uso	es	necesario	para	la	recuperación	del
mismo,	en	cuanto	al	goce	de	su	derecho	a	la	salud.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	5837-
2005-PHC,	abr.	20/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Obligaciones	 de	 la	 administración	 penitenciaria
preservación	de	la	vida	e	 integridad	física	de	los	 internos	y	derecho	de
defensa.	 “(...)	 el	 Tribunal	 Constitucional	 considera	 que	 la	 falta	 de
consentimiento	del	beneficiario	del	hábeas	corpus	sobre	su	traslado	no	es	un
motivo	 legítimo	 para	 invalidar	 el	 acto	 cuestionado	 por	 el	 recurrente.	 Como
antes	se	ha	dicho,	es	obligación	de	la	administración	penitenciaria	realizar	y
ejecutar	 las	 medidas	 necesarias	 e	 indispensables	 para	 garantizar	 la	 vida	 e
integridad	 física	de	 las	personas	que	 se	 encuentran	bajo	 su	 responsabilidad.
(...)”.	(TC,	Exp.	N°	0726-2002-HC/TC,	jun.	21/2002.	Pres.	Rey	Terry)
JURISPRUDENCIA.—TC:	la	celda	de	un	centro	penitenciario	no	puede	ser
considerada	como	domicilio.	“En	este	orden	de	ideas,	puede	afirmarse	que	el
término	domicilio	comprende	aquel	espacio	específico	elegido	por	el	ocupante
para	que	pueda	desarrollar	libremente	su	vida	privada	o	familiar,	es	decir,	es
un	espacio-ámbito	de	intimidad	del	que	él,	y	sólo	él,	dispone.	Y	es	que	el	rasgo
esencial	que	define	el	domicilio	en	sentido	constitucional	reside	en	la	aptitud
para	desarrollar	en	él	vida	privada	y	en	su	destino	específico	a	tal	desarrollo
aunque	sea	eventual.
Por	dicha	razón,	resulta	válido	afirmar	que	el	objeto	del	derecho	a	la
inviolabilidad	del	domicilio	es	proteger	un	espacio	físico	inmune	a	la
penetración	de	cualquiera	sin	el	consentimiento	de	su	titular,	por	ser	un
espacio	privado.	De	este	modo,	el	domicilio	inviolable	es	un	espacio	que	la
propia	persona	elige	para	desarrollarse,	sin	estar	sujeto	necesariamente	a	los
usos	y	convenciones	sociales	y	ejerce	su	libertad	más	íntima,	así	como	su
intimidad	o	privacidad.
Teniendo	presente	ello,	puede	señalarse	de	modo	ilustrativo	que	la	celda	de
un	centro	penitenciario	no	puede	ser	considerada	como	domicilio,	debido	a
que	dicho	espacio	físico	no	ha	sido	objeto	de	libre	elección	por	su	ocupante	y
porque	el	ingreso	a	un	centro	penitenciario	supone	la	inserción	en	un	ámbito
de	intenso	control	público.	(...).
13.	 Ahora	 bien,	 la	 inviolabilidad	 del	 domicilio	 como	 todo	 derecho
fundamental,	 no	 es	 un	 derecho	 de	 protección	 absoluta	 sino	 relativa,	 en	 la
medida	en	que	puede	ser	 legítimamente	objeto	de	restricciones,	 las	cuales	se
encuentran	 expresamente	 previstas	 en	 el	 inciso	 9)	 del	 artículo	 2°	 de	 la
Constitución.	Así,	se	puede	ingresar	en	el	domicilio,	o	efectuar	investigaciones
en	él	o	registrarlo	sin	la	autorización	de	la	persona	que	lo	habita,	cuando:	a)
exista	una	orden	 judicial	 expresa	que	autorice	el	 registro	del	domicilio	para
los	 fines,	por	 los	motivos	 y	 con	 las	 formalidades	 establecidas	 en	 la	 ley;	b)	 se
pretenda	capturar	al	delincuente	que	al	ser	sorprendido	en	flagrancia	huye	y
se	 refugia	 en	 domicilio	 propio	 o	 ajeno;	 y	 c)	 exista	muy	 grave	 peligro	 de	 la
perpetración	 de	 un	 delito	 (prevención	 del	 delito)”.	 (TC,	 Exp.	 02389-2009-
PA/TC,	dic.	07/2009.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
DOCTRINA.—El	 registro	 de	 celdas	 por	 parte	 de	 las	 autoridades
penitenciarias	debe	ser	comunicado	a	los	reclusos.	“En	lo	que	ahora	más
nos	 interesa	 y	 conforme	 a	 esta	 doctrina	 constitucional,	 que	 parte	 de
reconocer	 la	 reducción	 de	 la	 intimidad	 de	 quienes	 sufren	 privación	 de
libertad,	el	registro	de	la	celda	que	ocupa	un	interno	y	de	sus	pertenencias
personales	 supone	una	 restricción	de	 su	derecho	 a	 la	 intimidad	que,	 para
que	 resulte	 constitucionalmente	 legítimo,	debe	 ser	 conocido	por	el	propio
interesado,	 bien	 permitiendo	 su	 presencia	 durante	 la	 práctica	 del	mismo,
bien	mediante	una	comunicación	posterior	que	informe	de	su	contenido	y,
en	su	caso,	de	la	eventual	incautación	de	objetos	personales.
Esta	 exigencia	de	 información	 sobre	 el	 hecho	mismo	del	 registro	 y	de	 su
contenido	y	resultado	es,	en	efecto,	necesaria	dada	la	estrecha	relación	que
existe	 entre	 el	 derecho	 a	 la	 intimidad	 y	 la	 capacidad	 de	 su	 titular	 para
controlar	 la	 información	 relativa	 a	 su	 persona.	 Pues,	 como	 dijimos	 (...)	 y
debemos	reiterar	ahora,	si	 la	 intimidad	comprende,	entre	otras	 facultades,
‘la	 reserva	 de	 conocimiento	 de	 un	 ámbito	 personal,	 que	 por	 eso
denominamos	privado	y	que	administra	su	 titular,	 tal	administración	y	 tal
reserva	 se	 devalúan	 si	 el	 titular	 del	 ámbito	 de	 intimidad	 desconoce	 las
dimensiones	del	mismo	porque	desconoce	la	efectiva	intromisión	ajena’	(...).
4.	En	el	presente	asunto,	según	se	ha	señalado,	el	 registro	cuestionado	se
practicó	 sin	 notificación	 previa	 al	 recurrente	 y	 sin	 que	 se	 le	 informara
tampoco	de	su	resultado.	Importa	no	obstante	recordar	que,	como	también
consta	 anotado	 en	 los	 antecedentes,	 el	 recurrente	 cumplía	 condena	 en
régimen	cerrado	en	un	departamento	de	aislamiento	y	en	celda	individual,	y
que	el	 controvertido	 registro	 se	practicó	 en	 cumplimiento	de	 lo	dispuesto
en	 el	 Art.	 93.1.2	 del	 reglamento	 penitenciario	 que	 establece	 para	 dicha
modalidad	 regimental	 que	 ‘diariamente	 deberá	 practicarse	 registro	 de	 las
celdas	 y	 cacheo	 de	 los	 internos’.	 Por	 último,	 consta	 asimismo	 en	 las
actuaciones	 remitidas	 a	 este	 tribunal	 el	 informe	 del	 subdirector	 de
seguridad	del	 centro	penitenciario	que	 justifica	 la	 ausencia	del	 recurrente
durante	el	registro	en	‘evidentes	razones	de	seguridad’.
Teniendo	 en	 cuenta	 estos	 antecedentes	 y	 con	 arreglo	 a	 la	 doctrina
constitucional	 que	más	 arriba	 hemos	 recordado	 debemos	 concluir	 que	 el
registro	 cuestionado	 en	 el	 presente	 proceso	 constitucional	 no	 vulneró	 el
derecho	 a	 la	 intimidad	 del	 demandante	 de	 amparo,	 toda	 vez	 que,
habiéndose	 practicado	 el	 registro	 en	 su	 ausencia	 por	 las	 razones	 antes
indicadas,	del	hecho	mismo	de	no	haber	 sido	 formalmente	 informado	 con
posterioridad	 al	 registro	 pudo	 inferir	 sin	 dificultad	 la	 información	 que	 es
constitucionalmente	exigible.	En	efecto,	esa	conclusión	se	impone	no	sólo	ya
porque	el	recurrente	conociera	de	antemano	que	el	registro	de	su	celda	iba
a	 producirse	 de	 forma	 diaria	 y	 rutinaria	 (...),	 sino	 sobre	 todo	 porque	 el
hecho	de	que	no	 se	 le	 diera	 cuenta	 inmediata	 posterior	 del	 contenido	del
registro	y	de	su	resultado	significa	necesariamente	que	éste	fue	negativo	en
el	 caso	 analizado	 y	 que	 no	 hubo	 en	 él,	 por	 tanto,	 ninguna	 incidencia
relevante.
Ahora	bien,	el	hecho	de	que	el	interno	conozca	de	antemano	que	el	registro
de	 su	 celda	 va	 a	 producirse	 –y	 de	 que	 las	 normas	 citadas	 contemplen	 y
habiliten	el	registro	practicado–	no	permite	concluir	que	pueda	ser	obviada
la	exigencia	constitucional	de	comunicación	a	posteriori	a	dicho	interno	de
las	incidencias	habidas	en	la	práctica	de	la	diligencia,	tanto	en	su	desarrollo
como	 en	 su	 resultado,	 puesto	 que	 si	 se	 producen	 la	 administración
penitenciaria	mantiene	la	obligación	constitucional,	(...),	de	comunicárselas
en	un	plazo	razonable,	toda	vez	que	tales	incidencias,	en	los	términos	de	la
citada	STC	89/2006,	FJ	5,	suponen	una	limitación	del	poder	de	disposición
del	 interno	 sobre	 su	 ámbito	 personal	 de	 intimidad,	 autónoma	 e
independiente	al	mero	conocimiento	del	registro,	y	no	afectadas,	por	tanto,
por	 la	 circunstancia	 de	 la	 previsión	 normativa	 de	 su	 práctica	 diaria	 y
rutinaria”.	 (Tribunal	 Constitucional	 de	 España,	 STC	 106/2012,	 may.
21/2012.	Pres.	Pascual	Sala	Sánchez)
C.E.P.
ART.	113.—Modificado.	D.	Leg.	1229,	Primera	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	La	seguridad	de	los
establecimientos	penitenciarios	y	dependencias	conexas,	está	a
cargo	del	personal	penitenciario	de	seguridad.	Excepcionalmente,
la	seguridad	exterior	de	los	establecimientos	penitenciarios,	a
solicitud	del	Instituto	Nacional	Penitenciario,	está	a	cargo	del
Ministerio	del	Interior.	Comprende	la	vigilancia	y	control	de	las
zonas	externas	contiguas	al	perímetro	del	Establecimiento.	La
seguridad	exterior	de	los	establecimientos	penitenciarios	de
mujeres	está	a	cargo	de	personal	femenino.
La	 seguridad	 brindada	 al	 exterior	 de	 los	 penales	 podrá	 ser
entregada	 al	 sector	 privado	 para	 su	 prestación,	 mediante	 una
asociación	 pública	 privada.	 En	 estos	 supuestos,	 el	 Instituto
Nacional	 Penitenciario	 vigila,	 fiscaliza	 y	 supervisa	 la	 correcta
prestación	de	dichos	servicios.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 240.—El	 personal	 penitenciario	 de	 seguridad	 portará	 armas	 y
equipos	de	seguridad	de	uso	oficial	sólo	y	exclusivamente	para	el	servicio	de
seguridad	de	 los	establecimientos	penitenciarios,	dependencias	 conexas,	 y
para	 los	 traslados	 y	 conducción	 de	 internos	 para	 los	 fines	 previstos	 en	 el
artículo	152	de	este	reglamento.	Podrá	hacer	uso	de	las	mismas	cuando:
240.1.	Exista	peligro	para	la	integridad	física	de	las	personas,	instalaciones,
comunicaciones,	materiales	y	equipos	del	establecimiento	penitenciario;	y,
240.2.	 Exista	 riesgo	 evidente	 de	 fuga,	 motines,	 sabotaje,	 ataque	 y	 en
defensa	propia.
REGISTRO	Y	POSESIÓN	DE	ARMAS	DE	FUEGO	AUTORIZADAS	AL	INPE
D.	S.	016-2012-JUS.
ART.	 1°.—Aprobación.	 Apruébese	 el	 reglamento	 que	 regula	 el	 empleo,
registro	 y	 posesión	 de	 armas	 de	 fuego	 autorizadas	 del	 Instituto	 Nacional
Penitenciario,	 que	 consta	 de	 tres	 (3)	 disposiciones	 generales,	 seis	 (6)
artículos,	 dos	 (02)	 disposiciones	 complementarias	 finales,	 y	 una	 (01)
disposición	 complementaria	 transitoria,	 cuyo	 texto	 forma	parte	 integrante
del	presente	decreto	supremo.
(...).
Reglamento	que	regula	el	empleo,	registro	y	posesión	de
armas	de	fuego	autorizadas	al	Instituto	Nacional
Penitenciario
Disposiciones	generales
Artículo	 I.-	Objeto	de	 la	norma.	El	presente	 reglamento	 tiene	por	objeto
regular	 el	 empleo,	 registro	 y	 posesión	 de	 armas	 de	 fuego	 autorizadas	 al
Instituto	Nacional	Penitenciario	-	INPE,	conforme	a	lo	dispuesto	por	la	Ley	N
°	 25054,	 ley	 que	 norma	 la	 fabricación,	 comercio,	 posesión	 y	 uso	 por
particulares	 de	 armas	 y	municiones	 que	 no	 son	 de	 guerra,	 su	 reglamento
aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	007-98-IN,	así	como	las	normas	internas
de	la	institución.
Artículo	 II.-	Órganos	 competentes.	 La	 Dirección	 General	 de	 Control	 de
Servicios	 de	 Seguridad,	 Control	 de	 Armas,	 Munición	 y	 Explosivos	 de	 Uso
Civil	 -	 Dicscamec,	 es	 el	 órgano	 competente	 encargado	 de	 autorizar,
controlar	 y	 supervisar	 el	 cumplimiento	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 presente
decreto	supremo.
El	 Instituto	 Nacional	 Penitenciario	 -	 INPE	 es	 la	 entidad	 responsable	 de
capacitar	 adecuadamente	 al	 personal	 a	 su	 cargo	 mediante	 personal
instructor	debidamente	acreditado	y	autorizado	por	el	órgano	competente.
Artículo	III.-	Finalidad	de	la	norma.	La	presente	norma	regula	la	posesión
y	 licencia	 de	 las	 armas	 de	 fuego	 autorizadas	 para	 el	 empleo	 del	 INPE,
destinadas	a	garantizar	el	cumplimiento	de	la	seguridad	penitenciaria	en	el
ejercicio	de	sus	 funciones	dentro	de	 la	 zona	perimetral	y	 torreones	de	 los
establecimientos	penitenciarios	y	dependencias	conexas,	en	la	conducción	y
traslado	 de	 internos,	 así	 como	 para	 la	 vigilancia	 y	 control	 de	 las	 zonas
externas	contiguas	al	perímetro	del	Establecimiento.
Título	I
Armas	del	personal	del	INPE
Artículo	 1°.-	 Adquisición	 y	 porte	 de	 armas.	 El	 INPE	 para	 adquirir	 las
armas	 de	 fuego	 debe	 sujetar	 sus	 procedimientos	 de	 adquisición	 a	 las
características	 técnicas	que	regule	 la	Dicscamec	y	 la	 legislación	pertinente
sobre	la	materia.
El	INPE	mediante	su	normatividad	interna	regula	el	porte	de	sus	armas	de
fuego	 al	 servidor	 penitenciario,	 en	 cumplimiento	 estricto	 de	 las	 funciones
asignadas	 y	 en	 los	 horarios	 en	 que	 se	 encuentre	 de	 servicio	 regular	 o	 en
situación	 de	 emergencia;	 igualmente,	 debe	 asegurar	 su	 idoneidad	 para	 el
uso	del	arma	reglamentaria,	así	como	su	capacidad	física	y	psicológica.
Artículo	 2°.-	Tipos	 de	 armas	 y	municiones	 autorizadas.	 Son	 armas	 de
fuego	autorizadas	para	la	seguridad	penitenciaria,	aquellas	que	cuenten	con
las	siguientes	características:
2.1.	Armas	cortas	o	de	puño
a)	Revólver
Con	capacidad	de	tiro	de	hasta	ocho	(8)	cartuchos	en	el	tambor;	y	hasta	un
calibre	 de	 punto	 treinta	 y	 ocho	 pulgadas	 (0.38”),	 especial	 con	 cañón	 de
longitud	máxima	de	seis	pulgadas	(06”).
b)	Pistola
Con	capacidad	de	tiro	de	hasta	quince	(15)	cartuchos	en	la	cacerina	y	hasta
un	 calibre	 de	 nueve	 milímetros	 (9	 mm)	 corto	 o	 punto	 treinta	 y	 ocho
pulgadas	(0.38”).
2.2.	Armas	largas
a)	Escopeta	tiro	por	tiro
No	será	mayor	de	ocho	(8)	cartuchos	con	alojamiento	tubular;	de	uno	(1)	o
dos	(2)	cañones	hasta	el	máximo	calibre	de	doce	(12)	Gauge,	con	cañón	de
longitud	 mínima	 de	 dieciocho	 pulgadas	 (18”)	 y	 con	 cañón	 de	 longitud
máxima	de	veintiocho	pulgadas	(28”).
b)	Escopetas	tipo	bombeo	(No	será	mayor	a	8	cartuchos)	hasta	un	máximo
de	 calibre	 doce	 (12)	 Gauge,	 con	 cañón	 de	 longitud	 mínima	 de	 dieciocho
pulgadas	(18”)	y	máxima	de	veintiocho	pulgadas	(28”).
c)	 Carabinas:	 carabina	 y	 fusiles	 de	 repetición	 hasta	 punto	 treinta	 y	 ocho
pulgadas	(0.38”).
Las	municiones	autorizadas	son	las	que	correspondan	a	cada	tipo	de	arma
según	sus	características	y	clasificación	descrita	en	el	reglamento	de	ley	que
norma	la	fabricación,	comercio,	posesión	y	uso	por	particulares	de	las	armas
y	municiones	que	no	son	de	guerra.
Artículo	 3°.-	 Licencia	 de	 uso	 de	 armas	 del	 servidor	 penitenciario	 -
Luaspe.	La	licencia	de	uso	de	armas	del	servidor	penitenciario	-	Luaspe,	es
otorgada	 por	 la	 Dicscamec	 al	 personal	 de	 seguridad	 penitenciaria	 para	 el
uso	de	todos	los	tipos	de	armas	de	propiedad	del	INPE.
El	 órgano	 correspondiente	 del	 INPE	 debe	 tramitar	 la	 Luaspe	 ante	 la
Dicscamec,	 luego	 de	 culminado	 el	 período	 de	 formación	 que	 recibirá	 el
servidor,	presentando	 la	resolución	respectiva	que	dispone	su	 ingreso	a	 la
carrera	penitenciaria,	lo	que	comprende	haber	aprobado	satisfactoriamente
el	curso	de	manejo	de	arma,	montaje,	desmontaje	y	tiro.
La	Luaspe	tiene	una	vigencia	de	cinco	(05)	años.
Artículo	4°.-	Requisitos	para	otorgamiento	de	la	Luaspe.	Para	 los	 fines
contemplados	 en	 el	 numeral	 precedente,	 el	 INPE	 presentará	 ante	 la
Dicscamec,	la	solicitud	correspondiente	en	formulario	impreso,	adjuntando
los	siguientes	documentos:
a)	Datos	personales	de	cada	servidor	penitenciario.
b)	Copia	de	resolución	presidencial	de	ingreso	a	la	carrera	penitenciaria	de
cada	servidor	penitenciario.
c)	 Certificado	 de	 salud	 mental	 expedido	 por	 establecimientos	 de	 salud
pública	o	privada,	autorizados	por	el	Ministerio	de	Salud	y	registrados	por
la	Dicscamec.
d)	 Archivo	 de	 imagen	 digitalizada	 y	 actualizada	 de	 cada	 servidor
penitenciario.
La	 renovación	 de	 la	 Luaspe	 no	 tiene	 costo	 alguno	 y	 requiere	 la
presentación	 del	 informe	 técnico	 con	 datos	 actualizados	 del	 órgano
responsable	 del	 INPE,	 la	 entrega	 de	 la	 licencia	 caducada,	 certificados	 de
antecedentes	 penales,	 judiciales	 y	 policiales	 actualizados	 y	 cumplir	 con	 el
requisito	exigido	en	el	literal	c).	El	otorgamiento	del	duplicado	de	la	Luaspe
requiere	 copia	 de	 la	 denuncia	 policial	 y	 el	 pago	 correspondiente	 según	 el
TUPA	vigente	de	la	Dicscamec.
Artículo	5°.-	Obligatoriedad	de	registro.	La	 adquisición	de	 armas	por	 el
INPE	debe	registrarse	en	la	base	de	datos	de	la	Dicscamec,	quien	realiza	la
verificación	y	control	conforme	a	sus	procedimientos	internos.
El	 INPE	 informará	 en	 el	 primer	 trimestre	 de	 cada	 año	 a	 la	 Dicscamec	 la
situación	de	las	armas	de	su	propiedad.
Artículo	6°.-	Deber	de	 Información.	La	 pérdida,	 robo,	 y	 deterioro	 de	 las
armas	 de	 fuego,	 debe	 ser	 informado	 al	 más	 breve	 plazo	 a	 la	 Dicscamec
adjuntando	copia	de	 la	denuncia	policial	o	el	 informe	técnico,	según	sea	el
caso.
Disposiciones	Complementarias	Finales
Primera	Disposición	Complementaria	Final.—Plan	de	estudios.	El	INPE	de
conformidad	 con	 la	 Ley	 N°	 29709,	 Ley	 de	 la	 Carrera	 Especial	 Pública
Penitenciaria,	 es	 responsable	 de	 implementar	 en	 el	 plan	 de	 estudios	 de
formación	del	 servidor	 penitenciario	 de	 seguridad	penitenciaria	 el	 uso	 de
las	 armas	 de	 fuego,	 así	 como	 implementar	 programas	 de	 entrenamiento
periódico,	 mediante	 los	 instructores	 debidamente	 acreditados	 por	 la
Dicscamec.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Norma	 supletoria.	 En	 los
aspectos	 no	 regulados	 por	 el	 presente	 decreto	 supremo	 se	 aplica
supletoriamente	 el	 Reglamento	 de	 la	 Ley	 N°	 25054,	 Ley	 que	 norma	 la
fabricación,	 comercio,	 posesión	 y	 uso	 por	 particulares	 de	 armas	 y
municiones	que	no	son	de	guerra,	y	normas	complementarias.
Disposición	Complementaria	Transitoria
Única	Disposición	Complementaria	Transitoria.—Adecuación	a	la	norma.	El
INPE,	en	un	plazo	no	mayor	de	un	(1)	año,	debe	gestionar	la	licencia	de	uso
de	armas	del	servidor	penitenciario	(Luaspe)	referida	en	el	artículo	3°,	del
actual	 personal	 de	 seguridad	 penitenciaria,	 conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 la
presente	norma,	previa	aprobación	del	curso	de	actualización	y	certificación
por	los	instructores	debidamente	acreditados	por	la	Dicscamec.
Asimismo,	el	INPE,	en	un	plazo	no	mayor	de	un	(1)	año,	debe	registrar	en	la
Dicscamec	 las	armas	que	 tenga	en	su	poder,	y	de	ser	el	 caso,	en	el	mismo
período,	 entregar	 las	 que	 no	 se	 ajusten	 a	 lo	 dispuesto	 por	 el	 presente
reglamento.
C.E.P.
ART.	 114.—Normas	 que	 rigen	 el	 personal	 de	 seguridad.	 El
personal	 de	 seguridad	 se	 rige	por	un	 reglamento	 especial.	 Porta
armas	 reglamentarias	 para	 el	 cumplimiento	 de	 sus	 funciones,
observándose	 lo	dispuesto	por	el	artículo	285	de	 la	Constitución
Política	del	Perú.
C.E.P.
ART.	115.—Control	de	visitas	y	comunicación	de	los	internos.
El	 personal	 de	 seguridad	 del	 establecimiento	 penitenciario	 es	 el
encargado	 del	 control	 de	 las	 visitas	 y	 comunicaciones	 de	 los
internos.
JURISPRUDENCIA.—Constitucionalidad	 de	 los	 locutorios	 celulares.	 “(...)
El	 uso	 de	 los	 locutorios	 celulares,	 como	 medida	 restrictiva,	 se	 encuentra
relacionada	 directamente	 con	 criterios	 de	 seguridad.	 Cuando	 media	 una
razón	 de	 este	 tipo,	 el	 uso	 de	 locutorios	 puede	 estar	 permitido	 en	 un
establecimiento.	(…).
La	implementación	de	los	locutorios	es	una	medida	que	limita	–no	elimina–	el
contacto	directo	entre	el	 interno	y	 la	visita,	y	 su	aplicación	está	relacionada
directamente	con	criterios	de	seguridad,	toda	vez	que	con	dicho	mecanismo	se
impide	la	transmisión	de	documentos	u	objetos,	que	de	alguna	manera	pueden
poner	 en	 riesgo	 bienes	 constitucionales	 colectivos,	 tales	 como	 la	 seguridad
nacional,	 la	seguridad	pública,	 la	defensa	del	orden,	 la	prevención	del	delito,
entre	otros,	a	 los	cuales	 la	 sociedad	en	su	conjunto	 tiene	derecho	(…)”	 .	 (TC,
Exp.	N°	0774-2005-HC/TC,	abr.	28/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Las	normas	 internacionales	 y	 el	 uso	 de	 locutorios.
“(...)	 las	 normas	 internacionales	 en	 materia	 penitenciaria	 no	 contienen
regulación	clara	sobre	la	materia	(…).	En	este	sentido,	la	Resolución	N°	663C
XXIV-ONU,	 que	 contiene	 las	 reglas	 mínimas	 para	 el	 tratamiento	 de	 los
reclusos,	y	la	Resolución	N°	43/173.ONU,	que	reúne	el	conjunto	de	principios
para	 la	 protección	 de	 todas	 las	 personas	 sometidas	 a	 cualquier	 forma	 de
detención	o	prisión,	no	censuran	ni	prohíben	la	utilización	de	locutorios.
En	tal	sentido,	la	aplicación	e	implementación	de	locutorios	como	medida	de
seguridad	penitenciaria,	destinada	a	resguardar	la	seguridad	y	orden	público,
puede	 ser	 considerada	 como	 una	 limitación	 prevista	 en	 un	 Estado
constitucional	 de	 derecho,	 siendo	 menester	 buscar	 la	 razonabilidad	 de	 su
utilización.	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 0774-2005-HC/TC,	 abr.	 28/2006.	 Pres.	 Alva
Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Test	de	proporcionalidad	para	el	uso	de	locutorios.
“(...)	 la	 aplicación	 y	 uso	 de	 locutorios	 deben	 respetar	 criterios	 mínimos
relacionados	 con	 principios	 y	 valores	 constitucionales,	 como	 pueden	 ser	 el
valor	 justicia,	 el	 principio	de	 legalidad,	 y	 el	 test	 de	proporcionalidad,	 lo	 que
debe	 caracterizar	 a	 toda	 medida	 restrictiva.	 (…).	 En	 tanto	 el	 locutorio	 se
relaciona	 con	 criterios	 de	 seguridad;	 los	 supuestos	 deben	 guardar
proporcionalidad	 con	 esta	medida	 de	 seguridad;	 de	 ahí	 que	 una	 aplicación
injustificada	 e	 indeterminada	 a	 todos	 los	 internos	 de	 un	 establecimiento
penitenciario	 puede	 terminar	 por	 lesionar	 algunos	 de	 sus	 derechos.	 (…)	Así,
resulta	necesario	que	al	imponer	esta	medida	de	seguridad	se	fundamente	su
aplicación	(principio	de	 justificación),	 señalando	 las	razones	que	explican	su
imposición,	 previa	 comprobación	 que	 su	 dictado	 resulte	 necesario	 para
garantizar	la	seguridad	penitenciaria.	Asimismo,	es	imperioso	que	se	señale	la
duración	de	la	medida	(principio	de	temporalidad)	dado	que	ésta	no	puede	ser
aplicada	de	manera	indeterminada,	por	 lo	que	debe	 indicarse	claramente	su
plazo	de	duración	y	la	posibilidad	de	revisar	periódicamente	la	imposición	de
esta	medida	de	 seguridad,	 entre	otros.	 (…)”.	 (TC,	Exp.	N°	0774-2005-HC/TC,
abr.	28/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Control	 de	 visitas	 por	 seguridad	 resulta
constitucional.	 “(...)	 Cualquier	 interpretación	 constitucional	 que	 se	 intente
realizar	 no	 puede	 estar	 lejana	 de	 los	 condicionamientos	 fácticos	 necesarios
para	su	validez.	En	el	caso	concreto	del	régimen	penitenciario,	se	ha	visto	que
en	 muchas	 oportunidades	 han	 sido	 los	 familiares	 y	 las	 amistades	 de	 las
personas	 privadas	 de	 libertad	 las	 que	 han	 colaborado	 con	 éstas	 para	 la
consecución	de	acciones	delictivas	estando	en	las	cárceles	o	para	una	posible
fuga	 (…)	 la	peligrosidad	de	 los	 internos	amerita	una	 intervención	de	mayor
cuidado	que	con	otras	personas	que	se	hallan	en	la	misma	situación,	dada	su
actuación	como	líderes	de	organizaciones	terroristas	(…)	.
Es	 irrazonable	tratar	de	considerar	que	 la	 instalación	de	 locutorios	 implica
contravenir	 la	 norma	 que	 requiere	 la	 existencia	 de	 establecimientos	 que	 se
consideren	adecuados	(…),	pues	no	tiene	relación	alguna	con	ello.	La	adopción
de	 medidas	 preventivas	 como	 las	 que	 se	 logran	 a	 través	 de	 los	 locutorios
implican	una	vigilancia	adecuada	durante	la	realización	de	la	visita,	así	como
un	control	razonable	en	el	momento	del	 ingreso	de	 familiares	y	amigos	y	su
egreso	 al	 establecimiento	 penal.	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 0774-2005-HC/TC,	 abr.
28/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Restricción	de	la	libertad	no	impide	el	goce	de	otros
derechos.	 “(...)	 el	 interno,	 por	 haber	 cometido	 el	 delito	 de	 terrorismo,	 no	 se
está	 convirtiendo	 en	 una	 persona	 eliminada	 de	 la	 sociedad	 por	 tener	 un
limitado	 contacto	 con	 sus	 familiares	 y	amigos	a	 través	de	un	 locutorio,	 sino
que	 continúa	 formando	 parte	 de	 ella	 como	miembro	 activo,	 con	 las	 únicas
cortapisas	 que	 le	 puede	 imponer	 la	 ley.	 En	 consecuencia,	 el	 hecho	 que	 esté
restringido	su	derecho	a	la	 libertad,	no	le	 impide	el	pleno	goce	y	ejercicio	de
los	demás	atributos	que	le	garantiza	la	Norma	Fundamental,	tal	como	se	debe
aceptar	en	el	caso	de	los	locutorios.	(…).
Con	 los	 locutorios	 no	 es	 que	 se	 esté	 prohibiendo	 las	 visitas	 de	 los	 seres
cercanos	a	las	personas	privadas	de	la	libertad,	sino	que	las	visitas	habrán	de
realizarse	 bajo	 ciertas	 condiciones	 que,	 a	 entender	 del	 Estado,	 son	 las
adecuadas	para	que	éstas	puedan	cumplir	los	objetivos	de	su	pena.	(…)”.	(TC,
Exp.	N°	0774-2005-HC/TC,	abr.	28/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Locutorio	 para	 entrevistas	 con	 abogado	 debe
garantizar	 confidencialidad	 de	 la	 entrevista	 y	 no	 control	 sobre	 la
estrategia	 legal.	 “(...)	 al	 realizarse	 la	 entrevista	 con	 el	 abogado	 defensor	 a
través	 del	 vidrio	 del	 locutorio,	 no	 implica	 transgresión	 a	 la	 comunicación
personal	 que	 dispone	 la	 Norma	 Suprema,	 siempre	 que	 se	 garantice	 la
confidencialidad	de	la	entrevista	entre	el	abogado	y	su	defendido,	así	como	la
prohibición	 de	 todo	 control	 sobre	 algún	 aspecto	 de	 la	 estrategia	 legal
diseñada	para	efectos	del	proceso	penal.
Es	claro	que	en	un	locutorio	la	comunicación	con	el	abogado	defensor	no	se
ve	coaccionada,	sino	simplemente	regulada	según	 las	condiciones	necesarias
para	el	cumplimiento	de	la	pena	del	interno.
Sin	embargo,	para	la	aplicación	del	uso	de	locutorios	se	deberán	considerar
parámetros	 mínimos;	 entre	 otros,	 los	 supuestos	 en	 los	 que	 procede	 su
aplicación,	la	necesidad	de	fundamentar	la	medida,	el	procedimiento	para	su
aplicación,	o	 la	duración	de	 la	medida.	 (…)”.	 (TC,	Exp.	N°	0774-2005-HC/TC,
abr.	28/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Confidencialidad	 de	 las	 comunicaciones	 de	 los
internos.	 “(...)	 resulta	 necesario,	 de	 una	 parte,	 tomar	 las	 precauciones	 que
garanticen	 la	 confidencialidad	 de	 las	 entrevistas	 con	 criterios	 técnicos
específicos	 (realización	 de	 barridos	 electrónicos,	 infraestructura
penitenciaria,	 entre	 otros)	 y	 de	 otra,	 que	 la	 aplicación	 de	 locutorios	 –como
toda	medida	restrictiva	de	derechos–	sea	dictada	por	el	órgano	jurisdiccional
sobre	 la	 base	 de	 los	 criterios	 de	 razonabilidad	 y	 proporcionalidad	 (…)	 esta
aseveración	no	impide	que	la	emplazada	opte	por	realizar,	adicionalmente,	un
control	 razonable	 de	 los	 documentos	 de	 naturaleza	 legal	 que	 portan	 las
visitas	 en	 el	momento	de	 su	 ingreso	 y	 egreso	al	 establecimiento	penal.	 (…)”.
(TC,	Exp.	N°	0774-2005-HC/TC,	abr.	28/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
DOCTRINA.—Revisión	 de	 partes	 íntimas	 en	 requisas	 no	 es
constitucional.	 “(…)	El	Estado	 tiene	 la	 legítima	 facultad	y	obligación	para
practicar	 requisas	 razonables	 y	 proporcionadas,	 legalmente	 consideradas
(…)	 toda	 persona	 que	 ingrese	 a	 un	 centro	 de	 reclusión	 o	 salga	 de	 él,	 por
cualquier	 motivo,	 deberá	 ser	 razonablemente	 requisada	 y	 sometida	 a	 los
procedimientos	de	ingreso	y	egreso;	por	gozar	los	visitantes	de	la	plenitud
de	 sus	 derechos,	 sólo	 pueden	 ser	 razonables	 las	 limitaciones	 que	 sean
necesarias,	para	obtener	el	fin	buscado.	(…)	no	es	razonable	una	requisa	que
se	 realice	 transgrediendo	 el	 derecho	 a	 la	 dignidad	 humana	 de	 la	 persona
(reclusa	o	visitante)	al	manipular	sus	partes	íntimas,	cuando	no	es	necesaria
por	 existir	 otros	 mecanismos	 para	 garantizar	 la	 seguridad	 (…).	 No	 es
razonable	 constitucionalmente,	 por	 implicar	 una	 violación	 al	 derecho
fundamental	a	no	ser	sometido	a	tratos	crueles,	 inhumanos	o	degradantes,
las	 requisas	 intrusivas	 que	 son	 practicadas	 por	 la	 guardia	 de	 un
establecimiento	de	reclusión,	tales	como	desnudar	al	recluso	o	al	visitante,
obligarlo	 a	 agacharse	 o	 a	 hacer	 flexiones	 de	 piernas	 y	mostrar	 sus	 partes
íntimas	a	la	guardia;	más	aún	si	éstas	se	practican	en	condiciones	insalubres
(…)”.	 (C.	 Const.	 de	 Colombia,	 Sent.	 T-848,	 ago.	 16/2005.	M.P.	Manuel	 José
Cepeda	Espinosa)
C.E.P.
ART.	116.—Facultades	del	personal	de	seguridad.	El	personal
de	 seguridad	puede	hacer	uso	de	 la	 fuerza	y	de	 las	 armas,	 en	 la
medida	 estrictamente	 necesaria,	 para	 controlar	 situaciones	 de
violencia	 o	 alteraciones	 del	 orden	 generadas	 por	 los	 internos	 o
que	afecten	la	seguridad	del	establecimiento	penitenciario.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	241.—El	personal	de	seguridad	penitenciaria	hará	uso	de	las	armas	y
equipos	de	seguridad	observando	las	siguientes	condiciones:
241.1	Cuando	su	empleo	sea	inevitable,	luego	de	haber	agotado	acciones	de
carácter	preventivo	y	disuasivo;
241.2	 Se	 actúe	 en	 proporción	 a	 la	 gravedad	 de	 la	 situación	 de	 peligro	 o
emergencia	y	al	objetivo	legítimo	que	se	persigue;	y
241.3	Se	procure	reducir	al	mínimo	los	daños,	respetando	especialmente	la
vida	humana.
El	personal	de	seguridad	penitenciaria	deberá	informar	de	estos	hechos	al
director	 del	 establecimiento	 penitenciario,	 quien,	 a	 su	 vez,	 comunicará	 de
ello	al	director	regional.
Estos	criterios	serán	igualmente	aplicables	cuando,	por	excepción,	ingrese
personal	distinto	al	penitenciario	para	controlar	situaciones	de	emergencia.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	241-A.—Incorporado.	D.	S.	006-2011.	Art.	1°.	Se	autoriza	el	uso	del
servicio	 público	 móvil,	 únicamente	 por	 necesidades	 del	 servicio	 y	 sin
perjuicio	del	correspondiente	registro,	a	las	siguientes	personas:
a)	Jueces	y	fiscales.
b)	Directores,	 subdirectores	 y	 jefes	 de	 las	 divisiones	 de	 seguridad	 de	 los
establecimientos	penitenciarios.
El	 Instituto	 Nacional	 Penitenciario,	 mediante	 resolución	 presidencial
regulará	 el	 uso	 del	 servicio	 público	 móvil	 por	 parte	 del	 personal
penitenciario,	a	que	se	refiere	el	literal	b)	precedente.
Los	 equipos	 terminales	 móviles	 que	 no	 pertenezcan	 a	 las	 personas
autorizadas,	 quedarán	 resguardados	 en	 el	 área	 de	 seguridad	 de	 los
establecimientos	penitenciarios.
REGISTRO	DE	EQUIPOS	TERMINALES	MÓVILES	Y	DE	SIM	CARD
D.	S.	006-2011-JUS.
ART.	 2°.—Creación	 del	 registro	 de	 equipos	 terminales	 móviles	 y	 de
SIM	 CARD	 ingresados	 a	 establecimientos	 penitenciarios.	 El	 Instituto
Nacional	 Penitenciario	 implementará	 un	 registro	 de	 todos	 los	 equipos
terminales	 móviles	 y	 de	 SIM	 CARD	 de	 las	 personas	 autorizadas	 a	 que	 se
refiere	el	artículo	241-A	del	Reglamento	del	Código	de	Ejecución	Penal.
El	contenido	de	este	registro	será	remitido	a	 las	empresas	operadoras	de
los	 servicios	 públicos	 móviles,	 el	 primer	 día	 hábil	 de	 cada	 mes,	 para	 su
conocimiento	y	fines.
D.	S.	006-2011-JUS.
ART.	 3°.—Corte	 del	 servicio	 y/o	 bloqueo	 de	 equipos	 terminales
móviles	 por	 parte	 de	 las	 empresas	 operadoras	 de	 los	 servicios
públicos	 móviles.	 Las	 empresas	 operadoras	 de	 los	 servicios	 públicos
móviles	realizarán	el	corte	del	servicio	y/o	el	bloqueo	del	equipo	terminal
móvil,	 cuando	constaten	el	uso	prohibido	establecido	en	el	artículo	37	del
Reglamento	del	Código	de	Ejecución	Penal,	de	acuerdo;	a	 los	criterios	y	al
procedimiento	que	para	tal	efecto	mediante	directiva	apruebe	el	Organismo
Supervisor	de	Inversión	Privada	en	Telecomunicaciones	-	Osiptel,	la	misma
que	deberá	ser	comunicada	a	las	empresas	operadoras.
Las	 empresas	 operadoras	 de	 los	 servicios	 públicos	 móviles	 deberán
comunicar	al	Ministerio	de	 Justicia	y	al	Osiptel	 el	 corte	del	 servicio	y/o	el
bloqueo	del	equipo	terminal	móvil,	dentro	de	las	veinticuatro	(24)	horas	de
producido	el	mismo.
D.	S.	006-2011-JUS.
ART.	 4°.—Exclusión	 de	 responsabilidad	 de	 las	 empresas	 operadoras
cuando	se	corte	el	servicio	y/o	se	bloquee	el	equipo	terminal	móvil,	en
caso	de	uso	prohibido.	En	caso	las	empresas	operadoras	procedan	al	corte
del	 servicio	 público	 móvil	 y/o	 bloqueo	 del	 equipo	 terminal	 móvil	 no
obstante	 no	 haberse	 realizado	 un	 uso	 prohibido	 del	 servicio,	 éstas	 no
incurrirán	 en	 responsabilidad	 siempre	 que	 hayan	 procedido	 de
conformidad	 con	 los	 criterios	 y	 el	 procedimiento	 establecidos	 en	 la
correspondiente	directiva;	sin	pe	juicio	de	lo	dispuesto	en	el	artículo	6°	del
presente	decreto	supremo.
D.	S.	006-2011-JUS.
ART.	 5°.—Procedimiento	 de	 reclamo	 por	 corte	 del	 servicio	 público
móvil.	El	abonado	tendrá	derecho	a	iniciar	un	procedimiento	de	reclamo,	de
acuerdo	 a	 la	 “Directiva	 que	 establece	 las	 normas	 aplicables	 a	 los
procedimientos	de	atención	de	reclamos	de	usuarios	de	servicios	públicos
de	 telecomunicaciones”,	 aprobada	 mediante	 Resolución	 de	 Consejo
Directivo	N°	015-99-CD-Osiptel	o	 la	que	haga	sus	veces,	en	caso	considere
que	se	ha	cortado	el	servicio	público	móvil	en	forma	injustificada,	y/o	que	se
ha	bloqueado	el	equipo	terminal	móvil	sin	justificación	alguna.
D.	S.	006-2011-JUS.
ART.	 6°.—Reactivación	 del	 servicio	 y/o	 desbloqueo	 del	 equipo
terminal	móvil.	En	caso	se	verificara	que	el	corte	del	servicio	y/o	bloqueo
del	equipo	terminal	móvil	fueron	injustificados,	las	empresas	operadoras	de
los	servicios	públicos	móviles	deberán	reactivar	el	servicio	y/o	desbloquear
el	equipo	terminal	móvil,	en	un	plazo	máximo	de	veinticuatro	(24)	horas;	y
comunicar	estos	hechos	al	Ministerio	de	Justicia	y	al	Organismo	Supervisor
de	Inversión	Privada	en	Telecomunicaciones	-	Osiptel.
D.	S.	006-2011-JUS.
ART.	7°.—Supervisión	del	Osiptel.	El	Organismo	Supervisor	de	Inversión
Privada	en	Telecomunicaciones	-	Osiptel	supervisará	el	cumplimiento	de	las
normas	 contenidas	 en	 los	 artículos	 3°,	 4°,	 5°	 y	 6°	 del	 presente	 decreto
supremo	 por	 parte	 de	 las	 empresas	 operadoras	 de	 los	 servicios	 públicos
móviles	 y	 emitirá	 las	 normas	 complementarias	 necesarias	 para	 el
cumplimiento	de	sus	objetivos,	de	ser	el	caso.
C.E.P.
ART.	 117.—Coordinación	 con	 otras	 instituciones	 para
acciones	 de	 seguridad.	 La	 administración	 penitenciaria
mantiene	 coordinaciones	 con	 las	 Fuerzas	 Armadas,	 Policía
Nacional	 y	 organismos	 públicos	 y	 privados,	 para	 asegurar	 un
eficiente	apoyo	en	los	planes	y	acciones	de	seguridad.
TÍTULO	V
Ejecución	de	las	penas	restrictivas	de
libertad
C.E.P.
ART.	 118.—Modificado.	 Ley	 30219,	 Tercera	 Disposición
Complementaria	Modificatoria.	 Cumplida	 la	 pena	 privativa	 de
libertad	 o	 concedido	 un	 beneficio	 penitenciario,	 el	 extranjero
sentenciado	 a	 la	 pena	 de	 expulsión	 del	 país	 es	 puesto	 por	 el
director	 del	 establecimiento	 penitenciario	 a	 disposición	 de	 la
autoridad	competente,	para	el	cumplimiento	de	la	sentencia.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 242.—Para	 la	 ejecución	 de	 la	 expatriación	 o	 expulsión	 del	 país,	 el
director	 del	 establecimiento	 penitenciario	 pondrá	 al	 interno	 a	 disposición
de	 la	 autoridad	 de	 extranjería	 del	 Ministerio	 de	 Interior,	 previa
coordinación	con	el	Ministerio	de	Relaciones	Exteriores,	una	vez	cumplida
la	pena	privativa	de	la	libertad.
TÍTULO	VI
Ejecución	de	las	penas	limitativas	de
derechos
C.E.P.
ART.	119.—Prestación	de	servicios	a	la	comunidad.	La	pena
de	prestación	de	servicios	a	la	comunidad	obliga	al	penado	a
trabajos	gratuitos	en	entidades	asistenciales,	hospitalarias,
escuelas,	orfanatos	y	otras	instituciones	similares	u	obras
públicas.
La	 administración	 penitenciaria	 coordina	 con	 las	 instituciones
referidas	a	efectos	de	conocer	las	necesidades	de	las	mismas	para
asignar	la	prestación	de	servicios.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	243.—
243.1.	La	administración,	supervisión	y	control	de	la	ejecución	de	las	penas
de	prestación	de	servicios	a	la	comunidad	y	limitación	de	días	libres,	estará
a	 cargo	 de	 la	 dirección	 de	 tratamiento	 de	 las	 direcciones	 regionales	 del
Instituto	Nacional	Penitenciario.
243.2.	 El	 Instituto	 Nacional	 Penitenciario,	 Inpe,	 celebrará	 convenios	 de
cooperación	 institucional	 con	 representantes	 de	 las	 municipalidades	 y	 la
Policía	 Nacional,	 en	 aquellas	 provincias,	 distritos	 y	 localidades	 donde	 el
Inpe	no	cuente	con	oficinas	de	la	dirección	regional.
243.3.	En	 los	casos	en	que	se	haya	celebrado	el	convenio	a	que	se	refiere
este	 artículo,	 las	 alusiones	 hechas,	 en	 este	 título,	 a	 la	 dirección	 de
tratamiento,	 se	 entenderán	 hechas	 a	 la	 municipalidad	 o	 unidad	 policial
correspondiente.
243.4.	 En	 la	 ejecución	 de	 las	 penas	 a	 que	 se	 refiere	 este	 título,	 habrá	 de
observarse,	 además,	 lo	 dispuesto	 en	 las	 leyes	 N°s	 27030	 y	 27935,	 y	 su
reglamentación.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	244.—Las	entidades	receptoras	son	aquellas	en	las	que	el	sentenciado
cumplirá	las	penas	a	que	se	refiere	este	título.	Se	clasifican	en:
244.1	 Entidades	 receptoras	 de	 servicios	 a	 la	 comunidad.-	 Encargadas	 de
recibir	al	sentenciado	para	que	cumpla	la	pena	de	prestación	de	servicios	a
la	comunidad.
244.2	 Entidades	 receptoras	 de	 limitación	 de	 días	 libres.-	 encargadas	 de
realizar	 actividades	 o	 brindar	 orientaciones	 con	 fines	 educativos	 o
psicológicos	para	el	cumplimiento	de	las	penas	de	limitación	de	días	libres.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 245.—La	 organización	 y	 administración	 del	 Registro	 Nacional	 de
Entidades	 Receptoras,	 está	 a	 cargo	 del	 Instituto	 Nacional	 Penitenciario	 a
través	de	la	oficina	de	tratamiento	en	el	medio	libre	y	penas	limitativas	de
derecho	de	la	oficina	general	de	tratamiento.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	246.—Además	de	 las	obligaciones	previstas	 en	 la	Ley	N°	27030,	 las
entidades	 receptoras	 de	 servicios	 a	 la	 comunidad	 o	 de	 limitación	 de	 días
libres,	 asumen	 las	 funciones	 de	 gestión	 de	 los	 servicios	 u	 orientaciones
educativas	 o	 psicológicas,	 asesoramiento,	 seguimiento	 y	 asistencia	 de	 los
penados,	 sin	 perjuicio	 de	 la	 supervisión	 y	 control	 de	 la	 autoridad
penitenciaria.
Dichas	 entidades	 deberán	 ofrecer	 las	 condiciones	 adecuadas	 para	 que	 el
sentenciado	cumpla	la	pena	satisfactoriamente.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	247.—Las	entidades	receptoras	no	podrán	supeditar	 la	asignación	y
ejecución	 de	 la	 prestación	 de	 servicios	 a	 la	 comunidad	 a	 la	 obtención	 de
beneficios	económicos.
C.E.P.
ART.	120.—Prestación	de	servicios	de	acuerdo	a	la	capacidad
del	interno.	Para	asignar	los	servicios,	se	tiene	en	cuenta	las
aptitudes,	ocupación	u	oficio,	edad	y	estado	de	salud	del	penado.
La	prestación	de	servicios	se	realiza,	preferentemente,	en	el	lugar
del	domicilio	del	penado.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 248.—A	 los	 efectos	 de	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 34	 del	 Código
Penal,	 se	 considera	 prestación	 de	 servicios	 a	 la	 comunidad	 todo	 trabajo
voluntario,	gratuito,	personal	y	de	utilidad	pública.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 249.—Los	 trabajos	 comunitarios	 deberán	 realizarse	 sin	 las
características	 que	 connoten	 el	 cumplimiento	 de	 una	 condena	 y	 se
realizarán	respetando	la	dignidad	de	la	persona	y	en	idénticas	condiciones
que	las	de	un	trabajador	ordinario.
C.E.P.
ART.	 121.—Supervisión	 de	 la	 ejecución	 de	 prestación	 de
servicios.	La	supervisión	de	la	ejecución	de	la	pena	de	prestación
de	 servicios	 a	 la	 comunidad	 está	 a	 cargo	 de	 la	 administración
penitenciaria,	 la	misma	 que	 informa	 periódicamente	 al	 juez	 que
conoció	del	proceso	y	al	representante	del	Ministerio	Público.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	262.—La	dirección	de	 tratamiento	de	 la	dirección	regional	de	penas
limitativas	de	derechos	informará	mensualmente	al	juez	de	origen,	sobre	el
cumplimiento	de	la	pena	impuesta,	adjuntando	el	reporte,	según	el	caso,	de
la	 entidad	 receptora	 de	 servicios	 a	 la	 comunidad	 o	 de	 limitación	 de	 días
libres.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	263.—A	efecto	del	control	de	la	ejecución	de	la	pena	de	prestación	de
servicios	 a	 la	 comunidad,	 la	 dirección	 de	 tratamiento	 de	 la	 dirección
regional	 respectiva	 proporcionará	 las	 planillas	 de	 control	 laboral	 a	 la
entidad	 receptora	 de	 servicios,	 las	 cuales,	 debidamente	 llenadas,	 deberán
ser	devueltas	mensualmente	a	la	mencionada	dirección	de	tratamiento.
Asimismo,	la	dirección	de	tratamiento	de	la	dirección	regional	designará	al
supervisor	 encargado	 de	 realizar	 visitas	 al	 local	 donde	 el	 sentenciado
cumple	servicios.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	264.—La	entidad	receptora	de	 limitación	de	días	 libres	está	a	cargo
del	control	de	asistencia	a	 los	sentenciados	a	 la	pena	de	limitación	de	días
libres,	debiendo	registrar	su	concurrencia	en	el	libro	de	control.
El	 sentenciado	 debe	 firmar	 y	 estampar	 su	 huella	 digital	 en	 una	 planilla
individual,	en	 la	que	se	dejará	constancia	de	 la	 fecha	y	actividad	realizada,
así	como	de	la	hora	de	entrada	y	salida.	Dicha	planilla	deberá	ser	remitida
mensualmente	a	la	dirección	de	tratamiento	de	la	dirección	regional.
Un	 supervisor	 controlará	 el	 cumplimiento	 de	 esta	 pena	 para	 lo	 cual
realizará	 visitas	 al	 local	 donde	 ésta	 se	 ejecuta;	 asimismo	podrá	 recurrir	 a
llamadas	telefónicas	o	a	cualquier	otro	medio.
C.E.P.
ART.	122.—Ejecución	de	la	pena	de	limitación	de	días	libres.
El	 sentenciado	 a	 la	 pena	 de	 limitación	 de	 días	 libres	 permanece
los	 días	 sábados,	 domingos	 y	 feriados,	 por	 el	 tiempo	 que
determina	 la	 sentencia,	 en	 un	 establecimiento	 organizado	 con
fines	educativos	a	cargo	de	la	administración	penitenciaria.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 250.—Si	 en	 el	 lugar	 donde	 el	 sentenciado	debe	 cumplir	 su	 pena	de
prestación	de	servicios	a	 la	comunidad	no	existe	una	entidad	receptora	de
servicios	a	la	comunidad	o	las	plazas	sean	insuficientes,	la	dirección	regional
de	 tratamiento	 que	 corresponda	 podrá	 autorizar	 al	 sentenciado	 el
cumplimiento	 de	 su	 pena	 en	 una	 entidad	 no	 registrada	 que	 reúna	 las
características	señaladas	en	el	artículo	34	del	Código	Penal.
La	prestación	individual	deberá	ser	ejecutada	en	las	mismas	condiciones	a
las	establecidas	en	 la	sentencia	y	conforme	con	 los	requisitos	establecidos
en	el	Código	Penal,	Código	de	Ejecución	Penal	y	las	leyes	N°s	27030	y	27935.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 251.—Si	 atendiendo	 a	 las	 condiciones	 personales	 o	 familiares	 el
sentenciado	 no	 puede	 cumplir	 su	 pena	 de	 prestación	 de	 servicios	 a	 la
comunidad,	el	director	regional	de	tratamiento	que	corresponda	informará
al	juez	que	la	impuso	para	los	fines	pertinentes,	explicando	las	razones	de	la
imposibilidad.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	252.—La	pena	de	limitación	de	días	libres	se	cumple	en	un	ambiente
desprovisto	 de	 toda	 característica	 o	 signo	 distintivo	 que	 lo	 asemeje	 a	 un
establecimiento	penitenciario,	en	particular	a	los	aspectos	relacionados	con
infraestructura	y	la	seguridad	interna	y	externa.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 253.—Si	 por	 las	 condiciones	 personales	 del	 sentenciado	 u	 otras
circunstancias	objetivas	resultara	absolutamente	imposible	 la	ejecución	de
la	 pena	 de	 limitación	 de	 días	 libres,	 el	 director	 de	 tratamiento	 de	 la
dirección	 regional	 que	 corresponda	 dará	 cuenta	 inmediata	 y	 bajo
responsabilidad	 de	 esta	 situación	 al	 juez	 que	 la	 impuso	 para	 los	 fines
pertinentes	explicando	las	razones	de	la	imposibilidad.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 254.—El	 sentenciado	 a	 prestación	 de	 servicio	 a	 la	 comunidad	 o
limitación	 de	 días	 libres	 tiene	 la	 obligación	 de	 concurrir	 por	 sus	 propios
medios	a	la	entidad	receptora	correspondiente,	a	no	ser	que	su	costo	no	lo
permita	 o	 la	 distancia	 que	 medie	 entre	 su	 domicilio	 y	 el	 centro	 dificulte
sustancialmente	su	concurrencia.
En	 este	 caso,	 la	 administración	 penitenciaria	 podrá	 convenir	 con	 las
entidades	 receptoras	 asuman,	 en	 la	 medida	 de	 lo	 posible,	 los	 gastos	 de
transporte.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	255.—El	juez	de	origen	remitirá	copia	certificada	de	la	sentencia	a	la
dirección	 de	 tratamiento	 de	 las	 diferentes	 direcciones	 regionales	 del
Instituto	Nacional	Penitenciario,	indicando	el	domicilio	del	sentenciado.
A	su	vez,	el	juez	notificará	y	derivará	al	sentenciado	a	la	referida	dirección,
la	 cual	 deberá	 convocarlo	 para	 una	 entrevista	 y	 evaluación	 dentro	 de	 los
diez	 días	 útiles	 posteriores	 a	 la	 recepción	 de	 la	 copia	 certificada	 de	 la
sentenciada.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	256.—El	sentenciado	será	entrevistado	por	el	director	de	tratamiento
y	evaluado	por	los	profesionales	que	conforman	el	equipo	multidisciplinario
de	 tratamiento,	 a	 fin	 de	 determinar	 el	 área	 donde	 pueda	 realizar	 la
prestación	de	servicios	a	la	comunidad	o	recibir	orientación	psicológica	y/o
educativa.
En	 la	 entrevista	 se	 le	 expondrán	 las	 distintas	 plazas	 existentes,	 con
indicación	 expresa	 de	 su	 función	 y	 del	 horario	 en	 que	 deberá	 ejecutar	 la
prestación.
En	todo	caso,	para	la	asignación	de	la	prestación	de	servicios	o	de	la	labor
educativa	se	deberá	tener	en	cuenta	las	aptitudes,	ocupación	u	oficio,	edad	y
estado	de	 salud	del	 sentenciado,	 así	 como	 su	 lugar	de	domicilio,	 de	modo
que	no	perjudique	su	jornada	normal	de	trabajo	o	estudio.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	257.—La	autoridad	penitenciaria	deberá	tener	en	consideración	otros
factores	que	faciliten	su	ejecución	y	garanticen	su	éxito.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	258.—Luego	de	tomar	en	cuenta	lo	establecido	en	el	artículo	256	y	en
el	 artículo	 257,	 la	 dirección	 de	 tratamiento	 asignará	 la	 unidad	 receptora,
actividad	específica	y	horario	que	deba	cumplir	el	sentenciado;	se	indicará
también	la	fecha	de	inicio	de	la	actividad.
Mediante	 dicha	 designación,	 el	 sentenciado	 queda	 obligado	 a	 cumplir	 la
pena	impuesta	de	acuerdo	con	las	condiciones	de	modo,	tiempo	y	lugar	que
haya	 fijado	 la	 autoridad	 penitenciaria,	 así	 como	 a	 respetar	 y	 acatar	 las
normas	internas	del	centro	laboral	o	de	limitación	de	días	libres	y	las	de	la
dirección	 regional	 de	 tratamiento,	 encargada	 de	 la	 vigilancia	 y
cumplimiento	de	la	sentencia.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	259.—La	presentación	del	sentenciado	al	centro	 laboral	donde	debe
cumplirse	la	sentencia	está	a	cargo	de	la	dirección	regional	de	tratamiento.
En	 el	 oficio	 pertinente,	 se	 precisará	 el	 numero	 de	 jornadas	 de	 servicios
impuestas	en	la	sentencia,	el	horario	para	la	realización	de	la	prestación,	el
día	de	inicio	y	el	área	donde	el	sentenciado	deberá	cumplirla.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 260.—En	 los	 casos	 que	 el	 sentenciado	 resida	 fuera	de	 la	 sede	de	 la
región	 se	 constituirá,	 si	 lo	 hubiere,	 al	 establecimiento	 penitenciario	 de	 su
jurisdicción	para	que	sea	entrevistado	por	el	equipo	técnico	de	tratamiento.
Cuando	 en	 el	 domicilio	 del	 sentenciado	 tampoco	 haya	 establecimiento
penitenciario	el	juez	de	origen	además	de	proceder	conforme	al	artículo	255
del	reglamento,	enviará	a	la	dirección	regional	correspondiente	una	ficha	de
encuesta	que	le	proporcionará	el	Instituto	Nacional	Penitenciario	y	que	será
llenada	por	el	sentenciado	para	lo	cual	lo	citará	la	autoridad	judicial.	La	ficha
de	encuesta	deberá	contener	los	datos	que	sirvan	para	determinar	la	unidad
receptora	o	de	limitación	de	días	libres.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 261.—En	 caso	 que	 el	 sentenciado	 no	 pueda	 domiciliar	 en	 el	 lugar
donde	se	expidió	la	sentencia	podrá	cumplirla	previa	sustentación,	en	otra
jurisdicción,	 siguiendo	 el	 mismo	 procedimiento	 ante	 la	 autoridad
penitenciaria	y	el	juez	del	nuevo	lugar.
C.E.P.
ART.	 123.—Implementación	 de	 locales.	 La	 administración
penitenciaria	 gestiona	 la	 implementación	 de	 locales	 adecuados
para	 la	 ejecución	 de	 la	 pena	 de	 limitación	 de	 días	 libres.	 Los
establecimientos	 cuentan	 con	 los	 profesionales	 necesarios	 para
orientar	al	penado	a	efectos	de	su	rehabilitación.
C.E.P.
ART.	 124.—Disposiciones	 complementarias.	 El	 reglamento
contiene	las	disposiciones	complementarias	relativas	a	este	título.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	265.—Cuando	el	sentenciado	cumpla	totalmente	con	la	prestación	de
servicios	 a	 la	 comunidad	 o	 la	 limitación	 de	 días	 libres,	 la	 dirección	 de
tratamiento	de	la	dirección	regional	dará	cuenta	al	juez	de	origen	a	efecto	de
anular	los	antecedentes.
La	dirección	regional	de	penas	limitativas	de	derechos	adjuntará,	según	el
caso,	los	siguientes	documentos:
265.1.	Oficio	de	atención	del	director	regional	de	tratamiento.
265.2.	Constancia	laboral	emitida	por	la	entidad	receptora	de	servicios	a	la
comunidad.
265.3.	Copia	de	las	planillas	laborales.
265.4.	 Constancia	 expedida	 por	 la	 entidad	 receptora	 limitación	 de	 días
libres	donde	el	sentenciado	cumplió	la	pena.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	266.—A	efecto	de	lo	establecido	en	el	artículo	55	del	Código	Penal,	se
considerará,	según	el	caso,	incumplimiento	injustificado	de	la	prestación	de
servicios	a	la	comunidad	o	de	la	jornada	de	limitación	de	días	libres:
266.1	La	inasistencia	o	el	abandono	del	trabajo	o	de	la	actividad	educativa.
266.2	El	rendimiento	manifiestamente	inferior	en	el	centro	laboral	a	pesar
del	 requerimiento	 escrito	 y	 reiterado	 del	 responsable	 de	 la	 entidad
receptora	de	servicios	a	la	comunidad.
266.3	 La	 resistencia	 o	 incumplimiento	 reiterado	 y	 manifiesto	 de	 las
instrucciones	dadas	por	el	responsable	de	la	entidad	receptora	de	servicios
a	la	comunidad	o	de	limitación	de	días	libres.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	267.—Si	 el	 sentenciado	no	 cumple	 con	 justificar	 su	 inasistencia	por
dos	 días	 consecutivos	 o	 tres	 días	 alternados	 durante	 un	 mes,	 al	 centro
laboral	 o	 de	 ejecución	 de	 la	 limitación	 de	 días	 libres,	 en	 las	 condiciones
establecidas	en	el	artículo	9°,	incisos	c	y	f	de	la	Ley	N°	27030,	la	dirección	de
tratamiento	dará	cuenta	al	juez	para	los	fines	pertinentes.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	268.—Si	el	sentenciado	justifica	su	falta,	ésta	no	se	considerará	como
incumplimiento	de	la	pena.
El	servicio	no	realizado	y	la	orientación	no	recibida	no	se	computarán	en	la
liquidación	de	la	condena.
D.	S.	015-2003-JUS.
ART.	 269.—La	 entidad	 receptora	 de	 servicios	 a	 la	 comunidad	 o	 de
limitación	de	días	libres	informará	a	la	dirección	regional	de	tratamiento	del
incumplimiento	de	la	pena,	conforme	a	los	incisos	266.2	y	266.3	del	artículo
266	del	reglamento.	Igualmente,	dará	cuenta	del	abandono	del	trabajo	o	de
la	sesión	educativa	o	psicológica.
El	 supervisor	 se	 encargará	 de	 hacer	 las	 verificaciones	 necesarias	 y
notificará	 al	 sentenciado,	 bajo	 apercibimiento	 de	 dar	 cuenta	 al	 juez	 de	 la
causa,	para	que	dé	las	explicaciones	necesarias	de	su	conducta,	en	el	plazo
máximo	de	diez	días	hábiles.
EJECUCIÓN	DE	LA	PENA	DE	PRESTACIÓN	DE	SERVICIOS	Y	DE
LIMITACIÓN	DE	DÍAS	LIBRES.	DISPOSICIONES	GENERALES
D.	Leg.	1191.
ART.	1°.—Objeto.	La	presente	norma	tiene	por	objeto	regular	la	ejecución
de	 las	penas	de	prestación	de	 servicios	a	 la	 comunidad	y	de	 limitación	de
días	libres,	impuestas	por	mandato	judicial.
NOTA:	La	Única	Disposición	Complementaria	Derogatoria	del	Decreto	Legislativo	N°	1191	que	entró
en	 vigencia	 el	 23	 de	 agosto	 del	 2015	 derogó	 la	 Ley	 N°	 27030,	 Ley	 de	 Ejecución	 de	 las	 Penas	 de
Prestación	 de	 Servicios	 a	 la	 Comunidad	 y	 de	 Limitación	 de	 días	 libres,	 y	 su	 modificatoria	 Ley	 N°
27935,	así	como	su	reglamento,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	022-2003-JUS.
D.	Leg.	1191.
ART.	2°.—La	ejecutabilidad	de	las	sentencias	y	la	tutela	efectiva.	El	juez
tiene,	 a	 través	de	 la	 ejecución	 de	 las	 sentencias,	 el	 deber	 de	 efectivizar	 lo
decidido	en	 la	condena,	contando	con	 las	medidas	coercitivas	que	 la	 ley	 le
otorga	para	dicho	fin,	concretizando	la	tutela	efectiva	del	requerimiento	que
originó	el	proceso	y,	con	ello,	el	cumplimiento	de	la	Constitución	Política	del
Perú	y	las	leyes	correspondientes.
D.	Leg.	1191.
ART.	3°.—Entidad	responsable	la	supervisión	de	las	penas	limitativas
de	derechos.	El	Instituto	Nacional	Penitenciario,	a	través	de	la	Dirección	de
Medio	Libre,	sus	órganos	desconcentrados	o	los	que	hagan	sus	veces,	es	la
Entidad	 responsable	 de	 organizar,	 conducir,	 evaluar,	 inspeccionar,
supervisar	y	diseñar	el	plan	individual	de	actividades	para	el	cumplimiento
efectivo	 de	 las	 penas	 limitativas	 de	 derechos	 impuesta	 por	 la	 autoridad
judicial.
D.	Leg.	1191.
ART.	 4°.—Unidades	 beneficiarias.	 Son	 unidades	 beneficiarias,	 toda
institución	pública,	registrada	ante	la	Dirección	de	Medio	Libre,	sus	órganos
desconcentrados	 o	 los	 que	 hagan	 sus	 veces,	 que	 brinde	 servicios
asistenciales,	como	los	de	salud,	educación	u	otros	servicios	similares,	que
dependan	 del	 Gobierno	 Nacional,	 regional,	 local	 o	 de	 organismos
autónomos.
También	 pueden	 ser	 consideradas	 unidades	 beneficiarias,	 aquellas
instituciones	privadas	sin	fines	de	lucro	que	brinden	servicios	asistenciales
o	sociales.
D.	Leg.	1191.
ART.	5°.—Cómputo	de	la	pena	limitativa	de	derechos.
5.1.	 De	 conformidad	 con	 lo	 establecido	 en	 el	 Código	 Penal,	 las	 penas	 de
prestación	 a	 la	 comunidad	 se	 cumplen	 en	 jornadas	 de	 diez	 (10)	 horas
semanales,	 y	 las	 limitaciones	 de	 días	 libres	 en	 permanencia	 de	 diez	 (10)
horas	semanales,	los	días	sábados,	domingos	y/o	feriados.
5.2.	 Las	 jornadas	 o	 actividades	 se	 computan	 sobre	 la	 efectividad	 del
servicio	o	permanencia	efectiva	del	condenado	en	los	programas,	conforme
a	la	pena	limitativa	de	derecho	que	fuese	impuesta.
5.3.	 El	 tiempo	 destinado	 al	 refrigerio	 o	 descanso;	 el	 que	 se	 tome	 para	 la
evaluación	de	sus	aptitudes	o	diseño	del	plan	individual	de	actividades;	o,	el
que	se	tome	como	inducción	o	enseñanza	previa,	no	será	considerado	para
el	cómputo	de	la	pena.
EJECUCIÓN	DE	LAS	PENAS	LIMITATIVAS	DE	DERECHOS
D.	Leg.	1191.
ART.	6°.—Ejecución	 de	 la	 sentencia	 condenatoria.	 El	 juez	 competente,
en	el	marco	de	la	ejecución	de	la	sentencia,	debe	impulsar	el	cumplimiento
de	 la	 sanción	 bajo	 responsabilidad	 funcional.	 Para	 tal	 efecto,	 tiene	 las
siguientes	facultades:
a)	Resolver	todos	los	incidentes	que	se	susciten	durante	la	ejecución	de	las
sanciones	establecidas.
b)	Realizar	las	comunicaciones	dispuestas	por	ley	y	practicar	las	diligencias
necesarias	para	su	debido	cumplimiento.
c)	Controlar	que	la	ejecución	de	la	pena	limitativa	de	derechos	se	encuentre
dentro	de	los	parámetros	fijados	en	la	sentencia	condenatoria.
d)	Revisar	de	oficio	o	a	solicitud	de	parte	el	cumplimiento	de	la	sentencia,
mínimo	cada	dos	meses,	bajo	responsabilidad.
e)	 Convertir	 o	 revocar,	 según	 corresponda	 y	 de	 conformidad	 con	 lo
establecido	en	 los	artículos	53	y	55	del	Código	Penal,	 las	penas	 limitativas
de	 derecho	 por	 una	 de	 pena	 privativa	 de	 libertad,	 frente	 al	 abandono	 o
incumplimiento	 injustificado	de	 la	pena	 impuesta;	utilizando	 los	 apremios
que	la	ley	le	faculta.
f)	 Sin	perjuicio	de	verificar	directamente	el	 cumplimiento	de	 la	 sentencia
condenatoria,	 puede	 requerir	 a	 la	 unidad	 beneficiaria	 la	 información
periódica	 que	 sea	 necesaria	 sobre	 los	 resultados	 y	 seguimiento	 del
cumplimiento	de	la	sentencia.
g)	Emplazar	al	sentenciado	a	fin	de	que	concurra	dentro	del	plazo	de	ley	a
la	unidad	beneficiaria,	para	el	cumplimiento	oportuno	de	la	pena	impuesta.
h)	Requerir	a	la	Dirección	de	Medio	Libre,	sus	órganos	desconcentrados	o
los	 que	 hagan	 sus	 veces,	 que	 informen	 periódicamente	 sobre	 el
cumplimiento	 o	 incumplimiento	 (resistencia	 o	 abandono)	 de	 la	 pena
impuesta.
i)	 Sancionar	 con	multa	 no	menor	 de	 cinco	 ni	mayor	 de	 diez	 unidades	 de
referencia	 procesal,	 a	 la	 unidad	 beneficiaria	 que	 se	 oponga	 o	 resista
efectivizar	la	sanción	impuesta	o	falte	a	su	deber	de	informar	al	juez	cuando
lo	requiera,	sin	perjuicio	de	la	acción	penal	que	corresponda.
j)	 Sancionar	 con	 no	 menos	 de	 cinco	 ni	 mayor	 de	 diez	 unidades	 de
referencia	 procesal,	 sin	 perjuicio	 de	 la	 acción	 penal	 que	 corresponda,	 al
abogado	 o	 sentenciado	 que	 efectúe	 solicitudes	 o	 pedidos	 destinados	 a
impedir	 o	 dilatar	 la	 concreción	 de	 la	 medida.	 Estas	 solicitudes	 son
inadmisibles.
k)	Las	demás	atribuciones	que	esta	u	otras	leyes	le	asignen.
D.	Leg.	1191.
ART.	 7°.—Contenido	 de	 la	 sentencia	 condenatoria.	 La	 sentencia
condenatoria,	sea	 firme	o	ejecutoriada,	que	 impone	una	pena	 limitativa	de
derecho,	sea	esta	de	prestación	de	servicios	a	la	comunidad	o	limitación	de
días	 libres,	 además	 de	 los	 requisitos	 exigidos	 por	 ley,	 debe	 consignar
expresamente,	bajo	 responsabilidad	 funcional,	 los	 siguientes	presupuestos
para	su	eficaz	ejecución:
a)	El	número	exacto	de	jornadas	que	el	sentenciado	debe	de	cumplir	como
pena	 de	 prestación	 de	 servicios	 a	 la	 comunidad	 o	 de	 limitación	 de	 días
libres.
b)	Dispondrá	que	el	condenado	se	apersone	dentro	de	 los	cinco	(05)	días
hábiles	de	leída	o	notificada	la	sentencia,	a	la	Dirección	de	Medio	Libre,	sus
órganos	desconcentrados	o	los	que	hagan	sus	veces,	que	tengan	jurisdicción
geográfica	del	domicilio	real	donde	resida	el	sentenciado,	o	donde	ejerza	su
actividad	laboral	permanente,	de	ser	el	caso.
c)	El	apercibimiento	expreso	de	convertir	o	revocar,	según	corresponda,	la
pena	 limitativa	 de	 derechos	 por	 una	 privativa	 de	 libertad,	 en	 caso	 el
sentenciado	se	encuentre	en	la	situación	de	resistencia	o	abandono.
D.	Leg.	1191.
ART.	8°.—Notificación	de	la	sentencia	condenatoria.
8.1.	 Las	 sentencias	 condenatorias	 con	 penas	 limitativas	 de	 derechos	 se
notifican	al	condenado	y	a	los	sujetos	procesales:
a)	 En	 caso,	 que	 la	 sentencia	 haya	 sido	 emitida	 con	 presencia	 física	 del
sentenciado,	el	 juez	procede	a	notificarle	en	 forma	personal	en	dicho	acto,
conjuntamente	con	los	sujetos	procesales	presentes.
b)	En	 los	demás	casos	 la	 sentencia	condenatoria	se	notifica	dentro	de	 las
veinticuatro	horas	después	de	ser	dictada,	bajo	responsabilidad	funcional.
8.2.	 El	 juez	 dispone	 la	 remisión	 de	 copias	 certificadas	 de	 la	 sentencia
condenatoria,	 sea	 firme	 o	 ejecutoriada,	 en	 un	 plazo	 no	 mayor	 de
veinticuatro	 (24)	 horas,	 a	 la	 Dirección	 de	 Medio	 Libre,	 sus	 órganos
desconcentrados	 o	 los	 que	 hagan	 sus	 veces,	 para	 su	 obligatorio
cumplimiento;	 sin	 perjuicio	 de	 indicar	 el	 domicilio	 con	 que	 se	 haya
identificado	el	sentenciado.
Asimismo,	 para	 mayor	 eficacia,	 se	 utiliza	 el	 fax,	 telegrama	 o	 correo
electrónico	 y,	 eventualmente,	 podrá	 adelantarse	 telefónicamente	 el
contenido	del	requerimiento	para	comenzar	las	acciones	necesarias	para	el
cumplimiento	 de	 la	 sentencia,	 sin	 perjuicio	 de	 la	 remisión	 posterior	 del
mandamiento	escrito	en	el	plazo	establecido.
D.	Leg.	1191.
ART.	9°.—Defecto	de	la	notificación.
9.1.	 Siempre	 que	 cause	 efectiva	 indefensión,	 la	 notificación	 no	 surtirá
efecto	cuando:
a)	Haya	existido	error	sobre	la	identidad	de	la	persona	notificada;
b)	La	disposición	o	la	resolución	haya	sido	notificada	en	forma	incompleta;
c)	 En	 la	 diligencia	 no	 conste	 la	 fecha	 o,	 cuando	 corresponda,	 la	 fecha	 de
entrega	de	la	copia;
d)	 Si	 en	 la	 copia	 entregada	 falta	 la	 firma	 de	 quien	 ha	 efectuado	 la
notificación.
9.2.	El	vicio	en	la	notificación	se	convalida	si	el	afectado	procede	de	manera
que	 ponga	 de	 manifiesto	 haber	 tomado	 conocimiento	 oportuno	 del
contenido	de	la	disposición	o	resolución,	o	si	ésta,	no	obstante	carecer	de	un
requisito	formal,	ha	cumplido	su	finalidad.
PROCEDIMIENTO	Y	CONTROL
D.	Leg.	1191.
ART.	 10.—Comunicación	 de	 la	 sentencia.	 El	 juez	 competente	 remitirá
copias	 certificadas	 de	 la	 sentencia	 a	 la	 Dirección	 de	 Medio	 Libre,	 sus
órganos	desconcentrados	o	los	que	hagan	sus	veces,	para	lo	cual	se	tendrá
en	cuenta	lo	siguiente:
a)	Cuando	la	sentencia	ha	sido	leída	en	presencia	física	del	sentenciado,	y
éste	haya	mostrado	su	conformidad,	el	 juez	remitirá	las	copias	certificadas
en	un	plazo	no	mayor	de	veinticuatro	(24)	horas,	bajo	responsabilidad.
b)	Cuando	 la	sentencia	ha	sido	recurrida,	el	 juez	suspenderá	su	ejecución
hasta	que	el	superior	en	grado	emita	pronunciamiento	final.	Confirmada	la
sentencia	 y	devuelto	 el	 expediente,	 el	 juez	 competente	 remitirá	 las	 copias
certificadas	 en	 un	 plazo	 no	 mayor	 de	 veinticuatro	 (24)	 horas,	 bajo
responsabilidad.
D.	Leg.	1191.
ART.	 11.—Responsabilidad	 de	 la	 Dirección	 de	 Medio	 Libre	 y	 sus
órganos	desconcentrados.	Remitida	la	sentencia	condenatoria,	sea	firme	o
ejecutoriada,	 que	 disponga	 la	 prestación	 de	 servicios	 a	 la	 comunidad	 o
limitación	 de	 días	 libres,	 a	 la	 Dirección	 de	 Medio	 Libre,	 sus	 órganos
desconcentrados	o	los	que	hagan	sus	veces,	debe	cumplir	lo	siguiente:
a)	Ubicar,	previa	evaluación,	al	condenado	en	una	unidad	beneficiaria,	que
previamente	 se	 encuentre	 inscrita	 como	 tal	 en	 su	Registro,	 conforme	 a	 la
evaluación	realizada.
b)	 Garantizar	 las	 condiciones	 adecuadas	 para	 que	 el	 sentenciado	 cumpla
con	la	prestación	de	servicios	a	la	comunidad	o	limitación	de	días	libres.
c)	Comunicar,	bajo	responsabilidad	funcional,	en	forma	célere	y	oportuna	a
la	 autoridad	 judicial	 sobre	 el	 cumplimiento	 o	 incumplimiento	 de	 los
sentenciados	 a	 la	 prestación	 o	 permanencia	 a	 las	 penas	 limitativas	 de
derechos.
D.	Leg.	1191.
ART.	 12.—Evaluación	 y	 ubicación	 del	 sentenciado.	 La	 Dirección	 de
Medio	Libre,	sus	órganos	desconcentrados	o	los	que	hagan	sus	veces,	es	el
ente	responsable	de	diseñar	el	plan	individual	de	actividades	de	prestación
de	servicios	a	la	comunidad	o	de	limitación	de	días	libres,	debe	realizar	las
siguientes	acciones:
a)	Procede	a	 evaluar	 al	 sentenciado	el	mismo	día	que	éste	 se	 apersone	a
dicha	dependencia	o,	en	su	defecto,	dentro	de	un	plazo	no	mayor	de	cinco
(05)	 días	 hábiles;	 para	 lo	 cual	 se	 emitirá	 el	 respectivo	 informe	 y	 plan	 de
actividades	 del	 sentenciado,	 debiéndose	 remitir	 este	 plan	 a	 la	 unidad
beneficiaria,	 al	 fiscal	 y	 a	 la	 autoridad	 judicial	 competente,	 dentro	 de	 las
cuarenta	y	ocho	(48)	horas	de	realizada	su	evaluación.
b)	 La	 evaluación	 es	 efectuada	 por	 un	 psicólogo	 y	 una	 trabajadora	 social,
que	laboren	en	la	Dirección	de	Medio	Libre,	sus	órganos	desconcentrados	o
los	 que	 hagan	 sus	 veces.	 Para	 la	 evaluación	 del	 sentenciado	 se	 tendrá	 en
cuenta	 las	aptitudes,	ocupación	u	oficio,	edad,	estado	civil	y	otros	criterios
válidos	 que	 permitan	 la	 ubicación	 del	 sentenciado	 en	 una	 determinada
unidad	beneficiaria.
c)	 Culminada	 la	 evaluación	 respectiva,	 ubicará	 al	 sentenciado	 a	 pena	 de
prestación	de	servicios	a	 la	comunidad	o	de	limitación	de	días	libres,	en	la
unidad	beneficiaria	que	 corresponda,	 en	un	plazo	no	mayor	de	 cinco	 (05)
días	hábiles.
d)	Comunicará	dentro	de	las	veinticuatro	(24)	horas,	bajo	responsabilidad
funcional,	a	 la	unidad	beneficiaria	que	el	condenado	ha	sido	asignado	a	su
unidad	 a	 efecto	 de	 cumplir	 con	 la	 pena	 de	 prestación	 de	 servicios	 a	 la
comunidad	o	limitación	de	días	libres.
D.	Leg.	1191.
ART.	13.—Presentación	del	sentenciado	ante	la	unidad	beneficiaria.
13.1.	El	sentenciado	debe	apersonarse	a	la	unidad	beneficiaria	a	la	cual	ha
sido	asignado,	dentro	de	los	cinco	(05)	días	hábiles	de	haber	sido	evaluado	y
ubicado	por	la	Dirección	de	Medio	Libre,	sus	órganos	desconcentrados	o	los
que	 hagan	 sus	 veces,	 a	 fin	 de	 iniciar	 la	 prestación	 de	 servicios	 a	 la
comunidad	o	de	limitación	de	días	libres.
13.2.	 La	 unidad	 beneficiaria,	 comunica	 dentro	 de	 las	 veinticuatro	 (24)
horas	a	la	Dirección	de	Medio	Libre,	sus	órganos	desconcentrados	o	los	que
hagan	 sus	 veces,	 la	 concurrencia	 o	 no	 del	 sentenciado	 dentro	 del	 plazo
fijado.
D.	Leg.	1191.
ART.	 14.—Verificación	 del	 cumplimiento	 de	 la	 pena	 impuesta.	 La
Dirección	de	Medio	Libre,	sus	órganos	desconcentrados	o	los	que	hagan	sus
veces,	 a	 efectos	 de	 dar	 cumplimiento	 a	 la	 sentencia	 de	 pena	 limitativa	 de
derechos,	procederá	a	realizar	lo	siguiente:
a)	 Realiza	 visitas	 inopinadas	 a	 las	 unidades	 beneficiarias	 donde	 se	 viene
ejecutando	la	prestación	de	servicios	a	la	comunidad	o	de	limitación	de	días
libres.
b)	 Supervisa	 el	 correcto	 cumplimiento	 de	 la	 prestación	 de	 servicios	 a	 la
comunidad	o	de	limitación	de	días	libres.
c)	 Informa	 cada	 dos	 (02)	 meses	 a	 la	 autoridad	 judicial	 competente,	 así
como	 al	 Ministerio	 Público,	 sobre	 el	 avance	 de	 la	 ejecución	 del	 plan
individual	 de	 actividades	 del	 sentenciado	 a	 prestación	 de	 servicios	 a	 la
comunidad	o	al	de	limitación	de	días	libres.
D.	Leg.	1191.
ART.	 15.—Responsabilidad	 de	 la	 unidad	 beneficiaria.	 La	 unidad
beneficiaria,	 comunica	 dentro	 de	 las	 cuarenta	 y	 ocho	 (48)	 horas,	 bajo
responsabilidad	funcional	y/o	administrativa,	a	la	Dirección	de	Medio	Libre,
sus	 órganos	 desconcentrados	 o	 los	 que	 hagan	 sus	 veces,	 sobre	 el	 avance,
resistencia	o	abandono	injustificado	del	sentenciado	a	penas	limitativas	de
derechos.	Para	lo	cual	tendrá	en	cuenta	lo	siguiente:
a)	Si	 el	 sentenciado	no	se	apersona	a	 la	unidad	beneficiaria	para	cumplir
con	 la	 pena	 limitativa	 de	 derechos	 al	 día	 siguiente	 de	 haberse	 señalado
como	fecha	de	su	presentación.
b)	 Si	 el	 sentenciado	 luego	 de	 iniciada	 la	 prestación	 de	 servicios	 a	 la
comunidad	o	limitación	de	días	libres,	no	concurre	a	seguir	cumpliendo	con
la	pena	impuesta.
c)	Cuando	el	 sentenciado	ha	cumplido	con	 la	 totalidad	de	 las	 jornadas	de
prestación	de	servicios	a	la	comunidad	o	limitación	de	días	libres.
D.	Leg.	1191.
ART.	16.—Comunicación	sobre	el	incumplimiento	de	la	ejecución	de	la
pena.	La	Dirección	de	Medio	Libre,	sus	órganos	desconcentrados	o	los	que
hagan	sus	veces,	comunicará	bajo	responsabilidad	 funcional,	dentro	de	 las
cuarenta	 y	 ocho	 (48)	 horas	 a	 la	 autoridad	 judicial	 y	 fiscal,	 cuando	 el
condenado	incurre	en	resistencia	o	abandono,	según	corresponda:
a)	El	 sentenciado	 incurre	en	 situación	de	 resistencia	 cuando,	no	obstante
haber	 sido	 notificado	 con	 la	 sentencia,	 no	 se	 presenta	 dentro	 del	 plazo
establecido	ante	la	Dirección	de	Medio	Libre,	sus	órganos	desconcentrados
o	 los	 que	 hagan	 sus	 veces;	 o	 habiendo	 sido	 evaluado	 y	 ubicado	 en	 una
unidad	 beneficiaria,	 no	 se	 presenta	 en	 ésta	 para	 cumplir	 con	 la	 pena
limitativa	de	derechos.
b)	El	sentenciado	incurre	en	situación	de	abandono	después	de	la	segunda
inconcurrencia	consecutiva	o	tercera	en	forma	alternada	a	la	prestación	de
servicios	a	la	comunidad	o	de	limitación	de	días	libres.
D.	Leg.	1191.
ART.	 17.—Control	 jurisdiccional	 frente	 al	 incumplimiento	 de	 la
ejecución	de	la	pena.	El	juez	de	oficio	o	ante	el	requerimiento	fiscal,	dentro
de	 las	 cuarenta	 y	 ocho	 (48)	 horas	 de	 conocido	 la	 resistencia	 o	 abandono
injustificado	del	sentenciado	a	la	pena	limitativa	de	derecho,	se	pronunciará
sobre	la	conversión	o	revocación,	previa	audiencia	a	las	demás	partes.
D.	Leg.	1191.
ART.	18.—Registro	de	sentenciados.
18.1.	La	Dirección	de	Medio	Libre,	sus	órganos	desconcentrados	o	los	que
hagan	 sus	 veces,	 llevará	 un	 registro	 de	 los	 sentenciados	 a	 prestación	 de
servicios	a	la	comunidad	y	de	limitación	de	días	libres,	donde	se	consignará
la	información	de	avance,	resistencia	y	abandono	que	tiene	a	su	cargo.
18.2.	 La	 unidad	 beneficiaria,	 registrará	 en	 el	 cuaderno	 de	 control	 de
asistencia	 de	 sentenciados	 a	 prestación	 de	 servicios	 a	 la	 comunidad	 y	 de
limitación	de	días	 libres,	 la	 asistencia	 y	 permanencia	del	 condenado	 en	 la
unidad	beneficiaria.
18.3.	La	unidad	beneficiaria	remite,	cada	treinta	(30)	días	a	la	Dirección	de
Medio	Libre,	sus	órganos	desconcentrados	o	los	que	hagan	sus	veces,	copias
del	 cuaderno	 de	 control	 de	 asistencia	 o	 la	 documentación	 equivalente.
Asimismo,	 cuando	 corresponda,	 remite	 la	 constancia	 de	haber	 realizado	 y
culminado	la	prestación	de	servicios	a	la	comunidad	o	de	limitación	de	días
libres.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS	FINALES
D.	Leg.	1191.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Reglamentación.	 El
Ministerio	 de	 Justicia	 y	 Derechos	 Humanos,	 en	 un	 plazo	 no	 mayor	 de
noventa	 (90)	 días	 de	 promulgado	 el	 presente	 decreto	 legislativo,
reglamentará	 la	presente	norma	para	una	adecuada	y	 eficaz	 aplicación	de
las	penas	limitativas	de	derechos.	Asimismo,	la	reglamentación	debe	incluir
los	 registros	 de	 condenados	 a	 penas	 limitativas	 de	 derechos	 como	 de
unidades	beneficiadas.
D.	Leg.	1191.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Compromiso	 y	 convenios
interinstitucionales.	 Las	 instituciones	 del	 Gobierno	 Nacional,	 regional	 y
local;	 así	 como	 los	 demás	 organismos	 autónomos,	 coadyuvarán	 para	 el
correcto	cumplimiento	de	la	presente	norma,	debiendo	desarrollar	acciones
de	articulación	interinstitucional,	según	la	zona	geográfica.
En	 las	 provincias,	 distritos	 y	 localidades,	 donde	 el	 INPE	 no	 cuente	 con
órganos	desconcentrados	de	la	Dirección	de	Medio	Libre,	la	ejecución	de	las
penas	 limitativas	 de	 derechos	 estará	 a	 cargo	 de	 las	 municipalidades	 y	 la
Policía	Nacional	del	Perú.	Para	dichos	efectos,	el	 INPE	celebrará	convenios
con	 los	 representantes	 de	 dichas	 instituciones.	 En	 el	 caso	 de	 la	 Policía
Nacional	 el	 convenio	 se	 celebrará	 con	el	Ministerio	del	 Interior,	 en	 lo	que
sea	de	su	competencia.
D.	Leg.	1191.
Tercera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Interpretación.	 Cuando	 el
Reglamento	 del	 Código	 de	 Ejecución	 Penal	 aprobado	 mediante	 Decreto
Supremo	 015-2003-JUS	 y	 demás	 normas	 conexas,	 haga	 referencia	 al
término	 “entidad	 receptora”,	 esta	 debe	 entenderse	 al	 término	 “unidad
beneficiaria”,	 de	 conformidad	 con	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 4°	 del
presente	decreto	legislativo.
D.	Leg.	1191.
Cuarta	Disposición	Complementaria	Final.—Adecuación.	Las	instituciones
que	 a	 la	 fecha	 de	 la	 promulgación	 de	 la	 presente	 norma,	 se	 encuentren
inscritas	como	entidades	receptoras,	ante	 la	Dirección	de	Medio	Libre,	sus
órganos	 desconcentrados	 o	 los	 que	 hagan	 sus	 veces,	 pasarán
automáticamente	a	ser	denominadas	“unidades	beneficiarias”.
D.	Leg.	1191.
Quinta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Adecuación	 de	 directivas	 y
procedimientos.	El	Instituto	Nacional	Penitenciario,	en	un	plazo	no	mayor
de	 noventa	 (90)	 días	 de	 promulgado	 el	 presente	 decreto	 legislativo,	 debe
adecuar	sus	normas,	directivas	y	procedimientos	para	dar	cumplimiento	al
presente	decreto	legislativo.
D.	Leg.	1191.
Sexta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Financiamiento.	 Los	 gastos
que	demande	la	aplicación	de	la	presente	norma	se	ejecutan	con	cargo	a	los
presupuestos	 institucionales	 de	 los	 pliegos	 involucrados,	 sin	 demandar
recursos	adicionales	al	Tesoro	Público.
TÍTULO	VII
Asistencia	post	penitenciaria
C.E.P.
ART.	 125.—Finalidad	 de	 la	 asistencia	 post	 penitenciaria.	 La
asistencia	 post	 penitenciaria	 tiene	 como	 finalidad	 apoyar	 al
liberado	 para	 su	 reincorporación	 a	 la	 sociedad.	 Sus	 actividades
complementan	las	acciones	del	tratamiento	penitenciario.
C.E.P.
ART.	 126.—Juntas	 de	 asistencia	 post	 penitenciaria.	 En	 cada
región	 penitenciaria	 funcionan	 las	 juntas	 de	 asistencia	 post
penitenciaria	 que	 sean	 necesarias,	 integradas	 por	 un	 equipo
interdisciplinario	con	participación	de	las	universidades,	colegios
profesionales,	 gobiernos	 regionales	 y	 locales	 y	 demás	 entidades
que	establece	el	reglamento.
C.E.P.
ART.	127.—Atribuciones.	Son	atribuciones	de	las	juntas	de
asistencia	post	penitenciaria:
1.	Gestionar	la	anulación	de	antecedentes	judiciales,	penales	y
policiales	del	liberado.
2.	Brindar	asistencia	social	al	liberado,	a	la	víctima	del	delito	y	a
los	familiares	inmediatos	de	ambos.
3.	Vigilar	al	liberado	condicionalmente	y	solicitar	la	revocación
del	beneficio	en	el	caso	de	incumplimiento	de	las	reglas	de
conducta	impuestas.
4.	Apoyar	al	liberado	en	la	obtención	de	trabajo.
5.	Las	demás	que	establezca	este	código	y	su	reglamento.
C.E.P.
ART.	 128.—Coordinación	 con	 instituciones	 de	 juntas
penitenciarias.	 Las	 juntas	 de	 asistencia	 post	 penitenciaria
mantendrán	 coordinación	 con	 las	 instituciones	 y	 organismos
dedicados	 especialmente	 a	 la	 asistencia	 de	 los	 internos	 y	 de	 los
liberados.
TÍTULO	VIII
Personal	penitenciario
C.E.P.
ART.	 129.—Personal	 penitenciario.	 La	 administración
penitenciaria	 cuenta	 con	 el	 personal	 necesario	 y	 debidamente
calificado	para	el	cumplimiento	de	las	disposiciones	del	presente
código	y	su	reglamento.	Las	plazas	son	cubiertas	por	estricta	línea
de	carrera,	conforme	al	escalafón.
C.E.P.
ART.	 130.—Selección,	 formación	 y	 capacitación.	 El	 personal
penitenciario	 es	 seleccionado,	 formado	 y	 capacitado
permanentemente	 en	 el	 Centro	 Nacional	 de	 Estudios
Criminológicos	 y	 Penitenciarios	 del	 Instituto	 Nacional
Penitenciario.	La	carrera	penitenciaria	comprende	al	personal	de
tratamiento,	de	administración	y	de	seguridad.
C.E.P.
ART.	 131.—Normas	 sobre	 sus	 funciones.	 El	 personal
penitenciario	está	sujeto,	en	cuanto	a	sus	derechos	y	obligaciones,
a	 lo	 que	 establece	 el	 presente	 código	 y	 el	 Reglamento	 de
Organización	y	Funciones.
C.E.P.
ART.	132.—Organización	jerárquica.	El	personal	penitenciario
se	organiza	jerárquicamente	y	está	sujeto	a	un	régimen	laboral	y
de	remuneración	especiales.
TÍTULO	IX
Instituto	Nacional	Penitenciario
C.E.P.
ART.	133.—Modificado.	D.	Leg.	1229,	Primera	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	El	Instituto	Nacional
Penitenciario	es	el	organismo	público	ejecutor,	rector	del	Sistema
Penitenciario	Nacional.	Integra	el	Sector	Justicia.	Tiene	autonomía
normativa,	económica,	financiera	y	administrativa.	Forma	pliego
presupuestal	propio.
Los	servicios	brindados	al	interior	del	penal,	a	cargo	del	Instituto
Nacional	 Penitenciario	 y	 del	Ministerio	 del	 Interior,	 así	 como	 la
seguridad	 brindada	 al	 exterior	 de	 los	 penales,	 podrán	 ser
entregados	 al	 sector	 privado	 para	 su	 prestación.	 Cuando	 dicha
prestación	 recaiga	 sobre	 los	 servicios	 de	 seguridad,	 el	 Instituto
Nacional	 Penitenciario	 vigila,	 fiscaliza	 y	 supervisa	 su	 correcta
ejecución.
C.E.P.
ART.	 134.—Atribuciones.	 El	 Instituto	 Nacional	 Penitenciario
dirige	 y	 controla	 técnica	 y	 administrativamente	 el	 Sistema
Penitenciario	 Nacional,	 asegurando	 una	 adecuada	 política
penitenciaria.
C.E.P.
ART.	135.—Funciones.	Son	funciones	del	Instituto	Nacional
Penitenciario:
1.	Realizar	investigaciones	sobre	la	criminalidad	y	elaborar	la
política	de	prevención	del	delito	y	tratamiento	del	delincuente.
2.	Realizar	coordinaciones	con	los	organismos	y	entidades	del
sector	público	nacional,	dentro	del	ámbito	de	su	competencia.
3.	Desarrollar	las	acciones	de	asistencia	post	penitenciaria	en
coordinación	con	los	gobiernos	regionales	y	municipales.
4.	Ejercer	representación	del	Estado	ante	los	organismos	y
entidades	nacionales	e	internacionales	o	en	los	eventos	y
congresos	correspondientes	sobre	la	prevención	del	delito	y
tratamiento	del	delincuente.
5.	Celebrar	convenios	de	cooperación	técnica	a	nivel	nacional	e
internacional.
6.	Aprobar	su	presupuesto	y	plan	de	inversiones.
7.	Aceptar	donaciones	o	legados	de	personas	o	instituciones
nacionales	o	extranjeras.
8.	Otorgar	certificados	para	efectos	de	exoneraciones	o
deducciones	tributarias,	cuando	sean	procedentes.
9.	Seleccionar,	formar	y	capacitar	al	personal	del	sistema
penitenciario	en	coordinación	con	las	universidades.
10.	Dictar	normas	técnicas	y	administrativas	sobre	planeamiento
y	construcción	de	la	infraestructura	penitenciaria.
11.	Proponer	al	Ministerio	de	Justicia	proyectos	relacionados	con
la	legislación	penal	y	penitenciaria.
12.	Constituir	las	personas	jurídicas	que	sean	necesarias	al
cumplimiento	de	sus	fines,	de	acuerdo	a	lo	establecido	en	la	Ley
de	la	Actividad	Empresarial	del	Estado.
13.	Adquirir,	por	cualquier	título,	bienes	muebles	e	inmuebles
para	el	mejoramiento	de	la	infraestructura	penitenciaria.
14.	Llevar	el	registro	de	las	instituciones,	asociaciones	y
entidades	públicas	y	privadas	de	ayuda	social	y	asistencia	a	los
internos	y	liberados.
15.	Aprobar	sus	reglamentos	internos.
16.	Celebrar	contratos	o	convenios	con	entidades	públicas	o
privadas,	nacionales	o	extranjeras.
17.	Las	demás	que	establece	este	código	y	su	reglamento.
C.E.P.
ART.	 136.—Sede	 y	 órganos	 desconcentrados.	 El	 Instituto
Nacional	 Penitenciario	 tiene	 su	 sede	 en	 la	 ciudad	 de	 Lima.
Además,	tiene	órganos	desconcentrados	en	las	jurisdicciones	que
establece	el	reglamento.
C.E.P.
ART.	 137.—Consejo	 Nacional	 Penitenciario.	 El	 Instituto
Nacional	 Penitenciario	 está	 dirigido	 por	 un	 consejo	 nacional
integrado	 por	 tres	 miembros	 especialistas	 en	 asuntos
criminológicos	 y	 penitenciarios.	 Los	 miembros	 del	 Consejo
Nacional	Penitenciario	son	nombrados	por	resolución	suprema.
C.E.P.
ART.	138.—Presidencia	del	Consejo	Nacional	Penitenciario.
El	presidente	del	Consejo	Nacional	Penitenciario	tiene	funciones
ejecutivas.	Supervisa,	controla	y	coordina	el	Sistema	Penitenciario
Nacional.	Ejerce	la	representación	legal	del	Instituto	Nacional
Penitenciario	y	las	demás	atribuciones	que	establece	el	presente
código.	El	vicepresidente	reemplaza	al	presidente	en	los	casos	que
determina	el	reglamento.
El	Consejo	Nacional	Penitenciario	se	reúne,	obligatoriamente	una
vez	a	la	semana.
C.E.P.
ART.	 139.—Órganos	 integrantes.	 El	 Instituto	 Nacional
Penitenciario	 está	 integrado	 por	 el	 Consejo	 Nacional
Penitenciario,	 el	 Centro	 Nacional	 de	 Estudios	 Criminológicos	 y
Penitenciarios,	 la	 Secretaría	 General,	 los	 órganos	 de	 control,	 de
asesoramiento,	de	apoyo,	 técnico-normativos,	desconcentrados	y
los	 establecimientos	 penitenciarios.	 La	 organización	 y	 funciones
de	estos	órganos	están	determinadas	en	el	reglamento.
C.E.P.
ART.	140.—Constituyen	recursos	del	Instituto	Nacional
Penitenciario:
1.	Los	ingresos	y	recursos	dispuestos	en	la	Ley	de	Presupuesto;
así	como	los	saldos	que	resulten	al	cierre	de	cada	ejercicio
presupuestal.
2.	La	quinta	parte	de	los	bienes	y	el	dinero	decomisados	y	de	las
multas	impuestas	por	la	comisión	de	delitos	y	faltas.
3.	El	monto	de	la	reparación	civil	que	no	hubiera	sido	reclamada
por	su	beneficiario	dentro	de	los	dos	años	siguientes	a	su
consignación.
4.	Las	donaciones	y	legados	que	se	hagan	en	su	favor.
5.	Los	créditos	internos	y	externos	que	sean	concertados	de
acuerdo	a	ley.
6.	Los	demás	que	señale	la	ley.
TÍTULO	X
Disposiciones	finales	y	transitorias
C.E.P.
Primera	Disposición	Final	y	Transitoria.—Derógase	el	Decreto
Legislativo	N°	330.	En	tanto	se	promulgue	la	Ley	Orgánica	del
Poder	Judicial	los	jueces	de	ejecución	penal	continuarán
ejerciendo	su	función.
NOTA:	La	Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial	fue	promulgada	por	el	D.	Leg.	767	el	4	de	diciembre	de
1991.	El	Texto	Único	Ordenado	de	la	ley	se	aprobó	mediante	D.	S.	N°	017-93-JUS.
C.E.P.	
Segunda	Disposición	Final	y	Transitoria.—Los	juzgados	que
conocieron	los	procesos	respectivos,	tramitarán	y	resolverán	las
solicitudes	de	beneficios	penitenciarios	establecidos	en	este
código,	a	partir	de	la	vigencia	de	la	nueva	Ley	Orgánica	del	Poder
Judicial.
C.E.P.
Tercera	 Disposición	 Final	 y	 Transitoria.—La	 conducción	 y
traslado	de	los	 internos	están	a	cargo	del	Ministerio	del	Interior,
mientras	se	implemente	el	personal	de	seguridad	penitenciario.
REGÍMENES	PENALES	ESPECIALES
Régimen	penal	de	la	violencia	familiar
LEY	N°	30364
Ley	para	prevenir,	sancionar	y	erradicar	la
violencia	contra	las	mujeres	y	los	integrantes	del
grupo	familiar
TÍTULO	I
Disposiciones	sustantivas	para	la
prevención,	sanción	y	erradicación	de	la
violencia	contra	las	mujeres	y	los
integrantes	del	grupo	familiar
CAPÍTULO	I
Disposiciones	generales
Ley	30364.
ART.	1°.—Objeto	de	la	ley.	La	presente	ley	tiene	por	objeto
prevenir,	erradicar	y	sancionar	toda	forma	de	violencia	producida
en	el	ámbito	público	o	privado	contra	las	mujeres	por	su
condición	de	tales,	y	contra	los	integrantes	del	grupo	familiar;	en
especial,	cuando	se	encuentran	en	situación	de	vulnerabilidad,	por
la	edad	o	situación	física	como	las	niñas,	niños,	adolescentes,
personas	adultas	mayores	y	personas	con	discapacidad.
Para	tal	efecto,	establece	mecanismos,	medidas	y	políticas
integrales	de	prevención,	atención	y	protección	de	las	víctimas	así
como	reparación	del	daño	causado;	y	dispone	la	persecución,
sanción	y	reeducación	de	los	agresores	sentenciados	con	el	fin	de
garantizar	a	las	mujeres	y	al	grupo	familiar	una	vida	libre	de
violencia	asegurando	el	ejercicio	pleno	de	sus	derechos.
JURISPRUDENCIA.—La	actividad	del	juez	en	los	procesos	de	violencia
familiar	no	está	orientada	a	identificar	y	condenar	a	culpables	ni	a
reconocer	derechos	en	favor	de	la	parte	agraviada,	sino	principalmente
a	proteger	a	la	familia.	“(...)	en	tal	sentido,	advirtiéndose	que	el	proceso	de
violencia	familiar	se	ha	seguido	y	tramitado	conforme	a	los	puntos
controvertidos	fijados	dilucidándose	los	actos	de	violencia	psicológica	familiar
que	la	demandada	cometiera	en	agravio	de	su	padre	se	colige	que	lo	resuelto
en	las	instancias	de	origen	se	ajusta	a	la	ley	y	a	lo	que	fluye	de	autos	pues	no
debe	perderse	de	vista	que	debido	a	la	especial	naturaleza	de	los	procesos
como	el	presente	de	violencia	familiar	la	actividad	jurisdiccional	en	este	tipo
de	causas	no	está	orientada	a	identificar	y	condenar	a	culpables	ni	a
reconocer	derechos	en	favor	de	la	parte	agraviada	sino	principalmente	a
proteger	a	la	familia	como	instituto	natural	y	fundamental	de	la	sociedad
evitando	que	en	su	interior	se	produzcan	actos	de	violencia	así	como	a
procurar	el	restablecimiento	del	clima	de	paz	y	armonía	que	debe	imperar	en
las	relaciones	intrafamiliares	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	3800-2010-Lima,	oct.	10/2011.
V.	P.	Valcárcel	Saldaña)
Ley	30364.	
ART.	2°.—Principios	rectores.	En	la	interpretación	y	aplicación
de	esta	ley,	y	en	general,	en	toda	medida	que	adopte	el	Estado	a
través	de	sus	poderes	públicos	e	instituciones,	así	como	en	la
acción	de	la	sociedad,	se	consideran	preferentemente	los
siguientes	principios:
1.	Principio	de	igualdad	y	no	discriminación
Se	garantiza	la	igualdad	entre	mujeres	y	hombres.	Prohíbese	toda
forma	de	discriminación.	Entiéndese	por	discriminación,
cualquier	tipo	de	distinción,	exclusión	o	restricción,	basada	en	el
sexo,	que	tenga	por	finalidad	o	por	resultado	menoscabar	o	anular
el	reconocimiento,	goce	o	ejercicio	de	los	derechos	de	las
personas.
2.	Principio	del	interés	superior	del	niño
En	todas	las	medidas	concernientes	a	las	niñas	y	niños	adoptadas
por	instituciones	públicas	o	privadas	de	bienestar	social,	los
tribunales,	las	autoridades	administrativas	o	los	órganos
legislativos	se	debe	tener	en	consideración	primordial	el	interés
superior	del	niño.
3.	Principio	de	la	debida	diligencia
El	Estado	adopta	sin	dilaciones,	todas	las	políticas	orientadas	a
prevenir,	sancionar	y	erradicar	toda	forma	de	violencia	contra	las
mujeres	y	los	integrantes	del	grupo	familiar.	Deben	imponerse	las
sanciones	correspondientes	a	las	autoridades	que	incumplan	este
principio.
4.	Principio	de	intervención	inmediata	y	oportuna
Los	operadores	de	justicia	y	la	Policía	Nacional	del	Perú,	ante	un
hecho	o	amenaza	de	violencia,	deben	actuar	en	forma	oportuna,
sin	dilación	por	razones	procedimentales,	formales	o	de	otra
naturaleza,	disponiendo	el	ejercicio	de	las	medidas	de	protección
previstas	en	la	ley	y	otras	normas,	con	la	finalidad	de	atender
efectivamente	a	la	víctima.
5.	Principio	de	sencillez	y	oralidad
Todos	los	procesos	por	violencia	contra	las	mujeres	y	los
integrantes	del	grupo	familiar	se	desarrollan	considerando	el
mínimo	de	formalismo,	en	espacios	amigables	para	las	presuntas
víctimas,	favoreciendo	que	estas	confíen	en	el	sistema	y	colaboren
con	él	para	una	adecuada	sanción	al	agresor	y	la	restitución	de	sus
derechos	vulnerados.
6.	Principio	de	razonabilidad	y	proporcionalidad
El	fiscal	o	juez	a	cargo	de	cualquier	proceso	de	violencia,	debe
ponderar	la	proporcionalidad	entre	la	eventual	afectación	causada
y	las	medidas	de	protección	y	de	rehabilitación	a	adoptarse.	Para
ello,	debe	hacer	un	juicio	de	razonabilidad	de	acuerdo	con	las
circunstancias	del	caso,	emitiendo	decisiones	que	permitan
proteger	efectivamente	la	vida,	la	salud	y	la	dignidad	de	las
víctimas.	La	adopción	de	estas	medidas	se	adecúa	a	las	fases	del
ciclo	de	la	violencia	y	a	las	diversas	tipologías	que	presenta	la
violencia	contra	las	mujeres	y	los	integrantes	del	grupo	familiar.
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ART.	3°.—Enfoques.	Los	operadores,	al	aplicar	la	presente	ley,
consideran	los	siguientes	enfoques:
1.	Enfoque	de	género
Reconoce	la	existencia	de	circunstancias	asimétricas	en	la
relación	entre	hombres	y	mujeres,	construidas	sobre	la	base	de
las	diferencias	de	género	que	se	constituyen	en	una	de	las	causas
principales	de	la	violencia	hacia	las	mujeres.	Este	enfoque	debe
orientar	el	diseño	de	las	estrategias	de	intervención	orientadas	al
logro	de	la	igualdad	de	oportunidades	entre	hombres	y	mujeres.
2.	Enfoque	de	integralidad
Reconoce	que	en	la	violencia	contra	las	mujeres	confluyen
múltiples	causas	y	factores	que	están	presentes	en	distintos
ámbitos,	a	nivel	individual,	familiar,	comunitario	y	estructural.	Por
ello	se	hace	necesario	establecer	intervenciones	en	los	distintos
niveles	en	los	que	las	personas	se	desenvuelven	y	desde	distintas
disciplinas.
3.	Enfoque	de	interculturalidad
Reconoce	la	necesidad	del	diálogo	entre	las	distintas	culturas	que
se	integran	en	la	sociedad	peruana,	de	modo	que	permita
recuperar,	desde	los	diversos	contextos	culturales,	todas	aquellas
expresiones	que	se	basan	en	el	respeto	a	la	otra	persona.	Este
enfoque	no	admite	aceptar	prácticas	culturales	discriminatorias
que	toleran	la	violencia	u	obstaculizan	el	goce	de	igualdad	de
derechos	entre	personas	de	géneros	diferentes.
4.	Enfoque	de	derechos	humanos
Reconoce	que	el	objetivo	principal	de	toda	intervención	en	el
marco	de	esta	ley	debe	ser	la	realización	de	los	derechos
humanos,	identificando	a	los	titulares	de	derechos	y	aquello	a	lo
que	tienen	derecho	conforme	a	sus	particulares	necesidades;
identificando,	asimismo,	a	los	obligados	o	titulares	de	deberes	y
de	las	obligaciones	que	les	corresponden.	Se	procura	fortalecer	la
capacidad	de	los	titulares	de	derechos	para	reivindicar	estos	y	de
los	titulares	de	deberes	para	cumplir	sus	obligaciones.
5.	Enfoque	de	interseccionalidad
Reconoce	que	la	experiencia	que	las	mujeres	tienen	de	la
violencia	se	ve	influida	por	factores	e	identidades	como	su	etnia,
color,	religión;	opinión	política	o	de	otro	tipo;	origen	nacional	o
social,	patrimonio;	estado	civil,	orientación	sexual,	condición	de
seropositiva,	condición	de	inmigrante	o	refugiada,	edad	o
discapacidad;	y,	en	su	caso,	incluye	medidas	orientadas	a
determinados	grupos	de	mujeres.
6.	Enfoque	generacional
Reconoce	que	es	necesario	identificar	las	relaciones	de	poder
entre	distintas	edades	de	la	vida	y	sus	vinculaciones	para	mejorar
las	condiciones	de	vida	o	el	desarrollo	común.	Considera	que	la
niñez,	la	juventud,	la	adultez	y	la	vejez	deben	tener	una	conexión,
pues	en	conjunto	están	abonando	a	una	historia	común	y	deben
fortalecerse	generacionalmente.	Presenta	aportaciones	a	largo
plazo	considerando	las	distintas	generaciones	y	colocando	la
importancia	de	construir	corresponsabilidades	entre	estas.
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ART.	4°.—Ámbito	de	aplicación	de	la	ley.	Las	disposiciones	de
la	presente	ley	se	aplican	a	todos	los	tipos	de	violencia	contra	las
mujeres	por	su	condición	de	tales	y	contra	los	integrantes	del
grupo	familiar.
CAPÍTULO	II
Definición	y	tipos	de	violencia	contra	las	mujeres
y	los	integrantes	del	grupo	familiar
	
Ley	30364.
ART.	5°.—Definición	de	violencia	contra	las	mujeres.	La
violencia	contra	las	mujeres	es	cualquier	acción	o	conducta	que
les	causa	muerte,	daño	o	sufrimiento	físico,	sexual	o	psicológico
por	su	condición	de	tales,	tanto	en	el	ámbito	público	como	en	el
privado.
Se	entiende	por	violencia	contra	las	mujeres:
a.	La	que	tenga	lugar	dentro	de	la	familia	o	unidad	doméstica	o	en
cualquier	otra	relación	interpersonal,	ya	sea	que	el	agresor
comparta	o	haya	compartido	el	mismo	domicilio	que	la	mujer.
Comprende,	entre	otros,	violación,	maltrato	físico	o	psicológico	y
abuso	sexual.
b.	La	que	tenga	lugar	en	la	comunidad,	sea	perpetrada	por
cualquier	persona	y	comprende,	entre	otros,	violación,	abuso
sexual,	tortura,	trata	de	personas,	prostitución	forzada,	secuestro
y	acoso	sexual	en	el	lugar	de	trabajo,	así	como	en	instituciones
educativas,	establecimientos	de	salud	o	cualquier	otro	lugar.
c.	La	que	sea	perpetrada	o	tolerada	por	los	agentes	del	Estado,
donde	quiera	que	ocurra.
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ART.	6°.—Definición	de	violencia	contra	los	integrantes	del
grupo	familiar.	La	violencia	contra	cualquier	integrante	del
grupo	familiar	es	cualquier	acción	o	conducta	que	le	causa
muerte,	daño	o	sufrimiento	físico,	sexual	o	psicológico	y	que	se
produce	en	el	contexto	de	una	relación	de	responsabilidad,
confianza	o	poder,	de	parte	de	un	integrante	a	otro	del	grupo
familiar.
Se	tiene	especial	consideración	con	las	niñas,	niños,	adolescentes,
adultos	mayores	y	personas	con	discapacidad.
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ART.	7°.—Sujetos	de	protección	de	la	ley.	Son	sujetos	de
protección	de	la	ley:
a.	Las	mujeres	durante	todo	su	ciclo	de	vida:	niña,	adolescente,
joven,	adulta	y	adulta	mayor.
b.	Los	miembros	del	grupo	familiar.	Entiéndase	como	tales,	a	los
cónyuges,	excónyuges,	convivientes,	exconvivientes;	padrastros,
madrastras;	ascendientes	y	descendientes;	los	parientes
colaterales	de	los	cónyuges	y	convivientes	hasta	el	cuarto	grado
de	consanguinidad	y	segundo	de	afinidad;	y	a	quienes,	sin	tener
cualquiera	de	las	condiciones	antes	señaladas,	habitan	en	el
mismo	hogar,	siempre	que	no	medien	relaciones	contractuales	o
laborales;	y	quienes	hayan	procreado	hijos	en	común,
independientemente	que	convivan	o	no,	al	momento	de
producirse	la	violencia.
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ART.	8°.—Tipos	de	violencia.	Los	tipos	de	violencia	contra	las
mujeres	y	los	integrantes	del	grupo	familiar	son:
a)	Violencia	física.	Es	la	acción	o	conducta,	que	causa	daño	a	la
integridad	corporal	o	a	la	salud.	Se	incluye	el	maltrato	por
negligencia,	descuido	o	por	privación	de	las	necesidades	básicas,
que	hayan	ocasionado	daño	físico	o	que	puedan	llegar	a
ocasionarlo,	sin	importar	el	tiempo	que	se	requiera	para	su
recuperación.
b)	Violencia	psicológica.	Es	la	acción	o	conducta,	tendiente	a
controlar	o	aislar	a	la	persona	contra	su	voluntad,	a	humillarla	o
avergonzarla	y	que	puede	ocasionar	daños	psíquicos.
Daño	psíquico	es	la	afectación	o	alteración	de	algunas	de	las
funciones	mentales	o	capacidades	de	la	persona,	producida	por	un
hecho	o	un	conjunto	de	situaciones	de	violencia,	que	determina	un
menoscabo	temporal	o	permanente,	reversible	o	irreversible	del
funcionamiento	integral	previo.
c)	Violencia	sexual.	Son	acciones	de	naturaleza	sexual	que	se
cometen	contra	una	persona	sin	su	consentimiento	o	bajo
coacción.	Incluyen	actos	que	no	involucran	penetración	o	contacto
físico	alguno.	Asimismo,	se	consideran	tales	la	exposición	a
material	pornográfico	y	que	vulneran	el	derecho	de	las	personas	a
decidir	voluntariamente	acerca	de	su	vida	sexual	o	reproductiva,	a
través	de	amenazas,	coerción,	uso	de	la	fuerza	o	intimidación.
d)	Violencia	económica	o	patrimonial.	Es	la	acción	u	omisión	que
se	dirige	a	ocasionar	un	menoscabo	en	los	recursos	económicos	o
patrimoniales	de	cualquier	persona,	a	través	de:
1.	la	perturbación	de	la	posesión,	tenencia	o	propiedad	de	sus
bienes;
2.	la	pérdida,	sustracción,	destrucción,	retención	o	apropiación
indebida	de	objetos,	instrumentos	de	trabajo,	documentos
personales,	bienes,	valores	y	derechos	patrimoniales;
3.	la	limitación	de	los	recursos	económicos	destinados	a
satisfacer	sus	necesidades	o	privación	de	los	medios
indispensables	para	vivir	una	vida	digna;	así	como	la	evasión	del
cumplimiento	de	sus	obligaciones	alimentarias;
4.	la	limitación	o	control	de	sus	ingresos,	así	como	la	percepción
de	un	salario	menor	por	igual	tarea,	dentro	de	un	mismo	lugar	de
trabajo.
CAPÍTULO	III
Derechos	de	las	mujeres	y	del	grupo	familiar
Ley	30364.
ART.	9.—Derecho	a	una	vida	libre	de	violencia.	Las	mujeres	y
los	integrantes	del	grupo	familiar	tienen	derecho	a	una	vida	libre
de	violencia,	a	ser	valorados	y	educados,	a	estar	libres	de	toda
forma	de	discriminación,	estigmatización	y	de	patrones
estereotipados	de	comportamientos,	prácticas	sociales	y
culturales	basadas	en	conceptos	de	inferioridad	y	subordinación.
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ART.	10.—Derecho	a	la	asistencia	y	la	protección	integrales.
Las	entidades	que	conforman	el	Sistema	Nacional	para	la
Prevención,	Sanción	y	Erradicación	de	la	Violencia	contra	las
Mujeres	y	los	Integrantes	del	Grupo	Familiar	destinan	recursos
humanos	especializados,	logísticos	y	presupuestales	con	el	objeto
de	detectar	la	violencia,	atender	a	las	víctimas,	protegerlas	y
restablecer	sus	derechos.
Los	derechos	considerados	en	este	artículo	son:
a.	Acceso	a	la	información
Las	víctimas	de	violencia	contra	las	mujeres	y	los	integrantes	del
grupo	familiar	tienen	derecho	a	recibir	plena	información	y
asesoramiento	adecuado	con	relación	a	su	situación	personal,	a
través	de	los	servicios,	organismos	u	oficinas	del	Estado	en	sus
tres	niveles	de	gobierno	y	conforme	a	sus	necesidades
particulares.
Es	deber	de	la	Policía	Nacional	del	Perú,	del	Ministerio	Público,
del	Poder	Judicial	y	de	todos	los	operadores	de	justicia	informar,
bajo	responsabilidad,	con	profesionalismo,	imparcialidad	y	en
estricto	respeto	del	derecho	de	privacidad	y	confidencialidad	de	la
víctima,	acerca	de	sus	derechos	y	de	los	mecanismos	de	denuncia.
En	todas	las	instituciones	del	sistema	de	justicia	y	en	la	Policía
Nacional	del	Perú,	debe	exhibirse	en	lugar	visible,	en	castellano	o
en	lengua	propia	del	lugar,	la	información	sobre	los	derechos	que
asisten	a	las	víctimas	de	violencia	y	de	los	servicios	de	atención
que	brinda	el	Estado	de	manera	gratuita	para	las	mismas.	Para
este	efecto,	es	obligatoria	la	entrega	de	una	cartilla	de	información
a	la	víctima	en	su	propia	lengua.	El	Ministerio	del	Interior	verifica
el	cumplimiento	de	esta	obligación.
b.	Asistencia	jurídica	y	defensa	pública
El	Estado	debe	brindar	asistencia	jurídica,	en	forma	inmediata,
gratuita,	especializada	y	en	su	propia	lengua,	a	todas	las	víctimas
de	violencia,	debiendo	proporcionarles	los	servicios	de	defensa
pública	para	garantizar	el	efectivo	ejercicio	de	sus	derechos.
Es	derecho	de	la	víctima	que	su	declaración	se	reciba	por	parte
de	personal	especializado	y	en	un	ambiente	adecuado	que
resguarde	su	dignidad	e	intimidad.
La	defensa	de	las	víctimas	de	violencia	a	la	mujer	e	integrantes
del	grupo	familiar,	en	aquellos	lugares	donde	el	Ministerio	de	la
Mujer	y	Poblaciones	Vulnerables	no	pueda	brindar	el	servicio,	lo
presta	las	Unidades	de	Asistencia	a	Víctimas	y	Testigos	del
Ministerio	Público	en	lo	que	corresponda	y	el	Ministerio	de
Justicia	y	Derechos	Humanos.
El	Ministerio	de	Justicia	y	Derechos	Humanos	y	el	Ministerio	de	la
Mujer	y	Poblaciones	Vulnerables	promueven	el	involucramiento
de	los	colegios	de	abogados	en	la	materia.
c.	Promoción,	prevención	y	atención	de	salud
La	promoción,	prevención,	atención	y	recuperación	integral	de	la
salud	física	y	mental	de	las	víctimas	de	violencia	contra	las
mujeres	y	los	integrantes	del	grupo	familiar	es	gratuita	en
cualquier	establecimiento	de	salud	del	Estado	e	incluye	la
atención	médica;	exámenes	de	ayuda	diagnóstica	(laboratorio,
imagenología	y	otros);	hospitalización,	medicamentos,
tratamiento	psicológico	y	psiquiátrico;	y	cualquier	otra	actividad
necesaria	o	requerida	para	el	restablecimiento	de	su	salud.
El	Ministerio	de	Salud	tiene	a	su	cargo	la	provisión	gratuita	de
servicios	de	salud	para	la	recuperación	integral	de	la	salud	física	y
mental	de	las	víctimas.	Respecto	de	las	atenciones	médicas	y
psicológicas	que	brinde,	el	Ministerio	de	Salud	debe	resguardar	la
adecuada	obtención,	conservación	de	la	documentación	de	la
prueba	de	los	hechos	de	violencia.	Esta	obligación	se	extiende	a
todos	los	servicios	públicos	y	privados	que	atienden	víctimas	de
violencia,	quienes,	además,	deben	emitir	los	certificados
correspondientes	de	calificación	del	daño	físico	y	psíquico	de	la
víctima	conforme	a	los	parámetros	médico-legales	del	Instituto	de
Medicina	Legal	y	Ciencias	Forenses	del	Ministerio	Público.
d.	Atención	social
El	Estado	atiende	a	las	víctimas	de	violencia	contra	las	mujeres	y
los	integrantes	del	grupo	familiar	en	los	programas	sociales,
garantizando	la	confidencialidad	de	los	casos	y	brindándoles	un
trato	digno,	siempre	que	se	cumplan	con	los	criterios	y	reglas
establecidos	en	la	normativa	vigente.
Ley	30364.
ART.	11.—Derechos	laborales.	El	trabajador	o	trabajadora	que
es	víctima	de	la	violencia	a	que	se	refiere	la	presente	ley	tiene	los
siguientes	derechos:
a.	A	no	sufrir	despido	por	causas	relacionadas	a	dichos	actos	de
violencia.
b.	Al	cambio	de	lugar	de	trabajo	en	tanto	sea	posible	y	sin
menoscabo	de	sus	derechos	remunerativos	y	de	categoría.	Lo
mismo	se	aplica	para	el	horario	de	trabajo,	en	lo	pertinente.
c.	A	la	justificación	de	las	inasistencias	y	tardanzas	al	centro	de
trabajo	derivadas	de	dichos	actos	de	violencia.	Estas	inasistencias
no	pueden	exceder	de	cinco	días	laborables	en	un	período	de
treinta	días	calendario	o	más	de	quince	días	laborables	en	un
período	de	ciento	ochenta	días	calendario.	Para	tal	efecto,	se
consideran	documentos	justificatorios	la	denuncia	que	presente
ante	la	dependencia	policial	o	ante	el	Ministerio	Público.
d.	A	la	suspensión	de	la	relación	laboral.	El	juez	a	cargo	del
proceso	puede,	a	pedido	de	la	víctima	y	atendiendo	a	la	gravedad
de	la	situación,	conceder	hasta	un	máximo	de	cinco	meses
consecutivos	de	suspensión	de	la	relación	laboral	sin	goce	de
remuneraciones.
La	reincorporación	del	trabajador	o	trabajadora	a	su	centro	de
trabajo	debe	realizarse	en	las	mismas	condiciones	existentes	en	el
momento	de	la	suspensión	de	la	relación	laboral.
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ART.	12.—Derechos	en	el	campo	de	la	educación.	La	persona
víctima	de	la	violencia	a	que	se	refiere	la	presente	ley	tiene,	entre
otros,	los	siguientes	derechos:
a.	Al	cambio	de	lugar	y	horario	de	estudios	sin	menoscabo	de	sus
derechos.
b.	A	la	justificación	de	inasistencias	y	tardanzas	derivadas	de
actos	de	violencia.	Estas	inasistencias	o	tardanzas	no	pueden
exceder	de	cinco	días	en	un	período	de	treinta	días	calendario	o
más	de	quince	días	en	un	período	de	ciento	ochenta	días
calendario.
c.	A	la	atención	especializada	en	el	ámbito	educativo	de	las
secuelas	de	la	violencia,	de	modo	que	el	servicio	educativo
responda	a	sus	necesidades	sin	desmedro	de	la	calidad	del	mismo.
Es	obligación	del	Estado	la	formulación	de	medidas	específicas
para	favorecer	la	permanencia	de	las	víctimas	en	el	ámbito
educativo	y,	de	ser	el	caso,	favorecer	su	reinserción	en	el	mismo.
TÍTULO	II
Procesos	de	tutela	frente	a	la	violencia
contra	las	mujeres	y	los	integrantes	del
grupo	familiar
CAPÍTULO	I
Proceso	especial
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ART.	13.—Norma	aplicable.	Las	denuncias	por	actos	de
violencia	contra	las	mujeres	y	los	integrantes	del	grupo	familiar	se
regulan	por	las	normas	previstas	en	la	presente	ley	y,	de	manera
supletoria,	por	el	Código	Procesal	Penal,	promulgado	por	el
Decreto	Legislativo	957,	y	la	Ley	27337,	Código	de	los	Niños	y
Adolescentes.
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ART.	14.—Competencia	de	los	juzgados	de	familia.	Son
competentes	los	juzgados	de	familia	o	los	que	cumplan	sus
funciones	para	conocer	las	denuncias	por	actos	de	violencia
contra	las	mujeres	o	contra	los	integrantes	del	grupo	familiar.
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ART.	15.—Denuncia.	La	denuncia	puede	presentarse	por	escrito
o	verbalmente.	Cuando	se	trata	de	una	denuncia	verbal,	se	levanta
acta	sin	otra	exigencia	que	la	de	suministrar	una	sucinta	relación
de	los	hechos.
La	denuncia	puede	ser	interpuesta	por	la	persona	perjudicada	o
por	cualquier	otra	en	su	favor,	sin	necesidad	de	tener	su
representación.	También	puede	interponerla	la	Defensoría	del
Pueblo.	No	se	requiere	firma	del	letrado,	tasa	o	alguna	otra
formalidad.
Sin	perjuicio	de	lo	expuesto,	los	profesionales	de	la	salud	y
educación	deben	denunciar	los	casos	de	violencia	contra	la	mujer
o	los	integrantes	del	grupo	familiar	que	conozcan	en	el
desempeño	de	su	actividad.
Cuando	la	Policía	Nacional	del	Perú	conozca	de	casos	de	violencia
contra	la	mujer	o	los	integrantes	del	grupo	familiar,	en	cualquiera
de	sus	comisarías	del	ámbito	nacional,	debe	poner	los	hechos	en
conocimiento	de	los	juzgados	de	familia	o	los	que	cumplan	sus
funciones	dentro	de	las	veinticuatro	horas	de	conocido	el	hecho,
remitiendo	el	atestado	que	resuma	lo	actuado.
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ART.	16.—Proceso.	En	el	plazo	máximo	de	setenta	y	dos	horas,
siguientes	a	la	interposición	de	la	denuncia,	el	juzgado	de	familia	o
su	equivalente	procede	a	evaluar	el	caso	y	resuelve	en	audiencia
oral	la	emisión	de	las	medidas	de	protección	requeridas	que	sean
necesarias.	Asimismo,	de	oficio	o	a	solicitud	de	la	víctima,	en	la
audiencia	oral	se	pronuncia	sobre	medidas	cautelares	que
resguardan	pretensiones	de	alimentos,	regímenes	de	visitas,
tenencia,	suspensión	o	extinción	de	la	patria	potestad,	liquidación
de	régimen	patrimonial	y	otros	aspectos	conexos	que	sean
necesarios	para	garantizar	el	bienestar	de	las	víctimas.
Analizados	los	actuados,	el	juzgado	de	familia	o	su	equivalente
procede	a	remitir	el	caso	a	la	fiscalía	penal	para	el	inicio	del
proceso	penal	conforme	a	las	reglas	del	Código	Procesal	Penal,
promulgado	por	el	Decreto	Legislativo	957.
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ART.	17.—Flagrancia.	En	caso	de	flagrante	delito,	vinculado	a
actos	de	violencia	contra	las	mujeres	y	los	integrantes	del	grupo
familiar,	la	Policía	Nacional	del	Perú	procede	a	la	inmediata
detención	del	agresor,	incluso	allanando	su	domicilio	o	el	lugar
donde	estén	ocurriendo	los	hechos.
En	estos	casos,	la	Policía	redacta	un	acta	en	la	que	se	hace	constar
la	entrega	del	detenido	y	las	demás	circunstancias	de	la
intervención,	debiendo	comunicar	inmediatamente	los	hechos	a	la
fiscalía	penal	para	las	investigaciones	correspondientes	y	al
juzgado	de	familia	o	su	equivalente	para	que	se	pronuncie	sobre
las	medidas	de	protección	y	otras	medidas	para	el	bienestar	de	las
víctimas.	Realizadas	las	acciones	previstas	en	el	artículo	16,	el
juzgado	de	familia	o	su	equivalente	comunica	los	actuados	a	la
fiscalía	penal	correspondiente.
Ley	30364.
ART.	18.—Actuación	de	los	operadores	de	justicia.	En	la
actuación	de	los	operadores	de	justicia,	originada	por	hechos	que
constituyen	actos	de	violencia	contra	las	mujeres	y	los	integrantes
del	grupo	familiar,	se	evita	la	doble	victimización	de	las	personas
agraviadas	a	través	de	declaraciones	reiterativas	y	de	contenido
humillante.	Los	operadores	del	sistema	de	justicia	deben	seguir
pautas	concretas	de	actuación	que	eviten	procedimientos
discriminatorios	hacia	las	personas	involucradas	en	situación	de
víctimas.
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ART.	19.—Declaración	de	la	víctima	y	entrevista	única.
Cuando	la	víctima	sea	niña,	niño,	adolescente	o	mujer,	su
declaración	debe	practicarse	bajo	la	técnica	de	entrevista	única,	la
misma	que	tiene	la	calidad	de	prueba	preconstituida.	La
declaración	de	la	víctima	mayor	de	edad,	a	criterio	del	fiscal,
puede	realizarse	bajo	la	misma	técnica.
El	juez	solo	puede	practicar	una	diligencia	de	declaración
ampliatoria	de	la	víctima,	en	los	casos	que	requiera	aclarar,
complementar	o	precisar	algún	punto	sobre	su	declaración.
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ART.	20.—Sentencia.	La	sentencia	que	ponga	fin	al	proceso	por
delitos	vinculados	a	hechos	que	constituyen	actos	de	violencia
contra	la	mujer	y	los	integrantes	del	grupo	familiar	puede	ser
absolutoria	o	condenatoria.
En	el	primer	caso	el	juez	señala	el	término	a	las	medidas	de
protección	dispuestas	por	el	juzgado	de	familia	o	equivalente.	Las
medidas	cautelares	que	resguardan	las	pretensiones	civiles	que
hayan	sido	decididas	en	esa	instancia	cesan	en	sus	efectos	salvo
que	hayan	sido	confirmadas	en	instancia	especializada.
En	caso	de	que	se	trate	de	una	sentencia	condenatoria,	además
de	lo	establecido	en	el	artículo	394	del	Código	Procesal	Penal,
promulgado	por	el	Decreto	Legislativo	957,	y	cuando
corresponda,	contiene:
1.	La	continuidad	o	modificación	de	las	medidas	de	protección
dispuestas	por	el	juzgado	de	familia	o	equivalente.
2.	El	tratamiento	terapéutico	a	favor	de	la	víctima.
3.	El	tratamiento	especializado	al	condenado.
4.	La	continuidad	o	modificación	de	las	medidas	cautelares	que
resguardan	las	pretensiones	civiles	de	tenencia,	régimen	de
visitas,	suspensión,	extinción	o	pérdida	de	la	patria	potestad,
asignación	de	alimentos,	entre	otras.
5.	Las	medidas	que	los	gobiernos	locales	o	comunidades	del
domicilio	habitual	de	la	víctima	y	del	agresor	deben	adoptar,	para
garantizar	el	cumplimiento	de	las	medidas	de	protección,	salvo
que	hayan	sido	confirmadas	en	instancia	especializada.
6.	La	inscripción	de	la	sentencia	en	el	Registro	Único	de	Víctimas
y	Agresores	por	Violencia	contra	las	Mujeres	y	los	Integrantes	del
Grupo	Familiar,	a	cargo	del	Ministerio	Público.
7.	Cualquier	otra	medida	a	favor	de	las	víctimas	o	de	los	deudos
de	estas.
En	el	caso	de	que	las	partes	del	proceso	usen	un	idioma	o	lengua
diferente	al	castellano,	la	sentencia	es	traducida.	En	los	casos	que
no	sea	posible	la	traducción,	el	juez	garantiza	la	presencia	de	una
persona	que	pueda	ponerles	en	conocimiento	su	contenido.
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ART.	21.—Responsabilidad	funcional.	Quien	omite,	rehúsa	o
retarda	algún	acto	a	su	cargo,	en	los	procesos	originados	por
hechos	que	constituyen	actos	de	violencia	contra	las	mujeres	o
contra	los	integrantes	del	grupo	familiar	comete	delito
sancionado	en	los	artículos	377	o	378	del	Código	Penal,	según
corresponda.
CAPÍTULO	II
Medidas	de	protección
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ART.	22.—Medidas	de	protección.	Entre	las	medidas	de
protección	que	pueden	dictarse	en	los	procesos	por	actos	de
violencia	contra	las	mujeres	y	los	integrantes	del	grupo	familiar	se
encuentran,	entre	otras,	las	siguientes:
1.	Retiro	del	agresor	del	domicilio.
2.	Impedimento	de	acercamiento	o	proximidad	a	la	víctima	en
cualquier	forma,	a	la	distancia	que	la	autoridad	judicial	determine.
3.	Prohibición	de	comunicación	con	la	víctima	vía	epistolar,
telefónica,	electrónica;	asimismo,	vía	chat,	redes	sociales,	red
institucional,	intranet	u	otras	redes	o	formas	de	comunicación.
4.	Prohibición	del	derecho	de	tenencia	y	porte	de	armas	para	el
agresor,	debiéndose	notificar	a	la	Superintendencia	Nacional	de
Control	de	Servicios	de	Seguridad,	Armas,	Municiones	y
Explosivos	de	Uso	Civil	para	que	proceda	a	dejar	sin	efecto	la
licencia	de	posesión	y	uso,	y	para	que	se	incauten	las	armas	que
están	en	posesión	de	personas	respecto	de	las	cuales	se	haya
dictado	la	medida	de	protección.
5.	Inventario	sobre	sus	bienes.
6.	Cualquier	otra	requerida	para	la	protección	de	la	integridad
personal	y	la	vida	de	sus	víctimas	o	familiares.
Ley	30364.
ART.	23.—Vigencia	e	implementación	de	las	medidas	de
protección.	La	vigencia	de	las	medidas	dictadas	por	el	juzgado	de
familia	o	su	equivalente	se	extiende	hasta	la	sentencia	emitida	en
el	juzgado	penal	o	hasta	el	pronunciamiento	fiscal	por	el	que	se
decida	no	presentar	denuncia	penal	por	resolución	denegatoria,
salvo	que	estos	pronunciamientos	sean	impugnados.
La	Policía	Nacional	del	Perú	es	responsable	de	ejecutar	las
medidas	de	protección	dictadas,	para	lo	cual	debe	tener	un	mapa
gráfico	y	georreferencial	de	registro	de	todas	las	víctimas	con	las
medidas	de	protección	que	les	hayan	sido	notificadas;	y,
asimismo,	habilitar	un	canal	de	comunicación	para	atender
efectivamente	sus	pedidos	de	resguardo,	pudiendo	coordinar	con
los	servicios	de	serenazgo	a	efectos	de	brindar	una	respuesta
oportuna.
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ART.	24.—Incumplimiento	de	medidas	de	protección.	El	que
desobedece,	incumple	o	resiste	una	medida	de	protección	dictada
en	un	proceso	originado	por	hechos	que	configuran	actos	de
violencia	contra	las	mujeres	o	contra	integrantes	del	grupo
familiar,	comete	delito	de	resistencia	o	desobediencia	a	la
autoridad	previsto	en	el	Código	Penal.
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ART.	25.—Protección	de	las	víctimas	en	las	actuaciones	de
investigación.	En	el	trámite	de	los	procesos	por	violencia	contra
las	mujeres	y	los	integrantes	del	grupo	familiar	está	prohibida	la
confrontación	y	la	conciliación	entre	la	víctima	y	el	agresor.	La
reconstrucción	de	los	hechos	debe	practicarse	sin	la	presencia	de
aquella,	salvo	que	la	víctima	mayor	de	catorce	años	de	edad	lo
solicite,	sin	perjuicio	de	lo	dispuesto	en	el	artículo	194,	inciso	3,
del	Código	Procesal	Penal,	promulgado	por	el	Decreto	Legislativo
957.
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ART.	26.—Contenido	de	los	certificados	médicos	e	informes.
Los	certificados	de	salud	física	y	mental	que	expidan	los	médicos
de	los	establecimientos	públicos	de	salud	de	los	diferentes
sectores	e	instituciones	del	Estado	y	niveles	de	gobierno,	tienen
valor	probatorio	acerca	del	estado	de	salud	física	y	mental	en	los
procesos	por	violencia	contra	las	mujeres	y	los	integrantes	del
grupo	familiar.
Igual	valor	tienen	los	certificados	expedidos	por	los	centros	de
salud	parroquiales	y	los	establecimientos	privados	cuyo
funcionamiento	se	encuentre	autorizado	por	el	Ministerio	de
Salud.
Los	certificados	correspondientes	de	calificación	del	daño	físico	y
psíquico	de	la	víctima	deben	ser	acordes	con	los	parámetros
médico-legales	del	Instituto	de	Medicina	Legal	y	Ciencias	Forenses
del	Ministerio	Público.
Los	certificados	médicos	contienen	información	detallada	de	los
resultados	de	las	evaluaciones	físicas	y	psicológicas	a	las	que	se	ha
sometido	a	la	víctima.	De	ser	el	caso,	los	certificados	de	las
evaluaciones	físicas	deben	consignar	necesariamente	la
calificación	de	días	de	atención	facultativa	así	como	la	calificación
de	días	de	incapacidad.
En	el	marco	de	las	atenciones	que	brinden	todos	los
establecimientos	de	salud	públicos	y	privados	deben	resguardar
la	adecuada	obtención,	conservación	y	documentación	de	la
prueba	de	los	hechos	de	violencia.
Los	informes	psicológicos	de	los	centros	emergencia	mujer	y
otros	servicios	estatales	especializados	tienen	valor	probatorio
del	estado	de	salud	mental	en	los	procesos	por	violencia	contra	las
mujeres	y	los	integrantes	del	grupo	familiar.
En	el	sector	público,	la	expedición	de	los	certificados	y	la	consulta
médica	que	los	origina,	así	como	los	exámenes	o	pruebas
complementarios	para	emitir	diagnósticos	son	gratuitos.
Para	efectos	de	la	presente	ley	no	resulta	necesaria	la	realización
de	la	audiencia	especial	de	ratificación	pericial;	por	lo	que	no	se
requiere	la	presencia	de	los	profesionales	para	ratificar	los
certificados	y	evaluaciones	que	hayan	emitido	para	otorgarles
valor	probatorio.
TÍTULO	III
Prevención	de	la	violencia,	atención	y
recuperación	de	víctimas	y	reeducación	de
personas	agresoras
CAPÍTULO	I
Prevención	de	la	violencia,	atención	y
recuperación	de	víctimas
Ley	30364.
ART.	27.—Servicios	de	promoción,	prevención	y
recuperación	de	víctimas	de	violencia.	La	protección	de	las
mujeres	y	de	los	integrantes	del	grupo	familiar	contra	actos	de
violencia	es	de	interés	público.	El	Estado	es	responsable	de
promover	la	prevención	contra	dichos	actos	y	la	recuperación	de
las	víctimas.
Es	política	del	Estado	la	creación	de	servicios	de	atención	y
prevención	contra	la	violencia.
La	creación	y	gestión	de	los	hogares	de	refugio	temporal,
programas	dirigidos	a	varones	para	prevenir	conductas	violentas
y	otros	servicios	de	protección	a	favor	de	las	víctimas	de	violencia
contra	la	mujer	e	integrantes	del	grupo	familiar	estarán	a	cargo	de
los	gobiernos	locales,	regionales	y	del	Ministerio	de	la	Mujer	y
Poblaciones	Vulnerables.	Es	función	de	dicho	sector	promover,
coordinar	y	articular	la	implementación	de	dichos	servicios	en
cada	localidad.
Ley	30364.
ART.	28.—Valoración	del	riesgo	de	víctimas	de	violencia	de
pareja.	En	casos	de	violencia	de	pareja,	la	Policía	Nacional	del
Perú	y	el	Ministerio	Público	aplican	la	ficha	de	valoración	del
riesgo	en	mujeres	víctimas	de	violencia	de	pareja	como	medida	de
prevención	del	feminicidio.	La	ficha	sirve	de	insumo	para	el
pronunciamiento	sobre	las	medidas	de	protección	y	debe	ser
actualizada	cuando	las	circunstancias	lo	ameriten.
Para	el	caso	de	otros	integrantes	del	grupo	familiar,	se	aplica	una
ficha	de	valoración	del	riesgo	que	permita	identificar	las
vulnerabilidades	y	necesidades	específicas	de	protección.
Cuando	la	Policía	Nacional	del	Perú	conozca	los	casos	a	través	de
sus	comisarías,	debe	incluir	entre	sus	actuaciones	la	ficha	de
valoración	de	riesgo	y	remitirla	al	juzgado	de	familia	o
equivalente,	conforme	al	proceso	regulado	en	la	presente	ley.
Ley	30364.
ART.	29.—Implementación	y	registro	de	hogares	de	refugio
temporal.	Es	política	permanente	del	Estado	la	creación	de
hogares	de	refugio	temporal.
El	Ministerio	de	la	Mujer	y	Poblaciones	Vulnerables	implementa
y	administra	el	registro	de	hogares	de	refugio	temporal	que
cumpla	con	los	estándares	de	calidad	en	la	prestación	de	servicio.
La	información	de	este	registro	es	confidencial	y	será	utilizada
para	los	procesos	de	articulación,	protección	y	asistencia	técnica.
Los	gobiernos	locales,	provinciales	y	distritales,	y	los	gobiernos
regionales	e	instituciones	privadas	que	gestionen	y	administren
hogares	de	refugio	temporal	facilitarán	la	información	y	acceso	al
Ministerio	de	la	Mujer	y	Poblaciones	Vulnerables	para	el
cumplimiento	de	sus	funciones	de	monitoreo,	seguimiento	y
evaluación.
El	Ministerio	de	la	Mujer	y	Poblaciones	Vulnerables	aprueba	los
requisitos	mínimos	para	crear	y	operar	los	hogares	de	refugio
temporal,	así	como	los	estándares	mínimos	de	calidad	de
prestación	del	servicio.
CAPÍTULO	II
Reeducación	de	las	personas	agresoras
Ley	30364.
ART.	30.—Reeducación	de	las	personas	agresoras.	Es	política
del	Estado	la	creación	de	servicios	de	tratamiento	que
contribuyan	a	la	reeducación	de	personas	agresoras	que	han
cometido	actos	de	violencia	contra	las	mujeres	y	los	integrantes
del	grupo	familiar	a	fin	de	que	el	agresor	detenga	todo	tipo	de
violencia	contra	estos.
Ley	30364.
ART.	31.—Tratamiento	penitenciario	para	la	reinserción
social	de	las	personas	agresoras	privadas	de	libertad.	El
Instituto	Nacional	Penitenciario	incorpora	el	eje	de	prevención	de
la	violencia	contra	las	mujeres	y	los	integrantes	del	grupo	familiar
dentro	de	los	distintos	programas	de	tratamiento	penitenciario
dirigidos	a	la	población	penal.
El	condenado	a	pena	privativa	de	libertad	efectiva	por	delitos
vinculados	a	la	violencia	contra	las	mujeres	y	los	integrantes	del
grupo	familiar,	previa	evaluación,	debe	seguir	un	tratamiento	de
reeducación	de	carácter	multidisciplinario	y	diferenciado,
teniendo	en	cuenta	los	enfoques	consignados	en	esta	ley	a	fin	de
facilitar	su	reinserción	social.	El	cumplimiento	del	tratamiento	es
un	requisito	obligatorio	para	el	otorgamiento	de	beneficios
penitenciarios,	de	indulto	y	de	la	conmutación	de	la	pena	a	los	que
hubiere	lugar,	conforme	al	marco	legal	vigente,	los	que	no	pueden
ser	concedidos	sin	el	correspondiente	informe	psicológico	y	social
que	se	pronuncie	sobre	la	evolución	del	tratamiento	diferenciado.
El	Ministerio	de	la	Mujer	y	Poblaciones	Vulnerables	presta
asistencia	técnica	para	el	diseño	del	programa	de	reeducación.
Ley	30364.
ART.	32.—Tratamiento	para	las	personas	agresoras	en	medio
libre.	En	los	procesos	por	delitos	vinculados	a	actos	de	violencia
contra	las	mujeres	y	los	integrantes	del	grupo	familiar,	el	juez
puede	imponer	al	agresor	tratamiento	psicosocial,	psiquiátrico	o
de	grupos	de	autoayuda	especializados	en	violencia	a	través	de	la
asistencia	a	terapias	sobre	violencia	contra	las	mujeres	y	los
integrantes	del	grupo	familiar,	utilizando	los	diversos	programas
que	desarrollan	las	instituciones	de	protección	a	la	familia.	Esta
medida	puede	aplicarse	desde	el	inicio	del	procedimiento.
Es	obligación	de	los	gobiernos	locales	implementar,	en
coordinación	con	el	Ministerio	de	la	Mujer	y	Poblaciones
Vulnerables,	servicios	de	atención	e	intervención	para	varones	y
personas	agresoras.
En	los	procesos	por	delitos	vinculados	a	actos	de	violencia	contra
las	mujeres	y	los	integrantes	del	grupo	familiar,	los	juzgados
penales	deben	pronunciarse	en	la	sentencia	condenatoria	acerca
del	tratamiento	especializado	para	el	agresor	que	no	cumpla	pena
privativa	de	libertad	efectiva.
El	sometimiento	a	un	servicio	de	tratamiento	para	la	reeducación
de	agresores	en	instituciones	públicas	o	privadas	que	el	juzgado
disponga,	es	considerado	como	regla	de	conducta,	sin	perjuicio	de
la	sanción	penal	que	corresponda.
JURISPRUDENCIA.—El	fiscal	debe	solicitar	y	el	juez	imponer	el
tratamiento	de	reeducación	de	carácter	multidisciplinario	y
diferenciado	del	agresor	en	casos	de	violencia	familiar.	“Nada	indica	que
con	una	pena	de	carácter	suspendida	el	imputado	no	reincidiría	en	la
comisión	de	delitos	similares	(artículo	57,	apartado	2°	del	Código	Penal),
tanto	más	si	en	esta	clase	de	infracciones	penales,	que	ocasionan	grave
alarma	social,	la	lógica	comisiva	es	su	reiteración	y	el	nivel	de	progresión	en	la
agresión	a	la	mujer	es	una	constante,	si	es	que	no	se	trata	psicológica	y/o
psiquiátricamente	al	agresor	–de	modo	especial–	y	a	la	agredida	–para	evitar
su	victimización	sucesiva	y	la	banalización	del	mal	que	produce–.	Esa	es	la
conclusión	a	que	arriban	los	estudios	criminológicos	en	esta	clase	de	delitos,
que	incluso	generan	serios	efectos	ulteriores	en	las	víctimas	de	violencia	de
género,	que	devastan	su	autoestima	y	posición	participativa	en	la	sociedad.
Por	razones	de	prevención	general	y	especial	no	es	adecuado	suspender	la
ejecución	de	la	pena.	La	respuesta	punitiva	debe	ser	más	intensa.
Es	de	rigor	acotar	que	la	ley	ya	citada	número	30364	impone,	además,	junto
a	la	pena	privativa	de	libertad	y	la	inhabilitación,	la	aplicación	de	la	medida
de	‘tratamiento	de	reeducación	de	carácter	multidisciplinario	y	diferenciado’
(artículos	31	y	32),	que	los	fiscales	están	obligados	a	solicitar	y	los	jueces	a
imponer”.	(C.	S.,	R.	N.	1865-2015-Huancavelica,	jul.	26/2016.	V.	P.	San	Martín
Castro)
JURISPRUDENCIA.—En	casos	de	violencia	familiar,	por	razones	de
prevención	general	y	especial	la	ejecución	de	la	pena	no	se	suspende.	“i)
En	esta	clase	de	infracciones	penales,	que	ocasionan	grave	alarma	social,	la
lógica	comisiva	es	su	reiteración	y	el	nivel	de	progresión	en	la	agresión	a	la
mujer	es	una	constante,	si	es	que	no	se	trata	psicológica	y/o	psiquiátricamente
al	agresor	–de	modo	especial–	y	a	la	agredida	–para	evitar	su	victimización
sucesiva	y	la	banalización	del	mal	que	produce–.	Por	razones	de	prevención
general	y	especial	no	es	adecuado	suspender	la	ejecución	de	la	pena.	La
respuesta	punitiva	debe	ser	más	intensa.	ii)	La	Ley	número	30364,	precisó
como	pena	conjunta	principal	la	inhabilitación	–que	no	incluía	la	legislación
anterior–,	debiendo	entenderse	que	la	incapacitaciones	previstas	son	las
señaladas	en	los	numerales	10	y	11	del	artículo	36	del	Código	Penal,	según	la
Ley	número	30076,	de	diecinueve	de	agosto	de	dos	mil	quince.	iii)	La	indicada
ley,	además,	impone	junto	a	la	pena	privativa	de	libertad	y	la	inhabilitación,	la
aplicación	de	la	medida	de	‘tratamiento	de	reeducación	de	carácter
multidisciplinario	y	diferenciado’	(artículos	31	y	32),	que	los	fiscales	están
obligados	a	solicitar	y	los	jueces	a	imponer”.	(CS,	R.	N.	1865-2015-
Huancavelica,	jul.	26/2016.	V.	P.	San	Martín	Castro)
TÍTULO	IV
Sistema	Nacional	para	la	Prevención,
Sanción	y	Erradicación	de	la	Violencia
Contra	las	Mujeres	y	los	Integrantes	del
Grupo	Familiar
Ley	30364.
ART.	33.—Creación,	finalidad	y	competencia	del	sistema.
Créase	el	Sistema	Nacional	para	la	Prevención,	Sanción	y
Erradicación	de	la	Violencia	contra	las	Mujeres	y	los	Integrantes
del	Grupo	Familiar,	a	fin	de	coordinar,	planificar,	organizar	y
ejecutar	acciones	articuladas,	integradas	y	complementarias	para
la	acción	del	Estado	en	la	prevención,	atención,	protección	y
reparación	de	la	víctima,	la	sanción	y	reeducación	del	agresor,	a
efectos	de	lograr	la	erradicación	de	la	violencia	contra	las	mujeres
y	los	integrantes	del	grupo	familiar.	Es	un	sistema	funcional.
Ley	30364.
ART.	34.—Integrantes	del	sistema.	Integran	el	Sistema
Nacional	para	la	Prevención,	Sanción	y	Erradicación	de	la
Violencia	contra	las	Mujeres	y	los	Integrantes	del	Grupo	Familiar
las	entidades	que	integran	la	comisión	multisectorial	de	alto	nivel,
que	cuenta	con	una	secretaría	técnica,	y	las	instancias	regionales,
provinciales	y	distritales	de	concertación	para	erradicar	la
violencia	contra	las	mujeres	y	los	integrantes	del	grupo	familiar.
Ley	30364.
ART.	35.—Comisión	Multisectorial	de	Alto	Nivel.	Constitúyase
la	Comisión	Multisectorial	de	Alto	Nivel	con	la	finalidad	de	dirigir
el	Sistema	Nacional	para	la	Prevención,	Sanción	y	Erradicación	de
la	Violencia	contra	las	Mujeres	y	los	Integrantes	del	Grupo
Familiar	y	formular	los	lineamientos	y	la	evaluación	de	lo
establecido	en	la	presente	norma.
La	comisión	está	presidida	por	el	titular	o	el	representante	de	la
alta	dirección	del	Ministerio	de	la	Mujer	y	Poblaciones
Vulnerables	e	integrada	por	los	titulares	o	los	representantes	de	la
alta	dirección	de	las	instituciones	que	se	determinen	en	el
reglamento	de	la	presente	ley.
El	Ministerio	de	la	Mujer	y	Poblaciones	Vulnerables	es	el	ente
rector	en	materia	de	prevención,	protección	y	atención	de	la
violencia	contra	las	mujeres	y	los	integrantes	del	grupo	familiar	y
el	responsable	de	la	coordinación,	articulación	y	vigilancia	de	la
aplicación	efectiva	y	el	cumplimiento	de	la	presente	ley.
La	Dirección	General	contra	la	Violencia	de	Género	del	citado
ministerio	se	constituye	como	secretaría	técnica	de	la	Comisión,	la
cual	convoca	a	especialistas	de	diferentes	sectores	y
representantes	de	la	sociedad	civil	con	la	finalidad	de	constituir
un	grupo	de	trabajo	nacional.
El	reglamento	de	la	presente	ley	regula	el	funcionamiento	de	la
comisión.
Ley	30364.
ART.	36.—Funciones	de	la	Comisión	Multisectorial.	Son
funciones	de	la	Comisión	Multisectorial,	las	siguientes:
1.	Aprobar	y	difundir	el	protocolo	base	de	actuación	conjunta	y
los	lineamientos	para	la	intervención	intersectorial	articulada	en
prevención,	atención,	protección,	sanción	y	reeducación	para
erradicar	la	violencia	contra	las	mujeres	y	los	integrantes	del
grupo	familiar,	teniendo	en	cuenta	los	informes	emitidos	por	el
Observatorio	Nacional	de	Violencia	contra	las	Mujeres	y	los
Integrantes	del	Grupo	Familiar.
2.	Hacer	el	seguimiento	y	monitoreo	de	los	planes	nacionales	que
aborden	la	violencia	contra	las	mujeres	y	los	integrantes	del	grupo
familiar,	teniendo	en	cuenta	los	informes	emitidos	por	el
Observatorio	Nacional	de	la	Violencia	contra	las	Mujeres	y	los
Integrantes	del	Grupo	Familiar.
3.	Coordinar	con	el	Ministerio	de	Economía	y	Finanzas	para	la
dotación	de	recursos	a	los	sectores	comprometidos	en	la
aplicación	de	la	presente	ley,	previa	planificación	presupuestaria
intersectorial.
4.	Garantizar	la	adecuación	orgánica	y	administrativa	de	las
instancias	responsables	de	la	implementación	de	los	lineamientos
dictados	por	la	comisión	para	la	mejor	aplicación	de	la	presente
ley.
5.	Promover	la	creación	de	observatorios	regionales	de	la
violencia	contra	las	mujeres	y	los	integrantes	del	grupo	familiar.
6.	Promover	la	creación	de	las	instancias	regionales,	provinciales
y	distritales	encargadas	de	combatir	la	violencia	contra	las
mujeres	y	los	integrantes	del	grupo	familiar.
Ley	30364.
ART.	37.—Instancia	regional	de	concertación.	La	instancia
regional	de	concertación	tiene	como	responsabilidad	elaborar,
implementar,	monitorear	y	evaluar	las	políticas	públicas
encargadas	de	combatir	la	violencia	contra	las	mujeres	y	los
integrantes	del	grupo	familiar	a	nivel	regional,	y	promover	el
cumplimiento	de	la	presente	norma.	Su	composición	se	determina
en	el	reglamento	de	la	presente	ley.
Ley	30364.
ART.	38.—Instancia	provincial	de	concertación.	La	instancia
provincial	de	concertación	tiene	como	responsabilidad	elaborar,
implementar,	monitorear	y	evaluar	las	políticas	públicas
encargadas	de	combatir	la	violencia	contra	las	mujeres	y	los
integrantes	del	grupo	familiar	a	nivel	provincial,	y	promover	el
cumplimiento	de	la	presente	norma.	Su	composición	se	determina
en	el	reglamento	de	la	presente	ley.
Ley	30364.
ART.	39.—Instancia	distrital	de	concertación.	La	instancia
distrital	de	concertación	tiene	como	responsabilidad	elaborar,
implementar,	monitorear	y	evaluar	las	políticas	públicas
encargadas	de	combatir	la	violencia	contra	las	mujeres	y	los
integrantes	del	grupo	familiar	a	nivel	distrital,	y	promover	el
cumplimiento	de	la	presente	norma.	Su	composición	se	determina
en	el	reglamento	de	la	presente	ley.
Ley	30364.
ART.	40.—Instrumentos	y	mecanismos	de	articulación	del
sistema.	Son	instrumentos	y	mecanismos	de	articulación	del
sistema:
a.	El	Protocolo	Base	de	Actuación	Conjunta.
b.	El	Registro	Único	de	Víctimas	y	Agresores.
c.	El	Observatorio	Nacional	de	la	Violencia	contra	las	Mujeres	y
los	Integrantes	del	Grupo	Familiar.
d.	El	Centro	de	Altos	Estudios	contra	la	Violencia	contra	las
Mujeres	y	los	Integrantes	del	Grupo	Familiar.
Ley	30364.
ART.	41.—Protocolo	base	de	actuación	conjunta.	El	protocolo
base	de	actuación	conjunta	en	prevención,	atención,	protección,
detección	precoz	e	intervención	continuada,	sanción	y
reeducación	frente	a	la	violencia	contra	las	mujeres	y	los
integrantes	del	grupo	familiar	contiene	los	lineamientos	de
articulación	intersectorial	y	los	procedimientos	que	aseguren	la
actuación	global	e	integral	de	las	distintas	administraciones	y
servicios	implicados.	Constituye	un	instrumento	de	obligatorio
cumplimiento	bajo	responsabilidad.
El	protocolo	debe	considerar	de	forma	especial	la	situación	de	las
mujeres	que,	por	su	condición	de	tal	y	en	cruce	con	otras
variables,	estén	más	expuestas	a	sufrir	violencia	o	mayores
dificultades	para	acceder	a	los	servicios	previstos	en	esta	ley,	tales
como	las	pertenecientes	a	poblaciones	indígenas,	andinas	y
amazónicas,	las	afrodescendientes,	las	que	se	encuentran	en
situación	de	exclusión	social	y	las	mujeres	con	discapacidad,	entre
otras.	Similar	consideración	debe	contemplar	el	protocolo
respecto	de	los	integrantes	del	grupo	familiar	desde	el	enfoque	de
derechos	humanos,	generacional	e	intercultural.
Ley	30364.
ART.	42.—Registro	Único	de	Víctimas	y	Agresores.	Con	el
objeto	de	implementar	un	sistema	intersectorial	de	registro	de
casos	de	violencia	contra	las	mujeres	y	los	integrantes	del	grupo
familiar,	denominado	Registro	Único	de	Víctimas	y	Agresores,	el
Ministerio	Público,	en	coordinación	con	la	Policía	Nacional	del
Perú,	el	Poder	Judicial	y	el	Ministerio	de	la	Mujer	y	Poblaciones
Vulnerables,	es	el	responsable	del	registro	de	dichos	casos,	en	el
que	se	consignan	todos	las	datos	de	la	víctima	y	del	agresor,	la
tipificación,	las	causas	y	consecuencias	de	la	violencia,	la
existencia	de	denuncias	anteriores	y	otros	datos	necesarios.
Ley	30364.
ART.	43.—Observatorio	Nacional	de	la	Violencia	contra	las
Mujeres	y	los	Integrantes	del	Grupo	Familiar.	El	Observatorio
Nacional	de	la	Violencia	contra	las	Mujeres	y	los	Integrantes	del
Grupo	Familiar,	a	cargo	del	Ministerio	de	la	Mujer	y	Poblaciones
Vulnerables,	tiene	por	objeto	monitorear,	recolectar,	producir	y
sistematizar	datos	e	información	haciendo	seguimiento	a	las
políticas	públicas	y	los	compromisos	internacionales	asumidos
por	el	Estado	en	esta	materia.	Su	misión	es	desarrollar	un	sistema
de	información	permanente	que	brinde	insumos	para	el	diseño,
implementación	y	gestión	de	políticas	públicas	tendientes	a	la
prevención	y	erradicación	de	la	violencia	contra	las	mujeres	y	los
integrantes	del	grupo	familiar.
El	observatorio	elabora	informes,	estudios	y	propuestas	para	la
efectividad	del	Sistema	Nacional	para	la	Prevención,	Sanción	y
Erradicación	de	la	Violencia	contra	las	Mujeres	y	los	Integrantes
del	Grupo	Familiar.
Ley	30364.
ART.	44.—Centro	de	Altos	Estudios.	El	Centro	de	Altos	Estudios
contra	la	Violencia	contra	las	Mujeres	y	los	Integrantes	del	Grupo
Familiar,	bajo	la	dirección	del	Ministerio	de	la	Mujer	y	Poblaciones
Vulnerables,	tiene	como	objetivo	contribuir	a	la	intervención
articulada	y	multidisciplinaria	a	través	de	un	sistema	integral
continuo	de	especialización	y	perfeccionamiento	de	los
operadores	en	el	rol	que	les	compete	en	la	lucha	integral	contra	la
violencia	contra	las	mujeres	y	los	integrantes	del	grupo	familiar,
para	una	atención	oportuna	y	efectiva,	incluyendo	la	evaluación
de	su	impacto.
El	Centro	de	Altos	Estudios	tiene	estrecha	coordinación	con	la
Academia	de	la	Magistratura,	la	Escuela	del	Ministerio	Público,	el
Centro	de	Investigaciones	Judiciales	del	Poder	Judicial,	el	Centro
de	Estudios	Constitucionales	del	Tribunal	Constitucional,	el
Centro	de	Estudios	en	Justicia	y	Derechos	Humanos	del	Ministerio
de	Justicia	y	Derechos	Humanos,	universidades	y	centros	de
investigación	para	incidir	en	que	se	prioricen	actividades	de
capacitación	e	investigación	sobre	la	violencia	contra	las	mujeres
e	integrantes	del	grupo	familiar.
Todas	las	acciones	que	realiza	y	promueve	el	Centro	de	Altos
Estudios	deben	incorporar	los	enfoques	de	género,	integralidad,
interculturalidad,	derechos	humanos,	interseccionalidad,
generacional	y	discapacidad	que	subyacen	a	la	presente	ley.
Ley	30364.
ART.	45.—Responsabilidades	sectoriales.	Los	sectores	e
instituciones	involucradas,	y	los	gobiernos	regionales	y	locales,
además	de	adoptar	mecanismos	de	formación,	capacitación	y
especialización	permanente,	de	conformidad	con	sus	leyes
orgánicas	y	demás	normas	aplicables,	son	responsables	de:
1.	El	Ministerio	de	la	Mujer	y	Poblaciones	Vulnerables
a)	Promover	y	coordinar	las	acciones	de	articulación
multisectorial	e	intergubernamental.
b)	Asesorar	técnicamente	a	las	diferentes	entidades	públicas
para	que	desarrollen	acciones	para	erradicar	la	violencia	contra
las	mujeres	y	los	integrantes	del	grupo	familiar	conforme	a	sus
competencias	y	funciones.
c)	Promover	en	los	niveles	subnacionales	de	gobierno	políticas,
programas	y	proyectos	de	prevención,	atención	y	tratamiento
como	hogares	de	refugio	temporal,	servicios	de	consejería,	grupos
de	ayuda	mutua,	centros	de	atención	residencial,	centros
emergencia	mujer,	defensorías	del	niño	y	adolescente	y	servicios
de	tratamiento	de	personas	agresoras,	entre	otros.
d)	Supervisar	la	implementación	de	la	política	de	prevención,
protección	y	atención	de	la	violencia	contra	las	mujeres	y	los
integrantes	del	grupo	familiar.
e)	Promover	campañas	de	difusión	sobre	la	problemática	de	la
violencia	contra	las	mujeres	y	los	integrantes	del	grupo	familiar	y
de	difusión	de	los	alcances	de	la	presente	ley.
f)	Promover	el	estudio	e	investigación	sobre	las	causas	de	la
violencia	contra	las	mujeres	y	los	integrantes	del	grupo	familiar	y
tomar	medidas	para	su	corrección.
g)	Promover	la	participación	activa	de	organizaciones	dedicadas
a	la	protección	de	los	derechos	de	las	mujeres,	niñas,	niños	y
adolescentes,	personas	adultas	mayores	y	personas	con
discapacidad,	entre	otras,	y	del	sector	privado,	con	especial
énfasis	en	el	sector	empresarial,	en	programas	de	prevención,
atención	y	recuperación	de	la	violencia	contra	las	mujeres	e
integrantes	del	grupo	familiar.
h)	Disponer	las	medidas	necesarias	a	fin	de	implementar
acciones	de	prevención	y	atención	de	las	víctimas	de	violencia	en
las	zonas	rurales	del	país	y	respecto	de	las	víctimas	en	mayor
situación	de	vulnerabilidad.
2.	El	Ministerio	de	Educación
a)	Supervisar	el	cumplimiento	de	los	lineamientos	de	política
pública	contra	la	violencia	contra	las	mujeres	y	los	integrantes	del
grupo	familiar,	en	el	ámbito	de	su	competencia.
b)	Fortalecer	en	todas	las	modalidades	y	niveles	educativos	la
enseñanza	de	valores	éticos	orientados	al	respeto	de	la	dignidad
de	la	persona	en	el	marco	del	derecho	a	vivir	libre	de	violencia,
eliminando	los	estereotipos	que	exacerban,	toleran	o	legitiman	la
violencia,	inferioridad	o	subordinación	en	el	grupo	familiar,	en
especial	los	que	afectan	a	la	mujer.
c)	Supervisar	que	en	todos	los	materiales	educativos	se	eliminen
los	estereotipos	sexistas	o	discriminatorios	y,	por	el	contrario,	se
fomente	la	igualdad	de	los	hombres	y	las	mujeres.
d)	Promover	y	fortalecer	los	programas	de	escuelas	para	padres;
y	de	preparación	para	la	vida	y	la	convivencia	saludable	en	el
grupo	familiar;	estableciendo	mecanismos	para	la	detección	y
derivación	a	las	instituciones	del	sistema,	de	los	casos	de	violencia
hacia	la	mujer	y	los	integrantes	del	grupo	familiar.
e)	Implementar	en	las	instituciones	educativas	de	la	Educación
Básica	Regular	(EBR)	y	la	Educación	Básica	Alternativa	(EBA),
contenidos	del	Diseño	Curricular	Nacional	(DCN)	sobre	el	respeto
del	derecho	a	una	vida	libre	de	violencia,	con	metodologías	activas
y	sistemas	de	evaluación	que	se	adapten	a	los	diversos	contextos
culturales,	étnicos	y	lingüísticos.
f)	Implementar	programas	de	fortalecimiento	de	capacidades	en
la	formación	inicial	y	permanente	del	profesorado	en	las
temáticas	de	lucha	para	erradicar	la	violencia	contra	las	mujeres	y
los	integrantes	del	grupo	familiar,	incorporando	en	las	guías,
módulos	y	programas	de	capacitación	de	docentes,	y	tópicos	como
tipos	de	violencia,	socialización	de	género	y	violencia,
identificación	de	factores	de	riesgo	relacionados	con	la	violencia	y
mecanismos	de	fortalecimiento	de	redes	de	apoyo	para	la
prevención.
g)	Difundir	la	problemática	del	acoso	sexual	entre	el	personal
docente	y	administrativo,	así	como	los	protocolos	del	sector.
h)	Incorporar	en	las	guías	dirigidas	a	la	población	escolar,
contenidos	sobre	prevención	del	acoso	y	abuso	sexual	en	niñas	y
niños.
i)	Implementar	estrategias	creativas	y	de	impacto	sobre	lucha
contra	la	violencia	contra	las	mujeres	y	los	integrantes	del	grupo
familiar,	en	espacios	educativos	no	formales	como	los	mercados,
espacios	de	esparcimiento,	terminales	de	buses,	salas	de	espera
de	instituciones	públicas	y	privadas	entre	otras.
3.	El	Ministerio	de	Salud
a)	Promover	y	fortalecer	programas	para	la	promoción,
protección,	recuperación	y	rehabilitación	de	la	salud,
contribuyendo	a	lograr	el	bienestar	y	desarrollo	de	la	persona,	en
condiciones	de	plena	accesibilidad	y	respeto	de	los	derechos
fundamentales,	de	conformidad	con	las	políticas	sectoriales.
b)	Garantizar	atención	de	calidad	a	los	casos	de	violencia	contra
las	mujeres	y	los	integrantes	del	grupo	familiar,	incluyendo	su
afiliación	en	el	Seguro	Integral	de	Salud	para	la	atención	y
recuperación	integral	de	la	salud	física	y	mental	gratuita,	lo	que
incluye	la	atención,	los	exámenes,	hospitalización,	medicamentos,
tratamiento	psicológico	o	psiquiátrico	y	cualquier	otra	actividad
necesaria	para	el	restablecimiento	de	la	salud.
c)	Desarrollar	programas	de	sensibilización	y	formación	continua
del	personal	sanitario	con	el	fin	de	mejorar	e	impulsar	la
adecuada	atención	de	las	víctimas	de	violencia	a	que	se	refiere	la
ley.
4.	El	Ministerio	del	Interior
a)	Establecer,	a	través	de	sus	órganos	de	línea,	apoyo	y	control,
las	pautas	y	lineamientos	técnicos	para	la	adecuada	ejecución,
supervisión	y	control	de	las	disposiciones	de	prevención,	atención
y	protección	contra	la	violencia	contra	las	mujeres	y	los
integrantes	del	grupo	familiar,	en	cumplimiento	de	las	funciones
del	sector	interior,	con	especial	participación	de	la	Dirección
Ejecutiva	de	Seguridad	Ciudadana	de	la	Policía	Nacional	del	Perú
como	el	órgano	técnico	especializado	en	la	recepción	de
denuncias	e	investigación	de	casos	de	violencia	contra	las	mujeres
y	los	integrantes	del	grupo	familiar.
b)	Promover,	en	la	Policía	Nacional	del	Perú,	la	creación	de	la
especialidad	funcional	en	materia	de	violencia	contra	las	mujeres
y	los	integrantes	del	grupo	familiar.	La	Dirección	Ejecutiva	de
Seguridad	Ciudadana	es	el	órgano	especializado	responsable	de	la
organización,	especialización	y	evaluación	de	desempeño.
c)	Implementar,	en	coordinación	con	el	Ministerio	de	la	Mujer	y
Poblaciones	Vulnerables,	los	Módulos	de	Atención	a	la	Mujer
Víctima	de	Violencia	Familiar	y	Sexual,	previstos	en	el	Decreto
Supremo	012-2013-IN	como	política	nacional	del	Estado	peruano.
d)	Garantizar	en	los	servicios	de	comisarías	y	áreas	competentes
la	permanencia	de	personal	especializado	y	sensibilizado.
e)	Brindar	atención	oportuna	para	la	implementación	y
cumplimiento	de	las	medidas	de	protección	otorgadas	por	el
Ministerio	Público	a	las	personas	afectadas	por	violencia	contra
las	mujeres	y	los	integrantes	del	grupo	familiar.
f)	Expedir	formularios	tipo	para	facilitar	las	denuncias	y	regular
los	procedimientos	policiales	necesarios	para	asegurar	la
diligente	remisión	de	lo	actuado	en	las	denuncias	recibidas	a	los
juzgados	de	familia	o	equivalente	en	el	plazo	establecido	en	la
presente	ley.
g)	Elaborar	cartillas	y	otros	instrumentos	de	difusión	masiva
para	la	atención	adecuada	de	las	víctimas	de	violencia	hacia	la
mujer	y	los	integrantes	del	grupo	familiar	en	las	comisarías	y
dependencias	policiales.
5.	El	Ministerio	de	Justicia	y	Derechos	Humanos
a)	Sistematizar	y	difundir	el	ordenamiento	jurídico	del	Estado	en
materia	de	lucha	para	erradicar	la	violencia	contra	las	mujeres	y
los	integrantes	del	grupo	familiar.
b)	Brindar	el	servicio	de	defensa	pública	a	las	víctimas	de
violencia	contra	las	mujeres	y	los	integrantes	del	grupo	familiar.
c)	Brindar,	a	través	del	Instituto	Nacional	Penitenciario,
tratamiento	penitenciario	diferenciado	para	personas
sentenciadas	por	hechos	de	violencia	contra	las	mujeres	y	los
integrantes	del	grupo	familiar.
6.	El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo
a)	Priorizar,	en	el	marco	de	los	programas,	estrategias	y	planes
de	actuación	de	promoción	del	empleo	y	la	empleabilidad,	la
atención	de	las	víctimas	de	violencia	para	su	incorporación	en	el
mercado	de	trabajo	por	cuenta	ajena	o	a	través	del	desarrollo	de
autoempleos	productivos	y	otras	formas	de	emprendimiento.
b)	Coordinar	con	las	instancias	pertinentes	a	fin	de	garantizar	el
cumplimiento	de	lo	dispuesto	en	la	presente	ley	en	cuanto	a
derechos	laborales	del	trabajador	víctima	de	violencia.
7.	El	Ministerio	de	Transportes	y	Comunicaciones	Velar	por	el
cumplimiento	estricto	de	las	obligaciones	de	los	medios	de
comunicación	establecidas	en	la	presente	ley.
8.	El	Ministerio	de	Economía	y	Finanzas
Asignar	los	recursos	necesarios	para	el	cumplimiento	de	la
presente	ley.
9.	El	Ministerio	de	Desarrollo	e	Inclusión	Social
a)	Incorporar,	en	los	programas	adscritos	al	Ministerio	de
Desarrollo	e	Inclusión	Social,	a	personas	afectadas	por	violencia
contra	las	mujeres	y	a	los	integrantes	del	grupo	familiar,	siempre
que	se	cumplan	con	los	criterios	y	reglas	establecidos	en	la
normativa	vigente.
b)	Poner	a	disposición	de	la	sociedad	información	respecto	a	la
ejecución	de	los	programas	sociales	que	han	beneficiado	a
personas	afectadas	por	violencia	contra	las	mujeres	y	a	los
integrantes	del	grupo	familiar.
10.	El	Ministerio	de	Defensa
Incorporar	en	los	lineamientos	educativos	de	las	Fuerzas
Armadas	contenidos	específicos	contra	la	violencia	contra	las
mujeres	y	los	integrantes	del	grupo	familiar	de	conformidad	con
los	enfoques	previstos	en	la	presente	ley,	así	como	en	sus	órganos
académicos	y	organismos	públicos	adscritos.
11.	El	Ministerio	de	Relaciones	Exteriores
Formular,	coordinar,	ejecutar	y	evaluar	la	política	de	protección	y
asistencia	de	los	nacionales	en	el	exterior	por	casos	de	violencia
contra	las	mujeres	y	los	integrantes	del	grupo	familiar.
12.	El	Poder	Judicial
Administrar	justicia,	respetando	los	derechos	al	debido	proceso	y
la	economía	y	celeridad	procesal	en	los	casos	de	violencia	contra
las	mujeres	y	los	integrantes	del	grupo	familiar.	Todas	las
actuaciones	ante	el	Poder	Judicial	en	materia	de	violencia	contra
la	mujer	y	los	integrantes	del	grupo	familiar	son	gratuitas	para	las
víctimas.
13.	El	Ministerio	Público
Elaborar,	a	través	del	Instituto	de	Medicina	Legal	y	Ciencias
Forenses,	guías	y	protocolos	para	la	actividad	científico-forense	y
en	los	procesos	judiciales,	siendo	responsable	de	su	difusión	a
efectos	de	uniformar	criterios	de	atención	y	valoración.
14.	Los	gobiernos	regionales	y	locales
a)	Formular	políticas,	regular,	dirigir,	ejecutar,	promover,
supervisar	y	controlar	planes,	políticas	y	programas	regionales,
locales	y	comunitarios,	para	sensibilizar,	prevenir,	detectar	y
atender	toda	forma	de	violencia	contra	las	mujeres	y	los
integrantes	del	grupo	familiar.
b)	Los	establecidos	en	la	presente	ley.
15.	Superintendencia	Nacional	de	Control	de	Servicios	de
Seguridad,	Armas,	Municiones	y	Explosivos	de	Uso	Civil
(Sucamec)
a)	Solicitar	declaración	jurada	de	no	registrar	antecedentes	de
violencia	familiar	en	las	solicitudes	de	licencia	de	armas.
b)	Incautar	las	armas	que	estén	en	posesión	de	personas
respecto	de	las	cuales	se	haya	dictado	la	suspensión	del	derecho
de	tenencia	y	porte	de	armas.
c)	Dejar	sin	efecto	la	licencia	de	posesión	y	uso	de	armas	por
sobreviniente	registro	de	antecedentes	de	violencia	familiar.
d)	Remitir	de	forma	semestral	información	actualizada	al
Ministerio	de	la	Mujer	y	Poblaciones	Vulnerables,
correspondiente	al	número	de	licencias	canceladas	y	de	armas
incautadas	por	hechos	de	violencia	contra	las	mujeres	y	los
integrantes	del	grupo	familiar.
Ley	30364.
ART.	46.—Obligaciones	generales	de	los	medios	de
comunicación.	Los	medios	de	comunicación,	en	la	difusión	de
informaciones	relativas	a	la	violencia	sobre	la	mujer	garantizan,
con	la	correspondiente	objetividad	informativa,	la	defensa	de	los
derechos	humanos,	la	libertad	y	dignidad	de	las	mujeres	víctimas
de	violencia	y	de	sus	hijos.	En	particular,	tienen	especial	cuidado
en	el	tratamiento	gráfico	de	las	informaciones.
Los	servicios	de	radiodifusión	públicos	y	privados	permiten	el
uso	de	la	franja	educativa	del	10%	de	su	programación	para	que,
en	el	horario	de	protección	familiar,	las	instituciones	públicas
articuladas	en	el	Sistema	Nacional	para	la	Prevención,	Sanción	y
Erradicación	de	la	Violencia	contra	las	Mujeres	y	los	Integrantes
del	Grupo	Familiar	desarrollen	contenidos	vinculados	a	la
sensibilización,	prevención,	atención,	protección,	sanción	y
reeducación	para	la	erradicación	de	la	violencia	contra	las
mujeres	y	los	integrantes	del	grupo	familiar.
Ley	30364.
ART.	47.—Intervención	de	los	pueblos	indígenas	u
originarios.	La	intervención	de	los	pueblos	indígenas	u
originarios	en	casos	de	violencia	contra	las	mujeres	y	los
integrantes	del	grupo	familiar	se	sujeta	a	lo	dispuesto	en	el
artículo	149	de	la	Constitución	Política.
Disposiciones	Complementarias	Finales
Ley	30364.
Primera	Disposición	Complementaria	Final.—Reglamentación.
El	reglamento	de	la	presente	ley	se	expide	por	el	Poder	Ejecutivo
en	un	plazo	no	mayor	a	noventa	días	calendario	desde	su	entrada
en	vigencia.	Para	tal	efecto,	se	convoca	a	una	comisión
conformada	por	el	Ministerio	de	Justicia	y	Derechos	Humanos,	el
Ministerio	de	la	Mujer	y	Poblaciones	Vulnerables,	el	Ministerio	del
Interior,	el	Poder	Judicial	y	el	Ministerio	Público.
Ley	30364.
Segunda	Disposición	Complementaria	Final.—Prevalencia
normativa.	Las	disposiciones	de	esta	ley	prevalecen	sobre	otras
normas	generales	o	especiales	que	se	les	opongan.	Los	derechos
que	reconoce	la	presente	ley	a	las	víctimas	de	violencia	hacia	la
mujer	y	contra	los	integrantes	del	grupo	familiar	son
irrenunciables.
Ley	30364.
Tercera	Disposición	Complementaria	Final.—Implementación
del	Observatorio	Nacional	de	la	Violencia	contra	las	Mujeres
y	los	Integrantes	del	Grupo	Familiar	y	del	Centro	de	Altos
Estudios.	La	implementación	del	Observatorio	Nacional	de	la
Violencia	contra	las	Mujeres	y	los	Integrantes	del	Grupo	Familiar	y
del	Centro	de	Altos	Estudios	contra	la	Violencia	contra	las	Mujeres
y	los	Integrantes	del	Grupo	Familiar,	a	que	se	refieren	los	artículos
43	y	44	de	la	presente	ley,	estará	sujeto	a	la	disponibilidad
presupuestal	que	para	tal	efecto	disponga	el	Ministerio	de	la
Mujer	y	Poblaciones	Vulnerables.
Disposiciones	Complementarias
Transitorias
Ley	30364.
Primera	Disposición	Complementaria	Transitoria.—Procesos	en
trámite.	Los	procesos	que	se	encuentren	en	trámite	continuarán
rigiéndose	bajo	las	normas	con	que	se	iniciaron	hasta	su
conclusión.
Ley	30364.
Segunda	Disposición	Complementaria	Transitoria.—Comisión
Especial.	Créase	la	Comisión	especial	para	el	diseño,	conducción,
coordinación,	supervisión	y	evaluación	del	proceso	de	adecuación
del	Sistema	Nacional	para	la	Prevención,	Sanción	y	Erradicación
de	la	Violencia	contra	las	Mujeres	y	los	Integrantes	del	Grupo
Familiar	a	la	presente	ley.
Ley	30364.
Tercera	Disposición	Complementaria	Transitoria.—Integrantes
de	la	Comisión	Especial.	La	comisión	señalada	en	la	disposición
complementaria	transitoria	segunda	está	integrada	por	seis
miembros:
-	El	titular	del	Ministerio	de	la	Mujer	y	Poblaciones	Vulnerables	o
su	representante,	quien	la	presidirá.
-	El	titular	del	Ministerio	de	Justicia	y	Derechos	Humanos	o	su
representante.
-	El	titular	del	Ministerio	de	Economía	y	Finanzas	o	su
representante.
-	El	titular	del	Ministerio	del	Interior	o	su	representante.
-	El	titular	del	Poder	Judicial	o	su	representante.
-	El	titular	del	Ministerio	Público	o	su	representante.
Ley	30364.
Cuarta	Disposición	Complementaria	Transitoria.—Atribuciones
de	la	Comisión	Especial.	Las	atribuciones	de	la	Comisión
Especial	son	las	siguientes:
1.	Formular	las	políticas	y	objetivos	para	la	adecuación
progresiva	de	la	ley.
2.	Diseñar	la	propuesta	del	Plan	de	Adecuación	del	Sistema	de
Justicia	al	Sistema	Nacional	para	la	Prevención,	Sanción	y
Erradicación	de	la	Violencia	contra	las	Mujeres	y	los	Integrantes
del	Grupo	Familiar.
3.	Elaborar	los	anteproyectos	de	normas	que	sean	necesarios
para	la	transferencia	de	los	recursos	presupuestarios	a	que
hubiere	lugar.
4.	Establecer,	en	coordinación	con	las	entidades	vinculadas,	los
programas	anuales	de	adecuación,	provisión	de	recursos
materiales	y	humanos	que	permitan	la	ejecución	del	Plan	de
Adecuación	del	Sistema	de	Justicia	a	la	ley.
5.	Concordar,	supervisar	y	efectuar	un	seguimiento	y	evaluación
de	la	ejecución	de	los	planes	y	programas	de	adecuación	a	la	ley.
6.	Elaborar	informes	semestrales,	los	cuales	son	remitidos	a	la
Comisión	Multisectorial	de	Alto	Nivel.
Ley	30364.
Quinta	Disposición	Complementaria	Transitoria.—Plazo.	El
plazo	para	la	formulación	del	Plan	de	Adecuación	del	Sistema	de
Justicia	por	la	comisión	es	de	sesenta	días	hábiles	contados	a
partir	de	la	instalación	de	la	misma.	Asimismo,	el	plazo	para	que	la
citada	comisión	culmine	sus	funciones	es	de	ciento	ochenta	días
hábiles	a	partir	de	la	instalación	de	la	misma.
Régimen	de	los	delitos	informáticos
LEY	N°	30096
Ley	de	Delitos	Informáticos
CAPÍTULO	I
Finalidad	y	objeto	de	la	ley
Ley	30096.
ART.	 1°.—Objeto	 de	 la	 ley.	 La	 presente	 ley	 tiene	 por	 objeto
prevenir	 y	 sancionar	 las	 conductas	 ilícitas	 que	 afectan	 los
sistemas	 y	 datos	 informáticos	 y	 otros	 bienes	 jurídicos	 de
relevancia	penal,	cometidas	mediante	la	utilización	de	tecnologías
de	 la	 información	 o	 de	 la	 comunicación,	 con	 la	 finalidad	 de
garantizar	la	lucha	eficaz	contra	la	ciberdelincuencia.
CAPÍTULO	II
Delitos	contra	datos	y	sistemas
informáticos
Ley	30096.
ART.	 2°.—Modificado.	 Ley	30171,	Art.	 1°.	 El	 que	deliberada	 e
ilegítimamente	 accede	 a	 todo	 o	 en	 parte	 de	 un	 sistema
informático,	 siempre	 que	 se	 realice	 con	 vulneración	 de	medidas
de	 seguridad	 establecidas	 para	 impedirlo,	 será	 reprimido	 con
pena	privativa	 de	 libertad	no	menor	de	 uno	ni	mayor	de	 cuatro
años	y	con	treinta	a	noventa	días-multa.
Será	 reprimido	 con	 la	misma	 pena,	 el	 que	 accede	 a	 un	 sistema
informático	excediendo	lo	autorizado.
Ley	30096.
ART.	 3°.—Modificado.	 Ley	 30171,	 Art.	 1°.	 Atentado	 a	 la
integridad	 de	 datos	 informáticos.	 El	 que	 deliberada	 e
ilegítimamente	daña,	introduce,	borra,	deteriora,	altera,	suprime	o
hace	 inaccesibles	 datos	 informáticos,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	seis	años	y	con
ochenta	a	ciento	veinte	días-multa.
Ley	30096.
ART.	 4°.—Modificado.	 Ley	 30171,	 Art.	 1°.	 Atentado	 a	 la
integridad	 de	 sistemas	 informáticos.	 El	 que	 deliberada	 e
ilegítimamente	 inutiliza,	 total	 o	 parcialmente,	 un	 sistema
informático,	 impide	 el	 acceso	 a	 este,	 entorpece	o	 imposibilita	 su
funcionamiento	 o	 la	 prestación	 de	 sus	 servicios,	 será	 reprimido
con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	seis
años	y	con	ochenta	a	ciento	veinte	días-multa.
CAPÍTULO	III
Delitos	informáticos	contra	la	indemnidad
y	libertad	sexuales
Ley	30096.
ART.	 5°.—Modificado.	 Ley	 30171,	 Art.	 1°.	 Proposiciones	 a
niños,	 niñas	 y	 adolescentes	 con	 fines	 sexuales	 por	 medios
tecnológicos.	 El	 que	 a	 través	 de	 internet	 u	 otro	medio	 análogo
contacta	con	un	menor	de	catorce	años	para	solicitar	u	obtener	de
él	material	pornográfico,	o	para	llevar	a	cabo	actividades	sexuales
con	 él,	 será	 reprimido	 con	 una	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	de	cuatro	ni	mayor	de	ocho	años	e	inhabilitación	conforme
a	los	numerales	1,	2	y	4	del	artículo	36	del	Código	Penal.
Cuando	la	víctima	tiene	entre	catorce	y	menos	de	dieciocho	años
de	edad	y	medie	engaño,	la	pena	será	no	menor	de	tres	ni	mayor
de	seis	años	e	inhabilitación	conforme	a	los	numerales	1,	2	y	4	del
artículo	36	del	Código	Penal.
CAPÍTULO	IV
Delitos	informáticos	contra	la	intimidad	y
el	secreto	de	las	comunicaciones
Ley	30096.
ART.	6°.—Tráfico	 ilegal	de	datos.	El	que	crea,	 ingresa	o	utiliza
indebidamente	 una	 base	 de	 datos	 sobre	 una	 persona	 natural	 o
jurídica,	 identificada	 o	 identificable,	 para	 comercializar,	 traficar,
vender,	 promover,	 favorecer	 o	 facilitar	 información	 relativa	 a
cualquier	 ámbito	 de	 la	 esfera	 personal,	 familiar,	 patrimonial,
laboral,	 financiera	 u	 otro	 de	 naturaleza	 análoga,	 creando	 o	 no
perjuicio,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor
de	tres	ni	mayor	de	cinco	años.
Ley	30096.
ART.	 7°.—Modificado.	 Ley	 30171,	 Art.	 1°.	 Interceptación	 de
datos	 informáticos.	 El	 que	 deliberada	 e	 ilegítimamente
intercepta	 datos	 informáticos	 en	 transmisiones	 no	 públicas,
dirigidos	 a	 un	 sistema	 informático,	 originados	 en	 un	 sistema
informático	o	efectuado	dentro	del	mismo,	incluidas	las	emisiones
electromagnéticas	 provenientes	 de	 un	 sistema	 informático	 que
transporte	 dichos	 datos	 informáticos,	 será	 reprimido	 con	 una
pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	seis	años.
La	pena	privativa	de	libertad	será	no	menor	de	cinco	ni	mayor	de
ocho	años	cuando	el	delito	 recaiga	sobre	 información	clasificada
como	secreta,	reservada	o	confidencial	de	conformidad	con	la	Ley
27806,	Ley	de	Transparencia	y	Acceso	a	la	Información	Pública.
La	pena	privativa	de	libertad	será	no	menor	de	ocho	ni	mayor	de
diez	 cuando	 el	 delito	 comprometa	 la	 defensa,	 seguridad	 o
soberanía	nacionales.
Si	el	agente	comete	el	delito	como	integrante	de	una	organización
criminal,	la	pena	se	incrementa	hasta	en	un	tercio	por	encima	del
máximo	legal	previsto	en	los	supuestos	anteriores.
CAPÍTULO	V
Delitos	informáticos	contra	el	patrimonio
Ley	30096.
ART.	8°.—Modificado.	Ley	30171,	Art.	1°.	Fraude	informático.
El	que	deliberada	e	ilegítimamente	procura	para	sí	o	para	otro	un
provecho	 ilícito	 en	 perjuicio	 de	 tercero	 mediante	 el	 diseño,
introducción,	 alteración,	 borrado,	 supresión,	 clonación	 de	 datos
informáticos	 o	 cualquier	 interferencia	 o	 manipulación	 en	 el
funcionamiento	 de	 un	 sistema	 informático,	 será	 reprimido	 con
una	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	ocho
años	y	con	sesenta	a	ciento	veinte	días-multa.
La	pena	será	privativa	de	libertad	no	menor	de	cinco	ni	mayor	de
diez	 años	 y	 de	 ochenta	 a	 ciento	 cuarenta	 días	 multa	 cuando	 se
afecte	el	patrimonio	del	Estado	destinado	a	fines	asistenciales	o	a
programas	de	apoyo	social.
CAPÍTULO	VI
Delitos	informáticos	contra	la	fe	pública
Ley	30096.
ART.	 9°.—Suplantación	 de	 identidad.	 El	 que,	 mediante	 las
tecnologías	 de	 la	 información	 o	 de	 la	 comunicación	 suplanta	 la
identidad	de	una	persona	natural	o	jurídica,	siempre	que	de	dicha
conducta	resulte	algún	perjuicio,	material	o	moral,	será	reprimido
con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	cinco
años.
CAPÍTULO	VII
Disposiciones	comunes
Ley	30096.
ART.	10.—Modificado.	Ley	30171,	Art.	1°.	Fraude	informático.
Abuso	 de	 mecanismos	 y	 dispositivos	 informáticos.	 El	 que
deliberada	 e	 ilegítimamente	 fabrica,	 diseña,	 desarrolla,	 vende,
facilita,	 distribuye,	 importa	 u	 obtiene	 para	 su	 utilización,	 uno	 o
más	 mecanismos,	 programas	 informáticos,	 dispositivos,
contraseñas,	códigos	de	acceso	o	cualquier	otro	dato	informático,
específicamente	 diseñados	 para	 la	 comisión	 de	 los	 delitos
previstos	en	la	presente	ley,	o	el	que	ofrece	o	presta	servicio	que
contribuya	a	ese	propósito,	será	reprimido	con	pena	privativa	de
libertad	no	menor	de	uno	ni	mayor	de	cuatro	años	y	con	treinta	a
noventa	días-multa.
Ley	30096.
ART.	 11.—Agravantes.	 El	 juez	 aumenta	 la	 pena	 privativa	 de
libertad	 hasta	 en	 un	 tercio	 por	 encima	 del	 máximo	 legal	 fijado
para	cualquiera	de	los	delitos	previstos	en	la	presente	ley	cuando:
1.	 El	 agente	 comete	 el	 delito	 en	 calidad	 de	 integrante	 de	 una
organización	criminal.
2.	El	agente	comete	el	delito	mediante	el	abuso	de	una	posición
especial	 de	 acceso	 a	 la	 data	 o	 información	 reservada	 o	 al
conocimiento	 de	 esta	 información	 en	 razón	 del	 ejercicio	 de	 un
cargo	o	función.
3.	 El	 agente	 comete	 el	 delito	 con	 el	 fin	 de	 obtener	 un	beneficio
económico,	salvo	en	los	delitos	que	prevén	dicha	circunstancia.
4.	 El	 delito	 compromete	 fines	 asistenciales,	 la	 defensa,	 la
seguridad	y	la	soberanía	nacionales.
Ley	30096.
ART.	 12.—Incorporado.	 Ley	 30171,	 Art.	 3°.	 Exención	 de
responsabilidad	penal.	Está	exento	de	responsabilidad	penal	el
que	realiza	las	conductas	descritas	en	los	artículos	2°,	3°,	4°	y	10
con	 el	 propósito	 de	 llevar	 a	 cabo	 pruebas	 autorizadas	 u	 otros
procedimientos	 autorizados	 destinados	 a	 proteger	 sistemas
informáticos.
Disposiciones	Complementarias	Finales
Ley	30096.
Primera	Disposición	Complementaria	Final.—Codificación	de	la
pornografía	 infantil.	 La	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 puede
mantener	 en	 sus	 archivos,	 con	 la	 autorización	 y	 supervisión
respectiva	del	Ministerio	Público,	material	de	pornografía	infantil,
en	medios	 de	 almacenamiento	 de	 datos	 informáticos,	 para	 fines
exclusivos	del	cumplimiento	de	su	función.	Para	tal	efecto,	cuenta
con	una	base	de	datos	debidamente	codificada.
La	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 y	 el	 Ministerio	 Público	 establecen
protocolos	 de	 coordinación	 en	 el	 plazo	 de	 treinta	 días	 a	 fin	 de
cumplir	con	la	disposición	establecida	en	el	párrafo	anterior.
Ley	30096.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Agente
encubierto	 en	 delitos	 informáticos.	 El	 fiscal,	 atendiendo	 a	 la
urgencia	 del	 caso	 particular	 y	 con	 la	 debida	 diligencia,	 puede
autorizar	la	actuación	de	agentes	encubiertos	a	efectos	de	realizar
las	investigaciones	de	los	delitos	previstos	en	la	presente	ley	y	de
todo	delito	que	se	cometa	mediante	tecnologías	de	la	información
o	 de	 la	 comunicación,	 con	 prescindencia	 de	 si	 los	mismos	 están
vinculados	 a	 una	 organización	 criminal,	 de	 conformidad	 con	 el
artículo	 341	 del	 Código	 Procesal	 Penal,	 aprobado	 mediante	 el
Decreto	Legislativo	957.
Ley	30096.
Tercera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Modificado.	 Ley
30171,	 Art.	 2°.	 Coordinación	 interinstitucional	 entre	 la
Policía	 Nacional,	 el	 Ministerio	 Público	 y	 otros	 organismos
especializados.	 La	 Policía	Nacional	 del	 Perú	 fortalece	 el	 órgano
especializado	 encargado	 de	 coordinar	 las	 funciones	 de
investigación	 con	 el	 Ministerio	 Público.	 A	 fin	 de	 establecer
mecanismos	 de	 comunicación	 con	 los	 órganos	 de	 gobierno	 del
Ministerio	Público,	el	centro	de	respuesta	temprana	del	gobierno
para	 ataques	 cibernéticos	 (Pe-CERT),	 la	 Oficina	 Nacional	 de
Gobierno	 Electrónico	 e	 Informática	 (ONGEI)	 y	 los	 organismos
especializados	 de	 las	 Fuerzas	 Armadas,	 la	 Policía	 Nacional
centraliza	 la	 información	 aportando	 su	 experiencia	 en	 la
elaboración	 de	 los	 programas	 y	 acciones	 para	 la	 adecuada
persecución	de	los	delitos	informáticos,	y	desarrolla	programas	de
protección	y	seguridad.
Ley	30096.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Modificado.	 Ley
30171,	 Art.	 2°.	 Cooperación	 operativa.	 Con	 el	 objeto	 de
garantizar	 el	 intercambio	 de	 información,	 los	 equipos	 de
investigación	 conjuntos,	 la	 transmisión	 de	 documentos,	 la
interceptación	 de	 comunicaciones	 y	 demás	 actividades
correspondientes	para	dar	efectividad	a	la	presente	ley,	la	Policía
Nacional	 del	 Perú,	 el	Ministerio	 Público,	 el	 Poder	 Judicial,	 el	 Pe-
CERT	 (Centro	de	 respuesta	 temprana	del	 gobierno	para	 ataques
cibernéticos),	la	ONGEI	(Oficina	Nacional	de	Gobierno	Electrónico
e	Informática),	organismos	especializados	de	las	Fuerzas	Armadas
y	 los	 operadores	 del	 sector	 privado	 involucrados	 en	 la	 lucha
contra	 los	 delitos	 informáticos	 deben	 establecer	 protocolos	 de
cooperación	operativa	reformada	en	el	plazo	de	treinta	días	desde
la	vigencia	de	la	presente	ley.
Ley	30096.
Quinta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Capacitación.	 Las
instituciones	públicas	 involucradas	en	 la	prevención	y	 represión
de	los	delitos	informáticos	deben	impartir	cursos	de	capacitación
destinados	 a	mejorar	 la	 formación	 profesional	 de	 su	 personal	 –
especialmente	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú,	 el	 Ministerio
Público	 y	 el	 Poder	 Judicial–	 en	 el	 tratamiento	 de	 los	 delitos
previstos	en	la	presente	ley.
Ley	30096.
Sexta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Medidas	 de
seguridad.	 La	 Oficina	 Nacional	 de	 Gobierno	 Electrónico	 e
Informática	 (ONGEI)	 promueve	 permanentemente,	 en
coordinación	 con	 las	 instituciones	 del	 sector	 público,	 el
fortalecimiento	de	sus	medidas	de	seguridad	para	la	protección	de
los	 datos	 informáticos	 sensibles	 y	 la	 integridad	 de	 sus	 sistemas
informáticos.
Ley	30096.
Sétima	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Buenas	 prácticas.
El	Estado	peruano	realiza	acciones	conjuntas	con	otros	Estados	a
fin	de	poner	en	marcha	acciones	y	medidas	concretas	destinadas	a
combatir	 el	 fenómeno	 de	 los	 ataques	 masivos	 contra	 las
infraestructuras	 informáticas	 y	 establece	 los	 mecanismos	 de
prevención	 necesarios,	 incluyendo	 respuestas	 coordinadas	 e
intercambio	de	información	y	buenas	prácticas.
Ley	30096.
Octava	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Convenios
multilaterales.	 El	 Estado	 peruano	 promueve	 la	 firma	 y
ratificación	 de	 convenios	 multilaterales	 que	 garanticen	 la
cooperación	mutua	con	otros	Estados	para	 la	persecución	de	 los
delitos	informáticos.
Ley	30096.
Novena	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Terminología.
Para	efectos	de	la	presente	ley,	se	entenderá,	de	conformidad	con
el	artículo	1°	del	Convenio	sobre	 la	Ciberdelincuencia,	Budapest,
23.XI.2001:
a.	Por	sistema	informático:	todo	dispositivo	aislado	o	conjunto	de
dispositivos	interconectados	o	relacionados	entre	sí,	cuya	función,
o	la	de	alguno	de	sus	elementos,	sea	el	tratamiento	automatizado
de	datos	en	ejecución	de	un	programa.
b.	 Por	 datos	 informáticos:	 toda	 representación	 de	 hechos,
información	 o	 conceptos	 expresados	 de	 cualquier	 forma	 que	 se
preste	 a	 tratamiento	 informático,	 incluidos	 los	 programas
diseñados	para	que	un	sistema	informático	ejecute	una	función.
Ley	30096.
Décima	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Regulación	 e
imposición	 de	 multas	 por	 la	 Superintendencia	 de	 Banca,
Seguros	 y	 AFP.	 La	 Superintendencia	 de	 Banca,	 Seguros	 y	 AFP
establece	 la	 escala	 de	 multas	 atendiendo	 a	 las	 características,
complejidad	 y	 circunstancias	 de	 los	 casos	 aplicables	 a	 las
empresas	 bajo	 su	 supervisión	 que	 incumplan	 con	 la	 obligación
prevista	 en	 el	 numeral	 5	 del	 artículo	 235	 del	 Código	 Procesal
Penal,	aprobado	por	el	Decreto	Legislativo	957.
El	 juez,	 en	 el	 término	 de	 setenta	 y	 dos	 horas,	 pone	 en
conocimiento	 del	 órgano	 supervisor	 la	 omisión	 incurrida	 por	 la
empresa,	 con	 los	 recaudos	 correspondientes	 sobre	 las
características,	complejidad	y	circunstancias	del	caso	particular,	a
fin	de	aplicarse	la	multa	correspondiente.
Ley	30096.
Undécima	Disposición	Complementaria	Final.—Modificado.	Ley
30171,	 Art.	 2°.	 Regulación	 e	 imposición	 de	 multas	 por	 el
Organismo	 Supervisor	 de	 Inversión	 Privada	 en
Telecomunicaciones.	 El	 Organismo	 Supervisor	 de	 Inversión
Privada	en	Telecomunicaciones	 establece	 las	multas	 aplicables	 a
las	empresas	bajo	su	supervisión	que	incumplan	con	la	obligación
prevista	 en	 el	 numeral	 4	 del	 artículo	 230	 del	 Código	 Procesal
Penal,	aprobado	por	Decreto	Legislativo	957.
Las	 empresas	 de	 telecomunicaciones	 organizan	 sus	 recursos
humanos	y	logísticos	a	fin	de	cumplir	con	la	debida	diligencia	y	sin
dilación	la	obligación	prevista	en	el	numeral	4	del	artículo	230	del
Código	Procesal	Penal.
El	 juez,	 en	 el	 término	 de	 setenta	 y	 dos	 horas,	 pone	 en
conocimiento	 del	 órgano	 supervisor	 la	 omisión	 incurrida	 por	 la
empresa	 a	 fin	 de	 que	 el	 Organismo	 Supervisor	 de	 Inversión
Privada	en	Telecomunicaciones	aplique	la	multa	correspondiente.
Régimen	penal	tributario	-	aduanero
1.	Delitos	tributarios
D.	LEG.N°	813
Ley	penal	tributaria
TÍTULO	I
Delito	tributario.	Defraudación	tributaria
D.	Leg.	813.
ART.	1°.—Modificado.	Ley	27038,	Decimoprimera
Disposición	Final.	El	que,	en	provecho	propio	o	de	un	tercero,
valiéndose	de	cualquier	artificio,	engaño,	astucia,	ardid	u	otra
forma	fraudulenta,	deja	de	pagar	en	todo	o	en	parte	los	tributos
que	establecen	las	leyes,	será	reprimido	con	pena	privativa	de
libertad	no	menor	de	cinco	(5)	ni	mayor	de	ocho	(8)	años	y	con
trescientos	sesenta	y	cinco	(365)	a	setecientos	treinta	(730)	días
multa.
TUO	-	D.	Leg.	816.
NORMA	 II.—Ámbito	 de	 aplicación.	 Este	 código	 rige	 las	 relaciones
jurídicas	originadas	por	los	tributos.	Para	estos	efectos,	el	término	genérico
tributo	comprende:
a)	 Impuesto:	 Es	 el	 tributo	 cuyo	 cumplimiento	 no	 origina	 una
contraprestación	directa	en	favor	del	contribuyente	por	parte	del	Estado.
b)	Contribución:	Es	el	tributo	cuya	obligación	tiene	como	hecho	generador
beneficios	 derivados	 de	 la	 realización	 de	 obras	 públicas	 o	 de	 actividades
estatales.
c)	 Tasa:	 Es	 el	 tributo	 cuya	 obligación	 tiene	 como	 hecho	 generador	 la
prestación	efectiva	por	el	Estado	de	un	servicio	público	individualizado	en
el	contribuyente.
No	es	tasa	el	pago	que	se	recibe	por	un	servicio	de	origen	contractual.
Las	tasas,	entre	otras,	pueden	ser:
1.	Arbitrios:	son	tasas	que	se	pagan	por	la	prestación	o	mantenimiento	de
un	servicio	público.
2.	 Derechos:	 son	 tasas	 que	 se	 pagan	 por	 la	 prestación	 de	 un	 servicio
administrativo	público	o	el	uso	o	aprovechamiento	de	bienes	públicos.
3.	 Licencias:	 son	 tasas	 que	 gravan	 la	 obtención	 de	 autorizaciones
específicas	para	la	realización	de	actividades	de	provecho	particular	sujetas
a	control	o	fiscalización.
El	 rendimiento	de	 los	 tributos	distintos	 a	 los	 impuestos	no	debe	 tener	un
destino	ajeno	al	de	cubrir	el	costo	de	las	obras	o	servicios	que	constituyen
los	supuestos	de	la	obligación.
Sustituido.	D.	Leg.	953,	Art.	2°.	Las	aportaciones	al	Seguro	Social	de	Salud
-	ESSALUD	y	a	la	Oficina	de	Normalización	Previsional	-	ONP	se	rigen	por	las
normas	 de	 este	 código,	 salvo	 en	 aquellos	 aspectos	 que	 por	 su	 naturaleza
requieran	normas	especiales,	 los	mismos	que	serán	señalados	por	decreto
supremo.
TUO	-	D.	Leg.	816.
NORMA	 VIII.—Modificado.	 Ley	 26663,	 Art.	 1°.	 Interpretación	 de
normas	tributarias.	Al	aplicar	 las	 normas	 tributarias	 podrá	 usarse	 todos
los	métodos	de	interpretación	admitidos	por	el	derecho.
Para	 determinar	 la	 verdadera	 naturaleza	 del	 hecho	 imponible,	 la
Superintendencia	 Nacional	 de	 Administración	 Tributaria	 –Sunat–,	 tomará
en	cuenta	los	actos,	situaciones	y	relaciones	económicas	que	efectivamente
realicen,	persigan	o	establezcan	los	deudores	tributarios.
En	vía	de	interpretación	no	podrá	crearse	tributos,	establecerse	sanciones,
concederse	 exoneraciones,	 ni	 extenderse	 las	 disposiciones	 tributarias	 a
personas	o	supuestos	distintos	de	los	señalados	en	la	ley.
JURISPRUDENCIA.—Conjunción	entre	la	producción	de	un	perjuicio	y	los
actos	concretos	de	la	organización	constituye	el	delito	tributario.	“Es	de
tener	en	cuenta	que	el	delito	de	defraudación	tributaria	es	un	delito	especial
propio,	en	el	que	la	autoría	se	sustenta	en	el	titular	de	la	persona	jurídica,
obligada	tributaria,	la	que	se	extiende,	por	imperio	del	artículo	16,	inciso	2,
del	Código	Tributario	a	sus	representantes	legales.	Por	otro	lado,	es	un	delito
especial	de	infracción	de	deber	con	elementos	de	dominio,	en	cuya	virtud	las
consideraciones	institucionales	son	determinantes	a	estos	efectos:	deber	de
tributar,	a	las	que	sin	embargo	debe	tomarse	en	cuenta	también	competencias
por	organización	de	los	intervinientes	en	su	comisión	en	la	medida	que	se
exige	una	conducta	fraudulenta	que	lleva	al	incumplimiento	de	la	ordenación
del	régimen	tributario	[Percy	García	Cavero:	Derecho	Penal	Económico	Tomo
II,	Grijley,	Lima,	dos	mil	siete,	página	seiscientos	siete]	–no	es	un	delito	de	pura
infracción	de	deber–.	Esto	último	permite	mantener	la	unidad	de	título	de
imputación	de	los	extraneus	(todos	los	intervinientes,	excepto	Gambini
Velásquez,	sujeto	intraneus).	El	tipo	delictivo	se	constituye,	entonces,	por	la
conjunción	de	actos	concretos	de	organización,	la	infracción	de	deberes
tributarios	y	la	producción	de	un	perjuicio.	En	este	sentido,	apunta	Silva
Sánchez,	el	delito	tributario	sería	uno	de	los	delitos	especiales	en	los	que,	a	la
organización	–actos	concretos	de	organización–,	se	le	suma	efectivamente	la
infracción	de	un	deber	institucional,	comprendiendo,	por	tanto,	ambas
dimensiones	[El	nuevo	escenario	del	delito	fiscal	en	España,	Atelier,	Barcelona,
dos	mil	cinco,	página	setenta	y	uno]”	(CS,	R.	N.	5388-2008-Lima,	mar.
24/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
DOCTRINA.—Exposición	 de	motivos.	 “(...)	1.	Necesidad	 de	 una	 norma
especial.	El	delito	tributario,	en	su	modalidad	de	defraudación	tributaria,	se
encuentra	contenido	en	 la	Sección	 II	del	Capítulo	 II	del	Título	XI	del	Libro
Segundo	del	Código	Penal;	sin	embargo,	dada	su	especialidad	y	en	razón	de
las	materias	jurídicas	que	confluyen	–Derecho	Tributario	y	Derecho	Penal–,
así	como	la	vinculación	del	citado	ilícito	con	la	actuación	de	las	respectivas
administraciones	 tributarias,	 resulta	 necesario	 que	 en	 una	 ley	 penal
especial	 se	 legisle	 sobre	 esta	 materia.	 En	 este	 sentido,	 el	 delito	 de
defraudación	tributaria	puede	ser	legislado	íntegra	y	ordenadamente	en	su
parte	 sustantiva;	 asimismo,	 pueden	 establecerse	 normas	 procesales	 que
posibiliten	 una	 efectiva	 investigación	 y	 especializado	 juzgamiento	 en	 su
parte	adjetiva.	(...).
La	 dación	 de	 una	 norma	 penal	 especial	 en	 materia	 penal	 no	 afecta	 el
sistema	jurídico	penal,	ni	procesal	penal,	por	cuanto	los	principios	rectores
del	derecho	penal,	así	como	las	garantías	contenidas	en	el	derecho	procesal
penal,	 son	 de	 aplicación	 obligatoria	 a	 todas	 las	 normas	 relacionadas	 con
estas	 materias.	 Por	 consiguiente,	 las	 disposiciones	 de	 esta	 norma	 penal
especial	 no	 alteran	 el	 sistema	 jurídico	 penal,	 ni	 por	 ende	 los	 derechos	 y
garantías	 de	 las	 personas,	 contenidas	 en	 la	 Constitución	 Política	 del	 Perú.
(...)”.	(Exposición	de	Motivos	del	D.	Leg.	813.	abr.	24/1996)
DOCTRINA.—Tipo	 base:	 la	 defraudación	 tributaria.	 “(...)	 Se	 discute
sobre	quién	puede	ser	sujeto	activo	del	delito.	En	el	derecho	tributario	está
claro	 que	 el	 ‘sujeto	 pasivo’	 del	 impuesto	 es	 el	 contribuyente	 (persona
natural	o	 jurídica)	y	el	 ‘activo’	es	 la	administración	tributaria;	para	el	caso
de	 infracciones,	 esta	 relación	 se	 invierte.	 Esto	 se	 ha	 querido	 llevar	 al
derecho	penal	y	se	afirmaba	que	solamente	podía	ser	sujeto	activo	del	delito
el	 deudor	 tributario.	 La	 situación	 cambia	 un	 poco	 si	 se	 considera	 que	 la
realidad	normativo-fiscal	exige	una	relación	jurídico-tributaria	más	amplia
y	 que	 el	 marco	 de	 obligados	 tributarios	 (potenciales	 sujetos	 activos	 del
delito)	rebasa	la	esfera	del	contribuyente	para	abarcar	a	otros	que	actúen	a
favor	de	éste.	E	incluso	podría	pensarse	en	un	deber	mucho	más	amplio	de
todos	 los	 ciudadanos	 frente	 a	 la	 administración	 tributaria,	 y	 admitir	 que
cualquier	 sujeto	 puede	 atentar	 directamente	 contra	 el	 bien	 jurídico.	 Todo
depende,	 entonces,	 de	 si	 se	 considera	 al	 delito	 como	 uno	 común	 (en	 este
caso,	 sujeto	 activo	 puede	 ser	 cualquiera)	 o	 como	uno	 ‘especial’	 (aquí	 sólo
puede	 ser	 sujeto	 activo	 el	 obligado	 tributario).	 Esto	 tiene	 también
relevancia	para	los	problemas	de	autoría	y	participación	que	se	verán	más
adelante.
(...).
Ahora	 bien,	 la	 interpretación	 del	 elemento	 ‘defraudación’	 no	 es	 del	 todo
pacífica	y	ha	generado	una	amplia	discusión	en	la	doctrina	comparada.	Para
un	 grupo	 doctrinario	 la	 acción	 de	 defraudar	 que	 atenta	 contra	 la
recaudación	 de	 tributos	 consistiría	 simplemente	 en	 causar	 un	 perjuicio
patrimonial	 a	 la	 administración	 tributaria,	 sin	 necesidad	 de	 un	 engaño;	 a
diferencia	de	la	estafa,	en	la	defraudación	tributaria	bastaría	‘una	maniobra
que	 objetivamente	 ex	 ante,	 y	 considerando	 las	 circunstancias	 del	 caso
concreto	 sea	 susceptible	 de	 producir	 error	 en	 la	 administración’.	 Esta
concepción	 se	 basa	 en	 una	 teoría	muy	 amplia	 de	 la	 ‘infracción	 del	 deber’,
pues	 el	 injusto	 penal	 de	 la	 defraudación	 tributaria	 estaría	 constituido
solamente	por	el	incumplimiento	de	deberes	tributarios,	y	argumenta	en	su
favor	 que,	 en	 caso	 de	 exigir	 concretas	 acciones	 de	 engaño	 se	 limitaría
excesivamente	el	tipo	penal.
(...).
Por	otro	lado,	no	debe	identificarse	al	‘tributo’	con	la	‘deuda	tributaria’.	El
primero	 se	 refiere	 solamente	 a	 la	 ‘cuota’	 que	 se	 aplica	 sobre	 la	 base
imponible	y	que	el	contribuyente	debe	pagar;	en	cambio	la	segunda	incluye
intereses	 y	 moras.	 Esto	 puede	 resultar	 relevante	 a	 la	 hora	 de	 calcular	 la
cuantía	en	los	supuestos	atenuados	del	Art.	3°.
No	 forman	 parte	 tampoco	 de	 la	 noción	 de	 ‘tributo’	 los	 aranceles	 y	 otros
tributos	referidos	a	la	recaudación	aduanera;	para	estos	casos	existe	una	ley
específica,	la	Ley	26461.
Dentro	 del	 concepto	 ‘tributo’	 es	 discutible	 que	 se	 incluyan	 también	 las
contribuciones	a	la	seguridad	social	o	las	de	carácter	laboral.	La	norma	II,
último	párrafo,	del	C.	T.	peruano,	sin	embargo,	señala	expresamente	que	sí
son	 consideradas	 tributos	 las	 aportaciones	 de	 este	 tipo	 que	 se	 hagan	 al
Instituto	 Peruano	 de	 Seguridad	 Social	 (seguro	 de	 salud)	 y	 a	 la	 Oficina	 de
Normalización	 Previsional	 (pensiones).	 (...).”	 (ABANTO	 VÁSQUEZ,	Manuel,
“Derecho	penal	económico	-	parte	especial”,	pág.	420)
DOCTRINA.—Hay	 delito	 tributario	 si	 el	 contribuyente	 realiza
maniobras	fraudulentas	que	provocan	directamente	el	no	pago	de	los
tributos.	“(...)	los	elementos	que	componen	la	tipicidad	objetiva	en	el	delito
de	defraudación	tributaria	son,	esencialmente,	el	comportamiento	engañoso
del	 agente	 activo	 dirigido	 a	 incumplir	 con	 su	 obligación	 tributaria	 y,	 el
perjuicio	ocasionado	al	Estado	precisamente	por	dicha	omisión	dolosa.
Dicho	 en	 otras	 palabras,	 para	 que	 se	 configure	 el	 delito	 de	 defraudación
tributaria,	 la	 conducta	 del	 contribuyente	 debe	 consistir	 en	 maniobras
fraudulentas	 que	 influyan	 en	 la	 determinación	 de	 sus	 obligaciones
tributarias	y	tengan	necesariamente	como	consecuencia	directa	el	no	pago
de	los	tributos.
Siendo	 esto	 así,	 queda	 claro	 que	 estaremos	 frente	 a	 un	 supuesto	 de
defraudación	tributaria	cuando	un	perceptor	de	rentas	de	cuarta	categoría
entrega	comprobantes	de	pago	emitidos	por	un	tercero,	con	el	propósito	de
ocultar	sus	propios	ingresos,	de	manera	que	le	permitan	dejar	de	pagar	en
todo	o	en	parte	los	tributos	a	su	cargo.
En	 la	 misma	 hipótesis,	 si	 el	 adquirente	 de	 los	 servicios	 acepta
comprobantes	de	pago,	no	obstante	saber	que	fueron	emitidos	por	terceros
ajenos	 a	 la	 operación,	 y	 los	 utiliza	 para	 deducir	 gastos	 que	 reduzcan	 o
anulen	 la	 materia	 imponible,	 habría	 incurrido	 igualmente	 en	 delito	 de
defraudación	 tributaria,	 toda	 vez	 que	 dicha	 deducción	 estaría	 sustentada
con	comprobantes	de	pago	emitidos	para	respaldar	operaciones	simuladas.
Cabe	 señalar	 también	 que,	 en	 ambos	 supuestos,	 la	 responsabilidad	penal
podría	 extenderse	 al	 emisor	 de	 los	 comprobantes	 de	 pago,	 si	 su
participación	 en	 los	 hechos	 tuvo	 el	 propósito	 de	 colaborar	 en	 la
consumación	 del	 delito,	 facilitando	 los	 documentos	 necesarios	 para
sustentar	las	operaciones	simuladas	u	ocultar	 los	ingresos	de	quién	prestó
realmente	los	servicios.
Asimismo,	es	conveniente	agregar	que	 la	sola	omisión	de	anotar	 ingresos
en	 los	 registros	 contables	 por	 parte	 de	 un	 perceptor	 de	 rentas	 de	 cuarta
categoría,	determinaría	la	comisión	de	delito	contable,	previsto	en	el	inciso
b)	 del	 artículo	 5°	 de	 la	 Ley	 Penal	 Tributaria	 antes	 referida,	 por	 parte	 del
obligado.”	 (Sunat,	 Inf.	 275-2002-Sunat/K00000,	 set.	 30/02.	 Int.	 Clara
Urteaga	Goldstein)
D.	Leg.	813.
ART.	2°.—Son	modalidades	de	defraudación	tributaria
reprimidas	con	la	pena	del	artículo	anterior:
a)	Ocultar,	total	o	parcialmente,	bienes,	ingresos,	rentas,	o
consignar	pasivos	total	o	parcialmente	falsos,	para	anular	o
reducir	el	tributo	a	pagar.
b)	No	entregar	al	acreedor	tributario	el	monto	de	las	retenciones
o	percepciones	de	tributos	que	se	hubieren	efectuado,	dentro	del
plazo	que	para	hacerlo	fijen	las	leyes	y	reglamentos	pertinentes.
DOCTRINA.—La	 defraudación	 tributaria	 por	 omisión.	 “(...)	 En	 el	 tipo
básico	 de	 “defraudación	 fiscal”	 (Art.	 1°)	 se	 discute	 si	 el	 delito	 puede	 ser
llevado	 a	 cabo	 mediante	 conductas	 fraudulentas	 activas	 o	 es	 posible
también	 la	 omisión	 en	 el	 garante	 (el	 deudor	 tributario)	 que	 produzca	 el
resultado	de	la	falta	de	pago	total	o	parcial	del	tributo.	Pero	ya	la	doctrina	ha
puesto	 en	 relieve	 que	 el	 delito	 tributario	 se	 caracteriza	 precisamente	 por
ser	mayoritariamente	 omisivo,	 tal	 como	 ya	 el	 propio	 tenor	 de	 la	 ley	 hace
notar:	dejar	de	pagar	tributos.	Y	entonces,	el	incumplimiento	fraudulento	de
deberes	tributarios	(‘dejar	de	pagar’)	puede	consistir	tanto	en	una	comisión
como	 en	 una	 omisión.	 Debido	 a	 la	 peculiaridad	 del	 sistema	 tributario
(existencia	 de	 deberes	 de	 actuar	 informando	 o	 colaborando	 con	 la
administración	tributaria),	la	mayor	parte	de	las	conductas	consistirán	aquí
en	‘omisiones’	pero	no	todas	ellas	son	asimilables	a	las	omisiones	en	sentido
jurídico-penal,	pues	la	mayoría	puede	entenderse	como	‘actos	concluyentes
positivos’.	Serían	verdaderas	omisiones:	 no	declarar	 un	 tributo,	 no	 retener,
retener	y	no	ingresar	al	patrimonio	fiscal.	En	cambio	son	conductas	activas:
la	solicitud,	mediante	información	fraguada,	de	exoneraciones,	ventajas,	etc.
o	 la	declaración	y	pago	de	tributos,	declarando	fraudulentamente	 ingresos
menores	o	pérdidas	mayores	a	las	realmente	producidas.
La	escasa	doctrina	peruana	existente	sobre	esto	ha	admitido	que	es	posible
la	‘omisión	impropia’	cuando,	de	manera	general,	la	conducta	consista	en	no
presentar	 documentos	 o	 información	 necesaria	 para	 establecer	 el
verdadero	 importe	de	 la	deuda	 tributaria.	Habrá	acción	cuando	se	hace	 la
presentación	 pero	 de	 manera	 fraguada.	 En	 tal	 sentido,	 ‘dejar	 de	 pagar’
también	podría	ser	interpretado	como	‘eludir’	el	pago	de	tributos,	como	en
el	tipo	básico	español	(Art.	305	C.	P.	de	1995).	Este	último	término	es	más
amplio	que	el	peruano,	pues	se	refiere	clara	y	expresamente	 tanto	a	actos
positivos	 como	 negativos:	 se	 puede	 eludir	 no	 pagando	 u	 omitiendo	 datos
relevantes	 tributariamente	 o	 escondiendo	 incluso	 ingresos,	 etc.	 (...).”
(ABANTO	VASQUEZ,	Manuel,	 “Derecho	 penal	 económico	 -	 parte	 especial”;
pág.	420)
D.	Leg.	813.
ART.	3°.—Derogado.	D.	Leg.	1114,	Única	Disp.
Complementaria	Derogatoria.
TUO	-	D.	Leg.	816.
ART.	8°.—Contribuyente.	Contribuyente	 es	 aquél	 que	 realiza,	 o	 respecto
del	cual	se	produce	el	hecho	generador	de	la	obligación	tributaria.
TUO	-	D.	Leg.	816.
ART.	9°.—Responsable.	Responsable	es	aquél	que,	sin	 tener	 la	condición
de	contribuyente,	debe	cumplir	la	obligación	atribuida	a	éste.
TUO	-	D.	Leg.	816.
ART.	 10.—Agentes	 de	 retención	 o	 percepción.	 En	 defecto	 de	 la	 ley,
mediante	decreto	supremo,	pueden	ser	designados	agentes	de	retención	o
percepción	 los	 sujetos	 que,	 por	 razón	 de	 su	 actividad,	 función	 o	 posición
contractual	estén	en	posibilidad	de	retener	o	percibir	tributos	y	entregarlos
al	 acreedor	 tributario.	 Adicionalmente	 la	Administración	Tributaria	 podrá
designar	como	agente	de	retención	o	percepción	a	los	sujetos	que	considere
que	se	encuentren	en	disposición	para	efectuar	la	retención	o	percepción	de
tributos.
DOCTRINA.—Exposición	de	motivos.	Tipo	atenuado.	 “(...)	El	 artículo	3°
del	proyecto	ha	creado,	en	virtud	de	la	intensidad	de	daño	al	bien	jurídico,
un	delito	de	defraudación	tributaria	con	los	mismos	elementos	del	tipo	base
pero	atenuado	en	lo	que	corresponde	a	la	pena.	La	atenuación	responde	a	la
naturaleza	del	bien	jurídico,	por	cuanto	al	ser	éste	de	carácter	económico	es
imprescindible	 señalar	 diferencias	 en	 las	 consecuencias	 jurídico	 penales
(pena)	en	virtud	de	 la	magnitud	del	daño	causado	por	el	 comportamiento
del	sujeto	activo.	(...)”.	(Exposición	de	motivos	del	D.	Leg.	813.	abr.	24/96)
D.	Leg.	813.
ART.	4°.—La	defraudación	tributaria	será	reprimida	con	pena
privativa	de	libertad	no	menor	de	ocho	(8)	ni	mayor	de	doce	(12)
años	y	con	setecientos	treinta	(730)	a	mil	cuatrocientos	sesenta
(1460)	días	multa	cuando:
a)	Se	obtengan	exoneraciones	o	inafectaciones,	reintegros,	saldos
a	favor,	crédito	fiscal,	compensaciones,	devoluciones,	beneficios	o
incentivos	tributarios,	simulando	la	existencia	de	hechos	que
permitan	gozar	de	los	mismos.
b)	Modificado.	D.	Leg.	1114,	Art.	1°.	Se	simule	o	provoque
estados	de	insolvencia	patrimonial	que	imposibiliten	el	cobro	de
tributos.
JURISPRUDENCIA.—Para	el	tema	tributario	no	resulta	relevante
determinar	el	origen	–lícito	o	ilícito–	del	incremento	patrimonial.	“(…)	la
cuestión	controvertida	en	el	caso	concreto	está	referida	a	la	interpretación	del
artículo	52	de	la	Ley	del	Impuesto	a	la	Renta	que	ha	realizado	la
administración	tributaria.	De	acuerdo	con	este	artículo	‘se	presume	de	pleno
derecho	que	los	incrementos	patrimoniales	cuyo	origen	no	puede	ser
justificado	por	el	contribuyente	o	responsable	constituyen	renta	neta	no
declarados	por	éstos’;	además	señala	que	dichos	incrementos	patrimoniales
‘no	pueden	sustentarse	con	utilidades	derivadas	de	actividades	ilícitas’.	La
pregunta	a	contestar	entonces	es	la	siguiente:	¿la	administración	tributaria
actuó	legítimamente	al	aplicar	al	demandante	el	artículo	52	de	la	Ley	de
Impuesto	a	la	Renta?
A	juicio	del	Tribunal	Constitucional	(…)	no	es	relevante	el	origen	–lícito	o
ilícito–	del	incremento	patrimonial	por	tres	razones	fundamentalmente.
Primero,	porque	de	acuerdo	con	el	artículo	74	de	la	Constitución	no	es	función
de	la	administración	tributaria,	ni	tiene	facultades	para	ello,	determinar	la
procedencia	lícita	o	ilícita	de	una	renta	específica;	más	aún	sería	absurdo	y
contraproducente	pretender	que	se	le	exija	a	la	administración	tributaria,	en
casos	como	este,	evaluar	y	determinar	el	título	jurídico	del	incremento
patrimonial.
Segundo,	que	la	administración	tributaria	tenga	que	verificar	previamente	si
el	incremento	patrimonial	no	justificado	proviene	de	rentas	lícitas	o	ilícitas	es
una	exigencia	irrazonable	que	tornaría	en	inviable	la	realización	de	sus
facultades	tributarias.	En	tercer	lugar,	porque	el	Impuesto	a	la	Renta	grava
hechos	o	actividades	económicas,	no	las	conductas	de	las	personas	en	función
de	si	estas	son	lícitas	o	ilícitas;	de	lo	contrario,	se	establecería	un	antecedente
negativo	muy	grave	porque	para	que	una	persona	se	exima	de	sus
obligaciones	tributarias	bastaría	que	ésta	alegue	la	ilicitud	de	sus	utilidades;
lo	cual	quebraría	el	principio	constitucional	tributario	de	igualdad	(artículo
74	de	la	Constitución)	frente	a	aquellas	personas	que	cumplen,	de	acuerdo	a
ley,	con	sus	obligaciones	tributarias.
(…)	lo	relevante	es	que	la	administración	tributaria	determine	si	el
administrado	ha	tenido	un	incremento	patrimonial	injustificado	y,	de	ser	así,
que	aquél	no	pretenda	justificar	dicho	incremento	sobre	la	base	de	actividades
económicas	ilícitas.	Por	ejemplo,	una	persona	no	podría	justificar	su
incremento	patrimonial	con	utilidades	provenientes	del	tráfico	ilícito	de
drogas.
(…).
Es	paradójico	que,	en	el	fondo,	lo	que	hacen	los	demandantes	es	querer
justificar	su	incremento	patrimonial	en	un	momento	dado	con	actividades	que
en	el	proceso	penal	respectivo	han	sido	consideradas	como	ilícitas,	producto
de	la	comisión	de	los	delitos	de	peculado	y	del	cohecho	pasivo	propio;	lo	cual
está	expresamente	prohibido,	como	se	ha	visto,	por	el	artículo	52	de	la	Ley	del
Impuesto	a	la	Renta,	cuando	señala	que	el	incremento	patrimonial	no	puede
ser	justificado	con	utilidades	provenientes	de	actividades	ilícitas.
Finalmente,	los	demandantes	sostienen	que	la	determinación	del	Impuesto	a
la	Renta	que	realizó	la	administración	tributaria	constituye	una	doble
sanción,	pues	en	el	proceso	penal	ya	se	les	ha	impuesto	una	condena.	Este
argumento	del	demandante	carece	de	sustento	y	no	puede	ser	acogido	por	el
Tribunal	Constitucional	porque	es	obvio	que	la	determinación	del	Impuesto	a
la	Renta	no	constituye	una	sanción	penal	y	porque	la	función	de	la
administración	tributaria	no	es	imponer	penas.	Como	tampoco	por	su	propia
naturaleza	y	por	los	bienes	jurídicos	que	protege,	el	proceso	penal	no	puede
ser	considerado	equiparable	al	procedimiento	de	determinación	tributaria.	La
obviedad	de	la	sustancial	diferencia	entre	ellos	releva	a	este	colegiado	de
mayores	consideraciones	al	respecto.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	04382-2007-PA/TC,
jul.	04/2008.	Pres.	Landa	Arroyo)
D.	Leg.	813.
ART.	5°.—Será	reprimido	con	pena	privativa	de	la	libertad	no
menor	de	dos	(2)	ni	mayor	de	cinco	(5)	años	y	con	ciento	ochenta
(180)	a	trescientos	sesenta	y	cinco	(365)	días	multa,	el	que
estando	obligado	por	las	normas	tributarias	a	llevar	libros	y
registros	contables:
a)	Incumpla	totalmente	dicha	obligación.
b)	No	hubiera	anotado	actos,	operaciones,	ingresos	en	los	libros	y
registros	contables.
c)	Realice	anotaciones	de	cuentas,	asientos,	cantidades,	nombres
y	datos	falsos	en	los	libros	y	registros	contables.
d)	Destruya	u	oculte	total	o	parcialmente	los	libros	y/o	registros
contables	o	los	documentos	relacionados	con	la	tributación.
DOCTRINA.—Exposición	de	motivos.	Delito	contable.	“(...)	El	artículo	5°
del	 proyecto	 crea	 el	 delito	 contable	 relacionado	 estrechamente	 a	 la
tributación.	La	razón	de	este	artículo	responde	a	la	constatación	de	la	lesión
que	se	origina	al	bien	jurídico	(proceso	de	ingresos	y	egresos)	en	virtud	del
incumplimiento	 de	 normas	 contables	 básicas.	 Este	 tipo	 penal	 es	 una
constatación	 de	 la	 extensión	 del	 bien	 jurídico,	 por	 cuanto	 el	 proceso	 de
ingresos	y	egresos	es	un	bien	jurídico	dinámico	que	está	presente	desde	el
momento	 en	 que	 se	 realizan	 hechos	 gravados	 y	 por	 ende	no	 es	 necesario
esperar	 a	 que	 exista	 un	 perjuicio	 económico	 para	 sostener	 que	 existe	 el
delito	de	defraudación	 tributaria,	 sino	basta	con	cualquier	alteración	seria
que	se	produzca	sobre	este	bien	jurídico.	(...)”.	(Exposición	de	motivos	del	D.
Leg.	813.	abr.	24/96)
D.	Leg.	813.
ART.	5°-A.—Incorporado.	D.	Leg.	1114,	Art.	2°.	Será	reprimido
con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	dos	(2)	ni	mayor	de
cinco	(5)	años	y	con	ciento	ochenta	(180)	a	trescientos	sesenta	y
cinco	(365)	días-multa,	el	que	a	sabiendas	proporcione
información	falsa	con	ocasión	de	la	inscripción	o	modificación	de
datos	en	el	Registro	Único	de	Contribuyentes,	y	así	obtenga
autorización	de	impresión	de	comprobantes	de	pago,	guías	de
remisión,	notas	de	crédito	o	notas	de	débito.
D.	Leg.	813.
ART.	5°-B.—Incorporado.	D.	Leg.	1114,	Art.	2°.	Será	reprimido
con	pena	privativa	de	 libertad	no	menor	de	dos	 (2)	ni	mayor	de
cinco	(5)	años	y	con	ciento	ochenta	(180)	a	trescientos	sesenta	y
cinco	(365)	días-multa,	el	que	estando	inscrito	o	no	ante	el	órgano
administrador	 del	 tributo	 almacena	 bienes	 para	 su	 distribución,
comercialización,	transferencia	u	otra	forma	de	disposición,	cuyo
valor	total	supere	 las	50	Unidades	Impositivas	Tributarias	(UIT),
en	lugares	no	declarados	como	domicilio	fiscal	o	establecimiento
anexo,	 dentro	 del	 plazo	 que	 para	 hacerlo	 fijen	 las	 leyes	 y
reglamentos	pertinentes,	para	dejar	de	pagar	en	 todo	o	en	parte
los	tributos	que	establecen	las	leyes.
Para	este	efecto	se	considera:
a)	 Como	 valor	 de	 los	 bienes,	 a	 aquél	 consignado	 en	 el	 (los)
comprobante(s)	de	pago.	Cuando	por	cualquier	causa	el	valor	no
sea	 fehaciente,	no	esté	determinado	o	no	exista	comprobante	de
pago,	 la	 valorización	 se	 realizará	 teniendo	 en	 cuenta	 el	 valor	 de
mercado	a	la	fecha	de	la	inspección	realizada	por	la	Sunat,	el	cual
será	determinado	conforme	a	las	normas	que	regulan	el	Impuesto
a	la	Renta.
b)	La	Unidad	Impositiva	Tributaria	(UIT)	vigente	a	la	fecha	de	la
inspección	a	que	se	refiere	el	literal	anterior.
D.	Leg.	813.	
ART.	5°-C.—Incorporado.	D.	Leg.	1114,	Art.	2°.	Será	reprimido
con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	cinco	(5)	ni	mayor	de
ocho	(8)	años	y	con	trescientos	sesenta	y	cinco	(365)	a	setecientos
treinta	(730)	días-multa,	el	que	confeccione,	obtenga,	venda	o
facilite,	a	cualquier	título,	comprobantes	de	pago,	guías	de
remisión,	notas	de	crédito	o	notas	de	débito,	con	el	objeto	de
cometer	o	posibilitar	la	comisión	de	delitos	tipificados	en	la	Ley
Penal	Tributaria.
D.	Leg.	813.
ART.	 5°-A.—Incorporado.	 D.	 Leg.	 1114,	 Art.	 2°.	 La	 pena
privativa	de	libertad	será	no	menor	de	ocho	(8)	ni	mayor	de	doce
(12)	 años	 y	 con	 setecientos	 treinta	 (730)	 a	 mil	 cuatrocientos
sesenta	 (1460)	 días-multa,	 si	 en	 las	 conductas	 tipificadas	 en	 los
artículos	 1°	 y	 2°	 del	 presente	 decreto	 legislativo	 concurren
cualquiera	de	las	siguientes	circunstancias	agravantes:
1)	 La	 utilización	 de	 una	 o	 más	 personas	 naturales	 o	 jurídicas
interpuestas	 para	 ocultar	 la	 identidad	 del	 verdadero	 deudor
tributario.
2)	Cuando	el	monto	del	tributo	o	los	tributos	dejado(s)	de	pagar
supere(n)	 las	 cien	 (100)	Unidades	 Impositivas	Tributarias	 (UIT)
en	un	periodo	de	doce	(12)	meses	o	un	(1)	ejercicio	gravable.
Para	 este	 efecto,	 la	 Unidad	 Impositiva	 Tributaria	 (UIT)	 a
considerar	 será	 la	 vigente	 al	 inicio	 del	 período	de	doce	meses	 o
del	ejercicio	gravable,	según	corresponda.
3)	Cuando	el	agente	forme	parte	de	una	organización	delictiva.
D.	Leg.	813.
ART.	6°.—Modificado.	D.	Leg.	1114,	Art.	1°.	En	los	delitos
tributarios	previstos	en	el	presente	decreto	legislativo	la	pena
deberá	incluir	inhabilitación	no	menor	de	seis	meses	ni	mayor	de
siete	años,	para	ejercer	por	cuenta	propia	o	por	intermedio	de
tercero,	profesión,	comercio,	arte	o	industria,	incluyendo
contratar	con	el	Estado.
FLUJOGRAMA	DEL	DELITO	TRIBUTARIO
TÍTULO	II
Acción	penal
D.	Leg.	813.
ART.	 7°.—Modificado,	 D.	 Leg.	 N°	 957,	 Segunda	 Disposición
Modificatoria	y	Derogatoria.	Requisito	de	procedibilidad.
1.	 El	 Ministerio	 Público,	 en	 los	 casos	 de	 delito	 tributario,
dispondrá	la	formalización	de	la	investigación	preparatoria	previo
informe	motivado	del	órgano	administrador	del	tributo.
2.	Las	diligencias	preliminares	y,	cuando	lo	considere	necesario
el	juez	o	el	fiscal	en	su	caso,	los	demás	actos	de	la	instrucción	o
investigación	preparatoria,	deben	contar	con	la	participación
especializada	del	órgano	administrador	del	tributo.
TUO	-	D.	Leg.	816.
ART.	189.—Modificado.	Ley	27038,	Art.	61.	Justicia	penal.	Corresponde
a	 la	 justicia	penal	ordinaria	 la	 instrucción,	 juzgamiento	y	aplicación	de	 las
penas	 en	 los	 delitos	 tributarios,	 de	 conformidad	 a	 la	 legislación	 sobre	 la
materia.
No	procede	el	ejercicio	de	la	acción	penal	por	parte	del	Ministerio	Público,
ni	 la	 formulación	 de	 denuncia	 penal	 por	 delito	 tributario	 por	 parte	 de
órgano	 administrador	 del	 tributo	 cuando	 se	 regularice	 la	 situación
tributaria,	 en	 relación	 con	 las	 deudas	 originadas	 por	 la	 realización	 de
algunas	de	las	conductas	constitutivas	del	delito	tributario	contenidas	en	la
Ley	Penal	Tributaria,	antes	de	que	se	inicie	la	correspondiente	investigación
fiscal	 o	 a	 falta	 de	 ésta,	 el	 órgano	 administrador	 del	 tributo	 notifique
cualquier	 requerimiento	 en	 relación	 al	 tributo	 y	 período	 en	 que	 se
realizaron	las	conductas	señaladas.
La	 improcedencia	 de	 la	 acción	 penal	 contemplada	 en	 el	 párrafo	 anterior,
alcanzará	 igualmente	 a	 las	 posibles	 irregularidades	 contables	 y	 otras
falsedades	 instrumentales	 que	 se	 hubieran	 cometido	 exclusivamente	 en
relación	a	la	deuda	tributaria	objeto	de	regularización.
Se	entiende	por	regularización	el	pago	de	la	totalidad	de	la	deuda	tributaria
o	 en	 su	 caso	 la	 devolución	 del	 reintegro,	 saldo	 a	 favor	 o	 cualquier	 otro
beneficio	 tributario	 obtenido	 indebidamente.	 En	 ambos	 casos	 la	 deuda
tributaria	incluye	el	tributo,	los	intereses	y	las	multas.
El	Ministro	de	Justicia	coordinará	con	el	presidente	de	la	Corte	Suprema	de
la	República	la	creación	de	juzgados	especializados	en	materia	tributaria	o
con	 el	 Fiscal	 de	 la	Nación	 el	 nombramiento	de	 fiscales	 ad	hoc,	 cuando	 las
circunstancias	especiales	lo	ameriten	o	a	instancia	del	Ministro	de	Economía
y	Finanzas.
TUO	-	D.	Leg.	816.
ART.	190.—Autonomía	de	 las	penas	por	delitos	 tributarios.	Las	 penas
por	 delitos	 tributarios	 se	 aplicarán	 sin	 perjuicio	 del	 cobro	 de	 la	 deuda
tributaria	 y	 la	 aplicación	 de	 las	 sanciones	 administrativas	 a	 que	 hubiere
lugar.
TUO	-	D.	Leg.	816.
ART.	 191.—Reparación	 civil.	 No	 habrá	 lugar	 a	 reparación	 civil	 en	 los
delitos	tributarios	cuando	la	Administración	Tributaria	haya	hecho	efectivo
el	cobro	de	 la	deuda	tributaria	correspondiente,	que	es	 independiente	a	 la
sanción	penal.
TUO	-	D.	Leg.	816.
ART.	192.—Sustituido.	D.	Leg.	953,	Art.	98.	Facultad	discrecional	para
denunciar	 delitos	 tributarios	 y	 aduaneros.	 Cualquier	 persona	 puede
denunciar	 ante	 la	 Administración	 Tributaria	 la	 existencia	 de	 actos	 que
presumiblemente	constituyan	delitos	tributarios	o	aduaneros.
Los	funcionarios	y	servidores	públicos	de	la	administración	pública	que	en
el	 ejercicio	 de	 sus	 funciones	 conozcan	 de	 hechos	 que	 presumiblemente
constituyan	 delitos	 tributarios	 o	 delitos	 aduaneros,	 están	 obligados	 a
informar	 de	 su	 existencia	 a	 su	 superior	 jerárquico	 por	 escrito,	 bajo
responsabilidad.
La	 Administración	 Tributaria,	 de	 constatar	 hechos	 que	 presumiblemente
constituyan	delito	tributario	o	delito	de	defraudación	de	rentas	de	aduanas;
o	estén	encaminados	a	dichos	propósitos,	 tiene	 la	 facultad	discrecional	de
formular	 denuncia	 penal	 ante	 el	 Ministerio	 Público,	 sin	 que	 sea	 requisito
previo	 la	 culminación	 de	 la	 fiscalización	 o	 verificación,	 tramitándose	 en
forma	paralela	 los	procedimientos	penal	y	administrativo.	En	tal	supuesto,
de	 ser	 el	 caso,	 emitirá	 las	 resoluciones	 de	 determinación,	 resoluciones	 de
multa,	 órdenes	 de	 pago	 o	 los	 documentos	 aduaneros	 respectivos	 que
correspondan,	 como	 consecuencia	 de	 la	 verificación	 o	 fiscalización,	 en	 un
plazo	que	no	exceda	de	noventa	(90)	días	de	la	fecha	de	notificación	del	auto
de	 apertura	 de	 instrucción	 a	 la	 Administración	 Tributaria.	 En	 caso	 de
incumplimiento	 el	 juez	 penal	 podrá	 disponer	 la	 suspensión	 del
procedimiento	 penal,	 sin	 perjuicio	 de	 la	 responsabilidad	 a	 que	 hubiera
lugar.
En	 caso	 de	 iniciarse	 el	 proceso	 penal,	 el	 juez	 y/o	 presidente	 de	 la	 Sala
Superior	 competente	 dispondrá,	 bajo	 responsabilidad,	 la	 notificación	 al
órgano	 administrador	 del	 tributo,	 de	 todas	 las	 resoluciones	 judiciales,
informe	de	peritos,	dictamen	del	Ministerio	Público	e	informe	del	 juez	que
se	emitan	durante	la	tramitación	de	dicho	proceso.
En	 los	 procesos	 penales	 por	 delitos	 tributarios,	 aduaneros	 o	 delitos
conexos,	 se	 considerará	 parte	 agraviada	 a	 la	 Administración	 Tributaria,
quien	podrá	constituirse	en	parte	civil.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	regularización	tributaria	funciona
como	causa	de	exclusión	de	punibilidad.	“(…)	12.	El	delito	tributario,	desde
la	reforma	de	la	LPT	por	el	NCPP	–en	especial	del	artículo	8°–,	es	un	delito	de
persecución	pública	a	cargo	del	Ministerio	Público,	aunque	con	la	necesaria
intervención	de	la	autoridad	administrativa	tributaria.	A	partir	de	esas
modificaciones	tiene	sentido	que	la	regularización	pueda	realizarse:	(i)	antes
que	la	fiscalía	inicie	diligencias	preliminares	de	averiguación	sobre	la	posible
comisión	de	un	delito	tributario	–no	necesariamente,	como	era	antes	de	la
reforma,	una	denuncia	por	delito	tributario	debe	ser	de	previo	conocimiento
de	la	autoridad	tributaria,	aunque	su	ulterior	intervención	es	preceptiva–;	y,
en	su	defecto	–ante	la	inexistencia	de	la	intervención	de	la	fiscalía,	del	inicio
de	actuaciones	de	averiguación–,	(ii)	el	órgano	administrador	del	tributo
notifique	un	requerimiento	en	relación	al	tributo	y	período	en	que	se
realizaron	las	conductas	presuntamente	delictivas	señaladas.	(…).
Como	se	advierte	de	su	texto,	el	citado	artículo	36	CT	reconoce	la	posibilidad
de	que	el	deudor	tributario	se	acoja	al	aplazamiento	y/o	fraccionamiento	de
su	deuda	tributaria,	siempre	sujeto	a	una	serie	de	condiciones	y	garantías	que
la	administración	tributaria	ha	de	valorar	para	su	aceptación	o	rechazo.	Sin
embargo,	el	hecho	de	reconocer	la	deuda	tributaria	y	su	imposibilidad	de	pago
oportuno,	al	igual	que	la	emisión	de	la	correspondiente	autorización
administrativa	que	acepta	el	aplazamiento	y/o	el	fraccionamiento	de	su	pago,
en	modo	alguno	tiene	relevancia	jurídico	penal	cuando	el	incumplimiento	de
la	obligación	tributaria	trae	su	causa	en	la	comisión	de	delitos	tributarios,	a
menos	que	el	legislador	por	medio	de	una	norma	con	rango	de	ley	así	lo
decida,	clara	e	inequívocamente.	(…).
Por	lo	demás,	la	única	causa	material	de	exclusión	de	punibilidad	es	aquella,
ya	analizada,	referida	a	la	regularización	tributaria	y	ésta	importa	no	el
aplazamiento	o	el	fraccionamiento	del	pago	sino	su	total	cancelación.	Esta
exigencia	es	compatible	con	la	finalidad	de	política	fiscal	de	toda
regularización	tributaria,	que	persigue	que	se	paguen	los	tributos,	no	sólo	que
espontánea	o	voluntariamente	se	indique	el	faltante,	única	posibilidad	que
haría	cesar	la	necesidad	de	pena	(…).”	(V	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas
Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	2-2009/CJ-116,	ene.	08/2010.	S.	S.
San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—La	realización	de	una	investigación	fiscal	es
perfectamente	compatible	con	el	principio	de	presunción	de	inocencia.
“Dicho	contenido	constitucionalmente	protegido	no	se	ve	comprometido	por	la
aplicación	de	los	artículos	7°,	8°	y	9°	del	Decreto	Legislativo	N°	813	al	caso	del
recurrente.	La	investigación	administrativa	que	se	autoriza	realizar	a	la
Sunat	en	materia	de	delitos	tributarios	y	la	condición	de	que	en	su	persecución
este	órgano	deba	considerarse	como	parte,	de	modo	que	la	denuncia	por	el
Ministerio	Público	sólo	pueda	efectuarse	a	petición	de	ésta,	no	guarda
ninguna	relación	con	el	derecho	a	la	presunción	de	inocencia,	al	no	constituir
una	alteración	de	ese	estado	de	inocencia	que	se	debe	presumir	sobre	el
denunciado	o	investigado.
Es	así	que	la	realización	de	una	investigación	administrativa,	como	la	que
realiza	el	Ministerio	Público,	no	importa	un	quiebre	de	esa	presunción	de	no
culpabilidad.	La	presunción	de	inocencia	no	garantiza	que	ante	los	indicios	de
la	comisión	de	un	delito	no	se	pueda	investigar,	o	que	la	investigación	sobre	su
perpetración,	con	miras	a	formular	una	denuncia	de	parte,	no	se	pueda
efectuar	sino	con	la	presencia	de	un	juez.	Garantiza	que	no	se	sancione	si	no
existen	pruebas	suficientes.	Sanción	que,	por	cierto,	tratándose	de	delitos
tributarios,	sólo	puede	imponerla	un	juez	y	no	la	Sunat.”	(TC,	Exp.	1679-2005-
PA-TC,	nov.	11/2005.	S.	S.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—El	fraccionamiento	que	puede	obtener	el	deudor
tributario	no	lo	salva	del	delito	tributario.	“(...)	sin	embargo,	habiéndose
consumado	el	delito	atribuido	a	éste	desde	el	momento	que	dejó	de	pagar,
total	o	parcialmente	los	tributos	señalados	en	la	pretensión	fiscal,	el
fraccionamiento	que	obtuvo	no	constituye	causal	material	de	exclusión	de
punibilidad,	conforme	a	lo	establecido	en	el	fundamento	jurídico	trece	del
Acuerdo	Plenario	número	dos	-	dos	mil	nueve/CJ	-	ciento	dieciséis	(...).”	(CS,	R.
N.	3442-2011-Ucayali,	ene.	24/2013.	V.	P.	Prado	Saldarriaga)
JURISPRUDENCIA.—La	deuda	tributaria	liquidada	impaga	y	demás
pagos	incumplidos	son	la	base	de	la	reparación	civil.	“(...)	como	rasgo
característico	del	delito	tributario,	que	la	deuda	tributaria	es,	ni	más	ni
menos,	que	expresión	de	una	obligación	legal	fijada	por	la	legislación
tributaria.	Por	tanto,	a	los	efectos	de	la	reparación	civil,	ésta	ha	de
comprender	la	totalidad	de	la	misma,	incluidas	los	demás	pagos	impuestos
legalmente.	No	se	está	ante	una	obligación	ex	damno,	sino	ante	una
obligación	legal	tributaria	que	tiene	su	propia	base	legal	en	el	Código
Tributario,	cuyas	reglas	son	de	prioritaria	aplicación.	Siendo	así,	lo	pertinente
es	considerar	la	deuda	tributaria	liquidada	impaga	y	demás	pagos
incumplidos	como	la	base	de	la	reparación	civil,	sin	perjuicio	de	los	poderes	de
cobro	que	tiene	la	administración	tributaria,	los	cuales	ha	de	tener	en	cuenta
la	jurisdicción	penal.	Para	la	determinación	del	quantum	se	tendrá	en
consideración	la	liquidación	formulada	por	la	administración	tributaria.	No
existe,	al	respecto,	objeción	que	pueda	plantearse	con	éxito	a	esa	precisión”.
(CS,	R.	N.	5388-2008-Lima,	mar.	24/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—La	exclusión	de	punibilidad	del	delito	tributario
comprende	a	las	irregularidades	contables	y	a	las	falsedades	realizadas
con	finalidad	tributaria.	“(...)	es	de	relevancia	precisar	que	el	Acuerdo
Plenario	número	2-2009/CJ-116	determina	que	la	regularización	tributaria
(pago	total	de	la	deuda	tributaria)	es	causal	de	exención	de	pena	respecto	a	la
comisión	de	un	delito	tributario,	si	se	realiza	voluntariamente	(autodenuncia)
y	antes	que	la	fiscalía	inicie	diligencias	preliminares	de	averiguación	sobre	la
posible	comisión	de	un	delito	tributario	o	que	el	órgano	administrador	del
tributo	notifique	un	requerimiento	específico,	vinculado	a	un	delito	tributario
concreto,	enmarcado	temporalmente	o	en	cuyo	requerimiento	se	realice
referencia	a	las	conductas	delictivas	que	le	dan	por	su	naturaleza	relevancia
penal.
La	extensión	de	la	impunidad,	en	estos	casos,	sólo	puede	admitirse	en	la
medida	en	que	éstas	carezcan	de	autonomía	punitiva	frente	a	los	delitos
tributarios;	es	decir,	aquellas	irregularidades	contables	y	falsedades
realizadas	con	finalidad	y	efectos	exclusivos	de	tipo	tributario,	lo	cual
aconteció	en	el	caso	sub	examine”.	(CS,	Cas.	128-2010-Arequipa,	ago.	16/2011.
V.	P.	Neyra	Flores)
DOCTRINA.—Exposición	 de	 motivos.	 Acción	 penal.	 “(...).	 El	 proyecto
establece	que	el	Ministerio	Público,	en	los	casos	de	delito	tributario,	podrá
ejercitar	 la	 acción	 penal	 sólo	 a	 petición	 de	 parte	 agraviada,	 considerando
que	 la	 parte	 agraviada	 es	 el	 órgano	 administrador	 del	 tributo,	 que
administre	el	tributo	materia	del	delito.
De	 esta	manera	 se	 sustituye	 el	 carácter	 público	del	 ejercicio	 de	 la	 acción
penal	en	 los	delitos	de	defraudación	tributaria,	por	una	 forma	mixta,	en	 la
que	una	vez	presentada	la	denuncia	por	el	órgano	administrador	del	tributo
ante	 el	 Ministerio	 Público,	 la	 acción	 penal	 no	 puede	 ser	 detenida	 por	 la
Administración	Tributaria.	(...)”.	(Exposición	de	motivos	del	D.	Leg.	813.	abr.
24/96)
D.	Leg.	813.
ART.	 8°.—Modificado,	 D.	 Leg.	 N°	 957,	 Segunda	 Disposición
Modificatoria	y	Derogatoria.	Investigación	y	promoción	de	la
acción	penal.
1.	El	órgano	administrador	del	tributo	cuando,	en	el	curso	de	sus
actuaciones	administrativas,	 considere	que	existen	 indicios	de	 la
comisión	de	un	delito	tributario,	inmediatamente	lo	comunicará	al
Ministerio	 Público,	 sin	 perjuicio	 de	 continuar	 con	 el
procedimiento	que	corresponda.
2.	El	fiscal,	recibida	la	comunicación,	en	coordinación	con	el
órgano	administrador	del	tributo,	dispondrá	lo	conveniente.	En
todo	caso,	podrá	ordenar	la	ejecución	de	determinadas	diligencias
a	la	administración	o	realizarlas	por	sí	mismo.	En	cualquier
momento,	podrá	ordenar	al	órgano	administrador	del	tributo	le
remita	las	actuaciones	en	el	estado	en	que	se	encuentran	y
realizar	por	sí	mismo	o	por	la	policía	las	demás	investigaciones	a
que	hubiere	lugar.
JURISPRUDENCIA.—Investigación	administrativa	de	Sunat	no	afecta
presunción	de	inocencia.	“(…)	la	investigación	administrativa	autorizada	a
la	Sunat	en	materia	de	delitos	tributarios	y	la	condición	de	que	en	su
persecución	este	órgano	se	considere	como	parte,	de	modo	que	la	denuncia
por	el	Ministerio	Público	solo	pueda	efectuarse	a	petición	de	ésta,	no	guarda
ninguna	relación	con	el	derecho	a	la	presunción	de	inocencia,	al	no	constituir
una	alteración	de	ese	estado	de	inocencia	que	se	debe	presumir	en	el
denunciado	o	investigado.	Para	el	Tribunal,	la	realización	de	una
investigación	administrativa,	como	a	su	turno	realiza	el	Ministerio	Público,	no
importa	un	quiebre	de	esa	presunción	de	no	culpabilidad.	La	presunción	de
inocencia	no	garantiza	que	ante	los	indicios	de	la	comisión	de	un	delito	no	se
pueda	investigar,	sino	que	no	se	sancione	si	no	existen	pruebas	suficientes.
(…)”.	(TC,	Exp.	N°	1680-2005-PHC/TC,	nov.	26/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—En	el	delito	tributario,	ausencia	del	peritaje	judicial
vulnera	la	garantía	del	juez	imparcial	y	acarrea	la	nulidad	de	la
sentencia.	“(...)	más	allá	de	la	justificación	efectuada	por	el	órgano	juzgador
de	primera	instancia	como	del	órgano	revisor,	de	considerar	que	no	era
necesaria	la	incorporación	de	una	pericia	contable	efectuada	por	que	bastaba
con	la	incorporada	por	la	Sunat,	no	resulta	de	recibo,	pues	el	informe
elaborado	por	dicho	organismo	era	un	documento	de	parte,	en	tanto	y	en
cuanto	el	agraviado	en	el	proceso	que	se	le	seguía	a	la	hoy	recurrente	era	el
Estado	y	la	Sunat	es	el	ente	recaudador	oficial	del	mismo;	es	más	no	se	puede
argumentar	primero	que	es	necesario	una	pericia	y	luego	en	el	íter	del	juicio
oral	se	diga	que	no	lo	es.
18.	Dicho	proceder	a	juicio	de	este	tribunal	inclina	la	balanza	de	la	justicia
hacia	una	de	las	partes	(agraviada)	lo	cual	se	traduce	en	una	grosera
afectación	del	derecho	de	la	recurrente	a	ser	juzgado	por	un	órgano
jurisdiccional	imparcial,	viciando	de	este	modo	la	pulcritud	jurídica	con	la	que
se	debe	tramitar	un	proceso,	más	aún	uno	de	naturaleza	penal	en	la	que	está
en	riesgo	un	bien	jurídico	tan	trascendental	para	el	ser	humano,	esto	es	su
libertad.	(...).”	(TC,	Exp.	02568-2011-PHC/TC,	nov.	09/2011,	S.	S.	Mesía
Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—La	ausencia	de	pericia	oficial	en	el	delito	tributario
no	impide	estimar	completa	la	causa	y	dar	por	bien	sustentada	la
sentencia.	“B.	Si	bien	se	dispuso	la	realización	de	una	pericia	oficial,	ésta	no
pudo	concretarse	por	causas	no	imputable	al	órgano	de	la	acusación	y	al
órgano	jurisdiccional.	Ello	determinó	que	el	fiscal	(...)	se	desista	de	dicha
prueba.	El	tribunal,	sin	oposición	de	parte,	prescindió	de	la	pericia.
C.	Las	partes	acusadas,	frente	al	informe	pericial	de	la	Sunat,	que	sustentó	los
cargos,	no	acompañaron	una	refutación	contable	que	acredite	la
inconsistencia	técnica	del	Informe	en	cuestión.	Así	las	cosas,	desde	una
perspectiva	acusatoria,	no	pueden	reclamar	una	ausencia	pericial	quienes
para	fortalecer	su	resistencia	no	presentaron	una	pericia	técnica	que	refute	el
punto	de	partida	del	órgano	público	legalmente	habilitado	para	el	control
tributario.	Por	consiguiente,	no	es	posible	sostener	que	el	proceso	penal	está
incompleto	y	que	la	sentencia	se	basó	en	datos	no	consolidados	pericialmente.
La	ausencia	de	pericia	oficial	no	es	óbice	para	estimar	incompleta	la	causa	a
los	efectos	de	sustentar	una	sentencia;	esa	ausencia,	meramente	formal,	no
perjudica	el	proceso	y	será	del	caso	analizar	el	informe	de	la	Sunat,	siempre
que	haya	sido	sometido	a	contradicción,	que	es	lo	que	ha	sucedido	en	el
presente	caso.	Por	lo	demás,	el	informe	pericial	de	la	Sunat	procede	de	un
órgano	técnico	del	Estado	y	ha	seguido	los	procedimientos	específicos
correspondientes	de	fiscalización	tributaria	–cruces	de	información,
colaboración	de	terceros	y	otros	medios	válidos–	para	detectar	injustos
tributarios.	Se	trata,	propiamente,	de	una	pericia	institucional	y,	como	tal,	ha
de	valorarse.	En	suma,	existe	un	aporte	pericial	que	permitió	entender	y
explicar	los	hechos.	Esto	último	es	lo	relevante.	El	juez	no	ha	cubierto	un
espacio	de	ineludible	concurso	pericial”.	(CS,	R.	N.	5388-2008-Lima,	mar.
24/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
D.	Leg.	813.
ART.	9°.—La	autoridad	policial,	el	Ministerio	Público	o	el	Poder
Judicial	cuando	presuma	la	comisión	del	delito	tributario,
informarán	al	órgano	administrador	del	tributo	que	corresponda,
debiendo	remitir	los	antecedentes	respectivos	a	fin	de	dar
cumplimiento	a	lo	dispuesto	en	los	artículos	7°	y	8°	del	presente
decreto	legislativo.
DOCTRINA.—Exposición	de	motivos.	“(...)	5.1.	El	Ministerio	Público,	en	la
actualidad,	se	encuentra	limitado	en	relación	a	la	investigación	del	delito	de
defraudación	 tributaria,	 debido	 en	 primer	 lugar	 a	 que	 no	 cuentan	 con	 los
elementos	 técnicos	 suficientes	 para	 determinar	 adecuadamente	 el	 delito
materia	de	investigación,	sumándose	a	ello	la	falta	de	especialización	que	se
requiere.	En	segundo	lugar,	se	ven	 limitados	en	su	 investigación	porque	el
órgano	 administrador	 del	 tributo	 se	 encuentra	 en	 imposibilidad	 legal	 de
informar	sobre	aspectos	tributarios	relacionados	con	el	sujeto	denunciado.
Esta	información	resulta	imprescindible	para	el	Ministerio	Público	a	fin	de
evaluar	correctamente	los	hechos	denunciados.
Este	 impedimento,	 se	 encuentra	 constituido	 por	 la	 reserva	 tributaria
contemplada	 en	 el	 artículo	 85	 del	 Código	 Tributario	 aprobado	 por	 el
Decreto	 Legislativo	 N°	 773,	 modificados	 por	 la	 Ley	 N°	 26414	 y	 Decreto
Legislativo	N°	792.	(...).
5.3.	 De	 otro	 lado,	 el	 Ministerio	 Público	 ante	 las	 denuncias	 por	 delito	 de
defraudación	tributaria	presentadas	por	particulares,	remite	las	mismas	a	la
Administración	 Tributaria	 a	 fin	 que	 investiguen	 al	 denunciado.	 Este
mandato	 resulta	 no	 adecuado	 al	 orden	 jurídico	 por	 cuanto	 la
Administración	 Tributaria	 dentro	 de	 sus	 funciones	 no	 contiene	 la	 de
investigar	 delitos	 y	 además	 la	 fiscalización	 administrativa	 que	 realiza	 la
misma	 es	 facultativa	 en	 virtud	 de	 sus	 objetivos	 y	 fines.	 Asimismo,	 es
imposible	 que	 la	 Administración	 Tributaria	 pueda	 fiscalizar	 a	 todas	 las
personas	 denunciadas	 ante	 el	 Ministerio	 Público,	 debiendo	 hacer	 un	 uso
racional	de	dicha	facultad.	(...)”.	(Exposición	de	motivos	del	D.	Leg.	813.	abr.
24/96)
TÍTULO	III
Caución
D.	Leg.	813.
ART.	10.—En	los	casos	de	delito	de	defraudación	tributaria,	el
juez	al	dictar	mandato	de	comparecencia	o	la	Sala	Penal	al
resolver	sobre	la	procedencia	de	este	mandato,	deberá	imponer	al
autor	la	prestación	de	una	caución	de	acuerdo	a	lo	siguiente:
a)	En	los	delitos	previstos	en	los	artículos	1°,	3°	y	5°	del	presente
decreto	legislativo,	se	aplicarán	las	normas	generales	que	rigen	a
la	caución.
b)	En	los	delitos	previstos	en	el	artículo	2°	del	presente	decreto
legislativo,	la	caución	será	no	menor	al	treinta	por	ciento	(30%)
del	monto	de	la	deuda	tributaria	actualizada,	excluyéndose	los
montos	por	concepto	de	multas,	de	acuerdo	a	la	estimación	que	de
aquélla	realice	el	órgano	administrador	del	tributo.
c)	En	el	delito	previsto	en	el	inciso	a)	del	artículo	4°	del	presente
decreto	legislativo,	la	caución	será	no	menor	al	monto
efectivamente	dejado	de	pagar,	reintegrado	o	devuelto,	de
acuerdo	a	la	estimación	que	de	éste	realice	el	órgano
administrador	del	tributo.
d)	En	el	delito	previsto	en	el	inciso	b)	del	artículo	4°	del	presente
decreto	legislativo,	la	caución	será	no	menor	al	cincuenta	por
ciento	(50%)	del	monto	de	la	deuda	tributaria	actualizada,
excluyéndose	los	montos	por	multas,	de	acuerdo	a	la	estimación
que	de	aquélla	realice	el	órgano	administrador	del	tributo.
D.	Leg.	813.
ART.	11.—En	los	casos	de	delito	de	defraudación	tributaria,	el
juez	o	la	Sala	Penal,	al	conceder	la	libertad	provisional,	deberá
imponer	al	autor	una	caución	de	acuerdo	a	las	reglas	establecidas
en	el	artículo	10	del	presente	decreto	legislativo.
D.	Leg.	813.
ART.	12.—En	los	casos	de	mandato	de	comparecencia	o	libertad
provisional,	el	monto	mínimo	por	concepto	de	caución	a	que	se
refiere	el	artículo	10	del	presente	decreto	legislativo,	será	el	que
estime	el	órgano	administrador	del	tributo	a	la	fecha	de
interposición	de	la	denuncia	o	a	la	fecha	de	solicitud	de	la	libertad
provisional	respectivamente.
Los	recursos	administrativos	interpuestos	por	el	contribuyente
contra	la	determinación	de	la	deuda	tributaria,	estimada	por	el
órgano	administrador	del	tributo,	no	impedirán	la	aplicación	de	lo
dispuesto	en	el	presente	decreto	legislativo.
D.	Leg.	813.
ART.	13.—En	los	casos	que	se	haya	cumplido	con	el	pago	de	la
deuda	tributaria	actualizada,	el	juez	o	la	Sala	Penal,	según
corresponda,	determinará	el	monto	de	la	caución	de	acuerdo	a	la
responsabilidad	y	gravedad	del	hecho	punible	cometido,	así	como
a	las	circunstancias	de	tiempo,	lugar,	modo	y	ocasión.
D.	Leg.	813.
ART.	14.—En	el	caso	que	se	impute	la	comisión	de	varios	delitos
de	defraudación	tributaria,	y	a	fin	de	cumplir	lo	dispuesto	en	el
artículo	10	del	presente	decreto	legislativo,	la	caución	deberá
fijarse	en	base	al	total	de	la	deuda	tributaria	que	corresponda.
D.	Leg.	813.
ART.	15.—En	el	caso	de	que	sean	varios	los	imputados	que
intervinieron	en	la	comisión	del	hecho	punible,	el	juez	o	la	Sala
Penal	impondrá	al	partícipe,	un	monto	no	menor	al	diez	por
ciento	(10%)	de	la	caución	que	corresponde	al	autor.
D.	Leg.	813.
ART.	16.—En	los	casos	que	sean	varios	imputados,	los	autores
responderán	solidariamente	entre	sí	por	el	monto	de	la	caución
determinada	según	corresponda.	Igual	tratamiento	recibirán	los
partícipes.
TÍTULO	IV
Consecuencias	accesorias
D.	Leg.	813.
ART.	17.—Si	en	la	ejecución	del	delito	tributario	se	hubiera
utilizado	la	organización	de	una	persona	jurídica	o	negocio
unipersonal,	con	conocimiento	de	sus	titulares,	el	juez	podrá
aplicar,	conjunta	o	alternativamente,	según	la	gravedad	de	los
hechos,	las	siguientes	medidas:
a)	Cierre	temporal	o	clausura	definitiva	del	establecimiento,
oficina	o	local	en	donde	desarrolle	sus	actividades.
El	cierre	temporal	no	será	menor	de	dos	ni	mayor	de	cinco	años.
b)	Cancelación	de	licencias,	derechos	y	otras	autorizaciones
administrativas.
c)	Disolución	de	la	persona	jurídica.
d)	Incorporado.	D.	Leg.	1114,	Art.	2°.	Suspensión	para
contratar	con	el	Estado,	por	un	plazo	no	mayor	de	cinco	años.
Disposiciones	finales	y	transitorias
D.	Leg.	813.
Primera	Disposición	Final	y	Transitoria.—Lo	dispuesto	en	los
títulos	II	y	IV	del	presente	decreto	legislativo	será	de	aplicación	al
delito	de	elaboración	y	comercio	clandestino	de	productos
previsto	en	los	artículos	271	y	272	del	Código	Penal,	aprobado	por
el	Decreto	Legislativo	N°	635	y	normas	modificatorias.
D.	Leg.	813.
Segunda	Disposición	Final	y	Transitoria.—La	autoridad	policial	y
el	Ministerio	Público,	dentro	de	los	noventa	(90)	días	de	vigencia
del	presente	decreto	legislativo,	remitirán	al	órgano
administrador	del	tributo	las	denuncias	por	delito	tributario	que
se	encuentren	en	trámite,	así	como	sus	antecedentes,	a	fin	de	dar
cumplimiento	a	los	artículos	7°	y	8°	del	presente	decreto
legislativo.
D.	Leg.	813.
Tercera	Disposición	Final	y	Transitoria.—Las	denuncias	por
delito	tributario	que	se	presenten	ante	la	autoridad	policial	o	el
Ministerio	Público	serán	remitidas	al	órgano	administrador	del
tributo	a	fin	de	dar	cumplimiento	a	lo	dispuesto	en	los	artículos	7°
y	8°	del	presente	decreto	legislativo.
D.	Leg.	813.
Cuarta	Disposición	Final	y	Transitoria.—De	acuerdo	a	lo
dispuesto	en	el	artículo	189	del	Código	Tributario,	y	a	efecto	que
la	justicia	penal	ordinaria	realice	el	juzgamiento	por	delito
tributario,	el	Ministro	de	Justicia	coordinará	con	el	Presidente	de
la	Corte	Suprema	de	Justicia	de	la	República	la	creación,	en	el
distrito	judicial	de	Lima,	de	una	sala	superior	dedicada
exclusivamente	a	delitos	tributarios	y	aduaneros,	cuando	las
circunstancias	especiales	lo	ameriten	o	a	instancia	del	Ministro	de
Economía	y	Finanzas.
D.	Leg.	813.
Quinta	Disposición	Final	y	Transitoria.—Lo	dispuesto	en	el	Título
II	del	presente	decreto	legislativo	no	será	de	aplicación	a	los
procesos	penales	por	delito	tributario,	que	se	encuentren	en
trámite.
D.	Leg.	813.
Sexta	Disposición	Final	y	Transitoria.—La	Policía	Nacional	sólo
podrá	prestar	el	apoyo	a	que	se	refiere	el	artículo	8°	del	presente
decreto	legislativo,	a	solicitud	expresa	del	órgano	administrador
del	tributo.
D.	Leg.	813.
Sétima	Disposición	Final	y	Transitoria.—Deróganse	los	artículos
268	y	269	del	Código	Penal,	aprobado	por	el	Decreto	Legislativo	N
°	635	y	normas	modificatorias,	así	como	todas	aquellas
disposiciones	legales	que	se	opongan	al	presente	decreto
legislativo.
D.	Leg.	N°	815
Ley	de	exclusión	o	reducción	de	pena,	denuncias	y
recompensas	en	los	casos	de	delito	e	infracción
tributaria
TÍTULO	I
Exclusión	o	reducción	de	pena
D.	Leg.	815.
ART.	1°.—El	presente	título	tiene	por	objeto	establecer	la
aplicación	del	beneficio	de	exclusión	o	reducción	de	pena	a	fin	de
contribuir	a	la	erradicación	del	delito	tributario.
D.	Leg.	815.
ART.	2°.—Sustituido.	Ley	27038,	Decimosegunda	Disposición
Final.	El	que	encontrándose	incurso	en	una	investigación
administrativa	a	cargo	del	órgano	administrador	del	tributo,	o	en
una	investigación	fiscal	a	cargo	del	Ministerio	Público,	o	en	el
desarrollo	de	un	proceso	penal,	proporcione	información	veraz,
oportuna	y	significativa	sobre	la	realización	de	un	delito
tributario,	será	beneficiado	en	la	sentencia	con	reducción	de	pena
tratándose	de	autores	y	con	exclusión	de	pena	los	partícipes,
siempre	y	cuando	la	información	proporcionada	haga	posible
alguna	de	las	siguientes	situaciones:
a)	Evitar	la	comisión	del	delito	tributario	en	el	que	interviene.
b)	Promover	el	esclarecimiento	del	delito	tributario	en	que
intervino.
c)	La	captura	del	autor	o	autores	del	delito	tributario,	así	como	de
los	partícipes.
El	beneficio	establecido	en	el	presente	artículo	será	concedido
por	los	jueces	con	criterio	de	conciencia	y	previa	opinión
favorable	del	Ministerio	Público.
Los	partícipes	que	se	acojan	al	beneficio	del	presente	decreto
legislativo,	antes	de	la	fecha	de	presentación	de	la	denuncia	por	el
órgano	administrador	del	tributo,	o	a	falta	de	ésta,	antes	del
ejercicio	de	la	acción	penal	por	parte	del	Ministerio	Público	y	que
cumplan	con	los	requisitos	señalados	en	el	presente	artículo	serán
considerados	como	testigos	en	el	proceso	penal.
D.	Leg.	815.
ART.	3°.—Aquél	que	solicita	acogerse	a	los	beneficios
establecidos	en	el	presente	decreto	legislativo,	se	le	denominará
solicitante,	y	una	vez	que	le	sea	otorgado	se	le	denominará
beneficiado.
El	autor	o	autores	sólo	podrán	acogerse	al	beneficio	de	la
reducción	de	pena.	Los	partícipes	del	delito	tributario	podrán
acogerse	al	beneficio	de	exclusión	de	pena.
El	autor	o	autores	del	delito	tributario	sólo	podrán	solicitar
acogerse	al	beneficio	de	reducción	de	pena,	previo	pago	de	la
deuda	tributaria.
DOCTRINA.—Exposición	de	motivos.	Sujetos	materia	del	beneficio.	“(...)
El	proyecto	establece	la	procedencia	del	beneficio	en	función	a	la	forma	de
intervención	 del	 sujeto	 activo	 en	 la	 comisión	 del	 delito.	 En	 este	 sentido,
señala	que	sólo	procederán	los	beneficios	de	exclusión	o	reducción	de	pena
para	el	partícipe	del	delito	tributario.
Respecto	al	autor	o	autores	del	delito	tributario	sólo	procederá	el	beneficio
de	reducción	de	pena.
La	diferencia	 tiene	como	base	principal,	 la	posición	de	ventaja	económica
que	tiene	el	autor	frente	al	partícipe,	quien	sólo	es	un	colaborador	del	autor
en	la	consumación	del	delito	tributario.
Tanto	 la	 exclusión	 como	 la	 reducción	 de	 pena	 serán	 establecidas	 por	 el
órgano	 jurisdiccional	en	 la	sentencia,	debiendo	necesariamente	contar	con
la	opinión	favorable	del	Ministerio	Público.	(...)”.	(Exposición	de	motivos	del
D.	Leg.	815,	abr.	20/96.)
D.	Leg.	815.
ART.	4°.—El	partícipe	en	la	comisión	del	delito	tributario	podrá
acogerse	al	beneficio	complementario	de	asignación	de	recursos
económicos	destinado	a	la	obtención	de	trabajo,	cambio	de
domicilio	y	seguridad	personal.
Este	beneficio	podrá	ser	otorgado	por	el	órgano	jurisdiccional
dentro	del	proceso	penal	y	puede	ser	previo	a	la	expedición	de	la
sentencia,	si	la	situación	del	partícipe	así	lo	requiera.
D.	S.	037-2002-JUS.
ART.	1°.—Definiciones.	Para	los	fines	del	presente	título	se	entenderá	por:
a)	Decreto:	Decreto	Legislativo	N°	815,	Ley	de	Exclusión	o	Reducción	de
Pena,	 Denuncias	 y	 Recompensas	 en	 los	 Casos	 de	 Delito	 e	 Infracción
Tributaria,	y	sus	modificatorias.
b)	 Órgano	 jurisdiccional:	 Juzgados	 especializados	 en	 lo	 penal	 y	 salas
penales	de	Corte	Superior	y	de	 la	Corte	Suprema	que	 tengan	competencia
sobre	el	delito	tributario	materia	de	la	solicitud.
c)	 Ministerio	 Público:	 Fiscalías	 provinciales	 y	 fiscalías	 superiores	 y
suprema	 en	 lo	 penal	 que	 tengan	 competencia	 sobre	 el	 delito	 tributario
materia	de	la	solicitud.
d)	 Beneficio	 complementario:	 Asignación	 mensual	 de	 recursos
económicos	 destinada	 a	 la	 obtención	 de	 trabajo,	 cambio	 de	 domicilio	 y
seguridad	personal.
e)	 Partícipe	 solicitante:	 Aquel	 partícipe,	 sujeto	 a	 proceso	 penal,	 que
entregue	 información	 relacionada	 a	 los	 artículos	 6°	 y	 7°	 del	 decreto,	 y
solicite	al	órgano	jurisdiccional	el	beneficio	complementario	establecido	en
el	decreto.
f)	Partícipe	beneficiado:	Aquél	al	que	el	órgano	jurisdiccional	 le	otorgue
el	beneficio	complementario	establecido	en	el	decreto.
g)	Comisión:	Órgano	administrativo	que	el	Poder	Judicial	designe.
Cuando	se	indiquen	artículos	y	títulos,	sin	hacer	mención	a	norma	alguna,
se	entenderán	referidos	al	presente	reglamento.
D.	S.	037-2002-JUS.
ART.	 2°.—Finalidad.	 El	 presente	 título	 tiene	 por	 objeto	 establecer	 las
normas	y	procedimientos	para	 la	aplicación	del	beneficio	 complementario
establecido	en	el	artículo	4°	del	decreto.
D.	S.	037-2002-JUS.
ART.	3°.—Alcance.	Las	disposiciones	establecidas	en	este	título	alcanzan	a
quienes	 se	 encuentran	 procesados	 en	 el	 Poder	 Judicial,	 en	 calidad	 de
partícipes,	 por	 la	 comisión	 de	 delitos	 tributarios	 y	 cuya	 información	 esté
destinada	a	cumplir	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	7°	del	decreto.
D.	S.	037-2002-JUS.
ART.	 4°.—Procedimiento.	 El	 partícipe	 solicitante	 presentará	 la	 solicitud
del	beneficio	complementario	ante	el	órgano	jurisdiccional,	quien	dispondrá
la	 formación	 del	 incidente	 correspondiente.	 Las	 partes	 podrán	 solicitar	 al
órgano	 jurisdiccional,	 se	 anexen	 los	 documentos	 que	 consideren
pertinentes.
El	beneficio	solicitado	deberá	ser	resuelto	por	el	órgano	jurisdiccional	ante
el	cual	se	solicitó	el	beneficio,	durante	el	proceso	penal,	previa	opinión	del
Ministerio	Público,	 y	puede	 ser	antes	de	 la	expedición	de	 la	 sentencia	 si	 a
criterio	del	órgano	jurisdiccional	la	situación	del	partícipe	así	lo	requiere.
El	plazo	para	que	el	Ministerio	Público	emita	opinión	sobre	la	solicitud	del
beneficio	complementario	será	de	tres	(3)	días	hábiles.	Recibida	la	opinión
del	Ministerio	Público,	el	órgano	 jurisdiccional	deberá	resolver	en	el	plazo
de	tres	(3)	días	hábiles.
En	caso	de	impugnación,	el	órgano	jurisdiccional	resolverá	previa	opinión
del	 Ministerio	 Público.	 El	 plazo	 para	 emitir	 opinión	 y	 resolver	 la
impugnación	será	de	cinco	(5)	días	hábiles	respectivamente.
El	beneficio	se	entenderá	concedido	cuando	exista	resolución	firme	que	así
lo	 establezca,	 sea	 ésta	 del	 juez	 especializado	 en	 lo	 penal	 o	 de	 las	 salas
penales	 de	 la	 Corte	 Superior	 o	 de	 la	 Corte	 Suprema	 en	 los	 casos	 de
impugnación.
D.	S.	037-2002-JUS.
ART.	 5°.—Requisitos.	 El	 órgano	 jurisdiccional	 otorgará	 el	 beneficio
complementario	siempre	que:
1.	 Existan	 suficientes	 elementos	 probatorios	 que	 permitan	 establecer	 la
veracidad	 de	 la	 información	 proporcionada	 por	 el	 partícipe	 solicitante
descrita	en	los	incisos	a)	o	b)	del	artículo	6°	del	decreto,
2.	 La	 investigación	 conlleve	 al	 cumplimiento	 de	 uno	 de	 los	 objetivos
señalados	en	el	artículo	7°	del	decreto,
3.	El	partícipe	solicitante	carezca	de	trabajo	o	que	teniendo	éste,	le	impida
solventar	 sus	 necesidades	 de	 manutención	 y/o	 seguridad	 personal	 y/o
requiera	cambio	de	domicilio.
4.	El	partícipe	solicitante	no	registre	antecedentes	penales	por	la	comisión
de	delito	en	agravio	del	Estado.
Se	 suspenderá	 la	 entrega	 del	 beneficio	 complementario,	 cuando	 se
interponga	 recurso	 impugnativo	 contra	 la	 resolución	 judicial	 que	 declara
procedente	el	otorgamiento	de	dicho	beneficio.
D.	S.	037-2002-JUS.
ART.	6°.—Condiciones.
1.	El	monto	del	beneficio	complementario	no	podrá	exceder	de	la	suma	de
una	 y	media	 (1,5)	 Unidad	 Impositiva	 Tributaria	 (UIT)	mensual	 vigente	 al
inicio	del	ejercicio	en	el	cual	se	otorga	el	beneficio.
2.	 En	 caso	 de	 concurrencia	 de	 procesos	 penales	 por	 delito	 tributario,	 el
partícipe	 beneficiado	 gozará	 del	 mayor	 beneficio	 complementario	 que	 se
establezca.
3.	El	goce	del	beneficio	complementario,	no	podrá	exceder:
a)	 De	 dieciocho	 (18)	 meses,	 contados	 a	 partir	 de	 la	 fecha	 de	 su
otorgamiento;	ni,
b)	De	seis	(6)	meses,	posteriores	a	la	fecha	de	expedición	de	la	resolución
judicial	 consentida	 que	 establezca	 la	 condena	 respectiva	 o,	 en	 su	 caso,	 la
existencia	del	delito	investigado;	o,
4.	 El	 partícipe	beneficiado	deberá	presentar	 ante	 el	 órgano	 jurisdiccional
una	declaración	jurada	mensual,	en	la	que	señale	que	se	mantiene	vigente	el
requisito	 contenido	 en	 el	 numeral	 3	 del	 artículo	 5°.	 Dicha	 declaración
constituye	 requisito	 previo	 para	 efectuar	 el	 pago	 de	 cada	 asignación
mensual.
5.	 Sólo	podrá	 gozarse	de	un	 segundo	beneficio	 complementario,	 por	 otro
proceso	 penal	 distinto	 al	 primero,	 siempre	 que	 haya	 transcurrido	 un	 año
desde	la	fecha	de	vencimiento	del	primer	beneficio	complementario.	Similar
criterio	se	seguirá	para	los	sucesivos	casos.
D.	S.	037-2002-JUS.
ART.	 7°.—Pérdida.	 El	 partícipe	 beneficiado	 perderá	 el	 derecho	 de	 gozar
del	beneficio	complementario	cuando:
1.	 Se	 establezca	 mediante	 resolución	 consentida	 contradicción	 de	 la
información	 proporcionada	 por	 el	 partícipe	 beneficiado	 descrita	 en	 los
incisos	 a)	 o	 b)	 del	 artículo	 6°	 del	 decreto	 para	 obtener	 el	 beneficio
complementario.
2.	Cese	la	necesidad	establecida	en	el	numeral	3	del	artículo	5°.
3.	Se	le	condene	como	autor	o	partícipe	en	otro	proceso	penal	por	delito	en
agravio	del	Estado,	o	como	autor	en	el	proceso	penal	por	el	delito	materia
del	beneficio	complementario	concedido.
4.	 Se	 le	 haya	 otorgado	 simultáneamente	 más	 de	 un	 beneficio
complementario	por	un	mismo	período	y	originados	por	distintos	procesos
penales.	 En	 estos	 casos,	 el	 partícipe	 beneficiado	 perderá	 el	 beneficio
complementario	 de	 menor	 monto,	 debiendo	 aplicarse	 lo	 dispuesto	 en	 el
artículo	10,	por	los	montos	percibidos	en	forma	simultánea.
La	 resolución	 judicial	 que	 revoca	 el	 otorgamiento	 del	 beneficio
complementario,	 deberá	 expedirse	 en	 un	 plazo	 no	mayor	 de	 tres	 (3)	 días
contados	 desde	 el	 momento	 en	 que	 el	 órgano	 jurisdiccional	 toma
conocimiento	 de	 la	 producción	 de	 alguna	 de	 las	 causales	 de	 pérdida	 del
beneficio.
D.	S.	037-2002-JUS.
ART.	8°.—Obligaciones	del	órgano	jurisdiccional.
1.	 Remitir	 a	 la	 comisión	 la	 resolución	 judicial	 que	 otorgue	 el	 beneficio
complementario	precisando	el	monto	y	el	plazo,	para	que	dé	cumplimiento
a	la	entrega	del	citado	beneficio	complementario.
2.	 Informar	 a	 la	 comisión	 la	 fecha	de	 expedición	de	 la	 resolución	 judicial
consentida	que	establezca	la	condena	respectiva	o,	en	su	caso,	la	existencia
del	 delito	 investigado	 relacionado	 con	 el	 proceso	 penal	 materia	 del
beneficio	complementario.
3.	Remitir	a	 la	comisión	 la	resolución	 judicial	que	revoca	el	otorgamiento
del	beneficio	complementario,	la	misma	que	deberá	establecer	la	obligación
de	 devolver	 los	 beneficios	 complementarios	 otorgados,	 así	 como	 los
intereses	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	segundo	párrafo	del	artículo	10.	La
comisión	calculará	el	monto	de	 los	 intereses	desde	 la	 fecha	de	entrega	del
beneficio	complementario	al	partícipe	beneficiado	hasta	la	fecha	en	que	se
realice	la	restitución	de	los	mismos.
4.	Entregar	al	partícipe	beneficiado	el	 cheque	respectivo	por	concepto	de
beneficio	 complementario	 y,	 remitir	 a	 la	 comisión	 la	 documentación
correspondiente	de	los	pagos	efectuados.
D.	S.	037-2002-JUS.
ART.	9°.—Obligaciones	de	la	comisión.
1.	 Establecer	 mediante	 resolución	 administrativa,	 en	 virtud	 de	 la
resolución	 judicial	 de	 otorgamiento	 del	 beneficio	 complementario,	 el
cronograma	de	pagos	en	donde	se	señale:
a)	El	(los)	nombre(s)	y	apellidos	y	el	documento	de	identidad	del	partícipe
beneficiado.
b)	La	fecha,	monto,	plazo	y2	forma	de	pago	del	beneficio	complementario.
2.	 Establecer	mediante	 resolución	 administrativa	 la	 pérdida	del	 beneficio
complementario	del	partícipe	beneficiado,	en	virtud	de	la	resolución	judicial
que	revoca	el	otorgamiento	del	beneficio	complementario.
3.	 Notificar	 las	 resoluciones	 administrativas	 y	 las	 resoluciones	 judiciales
correspondientes	al	órgano	administrador	de	tributos.
4.	Designar,	 ante	 el	 órgano	 administrador	 de	 tributos,	 los	 servidores	 y/o
funcionarios	 responsables	 de	 la	 recepción	 del	 cheque	 correspondiente	 al
beneficio	complementario.
5.	Controlar	el	cumplimiento	de	la	resolución	de	otorgamiento	del	beneficio
complementario	y,	 la	entrega	oportuna	al	partícipe	beneficiado	del	cheque
respectivo	por	parte	del	órgano	jurisdiccional.
6.	 Comunicar	 al	 órgano	 jurisdiccional	 que	 otorgó	 el	 beneficio
complementario,	que	el	partícipe	beneficiado:
a)	 Se	 encuentra	 condenado	 y	 no	 rehabilitado	 en	 otro	 proceso	 penal	 por
delito	 en	 agravio	 del	 Estado,	 según	 las	 normas	 pertinentes,	 a	 fin	 que
proceda	 a	 dejar	 sin	 efecto	 la	 resolución	 judicial	 que	 concedió	 el	 beneficio
complementario,	o
b)	Se	le	haya	otorgado	más	de	un	beneficio	complementario,	a	fin	que	deje
sin	efecto	el	goce	del	o	los	que	sean	de	menor	monto.
7.	Controlar	que	el	otorgamiento	de	un	nuevo	beneficio	complementario	se
efectúe	una	vez	que	haya	transcurrido	un	año	desde	la	fecha	de	vencimiento
del	último	beneficio	complementario	gozado.
8.	 Realizar	 las	 acciones	 necesarias	 para	 proceder	 a	 la	 restitución	 del
beneficio	 complementario	 otorgado,	 a	 que	 hace	 referencia	 el	 artículo
siguiente.
D.	S.	037-2002-JUS.
ART.	10.—Restitución	de	la	suma	entregada	por	pérdida	del	beneficio
complementario.	 Si	 el	 partícipe	 beneficiado	 incurriese	 en	 una	 de	 las
causales	señaladas	en	los	numerales	1,	3	ó	4	del	artículo	7°,	deberá	restituir
a	la	comisión	el	beneficio	complementario	otorgado	incluidos	los	intereses,
sin	perjuicio	que	se	le	inicien	las	acciones	legales	correspondientes	a	cargo
del	Procurador	Público	del	Poder	Judicial.
Los	 intereses	 se	 calcularán	desde	 la	 fecha	de	 entrega	de	 cada	uno	de	 los
beneficios	complementarios	hasta	la	fecha	en	que	se	realice	la	restitución	de
los	mismos,	aplicando	mensualmente	 la	 tasa	activa	del	mercado	promedio
mensual	 en	moneda	nacional	 (TAMN)	que	 se	determine	 en	 función	de	 las
tasas	publicadas	por	la	Superintendencia	de	Banca	y	Seguros	(SBS)	el	último
día	hábil	del	mes	anterior.
La	restitución	a	que	se	refiere	el	presente	artículo,	se	imputará	en	primer
lugar	a	las	entregas	más	antiguas	y	así	sucesivamente,	aplicándose	el	monto
devuelto	primero	a	los	intereses	y	luego	al	principal.
La	 comisión	 abonará	 en	 la	 cuenta	 del	 tesoro	 público	 habilitada	 para	 tal
efecto,	el	monto	obtenido	por	concepto	de	restitución	de	dicho	beneficio,	el
mismo	 día	 en	 que	 el	 partícipe	 beneficiado	 restituya	 el	 beneficio
complementario.
DOCTRINA.—Exposición	 de	 motivos.	 Creación	 y	 limitación	 del
beneficio	 complementario.	 “(...)	 El	 proyecto	 establece	 sólo	 para	 el
partícipe	 del	 delito	 tributario,	 la	 posibilidad	 de	 acogerse	 al	 beneficio
complementario,	 constituido	 por	 una	 asignación	 de	 recursos	 económicos
destinado	 a	 la	 obtención	 de	 trabajo,	 cambio	 de	 domicilio	 y	 seguridad
personal.	 El	 fundamento	 radica	 en	 que	 el	 partícipe	 luego	 de	 confesar	 y
esclarecer	el	delito	en	que	participó	perderá	su	trabajo,	hecho	que	ocasiona
la	 imposibilidad	 de	 cubrir	 sus	 necesidades	 económicas.	 Además,	 se	 debe
tener	en	cuenta	que	no	es	el	beneficiario	directo	del	delito	y	que	se	trataba
de	una	persona	dependiente	de	las	órdenes	del	autor.
Asimismo,	la	responsabilidad	de	los	partícipes	es	accesoria	en	relación	a	la
responsabilidad	principal	de	los	autores.
El	 proyecto	 señala	 que	 este	 beneficio	 podrá	 ser	 otorgado	 por	 el	 órgano
jurisdiccional	dentro	del	proceso	penal	y	puede	ser	previo	a	 la	expedición
de	 la	 sentencia,	 si	 la	 situación	 del	 solicitante	 así	 lo	 requiere.	 Esta
anticipación	se	justifica	por	cuanto	luego	de	la	declaración	del	partícipe,	se
generará	 para	 éste	 una	 situación	 económica	 endeble	 que	 debe	 ser
inicialmente	cubierta	por	el	Estado	como	beneficiario	de	las	declaraciones.
Es	de	señalar	que	 la	aplicación	del	beneficio	complementario,	 tiene	como
antecedente	normativo	las	leyes	N°s.	25103,	25499	y	el	Decreto	Supremo	N°
015-93-JUS,	 referidas	 a	 reducción,	 exención	 o	 remisión	 de	 la	 pena	 en	 la
comisión	de	delitos	de	terrorismo.	En	este	sentido,	si	bien	el	contexto	penal
es	 diferente,	 no	 es	 menos	 cierto	 que	 ambos	 causan	 un	 grave	 daño	 a	 la
sociedad	en	su	conjunto.	 (...)”.	 (Exposición	de	motivos	del	D.	Leg.	815,	abr.
20/96)
D.	Leg.	815.
ART.	5°.—Los	solicitantes	deberán	acudir	voluntariamente	ante
alguno	de	los	siguientes	órganos:
a)	Órgano	administrador	del	tributo,	durante	la	investigación
administrativa	por	presunción	de	delito	tributario.
b)	Órgano	del	Ministerio	Público,	durante	la	investigación	fiscal
por	presunción	de	delito	tributario.
c)	Órgano	jurisdiccional	durante	el	proceso	penal.
En	los	casos	de	los	incisos	b)	y	c)	del	presente	artículo	el
solicitante	deberá	acudir	ante	el	órgano	que	esté	investigando	o
juzgando	el	delito	tributario.
En	los	casos	que	ninguna	autoridad	fiscal	ni	judicial	se	encuentre
investigando	o	juzgando	el	presunto	delito	tributario,	el
solicitante	deberá	acudir	a	la	autoridad	del	órgano	administrador
del	tributo.
D.	Leg.	815.
ART.	6°.—La	declaración	del	solicitante	constará	en	un	acta
donde	se	consignará	según	sea	el	caso,	lo	siguiente:
a)	Confesión	veraz	y	detallada	de	los	hechos	delictivos	en	que
hubiera	participado	o	esté	participando,	proporcionando	además
los	elementos	probatorios	de	la	comisión	del	delito	tributario,	o
en	su	caso	el	lugar	en	donde	se	encuentren.
b)	Cualquier	información	que	permita	conocer	la	identidad	y	el
lugar	donde	se	encuentre	el	autor,	autores	y	partícipes	del	delito
tributario.
c)	Firma	e	impresión	del	dedo	índice	derecho	del	solicitante.
El	solicitante	que	se	presente	ante	cualquiera	de	las	autoridades
indicadas	en	el	artículo	5°	del	presente	decreto	legislativo
declarará	en	presencia	del	representante	del	Ministerio	Público.
En	declaración	que	preste	el	solicitante	ante	la	autoridad	del
órgano	administrador	del	tributo,	Ministerio	Público	o	el	órgano
jurisdiccional,	podrá	contar	con	la	presencia	de	su	abogado
defensor.
D.	Leg.	815.
ART.	7°.—La	información	a	que	se	refiere	el	artículo	anterior
debe	permitir,	en	su	caso:
a)	Evitar	la	consumación	del	delito	tributario.
b)	Esclarecer	la	modalidad	delictiva	empleada	para	cometer	el
delito	tributario.
c)	Ubicar	y	capturar	al	autor	o	autores,	así	como	a	los	partícipes
del	delito	tributario.
D.	Leg.	815.
ART.	8°.—Comprobada	la	veracidad	de	la	información
proporcionada	por	el	solicitante	y	obtenidos	los	objetivos
previstos,	el	órgano	jurisdiccional	otorgará	el	beneficio
establecido	en	el	presente	decreto	legislativo.
El	beneficio	de	reducción	de	pena	previsto	en	el	presente	decreto
legislativo,	no	podrá	ser	superior	a	las	dos	terceras	partes	de	la
pena	que	corresponda.
En	el	caso	de	los	partícipes,	cuando	el	órgano	jurisdiccional
considere	que	no	procede	el	beneficio	de	exclusión	de	pena,	podrá
conceder	el	beneficio	de	reducción	de	pena.
D.	Leg.	815.
ART.	9°.—Si	se	establece	que	la	información	proporcionada	no	es
veraz	y	oportuna,	el	órgano	jurisdiccional,	declarará
improcedente	el	beneficio	solicitado	disponiendo	el
archivamiento	definitivo	de	lo	actuado.
D.	Leg.	815.
ART.	10.—El	órgano	jurisdiccional	revocará	el	beneficio	previsto
en	el	presente	decreto	legislativo,	cuando	el	beneficiado	cometa
nuevo	delito	tributario	dentro	de	los	diez	años	de	habérsele
otorgado	el	beneficio,	debiendo	proceder	de	acuerdo	a	ley.
TÍTULO	II
Denuncias	y	recompensas
D.	Leg.	815.
ART.	11.—Para	efectos	del	presente	decreto	legislativo,	se
entiende	por:
a)	Denunciante:	Aquel	que	pone	en	conocimiento	de	la
Superintendencia	Nacional	de	Administración	Tributaria	-	Sunat,
la	comisión,	mediante	actos	fraudulentos,	de	las	infracciones
contempladas	en	el	artículo	178	del	Código	Tributario.
b)	Recompensa:	Aquella	cantidad	de	dinero	que	se	proporcione
al	denunciante.
TUO	-	D.	Leg.	816.
ART.	178.—Sustituido.	D.	 Leg.	 953,	Art.	 88.	 Infracciones	 relacionadas
con	 el	 cumplimiento	 de	 las	 obligaciones	 tributarias.	 Constituyen
infracciones	 relacionadas	 con	 el	 cumplimiento	 de	 las	 obligaciones
tributarias:
1.	 No	 incluir	 en	 las	 declaraciones	 ingresos	 y/o	 remuneraciones	 y/o
retribuciones	 y/o	 rentas	 y/o	 patrimonio	 y/o	 actos	 gravados	 y/o	 tributos
retenidos	 o	 percibidos,	 y/o	 aplicar	 tasas	 o	 porcentajes	 o	 coeficientes
distintos	 a	 los	 que	 les	 corresponde	 en	 la	 determinación	 de	 los	 pagos	 a
cuenta	o	anticipos,	o	declarar	cifras	o	datos	falsos	u	omitir	circunstancias	en
las	 declaraciones,	 que	 influyan	 en	 la	 determinación	 de	 la	 obligación
tributaria;	 y/o	 que	 generen	 aumentos	 indebidos	 de	 saldos	 o	 pérdidas
tributarias	 o	 créditos	 a	 favor	 del	 deudor	 tributario	 y/o	 que	 generen	 la
obtención	 indebida	 de	 notas	 de	 crédito	 negociables	 u	 otros	 valores
similares.
2.	Emplear	bienes	o	productos	que	gocen	de	exoneraciones	o	beneficios	en
actividades	distintas	de	las	que	corresponden.
3.	Elaborar	o	comercializar	clandestinamente	bienes	gravados	mediante	la
sustracción	a	los	controles	fiscales;	la	utilización	indebida	de	sellos,	timbres,
precintos	y	demás	medios	de	control;	 la	destrucción	o	adulteración	de	 los
mismos;	 la	 alteración	 de	 las	 características	 de	 los	 bienes;	 la	 ocultación,
cambio	de	destino	o	falsa	indicación	de	la	procedencia	de	los	mismos.
4.	 No	 pagar	 dentro	 de	 los	 plazos	 establecidos	 los	 tributos	 retenidos	 o
percibidos.
5.	No	pagar	en	 la	 forma	o	condiciones	establecidas	por	 la	Administración
Tributaria	 o	 utilizar	 un	 medio	 de	 pago	 distinto	 de	 los	 señalados	 en	 las
normas	tributarias,	cuando	se	hubiera	eximido	de	la	obligación	de	presentar
declaración	jurada.
6.	 No	 entregar	 a	 la	 Administración	 Tributaria	 el	 monto	 retenido	 por
embargo	en	forma	de	retención.
7.	 Sustituido.	 D.	 Leg.	 981,	 Art.	 45.	 Permitir	 que	 un	 tercero	 goce	 de	 las
exoneraciones	 contenidas	 en	 el	 apéndice	 de	 la	 Ley	 N°	 28194,	 sin	 dar
cumplimiento	a	lo	señalado	en	el	artículo	11	de	la	citada	ley.
8.	 Sustituido.	 D.	 Leg.	 981,	 Art.	 45.	 Presentar	 la	 declaración	 jurada	 a	 que
hace	 referencia	 el	 artículo	 11	 de	 la	 Ley	 N°	 28194	 con	 información	 no
conforme	con	la	realidad.
D.	Leg.	815.
ART.	12.—El	presente	sistema	de	denuncias	y	recompensas	tiene
por	finalidad	promover,	de	acuerdo	al	segundo	párrafo	del
artículo	60	del	Código	Tributario,	la	participación	de	las	personas
en	la	denuncia	e	investigación	de	quienes	hayan	realizado	las
infracciones	contempladas	en	el	artículo	178	del	Código
Tributario	mediante	acciones	fraudulentas.
D.	Leg.	815.
ART.	13.—Cualquier	persona	puede	denunciar	ante	la
Superintendencia	Nacional	de	Administración	Tributaria	-	Sunat,
la	comisión	de	las	infracciones	descritas	en	el	artículo	precedente,
debiendo	colaborar	con	la	investigación.
D.	Leg.	815.
ART.	14.—El	denunciante	recibirá	la	recompensa	que	se	fije
mediante	resolución	de	Superintendencia,	siempre	que	la
información	proporcionada	sea	veraz,	significativa	y
determinante	para	la	detección	de	la	infracción	tributaria.
D.	S.	037-2002-JUS.
ART.	11.—Definiciones.	El	presente	título	regula	el	artículo	14	del	Decreto
Legislativo	N°	815	para	cuyos	fines	se	entenderá	lo	siguiente:
a)	 Código	 Tributario:	 Texto	 Único	 Ordenado	 del	 Código	 Tributario
aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	135-99-EF	y	normas	modificatorias.
b)	 Infracciones:	 Aquéllas	 establecidas	 en	 el	 artículo	 178	 del	 Código
Tributario	relacionadas	con	los	tributos	que	administra	la	Superintendencia
Nacional	de	Administración	Tributaria	-	Sunat.
c)	Actos	fraudulentos:	Toda	conducta	intencional	destinada	a	la	comisión
de	infracciones.
d)	Denunciante:	Aquél	que	ponga	en	conocimiento	de	la	Superintendencia
Nacional	de	Administración	Tributaria	 -	Sunat,	 la	comisión	de	 infracciones
mediante	actos	fraudulentos.
e)	 Recompensa:	 Aquella	 cantidad	 de	 dinero	 que	 se	 proporcione	 al
denunciante.
f)	Sunat:	Superintendencia	Nacional	de	Administración	Tributaria.
Las	referencias	 indicadas	en	el	artículo	1°	serán	de	aplicación	al	presente
título	salvo	disposición	expresa	en	contrario.
D.	S.	037-2002-JUS.
ART.	12.—Ámbito	de	aplicación.	Cualquier	persona	puede	denunciar	ante
la	Sunat,	la	comisión	de	infracciones	mediante	actos	fraudulentos.	Los	actos
fraudulentos	materia	 de	 la	 denuncia	 serán	 determinados	 en	 la	 resolución
judicial	consentida.
En	 los	 casos	 en	 que	 la	 Sunat,	 dentro	 del	 marco	 que	 establece	 la	 ley,	 no
hubiera	 presentado	 denuncia	 penal	 ante	 el	 Ministerio	 Público,	 los	 actos
fraudulentos	materia	 de	 la	 denuncia	 serán	 determinados	 en	 la	 resolución
consentida	que	resuelva	 la	procedencia	o	 improcedencia	del	otorgamiento
de	la	recompensa	expedida	por	la	Sunat.
D.	S.	037-2002-JUS.
ART.	 13.—Procedimiento	 para	 el	 otorgamiento	 de	 la	 recompensa.
Mediante	 resolución	 de	 Superintendencia	 se	 establecerá	 el	 procedimiento
para	el	otorgamiento	de	la	recompensa.
D.	S.	037-2002-JUS.
ART.	 14.—Requisitos	 para	 la	 entrega	 de	 la	 recompensa.	 Sólo	 se
otorgará	la	recompensa,	siempre	que	concurran	los	siguientes	requisitos:
1.	Que	la	resolución	judicial	consentida,	emitida	en	el	procedimiento	penal,
o	la	resolución	administrativa	consentida	en	los	casos	previstos	en	el	último
párrafo	del	artículo	12,	derivados	de	la	denuncia	que	sustenta	la	solicitud	de
recompensa,	establezca	o	de	ella	se	concluya	que:
a)	Los	hechos	denunciados	constituyen	actos	fraudulentos,
b)	 El	 denunciante	 no	 ha	 participado	 en	 la	 comisión	 de	 la	 infracción
denunciada.
2.	 Las	 instancias	 administrativas	 o	 judiciales	 confirmen	 la	 resolución	 de
intendencia,	 orden	 de	 pago	 o	 resolución	 de	 determinación	 de	 la	 deuda
tributaria	materia	 de	 la	 denuncia	 o	 éstas	 hayan	 quedado	 firmes,	 según	 lo
dispuesto	en	el	artículo	124	del	Código	Tributario	y	en	 la	Ley	N°	27584	y
normas	modificatorias.
La	Sunat	 emitirá	 la	 resolución	 correspondiente	en	 la	que	 se	determine	 la
improcedencia	del	otorgamiento	de	la	recompensa.
D.	S.	037-2002-JUS.
ART.	15.—Suspensión	de	la	entrega	de	la	recompensa.	Se	suspenderá	la
entrega	de	la	recompensa	cuando	se	impugne	la	resolución	de	intendencia
de	otorgamiento	de	la	recompensa.
D.	S.	037-2002-JUS.
ART.	16.—Falsedad	de	 la	denuncia.	Cuando	 la	 Sunat	 encuentre	 indicios
sobre	la	falsedad	de	la	denuncia,	pondrá	en	conocimiento	de	estos	hechos	al
organismo	 competente,	 con	 el	 objeto	 que	 se	 realicen	 las	 acciones	 a	 que
hubiere	lugar.
D.	S.	037-2002-JUS.
Primera	 Disposición	 Transitoria.—Podrán	 solicitar	 el	 beneficio
complementario	 los	 partícipes	 que	 a	 la	 fecha	 de	 vigencia	 del	 presente
reglamento	se	encuentren	 incursos	en	proceso	penal	por	delito	 tributario,
siendo	de	 aplicación	 lo	 dispuesto	 en	 el	 presente	 reglamento	 en	 lo	 que	 les
sea	pertinente.
D.	S.	037-2002-JUS.
Segunda	 Disposición	 Transitoria.—Las	 denuncias	 que	 hayan	 sido
presentadas	 con	 anterioridad	 a	 la	 vigencia	 del	 presente	 reglamento,	 en
virtud	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 Título	 II	 del	 decreto,	 serán	 tramitadas	 de
acuerdo	a	lo	señalado	en	el	Título	II.
NOTA:	Según	la	Única	Disposición	Transitoria	de	la	Resolución	de	Superintendencia	075-2003-
Sunat,	publicado	el	31-03-2003,	para	efectos	de	la	Segunda	Disposición	Transitoria	sólo	se	tramitarán
las	denuncias	que	hubieran	sido	presentadas	desde	la	vigencia	del	Decreto	Legsilativo	N°	815,	y
siempre	que	la	denunciante	expresamente	haya	solicitado	recompensa.
D.	S.	037-2002-JUS.
Primera	Disposición	Final.—Para	efectos	del	cumplimiento	de	lo	dispuesto
por	 los	 artículos	 4°	 y	 14	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 815,	 el	 Ministerio	 de
Economía	 y	 Finanzas	 a	 través	 de	 la	 Dirección	 General	 de	 Tesoro	 Público
abrirá	una	subcuenta	bancaria	en	la	cuenta	principal	del	Tesoro	Público	en
el	 Banco	 de	 la	 Nación,	 a	 nombre	 de	 la	 Sunat,	 con	 cargo	 a	 la	 cual	 dicho
organismo	girará	los	cheques	a	favor	de	las	personas	que	sin	perjuicio	de	lo
dispuesto	 en	 el	 artículo	 9°,	 resulten	 acreedoras	 del	 beneficio
complementario	o,	de	ser	el	caso,	de	la	recompensa.	Los	mencionados	pagos
serán	 incluidos	 en	 la	 programación	 de	 caja,	 para	 lo	 cual	 la	 Sunat
proporcionará	la	información	correspondiente	al	comité	de	caja.
D.	S.	037-2002-JUS.
Segunda	Disposición	Final.—Las	impugnaciones	que	pudieran	derivarse	de
las	 resoluciones	 de	 intendencia	 que	 se	 emitieran	 por	 concepto	 de
recompensa,	serán	de	competencia	exclusiva	de	la	Sunat.
D.	S.	037-2002-JUS.
Tercera	Disposición	Final.—La	Sunat	informará	al	Ministerio	de	Economía
y	 Finanzas	 los	 montos	 que	 por	 concepto	 de	 beneficio	 complementario
entregue	 al	 órgano	 jurisdiccional	 y	 de	 recompensa	 que	 se	 otorgue	 en
cumplimiento	de	 lo	dispuesto	por	 la	 tercera	y	 cuarta	disposiciones	 finales
del	Decreto	Legislativo	N°	815.
D.	S.	037-2002-JUS.
Cuarta	Disposición	Final.—El	Título	II	del	presente	reglamento,	entrará	en
vigencia	 a	 partir	 del	 día	 siguiente	 de	 publicada	 la	 resolución	 de
Superintendencia	a	que	alude	el	artículo	21	del	Decreto	Legislativo	N°	815.
D.	Leg.	815.
ART.	15.—La	recompensa	a	otorgarse	se	establecerá	en	función
del	monto	efectivamente	recaudado	por	la	Superintendencia
Nacional	de	Administración	Tributaria	-	Sunat,	respecto	de	la
deuda	tributaria	materia	de	la	denuncia	y	en	ningún	caso	podrá
exceder	al	10%	de	dicho	importe.
D.	Leg.	815.
ART.	16.—No	pueden	ser	beneficiarios	de	la	recompensa:
a)	Los	funcionarios	o	servidores	de	la	Superintendencia	Nacional
de	Administración	Tributaria	-	Sunat;
b)	Los	miembros	de	la	Policía	Nacional;
c)	Las	personas	que	por	el	ejercicio	de	sus	funciones	se	vinculen
a	las	mencionadas	en	los	incisos	a)	y	b)	del	presente	artículo;
d)	Aquellos	que	tengan	parentesco	dentro	del	cuarto	grado	de
consanguinidad	y	segundo	de	afinidad	con	las	personas	señaladas
en	los	incisos	anteriores;	y,
e)	Las	personas	comprendidas	dentro	de	los	alcances	del	Título	I
del	presente	decreto	legislativo.
D.	Leg.	815.
ART.	17.—Mediante	resolución	de	Superintendencia,	se
establecerá	el	procedimiento	para	admitir,	evaluar,	rechazar	la
denuncia,	así	como	regular	la	colaboración	del	denunciante	en	la
investigación.
D.	Leg.	815.
ART.	18.—La	Superintendencia	Nacional	de	Administración
Tributaria	-	Sunat,	realizará	las	acciones	necesarias	a	fin	de
mantener	en	reserva	la	identidad	del	denunciante.
D.	Leg.	815.
ART.	20.—El	Título	II	del	presente	decreto	legislativo	entrará	en
vigencia	al	día	siguiente	de	publicada	la	resolución	de
Superintendencia	a	que	se	refieren	los	artículos	14	y	17.
Disposiciones	finales
D.	Leg.	815.
Primera	Disposición	Final.—A	partir	de	la	vigencia	del	Título	I
del	presente	decreto	legislativo,	no	será	de	aplicación	a	los	delitos
tributarios	lo	dispuesto	en	el	Decreto	Ley	N°	25582.
2.	Delitos	aduaneros
LEY	N°	28008
Ley	de	delitos	aduaneros
TÍTULO	I
Delitos	aduaneros
CAPÍTULO	I
Contrabando
Ley	28008.
ART.	 1°.—Sustituido.	 D.	 Leg.	 1111,	 Art.	 1°.	 Contrabando.	 El
que	 se	 sustrae,	 elude	 o	 burla	 el	 control	 aduanero	 ingresando
mercancías	del	extranjero	o	las	extrae	del	territorio	nacional	o	no
las	 presenta	 para	 su	 verificación	 o	 reconocimiento	 físico	 en	 las
dependencias	 de	 la	 administración	 aduanera	 o	 en	 los	 lugares
habilitados	 para	 tal	 efecto,	 cuyo	 valor	 sea	 superior	 a	 cuatro	 (4)
Unidades	 Impositivas	 Tributarias,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	de	la	libertad	no	menor	de	cinco	ni	mayor	de	ocho	años,
y	con	trescientos	sesenta	y	cinco	a	setecientos	treinta	días-multa.
La	ocultación	o	sustracción	de	mercancías	a	la	acción	de
verificación	o	reconocimiento	físico	de	la	aduana,	dentro	de	los
recintos	o	lugares	habilitados,	equivale	a	la	no	presentación.
D.	S.	121-2003-EF.
ART.	 3°.—Facultades	 de	 la	 administración	 aduanera.	 Potestad
aduanera	 es	 la	 facultad	 que	 tiene	 Sunat	 para	 aplicar	 las	 normas	 legales	 y
reglamentarias	que	 regulan	 las	 actividades	 aduaneras	 y	 el	 paso,	 ingreso	o
salida	 de	 personas,	 mercancías	 y	 medios	 de	 transporte	 por	 el	 territorio
aduanero,	así	como	exigir	su	cumplimiento.
Sunat	 es	 el	 organismo	 del	 Estado	 encargado	 de	 la	 administración,
recaudación,	control	y	fiscalización	del	tráfico	internacional	de	mercancías,
medios	de	transporte	y	personas,	dentro	del	territorio	aduanero.
JURISPRUDENCIA.—Ingreso	de	mercancía	por	lugar	no	autorizado	no
califica	como	delito	aduanero.	“(…)	El	reglamento	de	la	Ley	General	de
Aduanas	señala	(…)	Cabe	señalar	que	según	el	glosario	de	términos
aduaneros,	se	entiende	como	comiso	a	la	sanción	que	consiste	en	la	privación
definitiva	de	la	propiedad	de	las	mercancías;	y	mercancías	como	los	bienes	u
objetos	que	están	destinados	a	la	venta,	regímenes,	operaciones	y	destinos
aduaneros.
3.	En	ese	sentido	la	administración	tributaria	ha	cometido	un	error	puesto
que	el	citado	artículo	es	de	aplicación	solo	para	la	incautación	o	comiso	de
mercancías	de	procedencia	extranjera	que	carezcan	de	documentación.	En	el
caso	de	autos	se	advierte	que	si	bien	el	demandante	reconoce	el	ingreso	al	país
por	un	lugar	no	autorizado	por	Aduanas,	este	hecho	configura	una	infracción
administrativa	que	según	corresponda	será	determinada	en	forma	objetiva	y
podrá	ser	sancionada	administrativamente	con	multa,	comiso	de	bienes,
internamiento	temporal	de	vehículo	o	cierre	temporal	de	establecimiento.
Asimismo	el	artículo	166	del	Código	Tributario	señala	que	la	administración
tributaria	tiene	la	facultad	discrecional	de	determinar	las	sanciones	y,	en
virtud	de	esa	facultad,	aplicarlas	gradualmente.
4.	Siendo	ello	así	las	resoluciones	del	Tribunal	Fiscal	y	Aduanas	no	han
respetado	el	principio	de	legalidad,	toda	vez	que	se	aplicó	una	norma	que	no
señala	de	manera	expresa	la	falta	cometida	por	el	actor.	En	el	presente	caso	la
administración	aduanera	no	puede	suplir	la	falta	de	ley	expresa	y	crear	-por
vía	de	interpretación-	algún	tipo	de	sanción,	en	un	supuesto	no	previsto	en	la
ley.	(…)”.	(TC,	Exp.	05406-2006-PA/TC,	nov.	09/08.	Pres.	Mesía	Ramírez)
DOCTRINA.—La	responsabilidad	penal	de	los	despachantes	de	aduana
exige	 superar	 el	 carácter	 “neutral”	 de	 la	 conducta.	 “(...)	 existe	 una
marcada	 tendencia	 actual	 de	 parte	 de	 la	 jurisprudencia	 que	 extiende	 la
responsabilidad	del	despachante	de	aduana	en	orden	a	delitos	aduaneros	de
una	 manera	 peligrosa,	 con	 desconocimiento	 incluso	 de	 cuáles	 son	 sus
obligaciones.
(...)	 para	 poder	 considerar	 que	 existe	 participación	penalmente	 relevante
del	 despachante	 de	 aduana,	 se	 debe,	 en	 primer	 lugar,	 determinar	 si	 su
conducta	 supera	 el	 carácter	 de	 “neutral”,	 esto	 es,	 si	 crea	 un	 peligro
típicamente	 relevante	 de	 participación;	 y	 luego	 de	 haber	 superado	 dicho
análisis,	se	debe	pasar	al	aspecto	subjetivo	de	la	participación.
Esta	es	la	única	manera	de	reducir	el	aumento	desmedido	de	imputaciones
que	afectan	gravemente	la	profesión	del	despachante	de	aduana.
Se	denominan	conductas	neutrales,	socialmente	estereotipadas,	cotidianas,
inocuas	o	 adecuadas	 a	una	profesión	u	oficio,	 los	 comportamientos	que	 si
bien	 coinciden	 con	 una	 colaboración	 en	 un	 delito	 cometido	 por	 otra
persona,	 en	 ciertos	 supuestos	 no	 resultarían	 punibles	 por	 tratarse	 de
riesgos	permitidos.
A	pesar	de	que	en	la	actualidad	no	existe	una	postura	uniforme	respecto	al
tratamiento	que	debe	darse	a	estas	conductas	neutrales,	lo	cierto	es	que	la
teoría	 de	 la	 imputación	 objetiva	 del	 comportamiento	 resulta	 una
herramienta	que	aporta	una	solución	razonable	a	la	cuestión.
Si	 bien	 esta	 teoría	 tuvo	 una	 diversidad	 de	 planteamientos,	 casi	 todos
coinciden	en	señalar	que	“un	resultado	podrá	ser	imputado	objetivamente	a
una	persona	cuando	ella	haya	creado	un	riesgo	jurídicamente	desaprobado
y	ese	riesgo	se	haya	concretado	en	el	resultado”.
De	tal	manera,	no	todo	riesgo	creado	debe	ser	desaprobado	jurídicamente,
porque	la	sociedad	en	ciertos	contextos	está	dispuesta	a	tolerar	la	creación
de	determinados	riesgos	por	considerarlos	necesarios	para	el	desarrollo	de
los	 contactos	 sociales	 y,	 por	 tal	 motivo,	 las	 denominadas	 conductas
neutrales	 no	 son	 más	 que	 la	 concreción	 del	 riesgo	 permitido	 en	 los
supuestos	 de	 favorecimiento	 de	 un	 delito	 mediante	 la	 realización	 de	 una
actividad	cotidiana	o	estereotipada	a	una	profesión	u	oficio.	La	irrelevancia
penal	de	una	conducta	neutral	entonces	se	debe	interpretar	en	el	contexto
social	 de	 actuación	 mediante	 la	 comprobación	 de	 si	 el	 actuante	 obró
conforme	a	 los	deberes	que	tiene	que	cumplir,	con	 independencia	de	si	su
obrar	es	mediante	acción	u	omisión,	y	también	muy	al	margen	de	los	datos
psíquicos	 que	 puede	 tener	 en	 su	 mente.”	 (VIDAL	 ALBARRACÍN	 (h.),
Guillermo,	“Responsabilidad	penal	de	los	despachantes	de	aduana”,	La	Ley,
26.09.2011,	pág.	5)
DOCTRINA.—Imputación	 objetiva	 del	 despachante	 de	 aduana:	 el
comportamiento	crea	un	riesgo	jurídicamente	desaprobado	y,	además,
ese	 riesgo	se	 concreta	en	el	 resultado.	 “(...)	De	 tal	manera	 corresponde
analizar	 bajo	 qué	 presupuestos	 la	 actuación	 del	 despachante	 de	 aduana
genera	un	riesgo	jurídicamente	desaprobado	del	delito	de	contrabando.
En	tal	sentido,	es	posible	sostener	que	no	existirá	tal	riesgo	jurídicamente
desaprobado,	 cuando	 el	 despachante	 de	 aduana	 cumpla	 con	 la	 normativa
que	regula	su	actuación	profesional.
Si	bien	la	función	del	despachante	de	aduana	no	se	limita	a	documentar	en
nombre	y	representación	del	importador	y/o	exportador,	pues	como	vimos
también	se	le	adiciona	su	condición	de	auxiliar	del	servicio	aduanero,	ello	no
permite	 sostener	 que	 se	 encuentra	 en	 una	 posición	 de	 garante	 respecto
cada	una	de	las	operaciones	en	las	que	interviene.
Al	 respecto,	 cabe	 resaltar	 que	 esa	 sola	 actuación	 no	 puede	 generarle
responsabilidad	penal,	pues	si	no	estaríamos	ante	una	excesiva	ampliación
de	la	prohibición	penal	afectando	garantías	constitucionales	fundamentales,
tales	como	el	principio	de	la	libertad	de	los	comportamientos	y	el	principio
de	 reserva	 (...).	 Para	 poder	 considerar	 que	 su	 conducta	 creó	 un	 riesgo
jurídicamente	relevante	se	requiere,	como	mínimo,	que	se	haya	incumplido
un	deber	y,	por	ello,	 la	cuestión	pasa	por	determinar	en	forma	correcta	su
alcance.	 (...)	 Por	 todo	 lo	 expuesto,	 utilizando	 la	 teoría	 de	 la	 imputación
objetiva,	 resulta	posible	 concluir	que	 sólo	habrá	participación	penalmente
relevante	 del	 despachante	 de	 aduana,	 si	 el	 comportamiento	 en	 cuestión
implica	 una	 creación	 de	 un	 riesgo	 jurídicamente	 desaprobado	 y	 que,
además,	ese	riesgo	se	haya	concretado	en	el	resultado.	Siendo	ello	así,	cabe
señalar	 que	 cuando	 el	 despachante	 cumple	 con	 la	 normativa	 que	 rige	 su
actuación	 profesional,	 esto	 es,	 con	 las	 obligaciones	 específicamente
impuestas	por	la	normativa	aplicable	a	la	destinación	o	a	la	operatoria	que
se	tratare,	su	conducta	será	objetivamente	atípica.
Si,	por	el	contrario,	su	comportamiento	implica	un	incumplimiento	de	sus
funciones,	 se	 deberá	 analizar,	 desde	 un	 punto	 de	 vista	 normativo,	 si	 su
aporte	consistió	en	una	reorganización	de	la	actividad	con	la	virtualidad	de
co-configurar	 al	 delito	 de	 contrabando	 (...).”	 (VIDAL	 ALBARRACÍN	 (h.),
Guillermo,	“Responsabilidad	penal	de	los	despachantes	de	aduana”,	La	Ley,
26.09.2011,	pág.	5)
DOCTRINA.—Aunque	 la	 ley	 de	 delitos	 aduaneros	 no	 lo	 autorice
expresamente,	 la	 Sunat	 puede	 disponer	 medidas	 preventivas	 para
inmovilizar	mercancías.	“Por	lo	expuesto,	consideramos	que	si	bien	la	LDA
no	cuenta	con	norma	expresa	que	 faculte	a	 la	administración	a	adoptar	 la
medida	preventiva	de	inmovilización	como	parte	de	las	acciones	dispuestas
en	dicha	 ley,	ésta	no	se	encuentra	 impedida	de	disponerla	como	resultado
de	la	aplicación	supletoria	de	la	LGA	y	en	ejercicio	de	la	potestad	aduanera
(...)”.	 (Sunat,	 Inf.	 75-2015-Sunat/5D1000,	 jun.	 15/2015.	 Gerente	 Jurídico
Aduanero	Nora	Sonia	Cabrera	Torriani)
DOCTRINA.—La	 formalización	de	 la	 investigación	preparatoria	penal
provoca	 la	 suspensión	 de	 plazos	 para	 trámites	 aduaneros.	 “Bajo	 el
marco	 legal	expuesto,	podría	considerarse	que	el	proceso	 judicial	se	 inicia
desde	la	etapa	de	formalización	de	la	investigación	preparatoria,	etapa	en	la
cual	 se	 conceden	 ciento	 veinte	 (120)	 días	 al	 fiscal,	 para	 que	 con	 apoyo
policial,	 realice	 las	 investigaciones	 que	 permitan	 obtener	 aquellos
elementos	 de	 convicción	 respecto	 a	 la	 responsabilidad	 o	 inocencia	 de	 las
personas	 denunciadas.	 Asimismo,	 el	 Código	 Procesal	 señala	 que	 en	 ese
periodo,	 el	 fiscal	 puede	 requerir	 si	 estima	 pertinente,	 que	 el	 juez	 de	 la
investigación	 preparatoria	 otorgue	 medidas	 cautelares	 o	 aplique
procedimientos	especiales.
En	 ese	 sentido,	 podemos	 inferir	 que	 en	materia	 penal,	 existe	 un	 proceso
judicial	que	podría	ameritar	la	suspensión	de	plazo	previsto	en	las	normas
aduaneras,	desde	la	etapa	de	formalización	de	la	investigación	preparatoria
a	 cargo	 del	 Ministerio	 Público,	 posición	 que	 ha	 sido	 ratificada	 por	 la
Gerencia	 Jurídico	 y	 Penal	 a	 través	 del	 Memorándum	 N°	 010-2016-
Sunat/5D3000,	emitido	dentro	del	marco	de	su	competencia	funcional	y	que
confirma	el	presente	criterio	(...)”.	(Sunat,	Inf.	06-2016-Sunat/5D1000,	ene.
21/2016.	(Gerente	Jurídico	Aduanero	Nora	Sonia	Cabrera	Torriani)
Ley	28008.
ART.	2°.—Modalidad	de	contrabando.	Constituyen
modalidades	del	delito	de	contrabando	y	serán	reprimidos	con	las
mismas	penas	señaladas	en	el	artículo	1°,	quienes	desarrollen	las
siguientes	acciones:
a.	Extraer,	consumir,	utilizar	o	disponer	de	las	mercancías	de	la
zona	primaria	delimitada	por	la	Ley	General	de	Aduanas	o	por
leyes	especiales	sin	haberse	autorizado	legalmente	su	retiro	por	la
administración	aduanera.
b.	Consumir,	almacenar,	utilizar	o	disponer	de	las	mercancías	que
hayan	sido	autorizadas	para	su	traslado	de	una	zona	primaria	a
otra,	para	su	reconocimiento	físico,	sin	el	pago	previo	de	los
tributos	o	gravámenes.
c.	Internar	mercancías	de	una	zona	franca	o	zona	geográfica
nacional	de	tratamiento	aduanero	especial	o	de	alguna	zona
geográfica	nacional	de	menor	tributación	y	sujeta	a	un	régimen
especial	arancelario	hacia	el	resto	del	territorio	nacional	sin	el
cumplimiento	de	los	requisitos	de	ley	o	el	pago	previo	de	los
tributos	diferenciales.
d.	Conducir	en	cualquier	medio	de	transporte,	hacer	circular
dentro	del	territorio	nacional,	embarcar,	desembarcar	o
transbordar	mercancías,	sin	haber	sido	sometidas	al	ejercicio	de
control	aduanero.
e.	Intentar	introducir	o	introduzca	al	territorio	nacional
mercancías	con	elusión	o	burla	del	control	aduanero	utilizando
cualquier	documento	aduanero	ante	la	administración	aduanera.
JURISPRUDENCIA.—Tipos	penales	abiertos	exigen	incorporar	en	el
análisis	del	hecho	delictivo	las	normas	extrapenales	correspondientes:
temporalidad	de	las	leyes	tributarias	aduaneras.	“(…)	como	el	tipo	legal
no	remite	expresa	y	directamente	a	una	norma	extrapenal	la	concreción	de	la
prohibición	supuesto	de	la	ley	penal	en	blanco-	sino	que	introduce	elementos
normativos	que	obligan	a	acudir	al	derecho	aduanero	para	la	definición	final
del	injusto	típico	–reenvío	implícito	a	la	legislación	extrapenal–	se	está	ante
un	tipo	abierto	–esta	es	una	técnica	muy	utilizada	en	el	derecho	penal
económico:	accesoriedad	normativa	conceptual	canalizada	mediante
elementos	normativos	típicos–;	que,	en	el	sub-lite,	la	determinación	de	la
ilicitud	penal	de	los	hechos	que	integran	la	pretensión	penal	exige	incorporar
en	el	análisis	las	normas	aduaneras	correspondientes,	y	que	según	el	lugar	y	el
momento	en	que	ocurrieron	se	trata	de	la	Ley	número	veintiocho	mil
quinientos	setenta	y	cinco,	que	excluyó	al	departamento	de	San	Martín	de	la
exoneración	del	Impuesto	General	a	las	Ventas	por	la	importación	de	bienes
que	se	destinen	al	consumo	de	la	Amazonía	(…).”	(CS.,	Queja	744-2009,	nov.
03/2009.	V.	P.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—La	retroactividad	no	debe	admitirse	cuando,	de
acuerdo	con	los	fines	del	derecho	penal,	la	necesidad	preventiva	de	la
pena	persista:	cambio	tributario	aduanero	especial	para	determinada
zona.	“(…)	cuando	varían	las	normas	complementarias	que	tienen	incidencia
en	la	configuración	del	tipo	legal,	su	aplicación	retroactiva	solo	será	posible	si
genera	un	autentico	cambio	en	la	valoración	jurídica:	que	desde	esta
concepción,	intermedia	o	diferenciadora,	la	retroactividad	no	debe	admitirse
cuando,	de	acuerdo	a	los	fines	del	derecho	penal,	la	necesidad	preventiva	de
pena	persista,	al	verificarse	que	el	hecho	cometido	en	el	pasado	–antes	del
cambio	de	la	norma	aduanera	en	este	caso–	se	siga	viendo	en	la	actualidad
como	un	hecho	con	entidad	para	afectar	el	bien	jurídico	protegido	por	la
norma	penal	(…)	el	delito	de	contrabando	(…)	protege	la	potestad	aduanera
de	control,	ingreso,	permanencia,	traslado	y	salida	de	mercancías,
específicamente	respecto	del	internamiento	de	mercancías	provenientes	de
zonas	de	tratamiento	especial	hacia	el	resto	del	territorio	nacional,	de	modo
tal	que	garantiza	que	el	internamiento,	en	todo	caso,	se	produzca	previo
cumplimiento	de	los	requisitos	legales	o	el	pago	de	los	tributos	diferenciales
(…)	por	tanto,	prevenir	el	traslado	y	destino	de	mercancías	dentro	de	una
zona	de	tratamiento	especial,	la	asimilación	posterior	al	hecho	de	una	zona
geográfica	al	régimen	de	tratamiento	tributario	especial	–que	es	el	caso	(…)
no	comporta	un	cambio	en	el	contenido	esencial	del	injusto	típico,	de	modo
que	la	antinormatividad	del	comportamiento	no	decae	por	el	posterior
cambio	legislativo:	la	tipificación	del	hecho	típicamente	antijurídico	no	ha
sufrido	modificación.	(…)”	(CS.,	Queja	744-2009,	nov.	03/2009.	V.	P.	San
Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—La	ley	de	delitos	aduaneros	no	sanciona	la	ausencia
de	pronunciamiento	sobre	el	bien	incautado	con	el	silencio
administrativo	negativo.	“Por	otro	lado,	este	tribunal	aprecia	que	no	es
cierto	el	alegato	del	procurador	de	la	Sunat	en	el	sentido	de	que	el	recurrente
pudo	dar	por	denegada	su	solicitud	de	devolución	e	interponer	contra	dicha
resolución	denegatoria	ficta	los	respectivos	recursos	de	reclamación	y
apelación.	Y	es	que	la	existencia	de	una	resolución	denegatoria	ficta	es
consecuencia	de	la	imposición	del	silencio	administrativo	negativo	a
determinada	omisión	de	pronunciamiento	por	parte	de	la	administración
establecida	así	en	la	ley,	y	no	es	una	consecuencia	automática	de	dicha
ausencia	de	pronunciamiento.	En	el	presente	caso,	la	Ley	28008,	Ley	de	Delitos
Aduaneros,	no	ha	sancionado	la	ausencia	de	pronunciamiento	en	el	plazo
establecido	con	el	silencio	administrativo	negativo,	por	lo	que	el	recurrente	no
podía	dar	por	denegada	su	solicitud	y	plantear	los	recursos	de	reclamación	y
apelación	pertinentes.
7.	En	consecuencia,	si	bien	la	vía	previa	de	evaluación	llevada	a	cabo	por	la
Sunat	no	se	había	agotado,	el	recurrente	estaba	exceptuado	de	agotarla	por
no	haberse	resuelto	en	el	plazo	previsto	en	la	ley”.	(T.	C.,	Exp.	00522-2013-
PA/TC,	jul.	06/2015.	S.	S.	Miranda	Canales)
Ley	28008.
ART.	3°.—Sustituido.	D.	Leg.	1111,	Art.	2°.	Contrabando
fraccionado.	Incurre	igualmente	en	los	delitos	contemplados	en
los	tipos	penales	previstos	en	los	artículos	anteriores	y	será
reprimido	con	idénticas	penas,	el	que	con	unidad	de	propósito,
realice	el	contrabando	en	forma	sistemática	por	cuantía	superior
a	cuatro	(4)	unidades	impositivas	tributarias,	en	forma
fraccionada,	en	un	sólo	acto	o	en	diferentes	actos	de	inferior
importe	cada	uno,	que	aisladamente	serían	considerados
infracciones	administrativas	vinculadas	al	contrabando.
FLUJOGRAMA	DEL	DELITO	ADUANERO
CAPÍTULO	II
Defraudación	de	rentas	de	aduana
Ley	28008.
ART.	4°.—Defraudación	de	rentas	de	aduana.	El	que	mediante
trámite	aduanero,	valiéndose	de	engaño,	ardid,	astucia	u	otra
forma	fraudulenta	deja	de	pagar	en	todo	o	en	parte	los	tributos	u
otro	gravamen	o	los	derechos	antidumping	o	compensatorios	que
gravan	la	importación	o	aproveche	ilícitamente	una	franquicia	o
beneficio	tributario,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad
no	menor	de	cinco	ni	mayor	de	ocho	años	y	con	trescientos
sesenta	y	cinco	a	setecientos	treinta	días	-	multa.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Acuerdos	bilaterales	debidamente
ratificados	e	insertos	vía	normatividad	de	derecho	interno	se	aplican	en
toda	su	extensión.	“(…)	los	acuerdos	bilaterales	que	hayan	sido	debidamente
ratificados	por	nuestro	país	e	insertos	vía	normatividad	de	derecho	interno
(decreto	supremo	en	este	caso),	forman	parte	de	la	legislación	nacional	y,	por
ende,	deben	ser	aplicados	en	toda	su	extensión,	de	conformidad	con	lo
establecido	en	el	inciso	dos	del	artículo	508	del	Código	Procesal	Penal.	(…)	En
dicho	orden	de	ideas,	no	resulta	arreglado	a	ley	que	en	este	caso,	no	se	haya
merituado	dicha	información	(alcanzada	por	la	Dirección	Regional	de	Aduana
de	Iquique	–	Chile	(…)	del	30	de	noviembre	del	2007,	que	da	cuenta	que	la
mercadería	materia	de	importación	a	nuestro	país	por	parte	del	imputado
(…),	tiene	como	país	declarado	de	origen	China	Popular	y	no	Malasia)	por
considerarla	de	carácter	administrativa,	cuando	existe	normatividad	expresa
y	concreta	que	viabiliza	el	intercambio	de	información	entre	las	autoridades
aduaneras	(de	Perú	y	Chile)	para	la	investigación	e	incluso	procesamiento
judicial	de	un	caso	concreto.	Por	tanto,	debe	anularse	lo	decidido,	en	mayoría,
por	la	Sala	Penal	de	Apelaciones	de	la	Corte	Superior	de	Justicia	de	Tacna,	y
actuando	este	supremo	tribunal	en	sede	de	instancia,	se	disponga	una
investigación	suplementaria,	a	efectos	que	la	información	proporcionada	por
la	autoridad	aduanera	de	Chile	sea	debidamente	compulsada	y	merituada	por
el	fiscal	provincial	competente,	a	fin	de	emitir	el	pronunciamiento	que
corresponda”.	(CS,	Cas.	385-2012-Tacna,	jun.	25/2014.	V.	P.	Neyra	Flores)
NOTA:	Esta	sentencia	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	22	de	noviembre	del	2014.
JURISPRUDENCIA.—El	tema	de	la	responsabilidad	jurídica	del	operador
aduanero	deviene	en	intrascendente	si	este	solo	cumplió	las	decisiones
de	la	intendencia	de	aduana	o	del	Tribunal	Fiscal.	“(...)	si	bien	los	artículos
8°	y	35	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	General	de	Aduanas	aprobado	por
Decreto	Supremo	N°	129-2004-EF,	precisan	que	los	operadores	de	comercio
exterior	que	intervienen	en	los	procedimientos	aduaneros	son	responsables
administrativa,	tributaria,	civil	y	penalmente	del	cumplimiento	de	sus
obligaciones,	no	menos	cierto	es,	que	al	haberse	verificado	en	autos	la	plena
legalidad	del	procedimiento	efectuado	por	Bertling	Logistics	(Peru)	Sociedad
Anonima	Cerrada,	respecto	al	material	transportado	en	la	M/N	‘Calabria’,	el
tema	de	su	responsabilidad	jurídica	ante	la	autoridad	administrativa	y/o
judicial	de	este	operador	aduanero,	deviene	en	intrascendente,	desde	el
momento	en	que	éste	se	sometió	a	las	decisiones,	tanto	de	la	Intendencia	de
Aduana	de	Chimbote,	como	de	la	Sala	de	Aduanas	del	Tribunal	Fiscal”.	(C	S,
Cas.	033-2010-Lima,	oct.	26/2010.	V.	P.	Vásquez	Cortez)
Ley	28008.
ART.	5°.—Modalidad	de	defraudación	de	rentas	de	aduana.
Constituyen	modalidades	del	delito	de	defraudación	de	rentas	de
aduana	y	serán	reprimidos	con	las	penas	señaladas	en	el	artículo
4°,	las	acciones	siguientes:
a.	Importar	mercancías	amparadas	en	documentos	falsos	o
adulterados	o	con	información	falsa	en	relación	con	el	valor,
calidad,	cantidad,	peso,	especie,	antigüedad,	origen	u	otras
características	como	marcas,	códigos,	series,	modelos,	que
originen	un	tratamiento	aduanero	o	tributario	más	favorable	al
que	corresponde	a	los	fines	de	su	importación.
b.	Simular	ante	la	administración	aduanera	total	o	parcialmente
una	operación	de	comercio	exterior	con	la	finalidad	de	obtener	un
incentivo	o	beneficio	económico	o	de	cualquier	índole	establecido
en	la	legislación	nacional.
c.	Sobrevaluar	o	subvaluar	el	precio	de	las	mercancías,	variar	la
cantidad	de	las	mercancías	a	fin	de	obtener	en	forma	ilícita
incentivos	o	beneficios	económicos	establecidos	en	la	legislación
nacional,	o	dejar	de	pagar	en	todo	o	en	parte	derechos
antidumping	o	compensatorios.
d.	Alterar	la	descripción,	marcas,	códigos,	series,	rotulado,
etiquetado,	modificar	el	origen	o	la	subpartida	arancelaria	de	las
mercancías	para	obtener	en	forma	ilícita	beneficios	económicos
establecidos	en	la	legislación	nacional.
e.	Consumir,	almacenar,	utilizar	o	disponer	de	las	mercancías	en
tránsito	o	reembarque	incumpliendo	la	normativa	reguladora	de
estos	regímenes	aduaneros.
CAPÍTULO	III
Receptación	aduanera
Ley	28008.
ART.	6°.—Sustituido.	D.	Leg.	1111,	Art.	3°.	Receptación
aduanera.	El	que	adquiere	o	recibe	en	donación,	en	prenda,
almacena,	oculta,	vende	o	ayuda	a	comercializar	mercancías	cuyo
valor	sea	superior	a	cuatro	(4)	Unidades	Impositivas	Tributarias	y
que	de	acuerdo	a	las	circunstancias	tenía	conocimiento	o	se
comprueba	que	debía	presumir	que	provenía	de	los	delitos
contemplados	en	esta	ley,	será	reprimido	con	pena	privativa	de
libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	seis	años	y	con	ciento
ochenta	a	trescientos	sesenta	y	cinco	días-multa.
CAPÍTULO	IV
Financiamiento
Ley	28008.
ART.	7°.—Financiamiento.	El	que	financie	por	cuenta	propia	o
ajena	la	comisión	de	los	delitos	tipificados	en	la	presenta	ley,	será
reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	ocho	ni
mayor	de	doce	años	y	con	trescientos	sesenta	y	cinco	a
setecientos	treinta	días	-	multa.
CAPÍTULO	V
Tráfico	de	mercancías	prohibidas	o	restringidas
Ley	28008.
ART.	8°.—Sustituido.	D.	Leg.	1111,	Art.	4°.	Tráfico	de
mercancías	prohibidas	o	restringidas.	El	que	utilizando
cualquier	medio	o	artificio	o	infringiendo	normas	específicas
introduzca	o	extraiga	del	país	mercancías	por	cuantía	superior	a
cuatro	(4)	Unidades	Impositivas	Tributarias	cuya	importación	o
exportación	está	prohibida	o	restringida,	será	reprimido	con	pena
privativa	de	la	libertad	no	menor	de	ocho	ni	mayor	de	doce	años	y
con	setecientos	treinta	a	mil	cuatrocientos	sesenta	días	multa.
JURISPRUDENCIA.—El	criterio	objetivo	en	la	determinación	de	las
infracciones	aduaneras	no	puede	invalidar	la	vigencia	de	los	principios
de	causalidad	y	de	presunción	de	licitud.	“No	obstante,	aun	cuando	el
establecimiento	de	un	sistema	de	responsabilidad	de	carácter	objetivo	es
aceptado	por	una	parte	de	la	doctrina	tributaria	como	una	opción	válida	en
materia	aduanera	y	ha	sido	explícitamente	adoptado	por	nuestro	legislador
en	las	normas	antes	analizadas,	ello	no	puede	invalidar	la	vigencia	de	los
principios	de	causalidad	y	de	presunción	de	licitud,	reconocidos	en	los	incisos
8	y	9	del	artículo	230	de	la	Ley	N°	27444,	Ley	del	Procedimiento
Administrativo	General,	como	rectores	de	la	potestad	sancionadora	de	la
administración	pública,	ni	impedir	su	aplicación	al	presente	caso.	(...)	En	el
presente	caso,	luego	de	la	evaluación	del	caudal	probatorio	existente	en	los
autos,	la	Sala	Civil	Transitoria	de	la	Corte	Suprema	de	Justicia	ha	determinado
que	la	violación	de	los	precintos	de	seguridad	colocados	por	la	Aduana	en	la
mercancía	importada	por	(...)	Sociedad	Anónima,	no	respondió	a	una
conducta	que	pueda	atribuirse	a	esta	empresa	o	a	sus	dependientes,	ni	a	la
existencia	de	negligencia	en	la	custodia	de	la	mercancía,	sino	a	un	intento	de
robo	ocurrido	al	remolque	que	la	transportaba	al	terminal	de	almacenes	de
(...)	Sociedad	Anónima,	el	cual	fue	frustrado	por	un	oficial	de	policía
contratado	por	la	importadora	para	acompañar	a	la	unidad	de	transporte	y
resguardar	los	bienes;	es	decir,	que	la	realización	de	la	conducta	que	ha	sido
objeto	de	sanción	por	parte	de	la	administración	tributaria	en	el	presente	caso
no	puede	ser	válidamente	atribuida	a	la	empresa	(...)	Sociedad	Anónima,	dado
que	existen	pruebas	que	acreditan	que	ella	respondió	materialmente	a	un
hecho	de	terceros	que	escapó	al	control	de	ésta	y	que	más	bien	fue	repelido	en
base	a	las	acciones	de	previsión	que	adoptó	para	el	transporte	de	la
mercancía”.	(C.	S.,	Cas.	5905-2012-Lima,	abr.	29/2014.	V.	P.	Acevedo	Mena)
CAPÍTULO	VI
Tentativa
Ley	28008.
ART.	9°.—Tentativa.	Será	reprimida	la	tentativa	con	la	pena
mínima	legal	que	corresponda	al	delito	consumado.	Se	exceptúa
de	punición	los	casos	en	los	que	el	agente	se	desista
voluntariamente	de	proseguir	con	los	actos	de	ejecución	del	delito
o	impida	que	se	produzca	el	resultado,	salvo	que	los	actos
practicados	constituyan	por	sí	otros	delitos.
CAPÍTULO	VII
Circunstancias	agravantes
Ley	28008.	
ART.	10.—Circunstancias	agravantes.	Serán	reprimidos	con
pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	ocho	mi	mayor	de	doce
años	y	setecientos	treinta	a	mil	cuatrocientos	sesenta	días	-	multa,
los	que	incurran	en	las	circunstancias	agravantes	siguientes,
cuando:
a.	Modificado.	D.	Leg.	1111,	Art.	5°.	Las	mercancías	objeto	del
delito	sean	armas	de	fuego,	municiones,	explosivos,	elementos
nucleares,	diesel,	gasolinas,	gasoholes,	abrasivos	químicos	o
materiales	afines,	sustancias	o	elementos	que	por	su	naturaleza,
cantidad	o	características	puedan	afectar	o	sean	nocivas	a	la	salud,
seguridad	pública	o	el	medio	ambiente.
b.	Interviene	en	el	hecho	en	calidad	de	autor,	instigador	o
cómplice	primario	un	funcionario	o	servidor	público	en	el
ejercicio	o	en	ocasión	de	sus	funciones,	con	abuso	de	su	cargo	o
cuando	el	agente	ejerce	funciones	públicas	conferidas	por
delegación	del	Estado.
c.	Interviene	en	el	hecho	en	calidad	de	autor,	instigador	o
cómplice	primario	un	funcionario	público	o	servidor	de	la
administración	aduanera	o	un	integrante	de	las	Fuerzas	Armadas
o	de	la	Policía	Nacional	a	las	que	por	mandato	legal	se	les	confiere
la	función	de	apoyo	y	colaboración	en	la	prevención	y	represión
de	los	delitos	tipificados	en	la	presente	ley.
d.	Se	cometiere,	facilite	o	evite	su	descubrimiento	o	dificulte	u
obstruya	la	incautación	de	la	mercancía	objeto	material	del	delito
mediante	el	empleo	de	violencia	física	o	intimidación	en	las
personas	o	fuerza	sobre	las	cosas.
e.	Es	cometido	por	dos	o	más	personas	o	el	agente	integra	una
organización	destinada	a	cometer	los	delitos	tipificados	en	esta
ley.
f.	Los	tributos	u	otros	gravámenes	o	derechos	antidumping	o
compensatorios	no	cancelados	o	cualquier	importe
indebidamente	obtenido	en	provecho	propio	o	de	terceros	por	la
comisión	de	los	delitos	tipificados	en	esta	ley,	sean	superiores	a
cinco	Unidades	Impositivas	Tributarias.
g.	Se	utilice	un	medio	de	transporte	acondicionado	o	modificado
en	su	estructura	con	la	finalidad	de	transportar	mercancías	de
procedencia	ilegal.
h.	Se	haga	figurar	como	destinatarios	o	proveedores	a	personas
naturales	o	jurídicas	inexistentes,	o	se	declare	domicilios	falsos	en
los	documentos	y	trámites	referentes	a	los	regímenes	aduaneros.
i.	Se	utilice	a	menores	de	edad	o	a	cualquier	otra	persona
inimputable.
j.	Cuando	el	valor	de	las	mercancías	sea	superior	a	veinte	(20)
Unidades	Impositivas	Tributarias.
k.	Las	mercancías	objeto	del	delito	sean	falsificadas	o	se	les
atribuye	un	lugar	de	fabricación	distinto	al	real.
En	el	caso	de	los	incisos	b)	y	c),	la	sanción	será,	además,	de
inhabilitación	conforme	a	los	numerales	1),	2)	y	8)	del	artículo	36
del	Código	Penal.
l.	Incorporado.	Ley	29769,	Primera	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Las	mercancías	objeto	del	delito
sean	productos	industriales	envasados	acogidos	al	sistema	de
autenticación	creado	por	ley.
PROMOCIÓN	DE	LA	CALIDAD	Y	AUTENTICIDAD	DE	LOS	PRODUCTOS
INDUSTRIALES
Ley	29769.
ART.	1°.—Objeto	de	la	 ley.	Declárase	de	necesidad	pública	 la	promoción
de	 la	 comercialización	 segura	 en	 el	 Perú	 de	 productos	 industriales,
nacionales	 o	 importados,	 a	 fin	 de	 luchar	 contra	 la	 adulteración	 de	 los
envases,	recipientes,	envolturas	o	empaques	intactos	originales.
El	 reglamento	 de	 esta	 ley,	 en	 adelante	 el	 reglamento,	 precisa	 las
características	de	los	productos	a	que	se	refiere	el	primer	párrafo,	a	los	que
en	adelante	se	les	denomina	productos	industriales	envasados.
Ley	29769.
ART.	 2°.—Ámbito	 de	 aplicación.	 Las	 disposiciones	 contenidas	 en	 la
presente	 ley	 son	 de	 aplicación	 a	 todos	 los	 fabricantes,	 importadores	 y
distribuidores	 de	 los	 productos	 industriales	 envasados	 que	 decidan
acogerse	al	régimen	establecido	por	esta	ley.
El	 procedimiento	 para	 incorporarse	 a	 este	 régimen	 es	 establecido	 en	 el
reglamento.	El	registro	de	empresas	y	productos	industriales	envasados	que
se	incorporen	está	a	cargo	del	Ministerio	de	la	Producción.
Ley	29769.
ART.	 3°.—Código	 digital	 individualizado.	 Créase	 el	 Sistema	 de
Autenticación	 de	 los	 Productos	 Industriales	 Envasados,	 con	 códigos
digitales	 individualizados,	 asignados	 por	 la	 Superintendencia	 Nacional	 de
Administración	Tributaria	 (Sunat)	 o	 por	 los	 gremios	 empresariales	 en	 los
que	 se	 delegue	 esta	 función	 y	 colocados	 de	 manera	 indeleble	 en	 cada
envase,	 recipiente,	 envoltura	 o	 empaque,	 mediato	 e	 inmediato,	 de	 los
productos	 industriales	 envasados	 a	 ser	 comercializados	 en	 el	 mercado
nacional.
Dicho	sistema	debe	ser	infalsificable	y	permitir	la	inmediata	autenticación
de	 los	 productos	 industriales	 envasados	 en	 aduanas	 y	 puntos	 de	 venta
mayoristas	y	minoristas	del	mercado	interno,	mediante	la	lectura	del	código
digital	 individualizado	 en	 el	 producto	 propiamente	 dicho	 y	 verificándolo
luego	por	teléfono,	correo	electrónico,	SMS	o	a	través	de	una	plataforma	de
internet	 especialmente	 dedicada.	 El	 sistema	 es	 financiado	 por	 el	 sector
privado.
El	envasado	de	los	productos	industriales	debe	considerar	la	accesibilidad
del	consumidor.
La	 administración	 del	 sistema	 de	 autenticación	 puede	 ser	 delegada	 en	 la
Sociedad	 Nacional	 de	 Industrias	 (SNI),	 la	 Cámara	 de	 Comercio	 de	 Lima	 u
otros	 gremios	 empresariales	 que	 cumplan	 los	 requisitos	 mínimos
establecidos	en	el	reglamento.
Ley	29769.
ART.	4°.—Productos	industriales	adulterados.	Se	consideran	productos
industriales	adulterados,	no	auténticos,	informales,	ilegales	o	falsificados	y,
en	consecuencia,	prohibidos	los	siguientes:
a)	 Los	 productos	 industriales	 envasados,	 acogidos	 al	 sistema	 de
autenticación	 con	 códigos	 digitales	 individualizados	 creado	 por	 esta	 ley,
cuyo	 envase,	 recipiente,	 envoltura	 o	 empaque,	 mediato	 e	 inmediato,	 no
cuente	con	el	código	digital	asignado	por	la	autoridad	competente.
b)	 Los	 productos	 industriales	 envasados,	 acogidos	 al	 sistema	 de
autenticación	con	códigos	digitales	individualizados	creado	por	esta	ley,	que
se	 comercialicen	 al	 menudeo	 o	 a	 granel,	 o	 sin	 los	 envases,	 recipientes,
envolturas	 o	 empaques	 indicados	 por	 el	 fabricante,	 o	 con	 estos,	 pero
alterados	o	reenvasados.
El	 Ministerio	 de	 la	 Producción	 establece	 las	 regulaciones	 relativas	 al
tamaño,	 volumen,	 contenido	 u	 otras	 características	 de	 los	 envases	 que
resulten	 necesarias	 para	 desincentivar	 el	 comercio	 informal	 de	 los
productos	 industriales	envasados	y	 facilitar	el	 funcionamiento	del	 sistema
de	autenticación	creado	por	esta	ley.
Ley	29769.
ART.	 5°.—Autoridades	 competentes	 para	 sancionar.	 El	 reglamento
determina	 las	 autoridades	 competentes	 para	 sancionar	 las	 conductas
referidas	en	el	artículo	4°.
Ley	29769.
ART.	 6°.—Sanciones.	 Cuando	 se	 haya	 acreditado	 la	 importación	 o
comercialización	 de	 productos	 que	 no	 cuenten	 con	 el	 código	 digital
individualizado	 determinado	 por	 la	 autoridad	 competente,	 se	 aplican	 las
siguientes	sanciones:
a)	Multa	de	hasta	cien	unidades	impositivas	tributarias	(UIT).
b)	Comiso	definitivo.
La	responsabilidad	administrativa	establecida	en	esta	ley	es	independiente
de	la	responsabilidad	civil	o	penal	a	que	hubiera	lugar.
Ley	29769.
ART.	7°.—Allanamiento	y	descerraje.	Para	el	allanamiento	de	inmuebles
destinados	a	la	comercialización	informal	o	ilegal	de	productos	industriales
envasados	 acogidos	 al	 sistema	 de	 autenticación	 creado	 por	 esta	 ley,	 se
requiere	autorización	judicial,	 la	que	es	otorgada	en	un	plazo	no	mayor	de
veinticuatro	horas,	bajo	 responsabilidad.	La	 solicitud	es	presentada	por	el
fiscal	a	petición	de	las	instituciones	que	intervienen	en	la	acción	operativa,	y
dicha	orden	tiene	una	vigencia	máxima	de	dos	semanas,	a	cuyo	vencimiento
caduca	la	autorización.
Ley	29769.
ART.	8°.—Incautación	y	destrucción.
8.1.	 Todo	 producto	 idéntico	 o	 similar	 a	 cualquiera	 de	 los	 productos
industriales	envasados	acogidos	al	sistema	de	autenticación	creado	por	esta
ley,	que	infrinja	los	derechos	de	propiedad	intelectual	de	estos	últimos,	debe
ser	retirado	de	circulación	inmediatamente	y	sometido	a	procedimiento	de
destrucción.
En	 estos	 casos	 es	de	 aplicación	 lo	previsto	 en	 el	Decreto	Legislativo	807,
Facultades,	 normas	 y	 organización	 del	 Indecopi,	 o	 la	 norma	 que	 la
modifique	o	sustituya.
8.2.	Todo	producto	 falsificado,	 adulterado	o	 informal,	 que	no	 cumpla	 con
las	 disposiciones	 de	 la	 presente	 ley	 debe	 ser	 retirado	 de	 circulación
inmediatamente	y	sometido	al	procedimiento	de	destrucción	contenido	en
las	normas	pertinentes.
En	estos	 casos	es	de	aplicación	 las	normas	de	 la	 entidad	encargada	de	 la
fiscalización	o	control	de	los	productos	mencionados	en	el	párrafo	8.1.
Ley	29769.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Reglamentación.	 La
presente	ley	es	reglamentada	mediante	decreto	supremo	refrendado	por	los
ministros	de	Economía	y	Finanzas	y	de	la	Producción	en	un	plazo	no	mayor
de	noventa	días	 calendario,	 contado	a	partir	 de	 la	 vigencia	de	 la	presente
ley.
Ley	29769.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Apoyo	 de	 la	 Policía
Nacional	 del	 Perú	 (PNP).	 La	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 (PNP)	 presta	 el
apoyo	que	demanden	las	autoridades	competentes	para	el	cumplimiento	de
la	presente	ley	en	forma	oportuna	y	proporcional	a	las	circunstancias	que	el
caso	amerite.
Ley	29769.
Tercera	Disposición	Complementaria	Final.—Adecuación	normativa	por
los	gobiernos	regionales	y	gobiernos	locales.	Los	gobiernos	regionales	y
gobiernos	 locales	que	 tienen	competencia	compartida	con	el	Ministerio	de
la	Producción	en	materia	de	promoción	de	la	industria	y	el	comercio	interno
adecuan	 y	 dictan	 las	 disposiciones	 que	 sean	 necesarias	 para	 el
cumplimiento	de	la	presente	ley.
Ley	29769.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Vigencia.	 La	 presente	 ley
entra	 en	 vigencia	 a	 partir	 del	 día	 siguiente	 de	 su	 publicación	 en	 el	Diario
Oficial	El	Peruano.
NOTA:	La	Ley	29769	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	26	de	julio	del	2011.
Ley	29769.
Segunda	 Disposiciones	 Complementarias	 Modificatorias.—Derogatoria.
Deróganse	o	déjanse	sin	efecto,	según	corresponda,	las	disposiciones	que	se
opongan	a	 la	presente	ley	y	todas	aquellas	disposiciones	respecto	del	tipo,
tamaño	 o	 contenido	 de	 los	 envases,	 recipientes,	 envolturas	 o	 empaques,
mediatos	o	 inmediatos,	de	productos	 industriales	envasados	que	se	acojan
al	 sistema	 de	 autenticación	 con	 códigos	 digitales	 individualizados	 creado
por	la	presente	ley,	salvo	las	que	regulan	la	trazabilidad	para	establecer	 la
cadena	de	producción	hasta	su	origen.
CAPÍTULO	VIII
Consecuencias	accesorias
Ley	28008.
ART.	11.—Medidas	aplicables	a	personas	jurídicas.	Si	para	la
ejecución	de	un	delito	aduanero	se	utiliza	la	organización	de	una
persona	jurídica	o	negocio	unipersonal,	con	conocimiento	de	sus
titulares,	el	juez	deberá	aplicar,	según	la	gravedad	de	los	hechos
conjunta	o	alternativamente	las	siguientes	medidas:
a.	Clausura	temporal	o	definitiva	de	sus	locales	o
establecimientos.
b.	Disolución	de	la	persona	jurídica.
c.	Cancelación	de	licencias,	derechos	y	otras	autorizaciones
administrativas	o	municipales	de	que	disfruten.
d.	Prohibición	temporal	o	definitiva	a	la	persona	jurídica	para
realizar	actividades	de	la	naturaleza	de	aquellas	en	cuyo	ejercicio
se	haya	cometido,	favorecido	o	encubierto	el	delito.
Simultáneamente,	con	la	medida	dispuesta,	el	juez	ordenará	a	la
autoridad	competente	la	intervención	de	la	persona	jurídica	para
los	fines	legales	correspondientes,	con	el	objeto	de	salvaguardar
los	derechos	de	los	trabajadores	y	acreedores.
Ley	28008.
ART.	12.—Modificado.	Ley	30219,	Cuarta	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Responsabilidad	de
extranjeros.	Si	los	responsables	de	los	delitos	aduaneros	fuesen
extranjeros,	se	les	impondrá,	además,	la	pena	de	expulsión
definitiva	del	país,	la	misma	que	se	ejecutará	después	de	cumplida
la	pena	privativa	de	libertad	o	concedido	un	beneficio
penitenciario.
TÍTULO	II
Investigación	del	delito	y	procesamiento
CAPÍTULO	I
Incautación	y	valorización	de	mercancías
Ley	28008.
ART.	 13.—Sustituido.	 D.	 Leg.	 1111,	 Art.	 6°.	 Incautación.	 El
fiscal	 ordenará	 la	 incautación	 y	 secuestro	 de	 las	 mercancías,
medios	de	transporte,	bienes	y	efectos	que	constituyan	objeto	del
delito,	 así	 como	 los	 instrumentos	utilizados	para	 la	 comisión	del
mismo,	los	que	serán	custodiados	por	la	administración	aduanera
en	 tanto	 se	 expida	 el	 auto	 de	 sobreseimiento,	 sentencia
condenatoria	o	absolutoria	proveniente	de	 resolución	 firme,	que
ordene	su	decomiso	o	disponga	su	devolución	al	propietario.
Queda	 prohibido,	 bajo	 responsabilidad,	 disponer	 la	 entrega	 o
devolución	 de	 las	 mercancías,	 medios	 de	 transporte,	 bienes	 y
efectos	que	constituyan	objeto	del	delito,	así	como	de	los	medios
de	 transporte	 o	 cualquier	 otro	 instrumento	 empleados	 para	 la
comisión	 del	mismo,	 en	 tanto	 no	medie	 sentencia	 absolutoria	 o
auto	 de	 sobreseimiento	 proveniente	 de	 resolución	 firme	 que
disponga	 su	 devolución	 dentro	 del	 proceso	 seguido	 por	 la
comisión	de	delitos	 aduaneros.	 En	 el	 caso	de	 vehículos	 o	 bienes
muebles	 susceptibles	 de	 inscripción	 registral,	 queda	 prohibido,
bajo	 responsabilidad,	 sustituir	 la	 medida	 de	 incautación	 o
secuestro	 de	 estos	 bienes	 por	 embargos	 en	 forma	 de	 depósito,
inscripción	u	otra	que	signifique	su	entrega	física	al	propietario	o
poseedor	de	los	mismos.
La	 prohibición	 de	 disponer	 la	 entrega	 o	 devolución	 de	 las
mercancías,	 medios	 de	 transporte,	 bienes	 y	 efectos	 que
constituyan	 objeto	 del	 delito,	 así	 como	 de	 los	 instrumentos
empleados	 para	 su	 comisión,	 alcanza	 igualmente	 a	 las
resoluciones	o	disposiciones	dictadas	por	el	Ministerio	Público,	si
luego	 de	 la	 investigación	 preliminar	 o	 de	 las	 diligencias
preliminares,	se	declare	que	no	procede	promover	la	acción	penal
o	 se	 disponga	 el	 archivo	 de	 la	 denuncia.	 En	 dichos	 casos
corresponderá	 a	 la	 administraciónaduanera	 la	 evaluación	 de	 la
devolución	 de	 estas	 mercancías,	 bienes,	 efectos,	 medios	 de
transporte	 e	 instrumentos	 del	 delito,	 previa	 verificación	 del
cumplimiento	 de	 las	 obligaciones	 tributarias	 aduaneras	 que
amparen	su	ingreso	lícito,	internamiento,	tenencia	o	tránsito	en	el
territorio	nacional.
De	incautarse	dichas	mercancías,	medios	de	transporte,	bienes	y
efectos	que	constituyan	objeto	del	delito	por	otras	autoridades,	lo
incautado	será	puesto	a	disposición	de	la	administración
aduanera	con	el	documento	de	ley	respectivo,	en	el	término
perentorio	de	tres	(3)	días	hábiles.	Esta	disposición	regirá	sin
perjuicio	del	deber	de	comunicar	a	la	administración	aduanera	la
incautación	efectuada,	dentro	del	término	de	veinticuatro	(24)
horas	de	producida.
D.	S.	121-2003-EF.
ART.	 4°.—Incautación.	 Cuando	 se	 realice	 la	 incautación	 de	 las
mercancías,	medios	de	transporte,	bienes	y	efectos	que	constituyan	objeto
del	 delito	 sin	 presencia	 del	Ministerio	 Público,	 se	 debe	poner	 el	 hecho	 en
conocimiento	del	Fiscal	Provincial	Competente.
Tratándose	de	la	incautación	de	mercancías	cuya	exportación	se	encuentre
prohibida	o	restringida,	la	Fiscalía	de	la	Nación	las	pondrá	a	disposición	de
la	 entidad	 competente	 para	 su	 control,	 con	 conocimiento	 de	 la
administración	aduanera.
JURISPRUDENCIA.—Doctrina	jurisprudencial	de	la	Corte	Suprema:
vehículos	incautados	quedan	bajo	custodia	de	la	administración
aduanera	hasta	que	se	expida	auto	de	sobreseimiento	o	sentencia.	“(…)
II.	Establecieron	como	doctrina	jurisprudencial	que	los	vehículos	incautados
que	quedan	bajo	custodia	de	la	administración	aduanera	por	disposición	del
fiscal,	confirmado	por	el	juez	de	la	investigación	preparatoria,	debe	ser	así
hasta	que	se	expida	el	auto	de	sobreseimiento,	sentencia	condenatoria	o
absolutoria	proveniente	de	resolución	firme	que	ordene	su	decomiso	o
disponga	su	devolución;	siendo	el	juez	el	único	facultado	para	reexaminar	y
disponer	de	la	devolución	del	bien;	de	acuerdo	a	cada	caso	concreto”.	(CS,	Cas.
45-2012-Cusco,	ago.	13/2013.	S.	S.	Villa	Stein)
NOTA:	Esta	sentencia	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	21	de	junio	del	2014.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Doctrina	jurisprudencial	de	la	CS:
vehículo	incautado	por	estar	incurso	en	contrabando	no	puede	ser
devuelto	para	su	comercialización.	“El	legislador	no	previó	ni	se	proyectó	al
supuesto	de	que	un	sobreseimiento	solicitado	por	el	fiscal	y	amparado	por	el
juez,	generaría	como	consecuencia	la	devolución	del	bien	incautado	(vehículo
clonado),	en	tanto	la	conducta	del	encausado	(...)	por	delito	de	contrabando
dejó	ser	considerada	un	ilícito	penal	por	razón	de	la	cuantía	del	bien
incautado.	Ante	ello,	este	colegiado	supremo	considera	que	existe	una
deficiencia	de	la	ley,	a	fin	de	resolver	la	cuestión	planteada.	(...)	A	manera	de
recapitulación	podemos	señalar	que,	en	el	presente	caso	no	estamos	ante	un
vacío	o	laguna	de	la	ley	sino	ante	una	deficiencia	de	la	misma,	y	la
interpretación	ante	esta	deficiencia	tiene	que	ser	corregida	por	el	juzgador
intérprete,	y	con	ello	cumplir	el	fin	teleológico	de	la	ley	a	fin	de	no	generar
impunidad	o	arribar	a	una	decisión	injusta.	En	el	presente	caso,	el	texto	de	la
ley	ha	dispuesto	que	si	un	vehículo	que	es	incautado	por	estar	incurso	en	un
acto	de	contrabando,	y	al	no	haberse	acreditado	judicialmente	el	delito,	este
debe	ser	devuelto;	sin	embargo,	cuando	el	bien	producto	del	contrabando	(en
este	caso	el	vehículo)	es	intrínsecamente,	sustancialmente	o	constitutivo	de	un
delito	no	resulta	razonable	que	éste	sea	devuelto	para	su	tráfico
(comercialización,	venta,	alquiler,	etc.),	pues	este	vehículo	al	no	tener	D.U.A.	–
Declaración	Única	de	Aduanas–,	no	se	puede	determinar	su	licita	procedencia,
en	tal	medida	no	puede	ser	devuelto	o	entregado	a	la	persona	a	quien	se	le
incautó,	sino	a	quien	tenga	legítimo	derecho	sobre	el	mencionado	bien,
entonces,	necesariamente	quien	tiene	derecho	a	que	se	le	restituya	o	entregue
el	bien	por	las	circunstancias	del	caso	es	al	Estado	peruano,	representado	en
este	caso	por	la	Superintendencia	Nacional	de	Administración	Tributaria,
Sunat;	desarrollándose	interpretativamente	por	extensión	el	artículo	320
inciso	1	del	nuevo	Código	Procesal	Penal	(...).”.	(C.	S,	Cas.	113-2013-Arequipa,
set.	16/2014.	V.	P.	Morales	Parraguez)
JURISPRUDENCIA.—Devolución	de	mercancías,	medios	de	transporte	y
efectos	incautados	por	guardar	relación	con	delitos	aduaneros	son
devueltos	si	existe	una	sentencia	absolutoria	o	auto	de	sobreseimiento
firme.	“En	cuanto	al	agravio	que	denuncia	la	no	aplicación	del	artículo	13	de
la	Ley	N°	28008,	Ley	de	los	Delitos	Aduaneros,	debe	indicarse	que
efectivamente	dicha	disposición	normativa	restringe	la	posibilidad	de
devolución	de	los	bienes	incautados	relacionados	con	delitos	aduaneros,	a	la
concurrencia	de	una	resolución	firme	que	declare	la	absolución	o	el
sobreseimiento	de	la	causa,	es	decir,	que	exista	un	pronunciamiento	de	fondo
respecto	de	la	comisión	del	ilícito	penal.	Existiendo	regulación	expresa	a
través	de	una	norma	especial,	la	devolución	de	las	mercancías,	medios	de
transporte,	bienes	y	efectos	que	sean	considerados	como	susceptibles	de	ser
incautados	por	tener	relación	con	delitos	aduaneros,	solo	podrán	ser	devueltos
cuando	exista	sentencia	absolutoria	o	auto	de	sobreseimiento	firme	que	así	lo
disponga,	mientras	no	medida	estas	resoluciones	permanecerán	bajo	custodia
de	la	administración	tributaria	a	pesar	de	no	haberse	confirmado	la
incautación.
3.14.	En	consecuencia,	conforme	a	lo	anteriormente	expuesto,	se	concluye	que
la	sala	superior	incurrió	en	falta	de	aplicación	del	artículo	13	de	la	Ley	N°
28008,	Ley	de	los	Delitos	Aduaneros,	por	cuanto	se	dispuso	de	la	devolución	de
bienes	considerados	objeto	de	delitos	aduaneros	sin	mediar	una	sentencia
absolutoria	o	un	auto	de	sobreseimiento	firme”.	(CS,	Cas.	136-2013-Tacna,	jun.
11/2014.	V.	P.	Cevallos	Vegas)
DOCTRINA.—Ante	una	doctrina	jurisprudencial	de	la	CS,	la	Sunat	salva
sus	 competencias	 específicas	 para	 disponer	 de	 las	 mercancías
abandonadas,	 comisadas	 o	 incautadas.	 “Fluye	 de	 los	 términos	 de	 la
sentencia	de	casación	que	se	viene	analizando,	que	la	misma	está	referida	a
quien	 posee	 la	 facultad	 de	 disponer,	 en	 definitiva,	 la	 devolución	 o
adjudicación	 al	 procesado	 de	 los	 bienes	 incautados,	 dentro	 del	 proceso
penal	instaurado	en	su	contra;	señalándose,	como	doctrina	jurisprudencial
de	 obligatorio	 cumplimiento,	 que	 en	 los	 casos	 que	 los	 bienes	 sean
incautados	 por	 disposición	 del	 fiscal,	 confirmada	 por	 el	 juez	 de
investigación	preparatoria,	 el	 juez	que	expida	 resolución	 firme	es	el	único
facultado	 para	 disponer	 o	 no	 la	 devolución	 de	 dichos	 bienes	 respecto	 del
procesado;	empero,	dicha	sentencia	de	casación	no	se	ha	pronunciado,	ni	ha
tomado	en	consideración	los	casos	en	que,	por	expresa	disposición	legal,	y
atendiendo	a	 la	protección	de	bienes	 jurídicos	superiores,	como	es	el	caso
de	 los	 artículos	 23,	 24	 25,	 27	 y	 28	 de	 la	 LDA,	 el	 propio	 legislador	 ha
dispuesto	que	procede	la	adjudicación	a	terceros	e	incluso	la	destrucción	de
los	bienes	 incautados,	antes	de	haberse	expedido	sentencia	y/o	resolución
definitivas.	(...).
No	obstante	 lo	señalado,	en	el	 sentido	que	no	encontramos	contradicción
entre	 lo	 resuelto	 en	 la	 sentencia	 de	 casación	 materia	 de	 análisis	 y	 las
facultades	 que	 tiene	 Sunat	 para	 disponer	 de	 las	 mercancías	 incautadas,
conforme	a	lo	dispuesto	por	las	leyes	N°	28008	y	30131	(...)”.	(Sunat,	Inf.	73-
2014-Sunat-5D1000,	 set.	 15/2014.	 Gerente	 Jurídico	 Aduanero	 Nora	 Sonia
Cabrera	Torriani)
DOCTRINA.—Facultad	 dada	 a	 la	 Sunat	 para	 disponer	 mercancías
alcanza	a	los	objetos	e	instrumentos	de	delito	aduanero.	“(...)
II.	Base	legal
•	Ley	N°	30131,	publicada	el	19.12.2013.
•	 Reglamento	 de	 la	 Ley	 N°	 30131,	 Decreto	 Supremo	 N°	 0002-2014-EF,
publicado	el	10.1.2014.
•	 Resolución	 de	 Superintendencia	 N°	 011-2014/Sunat	 aprobada	 el
15.1.2014.
•	 Ley	 General	 de	 Aduanas,	 Decreto	 Legislativo	 N°	 1053,	 publicado	 el
27.6.2008	y	modificatorias.
•	 Ley	 de	 los	 Delitos	 Aduaneros,	 Ley	 N°	 28008,	 publicada	 el	 19.6.2003	 y
modificatorias.
(…)
En	 principio,	 cabe	 indicar	 que	 la	 ley	 autoriza	 a	 la	 Sunat	 a	 disponer,	 de
manera	 expedita	 y	 durante	 un	 (1)	 año	 a	 partir	 de	 su	 vigencia,	 de	 las
mercancías	 que	 hayan	 ingresado	 a	 sus	 almacenes	 o	 a	 los	 almacenes
aduaneros	hasta	el	31	de	marzo	del	2013,	procedentes	de	la	aplicación	de	la
Ley	General	de	Aduanas	o	de	la	Ley	de	los	Delitos	Aduaneros,	siempre	que
las	 mismas	 se	 encuentren	 en	 situación	 de	 abandono,	 incautadas	 o
comisadas,	 incluidas	 las	provenientes	de	 la	minería	 ilegal,	 sin	perjuicio	de
que	se	encuentren	con	proceso	administrativo	o	judicial	en	trámite.
Con	 respecto	 a	 tal	 autorización	 se	 consulta	 sí	 el	 término	 “mercancías”
consignado	en	 la	 ley,	 comprende	 también	a	 los	objetos	 e	 instrumentos	de
delito	aduanero.
Sobre	 el	 particular,	 debemos	 señalar	 que	 de	 acuerdo	 a	 las	 definiciones
contenidas	en	el	artículo	2°	de	la	Ley	General	de	Aduanas,	“mercancía”	es	el
bien	 susceptible	 de	 ser	 clasificado	 en	 la	 nomenclatura	 arancelaria	 y	 que
puede	ser	objeto	de	regímenes	aduaneros.
Por	tanto,	en	un	sentido	amplio	el	vocablo	“mercancía”	comprende	a	toda
clase	 de	 bienes,	 por	 lo	 que	 la	 facultad	 conferida	 por	 la	 ley	 a	 la	 Sunat
alcanzaría	tanto	a	los	bienes	objeto	de	delito	como	a	los	instrumentos	de	los
delitos	 aduaneros,	 opinión	 totalmente	 coincidente	 con	 la	 señalada	 por	 la
Gerencia	Jurídico	Administrativa.
Dichas	mercancías	para	acogerse	a	la	ley	deben	cumplir	con	los	siguientes
requisitos	de	manera	conjunta:
•	Que	hayan	ingresado	a	los	almacenes	aduaneros	hasta	el	31	de	marzo	del
2013;	y
•	Que	se	encuentren	en	situación	de	incautadas	o	comisadas.
Al	respecto,	cabe	relevar	que	 la	mercancía	que	constituye	 instrumento	de
delito	es	 ingresada	a	 los	almacenes	aduaneros	en	 situación	de	 incautadas,
conforme	al	artículo	13	de	la	Ley	de	los	Delitos	Aduaneros	concordante	con
el	artículo	5°	de	su	reglamento.
De	 otro	 lado,	 la	 ley	 en	 el	 numeral	 1.6	 y	 el	 artículo	 4°	 de	 su	 reglamento,
establecen	 que	 tratándose	 de	 mercancías	 respecto	 de	 las	 que	 exista	 una
investigación	fiscal	o	proceso	judicial,	la	Sunat	debe	comunicar	al	fiscal	y/o
órgano	 jurisdiccional	 competente,	 que	 va	 a	 disponer	 de	 la	 mercancía,
teniendo	el	 fiscal	un	plazo	de	 treinta	(30)	días	hábiles	computado	a	partir
del	día	siguiente	de	recibida	 la	comunicación	para	adoptar	 las	medidas	de
seguridad	 para	 perennizar	 el	 medio	 de	 prueba,	 con	 lo	 cual	 se	 pretende
asegurar	los	fines	de	la	investigación.
En	tal	sentido,	teniendo	en	cuenta	las	normas	antes	citadas,	concluimos	que
la	Sunat	puede	disponer	conforme	a	la	ley	de	toda	la	mercancía	proveniente
de	presunto	delito	aduanero	siempre	que	se	cumpla	con	los	requisitos	que
ésta	establece,	se	dé	cuenta	al	juez	competente	o	se	coordine	con	el	fiscal	a
cargo	 de	 la	 investigación,	 sin	 que	 para	 ello	 exista	 distinción	 alguna	 con
respecto	a	 los	objetos	e	 instrumentos	de	delito	aduanero”.	 (Sunat,	 Inf.	63-
2014-Sunat/4B4000,	abr.	24/2014.	Gerente	 Jurídico	Aduanero	Nora	Sonia
Cabrera	Torriani)
Ley	28008.
ART.	14.—Reconocimiento	de	mercancías	y	valoración.
Recibidas	las	mercancías	incautadas,	por	la	administración
aduanera,	cuando	exista	persona	detenida	por	los	delitos
tipificados	en	la	presente	ley,	ésta	procederá	bajo	responsabilidad
en	el	término	de	veinticuatro	(24)	horas,	al	avalúo	y
reconocimiento	físico,	cuyos	resultados	comunicará	de	inmediato
a	la	Policía	Nacional	del	Perú,	quien	los	cursará	a	la	Fiscalía
Provincial	Penal	respectiva,	para	que	proceda	a	formular	la
denuncia	correspondiente.
Tratándose	de	mercancías	que	por	su	naturaleza,	cantidad	o	por
la	oportunidad	de	la	intervención	no	pudieran	ser	valoradas
dentro	del	plazo	antes	indicado,	el	detenido	será	puesto	a
disposición	de	la	Fiscalía	Provincial	Penal	dentro	del	término	de
veinticuatro	(24)	horas,	con	el	atestado	policial	correspondiente.
En	este	caso,	la	administración	aduanera	remitirá	el	informe
sobre	el	reconocimiento	físico	y	avalúo	de	la	mercancía	dentro	de
tercer	día	hábil	a	la	Fiscalía	Provincial	Penal.
En	los	casos	en	que	no	haya	detenidos,	la	administración
aduanera	emitirá	el	documento	respectivo	en	tres	(3)	días	hábiles,
cursándolo	a	la	Policía	Nacional	para	los	fines	de	ley.
D.	S.	121-2003-EF.
ART.	5°.—Reconocimiento	y	avalúo.	Cuando	la	incautación	hubiese	sido
efectuada	 por	 autoridades	 ajenas	 a	 la	 administración	 aduanera,	 las
mercancías,	 medios	 de	 transporte,	 bienes	 y	 efectos	 personales	 que
constituyan	 objeto	 del	 delito	 y/o	 los	 instrumentos	 utilizados	 para	 la
comisión	del	mismo,	deberán	ser	puestos	a	disposición	de	la	intendencia	de
Aduana	 que	 corresponda	 a	 la	 jurisdicción	 donde	 aquella	 se	 hubiese
realizado,	 en	 un	 plazo	 que	 no	 deberá	 exceder	 de	 tres	 (03)	 días	 hábiles,
contados	 a	 partir	 del	 día	 siguiente	 a	 aquél	 en	 el	 que	 se	 produjo	 la
incautación,	debiendo	previamente	informar	de	la	incautación	realizada	a	la
administración	 aduanera	 dentro	 de	 las	 veinticuatro	 (24)	 horas	 de
producida.
Recibidas	 las	 mercancías	 por	 la	 intendencia	 de	 Aduana,	 ésta	 deberá
proceder	de	la	siguiente	manera:
a)	Si	hubiere	persona	detenida	por	los	delitos	tipificados	en	la	ley,	bajo	su
responsabilidad	y	en	un	plazo	que	no	excederá	de	veinticuatro	(24)	horas,
procederá	 a	 efectuar	 el	 reconocimiento	 físico	 y	 avalúo	 de	 lo	 incautado,
cuyos	 resultados	deberá	 comunicar	de	 inmediato	 a	 la	Policía	Nacional	 del
Perú,	 la	 cual	 los	 remitirá	 a	 la	 Fiscalía	 Provincial	 competente	 para	 que
proceda	a	formular	la	denuncia	correspondiente.
Si	 por	 su	 naturaleza,	 por	 la	 cantidad	 o	 por	 la	 oportunidad	 de	 la
intervención,	 lo	 incautado	 no	 pudiera	 ser	 valorado	 dentro	 del	 plazo
señalado	 en	 el	 párrafo	 anterior,	 la	 autoridad	 aduanera	 dentro	 de	 las
veinticuatro	 (24)	 horas	 comunicará	 este	 hecho	 a	 la	 Policía	 Nacional	 del
Perú,	 la	 cual	 dispondrá	 que	 el	 detenido	 sea	 puesto	 a	 disposición	 de	 la
fiscalía	 provincial	 competente,	 en	 un	 plazo	 que	 no	 excederá	 de	 las
veinticuatro	 (24)	horas	de	producida	 la	detención,	 con	el	atestado	policial
correspondiente.
Sin	perjuicio	de	lo	señalado	en	el	párrafo	anterior,	 la	autoridad	aduanera
procederá	a	efectuar	el	reconocimiento	físico	y	avalúo	de	lo	 incautado	a	 la
Fiscalía	 Provincial	 correspondiente,	 en	 un	 plazo	 que	 no	 excederá	 los	 tres
(03)	 días	 hábiles,	 contados	 a	 partir	 del	 día	 siguiente	 a	 aquél	 en	 el	 que
recibió	la	mercancías.
b)	 En	 los	 casos	 en	 los	 que	 no	 hayan	 detenidos,	 la	 autoridad	 aduanera
procederá	 a	 efectuar	 el	 reconocimiento	 físico	 y	 avalúo	 de	 lo	 incautado,
debiendo	remitir	el	 informe	correspondiente	a	la	Policía	Nacional	del	Perú
dentro	de	un	plazo	que	no	excederá	de	los	tres	(03)	días	hábiles,	contados	a
partir	del	día	siguiente	a	aquel	en	el	que	recibió	las	mercancías.
La	remisión	del	informe	de	la	autoridad	aduanera,	conteniendo	el	resultado
del	 reconocimiento	 físico	 y	 avalúo	 de	 las	 mercancías	 incautadas,	 podrá
llevarse	 a	 cabo	 por	 cualquier	 medio	 que	 permita	 la	 constatación	 de	 la
recepción	del	mismo	por	la	autoridad	destinataria	de	éste.
Ley	28008.
ART.	15.—Momento	a	considerar	para	establecer	el	valor.
Para	estimar	o	determinar	el	valor	de	las	mercancías	se
considerará	como	momento	de	la	valoración	la	fecha	de	comisión
del	delito	o	de	la	infracción	administrativa.	En	el	caso	de	no	poder
precisarse	ésta,	en	la	fecha	de	su	constatación.
Ley	28008.
ART.	16.—Reglas	para	establecer	la	valoración.	La	estimación
o	determinación	del	valor	de	las	mercancías,	será	efectuada
únicamente	por	la	administración	aduanera	conforme	a	las	reglas
establecidas	en	el	reglamento,	respecto	de:
a.	Mercancías	extranjeras,	incluidas	las	provenientes	de	una	zona
franca,	así	como	las	procedentes	de	una	zona	geográfica	sujeta	a
un	tratamiento	tributario	o	aduanero	especial	o	de	alguna	zona
geográfica	nacional	de	tributación	menor	y	sujeta	a	un	régimen
especial	arancelario.
b.	Mercancías	nacionales	o	nacionalizadas	que	son	extraídas	del
territorio	nacional,	para	cuyo	avalúo	se	considerará	el	valor	FOB,
sea	cual	fuere	la	modalidad	o	medio	de	transporte	utilizado	para
la	comisión	del	delito	aduanero	o	la	infracción	administrativa.
D.	S.	121-2003-EF.
ART.	 6°.—Modificado.	 D.	 S.	 164-2012-EF.	 Art.	 1°.	 Reglas	 para
establecer	la	valoración.	El	valor	de	la	mercancía	se	determina	de	acuerdo
a	las	siguientes	reglas:
a.	Para	los	delitos	de	contrabando	y	receptación	aduanera	en	los	supuestos
establecidos	 en	 el	 literal	 a)	 del	 artículo	 16	 de	 la	 ley,	 en	 forma	 sucesiva	 y
excluyente:
i.	El	valor	será	el	precio	más	alto	de	una	mercancía	idéntica	o,	en	su	defecto,
similar	 a	 la	 que	 es	 objeto	 de	 valoración	 registrada	 en	 el	 Sistema	 de
Verificación	 de	 Precios	 -	 Sivep,	 listas	 de	 precios,	 proformas,	 órdenes	 de
pedido	o	de	compra,	confirmaciones	del	valor	por	 los	proveedores	u	otros
organismos	oficiales,	compañías	de	seguros,	internet,	entre	otros,	obtenidos
mediante	investigaciones	efectuadas	por	la	administración	aduanera.
ii.	El	valor	será	el	precio	de	venta	más	alto	en	el	mercado	 interno	de	una
mercancía	idéntica	o	similar.
iii.	Los	valores	determinados	por	la	administración	aduanera.
b.	 Para	 el	 delito	 de	 defraudación	 de	 rentas	 de	 aduanas	 en	 los	 supuestos
establecidos	en	el	literal	a)	del	artículo	16	de	la	ley:
i.	El	valor	será	el	más	alto	consignado	en	facturas,	proformas,	documentos
de	 transporte,	 contratos	 de	 seguros,	 documentos	 aduaneros	 del	 país	 de
procedencia	 u	 origen,	 certificados	 de	 origen,	 anotaciones	 contables,
documentos	 electrónicos,	 contratos,	 entre	 otros,	 cuando	 la	 administración
aduanera	 detecte	 la	 existencia	 en	 cualquiera	 de	 estos	 documentos	 de	 un
mayor	valor	al	consignado	en	la	declaración	aduanera	de	mercancías.
ii.	Se	adicionará	al	valor	declarado,	los	pagos	y/o	transferencias	de	dinero
adicionales	que	debieron	formar	parte	de	la	base	imponible	de	la	mercancía
declarada,	 en	 los	 casos	 en	 que	 la	 administración	 aduanera	 detecte	 la
existencia	de	los	mismos.
Se	considerarán	como	pagos	y/o	transferencias	de	dinero	adicionales,	a	los
realizados	 por	 el	 propio	 declarante,	 su	 representante	 u	 otras	 personas
vinculadas	a	él,	al	proveedor,	su	representante	u	otras	personas	vinculadas
a	él.
En	caso	que	los	pagos	y/o	transferencias	de	dinero	adicionales	no	puedan
ser	 individualizados,	 el	 monto	 total	 resultante	 de	 estos	 pagos	 y/o
transferencias	adicionales	se	distribuirán	prorrateando	en	función	al	valor
FOB	 consignado	 en	 las	 declaraciones	 de	 importación	 numeradas	 en	 el
periodo	 anual	 en	 el	 que	 se	 realizaron	 los	pagos	 adicionales	 o	 en	otro	que
determine	la	administración	aduanera.
La	 administración	 aduanera	 deberá	 optar	 por	 una	 de	 las	 reglas	 antes
indicadas	tomando	el	mayor	valor	determinado.
iii.	 En	 los	 casos	 no	 previstos	 en	 los	 literales	 precedentes	 se	 aplicarán	 las
siguientes	reglas	en	forma	sucesiva	y	excluyente:
a)	 El	 valor	 será	 el	 precio	 más	 alto	 de	 una	 mercancía	 idéntica	 o,	 en	 su
defecto,	similar	a	la	que	es	objeto	de	valoración,	registrada	en	el	Sistema	de
Verificación	 de	 Precios	 -	 Sivep,	 listas	 de	 precios,	 proformas,	 órdenes	 de
pedido	o	de	compra,	confirmaciones	del	valor	por	 los	proveedores	u	otros
organismos	oficiales,	compañías	de	seguros,	internet,	entre	otros,	obtenidos
mediante	investigaciones	efectuadas	por	la	administración	aduanera.
b)	El	valor	será	el	precio	de	venta	más	alto	en	el	mercado	interno	de	una
mercancía	idéntica	o	similar.
c)	 El	 valor	 será	 el	 determinado	 en	 base	 al	 costo	 o	 valor	 de	 las	materias
primas,	materiales	y	costos	de	 fabricación	en	el	país	de	origen	u	otro	país
proveedor	o,	en	su	defecto,	en	el	mercado	interno,	dentro	del	año	anterior	o
posterior	a	la	importación	de	la	mercancía	a	valorar.
c.	Para	el	delito	de	 tráfico	de	mercancías	prohibidas	o	 restringidas	en	 los
supuestos	 establecidos	 en	 el	 literal	 a)	 del	 artículo	 16	 de	 la	 ley,	 en	 forma
sucesiva	y	excluyente:
i.	Los	valores	determinados	por	la	administración	aduanera.
ii.	 El	 valor	 será	 el	 precio	 más	 alto	 de	 una	 mercancía	 idéntica	 o,	 en	 su
defecto,	similar	a	la	que	es	objeto	de	valoración	registrada	en	el	Sistema	de
Verificación	 de	 Precios	 -	 Sivep,	 listas	 de	 precios,	 proformas,	 órdenes	 de
pedido	o	de	compra,	confirmaciones	del	valor	por	 los	proveedores	u	otros
organismos	oficiales,	compañías	de	seguros,	internet,	entre	otros,	obtenidos
mediante	investigaciones	efectuadas	por	la	administración	aduanera.
d.	 Para	 todos	 los	 delitos	 aduaneros	 en	 los	 supuestos	 establecidos	 en	 el
literal	b)	del	artículo	16	de	la	ley,	en	forma	sucesiva	y	excluyente:
i.	El	valor	será	el	valor	de	exportación	más	alto	de	una	mercancía	idéntica	o,
en	 su	 defecto,	 similar	 a	 la	 que	 es	 objeto	 de	 valoración,	 registrada	 en	 el
Sistema	 de	 Verificación	 de	 Precios	 -	 Sivep,	 listas	 de	 precios,	 proformas,
órdenes	 de	 pedido	 o	 de	 venta,	 confirmaciones	 del	 valor	 por	 los
consignatarios	u	otros	organismos	oficiales,	compañías	de	seguros,	internet,
entre	 otros,	 obtenidos	 mediante	 investigaciones	 efectuadas	 por	 la
administración	aduanera.
ii.	 El	 valor	 será	 el	 más	 alto	 de	 una	 mercancía	 nacional	 o	 nacionalizada
idéntica	 o	 similar	 comercializada	 en	 el	 mercado	 interno,	 al	 que	 debe
agregarse	los	conceptos	que	normalmente	incluye	el	valor	FOB.
iii.	Los	valores	determinados	por	la	administración	aduanera.
El	valor	de	las	mercancías	se	expresará	en	dólares	de	los	Estados	Unidos	de
América	y	para	efectos	del	literal	a)	del	artículo	16	de	la	ley	se	considerará
como	base	imponible	el	valor	CIF,	en	caso	que	no	se	conozca	el	valor	de	los
gastos	 de	 flete	 y	 seguros	 pagados	 por	 el	 traslado	 de	 las	 mercancías	 a
nuestro	 país,	 se	 aplicará	 las	 tarifas	 de	 flete	 normalmente	 aplicables	 y	 la
Tabla	de	Porcentajes	Promedio	de	Seguro.	Cuando	no	se	conozcan	las	tarifas
de	fletes	mencionadas,	para	su	cálculo	se	aplicará	el	diez	por	ciento	(10%)
del	valor	determinado	de	acuerdo	con	las	reglas	establecidas	en	el	presente
artículo.
Para	lo	establecido	en	el	presente	artículo,	se	considerarán:
a)	 mercancías	 idénticas,	 a	 las	 que	 sean	 iguales	 en	 todo,	 incluidas	 sus
características	físicas,	calidad	y	prestigio	comercial.
b)	 mercancías	 similares,	 las	 que	 no	 siendo	 iguales	 en	 todo,	 tienen
características	 y	 composición	 semejantes,	 lo	 que	 les	 permite	 cumplir	 las
mismas	funciones	y	ser	comercialmente	intercambiables.
Ley	28008.
ART.	17.—Configuración	del	hecho	imponible.	El	hecho
imponible	en	los	delitos	o	en	la	infracción	administrativa,	se
configura	en	la	fecha	de	comisión	del	delito	o	cuando	se	incurrió
en	la	infracción,	según	corresponda.	De	no	poder	precisarse
aquellas,	en	la	fecha	de	su	constancia.
En	el	caso	del	delito	de	defraudación	de	rentas	de	aduanas,	el
hecho	imponible	se	configura	en	la	fecha	de	numeración	de	la
declaración.
D.	S.	121-2003-EF.
ART.	 7°.—Modificado.	 D.	 S.	 164-2012-EF.	 Art.	 1°.	 Fecha	 de
constatación.	 La	 fecha	 de	 constatación	 de	 la	 comisión	 del	 delito	 o	 de	 la
infracción	administrativa	a	que	se	refieren	los	artículos	15,	17	y	18	de	la	ley,
será	 la	 fecha	 de	 la	 formulación	 del	 acta	 de	 inmovilización	 o	 del	 acta	 de
incautación	correspondiente.
Ley	28008.
ART.	18.—Tributos	y	tipo	de	cambio	aplicables.	Los	tributos	y
el	tipo	de	cambio	que	corresponde	aplicar	son	los	vigentes	en	la
fecha	de	realización	del	hecho	imponible,	y	en	caso	de	no	poder
ser	precisado,	en	la	fecha	de	su	constatación.
Esta	regla	es	igualmente	aplicable	para	calcular	el	importe	de	la
multa	administrativa	o	de	los	derechos	antidumping	o
compensatorios	cuando	corresponda.
Cuando	la	base	imponible	del	impuesto	deba	determinarse	en
función	a	la	fecha	de	embarque	de	la	mercancía,	se	considera	la
fecha	cuando	se	comete	el	delito	o	se	incurre	en	la	infracción
administrativa,	según	corresponda.	En	caso	de	no	poder
precisarse	ésta,	en	la	fecha	de	su	constatación.
D.	S.	121-2003-EF.
ART.	8°.—Modificado.	D.	S.	164-2012-EF.	Art.	1°.	Base	imponible,	 tipo
de	cambio	y	perjuicio	fiscal.	La	base	imponible	será	expresada	en	dólares
de	 los	Estados	Unidos	de	América	y	 se	determinará	 conforme	a	 las	 reglas
señaladas	en	el	presente	reglamento.
El	 tipo	 de	 cambio	 será	 el	 de	 venta	 vigente	 a	 la	 fecha	 de	 la	 comisión	 del
delito	o	de	la	infracción	administrativa.	En	caso	de	no	poder	precisarse	ésta,
se	considerará	la	fecha	de	su	constatación.
Para	los	casos	en	que	el	delito	esté	relacionado	al	acogimiento	indebido	al
Régimen	de	Beneficio	de	Restitución	de	Derechos	Arancelarios	-	Drawback
el	perjuicio	fiscal	será	el	beneficio	restituido	o	intentado	obtener.	Cuando	el
delito	 no	 esté	 relacionado	 con	 el	 valor,	 tal	 como	 el	 caso	 de	 los	 derechos
antidumping	 y	 beneficios	 liberatorios,	 el	 perjuicio	 fiscal	 será	 el	 monto
dejado	de	pagar	o	beneficio	acogido	indebidamente.
D.	S.	121-2003-EF.
ART.	 9°.—Tributos	 y	 cancelación.	 Para	 los	 fines	 a	 que	 se	 contrae	 el
artículo	 18	 de	 la	 ley	 se	 aplicarán	 las	 alícuotas	 y	 los	 tributos	 o	 derechos
antidumping	o	compensatorios	que	gravarían	o	sancionarían	la	importación
de	la	mercancía	que	es	objeto	materia	del	delito	aduanero	o	de	la	infracción
administrativa.	 Su	 cancelación	 sólo	 se	hará	en	moneda	nacional	 al	 tipo	de
cambio	venta	de	la	fecha	de	pago.
CAPÍTULO	II
Proceso
Ley	28008.
ART.	19.—Modificado.	D.	Leg.	957,	Segunda	Disposición
Modificatoria	y	Derogatoria.	Competencia	del	Ministerio
Público.	Los	delitos	aduaneros	son	perseguibles	de	oficio.	Cuando
en	el	curso	de	sus	actuaciones	la	administración	aduanera
considere	que	existen	indicios	de	la	comisión	de	un	delito,
inmediatamente	comunicará	al	Ministerio	Público,	sin	perjuicio	de
continuar	el	procedimiento	que	corresponda.
D.	S.	121-2003-EF.
ART.	 10.—Modificado.	 D.	 S.	 164-2012-EF.	 Art.	 1°.	 Acciones
administrativas	 en	 los	 delitos	 aduaneros.	 Cuando	 la	 administración
aduanera	considere	que	existen	indicios	de	la	comisión	del	delito	previstos
en	los	artículos	4°,	5°	y	8°	de	 la	 ley	y	de	encontrarse	 las	mercancías	en	un
proceso	 de	 despacho	 aduanero,	 detendrá	 el	 mismo	 y	 conforme	 a	 lo
dispuesto	en	el	artículo	19	de	la	ley	inmediatamente	comunicará	el	hecho	al
Ministerio	 Público	 poniendo	 a	 disposición	 de	 éste	 las	mercancías	 para	 su
incautación	 fiscal,	 debiéndose	 elaborar	 posteriormente	 el	 informe	 de
indicios	de	delito	aduanero	correspondiente.
Cuando	las	mercancías	no	se	encuentren	sujetas	a	un	proceso	de	despacho
aduanero	 la	 administración	 aduanera	 elaborará	 el	 Informe	 de	 Indicios	 de
Delito	 Aduanero	 y	 de	 haber	 tomado	 conocimiento	 de	 su	 ubicación	 lo
comunicará	al	Ministerio	Público	para	las	acciones	de	su	competencia.
DOCTRINA.—Embarcar	 o	 pretender	 embarcar	 mercancía	 fuera	 del
plazo	para	reembarque	se	sanciona	con	el	comiso	de	la	mercancía.	“Se
consulta	si	la	conducta	de	embarcar	una	mercancía	fuera	del	plazo	otorgado
para	 su	 reembarque	 y	 sin	 el	 control	 de	 embarque	 constituye	 delito
aduanero	o	configura	la	infracción	sancionada	con	el	comiso	prevista	en	el
inciso	 f)	 del	 artículo	 197	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Aduanas	 aprobada	 por	 el
Decreto	 Legislativo	 N°	 1053,	 consistente	 en	 detectar	 su	 ingreso,	 traslado,
permanencia	o	salida	por	lugares,	ruta	u	hora	no	autorizados.	(...).
En	 este	 orden	 de	 ideas,	 si	 la	 mercancía	 destinada	 al	 régimen	 de
reembarque	no	ha	salido	del	territorio	aduanero	dentro	del	plazo	de	treinta
(30)	días	calendario	siguiente	a	la	fecha	de	numeración	de	la	declaración	de
reembarque,	tenemos	que	ésta	se	encuentra	en	situación	de	abandono	legal
y	el	régimen	de	reembarque	solicitado	no	continúa	vigente,	encontrándose
las	 mercancías	 bajo	 potestad	 aduanera	 en	 virtud	 a	 lo	 dispuesto	 por	 el
artículo	180	de	la	Ley	General	de	Aduanas	y	los	artículos	235	y	siguientes	de
su	 reglamento,	 por	 lo	 que	 la	 autoridad	 aduanera	 se	 encuentra	 facultada	 a
disponer	de	 las	mismas	vía	 remate,	 adjudicación,	destrucción	o	entrega	al
sector	competente,	salvo	que	el	dueño	o	consignatario,	de	conformidad	a	lo
previsto	 en	 el	 artículo	 181	 de	 la	 misma	 ley,	 recupere	 sus	 mercancía
mediante	el	pago	de	los	tributos	aplicables	a	la	importación	de	misma	antes
de	que	se	hayan	efectivizado	los	actos	de	disposición	antes	mencionados.
En	este	supuesto,	 la	mercancía	en	abandono	 legal	debe	permanecer	en	el
depósito	 temporal	 no	 siendo	 posible	 su	 movilización	 o	 disposición	 por
persona	distinta	a	la	autoridad	aduanera,	por	lo	que	de	verificarse	que	ésta
fue	embarcada	dicha	situación	configuraría	 la	 infracción	sancionada	con	el
comiso	prevista	en	el	inciso	f)	del	artículo	197	de	la	Ley	General	de	Aduanas
aprobada	 por	 el	 Decreto	 Legislativo	 N°	 1053,	 consistente	 en	 detectar	 su
ingreso,	 traslado,	 permanencia	 o	 salida	 por	 lugares,	 ruta	 u	 hora	 no
autorizados.”	 (Sunat,	 Inf.	 077-2012-Sunat-4B4000,	 jun.	 05/2012.	 Gerente
Jurídico	Aduanero	Nora	Sonia	Cabrera	Torriani)
DOCTRINA.—La	configuración	o	no	del	delito	aduanero	debe	ser	evaluada	por	la	aduana
operativa	teniendo	en	cuenta	las	circunstancias	particulares	de	caso.	“Respecto	a	la
configuración	de	un	delito	aduanero	sobre	el	supuesto	en	consulta,	cabe	señalar	que	el	análisis	de	la
configuración	de	un	tipo	de	carácter	penal	debe	ser	evaluada	teniendo	en	cuenta	las	circunstancias
particulares	que	rodean	al	caso	en	concreto,	en	tal	sentido	tal	decisión	no	puede	ser	tomada	desde
esta	instancia,	correspondiendo	a	la	aduana	operativa	evaluar	el	caso	en	particular,	para	a	partir	de
todas	las	circunstancias	y	pruebas	que	se	hayan	podido	acopiar	y	verificar,	determinar	si	se	encuentra
frente	a	una	infracción	administrativa	o	más	bien	frente	un	indicio	de	la	presunta	comisión	de	un
delito	aduanero	de	contrabando,	en	cuyo	caso	deberá	procederse	conforme	a	lo	dispuesto	en	el
artículo	19	de	la	Ley	de	los	Delitos	Aduaneros,	Ley	N°	28008,	debiéndose	relevar	que	a	diferencia	de
las	infracciones	de	la	Ley	General	de	Aduanas	en	las	que	basta	la	constatación	objetiva	de	la	comisión
de	la	infracción,	en	el	campo	penal	uno	de	los	elementos	para	la	configuración	del	delito	es	la
intención	dolosa	en	la	actuación	del	infractor.”	(Sunat,	Inf.	077-2012-Sunat-4B4000,	jun.	05/2012.
Gerente	Jurídico	Aduanero	Nora	Sonia	Cabrera	Torriani)
Ley	28008.
ART.	20.—Conclusión	anticipada	del	proceso	por	delitos
aduaneros.	Los	procesos	por	delitos	aduaneros	podrán	terminar
anticipadamente,	observando	las	siguientes	reglas:
a.	A	iniciativa	del	Ministerio	Público	o	del	procesado	el	juez
dispondrá,	una	vez	iniciado	el	proceso	y	antes	de	formularse	la
acusación	fiscal,	siempre	que	exista	prueba	suficiente	de
responsabilidad	penal,	por	única	vez	para	los	delitos
contemplados	en	la	presente	ley,	la	celebración	de	una	audiencia
especial	y	privada,	en	cuaderno	aparte	y	con	la	asistencia	de	los
sujetos	procesales	y	del	abogado	defensor	del	procesado.
b.	En	esta	audiencia,	el	fiscal	presentará	los	cargos	que	de
acuerdo	con	la	investigación	surjan	contra	el	procesado	y	éste
tendrá	la	oportunidad	de	aceptarlos,	en	todo	o	en	parte,	o	podrá
rechazarlos.	El	juez	deberá	explicar	al	procesado	los	alcances	y
consecuencias	de	su	aceptación	de	responsabilidad	total	o	parcial.
c.	Tratándose	de	la	terminación	anticipada,	se	impondrá	al
procesado	que	acepte	su	aplicación	el	mínimo	legal	de	la	pena,
según	corresponda	al	delito	aduanero	cometido.
d.	Tratándose	de	la	reducción	de	la	pena	privativa	de	la	libertad,
el	procesado	deberá	abonar	por	concepto	del	beneficio	otorgado,
una	suma	equivalente	a	dos	veces	el	valor	de	las	mercancías
materia	del	delito	más	los	tributos	dejados	de	pagar,	y	los
derechos	antidumping	o	compensatorios	cuando	correspondan,
sin	perjuicio	del	decomiso	de	las	mercancías	e	instrumentos
materia	del	delito.
e.	Una	vez	efectuado	el	depósito	del	monto	establecido	en	el
inciso	anterior,	el	juez	dictará	sentencia	conforme	a	lo	acordado
dentro	de	las	cuarenta	y	ocho	(48)	horas.
f.	Si	el	juez	considera	que	la	calificación	jurídica	del	hecho
punible	y	la	pena	a	imponer	son	las	adecuadas	y	obra	prueba
suficiente,	dispondrá	en	la	sentencia	la	aplicación	de	la	pena
indicada	y	la	reparación	civil,	enunciando	en	su	parte	resolutiva
que	ha	habido	acuerdo	de	los	sujetos	procesales.
g.	La	sentencia	será	elevada	en	consulta	al	Tribunal	Superior,	el
que	deberá	absolverla	en	un	término	no	mayor	a	tres	(3)	días
hábiles.	El	auto	que	deniegue	la	aplicación	de	la	terminación
anticipada	es	apelable	en	un	solo	efecto,	en	el	término	de	un	día
hábil.
Los	fondos	obtenidos	por	la	terminación	anticipada	del	proceso
descrito	en	el	inciso	d),	a	excepción	del	monto	por	tributos,
derechos	antidumping	o	compensatorios,	serán	distribuidos	entre
las	siguientes	instituciones	y	personas,	en	los	porcentajes
siguientes:
Denunciante 50%
Poder	judicial 15%
Ministerio	Público 15%
Policía	Nacional	del	Perú 15%
Administración	aduanera 5%
Los	fondos	obtenidos	por	la	administración	aduanera	serán
destinados	a	campañas	educativas	y	de	publicidad	en	la	lucha
contra	los	delitos	aduaneros.
En	el	caso	que	colaboren	las	Fuerzas	Armadas	sin	la	participación
de	la	Policía	Nacional,	el	15%	de	los	fondos	inicialmente
establecidos	para	la	Policía	Nacional	le	corresponderá	a	las
Fuerzas	Armadas.
Cuando	la	colaboración	es	conjunta	entre	las	Fuerzas	Armadas	y
la	Policía	Nacional,	el	15%	de	los	fondos	se	distribuirá
equitativamente	entre	ambas	instituciones.
En	el	caso	de	inexistencia	de	denunciante	y	que	la	acción	para
descubrir	los	delitos	hubiere	correspondido	a	la	administración
aduanera,	Policía	Nacional	o	Fuerzas	Armadas,	el	porcentaje
asignado	al	denunciante	corresponderá	a	una	de	las	tres
entidades,	o	se	repartirá	equitativamente	cuando	hubieran
participado	conjuntamente,	según	corresponda.
D.	S.	121-2003-EF.
Primera	 Disposición	 Final.—Si	 de	 la	 investigación	 realizada	 por	 el
Ministerio	Público	 se	 concluye	 la	no	existencia	de	delito,	 corresponde	a	 la
administración	aduanera	 la	devolución	de	 la	mercancía	previa	verificación
si	se	trata	de	mercancía	nacional	o	si	fue	nacionalizada	cumpliendo	con	las
formalidades	legales	y	el	pago	de	los	tributos.
Ley	28008.
ART.	21.—Modificado.	D.	Leg.	1122,	Art.	7°.	Pericia
institucional.	Para	efectos	de	la	investigación	y	del	proceso	penal,
los	informes	técnicos	o	contables	emitidos	por	los	funcionarios	de
la	administración	aduanera,	tendrán	valor	probatorio	como
pericias	institucionales.
D.	S.	121-2003-EF.
ART.	11.—Modificado.	D.	S.	164-2012-EF.	Art.	1°.	Pericia	institucional.
Los	 informes	emitidos	por	 los	 funcionarios	de	 la	administración	aduanera
se	sustentan	en	las	acciones	administrativas	realizadas	sobre	la	base	de	las
facultades	 conferidas	 en	 la	 legislación	 aduanera	 y	 el	 Código	 Tributario	 y
tienen	el	valor	probatorio	de	una	pericia	institucional.
JURISPRUDENCIA.—La	ausencia	del	peritaje	judicial	vulnera	la	garantía
del	juez	imparcial	y	acarrea	la	nulidad	de	la	sentencia.	“(…)	más	allá	de	la
justificación	efectuada	por	el	órgano	juzgador	de	primera	instancia	como	del
órgano	revisor,	de	considerar	que	no	era	necesaria	la	incorporación	de	una
pericia	contable	efectuada	por	que	bastaba	con	la	incorporada	por	la	Sunat,
no	resulta	de	recibo,	pues	el	informe	elaborado	por	dicho	organismo	era	un
documento	de	parte,	en	tanto	y	en	cuanto	el	agraviado	en	el	proceso	que	se	le
seguía	a	la	hoy	recurrente	era	el	Estado	y	la	Sunat	es	el	ente	recaudador
oficial	del	mismo;	es	más	no	se	puede	argumentar	primero	que	es	necesario
una	pericia	y	luego	en	el	íter	del	juicio	oral	se	diga	que	no	lo	es.
18.	Dicho	proceder	a	juicio	de	este	tribunal	inclina	la	balanza	de	la	justicia
hacia	 una	 de	 las	 partes	 (agraviada)	 lo	 cual	 se	 traduce	 en	 una	 grosera
afectación	 del	 derecho	 de	 la	 recurrente	 a	 ser	 juzgado	 por	 un	 órgano
jurisdiccional	 imparcial,	viciando	de	este	modo	 la	pulcritud	 jurídica	con	 la
que	se	debe	tramitar	un	proceso,	más	aún	uno	de	naturaleza	penal	en	la	que
está	en	riesgo	un	bien	jurídico	tan	trascendental	para	el	ser	humano,	esto	es
su	 libertad.	 (…)”	 (TC,	 Exp.	 02568-2011-PHC/TC,	 nov.	 09/11,	 S.	 S.	 Mesía
Ramírez)
Ley	28008.
ART.	22.—Pronunciamiento	judicial	sobre	mercancías
incautadas.	El	juez	resolverá	en	la	sentencia	el	decomiso	de	las
mercancías	incautadas,	de	los	instrumentos	con	que	se	hubiere
ejecutado	el	delito	aduanero	y	las	ganancias	obtenidas	por	la
comisión	de	los	delitos	tipificados	en	esta	ley.	Asimismo,
cualesquiera	que	sean	las	transformaciones	que	hubieran	podido
experimentar	las	mercancías	o	instrumentos.
D.	S.	121-2003-EF.
ART.	12.—Cobro	del	adeudo	y	aplicación	de	sanciones	administrativas
por	delito	de	defraudación	de	rentas	de	aduana.	Las	penas	por	delito	de
defraudación	de	 rentas	de	 aduana	 se	 aplicarán	 sin	perjuicio	del	 cobro	del
adeudo	o	del	monto	de	los	beneficios	tributarios	percibidos	indebidamente
y	de	las	sanciones	administrativas	a	que	hubiere	lugar.
CAPÍTULO	III
Decomiso,	adjudicación	y	destrucción
Ley	28008.
ART.	23.—Competencia	de	la	administración	aduanera	sobre
las	mercancías	decomisadas.	La	administración	aduanera	es	la
encargada	de	la	adjudicación	o	destrucción	de	las	mercancías	e
instrumentos	provenientes	de	los	delitos	tipificados	en	esta	ley.
Una	vez	consentida	o	ejecutoriada	la	sentencia	condenatoria	y
resuelto	el	decomiso	de	las	mercancías	y	de	los	instrumentos	con
los	que	se	hubiere	ejecutado	el	delito,	previa	notificación	de	la
misma,	se	adjudicarán	las	mercancías	o	instrumentos	a	las
entidades	del	Estado,	los	gobiernos	regionales,	municipales	y	a	las
instituciones	asistenciales,	educacionales,	religiosas	y	otras	sin
fines	de	lucro	oficialmente	reconocidas.	Se	exceptúan	de	los
alcances	del	presente	artículo	las	mercancías	a	las	que	se	refieren
los	artículos	24	y	25	de	la	presente	ley.
Ley	28008.
ART.	24.—Destrucción	de	mercancías.	Serán	destruidas	de
inmediato	y	bajo	responsabilidad,	las	mercancías	que	a
continuación	se	detallan:
a.	Aquellas	que	carecen	de	valor	comercial;
b.	Aquellas	que	sean	nocivas	para	la	salud	o	el	medio	ambiente;
c.	Aquellas	que	atenten	contra	la	moral,	el	orden	público	y	la
soberanía	nacional;
d.	Bebidas	alcohólicas	y	cigarrillos;
e.	Aquellas	prohibidas	o	restringidas;	y,
f.	Las	demás	mercancías	que	se	señalen	por	norma	expresa.
D.	S.	121-2003-EF.
ART.	 13.—Destrucción	 de	mercancías.	 La	 destrucción	 inmediata	 de	 las
mercancías	 incautadas	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 24	 de	 la	 ley,	 estará	 en
función	 a	 la	 naturaleza	 y	 cantidad	 de	 las	mismas,	 debiendo	 efectuarse	 en
acto	público	con	conocimiento	del	fiscal	o	del	juez	que	conoce	la	causa.
Tratándose	 de	 mercancías	 que	 requieren	 del	 informe	 del	 sector
correspondiente,	 éste	 deberá	 ser	 remitido,	 bajo	 responsabilidad	 a	 la
administración	 aduanera	 en	 un	 plazo	máximo	 de	 cinco	 (05)	 días	 hábiles,
contados	 a	 partir	 del	 día	 siguiente	 del	 requerimiento	 realizado	 por	 la
administración	 aduanera.	 Vencido	 este	 plazo,	 sin	 que	 el	 sector
correspondiente	 remita	 el	 citado	 informe,	 la	 administración	 aduanera
procederá	a	su	destrucción.
Ley	28008.
ART.	 25.—Sustituido.	 D.	 Leg.	 1111,	 Art.	 7°.	 Adjudicación	 de
mercancías.	 La	 administración	 aduanera	 adjudicará
directamente,	dando	cuenta	al	 fiscal	y	 juez	penal	que	conocen	 la
causa	y	al	Contralor	General	de	la	República,	los	siguientes	bienes:
a.	 Todas	 las	 mercancías	 que	 sean	 necesarias	 para	 atender	 los
requerimientos	 en	 casos	 de	 emergencia,	 urgencia	 o	 necesidad
nacional,	 debidamente	 justificados,	 a	 favor	 del	 Estado,	 los
gobiernos	regionales	o	municipales.
b.	Todos	los	alimentos	de	consumo	humano	así	como	prendas	de
vestir	 y	 calzado,	 al	 Ministerio	 de	 la	 Mujer	 y	 Poblaciones
Vulnerables,	 Ministerio	 de	 Desarrollo	 e	 Inclusión	 Social	 o	 los
programas	 sociales	 que	 tengan	 adscritos	 con	 calidad	 de	 unidad
ejecutora,	 así	 como	 a	 las	 instituciones	 sin	 fines	 de	 lucro	 y
debidamente	reconocidas,	dedicadas	a	actividades	asistenciales.
c.	 Todos	 los	 medicamentos	 de	 uso	 humano	 e	 instrumental	 y
equipo	de	uso	médico	y	odontológico,	al	Ministerio	de	Salud.
d.	Todas	las	mercancías	de	uso	agropecuario	y	medicamentos	de
uso	veterinario,	al	Ministerio	de	Agricultura.
e.	Todas	las	maquinarias,	equipos	y	material	de	uso	educativo,	al
Ministerio	 de	 Educación	 para	 ser	 distribuidos	 a	 nivel	 nacional	 a
los	colegios,	institutos	y	universidades	públicas	que	los	requieran
para	labores	propias	de	investigación	o	docencia.
f.	Todos	los	medios	de	transporte	terrestre,	sus	partes	y	piezas	e
inclusive	aquellos	prohibidos	o	 restringidos,	 a	 la	Presidencia	del
Consejo	 de	 Ministros	 para	 que	 sean	 donados	 a	 las	 entidades	 y
dependencias	del	Sector	Público,	municipalidades	de	la	República,
gobiernos	regionales,	a	las	comunidades	campesinas	y	nativas	que
así	lo	soliciten;	y	a	favor	de	otras	entidades	del	Estado	encargadas
de	 la	 prevención	 y	 represión	 de	 los	 delitos	 aduaneros	 o	 de	 las
Fuerzas	Armadas	que	prestan	la	colaboración	que	se	detalla	en	el
artículo	46	de	la	presente	ley.
Las	donaciones	serán	aprobadas	mediante	resolución	ministerial
del	 Presidente	 del	 Consejo	 de	 Ministros	 y	 están	 inafectas	 del
Impuesto	General	a	las	Ventas	(IGV).
g.	 El	 diesel,	 gasolinas	 y	 gasoholes	 a	 favor	 de	 las	 entidades	 del
Estado	 encargadas	 de	 la	 prevención	 y	 represión	 de	 los	 delitos
aduaneros	o	de	las	Fuerzas	Armadas	que	prestan	la	colaboración
que	se	detalla	en	el	artículo	46	de	la	presente	ley.
Respecto	a	los	incisos	a),	b),	c)	y	d)	la	adjudicación	se	hará	previa
constatación	de	su	estado	por	la	autoridad	competente.	Cuando	la
mercancía	se	encuentre	en	mal	estado	la	administración	aduanera
procederá	a	su	destrucción	inmediata.
En	el	caso	de	los	literales	a),	b),	f)	y	g),	a	partir	del	día	siguiente
de	notificada	la	resolución	que	aprueba	la	adjudicación	directa,	la
entidad	 o	 institución	 beneficiada	 tiene	 un	 plazo	 de	 veinte	 (20)
días	 hábiles	 para	 recoger	 las	 mercancías	 adjudicadas,	 vencido
dicho	plazo	la	resolución	de	adjudicación	queda	sin	efecto.	En	este
caso,	 dichas	 mercancías	 podrán	 ser	 adjudicadas	 por	 la
administración	 aduanera	 a	 favor	 de	 otra	 entidad,	 siempre	 que
ésta	sea	alguna	de	las	entidades	comprendidas	en	el	mismo	literal
del	 presente	 artículo	 donde	 se	 encuentra	 prevista	 la	 primera
entidad	beneficiada.
La	administración	aduanera	remitirá	a	la	Comisión	de
Fiscalización	del	Congreso	de	la	República,	un	informe	trimestral
sobre	las	adjudicaciones	efectuadas.
D.	S.	121-2003-EF.
ART.	 14.—Modificado.	 D.	 S.	 164-2012-EF.	 Art.	 1°.	 Adjudicación	 de
mercancías.	La	 adjudicación	directa	de	 las	mercancías	 a	 que	 se	 refiere	 el
inciso	 a)	 del	 artículo	 25	 de	 la	 ley	 se	 efectúa	 a	 partir	 de	 la	 fecha	 de
publicación	 del	 dispositivo	 legal	 que	 declare	 el	 estado	 de	 emergencia,
urgencia	o	necesidad	nacional.
La	 adjudicación	 directa	 de	 las	 demás	 mercancías	 comprendidas	 en	 el
artículo	25	de	la	ley	se	efectuará	a	partir	del	día	siguiente	de	haberse	puesto
en	conocimiento	del	fiscal	el	Informe	de	Indicios	de	Delito	Aduanero.
La	administración	aduanera	debe	dar	cuenta	de	la	adjudicación	al	fiscal,	al
juez	penal	que	conoce	la	causa,	de	corresponder,	y	al	Contralor	General	de	la
República	dentro	del	plazo	de	diez	 (10)	días	hábiles	 contados	a	partir	del
día	 siguiente	 de	 recepcionada	 la	 mercancía	 por	 la	 entidad	 o	 institución
beneficiada	por	la	adjudicación.”
La	Dirección	General	de	Contabilidad	Pública	del	Ministerio	de	Economía	y
Finanzas	establecerá	los	procedimientos	contables	para	el	registro	y	control
de	 los	 bienes	 incautados	 y	 adjudicados,	 así	 como	 de	 la	 disposición	 de	 los
mismos.
D.	S.	121-2003-EF.
ART.	 15.—Constatación	 previa	 de	 la	 mercancía	 a	 adjudicar.	 Para
efectos	 de	 la	 aplicación	 del	 segundo	 párrafo	 del	 artículo	 25	 de	 la	 ley,	 la
autoridad	competente	efectuará	la	constatación	de	la	mercancía	dentro	del
plazo	perentorio	de	cinco	(05)	días	de	habérsele	puesto	en	conocimiento;	de
encontrarse	 ésta	 en	mal	 estado	 la	 administración	 aduanera	 procederá	 de
conformidad	a	lo	señalado	en	el	artículo	13.
Ley	28008.
ART.	26.—Situación	de	naves	y	aeronaves.	En	los	casos	de
naves	y	aeronaves,	el	fiscal	dispondrá	su	inmovilización	en
coordinación	con	las	autoridades	de	transporte	competentes	para
su	depósito	y	custodia,	en	tanto	se	determine	el	grado	de
responsabilidad	del	propietario	en	los	hechos	materia	de
investigación,	salvo	que	se	trate	de	aeronaves	del	Estado,	las	que
serán	entregadas	inmediatamente	a	la	autoridad	de	transporte
competente,	luego	de	la	investigación	correspondiente.
Ley	28008.
ART.	27.—Pago	del	valor	de	mercancías	con	orden	de
devolución.	En	caso	de	que	se	dispusiera	la	devolución	de
mercancías	que	fueron	materia	de	adjudicación	o	destrucción,	la
Dirección	General	de	Tesoro	Público	asumirá	el	pago	sobre	la	base
del	monto	de	la	tasación	del	avalúo	y	los	intereses	devengados,
determinándose	tres	(3)	meses	calendario	como	plazo	máximo
para	la	devolución,	contado	a	partir	del	día	siguiente	de	la	fecha
de	notificación	de	la	resolución	judicial	correspondiente.
D.	S.	121-2003-EF.
Tercera	 Disposición	 Final.—La	 administración	 aduanera,	 con	 una
anticipación	 no	 menor	 de	 10	 días	 hábiles	 a	 la	 fecha	 prevista	 para	 la
adjudicación	 o	 para	 la	 destrucción	 de	 las	 mercancías,	 deberá	 poner	 en
conocimiento	de	 la	dirección	general	del	Tesoro	Público	el	monto	que	sea
necesario	para	el	pago	 indicado	en	el	artículo	27	de	 la	 ley	o	el	monto	que
corresponda	 al	 denunciante	 de	 acuerdo	 al	 artículo	 31	 de	 la	 ley,	 a	 fin	 que
dicha	dirección	general	adopte	las	previsiones	que	correspondan	y	dicte	las
directivas	que	resulten	necesarias.
Ley	28008.
ART.	28.—Uso	de	bienes	adjudicados.	Las	entidades
adjudicatarias	a	que	se	refiere	el	artículo	25,	deberán	destinar	las
mercancías	a	los	fines	que	les	son	propios,	quedando	prohibida	su
transferencia,	bajo	responsabilidad	de	su	titular.
La	administración	aduanera	reportará	mensualmente	a	la
Contraloría	General	de	la	República	y	a	la	Superintendencia	de
Bienes	Nacionales	sobre	las	adjudicaciones	efectuadas	a	fin	de	que
procedan	a	su	inscripción	bajo	responsabilidad.
Ley	28008.
ART.	29.—Reserva	de	la	identidad	del	denunciante.	Se
considera	denunciante	a	quien	ponga	en	conocimiento	de	las
autoridades	competentes,	la	comisión	de	los	delitos	previstos	en
la	presente	ley.
Dichas	autoridades	deberán	disponer	las	medidas	pertinentes
para	que	se	mantenga	en	reserva	la	identidad	del	denunciante,
bajo	responsabilidad.
D.	S.	121-2003-EF.
ART.	17.—Denunciante.	El	 denunciando	debe	manifestar	 su	 voluntad	de
acogerse	a	la	recompensa	al	momento	de	formular	la	denuncia.	No	tendrá	la
condición	de	denunciante	ni	podrá	 recibir	 recompensa,	quien	ha	 tenido	 la
condición	de	autor	o	partícipe	en	el	delito	materia	de	denuncia.
Ley	28008.
ART.	30.—Exclusión	de	recompensa.	Las	recompensas	no	serán
aplicables	a	funcionarios	o	servidores	de	la	administración
aduanera,	miembros	de	la	Policía	Nacional,	de	las	Fuerzas
Armadas,	o	quienes	tengan	parentesco	con	éstos	dentro	del	cuarto
grado	de	consanguinidad	y	segundo	de	afinidad.
Ley	28008.
ART.	31.—Pago	al	denunciante.	En	el	caso	de	adjudicación	o
destrucción	de	las	mercancías	incautadas	o	en	comiso,	la
recompensa	que	corresponda	al	denunciante	será	pagada	por	la
Dirección	General	de	Tesoro	Público,	conforme	al	valor
determinado	por	la	administración	aduanera	de	conformidad	con
lo	establecido	en	el	artículo	16	de	la	presente	ley.
Todas	las	adjudicaciones	o	destrucción	de	las	mercancías	serán
puestas	en	conocimiento	del	juez	que	conoce	la	causa.
El	reglamento	de	la	presente	ley	establecerá	la	forma	y	monto	de
la	recompensa	establecida	en	el	primer	párrafo	del	presente
artículo.
D.	S.	121-2003-EF.
ART.	 18.—Monto	 de	 la	 recompensa.	 El	 monto	 de	 la	 recompensa
ascenderá	al	20%	del	valor	de	la	mercancía	objeto	del	delito,	determinado
de	acuerdo	a	lo	establecido	en	el	artículo	6°.
Tratándose	de	los	delitos	tipificados	en	los	 literales	b)	y	c)	del	artículo	5°
de	 la	 ley,	 el	 monto	 de	 la	 recompensa	 ascenderá	 al	 10%	 del	 monto
indebidamente	restituido	o	del	monto	dejado	de	pagar.
En	 los	 casos	 de	 sentencias	 que	 amparen	 la	 terminación	 anticipada	 del
proceso,	 se	 procederá	 a	 la	 distribución	 de	 los	 fondos	 obtenidos	 de
conformidad	con	lo	señalado	en	el	artículo	20	de	la	ley.
La	 recompensa	 para	 el	 denunciante	 será	 determinada	 en	 la	 sentencia
condenatoria	 o	 en	 la	 sentencia	 que	 ampare	 la	 terminación	 anticipada	 del
proceso,	 en	 cuyo	 mérito	 el	 denunciante	 podrá	 solicitarlo	 a	 la	 dirección
general	del	Tesoro	Público.
Ley	28008.
ART.	32.—Oportunidad	para	la	determinación	de	las
recompensas.	Las	recompensas	previstas	en	la	presente	ley
serán	determinadas	en	la	sentencia	condenatoria	o	en	la	sentencia
que	ampare	la	terminación	anticipada	del	proceso	penal.
TÍTULO	III
Infracciones	administrativas	y	sanciones
CAPÍTULO	I
Infracción	administrativa
Ley	28008.
ART.	33.—Sustituido.	D.	Leg.	1111,	Art.	8°.	Infracción
administrativa.	Constituyen	infracción	administrativa	los	casos
comprendidos	en	los	artículos	1°,	2°,	6°	y	8°	de	la	presente	ley
cuando	el	valor	de	las	mercancías	no	exceda	de	cuatro	(4)
Unidades	Impositivas	Tributarias,	sin	perjuicio	de	lo	dispuesto	en
el	artículo	3°	de	la	presente	ley.
D.	S.	121-2003-EF.
ART.	 19.—Facultad	 sancionadora	 de	 la	 administración	 aduanera	 y
valor	de	la	Unidad	Impositiva	Tributaria.	La	administración	aduanera	es
la	 autoridad	 competente	 para	 determinar	 y	 sancionar	 la	 infracción
administrativa.
El	 valor	 de	 la	 Unidad	 Impositiva	 Tributaria	 aplicable	 a	 la	 infracción
administrativa	es	el	establecido	al	1	de	enero	del	año	del	ejercicio	fiscal	en
que	se	 cometió	 la	 infracción,	de	no	poder	precisarse	ésta,	 a	 la	 fecha	de	 su
constatación.
Ley	28008.
ART.	34.—Incautación	de	mercancías	por	infracción
administrativa.	La	administración	aduanera	dispondrá	la
incautación	y	secuestro	de	las	mercancías	que	constituyan	objeto
material	de	la	infracción	administrativa.	De	incautarse	dichas
mercancías	por	otras	autoridades,	éstas	serán	puestas	a
disposición	de	la	administración	aduanera	con	el	documento	de
ley	respectivo,	en	el	término	perentorio	de	tres	(3)	días	hábiles.
D.	S.	121-2003-EF.
ART.	 20.—Incautación	 de	 mercancías	 por	 infracción	 administrativa.
De	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	34	de	la	 ley,	cualquier	otra
autoridad	que	incaute	mercancías,	procederá	a	entregarlas	a	la	intendencia
de	 Aduana	 más	 cercana	 al	 lugar	 donde	 se	 efectuó	 la	 incautación,	 bajo
responsabilidad,	en	el	plazo	de	tres	(03)	días	hábiles	contados	a	partir	de	la
incautación.
D.	S.	121-2003-EF.
ART.	 21.—Disposición	 de	 mercancías	 por	 infracción	 administrativa.
Las	mercancías	comisadas	que	constituyan	objeto	material	de	la	infracción
administrativa	 serán	 dispuestas	 por	 la	 administración	 aduanera,	 de
conformidad	con	lo	establecido	en	la	Ley	General	de	Aduanas.
CAPÍTULO	II
Sanciones
Ley	28008.
ART.	35.—Sanciones.	La	infracción	administrativa	será
sancionada	conjunta	o	alternativamente	con:
a)	Comiso	de	las	mercancías.
b)	Multa.
c)	Suspensión	o	cancelación	definitiva	de	las	licencias,
concesiones	o	autorizaciones	pertinentes.
d)	Cierre	temporal	o	definitivo	del	establecimiento.
e)	Internamiento	temporal	del	vehículo,	con	el	que	se	cometió	la
infracción.
Incorporado.	D.	Leg.	1111,	Art.	9°.	En	aquellos	casos	en	los
cuales	no	se	pueda	identificar	al	infractor	se	aplicará	el	comiso
sobre	la	mercancía	incautada.
D.	S.	121-2003-EF.
ART.	 22.—Modificado.	 D.	 S.	 164-2012-EF.	 Art.	 1°.	 Internamiento	 del
medio	 de	 transporte.	 Los	 vehículos	 de	 las	 personas	 incursas	 en	 las
sanciones	 señaladas	 en	 el	 artículo	 41	 de	 la	 ley,	 serán	 remitidos	 por	 la
autoridad	policial	o	aduanera	interviniente	a	los	depósitos	del	Ministerio	de
Transportes	 y	 Comunicaciones,	 una	 vez	 emitida	 el	 acta	 de	 incautación;
asimismo,	 la	 autoridad	 policial	 pondrá	 dicho	 acto	 en	 conocimiento	 del
intendente	 de	 aduana	 de	 la	 jurisdicción,	 a	 efecto	 del	 procedimiento	 y
registros	aplicables.
La	administración	aduanera	en	el	momento	de	la	intervención	retendrá	la
licencia	de	conducir	a	las	personas	que	transportan	mercancías	vinculadas	a
la	 infracción	 administrativa	 y	 la	 remitirá	 al	 Ministerio	 de	 Transportes	 y
Comunicaciones	 en	 un	 plazo	 que	 no	 excederá	 de	 los	 tres	 (3)	 días	 hábiles
contados	a	partir	del	día	siguiente	a	aquél	en	el	que	se	realizó	la	retención,
para	la	suspensión	y	registro	de	antecedentes	a	que	se	refiere	el	artículo	39
de	la	ley.
SUBCAPÍTULO	I
Sanciones	respecto	de	las	personas	que
cometen	la	infracción
Ley	28008.
ART.	36.—Multa	y	cierre	temporal	del	establecimiento.	Las
personas	naturales	o	jurídicas	que	cometen	la	infracción
administrativa	contemplada	en	la	presente	ley,	tendrán	que
abonar	una	multa	equivalente	a	dos	veces	los	tributos	dejados	de
pagar.	De	no	poder	aplicarse	ésta,	el	infractor	abonará	una	multa
equivalente	al	valor	FOB	de	la	mercancía	objeto	de	la	referida
infracción.
Asimismo,	se	procederá,	según	corresponda,	al	cierre	temporal
del	establecimiento	por	un	período	de	sesenta	(60)	días
calendario.
D.	S.	121-2003-EF.
ART.	 23.—Cierre	 definitivo	 de	 establecimiento.	 La	 administración
aduanera	deberá	comunicar	al	organismo	competente	para	que	proceda	al
cierre	 definitivo	 del	 establecimiento	 y	 la	 consiguiente	 cancelación	 de	 la
licencia	 o	 autorización	 de	 funcionamiento,	 cuando	 se	 incumplan	 las
obligaciones	impuestas	durante	el	cierre	temporal.
D.	S.	121-2003-EF.
Segunda	 Disposición	 Final.—Para	 la	 mejor	 aplicación	 y	 control	 de	 las
sanciones	establecidas	en	 los	artículos	3°,	36,	37,	39,	40,	41,	42	y	43	de	 la
ley,	la	administración	aduanera	llevará	un	registro	denominado	“Sanciones:
Ley	 N°	 28008”,	 el	 mismo	 que	 estará	 a	 disposición	 del	 Ministerio	 de
Economía	y	Finanzas.
Ley	28008.
ART.	37.—Reincidencia.	Si	se	volviese	a	cometer	una	infracción
administrativa	en	el	período	de	un	año	contado	a	partir	de	la
fecha	en	que	se	impuso	la	última	sanción,	corresponderá	aplicarse
una	multa	equivalente	a	cuatro	veces	los	tributos	dejados	de
pagar,	incrementándose	en	dos	veces	por	cada	reincidencia.	De	no
poder	aplicarse	ésta,	el	infractor	abonará	una	multa	equivalente	a
dos	veces	el	valor	FOB	de	la	mercancía	objeto	de	la	referida
infracción,	incrementándose	en	dos	veces	por	cada	reincidencia.
Asimismo,	en	su	caso,	se	procederá	al	cierre	temporal	del
establecimiento,	el	cual	no	podrá	ser	menor	de	noventa	(90)	días
calendario,	incrementándose	en	treinta	(30)	días	calendario	por
cada	reincidencia.
SUBCAPÍTULO	II
Sanción	respecto	a	las	mercancías
Ley	28008.
ART.	38.—Comiso.	El	comiso	es	aplicable	a	las	mercancías	y
bienes	materia	de	la	infracción	administrativa.	Las	mercancías
comisadas	quedarán	en	poder	de	la	administración	aduanera,
para	su	disposición	de	acuerdo	a	ley.
SUBCAPÍTULO	III
Sanciones	respecto	de	las	personas	que
transportan	mercancías
Ley	28008.
ART.	39.—Sanciones.	Las	personas	que	transportan	mercancías
vinculadas	a	la	infracción	administrativa	tipificada	en	la	presente
ley,	tendrán	las	siguientes	sanciones:
a.	Si	se	trata	de	persona	natural	se	le	suspenderá	la	licencia	de
conducir	por	un	año,	registrándose	la	sanción	como	antecedente
en	el	Registro	de	Conductores.
En	caso	de	que	dicha	persona	preste	servicios,	bajo	cualquier
forma	o	modalidad	para	una	persona	jurídica	dedicada	al
transporte,	se	le	suspenderá	cinco	(5)	años	la	licencia	de	conducir.
Asimismo,	en	ambos	casos,	le	corresponderá	una	multa	por	una
suma	equivalente	a	dos	veces	los	tributos	dejados	de	pagar.
b.	Si	se	trata	de	persona	jurídica,	le	corresponderá	una	multa	por
una	suma	equivalente	a	dos	veces	los	tributos	dejados	de	pagar.
Modificado.	D.	Leg.	1111,	Art.	10.	Si	la	persona	jurídica	tiene
por	objeto	social	el	transporte,	adicionalmente	se	le	aplicará	la
suspensión	de	sus	actividades	por	el	término	de	seis	(6)	meses,
esta	sanción	podrá	ser	aplicada	según	criterios	de	gradualidad.
Mediante	resolución	de	Superintendencia	o	norma	de	rango
similar,	la	Sunat	fija	los	parámetros	o	criterios	objetivos	que
corresponda,	y	determina	tramos	menores	de	la	sanción	de
suspensión	antes	citada.
En	caso	de	concurrencia	de	responsabilidades	la	obligación	será
solidaria.
Ley	28008.
ART.	40.—Reincidencia.	Si	se	volviese	a	cometer	una	infracción
de	la	misma	naturaleza	en	el	período	de	un	año	a	partir	de	la	fecha
en	que	se	impuso	la	última	sanción,	corresponderá	aplicar	una
multa	equivalente	a	cuatro	veces	los	tributos	dejados	de	pagar,
incrementándose	en	dos	veces	por	cada	reincidencia.
Ley	28008.
ART.	41.—Internamiento	del	medio	de	transporte.	Cuando	las
empresas	de	servicio	público	de	transporte	de	pasajeros	o	carga	a
través	de	sus	conductores,	cualesquiera	que	sea	el	vínculo
contractual,	transportistas	individuales	o	particulares,	utilicen	su
vehículo	para	la	comisión	de	las	infracciones	establecidas	en	la
presente	ley,	se	les	aplicarán	las	siguientes	sanciones:
a.	Internamiento	del	vehículo	por	un	período	de	sesenta	(60)	días
calendario.
b.	Si	se	cometiera	nuevamente	la	misma	infracción,
corresponderá	el	internamiento	del	vehículo	por	un	período	de
ciento	veinte	(120)	días	calendario,	incrementándose	en	sesenta
(60)	días	calendario	por	cada	reincidencia.
En	caso	de	que	el	medio	de	transporte	hubiera	sido
acondicionado	o	modificado	en	su	estructura	original	para	la
comisión	de	la	infracción,	el	propietario	del	vehículo	deberá
reacondicionar	el	mismo	a	su	estado	original,	antes	de	los	plazos
establecidos	en	los	literales	anteriores,	según	sea	el	caso.
Si	el	medio	de	transporte	hubiese	sido	acondicionado	por
segunda	vez,	corresponderá	el	internamiento	del	vehículo	por	un
período	de	ciento	ochenta	(180)	días	calendario,	siempre	que
pertenezca	al	mismo	propietario.
De	no	modificarse	su	estructura	en	un	plazo	máximo	de	treinta
(30)	días	calendario,	se	le	sancionará	con	el	comiso	del	vehículo.
SUBCAPÍTULO	IV
Sanciones	respecto	del	almacenamiento	y
comercialización
Ley	28008.
ART.	42.—Multa	y	cierre	temporal.	Cuando	se	produzca	el
almacenamiento	o	comercialización	de	mercancías	provenientes
de	la	infracción	tipificada	en	la	presente	ley,	se	procederá	a	aplicar
una	multa	equivalente	a	cinco	veces	los	tributos	dejados	de	pagar
y	el	cierre	temporal	del	establecimiento	por	un	período	de	diez
(10)	días	calendario.
Tratándose	de	locales	de	almacenamiento,	el	cierre	temporal
consistirá	en	la	prohibición	durante	el	indicado	plazo,	de	recibir	o
efectuar	ingresos	de	mercancías	al	establecimiento,	pudiendo
retirarse	sólo	las	recibidas	antes	del	cierre,	debiendo	para	tal
efecto	solicitar	la	autorización	a	la	administración	aduanera.
Ley	28008.
ART.	43.—Cierre	definitivo	de	establecimientos.	De	recibirse
mercancías	en	los	lugares	de	almacenamiento	o	reabrirse	los
establecimientos	para	la	venta	de	las	mismas	durante	el	período
de	aplicación	de	sanción	de	cierre	temporal,	se	procederá	al	cierre
definitivo	con	la	consiguiente	cancelación	de	las	licencias	o
autorizaciones	para	su	funcionamiento.
Ley	28008.
ART.	44.—Cumplimiento	de	obligaciones	laborales.	La
sanción	del	cierre	del	establecimiento	no	libera	al	infractor	de
cumplir	con	las	obligaciones	laborales.
CAPÍTULO	III
Competencia
Ley	28008.
ART.	45.—Competencia	de	la	administración	aduanera.	La
administración	aduanera	es	la	autoridad	competente	para
declarar	y	sancionar	la	comisión	de	las	infracciones
administrativas	vinculadas	al	contrabando,	así	como	para
decretar	la	devolución	de	las	mercancías	en	los	casos	que
corresponda.
Cuando	sea	el	caso,	la	administración	aduanera	deberá	poner	en
conocimiento	de	las	demás	autoridades	administrativas
competentes	las	infracciones	cometidas,	a	efecto	de	que	éstas
procedan	a	la	imposición	de	las	sanciones	conforme	a	ley,	en	el
ejercicio	de	su	competencia,	bajo	responsabilidad.	Para	tal	efecto,
será	suficiente	la	comunicación	o	el	requerimiento	de	la
administración	aduanera.
Ley	28008.
ART.	46.—Apoyo	de	la	Policía	Nacional	y	colaboración	de	las
Fuerzas	Armadas.	La	Policía	Nacional	brindará	apoyo	a	la
administración	aduanera	y	a	las	demás	autoridades
administrativas	competentes	para	la	represión	de	los	delitos
aduaneros	e	infracciones	tipificados	en	la	presente	ley,	en	forma
oportuna	y	proporcional	a	la	gravedad	que	el	caso	amerite,	bajo
responsabilidad.
Las	Fuerzas	Armadas	prestan	colaboración	en	los	supuestos
establecidos	en	el	párrafo	anterior,	cuando	la	capacidad	de	la
administración	aduanera	o	de	la	Policía	Nacional	superen	las
posibilidades	de	respuesta	inmediata	o	éstas	resulten
insuficientes	para	la	represión	de	los	delitos	aduaneros	e
infracciones	administrativas.	La	colaboración	incluye,	de	ser	el
caso,	el	almacenamiento	temporal	de	las	mercancías	y	vehículos
incautados,	bajo	responsabilidad.
CAPÍTULO	IV
Procedimiento	administrativo
Ley	28008.
ART.	47.—Plazo	para	solicitar	la	devolución.	El	plazo	para
solicitar	la	devolución	de	las	mercancías	incautadas	por	la
comisión	de	las	infracciones	administrativas	tipificadas	en	esta
ley,	será	de	veinte	(20)	días	hábiles	contados	a	partir	del	día
siguiente	de	recibida	el	acta	de	incautación.
Ley	28008.
ART.	48.—Plazo	para	resolver	las	solicitudes	de	devolución.
El	plazo	para	resolver	las	solicitudes	de	devolución	de	las
mercancías	incautadas	será	de	sesenta	(60)	días	hábiles,	contados
a	partir	del	día	siguiente	de	la	presentación	de	la	solicitud	de
devolución	de	mercancías,	pudiendo	presentarse	durante	los
primeros	quince	(15)	días	hábiles	cualquier	prueba	instrumental
que	acredite	el	cumplimiento	de	la	normatividad	aduanera,	sin
perjuicio	de	las	pruebas	de	oficio	que	durante	la	tramitación	del
procedimiento	pueda	solicitar	la	administración	aduanera.
Ley	28008.
ART.	49.—Impugnación	de	resoluciones	de	sanción.	Las
resoluciones	que	apliquen	sanciones	por	infracciones
administrativas	tipificadas	en	esta	ley,	podrán	ser	impugnadas	de
conformidad	con	las	normas	del	procedimiento	contencioso
tributario	regulado	por	la	Ley	General	de	Aduanas,	su	reglamento
y	el	Código	Tributario,	debiéndose	interponer	la	reclamación
dentro	de	los	veinte	(20)	días	hábiles	contados	a	partir	del	día
siguiente	de	notificada	la	resolución.
Ley	28008.
ART.	50.—Plazo	de	apelación.	El	plazo	para	interponer	recurso
de	apelación	contra	lo	resuelto	por	la	administración	aduanera
será	de	quince	(15)	días	hábiles	siguientes	a	la	fecha	de
notificación	de	la	resolución	materia	de	impugnación.
Disposiciones	complementarias
Ley	28008.
Cuarta	Disposición	Complementaria.—Responsabilidad	del
importador	y	de	la	empresa	verificadora.	El	importador	y	la
empresa	encargada	de	la	verificación	de	la	importación,	cuando	se
presentan	las	discrepancias,	en	cuanto	a	la	valoración,	cantidad,
calidad,	descripción,	marcas,	códigos,	series,	partida	arancelaria
serán	responsables	solidarios	por	el	pago	en	la	diferencia	que	se
determine	entre	los	tributos	pagados	y	los	que	realmente
correspondían	abonar	y	demás	cargos	aplicables	por	moras	y
multas,	según	corresponda.
JURISPRUDENCIA.—TC	declara	inaplicable	cuarta	disposición
complementaria	de	la	ley	de	delitos	aduaneros.	“(…)	Sobre	la
responsabilidad	solidaria	de	las	empresas	supervisoras	(…)	aunque	el
responsable	tributario	es	el	que,	sin	tener	la	condición	de	contribuyente,	debe
cumplir	con	la	obligación	atribuida	a	éste,	tal	condición	no	significa	la
creación	de	regímenes	en	los	que,	vulnerándose	los	derechos	fundamentales,
se	pretenda	desde	el	Estado	imponer	dicha	condición.	En	el	presente	caso	y
como	ya	se	ha	adelantado,	ninguna	de	las	empresas	que	obtuvieron	la
concesión	a	los	efectos	de	supervisar	las	importaciones	deben	convertirse	en
responsables	tributarios	directos	o	solidarios	de	quienes	deben	fiscalizar,	en
virtud	del	título	habilitante	de	la	concesión.
25.	Ha	responsabilidad	(sic)	de	las	empresas	se	determinaba	mediante	las
sanciones	establecidas	en	la	forma	prevista	por	el	‘Reglamento	de	Infracciones
y	Sanciones	de	las	Empresas	Verificadoras’,	pero	no	mediante	mecanismos	de
orden	tributario,	los	que	en	todo	caso	sólo	han	podido	(o	han	debido)
aplicarse	sobre	el	responsable	directo,	que	no	es	otro	que	el	importador.
26.	La	norma	objeto	de	cuestionamiento	genera	un	estado	de	responsabilidad
solidaria	en	el	que	tanto	el	importador	como	las	empresas	verificadoras	deben
responder	con	el	pago	de	la	diferencia	que	se	determine	entre	los	tributos
pagados	y	los	que	realmente	correspondía	abonar,	sin	perjuicio	de	los	demás
cargos	aplicables	por	moras	o	multas.	Status	que	no	le	corresponde,	pues
responsable	solidario	es	aquel	sujeto	que,	sin	tener	la	condición	de
contribuyente	(es	decir,	sin	haber	realizado	el	hecho	imponible),	debe	cumplir
con	la	prestación	tributaria	atribuida	a	este	por	un	imperativo	legal,	si	su
cumplimiento	es	requerido	por	el	acreedor	tributario.	Esta	responsabilidad
surge	en	razón	de	ciertos	factores	de	conexión	con	el	contribuyente	o	como	un
mecanismo	sancionatorio.
27.	Conforme	a	la	lógica	descrita	y	si	bien	se	pueden	crear	responsabilidades
solidarias,	ellas	se	condicionan	a	dos	supuestos:
(i)	Conexión	con	el	contribuyente,	siendo	que	al	caso	de	autos	no	podría
aplicarse	el	régimen	tributario,	sino	las	cargas	del	derecho	administrativo,
que	es	propio	de	las	concesiones.
(ii)	Mecanismos	sancionatorios,	tampoco	aplicable	al	presente	caso,	pues	si	se
acepta	la	existencia	de	dos	sanciones	(multas	y	responsabilidad	solidaria)
generadas	por	un	mismo	hecho,	prima	facie,	dicho	tratamiento	resultaría	en
no	poca	medida	contrario	a	la	regla	ne	bis	in	ídem.
En	definitiva,	se	advierte	que	no	existe	un	factor	de	conexión	directo	y
proporcional	que	determine	la	responsabilidad	solidaria	por	parte	de	las
empresas	supervisoras.
Por	consiguiente,	habiéndose	acreditado	la	vulneración	de	los	derechos
constitucionales	objeto	de	reclamo,	la	presente	demanda	debe	ser	estimada.
Por	estos	fundamentos,	el	Tribunal	Constitucional,	con	la	autoridad	que	le
confiere	la	Constitución	Política	del	Perú	(…)	Declarar	inaplicable	(…)	los
efectos	de	la	Cuarta	Disposición	Complementaria	de	la	Ley	de	Delitos
Aduaneros	N°	28008.	(…)”	(TC,	Exp.	N°	2226-2007-PA/TC,	abr.	07/2008.	Pres.
Landa	Arroyo)
Ley	28008.
Décima	Disposición	Complementaria.—Incorporado.	D.	Leg.
1111,	Art.	11.	Tratándose	de	la	incautación	de	metales	preciosos,
joyas	y	piedras	preciosas	o	semipreciosas	provenientes	de	un
delito	aduanero,	la	Administración	Aduanera	puede	rematar	estos
bienes	una	vez	que	la	sentencia	condenatoria	donde	se	resuelve	el
decomiso	de	las	mercancías	haya	adquirido	la	calidad	de	cosa
juzgada.	En	dichos	supuestos	el	diez	por	ciento	(10%)	del
producto	del	remate	constituirá	recurso	propio	de	la	Sunat	y	el
noventa	por	ciento	(90%)	será	ingreso	del	Tesoro	Público.
Ley	28008.
Décima	Primera	Disposición	Complementaria.—Incorporado.	D.
Leg.	1122,	Art.	8°.	Resoluciones	de	allanamiento	y	descerraje.
Cuando	la	administración	aduanera	en	el	curso	de	sus	actuaciones
administrativas	 considere	 que	 existen	 indicios	 razonables	 de
comisión	 de	 delito	 aduanero	 o	 tome	 conocimiento	 de	 actos	 que
estén	encaminados	a	dicho	propósito,	éstos	serán	comunicados	al
Ministerio	 Público	 a	 fin	 de	 que	 éste	 solicite	 al	 juez	 competente,
cuando	 corresponda,	 una	 autorización	 para	 el	 allanamiento	 de
inmuebles	 y	 descerraje	 a	 fin	 de	 realizar	 las	 acciones	 operativas
que	correspondan.	El	juez	a	más	tardar	el	día	siguiente	calendario,
bajo	responsabilidad,	debe	evaluar	 la	solicitud	presentada	por	el
Ministerio	Público	y	pronunciarse	sobre	el	particular.
El	reglamento	regulará	lo	dispuesto	en	el	párrafo	precedente	y
establecerá	los	requisitos	para	la	tramitación	de	las	solicitudes	de
allanamiento	de	inmuebles	y	descerraje.
D.	S.	121-2003-EF.
ART.	 24.—Incorporado.	 D.	 S.	 164-2012-EF.	 Art.	 2°.	 Procedimiento
especial	 para	 la	 autorización	 de	 allanamiento	 de	 inmuebles	 y
descerraje.	 Para	 la	 tramitación	 de	 las	 solicitudes	 de	 allanamiento	 de
inmuebles	y	descerraje,	se	deberá	tener	en	cuenta	lo	siguiente:
1)	 Cuando	 la	 administración	 aduanera	 detecte	 la	 existencia	 de	 indicios
razonables	 de	 la	 comisión	 de	 delito	 aduanero,	 o	 de	 actos	 encaminados	 a
dicho	 propósito,	 deberá	 emitir	 un	 informe	 que	 sustente	 la	 medida,
señalando	el	lugar	o	lugares	a	intervenirse	y	el	plazo	estimado	de	ejecución,
el	cual	será	remitido	al	representante	del	Ministerio	Público,	adjuntando	la
documentación	y/o	medios	probatorios	correspondientes.
2)	El	representante	del	Ministerio	Público	presentará	una	solicitud	al	juez
penal	 en	 la	 que	 exponga	 las	 razones	 que	 sustentan	 la	 medida,	 teniendo
como	 base	 la	 información	 presentada	 por	 la	 administración	 aduanera.
Asimismo,	 podrá	 solicitar	 una	 audiencia	 a	 la	 que	 podrá	 asistir	 con	 un
representante	 de	 la	 administración	 aduanera,	 a	 fin	 que	 fundamenten
conjuntamente	 la	 solicitud.	 La	 audiencia	 será	 realizada	 dentro	 del	 plazo
previsto	en	la	ley	para	resolver	la	solicitud.
3)	No	serán	exigibles	a	 la	administración	aduanera	o	al	representante	del
Ministerio	Público	las	pruebas	de	difícil	consecución	o	de	los	hechos	ilícitos
de	notorio	conocimiento,	dichas	circunstancias	deberán	ser	invocadas	en	el
informe	y	la	solicitud.
4)	 La	 resolución	 judicial	 indicará	 el	 nombre	 del	 representante	 del
Ministerio	 Público	 autorizado;	 la	 finalidad	 específica	 del	 allanamiento	 y
descerraje;	las	medidas	que	correspondan	tales	como	incautación	de	bienes
o	 documentos;	 designación	 o	 referencia	 del	 inmueble	 o	 inmuebles	 a
allanarse	 y	 registrarse;	 el	 plazo	máximo	de	 duración	 de	 la	 diligencia;	 y	 el
apercibimiento	de	ley	para	el	caso	de	resistencia	al	mandato.
5)	 En	 caso	 la	 solicitud	 sea	 rechazada,	 se	 podrá	 apelar	 dentro	 del	 día
calendario	 siguiente	 de	 notificada	 la	 resolución	 denegatoria,	 debiendo	 el
juez	 elevar	 el	 recurso	 al	 superior	 jerárquico	 en	 un	 plazo	 igual.	 Asimismo,
una	vez	recibido	el	recurso	por	el	superior	jerárquico	este	deberá	emitir	la
resolución	que	corresponda	en	el	plazo	de	un	día	calendario.
6)	 En	 caso	 la	 resolución	 judicial	 no	 indique	 plazo	 determinado	 para	 la
ejecución	de	la	medida,	ésta	se	realizará	dentro	del	plazo	máximo	de	quince
(15)	días	calendario,	luego	de	lo	cual	caducará	la	autorización.	La	ausencia,
el	cambio	o	la	adulteración	de	la	numeración	del	inmueble	no	impedirán	el
otorgamiento	o	ejecución	de	 la	medida	en	tanto	su	ubicación	se	encuentre
corroborada	en	los	medios	de	prueba	presentados	con	la	solicitud.
7)	Ejecutada	la	medida,	el	representante	del	Ministerio	Público	remitirá	un
informe	documentado	al	juez	competente	que	la	concedió	en	el	plazo	de	tres
(3)	días	hábiles.	En	caso,	no	se	hubiese	ejecutado	 la	medida	se	expondrán
las	razones	en	el	mismo	plazo”.
D.	S.	121-2003-EF.
ART.	25.—Incorporado.	D.	S.	164-2012-EF.	Art.	2°.	Levantamiento	 del
acta	de	incautación.	El	 representante	del	Ministerio	Público	dispondrá	el
levantamiento	de	las	actas	de	incautación	en	el	 lugar	allanado	o	en	la	sede
de	 alguna	 de	 las	 instituciones	 intervinientes	 en	 cuyo	 caso	 adoptará	 los
mecanismos	 de	 seguridad	 que	 permitan	 un	 exacto	 inventario	 de	 las
mercancías	 incautadas.	 Esta	 acta	 será	 firmada	 por	 los	 funcionarios
intervinientes	en	la	acción	operativa.
El	 fiscal	 dispondrá	 que	 la	 custodia	 de	 las	 mercancías	 esté	 a	 cargo	 de	 la
administración	aduanera	conforme	al	artículo	13	de	la	ley.
Ley	28008.
Quinta	Disposición	Complementaria.—Informe	a	las
comisiones	de	economía,	de	comercio	exterior	y	turismo,	y	de
justicia	del	Congreso	de	la	República.	La	administración
aduanera,	bajo	responsabilidad	de	su	titular,	deberá	presentar	a
las	comisiones	de	economía,	de	comercio	exterior	y	turismo,	y	de
justicia	del	Congreso	de	la	República,	dentro	de	los	quince	(15)
días	calendario	contados	a	partir	de	cada	semestre,	un	informe
detallado	sobre	las	acciones	que	directa	e	indirectamente	haya
adoptado	y	sus	resultados	respecto	a	las	obligaciones	que	le
corresponde	cumplir	conforme	a	esta	ley.
Ley	28008.
Octava	Disposición	Complementaria.—Proceso	sumario.	Los
delitos	previstos	en	la	presente	ley	se	tramitarán	vía	proceso
sumario.
Régimen	penal	de	seguridad
ciudadana
LEY	N°	27933
Ley	del	Sistema	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana
CAPÍTULO	I
Objeto	y	marco	conceptual
Ley	27933.
ART.	1°.—Objeto	de	la	ley.	La	presente	ley	tiene	por	objeto
proteger	el	libre	ejercicio	de	los	derechos	y	libertades,	garantizar
la	seguridad,	paz,	tranquilidad,	el	cumplimiento	y	respeto	de	las
garantías	individuales	y	sociales	a	nivel	nacional.	Comprende	a	las
personas	naturales	y	jurídicas,	sin	excepción,	que	conforman	la
Nación	Peruana.
D.	S.	011-2014-IN.
ART.	1°.—Reglamento	del	 Sistema	Nacional	 de	 Seguridad	 Ciudadana.
Aprobar	 el	 Reglamento	 de	 la	 Ley	 N°	 27933,	 Ley	 del	 Sistema	 Nacional	 de
Seguridad	Ciudadana,	y	sus	modificatorias,	el	mismo	que	consta	de	ocho	(8)
títulos,	 veinte	 (20)	 capítulos,	 y	 ochenta	 y	 tres	 (83)	 artículos,	 cuyo	 texto
forma	parte	integrante	del	presente	decreto	supremo.
REGLAMENTO	DE	LA	LEY	27933
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	1°.—Objeto	del	reglamento.	El	presente	reglamento	tiene	por	objeto
regular	 los	 alcances	 de	 la	 Ley	 N°	 27933,	 Ley	 del	 Sistema	 Nacional	 de
Seguridad	 Ciudadana	 (Sinasec),	 y	 sus	 modificatorias.	 Establece	 los
principios,	procesos	y	normas	que	regulan	el	funcionamiento	del	Sinasec	y
el	de	las	entidades	que	lo	conforman.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 2°.—Ámbito	 de	 aplicación.	 El	 presente	 reglamento	 es	 aplicable	 a
todas	 las	 entidades	 que	 conforman	 los	 órganos	 del	 Sistema	 Nacional	 de
Seguridad	 Ciudadana,	 en	 el	 marco	 de	 sus	 competencias	 y	 atribuciones.
Asimismo,	 regula	 los	 alcances	 de	 la	 participación	 de	 la	 ciudadanía,	 la
sociedad	civil	organizada,	los	medios	de	comunicación	y	el	sector	privado.
JURISPRUDENCIA.—Bien	jurídico	protegido	en	la	seguridad	ciudadana.
“(...)	no	existe	una	aproximación	conceptual	precisa	en	cuanto	a	lo	que	para	la
Constitución	representa	la	seguridad	ciudadana,	sino,	básicamente,	un
conjunto	de	características	o	elementos	que	permiten	integrar	lo	que	sería	su
contenido,	esta	puede	ser	catalogada	como	un	estado	de	protección	que
brinda	el	Estado	y	en	cuya	consolidación	colabora	la	sociedad,	a	fin	de	que
determinados	derechos	pertenecientes	a	los	ciudadanos	puedan	ser
preservados	frente	a	situaciones	de	peligro	o	amenaza	o	reparados	en	caso	de
vulneración	o	desconocimiento.	Derechos	como	la	vida,	la	integridad,	la
tranquilidad,	la	propiedad	o	la	libertad	personal	suelen	ser	los	principales
referentes	que	integran	el	contenido	de	la	seguridad	ciudadana	en	atención	a
lo	que	del	Estado	y	la	colectividad	se	espera,	siendo	evidente	que,	por	sus
alcances,	se	trata	fundamentalmente	de	un	bien	jurídico	de	relevancia	antes
que	de	un	atributo	o	libertad	a	título	subjetivo.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	3482-2005-
PHC/TC,	nov.	12/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Bien	jurídico	e	interés	general.	“(...)	de	alguna	forma
la	idea	de	los	bienes	jurídicos	relevantes	se	encuentra,	pues,	asociada	al
interés	general,	mientras	que	el	concepto	de	derechos	se	asocia	al	interés
subjetivo	particular	de	quien	reclama	por	su	defensa.	Lo	dicho	cobra	especial
importancia	si	se	parte	del	supuesto	que	la	ciudadanía	ve	cotidianamente
arriesgada	su	seguridad	como	resultado	del	entorno	conflictivo	y	antisocial,
cuando	no	de	la	criminalidad	mayoritariamente	presente	en	las	ciudades	con
abundante	población	y	tráfico	económico	y,	frente	a	lo	cual	se	hace	necesaria
una	específica	política	de	seguridad	en	favor	de	la	colectividad.	En	el	Estado
social	de	derecho,	por	otra	parte,	es	incuestionable	la	existencia	de	roles
vitales	en	relación	con	la	consecución	de	grandes	objetivos.	Vista	la	seguridad
ciudadana	como	uno	de	esos	roles	en	los	que	todo	Estado	se	compromete,	no
cabe	discusión	alguna	respecto	del	papel	relevante	que	le	toca	cumplir	y	la
especial	posición	que	el	ordenamiento	constitucional	le	suele	otorgar.	(…)”.
(TC,	Exp.	N°	3482-2005-PHC/TC,	nov.	12/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Seguridad	ciudadana	y	restricción	de	derechos.	“(...)
cuando	se	trata	de	bienes	jurídicos	como	los	aquí	descritos,	no	resulta	extraño,
sino	perfectamente	legítimo	que,	en	determinadas	circunstancias,	y	como	se
anticipó	anteriormente,	los	derechos	puedan	verse	restringidos	en
determinados	ámbitos	de	su	contenido,	a	fin	de	compatibilizar	los	objetivos
sociales	propios	de	todo	bien	constitucional	con	los	intereses	individuales
correspondientes	a	todo	atributo	o	libertad.	Naturalmente,	no	es	que	los
derechos	se	encuentren	posicionados	por	debajo	de	los	bienes	jurídicos	y	ni
siquiera	a	un	mismo	nivel	o	jerarquía,	pero	es	evidente	que	ante	la	existencia
de	ambas	categorías	al	interior	del	ordenamiento	se	hace	imperioso	integrar
roles	en	función	de	los	grandes	valores	y	principios	proclamados	desde	la
Constitución.	En	ese	gran	reto	ponderativo	el	juez	constitucional	ocupa	un
papel	gravitante.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	3482-2005-PHC/TC,	nov.	12/2005.	Pres.
Alva	Orlandini)
Ley	27933.
ART.	2°.—Seguridad	ciudadana.	Se	entiende	por	seguridad
ciudadana,	para	efectos	de	esta	ley,	a	la	acción	integrada	que
desarrolla	el	Estado,	con	la	colaboración	de	la	ciudadanía,
destinada	a	asegurar	su	convivencia	pacífica,	la	erradicación	de	la
violencia	y	la	utilización	pacífica	de	las	vías	y	espacios	públicos.
Del	mismo	modo,	contribuir	a	la	prevención	de	la	comisión	de
delitos	y	faltas.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	3°.—Definiciones
a.	 Seguridad	 ciudadana:	 Es	 la	 acción	 integrada,	 multisectorial	 e
intergubernamental,	 con	 base	 territorial	 y	 articulada	 que	 desarrolla	 el
Estado,	con	la	colaboración	de	la	ciudadanía,	con	la	finalidad	de	asegurar	su
protección	 y	 convivencia	 pacífica	 a	 través	 de	 la	 prevención,	 control	 y
erradicación	 de	 la	 violencia,	 delitos,	 faltas	 y	 contravenciones;	 así	 como	 la
utilización	 pacífica	 de	 las	 vías	 y	 espacios	 públicos,	 la	 rehabilitación	 y
restauración	social	y	la	atención	a	las	víctimas.
b.	Juntas	vecinales	de	seguridad	ciudadana:	Son	organizaciones	sociales
de	 base,	 integradas	 por	 agrupaciones	 de	 vecinos,	 que	 son	 promovidas	 y
organizadas	por	la	Policía	Nacional	del	Perú.	Tienen	por	misión	apoyar	a	las
Oficinas	 de	 Participación	 Ciudadana	 (OPC)	 de	 las	 comisarías	 en	 las
actividades	 de	 coordinación,	 prevención	 y	 proyección	 social,	 así	 como
brindar	 información	 que	 contribuya	 a	 mejorar	 la	 seguridad	 ciudadana
mediante	el	 trabajo	voluntario	y	 solidario,	no	 remunerado,	participativo	y
de	servicio	a	la	comunidad.
c.	Juntas	vecinales	comunales:	Son	organizaciones	sociales	encargadas	de
supervisar	 la	 prestación	 de	 servicios	 públicos	 locales,	 el	 cumplimiento	 de
las	normas	municipales,	la	ejecución	de	obras	municipales	y	otros	servicios
que	 se	 indiquen	 de	 manera	 precisa	 en	 la	 ordenanza	 de	 su	 creación.	 Los
concejos	municipales	convocan	a	elecciones	de	juntas	vecinales	comunales,
a	propuesta	del	alcalde,	los	regidores	o	los	vecinos.
JURISPRUDENCIA.—Contenido	jurídico	protegido	de	la	seguridad
ciudadana.	“(…)	Aunque	no	existe	una	aproximación	conceptual	precisa,
desde	el	punto	de	vista	constitucional,	sobre	este	tema,	sino,	básicamente,	un
conjunto	de	características	o	elementos	que	permiten	integrar	lo	que	sería	su
contenido,	ésta	puede	definirse	como	un	estado	de	protección	que	brinda	el
Estado	y	en	cuya	consolidación	colabora	la	sociedad,	a	fin	de	que
determinados	derechos	pertenecientes	a	los	ciudadanos	puedan	ser
preservados	frente	a	situaciones	de	peligro	o	amenaza,	o	reparados	en	caso	de
vulneración	o	desconocimiento.	Derechos	como	la	vida,	la	integridad,	la
tranquilidad,	la	propiedad	o	la	libertad	personal	suelen	ser	los	principales
referentes	que	integran	el	contenido	de	la	seguridad	ciudadana	en	atención	a
lo	que	del	Estado	y	la	colectividad	se	espera,	siendo	evidente	que,	por	sus
alcances,	se	trata	fundamentalmente	de	un	bien	jurídico	de	relevancia	antes
que	de	un	atributo	o	libertad	a	título	subjetivo.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	5994-2005-
PHC/TC,	jul.	26/2007.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
CAPÍTULO	II
Creación	y	finalidad	del	Sistema	Nacional	de
Seguridad	Ciudadana
Ley	27933.
ART.	3°.—Creación	y	finalidad	del	sistema.	Créase	el	Sistema
Nacional	de	Seguridad	Ciudadana	(Sinasec),	que	tiene	por	objeto
coordinar	eficazmente	la	acción	del	Estado	y	promover	la
participación	ciudadana	para	garantizar	una	situación	de	paz
social.
NOTA:	Dentro	del	marco	de	la	política	de	lucha	frontal	contra	la	delincuencia,	se	dictaron	las	leyes
27933	(Sinace)	y	27934	(Intervención	de	la	Policía	y	el	Ministerio	Público	en	la	Investigación
Preliminar	del	Delito).
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 4°.—Definición.	 El	 Sistema	 Nacional	 de	 Seguridad	 Ciudadana
(Sinasec)	es	un	sistema	funcional	encargado	de	asegurar	el	cumplimiento	de
las	políticas	públicas	que	orientan	la	intervención	del	Estado	en	materia	de
seguridad	 ciudadana,	 con	 el	 fin	 de	 garantizar	 la	 seguridad,	 la	 paz,	 la
tranquilidad	 y	 el	 cumplimiento	 y	 respeto	 de	 las	 garantías	 individuales	 y
sociales	 a	 nivel	 nacional,	 para	 lograr	 una	 situación	 de	 paz	 social	 y	 la
protección	 del	 libre	 ejercicio	 de	 los	 derechos	 y	 libertades.	 Para	 tal	 efecto,
coordina	la	acción	del	Estado	y	promueve	la	participación	ciudadana.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 5°.—Objetivos.	 Son	 objetivos	 del	 Sistema	 Nacional	 de	 Seguridad
Ciudadana	(Sinasec)	los	siguientes:
a.	 Asegurar	 el	 cumplimiento	 de	 las	 políticas	 públicas	 en	 materia	 de
seguridad	ciudadana	con	la	participación	de	las	entidades	del	Estado,	a	nivel
multisectorial	e	intergubernamental.
b.	 Promover	 y	 coordinar	 la	 participación	 de	 las	 diferentes	 instituciones
públicas,	ciudadanía,	sociedad	civil	organizada,	sector	privado	y	medios	de
comunicación	 en	materia	 de	 seguridad	 ciudadana,	 a	 fin	 de	 garantizar	 una
situación	de	paz	social.
c.	 Desarrollar	 mecanismos	 de	 rendición	 de	 cuentas,	 control	 y	 vigilancia
ciudadana	 respecto	 del	 quehacer	 de	 los	 organismos	 del	 Sector	 Público	 y
gobiernos	locales,	en	materia	de	seguridad	ciudadana.
d.	Organizar,	 desarrollar	 capacidades	 y	motivar	 a	 la	 comunidad	para	que
apoye	 activamente	 el	 esfuerzo	 multisectorial	 para	 mejorar	 la	 seguridad
local.
e.	 Priorizar	 y	 desarrollar	 las	 políticas,	 planes,	 programas	 y	 actividades
multisectoriales	 preventivas	 del	 delito,	 faltas	 y	 contravenciones,	 así	 como
impulsar	y	promover	 los	proyectos	que	 las	entidades	realicen	en	el	marco
del	Sistema	Nacional	de	Inversión	Pública.
f.	Coordinar	 las	políticas,	 lineamientos	y	especificaciones	técnicas	a	 fin	de
garantizar	 la	 estandarización	e	 interoperabilidad	de	 los	 sistemas	de	video
vigilancia,	radiocomunicación	y	telecomunicaciones	a	nivel	nacional	para	la
seguridad	 ciudadana.	 Las	 coordinaciones,	 en	 cuanto	 a	 las	 especificaciones
técnicas,	 se	 ciñen	 al	 apoyo	 que	 pueda	 requerir	 el	 órgano	 encargado	 de
elaborarlas,	en	el	marco	de	las	normas	de	contratación	pública	vigente	y	de
las	disposiciones	que	emita	el	Ministerio	del	Interior.
g.	Promover	y	coordinar	que	las	entidades	integrantes	del	Sistema	Nacional
de	 Seguridad	 Ciudadana	 (Sinasec)	 implementen	 las	 acciones	 a	 cargo	 del
referido	Sistema.
h.	Promover	el	uso	de	 información	de	altos	estándares	de	calidad	para	 la
toma	 de	 decisiones	 y	 para	 el	 seguimiento	 de	 los	 resultados	 de	 las
intervenciones	en	materia	de	seguridad	ciudadana.
i.	 Promover	 el	 diseño,	 aprobación,	 ejecución	 y	 evaluación	de	 las	 políticas
públicas	en	materia	de	seguridad	ciudadana.
j.	 Promover	 la	 integración	 y	 articulación	 de	 las	 políticas	 públicas	 para	 la
recuperación	de	los	espacios	públicos	y	reducción	de	los	factores	de	riesgo
social	que	propician	comportamientos	delictivos.
k.	 Coadyuvar	 al	 fortalecimiento	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 para	 el
cumplimiento	de	sus	competencias,	funciones	y	atribuciones.
l.	Coadyuvar	a	la	consolidación	del	gobierno	policial	electrónico
m.	 Contribuir	 con	 el	 mejoramiento	 del	 sistema	 de	 administración	 de
justicia	para	la	reducción	de	la	delincuencia.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 6°.—Principios	 aplicables.	 Son	 principios	 que	 rigen	 el	 Sistema
Nacional	de	Seguridad	Ciudadana	(Sinasec)	los	siguientes:
a.	 Legalidad:	 El	 funcionamiento	 del	 Sinasec	 está	 regulado	 por	 la
Constitución	 Política	 del	 Perú	 y	 las	 leyes	 de	 la	 República,	 en	 el	marco	 de
defensa	de	la	persona	y	respeto	de	su	dignidad,	fin	supremo	de	la	sociedad	y
el	Estado.
b.	Coordinación	y	articulación:	Las	entidades	y	órganos	que	forman	parte
del	Sinasec	mantienen	relaciones	de	coordinación	entre	sí	y	con	la	sociedad
civil	organizada	y	la	ciudadanía.
c.	Integralidad:	Los	 servicios	de	 seguridad	ciudadana	son	el	 conjunto	de
acciones	de	prevención	de	la	violencia	y	el	delito,	el	control	y	la	persecución
de	los	mismos,	la	rehabilitación	y	reinserción	social	de	quienes	delinquen	y
la	atención	a	las	víctimas.
d.	Participación	ciudadana:	Es	 la	 intervención	 informada	 y	 responsable
de	 la	 ciudadanía,	 sociedad	 civil	 organizada,	 sector	 privado	 y	 medios	 de
comunicación,	 durante	 el	 proceso	 de	 implementación,	 monitoreo	 y
evaluación	 de	 los	 planes	 y	 programas	 de	 seguridad	 ciudadana,	 a	 fin	 de
lograr	una	adecuada	toma	de	decisiones	en	función	de	las	metas	y	objetivos
estratégicos	establecidos	en	el	Plan	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana.
e.	Ética	y	 transparencia:	 Los	 actores	 públicos	 y	 privados,	 sociedad	 civil
organizada	 y	 ciudadanía	 que	 intervengan	 en	 la	 articulación	 del	 Sinasec
deberán	 hacerlo	 con	 probidad,	 idoneidad,	 veracidad,	 justicia,	 equidad,
lealtad,	sin	injerencia	política	y	con	respeto	al	Estado	de	derecho.
f.	Rendición	de	cuentas:	Los	 responsables	 de	 la	 gestión	 de	 la	 seguridad
ciudadana	 deberán	 utilizar	 adecuadamente	 los	 recursos	 asignados	 dando
cuenta	 periódicamente	 a	 la	 población	 acerca	 de	 los	 avances,	 logros,
dificultades	y	perspectivas.	Asimismo,	deberán	generar	medios	idóneos	que
permitan	el	acceso	ciudadano	a	la	información	pública.
g.	 Orientación	 y	 difusión	 al	 ciudadano:	 Las	 entidades	 públicas
orientarán	sus	intervenciones	con	un	enfoque	de	demanda,	a	fin	de	atender
los	 requerimientos	 de	 la	 ciudadanía	 en	 materia	 de	 seguridad	 ciudadana.
Asimismo,	 estas	 entidades	 y	 las	 del	 sector	 privado,	 deberán	 informar	 y
difundir	las	acciones	que	desarrollan	en	el	marco	del	Sinasec.
h.	Prevención:	El	Sinasec	debe	priorizar	y	desarrollar	las	políticas	públicas
preventivas	 de	 delitos,	 faltas	 y	 contravenciones,	 a	 través	 del	 diseño	 de
planes	y	programas	anuales	y	multianuales.
i.	 Cooperación	 multisectorial	 e	 intergubernamental:	 Las	 instancias	 y
entidades	 que	 integran	 el	 Sistema	 Nacional	 de	 Seguridad	 Ciudadana,	 así
como	 los	 órganos	del	 sector	público	 y	 la	 comunidad	organizada,	 articulan
esfuerzos	 con	 el	 propósito	 de	 lograr	 el	 desarrollo	 de	 acciones	 comunes	 e
integradas	que	contribuyan	a	la	seguridad	ciudadana.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	7°.—Relación	del	Sistema	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana	con
otros	sistemas.	El	Sistema	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana	(Sinasec)	y	los
otros	 sistemas	 administrativos	 y	 funcionales	 del	 Estado	 coadyuvan	 a
garantizar	 la	seguridad	ciudadana	participando	en	 los	procesos	y	acciones
que	de	ella	se	deriven.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	33.—Órganos	de	ejecución	en	el	ámbito	nacional.	Son	órganos	de
ejecución	de	seguridad	ciudadana	en	el	ámbito	nacional	los	siguientes:
a.	 El	 Ministerio	 del	 Interior,	 en	 ejercicio	 de	 sus	 competencias	 y
atribuciones.
b.	 El	 Poder	 Judicial,	 el	 Ministerio	 Público,	 el	 Ministerio	 de	 Justicia	 y
Derechos	 Humanos	 y	 el	 Instituto	 Nacional	 Penitenciario	 (INPE),	 en	 su
condición	 de	 entidades	 que	 conforman	 el	 sistema	 de	 administración	 de
justicia.
c.	 La	 Policía	 Nacional	 del	 Perú,	 a	 través	 de	 la	 Dirección	 Ejecutiva	 de
Seguridad	 Ciudadana,	 institución	 que,	 en	 su	 condición	 de	 fuerza	 pública,
cautela	 la	 protección,	 la	 seguridad	 y	 el	 libre	 ejercicio	 de	 los	 derechos
fundamentales	 de	 las	 personas,	 así	 como	 el	 normal	 desarrollo	 de	 sus
actividades.
d.	Otras	dependencias	de	seguridad	ciudadana	de	las	entidades	nacionales
que	 integran	 el	 Consejo	 Nacional	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 (Conasec),
encargadas	de	proponer,	programar,	 ejecutar	y	 supervisar	 las	 acciones	de
seguridad	ciudadana	en	las	áreas	específicas	de	su	competencia.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 34.—Órganos	 de	 ejecución	 en	 el	 ámbito	 regional	 y	 local.	 Son
órganos	de	ejecución	de	seguridad	ciudadana	en	el	ámbito	regional	y	local,
los	siguientes:
a.	Los	gobiernos	regionales,	a	través	de	su	gerencia	regional	de	seguridad
ciudadana	o	la	que	haga	sus	veces.
b.	 La	 Policía	 Nacional	 del	 Perú,	 a	 través	 de	 las	 regiones	 policiales,	 las
direcciones	 territoriales,	 las	 divisiones	 policiales	 y	 las	 comisarías,	 como
instancias	responsables	de	ejecutar	 las	operaciones	policiales	en	el	ámbito
de	sus	competencias.
c.	 Las	 gerencias	 de	 seguridad	 ciudadana	 de	 las	 municipalidades
provinciales	o	el	órgano	que	haga	sus	veces.
d.	Las	gerencias	de	seguridad	ciudadana	de	las	municipalidades	distritales
o	el	órgano	que	haga	sus	veces.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	35.—Relación	técnica	funcional	con	los	órganos	de	ejecución	en
materia	 de	 seguridad	 ciudadana	 en	 el	 ámbito	 nacional,	 regional	 y
local.	 La	 Dirección	 General	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 del	 Ministerio	 del
Interior	mantiene	relación	técnica	y	funcional	con	los	órganos	de	ejecución
del	Sistema	Nacional	de	Seguridad	Nacional	en	el	ámbito	nacional,	regional
y	local,	sin	afectar	la	relación	jerárquica	o	administrativa	que	estos	tienen	al
interior	 de	 las	 entidades	 a	 las	 cuales	 pertenecen,	 con	 la	 finalidad	 de
asegurar	el	cumplimiento	de	las	políticas	públicas	en	materia	de	seguridad
ciudadana.
Para	 tal	 fin,	 el	 Ministerio	 del	 Interior	 expide	 normas	 de	 obligatorio
cumplimiento,	 así	 como	 recomendaciones	 dirigidas	 a	 los	 órganos	 de
ejecución	en	los	distintos	niveles	de	gobierno.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 36.—De	 la	 coordinación	 con	 otras	 entidades	 públicas	 no
integrantes	del	Conasec.	Con	 la	 finalidad	 de	 optimizar	 la	 coordinación	 y
articulación	 con	 todas	 las	 entidades	 públicas,	 la	 sociedad	 civil,	 el	 sector
privado	 y	 los	medios	 de	 comunicación,	 la	Dirección	General	 de	 Seguridad
Ciudadana	del	Ministerio	del	Interior	realiza	las	siguientes	acciones:
a.	 Coordina	 con	 los	 sistemas	 administrativos	 y	 sistemas	 funcionales	 del
Estado	 las	 directivas	 y	 demás	 instrumentos	 que	 resulten	 necesarios	 para
asegurar	 una	 adecuada	 formulación,	 implementación,	 monitoreo	 y
evaluación	 de	 las	 políticas,	 planes,	 programas	 y	 proyectos	 en	 materia	 de
seguridad	ciudadana.
b.	Coordina	con	 la	Contraloría	General	de	 la	República	 los	 lineamientos	a
incluirse	en	las	acciones	de	control,	a	fin	de	velar	por	el	cumplimiento	de	los
objetivos	 y	 metas	 establecidas	 en	 los	 planes,	 programas	 y	 proyectos	 en
materia	de	Seguridad	Ciudadana.
c.	Coordina	el	apoyo	interinstitucional	para	el	cumplimiento	de	los	fines	del
Sinasec.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 37.—Participación	 ciudadana.	 Las	 entidades	 que	 conforman	 el
Sistema	 Nacional	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 (Sinasec)	 deben	 promover	 la
activa	 participación	 de	 la	 población	 en	 acciones	 de	 prevención	 de	 la
violencia	 y	 de	 los	 delitos,	 faltas	 y	 contravenciones.	 Para	 ello,	 deben
promover,	esencialmente:
a.	La	organización,	capacitación,	equipamiento	y	asistencia	legal	y	médica	a
las	 juntas	 vecinales	de	 seguridad	 ciudadana,	 procurando	 la	 integración	de
las	 acciones	 que	 realizan	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú,	 los	 gobiernos
regionales	y	las	municipalidades.
b.	 La	 coordinación	y	 el	 trabajo	 conjunto	 con	 las	 rondas	 campesinas	 en	 el
ámbito	rural.
c.	La	organización	de	sistemas	de	alerta	temprana	con	la	participación	de	la
población	organizada.
d.	La	participación	de	la	comunidad	educativa	conformada	por	autoridades
educativas,	profesores,	alumnos	y	padres	de	familia.
e.	 La	 coordinación	 con	 las	 organizaciones	 sociales	 de	 base,	 como	 los
comités	del	vaso	de	 leche,	 los	comedores	populares,	 los	clubes	de	madres,
los	 comités	 de	 parques	 y	 otras	 que	 tengan	 características	 similares,	 así
como	con	las	organizaciones	no	gubernamentales.
f.	Los	programas,	 campañas	y	actividades	de	cultura,	 recreación,	deporte,
juventud,	 capacitación	 laboral,	 emprendimiento	 y	 empleo	 que	 otorguen
especial	atención	a	los	grupos	vulnerables	o	en	riesgo	de	verse	involucrados
en	hechos	de	violencia	o	delictivos,	o	de	ser	víctimas.
g.	 La	 constitución	 de	 redes	 comunitarias	 de	 prevención	 de	 la	 violencia
familiar	y	de	género.
h.	La	constitución	de	redes	de	mujeres	que	ayudan	a	otras	mujeres	a	salir
de	la	violencia	familiar	y	sexual.
i.	 La	 promoción	 de	 la	 participación	 ciudadana	 a	 través	 de	 los	 diversos
medios	tecnológicos,	constituyendo	canales	de	comunicación	de	hechos	de
violencia,	así	como	de	delitos,	faltas	y	contravenciones.
j.	La	colaboración	con	 la	Policía	Nacional	del	Perú	en	el	desarrollo	de	sus
actividades	en	materia	de	seguridad	ciudadana.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 38.—Participación	 del	 sector	 privado	 y	 de	 los	 medios	 de
comunicación	 social.	 Con	 el	 propósito	 de	 lograr	 la	 participación	 y
colaboración	activa	del	sector	privado	y	los	medios	de	comunicación	social
en	 las	acciones	de	prevención	de	 la	violencia	y	el	delito,	 las	entidades	que
conforman	 el	 Sistema	 Nacional	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 (Sinasec)	 deben
promover,	esencialmente:
a.	La	suscripción	de	alianzas	estratégicas	con	los	gremios	empresariales	y
las	cámaras	de	comercio	para	la	cooperación	en	seguridad	ciudadana.
b.	 La	 implementación	 de	 líneas	 de	 cooperación,	 en	 el	 marco	 de	 la
responsabilidad	 social	 empresarial,	 para	 el	 financiamiento	 de	 iniciativas
locales	para	la	seguridad	ciudadana.
c.	La	cooperación	del	sector	privado	para	la	constitución	de	observatorios
regionales	y	locales	de	seguridad	ciudadana.
d.	 La	 cooperación	 de	 las	 empresas	 de	 seguridad	 privada	 con	 la	 Policía
Nacional	del	Perú.
e.	 La	 colaboración	 de	 los	 medios	 de	 comunicación	 social	 para	 que	 las
entidades	que	conforman	el	Sinasec	difundan	información	para	promover	la
seguridad	ciudadana	y	la	convivencia	pacífica.
f.	 El	 compromiso	del	 sector	privado	 y	 los	medios	de	 comunicación	 social
para	la	cooperación	y	desarrollo	de	campañas	por	la	seguridad	ciudadana.
g.	La	participación	del	sector	privado	y	los	medios	de	comunicación	para	el
fortalecimiento	 del	 respeto	 a	 la	 ley,	 la	 cultura	 cívica	 y	 la	 construcción	 de
ciudadanía.
h.	La	colaboración	del	sector	privado	y	los	medios	de	comunicación	para	el
reconocimiento	de	las	buenas	prácticas	en	seguridad	ciudadana.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	39.—Mecanismos	de	consulta	pública.
39.1.	 Los	 comités	 regionales,	 provinciales	 y	 distritales	 de	 seguridad
ciudadana	con	sus	respectivas	secretarías	técnicas	realizarán	por	lo	menos
una	 consulta	 pública	 ordinaria	 cada	 trimestre	 y,	 extraordinariamente,
cuando	la	situación	lo	amerite,	con	la	participación	de	todos	sus	miembros,
con	el	propósito	de	que	la	población:
a.	 Se	 informe	 sobre	 la	 ejecución	 de	 las	 políticas,	 planes,	 programas	 y
proyectos	de	seguridad	ciudadana,	así	como	de	 la	gestión	administrativa	y
presupuestal	correspondiente.
b.	Proponga,	debata	e	intercambie	opiniones	y	sugerencias.
c.	 Identifique	 las	 causas,	 debilidades,	 vulnerabilidades	 y	 fortalezas	 del
Sistema	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana	(Sinasec).
d.	Formule	propuestas	y	alternativas	de	solución.
39.2.	 Estas	 reuniones	 de	 diálogo	 comunitario	 son	 coordinadas	 por	 los
presidentes	 de	 los	 comités	 regionales,	 provinciales	 y	 distritales	 de
seguridad	ciudadana,	quienes	promoverán	la	participación	de:
a.	Las	organizaciones	vecinales,	sociales,	religiosas,	culturales,	educativas	y
deportivas.
b.	Las	juntas	vecinales	de	seguridad	ciudadana.
c.	Las	juntas	vecinales	comunales
d.	 Los	 integrantes	 de	 las	 mesas	 de	 concertación,	 en	 los	 lugares	 donde
exista.
e.	Las	entidades	del	sector	privado.
f.	Los	medios	de	comunicación	social.
g.	Las	instituciones	académicas.
h.	Otras	organizaciones	que	se	estime	pertinente.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	40.—Organizaciones	sociales.
40.1.	 El	 presente	 reglamento	 distingue	 dos	 tipos	 de	 organizaciones
vecinales:	las	de	carácter	territorial	y	las	de	carácter	funcional.
40.2.	Se	reconoce	a	la	junta	vecinal	de	seguridad	ciudadana	promovida	por
la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 como	 una	 organización	 vecinal	 de	 carácter
territorial	 que	 apoya	 en	 las	 actividades	 preventivas,	 informativas	 y	 de
proyección	social	que	desarrolla	la	Policía	Nacional	del	Perú.
La	constitución,	organización,	 finalidades,	atribuciones	y	disolución	de	 las
juntas	vecinales	de	seguridad	ciudadana	promovidas	por	la	Policía	Nacional
del	Perú,	tanto	urbanas	como	rurales,	se	rige	por	el	manual	de	organización
y	 funcionamiento	 de	 las	 juntas	 vecinales	 de	 seguridad	 ciudadana	 y	 sus
directivas	complementarias.
40.3.	 También	 tienen	 carácter	 territorial	 las	 juntas	 vecinales	 comunales,
encargadas	 de	 supervisar	 la	 prestación	 de	 servicios	 públicos	 locales,	 el
cumplimiento	de	las	normas	municipales,	la	ejecución	de	obras	municipales
y	otros	servicios.
40.4.	 Como	 organizaciones	 de	 carácter	 funcional	 se	 reconoce	 a
organizaciones	 vecinales,	 tales	 como	 los	 comité	 del	 vaso	 de	 leche,
comedores	 populares,	 clubes	 de	madres,	 comités	 de	 parques	 y	 otras	 que
tengan	 caracteres	 similares	 y	 representen	 y	 promuevan	 el	 bien	 común
vecinal.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 41.—Registro	 Nacional	 de	 Juntas	 Vecinales	 de	 Seguridad
Ciudadana.	La	Policía	Nacional	del	Perú	constituirá	y	administrará,	a	través
de	 la	Dirección	Ejecutiva	de	Seguridad	Ciudadana,	 el	Registro	Nacional	de
las	Juntas	Vecinales	de	Seguridad	Ciudadana	promovidas	por	las	Oficinas	de
Participación	Ciudadana	(OPC)	de	las	comisarías.
El	 comisario,	 como	máxima	 autoridad	 policial	 en	 su	 jurisdicción,	 deberá
determinar	y	mantener	actualizada	la	información	sobre	las	zonas,	sectores,
barrios	 y	 poblaciones	 que	 constituirán	 el	 territorio	 jurisdiccional	 de	 las
respectivas	 juntas	 vecinales	 de	 seguridad	 ciudadana	 promovidas	 por	 la
Policía	 Nacional	 del	 Perú.	 En	 ese	 propósito,	 el	 comisario	 sostendrá
reuniones	periódicas	con	el	alcalde	de	su	jurisdicción.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 42.—Cultura	 de	 convivencia	 pacífica.	 Con	 el	 propósito	 de
consolidar	una	cultura	de	convivencia	pacífica,	las	entidades	que	conforman
el	 Sistema	Nacional	de	 Seguridad	Ciudadana	 (Sinasec)	deben	promover	 la
realización	de	actividades	relacionadas	a:
a.	 La	 ética	 pública	 y	 el	 respeto	 a	 la	 ley	 y	 a	 las	 normas	 de	 convivencia
civilizada	y	pacífica.
b.	 Implementación	 del	 Código	 Administrativo	 de	 Contravenciones	 de	 la
Policía.
c.	Prácticas	de	resolución	pacífica	de	conflictos	interpersonales.
d.	 Programas	 de	 formación	 cívica,	 cultura	 de	 derechos	 y	 deberes	 y
construcción	de	ciudadanía	en	las	instituciones	educativas
e.	 Promoción	 en	 las	 instituciones	 educativas	 del	 conocimiento	 y	 la
sensibilización	en	materia	de	seguridad	ciudadana.
f.	 Promoción	 del	 respeto	 de	 los	 derechos	 humanos,	 con	 énfasis	 en	 la
igualdad	de	género	y	la	interculturalidad.
g.	Programas	de	fortalecimiento	de	las	familias	en	el	marco	del	respeto	de
los	derechos	fundamentales	de	sus	integrantes.
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ART.	 43.—Comunidades	 campesinas,	 rondas	 campesinas,	 rondas
comunales,	 comunidades	 nativas,	 comités	 de	 autodefensa,	 juntas
vecinales	promovidas	por	la	Policía	Nacional	del	Perú,	juntas	vecinales
comunales	 y	 servicios	 de	 seguridad	 privada.	 El	 Sistema	 Nacional	 de
Seguridad	 Ciudadana	 (Sinasec)	 promueve	 la	 participación	 activa,	 en	 las
acciones	 de	 prevención	 de	 la	 violencia	 y	 el	 delito,	 de	 las	 comunidades
campesinas,	 rondas	 campesinas,	 rondas	 comunales,	 comunidades	 nativas,
comités	 de	 autodefensa,	 juntas	 vecinales	 de	 seguridad	 ciudadana
promovidas	por	 la	Policía	Nacional	del	Perú,	 juntas	vecinales	comunales	y
servicios	 de	 seguridad	 privada,	 quienes	 deberán	 brindar	 apoyo	 y
colaboración	a	la	Policía	Nacional	del	Perú	en	el	marco	de	sus	atribuciones,
de	acuerdo	al	presente	reglamento	y	a	las	normas	que	los	regulan.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	44.—Política	nacional	y	política	regional	de	seguridad	ciudadana.
Las	 políticas	 de	 seguridad	 ciudadana	 son	 instrumentos	 de	 carácter
prospectivo	 que	 contienen	 un	 diagnóstico	 del	 problema	 y	 establecen	 una
visión,	 lineamientos,	 objetivos,	 estrategias,	 proyectos,	 actividades,
indicadores,	 resultados,	 metas,	 responsables	 y	 estándares	 de	 obligatorio
cumplimiento	 en	 los	 ámbitos	nacional,	 regional	 y	 local	 con	un	enfoque	de
resultados.	Se	articulan	entre	ellas	y	con	las	políticas	de	Estado	contenidas
en	 el	 Acuerdo	 Nacional	 y	 el	 Plan	 Estratégico	 de	 Desarrollo	 Nacional	 del
Centro	 Nacional	 de	 Planeamiento	 Estratégico	 (Ceplan)	 y	 sus	 objetivos
estratégicos,	 así	 como	 con	 los	 resultados	 específicos	 de	 los	 programas
presupuestales.
Las	políticas	nacionales	y	regionales	tienen	un	horizonte	temporal	de	cinco
(5)	años,	y	se	revisan	y	actualizan	cada	año.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 45.—Formulación	 y	 aprobación	 de	 las	 políticas	 nacionales	 y
regionales	de	seguridad	ciudadana.	El	Ministerio	del	Interior,	a	través	de
la	 Dirección	 General	 de	 Seguridad	 Ciudadana,	 tiene	 competencia	 para
formular	 y	 supervisar	 la	 implementación	 de	 la	 política	 nacional	 de
seguridad	ciudadana,	 la	cual	es	de	cumplimiento	obligatorio	para	todas	las
entidades	del	Estado	en	todos	los	niveles	de	gobierno.
Los	 gobiernos	 regionales,	 a	 través	 de	 la	 Gerencia	 Regional	 de	 Seguridad
Ciudadana	 o	 la	 que	 haga	 sus	 veces,	 son	 los	 responsables	 de	 formular	 y
proponer	 las	 políticas	 en	 esta	 materia	 en	 sus	 respectivos	 niveles	 de
gobierno.
La	formulación	de	las	políticas	nacionales	y	regionales	debe	considerar	los
intereses	 generales	 del	 Estado,	 las	 perspectivas	 de	 los	 diversos	 actores
estratégicos	 y	 la	 diversidad	 de	 las	 realidades	 regionales	 y	 locales
concordando	con	el	carácter	unitario	y	descentralizado	del	Estado.
Las	 políticas	 nacionales	 y	 regionales	 son	 aprobadas	 por	 el	 Consejo	 de
Ministros	y	los	Consejos	Regionales,	según	corresponda.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 46.—Planes	 provinciales	 y	 distritales	 de	 seguridad	 ciudadana.
Los	 planes	 son	 los	 instrumentos	 de	 gestión	 que	 orientan	 el	 quehacer	 en
materia	de	seguridad	ciudadana	en	los	ámbitos	provincial	y	distrital	con	un
enfoque	de	resultados.	Contienen	un	diagnóstico	del	problema	y	establece
una	 visión,	 objetivos	 estratégicos	 y	 específicos,	 actividades,	 indicadores,
metas	y	responsables.
Se	elaboran	en	concordancia	 con	 los	objetivos	estratégicos	contenidos	en
las	políticas	nacionales	y	regionales	de	carácter	multianual.	Estos	planes	se
ajustan	 trimestralmente,	de	acuerdo	al	 análisis	del	proceso	de	ejecución	y
de	 los	 resultados	 obtenidos	 mediante	 la	 aplicación	 de	 los	 respectivos
indicadores	de	desempeño.
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ART.	 47.—Formulación	 y	 aprobación	 de	 los	 planes	 regionales,
provinciales	 y	 distritales.	 Los	 órganos	 de	 ejecución	 de	 seguridad
ciudadana	en	el	ámbito	regional	y	en	el	ámbito	 local,	a	que	se	refieren	 los
incisos	a)	c)	y	d)	del	artículo	34,	son	los	responsables	de	formular	los	planes
de	seguridad	ciudadana	en	 las	regiones,	provincias	y	distritos	del	país,	 los
cuales	 están	 sujetos	 a	 evaluación	 anual.	 Para	 la	 formulación	de	 los	planes
regionales	se	consideran	los	planes	aprobados	por	los	comités	provinciales
y	 distritales	 de	 su	 circunscripción	 territorial.	 Para	 la	 formulación	 de	 los
planes	 provinciales	 se	 consideran	 los	 planes	 aprobados	 por	 los	 comités
distritales	de	su	circunscripción	territorial.
Formuladas	las	propuestas	de	planes	de	seguridad	ciudadana,	los	órganos
de	 ejecución	 los	 pondrán	 en	 conocimiento	 de	 sus	 correspondientes
instancias	de	coordinación	interinstitucional	para	su	aprobación,	buscando
el	consenso	de	sus	miembros.
Además	 de	 su	 aprobación	 por	 los	 comités	 regionales,	 provinciales	 y
distritales	 de	 seguridad	 ciudadana,	 los	 planes	 deberán	 ser	 ratificados	 por
los	 consejos	 regionales	 de	 los	 gobiernos	 regionales	 y	 por	 los	 concejos
municipales	 provinciales	 y	 distritales,	 según	 corresponda,	 a	 efectos	 de	 su
obligatorio	 cumplimiento	 como	 políticas	 regionales,	 provinciales	 y
distritales.
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ART.	48.—Planes	institucionales.	El	planeamiento	constituye	un	proceso
continuo	y	complementario,	por	 lo	que	 las	políticas	y	planes	de	seguridad
ciudadana	 deben	 expresarse	 también	 en	 los	 Planes	 Operativos
Institucionales	 (POI),	 así	 como	 en	 las	 acciones	 desarrolladas	 por	 las
entidades	que	conforman	el	Sinasec.
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ART.	49.—Evaluación	del	desempeño	de	los	funcionarios.	La	Dirección
General	de	Seguridad	Ciudadana	del	Ministerio	del	Interior,	sobre	la	base	de
los	 informes	 formulados	 por	 las	 secretarías	 técnicas	 de	 las	 instancias	 de
coordinación	 de	 seguridad	 ciudadana	 en	 el	 ámbito	 regional,	 provincial	 y
local,	 comunicará	 trimestralmente	 a	 las	 máximas	 autoridades	 de	 las
entidades	 que	 conforman	 el	 Consejo	 Nacional	 de	 Seguridad	 Ciudadana
(Conasec)	acerca	del	desempeño	de	sus	representantes	ante	 las	 instancias
de	coordinación	interinstitucional	regional,	provincial	y	local,	especialmente
en	relación	con:
a.	Su	asistencia	a	las	sesiones	del	comité.
b.	 Su	 disponibilidad	 de	 brindar	 la	 información	 y	 la	 cooperación	 que	 les
solicita	el	comité.
c.	Su	participación	en	 las	actividades	realizadas	en	el	marco	de	 los	planes
de	seguridad	ciudadana	aprobados.
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ART.	 50.—Sistema	 de	 seguimiento	 y	 monitoreo	 de	 los	 planes	 de
seguridad	 ciudadana.	 Los	 titulares	 de	 las	 entidades	 que	 conforman	 el
Sistema	 Nacional	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 son	 responsables	 de	mantener
actualizado	 el	 Sistema	 de	 Seguimiento	 y	 Monitoreo	 del	 Plan	 Nacional	 de
Seguridad	Ciudadana,	administrado	por	 la	Dirección	General	de	Seguridad
Ciudadana	del	Ministerio	del	Interior.
Mediante	 resolución	 ministerial	 se	 aprobarán	 los	 lineamientos	 para	 la
implementación,	 monitoreo	 y	 evaluación	 de	 los	 planes	 regionales,
provinciales	y	distritales	de	seguridad	ciudadana.
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ART.	51.—Programas	 nacionales.	 Los	 programas	 nacionales	 en	materia
de	seguridad	ciudadana	son	programas	públicos	 focalizados,	adscritos	a	 la
Dirección	General	de	Seguridad	Ciudadana	del	Ministerio	del	 Interior,	que
se	constituyen	con	el	propósito	de	asegurar	la	implementación	de	la	política
de	 seguridad	 ciudadana,	 promoviendo	 la	 intervención	 articulada	 de	 los
integrantes	del	Sinasec.
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ART.	 52.—Instrumentos	 administrativos.	 Son	 instrumentos
administrativos	de	aplicación	para	las	entidades	que	conforman	el	Sistema
Nacional	de	Seguridad	Ciudadana	(Sinasec)	los	siguientes:
a.	 Las	 normas	 y	 lineamientos	 emitidos	 por	 la	 Dirección	 General	 de
Seguridad	Ciudadana	del	Ministerio	del	Interior	y	los	órganos	de	ejecución
de	seguridad	ciudadana	en	el	ámbito	regional	y	local.
b.	Las	matrices	de	monitoreo	y	evaluación.
c.	Los	mapas	del	delito	geo	referenciados,	a	que	se	refiere	el	artículo	67	del
presente	reglamento.
d.	 Otros	 que	 determine	 el	 Ministerio	 del	 Interior,	 en	 su	 calidad	 de	 ente
rector	del	Sinasec.
Las	 obligaciones	 que	 se	 establezcan	 en	 los	 instrumentos	 administrativos
deben	 ser	 concordantes	 con	 los	 objetivos	 y	 principios	 del	 Sinasec	 que	 se
señalan	 en	 la	 Ley	N°	 27933	 y	 sus	modificatorias,	 así	 como	 en	 el	 presente
reglamento.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 53.—Sistema	 Nacional	 de	 Información	 para	 la	 Seguridad
Ciudadana.	 El	 Sistema	 Nacional	 de	 Información	 para	 la	 Seguridad
Ciudadana	 tiene	 como	 objetivo	 promover	 el	 uso	 de	 información	 para	 el
seguimiento	 de	 los	 resultados	 de	 las	 intervenciones	 de	 las	 entidades
involucradas	 en	 la	 materia,	 asegurando	 que	 la	 administración	 de	 la
información	estadística	oficial	en	materia	de	seguridad	ciudadana	se	realice
en	forma	integrada,	coordinada,	racionalizada,	en	base	a	una	normatividad
técnica	 común	 y	 bajo	 la	 rectoría	 del	 Instituto	 Nacional	 de	 Estadística	 e
Informática	(INEI).
El	 Sistema	 Nacional	 de	 Información	 para	 la	 Seguridad	 Ciudadana
determinará	 los	 indicadores	 y	 las	 fuentes	 de	 información	 en	 los	 distintos
servicios	 de	 seguridad	 ciudadana,	 como	 la	 prevención	 de	 la	 violencia	 y	 el
delito,	el	control	y	persecución	de	los	mismos,	la	rehabilitación	y	reinserción
social	y	la	atención	a	las	víctimas.
La	 administración	 del	 Sistema	 está	 a	 cargo	 de	 la	 Dirección	 de	 Diseño	 y
Evaluación	de	Políticas	de	Seguridad	Ciudadana	de	la	Dirección	General	de
Seguridad	 Ciudadana	 del	 Ministerio	 de	 Interior.	 Su	 financiamiento	 se
efectuará	 con	 cargo	 al	 presupuesto	 asignado	 a	 las	 entidades	 que	 lo
conforman.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 54.—Comité	 Técnico	 de	 Coordinación	 del	 Sistema	 Nacional	 de
Información	 para	 la	 Seguridad	 Ciudadana.	 El	 Comité	 Técnico	 de
Coordinación	 del	 Sistema	 Nacional	 de	 Información	 para	 la	 Seguridad
Ciudadana	 es	 una	 instancia	 de	 coordinación	 encargada	 de	 asegurar	 la
calidad	de	la	información	estadística	en	materia	de	seguridad	ciudadana,	en
cumplimiento	 de	 los	 estándares	 establecidos	 por	 el	 Sistema	 Nacional	 de
Estadística.
Está	integrado	por	los	siguientes	miembros:
a.	El	jefe	del	Instituto	Nacional	de	Estadística	e	Informática	(INEI),	quien	lo
preside.
b.	 Los	 responsables	 de	 las	 áreas	 de	 estadística	 de	 las	 entidades	 que
conforman	el	Consejo	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana	(Conasec).
c.	Los	responsables	de	las	áreas	de	estadística	de	los	gobiernos	regionales.
Los	 responsables	 de	 las	 áreas	 de	 estadística	 de	 las	 municipalidades
provinciales	 y	 distritales	 podrán	 participar	 como	 invitados	 del	 Comité
Técnico	de	Coordinación	del	Sistema.
El	 Reglamento	 Interno	 del	 Comité	 Técnico	 de	 Coordinación	 del	 Sistema
Nacional	 de	 Información	 para	 la	 Seguridad	 Ciudadana	 determinará	 lo
relativo	 a	 la	 frecuencia	 de	 las	 sesiones,	 quorum,	 adopción	 de	 acuerdos,
invitación	de	especialistas,	y	otros	asuntos	que	resulten	necesarios	para	el
correcto	 funcionamiento	 del	 sistema,	 el	mismo	 que	 será	 elaborado	 por	 la
Dirección	General	de	Seguridad	Ciudadana	y	aprobado	por	el	Ministro	del
Interior.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 55.—Obligación	 de	 cooperación	 con	 el	 Sistema	 Nacional	 de
Información	para	la	Seguridad	Ciudadana.	Las	entidades	que	conforman
el	 Sistema	 Nacional	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 (Sinasec)	 están	 obligadas	 a
proporcionar	 la	 información	 que	 el	 Comité	 Técnico	 de	 Coordinación	 del
Sistema	Nacional	de	Información	para	la	Seguridad	Ciudadana	les	solicite,	a
colaborar	 con	 sus	 iniciativas	 y	 a	 hacerse	 representar	 en	 las	 instancias	 de
coordinación	y	trabajo	que	este	convoque.
El	 Comité	 Estadístico	 Interinstitucional	 de	 la	 Criminalidad	 (CEIC),	 del
Consejo	 Nacional	 de	 Política	 Criminal	 (Conapoc),	 proporcionará	 la
información	 que	 requiera	 el	 Sistema	 Nacional	 de	 Información	 para	 la
Seguridad	Ciudadana	para	el	cumplimiento	de	su	objetivo.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 56.—Observatorio	 Nacional	 de	 Seguridad	 Ciudadana.	 El
Observatorio	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana	está	a	cargo	de	la	Dirección
General	de	Seguridad	Ciudadana	del	Ministerio	del	 Interior.	Se	encarga	de
recopilar,	 procesar,	 sistematizar,	 analizar	 y	 difundir	 información	 sobre	 la
inseguridad,	 violencia	 y	 delitos	 en	 el	 país,	 proporcionando	 información
confiable,	 oportuna	 y	 de	 calidad	 que	 sirva	 de	 base	 para	 el	 diseño,
implementación	 y	 evaluación	 de	 políticas,	 planes,	 programas	 y	 proyectos
vinculados	a	la	seguridad	ciudadana.
El	 financiamiento	 del	 Observatorio	 Nacional	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 se
efectuará	con	cargo	al	presupuesto	asignado	al	Ministerio	del	Interior.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 57.—Funciones	 del	 Observatorio	 Nacional.	 El	 Observatorio
Nacional	de	Seguridad	Ciudadana	tiene	las	siguientes	funciones:
a.	Solicitar,	recabar	y	sistematizar	la	información	oficial	relevante	para	las
políticas	públicas	de	seguridad	ciudadana	que	produzcan	las	entidades	que
conforman	 el	 Sistema	 Nacional	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 (Sinasec)	 y	 otras
que	considere	conveniente.
b.	 Realizar,	 por	 lo	 menos	 una	 vez	 al	 año	 y	 en	 coordinación	 con	 el	 INEI,
encuestas	 nacionales	 de	 opinión	 pública	 que	 midan	 la	 victimización,	 la
evaluación	 de	 las	 instituciones	 que	 brindan	 servicios	 de	 seguridad
ciudadana	y	la	percepción	de	inseguridad.
c.	Realizar,	en	coordinación	con	el	INEI,	encuestas	de	opinión	pública	sobre
manifestaciones	específicas	de	la	violencia	y	el	delito,	y	sus	posibles	factores
de	riesgo,	especialmente	sobre	la	violencia	familiar	y	de	género,	la	violencia
juvenil	 y	 escolar,	 el	 uso	 de	 armas,	 el	 consumo	 de	 alcohol	 y	 drogas	 y	 la
deserción	escolar.
d.	Realizar,	en	coordinación	con	el	INEI,	encuestas	de	opinión	pública	sobre
aspectos	 específicos	 del	 funcionamiento	 de	 las	 instituciones	 que	 brindan
servicios	de	seguridad	ciudadana.
e.	 Sistematizar	 la	 información	producida	 sobre	 seguridad	 ciudadana	para
generar	instrumentos	geo	referenciados.
f.	 Analizar	 la	 información	 oficial	 y	 la	 producida	 a	 través	 de	 encuestas	 de
opinión	pública	y	formular	recomendaciones	de	políticas	públicas,	a	efectos
de	contribuir	a	la	toma	de	decisiones	en	materia	de	seguridad	ciudadana.
g.	Realizar	estudios	sobre	las	principales	manifestaciones	de	la	inseguridad,
la	 violencia	 y	 el	 delito,	 sea	 de	 manera	 directa	 o	 encargándolos	 a
instituciones	universitarias	o	especializadas.
h.	Publicar	y	difundir	la	información,	las	encuestas	de	opinión	pública	y	los
estudios	que	produzca.
i.	Sistematizar	las	buenas	prácticas	en	materia	de	seguridad	ciudadana	que
puedan	 ser	 relevantes	 a	 fin	 de	 que	 sean	 conocidas,	 estudiadas	 y,
eventualmente,	 replicadas,	 previo	 proceso	 de	 adaptación	 y	 adecuación	 en
los	distintos	niveles	de	gobierno.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 58.—Observatorios	 regionales,	 provinciales	 y	 distritales.	 La
Gerencia	 Regional	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 o	 la	 que	 haga	 sus	 veces	 es
responsable	de	la	constitución	y	administración	de	los	observatorios	que,	en
la	medida	de	 sus	posibilidades,	deberán	cumplir	 las	mismas	 funciones	del
Observatorio	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana,	adecuándolas	a	la	realidad
de	sus	circunscripciones	territoriales.
El	 financiamiento	 de	 la	 implementación	 y	 funcionamiento	 de	 los
Observatorios	Regionales,	Provinciales	y	Distritales	de	Seguridad	Ciudadana
se	 efectuará	 con	 cargo	 al	 presupuesto	 institucional	 de	 los	 Gobiernos
Regionales	y	Locales	correspondientes,	 sin	demandar	recursos	adicionales
al	Tesoro	Público.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 59.—Obligación	 de	 cooperación	 con	 los	 Observatorios.	 Las
entidades	 que	 conforman	 el	 Sistema	 Nacional	 de	 Seguridad	 Ciudadana
(Sinasec)	 están	 obligadas	 a	 compartir	 con	 los	 observatorios	 regionales,
provinciales	y	distritales	la	información	oficial	disponible	que	sea	relevante
para	las	políticas	públicas	de	seguridad	ciudadana,	así	como	aquella	que	se
les	 solicite.	 También	 están	 obligadas	 a	 colaborar	 con	 las	 iniciativas	 de	 los
observatorios	 y	 a	 hacerse	 representar	 en	 las	 instancias	 de	 coordinación	 y
trabajo	que	estos	convoquen.
Las	 universidades	 públicas	 y	 privadas	 que	 cuenten	 con	 observatorios	 de
seguridad	 ciudadana	 cooperarán	 con	 los	 observatorios	 del	 Sinasec,
intercambiando	 información	que	haya	 sido	obtenida	 como	resultado	de	 la
investigación	 académica	 formal,	 así	 como	 de	 las	 actividades	 de	 extensión
social,	 incluyendo	 estudios	 de	 investigación,	 debates,	 conversatorios,
conferencias,	 seminarios,	 boletines	 de	 información	 físicos	 y	 electrónicos,
artículos	 y	 otros	 documentos	 referidos	 y	 vinculados	 a	 la	 temática	 de
seguridad	ciudadana.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	60.—Centro	Nacional	 de	Video	Vigilancia,	Radiocomunicación	 y
Telecomunicaciones.	 El	 Centro	 Nacional	 de	 Video	 Vigilancia,
Radiocomunicación	 y	 Telecomunicaciones	 para	 la	 Seguridad	 Ciudadana,
previsto	en	el	Decreto	Legislativo	N°	1135,	Ley	de	Organización	y	Funciones
del	Ministerio	del	 Interior,	es	administrado	por	éste,	a	 través	de	 la	Policía
Nacional	del	Perú,	como	plataforma	de	interoperabilidad,	con	la	finalidad	de
integrar	 los	 sistemas	 de	 video	 vigilancia	 y	 radiocomunicación	 de	 las
entidades	de	la	administración	pública	y	del	sector	privado	que	administran
sistema	de	video	vigilancia	en	lugares	de	concentración	regular	de	personas
o	de	alta	afluencia	de	público,	a	efectos	de	mejorar	la	disponibilidad	de	los
recursos	audiovisuales	para	la	seguridad	ciudadana.
El	 financiamiento	 del	 Centro	 Nacional	 de	 Video	 Vigilancia,
Radiocomunicación	y	Telecomunicaciones	para	 la	 Seguridad	Ciudadana	 se
efectuará	con	cargo	al	presupuesto	asignado	al	Ministerio	del	Interior.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	61.—Obligatoriedad	de	la	instalación,	operación	e	interconexión
de	 los	 Centros	 de	 Video	 Vigilancia,	 Radiocomunicación	 y
Telecomunicaciones
61.1	Los	Gobiernos	Regionales	y	Locales	están	obligados	a	implementar	y
garantizar	 el	 funcionamiento	 del	 Sistema	 de	 Video	 Vigilancia,
Radiocomunicación	y	Telecomunicaciones	para	la	Seguridad	Ciudadana,	en
vías	 y	 espacios	 públicos	 en	 el	 ámbito	 de	 su	 jurisdicción,	 con	 cargo	 a	 sus
respectivos	 presupuestos	 institucionales,	 sin	 demandar	 recursos
adicionales	 al	 Tesoro	 Público.	 Los	 gobiernos	 Regionales	 financiarán	 tales
sistemas,	 en	 coparticipación	 con	 los	 gobiernos	 locales.	 La	 instalación	 y
operación	 de	 dichos	 sistemas	 estará	 a	 cargo	 de	 los	 gobiernos	 locales,	 a
través	de	sus	gerencias	de	seguridad	ciudadana.
Los	 presidentes	 de	 los	 gobiernos	 regionales	 y	 los	 alcaldes	 provinciales	 y
distritales	 son	 los	 responsables	 del	 transporte	 e	 integración	 de	 las
plataformas	 de	 sus	 sistemas	 de	 video	 vigilancia,	 radiocomunicación	 y
telecomunicaciones	 con	 el	 Centro	 Nacional	 de	 Video	 Vigilancia	 y
Radiocomunicación	y	Telecomunicaciones	para	la	Seguridad	Ciudadana.
61.2.	 La	 obligación	 establecida	 en	 el	 numeral	 61.1	 también	 alcanza	 a	 las
instituciones	 privadas	 que	 administran	 sistemas	 de	 video	 vigilancia
direccionados	a	lugares	de	tránsito,	de	concentración	regular	de	personas	o
de	alta	afluencia	de	público,	quienes	asumirán	el	transporte	e	integración	de
las	plataformas	correspondientes.
Las	 instituciones	privadas	deberán	almacenar	 la	 información	captada	por
las	 cámaras	 de	 video	 vigilancia	 por	 un	 periodo	 que	 será	 determinado
mediante	resolución	ministerial	del	titular	del	Sector	Interior.
61.3.	El	incumplimiento	de	lo	dispuesto	en	los	numerales	61.1	y	61.2	estará
sujeto	a	responsabilidad	civil,	administrativa	o	penal,	según	corresponda.
61.4.	 En	 atención	 a	 lo	 dispuesto	 por	 la	 Ley	N°	 30120,	 Ley	 de	Apoyo	 a	 la
Seguridad	Ciudadana	con	Cámaras	de	Video	Vigilancia	Públicas	y	Privadas,
cuando	 se	 presuma	 la	 comisión	 de	 un	 delito	 o	 una	 falta,	 las	 personas
naturales	 y	 jurídicas,	 públicas	y	privadas,	deberán	entregar	 gratuitamente
copia	de	las	imágenes	y	audios	registrados	a	través	de	dichas	cámaras	a	la
Policía	 Nacional	 del	 Perú	 y	 al	 Ministerio	 Público,	 según	 corresponda.	 Se
garantiza	 la	 confidencialidad	 de	 la	 identidad	 de	 los	 propietarios	 o
poseedores	de	 los	 inmuebles	y	de	 las	personas	que	hacen	entrega	de	esta
información.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 62.—Estándares	 técnicos.	 Mediante	 resolución	 ministerial	 del
titular	del	Sector	Interior,	en	coordinación	con	el	Ministerio	de	Transportes
y	Comunicaciones,	se	establecerán	 los	estándares	mínimos	aplicables	para
la	 implementación	 de	 las	 plataformas	 de	 los	 sistemas	 de	 video	 vigilancia,
radiocomunicación	 y	 telecomunicaciones	 a	 cargo	 de	 las	 entidades	 e
instituciones	 señaladas	 en	 los	 numerales	 61.1	 y	 61.2	 del	 artículo	 61,	 así
como	para	establecer	las	condiciones	para	la	integración	de	las	plataformas
con	 el	 Centro	 Nacional	 de	 Video	 Vigilancia,	 Radiocomunicación	 y
Telecomunicaciones	para	la	Seguridad	Ciudadana.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	63.—Limitaciones	de	uso	de	información.	La	información	obtenida
por	 el	 Centro	 Nacional	 de	 Video	 Vigilancia,	 Radiocomunicación	 y
Telecomunicaciones	 para	 la	 Seguridad	 Ciudadana	 será	 utilizada
exclusivamente	para	 los	 fines	regulados	en	 la	Ley	del	Sistema	Nacional	de
Seguridad	 Ciudadana	 y	 sus	 modificatorias,	 y	 el	 presente	 reglamento,	 de
acuerdo	a	 las	normas	 legales	vigentes,	 especialmente	 las	que	protegen	 los
derechos	fundamentales,	bajo	responsabilidad	administrativa,	civil	o	penal,
según	corresponda.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	64.—Ámbitos	de	cooperación	entre	la	Policía	Nacional	del	Perú	y
las	Municipalidades.	La	cooperación	entre	la	Policía	Nacional	del	Perú	y	las
Municipalidades	se	producirá,	cuando	menos,	en	los	siguientes	ámbitos:
a.	Planes	locales	de	seguridad	ciudadana.
b.	Planificación	y	evaluación	de	acciones	operativas	conjuntas.
c.	Mapa	del	delito	geo	referenciado	unificado	y	Plan	Cuadrante	Policial
d.	Prevención	de	la	violencia	y	de	los	delitos,	faltas	y	contravenciones
e.	Planes	de	patrullaje	integrado
f.	Formación,	capacitación	y	asistencia	técnica	al	serenazgo	municipal.
g.	Adecuación	de	la	jurisdicción	policial	a	la	jurisdicción	política.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 65.—Planes	 locales	 de	 seguridad	 ciudadana.	 La	 Policía	 Nacional
del	Perú	intercambiará	información	con	las	municipalidades	provinciales	y
distritales	 sobre	 la	 incidencia	 delictiva	 territorial,	 para	 el	 diseño	 y
formulación	de	los	planes	de	seguridad	ciudadana	en	esos	ámbitos.
Asimismo,	la	Policía	Nacional	del	Perú	y	las	municipalidades	efectuarán	el
análisis	 conjunto	 del	 logro	 de	 las	 metas	 establecidas	 en	 la	 matriz	 de
objetivos,	en	concordancia	con	el	Plan	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 66.—Planificación	 y	 evaluación	 de	 acciones	 conjuntas.	 Los
representantes	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 y	 de	 las	 municipalidades
provinciales	 y	 distritales,	 en	 los	 ámbitos	 de	 los	 comités	 provinciales	 y
distritales	 de	 seguridad	 ciudadana,	 se	 reunirán	 semanalmente	 con	 la
finalidad	 de	 planificar	 y	 evaluar	 acciones	 conjuntas	 de	 prevención	 y
persecución	del	delito,	en	el	ámbito	de	sus	competencias.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	67.—Mapa	del	delito	geo	referenciado	unificado	y	plan	cuadrante
policial.
67.1.	 La	 Policía	 Nacional	 del	 Perú,	 con	 el	 apoyo	 técnico	 de	 los	 órganos
competentes	 del	 Ministerio	 del	 Interior,	 es	 la	 responsable	 del	 diseño,
implementación	 y	 gestión	 del	 mapa	 del	 pelito	 geo	 referenciado	 en	 las
jurisdicciones	 de	 las	 municipalidades	 provinciales	 y	 distritales.	 Para	 tal
efecto,	 las	 municipalidades	 brindarán	 información	 sobre	 las	 capacidades
operativas	 institucionales	 en	 materia	 de	 seguridad	 ciudadana,	 así	 como
información	socioeconómica	de	su	jurisdicción.
67.2.	 El	 plan	 cuadrante	policial	 se	 orientará	 a	 establecer	 territorialmente
las	 jurisdicciones	de	 las	comisarías	en	 tres	niveles	de	organización	a	nivel
nacional:	sector,	sub	sector	y	cuadrante,	permitiendo	determinar	una	base
de	datos	única	de	las	jurisdicciones	de	las	comisarías,	constituyéndose	en	el
instrumento	 de	 gestión	 operativa	 para	 la	 planificación	 y	 el	 control	 de
procesos	y	servicios	policiales.
67.3.	 Las	 entidades	 que	 forman	 parte	 del	 Sistema	Nacional	 de	 Seguridad
Ciudadana	(Sinasec)	deberán	contribuir	con	el	diseño	y	aplicación	del	mapa
del	delito	geo	referenciado	y	del	plan	cuadrante	policial.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 68.—Prevención	 de	 la	 violencia	 y	 de	 los	 delitos,	 faltas	 y
contravenciones.
68.1.	 La	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 y	 las	 municipalidades	 promueven
programas,	 campañas	 y	 actividades	 destinadas	 a	 desarrollar	 una	 cultura
ciudadana	 de	 derechos	 y	 deberes,	 de	 respeto	 por	 la	 ley	 y	 las	 normas	 de
convivencia	civilizada	y	pacífica.
68.2.	En	el	marco	de	sus	políticas	de	cultura,	recreación,	deporte,	juventud,
capacitación	 laboral,	 emprendimiento	 y	 empleo,	 las	 municipalidades
otorgarán	especial	 atención	a	 los	 grupos	vulnerables	o	 en	 riesgo	de	verse
involucrados	 en	 hechos	 de	 violencia	 o	 derivados	 de	 delitos,	 faltas	 y
contravenciones,	o	de	ser	víctimas	de	estos.
68.3.	 La	 Policía	 Nacional	 del	 Perú,	 a	 través	 de	 la	 Dirección	 Ejecutiva	 de
Seguridad	Ciudadana	y	 las	comisarías,	así	como	los	gobiernos	regionales	y
las	municipalidades,	a	través	de	las	gerencias	de	seguridad	ciudadana	o	los
órganos	 que	 hagan	 sus	 veces,	 desarrollarán	 e	 impulsarán	mecanismos	 de
alerta	temprana	y	de	veeduría	ciudadana,	así	como	de	prevención,	control	y
persecución	del	delito,	promoviendo	 la	participación	efectiva	de	 las	 juntas
vecinales,	 empresas	 de	 seguridad	 privada,	 vigilantes	 privados,	 taxistas,
moto	taxistas,	organizaciones	sociales	de	base	y	comunidad	educativa,	entre
otros.
Para	tal	efecto,	la	Policía	Nacional	del	Perú	participará	en	la	organización	y
capacitación	y	los	gobiernos	regionales	y	las	municipalidades	coadyuvarán
con	 la	 provisión	 del	 equipamiento	 necesario	 a	 los	 participantes	 en	 los
mecanismos	de	alerta	temprana.
Se	 brindará	 especial	 énfasis	 a	 los	 mecanismos	 de	 alerta	 temprana	 y	 de
veeduría	ciudadana	para	la	prevención,	control	y	persecución	del	delito,	en
los	 casos	 en	 que	 se	 hayan	 emitido	 medidas	 de	 protección,	 garantías	 o
medidas	 específicas	 para	 el	 resguardo	 de	 la	 vida	 o	 integridad	 de	 las
personas.
68.4.	 Los	miembros	 del	 servicio	 de	 serenazgo	 de	 las	municipalidades,	 al
tomar	 conocimiento	 de	 la	 tentativa	 o	 comisión	 de	 un	 delito,	 falta	 o
contravención,	así	 como	de	 infracciones	a	 las	normas	de	 tránsito,	deberán
comunicarlo	 de	 inmediato	 a	 la	 comisaría	 de	 su	 jurisdicción	 o	 al	 personal
policial	que	realice	patrullaje	a	pie	o	motorizado,	facilitando	la	intervención
policial,	de	ser	posible.
68.5.	 Los	 gobiernos	 locales	 implementarán	 y	 organizarán	 el	 servicio	 de
serenazgo	 sin	 fronteras	 o	 vigilancia	 interdistrital	 a	 efectos	 de	 coordinar
esfuerzos	 orientados	 a	 incrementar	 los	 niveles	 de	 seguridad	 ciudadana	 y
disminuir	 los	 índices	 de	 delincuencia	 en	 las	 jurisdicciones	 de	 sus
respectivos	distritos	miembros.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	69.—Planes	de	patrullaje	integrado.	La	Policía	Nacional	del	Perú	y
los	gobiernos	 locales	 adoptarán	 en	 forma	 coordinada	 planes	 de	 patrullaje
integrado	 bajo	 el	 liderazgo	 operativo	 del	 comisario	 de	 la	 jurisdicción,
empleando	 los	 bienes	 y	 recursos	 no	 dinerarios	 disponibles,	 tales	 como:
unidades	 vehiculares,	 recursos	 humanos,	 sistemas	 informáticos,	 de	 video
vigilancia	 y	 de	 comunicaciones,	 entre	 otros.	 Para	 tal	 efecto,	 se	 coordinará
con	 las	 jurisdicciones	 contiguas	 geográficamente	 el	 desarrollo	 de	 dicho
servicio,	de	tal	forma	que	ninguna	zona	o	área	quede	desprotegida.
Los	 planes	 de	 patrullaje	 integrado	 deben	 ser	 visados	 por	 los	 respectivos
comisarios	y	herentes	de	seguridad	ciudadana.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	70.—Capacitación	y	asistencia	técnica	al	serenazgo	municipal.	La
Policía	Nacional	del	Perú,	a	través	de	la	Dirección	Ejecutiva	de	Educación	y
Doctrina	 y	 la	 Dirección	 Ejecutiva	 de	 Seguridad	 Ciudadana,	 implementará
programas	de	capacitación	y	entrenamiento	del	serenazgo	municipal,	para
lo	 cual	 suscribirá	 convenios	 de	 cooperación	 interinstitucional	 con	 las
municipalidades.	 Estos	 convenios	 serán	 suscritos	 también	 por	 un
representante	del	Ministerio	del	Interior	con	las	facultades	respectivas.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	71.—Adecuación	de	la	jurisdicción	policial.	La	Policía	Nacional	del
Perú	 adecuará	 progresivamente	 las	 circunscripciones	 territoriales	 de	 las
comisarías	 al	 ámbito	de	 jurisdicción	de	 las	municipalidades	distritales.	 En
los	 distritos	 donde	 exista	 más	 de	 una	 comisaría,	 la	 suma	 de	 todas	 las
circunscripciones	de	 las	comisarías	debe	corresponder	a	 la	 jurisdicción	de
la	municipalidad	distrital.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 72.—Coordinación	 en	 materia	 de	 justicia	 penal.	 La	 Dirección
General	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 del	 Ministerio	 del	 Interior	 y	 los
representantes	 ante	 el	 Consejo	 Nacional	 de	 Política	 Criminal	 son
responsables	de	constituir	equipos	técnicos	de	trabajo	permanente	con	las
instituciones	del	 sistema	de	 justicia	penal,	 con	 la	 finalidad	de	coordinar	 la
mejor	implementación	de	las	acciones	del	Estado	para	la	persecución	de	los
hechos	delictivos,	así	como	para	la	rehabilitación	y	reinserción	social	de	sus
responsables.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 73.—Adopción	 de	 reglamentos,	 protocolos	 y	 directivas.	 Las
instituciones	del	sistema	de	 justicia	penal	así	como	el	Consejo	Nacional	de
Política	Criminal,	aprobarán	los	reglamentos,	protocolos,	directivas	u	otras
normas	 en	 las	 áreas	 específicas	 de	 su	 responsabilidad	 institucional,	 que
sean	necesarios	para	el	adecuado	cumplimiento	de	los	objetivos	del	Sinasec.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 74.—Alcances.	 La	 Dirección	 General	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 del
Ministerio	 del	 Interior	 promoverá	 que	 las	 entidades	 que	 conforman	 el
Sistema	 Nacional	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 (Sinasec)	 implementen	 las
acciones	 que	 correspondan,	 en	 el	 ámbito	 de	 sus	 competencias,	 para	 el
cumplimiento	 de	 lo	 establecido	 en	 la	 Ley	 N°	 27933	 y	 el	 presente
reglamento,	 respecto	 de	 la	 captación	 y	 asignación	 de	 los	 recursos	 que	 se
requieren	para	el	financiamiento	del	Sinasec.
Los	órganos	de	ejecución	del	Sistema	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana	en
el	ámbito	 regional	y	 local	 son	 los	 responsables	de	programar	 los	 recursos
que	 se	 requieran	para	el	diseño	e	 implementación	de	 las	políticas,	planes,
programas	y	proyectos	de	seguridad	ciudadana	en	sus	 respectivos	niveles
de	gobierno.
Ley	27933.
ART.	4°.—Componentes	del	sistema.	Son	instancias	integrantes
del	Sistema	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana	las	siguientes:
a)	Consejo	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana,	cuenta	con	una
secretaría	técnica.
b)	Comités	regionales	de	seguridad	ciudadana.
c)	Comités	provinciales	de	seguridad	ciudadana.
d)	Comités	distritales	de	seguridad	ciudadana.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 8°.—Componentes	 del	 sistema.	 Son	 componentes	 del	 Sistema
Nacional	 de	 Seguridad	Ciudadana	 (Sinasec)	 las	 instancias	de	 coordinación
interinstitucional	 y	 los	 órganos	 de	 ejecución	 en	 los	 distintos	 niveles	 de
gobierno,	así	como	las	entidades	que	los	integran.
a.	Instancias	de	coordinación	interinstitucional:
1.	Consejo	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana	(Conasec).
2.	Comités	Regionales	de	Seguridad	Ciudadana	(Coresec).
3.	Comités	Provinciales	de	Seguridad	Ciudadana	(Coprosec).
4.	Comités	Distritales	de	Seguridad	Ciudadana	(Codisec).
b.	Órganos	de	ejecución:
1.	Órganos	de	Ejecución	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana.
2.	Órganos	de	Ejecución	Regional	de	Seguridad	Ciudadana.
3.	Órganos	de	Ejecución	Local	de	Seguridad	Ciudadana.
Las	 instancias	 y	 órganos	 que	 conforman	 el	 Sinasec	 se	 rigen	 por	 sus
principios	y	normas,	y	por	aquellas	normas	que	les	atribuyen	funciones	en
materia	 de	 seguridad	 ciudadana.	 Mantienen	 relaciones	 funcionales	 de
interacción,	coordinación	y	mutua	colaboración.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 9°.—Ente	 rector.	 El	 Ministerio	 del	 Interior	 es	 el	 ente	 rector	 del
Sistema	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana	(Sinasec).	Constituye	la	autoridad
técnico	 normativa	 de	 alcance	 nacional	 encargada	 de	 dictar	 normas,
establecer	 los	 procedimientos	 relacionados	 con	 la	 implementación	 de	 las
políticas	nacionales	y	 coordinar	 su	operación	 técnica,	 así	 como	 las	 formas
de	articulación	entre	las	diversas	entidades	involucradas.	Es	responsable	de
su	correcto	funcionamiento.
En	 el	 ejercicio	 de	 su	 rectoría,	 el	 Ministerio	 del	 Interior,	 a	 través	 de	 la
Dirección	General	de	Seguridad	Ciudadana,	tiene	las	siguientes	funciones:
a.	 Diseñar,	 proponer,	 coordinar,	 ejecutar	 y	 evaluar,	 en	 el	 marco	 de	 sus
competencias,	 las	 políticas,	 planes,	 programas,	 proyectos	 y	 actividades	 en
materia	de	seguridad	ciudadana
b.	Promover	y	coordinar	 la	participación	del	 sector	privado	y	 la	 sociedad
civil	en	materia	de	seguridad	ciudadana.
c.	 Formular	 y	 aprobar	 lineamientos	 técnicos,	 directivas	 e	 instrumentos
para	el	diseño,	ejecución,	evaluación,	difusión	y	promoción	de	las	políticas	y
planes	de	seguridad	ciudadana.
d.	 Brindar	 capacitación	 y	 asistencia	 técnica	 a	 todas	 las	 entidades	 que
conforman	el	Sinasec	para	la	ejecución	de	las	políticas,	planes,	programas	y
proyectos	de	seguridad	ciudadana.
e.	Coordinar,	supervisar	y	evaluar	 la	aprobación	y	ejecución	de	 los	planes
operativos	de	todas	las	entidades	que	conforman	el	Sinasec.
f.	Priorizar	y	desarrollar	las	políticas,	planes,	programas	y	proyectos	para	la
prevención	de	la	violencia	y	el	delito,	a	efectos	de	promover	una	cultura	de
paz.
g.	 Proponer	 y	 coordinar	 la	 implementación	 de	 estrategias,	 normas	 y
procedimientos	 de	 actuación	 para	 todas	 las	 entidades	 que	 conforman	 el
Sinasec,	en	las	materias	de	su	competencia.
h.	 Coordinar	 con	 la	 Autoridad	 Nacional	 del	 Servicio	 Civil	 (Servir)	 la
elaboración	 de	 perfiles	 para	 la	 selección	 de	 los	 gerentes	 de	 seguridad
ciudadana,	o	los	que	hagan	sus	veces,	en	los	diferentes	niveles	de	gobierno.
i.	 Informar,	 conjuntamente	 con	 el	 presidente	 del	 Consejo	 Nacional	 de
Seguridad	 Ciudadana	 (Conasec),	 sobre	 los	 avances	 en	 la	 ejecución	 de	 las
políticas	y	planes	nacionales	de	seguridad	ciudadana	al	Conasec,	al	Consejo
de	Ministros	y	al	Congreso	de	la	República.
j.	 Coordinar	 la	 cooperación	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 y	 las
Municipalidades	 en	 materia	 de	 seguridad	 ciudadana,	 especialmente	 la
articulación	 de	 los	 recursos	 humanos	 y	 logísticos	 de	 las	 comisarías	 y	 los
servicios	 de	 serenazgo	 para	 el	 patrullaje	 integrado,	 bajo	 comando	 y
liderazgo	operativo	del	 comisario,	 así	 como	coadyuvar	a	 la	organización	y
capacitación	de	las	juntas	vecinales.
k.	Establecer	los	lineamientos	para	el	servicio	de	serenazgo	que	brindan	las
municipalidades.
l.	 Establecer	 las	 políticas,	 lineamientos,	 mecanismos	 y	 especificaciones
técnicas	 de	 estandarización	 de	 los	 sistemas	 de	 video	 vigilancia,
radiocomunicación	y	telecomunicaciones.
m.	 Administrar,	 coordinar,	 supervisar	 y	 evaluar	 el	 funcionamiento	 del
Sistema	 Nacional	 de	 Información	 para	 la	 Seguridad	 Ciudadana,	 el
Observatorio	 Nacional	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 y	 los	 mapas	 del	 delito
estandarizados	e	integrados,	a	cargo	de	la	Policía	Nacional	del	Perú.
n.	 Formular	 y	 aprobar	 los	 lineamientos	 técnicos	 para	 el	 diseño	 e
implementación	 de	 los	 observatorios	 de	 seguridad	 ciudadana	 regionales,
provinciales	y	distritales.
ñ.	 Elaborar,	 publicar,	 difundir	 y	 actualizar	 el	 directorio	 de	 todas	 las
instancias	de	coordinación	del	Sinasec,	incluyendo	sus	miembros,	así	como
los	órganos	de	ejecución,	con	indicación	clara	de	los	servicios	que	brindan,
recursos	 disponibles	 y	 responsables	 en	 los	 distintos	 niveles	 de	 gobierno,
incluyendo	direcciones,	correos	electrónicos	y	números	de	teléfono.
o.	 Coordinar,	 supervisar	 y	 evaluar	 los	 programas	 de	 desarrollo	 y
fortalecimiento	 de	 capacidades	 de	 los	 operadores	 de	 todas	 las	 entidades
que	conforman	el	Sinasec.
p.	Elaborar	propuestas	normativas	en	materia	de	seguridad	ciudadana.
q.	 Emitir	 opinión	 técnica	 sobre	 toda	 propuesta	 legislativa	 en	materia	 de
seguridad	ciudadana.
r.	 Coordinar	 la	 implementación	 de	 mecanismos	 de	 transparencia	 y
rendición	 de	 cuentas	 en	 atención	 a	 las	 políticas,	 planes,	 programas	 y
proyectos	de	seguridad	ciudadana.
s.	 Proponer	 las	 acciones	 para	 la	 difusión	 y	 promoción	 de	 las	 políticas,
planes,	programas	y	proyectos	de	seguridad	ciudadana.
t.	 Las	 demás	 funciones	 que	 le	 asigne	 el	 ordenamiento	 jurídico	 vigente,
vinculadas	a	su	condición	de	ente	rector	del	Sinasec.
CAPÍTULO	III
Consejo	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana
Ley	27933.
ART.	5°.—Consejo	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana.	Créase	el
Consejo	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana	(Conasec),	como	el
máximo	organismo	encargado	de	la	formulación,	conducción	y
evaluación	de	las	políticas	de	seguridad	ciudadana;	con
autonomía	funcional	y	técnica.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 10.—Definición.	 El	 Consejo	 Nacional	 de	 Seguridad	 Ciudadana
(Conasec)	 es	 el	 máximo	 organismo	 del	 sistema,	 encargado	 de	 la
formulación,	conducción	y	evaluación	de	 las	políticas,	planes	y	actividades
de	 alcance	 nacional	 vinculados	 a	 la	 seguridad	 ciudadana,	 con	 autonomía
funcional	y	técnica.
Ley	27933.
ART.	6°.—Modificado.	Ley	30055,	Art.	1°.	Dependencia.	El
Consejo	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana	depende	de	la
Presidencia	de	la	República.	Está	presidido	por	el	presidente	del
Consejo	de	Ministros.
Ley	27933.
ART.	 7°.—Modificado.	 Ley	 30055,	 Art.	 1°.	 Miembros	 del
Consejo	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana.	El	Consejo	Nacional
de	Seguridad	Ciudadana	está	integrado	por:
-	El	presidente	del	Consejo	de	Ministros.
-	El	ministro	del	Interior.
-	El	ministro	de	Justicia.
-	El	ministro	de	Educación.
-	El	ministro	de	Salud.
-	El	ministro	de	Economía	y	Finanzas.
-	El	ministro	de	Transportes	y	Comunicaciones.
-	El	ministro	de	Comercio	Exterior	y	Turismo.
-	La	ministra	de	la	Mujer	y	Poblaciones	Vulnerables.
-	El	ministro	de	Desarrollo	e	Inclusión	Social.
-	El	presidente	del	Poder	Judicial.
-	El	Fiscal	de	la	Nación.
-	El	Defensor	del	Pueblo.
-	El	presidente	de	la	Asociación	de	Presidentes	Regionales.
-	El	alcalde	Metropolitano	de	Lima.
-	 El	 presidente	 de	 la	 Asociación	 de	 Municipalidades	 del	 Perú
(Ampe).
-	El	director	general	de	la	Policía	Nacional	del	Perú.
-	El	jefe	del	Sistema	Penitenciario	Nacional.
-	El	presidente	del	Consejo	Nacional	de	la	Prensa.
-	El	presidente	de	la	Sociedad	Nacional	de	Seguridad.
NOTA:	La	Ley	28863	dispuso	que	los	gremios	empresariales	a	que	se	hace	referencia	deberán
acreditar	a	sus	representantes	ante	la	Presidencia	del	Consejo	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana,	en
un	plazo	máximo	de	quince	(15)	días	calendario	contado	a	partir	de	la	entrada	en	vigencia	de	la
presente	ley,	que	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	5	de	agosto	del	2006.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 11.—Miembros.	 El	 Consejo	 Nacional	 de	 Seguridad	 Ciudadana
(Conasec)	depende	de	 la	Presidencia	de	 la	República	 y	 está	 integrado	por
los	siguientes	miembros:
a.	El	Presidente	del	Consejo	de	Ministros,	quien	lo	preside.
b.	El	Ministro	del	Interior.
c.	El	Ministro	de	Justicia	y	Derechos	Humanos.
d.	El	Ministro	de	Educación.
e.	El	Ministro	de	Salud.
f.	El	Ministro	de	Economía	y	Finanzas.
g.	El	Ministro	de	Transportes	y	Comunicaciones.
h.	El	Ministro	de	Comercio	Exterior	y	Turismo.
i.	La	Ministra	de	la	Mujer	y	Poblaciones	Vulnerables.
j.	El	Ministro	de	Desarrollo	e	Inclusión	Social.
k.	El	Presidente	del	Poder	Judicial.
l.	El	Fiscal	de	la	Nación.
m.	El	Defensor	del	Pueblo.
n.	El	presidente	de	la	Asociación	de	Presidentes	Regionales.
ñ.	El	alcalde	Metropolitano	de	Lima.
o.	El	presidente	de	la	Asociación	de	Municipalidades	del	Perú	(AMPE).
p.	El	director	general	de	la	Policía	Nacional	del	Perú.
q.	El	presidente	del	Consejo	Nacional	Penitenciario.
r.	El	presidente	del	Consejo	Nacional	de	la	Prensa.
s.	El	presidente	de	la	Sociedad	Nacional	de	Seguridad.
Todos	los	miembros	titulares	del	Conasec	son	responsables	de	participar	y
asistir	personalmente	a	las	sesiones.
El	Conasec	podrá	invitar	a	especialistas	en	la	materia	y	a	representantes	de
las	instituciones	públicas	y	privadas	no	integrantes	del	Consejo	que	estime
pertinente.	Para	el	cumplimiento	de	sus	fines,	podrá	conformar	equipos	de
trabajo	con	participación	de	profesionales	especializados.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	13.—Presidencia.	La	presidencia	del	Consejo	Nacional	de	Seguridad
Ciudadana	(Conasec)	recae	en	el	presidente	del	Consejo	de	Ministros,	quien
es	responsable	de	convocar	e	instalar	sus	sesiones.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 14.—Órgano	 técnico	 del	 Conasec.	 Para	 los	 fines	 del	 presente
reglamento,	la	Dirección	General	de	Seguridad	Ciudadana	del	Ministerio	del
Interior	es	el	órgano	técnico,	ejecutivo	y	de	coordinación	del	Conasec.	Está
encargada	 de	 proponer	 al	 Conasec	 las	 políticas,	 planes,	 programas	 y
proyectos	de	seguridad	ciudadana	para	su	aprobación,	así	como	realizar	el
seguimiento	y	evaluación	de	la	ejecución	de	las	acciones	aprobadas	a	nivel
nacional.
Ley	27933.
ART.	8°.—Facultades	especiales.	El	Consejo	Nacional	de
Seguridad	Ciudadana	(Conasec)	está	facultado	para	invitar	a	sus
sesiones	a	representantes	de	las	diferentes	instituciones	públicas
y	privadas,	de	acuerdo	a	la	temática	específica	a	tratar.
Ley	27933.
ART.	 9°.—Modificado.	 Ley	 28863,	 Art.	 1°.	 Funciones	 del
Consejo.	 El	 Consejo	 Nacional	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 tiene	 las
siguientes	funciones:
a)	 Establecer	 las	 políticas	 y	 el	 Plan	 Nacional	 de	 Seguridad
Ciudadana.
b)	 Aprobar	 los	 planes,	 programas	 y	 proyectos	 de	 seguridad
ciudadana.
c)	Promover	la	investigación	en	materia	de	seguridad	ciudadana.
d)	Evaluar	la	ejecución	de	la	política	de	seguridad	ciudadana.
e)	 Promover	 el	 intercambio	 y/o	 cooperación	 internacional	 en
materia	de	seguridad	ciudadana.
f)	Modificado.	 Ley	 30055,	 Art.	 1°.	 Elaborar	 anualmente,	 bajo
responsabilidad,	un	informe	nacional	sobre	seguridad	ciudadana,
que	 formulará	 las	 recomendaciones	 a	 la	 Comisión	 Nacional	 de
Bienes	 Incautados	 (Conabi)	 para	 la	 priorización	 en	 el
equipamiento	 a	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 y	 a	 las
municipalidades	 provinciales	 y	 distritales	 de	 menores	 recursos
que	 cumplan	 con	 las	metas	 propuestas	 en	 su	 plan	 de	 seguridad
ciudadana	y	que	no	se	encuentren	en	Lima	Metropolitana	ni	en	la
Provincia	Constitucional	del	Callao.
Copia	 de	 este	 informe	debe	 remitirse	 a	 la	 Comisión	de	Defensa
Nacional,	Orden	Interno,	Desarrollo	Alternativo	y	Lucha	contra	las
Drogas	del	Congreso	de	la	República.
g)	 Informar	 a	 la	 Comisión	 de	 Defensa	 Nacional,	 Orden	 Interno,
Desarrollo	Alternativo	y	Lucha	contra	las	Drogas	del	Congreso	de
la	 República	 sobre	 los	 planes,	 programas	 y	 proyectos	 de
seguridad	ciudadana	antes	de	su	respectiva	aprobación.
h)	 Proponer	 estrategias	 de	 prevención	 contra	 las	 actividades
delictivas.
i)	Las	demás	que	sean	necesarias	para	el	cumplimiento	de	sus
fines.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 12.—Funciones.	 El	 Consejo	 Nacional	 de	 Seguridad	 Ciudadana
(Conasec)	tiene	las	siguientes	funciones:
a.	 Establecer	 las	 Políticas	 Nacionales	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 y	 el	 Plan
Nacional	de	Seguridad	Ciudadana.
b.	Aprobar	los	planes,	programas	y	proyectos	de	seguridad	ciudadana	que
sean	propuestos	por	la	Secretaría	Técnica.
c.	Promover	la	investigación	en	materia	de	seguridad	ciudadana.
d.	Evaluar	la	ejecución	de	la	política	de	seguridad	ciudadana.
e.	 Promover	 el	 intercambio	 y	 cooperación	 internacional	 en	 materia	 de
seguridad	ciudadana.
f.	 Elaborar	 anualmente,	 bajo	 responsabilidad,	 un	 informe	 nacional	 sobre
seguridad	 ciudadana,	 que	 formulará	 las	 recomendaciones	 a	 la	 Comisión
Nacional	 de	 Bienes	 Incautados	 (Conabi)	 para	 la	 priorización	 en	 el
equipamiento	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 y	 las	 municipalidades
provinciales	y	distritales	de	menores	 recursos	que	 cumplan	con	 las	metas
propuestas	en	su	Plan	de	Seguridad	Ciudadana	y	que	no	se	encuentren	en
Lima	Metropolitana	 ni	 en	 la	 Provincia	 Constitucional	 del	 Callao.	 Copia	 de
este	 informe	 debe	 remitirse	 a	 la	 Comisión	 de	 Defensa	 Nacional,	 Orden
Interno,	Desarrollo	Alternativo	y	Lucha	contra	las	Drogas	del	Congreso	de	la
República.
g.	 Informar	a	 la	Comisión	de	Defensa	Nacional,	Orden	 Interno,	Desarrollo
Alternativo	y	Lucha	 contra	 las	Drogas	del	Congreso	de	 la	República	 sobre
los	 planes,	 programas	 y	 proyectos	 de	 seguridad	 ciudadana	 antes	 de	 su
aprobación.
h.	Proponer	estrategias	de	prevención	contra	las	actividades	delictivas.
i.	Realizar	el	monitoreo	y	supervisión	de	la	implementación	de	las	políticas,
planes,	programas	y	proyectos	de	alcance	nacional	en	materia	de	seguridad
ciudadana.
j.	 Participar	 en	 el	 proceso	 de	 formulación	 de	 la	 Política	 Nacional	 de
Seguridad	Ciudadana.
k.	Convocar	a	 las	entidades	públicas	y	privadas	que	conforman	el	Sistema
Nacional	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 (Sinasec)	 para	 el	 cumplimiento	 de	 sus
fines.
l.	 Proponer	 recomendaciones	 para	 optimizar	 el	 funcionamiento	 de	 las
instancias	de	coordinación	regional	y	local.
m.	 Participar	 en	 las	 consultas	 ciudadanas	 nacionales	 en	 materia	 de
seguridad	ciudadana.
Ley	27933.	
ART.	10.—Atribuciones	del	consejo.	El	Consejo	Nacional	de
Seguridad	Ciudadana	tiene	las	siguientes	atribuciones:
a)	Dictar	directivas	sobre	seguridad	ciudadana.
b)	Impulsar	proyectos	nacionales,	regionales,	provinciales	y
distritales	en	materia	de	seguridad	ciudadana.
c)	Absolver	consultas	que	se	formulasen	sobre	seguridad
ciudadana	en	el	ámbito	nacional.
d)	Celebrar	convenios	con	organismos	nacionales	e
internacionales,	Organismos	No	Gubernamentales	(ONGs),
empresas	privadas,	ministerios	de	Educación,	Salud,	Justicia	y
otros	organismos	de	seguridad	ciudadana.
Ley	27933.
ART.	11.—Secretaría	Técnica.	La	Secretaría	Técnica	es	el
órgano	técnico	ejecutivo	y	de	coordinación,	encargado	de
proponer	al	Consejo	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana	la	política,
los	planes,	programas	y	proyectos	de	seguridad	ciudadana	para	su
aprobación,	así	como	realizar	el	seguimiento	y	evaluación	de	la
ejecución	de	las	acciones	aprobadas	a	nivel	nacional.	Contará	con
profesionales,	técnicos	y	especialistas	en	temas	de	seguridad
ciudadana.
La	Secretaría	Técnica	está	a	cargo	del	Ministerio	del	Interior,
para	cuyos	efectos	se	constituirá	en	una	unidad	ejecutora	del
pliego	del	Ministerio	del	Interior.
Ley	27933.
ART.	12.—Designación	del	secretario	técnico.	El	secretario
técnico	es	designado	por	el	Consejo	Nacional	de	Seguridad
Ciudadana	a	propuesta	de	su	presidente.
CAPÍTULO	IV
Los	comités	regionales,	provinciales	y	distritales
de	seguridad	ciudadana
Ley	27933.
ART.	13.—Modificado.	Ley	30055,	Art.	1°.	Comités	regionales,
provinciales	y	distritales.	Los	comités	regionales,	provinciales	y
distritales	son	los	encargados	de	formular	los	planes,	programas,
proyectos	 y	 directivas	 de	 seguridad	 ciudadana,	 así	 como	 de
ejecutar	 los	 mismos	 en	 sus	 jurisdicciones,	 en	 el	 marco	 de	 la
política	nacional	diseñada	por	Conasec.
El	presidente	regional	o	el	alcalde	provincial	o	distrital	que	no
instale	el	comité	de	seguridad	ciudadana	en	el	plazo	legal,	según
corresponda,	o	que	no	lo	convoque	para	sesionar	comete	falta
grave	y	está	sujeto	a	sanción	de	suspensión	de	sus	funciones	por
el	plazo	de	treinta	días	calendario,	de	acuerdo	a	la	ley	de	la
materia.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 15.—Definición.	 El	 Comité	 Regional	 de	 Seguridad	 Ciudadana
(Coresec),	 es	 una	 instancia	 de	 diálogo,	 coordinación	 y	 elaboración	 de
políticas,	 planes,	 programas,	 directivas	 y	 actividades	 en	 materia	 de
seguridad	ciudadana,	en	el	marco	de	las	políticas	nacionales	diseñadas	por
el	 Conasec.	 Articula	 las	 relaciones	 entre	 las	 diversas	 entidades	 públicas	 y
privadas	 que	 forman	 parte	 del	 Sinasec	 a	 nivel	 regional.	 Cuenta	 con	 una
secretaría	técnica.
Ley	27933.
ART.	14.—Miembros	del	comité	regional.	El	comité	regional	es
presidido	por	el	presidente	de	la	región	e	integrado	por	los
siguientes	miembros:
-	La	autoridad	política	de	mayor	nivel	de	la	región.
-	El	jefe	policial	de	mayor	graduación	de	la	región.
-	La	autoridad	educativa	del	más	alto	nivel.
-	La	autoridad	de	salud	o	su	representante.
-	Un	representante	del	Poder	Judicial,	designado	por	el
presidente	de	la	Corte	Superior	de	la	jurisdicción.
-	Un	representante	del	Ministerio	Público,	designado	por	el	fiscal
superior	decano	de	la	jurisdicción.
-	El	defensor	del	pueblo	o	el	que	hiciere	sus	veces.
-	Tres	alcaldes	de	las	provincias	con	mayor	número	de	electores.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 16.—Miembros.	 El	 Comité	 Regional	 de	 Seguridad	 Ciudadana
(Coresec)	está	integrado	por	los	siguientes	miembros:
a.	 El	 presidente	 del	 gobierno	 regional,	 quien	 lo	 preside.	 El	 cargo	 de
presidente	del	Corosec	es	indelegable,	bajo	responsabilidad.
b.	El	gobernador	regional.
c.	 El	 jefe	 policial	 de	 mayor	 graduación	 que	 preste	 servicios	 en	 la
jurisdicción	del	gobierno	regional.
d.	El	director	regional	de	Educación	o	el	funcionario	que	haga	sus	veces.
e.	El	director	regional	de	Salud	o	el	funcionario	que	haga	sus	veces.
f.	El	director	regional	de	Comercio	Exterior	y	Turismo	o	el	funcionario	que
haga	sus	veces.
g.	Un	representante	del	Poder	Judicial,	designado	por	el	pPresidente	de	la
Corte	Superior	de	la	jurisdicción.
h.	Un	representante	del	Ministerio	Público,	designado	en	la	forma	que	sea
establecida	por	la	Fiscalía	de	la	Nación.
i.	El	responsable	de	la	oficina	defensorial	de	la	región.
j.	 Tres	 alcaldes	 de	 las	 provincias	 de	 la	 región	 que	 cuenten	 con	 el	mayor
número	de	electores.
k.	 Un	 representante	 de	 las	 juntas	 vecinales	 de	 seguridad	 ciudadana
promovidas	 por	 la	 Policía	 Nacional,	 quien	 será	 elegido	 y	 acreditado
conforme	al	procedimiento	que	se	establezca	en	el	Manual	de	Organización
y	 Funcionamiento	 de	 las	 Juntas	 Vecinales	 de	 Seguridad	 Ciudadana
promovidas	 por	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú,	 que	 deberá	 elaborarse	 de
acuerdo	a	lo	dispuesto	en	la	sétima	disposición	complementaria	transitoria
del	decreto	supremo	que	aprueba	el	presente	reglamento.
Los	miembros	de	instituciones	y	organizaciones	que	integran	el	Coresec	en
calidad	 de	 representantes	 deberán	 ser	 acreditados	 ante	 el	 presidente	 del
comité.
De	 acuerdo	 a	 la	 realidad	 particular	 de	 cada	 circunscripción	 territorial,	 y
con	el	voto	aprobatorio	de	la	mayoría	de	sus	miembros,	el	Comité	Regional
de	 Seguridad	 Ciudadana	 podrá	 incorporar	 a	 otros	 representantes	 de
entidades	 públicas	 y	 privadas,	 así	 como	 representantes	 de	 organizaciones
sociales	que	considere	pertinente.
Todos	 los	 miembros	 titulares	 del	 Coresec	 están	 obligados	 a	 asistir	 y
participar	personalmente	en	sus	sesiones,	bajo	responsabilidad.
Para	el	cumplimiento	de	sus	 fines,	 los	Coresec	podrán	conformar	equipos
de	trabajo	con	participación	de	profesionales	especializados.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 17.—Funciones.	 Son	 funciones	 del	 Comité	 Regional	 de	 Seguridad
Ciudadana	(Corosec),	además	de	 las	establecidas	en	 la	Ley	N°	27933	y	sus
modificatorias,	las	siguientes:
a.	Aprobar	el	Plan	Regional	de	Seguridad	Ciudadana.
b.	Aprobar	los	planes	y	programas	en	materia	de	seguridad	ciudadana	en	el
ámbito	regional.
c.	 Estudiar	 y	 analizar	 la	 problemática	 de	 seguridad	 ciudadana	 de	 su
jurisdicción,	 en	 coordinación	 con	 los	 comités	 provinciales	 y	 distritales	 de
seguridad	ciudadana.
d.	Realizar	el	monitoreo,	supervisión	y	evaluación	de	la	implementación	de
las	políticas,	planes,	programas	y	proyectos	de	 seguridad	ciudadana,	 en	el
ámbito	 de	 su	 respectiva	 jurisdicción,	 en	 concordancia	 de	 las	 políticas
nacionales	y	regionales.
e.	Proponer	recomendaciones	para	optimizar	el	funcionamiento	del	Sinasec
en	el	ámbito	regional.
f.	 Realizar	 por	 lo	 menos	 una	 consulta	 pública	 trimestral	 para	 informar
sobre	 las	 acciones,	 avances,	 logros	 y	 dificultades	 en	materia	 de	 seguridad
ciudadana	 a	 nivel	 regional,	 conforme	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 39	 del
presente	reglamento,	debiendo	para	tal	efecto	convocar	a	las	organizaciones
vecinales,	 sociales,	 religiosas,	 culturales,	 educativas	 y	 deportivas,
coordinadores	 zonales	 de	 seguridad	 ciudadana,	 integrantes	 de	 mesas	 de
concertación,	en	 los	 lugares	donde	exista,	entidades	del	sector	comercial	y
empresarial,	instituciones	privadas	y	otras	que	estime	pertinente.
g.	Informar	trimestralmente	a	la	Dirección	General	de	Seguridad	Ciudadana
del	Ministerio	del	Interior,	así	como	al	presidente	regional	y	 los	miembros
del	consejo	regional,	sobre	los	avances	en	la	implementación	de	los	planes
de	seguridad	ciudadana.
h.	 Asesorar	 a	 los	 órganos	 de	 ejecución	 provinciales	 de	 sus	 respectivas
circunscripciones	 territoriales	 en	 la	 coordinación	e	 implementación	de	 las
políticas,	planes,	programas	y	proyectos	de	seguridad	ciudadana.
i.	 Promover	 el	 fortalecimiento	 de	 capacidades	 en	 materia	 de	 seguridad
ciudadana	y	fomentar	las	iniciativas	sobre	la	materia	en	el	ámbito	regional.
j.	 Coadyuvar	 a	 la	 implementación	 de	 los	 centros	 de	 video	 vigilancia	 y
observatorios	regionales	de	seguridad	ciudadana.
k.	Otras	que	le	asigne	el	Consejo	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 18.—Presidencia.	 El	 Presidente	 del	 Comité	 Regional	 de	 Seguridad
Ciudadana	 (Corosec)	es	el	 responsable	de	 convocar	e	 instalar	 las	 sesiones
del	Comité	Regional	de	Seguridad	Ciudadana	en	un	plazo	no	mayor	de	diez
(10)	días,	a	partir	del	inicio	de	sus	funciones	y	al	inicio	de	cada	año	fiscal.
Asimismo,	 el	 presidente	 del	 Corosec	 es	 el	 principal	 responsable	 del
cumplimiento	 de	 las	 funciones	 asignadas	 a	 dicho	 órgano	 colegiado,
establecidas	en	el	artículo	precedente.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	19.—Secretaría	Técnica.	La	Secretaría	Técnica	del	Comité	Regional
de	 Seguridad	 Ciudadana	 (Corosec),	 es	 un	 órgano	 técnico,	 ejecutivo	 y	 de
coordinación	 encargado	 de	 proponer	 al	 Corosec	 la	 política,	 planes,
programas	 y	 proyectos	 de	 seguridad	 ciudadana	 para	 su	 aprobación,	 así
como	 realizar	 el	 seguimiento	 y	 evaluación	 de	 la	 ejecución	 de	 las	 acciones
aprobadas	en	su	respectiva	circunscripción	territorial.
La	 Secretaría	 Técnica	 del	 Corosec	 será	 asumida	 por	 la	 Gerencia	 de
Seguridad	Ciudadana	o	la	que	haga	sus	veces.	El	cargo	es	indelegable,	bajo
responsabilidad.
Son	 funciones	 de	 la	 Secretaría	Técnica	 del	 Comité	Regional	 de	 Seguridad
Ciudadana,	las	siguientes:
a.	Formular	el	Plan	Regional	de	Seguridad	Ciudadana	en	concordancia	con
los	 objetivos	 estratégicos	 del	 Plan	Nacional	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 y	 los
planes	de	desarrollo	regionales.
b.	Proponer	los	planes	y	programas	en	materia	de	seguridad	ciudadana	en
el	ámbito	regional.
c.	Realizar,	cuando	corresponda,	las	coordinaciones	y	consultas	necesarias
con	 las	 municipalidades	 provinciales	 de	 su	 jurisdicción	 para	 evitar	 la
duplicidad	 en	 las	 intervenciones	 territoriales,	 como	 requisito	 previo	 a	 la
remisión	del	proyecto	de	Plan	Regional	de	Seguridad	Ciudadana	al	Corosec.
d.	 Presentar	 el	 proyecto	 de	 Plan	 Regional	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 al
Corosec	para	su	aprobación.
e.	Presentar	al	Consejo	Regional	el	Plan	Regional	de	Seguridad	Ciudadana
aprobado	por	el	Corosec,	para	su	ratificación	mediante	ordenanza	regional.
f.	 Formular	 el	 informe	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 49	 del	 presente
reglamento,	 para	 su	 remisión	 trimestral	 a	 la	 Dirección	 General	 Seguridad
Ciudadana	del	Ministerio	del	Interior.
g.	Dirigir	 los	procesos	de	 implementación,	monitoreo,	evaluación	y	ajuste
del	Plan	Regional	de	Seguridad	Ciudadana,	sobre	la	base	de	los	lineamientos
establecidos	por	la	Dirección	General	de	Seguridad	Ciudadana.
h.	Colaborar	con	la	Policía	Nacional	del	Perú	en	los	asuntos	que	le	solicite
en	materia	de	seguridad	ciudadana.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	20.—Comité	Regional	de	Seguridad	Ciudadana	de	la	Región	Lima
Metropolitana.	 En	 el	 caso	 de	 la	 Región	 Lima	 Metropolitana,	 el	 Comité
Regional	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 (Corosec)	 está	 integrado	 por	 los
siguientes	miembros:
a.	El	alcalde	de	la	Municipalidad	Metropolitana	de	Lima	quien	presidirá	el
comité.	El	cargo	de	presidente	del	Corosec	de	la	Región	Lima	Metropolitana
es	indelegable,	bajo	responsabilidad.
b.	El	gobernador	regional	de	Lima.
c.	El	director	de	la	Región	Policial	Lima	de	la	Policía	Nacional	del	Perú.
d.	El	director	regional	de	Educación	de	Lima	Metropolitana.
e.	Un	representante	del	Ministerio	de	Salud.
f.	 Un	 representante	 del	 Poder	 Judicial,	 designado	 por	 el	 presidente	 de	 la
Corte	Superior	de	Justicia	de	Lima.
g.	Un	representante	del	Ministerio	Público,	designado	por	la	presidencia	de
la	Junta	de	Fiscales	Superiores	de	Lima.
h.	El	jefe	de	la	Oficina	Defensorial	de	Lima.
i.	 Tres	 alcaldes	 de	 los	 distritos	 de	 la	 Región	 Lima	 Metropolitana	 que
cuenten	con	el	mayor	número	de	electores.
j.	 Un	 representante	 de	 las	 juntas	 vecinales	 de	 seguridad	 ciudadana
promovidas	por	la	Policía	Nacional	del	Perú,	quien	será	elegido	y	acreditado
conforme	 al	 procedimiento	 que	 establezca	 el	 Manual	 de	 Organización	 y
Funcionamiento	de	las	juntas	vecinales	de	seguridad	ciudadana	promovidas
por	la	Policía	Nacional	del	Perú.
La	 Secretaría	 Técnica	 del	 Corosec	 de	 la	 Región	 Lima	Metropolitana	 será
asumida	 por	 el	 gerente	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 de	 la	 Municipalidad
Metropolitana	de	Lima.	El	cargo	es	indelegable,	bajo	responsabilidad.
De	acuerdo	a	la	realidad	particular	de	la	región,	y	con	el	voto	aprobatorio
de	 la	 mayoría	 de	 sus	 miembros,	 el	 Corosec	 podrá	 incorporar	 a	 otros
representantes	 de	 entidades	 públicas	 y	 privadas,	 en	 particular	 los
representantes	 del	 Ministerio	 del	 Interior,	 el	 Ministerio	 de	 Justicia	 y
Derechos	Humanos,	el	Ministerio	de	la	Mujer	y	Poblaciones	Vulnerables,	el
Ministerio	de	Desarrollo	e	Inclusión	Social,	el	Consejo	Nacional	de	Seguridad
Vial,	 el	 Cuerpo	 General	 de	 Bomberos	 Voluntarios	 del	 Perú	 y	 el	 Instituto
Nacional	Penitenciario.
Para	el	cumplimiento	de	sus	fines,	el	Corosec	de	Lima	Metropolitana	podrá
invitar	 a	 especialistas	 en	 la	 materia	 y	 conformar	 equipos	 de	 trabajo	 con
participación	de	profesionales	especializados.
Las	funciones	del	Corosec	de	la	Región	Lima	Metropolitana,	así	como	las	de
su	presidencia	y	su	secretaría	técnica,	se	regularán	por	 lo	dispuesto	en	los
artículos	17,	18	y	19	del	presente	reglamento.
Ley	27933.
ART.	15.—Miembros	del	comité	provincial.	El	comité
provincial	es	presidido	por	el	alcalde	provincial	de	su	respectiva
jurisdicción	e	integrado	por	los	siguientes	miembros:
-	La	autoridad	política	de	mayor	nivel	de	la	localidad.
-	El	jefe	policial	de	mayor	graduación	de	la	jurisdicción.
-	La	autoridad	educativa	del	más	alto	nivel.
-	La	autoridad	de	salud	o	su	representante.
-	Un	representante	del	Poder	Judicial,	designado	por	el
presidente	de	la	Corte	Superior	de	la	jurisdicción.
-	Un	representante	del	Ministerio	Público,	designado	por	el	fiscal
superior	decano	de	la	jurisdicción.
-	El	defensor	del	pueblo	o	el	que	hiciere	sus	veces.
-	Tres	alcaldes	de	los	distritos	con	mayor	número	de	electores	de
la	provincia.
-	Un	representante	de	las	juntas	vecinales.
-	Un	representante	de	las	rondas	campesinas.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 21.—Definición.	 El	 Comité	 Provincial	 de	 Seguridad	 Ciudadana
(Coprosec)	 es	 una	 instancia	 de	 diálogo,	 coordinación	 y	 elaboración	 de
políticas,	 planes,	 programas,	 directivas	 y	 actividades	 en	 materia	 de
seguridad	 ciudadana	 en	 el	 ámbito	 provincial.	 Articula	 las	 relaciones	 entre
las	 diversas	 entidades	 del	 sector	 público	 y	 el	 sector	 privado	 que	 forman
parte	del	Sinasec	a	nivel	provincial.	Cuenta	con	una	secretaría	técnica.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 22.—Miembros.	 Los	 comités	 provinciales	 de	 seguridad	 ciudadana
(Coprosec)	están	integrados	por	los	siguientes	miembros:
a.	El	alcalde	provincial,	quien	presidirá	el	comité.	El	cargo	de	presidente	del
Coprosec	es	indelegable,	bajo	responsabilidad.
b.	El	gobernador	provincial.
c.	El	jefe	policial	de	mayor	grado	que	preste	servicios	en	la	provincia.
d.	El	director	de	la	unidad	de	gestión	educativa	local	con	jurisdicción	en	la
provincia.
e.	La	autoridad	de	salud	de	la	jurisdicción	o	su	representante.
f.	 Un	 representante	 del	 Poder	 Judicial,	 designado	 por	 el	 presidente	 de	 la
Corte	Superior	de	la	jurisdicción.
g.	Un	representante	del	Ministerio	Público,	designado	por	el	presidente	de
la	junta	de	fiscales	superiores	de	la	jurisdicción.
h.	 Un	 representante	 del	 responsable	 de	 la	 oficina	 defensorial
correspondiente.
i.	Tres	Alcaldes	de	 los	distritos	de	 la	provincia	que	cuenten	con	el	mayor
número	de	electores.
j.	 Un	 representante	 de	 las	 juntas	 vecinales	 de	 seguridad	 ciudadana
promovidas	por	la	Policía	Nacional	del	Perú,	quien	será	elegido	y	acreditado
conforme	 al	 procedimiento	 que	 establezca	 el	 Manual	 de	 Organización	 y
Funcionamiento	de	las	juntas	vecinales	de	seguridad	ciudadana	promovidas
por	la	Policía	Nacional	del	Perú.
k.	Un	representante	de	las	rondas	campesinas	existentes	en	la	provincia.
Los	miembros	de	 instituciones	y	organizaciones	que	 integran	el	Coprosec
en	calidad	de	representantes,	deberán	ser	acreditados	ante	el	presidente	del
comité.
De	 acuerdo	 a	 la	 realidad	 particular	 de	 cada	 circunscripción	 territorial,	 y
con	el	voto	aprobatorio	de	la	mayoría	de	sus	miembros,	el	comité	provincial
de	 seguridad	 ciudadana	 podrá	 incorporar	 a	 representantes	 de	 otras
entidades	 públicas	 y	 privadas	 que	 considere	 pertinente,	 así	 como	 a	 los
representantes	 de	 las	 comunidades	 campesinas,	 comunidades	 nativas	 y
comités	de	autodefensa,	si	los	hubiere	u	otras	organizaciones	sociales.
Todos	 los	 miembros	 titulares	 del	 Coprosec	 están	 obligados	 a	 asistir	 y
participar	personalmente	en	sus	sesiones,	bajo	responsabilidad.
Para	el	cumplimiento	de	sus	fines,	los	Coprosec	podrán	conformar	equipos
de	trabajo	con	participación	de	profesionales	especializados.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 23.—Funciones.	 Son	 funciones	 del	 Comité	 Provincial	 de	 Seguridad
Ciudadana	(Coprosec),	además	de	las	establecidas	en	la	Ley	N°	27933	y	sus
modificatorias,	las	siguientes:
a.	Aprobar	el	Plan	Provincial	de	Seguridad	Ciudadana	(PPSC)
b.	Aprobar	los	planes	y	programas	en	materia	de	seguridad	ciudadana	en	el
ámbito	provincial
c.	 Estudiar	 y	 analizar	 la	 problemática	 de	 seguridad	 ciudadana	 de	 su
jurisdicción,	 en	 coordinación	 con	 los	 comités	 distritales	 de	 seguridad
ciudadana.
d.	Realizar	el	monitoreo,	supervisión	y	evaluación	de	la	implementación	de
las	 políticas,	 planes,	 programas	 y	 proyectos	 en	 materia	 de	 seguridad
ciudadana	en	su	provincia.
e.	Formular	recomendaciones	para	optimizar	el	funcionamiento	del	Sinasec
en	el	ámbito	provincial.
f.	 Realizar	 por	 lo	 menos	 una	 consulta	 pública	 ordinaria	 trimestral	 para
informar	 sobre	 las	 acciones,	 avances,	 logros	 y	 dificultades	 en	 materia	 de
seguridad	 ciudadana	 a	 nivel	 provincial,	 conforme	 lo	 establecido	 en	 el
artículo	39	del	presente	reglamento,	debiendo	para	tal	efecto	convocar	a	las
organizaciones	 vecinales,	 sociales,	 religiosas,	 culturales,	 educativas	 y
deportivas,	 coordinadores	 zonales	de	 seguridad	 ciudadana,	 integrantes	de
mesas	 de	 concertación,	 en	 los	 lugares	 donde	 exista,	 entidades	 del	 sector
comercial	 y	 empresarial,	 instituciones	 privadas	 y	 otras	 que	 estime
pertinente.
g.	 Asesorar	 a	 los	 órganos	 de	 ejecución	 distritales	 de	 sus	 respectivas
circunscripciones	 territoriales	 en	 la	 coordinación	e	 implementación	de	 las
políticas,	planes,	programas	y	proyectos	de	seguridad	ciudadana.
h.	Informar	trimestralmente	a	la	Dirección	General	de	Seguridad	Ciudadana
del	 Ministerio	 del	 Interior,	 al	 consejo	 regional	 y	 concejo	 municipal
provincial	correspondientes,	sobre	los	avances	en	la	implementación	de	los
planes	de	seguridad	ciudadana.
i.	 Promover	 el	 fortalecimiento	 de	 capacidades	 en	 materia	 de	 seguridad
ciudadana	 y	 fomentar	 las	 iniciativas	 sobre	 la	 materia	 en	 el	 ámbito
provincial.
j.	 Coadyuvar	 a	 la	 implementación	 de	 los	 centros	 de	 video	 vigilancia	 y
observatorios	provinciales	de	seguridad	ciudadana.
k.	Otras	que	les	atribuya	el	Consejo	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana	o	el
Consejo	Regional	de	Seguridad	Ciudadana	correspondiente.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	24.—Presidencia.	El	presidente	del	Comité	Provincial	de	Seguridad
Ciudadana	(Coprosec)	es	responsable	de	convocar	e	instalar	las	sesiones	del
Concejo	Provincial	de	Seguridad	Ciudadana,	en	un	plazo	no	mayor	de	diez
(10)	días,	a	partir	del	 inicio	de	sus	 funciones	y	al	 inicio	de	cada	año	fiscal.
Asimismo,	 es	 el	 principal	 responsable	 del	 cumplimiento	 de	 las	 funciones
asignadas	a	dicho	órgano	colegiado,	establecidas	en	el	artículo	precedente.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.	
ART.	25.—Secretaría	Técnica.	La	Secretaría	Técnica	es	un	órgano	técnico,
ejecutivo	y	de	coordinación	encargado	de	proponer	al	Comité	Provincial	de
Seguridad	Ciudadana	(Coprosec)	la	política,	planes,	programas	y	proyectos
de	 seguridad	 ciudadana	 para	 su	 aprobación,	 así	 como	 realizar	 el
seguimiento	y	evaluación	de	la	ejecución	de	las	acciones	aprobadas	a	nivel
provincial.
La	 Secretaría	 Técnica	 de	 los	 Coprosec	 será	 asumida	 por	 la	 Gerencia	 de
Seguridad	Ciudadana	de	las	municipalidades	provinciales	o	la	que	haga	sus
veces.	El	cargo	es	indelegable,	bajo	responsabilidad.
Como	Secretaría	Técnica	del	Coprosec,	la	Gerencia	de	Seguridad	Ciudadana
de	la	Municipalidad	Provincial	tiene	las	siguientes	funciones:
a.	 Formular	 el	 Plan	 Provincial	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 (PPSC),	 en
concordancia	con	los	objetivos	estratégicos	del	Plan	Nacional	de	Seguridad
Ciudadana,	 el	 Plan	 Regional	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 correspondiente,	 así
como	los	planes	de	desarrollo	regionales	y	provinciales	de	su	jurisdicción.
b.	Proponer	los	planes	y	programas	en	materia	de	seguridad	ciudadana	en
el	ámbito	provincial.
c.	Realizar,	cuando	corresponda,	las	coordinaciones	y	consultas	necesarias
con	 las	 municipalidades	 distritales	 de	 su	 jurisdicción	 para	 evitar	 la
duplicidad	 en	 las	 intervenciones	 territoriales,	 como	 requisito	 previo	 a	 la
remisión	del	proyecto	de	plan	al	Coprosec.
d.	 Presentar	 el	 proyecto	 de	 Plan	 Provincial	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 al
Coprosec	para	su	aprobación.
e.	Presentar	al	concejo	municipal	provincial	el	Plan	Provincial	de	Seguridad
Ciudadana	 aprobado	 por	 el	 Coprosec,	 para	 su	 ratificación	 mediante
ordenanza	municipal.
f.	 Formular	 el	 informe	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 49	 del	 presente
reglamento,	para	su	remisión	trimestral	a	la	Dirección	General	de	Seguridad
Ciudadana	del	Ministerio	del	Interior.
g.	Dirigir	 los	procesos	de	 implementación,	monitoreo,	evaluación	y	ajuste
del	 Plan	 Provincial	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 sobre	 la	 base	 de	 los
lineamientos	establecidos	por	la	Dirección	General	de	Seguridad	Ciudadana
del	Ministerio	del	Interior.
h.	 Apoyar	 a	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 para	 el	 logro	 de	 sus	 fines	 y
objetivos,	en	materia	de	seguridad	ciudadana.
Ley	27933.
ART.	 16.—Modificado.	 Ley	 30055,	 Art.	 3°.	 Miembros	 del
comité	distrital.	 El	 Comité	 Distrital	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 es
presidido	 por	 el	 alcalde	 distrital	 de	 la	 respectiva	 jurisdicción	 e
integrado	por	los	siguientes	miembros:
-	La	autoridad	política	de	mayor	nivel	de	la	localidad.
-	El	comisario	de	la	Policía	Nacional	del	Perú	a	cuya	jurisdicción
pertenece	el	distrito.	En	caso	de	existir	más	de	una	comisaría	con
jurisdicciones	 distintas,	 dentro	 de	 una	 misma	 demarcación
distrital,	 cada	 comisario	 forma	 parte	 integrante	 del	 comité
distrital.
-	Un	representante	del	Poder	Judicial.
-	Un	representante	del	Ministerio	Público.
-	Dos	alcaldes	de	centros	poblados	menores.
-	El	coordinador	distrital	de	las	juntas	vecinales	promovidas	por
la	Policía	Nacional	del	Perú.
-	Un	representante	de	las	rondas	campesinas	donde	las	hubiera.
Los	 miembros	 del	 comité	 distrital,	 basándose	 en	 la	 realidad
particular	 de	 sus	 respectivos	 distritos,	 incorporan	 a	 otras
autoridades	 del	 Estado	 o	 representantes	 de	 las	 instituciones
civiles	que	consideran	conveniente.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 26.—Definición.	 El	 Comité	 Distrital	 de	 Seguridad	 Ciudadana
(Codisec)	 es	 una	 instancia	 de	 diálogo,	 coordinación	 y	 elaboración	 de
políticas,	 planes,	 programas,	 directivas	 y	 actividades	 vinculadas	 a	 la
seguridad	ciudadana,	en	el	ámbito	distrital.	Articula	las	relaciones	entre	las
diversas	entidades	del	sector	público	y	el	sector	privado	que	forman	parte
del	Sinasec	a	nivel	distrital.	Cuenta	con	una	secretaría	técnica.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 27.—Miembros.	 Los	 Comités	 Distritales	 de	 Seguridad	 Ciudadana
(Codisec)	están	integrados	por	los	siguientes	miembros:
a.	El	alcalde	distrital	de	 la	 jurisdicción,	quien	presidirá	el	comité.	El	cargo
de	presidente	del	Codisec	es	indelegable,	bajo	responsabilidad.
b.	El	gobernador	distrital.
c.	El	comisario	de	la	Policía	Nacional	del	Perú	a	cuya	jurisdicción	pertenece
el	 distrito.	 En	 caso	 de	 existir	 más	 de	 una	 comisaría	 con	 jurisdicciones
distintas,	dentro	de	una	misma	demarcación	distrital,	cada	comisario	forma
parte	integrante	del	comité	distrital.
d.	Un	 representante	del	 Poder	 Judicial,	 designado	por	 el	 presidente	de	 la
Corte	Superior	de	Justicia	de	la	jurisdicción.
e.	Un	representante	del	Ministerio	Público,	designado	por	el	presidente	de
la	junta	de	fiscales	superiores	de	la	jurisdicción.
f.	Dos	alcaldes	de	municipalidades	de	centros	poblados	menores.	En	caso
de	 existir	más	 de	 dos	 centros	 poblados	 en	 la	 jurisdicción	 del	 distrito,	 los
miembros	del	Codisec	elegirán	a	los	alcaldes	que	integrarán	el	comité.
g.	 El	 representante	 de	 las	 juntas	 vecinales	 de	 seguridad	 ciudadana
promovidas	 por	 la	 Policía	 Nacional,	 elegido	 y	 acreditado	 conforme	 al
procedimiento	que	establezca	el	Manual	de	Organización	y	Funcionamiento
de	 las	 Juntas	Vecinales	de	Seguridad	Ciudadana	promovidas	por	 la	Policía
Nacional	del	Perú.
h.	Un	representante	de	las	rondas	campesinas	existentes	en	el	distrito.
Los	miembros	de	las	instituciones	y	organizaciones	que	integran	el	Codisec
en	calidad	de	representantes,	deberán	ser	acreditados	ante	el	presidente	del
comité.
De	acuerdo	a	la	realidad	particular	de	cada	circunscripción	territorial	y	con
el	voto	aprobatorio	de	 la	mayoría	de	 sus	miembros,	 el	Comité	Distrital	de
Seguridad	Ciudadana	podrá	incorporar	a	otros	representantes	de	entidades
públicas	 y	 privadas	 que	 considere	 pertinente,	 en	 particular	 a	 las
autoridades	 educativas	 y	 sanitarias	 de	 la	 jurisdicción,	 así	 como	 a	 los
representantes	de	las	comunidades	campesinas,	comunidades	nativas	y	los
comités	de	autodefensa,	si	los	hubiere,	u	otras	organizaciones	sociales.
Todos	 los	 miembros	 titulares	 del	 Codisec	 están	 obligados	 a	 asistir	 y
participar	personalmente	en	sus	sesiones,	bajo	responsabilidad.
Para	el	cumplimiento	de	sus	 fines,	 los	Codisec	podrán	conformar	equipos
de	trabajo	con	participación	de	profesionales	especializados.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 28.—Funciones.	 Son	 funciones	 del	 Comité	 Distrital	 de	 Seguridad
Ciudadana	(Codisec),	además	de	 las	establecidas	en	 la	Ley	N°	27933	y	sus
modificatorias,	las	siguientes:
a.	Aprobar	el	Plan	Distrital	de	Seguridad	Ciudadana	(PDSC).
b.	 Aprobar	 los	 planes,	 programas	 y	 proyectos	 en	 materia	 de	 seguridad
ciudadana	en	el	ámbito	distrital.
c.	 Estudiar	 y	 analizar	 la	 problemática	 de	 seguridad	 ciudadana	 de	 la
jurisdicción	 distrital,	 en	 coordinación	 con	 el	 comité	 provincial
correspondiente.
d.	Realizar	el	monitoreo,	supervisión	y	evaluación	de	la	implementación	de
las	 políticas,	 planes,	 programas	 y	 proyectos	 en	 materia	 de	 seguridad
ciudadana	en	su	distrito.
e.	Proponer	recomendaciones	para	optimizar	el	funcionamiento	del	Sinasec
en	el	ámbito	distrital.
f.	 Realizar	 por	 lo	 menos	 una	 consulta	 pública	 ordinaria	 trimestral	 para
informar	 sobre	 las	 acciones,	 avances,	 logros	 y	 dificultades	 en	 materia	 de
seguridad	ciudadana	a	nivel	distrital,	conforme	lo	establecido	en	el	artículo
39	 del	 presente	 reglamento,	 debiendo	 para	 tal	 efecto	 convocar	 a	 las
organizaciones	 vecinales,	 sociales,	 religiosas,	 culturales,	 educativas	 y
deportivas,	 coordinadores	 zonales	de	 seguridad	 ciudadana,	 integrantes	de
mesas	 de	 concertación,	 en	 los	 lugares	 donde	 exista,	 entidades	 del	 sector
comercial	 y	 empresarial,	 instituciones	 privadas	 y	 otras	 que	 estime
pertinente.
g.	Informar	trimestralmente	a	la	Dirección	General	de	Seguridad	Ciudadana
del	 Ministerio	 del	 Interior,	 al	 consejo	 regional	 y	 concejo	 provincial
correspondiente,	así	 como	al	 concejo	municipal	distrital	 sobre	 los	avances
en	la	implementación	de	los	planes	de	seguridad	ciudadana.
h.	 Coadyuvar	 a	 la	 implementación	 de	 los	 centros	 de	 video	 vigilancia	 y
observatorios	provinciales	de	seguridad	ciudadana.
i.	 Promover	 el	 fortalecimiento	 de	 capacidades	 en	 materia	 de	 seguridad
ciudadana	y	fomentar	las	iniciativas	sobre	la	materia	en	el	ámbito	distrital.
j.	Otras	que	 les	 atribuya	 el	Consejo	Nacional	de	 Seguridad	Ciudadana,	 así
como	los	comités	regional	y	provincial	correspondientes.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 29.—Presidencia.	 El	 presidente	 del	 Comité	 Distrital	 de	 Seguridad
Ciudadana	(Codisec)	es	responsable	de	convocar	e	instalar	las	sesiones	del
Consejo	Distrital	de	Seguridad	Ciudadana	en	un	plazo	no	mayor	de	diez	(10)
días,	a	partir	del	inicio	de	sus	funciones	y	al	inicio	de	cada	año	fiscal.
Asimismo,	 el	 presidente	 del	 Codisec	 es	 el	 principal	 responsable	 del
cumplimiento	 de	 las	 funciones	 asignadas	 a	 dicho	 órgano	 colegiado,
establecidas	en	el	artículo	precedente.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	30.—Secretaría	Técnica.	La	Secretaría	Técnica	es	un	órgano	técnico,
ejecutivo	y	de	 coordinación,	 encargado	de	proponer	al	Comité	Distrital	de
Seguridad	Ciudadana	(Codisec)	la	política,	planes,	programas	y	proyectos	en
materia	 de	 seguridad	 ciudadana,	 para	 su	 aprobación,	 así	 como	 realizar	 el
seguimiento	y	evaluación	de	la	ejecución	de	las	acciones	aprobadas	a	nivel
distrital.
La	 Gerencia	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 de	 la	 Municipalidad	 Distrital
correspondiente,	 o	 el	 órgano	 que	 haga	 sus	 veces,	 asume	 las	 funciones	 de
Secretaría	 Técnica	 de	 los	 Codisec.	 El	 cargo	 es	 indelegable,	 bajo
responsabilidad.
Como	Secretaría	Técnica	del	Codisec,	 la	Gerencia	de	Seguridad	Ciudadana
de	 la	 Municipalidad	 Distrital,	 o	 el	 órgano	 que	 haga	 sus	 veces,	 tiene	 las
siguientes	funciones:
a.	Formular	los	planes	distritales	de	seguridad	ciudadana,	en	concordancia
con	los	objetivos	estratégicos	del	Plan	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana,	los
planes	regionales	y	provinciales	de	seguridad	ciudadana	correspondientes	y
los	 planes	 de	 desarrollo	 regionales,	 provinciales	 y	 distritales	 de	 su
jurisdicción.
b.	Proponer	los	planes	y	programas	en	materia	de	seguridad	ciudadana	en
el	ámbito	distrital.
c.	Realizar,	cuando	corresponda,	las	coordinaciones	y	consultas	necesarias
con	 los	 centros	 poblados	 menores	 de	 su	 jurisdicción	 para	 evitar	 la
duplicidad	 en	 las	 intervenciones	 territoriales,	 como	 requisito	 previo	 a	 la
remisión	del	proyecto	de	plan	al	Codisec.
d.	 Presentar	 el	 proyecto	 de	 Plan	 Distrital	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 al
Codisec	para	su	aprobación.
e.	Presentar	al	concejo	municipal	distrital	el	Plan	de	Seguridad	Ciudadana
aprobado	 por	 el	 Codisec,	 para	 su	 ratificación	 mediante	 ordenanza
municipal.
f.	 Dirigir	 los	 procesos	 de	 implementación,	monitoreo,	 evaluación	 y	 ajuste
del	Plan	Distrital	de	Seguridad	Ciudadana	sobre	la	base	de	los	lineamientos
establecidos	por	la	Dirección	General	de	Seguridad	Ciudadana.
g.	 Apoyar	 a	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 para	 el	 logro	 de	 sus	 fines	 y
objetivos,	en	materia	de	seguridad	ciudadana,	estableciendo	mecanismos	de
colaboración.
h.	 Formular	 el	 informe	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 49	 del	 presente
reglamento,	para	su	remisión	trimestral	a	la	Dirección	General	de	Seguridad
Ciudadana	del	Ministerio	del	Interior.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	31.—Comités	Distritales	en	las	capitales	de	provincias.	Además	de
establecer	 los	 comités	 provinciales	 de	 seguridad	 ciudadana	 (Coprosec)	 en
sus	 circunscripciones	 territoriales,	 los	 alcaldes	 provinciales	 son
responsables	 de	 constituir	 e	 instalar,	 bajo	 su	 presidencia,	 los	 comités
distritales	 de	 seguridad	 ciudadana	 (Codisec)	 con	 competencia	 exclusiva
para	su	distrito	capital.
Ley	27933.
ART.	17.—Funciones	de	los	comités	regionales,	provinciales
y	distritales.	Los	comités	regionales,	provinciales	y	distritales	de
seguridad	ciudadana	tienen	las	siguientes	funciones:
a)	Estudiar	y	analizar	los	problemas	de	seguridad	ciudadana	a
nivel	de	sus	respectivas	jurisdicciones.
b)	Promover	la	organización	de	las	juntas	vecinales	de	su
jurisdicción.
c)	Formular,	ejecutar	y	controlar	los	planes,	programas	y
proyectos	de	seguridad	ciudadana	en	sus	respectivas
jurisdicciones.
d)	Ejecutar	los	planes,	programas	y	proyectos	de	seguridad
ciudadana	dispuestos	por	el	Consejo	Nacional	de	Seguridad
Ciudadana.
e)	Supervisar	la	ejecución	de	los	planes	y	programas	de
seguridad	ciudadana.
f)	Celebrar	convenios	institucionales.
g)	Coordinar	y	apoyar	los	planes,	programas	y/o	proyectos	de
seguridad	ciudadana	con	las	jurisdicciones	colindantes.
Ley	27933.
ART.	18.—Atribuciones	de	los	comités	regionales,
provinciales	y	distritales.	Los	comités	regionales,	provinciales	y
distritales	de	seguridad	ciudadana	tienen	las	siguientes
atribuciones:
a)	Aprobar	los	planes,	programas	y	proyectos	de	seguridad
ciudadana	de	sus	correspondientes	jurisdicciones,	en
concordancia	con	las	políticas	contenidas	en	el	Plan	Nacional	de
Seguridad	Ciudadana,	informando	al	consejo.
b)	Dictar	directivas	de	seguridad	ciudadana	a	nivel	de	su
jurisdicción.
c)	Difundir	las	medidas	y	acciones	sobre	seguridad	ciudadana	y
evaluar	el	impacto	de	las	mismas	en	la	comunidad.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	32.—Sesiones	de	las	instancias	de	coordinación
32.1.	Las	sesiones	del	Consejo	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana	(Conasec)
y	 de	 los	 comités	 regionales,	 provinciales	 y	 distritales	 de	 seguridad
ciudadana	pueden	ser:
a.	Ordinarias:	se	realizan	una	vez	al	mes,	previa	convocatoria	e	instalación
por	parte	de	sus	presidentes.
b.	Extraordinarias:	son	convocadas	por	sus	presidentes	cuando	lo	estimen
necesario,	 o	 a	 petición	 de	 la	 mayoría	 simple	 de	 sus	 miembros,	 con	 el
propósito	 de	 atender	 temas	 prioritarios	 relacionados	 a	 la	 seguridad
ciudadana.
Se	 entiende	 que	 existe	 quórum	 para	 las	 sesiones	 cuando	 se	 encuentre
presente	 más	 de	 la	 mitad	 de	 los	 miembros	 de	 las	 correspondientes
instancias	de	coordinación	interinstitucional.
32.2.	 Los	 miembros	 de	 las	 instancias	 de	 coordinación	 participan	 en	 sus
sesiones	con	derecho	a	voz	y	voto.	Los	invitados	solo	tienen	derecho	a	voz.
32.3.	Las	secretarías	técnicas	son	responsables	de	los	libros	de	actas	de	las
sesiones,	 los	 que,	 además	 de	 los	 aspectos	 formales,	 deberán	 contener	 lo
siguiente:
a.	El	registro	de	los	asistentes.
b.	Los	asuntos	tratados.
c.	El	sentido	de	la	votación	de	cada	uno	de	los	miembros	asistentes.
d.	Las	abstenciones	u	omisiones.
e.	 Los	 acuerdos,	 que	 se	 adoptarán	 por	 mayoría	 simple	 de	 los	 miembros
asistentes.
f.	 Otros	 aspectos	 que	 los	 miembros	 de	 las	 instancias	 de	 coordinación
consideren	pertinentes.
Los	 avances	 en	 la	 implementación	 de	 lo	 acordado	 en	 las	 sesiones	 serán
publicados	en	los	portales	web	de	las	secretarías	técnicas	de	las	instancias
de	coordinación	interinstitucional	y	en	los	portales	de	las	entidades	que	las
integran,	en	sus	correspondientes	niveles	de	gobierno.
CAPÍTULO	V
Régimen	económico
Ley	27933.
ART.	19.—Recursos	del	Sinasec.	Constituyen	recursos	de	los
órganos	componentes	del	sistema	los	siguientes:
a)	Los	que	comprometen	las	instituciones	y	sectores	del	Estado
componentes	del	sistema,	para	el	cumplimiento	de	las	acciones
que	les	competa.
b)	Las	donaciones,	legados,	recursos	que	provengan	de	la
cooperación	internacional,	así	como	las	contribuciones	de
personas	naturales	o	jurídicas,	nacionales	o	extranjeras,	de
acuerdo	a	las	normas	legales	vigentes.
c)	Los	demás	que	les	sean	asignados.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 75.—Recursos	 del	 sistema.	 Constituyen	 recursos	 de	 los	 órganos
componentes	 del	 Sistema	 Nacional	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 (Sinasec)	 los
siguientes:
a.	 Los	 que	 comprometen	 las	 instituciones	 y	 sectores	 del	 Estado
componentes	 del	 Sistema,	 para	 el	 cumplimiento	 de	 las	 acciones	 que	 les
competa.
b.	 Las	 donaciones,	 legados	 y	 recursos	 que	 provengan	 de	 la	 cooperación
internacional,	así	como	las	contribuciones	de	personas	naturales	o	jurídicas,
nacionales	o	extranjeras,	de	acuerdo	a	las	normas	legales	vigentes.
c.	Los	demás	que	les	sean	asignados.
Las	entidades	que	conforman	el	Sistema	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana
(Sinasec)	 adoptarán	 las	 medidas	 y	 realizarán	 las	 acciones	 necesarias,	 de
acuerdo	 a	 ley,	 para	 obtener	 recursos	 suficientes	 para	 el	 cumplimiento	 de
sus	funciones	en	materia	de	seguridad	ciudadana.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 76.—Disposición	 de	 recursos	 de	 los	 gobiernos	 regionales	 y	 las
municipalidades	a	favor	de	la	Policía	Nacional	del	Perú.
76.1.	En	el	marco	de	lo	dispuesto	por	la	Ley	N°	29010	y	su	modificatoria,	y
con	el	fin	de	fortalecer	los	servicios	de	prevención	de	la	violencia	y	el	delito,
los	 gobiernos	 regionales	 y	 las	 municipalidades	 provinciales	 y	 distritales
pueden	efectuar	donaciones	o	ceder	en	uso	bienes	muebles	o	 inmuebles	a
favor	de	las	comisarías	y	otras	unidades	policiales	de	su	jurisdicción.
Está	prohibido	donar	o	ceder	en	uso	armas	de	fuego,	municiones	y	armas
químicas	o	eléctricas.
Una	 vez	 cumplida	 la	 finalidad	 o	 el	 plazo	 de	 la	 cesión	 en	 uso,	 los	 bienes
muebles	 o	 inmuebles	 serán	 devueltos	 al	 gobierno	 regional	 o	 la
municipalidad	correspondiente.
Para	el	cumplimiento	de	 lo	dispuesto	en	el	presente	numeral,	el	gobierno
regional	 o	 la	 municipalidad	 suscribirán	 convenios	 con	 el	 Ministerio	 del
Interior	con	la	participación	de	la	Policía	Nacional	del	Perú.
76.2.	En	caso	de	que	se	compruebe	que	a	los	bienes	muebles	e	inmuebles
materia	 de	 donación	 o	 cesión	 en	 uso	 se	 les	 ha	 dado	 un	 uso	 distinto	 al
pactado,	 estos	 revertirán	 al	 gobierno	 regional	 o	 la	 municipalidad
correspondiente	en	un	plazo	no	mayor	de	diez	(10)	días	hábiles,	salvo	que
hayan	sido	utilizados	para	el	cumplimiento	de	planes	interdistritales	y	con
aprobación	expresa	del	presidente	regional	o	el	alcalde,	respectivamente.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 77.—Rendición	 de	 cuentas	 de	 los	 órganos	 de	 ejecución	 de
seguridad	 ciudadana.	 La	 Dirección	 General	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 del
Ministerio	del	Interior	informará	sobre	los	avances	en	la	ejecución	del	Plan
Nacional	de	Seguridad	Ciudadana	a	 la	Presidencia	del	Consejo	Nacional	de
Seguridad	 Ciudadana	 (Conasec),	 la	 cual	 a	 su	 vez	 elevará	 el	 informe
correspondiente	 al	 Consejo	 de	 Ministros	 y	 al	 Congreso	 de	 la	 República.
Estos	informes	se	elaboran	sobre	la	base	de	los	informes	trimestrales	que	le
remitan	 todas	 las	 entidades	 que	 integran	 el	 Conasec	 y	 los	 órganos	 de
ejecución	 del	 Sistema	 Nacional	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 en	 el	 ámbito
regional	y	local.
Los	 presidentes	 de	 los	 comités	 regionales,	 provinciales	 y	 distritales	 de
seguridad	ciudadana	informarán	trimestralmente	sobre	 los	avances	de	sus
planes	de	seguridad	ciudadana	ante	los	propios	comités	y	ante	los	consejos
regionales	 y	 concejos	 municipales	 de	 sus	 respectivas	 circunscripciones
territoriales.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 78.—Rendición	 de	 cuentas	 a	 la	 ciudadanía.	 Una	 de	 las	 consultas
ciudadanas	que	realicen	los	comités	regionales,	provinciales	y	distritales	de
seguridad	 ciudadana	 debe	 estar	 destinada	 a	 la	 rendición	 de	 cuentas	 del
desarrollo	de	sus	actividades.
En	caso	que	los	comités	regionales,	provinciales	y	distritales	de	seguridad
ciudadana	 no	 se	 instalasen	 dentro	 del	 plazo	 señalado	 en	 el	 presente
reglamento,	 el	 Consejo	 Nacional	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 (Conasec)
informará	 a	 la	 ciudadanía	 dicha	 circunstancia	 a	 través	 de	 los	 medios	 de
comunicación	de	la	respectiva	jurisdicción.
Al	 final	 de	 cada	 trimestre,	 los	 comisarios	 deberán	 rendir	 cuentas	 a	 la
ciudadanía	 sobre	 su	 gestión,	 conforme	 al	 procedimiento	que	 establezca	 la
Dirección	General	de	Seguridad	Ciudadana	del	Ministerio	del	Interior.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	79.—Evaluación	del	Sistema	Nacional	de	Control.	La	gestión	de	las
entidades	 que	 conforman	 el	 Sistema	 Nacional	 de	 Seguridad	 Ciudadana
(Sinasec)	 y	 sus	 resultados,	 incluyendo	 el	 manejo	 de	 los	 recursos,
independientemente	 de	 su	 procedencia	 o	 fuente	 de	 financiamiento,	 se
encuentra	 sujeta	 a	 las	 normas	 del	 Sistema	 Nacional	 de	 Control,	 de
conformidad	 con	 la	 Ley	N°	27785	y	 sus	modificatorias,	 sin	perjuicio	de	 la
responsabilidad	administrativa,	civil	o	penal	que	corresponda.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 80.—Portal	 de	 servicios	 web	 para	 la	 Seguridad	 Ciudadana.	 Los
portales	 web	 de	 las	 entidades	 que	 conforman	 el	 Sistema	 Nacional	 de
Seguridad	Ciudadana	 (Sinasec)	 deben	presentar	 de	manera	 permanente	 y
actualizada	la	siguiente	información:
a.	 Los	 planes	 de	 seguridad	 ciudadana	 de	 sus	 correspondientes
circunscripciones	territoriales.
b.	Los	informes	periódicos	de	evaluación.
c.	Los	acuerdos	de	las	reuniones	de	los	Comités	de	Seguridad	Ciudadana.
d.	 El	 directorio	 de	 las	 instituciones	 que	 integran	 las	 instancias	 de
coordinación	 en	 sus	 correspondientes	 circunscripciones	 territoriales,	 con
indicación	 expresa	 de	 los	 servicios	 que	 brindan,	 sus	 recursos	 humanos,
económicos	 y	 logísticos	 disponibles,	 y	 sus	 responsables,	 incluyendo
direcciones,	correos	electrónicos	y	números	de	teléfono.
e.	Las	buenas	prácticas	en	materia	de	seguridad	ciudadana.
f.	Otra	información	pública	relevante	en	materia	de	seguridad	ciudadana.
La	Dirección	General	de	Seguridad	Ciudadana	del	Ministerio	del	Interior	y
los	 órganos	 de	 ejecución	 de	 seguridad	 ciudadana	 en	 el	 ámbito	 regional	 y
local	 son	 responsables	 de	 verificar	 que	 la	 información	 señalada
anteriormente	 sea	 publicada	 en	 las	 páginas	 web	 de	 las	 entidades	 que
conforman	 el	 Sinasec,	 conforme	 a	 los	 criterios	 que	 establezca	 la	 referida
dirección	general.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 81.—Responsabilidad	 por	 la	 implementación	 de	 acciones	 en
materia	de	seguridad	ciudadana.	Los	 titulares	de	 las	entidades	públicas
que	 integran	 los	 órganos	 del	 Sistema	 Nacional	 de	 Seguridad	 Ciudadana
(Sinasec)	 deben	 realizar	 las	 gestiones	 necesarias	 para	 asegurar	 la
implementación	 de	 las	 políticas	 y	 acciones	 en	 materia	 de	 seguridad
ciudadana	 que	 se	 realicen	 en	 el	 marco	 de	 la	 Ley	 N°	 27933	 y	 sus
modificatorias,	 así	 como	 del	 presente	 reglamento,	 bajo	 responsabilidad
administrativa.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	 82.—Falta	 de	 convocatoria	 o	 instalación	 de	 las	 instancias	 de
coordinación	 del	 Sinasec.	 Los	 presidentes	 de	 los	 gobiernos	 regionales	 y
los	 alcaldes	 provinciales	 o	 distritales	 que	 no	 instalen	 los	 comités	 de
seguridad	 ciudadana	 en	 el	 plazo	 legal	 o	 no	 los	 convoquen	 para	 sesionar,
cometen	falta	grave	y	están	sujetos	a	la	sanción	de	suspensión	en	el	cargo,
conforme	a	lo	establecido	en	el	artículo	31	de	la	Ley	N°	27867,	Ley	Orgánica
de	Gobiernos	Regionales,	y	el	artículo	25	de	la	Ley	N°	27972,	Ley	Orgánica
de	Municipalidades,	modificados	por	la	Ley	N°	30055.
Regl.	-	D.	S.	011-2014-IN.
ART.	83.—Acciones	de	los	representantes	del	Ministerio	Público.	En	el
marco	de	 lo	dispuesto	por	 la	Tercera	Disposición	Transitoria	y	Final	de	 la
Ley	 N°	 27933,	 incorporada	 por	 la	 Ley	 N°	 30055,	 los	 representantes	 del
Ministerio	Público	ante	los	comités	regionales,	provinciales	y	distritales	de
seguridad	ciudadana	denunciarán	los	incumplimientos	de	lo	establecido	en
la	citada	ley	y	sus	modificatorias,	ya	sea	por	acción	u	omisión,	por	parte	de
los	 miembros	 que	 integran	 los	 citados	 comités.	 El	 Ministerio	 Público
determinará	 en	 cada	 caso	 si	 existen	 indicios	 de	 la	 comisión	 de	 delito	 de
omisión,	 rehusamiento	 o	 demora	 de	 actos	 funcionales,	 previstos	 en	 el
artículo	377	del	Código	Penal,	para	proceder	conforme	a	ley.
Disposiciones	transitorias	y	finales
Ley	27933.
Primera	Disposición	Transitoria	y	Final.—Plan	nacional.	El
Consejo	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana	elaborará	el	Plan
Nacional	de	Seguridad	Ciudadana	para	el	corto	plazo,	en	el
término	de	ciento	veinte	(120)	días	contados	a	partir	de	la
promulgación	de	la	presente	ley,	el	mismo	que	deberá	ser
informado	a	la	Comisión	de	Defensa	Nacional,	Orden	Interno	e
Inteligencia	del	Congreso	de	la	República,	antes	de	su	respectiva
aprobación.
Ley	27933.
Segunda	Disposición	Transitoria	y	Final.—Reglamento.	El	Poder
Ejecutivo	reglamentará	la	presente	ley	en	un	plazo	no	mayor	de
sesenta	(60)	días	contados	a	partir	de	su	publicación.
Ley	27933.
Tercera	Disposición	Transitoria	y	Final.—Incorporado.	Ley
30055,	Art.	2°.	Obligación	de	los	representantes	del
Ministerio	Público.	Los	representantes	del	Ministerio	Público
ante	los	comités	de	seguridad	ciudadana	denunciarán	los
incumplimientos	por	acción	u	omisión	por	parte	de	los
funcionarios	públicos	de	los	comités	regionales,	provinciales	y
distritales	de	seguridad	ciudadana	que	incumplan	lo	establecido
en	la	presente	ley	y	su	reglamento.	El	Ministerio	Público
determina	en	cada	caso	si	existen	indicios	de	la	comisión	de	delito
de	omisión,	rehusamiento	o	demora	de	actos	funcionales
contemplados	en	el	artículo	377	del	Código	Penal,	para	proceder
conforme	a	ley.
D.	S.	011-2014-IN.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Medidas	 de
implementación.	 Las	 entidades	 integrantes	 del	 Sistema	 Nacional	 de
Seguridad	Ciudadana	deberán	adoptar	 las	acciones	y	medidas	pertinentes,
con	cargo	a	sus	presupuestos	institucionales,	para	el	eficaz	cumplimiento	de
las	disposiciones	contenidas	en	el	 reglamento	que	se	aprueba	mediante	el
presente	decreto	supremo.
D.	S.	011-2014-IN.
Segunda	Disposición	Complementaria	Final.—Apoyo	de	 los	 servicios	de
seguridad	 privada.	 Las	 empresas	 de	 servicio	 de	 seguridad	 privada	 así
como	las	personas	que	brindan	dicho	servicio	conforme	a	lo	previsto	en	la
ley	 de	 la	 materia,	 prestan	 apoyo	 a	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 en	 el
cumplimiento	de	sus	funciones,	conforme	a	la	normativa	vigente.
D.	S.	011-2014-IN.
Tercera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Capacitación	 y
entrenamiento	 de	 serenos	 municipales.	 La	 Dirección	 de	 Educación	 y
Doctrina	de	 la	Policía	Nacional	del	Perú	puede	 implementar	programas	de
capacitación	 y	 entrenamiento	 a	 los	 serenos	 municipales,	 para	 lo	 cual
suscribe	convenios	de	cooperación	interinstitucional	a	través	del	Ministerio
de	Interior.
D.	S.	011-2014-IN.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Intercambio	 de	 buenas
prácticas.	La	Dirección	General	de	Seguridad	Ciudadana	del	Ministerio	de
Interior	 fomentará	el	 intercambio	de	buenas	prácticas	entre	 los	gobiernos
locales,	con	la	finalidad	de	incrementar	los	niveles	de	seguridad	ciudadana.
D.	S.	011-2014-IN.
Quinta	Disposición	Complementaria	Final.—Otorgamiento	de	facultades
al	 Ministerio	 del	 Interior.	 Facúltese	 al	 Ministerio	 del	 Interior	 a	 dictar,
mediante	 resolución	 ministerial,	 las	 disposiciones	 complementarias	 que
sean	necesarias	para	el	mejor	cumplimiento	de	lo	dispuesto	en	el	presente
decreto	supremo.
D.	S.	011-2014-IN.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Convocatoria	 e
Instalación	de	 los	comités	de	seguridad	ciudadana.	Los	presidentes	de
los	 comités	 regionales,	 provinciales	 y	 distritales	 de	 Seguridad	 Ciudadana
deberán	convocar	e	instalar	dichos	comités,	según	sea	el	caso,	en	el	término
perentorio	de	diez	(10)	días	hábiles	contados	a	partir	de	la	publicación	del
presente	decreto	supremo,	bajo	responsabilidad.
D.	S.	011-2014-IN.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Formulación	 y
aprobación	de	planes	de	seguridad	ciudadana.	Los	planes	de	seguridad
ciudadana	en	el	ámbito	regional,	provincial	y	distrital	que	se	encuentren	en
ejecución	 al	momento	de	 entrar	 en	 vigencia	 el	 presente	decreto	 supremo,
mantienen	 su	 validez,	 en	 tanto	 se	 adecúen	 al	 Plan	 Nacional	 de	 Seguridad
Ciudadana	2013-2018,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	012-2013-IN.
D.	S.	011-2014-IN.
Tercera	Disposición	Complementaria	Transitoria.—Perfil	 del	 gerente	de
seguridad	ciudadana	de	las	municipalidades.	La	Autoridad	Nacional	del
Servicio	 Civil	 (Servir),	 en	 coordinación	 con	 la	 Dirección	 General	 de
Seguridad	 Ciudadana	 del	 Ministerio	 del	 Interior,	 definirá	 el	 perfil	 de	 los
gerentes	 de	 seguridad	 ciudadana	 de	 las	municipalidades,	 o	 los	 que	 hagan
sus	 veces,	 presente	 en	 el	 Manual	 de	 Puesto	 Tipo	 (MPT),	 en	 un	 plazo	 no
mayor	de	noventa	(90)	días	hábiles	contados	a	partir	de	la	publicación	del
presente	decreto	supremo.
D.	S.	011-2014-IN.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Perfil	 del	 Sereno
Municipal.	 La	 Autoridad	 Nacional	 del	 Servicio	 Civil	 (Servir),	 en
coordinación	 con	 la	 Dirección	 General	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 del
Ministerio	del	Interior,	definirá	el	perfil	de	los	serenos	municipales	presente
en	el	Manual	de	Puesto	Tipo	(MPT),	en	un	plazo	no	mayor	de	noventa	(90)
días	 hábiles	 contados	 a	 partir	 de	 la	 publicación	 del	 presente	 decreto
supremo.
D.	S.	011-2014-IN.
Quinta	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Manual	 del	 Sereno
Municipal.	La	Dirección	General	de	Seguridad	Ciudadana	del	Ministerio	del
Interior,	 en	 el	 marco	 del	 Sinasec	 y	 en	 coordinación	 con	 organizaciones
representativas	 de	 gobiernos	 locales	 (Ampe,	 Remurpe,	 entre	 otras),
elaborará	el	Manual	del	Sereno	Municipal,	el	cual	será	aprobado	en	un	plazo
no	mayor	de	noventa	(90)	días	hábiles	contados	a	partir	de	 la	publicación
del	 presente	 decreto	 supremo,	 con	 el	 propósito	 de	 articular	 el	 trabajo
conjunto	 con	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 a	 fin	 de	 fortalecer	 la	 seguridad
ciudadana,	bajo	el	liderazgo	operativo	del	comisario	de	la	jurisdicción.
D.	S.	011-2014-IN.
Sexta	Disposición	Complementaria	Transitoria.—Manual	sobre	las	Juntas
Vecinales	de	Seguridad	Ciudadana.	La	 Dirección	 Ejecutiva	 de	 Seguridad
Ciudadana	de	la	Policía	Nacional	del	Perú,	en	coordinación	con	la	Dirección
General	 de	 Seguridad	 Ciudadana	 del	 Ministerio	 del	 Interior,	 elaborará	 el
Manual	 de	 Organización	 y	 Funcionamiento	 de	 las	 Juntas	 Vecinales	 de
Seguridad	Ciudadana,	el	cual	deberá	ser	aprobado	mediante	Resolución	del
Titular	del	Sector	Interior	en	un	plazo	no	mayor	de	sesenta	(60)	días	hábiles
contados	a	partir	de	la	publicación	del	presente	decreto	supremo.
D.	S.	011-2014-IN.
Sétima	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Implementación
gradual	de	los	estándares	técnicos.	Los	estándares	técnicos	a	 los	que	se
refiere	 el	 artículo	 62	 del	 reglamento	 aprobado	 por	 el	 presente	 decreto
supremo,	 se	 implementarán	 gradualmente	 en	un	periodo	no	mayor	 a	 tres
(3)	años.
D.	S.	011-2014-IN.
Octava	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Regulación	 de
vehículos	 aéreos	 no	 tripulados.	 El	 Ministerio	 de	 Transportes	 y
Comunicaciones,	a	través	de	la	Dirección	General	de	Aeronáutica	Civil,	en	el
ámbito	de	sus	competencias,	en	un	plazo	no	mayor	de	ciento	veinte	(120)
días	 hábiles	 contados	 a	 partir	 de	 la	 publicación	 del	 presente	 decreto
supremo	 regulará	 el	 uso	 de	 los	 vehículos	 aéreos	 no	 tripulados	 para	 la
seguridad	 ciudadana,	 disponiendo	 los	 requisitos,	 estándares	 técnicos	 y
restricciones	para	su	circulación.
D.	S.	011-2014-IN.
Novena	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Lineamientos
metodológicos	 para	 el	 diseño	 de	 las	 políticas	 y	 planes	 de	 seguridad
ciudadana.	En	un	plazo	no	mayor	de	noventa	(90)	días	hábiles	contados	a
partir	 de	 la	 publicación	 del	 presente	 decreto	 supremo,	 el	 Ministerio	 del
Interior,	 a	 propuesta	 de	 la	 Dirección	 General	 de	 Seguridad	 Ciudadana,
aprobará	 mediante	 resolución	 ministerial	 los	 lineamientos	 técnicos,
normas,	directivas	e	instrumentos	para	el	diseño	de	las	políticas	y	planes	de
seguridad	ciudadana	a	nivel	regional	y	local.
D.	S.	011-2014-IN.
Décima	Disposición	Complementaria	Transitoria.—Lineamientos	para	la
implementación,	 monitoreo	 y	 evaluación	 de	 los	 planes	 regionales,
provinciales	y	distritales	de	seguridad	ciudadana.	En	un	plazo	no	mayor
de	noventa	(90)	días	hábiles	contados	a	partir	de	la	publicación	del	presente
decreto	 supremo,	 el	Ministerio	del	 Interior	 aprobará,	mediante	 resolución
ministerial,	 los	 lineamientos	 para	 la	 implementación,	 monitoreo	 y
evaluación	de	 los	planes	regionales,	provinciales	y	distritales	de	seguridad
ciudadana	a	que	se	refiere	el	artículo	50	del	presente	reglamento.
D.	S.	011-2014-IN.
Única	Disposición	 Complementaria	 Derogatoria.—Derogatoria.	 Derógase
el	Decreto	Supremo	N°	012-2003-IN,	que	aprueba	el	Reglamento	de	la	Ley
del	Sistema	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana.
Ley	N°	30120
Ley	de	apoyo	a	la	seguridad	ciudadana	con
cámaras	de	videovigilancia	públicas	y	privadas
Ley	30120.
ART.	 1°.—Objeto	 de	 la	 ley.	 La	 presente	 ley	 tiene	 como	 objeto
incluir	como	instrumento	de	vigilancia	ciudadana	en	las	políticas
del	Sistema	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana	 las	 imágenes	y	 los
audios	 registrados	 a	 través	 de	 las	 cámaras	 de	 videovigilancia,
ubicadas	 en	 la	 parte	 externa	 de	 inmuebles,	 de	 propiedad	 de	 las
personas	naturales	y	jurídicas,	públicas	y	privadas,	en	los	casos	de
presunción	de	comisión	de	un	delito	o	de	una	falta.
Ley	30120.
ART.	 2°.—Entrega	 de	 imágenes	 y	 audios	 de	 las	 cámaras	 de
videovigilancia.	 En	 el	 caso	 de	 presunción	 de	 comisión	 de	 un
delito	 o	una	 falta,	 el	 propietario	de	 la	 cámara	de	 videovigilancia
debe	informar	a	 la	autoridad	competente	y	entregar	copia	de	 las
imágenes	 y	 de	 los	 audios	 a	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 o	 al
Ministerio	Público,	según	corresponda;	o	cuando	fuere	requerido
por	dichas	instituciones.
Ley	30120.
ART.	3°.—Confidencialidad	de	la	identidad.	La	Policía	Nacional
del	Perú	o	el	Ministerio	Público,	según	corresponda,	al	momento
de	 recibir	 las	 grabaciones	 contenidas	 en	 el	 artículo	 anterior,
garantiza	la	confidencialidad	de	la	identidad	de	los	propietarios	o
poseedores	de	los	inmuebles	y	de	las	personas	que	hacen	entrega
de	estas	imágenes	y	audios.
Ley	30120.
ART.	 4°.—Base	 de	 datos	 del	 Centro	 Nacional	 de
Videovigilancia	 y	 Radiocomunicación	 para	 la	 Seguridad
Ciudadana.	 El	 Ministerio	 del	 Interior,	 a	 través	 del	 Centro
Nacional	 de	 Videovigilancia	 y	 Radiocomunicación	 para	 la
Seguridad	 Ciudadana,	 debe	 contar	 con	 una	 base	 de	 datos
actualizada	de	personas	naturales	y	jurídicas,	públicas	y	privadas,
que	cuenten	con	cámaras	de	videovigilancia	ubicadas	en	la	parte
externa	de	sus	inmuebles.
Régimen	penal	de	tráfico	ílicito	de
drogas
D.	LEG.	N°	824
Ley	de	lucha	contra	el	narcotráfico
TÍTULO	I
Lucha	contra	el	consumo	de	drogas
D.	Leg.	824.
ART.	1°.—Declárase	de	interés	nacional	la	lucha	contra	el
consumo	de	drogas	en	todo	el	territorio.	Constitúyase	para	tal
efecto	la	Comisión	de	Lucha	Contra	el	Consumo	de	Drogas,
“Contradrogas”	como	ente	rector	encargado	de	diseñar,	coordinar
y	ejecutar	de	manera	integral	las	acciones	de	prevención	contra	el
consumo	de	drogas.
NOTA:	De	conformidad	con	la	Primera	Disposición	Final	de	la	Ley	28003,	publicada	el	18-06-2003,
toda	mención	al	Directorio	de	la	Comisión	de	Lucha	contra	el	Consumo	de	Drogas	Contradrogas,	y	de
la	Comisión	Nacional	para	el	Desarrollo	y	Vida	sin	Drogas	”Devida”	en	el	Decreto	Legislativo	N°	824,	la
Ley	N°	27629	y	demás	disposiciones	legales	administrativas,	se	entenderá	referida	al	Consejo
Directivo	de	la	Comisión	Nacional	para	el	Desarrollo	y	Vida	sin	Drogas	“Devida”.
D.	Leg.	824.
ART.	2°.—Son	objetivos	de	la	Comisión	de	Lucha	contra	el
Consumo	de	Drogas	-	“Contradrogas”,	los	siguientes:
a)	Diseñar	y	conducir	la	Política	Nacional	de	Lucha	contra	el
Tráfico	Ilícito	de	Drogas,	el	Consumo	Ilegal	de	Drogas	Tóxicas,
promoviendo	el	desarrollo	integral	y	sostenible	de	las	zonas
cocaleras	del	país.
Incorporado.	Ley	28003,	Art.	1°.	La	formulación	y	actualización
anual	de	la	Estrategia	Nacional	de	Lucha	Contra	las	Drogas
corresponde	al	Consejo	Directivo	de	Devida	y	será	aprobado	por
el	Consejo	de	Ministros.
b)	Prevenir	el	consumo	de	drogas	en	el	Perú.	Se	enfocará	la
prevención	desde	la	educación,	la	información	y	la	promoción	de
una	vida	sana	a	través	del	desarrollo	de	diversas	acciones	para	tal
fin.
c)	Contribuir	a	la	creación	y/o	fortalecimiento	de	programas	de
rehabilitación	de	drogadictos.
d)	Promover	la	sustitución	de	los	cultivos	de	hoja	de	coca,
amapola	y	de	otros	tipos	de	sembríos	de	los	cuales	se	puede
producir	drogas	ilícitas.
e)	Promover	el	desarrollo	de	programas	de	educación	y	de
concientización	nacional,	respeto	a	la	ilegalidad	y	perjuicio	del
uso,	de	la	producción,	tráfico	y	microcomercialización	de	los
derivados	ilícitos	de	la	hoja	de	coca	y	otras	sustancias	ilegales.
f)	Promover	ante	la	comunidad	internacional,	extranjera	y
nacional,	la	obtención	de	recursos	destinados	a	financiar	los
esfuerzos	nacionales	para	la	lucha	contra	las	drogas	en	todos	sus
aspectos,	supervisando	el	desempeño	de	las	entidades	públicas	y
privadas	que	ejecuten	el	financiamiento	señalado,	dando	cuenta	a
la	Contraloría	General	de	la	República	y	a	la	Comisión	de
Presupuesto	y	Cuenta	General	de	la	República.
D.	Leg.	824.
ART.	3°.—Modificado.	Ley	28003,	Art.	2°.	La	Comisión	Nacional
para	el	Desarrollo	y	Vida	sin	Drogas	Devida,	es	un	organismo
público	descentralizado	adscrito	al	sector	Presidencia	del	Consejo
de	Ministros	y	constituye	un	pliego	presupuestal.	Para	el	mejor
cumplimiento	de	sus	objetivos	cuenta	con	un	consejo	directivo
que	estará	presidido	por	un	presidente	ejecutivo	con	rango	de
ministro,	designado	por	el	Presidente	de	la	República	mediante
resolución	suprema	y	conformado	por:
El	Presidente	del	Consejo	de	Ministros	o	su	representante.
El	Ministro	de	Agricultura	o	su	representante.
El	Ministro	de	Economía	y	Finanzas	o	su	representante.
El	Ministro	de	Educación	o	su	representante.
El	Ministro	de	Defensa	o	su	representante.
El	Ministro	del	Interior	o	su	representante.
El	Ministro	de	Justicia	o	su	representante.
El	Ministro	de	Relaciones	Exteriores	o	su	representante.
El	Ministro	de	Salud	o	su	representante.
El	Ministro	de	Transportes	y	Comunicaciones	o	su	representante.
El	Presidente	del	Directorio	de	Enaco	S.A.	o	su	representante.
Un	representante	de	los	presidentes	regionales	donde	se	ubican
las	zonas	de	influencia	de	coca.
D.	Leg.	824
ART.	3°-A.—Incorporado.	Ley	28003,	Art.	3°.	Créase	el	Consejo
Consultivo	Nacional	de	Devida,	cuyo	objetivo	principal	es	el	de
proponer	y	recomendar	con	el	consejo	directivo,	los	lineamientos
sobre	la	Política	Nacional	de	Lucha	Contra	el	Tráfico	Ilícito	de
Drogas,	el	Consumo	Ilegal	de	Drogas	Tóxicas	y	el	Desarrollo
Alternativo.	El	consejo	consultivo	se	reúne	por	lo	menos	una	vez
al	año,	estará	presidido	por	el	presidente	ejecutivo	y	está
conformado	por:
Un	representante	de	los	alcaldes	provinciales	de	las	zonas	de
influencia	de	la	coca.
Dos	representantes	de	los	productores	agropecuarios
organizados	legalmente	de	las	zonas	de	influencia	de	la	coca.	Uno
de	ellos	en	representación	de	los	productores	empadronados	por
Enaco	S.A.	y	otro	en	representación	de	los	productores
organizados	beneficiarios	de	los	programas	de	desarrollo
alternativo.
Un	representante	de	las	ONG	dedicadas	a	la	prevención	y
rehabilitación	de	drogodependientes,	elegido	entre	las
instituciones	privadas	y	las	comunidades	terapéuticas	que
trabajan	en	programas	de	rehabilitación,	que	cumplan	con	los
requisitos	de	ley	para	el	ejercicio	de	sus	actividades.
NOTA:	La	Ley	28003	en	su	Primera	Disposición	Final	establece	que:	“Toda	mención	a	la	Comisión	de
Lucha	Contra	el	Consumo	de	Drogas	Contradrogas,	en	el	D.	Leg.	N°	824,	la	Ley	N°	27629	y	demás
disposiciones	legales	administrativas,	se	entenderá	referida	a	la	Comisión	Nacional	para	el	Desarrollo
y	Vida	sin	Drogas	-	Devida”.
D.	Leg.	824.
ART.	4°.—La	Policía	Nacional	no	sólo	cumplirá	con	la	función	de
interdicción,	sino	que	también	colaborará	estrechamente	en	el
cumplimiento	de	los	objetivos	del	Contradrogas,	especialmente	en
lo	que	se	refiere	a	la	sustitución	de	cultivos	de	hoja	de	coca.
TÍTULO	II
Funciones	de	la	Policía	Nacional
D.	Leg.	824.
ART.	5°.—La	Policía	Nacional	a	través	de	sus	órganos
especializados,	es	la	entidad	encargada	de	prevenir,	investigar	y
combatir	el	delito	de	tráfico	ilícito	de	drogas,	en	sus	diversas
manifestaciones,	para	cuyo	efecto	y	dentro	de	este	ámbito:
a.	Asume	el	control	de	los	aeropuertos	y	puertos	fluviales	y
lacustres	que	operen	en	las	zonas	cocaleras	del	país.
b.	Procede	en	coordinación	con	las	autoridades	del	Ministerio	de
Transportes,	Comunicaciones,	Vivienda	y	Construcción	a	la
destrucción	o	inhabilitación	de	las	pistas	de	aterrizaje
clandestinas.
c.	Las	autoridades	encargadas	de	la	administración	y	control	de
los	aeropuertos	existentes	en	las	zonas	cocaleras,	llevarán	un
registro	diario	en	el	que	se	consigne:
(1)	Relación	de	matrícula,	características	y	motivo	del	vuelo,	de
salida	o	llegada,	de	cada	aeronave.
(2)	Nombre	del	piloto,	tripulación	y	pasajeros	si	los	hubiere.
(3)	Relación	de	la	carga	que	transporta,	indicando	su	peso,
características,	contenido,	nombre	y	dirección	del	remitente	y	su
destinatario.
(4)	Se	consignará	en	la	relación,	si	es	que	se	trasladan	valores
(dinero,	joyas,	etc.),	especificando	su	procedencia,	monto	y
denominación,	nombre	de	la	persona	que	los	transporta	y	el
destinatario	si	lo	hubiere.
La	relación	indicada	tiene	la	calidad	de	acta	y	será	suscrita	por	la
autoridad	responsable,	por	el	piloto	de	la	aeronave	y	los
funcionarios	civiles	y	policiales	intervinientes,	quienes	asumen
responsabilidad	solidaria	por	el	contenido	y	veracidad	de	los
datos	consignados.
d.	Las	empresas	de	aviación	comercial	que	operan	en	las	zonas
cocaleras	del	país,	quedan	obligadas	a	empadronarse	ante	las
autoridades	policiales	correspondientes.	Si	no	lo	hicieren	dentro
de	los	plazos	que	se	establezcan,	perderán	la	licencia	para	operar,
además	de	las	sanciones	pecuniarias	que	señale	el	reglamento.
e.	Las	empresas	de	transporte	fluvial	o	lacustre	comercial	que
operan	en	las	zonas	cocaleras	del	país,	quedan	obligadas	a
empadronarse	ante	las	autoridades	policiales	correspondientes.	Si
no	lo	hicieren	dentro	de	los	plazos	que	se	establezcan,	perderán	la
licencia	para	operar,	además	de	las	sanciones	pecuniarias	que
señale	el	reglamento.
D.	Leg.	824.
ART.	6°.—El	Ministerio	del	Interior	solicitará	a	los	demás
sectores,	organismos	e	instituciones	públicas	el	apoyo	que
requiera	la	Policía	Nacional	para	el	mejor	cumplimiento	de	lo
dispuesto	en	el	presente	decreto	legislativo,	estando	estos
obligados	a	prestarlo,	bajo	responsabilidad.
D.	Leg.	824.
ART.	7°.—La	Fuerza	Aérea	del	Perú	en	cumplimiento	de	su
función	está	facultada	para	interceptar	las	aeronaves	nacionales	y
extranjeras	que	sobrevuelen	el	espacio	aéreo	en	las	zonas
cocaleras	a	efecto	de	establecer	su	identificación,	naturaleza	del
vuelo	y	destino	final.	Si	la	aeronave	interceptada	se	negase	a
proporcionar	la	información	solicitada	o	acatar	las	disposiciones
de	la	autoridad	aérea,	será	pasible	de	las	medidas	interdictivas
apropiadas	considerándose	incluso	su	derribamiento.	Si	como
consecuencia	de	dicha	intervención,	se	apreciara	la	comisión	de
hechos	constitutivos	del	delito	de	tráfico	ilícito	de	drogas,	será
puesto	de	inmediato	en	conocimiento	de	la	Policía	Nacional	y	del
Ministerio	Público,	para	los	efectos	de	ley.
D.	Leg.	824.
ART.	8°.—La	Marina	de	Guerra	del	Perú,	en	observación	de	su
misión	constitucional	de	resguardar	la	defensa	y	la	soberanía
nacional,	dentro	de	la	jurisdicción	de	las	200	millas	de	mar
territorial,	en	los	puertos	del	litoral	nacional	así	como	en	los
puertos	fluviales	y	lacustres	existentes	en	las	zonas	cocaleras	del
país,	podrá	interceptar	las	embarcaciones	nacionales	o
extranjeras	a	efecto	de	establecer	su	identificación	y	destino	final.
Si	como	consecuencia	de	dicha	intervención,	se	apreciaran
indicios	de	tráfico	ilícito	de	drogas,	este	hecho	será	puesto	de
inmediato	en	conocimiento	de	la	Policía	Nacional	y	del	Ministerio
Público	para	los	efectos	de	ley.
D.	Leg.	824.
ART.	9°.—Para	la	correcta	aplicación	de	las	medidas	en	la	lucha
contra	el	tráfico	ilícito	de	drogas,	en	todas	sus	modalidades,	la
Policía	Nacional	deberá	adecuar	obligatoriamente	sus	normas	y
procedimientos	de	trabajo	a	las	directivas	que	sobre	la	materia
dicte	el	Ministerio	del	Interior.
D.	L.	25626.
ART.	1°.—Modificado.	D.	Leg.	824,	Art.	10.	Para	la	correcta	aplicación	de
las	 estrategias	 orientadas	 a	 lograr	 la	 pacificación	 nacional,	 todas	 las
dependencias	vinculadas	a	la	lucha	contra	los	delitos	de	traición	a	la	patria	y
terrorismo,	 en	 su	 caso,	 deberán	 adecuar	 obligatoriamente	 sus	 normas	 y
procedimientos	 de	 trabajo	 a	 las	 directivas	 emanadas	 del	 Comando
Operativo	 del	 Frente	 Interno	 (COFI)	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 6°	 del
Decreto	 Legislativo	 N°	 440,	 modificado	 por	 el	 artículo	 26	 del	 Decreto
Legislativo	N°	743	–Ley	del	Sistema	de	Defensa	Nacional–.
D.	L.	25626.
ART.	2°.—Modificado.	D.	Leg.	824,	Art.	10.	En	 las	zonas	declaradas	bajo
régimen	de	excepción,	los	comandos	político	militares	son	los	responsables
de	la	correcta	aplicación	de	las	estrategias	en	la	lucha	contra	los	delitos	de
traición	a	la	patria	y	terrorismo,	debiendo,	por	tanto,	adecuarse	las	acciones
de	 las	 demás	 dependencias	 que	 actúan	 dentro	 de	 estos	 campos,	 bajo
responsabilidad	penal,	a	las	directivas	que	emitan	dichos	comandos	dentro
de	 las	 áreas	 de	 su	 jurisdicción	 en	 cumplimiento	 de	 lo	 dispuesto	 por	 el
Comando	Operativo	del	Frente	Interno.
D.	L.	25626.
ART.	3°.—Modificado.	D.	Leg.	824,	Art.	10.	Las	normas	y	directivas	que
hubieren	expedido	las	diferentes	dependencias	vinculadas	a	la	lucha	contra
los	delitos	de	traición	a	la	patria	y	terrorismo,	en	su	caso,	deberán	ser,	en	un
plazo	no	mayor	de	diez	(10)	días,	coordinadas,	concordadas	y	adecuadas	a
las	 directivas	 del	 comando	 operativo	 del	 frente	 interno,	 en	 aplicación	 del
artículo	1°	del	presente	decreto	ley.
D.	L.	25427.
ART.	1°.—Modificado.	D.	Leg.	824,	Art.	12.	El	personal	de	oficiales	de	 la
Policía	 Nacional	 del	 Perú,	 cualquiera	 sea	 su	 grado,	 que	 sea	 designado	 a
prestar	 servicios	 en	 las	 zonas	 cocaleras	 del	 país,	 deberá	 hacer
obligatoriamente	 su	 declaración	 jurada	 de	 bienes	 y	 rentas,	 al	 inicio	 y	 al
término	 de	 su	 designación,	 siendo	 pasible	 de	 las	 sanciones	 respectivas	 si
incurriese	en	alteración	u	omisión	dolosa	de	los	datos	que	consigne.
D.	L.	25427.
ART.	2°.—Modificado.	D.	Leg.	824,	Art.	12.	La	Oficina	de	Moralización	de
la	Policía	Nacional	del	Perú,	periódicamente	evaluará	las	modificaciones	que
se	pudiera	experimentar	en	el	patrimonio	de	los	declarantes	y	sus	parientes
más	cercanos,	así	como	en	sus	signos	exteriores	de	riqueza;	cuando	existan
evidencias	de	enriquecimiento	ilícito,	 la	autoridad	policial	correspondiente
hará	 llegar	 la	 información	 pertinente	 al	 Ministerio	 Público,	 para	 que
proceda	de	acuerdo	a	sus	atribuciones.
D.	Leg.	824.
ART.	14.—Encárgase	del	(sic)	Ministerio	del	Interior	para	que
mediante	resolución	del	titular	del	sector,	se	dicten	las	medidas
complementarias	para	el	adecuado	cumplimiento	de	la	misión
asignada	a	la	Oficina	de	Moralización	Institucional	y	Disciplina	de
la	Policía	Nacional.
D.	Leg.	824.
ART.	15.—Declárase	en	estado	de	emergencia	todos	los
aeropuertos	y	puertos	fluviales	y	lacustres	existentes	en	las	zonas
cocaleras,	a	nivel	nacional.
D.	Leg.	824.
ART.	16.—Encárgase	a	la	Policía	Nacional	para	que,	en
coordinación	con	el	Ministerio	de	Transportes,	Comunicaciones,
Vivienda	y	Construcción,	asuma	la	seguridad	de	los	aeropuertos	y
puertos	que	se	precisan	en	el	artículo	15	del	presente	decreto
legislativo,	a	efectos	de	la	investigación	del	delito	del	tráfico	ilícito
de	drogas.
D.	Leg.	824.
ART.	17.—Derogado.	Ley	28237,	Primera	Disposición	Final	y
Derogatoria.
D.	Leg.	824.
ART.	18.—Los	ministerios	del	Interior	y	de	Defensa,	dictarán	las
disposiciones	complementarias	para	el	adecuado	y	oportuno
relevo	de	las	Fuerzas	Armadas,	en	las	zonas	cocaleras	a	efecto	de
que	la	Policía	Nacional	asuma	la	responsabilidad	en	la	lucha
contra	el	tráfico	ilícito	de	drogas,	sin	perjuicio	de	lo	dispuesto	por
los	artículos	7°	y	8°	del	presente	decreto	legislativo.
TÍTULO	III
Beneficios	procesales	y	penitenciarios
excepcionales
D.	Leg.	824.
ART.	19.—El	que	hubiera	participado	o	se	encuentre	incurso	en
la	comisión	del	delito	de	tráfico	ilícito	de	drogas	previsto	y	penado
en	la	Sección	II,	Capítulo	III,	Título	XII,	del	Libro	Segundo	del
Código	Penal,	sus	modificaciones	y	adiciones,	podrá	acogerse	a	los
beneficios	que	en	forma	excepcional	establece	el	presente	decreto
legislativo.
a.	Exención	de	pena
El	agente	que	se	encuentre	o	no	sometido	a	investigación	policial
o	a	proceso	judicial,	por	tráfico	ilícito	de	drogas,	podrá	quedar
exento	de	pena,	en	los	siguientes	casos:
1.	Cuando	proporcione	información	oportuna	y	veraz	que
permita	identificar	y	detener	a	dirigentes	o	jefes	de
organizaciones	dedicadas	al	tráfico	ilícito	de	drogas	en	el	ámbito
nacional	e	internacional	o	a	las	actividades	de	tráfico	ilegal	de
armas	o	lavado	de	dinero,	vinculados	con	el	tráfico	ilícito	de
drogas.
2.	Que,	la	información	proporcionada	permita	el	decomiso	de
drogas,	insumos	químicos	fiscalizados,	dinero,	materias	primas,
infraestructuras	y	otros	medios,	utilizados	en	la	obtención	de
drogas	ilícitas,	que	establezcan	fehacientemente	el
funcionamiento	de	una	organización	dedicada	al	TID.	Dicha
información	también	deberá	permitir	la	identificación	de	los
dirigentes	o	jefes;	y,	el	desbaratamiento	de	la	organización
criminal.
b.	Remisión	de	la	pena
El	interno	que	se	encuentra	cumpliendo	la	condena	impuesta
mediante	sentencia	firme	y	ejecutoriada	por	el	delito	de	tráfico
ilícito	de	drogas	previsto	y	penado	en	el	artículo	296	del	Código
Penal,	así	como	por	los	delitos	de	lavado	de	dinero	y	tráfico	ilegal
de	armas	podrá	acogerse	al	beneficio	de	la	remisión	de	la	pena
por	el	resto	de	la	condena	que	le	falta	cumplir,	cuando	se	den	los
presupuestos	establecidos	en	los	apartados	1.	y	2.	de	la	letra	a.
precedente.
c.	Indulto
Los	delincuentes	primarios	condenados	por	el	delito	de	tráfico
ilícito	de	drogas	previsto	en	los	artículos	298,	300,	301	y	302	del
Código	Penal	que	hayan	cumplido	un	tercio	de	pena	privativa	de
libertad,	podrán	acogerse	al	beneficio	del	indulto	por	una	sola	vez.
Para	los	efectos	de	lo	dispuesto	en	los	incisos	a	y	b	del	presente
artículo	se	considera	“dirigente”,	“jefe”	o	“cabecilla”,	de	“firmas”,
“cárteles”	y	“organizaciones”	dedicadas	al	TID	en	el	ámbito
nacional	e	internacional,	del	lavado	de	dinero,	del	tráfico	ilegal	de
armas,	de	la	comercialización	ilegal	de	insumos	químicos
fiscalizados	a	aquellas	personas	que	se	encuentren	registradas	o
sean	identificadas	como	tales	por	la	Policía	Nacional,	el	Ministerio
Público	y	los	organismos	de	inteligencia	especializados	en	la
materia.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	1°.—El	presente	reglamento	tiene	por	objeto	establecer	las	normas	y
procedimientos	 para	 la	mejor	 aplicación	 de	 los	 beneficios	 de	 exención	 de
pena,	remisión	de	pena	e	indulto,	establecidos	en	el	Decreto	Legislativo	N°
824,	 con	el	propósito	de	optimizar	 resultados	en	 la	 lucha	contra	el	 tráfico
ilícito	de	drogas.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	 2°.—Podrán	 acogerse	 a	 estos	 beneficios,	 quienes	 hayan	 sido
detenidos	por	la	policía,	quienes	se	presenten	voluntariamente,	quienes	se
encuentren	sometidos	a	proceso	judicial,	y	quienes	hayan	sido	sentenciados.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	 3°.—La	 persona	 que	 solicite	 acogerse	 a	 los	 beneficios	 procesales	 y
penitenciarios	establecidos	en	el	Decreto	Legislativo	N°	824,	tratándose	de
exención	 de	 pena,	 lo	 hará	 ante	 cualquier	 dependencia	 de	 la	 Policía
Especializada	 en	Tráfico	 Ilícito	 de	Drogas	 del	 territorio	 nacional	 o	 ante	 el
juez	penal	 especializado,	 y	 cuando	 se	 trate	de	 remisión	de	pena	 e	 indulto
ante	la	autoridad	judicial	correspondiente.
JURISPRUDENCIA.—El	fundamento	de	la	exención	de	pena	reposa	en	el
artículo	8º	de	la	Constitución	Política	del	Perú.	“(…)	El	Decreto	Legislativo
Nº	824,	la	Ley	de	Lucha	contra	el	Tráfico	Ilícito	de	Drogas,	contempla	los
beneficios	procesales	y	penitenciarios	excepcionales	para	aquellos	agentes
que,	sometidos	a	investigación	policial	o	a	proceso	judicial	por	encontrarse
incursos	en	la	comisión	del	delito	de	tráfico	ilícito	de	drogas	(TID),	puedan
contribuir	a	la	lucha	contra	el	mencionado	delito.	(…)	Por	tanto,	la	exención
de	la	pena	permite	al	implicado,	sometido	a	investigación	policial	o	a	proceso
judicial	por	tráfico	ilícito	de	drogas,	quedar	fuera	del	proceso,	es	decir	exento
de	responsabilidad.	Dicho	en	otras	palabras,	la	exención	se	produce	cuando
una	vez	producido	un	delito	la	persona	que	cometió	el	hecho	punible	queda
exenta	de	sanción	alguna	o	la	misma	se	le	aplica	en	menor	medida,	a	cambio
de	cumplir	con	una	condición	señalada	por	ley:	entregar	información	veraz	y
oportuna	que	resulte	idónea	para	cumplir	determinada	finalidad.	En	ningún
caso	la	exención	de	la	pena	es	una	causa	de	extinción	de	la	acción	penal.	(…)
Esto	halla	su	fundamento	en	los	argumentos	vertidos	en	la	exposición	de
motivos	del	referido	decreto	legislativo,	en	el	que	el	legislador	consideró	que	la
incorporación	de	figuras	jurídicas	como	la	exención	se	legitima	en	la
necesidad	de	obtener	información	eficiente	y	legítima	que	posibilite
desarticular	la	estructura	de	las	organizaciones	dedicadas	al	tráfico	ilícito	de
drogas;	y,	paralelamente,	neutralizar	e	impedir	la	colusión	que	existe	con	el
terrorismo,	al	cual	sirve	de	apoyo	económico,	buscándose,	de	este	modo,
también	cumplir	con	la	finalidad	esencial	de	la	pena,	que	es	prevenir,	cautelar,
y	buscar	la	regeneración	del	delincuente,	esto	en	razón	de	que,	mediante	las
citadas	instituciones	jurídicas,	se	aminora	la	acción	criminal.	(…)	Así,	el
fundamento	constitucional	de	dicho	beneficio	reposa	en	el	artículo	8º	de	la
Constitución	Política	del	Perú,	la	que	prescribe	que	‘‘El	Estado	combate	y
sanciona	el	tráfico	ilícito	de	drogas.	Asimismo,	regula	el	uso	de	los	tóxicos
sociales’’.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	1454-2006-HC/TC,	ene.	22/2008.	Pres.	Gonzáles
Ojeda)
JURISPRUDENCIA.—Requisito	y	trámite	para	gozar	del	beneficio	de
exención	de	la	pena.	“(…)	El	requisito	que	debe	cumplir	un	procesado
acogido	a	beneficio	para	impedir	la	materialización	de	la	sanción	es	el
proporcionar	información	oportuna,	eficaz,	veraz	y	que	permita	identificar	y
detener	a	dirigentes	o	jefes	de	organizaciones	dedicadas	a	este	delito.
Asimismo,	esa	información	debe	ser	suficiente	por	sí	misma	para	posibilitar:	i)
el	decomiso	de	droga,	insumos,	dinero,	materias	primas,	infraestructura	y
otros	medios	que	permitan	establecer	el	funcionamiento	de	la	organización;
ii)	la	identificación	de	dirigentes	o	jefes;	y,	iii)	el	desbaratamiento	de	la
organización	criminal.	(…)	Respecto	del	procedimiento	a	seguirse,	el	referido
Decreto	Legislativo	Nº	824,	en	su	artículo	20	y	siguientes,	establece	que	la
información	que	deba	dar	quien	se	acoja	a	este	beneficio	será	proporcionada
voluntariamente	ante	la	autoridad	policial	en	forma	secreta	y	con	la
presencia	obligatoria	de	un	representante	del	Ministerio	Público	o	ante	el
magistrado	que	tiene	a	su	cargo	el	proceso	judicial,	debiéndose	en	todos	los
casos	cumplir	con	brindar	determinadas	medidas	de	seguridad	a	los
peticionarios,	las	cuales	son:
•	Mantener	la	identidad	del	peticionario	en	secreto.
•	Asignar	al	peticionario	una	clave,	que	se	utilizará	durante	la	secuela	del
procedimiento	de	exención	de	pena.
•	Trasladar	al	peticionario	a	un	centro	especial	de	reclusión,	a	fin	de	cautelar
su	integridad	física	y	su	vida.
•	Proporcionarle	una	identidad	ficticia.	(artículo	20	del	Decreto	Legislativo
Nº	824)
Una	vez	constatada	la	veracidad,	oportunidad	y	eficacia	de	la	información
proporcionada	por	el	Ministerio	Público,	el	fiscal	provincial	en	lo	penal
formulará	denuncia	penal,	solicitando	en	vía	incidental	que	el	agente,	esté	o
no	involucrado	en	el	proceso	penal,	sea	considerado	en	calidad	de	testigo,
identificándole	con	una	clave,	a	fin	de	salvaguardar	su	verdadera	identidad,
tras	lo	cual	deberá	procederse	a	archivar	definitivamente	los	procesos	penales
por	TID	pendientes	contra	el	solicitante;	dejando	en	claro	en	su	artículo	25
que	‘el	plazo	máximo	para	resolver	las	solicitudes	para	los	trámites	de
exención	o	remisión	de	la	pena,	por	tráfico	ilícito	de	drogas,	será	de	3	meses
contados	a	partir	de	la	fecha	de	recepción	de	la	solicitud,	bajo	responsabilidad
de	las	autoridades	pertinentes.	El	plazo	antes	mencionado	sólo	podrá	ser
ampliado	por	un	período	adicional’.	(…).”	(TC,	Exp.	N°	1454-2006-HC/TC,	ene.
22/2008.	Pres.	Gonzáles	Ojeda)
JURISPRUDENCIA.—El	derecho	a	interrogar	testigos,	que	no	es	absoluto,
constituye	un	elemento	esencial	del	derecho	a	la	prueba.	“(...)	la	norma
legal	que	prohíbe,	en	los	procesos	por	delito	de	terrorismo,	contar	con	el
testimonio	de	quienes	intervinieron	por	razón	de	sus	funciones	en	la
elaboración	del	atestado	policial,	constituye	una	limitación	al	derecho	de
interrogar	testigos,	plenamente	justificada	en	tanto	que	con	ella	se	persigue
proteger	la	vida	de	quienes	lo	elaboraron	(...).
4.	Cosa	similar	ocurre	en	el	presente	caso,	en	el	cual	se	mantiene	en	reserva	la
identidad	del	testigo	para	resguardar	su	seguridad,	no	pudiéndose,	por
consiguiente,	citarlo	para	que	presente	su	declaración	en	el	juicio.	No
obstante,	en	la	sentencia	precitada,	este	tribunal	también	advirtió	que	para
que	un	tribunal	de	justicia	condene	válidamente	a	un	inculpado	como	autor	de
un	delito	determinado,	al	amparo	de	dicha	limitación,	era	necesario	que	las
pruebas	ofrecidas	por	un	testigo	no	susceptible	de	interrogar	sean
corroboradas	con	otros	medios	de	prueba.
5.	Por	ello,	la	limitación	para	conocer	la	identidad	del	testigo	clave
establecida	en	la	Ley	de	Lucha	contra	el	Tráfico	Ilícito	de	Drogas	es
constitucionalmente	válida,	en	tanto	procura	resguardar	la	seguridad	de
quienes	prestaron	información	clave	para	la	captura	de	los	jefes	de
organizaciones	dedicadas	al	tráfico	ilícito	de	drogas.	Asimismo,	es	menester
precisar	que,	en	el	presente	caso,	tal	como	consta	en	la	copia	certificada	de	la
sentencia	condenatoria	(...),	la	manifestación	del	testigo	clave	no	fue
considerada	como	prueba	para	condenar	al	acusado;	y	en	la	sentencia
expedida	por	la	Sala	Penal	Transitoria	de	la	Corte	Suprema	de	Justicia	de	la
República,	ésta	evaluó	los	demás	medios	de	prueba	actuados	en	el	proceso
penal”.	(TC,	Exp.	1808-2003-HC/TC,	ago.	14/2003.	S.	S.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Solo	la	corroboración	de	las	pruebas	aportadas	por
un	testigo	no	susceptible	de	interrogar	puede	justificar	una	sentencia
condenatoria.	“El	Decreto	Legislativo	N°	0824,	Ley	de	Lucha	contra	el	Tráfico
Ilícito	de	Drogas,	establece	en	su	Título	Tercero	beneficios	para	quienes,	sin
ser	jefes,	dirigentes	o	cabecillas	de	bandas	dedicadas	al	narcotráfico,	hayan
participado	o	se	encuentren	incursos	en	la	comisión	de	dicho	delito.	Así,	el
artículo	19.a.1	de	dicho	cuerpo	normativo	establece	que	el	agente	será
beneficiado	con	exención	de	pena	en	caso	proporcione	información	oportuna	y
veraz	que	permita	identificar	y	detener	a	dirigentes	o	jefes	de	organizaciones
dedicadas	al	narcotráfico.	Asimismo,	el	artículo	20	prescribe	que	la	identidad
del	beneficiario	será	mantenida	en	secreto,	para	cuyo	efecto	se	le	asignará
una	clave.
2.	El	derecho	a	interrogar	testigos	constituye	un	elemento	esencial	del
derecho	a	la	prueba,	el	mismo	que	es	contenido	implícito	del	derecho	al	debido
proceso,	reconocido	en	el	artículo	139.3	de	la	Constitución.	Se	trata	de	un
derecho	que	goza	de	reconocimiento	explícito	en	instrumentos	internacionales
de	derechos	humanos,	tales	como	el	Pacto	Internacional	de	Derechos	Civiles	y
Políticos	(artículo	3.e)	y	la	Convención	Americana	de	Derechos	Humanos
(artículo	8.2.f).
(...)	este	tribunal	también	advirtió	que	para	que	un	tribunal	de	justicia
condene	válidamente	a	un	inculpado	como	autor	de	un	delito	determinado,	al
amparo	de	dicha	limitación,	era	necesario	que	las	pruebas	ofrecidas	por	un
testigo	no	susceptible	de	interrogar	sean	corroboradas	con	otros	medios	de
prueba”.	(TC,	Exp.	1808-2003-HC/TC,	ago.	14/2003.	S.	S.	Landa	Arroyo)
D.	Leg.	824.
ART.	20.—La	información	que	se	menciona	en	los	apartados	a	y	b
del	artículo	precedente,	será	proporcionada	voluntariamente	ante
la	autoridad	policial	en	forma	secreta	y	con	la	presencia
obligatoria	de	un	representante	del	Ministerio	Público	o	ante	el
magistrado	que	tiene	a	su	cargo	el	proceso	judicial.	En	el	caso	del
apartado	b	la	información	será	proporcionada	anta	la	Sala	Penal
que	expidió	la	sentencia	correspondiente.	En	todos	los	casos	se
adoptarán	las	medidas	de	seguridad	siguientes:
-	La	identidad	del	peticionario	se	mantendrá	en	secreto.
-	Se	le	asignará	una	clave	que	se	utilizará	durante	la	secuela	del
procedimiento	establecido	en	el	presente	decreto	legislativo.
-	En	tanto	duren	los	trámites	de	exención	y	remisión	de	la	pena
y,	con	la	finalidad	de	cautelar	la	integridad	física	y	la	vida	de	los
peticionarios,	éstos	serán	trasladados	a	centros	especiales	de
reclusión	que	para	el	efecto	fije	el	Ministerio	de	Justicia	en
coordinación	con	el	Ministerio	del	Interior.
-	Se	le	proporcionará	una	identidad	ficticia.
D.	S.	008-98-JUS.	
ART.	 5°.—La	 persona	 que	 se	 encuentre	 detenida	 o	 se	 presente
voluntariamente	ante	la	autoridad	policial	especializada	en	tráfico	ilícito	de
drogas	 y	 solicite	 acogerse	 al	 beneficio	 de	 exención	 de	 pena,	 previamente
deberá	reconocer	los	hechos	en	los	que	hubiere	participado	o	se	encuentre
incurso	en	la	comisión	del	delito	de	tráfico	ilícito	de	drogas.
Esta	 manifestación	 será	 tomada	 con	 las	 formalidades	 de	 ley	 y	 formará
parte	del	atestado	principal;	cuidando	no	consignar	la	petición	del	beneficio.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	 6°.—Admitida	 la	 petición,	 el	 instructor	 policial	 con	 la	 participación
obligatoria	del	representante	del	Ministerio	Público,	solicitará	a	la	Dirección
Nacional	Antidrogas	de	 la	Policía	Nacional	 (Dinandro),	 asigne	una	clave	al
peticionario.	Esta	unidad,	en	documento	estrictamente	secreto	 la	otorgará,
levantando	previamente	un	 acta,	 consignando	 las	 generales	de	 ley	 y	 clave
asignada	al	peticionario,	guardándose	en	estricto	secreto	juntamente	con	el
documento	que	la	motivó.
D.	Leg.	824.
ART.	21.—Los	beneficios	consignados	en	el	artículo	19	del
presente	decreto	legislativo,	no	son	aplicables	a	los	dirigentes,
jefes	y	cabecillas	de	las	bandas	u	organizaciones	denominadas
“firmas”	o	“cárteles”,	dedicados	al	tráfico	ilícito	de	drogas.
Tampoco	a	las	personas	que	se	han	acogido	a	los	beneficios	de	la
Ley	N°	26320.	Igualmente	no	serán	extensivos	a	los	funcionarios	o
servidores	públicos	encargados	de	la	prevención,	investigación,
juzgamiento	y	ejecución	de	las	penas	por	dichos	delitos.
D.	Leg.	824.
ART.	22.—La	veracidad,	oportunidad	y	eficacia	de	la	información
proporcionada	por	las	personas	que	se	mencionan	en	el	artículo
19	del	presente	decreto	legislativo,	será	constatada
obligatoriamente	con	la	presencia	de	un	representante	del
Ministerio	Público.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	 8°.—La	 información	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 precedente,
necesariamente	 originará	 una	 nueva	 investigación	 policial,	 cuyo	 trámite
será	 en	 incidente	 independiente,	 separado	 del	 atestado	 principal,	 con	 la
reserva	de	ley.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	 9°.—La	 información	 a	 que	 se	 refiere	 el	 Art.	 7°	 del	 presente
reglamento,	será	constatada	por	la	Unidad	Especializada	en	Tráfico	Ilícito	de
Drogas	de	 la	Policía	Nacional,	 la	que	actuará	a	dedicación	exclusiva	con	 la
participación	 obligatoria	 del	 representante	 del	Ministerio	 Público	 y	 de	 su
abogado	defensor	o	defensor	de	oficio	si	lo	solicitara.
D.	Leg.	824.
ART.	23.—Sólo	una	vez	comprobada	la	veracidad	de	la
información	proporcionada	por	el	agente,	a	iniciativa	del
Ministerio	Público	o	a	solicitud	de	parte,	se	procederá	a	otorgar	el
beneficio	de	la	exención,	remisión	o	indulto,	según	correspondan,
siguiendo	el	procedimiento	que	a	continuación	se	detalla:
a.	Para	el	caso	del	inciso	a	del	artículo	19	del	presente	decreto
legislativo,	el	Fiscal	Provincial	en	lo	Penal	formulará	denuncia
penal	que	motive	la	información	proporcionada,	solicitando	en	vía
incidental	que	el	agente,	esté	o	no	involucrado	en	éste	proceso
penal,	sea	considerado	en	calidad	de	testigo,	identificándole	con
una	clave,	a	fin	de	salvaguardar	la	verdadera	identidad	del
peticionario,	debiendo	el	juez	en	lo	penal	emitir	su	informe	ante	la
Sala	Penal	competente,	la	cual	previo	dictamen	fiscal,	resolverá	en
el	término	de	15	días.
Aprobada	la	situación	jurídica	como	testigo,	se	oficiará	a	las
autoridades	jurisdiccionales	que	correspondan	para	que	procedan
al	archivamiento	definitivo	de	los	procesos	penales	por	TID
pendientes	contra	el	solicitante.
b.	En	el	caso	del	inciso	b	del	artículo	19	del	presente	decreto
legislativo,	la	Sala	Penal	que	recibe	la	información	del
peticionario,	remitirá	lo	actuado	al	Fiscal	Provincial	en	lo	Penal
correspondiente,	llevándose	a	cabo	el	procedimiento	establecido
en	el	apartado	precedente.
c.	En	el	caso	del	inciso	c	del	artículo	19	del	presente	decreto
legislativo,	la	autoridad	penitenciaria	certificará	el	cumplimiento
de	1/3	de	la	condena	impuesta,	observando	buena	conducta	en	su
condición	de	primario.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	 10.—Si	 la	 información	 proporcionada	 resultara	 veraz,	 todas	 las
personas	sindicadas	por	el	peticionario	como	presuntos	autores	de	 tráfico
ilícito	de	drogas	serán	materia	de	una	nueva	e	independiente	investigación
policial,	 con	 la	 participación	 obligatoria	 del	 representante	 del	 Ministerio
Público,	quien	formulará	las	denuncias	penales	que	el	caso	amerite.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	 11.—Comprobada	 la	 información	 como	 veraz	 y	 oportuna,	 el	 fiscal
penal	provincial	formulará	denuncia	penal	solicitando	en	vía	incidental,	que
el	peticionario,	esté	o	no	involucrado	en	el	proceso	penal,	sea	considerado
en	calidad	de	testigo,	identificándolo	únicamente	con	la	clave	asignada.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	12.—La	solicitud	del	representante	del	Ministerio	Público,	formulada
en	 vía	 incidental,	 motivará	 el	 informe	 del	 juez	 penal	 especializado,	 quien
elevará	los	actuados	a	la	Sala	Penal	Superior	Especializada	en	el	término	de
24	horas.
D.	Leg.	824.
ART.	24.—La	persona	o	personas	que	se	acojan	a	los	beneficios
que	acuerda	el	presente	decreto	legislativo,	antes	de	su
excarcelación	o	de	salir	en	libertad,	firmarán	un	acta	con	clave	y
con	el	carácter	de	declaración	jurada,	comprometiéndose	a	no
incurrir	en	la	comisión	de	nuevos	delitos	por	tráfico	ilícito	de
drogas.	De	volver	a	cometer	nuevamente	estos	ilícitos	penales,	no
se	podrá	acoger	a	ningún	beneficio	penitenciario	posterior,
perdiendo	los	ya	adquiridos.
D.	Leg.	824.
ART.	25.—El	plazo	máximo	para	resolver	las	solicitudes	para	los
trámites	de	exención	o	remisión	de	la	pena,	por	tráfico	ilícito	de
drogas,	será	de	3	meses	contados	a	partir	de	la	fecha	de	recepción
de	la	solicitud,	bajo	responsabilidad	de	las	autoridades
pertinentes.	El	plazo	antes	mencionado	solo	podrá	ser	ampliado
por	un	período	adicional.
D.	Leg.	824.
ART.	26.—Cuando	la	solicitud	del	agente	no	sea	atendida
favorablemente	por	falta	de	pruebas,	las	declaraciones	y	los
medios	acordados	se	tendrán	como	inexistentes	y	no	podrán	ser
utilizados	en	su	contra.
JURISPRUDENCIA.—Las	pruebas	pueden	ser	utilizadas	siempre	que	no
se	otorguen	bajo	un	proceso	de	exención	de	la	pena.	“(…)	El	artículo	26	del
Decreto	Legislativo	precitado	(…)	armoniza	con	lo	resuelto	por	este	tribunal
en	la	sentencia	(…)	en	la	que	se	concluyó	que	para	que	los	medios	probatorios
sean	admitidos,	deben	ser	presentados	en	su	oportunidad,	esto	es,	deben
guardar	relación	directa	con	el	carácter	de	preclusión	o	eventualidad	que
debe	tener	la	prueba	y,	en	virtud	del	cual,	toda	prueba	solicitada	fuera	de
etapa	deviene	en	inválida,	puesto	que	existe	una	oportunidad	procesal	para
solicitar	la	actuación	de	medios	probatorios.
En	ese	sentido,	el	derecho	a	probar	es	uno	de	los	componentes	elementales	del
derecho	a	la	tutela	procesal	efectiva,	tal	como	lo	señaló	el	mismo	tribunal	(…);
y,	por	tanto,	constituye	un	elemento	implícito	del	derecho	a	la	defensa.	No
resultará	lógico,	así,	sostener	que	una	testimonial	rendida	por	un	procesado	a
fin	de	acceder	a	un	beneficio	sea	invocada	por	el	juez	encargado	de	la
instrucción	penal	para	determinar	el	grado	de	culpabilidad	de	aquél,	pues	de
esta	manera	no	sólo	se	estaría	vulnerando	el	principio	de	preclusión	de	la
actuación	de	los	medios	probatorios,	sino	que	se	limitaría	el	derecho	a	la
defensa	del	procesado,	al	no	permitírsele	presentar	medios	probatorios	en	la
oportunidad	respectiva	y	en	la	manera	que	considere	pertinente	para	crear
convicción	en	el	juzgador	respecto	de	su	inocencia.	(…)	una	vez	que	un
peticionario	se	acoge	al	beneficio	de	exención	de	la	pena,	corresponde
asignarle	una	identidad	ficticia	y	una	clave,	con	la	cual	deberá	rendir	su
manifestación	ante	la	policía,	en	presencia	del	representante	del	Ministerio
Público.	En	ese	sentido,	corre	en	autos,	a	fojas	90,	la	manifestación	policial
rendida	por	el	actor	en	presencia	del	representante	de	la	Dirección	Nacional
Antidrogas	de	la	Policía	Nacional	del	Perú,	el	fiscal	provincial	especializado
antidrogas	de	Lima	y	su	abogado	defensor;	declaración	en	la	cual	el	actor,	sin
hallarse	con	identidad	ficticia	o	clave	de	identificación	alguna	y	brindando
voluntariamente	su	nombre	real	y	sus	datos	particulares,	acepta	todos	los
cargos	que	se	le	imputan	respecto	del	delito	instruido,	procediendo	finalmente
a	firmar	dicha	acta	y	colocar	su	huella	digital,	consignando	nuevamente	su
nombre	real.	(…)	Siendo	así	resulta	claro	que	en	el	presente	caso	no	existió
vulneración	alguna	del	derecho	al	debido	proceso	o	a	la	tutela	procesal
efectiva,	puesto	que	de	la	instrumental	precitada	no	se	aprecia	indicio	alguno
de	que	la	manifestación	estuvo	siendo	dada	en	el	marco	del	beneficio	procesal
de	exención,	limitándose	a	consignar	el	demandante	al	final	de	ella	que	se
halla	arrepentido	y	desea	colaborar	con	la	justicia	a	fin	de	esclarecer	los
hechos,	lo	cual	no	implica	prueba	idónea	suficiente	que	acredite	que	dicha
declaración	se	emitió	en	el	marco	de	la	tramitación	del	alegado	beneficio.	Por
el	contrario,	se	tiene	de	dicho	documento	que	en	todo	momento	el	actor	estuvo
debidamente	asesorado	por	su	abogado	defensor,	el	cual,	en	todo	caso,	debió
haber	exigido	el	cumplimiento	de	las	formalidades	contempladas	en	el
Decreto	Legislativo	Nº	824,	es	decir,	la	asignación	de	una	identidad	ficticia	y
un	código	de	identificación,	antes	de	la	rendición	de	su	manifestación.
Por	tanto	se	puede	concluir	válidamente	que	la	declaración	rendida	por	el
actor	a	nivel	policial	tiene	efecto	de	medio	probatorio,	que	por	ello	fue
incorporada	al	proceso	como	declaración	de	parte	y	que	no	existe	óbice
alguno	que	impida	al	juez	ordinario	otorgar	a	ésta	valor	probatorio	y
admitirlo	como	tal,	de	modo	que	carece	de	sustento	la	afirmación	vertida	por
el	actor	respecto	a	que	dicha	declaración	fue	rendida	al	interior	de	proceso
incidental	aparte.	(…)”	(TC,	Exp.	N°	1454-2006-HC/TC,	ene.	22/2008.	Pres.
Gonzáles	Ojeda)
D.	Leg.	824.
ART.	27.—Las	autoridades	que	resuelvan	en	definitiva	los
beneficios	otorgados	a	los	encausados	o	procesados	por	tráfico
ilícito	de	drogas,	remitirán	bajo	responsabilidad	a	la	Dirección
Nacional	Antidrogas	de	la	Policía	Nacional	(Dinandro)	y	a	la
Procuraduría	Pública	correspondiente	la	información	con	carácter
de	“Secreto”,	para	la	adopción	de	las	medidas	que	correspondan.
TÍTULO	IV
Procedimientos	especiales	de
investigación	policial
D.	Leg.	824.
ART.	28.—El	representante	del	Ministerio	Público	con	el
propósito	de	permitir	la	obtención	de	las	pruebas	necesarias	para
posibilitar	la	acusación	penal,	entre	otros	aspectos,	podrá
autorizar	a	los	órganos	especializados	comprometidos	en	la	lucha
contra	el	tráfico	ilícito	de	drogas,	la	ejecución	de	los
procedimientos	denominados	“remesa	controlada”	y	“agente
encubierto”,	supervisando	su	desarrollo	y	disponiendo	la
culminación,	en	cuanto	se	haya	cumplido	con	los	objetivos
propuestos.
Si	los	procedimientos	antes	citados	fueran	necesarios	durante	el
proceso	judicial,	la	autorización	respectiva	la	otorgará	la
autoridad	judicial	correspondiente.	La	ejecución	de	dichos
procedimientos	a	nivel	internacional	se	sujetará	a	lo	prescrito	en
los	convenios	suscritos	por	el	Perú.
D.	Leg.	824.
ART.	29.—Para	los	efectos	del	presente	decreto	legislativo,	se
entiende	por:
a.	“Remesa	controlada”:	El	procedimiento	especial,
debidamente	planificado	por	la	autoridad	policial	y	autorizado
con	la	reserva	del	caso	por	el	Ministerio	Público,	mediante	el	cual,
en	forma	encubierta	se	efectúa	la	custodia	y	control	de	un
transporte	de	drogas	verificado	o	presunto,	durante	un	período	de
tiempo	con	el	objeto	de	determinar	las	circunstancias,	destino,
implicados	directos	e	indirectos	y	las	conexiones	con	asociaciones
delictivas.
b.	“Agente	encubierto”:	El	procedimiento	especial,	planificado
por	la	autoridad	policial	y	autorizado	con	la	reserva	del	caso	por
el	Ministerio	Público	o	el	órgano	jurisdiccional	mediante	el	cual
un	agente	especializado,	ocultando	su	identidad	se	infiltra	en	una
organización	dedicada	al	tráfico	ilícito	de	drogas,	con	el	propósito
de	identificar	su	estructura,	dirigentes	e	integrantes,	recursos,
modus	operandi	y	conexiones	con	asociaciones	ilícitas.
JURISPRUDENCIA.—Técnica	especial	de	investigación	del	agente
encubierto	resulta	constitucional.	“(…)	El	agente	encubierto	o	secreto	es
aquella	persona	seleccionada	y	adiestrada	que	con	identidad	supuesta
[simulando	ser	delincuente]	se	infiltra	o	penetra	por	disposición	de	autoridad
competente	a	una	organización	criminal,	con	el	propósito	de	proporcionar
[desde	adentro	de	ella]	información	que	permita	el	enjuiciamiento	de	los
miembros	que	la	componen.	Y	es	que,	estando	a	que	hay	delitos	que	son
susceptibles	de	ser	descubiertos	y	probados	sólo	si	los	órganos	encargados	de
la	investigación	son	admitidos	en	el	círculo	en	el	que	ellos	tienen	lugar,	resulta
necesario	su	empleo	para	que	de	modo	encubierto	se	introduzcan	[como	un
integrante	más]	en	el	corazón	mismo	de	dicha	organización	criminal,	a	fin	de
proporcionar	[desde	su	interior]	información	sobre	sus	integrantes,
funcionamiento	y	financiación.
(…).
no	es	lo	mismo	que	agente	provocador.	El	agente	provocador	interviene	para
inducir	o	incitar	a	cometer	el	delito	[para	provocar	la	realización	del	delito]	y
su	actuación	determina	que	una	o	varias	personas	incurran	en	un	delito	que
no	tenían	propuesto	realizarlo	con	anterioridad,	o	en	caso	no	hubiesen	dado
inicio	formal	a	su	preparación;	mientras	que	el	agente	encubierto	se	infiltra	a
una	organización	criminal	para	determinar	su	estructura,	funcionamiento	e
identificar	a	sus	integrantes,	esto	es,	para	demostrar	o	acreditar	que	una	o
varias	personas	tenían	ya	la	predisposición	de	realizar	actividades	ilícitas,	o
que	continúan	practicando	dichas	actividades	y	cuyo	descubrimiento	se
pretende.	El	conocimiento	y	la	voluntad	de	dirigir	el	comportamiento	hacia	la
realización	del	hecho	delictivo	surge	en	este	caso	en	la	persona	del	autor
vinculado	al	crimen	organizado	y	no	en	el	agente	encubierto.”	(TC,	Exp.
04750-2007-PHC/TC,	nov.	08/2008.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—El	control	de	la	actuación	del	agente	encubierto	y
los	principios	que	fundamentan	su	empleo.	“(…)	requiere	necesariamente
la	autorización	de	la	autoridad	competente	ante	la	existencia	de	indicios
razonables	de	la	comisión	de	un	delito	por	la	persona	vinculada	al	crimen
organizado,	o	que	continúa	realizando	dicha	práctica	criminal	[cuyo
descubrimiento	se	pretende];	es	decir,	supone	el	conocimiento	de	hechos	que
revistan	las	características	de	delito	y	suficientes	circunstancias	fácticas	que
indiquen	su	posible	existencia;	a	partir	de	ello	el	agente	encubierto	tiene	la
facultad	para	actuar	con	identidad	supuesta,	entre	otras	actividades,	en	el
tráfico	jurídico	y	social,	participar	en	las	reuniones	de	trabajo	y	desarrollar
las	demás	actividades	vinculadas	al	delito	de	que	se	trate.
(…)	la	autoridad	que	autorizó	es	quien	tiene	la	obligación	de	señalar	el
período	de	duración	y	los	límites	de	actuación	del	agente	(el	respeto	a	los
derechos	fundamentales),	efectuando	para	dicho	efecto	la	supervisión	y
control	de	sus	actuaciones	y,	eventualmente,	dar	por	concluido	su	empleo.	(…).
18.	El	procedimiento	especial	de	agente	encubierto	evidentemente	no	puede
ser	utilizado	en	todos	los	casos,	sino	que	debe	sustentarse	fundamentalmente
en	los	principios	de	subsidiariedad	y	necesidad,	entre	otros.
-	Principio	de	subsidiaridad.-	(…)	el	empleo	del	agente	ocurre	sino	existen
métodos	de	investigación	convencional	que	posibiliten	que	el	delito	sea
detectado	o	sus	autores	identificados,	esto	es,	si	los	medios	de	prueba	no
pueden	ser	obtenidos	por	los	llamados	‘métodos	tradicionales	de
investigación’.	Por	cierto,	esto	no	implica	el	agotamiento	previo	de	todas	las
alternativas	investigativas	para	luego	acudir	a	dicha	técnica,	sino	que	la
autoridad	competente	deberá	evaluar	si	no	cuenta	con	otras	técnicas
investigativas	que	aseguren	el	éxito	de	la	investigación.
-	Principio	de	necesidad.-	(…)	el	agente	se	utilizará	atendiendo	a	los	fines	de
la	investigación	en	relación	con	la	gravedad	del	delito	[delitos	cometidos	por
organizaciones	criminales	o	criminalidad	institucionalizada].	Se	entiende	por
organización	criminal	al	grupo	estructurado	de	tres	o	más	personas	que
exista	durante	cierto	tiempo	y	que	actúe	concertadamente	con	el	propósito	de
cometer	uno	o	más	delitos	graves	con	miras	a	obtener,	directa	o
indirectamente,	un	beneficio	económico	o	de	otro	orden.	Pertenecen	a	este
grupo	de	delitos	el	tráfico	ilícito	de	drogas,	el	tráfico	de	armas,	terrorismo,
trata	de	personas,	secuestro,	entre	otros.	(…).”	(TC,	Exp.	04750-2007-PHC/TC,
nov.	08/2008.	Pres.	Landa	Arroyo)
D.	Leg.	824.
ART.	30.—El	juez	o	sala	penal	competente	declarará
improcedente	la	comparecencia	como	testigo	del	personal	de	la
Policía	Nacional	que	participe	en	la	intervención,	investigación	o
formulación	del	documento	respectivo	por	tráfico	ilícito	de
drogas,	así	como	al	personal	que	participe	en	los	procedimientos
establecidos	en	el	artículo	28	del	presente	decreto	legislativo,
cuando	se	refiera	a	diligencias	en	las	que	haya	participado	el
Ministerio	Público,	debiendo	conservar	las	mismas	su	calidad
probatoria.
D.	Leg.	1053.
Sexta	Disposición	 Complementaria	 y	 Final.—El	 personal	 de	 la	 Sunat	 que
participe	 en	 la	 intervención,	 investigación	 o	 formulación	 del	 documento
respectivo	 por	 tráfico	 ilícito	 de	 drogas,	 se	 encuentra	 comprendido	 en	 los
alcances	del	artículo	30	del	Decreto	Legislativo	N°	824.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	13.—Recibido	el	incidente	por	la	Sala	Penal	Superior	Especializada,	lo
remitirá	 a	 la	 Fiscalía	 Penal	 Superior	 Especializada,	 para	 el	 dictamen
correspondiente.	 Devuelto	 el	 incidente,	 la	 sala	 penal	 aprobará	 o
desaprobará	 la	 situación	 jurídica	 del	 peticionario	 como	 testigo	 mediante
resolución	que	la	dictará	en	el	término	de	15	días.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	 14.—En	 caso	 de	 resolución	 aprobatoria,	 la	 Sala	 Penal	 Superior
Especializada	dispondrá	la	libertad	del	beneficiado	y	el	archivo	definitivo	de
los	procesos	penales	pendientes	por	tráfico	ilícito	de	drogas	que	tuviera.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	 15.—El	 beneficio	 de	 exención	 de	 pena	 será	 solicitado	 por	 el
procesado,	 familiar	directo,	abogado	defensor	o	defensor	de	oficio,	ante	el
juez	 penal	 especializado,	 quien	 con	 la	 reserva	 del	 caso	 levantará	 el	 acta
correspondiente,	 con	 la	 participación	 obligatoria	 del	 representante	 del
Ministerio	Público,	y	abogado	defensor	o	defensor	de	oficio	si	lo	solicitara.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	 16.—Admitida	 la	 petición,	 el	 juez	 penal	 especializado	 solicitará	 a	 la
Dirección	 Nacional	 Antidrogas	 de	 la	 Policía	 Nacional	 (Dinandro),	 la	 clave
correspondiente.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	 17.—El	 juez	 penal	 especializado	 recibirá	 la	 información	 del
peticionario	 con	 la	 participación	 obligatoria	 del	 representante	 del
Ministerio	 Público	 y	 del	 abogado	 defensor	 o	 defensor	 de	 oficio	 si	 lo
solicitara,	 en	 la	 que	 sólo	 se	 consignará	 la	 clave	 asignada,	 y	 se	 tramitará
como	incidente	con	la	estricta	reserva	del	caso.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	18.—Recibida	 la	 información,	el	 juez	penal	especializado	remitirá	 lo
actuado	 a	 la	 Fiscalía	 Penal	 Provincial	 Especializada	 para	 que	 en
coordinación	 con	 la	 Policía	 Especializada	 en	 Tráfico	 Ilícito	 de	 Drogas
comprueben	la	oportunidad	y	veracidad	de	dicha	información,	disponiendo
que	el	peticionario	sea	trasladado	al	centro	especial	de	reclusión.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	 19.—Concluidas	 las	 diligencias	 de	 comprobación	 por	 parte	 del
Ministerio	Público	y	la	Policía	Especializada	en	Tráfico	Ilícito	de	Drogas,	se
observará	el	trámite	previsto	en	los	Arts.	10	al	14	del	presente	reglamento.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	20.—El	sentenciado	que	solicite	acogerse	al	beneficio	de	remisión	de
pena,	 podrá	 hacerlo	 personalmente,	 por	 un	 familiar	 directo,	 abogado
defensor	o	defensor	de	oficio,	ante	la	Sala	Penal	Superior	Especializada,	con
la	estricta	reserva	del	caso.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	 21.—Admitida	 la	 petición,	 la	 Sala	 Penal	 Superior	 Especializada	 en
Tráfico	Ilícito	de	Drogas,	solicitará	a	la	Dirección	Nacional	Antidrogas	de	la
Policía	Nacional	(Dinandro),	la	clave	correspondiente.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	 22.—Admitida	 la	 petición,	 la	 Sala	 Penal	 Superior	 Especializada
recibirá	la	información	del	peticionario,	con	la	participación	obligatoria	del
representante	del	Ministerio	Público,	abogado	defensor	o	defensor	de	oficio
si	lo	solicitara,	en	la	que	sólo	se	consignará	la	clave	asignada	y	se	tramitará
como	incidente	con	la	estricta	reserva	del	caso.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	 23.—Recibida	 la	 información,	 la	 Sala	 Penal	 Superior	 Especializada
remitirá	 lo	 actuado	 a	 la	 Fiscalía	 Penal	 Provincial	 Especializada	 en	 Tráfico
Ilícito	de	Drogas,	para	que	compruebe	la	oportunidad	y	veracidad	de	dicha
información.	 Disponiendo	 que	 el	 peticionario	 sea	 trasladado	 al	 centro
especial	de	reclusión.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	24.—Concluida	la	diligencia	de	comprobación	por	parte	del	Ministerio
Público	 y	 la	 Policía	Nacional	 Especializada	 en	Tráfico	 Ilícito	 de	Drogas,	 se
observará	el	trámite	previsto	en	los	Arts.	10	al	14	del	presente	reglamento.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	 25.—El	 beneficio	 del	 indulto	 será	 solicitado	 por	 el	 interesado,	 un
familiar	directo,	el	representante	del	Ministerio	Público,	abogado	defensor	o
defensor	 de	 oficio,	 ante	 la	 Sala	 Penal	 Superior	 Especializada	 en	 Tráfico
Ilícito	de	Drogas	competente.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	 26.—Admitida	 la	 petición,	 la	 Sala	 Penal	 Superior	 Especializada
solicitará	 a	 la	 Dirección	 Nacional	 Antidrogas	 de	 la	 Policía	 Nacional
(Dinandro),	la	clave	correspondiente.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	27.—La	Sala	Penal	Superior	Especializada	recibirá	la	información	del
peticionario,	 con	 la	 participación	 obligatoria	 del	 representante	 del
Ministerio	Público,	abogado	defensor	o	defensor	de	oficio	si	lo	solicitara,	en
la	 que	 sólo	 se	 consignará	 la	 clave	 asignada	 y	 se	 tramitará	 como	 incidente
con	la	estricta	reserva	del	caso.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	 28.—Recibida	 la	 información,	 la	 Sala	 Penal	 Superior	 Especializada
remitirá	lo	actuado	a	la	Fiscalía	Penal	Provincial	Especializada	para	que	en
coordinación	 con	 la	 Policía	 Especializada	 en	 Tráfico	 Ilícito	 de	 Drogas
comprueben	la	oportunidad	y	veracidad	de	dicha	información.	Disponiendo
que	 el	 peticionario	 sea	 trasladado	 al	 centro	 especial	 de	 reclusión	 por
razones	de	seguridad.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	 29.—Concluido	 el	 trámite,	 y	 si	 la	 Sala	 Penal	 Superior	 Especializada
fuera	 del	 parecer	 de	 su	 procedencia,	 con	 informe	 debidamente	 motivado
elevará	el	incidente	a	la	Comisión	de	Indultos	del	Ministerio	de	Justicia	para
el	 fin	establecido	en	el	artículo	118,	Inc.	21)	de	la	Constitución	Política	del
Perú.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	 30.—El	 plazo	 para	 la	 tramitación	 de	 los	 beneficios	 procesales	 y
penitenciarios	 excepcionales	 de	 exención	 de	 pena,	 remisión	 de	 pena	 e
indulto,	 será	 de	 tres	 meses,	 contado	 desde	 la	 fecha	 de	 recepción	 de	 la
solicitud,	pudiendo	concederse	un	plazo	adicional	que	será	coordinado	por
la	 Policía	 Especializada	 en	 Tráfico	 Ilícito	 de	 Drogas	 encargada	 de	 la
verificación	con	el	Ministerio	Público,	quien	 lo	 solicitará	ante	 la	 autoridad
competente.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	31.—Otorgado	el	beneficio	y	ordenada	su	libertad,	para	proceder	a	su
ejecución,	el	liberado	firmará	el	acta	con	clave,	la	que	tendrá	el	carácter	de
declaración	 jurada,	 comprometiéndose	 a	 no	 incurrir	 en	 la	 comisión	 de
nuevos	delitos	por	tráfico	ilícito	de	drogas.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	 32.—El	 acta	 con	 clave	 será	 redactada	 y	 firmada	 por	 la	 autoridad
judicial,	 el	 representante	 del	Ministerio	 Público,	 el	 beneficiado	 y	 abogado
defensor	 o	 defensor	 de	 oficio	 si	 lo	 tuviere,	 archivándose	 y	 conservándola
bajo	responsabilidad	de	la	autoridad	judicial,	que	tramitó	dicho	beneficio.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	 33.—La	 autoridad	 judicial	 al	 término	 de	 la	 ejecución	 de	 libertad,
informará	con	carácter	de	secreto	a	la	Dirección	Nacional	de	Antidrogas	de
la	Policía	Nacional	(Dinandro)	y	a	la	Procuraduría	Pública	correspondiente,
del	beneficio	concedido	para	que	adopten	las	medidas	pertinentes.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	34.—El	Ministerio	del	Interior	será	el	encargado	de:
a)	 Velar	 por	 la	 integridad	 física	 y	 la	 vida	 de	 los	 beneficiados,	 durante	 su
permanencia	en	los	centros	especiales	de	reclusión.
b)	Otorgar	al	beneficiado	una	identidad	ficticia	si	la	solicita.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	35.—El	Ministerio	del	Interior	será	el	encargado	de	gestionar	ante	el
Ministerio	 de	 Economía	 y	 Finanzas	 el	 apoyo	 económico	 a	 favor	 del
beneficiado	 consistente	 en	 pasajes	 y	 bolsa	 de	 viaje	 por	 una	 sola	 vez,	 así
como	 para	 su	 alimentación	 y	 salud	 durante	 su	 permanencia	 en	 el	 centro
especial	 de	 reclusión.	 El	 apoyo	 económico	 referente	 a	 pasajes	 y	 bolsa	 de
viaje	se	extenderá	a	su	cónyuge,	padres	e	hijos	si	los	tuviera.
D.	S.	008-98-JUS.
ART.	 36.—El	 Ministerio	 del	 Interior	 por	 intermedio	 de	 la	 Dirección
Nacional	 Antidrogas	 de	 la	 Policía	 Nacional	 (Dinandro),	 a	 solicitud	 del
liberado,	gestionará	 la	migración	de	 los	beneficiados,	cuando	por	razón	de
seguridad,	 conservación	 de	 su	 vida	 e	 integridad	 física	 deban	 emigrar	 al
exterior,	pudiendo	elegir	libremente	el	país	de	su	nueva	residencia	o	aquel
con	el	cual	el	Perú	haya	suscrito	tratados,	acuerdos,	convenios	o	que	acepte
la	asistencia	recíproca.
D.	S.	008-98-JUS.
Primera	 Disposición	 Complementaria.—En	 caso	 de	 que	 el	 beneficiado
incurra	en	nuevo	delito	por	tráfico	ilícito	de	drogas,	perderá	los	beneficios
adquiridos	y	no	podrá	acogerse	a	ningún	beneficio	penitenciario	posterior.
D.	S.	008-98-JUS.
Segunda	 Disposición	 Complementaria.—Si	 por	 falta	 de	 pruebas	 no	 se
concediera	el	beneficio	solicitado,	y	existieran	evidencias	de	la	comisión	de
delito	 por	 terceros,	 el	 Fiscal	 Penal	 Provincial	 Especializado	 procederá	 de
acuerdo	a	sus	atribuciones.
D.	S.	008-98-JUS.
Tercera	 Disposición	 Complementaria.—En	 los	 casos	 que	 la	 investigación
policial	 con	 la	 participación	 del	 representante	 del	 Ministerio	 Público,
concluyera	 que	 la	 información	 proporcionada	 por	 el	 peticionario	 es
dolosamente	falsa,	la	autoridad	judicial	o	el	fiscal	según	sea	el	caso,	deberá
actuar	conforme	a	sus	atribuciones.
D.	S.	008-98-JUS.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria.—La	 divulgación	 de	 la	 identidad	 o
clave	 asignada	 al	 peticionario	 o	 beneficiado,	 por	 cualquiera	 de	 las
autoridades	que	hubieren	intervenido	en	el	trámite	del	beneficio,	acarreará
responsabilidad	penal.
D.	S.	008-98-JUS.
Quinta	 Disposición	 Complementaria.—Otorgada	 la	 clave	 al	 solicitante	 de
cualquiera	de	los	beneficios	procesales	y	penitenciarios	excepcionales,	ésta
será	el	único	medio	de	identificación	en	su	tramitación	y	ejecución.
TÍTULO	V
Disposiciones	finales	y	complementarias
D.	Leg.	824.
ART.	31.—Deróganse	el	Decreto	Ley	N°	25426	y	la	Ley	N°	26247,
así	como	deróganse	o	modifícanse,	en	su	caso,	las	disposiciones
que	se	opongan	al	presente	decreto	legislativo.
D.	Leg.	824.
ART.	32.—Autorízase	al	Ministerio	de	Economía	y	Finanzas	a
realizar	las	transferencias	presupuestarias	para	la
implementación	de	Contradrogas.
D.	Leg.	824.
ART.	33.—Contradrogas	queda	exceptuada	durante	el	ejercicio
fiscal	de	su	creación	e	implementación	de	las	restricciones	en	la
ejecución	presupuestal	dispuestas	en	la	Ley	Anual	de
Presupuestos	del	sector	público,	leyes	complementarias	y
especiales,	a	efectos	de	cubrir	los	requerimientos	de	personal,
bienes	y	servicios,	así	como	la	adjudicación	de	un	inmueble	para
su	sede	institucional.
D.	Leg.	1106
Ley	contra	el	lavado	de	activos	y	otros	delitos
relacionados	a	la	minería	ilegal	y	crimen
organizado
D.	Leg.	1106.
ART.	 1°.—Actos	 de	 conversión	 y	 transferencia.	 El	 que
convierte	 o	 transfiere	 dinero,	 bienes,	 efectos	 o	 ganancias	 cuyo
origen	ilícito	conoce	o	debía	presumir,	con	la	finalidad	de	evitar	la
identificación	 de	 su	 origen,	 su	 incautación	 o	 decomiso,	 será
reprimido	con	pena	privativa	de	la	 libertad	no	menor	de	ocho	ni
mayor	de	quince	años	y	con	ciento	veinte	a	trescientos	cincuenta
días	multa.
NOTA:	El	Decreto	Legislativo	1106,	publicado	el	20	de	abril	del	2012,	derogó	expresamente	la	Ley
27765	(Ley	Penal	contra	el	Lavado	de	Activos)	y	su	modificatoria	(D.	Leg.	986).
PLENO	 JURISDICCIONAL	 PENAL.—Como	 el	 delito	 de	 lavado	 puede	 ser
posterior	o	anterior	a	la	consumación	o	tentativa	del	delito	fuente	de	los
activos	 ilegales,	 no	 es	 posible	 excluir	 o	 desestimar	 a	 priori	 una
investigación	 o	 la	 aplicación	 de	 las	 medidas	 coercitivas.	 “El	 lavado	 de
activos	 es	 un	 delito	 que	 se	 expresa	 como	un	 proceso	 o	 secuencia	 de	 actos	 o
etapas	 que	 dogmáticamente	 adquieren	 autonomía	 típica,	 así	 como	 un
desarrollo	 operativo	 y	 un	 momento	 consumativo	 diferentes.	 Al	 respecto,	 se
suele	 señalar	 la	 realización	 sucesiva	 de	 actos	 de	 colocación,	 intercalación	 e
integración,	a	los	cuales	la	legislación	penal	vigente	califica	como	conversión,
transferencia,	ocultamiento	y	tenencia,	respectivamente.	(...).
9.	 Por	 lo	 general	 las	 operaciones	 de	 lavado	 de	 activos	 tienen	 lugar	 con
posterioridad	 a	 la	 obtención	 de	 los	 ingresos	 ilícitos	 que	 generó	 la	 actividad
delictiva	desplegada	por	un	tercero	o	por	el	propio	actor	de	las	operaciones	de
legitimación	 de	 activos.	 Tales	 activos	 constituyen	 un	 producto	 derivado	 y
ulterior	 de	 dicha	 actividad	 delictiva	 y	 constituyen,	 por	 tanto,	 el	 objeto
potencial	 de	 futuras	 acciones	 de	 lavado.	 Sin	 embargo,	 esta	 clara	 distinción
sólo	 es	 factible	 y	 evidente	 en	 relación	 con	 actos	 iniciales	 de	 colocación	 –
conversión–	que	se	ejecutan	con	activos	 líquidos	o	dinero	obtenido	directa	e
inequívocamente	de	una	conducta	delictiva	previa.	(...).
10.	Es	posible,	sin	embargo,	otros	supuestos:
A.	 Que	 el	 pago	 por	 la	 venta	 ilícita	 se	 haga	 antes	 de	 la	 entrega	 o	 pago	 por
adelantado.
B.	 Que	 parte	 del	 pago	 recibido	 se	 utilice	 para	 la	 adquisición	 de	medios	 de
transporte	(aeronaves,	barcos	o	vehículos)	que	trasladarán	la	carga	ilegal	al
comprador,	y	a	los	cuales	se	les	ha	registrado	falsamente	como	transporte	de
carga	de	bienes	lícitos	o	como	de	recreo.	(...).
11.	 Vistas,	 así,	 las	 posibilidades	 alternativas	 de	 realización	 de	 delitos	 de
lavado	de	modo	posterior	o	anterior	a	 la	consumación	o	 tentativa	del	delito
fuente	 de	 los	 activos	 ilegales,	 no	 cabe	 excluir	 a	 priori	 una	 investigación	por
lavado	de	activos	ni	tampoco	evitar	o	desestimar	la	aplicación	de	las	medidas
coercitivas	 reales	 que	 correspondan.”	 (CS,	 Ac.	 P.	 7-2011/CJ-116,	 may.
30/2012)
PLENO	 JURISDICCIONAL	 PENAL.—El	 agotamiento,	 otrora	 impune	 y
dependiente,	se	ha	trocado	hoy	en	un	delito	de	lavado	de	activos	punible
y	autónomo.	 “(...)	 todo	agotamiento	del	delito	deviene	en	 la	comisión	de	un
ulterior	 delito	 de	 lavado	 de	 activos,	 (i)	 sea	 que	 se	 produzca	 una
transformación	de	las	ganancias	ilegales	provenientes	del	crimen	organizado
o	que	se	proceda	simplemente	a	su	ocultamiento	o	traslado	físico	encubierto;
(ii)	sea	que	se	disfruten	tales	ganancias	o	que	solamente	se	procure	asegurar
las	mismas;	 (iii)	 sea	que	 intervenga	 en	 ello	 el	 propio	delincuente	generador
del	 ingreso	 ilegal	 o	 que	 este	 contrate	 a	 terceros	 para	 lavar	 tales	 recursos	 y
disimular	su	origen	delictivo.
15.	 Por	 tanto,	 el	 agotamiento,	 otrora	 impune	 y	 dependiente,	 se	 ha	 trocado
hoy	 en	 un	 delito	 de	 lavado	 de	 activos	 punible	 y	 autónomo.	 En	 tal	 virtud,	 es
posible	–y	legalmente	necesario–	aplicar	las	medidas	de	coerción	pertinentes
a	los	actos	de	transformación	que	se	ejecuten	con	los	bienes	provenientes	de
un	 delito	 consumado	 por	 el	 mismo	 agente	 o	 por	 terceros.”	 (CS,	 Ac.	 P.	 7-
2011/CJ-116,	may.	30/2012)
PLENO	 JURISDICCIONAL	 PENAL.—Aplicación	 supletoria	 del	 Código
Procesal	 Civil	 en	 materia	 de	 medidas	 cautelares.	 “Si	 bien	 el	 NCPP	 sólo
reconoce	las	medidas	anticipativas	genéricas	(artículo	312	NCPP)	e	incorpora
algunas	 medidas	 anticipadas	 específicas:	 desalojo	 preventivo	 y	 pensión
anticipada	 de	 alimentos	 (artículos	 311	 y	 314	 NCPP),	 no	 existe	 obstáculo,	 a
partir	 de	 poder	 cautelar	 genérico	 de	 que	 está	 investida	 la	 autoridad
jurisdiccional	y	de	aplicación	supletoria	de	 la	Ley	Procesal	Común:	el	Código
Procesal	 Civil,	 de	 incorporar	 las	 denominadas	medidas	 innovativas	 y	 de	 no
innovar,	 que	 apuntan	 a	 provocar	 un	 cambio	 de	 la	 situación	 existente	 al
tiempo	 de	 peticionarlas.	 Las	 primeras,	 reponen	 el	 estado	 de	 hecho	 o	 de
derecho	cuya	alteración	sería	el	sustento	del	delito	cometido	en	agravio	de	la
víctima;	 y,	 las	 segundas	 conservan	 la	 situación	 de	 hecho	 de	 derecho
presentada	 al	 incoarse	 el	 proceso	 (artículos	 682	 y	 687	 CPC).”	 (CS,	 Ac.	 P.	 7-
2011/CJ-116,	may.	30/2012)
JURISPRUDENCIA.—El	TC	lista	los	bienes	jurídicos	que	afecta	el	delito	de
lavado	 de	 activos.	 “En	 el	 caso	 concreto	 se	 trata	 de	 un	 proceso	 de	 hábeas
corpus	relacionado	con	una	investigación	fiscal	por	 la	presunta	comisión	del
delito	de	lavado	de	activos.	La	comisión	de	este	delito	ha	sido	considerado	por
el	 Tribunal	 Constitucional	 como	 pluriofensivo,	 dado	 que	 afecta	 diferentes	 y
específicos	 bienes	 constitucionales	 como	 los	 siguientes:	 -	 La	 credibilidad	 y
transparencia	 del	 sistema	 financiero	 (artículo	 84	 de	 la	 Constitución):	 los
capitales	 financieros	 se	 colocan	 ahí	 donde	 el	 sistema	 mismo	 es	 fiable	 y
transparente,	 y	no	 en	aquellos	donde	 existe	 inseguridad	y	 sospecha	 sobre	 la
procedencia	de	los	activos	que	ingresan	al	sistema	económico	a	través	de	los
instrumentos	 financieros	 legales.	 -	 La	 libre	 competencia	 (artículo	 61	 de	 la
Constitución):	 ningún	 agente	 económico	 del	 sistema	 financiero	 que	 obtiene
sus	activos	de	manera	legal	y	leal,	puede	competir	en	igualdad	de	condiciones
con	 aquellos	 agentes	 que	 cuentan	 con	 activos	 originados	 en	 ilícitos.	 -	 La
estabilidad	 y	 seguridad	 del	 Estado	 (artículo	 44	 de	 la	 Constitución):	 la
sofisticación	 cada	 vez	 más	 creciente	 de	 las	 formas	 de	 ‘legalizar’	 dinero
proveniente	 de	 actividades	 ilícitas	 de	 un	 particular	 o	 de	 organizaciones
criminales	nacionales	o	internacionales,	desestabiliza	y	genera	inseguridad	en
el	 Estados	 y	 en	 la	 sociedad.	 -	 El	 sistema	 democrático	 (artículo	 43	 de	 la
Constitución):	 toda	democracia	 se	 asienta	no	 solo	 en	 la	 libertad,	 igualdad	 y
propiedad,	 sino	 también	 en	 la	 estimulación	 permanente	 de	 creación	 de
riqueza	 como	 señala	 el	 artículo	 59	 de	 la	 Constitución;	 sin	 embargo,	 la
creación	 de	 riqueza	 a	 la	 que	 se	 alude	 es	 aquella	 que	 se	 genera	 mediante
instrumentos	 y	 actividades	 permitidas	 legalmente,	 mas	 no	 aquellas	 que
provienen	de	actividades	ilícitas.	-	La	administración	de	justicia	(artículo	139
de	 la	 Constitución),	 por	 cuanto	 el	 delito	 de	 lavado	 de	 activos	 dificulta	 y
obstaculiza	ostensiblemente	el	proceso	de	investigación	llevado	a	cabo	por	las
autoridades	 competentes”.	 (T.	 C,	 Sent.	 del	 Pleno	 -	 Exp.	 05811-2015-PHC/TC,
oct.	20/2015.	S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—El	tráfico	ilícito	de	drogas	y	el	lavado	de	dinero	no
generan	ne	bis	in	ídem.	“(…)	En	el	presente	caso,	se	aprecia	de	las
instrumentales	que	corren	en	los	actuados	que,	mediante	resolución
consentida	(…)	la	Sala	Penal	Descentralizada	e	Itinerante	de	San	Román	-
Juliaca	de	la	Corte	Superior	de	Justicia	de	Puno	condenó	a	los	demandantes	a
diez	y	a	ocho	años	de	pena	privativa	de	la	libertad,	respectivamente,	por	la
comisión	del	delito	de	tráfico	ilícito	de	drogas	en	su	tipo	base,	al	habérseles
declarado	autores	de	la	conducta	delictiva	de	promover,	favorecer	y	facilitar
el	consumo	ilegal	de	drogas	mediante	actos	de	tráfico	y	posesión	con	dicho	fin
(Expediente	N°	2001-0037),	mientras	que,	en	el	proceso	que	en	la	actualidad
se	les	sigue	y	cuya	nulidad	se	pretende,	se	les	instruye	por	el	delito	de	lavado
de	dinero	proveniente	del	tráfico	ilícito	de	drogas	–conducta	delictiva	que
tiene	una	descripción	diferente	de	la	que	fue	materia	del	proceso	antes
citado–,	atribuyendo	a	los	demandantes	el	lavado	de	activos	en	la	figura	del
uso	de	testaferros	y	receptores	para	ocultar	las	ilícitas	ganancias,	tanto	así
que	no	justifican	la	adquisición	de	diversos	bienes	inmuebles	y	vehículos,	por
lo	que	presume	el	juez	demandado	que	sean	adquisiciones	con	dinero
proveniente	del	TID,	más	aún	si	en	la	intervención	(…)	[materia	del	proceso
penal	con	sentencia	firme]	se	les	incautó	153	kilogramos	de	droga.
(…)	es	preciso,	para	la	configuración	de	infracción	del	ne	bis	in	ídem,	que
exista	identidad	de	sujeto	hecho	y	fundamento,	lo	cual,	evidentemente,	no
concurre	en	el	caso	que	ahora	se	analiza,	pues	si	bien	son	los	mismos	sujetos	y
se	presume	una	vinculación	con	la	incautación	de	droga	del	anterior	proceso,
no	se	cumple	los	presupuestos	del	principio	materia	de	controversia
constitucional,	en	el	extremo	relativo	a	la	identidad	de	hechos	y	fundamento
(…)”.	(TC,	Exp.	1099-2007-PHC-TC,	ago.	28/2008.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Participación	de	procuradores	públicos	es
obligatoria	en	procesos	de	tráfico	ilícito	de	drogas	y	lavado	de	activos.
“4.	Este	tribunal	no	comparte	el	razonamiento	planteado	porque	a	través	del
acuerdo	plenario,	la	Corte	Suprema	de	Justicia	de	la	República	impone	al	juez
penal	no	solo	un	criterio,	sino	que,	además,	le	reduce	su	ámbito	de	acción	al
imponerle	el	sentido	en	que	deben	resolverse	determinadas	solicitudes
vinculadas	al	ejercicio	de	sus	atribuciones	y	competencias,	lo	cual	excede	no
solo	el	contenido	de	la	ley,	sino	también	el	de	la	Constitución.
5.	En	principio,	el	juez	penal	debe	actuar	conforme	a	la	Constitución	y	a	la
ley,	de	modo	que	su	independencia	y	autonomía,	consagrada	en	el	artículo
139,	inciso	2),	de	la	Constitución,	no	puede	ser	afectada	ni	de	modo	directo	ni
indirecto.	De	otro	lado,	los	límites	para	su	actuación	de	están	fijados	en	la	ley
penal	sustantiva,	por	lo	que	no	puede	pretenderse	que,	a	través	un	acuerdo
plenario,	se	impongan	límites	a	su	actuación	o	se	fijen	parámetros	que
relativicen	su	función.
6.	Por	ello	cabe	tener	presente	que	el	juez	penal	tiene	como	parámetros	para
la	imposición	de	la	pena	los	máximos	y	mínimos	que	fija	la	ley	penal
sustantiva,	dependiendo	del	delito	cuya	comisión	se	haya	verificado	y	cuyo
autor	o	autores	hayan	sido	identificados;	excepcionalmente,	el	juez	penal
puede	reducir	la	pena,	por	debajo	del	mínimo,	para	lo	cual	debe	explicar	las
razones	para	proceder	de	esa	manera.
7.	En	ese	sentido,	determinar	a	priori,	como	lo	hace	el	acuerdo	plenario,	que
el	juez	penal	en	los	casos	en	los	que	se	impuso	una	pena	por	debajo	del	límite
legal	estipulado	en	una	ley	anterior,	debe,	por	la	entrada	en	vigencia	de	una
nueva	norma	que	establece	un	nuevo	mínimo	legal,	imponer	una	pena	inferior
a	dicho	nuevo	mínimo	legal,	constituye	una	intromisión	inaceptable	en	la
autonomía	e	independencia	del	juez.”	(TC,	Aclaración	-	Exp.	03170-2010-
PHC/TC,	set.	15/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
DOCTRINA.—Bien	jurídico	protegido.	“(...)	En	la	doctrina	existen	diversos
puntos	de	vista	en	torno	al	bien	jurídico	protegido	en	el	delito	de	lavado	de
activos.	Dentro	de	los	cuales	cabe	destacar	los	siguientes:
1.	 Bien	 jurídico	 del	 delito	 previo.	 Entendiendo	 como	 explicaremos	 a
continuación	que	el	delito	de	lavado	de	activos	requiere	que	previamente	a
su	conducta	se	haya	cometido	un	delito	previo,	algunos	opinan	que	el	bien
jurídico	protegido	es	el	bien	lesionado	con	la	comisión	del	delito	previo,	el
cual	se	seguirá	afectando	con	la	conducta	de	lavado	de	activos.
2.	Administración	de	 justicia.	Puesto	que	 las	conductas	que	se	regulan	en
los	 tipos	 penales	 dificultan,	 perturban	 o	 impiden	 el	 acceso	 de	 la
administración	de	justicia	a	los	bienes	que	provienen	de	delitos.	Todo	esto
con	la	finalidad	de	prevenir	la	comisión	de	delitos	en	la	sociedad,	vinculado
esto	sobre	todo	al	hecho	que	este	tipo	de	delito	normalmente	está	inmerso
dentro	de	la	criminalidad	organizada.
3.	Orden	económico.	El	cual	se	ve	afectado	con	la	circulación	en	el	ámbito
económico	y	financiero	de	bienes	ilícitos.
4.	El	tráfico	lícito	de	bienes.	Se	establece	desde	un	punto	de	vista	funcional
que	lo	protegido	es	la	circulación	de	bienes	en	el	mercado,	el	cual	viene	a	ser
un	elemento	dentro	del	orden	económico.	Asumiendo	que	si	 se	permite	el
ingreso	de	 bienes	 ilícitos	 en	 el	mercado	 éstos	 quedarían	 fuera	 de	 control,
con	lo	cual	se	distorsionaría	el	mismo.	(...).
Nuestra	 opinión	del	 bien	 jurídico	 es	 que	nos	 encontramos	 ante	un	delito
pluriofensivo,	 donde	 se	 lesionan	 varios	 bienes	 jurídicos.	 Si	 bien
consideramos	 que	 el	 delito	 de	 lavado	 de	 activos	 es	 un	 delito
socioeconómico,	 por	 lo	 que	 en	 el	 fondo	 el	 bien	 jurídico	 principal	 de
protección	 es	 el	 orden	 económico,	 y	 dentro	 del	mismo	 específicamente	 el
tráfico	lícito	de	bienes	que	debe	imperar	en	toda	sociedad,	 lo	cual	se	vería
afectado	con	la	circulación	de	bienes	ilícitos.
(...).
De	este	tenor	resaltamos	lo	siguiente:
a)	El	delito	de	 lavado	de	activos	es	un	delito	de	receptación	porque	exige
para	 su	 configuración	 como	 indicamos	 anteriormente	 un	 delito	 previo,	 y
además	 porque	 la	 propia	 ley	 señala	 que	 su	 campo	 de	 aplicación	 es	 con
excepción	 de	 los	 comprendidos	 en	 el	 delito	 de	 receptación	 del	 Art.	 194
Código	Penal.
b)	 Es	 necesario	 interpretar	 para	 guardar	 coherencia	 dentro	 del
ordenamiento	 penal	 que	 el	 campo	 de	 aplicación	 del	 delito	 de	 receptación
del	 Art.	 194	 del	 Código	 Penal	 son	 exclusivamente	 los	 delitos	 contra	 el
patrimonio.	Por	ej.	si	una	persona	recibe	el	dinero	proveniente	de	un	delito
de	robo	o	extorsión	y	 luego	transfiere	dicho	dinero	a	una	empresa,	estaría
cometiendo	un	delito	contra	el	patrimonio:	pero	si	el	dinero	proviene	de	un
secuestro	sí	sería	de	aplicación	la	Ley	de	Lavado	de	Activos.
Por	 tanto,	 el	 delito	 de	 receptación	 en	 relación	 con	 el	 delito	 de	 lavado	 de
activos	sería	la	de	un	concurso	aparente	de	leyes,	en	las	cuales	el	delito	de
receptación	 es	 aplicable	 sólo	 cuando	 el	 delito	 previo	 sea	 contra	 el
patrimonio	o	cuando	éste	no	genere	ganancias	 ilegales,	quedando	el	delito
de	lavado	de	activos	para	los	demás	delitos	previos	que	generen	ganancias
ilegales.	 (...)”.	 (BRAMONT	 ARIAS	 TORRES,	 Luis	 Alberto.	 “La	 nueva
tipificación	 de	 los	 delitos	 aduaneros”.	 En	 Actualidad	 Jurídica.	 116/2003,
pág.	71	a	74)
DOCTRINA.—Relación	con	el	delito	de	encubrimiento	real	del	Art.	405
Código	 Penal.	 “(...)	 A	 nuestro	 entender,	 en	 estos	 casos	 estamos	 ante	 un
concurso	 aparente	 de	 leyes.	 pero	 no	 se	 resolvería	 por	 el	 principio	 de
especialidad,	 subsidiaridad	 ni	 consunción,	 sino	 por	 el	 principio	 de
alternatividad,	 es	 decir,	 la	 ley	 aplicable	 es	 la	 que	 contempla	 la	 mayor
sanción,	 es	 decir	 en	 este	 caso,	 el	 delito	 de	 lavado	 de	 activos.	 Si	 bien	 es
importante	 recordar	 que	 el	 referido	 concurso	 recién	 se	 generaría	 con
hechos	a	partir	de	la	vigencia	de	la	ley	materia	de	comentario.
Por	 tanto,	 el	 delito	 de	 encubrimiento	 real	 en	 lo	 referente	 a	 ocultar	 los
efecto	 de	 un	 delito	 está	 derogado	 tácitamente,	 puesto	 que	 a	 partir	 de	 la
vigencia	 de	 la	 Ley	 de	 Activos,	 ésta	 es	 de	 aplicación	 por	 contemplar	 una
mayor	 sanción.	 (...).	 (BRAMONT	 ARIAS	 TORRES,	 Luis	 Alberto.	 “La	 nueva
tipificación	de	los	delitos	aduaneros”.	En	Actualidad	Jurídica.	ob.	cit.)
DOCTRINA.—Relación	 con	 el	 delito	 de	 receptación	 de	 los	 delitos
aduaneros,	Art.	6°	de	la	Ley	26461”.“(...)	Esto	a	su	vez	trae	consecuencia
en	los	delitos	aduaneros	a	tener	en	cuenta:
a)	En	referencia	a	las	penas,	al	aplicarse	la	Ley	Penal	de	Lavado	de	Activos
la	pena	se	eleva,	 siendo	actualmente	de	aplicación	el	Art.	2°	de	 la	 referida
ley,	que	contempla	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	ocho	ni	mayor	de
quince	años	y	con	ciento	veinte	a	trescientos	cincuenta	días	multa.
b)	En	el	 texto	derogado	del	Art.	6°	de	 los	delitos	aduaneros	 se	establecía
para	el	delito	de	 receptación	que	el	 valor	de	 las	mercancías	 superen	 las	4
UIT,	 al	 no	 contemplarse	 en	 la	 Ley	 Penal	 de	 Lavado	 de	 Activos	 un	 valor
económico	de	los	bienes	del	delito	previo,	este	parámetro	ya	no	es	aplicable.
Por	lo	que	en	la	actualidad	el	delito	de	receptación	procedente	de	un	delito
aduanero	es	delito	con	independencia	del	valor	de	las	mercancías.
Es	 necesario	 recordar	 que	 esta	 Ley	 de	 Lavado	 de	 Activos	 sólo	 es	 de
aplicación	a	partir	de	su	vigencia.
El	 único	 caso	 donde	 no	 sería	 aplicable	 es	 si	 la	 conducta	 anterior	 es	 una
infracción	 de	 contrabando	 si	 las	mercancías	 no	 superan	 las	 4	UIT,	 puesto
que	 en	 dichos	 casos,	 no	 estaríamos	 ante	 un	 delito	 previo,	 sino	 ante	 una
infracción	administrativa.
Con	 lo	 expuesto	 esperamos	 haber	 contribuido	 en	 algo	 respecto	 a	 los
problemas	que	se	van	a	generar	a	raíz	de	la	promulgación	y	vigencia	de	la
Ley	Penal	de	Lavado	de	Activos.
Por	otro	lado,	y	concretamente	en	el	delito	de	administración	fraudulenta
que	es	la	médula	de	este	capítulo	del	Código	Penal,	nuestro	legislador	no	ha
seguido	 la	 forma	de	regulación	utilizada,	por	ejemplo,	por	el	Código	Penal
alemán	(parágrafo	266)	o	el	Código	Penal	español	(Art.	295),	en	el	sentido
de	 un	 tipo	 penal	 en	 cierta	 forma	 abierto	 que	 describe	 los	 elementos
comunes	 de	 una	 administración	 fraudulenta	 (abuso	 de	 facultades	 de
administración,	relación	de	confianza,	perjuicio	patrimonial,	etc.).	El	modelo
seguido	 por	 el	 Código	 Penal	 peruano	 es	más	 parecido	 al	 de	 la	 legislación
italiana,	en	la	que	se	regula	todo	un	conjunto	de	conductas	concretas	que	–
se	considera–	producen	un	fraude	en	la	administración	de	las	sociedades.	El
principal	 problema	 de	 esta	 última	 forma	 de	 legislar	 se	 manifiesta	 en	 la
posibilidad	 de	 dejar	 sin	 pena	 muchas	 otras	 conductas	 con	 igual	 desvalor
jurídico-penal.	(...).
La	 norma	 que	 regula	 el	 actuar	 en	 lugar	 de	 otro	 salva	 la	 infracción	 que
pueda	hacerse	al	principio	de	legalidad	en	los	delitos	especiales	cuyo	círculo
de	destinatarios	incluye	sólo	a	la	persona	jurídica	y	no	a	sus	representantes.
En	estos	casos,	se	sanciona	igualmente	a	los	representantes,	aún	cuando	no
reúnan	 la	 calidad	 exigida	 para	 poder	 ser	 autor	 del	 delito	 especial	 y	 ésta
recaiga	sobre	la	persona	jurídica.	La	pregunta	que	aquí	cabe	hacernos,	es	si
en	 el	 capítulo	 de	 fraude	 en	 la	 administración	 de	 personas	 jurídicas	 existe
algún	 tipo	penal	especial	que	 requiera	el	 complemento	del	artículo	27	del
Código	Penal.	Un	análisis	superficial	de	los	dos	artículos	que	componen	este
capítulo	 puede	 llevarnos	 a	 una	 respuesta	 negativa.	 Sin	 embargo,	 si	 se
analiza	 con	 detenimiento	 el	 delito	 de	 contabilidad	 paralela	 (Art.	 199)	 se
podrá	 apreciar	 la	 necesidad	 de	 complementarlo	 con	 el	 artículo	 27	 del
Código	 Penal.	 (...)”.	 (BRAMONT	 ARIAS	 TORRES,	 Luis	 Alberto.	 “La	 nueva
tipificación	de	los	delitos	aduaneros”.	ob.	cit.)
D.	Leg.	1106.
ART.	 2°.—Actos	de	ocultamiento	y	 tenencia.	 El	 que	 adquiere,
utiliza,	guarda,	administra,	custodia,	recibe,	oculta	o	mantiene	en
su	 poder	 dinero,	 bienes,	 efectos	 o	 ganancias,	 cuyo	 origen	 ilícito
conoce	 o	 debía	 presumir,	 con	 la	 finalidad	 de	 evitar	 la
identificación	 de	 su	 origen,	 su	 incautación	 o	 decomiso,	 será
reprimido	con	pena	privativa	de	la	 libertad	no	menor	de	ocho	ni
mayor	de	quince	años	y	con	ciento	veinte	a	trescientos	cincuenta
días	multa.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Bien	jurídico	protegido	en	el	delito	de
lavado	de	activos	es	pluriofensivo.	“(…)	Resulta,	pues,	mucho	más
compatible	con	la	dinámica	y	finalidad	de	los	actos	de	lavado	de	activos	que
tipifica	la	Ley	27765	la	presencia	de	una	pluralidad	de	bienes	jurídicos	que
son	afectados	o	puestos	en	peligro	de	modo	simultáneo	o	sucesivo	durante	las
etapas	y	operaciones	delictivas	que	ejecuta	el	agente.	En	ese	contexto
dinámico,	por	ejemplo,	los	actos	de	colocación	e	intercalación	comprometen	la
estabilidad,	transparencia	y	legitimidad	del	sistema	económico-financiero.	En
cambio,	los	actos	de	ocultamiento	y	tenencia	afectan	la	eficacia	del	sistema	de
justicia	penal	frente	al	crimen	organizado.	Simultáneamente,	en	todas	estas
etapas	el	régimen	internacional	y	nacional	de	prevención	del	lavado	de
activos,	resulta	vulnerado	en	todas	sus	políticas	y	estrategias	fundamentales.
Esta	dimensión	pluriofensiva	es	la	que	justifica,	además,	las	severas	escalas	de
penalidad	conminada	que	establece	la	Ley	27765,	pues	como	razona	Vidales
Rodríguez,	el	desvalor	de	tales	actos	trasciende	y	engloba	al	que	corresponde
por	cada	uno	de	esta	pluralidad	de	intereses	sociales	comprometidos	[Cfr.
Catalina	Vidales	Rodríguez.	Los	Delitos	de	Receptación	y	Legitimación	de
Capitales	en	el	Código	Penal	de	1995.	Tirant	Lo	Blanch.	Valencia.	1997,	ps.	93
y	94].	(…)”	(VI	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y
Transitorias,	A.	P.	3-2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	autoría	del	delito	de	lavado	de
activos	no	exige	cualidades	específicas.	“(…)	Ahora	bien	en	cuanto	a	la
autoría	del	delito	el	lavado	de	activos,	pese	a	lo	complejo	de	su	modus
operandi,	que	involucra	el	tránsito	por	tres	etapas	sucesivas	conocidas	como
colocación,	intercalación	e	integración,	la	ley	penal	nacional	no	exige
calidades	especiales	en	el	sujeto	activo.	Se	trata,	pues,	de	un	típico	delito
común	que	puede	ser	realizado	por	cualquier	persona.	Incluso	la	fórmula
empleada	por	el	legislador	peruano	no	excluye	de	la	condición	potencial	de
autor	a	los	implicados,	autores	o	partícipes,	del	delito	que	genero	(sic)	el
capital	ilícito	que	es	objeto	de	las	posteriores	operaciones	de	lavado	de
activos.	La	clásica	noción	de	agotamiento	no	excluye	la	configuración	de	un
delito	de	lavado	de	activos	y	no	es	compatible	con	la	aludida	dinámica
funcional	o	el	modus	operandi	de	tal	ilícito.	Por	lo	demás	ella	no	se	adecua	a	la
forma	como	se	ha	regulado	en	la	Ley	27765	tal	infracción.	Es	más,	en	la	actual
redacción	del	artículo	6°	in	fine	expresamente	se	reconoce	tal	posibilidad
(“También	podrá	ser	sujeto	de	investigación	por	el	delito	de	lavado	de	activos,
quien	realizó	las	actividades	lícitas	generadoras	del	dinero,	bienes,	efectos	o
ganancias”).	(…)”	(VI	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y
Transitorias,	A.	P.	3-2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—El	delito	de	lavado	de	activos	es	un
delito	de	resultado.	“(…)	15°.	Con	las	modificaciones	que	introdujo	el	Decreto
Legislativo	986	en	los	artículos	1°	y	2°	de	la	Ley	27765	el	delito	de	lavado	de
activos	ha	quedado	configurado	como	un	delito	de	resultado.	Por	tanto,	en	los
actos	de	conversión,	transferencia	ocultamiento	y	tenencia	de	activos	de
procedencia	ilícita	la	consumación	del	delito	requiere,	necesariamente,
verificar	si	el	agente	logró	con	tales	conductas,	cuando	menos
momentáneamente,	dificultar	la	identificación	de	su	ilícito	origen,	o	su
incautación	o	decomiso.	Esto	es	asegurar,	siquiera	mínimamente,	tales	activos
y	su	potencial	o	real	aplicación	o	integración	en	el	circuito	económico.	En
consecuencia,	pues,	si	dichos	resultados	no	se	realizan,	esto	es,	se	frustra	de
cualquier	modo	la	operación	de	cubierta	que	el	agente	busca	construir	o
consolidar	sobre	los	activos	que	pretende	lavar	se	deberá	calificar	a	tal	inicio
de	ejecución	como	una	tentativa	la	cual	será	punible	conforme	a	lo	dispuesto
en	el	artículo	16	del	Código	Penal.	Esto	ocurrirá,	por	ejemplo,	cuando	el
agente	no	alcance	a	culminar	el	procedimiento	de	conversión	o	de
transferencia	de	los	activos	ilícitos	que	hubiera	emprendido,	sea	por	la
intervención	de	terceros	o	por	otras	razones	o	condiciones	ajenas	a	su
voluntad.	En	ese	sentido,	García	Cavero	precisa	que:	“El	artículo	16	del	Código
Penal	permitiría	castigar	el	emprendimiento	de	actos	dirigidos	a	realizar	el
delito	sin	llegar	a	consumarlo.	Si	bien	con	la	anterior	redacción	resultaba
cuestionable	afirmar	la	tentativa	en	un	delito	de	peligro	abstracto,	en	la
actualidad	esa	limitación	conceptual	no	se	presenta.	Por	esta	razón,	resulta
perfectamente	posible	castigar	como	tentativa	los	actos	de	conversión,
transferencia,	ocultación	y	tenencia	que	no	consigan	dificultar	la
identificación	del	origen	de	los	activos,	o	su	incautación	o	decomiso.	En	todo
caso,	dada	la	exigencia	subjetiva	de	la	tentativa,	ésta	solamente	podría	tener
lugar	en	caso	de	una	realización	dolosa	del	delito	de	lavado	de	activos”	[Cfr.
Percy	García	Cavero.	Derecho	Penal	Económico.	Parte	Especial.	Ob.	Cit.,	p.
512].	(…)”	(VI	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y
Transitorias,	A.	P.	3-2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—En	el	delito	de	lavado	de	activos,
supuestos	de	ocultamiento	y	tenencia	tienen	estructura	ejecutiva	propia
de	los	delitos	permanentes.	“(…)	Ahora	bien,	resulta	pertinente	destacar	que
las	distintas	modalidades	de	conversión	y	transferencia	que	contiene	el
artículo	1°	de	la	Ley	27765	constituyen	modalidades	de	delitos	instantáneos.
Siendo	así	el	momento	consumativo	coincidirá	con	la	mera	realización	de
cualquiera	de	las	formas	señaladas	por	la	ley.	Sin	embargo,	en	lo	concerniente
a	los	actos	que	tipifica	el	artículo	2°	como	supuestos	de	ocultamiento	y
tenencia,	su	estructura	ejecutiva	es	la	propia	de	los	delitos	permanentes.	(…)
La	necesidad	de	distinguir	la	condición	instantánea	o	permanente	de	la
consumación	en	los	actos	que	constituyen	delitos	de	lavado	de	activos,
adquiere	importancia	practica	para	resolver	problemas	relacionados	con	la
prescripción	de	la	acción	penal	o	con	las	posibilidades	de	una	participación
post	consumativa.	Por	tanto,	es	de	identificar	tal	condición	para	aplicar
debidamente	las	reglas	particulares	que	para	estos	casos	ha	definido	la
legislación	y	la	doctrina	nacionales.	Sobre	el	particular	es	de	tener	en	cuenta
lo	señalado	por	el	desaparecido	Profesor	Luis	Bramont	Arias:	“Derivan
relevantes	consecuencias	de	la	cualidad	permanente	o	instantánea	de	un
delito.	En	los	delitos	permanentes:	la	prescripción	de	la	acción	penal
correspondiente	a	ellos,	no	empieza	a	correr	sino	una	vez	que	ha	cesado	la
duración	de	su	estado	consumativo	(...)	la	intervención	de	un	tercero	que
colabore	o	coopere	accesoriamente	con	el	autor	mientras	dure	la	ejecución,	no
podrá	ser	constitutiva	de	encubrimiento,	sino	de	participación	en	forma	de
coautoría	o	complicidad;	y	se	entenderá	flagrante	el	delito	en	tanto	persista	el
lapso	consumatorio.	En	cambio,	en	el	delito	instantáneo,	la	prescripción
comienza	a	contarse	desde	el	instante	preciso	en	que	se	completó	la
consumación,	momento	(...)	tras	el	cual	toda	cooperación	sólo	podrá	dar
origen	a	responsabilidad	por	encubrimiento”	[Cfr.	Luis	A.	Bramont	Arias.
Derecho	Penal.	Tercera	Edición.	Imprenta	Vilok.	Lima.	1978,	ps.	290	y	291].
(…)”	(VI	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,
A.	P.	3-2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—El	tipo	subjetivo	del	delito	de	lavado
de	activos	no	exige	que	el	agente	conozca	de	qué	delito	previo	se	trata.
“(…)	En	cuanto	a	la	tipicidad	subjetiva	de	los	delitos	de	lavado	de	activos,	la
construcción	normativa	que	se	utiliza	en	los	artículos	1°	y	2°	de	la	Ley	27765
permite	identificar	solamente	delitos	dolosos.	El	dolo,	sin	embargo,	con	el	que
debe	actuar	el	agente,	incluye	también	la	modalidad	eventual.	(…)
18°.	Sin	embargo,	no	es	una	exigencia	del	tipo	penal	que	el	agente	conozca	de
qué	delito	previo	se	trata,	ni	cuando	se	cometió	éste,	ni	mucho	menos	quiénes
intervinieron	en	su	ejecución.	Tampoco	el	dolo	del	agente	tiene
necesariamente	que	abarcar	la	situación	procesal	del	delito	precedente	o	de
sus	autores	o	partícipes.	Igualmente,	tratándose	de	los	actos	de	ocultamiento
y	tenencia,	no	es	parte	de	la	tipicidad	subjetiva	que	el	autor	conozca	o	esté
informado	sobre	las	acciones	anteriores	de	conversión	o	transferencia,	ni
mucho	menos	que	sepa	quiénes	estuvieron	involucradas	en	ellas.	(…)”	(VI
Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	3-
2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Hay	delito	de	lavado	de	activos	si	el
autor	actúa	conociendo	o	presumiendo	que	los	bienes	son	de
procedencia	ilícita	y	que,	con	ello,	va	a	evitar	su	eventual	identificación,
incautación	o	decomiso.	“(…)	El	Decreto	Legislativo	986	suprimió	las
exigencias	de	esa	tendencia	interna	trascendente	y	la	transformó	en	el
resultado	típico.	Por	tanto,	actualmente	los	artículos	1°	y	2°	requieren	de	un
dolo	que	abarque	también	tal	resultado	como	concreción	objetiva	del	tipo.	Por
tanto	el	dolo	comprende	la	conciencia	y	voluntad	de	realizar	actos	de
conversión,	transferencia,	ocultamiento	y	tenencia	que,	como	resultado,
dificultan	la	identificación	del	origen	ilícito	de	los	bienes,	su	incautación	o
decomiso.	Como	bien	anota	García	Cavero:	“(...)	el	delito	de	lavado	de	activos
se	configura	solamente	si	el	autor	realiza	la	conducta	de	conversión,
transferencia,	ocultación	o	tenencia	conociendo	la	aptitud	concreta	de	su
acción	para	dificultar	la	eventual	identificación	del	origen,	incautación	o
decomiso	de	los	activos.	Bajo	estas	consideraciones,	hay	una	conducta	típica
de	lavado	de	activos	si	el	autor	actúa	con	conocimiento	o	la	posibilidad	de
conocer	que	esos	bienes	son	de	procedencia	ilícita	y	pese	a	ello	realiza	una
conducta	voluntaria	que	sabe	que	va	a	evitar	su	eventual	identificación,
incautación	o	decomiso”	[Cfr.	Percy	García	Cavero.	Derecho	Penal	Económico.
Parte	Especial.	Ob.	Cit.,	ps.	510	y	511].	(…)”	(VI	Pleno	Jurisdiccional	de	las
Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	3-2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.
S.	San	Martín	Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	tipicidad	subjetiva	del	delito	de
lavado	de	activos	no	requiere	un	ánimo	de	lucro.	“(…)	27°.	Finalmente,
resulta	pertinente	destacar	que	en	la	actual	legislación	peruana,	la	tipicidad
subjetiva	del	delito	de	lavado	de	activos	no	demanda	que	su	autor	lo	haya
realizado	con	ánimo	de	lucro.	Ello	permite	establecer	una	mejor	diferencia
entre	los	actos	de	lavado	de	activos	y	el	delito	de	receptación	patrimonial	del
artículo	194	del	Código	Penal.	Esta	distinción,	por	lo	demás,	ha	sido	también
destacada	desde	inicios	de	la	década	de	los	noventa	por	la	doctrina	extranjera.
Así,	por	ejemplo,	en	Argentina	Cafetzoglus	ha	señalado	que	si	bien	el	tipo	legal
del	lavado	es	semejante	al	del	encubrimiento,	el	primero	resulta
“sensiblemente	más	amplio	ya	que	capta	toda	intervención	respecto	de	los
valores	provenientes	de	algunos	de	los	delitos,	que	implique	alguno	de	los
actos	enumerados,	aún	sin	ánimo	de	lucro”	[Cfr.	Delitos	con	Drogas.	Ob.	cit.,	p.
81].	Por	su	parte,	el	jurista	portugués	De	Faria	Costa	ha	afirmado	en	igual
sentido	lo	siguiente:	“Si	el	blanqueamiento,	tal	como	lo	concebimos,	no	es	más
que	una	particular	y	específica	receptación,	él	se	basa,	principalmente,	en
actividades	criminosas	ligadas	al	tráfico	de	drogas;	pero,	sobre	todo,	no
radica	en	la	intención	de	obtener	para	sí	o	para	otro	un	lucro	ilegítimo
(ventaja	patrimonial,	en	la	expresión	de	la	ley),	como	acontece	en	la	definición
legal	de	receptación,	sino	en	la	finalidad	de	encubrir	o	disimular	el	origen
ilícito	del	capital”	[Cfr.	José	De	Faria	Costa.	O	Blanqueamiento	de	Capitais.
Separata.	Jornadas	de	Derecho	Penal	Económico.	Facultad	de	Derecho	de	la
Universidad	Autónoma	de	Madrid.	Madrid.	1992,	p.	20].	(…)”	(VI	Pleno
Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	3-2010/CJ-
116,	dic.	30/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—En	el	lavado	de	activos,	cabe	declarar,
en	principio,	la	atipicidad	o	la	justificación	de	las	conductas	neutras.
“(…)	Conforme	a	la	doctrina	especializada	cabe	declarar	la	atipicidad	o	la
justificación	de	los	casos	representativos	de	negocios	standard	(sic)	o
conductas	neutras.	En	principio	porque	se	trataría	de	conductas	lícitas	en
tanto	realizan	un	acto	permitido	por	la	ley	o	en	cumplimiento	de	deberes
especiales	ligados	a	la	profesión.	Por	ejemplo,	Vidales	Rodríguez,	analizando
la	situación	de	los	abogados,	afirma	que	la	conducta	de	estos	profesionales
estará	justificada	solamente	cuando	se	limite	a	la	realización	de	actos	propios
y	compatibles	con	una	defensa	penal	técnica.	En	cambio,	si	ella	se	expresa	en
una	asesoría	antijurídica	que	convoca	a	realizar	transferencias	dirigidas	a
evitar	la	detección	de	los	bienes	ilícitos,	se	constituiría	siempre	un	acto	de
complicidad	en	el	delito	de	lavado	de	activos:	“La	conducta	de	estos	sujetos
puede	ser	considerada	de	cooperación	necesaria	o,	cuando	menos,	de
complicidad;	aunque	es	discutible	que	quede	amparada	por	esta	causa	de
justificación,	ya	que	el	ejercicio	legítimo	de	su	profesión	no	puede	consistir	en
la	comisión	de	un	delito	de	legitimación	de	capitales”	[Cfr.	Catalina	Vidales
Rodríguez.	Los	Delitos	de	Receptación	y	Legitimación	de	Capitales	en	el
Código	Penal	de	1995.	Tirant	Lo	Blanch.	Valencia.	1997,	p.	122].	(…)”	(VI	Pleno
Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	3-2010/CJ-
116,	dic.	30/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—El	valor	económico	involucrado	en	las
distintas	modalidades	de	lavado	de	activos	carece	de	significado	para	la
tipicidad	y	penalidad	del	delito.	“(…)	Es	importante	destacar	que	para	el
derecho	penal	nacional,	el	valor	económico	o	el	monto	dinerario	de	los	activos
involucrados	en	las	distintas	modalidades	de	lavado,	carecen	de	significado
para	la	tipicidad	y	penalidad	del	delito.	(…)
29°.	No	obstante	ello,	estando	a	lo	establecido	en	el	inciso	4	del	artículo	46	del
Código	Penal,	el	juez	deberá	apreciar	el	valor	de	los	bienes	involucrados	en	la
operación	de	lavado	realizada	por	el	agente,	a	fin	de	evaluar	debidamente	el
grado	de	desvalor	que	la	conducta	representa	y	graduar	en	función	de	ella	la
proporcionalidad	 de	 la	 pena	 aplicable.	 Cabe	 anotar,	 además,	 que	 en	 otros
delitos	 como	 el	 de	 defraudación	 tributaria	 el	 importe	 del	 tributo	 omitido,
cuando	 no	 es	 superior	 a	 cinco	 unidades	 impositivas	 tributarias,	motiva	 una
atenuación	específica	de	la	pena	[Cfr.	artículo	3°	del	Decreto	Legislativo	813	o
Ley	 Penal	 Tributaria).	 Tal	 valor	 dinerario,	 en	 todo	 caso,	 puede	 servir	 de
referencia	 al	 operador	 de	 justicia	 para	 poder	 diferenciar	 el	 significado
material	 de	 la	 operación	 de	 lavado	 de	 activos	 realizada	 por	 el	 agente,	 y
decidir	razonadamente	la	aplicación	de	una	pena	proporcional	en	cada	caso.
(…)”	(VI	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,
A.	P.	3-2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—En	el	lavado	de	activos,	“si	bien	no	se	necesita	que	el
delito	 fuente	 se	 encuentre	 en	 investigación,	 sí	 debe	 ser	 corroborado
mínimamente”.	“El	delito	precedente,	o	también	llamado	delito	fuente,	en	el
delito	 de	 lavado	 de	 activos	 es	 un	 elemento	 importante	 a	 corroborar	 en	 la
configuración	 de	 este	 delito;	 si	 bien	 se	 ha	 precisado	 que	 no	 se	 necesita	 que
dicho	 delito	 se	 encuentre	 siendo	 investigado,	 sí	 deberá	 ser	 corroborado
mínimamente.	En	el	caso	concreto	se	advierte	que	existieron	diversos	 ilícitos
cometidos	previa	adquisición	de	los	bienes	supuestamente	lavados	por	lo	que
corresponde	seguir	con	 las	 investigaciones	para	verificar	si	efectivamente	se
dio	 la	 configuración	del	 delito	de	 lavado	de	activos”.	 (C.	 S,	R.	N.	 3091-2013-
Lima,	abr.	21/2015.	V.	P.	Pariona	Pastrana)
JURISPRUDENCIA.—El	 monto	 dinerario	 involucrado	 en	 las	 distintas
modalidades	de	lavado	de	activos	carece	de	significado	para	la	tipicidad
y	penalidad	del	delito.	 “Es	 importante	 destacar	 que	 para	 el	 derecho	 penal
nacional,	el	valor	económico	o	el	monto	dinerario	de	los	activos	involucrados
en	las	distintas	modalidades	del	lavado	carece	de	significado	para	la	tipicidad
y	 penalidad	 del	 delito.	 Tal	 aspecto	 sólo	 se	 apreciara	 a	 fin	 de	 evaluar
debidamente	 el	 grado	de	desvalor	 que	 la	 conducta	 representa	 y	 graduar	 en
función	de	ella	la	proporcionalidad	de	la	pena	aplicable”.	(PJ,	Exp.	151-2010-
0-5001-JR-PE-03,	feb.	02/2016.	Pres.	Ramiro	Salinas	Siccha)
D.	Leg.	1106.
ART.	 3°.—Transporte,	 traslado,	 ingreso	 o	 salida	 por
territorio	 nacional	 de	 dinero	 o	 títulos	 valores	 de	 origen
ilícito.	El	que	transporta	o	traslada	dentro	del	territorio	nacional
dinero	 o	 títulos	 valores	 cuyo	 origen	 ilícito	 conoce	 o	 debía
presumir,	con	la	finalidad	de	evitar	la	identificación	de	su	origen,
su	 incautación	 o	 decomiso;	 o	 hace	 ingresar	 o	 salir	 del	 país	 tales
bienes	 con	 igual	 finalidad,	 será	 reprimido	 con	pena	privativa	 de
libertad	no	menor	de	ocho	ni	mayor	de	quince	años	y	con	ciento
veinte	a	trescientos	cincuenta	días	multa.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	lista	de	delitos	fuentes	del	lavado
de	activos	no	es	cerrada.	“(…)	Como	ha	quedado	expuesto,	el	delito	de
lavado	de	activos	requiere	que	previamente	se	haya	cometido	otro	delito,	cuya
realización	haya	generado	una	ganancia	ilegal,	que	es	precisamente	lo	que	el
agente	pretende	integrar	a	la	economía	y,	en	su	caso,	al	sistema	financiero.
Los	denominados	“delitos	fuente”	han	sido	precisados	relativamente,	en	una
suerte	de	catálogo	abierto,	pues	en	la	lista	de	once	delitos,	que	siempre	será
del	caso	acotar,	se	agregan	delitos	similares	–obviamente	graves:	sancionados
con	penas	privativas	de	libertad	significativas	y	realizados	tendencialmente
en	delincuencia	organizada–	que	generen	ganancias	ilegales	–su	lógica
delictiva	se	engarza	en	la	generación	de	una	ganancia	económica	que	se
pretenda	sustraer	del	sistema	de	persecución	estatal	para	su	incautación	y
decomiso–,	con	excepción	del	delito	de	receptación–.	Así	consta	en	el	artículo
6°	de	la	Ley	de	Lavado	de	Activos	–modificada	por	el	Decreto	Legislativo
numero	986,	del	22	de	julio	del	2007–.”	(…)”	(VI	Pleno	Jurisdiccional	de	las
Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	3-2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.
S.	San	Martín	Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—El	delito	fuente	y	la	prueba	indiciaria
en	el	delito	de	lavado	de	activos.	“(…)	32°.	Respecto	de	lo	primero,	el
artículo	6°	de	la	ley	establece	que	no	es	necesario	que	las	actividades	referidas
al	delito	fuente	se	encuentren	sometidas	a	investigación,	proceso	judicial	o
hayan	sido	objeto	de	sentencia	condenatoria.	Ello	reconoce	simplemente	que
la	vinculación	de	la	actividad	de	lavado	de	activos	con	el	delito	fuente	no
puede	supeditarse	a	la	estricta	aplicación	de	las	reglas	de	la	accesoriedad	que
puedan	condicionar	su	naturaleza	de	figura	autónoma	y	del	bien	jurídico,
también	autónomo,	afectado	por	el	lavado.
El	delito	fuente,	empero,	es	un	elemento	objetivo	del	tipo	legal	–como	tal	debe
ser	abarcado	por	el	dolo–	y	su	prueba	condición	asimismo	de	tipicidad.	No	es
menester,	como	se	ha	indicado	anteriormente,	que	conste	acreditada	la
comisión	mediante	sentencia	firme,	ni	siquiera	que	exista	investigación	en
trámite	ni	proceso	penal	abierto.	Es	decir,	expresamente	se	ha	descartado	una
prejudicialidad	homogénea	de	carácter	devolutiva.
33°.	La	prueba	sobre	el	conocimiento	del	delito	fuente	y	del	conjunto	de	los
elementos	objetivos	del	lavado	de	activos	será	normalmente	la	prueba
indiciaria	–no	es	habitual,	al	respecto,	la	existencia	de	prueba	directa–.	En
esta	clase	de	actividades	delictivas,	muy	propias	de	la	criminalidad
organizada,	la	prueba	indiciaria	es	idónea	y	útil	para	suplir	las	carencias	de	la
prueba	directa.	La	existencia	de	los	elementos	del	tipo	legal	analizado	deberá
ser	inferida	–a	partir	de	un	razonamiento	lógico	inductivo,	apoyado	en	reglas
de	inferencia	que	permiten	llegar	a	una	conclusión	a	partir	de	determinadas
premisas–	de	los	datos	externos	y	objetivos	acreditados,	conforme	se	ha
establecido	en	la	Ejecutoria	Suprema	Vinculante	número	1912-2005/Piura,
del	6	de	setiembre	del	2005	(Acuerdo	Plenario	número	1-2006/ESV-22,	del	13
de	octubre	del	2006).
Los	indicios	han	de	estar	plenamente	acreditados,	así	como	relacionados
entre	sí	y	no	desvirtuados	por	otras	pruebas	o	contraindicios.	El	tribunal
deberá	explicitar	el	juicio	de	inferencia	de	un	modo	razonable.
Como	presupuestos	generales	–materiales	y	formales–	en	orden	a	la
habilidad	de	la	prueba	indiciaria	para	constatar	la	realidad	del	delito	de
lavado	de	activos,	se	requiere:
A.	Existencia	de	hechos	base	o	indicios	plenamente	acreditados,	que	en
función	a	su	frecuente	ambivalencia,	han	de	ser	plurales,	concomitantes	al
hecho	que	se	trata	de	probar	e	interrelacionados	–de	modo	que	se	refuercen
entre	sí–.
B.	Entre	los	hechos	base,	apreciados	en	su	globalidad,	y	el	hecho	consecuencia
ha	de	existir	un	enlace	preciso	según	las	reglas	del	pensamiento	humano
[perspectiva	material].
C.	El	razonamiento	del	tribunal	ha	de	ser	explícito	y	claro,	debe	(i)	detallar	y
justificar	el	conjunto	de	indicios	y	su	prueba,	que	van	a	servir	de	fundamento	a
la	deducción	o	inferencia,	así	como	(ii)	sustentar	un	discurso	lógico	inductivo
de	enlace	y	valoración	de	los	indicios,	que	aún	cuando	sucinto	o	escueto	es
imprescindible	para	posibilitar	el	control	impugnativo	de	la	racional	de	la
inferencia	[perspectiva	formal].	(…)”	(VI	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas
Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	3-2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.	S.
San	Martín	Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—El	lavado	de	activos	solo	exige	la
determinación	de	la	procedencia	delictiva	de	dinero,	bienes,	efectos	o
ganancias	que	permita	en	atención	a	las	circunstancias	del	caso
concreto	la	exclusión	de	otros	posibles	orígenes.	“(…)	El	tipo	legal	de
lavado	de	activos	sólo	exige	la	determinación	de	la	procedencia	delictiva	de
dinero,	bienes,	efectos	o	ganancias	que	permita	en	atención	a	las
circunstancias	del	caso	concreto	la	exclusión	de	otros	posibles	orígenes.	No
hace	falta	la	demostración	acabada	de	un	acto	delictivo	específico,	con	la
plenitud	de	sus	circunstancias,	ni	de	los	concretos	partícipes	en	el	mismo	–lo
contrario	implicaría,	ni	más	ni	menos,	a	concebir	este	delito	como	de
imposible	ejecución–;	es	suficiente	la	certidumbre	sobre	su	origen,
conocimiento	de	la	existencia	de	una	infracción	grave,	de	manera	general.	Ha
de	constatarse	algún	vínculo	o	conexión	con	actividades	delictivas	graves	–las
previstas	en	el	artículo	6°	de	la	ley–	o	con	personas	o	grupos	relacionados	con
la	aplicación	de	este	tipo	legal.	(…)”	(VI	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas
Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	3-2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.	S.
San	Martín	Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—El	informe	de	la	Unidad	de
Inteligencia	Financiera	puede	servir	como	indicio	procedimental	o	como
pericia	institucional.	“(…)	La	naturaleza	jurídica	del	Informe	de	Inteligencia
no	puede	asimilarse	a	una	auditoría	especializada	de	carácter	financiero	o
pericia	institucional,	en	función	a	las	limitaciones	y	rasgos	propios	con	el	que
ha	sido	regulado.	En	efecto,	según	el	párrafo	final	del	artículo	13.2	del
reglamento,	el	destinatario	del	Informe	de	Inteligencia	está	obligado	a
guardar	la	debida	confidencialidad	de	la	entidad	informante	y	la	reserva	del
contenido	de	la	información.	La	información	que	sustenta	el	Informe	de
Inteligencia	tiene	carácter	reservado.	No	puede	ser	empleada	en	el	proceso
jurisdiccional	ni	como	medio	probatorio,	salvo	que	la	UIF-Perú	autorice
expresamente	sus	anexos,	que	es	el	sustento	de	la	información	proporcionada.
El	emplazamiento	judicial	de	un	funcionario	de	la	UIF-Perú	sólo	procede
respecto	de	los	documentos	que	obren	en	autos	y	que	han	sido	autorizados	por
esa	institución	por	constar	en	ellos.
Más	allá	de	lo	limitado	del	uso	procesal	del	Informe	de	Inteligencia,	y	de	la
falta	de	claridad	para	su	utilización	en	relación	al	cuerpo	del	citado	informe	y
al	sustento	de	la	información	–los	anexos–,	llama	la	atención	que	el	propio
Estado	limite	el	esclarecimiento	de	un	delito	de	tanta	gravedad	y	niegue	el
acceso	fluido	a	la	autoridad	penal	de	información	cuya	pertinencia	y	utilidad
corresponde	valorar	al	órgano	jurisdiccional,	pero	que	en	este	caso	reconoce
una	potestad	decisoria	a	la	UIF-Perú.
Así	las	cosas	es	evidente	que	si	el	Informe	de	Inteligencia	es	de	libre	acceso	a
las	partes	y	al	órgano	jurisdiccional	–en	la	medida	en	que	así	lo	decida	el	UIF-
Perú–;	y,	en	tanto	está	acompañado	de	documentación,	análisis	financieros	y
contables,	y	diversa	información	bancaria	y	comercial,	así	como	de	las
conclusiones	y	valoraciones	consiguientes,	primero,	servirá	como	indicio
procedimental	para	incoar	el	correspondiente	proceso	penal	o	inculpación
formal,	y,	segundo,	luego	de	ser	sometido	a	contradicción	por	su	nítido
carácter	pericial,	podrá	ser	valorado	como	pericia	institucional	con	arreglo	al
principio	de	libre	valoración.	(…)”	(VI	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales
Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	3-2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.	S.	San	Martín
Castro)
DOCTRINA.—Control	 constitucional	 a	 las	 normas	 sobre	 comercio
internacional	y	prevención	del	lavado	de	dinero	(reportes	a	unidades
de	 inteligencia	 financiera).	 “(...)	 La	 Argentina	 es	 miembro	 pleno	 del
G.A.F.I.	desde	el	año	2000,	además	de	miembro	fundador	y	sede	actual	del
G.A.F.I.S.U.D.	 Como	 tal,	 se	 ha	 sometido	 a	 las	 evaluaciones	 mutuas
correspondientes.	 La	 primera	 de	 ellas,	 como	 condición	 necesaria	 para
incorporarse	al	grupo	junto	con	México	y	Brasil,	implicó	la	sanción	de	la	Ley
25.246	 formalmente	 orientada	 en	 las	 40	 Recomendaciones.	 La	 segunda,
llevada	a	cabo	durante	2003,	puso	en	evidencia	las	serias	dificultades	para
su	aplicación	y	 las	 limitaciones	que	ya	entonces	experimentaba	el	sistema,
circunstancia	que	originó	un	serio	y	contundente	llamado	a	reformularlo.
(...)	 La	 importante	 reforma	 operada	 al	 régimen	 jurídico	 de	 prevención	 y
control	del	 lavado	de	dinero	y	 financiamiento	del	 terrorismo	por	 la	nueva
Ley	 26.683	 fue	 presentada	 como	 la	 respuesta	 cabal	 del	 Estado	 argentino
para	 revertir	 semejante	 panorama.	 A	 ello	 se	 aunan	 una	 significativa
cantidad	 de	 resoluciones	 dictadas	 por	 la	 nueva	 gestión	 de	 la	 Unidad	 de
Información	Financiera	(U.I.F.),	destinadas	a	realzar	la	función	asignada	por
la	ley	a	los	sujetos	obligados	a	informar	y,	en	general,	a	vitalizar	al	sistema
en	función	de	la	eficacia.	Si	bien	las	Resoluciones	U.I.F.	deben	aún	adecuarse
a	 la	 reforma,	 como	estaban	alineadas	con	el	Decreto	1936/2010	permiten
anticipar	su	consideración.
Los	 aspectos	 relacionados	 con	 la	 prevención	 y	 el	 control	 administrativos
han	 incorporado	 una	 diferencia	 sustancial	 con	 el	 sistema	 originario.	 Los
nuevos	 artículos	 20	 bis	 y	 21	 bis,	 reformulan	 el	 núcleo	 conceptual	 de	 la
función	 de	 los	 sujetos	 obligados	 a	 informar.	 Ya	 no	 deben	 limitarse	 a
reportar	operaciones	inusuales	o	sospechosas,	sino	que	deberán	realizar	un
juicio	 de	 valor	 subjetivo	 sobre	 su	 posible	 vinculación	 con	 actividades
delictivas.
Creemos	que	ello	desborda	groseramente	la	tolerancia	constitucional	de	la
convocatoria	 a	 los	particulares	para	 complementar	 las	 funciones	 estatales
de	contralor.	Además,	desconoce	la	distinción	sustancial	entre	las	funciones
administrativas	 y	 las	 jurisdiccionales;	 incluso	 asumiendo	 la	 alternativa
procesal	 de	 delegar	 la	 etapa	 instructora	 en	 órganos	 administrativos	 con
control	 judicial,	 no	 puede,	 bajo	 ningún	 punto	 de	 vista,	 superponerse	 la
función	 de	 la	 autoridad	 de	 aplicación	 en	 la	 materia	 con	 atribuciones
persecutorias.	Resulta	inadmisible	pretender	siquiera	que	una	instancia	de
análisis,	 tratamiento	 y	 transmisión	 de	 información	 pueda	 tomar
conocimiento	 de	 la	 posible	 comisión	 de	 un	 delito	 de	 acción	 pública	 sin
formular	de	inmediato	denuncia	penal,	con	lo	cual	cesa	automáticamente	su
autonomía	 técnica	 y	 sólo	 podrá,	 eventualmente,	 volver	 a	 ser	 convocada
como	 auxiliar	 del	 proceso.	 Sencillamente,	 porque	 omitir	 la	 denuncia
obligatoria	 de	 los	 funcionarios	 públicos	 es	 delito	 (...)”.	 (D’ALBORA	 (h),
Francisco	 J.,	 “El	 comercio	 internacional	 y	 la	 prevención	 del	 lavado	 de
dinero”,	La	Ley,	pág.	1,	30.09.2011)
D.	Leg.	1106.
ART.	 4°.—Circunstancias	 agravantes	 y	 atenuantes.	 La	 pena
será	privativa	de	la	libertad	no	menor	de	diez	ni	mayor	de	veinte
años	y	trescientos	sesenta	y	cinco	a	setecientos	treinta	días	multa,
cuando:
1.	 El	 agente	 utilice	 o	 se	 sirva	 de	 su	 condición	 de	 funcionario
público	o	de	agente	del	sector	inmobiliario,	financiero,	bancario	o
bursátil.
2.	 El	 agente	 cometa	 el	 delito	 en	 calidad	 de	 integrante	 de	 una
organización	criminal.
3.	 El	 valor	 del	 dinero,	 bienes,	 efectos	 o	 ganancias	 involucrados
sea	 superior	 al	 equivalente	 a	 quinientas	 (500)	 Unidades
Impositivas	Tributarias.
La	 pena	 será	 privativa	 de	 la	 libertad	 no	 menor	 de	 veinticinco
años	cuando	el	dinero,	bienes,	efectos	o	ganancias	provienen	de	la
minería	 ilegal,	 tráfico	 ilícito	 de	 drogas,	 terrorismo,	 secuestro,
extorsión	o	trata	de	personas.
La	pena	será	privativa	de	la	libertad	no	menor	de	cuatro	ni	mayor
de	seis	años	y	de	ochenta	a	ciento	diez	días	multa,	cuando	el	valor
del	 dinero,	 bienes,	 efectos	 o	 ganancias	 involucrados	 no	 sea
superior	 al	 equivalente	 a	 cinco	 (5)	 Unidades	 Impositivas
Tributarias.	La	misma	pena	se	aplicará	a	quien	proporcione	a	las
autoridades	 información	 eficaz	 para	 evitar	 la	 consumación	 del
delito,	 identificar	y	capturar	a	sus	autores	o	partícipes,	así	 como
detectar	o	incautar	los	activos	objeto	de	los	actos	descritos	en	los
artículos	1°,	2°	y	3°	del	presente	decreto	legislativo.
JURISPRUDENCIA.—TC	 descarta	 inconstitucionalidad	 de	 la	 ley	 que
prohíbe	beneficios	penitenciarios	en	el	delito	de	lavado	de	activos.	 “(…)
considerando	que	no	se	ha	vulnerado	el	principio	-	derecho	de	igualdad	por	la
restricción	 de	 los	 beneficios	 penitenciarios	 de	 redención	 de	 la	 pena	 por	 el
trabajo	 y	 la	 educación,	 semilibertad	 y	 liberación	 condicional,	 así	 como
tampoco	 el	 principio	 constitucional	 referido	 a	 los	 fines	 del	 régimen
penitenciario,	 este	 tribunal	 desestima	 la	 demanda	 de	 inconstitucionalidad.
(…)”	(TC,	Exp.	00033-2007-PI/TC,	oct.	02/09.	Pres.	Vergara	Gotelli)
D.	Leg.	1106.
ART.	 5°.—Omisión	 de	 comunicación	 de	 operaciones	 o
transacciones	 sospechosas.	 El	 que	 incumpliendo	 sus
obligaciones	 funcionales	 o	 profesionales,	 omite	 comunicar	 a	 la
autoridad	 competente,	 las	 transacciones	 u	 operaciones
sospechosas	 que	 hubiere	 detectado,	 según	 las	 leyes	 y	 normas
reglamentarias,	 será	 reprimido	 con	pena	privativa	de	 la	 libertad
no	menor	 de	 cuatro	 ni	mayor	 de	 ocho	 años,	 con	 ciento	 veinte	 a
doscientos	 cincuenta	 días	 multa	 e	 inhabilitación	 no	 menor	 de
cuatro	ni	mayor	de	seis	años,	de	conformidad	con	los	incisos	1),	2)
y	4)	del	artículo	36	del	Código	Penal.
La	 omisión	 por	 culpa	 de	 la	 comunicación	 de	 transacciones	 u
operaciones	 sospechosas	 será	 reprimida	 con	 pena	 de	 multa	 de
ochenta	 a	 ciento	 cincuenta	 días	multa	 e	 inhabilitación	 de	 uno	 a
tres	años,	de	conformidad	con	los	incisos	1),	2)	y	4)	del	artículo	36
del	Código	Penal.
D.	Leg.	1106.
ART.	6°.—Rehusamiento,	retardo	y	falsedad	en	el	suministro
de	 información.	 El	 que	 rehúsa	 o	 retarda	 suministrar	 a	 la
autoridad	 competente,	 la	 información	 económica,	 financiera,
contable,	 mercantil	 o	 empresarial	 que	 le	 sea	 requerida,	 en	 el
marco	de	una	investigación	o	juzgamiento	por	delito	de	lavado	de
activos,	 o	 deliberadamente	 presta	 la	 información	 de	 modo
inexacto	 o	 brinda	 información	 falsa,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	de	la	libertad	no	menor	de	dos	ni	mayor	de	cuatro	años,
con	cincuenta	a	ochenta	días	multa	e	 inhabilitación	no	mayor	de
tres	años	de	conformidad	con	los	incisos	1),	2)	y	4)	del	artículo	36
del	Código	Penal.
Si	la	conducta	descrita	se	realiza	en	el	marco	de	una	investigación
o	 juzgamiento	 por	 delito	 de	 lavado	 de	 activos	 vinculado	 a	 la
minería	 ilegal	 o	 al	 crimen	 organizado,	 o	 si	 el	 valor	 del	 dinero,
bienes,	 efectos	 o	 ganancias	 involucrados	 es	 superior	 al
equivalente	a	quinientas	(500)	Unidades	Impositivas	Tributarias,
el	agente	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor
de	 tres	 ni	mayor	 de	 cinco	 años,	 con	 ochenta	 a	 ciento	 cincuenta
días	 multa	 e	 inhabilitación	 no	 mayor	 de	 cuatro	 años,	 de
conformidad	con	los	incisos	1),	2)	y	4)	del	artículo	36	del	Código
Penal.
D.	Leg.	1106.
ART.	7°.—Reglas	de	investigación.	Para	 la	 investigación	de	 los
delitos	previstos	en	el	presente	decreto	legislativo,	el	fiscal	podrá
solicitar	al	 juez	el	 levantamiento	del	 secreto	bancario,	 el	 secreto
de	 las	comunicaciones,	 la	reserva	tributaria	y	 la	reserva	bursátil.
La	 información	 obtenida	 en	 estos	 casos	 sólo	 será	 utilizada	 en
relación	con	la	investigación	de	los	hechos	que	la	motivaron.
D.	Leg.	1106.
ART.	 8°.—Consecuencias	 accesorias	 aplicables	 a	 personas
jurídicas.	Si	 los	delitos	contemplados	en	 los	artículos	1°,	2°	y	3°
del	presente	decreto	 legislativo	 fueren	cometidos	en	ejercicio	de
la	 actividad	 de	 cualquier	 persona	 jurídica	 o	 utilizando	 su
organización	o	 servicios,	 para	 favorecerlos	 o	 encubrirlos,	 el	 juez
deberá	aplicar,	según	la	gravedad	y	naturaleza	de	los	hechos	o	la
relevancia	 de	 la	 intervención	 en	 el	 hecho	 punible,	 las	 siguientes
consecuencias	accesorias	de	manera	alternativa	o	conjunta:
1.	 Multa	 con	 un	 valor	 no	 menor	 de	 cincuenta	 ni	 mayor	 de
trescientas	Unidades	Impositivas	Tributarias.
2.	Clausura	definitiva	de	locales	o	establecimientos.
3.	Suspensión	de	actividades	por	un	plazo	no	mayor	de	tres	años.
4.	Prohibición	de	realizar	en	el	futuro	actividades,	de	la	clase	de
aquellas	 en	 cuyo	 ejercicio	 se	 haya	 cometido,	 favorecido	 o
encubierto	el	delito.
5.	 Cancelación	 de	 licencias,	 derechos	 y	 otras	 autorizaciones
administrativas	o	municipales.
6.	Disolución	de	la	persona	jurídica.
Simultáneamente	 a	 la	 medida	 impuesta,	 el	 juez	 ordenará	 a	 la
autoridad	competente	que	disponga	la	intervención	de	la	persona
jurídica	para	 salvaguardar	 los	derechos	de	 los	 trabajadores	y	de
los	acreedores,	hasta	por	un	periodo	de	dos	años.
El	 cambio	 de	 la	 razón	 social	 o	 denominación	 de	 la	 persona
jurídica	o	su	reorganización	societaria,	no	impide	la	aplicación	de
estas	medidas.
D.	Leg.	1106.
ART.	 9°.—Decomiso.	 En	 todos	 los	 casos	 el	 juez	 resolverá	 la
incautación	o	el	decomiso	del	dinero,	bienes,	efectos	o	ganancias
involucrados,	conforme	a	lo	previsto	en	el	artículo	102	del	Código
Penal.
D.	Leg.	1106.
ART.	10.—Autonomía	del	delito	y	prueba	indiciaria.	El	lavado
de	activos	es	un	delito	autónomo	por	lo	que	para	su	investigación
y	 procesamiento	 no	 es	 necesario	 que	 las	 actividades	 criminales
que	 produjeron	 el	 dinero,	 los	 bienes,	 efectos	 o	 ganancias,	 hayan
sido	 descubiertas,	 se	 encuentren	 sometidas	 a	 investigación,
proceso	judicial	o	hayan	sido	previamente	objeto	de	prueba	o	de
sentencia	condenatoria.
El	conocimiento	del	origen	ilícito	que	tiene	o	que	debía	presumir
el	 agente	 de	 los	 delitos	 que	 contempla	 el	 presente	 Decreto
Legislativo,	corresponde	a	actividades	criminales	como	los	delitos
de	 minería	 ilegal,	 el	 tráfico	 ilícito	 de	 drogas,	 el	 terrorismo,	 los
delitos	 contra	 la	 administración	 pública,	 el	 secuestro,	 el
proxenetismo,	 la	 trata	 de	 personas,	 el	 tráfico	 ilícito	 de	 armas,
tráfico	ilícito	de	migrantes,	 los	delitos	tributarios,	 la	extorsión,	el
robo,	 los	 delitos	 aduaneros	 o	 cualquier	 otro	 con	 capacidad	 de
generar	 ganancias	 ilegales,	 con	 excepción	 de	 los	 actos
contemplados	en	el	artículo	194	del	Código	Penal.	El	origen	ilícito
que	conoce	o	debía	presumir	el	agente	del	delito	podrá	 inferirse
de	los	indicios	concurrentes	en	cada	caso.
También	 podrá	 ser	 considerado	 autor	 del	 delito	 y	 por	 tanto
sujeto	de	investigación	y	juzgamiento	por	lavado	de	activos,	quien
ejecutó	o	participó	en	 las	actividades	criminales	generadoras	del
dinero,	bienes,	efectos	o	ganancias.
JURISPRUDENCIA.—El	 delito	 de	 lavado	 de	 activos	 requiere	 que
previamente	se	haya	cometido	otro	delito.	“Como	ha	quedado	expuesto,	el
delito	de	 lavado	de	activos	 requiere	que	previamente	 se	haya	cometido	otro
delito,	 cuya	 realización	 haya	 generado	 una	 ganancia	 ilegal,	 que	 es
precisamente	lo	que	el	agente	pretende	integrar	a	la	economía	y,	en	su	caso,	al
sistema	 financiero.	 De	modo	 que	 es	 necesario	 precisar	 la	 determinación	 del
origen	delictivo	de	los	activos	y	el	conocimiento	de	su	origen	ilícito.	Respecto
de	 este	punto,	 el	 artículo	6°	 de	 la	 Ley	 establece	que	no	 es	necesario	que	 las
actividades	referidas	al	delito	fuente	se	encuentren	sometidas	a	investigación,
proceso	judicial	o	hayan	sido	objeto	de	sentencia	condenatoria.	Ello	reconoce
simplemente	 que	 la	 vinculación	 de	 la	 actividad	 de	 lavado	 de	 activos	 con	 el
delito	fuente	no	puede	supeditarse	a	la	estricta	aplicación	de	las	reglas	de	la
accesoriedad	que	puedan	condicionar	su	naturaleza	de	figura	autónoma	y	del
bien	jurídico,	también	autónomo,	afectado	por	el	lavado.	(...)	El	delito	fuente,
empero,	es	un	elemento	objetivo	del	tipo	legal	–como	tal	deber	ser	abarcado
por	 el	 dolo–	 y	 su	 prueba,	 condición	 asimismo	 de	 tipicidad.	 No	 es	menester,
como	 se	 ha	 indicado	 anteriormente,	 que	 conste	 acreditada	 la	 comisión
mediante	 sentencia	 firme,	 ni	 siquiera	 que	 exista	 investigación	 en	 trámite	 ni
proceso	 penal	 abierto;	 es	 decir,	 expresamente	 se	 ha	 descartado	 una
prejudicialidad	homogénea	de	carácter	devolutiva	(...)”.	(PJ,	Exp.	151-2010-0-
5001-JR-PE-03,	feb.	02/2016.	Pres.	Ramiro	Salinas	Siccha)
JURISPRUDENCIA.—Cinco	 consideraciones	 para	 dar	 por	 probada	 la
existencia	 del	 delito	 previo	 en	 el	 lavado	 de	 activos.	 “La	 Sala	 Penal
Permanente	de	la	Corte	Suprema	ha	señalado	que	la	vinculación	del	acusado
con	 el	 delito	 precedente,	 así	 como	 la	 existencia	 del	 delito	 previo	 se
consideraran	determinadas	al	constatarse	la	existencia	de:	a)	una	conexión	o
relación	 del	 autor	 o	 partícipe	 con	 actividades	 delictivas	 a	 partir	 de
determinados	hechos	concluyentes;	b)	existencia	de	un	incremento	notorio	del
patrimonio	 personal	 de	 las	 persona	 durante	 el	 tiempo	 en	 el	 que	 se	 produjo
dicha	vinculación;	 c)	ausencia	de	negocios	 lícitos	que	 justifiquen	el	aumento
del	 patrimonio;	 d)	 existencia	 de	 negocios	 aparentemente	 lícitos	 que	 no
producen	utilidades;	e)	el	hecho	que	ante	una	investigación	administrativa	o
policial	no	se	pueda	justificar	un	depósito	bancario,	o	de	otra	índole,	por	una
suma	 de	 dinero	 elevada	 (...)”.	 (PJ,	 Exp.	 151-2010-0-5001-JR-PE-03,	 feb.
02/2016.	Pres.	Ramiro	Salinas	Siccha)
JURISPRUDENCIA.—Una	 vez	 concluida	 la	 etapa	 de	 investigación,	 el
fiscal	debe	señalar	en	forma	expresa	cuál	es	el	delito	del	que	provienen
los	activos	que	son	objeto	de	lavado.	“En	ese	sentido	se	precisa	que	en	toda
imputación	fiscal	por	el	delito	de	lavado	de	activos,	y	siempre	que	el	estado	del
proceso	 así	 lo	 amerite,	 el	 titular	 de	 la	 acción	 penal	 debe	 cumplir	 con	 hacer
referencia	a	 la	actividad	delictiva	que	se	 reputa	como	 fuente	generadora	de
activos	maculados;	 pues,	 de	 no	 cumplirse	 con	 ello	 nos	 encontraríamos	 ante
una	flagrante	afectación	al	principio	de	imputación	necesaria.	Se	precisa	ello,
toda	vez	que	subsisten	en	la	práctica	forense	nacional	ciertas	confusiones	en
relación	al	significado	y	real	alcance	de	la	autonomía	del	delito	de	lavado	de
activos,	por	cuanto	algunos	llegan	a	considerar	que	tal	autonomía	permite	a
los	 operadores	 jurídicos	 enjuiciar	 un	 delito	 de	 lavado	 de	 activos	 omitiendo
identificar	el	ilícito	del	que	provienen	tales	activos.	Este	colegiado	descalifica
un	entendimiento	 tan	amplio	 y	desbordado	de	 la	autonomía	 como	el	 que	 se
expone;	pues	una	vez	concluida	la	etapa	de	investigación	el	titular	de	la	acción
penal	y	responsable	de	la	carga	de	prueba	debe	encontrarse	en	la	capacidad
de	señalar	en	forma	expresa	cual	es	el	delito	del	que	provienen	los	activos	que
son	 objeto	 de	 lavado;	 pues	 de	 no	 cumplirse	 con	 ello,	 estaríamos	 ante	 una
imputación	 fiscal	 incompleta,	 vaga	 e	 imprecisa.	 Por	 tanto,	 concluimos,	 la
menor	 o	 mayor	 exigencia	 de	 determinación	 de	 la	 imputación	 fiscal	 está
directamente	relacionada	al	avance	de	la	investigación	y	estado	del	proceso;
por	lo	que,	al	inicio	de	la	investigación	tal	exigencia	razonablemente	debe	ser
menor;	y	por	el	contrario,	concluida	la	misma,	tal	exigencia	de	determinación
alcanza	 su	 nivel	máximo”.	 (PJ,	 Exp.	 151-2010-0-5001-JR-PE-03,	 feb.	 0/2016.
Pres.	Ramiro	Salinas	Siccha)
D.	Leg.	1106.
ART.	 11.—Prohibición	 de	 beneficios	 penitenciarios.	 Quienes
incurran	en	 la	agravante	contemplada	en	el	 segundo	párrafo	del
artículo	4°	del	presente	decreto	 legislativo	no	podrán	acogerse	a
los	 beneficios	 penitenciarios	 de	 redención	 de	 la	 pena	 por	 el
trabajo	y	la	educación,	semilibertad	y	liberación	condicional.
D.	Leg.	1106.
ART.	 12.—Derogado.	 Ley	 30077,	 Única	 Disposición
Complementaria	Derogatoria.
D.	Leg.	1106.
ART.	 13.—Derogado.	 Ley	 30077,	 Única	 Disposición
Complementaria	Derogatoria.
D.	Leg.	1106.
ART.	 14.—Derogado.	 Ley	 30077,	 Única	 Disposición
Complementaria	Derogatoria.
D.	Leg.	1106.
ART.	 15.—Derogado.	 Ley	 30077,	 Única	 Disposición
Complementaria	Derogatoria.
D.	Leg.	1106.
ART.	16.—Actuación	excepcional	de	las	Fuerzas	Armadas	en
auxilio	 del	Ministerio	 Público.	 En	 los	 lugares	 de	 difícil	 acceso
que	 implique	 además	 la	 ausencia	 de	 efectivos	 suficientes	 de	 la
Policía	 Nacional	 del	 Perú	 o	 sin	 logística	 o	 infraestructura
necesaria,	 el	 fiscal	 en	 su	 calidad	 de	 titular	 de	 la	 acción	 penal,
puede	 excepcionalmente	 solicitar	 la	 intervención	 de	 las	 Fuerzas
Armadas	 para	 las	 acciones	 de	 interdicción	 de	 la	 minería	 ilegal,
lavado	de	activos	u	otras	formas	de	crimen	organizado.
Las	 Fuerzas	 Armadas	 en	 el	 marco	 de	 lo	 dispuesto	 por	 la
Constitución	Política	del	Perú,	el	Decreto	Legislativo	N°	1100	y	el
presente	Decreto	Legislativo,	colaborará	con	el	Ministerio	Público
para	asegurar	el	cumplimiento	de	la	presente	norma.
La	 intervención	 de	 las	 Fuerzas	 Armadas	 no	 implica	 en	 modo
alguno	 la	 restricción,	 suspensión,	 ni	 afectación	 de	 los	 derechos
fundamentales	consagrados	en	la	Constitución	Política	del	Perú.
D.	Leg.	1106.
ART.	 17.—Derogado.	 Ley	 30077,	 Única	 Disposición
Complementaria	Derogatoria.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS	FINALES
D.	Leg.	1106.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Mejora	 del
control	 de	 operaciones	 sospechosas.	 Las	 instituciones
sometidas	 al	 control	 y	 supervisión	 de	 la	 Superintendencia	 de
Banca,	 Seguros	 y	 Administradoras	 Privadas	 de	 Fondos	 de
Pensiones,	 estarán	 obligadas	 a	 adoptar	 medidas	 de	 control
apropiadas	y	suficientes,	orientadas	a	evitar	que	en	la	realización
de	 sus	 operaciones	 se	 produzca	 el	 ocultamiento,	 manejo,
inversión	 o	 aprovechamiento	 en	 cualquier	 forma	 de	 dinero	 u
otros	 bienes	 provenientes	 de	 la	 minería	 ilegal,	 así	 como	 de
cualquier	otra	actividad	de	crimen	organizado	o	destinados	a	 su
financiación,	o	para	dar	apariencia	de	 legalidad	a	 las	actividades
delictivas	 o	 a	 las	 transacciones	 y	 fondos	 vinculados	 con	 las
mismas.
Los	 sujetos	 obligados	 establecidos	 a	 través	 de	 la	 Ley	N°	 27693
deberán	 reportar	 bajo	 responsabilidad	 de	 forma	 inmediata	 y
suficiente	 a	 la	 Unidad	 de	 Inteligencia	 Financiera	 cualquier
información	relevante	sobre	manejo	de	activos	o	pasivos	u	otros
recursos,	cuya	cuantía	o	características	no	guarden	relación	con	la
actividad	económica	de	sus	clientes,	o	sobre	transacciones	de	sus
usuarios	que	por	 su	número,	por	 las	 cantidades	 transadas	o	por
las	 características	 particulares	 de	 las	 mismas,	 puedan	 conducir
razonablemente	 a	 sospechar	 que	 se	 está	 utilizando	 a	 la	 entidad
para	 transferir,	 manejar,	 aprovechar	 o	 invertir	 recursos
provenientes	 de	 actividades	 delictivas	 o	 destinados	 a	 su
financiación.
D.	Leg.	1106.
Segunda	Disposición	Complementaria	Final.—Destino	de	bienes
incautados	o	decomisados.	La	administración	del	dinero,	bienes,
efectos	 o	 ganancias	 ilegales	 que	 hayan	 sido	 incautados	 por	 los
delitos	previstos	en	el	presente	decreto	 legislativo	se	adecuará	a
lo	establecido	en	las	disposiciones	sobre	la	materia	previstas	en	la
legislación	vigente.
D.	Leg.	1106.
Tercera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Capacitación	 de
fiscales	 y	 otros	 funcionarios.	 El	 Ministerio	 Público	 diseñará	 y
pondrá	en	ejecución	un	programa	de	capacitación	contra	el	lavado
de	activos	vinculado	a	 la	minería	 ilegal	y	otras	formas	de	crimen
organizado,	así	como	a	su	 financiamiento,	destinado	a	 introducir
habilidades	 y	 competencias	 en	 los	 fiscales	 en	 los	 procesos	 de
investigación,	para	la	mayor	eficacia.	Esta	capacitación	involucra	a
la	Policía	Nacional	del	Perú	Nacional	del	Perú	y	a	 los	 integrantes
de	las	Fuerzas	Armadas	que	se	estime	pertinente.
D.	Leg.	1106.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Coordinación
interinstitucional.	 Las	 entidades	 del	 Estado,	 en	 los	 ámbitos
nacional,	regional	y	local,	y	las	empresas	en	las	que	el	Estado	tiene
participación,	brindan	su	colaboración	a	la	Unidad	de	Inteligencia
Financiera	del	Perú	-	UIF-Perú,	para	el	cumplimiento	de	su	misión
institucional,	proporcionando	información	y	cualquier	otra	forma
de	 cooperación	 necesaria	 para	 combatir	 el	 delito	 de	 lavado	 de
activos,	vinculado	especialmente	a	la	minería	ilegal	u	otras	formas
de	crimen	organizado.
Así	 mismo,	 la	 UIF-Perú	 mantendrá	 relaciones	 de	 coordinación
con	el	consejo	de	defensa	 jurídica	del	Estado,	a	 fin	de	 lograr	una
mayor	 eficacia	 en	 la	 lucha	 contra	 el	 delito	 de	 lavado	 de	 activos,
vinculado	 especialmente	 a	 la	 minería	 ilegal	 u	 otras	 formas	 de
crimen	organizado.
D.	Leg.	1106.
Quinta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Financiamiento.
Los	 gastos	 que	 demande	 la	 aplicación	 del	 presente	 decreto
legislativo	 se	 ejecutan	 con	 cargo	 a	 los	 presupuestos
institucionales	de	las	entidades	competentes.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS	TRANSITORIAS
D.	Leg.	1106.
Primera	Disposición	Complementaria	Transitoria.—Vigencia.	 El
presente	 decreto	 legislativo	 entrará	 en	 vigencia	 a	 partir	 del	 día
siguiente	 de	 su	 publicación,	 con	 excepción	 de	 la	 Cuarta
Disposición	 Complementaria	 Modificatoria	 que	 entrará	 en
vigencia	a	los	60	días	naturales.
D.	Leg.	1106.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Plazo	 para
información	 de	 instrumentos	 de	 gestión	 para	 detección	 de
operaciones	sospechosas.	Para	el	cumplimiento	de	lo	dispuesto
en	el	 artículo	14	de	 la	Ley	N°	27693,	Ley	que	 crea	 la	Unidad	de
Inteligencia	 Financiera	 -	 Perú,	 los	 sujetos	 obligados	 deben
informar	 a	 la	 Unidad	 de	 Inteligencia	 Financiera	 en	 el	 plazo	 de
noventa	(90)	días	naturales	computados	a	partir	de	la	vigencia	del
presente	 decreto	 legislativo,	 sobre	 los	 mecanismos
implementados	 para	 la	 detección	 de	 operaciones	 inusuales	 y
sospechosas,	 así	 como	 sobre	 la	 elaboración	 del	 Manual	 donde
conste	 el	 sistema	 para	 detectar	 operaciones	 sospechosas	 de	 la
comisión	 del	 delito	 de	 lavado	 de	 activos	 y	 el	 financiamiento	 de
terrorismo.
D.	Leg.	1106.
Tercera	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.
—Implementación	 del	 registro.	 La	 inscripción	 en	 el	 registro
establecido	 en	 la	 Quinta	 Disposición	 Complementaria
Modificatoria	de	la	Ley	N°	27693	deberá	efectuarse	en	un	plazo	no
mayor	de	ciento	veinte	(120)	días	naturales	computados	a	partir
de	 la	 entrada	 en	 vigencia	 del	 presente	 decreto	 legislativo.	 En
dicho	 plazo,	 la	 Superintendencia	 de	 Banca,	 Seguros	 y
Administradoras	 Privadas	 de	 Fondos	 de	 Pensiones	 emitirá	 las
disposiciones	 necesarias	 para	 el	 cumplimiento	 de	 dicha
obligación.
DISPOSICIÓN	COMPLEMENTARIA	DEROGATORIA
D.	Leg.	1106.
Única	Disposición	Complementaria	Derogatoria.—Deróguese	la
Ley	N°	27765,	Ley	Penal	contra	el	Lavado	de	Activos,	modificada
por	el	Decreto	Legislativo	N°	986	y	las	demás	normas	que	se
opongan	al	presente	decreto	legislativo.
Régimen	penal	de	terrorismo	y
traición	a	la	patria
1.	Terrorismo
D.	L.	N°	25475
Establecen	la	penalidad	para	los	delitos	de
terrorismo	y	los	procedimientos	para	la
investigación,	la	instrucción	y	el	juicio
D.	L.	25475.
ART.	1°.—Contenido	del	dispositivo.	El	presente	decreto	ley
establece	la	penalidad	para	los	delitos	de	terrorismo	y	los
procedimientos	para	la	investigación	policial,	la	instrucción	y	el
juicio,	así	como	las	medidas	de	protección	que	la	sociedad	está
obligada	a	proporcionar	a	los	magistrados,	miembros	del
Ministerio	Público	y	auxiliares	de	justicia	que	intervengan	en
dichos	procesos.
JURISPRUDENCIA.—La	diferencia	entre	el	delito	de	rebelión	y
terrorismo	atiende	a	la	intención	directa	del	agente.	“(…)	respecto	a	la
conducta	desplegada	por	los	encausados	quienes	han	referido	en	su	recurso
impugnatorio	que	se	trata	de	rebelión	y	no	de	terrorismo,	debemos	señalar	al
respecto	que	el	delito	de	rebelión,	se	efectúa	por	sus	actores	en	forma	pública,
siendo	su	objetivo	inmediato	el	derrocamiento	del	gobierno	legalmente
constituido	o	modificación	del	régimen	constitucional;	conductas	no
atribuibles	a	los	encausados	recurrentes,	quienes	en	la	clandestinidad,
advertida	en	el	inmueble	donde	se	produjo	la	intervención	por	las	fuerzas	del
orden	el	treinta	de	noviembre	del	año	mil	novecientos	noventa	y	cinco,	se
preparaban	con	el	fin	de	crear	zozobra	en	la	población,	al	encontrarse	en	su
poder	armamento	bélico,	cuyo	propósito	mediático	era	el	de	subvertir	el
Estado	de	Derecho,	inferencia	que	también	se	arriba	por	la	propaganda
antisubversiva	encontrada	en	el	citado	inmueble,	con	lo	que	se	configura	de
esta	manera	el	delito	de	terrorismo	(…)”	(CS,	R.	N.	3818-2006-Lima,
2/20/2011.	V.	P.	Ponce	de	Mier)
JURISPRUDENCIA.—El	delito	de	terrorismo	como	delito	de	peligro
abstracto.	“(…)	atendiendo	a	que	la	actividad	delictiva	descubierta	a	los
sentenciados	fue	el	de	contar	con	una	debida	organización	con	fines	de	crear
alarma	o	temor	en	la	población	con	el	propósito	de	subvertir	el	estado	de
Derecho,	es	evidente	que	el	daño	material	es	abstracto	-	delitos	de	peligro:
“definido	como	aquellos	en	los	que	no	se	requiere	que	la	conducta	del	agente
haya	ocasionado	un	daño	sobre	un	objeto,	sino	que	es	suficiente	que	el	objeto
jurídicamente	protegido	haya	sido	puesto	en	peligro	de	sufrir	la	lesión	que	se
quiere	evitar...”.,	todos	estos	actos	encuadrados	dentro	del	delito	de
terrorismo;	sin	obviar	las	consecuencias	generadas	para	el	Estado	ante	la
intervención	de	las	fuerzas	del	orden	al	inmueble	donde	se	encontraban
habitando	clandestinamente	los	encausados;	asimismo,	debe	tenerse	en
cuenta	que	la	reparación	debe	ser	fijada	a	los	sentenciados,	de	acuerdo	a	la
participación	que	éstos	han	tenido	dentro	de	la	organización	terrorista,	roles
que	han	sido	calificados	de	acuerdo	a	los	dispositivos	legales	que	se
encuentran	establecidos	dentro	del	delito	de	terrorismo	(…)”	(CS,	R.	N.	3818-
2006-Lima,	2/20/2011.	V.	P.	Ponce	de	Mier)
JURISPRUDENCIA.—El	régimen	político	democrático	definido	por	la
Constitución	(la	seguridad	nacional)	es	el	bien	jurídico	tutelado	en	la
persecución	del	terrorismo.	“El	concepto	de	seguridad	nacional	no	debe
confundirse	con	el	de	seguridad	ciudadana.	Aquélla	implica	un	peligro	grave
para	la	integridad	territorial,	para	el	Estado	de	derecho,	para	el	orden
constitucional	establecido:	es	la	violencia	contra	el	Estado	y	afecta	los
cimientos	del	sistema	democrático	(...).	Supone,	pues,	un	elemento	político	o
una	ideología	que	se	pretende	imponer,	y	sólo	puede	equipararse	a	la
seguridad	ciudadana	por	excepción	o	emergencia,	cuando	ésta	es	perturbada
gravemente.	La	seguridad	ciudadana	normalmente	preserva	la	paz,	la
tranquilidad	y	la	seguridad	de	los	ciudadanos,	sin	mediar	el	factor	político	y/o
el	trasfondo	ideológico	en	su	vulneración.	Quien	delinque	contra	la	seguridad
ciudadana,	no	se	propone	derrocar	o	amenazar	al	régimen	político
constitucionalmente	establecido,	a	fin	de	imponer	uno	distinto	o	una	distinta
ideología.	(...)	La	necesidad	comprensible,	real	y	legítima,	de	combatir	la
delincuencia	común	organizada	en	bandas	armadas	responde,	más	bien,	al
objetivo	de	preservar	el	orden	interno	o	la	seguridad	ciudadana,	que	a	la
finalidad	de	proteger	el	Estado	de	derecho,	el	régimen	constitucional	o	la
integridad	territorial;	es	decir,	que	al	bien	jurídico	de	la	seguridad	nacional.
La	delincuencia	común,	aún	organizada	en	bandas	armadas,	carece	de	la
motivación	político-ideológica	que	es	elemento	constitutivo	del	delito	de
terrorismo	que	atenta	contra	la	seguridad	nacional.	(...)	Ahora	bien,	aun
cuando	el	sujeto	activo	o	agente	de	este	tipo	de	ilícito	penal	está	constituido
por	agrupaciones	organizadas	y	armadas,	ello	no	implica	que	todos	los	ilícitos
penales	cometidos	por	agrupaciones	organizadas	y	armadas	constituyan
‘terrorismo’.	En	efecto,	el	elemento	que	ha	de	caracterizar	este	tipo	de	ilícito
es	la	finalidad	política	y/o	ideológica	de	la	agrupación	organizada.	En
consecuencia,	si	ésta	no	tiene	como	objetivo	(...).	En	la	persecución	del
terrorismo,	el	bien	jurídico	tutelado	es	el	régimen	político	democrático
definido	por	la	Constitución;	vale	decir,	la	seguridad	nacional”.	(TC,	Sent.	del
Pleno	-	Exp.	005-2001-AI/TC,	nov.	15/2001.	S.	S.	Aguirre	Roca)
D.	L.	25475.
ART.	2°.—Descripción	típica	del	delito.	El	que	provoca,	crea	o
mantiene	un	estado	de	zozobra,	alarma	o	temor	en	la	población	o
en	un	sector	de	ella,	realiza	actos	contra	la	vida,	el	cuerpo,	la
salud,	la	libertad	y	seguridad	personales	o	contra	el	patrimonio,
contra	la	seguridad	de	los	edificios	públicos,	vías	o	medios	de
comunicación	o	de	transporte	de	cualquier	índole,	torres	de
energía	o	transmisión,	instalaciones	motrices	o	cualquier	otro
bien	o	servicio,	empleando	armamentos,	materias	o	artefactos
explosivos	o	cualquier	otro	medio	capaz	de	causar	estragos	o
grave	perturbación	de	la	tranquilidad	pública	o	afectar	las
relaciones	internacionales	o	la	seguridad	de	la	sociedad	y	del
Estado,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor
de	veinte	años.
NOTA:	El	Tribunal	Constitucional,	por	sentencia	recaída	en	el	caso	Marcelino	Tineo	Silva	(Exp.	N°
010-2002-AI/TC),	publicada	el	04	de	enero	del	2003,	exhortó	al	Congreso	de	la	República	para	que	en
un	plazo	razonable	establezca	los	límites	máximos	de	las	penas	de	los	delitos	regulados	por	los
artículos	2°,	3°,	incisos	b)	y	c);	y	4°,	5°	y	9°	del	Decreto	Ley	N°	25475	(conforme	se	expone	en	el
fundamento	jurídico	N°	205	y	en	el	quinto	párrafo	de	la	parte	resolutiva	de	la	sentencia).	En
cumplimiento	de	lo	exhortado	por	el	Tribunal	Constitucional	el	D.	Leg.	921,	publicado	el	18	de	enero
del	2003,	dispone	(Art.	2°)	que	“La	pena	temporal	máxima	para	los	delitos	previstos	en	los	artículos
2°,	3°,	incisos	“b”	y	“c”,	4°	y	5°	del	Decreto	Ley	25475	será	cinco	años	mayor	a	la	pena	mínima
establecida	en	los	mismos”.	En	otro	extremo,	el	artículo	3°	de	la	norma	refiere	que:	“La	pena	máxima
establecida	para	la	reincidencia	contemplada	en	el	Art.	9°	del	D.	L.	25475	será	de	cadena	perpetua.”
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Bien	jurídico	protegido	en	el	delito	de
terrorismo:	el	régimen	político	ideológico	establecido
constitucionalmente.	“(...)	el	delito	de	terrorismo	básico	–artículo	dos	del
Decreto	Ley	número	veinticinco	mil	cuatrocientos	setenta	y	cinco–,	contiene
un	elemento	teleológico,	esto	es,	exige	una	especificidad	del	elemento
intencional,	que	se	expresa	–elemento	subjetivo	tipificante–,	en	cuanto	a	su
finalidad	última,	en	la	subversión	del	régimen	político	ideológico	establecido
constitucionalmente,	y	que	en	estricto	sentido	es	el	bien	jurídico	tutelado,	de
suerte	que	la	acción	proscrita	y	razón	de	ser	de	la	configuración	típica	desde
una	perspectiva	final	es	la	sustitución	o	variación	violenta	del	régimen
constitucional,	(...),	es	del	caso	precisar	los	alcances	generales	del	aludido	tipo
penal;	que	esta	figura	penal	exige,	desde	la	tipicidad	objetiva,	que	el	sujeto
activo	realice	una	de	dos	modalidades	de	acción	típica,	centradas	en	la
perpetración	de	delitos	contra	bienes	jurídicos	individuales	–vida,	integridad
corporal,	libertad	y	seguridad	personal,	y	contra	el	patrimonio–	o	contra
bienes	jurídicos	colectivos	–seguridad	de	los	edificios,	vías	o	medios	de
comunicación	o	transportes,	torres	de	energía	o	transmisión,	instalaciones
motrices	o	cualquier	otro	bien	o	servicio–;	asimismo,	requiere
concurrentemente	que	el	agente	utilice	determinados	medios	típicos:	los
catastróficos	–artefactos	explosivos,	materias	explosivas–,	y	los	que	tengan
entidad	para	ocasionar	determinados	y	siempre	graves	efectos	dañosos;	y,	por
último,	debe	producir	concretos	resultados	típicos:	estragos,	grave
perturbación	de	la	tranquilidad	pública,	y	afectación	de	las	relaciones
internacionales	o	de	la	seguridad	de	la	sociedad	y	del	Estado;	que	a	ello	se	une,
desde	la	tipicidad	subjetiva,	el	dolo	del	autor,	sin	perjuicio	de	tomar	en	cuenta
la	específica	intencionalidad	antes	mencionada;	que	tratándose	de	una
interpretación	de	un	tipo	penal	de	especial	importancia,	que	en	rigor
complementa	la	llevada	a	cabo	por	el	Tribunal	Constitucional,	es	del	caso
otorgarle	carácter	de	precedente	vinculante	de	conformidad	con	el	numeral
uno	del	artículo	trescientos	uno-A	del	Código	de	Procedimientos	Penales,
introducido	por	el	Decreto	Legislativo	número	novecientos	cincuenta	y	nueve.
(...)	Establecieron	como	precedente	vinculante	lo	estipulado	en	el	noveno
fundamento	jurídico	(...)”	(CS,	R.	N.	3048-2004-Lima,	dic.	21/2004.	S.	S.	San
Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.	La	pena	de	inhabilitación	no	puede
acompañar	a	la	pena	principal	del	delito	de	terrorismo.	“(...)	es	de
precisar	que	en	la	sentencia	recurrida	se	ha	impuesto	pena	de	inhabilitación,
cuando	esa	pena	no	está	prevista	en	el	Decreto	Ley	número	veinticinco	mil
cuatrocientos	setenta	y	cinco,	ni	lo	estuvo	como	pena	accesoria	en	el	Código
Penal	vigente,	única	forma	de	adicionarla	a	tenor	de	la	concordancia	de	los
artículos	cuarenta	y	ocho	y	cincuenta	del	Código	Penal,	por	lo	que	es	del	caso
dejarla	sin	efecto;	que,	por	otro	lado,	se	ha	impuesto	una	pena	por	debajo	del
mínimo	legal	de	treinta	años	fijado	por	el	artículo	tres	inciso	b),	del	Decreto
Ley	número	veinticinco	mil	cuatrocientos	setenta	y	cinco,	pese	a	que	no	existe
fundamento	legal	alguno	para	hacerlo;	que	tal	error	jurídico,	sin	embargo,	no
puede	corregirse	porque	implicaría	afectar	el	principio	de	la	interdicción	de	la
reforma	peyorativa,	en	tanto	que	el	único	recurrente	es	el	imputado;	que
finalmente,	en	la	sentencia	impugnada	se	ha	condenado	concurrentemente
por	delito	de	asociación	terrorista	–artículo	cinco	del	Decreto	Ley	número
veinticinco	mil	cuatrocientos	setenta	y	cinco–;	sin	embargo,	como	el	imputado
perpetró	los	actos	terroristas	en	esa	situación	personal	de	asociado	terrorista,
el	aludido	tipo	penal	se	subsume	en	la	forma	agravada	de	acto	terrorista,	por
lo	que	es	del	caso	absolver	en	este	extremo.”	(CS,	R.	N.	3048-2004-Lima,	dic.
21/2004.	S.	S.	San	Martín	Castro)
D.	L.	25475.
ART.	3°.—Penas	aplicables.	La	pena	será:
a.	Cadena	perpetua:
-	Si	el	agente	pertenece	al	grupo	dirigencial	de	una	organización
terrorista	sea	en	calidad	de	líder,	cabecilla,	jefe,	secretario	general
u	otro	equivalente,	a	nivel	nacional,	sin	distingo	de	la	función	que
desempeñe	en	la	organización.
-	Si	el	agente	es	integrante	de	grupos	armados,	bandas,	pelotones,
grupos	de	aniquilamiento	o	similares,	de	una	organización
terrorista,	encargados	de	la	eliminación	física	de	personas	o
grupos	de	personas	indefensas	sea	cual	fuere	el	medio	empleado.
b.	Modificado.	D.	Leg.	985,	Art.	1°.	Pena	privativa	de	libertad
no	menor	de	treinta	años:
-	Si	el	agente	es	miembro	de	una	organización	terrorista	nacional,
que	 para	 lograr	 sus	 fines,	 cualesquiera	 que	 sean,	 utiliza	 como
medio	 el	 delito	 de	 terrorismo	 previsto	 en	 el	 artículo	 2º	 de	 este
decreto	ley.
Igual	pena	será	aplicada	al	delincuente	terrorista	que	directamente
intervenga	o	provoque	la	muerte	de	personas	o	tenga	participación	en	tales
acciones.
-	Si	el	daño	ocasionado	a	los	bienes	públicos	y	privados	impide,	total	o
parcialmente,	la	prestación	de	servicios	esenciales	para	la	población.
-	Si	el	agente,	acuerda,	pacta	o	conviene	con	persona	o
agrupación	dedicada	al	tráfico	ilícito	de	drogas,	con	la	finalidad	de
obtener	apoyo,	ayuda,	colaboración	u	otro	medio	a	fin	de	realizar
sus	actividades	ilícitas.
c.	Privativa	de	libertad	no	menor	de	veinticinco	años:
-	Si	el	agente	miembro	de	una	organización	terrorista	se	vale	de
extorsión,	asalto,	robo,	secuestro	de	personas,	o	se	apropia	por
cualquier	medio	ilícito	de	dinero,	bienes	o	servicios	de	una
autoridad	o	de	particulares.
-	Si	el	agente	hace	participar	a	menores	de	edad	en	la	comisión	de
delitos	de	terrorismo.
-	Si	como	efecto	de	los	hechos	contenidos	en	el	artículo	2°	de	este
decreto	ley,	se	producen	lesiones	graves	a	terceras	personas.
Incorporado.	D.	Leg.	985,	Art.	1°.	Si	el	agente	pertenece	o	está
vinculado	a	elementos	u	organizaciones	terroristas
internacionales	u	otros	organismos	que	contribuyan	a	la
realización	de	fines	terroristas	o	la	comisión	de	actos	terroristas
en	el	extranjero,	la	pena	privativa	de	libertad	será	de	hasta	cinco
años	adicionales	a	la	pena	máxima	correspondiente.
NOTA:	Literal	b)	según	Fe	de	Erratas	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”,	el	02.08.2007.
D.	Leg.	985.
ART.	4°.—Improcedencia	de	beneficios	penitenciarios.	Los	condenados
por	 el	 delito	 de	 terrorismo,	 según	 lo	 previsto	 en	 el	 penúltimo	 y	 último
párrafos	del	inciso	b	del	artículo	3°	del	Decreto	Ley	N°	25475,	“Decreto	ley
que	 establece	 la	 penalidad	 para	 los	 delitos	 de	 terrorismo	 y	 los
procedimientos	para	 la	 investigación,	 la	 instrucción	y	el	 juicio”,	no	podrán
acogerse	 a	 los	 beneficios	 penitenciarios	 de	 redención	 de	 la	 pena	 por	 el
trabajo	y	la	educación,	la	semilibertad	y	la	liberación	condicional.
NOTA:	Según	Fe	de	Erratas	publicada	en	el	Diario	Oficial	 “El	Peruano”,	el
02.08.2007.
D.	L.	25564.
ART.	2°.—Cuando	el	agente	sea	mayor	de	15	y	menor	de	18	años,	las	penas
establecidas	 en	 el	 Decreto	 Ley	 N°	 25475	 podrán	 ser	 reducidas
prudencialmente	 por	 el	 juzgador.	 Asimismo,	 los	 jueces	 podrán	 aplicar
también	la	medida	de	seguridad	prevista	en	el	artículo	77	del	Código	Penal.
D.	L.	25564.
ART.	 3°.—En	 los	 casos	 de	 menores	 de	 15	 y	 mayores	 de	 14	 años	 que
cometan	infracciones	tipificadas	como	delito	en	el	Decreto	Ley	N°	25475,	el
juez	 de	 menores	 deberá	 disponer	 su	 internamiento	 en	 áreas	 especiales
dentro	 de	 los	 establecimientos	 de	 menores	 que	 permitan	 desarrollar
programas	de	readaptación	integral	con	el	objeto	de	lograr	la	reintegración
del	menor	 a	 la	 sociedad,	 de	 acuerdo	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 100	 del
Código	de	Menores.
D.	L.	25564.
ART.	4°.—El	cumplimiento	de	 las	penas	a	que	se	refiere	el	artículo	2°	del
presente	 decreto	 ley	 se	 efectuará	 en	 áreas	 especiales,	 debidamente
acondicionadas,	 en	 los	 establecimientos	 penitenciarios,	 en	 tanto	 dure	 la
minoría	de	edad.
D.	L.	25475.
ART.	4°.—Modificado.	D.	Leg.	985,	Art.	1°.	Colaboración	con	el
terrorismo.	 Será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	 de	 veinte	 años,	 el	 que	 de	 manera	 voluntaria	 obtiene,
recaba,	reúne	o	facilita	cualquier	tipo	de	bienes	o	medios	o	realiza
actos	 de	 colaboración	 de	 cualquier	 modo	 favoreciendo	 la
comisión	 de	 delitos	 comprendidos	 en	 este	 decreto	 ley	 o	 la
realización	de	los	fines	de	un	grupo	terrorista.
Son	actos	de	colaboración:
a)	 Suministrar	 documentos	 e	 informaciones	 sobre	 personas	 y
patrimonios,	 instalaciones,	 edificios	 públicos	 y	 privados	 y
cualquier	 otro	 que,	 específicamente	 coadyuven	 o	 facilite	 las
actividades	 de	 elementos	 o	 grupos	 terroristas	 en	 el	 país	 o	 en	 el
extranjero.
b)	 La	 cesión	 o	 utilización	 de	 cualquier	 tipo	 de	 inmueble	 o
alojamiento	 o	 de	 otros	medios	 susceptibles	 de	 ser	 destinados	 a
ocultar	 personas	 o	 servir	 de	 depósito	 para	 armas,	 municiones,
explosivos,	 propaganda,	 víveres,	 medicamentos	 y	 de	 otras
pertenencias	 relacionadas	 con	 los	 grupos	 terroristas	 o	 con	 sus
víctimas.
c)	El	traslado,	a	sabiendas,	de	personas	pertenecientes	a	grupos
terroristas	o	vinculadas	con	sus	actividades	delictuosas,	en	el	país
o	 en	 el	 extranjero,	 así	 como	 la	 prestación	 de	 cualquier	 tipo	 de
ayuda	que	favorezca	la	fuga	de	aquellos.
d)	La	organización,	preparación	o	conducción	de	actividades	de
formación,	 instrucción,	 entrenamiento	 o	 adoctrinamiento,	 con
fines	 terroristas,	 de	 personas	 pertenecientes	 o	 no	 a	 grupos
terroristas	bajo	cualquier	cobertura.
e)	 La	 fabricación,	 adquisición,	 tenencia,	 sustracción,
almacenamiento,	 suministro,	 tráfico	 o	 transporte	 de	 armas,	 sus
partes	 y	 componentes	 accesorios,	 municiones,	 sustancias	 y
objetos	 explosivos,	 asfixiantes,	 inflamables,	 tóxicos	 o	 cualquier
otro	 que	 pudiera	 producir	 muerte	 o	 lesiones,	 que	 fueran
destinados	 a	 la	 comisión	 de	 actos	 terroristas	 en	 el	 país	 o	 en	 el
extranjero.	 Constituye	 circunstancia	 agravante	 la	 posesión,
tenencia	 y	 ocultamiento	 de	 armas,	municiones	 o	 explosivos	 que
pertenezcan	a	las	Fuerzas	Armadas	y	Policía	Nacional	del	Perú.
f)	Derogado.	Ley	29936,	Art.	4°.
g)	Incorporado.	D.	Leg.	985,	Art.	1°.	La	falsificación,
adulteración	y	obtención	ilícita	de	documentos	de	identidad	de
cualquier	naturaleza	u	otro	documento	similar,	para	favorecer	el
tránsito,	ingreso	o	salida	del	país	de	personas	pertenecientes	a
grupos	terroristas	o	vinculadas	a	la	comisión	de	actos	terroristas
en	el	país	o	el	extranjero.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—La	adhesión	ideológica	a	la
organización	terrorista	no	es	exigida	por	el	tipo	penal	de	colaboración
terrorista,	basta	el	despliegue	de	“aportes	externos”.	“(…)	el	tipo	penal
previsto	(…)	castiga	supuestos	de	colaboración	genéricas	–más	allá	que,	luego
del	primer	párrafo,	la	norma	penal	identifique	concretos	supuestos	de
colaboración–,	que	favorecen	el	conjunto	de	las	actividades	o	la	consecución
de	los	fines	de	una	organización	terrorista	(…),	en	cuya	virtud	los	agentes
delictivos	voluntariamente	y	a	sabiendas	de	su	finalidad	ponen	a	disposición
de	la	organización	y	de	sus	miembros	determinadas	informaciones,	medios
económicos	o	de	transporte,	infraestructura,	servicios	o	depósitos	de	cualquier
tipo,	que	la	organización	obtendría	mas	difícilmente	–o,	en	determinados
casos,	les	sería	imposible	obtener–	sin	dicha	ayuda	externa	–el	tipo	subjetivo,
el	dolo	en	este	delito,	implica	tener	conciencia	del	favorecimiento	y	de	la
finalidad	perseguida	por	el	mismo–;	que	en	estos	aportes	externos,	al	margen
de	la	adhesión	ideológica	a	la	organización	terrorista	no	exigidos	por	el	tipo
penal,	radica	la	esencia	de	este	delito,	cuyo	primer	párrafo	castiga,
alternativamente,	tanto	al	que	de	manera	voluntaria	obtiene,	recaba,	reúne	o
facilita	cualquier	tipo	de	bienes	o	medios,	cuando	al	que	realiza	actos	de
colaboración	–identificados	en	el	párrafo	siguiente–,	en	la	medida	en	que	–de
cualquier	modo–	favorezcan	la	comisión	de	delitos	de	terrorismo	o	la
realización	de	los	fines	de	la	organización	terrorista;	que	si	bien	es	cierto	el
conjunto	de	hechos	objeto	de	imputación	se	tipificaron	en	un	supuesto
específico,	incorporado	en	el	literal	b)	del	artículo	cuatro	del	Decreto	Ley
número	25475,	que	sólo	recoge	los	actos	de	cesión	o	utilización	de	alojamiento
de	elementos	terroristas	y	los	de	depósito	de	bienes	a	favor	de	la	organización
terrorista,	el	mismo	que	no	encuadra	en	la	conducta	que	se	imputa	a	alguno
de	ellos,	aunque	podrían	importar	supuestos	de	colaboración	terrorista
genérica	previstas	en	el	primer	extremo	del	párrafo	inicial	del	artículo	cuatro
antes	citado	o,	en	todo	caso,	en	función	a	la	prueba	actuada,	delito	de
asociación	terrorista	–que	sería	de	rigor	presente	con	arreglo	a	la
jurisprudencia	consolidada	de	esta	suprema	sala–	(…)”.	(CS,	Ac.	Plen.	1-
2006/ESV-22,	R.N.	N°	1450-2005/Lima,	dic.	29/2006.	S.S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Delito	de	asociación	y	colaboración	terrorista	son
tipos	autónomos.	“(...)	Los	delitos	de	asociación	terrorista	y	de	colaboración
terrorista	son	tipos	penales	autónomos	y,	como	tal,	están	contemplados	en
normas	jurídicas	específicas:	artículos	cinco	y	cuatro,	respectivamente,	del
Decreto	Ley	número	veinticinco	mil	cuatrocientos	setenta	y	cinco,	y	que	por	su
propia	naturaleza	son	implicantes	entre	sí,	por	lo	que	no	se	puede	admitir,	en
ningún	caso,	supuestos	de	concurso	ideal;	que	el	delito	de	colaboración
terrorista:	a)	es	un	delito	de	mera	actividad	y	de	peligro	abstracto	–no
requiere	que	los	actos	perpetrados	estén	causalmente	conectados	a	la
producción	de	un	resultado	o	de	un	peligro	delictivo	concreto,	aunque	es	obvio
que	requiere	de	una	acción	apta	en	si	misma	para	producir	un	peligro	al	bien
jurídico	(idoneidad	potencial	de	los	actos	de	favorecimiento),	delito	que	es
independiente	de	las	posibles	acciones	o	actos	terroristas–;	b)	importa	la
comisión	de	actos	preparatorios	–realizar,	obtener,	recabar	y	facilitar	actos
de	colaboración–	(...);	c)	es	un	delito	residual	o	subsidiario,	pues	que	se
castigan	los	hechos	siempre	y	cuando	no	se	llegue	a	producir	un	resultado
típico	determinado	(...)	y,	d)	el	dolo	del	autor	está	integrado	por	la	conciencia
o	conocimiento	del	favorecimiento	a	la	actividad	terrorista	y	a	la	finalidad
perseguida	por	los	grupos	terroristas.	(...).	Una	interpretación	distinta
conduciría	a	una	confusión	con	el	delito	de	asociación	terrorista,	siendo	de
resaltar	que	los	sujetos	integrantes	de	aquella	pueden	realizar	sin	duda	las
actividades	típicas	de	colaboración	o	favorecimiento,	pero	en	tal	caso	no
estarán	sino	haciendo	patente	su	condición	de	afiliado.	(...).”	(CS.	Lima.	Sent.
dic.	20/2004,	Exp.	N°	126-2004,	S.S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—El	tipo	penal	de	colaboración	con	el	terrorismo
castiga	supuestos	de	colaboración	genéricas.	“(...)	es	de	precisar	que	el	tipo
penal	previsto	en	el	artículo	cuatro	del	Decreto	Ley	veinticinco	mil
cuatrocientos	setenta	y	cinco,	castiga	supuestos	de	colaboración	genéricas
que	favorecen	el	conjunto	de	las	actividades	o	la	consecución	de	los	fines
delictivos	voluntariamente	y	a	sabiendas	de	su	finalidad	ponen	a	disposición
de	la	organización	y	de	sus	miembros	determinados	informaciones	que	la
organización	obtendría	difícilmente	sin	la	ayuda	externa,	que	es	en	estos
aportes	donde	radica	la	esencia	de	este	delito.	Que	en	consecuencia,	es	de
aplicación	el	artículo	trescientos	uno	in	fine	del	Código	de	Procedimientos
Penales,	disponiéndose	un	nuevo	juicio	oral.”	(CS,	R.	N.	4826-2005-Lima,	jul.
19/2007.	S.	S.	Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—No	es	punible	el	mero	apoyo	o
respaldo	moral	a	los	grupos	terroristas;	se	necesita	colaboración
efectiva	en	la	organización.	“(...)	el	delito	de	colaboración	terrorista,	en	sus
diversas	expresiones	normativas	desde	su	introducción	al	elenco	punitivo
nacional,	reprime	al	que	se	vincula	de	algún	modo	a	la	ejecución	material	de
cualquier	acto	de	colaboración	que	favorezca	la	comisión	de	los	delitos	de
terrorismo	o	la	realización	de	los	fines	de	un	grupo	terrorista;	(...)	es	de
agregar	que	los	actos	de	colaboración	típicamente	relevantes,	en	primer
lugar,	deben	estar	relacionados	con	las	actividades	y	finalidades	de	la
organización	terrorista,	y,	en	segundo	lugar,	deben	favorecer	materialmente
las	actividades	propiamente	terroristas	–no	es	punible	el	mero	apoyo	o
respaldo	moral,	pues	se	requiere	una	actuación	de	colaboración	en	las
actividades	delictivas	de	la	organización–;	que	la	conducta	típica	debe,	pues,
contribuir	por	su	propia	idoneidad	a	la	consecución	o	ejecución	de	un
determinado	fin:	favorecer	la	comisión	de	delitos	de	terrorismo	a	la
realización	de	los	fines	de	la	organización	terrorista,	que,	asimismo,	es	de
acotar	que	cuando	el	tipo	penal	hace	mención	a	‘cualquier	acto	de
colaboración’	o	‘(...)	actos	de	colaboración	de	cualquier	modo	favoreciendo’	se
entienda	que	los	actos	de	colaboración	que	a	continuación	detalla	(cinco	a
seis,	según	las	leyes)	tienen	un	valor	meramente	ejemplificativo,	es	decir,	no
constituyen	una	enumeración	taxativa;	que,	ahora	bien,	los	actos	imputados	al
encausado	(...)	se	sitúan	–en	todos	los	casos–	en	el	primer	párrafo	del	tipo
penal,	pues	no	existe	un	supuesto	específico	en	el	que	se	subsuma	lo	que	hizo
conforme	aparece	descrito	en	el	quinto	fundamento	jurídico.”	(CS,	R.	N.	1062-
2004-Lima,	dic.	22/2004.	S.	S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—El	acto	médico	es	una	causal	genérica
de	atipicidad.	“(...)	el	acto	médico	no	se	puede	penalizar,	pues	no	sólo	es	un
acto	esencialmente	lícito,	sino	que	es	un	deber	del	médico	el	prestarlo;
asimismo,	tampoco	se	puede	criminalizar	la	omisión	de	denuncia	de	un
médico	de	las	conductas	delictivas	de	sus	pacientes	conocidas	por	él	en	base	a
la	información	que	obtengan	en	el	ejercicio	de	su	profesión;	que,	por	tanto,	el
acto	médico	constituye	–como	afirma	un	sector	de	la	doctrina	penalista
nacional–	una	causal	genérica	de	atipicidad;	la	sola	intervención	profesional
de	un	médico,	que	incluye	guardar	secreto	de	lo	que	conozca	por	ese	acto,	no
puede	ser	considera	típica,	en	la	medida	en	que	en	esos	casos	existe	una
obligación	específica	de	actuar	o	de	callar,	de	suerte	que	no	se	trata	de	un
permiso	–justificación–	sino	de	un	deber,	no	genérico,	sino	puntual	bajo
sanción	al	médico	que	lo	incumple;	que,	ahora	bien,	los	cargos	contra	el
encausado	(...)	no	se	centran	en	el	hecho	de	haber	atendido	circunstancial	y
aisladamente	a	pacientes	que	por	sus	características	denotaban	que	estaban
incursos	en	delitos	de	terrorismo,	menos	–en	esa	línea–	por	no	haberlos
denunciado	–hechos	que	por	lo	demás	él	niega	categóricamente–	sino	porque
estaba	ligado	o	vinculado	como	colaborador	clandestino	a	las	lógicas	de
acción,	coherente	con	sus	fines,	de	la	organización	terrorista	‘Sendero
Luminoso’;	que,	en	su	condición	de	tal,	el	citado	imputado	recabó	y	prestó	su
intervención	en	las	tareas	–ciertamente	reiteradas,	organizadas	y
voluntarias–	de	apoyo	a	los	heridos	y	enfermos	de	‘Sendero	Luminoso’,
ocupándose	tanto	de	prestar	asistencia	médica	–cuyo	análisis	no	puede
realizarse	aisladamente	sino	en	atención	al	conjunto	de	actos	concretamente
desarrollados	y	probados–	y	también	de	proveer	de	medicamentos	u	otro	tipo
de	prestación	a	los	heridos	y	enfermos	de	la	organización	–cuyo	acercamiento
al	herido	o	enfermo	y	la	información	de	su	estado	y	ubicación	le	era
proporcionado	por	la	propia	organización,	no	que	estos	últimos	hayan
acudido	a	él	por	razones	de	urgencia	a	emergencia	y	a	los	solos	efectos	de	una
atención	médica–,	cuanto	de	mantener	la	propia	organización	de	apoyo
estructurada	al	efecto	–con	esta	finalidad,	como	ya	se	destacó,	trató	de
convencer	a	una	de	sus	integrantes	a	que	no	se	aparte	de	la	agrupación–;	que,
desde	luego	y	en	tales	circunstancias,	los	actos	realizados	por	el	acusado
estaban	relacionados	con	la	finalidad	de	la	organización	terrorista	–de
mantener	operativos	a	sus	militantes	para	que	lleven	a	cabo	conductas
terroristas–,	a	partir	de	una	adecuación	funcional	a	las	exigencias	de	aquélla,
y	de	ese	modo	favorecer	materialmente	la	actividad	de	‘Sendero	Luminoso’.
(...).”	(CS,	R.	N.	1062-2004-Lima,	dic.	22/2004.	S.	S.	San	Martín	Castro)
D.	L.	25475.
ART.	4°-A.—Incorporado.	Ley	29936,	Art.	1°.	Financiamiento
del	 terrorismo.	 El	 que	 por	 cualquier	 medio,	 directa	 o
indirectamente,	 al	 interior	 o	 fuera	 del	 territorio	 nacional,
voluntariamente	 provea,	 aporte	 o	 recolecte	 fondos,	 recursos
financieros	 o	 económicos	 o	 servicios	 financieros	 o	 servicios
conexos	 con	 la	 finalidad	 de	 cometer	 cualquiera	 de	 los	 delitos
previstos	 en	 este	 decreto	 ley,	 cualquiera	 de	 los	 actos	 terroristas
definidos	en	tratados	de	los	cuales	el	Perú	es	parte	o	la	realización
de	los	fines	de	un	grupo	terrorista	o	terroristas	individuales,	será
reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	menor	 de	 veinte	 ni
mayor	de	veinticinco	años.
La	 pena	 será	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 veinticinco	 ni
mayor	 de	 treinta	 y	 cinco	 años	 si	 el	 agente	 ofrece	 u	 otorga
recompensa	 por	 la	 comisión	 de	 un	 acto	 terrorista	 o	 tiene	 la
calidad	 de	 funcionario	 o	 servidor	 público.	 En	 este	 último	 caso,
además,	se	impondrá	la	inhabilitación	prevista	en	los	incisos	1,	2,
6	y	8	del	artículo	36	del	Código	Penal.
INTERPRETACIÓN	DEL	DELITO	DE	FINANCIAMIENTO	DEL
TERRORISMO
Ley	29936.
ART.	2°.—Interpretación	y	aplicación	del	delito	de	financiamiento	del
terrorismo.	 El	 delito	 de	 financiamiento	 del	 terrorismo	 es	 un	 delito
autónomo	que	para	su	consumación	no	requiere	que	los	delitos	previstos	en
el	 Decreto	 Ley	 25475,	 los	 actos	 terroristas	 definidos	 en	 tratados	 de	 los
cuales	 el	Perú	es	parte	o	 los	 fines	de	 los	 terroristas	 individuales	o	 grupos
terroristas	se	perpetren	con	ocasión	del	comportamiento	típico	del	delito	de
financiamiento	del	terrorismo.
D.	L.	25475.
ART.	5°.—Afiliación	a	organizaciones	terroristas.	Los	que
forman	parte	de	una	organización	terrorista,	por	el	sólo	hecho	de
pertenecer	a	ella,	serán	reprimidos	con	pena	privativa	de	libertad
no	menor	de	veinte	años	e	inhabilitación	posterior	por	el	término
que	se	establezca	en	la	sentencia.
NOTA:	El	Tribunal	Constitucional,	por	sentencia	recaída	en	el	caso	Marcelino	Tineo	Silva	(Exp.	N°
010-2002-AI/TC),	publicada	el	04	de	enero	del	2003,	exhortó	al	Congreso	de	la	República	para	que	en
un	plazo	razonable	establezca	los	límites	máximos	de	las	penas	de	los	delitos	regulados	por	los
artículos	2°,	3°,	incisos	b)	y	c);	y	4°,	5°	y	9°	del	D.	L.	N°	25475	(conforme	se	expone	en	el
fundamento	jurídico	N°	205	y	en	el	quinto	párrafo	de	la	parte	resolutiva	de	la	sentencia).	En
cumplimiento	de	lo	exhortado	por	el	Tribunal	Constitucional	el	D.	Leg.	921,	publicado	el	18	de	enero
del	2003,	dispone	(Art.	2°)	que	“La	pena	temporal	máxima	para	los	delitos	previstos	en	los	artículos
2°,	3°,	incisos	“b”	y	“c”,	4°	y	5°	del	D.	L.	25475	será	cinco	años	mayor	a	la	pena	mínima	establecida
en	los	mismos”.	En	otro	extremo,	el	artículo	3°	de	la	norma	refiere	que:	“La	pena	máxima	establecida
para	la	reincidencia	contemplada	en	el	Art.	9°	del	D.	L.	25475	será	de	cadena	perpetua.”
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Juez	penal	debe	determinar	los
derechos	que	son	objeto	de	inhabilitación.	“(…)	el	tipo	penal	aplicable,
como	se	ha	señalado	en	la	sentencia	recurrida,	es	el	estipulado	en	el	artículo
cinco	del	Decreto	Ley	número	veinticinco	mil	cuatrocientos	setenticinco;	que
en	dicha	sentencia	se	ha	impuesto	la	pena	de	inhabilitación	“absoluta	durante
el	tiempo	de	la	condena”;	que,	sin	embargo,	el	citado	numeral,	primero,
consagra	un	régimen	propio	de	la	indicada	pena	de	inhabilitación,	pues	se
trata	de	una	pena	principal	pero	fija	su	periodo	de	duración	bajo	un	modelo
distinto	al	establecido	en	el	artículo	treintiocho	del	Código	Penal,	el	mismo
que	debe	regir	luego	de	la	pena	privativa	de	libertad	–única	forma	de
entender	la	expresión	cuando	la	norma	específica	señala	luego	de	mencionar
la	pena	privativa	de	libertad,	“…	e	inhabilitación	posterior	por	el	término	que
se	establezca	en	la	sentencia”;	y,	segundo,	el	juez	con	arreglo	al	artículo
treintiséis	del	Código	Penal	debe	determinar	los	derechos	que	son	objeto	de
inhabilitación,	lo	que	se	ha	omitido	en	el	presente	caso;	que,	siendo	así,
corresponde	integrar	el	fallo	de	instancia	en	aplicación	a	lo	dispuesto	por	el
artículo	doscientos	noventiocho,	penúltimo	párrafo,	modificado	por	el	Decreto
Legislativo	número	ciento	veintiséis,	respecto	a	la	determinación	de	los
derechos	que	son	objeto	de	inhabilitación,	no	así	en	lo	atinente	a	la	duración
de	la	pena	de	inhabilitación	pues	su	corrección	implicaría	una	reforma
peyorativa	en	tanto	que	el	recurso	sólo	proviene	por	parte	de	la	imputada”.
(CS,	R.	N.	3044-2004-Lima,	ene.	01/2004.	S.	S.	San	Martín	Castro)
D.	L.	25475.
ART.	6°.—Instigación.	Será	reprimido	con	pena	privativa	de
libertad,	no	menor	de	doce	años	ni	mayor	de	veinte,	el	que
mediante	cualquier	medio	incitare	a	que	se	cometa	cualquiera	de
los	actos	que	comprende	el	delito	de	terrorismo.
D.	L.	25475.
ART.	 6-A.—Incorporado.	 D.	 Leg.	 985,	 Art.	 1°.	Reclutamiento
de	 personas.	 El	 que	 por	 cualquier	 medio,	 recluta	 o	 capta
personas	para	facilitar	o	cometer	actos	terroristas,	será	reprimido
con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	menor	 de	 veinte	 ni	mayor	 de
veinticinco	años.
La	pena	será	no	menor	de	veinticinco	ni	mayor	de	treinta	años,	si
el	agente	recluta	o	capta	menores	de	edad	con	la	misma	finalidad.
Cuando	se	trate	de	funcionario	o	servidor	público,	se	le	impondrá
adicionalmente	la	inhabilitación	prevista	en	los	incisos	1),	2),	6),	y
8)	del	artículo	36	del	Código	Penal.
D.	L.	25475.
ART.	6-B.—Incorporado.	D.	Leg.	1233,	Art.	1°.	Conspiración
para	el	delito	de	terrorismo.	Será	reprimido	con	pena	privativa
de	la	libertad	no	menor	de	15	años	ni	mayor	de	20	años,	quien
participa	en	una	conspiración	para	promover,	favorecer	o	facilitar
el	delito	de	terrorismo,	en	cualquiera	de	sus	modalidades.
D.	L.	25475.
ART.	7°.—Inconstitucional.	TC,	Exp.	010-2002-AI/TC,	ene.
04/2003.	Pres.	Alva	Orlandini.	Apología.	Será	reprimido	con
pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	seis	ni	mayor	de	doce
años,	el	que	públicamente	a	través	de	cualquier	medio	hiciere	la
apología	del	terrorismo	o	de	la	persona	que	lo	hubiere	cometido.
El	ciudadano	peruano	que	cometa	este	delito	fuera	del	territorio
de	la	República,	además	de	la	pena	privativa	de	libertad,	será
sancionado	con	la	pérdida	de	la	nacionalidad	peruana.
COMENTARIO.—Inconstitucionalidad	 del	 Art.	 7°	 del	 D.	 L.	 25475.
Basado	 en	 criterios	 propios	 del	 principio	 de	 legalidad	 y	 del	 derecho	 a	 la
libertad	de	información	el	Tribunal	Constitucional,	en	sentencia	del	Exp.	N°
010-2002-AI/TC,	considera	que	el	artículo	7°	del	Decreto	Ley	N°	25475	y,
por	 extensión,	 el	 artículo	 1°	 del	 Decreto	 Ley	 N°	 25880,	 resultan
inconstitucionales	 en	 cuanto	 tipifican	 el	 delito	de	 apología	del	 terrorismo,
en	 su	 versión	 genérica	 y	 agravada.	 Los	 tipos	 penales,	 señala	 el	 Tribunal
Constitucional,	 “no	 describen	 con	 precisión	 el	 objeto	 sobre	 el	 que	 ha	 de
recaer	la	apología	y	lo	que	debe	entenderse	por	ella.	Ello	constituye,	por	un
lado,	una	infracción	al	principio	de	legalidad	penal	y	simultáneamente	una
violación	 de	 la	 libertad	 de	 información	 y	 expresión,	 pues	 conjuntamente
considerados	 permiten	 una	 limitación	 desproporcionada	 e	 irrazonable	 de
dichas	libertades”	(fundamento	87	de	la	sentencia).
D.	L.	25475.
ART.	8°.—Obstaculización	de	acción	de	la	justicia.	El	que	por
cualquier	medio	obstruya,	dificulte	o	impida	la	acción	de	la
justicia	o	las	investigaciones	en	curso	sobre	delito	de	terrorismo,
será	sancionado	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	cinco
ni	mayor	de	diez	años.
D.	L.	25475.
ART.	9°.—Reincidencia.	Los	reincidentes	serán	reprimidos	con
pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	treinta	años.	Para	efectos
del	presente	decreto	ley	contra	el	terrorismo,	se	considera
reincidente	al	delincuente	que	habiendo	sufrido	pena	privativa	de
libertad,	impuesta	por	sentencia	nacional	o	extranjera,	incurra	en
la	comisión	de	un	nuevo	delito	antes	de	transcurrir	diez	años	de	la
condena	precedente.
NOTA:	En	cumplimiento	de	lo	exhortado	por	el	Tribunal	Constitucional	el	D.	Leg.	921,	publicado	el
18	de	enero	del	2003,	dispone	(Art.	2°)	que	“La	pena	temporal	máxima	para	los	delitos	previstos	en
los	artículos	2°,	3°,	incisos	“b”	y	“c”,	4°	y	5°	del	D.	L.	25475	será	cinco	años	mayor	a	la	pena	mínima
establecida	en	los	mismos”.	En	otro	extremo,	el	artículo	3°	de	la	norma	refiere	que:	“La	pena	máxima
establecida	para	la	reincidencia	contemplada	en	el	Art.	9°	del	D.	L.	25475	será	de	cadena	perpetua”.
JURISPRUDENCIA.—El	concepto	“reincidencia”	en	los	delitos	de
terrorismo.	“(…)	La	reincidencia	es	una	situación	fáctica	consistente	en	la
comisión	de	un	delito	en	un	momento	en	el	cual	el	actor	ha	experimentado,
previamente,	una	sanción	por	la	comisión	de	uno	anterior.	Dependiendo	de	la
opción	de	política	criminal	de	cada	Estado,	la	reincidencia	puede	considerarse
existente	en	cualquiera	de	estas	dos	situaciones:	(1)	cuando	el	imputado	ha
cumplido	en	su	totalidad	el	tiempo	de	internamiento	en	que	consiste	la	pena
que	se	le	impuso,	o	(2)	bien	cuando	se	ha	cumplido	cierto	plazo	de	la	misma,	el
cual	es	determinado	por	ley.	(…)	De	cara	al	artículo	9°	del	Decreto	Ley	25475
establece	concretamente	que	la	reincidencia	se	configura	cuando	se	ha
cometido	un	‘nuevo	delito’.	Respecto	a	los	alcances	de	esta	terminología,
existen	dos	posibles	interpretaciones	que	obedecen,	al	igual	que	en	el	caso
anterior,	a	dos	tendencias	de	política	criminal	para	delimitar	el	supuesto.	La
primera	de	ellas	le	otorgaría	el	sentido	de	que	se	trata	de	la	perpetración	del
mismo	delito	por	el	cual	se	sancionó	al	individuo	en	un	primer	momento.	La
segunda	entiende	que	se	trata	de	un	delito	distinto	al	cometido	por	vez
primera,	es	decir,	que	no	es	preciso	que	el	segundo	delito	comparta	con	el
primero	la	misma	tipología	penal.	El	Tribunal	Constitucional	suscribe	la
primera	propuesta.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	003-2005-PI/TC,	dic.	18/2006.	Pres.
García	Toma)
D.	L.	25475.
ART.	10.—Prohibición	de	reducción	de	pena.	En	los	casos	de
delitos	de	terrorismo,	los	magistrados	no	podrán	aplicar	lo
dispuesto	por	el	artículo	22	del	Código	Penal	aprobado	por
Decreto	Legislativo	N°	635.
D.	L.	25475.
ART.	11.—Pena	accesoria.	Toda	condena	dictada	en	aplicación
del	presente	decreto	ley,	llevará	consigo	la	pena	accesoria	de
multa	de	sesenta	a	trescientos	sesenticinco	días	-	multa.
D.	L.	25475.
ART.	12.—Normas	para	la	investigación.	En	la	investigación	de
los	delitos	de	terrorismo,	la	Policía	Nacional	del	Perú	observará
estrictamente	lo	preceptuado	en	las	normas	legales	sobre	la
materia	y,	específicamente,	las	siguientes:
a.	Asumir	la	investigación	policial	de	los	delitos	de	terrorismo	a
nivel	nacional,	disponiendo	que	su	personal	intervenga	sin
ninguna	restricción	que	estuviere	prevista	en	sus	reglamentos
institucionales.
En	los	lugares	que	no	exista	dependencia	de	la	Policía	Nacional
del	Perú,	la	captura	y	detención	de	los	implicados	en	estos	delitos
corresponderá	a	las	Fuerzas	Armadas,	quienes	los	pondrán	de
inmediato	a	disposición	de	la	dependencia	policial	más	cercana
para	las	investigaciones	a	que	hubiere	lugar.
b.	Cautelar	la	defensa	de	la	legalidad,	el	respeto	a	los	derechos
humanos	y	a	los	tratados	y	convenios	internacionales.	En	tal
sentido,	durante	esta	etapa	de	la	investigación	se	solicitará	la
presencia	de	un	representante	del	Ministerio	Público.
c.	Efectuar	la	detención	de	presuntos	implicados,	por	el	término
no	mayor	de	quince	días	naturales,	dando	cuenta	en	el	plazo	de
veinticuatro	horas	por	escrito	al	Ministerio	Público	y	al	juez	penal,
correspondiente.
d.	TC,	Exp.	N°	010-2002-AI/TC,	ene.	04/2003.	Pres.	Alva
Orlandini.	Cuando	las	circunstancias	lo	requieran	y	la
complejidad	de	las	investigaciones	así	lo	exija,	para	el	mejor
esclarecimiento	de	los	hechos	que	son	materia	de	investigación,
podrá	disponer	la	incomunicación	absoluta	de	los	detenidos	hasta
por	el	máximo	de	ley,	con	conocimiento	del	Ministerio	Público	y
de	la	autoridad	jurisdiccional	respectiva.
e.	Disponer,	cuando	fuere	necesario,	el	traslado	del	o	de	los
detenidos	para	el	mejor	esclarecimiento	de	los	hechos	que	son
materia	de	investigación.	Igual	procedimiento	se	seguirá	como
medida	de	seguridad	cuando	el	detenido	evidencie	peligrosidad.
En	ambos	casos	con	conocimiento	del	fiscal	provincial	y	del	juez
penal	respectivo.
f.	Derogado	tácitamente.	Ley	26447,	Art.	2°.	Los	encausados
tienen	derecho	a	designar	su	abogado	defensor,	el	mismo	que	sólo
podrá	intervenir	a	partir	del	momento	en	que	el	detenido	rinda	su
manifestación	en	presencia	del	representante	del	Ministerio
Público.	Si	no	lo	hicieren,	la	autoridad	policial	les	asignará	uno	de
oficio,	que	será	proporcionado	por	el	Ministerio	de	Justicia.
COMENTARIO.—Inconstitucionalidad	 del	 D.	 L.	 25475.	 El	 inciso	 d)	 del
artículo	12	del	D.	L.	25475,	 fue	declarado	 inconstitucional	por	el	Tribunal
Constitucional	 al	 considerar	 que	 “(…)	 aunque	 el	 literal	 “g”,	 inciso	 24),	 del
artículo	 2°	 de	 la	 Constitución	 no	 indique	 expresamente	 la	 autoridad
responsable	 para	 decretar	 la	 incomunicación,	 el	 Tribunal	 Constitucional
entiende	que	ella	debe	ser	efectuada	necesariamente	por	el	 juez	penal,	 en
tanto	 que	 se	 trata	 de	 una	medida	 limitativa	 de	 un	 derecho	 fundamental.”
Fundamento	N°	173	de	la	sentencia	recaída	en	el	caso	Marcelino	Tineo	Silva,
Exp.	N°	010-2002-AI/TC.
D.	L.	25475.
ART.	13.—Normas	para	la	instrucción	y	el	juicio.	Para	la
instrucción	y	el	juicio	de	los	delitos	de	terrorismo	a	que	se	refiere
el	presente	decreto	ley,	se	observarán	las	siguientes	reglas:
a.	Formalizada	la	denuncia	por	el	Ministerio	Público,	los
detenidos	serán	puestos	a	disposición	del	juez	penal	quien	dictará
el	auto	apertorio	de	instrucción	con	orden	de	detención,	en	el
plazo	de	veinticuatro	horas,	adoptándose	las	necesarias	medidas
de	seguridad.	Durante	la	instrucción	no	procede	ningún	tipo	de
libertad,	con	excepción	de	la	libertad	incondicional.
Si	el	juez	penal,	de	oficio	o	a	pedido	del	inculpado	dicta	libertad
incondicional,	con	arreglo	a	lo	dispuesto	por	el	artículo	201	del
Código	de	Procedimientos	Penales,	la	resolución	será	elevada	en
consulta.	La	excarcelación	no	se	producirá	mientras	no	se
absuelva	la	consulta.
b.	La	instrucción	concluirá	en	el	término	de	treinta	días	naturales
prorrogables	por	veinte	días	naturales	adicionales,	cuando	por	el
número	de	inculpados	o	por	no	haberse	podido	actuar	pruebas
consideradas	sustanciales	por	el	Ministerio	Público,	fuera
necesario	hacerlo.
c.	En	la	instrucción	y	en	el	juicio	no	se	podrán	ofrecer	como
testigos	a	quienes	intervinieron	por	razón	de	sus	funciones	en	la
elaboración	del	atestado	policial.
d.	Concluida	la	instrucción	el	expediente	será	elevado	al
presidente	de	la	corte	respectiva,	el	mismo	que	remitirá	lo
actuado	al	Fiscal	Superior	Decano;	quien	a	su	vez	designará	al
fiscal	superior	que	debe	formular	su	acusación	en	el	plazo	de	tres
días,	bajo	responsabilidad.
e.	Devueltos	los	autos	con	el	dictamen	acusatorio,	el	presidente
de	la	Corte	Superior	procederá	a	designar	a	los	integrantes	de	la
sala	especializada	para	el	juzgamiento,	de	entre	todos	los	vocales
del	distrito	judicial,	en	forma	rotativa	y	secreta,	bajo
responsabilidad.
f.	Iniciado	el	juicio,	éste	se	sustanciará	en	audiencias	privadas
diarias	y	consecutivas	hasta	su	conclusión	dentro	del	término
máximo	de	quince	días	naturales,	en	que	emitirá	la	sentencia
siguiendo	las	reglas	del	Libro	Tercero	del	Código	de
Procedimientos	Penales,	en	cuanto	sea	aplicable.
g.	Si	se	concede	recurso	de	nulidad,	los	autos	serán	remitidos	al
Fiscal	Supremo	en	lo	Penal,	el	mismo	que	deberá	designar	a	un
Fiscal	Supremo	Adjunto	el	que	emitirá	dictamen	en	el	plazo
máximo	de	tres	días,	bajo	responsabilidad.
Con	el	dictamen	fiscal,	los	autos	se	remitirán	al	presidente	de	la
Corte	Suprema	quien	designará	a	los	miembros	de	la	sala
especializada	que	debe	absolver	el	grado	en	el	plazo	máximo	de
quince	días.	El	recurso	de	nulidad	se	resuelve	con	cuatro	votos
conformes.
h.	TC,	Exp.	N°	010-2002-AI/TC,	ene.	04/2003.	Pres.	Alva
Orlandini.	En	la	tramitación	de	los	procesos	por	terrorismo,	no
procede	la	recusación	contra	los	magistrados	intervinientes	ni
contra	los	auxiliares	de	justicia.
i.	Podrá	dictarse	orden	de	comparecencia	para	el	nuevo
juzgamiento,	en	los	casos	en	que	la	Corte	Suprema	declare	la
nulidad	de	la	sentencia	que	absuelve	al	procesado.
NOTA:	El	inciso	h)	del	artículo	13	del	D.	L.	25475	fue	declarado	inconstitucional	por	el	Tribunal
Constitucional	al	considerar	que	“(…)	incurre	en	una	desproporcionada	e	irrazonable	restricción	del
derecho	al	juez	natural	(…)”.	Fundamento	113	de	la	sentencia	recaída	en	el	caso	Marcelino	Tineo
Silva,	Exp.	N°	010-2002-AI/TC.
JURISPRUDENCIA.—Sala	 penal	 especial	 de	 terrorismo	 no	 puede
sentenciar	 por	 delitos	 comunes.	 “(...)	 si	 la	 norma	 que	 habilita	 el
procesamiento	especial	y	establece	la	penalidad	para	los	casos	de	terrorismo,
esto	es,	el	Decreto	Ley	Nº	25475,	no	determina	en	ninguno	de	sus	dispositivos	y
de	manera	expresa	e	inequívoca,	que	a	quienes	se	les	encuentre	responsables
de	un	delito	común	se	les	tenga	que	condenar	por	la	vía	especial,	es	evidente
que	 existe	 una	 transgresión	 manifiesta	 del	 derecho	 al	 debido	 proceso	 y
particularmente	a	la	jurisdicción	predeterminada	por	la	ley	reconocidos	por	el
inciso	3	del	artículo	139	de	la	Constitución	Política	del	Estado.
(...)	si	 la	Sala	Especial	de	Terrorismo	era	 incompetente	para	condenar	a	 los
accionantes	por	un	 ilícito	común	ha	debido	dar	cumplimiento	a	 lo	dispuesto
por	 el	 artículo	 329	 del	 Código	 de	 Procedimientos	 Penales	 y	 proceder	 a	 su
consecuente	excarcelación,	o	en	todo	caso,	si	tenía	el	convencimiento	absoluto
que	los	accionantes	si	eran	responsables	por	un	delito	distinto	al	terrorismo,
ha	debido	disponer	la	remisión	de	los	actuados	a	la	Sala	Penal	de	Turno	(...).
El	hecho	de	que	la	Corte	Suprema	de	Justicia	de	la	República	(...)	haya
declarado	no	haber	nulidad	en	la	cuestionada	sentencia	condenatoria,	no
convalida	en	absoluto	el	carácter	irregular	del	proceso	que	la	motivó,	pues
independientemente	de	que	haya	estado	obligada	por	el	artículo	298,	inciso	2
del	Código	de	Procedimientos	Penales	ha	declarar	su	nulidad,	ha	debido
reparar	en	la	manifiesta	inconstitucionalidad	que	se	estaba	produciendo	ya
que	el	precedente	sentado	podría	desnaturalizar	el	principio	de	legalidad	en
los	procesos	penales.	(...).”	(TC.	Exp.	N°	942-2006-HC/TC,	jul.	14/97.	Pres.
Acosta	Sánchez)
D.	Leg.	926.
ART.	1°.—Objeto	de	la	norma.	Es	objeto	de	la	norma	regular	la	anulación
de	 sentencias,	 juicios	 orales	 y	 de	 ser	 el	 caso	 declarar	 la	 insubsistencia	 de
acusaciones	 fiscales	 en	 procesos	 seguidos	 por	 delito	 de	 terrorismo	 ante
jueces	 y	 fiscales	 con	 identidad	 secreta	 y	 la	 anulación	 en	 los	 procesos	 por
delito	 de	 terrorismo	 en	 los	 que	 se	 aplicó	 la	 prohibición	 de	 la	 recusación
prevista	 en	 el	 Art.	 13	 inciso	 h)	 del	 Decreto	 Ley	 N°	 25475	 declarado
inconstitucional	por	la	sentencia	del	Tribunal	Constitucional	Expediente	N°
010-2002-AI/TC.
JURISPRUDENCIA.—Acusación	fiscal	realizada	por	fiscal	no	identificado
vulnera	el	debido	proceso.	“(...)	En	ese	sentido,	la	opinión	del	fiscal	superior
es	un	factor	de	vital	importancia	para	determinar	la	existencia	o	inexistencia
de	mérito	para	pasar	a	juicio	oral.	(...).
En	el	presente	caso,	como	se	ha	dicho,	fue	un	fiscal	no	identificado	el	que
formuló	acusación	contra	el	recurrente,	lo	que,	en	atención	a	lo	expuesto,	en
modo	alguno	podría	considerarse	‘subsanado’	por	el	hecho	de	que	en	el	juicio
oral	participaron	fiscales	y	jueces	identificados.	(...).”	(TC,	Exp.	N°	1558-2005-
PHC/TC,	mar.	13/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
D.	Leg.	926.
ART.	2°.—Anulación	 de	 sentencias,	 juicios	 orales	 e	 insubsistencia	 de
acusaciones	 fiscales	 en	 procesos	 seguidos	 por	 delito	 de	 terrorismo
ante	 jueces	 y	 fiscales	 con	 identidad	 secreta.	 La	 Sala	 Nacional	 de
Terrorismo,	progresivamente	en	un	plazo	no	mayor	de	sesenta	días	hábiles
desde	 la	 vigencia	 del	 presente	 decreto	 legislativo,	 anulará	 de	 oficio,	 salvo
renuncia	expresa	del	reo,	 la	sentencia	y	el	 juicio	oral	y	declarará,	de	ser	el
caso,	 la	 insubsistencia	 de	 la	 acusación	 fiscal	 en	 los	 procesos	 penales	 por
delitos	 de	 terrorismo	 seguidos	 ante	 la	 jurisdicción	 penal	 ordinaria	 con
jueces	o	fiscales	con	identidad	secreta.
La	anulación	se	limitará	a	las	personas	condenadas	y	por	los	hechos	objeto
de	 la	condena,	así	como	a	 los	procesados	ausentes	y	contumaces	y	por	 los
hechos	materia	de	acusación	fiscal.
La	 Sala	 Nacional	 de	 Terrorismo,	 remitirá	 los	 autos	 al	 fiscal	 superior
especializado	en	terrorismo	para	los	efectos	de	la	nueva	acusación	fiscal.	El
trámite	será	el	del	proceso	ordinario.
La	anulación	no	afectará	la	situación	jurídica	de	las	siguientes	personas:
a)	De	las	que	han	cumplido	las	penas	impuestas;
b)	 De	 las	 que	 fueron	 indultadas	 u	 obtuvieron	 el	 derecho	 de	 gracia	 al
amparo	de	las	leyes	N°s.	26655,	26749,	26840,	26994,	27234	y	27468,	y	sus
ampliatorias	y	modificatorias;
c)	De	las	que	obtuvieron	la	gracia	de	conmutación	de	la	pena,	al	amparo	de
lo	dispuesto	en	las	leyes	N°s.	26940	y	27234	y	hayan	cumplido	la	pena;
d)	De	las	que	se	acogieron	a	los	beneficios	establecidos	por	el	Decreto	Ley
N°	 25499	 y	 su	 modificatoria	 y	 ampliatoria	 y	 obtuvieron	 la	 exención	 o
remisión	de	 la	pena,	así	 como	 la	 reducción	de	 la	misma	si	ésta	 se	hubiera
cumplido;	y,
e)	 De	 las	 que	 renuncien	 expresamente	 a	 la	 anulación	 prevista	 en	 el
presente	 artículo.	 Esta	 renuncia	 podrá	 efectuarse	 hasta	 su	 primera
concurrencia	al	juicio	oral.
JURISPRUDENCIA.—Vicio	de	invalidez	por	identidad	oculta	de	las
autoridades	no	viene	determinado	por	un	factor	cuantitativo,	sino
cualitativo:	nulidad	por	identidad	oculta	del	fiscal.	“(...)	la	Sala	Nacional
de	Terrorismo	revisó	la	situación	del	recurrente,	consideró	que	no
correspondía	declarar	la	nulidad	del	juicio	oral	seguido	en	su	contra	‘(...)	por
el	sólo	hecho	que	la	acusación	fiscal	escrita	ha[ya]	sido	formulada	por	un
fiscal	superior	sin	identidad	(...)’,	puesto	que	ello	implicaría	‘ir	en	contra	del
objeto	de	la	norma	del	Decreto	Legislativo	número	926	y	de	una	adecuada
interpretación	de	la	misma,	(...)	toda	vez	que	dicha	norma	exige	que	para	que
proceda	la	anulación	de	la	sentencia	y	juicio	oral	y	la	insubsistencia	de	la
acusación	fiscal,	todos	los	magistrados	del	Poder	Judicial	y	miembros	del
Ministerio	Público	que	han	intervenido	no	deben	de	haber	tenido	identidad
(...)’.	El	Tribunal	Constitucional	no	comparte	dicho	criterio,	pues	resulta
incorrecto	afirmar	que	el	Decreto	Legislativo	N°	926	exige,	para	declarar	la
nulidad	del	proceso,	que	‘todos’	los	jueces	y	fiscales	intervinientes	hayan
tenido	identidad	secreta.	Evidentemente,	el	vicio	de	invalidez	que	implica	la
imposibilidad	de	conocer	la	identidad	de	las	autoridades	encargadas	de
ejercitar	la	acción	penal	(en	el	caso	de	los	fiscales)	o	de	aquellas	encargadas
de	conducir	y	resolver	el	proceso	(en	el	caso	de	los	jueces),	no	viene
determinado	por	un	factor	cuantitativo,	sino	cualitativo.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°
1181-2004-HC/TC,	jun.	15/2004.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Identidad	oculta,	juez	natural	y	costo	económico.
“(...)	el	costo	económico	que	pudiera	suponer	resguardar,	con	las	más	estrictas
garantías,	la	vida	de	aquellos	encargados	de	administrar	justicia	en	tiempos
de	convulsión	social,	será	siempre	menor	al	costo	institucional	(y,	por	ende,
económico,	político	y	social)	que	supondría	desterrar	la	garantía	del	juez
natural,	al	impedirse,	ocultando	su	identidad,	evaluar	su	imparcialidad	y
competencia	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	1181-2004-HC/TC,	jun.	15/2004.	Pres.	Bardelli
Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Nulidad	del	juicio	oral	no	implica	nulidad	de	la
instrucción	penal.	“(...)	Sin	embargo,	no	todo	el	proceso	penal	es	nulo,	pues
los	vicios	a	los	que	antes	se	ha	hecho	referencia	no	se	extienden	a	la
instrucción	penal,	sino	sólo	a	la	etapa	del	juicio	oral.	En	ese	sentido,	la
declaración	de	la	nulidad	de	la	sentencia	condenatoria	y	la	realización	de	un
nuevo	juicio	oral	al	accionante,	deberá	efectuarse	de	acuerdo	con	el	artículo
2°	del	Decreto	Legislativo	N°	926.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	389-2003-HC/TC,	mar.
17/2003.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	reconoce	reparación	pecuniaria	por
indultos	en	casos	de	terrorismo.	“(...)	La	demanda	se	sustenta	en	el	artículo
2°	incisos	1,	7,	11,	12,	14,	15,	16	y	22	de	la	Constitución	Política	del	Estado,
artículos	1969,	1981,	1984	y	1985	del	Código	Civil,	la	Declaración	Universal	de
los	Derechos	Humanos,	la	Convención	Americana	sobre	Derechos	Humanos,	y
la	Sentencia	del	Tribunal	Constitucional	expedida	en	el	expediente	número	mil
doscientos	setenta	y	siete	-	noventa	y	nueve	-	AC/TC,	sobre	acción	de
cumplimiento,	la	que	considera	que	el	indulto	establecido	en	la	Ley	número
26655	no	es	común	o	general,	sino	un	indulto	especial	o	razonado,	que	es	una
forma	de	reconocimiento	de	un	error	judicial	y	concluye	que	en	sede	judicial	se
debe	fijar	el	monto	de	la	reparación	correspondiente	a	los	beneficiarios	de	la
precitada	ley	(…)	dentro	del	marco	legal	antes	referido,	se	examina	el	cargo	de
contravención	del	artículo	VII	del	Título	Preliminar	del	Código	Procesal	Civil,	y
al	respecto,	se	advierte	que	si	bien	es	cierto	la	demanda	de	indemnización	fue
solicitada	en	dólares	moneda	de	los	Estados	Unidos	de	América,	la	sentencia
apelada	la	fijó	en	dicha	moneda,	y	la	de	vista	la	ha	fijado	en	moneda	nacional,
esto	no	puede	ser	considerado	como	incongruencia,	pues	la	moneda	nacional
es	de	curso	forzoso	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	83	de	la	Constitución
Política	del	Estado,	y	el	artículo	33	de	la	Ley	número	23438.	(CS,	Cas.	835-
2008-Lima,	set.	03/2008.	V.	P.	Sánchez-Palacios	Paiva)
D.	Leg.	926.
ART.	 3°.—Anulación	 en	 los	 procesos	 por	 delito	 de	 terrorismo	 en	 los
que	 se	 aplicó	 la	 prohibición	 de	 la	 recusación.	 La	 Sala	 Nacional	 de
Terrorismo,	 a	 pedido	 del	 reo,	 mediante	 recurso	 de	 anulación	 presentado
dentro	de	 los	 noventa	días	 hábiles	 desde	 la	 vigencia	 del	 presente	 decreto
legislativo,	revisará	los	procesos	penales	por	delito	de	terrorismo	seguidos
ante	la	jurisdicción	penal	ordinaria	en	los	que	se	aplicó	el	Art.	13	inciso	h)
del	 Decreto	 Ley	 N°	 25475	 declarado	 inconstitucional	 por	 la	 sentencia	 del
Tribunal	Constitucional,	Expediente	N°	010-2002-AI/TC.
Interpuesto	 el	 recurso,	 la	 sala	 correrá	 vista	 fiscal,	 la	 que	 se	 absolverá
dentro	 del	 plazo	 de	 cinco	 días.	 La	 sala	 resolverá	 dentro	 del	 tercer	 día	 de
vista	 la	 causa	 valorando	 las	pruebas	ofrecidas	por	 el	 solicitante,	 la	 que	 se
producirá	 dentro	 del	 tercer	 y	 quinto	 día	 de	 recepción	del	 dictamen	 fiscal.
Contra	la	decisión	de	la	sala	procede	recurso	de	nulidad.
La	sala	declarará	fundado	el	pedido	cuando	concurrentemente:
a)	El	afectado	haya	presentado	recusación	conforme	con	las	exigencias	del
Código	 de	 Procedimientos	 Penales	 y	 ésta	 haya	 rechazado	 de	 plano	 en
aplicación	del	artículo	13	inciso	h),	del	Decreto	Ley	N°	25475;
b)	La	causal	invocada	está	debidamente	acreditada;	y,
c)	Durante	el	proceso	se	haya	afectado	sustancialmente	la	imparcialidad	y
el	 derecho	 de	 defensa	 a	 consecuencia	 de	 la	 intervención	 del	 magistrado
recusado.
En	este	caso	se	repondrá	la	causa	al	estado	anterior	a	la	interposición	de	la
recusación.
D.	Leg.	926.
ART.	4°.—Sobre	la	excarcelación.	La	anulación	declarada	conforme	con	el
presente	 decreto	 legislativo	 no	 tendrá	 como	 efecto	 la	 libertad	 de	 los
imputados,	ni	la	suspensión	de	las	requisitorias	existentes.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS
D.	Leg.	926.
Primera	 Disposición	 Complementaria.—Plazo	 límite	 de	 detención.	 El
plazo	 límite	 de	 detención	 conforme	 con	 el	 Art.	 137	 del	 Código	 Procesal
Penal	en	los	procesos	en	los	que	se	aplique	el	presente	decreto	legislativo	se
computará	 desde	 la	 fecha	 de	 expedición	 de	 la	 resolución	 que	 declare	 la
anulación.
D.	Leg.	926.
Segunda	 Disposición	 Complementaria.—Bienes	 incautados.	 Todos
aquellos	 bienes	 sean	 muebles,	 inmuebles	 o	 dinero	 incautados	 durante	 la
investigación	 policial	 y/o	 judicial	 en	 los	 procesos	 a	 los	 que	 se	 refiere	 el
presente	decreto	 legislativo,	que	en	mérito	de	 sentencia	 condenatoria	han
pasado	 a	 ser	 propiedad	 del	 Estado	 y	 por	 tanto	 se	 encuentran	 bajo	 la
administración	 definitiva	 de	 la	 Superintendencia	 de	 Bienes	 Nacionales,	 al
declararse	 la	 anulación	 en	 aplicación	 del	 presente	 decreto	 legislativo,	 la
transferencia	a	favor	del	Estado	es	nula	de	pleno	derecho.	Para	los	efectos
de	 la	 Sétima	Disposición	 Final	 y	 Transitoria	 del	 Decreto	 Ley	N°	 25475,	 la
administración	y	custodia	provisionales	de	los	mismos	estará	a	cargo	de	la
Superintendencia	 de	 Bienes	 Nacionales	 hasta	 que	 se	 dicte	 sentencia
definitiva.
D.	Leg.	926.
Tercera	 Disposición	 Complementaria.—Aplicación	 de	 normas	 del
Decreto	 Legislativo	 N°	 922.	 Son	 de	 aplicación	 a	 los	 procesos	 que	 se
reabran	 a	 consecuencia	 de	 las	 resoluciones	 de	 anulación	 dictadas	 de
conformidad	con	el	presente	decreto	legislativo,	los	artículos	8°,	11	y	12	del
Decreto	Legislativo	N°	922.
DOCTRINA.—Mandato	 de	 detención.	 “En	 el	 fundamento	 N°	 136	 mis
colegas	 aceptan	 que	 ‘podrían	 abrigarse	 ciertas	 dudas	 de
inconstitucionalidad	 si	 el	 precepto	 se	 interpreta	 en	 su	 sentido	 literal’,	 es
decir,	que	el	juez	no	tiene	la	opción	de	ordenar	la	libertad	del	sospechoso	de
terrorismo,	sino	que	debe,	necesariamente,	ordenar	la	detención	y	dictar	el
auto	de	instrucción.
Buscan,	 entonces,	 una	 interpretación	 del	 mismo	 que	 sea	 constitucional.
Interpretan,	así,	que	la	norma	impugnada	no	dice	lo	que	en	verdad	expresa
en	forma	muy	clara,	sino	más	bien,	lo	que	modificó	y	quiso	suprimir.
En	efecto,	la	mayoría	indica	a	modo	de	interpretación	que	el	Art.	13	a)	del
Decreto	 Ley	 N°	 25475,	 arriba	 transcrito,	 ‘autoriza	 al	 juez	 penal	 a	 abrir
instrucción	si	es	que,	formalizada	la	denuncia	penal	por	el	representante	del
Ministerio	 Público,	 concurren	 los	 requisitos	 establecidos	 en	 el	 artículo	 77
del	 Código	 de	 Procedimientos	 Penales,	 esto	 es,	 si	 considera	 que	 el	 hecho
denunciado	constituye	delito,	que	se	ha	individualizado	a	su	presunto	autor
y	que	 la	acción	penal	no	haya	prescrito,	para	 lo	 cual	el	 auto	contendrá	en
forma	precisa	 la	motivación	 y	 fundamentos,	 y	 expresará	 la	 calificación	 de
modo	específico	del	delito	o	los	delitos	que	se	imputan	al	denunciado’.
Si	 como	 interpretan	 mis	 colegas,	 la	 nueva	 norma	 –la	 impugnada–	 no
pretendió	modificar	en	nada	a	la	antigua	(C.P.P.),	no	alcanzo	a	entender	por
qué	ni	para	qué	fue	promulgada.
Es	obvio	que	el	 legislador	pretendió	privar	a	 los	 jueces	de	su	potestad	de
decidir	si	en	cada	caso	concreto	procedía	la	libertad	o	la	detención,	y	por	eso
reguló	 la	 obligatoriedad	 del	 juez	 de	 detener	 a	 todo	 denunciado	 por
terrorismo	 y	 de	 abrirle	 instrucción,	 vulnerando	 con	 ello	 la	 autonomía
jurisdiccional	 del	 Poder	 Judicial	 y	 los	 derechos	 fundamentales	 del
denunciado.
Nótese	que	el	inciso	a)	impugnado	dispone	que	el	juez	penal	‘dictará	el	auto
apertorio	de	 instrucción	 con	orden	de	detención	en	el	plazo	de	24	horas’,
¿dónde	está	la	frase	o	el	resquicio	que	permita	al	juez	ordenar	la	libertad?.
Por	otro	parte,	no	estoy	de	acuerdo	con	la	frase	del	fundamento	N°	137	de
que	 la	 ‘eventual	 inconstitucionalidad	 del	 inciso	 a)	 del	 artículo	 13	 del
Decreto	 Ley	 N°	 25475	 puede	 perfectamente	 ser	 evitada	 si	 lejos	 de	 una
interpretación	 literal	 (...)’.	 Considero	 que	mi	 misión	 como	magistrada	 del
Tribunal	Constitucional	no	es	‘evitar’	la	declaración	de	inconstitucionalidad
de	 las	normas,	 sino	mas	bien,	declarar	 tal	 inconstitucionalidad	 cuando	así
estime	que	procede.
Por	otra	parte,	el	Art.	13	a)	del	Decreto	Ley	25475	transcrito,	en	verdad,	no
deja	opción	al	 juez	para	ordenar	 la	 libertad	del	detenido,	en	 los	casos	que
considere	 ilegal	 el	 arresto	 o	 detención.	 No	 cabe	 la	 esperanza	 del
arbitrariamente	 detenido	 de	 que	 el	 juez	 lo	 deje	 en	 libertad,	 por	 lo	 que	 el
período	de	detención	se	prolonga	inconstitucionalmente.	En	efecto,	según	la
Constitución,	 los	 detenidos	 por	 terrorismo	 sólo	 pueden	 ser	 detenidos	 un
máximo	de	15	días	antes	de	ser	llevados	ante	un	juez.	Pero	el	constituyente
lo	dispuso	así,	en	el	entendimiento	que	ese	juez,	de	inmediato,	resolvería	si
la	detención	era	o	no	era	arreglada	a	derecho,	a	fin	de	garantizar	la	libertad
personal.	 Si	 el	 juez,	 en	 cambio,	 está	 obligado	 a	mantener	 la	 detención,	 se
incumple	la	intención	del	constituyente	y	se	vulnera	la	autonomía	del	poder
judicial.
Mi	voto	es,	entonces,	por	 la	declaración	de	 inconstitucionalidad	del	 inciso
13	 a)	 del	 Decreto	 Ley	 N°	 25475.”	 (Voto	 singular.	 Revoredo	 Marsano.	 TC.
Sent.,	ene.	03/2003,	Exp.	N°	010-2002-AI/TC.	Pres.	Alva	Orlandini)
DOCTRINA.—Testigos.	 “(...)	 1.	 En	 el	 fundamento	 N°	 151	 mis	 colegas
expresan,	respecto	a	la	prohibición	del	artículo	13	c),	que	‘No	se	trata	de	una
prohibición	 generalizada,	 para	 interrogar	 a	 los	 testigos	 (...)	 sino	 sólo
circunscrita	 a	quienes	participaron	en	 la	 elaboración	del	 atestado	policial,
vale	 decir,	 a	 los	miembros	 de	 la	 PNP’.	 Pero	 ocurre	 que,	 precisamente,	 los
testigos	 más	 importantes	 en	 estos	 casos,	 son	 los	 que	 intervinieron	 en	 el
atestado	policial	y	es	obvio	que	el	derecho	de	defensa	no	puede	tener	lugar
en	condiciones	de	plenitud	si	 se	 impide	de	modo	absoluto	a	alguna	de	 las
partes	 traer	 al	 proceso	 los	 medios	 justificativos	 o	 demostrativos	 de	 las
propias	 alegaciones	 o	 los	 que	 desvirtúan	 las	 alegaciones	 de	 la	 parte
contraria.	En	este	caso,	cuando	no	se	permite	contradicción	de	la	prueba,	se
produciría	 una	 situación	 de	 indefensión	 material,	 constitucionalmente
inadmisible.
Siguiendo	a	César	San	Martín	Castro,	la	actuación	de	las	pruebas,	en	tanto
derecho	 de	 configuración	 ‘legal’,	 es	 posible	 que	 sea	 limitada	 por	 diversas
consideraciones	de	relevancia	‘constitucional’,	y	entonces	sí	cabe	que	la	ley
pueda	instituir	determinadas	 limitaciones	o	restricciones	a	 la	actuación	de
la	 prueba	 pertinente.	 Tal	 limitación	 nunca	 supone,	 sin	 embargo,	 su
denegación	 absoluta,	 aun	 cuando	 se	 invoquen	 razones	 de	 seguridad	 o	 de
protección	de	la	integridad	personal	de	los	testigos	o	peritos	(Art.	2°,	1)	de
la	 Constitución).	 Estas	 razones	 no	 pueden	 conducir	 a	 impedir,	 de	 pleno
derecho,	 que	 las	 partes	 interroguen	 a	 un	 efectivo	 policial,	 cuando	 éste
intervino	 en	 una	 actuación	 de	 investigación	 concreta,	 especialmente	 si	 su
versión	constituye	 la	noticia	criminal	e	 integra	el	 fundamento	fáctico	de	 la
acusación.	 Dentro	 de	 esta	 consideración,	 sin	 duda	 alguna,	 es	 factible	 que
cuando	 existan	 razonables	 riesgos	 o	 peligros	 contra	 la	 seguridad	 o
integridad	 de	 un	 testigo	 o	 perito,	 valorables	 por	 el	 órgano	 jurisdiccional,
puedan	articularse	otras	limitaciones	y	especificaciones	para	su	protección,
que	respeten	el	derecho	a	la	defensa.
2.	 Mis	 colegas	 expresan	 en	 el	 fundamento	 156	 a)	 de	 la	 sentencia	 que	 la
Corte	 Interamericana	de	Derechos	Humanos,	si	bien	declaró	contrario	a	 la
Convención	a	este	artículo	13	c),	lo	hizo	porque	se	refería	a	un	caso	concreto
(...)	 y	 nosotros	 como	 Tribunal	 Constitucional,	 nos	 referimos	 de	 manera
abstracta	 a	 la	 legislación;	 indican	 además,	 que	 la	 Corte	 se	 refirió	 a	 la
violación	conjunta	con	el	derecho	de	ser	asistido	por	un	abogado	antes	de	la
manifestación.
En	 realidad,	 la	 corte	 distinguió	 ambos	 impedimentos:	 ‘Por	 una	 parte’,
expresó,	‘se	prohíbe	el	interrogatorio	de	agentes,	tanto	de	la	Policía	como	de
las	 Fuerzas	 Armadas	 que	 hayan	 participado	 en	 las	 diligencias	 de
investigación.	Por	otra	(parte)	la	falta	de	intervención	del	abogado	defensor
(...)’.
Considero	 que	 son	 2	 vulneraciones	 distintas	 y	 separadas	 al	 derecho	 de
defensa.	Mis	propios	colegas	parecen	pensarlo	así,	pues	han	 tratado	como
temas	distintos	y	separados	el	 interrogatorio	a	 los	 testigos	(Art.	13	c)	y	 la
prohibición	de	contar	con	abogado	antes	de	la	manifestación	(Art.	12,	f,	del
mismo	decreto	ley).
Respecto	 al	 derecho	 a	 ofrecer	 testigos,	 el	 Art.	 8°,	 2)	 de	 la	 Convención
Interamericana	 de	 Derechos	 Humanos	 prescribe	 claramente	 que	 es	 una
garantía	mínima	 del	 proceso,	 el	 derecho	 de	 la	 defensa	 a	 ‘interrogar	 a	 los
testigos	presentes	en	el	tribunal	y	de	obtener	la	comparencia,	como	testigos
o	peritos,	de	otras	personas	que	puedan	arrojar	luz	sobre	los	hechos’.
3.	 La	mayoría	 de	miembros	 del	 Tribunal	 Constitucional	 considera	 que	 la
prohibición	 de	 interrogar	 a	 testigos	 se	 justifica	 porque	 es	 el	 modo	 de
proteger	a	los	miembros	de	la	PNP	que	intervinieron	en	las	investigaciones.
Pero	ocurre	que	el	derecho	comparado	nos	ofrece	 técnicas	de	protección
por	parte	del	Estado	a	los	testigos	cuya	vida	o	integridad	física	o	psicológica
está	o	puede	estar	amenazada.	Una	de	esas	técnicas	consiste	en	permitir	que
los	 testigos	 intervengan	 sólo	 en	 la	 etapa	 de	 instrucción,	 actuándose	 un
‘incidente	probatorio’	 del	 cual	 se	 sienta	un	acta,	 que	 servirá	 como	prueba
del	testimonio.	Otra	técnica	es	la	del	video-conferencia,	en	la	cual	el	testigo
no	 es	 directamente	 confrontado	 con	 el	 sospechoso,	 pero	 rinde	 su
declaración	 y	 ésta	 puede	 ser	 contradicha	 luego.	 Algunos	 países	 permiten
que	el	testimonio	sea	rendido	sólo	ante	el	juez	y	el	abogado	del	acusado,	en
privado	 y	 exigiendo	 estricta	 confidencialidad.	 También	 existen	 los
programas	 de	 protección	 de	 testigos,	 que	 les	 ofrecen	 total	 anonimato
después	 de	 la	 declaración	 testimonial,	 protegiéndolos	 de	 eventuales
venganzas	 por	 parte	 de	 los	 perjudicados	 con	 tal	 declaración.	 En	 nuestro
país,	en	cierta	medida,	se	ha	brindado	un	tipo	de	protección	parecida	en	los
casos	de	‘colaboración	eficaz’	con	la	justicia.
Como	 se	 ve,	 frente	 a	 la	 prohibición	 de	 ofrecer	 como	 testigos	 a	 quienes
intervinieron	 en	 la	 elaboración	 del	 atestado,	 a	 fin	 de	 proteger	 a	 éstos	 de
posibles	venganzas,	hay	otros	modos	de	protegerlos	que	limitan	en	menor
grado	el	derecho	a	la	defensa.
‘Lo	 expuesto	 significa,	 en	 principio,	 que	 no	 es	 posible	 una	 prohibición
absoluta	 al	 derecho	 a	 la	 prueba	 pertinente,	 cuando	 caben	 soluciones
intermedias	para	lograr	la	finalidad	de	la	norma,	por	lo	que	el	artículo	13	c)
del	Decreto	Ley	N°	25475,	desde	esa	perspectiva	y	en	mi	opinión,	carece
de	 amparo	 constitucional.	 Empero,	 igualmente,	 es	 constitucional
incorporar	 precisas	 limitaciones	 a	 la	 actividad	 probatoria,	 en	 tanto	 no	 se
impida	 de	 modo	 absoluto	 a	 la	 defensa	 interrogar	 a	 los	 testigos	 y
contradecirlos,	pues	de	lo	contrario	se	lesionará	el	derecho	de	contradicción
y	 la	 propia	 inmediación	 judicial,	 fundamentos	 esenciales	 de	 la	 regulación
constitucional	de	la	prueba.
El	 derecho	 legal	 a	 la	 prueba	 integra	 el	 contenido	 esencial	 del	 derecho
constitucional	de	defensa	(Art.	139,	14)	de	la	Constitución)	y	no	puede,	en
consecuencia,	ser	limitado	en	la	forma	que	lo	hace	el	Art.	13	c)	del	Decreto
Ley	N°	25475,	por	lo	que,	en	mi	opinión,	éste	es	inconstitucional.	(...)”.	(Voto
singular.	 Revoredo	 Marsano.	 TC.	 Sent.,	 ene.	 03/2003,	 Exp.	 N°	 010-2002-
AI/TC.	Pres.	Alva	Orlandini)
D.	L.	25475.
ART.	14.—Ambientes	especiales	para	la	instrucción.	La
instrucción	en	los	delitos	de	terrorismo	se	sustanciará	en
ambientes	especialmente	habilitados	para	tal	efecto	en	los
respectivos	establecimientos	penitenciarios,	garantizándose	el
derecho	de	defensa	de	los	procesados.
D.	L.	25475.
ART.	15.—Derogado.	Ley	26671,	Artículo	Único.
D.	L.	25475.
ART.	16.—Ambientes	especiales	para	el	juicio.	El	juicio	se
llevará	a	cabo	en	los	respectivos	establecimientos	penitenciarios	y
en	ambientes	que	reúnan	las	condiciones	adecuadas	para	que	los
magistrados,	los	miembros	del	Ministerio	Público	y	auxiliares	de
justicia	no	puedan	ser	identificados	visual	o	auditivamente	por	los
procesados	y	abogados	defensores.
D.	L.	25475.
ART.	17.—Competencia	de	los	magistrados.	Para	los	efectos	de
lo	dispuesto	en	el	presente	decreto	ley,	los	magistrados	asumen
competencia	a	nivel	nacional	para	conocer	del	delito	de
terrorismo	sin	observar	el	lugar	de	la	comisión	del	hecho
delictuoso.
D.	L.	25475.
ART.	18.—Derogado.	Ley	26248,	Art.	4°.
D.	L.	25475.
ART.	19.—Modificado.	Ley	29936,	Art.	3°.	Los	procesados	o
condenados	por	delito	de	terrorismo	o	financiamiento	del
terrorismo	no	podrán	acogerse	a	ninguno	de	los	beneficios	que
establecen	el	Código	Penal	y	el	Código	de	Ejecución	Penal.
Ley	29423.
ART.	 1°.—Derogación	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 927,	 decreto
legislativo	 que	 regula	 la	 ejecución	 penal	 en	 materia	 de	 delitos	 de
terrorismo.	Derógase	el	Decreto	Legislativo	N°	927,	decreto	legislativo	que
regula	la	ejecución	penal	en	materia	de	delitos	de	terrorismo.
Ley	29423.
ART.	2°.—Improcedencia	de	beneficios	penitenciarios.	Los	condenados
por	delitos	de	terrorismo	y/o	traición	a	 la	patria	no	podrán	acogerse	a	 los
beneficios	 penitenciarios	 de	 redención	 de	 la	 pena	 por	 el	 trabajo	 y	 la
educación,	la	semilibertad	y	la	liberación	condicional.
Ley	29423.
Única	 Disposición	 Transitoria.—Modificado.	 Ley	 29833,	 Art.	 Único.	 La
ejecución	 de	 los	 beneficios	 penitenciarios	 que	 han	 sido	 otorgados	 a	 los
sentenciados	por	delito	de	terrorismo,	continuarán	regulándose	al	amparo
de	lo	previsto	en	la	normativa	bajo	la	cual	les	fue	otorgado.
Para	los	beneficiados	de	acuerdo	con	el	párrafo	anterior	queda	prohibido	el
levantamiento	 judicial	de	 impedimento	de	 salida	del	país	dispuesto	por	el
primer	párrafo	del	artículo	6°	del	Decreto	Legislativo	927,	ni	siquiera	en	vía
de	 permiso	 temporal;	 dicha	 prohibición	 caduca	 al	 cumplimiento	 de	 la
totalidad	de	la	condena	impuesta.
De	igual	forma,	a	quienes,	durante	la	vigencia	del	Decreto	Legislativo	927,
hayan	solicitado	acogerse	al	beneficio	de	redención	de	la	pena	por	el	trabajo
o	educación,	se	 les	aplicará	el	cómputo	de	este	beneficio	conforme	a	dicha
norma,	hasta	la	fecha	de	entrada	en	vigencia	de	la	presente	ley.
JURISPRUDENCIA.—La	existencia	de	una	norma	especial	no	importa	la
“inoperatividad”	de	las	normas	generales.	“(…)	Sobre	lo	señalado	por	la
procuraduría	pública	del	Ministerio	del	Interior	para	casos	de	terrorismo
consideramos	que	no	es	del	todo	cierto	que	exista	una	prohibición
expresamente	establecida	que	impida	aplicarse	de	manera	conjunta	el
Decreto	Legislativa	927	y	el	Código	de	Ejecución	Penal,	puesto	que	el	mismo
decreto	legislativo	referido	en	su	Segunda	Disposición	Final	ha	considerado
posible	que	en	caso	que	este	no	prevea	alguna	situación	serán	de	aplicación
las	normas	contenidas	en	el	Código	de	Ejecución	Penal.	La	existencia	de	una
norma	especial	que	regule	un	tratamiento	diferenciado	en	materia	de
beneficios	penitenciarios	no	necesariamente	importa	que	las	normas
generales	no	sean	consideradas	cuando	la	primera	no	prevea	alguna
situación.
Estas	normas	diferenciadas	tienen	su	razón	de	ser	en	atención	a	la	gravedad
del	delito	en	cuestión	y	los	bienes	de	orden	público	constitucional	que,	con	su
dictado	se	persiguen	proteger.
Y,	además	el	Tribunal	Constitucional	no	ha	establecido	en	su	jurisprudencia
la	prohibición	de	aplicar	una	norma	cuando	esta	pueda	complementarse	la
aplicación	de	otra.	Ello	debe	tenerse	en	cuenta	puesto	que	la	ley	tiene	su
aplicación	en	conjunto	y	no	de	manera	aislada,	por	ello,	considerar	la
aplicación	solamente	del	Decreto	Legislativo	927	sin	tener	en	cuenta	el	Código
de	Ejecución	Penal,	cuando	la	primera	no	contemple	algunas	situaciones	no	es
del	todo	posible.”	(C.	S.,	Exp.	216-03,	ene.	18/2011.	S.	S.	Loli	Bonilla)
JURISPRUDENCIA.—No	existe	prohibición	alguna	para	la	aplicación
simultánea	de	la	redención	de	la	pena	por	el	trabajo	o	estudio	para	la
aplicación	de	la	liberación	condicional.	“(…)	Respecto	a	lo	que	sostiene	el
procurador	público	de	que	la	a-quo	interpretó	indebidamente	el	Decreto
Legislativo	927	al	considerar	que	esta	norma	no	señala	que	estos	beneficios
(1°	la	redención	de	la	pena	por	el	trabajo	y	la	educación;	2°	liberación
condicional)	sean	excluyentes	entre	sí,	tampoco	prohíbe	adicionar	el	tiempo
redimido	por	el	trabajo	o	el	estudio	al	tiempo	de	reclusión	efectiva	por	el
sentenciado,	a	fin	de	acceder	con	anticipación	al	beneficio	de	liberación
condicional.
Consideramos	que	dentro	de	la	legislación	no	existe	prohibición	alguna	para
la	aplicación	simultánea	de	la	redención	de	la	pena	por	el	trabajo	o	estudio
para	la	aplicación	de	la	liberación	condicional,	pues,	como	ya	se	ha	dejado
establecido	en	diversa	jurisprudencia	de	la	Sala	Penal	Nacional,	el
sentenciado	de	conformidad	con	el	último	párrafo	del	artículo	tercero	del
Decreto	Legislativo	927	puede	acumular	el	tiempo	de	redención	para	el
cumplimiento	de	la	condena.	Restringir	la	misma	importaría	no	darle
importancia	a	los	principios	de	resocialización	y	a	la	rehabilitación	social
como	un	fin	de	la	pena.”	(C.	S.,	Exp.	216-03,	ene.	18/2011.	S.	S.	Loli	Bonilla)
JURISPRUDENCIA.—Domicilio	que	no	ha	sido	certificado	origina	que	la
liberación	condicional	sea	revocada.	“(…)	Sin	embargo,	no	se	ha	recabado
el	certificado	de	domicilio	–ítem	3–	expedido	por	la	unidad	sistémica
especializada	contra	el	terrorismo	de	la	Policía	Nacional	respecto	del
domicilio	ubicado	en	la	avenida	Grau	598	departamento	503,	distrito	de
Miraflores,	lo	que	sí	sucedió	en	el	caso	del	domicilio	que	en	un	primer
momento	se	indicó	como	probable	residencia	de	la	solicitante	en	caso	de
concesión	del	beneficio,	esto	es,	del	domicilio	ubicado	en	calle	Bajada	Agua
Dulce	143,	segundo	piso,	distrito	de	Chorrillos,	en	la	que	el	jefe	del
Departamento	de	Investigación	de	Terrorismo	Metropolitano	(…)	certificó
mediante	verificación	domiciliaria	de	fecha	26	de	setiembre	del	año	2009	que
el	referido	inmueble	estaba	arrendado	(…)	la	solicitante	indicó	que	en	el
supuesto	de	haber	conflictos	con	la	propietaria	del	inmueble	que	consigné
como	dirección	domiciliaria,	solicito	a	su	despacho	se	tenga	como	nueva
dirección	el	inmueble	ubicado	en	la	avenida	Grau	598	departamento	503
Miraflores,	inmueble	respecto	del	cual	la	señorita	juez	no	ha	ordenado	la
certificación	por	la	unidad	sistémica	especializada	contra	el	terrorismo	de	la
Policía	Nacional	e	inclusive	la	documentación	que	acompaña	al	escrito
referido	consiste	en	copias	simples	(…)	Por	lo	que	estando	a	lo	indicado
anteriormente	se	ha	incurrido	en	causal	de	nulidad	contemplado	en	el	artículo
298	numeral	1	del	Código	de	Procedimientos	Penales,	la	misma	que	debe	ser
subsanada	por	la	a-quo.”	(C.	S.,	Exp.	216-03,	ago.	17/2010.	S.	S.	Loli	Bonilla)
JURISPRUDENCIA.—Mandato	de	comparecencia:	ninguna	autoridad
judicial	puede	negar	el	derecho	de	reunión	familiar.	“(...)	al	sustento	de	su
pedido,	que	tiene	directa	relación	con	el	ámbito	familiar,	pues	en	su	condición
de	hija	(...)	requiere	cumplir	la	visita	con	motivo	de	fiestas	navideñas	en	la
ciudad	de	Nueva	York,	(...),	éste	órgano	jurisdiccional	no	sólo	considera	que	no
puede	limitarse	su	derecho	a	la	familia,	como	derecho	de	cada	persona,	sino
que	además	consideramos	lo	dispuesto	en	el	inciso	5)	del	artículo	6°	del
Decreto	Legislativo	927,	puede	interpretarse	en	el	sentido	que	es	factible
otorgar	permiso	de	ausentarse	del	domicilio	previa	autorización	judicial,	así
como	se	deberá	tener	en	cuenta	lo	pertinente	en	la	Ley	N°	294391,	que	en	su
artículo	32	modifica	el	artículo	143	del	Código	de	Procedimientos	Penales
sobre	las	restricciones	al	mandato	de	comparecencia	e	impedimento	de	salida
de	país;	‘En	caso	de	Impedimento	de	salida	del	país,	la	medida	deberá	ser
motivada	y	no	podrá	exceder	en	ningún	caso	más	de	cuatro	meses,	o	cuyo
vencimiento	caducará	de	pleno	derecho	salvo	que	se	ordene	mediante	nueva
resolución	motivada,	la	prolongación	de	la	medida	que	en	ningún	caso
superará	los	límites	ya	establecidos’.	(...)	los	fines	de	la	pena	privativa	de	la
libertad	impuesta	a	la	sentenciada	(...)	es	un	medio	resocializador	muy
importante,	puesto	que	las	técnicas	aplicadas	a	la	orientación	del	recluso
dentro	de	la	prisión	y	en	medio	libre	y	propiciar	una	comunicación	adecuada
con	su	familia,	son	aspectos	que	coadyuvan	efectivamente	a	la	reintegración
social	del	sentenciado,	tanto	más	si	la	sentenciada	recurrente	ha	indicado
tener	un	soporte	familiar	que	lo	conforman	sus	padres,	siendo	éstos	lazos	muy
fuertes,	lo	cual	conlleva	a	este	colegiado	a	tener	la	certeza	que	afectivamente
no	existe	peligro	de	que	la	sentenciada	recurrente	no	retorne	al	Perú	para
continuar	con	su	tratamiento	en	medio	libre	de	su	beneficio	penitenciario.”
(CS,	R.	1087,	dic.	15/2011.	V.	P.	Clotilde	Cavero	Nalvarte)
D.	L.	25475.
ART.	20.—Lugar	de	ejecución	de	penas	y	visitas.	Las	penas
privativas	de	libertad	establecidas	en	el	presente	decreto	ley	se
cumplirán,	obligatoriamente,	en	un	centro	de	reclusión	de
máxima	seguridad,	con	trabajo	obligatorio	por	el	tiempo	que	dure
su	reclusión.
Los	sentenciados	por	delito	de	terrorismo	tendrán	derecho	a	un
régimen	de	visita	semanal	estrictamente	circunscrito	a	sus
familiares	más	cercanos.	El	Sector	Justicia	reglamentará	el
régimen	de	visita	mediante	resolución	ministerial.
COMENTARIO.—Las	 frases	 “con	 aislamiento	 celular	 continuo	 durante	 el
primer	 año	 de	 su	 detención	 y,	 luego”,	 así	 como	 “En	 ningún	 caso,	 y	 bajo
responsabilidad	 del	 director	 del	 establecimiento,	 los	 sentenciados	 podrán
compartir	 sus	 celdas	 unipersonales,	 régimen	 disciplinario	 que	 estará
vigente	hasta	su	excarcelación”,	han	sido	declaradas	inconstitucionales	por
el	Tribunal	Constitucional	en	el	Exp.	N°	010-2002-AI/TC.	El	artículo	20	del
Decreto	 Ley	N°	 25475	 anterior	 a	 esta	 declaración,	 estaba	 redactado	 de	 la
siguiente	forma:
“Artículo	20.-	Las	penas	privativas	de	libertad	establecidas	en	el	presente
decreto	 ley	 se	 cumplirán,	 obligatoriamente,	 en	 un	 centro	 de	 reclusión	 de
máxima	seguridad,	con	aislamiento	celular	continuo	durante	el	primer	año
de	su	detención	y,	 luego	con	trabajo	obligatorio	por	el	tiempo	que	dure	su
reclusión.	 En	 ningún	 caso,	 y	 bajo	 responsabilidad	 del	 director	 del
establecimiento,	 los	 sentenciados	 podrán	 compartir	 sus	 celdas
unipersonales,	 régimen	 disciplinario	 que	 estará	 vigente	 hasta	 su
excarcelación.
Los	 sentenciados	por	delito	de	 terrorismo	 tendrán	derecho	a	un	 régimen
de	visita	semanal	estrictamente	circunscrito	a	sus	familiares	más	cercanos.
El	 Sector	 Justicia	 reglamentará	 el	 régimen	 de	 visita	 mediante	 resolución
ministerial.”
D.	L.	25475.
ART.	21.—Derogado.	D.	Leg.	895,	Quinta	Disposición	Final.
D.	L.	25475.
ART.	22.—Disposición	derogatoria.	Derógase	el	Capítulo	II	del
Título	XIV	del	Libro	Segundo	del	Código	Penal	que	comprende	los
artículos	319	al	324	del	acotado	cuerpo	de	leyes	así	como	la	Ley	N
°	24700	modificada	por	la	Ley	N°	25031	y,	modifícase	en	su	caso
todas	las	disposiciones	que	se	opongan	al	presente	decreto	ley.
DISPOSICIONES	FINALES	Y	TRANSITORIAS
D.	L.	25475.
Primera	Disposición	Final	y	Transitoria.—Códigos	y	claves.	Para
los	efectos	de	lo	dispuesto	en	el	artículo	15	del	presente	decreto
ley,	los	presidentes	de	la	Corte	Suprema,	cortes	superiores,	el
Fiscal	de	la	Nación	y	el	Fiscal	Decano	del	distrito	judicial
respectivo,	serán	responsables	de	la	elaboración	de	las	claves	y
códigos	pertinentes	así	como	de	velar	por	el	secreto	de	los
mismos.	Por	razones	de	seguridad	dichos	códigos	y	claves
deberán	ser	modificados	periódicamente.
D.	L.	25475.	
Segunda	Disposición	Final	y	Transitoria.—Remisión	de	causas	a
otros	distritos	judiciales.	En	el	juzgamiento	de	los	delitos	de
terrorismo,	los	presidentes	de	las	cortes	superiores	de	los
distritos	judiciales	que	cuenten	con	menos	de	tres	salas
especializadas,	remitirán	la	causa	al	distrito	judicial	más	próximo,
el	mismo	que	procederá	de	acuerdo	con	el	inciso	d)	del	artículo	13
y	siguientes	del	presente	decreto	ley.
D.	L.	25475.
Tercera	Disposición	Final	y	Transitoria.—Abogados	de	oficio.
En	los	distritos	judiciales	de	Lima	y	Callao	el	Ministerio	de	Justicia
proveerá	los	abogados	de	oficio	que	sean	requeridos	por	el
Ministerio	Público,	el	Poder	Judicial	y	la	Policía	Nacional	del	Perú,
quedando	facultado	para	contratar	a	profesionales	del	derecho
con	tal	fin.	En	los	demás	distritos	judiciales,	las	autoridades
políticas	dispondrán	la	contratación	de	los	abogados	de	oficio.
D.	L.	25475.
Cuarta	Disposición	Final	y	Transitoria.—Coordinación	entre
organismos	del	Estado.	El	Poder	Judicial,	Ministerio	Público,
Ministerio	de	Justicia,	Ministerio	del	Interior	y	Ministerio	de
Economía	y	Finanzas,	efectuarán	las	coordinaciones	necesarias	y
dictarán	las	disposiciones	pertinentes	a	efectos	de	la	mejor
aplicación	y	cumplimiento	del	presente	decreto	ley.
D.	L.	25475.
Quinta	Disposición	Final	y	Transitoria.—Adecuación	de	casos.
Los	casos	que	a	la	fecha	de	vigencia	del	presente	decreto	ley	se
encuentren	en	estado	de	investigación	policial,	instrucción	o
juicio,	se	adecuarán,	en	cuanto	a	su	trámite,	a	lo	previsto	en	el
presente	decreto	ley.
D.	L.	25475.
Sexta	Disposición	Final	y	Transitoria.—Mesa	de	partes	para
terrorismo.	Los	presidentes	de	las	cortes	superiores	de	los
diferentes	distritos	judiciales	dispondrán	la	instalación	de	una
mesa	de	partes	única	y	exclusiva	para	casos	de	terrorismo,
dotándola	de	la	seguridad	y	el	personal	necesario	con	el	objeto
que	los	abogados	defensores	y	abogados	de	oficio	puedan	revisar
y	estudiar	los	expedientes,	así	como	recibir	las	informaciones	que
sean	requeridas.
D.	L.	25475.
Sétima	Disposición	Final	y	Transitoria.—Incautación	de	bienes.
Los	bienes	muebles,	inmuebles,	dinero	y	otras	especies	que	sean
incautadas	durante	la	investigación	policial	y	judicial,	que	hayan
sido	utilizados	para	perpetrar	la	comisión	de	los	delitos	previstos
en	este	decreto	ley,	serán	puestos	a	disposición	de	la	Dirección
Contra	el	Terrorismo	de	la	Policía	Nacional	del	Perú	(Dircote)
para	su	cuidado	y	administración.	Si	se	dictara	sentencia
condenatoria	contra	los	propietarios	encausados,	consentida	y
ejecutoriada	que	sea	ésta,	los	bienes	incautados	pasarán
definitivamente	a	propiedad	del	Estado	y	serán	afectados	a	los
organismos	públicos	responsables	de	la	defensa	de	la	sociedad.
D.	LEG.	N°	923
Fortalece	organizacional	y	funcionalmente	la
defensa	del	Estado	en	delitos	de	terrorismo
D.	Leg.	923.
ART.	1°.—Objeto	de	la	norma.	El	presente	decreto	legislativo
establece	las	normas	aplicables	para	el	fortalecimiento
organizacional	y	funcional	de	la	defensa	del	Estado	en	las
investigaciones	preliminares	y	procesos	judiciales	por	delitos	de
terrorismo	y	conexos.
D.	Leg.	923.
ART.	2°.—De	la	Procuraduría	Pública	Especializada	para
Delitos	de	Terrorismo.	Créase	la	Procuraduría	Pública
Especializada	para	Delitos	de	Terrorismo,	adscrita	al	Ministerio
del	Interior	e	integrante	del	Consejo	de	Defensa	Judicial	del
Estado,	a	la	que	corresponde	la	defensa	de	los	intereses	del	Estado
en	las	investigaciones	preliminares	y	procesos	judiciales	por
delitos	de	terrorismo	y	conexos.
D.	Leg.	923.
ART.	3°.—De	la	estructura	de	la	Procuraduría	Pública.	La
Procuraduría	Pública	Especializada	para	Delitos	de	Terrorismo
está	a	cargo	de	un	procurador	público	y	contará	con	los
procuradores	adjuntos	necesarios	para	el	debido	cumplimiento	de
sus	funciones,	nombrados	por	resolución	suprema	del	sector
justicia	con	refrendo	de	los	ministros	del	Interior	y	de	Justicia.
D.	Leg.	923.
ART.	4°.—Facultades	de	los	procuradores.	Además	de	las
facultades	establecidas	en	la	Ley	de	Defensa	Judicial	del	Estado	-
Decreto	Ley	N°	17537	y	en	el	Código	de	Procedimientos	Penales
respecto	a	la	parte	civil,	el	procurador	público	especializado	para
delitos	de	terrorismo	está	facultado	para:
1.	Participar	en	las	investigaciones	preliminares	o
complementarias	llevadas	a	cabo	por	el	Ministerio	Público	o	la
Policía	Nacional	bajo	la	conducción	de	aquel,	para	lo	que	deberá
ser	debidamente	notificado,	puede	ofrecer	pruebas	y	solicitar	la
realización	de	actos	de	investigación,	así	como	intervenir	en	las
declaraciones	de	testigos	y	en	las	demás	diligencias	de
investigación;	todo	ello	sin	menoscabo	de	las	funciones	y	acciones
que	corresponden	al	Ministerio	Público	como	titular	de	la	acción
penal.
2.	Interponer	recurso	de	queja	contra	la	resolución	del	fiscal	que
deniega	la	formalización	de	denuncia	penal	e	intervenir	en	el
procedimiento	recursal	ante	el	fiscal	superior.	Todas	las
decisiones	que	se	dicten	en	este	procedimiento	le	serán
notificadas.
3.	Interponer	las	impugnaciones	que	la	ley	faculta.
4.	Apersonarse	ante	el	órgano	jurisdiccional	que	conoce	del
delito	de	terrorismo	y	de	las	acciones	de	garantía	promovidas
contra	el	Ministerio	del	Interior	a	consecuencia	de	investigaciones
por	delito	de	terrorismo.	Requerir,	de	ser	el	caso,	la	notificación
de	las	resoluciones	y	actuaciones	judiciales	que	no	le	fueron
puestas	en	su	conocimiento	oportunamente.
5.	Solicitar	se	dicten	toda	clase	de	medidas	cautelares	o
limitativas	de	derechos	e	intervenir	en	los	incidentes	referidos	a
su	modificación,	ampliación	o	levantamiento.	También,
intervendrá	en	los	incidentes	de	excarcelación	del	imputado.
6.	Las	resoluciones	que	ponen	fin	a	la	instancia	serán	elevadas	en
consulta	al	órgano	jurisdiccional	superior	en	grado	cuando	sean
desfavorables	al	Estado.	El	procurador	público	debe	expresar
agravios	en	la	instancia	correspondiente	hasta	dos	días	antes	de	la
vista	de	la	causa.	De	no	hacerlo,	la	sala	declarará	sin	efecto	la
consulta	y	firme	la	resolución	que	la	originó.
7.	Solicitar	a	toda	institución	pública,	la	información	y/o
documentación	requerida	para	la	defensa	del	Estado,	para	delitos
de	terrorismo.
8.	En	caso	que	el	procurador	para	delitos	de	terrorismo	tome
conocimiento	de	la	comisión	del	delito,	podrá	denunciar	el	hecho
ante	la	autoridad	competente	sin	necesidad	de	resolución
autoritativa	previa,	debiendo	informar	de	tal	procedimiento	al
Ministro	del	Interior	y	a	la	Presidencia	del	Consejo	de	Defensa
Judicial	del	Estado	para	los	fines	correspondientes.
9.	Delegar	en	todo	o	en	parte	sus	facultades	a	los	abogados
auxiliares.
NOTA:	El	Decreto	Legislativo	1068,	publicado	el	28	de	junio	del	2008	y	vigente	a	los	seis	meses	de
publicado,	en	su	Disposición	Complementaria	Derogatoria,	deroga	el	Decreto	Ley	N°	17537	-	Ley	de
Representación	y	Defensa	del	Estado	en	Juicio,	la	Ley	N°	27076	que	autoriza	a	los	procuradores
públicos	encargados	de	la	Defensa	del	Estado	para	desistirse	de	las	pretensiones	menores	de	tres	mil
nuevos	soles	y	los	decretos	supremos	N°	002-2000-JUS,	N°	002-2001-JUS	y	N°	002-2003-JUS;	así
como	todas	las	demás	disposiciones	que	se	opongan	a	este	decreto	legislativo.
JURISPRUDENCIA.—Función	constitucional	de	los	procuradores
públicos	constituye	la	defensa	judicial	de	los	intereses	del	Estado.	“(…)
No	obstante	ello,	el	Tribunal	Constitucional	estima	pertinente	señalar	que	la
función	constitucional	de	los	procuradores	públicos	constituye	la	defensa
judicial	de	los	intereses	del	Estado,	tal	como	lo	establece	el	artículo	47	de	la
Constitución.	Por	lo	que	no	está	dentro	de	la	esfera	de	sus	funciones,	como
defensores	del	Estado,	proferir	frases	agraviantes	o	difamatorias	a	la	persona,
en	tanto	que	ésta	y	el	respeto	de	su	dignidad,	de	acuerdo	con	el	artículo	1º,	son
el	fin	supremo	de	la	sociedad	y	del	Estado.	En	todo	caso,	de	considerar	que	las
frases	proferidas	por	el	procurador	emplazado	tienen	contenido	difamatorio
puede,	de	ser	el	caso,	accionar	penalmente	por	delito	contra	el	honor	previsto
en	el	artículo	132	del	Código	Penal,	con	la	sanción	establecida	en	el	artículo
46-A	de	ese	mismo	código.	(…)”	(TC,	Exp.	N°	2440-2007-PHC/TC,	oct.	02/2007.
Pres.	Gonzáles	Ojeda)
D.	Leg.	923.
ART.	 5°.—Modificado.	 D.	 Leg.	 985,	 Art.	 2°.	 Constitución	 en
parte	 civil.	 En	 casos	 de	 delito	 de	 terrorismo,	 el	 Estado	 queda
constituido	en	parte	 civil	 por	 el	 sólo	mérito	del	 apersonamiento
del	 procurador	 respectivo,	 sin	 que	 sea	 necesaria	 la	 previa
resolución	del	juez	para	admitir	su	intervención.
La	constitución	en	parte	civil	del	procurador	público	respectivo
ante	el	órgano	jurisdiccional	tiene	efecto	en	todas	las	etapas	del
proceso,	sin	que	sea	necesario	un	nuevo	apersonamiento	ante	las
instancias	superiores	para	efectos	de	la	notificación	de	las
resoluciones	y	actuaciones	judiciales.
D.	Leg.	923.
ART.	6°.—Consulta	de	las	resoluciones	desfavorables	al
Estado.	Las	resoluciones	que	pongan	fin	a	la	instancia	serán
elevadas	en	consulta	al	órgano	jurisdiccional	superior	en	grado
cuando	sean	desfavorables	al	Estado,	debiendo	el	procurador
público	expresar	agravios	dos	días	antes	de	la	vista	de	la	causa.
JURISPRUDENCIA.—En	los	delitos	de	terrorismo,	el	procurador	público
expresa	agravios	antes	de	la	vista	de	causa.	“(…)	el	artículo	seis	del
Decreto	Legislativo	número	novecientos	veintitrés	establece	como	condición
para	la	elevación	en	consulta	al	órgano	jurisdiccional	superior	en	grado	las
resoluciones	desfavorables	al	Estado,	debiendo	el	Procurador	Público	expresar
agravios	hasta	dos	días	antes	de	la	vista	de	la	causa;	que	este	dispositivo	debe
ser	concordado	con	el	numeral	seis	del	artículo	cuatro	del	mencionado
Decreto	Legislativo,	que	dispone	además	que	la	Sala	“declarará	sin	efecto	la
consulta	y	firme	la	resolución	que	se	originó”	si	no	se	cumpliera	con	dicha
condición,	no	habiendo	en	el	presente	caso,	el	Procurador	Público	cumplido
con	lo	establecido	en	el	dispositivo	mencionado	y	estando	a	lo	expuesto	en
dicho	fundamento	jurídico,	respecto	a	los	extremos	de	las	resoluciones	elevada
en	grado,	corresponde	aplicar	lo	que	en	él	se	dispone.”	(CS,	R.	N.	3818-2006-
Lima,	2/20/2011.	V.	P.	Ponce	de	Mier)
JURISPRUDENCIA.—La	consulta	es	innecesaria	si	se	tiene	probada
fehacientemente	la	muerte	del	imputado.	“Cuando	queda	comprobada
fehacientemente	la	muerte	del	encausado,	no	resulta	necesario	efectuar	la
elevación	de	la	causa	en	consulta	al	superior	tribunal,	puesto	que	el	poder
persecutorio	del	Estado	quedó	agotado	y	se	torna	imposible	proseguir	el
encausamiento	para	todo	efecto.	Se	trata	de	una	excepción	razonable	a	la
regla	legal	de	tal	consulta”.	(C.	S.,	Consulta	16-2014-Lima,	ago.	21/2015.	S.	S.
San	Martín	Castro)
D.	Leg.	923.
ART.	7°.—Derogado.	Ley	28476,	Primera	Disposición
Complementaria.
D.	Leg.	923.
ART.	8°.—Coordinación	interinstitucional.	Los	órganos	de
defensa	del	Estado	a	cargo	de	los	casos	de	terrorismo,
coordinarán	entre	sí	y	las	demás	entidades	del	Estado	para	una
adecuada	defensa	de	los	intereses	del	Estado.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS
D.	Leg.	923.
Primera	Disposición	Complementaria.—Acciones	de	garantía
sobre	terrorismo.	En	las	procuradurías	públicas	que	tienen	a	su
cargo	la	defensa	del	Estado	en	acciones	de	garantía	sobre
terrorismo,	se	designará	a	los	procuradores	adjuntos	que	sean
necesarios	para	la	atención	exclusiva	de	estos	procesos.
D.	Leg.	923.
Segunda	Disposición	Complementaria.—Oficina	de	Estadística
del	Consejo	de	Defensa	Judicial	del	Estado.	Créase	la	Oficina	de
Estadística	dependiente	de	la	Presidencia	del	Consejo	de	Defensa
Judicial	del	Estado,	que	tendrá	las	siguientes	facultades	u
obligaciones:
1.	Mantener	una	estadística	actualizada	de	todos	los	procesos	y
acciones	de	garantía	sobre	terrorismo	a	nivel	nacional	y	para	tal
efecto,	los	procuradores	públicos,	bajo	responsabilidad,	remitirán
la	información	que	le	solicite	la	presidencia	del	consejo.
2.	Podrá	solicitar	a	todas	las	dependencias	públicas	la
información	y/o	documentación	necesaria	para	el	cumplimiento
de	sus	funciones.
3.	Las	demás	que	se	establezcan	en	el	reglamento
correspondiente.
D.	Leg.	923.
Tercera	Disposición	Complementaria.—Obligación	de	notificar
y	dar	respuesta	oportuna.	Los	órganos	jurisdiccionales	están
obligados	a	notificar	las	resoluciones	y	actuaciones	judiciales	al
procurador	público.
Las	dependencias	públicas	deberán	dar	respuesta	bajo
responsabilidad	a	los	requerimientos	del	procurador	público	para
proporcionar	información	y/o	documentación	necesarias	para	el
cumplimiento	de	sus	funciones.
D.	Leg.	923.
Cuarta	Disposición	Complementaria.—Dependencia
administrativa.	La	Procuraduría	Pública	Especializada	para
Delitos	de	Terrorismo	depende	administrativamente	del
Ministerio	del	Interior	para	efectos	remunerativos,	logísticos,
disciplinarios	y	de	apoyo	institucional.
D.	Leg.	923.
Quinta	Disposición	Complementaria.—Adecuación	e
implementación.	La	Procuraduría	Pública	Especializada	para
Delitos	de	Terrorismo	creada	por	el	artículo	2°	del	presente
decreto	legislativo	asumirá	las	funciones	de	la	Procuraduría
Pública	encargada	de	los	asuntos	judiciales	del	Ministerio	de
lnterior	relativos	a	terrorismo,	la	misma	que	se	implementará	con
los	recursos	humanos	y	logísticos	existentes,	manteniendo	la
administración	del	acervo	documental	activo	y	pasivo.
2.	Traición	a	la	patria
LEY	N°	26508
Tipifican	como	delito	de	traición	a	la	patria	los
actos	de	terrorismo	cometidos	por	personas	que
se	hayan	acogido	a	la	legislación	sobre
arrepentimiento
Ley	26508.
ART.	1°.—Incurre	en	delito	de	traición	a	la	patria,	el	que
habiendo	obtenido	alguno	de	los	beneficios	contemplados	en	la
legislación	sobre	arrepentimiento,	Decreto	Ley	N°	25499	y	Ley	N°
26220,	comete	alguno	de	los	delitos	previstos	en	el	Decreto	Ley	N
°	25475.	La	pena	aplicable	será	de	cadena	perpetua,	sin	perjuicio
de	revocarse	el	beneficio	otorgado.
El	plazo	estipulado	para	la	revocatoria	del	beneficio	a	que	hace
referencia	el	artículo	4°	del	Decreto	Ley	N°	25499,	no	será	de
aplicación	para	los	efectos	del	presente	artículo.
JURISPRUDENCIA.—La	traición	a	la	patria	debe	clasificarse	dentro	de
los	delitos	contra	la	seguridad	exterior	de	la	nación.	“2.	En	el	presente
caso,	si	bien	la	denuncia	fue	por	traición	a	la	patria,	debe	analizarse	si	dicha
traición	ocurrió	durante	un	estado	de	guerra	exterior.	Sobre	el	particular,
podemos	señalar	que	‘guerra’	se	define	como	un	conflicto	armado	entre	dos	o
más	naciones;	es	decir,	es	una	lucha	armada	entre	estados.	Asimismo,	es
necesario	resaltar	que,	según	la	Comisión	Interamericana	de	Derechos
Humanos,	‘el	delito	de	traición	a	la	patria	debe	ser	clasificado	dentro	de	los
delitos	contra	la	seguridad	exterior	de	la	Nación,	en	los	cuales	se	atenta
contra	la	soberanía,	la	independencia,	la	seguridad	o	el	honor	de	la	Nación	[...]
en	beneficio	de	una	potencia	extranjera’;	situación	que	no	se	da	en	el	presente
caso,	pues	era	un	hecho	notorio	que	en	la	época	en	que	acontecieron	los
hechos	sub	litis,	la	atribución	constitucional	de	declarar	la	guerra	con
autorización	del	Congreso,	prevista	en	el	artículo	118,	inciso	16),	de	la	Carta
Política	de	1993	y	artículo	211,	inciso	19),	de	la	Constitución	precedente,	no
había	sido	ejercida	por	el	primer	mandatario”.	(TC,	Exp.	1011-2002-HC/TC,
jun.	20/2002.	S.	S.	Aguirre	Roca)
Ley	26508.
ART.	2°.—La	comisión	del	delito	de	traición	a	la	patria	a	que	se
refiere	el	artículo	1°	de	la	presente	ley,	será	de	conocimiento	del
Fuero	Privativo	Militar.
El	procedimiento	aplicable	será	el	señalado	en	los	decretos	leyes
N°	25708	y	N°	25744,	con	las	modificaciones	contempladas	en	la
Ley	N°	26248.
Ley	26508.
ART.	3°.—Los	delitos	de	terrorismo	perpetrados	por	los
beneficiados	incumpliendo	las	condiciones	previstas	en	la
legislación	sobre	arrepentimiento,	que	se	hubieren	cometido	con
anterioridad	a	la	vigencia	de	la	presente	ley,	continuarán	siendo
de	conocimiento	del	fuero	común.
En	estos	casos,	de	conformidad	con	lo	dispuesto	por	el	artículo	4°
del	Decreto	Ley	N°	25499,	se	aplicará	la	pena	de	cadena	perpetua,
sin	perjuicio	de	revocarse	el	beneficio	otorgado.
LeyN°	26697
Establecen	el	sobreseimiento	para	causas
pendientes	de	agentes	condenados	por	delitos	de
terrorismo	o	traición	a	la	patria	en	el	fuero
privativo	militar
Ley	26697.
ART.	1°.—Cuando	el	agente	se	encuentre	cumpliendo	condena
efectiva	impuesta	por	el	Fuero	Privativo	Militar,	por	delito	de
terrorismo	o	de	traición	a	la	patria,	con	más	de	veinticinco	años
de	pena	privativa	de	la	libertad	y,	a	su	vez	el	infractor,	tenga	otro
proceso	penal	en	giro	de	igual	o	de	distinta	naturaleza	que
merezca	una	pena	inferior	a	la	aplicada,	cualquiera	que	sea	el
estado	en	que	se	encuentre,	el	órgano	jurisdiccional	o	los	sujetos
del	proceso,	solicitarán	copia	certificada	del	fallo	ejecutoriado	y
en	mérito	de	la	misma,	dicho	órgano	jurisdiccional	dictará	el
sobreseimiento	definitivo	de	la	causa	pendiente	y	ordenará
archivarla.
Para	la	ejecución	de	lo	previsto	en	el	párrafo	precedente,	es	de
exigencia	obligatoria	que	se	acredite	previamente	no	haberse
acogido	a	ningún	beneficio	penitenciario.
JURISPRUDENCIA.—Sobreseimiento	ope	legis,	dispuesto	por	Ley	26697,
no	impide	reabrir	el	proceso	penal.	“(...)	el	‘sobreseimiento	definitivo’	que
regula	la	Ley	N°	26697,	prefigura	una	decisión	jurisdiccional	motivada	por	un
elemento	puramente	coyuntural,	esto	es,	que	el	agente	se	encuentre
cumpliendo	una	condena	impuesta	por	el	fuero	privativo	militar	por	delito	de
terrorismo	o	de	traición	a	la	patria,	y	por	la	existencia	de	un	proceso	penal	en
giro	de	igual	o	de	distinta	naturaleza	que	merezca	una	pena	inferior	a	la
aplicada.	Asimismo,	el	proceso	penal	sobreseído	con	efecto	de	cosa	juzgada
formal,	no	podrá	ser	de	nuevo	reabierto	por	ningún	motivo,	por	cuanto	ello
implicaría,	sea	cual	fuere	la	decisión	que	recayese	al	final,	una	quiebra	de	la
prohibición	constitucional	de	non	bis	in	ídem.	Contrariamente,	en	el
sobreseimiento	ope	legis,	dado	su	carácter	meramente	contingente,	nada
impide	que,	removidas	o	modificadas	de	algún	modo	las	causas	que
justificaron	su	adopción,	el	proceso	penal	puede	ser	reabierto	y,	en	su	caso,
desarrollado	hasta	su	normal	conclusión	mediante	sentencia	(…)”.	(TC,	Exp.	N
°	2643-2003-HC/TC,	jun.	23/2004.	Pres.	Alva	Orlandini)
Ley	26697.
ART.	2°.—Lo	dispuesto	en	la	presente	ley,	no	será	de	aplicación
para	los	casos	que	se	encuentran	pendientes	de	resolver	a	nivel	de
la	Corte	Suprema	de	la	República.
D.	LEG.	N°	922
Regula	la	nulidad	de	los	procesos	por	el	delito	de
traición	a	la	patria	y	además	establece	normas
sobre	el	proceso	penal	aplicable
D.	Leg.	922.
ART.	1°.—Objeto	de	la	norma.	El	presente	decreto	legislativo
establece	las	normas	aplicables	a	la	nulidad	de	los	procesos	por
traición	a	la	patria	derivados	de	la	sentencia	del	Tribunal
Constitucional	Expediente	N°	010-2002-AI/TC,	además,	reglas	de
competencia	y	reglas	procesales	específicas	aplicables	a	los
nuevos	procesos,	así	como	la	revisión	de	las	penas	y	adecuación
del	tipo	penal	en	el	caso	del	artículo	316	segundo	párrafo	del
Código	Penal	y	el	artículo	2°	del	Decreto	Ley	N°	25475.
D.	Leg.	922.
ART.	2°.—Remisión	de	expedientes	por	delitos	de	traición	a
la	patria	de	la	jurisdicción	militar	a	la	ordinaria.	El	Consejo
Supremo	de	Justicia	Militar,	en	el	plazo	de	diez	días	desde	la
entrada	en	vigencia	del	presente	decreto	legislativo,	bajo
responsabilidad	y	con	todas	las	medidas	de	seguridad
correspondientes,	concluirá	la	remisión	a	la	Sala	Nacional	de
Terrorismo,	en	el	estado	en	que	se	encuentren,	de	los	expedientes
por	delito	de	traición	a	la	patria	previstos	en	los	decretos	leyes	N°
25659	y	25880.
D.	Leg.	922.
ART.	3°.—Nulidad	de	las	sentencias	y	del	proceso	penal
militar.	La	Sala	Nacional	de	Terrorismo,	progresivamente,	en	una
plazo	no	mayor	de	sesenta	días	hábiles	desde	la	vigencia	del
presente	decreto	legislativo,	por	el	sólo	mérito	de	la	sentencia	del
Tribunal	Constitucional	Expediente	N°	010-2002-AI/TC,	declarará
la	nulidad	de	la	sentencia	y	del	proceso	seguido	ante	la
jurisdicción	militar	por	delito	de	traición	a	la	patria,	respecto	de
los	condenados	y	por	los	hechos	objeto	de	condena.	La	nulidad	se
extenderá	a	los	casos	de	acusados	ausentes	y	contumaces	por	los
hechos	materia	de	acusación	fiscal.
Los	autos	de	nulidad	conforme	a	la	parte	resolutiva	de	la
sentencia	citada	en	el	párrafo	precedente,	no	tendrán	como	efecto
la	libertad	de	los	imputados,	ni	la	suspensión	de	las	requisitorias
existentes	y	la	excarcelación	sólo	se	producirá	en	los	supuestos
previstos	en	los	artículos	5°	y	6°	del	presente	decreto	legislativo	o
cuando	el	juez	penal	no	dicte	mandato	de	detención.
D.	Leg.	922.
ART.	4°.—Plazo	límite	de	la	detención.	El	plazo	límite	de
detención	a	los	efectos	del	artículo	137	del	Código	Procesal	Penal
se	inicia	a	partir	del	auto	de	apertura	de	instrucción	del	nuevo
proceso.
JURISPRUDENCIA.—Ficción	legal	de	computar	plazo	de	detención
preventiva	a	partir	de	nuevo	auto	de	instrucción	resulta	constitucional.
“(…)	La	decisión	del	legislador	de	crear	una	ficción	legal,	al	disponer	que	el
cómputo	del	plazo	de	detención	preventiva	se	inicie	‘a	partir	del	auto	de
apertura	de	instrucción	del	nuevo	proceso’	en	los	delitos	de	terrorismo,	a
simple	vista,	pareciera	arbitraria,	sin	embargo,	se	justifica	–afirma	el	Tribunal
Constitucional–	ante	la	evidente	complejidad	del	caso	(pluralidad	de	eventos
delictivos,	pluralidad	de	sujetos	procesales,	entre	otros)	y	fundamentalmente
en	la	necesidad	de	tutelar	la	seguridad.	Cabe	enfatizar	que,	para	que
constituya	una	justificación	legítima,	dicha	amenaza	debe	seguir	siendo
efectiva	mientras	dure	la	medida	de	restricción	de	la	libertad	del	procesado,
como	se	advierte	en	el	caso	de	autos,	ante	el	evidente	repudio	demostrado	por
la	colectividad	en	general	al	conocer,	por	los	medios	de	comunicación,	el
rebrote	–en	el	interior	del	país–	de	las	acciones	de	la	organización	terrorista
que	integran	los	beneficiarios.”	(TC,	Exp.	N°	3308-2005-PHC/TC,	ene.	25/2007.
Pres.	Alva	Orlandini)
D.	Leg.	922.
ART.	5°.—Pronunciamiento	del	fiscal	acerca	del	ejercicio	de
la	acción	penal.	Declarada	la	nulidad,	se	remitirá	el	expediente	al
fiscal	provincial	penal	especializado	en	el	plazo	de	veinticuatro
horas.	El	fiscal,	dentro	del	plazo	de	tres	días,	se	pronunciará
formalizando	o	no	denuncia	ante	el	juez	penal	especializado.	Si	no
formaliza	denuncia,	la	resolución	inmediatamente	se	elevará	en
consulta	al	fiscal	superior,	quien	se	pronunciará	sin	trámite
alguno	en	el	plazo	se	cuarentiocho	horas	y,	si	es	aprobada,	se
procederá	a	la	excarcelación	inmediata.
D.	Leg.	922.
ART.	6°.—Resolución	denegatoria	del	proceso	penal.
Consulta.	El	juez	penal,	dentro	del	plazo	de	tres	días	de
formalizada	la	denuncia	dictará	la	resolución	que	corresponda	de
conformidad	con	el	artículo	77	del	Código	de	Procedimientos
Penales.
La	resolución	que	deniega	la	apertura	de	instrucción	se	elevará
en	consulta	inmediatamente.	La	sala	sin	trámite	alguno	resolverá
la	consulta	en	el	plazo	de	cuarentiocho	horas.	La	excarcelación	se
producirá	si	se	aprueba	el	auto	consultado.
D.	Leg.	922.
ART.	7°.—Auto	de	apertura	de	instrucción.	Requisitos	y
recursos.	En	el	auto	de	apertura	de	instrucción,	el	juez	penal
precisará	la	adecuación	típica	de	los	hechos	punibles	conforme	a
las	normas	vigentes	del	Decreto	Ley	N°	25475.	Asimismo	dictará
la	medida	cautelar	personal	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	Código
Procesal	Penal	y	decidirá	acerca	de	las	demás	medidas	coercitivas
que	correspondan.	Contra	ellas,	así	como	contra	la	tipificación
efectuada	en	el	auto	de	apertura	de	instrucción,	procede	recurso
de	apelación	por	el	Ministerio	Público,	el	inculpado	y	el
procurador	público.
D.	Leg.	922.
ART.	8°.—Reglas	de	prueba	específicas	en	los	nuevos
procesos	penales.	En	los	nuevos	procesos	penales	instaurados
conforme	al	presente	decreto	legislativo	será	de	aplicación	el
fundamento	jurídico	N°	160	de	la	sentencia	del	Tribunal
Constitucional.
Los	elementos	probatorios,	sin	perjuicio	del	derecho	de
contradicción	que	asiste	a	las	partes,	serán	valorados	con	arreglo
al	criterio	de	conciencia	conforme	al	artículo	283	del	Código	de
Procedimientos	Penales,	entre	otros:
1.	Los	dictámenes	o	informes	técnicos	o	periciales,	los
documentos	y	los	informes	solicitados	a	entidades	públicas	o
privadas.
2.	La	actas	de	las	declaraciones	de	los	arrepentidos	llevadas	a
cabo	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	Decreto	Ley	N°	25499
y	su	reglamento.
3.	Los	actos	de	constatación	documentados	insertos	en	el
atestado	policial,	tales	como	las	actas	de	incautación,	de	registro,
de	hallazgo,	de	inspección	técnico	policial,	entre	otros.
4.	Las	manifestaciones	prestadas	ante	la	policía,	de	conformidad
con	lo	dispuesto	en	los	artículos	62	y	72	del	Código	de
Procedimientos	Penales.
D.	Leg.	922.
ART.	9°.—Revisión	de	penas	y	adecuación	del	tipo	penal:
artículo	316,	2do.	párrafo,	del	Código	Penal.	La	Sala	Nacional
de	Terrorismo,	de	oficio	o	a	solicitud	de	parte,	podrá	revisar	las
condenas	impuestas	por	la	jurisdicción	penal	ordinaria	por	el
delito	de	apología,	si	es	que	los	hechos	declarados	probados	no	se
encuadran	en	lo	dispuesto	en	el	artículo	316	del	Código	Penal	ni
en	la	interpretación	fijada	en	el	fundamento	N°	88	de	la	Sentencia
del	Tribunal	Constitucional	Expediente	N°	010-2002-AI/TC.	De
ser	así,	la	pena	impuesta	y	sus	efectos,	se	extinguen	de	pleno
derecho.
En	cambio,	si	el	hecho	declarado	probado	se	encuentra	en	el
artículo	316	del	Código	Penal,	la	pena	se	adecuará	a	las
previsiones	de	ese	artículo,	a	cuyo	efecto	se	tendrá	en
consideración	lo	previsto	en	el	Capítulo	II	del	Título	III	del	Libro	I
del	Código	Penal.
La	sala	decidirá,	previa	vista	fiscal,	dentro	del	plazo	de	diez	días.
Contra	la	resolución	que	se	emite	procede	recurso	de	nulidad.
D.	Leg.	922.
ART.	10.—Revisión	de	sentencias:	adecuación	del	tipo	penal:
artículo	2°	del	Decreto	Ley	N°	25475.	La	Sala	Nacional	de
Terrorismo,	de	oficio	o	a	solicitud	de	parte,	podrá	revisar	las
sentencias	condenatorias	que	aplicaron	el	artículo	2°	del	Decreto
Ley	N°	25475,	siempre	que	se	haya	adoptado	una	interpretación
de	la	citada	norma	contraria	a	la	establecida	en	los	fundamentos	N
°s.	55	a	78	de	la	Sentencia	del	Tribunal	Constitucional	Expediente
N°	010-2002-AI/TC.
Si	el	hecho	declarado	probado	en	la	sentencia	materia	de	revisión
no	se	encuadra	en	lo	dispuesto	por	la	citada	sentencia	del
Tribunal	Constitucional,	pero	es	subsumible	en	otro	tipo	penal,
distinto	del	de	terrorismo,	y	la	acción	penal	no	ha	prescrito,	se
declarará	la	nulidad	de	dicha	sentencia	y	de	todo	el	proceso,
poniéndose	al	imputado	a	disposición	del	fiscal	competente	para
que	proceda	de	acuerdo	a	sus	atribuciones.
Rige,	en	lo	pertinente,	lo	dispuesto	en	el	párrafo	final	del	artículo
9°	del	presente	decreto	legislativo.
D.	Leg.	922.
ART.	11.—Trámite	del	proceso	penal	por	delito	de
terrorismo	y	competencia	del	juez.
1.	El	proceso	penal	por	delito	de	terrorismo	se	seguirá	con
arreglo	a	los	trámites	del	procedimiento	ordinario	previsto	en	el
Código	de	Procedimientos	Penales.
2.	El	juez	competente	para	conocer	del	delito	de	terrorismo
previsto	en	el	Decreto	Ley	N°	25475,	también	lo	es	para:
a)	El	delito	de	apología,	previsto	en	el	artículo	316,	2do.	párrafo,
del	Código	Penal,	referido	a	delitos	de	terrorismo;
b)	El	delito	de	lavado	de	activos,	previsto	en	la	Ley	N°	27765,	si	el
agente	conoce	o	puede	presumir	que	el	dinero,	bienes,	efectos	o
ganancias	procede	de	la	comisión	de	un	delito	de	terrorismo,	o	si
el	agente	comete	el	delito	en	calidad	de	integrante	de	una
organización	terrorista;
d)	(sic)	Los	demás	delitos	conexos.
D.	Leg.	922.
ART.	12.—Reglas	procesales	específicas.	En	la	investigación
preliminar	y	el	proceso	penal	por	delito	de	terrorismo	rigen
además	las	reglas	específicas	siguientes:
1.	Medidas	limitativas	de	derechos.	Durante	la	investigación
preliminar	por	delitos	de	terrorismo	que	realice	la	policía	bajo	la
conducción	del	Ministerio	Público,	inclusive	la	que	de	ser	el	caso
lleve	a	cabo	directamente	el	fiscal,	podrán	dictarse	las	medidas
limitativas	de	derechos	pertinentes	a	que	hacen	referencia	las
leyes	N°s.	27379	y	27697,	siguiendo	el	procedimiento	que	las
mismas	establecen.
2.	Incomunicación	en	sede	policial.	Detenida	una	persona	por
delito	de	terrorismo	el	fiscal	podrá	solicitar	al	juez	penal	que
decrete	su	incomunicación,	siempre	que	resulte	indispensable
para	el	establecimiento	de	los	hechos	investigados	y	por	un	plazo
no	mayor	de	diez	días,	en	la	medida	que	no	exceda	el	de	la
duración	de	la	detención.	El	juez	penal	deberá	pronunciarse
inmediatamente	y	sin	trámite	alguno	sobre	la	misma,	mediante
resolución	motivada.	Ésta	es	apelable	en	el	término	de	tres	días,
sustanciándose	por	cuerda	separada	y	la	sala	la	resolverá
inmediatamente	sin	trámite	alguno.
La	incomunicación	no	impide	las	conferencias	en	privado	entre	el
abogado	designado	como	defensor	y	el	detenido.
3.	Investigaciones	policiales	complementarias.	Iniciado	el
proceso	penal,	el	juez	penal	podrá	ordenar	a	la	dirección	contra	el
terrorismo	de	la	Policía	Nacional,	bajo	la	conducción	del
Ministerio	Público,	la	realización	de	investigaciones
complementarias	sobre	puntos	específicos	materia	de	la
instrucción	o	para	el	hallazgo	y,	en	su	caso,	aseguramiento	de
documentos	o	de	pruebas	practicadas	por	la	propia	policía	u	otro
órgano	del	Estado,	fijando	el	plazo	correspondiente,	a	cuya
culminación	deberá	elevar	un	informe	documentado	conteniendo
todas	las	diligencias	que	hubiera	realizado.	Las	partes	podrán
intervenir	en	las	diligencias	practicadas	por	la	policía	y	tendrán
acceso	a	las	actuaciones	complementarias	realizadas.
4.	Plazo	adicional	de	la	instructiva.	Excepcionalmente,	cuando
el	procesado	se	encuentre	recluido	en	un	establecimiento	penal
fuera	del	distrito	judicial	de	Lima,	la	instructiva	podrá	ser	iniciada
después	de	las	veinticuatro	horas	y	hasta	el	décimo	día	más	el
término	de	la	distancia.
5.	Acumulación	de	procesos.	Los	procesos	por	delitos	conexos,
entre	los	que	se	encuentren	los	delitos	de	terrorismo	se
acumularán	ante	el	juez	penal	que	conoce	de	estos	delitos.	La
acumulación	podrá	disponerse	de	oficio	o	a	pedido	de	parte.
Corresponde	tramitar	dicha	solicitud	y	decidir	al	juez	penal	que
conoce	del	delito	de	terrorismo.
En	estos	procesos	la	acumulación	se	dispondrá	cuando	resulte
necesaria	para	garantizar	el	conocimiento	integral	de	los	delitos
objeto	de	instrucción,	salvo	que	la	acumulación	ocasione	grave	y
fundado	retardo	en	la	administración	de	justicia.
Contra	el	auto	que	emite	el	juez	penal	procede	recurso	de
apelación.
6.	Medidas	de	protección.	En	los	procesos,	inclusive	en	las
investigaciones	preliminares,	por	los	delitos	de	terrorismo,
podrán	dictarse	las	medidas	de	protección	previstas	en	el	Capítulo
IV	de	la	Ley	N°	27378.
Las	medidas	de	protección	para	testigos,	peritos	o	víctimas
podrán	incluir	si	así	lo	decide	la	sala	y	siempre	que	sea	posible,	el
uso	del	medio	técnico	de	video	conferencia	para	que	éstos
declaren	en	el	juicio	oral.
El	Poder	Ejecutivo,	mediante	decreto	supremo,	podrá
reglamentar	la	aplicación	de	estas	medidas	y	dictar	las
disposiciones	necesarias,	inclusive	de	organización,	para	cumplir
con	su	finalidad.
7.	Facultad	disciplinaria	del	juez	penal.	El	juez	penal	en	el
desarrollo	de	la	instrucción	por	delito	de	terrorismo	tiene	las
siguientes	facultades	disciplinarias:
a.	Si	el	imputado	altera	el	orden	en	un	acto	procesal	en	caso	de
ser	de	índole	personal	o	de	resultar	indispensable	su	presencia,	se
le	apercibirá	con	la	suspensión	de	la	diligencia	y	de	continuarla
con	la	sola	intervención	de	su	abogado	defensor	para	que	lo
represente.	Cuando	el	acto	procesal	no	sea	de	índole	personal,
será	percibido	con	la	exclusión	de	participar	en	la	diligencia	y	de
continuar	ésta	con	su	abogado	defensor.	Si	el	defensor	abandona
la	diligencia	será	sustituido	por	uno	nombrado	de	oficio.
b.	Si	el	abogado	defensor	no	concurre	a	la	diligencia	para	la	que
es	citado	y	ésta	es	de	carácter	inaplazable,	será	reemplazado	por
otro	que,	en	ese	acto,	designe	el	imputado	o	por	uno	de	oficio,
llevándose	adelante	la	diligencia.	Si	el	defensor	no	asiste
injustificadamente	a	tres	diligencias,	será	excluido	de	la	defensa	y
el	imputado	será	requerido	para	que	en	cuarenta	y	ocho	horas
designe	al	reemplazante,	bajo	apercibimiento	de	designarle	uno
de	oficio.	Dicho	abogado	permanecerá	en	la	defensa	hasta	que	el
imputado	designe	uno	de	su	confianza.
8.	Restricciones	a	la	publicidad	de	la	audiencia.
a.	El	juicio	oral	por	delito	de	terrorismo	será	público,	bajo
sanción	de	nulidad.	El	público	y	los	medios	de	comunicación	social
tendrán	acceso	a	la	sala	de	audiencias,	no	estando	permitido	el
ingreso	ni	la	utilización	de	cámaras	de	video,	grabadoras	de
sonido,	cámaras	fotográficas	u	otros	medios	técnicos	similares.
b.	Sin	perjuicio	de	lo	anterior,	la	sala	podrá	disponer,	de	oficio	o	a
petición	de	parte	debidamente	fundamentada,	por	resolución
motivada,	determinadas	medidas	restrictivas	de	la	publicidad	del
juicio,	cuando	considere	que	ellas	resulten	estrictamente
necesarias,	en	los	siguientes	casos:
b.1)	Por	razones	de	moralidad	o	en	la	medida	que	se	afecte
gravemente	el	orden	público	o	la	seguridad	nacional;
b.2)	Cuando	estén	de	por	medio	intereses	de	menores,	el	honor,
la	seguridad	o	la	vida	íntima	de	las	personas;
b.3)	Cuando	pueda	afectar	los	intereses	de	la	justicia,	el	derecho
de	las	partes,	otro	jurídicamente	relevante,	o	cuando	sucedan
manifestaciones	por	parte	del	público	que	turben	el	regular
desarrollo	de	la	audiencia.
c.	Las	medidas	que	la	sala	pueda	disponer,	individual	o
concurrentemente,	con	sujeción	al	principio	de	proporcionalidad,
son:
c.1)	Impedir	el	acceso	u	ordenar	la	salida	de	personas
determinadas	de	la	sala	de	audiencias:
c.2)	Impedir	el	acceso	del	público	en	general	u	ordenar	su	salida
para	la	práctica	de	pruebas	específicas;
c.3)	Prohibir	a	las	partes	y	a	sus	abogados	que	entreguen
información	o	formulen	declaraciones	a	los	medios	de
comunicación	social	durante	el	desarrollo	de	la	audiencia.
d.	Desaparecido	el	motivo	que	determinó	las	restricciones	a	la
publicidad	de	la	audiencia,	éstas	se	levantarán	inmediatamente.
9.	Facultad	disciplinaria	de	la	sala	penal.
a.	Corresponde	a	la	sala	mantener	el	orden	y	el	respeto	durante	la
audiencia.	Podrá	disponer	la	expulsión	de	aquél	que	perturbe	el
desarrollo	de	la	audiencia	y	mandar	detener	hasta	por
veinticuatro	horas	a	quien	amenace	o	agreda	a	las	partes,	a	los
demás	intervinientes	en	el	juicio	o	a	la	propia	sala	o	impida	la
continuidad	del	juzgamiento,	sin	perjuicio	de	las	acciones	a	que
hubiere	lugar.	Si	el	defensor	es	el	expulsado,	será	reemplazado
por	el	que	se	designe	en	ese	acto	o	en	su	caso	por	el	de	oficio.
Si	es	el	acusado,	se	puede	proceder	en	su	ausencia	sólo	si	no	se
considera	indispensable	su	presencia,	y	en	tanto	no	sea	de	temer
que	su	presencia	perjudique	gravemente	el	transcurso	de	la
audiencia.	En	todo	caso,	al	acusado	se	le	debe	dar	la	oportunidad
de	manifestarse	sobre	la	acusación	y	las	actuaciones	del	juicio
oral.
Tan	pronto	como	se	autorice	la	presencia	del	acusado	la	sala,	lo
instruirá	sobre	el	contenido	esencial	de	aquello	sobre	lo	que	se
haya	actuado	en	su	ausencia	y	le	dará	la	oportunidad	de
pronunciarse	sobre	esas	actuaciones.
b.	La	inasistencia	del	defensor	del	acusado	a	dos	sesiones
consecutivas	no	frustrará	el	juicio	oral.	Para	esta	segunda	sesión
intervendrá	indefectiblemente	un	abogado	defensor	de	oficio,	que
continuará	hasta	que	el	acusado	nombre	otro	defensor	o	ratifique
al	anterior.	La	inasistencia	no	consecutiva	en	tres	ocasiones	del
defensor	determinará	su	relevo	obligatorio	por	el	defensor	de
oficio	o	por	otro	que	nombre	el	acusado	en	el	término	de	cuarenta
y	ocho	horas,	sin	perjuicio	de	la	sanción	a	que	hubiere	lugar.
c.	Cuando,	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	279	del
Código	de	Procedimientos	Penales,	se	conceda	al	acusado	el
derecho	de	exponer	lo	que	estime	conveniente	a	su	defensa,
limitará	su	exposición	al	tiempo	que	se	le	ha	fijado.	Si	no	cumple
con	la	limitación	precedente	se	le	podrá	llamar	la	atención	y
requerirlo.	En	caso	de	incumplimiento	podrá	darse	por	terminada
su	exposición	y,	en	caso	grave,	disponerse	se	le	desaloje	de	la	sala
de	audiencia.	En	este	último	supuesto,	la	sentencia	podrá	leerse
no	estando	presente	el	acusado	pero	estando	su	defensor	o	el
nombrado	de	oficio,	sin	perjuicio	de	notificársele	con	arreglo	a	lo
dispuesto	en	los	artículos	157	y	siguientes	del	Código	Procesal
Civil.
10.	Examen	especial	de	testigos.
La	sala	de	oficio	o	a	solicitud	de	parte,	puede	ordenar	que	el
acusado	no	esté	presente	en	la	audiencia	durante	un
interrogatorio,	si	es	de	temer	que	otro	de	los	acusados	o	un
testigo	no	dirá	la	verdad	en	su	presencia.	De	igual	manera	se
procederá	si,	en	el	interrogatorio	de	un	menor	de	edad	como
testigo,	es	de	temer	un	perjuicio	relevante	para	él,	o	si,	el
interrogatorio	de	otra	persona	como	testigo,	en	presencia	del
acusado,	existe	el	peligro	de	un	perjuicio	grave	para	su	salud.	Tan
pronto	como	el	acusado	esté	presente	de	nuevo,	la	sala	debe
instruirle	sobre	el	contenido	esencial	de	aquello	que	se	ha	dicho	o
discutido	en	su	ausencia.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS
D.	Leg.	922.
Primera	Disposición	Complementaria.—Exclusión	de	la
nulidad.	La	nulidad	de	oficio	de	las	sentencias	y	del	proceso
seguido	en	la	jurisdicción	militar	no	comprenderá	a	las	siguientes
personas:
a)	a	los	que	se	acogieron	a	la	legislación	de	arrepentimiento	y
obtuvieron	la	exención	o	la	remisión	de	la	pena;
b)	a	los	que	fueron	indultados	u	obtuvieron	el	derecho	de	gracia
al	amparo	de	las	leyes	N°s.	26655,	26749,	26940,	26840	y	26994,
y	sus	ampliatorias	y	modificatorias;
c)	a	los	que	obtuvieron	la	gracia	de	conmutación	de	la	pena,	al
amparo	de	lo	dispuesto	en	las	leyes	N°s.	26940	y	27234	y	hayan
cumplido	la	pena;	y,
d)	a	los	sentenciados	que	han	cumplido	la	pena	impuesta.
D.	Leg.	922.
Segunda	Disposición	Complementaria.—Del	recurso	de
nulidad.	Podrán	interponer	el	recurso	de	nulidad	dentro	del
plazo	de	sesenta	días	de	la	vigencia	del	presente	decreto
legislativo,	quienes	obtuvieron	el	derecho	de	gracia	o	de
conmutación	de	penas,	así	como	los	beneficiarios	con	reducción
de	pena	establecida	en	el	Decreto	Ley	N°	25499	y/o	la	Ley	N°
26220.
La	Sala	Nacional	de	Terrorismo,	previa	vista	fiscal,	dictará	la
anulación	correspondiente.
D.	Leg.	922.
Tercera	Disposición	Complementaria.—De	la	competencia	para
iniciar	el	proceso	penal.	Para	los	efectos	de	los	artículos	5°	y	6°
de	este	decreto	legislativo,	serán	competentes	las	fiscalías	y
juzgados	penales	especializados	de	Lima	para	conocer	el	delito	de
terrorismo.	Dictado	el	auto	de	apertura	de	instrucción,	el	juez
penal	podrá	de	oficio	transferir	competencia	cuando	las
circunstancias	de	la	instrucción	lo	amerite.
D.	Leg.	922.
Cuarta	Disposición	Complementaria.—Bienes	incautados.
Todos	aquellos	bienes	sean	muebles,	inmuebles	o	dinero
incautados	durante	la	investigación	policial	y/o	judicial	en	los
procesos	a	los	que	se	refiere	el	presente	decreto	legislativo,	que
en	mérito	de	sentencia	condenatoria	han	pasado	a	ser	propiedad
del	Estado	y	por	tanto	se	encuentran	bajo	la	administración
definitiva	de	la	Superintendencia	de	Bienes	Nacionales,	al
declararse	la	nulidad	de	aquellos	procesos	judiciales,	la
transferencia	a	favor	del	Estado	es	nula	de	pleno	derecho.	Para	los
efectos	de	la	Sétima	Disposición	Final	y	Transitoria	del	Decreto
Ley	N°	25475,	la	administración	y	custodia	provisionales	de	los
mismos	estará	a	cargo	de	la	Superintendencia	de	Bienes
Nacionales	hasta	que	se	dicte	sentencia	definitiva.
D.	Leg.	922.
Quinta	Disposición	Complementaria.—Límite	para	la
imposición	de	penas.	La	sentencia	que	se	dicte	como
consecuencia	de	haberse	anulado	el	proceso	en	sede	militar,	en
caso	de	ser	condenatoria,	no	podrá	imponer	al	imputado	una
sanción	mayor	que	la	impuesta	en	el	proceso	anulado.
Régimen	penal	de	criminalidad
organizada	y	contra	la	corrupción
1.	Criminalidad	organizada
LEY	N°	30077
Ley	contra	el	crimen	organizado
TÍTULO	I
Objeto,	definición	y	ámbito	de	aplicación
Ley	30077.
ART.	1°.—Objeto	de	la	ley.	La	presente	ley	tiene	por	objeto	fijar
las	 reglas	 y	 procedimientos	 relativos	 a	 la	 investigación,
juzgamiento	 y	 sanción	 de	 los	 delitos	 cometidos	 por
organizaciones	criminales.
NOTA:	La	Única	Disposición	Complementaria	Derogatoria	de	la	Ley	N°	30077,	que	entró	en	vigencia
el	 01	 de	 julio	 del	 2014,	 derogó	 expresamente	 la	 Ley	 N°	 27378,	 ley	 que	 establecía	 beneficios	 por
colaboración	eficaz	en	el	ámbito	de	la	criminalidad	organizada.
Ley	30077.
ART.	2°.—Definición	y	criterios	para	determinar	la	existencia
de	una	organización	criminal.
1.	 Para	 efectos	 de	 la	 presente	 ley,	 se	 considera	 organización
criminal	 a	 cualquier	 agrupación	 de	 tres	 o	 más	 personas	 que	 se
reparten	diversas	tareas	o	funciones,	cualquiera	sea	su	estructura
y	 ámbito	 de	 acción,	 que,	 con	 carácter	 estable	 o	 por	 tiempo
indefinido,	 se	crea,	existe	o	 funciona,	 inequívoca	y	directamente,
de	manera	concertada	y	 coordinada,	 con	 la	 finalidad	de	cometer
uno	o	más	delitos	graves	señalados	en	el	artículo	3°	de	la	presente
ley.
2.	 La	 intervención	 de	 los	 integrantes	 de	 una	 organización
criminal,	personas	vinculadas	a	ella	o	que	actúan	por	encargo	de
la	 misma	 puede	 ser	 temporal,	 ocasional	 o	 aislada,	 debiendo
orientarse	 a	 la	 consecución	 de	 los	 objetivos	 de	 la	 organización
criminal.
Ley	30077.
ART.	3°.—Delitos	comprendidos.	La	presente	ley	es	aplicable	a
los	siguientes	delitos:
1.	Homicidio	calificado-asesinato,	de	conformidad	con	el	artículo
108	del	Código	Penal.
2.	Secuestro,	tipificado	en	el	artículo	152	del	Código	Penal.
3.	 Trata	 de	 personas,	 tipificado	 en	 el	 artículo	 153	 del	 Código
Penal.
4.	Violación	del	 secreto	de	 las	 comunicaciones,	 en	 la	modalidad
delictiva	tipificada	en	el	artículo	162	del	Código	Penal.
5.	 Delitos	 contra	 el	 patrimonio,	 en	 las	 modalidades	 delictivas
tipificadas	en	los	artículos	186,	189,	195,	196-A	y	197	del	Código
Penal.
6.	Pornografía	infantil,	 tipificado	en	el	artículo	183-A	del	Código
Penal.
7.	Extorsión,	tipificado	en	el	artículo	200	del	Código	Penal.
8.	 Usurpación,	 en	 las	 modalidades	 delictivas	 tipificadas	 en	 los
artículos	202	y	204	del	Código	Penal.
9.	 Modificado.	 Ley	 30096,	 Segunda	 Disposición
Complementaria	Modificatoria.	 Delitos	 informáticos	 previstos
en	la	ley	penal.
10.	Delito	contra	la	propiedad	industrial,	tipificado	en	el	artículo
222	del	Código	Penal.
11.	Delitos	monetarios,	en	 las	modalidades	delictivas	 tipificadas
en	los	artículos	252,	253	y	254	del	Código	Penal.
12.	 Tenencia,	 fabricación,	 tráfico	 ilícito	 de	 armas,	municiones	 y
explosivos	y	demás	delitos	tipificados	en	los	artículos	279,	279-A,
279-B,	279-C	y	279-D	del	Código	Penal.
13.	Delitos	contra	la	salud	pública,	en	las	modalidades	delictivas
tipificadas	en	los	artículos	294-A	y	294-B	del	Código	Penal.
14.	 Tráfico	 ilícito	 de	 drogas,	 en	 sus	 diversas	 modalidades
previstas	en	 la	Sección	 II	del	Capítulo	 III	del	Título	XII	del	Libro
Segundo	del	Código	Penal.
15.	 Delito	 de	 tráfico	 ilícito	 de	 migrantes,	 en	 las	 modalidades
delictivas	 tipificadas	 en	 los	 artículos	 303-A	 y	 303-B	 del	 Código
Penal.
16.	Delitos	ambientales,	en	las	modalidades	delictivas	tipificadas
en	los	artículos	310-A,	310-B	y	310-C	del	Código	Penal.
17.	Delito	de	marcaje	o	reglaje,	previsto	en	el	artículo	317-A	del
Código	Penal.
18.	 Genocidio,	 desaparición	 forzada	 y	 tortura,	 tipificados	 en	 los
artículos	319,	320	y	321	del	Código	Penal,	respectivamente.
19.	Delitos	contra	 la	administración	pública,	en	 las	modalidades
delictivas	tipificadas	en	los	artículos	382,	383,	384,	387,	393,	393-
A,	 394,	 395,	 396,	 397,	 397-A,	 398,	 399,	 400	 y	 401	 del	 Código
Penal.
20.	Delito	de	falsificación	de	documentos,	tipificado	en	el	primer
párrafo	del	artículo	427	del	Código	Penal.
21.	Lavado	de	activos,	en	las	modalidades	delictivas	tipificadas	en
los	 artículos	 1°,	 2°,	 3°,	 4°,	 5°	 y	 6°	 del	 Decreto	 Legislativo	 1106,
decreto	 legislativo	 de	 lucha	 eficaz	 contra	 el	 lavado	 de	 activos	 y
otros	delitos	relacionados	a	la	minería	ilegal	y	crimen	organizado.
Los	alcances	de	la	presente	ley	son	de	aplicación	a	los	delitos	en
los	 que	 se	 contemple	 como	 circunstancia	 agravante	 su	 comisión
mediante	 una	 organización	 criminal	 y	 a	 cualquier	 otro	 delito
cometido	en	concurso	con	los	previstos	en	el	presente	artículo.
Ley	30077.
ART.	 4°.—Ámbito	 de	 aplicación.	 Para	 la	 investigación,
juzgamiento	 y	 sanción	 de	 los	 integrantes	 de	 una	 organización
criminal,	personas	vinculadas	a	ella	o	que	actúan	por	encargo	de
la	misma,	que	cometan	los	delitos	señalados	en	el	artículo	3°	de	la
presente	ley,	rigen	las	normas	y	disposiciones	del	Código	Procesal
Penal	 aprobado	por	Decreto	Legislativo	957,	 sin	perjuicio	de	 las
disposiciones	especiales	contenidas	en	la	presente	ley.
TÍTULO	II
Investigación,	consecuencias	jurídicas
aplicables	y	ejecución	penal
CAPÍTULO	I
Investigación	y	proceso	penal
Ley	30077.
ART.	5°.—Diligencias	preliminares.
1.	 Conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 inciso	 2	 del	 artículo	 334	 del
Código	 Procesal	 Penal	 aprobado	 por	 Decreto	 Legislativo	 957,	 el
plazo	 de	 las	 diligencias	 preliminares	 para	 todos	 los	 delitos
vinculados	 a	 organizaciones	 criminales	 es	 de	 sesenta	 días,
pudiendo	 el	 fiscal	 fijar	 un	 plazo	 distinto	 en	 atención	 a	 las
características,	 grado	 de	 complejidad	 y	 circunstancias	 de	 los
hechos	objeto	de	investigación.
2.	Para	determinar	 la	razonabilidad	del	plazo,	el	 juez	considera,
entre	otros	 factores,	 la	complejidad	de	 la	 investigación,	su	grado
de	 avance,	 la	 realización	 de	 actos	 de	 investigación	 idóneos,	 la
conducta	 procesal	 del	 imputado,	 los	 elementos	 probatorios	 o
indiciarios	 recabados,	 la	 magnitud	 y	 grado	 de	 desarrollo	 de	 la
presunta	 organización	 criminal,	 así	 como	 la	 peligrosidad	 y
gravedad	de	los	hechos	vinculados	a	esta.
Ley	30077.
ART.	 6°.—Carácter	 complejo	 de	 la	 investigación
preparatoria.	 Todo	 proceso	 seguido	 contra	 integrantes	 de	 una
organización	criminal,	personas	vinculadas	a	ella	o	que	actúan	por
encargo	de	 la	misma,	se	considera	complejo	de	conformidad	con
el	 inciso	 3	 del	 artículo	 342	 del	 Código	 Procesal	 Penal	 aprobado
por	Decreto	Legislativo	957.
CAPÍTULO	II
Técnicas	especiales	de	investigación
Ley	30077.
ART.	7°.—Disposiciones	generales.
1.	 Se	 pueden	 adoptar	 técnicas	 especiales	 de	 investigación
siempre	que	resulten	idóneas,	necesarias	e	indispensables	para	el
esclarecimiento	 de	 los	 hechos	 materia	 de	 investigación.	 Su
aplicación	se	decide	caso	por	caso	y	se	dictan	cuando	la	naturaleza
de	 la	medida	 lo	 exija,	 siempre	que	existan	 suficientes	 elementos
de	 convicción	 acerca	 de	 la	 comisión	 de	 uno	 o	 más	 delitos
vinculados	a	una	organización	criminal.
2.	 Las	 técnicas	 especiales	 de	 investigación	 deben	 respetar,
escrupulosamente	 y	 en	 todos	 los	 casos,	 los	 principios	 de
necesidad,	razonabilidad	y	proporcionalidad.
3.	La	resolución	judicial	que	autoriza	la	ejecución	de	las	técnicas
especiales	de	investigación	previstas	en	este	capítulo,	así	como	el
requerimiento	mediante	el	que	se	solicita	su	ejecución,	según	sea
el	 caso,	 deben	 estar	 debida	 y	 suficientemente	 motivados,	 bajo
sanción	de	nulidad,	sin	perjuicio	de	los	demás	requisitos	exigidos
por	 la	 ley.	 Asimismo,	 deben	 señalar	 la	 forma	 de	 ejecución	 de	 la
diligencia,	así	como	su	alcance	y	duración.
4.	El	juez,	una	vez	recibida	la	solicitud,	debe	resolver,	sin	trámite
alguno,	en	el	término	de	veinticuatro	horas.
Ley	30077.
ART.	 8°.—Interceptación	 postal	 e	 intervención	 de	 las
comunicaciones.	Disposiciones	comunes.
1.	 En	 el	 ámbito	 de	 la	 presente	 ley,	 se	 respetan	 los	 plazos	 de
duración	 de	 las	 técnicas	 especiales	 de	 interceptación	 postal	 e
intervención	 de	 las	 comunicaciones	 previstas	 en	 el	 inciso	 2	 del
artículo	226	y	en	el	 inciso	6	del	artículo	230	del	Código	Procesal
Penal	aprobado	por	Decreto	Legislativo	957,	respectivamente.
2.	 El	 trámite	 y	 realización	 de	 estas	 medidas	 tienen	 carácter
reservado	e	inmediato.
Ley	30077.
ART.	9°.—Interceptación	postal.
1.	 Solo	 se	 intercepta,	 retiene	 e	 incauta	 la	 correspondencia
vinculada	 al	 delito	 objeto	 de	 investigación	 vinculado	 a	 la
organización	criminal,	procurando,	en	la	medida	de	lo	posible,	no
afectar	la	correspondencia	de	terceros	no	involucrados.
2.	Toda	correspondencia	retenida	o	abierta	que	no	tenga	relación
con	los	hechos	investigados	es	devuelta	a	su	destinatario,	siempre
y	 cuando	 no	 revelen	 la	 presunta	 comisión	 de	 otros	 hechos
punibles,	en	cuyo	caso	el	 fiscal	dispone	su	incautación	y	procede
conforme	 al	 inciso	 11	 del	 artículo	 2°	 de	 la	 Ley	 27697,	 ley	 que
otorga	 facultad	 al	 fiscal	 para	 la	 intervención	 y	 control	 de
comunicaciones	y	documentos	privados	en	caso	excepcional.
Ley	30077.
ART.	10.—Intervención	de	las	comunicaciones.
1.	En	el	ámbito	de	la	presente	ley,	 la	grabación	mediante	la	cual
se	 registre	 la	 intervención	 de	 las	 comunicaciones	 es	 custodiada
debidamente	por	el	fiscal,	quien	debe	disponer	la	transcripción	de
las	partes	pertinentes	y	útiles	para	la	investigación.
2.	Las	comunicaciones	que	son	irrelevantes	para	la	investigación
son	 entregadas	 a	 las	 personas	 afectadas	 con	 la	 medida,
ordenándose,	 bajo	 responsabilidad,	 la	 destrucción	 de	 cualquier
transcripción	o	copia	de	las	mismas,	salvo	que	dichas	grabaciones
pongan	de	manifiesto	la	presunta	comisión	de	otro	hecho	punible,
en	 cuyo	 caso	 se	 procede	 de	 conformidad	 con	 el	 inciso	 11	 del
artículo	2°	de	la	Ley	27697.
Ley	30077.
ART.	 11.—Audiencia	 judicial	 de	 reexamen.	 Ejecutadas	 las
técnicas	especiales	de	investigación	previstas	en	los	artículos	9°	y
10,	el	afectado	puede	instar	la	realización	de	la	audiencia	judicial
de	reexamen	prevista	en	el	artículo	228	y	en	los	incisos	3	y	4	del
artículo	 231	 del	 Código	 Procesal	 Penal	 aprobado	 por	 Decreto
Legislativo	957.
Ley	30077.
ART.	12.—Circulación	y	entrega	vigilada	de	bienes	delictivos.
1.	 El	 fiscal	 se	 encuentra	 facultado	 a	 disponer	 la	 circulación	 o
entrega	 vigilada	 de	 cualquier	 bien	 relacionado	 a	 la	 presunta
comisión	 de	 uno	 o	 más	 delitos	 vinculados	 a	 una	 organización
criminal,	 conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 340	 del	 Código
Procesal	Penal	aprobado	por	el	Decreto	Legislativo	957.
2.	Las	personas	naturales	que	colaboren,	con	autorización	o	por
encargo	 de	 la	 autoridad	 competente,	 en	 la	 ejecución	 de	 esta
diligencia	 se	 encuentran	 exentas	 de	 responsabilidad	 penal,
siempre	que	su	actuación	se	haya	ceñido	estrictamente	al	ámbito,
finalidad,	 límites	 y	 características	 del	 acto	 de	 investigación
dispuesto	por	el	fiscal	para	el	caso	concreto.
Del	mismo	modo,	no	puede	imponerse	consecuencia	accesoria	ni
medida	 preventiva	 alguna	 a	 las	 personas	 jurídicas	 que	 obrasen
dentro	de	estos	márgenes	permitidos.
Ley	30077.
ART.	13.—Agente	encubierto.	Los	agentes	encubiertos,	una	vez
emitida	la	disposición	fiscal	que	autoriza	su	participación,	quedan
facultados	para	participar	en	el	 tráfico	 jurídico	y	social,	adquirir,
poseer	 o	 transportar	 bienes	 de	 carácter	 delictivo,	 permitir	 su
incautación	e	intervenir	en	toda	actividad	útil	y	necesaria	para	la
investigación	 del	 delito	 que	 motivó	 la	 diligencia,	 conforme	 a	 lo
dispuesto	en	el	artículo	341	del	Código	Procesal	Penal	aprobado
por	Decreto	Legislativo	957.
Ley	30077.
ART.	 14.—Acciones	 de	 seguimiento	 y	 vigilancia.	 El	 fiscal,	 de
oficio	o	a	instancia	de	la	autoridad	policial,	y	sin	conocimiento	del
investigado,	puede	disponer	que	este	o	terceras	personas	con	las
que	 guarda	 conexión	 sean	 sometidos	 a	 seguimiento	 y	 vigilancia
por	parte	de	 la	Policía	Nacional	del	Perú,	de	conformidad	con	 lo
dispuesto	en	el	artículo	207	del	Código	Procesal	Penal	aprobado
por	Decreto	Legislativo	957.
Ley	30077.
ART.	15.—Deber	de	colaboración	y	de	confidencialidad	de	las
instituciones	y	entidades	públicas	y	privadas.
1.	Todas	las	instituciones	y	organismos	del	Estado,	funcionarios	y
servidores	 públicos,	 así	 como	 las	 personas	 naturales	 o	 jurídicas
del	 sector	 privado	 están	 obligadas	 a	 prestar	 su	 colaboración
cuando	 les	 sea	 requerida	 para	 el	 esclarecimiento	 de	 los	 delitos
regulados	por	la	presente	ley,	a	fin	de	lograr	la	eficaz	y	oportuna
realización	 de	 las	 técnicas	 de	 investigación	 previstas	 en	 este
capítulo.
2.	 La	 información	 obtenida	 como	 consecuencia	 de	 las	 técnicas
previstas	 en	 el	 presente	 capítulo	 debe	 ser	 utilizada
exclusivamente	 en	 la	 investigación	 correspondiente,	 debiéndose
guardar	 la	 más	 estricta	 confidencialidad	 respecto	 de	 terceros
durante	 y	 después	 del	 proceso	 penal,	 salvo	 en	 los	 casos	 de
presunción	de	otros	hechos	punibles	y	de	solicitudes	fundadas	de
autoridades	extranjeras	del	sistema	de	justicia	penal.
3.	 Los	 referidos	 deberes	 se	 extienden	 a	 las	 personas	 naturales
que	intervengan	en	una	investigación	en	el	marco	de	la	presente
ley.
4.	 El	 incumplimiento	 de	 estas	 obligaciones	 acarrea
responsabilidad	penal,	civil	o	administrativa,	según	corresponda.
CAPÍTULO	III
Medidas	limitativas	de	derechos
Ley	30077.
ART.	 16.—Levantamiento	 del	 secreto	 bancario,	 reserva
tributaria	y	bursátil.
1.	 El	 juez,	 a	 solicitud	 del	 fiscal,	 puede	 ordenar,	 de	 forma
reservada	 y	 de	 forma	 inmediata,	 el	 levantamiento	 del	 secreto
bancario	o	de	la	reserva	tributaria,	conforme	a	lo	establecido	por
el	Código	Procesal	Penal	aprobado	por	Decreto	Legislativo	957.	La
información	obtenida	solo	puede	ser	utilizada	en	 relación	con	 la
investigación	de	los	hechos	que	la	motivaron.
2.	El	juez,	previa	solicitud	del	fiscal,	puede	ordenar	que	se	remita
información	 sobre	 cualquier	 tipo	 de	 movimiento	 u	 operación
bursátil,	 relacionados	 a	 acciones,	 bonos,	 fondos,	 cuotas	 de
participación	 u	 otros	 valores,	 incluyendo	 la	 información
relacionada	a	un	emisor	o	sus	negocios	según	lo	establecido	en	los
artículos	40	y	45	del	Decreto	Legislativo	861,	Ley	del	Mercado	de
Valores,	 en	 la	 medida	 en	 que	 pudiera	 resultar	 útil	 para	 la
investigación.	 Asimismo,	 la	 autoridad	 fiscal	 o	 judicial	 puede
solicitar	 cualquier	 información	 sobre	 los	 compradores	 o
vendedores	 de	 los	 valores	 negociados	 en	 el	 sistema	 bursátil,	 de
conformidad	con	lo	establecido	en	el	inciso	a)	del	artículo	47	del
Decreto	Legislativo	861.
CAPÍTULO	IV
Incautación	y	decomiso
Ley	30077.
ART.	17.—Procedencia.	En	todas	las	investigaciones	y	procesos
penales	 por	 delitos	 cometidos	 a	 través	 de	 una	 organización
criminal,	según	lo	previsto	por	la	presente	ley,	la	Policía	Nacional
del	Perú	no	necesita	autorización	del	fiscal	ni	orden	judicial	para
la	 incautación	 de	 los	 objetos,	 instrumentos,	 efectos	 o	 ganancias
del	delito	o	cualquier	otro	bien	proveniente	del	delito	o	al	servicio
de	 la	organización	criminal,	 cuando	se	 trate	de	una	 intervención
en	 flagrante	 delito	 o	 peligro	 inminente	 de	 su	 perpetración,
debiendo	darse	cuenta	inmediata	de	su	ejecución	al	fiscal.
Ley	30077.
ART.	 18.—Proceso	 de	 pérdida	 de	 dominio.	 Son	 de	 aplicación
las	reglas	y	el	procedimiento	del	proceso	de	pérdida	de	dominio
para	 los	bienes	señalados	en	el	anterior	artículo,	siempre	que	se
presente	uno	o	más	de	los	supuestos	previstos	en	el	artículo	4°	del
Decreto	 Legislativo	 1104,	 que	 modifica	 la	 legislación	 sobre
pérdida	de	dominio.
Ley	30077.
ART.	 19.—Administración	 y	 custodia	 de	 los	 bienes	 de
carácter	delictivo.
1.	El	fiscal	o	la	Policía	Nacional	del	Perú	ejercen	sus	funciones	de
conformidad	con	las	normas	y	 los	reglamentos	que	garantizan	la
seguridad,	 conservación,	 seguimiento	 y	 control	 de	 la	 cadena	 de
custodia	de	 los	bienes	señalados	en	el	artículo	17	de	 la	presente
ley.
2.	 Para	 los	 efectos	 de	 recepción,	 registro,	 calificación,
conservación,	 administración	 y	 disposición	 de	 los	 bienes	 a	 que
hace	 referencia	 el	 artículo	 17	 de	 la	 presente	 ley,	 asume
competencia	la	Comisión	Nacional	de	Bienes	Incautados	(Conabi),
de	conformidad	con	lo	dispuesto	por	el	Decreto	Legislativo	1104,
siempre	que	dichos	bienes	provengan	de	los	delitos	en	agravio	del
patrimonio	del	Estado.
CAPÍTULO	V
Valoración	de	la	prueba
Ley	30077.
ART.	20.—Prueba	trasladada.
1.	En	los	casos	de	delitos	cometidos	a	través	de	una	organización
criminal,	las	pruebas	admitidas	y	actuadas	a	nivel	judicial	pueden
ser	utilizadas	o	valoradas	en	otro	proceso	penal,	 siempre	que	su
actuación	sea	de	imposible	consecución	o	de	difícil	reproducción
debido	al	riesgo	de	pérdida	de	la	fuente	de	prueba	o	de	amenaza
para	un	órgano	de	prueba.
2.	En	los	casos	en	que	no	se	presenten	tales	circunstancias,	puede
utilizarse	 los	 dictámenes	 periciales	 oficiales,	 informes	 y	 prueba
documental	 admitida	 o	 incorporada	 en	 otro	 proceso	 judicial,
dejando	a	salvo	el	derecho	a	la	oposición	de	la	prueba	trasladada,
la	cual	se	resuelve	en	la	sentencia.
3.	 La	 sentencia	 firme	 que	 tenga	 por	 acreditada	 la	 existencia,
estructura,	 peligrosidad	 u	 otras	 características	 de	 una
determinada	 organización	 criminal,	 o	 que	 demuestre	 una
modalidad	o	patrón	relacionados	a	la	actuación	en	la	comisión	de
hechos	delictivos,	así	como	los	resultados	o	consecuencias	lesivas
derivados	 de	 los	 mismos,	 constituye	 prueba	 respecto	 de	 tales
elementos	o	circunstancias	en	cualquier	otro	proceso	penal.
4.	 Para	 estos	 efectos,	 debe	 tenerse	 en	 consideración	 los
siguientes	criterios:
a)	 El	 valor	 probatorio	 de	 la	 prueba	 trasladada	 está	 sujeto	 a	 la
evaluación	 que	 el	 órgano	 judicial	 realice	 de	 todas	 las	 pruebas
actuadas	 durante	 el	 proceso	 en	 que	 ha	 sido	 incorporada,
respetando	las	reglas	de	la	sana	crítica,	la	lógica,	las	máximas	de	la
experiencia	y	los	conocimientos	científicos.
b)	 La	 prueba	 trasladada	 debe	 ser	 incorporada	 válidamente	 al
proceso,	 debiendo	 respetarse	 las	 garantías	 procesales
establecidas	en	la	Constitución	Política	del	Perú.
c)	 La	 persona	 a	 la	 que	 se	 imputa	 hechos	 o	 circunstancias
acreditados	 en	 un	 anterior	 proceso	 penal	 tiene	 expedito	 su
derecho	para	cuestionar	su	existencia	o	intervención	en	ellos.
CAPÍTULO	VI
Consecuencias	jurídicas	aplicables	y	ejecución
penal
Ley	30077.
ART.	21.—Inhabilitación.	En	el	supuesto	previsto	en	el	literal	c)
del	 inciso	 1	 del	 artículo	 22	 de	 la	 presente	 ley,	 se	 impone
inhabilitación	 conforme	 a	 los	 incisos	 1	 y	 2	 del	 artículo	 36	 del
Código	Penal.
Ley	30077.
ART.	22.—Agravantes	especiales.
1.	El	juez	aumenta	la	pena	hasta	en	una	tercera	parte	por	encima
del	máximo	legal	fijado	por	el	delito	cometido,	sin	que	en	ningún
caso	 pueda	 exceder	 los	 treinta	 y	 cinco	 años,	 en	 los	 siguientes
supuestos:
a)	 Si	 el	 agente	 es	 líder,	 jefe	 o	 cabecilla	 o	 ejerce	 funciones	 de
administración,	 dirección	 y	 supervisión	 de	 la	 organización
criminal.
b)	Si	el	agente	financia	la	organización	criminal.
c)	 Si	 el	 agente,	 en	 condición	 de	 integrante	 de	 la	 organización
criminal	o	persona	vinculada	a	ella	o	que	actúa	por	encargo	de	la
misma,	es	funcionario	o	servidor	público	y	ha	abusado	de	su	cargo
o	 se	 ha	 valido	 del	 mismo	 para	 cometer,	 facilitar	 o	 encubrir	 el
delito.
d)	 Si	 el	 agente,	 en	 condición	 de	 integrante	 de	 la	 organización
criminal	o	persona	vinculada	a	ella	o	que	actúa	por	encargo	de	la
misma,	 utiliza	 a	 menores	 de	 edad	 u	 otros	 inimputables	 para	 la
comisión	del	delito.
e)	 Si	 el	 agente,	 en	 condición	 de	 integrante	 de	 la	 organización
criminal	o	persona	vinculada	a	ella	o	que	actúa	por	encargo	de	la
misma,	atenta	contra	 la	 integridad	física	o	sicológica	de	menores
de	edad	u	otros	inimputables.
f)	 Si	 el	 agente,	 en	 condición	 de	 integrante	 de	 la	 organización
criminal	o	persona	vinculada	a	ella	o	que	actúa	por	encargo	de	la
misma,	utiliza	a	terceras	personas	valiéndose	de	su	conocimiento,
profesión	u	oficio,	o	abusando	de	 su	posición	de	dominio,	 cargo,
vínculo	familiar	u	otra	relación	que	le	otorgue	confianza,	poder	o
autoridad	sobre	ellas.
g)	 Si	 el	 agente	 hace	 uso	 de	 armas	 de	 guerra	 para	 cometer	 los
delitos	a	que	se	refiere	la	presente	ley.
h)	 Si	 el	 agente,	 en	 condición	 de	 integrante	 de	 la	 organización
criminal	o	persona	vinculada	a	ella	o	que	actúa	por	encargo	de	la
misma,	 posee	 armas	 de	 guerra,	 material	 explosivo	 o	 cualquier
otro	medio	análogo.
2.	 Estas	 circunstancias	 agravantes	 no	 son	 aplicables	 cuando	 se
encuentren	ya	previstas	como	tales	por	la	ley	penal.
Ley	30077.
ART.	23.—Consecuencias	accesorias.
1.	 Si	 cualquiera	 de	 los	 delitos	 previstos	 en	 la	 presente	 ley	 han
sido	cometidos	en	ejercicio	de	la	actividad	de	una	persona	jurídica
o	 valiéndose	 de	 su	 estructura	 organizativa	 para	 favorecerlo,
facilitarlo	 o	 encubrirlo,	 el	 juez	 debe	 imponer,	 atendiendo	 a	 la
gravedad	 y	 naturaleza	 de	 los	 hechos,	 la	 relevancia	 de	 la
intervención	 de	 la	 persona	 jurídica	 en	 el	 delito	 y	 las
características	particulares	de	la	organización	criminal,	cualquiera
de	las	siguientes	consecuencias	accesorias	de	forma	alternativa	o
conjunta:
a)	Multa	por	un	monto	no	menor	del	doble	ni	mayor	del	triple	del
valor	 de	 la	 transacción	 real	 que	 se	 procura	 obtener	 como
beneficio	económico	por	la	comisión	del	delito	respectivo.
b)	Clausura	definitiva	de	locales	o	establecimientos.
c)	Suspensión	de	actividades	por	un	plazo	no	mayor	a	cinco	años.
d)	Prohibición	de	 llevar	 a	 cabo	 actividades	de	 la	misma	 clase	 o
naturaleza	 de	 aquellas	 en	 cuya	 realización	 se	 haya	 cometido,
favorecido	o	encubierto	el	delito.
e)	 Cancelación	 de	 licencias,	 derechos	 y	 otras	 autorizaciones
administrativas	o	municipales.
f)	Disolución	de	la	persona	jurídica.
2.	 Simultáneamente	 a	 la	 medida	 impuesta,	 el	 juez	 ordena	 a	 la
autoridad	 competente	 que	 disponga,	 de	 ser	 el	 caso,	 la
intervención	 de	 la	 persona	 jurídica	 para	 salvaguardar	 los
derechos	 de	 los	 trabajadores	 y	 de	 los	 acreedores,	 hasta	 por	 un
período	de	dos	años.
3.	Para	 la	 aplicación	de	 las	medidas	previstas	 en	el	 inciso	1	del
presente	 artículo,	 el	 juez	 tiene	 en	 consideración	 los	 criterios
establecidos	en	el	artículo	105-A	del	Código	Penal.
Ley	30077.
ART.	 24.—Modificado.	 Ley	 30262,	 Art.	 2°.	 Prohibición	 de
beneficios	 penitenciarios.	 No	 pueden	 acceder	 a	 los	 beneficios
penitenciarios	 de	 redención	 de	 la	 pena	 por	 el	 trabajo	 y	 la
educación,	semilibertad	y	liberación	condicional:
1.	Las	personas	a	que	hacen	referencia	los	literales	a),	b)	y	e)	del
inciso	1	del	artículo	22	de	la	presente	ley.
2.	 Los	 demás	 integrantes	 de	 la	 organización	 criminal,	 siempre
que	el	delito	por	el	que	fueron	condenados	sea	cualquiera	de	los
previstos	 en	 los	 artículos	 108,	 152,	 153,	 153-A,	 189	 y	 200	 del
Código	Penal.
NOTA:	La	Ley	N°	30332,	publicada	el	06	de	junio	del	2015,	en	su	artículo	único,	dispusó	que	la	“las
modificaciones	efectuadas	por	 la	Ley	30262	sobre	 la	concesión	de	beneficios	penitenciarios,	son	de
aplicación	exclusiva	a	los	condenados	por	los	delitos	que	hayan	cometido	a	partir	de	su	vigencia”.
Ley	30077.
ART.	 25.—Sistema	 de	 Control	 Reforzado	 de	 Internos	 de
Criminalidad	 Organizada	 (Siscrico).	 El	 Instituto	 Nacional
Penitenciario	 (INPE)	 se	 encarga	 del	 diseño,	 implementación	 y
administración	del	 Sistema	de	Control	Reforzado	de	 Internos	de
Criminalidad	 Organizada	 (Siscrico),	 que	 contenga	 una	 base	 de
datos	y	elementos	para	almacenar	información	sobre	la	situación
penal,	 procesal	 y	 penitenciaria	 de	 todos	 los	 procesados	 y
condenados	por	la	comisión	de	uno	o	más	delitos	en	condición	de
integrantes	de	una	organización	criminal,	vinculadas	a	ella	o	por
haber	actuado	por	encargo	de	la	misma,	así	como	el	registro	de	las
visitas	que	reciben	los	internos	antes	aludidos,	con	la	finalidad	de
hacer	 un	 seguimiento	 administrativo	 a	 efecto	 de	 garantizar	 el
imperio	de	la	ley,	la	seguridad	penitenciaria,	el	orden	y	su	rápida
localización	en	los	establecimientos	penitenciarios.
TÍTULO	III
Cooperación	internacional	y	asistencia
judicial
Ley	30077.
ART.	26.—Obligación	del	Estado	de	colaborar.
1.	El	Estado	peruano,	a	través	de	las	agencias	del	sistema	penal,
presta	 cooperación	 internacional	 o	 asistencia	 judicial	 recíproca,
incluyendo	a	 la	Corte	Penal	 Internacional,	en	 las	 investigaciones,
los	 procesos,	 así	 como	 las	 actuaciones	 fiscales	 y	 judiciales
relacionados	con	los	delitos	a	que	se	refiere	la	presente	ley.
2.	 Las	 autoridades	 competentes	 pueden	 solicitar	 cooperación	 o
asistencia	 a	 otros	 Estados	 y	 organismos	 internacionales,	 de
conformidad	 con	 los	 tratados	 multilaterales	 o	 bilaterales
ratificados	por	 el	Estado	en	materia	de	 cooperación	o	 asistencia
jurídico-penal.
3.	En	caso	de	que	exista	un	tratado	de	cooperación	internacional
o	 asistencia	 judicial	 aplicable	 a	 los	 delitos	 contemplados	 en	 el
artículo	 3°	 de	 la	 presente	 ley,	 sus	 normas	 rigen	 el	 trámite	 de
cooperación	internacional,	aplicándose	en	forma	complementaria
lo	dispuesto	por	la	presente	ley.
4.	La	 solicitud	de	cooperación	o	asistencia	 judicial	 solo	procede
cuando	 la	pena	privativa	de	 libertad	para	el	delito	 investigado	o
juzgado	 no	 sea	 menor	 de	 un	 año	 y	 siempre	 que	 no	 se	 trate	 de
delito	sujeto	exclusivamente	a	la	legislación	militar.
5.	En	las	circunstancias	no	previstas	en	la	presente	ley,	se	aplican
las	 disposiciones	 establecidas	 sobre	 cooperación	 judicial
internacional	reguladas	en	el	Código	Procesal	Penal	aprobado	por
Decreto	Legislativo	957.
Ley	30077.
ART.	 27.—Cooperación	 judicial	 y	 principio	 de	 doble
incriminación.	Para	que	las	autoridades	nacionales	den	lugar	a	la
cooperación	o	asistencia	judicial,	no	es	necesario	que	el	hecho	por
el	que	se	solicita	la	asistencia	sea	considerado	como	delito	por	la
legislación	nacional,	salvo	en	las	situaciones	previstas	en	el	literal
h)	 del	 inciso	 1	 del	 artículo	 511	 del	 Código	 Procesal	 Penal
aprobado	por	el	Decreto	Legislativo	957.
Ley	30077.
ART.	28.—Actos	de	cooperación	o	asistencia	internacional.
1.	 Las	 autoridades	 judiciales,	 el	 Ministerio	 Público	 y	 la	 Policía
Nacional	 del	 Perú	 pueden	 prestar	 y	 solicitar	 asistencia	 a	 otros
estados	 en	 actuaciones	 operativas,	 actos	 de	 investigación	 y
procesos	 judiciales,	de	 conformidad	con	 la	 legislación	nacional	y
los	 tratados	 internacionales	 ratificados	 por	 el	 Perú,	 a	 través	 del
Ministerio	de	Relaciones	Exteriores.
2.	 En	 especial,	 los	 actos	 de	 cooperación	 y	 asistencia	 son	 los
siguientes:
a)	 Recibir	 entrevistas	 o	 declaraciones	 de	 personas	 a	 fin	 de
esclarecer	los	hechos	materia	de	investigación	o	juzgamiento.	Las
autoridades	 nacionales	 pueden	 permitir	 la	 presencia	 de	 las
autoridades	 extranjeras	 requirentes	 en	 las	 entrevistas	 o
declaraciones.
b)	Emitir	copia	certificada	de	documentos.
c)	Efectuar	inspecciones,	incautaciones	y	embargos	preventivos.
d)	Examinar	e	inspeccionar	objetos	y	lugares.
e)	Facilitar	 información,	elementos	de	prueba	y	evaluaciones	de
peritos.
f)	 Entregar	 originales	 o	 copias	 auténticas	 de	 documentos	 y
expedientes	 relacionados	 con	 el	 caso,	 documentación	 pública,
bancaria	y	financiera,	así	como	también	la	documentación	social	o
comercial	de	personas	jurídicas.
g)	 Identificar	 o	 localizar	 los	 objetos,	 instrumentos,	 efectos	 o
ganancias	del	delito	u	otros	elementos	con	fines	probatorios.
h)	Facilitar	la	comparecencia	voluntaria	de	personas	en	el	Estado
requirente.
i)	 Detener	 provisionalmente	 y	 entregar	 a	 las	 personas
investigadas,	acusadas	o	condenadas.
j)	Remitir	todos	los	atestados	en	casos	de	entrega	vigilada.
k)	 Cualquier	 otra	 forma	 de	 cooperación	 o	 asistencia	 judicial
autorizada	por	el	derecho	interno.
3.	 Sin	 perjuicio	 de	 los	 actos	 de	 cooperación	 y	 asistencia
señalados,	 se	 puede	 autorizar	 la	 práctica	 de	 operaciones
conjuntas	 entre	 autoridades	 peruanas	 y	 autoridades	 extranjeras
para	el	análisis	y	búsqueda	de	pruebas,	ubicación	y	captura	de	las
personas	 investigadas	 y	 cualquier	 otra	 diligencia	 necesaria	 para
los	fines	de	la	investigación	o	proceso	penal,	según	sea	el	caso.
Ley	30077.
ART.	29.—Trámite	de	cooperación	o	asistencia.
1.	 Las	 solicitudes	de	 cooperación	o	 asistencia	 son	dirigidas	 a	 la
Fiscalía	 de	 la	 Nación	 del	 Ministerio	 Público,	 en	 su	 calidad	 de
autoridad	 central	 en	 materia	 de	 cooperación	 judicial
internacional.
2.	 El	 Ministerio	 de	 Relaciones	 Exteriores	 brinda	 el	 apoyo
necesario	 a	 la	 Fiscalía	 de	 la	 Nación	 en	 sus	 relaciones	 con	 los
demás	países	y	órganos	internacionales,	así	como	interviene	en	la
tramitación	 de	 las	 solicitudes	 de	 cooperación	 que	 formulen	 las
autoridades	nacionales.
3.	 El	 Estado	 requerido	 cubre	 los	 gastos	 de	 la	 ejecución	 de
solicitudes	de	asistencia	o	cooperación	internacional,	salvo	pacto
en	contrario.
Ley	30077.
ART.	30.—Formalidades	para	 la	obtención	de	 la	prueba.	Las
pruebas	provenientes	del	extranjero,	en	cuanto	a	la	formalidad	de
su	obtención,	se	regulan	por	la	ley	del	lugar	de	donde	provienen	y,
en	 cuanto	 a	 su	 valoración,	 se	 rigen	 conforme	 a	 las	 normas
procesales	 vigentes	 en	 la	 República	 del	 Perú,	 así	 como	 por	 lo
dispuesto	 en	 los	 instrumentos	 internacionales	 aplicables	 en
territorio	peruano.
Disposiciones	Complementarias	Finales
Ley	30077.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Modificado.	 Ley
30133,	Art.	Único.	Vigencia.	La	presente	ley	entra	en	vigencia	el
1	de	julio	del	2014.
Ley	30077.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Reglamentación
del	Siscrico.	El	Poder	Ejecutivo,	a	través	del	Ministerio	de	Justicia
y	 Derechos	 Humanos,	 en	 el	 plazo	 de	 ciento	 veinte	 días,	 debe
aprobar	 un	 reglamento	 que	 describa	 el	 diseño	 informático	 y
establezca	 normas	 y	 procedimientos	 para	 la	 administración	 y
cuidado	 de	 la	 información,	 los	 grupos	 de	 internos	 de	 especial
seguimiento	y	la	gestión	de	la	base	de	datos	a	que	hace	referencia
el	artículo	25	de	la	presente	ley.
Ley	30077.
Tercera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Modificado.	 Ley
30133,	 Art.	 Único.	 Competencia	 de	 los	 juzgados	 penales
nacionales	y	de	la	Sala	Penal	Nacional.	La	Sala	Penal	Nacional	y
los	 juzgados	 penales	 nacionales	 tienen	 competencia	 objetiva,
funcional	 y	 territorial	 para	 conocer	 los	procesos	penales	por	 los
delitos	graves	cometidos	por	una	organización	criminal,	 siempre
que	 el	 delito	 o	 sus	 efectos	 tengan	 repercusión	 nacional	 o
internacional,	dando	lugar	a	un	proceso	complejo.	La	competencia
de	 los	 referidos	 órganos	 jurisdiccionales	 queda	 sujeta	 a	 la
verificación	de	la	concurrencia	de	todos	estos	requisitos.
Ley	30133.
Única	Disposición	Complementaria	Transitoria.—Adecuación.	En	los	casos
en	 que	 no	 se	 haya	 dispuesto	 la	 formalización	 de	 la	 investigación
preparatoria	 bajo	 la	 vigencia	 de	 la	 Ley	 30077,	 Ley	 contra	 el	 crimen
organizado,	se	aplica	la	legislación	vigente	con	anterioridad	a	la	citada	ley.
Disposiciones	Complementarias	Transitorias
Ley	30077.
Primera	Disposición	Complementaria	Transitoria.—Vigencia	del
Código	Procesal	Penal	aprobado	por	Decreto	Legislativo	957
para	casos	de	criminalidad	organizada.	De	conformidad	con	lo
dispuesto	 en	 el	 artículo	 4°,	 conjuntamente	 con	 la	 presente	 ley,
entra	en	vigencia	el	Código	Procesal	Penal	aprobado	por	Decreto
Legislativo	957	para	 todos	 los	delitos	previstos	 en	 el	 artículo	3°
cometidos	por	integrantes	de	una	organización	criminal,	personas
vinculadas	a	ella	o	que	actúan	por	encargo	de	la	misma.
Ley	30077.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Aplicación
a	 investigaciones	 y	 procesos	 en	 trámite.	 Para	 las
investigaciones	 y	 procesos	 en	 trámite	 a	 la	 fecha	 de	 entrada	 en
vigencia	 de	 la	 presente	 ley	 seguidos	 contra	 integrantes	 de	 una
organización	criminal,	personas	vinculadas	a	ella	o	que	actúan	por
encargo	de	la	misma,	se	respetan	las	siguientes	reglas:
1.	 En	 los	 casos	 en	 que	 se	 encuentren	 a	 cargo	 del	 Ministerio
Público,	 en	 etapa	 de	 investigación	 preliminar	 y	 pendientes	 de
calificación,	 es	 de	 aplicación	 inmediata	 la	 presente	 ley	 bajo	 la
vigencia	 del	 Código	 Procesal	 Penal	 aprobado	 por	 Decreto
Legislativo	957.
2.	 En	 los	 casos	 seguidos	 bajo	 la	 vigencia	 del	 Código	 de
Procedimientos	 Penales,	 en	 que	 el	 fiscal	 haya	 formalizado
denuncia	penal	pero	el	juez	aún	no	la	haya	calificado,	se	procede	a
la	devolución	de	los	actuados	al	Ministerio	Público	a	fin	de	que	se
adecúen	 a	 las	 reglas	 del	 Código	 Procesal	 Penal	 aprobado	 por
Decreto	Legislativo	957.
3.	 Los	 procesos	 penales	 ya	 instaurados	 con	 anterioridad	 a	 la
entrada	en	vigencia	de	la	presente	ley,	ya	sea	bajo	la	vigencia	del
Código	 de	 Procedimientos	 Penales	 o	 del	 Código	 Procesal	 Penal
aprobado	por	Decreto	Legislativo	957,	siguen	su	trámite	regular,
bajo	esas	mismas	reglas	según	corresponda,	hasta	su	conclusión.
Ley	30077.
Tercera	Disposición	Complementaria	Transitoria.—Adelanto	de
vigencia.	 Dispónese	 la	 entrada	 en	 vigencia	 a	 nivel	 nacional	 del
Título	V	de	la	Sección	II	del	Libro	Segundo	y	la	Sección	VI	del	Libro
Quinto	 del	 Código	 Procesal	 Penal	 aprobado	 por	 Decreto
Legislativo	957.
No	se	aplica	la	reducción	de	la	pena	establecida	en	el	artículo	471
del	 Código	 Procesal	 Penal	 a	 quienes	 cometan	 los	 delitos
comprendidos	 en	 el	 artículo	 3°	 de	 la	 presente	 ley	 como
integrantes	 de	 una	 organización	 criminal,	 personas	 vinculadas	 a
ella	o	que	actúan	por	encargo	de	la	misma.
Ley	30077.
Cuarta	Disposición	Complementaria	Transitoria.
—Financiamiento.	La	aplicación	de	la	presente	ley	se	financia
con	cargo	al	presupuesto	institucional	de	las	entidades
involucradas,	sin	demandar	recursos	adicionales	al	Tesoro
Público,	y	en	el	marco	de	las	leyes	anuales	de	presupuesto.
LeyN°	27934
Regula	la	intervención	de	la	policía	y	el	Ministerio
Público	en	la	investigación	preliminar	del	delito
Ley	27934.
ART.	 1°.—Modificado.	 D.	 Leg.	 989,	 Art.	 1°.	 Actuación	 de	 la
policía	 en	 la	 investigación	preliminar.	 La	 Policía	 Nacional,	 en
su	 función	de	 investigación,	al	 tomar	conocimiento	de	hechos	de
naturaleza	 delictiva	 deberá	 de	 inmediato	 llevar	 a	 cabo	 las
diligencias	 imprescindibles	 para	 impedir	 que	 desaparezcan	 sus
evidencias	y,	en	caso	de	flagrante	delito,	proceder	a	la	captura	de
los	 presuntos	 autores	 y	 partícipes,	 dando	 cuenta	 sin	 mayor
dilación	 que	 el	 término	 de	 la	 distancia,	 en	 su	 caso,	 al	 fiscal
provincial,	para	que	asuma	la	conducción	de	la	investigación.
Cuando	 el	 fiscal	 se	 encuentre	 impedido	 de	 asumir	 de	 manera
inmediata	 la	 conducción	 de	 la	 investigación	 debido	 a
circunstancias	 de	 carácter	 geográfico	 o	 de	 cualquier	 otra
naturaleza,	 la	 policía	 procederá	 con	 arreglo	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el
párrafo	 precedente,	 dejando	 constancia	 de	 dicha	 situación	 y
deberá	 realizar	 según	 resulten	 procedentes	 las	 siguientes
acciones:
1.	Recibir	las	denuncias	escritas	o	sentar	el	acta	de	las	verbales.
2.	Vigilar	y	proteger	el	 lugar	de	 los	hechos	a	 fin	de	que	no	sean
borrados	los	vestigios	y	huellas	del	delito.
3.	Practicar	el	registro	de	las	personas,	así	como	prestar	el	auxilio
que	requieran	las	víctimas	del	delito.
4.	 Recoger	 y	 conservar	 los	 objetos	 e	 instrumentos	 relacionados
con	el	delito.
5.	Practicar	las	diligencias	orientadas	a	la	identificación	física	de
los	autores	y	partícipes	del	delito.
6.	 Recibir	 las	 declaraciones	 de	 quienes	 hayan	 presenciado	 la
comisión	de	los	hechos.
7.	 Levantar	 planos,	 tomar	 fotografías,	 realizar	 grabaciones	 en
vídeo	y	demás	operaciones	técnicas	o	científicas.
8.	 Capturar	 a	 los	 presuntos	 autores	 y	 partícipes	 en	 caso	 de
flagrante	delito,	informándoles	una	vez	detenidos	y	asegurados	de
cuando	menos	los	siguientes	derechos:
a)	A	que	se	presuma	su	inocencia	en	tanto	no	haya	sido	declarada
judicialmente	su	responsabilidad.
b)	A	que	se	le	respete	su	integridad	física	y	psíquica.
c)	A	ser	examinado	por	un	médico	legista	o	quien	haga	sus	veces.
d)	A	ser	defendido	por	un	abogado.
e)	A	ser	informado	de	las	razones	de	su	detención.
f)	A	comunicarse	con	su	familia	o	su	abogado	u	otra	persona	de
su	elección.
9.	 Inmovilizar	 los	 documentos,	 libros	 contables,	 fotografías	 y
todo	 elemento	 material	 que	 pueda	 servir	 a	 la	 investigación,
cuidando	 de	 no	 afectar	 el	 secreto	 y	 la	 inviolabilidad	 de	 las
comunicaciones	y	documentos	privados	conforme	a	 lo	dispuesto
en	el	artículo	2°	inciso	10)	de	la	Constitución	Política	del	Perú.
10.	Allanar	 y/o	 ingresar	 en	 locales	 de	 uso	público	 o	 abiertos	 al
público,	en	caso	de	delito	flagrante.
11.	Efectuar,	bajo	 inventario,	 las	 incautaciones	necesarias	en	los
casos	de	delito	flagrante	o	peligro	inminente	de	su	perpetración.
12.	Reunir	 cuanta	 información	 adicional	 de	urgencia	permita	 la
criminalística	para	ponerla	a	disposición	del	fiscal.
13.	Recibir	la	manifestación	de	los	presuntos	autores	y	partícipes
de	la	comisión	de	los	hechos	investigados.
14.	 Solicitar	 y	 recibir	 de	 inmediato	 y	 sin	 costo	 alguno	 de	 las
entidades	 de	 la	 Administración	 Pública	 correspondientes,	 la
información	y/o	documentación	que	estime	necesaria	vinculada	a
los	 hechos	 materia	 de	 investigación,	 para	 lo	 cual	 suscribirá	 los
convenios	 que	 resulten	 necesarios,	 con	 las	 entidades	 que	 así	 lo
requieran.
15.	 Realizar	 las	 demás	 diligencias	 y	 procedimientos	 de
investigación	 necesarios	 para	 el	 mejor	 esclarecimiento	 de	 los
hechos	investigados.
De	 todas	 las	diligencias	 especificadas	 en	este	 artículo,	 la	policía
sentará	 actas	 detalladas	 que	 entregará	 al	 fiscal,	 respetando	 las
formalidades	previstas	para	la	investigación.
El	 fiscal	durante	 la	 investigación	puede	disponer	 lo	conveniente
en	relación	al	ejercicio	de	las	atribuciones	reconocidas	a	la	policía.
Las	 partes	 y	 sus	 abogados	 podrán	 intervenir	 en	 todas	 las
diligencias	practicadas	y	 tomar	conocimiento	de	éstas,	pudiendo
en	 cualquier	momento	 obtener	 copia	 simple	 de	 las	 actuaciones,
guardando	 reserva	 de	 las	 mismas,	 bajo	 responsabilidad
disciplinaria.	 En	 caso	 de	 inobservancia	 del	 deber	 de	 reserva,	 el
fiscal	 deberá	 comunicar	 al	 colegio	 de	 abogados	 correspondiente
para	que	proceda	con	arreglo	a	sus	atribuciones.
El	fiscal	dispondrá,	de	ser	el	caso,	el	secreto	de	las	actuaciones	en
la	investigación	por	un	plazo	prudencial	que	necesariamente
cesará	antes	de	la	culminación	de	las	mismas,	poniendo	en
conocimiento	de	tal	decisión	a	las	partes.
Ley	27934.
ART.	 2°.—Modificado.	D.	 Leg.	 989,	Art.	 1°.	La	 detención	 y	 la
convalidación	 durante	 la	 investigación	 preliminar.	 En	 los
casos	 de	 urgencia	 y	 peligro	 en	 la	 demora,	 a	 fin	 de	 evitar
perturbación	en	 la	 investigación	o	 sustracción	de	 la	persecución
penal,	antes	de	iniciarse	formalmente	la	investigación,	de	oficio	o
a	 pedido	 de	 la	 policía,	 el	 fiscal	 podrá	 solicitar	 al	 juez	 penal	 de
turno,	dicte	motivadamente	y	por	 escrito,	 teniendo	a	 la	 vista	 las
actuaciones	 remitidas	 por	 aquél,	 la	 detención	 preliminar,	 hasta
por	 veinticuatro	 (24)	 horas,	 cuando	 no	 se	 da	 el	 supuesto	 de
flagrancia.
Iniciada	 la	 investigación	 preliminar,	 exista	 o	 no	 flagrancia,	 el
fiscal	 podrá	 solicitar	 al	 juez	 penal	 la	 emisión	 de	 las	 medidas
coercitivas	 establecidas	 en	 el	 artículo	 143	 del	 Código	 Procesal
Penal,	aprobado	por	Decreto	Legislativo	N°	638.
Para	 la	 investigación	 de	 los	 delitos	 perpetrados	 por
organizaciones	criminales	así	como	de	los	delitos	de	tráfico	ilícito
de	 drogas,	 lavado	 de	 activos,	 terrorismo,	 secuestro,	 extorsión	 y
trata	 de	 personas,	 el	 fiscal	 podrá	 solicitar	 la	 convalidación	 de	 la
detención	 preliminar	 hasta	 por	 un	 plazo	 de	 siete	 (7)	 días
naturales	cuando:
1.	 No	 se	 presente	 un	 supuesto	 de	 flagrancia	 delictiva	 o	 el
sorprendido	en	flagrante	delito	haya	evitado	su	detención;	y,
2.	Existan	razones	para	considerar	que	una	persona	ha	cometido
cualquiera	de	los	delitos	a	que	se	refiere	el	párrafo	que	antecede	y
por	las	circunstancias	del	caso,	pueda	existir	peligro	de	fuga.
En	flagrancia,	el	fiscal	podrá	solicitar	la	convalidación	de	la
detención	preliminar	hasta	por	un	plazo	de	siete	(7)	días
naturales	cuando	se	den	los	supuestos	previstos	en	el	inciso	2	y
para	la	investigación	de	los	delitos	indicados,	con	excepción	de	los
casos	de	tráfico	ilícito	de	drogas,	terrorismo	y	espionaje,	para	los
cuales	puede	efectuarse	la	detención	por	un	término	no	mayor	de
quince	(15)	días	naturales,	conforme	a	lo	establecido	en	el	literal
f)	del	numeral	24,	del	artículo	2°	de	la	Constitución	Política	del
Perú;	en	caso	que	el	fiscal	decida	otorgar	la	libertad	antes	del
vencimiento	de	este	plazo,	ésta	sólo	se	hará	efectiva	cuando	el
fiscal	superior	haya	absuelto	la	consulta,	dentro	del	plazo	de
veinticuatro	(24)	horas	de	elevados	los	actuados	pertinentes,	los
mismos	que	serán	remitidos	inmediatamente	se	expida	la
libertad.
Ley	27934.
ART.	2°-A.—Incorporado.	D.	Leg.	989,	Art.	1°.	De	la	orden	de
detención	 preliminar.	 Para	 cursar	 la	 orden	 de	 detención
preliminar	 se	 requiere	 que	 el	 imputado	 sea	 debidamente
identificado	 con	 los	 datos	 correspondientes	 a	 su	 nombre	 y
apellidos	completos,	edad,	sexo,	lugar	y	fecha	de	nacimiento.
a)	 La	 orden	 de	 detención	 deberá	 ser	 solicitada	 y	 puesta	 en
conocimiento	 de	 la	 policía	 a	 la	 brevedad	 posible,	 de	 manera
escrita	 bajo	 cargo,	 quien	 la	 ejecutará	 de	 inmediato.	 Cuando	 sea
necesario,	 podrá	 solicitarse	 la	 medida	 y	 ordenarse	 el
cumplimiento	 de	 detención	 por	 correo	 electrónico,	 facsímil,
telefónicamente	 u	 otro	 medio	 de	 comunicación	 válido	 que
garantice	 la	 autenticidad	 del	 mandato	 judicial.	 En	 todos	 estos
casos,	 la	 comunicación	 deberá	 contener	 los	 datos	 de	 identidad
personal	del	requerido.
b)	Las	requisitorias	a	que	se	refiere	el	presente	artículo	cursadas
a	la	autoridad	policial	tendrán	una	vigencia	de	seis	meses.
Vencido	este	plazo	caducarán	automáticamente	bajo
responsabilidad,	salvo	que	fuesen	renovadas.
Ley	27934.
ART.	 2°-B.—Incorporado.	 D.	 Leg.	 989,	 Art.	 1°.	 De	 la
oportunidad	 del	 auto	 de	 convalidación.	 En	 flagrancia,	 dentro
del	plazo	de	detención	previsto	en	el	literal	f)	del	numeral	24,	del
artículo	2°	de	 la	Constitución	Política	del	Perú,	 en	el	 caso	que	el
fiscal	 solicite	 la	 convalidación	 de	 la	 detención	 preliminar,	 debe
previamente	 poner	 al	 detenido	 a	 disposición	 del	 juez	 penal	 de
turno,	para	que:
a)	 Verifique	 su	 identidad	 con	 la	 asistencia	 de	 su	 abogado
defensor	 o	 el	 de	 oficio,	 garantizando	 el	 cumplimiento	 de	 sus
derechos	fundamentales;	y,
b)	 Dicte	 en	 el	 día	 la	 resolución	 que	 corresponda	 respecto	 a	 la
convalidación	de	la	detención	preliminar	solicitada.	En	caso	de	ser
procedente,	 dispondrá	 el	 retorno	 del	 detenido	 al	 centro	 de
detención	 policial	 que	 corresponda	 a	 disposición	 del	 fiscal	 y	 en
caso	 contrario,	 dispondrá	 que	 continúe	 la	 investigación	 con	 el
imputado	en	la	calidad	de	citado.
Cuando	no	se	presente	el	supuesto	de	flagrancia,	el	juez	debe
resolver	la	solicitud	del	fiscal	en	el	día	de	recibida.	Para	tal	efecto,
el	fiscal	dentro	del	plazo	de	la	detención	preliminar	previamente
solicitada	con	las	actuaciones	practicadas,	pondrá	al	detenido	a
disposición	del	juez	penal	de	turno	para	que	se	pronuncie	sobre	la
convalidación	solicitada	con	arreglo	al	párrafo	precedente.
Ley	27934.
ART.	2°-C.—Incorporado.	D.	Leg.	989,	Art.	1°.	De	la
motivación	del	auto	de	convalidación.	El	auto	de	convalidación,
deberá	contener	los	datos	de	identidad	del	imputado,	la
exposición	sucinta	de	los	hechos	objeto	de	imputación,	los
fundamentos	de	hecho	y	de	derecho,	las	circunstancias	del	caso
concreto	de	las	que	pueda	desprenderse	peligro	de	fuga,	con
mención	expresa	de	las	normas	legales	aplicables.
Ley	27934.
ART.	2°-D.—Incorporado.	D.	Leg.	989,	Art.	1°.	De	los	deberes
de	 la	 policía.	 Cuando	 se	 ha	 procedido	 a	 la	 detención,	 la	 Policía
Nacional	debe	observar	lo	siguiente:
a)	 El	 efectivo	 de	 la	 policía	 que	 ha	 efectuado	 la	 detención	 en
flagrancia,	informará	al	detenido	la	imputación	que	se	le	atribuye
comunicando	inmediatamente	tal	hecho	al	Ministerio	Público.
b)	 En	 los	 casos	 de	 detención	 preliminar	 judicial	 sin	 flagrancia,
informará	al	detenido	sobre	la	imputación	que	se	le	atribuye	y	la
autoridad	 que	 ha	 ordenado	 su	 detención.	 Asimismo,	 la	 policía
comunicará	 la	medida	 inmediatamente	 al	 fiscal,	 quien	pondrá	 al
detenido	 a	 disposición	 del	 juez	 que	 dictó	 la	 orden	 de	 detención
preliminar	 al	 formalizar	 la	 denuncia	 correspondiente	 o	 para
solicitar	la	convalidación	de	la	detención	preliminar.
c)	En	todos	los	casos,	la	policía	informará	al	detenido	de	los
derechos	que	le	asiste.
Ley	27934.
ART.	 2°-E.—Incorporado.	 D.	 Leg.	 989,	 Art.	 1°.	 De	 las
facultades	del	juez.	En	los	casos	de	convalidación	de	la	detención
preliminar,	 el	 juez	 de	 turno	 está	 facultado	 para	 adoptar	 las
siguientes	medidas:
a)	Constituirse,	 a	 requerimiento	del	detenido,	 al	 lugar	donde	 se
encuentre	y	averiguar	el	avance	de	las	investigaciones	y	el	estado
de	su	salud.	En	caso	de	advertir	la	afectación	indebida	del	derecho
de	 defensa	 o	 de	 irregularidades	 que	 perjudiquen	 gravemente	 el
éxito	de	las	investigaciones,	pondrá	tales	hechos	en	conocimiento
del	fiscal	a	cargo	de	la	investigación,	quien	dictará	las	medidas	de
corrección	 que	 correspondan,	 en	 un	 plazo	 no	 mayor	 de
veinticuatro	horas,	debiendo	poner	en	conocimiento	del	juez,	tales
medidas.	De	no	adoptar	 las	medidas	de	corrección	necesarias,	el
juez	pondrá	en	conocimiento	de	ello	al	fiscal	superior	competente,
para	que	proceda	con	arreglo	a	sus	atribuciones.
b)	 Disponer,	 de	 oficio	 o	 a	 pedido	 del	 detenido,	 su	 abogado	 o
cualquier	 familiar	 de	 éste,	 el	 inmediato	 reconocimiento	 médico
legal	de	aquél,	en	el	término	de	la	distancia,	siempre	y	cuando	el
fiscal	no	lo	hubiera	ordenado.
c)	Autorizar,	el	traslado	del	detenido	de	un	lugar	a	otro	de	la
República,	después	de	efectuado	el	reconocimiento	médico	legal,
previo	pedido	fundamentado	del	fiscal,	cuando	la	medida	sea
estrictamente	necesaria	para	el	éxito	de	la	investigación.	La
duración	de	dicho	traslado	no	podrá	exceder	del	plazo	señalado
para	la	convalidación	de	la	detención	y,	deberá	ser	puesto	en
conocimiento	del	fiscal	y	del	juez	del	lugar	de	destino.
Ley	27934.
ART.	2°-F.—Incorporado.	D.	Leg.	989,	Art.	1°.	De	las
facultades	del	fiscal.	Vencido	el	plazo	de	la	convalidación	de	la
detención,	el	fiscal	deberá	presentar	la	correspondiente	denuncia
ante	el	juez	competente,	pudiendo	solicitar	las	medidas	que
estime	conveniente	o,	en	caso	contrario,	disponer	la	libertad	del
detenido.
Ley	27934.
ART.	2°-G.—Incorporado.	D.	Leg.	989,	Art.	1°.	De	la	apelación.
En	 caso	 de	 formularse	 apelación	 contra	 el	 auto	 de	 detención
preliminar	 o	 contra	 el	 que	 dispone	 la	 convalidación	 se	 debe
observar	lo	siguiente:
a)	Contra	el	auto	que	contiene	la	orden	de	detención	preliminar	o
la	 convalidación,	 en	 su	 caso,	 procede	 recurso	 de	 apelación.	 El
plazo	 para	 apelar	 es	 de	 un	 día.	 La	 apelación	 no	 suspende	 la
ejecución	del	auto	impugnado.
b)	El	juez	elevará	los	actuados	inmediatamente	al	superior
jerárquico,	el	que	resolverá	previa	vista	de	la	causa,	la	misma	que
será	fijada	dentro	de	las	cuarenta	y	ocho	horas	de	recibidos	los
autos.	La	decisión	se	expedirá	el	día	de	la	vista	o	al	día	siguiente,
bajo	responsabilidad.
Ley	27934.
ART.	 2°-H.—Incorporado.	 D.	 Leg.	 989,	 Art.	 1°.	 De	 otras
medidas	 que	 pueda	 adoptar	 el	 fiscal.	 A	 fin	 de	 optimizar	 el
resultado	de	 la	 investigación	preliminar	el	 fiscal,	podrá	disponer
lo	siguiente:
Cuando	 se	 trate	 de	 diligencias	 preliminares	 que	 afecten
actividades	 propias	 de	 la	 delincuencia	 organizada,	 y	 en	 tanto
existan	 indicios	 de	 su	 comisión,	 podrá	 autorizar	 a	 miembros
especializados	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 y	 teniendo	 en
cuenta	 su	 necesidad	 a	 los	 fines	 de	 la	 investigación,	 actuar	 bajo
identidad	supuesta	y	adquirir	y	transportar	los	objetos,	efectos	e
instrumentos	del	delito	y	diferir	la	incautación	de	los	mismos.	La
identidad	 supuesta	 será	 otorgada	por	 la	Dirección	General	 de	 la
Policía	 Nacional	 del	 Perú	 por	 el	 plazo	 de	 seis	 (6)	 meses,
prorrogables	por	el	fiscal	por	períodos	de	igual	duración	mientras
perduren	 las	 condiciones	 para	 su	 empleo,	 quedando
legítimamente	habilitados	para	actuar	en	todo	lo	relacionado	con
la	 investigación	 concreta	 y	 a	 participar	 en	 el	 ámbito	 jurídico	 y
social	 bajo	 tal	 identidad.	 En	 tanto	 sea	 indispensable	 para	 la
realización	de	la	investigación,	se	pueden	crear,	cambiar	y	utilizar
los	correspondientes	documentos	de	identidad.
El	 fiscal,	 cuando	 las	 circunstancias	 así	 lo	 requieran,	 podrá
disponer	la	utilización	de	un	agente	especial,	entendiéndose	como
tal	 al	 ciudadano	 que,	 por	 el	 rol	 o	 situación	 en	 que	 está	 inmerso
dentro	de	una	organización	criminal,	opera	para	proporcionar	las
evidencias	incriminatorias	del	ilícito	penal.
La	 designación	 de	 agentes	 encubiertos,	 deberá	 consignar	 el
nombre	verdadero	y	la	identidad	supuesta	con	la	que	actuarán	en
el	 caso	 concreto.	 Esta	 decisión	 será	 reservada	 y	 deberá
conservarse	fuera	de	las	actuaciones	con	la	debida	seguridad.	Una
copia	de	la	misma	se	remite	a	la	Fiscalía	de	la	Nación,	que	bajo	las
mismas	condiciones	de	seguridad,	abrirá	un	registro	reservado	de
aquellas.
La	información	que	vaya	obteniendo	el	agente	encubierto	deberá
ser	puesta	a	la	mayor	brevedad	posible	en	conocimiento	del	fiscal.
Dicha	información	deberá	aportarse	al	proceso	en	su	integridad	y
será	 valorada	 por	 el	 órgano	 jurisdiccional	 competente.	 De	 igual
manera,	 esta	 información	 sólo	 puede	 ser	 utilizada	 en	 otros
procesos,	 en	 la	 medida	 en	 que	 se	 desprendan	 de	 su	 utilización
conocimientos	necesarios	para	el	esclarecimiento	de	un	delito.
La	identidad	del	agente	encubierto	se	puede	ocultar	al	culminar
la	 investigación	 en	 la	 que	 intervino.	 Asimismo,	 es	 posible	 la
ocultación	de	la	identidad	en	un	proceso,	siempre	que	se	acuerde
mediante	 resolución	 judicial	 motivada	 y	 que	 exista	 un	 motivo
razonable	que	haga	temer	que	la	revelación	pondrá	en	peligro	la
vida,	 la	 integridad	 o	 la	 libertad	 del	 agente	 encubierto	 o	 agente
especial,	o	que	justifique	la	posibilidad	de	continuar	utilizando	la
participación	de	estos	últimos.
Si	 con	 la	 actuación	 del	 agente	 encubierto	 o	 del	 agente	 especial
pudiera	lesionarse	algún	derecho	fundamental,	deberá	solicitarse
previamente	autorización	al	juez	penal	de	turno,	quien	dispondrá
lo	 conveniente	 de	 conformidad	 con	 la	 Constitución	 Política	 del
Perú,	 adoptando	 además	 las	medidas	 que	 el	 caso	 requiera.	 Este
procedimiento	será	especialmente	reservado.
El	agente	encubierto	estará	exento	de	responsabilidad	penal	por
aquellas	actuaciones	que	sean	consecuencia	necesaria	del
desarrollo	de	la	investigación,	siempre	que	guarden	la	debida
proporcionalidad	con	la	finalidad	de	la	misma	y	no	constituyan
una	manifiesta	provocación	al	delito.
Ley	27934.
ART.	3°.—Orden	de	detención.	Ejecución.	Habiendo	ordenado
el	juez	penal	la	detención	preventiva	solicitada	por	el	fiscal	ésta
deberá	ser	puesta	en	conocimiento	de	la	Policía	Nacional	del	Perú
a	la	brevedad	posible,	de	manera	escrita	bajo	cargo,	quien	la
ejecutará	de	inmediato.
Sin	perjuicio	de	lo	expuesto	en	el	párrafo	anterior	y	debido	a
circunstancias	extraordinarias	podrá	ordenarse	el	cumplimiento
del	mandato	judicial	por	correo	electrónico,	facsímil,
telefónicamente	u	otro	medio	de	comunicación	válido	que
garantice	la	veracidad	del	mandato	judicial.
Ley	27934.
ART.	 4°.—Modificado.	 D.	 Leg.	 989,	 Art.	 1°.	 Detención	 en
flagrancia.	 A	 los	 efectos	 de	 la	 presente	 ley,	 se	 considera	 que
existe	 flagrancia	 cuando	 el	 sujeto	 agente	 es	 descubierto	 en	 la
realización	del	hecho	punible	o	acaba	de	cometerlo	o	cuando:
a)	Ha	huido	y	ha	sido	identificado	inmediatamente	después	de	la
perpetración	del	hecho	punible,	 sea	por	 el	 agraviado,	 o	por	otra
persona	que	haya	presenciado	el	hecho,	o	por	medio	audiovisual	o
análogo	 que	 haya	 registrado	 imágenes	 de	 éste	 y,	 es	 encontrado
dentro	 de	 las	 veinticuatro	 (24)	 horas	 de	 producido	 el	 hecho
punible.
b)	Es	encontrado	dentro	de	las	veinticuatro	(24)	horas,	después
de	la	perpetración	del	hecho	punible	con	efectos	o	instrumentos
procedentes	de	aquel,	o	que	hubieran	sido	empleados	para
cometerlo,	o	con	señales	en	sí	mismo	o	en	su	vestido	que	indiquen
su	probable	autoría	o	participación	en	ese	hecho	delictuoso.
JURISPRUDENCIA.—Flagrancia	delictiva.	“(...)	Que	el	literal	f)	inciso
veinticuatro,	del	artículo	segundo	de	la	Constitución	Política	del	Estado,
establece	que	nadie	puede	ser	detenido	sino	por	mandato	escrito	y	motivado
del	juez,	o	por	orden	policial	en	situaciones	de	flagrante	delito,	debiendo	ser
puesto	el	detenido	a	disposición	del	juzgado	dentro	de	las	veinticuatro	horas,
o	en	el	término	de	la	distancia,	aún	en	el	supuesto	que	la	detención	se	debiera
a	mandato	judicial	o	flagrante	delito.
Que	en	el	caso	de	autos	(...)	fueron	detenidos	contraviniéndose	el	precepto
constitucional	anteriormente	mencionado	(...)”.	(TC.	Sent.,	ago.	07/96,	Exp.	N°
006-96-HC/TC.	Pres.	Nugent)
JURISPRUDENCIA.—Exigencias	para	calificar	la	flagrancia	delictiva.
“(...)	dos	requisitos	imprescindibles	para	que	se	configure	la	flagrancia,	a
saber,	la	inmediatez	temporal,	que	implica	que	el	delito	se	esté	cometiendo	o
que	se	haya	cometido	instantes	antes;	y	la	inmediatez	personal,	que	importa
que	el	presunto	delincuente	se	encuentre	ahí,	en	ese	momento	en	situación	y
con	relación	al	objeto	o	a	los	instrumentos	del	delito,	y	que	ello	suponga	una
prueba	evidente	de	su	participación	en	el	hecho	delictivo.	(...).”	(TC,	Exp.	N°
9724-2005-PHC/TC,	ene.	06/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Detención	ocurrida	luego	de	varias	horas	de
sucedido	el	delito	no	califica	como	“flagrancia”	delictiva.	“(...)	se	suscitó
un	incidente	entre	el	personal	de	la	Dirove	y	dos	personas,	en	el	marco	de	un
seguimiento	policial	por	la	presunta	comisión	de	delito	de	extorsión;	incidente
en	medio	del	cual	resultó	herido	un	agente	policial,	y	en	el	que	ambos
detenidos	sindicaron	al	beneficiario	como	autor	intelectual	del	hecho
delictivo,	por	lo	que	el	personal	policial	procedió	a	su	captura	a	horas	09:30
del	día	15	de	marzo	de	2006,	es	decir	casi	10	horas	después	de	suscitados	los
hechos	delictivos.	Asimismo,	al	momento	de	efectuársele	el	acta	de	registro
personal	se	le	incautaron	4	envoltorios	conteniendo	pasta	básica	de	cocaína.
(...)	resulta	evidente	para	este	colegiado	que	no	consta	de	modo	objetivo	que	la
detención	del	beneficiario	haya	sido	consecuencia	de	que	contra	él	exista	un
mandato	judicial	escrito	y	motivado,	ni	tampoco	que	hubiese	sido	capturado
en	una	situación	de	flagrante	delito;	sino	que	por	el	contrario	y	conforme	se
colige	de	los	propios	documentos	policiales	que	en	copias	certificadas	obran
en	el	expediente,	su	captura	se	produjo	muchas	horas	después	de	producido	el
hecho	delictivo,	sin	que	exista	inmediatez	alguna	de	tipo	temporal	o	personal
en	la	comisión	del	delito.	(...)	Sin	embargo	resulta	pertinente	hacer	la	salvedad
de	que,	si	bien	la	detención	del	beneficiario	no	cumplió	con	los	requisitos
concurrentes	establecidos	en	la	Norma	Suprema	respecto	de	los	delitos	de
extorsión	y	de	lesiones	por	arma	de	fuego,	en	cambio	sí	concurrió	la	flagrancia
respecto	del	delito	de	tráfico	ilícito	de	drogas,	pues	se	tiene	del	acta	de
registro	personal,	obrante	a	fojas	20	del	principal,	que	al	actor	se	le	halló	en
posesión	de	pasta	básica	de	cocaína.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	06142-2006-PHC/TC,
ago.	04/2007.	Pres.	Gonzáles	Ojeda)
JURISPRUDENCIA.—Intervención	urgente	de	la	flagrancia	delictiva	se
justifica	para	los	delitos	de	consumación	instantánea	y	no	para	los
delitos	permanentes.	“(…)	la	flagrancia	es	un	instituto	procesal	con
relevancia	constitucional	que	debe	entenderse	como	una	evidencia	del	hecho
delictuoso	respecto	de	su	autor.	Así,	la	flagrancia	se	configurará	cuando	exista
un	conocimiento	fundado,	directo	e	inmediato	del	hecho	punible	que	se	viene
realizando	o	que	se	acaba	de	realizar	instantes	antes,	situación	en	la	que,	por
su	particular	configuración,	es	necesaria	la	urgente	intervención	de	la	policía
para	que	actúe	conforme	a	sus	atribuciones.	En	este	sentido,	lo	que	justifica	la
excepción	al	principio	constitucional	de	la	reserva	judicial	para	privar	de	la
libertad	a	una	persona	es	la	situación	particular	de	la	urgencia	que,	en	el	caso,
concurriendo	los	requisitos	de	la	inmediatez	temporal	e	inmediatez	personal
de	la	flagrancia	delictiva,	comporta	su	necesaria	intervención.
(…)	por	tanto,	y	estando	a	lo	anteriormente	expuesto,	resulta	legítimo	el
ingreso	de	efectivos	de	la	Policía	Nacional	en	el	domicilio	de	una	persona	sin
su	previa	autorización	siempre	que	se	tenga	conocimiento	fundado,	directo	e
inmediato,	que	deje	constancia	evidente	de	la	realización	de	un	hecho	punible,
el	gravísimo	peligro	de	su	perpetración	o	en	caso	de	la	persecución
continuada	del	infractor	que	se	refugia	en	él.	Ello	implica	que	el	objetivo	de	tal
intromisión	domiciliaria	no	es	otro	que	la	urgente	intervención	a	efectos	de
detener	al	infractor,	evitar	que	se	cometa	el	hecho	punible	y,	accesoriamente,
efectuar	las	investigaciones	y/o	los	registros	con	ocasión	del	delito	en	cuestión
(decomiso	de	los	objetos	del	delito,	entre	otros).
(…)	en	este	contexto	se	concluye	que	la	intervención	urgente	sancionada	para
los	casos	de	flagrancia	se	justifica	constitucionalmente	respecto	de	los	delitos
de	consumación	instantánea,	pues	en	los	delitos	permanentes	no	se
configuraría,	en	principio,	la	situación	de	urgencia	que	impida	recabar	la
autorización	judicial	correspondiente.	Por	consiguiente,	en	los	delitos	de
tenencia	de	armas,	drogas,	contrabando	y	otros,	cuya	posesión	continuada	se
indica	como	almacenada	al	interior	de	un	domicilio,	se	requerirá	la	previa
autorización	judicial;	pues,	aun	cuando	puedan	presentarse	de	manera
concurrente	los	requisitos	de	la	flagrancia	delictiva,	en	los	delitos
permanentes	se	presenta	el	decaimiento	del	supuesto	de	la	extrema	urgencia.”
(TC,	Exp.	03691-2009-PHC/TC,	mar.	18/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—La	sindicación	inmediata	justifica	una	detención	en
flagrancia	delictiva.	“(…)	El	Tribunal	Constitucional	estima	que	la	detención
del	favorecido	se	produjo	en	una	situación	de	flagrancia	en	razón	de	que	la
agraviada	(del	robo)	realizó	la	sindicación	inmediatamente	después	de
ocurrido	el	hecho,	y	que	los	policías	vieron	el	estado	en	que	esta	se	encontraba
y	el	ingreso	violento	de	un	sujeto	a	un	inmueble	empujando	a	la	dueña,	ante	lo
cual	decidieron	intervenir	al	sujeto,	que	trató	de	huir	por	los	techos.	Luego	de
la	detención,	en	la	misma	fecha	se	cumplió	con	la	notificación	al	favorecido
(…).
(…)	obra	el	acta	de	registro	personal	y	comiso	de	droga	e	incautación
efectuada	al	favorecido,	en	la	que	se	señalan	los	objetos	que	le	fueron
encontrados:	el	bolso	de	la	agraviada	con	sus	pertenencias,	también	un	reloj,
una	sencillera,	dos	bujías;	entre	otras	cosas.	Las	pertenencias	de	la	agraviada
le	fueron	devueltas	conforme	al	acta	de	entrega	(…).
7.	Respecto	al	cuestionamiento	de	que	la	detención	se	ha	mantenido	pasadas
las	24	horas,	del	acta	de	registro	y	comiso	de	droga	e	incautación	mencionada
en	el	fundamento	anterior	se	advierte	que	al	favorecido	también	se	le	habría
encontrado	8	bolsitas	con	hojas,	tallos	y	semillas	de	marihuana,	4	envoltorios
de	papel	manteca	que	contendrían	clorhidrato	de	cocaína	y	84	envoltorios,	en
cuyo	interior	habría	pasta	básica	de	cocaína.	El	hallazgo	de	estas	sustancias
habría	motivado	que	el	favorecido	sea	detenido	por	un	plazo	mayor	de	las	24
horas	como	lo	establece	el	último	párrafo	del	artículo	2°,	inciso	24,	parágrafo
f),	de	la	Constitución	Política	del	Perú.	(…)”	(TC.,	Exp.	01757-2011-PHC/TC,
jun.	22/2011.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
LEY	N°	27379
Ley	de	procedimiento	para	adoptar	medidas
excepcionales	de	limitación	de	derechos	en
investigaciones	preliminares
Ley	27379.
ART.	 1°.—Modificado.	 Ley	 30077,	 Sexta	 Disposición
Complementaria	Modificatoria.	 Ámbito	 de	 aplicación.	 La	 presente	 ley	 está
circunscrita	 a	 las	 medidas	 que	 limitan	 derechos	 en	 el	 curso	 de	 investigaciones	 preliminares,	 de
carácter	jurisdiccional.
Las	 medidas	 limitativas	 previstas	 en	 la	 presente	 ley	 podrán
dictarse	en	los	siguientes	casos:
1.	Delitos	perpetrados	por	una	pluralidad	de	personas,	siempre
que	en	su	realización	se	hayan	utilizado	recursos	públicos	o	hayan
intervenido	funcionarios	o	servidores	públicos	o	cualquier
persona	con	el	consentimiento	o	aquiescencia	de	estos.
2.	Delitos	de	peligro	común,	previstos	en	los	artículos	279,	279-A
y	279-B	del	Código	Penal;	contra	la	Administración	Pública,
previstos	en	el	Capítulo	II	del	Título	XVIII	del	Libro	Segundo	del
Código	Penal;	delitos	agravados,	previstos	en	el	Decreto
Legislativo	N°	896;	delitos	aduaneros,	previstos	en	la	Ley	N°
28008;	y	delitos	tributarios,	previstos	en	el	Decreto	Legislativo	N°
813,	siempre	que	dichos	delitos	se	cometan	por	una	pluralidad	de
personas	o	que	el	agente	integre	una	organización	criminal.
3.	Modificado.	D.	Leg.	988,	Art.	Único.	Delitos	de	terrorismo,
previstos	en	el	Decreto	Ley	N°	25475	y	sus	normas	modificatorias
y	conexas,	de	apología	del	delito	en	los	casos	previstos	en	el
artículo	316	del	Código	Penal;	de	lavado	de	activos	previsto	en	la
Ley	N°	27765;	de	tráfico	ilícito	de	drogas,	previstos	en	los
artículos	296,	296-A,	296-B,	297	y	298	del	Código	Penal;	delitos
contra	la	humanidad,	previstos	en	los	capítulos	I,	II	y	III	del	Título
XIV-A	del	Código	Penal;	y,	delitos	contra	el	Estado	y	la	Defensa
Nacional,	previstos	en	los	capítulos	I	y	II	del	Título	XV	del	Libro
Segundo	del	Código	Penal.
4.	Modificado.	Ley	30077,	Sexta	Disposición	Complementaria
Modificatoria.	Delitos	contra	la	libertad,	previstos	en	los
artículos	152	al	153-A,	y	delito	de	extorsión,	previsto	en	el
artículo	200	del	Código	Penal,	siempre	que	dichos	delitos	se
cometan	por	una	pluralidad	de	personas.
5.	Incorporado.	D.	Leg.	988,	Art.	Único.	Otros	delitos,	cuando	el
agente	integre	una	organización	criminal.
Ley	27379.
ART.	2°.—Medidas	limitativas	de	derechos.	El	fiscal	provincial,
en	casos	de	estricta	necesidad	y	urgencia,	podrá	solicitar	al	juez
penal	las	siguientes	medidas	limitativas	de	derechos:
1.	Detención	preliminar,	hasta	por	el	plazo	de	quince	(15)	días.
Esta	medida	se	acordará	siempre	que	existan	elementos	de
convicción	suficientes	para	estimar	razonablemente	que	se	ha
cometido	uno	de	los	delitos	previstos	en	el	artículo	1°	de	la
presente	ley,	que	la	persona	contra	quien	se	dicta	ha	intervenido
en	su	comisión	y	que	se	dará	a	la	fuga	u	obstaculizará	la	actividad
probatoria.
Dictada	la	orden	judicial,	efectuada	la	detención	preliminar,
comunicada	por	escrito	las	causas	o	razones	de	la	detención	y
recibida	–de	ser	el	caso–	la	declaración	del	detenido	en	presencia
de	su	defensor	y	bajo	la	conducción	del	fiscal	provincial,
inmediatamente,	en	un	plazo	no	mayor	de	veinticuatro	horas
desde	que	se	produjo	la	privación	de	libertad,	el	detenido	será
puesto	a	disposición	del	juez	penal,	que	en	ese	acto	realizará	una
audiencia	privada	con	asistencia	del	fiscal	y	de	su	defensor	a	fin
de	que	se	verifique	su	identidad	y	garantice	el	ejercicio	de	sus
derechos	fundamentales.
Si	se	acreditan	errores	en	la	individualización	de	la	persona
detenida	o	ausencia	de	necesidad	o	urgencia	de	la	medida	como
consecuencia	de	las	primeras	diligencias	realizadas	bajo	la
conducción	del	fiscal	provincial,	el	juez	penal	ordenará	–sin	más
trámite–	su	inmediata	libertad	mediante	resolución
inimpugnable,	quedando	a	salvo	los	recursos	que	la	ley	establece
para	la	protección	de	la	honra	y	buena	reputación.	El	juez	penal
también	podrá	variar	la	medida	de	detención	por	una	de	las
restricciones	establecidas	en	el	artículo	143,	a	excepción	del
inciso	5)	del	Código	Procesal	Penal.
Si	la	medida	de	detención	debe	mantenerse	el	juez	penal
autorizará	la	conducción	del	detenido	al	establecimiento	policial
correspondiente,	bajo	responsabilidad	del	Ministerio	Público,	e
informará	al	detenido	que	tiene	derecho	a	solicitar	nueva
audiencia	para	reclamar	la	afectación	indebida	de	su	derecho	de
defensa	o	de	irregularidades	que	perjudiquen	gravemente	el	éxito
de	las	investigaciones,	así	como	para	requerir	la	variación	de	la
medida	de	detención	o	su	levantamiento.
El	juez	penal	mediante	resolución	inimpugnable,	si	advierte	que
se	ha	afectado	el	derecho	de	defensa	del	imputado	o	producido
irregularidades	durante	la	investigación,	ordenará	se	comunique
al	superior	del	fiscal	las	irregularidades	advertidas,	declarará
concluidas	las	investigaciones	preliminares	y	dispondrá	que	el
fiscal	en	el	plazo	de	veinticuatro	horas	decida	la	promoción	de	la
acción	penal	o	el	archivo	de	las	actuaciones.	De	igual	manera,	si	la
medida	de	detención	no	se	justifica,	dictará	resolución	ordenando
la	libertad	del	detenido	o	variando	ésta	por	una	de	comparecencia
con	restricciones.
El	fiscal	podrá	solicitar,	alternativamente,	cualquiera	de	las
medidas	limitativas	previstas	en	el	artículo	143	del	Código
Procesal	Penal	o	el	juez,	con	arreglo	al	principio	de
proporcionalidad,	podrá	optar	por	ellas	frente	a	un	pedido	de
detención	preliminar.	Esta	medida	no	durará	más	de	quince	días,
prorrogables	por	un	plazo	similar	previo	requerimiento	del	fiscal.
Vencido	el	plazo	se	levantará	de	pleno	derecho.
2.	Impedimento	de	salida	del	país	o	de	la	localidad	en	donde
domicilia	el	investigado	o	del	lugar	que	se	le	fije.	Esta	medida	se
acordará	cuando	resulte	indispensable	para	la	indagación	de	la
verdad	y	no	sea	necesaria	ni	proporcional	una	limitación	de	la
libertad	más	intensa.	Esta	medida	puede	acumularse	a	la	de
detención,	así	como	a	la	de	comparecencia	con	restricciones
señaladas	en	el	artículo	143	del	Código	Procesal	Penal.	No	durará
más	de	quince	días	y,	excepcionalmente,	podrá	prorrogarse	por
un	plazo	igual	previo	requerimiento	fundamentado	del	fiscal	y
resolución	motivada	del	juez	penal.
Esta	medida	puede	incluir	a	un	testigo	considerado	importante,
la	misma	que	se	levantará	una	vez	que	haya	prestado	declaración.
2.a.	Incorporado.	D.	Leg.	988,	Art.	Único.	Incomunicación.	Esta
medida	se	acordará	siempre	que	resulte	indispensable	para	el
esclarecimiento	de	los	hechos	investigados.	Puede	acumularse	a	la
medida	de	detención	preliminar,	con	una	duración	no	mayor	de
diez	(10)	días,	siempre	que	no	exceda	el	plazo	de	duración	de	esta
última.	Esta	medida	no	impide	la	conferencia	en	privado	del
detenido	con	su	abogado	defensor,	la	que	no	requiere
autorización	previa	ni	podrá	ser	prohibida.
3.	 Incorporado.	 D.	 Leg.	 988,	 Art.	 Único.	 Secuestro	 y/o
incautación	 de	 los	 objetos	 de	 la	 infracción	 penal	 o	 los
instrumentos	con	que	se	hubiere	ejecutado	así	 como	 los	efectos,
sean	 éstos	 bienes,	 dinero,	 ganancias	 o	 cualquier	 producto
proveniente	 de	 dicha	 infracción,	 así	 se	 encuentren	 en	 poder	 de
personas	naturales	o	jurídicas.
En	 el	 caso	 de	 los	 objetos	 y	 los	 efectos,	 provenientes	 de	 la
infracción	penal	o	 los	 instrumentos	o	medios	con	que	se	hubiere
ejecutado,	se	procederá	además	conforme	a	lo	dispuesto	en	otras
normas	especiales.
Cuando	exista	peligro	por	la	demora,	las	medidas	previstas	en
este	numeral	pueden	ser	dispuestas	por	el	fiscal	siempre	que
existan	suficientes	elementos	de	convicción,	en	cuyo	caso,
inmediatamente	después	de	ejecutadas,	deberán	ser	puestas	en
conocimiento	del	juez,	exponiendo	los	fundamentos	que	la
motivaron,	el	cual	podrá	confirmarlas	o	dejarlas	sin	efecto.	El	acta
que	se	levante	en	cada	intervención	del	fiscal,	se	pondrá
inmediatamente	en	conocimiento	del	juez	penal.
4.	Modificado.	D.	Leg.	988,	Art.	Único.	Embargo	u	orden	de
inhibición	para	disponer	o	gravar	bienes,	que	se	inscribirán	en	los
registros	públicos	cuando	correspondan.	Estas	medidas	se
acordarán	siempre	que	exista	fundado	peligro	de	que	los	bienes
del	investigado,	contra	quien	existan	elementos	de	convicción	de
que	está	vinculado	como	autor	o	partícipe	en	alguno	de	los	delitos
indicados	en	el	artículo	1°	de	la	presente	ley,	puedan	ocultarse	o
desaparecer	o	sea	posible	que	se	graven	o	transfieran,	frustrando
de	ese	modo	el	pago	de	la	reparación	civil.	No	puede	durar	más	de
quince	días	y,	excepcionalmente,	podrá	prorrogarse	quince	días
más,	previo	requerimiento	del	fiscal	provincial	y	decisión
motivada	del	juez	penal.
5.	Levantamiento	del	secreto	bancario	y	de	la	reserva	tributaria.
El	fiscal	provincial,	si	decide	solicitar	estas	medidas	al	juez	penal,
explicará	las	razones	que	justifiquen	la	necesidad	de	su
imposición.	El	juez	penal	las	acordará	si	resultan	necesarias	y
pertinentes	para	el	esclarecimiento	de	los	hechos	objeto	de
investigación.
En	el	caso	de	levantamiento	del	secreto	bancario,	la	orden
comprenderá	las	cuentas	vinculadas	con	el	investigado,	así	no
figuren	o	estén	registradas	a	su	nombre.	El	fiscal	podrá	solicitar	al
juez	el	bloqueo	e	inmovilización	de	las	cuentas.	Esta	última
medida	no	puede	durar	más	de	quince	días	y,	excepcionalmente,
podrá	prorrogarse	por	quince	días	más,	previo	requerimiento	del
fiscal	provincial	y	resolución	motivada	del	juez.
En	el	caso	del	levantamiento	de	la	reserva	tributaria,	la	orden
podrá	comprender	las	empresas	o	personas	jurídicas	que	por
cualquier	razón	están	vinculadas	al	investigado	y	consistirá	en	la
remisión	al	fiscal	de	información,	documentos	o	declaraciones	de
carácter	tributario.
6.	Exhibición	y	remisión	de	información	en	poder	de
instituciones	públicas	o	privadas,	siempre	que	estén	relacionadas
con	el	objeto	de	la	investigación	y	sea	necesaria	para	el
esclarecimiento	de	los	hechos.	En	caso	de	negativa	injustificada,
sin	perjuicio	de	las	acciones	legales	contra	quien	desobedece	la
orden,	se	autorizará	la	incautación	de	dicha	información,	previo
requerimiento	del	fiscal	provincial	y	decisión	motivada	del	juez
penal.
7.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 988,	 Art.	 Único.	 Allanamiento	 de
inmuebles	o	lugares	cerrados	fuera	de	los	casos	de	flagrante	delito
o	 de	 peligro	 inminente	 de	 su	 perpetración,	 siempre	 que	 existan
motivos	razonables	para	ello.	La	medida	está	destinada	a	registrar
el	inmueble	y,	de	ser	el	caso,	a	su	incautación.
Esta	medida	puede	tener	también	como	finalidad,	la	detención	de
personas	 o	 la	 realización	 de	 las	 medidas	 de	 secuestro	 o
incautación	 a	 fin	 de	 asegurar	 los	 instrumentos,	 medios	 o
elementos	de	convicción,	objetos	o	efectos,	provenientes	directa	o
indirectamente	de	la	infracción	penal	o	los	instrumentos	o	medios
con	que	se	hubiere	ejecutado.	La	solicitud	y	la	resolución	judicial
indicarán	expresamente	la	finalidad	del	allanamiento	y	registro.
Cuando	 el	 fiscal,	 al	 realizar	 una	 inspección	 en	 un	 lugar	 o	 en	 el
curso	de	 un	 allanamiento,	 encuentra	 en	poder	 del	 intervenido	 o
en	 el	 lugar	 objeto	 de	 inspección	 o	 allanamiento,	 medios	 o	 (sic)
otros	 elementos	 de	 convicción,	 efectos	 provenientes	 de	 la
infracción	 penal	 o	 los	 instrumentos	 o	 medios	 con	 los	 que	 se
hubiere	ejecutado,	podrá	examinarlos	y,	de	ser	el	caso,	dispondrá
su	aseguramiento	levantando	un	acta,	solicitando	de	inmediato	al
juez	se	sirva	dictar	la	orden	de	incautación	de	los	mismos.
El	 juez	 resolverá	 dentro	 de	 24	 horas	 de	 recibido	 el	 pedido	 de
incautación,	bajo	responsabilidad.
Respecto	de	los	efectos	provenientes	directa	o	indirectamente	de
la	infracción	penal,	los	objetos	de	la	misma	o	los	instrumentos	o
medios	con	que	se	hubiere	ejecutado,	se	procederá	además
conforme	a	lo	dispuesto	en	otras	normas	especiales.
8.	Modificado.	D.	Leg.	988,	Art.	Único.	Inmovilización	de	bienes
muebles	 y	 clausura	 temporal	 de	 locales,	 siempre	 que	 fuere
indispensable	 para	 la	 investigación	 del	 hecho	 delictivo	 a	 fin	 de
garantizar	 la	 obtención	 de	 evidencias	 y	 retener,	 en	 su	 caso,	 las
evidencias	que	se	encuentren	en	su	interior,	levantándose	el	acta
respectiva.
La	 inmovilización	 no	 podrá	 durar	 más	 de	 quince	 días	 y,
excepcionalmente,	 podrá	 prorrogarse	 por	 igual	 plazo,	 previo
requerimiento	 del	 fiscal	 provincial	 y	 decisión	motivada	 del	 juez
penal.
La	clausura	temporal	de	locales	se	levantará	una	vez	se	realicen
las	diligencias	periciales	y	de	inspección	necesarias	al	efecto,	y	no
pueden	durar	más	de	diez	días,	salvo	que	existan	motivos
razonables	para	solicitar	su	prórroga	hasta	por	el	mismo	plazo.
JURISPRUDENCIA.—Impedimento	de	salida	y	formalidad	no	pueden
anteponerse	a	derechos	constitucionales.	“(...)	en	lugar	de	diligenciar
adecuadamente	su	petición,	optó	por	hacer	prevalecer	todo	tipo	de
formalismos,	(incluso	pretendiendo	responsabilizar	al	recurrente	de	no
proporcionar	adecuadamente	los	datos	de	la	querella	de	donde	emanaba	la
orden	de	impedimento	de	salida	al	exterior),	en	lugar	de	dispensar	tutela
judicial	efectiva,	todo	ello	agravado	en	el	hecho	de	desconocer	o	minimizar	la
grave	situación	de	salud	por	la	que	atravesaba	el	accionante	y,	por	ende,	la
necesidad	urgente	o	impostergable	que	tenía	de	viajar;	b)	Es	un	hecho
incontrovertible	que	la	titular	del	(…)	tras	haberse	acreditado	la	existencia	del
proceso	sobre	querella	seguido	contra	el	accionante	por	ante	su	misma
judicatura,	debió	estimar	positivamente	su	pedido,	esto	es,	dejar	sin
subsistencia	la	medida	restrictiva	que	lo	afectaba,	dado	el	tipo	de	delito	por	el
que	se	le	juzgó,	la	penalidad	que	a	éste	correspondía,	y	sobre	todo	por	el
tiempo	transcurrido;	c)	Es	igualmente	inobjetable	que	la	emplazada	(…)	hasta
el	último	momento,	ha	tenido	la	voluntad	de	no	resolver	respecto	de	la
solicitud	del	accionante	(…)	y	ha	sido,	por	el	contrario,	sólo	por	orden	expresa
de	la	Presidencia	de	la	Corte	Superior	de	Justicia	del	Callao,	tras	la	gestión	de
la	Defensoría	del	Pueblo,	que	ha	depuesto	su	actitud	y	resuelto	en	favor	de	lo
peticionado	por	el	accionante.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	0486-1999-HC/TC,	oct.
13/99.	Pres.	Acosta	Sánchez)
JURISPRUDENCIA.—El	título	que	da	mérito	para	inscribir	la	medida	de
inhibición	para	disponer	o	gravar	bienes	es	el	parte	judicial	cursado	al
registro	por	el	juez	penal.	“¿Cuál	es	el	título	que	da	mérito	para	inscribir	la
medida	de	inhibición	para	disponer	o	gravar	bienes,	al	amparo	de	lo	dispuesto
por	la	Ley	27379?	(...)	5.	De	otro	lado,	en	reiterada	y	uniforme	jurisprudencia
esta	instancia	ha	señalado	que	el	mandato	judicial	que	ordena	una	inscripción
al	constar	en	una	resolución	que	constituye	un	instrumento	público	al	amparo
del	artículo	120	del	Código	Procesal	Civil,	su	eficacia	para	efectos	registrales
opera	a	través	de	copias	certificadas	por	el	auxiliar	jurisdiccional	respectivo	o
a	quien	corresponda,	las	mismas	que	se	cursan	al	Registro	a	través	de	un
oficio	por	el	cual	el	juez	solicita	al	Registro	se	proceda	a	la	inscripción	o
anotación	del	mandato.
Podemos	concluir	entonces,	que	el	parte	judicial	está	conformado	por	el	oficio
dirigido	por	el	juez	al	funcionario	público	y	las	copias	certificadas	de	los
actuados	judiciales	pertinentes,	siendo	éste	el	título	formal	para	la	inscripción
de	un	mandato	judicial.
Consecuentemente,	el	título	que	dará	merito	a	la	inscripción	en	el	caso
submateria,	es	el	parte	judicial	cursado	al	registro	remitido	por	el	juez	penal
(oficio	y	copia	certificada	de	la	resolución	correspondiente)”.	(Sunarp,	R.	883-
2015-Sunarp-TR-L,	may.	07/2015.	V.	P.	Mirtha	Rivera	Bedregal)
Ley	27379.
ART.	3°.—Modificado.	D.	Leg.	988,	Art.	Único.	Solicitud	del
fiscal.	La	solicitud	del	fiscal	provincial	deberá	ser	fundamentada	y
acompañará	copia	de	los	elementos	de	convicción	que	justifiquen
las	medidas	que	requiere	para	el	éxito	de	la	investigación
preliminar.	El	fiscal	deberá	indicar	el	tiempo	de	duración	de	las
medidas	solicitadas	y	las	especificaciones	necesarias	para
concretarlas,	en	especial	qué	autoridad	o	funcionario,	policial	o	de
la	propia	fiscalía,	se	encargará	de	la	diligencia	de	interceptación
de	correspondencia.	Cuando	el	procurador	público	o	la	autoridad
policial	soliciten	cualquiera	de	las	medidas	previstas	en	el	artículo
2º	y	el	fiscal	las	considere	procedentes,	las	solicitará	al	juez	en	un
plazo	no	mayor	de	veinticuatro	(24)	horas,	conforme	a	lo
dispuesto	en	el	párrafo	anterior.
Ley	30120.
Única	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Reglamentación.	 El
Poder	Ejecutivo	aprueba	el	reglamento	en	un	plazo	no	mayor	de
sesenta	días	calendario,	a	partir	de	la	vigencia	de	la	presente	ley,
donde	 se	 deberá	 precisar	 el	 procedimiento	 de	 entrega	 de	 las
grabaciones,	así	como	las	características	de	la	base	de	datos.
Ley	27379.
ART.	4°.—Modificado.	D.	Leg.	988,	Art.	Único.	Procedencia	de
la	medida.	El	juez	penal,	en	un	plazo	no	mayor	de	24	horas	y	sin
ningún	 trámite	 previo,	 se	 pronunciará	 mediante	 resolución
motivada	 acerca	 de	 la	 procedencia	 de	 la	 medida.	 La	 resolución
denegatoria	podrá	ser	apelada	en	el	plazo	de	veinticuatro	horas,
que	será	resuelta	sin	trámite	previo	por	la	sala	penal	superior	en
igual	plazo.	Ambos	trámites	serán	absolutamente	reservados	y	su
registro	 se	 producirá	 luego	 de	 culminado	 el	 incidente,	 sin	 que
pueda	identificarse	a	la	persona	afectada.
Si	 se	 dicta	 resolución	 autoritativa,	 el	 juez	 penal	 fijará	 con	 toda
precisión	el	tiempo	de	duración	de	las	medidas,	el	mismo	que	no
podrá	 exceder	 de	 noventa	 (90)	 días,	 prorrogables	 por	 igual
término.	 La	 resolución	 se	 transcribirá	 al	 fiscal	 y	 en	 el	 oficio
respectivo,	 que	 será	 reservado,	 se	 indicará	 el	 nombre	 de	 la
persona	investigada	y	los	demás	datos	necesarios	para	concretar
la	diligencia.	El	juez	penal,	en	cualquier	momento,	podrá	solicitar
al	 fiscal	provincial	 informe	acerca	de	la	ejecución	de	las	medidas
ordenadas.
Cuando	 corresponda	 la	 inscripción	 en	 los	 registros	 públicos	 de
las	medidas	 recaídas	 sobre	 los	 bienes	 que	 son	 efectos	 del	 delito
materia	de	investigación	sobre	los	instrumentos	o	medios	con	los
que	se	hubiere	ejecutado	y	éstos	no	se	encuentren	a	nombre	del
investigado,	previa	autorización	del	juez	y	según	el	procedimiento
antes	 descrito,	 el	 fiscal	 cursará	 los	 partes,	 que	 contendrán	 la
trascripción	 íntegra	del	mandato	del	 juez,	 para	 la	 inscripción	 en
los	 registros	 públicos,	 debiendo	 el	 funcionario	 competente
proceder	según	lo	dispuesto	en	éstos.
El	 fiscal	 provincial,	 en	 un	 plazo	 no	 mayor	 de	 24	 horas,	 bajo
responsabilidad	 y	 según	 lo	 dispuesto	 en	 la	 resolución	 judicial,
ejecutará	las	medidas	ordenadas	por	el	juez	penal.	Levantará	acta
que	 contenga	 las	 incidencias	 de	 la	 ejecución	 y	 a	 su	 culminación
remitirá	copia	de	lo	actuado	al	juez	penal.
Una	vez	ejecutadas	las	medidas	solicitadas,	sin	perjuicio	de	que	el
fiscal	 provincial	 decida	 la	 promoción	 de	 la	 acción	 penal	 o	 el
archivo	 de	 las	 investigaciones,	 el	 juez	 penal	 inmediatamente	 las
pondrá	en	 conocimiento	del	 afectado	por	 la	medida,	 quien	en	 el
plazo	 de	 tres	 días	 podrá	 interponer	 recurso	 de	 apelación
cuestionando	la	legalidad	de	la	resolución	autoritativa.
En	todos	los	casos,	queda	a	salvo	el	derecho	del	tercero	de	buena
fe	de	accionar	según	corresponda.
Ley	27379.
ART.	5°.—Ejecución	de	la	medida.	Ejecutada	la	medida	por	el
fiscal,	sin	perjuicio	de	que	se	haya	promovido	la	acción	penal	o
dictado	auto	de	apertura	de	instrucción,	el	juez	penal	notificará
formalmente	al	afectado	la	resolución	autoritativa	y	las	diligencias
fiscales	correspondientes,	quien	recién	podrá	apelar,	dentro	del
tercer	día,	cuestionando	la	legalidad	de	la	resolución	autoritativa
o	de	la	ejecución	llevada	a	cabo	por	el	fiscal.
La	diligencia	de	apertura	y	examen	preliminar	de
correspondencia	se	realizará	bajo	la	conducción	del	fiscal.
Culminada	la	investigación	preliminar	se	pondrá	en	conocimiento
del	afectado,	quien	podrá	exigir,	sin	perjuicio	de	interponer
recurso	de	apelación,	una	audiencia	judicial	privada	para
examinar	sus	resultados	y	hacer	valer	sus	derechos	y,	en	su	caso,
impugnar	las	decisiones	dictadas	en	ese	acto.
NOTA:	El	artículo	fue	dejado	sin	efecto	por	la	Única	Disposición	Final	de	la	Ley	27697,	publicada	el
12	de	febrero	del	2002.
Ley	27379.	
ART.	6°.—Subsistencia	o	revocación	de	la	medida	limitativa.
Promovida	la	acción	penal,	el	juez	penal	al	dictar	auto	de	apertura
de	instrucción,	se	pronunciará	obligatoriamente	acerca	de	la
subsistencia	o	revocación	de	las	medidas	limitativas	de	derechos
que	el	fiscal	solicitó	y	obtuvo	de	la	autoridad	judicial,	dictando	al
efecto	las	disposiciones	que	correspondan.	Contra	este	extremo
de	la	resolución	procede	recurso	de	apelación.
Ley	27379.
ART.	7°.—Aplicación	de	la	medida	limitativa.	Las	medidas
establecidas	en	el	artículo	2°	de	la	presente	ley,	con	excepción	de
la	indicada	en	el	numeral	1),	podrán	realizarse	en	el	curso	del
proceso	penal.	En	este	caso	serán	ordenadas,	dirigidas	y
controladas	por	el	juez	penal.
Ley	27379.
ART.	8°.—Indemnización.	Los	afectados,	en	caso	de	que	se
determine	que	las	medidas	urgentes	dictadas	con	motivo	de	la
aplicación	de	la	presente	ley	carecieron	de	fundamento	legal	o	se
ejecutaron	fuera	de	los	motivos	y	procedimientos	legalmente
establecidos,	tendrán	derecho	a	una	indemnización,	bajo	los
alcances	de	la	Ley	N°	24973,	que	será	reglamentada	por	el	Poder
Ejecutivo	en	el	plazo	de	treinta	(30)	días.
JURISPRUDENCIA.—El	indulto	especial	o	razonado	es	una	forma	de
reconocimiento	de	la	existencia	de	un	error	judicial.	“Tal	opción,	ha	sido
utilizada	por	ejemplo,	por	la	Ley	N°	24973,	cuyo	artículo	3°	inciso	a)
precisamente	prevé	la	indemnización	por	errores	judiciales	siempre	que	‘Los
[...]	condenados	en	proceso	judicial,	hayan	obtenido	en	juicio	de	revisión,
resolución	de	la	Corte	Suprema	que	declara	la	sentencia	errónea	o	arbitraria’.
Sin	embargo,	no	es	esa,	y	así	lo	entiende	este	tribunal,	la	única	alternativa	de
interpretación	cuando	de	la	determinación	de	errores	judiciales,	se	trata.
Existe	también	y	como	se	verá	más	adelante,	la	alternativa	del	indulto	especial
o	razonado	que	es	el	que	opera,	no	por	decisión	de	los	jueces	tras	la	presencia
de	un	proceso	penal	de	revisión,	sino	por	las	autoridades	políticas,	cuando	la
persona	o	personas	condenadas,	lo	han	sido	no	obstante	ser	inocentes	o
presumírseles	tal	condición.	A	dicha	opción,	(como	por	cierto,	también	a	la
primera)	se	refiere	inobjetablemente	y	de	modo	directo	el	inciso	6)	del
artículo	14	del	Pacto	Internacional	de	Derechos	Civiles	y	Políticos	al
establecer	que	‘Cuando	una	sentencia	condenatoria	firme	haya	sido
ulteriormente	revocada,	o	el	condenado	haya	sido	indultado	por	haberse
producido	o	descubierto	un	hecho	plenamente	probatorio	de	la	comisión	de	un
error	judicial,	la	persona	que	haya	sufrido	una	pena	como	resultado	de	tal
sentencia	deberá	ser	indemnizada,	conforme	a	ley	[...]’.”	(TC,	Exp.	1277-99-
AC/TC,	jul.	13/2000.	S.	S.	Acosta	Sánchez)
LEY	Nº	28122
Ley	sobre	conclusión	anticipada	de	la	instrucción
en	procesos:	lesiones,	hurto,	robo	y
microcomercialización	de	droga,	descubiertos	en
flagrancia
Ley	28122.
ART.	1°.—Conclusión	anticipada	de	la	instrucción	judicial.	La
instrucción	judicial	podrá	concluir	en	forma	anticipada,	en	los
procesos	por	los	delitos	previstos	en	los	artículos	121,	122,	185,
186,	188,	189	primera	parte	y	298	del	Código	Penal,	y	en	los
siguientes	casos:
1.	Cuando	el	imputado	hubiese	sido	descubierto	en	flagrancia,
conforme	a	la	definición	establecida	en	el	artículo	4°	de	la	Ley	N°
27934.
2.	Si	las	pruebas	recogidas	por	la	autoridad	policial,	siempre	que
en	ellas	haya	intervenido	el	Ministerio	Público,	o	por	el	propio
Ministerio	Público,	presentadas	con	la	denuncia	fiscal,	fueren
suficientes	para	promover	el	juzgamiento	sin	necesidad	de	otras
diligencias.
3.	Si	el	imputado	hubiese	formulado	confesión	sincera	ante	el
juez	conforme	al	artículo	136	del	Código	de	Procedimientos
Penales.
Incorporado.	Ley	29407,	Art.	3°.	La	conclusión	anticipada	es
obligatoria	en	todos	los	casos	cuando	la	edad	del	imputado	esté
comprendida	dentro	de	los	alcances	del	artículo	22	del	Código
Penal,	debiendo	el	juez,	bajo	responsabilidad,	implementar	los
mecanismos	necesarios	para	su	cumplimiento.
	
NOTA:	La	vigencia	del	Código	Procesal	Penal	deroga	parcialmente,	según	un	sector	de	la	judicatura,
la	ley	sobre	terminación	anticipada.	Así,	por	ejemplo,	el	Pleno	Jurisdiccional	Regional	Penal	(Lima	-
2008)	se	precisa	que	“la	entrada	en	vigencia	del	artículo	468	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal	sobre
terminación	anticipada	(según	Ley	N°	28671	del	30	de	enero	del	2006	del	01	de	febrero	del	2006),
deroga	en	parte	la	Ley	N°	28122	en	cuanto	a	los	artículos	1°	al	4°.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	conformidad	y	la	confesión	sincera.
“(…)	1)	El	tribunal,	en	el	procedimiento	de	conformidad,	no	puede	agregar	ni
reducir	los	hechos	o	circunstancias	descritos	por	el	fiscal	y	aceptados	por	el
imputado	y	su	defensa.	Tampoco	puede	pronunciarse	acerca	de	la	existencia	o
no	de	las	pruebas	o	elementos	de	convicción.
2)	La	oportunidad	procesal	para	que	el	acusado	se	acoja	a	la	conformidad	es
cuando	se	le	emplace	en	el	período	inicial	y,	siempre,	antes	que	se	inicie
propiamente	el	período	probatorio	del	juicio	oral.
3)	La	conformidad	parcial	está	expresamente	autorizada	por	la	ley.	Es
posible	un	juzgamiento	independiente	para	los	acusados	no	conformados,	que
se	producirá	siempre	que	los	hechos	estén	clara	y	nítidamente	definidos	en	la
acusación,	y	el	relato	fáctico	que	contiene	la	acusación	delimite	perfectamente
los	roles	y	la	conducta	específica	que	realizó	cada	copartícipe.
4)	El	imputado	conformado	puede	declarar	en	el	juicio	contradictorio
seguido	contra	los	acusados	no	conformados.	El	régimen	jurídico	de	su
declaración	variará	si	al	momento	de	su	intervención	en	el	juicio	son	ajenos	o
no	al	proceso	–criterio	de	la	alteridad–.
5)	El	tribunal	está	vinculado	absolutamente	a	los	hechos	conformados.	No
solo	tiene	un	deber	de	instrucción	o	información,	también	tiene	poderes	de
revisión	in	bonam	partem	respecto	a	su	configuración	jurídica,	dentro	de	los
límites	del	principio	acusatorio	y	del	respeto	al	principio	de	contradicción,	y,
en	consecuencia,	está	autorizado	a	dictar	la	sentencia	que	proceda.	Asimismo,
puede	dosificar	la	pena	dentro	del	marco	jurídico	del	tipo	legal	en	aplicación
de	los	artículos	45	y	46	del	Código	Penal.
6)	La	sentencia	conformada	no	tiene	efectos	extensivos	o	prejudiciales	sobre
la	sentencia	dictada	en	el	juicio	contradictorio.	Si	en	el	juicio	contradictorio
surgen	datos	nuevos	que	favorezcan	la	situación	jurídica	de	los	reos
conformados,	en	el	fallo	que	se	dicte	puede	revisarse	la	sentencia	con	el	fin	de
atenuar	la	pena.
7)	Existe	cierta	coincidencia	entre	la	regulación	de	la	confesión	y	la	función
de	la	conformidad.	La	confesión,	para	que	configure	una	circunstancia
atenuante	de	carácter	excepcional,	está	sujeta	a	determinados	requisitos
legalmente	estipulados,	cuya	ratio	es	la	facilitación	del	esclarecimiento	de	los
hechos	delictivos	y	que	sea	relevante	para	la	investigación	de	los	mismos.	No
obstante	ello,	la	conformidad,	de	cumplir	sus	requisitos	legales,	importa
necesariamente	una	reducción	de	la	pena,	por	aplicación	analógica	del
artículo	471	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal,	aunque	con	una	reducción
inferior	a	la	sexta	parte.
8)	La	conformidad	sobre	el	objeto	civil	está	informada	por	los	principios
dispositivo	y	de	congruencia.	Si	no	se	cuestiona	la	reparación	civil	no	es
posible	modificarla	Debe	respetar	la	pretensión	civil	alternativa	de	la	parte
civil.	Es	posible,	si	fuera	el	caso,	la	cesura	del	juicio	para	la	actuación	de
pruebas	en	aras	de	la	determinación	de	la	reparación	civil.	Debe	tomarse	en
cuenta	para	su	concreción	la	suma	global	y	la	regla	de	la	solidaridad	en	los
supuestos	de	codelincuencia.	La	variación	del	monto	de	la	reparación	civil	en
la	segunda	sentencia	no	altera	la	fijada	en	la	sentencia	conformada.	(…).”	(IV
Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente,	Transitorias	y	Especial,
Acuerdo	Plenario	5-2008/CJ-116,	nov.	03/2008)
JURISPRUDENCIA.—Conclusión	anticipada	del	proceso	impide	al
tribunal	agregar	o	reducir	los	hechos	o	circunstancias	descritos	por	el
fiscal	y	aceptados	por	el	imputado	y	su	defensa.	“El	tribunal	en	el
procedimiento	de	conformidad,	no	puede	agregar	ni	reducir	los	hechos	o
circunstancias	descritos	por	el	fiscal	y	aceptados	por	el	imputado	y	su	defensa.
Tampoco	puede	pronunciarse	acerca	de	la	existencia	o	no	de	las	pruebas	o
elementos	de	convicción”	(CSJL,	Exp.	51-08,	jul.	09/2011.	Director	de	debates
Marco	Antonio	Lizárraga	Rebaza)
Ley	28122.
ART.	2°.—Improcedencia	de	la	conclusión	anticipada.	No
procede	la	conclusión	anticipada	de	la	instrucción	cuando:
1.	El	proceso	fuere	complejo	o	las	pruebas	faltantes	no	pudieran
completarse	mediante	pocas	y	rápidas	medidas.
2.	Cuando	el	delito	ha	sido	cometido	por	más	de	cuatro	(4)
personas,	o	a	través	de	una	banda	u	organización	delictiva.
Ley	28122.
ART.	3°.—Disposición	del	juez.	Cuando	el	juez	estimare	que
procede	la	conclusión	anticipada	de	la	instrucción,	de	oficio	o	a
pedido	de	parte,	inmediatamente	después	de	actuar	la	instructiva
del	imputado	y	de	practicar	las	diligencias	urgentes	si	fueren
necesarias,	en	el	propio	turno	o	en	el	plazo	de	tres	(3)	días	desde
la	instructiva,	dispondrá	que	la	causa	se	ajuste	al	procedimiento
previsto	en	esta	ley.	Cualquier	informe	o	documento	debe
recabarse	de	inmediato	sin	necesidad	de	que	el	juez	disponga	del
plazo	de	investigación.
Ley	28122.
ART.	4°.—Oposición	a	la	conclusión	anticipada.	El	Ministerio
Público,	la	parte	civil,	el	imputado	o	su	defensor,	podrán	oponerse
a	la	conclusión	anticipada	de	la	instrucción,	exclusivamente	por
los	motivos	previstos	en	el	artículo	2°	de	esta	ley,	indicando	en	su
caso,	las	diligencias	de	prueba	cuya	ejecución	se	pretende	durante
la	instrucción	y,	de	ser	el	caso,	las	razones	que	hacen	imposible	o
inconveniente	su	producción	durante	el	juicio	oral.	La	oposición
deberá	deducirse	en	el	término	de	tres	(3)	días	de	notificado.
El	juez	resolverá	la	oposición	sin	más	trámite	en	el	término	de
dos	(2)	días,	aceptando	o	rechazando	la	pretensión.	Sólo	en	el
caso	de	rechazo,	y	en	el	plazo	de	tres	(3)	días,	podrá	interponerse
recurso	de	apelación,	el	mismo	que	se	tramitará	sin	efecto
suspensivo.	La	sala	no	puede	ordenar	la	ampliación	de	la
instrucción,	salvo	que	se	den	los	supuestos	de	excepción	del
artículo	2°	de	la	presente	ley.
Si	no	hubiere	oposición	o	ésta	hubiera	sido	rechazada,	el	juez
ordenará,	según	el	caso,	la	vista	fiscal	del	artículo	197	del	Código
de	Procedimientos	Penales,	o	la	prevista	en	el	artículo	4°	del
Decreto	Legislativo	N°	124.
Ley	28122.
ART.	5°.—Confesión	sincera.	En	los	casos	de	confesión	sincera,
la	sala	o	el	juez	actuarán	conforme	a	las	siguientes	reglas:
1.	La	sala,	después	de	instalada	la	audiencia,	preguntará	el
acusado	si	acepta	ser	autor	o	partícipe	del	delito	materia	de	la
acusación	y	responsable	de	la	reaparición	civil.
2.	Si	se	produce	la	confesión	del	acusado,	el	jugador	preguntará	al
defensor	si	está	conforme	con	él.	Si	la	respuesta	es	afirmativa,	se
declara	la	conclusión	anticipada	del	debate	oral.	La	sentencia	se
dictará	en	esa	misma	sesión	o	en	la	siguiente,	que	no	podrá
postergarse	por	más	de	cuarenta	y	ocho	(48)	horas,	bajo	sanción
de	nulidad.
3.	Si	el	defensor	expresa	su	conformidad,	pero	condicionándola	a
la	oralización	de	algún	medio	probatorio,	se	atenderá	el	pedido	así
como	se	permitirá	argumentaciones	y	refutaciones	sobre	la	pena
o	la	reparación	civil.	Seguidamente,	se	suspenderá	la	sesión	para
expedir	sentencia,	la	que	se	dictará	ese	mismo	día,	o	en	la	sesión
siguiente,	que	no	podrá	postergarse	por	más	de	cuarenta	y	ocho
(48)	horas,	bajo	sanción	de	nulidad.
4.	Si	son	varios	los	acusados	y	solamente	confiesa	una	parte	de
ellos,	con	respecto	a	éstos,	se	aplicará	el	trámite	previsto	y	se
expedirá	sentencia,	prosiguiéndose	la	audiencia	con	los	no
confesos,	salvo	que	la	sala	estime	que	se	afectaría	el	resultado	del
debate	oral.
JURISPRUDENCIA.—Conclusión	anticipada	del	debate	oral.	“(...)	Que	la
sentencia	recurrida	se	ha	emitido	al	amparo	de	lo	dispuesto	por	el	artículo
cinco	de	la	Ley	número	veintiocho	mil	ciento	veintidós,	que	autoriza	la
conclusión	anticipada	del	debate	oral	si	el	acusado,	con	la	conformidad	de	su
abogado	defensor,	acepta	ser	autor	o	partícipe	del	delito	materia	de	la
acusación	y	responsable	de	la	reparación	civil;	que	la	regla	segunda	del	citado
artículo	de	la	ley	en	referencia	prescribe	que	en	ese	caso,	una	vez	declarada	la
conclusión	anticipada	del	debate	oral,	se	dictará	sentencia	en	esa	misma
sesión	o	en	la	siguiente,	que	no	podrá	postergarse	por	más	de	cuarenta	y	ocho
horas,	bajo	sanción	de	nulidad;	que	estos	casos,	tal	como	ha	procedido	el
tribunal	de	instancia,	no	cabe	plantear	y	votar	las	cuestiones	de	hecho	a	que
se	refiere	el	artículo	doscientos	ochenta	y	uno	del	Código	de	Procedimientos
Penales,	no	sólo	porque	la	norma	especial	no	lo	estipula	de	modo	expreso,	sino
también	porque	el	citado	artículo	doscientos	ochenta	y	uno	de	la	Ley	Procesal
Penal	presupone	una	audiencia	precedida	de	la	contradicción	de	cargos	y	de
una	actividad	probatoria	realizada	para	verificar	–rechazando	o	aceptando–
las	afirmaciones	de	las	partes,	que	es	precisamente	lo	que	no	existe	en	esta
modalidad	especial	de	finalización	del	procedimiento	penal.	(...)”.	(CS,	Exp.	N°
2206-2005,	jul.	12/2005.	S.S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—“Sentencia	anticipada”	por	confesión	del	acusado.
“(...);	que	es	de	acotar	que	el	acto	de	disposición	del	imputado	y	su	defensa	(se
circunscribe	al	reconocimiento	de	la	responsabilidad	penal	y	civil	atribuida),
no	es	un	allanamiento	a	la	pena	pedida	y	a	la	reparación	civil	solicitada,	por
lo	que	–como	postula	la	doctrina	procesalista–	el	tribunal	está	autorizado,	al
reconocerse	los	hechos	acusados,	a	recorrer	la	pena	en	toda	su	extensión,
desde	la	más	alta	prevista	en	el	tipo	penal	hasta	la	mínima	inferida,	llegando
incluso	hasta	la	absolución	si	fuere	el	caso,	esto	es,	si	se	toma	en	cuenta	la
fuente	española,	parcialmente	acogida,	cuando	se	advierta	que	el	hecho	es
atípico	o	resulta	manifiesta	la	concurrencia	de	cualquier	circunstancia
determinante	de	la	exención	de	responsabilidad	penal	o	de	su	preceptiva
atenuación;	que,	como	es	de	advertirse,	se	trata	de	una	modalidad	especial	de
sentencia,	que	puede	denominarse	‘sentencia	anticipada’,	producto	de	una
confesión	del	acusado	en	los	términos	antes	descritos;	que	esta	confesión	tiene
como	efecto	procesal	concluir	el	juicio	oral,	y	no	está	circunscrita
exclusivamente	al	pedido	de	pena	y	reparación	civil	de	fiscal	y,	en	su	caso,	de
la	parte	civil,	consecuentemente,	el	tribunal	refiere	su	potestad	de	fijarlas
conforme	a	lo	que	corresponda	y	con	arreglo	a	los	principios	de	legalidad	y
proporcionalidad.”	(CS,	R.N.	N°	1766-2004-Callao,	set.	21/2004.	S.S.	San
Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—En	una	conclusión	anticipada	del	juicio	oral,	el
juzgador	puede	recorrer	la	pena	desde	la	más	alta	hasta	la	mínima
inferida,	incluso	decretar	la	absolución.	“(…)	no	obstante	que	el	acusado
(…)	se	sometió	a	la	conclusión	anticipada	del	juicio	oral,	dicha	institución
procesal	únicamente	implica	la	emisión	de	una	sentencia	producto	de	la
confesión	del	acusado,	que	tendrá	como	efecto	procesal	la	conclusión	del
debate	oral,	la	cual	no	necesariamente	está	circunscrita	al	pedido	de	pena	y
reparación	civil	del	fiscal,	por	tanto	el	juzgador	puede	recorrer	la	pena	en
toda	su	extensión,	desde	la	más	alta	prevista	en	el	tipo	penal	hasta	la	mínima
inferida,	llegando	incluso	hasta	la	absolución	si	fuere	el	caso,	cuando	advierta
–entre	otros	supuestos–	que	los	hechos	reconocidos	no	respondan	a	la
tipicidad	materia	de	acusación,	situación	que	se	presenta	en	el	presente	caso,
por	lo	que	en	estricta	aplicación	del	principio	de	legalidad	y	en	armonía	con	la
Ejecutoria	Suprema	Vinculante	emitida	en	el	proceso	penal	número	mil
setecientos	sesenta	y	seis	-	dos	mil	cuatro,	del	veintiuno	de	septiembre	de	dos
mil	cuatro,	corresponde	que	el	acusado	(…)	sea	absuelto	del	cargo	por	delito
de	colusión	desleal	formulado	en	su	contra”.	(CS,	R.	N.	904-2009-Loreto,	abr.
06/2013.	V.	P.	Calderón	Castillo)
Ley	28122.
Única	Disposición	Transitoria.—Procesos	en	trámite.	Las	reglas
del	artículo	5°	de	la	presente	ley,	se	aplicarán	a	los	procesos
pendientes	de	juicio	oral.
D.	LEG.	N°	901
Ley	de	beneficios	por	colaboración
D.	Leg.	901.
ART.	1°.—Objeto.	El	presente	decreto	legislativo	tiene	por	objeto
establecer	los	beneficios	a	que	tendrán	derecho	las	personas
involucradas	en	los	delitos	a	que	se	refiere	el	Decreto	Legislativo
N°	895	–Ley	contra	el	Terrorismo	Agravado–	y	en	los	delitos	de
homicidio	calificado,	asesinato,	secuestro,	violación	sexual	de
menor	de	catorce	años	de	edad,	violación	de	menor	de	catorce
años	seguida	de	muerte	o	lesión	grave,	robo,	robo	agravado	o
extorsión	a	que	se	refiere	el	Decreto	Legislativo	N°	896	–Ley
Contra	los	Delitos	Agravados–,	que	brinden	información	oportuna
y	veraz	que	permita	conocer	detalles	que	conduzcan	a	la
desarticulación	y	captura	de	una	banda,	asociación	o	agrupación
criminal.
NOTAS:	1.	Mediante	sentencia	del	Tribunal	Constitucional	del	15	de	noviembre	del	2001,	Exp.	005-
2001-AI/TC,	se	declaró	la	inconstitucionalidad	de	los	decretos	legislativos	N°	895	y	897,	y	varias
normas	de	la	Ley	27235,	que	regulaban	el	delito	de	“terrorismo	especial”	y	el	procedimiento	para	los
“delitos	agravados”	del	D.	Leg.	N°	896.	En	tal	virtud	se	puso	en	vigencia	la	Ley	N°	27569,	la	misma	que
establece	una	nueva	instrucción	y	juzgamiento	para	quienes	fueron	procesados	y	sentenciados	con
arreglo	a	los	decretos	legislativos	N°s	895	y	897.
2.	Taxativamente	la	Ley	27569,	publicada	el	02	de	diciembre	del	2001,	en	su	artículo	primero
establece:	“Todas	las	personas	que	se	encuentren	procesadas	o	sentenciadas	conforme	a	las	normas
previstas	en	los	decretos	legislativos	Núms.	895	y	897,	serán	sometidas	a	nuevo	juicio	en	el	fuero
común	del	Poder	Judicial,	con	arreglo	a	lo	dispuesto	en	el	Código	Penal	y	el	Procedimiento	Ordinario
del	Código	de	Procedimientos	Penales	y	normas	complementarias”.	Mientras	el	artículo	segundo
precisa	que	“Para	los	efectos	de	lo	establecido	en	esta	ley,	el	plazo	de	detención	a	que	se	refiere	el
artículo	137	del	Código	Procesal	Penal,	modificado	por	la	Ley	27553,	se	computa	desde	el	día	17	de
noviembre	del	año	2001,	fecha	de	publicación	de	la	Sentencia	del	Tribunal	Constitucional	que	declara
fundada	en	parte	la	acción	de	inconstitucionalidad	contra	diversos	artículos	de	los	Decretos
Legislativos	Núms.	895	y	897	y	la	Ley	27235”,	el	artículo	tercero	establece	auténticas	pautas
procedimentales,	“El	fuero	militar	remitirá	al	Poder	Judicial	en	el	término	de	tres	(3)	días	días
naturales,	contados	a	partir	de	la	publicación	de	está	ley,	todos	los	expedientes	que	obren	en	su	poder
seguidos	en	aplicación	de	los	decretos	legislativos	Núms.	895	y	897,	en	el	estado	en	que	se
encuentren.	El	Presidente	de	la	Corte	Suprema	de	Justicia	dispondrá	lo	conveniente,	para	que	en	el
término	de	veinticuatro	horas	de	recibido	el	expediente,	bajo	responsabilidad,	se	de	trámite	al	nuevo
procesamiento	de	las	personas	implicadas	o	se	adecuen	las	causas	en	trámite	a	lo	dispuesto	por	esta
ley”.	El	artículo	cuarto	dispone	“Deróganse	los	decretos	legislativos	Núms.	895	y	897	y	las	normas
que	se	opongan	a	esta	ley”.
D.	Leg.	901.
ART.	2°.—Alcance.	Los	beneficios	a	que	se	refiere	el	presente
decreto	legislativo	alcanzan	a	quienes	se	encuentren	o	no
comprendidos	en	una	investigación	policial,	proceso	penal	o
sentenciados	por	los	delitos	descritos	en	el	artículo	anterior.
D.	Leg.	902.
ART.	 2°.—Para	 los	 efectos	 de	 este	 decreto	 legislativo,	 a	 todo	 aquel	 que
solicite	 acogerse	 a	 un	 beneficio	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 901	 se	 le
denominará	 solicitante	 y,	 una	 vez	 que	 le	 sea	 otorgado,	 se	 le	 denominará
beneficiado.
D.	Leg.	901.
ART.	3°.—Beneficios.	Los	beneficios	serán	aplicados	por	el	juez
competente,	siempre	que	la	información	que	brinde	la	persona
involucrada	sea	veraz,	oportuna	y	debidamente	comprobada.	Los
beneficios	son	los	siguientes:
a.	Reducción	de	la	pena,	que	es	la	disminución	o	rebaja	de	la
sanción	prevista	en	la	ley	penal;
b.	Exención	de	la	pena,	que	es	la	suspensión	de	la	aplicación	de	la
sanción	prevista	en	la	ley	penal;	o,
c.	Remisión	de	la	pena,	que	es	el	perdón	del	cumplimiento	de	la
pena	impuesta.
D.	Leg.	902.
ART.	3°.—El	solicitante	tendrá	derecho	a	las	garantías	siguientes:
a)	El	secreto	de	su	identidad;
b)	Medidas	de	seguridad	para	su	integridad	personal;	y,
c)	Ser	asistido	por	su	abogado	defensor.
D.	Leg.	902.
ART.	4°.—Las	declaraciones	que	preste	el	 solicitante	ante	 las	autoridades
policiales,	penitenciarias	o	el	juez,	se	efectuarán	y	recibirán	necesariamente
con	la	presencia	del	representante	del	Ministerio	Público.
D.	Leg.	902.
ART.	 5°.—Las	 personas	 que	 sean	 comprometidas	 por	 el	 solicitante	 como
supuestos	 responsables	 de	 los	 delitos	 a	 que	 se	 refieren	 el	 Decreto
Legislativo	 N°	 895	 –Ley	 Contra	 el	 Terrorismo	 Agravado–	 y	 el	 Decreto
Legislativo	N°	896	–Ley	Contra	Delitos	Agravados–,	tendrán	derecho	a	una
exhaustiva	 investigación	 que	 permita	 recaudar	 las	 pruebas	 que	 acrediten
fehacientemente	su	situación	jurídica.
D.	Leg.	901.
ART.	4°.—Casos	de	reducción	de	la	pena.	La	reducción	de	la
pena	se	aplica	en	los	siguientes	casos:
a)	El	que	voluntariamente	y	en	forma	definitiva	abandone	su
vinculación	con	la	banda,	asociación	o	agrupación	criminal	a	la
que	pertenece,	así	como	la	realización	de	actividades	vinculadas
con	los	delitos	contemplados	en	los	decretos	legislativos	N°s.	895
y	896	y	se	presente	ante	la	autoridad	policial,	el	fiscal,	juez	penal	o
militar	competente	de	cualquier	lugar	del	país,	confesando	los
hechos	delictivos	en	que	hubiere	participado	y	revelando	los
nombres	de	los	que	integran	la	banda,	asociación	o	agrupación
criminal;	la	pena	a	imponérsele	podrá	ser	reducida	hasta	en	dos
tercios	del	mínimo	legal.
b)	El	que	en	el	transcurso	de	la	investigación	policial	o	en
cualquier	estado	del	proceso	penal	por	los	delitos	previstos	en	los
decretos	legislativos	N°s.	895	y	896	hasta	antes	de	la	acusación
fiscal,	confiese	su	participación	en	el	delito	y	colabore	con	la
investigación;	la	pena	a	imponérsele	podrá	ser	reducida	hasta	la
mitad	del	mínimo	legal.	Lo	dispuesto	en	este	inciso	no	es	aplicable
a	los	casos	de	detención	en	flagrante	delito.
c)	El	que	se	encuentre	incurso	en	los	delitos	penados	con	cadena
perpetua	previstos	en	los	decretos	legislativos	N°s.	895	y	896,
sólo	podrá	obtener	el	beneficio	de	reducción	de	la	pena	hasta	un
mínimo	de	quince	(15)	años.
Este	beneficio	procederá	cuando	el	informe	sobre	la
identificación	de	los	jefes,	cabecillas,	dirigentes	o	de	los
principales	integrantes	de	las	bandas,	asociaciones	o
agrupaciones	criminales,	haga	posible	su	captura.
El	beneficio	de	reducción	de	la	pena	de	cadena	perpetua	no
alcanza	a	los	jefes,	cabecillas	o	dirigentes	de	bandas,	asociaciones
o	agrupaciones	criminales	o	al	autor	intelectual	o	material.
D.	Leg.	902.
ART.	6°.—La	persona	que	desee	acogerse	a	los	beneficios	que	establece	el
Decreto	 Legislativo	 N°	 901,	 deberá	 presentarse	 voluntariamente	 ante
alguna	de	las	siguientes	autoridades,	en	cualquier	lugar	del	país:
a)	Autoridad	policial;
b)	Fiscal	provincial;
c)	Fiscal	superior;
d)	Juez	penal,	mixto	o	de	paz;	o,
e)	 Autoridad	 penitenciaria,	 en	 caso	 estuviera	 recluido	 en	 un
establecimiento	penitenciario.
D.	Leg.	902.
ART.	 7°.—El	 solicitante	 podrá	 presentarse	 solo	 o	 acompañado	 por	 un
familiar	o	una	persona	de	confianza.
D.	Leg.	902.
ART.	 8°.—La	declaración	del	 solicitante	 constará	 en	 un	 acta	 en	 la	 que	 se
consignará,	según	sea	el	caso,	lo	siguiente:
a)	 Compromiso	 de	 abandono	 voluntario	 y	 definitivo	 de	 toda	 actividad
ilícita;
b)	Situación	y	cargo	dentro	de	la	banda,	asociación	o	agrupación	criminal	a
la	que	pertenece;
c)	Confesión	veraz	de	los	hechos	delictivos	en	que	hubiera	participado;
d)	 Información	 veraz	 y	 oportuna	 sobre	 los	 grupos,	 bandas	 u
organizaciones,	sus	jefes,	mandos,	cabecillas,	dirigentes	y	otros	a	criterio	de
la	autoridad;
e)	 Información	 que	 permita	 impedir	 o	 neutralizar	 futuras	 acciones
delictivas;	y,
f)	Documento	de	 identificación,	 firma	 e	 impresión	digital	 del	 dedo	 índice
derecho	del	solicitante.
D.	Leg.	902.
ART.	 9°.—La	 información	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 anterior	 debe
permitir:
a)	Desarticular	bandas,	asociaciones	o	agrupaciones	criminales;
b)	Liberar	a	las	personas	que	se	encuentren	cautivas	o	secuestradas;
c)	 Recuperar	 armamento,	 explosivos	 u	 otro	 material	 utilizado	 por	 los
grupos,	bandas	u	organizaciones	delictivas;	y,
d)	Evitar	la	comisión	de	nuevos	delitos.
D.	Leg.	902.
ART.	10.—En	el	 caso	de	que	 el	 solicitante	 estuviera	 sometido	o	no	a	una
investigación	 policial,	 comprendido	 en	 un	 proceso	 penal	 o	 sentenciado,
podrá	 comunicar,	 personalmente	 o	 a	 través	 de	 un	 familiar	 o	 persona	 de
confianza,	 a	 cualquiera	 de	 las	 autoridades	 señaladas	 en	 el	 artículo	 6°	 del
presente	decreto	legislativo,	su	deseo	de	colaborar.	Dicha	autoridad	deberá
coordinar,	bajo	responsabilidad,	con	el	representante	del	Ministerio	Público
para	la	declaración	del	solicitante,	con	el	auxilio	de	la	unidad	especializada
de	la	Policía	Nacional.
D.	Leg.	902.
ART.	 11.—En	 la	 colaboración	 que	 preste	 el	 solicitante	 ante	 la	 autoridad
judicial,	Ministerio	Público,	autoridad	policial	o	penitenciaria,	tiene	derecho
a	ser	asistido	por	un	abogado.
D.	Leg.	901.
ART.	5°.—Caso	de	exención	de	la	pena.	La	exención	de	la	pena
se	aplica	al	que	no	siendo	autor	ni	coautor,	se	encuentre	o	no
comprendido	en	un	proceso	penal	por	los	delitos	previstos	en	los
decretos	legislativos	N°s.	895	y	896,	colabore	voluntariamente
proporcionando	información	oportuna	y	veraz	que	permita
conocer	detalles	de	las	bandas,	asociaciones	o	agrupaciones
criminales,	su	funcionamiento	e	identificación	de	los	jefes,
cabecillas,	dirigentes	y	de	sus	principales	integrantes	y	que,	con
dicha	información,	se	impida	o	neutralice	futuras	acciones	o
permita	la	captura	de	los	delincuentes.
D.	Leg.	902.
ART.	 12.—La	 eficacia	 y	 veracidad	 de	 las	 informaciones	 obtenidas	 se
comprobarán	con	arreglo	al	procedimiento	siguiente:
a)	 En	 los	 casos	 del	 beneficio	 de	 reducción	 de	 la	 pena,	 la	 colaboración
proporcionada	se	evaluará	en	la	etapa	del	juzgamiento;
b)	En	los	casos	del	beneficio	de	exención	de	la	pena	se	considerará:
b.1)	 Si	 no	 hubiere	 proceso	 penal	 en	 curso,	 el	 fiscal	 que	 interviene
dispondrá	 la	 intervención	 policial	 correspondiente,	 con	 arreglo	 a	 sus
atribuciones;
b.2)	Si	existiere	proceso	penal	en	curso,	el	juez	o	la	sala	penal,	según	sea	el
caso,	 dispondrá	 la	 intervención	 policial,	 debiendo	 el	 fiscal	 proceder	 con
arreglo	a	sus	atribuciones;	y,
c)	 En	 los	 casos	del	 beneficio	de	 remisión	de	 la	 pena,	 la	 verificación	de	 la
información	 será	 ordenada	 por	 el	 fiscal	 que	 actuó	 en	 la	 declaración,
disponiendo	la	intervención	policial.
D.	Leg.	902.
ART.	13.—En	el	caso	de	que	el	solicitante	desee	acogerse	a	los	beneficios	de
la	reducción	o	la	exención	de	la	pena,	de	existir	o	no	investigación	policial	o
proceso	penal	en	curso,	el	representante	del	Ministerio	Público,	el	juez	o	la
sala	especializada,	según	sea	el	caso,	dispondrá	la	intervención	de	la	Unidad
Especializada	 de	 la	 Policía	 Nacional,	 para	 que	 proceda	 a	 efectuar	 una
investigación	en	el	 tiempo	que	sea	necesario	para	realizarla	eficazmente	y
recaudar	las	pruebas	sustentatorias	de	la	verificación	de	la	información,	con
la	 participación	 del	 fiscal,	 al	 término	 de	 la	 cual	 elevará	 el	 informe	 a	 esta
autoridad.
D.	Leg.	902.
ART.	 14.—El	 sentenciado	 que	 decide	 acogerse	 a	 la	 remisión	 de	 la	 pena,
prestará	su	declaración	ante	el	representante	del	Ministerio	Público,	quien
ordenará	 la	 intervención	de	 la	Unidad	Especializada	de	 la	Policía	Nacional
para	 que	 proceda	 a	 efectuar	 una	 investigación	 en	 el	 tiempo	 que	 sea
necesario	para	realizarla	eficazmente	y	recaudar	las	pruebas	sustentatorias
de	 la	 verificación	 de	 la	 información	 proporcionada	 por	 el	 solicitante.	 La
Policía	Nacional	elevará	el	informe	al	fiscal.
D.	Leg.	902.
ART.	15.—La	verificación	que	efectúe	la	Unidad	Especializada	de	la	Policía
Nacional	consistirá	en:
a)	La	identificación	dactiloscópica	del	solicitante;
b)	Coordinación	con	las	autoridades	pertinentes;
c)	El	recaudo	de	las	pruebas	que	acrediten	los	hechos	denunciados;
d)	Análisis,	contraste	y	verificación	de	las	informaciones;	y,
e)	Formulación	del	informe	respectivo.
D.	Leg.	902.
ART.	16.—El	informe	de	la	Unidad	Especializada	de	la	Policía	Nacional,	que
se	eleve	al	 fiscal,	deberá	verificar	 las	 informaciones	proporcionadas	por	el
solicitante,	 debiendo	 estar	 adecuadamente	 sustentado	 en	 pruebas	 que
acrediten	la	información	proporcionada	y	permitan	al	Ministerio	Público	o	a
la	autoridad	judicial,	según	sea	el	caso,	pronunciarse	sobre	la	procedencia	o
improcedencia	del	beneficio	solicitado.
En	 los	 casos	en	que	 la	 investigación	policial	practicada	 concluyera	que	 la
información	 proporcionada	 es	 dolosamente	 falsa,	 el	 juez	 o	 el	 fiscal,	 según
sea	el	caso,	deberá	actuar	conforme	a	sus	atribuciones.
D.	Leg.	901.
ART.	6°.—Caso	de	remisión	de	la	pena.	La	remisión	de	la	pena
se	aplica	al	sentenciado	por	los	delitos	previstos	en	los	decretos
legislativos	N°s.	895	y	896,	que	se	encuentre	cumpliendo	pena
privativa	de	libertad,	a	excepción	de	cadena	perpetua,	y
proporcione	voluntariamente	información	oportuna	y	veraz	que
permita	conocer	detalles	de	las	bandas,	asociaciones	o
agrupaciones	criminales	y	su	funcionamiento,	así	como	la
identificación	de	sus	integrantes	y	que	con	dicha	información	se
impida	o	neutralice	futuras	acciones	o	daños	que	podrían
producirse	o	permita	la	captura	de	los	delincuentes.
D.	Leg.	902.
ART.	 17.—Comprobada	 la	 veracidad	 de	 la	 información,	 el	 beneficio	 se
concederá,	según	corresponda,	de	acuerdo	con	el	procedimiento	siguiente:
a)	En	los	casos	del	beneficio	de	reducción	o	de	exención	de	la	pena:
a.1)	 Si	 no	 hubiere	 proceso	 penal	 en	 curso,	 el	 fiscal	 provincial,
simultáneamente	con	la	denuncia	que	formule	ante	el	juez,	remitirá	copia	de
lo	actuado	al	fiscal	de	la	sala	penal,	la	que	emitirá	resolución	disponiendo	el
archivo	 definitivo	 en	 lo	 referente	 al	 solicitante,	 elevándole	 lo	 actuado	 en
consulta	al	Fiscal	Supremo	Especializado	en	lo	Penal.
a.2)	 Si	 hubiere	 proceso	 penal	 en	 curso,	 el	 juez	 solicitará	 informe	 del
resultado	 de	 las	 investigaciones	 realizadas	 por	 la	 autoridad	 policial	 y
formará	 un	 cuaderno	 incidental	 que	 será	 elevado	 a	 la	 Sala	 Penal	 y	 previo
dictamen	fiscal,	resolverá	la	exención	de	la	pena,	disponiendo	el	corte	de	la
secuela	del	proceso	respecto	al	beneficiado.
b)	Cuando	se	trate	de	la	remisión	de	la	pena,	el	fiscal	provincial,	agotada	la
investigación,	 con	 la	participación	de	 la	Unidad	Especializada	de	 la	Policía
Nacional,	remitirá	copia	de	lo	actuado	a	la	Sala	Penal	que	dictó	la	condena,	la
que	 luego	de	 emitido	 el	 dictamen	 fiscal,	 resolverá	 sobre	 la	 remisión	de	 la
pena	del	sentenciado	que	solicitó	el	beneficio.
D.	Leg.	902.
ART.	 18.—La	 resolución	 expedida	 por	 la	 Sala	 Especializada,	 podrá	 ser
objeto	de	recurso	de	nulidad	por	el	procesado,	representante	del	Ministerio
Público	o	por	el	Procurador	Público.
D.	Leg.	902.
ART.	 19.—Interpuesto	 el	 recurso	 de	 nulidad,	 la	 Sala	 Especializada
dispondrá	que	el	cuaderno	incidental	sea	elevado	a	la	Sala	Especializada	de
la	 Corte	 Suprema	 de	 Justicia	 de	 la	 República,	 previo	 dictamen	 del	 Fiscal
Supremo.
D.	Leg.	901.
ART.	7°.—Revocación	del	beneficio.	La	reducción,	exención	y
remisión	que,	en	su	caso,	se	concede	al	amparo	del	presente
decreto	legislativo,	están	condicionadas	a	que	el	beneficiado	no
cometa	nuevo	delito	contemplado	en	los	decretos	legislativos	N°s.
895	y	896,	dentro	de	los	diez	años	de	habérsele	otorgado	el
beneficio.	En	caso	de	incumplimiento	se	le	aplicará	la	pena
privativa	de	libertad	de	cadena	perpetua,	previo	juzgamiento	por
el	nuevo	ilícito	penal.
D.	Leg.	902.
ART.	 20.—Efectuada	 la	 verificación	 por	 la	 Unidad	 Especializada	 de	 la
Policía	Nacional,	 si	 se	 llega	a	 comprobar	que	 la	 información	no	es	veraz	y
oportuna,	 el	 Ministerio	 Público	 o	 la	 autoridad	 judicial,	 según	 sea	 el	 caso,
declarará	 improcedente	 el	 beneficio	 solicitado,	 disponiendo	 el
archivamiento	definitivo	de	lo	actuado,	con	conocimiento	del	solicitante.
D.	Leg.	901.
ART.	8°.—Calificación	de	oficio.	La	autoridad	judicial	está
obligada	a	calificar	el	beneficio	que	conforme	a	este	decreto
legislativo	corresponde	al	solicitante,	así	no	haya	sido	invocado.
D.	Leg.	902.
ART.	 21.—La	 persona	 que	 sea	 comprometida	 por	 el	 solicitante	 como
supuesto	responsable	de	los	presuntos	delitos	a	que	se	refieren	los	decretos
legislativos	N°s	895	y	896,	tendrá	las	garantías	y	derechos	siguientes:
a)	El	derecho	de	ser	considerado	inocente,	mientras	no	se	haya	declarado
judicialmente	su	responsabilidad;
b)	El	derecho	a	la	observancia	del	debido	proceso	y	la	tutela	jurisdiccional;
c)	 El	 derecho	 a	 la	 motivación	 escrita	 de	 las	 resoluciones	 judiciales	 con
mención	 expresa	 de	 la	 ley	 y	 de	 las	 pruebas	 en	 que	 se	 sustenta	 la
información	del	solicitante;
d)	El	derecho	a	un	examen	médico;
e)	La	garantía	de	no	ser	penado	sin	proceso	judicial;	y,
f)	La	garantía	de	no	ser	privado	del	derecho	de	defensa.
D.	Leg.	902.
ART.	 22.—Los	 fiscales	 bajo	 responsabilidad,	 asegurarán	 que	 la	 Unidad
Especializada	 de	 la	 Policía	 Nacional	 cumpla	 los	 derechos	 y	 garantías
descritos	 y	 que	 toda	 verificación	 de	 la	 información	 proporcionada	 por	 el
solicitante	se	recaude	con	las	pruebas	que	la	sustenten	debidamente.
D.	Leg.	902.
ART.	 23.—Al	 solicitante	 se	 le	 dará	 la	 seguridad	 personal	 y	 la	 reserva
necesaria,	 asignándole,	 según	sea	el	 caso,	una	clave	para	su	 identificación,
con	la	cual	se	le	denominará	hasta	la	obtención	del	beneficio.
D.	Leg.	902.
ART.	24.—El	procedimiento	a	seguir	respecto	al	beneficio	solicitado,	tendrá
la	 clasificación	 de	 “estrictamente	 secreto”,	 para	 garantizar	 la	 integridad
personal	del	solicitante	y	de	sus	familiares.
D.	Leg.	902.
ART.	 25.—Las	 autoridades	 señaladas	 en	 el	 artículo	 6°,	 durante	 todo	 el
procedimiento,	bajo	responsabilidad,	deberán:
a)	 Adoptar	 las	 medidas	 de	 seguridad	 y	 reserva	 necesarias,	 a	 fin	 de
preservar	la	existencia	física	de	la	documentación	relacionada	al	caso;	y,
b)	Adoptar	las	medidas	necesarias	para	ubicar	y	mantener	al	solicitante	en
un	ambiente	especial	o	en	su	domicilio,	según	sea	el	caso.
2.	Pérdida	de	dominio
D.	Leg.	1104
Decreto	legislativo	que	regula	el	proceso	de
pérdida	de	dominio
D.	Leg.	1104.
ART.	1°.—Objeto.	El	presente	decreto	legislativo	tiene	por	objeto
regular	la	aplicación	y	los	procesos	de	pérdida	de	dominio,	así
como	establecer	los	mecanismos	de	distribución	y	administración
de	los	bienes	o	fondos	recaudados.
NOTA:	El	Decreto	Legislativo	1104,	publicado	el	19	de	abril	del	2012,	derogó	expresamente	el	D.
Leg.	992	y	su	ley	modificatoria	(Ley	29212).	El	nuevo	reglamento	del	D.	Leg.	1104	se	emitirá	en	un
plazo	no	mayor	de	noventa	días	hábiles	siguientes	a	la	publicación	del	citado	decreto.
D.	S.	093-2012-PCM.
ART.	1°.—Aprobación	del	reglamento	del	Decreto	Legislativo	N°	1104.
Apruébese	 el	 reglamento	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 1104,	 decreto
legislativo	 que	 modifica	 la	 legislación	 sobre	 pérdida	 de	 dominio,	 el	 cual
consta	 de	 cuatro	 (04)	 títulos,	 siete	 (07)	 capítulos,	 treinta	 y	 siete	 (37)
artículos,	 siete	 (07)	 disposiciones	 complementarias	 finales,	 y	 una	 (01)
Disposición	Complementaria	Transitoria,	que	como	anexo	forman	parte	del
presente	decreto	supremo.
D.	S.	093-2012-PCM.
ART.	 2°.—Financiamiento.	 Las	 acciones	 necesarias	 para	 la
implementación	 y	 cumplimiento	 del	 reglamento	 aprobado	 mediante	 el
presente	dispositivo,	a	cargo	de	las	entidades	competentes,	se	financian	con
cargo	al	presupuesto	institucional	autorizado	para	cada	pliego	en	las	 leyes
anuales	de	presupuesto,	y	en	el	marco	de	las	disposiciones	legales	vigentes.
REGLAMENTO	DEL	DECRETO	LEGISLATIVO	1104
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	 1°.—Objeto.	 La	 presente	 norma	 tiene	 por	 objeto	 reglamentar	 el
Decreto	 Legislativo	N°	 1104,	 que	modifica	 la	 legislación	 sobre	 pérdida	 de
dominio.
D.	Leg.	1104.
ART.	2°.—Concepto	y	ámbito	de	aplicación.
2.1.	 La	 pérdida	 de	 dominio	 es	 una	 consecuencia	 jurídico-
patrimonial	 a	 través	 de	 la	 cual	 se	 declara	 la	 titularidad	 de	 los
objetos,	 instrumentos,	 efectos	 y	 ganancias	 del	 delito	 a	 favor	 del
Estado	por	sentencia	de	 la	autoridad	 jurisdiccional,	mediante	un
debido	proceso.
2.2.	Se	aplica	cuando	se	trate	de	objetos,	instrumentos,	efectos	o
ganancias	 de	 los	 siguientes	 delitos:	 tráfico	 ilícito	 de	 drogas,
terrorismo,	 secuestro,	 extorsión,	 trata	 de	 personas,	 lavado	 de
activos,	 delitos	 aduaneros,	 defraudación	 tributaria,	 concusión,
peculado,	 cohecho,	 tráfico	de	 influencias,	 enriquecimiento	 ilícito,
delitos	ambientales,	minería	 ilegal	y	otros	delitos	y	acciones	que
generen	efectos	o	ganancias	ilegales	en	agravio	del	Estado.
D.	Leg.	1104.
ART.	3°.—Criterios	de	aplicación.	A	efectos	de	la	aplicación	del
presente	decreto	legislativo	debe	tenerse	en	cuenta	que:
a)	 Se	 reconoce	 la	 firmeza	 del	 título	 del	 tercero	 de	 buena	 fe	 y	 a
título	oneroso.
b)	 La	 acción	 de	 pérdida	 de	 dominio	 prescribe	 a	 los	 veinte	 (20)
años.
c)	Se	puede	incoar	la	acción	de	pérdida	de	dominio	aun	cuando	se
haya	extinguido	 la	 acción	penal	por	 el	 delito	del	 cual	 se	derivan
los	objetos,	instrumentos,	efectos	o	ganancias,	inclusive	en	contra
de	los	sucesores	que	estén	en	poder	de	éstos.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	 2°.—Ámbito	 de	 aplicación.	 El	 presente	 reglamento	 es	 de
observancia	obligatoria	para	todos	los	sujetos	y	entidades	mencionados	en
el	Decreto	Legislativo	N°	1104	y	los	intervinientes	en	el	proceso	de	pérdida
de	dominio,	 incautación	y	decomiso	de	bienes,	conforme	a	los	alcances	del
referido	 decreto	 legislativo	 y	 las	 normas	 ordinarias	 o	 especiales	 sobre	 la
materia;	 así	 como	 para	 aquellos	 involucrados	 en	 la	 administración	 y
disposición	de	bienes	incautados,	decomisados	y	declarados	en	pérdida	de
dominio.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	3°.—Terminología.	Para	fines	de	la	aplicación	del	Decreto	Legislativo
N°	1104	y	del	presente	reglamento,	se	entenderá	también	por	“Efectos”	a	los
bienes	 o	 activos	 que	 se	 obtienen	 como	 producto	 directo	 de	 la	 actividad
delictiva,	 incluyendo	 las	 mercancías	 materia	 del	 delito	 de	 contrabando	 y
defraudación	tributaria.
Asimismo,	se	entenderá	también	por	“Ganancias”	a	los	efectos	mediatos	del
delito;	 esto	 es,	 los	 bienes,	 derechos,	 títulos,	 objetos	 o	 cualquier	 provecho
patrimonial	o	económico	obtenidos	como	producto	indirecto	de	la	actividad
delictiva,	 incluidos	 los	 que	 provienen	 de	 actos	 lícitos	 realizados	 sobre	 los
efectos	del	delito.
De	 otro	 lado,	 se	 entenderá	 por	 “Incautación”	 a	 la	 medida	 cautelar	 que
puede	disponerse	sobre	los	instrumentos,	efectos,	ganancias	del	delito	y	los
demás	bienes	y	activos	establecidos	por	ley,	con	la	finalidad	de	garantizar	la
posterior	 declaración	 de	 pérdida	 de	 dominio	 en	 la	 sentencia
correspondiente.
Finalmente,	 se	 entenderá	por	 “Decomiso”	 a	 la	 privación	 o	 pérdida	 de	 los
instrumentos,	 efectos,	 ganancias	 del	 delito	 y	 los	 demás	 bienes	 y	 activos
establecidos	por	 ley,	 y	 la	 consecuente	declaración	de	 titularidad	 sobre	 los
mismos	a	favor	del	Estado,	decidida	por	el	juez	en	el	proceso	penal.
D.	Leg.	1104.
ART.	 4°.—Supuestos	 de	 procedencia	 de	 la	 pérdida	 de
dominio.	La	pérdida	de	dominio	procede	cuando	se	presuma	que
los	 objetos,	 instrumentos,	 efectos	 o	 ganancias	 provienen	 de	 la
comisión	 de	 los	 hechos	 delictivos	 referidos	 en	 el	 artículo	 2°	 del
presente	decreto	legislativo	y	cuando	concurran	alguno	o	algunos
de	los	siguientes	supuestos:
a)	Cuando	por	cualquier	causa,	no	es	posible	 iniciar	o	continuar
el	proceso	penal.
b)	Cuando	el	proceso	penal	ha	concluido	por	cualquier	causa,	sin
haberse	 desvirtuado	 el	 origen	 delictivo	 de	 los	 objetos,
instrumentos,	efectos	o	ganancias	del	delito	o	su	utilización	en	la
comisión	del	delito.
c)	 Cuando	 los	 objetos,	 instrumentos,	 efectos	 o	 ganancias	 se
descubriesen	con	posterioridad	a	la	etapa	intermedia	del	proceso
o	luego	de	concluida	la	etapa	de	instrucción.
d)	 Cuando	 habiendo	 concluido	 el	 proceso	 penal,	 los	 objetos,
instrumentos,	efectos	o	ganancias	se	descubren	con	posterioridad.
En	 los	 demás	 casos	 no	 previstos	 en	 los	 incisos	 anteriores,	 se
aplicarán	 las	 competencias,	 mecanismos	 y	 procedimientos
contemplados	 en	 las	 normas	 sobre	 incautación	 o	 decomiso	 de
bienes.
D.	Leg.	1104.
ART.	5°.—Bienes	afectados.
5.1.	La	pérdida	de	dominio	se	aplica	en	los	supuestos	del	artículo
anterior	sobre	aquellos	objetos,	instrumentos,	efectos	o	ganancias
que	se	encuentran	en	aparente	propiedad	o	posesión	de	persona
natural	o	 jurídica	y	que	por	fundadas	evidencias	se	presume	son
producto	directo	o	indirecto	de	actividad	delictiva.
5.2.	 También	 procede	 sobre	 bienes	 de	 la	 titularidad	 del	 agente
del	 delito	 cuando	 se	 determine	 que	 el	 delito	 cometido	 ha
generado	efectos	o	 ganancias;	 o	 los	que	 se	mantienen	ocultos;	 o
han	sido	transferidos	a	terceros,	quienes	han	adquirido	un	título
firme	sobre	los	mismos.
5.3.	 Asimismo,	 procede	 sobre	 bienes	 de	 origen	 lícito	 que	 se
confundan,	mezclen	o	resulten	indiferenciables	con	alguno	de	los
bienes	mencionados	 en	 los	 párrafos	 anteriores,	 en	 cuyo	 caso	 se
presumirá	su	ilicitud.
5.4.	Tratándose	de	organizaciones	criminales	procede	la	pérdida
de	 dominio	 aun	 cuando	 no	 se	 trate	 de	 bienes	 que	 constituyan
objetos,	instrumentos,	efectos	o	ganancias	del	delito,	siempre	que
estén	dedicados	al	uso	o	servicio	de	la	organización	criminal.
PÉRDIDA	DE	DOMINIO
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	4°.—Del	dominio	de	los	bienes.	Para	efectos	de	 la	aplicación	de	 la
legislación	sobre	pérdida	de	dominio,	deberá	considerarse	que	el	dominio
sobre	 bienes,	 derechos	 y/o	 títulos	 solo	 puede	 adquirirse	 a	 través	 de
mecanismos	 compatibles	 con	 nuestro	 ordenamiento	 jurídico,	 y	 solo	 a
aquellos	 se	 extiende	 la	 protección	 que	 este	 brinda.	 Asimismo,	 detentar	 o
poseer	los	bienes	o	activos	obtenidos	ilícitamente	y	sus	efectos	mediatos	no
constituyen	justo	título,	salvo	en	el	caso	del	tercer	adquiriente	de	buena	fe	y
a	título	oneroso.
D.	Leg.	1104.
ART.	6°.—De	la	obligación	de	informar	sobre	la	existencia	de
bienes	sujetos	a	la	presente	acción.
6.1.	El	fiscal,	el	 juez,	el	procurador	público,	el	notario	público,	el
registrador	 público,	 cualquier	 servidor	 o	 funcionario	 público	 o
cualquier	 otra	 persona	 obligada	 por	 ley,	 especialmente	 las
pertenecientes	al	sistema	bancario	y	financiero	que,	en	el	ejercicio
de	sus	actividades	o	funciones	tome	conocimiento	de	la	existencia
de	objetos,	 instrumentos,	efectos	o	ganancias	del	delito,	deberán
informarlo	 al	 Ministerio	 Público,	 en	 un	 plazo	 no	mayor	 de	 diez
(10)	días	naturales	de	haber	tomado	conocimiento	del	hecho.
6.2.	 Se	 reservará	 la	 identidad	 de	 cualquier	 persona	 natural	 o
jurídica	 que	 proporcione	 la	 información	 a	 que	 se	 refiere	 el
numeral	 precedente,	 sin	 perjuicio	 de	 brindarle	 las	 medidas	 de
protección	 adecuadas.	 El	 Ministerio	 Público	 emitirá	 las
disposiciones	reglamentarias	pertinentes.
6.3.	 En	 el	 supuesto	que	 la	 información	proporcionada	 sea	 falsa,
tendenciosa	o	con	el	propósito	de	ocasionar	perjuicio,	la	persona
natural	 o	 jurídica	 que	 proporcione	 la	 misma,	 asume	 las
responsabilidades	 civiles,	 penales	 o	 administrativas
correspondientes.
6.4.	 Las	 autoridades	 competentes,	 para	 efectos	 de	 la	 aplicación
del	presente	decreto	legislativo,	podrán	solicitar	información	a	los
estados,	organismos	y	entidades	internacionales	habilitados	para
este	efecto	por	tratados	o	convenios	de	cooperación.
D.	Leg.	1104.
ART.	7°.—De	la	naturaleza	del	proceso.	El	proceso	de	pérdida
de	 dominio	 materia	 de	 la	 presente	 norma,	 es	 de	 naturaleza
jurisdiccional,	 de	 carácter	 real	 y	 de	 contenido	 patrimonial	 y
procederá	 sobre	 cualquier	 derecho	 real,	 principal	 o	 accesorio,
independientemente	 de	 quien	 los	 tenga	 en	 su	 poder	 o	 los	 haya
adquirido	 y	 sobre	 los	 bienes	 comprometidos.	 Se	 tramita	 como
proceso	 especial,	 constituyendo	 un	 proceso	 distinto	 e
independiente	de	cualquier	otro.
D.	Leg.	1104.
ART.	8°.—Normas	aplicables.	El	proceso	de	pérdida	de	dominio
se	 sujeta	 a	 las	 disposiciones	 del	 presente	 decreto	 legislativo.
Supletoriamente	se	aplicarán	las	reglas	del	Código	Procesal	Penal,
aprobado	 por	 el	 Decreto	 Legislativo	 N°	 957,	 del	 Código	 de
Procedimientos	 Penales,	 del	 Código	 Procesal	 Civil	 y	 demás
normas	pertinentes.
D.	Leg.	1104.
ART.	9°.—Del	debido	proceso.
9.1.	En	el	 trámite	previsto	en	 la	presente	norma	se	garantiza	el
debido	proceso,	pudiendo	quien	se	considere	afectado,	ejercer	los
derechos	que	la	Constitución	Política	y	las	leyes	le	reconocen.
9.2.	 La	 carga	 de	 la	 prueba	 de	 la	 vinculación	 de	 los	 objetos,
instrumentos,	 efectos	 o	 ganancias	 con	 el	 delito	 o	 con	 la
organización	 criminal,	 según	 sea	 el	 caso,	 le	 corresponde	 al
Ministerio	Público,	sin	perjuicio	de	que	la	parte	afectada	acredite
el	origen	lícito	de	los	bienes,	aportando	el	material	probatorio	que
corresponda.
D.	Leg.	1104.
ART.	10.—De	la	competencia.
10.1.	El	proceso	 será	 conocido	en	primera	 instancia	por	 el	 Juez
Especializado	en	 lo	Penal	o	Mixto	del	 lugar	donde	se	encuentren
ubicados	 o	 se	 descubran	 los	 objetos,	 instrumentos,	 efectos	 o
ganancias	vinculados	a	cualquiera	de	 los	delitos	mencionados	en
el	 artículo	 2°	 y	 en	 los	 supuestos	 de	 aplicación	 referidos	 en	 el
artículo	 4°	 del	 presente	 decreto	 legislativo,	 quedando	 a	 salvo	 la
asignación	 o	 determinación	 de	 competencias	 especializadas
creadas	por	el	Ministerio	Público	y	el	Poder	 Judicial.	De	haberse
iniciado	proceso	penal	relacionado	a	los	delitos	establecidos	en	el
artículo	 2°	 del	 presente	 decreto	 legislativo	 y	 de	 existir	 en	 dicho
lugar	 objetos,	 instrumentos,	 efectos	 o	 ganancias	 del	 delito,	 será
competente	para	conocer	el	proceso	de	pérdida	de	dominio	el	juez
que	conoce	el	proceso	penal.
10.2.	Si	 se	encuentran	bienes	en	distintos	distritos	 judiciales,	es
competente	 el	 juez	 del	 distrito	 en	 donde	 se	 inicie	 la	 primera
investigación	a	cargo	del	Ministerio	Público.
10.3.	 Si	 con	 posterioridad	 al	 inicio	 del	 proceso	 de	 pérdida	 de
dominio	 se	 toma	conocimiento	de	 la	 existencia	de	otros	objetos,
instrumentos,	efectos	o	ganancias	del	delito	vinculados	al	objeto
de	 este	 proceso,	 ubicados	 en	 distintos	 lugares,	 mantiene	 la
competencia	el	juez	que	conoce	la	primera	demanda.
10.4.	La	Sala	Penal	o	Mixta	del	mismo	distrito	judicial	en	el	que	se
tramitó	 la	 pérdida	 de	 dominio	 es	 competente	 para	 conocer,	 en
segunda	 y	 última	 instancia,	 las	 apelaciones	 que	 formulen	 las
partes	 contra	 las	 medidas	 cautelares,	 la	 sentencia	 y	 otras
resoluciones	 susceptibles	 de	 impugnación	 conforme	 al	 presente
decreto	legislativo.
ÓRGANOS	PENALES	COMPETENTES	PARA	CONOCER	PROCESOS	POR
PÉRDIDA	DE	DOMINIO
R.	Adm.	039-2013-CE-PJ.
ART.	1°.—Precisar	 los	órganos	 jurisdiccionales	penales	 competentes	para
conocer	procesos	por	pérdida	de	dominio:
a)	 En	 los	 distritos	 judiciales	 en	 que	 el	 nuevo	 Código	 Procesal	 Penal	 del
2004	se	encuentre	vigente	 íntegramente,	 serán	competentes	para	 conocer
los	 procesos	 por	 pérdida	 de	 dominio	 los	 jueces	 de	 la	 investigación
preparatoria.	En	los	casos	de	procesos	de	pérdida	de	domino	ya	iniciados	y
que	 actualmente	 sean	 de	 conocimiento	 de	 los	 juzgados	 penales,	 deberán
seguir	tramitándose	ante	dichos	órganos	hasta	su	debida	culminación.
b)	 En	 los	 distritos	 judiciales	 en	 los	 que	 no	 ha	 entrado	 en	 vigencia
íntegramente	 el	 nuevo	 Código	 Procesal	 Penal	 del	 2004,	 será	 competente
para	conocer	los	procesos	por	perdida	de	dominio	el	 juez	especializado	en
lo	 penal	 o	 juez	 penal	 mixto,	 según	 corresponda.	 Salvo	 que	 el	 proceso	 de
pérdida	 de	 dominio	 esté	 relacionado	 a	 delitos	 de	 corrupción	 de
funcionarios,	 caso	 en	 el	 cual	 será	 competente	 el	 juez	 de	 la	 investigación
preparatoria.
c)	En	 los	 casos	 en	 que	 el	 proceso	 de	 pérdida	 de	 dominio	 esté	 referido	 a
objetos,	instrumentos,	efectos	o	ganancias	de	los	delitos	que	son	materia	de
competencia	 de	 la	 Sala	 Penal	 Nacional	 (artículo	 1°	 de	 la	 Resolución
Administrativa	 N°	 136-2012-CE-PJ,	 del	 9	 de	 julio	 del	 2012),	 será
competente	el	juez	penal	nacional	o	el	juez	de	la	investigación	preparatoria
nacional,	según	corresponda.
R.	Adm.	039-2013-CE-PJ.
ART.	2°.—Disponer	que	la	Gerencia	General	del	Poder	Judicial	implemente
un	sistema	de	monitoreo	y	evaluación	de	la	carga	procesal	a	nivel	nacional
de	 los	 procesos	 de	 pérdida	 de	 dominio.	 Para	 tal	 efecto,	 dicho	 sistema	 de
seguimiento	deberá	contar	con	información	en	tiempo	real	de	los	siguiente
datos:	1.	Cantidad	de	procesos,	en	forma	global	y	por	estado,	2.	Estado	del
proceso	 (admitidos,	 rechazados,	 en	 trámite,	 sentencias,	 con	 recurso
impugnatorio,	 en	 consulta,	 y	 en	 ejecución,	 ejecutados,	 en	 archivo),	 3.
Naturaleza	 (complejo	 o	 simple),	 4.	 Número	 de	 audiencias,	 5.	 Cantidad	 de
sentencias	y	tipos	de	sentencia,	y	6.	Eventual	problemática.
R.	Adm.	039-2013-CE-PJ.
ART.	 3°.—Encargar	 al	 despacho	 del	 señor	 Consejero	 Bonifacio	 Meneses
Gonzales	 el	 seguimiento,	 monitoreo	 y	 propuesta	 de	 mejoras	 para	 la
optimización	y	adecuada	gestión	de	los	procesos	por	pérdida	de	dominio.
R.	Adm.	039-2013-CE-PJ.
ART.	 4°.—Disponer	 que	 los	 jueces	 de	 orden	 jurisdiccional	 penal
comuniquen,	 por	 intermedio	 de	 la	 presidencia	 de	 la	 Corte	 Superior
respectiva,	los	procesos	por	perdida	de	dominio	que	se	encuentren	bajo	su
jurisdicción.
R.	Adm.	039-2013-CE-PJ.
ART.	 5°.—Transcribir	 la	 presente	 resolución	 a	 la	 Fiscalía	 de	 la	 Nación,
Ministerio	 del	 Interior,	 Ministerio	 de	 Justicia,	 Oficina	 de	 Control	 de	 la
Magistratura	 del	 Poder	 Judicial,	 presidencias	 de	 las	 cortes	 superiores	 de
justicia	 del	 país,	 magistrada	 coordinadora	 de	 la	 Sala	 Penal	 Nacional	 y
juzgados	penales	nacionales,	y	Gerencia	General	del	Poder	Judicial,	para	su
conocimiento	y	fines	pertinentes.
D.	Leg.	1104.
ART.	 11.—Del	 inicio	 de	 la	 investigación.	 El	 fiscal	 inicia	 la
investigación	de	pérdida	de	dominio	de	oficio	o	por	comunicación
de	 cualquiera	 de	 las	 personas	 o	 entidades	 mencionadas	 en	 el
artículo	6°	del	presente	decreto	legislativo.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	5°.—De	la	titularidad	de	la	acción.	El	fiscal	es	el	titular	de	la	acción
de	 pérdida	 de	 dominio,	 para	 la	 cual	 iniciará	 la	 investigación	 preliminar
correspondiente	 y	 la	 instará	 ante	 el	 órgano	 jurisdiccional.	 El	 Ministerio
Público	 y,	 en	 su	 caso,	 el	 Poder	 Judicial	 asignarán	 o	 determinarán
competencias	especializadas	para	el	 conocimiento	de	 las	 investigaciones	y
procesos	de	pérdida	de	dominio.
D.	Leg.	1104.
ART.	12.—De	las	medidas	cautelares.
12.1.	El	fiscal,	de	oficio	o	a	pedido	del	procurador	público,	podrá
solicitar	al	juez	competente	las	medidas	cautelares	que	considere
más	adecuadas	para	garantizar	la	eficacia	del	proceso	de	pérdida
de	 dominio	 sobre	 los	 objetos,	 instrumentos,	 efectos	 y	 ganancias
de	 los	 delitos	 señalados	 en	 el	 artículo	 2°	 y	 en	 los	 supuestos	 del
artículo	4°	del	presente	decreto	legislativo.
12.2.	 En	 el	 caso	 de	 bienes	 inscribibles	 el	 Registrador	 público
deberá	 inscribir	 la	 medida	 cautelar	 ordenada,	 bajo
responsabilidad,	sin	perjuicio	de	que	se	disponga	 la	asignación	o
utilización	 inmediata	 de	 los	 mismos,	 recurriendo	 a	 los
mecanismos	legales	pertinentes	en	caso	se	encuentren	ocupados.
Tratándose	 de	 bienes	 no	 inscribibles,	 deberá	 observarse	 los
criterios	establecidos	en	el	Código	Procesal	Civil.
12.3.	 En	 los	 supuestos	 previstos	 en	 el	 artículo	 105	 del	 Código
Penal,	 cuando	 existan	 suficientes	 elementos	 probatorios	 que
vinculen	a	la	persona	jurídica	con	la	comisión	del	delito	y	cuando
exista	 peligro	 de	 prolongación	 de	 sus	 efectos	 lesivos	 o	 de
comisión	 de	 nuevos	 delitos	 de	 la	 misma	 clase	 o	 de
entorpecimiento	de	 la	averiguación	de	 la	verdad,	el	 fiscal	 instará
al	 juez	 a	 dictar,	 según	 corresponda,	 la	 clausura	 temporal	 de	 sus
locales	 o	 establecimientos,	 la	 suspensión	 temporal	 de	 todas	 o
algunas	de	sus	actividades,	el	nombramiento	de	un	administrador
judicial	o	la	vigilancia	judicial	de	la	persona	jurídica.
12.4.	La	 solicitud	de	medida	cautelar	deberá	 ser	 resuelta	por	el
juez	 dentro	 de	 las	 veinticuatro	 (24)	 horas	 de	 solicitada.	 De	 ser
necesaria	 la	 inscripción	de	 la	medida	deberá	 cursarse	 los	partes
judiciales	 en	 el	 mismo	 acto	 en	 el	 que	 se	 concede.	 Asimismo,	 se
podrá	 solicitar	 al	 juez	 la	 autorización	 para	 la	 disposición	 de	 los
bienes	 perecibles	 o	 de	 otros,	 cuya	 custodia	 sea	 excesivamente
onerosa	o	peligrosa.
12.5.	 Las	 medidas	 cautelares	 podrán	 solicitarse,	 concederse	 y
ejecutarse	incluso	antes	de	poner	en	conocimiento	de	los	posibles
afectados	el	inicio	de	la	investigación	establecida	en	el	artículo	11
del	 presente	 decreto	 legislativo.	 Las	 medidas	 dispuestas	 en	 el
proceso	 penal	 mantendrán	 su	 eficacia	 hasta	 que	 el	 juez	 del
proceso	de	pérdida	de	dominio	disponga	lo	pertinente.
12.6.	La	resolución	judicial	que	concede	las	medidas	cautelares	es
apelable	 dentro	 de	 los	 tres	 (3)	 días	 hábiles	 de	 notificada	 y	 la
concesión	del	recurso	impugnativo	no	tiene	efecto	suspensivo.	La
Sala	debe	fijar	 fecha	para	 la	vista	de	 la	causa	dentro	de	 los	cinco
(5)	días	hábiles	siguientes	a	su	elevación	y	absolver	el	grado	en	la
misma	 audiencia.	 Excepcionalmente,	 cuando	 los	 hechos	 revistan
especial	 complejidad,	 puede	 aplazarse	 el	 pronunciamiento	 hasta
tres	 (3)	días	hábiles	posteriores	a	 la	 realización	de	 la	vista	de	 la
causa.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	 6°.—De	 la	 incautación	 en	 el	 proceso	 de	 pérdida	 de	 dominio.	 El
juez	a	pedido	del	fiscal	o	del	procurador	público,	bajo	responsabilidad	y	con
carácter	 prioritario	 dictará	 la	 medida	 cautelar	 de	 incautación
correspondiente,	sin	perjuicio	de	que	pueda	disponerse	otras	medidas	que
resulten	eficaces	y	eficientes	para	cautelar	los	bienes	sometidos	al	proceso
de	pérdida	de	dominio.
D.	Leg.	1104.
ART.	13.—Del	proceso.
13.1.	Del	desarrollo	de	la	investigación	preliminar
a)	El	 Fiscal	 inicia	 la	 investigación	preliminar	mediante	 decisión
debidamente	 motivada	 una	 vez	 que	 toma	 conocimiento	 de	 la
existencia	de	objetos,	instrumentos,	efectos	o	ganancias	del	delito
conforme	a	lo	dispuesto	en	el	presente	decreto	legislativo.
b)	 El	 Fiscal	 en	 la	 investigación	 preliminar	 contará	 con	 la
participación	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 a	 través	 de	 sus
órganos	 especializados,	 así	 como	 de	 otras	 entidades	 públicas	 o
privadas	y	con	el	auxilio	de	los	peritos	correspondientes.
c)	 Asimismo,	 el	 fiscal	 podrá	 solicitar	 al	 juez	 la	 adopción	 de	 las
medidas	cautelares	que	resulten	adecuadas	y	el	levantamiento	del
secreto	 bancario,	 el	 secreto	 de	 las	 comunicaciones,	 la	 reserva
tributaria	y	la	reserva	bursátil.
d)	La	investigación	preliminar	se	realiza	en	un	plazo	no	mayor	de
noventa	(90)	días	hábiles;	excepcionalmente,	mediante	resolución
motivada,	podrá	prorrogarse	por	un	plazo	igual.
13.2.	De	la	conclusión	de	la	investigación	preliminar
Concluida	la	investigación	preliminar,	el	Fiscal	podrá:
a)	Demandar	ante	el	 juez	competente	 la	declaración	de	pérdida
de	 dominio,	 adjuntando	 los	medios	 probatorios	 pertinentes	 con
copias	suficientes	para	quienes	deban	ser	notificados.
b)	 Archivar	 la	 investigación	 preliminar,	 decisión	 que	 podrá	 ser
objeto	de	queja	por	el	Procurador	Público	o	el	denunciante,	de	ser
el	caso,	dentro	de	los	cinco	(5)	días	hábiles	de	notificada.	El	Fiscal
Superior	 Penal	 conocerá	 de	 la	 queja	 interpuesta,	 debiendo
pronunciarse	dentro	de	los	diez	(10)	días	hábiles	de	recibidos	los
actuados,	 con	 conocimiento	 del	 Procurador	 Público	 o	 del
denunciante,	de	ser	el	caso.	De	considerarla	fundada,	ordenará	al
Fiscal	 Provincial	 presentar	 la	 demanda	 de	 pérdida	 de	 dominio
ante	el	juez	competente;	en	caso	contrario,	aprobará	el	archivo,	lo
que	 no	 constituye	 cosa	 juzgada	material.	 Para	 efectos	 de	 iniciar
una	 nueva	 investigación,	 al	 amparo	 del	 presente	 decreto
legislativo,	se	requerirán	nuevos	elementos	de	prueba.
13.3.	De	la	actuación	judicial
Durante	 la	 tramitación	del	proceso	se	observarán	 las	 siguientes
reglas:
a)	Recibida	la	demanda	de	pérdida	de	dominio	presentada	por	el
Ministerio	Público,	el	juez	dentro	del	plazo	de	tres	(3)	días	hábiles,
deberá	 expedir	 resolución	 debidamente	 fundamentada.	 En	 caso
de	 advertir	 la	 ausencia	 de	 algún	 requisito	 formal	 la	 declarará
inadmisible,	concediendo	un	plazo	de	tres	(3)	días	hábiles	para	la
subsanación.	Vencido	dicho	plazo,	si	no	se	subsana,	se	archiva	 la
demanda.	 Contra	 la	 resolución	 que	 declara	 improcedente	 la
demanda	 o	 el	 archivo	 de	 la	 misma,	 sólo	 procede	 el	 recurso	 de
apelación	dentro	del	plazo	de	cinco	(5)	días	hábiles.
b)	La	resolución	admisoria	se	notifica	dentro	de	los	dos	(2)	días
hábiles	 siguientes	 a	 su	 expedición,	 personalmente	 y	 mediante
publicaciones.	 La	 notificación	 personal	 se	 realizará	 mediante
cédula	 a	 las	 personas	 que	 pudieran	 resultar	 directamente
afectadas	y	figuren	como	titulares	de	derechos	reales	principales
o	 accesorios	 o	 de	 cualquier	 otra	 titularidad	 patrimonial,	 de
conformidad	con	lo	previsto	en	los	artículos	160	y	161	del	Código
Procesal	Civil.	Se	procederá	a	la	publicación	mediante	edictos	del
auto	 admisorio	 de	 la	 demanda	 por	 tres	 (3)	 días	 naturales
consecutivos	en	el	Diario	Oficial	y	en	otro	de	amplia	circulación	de
la	localidad	donde	se	encuentre	el	Juzgado.
A	falta	de	diarios	en	la	localidad	donde	se	encuentre	el	juzgado,	la
publicación	se	hace	en	la	localidad	más	próxima	que	los	tuviera	y
el	edicto	se	fijará,	además,	en	la	tablilla	del	Juzgado	y	en	los	sitios
que	 aseguren	 su	mayor	 difusión.	 El	 juez	 podrá	 ordenar	 además
que	 se	 publicite	 el	 objeto	 de	 la	 notificación	 mediante
radiodifusión,	 por	 tres	 (3)	 días	 naturales	 consecutivos.	 Esta
notificación	 se	 acreditará	 agregando	 al	 expediente	 declaración
jurada	expedida	por	la	empresa	radiodifusora,	en	donde	constará
el	 texto	 del	 anuncio	 y	 los	 días	 y	 horas	 en	 que	 se	 difundió.	 La
resolución	 se	 tendrá	 por	 notificada	 el	 día	 siguiente	 de	 la	 última
transmisión	radiofónica.
La	 notificación	 por	 edictos	 o	 radiodifusión	 tiene	 por	 objeto
emplazar	 a	 todas	 las	 personas	 que	 se	 consideren	 con	 legítimo
interés	 en	 el	 proceso,	 para	 que	 comparezcan	 a	 hacer	 valer	 sus
derechos.
c)	El	 juez	procede	a	 la	designación	de	 curador	procesal	 cuando
no	 se	ha	ubicado	al	destinatario	de	 la	notificación	personal	 y	ha
transcurrido	 el	 plazo	 de	 diez	 (10)	 días	 naturales	 de	 haberse
efectuado	 la	 última	 notificación.	 Cuando	 se	 trate	 de	 persona
incierta	 o	 con	 domicilio	 desconocido,	 se	 observará	 el	 mismo
procedimiento.
d)	El	presunto	afectado	o	el	curador	procesal	podrán	absolver	la
demanda	 de	 pérdida	 de	 dominio	 dentro	 de	 los	 diez	 (10)	 días
hábiles	siguientes	a	la	notificación	de	la	resolución	admisoria,	con
los	medios	probatorios	que	a	su	derecho	convenga.
e)	Mediante	auto	motivado,	el	juez	admite	los	medios	probatorios
que	 estime	 pertinentes,	 conducentes	 y	 útiles	 ofrecidos	 por	 los
sujetos	 procesales,	 señalando	 día	 y	 hora	 para	 la	 Audiencia	 de
Actuación	de	Medios	Probatorios,	la	que	deberá	realizarse	dentro
de	 los	 quince	 (15)	 días	 hábiles	 siguientes.	 La	 resolución	 que
deniega	 la	 admisión	 de	 prueba	 podrá	 ser	 apelada	 dentro	 de	 los
tres	 (3)	 días	 hábiles	 siguientes	 a	 la	 notificación,	 la	 que	 será
concedida	sin	efecto	suspensivo.
f)	La	audiencia	referida	en	el	literal	e)	debe	realizarse	en	un	solo
acto,	 en	 el	 local	 del	 juzgado	 y	 deberán	 actuarse	 los	 medios
probatorios	 admitidos	 con	 participación	 directa	 del	 juez,	 bajo
responsabilidad.	 Excepcionalmente,	 cuando	 el	 caso	 revista
especial	 complejidad,	 la	 referida	 audiencia	 podrá	 suspenderse	 y
continuarse	al	día	hábil	siguiente.
g)	 Sólo	 la	 observación	 al	 dictamen	 pericial	 dispuesto	 por	 el
juzgado,	acompañada	de	dictamen	pericial	de	parte,	dará	 lugar	a
una	 Audiencia	 Complementaria	 de	 Actuación	 de	 Medios
Probatorios,	a	realizarse	en	un	plazo	no	mayor	de	cinco	(5)	días
hábiles	de	efectuada	la	primera	audiencia.
h)	 Concluida	 la	 actuación	 de	medios	 probatorios,	 en	 cualquiera
de	 los	 casos	 a	 que	 se	 refieren	 los	 literales	 f)	 y	 g),	 el	 fiscal,	 el
procurador	 público,	 el	 curador	 procesal	 y	 los	 abogados	 de	 los
presuntos	 afectados,	 en	 este	 orden,	 podrán	 presentar	 sus
respectivos	alegatos.	Acto	seguido,	en	la	misma	audiencia,	el	juez
dictará	 sentencia.	 Excepcionalmente,	 cuando	 el	 caso	 revista
especial	 complejidad,	 la	 expedición	 de	 la	 sentencia	 podrá
suspenderse	hasta	por	diez	(10)	días	hábiles.
i)	Contra	la	sentencia	que	declare	la	pérdida	de	dominio	o	la	que
la	 desestime,	 sólo	 procede	 recurso	 de	 apelación,	 el	 cual	 se
interpone	debidamente	 fundamentado	dentro	del	plazo	de	 cinco
(5)	 días	 hábiles	 siguientes	 a	 su	 notificación.	 En	 el	 caso	 de
expedirse	la	sentencia	en	el	acto	de	la	Audiencia	de	Actuación	de
Medios	 Probatorios	 o	 en	 su	 complementaria,	 el	 afectado	 podrá
presentar	 la	 apelación	 debidamente	 fundamentada	 dentro	 del
mismo	plazo.
j)	La	sala	debe	fijar	fecha	para	la	vista	de	la	causa	dentro	de	los
quince	 (15)	 días	 hábiles	 siguientes	 a	 su	 elevación	 y	 absolver	 el
grado	dentro	de	los	quince	(15)	días	hábiles	de	realizada	la	vista.
D.	Leg.	1104.
ART.	14.—Nulidad.
14.1.	 Los	 pedidos	 de	 nulidad	 que	 formulen	 las	 partes	 serán
resueltos	 de	 inmediato,	 sin	 previo	 trámite,	 salvo	 que	 el	 juez
requiera	información	esencial	para	resolver,	en	cuyo	caso	correrá
traslado	a	los	demás	sujetos	procesales	por	el	plazo	de	un	(1)	día
hábil.	Con	absolución	o	sin	ella,	el	juez	deberá	resolver	al	día	hábil
siguiente.
14.2.	Si	 la	nulidad	es	planteada	en	 la	Audiencia	de	Actuación	de
Medios	Probatorios,	será	resuelta	previo	traslado	en	dicho	acto	a
los	demás	sujetos	procesales.
14.3.	El	juez	podrá	declarar	de	oficio	la	nulidad,	de	existir	vicios
insubsanables;	caso	contrario	convalidará,	subsanará	o	 integrará
el	acto	procesal.
14.4.	 La	 resolución	 que	 resuelve	 un	 pedido	 de	 nulidad	 es
recurrible	 dentro	 de	 los	 tres	 (3)	 días	 hábiles	 siguientes	 a	 la
notificación	o,	si	es	emitida	en	la	misma	audiencia,	será	recurrible
en	el	mismo	acto,	sin	efecto	suspensivo.
D.	Leg.	1104.
ART.	 15.—De	 las	 excepciones.	 Las	 excepciones	 se	 presentan
dentro	de	los	cinco	(5)	días	hábiles	siguientes	a	la	notificación	de
la	 demanda	 y	 son	 puestas	 en	 conocimiento	 de	 los	 sujetos
procesales	por	el	plazo	de	tres	(3)	días	hábiles,	para	que	expongan
lo	 conveniente	 a	 su	 derecho.	 Las	 excepciones	 se	 resuelven	 en	 la
sentencia.
D.	Leg.	1104.
ART.	16.—De	los	terceros.
Los	 terceros	 afectados	 podrán	 intervenir	 en	 el	 proceso
ofreciendo	 los	 medios	 probatorios	 idóneos	 que	 acrediten
fehacientemente	el	derecho	invocado.
D.	Leg.	1104.
ART.	17°.—De	los	efectos	de	la	sentencia.
17.1.	 La	 sentencia	 que	 declara	 la	 pérdida	 de	 dominio	 y	 la
extinción	de	los	derechos	o	cualquier	titularidad	patrimonial	y	la
cancelación	 de	 los	 gravámenes	 o	 cualquier	 otra	 limitación	 a	 la
disponibilidad	 o	 el	 uso	 del	 bien,	 dispondrá	 además	 su
transferencia	y/o	titularidad	en	favor	del	Estado.	Dicha	resolución
se	inscribirá	en	el	Registro	Público	respectivo.
17.2.	La	sentencia	que	desestime	la	demanda,	en	todo	o	en	parte,
dispondrá	además	el	levantamiento	o	cancelación	de	las	medidas
cautelares	 dictadas	 o	 ejecutadas	 y	 la	 restitución	 del	 bien	 o	 de
cualquier	 otra	 titularidad	 patrimonial	 o	 de	 su	 valor,	 más	 los
intereses	legales	que	correspondan,	respecto	del	bien	o	los	bienes
liberados.
D.	Leg.	1104.
ART.	 18.—Subasta	 pública.	 Además	 de	 los	 supuestos	 de
asignación	 o	 utilización	 temporal	 o	 definitiva,	 los	 bienes	 o
derechos	 cuya	 titularidad	 se	declara	 en	 favor	del	 Estado	podrán
ser	 subastados	 públicamente	 dentro	 de	 los	 noventa	 (90)	 días
naturales	 siguientes.	 El	 Reglamento	 del	 presente	 decreto
legislativo	 determinará	 la	 forma	 y	 procedimientos	 de	 la	 subasta
pública.
DE	LA	SUBASTA	PÚBLICA	-	GENERALIDADES
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	 20.—Subasta	 pública.	 La	 subasta	 pública	 es	 el	 procedimiento
administrativo,	regido	por	los	principios	de	transparencia,	competitividad	y
legalidad,	 destinado	 a	 otorgar	 en	 venta	 o	 arrendamiento	 los	 objetos,
instrumentos,	 efectos	 o	 ganancias	 del	 delito	 a	 que	 se	 refiere	 el	 Decreto
Legislativo	N°	1104	y	el	presente	reglamento.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	 21.—Modalidades	 de	 la	 subasta.	 La	 subasta	 pública	 se	 podrá
realizar	bajo	las	modalidades	de	sistema	a	viva	voz,	sistema	a	sobre	cerrado
o	sistema	mixto.	Prevalece	la	oferta	de	mayor	valor	al	precio	base	del	bien
subastado.
En	el	sistema	mixto,	la	oferta	propuesta	en	sobre	cerrado	no	priva	al	postor
de	su	derecho	de	formular	ofertas	a	viva	voz.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	22.—Plazo.	Los	objetos,	 instrumentos,	efectos	o	ganancias	del	delito
cuya	titularidad	 sea	declarada	por	 resolución	 judicial	 firme	o	 ejecutoriada
en	favor	del	Estado,	serán	vendidos	o	arrendados	en	subasta	pública	dentro
de	 los	 noventa	 (90)	 días	 naturales,	 computados	 a	 partir	 del	 acuerdo	 de
subasta	que,	en	cada	caso,	adopte	el	Consejo	Directivo	de	la	Conabi.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	 23.—Depósito.	 La	 Conabi	 depositará	 el	 producto	 resultante	 de	 las
subastas	 realizadas	 y	 de	 otros	 actos	 de	 administración	 en	 la	 cuenta	 que
determine	 la	 Dirección	 General	 de	 Endeudamiento	 y	 Tesoro	 Público	 del
Ministerio	de	Economía	y	Finanzas,	en	coordinación	con	la	Presidencia	del
Consejo	de	Ministros.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	24.—Distribución	 del	 producto	 de	 la	 subasta.	 El	 producto	 de	 las
subastas	realizadas	 sobre	 los	 bienes	 a	 que	 se	 refiere	 el	 numeral	 6.1	 de	 la
Sexta	 Disposición	 Complementaria	 Final	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 1104
será	 destinado,	 en	 primer	 lugar,	 a	 atender	 los	 gastos	 administrativos	 y
operativos	 en	 los	 que	 haya	 incurrido	 la	 Conabi	 en	 la	 administración,
custodia	y	subasta	de	los	bienes.
El	 remanente	 será	 distribuido	 por	 la	 Conabi	 entre	 las	 entidades	 cuyas
actividades	estén	preferentemente	vinculadas	con	la	lucha	contra	la	minería
ilegal,	 la	 corrupción	 y	 el	 crimen	 organizado,	 previo	 requerimiento
sustentado	 de	 las	 correspondientes	 entidades;	 para	 cuyo	 efecto	 la
Presidencia	 del	 Consejo	 de	 Ministros	 procederá	 de	 conformidad	 con	 lo
dispuesto	en	el	numeral	6.6	de	 la	Sexta	Disposición	Complementaria	Final
del	Decreto	Legislativo	N°	1104.
Los	 recursos	 a	 los	 que	 se	 hace	 referencia	 en	 el	 presente	 artículo	 se
incorporan	en	 los	pliegos	correspondientes	en	 la	 fuente	de	 financiamiento
recursos	ordinarios.
En	 caso	 la	 sentencia	 culmine	 con	 un	 pronunciamiento	 favorable	 al
procesado,	 el	 producto	 de	 la	 subasta	 deberá	 será	 entregado	 a	 éste,
conjuntamente	 con	 los	 intereses	 generados	 desde	 su	 ingreso	 a	 la	 cuenta
respectiva.
DE	LA	VENTA	POR	SUBASTA	PÚBLICA
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	25.—De	la	aprobación	de	la	venta.	La	venta	de	bienes	se	efectuará
por	subasta	pública	sustentada	en	el	informe	técnico	que	emita	la	Secretaría
Ejecutiva,	luego	de	la	cual	se	dará	cuenta	al	juez	correspondiente.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	 26.—Órgano	 a	 cargo	 de	 la	 subasta	 pública.	 La	 venta	 en	 subasta
pública	de	bienes	estará	a	cargo	de	 la	Secretaría	Ejecutiva	de	 la	Conabi,	 la
misma	 que	 aprueba	 las	 bases	 administrativas,	 organiza	 y	 conduce	 el
proceso	 de	 subasta,	 designa	 el	 personal	 o	 terceros	 encargados	 de	 la
ejecución	del	acto	público	de	subasta	y	evalúa	e	informa	de	los	resultados	al
consejo	directivo.
El	proceso	de	la	subasta	contará	con	la	participación	del	representante	del
Órgano	de	Control	 Institucional	 -	OCI,	quien	ejercerá	el	control	preventivo
correspondiente	de	acuerdo	a	la	normatividad	sobre	la	materia.
La	 venta	 de	 bienes	 inmuebles	 se	 realizará	 en	 presencia	 de	 un	 Notario
Público,	 quien	 dará	 fe	 de	 la	 mayor	 propuesta	 económica	 presentada	 u
ofertada	en	el	acto	público.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	 27.—Encargo	 de	 subasta.	 La	 Conabi	 podrá	 encargar	 la	 subasta
pública	 a	 las	 entidades	 del	 Estado	 que	 custodien	 los	 bienes	 y	 derechos
incautados	o	decomisados,	así	como	a	otras	vinculadas	a	la	administración	y
recaudación	de	recursos	del	Estado.	En	estos	casos,	luego	de	deducidos	los
gastos	 de	 administración,	 se	 depositará	 el	 monto	 resultante	 en	 la	 cuenta
correspondiente.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	 28.—De	 la	 cargas	 y	 gravámenes.	 La	 existencia	 de	 cargas	 y
gravámenes	que	afecten	a	los	bienes	incautados	o	decomisados,	no	limita	su
libre	 disposición	 o	 venta	 por	 la	 Conabi,	 las	 cuales	 obligatoriamente
figurarán	en	las	bases	administrativas.
Conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 numeral	 6.4	 de	 la	 Sexta	 Disposición
Complementaria	Final	del	Decreto	Legislativo	N°	1104,	cancelado	el	precio
de	venta,	se	levantarán	todos	los	gravámenes,	cargas,	medidas	cautelares	y
demás	actos	que	pesen	sobre	el	bien,	sin	que	se	requiera	para	tales	efectos
mandato	 judicial	 o	 la	 intervención	 de	 acreedores	 garantizados	 con	 dicho
bien.	 El	 registrador	 deberá	 inscribir	 el	 levantamiento	 de	 dichas	 medidas,
bajo	responsabilidad.	La	Conabi	gestionará	la	transferencia	y	levantamiento
ante	cualquier	entidad	registral	a	nivel	nacional.
Tratándose	de	la	venta	de	bienes	que	garanticen	obligaciones	de	terceros,
se	 deberá	 considerar	 los	 derechos	 reales	 de	 garantía	 inscritos	 sobre	 los
mismos,	 evaluando	 el	 pago	 de	 tales	 créditos	 de	 conformidad	 con	 lo
establecido	por	la	comisión.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	 29.—De	 las	 joyas,	 valores	 y	 bienes	 similares.	 La	 venta	 de	 joyas,
valores	 y	 bienes	 similares	 se	 regulará	 por	 las	 normas	 del	 presente
reglamento	 y	 por	 aquellas	 normas	 específicas	 que	 sobre	 la	 materia
establezca	la	Conabi.
A	 fin	 de	 asegurar	 la	 custodia	 y	 conservación	 de	 dichos	 bienes,	 la	 Conabi
suscribirá	los	convenios	necesarios	con	las	entidades	financieras	del	sector
público	o	privado.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	30.—De	la	valorización.	La	 valorización	de	 los	 bienes	 a	 subastarse
tendrá	una	vigencia	de	ocho	(08)	meses	contados	a	partir	de	su	elaboración
y	 deberá	 ser	 efectuada	 a	 valor	 comercial,	 por	 persona	 natural	 o	 jurídica
especializada	 en	 la	materia	 con	 acreditada	 experiencia.	 El	 precio	 base	 del
bien	a	subastarse	en	primera	convocatoria,	será	el	del	valor	comercial	fijado
en	la	tasación.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	 31.—De	 la	 publicidad.	 La	 convocatoria	 de	 la	 subasta	 pública	 se
realizará	mediante	publicación	por	una	vez	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano	y
de	ser	necesario	en	otro	diario	de	la	ciudad	en	la	que	se	ubican	los	bienes,
con	 una	 anticipación	 mínima	 de	 cinco	 (05)	 días	 hábiles	 a	 su	 fecha	 de
realización.
Tratándose	de	la	venta	de	bienes	inmuebles,	la	publicación	se	hará	con	una
anticipación	no	menor	a	diez	(10)	días	hábiles,	a	la	fecha	de	realización	de	la
subasta	pública.
En	ambos	casos,	la	subasta	debe	publicitarse	en	el	portal	institucional	de	la
Presidencia	del	Consejo	de	Ministros,	dentro	de	los	referidos	plazos.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	32.—Del	acto	público.	En	el	acto	público	de	subasta,	se	pregonará	a
viva	 voz	 las	 condiciones	 de	 la	 subasta	 y	 dará	 inicio	 anunciando	 el	 bien	 a
subastarse	 indicando	sus	características	y	precio	base.	Una	vez	adjudicado
el	 bien,	 el	 comprador	 deberá	 proceder	 a	 su	 cancelación	 de	 acuerdo	 a	 lo
establecido	en	las	bases	administrativas.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	 33.—De	 los	 bienes	 declarados	 desiertos	 o	 abandonados.	 Los
bienes	 declarados	 desiertos	 y/o	 abandonados	 en	 una	 subasta	 pública
podrán	 ser	 sometidos	 a	 nuevas	 subastas	 o	 ser	materia	 de	 otros	 actos	 de
administración	 y	 disposición,	 previo	 informe	 técnico	 emitido	 por	 la
secretaría	ejecutiva.
En	 caso	 de	 nueva	 subasta,	 los	 bienes	 muebles	 declarados	 desiertos	 o
abandonados,	 serán	 reducidos	 en	 su	 valor	 un	 veinte	 por	 ciento	 (20%)
respecto	de	su	precio	base	anterior,	y	tratándose	de	bienes	inmuebles,	dicha
reducción	será	del	diez	por	ciento	(10%).	En	ambos	casos,	corresponderá	a
la	secretaría	ejecutiva	establecer	el	costo	beneficio	correspondiente	para	la
realización	de	una	siguiente	subasta.
DEL	ARRENDAMIENTO	POR	SUBASTA	PÚBLICA
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	34.—Procedimiento.	El	 arrendamiento	de	bienes	mediante	 subasta
pública	 se	 rige	 por	 las	 normas	 del	 presente	 título	 en	 lo	 que	 resulten
aplicables,	así	como	por	las	disposiciones	específicas	que	apruebe	la	Conabi.
D.	Leg.	1104.
ART.	 19.—De	 la	 cooperación	 internacional.	 Los	 convenios
internacionales	 de	 cooperación	 y	 asistencia	 legal	 o	 judicial,	 así
como	 cualquier	 otro	 convenio	 internacional	 que	 regule	 la
colaboración	 internacional	 en	 materia	 de	 decomiso	 y	 de
localización,	 identificación,	 recuperación,	 repatriación	 y	 de
pérdida	 o	 extinción	 del	 dominio	 de	 bienes,	 son	 aplicables	 a	 los
casos	previstos	en	el	presente	decreto	legislativo.	En	esta	materia,
el	Estado	podrá	celebrar	acuerdos	bilaterales	o	multilaterales	de
cooperación	para	facilitar	la	administración	de	bienes.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS	FINALES
D.	Leg.	1104.
Primera	Disposición	Complementaria	Final.—Prioridad	para	la
incautación	o	decomiso.	El	juez,	a	pedido	del	fiscal	o	del
procurador	público,	bajo	responsabilidad	y	con	carácter
prioritario,	atendiendo	a	la	naturaleza	del	proceso	de	pérdida	de
dominio	que	este	decreto	legislativo	establece,	determinará,
cuando	corresponda,	la	incautación	o	decomiso	de	los	objetos,
instrumentos,	efectos	y	ganancias	del	delito,	asegurando	su
titularidad	en	favor	del	Estado	para	evitar	su	uso	indebido	o
ilícito.
D.	Leg.	1104.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Creación	 de	 la
Conabi.	 Créase	 la	 Comisión	 Nacional	 de	 Bienes	 Incautados	 -
Conabi,	adscrita	a	la	Presidencia	del	Consejo	de	Ministros,	para	la
recepción,	registro,	calificación,	custodia,	seguridad,	conservación,
administración,	 arrendamiento,	 asignación	 en	 uso	 temporal	 o
definitiva,	disposición	y	venta	en	subasta	pública,	de	 los	objetos,
instrumentos,	 efectos	 y	 ganancias	 generadas	 por	 la	 comisión	 de
delitos	 en	 agravio	 del	 Estado	 correspondientes	 al	 presente
decreto	 legislativo,	 así	 como	 los	 contemplados	 en	 las	 normas
ordinarias	o	especiales	sobre	la	materia.
Para	el	cumplimiento	de	sus	funciones	la	Conabi	puede	disponer
del	 concurso	 y	 colaboración	 de	 todas	 las	 entidades	 del	 Poder
Ejecutivo	 y	demás	organismos	del	 sector	público	 en	 los	 ámbitos
nacional,	 regional	 y	 local,	 incluidas	 las	 empresas	 del	 Estado,	 los
que	 no	 pueden	 negar	 su	 cooperación	 para	 la	 custodia,
administración	 y	 conservación	 temporal	 de	 los	 objetos,
instrumentos,	 efectos	 y	 ganancias	 del	 delito	 conforme	 a	 lo
dispuesto	 por	 este	 decreto	 legislativo	 y	 las	 demás	 normas
ordinarias	o	especiales.
DE	LA	ADMINISTRACIÓN	DE	LOS	RECURSOS	Y	BIENES	-	DE	LA	CONABI
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	7°.—De	 la	Comisión	Nacional	de	Bienes	 Incautados.	La	 Comisión
Nacional	 de	 Bienes	 Incautados	 -	 Conabi,	 ejerce	 sus	 funciones	 de
conformidad	a	 lo	dispuesto	en	el	Decreto	Legislativo	N°	1104,	 el	presente
reglamento	y	demás	normas	complementarias	y	conexas.
En	 el	 ejercicio	 de	 dichas	 funciones,	 corresponde	 a	 la	 Conabi	 dictar	 las
medidas	 destinadas	 a	 la	 mejor	 conservación	 y	 custodia	 de	 los	 bienes
incautados	 y	 decomisados,	 a	 fin	 de	 evitar	 la	 pérdida,	 deterioro,
inoperatividad,	 sustracción	 o	 sustitución	 de	 éstos	 y	 sus	 componentes,	 así
como	la	ocupación	ilegal	o	indebida	de	inmuebles	por	terceras	personas.
Asimismo,	 dictará	 las	 medidas	 que	 deberán	 cumplir	 las	 entidades	 del
Estado	 y	 las	 entidades	 beneficiarias	 para	 el	 correcto	 mantenimiento,
conservación	y	custodia	de	los	objetos,	instrumentos,	efectos	y	ganancias	de
delitos	cometidos	en	agravio	del	Estado.
Mediante	resolución	ministerial	de	la	Presidencia	del	Consejo	de	Ministros
se	 aprobará	 la	 reglamentación	 de	 los	 procedimientos	 específicos	 o
complementarios	a	la	presente	norma	a	fin	de	dotar	de	mayor	eficacia	a	las
funciones	de	la	Conabi.
En	todos	aquellos	casos	no	previstos,	será	el	Consejo	Directivo	de	la	Conabi
quien	decida	las	acciones	a	tomar	de	acuerdo	a	las	competencias	previstas
en	 la	 Cuarta	Disposición	 Complementaria	 Final	 del	Decreto	 Legislativo	N°
1104.
D.	Leg.	1104.
Tercera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Conformación	 de
la	Conabi.	 La	 Conabi	 cuenta	 con	 un	 Consejo	 Directivo	 que	 está
conformado	de	la	siguiente	manera:
a)	Un	representante	de	 la	Presidencia	del	Consejo	de	Ministros,
quien	la	presidirá;
b)	Un	representante	del	Poder	Judicial;
c)	Un	representante	del	Ministerio	Público;
d)	 Un	 representante	 del	 Ministerio	 de	 Justicia	 y	 Derechos
Humanos;
e)	Un	representante	del	Ministerio	del	Interior;
f)	Un	representante	del	Ministerio	de	Economía	y	Finanzas;
g)	Un	representante	del	Ministerio	de	Defensa;
h)	Un	representante	del	Consejo	de	Defensa	Jurídica	del	Estado.
Cada	 entidad	 designará	 a	 sus	 representantes	 en	 un	 plazo	 no
mayor	 de	 quince	 (15)	 días	 naturales	 siguientes	 a	 la	 publicación
del	presente	decreto	legislativo.
La	Conabi	cuenta	con	una	Secretaría	Ejecutiva	responsable	de	las
tareas	 propias	 de	 su	 competencia.	 El	 Reglamento	 de	 la	 Conabi
determinará	las	funciones	del	Consejo	Directivo	y	de	la	Secretaría
Ejecutiva	y	los	procedimientos	a	que	se	refiere	el	presente	decreto
legislativo,	 así	 como	 los	 contemplados	 en	 las	 normas	 sobre
incautación	 o	 decomiso	 de	 bienes,	 durante	 la	 investigación
policial	o	proceso	judicial.
DE	LA	ADMINISTRACIÓN	DE	LOS	RECURSOS	Y	BIENES	-	DE	LA	CONABI
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	8°.—Del	consejo	directivo.	El	consejo	directivo	es	el	máximo	órgano
de	decisión	de	la	Conabi,	y	su	conformación	se	encuentra	establecida	en	el
Decreto	Legislativo	N°	1104.	Sus	miembros	son	acreditados	por	el	titular	del
sector	 o	 entidad	 a	 la	 que	 representan,	 pudiendo	 acreditar	 además	 a	 un
representante	alterno.
El	consejo	directivo,	tiene	como	funciones	principales	las	siguientes:
a.	 Aprobar	 los	 lineamientos,	 reglamentos,	 procedimientos	 y	 demás
instrumentos	 de	 gestión	 de	 la	 Conabi,	 así	 como	 sus	 modificatorias	 de
acuerdo	al	marco	legal	vigente.
b.	Solicitar	al	secretario	ejecutivo	los	informes	que	estime	pertinentes.
c.	 Delegar	 en	 el	 secretario	 ejecutivo	 las	 funciones	 que	 considere
convenientes.
d.	Otras	que	determine	mediante	acuerdo.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	 9°.—Del	 presidente	 del	 Consejo	 Directivo.	 El	 presidente	 del
Consejo	Directivo	ejerce	 la	 representación	de	 la	Conabi	 ante	 las	 entidades
públicas	 y	 privadas,	 nacionales	 y	 del	 exterior;	 es	 el	 encargado	 de	 hacer
cumplir	 los	 acuerdos	 del	 consejo	 directivo,	 aprueba	 los	 actos	 de	 su
competencia,	y	supervisa	la	gestión	administrativa	de	la	Conabi.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	10.—Del	secretario	ejecutivo.	El	secretario	ejecutivo	es	responsable
de	la	marcha	administrativa	y	operativa	de	la	Conabi,	debiendo	dar	cuenta
periódicamente	al	consejo	directivo	sobre	la	gestión	y	administración	de	los
recursos	y	bienes	bajo	competencia	de	la	Conabi.
El	secretario	ejecutivo,	tiene	como	funciones	principales	las	siguientes:
a.	 Proponer	 al	 consejo	 directivo	 las	 actualizaciones	 o	modificaciones	 que
requiera	el	marco	legal	vigente,	para	viabilizar	el	desarrollo	de	las	funciones
de	la	Conabi.
b.	 Informar	 al	 consejo	 directivo	 sobre	 los	 actos	 de	 administración	 y
disposición	 de	 los	 bienes	 incautados,	 decomisados	 y/o	 declarados	 en
pérdida	de	dominio.
c.	Realizar	 los	requerimientos	de	 los	servicios	y	 las	contrataciones	que	se
requieran.
d.	Otras	funciones	que	le	delegue	o	encargue	el	consejo	directivo.
D.	Leg.	1104.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Funciones	 de	 la
Conabi.	Son	funciones	de	la	Conabi	las	siguientes:
a)	 Recibir,	 registrar,	 calificar,	 custodiar,	 asegurar,	 conservar,
administrar,	asignar	en	uso,	disponer	la	venta	o	arrendamiento	en
subasta	 pública	 y	 efectuar	 todo	 acto	 de	 disposición	 legalmente
permitido	 de	 los	 objetos,	 instrumentos,	 efectos	 y	 ganancias	 de
delitos	cometidos	en	agravio	del	Estado.
b)	 Organizar	 y	 administrar	 el	 Registro	 Nacional	 de	 Bienes
Incautados	 -	 Renabi,	 que	 contiene	 la	 relación	 detallada	 de	 los
objetos,	instrumentos,	efectos	y	ganancias	de	delitos	cometidos	en
agravio	del	Estado.
c)	 Solicitar	 y	 recibir	 de	 la	 autoridad	 policial,	 fiscal	 y	 judicial	 la
información	 sobre	 los	 bienes	 incautados	 y	 decomisados,	 para
proceder	conforme	a	sus	atribuciones.
d)	 Designar,	 cuando	 corresponda,	 administradores,
interventores,	 depositarios	 o	 terceros	 especializados	 para	 la
custodia	 y	 conservación	 de	 los	 objetos,	 instrumentos,	 efectos	 y
ganancias	de	delitos	cometidos	en	agravio	del	Estado.
e)	 Disponer,	 de	 manera	 provisoria	 o	 definitiva,	 de	 los	 objetos,
instrumentos,	 efectos	 y	 ganancias	 del	 delito	 incautados	 o
decomisados,	así	como	subastar	y	administrar	los	mismos.
f)	 Dictar	 las	 medidas	 que	 deberán	 cumplir	 las	 entidades	 del
sector	 público	 para	 el	 correcto	 mantenimiento,	 conservación	 y
custodia	 de	 los	 objetos,	 instrumentos,	 efectos	 y	 ganancias	 de
delitos	cometidos	en	agravio	del	Estado.
g)	 Conducir,	 directa	 o	 indirectamente,	 cuando	 corresponda,	 las
subastas	 públicas	 de	 los	 objetos,	 instrumentos,	 efectos	 y
ganancias	 de	 delitos	 cometidos	 en	 agravio	 del	 Estado,	 que	 sean
incautados	o	decomisados.
h)	 Disponer,	 al	 concluir	 el	 proceso	 o	 antes	 de	 su	 finalización	 y
previa	tasación,	que	los	objetos,	instrumentos,	efectos	y	ganancias
del	 delito,	 incautados	 o	 decomisados,	 sean	 asignados	 en	 uso	 al
servicio	oficial	de	 las	distintas	entidades	del	Estado,	así	como	de
entidades	privadas	sin	fines	de	lucro.i)	Disponer	el	destino	de	los
recursos	producto	de	las	subastas	públicas.
j)	 Suscribir	 los	 convenios	 de	 administración	 de	 objetos,
instrumentos,	efectos	y	ganancias	de	delitos	cometidos	en	agravio
del	Estado,	con	entidades	públicas	y	privadas.
k)	 Proponer	 el	 presupuesto	 de	 la	 Conabi	 y	 los	 recursos
destinados	 al	 mantenimiento,	 conservación	 y	 custodia	 de	 los
objetos,	instrumentos,	efectos	y	ganancias	de	delitos	cometidos	en
agravio	del	Estado.
l)	Las	demás	que	señale	el	reglamento.
DE	LOS	RECURSOS	Y	BIENES
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	 11.—Administración	 de	 recursos	 financieros.	 La	 Conabi,
administrará	los	recursos	financieros	incautados	o	decomisados	generados
u	obtenidos	ilícitamente	por	la	comisión	de	los	hechos	delictivos	en	agravio
del	Estado,	 referidos	en	el	 artículo	2°	del	Decreto	Legislativo	N°	1104,	 los
cuales	serán	depositados	en	las	cuentas	señaladas	en	la	Quinta	Disposición
Complementaria	Final	del	mencionado	decreto	legislativo.
En	 el	 caso	 de	 los	 recursos	 financieros	 incautados,	 la	 Conabi	 cautelará	 la
conservación	de	los	mismos,	a	la	espera	del	resultado	del	pronunciamiento
judicial	correspondiente.
En	 el	 marco	 de	 las	 competencias	 transferidas	 en	 virtud	 de	 la	 Segunda
Disposición	 Complementaria	 Transitoria	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 1104,
tratándose	de	recursos	financieros	decomisados	o	declarados	en	pérdida	de
dominio	a	 favor	del	Estado,	el	Consejo	Directivo	de	 la	Conabi	destinará	su
uso	para	 asumir	 los	 gastos	 relativos	 a	 la	 administración	 y	 custodia	 de	 los
bienes	 bajo	 su	 competencia	 y	 los	 que	 se	 generen	 en	 los	 casos	 en	 que	 se
desestime	 la	 pérdida	 de	 dominio	 o	 el	 decomiso;	 así	 como	 para	 aquellas
actividades	derivadas	o	vinculadas	con	la	investigación,	procesamiento	y	la
defensa	jurídica	del	Estado	en	la	lucha	contra	la	minería	ilegal,	la	corrupción
y	 el	 crimen	 organizado,	 previo	 requerimiento	 debidamente	 justificado.
Dichos	 recursos	 se	 incorporan	 en	 el	 pliego	 Presidencia	 del	 Consejo	 de
Ministros	en	la	fuente	de	financiamiento	recursos	ordinarios.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	 12.—Deber	 de	 informar.	 El	 órgano	 jurisdiccional	 competente	 y	 el
procurador	público	a	cargo	de	la	defensa	jurídica	en	el	caso	correspondiente
deberán	informar	a	la	Conabi	respecto	de	las	sentencias	a	que	se	refiere	el
artículo	 17	 y	 la	 Sexta	 Disposición	 Complementaria	 Final	 del	 Decreto
Legislativo	 N°	 1104,	 los	 recursos	 impugnativos	 recaídos	 sobre	 éstas,	 el
establecimiento	de	las	medidas	cautelares	a	que	se	refiere	el	artículo	12	del
mismo	cuerpo	normativo,	así	como	toda	información	relevante	relativa	a	los
bienes.
Asimismo,	 corresponderá	 al	 registrador	 público	 informar,	 bajo
responsabilidad,	a	la	Conabi	sobre	la	inscripción	u	observación	realizadas.
La	 información	 que	 proporcionarán	 los	 obligados	 a	 que	 se	 refiere	 el
presente	artículo,	deberá	ser	remitida	por	correo	electrónico	a	la	Conabi,	sin
perjuicio	de	efectuarse	dicha	remisión	en	forma	física.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	 13.—De	 la	 recepción,	 custodia	 y	 registro.	 La	 Conabi	 recibirá	 los
bienes	 incautados	 o	 decomisados	 mediante	 la	 correspondiente	 Acta	 de
Entrega	 -	Recepción	de	acuerdo	a	 los	 formatos	y	procedimientos	que	para
tal	 efecto	 apruebe.	 Dicha	 acta	 será	 suscrita	 por	 los	 representantes	 de	 las
entidades	competentes	para	efectuar	la	entrega	y	de	la	Conabi.
Efectuada	 la	 recepción,	 la	 Conabi	 asumirá	 la	 custodia	 y	 procederá	 a	 su
inscripción	en	el	Registro	Nacional	de	Bienes	Incautados	-	Renabi.
En	 caso	 que	 las	 características	 del	 bien	 entregado	 no	 coincidan	 con	 las
señaladas	 en	 el	 acta	 de	 incautación	 o	 decomiso,	 la	 Conabi	 adoptará	 las
acciones	 legales	 a	 que	 hubiera	 lugar,	 a	 fin	 que	 se	 determinen	 las
responsabilidades	y	sanciones	correspondientes.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	14.—De	los	actos	de	administración	y	de	disposición.	Los	actos	de
administración	 y	 de	 disposición	 sobre	 los	 bienes	 que	 recaen	 bajo	 la
competencia	de	 la	Conabi,	 serán	realizados	de	acuerdo	a	 las	disposiciones
establecidas	 en	 el	 Decreto	 Legislativo	 N°	 1104,	 el	 presente	 reglamento	 y
demás	 normas	 complementarias,	 con	 independencia	 de	 la	 ubicación
geográfica	en	la	cual	se	produjo	la	incautación	o	decomiso	de	los	bienes.
Todo	acto	de	administración	o	disposición	de	bienes	se	realizará	mediante
resolución	de	la	secretaría	ejecutiva,	previa	valorización.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	15.—Actos	de	administración.	Los	 bienes	 incautados	 que	 reciba	 y
registre	la	Conabi	serán	objeto	de	los	siguientes	actos	de	administración:
a)	Asignación	en	uso	temporal
b)	Arrendamiento
c)	Medidas	de	conservación,	custodia,	destrucción	u	otras	modalidades	que
se	establezcan	por	la	Conabi.
La	administración	obliga	al	beneficiario	o	poseedor	al	debido	cuidado	y	uso
del	bien,	incluyendo,	en	los	casos	de	los	literales	a)	y	b),	la	contratación	de
seguros	 y	 el	 pago	 de	 obligaciones	 con	 entidades	 públicas	 y	 privadas
derivadas	de	la	posesión	del	bien.
Las	 formalidades	 y	 procedimientos	 de	 los	 actos	 de	 administración	 serán
aprobados	 conforme	 a	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 7°	 del	 presente
reglamento.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	 16.—Actos	 de	 disposición.	 Los	 actos	 de	 disposición	 recaen	 sobre
aquellos	bienes	decomisados	y/o	declarados	en	pérdida	de	dominio,	que	se
encuentren	bajo	 la	 competencia	de	 la	 Conabi.	 Son	 actos	de	disposición	de
bienes:
a)	Asignación	definitiva
b)	Venta	por	subasta	pública
c)	Destrucción.
Las	 formalidades	 y	 procedimientos	 de	 dichos	 actos	 de	 disposición	 serán
aprobados	 conforme	 a	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 7°	 del	 presente
reglamento.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	 17.—Actos	 excepcionales	 de	 administración	 y	 disposición.
Tratándose	 de	 bienes	 fungibles,	 perecibles	 u	 otros	 incautados	 o
decomisados,	que	por	su	naturaleza	o	características	puedan	ser	objeto	de
pérdida	o	deterioro,	incluidos	semovientes,	así	como	aquellos	cuyo	valor	de
custodia	o	conservación	resulte	muy	oneroso;	la	Conabi	podrá	disponer	su
asignación	 inmediata,	previo	 informe	técnico	de	 la	secretaría	ejecutiva.	En
estos	casos,	se	priorizará	la	asignación	a	programas	sociales	del	Estado	o	a
instituciones	privadas	sin	fines	de	lucro.
De	no	efectuarse	la	asignación,	se	procederá	a	la	subasta	pública	a	que	se
refiere	 el	 numeral	 6.2	 de	 la	 Sexta	 Disposición	 Complementaria	 Final	 del
Decreto	Legislativo	N°	1104,	o	a	su	destrucción	conforme	a	la	naturaleza	del
bien,	previo	informe	técnico	de	la	secretaría	ejecutiva.
La	Conabi	determinará	el	valor	del	bien,	el	mismo	que	será	 incluido	en	el
documento	de	asignación,	subasta	o	destrucción,	según	corresponda,	y	será
considerado	como	referencia	en	caso	de	sentencia	favorable	al	procesado.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	 18.—Limitaciones	 de	 los	 beneficiarios.	 Las	 entidades	 públicas	 y
privadas	 que	 reciban	 bienes	 en	 administración	 de	 parte	 de	 la	 Conabi	 no
podrán	inscribir	ni	realizar	actos	de	disposición	alguna	sobre	los	mismos.	Es
nulo	cualquier	acto	de	disposición	sin	autorización	de	la	Conabi.	En	tal	caso,
los	bienes	 revertirán	automáticamente	a	 la	administración	de	 la	 comisión,
sin	perjuicio	del	inicio	de	las	acciones	legales	correspondientes.
Dichos	 bienes	 permanecerán	 inscritos	 en	 el	 Registro	 Nacional	 de	 Bienes
Incautados	-	Renabi	hasta	que	se	produzca	algún	acto	de	disposición	sobre
los	mismos,	quedando	constancia	de	ello	en	el	citado	registro.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	 19.—Devolución	 de	 bienes.	 Las	 entidades	 públicas	 y	 privadas	 sin
fines	 de	 lucro	 que	 reciban	 bienes	 mediante	 actos	 de	 administración,
procederán	 a	 la	 devolución	 de	 los	 mismos,	 por	 incumplimiento	 de	 las
condiciones	 de	 la	 asignación	 otorgada	 y	 por	 las	 demás	 causales	 que
establezca	la	Conabi	en	la	normativa	que	expida	para	tal	efecto.	En	ningún
caso,	 la	 devolución	 deberá	 exceder	 de	 treinta	 (30)	 días	 de	 producido	 el
requerimiento	a	la	entidad	a	cargo	del	bien.
Dicha	 devolución	 se	 efectuará	 en	 las	 mismas	 condiciones	 en	 la	 que	 les
fueron	entregados,	salvo	su	desgaste	natural.
DEL	REGISTRO	NACIONAL	DE	BIENES	INCAUTADOS	(RENABI)
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	 35.—Del	 registro.	 Los	 bienes,	 objetos,	 instrumentos,	 efectos	 y
ganancias	 incautados	 por	 delitos	 cometidos	 en	 agravio	 del	 Estado	 serán
registrados	en	forma	detallada	en	el	Registro	Nacional	de	Bienes	Incautados
-	Renabi,	a	cargo	de	la	Conabi,	cuyo	carácter	es	público.
La	 información	 consignada	 en	 el	 Renabi,	 es	 de	 uso	 obligatorio	 para	 los
notarios	y	registradores	previo	a	toda	inscripción	o	acto	de	su	competencia.
La	Conabi,	mantendrá	el	registro	histórico	de	aquellos	bienes	decomisados
y/o	 declarados	 en	 pérdida	 de	 dominio	 que	 hayan	 recaído	 bajo	 su
competencia,	informando	de	estos	casos	a	la	Superintendencia	Nacional	de
Bienes	Estatales.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	 36.—Información	 mínima.	 El	 Renabi,	 como	 mínimo,	 contendrá	 la
siguiente	información:
-	Características	y	especificaciones	de	los	bienes	incautados.
-	Procuraduría	Pública	y/o	Fiscalía	que	conoce	el	caso.
-	Órgano	jurisdiccional	competente.
-	Número	y	fecha	del	atestado	o	informe	policial.
-	Unidad	policial	incautadora.
-	Identificación	positiva	del	propietario	del	bien.
-	Identificación	positiva	de	los	imputados	o	procesados.
-	Estado	actualizado	de	los	procesos	judiciales	vinculados	al	bien.
-	Valor	del	bien	incautado,	decomisado	o	subastado.
-	 Recursos	 financieros	 incautados	 (moneda	 nacional	 y	 extranjera)	 y
número	de	boleta	de	depósito	al	Banco	de	la	Nación.
-	Armas	y	municiones	(marca	y	calibre),	y	documento	de	internamiento	en
la	 Dirección	 General	 de	 Control	 de	 Servicios	 de	 Seguridad,	 Control	 de
Armas,	Municiones	y	Explosivos	de	Uso	Civil	-	Dicscamec.
-	Ubicación	física	donde	se	encuentra	el	bien.
-	Entidad	a	cargo	de	la	custodia	o	asignación	en	uso	temporal	o	definitiva.
-	Entidad	beneficiaria	y	monto	de	los	recursos	financieros	destinados.
-	Nombre	del	adjudicatario	de	la	subasta.
-	 Otras	 que	 considere	 la	 Conabi,	 en	 el	 marco	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°
1104.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
ART.	37.—De	 la	organización	y	administración.	La	 Secretaría	Ejecutiva
organiza	y	administra	el	Registro	Nacional	de	Bienes	 Incautados	 -	Renabi,
correspondiéndole	 su	 actualización	 permanente,	 hasta	 la	 transferencia
definitiva	de	los	bienes.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS	FINALES
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
Primera	Disposición	Complementaria	Final.—Normas	complementarias.
Por	 resolución	 ministerial	 de	 la	 Presidencia	 del	 Consejo	 de	 Ministros,	 se
dictarán	 las	 disposiciones	 complementarias	 necesarias	 para	 la	 mejor
implementación	de	las	normas	contenidas	en	el	presente	reglamento.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Facultad	 de	 revisión.
Facúltese	a	la	Conabi	a	revisar	los	actos	de	administración	realizados	por	la
Comabid	 y	 Ofecod	 sobre	 bienes,	 a	 efectos	 de	 evaluar	 su	 actual	 uso	 y
finalidad	 de	 acuerdo	 a	 las	 condiciones	 inicialmente	 otorgados,	 y	 de	 ser	 el
caso,	disponer	un	nuevo	acto	de	administración	sobre	estos	bienes.
Asimismo,	 las	 entidades	 que	 tienen	 a	 cargo	 el	 uso	 y	 custodia	 de	 bienes
incautados	y	que	le	han	sido	asignados	por	la	Comabid	y	Ofecod,	brindarán
las	 facilidades	 necesarias	 para	 la	 atención	 de	 los	 requerimientos	 de	 la
Conabi,	 así	 como	 para	 el	 cumplimiento	 de	 las	 inspecciones	 y	 controles	 a
dichos	bienes.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
Tercera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Información	 sobre
procesos	judiciales.	Culminado	el	proceso	de	transferencia	a	que	se	refiere
la	Segunda	Disposición	Complementaria	Transitoria	del	Decreto	Legislativo
N°	 1104,	 la	 Conabi	 luego	 de	 evaluar	 la	 documentación	 puesta	 a	 su
disposición,	podrá	requerir	a	 la	Secretaría	Técnica	del	Consejo	de	Defensa
Jurídica	 del	 Estado,	 para	 que	 en	 un	 plazo	 no	 mayor	 de	 treinta	 (30)	 días
hábiles,	informe	sobre	el	estado	situacional	de	aquellos	procesos	judiciales
cuyo	 conocimiento	 resulte	 necesario	 para	 el	 adecuado	 ejercicio	 de	 sus
atribuciones.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Información	 sobre	 joyas,
valores	y	bienes	similares.	Toda	entidad	pública	o	privada	que	mantenga
en	 custodia	 joyas,	 valores	 y	 bienes	 similares,	 se	 encuentra	 obligada	 a
informar	 a	 la	 Conabi	 sobre	 su	 existencia	 y	 estado,	 así	 como	 a	 prestar	 las
facilidades	necesarias	para	su	adecuada	administración.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
Quinta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Obligaciones	 del	 Fedadoi.
Las	obligaciones	a	cargo	del	desactivado	Fondo	Especial	de	Administración
del	 Dinero	 Obtenido	 Ilícitamente	 en	 Perjuicio	 del	 Estado	 -	 Fedadoi,
contempladas	en	 la	Ley	N°	28476	serán	atendidas	exclusivamente	 con	 los
montos	resultantes	del	proceso	de	tranferencia.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
Sexta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Medidas	 relativas	 a	 la
inscripción	 registral	 de	 bienes.	 Para	 el	 caso	 de	 bienes	 registrables,
incautados	o	decomisados,	la	Conabi	adoptará	las	acciones	necesarias	para
asegurar	la	oportuna	inscripción	de	las	medidas	de	incautación	o	decomiso
en	el	registro	público	correspondiente.
Asimismo,	la	Superintendencia	Nacional	de	los	Registros	Públicos	-	Sunarp,
dictará	 las	 disposiciones	 pertinentes	 para	 cautelar	 que	 las	 anotaciones
preventivas	y	bloqueos	registrales	se	efectúen	con	carácter	inmediato.
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
Séptima	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Aplicación	 de
prohibiciones	e	incompatibilidades.	Están	prohibidos	de	participar	como
postores	 en	 las	 subastas	 públicas	 aquellas	 personas	 que	 se	 encuentren
incursas	en	alguna	de	las	siguientes	incompatibilidades:
-	 Las	 establecidas	 en	 el	 artículo	 22	 de	 la	 Ley	 N°	 29151,	 Ley	 General	 del
Sistema	Nacional	de	Bienes	Estatales.
-	Las	referidas	en	los	artículos	1366	y	1367	del	Código	Civil,	en	relación	a
los	funcionarios	y	servidores	públicos.
-	 Las	 aplicables	 a	 las	 personas	 naturales	 o	 jurídicas	 que	 tengan
impedimento	para	celebrar	contratos	con	el	Estado.
Estas	 prohibiciones	 rigen	 hasta	 un	 (01)	 año	 después	 que	 las	 personas
impedidas	cesen	o	renuncien	en	sus	respectivos	cargos.
Los	 actos	 administrativos,	 convenios	 y	 contratos	 que	 se	 suscriban,
contraviniendo	 lo	 dispuesto	 en	 los	 párrafos	 anteriores	 de	 la	 presente
disposición,	 son	 nulos	 de	 pleno	 derecho,	 sin	 perjuicio	 de	 las
responsabilidades	a	que	hubiera	lugar.
DISPOSICIÓN	COMPLEMENTARIA	TRANSITORIA
Regl.	-	D.	Leg.	1104.
Única	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—De	 la	 información	 a
cargo	 de	 Fedadoi.	 La	 Comisión	 de	 Transferencia	 del	 Fedadoi	 deberá
informar	 a	 la	 Conabi	 el	 monto	 detallado	 al	 que	 ascienden	 los	 saldos
asignados	en	virtud	de	 la	Resolución	Ministerial	N°	402-2005-JUS,	a	 fin	de
cumplir	 con	 lo	 establecido	 en	 la	 Quinta	 Disposición	 Complementaria
Transitoria	del	Decreto	Legislativo	N°	1104.
D.	Leg.	1104.
Quinta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Incautación	 de
recursos	 financieros.	 Establézcase	que	 los	 recursos	 financieros
incautados	 o	 decomisados	 se	 depositan	 en	 las	 cuentas	 que
determine	 la	 Dirección	 General	 de	 Endeudamiento	 y	 Tesoro
Público	 -	 DGETP	 del	 Ministerio	 de	 Economía	 y	 Finanzas,	 en
coordinación	con	la	Conabi.
D.	Leg.	1104.
Sexta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Facultades	 de	 la
Conabi	para	 subasta	y	 liquidación	de	objetos,	 instrumentos,
efectos	y	ganancias	generadas	por	 la	 comisión	de	delitos	en
agravio	del	Estado.
6.1.	 Determinada	 la	 responsabilidad	 penal	 del	 imputado	 por
sentencia	 condenatoria	 consentida	 o	 ejecutoriada	 conforme	 a	 la
normatividad	ordinaria	de	 la	materia	y,	en	su	caso,	producida	 la
pérdida	 de	 dominio	 de	 los	 objetos,	 instrumentos,	 efectos	 y
ganancias	 del	 delito	 conforme	 al	 presente	 decreto	 legislativo,	 la
Conabi	procederá	a	la	subasta	pública	de	los	bienes,	dando	cuenta
al	juez.
6.2.	Dicha	entidad	también	está	autorizada	a	subastar	antes	de	la
conclusión	 del	 proceso,	 los	 objetos,	 instrumentos,	 efectos	 y
ganancias	 del	 delito	 incautados	 o	 decomisados	 que	 por	 su
naturaleza	 o	 características	 puedan	 ser	 objeto	 de	 pérdida	 o
deterioro,	así	como	cuando	el	valor	de	su	custodia	o	conservación
sea	muy	oneroso.	En	estos	supuestos,	se	procede	a	la	valorización
o	tasación	de	los	bienes	y	efectos	y	se	producirá	la	subasta	pública
de	 los	 mismos,	 dando	 cuenta	 al	 juez.	 En	 caso	 se	 absuelva
judicialmente	a	 los	 imputados,	 la	Conabi	procede	a	 la	devolución
del	monto	de	la	subasta,	así	como	al	pago	de	los	intereses	legales
generados	desde	la	fecha	de	su	tasación.
6.3.	 La	 Conabi	 puede	 encargar	 a	 las	 entidades	 del	 Estado	 que
custodian	los	objetos,	instrumentos,	efectos	y	ganancias	del	delito
incautados	 o	 decomisados,	 la	 subasta	 pública	 de	 los	mismos.	 En
estos	 casos,	 luego	de	 deducidos	 los	 gastos	 de	 administración,	 se
depositará	el	monto	líquido	en	la	cuenta	que	determine	la	Conabi.
6.4.	La	subasta	levanta	los	gravámenes,	cargas	o	derechos	de	uso
o	 disfrute,	 arrendamientos	 o	 contratos	 de	 opción	 y	 demás	 actos
que	 se	 hayan	 anotado	 o	 inscrito,	 disponiéndose	 la	 entrega
inmediata	 del	 bien	 a	 su	 adjudicatario	 luego	 de	 suscrita	 la
documentación	 correspondiente,	 siendo	 de	 aplicación	 supletoria
el	Código	Procesal	Civil	y	otras	normas	que	resulten	pertinentes.
6.5.	 Queda	 prohibida	 toda	 anotación	 o	 inscripción	 de	 actos	 o
contratos	 con	 posterioridad	 a	 la	 medida	 de	 incautación	 o
decomiso	ordenada	por	la	autoridad	judicial,	quedando	la	partida
registral	bloqueada.
6.6.	 Por	 decreto	 supremo	 se	 determinará	 la	 distribución	 del
producto	de	 la	subasta	pública,	el	cual	se	usará	preferentemente
para	 la	 lucha	 contra	 la	minería	 ilegal,	 la	 corrupción	 y	 el	 crimen
organizado.
D.	Leg.	1104.
Sétima	Disposición	Complementaria	Final.—Información	 sobre
incautación.	 La	 Policía	 Nacional	 del	 Perú,	 el	 fiscal,	 el	 juez	 o	 la
autoridad	 correspondiente,	 informarán	 a	 la	 Conabi
inmediatamente	de	producida	 la	 incautación	o	decomiso	para	su
registro	y	demás	funciones	a	cargo	de	esta	entidad.
D.	Leg.	1104.
Octava	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Facultad	 para
destrucción	 de	 bienes	 peligrosos	 o	 dañinos.	 Podrán	 ser
destruidos	 o	 inutilizados	 por	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 o	 la
autoridad	 competente	 aquellos	 objetos,	 instrumentos,	 efectos	 o
ganancias	 del	 delito,	 en	 el	 lugar	 en	 que	 se	 encuentren	 o	 en	 un
lugar	en	que	no	se	genere	riesgo	a	terceros,	cuando:
a)	Sean	peligrosos	o	dañinos	para	la	seguridad	pública;
b)	Hayan	servido,	sirvan	o	sean	objeto	para	la	comisión	de	ilícitos
penales;
c)	Generen	perjuicio	a	derechos	de	terceros;
d)	Sean	nocivos	a	bienes	jurídicos	protegidos.
En	 estos	 casos,	 el	 representante	 del	 Ministerio	 Público,	 para
asegurar	 la	 conservación	del	 carácter	probatorio	del	 elemento	o
elementos	 destruidos	 o	 inutilizados,	 levantará	 el	 acta	 de
constatación	 respectiva,	 con	 los	 medios	 de	 prueba	 idóneos,
pudiendo	ser	éstos	fílmicos	o	fotográficos.
Excepcionalmente,	 en	 los	 casos	 de	 inminente	 peligro	 o	 daño
irreparable	 que	 pueda	 significar	 la	 existencia	 de	 los	 objetos
señalados	 en	 el	 párrafo	 anterior,	 se	 faculta	 a	 la	 Policía	Nacional
del	 Perú	 o	 la	 autoridad	 competente	 a	 su	 destrucción	 o
inutilización	 dando	 cuenta	 inmediata	 al	 Ministerio	 Público,
levantando	el	acta	respectiva.
D.	Leg.	1104.	
Novena	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Custodia	 de
drogas	 ilegales,	 estupefacientes	o	 sustancias	psicotrópicas	e
insumos	químicos.	La	Policía	Nacional	del	Perú	será	la	encargada
de	la	custodia	de	las	drogas	ilegales,	estupefacientes	o	sustancias
psicotrópicas,	 para	 su	 oportuna	 y	 eficaz	 destrucción;	 para	 tales
efectos,	informará	a	la	Conabi	de	manera	inmediata	acerca	de	las
incautaciones	realizadas	y	la	destrucción	a	la	que	hubiere	lugar.
D.	Leg.	1104.
Décima	Disposición	Complementaria	Final.—Custodia	y
disposición	de	insumos	químicos.	La	custodia	y	disposición	de
los	insumos	químicos	incautados	o	decomisados,	así	como	de	los
medios	de	transporte	utilizados	para	su	traslado,	se	rige	de
acuerdo	a	la	competencia	y	procedimiento	dispuestos	por	el
artículo	6°	del	Decreto	Legislativo	N°	1103.
D.	Leg.	1104.
Undécima	Disposición	Complementaria	Final.—Competencia
del	Ministerio	Público.	El	Ministerio	Público,	en	tanto	titular	de
la	acción	penal,	ejerce	sus	funciones	de	conformidad	con	las
normas	y	reglamentos	que	garantizan	la	seguridad,	conservación,
seguimiento,	control	y	cadena	de	custodia	de	los	objetos,
instrumentos,	efectos	o	ganancias	del	delito.	Dentro	del	plazo
máximo	de	diez	(10)	días	naturales	deberá	informar	a	la	Conabi
sobre	los	bienes	incautados	o	decomisados	y	las	medidas	iniciales
de	custodia	y	conservación,	para	que	ésta	proceda	conforme	a	lo
previsto	en	el	presente	decreto	legislativo.	Para	el	debido
cumplimiento	de	estos	fines,	las	entidades	del	sector	público
deberán	cooperar	con	el	Ministerio	Público.
D.	Leg.	1104.
Duodécima	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Glosario.	 Para
efectos	del	presente	decreto	legislativo	se	considera:
a)	Objeto	 del	 delito:	 bienes	muebles	 o	 inmuebles	 sobre	 los	 que
recae	la	acción	delictiva.
b)	 Instrumentos	 del	 delito:	 Bienes	 o	 medios	 utilizados	 o
destinados	a	ser	utilizados,	de	cualquier	 forma,	en	su	totalidad	o
en	parte,	a	cometer	o	intentar	cometer	el	delito.
c)	Efectos	del	delito:	Bienes	muebles,	 inmuebles,	 semovientes	y
otros	animales	directamente	derivados	de	la	acción	delictiva.
d)	 Ganancias	 del	 delito:	 Los	 efectos	 mediatos	 o	 indirectos	 del
delito,	es	decir,	los	frutos	o	rentas	de	éste.
e)	Subasta	pública:	procedimiento	administrativo,	regido	por	los
principios	de	transparencia,	competitividad	y	legalidad,	destinado
a	 adjudicar	 en	 arrendamiento	 o	 en	 venta	 los	 objetos,
instrumentos,	efectos	o	ganancias	del	delito,	a	fin	de	garantizar	la
mejor	opción	a	favor	del	Estado.
D.	Leg.	1104.
Decimotercera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Delitos
tributarios	y	 aduaneros.	 Exclúyase	 del	 ámbito	 de	 competencia
funcional	 de	 la	 Conabi	 a	 los	 bienes	 incautados	 o	 decomisados
provenientes	de	la	comisión	de	delitos	tributarios	y	aduaneros,	los
mismos	 que	 se	 rigen	 de	 acuerdo	 a	 lo	 dispuesto	 por	 el	 Decreto
Legislativo	N°	1053	-	Ley	General	de	Aduanas,	 la	Ley	N°	28008	-
Ley	de	los	Delitos	Aduaneros	y	demás	normas	sobre	la	materia.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS	TRANSITORIAS
D.	Leg.	1104.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.
—Competencia	 funcional	 para	 el	 proceso	 de	 pérdida	 de
dominio.	 En	 los	 distritos	 judiciales	 en	 los	 que	 se	 encuentre
vigente	 el	 Código	 Procesal	 Penal	 aprobado	 por	 el	 Decreto
Legislativo	N°	 957,	 será	 competente	 para	 conocer	 el	 proceso	 de
pérdida	 de	 dominio	 en	 primera	 instancia,	 el	 Fiscal	 Provincial
Penal	 así	 como	 el	 juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria.	 En
aquellos	lugares	donde	aún	no	se	encuentre	vigente	dicho	Código
Procesal,	 será	 competente	el	Fiscal	Provincial	Penal	o	Mixto	y	 el
Juez	Especializado	Penal	o	Mixto,	según	corresponda.
D.	Leg.	1104.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.
—Transferencias	 para	 la	 Conabi.	 La	 Conabi	 asume	 el	 objeto,
bienes,	presupuesto	y	competencias	de:
a.	 El	 Fondo	 Especial	 de	 Administración	 de	 Dinero	 Obtenido
Ilícitamente	en	Perjuicio	del	Estado	-	Fedadoi;
b.	 La	 Comisión	 de	 Administración	 de	 Bienes	 Incautados	 y
Decomisados	 -	 Comabid,	 del	 Ministerio	 de	 Justicia	 y	 Derechos
Humanos;
c.	 La	 Oficina	 Ejecutiva	 de	 Control	 de	 Drogas	 -	 Ofecod,	 del
Ministerio	del	Interior.
En	un	plazo	no	mayor	de	noventa	(90)	días	hábiles	computados
desde	el	día	siguiente	de	entrada	en	vigencia	del	presente	decreto
legislativo,	 dichas	 entidades	 informarán	 y,	 de	 ser	 el	 caso,
transferirán	progresivamente	a	la	Conabi,	bajo	responsabilidad,	la
totalidad	 de	 los	 bienes,	 dinero	 y	 especies	 incautadas	 y
decomisadas	que	obren	en	su	poder,	debidamente	inventariados,
señalando	 el	 estado	 situacional	 en	 que	 se	 encuentren,	 su
ubicación	 territorial	 y	 entregando	 el	 acervo	 documentario	 a	 su
cargo.	En	tanto	no	opere	la	transferencia,	 la	entidad	transferente
mantiene	 la	 responsabilidad	 de	 la	 custodia	 y	 administración	 de
los	bienes	a	su	cargo.
De	 resultar	 necesario,	 y	 para	 efecto	 de	 la	 transferencia	 de
créditos	presupuestarios	de	 los	pliegos	 respectivos	 a	 favor	de	 la
Presidencia	 del	 Consejo	 de	 Ministros,	 ésta	 se	 realiza	 mediante
Decreto	 Supremo	 refrendado	 por	 el	 Ministerio	 de	 Economía	 y
Finanzas,	a	propuesta	de	la	Presidencia	del	Consejo	de	Ministros.
D.	Leg.	1104.
Tercera	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Normas	 de
adecuación.	 Las	 investigaciones	 preliminares	 y	 los	 procesos
sobre	pérdida	de	dominio	que	se	encuentren	en	trámite,	así	como
las	 incautaciones	 o	 decomisos	 efectuados	 en	 el	 marco	 de	 los
procesos	especiales,	 se	adecuarán	a	 lo	dispuesto	por	el	presente
decreto	 legislativo	 y,	 asimismo,	 se	 ajustarán	 en	 cuanto
corresponda	a	las	competencias	de	Conabi.
D.	Leg.	1104.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.
—Administración	 temporal.	 Mientras	 dure	 el	 proceso	 de
implementación	 de	 la	 Conabi,	 la	 Presidencia	 del	 Consejo	 de
Ministros,	 en	 los	 casos	 que	 considere	 necesario,	 dispondrá	 la
recepción,	registro,	calificación,	custodia,	seguridad,	conservación,
administración,	asignación	en	uso,	disposición	y	venta	en	subasta
pública,	 de	 los	 objetos,	 instrumentos,	 efectos	 y	 ganancias	 del
delito	de	minería	ilegal	incautados	o	decomisados	al	amparo	de	lo
dispuesto	en	los	Decretos	Legislativos	N°	1099	y	N°	1100.
D.	Leg.	1104.
Quinta	Disposición	Complementaria	Transitoria.—Uso	de	saldos
de	 la	 Resolución	 Ministerial	 N°	 402-2005-JUS.	 Los	 saldos
asignados	en	virtud	de	la	Resolución	Ministerial	N°	402-2005-JUS
que	 a	 la	 fecha	 de	 entrada	 en	 vigencia	 del	 presente	 decreto
legislativo	 no	 hayan	 sido	 real	 y	 efectivamente	 utilizados,
incluyendo	aquellos	que	se	encuentren	en	el	marco	de	convenios
de	 administración	 de	 recursos,	 costos	 compartidos	 o	 similares,
serán	 transferidos	 a	 la	 Conabi,	 excepto	 el	 destinado	 a	 la
construcción	 de	 pabellones	 de	 establecimientos	 penitenciarios,
cuya	 ejecución	 se	 encuentra	 a	 cargo	 del	 Instituto	 Nacional
Penitenciario	-	Inpe.
La	Conabi,	en	un	plazo	no	mayor	de	noventa	(90)	días	naturales
siguientes	 a	 la	 entrada	 en	 vigencia	 del	 presente	 decreto
legislativo,	 transferirá	 los	 montos	 a	 que	 se	 refiere	 el	 párrafo
anterior	 al	 Ministerio	 de	 Justicia	 y	 Derechos	 Humanos	 con	 el
objeto	de	que	éste	los	destine	al	cumplimiento	de	las	obligaciones
nacionales	 e	 internacionales	 del	 Estado	 Peruano	 en	 materia	 de
Derechos	Humanos.
D.	Leg.	1104.
Sexta	Disposición	Complementaria	Transitoria.—Transferencia
de	 reservas	 del	 Decreto	 Supremo	 N°	 039-2005-PCM.	 El
Presidente	 del	 Fondo	 creado	 en	 virtud	 de	 la	 Ley	 N°	 28476
transferirá	 al	Ministerio	 de	 Justicia	 y	 Derechos	Humanos,	 en	 un
plazo	no	mayor	de	diez(10)	días	hábiles	siguientes	a	la	entrada	en
vigencia	del	presente	Decreto	Legislativo,	el	monto	reservado	en
virtud	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 1°	 del	Decreto	 Supremo	N°
039-2005-PCM,	 incluyendo	 los	 intereses	 bancarios	 generados,
dándose	 por	 compensado	 al	 Estado	 Peruano	 en	 su	 condición	 de
agraviado	y,	por	tanto,	cumplida	la	Cláusula	Segunda	del	Acuerdo
suscrito	entre	el	Gobierno	de	la	República	del	Perú	y	el	Gobierno
de	los	Estados	Unidos	de	América	con	fecha	12	de	enero	del	2004.
El	 Ministerio	 de	 Justicia	 y	 Derechos	 Humanos	 destinará	 dichos
recursos	 al	 cumplimiento	 de	 las	 obligaciones	 nacionales	 e
internacionales	 del	 Estado	 Peruano	 en	 materia	 de	 Derechos
Humanos.
D.	Leg.	1104.
Sétima	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Vigencia	 de
las	normas	sobre	incautación	y	decomiso.	El	presente	decreto
legislativo	 y	 lo	 que	 dispuso	 durante	 su	 vigencia	 el	 Decreto
Legislativo	N°	992,	modificado	por	la	Ley	N°	29212,	no	dejan	sin
efecto	 la	 vigencia	 de	 las	 demás	 normas	 previstas	 en	 el
ordenamiento	 jurídico	que	 regulan	 la	 incautación	y	 el	decomiso,
las	mismas	que	resultan	plenamente	aplicables.
D.	Leg.	1104.
Octava	Disposición	Complementaria	Transitoria.—Autorización
a	la	Superintendencia	Nacional	de	Aduanas	y	Administración
Tributaria	para	disponer	de	mercancías.
8.1.	 Facúltese	 a	 la	 Superintendencia	 Nacional	 de	 Aduanas	 y	 de
Administración	Tributaria	-	Sunat,	para	que	durante	un	(1)	año,	a
partir	de	la	vigencia	del	presente	decreto	legislativo,	disponga	de
manera	 expeditiva	 de	 las	mercancías	 que	 hayan	 ingresado	 a	 los
almacenes	de	la	Sunat	o	a	los	almacenes	aduaneros	hasta	el	31	de
agosto	 del	 2011,	 sea	 en	 situación	 de	 abandono,	 incautadas	 o
comisadas,	 incluidas	 las	 provenientes	 de	 la	 minería	 ilegal,
procedentes	de	la	aplicación	del	Decreto	Legislativo	N°	1053	-	Ley
General	 de	 Aduanas	 o	 de	 la	 Ley	 N°	 28008	 -	 Ley	 de	 los	 Delitos
Aduaneros,	 las	 mismas	 que	 serán	 rematadas,	 adjudicadas,
destruidas	o	entregadas	al	sector	competente,	según	su	naturaleza
o	estado	de	conservación,	sin	perjuicio	de	que	se	encuentren	con
proceso	 administrativo	 o	 judicial	 en	 trámite.	 La	 disposición	 de
estas	mercancías	no	se	regirá	por	 la	normatividad	aplicable	para
la	Conabi.
8.2.	En	caso	exista	un	procedimiento	administrativo	por	reclamo
o	apelación	en	trámite	se	procederá	a	notificar	al	propietario	de	la
mercancía	de	acuerdo	a	lo	establecido	en	el	Código	Tributario.	En
caso	exista	proceso	 judicial	en	 trámite,	 la	Sunat	dará	cuenta	a	 la
Sala	que	conoce	del	proceso,	del	acto	de	disposición	en	el	plazo	de
diez	 (10)	 días	 hábiles,	 computado	 desde	 el	 día	 siguiente	 de
efectuada	la	disposición	de	la	mercancía.
8.3.	Las	entidades	del	sector	público	podrán	ser	beneficiadas	con
la	 adjudicación	 de	 las	 mercancías	 disponiendo	 de	 un	 plazo	 de
veinte	 (20)	 días	 hábiles	 para	 el	 retiro	 de	 éstas,	 vencido	 dicho
plazo	 sin	 que	 se	 haya	 producido	 el	 retiro,	 la	 Sunat	 queda
autorizada	para	disponer	nuevamente	de	ellas.
8.4.	 La	 Sunat	 pondrá	 a	 disposición	 del	 sector	 competente	 las
mercancías	 restringidas	 que	 se	 encuentren	 comprendidas	 en	 el
numeral	8.1	de	 la	presente	disposición.	El	referido	sector	dentro
del	plazo	establecido	en	el	artículo	186	del	Decreto	Legislativo	N°
1053	-	Ley	General	de	Aduanas	deberá	efectuar	el	retiro	de	dichas
mercancías	o	pronunciarse	sobre	la	posibilidad	del	ingreso	de	las
mercancías	 al	 país.	 Vencido	 el	 citado	 plazo,	 y	 de	 no	 haberse
efectuado	 el	 retiro	 de	 las	 mercancías	 o	 emitido	 el
pronunciamiento,	la	Sunat	conforme	a	la	naturaleza	y	estado	de	la
mercancía	 procederá	 a	 su	 adjudicación	 o	 destrucción,	 previo
pronunciamiento	de	una	entidad	especializada	en	la	materia.
8.5.	De	disponerse	administrativa	o	 judicialmente	 la	devolución
de	 las	 mercancías,	 la	 Dirección	 General	 de	 Endeudamiento	 y
Tesoro	Público	del	Ministerio	de	Economía	y	Finanzas	efectuará	el
pago	del	valor	de	las	mercancías	determinado	en	el	avalúo	más	los
intereses	legales	correspondientes	calculados	desde	la	fecha	de	su
valoración.	 Para	 estos	 efectos,	 el	 valor	 de	 las	 mercancías
corresponderá	al	de	 la	 fecha	de	su	avalúo	realizado	por	 la	Sunat
de	 acuerdo	 a	 la	 Ley	 de	 los	 Delitos	 Aduaneros	 o	 las	 Normas	 de
Valoración	de	la	Organización	Mundial	de	Comercio	-	OMC,	según
corresponda.	 En	 caso	 no	 exista	 elementos	 para	 efectuar	 la
valoración,	 éste	 corresponderá	 al	 valor	 FOB	que	 se	 determinará
durante	el	proceso	de	 la	verificación	física	de	dichas	mercancías,
aplicando	 para	 tal	 efecto	 el	 valor	 FOB	 más	 alto	 de	 mercancías
idénticas	o	similares	que	se	registran	en	el	Sistema	de	Valoración
de	Precios	de	la	Sunat.
8.6.	La	Sunat	queda	facultada	para	aprobar	las	normas	necesarias
para	el	cumplimiento	de	lo	dispuesto	en	la	presente	disposición.
ACTUACIÓN	CONJUNTA	ENTRE	EL	MP	Y	LA	SUNAT	EN	TEMAS	DE
PÉRDIDA	DE	DOMINIO
R.	3107-2012-MP-FN.
Artículo	 Primero.—Aprobar	 la	 Directiva	 N°	 012-2012-MP-FN,	 sobre
“Actuación	Conjunta	entre	el	Ministerio	Público	y	 la	 Sunat	en	Virtud	de	 la
Octava	Disposición	Complementaria	y	Transitoria	del	Decreto	Legislativo	N°
1104”,	la	misma	que	forma	parte	integrante	de	la	presente	resolución.
(...).
Directiva	N°	012	-2012-MP-FN
Actuación	conjunta	entre	el	ministerio	público	y	la	Sunat	en
virtud	de	la	Octava	Disposición	Complementaria	y
Transitoria	del	Decreto	Legislativo	N°	1104
I.	Objeto
El	 presente	 documento,	 tiene	 como	 objeto	 precisar	 los	 mecanismos	 de
actividad	 procesal	 que	 deberán	 desarrollar	 los	 representantes	 del
Ministerio	 Público	 y	 los	 funcionarios	 de	 la	 Sunat,	 en	 concordancia	 con	 lo
establecido	 en	 el	 artículo	 31	 del	 Reglamento	 de	 Cadena	 de	 Custodia	 y	 en
virtud	 a	 lo	 establecido	 en	 la	 Octava	 Disposición	 Complementaria	 y
Transitoria	del	Decreto	Legislativo	N°	1104.
II.	Finalidad
Unificar	 los	 criterios	 y	 definir	 lineamientos	 que	 orienten	 a	 los
representantes	 del	 Ministerio	 Público	 y	 a	 los	 funcionarios	 de	 la	 Sunat,
respecto	a	la	disposición	de	bienes	incautados	en	virtud	a	la	Ley	de	Delitos
Aduaneros	-	Ley	N°	28008	y	sus	normas	modificatorias,	y	bienes	vinculados
con	la	minería	ilegal	decretos	legislativos	N°	1103	y	N°	1107,	y	en	virtud	a	lo
establecido	 en	 la	 Octava	 Disposición	 Complementaria	 y	 Transitoria	 del
Decreto	Legislativo	N°	1104.
III.	Base	legal
•	Constitución	Política	del	Perú:	artículos	158	y	159.
•	Código	Procesal	Penal	-	Decreto	Legislativo	957.
•	Código	de	Procedimientos	Penales.
•	Ley	Orgánica	del	Ministerio	Público.
•	Ley	N°	24829,	Ley	General	aprobada	por	Decreto	Legislativo	N°	501	y	la
Ley	N°	29816.
IV.	Alcance
El	presente	documento	es	de	obligatorio	cumplimiento	para	los	fiscales	de
todos	 los	 distritos	 judiciales	 y	 los	 funcionarios	 de	 la	 Superintendencia
Nacional	de	Administración	Tributaria	y	Aduanera.
V.	Normas	generales
Rol	del	Ministerio	Público
1.	 Conforme	 lo	 establece	 la	 Constitución	 Política	 del	 Perú,	 el	 Ministerio
Público	 es	 un	 órgano	 estatal	 autónomo	 (artículo	 158),	 titular	 de	 la	 acción
penal	 pública	 (artículo	 159.5),	 defensor	 de	 la	 legalidad	 (artículo	 159.1),	 y
encargado	de	velar	por	la	independencia	de	los	órganos	jurisdiccionales,	en
aras	de	una	recta	administración	de	justicia	(artículo	159.2),	entre	otros.
2.	El	Ministerio	Público,	como	titular	de	la	acción	penal,	conduce	desde	un
inicio	la	investigación	del	delito,	para	cuyo	propósito	deberá	actuar	bajo	los
parámetros	 del	 principio	 de	 objetividad,	 rigiéndose	 únicamente	 por	 la
Constitución	 y	 la	 ley,	 sin	 perjuicio	 de	 las	 directivas	 o	 instrucciones	 de
carácter	general	que	emita	la	Fiscalía	de	la	Nación.
Rol	de	la	Sunat
La	Superintendencia	Nacional	de	Aduanas	y	de	Administración	Tributaria	-
Sunat,	con	las	facultades	y	prerrogativas	que	le	son	propias	en	su	calidad	de
administración	tributaria	y	aduanera,	tiene	por	finalidad:
1.	 Administrar,	 aplicar,	 fiscalizar	 y	 recaudar	 los	 tributos	 internos	 del
Gobierno	 Nacional,	 con	 excepción	 de	 los	 municipales,	 desarrollar	 las
mismas	 funciones	 respecto	 de	 las	 aportaciones	 al	 Seguro	 Social	 de	 Salud
(ESSALUD)	 y	 a	 la	 Oficina	 de	 Normalización	 Previsional	 (ONP),
facultativamente,	respecto	de	obligaciones	no	tributarias	de	ESSALUD	y	de
la	 ONP,	 que	 de	 acuerdo	 a	 lo	 que	 por	 convenios	 interinstitucionales	 se
establezca.
2.	Dictar	normas	en	materia	tributaria,	aduanera	y	de	organización	interna.
3.	 Implementar,	 inspeccionar	 y	 controlar	 la	 política	 aduanera	 en	 el
territorio	 nacional,	 aplicando,	 fiscalizando,	 sancionando	 y	 recaudando	 los
tributos	y	aranceles	del	gobierno	central	que	 fije	 la	 legislación	aduanera	y
los	tratados	y	convenios	internacionales.
4.	Facilitar	las	actividades	aduaneras	de	comercio	exterior.
5.	Inspeccionar	el	tráfico	internacional	de	personas	y	medios	de	transporte.
6.	Desarrollar	las	acciones	necesarias	para	prevenir	y	reprimir	la	comisión
de	delitos	aduaneros	y	tráfico	ilícito	de	bienes.
7.	 Proponer	 al	 Ministerio	 de	 Economía	 y	 Finanzas	 la	 celebración	 de
acuerdos	 y	 convenios	 internacionales	 referidos	 a	 materia	 tributaria	 y
aduanera	y	participar	en	la	elaboración	de	los	proyectos	de	dichos	acuerdos
y	convenios.
8.	 Liderar	 las	 iniciativas	 y	 proyectos	 relacionados	 con	 la	 cadena	 logística
del	 comercio	 exterior,	 cuando	 tengan	uno	o	más	 componentes	 propios	 de
las	actividades	aduaneras.
9.	 Proveer	 servicios	 a	 los	 contribuyentes,	 responsables	 y	 usuarios	 del
comercio	 exterior	 a	 fin	 de	 promover	 y	 facilitar	 el	 cumplimiento	 de	 sus
obligaciones	tributarias.
10.	Las	demás	que	señale	la	ley.
VI.	Normas	generales
De	las	leyes	especiales.-
1.	Se	precisa	que	las	normas	o	leyes	especiales	a	que	hacen	referencia	los
artículos	 31	 y	 57	 de	 la	 Resolución	 N°	 729-2006-MP-FN	 (Reglamento	 de
Cadena	de	Custodia	de	Elementos	Materiales	Evidencias	 y	Administración
de	Bienes	Incautados),	son	las	disposiciones	que	norman,	entre	otros	casos,
la	disposición	de	bienes	incautados	por	delitos	aduaneros	establecidos	en	la
Ley	N°	28008	y	normas	modificatorias,	esto	es	Decreto	Legislativo	N°	1111,
Decreto	Legislativo	N°	1122,	su	reglamento	aprobado	por	Decreto	Supremo
N°	 121-2003-EF,	 con	 sus	 normas	 modificatorias,	 asimismo	 el	 Decreto
Legislativo	N°	1103	y	N°	1107,	que	regula	sobre	la	minería	ilegal.
Aplicación	de	la	Octava	Disposición	Complementaria	y	Transitoria	del
Decreto	Legislativo	N°	1104
2.	 De	 conformidad	 con	 lo	 establecido	 en	 la	 Octava	 Disposición
Complementaria	y	Transitoria	del	Decreto	Legislativo	N°	1104	y	en	el	plazo
establecido	en	la	misma,	esta	se	aplicará:
a.	Dependiendo	del	modelo	procesal	que	esté	vigente	en	el	distrito	judicial.
b.	Dependiendo	de	la	incautación	confirmada	o	no	por	el	juez	de	garantías.
1.	 En	 aquellos	 distritos	 judiciales,	 en	 los	 que	 se	 encuentren	 vigente	 el
Nuevo	Código	Procesal	Penal	y	se	haya	incautado	mercancía	proveniente	de
delito	 aduanero,	 y	 la	medida	 limitativa	 de	derechos	 haya	 sido	 confirmada
por	 el	 juez	 de	 garantías;	 la	 Sunat	 cuando	 decida	 la	 disposición	 de	 las
mismas,	 dará	 cuenta	 al	 juez	 de	 garantías,	 tal	 y	 como	 lo	 señala	 la	 Octava
Disposición	Complementaria	y	Transitoria	del	Decreto	Legislativo	N°	1104;
para	lo	cual,	deberá	también	coordinar	previamente	con	el	fiscal	a	cargo	de
la	 investigación	 para	 la	 conservación	 de	 una	 muestra	 representativa	 de
conformidad	con	lo	establecido	por	el	artículo	33	del	Reglamento	de	Cadena
de	 Custodia;	 el	 que	 deberá	 adoptar	 todas	 las	 medidas	 que	 considere
necesarias	para	asegurar	los	fines	de	la	investigación.
2.	 En	 aquellos	 distritos	 judiciales,	 en	 los	 que	 no	 se	 encuentre	 vigente	 el
Nuevo	 Código	 Procesal	 Penal	 y	 se	 haya	 incautado	 mercancía	 relacionada
con	 delitos	 aduaneros;	 la	 Sunat	 cuando	 decida	 la	 disposición	 de	 la
mercancía	 en	 virtud	 a	 lo	 establecido	 en	 la	 Octava	 Disposición
Complementaria	y	Transitoria	del	Decreto	Legislativo	N°	1104,	dará	cuenta
al	juez	competente,	debiendo	también	coordinar,	previamente,	con	el	fiscal
a	 cargo	 de	 la	 investigación	 para	 la	 conservación	 de	 una	 muestra
representativa	 de	 conformidad	 con	 lo	 establecido	 por	 el	 artículo	 33	 del
Reglamento	 de	 Cadena	 de	 Custodia;	 el	 que	 deberá	 adoptar	 todas	 las
medidas	 que	 considere	 necesarias	 para	 asegurar	 los	 fines	 de	 la
investigación.
3.	 Tratándose	 de	 insumos	 químicos	 y	 otros	 señalados	 en	 los	 decretos
legislativos	 N°s.	 1103,	 1107	 y	 1126,	 cuando	 la	 Sunat	 decida	 disponer	 o
destruir	 los	 mismos,	 conforme	 a	 dicha	 normatividad,	 se	 procederá	 de
acuerdo	a	lo	establecido	en	los	numerales	2.1	y	2.2	de	la	presente	directiva.
4.	Debe	precisarse	que	es	responsabilidad	de	la	Sunat,	todo	lo	vinculado	a
la	 disposición	 del	 bien,	 así	 como	 los	 supuestos	 en	 que	 judicial	 o
administrativamente	se	decida	la	devolución	de	los	mismos.
VII.	Vigencia
El	 presente	 documento,	 será	 de	 aplicación	 obligatoria	 desde	 el	 día
siguiente	 de	 su	 publicación	 y,	 en	 el	 caso	 de	 los	 supuestos	 previstos	 en	 la
Octava	Disposición	Complementaria	y	Transitoria	del	Decreto	Legislativo	N°
1104,	durante	el	período	previsto	en	dicha	norma.
DOCTRINA.—Sunat:	 modificación	 de	 la	 legislación	 sobre	 pérdida	 de
dominio	 no	 provocó	 la	 inaplicación	 de	 las	 normas	 penales	 sobre
cadena	de	custodia.	“Por	las	consideraciones	antes	expuestas,	se	opina	que
el	 Decreto	 Legislativo	 N°	 1104	 no	 ha	 prescrito	 la	 inaplicación	 del	 Código
Procesal	Penal	ni	la	del	Reglamento	de	la	Cadena	de	Custodia	de	Elementos
Materiales,	 Evidencias	 y	 Administración	 de	 Bienes	 Incautados,	 aprobado
por	Resolución	N°	729-2006-MP-FN,	por	lo	que	las	reglas	de	estos	últimos
instrumentos	 jurídicos	 siguen	 vigentes	 y	 nos	 obligan	 a	 realizar	 una
interpretación	 en	 la	 que	 se	 resguarde	 la	 unidad	 y	 coherencia	 del
ordenamiento	jurídico	vigente.
Asimismo,	 la	 Sunat	 para	 ejercer	 la	 facultad	 otorgada	 por	 la	 Octava
Disposición	Complementaria	Transitoria	del	Decreto	Legislativo	N°	1104	y
disponga	de	los	bienes	incautados,	de	manera	previa	debe	coordinar	con	el
fiscal	a	cargo	de	la	investigación,	a	efecto	que	este	proceda	a	la	conservación
de	 una	 muestra	 representativa	 de	 conformidad	 con	 lo	 establecido	 por	 el
artículo	33	del	Reglamento	de	Cadena	de	Custodia,	y	se	adopten	las	medidas
que	necesarias	para	asegurar	los	fines	de	la	investigación.
(...)	Finalmente	se	anota	que	los	argumentos	y	conclusiones	también	deben
ser	aplicados	a	 los	casos	de	mercancías	provenientes	del	delito	de	minería
ilegal	 regulados	 por	 los	 decretos	 legislativos	N°	 1103	 y	N°	 1107	 y	 que	 se
encuentren	en	almacenes	de	Sunat,	conforme	a	la	competencia	otorgada	por
la	Octava	Disposición	Complementaria	Transitoria	del	Decreto	Legislativo	N
°	 1104”.	 (Sunat,	 Inf.	 173-2012-Sunat/4B4000,	 dic.	 20/2012.	 Gerente
Jurídico	Aduanero	Nora	Sonia	Cabrera	Torriani)
D.	Leg.	1104.
Novena	Disposición	Complementaria	Transitoria.—Reglamento.
El	 reglamento	 del	 presente	 decreto	 legislativo	 se	 emitirá	 en	 un
plazo	 no	 mayor	 de	 noventa	 (90)	 días	 hábiles	 siguientes	 a	 su
publicación	 y	 será	 refrendado	 por	 el	 Presidente	 del	 Consejo	 de
Ministros	 y	 los	 Ministros	 de	 Economía	 y	 Finanzas,	 Defensa,
Interior	y	Justicia	y	Derechos	Humanos.
DISPOSICIÓN	COMPLEMENTARIA	DEROGATORIA
D.	Leg.	1104.
Única	 Disposición	 Complementaria	 Derogatoria.—Disposición
derogatoria.	 Deróguese	 el	 Decreto	 Legislativo	 N°	 992,	 decreto
legislativo	 que	 regula	 el	 proceso	 de	 pérdida	 de	 dominio,
modificado	por	la	Ley	N°	29212;	la	Ley	N°	28476,	el	artículo	6°	de
la	Ley	N°	28635;	los	artículos	69,	78,	79,	80	y	81	del	Decreto	Ley	N
°	22095	y	las	demás	normas	que	se	opongan	al	presente	decreto
legislativo.
Régimen	procesal	de	homonimia	y
requisitorias
LEY	N°	27411
Procedimiento	en	los	casos	de	homonimia
CAPÍTULO	I
Generalidades
Ley	27411.
ART.	1°.—Objeto	de	la	ley.	La	presente	ley	tiene	por	finalidad
regular	el	procedimiento	judicial	en	los	casos	de	homonimia,
cuando	quien	lo	solicita	se	encuentra	privado	de	su	libertad	en
mérito	de	una	orden	judicial.
Asimismo	regula	el	procedimiento	administrativo	para	quien
estando	en	libertad	quiera	desvirtuar	la	existencia	de	un	posible
caso	de	homonimia	respecto	de	su	persona.
JURISPRUDENCIA.—Procedimiento	de	homonimia.“(...)	La	acción
interpuesta,	lo	es	contra	la	resolución	que	resuelve	la	solicitud	de	homonimia
formulada	por	el	demandante	ante	el	juez	emplazado,	la	misma	que	fuera
denegada,	tanto	en	primera	como	en	segunda	instancia	como	se	aprecia	(...).
De	lo	expuesto	por	los	integrantes	de	los	órganos	jurisdiccionales
competentes	para	conocer	del	procedimiento	de	homonimia	de	autos,	estos	se
han	limitado	a	actuar	conforme	a	sus	atribuciones,	no	siendo	evidente	que	la
misma	afecte	los	derechos	fundamentales	del	demandante,	salvo	en	lo	relativo
a	la	excesiva	demora	en	su	tramitación,	situación	que	ya	no	puede	ser
remediada.
3.	Sin	embargo,	no	escapa	a	este	colegiado,	las	consecuencias	graves	y
evidentes	que	los	hechos	que	se	detallan,	acarrean	sobre	la	libertad	individual
del	accionante:
a.	Pese	a	que	la	requisitoria	es	de	fecha	trece	de	setiembre	de	mil	novecientos
noventa	y	cuatro	(...)	no	han	verificado	que	la	misma	se	encuentra	vigente	o
no,	pues	si	bien	es	cierto	que	el	artículo	136	del	Código	Procesal	Penal	señala
que	tratándose	del	delito	de	narcotráfico,	las	requisitorias	no	caducarán	hasta
que	se	produzca	la	detención	o	juzgamiento	del	procesado,	también	lo	es	que
producidos	cualquiera	de	estos	hechos,	la	requisitoria	caduca
automáticamente.
b.	Tampoco	han	verificado	los	datos	necesarios	para	identificar	al
requisitoriado,	más	aún,	cuando	conforme	se	aprecia	(...)	el	gerente	de
servicios	judiciales	y	recaudación	del	Poder	Judicial,	(...),	da	cuenta	al
administrador	de	la	Corte	Superior	de	Justicia	de	Piura,	(...),	que	(...)	la
presidencia	de	la	Corte	Superior	de	Justicia	del	Callao	informa	que	el
accionante	‘(...)	no	registró	orden	de	captura’.
c.	No	han	cumplido	con	poner	a	disposición	del	órgano	competente	al
requisitoriado,	el	mismo	que	a	la	fecha	de	interposición	del	recurso
extraordinario,	esto	es,	al	trece	de	marzo	de	dos	mil	dos,	se	encontraba
detenido	más	de	un	mes.
1.	En	tal	sentido,	cabe	ordenar,	cautelando	el	derecho	a	la	libertad	individual
de	(...),	que	él	mismo,	sea	conducido	en	el	término	de	la	distancia	y	por	la	vía
más	rápida,	ante	el	órgano	jurisdiccional	que	dictó	la	requisitoria	en	su
contra,	para	que	el	mismo,	y	en	el	más	breve	plazo,	proceda	a	pronunciarse
sobre	su	situación	jurídica.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	0585-2002-HC/TC,	abr.	17/2002.
Pres.	Aguirre	Roca)
Ley	27411.
ART.	2°.—Homonimia.	Existe	homonimia	cuando	una	persona
detenida	o	no	tiene	los	mismos	nombres	y	apellidos	de	quien	se
encuentra	requisitoriado	por	la	autoridad	competente.
CAPÍTULO	II
Procedimiento	judicial	de	homonimia
Ley	27411.
ART.	3°.—Modificado.	Ley	28121,	Art.	1°.	Datos	de	identidad
del	requerido.	El	mandato	de	detención	dictado	por	el	órgano
jurisdiccional	deberá	contener,	a	efecto	de	individualizar	al
presunto	autor,	los	siguientes	datos	del	requerido:
a)	Nombres	y	apellidos	completos.
b)	Edad.
c)	Sexo.
d)	Fecha	y	lugar	de	nacimiento.
e)	Documento	de	identidad.
f)	Domicilio.
g)	Fotografía,	de	ser	posible.
h)	Características	físicas,	talla	y	contextura.
i)	Cicatrices,	tatuajes	y	otras	señas	particulares.
j)	Nombre	de	los	padres.
k)	Grado	de	instrucción.
l)	Profesión	u	ocupación.
m)	Estado	civil.
n)	Nacionalidad.
En	caso	de	desconocerse	algunos	de	los	datos	de	identidad
personal,	debe	expresarse	esta	circunstancia	en	el	mandato	de
detención,	a	excepción	de	los	indicados	en	los	incisos	a),	b),	c)	y	h)
que	serán	de	obligatorio	cumplimiento,	bajo	responsabilidad.
Cuando	la	orden	de	captura	o	requisitoria	emitida	por	el	órgano
jurisdiccional	no	contenga	los	datos	de	obligatorio	cumplimiento
del	requerido,	la	Policía	Nacional	deberá	solicitar	en	forma
inmediata	la	correspondiente	aclaración	al	órgano	jurisdiccional
respectivo.	Fuera	de	dichos	casos	no	opera	esta	facultad.
D.	S.	008-2004-IN.
ART.	 1°.—Precísese	 que	 cuando	 la	 Policía	 Nacional	 reciba	 órdenes	 de
captura	 o	 requisitorias	 que	 no	 contengan	 los	 datos	 de	 identidad	 del
requerido	de	obligatorio	cumplimiento,	señalados	en	el	artículo	3º	de	la	Ley
Nº	27411,	modificada	por	la	Ley	Nº	28121,	deberá	solicitar,	de	inmediato,	la
aclaración	 al	 órgano	 jurisdiccional	 respectivo,	 mediante	 oficio	 que
especifique	cuáles	son	los	datos	de	identidad	que	faltan.
D.	S.	008-2004-IN.
ART.	 2°.—Durante	 el	 período	 que	 demore	 la	 aclaración	 por	 parte	 del
órgano	 jurisdiccional	 que	 dictó	 la	 orden	 de	 captura	 o	 requisitoria	 y	 el
consecuente	 cumplimiento	 de	 los	 datos	 de	 identidad	 del	 requerido	 de
obligatorio	 cumplimiento,	 la	 Policía	 Nacional	 se	 abstendrá	 de	 anotar	 y
ejecutar	las	mismas.
PROCEDIMIENTOS	PARA	EL	TRASLADO	DE	PERSONAS
REQUISITORIADAS	POR	ORDEN	JUDICIAL
R.	Adm.	202-2008-CE-PJ.
Directiva	N°	011-2008-CE-PJ
Procedimientos	para	el	traslado	de	personas	requisitoriadas
por	orden	judicial
(...).
I.	Objetivo
Establecer	 los	 procedimientos	 que	 regulen	 y	 permitan	 el	 traslado	 de
personas	detenidas	por	orden	judicial,	que	deban	ser	puestas	a	disposición
de	la	autoridad	judicial	requirente.
Asimismo,	regular	el	otorgamiento	del	apoyo	económico	que	se	brinda	a	la
Policía	 Nacional	 del	 Perú	 -	 División	 de	 Requisitorias	 en	 Lima	 y	 Policía
Judicial	en	Provincias,	para	el	traslado	de	detenidos	por	orden	judicial.
II.	Finalidad
Optimizar	 el	 funcionamiento	operativo	del	 sistema	de	 confirmación	de	 la
vigencia	de	las	órdenes	de	captura	y/o	mandato	de	detención,	agilizando	el
traslado	 de	 personas	 requisitoriadas,	 una	 vez	 detenidas,	 cautelándose	 el
derecho	a	la	libertad	individual	de	la	persona.
III.	Alcance
La	 presente	 directiva,	 es	 de	 aplicación	 y	 cumplimiento	 obligatorio	 por
todas	las	instancias	administrativas	y	jurisdiccionales	del	Poder	Judicial.	Las
disposiciones	relacionadas	al	apoyo	económico	para	la	Policía	Nacional	del
Perú	-	División	de	Requisitorias	de	Lima	y	Policía	Judicial	de	Provincias,	son
de	observancia	para	dicha	institución.
(...).
VI.	Disposiciones	generales
1.	 La	 Policía	 Nacional	 del	 Perú,	 tiene	 como	 función	 especifica,	 según	 lo
dispuesto	por	el	artículo	7°,	numerales	10	y	11,	de	su	ley	orgánica,	aprobada
por	 Ley	N°	 27238,	 cumplir	 con	 los	mandatos	 del	 Poder	 Judicial,	 así	 como
encargarse	 del	 traslado	 de	 procesados	 y	 sentenciados	 entre	 los	 cuales,	 se
encuentran	 las	 personas	 requisitoriadas	 por	 el	 Poder	 Judicial,	 y	 cuyos
detenidos	 deben	 ser	 puestos	 a	 disposición	 del	 órgano	 jurisdiccional
correspondiente,	dentro	de	los	plazos	establecidos	en	nuestra	Carta	Magna.
2.	 El	 Poder	 Judicial	 tiene	 como	 política	 institucional,	 velar	 por	 el	 óptimo
desarrollo	 de	 las	 causas	 que	 ventilan	 sus	 órganos	 jurisdiccionales,
particularmente	por	 la	dilucidación	procesal	de	personas	 inmersas	en	una
investigación	penal;	con	tal	fin,	se	ha	considerado	pertinente	brindar	apoyo
económico	a	la	Policía	Nacional	del	Perú	-	División	de	Requisitorias	de	Lima,
y	 Policía	 Judicial	 de	 Provincias,	 a	 efecto	 de	 materializar	 el	 traslado	 de
personas	 requisitoriadas;	 el	 cual	 se	 hará	 efectivo	 dentro	 del	marco	 de	 su
capacidad	presupuestaria	destinada	para	dicho	fin.
3.	Los	registros	distritales	de	requisitorias	brindarán	información	oportuna
a	 la	Policía	Nacional	del	Perú	 -	División	de	Requisitorias	de	Lima	y	Policía
Judicial	de	provincias,	 sobre	 la	vigencia,	 caducidad	o	 levantamiento	de	 las
órdenes	 de	 captura	 y/o	mandatos	 de	 detención	 dictados	 por	 los	 órganos
jurisdiccionales	de	este	poder	del	Estado.
4.	El	órgano	jurisdiccional	que	deba	remitir	el	expediente	a	otra	judicatura
de	su	mismo	distrito	judicial,	tiene	la	obligación	de	informar	en	su	oficio	de
remisión,	 sobre	 las	 requisitorias	 que	 se	 encuentren	 vigentes.	 El	 órgano
jurisdiccional	que	 recepcione	el	 expediente,	 renovará	u	ordenará	 se	dejen
sin	efecto	las	mismas,	debiendo	oficiar	al	Registro	Distrital	de	Requisitorias
de	 su	 jurisdicción,	 haciendo	 referencia	 al	 juzgado	 o	 sala	 que	 lo	 antecedió,
número	de	expediente	y	secretario	que	emitió	la	requisitoria.
El	 órgano	 jurisdiccional	 que	 deba	 remitir	 el	 expediente	 a	 otro	 distrito
judicial,	 tiene	 la	obligación	de	 informar	en	su	oficio	de	remisión,	 sobre	 las
requisitorias	que	se	encuentren	vigentes;	asimismo,	comunicará	tal	hecho	al
registro	 distrital	 de	 su	 jurisdicción,	 a	 efectos	 que	 éste	 realice	 las	 acciones
destinadas	 a	 que	 el	 registro	 distrital	 del	 órgano	 jurisdiccional	 receptor,
proceda	a	registrar	dichas	requisitorias.
5.	 En	 los	 distritos	 judiciales,	 a	 excepción	 del	 distrito	 judicial	 de	 Lima,	 el
apoyo	económico	será	entregado	a	la	Policía	Judicial	de	la	jurisdicción,	por
intermedio	 de	 las	 oficinas	 de	 administración	 de	 las	 respectivas	 cortes
superiores	 de	 justicia,	 debiendo	 ceñirse	 a	 lo	 dispuesto	 en	 las	 normas	 que
regulan	los	procedimientos	para	la	adecuada	administración	de	fondos	para
pagos	en	efectivo	del	Poder	Judicial.
6.	 En	 Lima,	 la	 División	 de	 Requisitorias	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú
recibirá	el	apoyo	económico	por	parte	de	la	gerencia	general,	quien	previa
evaluación,	expedirá	anualmente	resolución	administrativa,	aprobándose	o
no	el	apoyo	respectivo.
VII.	Disposiciones	específicas
1.	 La	 persona	 detenida	 por	 la	 Policía	 Judicial	 del	 Perú,	 que	 alegue	 ser
homónimo	del	requisitoriado,	estará	sujeta	al	trámite	establecido	en	la	Ley
N°	27411	“Ley	que	regula	el	Procedimiento	en	los	casos	de	Homonimia”.
2.	La	División	de	Requisitorias	de	Lima	y	 la	Policía	 Judicial	de	Provincias,
informarán	 en	 el	 día	 al	 responsable	 de	 requisitorias	 de	 donde	 emana	 la
orden	o	de	la	jurisdicción	del	lugar	de	la	detención,	según	corresponda	(vía
fax	u	otro	medio	de	comunicación	inmediata),	sobre	la	detención	por	parte
de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 de	 personas	 requisitoriadas	 por	 orden
judicial.
De	corroborarse	que	el	detenido	estuvo	más	de	24	horas	en	tal	situación,
sin	 que	 se	 haya	 informado	 al	 responsable	 de	 requisitorias	 respectivo,	 se
procederá	a	poner	en	conocimiento	de	este	hecho	a	la	Oficina	de	Inspectoría
General	de	la	Policía	Nacional	del	Perú	y	Defensoría	del	Pueblo.
3.	 Los	 responsables	 de	 requisitorias	 tienen	 la	 obligación	 de	 diligenciar,
consultar	vía	web	y	dar	respuesta	a	 la	División	de	Requisitorias	de	Lima	y
Policía	Judicial	en	provincias,	sobre	la	vigencia	de	las	requisitorias.
4.	El	responsable	distrital	de	requisitorias,	responderá	a	la	Policía	Judicial
mediante	 oficio	 consignando	 la	 información	 obrante	 en	 la	 página	web	del
Registro	Nacional	de	Requisitorias.
VIII.	Procedimientos
1.	Producida	la	detención,	la	División	de	Requisitorias	de	Lima	y	la	Policía
Judicial	 de	 Provincias,	 solicitarán	 información	 sobre	 la	 vigencia	 de	 la
requisitoria,	mediante	oficio	al	Registro	Distrital	de	Requisitorias.
2.	 El	 Registro	 Distrital	 de	 Requisitorias,	 al	 recibir	 la	 solicitud	 de
información	verificará	que	contenga	los	nombres	y	apellidos	del	detenido,	el
órgano	 jurisdiccional	 que	dictó	 la	 requisitoria,	 número	de	 instrucción	y	 el
delito.	En	caso	de	no	encontrarse	completa	 la	solicitud,	será	devuelta	para
su	subsanación.
3.	De	estar	conforme,	verificará	la	vigencia	de	la	orden	judicial,	en	la	página
web	del	Registro	Nacional	de	Requisitorias.
4.	 De	 no	 existir	 requisitoria,	 haber	 vencido	 o	 encontrarse	 suspendida,
informará	 de	 inmediato	 a	 la	 División	 de	 Requisitorias	 de	 Lima	 y/o	 a	 la
Policía	Judicial	en	provincias.
5.	De	encontrarse	vigente	la	requisitoria,	se	imprimirá	la	información	y	se
procederá	 a	 poner	 en	 conocimiento	 de	 la	Oficina	 de	Administración	 de	 la
Corte	Superior	de	 Justicia	correspondiente,	adjuntándose	el	requerimiento
de	la	Policía	Nacional	del	Perú.
6.	El	responsable	distrital	de	requisitorias,	con	la	información	de	la	página
web,	brindará	respuesta	a	la	División	de	Requisitorias	de	Lima	o	a	la	Policía
Judicial	 en	 provincias;	 en	 este	 último	 caso,	 se	 apersonará	 a	 la	 carceleta,
entregando	el	oficio	de	respuesta	a	la	autoridad	a	cargo,	verificará	el	tiempo
de	detención	del	requerido,	y	le	comunicará	que	el	Poder	Judicial	asume	el
costo	de	su	traslado.
7.	De	corroborarse	que	el	detenido	estuvo	en	tal	situación	por	más	de	24
horas,	 sin	 haberse	 informado	 al	 Registro	 Distrital	 de	 Requisitorias,	 o	 se
detecte	alguna	irregularidad	en	los	gastos	que	desembolsa	el	Poder	Judicial,
se	levantará	acta	y	se	comunicará	a	la	administración	de	la	corte	superior	de
justicia	correspondiente	y	éste	a	su	vez,	a	la	Oficina	de	Inspectoría	General
de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú,	 con	 copia	 al	 Registro	 Nacional	 de
Requisitorias.
8.	La	División	de	Requisitorias	de	Lima,	y	 la	Policía	Judicial	en	provincias,
con	 la	 respuesta	 de	 vigencia	 de	 la	 requisitoria,	 procederá	 al	 traslado
correspondiente.
El	procedimiento	para	la	confirmación	de	vigencia	de	las	requisitorias	por
orden	judicial,	se	describe	en	el	flujograma	adjunto	(Anexo	l),	el	cual	forma
parte	integrante	de	la	presente	directiva.
IX.	Disposiciones	complementarias
Primera.-	El	 otorgamiento	del	 apoyo	económico	a	 la	Policía	Nacional	del
Perú	 -	 División	 de	 Requisitorias	 de	 Lima	 y	 Policía	 Judicial	 de	 Provincias,
para	 el	 traslado	 de	 personas	 requisitoriadas	 se	 encuentra	 normado	 en	 la
directiva	que	aprueba	los	procedimientos	para	la	adecuada	administración
de	fondos	para	pagos	en	efectivos	vigente.
Segunda.-	 Los	 gastos	 de	 las	 comisiones	 que	 correspondan	 a	 la	 tercera
semana	del	mes	de	diciembre,	serán	reconocidos	a	partir	de	la	constitución
del	ejercicio	 fiscal	del	siguiente	año,	debiendo	la	Policía	Nacional	del	Perú,
presentar	 sus	 rendiciones	 de	 cuenta	 documentada	 en	 la	 administración
respectiva.
Tercera.-	 La	 Subgerencia	 de	 Contabilidad	 en	 coordinación	 con	 la
Subgerencia	 de	 Servicios	 Judiciales,	 realizarán	 visitas	 inopinadas,	 a	 la
División	 de	 Requisitorias	 de	 la	 Policía	Nacional	 del	 Perú,	 a	 fin	 de	 realizar
arqueos	 para	 verificar	 la	 adecuada	 y	 oportuna	 administración	 del	 apoyo
económico;	así	como,	verificar	que	los	detenidos	a	trasladar	se	encuentren
en	pleno	conocimiento	de	las	normas	que	regulan	los	gastos	que	demande
su	desplazamiento,	hasta	ser	puestos	a	disposición	del	órgano	jurisdiccional
requirente.
NOTA:	La	Resolución	Administrativa	202-2008-CE-PJ	aprueba	la	Directiva	N°	011-2008-CE-PJ,
“Procedimientos	para	el	traslado	de	personas	requisitoriadas	por	orden	judicial”,	y	deja	sin	efecto	la
Resolución	Administrativa	N°	155-2003-CE-PJ,	de	fecha	10	de	diciembre	del	2003,	por	la	cual	se
aprobó	la	Directiva	N°	009-2003-GG-PJ,	“Normas	y	procedimientos	para	el	traslado	de	personas
requisitoriadas	por	orden	judicial”.
R.	Adm.	202-2008-CE-PJ.
Directiva	N°	011-2008-CE-PJ
Anexo	1:	Procedimiento	para	el	traslado	de	personas
requisitoriadas	por	orden	judicial
JURISPRUDENCIA.—Para	dictar	una	requisitoria	se	necesita	no	sólo	los
nombres	y	apellidos	del	inculpado	sino	la	edad,	sexo,	etc.	“Es	evidente,
entonces,	que	la	debida	identidad	del	requerido	guarda	relación	con	el
presupuesto	material	de	indicios	de	criminalidad	–y	las	consiguientes
situaciones	procesales	que	puedan	tener	lugar	en	el	curso	del	proceso	penal–
respecto	a	la	persona	a	quien	se	atribuya	ser	autor	o	partícipe	de	un	hecho
punible,	pero	no	necesariamente	con	la	necesidad	de	individualización	del
imputado	como	requisito	de	admisibilidad	de	la	promoción	de	acción	penal.
Ambos	elementos	si	bien	están	relacionados	entre	sí	no	guardan
correspondencia	absoluta,	porque	para	abrir	instrucción	sólo	se	requiere	de
una	persona	identificada	con	sus	nombres	y	apellidos	completos,	y	para	dictar
una	requisitoria	se	necesita	que	el	imputado,	además	de	sus	nombres	y
apellidos	completos,	registre	en	autos	otros	tres	datos:	edad,	sexo,	y
características	físicas,	talla	y	contextura.”	(CS,	Ac.	Plen.	7-2006/CJ-116,	dic.
29/2006.	S.S.	Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA.—Regla	sustancia	y	procesal	para	evaluar	la
duración	del	plazo	de	detención.	“(…)	a)	Regla	sustancial:	El	plazo	de	la
detención	que	la	norma	fundamental	establece	es	un	plazo	máximo,	de
carácter	absoluto,	cuyo	cómputo	es	inequívoco	y	simple,	pero	no	es	el	único,
pues	existe	también	el	plazo	estrictamente	necesario	de	la	detención.	Y	es	que,
aún	sí	la	detención	no	hubiera	traspasado	el	plazo	máximo,	ese	dato	per	se	no
resulta	suficiente	para	evaluar	los	márgenes	de	constitucionalidad	de	la
detención,	pues	esta	tampoco	puede	durar	más	allá	del	plazo	estrictamente
necesario	(límite	máximo	de	la	detención).	Como	es	evidente,	el	límite	máximo
de	la	detención	debe	ser	establecido	en	atención	a	las	circunstancias	de	cada
caso	concreto,	tales	como	las	diligencias	necesarias	a	realizarse,	la	particular
dificultad	para	efectuar	determinadas	pericias	o	exámenes,	el
comportamiento	del	afectado	con	la	medida,	entre	otros.
(…)
b)	Regla	procesal:	El	derecho	a	ser	puesto	a	disposición	judicial	dentro	del
plazo	estrictamente	necesario	de	la	detención	o	dentro	del	plazo	máximo	de	la
detención	resulta	oponible	frente	a	cualquier	supuesto	de	detención	o
privación	de	la	libertad	personal	que	se	encuentre	regulado	por	el
ordenamiento	jurídico	(detención	policial,	detención	preliminar	judicial,	etc.).
En	ese	sentido,	a	efectos	de	optimizar	su	tutela,	lo	que	corresponde	es	que	la
autoridad	competente	efectúe	un	control	de	los	plazos	de	la	detención	tanto
concurrente	como	posterior,	dejándose	constancia	del	acto	de	control,
disponiendo,	si	fuera	el	caso,	las	medidas	correctivas	pertinentes,	bajo
responsabilidad.	Este	control	de	los	plazos	de	la	detención	debe	ser	efectuado
tanto	por	el	representante	del	Ministerio	Público	como	por	el	juez	competente,
según	corresponda,	sin	que	ambos	sean	excluyentes,	sino	más	bien
complementarios.”	(TC,	Exp.	06423-2007-PHC/TC,	dic.	28/2009.	S.	S.	Vergara
Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—El	Registro	Nacional	de	Requisitorias	y	el	traslado
de	las	personas	detenidas	por	requisitoria:	presupuestos	para	declarar
la	homonimia.	“(…)	Se	trata	de	un	sistema	automatizado	(de	aplicación
informática)	que	proporciona	información	actualizada	y	oportuna	de	las
requisitorias	de	quienes	se	encuentran	sometidos	a	proceso	judicial.	Su
funcionamiento	está	a	cargo	de	la	oficina	correspondiente	del	Poder	Judicial.
El	Registro	Nacional	de	Requisitorias	tiene	su	sede	en	la	ciudad	de	Lima	y
cuenta	con	registros	distritales	de	requisitorias	en	las	cortes	superiores	de
justicia	de	la	República.
14.	Según	el	Reglamento	del	Registro	Nacional	de	Requisitorias,	aprobado
mediante	Resolución	Administrativa	N°	029-2006-CE-PJ,	publicado	en	el
Diario	Oficial	‘El	Peruano’	el	25	de	marzo	del	2006,	se	entiende	como
información	registrable	en	el	Registro	de	Requisitorias	las	medidas
restrictivas	de	la	libertad	(orden	de	captura	y/o	mandato	de	detención)	y	las
medidas	restrictivas	de	la	libertad	de	tránsito	(impedimento	de	salida	del
país).	Asimismo,	constituyen	información	registrable	la	renovación,
levantamiento	o	suspensión	de	las	medidas	antes	mencionadas.
15.	La	Directiva	N°	009-2003-GG-PJ	Normas	y	procedimientos	para	el
traslado	de	personas	requisitoriadas	por	orden	judicial,	aprobada	mediante
Resolución	Administrativa	N°	155-2003-CE-PJ	(norma	vigente	cuando
ocurrieron	los	hechos	que	motivaron	la	presente	demanda),	en	su	disposición
general	VI.5	señala	que	‘La	Gerencia	de	Administración	y	Finanzas	de	la
Gerencia	General	del	Poder	Judicial,	a	través	de	la	Sub-Gerencia	de
Contabilidad	se	encargará	de	otorgar	una	asignación	económica	a	efecto	de
brindar	apoyo	a	la	labor	de	la	Policía	Nacional	del	Perú,	para	el	traslado	del
detenido	desde	el	lugar	de	la	captura	hasta	el	órgano	jurisdiccional
requirente.	En	los	diversos	distritos	judiciales,	a	excepción	del	distrito	judicial
de	Lima,	la	mencionada	asignación	económica	será	entregada	a	la	Policía
Judicial	de	la	jurisdicción	por	intermedio	de	los	administradores	del	distrito
judicial	respectivo’	(...)”.	(TC,	Exp.	06423-2007-PHC/TC,	dic.	28/2009.	S.	S.
Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—TC	reitera	criterios	aplicables	a	la	declaración	de
homonimia.	“Al	respecto,	es	pertinente	advertir	que	el	Tribunal
Constitucional	ya	tuvo	oportunidad	de	emitir	pronunciamientos	de	fondo	en
cuanto	a	la	figura	jurídica	de	la	homonimia	(...),	en	la	que	se	dejó	sentado	que
los	nombres	del	imputado	(plenamente	individualizado	en	el	proceso	penal	y
cuyo	requerimiento	se	ha	librado)	y	el	de	la	persona	intervenida	tienen	que	ser
exactamente	los	mismos	a	efectos	de	su	detención	no	pudiendo	intervenir
ningún	tipo	de	disquisición	por	parte	de	la	judicatura	al	momento	de	emitir
los	oficios	de	requisitoria	ni	de	la	policía	judicial	al	momento	de	ejecutar	dicha
orden,	b)	(...)	se	señaló	que	tanto	el	requerimiento	judicial	de	la	detención	así
como	su	ejecución	por	parte	de	la	Policía	Nacional	del	Perú	deben	contar
indefectiblemente	con	los	datos	de	i)	los	nombres	y	apellidos,	ii)	la	edad,	iii)	el
sexto,	y	iv)	las	características	físicas,	talla	y	contextura	del	actor,	por	lo	que
(en	su	defecto)	no	procede	la	detención	que	incumpla	los	citados	presupuestos,
así	como	tampoco	cabe	interpretación	alguna	sobre	los	datos	consignados,
por	la	judicatura	competente	y	los	presupuestos	antes	señalados,	ni	por	los
órganos	judiciales	distintos	al	que	juzga	al	actor	(que	incumbe	a	los	juzgados
de	reserva)	ni	por	las	autoridades	policiales,	bajo	responsabilidad	(...).
A	mayor	abundamiento,	se	debe	indicar	que	incumbe	a	los	órganos	judiciales
encargados	de	juzgar	al	imputado	el	identificarlo	plenamente	a	efectos	de
iniciar	y	proseguir	el	proceso	penal	instaurado	en	su	contra	y,	si	fuera	el	caso,
decretar	su	captura	al	inicio	o	en	el	transcurso	del	proceso.	Compete	al	órgano
penal	requerir	al	inculpado,	y	no	a	otro	órgano,	como	lo	son	los	juzgados	de
reserva,	que	puedan	tomarse	atribuciones	de	manera	arbitraria	a	efectos	de
verificar	de	oficio	las	órdenes	de	captura	que	hubieran	sido	expedidas	sin	la
correcta	identificación	del	inculpado	con	el	objeto	de	indebidamente	llenar	los
datos	faltantes;	en	el	mismo	sentido,	en	tanto	las	dependencias	policiales	se
encuentran	impedidas	de	ejecutar	una	orden	de	captura	que	no	se	encuentra
conforme	a	la	ley	(órdenes	legales),	la	División	de	Requisitorias	de	la	Policía
Nacional	del	Perú,	o	sus	dependencias,	una	vez	recibido	el	oficio	de	captura
defectuoso,	deben	solicitar	la	aclaración	respectiva	al	órgano	judicial
requirente.	Y	es	que	debe	tenerse	presente	que	la	ejecución	de	una	requisitoria
ilegal	no	sólo	puede	acarrear	la	responsabilidad	funcional	del	órgano	que
emitió	el	pedido	inválido,	sino	también	del	órgano	judicial	que	alteró	los	datos
inicialmente	librados,	así	como	de	la	dependencia	policial	que	lo	ejecutó”.	(TC,
Exp.	04035-2012-PHC/TC,	dic.	24/2012.	S.	S.	Álvarez	Miranda)
Ley	27411.
ART.	4°.—De	la	intervención	policial.	Para	la	detención	de	una
persona	requisitoriada,	la	Policía	Nacional	deberá	identificarla
fehacientemente	y	verificar	los	datos	de	identidad	establecidos	en
el	artículo	3°	y	de	ser	factible	acompañar	una	fotografía,	los	cuales
deberán	estar	consignados	en	el	parte	o	atestado	policial
elaborado	en	la	investigación	previa	al	proceso	penal,	bajo
responsabilidad	funcional.	Asimismo	tomará	la	identificación
dactiloscópica	del	requisitoriado.
La	Policía	Nacional	solicitará	al	Registro	Nacional	de
Identificación	y	Estado	Civil	(Reniec)	que	se	informe	sobre	la
existencia	de	personas	homónimas	al	requisitoriado,	sin	perjuicio
de	que	posteriormente	cuente	con	acceso	directo	a	la	base	de
datos	que	obran	en	el	Registro	Único	de	las	Personas	Naturales	a
cargo	del	Reniec.
JURISPRUDENCIA.—Policía	Nacional	antes	de	ejecutar	una	orden	de
requisitoria	debe	identificar	plenamente	al	requerido.	“(…)	la	Policía
Nacional	antes	de	ejecutar	una	orden	de	requisitoria	debe	identificar
plenamente	al	requerido	y,	de	no	ser	así,	deberá	solicitar	la	aclaración
respectiva	al	órgano	jurisdiccional	requirente.	De	ninguna	forma	podrá
capturar	primero	al	presunto	requerido	para	luego	solicitar	la	aclaración
pertinente	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	05470-2005-PHC/TC,	feb.	23/2007.	Pres.	Bardelli
Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—TC:	disponer	la	inmediata	ubicación	y	captura	sin
más	información	que	el	nombre	del	imputado	es	una	gravísima
irregularidad.	“Asimismo,	este	tribunal	constata	que	la	Hoja	de	Datos
Identificatorios,	de	9	de	febrero	del	2011	(...)	y	la	Ficha	de	Inscripción	de
Requisitorias,	de	20	de	setiembre	del	2013	(...)	aluden	directamente	al
recurrente,	aunque	reproduciendo	únicamente	los	datos	que	aparecen	en	su
Documento	Nacional	de	Identidad	y	sin	consignar	los	otros	elementos
mínimos	de	identificación	a	los	que	nos	hemos	referido	supra.	En	similar
sentido,	la	resolución	(...),	emitida	por	el	Cuadragésimo	Quinto	Juzgado	Penal
de	Lima,	dispone	la	inmediata	ubicación	y	captura	de	Marco	Antonio	Ruiz
Díaz,	sin	ninguna	información	distinta	a	su	nombre,	que	permita	la	plena
individualización	de	la	persona	que	es	investigada.	A	criterio	de	este	tribunal,
tal	forma	de	proceder	constituye	una	gravísima	irregularidad,	que	no	solo
defrauda	la	previsión	legal	y	jurisprudencial	dirigida	a	individualizar
correctamente	a	la	persona	que	debe	ser	detenido,	sino	termina	incidiendo
drásticamente	tanto	en	la	libertad	personal	del	demandante	como	en	su
derecho	al	libre	desarrollo	de	la	personalidad.	(...).
10.	Por	otra	parte,	de	autos	se	observa	que	con	fecha	18	de	marzo	del	2011	el
actor	solicitó	al	Cuadragésimo	Quinto	Juzgado	Penal	de	Lima	que	declare	la
homonimia,	pues	él	en	realidad	no	es	la	persona	que	está	siendo	procesada,	ni
mucho	menos	la	que	ha	cometido	los	hechos	imputados,	presentando	la
documentación	necesaria	para	acreditar	ello.	Con	fecha	19	de	marzo	del	2011,
por	Resolución	N°	08,	se	admitió	a	trámite	el	procedimiento	de	homonimia	y
se	dispuso	una	serie	de	diligencias	para	tal	efecto.
11.	Revisados	los	autos	se	advierte	que	desde	la	fecha	de	admisión	del	pedido
de	declaratoria	de	homonimia	hasta	los	últimos	actuados	que	obran	en	el
presente	expediente	este	pedido	no	ha	sido	resuelto,	lo	cual	resulta
irrazonable.	Desde	luego,	esto	se	agrava	teniendo	en	cuenta	que	el	recurrente
se	encuentra	detenido	pese	a	que	todavía	no	existe	una	debida	determinación
de	la	persona	que	realmente	debe	ser	procesada”.	(T.	C.,	Exp.	01746-2013-
PHC/TC,	oct.	10/2015.	S.	S.	Urviola	Hani)
Ley	27411.
ART.	5°.—De	la	competencia.	Si	la	orden	de	detención	se	ejecuta
en	el	mismo	lugar	de	la	sede	del	órgano	jurisdiccional	que	la	dictó,
será	competente	el	juez	que	se	encuentre	conociendo	el	proceso
penal.
Si	la	detención	se	verifica	en	lugar	distinto	a	la	jurisdicción	del
juez	que	emitió	el	mandato	de	detención,	será	competente	el	juez
penal	de	turno	permanente	del	lugar	en	el	que	se	produjo	la
detención,	quien	deberá	solicitar	a	la	autoridad	correspondiente
que	se	le	proporcione	copia	del	oficio	que	dispone	la	ejecución	de
detención	del	requisitoriado.	Dicho	documento	deberá	consignar
debidamente	todos	los	datos	a	que	se	refiere	el	artículo	3°,
pudiendo	solicitar	las	piezas	pertinentes	al	órgano	jurisdiccional
que	viene	conociendo	el	proceso	penal	cuando	no	es	suficiente	el
mandato	de	detención	expedido	por	el	juez	de	origen.
El	juez	resolverá	la	solicitud	de	homonimia	del	detenido	en	el
plazo	máximo	de	24	horas,	bajo	responsabilidad,	disponiendo	las
diligencias	que	considere	necesarias	para	el	esclarecimiento	del
pedido.
Ley	27411.	
ART.	6°.—Disposición	del	detenido.	El	detenido	que	alegue	ser
homónimo	de	un	requisitoriado	deberá	ser	puesto	a	disposición
del	juez	penal	respectivo,	dentro	de	las	veinticuatro	horas	o	en	el
término	de	la	distancia,	a	fin	de	que	resuelva	si	es	la	persona
sujeta	a	mandato	de	detención.
Ley	27411.
ART.	7°.—Pruebas	que	sustentan	la	homonimia.	El	detenido
que	alegue	homonimia	deberá	presentar	al	juzgado	las	pruebas
necesarias	para	acreditar	su	verdadera	identidad,	las	mismas	que
se	confrontarán	con	los	datos	relativos	a	la	persona
requisitoriada.	Se	podrá	presentar	como	prueba	el	cotejo	de	las
impresiones	dactiloscópicas	del	detenido	y	del	requisitoriado.
Ley	27411.
ART.	8°.—Modificado.	Ley	28121,	Art.	1°.	Coordinación	con	el
Registro	Nacional	de	Requisitorias	y	con	el	Registro	Nacional
de	Identificación	y	Estado	Civil	(Reniec).	El	juez	que	tenga	a	su
cargo	el	proceso	de	homonimia	deberá	solicitar	la	información
necesaria	al	Registro	Nacional	de	Identificación	y	Estado	Civil	-
Reniec	para	resolver	la	solicitud	de	homonimia,	la	cual	deberá	ser
proporcionada	en	el	día.
Ley	27411.
ART.	9°.—Declaración	fundada	de	la	solicitud	de	homonimia.
Si	el	juez	declara	fundada	la	solicitud	de	homonimia	dispondrá	la
inmediata	libertad	del	detenido.	Cuando	la	libertad	es	ordenada
por	el	juez	distinto	al	que	emitió	el	mandato	de	detención,
remitirá	el	incidente	para	que	se	acumule	al	principal.
Los	procesos	en	los	cuales	se	declare	fundada	la	solicitud	de
homonimia	no	traen	como	consecuencia	la	suspensión	del
proceso	penal,	ni	afectan	la	orden	de	detención	dictada	por	el	juez
de	origen.
La	resolución	que	declara	fundada	la	solicitud	de	homonimia	se
remitirá	a	la	Oficina	del	Registro	Nacional	de	Requisitorias	a	fin
que	expida	el	correspondiente	certificado	de	homonimia	en	forma
gratuita	en	favor	del	interesado.
NOTA:	El	último	párrafo	del	artículo	9°	de	la	Ley	N°	27411,	inicialmente	fue	suspendido	por	el
artículo	2°	de	la	Ley	N°	28121,	publicada	el	16	diciembre	del	2003,	pero	entró	en	vigencia
nuevamente,	con	la	puesta	en	funcionamiento	del	Registro	Nacional	de	Requisitorias	del	Poder
Judicial.
FICHA	ÚNICA	DE	INSCRIPCIÓN	DE	HOMONIMIA
R.	Adm.	204-2006-CED-CSJLI/PJ.
Oficina	de	Requisitorias	Distrital	de	Lima
De	conformidad	con	R.	A.	N°	134-CME-PJ	de	fecha	25-06-96
Ficha	única	de	inscripción	de	homonimia
Órgano	jurisdiccional
	
Fecha	Lima,
N°	de	Expediente N°	de	Resolución 	 Secretario
	 	 	 	
I.	Datos	personales	del	requisitoriado:
Apellido	paterno Apellido	materno 	
Foto	del
requisitoriado
	 	 	
Nombres 	 	
Fecha	de	nacimiento Edad Sexo Estadocivil Estatura 	
	 	 	 	 	 	 	 	
Día Mes Año 	 M	F 	 	 	
Lugar	de	nacimiento
Departamento Provincia Distrito Nacionalidad
	 	 	 	
Nombre	del	padre 	
N°
de
hijos
Tipo	de
doc. N°	de	documento
Nombre	de	la	madre 	 	 	 	
Domicilio	real
	
	
Grado	de	instrucción Ocupación/profesión Dirección	trabajo
	 	 	
Características	físicas,	contextura,	señas	particulares:
	
	
II.	Datos	del	proceso
Delito	genérico Delito	específico
	 	
Agraviado 	 Motivo	de	RQ. 	
	 	 	
Motivo:	Reo	ausente,	reo	contumaz,
otros
III.	Datos	personales	del	homónimo:
Apellido	paterno	(*) Apellido	materno	(*) 	
Foto	del
homónimo
	 	 	
Nombres	(*) 	 	
Fecha	de	nacimiento Edad(*)
Sexo
(*)
Estado
civil
Estatura
(*) 	
	 	 	 	 	 	 	 	
Día Mes Año 	 MF 	 	 	
Lugar	de	nacimiento
Departamento Provincia Distrito Nacionalidad
	 	 	 	
Nombre	del	padre 	
N°
de Tipo	de N°	de	documento
hijos doc.
Nombre	de	la	madre 	 	 	 	
Domicilio	real
	
Grado	de	instrucción Ocupación/profesión Dirección	trabajo
	 	 	
Características	físicas,	contextura,	señas	particulares:
	
Nota:	Adjunto	al	presente	copia	certificada	de	la	resolución	de	homonimia.
Sello	 recepción	 de
la	oficina
	
Código	 de	 M.
partes
	
Firma	 y	 sello	 del
magistrado
	
Ley	27411.
ART.	10.—Declaración	infundada	de	la	solicitud	de
homonimia.	Si	el	juez	declara	infundada	la	solicitud	de
homonimia,	dispondrá	la	prosecución	del	proceso	penal	a	su
cargo	o	que	el	detenido	sea	puesto	a	disposición	del	juez	que
emitió	el	mandato	de	detención.
Ley	27411.
ART.	11.—Apelación	de	resoluciones.	La	resolución	que	dicte	el
juez	sobre	el	pedido	de	homonimia	es	apelable	en	el	plazo
máximo	de	tres	días	de	notificada,	la	cual	será	resuelta	por	el
órgano	jurisdiccional	superior,	en	un	plazo	que	no	excederá	de	24
horas.	La	resolución	que	ordene	la	libertad	del	detenido	se
ejecutará	aun	cuando	se	interponga	apelación	contra	ésta.
Ley	27411.
ART.	12.—Libertad	sin	pronunciamiento.	Excepcionalmente	y
en	casos	debidamente	justificados	cuando	no	se	determine	la
homonimia	dentro	del	plazo	señalado	en	la	presente	ley,	el	juez
dispondrá	la	inmediata	libertad	del	detenido,	salvo	en	los	casos
sobre	delitos	de	terrorismo,	terrorismo	especial,	traición	a	la
patria,	espionaje	y	tráfico	ilícito	de	drogas.
Lo	dispuesto	en	el	presente	artículo	se	aplicará	sin	perjuicio	de
que	el	juez	competente	practique	las	diligencias	ampliatorias	que
considere	pertinentes	y	resuelva	en	el	plazo	de	cinco	días
naturales,	computado	desde	la	fecha	de	decretada	la	libertad.
Durante	este	período,	el	juez	podrá	adoptar	las	acciones
necesarias	a	fin	de	garantizar	que	la	persona	no	eluda	el	proceso,
pudiendo	dictar	reglas	de	conducta,	de	conformidad	con	el
artículo	183	del	Código	Procesal	Penal	y	el	artículo	64	del	Código
Penal.
Ley	27411.
ART.	13.—Casos	especiales.	El	plazo	establecido	en	el	artículo
6°	no	se	aplicará	en	los	casos	de	terrorismo,	terrorismo	especial,
traición	a	la	patria,	espionaje	y	tráfico	ilícito	de	drogas,	salvo	que
el	juez	penal	respectivo	asuma	jurisdicción	antes	de	que	venza	el
plazo	de	detención	preventiva	fijado	para	este	tipo	de	delitos.
CAPÍTULO	III
Procedimiento	administrativo	de	homonimia
Ley	27411.
ART.	14.—Solicitud	del	certificado	de	homonimia.	El
ciudadano	que	tenga	conocimiento	de	la	existencia	de	un	posible
caso	de	homonimia	respecto	a	su	persona	podrá	solicitar	el
certificado	de	homonimia	al	Registro	Nacional	de	Requisitorias
del	Poder	Judicial	acompañando	los	documentos	que	acrediten	su
identidad	personal,	así	como	los	demás	que	estime	conveniente
para	acreditar	su	pedido.
El	pedido	del	certificado	de	homonimia	en	libertad	es	un
procedimiento	preventivo	que	no	requiere	la	existencia	de	un
mandato	de	detención	en	contra	de	una	persona	del	mismo
nombre	y	apellido,	sino	que	se	tramita	con	el	objeto	de	garantizar
el	derecho	a	la	libertad	individual	y	al	libre	tránsito,	frente	a
cualquier	eventualidad.
La	persona	que	solicite	la	referida	constancia	deberá	dejar	su
impresión	dactiloscópica,	a	fin	de	que	se	realice	el	cotejo
respectivo.
NOTA:	El	artículo	14	de	la	Ley	N°	27411,	inicialmente	fue	suspendido	por	el	artículo	2°	de	la	Ley	N°
28121,	publicada	el	16	diciembre	del	2003,	pero	entró	en	vigencia	nuevamente,	con	la	puesta	en
funcionamiento	del	Registro	Nacional	de	Requisitorias	del	Poder	Judicial.
Ley	27411.
ART.	15.—Suspendido.	Ley	28121,	Art.	2°.	Plazo	para
resolver	el	pedido	de	homonimia.	El	Registro	Nacional	de
Requisitorias	resolverá	el	pedido	de	homonimia	en	el	plazo	de
tres	días	hábiles,	basado	en	los	documentos	presentados	por	el
recurrente,	la	información	proporcionada	por	el	Registro	Nacional
de	Identificación	y	Estado	Civil	(Reniec),	así	como	otros	que
requiera	su	pronunciamiento.
La	declaración	de	homonimia	deberá	ser	inscrita	en	el	Registro
Nacional	de	Requisitorias	obligatoriamente.
NOTA:	El	artículo	15	de	la	Ley	N°	27411,	inicialmente	fue	suspendido	por	el	artículo	2°	de	la	Ley	N°
28121,	publicada	el	16	diciembre	del	2003,	pero	entró	en	vigencia	nuevamente,	con	la	puesta	en
funcionamiento	del	Registro	Nacional	de	Requisitorias	del	Poder	Judicial.
CAPÍTULO	IV
Del	certificado	de	homonimia
Ley	27411.
ART.	16.—Certificado	de	homonimia	y	validez	jurídica.	El
certificado	de	homonimia	es	el	único	documento	público	con
validez	jurídica,	que	acredita	si	una	persona	registra	o	no
homonimia	y	es	expedido	por	el	Registro	Nacional	de
Requisitorias.
NOTA:	El	presente	artículo	inicialmente	había	sido	suspendido	por	el	Artículo	2	de	la	Ley	N°	28121,
del	16	diciembre	2003,	pero	entró	en	vigencia	con	la	puesta	en	funcionamiento	del	Registro	Nacional
de	Requisitorias	del	Poder	Judicial.
Ley	27411.
ART.	17.—Tasa	por	servicios	administrativos.	La	persona	que
solicita	el	certificado	de	homonimia	expedido	por	el	Registro
Nacional	de	Requisitorias	abonará	el	pago	correspondiente	por
dicho	concepto.
NOTAS:	 1.	 La	 Primera	 Disposición	 Transitoria	 de	 la	 Ley	 28121	 establece	 que:	 “Mientras	 se
implementa	 el	 Registro	 Nacional	 de	 Requisitorias	 del	 Poder	 Judicial,	 el	 ciudadano	 que	 tenga
conocimiento	de	la	existencia	de	un	posible	caso	de	homonimia	respecto	a	su	persona,	podrá	solicitar
al	juez	penal	de	su	jurisdicción	la	expedición	de	un	certificado	de	homonimia,	a	cuyo	efecto	adjuntará
los	 documentos	 que	 acrediten	 su	 identidad	 personal	 y	 los	 demás	 que	 estime	 conveniente.	 El
solicitante	deberá	dejar	su	impresión	dactiloscópica	a	fin	de	que	se	realice	el	cotejo	respectivo.
El	juez,	luego	de	practicar	las	diligencias	que	estime	necesarias,	entre	ellas	la	información
correspondiente	al	Registro	Nacional	de	Identificación	y	Estado	Civil	-	Reniec,	resolverá	en	el	plazo	de
cinco	(5)	días	hábiles.	Esta	resolución	es	apelable	dentro	del	tercer	día	de	notificada.	El	órgano
jurisdiccional	superior,	resolverá	en	un	plazo	máximo	de	cinco	(5)	días	hábiles.”
2.	En	cuanto	a	la	inscripción	del	certificado	de	homonimia	la	ley	establece	que	“Las	certificaciones	de
homonimia	dictadas	con	arreglo	al	procedimiento	establecido	en	la	norma	precedente,	deberán	ser
inscritas	de	oficio	en	el	Registro	Nacional	de	Requisitorias	del	Poder	Judicial,	una	vez	entre	en
funcionamiento.”
3.	El	artículo	17	de	la	Ley	N°	27411,	inicialmente	fue	suspendido	por	el	artículo	2°	de	la	Ley	N°
28121,	publicada	el	16	diciembre	del	2003,	pero	entró	en	vigencia	nuevamente,	con	la	puesta	en
funcionamiento	del	Registro	Nacional	de	Requisitorias	del	Poder	Judicial.
Disposiciones	complementarias,	transitorias	y
finales
Ley	27411.
Primera	Disposición	Transitoria	y	Final.—De	la	cooperación
institucional.	El	Poder	Judicial,	la	Policía	Nacional,	el	Ministerio
Público	y	el	Registro	Nacional	de	Identificación	y	Estado	Civil
(Reniec),	suscribirán	los	convenios	que	correspondan	para	la
mejor	aplicación	de	la	presente	ley.
Ley	27411.
Segunda	Disposición	Transitoria	y	Final.—De	los	detenidos.	Los
requisitoriados	detenidos	sujetos	a	procedimiento	de	homonimia
deberán	permanecer	en	los	ambientes	de	la	División	de
Requisitorias	de	la	Policía	Nacional	del	Perú	hasta	que	el	juez
emita	la	resolución	correspondiente,	o	disponga	alguna	otra
medida.
Ley	27411.	
Tercera	Disposición	Transitoria	y	Final.—Transferencia	de
información.	La	transferencia	de	información	requerida	para	el
cumplimiento	de	lo	dispuesto	en	el	artículo	8°	de	la	presente	ley
se	efectuará	a	través	de	los	sistemas	de	transferencia	de
información	que	se	acuerden	en	los	convenios	de	cooperación
institucional.
Ley	27411.
Cuarta	Disposición	Transitoria	y	Final.—De	la	proporción	de	la
información.	Todo	organismo	público	o	privado	deberá
proporcionar	y	suministrar,	en	el	día,	la	información	necesaria	al
Poder	Judicial,	para	el	cumplimiento	de	la	presente	ley,	bajo
responsabilidad.
Régimen	procesal	de	extradición
LEY	N°	24710
Extradición
Ley	24710.
ART.	1°.—La	persona	procesada,	acusada	o	condenada	como
autor,	cómplice	o	encubridor	de	algún	delito	que	se	encuentre	en
otro	Estado,	puede	ser	extraditada	a	fin	de	ser	juzgada	o	de
cumplir	la	penalidad	que	le	haya	sido	impuesta	como	reo
presente.
JURISPRUDENCIA.—Procedencia	de	la	extradición.	“(...)	al	respecto	se
debe	señalar	que	en	el	país	solicitante	no	se	ha	observado	lo	dispuesto	por	los
artículos	doce	y	catorce	del	Reglamento	de	la	Ley	de	Extranjería	del	Ecuador;
que,	así	tenemos	que	según	el	primer	numeral	citado,	para	pretender	la
extradición	de	una	persona	se	requiere	que,	previamente,	se	haya	dictado	un
auto	firme	de	prisión,	exigencia	que	no	concurre	en	el	presente	caso,
coligiéndose	ello	del	auto	cabeza	de	proceso	(...),	su	fecha	veinticinco	de
febrero	de	mil	novecientos	noventicinco,	por	el	cual	contra	el	requerido,	sólo
se	ha	dictado	prisión	preventiva,	medida	que	luego	ha	sido	ratificada	por	auto
(...),	su	fecha	siete	de	marzo	de	mil	novecientos	noventisiete,	expedido	por	el
Presidente	de	la	Corte	Suprema	de	Justicia	del	Ecuador;	que,	asimismo,	según
el	numeral	catorce	de	la	Ley	de	Extranjería	ya	invocada,	el	pedido	de
extradición	lo	debe	realizar	el	Presidente	de	la	Corte	Suprema,	vía	el
Ministerio	de	Relaciones	Exteriores,	sin	embargo,	dicho	trámite	tampoco	ha
sido	observado,	pues	el	Presidente	de	la	Corte	Suprema	del	país	solicitante,	se
dirigió	de	manera	directa,	a	su	homólogo	en	el	Perú,	conforme	es	de	verse	del
folio	seiscientos	setentitrés;	que,	siendo	esto	así,	y	no	habiéndose	cumplido	con
los	requisitos	establecidos	en	la	Ley	número	veinticuatro	mil	setecientos	diez,
especialmente	lo	dispuesto	por	los	incisos	c	y	d	del	artículo	diecisiete,	esto	es,
que	no	se	ha	acompañado	los	actuados	sustentatorios	del	hecho	incriminado	y
menos	las	pruebas	de	la	participación	del	reclamado,	a	lo	que	se	debe	agregar
que	recién	con	fecha	veintiséis	de	marzo	de	mil	novecientos	noventisiete,	esto
es,	después	de	más	de	un	mes	que	el	extraditable	dejó	el	cargo	de	jefe
financiero	y	administrativo	de	la	Presidencia	de	la	República	del	Ecuador,	ha
sido	notificado	por	el	Contralor	General	del	Estado	antes	referido,	a	fin	de	que
presente	la	documentación	correspondiente,	respecto	a	los	gastos	realizados
con	la	cuenta	‘gastos	reservados	de	la	presidencia’,	debido	a	que	se	estaba
realizando	un	examen	especial	en	la	misma	por	el	período	comprendido	entre
el	diez	de	agosto	de	mil	novecientos	noventiséis	y	el	doce	de	febrero	de	mil
novecientos	noventisiete,	pues	así	fluye	del	oficio	(...),	infiriéndose	por	ende	que
a	la	fecha	en	que	se	instruyó	el	sumario	penal	y	por	ende	la	prisión	preventiva
del	extraditurus,	aún	no	se	había	realizado	ninguna	auditoría	respecto	a	la
cuenta	que	éste	manejó;	en	consecuencia,	con	la	facultad	conferida	por	el
inciso	quinto	del	artículo	treinticuatro	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial
(...)”.	(CS,	Exp.	N°	05-97,	dic.	26/97.	S.S.	Montes	de	Oca)
COMENTARIO.—La	 extradición	 permite	 la	 entrega	 de	 un	 delincuente	 –
presunto	o	ya	condenado–	por	un	Estado	(en	cuyo	territorio	se	encuentra)	a
otro	 Estado	 que	 es	 competente	 para	 juzgarle	 o	 para	 ejecutar	 la	 pena	 o	 la
medida	impuesta.	La	extradición,	a	diferencia	de	la	expulsión	(Art.	30.	Inc.	2
del	 C.	 P.)	 es	 una	 institución	 procesal	 penal	 que	 aparte	 de	 solucionar
problemas	 de	 ámbito	 territorial	 de	 la	 justicia	 penal	 (no	 de	 la	 Ley	 Penal)
establece	efectos	entre	dos	estados.
La	extradición	es	activa	cuando	el	Estado	peruano	es	el	requiriente,	o	sea	el
que	reclama	la	entrega	de	un	delincuente	–presunto	o	ya	condenado–	a	otro
Estado	(requerido);	o	pasiva	cuando	es	el	Estado	peruano	el	requerido	por
otro	Estado	para	que	 le	entregue	a	un	delincuente	presunto	o	 condenado,
para	su	enjuiciamiento	o	cumplimiento	de	condena.
Los	 principios,	 entre	 otros,	 que	 representan	 garantías	 para	 el	 refugiado
son:	1)	El	principio	de	legalidad	(Art.	6°	de	la	Ley	24710)	aunque	recogido
en	forma	negativa,	señala	 los	delitos	por	 los	que	no	es	posible	conceder	 la
extradición,	2)	El	principio	de	reciprocidad,	con	limitaciones,	establece	que
la	extradición	se	acordará	si	el	otro	Estado	concede	también	la	extradición
por	 los	 mismo	 delitos	 (Art.	 3°	 de	 la	 ley).	 3)	 Conforme	 al	 olvido	 de	 o
marginación	 de	 hechos	 leves	 sólo	 se	 procederá	 a	 conceder	 la	 extradición
por	 hechos	 para	 los	 que	 se	 establezcan	penas	 o	medidas	 de	 seguridad	no
inferiores	a	un	año	(Art.	6°	numeral	5	y	9	de	 la	 ley),	4)	El	principio	de	no
entrega	por	determinados	delitos:	políticos	y	militares	(Art.	6.6	de	la	ley),	5)
El	principio	de	especialidad	que	dispone	que	si	la	extradición	es	concedida,
el	sujeto	sólo	puede	ser	juzgado	y	condenado	por	el	Estado	requiriente	por
los	 delitos	 que	 hayan	 justificado	 su	 entrega	 por	 el	 Estado	 requerido	 (Art.
23.1	de	la	ley),	6)	El	de	prohibición	o	sometimiento	a	penas	inhumanas	(Art.
23.5	de	la	 ley);	y	el	principio	de	 jurisdicción	ordinaria	o	del	 juez	ordinario
(Art.	6.4	de	la	ley).
Ley	24710.
ART.	2°.—Las	condiciones,	los	efectos	y	el	procedimiento	de
extradición	se	rigen:
1.	Por	los	tratados	internacionales;	y
2.	Por	la	presente	ley	en	lo	no	previsto	en	los	tratados.
Ley	24710.
ART.	3°.—Se	reconoce	excepcionalmente	la	extradición	por
reciprocidad	dentro	de	un	marco	de	respeto	a	los	derechos
humanos	y	con	las	limitaciones	de	los	artículos	6°	y	7°.
Ley	24710.
ART.	4°.—La	persona	procesada,	acusada	o	condenada	como
autor,	cómplice	o	encubridor	de	un	delito	cometido	en	el
territorio	peruano	que	se	encuentre	en	otro	Estado	podrá	ser
extraditada	a	fin	de	ser	procesada	o	de	cumplir	la	penalidad	que
como	reo	presente	le	haya	sido	impuesta.
El	Perú	puede	reclamar	la	extradición	de	personas	que	no
habiendo	delinquido	en	el	territorio	nacional	se	hallen	en	los
casos	previstos	en	el	artículo	5°	del	Código	Penal.
Ley	24710.
ART.	5°.—La	persona	procesada,	acusada	o	condenada	como
autor,	cómplice	o	encubridor	de	un	delito	cometido	en	un	tercero
Estado	y	que	se	encuentre	en	el	territorio	nacional	sea	como
residente,	como	turista	o	de	paso,	puede	ser	extraditada	a	fin	de
ser	juzgada	o	de	cumplir	la	penalidad	a	que	haya	sido	condenada,
en	su	presencia.
Ley	24710.
ART.	6°.—La	extradición	no	es	admisible:
1.	Si	el	Estado	solicitante	no	tuviera	jurisdicción	o	competencia
para	juzgar	el	delito.
2.	Si	el	extraditado	ya	hubiera	sido	absuelto,	condenado,
indultado	o	amnistiado.
3.	Si	hubiera	transcurrido	el	término	de	la	prescripción	del	delito
o	de	la	pena,	conforme	a	la	ley	del	Perú	o	del	Estado	solicitante;
siempre	que	no	sobrepase	el	término	establecido	en	la	legislación
peruana.
4.	Si	el	extraditado	hubiere	de	responder	en	el	Estado	solicitante
ante	tribunal	de	excepción.
5.	Si	la	pena	conminada	al	delito	fuese	inferior	a	un	año	de
prisión.
6.	Si	el	delito	fuere	puramente	militar,	contra	la	religión,	político,
de	prensa	o	de	opinión.	La	circunstancia	de	que	la	víctima	del
hecho	punible	de	que	se	trata	ejerciera	funciones	políticas,	no
justifica	por	si	sola	que	dicho	delito	sea	calificado	como	político:
tampoco	politiza	el	hecho	de	que	el	reclamado	ejerciere	funciones
políticas.
7.	Por	delitos	sólo	perseguibles	a	instancia	de	parte,	salvo	los
casos	de	estupro	y	violación.
8.	Por	infracción	de	leyes	monetarias	y	fiscales	que	no
constituyan	delito	común,	y
9.	Por	faltas.
JURISPRUDENCIA.—Delitos	políticos	atentan	contra	la	estabilidad	y	el
normal	funcionamiento	de	los	poderes	públicos.	“(...)	Los	delitos	políticos
son	aquellos	delitos	que	atentan	contra	la	estabilidad	y	el	normal
funcionamiento	de	los	poderes	públicos.	La	intencionalidad	y	objetivo	del
agente	se	deriva	de	la	relación	gobernante-gobernados.	A	través	de	los	delitos
políticos	se	impugna,	por	móviles	ideológicos,	el	poder	de	los	órganos	políticos
vigentes.	Estos	no	surgen	por	ningún	tipo	de	razonabilidad	personal	o	ánimo
de	lucro.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	3966-2004-HC/TC,	mar.	03/2005.	Pres.	Alva
Orlandini)
Ley	24710.
ART.	7°.—La	extradición	no	será	acordada	si	la	infracción	por	la
que	es	demandada	es	considerada	como	una	infracción	política	o
como	un	hecho	conexo	a	tal	infracción.
La	misma	regla	se	aplicará	si	existen	razones	serias	para
entender	que	la	demanda	de	extradición	motivada	por	una
infracción	de	derecho	común	ha	sido	presentada	con	el	fin	de
perseguir	o	de	castigar	a	un	individuo	por	consideraciones	de
raza,	religión,	nacionalidad	o	de	opiniones	políticas	o	que	la
situación	de	este	individuo	se	exponga	a	agravarse	por	una	u	otra
de	estas	razones.
Ley	24710.
ART.	8°.—Si	el	Perú	deniega	la	extradición	puede	someter	al
incriminado	a	proceso,	para	lo	que	pedirá	al	Estado	solicitante	los
elementos	de	prueba.
Ley	24710.
ART.	9°.—La	extradición	puede	ser	aplazada	cuando	el
extraditado	estuviere	procesado	o	cumpliendo	pena,	caso	en	que
la	entrega	sólo	se	hará	después	de	concluido	el	proceso	o	de
extinguida	la	pena.
Ley	24710.
ART.	10.—La	extradición,	después	de	concedida,	podrá	ser
revocada:
a)	En	el	caso	de	error;	o,
b)	De	no	ser	el	extraditado	conducido	por	el	representante	del
Estado	solicitante	dentro	del	plazo	de	treinta	días.
Al	extraditado	le	será	dada	su	libertad,	no	pudiendo	ser	de	nuevo
preso	por	el	mismo	motivo.
Ley	24710.
ART.	11.—Una	vez	negada	la	extradición,	no	podrá	ser	renovado
el	pedido	por	el	mismo	delito,	salvo	si	la	denegación	se	hubiere
fundado	en	defectos	de	forma,	caso	en	que	es	admisible	la
presentación,	por	el	gobierno	solicitante,	de	nuevo	pedido
debidamente	instrumentado	con	los	documentos	que	faltaran.
Ley	24710.
ART.	12.—La	extradición	será	solicitada,	por	vía	diplomática,	por
el	gobierno	del	Estado	donde	la	acusación	o	la	condena	haya
tenido	lugar.
Ley	24710.
ART.	13.—Si	más	de	un	Estado	solicitare	la	extradición	de	una
persona	por	el	mismo	delito,	tendrá	preferencia	el	pedido	de
aquél	en	cuyo	territorio	el	delito	haya	sido	consumado,	intentado
o	frustrado.
Ley	24710.
ART.	14.—Si	se	tratase	de	delitos	diversos,	la	preferencia	cabrá:
1.	Al	pedido	del	Estado	donde	haya	sido	cometido	el	crimen	cuya
pena	fuere	más	grave.
2.	En	caso	de	igual	gravedad,	al	Estado	que	primero	solicitare	la
extradición.
3.	Cuando	fueren	simultáneos	los	pedidos,	al	del	Estado	de	origen
del	reclamado,	y
4.	En	su	defecto,	al	del	domicilio	del	criminoso.
En	los	demás	casos,	la	preferencia	queda	al	arbitrio	del	Estado.
Ley	24710.
ART.	15.—La	reextradición	solamente	puede	darse:
a)	Cuando	el	Estado	primeramente	solicitado	haya	dado	su
consentimiento;	y,
b)	Cuando	el	extraditado	ya	se	encontrare	en	libertad	en	el
Estado	primitivamente	solicitante,	transcurrido	dos	meses
después	de	su	absolución	o	del	cumplimiento	de	la	pena	impuesta.
Ley	24710.
ART.	16.—El	pedido	de	extradición,	deberá	ser	basado	en	la
invocación	de	sentencia	condenatoria	o	decisión	de	prisión,	clara
y	cierta;	el	lugar	y	la	fecha	en	que	fue	cometido	con	los	necesarios
esclarecimientos;	las	informaciones	sobre	la	filiación	del
extraditado	y	las	señales	o	circunstancias	que	sirvan	para	su
identificación.
Ley	24710.
ART.	17.—La	solicitud	debe	ser	acompañada	de	los	documentos
siguientes:
a)	Copia	de	sentencia	condenatoria,	o	decisión	de	prisión
proferidas	por	la	magistratura	competente,	con	la	indicación	del
delito	y	la	declaración	de	la	citación	del	incriminado	o	de	su
contumacia;	el	lugar	y	la	fecha	en	que	fue	cometido;
b)	Copia	íntegra	de	los	textos	de	la	ley	penal	relativos	al	crimen
cometido,	a	la	pena	aplicable	y	a	la	prescripción	de	la	acción	o	de
la	pena;
c)	Pruebas	del	hecho;	y,
d)	Pruebas	de	la	participación	del	reclamado.
Ley	24710.
ART.	18.—Las	copias,	que	deben	ser	auténticas,	no	se	pueden
sustituir	por	referencias	hechas	en	los	documentos,	ni	por	la
simple	afirmación	de	cualquier	autoridad	judicial	o	diplomática
sobre	la	respectiva	aplicabilidad.
Ley	24710.
ART.	19.—El	pedido,	así	como	todos	los	documentos,	deben	ser
acompañados	de	versión	española.
La	transmisión	del	pedido	por	vía	diplomática	constituye	prueba
bastante	de	la	autenticidad	de	los	documentos	presentados.
Ley	24710.
ART.	20.—En	caso	de	una	urgencia	podrá	ser	concedida	la
previsión	preventiva	del	extraditado,	mediante	simple	requisición
hecha	por	cualquier	medio,	inclusive	vía	telegráfica,	telefónica	o
radioeléctrica,	con	fundamento	en	decisión	de	presión,	sentencia
o	fuga	del	criminoso,	con	la	indicación	del	delito	cometido,
comprometiéndose	el	Estado	solicitante	a	presentar	el	pedido
formal	de	extradición	dentro	de	treinta	días	de	la	fecha	del	recibo
de	la	requisición.
JURISPRUDENCIA.—Detención	preventiva	con	fines	de	extradición	no
vulnera	derechos	fundamentales.	“(...)	el	beneficiario	fue	detenido	en	la
República	de	Panamá	por	la	policía	internacional,	en	virtud	del	pedido	de
detención	preventiva	con	fines	de	extradición,	dispuesto	por	la	autoridad
judicial	emplazada,	y	que,	sin	embargo,	vencido	el	plazo	para	presentar	la
solicitud	formal	de	extradición	que	establece	el	artículo	20	de	la	Ley	N°	24710,
ésta	no	ha	sido	tramitada,	por	lo	que	debe	ordenarse	su	libertad.	(...)	El
beneficiario	se	encuentra	comprendido	(...)	por	la	presunta	comisión	de	los
delitos	de	tráfico	ilícito	de	drogas	y	lavado	de	dinero,	por	los	que	el	juez	penal
demandado,	dentro	del	plazo	legal,	solicitó	su	detención	preventiva
internacional,	con	fecha	diecisiete	de	febrero	del	dos	mil	y	se	procedió	al
pedido	de	extradición	con	la	conformación	de	los	recaudos	exigidos	para	esta
solicitud,	dándosele	el	consiguiente	trámite	conforme	a	los	procedimientos	de
la	ley	de	la	materia	y	ante	las	instancias	competentes	para	la	cuestionada
extradición	activa,	(...)	En	este	sentido,	no	ha	existido	violación	a	la	libertad
individual	del	beneficiario,	atribuida	al	juez	penal	denunciado,	siendo	de
aplicación	el	artículo	2°,	contrario	sensu,	de	la	Ley	N°	23506.	(...).”	(TC,	Exp.	N°
567-2000-HC/TC,	ene.	18/2003.	Pres.	Rey	Terry)
Ley	24710.
ART.	21.—Si	el	pedido	formal	del	extraditado,	debidamente
instruido,	no	fuese	presentado	dentro	del	referido	plazo,	al
concluir	éste	la	prisión	no	será	mantenida,	siendo	el	extraditado
puesto	en	libertad	incondicional.
Ley	24710.
ART.	22.—Si	el	pedido	de	extradición	no	estuviere	debidamente
instruido,	el	gobierno	pedirá	al	Estado	solicitante	sea	corregido	o
completado	dicho	pedido.
Ley	24710.
ART.	23.—Concedida	la	extradición,	el	gobierno	entregará	el
extraditado	al	agente	o	al	representante	diplomático	del	Estado
solicitante.
La	entrega,	sin	embargo,	no	será	realizada	sin	que	el	Estado
solicitante	asuma	los	compromisos	siguientes:
1.	No	ser	el	extraditado	detenido	en	prisión	ni	juzgado	por
crimen	diferente	del	que	haya	motivado	la	extradición	y	cometido
antes	de	ésta,	salvo	si,	libremente,	lo	consistiere,	o	si	el
extraditado	permanece	en	libertad	en	ese	estado,	dos	meses
después	de	la	absolución	por	crimen	que	motivó	la	extradición	o
el	cumplimiento	de	la	pena	impuesta.
2.	No	concurrir	fin	o	motivo	político,	militar	o	religioso	para
agravar	la	penalidad.
3.	Computarse	a	favor	del	extraditado	el	tiempo	transcurrido
desde	su	prisión,	durante	la	decisión	de	la	extradición.
4.	No	ser	el	extraditado	entregado	a	un	tercer	Estado	que	lo
reclame,	y
5.	No	aplicación	de	la	pena	de	muerte.
JURISPRUDENCIA.—Cómputo	a	favor	del	extraditado	del	tiempo
transcurrido	desde	su	prisión	durante	la	decisión	de	la	extradición.	“(...)
con	relación	a	la	afirmación	realizada	por	la	defensa	de	la	favorecida	en	el
punto	5.7	de	su	recurso	de	agravio	constitucional	(…)	en	el	sentido	que	se	debe
computar	a	favor	de	la	extraditada	el	tiempo	transcurrido	desde	su	prisión
durante	la	decisión	de	la	extradición,	debe	resaltarse	que,	de	acuerdo	al
artículo	23,	inciso	3),	de	la	Ley	N°	24710,	una	vez	concedida	la	extradición,	el
Gobierno	entregará	al	extraditado	al	agente	o	al	representante	diplomático
del	Estado	solicitante,	para	cuyo	efecto,	el	Estado	solicitante	(en	este	caso	el
peruano)	asume,	entre	otros,	el	compromiso	de	computar	a	favor	del
extraditado	el	tiempo	transcurrido	desde	su	prisión,	durante	la	decisión	de	la
extradición.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	6214-2005-PHC/TC,	nov.	02/2005.	Pres.
Bardelli	Lartirigoyen)
Ley	24710.
ART.	24.—Si	el	extraditado,	teniendo	conocimiento	del	pedido	de
extradición,	se	presentase	espontáneamente,	deberá	el	Estado
solicitante	desistir	del	pedido	a	fin	de	que	el	extraditado	pueda
voluntariamente	seguir	para	el	país	que	lo	reclama,	con	las
seguridades	correspondientes.
Ley	24710.
ART.	25.—El	extraditado	que,	después	de	la	entrega	al	Estado
solicitante	o	durante	el	respectivo	proceso,	huyere	para	regresar
al	Perú,	será	preso,	mediante	requisición	directa,	y	nuevamente
entregado	sin	otras	formalidades.
Ley	24710.
ART.	26.—El	tránsito	de	un	extraditado	a	un	tercer	Estado	y	el	de
sus	guardas,	por	el	territorio	peruano,	será	permitido,	mediante	la
presentación	de	copia	auténtica	del	documento	que	conceda	la
extradición,	salvo	si	a	ello	se	opusieren	graves	motivos	de	orden
público	o	de	derechos	humanos.
La	denegación	del	tránsito	podrá	darse	en	el	caso	de	entrega	del
extraditado,	hecha	garantías	de	justicia.
Ley	24710.
ART.	27.—Los	gastos	con	la	prisión	o	entrega	del	extraditado,
correrán	por	cuenta	del	Estado	solicitante,	más	éste	nada	tendrá
que	pagar	a	los	funcionarios	públicos	del	gobierno,	salvo	las
costas	o	emolumentos	establecidos	por	la	ley	del	Estado
solicitado.
Ley	24710.
ART.	28.—Al	Estado	solicitante	cabrá	la	responsabilidad	por	la
prisión	resultante	de	la	extradición	o	del	arresto	preventivo.
Ley	24710.
ART.	29.—El	Estado	que	obtuviere	la	extradición	de	acusado	que
fuere	absuelto,	quedará	obligado	a	comunicar	al	Perú	que	la
concedió,	una	copia	auténtica	de	la	sentencia.
Ley	24710.
ART.	30.—Las	cosas,	producto	del	crimen,	o	las	que	constituyen
elementos	para	su	prueba,	serán	entregadas	al	Estado	solicitante,
desde	que	se	hallen	en	poder	del	extraditado,	aunque	éste	haya
desaparecido	o	fallecido,	salvo	los	derechos	de	terceros.
Ley	24710.
ART.	31.—Producido	el	arresto	de	un	reclamado	por	la	oficina
local	de	la	Organización	Internacional	de	la	Policía	Criminal
(OIPC),	Interpol,	se	le	tomará	manifestación	poniéndosele	dentro
de	las	veinticuatro	horas	a	disposición	del	juez	instructor	de
turno,	sea	cual	fuere	la	naturaleza	de	la	imputación.
El	detenido	tienen	derecho	a	interponer	en	todo	caso	la	acción	de
hábeas	corpus.
Ley	24710.
ART.	32.—El	juez	instructor,	tomará	la	declaración	del	reclamado
con	la	asistencia	de	abogado	de	su	elección	o	de	oficio.	El
extraditado	podrá	presentar	cuantas	pruebas	convengan	a	su
derecho	consistentes	en	demostrar:
a)	La	impertinencia	formal	o	material	de	la	solicitud;
b)	Su	inocencia;	y,
c)	Atenuantes	o	eximentes.
Ley	24710.
ART.	33.—El	juez	citará	a	una	audiencia	pública,	que	se	celebrará
en	un	término	no	mayor	de	quince	días,	al	extraditado,	a	su
defensor	y	al	Ministerio	Público.	Igualmente	citará	a	la	embajada
del	país	reclamante	para	que	se	haga	representar	por	abogado;
ambas	partes	pueden	presentar	pruebas,	alegatos	e	informar	por
medio	de	su	letrado.
Ley	24710.
ART.	34.—El	juez	puede	decretar	la	libertad	provisional,	si
transcurriesen	los	plazos	legales	del	tratado	o	de	la	ley
justificatorios	del	pedido	de	extradición,	o	si	el	reclamado
reuniese	las	condiciones	procesales	para	una	libertad	provisional.
En	este	último	caso,	le	retendrá	su	pasaporte	y	oficiará	a	las
autoridades	policiales	para	impedir	su	salida	del	país.
Ley	24710.
ART.	35.—Una	vez	realizada	la	audiencia	a	la	que	se	refiere	el
artículo	33,	el	juez	informará	declarando	procedente	o
improcedente	la	extradición	dentro	del	tercer	día	y	elevará	copia
de	todo	lo	actuado,	incluyendo	los	alegatos	de	las	partes	a	la	Corte
Suprema.
Ley	24710.
ART.	36.—La	Corte	Suprema,	en	sala	plena,	dictaminará	si
procede	o	no	la	solicitud	de	extradición,	y	enviará	los	autos	al
gobierno	por	conducto	del	Ministerio	de	Justicia,	para	que	el
Consejo	de	Ministros	decida.
Si	el	dictamen	del	Poder	Judicial	es	contra	la	entrega,	el	gobierno
queda	vinculado.	Si	el	dictamen	es	a	favor	de	la	entrega,	el
gobierno	puede	denegar	la	solicitud	extradicional.
Ley	24710.
ART.	37.—En	los	casos	de	extradición	activa,	si	un	juez	o	tribunal
correccional	considerasen	que	un	reo	ausente	o	contumaz	debe
ser	extraditado,	formará	un	cuaderno	con	la	denuncia,	sus
recaudos,	las	pruebas	de	cargo	y	descargo,	al	tratado	de
extradición	aplicable	al	caso	y	otros	documentos	que	solicite	el
fiscal	o	defensor,	y	elevará	copias	a	la	Corte	Suprema	para	que
ésta,	en	la	sala	plena,	de	considerarla	pertinente,	se	dirija	al
Consejo	de	Ministros,	a	efecto	de	que	por	la	vía	diplomática	se
solicite	la	extradición,	al	país	de	refugio	del	reclamado.
Ley	24710.
ART.	38.—El	gobierno	puede	o	no	acceder	al	pedido	de
extradición	activa	de	la	Corte	Suprema	en	el	caso	anterior.
Ley	24710.
ART.	39.—Para	acceder	a	una	extradición	pasiva,	se	tomará	en
cuenta,	si	existen	garantías	de	una	recta	administración	de	justicia
en	el	país	reclamante;	y	si	una	extradición	anteriormente
intentada	por	el	Estado	reclamante,	ante	un	tercer	Estado,
hubiese	sido	rechazada	por	haberla	considerado	con	implicancias
políticas.
Ley	24710.
ART.	40.—Denegada	la	extradición,	el	reclamado	no	puede	ser
expulsado	del	territorio	nacional	si	su	libertad	o	seguridad
personales	corren	peligro,	siempre	y	cuando	en	el	caso	concurran
circunstancias	políticas.
Ley	24710.
ART.	41.—Si	el	reclamado,	cuya	extradición	hubiese	sido
rechazada,	pretendiese	salir	voluntariamente	del	territorio
nacional,	careciese	de	pasaporte	vigente,	se	le	concederá	título	de
viaje	si	es	que	la	denegatoria	se	apoyó	en	la	politicidad	del	caso.
En	otros	casos	se	otorgará	solamente	un	salvoconducto.
Ley	24710.
ART.	42.—Toda	resolución	denegatoria	de	extradición	debe	ser
comunicada	a	la	Secretaría	General	de	la	Organización
Internacional	de	la	Policía	Criminal	(OIPC)	-	Interpol.
Ley	24710.
ART.	43.—Refugiado,	es	aquél	que	por	acontecimientos
sobrevenidos	en	su	país	de	origen,	teme	con	razón	ser	perseguido
por	razón	de	su	raza,	religión,	nacionalidad,	pertenencia	a	un
cierto	grupo	social	u	opiniones	políticas,	sexo,	y	que	no	puede	o	no
quiere	por	su	temor,	reclamar	la	protección	de	ese	país.
Ley	24710.
ART.	44.—Las	autoridades	policiales	y	políticas	que	entregasen
sin	procedimiento	extradicional	a	un	reclamado	al	país	solicitante
o	que	devolviesen	al	país	del	cual	se	fugan,	a	personas	que
reclamen	asilo	político,	serán	reprimidas	con	prisión	no	mayor	de
tres	años,	multa	a	la	renta	de	treinta	días	e	inhabilitación	perpetua
para	ejercitar	cargos	públicos.
Ley	24710.
ART.	45.—Las	autoridades	policiales	y	políticas	peruanas	no
pueden	solicitar	búsquedas	o	informaciones	a	través	de	la	red
Organización	Internacional	de	la	Policía	Criminal	(OIPC)	-
Interpol,	sin	comunicárselo	al	Ministerio	Público.
Las	capturas	sólo	pueden	ser	por	iniciativa	del	juez.
Ley	24710.
ART.	46.—Deróganse	la	Ley	de	Extradición	de	1888	y	los
artículos	345,	346,	347	y	348	del	Código	de	Procedimientos
Penales,	referidos	a	la	extradición,	así	como	cualquier	norma	que
se	oponga	a	la	presente	ley.
Sistema	de	Defensa	Jurídica	del
Estado
D.	LEG.	N°	1068
Título	I
Disposiciones	generales
D.	Leg.	1068.
ART.	1°.—De	la	creación	y	finalidad.	El	presente	decreto	legislativo	tiene
por	 objeto	 la	 creación	 del	 Sistema	 de	 Defensa	 Jurídica	 del	 Estado	 con	 la
finalidad	de	fortalecer,	unificar	y	modernizar	la	defensa	jurídica	del	Estado
en	el	ámbito	local,	regional,	nacional,	supranacional	e	internacional,	en	sede
judicial,	militar,	arbitral,	Tribunal	Constitucional,	órganos	administrativos	e
instancias	 de	 similar	 naturaleza,	 arbitrajes	 y	 conciliaciones,	 la	 que	 está	 a
cargo	 de	 los	 procuradores	 públicos,	 cuyo	 ente	 rector	 es	 el	 Ministerio	 de
Justicia	 y	 está	 representado	 por	 el	 presidente	 del	 Consejo	 de	 Defensa
Jurídica	del	Estado.
Cuando	se	mencione	el	vocablo	sistema	se	entenderá	referido	al	Sistema	de
Defensa	Jurídica	del	Estado.
NOTA:	El	Sistema	de	Defensa	Jurídica	del	Estado,	según	Primera	Disposición	Complementaria
y	 Final	 del	 D.	 Leg.	 1068,	 entró	 en	 vigencia	 a	 los	 seis	 meses	 de	 publicado	 el	 decreto	 en
referencia.	El	decreto	se	publicó	el	28	de	junio	del	2008.
D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 1°.—Objeto.	 Apruébese	 el	 Reglamento	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°
1068,	Decreto	Legislativo	del	Sistema	de	Defensa	 Jurídica	del	Estado,	cuyo
texto	 compuesto	 de	 sesenta	 y	 tres	 (63)	 artículos,	 tres	 (3)	 disposiciones
complementarias	 finales	 y	 tres	 (3)	 disposiciones	 complementarias
transitorias,	es	parte	integrante	del	presente	decreto	supremo.
D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 2º.—Vigencia.	 El	 presente	 reglamento	 regirá	 a	 partir	 del	 día
siguiente	de	la	entrada	en	vigencia	del	Decreto	Legislativo	Nº	1068.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 1°.—Finalidad.	 La	 presente	 norma	 reglamenta	 las	 disposiciones
contenidas	 en	 el	 Decreto	 Legislativo	 N°	 1068,	 del	 Sistema	 de	 Defensa
Jurídica	 del	 Estado,	 la	 que	 está	 referida	 a	 las	 atribuciones	 y	 relaciones
funcionales	y	administrativas	del	Consejo	de	Defensa	Jurídica	del	Estado	con
las	Procuradurías	Públicas	de	los	Poderes	Ejecutivo,	Judicial,	Legislativo,	así
como	 de	 los	 Organismos	 Constitucionalmente	 autónomos,	 organismos
públicos,	 gobiernos	 regionales	 y	 gobiernos	 locales.	 Asimismo,	 esta	 norma
establece	 las	 responsabilidades	 de	 los	 procuradores	 públicos	 de	 estas
entidades,	con	la	finalidad	de	fortalecer	el	ejercicio	de	sus	funciones.
Es	 también	 finalidad	del	presente	 reglamento,	normar	 la	 actividad	de	 los
operadores	del	sistema	con	las	demás	entidades	en	las	que	se	desarrolle	la
defensa	jurídica	del	Estado.
D.	Leg.	1068.
ART.	2°.—Definición.	El	Sistema	de	Defensa	 Jurídica	del	Estado
es	 el	 conjunto	 de	 principios,	 normas,	 procedimientos,	 técnicas	 e
instrumentos,	 estructurados	 e	 integrados	 funcionalmente
mediante	los	cuales	los	procuradores	públicos	ejercen	la	defensa
jurídica	del	Estado.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	2º.—Defensa	 Jurídica	del	Estado.	La	Defensa	 Jurídica	del
Estado	es	el	ejercicio	de	las	atribuciones	contenidas	en	la	ley	y	en
el	presente	reglamento,	a	cargo	de	los	procuradores	públicos	y	de
los	abogados	a	quienes	deleguen	su	representación	para	tal	fin.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 3°.—Terminología.	Para	 los	 efectos	 de	 la	 aplicación	 de	 la
ley	y	del	presente	reglamento,	se	entiende	por:
1.	Sistema:	El	Sistema	de	Defensa	Jurídica	del	Estado,	creado	por	el	Decreto
Legislativo	Nº	1068.
2.	Consejo:	El	Consejo	de	Defensa	Jurídica	del	Estado.
3.	Ley:	El	Decreto	Legislativo	Nº	1068.
4.	 Acuerdos:	 Las	 decisiones	 jurídico	 -	 administrativas	 que	 adopta	 el
consejo.	El	presente	reglamento	determina	su	clasificación	y	alcances.
5.	 Plenos	 de	 Defensa	 Jurídica:	 Las	 sesiones	 en	 las	 que	 participan	 los
procuradores	 públicos,	 convocados	 por	 el	 Presidente	 del	 consejo	 para
evaluar,	 analizar	 y	 discutir	 asuntos	 relacionados	 a	 la	 defensa	 jurídica	 del
Estado.	Sus	conclusiones	podrán	derivar	en	acuerdos.
6.	Abogados:	Los	que	ejercen	la	Defensa	Jurídica	del	Estado	por	delegación
de	los	procuradores	públicos.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 4°.—Reglamentación	 del	 sistema.	 La	 reglamentación	 del
sistema	permitirá	 la	evaluación	de	 la	actuación	profesional	y	del
ejercicio	 funcional	y	administrativo	de	 los	Procuradores	y	de	 los
abogados,	con	el	objeto	de	garantizar	su	eficiencia,	capacitación	y
especialización.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	5°.—Especialidad	de	la	norma	y	ámbito	de	su	aplicación.
Las	 disposiciones	 de	 la	 ley,	 del	 presente	 reglamento	 y	 las	 que
expida	el	consejo,	prevalecen	en	materia	de	defensa	jurídica	de	los
intereses	del	Estado,	y	son	aplicables	a	los	operadores	del	sistema
y	a	los	abogados.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 6°.—De	 la	 relación	 del	 Sistema	 con	 las	 Entidades	 del
Estado.	Todas	las	Entidades	del	Estado	se	encuentran	vinculadas
con	 el	 Sistema	 a	 través	 del	 consejo.	 El	 consejo	 guarda	 especial
relación	 con	 el	 Poder	 Judicial,	 el	 Ministerio	 Público,	 el	 Tribunal
Constitucional,	 la	 Contraloría	 General	 de	 la	 República,	 el
Ministerio	de	Relaciones	Exteriores	y	la	Policía	Nacional	del	Perú,
en	atención	al	cumplimiento	de	sus	fines	y	objetivos.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 7°.—Del	 ente	 rector.	 El	 Ministerio	 de	 Justicia	 es	 el	 ente
rector	 del	 Sistema	 responsable	 del	 cumplimiento	 y	 ejecución	 de
las	 políticas	 relacionadas	 al	 ámbito	 de	 la	 defensa	 jurídica	 del
Estado.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 8°.—De	 la	 desconcentración.	 El	 consejo	 o	 el	 presidente,
podrán	 desconcentrar	 el	 ejercicio	 de	 sus	 atribuciones	 a	 otros
operadores	del	sistema	o	al	secretario	técnico,	a	fin	de	procurar	la
oportuna	aplicación	de	 las	disposiciones	de	 la	 ley	y	del	presente
reglamento.
D.	Leg.	1068.
ART.	 3°.—Del	 ente	 rector.	 El	 Ministerio	 de	 Justicia	 es	 el	 ente
rector	del	sistema	y	tiene	las	siguientes	atribuciones:
a)	Establece	la	política	general	del	sistema.
b)	 Formula	 las	 normas	 y	 procedimientos	 relacionados	 con	 la
defensa	jurídica	del	Estado.
c)	 Supervisa	 y	 evalúa	 el	 cumplimiento	 de	 las	 políticas,
normatividad	y	actividades	de	los	operadores	del	sistema.
d)	 Orienta	 el	 desarrollo	 del	 Sistema	 de	 Defensa	 Jurídica	 del
Estado.
e)	 Desarrolla	 políticas	 que	 promuevan	 la	 capacitación	 y
especialización	de	los	operadores	del	sistema.
D.	Leg.	1068.
ART.	4°.—Operadores	del	sistema.	Los	operadores	del	sistema
son:
1.	El	presidente	del	Consejo	de	Defensa	Jurídica	del	Estado.
2.	Los	miembros	del	Consejo	de	Defensa	Jurídica	del	Estado.
3.	Los	procuradores	públicos.
4.	El	presidente	del	tribunal	de	sanción.
D.	Leg.	1068.
ART.	5°.—Principios	rectores.	La	Defensa	Jurídica	del	Estado	se
rige	por	los	siguientes	principios:
a)	Legalidad:	Los	procuradores	públicos	y	abogados	del	Sistema
de	Defensa	Jurídica	del	Estado	están	sometidos	a	la	Constitución,	a
las	leyes	y	a	las	demás	normas	del	ordenamiento	jurídico.
b)	Autonomía	funcional:	La	defensa	jurídica	del	Estado	se	ejerce
por	 medio	 de	 los	 procuradores	 públicos,	 quienes	 actúan	 con
autonomía	en	el	ejercicio	de	sus	funciones,	quedando	obligados	a
cumplir	los	principios	rectores	del	sistema.
c)	Unidad	de	actuación	y	continuidad:	Los	procuradores	públicos
y	demás	operadores	del	sistema	se	conducen	conforme	a	criterios
institucionales	 de	 conformidad	 a	 los	 objetivos,	 metas	 y
lineamientos	del	sistema.
d)	Eficacia:	La	gestión	se	organiza	para	el	cumplimiento	oportuno
de	los	objetivos	y	las	metas	del	sistema.
e)	 Eficiencia:	 Toda	 actuación	 de	 los	 procuradores	 públicos	 y
demás	 operadores	 del	 sistema	 se	 realiza	 optimizando	 la
utilización	de	los	recursos	disponibles,	procurando	la	innovación
y	el	mejoramiento	oportuno.
f)	 Capacitación	 y	 evaluación	 permanente:	 Los	 procuradores
públicos	 serán	 capacitados	 y	 evaluados	 de	 acuerdo	 a	 los
lineamientos	establecidos	por	el	ente	rector.
g)	Especialización:	Se	garantiza	y	preserva	 la	especialización	de
los	procuradores	públicos.
h)	 Confidencialidad:	 Los	 operadores	 del	 sistema	deben	 guardar
absoluta	reserva	sobre	los	asuntos	de	naturaleza	confidencial	a	su
cargo.
i)	 Celeridad:	 Los	procuradores	públicos	 y	 abogados	del	 sistema
deben	 ajustar	 su	 conducta,	 orientada	 a	 conseguir	 la	 máxima
dinámica	 posible	 del	 proceso	 o	 procedimiento,	 evitando
actuaciones	 que	 dificulten	 su	 desenvolvimiento	 o	 constituyan
meros	formalismos,	sin	que	se	releve	el	respeto	al	debido	proceso
o	vulnere	el	ordenamiento	jurídico.
j)	Ética,	probidad	y	honestidad:	La	ética,	probidad	y	honestidad
son	esenciales	 en	el	 ejercicio	de	 las	 funciones	de	 los	operadores
del	sistema.
k)	Responsabilidad:	Los	procuradores	públicos	son	responsables
por	el	ejercicio	indebido	de	la	Defensa	Jurídica	del	Estado.
TÍTULO	II
De	los	operadores	del	sistema
CAPÍTULO	I
Del	Consejo	de	Defensa	Jurídica	del	Estado
D.	Leg.	1068.
ART.	6°.—El	Consejo	de	Defensa	Jurídica	del	Estado.
6.1.	El	Consejo	de	Defensa	Jurídica	del	Estado	es	el	ente	colegiado
que	dirige	y	supervisa	el	sistema	y	está	integrado	por	el	Ministro
de	Justicia	o	 la	persona	quien	 lo	represente,	designado	mediante
resolución	suprema	y	por	dos	miembros	designados	también	por
resolución	suprema.
6.2.	 El	 Ministro	 de	 Justicia	 o	 su	 representante	 ejercen	 la
presidencia	del	Consejo	de	Defensa	Jurídica	del	Estado.
6.3.	El	presidente	del	Consejo	de	Defensa	Jurídica	del	Estado	es	el
funcionario	 de	 mayor	 nivel	 jerárquico	 de	 los	 operadores	 del
sistema.
D.	Leg.	1068.
ART.	 7°.—De	 las	 atribuciones	 y	 obligaciones	del	 Consejo	 de
Defensa	Jurídica	del	Estado.	El	Consejo	de	Defensa	 Jurídica	del
Estado	tiene	las	siguientes	atribuciones	y	obligaciones:
a)	Dirigir	e	integrar	el	sistema.
b)	 Proponer	 la	 designación	 de	 los	 procuradores	 públicos	 del
Poder	Ejecutivo.
c)	 Proponer	 la	 designación	 de	 los	 procuradores	 públicos	 que
asumirán	la	defensa	jurídica	del	Estado	en	sede	supranacional,	los
que	 adquieren	 el	 nombre	 de	 agentes,	 de	 conformidad	 al
reglamento	de	la	corte	supranacional.
d)	 Evaluar	 el	 cumplimiento	 de	 los	 requisitos	 de	 designación	 de
los	procuradores	públicos	del	Poder	Legislativo,	Poder	 Judicial	y
de	los	organismos	constitucionalmente	autónomos.
e)	Cumplir	y	hacer	cumplir	las	políticas	del	sistema	emanadas	del
Ministerio	de	Justicia.
f)	 Conocer	 en	 apelación	 de	 las	 sanciones	 impuestas	 contra	 los
procuradores	públicos,	resolviendo	en	última	instancia.
g)	 Supervisar	 y	 cautelar	 la	 observancia	 de	 las	 normas	 y
disposiciones	que	se	emitan.
h)	Resolver	a	 través	de	mecanismos	alternativos	de	solución	de
conflictos	las	controversias	originadas	entre	entidades	del	Estado.
i)	Planear,	organizar	y	coordinar	la	defensa	jurídica	del	Estado.
j)	 Orientar	 y	 evaluar	 la	 organización	 de	 las	 actividades	 de	 las
procuradurías	públicas.
k)	 Proponer	 los	 proyectos	 de	 normas	 legales	 en	 materia	 de
defensa	jurídica	del	Estado.
l)	 Disponer	 la	 creación	 de	 registros	 y	 sistemas	 informáticos	 y
supervisar	su	funcionamiento.
m)	 Realizar	 todas	 las	 acciones	 que	 permitan	 cumplir	 las
sentencias	 recaídas	 en	 los	 procesos	 o	 procedimientos	 donde	 el
Estado	es	parte.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 9°.—De	 las	 sesiones	 del	 consejo.	 El	 consejo	 sesionará
ordinariamente	en	el	mes	de	enero	de	cada	año	y	extraordinariamente	en
las	fechas	que	sea	convocado	por	el	presidente.
En	 la	 sesión	 ordinaria	 se	 aprobara	 la	 Memoria	 Anual	 del	 Consejo
correspondiente	al	año	anterior,	así	como	el	Plan	Anual	de	Actividades	del
año	 que	 se	 inicia.	 La	 Memoria	 Anual	 contendrá	 la	 información	 general	 y
estadística	de	cada	una	de	las	Procuradurías	Públicas,	para	cuya	elaboración
se	 contara	 con	 la	 información	 que,	 bajo	 responsabilidad,	 deberá	 remitir
cada	procurador	público	al	consejo,	a	más	tardar	el	15	de	diciembre	de	cada
año.
Las	sesiones	podrán	ser	grabadas	en	medios	electrónicos	si	así	lo	decide	el
consejo.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 10.—De	 las	 convocatorias.	 Las	 convocatorias	 a	 las	 sesiones	 las
realizara,	por	escrito	o	vía	electrónica	y	bajo	cargo,	el	Secretario	Técnico	del
consejo	por	encargo	de	su	Presidente,	señalando	los	ternas	de	agenda,	el	día
y	la	hora	de	la	reunión.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 11.—Del	 quorum	 y	 asistencia	 de	 los	 miembros	 del	 consejo.	 El
quorum	 para	 sesionar	 es	 de	 dos	 miembros,	 uno	 de	 los	 cuales	 siempre
deberá	ser	el	Presidente.	Los	acuerdos	se	adoptan	por	mayoría	simple.	En
caso	de	empate	el	Presidente	tendrá,	además,	voto	decisorio.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	12.—De	las	convocatorias	al	presidente	del	Tribunal	de	Sanción,
a	los	procuradores	públicos	y	a	terceros.	En	caso	considerarlo	necesario,
el	 presidente	 del	 consejo	 podrá	 invitar	 a	 sesiones	 extraordinarias	 al
presidente	del	Tribunal	de	Sanción,	a	los	procuradores	públicos	y	a	terceros
de	quienes	se	requiera	información.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	13.—De	las	modalidades	de	acuerdos.	Los	acuerdos	son:
1.	Vinculantes:	Aquellos	que	por	causa	de	la	trascendencia	o	relevancia	de
la	 materia,	 requiera	 adoptar	 el	 consejo	 con	 carácter	 de	 observancia
obligatoria	para	los	operadores	del	Sistema.	Deben	publicarse	en	la	página
web	del	consejo,	sin	perjuicio	de	su	publicación	en	cualquier	otro	medio.
2.	 Específicos:	 Aquellos	 adoptados	 para	 resolver	 situaciones	 particulares
relacionadas	 con	 la	 competencia	 y	 continuidad	 de	 los	 procuradores
públicos,	 así	 como	otros	 aspectos	 relacionados	 con	 la	 defensa	 jurídica	 del
Estado.
3.	Resolutivos:	Aquellos	adoptados	para	resolver,	en	grado	de	apelación,	las
decisiones	del	Tribunal	de	Sanción	en	los	casos	de	inconducta	funcional	de
los	 procuradores	 públicos.	 Quedan	 exceptuados	 de	 esta	 disposición	 los
procuradores	 regionales	 quienes	 están	 sujetos	 a	 los	 procedimientos	 y
sanciones	 previstos	 en	 la	 Ley	 N°	 27444,	 Ley	 de	 Procedimiento
Administrativo	General.
4.	De	recomendación:	Aquellos	adoptados	recomendando	a	los	Presidentes
Regionales	el	inicio	de	procedimientos	administrativos	disciplinarios	contra
procuradores	públicos	regionales.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 14.—De	 las	 actas.	 Los	 acuerdos	 constarán	 en	 el	 acta	 de	 la	 sesión
correspondiente,	 que	 deberá	 extender	 el	 Secretario	 Técnico	 del	 consejo,
dejando	 constancia	 de	 los	 asistentes,	 los	 Acuerdos	 adoptados	 y	 su
aprobación,	 registrando	 el	 voto	 en	 minoría	 y/o	 la	 abstención,	 con	 sus
fundamentos	respectivos.
El	 Secretario	 Técnico	 es	 el	 responsable	 de	 !a	 custodia	 del	 libro	 de	 actas,
pudiendo	otorgar	copias	certificadas	de	las	mismas.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
Segunda	Disposición	Complementaria	Final.—Del	apoyo	en	análisis
financiero	 y	 pericial.	 El	 consejo	 contará	 con	 profesionales	 que
brinden	 apoyo	 técnico	 a	 las	 procuradurías	 públicas	 sobre	 temas
relacionados	a	análisis	financiero	y	pericial,	para	el	mejor	ejercicio
de	sus	funciones.
D.	Leg.	1068.
ART.	 8°.—Atribuciones	 y	 obligaciones	 del	 presidente	 del
Consejo	 de	 Defensa	 Jurídica	 del	 Estado.	 Son	 atribuciones	 y
obligaciones	 del	 presidente	 del	 Consejo	 de	 Defensa	 Jurídica	 del
Estado:
a)	Ejercer	la	representación	del	sistema.
b)	 Adoptar	 las	 acciones	 tendientes	 a	 evaluar,	 supervisar	 y
controlar	el	eficiente	ejercicio	de	la	defensa	jurídica	del	Estado	a
cargo	de	los	procuradores	públicos.
c)	Suscribir	convenios	de	cooperación.
d)	 Tomar	 juramento	 a	 los	 procuradores	 públicos	 del	 Poder
Legislativo,	 Poder	 Ejecutivo,	 Poder	 Judicial,	 organismos
constitucionalmente	autónomos,	procuradores	públicos	ad	hoc	y
procuradores	públicos	regionales.
e)	Convocar	a	 sesiones	ordinarias	y	extraordinarias	 conforme	a
lo	que	establece	el	reglamento.
f)	 Disponer	 las	 acciones	 tendientes	 a	 cumplir	 los	 acuerdos	 del
Consejo	de	Defensa	Jurídica	del	Estado.
g)	Designar	al	secretario	técnico	del	Consejo	de	Defensa	Jurídica
del	Estado.
h)	 Resolver	 los	 problemas	 de	 competencia	 que	 puedan
presentarse	entre	los	procuradores	públicos.
i)	Aprobar	la	memoria	anual	del	sistema.
j)	 Acreditar	 el	 nombramiento	 de	 los	 procuradores	 públicos
regionales.
k)	 Acreditar	 la	 designación	 de	 los	 procuradores	 públicos
municipales.
l)	Otras	que	establezca	el	reglamento.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	15.—De	la	conformación	de	la	comisión	consultiva.	El	presidente
del	 consejo	 designará	 una	 comisión	 consultiva	 compuesta	 de	 cinco
miembros,	 de	 distintas	 especialidades	 profesionales.	 Esta	 comisión
asesorará	 al	 consejo	 y	 cumplirá	 con	 las	 funciones	 que	 el	 presidente	 le
asigne.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 16.—De	 las	 atribuciones	 y	 obligaciones	 del	 presidente	 del
consejo.	 El	 presidente	 del	 consejo,	 además	 de	 las	 atribuciones	 y
obligaciones	que	 señala	 la	 ley	 y	 el	 presente	 reglamento,	 tiene	 también	 las
siguientes:
1.	 Convocar	 a	 Plenos	 de	 Defensa	 Jurídica	 cuyos	 acuerdos	 deberán
registrarse	en	un	banco	de	datos	informatizado.
2.	Designar	a	un	procurador	público	que	defienda	al	Poder	Ejecutivo	en	los
procesos	 de	 inconstitucionalidad	 sobre	 impugnación	 de	 decretos
legislativos,	decretos	de	urgencia	o	tratados	internacionales.
3.	 Delegar	 en	 abogados	 especializados	 la	 responsabilidad	 de	 evaluar,
supervisar	 y	 controlar	 el	 ejercicio	 de	 la	 defensa	 jurídica	 del	 Estado,	 Estos
abogados	deberán	emitir	su	informe	al	Secretario	Técnico	del	consejo.
4.	 Sustituir,	 excepcionalmente,	 la	 participación	 de	 los	 procuradores
públicos	en	los	procesos	cuando	la	situación	así	lo	amerite,	en	salvaguarda
de	los	principios	rectores	de	la	defensa	jurídica	del	Estado.	Para	ello,	emitirá
la	resolución	de	presidencia	respectiva.
5.	 Coordinar	 con	 los	 titulares	 del	 Poder	 Ejecutivo,	 Poder	 Judicial,	 Poder
Legislativo,	 de	 los	 organismos	 constitucionalmente	 autónomos	 y	 de	 los
organismos	públicos,	los	aspectos	relativos	a	la	defensa	jurídica	del	Estado.
6.	 Disponer	 que	 cuando	 un	 procurador	 público	 hubiese	 determinado	 no
iniciar	acciones	legales,	el	caso	sea	examinado	por	otro	procurador	público,
quien	 de	 concluir	 en	 la	 procedencia	 de	 las	 mismas,	 podrá	 interponerlas
informando	al	consejo.
7.	 Constituir	 grupos	 de	 trabajo	 para	 el	 mejor	 logro	 de	 la	 finalidad	 del
sistema.	 En	 todos	 los	 casos,	 sus	 conclusiones	 deberán	 ser	 informadas	 al
Secretario	Técnico	del	consejo.
8.	 Designar	 a	 un	 procurador	 público	 que	 asuma	 la	 defensa	 única	 de	 los
intereses	 de	 distintas	 entidades	 u	 organismos	 del	 Estado,	 en	 el	 caso	 de
corresponder	el	conocimiento	de	un	proceso	o	procedimiento	a	más	de	un
procurador	público.
9.	Proponer	al	Presidente	de	la	República,	mediante	la	presentación	de	una
terna,	la	designación	de	los	consejeros.
10.	Velar	por	el	cumplimiento	de	los	acuerdos.
En	el	caso	de	la	atribución	conferida	por	el	inciso	h)	del	artículo	8°	de	la	ley,
referida	 a	 la	 resolución	 de	 problemas	 de	 competencia	 que	 puedan
presentarse	 entre	 los	 procuradores	 públicos,	 el	 Presidente	 del	 consejo
podrá	 establecer	 en	 la	 resolución	 respectiva,	 de	 ser	 el	 caso,	 el	 carácter
vinculante	de	la	misma	para	situaciones	similares.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	17.—De	los	consejeros.	Los	Consejeros	serán	designados	mediante
resolución	suprema.	Ejercerán	sus	funciones	ad	honorem.
Los	Consejeros	están	facultados	para	solicitar	al	Presidente	del	consejo	que
convoque	a	sesión	extraordinaria,	cuando	lo	estimen	pertinente.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	18.—De	los	requisitos	para	ser	consejero.	Son	requisitos	para	ser
designado	consejero:
1.	Ser	peruano	de	nacimiento.
2.	Tener	pleno	ejercicio	de	sus	derechos	civiles.
3.	Tener	título	de	abogado.
4.	 Gozar	 de	 reconocida	 solvencia	 moral,	 idoneidad	 y	 trayectoria
profesional.
5.	Haber	ejercido	la	abogacía	por	un	período	no	menor	de	veinte	(20)	años
o	 haber	 ejercido	 cátedra	 universitaria	 en	 materia	 de	 derecho	 o	 función
jurisdiccional	 por	 un	 tiempo	 no	 menor	 de	 diez	 (10)	 años;	 o	 haber	 sido
miembro	de	cualquier	organismo	constitucionalmente	autónomo.
6.	No	haber	sido	condenado	por	delito	alguno,	ni	destituido	o	separa	do	del
servicio	 del	 Estado	 por	 resolución	 firme,	 ni	 ser	 deudor	 alimentario	 o
hallarse	inhabilitado	para	el	ejercicio	de	la	función	pública.
7.	 No	 tener	 litigio	 pendiente	 con	 el	 Estado,	 ni	 ser	 apoderado,	 gestor	 o
abogado	de	particulares	que	lo	tuviesen.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 19.—De	 la	 conclusión	 de	 la	 designación.	 La	 designación	 del
consejero	termina	por	alguna	de	las	siguientes	causales:
1.	Por	remoción.
2.	Por	renuncia.
3.	 Por	 incurrir	 en	 alguna	 de	 las	 situaciones	 señaladas	 en	 el	 inciso	 6	 del
artículo	18	del	presente	reglamento,	después	de	su	designación.
4.	Por	incapacidad	física	o	mental.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	intervención	simultánea	y
múltiple	de	procuradores	no	es	posible.	“12	En	caso	de	duda	o
superposición	funcional,	será	la	presidencia	del	Consejo	de	Defensa	Jurídica
del	Estado,	conforme	con	las	atribuciones	y	obligaciones,	establecidas	en	el
literal	h),	del	artículo	8°,	del	Decreto	Legislativo	N°	1068,	quien	resolverá	los
problemas	de	competencia	que	puedan	presentarse	entre	los	procuradores
públicos;	tanto	en	su	aspecto	positivo	como	negativo,	estableciendo	el	modo	y
la	forma	de	apersonamiento	en	el	proceso	penal.	Corresponde	también	a	dicho
órgano	rector	precisar	si	la	defensa	del	Estado	será	única	o	colegiada;	la	ley
ha	previsto	la	intervención	del	procurador	público	especializado	en	tráfico
ilícito	de	drogas,	procurador	público	especializado	en	delitos	de	terrorismo,
procurador	público	especializado	en	delitos	de	lavado	de	activos	y	procesos	de
pérdida	de	dominio,	procurador	público	especializado	en	asuntos	de	orden
público,	procurador	público	especializado	en	delitos	de	corrupción,	y	los	que
mediante	resolución	suprema	se	designe,	en	las	causas	por	delitos	de	tal
connotación.
13	No	cabe	admitir,	en	el	supuesto	relativo	a	un	solo	agraviado	(V.G.	una
municipalidad),	la	intervención	simultánea	y	múltiple	de	procuradores,	salvo
en	caso	de	perpetración,	de	distintos	delitos,	cuya	persecución	integra	a
diversos	procuradores,	aunque	cabe	la	coordinación	entre	estos.	Fuera	de	ese
marco,	se	generan	efectos	en	materia	de	ofrecimiento	y	actuación	probatoria,
alegaciones	y	recursos;	el	principio	de	igualdad	de	armas	corre	riesgo	de	ser
afectado.
14	La	designación	de	un	solo	procurador	concentrará	el	ejercicio	defensivo	y,
al	mismo	tiempo,	evitará	la	probabilidad	de	proliferación	de	audiencias	de
constitución	de	actor	civil	en	las	diversas	cortes	superiores,	en	las	que	se
encuentra	vigente	el	Nuevo	Código	Procesal	Penal,	lo	que	repercutirá	a	su	vez
a	favor	de	la	programación	de	audiencias	de	otro	tipo.
15	Cuando	el	proceso	penal	esté	referido	a	la	presunta	comisión	de	delitos
contra	la	administración	pública,	y	la	noticia	criminal	surja	en	razón	a	la
intervención	realizada	por	la	Contraloría	General	de	la	República,	en	ejercicio
de	sus	atribuciones,	corresponde	que	el	procurador	público	de	esa	entidad	se
constituya	como	actor	civil;	conforme	se	establece	en	el	segundo	párrafo	del
artículo	46	del	Decreto	Supremo	N°	017-2008-JUS,	concordado	con	lo
dispuesto	en	el	numeral	6.4,	inciso	a),	de	la	Directiva	N°	002-2011-JUS/CDJE,
de	12	de	julio	del	2011,	emitida	por	el	Consejo	de	Defensa	Jurídica	del	Estado
(...)”.	(CS,	VIII	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y
Transitoria	-	2012	-	Acuerdo	Plenario	4-2012/CJ-116,	ene.	18/2013.	S.	S.	San
Martín	Castro)
NOTA:	El	VIII	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitoria	-	2012	se	publicó
en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	04	de	enero	del	2014.	Este	pleno,	si	bien	coincide	en	la	numeración
con	los	Acuerdos	Plenarios	-	2012,	difiere	en	los	contenidos	tratados	y	en	el	año	de	realización.
D.	Leg.	1068.
ART.	 9°.—Del	 secretario	 técnico.	 El	 secretario	 técnico	 es	 el
funcionario	 administrativo,	 designado	 por	 el	 presidente	 del
Consejo	de	Defensa	Jurídica	del	Estado,	cuya	función	es	brindar	la
asistencia	técnico	legal	al	consejo	y	otras	funciones	que	establezca
el	reglamento.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	20.—Del	secretario	técnico	y	sus	funciones.	El	secretario	técnico	es
el	profesional	encargado	de	prestar	el	apoyo	técnico	-	jurídico	al	consejo	y	a
su	presidente.	Tiene	como	funciones:
1.	 Proponer	 al	 presidente	 del	 consejo	 los	 planes,	 programas	 y	 proyectos
relacionados	a	la	defensa	jurídica	del	Estado,	para	su	estudio	y	aprobación
por	el	consejo:
2.	 Formular	 indicadores	 de	 desempeño	 de	 resultados	 para	 la	 evaluación
periódica	de	la	gestión	de	los	procuradores	públicos.
3.	 Analizar,	 evaluar	 y	 proyectar	 la	 respuesta	 a	 las	 consultas	 formuladas
sobre	las	actividades	y/o	normatividad	relacionada	a	la	defensa	jurídica	del
Estado,	poniéndolas	en	consideración	del	Presidente	del	consejo.
4.	Colaborar	con	la	Escuela	de	Capacitación	de	Procuradores	Públicos	y	con
la	dirección	de	la	Revista	Jurídica	del	Consejo.
5.	Supervisar	y	llevar	los	registros	del	consejo.
6.	Dirigir	y	supervisar	las	actividades	administrativas	del	consejo.
7.	Organizar	los	Plenos	de	Defensa	Jurídica.
8.	Actuar	como	secretario	de	actas	en	las	sesiones	del	consejo	y	custodiar	el
libro	de	actas.
9.	Poner	en	conocimiento	del	Tribunal	de	Sanción	 los	casos	que	pudiesen
configurar	inconductas	funcionales	de	los	procuradores	públicos.
10.	Informar	al	consejo	sobre	el	cumplimiento	de	los	acuerdos	adoptados.
11.	Otras	que	le	encargue	el	Presidente	del	consejo.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	21.—De	los	requisitos	para	ser	secretario	técnico.	Son	requisitos
para	ser	designado	secretario	técnico	los	siguientes:
1.	Ser	peruano	de	nacimiento.
2.	Tener	pleno	ejercicio	de	sus	derechos	civiles.
3.	Tener	título	de	abogado.
4.	Haber	ejercido	la	abogacía	por	un	periodo	no	menor	de	cinco	(5)	años.
5.	 Gozar	 de	 reconocida	 solvencia	 moral	 e	 idoneidad	 y	 trayectoria
profesional.
6.	No	haber	sido	condenado	por	delito	alguno,	ni	destituido	o	separado	del
servicio	 del	 Estado	 por	 resolución	 firme,	 ni	 ser	 deudor	 alimentario	 o
hallarse	inhabilitado	para	el	ejercicio	de	la	función	publica.
7.	 No	 tener	 litigio	 pendiente	 con	 el	 Estado,	 ni	 ser	 apoderado,	 gestor	 o
abogado	de	particulares	que	lo	tuviesen.
CAPÍTULO	II
De	la	selección	y	evaluación	de	los	procuradores
públicos
D.	Leg.	1068.
ART.	 10.—De	 la	 evaluación	 y	 propuesta	 de	 los	 procuradores
públicos	 que	 asumen	 la	 defensa	 jurídica	 del	 Estado	 a	 Nivel
Nacional.
10.1.	El	Consejo	de	Defensa	Jurídica	del	Estado	evalúa	y	propone
al	Presidente	de	 la	República	 la	designación	de	 los	procuradores
públicos	 del	 Poder	 Ejecutivo,	 quienes	 son	 designados	 mediante
resolución	 suprema	 con	 refrendo	 del	 presidente	 del	 Consejo	 de
Ministros,	 del	 Ministro	 de	 Justicia	 y	 del	 ministro	 del	 sector
correspondiente.
10.2.	 Los	 titulares	 del	 Poder	 Legislativo,	 Poder	 Judicial	 y	 de	 los
organismos	constitucionalmente	autónomos	proponen	una	 terna
que	será	evaluada	por	el	Consejo	de	Defensa	 Jurídica	del	Estado
de	acuerdo	al	reglamento,	luego	de	la	cual	se	eleva	la	propuesta	al
Presidente	 de	 la	 República	 para	 su	 designación.	 Son	 designados
mediante	 resolución	 suprema	 refrendada	 por	 el	 presidente	 del
Consejo	de	Ministros	y	por	el	Ministro	de	Justicia.
10.3.	 La	 designación	 y/o	 nombramiento	 de	 los	 procuradores
públicos	regionales	y	municipales	se	norma	por	su	respectiva	ley
orgánica.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 24.—Del	 acceso	 a	 la	 función	 los	 procuradores	 públicos	 que
asumen	la	defensa	jurídica	del	Estado	a	nivel	nacional.
24.1	 La	 designación	 y/o	 nombramiento	 de	 los	 procuradores	 públicos	 se
realizará	conforme	a	la	ley.
24.2	Para	efectos	de	 la	evaluación	de	 la	 terna	a	 la	que	se	refiere	el	 inciso
10.2	del	artículo	10	de	la	ley,	mediante	resolución	ministerial	se	aprobarán
los	criterios	que	serán	utilizados	para	la	misma.
D.	Leg.	1068.
ART.	 11.—De	 la	 propuesta	 de	 designación	 de	 procurador
público	 especializado	 supranacional.	 El	 procurador	 público
especializado	supranacional	es	designado	a	propuesta	del	Consejo
de	Defensa	Jurídica	del	Estado	mediante	resolución	suprema,	con
refrendo	del	Ministro	de	Justicia.
CAPÍTULO	III
De	los	procuradores	públicos	que	ejercen	la
defensa	jurídica	en	sede	nacional
SUBCAPÍTULO	I
De	los	procuradores	públicos	de	los
poderes	del	Estado	y	organismos
constitucionalmente	autónomos
D.	Leg.	1068.
ART.	12.—De	los	procuradores	públicos.
12.1.	 Los	 procuradores	 públicos	 del	 Poder	 Legislativo,	 Poder
Ejecutivo,	Poder	Judicial	y	de	los	organismos	constitucionalmente
autónomos	ejercen	la	defensa	jurídica	del	Estado	de	acuerdo	a	la
Constitución,	 al	 presente	 decreto	 legislativo	 y	 sus	 reglamentos.
Tienen	 sus	 oficinas	 en	 la	 capital	 de	 la	 República	 ejerciendo	 sus
funciones	y	atribuciones	en	el	ámbito	nacional.
12.2.	 Son	 requisitos	 para	 la	 designación	 de	 los	 procuradores
públicos	 del	 Poder	 Legislativo,	 Poder	 Ejecutivo,	 Poder	 Judicial	 y
de	los	organismos	constitucionalmente	autónomos:
1.	Ser	peruano.
2.	Tener	el	pleno	ejercicio	de	sus	derechos	civiles.
3.	Tener	título	de	abogado.
4.	Haber	ejercido	la	profesión	por	un	período	no	menor	de	cinco
(5)	años	consecutivos.
5.	Estar	colegiado	y	habilitado	para	el	ejercicio	profesional.
6.	Gozar	de	reconocida	solvencia	moral,	 idoneidad	profesional	y
trayectoria	en	defensa	judicial.
7.	 No	 haber	 sido	 condenado	 por	 delito	 doloso,	 ni	 destituido	 o
separado	 del	 servicio	 del	 Estado	 por	 resolución	 firme,	 ni	 ser
deudor	 alimentario	 o	 hallarse	 inhabilitado	 para	 el	 ejercicio	 de
funciones	públicas.
8.	 No	 tener	 litigio	 pendiente	 con	 el	 Estado,	 a	 la	 fecha	 de	 su
designación.
9.	 Especialidad	 jurídica	 en	 los	 temas	 relacionados	 al	 sector	que
defenderá.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 36.—Ámbito	 de	 acción.	 El	 procurador	 público	 ejerce	 la	 defensa
jurídica	 del	 Estado	 en	 el	 ámbito	 nacional,	 en	 sede	 jurisdiccional	 y	 no
jurisdiccional,	al	amparo	de	la	Constitución	y	las	leyes	con	el	fin	de	cautelar
los	intereses	del	Estado.
D.	Leg.	1068.
ART.	13.—De	los	procuradores	públicos	adjuntos.
13.1.	 Los	 procuradores	 públicos	 adjuntos	 están	 facultados	para
ejercer	la	defensa	jurídica	del	Estado	coadyuvando	la	defensa	que
ejerce	 el	 procurador	 público,	 contando	 con	 las	 mismas
atribuciones	y	prerrogativas	que	el	procurador	público.
13.2.	Se	podrá	designar	más	de	un	procurador	público	adjunto	en
la	medida	que	se	considere	necesario.
13.3	Son	requisitos	para	su	designación:
1.	Ser	peruano.
2.	Tener	el	pleno	ejercicio	de	sus	derechos	civiles.
3.	Tener	título	de	abogado.
4.	Haber	ejercido	 la	profesión	por	un	período	no	menor	de	 tres
(3)	años	consecutivos.
5.	Estar	colegiado	y	habilitado	para	el	ejercicio	profesional.
6.	Gozar	de	reconocida	solvencia	moral,	 idoneidad	profesional	y
trayectoria	en	defensa	judicial.
7.	 No	 haber	 sido	 condenado	 por	 delito	 doloso,	 ni	 destituido	 o
separado	 del	 Servicio	 del	 Estado	 por	 resolución	 firme,	 ni	 ser
deudor	 alimentario	 o	 hallarse	 inhabilitado	 para	 el	 ejercicio	 de
funciones	públicas.
8.	 No	 tener	 litigio	 pendiente	 con	 el	 Estado,	 a	 la	 fecha	 de	 su
designación.
9.	 Especialidad	 jurídica	 en	 los	 temas	 relacionados	 al	 sector	que
defenderá.
10.	Otros	establecidos	por	ley.
D.	Leg.	1068.
ART.	 14.—Del	 procurador	 público	 ad	 hoc	 y	 del	 procurador
público	ad	hoc	adjunto	y	sus	requisitos.
14.1.	Asumen	 la	 defensa	 jurídica	del	 Estado	 en	 los	 casos	que	 la
especialidad	 así	 lo	 requiera.	 Su	 designación	 es	 de	 carácter
temporal.
14.2.	Deben	contar	 con	 los	mismos	 requisitos	establecidos	para
los	 procuradores	 públicos	 y	 los	 procuradores	 públicos	 adjuntos,
según	sea	el	caso.
14.3.	 El	 Consejo	 de	 Defensa	 Jurídica	 del	 Estado	 propondrá	 al
Presidente	 de	 la	 República	 la	 designación	 de	 los	 procuradores
públicos	 ad	 hoc	 y	 de	 los	 procuradores	 públicos	 ad	 hoc	 adjuntos
del	Poder	Ejecutivo,	en	los	casos	que	así	la	necesidad	lo	requiera.
14.4.	El	titular	del	Poder	Legislativo,	del	Poder	Judicial	y	el	titular
de	 los	 organismos	 constitucionalmente	 autónomos	 podrán
solicitar	al	Consejo	de	Defensa	Jurídica	del	Estado	la	evaluación	de
sus	propuestas	para	la	designación	del	procurador	público	ad	hoc
y	del	procurador	público	ad	hoc	adjunto.
D.	Leg.	1068.
ART.	15.—De	los	procuradores	públicos	especializados.
15.1.	 El	 procurador	 público	 especializado	 ejerce	 la	 defensa
jurídica	 del	 Estado	 en	 los	 procesos	 o	 procedimientos	 que	 por
necesidad	y/o	gravedad	de	la	situación	así	lo	requiera.
15.2.	Los	procuradores	públicos	especializados	son:
a)	Procurador	público	especializado	en	delitos	de	tráfico	ilícito	de
drogas.
b)	Procurador	público	especializado	en	delitos	de	terrorismo.
c)	 Procurador	 público	 especializado	 en	 delitos	 de	 lavado	 de
activos	y	proceso	de	pérdida	de	dominio.
d)	Procurador	público	especializado	en	asuntos	de	orden	público.
e)	Procurador	público	especializado	en	delitos	de	corrupción.
f)	Los	que	mediante	resolución	suprema	se	designe.
15.3.	 Los	 procuradores	 públicos	 especializados	 actuarán	 de
conformidad	a	las	disposiciones	del	presente	decreto	legislativo	y
su	 reglamento,	 siendo	 designados	 por	 resolución	 suprema	 a
propuesta	 del	 Consejo	 de	 Defensa	 Jurídica	 del	 Estado,	 previa
evaluación,	 dependiendo	 administrativamente	 los	 señalados	 en
los	incisos	a),	b),	c)	y	d)	del	Ministerio	del	Interior	y	lo	señalado	en
el	inciso	e)	del	Ministerio	de	Justicia.
15.4.	Los	procuradores	públicos	especializados	deberán	cumplir
para	 su	 designación	 con	 los	 mismos	 requisitos	 que	 los
procuradores	públicos	del	Poder	Ejecutivo.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 40.—De	 los	 procuradores	 públicos	 especializados.	 Los
procuradores	públicos	especializados	ejercen	la	defensa	jurídica	del	Estado
en	 las	 investigaciones	 preliminares	 y/o	preparatorias,	 procesos	 judiciales,
procesos	 de	 pérdida	 de	 dominio,	 y	 demás	 procesos	 relacionados	 y/o
derivados	de	la	comisión	de	presuntos	delitos	que	vulneran	bienes	jurídicos
cuya	lesividad	afecta	directamente	los	intereses	del	Estado,	como	son	los	de
terrorismo,	 tráfico	 ilícito	 de	 drogas,	 lavados	 de	 activos,	 delitos	 contra	 el
orden	 público,	 delitos	 de	 corrupción	 contemplados	 en	 este	 reglamento	 y
otros	ilícitos	penales	que	reúnan	tales	características.
Incorporado.	 D.	 S.	 058-2010-PCM,	 Segunda	 Disposición
Complementaria.	 Asimismo,	 en	 el	 caso	 de	 los	 Procuradores	 Públicos
Especializados	designados	en	virtud	del	 inciso	 f)	del	artículo	15	de	 la	Ley,
ejercen	 la	 defensa	 jurídica	 del	 Estado	 en	 toda	 actuación	 procesal
relacionada	y/o	derivada	de	la	materia	para	la	cual	han	sido	designados.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 41.—De	 las	 facultades	 especiales.	 Además	 de	 las	 facultades
establecidas	 en	 la	 ley	 y	 en	 el	 presente	 reglamento,	 los	 procuradores
públicos	especializados	tienen	las	siguientes	atribuciones:
1.	Participar	en	las	investigaciones	preliminares	o	preparatorias	llevadas	a
cabo	 por	 el	 Ministerio	 Público	 o	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú,	 pudiendo
ofrecer,	pruebas	y	solicitar	la	realización	de	actos	de	investigación,	así	como
intervenir	 en	 las	 declaraciones	 de	 testigos	 y	 en	 las	 demás	 diligencias	 de
investigación,	sin	menoscabo	de	las	funciones	y	acciones	que	corresponden
al	Ministerio	Público.
2.	Interponer	recurso	de	queja	contra	la	resolución	del	fiscal	que	deniega	la
formalización	de	denuncia	penal	e	intervenir	en	el	procedimiento	derivado
de	 la	misma	ante	el	Fiscal	Superior.	Todas	 las	decisiones	que	se	dicten	en
este	procedimiento	le	serán	notificadas.
3.	 Interponer	 los	 remedios	 y	 recursos	 impugnatorios	 ordinarios	 y
extraordinarios	que	la	ley	faculta.
4.	 Solicitar	 se	 dicten	 toda	 clase	 de	 medidas	 cautelares	 o	 limitativas	 de
derechos	 e	 intervenir	 en	 los	 incidentes	 referidos	 a	 su	 modificación,
ampliación	o	levantamiento,	e	intervenir	en	los	incidentes	de	excarcelación
del	imputado.
Las	 dependencias	 públicas	 deberán	dar	 respuesta	 bajo	 responsabilidad	 a
los	 requerimientos	del	procurador	público	para	proporcionar	 información
y/o	documentación	necesarias	para	el	cumplimiento	de	sus	funciones.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	42.—Del	procurador	público	 especializado	en	delitos	de	 tráfico
ilícito	de	drogas.
42.1	El	procurador	público	especializado	en	los	delitos	de	tráfico	ilícito	de
drogas	participará	en	las	investigaciones	preliminares,	preparatorias	y	toda
clase	de	procesos	 relacionados	 a	 los	delitos	de	 tráfico	 ilícito	de	drogas	 en
todas	 las	 instancias.	 Deberá	 coordinar	 con	 las	 diferentes	 entidades	 del
Estado	 vinculadas	 funcionalmente	 a	 la	 lucha	 contra	 el	 tráfico	 ilícito	 de
drogas,	 en	 lo	 relacionado	 con	 los	 proyectos,	 actividades	 y	 diseño	 de	 las
políticas	sectoriales	necesarias	para	consolidar	dicha	lucha.
42.2.	 El	 procurador	 público	 especializado	 en	 delitos	 de	 tráfico	 ilícito	 de
drogas	 podrá	 contar	 con	 procuradores	 públicos	 adjuntos	 en	 cada	 distrito
judicial	que	por	la	carga	procesal	lo	requiera.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 43.—De	 los	 procuradores	 públicos	 especializados	 en
delitos	contra	el	orden	público.	El	procurador	público	especializado
en	 delitos	 contra	 el	 orden	 público	 participará	 en	 las
investigaciones	 preliminares,	 investigaciones	 preparatorias	 y
procesos	 derivados	 de	 la	 comisión	 de	 los	 ilícitos	 penales
contemplados	en	el	Capítulo	I	del	Título	XIV	y	en	el	Capítulo	II	del
Título	XII	del	Libro	II	del	Código	Penal.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 44.—Del	 procurador	 público	 especializado	 en	 delitos	 de
terrorismo.	El	procurador	público	 especializado	 en	 delitos	 de	 terrorismo
participará	 en	 las	 investigaciones	 preliminares,	 investigaciones
preparatorias	 y	 toda	 clase	 de	 procesos	 relacionados	 a	 los	 delitos	 de
terrorismo	en	todas	las	instancias.
Deberá	 coordinar	 con	 las	 diferentes	 entidades	 del	 Estado,	 vinculadas
funcionalmente	 a	 la	 lucha	 contra	 el	 terrorismo,	 en	 lo	 relacionado	 con	 los
proyectos,	actividades	y	diseño	de	 las	políticas	sectoriales	necesarias	para
consolidar	 la	misma,	a	 fin	de	ejercer	una	adecuada	defensa	 jurídica	de	 los
intereses	del	Estado.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	45.—Del	procurador	público	especializado	en	delito	de	lavado	de
activos	 y	 proceso	 de	 pérdida	 de	 dominio.	 El	 procurador	 público
especializado	 en	 delito	 de	 lavado	 de	 activos	 y	 proceso	 de	 pérdida	 de
dominio	que	tome	conocimiento	de	la	existencia	de	bienes	de	origen	ilícito,
deberá	informar	al	Ministerio	Público	para	los	efectos	de	la	aplicación	de	lo
dispuesto	en	la	Ley	N°	29212	-	Ley	del	proceso	de	pérdida	de	dominio.
El	procurador	público	especializado	podrá	pedir	al	 fiscal	que	demando	el
proceso	de	pérdida	de	dominio	que	solicite	al	juez	competente	las	medidas
cautelares	 sobre	 los	bienes	muebles	o	 inmuebles	objeto	del	proceso,	 tales
como	 secuestro	 y/o	 incautación,	 aseguramiento,	 así	 como	 la	 retención	 de
dinero	que	se	encuentre	en	el	sistema	financiero	y	en	el	mercado	de	valores.
Cuando	 fuere	 imposible	 la	 aprehensión	 física	 de	 títulos	 valores	 y	 valores
mobiliarios	de	cualquier	clase,	donde	conste	la	adquisición	de	créditos	o	de
otros	instrumentos	representativos	de	deuda	o	de	inversión,	se	solicitará	la
anotación	de	la	medida	respectiva	donde	corresponda.
El	procurador	público	especializado	en	delito	de	 lavado	de	activos	estará
obligado	a	proteger	 la	 identidad	de	 las	personas	que	brinden	 información
confidencial	que	permita	 formular	denuncia	 sobre	este	 ilícito,	para	 lo	 cual
les	asignará	una	clave	de	identificación,	quedando	obligado	el	procurador	a
guardar	absoluta	reserva	de	la	misma,	bajo	responsabilidad.
El	 procurador	 público	 especializado	 en	 delito	 de	 lavado	 de	 activos	 y
proceso	de	pérdida	de	dominio,	deberá	coordinar	con	 la	Superintendencia
de	 Banca,	 Seguros	 y	 Administradoras	 Privadas	 de	 Fondos	 de	 Pensiones	 a
través	 de	 su	 Unidad	 de	 Inteligencia	 Financiera	 del	 Perú	 (UIF-Perú),	 las
actividades	relacionadas	a	la	defensa	de	los	derechos	e	intereses	del	Estado
que	se	encuentren	relacionadas	con	la	comisión	de	los	ilícitos	penales	de	su
competencia,	 con	 la	 finalidad	de	promover	 las	acciones	 legales	de	manera
más	efectiva.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 46.—Del	 procurador	 público	 especializado	 en	 delitos	 de
corrupción.	El	procurador	público	 especializado	 en	 delitos	 de	 corrupción
interviene	 en	 las	 investigaciones	 preliminares,	 investigaciones
preparatorias	 y	 procesos	 judiciales	 por	 la	 comisión	 de	 los	 ilícitos	 penales
contemplados	en	las	secciones	II,	III	y	IV	del	Capítulo	II	del	Título	XVIII	del
Libro	 Segundo	 del	 Código	 Penal,	 como	 consecuencia	 de	 una	 denuncia	 de
parte,	 el	 conocimiento	 de	 una	 noticia	 criminal	 o	 por	 la	 intervención	 del
Ministerio	Público.
Cuando	 producto	 de	 una	 acción	 de	 control,	 se	 identifiquen	 indicios
razonables	de	la	comisión	de	los	delitos	señalados	en	el	párrafo	anterior	se
procederá	de	acuerdo	a	lo	dispuesto	en	la	Ley	N°	27785	-	Ley	Orgánica	del
Sistema	Nacional	de	Control	y	la	Contraloría	General	de	la	República.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 47.—De	 los	 procuradores	 públicos	 adjuntos	 especializados	 en
delitos	de	 corrupción.	El	 procurador	 público	 especializado	 en	 delitos	 de
corrupción,	 contará	 con	 procuradores	 públicos	 adjuntos	 quienes
desarrollan	sus	actividades	a	nivel	nacional.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	48.—De	la	ejecución	de	bienes	afectados	por	medidas	coercitivas.
El	 procurador	 público	 especializado	 en	 delitos	 de	 corrupción	 encargará	 a
uno	de	sus	procuradores	públicos	adjuntos,	 la	ejecución	de	 los	bienes	que
han	 sido	 materia	 de	 medidas	 coercitivas	 reales	 por	 parte	 de	 los	 órganos
jurisdiccionales.	 Dicho	 procurador	 público	 adjunto	 tendrá,	 además,	 la
obligación	 de	 realizar	 todos	 los	 actos	 que	 conduzcan	 a	 la	 ubicación	 y
recuperación	de	activos	a	favor	del	Estado.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	49.—De	las	denuncias	por	actos	de	corrupción.	Los	procuradores
públicos	 especializados	 en	 delitos	 de	 corrupción	 deberán	 atender,
prioritariamente,	 las	 denuncias	 de	 funcionarios	 o	 servidores	 públicos,
ciudadanos	 particulares	 y	 medios	 de	 comunicación,	 relacionadas	 a	 los
delitos	 contemplados	 en	 las	 secciones	 II,	 III	 y	 IV	del	 Capítulo	 II	 del	 Título
XVIII	 del	 Libro	 Segundo	 del	 Código	 Penal,	 evaluando	 su	 sustento	 y
fundamentación	 y	 canalizándolas	 ante	 el	 Ministerio	 Público,	 de
considerarlas	pertinentes.
En	 los	 casos	 de	 las	 denuncias	 de	 funcionarios	 o	 servidores	 públicos	 y
ciudadanos	particulares,	 el	procurador	público	especializado	en	delitos	de
corrupción	 esta	 obligado	 a	 proteger	 la	 identidad	 de	 los	 denunciantes
mediante	la	asignación	de	códigos	de	identificación	que	deberá	mantener	en
reserva	bajo	responsabilidad.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
Tercera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—De	 los	 procuradores
públicos	 anticorrupción	 descentralizados.	 Las	 procuradurías	 públicas
anticorrupción	 descentralizadas	 continuarán	 ejerciendo	 sus	 funciones,
pasando	 a	 formar	 parte	 de	 la	 Procuraduría	 Especializada	 en	 Delitos	 de
Corrupción,	 teniendo	 los	 procuradores	 públicos	 anticorrupción	 nivel	 de
procuradores	públicos	adjuntos.
SUBCAPÍTULO	II
De	los	procuradores	públicos	de	los
gobiernos	regionales	y	locales
D.	Leg.	1068.
ART.	16.—De	los	procuradores	públicos	regionales.
16.1.	Los	procuradores	públicos	regionales	ejercen	la	defensa
jurídica	de	los	intereses	del	Estado	en	los	asuntos	relacionados	al
respectivo	gobierno	regional,	de	acuerdo	a	la	Constitución,	al
presente	decreto	legislativo,	a	su	ley	orgánica	y	su	reglamento,
quienes	tienen	sus	oficinas	en	las	sedes	oficiales	de	los
departamentos	y	mantienen	niveles	de	coordinación	con	el	ente
rector.
16.2.	Son	requisitos	para	el	nombramiento	del	procurador
público	regional	los	siguientes:
1.	Ser	peruano.
2.	Tener	el	pleno	ejercicio	de	sus	derechos	civiles.
3.	Tener	título	de	abogado.
4.	Haber	ejercido	la	profesión	por	un	período	no	menor	de	cinco
(05)	años	consecutivos.
5.	Estar	colegiado	y	habilitado	para	el	ejercicio	profesional.
6.	Gozar	de	reconocida	solvencia	moral,	idoneidad	profesional	y
trayectoria	en	defensa	judicial.
7.	No	haber	sido	condenado	por	delito	doloso,	ni	destituido	o
separado	del	servicio	del	Estado	por	resolución	firme,	ni	ser
deudor	alimentario	o	hallarse	inhabilitado	para	el	ejercicio	de
funciones	públicas.
8.	No	tener	litigio	pendiente	con	el	Estado,	a	la	fecha	de	su
designación.
9.	Especialidad	jurídica	en	los	temas	relacionados	al	gobierno
regional.
NOTA:	Texto	del	artículo	(numeral	4)	según	Fe	de	Erratas	publicada	el	10	de	julio	del	2008.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 50.—Del	 procurador	 público	 regional.	 El	 procurador	 público
regional,	sin	perjuicio	de	lo	establecido	en	el	artículo	78	de	la	Ley	N°	27867,
Ley	Orgánica	de	Gobiernos	Regionales,	tiene,	en	lo	que	le	sea	aplicable,	 las
atribuciones	y	obligaciones	contenidas	en	la	ley	y	en	el	presente	reglamento.
El	 consejo	 podrá	 celebrar	 con	 los	 gobiernos	 regionales	 convenios	 de
cooperación	en	materia	de	apoyo,	capacitación,	supervisión	y	planeamiento
en	temas	relativos	a	la	defensa	jurídica	del	Estado.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Del	 nombramiento
de	 los	procuradores	públicos	regionales.	El	Gobierno	Regional	 que	 a	 la
fecha	 no	 haya	 nombrado	 al	 Procurador	 Público	 Regional	 y	 al	 Procurador
Público	Regional	 Adjunto,	 de	 conformidad	 con	 el	 artículo	 78	 de	 la	 Ley	N°
27867	-	Ley	Orgánica	de	Gobiernos	Regionales	y	su	modificatoria	por	la	Ley
N°	27902,	deberá	proceder	al	nombramiento,	previo	concurso	de	méritos.
Dicho	 concurso	deberá	 realizarse	 en	 coordinación	 con	el	 consejo,	para	 lo
cual	el	presidente	del	consejo	designará	a	su	representante,	quien	tendrá	a
su	 cargo	 la	 responsabilidad	 de	 orientar	 a	 los	 funcionarios	 del	 gobierno
regional	sobre	los	procedimientos	de	la	materia.
D.	Leg.	1068.
ART.	17.—De	los	procuradores	públicos	regionales	adjuntos
y	los	requisitos	para	su	nombramiento.
17.1.	El	procurador	público	regional	adjunto	está	facultado	para
ejercer	la	defensa	jurídica	del	Estado	en	asuntos	relacionados	con
el	respectivo	gobierno	regional	coadyuvando	la	defensa	que
ejerce	el	procurador	público	regional,	contando	con	las	mismas
atribuciones	y	prerrogativas	que	el	procurador	público.
17.2.	Son	requisitos	para	el	nombramiento	del	procurador
público	regional	adjunto	los	siguientes:
1.	Ser	peruano	de	nacimiento.
2.	Tener	el	pleno	ejercicio	de	sus	derechos	civiles.
3.	Tener	título	de	abogado.
4.	Haber	ejercido	la	profesión	por	un	período	no	menor	de	tres
(03)	años	consecutivos.
5.	Estar	colegiado	y	habilitado	para	el	ejercicio	profesional.
6.	Gozar	de	reconocida	solvencia	moral,	idoneidad	profesional	y
trayectoria	en	defensa	judicial.
7.	No	haber	sido	condenado	por	delito	doloso,	ni	destituido	o
separado	del	servicio	del	Estado	por	resolución	firme,	ni	ser
deudor	alimentario	o	hallarse	inhabilitado	para	el	ejercicio	de
funciones	públicas.
8.	No	tener	litigio	pendiente	con	el	Estado,	a	la	fecha	de	su
designación.
9.	Especialidad	jurídica	en	los	temas	relacionados	al	gobierno
regional.
NOTA:	Texto	del	artículo	(numeral	17.2,	4)	según	Fe	de	Erratas	publicada	el	10	de	julio	del	2008.
D.	Leg.	1068.
ART.	18.—Los	procuradores	públicos	municipales.
18.1.	 Los	 procuradores	 públicos	municipales	 ejercen	 la	 defensa
jurídica	 del	 Estado	 en	 los	 asuntos	 relacionados	 al	 respectivo
gobierno	 regional,	 de	 acuerdo	 a	 la	 Constitución,	 al	 presente
decreto	legislativo,	a	su	ley	orgánica	y	su	reglamento.	Tienen	sus
oficinas	 en	 las	 sedes	 oficiales	 de	 las	 municipalidades.	 Se
encuentran	vinculados	normativa	y	funcionalmente	al	Consejo	de
Defensa	 Jurídica	 del	 Estado	 y	 administrativamente	 a	 su
municipalidad.
18.2.	 Son	 requisitos	 para	 ser	 designado	 procurador	 público
municipal	los	siguientes:
1.	Ser	peruano	de	nacimiento.
2.	Tener	el	pleno	ejercicio	de	sus	derechos	civiles.
3.	Tener	 título	de	abogado	y	haber	ejercido	 la	profesión	por	un
período	no	menor	de	 cinco	 (5)	 años	 consecutivos	 tratándose	de
municipalidades	 provinciales	 y	 tres	 (3)	 años	 tratándose	 de
municipalidades	distritales.
4.	Estar	colegiado	y	habilitado	para	el	ejercicio	profesional.
5.	Gozar	de	reconocida	solvencia	moral,	 idoneidad	profesional	y
trayectoria	en	defensa	judicial.
6.	 No	 haber	 sido	 condenado	 por	 delito	 doloso,	 ni	 destituido	 o
separado	 del	 servicio	 del	 Estado	 por	 resolución	 firme,	 ni	 ser
deudor	 alimentario	 o	 hallarse	 inhabilitado	 para	 el	 ejercicio	 de
funciones	públicas.
7.	 No	 tener	 litigio	 pendiente	 con	 el	 Estado,	 a	 la	 fecha	 de	 su
designación.
8.	 Especialidad	 jurídica	 en	 los	 temas	 relacionados	 al	 gobierno
local.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 51.—Del	 procurador	 público	 municipal.	 El	 procurador	 público
municipal	tiene,	además	de	las	atribuciones	y	obligaciones	contenidas	en	la
ley	y	en	el	presente	reglamento,	las	que	se	contemplen	en	el	Reglamento	de
Organización,	 Funciones	 y	 Responsabilidades	 de	 la	 Procuraduría	 Pública
Municipal,	en	cumplimiento	de	lo	que	establece	el	artículo	29	de	la	Ley	N°
27972,	Ley	Orgánica	de	Municipalidades,	para	lo	cual	el	consejo	coordinará
y	colaborará	para	la	elaboración	de	dicho	reglamento.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 52.—De	 los	 mecanismos	 para	 resolver	 los	 conflictos	 o
controversias	 entre	 entidades	 del	 Estado.	 La	 secretaría	 técnica	 dará
cuenta	al	 consejo	de	 la	 solicitud	que	 formule	cualquier	entidad	del	Estado
para	la	solución	del	conflicto	o	controversia,	que	tuviese	con	otra.	El	consejo
promoverá	 la	 búsqueda	 de	 una	 solución	 armónica	 en	 los	 términos
apropiados	para	cada	caso.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	53.—De	la	ejecución	y	cumplimiento	de	las	decisiones	judiciales,
arbitrales	 y	 supranacionales.	 Las	 entidades	 del	 Estado	 asumirán	 con
recursos	propios	el	cumplimiento	de	las	sentencias.	Cuando	sean	dos	o	más
las	entidades	obligadas	al	pago,	este	se	realizara	de	manera	mancomunada	y
en	partes	iguales,	con	conocimiento	del	consejo.
Cuando	en	la	sentencia	no	se	individualice	a	la	Entidad	del	Estado	obligada
al	 cumplimiento	 de	 la	 obligación	 o	 del	 pago,	 será	 el	 consejo	 quien	 lo
determine,	mediante	el	respectivo	acuerdo.
MINJUS	PUEDE	COMPENSAR	LAS	OBLIGACIONES	DE	PAGO	DE	CARGO
DEL	ESTADO
D.	U.	052-2010.
ART.	1°.—Compensación.
1.1.	 Permítase	 la	 compensación	 de	 las	 obligaciones	 de	 pago	 de	 cargo	 del
Estado	 peruano	 que	 por	 concepto	 de	 indemnizaciones	 por	 daño	material,
daño	 inmaterial	 y/o	 costas	 y	 gastos	 dispone	 la	 Corte	 Interamericana	 de
Derechos	Humanos	 -	 CIDH	a	 favor	de	 víctimas	 y/o	beneficiarios	que,	 a	 su
vez,	adeuden	al	Estado	sumas	de	dinero	por	reparación	civil;	ya	sea	como
consecuencia	 de	 la	 emisión	 de	 una	 sentencia	 condenatoria	 por	 delito	 de
terrorismo	en	su	contra,	o	como	consecuencia	de	su	calidad	de	herederos	de
una	reparación	civil	impaga	a	favor	del	Estado.
1.2.	La	compensación	será	determinada	y	opuesta	extrajudicialmente	por	el
procurador	 público	 especializado	 en	 el	 cobro	 de	 la	 reparación	 civil
proveniente	 de	 sentencias	 condenatorias	 por	 los	 delitos	 de	 terrorismo
tipificados	en	el	Decreto	Ley	N°	25475	y	en	el	Título	XIV	del	Código	Penal
relacionados	 con	 dicho	 delito,	 dentro	 de	 un	 período	 de	 veinticuatro	 (24)
meses	 contados	a	partir	del	día	 siguiente	de	 la	publicación	de	 la	presente
norma.
1.3.	 Autorizase	 al	 procurador	 público	 especializado	 a	 realizar	 todos	 los
actos	 procesales	 que	 sean	 necesarios	 para	 la	 efectiva	 defensa	 de	 los
intereses	 del	 Estado	 peruano	 en	 los	 procesos	 judiciales	 que	 pudieran
generarse	como	consecuencia	del	desconocimiento	de	la	compensación	que
fuera	planteada	por	los	deudores	emplazados	con	la	compensación	señalada
en	el	numeral	1.2.
D.	U.	052-2010.
ART.	 2°.—Suspensión	 del	 artículo	 53	 del	 Reglamento	 del	 Decreto
Legislativo	N°	1068	y	el	procedimiento	previsto	por	la	Ley	N°	28476	-
Ley	 del	 Fondo	 Especial	 de	 Administración	 del	 Dinero	 Obtenido
ilícitamente	 en	 Perjuicio	 del	 Estado	 -	 Fedadoi.	 sólo	 para	 efectos	 de	 la
presente	norma:
2.1.	 Suspéndase	 el	 artículo	 53	 del	 Reglamento	 del	Decreto	 Legislativo	N°
1068,	 decreto	 legislativo	 del	 Sistema	 de	 Defensa	 Jurídica	 del	 Estado,
aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	017-2008-JUS	a	fin	que	el	Ministerio	de
Justicia	sea	la	entidad	del	Estado	que	actúe	como	acreedor	y	deudor	en	los
casos	señalados	en	el	numeral	1.1	del	artículo	1°	de	la	presente	norma.
2.2.	Suspéndase	la	aplicación	del	inciso	a)	del	artículo	8°	de	la	Ley	N°	28476
-	 Ley	 del	 Fondo	 Especial	 de	 Administración	 del	 Dinero	 Obtenido
Ilícitamente	en	Perjuicio	del	Estado	-	Fedadoi.
D.	U.	052-2010.
ART.	3°.—De	la	reparación	civil.
3.1.	 Constituye	 acreedor	 de	 las	 reparaciones	 civiles	 provenientes	 de	 las
sentencias	 condenatorias	 por	 los	 delitos	 de	 terrorismo	 el	 Ministerio	 de
Justicia,	 en	 representación	 del	 Estado.	 Los	 recursos	 financieros	 obtenidos
del	pago	de	 la	 reparación	civil	 se	depositan	en	 la	cuenta	que	determine	el
Ministerio	 de	 Economía	 y	 Finanzas,	 a	 través	 de	 la	 Dirección	 Nacional	 del
Tesoro	 Público.	 Los	 recursos	 que	 se	 depositen	 en	 la	 citada	 cuenta	 se
destinan,	única	y	exclusivamente,	al	pago	de	las	reparaciones	a	la	víctima	o
los	 herederos	 de	 la	 víctima,	 en	 caso	 de	 haber	 fallecido	 ésta	 o	 haberse
declarado	 su	 muerte	 presunta,	 de	 actos	 violatorios	 de	 los	 derechos
humanos.
3.2.	Luego	de	determinar	la	compensación,	de	existir	un	saldo	a	favor	de	las
víctimas	y/o	beneficiarios	a	que	se	refiere	el	numeral	1.1	del	artículo	1°	de
la	 presente	 norma,	 el	 abono	 de	 dicho	 saldo	 es	 atendido	 por	 el	 pliego
Ministerio	de	Justicia,	con	cargo	a	su	presupuesto	institucional,	que	incluirá
los	recursos	de	la	cuenta	establecida	en	el	numeral	3.1	del	presente	artículo.
Para	 tal	 efecto,	 la	 incorporación	 de	 tales	 recursos	 se	 efectúa	 mediante
decreto	supremo,	previo	requerimiento	del	citado	ministerio.
3.3	 Los	 recursos	 depositados	 en	 la	 cuenta	 señalada	 en	 el	 numeral	 3.1
precedente,	no	se	consideran	para	efecto	de	lo	establecido	en	el	artículo	7°
numeral	7.1	inciso	a)	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	N°	27245,	Ley	de
Responsabilidad	y	Transparencia	Fiscal,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°
066-2009-EF.
D.	Leg.	1068.
ART.	19.—De	 los	convenios	de	cooperación	de	asistencia	en
defensa	jurídica.	Las	municipalidades	podrán	celebrar	convenios
de	cooperación	de	asistencia	de	defensa	jurídica,	en	cumplimiento
a	 las	 disposiciones	 que	 dicte	 el	 Consejo	 de	 Defensa	 Jurídica	 del
Estado	sobre	el	particular.
CAPÍTULO	IV
De	los	procuradores	públicos	que	ejercen	la
defensa	jurídica	del	Estado	en	sede	internacional
D.	Leg.	1068.
ART.	 20.—Del	 procurador	 público	 que	 asume	 la	 defensa	 en
sede	supranacional.
20.1.	 El	 procurador	 público	 supranacional	 ejerce	 la	 defensa
jurídica	 del	 Estado	 en	 instancias	 supranacionales.	 Tienen	 su
domicilio	en	la	capital	de	la	República,	pudiendo	también	señalar
domicilio	en	la	sede	de	la	corte	supranacional.
20.2.	 El	 procurador	 público	 supranacional	 adquiere	 la
denominación	 de	 agente	 del	 Estado	 Peruano	 ante	 la	 corte
supranacional	en	cumplimiento	de	lo	que	dispone	su	reglamento.
Este	 procurador	 público	 puede	 proponer	 la	 designación	 del
agente	alterno	que	lo	asistirá	en	la	defensa	jurídica	del	Estado	en
la	corte	supranacional.
20.3.	El	procurador	público	de	 la	entidad	que	haya	originado	el
precedente	 que	 dio	 origen	 al	 proceso	 en	 la	 corte	 supranacional
coadyuvará	y	coordinará	con	el	procurador	público	supranacional
sobre	la	defensa	jurídica	del	Estado.
20.4.	 El	 procurador	 público	 supranacional	 depende
administrativamente	del	Ministerio	de	Justicia.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	26.—Ámbito	de	acción.	El	Procurador	Público	Supranacional	ejerce
la	 defensa	 jurídica	 del	 Estado	 en	 instancias	 supranacionales,	 sean	 o	 no
jurisdiccionales,	 establecidas	 al	 amparo	 de	 los	 tratados	 internacionales
suscritos	 por	 el	 Perú,	 con	 el	 fin	 de	 resguardar	 los	 intereses	 del	 Estado
dentro	 del	 ámbito	 de	 sus	 obligaciones	 internacionales.	 Adquiere	 la
denominación	de	agente	del	Estado	Peruano	cuando	es	acreditado	ante	 la
Corte	Supranacional.
El	Procurador	Público	Supranacional	depende	funcionalmente	del	consejo
y	administrativamente	del	Sector	Justicia.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 27.—Modificado.	 D.	 S.	 012-2011-JUS,	 Art.	 1°.	 Acreditación	 de
agentes	 en	 la	 Corte	 Supranacional.	 El	 Consejo	 de	 Defensa	 Jurídica	 del
Estado	 propondrá	 al	 Ministro	 de	 Justicia	 y	 Derechos	 Humanos	 la
acreditación	de	agentes	del	Estado	ante	la	Corte	Supranacional,	en	los	casos
en	que	la	especialidad	y/o	el	 interés	nacional	así	 lo	requiera.	Dicho	agente
reportará	periódicamente	al	 referido	consejo,	acerca	de	 todas	 las	acciones
adoptadas	en	el	cumplimiento	de	sus	funciones.
El	 Ministerio	 de	 Relaciones	 Exteriores	 acreditará	 al	 procurador	 público
supranacional	y	a	los	agentes	que	se	designen	ante	la	Corte	Supranacional,
conforme	a	su	competencia.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 28.—Del	 procedimiento	 en	 la	 atención	 de	 las	 denuncias	 o
demandas	 presentadas	 contra	 el	 Estado	 en	 materia	 de	 derechos
humanos.	La	atención	de	denuncias	o	demandas	 internacionales	contra	el
Estado	en	materia	de	derechos	humanos	seguirá	el	siguiente	trámite:
1.	 El	Ministerio	 de	 Relaciones	 Exteriores,	 por	 intermedio	 de	 la	 Dirección
General	 de	 Derechos	 Humanos,	 informará	 y	 remitirá	 al	 consejo	 toda
denuncia	 o	 demanda	 que	 se	 formule	 contra	 el	 Estado	 peruano	 ante	 los
diferentes	 órganos	 o	 mecanismos	 de	 protección	 de	 derechos	 humanos.
Asimismo,	el	consejo	remitirá	copia	de	la	denuncia	o	demanda	a	la	entidad
que	haya	generado	el	precedente,	con	el	respectivo	informe,	a	fin	que	tome
conocimiento	de	los	hechos	y,	de	ser	el	caso,	adopte	las	medidas	pertinentes
de	acuerdo	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	70	inciso	70.3	de	la	Ley	N°	28411	-
Ley	General	del	Sistema	Nacional	de	Presupuesto.
2.	El	consejo	remitirá	al	Procurador	Público	Supranacional	la	denuncia	o	la
demanda	y	sus	anexos,	enviados	por	la	comisión	o	por	la	corte,	según	sea	el
caso,	 así	 como	 toda	 la	 documentación	posterior	 que	 se	 genere	 en	 el	 caso,
informando	asimismo	a	la	Alta	Dirección	del	Ministerio	de	Justicia.
3.	En	el	caso	de	denuncias	ante	organismos	no	jurisdiccionales,	el	consejo
remitirá	 al	 Procurador	 Público	 Supranacional	 la	 documentación
recepcionada,	dentro	del	término	de	cinco	(5)	días	calendario,	tratándose	de
procedimientos	 especiales	 urgentes	 (medidas	 cautelares,	 medidas
provisionales,	llamados	urgentes	u	otros),	la	remisión	se	efectuará	hasta	un
máximo	 de	 tres	 (3)	 días	 de	 recibida	 la	 denuncia	 y	 por	 el	 medio	 mas
adecuado.
4.	Toda	documentación	desde	y	hacia	 los	diversos	órganos	y	mecanismos
internacionales	de	protección	de	derechos	humanos	 se	 remitirá	por	 la	vía
oficial	a	través	de	la	Dirección	General	de	Derechos	Humanos	del	Ministerio
de	Relaciones	Exteriores.
5.	La	sede	de	la	embajada	del	Perú	en	San	José	de	Costa	Rica	será	señalada
como	 domicilio	 procesal	 en	 los	 procesos	 seguidos	 ante	 la	 Corte
Interamericana	 de	 Derechos	 Humanos,	 por	 lo	 que	 toda	 documentación
desde	y	hacia	dicha	corte	deberá	realizarse	a	través	de	ella.
6.	El	Ministerio	de	Relaciones	Exteriores,	a	solicitud	del	Procurador	Público
Supranacional,	 acreditará	 la	 participación	 del	 Estado	 Peruano	 en	 las
audiencias	 y	 reuniones	 de	 trabajo	 convocadas	 por	 los	 diversos	 órganos
internacionales	de	protección	de	derechos	humanos.
7.	El	Secretario	Técnico	del	consejo	conservará	la	documentación	generada
en	los	procesos	internacionales	seguidos	contra	el	Perú.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	29.—Solución	 amistosa.	 La	 suscripción	 de	 un	 acuerdo	 de	 solución
amistosa	 será	 autorizada	 por	 el	 consejo	 y	 formalizada	 con	 resolución
suprema	 refrendada	 por	 el	 Ministro	 de	 Justicia	 y	 de	 otros	 sectores
involucrados,	de	ser	el	caso.
Cuando	el	caso	comprenda	a	otras	entidades	del	Estado	distintas	al	Poder
Ejecutivo,	se	deberá	contar	con	la	opinión	favorable	del	titular	de	la	entidad.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 30.—Asesoría	 especializada	 en	 casos	 de	 derechos	 humanos.	 La
asesoría	 especializada	 en	 casos	 de	 derechos	 humanos	 tiene	 como	 función
principal	coadyuvar	a	la	actuación	coherente	y	eficaz	del	Estado	frente	a	las
instancias	 supranacionales	 de	 derechos	 humanos,	 así	 como	 proponer	 al
consejo	los	lineamientos	generales	de	la	política	de	defensa	de	los	intereses
del	Estado	en	los	procesos	en	que	sea	emplazado.
También	podrá,	 a	pedido	de	 la	Alta	Dirección	del	Ministerio	de	 Justicia	o
del	 consejo,	 emitir	 opinión	 respecto	 a	 los	 casos	 sobre	 derechos	 humanos
que	 no	 se	 encuentren	 en	 el	 ámbito	 supranacional	 pero	 que	 puedan	 tener
repercusión	en	el	mismo.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 31.—Conformación	 de	 la	 asesoría	 especializada	 en	 casos	 de
derechos	humanos.
La	 asesoría	 especializada	 en	 casos	 de	 derechos	 humanos	 estará
conformada	por	los	siguientes	integrantes:
1.	 El	 jefe	 del	 Gabinete	 de	 Asesores	 del	 Ministerio	 de	 Justicia,	 quien	 la
presidirá;
2.	El	Director	General	de	Derechos	Humanos	del	Ministerio	de	Relaciones
Exteriores.
3.	 El	 Secretario	 Ejecutivo	 del	 Consejo	 de	Derechos	Humanos.	 La	 asesoría
especializada	podrá	invitar	a	participar	en	sus	sesiones	a	los	funcionarios	o
expertos	que	considere	pertinente,	para	el	mejor	desempeño	de	sus	labores.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	32.—Funciones	de	la	asesoría	especializada	en	casos	de	derechos
humanos.	La	asesoría	especializada	tendrá	las	siguientes	funciones:
1.	 Colaborar	 con	 el	 trabajo	 de	 los	 Procuradores	 Supranacionales,
brindándoles	asesoría	respecto	de	las	prácticas	y	criterios	de	la	Comisión	y
la	 Corte,	 así	 como	 cualquier	 otra	 duda	 relacionada	 con	 la	 conducción	 del
caso:
2.	 Emitir	 opinión	 respecto	 de	 la	 propuesta	 de	 estrategia	 de	 defensa	 del
Estado.
3.	 Desarrollar	 las	 acciones	 necesarias	 para	 el	 cumplimiento	 de	 sus
objetivos.
D.	Leg.	1068.
ART.	 21.—Defensa	 en	 sedes	 jurisdiccionales	 extranjeras.	 La
defensa	 del	 Estado	 en	 sedes	 jurisdiccionales	 extranjeras	 se
encuentra	 a	 cargo	 de	 procuradores	 públicos	 ad	 hoc	 designados
mediante	 resolución	 suprema	 refrendada	 por	 el	 Ministro	 de
Justicia.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	33.—De	 la	defensa	en	 sede	 jurisdiccional	 extranjera.	La	 defensa
del	 Estado	 que	 se	 ejerce	 en	 sede	 jurisdiccional	 extranjera,	 se	 encuentra	 a
cargo	del	procurador	público	Ad	Hoc	designado	para	el	caso	en	particular,
pudiendo	 delegar	 el	 ejercicio	 de	 la	 defensa	 en	 los	 abogados	 extranjeros
contratados	para	tal	fin,	en	cuyo	caso	coadyuvara	a	la	misma.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	34.—De	los	 informes.	Los	procuradores	públicos	 a	 los	que	 se	hace
referencia	 en	 el	 artículo	 precedente,	 deberán	 informar	 mensualmente	 al
consejo	sobre	el	estado	y	actividades	desarrolladas	en	el	proceso.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	35.—De	la	contratación	de	los	abogados	extranjeros.	El	Ministerio
de	 Relaciones	 Exteriores	 debe	 proponer	 oportunamente	 al	 titular	 de	 la
entidad	que	ha	originado	el	precedente,	una	terna	de	abogados	extranjeros
que	reúnan	el	perfil	para	ejercer	la	defensa	del	Estado.
La	 entidad	 evaluará	 la	 tema	 y	 seleccionará	 al	 abogado	 o	 abogados
extranjeros	 que	 asumirán	 la	 defensa	 del	 Estado	 en	 la	 sede	 jurisdiccional
extranjera,	así	como	también	asumirá	el	pago	de	los	honorarios	con	cargo	a
su	presupuesto,	formalizando	la	contratación	mediante	resolución	suprema.
CAPÍTULO	V
De	las	funciones	y	atribuciones
D.	Leg.	1068.
ART.	22.—De	las	funciones	de	los	procuradores	públicos.
22.1.	Los	procuradores	públicos	tienen	como	función	representar
y	defender	jurídicamente	al	Estado	en	los	temas	que	conciernen	a
la	entidad	de	la	cual	dependen	administrativamente	o	en	aquellos
procesos	 que	 por	 su	 especialidad	 asuman	 y	 los	 que	 de	 manera
específica	les	asigne	el	presidente	del	Consejo	de	Defensa	Jurídica
del	Estado.
22.2.	 La	 defensa	 jurídica	 del	 Estado	 comprende	 todas	 las
actuaciones	 que	 la	 ley	 en	 materia	 procesal,	 arbitral	 y	 las	 de
carácter	sustantivo	permiten,	quedando	autorizados	a	demandar,
denunciar	y	a	participar	de	cualquier	diligencia	por	el	sólo	hecho
de	 su	 designación,	 informando	 al	 titular	 de	 la	 entidad	 sobre	 su
actuación.
22.3.	Entiéndase	por	conferidas	 todas	 las	 facultades	generales	y
especiales	de	representación	establecidas	en	los	artículos	74	y	75
del	 Código	 Procesal	 Civil,	 con	 las	 limitaciones	 que	 esta	 ley
establece.	 La	 excepción	 al	 presente	 dispositivo	 es	 la	 facultad	 de
allanarse	a	las	demandas	interpuestas	en	contra	del	Estado.
22.4.	 En	 aquellas	 controversias	 que	 se	 instauren	 en	 las	 cortes
internas	 jurisdiccionales	 extranjeras,	 coadyuvan	 a	 los	 abogados
contratados	 en	 la	 defensa	 jurídica	 del	 Estado,	 sirviendo	de	 nexo
entre	estos	últimos	y	el	Consejo	de	Defensa	Jurídica	del	Estado,	a
quien	 informarán	 del	 caso	 periódicamente	 y	 actuarán	 según	 el
reglamento.
22.5.	Es	función	de	los	procuradores	públicos	informar	al	Consejo
de	 Defensa	 Jurídica	 del	 Estado,	 cuando	 éste	 lo	 requiera,	 sobre
todos	los	asuntos	a	su	cargo.
22.6.	 Los	 procuradores	 públicos	 deberán	 coordinar	 con	 los
titulares	 de	 cada	 entidad	 el	 cumplimiento	 y	 ejecución	 de	 las
sentencias	 contrarias	 a	 los	 intereses	 del	 Estado,	 debiendo
elaborar	 anualmente	 un	 plan	 de	 cumplimiento	 que	 deberá	 ser
aprobado	por	el	titular	de	la	entidad,	quien	asumirá	con	recursos
presupuestados	de	 la	entidad	correspondiente	 la	ejecución	de	 lo
dispuesto	 en	 las	 resoluciones	 jurisdiccionales	 nacionales,
extranjeras	o	de	la	corte	supranacional.
22.7.	 El	 ejercicio	 de	 las	 funciones	 de	 procurador	 público	 es	 a
dedicación	exclusiva,	con	excepción	de	la	labor	docente.
22.8.	Podrá	delegar	representación	a	favor	de	los	abogados.
22.9.	El	reglamento	podrá	establecer	otras	funciones	específicas.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	22.—Modificado.	D.	S.	012-2010-JUS,	Art.	1°.	De	los	procuradores
públicos.	 El	 procurador	 público	 ejerce	 la	 representación	 y	 la	 defensa
jurídica	de	los	intereses	del	Estado	Peruano,	conforme	a	la	ley	y	el	presente
reglamento.
Ejerce	su	cargo	a	tiempo	completo	y	a	dedicación	exclusiva,	con	excepción
del	 desempeño	 de	 la	 docencia,	 la	 cual	 se	 realizará	 fuera	 de	 las	 horas	 de
trabajo.
Quedan	 exceptuados	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 párrafo	 precedente	 el
procurador	 público	 ad	 hoc,	 el	 procurador	 público	 ad	 hoc	 adjunto	 y	 el
procurador	público	especializado,	a	que	se	refiere	el	literal	f)	del	artículo	15
de	 la	 ley,	siempre	y	cuando	el	ejercicio	de	su	profesión	o	 las	actividades	o
funciones	que	desempeñen	las	realicen	en	entidades	públicas,	y	las	mismas
no	sean	incompatibles	con	las	funciones	que	asumen	y	con	las	materias	y/o
contenidos	de	los	procesos	en	los	que	ejerzan	la	defensa	jurídica	del	Estado.
D.	Leg.	1068.
ART.	23.—De	las	atribuciones	de	 los	procuradores	públicos.
Son	 atribuciones	 y	 facultades	 generales	 de	 los	 procuradores
públicos	las	siguientes:
1.	Los	procuradores	públicos	pueden	requerir	a	toda	institución
pública	la	información	y/o	documentos	necesarios	para	la	defensa
del	Estado.
2.	 Los	 procuradores	 públicos	 podrán	 conciliar,	 transigir	 o
desistirse	 de	 demandas,	 conforme	 a	 los	 requisitos	 y
procedimientos	dispuestos	por	el	reglamento.	Para	dichos	efectos
será	 necesario	 la	 expedición	 de	 la	 resolución	 autoritativa	 del
titular	de	 la	 entidad,	para	 lo	 cual	del	procurador	público	deberá
emitir	un	informe	precisando	los	motivos	de	la	solicitud.
3.	Formular	consultas	al	Consejo	de	Defensa	 Jurídica	del	Estado
sobre	 los	 temas	 que	 conciernen	 a	 la	 defensa	 jurídica	 de	 los
intereses	del	Estado.
4.	Otras	que	establezca	el	reglamento.
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ART.	 37.—De	 las	 atribuciones	 y	 obligaciones	 de	 los	 procuradores
públicos.	 El	 procurador	 público	 tiene	 las	 siguientes	 atribuciones	 y
obligaciones:
1.	 Representar	 al	 Estado	 y	 defender	 los	 intereses	 de	 la	 entidad	 a	 la	 que
representa	 ante	 los	 órganos	 jurisdiccionales	 y	 administrativos,	 así	 como
ante	 el	 Ministerio	 Público,	 Policía	 Nacional,	 Tribunal	 Arbitral,	 centro	 de
conciliación	y	otros	de	similar	naturaleza	en	los	que	el	Estado	es	parte.
2.	Impulsar	acciones	destinadas	a	la	consecución	de	la	reparación	civil	y	su
ejecución.	Asimismo,	participar	en	los	procesos	de	colaboración	eficaz.
3.	 Ofrecer	 medios	 probatorios	 y	 solicitar	 a	 la	 autoridad	 competente	 la
realización	 de	 actos	 de	 investigación,	 sin	 menoscabo	 de	 las	 funciones	 y
acciones	que	 corresponden	al	Ministerio	Público	 como	 titular	de	 la	 acción
penal.
4.	 Requerir	 a	 toda	 institución	 pública	 la	 información,	 documentos,
antecedentes	e	informes	necesarios	y	colaboración	para	la	defensa	jurídica
del	 Estado,	 fundamentando	 su	 pedido	 en	 cada	 caso.	 El	 requerimiento	 de
copias	certificadas	o	 literales	de	documentos	que	sean	necesarios	para	ser
presentados	en	procesos	judiciales	en	los	que	el	Estado	es	parte,	no	genera
pago	 de	 tasas,	 derechos	 administrativos	 o	 cualquier	 otro	 concepto	 que
implique	 pago	 alguno	 entre	 entidades	 de	 la	 administración	 pública,
conforme	al	principio	de	colaboración	previsto	por	la	Ley	N°	27444	-	Ley	del
Procedimiento	Administrativo	General.
5.	Delegar	facultades	a	los	abogados	que	laboren	o	presten	servicios	en	las
procuradurías	 públicas,	 a	 través	 de	 escrito	 simple.	 Tratándose	 de	 los
procuradores	públicos	del	Poder	Ejecutivo,	el	presidente	podrá	autorizarlos
para	 delegar	 su	 representación	 en	 favor	 de	 los	 abogados	 que	 laboran	 en
cualquier	 entidad	 del	 Poder	 Ejecutivo	 a	 nivel	 nacional,	 mediante	 escrito
simple.
6.	 Prestar	 declaración	 preventiva,	 pudiendo	 delegar	 excepcionalmente
dicha	 función	 en	 los	 abogados	 que	 laboren	 o	 presten	 servicio	 a	 las
procuradurías	públicas.
7.	Defender	 los	asuntos	del	Estado	ante	cualquier	 tribunal,	sala	o	 juzgado
de	 los	 diferentes	 distritos	 judiciales	 de	 la	 República,	 para	 lo	 cual	 bastará
encontrarse	registrado	en	cualquier	colegio	de	abogados	a	nivel	nacional.
8.	 Señalar,	 además,	 dirección	 electrónica	 en	 los	 procesos	 en	 los	 que
participe.
Cuando	 el	 Estado	 sea	 emplazado,	 los	 procuradores	 públicos	 deberán
considerar	lo	dispuesto	en	el	artículo	27	del	Código	Procesal	Civil,	a	efectos
de	utilizar,	de	ser	el	caso,	los	mecanismos	procesales	que	la	ley	contempla.
Cuando	 el	 Estado	 sea	 emplazado,	 los	 procuradores	 públicos	 deberán	 ser
notificados	bajo	cargo	en	el	domicilio	oficial	que	será	publicado	una	vez	al
año	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”,	dentro	del	horario	establecido	para	las
actividades	de	las	entidades	públicas.	Cualquier	cambio	de	domicilio	deberá
publicarse	 de	 la	 misma	 forma.	 Adicionalmente	 el	 Ministerio	 de	 Justicia
deberá	mostrar	esta	información	en	su	página	web.
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ART.	 38.—Modificado.	 Ley	 30137,	 Segunda	 Disposición
Complementaria	Modificatoria.	De	la	atribución	de	conciliar,	transigir
o	desistirse	de	las	demandas.	Los	procuradores	públicos	pueden	conciliar,
transigir	o	desistirse	de	las	acciones	judiciales	en	los	siguientes	supuestos	y
previo	cumplimiento	de	los	requisitos	señalados	en	el	presente	artículo:
1.	 Cuando	 se	 discuta	 el	 cumplimiento	 de	 una	 obligación	 de	 dar	 suma	 de
dinero	que	no	sea	pago	indebido,	se	autoriza	a	los	procuradores	a	transigir
o	 conciliar	 las	 pretensiones	 controvertidas,	 siempre	 que	 la	 cuantía	 en
moneda	 nacional,	 o	 su	 equivalente	 en	 moneda	 extranjera,	 no	 exceda	 las
cinco	unidades	impositivas	tributarias,	monto	que	no	incluye	los	intereses.
2.	En	los	casos	que	se	discutan	obligación	de	dar	suma	de	dinero	que	no	sea
pago	indebido,	se	autoriza	a	los	procuradores	públicos	a	transigir	o	conciliar
las	 pretensiones	 controvertidas,	 siempre	 que	 la	 cuantía	 en	 moneda
nacional,	o	su	equivalente	en	moneda	extranjera,	no	exceda	de	veinticinco
unidades	 impositivas	 tributarias,	 incluidos	 los	 intereses.	 Previamente	 se
debe	 solicitar	 la	 expedición	 de	 la	 resolución	 autoritativa	 de	 la	 Secretaría
General	de	la	entidad	o	quien	haga	sus	veces.
3.	 Cuando	 se	 discuta	 el	 cumplimiento	 de	 una	 obligación	 de	 dar	 suma	 de
dinero	que	no	sea	pago	indebido	de	sumas	mayores	a	veinticinco	unidades
impositivas	tributarias,	se	autoriza	a	los	procuradores	públicos	a	transigir	o
conciliar	las	pretensiones	controvertidas,	previa	resolución	autoritativa	del
Titular	de	la	entidad.
4.	Cuando	el	Estado	sea	demandante	y	se	discuta	el	cumplimiento	de	una
obligación	de	dar	suma	de	dinero	que	no	sea	pago	indebido,	se	autoriza	a	los
procuradores	 públicos	 a	 desistirse	 de	 las	 pretensiones	 controvertidas	 y/o
del	proceso,	siempre	que	la	cuantía	en	moneda	nacional,	o	su	equivalente	en
moneda	 extranjera,	 no	 exceda	 de	 cinco	 unidades	 impositivas	 tributarias,
incluidos	intereses.
5.	Cuando	el	Estado	sea	demandante	y	se	discuta	el	cumplimiento	de	una
obligación	 de	 dar	 suma	 de	 dinero	 que	 no	 sea	 pago	 indebido	 puede
desistirse,	 previa	 expedición	 de	 resolución	 autoritativa	 del	 Titular	 de	 la
entidad	 respectiva,	 en	 moneda	 nacional,	 o	 su	 equivalente	 en	 moneda
extranjera,	 siempre	 que	 no	 exceda	 de	 veinticinco	 unidades	 impositivas
tributarias,	incluidos	intereses.
6.	Cuando	en	la	transacción	o	conciliación	el	Estado	asuma	la	obligación	de
dar	suma	de	dinero,	esta	es	atendida	con	cargo	al	presupuesto	institucional
de	 cada	 entidad,	 de	 conformidad	 con	 el	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley
28411,	 Ley	 General	 del	 Sistema	 Nacional	 de	 Presupuesto,	 aprobado
mediante	el	Decreto	Supremo	304-2012-EF.
7.	 Los	 procuradores	 públicos	 deben	 informar	 al	 Consejo	 de	 Defensa
Jurídica	del	Estado	sobre	 los	procesos	concluidos	conforme	a	 lo	dispuesto
por	el	presente	artículo,	indicando	los	montos	pecuniarios.
8.	 Cuando	 el	 Estado	 actúa	 como	 demandado	 en	 procesos	 contencioso-
administrativos,	constitucionales	y	otros	cuya	naturaleza	no	sea	pecuniaria,
puede	 conciliar	 o	 transigir,	 en	 los	 términos	 en	 los	 cuales	 han	 sido
autorizados	 mediante	 las	 resoluciones	 expedidas	 por	 los	 titulares	 de	 las
entidades	respectivas.
El	Titular	de	 la	entidad,	o	 la	persona	a	quien	delegue	de	 forma	expresa	y
por	 resolución	 del	 Titular	 de	 la	 entidad,	 cuenta	 con	 facultades	 suficientes
para	participar	 en	procedimientos	de	 conciliación	extrajudicial	 y	 suscribir
los	respectivos	acuerdos,	dentro	de	los	límites	establecidos	por	el	presente
artículo.	 Se	 puede	 delegar	 esta	 facultad	 en	 el	 procurador	 público	 de	 la
entidad.
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ART.	 38-A.—Incorporado.	 D.	 S.	 001-2014-JUS,	 Primera	 Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Acuerdo	 para	 el	 cumplimiento	 de	 las
sentencias	 consentidas	 y	 ejecutoriadas.	 Una	 vez	 consentida	 o
ejecutoriada	 la	 sentencia	 el	 procurador	público	podrá	 llegar	 a	un	 acuerdo
con	 el	 acreedor	 o	 beneficiario	 para	 condonar	 la	 obligación	 que	 ésta
contiene,	 novarla,	 prorrogar	 el	 plazo	 para	 su	 cumplimiento,	 convenir	 una
dación	en	pago,	reputar	el	pago	a	capital	y	dar	por	cancelada	la	deuda	y,	en
general,	celebrar	cualquier	acto	 jurídico	destinado	a	regular	o	modificar	el
cumplimiento	de	la	sentencia.
Para	celebrar	dicho	acuerdo	se	deberá	contar	previamente	con	un	informe
del	procurador	público	en	el	que	se	concluya	que	los	términos	del	acuerdo
son	 más	 beneficiosos	 para	 el	 Estado	 que	 el	 establecido	 en	 la	 sentencia
consentida	o	ejecutoriada.
Para	la	suscripción	del	mismo	se	deberá	contar	con	resolución	autoritativa
de	la	Secretaría	General	de	la	entidad,	o	el	que	haga	sus	veces.	Si	el	monto
objeto	 del	 acuerdo	 es	 mayor	 a	 25	 UITs,	 se	 deberá	 contar	 con	 resolución
autoritativa	del	titular	de	la	entidad.
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ART.	 38-B.—Incorporado.	 D.	 S.	 001-2014-JUS,	 Segunda	 Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Para	todos	 los	supuestos	de	conciliación,
transacción	o	desistimiento	no	estipulados	en	los	artículos	38	y	38-A	de	la
presente	 norma,	 deberán	 observarse	 las	 condiciones	 establecidas	 en	 el
artículo	23,	inciso	2)	del	Decreto	Legislativo	N°	1068,	esto	es:
-	La	emisión	de	un	informe	del	procurador	público	al	titular	de	la	entidad
precisando	los	motivos	de	la	solicitud.
-	La	expedición	de	la	resolución	autoritativa	del	titular	de	la	entidad.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 39.—De	 la	 exoneración	 de	 gastos.	 El	 Estado,	 en	 ejercicio	 de	 la
defensa	jurídica,	está	exonerado	del	pago	de	gastos	judiciales.
D.	Leg.	1068.
ART.	24.—De	las	obligaciones	generales	de	los	procuradores
públicos.	 Los	 procuradores	 públicos	 tienen	 las	 siguientes
obligaciones	generales:
1.	 Informar	 al	 Consejo	 de	 Defensa	 Jurídica	 del	 Estado	 del	 plan
anual	de	actividades	de	la	procuraduría	a	su	cargo.
2.	 Remitir	 al	 Consejo	 de	 Defensa	 Jurídica	 del	 Estado	 la
información	requerida	sobre	los	procesos	a	su	cargo.
3.	Coordinar	con	el	Consejo	de	Defensa	Jurídica	del	Estado	sobre
las	 acciones	 de	 asesoramiento,	 apoyo	 técnico	 profesional	 y
capacitación	de	 los	 abogados	 que	 ejercen	 la	 defensa	 jurídica	 del
Estado,	pudiendo	ejecutar	cursos	de	formación	y	capacitación	en
convenio	 con	 las	 universidades	 o	 institutos	 públicos	 o	 privados
del	país.
4.	 Cumplir	 las	 políticas,	 normas	 y	 procedimientos	 que	 se	 que
emitan,	bajo	responsabilidad.
5.	Las	demás	señaladas	por	el	reglamento.
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ART.	23.—De	las	prohibiciones.	Los	procuradores	públicos:
1.	 Están	 impedidos	 de	 ejercer	 patrocinio,	 representación	 o	 mandato	 de
particulares,	 salvo	 en	 causa	 propia	 o	 de	 su	 cónyuge,	 conviviente,
ascendientes	 o	 descendientes	 hasta	 el	 cuarto	 grado	 de	 consanguinidad	 y
segundo	de	afinidad.
2.	 Están	 prohibidos	 de	 intervenir	 como	 abogados,	 apoderados,	 asesores,
representantes	o	mandatarios	de	litigantes	en	procesos	contra	las	entidades
del	 Estado	 donde	 ejerció	 funciones,	 hasta	 un	 año	 después	 de	 haber
desempeñado	el	cargo.
3.	Se	encuentran	comprendidos	en	los	alcances	de	la	Ley	N°	27588	-	ley	que
establece	 prohibiciones	 e	 incompatibilidades	 de	 funcionarios	 y	 servidores
públicos,	 así	 como	 de	 las	 personas	 que	 presten	 servicios	 al	 Estado	 bajo
cualquier	modalidad	contractual.
CAPÍTULO	VI
Cese	de	la	función
D.	Leg.	1068.
ART.	25.—Cese	de	los	procuradores	públicos	y	procuradores
públicos	adjuntos.	La	designación	de	los	procuradores	públicos,
de	los	procuradores	públicos	adjuntos	culmina	por:
a)	Renuncia.
b)	Por	término	de	la	designación.
c)	 Por	 sanción	 impuesta	 por	 el	 tribunal	 de	 sanción	 en	 virtud	 a
una	inconducta	funcional.
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ART.	 25.—Del	 cese	 de	 la	 función	 de	 los	 procuradores	 públicos.	 La
designación	 de	 los	 procuradores	 públicos	 del	 Poder	 Ejecutivo,	 Poder
Legislativo,	 Poder	 Judicial	 y	 de	 los	 Organismos	 Constitucionalmente
Autónomos	cesa:
1.	Por	renuncia.
2.	Por	término	de	la	designación.
3.	Por	sanción	impuesta	por	el	Tribunal	de	Sanción.
El	cese	de	los	procuradores	públicos	regionales	se	sujeta	a	lo	dispuesto	por
la	Ley	Orgánica	de	Gobiernos	Regionales	y	demás	disposiciones	aplicables.
La	 designación	 de	 los	 procuradores	 públicos	 municipales	 culmina	 por
renuncia,	por	término	de	designación	a	propuesta	del	 titular	o	disposición
del	Tribunal	de	Sanción.
TÍTULO	III
Del	régimen	disciplinario	del	Tribunal	de
Sanción	del	Sistema	de	Defensa	Jurídica
del	Estado
D.	Leg.	1068.
ART.	 26.—Del	 Tribunal	 de	 Sanción	 del	 Sistema	 de	 Defensa
Jurídica	del	Estado.
26.1.	El	Tribunal	de	Sanción	del	Sistema	de	Defensa	Jurídica	del
Estado	resolverá	en	primera	instancia	los	procesos	que	se	inicien
a	pedido	de	parte	o	de	oficio	contra	los	procuradores	públicos	por
actos	de	inconducta	funcional.
26.2.	 Este	 tribunal	 estará	 integrado	 por	 el	 Viceministro	 de
Justicia,	 el	 Procurador	 Público	 de	 la	 Presidencia	 del	 Consejo	 de
Ministros	 y	 el	 procurador	 público	 designado	 con	 mayor
antigüedad,	 actuando	 como	 suplentes	 los	 procuradores	 públicos
del	 Poder	 Judicial	 y	 del	 Poder	 Legislativo,	 quienes	 mediante
resolución	 debidamente	 motivada	 emitirán	 pronunciamiento
sobre	 las	 quejas	 o	 denuncias	 que	 sean	 de	 su	 conocimiento.	 Esta
resolución	puede	ser	impugnada	mediante	recurso	de	apelación.
26.3.	 En	 relación	 a	 los	 procuradores	 públicos	 regionales,	 podrá
recomendar	 al	 presidente	 regional	 el	 inicio	 del	 procedimiento
administrativo	 sancionador	 de	 verificarse	 algún	 perjuicio	 al
Estado	por	el	ejercicio	indebido	o	por	inconducta	funcional.
26.4	En	relación	a	los	procuradores	públicos	municipales,	podrá
recomendar	 la	 remoción	 del	 procurador	 público	 municipal	 de
verificarse	algún	perjuicio	al	Estado	por	el	ejercicio	indebido	o	por
inconducta	funcional.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	54.—Del	Tribunal	de	Sanción.	El	Tribunal	de	Sanción	es	el	órgano
disciplinario	 del	 Sistema	 de	 Defensa	 Jurídica	 del	 Estado.	 Resuelve	 en
primera	instancia	los	procesos	que	se	inicien	a	pedido	de	parte	o	de	oficio
contra	los	procuradores	públicos,	por	actos	de	inconducta	funcional.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 55.—Del	 proceso	 iniciado	 por	 queja	 o	 denuncia.	 La	 queja	 o
denuncia	 admitida	 a	 trámite	 por	 el	 Tribunal	 de	 Sanción	 será	 puesta	 en
conocimiento	del	procurador	público	quejado	para	que	formule	su	defensa
por	escrito	en	el	término	de	cinco	días,	adjuntando	sus	pruebas	de	descargo.
El	 tribunal,	 de	 considerarlo	 pertinente,	 convocará	 a	 las	 partes	 para	 que
formulen	sus	 informes	orales,	 luego	de	 lo	cual	se	pronunciará	en	un	plazo
máximo	de	diez	días	hábiles,	debiendo	notificar	su	decisión	a	las	partes.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	56.—Del	proceso	iniciado	de	oficio.	Los	procesos	iniciados	de	oficio,
seguirán	 el	 procedimiento	 establecido	 en	 el	 artículo	 anterior.	 En	 el	 caso
previsto	 en	 el	 inciso	 9)	 del	 artículo	 20	 del	 presente	 reglamento,	 si	 el
Tribunal	de	Sanción	decidiera	no	instaurar	proceso	disciplinario	o	absolver
al	procurador	público,	su	decisión	deberá	ser	elevada	en	consulta	al	consejo.
D.	Leg.	1068.
ART.	27.—Última	instancia.	 El	 Consejo	de	Defensa	 Jurídica	del
Estado,	mediante	resolución	debidamente	motivada,	resolverá	en
última	 instancia	 la	 impugnación	 recaída	 en	 la	 resolución	 del
tribunal	de	sanción	del	Sistema	de	Defensa	Jurídica	del	Estado.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	57.—De	 la	última	 instancia.	La	 resolución	del	Tribunal	de	Sanción
podrá	 ser	 impugnada	 y	 el	 consejo	 mediante	 resolución	 debidamente
motivada,	resolverá	en	última	instancia.
D.	Leg.	1068.
ART.	 28.—De	 la	 aplicación	 de	 sanciones.	 Las	 sanciones
aplicables	a	los	procuradores	públicos	son:
a)	Amonestación	verbal;
b)	Amonestación	escrita;
c)	Suspensión	sin	goce	de	remuneraciones	hasta	por	treinta	(30)
días;
d)	 Cese	 temporal	 sin	 goce	 de	 remuneraciones	 hasta	 por	 doce
meses;
e)	Destitución	o	despido;
f)	Otras	determinadas	por	ley.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 59.—De	 las	 sanciones.	 Las	 sanciones	 aplicables	 a	 las	 inconductas
funcionales	precisadas	en	el	artículo	280	de	 la	 ley,	 serán	 impuestas	por	el
Tribunal	 de	 Sanción	 teniendo	 en	 cuenta	 su	 gravedad,	 la	 cual	 podrá	 ser
determinada	evaluando	entre	otras	las	condiciones	siguientes:
a.	Circunstancia	en	la	que	se	comete.
b.	Forma	de	la	comisión	u	omisión.
c.	La	concurrencia	de	varias	faltas.
d.	La	reincidencia	o	reiterancia	de	faltas.
e.	El	perjuicio	que	ocasiona	la	falta.
D.	Leg.	1068.
ART.	 29.—De	 la	 tipificación	 de	 las	 inconductas	 funcionales.
Los	 procuradores	 públicos	 son	 responsables	 de	 los	 daños	 y
perjuicios	 que	 ocasionen	 en	 el	 ejercicio	 de	 las	 funciones	 que
señala	 el	 presente	 decreto	 legislativo.	 Constituyen	 inconductas
funcionales,	cuyo	desarrollo	se	establecerá	en	el	reglamento:
a.	La	defensa	negligente	del	Estado.
b.	El	incumplimiento	de	las	obligaciones	previstas	por	el	presente
decreto	legislativo.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	58.—De	la	tipificación	de	las	funcionales.	Son	inconductas
funcionales	las	siguientes:
1.	Por	incumplimiento	de	obligaciones:
a.	No	acatar	las	disposiciones	del	consejo.
b.	 Requerir	 información	 para	 fines	 distintos	 a	 la	 defensa	 jurídica	 del
Estado,	transgrediendo	lo	dispuesto	en	el	último	párrafo	del	artículo	41	del
presente	reglamento.
c.	Realizar	declaraciones	a	los	medios	de	comunicación	sin	autorización	del
consejo.
d.	 No	 poner	 en	 conocimiento	 del	 consejo,	 el	 incumplimiento	 de	 las
disposiciones	 contenidas	 en	 la	 ley	 y	 el	 presente	 reglamento,	 en	 las	 que
incurran	los	abogados	a	su	cargo.
e.	Ausentarse	injustificadamente	del	centro	de	labores.
f.	 Utilizar	 indebidamente	 los	 recursos	 humanos	 y	 logísticos	 que	 se
encuentran	bajo	su	responsabilidad.
g.	Utilizar	indebidamente,	durante	el	ejercicio	de	sus	funciones	y	hasta	un
año	después	de	haber	dejado	el	mismo,	la	información	que	pudiera	resultar
privilegiada	por	su	contenido	relevante	respecto	de	los	intereses	del	Estado.
h.	 Intervenir	 como	 abogado,	 apoderado,	 asesor,	 patrocinador,	 perito	 o
arbitro	de	particulares	en	procesos	o	procedimientos	en	general,	mientras
ejercen	 el	 cargo.	 Se	 exceptúan	 los	 casos	 de	 causa	 propia,	 de	 su	 cónyuge,
padres	o	hijos.
2.	Por	defensa	negligente:
a.	Inasistencia	injustificada	a	la	diligencia	programada.
b.	Presentación	de	escritos	elaborados	sin	el	debido	estudio	de	autos.
c.	 Realización	 de	 actos	 procesales	 dilatorios,	 que	 atenten	 contra	 la
celeridad	del	proceso,	en	perjuicio	de	los	intereses	del	Estado.
d.	Formular	declaraciones	inexactas,	incompletas	o	maliciosas,	a	los	medios
de	comunicación,	 respecto	de	 los	procesos	o	procedimientos	a	cargo	de	 la
Procuraduría	Pública.
e.	 Presentar	 extemporáneamente	 o	 no	 presentar	 recursos	 impugnatorios
en	los	procesos	o	procedimientos	en’	los	que	interviene,	dejando	consentir
de	 manera	 injustificada	 una	 sentencia	 o	 auto	 que	 ponga	 fin	 al	 proceso	 o
resolución	 fiscal	 que	 pone	 fin	 a	 la	 investigación	 y	 que	 perjudique	 los
intereses	del	Estado.
f.	 Ejercer	 la	 defensa	 del	 Estado	 sin	 estar	 habilitado	 en	 el	 Colegio	 de
Abogados	respectivo.
JURISPRUDENCIA.—TC:	actos	temerarios	y	dilatorios	de	los
procuradores	públicos	deberían	ser	sancionados	como	faltas	graves.
“(…)	Por	tanto	la	configuración	del	Sistema	de	Defensa	Judicial	del	Estado	y	la
actuación	de	los	procuradores	públicos	en	el	Estado	constitucional	de	derecho,
debería	presuponer,	en	opinión	de	este	supremo	colegiado,	una	colaboración
activa	y	tenaz	con	los	órganos	jurisdiccionales	en	procura	de	la	solución	justa,
pacífica	y	oportuna	del	conflicto	judicial,	pues	no	debe	olvidarse	que	el
Sistema	de	Defensa	Judicial	del	Estado,	como	órgano	constitucional,	se
encuentra	íntimamente	vinculado	al	respecto,	promoción	y	defensa	de	los
derechos	fundamentales	de	la	persona.	De	manera	tal	que	los	actos	temerarios
y	dilatorios	de	los	procuradores	públicos	a	sabiendas	de	la	desestimación
evidente	de	sus	pretensiones,	deberían	ser	sancionados	como	faltas	graves	que
atentan	contra	el	valor	supremo	de	justicia.	Bajo	esta	concepción
constitucional	es	que	se	debe	redefinir	el	sistema	de	defensa	judicial	del
Estado,	debiendo	actuar	ésta,	a	través	de	sus	procuradores	públicos,	en
coordinación	fluida	con	los	titulares	de	ministerios,	órganos	públicos
ejecutivos	y	no	ejecutivos	y	demás	reparticiones	administrativas,	a	efectos	que
estos	le	sinceren	la	realidad	del	caso	justiciable,	y	atendiendo	a	ello,	el
procurador	público	diseñe	la	estrategia	judicial	a	seguir,	gozando	éste	último
de	real	autonomía	al	momento	de	ejercer	la	defensa	y	el	ataque	del	Estado;
pues,	siendo	profesionales	en	derecho,	su	actuación	judicial	y	administrativa
debería	estar	imbuida	primeramente	de	criterios	deontológicos.”	(TC,	Exp.
04063-2007-PA/TC,	abr.	04/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
Disposiciones	Complementarias	Finales
D.	Leg.	1068.
Primera	Disposición	Complementaria	y	Final.—Vigencia.	El
presente	decreto	legislativo	entra	en	vigencia	a	los	seis	(6)	meses
de	su	publicación	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano,	a	excepción	de	lo
dispuesto	por	la	Única	Disposición	Complementaria	Transitoria,	la
que	entrará	en	vigencia	al	día	siguiente	de	publicado.
Mediante	resolución	ministerial	del	Ministerio	de	Justicia	se
establecerán	las	disposiciones	respecto	de	la	transferencia	del
acervo	documental	y	demás	bienes	y	equipos	del	Consejo	de
Defensa	Judicial	del	Estado.
NOTA:	La	publicación	del	Decreto	Legislativo	ocurrió	el	28	de	junio	del	2008.
D.	Leg.	1068.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 y	 Final.—Excepción.
Exceptúese	de	 la	aplicación	del	presente	decreto	 legislativo	a	 los
procesos	a	que	se	refiere	 la	Ley	N°	28933	-	Ley	que	Establece	el
Sistema	de	Coordinación	y	Respuesta	del	Estado	en	Controversias
Internacionales	de	Inversión,	y	a	los	procesos	que	sigue	el	Estado
peruano	ante	la	Corte	Internacional	de	La	Haya.
D.	Leg.	1068.
Tercera	Disposición	Complementaria	y	Final.—Reparación	civil.
La	reparación	civil	que	deba	pagarse	a	favor	del	Estado,	en	casos
de	procesos	seguidos	sobre	delitos	de	corrupción,	se	pagará	50%
a	 favor	 de	 la	 entidad	 agraviada	 y	 50%	a	 favor	 del	Ministerio	 de
Justicia.
PAGO	DE	LA	REPARACIÓN	CIVIL	A	FAVOR	DEL	ESTADO	EN	PROCESOS
SEGUIDOS	POR	DELITOS	DE	CORRUPCIÓN	Y	OTROS	DELITOS	CONEXOS
D.	S.	009-2010-JUS.
ART.	1°.—Procedimiento	para	el	pago	de	reparación	civil.
1.1.	Modificado.	 D.	 S.	 004-2012-JUS,	 Art.	 4°.	 El	 procedimiento	 para	 el
pago	 de	 la	 reparación	 civil	 a	 favor	 del	 Estado	 en	 aplicación	 de	 la	 Tercera
Disposición	 Complementaria	 Final	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 1068	 del
Sistema	de	Defensa	Jurídica	del	Estado,	esto	es,	la	reparación	civil	que	deba
pagarse	a	 favor	del	Estado	en	casos	de	procesos	seguidos	sobre	delitos	de
corrupción	 tipificados	en	 las	secciones	 II,	 III	y	 IV	del	Capítulo	 II	del	Título
XVIII	del	Libro	Segundo	del	Código	Penal;	se	ceñirá	a	lo	siguiente:
a.	En	los	casos	que	haya	una	sola	entidad	agraviada,	el	50%	del	pago	de	la
reparación	civil	 se	destinará	a	dicha	entidad	y	el	otro	50%	se	destinará	al
Ministerio	de	Justicia.
b.	En	los	casos	que	haya	más	de	una	entidad	agraviada,	el	50%	del	pago	se
distribuirá	 proporcionalmente	 entre	 dichas	 entidades	 y	 el	 otro	 50%	 se
destinará	al	Ministerio	de	Justicia.
c.	 Cuando	 de	 los	 actuados	 del	 proceso	 no	 pueda	 determinarse	 cuál	 es	 la
entidad	agraviada,	el	50%	será	destinado	al	tesoro	público	y	el	otro	50%	al
Ministerio	de	Justicia.
1.2.	 En	 cualquiera	 de	 los	 supuestos	 enunciados,	 el	 procurador	 a	 cargo
solicitará	 al	 juez	 el	 correspondiente	 endoso	 de	 los	 certificados	 de
consignación	a	su	nombre.
1.3.	Operado	el	endoso	del	certificado	de	consignación,	éste	será	remitido
por	el	procurador	a	la	Oficina	General	de	Administración	del	Ministerio	de
Justicia,	la	cual	tendrá	a	su	cargo	el	hacerlo	efectivo.
En	 caso	 correspondiera	 que	 algún	 porcentaje	 se	 transfiera	 a	 otras
entidades,	 según	 sea	 el	 caso,	 la	 Oficina	 General	 de	 Administración	 del
Ministerio	 de	 Justicia	 efectuará	 el	 cobro	 y	 coordinará	 con	 las	 entidades
pertinentes	el	abono	del	monto	correspondiente	en	sus	respectivas	cuentas.
Para	 determinar	 cuál	 es	 el	 porcentaje	 a	 depositar	 y	 a	 qué	 entidades,	 se
requerirá	un	informe	del	procurador	a	cargo	del	proceso	judicial	en	el	que
se	efectuó	la	consignación.
1.4.	 Precísese	 que	 los	 certificados	 de	 consignación	 a	 los	 que	 hacen
referencia	 los	 numerales	 anteriores	 son	 aquellos	 que	 provienen	 del	 pago
efectuado	directamente	por	el	responsable	o	de	la	ejecución	de	bienes	que
se	les	haya	embargado.
D.	S.	009-2010-JUS.
ART.	 2°.—Modificado.	 D.	 S.	 004-2012-JUS,	 Art.	 5°.	 Incorporación	 de
recursos.	La	Oficina	de	Presupuesto	o	la	que	haga	sus	veces	en	los	pliegos
involucrados,	 solicitará	a	 la	Dirección	General	del	Presupuesto	Público	 las
codificaciones	que	se	requieran	como	consecuencia	de	 la	 incorporación	de
los	recursos	por	concepto	de	reparación	civil	que	deba	pagarse	a	favor	del
Estado,	 en	 casos	 de	 procesos	 seguidos	 sobre	 delitos	 de	 corrupción
tipificados	 en	 las	 secciones	 II,	 III	 y	 IV	 del	 Capítulo	 II,	 del	 Título	 XVIII	 del
Libro	Segundo	del	Código	Penal.
D.	S.	009-2010-JUS.
ART.	3°.—Destino	de	los	recursos.
3.1.	 En	 el	 caso	 del	 Ministerio	 de	 Justicia,	 los	 recursos	 obtenidos	 en
aplicación	 de	 los	 artículos	 anteriores	 del	 presente	 decreto	 supremo,	 se
destinarán	de	la	siguiente	manera:
a.	 Modificado.	 D.	 S.	 004-2012-JUS,	 Art.	 6°.	 Se	 deberá	 destinar	 un
porcentaje	 no	 menor	 al	 25%	 del	 monto	 señalado	 en	 el	 certificado	 de
consignación,	 para	 garantizar	 el	 accionar	 del	 procurador	 público
especializado	 en	 delitos	 de	 corrupción,	 en	 el	 cobro	 de	 la	 reparación	 civil
proveniente	 de	 sentencias	 condenatorias	 por	 delitos	 de	 corrupción
tipificados	 en	 las	 secciones	 II,	 III	 y	 IV	 del	 Capítulo	 II	 del	 Título	 XVIII	 del
Libro	 Segundo	 del	 Código	 Penal,	 pudiendo	 también	 utilizarse	 este	monto
para	financiar	cursos	de	capacitación.
b.	Se	deberá	destinar	el	1%	del	total	del	monto	señalado	en	el	certificado	de
consignación	a	las	acciones	de	la	secretaría	técnica	del	Consejo	de	Defensa
Jurídica	del	Estado	para	garantizar	las	labores	de	monitoreo	y	seguimiento
de	las	causas	en	materia	de	corrupción.
c.	 El	 porcentaje	 restante	 será	 considerado	 como	 recurso	 directamente
recaudados	 y	 será	 utilizado	 para	 la	 optimización	 de	 las	 labores	 del
Ministerio	 de	 Justicia	 conforme	 a	 los	 criterios	 establecidos	 por	 la	 alta
dirección.
3.2.	 Las	 entidades	 agraviadas	 diferentes	 del	 Ministerio	 de	 Justicia
establecerán	 el	 destino	 de	 los	 recursos	 obtenidos	 en	 aplicación	 de	 los
artículos	1°	y	2°	del	presente	decreto	supremo,	mediante	resolución	de	su
titular.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS
D.	S.	009-2010-JUS.
Primera	 Disposición	 Complementaria.—Certificados	 de	 consignación
endosados.	 En	 caso	 existieran	 a	 la	 fecha	 de	 entrada	 en	 vigencia	 de	 la
presente	norma,	certificados	de	consignación	endosados	en	su	integridad	a
nombre	 del	 Ministerio	 de	 Justicia	 o	 a	 nombre	 de	 alguno	 de	 sus
procuradores,	y	correspondiera	que	algún	porcentaje	de	ellos	se	transfiera	a
otras	entidades,	según	sea	el	caso,	la	Oficina	General	de	Administración	del
Ministerio	 de	 Justicia	 efectuará	 el	 cobro	 y	 coordinará	 con	 las	 entidades
pertinentes	el	abono	del	monto	correspondiente	en	sus	respectivas	cuentas.
Para	dicho	efecto	el	procurador	que	 tuviera	en	 su	poder	 tales	 certificados
deberá	remitirlos	a	 la	Oficina	General	de	Administración	del	Ministerio	de
Justicia.
Para	 determinar	 cuál	 es	 el	 porcentaje	 a	 depositar	 y	 a	 qué	 entidades,	 se
requerirá	un	informe	del	procurador	a	cargo	del	proceso	judicial	en	el	que
se	efectuó	la	consignación.
D.	S.	009-2010-JUS.
Segunda	 Disposición	 Complementaria.—Derogado.	 D.	 S.	 009-2010-JUS,
Art.	1°.
NOTA:	El	D.	S.	004-2012-JUS,	publicado	el	01	de	febrero	del	2012,	dejó	sin
efecto	 la	 Segunda	 Disposición	 Complementaria	 del	 D.	 S.	 009-2010-JUS,
publicado	el	23	de	julio	del	2010.
D.	S.	009-2010-JUS.
Tercera	Disposición	Complementaria.—Derogado.	D.	S.	009-2010-JUS,	Art.	2°.
NOTA:	El	D.	S.	004-2012-JUS,	publicado	el	01	de	febrero	del	2012,	dejó	sin
efecto	 la	 Tercera	 Disposición	 Complementaria	 del	 D.	 S.	 009-2010-JUS,
publicado	el	23	de	julio	del	2010.
D.	S.	009-2010-JUS.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria.—Precisión.	 Precísese	 que	 lo
dispuesto	en	 la	presente	norma	no	resulta	aplicable	en	 forma	alguna	a	 las
acciones	 del	 Fondo	 Especial	 de	 Administración	 del	 Dinero	 Obtenido
ilícitamente	en	Perjuicio	del	Estado	-	Fedadoi	y	la	forma	cómo	éste	obtiene
sus	recursos.
D.	Leg.	1068.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria	 y	 Final.—Escuela	 de
Formación	de	Procuradores	Públicos.	La	Escuela	de	Formación
de	 Procuradores	 Públicos	 del	 Ministerio	 de	 Justicia	 tiene	 por
finalidad	 promover	 la	 capacitación	 del	 personal	 profesional	 que
desarrollará	 funciones	 de	 defensa	 jurídica	 del	 Estado,	 así	 como
perfeccionar	 los	 conocimientos	de	 los	procuradores	públicos	del
Estado.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 60.—De	 la	 finalidad.	 La	 Escuela	 de	 Formación	 y	 Capacitación	 de
procuradores	públicos	tiene	por	finalidad	fomentar	la	especialización	de	los
profesionales	 que	 desarrollen	 la	 labor	 de	 defensa	 de	 los	 intereses	 del
Estado.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	61.—De	las	actividades.	El	plan	anual	de	actividades	de	la	escuela	se
publicará	 a	más	 tardar	 en	 la	 primera	 quincena	 del	mes	 de	 enero	 de	 cada
año.	Dicho	plan	deberá	contemplar	la	organización	de	diplomados	y	cursos
especializados	 en	 defensa	 jurídica	 del	 Estado,	 así	 como	 talleres	 y
seminarios.
El	 ente	 rector	brindara	el	 apoyo	económico	a	 la	 escuela,	de	acuerdo	a	 su
disponibilidad	presupuestal.
Los	recursos	económicos	que	se	generen	como	producto	de	las	actividades,
servirán	para	la	implementación	de	la	biblioteca	de	la	escuela	y	otros	fines
análogos.
Para	 el	 cumplimiento	de	 sus	 fines,	 la	 escuela	 podrá	 solicitar	 cooperación
nacional	o	internacional.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	62.—De	 la	 finalidad	de	 la	 revista	 jurídica.	La	 Revista	 Jurídica	 del
consejo,	 tiene	como	finalidad,	 fomentar	 la	 investigación	 jurídica	y	difundir
las	labores	y	actividades	del	Sistema,	debiéndose	publicar	periódicamente.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
ART.	 63.—De	 la	 dirección	 de	 la	 revista	 jurídica.	 La	 dirección	 de	 la
Revista	 Jurídica	 del	 consejo	 esta	 a	 cargo	 del	 Secretario	 Técnico,	 contando
con	 la	 colaboración	 de	 los	 operadores	 del	 Sistema,	 así	 como	 de
personalidades	del	foro	académico.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—De	 las	 empresas	 del
Estado.	 Los	 titulares	 de	 las	 empresas	 del	 Estado	 o	 de	 las	 empresas	 con
participación	estatal,	deberán	informar	semestralmente	al	consejo	sobre	los
procesos	judiciales	y	sus	contingencias,	para	fines	estadísticos.
D.	Leg.	1068.
Quinta	Disposición	 Complementaria	 y	 Final.—Reglamentación.
El	 reglamento	 del	 presente	 decreto	 legislativo	 se	 aprobará
mediante	decreto	supremo	con	refrendo	del	Ministro	de	 Justicia,
en	 un	 plazo	 que	 no	 exceda	 los	 noventa	 (90)	 días	 hábiles	 de	 su
entrada	en	vigencia.
D.	Leg.	1068.
Sexta	Disposición	Complementaria	y	Final.—Abogados.
1.	Las	entidades	del	Estado	celebrarán	contratos	de	 locación	de
servicios	bajo	la	modalidad	de	pago	por	resultados,	con	abogados
con	 experiencia	 en	 materia	 civil,	 penal,	 laboral,	 tributaria,
constitucional	y/o	derecho	administrativo,	con	el	objeto	que	éstos
coadyuven	en	la	defensa	de	los	intereses	del	Estado	a	cargo	de	sus
respectivos	procuradores	públicos.
2.	Los	procuradores	públicos	tendrán	a	su	cargo	la	supervisión	y
control	de	las	actividades	que	realicen	los	abogados	contratados.
3.	Mediante	 resolución	ministerial	 del	Ministerio	 de	 Justicia,	 se
aprobarán	los	lineamientos	a	seguir	para	la	contratación	así	como
las	cláusulas	tipo	que	deberán	incorporarse	a	los	contratos	que	se
celebren	conforme	a	las	normas	de	contrataciones	y	adquisiciones
del	 Estado.	 Asimismo	 se	 determinará	 lo	 correspondiente	 a	 los
costos	de	tramitación	del	procedimiento	a	que	hubiere	lugar.
4.	 Las	 contrataciones	 que	 se	 realicen	 deberán	 observar	 los
impedimentos	 e	 incompatibilidades	 previstos	 en	 las	 normas	 de
contrataciones	y	adquisiciones	del	Estado,	en	la	Ley	N°	27588	y	su
reglamento	así	como	en	el	presente	decreto	legislativo.
5.	Lo	dispuesto	por	la	presente	disposición	no	será	de	aplicación
para	 los	 casos	 a	 cargo	 de	 la	 Procuraduría	 Pública	Ad	Hoc	 Casos
Fujimori	-	Montesinos.
D.	Leg.	1068.
Sétima	 Disposición	 Complementaria	 y	 Final.—Sistema	 de
Defensa	 Judicial	 del	 Estado.	 Toda	 referencia	 al	 Sistema	 de
Defensa	 Judicial	 del	 Estado	 deberá	 entenderse	 realizada	 al
Sistema	de	Defensa	Jurídica	del	Estado.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—De	 la
adecuación	 de	 las	 entidades	 de	 la	 administración	 pública.	 Las
entidades	 de	 la	 administración	 pública	 adecuarán	 su
organización,	estructura	y	normatividad	a	lo	dispuesto	por	la	ley	y
el	 presente	 reglamento,	 en	 un	 plazo	 no	 mayor	 de	 sesenta	 días
calendario,	 contados	 a	 partir	 de	 la	 vigencia	 del	 presente
reglamento.
TUO	-	D.	S.	017-2008-JUS.
Tercera	Disposición	Complementaria	Transitoria.—De	la	Comisión
Especial	 de	 Seguimiento	 y	 Atención	 de	 Procesos	 Internacionales	 -
Cesapi.	 Desactívese	 la	 Comisión	 Especial	 de	 Seguimiento	 y
Atención	 de	 Procesos	 Internacionales	 y	 remítase	 el	 acervo
documentario	 de	 dicha	 comisión	 al	 Consejo	 de	 Defensa	 Jurídica
del	Estado	en	un	plazo	no	mayor	de	 treinta	 (30)	días	calendario
contados	a	partir	de	la	vigencia	del	presente	reglamento.
D.	Leg.	1068.
Octava	 Disposición	 Complementaria	 y	 Final.—Financiamiento.
La	aplicación	de	lo	dispuesto	en	la	presente	norma	se	financia	con
cargo	 a	 los	 presupuestos	 institucionales	 de	 los	 pliegos
correspondientes,	 sin	 demandar	 recursos	 adicionales	 al	 tesoro
público.
Disposición	Complementaria	Transitoria
D.	Leg.	1068.
Única	Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Informes.	 Los
procuradores	 públicos	 que	 se	 encuentren	 en	 funciones	 deberán
informar	 al	 Consejo	 de	 Defensa	 Jurídica	 del	 Estado,	 dentro	 del
plazo	de	 cuarenta	y	 cinco	 (45)	días	 calendario	 contados	a	partir
de	la	publicación	del	presente	decreto	legislativo,	sobre	la	relación
de	los	procesos	a	su	cargo,	situación	procesal	y	contingencias	para
el	Estado	relacionadas	a	los	procesos,	bajo	responsabilidad.
Disposición	Complementaria	Derogatoria
D.	Leg.	1068.
Disposición	Complementaria	Derogatoria.—Deróguese	el
Decreto	Ley	N°	17537	-	Ley	de	Representación	y	Defensa	del
Estado	en	Juicio,	la	Ley	N°	27076	que	autoriza	a	los	procuradores
públicos	encargados	de	la	Defensa	del	Estado	para	desistirse	de
las	pretensiones	menores	de	tres	mil	nuevos	soles	y	los	decretos
supremos	N°	002-2000-JUS,	N°	002-2001-JUS	y	N°	002-2003-JUS;
así	como	todas	las	demás	disposiciones	que	se	opongan	a	este
decreto	legislativo.
Servicio	de	Defensa	Pública
LEY	N°	29360
CAPÍTULO	I
Disposiciones	generales
Ley	29360.
ART.	1°.—Objeto	de	la	ley.	La	presente	ley	regula	el	marco
jurídico	del	Servicio	de	Defensa	Pública	en	los	aspectos	referentes
a	la	finalidad,	principios,	funciones,	modalidades,	condiciones	de
prestación,	organización	y	acceso	al	servicio.
D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	1°.—Objeto.	Apruébese	el	 reglamento	de	 la	Ley	N°	29360	 -	 Ley	del
Servicio	 de	 Defensa	 Publica,	 cuyo	 texto	 es	 parte	 integrante	 del	 presente
decreto	supremo.
D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	2°.—Vigencia.	El	presente	reglamento	regirá	a	partir	del	día	siguiente
de	la	entrada	en	vigencia	de	la	Ley	N°	29360	-	Ley	del	Servicio	de	Defensa
Pública.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
Art.	 1°.—Alcances.	 El	 presente	 reglamento	 regula	 la	 naturaleza,
organización	 y	 funcionamiento	 del	 Servicio	 de	 Defensa	 Publica,	 normado
por	la	Ley	N°	29360	-	Ley	del	Servicio	de	Defensa	Pública.
Para	 efectos	 de	 la	 presente	 norma,	 los	 términos	 que	 a	 continuación	 se
señalan	deben	ser	entendidos	de	la	siguiente	manera:
a)	Dirección	General:	Dirección	General	de	Defensa	Pública.
b)	Ley:	Ley	del	Servicio	de	Defensa	Pública.
c)	Reglamento:	Reglamento	de	la	Ley	del	Servicio	de	Defensa	Pública.
Ley	29360.
ART.	2°.—Finalidad	del	servicio.	El	Servicio	de	Defensa	Pública
tiene	la	finalidad	de	asegurar	el	derecho	de	defensa
proporcionando	asistencia	y	asesoría	técnico	legal	gratuita,	en	las
materias	expresamente	establecidas,	a	las	personas	que	no
cuenten	con	recursos	económicos	y	en	los	demás	casos	en	que	la
ley	expresamente	así	lo	establezca.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
Art.	 2°.—Objetivo.	 El	 Servicio	 de	 Defensa	 Pública	 tiene	 por
objeto:
a)	 Asegurar	 el	 derecho	 de	 defensa	 de	 las	 personas	 de	 escasos	 recursos
económicos	 y	 en	 los	 demás	 casos	 en	 que	 la	 ley	 expresamente	 así	 lo
establezca;	y,
b)	Difundir	el	servicio	de	defensa	pública	a	nivel	nacional.
Ley	29360.
ART.	3°.—Principios	generales.	El	Servicio	de	Defensa	Pública
se	presta	en	condiciones	de	efectividad,	eficacia	y	calidad	a	favor
de	los	usuarios	y	se	rige	por	los	siguientes	principios:
a)	Probidad
El	defensor	público	actúa	a	favor	de	los	intereses	del	usuario,
cumpliendo	y	exigiendo	el	cumplimiento,	en	todo	momento,	de	la
Constitución	Política	del	Perú	y	los	tratados	internacionales,
especialmente	los	referidos	a	la	protección	de	los	derechos
humanos.	Deben,	además,	desempeñar	su	labor	de	manera	eficaz,
permanente,	continua	y	técnica.
b)	Independencia	funcional
La	defensa	pública	es	ejercida	con	libertad	y	autonomía.	En	el
ejercicio	de	sus	funciones,	el	defensor	público	actúa	según	su
criterio	técnico,	no	pudiendo	recibir	presiones	o	instrucciones
particulares	para	un	caso.
Las	instrucciones	generales	que	dicte	la	Dirección	General	de
Defensa	Pública	del	Ministerio	de	Justicia	se	imparten	únicamente
con	el	propósito	de	lograr	mayor	eficacia	en	el	acceso	a	la	justicia
y	mejor	organización	del	sistema	de	defensa.
c)	Confidencialidad
El	 defensor	 público	 debe	 guardar	 reserva	 o	 secreto	 de	 la
información	revelada	por	los	usuarios	o	por	terceros	con	ocasión
del	ejercicio	de	la	defensa.	La	información	así	obtenida	solo	puede
revelarla	 con	 el	 consentimiento	 previo	 de	 quien	 se	 la	 confió.
Excepcionalmente,	 puede	 revelar	 aquella	 información	 que
permita	 prevenir	 un	 acto	 delictuoso	 o	 proteger	 a	 personas	 en
peligro.
d)	Unidad	de	actuación
El	defensor	público	presta	su	servicio	de	manera	continua	y	sin
interrupciones,	 desde	 el	 inicio	 del	 caso	 hasta	 su	 conclusión
definitiva,	 salvo	 razones	 de	 fuerza	 mayor.	 Cuando	 hubiera
conflicto	 de	 intereses	 en	 la	 defensa	 en	 un	 mismo	 proceso	 o
desavenencia	 con	 el	 usuario,	 este	 o	 el	 defensor	 público	 pueden
solicitar	el	cambio	de	designación.
e)	Gratuidad
La	defensa	pública	es	un	servicio	que	se	presta	en	forma	gratuita
para	quienes	acrediten	que	no	cuentan	con	recursos	económicos	y
en	los	demás	casos	que	la	Constitución	Política	del	Perú	y	la	ley	lo
establezcan.
f)	Desconcentración
El	 Servicio	 de	 Defensa	 Pública	 se	 organiza	 de	 manera
desconcentrada,	manteniendo	una	visión	sistémica	e	integral.
g)	Diversidad	cultural
El	Servicio	de	Defensa	Pública	se	brinda	respetando	la	naturaleza
multiétnica	y	pluricultural	de	la	Nación	peruana.
Ley	29360.
ART.	 4°.—Deber	 de	 colaboración.	 Las	 autoridades	 del	 Poder
Judicial,	 el	 Ministerio	 Público	 y	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú
prestan	 la	 colaboración	 requerida	 para	 el	 cumplimiento	 de	 las
funciones	del	Servicio	de	Defensa	Pública.
Las	instituciones	públicas	están	obligadas	a	prestar	atención	a	los
pedidos	de	informes	y	antecedentes	que	formulen	los	defensores
públicos	en	el	ejercicio	de	sus	funciones.
CAPÍTULO	II
Funciones	y	organización	del	Servicio	de	Defensa
Pública
	
Ley	29360.
ART.	5°.—Funciones	del	servicio.	Las	funciones	del	Servicio	de
Defensa	Pública	son	las	siguientes:
a)	Brindar	asesoría	y	defensa	gratuita	a	quienes	no	cuenten	con
recursos	para	contratar	una	defensa	privada.
b)	 Establecer	 los	 mecanismos	 de	 verificación	 de	 la	 capacidad
socioeconómica	de	los	usuarios	del	Servicio.
c)	 Diseñar	 y	 mantener	 programas	 de	 información	 al	 público
sobre	 los	 derechos	 de	 las	 personas	 y	 las	 garantías
constitucionales,	así	 como	 las	condiciones	y	modos	para	acceder
al	servicio.
d)	 Organizar	 el	 sistema	 de	 selección	 y	 designación	 de	 los
defensores	públicos	y	defensores	públicos	adscritos.
e)	 Las	 demás	 que	 deriven	 de	 la	 naturaleza	 de	 sus	 funciones,
establecidas	en	el	reglamento	de	la	presente	ley.
Para	el	cumplimiento	de	sus	funciones,	el	Ministerio	de	Justicia,	a
través	 de	 la	 Dirección	 General	 de	 Defensa	 Pública,	 promueve	 la
celebración	 de	 convenios	 de	 cooperación	 con	 instituciones
públicas	o	privadas.
Ley	29360.
ART.	6°.—Organización	del	servicio.	El	Servicio	de	Defensa
Pública	se	presta	en	todo	el	territorio	nacional	de	manera
desconcentrada.	Está	a	cargo	de	la	Dirección	General	de	Defensa
Pública	del	Ministerio	de	Justicia.
La	Dirección	General	de	Defensa	Pública	está	a	cargo	de	un
director	general	y	se	organiza	de	acuerdo	con	los	criterios	de
corporativización,	especialización	y	separación	de	tareas
administrativas	y	funcionales.
La	Dirección	General	de	Defensa	Pública	se	encarga	de	proponer
y	ejecutar	las	políticas,	programas	y	proyectos	en	el	ámbito	de	su
competencia,	así	como	las	demás	que	se	establezcan	en	el
reglamento	de	la	presente	ley.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	 3°.—Competencia.	 La	 Dirección	 General	 de	 Defensa	 Pública	 es	 el
órgano	 encargado	 de	 dirigir,	 gestionar	 y	 optimizar	 el	 Servicio	 de	 Defensa
Pública	 en	 el	 ámbito	 nacional.	 Depende	 del	 despacho	 viceministerial	 del
Ministerio	de	Justicia.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	4°.—Requisitos.	La	Dirección	General	de	Defensa	Pública	está	a	cargo
de	un	director	general	designado	por	el	Ministro	de	Justicia.
Para	ser	designado	director	general	se	requiere:
1.	Ser	abogado.
2.	Estar	colegiado	con	un	mínimo	de	cinco	(5)	años	y	hábil	para	el	ejercicio
de	la	profesión.
3.	Tener	experiencia	en	la	administración	pública	o	privada.
4.	 No	 haber	 sido	 inhabilitado	 por	 sentencia	 judicial	 o	 por	 resolución
expedida	por	el	Congreso	de	República.
5.	No	tener	antecedentes	penales.
6.	 No	 haber	 sido	 cesado	 de	 la	 administración	 pública	 por	 sanción
disciplinaria.
7.	No	 estar	 incurso	 en	 causal	 de	 incompatibilidad	para	 ejercer	 la	 función
pública.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	 5°.—Funciones.	 Son	 funciones	 del	 director	 general	 de	 Defensa
Pública:
a)	 Dirigir	 la	 ejecución	 del	 plan	 estratégico	 de	 la	 Dirección	 General	 de
Defensa	Pública,	en	el	marco	de	las	políticas	del	sector.
b)	 Conducir	 en	 forma	 eficiente	 y	 dinámica	 el	 servicio	 legal	 gratuito	 que
brinda	la	defensa	penal	pública	y	los	consultorios	jurídicos	populares.
c)	Dirigir,	controlar	y	supervisar	el	desempeño	del	personal	que	integra	la
Dirección	General	de	Defensa	Pública	del	Ministerio	de	Justicia.
d)	 Proponer	 la	 celebración	 de	 convenios	 de	 cooperación	 institucional,
técnica	 y	 académica,	 con	 instituciones	 públicas	 y	 privadas,	 nacionales	 e
internacionales,	 necesarias	 para	 el	 fortalecimiento	 y	 optimización	 del
servicio	de	defensa	pública.
e)	Definir	los	estándares	de	calidad	del	servicio	de	defensa	pública	a	nivel
nacional.
f)	 Organizar	 y	 participar	 en	 el	 proceso	 de	 selección	 de	 los	 defensores
públicos.
g)	 Proponer	 la	 celebración	 de	 convenios	 referentes	 a	 los	 defensores
públicos	adscritos	a	nivel	nacional.
h)	Proponer	el	cronograma	de	viajes	de	supervisión	y	monitoreo	anual.
i)	Promocionar	 los	servicios	 legales	gratuitos	que	brinda	 la	defensa	penal
pública	y	los	consultorios	jurídicos	populares.
j)	Disponer	la	creación	de	sedes	al	interior	de	las	direcciones	distritales.
k)	 Proponer	 la	 creación	 de	 programas	 sociales	 que	 permitan	 asegurar	 el
acceso	a	la	administración	de	justicia	de	las	poblaciones	menos	favorecidas
del	país.
l)	Elaborar	informes	periódicos	de	los	avances	de	la	gestión.
m)	 Participar	 en	 la	 formulación	 presupuestaria	 anual	 del	 Ministerio	 de
Justicia	en	la	forma	y	plazo	que	se	establezca.
n)	Aprobar	los	programas	de	capacitación	conducentes	para	un	desempeño
más	eficaz	y	eficiente	de	los	defensores	públicos.
o)	Resolver	en	segunda	y	última	instancia	administrativa	el	procedimiento
sancionador	 disciplinario	 iniciado	 a	 los	 defensores	 públicos,	 pudiendo
aplicar	la	sanción	correspondiente.
p)	 Desempeñar	 las	 demás	 funciones	 pertinentes	 en	 cumplimiento	 de	 los
fines	de	la	institución.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	6°.—Personal.	La	Dirección	General	de	Defensa	Pública	contará,	con
el	personal	necesario	para	el	cumplimiento	de	las	funciones	asignadas.
Ley	29360.
ART.	7°.—De	las	direcciones	distritales.	La	Dirección	General
de	Defensa	Pública	cuenta	con	una	dirección	distrital	en	cada
distrito	judicial,	cuyas	funciones,	organización	y	ámbito	de
competencia	se	regulan	en	el	reglamento	de	la	presente	ley.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	10.—Director	distrital.	Las	direcciones	distritales	estarán	a	cargo	de
un	director	distrital	quien	ejerce	 la	conducción	de	 la	defensa	pública	en	el
distrito	judicial	donde	se	encuentre	asignado.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	11.—Ámbito	de	competencia	territorial.	El	ámbito	de	competencia
territorial	 de	 las	 direcciones	 distritales	 de	 defensa	 pública	 será	 el
establecido	para	los	distritos	judiciales	del	Poder	Judicial.
En	dicho	ámbito,	 se	podrán	 constituir	 sedes	de	 las	direcciones	distritales
de	 defensa	 pública	 según	 sean	 necesarias	 para	 el	 mejor	 desempeño	 del
servicio.	 Dichas	 sedes	 estarán	 a	 cargo	 de	 los	 coordinadores	 distritales	 o
defensores	públicos	responsables,	según	corresponda.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	 12.—Requisitos	 para	 ser	 director	 distrital.	 Para	 ser	 designado
director	distrital	se	requiere:
1.	Ser	abogado.
2.	Estar	colegiado	con	un	mínimo	de	cinco	(5)	años	y	hábil	para	el	ejercicio
de	la	profesión.
3.	Tener	experiencia	laboral	en	el	sector	público	o	privado.
4.	 No	 encontrarse	 incurso	 en	 ninguna	 incompatibilidad	 para	 ejercer	 la
función	pública.
5.	No	encontrarse	inscrito	en	el	registro	de	deudores	alimentarios	morosos
(REDAM).
6.	No	contar	con	antecedentes	penales.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	13.—Funciones	y	obligaciones	de	los	directores	distritales.
1.	Planificar,	dirigir,	coordinar,	supervisar	y	controlar	las	actividades	de	la
Dirección	Distrital	del	Servicio	de	Defensa	Pública.
2.	Representar	a	la	Dirección	General	del	Servicio	de	Defensa	Publica,	ante
las	 autoridades	 de	 los	 órganos	 jurisdiccionales	 de	 la	 administración	 de
justicia,	informando	a	la	Dirección	General	de	Defensa	Pública,	al	respecto.
3.	Efectuar	coordinaciones	interinstitucionales	con	los	operadores	jurídicos
vinculados	 al	 desarrollo	 de	 la	 actividad	 de	 prestación	 de	 servicios	 de
defensa	 pública	 con	 el	 Poder	 Judicial,	 Ministerio	 Público,	 Policía	 Nacional
del	 Perú,	 Instituto	 Nacional	 Penitenciario	 y	 con	 los	 demás	 directores
distritales,	orientadas	a	homogenizar	y	aplicar	los	lineamientos	establecidos
por	la	dirección	general.
4.	Proponer	a	la	Dirección	General	de	Defensa	Pública	la	ubicación	de	sedes
y	 la	 distribución	 en	 cada	una	de	 ellas	de	 los	defensores	públicos	 y	demás
servidores,	así	como	cualquier	modificación	en	ubicación	y	dotación	de	las
mismas	con	la	finalidad	de	optimizar	el	servicio.
5.	 Evaluar	 y	 aprobar	 el	 rol	 de	 turnos	 de	 los	 defensores	 públicos,	 previa
conformidad	del	Director	General	de	Defensa	Pública.
6.	 Supervisar	 al	 personal	 que	 integra	 la	 dirección	 distrital	 de	 su
jurisdicción,	debiendo	elevar	los	informes	a	la	Dirección	General	de	Defensa
Pública,	SI	hubieren	irregularidades	en	el	ejercicio	de	la	función.
7.	 Recibir	 las	 quejas	 o	 denuncias	 presentadas	 contra	 los	 defensores
públicos	 o	 el	 personal	 administrativo	 a	 su	 cargo	 resolviendo	 en	 primera
instancia	el	procedimiento	sancionador	iniciado	a	los	defensores	públicos.
8.	Visar	los	informes	de	labores	y/o	servicios	de	los	defensores	públicos	de
su	 jurisdicción,	 antes	 de	 ser	 remitidos	 a	 la	 Dirección	 General	 de	 Defensa
Pública.
9.	 Elevar	 ante	 la	 Dirección	 General	 de	 Defensa	 Pública	 las	 solicitudes	 de
suspensión	 de	 contrato	 con	 o	 sin	 contraprestación,	 debiendo	 adoptar	 las
acciones	 necesarias	 que	 garanticen	 el	 normal	 desarrollo	 del	 servicio	 de
defensa	pública.
10.	Supervisar	el	manejo	del	acervo	documentario,	así	como	el	control	de
los	bienes	patrimoniales	de	los	activos	fijos	asignados	a	las	sedes	distritales.
11.	 Realizar	 dentro	 del	 sexto	 mes	 de	 cada	 año,	 un	 informe	 del	 estado
situacional	de	la	dirección	a	su	cargo,	elevándolo	a	la	Dirección	General	de
Defensa	 Pública,	 dentro	 del	 tercer	 día	 hábil	 del	 mes	 siguiente,	 bajo
responsabilidad.
12.	Fijar	criterios	generales	para	la	distribución	de	los	casos	ingresados	por
consulta,	 requerimiento,	 turno	 y	 visita	 a	 establecimientos	 penitenciarios
correspondientes	a	la	dirección	distrital	a	su	cargo.	Excepcionalmente	podrá
asignar	 provisionalmente	 el	 caso	 a	 un	 defensor	 público	 de	 otra	 sede	 por
razones	 de	 fuerza	 mayor	 o	 distancia	 geográfica,	 previa	 conformidad	 del
director	distrital	de	la	sede	receptora.
13.	 Informar	 y	 proponer	 a	 la	 Dirección	 General	 de	 Defensa	 Pública	 la
renovación	de	 los	contratos	administrativos	de	servicios	del	personal	a	su
cargo.
14.	Resolver	dentro	de	las	48	horas	de	presentada	la	solicitud	de	cambio	de
defensor	público,	por	 los	usuarios;	mientras	 tanto	dispondrá	 lo	pertinente
para	garantizar	el	derecho	de	defensa,	bajo	responsabilidad.
15.	 Resolver	 dentro	 de	 las	 24	 horas	 las	 solicitudes	 de	 inhibición
presentadas	 por	 los	 defensores	 públicos;	 mientras	 tanto	 dispondrá	 lo
pertinente	 para	 garantizar	 el	 derecho	 de	 defensa	 del	 usuario,	 bajo
responsabilidad.
16.	 Resolver	 dentro	 de	 las	 72	 horas	 las	 solicitudes	 de	 recusación
presentadas	 contra	 los	 defensores	 públicos;	 mientras	 tanto	 dispondrá	 lo
pertinente	 para	 garantizar	 el	 derecho	 de	 defensa	 del	 usuario,	 bajo
responsabilidad.
17.	Informar	mensualmente	a	la	Dirección	General	de	Defensa	Pública	del
servicio	brindado	por	los	defensores	públicos	adscritos.
18.	Las	que	disponga	la	Dirección	General	de	Defensa	Pública.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	14.—Organización.	Para	el	cumplimiento	de	las	funciones	asignadas
las	direcciones	distritales	se	organizarán	de	la	siguiente	manera:
a)	 Coordinador	 distrital:	 a	 cargo	 de	 las	 sedes	 de	 mayor	 extensión
geográfica	o	donde	haya	un	número	mayor	de	defensores	públicos.
b)	Defensor	público	responsable:	a	cargo	de	las	sedes	que	no	se	encuentren
en	el	supuesto	del	inciso	anterior.
c)	Administrador
d)	Asistente	social.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	15.—Del	coordinador	distrital.	Se	denomina	coordinador	distrital	al
defensor	público	que	por	necesidad	de	servicio	se	le	asigne	tal	función	en	la
sede	que	 cumpla	 con	 las	 condiciones	previstas	 en	 el	 inciso	 a)	 del	 artículo
anterior.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	16.—Funciones	y	obligaciones	de	los	coordinadores	distritales.
1.	 Cumplir	 con	 las	 disposiciones	 expedidas	 por	 la	 Dirección	 General	 de
Defensa	Pública,	a	través	de	la	dirección	distrital.
2.	Recibir	las	quejas	o	denuncias	contra	los	defensores	públicos	o	personal
administrativo	asignado	a	 la	sede,	debiendo	enviar	dentro	de	 las	24	horas
de	 recibido	 el	 descargo	 del	 quejado	 o	 denunciado,	 al	 director	 distrital,
conforme	al	procedimiento	establecido.
3.	Velar	por	el	cumplimiento	del	rol	de	turnos	programados.
4.	 Emitir	 un	 informe	 mensual	 de	 trabajo	 conteniendo	 las	 actividades
realizadas	por	los	defensores	públicos	de	la	sede	donde	presta	el	servicio.
5.	 Distribuir	 los	 casos	 ingresados	 por	 consulta,	 requerimientos,	 turno	 y
visita	 a	 establecimiento	 penitenciario,	 en	 la	 sede	 a	 su	 cargo	 entre	 los
defensores	públicos	utilizando	criterios	de	equidad	de	carga	procesal.
6.	 Asumir	 la	 representación	 en	 casos	 que	 por	 su	 relevancia	 le	 sean
encomendadas	por	el	director	distrital.	Asimismo	asumirá	normalmente	su
turno	como	los	demás	defensores	públicos	y	su	carga	será	proporcional	a	fin
de	garantizar	el	cumplimiento	de	sus	funciones	como	coordinador	de	sede.
7.	Otras	funciones	que	excepcionalmente	le	asigne	la	Dirección	General	de
Defensa	Pública.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	 17.—Del	 defensor	 público	 responsable.	 Al	 Defensor	 Público
Responsable	se	le	encarga	asumir	la	coordinación	y	conducción	de	las	sedes
a	 las	 que	 hace	 referencia	 el	 inciso	 b)	 del	 artículo	 14	 del	 presente
reglamento,	 así	 como	 velar	 por	 el	 cumplimiento	 de	 los	 lineamientos
establecidos,	siendo	sus	funciones	las	asignadas	al	coordinador	distrital,	en
lo	que	corresponda.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	 18.—Del	 administrador.	 Es	 el	 profesional	 responsable	 del
cumplimiento	 de	 las	 directivas	 que	 los	 órganos	 a	 cargo	 de	 la	 gestión
administrativa	y	de	recursos	humanos	del	Ministerio	de	Justicia	dictan	para
la	 correcta	 administración	 de	 recursos	 humanos	 y	 logísticos	 de	 cada
dirección	distrital.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	19.—Funciones	y	obligaciones	de	los	administradores.
1.	Coordinar	y	supervisar	el	cumplimiento	de	las	políticas	y	procedimientos
de	la	institución	en	el	área	administrativa,	logística	y	de	recursos	humanos
en	cada	dirección	distrital.
2.	Proponer	a	la	dirección	distrital	un	plan	de	necesidades	presupuestales
de	 la	 sede	 distrital	 a	 su	 cargo,	 analizando	 la	 información	 estadística	 de
gestión	y	formulando	proyecciones	de	implementación.
3.	 Asesorar	 al	 director	 distrital	 respecto	 a	 temas	 administrativos
necesarios	 para	 la	 ejecución	 de	 actividades	 a	 desarrollarse	 en	 cada
dirección	distrital.
4.	 Evaluar	 el	 impacto	 cuantitativo	 en	 el	 Sistema	 de	 Defensa	 Pública,
respecto	del	número	de	atenciones	y	actividades	de	difusión	que	se	realiza.
5.	 Supervisar	 la	 actualización	de	 los	 sistemas	de	 información	estadísticos
de	 la	 dirección	 distrital,	 de	 tal	manera	 que	 constituyan	 fuentes	 confiables
para	la	toma	de	decisiones	en	el	ámbito	administrativo	y	funcional,	así	como
para	 que	 sirvan	 de	 instrumento	 para	 la	 difusión,	 planificación,	 dirección,
operación	y	evaluación	de	la	actividad	administrativa	de	la	defensa	pública.
6.	 Consolidar	 la	 información	 remitida	 por	 los	 coordinadores	 distritales	 y
defensores	 públicos	 responsables	 de	 cada	 sede	 y	 elaborar	 cuadros
estadísticos	los	cuales	deberán	ser	remitidos	al	director	distrital	de	Defensa
Pública.
7.	Remitir	 informe	de	actividades	mensuales	a	 la	dirección	distrital	en	 las
fechas	establecidas	por	la	Dirección	General	de	Defensa	Pública.
8.	Otras	funciones	que	le	asigne	excepcionalmente	la	dirección	distrital	y/o
la	Dirección	General	de	Defensa	Pública.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	20.—Del	asistente	social.	Es	el	profesional	encargado	de	verificar	la
condición	socioeconómica	de	los	beneficiarios	del	servicio	a	solicitud	de	los
defensores	públicos.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	21.—Funciones.
1.	Obtener	la	información	socioeconómica	de	los	beneficiarios	del	Servicio
de	la	Defensa	Pública.	Para	este	efecto,	cuando	sea	necesario	deberá	remitir
un	 informe	 al	 director	 distrital	 opinando	 sobre	 la	 necesidad	 de	 seguir
brindando	o	no	el	servicio	al	beneficiario.
2.	 Contribuir	 con	 la	 labor	 que	 realizan	 los	 defensores	 públicos	 en	 sus
estrategias	 de	 defensa	 para	 la	 obtención	 de	 elementos	 de	 convicción
testimoniales	y	documentales	mediante	la	investigación	social.
3.	 Proponer	 y	 utilizar	 redes	 de	 apoyo	 social	 gestionando	 alianzas
estratégicas	 con	 instituciones	 públicas	 y/o	 privadas	 para	 insertar	 a	 los
imputados	o	infractores	en	programas	pertinentes	a	 las	condiciones	de	las
salidas	alternativas	acordadas	en	los	procesos.
4.	Apoyar	las	charlas	y	campañas	programadas	por	la	Dirección	General	de
Defensa	Pública	relacionadas	con	su	función.
5.	 Gestionar	 los	 trámites	 de	 los	 defensores	 públicos	 y	 personal
administrativo	 de	 la	 dirección	 distrital	 ante	 las	 entidades	 que	 brindan
servicios	de	salud.
6.	Otras	funciones	que	excepcionalmente	le	asigne	la	dirección	distrital	y/o
la	Dirección	General	de	Defensa	Pública.
Ley	29360.
ART.	8°.—Servicios	de	la	defensa	pública.	La	Dirección	General
de	Defensa	Pública	brinda	los	siguientes	servicios:
a)	La	defensa	penal	pública,	que	brinda	asesoría	y	patrocinio
legal	a	las	personas	investigadas,	denunciadas,	detenidas,
inculpadas,	acusadas	o	condenadas	en	procesos	penales,
incluyendo	a	los	adolescentes	infractores	de	la	ley	penal.
b)	Los	consultorios	jurídicos	populares,	que	brindan	asesoría	y
patrocinio	legal	a	las	víctimas	de	violencia	familiar,	violencia
sexual,	abandono	moral	y	material,	y	a	favor	de	los	niños,	niñas,
adolescentes,	ancianos	y	ancianas	que	resulten	agraviados	por
delitos	contra	la	vida,	el	cuerpo	y	la	salud,	la	libertad	y	la	familia;	y
a	las	personas	de	escasos	recursos	económicos	en	materia	de
Derecho	Civil	y	Familia,	según	las	condiciones	establecidas	en	el
reglamento	de	la	presente	ley.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	7°.—Garantías	del	Servicio	de	Defensa	Penal	Pública.	El	 Servicio
de	Defensa	Penal	Pública	garantiza	el	respeto	al	derecho	de	defensa	de	las
personas	de	escasos	recursos	económicos	imputadas	de	delito	o	faltas	y	de
los	adolescentes	 infractores	de	 la	 ley	penal,	actuando	en	estricto	respeto	a
los	principios	generales	y	disposiciones	señaladas	en	la	Ley	del	Servicio	de
Defensa	Publica,	en	el	presente	reglamento,	en	los	principios	generales	del
derecho	 penal,	 procesal	 penal,	 la	 Constitución	 Política	 del	 Perú	 y	 los
tratados	 internacionales	 referidos	a	derechos	humanos,	 así	 como	de	otras
normas	que	resulten	aplicables.
Ley	29360.
ART.	9°.—Prestadores	del	servicio.	El	Servicio	de	Defensa
Pública	es	prestado	por	las	siguientes	personas:
a)	Defensores	públicos,	integrantes	de	la	Dirección	General	de
Defensa	Pública	del	Ministerio	de	Justicia.
b)	Defensores	públicos	adscritos,	quienes	son	abogados
colegiados	que	se	incorporan	al	servicio	en	virtud	de	convenios	de
cooperación	celebrados	con	colegios	profesionales	y
universidades.	Estos	no	tienen	relación	laboral	con	el	Ministerio
de	Justicia	y	se	inscriben	en	un	registro	a	cargo	de	este.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	8°.—Actuación	del	defensor	público.	El	 Servicio	 de	Defensa	Penal
Pública	 se	 brinda	 bajo	 el	 principio	 de	 unidad	 de	 defensa,	 para	 el	 cual	 el
defensor	 público	 deberá	 actuar	 a	 solicitud	 de	 la	 persona	 investigada,
acusada	o	sentenciada	por	la	comisión	de	un	delito	o	falta	y	en	los	casos	que
lo	 requiera	 el	 órgano	 jurisdiccional	 o	 el	 Ministerio	 Público,	 cuando	 el
procesado	haya	renunciado	a	la	defensa.
En	todos	los	casos	el	defensor	público	actuará	en	defensa	de	los	intereses
de	 su	 patrocinado,	 exigiendo	 el	 cumplimiento	 del	 debido	 proceso	 penal	 y
respeto	a	las	garantías	constitucionales.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	9°.—Materias.	Los	defensores	públicos	que	integran	los	consultorios
jurídicos	 populares	 y	 los	 defensores	 públicos	 adscritos	 a	 ellos	 deberán
absolver	las	consultas	de	carácter	legal	que	formulen	los	usuarios.
Los	consultorios	jurídicos	populares	brindan	asistencia	legal	gratuita	en	las
siguientes	materias:
En	materias	civil	y	de	familia:
a)	Demanda	de	pensión	de	alimentos.
b)	Aumento	o	prorrateo	de	alimentos.
c)	Separación	convencional	y	divorcio	ulterior.
d)	Solicitud	de	rectificación	de	partidas.
e)	Sucesión	intestada.
f)	Inscripción	de	defunción.
g)	Filiación	extramatrimonial	a	favor	de	menor.
h)	Tenencia	y	custodia.
i)	Régimen	de	visitas.
j)	Consejo	de	familia.
k)	Interdicción.
l)	Violencia	familiar,	patrocinando	sólo	a	la	parte	agraviada.
m)	Declaración	judicial	de	unión	de	hecho.
Contestar	las	siguientes	acciones	en	materia	de	derecho	civil	y	familia:
a)	Demanda	de	reducción,	exoneración	y	extinción	de	pensión	alimenticia.
b)	Demanda	de	desalojo	cuando	el	predio	en	controversia	está	destinado	a
casa	habitación.
c)	Demanda	de	tenencia	y	régimen	de	visitas	cuando	el	criterio	de	defensa
favorezca	al	niño,	niña	o	adolescente.
En	materia	 penal	 se	 actuará	 solo	 si	 el	 usuario	 no	 ha	 recibido	 patrocinio
legal	de	otra	entidad	pública	o	privada.	El	defensor	público	está	 facultado
para	interponer	cualquiera	de	las	acciones	siguientes:
a)	Denunciar	y	ejercer	la	defensa	legal	donde	resulten	agraviados	ancianos,
ancianas,	niños,	niñas,	y	adolescentes	en	los	delitos	contra	la	vida,	el	cuerpo
y	la	salud.	Tratándose	de	delitos	contra	la	libertad	personal	sólo	se	actuará
en	casos	de	trata	de	personas	y	trafico	ilícito	de	migrantes;	y,	en	los	delitos
contra	la	familia	sólo	para	atentados	contra	la	patria	potestad,	abandono	de
mujer	en	estado	de	gestación	y	omisión	a	la	asistencia	familiar.
b)	 Denunciar	 y	 ejercer	 la	 defensa	 técnica	 a	 favor	 de	 los	 agraviados	 por
actos	discriminatorios	contra	las	empleadas	del	hogar.
Ley	29360.
ART.	10.—Requisitos	para	ser	defensor	público.	Para	ser
defensor	público	se	requiere	lo	siguiente:
a)	Ser	abogado	con	colegiatura	hábil.
b)	Tener	experiencia	profesional	no	menor	de	dos	(2)	años,
contados	desde	su	colegiatura.
c)	No	encontrarse	incurso	en	ninguna	incompatibilidad	para
ejercer	la	función	pública.
d)	Hablar,	en	las	zonas	donde	predominen,	quechua,	aymara	o	las
demás	lenguas	aborígenes,	según	la	ley.
e)	No	encontrarse	registrado	en	el	Registro	de	Deudores
Alimentarios	Morosos	(Redam).
f)	No	contar	con	antecedentes	penales.
g)	Las	demás	que	sean	inherentes	al	cargo	y	que	estén
establecidas	en	el	reglamento	de	la	presente	ley.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	 25.—Requisitos	 para	 ser	 defensor	 público.	 Además	 de	 los
requisitos	establecidos	en	el	artículo	10	de	la	ley,	el	defensor	público	debe:
a)	Presentar	un	perfil	académico	especializado.
b)	 No	 haber	 sido	 cesado	 de	 la	 administración	 pública	 por	 sanción
disciplinaria.
Ley	29360.
ART.	11.—Derechos	del	defensor	público.	Los	derechos	del
defensor	público	son	los	siguientes:
a)	Ejercer	su	labor	con	independencia	y	sin	presiones	de	ninguna
clase.	La	autoridad	competente	proporciona	protección	a	los
defensores	públicos	cuya	seguridad	personal	sea	amenazada.
b)	Permanecer	en	el	servicio	mientras	tenga	buen	desempeño.
c)	Recibir	capacitación	adecuada	para	el	óptimo	desempeño	de
sus	funciones.
d)	Las	demás	que	sean	inherentes	a	su	función	y	que	estén
establecidas	en	el	reglamento	de	la	presente	ley.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	 22.—Funciones.	 Los	 defensores	 públicos	 brindan	 asesoría	 y
patrocinio	 legal	 a	 las	 personas	 investigadas,	 denunciadas,	 detenidas,
inculpadas,	 acusadas	 o	 condenadas	 en	 procesos	 penales,	 incluyendo	 a	 los
adolescentes	infractores	de	la	ley	penal,	de	escasos	recursos	económicos,	en
las	formas	que	la	ley	establece,	brindándose	el	servicio	de	manera	continua
y	sin	interrupciones,	desde	el	inicio	del	caso	hasta	su	conclusión	definitiva,
salvo	razones	de	fuerza	mayor.
Los	defensores	públicos	adscritos	deberán	actuar	en	estricto	cumplimiento
de	 los	 principios	 generales	 de	 actuación	 del	 defensor	 público	 y	 de	 las
disposiciones	que	se	impartan	a	los	consultorios	jurídicos	populares.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	 23.—Derechos	 del	 defensor	 público.	 Además	 de	 los	 derechos
establecidos	en	el	artículo	11	de	la	ley,	son	derechos	del	defensor	público:
a)	Ser	tratado	en	igualdad	de	condiciones	que	los	demás	sujetos	procesales
por	 parte	 de	 los	 órganos	 jurisdiccionales,	 el	 Ministerio	 Público	 y	 otras
instituciones	públicas	y	privadas.
b)	Abstenerse	de	la	defensa	cuando	se	presenten	motivos	que	perturben	su
función.
c)	A	ser	tratado	con	el	debido	respeto	por	los	usuarios	del	servicio,	por	los
magistrados	y	demás	sujetos	procesales.
Ley	29360.
ART.	12.—Deberes	del	defensor	público.	Los	deberes	del
defensor	público	son	los	siguientes:
a)	Ejercer	la	defensa	de	manera	técnica,	idónea	y	oportuna.
b)	Asumir	inmediatamente,	con	atención	y	diligencia,	la
representación	legal	encargada	y	no	abandonarla	hasta	que	se
asegure	un	reemplazante.
c)	Coadyuvar	a	la	defensa	de	los	derechos	fundamentales	y
garantías	procesales	de	sus	representados	e	interponer	los
recursos	y	acciones	de	garantía	que	estime	pertinentes,	dando
cuenta	a	la	Dirección	General	de	Defensa	Pública.
d)	Guardar	la	reserva	o	el	secreto	profesional.
e)	Orientar	al	usuario	en	el	ejercicio	de	su	defensa	material.
f)	Fundamentar	técnicamente	los	recursos,	acciones	o	informes
que	presente	a	favor	de	los	usuarios.
g)	Mantener	permanentemente	informados	a	sus	patrocinados
sobre	todas	las	circunstancias	del	proceso.
h)	Observar	en	todo	momento	una	conducta	recta,	guiada	por	los
principios	de	probidad,	lealtad	y	buena	fe.
i)	Las	demás	que	sean	inherentes	a	su	función	y	que	estén
establecidas	en	el	reglamento	de	la	presente	ley.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	 24.—Deberes	 del	 defensor	 publico.	 Además	 de	 los	 deberes
establecidos	 en	 el	 artículo	 17	 de	 la	 ley,	 el	 defensor	 público	 prestará	 sus
servicios	en	estricto	cumplimiento	a	los	siguientes	deberes	funcionales
a)	 Brindar	 el	 servicio	 de	 absolución	 de	 consultas	 legales	 gratuitas	 de
manera	personal,	oportuna	y	eficiente.
b)	 Emplear	 los	 medios	 impugnatorios	 adecuados	 para	 la	 defensa	 del
usuario	dentro	de	los	plazos	procesales	establecidos.
c)	Desarrollar	actividades	de	indagación	o	investigación	de	campo	cuando
el	 caso	 lo	 amerite	 para	 recabar	 información	 que	 permita	 sustentar	 su
estrategia	de	defensa.
d)	 Mantener	 su	 independencia	 atendiendo	 bajo	 esa	 condición	 las
indicaciones	de	su	defendido.
e)	 El	 defensor	 público	 respetará	 la	 decisión	 tomada	por	 su	 usuario	 en	 la
elección	de	alternativas	o	procedimientos	que	dependan	de	su	voluntad.
f)	 Visitar	 semanalmente	 a	 los	 usuarios	 del	 servicio	 en	 el	 establecimiento
penitenciario	 respectivo,	 en	 cumplimiento	 de	 las	 funciones	 propias	 a	 su
cargo.
g)	No	recibir	estipendios,	dádivas,	bienes,	objetos	o	similares	de	parte	de
los	usuarios	como	compensación	por	los	servicios	prestados.
h)	Acudir	a	las	audiencias	y	diligencias	programadas	de	manera	obligatoria.
De	 existir	 imposibilidad	 física	 o	 material	 para	 participar	 en	 dichas
diligencias	deberá	comunicar	tal	hecho	a	la	dirección	distrital	con	la	debida
anticipación,	 a	 fin	 que	 se	 disponga	 las	 acciones	 necesarias	 que	 permitan
continuar	con	el	servicio.
Institucionales
a)	 Cumplir	 las	 disposiciones	 impartidas	 por	 la	 Dirección	 General	 de
Defensa	Pública,	respecto	al	manejo	del	acervo	documentario,	a	fin	de	llevar
un	estricto	control	de	cada	uno	de	los	casos,	bajo	su	responsabilidad.
b)	Reportar	a	la	dirección	distrital	respectiva	el	avance	y	logros	efectuados
durante	el	mes,	en	el	desempeño	de	sus	funciones.
c)	Realizar	la	entrega	de	cargo,	conforme	a	los	lineamientos	establecidos	al
disponerse	el	cambio	del	defensor	público	a	otra	sede,	o	a	la	conclusión	de
su	servicio.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	 26.—De	 la	 inhibición	 y/o	 recusación.	 El	 defensor	 público	 deberá
inhibirse	de	asumir	la	defensa	legal	en	los	siguientes	casos:
1.	Haber	sido	defensor,	apoderado,	testigo	o	perito	de	la	parte	contraria	a	la
del	usuario,	dentro	del	proceso	judicial	en	el	que	ejerce	el	servicio.
2.	 Tener	 amistad	 o	 enemistad	 manifiesta	 con	 cualquiera	 de	 las	 partes,
pasible	de	ser	demostrado	por	prueba	idónea.
3.	Tener	o	haber	tenido	una	relación	económica	o	de	crédito	personal	con
cualquiera	 de	 los	 sujetos	 procesales.	 Los	 supuestos	 antes	mencionados	 se
hacen	extensivos	al	cónyuge,	conviviente,	pariente	en	línea	directa,	en	línea
colateral	 hasta	 el	 segundo	 grado,	 primero	 de	 afinidad	 o	 adoptado	 del
defensor	público.
4	Tener	conflicto	de	intereses	con	el	usuario	del	servicio.
El	defensor	público	pondrá	en	conocimiento	del	director	distrital	las	causas
por	 la	que	 solicita	 inhibirse	del	proceso,	quien	 resolverá	 en	el	 término	de
veinticuatro	(24)	horas.
El	 defensor	 público	 que	 habiendo	 incurrido	 en	 alguna	 de	 las	 causales	 de
inhibición,	no	se	inhibe,	podrá	ser	recusado	por	los	sujetos	procesales.
Ley	29360.
ART.	13.—Régimen	disciplinario,	faltas	y	sanciones.	El
régimen	disciplinario	tiene	la	finalidad	de	garantizar	la	adecuada
prestación	del	servicio	y	la	idoneidad	en	el	cargo.
Se	consideran	faltas	de	los	defensores	públicos	las	siguientes:
a)	La	defensa	negligente.
b)	El	incumplimiento	de	sus	deberes	y	obligaciones	de	acuerdo	a
ley.
c)	Las	inconductas	éticas.
Las	faltas	pueden	ser	leves	y	graves,	conforme	a	lo	establecido	en
el	reglamento	de	la	presente	ley.
La	sanción	aplicada	debe	ser	proporcional	a	la	falta	cometida	y
adecuada	a	su	naturaleza,	gravedad	y	grado	de	responsabilidad,
según	lo	establecido	en	el	reglamento	de	la	presente	ley.	Estas
pueden	ser	las	siguientes:
1.	Amonestación	verbal.
2.	Amonestación	escrita.
3.	Suspensión	hasta	por	treinta	(30)	días	sin	goce	de	haber.
4.	Cese	hasta	por	doce	(12)	meses	sin	goce	de	haber.
5.	Destitución.
Las	sanciones	disciplinarias	las	aplican	el	director	general	o	el
director	distrital,	conforme	al	procedimiento	establecido	en	el
reglamento	de	la	presente	ley.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	30.—Objeto	y	ámbito	de	actuación.	El	Ministerio	de	 Justicia	ejerce
su	potestad	sancionadora	disciplinaria	a	 través	de	 la	dirección	distrital	en
primera	instancia	y	la	Dirección	General	de	Defensa	Pública	como	segunda
instancia	con	la	cual	se	agota	la	vía	administrativa	correspondiente.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	 31.—De	 la	 potestad	 sancionadora	 disciplinaria.	 Las	 quejas	 o
denuncias	 contra	 los	 defensores	 públicos	 sujetos	 al	 régimen	 laboral	 de	 la
actividad	pública,	por	irregularidades	en	el	ejercicio	de	sus	funciones,	serán
presentadas	 ante	 la	 dirección	 distrital,	 quien	 procederá	 conforme	 al
procedimiento	previsto	en	el	Decreto	Legislativo	N°	276	y	su	reglamento.
En	el	 caso	de	 los	defensores	públicos	sujetos	al	Régimen	de	Contratación
Administrativa	de	Servicios,	el	procedimiento	sancionador	se	regirá	por	 lo
previsto	en	el	presente	reglamento.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	 32.—De	 los	 plazos.	 Los	 plazos	 aplicables	 al	 procedimiento
sancionador	 se	 computan	 en	 días	 hábiles	 y	 se	 cuentan	 a	 partir	 del	 día
siguiente	de	la	fecha	de	recibida	la	notificación.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	 33.—Sujetos	 pasibles	 de	 sanción.	 Son	 sujetos	 pasibles	 de	 sanción
los	defensores	públicos	que	conforman	la	Dirección	General	del	Servicio	de
Defensa	Pública.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	34.—De	las	faltas	graves.	Son	consideradas	faltas	graves:
a)	Incurrir	en	conductas	que	ocasionen	una	defensa	negligente.
b)	Incumplir	con	los	deberes	funcionales	descritos	en	los	incisos	a),	c),	d),	f)
del	artículo	24	del	presente	reglamento.
c)	Incumplir	con	los	deberes	institucionales	descritos	en	los	incisos	a)	y	b)
del	artículo	25	del	presente	reglamento.
d)	Valerse	del	Servicio	de	Defensa	Pública	para	beneficiarse	o	perjudicar	a
las	partes	o	a	terceros.
e)	Acumular	dentro	del	lapso	de	doce	(12)	meses	de	prestación	de	servicio,
tres	faltas	leves.
f)	 Intervenir	 dentro	 de	 un	 proceso	 judicial	 distinto	 al	 del	 Servicio	 de
Defensa	 Pública,	 salvo	 causa	 propia,	 de	 ascendientes,	 descendientes,
cónyuge	o	concubino
g)	 Incurrir	 en	 las	 prohibiciones	 descritas	 en	 el	 artículo	 8°	 de	 la	 Ley	 del
Código	de	Ética	de	la	Función	Pública.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	35.—De	las	faltas	leves.	Son	consideradas	faltas	leves:
a)	Incumplir	con	los	deberes	funcionales	descritos	en	los	incisos	b),	e),	g),
h)	del	artículo	24	del	presente	reglamento.
b)	 Incumplir	 con	 los	 deberes	 institucionales	 descritos	 en	 el	 inciso	 c)	 del
artículo	25	del	presente	reglamento.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	36.—De	las	sanciones.	Las	sanciones	descritas	en	el	artículo	13	de	la
ley	 se	 aplicarán	 atendiendo	 a	 la	 gravedad	 de	 las	 faltas	 de	 la	 siguiente
manera:
Faltas	leves:	Llamada	de	atención,	amonestación	verbal	o	escrita.
Faltas	graves:	Suspensión	de	la	vigencia	del	contrato	hasta	por	treinta	(30)
días,	 cese	 hasta	 por	 doce	 meses	 sin	 goce	 de	 haber	 y	 destitución,	 según
corresponda	al	régimen	laboral	o	contractual	del	defensor	público.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	 37.—Del	 procedimiento	 sancionador	 disciplinario.	 El
procedimiento	sancionador	disciplinario	se	inicia:
a)	Por	orden	superior.
b)	Como	resultado	de	una	actividad	de	supervisión.
c)	Por	petición	motivada	de	otras	instituciones.
d)	Por	queja	o	denuncia.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	38.—De	las	quejas	y	denuncias.	Los	usuarios	del	Servicio	de	Defensa
Pública	podrán	presentar	sus	quejas	y	denuncias,	en	forma	verbal	o	escrita,
ante	la	dirección	distrital	o	ante	la	Dirección	General	de	Defensa	Pública.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	 39.—Las	 quejas	 o	 denuncias	 verbales.	 Recibida	 una	 queja	 o
denuncia,	de	manera	verbal,	se	deberá	 identificar	plenamente	al	quejoso	o
denunciante,	exponiendo	en	un	acta	los	argumentos	que	motivan	su	queja	o
denuncia	 y	 la	 afectación	 de	 derechos	 del	 usuario,	 ocasionada	 por	 la
conducta	incurrida	del	defensor	público.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	 40.—Las	 quejas	 o	 denuncias	 escritas.	 Las	 quejas	 o	 denuncias
escritas	pueden	presentarse	 en	 los	 formatos	 establecidos	por	 la	Dirección
General	de	Defensa	Pública,	o	en	otro	documento	que	contenga	la	siguiente
información	mínima:
a)	Nombre	y	apellido,	número	de	documento	de	identidad	y	domicilio	real
del	quejoso	o	denunciante.
b)	 Nombre	 y	 apellido	 del	 abogado	 quejado	 o	 denunciado,	 así	 como	 la
ubicación	exacta	donde	presta	servicios.
c)	 Exposición	de	 los	 hechos	que	 sustentan	 la	 queja	 o	 denuncia,	 en	 forma
ordenada,	precisa	y	clara.
d)	Medios	probatorios	que	sustentan	la	queja	o	denuncia,	si	lo	hubiere.
e)	Firma	del	quejoso	o	denunciante
Los	anexos	de	la	queja	o	denuncia	serán:
a)	Copia	simple	legible	del	Documento	Nacional	de	Identidad.
b)	Copias	de	los	documentos	que	sustenten	la	queja	o	denuncia.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	41.—De	 la	 inadmisibilidad	y	archivamiento.	La	 queja	 o	 denuncia
será	declarada	 inadmisible	 cuando	no	 cuente	 con	 los	 requisitos	 señalados
en	 el	 artículo	 anterior.	 En	 este	 caso,	 se	 le	 concederá	 al	 quejoso	 o
denunciante	un	plazo	de	tres	(3)	días	hábiles	a	 fin	de	subsanar	 la	omisión
incurrida.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	42.—De	la	improcedencia	y	archivamiento.	La	queja	o	la	denuncia
será	declarada	improcedente	por	la	instancia	que	la	recibió,	cuando:
a)	Resulta	manifiestamente	inconsistente	o	maliciosa.
b)	Cuando	 el	 fondo	de	 la	 queja	 o	denuncia	no	 corresponda	 a	 la	 instancia
administrativa.
c)	 Cuando	 no	 subsane	 la	 inadmisibilidad	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo
anterior,	dentro	del	plazo	establecido.
Vencido	el	plazo	de	ley	para	apelar	o	reconsiderar	la	resolución	que	declara
la	improcedencia	se	dispondrá	el	archivamiento	definitivo.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	43.—Del	emplazamiento.	Recibida	 la	queja	o	denuncia	 conforme	a
los	 requisitos	de	 admisibilidad	previstos	 en	 los	 artículos	 anteriores	por	 la
correspondiente	 dirección	 distrital,	 se	 notificará	 al	 quejado	 o	 denunciado,
con	 los	 anexos	 correspondientes,	 para	 que	 efectúe	 el	 descargo
correspondiente	en	un	plazo	no	mayor	de	cinco	(5)	días	hábiles	contados	a
partir	del	día	siguiente	de	la	notificación.
En	caso	la	queja	o	denuncia	haya	sido	presentada	ante	la	Dirección	General
de	Defensa	Pública,	esta	 remitirá	el	acta	o	 la	queja	o	denuncia	escrita	a	 la
dirección	distrital	 correspondiente	para	el	 inicio	del	procedimiento	 con	 la
actuación	prevista	en	el	párrafo	anterior.
La	 resolución	 que	 dispone	 el	 inicio	 del	 procedimiento	 sancionador
disciplinario	 tiene	 la	 condición	 de	 inimpugnable,	 rechazándose	 de	 plano
cualquier	recurso	que	pretenda	su	contradicción.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	 44.—De	 la	 investigación	 y	 actuación	 probatoria.	 Transcurrido	 el
plazo	señalado	en	el	artículo	anterior,	con	el	respectivo	descargo	o	sin	éste,
se	procederá	a	evaluar	las	pruebas	aportadas	por	las	partes	y,	de	ser	el	caso,
se	dispondrá	de	oficio	las	actuaciones	necesarias,	tales	como	supervisiones,
inspecciones,	 solicitud	 de	 informes	 y/o	 de	 documentos	 y	 otros,	 con	 la
finalidad	de	determinar	la	veracidad	de	los	hechos	materia	de	investigación
y	 la	 existencia	de	 responsabilidad	 susceptible	 de	 sanción.	 El	 plazo	para	 la
investigación	y	actuación	probatoria	es	de	treinta	(30)	días	hábiles.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	 45.—Resolución	 que	 pone	 fin	 al	 procedimiento	 sancionador.
Vencido	 el	 plazo	 de	 actuación	 probatoria,	 la	 dirección	 distrital	 emitirá	 la
resolución	sancionadora	en	un	plazo	no	mayor	de	veinte	(20)	días	hábiles.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.	
ART.	46.—De	 los	 recursos	 de	 reconsideración	 y	 apelación.	 Contra	 las
resoluciones	 emanadas	 en	 la	 tramitación	 del	 procedimiento	 sancionador
disciplinario	proceden	los	recursos	de	reconsideración	y	de	apelación.
Los	 recursos	 de	 reconsideración	 y	 apelación	 se	 interpondrán	 ante	 la
dirección	distrital,	de	conformidad	a	lo	establecido	en	la	Ley	N°	27444	-	Ley
del	 Procedimiento	 Administrativo	 General.	 El	 recurso	 de	 apelación	 será
resuelto	por	la	dirección	general.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	47.—Del	registro	de	sanciones.	Las	sanciones	que	se	 impongan	en
virtud	del	presente	reglamento	deben	ser	notificadas	a	los	sancionados	y	se
anotarán	en	el	Registro	Nacional	de	Sanciones,	Destitución	y	Despido	de	la
Presidencia	del	Consejo	de	Ministros,	cuando	corresponda.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	 48.—De	 la	 ejecución.	 La	 dirección	 distrital	 utilizará	 los	 medios
legales	para	el	cumplimiento	de	la	resolución.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	49.—De	la	entrega	del	acervo	documentario.	 Impuesta	 la	sanción
que	 implique	 la	 posibilidad	 que	 el	 defensor	 público	 continúe	 prestando
servicios,	 éste	 deberá	 hacer	 entrega	 del	 acervo	 documentario	 en	 el	 plazo
que	establezca	la	resolución	sancionadora.
Transcurrido	 el	 plazo	 señalado	 en	 la	 resolución	 sin	 que	 el	 obligado	 haya
cumplido	 con	entregar	el	 acervo	documentario	 solicitado,	 el	Ministerio	de
Justicia	 está	 facultado	 para	 interponer	 la	 denuncia	 penal	 correspondiente
ante	el	Ministerio	Público.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
Segunda	Disposición	Complementaria	Transitoria.—Las	quejas	y	denuncias
que	 se	 encuentren	 en	 trámite	 a	 la	 fecha	 de	 la	 publicación	 del	 presente
reglamento,	 se	 adecuarán	 a	 lo	 dispuesto	 por	 el	mismo,	 en	 cuanto	 les	 sea
aplicable.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
Tercera	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Los	 procedimientos
sancionadores	 disciplinarios	 iniciados	 con	 anterioridad	 a	 la	 vigencia	 del
presente	reglamento,	se	resolverán	de	acuerdo	con	la	normativa	vigente	en
su	normativa.
CAPÍTULO	III
Beneficiarios	del	servicio
Ley	29360.
ART.	14.—Beneficiarios.	El	Servicio	de	Defensa	Pública	se
presta	a	favor	de	las	personas	de	escasos	recursos	económicos
que	requieran	defensa	o	asistencia	jurídica,	en	los	supuestos	del
artículo	8|.
También	se	presta	en	los	supuestos	de	defensa	necesaria
regulados	por	las	normas	procesales	cuando	el	procesado	no
cuente	con	abogado	o	haya	renunciado	a	la	defensa	y	lo	requiera
el	órgano	jurisdiccional	o	el	Ministerio	Público.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	 27.—De	 los	usuarios	del	 servicio.	El	 Servicio	de	Defensa
Pública	se	presta	a	favor	de	cualquier	persona	de	escasos	recursos
económicos	 que	 requieran	 patrocinio	 o	 asistencia	 legal	 gratuita,
que	 carezcan	 de	 un	 abogado	 y	 a	 otras	 personas	 expresamente
establecidas	por	la	ley.
El	 usuario	 podrá	 presentar	 la	 solicitud	 de	 cambio	 de	 defensor	 público,
debidamente	 sustentada,	 ante	 la	 dirección	 distrital	 quien	 resolverá	 en	 el
plazo	de	48	horas.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	29.—Designación	de	defensor	público.	Se	procederá	 a	 la
designación	de	un	defensor	público	en	los	siguientes	supuestos:
a)	Cuando	durante	el	 trámite	de	un	proceso	 la	persona	manifieste	que	no
cuenta	con	recursos	económicos	para	contratar	un	abogado	privado;
b)	En	el	 caso	que	 la	persona	haya	 renunciado	al	derecho	de	defensa	y	 lo
requiera	 el	 órgano	 jurisdiccional	 o	 el	 Ministerio	 Público,	 de	 conformidad
con	lo	dispuesto	en	el	artículo	14	de	la	ley.
La	solicitud	del	Servicio	de	Defensa	Pública	se	realizará	a	pedido	de	parte
de	 modo	 verbal	 o	 escrita,	 ante	 la	 Dirección	 General	 de	 Defensa	 Pública,
direcciones	 distritales	 o	 a	 cualquiera	 de	 sus	 sedes,	 u	 órganos
jurisdiccionales	competentes,	según	la	necesidad	del	servicio.
Ley	29360.
ART.	15.—Gratuidad.	El	Servicio	de	Defensa	Pública	es	gratuito
para	las	personas	de	escasos	recursos	económicos,	salvo	lo
dispuesto	en	el	segundo	párrafo	del	artículo	14.	Para	tal	efecto,	se
entiende	que	una	persona	tiene	escasos	recursos	económicos
cuando	no	puede	pagar	los	servicios	de	un	abogado	privado	sin
poner	en	peligro	su	subsistencia	o	la	de	su	familia.
Se	presume	que	una	persona	tiene	escasos	recursos	económicos
cuando:
a)	Se	encuentra	desempleada	o	no	tiene	empleo	o	trabajo
conocido.
b)	Percibe,	por	cualquier	concepto	o	modalidad,	ingresos
mensuales	inferiores	a	una	remuneración	mínima	vital.
Dicha	presunción	no	es	aplicable	cuando	del	análisis	de	su
situación	económica	se	desprende	que	cuenta	con	patrimonio
suficiente	para	solventar	los	costos	de	una	defensa	privada.
Las	acciones,	demandas	o	recursos	que	presentan	los	defensores
públicos	a	favor	de	los	usuarios	se	encuentran	exonerados	del
pago	de	cualquier	tasa	o	pago	de	arancel.
Ley	29360.
ART.	16.—Verificación	de	la	situación	socioeconómica	del
usuario.	Para	verificar	la	condición	socioeconómica	del
beneficiario,	es	suficiente	la	presentación	de	la	constancia
expedida	gratuitamente	por	las	entidades	públicas	y	privadas
dedicadas	a	programas	sociales,	asistencia	social	o	defensa	de	los
derechos	fundamentales,	sin	perjuicio	de	mecanismos	de
verificación	aleatoria	y	fiscalización	posterior	que	establezca	el
Ministerio	de	Justicia.
Sin	perjuicio	de	lo	señalado	en	el	presente	artículo,	el	Servicio	de
Defensa	Pública	se	presta	de	forma	inmediata,	sin	esperar	los
resultados	de	la	verificación.
Ley	29360.
ART.	17.—Pérdida	del	beneficio	de	gratuidad.	El	beneficio	de
gratuidad	se	pierde	cuando:
a)	Se	compruebe	que	el	usuario	no	cumple	los	requisitos	para
acceder	a	la	gratuidad.	En	este	caso,	se	le	comunica	que	debe
nombrar	un	defensor	privado	o	pagar	el	costo	del	servicio.
b)	El	beneficiario	incurre	en	falsedad	de	la	información
proporcionada	sobre	su	situación	socioeconómica.	En	este	caso,	el
usuario	está	obligado	al	pago	del	costo	del	servicio.
c)	Desaparecen	las	causas	socioeconómicas	que	dieron	origen	al
beneficio.
d)	El	usuario	contrata	o	recibe	el	servicio	de	un	defensor	privado.
Para	efectos	de	lo	dispuesto	en	el	presente	artículo,	mediante
decreto	supremo	con	refrendo	del	Ministro	de	Justicia,	se	aprueba
un	arancel	del	servicio.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
ART.	28.—Pérdida	del	beneficio	de	gratuidad.	Los	usuarios	del
servicio	 gozarán	 del	 beneficio	 de	 la	 gratuidad	 desde	 el	 primer
momento	 en	 que	 lo	 requieran;	 excepcionalmente,	 y	 cuando	 se
haya	acreditado	la	solvencia	económica	del	beneficiario	se	deberá
pagar	el	 arancel	 correspondiente	al	Ministerio	de	 Justicia,	por	el
servicio	recibido.
El	 beneficio	 de	 la	 gratuidad	 se	 pierde	 por	 las	 causales	 establecidas	 en	 el
artículo	17	de	la	ley.
Disposiciones	complementarias
Ley	29360.
Primera	 Disposición	 Complementaria.—Arancel.	 Mediante
decreto	 supremo,	 con	 refrendo	 del	 Ministro	 de	 Justicia,	 se
aprueba	el	arancel	de	derechos	por	el	Servicio	de	Defensa	Pública
a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 17	 de	 la	 presente	 ley,	 dentro	 de	 los
noventa	(90)	días	posteriores	a	su	publicación.
Ley	29360.
Segunda	Disposición	Complementaria.—Régimen	de
contratación.	El	vínculo	entre	el	Ministerio	de	Justicia	y	los
defensores	públicos	se	rige	por	las	siguientes	disposiciones:
a)	Los	defensores	de	oficio	que	vienen	prestando	servicios	a	la
fecha	de	entrada	en	vigencia	de	la	presente	ley	se	denominan
defensores	públicos,	quienes	se	sujetan	a	sus	disposiciones.
b)	Los	defensores	públicos	bajo	el	régimen	laboral	de	la	actividad
pública	mantienen	dicho	régimen	laboral.
c)	Los	defensores	públicos	que	no	se	encuentren	en	el	supuesto
previsto	en	el	literal	b)	se	vinculan	al	Ministerio	de	Justicia
mediante	el	régimen	de	contratación	administrativa	de	servicios.
Disposición	derogatoria
Ley	29360.
Única	 Disposición	Derogatoria.—Derogación.	Deróganse	 la	 Ley
N°	 27019,	 Ley	 que	 Crea	 el	 Servicio	 Nacional	 de	 la	 Defensa	 de
Oficio,	 y	 los	artículos	67,	68,	69,	70,	71	y	el	 inciso	2	del	 artículo
229	del	Código	de	Procedimientos	Penales.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Derogatoria.—Deróguese	 el
Reglamento	de	la	Ley	N°	27019,	Ley	del	Servicio	Nacional	de	la	Defensa	de
Oficio,	 aprobado	 por	 Decreto	 Supremo	 N°	 005-2005-JUS,	 y	 sus	 normas
modificatorias.
NOTA:	Texto	del	artículo	según	Fe	de	erratas	publicada	el	29	de	setiembre	del	2009.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
Segunda	Disposición	Complementaria	Derogatoria.—Deróguese	las	normas
de	 inferior	 jerarquía	 que	 se	 opongan	 a	 las	 disposiciones	 contenidas	 en	 el
presente	reglamento.
Disposiciones	finales
Ley	29360.
Primera	 Disposición	 Final.—Vigencia.	 La	 presente	 ley	 entra	 en
vigencia	el	1	de	enero	del	2010,	salvo	lo	dispuesto	por	la	Primera
Disposición	 Complementaria	 y	 la	 presente	 disposición	 final,	 las
cuales	entran	en	vigencia	al	día	siguiente	de	su	publicación.	En	el
proceso	 de	 formulación	 presupuestaria	 para	 el	 Año	 Fiscal	 2010,
se	deben	prever	los	recursos	necesarios	en	el	pliego	Ministerio	de
Justicia	a	fin	de	ejecutar	las	disposiciones	de	esta	ley.
TUO	-	D.	S.	013-2009-JUS.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—En	 el	 plazo	 de
doscientos	 setenta	 (270)	 días	 calendarios	 posteriores	 a	 la	 entrada	 en
vigencia	del	presente	reglamento,	 las	sedes	donde	se	brinda	el	Servicio	de
Defensa	Pública	se	adecuarán	a	lo	dispuesto	en	el	presente	reglamento.
Ley	29360.
Segunda	Disposición	Final.—Reglamento.	El	Poder	Ejecutivo,
mediante	decreto	supremo	refrendado	por	el	Ministro	de	Justicia,
expide	el	reglamento	de	la	presente	ley	dentro	de	los	noventa	(90)
días	posteriores	a	su	publicación.
El	reglamento	establece	la	naturaleza,	las	funciones,	las
atribuciones,	las	obligaciones	y	los	requisitos	que	deben	cumplir
el	director	general	de	defensa	pública	y	los	directores	distritales.
DECRETO	LEGISLATIVO	N°	957
CÓDIGO	PROCESAL	PENAL
TÍTULO	PRELIMINAR
D.	Leg.	957.
ART.	I.—Justicia	penal.
1.	 La	 justicia	 penal	 es	 gratuita,	 salvo	 el	 pago	 de	 las	 costas
procesales	 establecidas	 conforme	 a	 este	 código.	 Se	 imparte	 con
imparcialidad	por	 los	órganos	 jurisdiccionales	 competentes	y	 en
un	plazo	razonable.
2.	Toda	persona	tiene	derecho	a	un	juicio	previo,	oral,	público	y
contradictorio,	 desarrollado	 conforme	 a	 las	 normas	 de	 este
código.
3.	 Las	 partes	 intervendrán	 en	 el	 proceso	 con	 iguales
posibilidades	de	ejercer	 las	facultades	y	derechos	previstos	en	la
Constitución	y	en	este	código.	Los	jueces	preservarán	el	principio
de	 igualdad	 procesal,	 debiendo	 allanar	 todos	 los	 obstáculos	 que
impidan	o	dificulten	su	vigencia.
4.	 Las	 resoluciones	 son	 recurribles,	 en	 los	 casos	 y	 en	 el	 modo
previsto	 por	 la	 ley.	 Las	 sentencias	 o	 autos	 que	 ponen	 fin	 a	 la
instancia	son	susceptibles	de	recurso	de	apelación.
5.	El	Estado	garantiza	la	indemnización	por	los	errores	judiciales.
JURISPRUDENCIA.—Jueces	que	determinen	la	nulidad	de	una	sentencia
sin	establecer	o	sugerir	ninguna	responsabilidad	pueden	conocer	el
fondo	del	mismo	caso.	“Al	respecto,	efectivamente,	se	constata	que	en	la
resolución	R.	N.	N°	2367-2004	los	jueces	emplazados	solo	determinaron	que
en	la	sentencia	declarada	nula	existió	una	insuficiente	actuación	probatoria,
sin	referirse	a	la	responsabilidad	del	recurrente.	Esto	último	solo	produjo
posteriormente,	con	la	R.	N.	N°	2750-2008,	a	través	de	la	cual	se	confirmó	la
sentencia	de	condena.	Constatándose	esto	en	autos,	no	puede	afirmarse	que
los	jueces	demandados	perdieron	imparcialidad	debido	a	la	expedición	de	la
primera	resolución”.	(T.	C.,	Exp.	00957-2013-PHC/TC,	nov.	10/2015.	S.	S.
Urviola	Hani)
D.	Leg.	957.
ART.	II.—Presunción	de	inocencia.
1.	Toda	persona	imputada	de	la	comisión	de	un	hecho	punible	es
considerada	inocente,	y	debe	ser	tratada	como	tal,	mientras	no	se
demuestre	 lo	 contrario	 y	 se	 haya	 declarado	 su	 responsabilidad
mediante	 sentencia	 firme	 debidamente	 motivada.	 Para	 estos
efectos,	 se	 requiere	 de	 una	 suficiente	 actividad	 probatoria	 de
cargo,	obtenida	y	actuada	con	las	debidas	garantías	procesales.
En	caso	de	duda	sobre	la	responsabilidad	penal	debe	resolverse	a
favor	del	imputado.
2.	Hasta	antes	de	la	sentencia	firme,	ningún	funcionario	o
autoridad	pública	puede	presentar	a	una	persona	como	culpable	o
brindar	información	en	tal	sentido.
JURISPRUDENCIA.—Doble	carácter	de	la	presunción	de	inocencia.	“(...)	el
derecho	 a	 la	 presunción	 de	 inocencia	 tiene	 un	 doble	 carácter:	 subjetivo	 y
objetivo.	Asimismo,	se	precisa	que	no	es	un	derecho	absoluto	sino	relativo;	en
tal	 sentido,	nuestro	ordenamiento,	 admite	determinadas	medidas	 cautelares
personales,	sin	que	ello	signifique	su	afectación	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	10107-2005-
PHC/TC,	ene.	18/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Presunción	de	inocencia	es	presunción	iuris
tantum.	“(...)	por	esta	presunción	iuris	tantum,	a	todo	procesado	se	le
considera	inocente	mientras	no	se	pruebe	su	culpabilidad;	vale	decir,	hasta
que	no	se	exhiba	prueba	en	contrario.	Rige	desde	el	momento	en	que	se
imputa	a	alguien	la	comisión	de	un	delito,	quedando	el	acusado	en	condición
de	sospechoso	durante	toda	la	tramitación	del	proceso,	hasta	que	se	expida	la
sentencia	definitiva	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	618-2005-HC/TC,	mar.	08/2005,	Pres.
Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—El	derecho	fundamental	a	la	presunción	de
inocencia	y	el	principio	indubio	pro	reo.	“(…)	este	Tribunal	Constitucional
considera	pertinente	efectuar	algunas	precisiones	desde	una	perspectiva
estrictamente	constitucional	con	relación	al	derecho	fundamental	a	la
presunción	de	inocencia	y	al	principio	indubio	pro	reo.	36.	El	texto
constitucional	establece	expresamente	en	su	artículo	2°,	inciso	24,	literal	e),
(…)	por	el	derecho	a	la	presunción	o	estado	de	inocencia	toda	persona	es
considerada	inocente	antes	y	durante	el	proceso	penal;	es	precisamente
mediante	la	sentencia	firme	que	se	determinará	si	mantiene	ese	estado	de
inocencia	o	si,	por	el	contrario,	se	le	declara	culpable;	mientras	ello	no	ocurra
es	inocente;	y,	en	segundo	lugar,	que	el	juez	ordinario	para	dictar	esa
sentencia	condenatoria	debe	alcanzar	la	certeza	de	culpabilidad	del	acusado,
y	esa	certeza	debe	ser	el	resultado	de	la	valoración	razonable	de	los	medios	de
prueba	practicados	en	el	proceso	penal.
(…)	por	otro	lado,	significa	que	en	caso	de	duda	sobre	la	responsabilidad	del
procesado,	debe	estarse	a	lo	que	sea	más	favorable	a	éste	(la	absolución	por
contraposición	a	la	condena).	Si	bien	es	cierto	que	el	principio	indubio	pro	reo
no	está	expresamente	reconocido	en	el	texto	de	la	Constitución,	también	lo	es
que	su	existencia	se	desprende	tanto	del	derecho	a	la	presunción	de	inocencia,
que	si	goza	del	reconocimiento	constitucional,	como	de	la	defensa	de	la
persona	humana	y	el	respeto	de	su	dignidad,	fin	supremo	de	la	sociedad	y	del
Estado	(artículo	1°	de	la	Carta	Fundamental).
(…)	tanto	la	presunción	de	inocencia	como	el	indubio	pro	reo	inciden	sobre	la
valoración	probatoria	del	juez	ordinario.	En	el	primer	caso,	que	es	algo
objetivo,	supone	que	a	falta	de	pruebas	aquella	no	ha	quedado	desvirtuada,
manteniéndose	incólume,	y	en	el	segundo	caso,	que	es	algo	subjetivo,	supone
que	ha	habido	prueba,	pero	esta	no	ha	sido	suficiente	para	despejar	la	duda
(la	suficiencia	no	se	refiere	a	la	cantidad	de	pruebas	incriminatorias,	sino	a	la
entidad	y	cualidad	que	deben	reunir	estas).	La	sentencia,	en	ambos	casos,	será
absolutoria,	bien	por	falta	de	pruebas	(presunción	de	inocencia),	bien	porque
la	insuficiencia	de	las	mismas	–desde	el	punto	de	vista	subjetivo	del	juez–
genera	duda	de	la	culpabilidad	del	acusado	(indubio	pro	reo),	lo	que	da	lugar
a	las	llamadas	sentencias	absolutorias	de	primer	y	segundo	grado,
respectivamente.	(…).”	(TC,	Exp.	00728-2008-PHC/TC,	nov.	08/2008.	Pres.
Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Indubio	pro	reo	no	goza	de	la	misma	protección	que
el	derecho	a	la	presunción	de	inocencia.	“(…)	cualquier	denuncia	de
afectación	a	la	presunción	de	inocencia	habilita	a	este	Tribunal	Constitucional
verificar	solamente	si	existió	o	no	en	el	proceso	penal	actividad	probatoria
mínima	que	desvirtúe	ese	estado	de	inocencia	(valoración	objetiva	de	los
medios	de	prueba).	Y	es	que,	más	allá	de	dicha	constatación	no	corresponde	a
la	jurisdicción	constitucional	efectuar	una	nueva	valoración	de	las	mismas
(…).
Ahora	bien,	en	cuanto	al	principio	indubio	pro	reo	que	como	dijimos	supra
forma	parte	del	convencimiento	del	órgano	judicial,	pues	incide	en	la
valoración	subjetiva	que	el	juez	hace	de	los	medios	de	prueba,	este	no	goza	de
la	misma	protección	que	tiene	el	derecho	a	la	presunción	de	inocencia.	(…).”
(TC,	Exp.	00728-2008-PHC/TC,	nov.	08/2008.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	destaca	la	presunción	de	inocencia
como	una	garantía	reconocida	por	la	ONU.	“(…)	la	presunción	de	inocencia
es	una	consecuencia	directa	de	las	garantías	que	derivan	del	principio	del
debido	proceso	legal	tal	como	se	declara	en	el	artículo	nueve	de	la	Declaración
de	los	Derechos	del	Hombre	y	del	Ciudadano;	en	el	artículo	veintiséis	de	la
Declaración	de	los	Derechos	y	Deberes;	y	el	artículo	once	de	la	Declaración
Universal	de	los	Derechos	Humanos	de	la	Organización	de	las	Naciones
Unidas,	por	lo	que	se	asume	que	la	presunción	de	inocencia	crea	a	favor	de	las
personas	‘(...)	un	verdadero	derecho	subjetivo	a	ser	consideradas	inocentes	de
cualquier	delito	que	se	le	atribuya,	mientras	no	se	presente	pruebas	para
destruir	dicha	presunción,	aunque	sea	mínima’;	pues	en	el	caso	sub	judice	no
se	ha	logrado	determinar	la	responsabilidad	penal	del	procesado,	para
fundamentar	una	sentencia	condenatoria	sin	vulnerar	el	principio
constitucional	precitado	(…).”	(CS,	R.	N.	4493-2005-Ica,	feb.	13/2006.	S.	S.
Gonzáles	Campos)
JURISPRUDENCIA.—La	sentencia	penal	que	afirma	que	“el	encausado	no
ha	podido	mantener	su	inocencia”	lesiona	el	derecho	a	la	presunción	de
inocencia.	“Lo	resuelto	en	primera	instancia	en	el	proceso	penal	subyacente
es	arbitrario	por	cuanto	del	tenor	de	dicha	resolución	no	se	aprecia	que	el
favorecido	haya	participado	directamente	en	la	celebración	de	contrato
alguno	que	haya	originado	la	estafa	imputada.	Es	más,	el	juzgado	emplazado
incluso	ha	afirmado	que	‘el	encausado	no	ha	podido	mantener	su	inocencia’
(...).	Esta	frase,	per	se,	es	lesiva	del	derecho	a	la	presunción	de	inocencia.	La
cuestión	a	dilucidar	en	el	proceso	penal	subyacente	era	sencilla:	hubo	o	no
hubo	engaño	por	parte	del	favorecido	a	los	agraviados.	La	argumentación	que
respalda	la	sentencia	condenatoria	de	primera	instancia	no	se	enfoca	en
explicitar	las	razones	por	las	cuales	se	concluye	que	efectivamente	el
favorecido	engañó	a	los	agraviados.
La	resolución	que	la	confirmó	también	tiene	una	deficiente	argumentación
por	incurrir	en	el	mismo	yerro.	En	efecto,	la	sala	emplazada	no	ha
argumentado	ni	explicado	que	pruebas	de	cargo	vinculan	al	favorecido	con	el
delito	de	estafa	y	prueban	su	responsabilidad.	Tampoco	se	ha	argumentado	ni
razonado	por	qué	su	conducta	(devolver	el	dinero	a	los	agraviados)	se
subsume	en	el	delito	de	estafa”.	(T.	C,	Exp.	04415-2013-PHC/TC,	ene.	27/2014.
S.	S.	Vergara	Gotelli)
DOCTRINA.—Aplicación	 de	 la	 duda	 razonable.	 “(…)	 tratándose	 del
principio	de	in	dubio	pro	reo,	cuando	el	juez	reconoce	la	existencia	de	duda
razonable	originada	en	el	haz	probatorio	y	deja	de	aplicar	 la	consecuencia
jurídica	 correspondiente,	 contrario	 al	 parecer	 del	 demandante,	 en	 tal
hipótesis	 lo	 que	 en	 realidad	 se	 presenta	 es	 violación	 directa	 de
disposiciones	de	derecho	sustancial	en	cuanto	no	se	discuten	los	hechos	ni
el	mérito	asignado	a	 la	prueba,	 sino	 las	consecuencias	 jurídicas	de	una	 tal
declaración,	 que	 determinan	 la	 falta	 de	 aplicación	 del	 precepto	 sustancial
que	 establece	 dicho	 principio	 (…)	 y	 aplicación	 indebida	 de	 la	 norma	 de
derecho	 sustancial	 que	define	 la	 conducta	delictiva	 y	prevé	 consecuencias
punitivas	por	su	realización.
Acorde	con	los	desarrollos	jurisprudenciales,	resulta	claro,	entonces,	que	a
la	aplicación	indebida	o	la	falta	de	aplicación	del	principio	in	dubio	pro	reo	
(…)		puede	llegarse	tanto	por	la	vía	directa	como	por	la	indirecta,	de	manera
que	 en	 cada	 eventualidad	 el	 desarrollo	 y	 demostración	 del	 cargo	 debe
corresponder	 al	 camino	 escogido	 para	 su	 denuncia:	 si	 se	 acude	 a	 la	 vía
directa,	 debe	 demostrarse	 que	 el	 sentenciador	 a	 pesar	 de	 afirmar	 duda
acerca	de	la	existencia	del	hecho	o	la	responsabilidad	del	procesado,	decidió
proferir	fallo	de	condena	debiendo	haber	absuelto	(falta	de	aplicación)	o,	en
otro	 sentido,	 no	 empece	 observar	 certeza	 en	 estos	 dos	 extremos	 decide
absolver	debiendo	haber	proferido	fallo	de	condena	(aplicación	indebida).
Y	 si	 lo	 invocado	 es	 la	 violación	 indirecta	 de	 dicho	 precepto,	 por	 haberse
incurrido	 en	 errores	 de	 hecho	 o	 de	 derecho	 en	 la	 apreciación	 probatoria,
además	 del	 señalamiento	 concreto	 de	 la	 especie	 de	 error	 probatorio,	 el
casacionista	debe	demostrar	que	el	fallador	llegó	a	la	errada	conclusión	de
que	las	pruebas	no	conducen	a	la	certeza	del	hecho	o	la	responsabilidad	del
procesado	 	 (aplicación	 indebida),	 o	 erradamente	 concluyó	que	 los	medios
dan	 la	 certeza	 requerida	 y	 condena,	 cuando	 en	 verdad	 de	 ellos	 surge
incertidumbre	 que	 debió	 ser	 resuelta	 a	 favor	 del	 procesado	 (falta	 de
aplicación)”.	(CSJ,	Cas.	Penal,	Sent.	abr.	04/2003.	Rad.	14636.	M.P.	Fernando
E.	Arboleda	Ripoll)
D.	Leg.	957.
ART.	 III.—Interdicción	 de	 la	 persecución	 penal	 múltiple.
Nadie	podrá	ser	procesado,	ni	sancionado	más	de	una	vez	por	un
mismo	 hecho,	 siempre	 que	 se	 trate	 del	 mismo	 sujeto	 y
fundamento.	 Este	 principio	 rige	 para	 las	 sanciones	 penales	 y
administrativas.	 El	 derecho	 penal	 tiene	 preeminencia	 sobre	 el
derecho	administrativo.
La	excepción	a	esta	norma	es	la	revisión	por	la	Corte	Suprema	de
la	sentencia	condenatoria	expedida	en	alguno	de	los	casos	en	que
la	acción	está	indicada	taxativamente	como	procedente	en	este
código.
D.	Leg.	957.
ART.	IV.—Modificado.	Ley	30076,	Art.	3°.	Titular	de	la	acción
penal.
1.	El	Ministerio	Público	es	titular	del	ejercicio	público	de	la	acción
penal	 en	 los	 delitos	 y	 tiene	 el	 deber	 de	 la	 carga	 de	 la	 prueba.
Asume	la	conducción	de	la	investigación	desde	su	inicio,	decidida
y	proactivamente	en	defensa	de	la	sociedad.
2.	 El	 Ministerio	 Público	 está	 obligado	 a	 actuar	 con	 objetividad,
indagando	los	hechos	constitutivos	de	delito,	 los	que	determinen
y	acrediten	la	responsabilidad	o	inocencia	del	imputado.	Con	esta
finalidad	 conduce	 y	 controla	 jurídicamente	 los	 actos	 de
investigación	que	realiza	la	Policía	Nacional.
3.	Los	actos	de	investigación	que	practica	el	Ministerio	Público	o
la	Policía	Nacional	no	tienen	carácter	jurisdiccional.	Cuando	fuera
indispensable	 una	 decisión	 de	 esta	 naturaleza	 la	 requerirá	 del
órgano	jurisdiccional,	motivando	debidamente	su	petición.
4.	 El	 Ministerio	 Público	 en	 el	 ejercicio	 de	 sus	 funciones	 debe
tener	 en	 cuenta	 la	 organización	 administrativa	 y	 funcional	 de	 la
Policía	Nacional	de	conformidad	con	sus	leyes	y	reglamentos.
JURISPRUDENCIA.—TC	reitera	características	del	sistema	acusatorio.
“La	vigencia	del	principio	acusatorio	imprime	al	sistema	de	enjuiciamiento
determinadas	características:	a)	que	no	puede	existir	juicio	sin	acusación,
debiendo	ser	formulada	ésta	por	persona	ajena	al	órgano	jurisdiccional
sentenciador,	de	manera	que	si	ni	el	fiscal	ni	ninguna	de	las	otras	partes
posibles	formulan	acusación	contra	el	imputado,	el	proceso	debe	ser
sobreseído	necesariamente;	b)	que	no	puede	condenarse	por	hechos	distintos
de	los	acusados	ni	a	persona	distinta	de	la	acusada,	c)	que	no	pueden
atribuirse	al	juzgador	poderes	de	dirección	material	del	proceso	que
cuestionen	su	imparcialidad”.	(TC,	Sent.	del	Pleno	-	Exp.	02720-2012-PA/TC,
oct.	23/2012,	S.	S.	Álvarez	Miranda)
DOCTRINA.—Naturaleza	 del	 sistema	 inquisitivo	 y	 acusatorio.	 “(…)	 El
denominado	 proceso	 inquisitivo	 nunca	 fue	 y,	 obviamente,	 no	 es,	 un
verdadero	proceso.	Si	este	se	 identifica	de	modo	esencial	 con	que	ante	un
tercero,	independiente	e	imparcial	comparecen	dos	partes	(y,	por	lo	mismo,
parciales)	situadas	en	pie	de	igualdad	y	con	plena	contradicción,	planteando
un	 conflicto	 para	 que	 aquel	 lo	 solucione	 no	 de	 cualquier	 manera	 sino
precisamente	tutelando	los	derechos	de	esas	partes,	naturalmente	conforme
al	 derecho	 objetivo,	 algunos	 de	 los	 caracteres	 que	 suelen	 indicarse	 como
propios	 del	 sistema	 inquisitivo	 llevan	 ineludiblemente	 a	 la	 conclusión	 de
que	ese	sistema	no	puede	permitir	 la	existencia	de	un	verdadero	proceso.
Evidentemente	no	hay	proceso	si	el	acusador	es	al	mismo	tiempo	el	juez	o	si
este	 asume	 todos	 los	 poderes	 materiales	 en	 la	 dirección	 de	 la	 actividad
persiguiendo	 la	 llamada	 verdad	 material	 a	 toda	 costa,	 pudiendo,	 por
ejemplo,	acordar	prueba	de	oficio,	e	independientemente	de	a	quien	acaben
beneficiando	estas.
(...)
Así	 las	 cosas,	 creemos	 que	 se	 puede	 afirmar	 que	 los	 llamados	 sistemas
procesales	 penales	 son	 conceptos	 carentes	 de	 todo	 rigor	 técnico	procesal,
por	 lo	 que	 es	 necesario	 dejar	 muy	 claro	 que	 en	 determinadas	 épocas
históricas	el	derecho	penal	no	lo	aplicaban	en	exclusiva	los	tribunales	y	que
en	otras	 lo	 aplicaron	 los	 tribunales	 pero	no	por	medio	del	 proceso,	 y	 hay
que	 proclamar	 como	 conquista	 de	 la	 civilización	 la	 garantía	 jurisdiccional
entendida	correctamente,	esto,	es,	asunción	del	monopolio	del	ius	puniendi
por	los	tribunales	y	exclusividad	procesal	de	su	ejercicio.
Toda	la	confusión	entre	proceso	inquisitivo	y	proceso	acusatorio	nace	de	la
falta	de	precisión	conceptual	en	torno	a	lo	que	es	proceso,	pues	solo	desde
esa	 imprecisión	 ha	 podido	 concluirse	 que	 un	 sistema	 de	 aplicación	 del
derecho	 penal	 tal	 y	 como	 se	 describe	 en	 las	 reglas	 básicas	 del	 inquisitivo
pueda	ser	calificado	de	procesal.	 ‘Proceso	inquisitivo’	es	un	contradictio	in
terminis,	mientras	que	 ‘proceso	 acusatorio’	 es	un	pleonasmo,	 esto	 es,	 una
redundancia	viciosa	de	palabras;	el	calificativo	acusatorio	no	añade	nada	a
la	 palabra	 proceso,	 por	 lo	menos	 si	 esta	 se	 entiende	 correctamente.	 (…)”
(Montero	 Aroca,	 Juan,	 “El	 principio	 acusatorio	 entendido	 como	 eslogan
político”,	“Ius	et	veritas”,	Lima,	Editorial	PUCP,	Año	XVI,	Número	33,	agosto
del	2007,	pág.	208	a	221)
DOCTRINA.—El	 llamado	principio	acusatorio	expresa	exclusivamente
un	 contenido	 político.	 “Cuando	 en	 las	 constituciones	 se	 recogen	 ahora
garantías	procesales	que	se	identifican	con	la	expresión	derecho	al	 ‘debido
proceso’,	pareciera	 indicarse	que	existen	dos	procesos	uno	 ‘debido’	y	otro
‘indebido’,	siendo	todos	ellos	procesos,	si	bien	el	derecho	de	las	personas	se
refiere	a	la	modalidad	que	se	califica	de	‘debido’.	De	la	misma	manera	decir
que	se	tiene	derecho	al	 ‘justo	proceso’	supone	sostener	que	hay	dos	clases
de	procesos,	uno	‘justo’	y	otro	‘injusto’.	Por	este	camino	se	habla	también	de
‘proceso	 acusatorio’	 como	 si	 existiera	 otro	 ‘proceso’	 que,	 no	 siendo
acusatorio,	debe	ser	inquisitivo.
Todas	 estas	 expresiones	 pueden	 tener	 sentido	 político	 pero	 parece	 claro
que	 no	 tienen	 un	 contenido	 jurídico	 bien	 determinado.	 Si	 partimos	 de	 la
idea-fuerza	de	que	una	de	las	conquistas	más	importantes	de	la	humanidad
en	el	camino	de	la	civilización	ha	consistido	en	que	las	penas	solo	se	pueden
imponer	 por	 el	 Estado,	 dentro	 de	 este	 por	 los	 tribunales	 y	 estos	 solo	 por
medio	del	proceso,	deberemos	llegar	a	concluir	que	lo	que	importan	son	dos
cosas:
a)	 Determinar	 cuándo	 puede	 hablarse	 realmente	 de	 la	 existencia	 de	 un
tribunal	 en	 el	 sentido	 verdadero	 de	 la	 expresión,	 para	 concluir	 que	 los
requisitos	 básicos	 están	 en	 las	 exigencias	 de	 tercero,	 independiente	 e
imparcial,	 a	 las	 que	 pueden	 y	 deben	 añadirse	 otras	 garantías,	 las	 cuales
sirven	para	dar	efectividad	a	los	requisitos	anteriores	(caso,	por	ejemplo,	de
la	predeterminación	por	la	ley	o	de	la	responsabilidad).
b)	 Precisar	 que	 solo	 cabe	 hablar	 de	 verdadero	 proceso	 cuando	 ante	 ese
tribunal	comparecen	dos	partes,	por	 lo	mismo	parciales,	 las	cuales	han	de
estar	 en	 situación	 de	 enfrentadas	 entre	 sí,	 disponiendo	 del	 derecho	 de
defensa	 y	 estando	 en	 pie	 de	 igualdad.	 Luego	 habrá	 que	 ir	 precisando	 los
principios	 que	 conforman	 lo	 que	 es	 el	 proceso	 (que	 suelen	 ser	 garantías
procesales	constitucionalizadas)	y	aun	los	relativos	a	 la	 forma	de	 los	actos
procesales	o	principios	del	procedimiento.
En	 este	 contexto	 el	 llamado	 principio	 acusatorio,	 como	 todas	 las
expresiones	 en	 las	 que	 aparece	 la	 palabra	 ‘acusatorio’,	 caso	 de	 ‘sistema
acusatorio’	 o	 de	 ‘proceso	 acusatorio’,	 tienen	 un	 sentido	 exclusivamente
político,	 pues	 a	 la	 hora	 de	 precisar	 científicamente	 cuál	 es	 su	 contenido
jurídico,	contenido	que	debería	expresarse	en	garantía	procesal,	se	cuentan
tantos	 contenido	 como	 intentos	 de	 explicación	 pueden	 leerse.	 Por	 ello	 si
todos	 llegáramos	 a	 estar	 de	 acuerdo	 en	 que	 ‘lo	 acusatorio’	 expresa	 un
eslogan	político	no	existiría	por	mi	parte	renuencia	a	utilizar	esas	palabras.”
(Montero	 Aroca,	 Juan,	 “El	 principio	 acusatorio	 entendido	 como	 eslogan
político”,	“Ius	et	veritas”,	Lima,	Editorial	PUCP,	Año	XVI,	Número	33,	agosto
del	2007,	pág.	208	a	221)
D.	Leg.	957.
ART.	V.—Competencia	judicial.
1.	 Corresponde	 al	 órgano	 jurisdiccional	 la	 dirección	de	 la	 etapa
intermedia	 y,	 especialmente,	 del	 juzgamiento,	 así	 como	 expedir
las	sentencias	y	demás	resoluciones	previstas	en	la	ley.
2.	Nadie	puede	ser	sometido	a	pena	o	medida	de	seguridad	sino
por	resolución	del	órgano	jurisdiccional	determinado	por	la	ley.
D.	Leg.	957.
ART.	Vl.—Legalidad	de	las	medidas	limitativas	de	derechos.
Las	medidas	que	limitan	derechos	fundamentales,	salvo	las
excepciones	previstas	en	la	Constitución,	sólo	podrán	dictarse	por
la	autoridad	judicial,	en	el	modo,	forma	y	con	las	garantías
previstas	por	la	ley.	Se	impondrán	mediante	resolución	motivada,
a	instancia	de	la	parte	procesal	legitimada.	La	orden	judicial	debe
sustentarse	en	suficientes	elementos	de	convicción,	en	atención	a
la	naturaleza	y	finalidad	de	la	medida	y	al	derecho	fundamental
objeto	de	limitación,	así	como	respetar	el	principio	de
proporcionalidad.
DOCTRINA.—El	principio	de	legalidad	en	un	Estado	social	de	derecho.
“El	cambio	político	de	un	Estado	liberal	de	derecho,	fundado	en	la	soberanía
nacional	y	en	el	principio	de	legalidad,	a	un	Estado	social	de	derecho	cuyos
fines	esenciales	son,	entre	otros,	el	servicio	a	 la	comunidad,	 la	garantía	de
efectividad	 de	 los	 principios,	 derechos	 y	 deberes	 constitucionales	 y	 la
protección	de	los	derechos	y	libertades	(…),	presupone	la	renuncia	a	teorías
absolutas	 de	 la	 autonomía	 legislativa	 en	 materia	 de	 política	 criminal.	 La
estricta	protección	de	los	bienes	jurídicos	y	los	derechos	inalienables	de	la
persona	(…),	tornan	la	dignidad	e	integridad	del	infractor	penal	en	límite	de
la	autodefensa	social.	El	contenido	axiológico	de	la	Constitución	constituye
un	 núcleo	 material	 que	 delimita	 el	 ejercicio	 de	 la	 función	 pública	 y	 la
responsabilidad	 de	 las	 autoridades	 (…).	 Con	 su	 elemento	 social,	 la
Constitución	complementa,	en	el	terreno	de	la	coerción	pública,	la	voluntad
con	la	razón.	Sólo	el	uso	proporcionado	del	poder	punitivo	del	Estado,	esto
es	acorde	con	el	marco	de	derechos	y	libertades	constitucionales,	garantiza
la	vigencia	de	un	orden	social	justo,	fundado	en	la	dignidad	y	la	solidaridad
humanas.
En	 consecuencia,	 la	 calidad	 y	 la	 cantidad	 de	 la	 sanción	 no	 son	 asuntos
librados	exclusivamente	a	la	voluntad	democrática.	La	Constitución	impone
claros	 límites	 materiales	 al	 legislador	 (…).	 Del	 principio	 de	 igualdad,	 se
derivan	los	principios	de	razonabilidad	y	proporcionalidad	que	justifican	la
diversidad	de	trato	pero	atendiendo	a	las	circunstancias	concretas	del	caso
(…),	juicio	que	exige	evaluar	la	relación	existente	entre	los	fines	perseguidos
y	los	medios	utilizados	para	alcanzarlos”.	(C.	Const.	de	Colombia,	Sent.	C-70,
feb.	22/96.	M.P.	Eduardo	Cifuentes	Muñoz)
D.	Leg.	957.
ART.	Vll.—Vigencia	e	interpretación	de	la	ley	procesal	penal.
1.	 La	 ley	 procesal	 penal	 es	 de	 aplicación	 inmediata,	 incluso	 al
proceso	 en	 trámite,	 y	 es	 la	 que	 rige	 al	 tiempo	 de	 la	 actuación
procesal.	Sin	embargo,	continuarán	rigiéndose	por	la	ley	anterior,
los	 medios	 impugnatorios	 ya	 interpuestos,	 los	 actos	 procesales
con	principio	de	ejecución	y	los	plazos	que	hubieran	empezado.
2.	 La	 ley	procesal	 referida	 a	derechos	 individuales	que	 sea	más
favorable	al	 imputado,	expedida	con	posterioridad	a	 la	actuación
procesal,	 se	 aplicará	 retroactivamente,	 incluso	 para	 los	 actos	 ya
concluidos,	si	fuera	posible.
3.	 La	 ley	 que	 coacte	 la	 libertad	 o	 el	 ejercicio	 de	 los	 derechos
procesales	 de	 las	 personas,	 así	 como	 la	 que	 limite	 un	 poder
conferido	 a	 las	 partes	 o	 establezca	 sanciones	 procesales,	 será
interpretada	 restrictivamente.	 La	 interpretación	 extensiva	 y	 la
analogía	quedan	prohibidas	mientras	no	favorezcan	la	libertad	del
imputado	o	el	ejercicio	de	sus	derechos.
4.	En	caso	de	duda	insalvable	sobre	la	ley	aplicable	debe	estarse	a
lo	más	favorable	al	reo.
JURISPRUDENCIA.—Aplicación	temporal	(inmediata)	de	la	norma
procesal	penal.	“(...)	Cuando	una	norma	procesal	entra	en	vigencia,	la
regulación	que	impone	alcanza	sólo	a	aquellos	actos	que	están	por	realizarse;
vale	decir	que	dicha	normatividad	no	afecta	a	los	actos	que	en	el	proceso	en
trámite	ya	se	realizaron	al	amparo	de	la	norma	procesal	anterior,	toda	vez
que,	de	hacerlo,	se	la	estaría	aplicando	en	forma	retroactiva,	situación
prohibida	por	la	Constitución	y	porque	la	aplicación	inmediata	a	partir	de	su
vigencia	tiene	como	presupuesto	mejorar	el	desenvolvimiento	del	proceso	en
garantía	de	los	derechos	de	los	justiciables,	pues	toda	norma	de	procedimiento
tiene	carácter	instrumental	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	3190-2004-AA/TC,	nov.
02/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Aplicación	inmediata	de	la	norma	procesal.	“(...).	5.	A
diferencia	de	lo	que	ocurre	en	el	derecho	penal	material,	la	doctrina	coincide
en	que	en	el	derecho	procesal	penal	la	regla	es	distinta.	‘El	ámbito	de	vigencia
temporal	 de	 la	 ley	 penal	 se	 precisa	 a	 través	 de	 la	 prohibición	 de	 la
retroactividad.	La	penalidad	tiene	que	estar	expresamente	determinada,	antes
que	el	hecho	sea	cometido.	La	retroactividad	de	la	ley	penal	hace	referencia	a
la	 penalidad,	 a	 los	 fundamentos	 de	 la	 penalidad.	 La	 prohibición	 de	 la
retroactividad	tiene	que	ver	con	todos	los	presupuestos	materiales	de	la	pena,
pero	no	con	las	normas	procesales	(...)’
Desde	 esta	 perspectiva,	 este	 tribunal	 estima	 que	 no	 son	 de	 aplicación
retroactiva	 las	 disposiciones	 que	 tienen	 carácter	 sancionador,	 como,	 por
ejemplo,	 las	 que	 tipifican	 infracciones,	 establecen	 sanciones	 o	 presupuestos
para	su	imposición,	o	las	restrictivas	o	limitativas	de	derechos.	La	aplicación
de	la	norma	vigente	al	momento	de	la	comisión	del	hecho	delictivo	constituye,
en	efecto,	una	consecuencia	del	principio	de	legalidad	penal,	en	su	variante	de
lex	praevia.	La	exigencia	de	ley	previa	constituye	una	garantía	emergente	de
la	 propia	 cláusula	 del	 estado	 de	 derecho	 (Art.	 43	 de	 la	 Constitución),	 que
permite	 al	 ciudadano	 conocer	 el	 contenido	 de	 la	 prohibición	 y	 las
consecuencias	jurídicas	de	sus	actos.
En	 cambio,	 tratándose	 de	 disposiciones	 de	 carácter	 procesal,	 ya	 sea	 en	 el
plano	 jurisdiccional	 o	 netamente	 administrativo-penitenciario,	 el	 criterio	 a
regir,	prima	facie	(...)	es	el	de	la	eficacia	inmediata	de	la	ley	procesal.	(...)”.	(TC,
Exp.	N°	1593-2003.	Pres.	Alva	Orlandini)
DOCTRINA.—Aplicación	favorable	de	la	 ley	penal.	 “Dicho	principio	que
constituye	 una	 excepción	 a	 la	 regla	 general	 según	 la	 cual	 las	 leyes	 rigen
hacia	 el	 futuro,	 surge	 de	 la	 máxima	 ‘favoralia	 amplianda	 sunt,	 odiosa
restringenda’	 (lo	 favorable	 debe	 ampliarse	 y	 lo	 odioso	 restringirse),	 y
solamente	tiene	operancia	cuando	existe	sucesión	de	leyes.
Frente	a	la	sucesión	de	leyes	en	el	tiempo,	el	principio	favor	libertatis,	que
en	materia	penal	está	llamado	a	tener	más	incidencia,	obliga	a	optar	por	la
alternativa	normativa	más	favorable	a	la	libertad	del	imputado	o	inculpado.
(…)	“.	 (C.	Const.	de	Colombia,	Sent.	C-581.	 jun.	06/2001.	M.P.	 Jaime	Aráujo
Rentería)
DOCTRINA.—Aplicación	 favorable	 de	 las	 normas	del	 Código	Procesal
Penal.	 “(…)	 las	 normas	 que	 se	 dictaron	 para	 la	 dinámica	 del	 sistema
acusatorio	 colombiano,	 son	 susceptibles	 de	 aplicarse	 por	 favorabilidad	 a
casos	que	se	encuentren	gobernados	por	el	Código	de	Procedimiento	Penal
de	2000,	a	condición	de	que	no	se	refieran	a	instituciones	propias	del	nuevo
modelo	procesal	y	de	que	los	referentes	de	hecho	en	los	dos	procedimientos
sean	idénticos.	(…)”.	(CSJ,	Cas.	Penal,	Auto.	may.	04/2005,	Rad.	19094.	M.P.
Yesid	Ramírez	Bastidas)
D.	Leg.	957.
ART.	Vlll.—Legitimidad	de	la	prueba.
1.	Todo	medio	de	prueba	será	valorado	sólo	si	ha	sido	obtenido	e
incorporado	 al	 proceso	 por	 un	 procedimiento
constitucionalmente	legítimo.
2.	 Carecen	 de	 efecto	 legal	 las	 pruebas	 obtenidas,	 directa	 o
indirectamente,	 con	 violación	 del	 contenido	 esencial	 de	 los
derechos	fundamentales	de	la	persona.
3.	La	inobservancia	de	cualquier	regla	de	garantía	constitucional
establecida	a	favor	del	procesado	no	podrá	hacerse	valer	en	su
perjuicio.
JURISPRUDENCIA.—Los	documentos	privados	obtenidos	con	violación
de	los	derechos	fundamentales	no	tienen	efecto	legal.	“(...)	En	efecto,
conforme	lo	establece	la	última	parte	del	artículo	2°,	inciso	10),	de	la
Constitución,	los	documentos	privados	obtenidos	con	violación	de	los
preceptos	anteriormente	señalados,	no	tienen	efecto	legal.	Ello,	de	momento,
supone	que	por	la	forma	como	se	han	recabado	los	mensajes	que	han	sido
utilizados	en	el	cuestionado	proceso	(…),	su	valor	probatorio	carece	de	todo
efecto	jurídico	(…).	Se	trata,	pues,	en	el	fondo,	de	garantizar	que	los	medios	de
prueba	ilícitamente	obtenidos	no	permitan	desnaturalizar	los	derechos	de	la
persona	ni,	mucho	menos,	y	como	es	evidente,	que	generen	efectos	en	su
perjuicio.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	1058-2004-AA/TC,	ago.	18/2004.	Pres.	Alva
Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—No	es	lo	mismo	la	prueba	ilícita	que	la	prueba
irregular.	“(…)	La	prueba	ilícita	o	prueba	prohibida,	son	sinónimos,	si	se	les
entiende	como	la	prueba	que	ha	sido	originalmente	obtenida	mediante	la
violación	de	derechos	constitucionales,	o	también	a	la	prueba	que	se	deriva	de
ella,	conocida	como	teoría	de	los	frutos	del	árbol	envenenado	(que	no	es	el
presente	caso).	Otro	concepto	diferente	es	el	de	la	prueba	irregular,
defectuosa	o	incompleta,	que	se	da	mediante	la	inobservancia	de	formalidades
(violación	de	regla	procesal),	que	puede	ser	valorada	en	la	medida	que	sea
subsanada,	de	lo	contrario,	tendrá	efecto	similar	a	la	prueba	prohibida,	pero
con	la	diferencia,	que	esta	modalidad	de	prueba	ilícita,	no	genera	efecto
reflejo,	es	decir,	que	su	invalidez	no	alcanza	a	las	que	se	pudieran	derivar	de
ésta,	siempre	que	obtengan	o	incorporen	lícitamente.”	(CS,	Apelación	04-
2007-Trujillo,	ago.	13/2007.	Pres.	Burgos	Mariños)
JURISPRUDENCIA.—Si	la	acción	de	verificación	no	es	notificada	carece
de	valor	probatorio:	prueba	incriminatoria	ilícitamente	obtenida.	“(…)
14.	De	la	revisión	de	autos	se	desprende	que:	a)	(…)	el	gerente	de	auditoría
interna	de	la	Municipalidad	Distrital	(…)	dirige	el	Oficio	N°	116-2004-GAI	al
Ministro	del	Interior,	solicitándole	la	investigación	de	las	denuncias	y	lista	de
ascenso	de	miembros	de	la	Policía	Nacional	del	Perú	y	de	un	comandante	de	la
Marina,	halladas	en	los	archivos	de	las	computadores	de	la	oficina	de
ejecución	coactiva	de	la	referida	municipalidad,	en	la	acción	de	verificación
realizada	el	17	de	febrero	del	2004	(…);	b)	Debe	señalarse	que	dicha	acción	de
verificación	nunca	le	fue	notificada	al	actor	(…);	se	realizó	sin	su	presencia,	sin
levantarse	un	acta	y	ni	siquiera	una	constancia	de	lo	que	se	registró,	grabó	e
incautó,	vulnerándose	no	sólo	su	derecho	a	la	defensa	(artículo	139,	inciso	14),
de	la	Constitución)	sino	su	derecho	a	la	reserva	en	las	comunicaciones
(artículo	2°,	inciso	10),	de	la	Constitución),	convirtiéndose	esta	supuesta
prueba	incriminatoria	en	ilícitamente	obtenida,	por	ende	careciendo	de	valor
probatorio	(…).”	(TC,	Exp.	1767-2007-PA/TC,	ago.	22/2008.	Pres.	Gonzáles
Ojeda)
JURISPRUDENCIA.—La	“teoría	de	la	ponderación	de	los	intereses	en
conflicto”	permite	excepcionalmente	la	valoración	de	una	fuente	de
prueba	ilegal.	“(...)	que	si	se	asume	la	concepción	o	‘teoría	de	la	ponderación
de	los	intereses	en	conflicto’,	es	de	puntualizar	como	sustento	inicial	de	esa
línea	teórica	que	ante	un	incumplimiento	de	un	requisito	de	producción	de	un
elemento	probatorio	–ausencia	de	flagrancia	delictiva	en	el	caso	de	un
allanamiento	o	entrada	y	registro–	no	necesariamente	sigue	una	prohibición
de	valoración,	pues	en	esos	casos,	sin	perjuicio	de	reconocer	que	en	la
generalidad	de	los	mismos	la	regla	de	exclusión	tendrá	plena	operatividad,	es
de	tener	en	cuenta,	de	un	lado,	el	peso	de	la	infracción	de	procedimiento
incurrida	–en	este	caso,	la	inviolabilidad	domiciliaria–,	su	importancia	para	la
esfera	jurídicamente	protegida	del	afectado	y	la	consideración	de	que	la
verdad	no	debe	ser	investigada	a	cualquier	precio,	cuanto,	por	otro	lado,	los
intereses	de	una	efectiva	persecución	penal	–que	no	merme	la	confianza
ciudadana	en	el	proceso	penal	y	la	propia	justicia,	de	suerte	que	en	casos
singularmente	graves	y	excepcionales	es	posible	reconocer	validez	de
valoración	a	una	fuente	de	prueba	obtenida	en	esas	circunstancias	cuando,	a
final	de	cuentas,	la	vulneración	denunciada,	en	el	caso	concreto,	importe	una
afectación	de	menor	entidad	frente	a	la	gravedad	del	delito	objeto	de
acreditación	–su	propia	dimensión	como	consecuencia	del	estrago	generado–
y,	en	especial,	a	las	circunstancias	que	determinaron	su	obtención,	en	la	que	la
noción	de	urgencia	o	inevitabilidad	y	el	comportamiento	y	niveles	de
seguridad	adoptados	por	lo	autoridad	legítima	para	la	consecución	de	la
evidencia	será	determinante”	(CS,	R.	N.	4826-2005-Lima,	jul.	19/2007.	S.	S.
Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA.—Prueba	ilegal	resulta	válida	si	se	acredita	que
existían	indicios	suficientes	para	creer	que	el	juez	hubiera	permitido	la
intervención.	“(...)	en	la	sentencia	recaída	en	el	asunto	Souza	contra	Estados
Unidos	resuelto	por	la	Suprema	Corte	de	Estados	Unidos	(mil	novecientos
ochenta	y	cuatro),	en	cuya	virtud	se	atenúa	la	regla	de	exclusión	cuando	una
prueba	se	obtenga	sin	orden	judicial	siempre	que	se	acredite	que	en	el
momento	del	registro	ya	existían	indicios	suficientes	para	que	el	juez	la
hubiera	emitido	de	haberla	solicitado;	que	esto	último	ocurrió	en	el	presente
caso,	pues	estando	acreditado	que	uno	de	los	lugares	que	visitaba	el	acusado
(...)	era	la	vivienda	de	la	acusada	(...)	quien	por	lo	demás	tenía	una
requisitoria	por	delito	de	traición	a	la	patria,	era	muy	probable	que	en	dicho
predio	se	albergaría	a	dirigentes,	cuadros	y	militantes	de	la	organización
terrorista	de	Sendero	Luminoso	o	bienes	delictivos	vinculados	a	la	misma	(...)
decidieron	intervenir	simultáneamente	a	ambos	acusados	–con	una	diferencia
de	treinta	minutos–,	y	evitar	de	este	modo	que	la	acusada	(...)	sea	avisada	de
la	intervención	policial	de	su	conviviente	el	acusado	(...)	es	que	se	descubrió	un
cúmulo	de	evidencias	(...)	que,	por	tanto,	el	objeto	del	allanamiento
domiciliario	no	ha	sido	desproporcionado	con	los	propósitos	legítimos
perseguidos,	tiene	justificación	razonable	y	fue	compatible	con	las
circunstancias	particulares	del	caso,	por	lo	que	no	se	está	frente	a	una	prueba
de	valoración	prohibida	por	existir	una	excepción	razonable	que	la	permite:
que,	en	ese	sentido,	esta	fuente	de	prueba	es	jurídicamente	admisible	y	debe
ser	incorporada	al	proceso	como	un	medio	de	prueba	excepcionalmente
válido”	(CS,	R.	N.	4826-2005-Lima,	jul.	19/2007.	S.	S.	Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA.—CS:	la	víctima	de	un	delito	puede	proveerse	de	algún
medio	o	grabación	no	autorizada	para	acreditar	el	objeto	de	su
denuncia.	“Por	otro	lado,	alega	la	acusada	que	se	vulneró	su	derecho	a	la
intimidad	–y	la	inviolabilidad	del	secreto	de	las	comunicaciones–,	porque	los
audios	se	grabaron	sin	su	consentimiento.	Al	respecto,	cabe	acotar	que	la
grabación	realizada	por	el	particular	(...),	que	supuso	una	injerencia	en	la
intimidad	de	la	acusada	(...),	tiene	que	analizarse	y	valorarse	de	acuerdo	con
los	intereses	en	conflicto	en	el	caso	concreto:	la	intimidad	y	el	interés	en	la
persecución	y	castigo	del	delito.	Esta	grabación	de	una	conversación	privada
realizada	por	uno	de	los	protagonistas,	contenía	la	presunta	comisión	de	un
delito	de	la	que	era	víctima,	pues	el	supuesto	de	hecho	era	la	entrega	de	una
suma	de	dinero	que	se	había	realizado	a	una	funcionaria	por	un	particular,
para	que	interceda	en	un	asunto	de	competencia	de	otros	funcionarios
públicos;	es	decir,	un	delito	de	tráfico	de	influencias.	Asimismo,	con	la	misma,
pretendió	facilitar	su	averiguación	–identificando	a	la	autora–,	persecución	y
posterior	castigo	–existió	una	justificación	y	la	grabación	no	se	hizo	para
divulgar	secretos	o	datos	de	la	intimidad	del	grabado,	para	chantajearlo	u
obtener	alguna	prueba	de	hechos	no	delictivos–.	Si	a	la	presunta	víctima	le
asiste	el	derecho	de	denunciar	el	delito,	tiene	que	considerarse	legítimo	que	se
provea	de	algún	medio	para	acreditar	el	objeto	de	su	denuncia	[salvo	el	caso
del	delito	provocado),	siempre	que	este	medio	sea	constitucionalmente
permitido	y	no	integre,	a	su	vez,	una	infracción	criminal.	Por	tanto,	la
grabación	de	esta	conversación	aportada	al	proceso	como	prueba,	no	se
encontraba	en	el	ámbito	intangible	por	antonomasia	de	la	vida	personal;	así
como	también,	en	su	lícita	valoración,	prima	el	interés	en	la	averiguación	de
la	verdad,	frente	a	la	protección	de	la	vida	privada,	porque	el	delito	de	tráfico
de	influencias	es	grave	y	sancionado	con	pena	de	hasta	de	ocho	años.	Dentro
de	este	contexto,	en	aplicación	del	principio	de	la	ponderación	de	intereses,
prima	el	interés	público	a	la	averiguación	de	la	verdad,	sobre	el	interés	del
particular	a	la	intimidad.	No	puede	olvidarse,	que	se	comprobó	la
autenticidad	de	esta	prueba	y	se	incorporó	al	juicio	oral,	para	ser	sometida	a
contradicción	y	a	la	valoración	del	juzgador”.	(CS,	R.	N.	3824-2012-Del	Santa,
set.	09/2013.	V.	P.	Lecaros	Cornejo)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema:	grabación	o	escucha	subrepticia	de
una	conversación	privada	no	siempre	constituye	prueba	prohibida.	“(...)
es	preciso	puntualizar	que	la	doctrina	y	la	jurisprudencia	nacional	distinguen
entre	el	criterio	estricto	de	la	prueba	ilícita	(o	prueba	prohibida)	y	el	criterio
amplio	(prueba	irregular	o	ilegal);	así,	se	entiende	como	prueba	ilícita	aquella
producida	a	raíz	de	la	infracción	de	los	derechos	fundamentales	consagrados
en	la	Constitución	y	como	prueba	irregular	aquella	producida	por	la
infracción	de	la	legalidad	ordinaria	(...)	‘La	prueba	debe	descartarse	por
ineficaz,	siempre	y	cuando	su	obtención	dependa	directa	y	necesariamente	de
la	violación	de	una	garantía	constitucional	o	bien	sea	una	consecuencia
inmediata	de	dicha	violación.	Por	tanto,	no	pueden	aceptarse	como	pruebas
las	evidencias	obtenidas	mediante	violaciones	de	domicilio,	interferencias
clandestinas	de	comunicaciones	telefónicas,	interceptación	y	violación	de
correspondencia,	torturas,	etcétera,	porque	se	transformaría	a	la	justicia	en
receptora	y	cohonestadora	de	resultados	ilegales’	(...)	conviene	también
indicar	que	en	doctrina	se	formulan	diversas	excepciones	a	la	teoría	de	la
prueba	ilícita,	entre	las	cuales	se	halla	que:	‘(...)	la	grabación	o	escucha
subrepticia	de	una	conversación	privada	no	siempre	constituye	una
vulneración	de	los	derechos	a	la	intimidad,	secreto	e	inviolabilidad	de	las
comunicaciones	personales,	ni	siempre	determina	su	invalidez	probatoria’,
pues	‘desde	la	perspectiva	de	la	intangibilidad	de	los	derechos	vinculados	a	la
intimidad	personal,	las	grabaciones	o	escuchas	secretas	deberán	considerarse
pruebas	lícitas	y	válidas	siempre	que:	a)	al	menos	uno	de	los	interlocutores
que	intervienen	en	la	conversación	tenga	conocimiento	de	la	grabación;	y	b)	el
contenido	utilizable	de	la	conversación	no	pertenezca	al	ámbito	privado	o
íntimo	de	los	interlocutores	grabados,	lo	cual	no	sucederá	cuando	ella	esté
referida	a	la	comisión	de	hechos	punibles,	cuya	persecución	sea	de	carácter
público,	lo	cual	ocurrirá	generalmente	(...)	no	puede	fundamentarse	la
existencia	de	un	deber	de	guardar	secreto	a	cargo	del	interlocutor	que	graba
o	que	permite	la	escucha,	esto	es,	en	tales	casos	el	peligro	de	posterior	difusión
de	la	conversación	constituye	un	riesgo	jurídicamente	permitido	que	debe
asumir	todo	interlocutor’”.	(C.	S,	Cas.	248-2013-Lima,	nov.	05/2013.	V.	P.
Almenara	Bryson)
	
DOCTRINA.—A	 diferencia	 de	 la	 prueba	 ilegal,	 la	 prueba	 ilícita	 no
puede	validarse.	“La	prueba	‘ilícita’	difiere	de	la	‘ilegal’	o	‘irregular’,	que	no
pretermite	un	precepto	constitucional	fundamental	sino	uno	de	índole	legal,
en	 sentido	 amplio,	 de	 suerte	 que	 será	 la	 tipología	 normativa	 objeto	 de
infracción,	 en	 esta	 tesitura,	 la	 llamada	 a	 determinar	 si	 se	 está	 ante	 una	 u
otra	 clase	 de	 prueba,	 sobre	 todo	 a	 partir	 de	 la	 noción	 de	 derechos	 o
garantías	 fundamentales.	 Si	 es	 la	 Carta	 Política	 la	 quebrantada,
particularmente	uno	o	varios	derechos	de	la	mencionada	estirpe,	la	prueba
se	tildará	de	ilícita,	mientras	que	si	la	vulnerada	es	una	norma	legal	relativa
a	 otra	 temática	 o	 contenido,	 se	 calificará	 de	 ilegal	 o	 irregular	 distinción
significativa	por	sus	consecuencias,	 ‘ad	exemplum,	se	señala	que	la	prueba
ilícita,	 en	 línea	 de	 principio,	 no	 es	 pasible	 de	 valoración	 judicial,	 como
quiera	 que	 carece	 de	 eficacia	 demostrativa	 –desde	 luego,	 con	 algunas
puntales	excepciones	a	partir	de	 la	adopción	del	criterio	o	postulado	de	 la
proporcionalidad–,	al	paso	que	 la	 ilegal	o	 irregular	si	 lo	será,	aspecto	éste,
por	 lo	 demás,	 no	 pacífico	 en	 el	 derecho	 comparado’	 (...)	 ‘el	 defecto	 que
estigmatiza	 una	 prueba	 ilícita	 es	 insubsanable,	 a	 la	 vez	 que	 no	 pueden
aplicarse	 respecto	 de	 ella	 los	 diversos	 mecanismos	 de	 convalidación	 que
pueda	 prever	 el	 ordenamiento,	 mientras	 que	 los	 defectos	 que	 acuse	 la
prueba	 ilegal	 pueden	 ser,	 por	 el	 contrario,	 subsanados	 e,	 inclusive,	 puede
acontecer	que	a	pesar	de	 la	 irregularidad	el	elemento	persuasivo	no	sufra
menoscabo.”	 (Corte	 Suprema	 de	 Justicia	 de	 Colombia,	 Sala	 Civil,	 Sent.
11001311000420040055601-09,	 nov.	 24/2009.	 M.	 P.	 William	 Namén
Vargas)
DOCTRINA.—Exclusión	de	prueba	ilícita.	 “(...)	el	mandato	constitucional
de	 exclusión	 de	 las	 pruebas	 obtenidas	 con	 violación	 del	 debido	 proceso
exige	 que	 el	 funcionario	 judicial	 de	 manera	 expresa	 determine	 que	 la
prueba	viciada	no	puede	continuar	formando	parte	del	expediente.	Si	bien	la
carta	 señala	 que	 dicha	 prueba	 es	 ‘nula	 de	 pleno	 derecho’,	 de	 los
antecedentes	 en	 la	 asamblea	 constituyente	 y	 de	 la	 finalidad	 de	 la	 norma
constitucional,	se	infiere	que	los	derechos	y	principios	constitucionales	son
efectivamente	garantizados	cuando	hay	una	decisión	explícita	de	exclusión
que	ofrezca	certeza	sobre	las	pruebas	que	no	podrán	usarse	en	el	proceso	y
que	 no	 pueden	 ser	 fundamento	 ni	 de	 la	 acusación	 ni	 de	 la	 sentencia.	 La
exclusión	 de	 la	 prueba	 viciada	 exige	 que	 esta	 no	 forme	 parte	 de	 la
convicción,	 de	 tal	 manera	 que	 el	 funcionario	 no	 puede	 considerarla.	 Las
cuestiones	 relativas	 a	 la	manera	 como	 debe	 realizarse	 desde	 el	 punto	 de
vista	 material	 la	 exclusión	 de	 la	 prueba	 viciada,	 al	 instrumento	 procesal
para	 exigir	 su	 exclusión	 y	 a	 la	 situación	 del	 funcionario	 judicial	 que	 haya
mantenido	 la	 prueba	 viciada,	 así	 como	 otras	 sobre	 esta	 materia,	 se
encuentran	dentro	del	ámbito	de	la	potestad	de	configuración	del	legislador.
Cuando	este	decida	ejercerla	en	el	 futuro,	habrá	de	hacerlo	obviamente	de
conformidad	con	la	Constitución”.	(C.	Const.	de	Colombia,	Sent.	T-453,	may.
02/2005.	M.P.	Manuel	José	Cepeda	Espinosa)
DOCTRINA.—Pruebas	 no	 deben	 vulnerar	 innecesariamente	 la	 vida
íntima	 de	 la	 víctima.	 “(…)	 En	 conclusión	 (…)	 vulneró	 los	 derechos	 a	 la
intimidad	y	al	debido	proceso	de	la	víctima,	al	admitir,	practicar	y	dejar	de
excluir	pruebas	que	estaban	orientadas	a	indagar	sobre	el	comportamiento
sexual	de	 la	víctima	con	anterioridad	a	 los	hechos	objeto	de	 investigación,
sin	 que	 la	 limitación	 de	 su	 derecho	 a	 la	 intimidad	 fuera	 razonable	 y
proporcionada.	 Este	 llevó	 a	 que	 el	 proceso	 penal	 se	 apartara	 de	 sus
finalidades	 primigenias	 –la	 realización	 de	 la	 justicia	 y	 la	 aclaración	 de	 la
verdad–	y	se	transformara	en	un	mecanismo	de	reproducción	de	prejuicios
sociales	 adversos	 a	 las	 mujeres	 víctimas	 de	 conductas	 que	 podrían
configurar	delitos	en	contextos	sexuales.	(…)”.	(C.	Const.	de	Colombia,	Sent.
T-453,	may.	02/2005.	M.P.	Manuel	José	Cepeda	Espinosa)
DOCTRINA.—Prueba	ilícita.	“(…)	el	Ministerio	Público	habría	presentado,
en	 su	 acusación	 fiscal,	 la	 lista	 de	 testigos	 sin	 indicar	 los	 puntos	 sobre	 los
cuales	 éstos	 deben	 declarar,	 no	 significa	 inobservancia	 de	 garantías
fundamentales,	 lo	que	habría	ocurrido	 sólo	 si	 el	medio	de	prueba	hubiere
sido	obtenido	ilícitamente,	por	la	Fiscalía,	produciéndose	la	vulneración	del
derecho	 al	 debido	 proceso	 (…)	 la	 defensa	 ha	 tomado	 oportuno	 y	 cabal
conocimiento	de	la	prueba	que	el	Ministerio	Público	usará	para	sostener	su
acusación	 en	 el	 juicio	 oral	 respectivo,	 de	 modo	 que	 el	 citado	 derecho	 al
debido	 proceso	 y	 a	 la	 adecuada	 defensa	 han	 quedado	 protegidos	 con	 la
oportuna	 presentación	 de	 la	 nómina	 de	 testigos,	 no	 produciéndose	 el
desequilibrio	 entre	 los	 intervinientes	 (…)”.	 (Corte	 Apelaciones	 de
Coyhaique,	Rol	N°	13-2006,	feb.	08/2006.	Pres.	Carlos	Oliver	Cárdenas)
D.	Leg.	957.
ART.	IX.—Derecho	de	defensa.
1.	Toda	persona	tiene	derecho	inviolable	e	irrestricto	a	que	se	le
informe	de	 sus	derechos,	 a	 que	 se	 le	 comunique	de	 inmediato	 y
detalladamente	 la	 imputación	 formulada	 en	 su	 contra,	 y	 a	 ser
asistida	por	un	abogado	defensor	de	su	elección	o,	en	su	caso,	por
un	 abogado	 de	 oficio,	 desde	 que	 es	 citada	 o	 detenida	 por	 la
autoridad.	También	tiene	derecho	a	que	se	le	conceda	un	tiempo
razonable	para	que	prepare	su	defensa;	a	ejercer	su	autodefensa
material;	 a	 intervenir,	 en	 plena	 igualdad,	 en	 la	 actividad
probatoria;	y,	en	las	condiciones	previstas	por	la	ley,	a	utilizar	los
medios	de	prueba	pertinentes.	El	ejercicio	del	derecho	de	defensa
se	extiende	a	todo	estado	y	grado	del	procedimiento,	en	la	forma	y
oportunidad	que	la	ley	señala.
2.	Nadie	puede	ser	obligado	o	inducido	a	declarar	o	a	reconocer
culpabilidad	contra	sí	mismo,	contra	su	cónyuge,	o	sus	parientes
dentro	del	cuarto	grado	de	consanguinidad	o	segundo	de	afinidad.
3.	El	proceso	penal	garantiza,	también,	el	ejercicio	de	los
derechos	de	información	y	de	participación	procesal	a	la	persona
agraviada	o	perjudicada	por	el	delito.	La	autoridad	pública	está
obligada	a	velar	por	su	protección	y	a	brindarle	un	trato	acorde
con	su	condición.
JURISPRUDENCIA.—Contenido	del	derecho	de	defensa.	 “(...)	 El	 contenido
constitucionalmente	 protegido	 del	 derecho	 de	 defensa,	 garantiza	 que	 toda
persona,	natural	o	 jurídica,	 sometida	a	un	proceso	 jurisdiccional,	 cualquiera
que	 sea	 la	 materia	 de	 que	 este	 se	 trate,	 no	 pueda	 quedar	 en	 estado	 de
indefensión.	 La	 situación	 de	 indefensión	 que	 el	 programa	 normativo	 del
derecho	 de	 defensa	 repulsa	 no	 solo	 se	 presenta	 cuando	 el	 justiciable	 no	 ha
tenido	la	oportunidad	de	formular	sus	descargos	frente	a	las	pretensiones	de
la	 otra	 parte,	 sino	 también	 cuando,	 no	 obstante	 haberse	 realizado
determinados	actos	procesales	destinados	a	levantar	los	cargos	formulados	en
contra,	en	el	caso,	se	evidencie	que	la	defensa	no	ha	sido	real	y	efectiva	(…)”.
(TC,	Exp.	N°	3997-2005-PC/TC,	ago.	12/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Dimensiones	 del	 derecho	 de	 defensa:	 material	 y
técnica.	“(...)	el	derecho	de	defensa,	tiene	una	doble	dimensión:	una	material,
referida	al	derecho	del	imputado	de	ejercer	su	propia	defensa	desde	el	mismo
instante	 en	 que	 toma	 conocimiento	 de	 que	 se	 le	 atribuye	 la	 comisión	 de
determinado	 hecho	 delictivo;	 y	 otra	 formal,	 que	 supone	 el	 derecho	 a	 una
defensa	técnica;	esto	es,	al	asesoramiento	y	patrocinio	de	un	abogado	defensor
durante	todo	el	tiempo	que	dure	el	proceso	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	6260-2005,	set.
12/2005.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Derecho	de	defensa	y	debido	proceso.	“(...)	el	derecho
de	 defensa	 constituye	 un	 derecho	 fundamental	 de	 naturaleza	 procesal	 que
conforma,	 a	 su	 vez,	 el	 ámbito	 del	 debido	 proceso,	 y	 sin	 el	 cual	 no	 podría
reconocerse	 la	 garantía	 de	 este	 último.	 Por	 ello,	 en	 tanto	 derecho
fundamental,	 se	 proyecta	 como	 principio	 de	 interdicción	 para	 afrontar
cualquier	 indefensión	 y	 como	 principio	 de	 contradicción	 de	 los	 actos
procesales	que	pudieran	repercutir	en	la	situación	jurídica	de	algunas	de	las
partes,	 sea	 en	 un	 proceso	 o	 procedimiento,	 o	 en	 el	 caso	 de	 un	 tercero	 con
interés	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 8605-2005-AA/TC,	 nov.	 14/2005.	 Pres.	 Alva
Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Derecho	de	defensa	como	principio	de	interdicción.
“(...)	Se	precisa	que	el	derecho	de	defensa	se	proyecta	como	un	principio	de
interdicción	de	ocasionarse	indefensión	y	como	un	principio	de	contradicción
de	los	actos	procesales	que	pudieran	repercutir	en	la	situación	jurídica	de
algunas	de	las	partes	de	un	proceso	o	de	un	tercero	con	interés	(…)”.	(TC,	Exp.
N°	2659-2003-AA/TC,	jul.	02/2004.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Derecho	 de	 defensa	 incluye	 la	 oportuna
notificación.	 “(...)	 La	 observancia	 y	 respeto	 del	 derecho	 de	 defensa	 es
consustancial	 a	 la	 idea	 de	 un	 debido	 proceso,	 propio	 de	 una	 democracia
constitucional	que	tiene	en	el	respeto	de	la	dignidad	humana	al	primero	de	sus
valores	 (…)	quienes	participan	en	un	proceso	 judicial	para	 la	determinación
de	 sus	 derechos	 y	 obligaciones	 jurídicas	 tengan	 conocimiento,	 previo	 y
oportuno,	de	los	diferentes	actos	procesales	que	los	pudieran	afectar,	a	fin	de
que	tengan	la	oportunidad	de	ejercer,	según	la	etapa	procesal	de	que	se	trate,
los	 derechos	 procesales	 que	 correspondan	 (v.g.	 interponer	 medios
impugnatorios).
Como	quiera	que	su	ejercicio,	en	muchos	casos,	es	dependiente,	a	su	vez,	de
una	oportuna	notificación	de	los	actos	procesales,	los	problemas	que	se
puedan	derivar	de	la	carencia	de	notificación	no	son	ajenos	al	contenido
constitucionalmente	protegido	del	derecho	de	defensa.	Esa	relevancia
constitucional	de	la	notificación	de	los	actos	procesales,	sin	embargo,	no	se
extiende	a	cualquier	vicio	o	defecto	que	en	su	realización	se	pudiera	incurrir,
sino	sólo	en	los	casos	en	que	los	efectos	de	tales	vicios	pudieran	haber	dejado
en	estado	de	indefensión	a	los	sujetos	procesales	(…)	el	juzgamiento	de	un
defecto	o	vicio	en	el	acto	procesal	de	notificación	no	puede	circunscribirse	a
un	análisis	de	su	legalidad,	sino	en	relación	a	los	efectos	que	estos	pudieran
generar	en	el	ejercicio	efectivo	del	derecho	de	defensa.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	3741-
2004-AA/TC,	nov.	06/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—La	designación	del	defensor	de	oficio	no	puede
constituir	un	acto	meramente	formal	que	no	brinde	una	adecuada	tutela
al	derecho	de	defensa.	“Dicho	derecho	tiene	una	doble	dimensión:	una
material,	referida	al	derecho	del	imputado	o	demandado	de	ejercer	su	propia
defensa	desde	el	mismo	instante	en	que	toma	conocimiento	de	que	se	le
atribuye	la	comisión	de	determinado	hecho	delictivo,	y	otra	formal,	que
supone	el	derecho	a	una	defensa	técnica,	esto	es,	al	asesoramiento	y
patrocinio	de	un	abogado	defensor	durante	todo	el	tiempo	que	dure	el
proceso.
9.	Por	consiguiente,	esta	sala	considera	que	es	necesario	declarar	la	nulidad
de	todo	el	proceso	y	ordenarse	la	reposición	del	trámite	al	estado	inmediato
anterior	a	la	concurrencia	del	vicio,	con	el	fin	de	que	también	se	emplace	con
la	demanda	a	don	(...)	y	a	la	Dirección	Distrital	de	Defensa	Pública	y	Acceso	a
la	Justicia	de	La	Libertad,	para	que	se	realice	una	correcta	investigación
sumaria,	y	que,	como	consecuencia	de	aquello,	se	emita	nueva	resolución
debidamente	motivada.	Ello,	con	el	fin	de	otorgar	una	protección	eficaz	en
caso	de	que	existiesen	derechos	constitucionales	lesionados	(...),	toda	vez	que
la	designación	de	un	defensor	de	oficio	no	puede	constituir	un	acto	meramente
formal	que	no	brinde	una	adecuada	tutela	al	contenido	constitucionalmente
protegido	del	derecho	de	defensa”.	(TC,	Exp.	03989-2014-PHC/TC,	ago.
10/2015.	S.	S.	Miranda	Canales)
JURISPRUDENCIA.—TC	exhorta	al	Ministerio	de	Defensa	a	no	incurrir	en
acciones	u	omisiones	que	afecten	el	derecho	a	contar	con	los	medios	y
tiempo	necesario	para	preparar	la	defensa	solicitada	por	exministros.
“En	tal	sentido,	corresponde	rechazar	la	demanda	en	cuanto	a	la	alegada
afectación	al	derecho	de	defensa	(defensa	técnica),	toda	vez	que	no	resulta
posible	reponer	las	cosas	al	estado	anterior	a	la	denuncia	de	violación	de	tal
derecho	fundamental,	la	misma	que	se	encontraba	relacionada	con	la
contratación	de	un	determinado	abogado	especializado	para	su	defensa	en	la
investigación	seguida	en	su	contra	ante	el	Ministerio	Público
11.	No	ocurre	lo	mismo,	respecto	del	derecho	de	toda	persona	a	los	medios	y
tiempo	adecuados	para	la	preparación	de	su	defensa	(Expediente	01268-
2001-HC/TC),	pues	en	autos	aparecen	determinados	documentos	(...),
expedidos	por	el	Ministerio	de	Defensa,	que	evidencian	deficiencias	en	los
procedimientos	de	dicho	ministerio	respecto	del	pedido	del	demandante:	i)
deficiente	comunicación	de	los	trámites	para	acceder	a	los	beneficios	del
Decreto	Supremo	018-2002-PCM	para	aquellos	funcionarios	que	han	cesado	y
han	sido	denunciados	ante	el	Ministerio	Publico,	por	actos,	omisiones	o
decisiones	adoptadas	en	el	ejercicio	regular	de	sus	funciones;	ii)	funcionarios
que	opinan	favorablemente	sobre	la	certificación	presupuestaria	de	su	pedido
o	sobre	el	amparo	legal	de	dicho	pedido	y	otros	que	opinan	lo	contrario;	y	iii)
que	se	ha	superado	el	plazo	razonable	para	que	el	demandante	pueda	conocer
la	decisión	del	ministerio	sobre	su	pedido	y	así	poder	optar	por	aquello	que
mejor	convenga	a	sus	intereses	de	defensa,	más	aún	si	se	tiene	en	cuenta	que	el
Decreto	Supremo	018-2002-PCM,	establece	que	la	‘entidad	correspondiente
deberá	resolver	en	un	plazo	no	mayor	a	15	días	hábiles’,	mientras	que	en	el
caso	del	recurrente	prácticamente	se	llegó	a	los	2	meses	(...)
12.	Queda	claro	para	este	tribunal	que	el	beneficio	que	se	otorga	mediante	el
Decreto	Supremo	018-2002-PCM,	no	constituía	la	única	forma	de	ejercer	la
defensa	técnica	del	demandante,	pero	si	es	que	dicho	beneficio	se	solicitó,
entonces	la	entidad	emplazada	debió	otorgar	los	medios	y	tiempo	adecuados
para	dar	una	respuesta	rápida	al	peticionante,	de	modo	que	éste	resuelva	lo
pertinente	sobre	el	ejercicio	de	tal	defensa	(...)”.	(T.	C,	Exp.	01159-2014-
PHC/TC,	jul.	22/2015.	S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—TC:	el	Nuevo	Código	Procesal	Penal	del	2004
prohíbe	la	posibilidad	de	que	la	persona	pueda	prescindir	de	abogado
defensor	desde	que	es	citada	o	detenida.	“12.	Cabe	señalar	asimismo	que	el
Nuevo	Código	Procesal	Penal	del	2004,	en	su	artículo	IX	del	Título	Preliminar,
establece	(...).	A	partir	de	dicha	redacción	se	advierte	que	se	supera	la
redacción	estipulada	en	el	ya	mencionado	artículo	121	del	Código	de
Procedimientos	Penales,	ya	que	se	prohíbe	la	posibilidad	de	que	la	persona
pueda	prescindir	de	abogado	defensor	desde	que	es	citada	o	detenida,
adoptando	una	perspectiva	más	amplia	del	derecho	de	defensa	que	es
compartida	por	este	tribunal”.	(T.	C.,	Exp.	01425-2008-PHC/TC,	set.	24/2008.
S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Código	de	Procedimientos	Penales	“prevé	la
posibilidad	de	que	el	inculpado	rinda	su	declaración	instructiva	sin
contar	con	un	abogado	defensor”.	“8.	Por	otro	lado,	el	mencionado	artículo
121	del	Código	de	Procedimientos	Penales	(...)	9.	De	la	norma	citada	es	posible
afirmar	que,	en	efecto,	el	Código	de	Procedimientos	Penales	prevé	la
posibilidad	de	que	el	inculpado	rinda	su	declaración	instructiva	sin	contar	con
un	abogado	defensor,	únicamente	con	la	condición	de	que	sea	mayor	de	edad
y	que	sepa	leer	y	escribir.	Asimismo	dicha	situación	debe	constar	en	el	acta
que	sobre	dicha	diligencia	se	realice,	la	misma	que	tiene	que	ser	suscrita	por	el
propio	inculpado	para	tener	validez.
10.	Al	respecto	cabe	señalar	que,	si	bien	este	tribunal	determinó	que	es
posible	bajo	ciertos	requisitos	que	las	dimensiones	material	y	formal	del
derecho	de	defensa	puedan	ser	ejercidas	por	un	procesado	que	tenga	a	su	vez
la	condición	de	abogado	(Cfr.	STC.	Exp.	N°	1323-2002-HC/TC);	también	señaló
que	no	es	posible	reconocer	el	ejercicio	del	derecho	de	defensa	por	sí	mismo
(sin	asistencia	letrada)	a	un	procesado	que	no	ostenta	la	calidad	de	abogado,
ya	que	de	lo	contrario	implicaría	someterlo	a	un	estado	de	indefensión	por
ausencia	de	una	asistencia	letrada,	versada	en	el	conocimiento	del	derecho	y
de	la	técnica	de	los	procedimientos	legales,	situación	que,	además,	quebranta
el	principio	de	igualdad	de	armas	o	igualdad	procesal	de	las	partes	(...).
11.	En	esa	línea	de	razonamiento,	este	tribunal	considera	que	la	misma
situación	de	indefensión	se	genera	en	el	caso	de	que	sea	el	propio	imputado
quien	decida	no	contar	con	abogado	defensor	al	momento	de	rendir	su
declaración	instructiva.	Y	es	que	la	presencia	del	abogado	defensor	en	la
situación	mencionada	busca	que	‘(...)	se	vean	satisfechas	cumplidamente	‘las
reglas	del	juego’	de	la	dialéctica	procesal	y	de	la	igualdad	de	las	partes,
paliando	la	inferioridad	en	que	pueda	encontrarse	el	imputado	por	falta	de
conocimientos	técnicos,	de	experiencia	forense,	de	serenidad,	o	por
imposibilidad	física	de	actuar,	funcionando	al	mismo	tiempo	como
controlador	del	regular	desenvolvimiento	del	proceso	en	interés	del
imputado’”.	(T.	C.,	Exp.	01425-2008-PHC/TC,	set.	24/2008.	S.	S.	Mesía
Ramírez)
DOCTRINA.—Defensa	técnica.	 “Así,	el	derecho	a	 la	defensa	 técnica	como
una	 modalidad	 específica	 del	 debido	 proceso	 penal	 constitucional	 se
aplicará	en	todo	caso	en	que	exista	sindicado	de	un	delito,	ya	que,	además,
aquella	es	una	regulación	categórica	y	expresa	de	carácter	normativo	y	de
rango	 superior	 en	 la	 que	 se	 establecen	 las	 principales	 reglas	 de	 carácter
constitucional	que	en	todo	caso	deben	regir	la	materia	del	proceso	penal;	de
manera	que	todas	las	disposiciones	que	sean	objeto	de	regulación	contraria
deben	 ceder	 al	 vigor	 superior	 de	 la	 Constitución”.	 (C.	 Const.	 de	 Colombia,
Sent.	C-592,	dic.	09/93.	M.P.	Fabio	Morón	Díaz)
DOCTRINA.—Principio	de	igualdad	de	armas.	“Ahora	bien,	la	manera	de
garantizar	el	equilibrio	de	las	armas	en	el	proceso	penal	de	corte	adversarial
y,	por	tanto,	de	permitir	que	tanto	la	defensa	como	la	fiscalía	cuenten	con	las
mismas	oportunidades	de	acción	y	con	los	mismos	elementos	de	convicción
se	concreta	en	la	figura	del	descubrimiento	de	la	prueba.
La	decisión	de	garantizar	el	principio	de	 igualdad	de	armas	en	el	proceso
penal	 mediante	 el	 instituto	 del	 descubrimiento	 de	 la	 prueba	 responde	 al
reconocimiento	de	que	el	aparato	estatal	cuenta	con	recursos	económicos,
técnicos,	científicos	y	operativos	mucho	mayores	de	los	que	podría	disponer
un	 particular	 acusado	 de	 incurrir	 en	 un	 ilícito.	 La	 desproporción	 que	 en
materia	 investigativa	 inclina	 la	 balanza	 en	 contra	 de	 la	 defensa	 obliga	 al
legislador	a	garantizar	 el	 equilibrio	procesal	mediante	 la	 autorización	que
se	da	al	procesado	para	que	acceda	al	material	de	convicción	recaudado	por
los	organismos	oficiales.
Del	 mismo	 modo,	 la	 admisión	 del	 inculpado	 al	 material	 probatorio
recaudado	por	los	organismos	oficiales	y,	con	él,	en	últimas,	a	la	estructura
investigativa	 del	 Estado,	 garantiza	 la	 preeminencia	 del	 principio	 de
gratuidad	 de	 la	 administración	 de	 justicia,	 pues	 evita	 que	 el	 particular
asuma	 directamente	 los	 costos	 que	 exige	 demostrar	 su	 inocencia	 ante	 la
justicia.	Piénsese	por	ejemplo	en	las	facilidades	económicas	y	logísticas	con
que	 cuenta	 la	 fiscalía	 para	 practicar,	 de	 manera	 simultánea,	 pruebas
distintas	 en	 lugares	 diversos	 del	 país	 y	 del	 exterior,	 frente	 a	 las	 escasas
probabilidades	con	que	cuenta	un	particular	para	movilizarse	con	el	mismo
fin.	 Si	 la	 defensa	no	 tuviera	 acceso	 a	 las	 herramientas	 instructivas	 y	 a	 los
resultados	 probatorios	 de	 la	 fiscalía,	 el	 Estado	 estaría	 en	 la	 obligación	 de
conferirle	 una	 infraestructura	 de	 investigación	 equipotente	 a	 la	 de	 los
organismos	oficiales,	lo	cual	resulta	sencillamente	impracticable”.	(C.	Const.
de	 Colombia,	 Sent.	 C-1194,	 nov.	 22/2005.	 M.P.	 Marco	 Gerardo	 Monroy
Cabra)
D.	Leg.	957.
ART.	X.—Prevalencia	de	las	normas	de	este	título.	Las	normas
que	integran	el	presente	título	prevalecen	sobre	cualquier	otra
disposición	de	este	código.	Serán	utilizadas	como	fundamento	de
interpretación.
JURISPRUDENCIA.—Las	bases	del	derecho	penal	no	se	han	de	encontrar
necesariamente	 en	 los	 códigos	 o	 en	 las	 leyes,	 sino	 en	 la	 Constitución
Política	del	Estado.	“(...)	las	cuestiones	fundamentales	de	la	dogmática	penal
está	abierto	a	la	influencia	directa	del	ordenamiento	constitucional;	es	decir,
se	encuentra	a	la	vez	dentro	de	las	fronteras	de	la	Constitución	y	en	relación
con	 la	 política	 criminal	 (...).	 De	 ahí	 que	 en	 último	 término	 las	 bases	 del
derecho	penal	y	de	todas	las	demás	ramas	del	derecho	en	general,	no	se	han
de	 encontrar,	 necesariamente	 en	 los	 códigos	 o	 en	 las	 leyes,	 sino	 en	 la
Constitución	 Política	 del	 Estado	 a	 través	 de	 sus	 principios,	 entendida	 como
orden	jurídico	fundamental	del	actual	Estado	constitucional	democrático.
3.	La	influencia	del	Derecho	Constitucional	sobre	la	dogmática	penal	se
concretiza	en	la	actuación	del	Tribunal	Constitucional	en	tanto	supremo
intérprete	de	la	Constitución,	porque	el	tribunal	no	se	limita	a	analizar	y
aplicar;	las	instituciones	‘propias’	del	derecho	penal	y	desde	el	derecho	penal
sino	que	también	determina	el	contenido	a	través	de	su	interpretación	y	el	de
sus	sentencias	de	las	instituciones	penales,	haciéndolas	conformes	de	manera
concreta	o	abstracta	con	la	Constitución.	Es	pues	a	través	de	la	interpretación
constitucional	que	el	tribunal	contribuye	a	superar	las	limitaciones	de	la
dogmática	penal.	(...)”.	(TC,	Exp.	N°	7451-2005-PHC/TC,	ago.	10/2006.	Pres.
Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Cláusulas	 de	 intangibilidad	 de	 la	 Constitución
permiten	 interpretación	 fiel	 del	 ordenamiento	 constitucional.	 “(...)	 Las
cláusulas	 de	 intangibilidad	 de	 la	 Constitución	 permiten	 identificar	 el
‘contenido	 fundamental’	 de	 ésta,	 así	 como	 la	 interpretación	 fiel	 del
ordenamiento	 constitucional.	 Su	 finalidad	 básica	 es	 fundar	 los	 ‘supuestos
ideológicos	y	valorativos’	en	los	cuales	descansa	el	sistema	constitucional.	Esto
es	 lo	que	nos	permite	 identificar	parte	de	 esa	 regla	de	 reconocimiento	para
determinar	si	los	cambios	son	una	mutación	o	una	reforma	de	la	misma.	Estas
cláusulas	se	presentan	como	una	norma	garantizadora	de	un	principio	frente
a	las	violaciones	posibles,	por	lo	que	se	precisa	el	reforzamiento	de	tal	núcleo
constitucional	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 0050-2004-PI/TC,	 jun.	 03/2005.	 Pres.	 Alva
Orlandini)
DOCTRINA.—Potestad	 punitiva	 del	 legislador	 dentro	 de	 los	 límites
constitucionales.	“(...)	en	el	ejercicio	de	la	potestad	punitiva	del	Estado,	el
legislador	debe	actuar	dentro	de	 los	 limites	 constitucionales.	Tales	 límites
pueden	ser	explícitos	como	implícitos.	Así,	al	legislador	le	está	vedado,	por
voluntad	 expresa	 del	 constituyente,	 establecer	 las	 penas	 de	 muerte	 (…),
destierro,	prisión	perpetua	o	confiscación	(…),	así	como	someter	a	cualquier
persona	 a	 torturas,	 tratos	 o	 penas	 crueles,	 inhumanos	 o	 degradantes	 (…).
Por	otra	parte,	en	el	ejercicio	de	la	facultad	punitiva	del	Estado,	el	legislador
debe	propender	a	la	realización	de	los	fines	sociales	del	Estado,	entre	ellos,
los	 de	 garantizar	 la	 efectividad	 de	 los	 principios,	 derechos	 y	 deberes
consagrados	en	la	Constitución	y	de	asegurar	la	vigencia	de	un	orden	justo
(…).	 La	 dosimetría	 de	 las	 penas	 es	 un	 asunto	 librado	 a	 la	 definición	 legal,
pero	corresponde	a	la	corte	velar	para	que	en	el	uso	de	la	discrecionalidad
legislativa	se	respeten	los	principios	de	razonabilidad	y	proporcionalidad”.
(C.	 Const.	 de	 Colombia,	 Sent.	 C-070	 feb.	 22/96,	 M.P.	 Eduardo	 Cifuentes
Muñoz)
LIBRO	PRIMERO
DIPOSICIONES	GENERALES
SECCIÓN	I
La	acción	penal
D.	Leg.	957.
ART.	1°.—Acción	penal.	La	acción	penal	es	pública.
1.	Su	ejercicio	en	los	delitos	de	persecución	pública,	corresponde
al	 Ministerio	 Público.	 La	 ejercerá	 de	 oficio,	 a	 instancia	 del
agraviado	por	el	delito	o	por	cualquier	persona,	natural	o	jurídica,
mediante	acción	popular.
2.	En	los	delitos	de	persecución	privada	corresponde	ejercerla	al
directamente	ofendido	por	el	delito	ante	el	órgano	 jurisdiccional
competente.	Se	necesita	la	presentación	de	querella.
3.	 En	 los	 delitos	 que	 requieren	 la	 previa	 instancia	 del
directamente	ofendido	por	el	delito,	el	ejercicio	de	la	acción	penal
por	 el	 Ministerio	 Público	 está	 condicionado	 a	 la	 denuncia	 de	 la
persona	 autorizada	 para	 hacerlo.	 No	 obstante	 ello,	 el	Ministerio
Público	 puede	 solicitar	 al	 titular	 de	 la	 instancia	 la	 autorización
correspondiente.
4.	Cuando	corresponde	la	previa	autorización	del	Congreso	o	de
otro	órgano	público	para	el	ejercicio	de	la	acción	penal,	se
observará	el	procedimiento	previsto	por	la	ley	para	dejar	expedita
la	promoción	de	la	acción	penal.
JURISPRUDENCIA.—Debe	sobreseerse	la	causa	penal	si	el	fiscal	que
absuelve	el	grado	no	cuestiona	el	dictamen.	“(...)	aun	cuando	el
representante	de	la	Procuraduría	Pública	expone	las	razones	por	las	cuales
existirían	elementos	de	convicción	que	vinculan	a	los	encausados	con	el	delito
en	cuestión,	es	menester	señalar	que	por	mandato	constitucional	corresponde
al	Ministerio	Público	la	persecución	del	delito	–véase	inciso	quinto	del	artículo
ciento	cincuenta	y	nueve	de	la	Constitución	Política	del	Estado–.	no	siendo
posible	que	éste	supremo	tribunal	valore	el	fondo	de	la	controversia,	pues	no
sólo	se	vulneraría	el	principio	acusatorio	que	impide	al	órgano	jurisdiccional
asumir	funciones	acusatorias,	reservadas	solo	al	Ministerio	Público,	sino	que
se	lesionaría	el	ámbito	propio	de	las	atribuciones	de	esta	institución	como
órgano	autónomo	de	derecho	constitucional	reconocido	por	el	artículo	ciento
cincuenta	y	ocho	de	la	Constitución	Política	del	Estado	(...).	Si	el	fiscal	supremo
coincide	con	la	opinión	del	fiscal	superior	respecto	del	no	ha	lugar	a	juicio	y
archiva	el	proceso,	se	pronunciará	en	ese	sentido,	devolviendo	la	causa	a	la
Sala	Penal	para	que	dicte	la	resolución	de	archivo.	Contra	esta	resolución	no
cabe	recurso	alguno,	pues	la	decisión	del	Ministerio	Público,	titular	de	la
acción	penal,	ha	sido	la	de	terminar	con	la	persecución	del	delito,
consecuentemente,	no	cabe	disposición	expresa	en	sentido	contrario	por	otra
autoridad	(Sánchez	Velarde,	Pablo.	Manual	de	Derecho	Procesal	Penal.	Lima,
Idemsa,	dos	mil	cuatro,	página	quinientos	cincuenta	(...)	‘En	atención	a	que	el
control	de	la	legalidad	sobre	el	dictamen	fiscal	tiene	su	límite	en	el	principio
acusatorio	(...)	únicamente	es	posible	revocar	el	auto	de	sobreseimiento	y
disponer	que	el	fiscal	formule	acusación,	si	es	que	el	fiscal	que	interviene	en	la
absolución	del	grado	discrepa	del	dictamen	en	referencia;	de	no	hacerlo,	se
debe	sobreseer	la	causa	sin	más,	dada	la	base	persecutoria
constitucionalmente	impuesta	al	proceso	penal	(...).	[San	Martín	Castro,	César.
Derecho	Procesal	Penal.	Segunda	Edición.	Lima,	Grijley,	dos	mil	tres,	Tomo	I,
pág.	seiscientos	veinte]”.	(CS,	R.	N.	2330-2012-Junín,	ene.	30/2013.	S.	S.
Pariona	Pastrana)
JURISPRUDENCIA.—Comete	avocamiento	indebido	el	fiscal	que
denuncia	defraudación,	fraude	procesal	y	falsedad	documental	si	existe
antes	una	demanda	civil	de	nulidad	de	acto	jurídico.	“En	efecto,	se	verifica
que	el	fiscal	superior	en	grado	fundamentó	su	decisión	sobre	la	base	de	que	el
hecho	de	ejercitar	la	acción	penal	contraviene	la	proscripción	constitucional
de	avocarse	a	causas	pendientes,	toda	vez	que	se	encuentra	en	trámite	ante	el
Trigésimo	Quinto	Juzgado	Especializado	Civil	de	Lima	el	proceso	de	nulidad	de
acto	jurídico	N°	9343-2011,	cuya	demanda	fue	incoada	antes	de	la	denuncia
de	parte,	la	misma	que	al	pronunciarse	respecto	a	la	manifestación	de
voluntad	del	agente	establecerá	el	carácter	penal	de	los	hechos	denunciados.
11.	Consecuentemente,	este	tribunal	estima	que	la	decisión	del	Ministerio
Público	de	abstenerse	de	ejercitar	la	acción	penal	pública	se	encuentra
sustentada	en	datos	objetivos	previstos	por	el	ordenamiento	jurídico,	por
tanto,	la	pretensión	penal	de	la	parte	denunciante	fue	atendida	debidamente
por	la	Fiscalía.
12.	Por	ello,	atendiendo	a	que	la	pretensión	estaba	dirigida	en	estricto	a
disponer	que	el	Ministerio	Público	ejerza	la	acción	penal	y	que	la	conducta	de
este,	tal	como	se	ha	referido	supra,	ha	sido	debida	y	no	ha	incidido	en	el
contenido	constitucionalmente	protegido	de	los	derechos	al	debido	proceso,	a
la	tutela	jurisdiccional	efectiva	y,	en	particular,	a	la	motivación	de	las
resoluciones,	corresponde	desestimar	la	demanda	en	aplicación	del	artículo	5°
inciso	1	del	Código	Procesal	Constitucional”.	(T.	C.,	Exp.	0561-2014-PA/TC,
ago.	28/2014.	S.	S.	Blume	Fortini)
JURISPRUDENCIA.—La	anotación	preventiva	de	una	denuncia	penal	no
es	inscribible.	“Las	anotaciones	preventivas	son	asientos	provisionales	y
transitorios	que	tienen	por	finalidad	reservar	la	prioridad	y	advertir	la
existencia	de	una	eventual	causa	de	modificación	del	acto	o	derecho	inscrito.
Son	susceptibles	de	anotación	preventiva,	las	demandas	y	demás	medidas
cautelares,	así	como	las	resoluciones	judiciales	que	no	den	mérito	a	una
inscripción	definitiva,	estando	también	permitidas	las	demás	anotaciones
preventivas	cuando	así	lo	autorice	una	disposición	vigente,	de	conformidad
con	los	artículos	64	y	65	del	TUO	del	Reglamento	General	de	los	Registros
Públicos.	(...).
6.	Atendiendo	a	que	la	Directiva	N°	003-2012-Sunarp	prevé	dos	tipos	de
anotaciones	relativas	a	la	presunta	falsificación	en	las	constancias	de	quórum
y	en	la	intervención	notarial	en	instrumentos	extraprotocolares	(...)	no	se
encuentra	contemplada	la	anotación	preventiva	de	denuncia	penal	en	el
Registro	de	Predios,	conforme	al	numeral	5.73	de	la	directiva	mencionada
compete	a	la	jefatura	zonal	conocer	la	denuncia	y	disponer	la	anotación	en	el
caso	de	corresponder	en	virtud	de	la	Resolución	respectiva	y	de	acuerdo	a	las
indagaciones	que	efectúe,	por	tanto,	las	instancias	registrales	no	son
competentes	para	pronunciarse	sobre	dichas	denuncias	respecto	a	su
procedencia,	en	consecuencia,	corresponde	confirmar	la	tacha	sustantiva”.
(Sunarp,	R.	323-2015-Sunarp-TR-L,	feb.	13/2015.	V.	P.	Rosario	del	Carmen
Guerra	Macedo)
JURISPRUDENCIA.—Cómputo	del	plazo	razonable	del	proceso	penal	se
inicia	desde	la	apertura	de	la	investigación	preliminar	del	delito	(la
investigación	policial	o	la	investigación	fiscal).	“8.	Ahora,	respecto	a	la
determinación	de	los	extremos	dentro	de	los	que	transcurre	el	plazo	razonable
del	proceso	penal,	es	decir,	el	momento	en	que	comienza	(dies	a	quo)	y	el
instante	en	que	debe	concluir	(dies	ad	quem),	este	tribunal	en	su	reciente
sentencia	recaída	en	el	Expediente	N°	0295-2012-PHC/TC,	caso	(...),	precisó	su
doctrina	jurisprudencial	y	señaló	que	el	cómputo	del	plazo	razonable	del
proceso	penal	comienza	a	correr	desde	la	apertura	de	la	investigación
preliminar	del	delito,	el	cual	comprende	la	investigación	policial	o	la
investigación	fiscal;	o	desde	el	inicio	del	proceso	judicial	en	los	casos	de	delitos
de	acción	privada,	por	constituir	el	primer	acto	oficial	a	través	del	cual	la
persona	toma	conocimiento	de	que	el	Estado	ha	iniciado	una	persecución
penal	en	su	contra.	En	tanto	que,	en	relación	a	la	finalización	del	cómputo	del
plazo,	señaló	que	el	momento	final	opera	en	el	instante	en	que	el	órgano
jurisdiccional	expide	la	decisión	definitiva	que	resuelve	la	situación	jurídica	de
la	persona.	Precisando	que	este	examen	se	debe	efectuar	en	relación	con	la
duración	total	del	proceso	penal	que	se	desarrolla	contra	persona	(análisis
global	del	proceso)	hasta	que	se	dicte	sentencia	definitiva	y	firme	que	resuelva
su	situación	jurídica,	incluyendo	los	recursos	previstos	en	la	ley	y	que	pudieran
eventualmente	presentarse	(Cfr.	SSTC	5350-2009-PHC,	F.J.	19;	4144-2011-
PHC,	F.J.	20,	entre	otras).	(T.	C.,	Exp.	03776-2012-PHC/TC,	dic.	09/2015.	S.	S.
Urviola	Hani)
D.	Leg.	957.
ART.	 2°.—Modificado.	 Ley	 30076,	 Art.	 3°.	 Principio	 de
oportunidad.
1.	El	Ministerio	Público,	de	oficio	o	a	pedido	del	imputado	y	con
su	consentimiento,	podrá	abstenerse	de	ejercitar	 la	 acción	penal
en	cualquiera	de	los	siguientes	casos:
a)	 Cuando	 el	 agente	 haya	 sido	 afectado	 gravemente	 por	 las
consecuencias	 de	 su	 delito,	 culposo	 o	 doloso,	 siempre	 que	 este
último	sea	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de
cuatro	años,	y	la	pena	resulte	innecesaria.
b)	 Cuando	 se	 trate	 de	 delitos	 que	 no	 afecten	 gravemente	 el
interés	 público,	 salvo	 cuando	 el	 extremo	mínimo	de	 la	 pena	 sea
superior	a	los	dos	años	de	pena	privativa	de	libertad,	o	hubieren
sido	 cometidos	 por	 un	 funcionario	 público	 en	 ejercicio	 de	 su
cargo.
c)	 Cuando	 conforme	 a	 las	 circunstancias	 del	 hecho	 y	 a	 las
condiciones	 personales	 del	 denunciado,	 el	 fiscal	 puede	 apreciar
que	 concurren	 los	 supuestos	 atenuantes	 de	 los	 artículos	 14,	 15,
16,	18,	21,	22,	25	y	46	del	Código	Penal,	y	se	advierta	que	no	existe
ningún	 interés	 público	 gravemente	 comprometido	 en	 su
persecución.	 No	 será	 posible	 cuando	 se	 trate	 de	 un	 delito
conminado	 con	 una	 sanción	 superior	 a	 cuatro	 años	 de	 pena
privativa	de	libertad	o	cometido	por	un	funcionario	público	en	el
ejercicio	de	su	cargo.
2.	En	 los	 supuestos	previstos	 en	 los	 incisos	b)	 y	 c)	del	numeral
anterior,	será	necesario	que	el	agente	hubiere	reparado	los	daños
y	perjuicios	ocasionados	o	exista	acuerdo	con	el	agraviado	en	ese
sentido.
3.	El	fiscal	citará	al	imputado	y	al	agraviado	con	el	fin	de	realizar
la	diligencia	de	acuerdo,	dejándose	constancia	en	acta.	En	caso	de
inasistencia	 del	 agraviado,	 el	 fiscal	 podrá	 determinar
razonablemente	el	monto	de	la	reparación	civil	que	corresponda.
Si	 no	 se	 llega	 a	 un	 acuerdo	 sobre	 el	 plazo	 para	 el	 pago	 de	 la
reparación	 civil,	 el	 fiscal	 lo	 fijará	 sin	 que	 este	 exceda	 de	 nueve
meses.	No	será	necesaria	la	referida	diligencia	si	el	imputado	y	la
víctima	llegan	a	un	acuerdo	y	este	consta	en	instrumento	público
o	documento	privado	legalizado	notarialmente.
4.	 Realizada	 la	 diligencia	 prevista	 en	 el	 párrafo	 anterior	 y
satisfecha	la	reparación	civil,	el	fiscal	expedirá	una	disposición	de
abstención.	Esta	disposición	impide,	bajo	sanción	de	nulidad,	que
otro	 fiscal	 pueda	 promover	 u	 ordenar	 que	 se	 promueva	 acción
penal	 por	 una	 denuncia	 que	 contenga	 los	 mismos	 hechos.	 De
existir	un	plazo	para	el	pago	de	la	reparación	civil,	se	suspenderán
los	 efectos	de	dicha	decisión	hasta	 su	 efectivo	 cumplimiento.	De
no	producirse	el	pago,	se	dictará	disposición	para	la	promoción	de
la	acción	penal,	la	cual	no	será	impugnable.
5.	 Si	 el	 fiscal	 considera	 imprescindible,	 para	 suprimir	 el	 interés
público	 en	 la	 persecución,	 sin	 oponerse	 a	 la	 gravedad	 de	 la
responsabilidad,	imponer	adicionalmente	el	pago	de	un	importe	a
favor	 de	 una	 institución	 de	 interés	 social	 o	 del	 Estado	 y	 la
aplicación	de	las	reglas	de	conducta	previstas	en	el	artículo	64	del
Código	Penal,	solicitará	la	aprobación	de	la	abstención	al	juez	de	la
investigación	preparatoria,	el	que	la	resolverá	previa	audiencia	de
los	 interesados.	 Son	 aplicables	 las	 disposiciones	 del	 numeral	 4)
del	presente	artículo.
6.	Independientemente	de	los	casos	establecidos	en	el	numeral	1)
procederá	 un	 acuerdo	 reparatorio	 en	 los	 delitos	 previstos	 y
sancionados	en	los	artículos	122,	185,	187,	189-A	primer	párrafo,
190,	191,	192,	193,	196,	197,	198,	205	y	215	del	Código	Penal,	y
en	los	delitos	culposos.	No	rige	esta	regla	cuando	haya	pluralidad
importante	de	víctimas	o	concurso	con	otro	delito;	salvo	que,	en
este	 último	 caso,	 sea	 de	 menor	 gravedad	 o	 que	 afecte	 bienes
jurídicos	disponibles.
El	 fiscal	 de	 oficio	 o	 a	 pedido	 del	 imputado	 o	 de	 la	 víctima
propondrá	un	acuerdo	reparatorio.	Si	ambos	convienen	el	mismo,
el	 fiscal	 se	abstendrá	de	ejercitar	 la	acción	penal.	 Si	 el	 imputado
no	 concurre	 a	 la	 segunda	 citación	 o	 se	 ignora	 su	 domicilio	 o
paradero,	 el	 fiscal	 promoverá	 la	 acción	 penal.	 Rige	 en	 lo
pertinente	el	numeral	3)	del	presente	artículo.
7.	 Si	 la	 acción	 penal	 hubiera	 sido	 promovida,	 el	 juez	 de	 la
investigación	preparatoria,	previa	audiencia,	podrá	a	petición	del
Ministerio	Público,	con	la	aprobación	del	imputado	y	citación	del
agraviado,	 dictar	 auto	 de	 sobreseimiento	 –con	 o	 sin	 las	 reglas
fijadas	en	el	numeral	5)–	hasta	antes	de	formularse	la	acusación,
bajo	 los	 supuestos	 ya	 establecidos.	 Esta	 resolución	 no	 será
impugnable,	salvo	en	cuanto	al	monto	de	la	reparación	civil	si	esta
es	 fijada	 por	 el	 juez	 ante	 la	 inexistencia	 de	 acuerdo	 entre	 el
imputado	y	 la	 víctima,	o	 respecto	a	 las	 reglas	 impuestas	 si	 estas
son	 desproporcionadas	 y	 afectan	 irrazonablemente	 la	 situación
jurídica	del	imputado.
8.	El	 fiscal	podrá	 también	abstenerse	de	ejercer	 la	acción	penal,
luego	 de	 la	 verificación	 correspondiente,	 en	 los	 casos	 en	 que	 el
agente	comprendido	en	la	comisión	de	los	delitos	previstos	en	los
artículos	 307-A,	 307-B,	 307-	 C,	 307-D	 y	 307-E	del	 Código	Penal,
suspenda	sus	actividades	ilícitas	de	modo	voluntario,	definitivo	e
indubitable,	comunicando	este	hecho	al	Organismo	de	Evaluación
y	Fiscalización	Ambiental	mediante	instrumento	de	fecha	cierta.	Si
la	 acción	 penal	 hubiera	 sido	 ya	 promovida,	 se	 aplican,	 en	 lo
pertinente,	las	mismas	reglas	establecidas	en	el	presente	artículo.
9.	 No	 procede	 la	 aplicación	 del	 principio	 de	 oportunidad	 ni	 del
acuerdo	reparatorio	cuando	el	imputado:
a)	Tiene	 la	condición	de	reincidente	o	habitual,	de	conformidad
con	los	artículos	46-B	y	46-C	del	Código	Penal;
b)	 Sin	 tener	 la	 condición	 de	 reincidente	 o	 habitual,	 se	 hubiera
acogido	al	principio	de	oportunidad	o	acuerdo	reparatorio	en	dos
ocasiones	 anteriores,	 dentro	 de	 los	 cinco	 años	 de	 su	 última
aplicación,	siempre	que	se	trate,	en	todos	los	casos,	de	delitos	de
la	misma	naturaleza	o	que	atenten	contra	un	mismo	bien	jurídico;
c)	 Sin	 tener	 la	 condición	 de	 reincidente	 o	 habitual,	 se	 hubiera
acogido	al	principio	de	oportunidad	o	acuerdo	reparatorio	dentro
de	los	cinco	años	anteriores	a	la	comisión	del	último	delito;	o,
d)	 Sin	 tener	 la	 condición	 de	 reincidente	 o	 habitual,	 se	 hubiera
acogido	 con	 anterioridad	 al	 principio	 de	 oportunidad	 o	 acuerdo
reparatorio	y	no	haya	cumplido	con	reparar	los	daños	y	perjuicios
ocasionados	o	lo	establecido	en	el	acuerdo	reparatorio.
En	 estos	 casos,	 el	 fiscal	 promueve	 indefectiblemente	 la	 acción
penal	y	procede	de	acuerdo	con	sus	atribuciones.	Lo	dispuesto	en
el	 numeral	 9)	 es	 aplicable	 también	 para	 los	 casos	 en	 que	 se
hubiere	promovido	la	acción	penal.
NOTA:	La	Primera	Disposición	Complementaria	Final	de	la	Ley	30076	dipone	la	“[p]uesta	en
vigencia	de	artículos	del	Código	Procesal	Penal.	Adelántase	la	vigencia	de	los	artículos	2°,	160,
161,	268,	269,	270,	271	y	311	del	Código	Procesal	Penal,	aprobado	mediante	Decreto	Legislativo	957,
en	todo	el	territorio	peruano”.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Tanto	el	procesado	como	la	víctima
pueden	postular	directamente	ante	el	juez	de	la	investigación
preparatoria	el	acuerdo	reparatorio.	“En	esta	línea	de	ideas,	queda	claro
que	el	imputado	como	la	víctima,	una	vez	promovida	la	acción	penal,	tienen
legitimidad	material	como	procesal	para	postular	el	sobreseimiento	en	base	al
acuerdo,	porque	de	un	lado,	el	imputado	pretende	extinguir	la	responsabilidad
penal,	y	del	otro,	la	victima	al	recurrir	al	sistema	de	justicia	criminal	busca
obtener	algún	tipo	de	reparación	o	compensación	de	los	daños	causados	por	el
delito	que	ha	sido	objeto.
Esta	posición	reposa	no	solo	en	las	consideraciones	antes	expuestas,	sino
también,	en	la	habilitación	legal	contendida	en	el	artículo	350,	inciso	d),
respecto	a	que	los	sujetos	procesales	pueden	peticionar	el	sobreseimiento	del
proceso.	Distinta	es	la	legitimidad	para	solicitar	el	sobreseimiento	teniendo
como	presupuesto	el	retiro	o	desistimiento	del	ejercicio	de	la	acción	penal,
respecto	a	la	cual,	qué	duda	cabe,	que	recae	única	y	exclusivamente	en	el
representante	del	Ministerio	Público”.	(CS,	Cas.	437-2012-San	Martín,	set.
19/2013.	V.	P.	Pariona	Pastrana)
NOTA:	La	Casación	N°	437-2012-San	Martín	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	31	de
marzo	del	2014.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—No	puede	rechazarse	in	limine	la
petición	de	un	acuerdo	reparatorio	por	la	sola	concurrencia	de	una
pluralidad	de	acciones	sin	analizar	los	supuestos	de	excepción.	“En	el
presente	caso	se	trata	de	un	concurso	real	de	delitos	de	lesiones	graves	y	fuga
en	accidente	de	tránsito,	que	si	bien	en	el	artículo	2°,	inciso	6,	parte	in	fine
establece	en	principio	que	cuando	se	presente	tal	situación	no	rige	la
procedencia	del	acuerdo	reparatorio,	también,	precisa	varias	excepciones
tales	como:	(a)	cuando	no	haya	pluralidad	importante	de	víctimas,	(b)	cuando
el	segundo	delito	sea	de	menor	gravedad	(c)	o	afecte	jurídicos	disponibles.
En	tal	sentido,	se	advierte	que	no	puede	rechazarse	in	limine	la	petición	de	un
acuerdo	reparatorio,	por	la	sola	concurrencia	de	una	pluralidad	de	acciones
sin	que	se	analice	en	concreto	los	supuestos	de	excepción,	y	de	manera
independiente	frente,	a	cada	uno	de	los	agraviados,	de	ser	el	caso.
Dada	la	naturaleza	y	finalidad,	que	persigue	el	acuerdo	reparatorio,	en	caso
de	su	postulación	en	el	que	se	presente	un	concurso	de	delitos	no	cabe	aplicar
la	fórmula	legal	establecida	en	el	artículo	50	del	Código	Penal,	en	tanto,	su
ámbito	recae	en	la	agravación	de	la	pena	mientras	el	acuerdo	reparatorio
persigue	la	solución	de	conflictos	en	términos	de	la	satisfacción	de	los
intereses	de	la	víctima	tales	como	restitución	del	bien	jurídico	protegido,
reparación	del	daño	o	de	indemnización	correspondiente	sin	perjuicio	de	las
medidas	de	no	repetición”.	(CS,	Cas.	437-2012-San	Martín,	set.	19/2013.	V.	P.
Pariona	Pastrana)
NOTA:	La	Casación	N°	437-2012-San	Martín	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	31	de
marzo	del	2014.
DOCTRINA.—El	principio	de	oportunidad.	 “El	 principio	 de	 oportunidad
es	aquí	equiparado	a	discrecionalidad	judicial,	esto	es,	como	criterio	para	la
toma	 de	 decisiones	 por	 parte	 del	 fiscal	 en	 el	 nuevo	 proceso	 penal	 de
tendencia	acusatoria,	porque	ya	su	decisión	no	se	amparará	exclusivamente
en	 el	 principio	 de	 legalidad,	 sino	 en	 articulación	 con	 otros	 principios	 y
reglas,	 sin	 que,	 por	 ello,	 pueda	 calificarse	 la	 decisión	 como	 un	 acto	 de
arbitrariedad,	 voluntarismo	 o	 injusticia,	 aunque	 eventualmente	 se	 pueda
propiciar	 un	 derecho	 injusto	 o	 una	 decisión	 específica	 que	 tenga	 tal
carácter,	aspectos	que	están	presentes	incluso	en	el	sistema	actual	anclado
exclusivamente	en	el	principio	de	legalidad	(...).
La	discrecionalidad	judicial	será	un	criterio	útil	para	la	toma	de	decisiones
en	materia	de	aplicación	del	principio	de	oportunidad	en	los	denominados
casos	complejos	que	impliquen	la	ponderación	del	interés	preponderante	a
proteger	o	del	bien	mayor	que	será	 favorecido	en	contraposición	a	bienes
menores.
La	 tensión	 entre	 legalidad	 y	 oportunidad	 se	 sorteará	 inicialmente
privilegiando	fiscales	y	jueces,	el	principio	de	oficialidad	blanda	que	entraña
no	solo	oficiosidad,	obligatoriedad,	sino	también	legalidad.	Tal	subregla	será
la	base	para	que	 toda	decisión	adoptada	por	 la	 fiscalía	en	aplicación	de	 la
oportunidad	pase	por	 el	 cernidor	 constitucional	que	debe	hacerse	 a	dicha
decisión	por	el	juez	de	garantías	y	por	los	intereses	de	la	propia	víctima	que
debe	ser	consultada	sobre	el	particular.
Frente	a	la	aplicación	del	principio	de	oportunidad,	agotados	los	dos	pasos
mencionados	 anteriormente,	 el	 juez	 de	 garantías	 deberá	 aplicar	 los
principios	constitucionales	constitutivos	del	límite	del	derecho	subjetivo	del
ius	 puniendi,	 contrastando	 su	 aplicabilidad	 frente	 a	 otros	 principios	 como
lesividad,	bagatela,	necesidad,	proporcionalidad.	El	juez	deberá	elaborar	con
base	en	la	técnica	de	la	interpretación	constitucional	su	propio	test	frente	al
caso	 concreto,	 con	 base	 en	 parámetros	 objetivos.”	 (CRUZ	 REYES,
Euménides,	“El	principio	de	oportunidad:	El	principio	de	oportunidad:	¿un
acto	 de	 discrecionalidad	 judicial	 en	 poder	 de	 la	 fiscalía?”.	 Derecho	 penal
contemporáneo	 -	Revista	 Internacional,	Editorial	Legis,	Número	15,	abril	 -
junio	de	2006,	págs.	35	y	ss.)
D.	Leg.	957.
ART.	3°.—Comunicación	al	juez	de	la	continuación	de	la
investigación.	El	Ministerio	Público	comunicará	al	juez	de	la
investigación	preparatoria	su	decisión	formal	de	continuar	con	las
investigaciones	preparatorias.
D.	Leg.	957.
ART.	4°.—Cuestión	previa.
1.	 La	 cuestión	 previa	 procede	 cuando	 el	 fiscal	 decide	 continuar
con	 la	 investigación	 preparatoria	 omitiendo	 un	 requisito	 de
procedibilidad	 explícitamente	 previsto	 en	 la	 ley.	 Si	 el	 órgano
jurisdiccional	la	declara	fundada	se	anulará	lo	actuado.
2.	La	investigación	preparatoria	podrá	reiniciarse	luego	que	el
requisito	omitido	sea	satisfecho.
JURISPRUDENCIA.—La	acción	penal	contra	los	funcionarios	públicos
como	los	congresistas	debe	ejercerla	el	Fiscal	de	la	Nación	y	no	un	fiscal
anticorrupción.	“En	los	delitos	de	enriquecimiento	ilícito	la	Constitución
Política	del	Perú	en	el	segundo	párrafo	del	artículo	cuarenta	y	uno	señala	que
es	el	Fiscal	de	la	Nación,	por	denuncia	de	terceros	o	de	oficio,	quien	debe
formular	cargos	ante	el	Poder	Judicial.	Estamos	ante	un	delito	imputable	sólo
a	funcionarios	o	servidores	públicos	en	el	marco	de	sus	servicios	prestados	al
Estado;	en	esa	medida,	a	fin	de	no	generar	indefensión	en	los	investigados	y
abusos,	se	erige	la	garantía	de	que	sólo	el	Fiscal	de	la	Nación	puede	formular
cargos.	Entendemos	que	formular	cargos	significa	formalizar	denuncia	penal
contra	los	investigados,	ahí	es	donde	se	fijan	los	hechos	materia	de
juzgamiento,	por	lo	que	no	es	de	recibo	otra	forma	de	entender	la	frase
‘formular	cargos’	al	que	hace	referencia	la	Constitución.	En	caso	de	que	se
haya	omitido	cumplir	con	este	requisito	de	procedibilidad,	es	posible	que	la
misma	pueda	ser	subsanada	durante	la	tramitación	del	proceso	penal,
supuesto	que	no	se	ha	producido	en	el	presente	caso,	pues	de	la	lectura	de	todo
el	expediente	no	se	advierte	resolución	alguna	del	Fiscal	de	la	Nación	que
haya	subsanado	o	convalidado	lo	realizado	por	el	fiscal	provincial	penal
especializado	(...)”.	(CS,	R.	N.	184-2013-Lima,	oct.	24/2014.	V.	P.	Cevallos
Vegas)
D.	Leg.	957.
ART.	5°.—Cuestión	prejudicial.
1.	 La	 cuestión	 prejudicial	 procede	 cuando	 el	 fiscal	 decide
continuar	 con	 la	 investigación	 preparatoria,	 pese	 a	 que	 fuere
necesaria	en	vía	extra	penal	una	declaración	vinculada	al	carácter
delictuoso	del	hecho	incriminado.
2.	 Si	 se	 declara	 fundada,	 la	 investigación	 preparatoria	 se
suspende	hasta	 que	 en	 la	 otra	 vía	 recaiga	 resolución	 firme.	 Esta
decisión	 beneficia	 a	 todos	 los	 imputados	 que	 se	 encuentren	 en
igual	situación	jurídica	y	que	no	la	hubieren	deducido.
3.	En	caso	de	que	el	proceso	extra	penal	no	haya	sido	promovido
por	la	persona	legitimada	para	hacerlo,	se	le	notificará	y	requerirá
para	que	lo	haga	en	el	plazo	de	treinta	días	computados	desde	el
momento	en	que	haya	quedado	firme	la	resolución	suspensiva.	Si
vencido	dicho	plazo	no	cumpliera	con	hacerlo,	el	fiscal	provincial
en	lo	civil,	siempre	que	se	trate	de	un	hecho	punible	perseguible
por	 ejercicio	 público	 de	 la	 acción	 penal,	 deberá	 promoverlo	 con
citación	de	las	partes	interesadas.	En	uno	u	otro	caso,	el	fiscal	está
autorizado	 para	 intervenir	 y	 continuar	 el	 proceso	 hasta	 su
terminación,	así	como	sustituir	al	titular	de	la	acción	si	éste	no	lo
prosigue.
4.	De	lo	resuelto	en	la	vía	extra	penal	depende	la	prosecución	o	el
sobreseimiento	definitivo	de	la	causa.
D.	Leg.	957.
ART.	6°.—Excepciones.
1.	Las	excepciones	que	pueden	deducirse	son	las	siguientes:
a)	 Naturaleza	 de	 juicio,	 cuando	 se	 ha	 dado	 al	 proceso	 una
sustanciación	distinta	a	la	prevista	en	la	ley.
b)	Improcedencia	de	acción,	cuando	el	hecho	no	constituye	delito
o	no	es	justiciable	penalmente.
c)	Cosa	 juzgada,	 cuando	el	hecho	punible	ha	sido	objeto	de	una
resolución	firme,	nacional	o	extranjera	contra	la	misma	persona.
d)	Amnistía.
e)	 Prescripción,	 cuando	 por	 el	 vencimiento	 de	 los	 plazos
señalados	por	el	Código	Penal	se	haya	extinguido	la	acción	penal	o
el	derecho	de	ejecución	de	la	pena.
2.	En	caso	que	se	declare	fundada	la	excepción	de	naturaleza	de
juicio,	el	proceso	se	adecuará	al	trámite	reconocido	en	el	auto	que
la	resuelva.	Si	se	declara	fundada	cualquiera	de	las	excepciones
previstas	en	los	cuatro	últimos	literales,	el	proceso	será
sobreseído	definitivamente.
LA	DECLARACIÓN	DE	PRESCRIPCIÓN	EXIGE	AL	JUEZ	PRECISAR	Y
COMUNICAR	EN	LÍNEA	DE	TIEMPO	LAS	CAUSAS	DE	LA	DILACIÓN
R.	Adm.	013-2015-CE-PJ.
Artículo	 Primero.—Disponer	 que	 en	 toda	 resolución	 que	 declare	 la
prescripción	de	 la	acción	penal,	el	órgano	jurisdiccional	precise,	utilizando
una	 línea	 de	 tiempo,	 las	 causas	 de	 la	 dilación	 que	 propiciaron	 dicha
declaración.
La	 precisión	 indicada	 no	 implica	 calificación	 jurídica	 de	 responsabilidad
disciplinaria	alguna.
R.	Adm.	013-2015-CE-PJ.
Articulo	Segundo.—Disponer	que	una	vez	que	la	resolución	indicada	en	el
artículo	 primero	 haya	 sido	 consentida	 o	 ejecutoriada,	 el	 órgano
jurisdiccional	 emisor	 de	 la	 última	 resolución	 procederá	 a	 remitir	 copia
certificada	de	dicha	resolución	 judicial	al	órgano	de	control	pertinente	del
Poder	Judicial,	según	corresponda.
R.	Adm.	013-2015-CE-PJ.
Artículo	Tercero.—Invocar	a	 los	órganos	de	control	pertinentes	del	Poder
Judicial	 para	 que	 instauren	 las	 acciones	 disciplinarias	 correspondientes	 a
que	 hubiera	 lugar;	 o	 en	 su	 caso	 remitan	 a	 la	 Oficina	 Central	 de	 Control
Interno	 u	 Oficinas	 Desconcentradas	 de	 Control	 Interno	 del	 Ministerio
Público,	 si	 es	 que	 la	 conducta	 dilatoria	 se	 produjo	 en	 el	 transcurso	 de	 la
actividad	fiscal.
Si	 la	 prescripción	 del	 proceso	 judicial	 se	 generó	 por	 actos	 procesales	 de
mala	 fe	 del	 abogado	 defensor,	 este	 hecho	 se	 comunicará	 al	 Colegio	 de
Abogados	respectivo	para	que	proceda	conforme	a	sus	atribuciones.
R.	Adm.	013-2015-CE-PJ.
Artículo	Cuarto.—Disponer	que	 la	Gerencia	de	 Informática	de	 la	Gerencia
General	 del	 Poder	 Judicial,	 dentro	 del	 plazo	 máximo	 de	 tres	 meses	 de
notificada	 con	 la	 presente	 resolución	 administrativa,	 implemente	 en	 el
Sistema	 Integrado	 Judicial	 (SIJ)	 un	 módulo	 de	 alerta	 que	 identifique	 los
expedientes	penales	 en	 los	que	 se	procesan	delitos	próximos	 a	prescribir,
con	el	fin	de	que	los	jueces	penales	prioricen	el	procesamiento,	juzgamiento
y	tramitación	de	los	mismos.
JURISPRUDENCIA.—TC:	no	todo	ne	bis	in	ídem	se	encuentra
automáticamente	prohibido.	“(…).	Por	tanto,	el	problema	es	si	la
declaración	de	nulidad	de	dichas	resoluciones	afecta	el	contenido
constitucionalmente	protegido	del	derecho	a	no	ser	enjuiciado	dos	o	más	veces
por	un	mismo	hecho.	Esto	es,	si	el	principio	ne	bis	in	ídem	resulta	lesionado
cuando,	pese	a	existir	una	resolución	de	sobreseimiento	definitivo,	la
iniciación	de	una	segunda	investigación	judicial	es	consecuencia	de	la
ejecución,	en	el	ámbito	interno,	de	una	sentencia	dictada	por	un	tribunal
internacional	de	justicia	en	materia	de	derechos	humanos.	(…).
Entonces,	aquello	que	queda	fuera	de	su	ámbito	protegido,	se	encuentran
aquellos	supuestos	en	los	que	el	doble	juzgamiento	no	es	compatible	con	los
intereses	jurídicamente	protegidos	como	núcleo	del	derecho,	ya	sea	porque	es
extraño	o	ajeno	a	aquello	que	éste	persigue	garantizar;	porque	forma	parte
del	contenido	constitucionalmente	protegido	de	otro	derecho	fundamental,	o
porque	así	resulta	de	su	interpretación	con	otras	disposiciones
constitucionales	que	contienen	fines	constitucionalmente	relevantes.	En	ese
sentido,	y	por	lo	que	al	caso	de	autos	importa,	el	Tribunal	Constitucional
considera	que	es	ajeno	a	la	naturaleza	del	derecho,	es	decir,	a	los	intereses
jurídicamente	protegidos	por	la	dimensión	procesal	del	ne	bis	in	ídem,	que	se
pretenda	oponer	una	resolución	o	sentencia	(absolutoria)	expedida	en	un
primer	proceso	penal	que	resulta	manifiestamente	nulo.	(…).”	(TC,	Exp.	3938-
2007-PA/TC,	jul.	16/08.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Si	la	sentencia	de	vista	anulatoria	no	es	de	fondo	ni
firme;	es	posible	negar	la	vulneración	del	ne	bis	in	ídem	procesal.	“(…)
desde	una	perspectiva	general,	se	entiende	el	efecto	prejudicial	cuando	lo
resuelto	con	fuerza	de	cosa	juzgada	en	la	sentencia	firme	–propiamente	el
fallo	y	las	declaraciones	jurídicas	sobre	hechos	que	se	erigen	en	la	causa	de
pedir	de	la	pretensión–	que	haya	puesto	fin	a	un	proceso	vincula	a	un	órgano
jurisdiccional	de	un	proceso	posterior	cuando	en	éste	aparezca	como
antecedente	lógico	de	lo	que	sea	su	objeto,	siempre	que	las	partes	sean	las
mismas,	en	concreto	el	imputado	(…).
En	el	presente	caso,	es	de	destacar	que	la	sentencia	de	vista	fue	anulatoria	–
no	es	de	fondo	y	firme,	de	ahí	que	es	posible	negar	la	presencia	de	una
vulneración	del	ne	bis	in	idem	procesal–	y,	frente	a	una	calificación	jurídico
penal	que	se	estimó	jurídicamente	incorrecta,	ordenó	un	nuevo	proceso	bajo
pautas	legales	–de	tipificación–	predeterminadas.	A	estos	efectos	el	órgano
jurisdiccional	no	podía	ser	ajeno	a	las	declaraciones	jurídicas	sobre	los	hechos,
a	la	‘ratio	decidendi’	de	la	referida	sentencia.	En	dicha	causa	se	discutió,	con	la
plena	participación	de	las	partes,	la	dimensión	y	la	consecuente	calificación
jurídica	de	los	hechos	–absolutamente	los	mismos	en	ambos	casos–	y,	sobre	tal
fundamento,	el	tribunal	superior	emitió	la	sentencia	respectiva,	que	es	la	base
del	efecto	prejudicial.”	(C.	S.,	R.	N.	2167-2008/Lima,	dic.	10/2010.	S.	S.	San
Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—La	resolución	que	rechaza	el	pedido	de	extradición
no	constituye	cosa	juzgada.	“(...)	la	decisión	que	motivó	el	rechazo	del
pedido	de	extradición	no	constituye	una	resolución	judicial	suprema	o
ejecutoria	suprema	que	pueda	calificar	el	hecho	como	cosa	juzgada,	pues
como	ya	se	indicó,	la	extradición	es	un	instituto	jurídico	que	viabiliza	la
remisión	compulsiva	de	un	individuo	por	parte	de	un	Estado	a	los	órganos
jurisdiccionales	competentes	de	otro	a	efectos	de	que	sea	enjuiciado	o	cumpla
con	una	condena	impuesta,	y	el	acceder	o	denegar	una	extradición	no	implica
una	calificación	de	los	hechos	que	conlleve	la	exculpación	del	favorecido,	ya
que	ello	es	propio	de	un	proceso	ordinario.”	(TC,	Exp.	02468-2010-PHC/TC,
nov.	28/2011.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—El	derecho	a	la	invulnerabilidad	de	la	cosa	juzgada
no	se	vulnera	por	distintas	sentencias	emitidas	en	un	mismo	proceso
penal.	“(...)	no	se	presenta	la	vulneración	del	principio	de	cosa	juzgada	pues	si
bien	(...)	por	la	que	la	Segunda	Sala	Penal	de	Reos	en	Cárcel	de	la	Corte
Superior	de	Justicia	de	Lima	Norte	absolvió	a	don	(...)	del	delito	contra	el
patrimonio,	robo	agravado,	este	extremo	de	la	sentencia	fue	impugnado	por	el
fiscal	superior,	siendo	que	la	Sala	Penal	Permanente	de	la	Corte	Suprema	de
Justicia	de	la	República	mediante	resolución	(...)	declaró	nula	la	precitada
sentencia	y	ordenó	que	se	realice	un	nuevo	juicio	oral	(...).	Es	en	mérito	a	esta
disposición	de	la	sala	suprema	que	se	emite	una	nueva	sentencia	con	fecha	8
de	setiembre	del	2008,	que	condena	al	recurrente	a	treinta	y	cinco	años	de
pena	privativa	de	la	libertad	(...).	La	Segunda	Sala	Penal	Transitoria	de	la
Corte	Suprema	de	Justicia	de	la	República,	con	fecha	7	de	abril	del	2009,
declara	no	haber	nulidad	en	la	sentencia	condenatoria	precitada	(...);	es	decir,
las	sentencias	cuestionadas	en	autos	han	sido	dictadas	en	el	único	proceso
iniciado	contra	el	recurrente	por	el	delito	contra	el	patrimonio,	robo
agravado.”	(TC,	Exp.	00271-2012-PHC/TC,	jun.	07/2012,	S.	S.	Álvarez
Miranda)
JURISPRUDENCIA.—Lo	importante	para	determinar	si	se	viola	el	non	bis
in	ídem	es	saber	si	la	conducta	antijurídica	que	afecta	a	un	solo	bien
jurídico	ha	merecido	un	reproche	dos	o	más	veces.	“5.	Para	que	el	ejercicio
de	la	potestad	sancionatoria	de	la	administración	policial	pueda	considerarse
contrario	a	dicho	derecho	fundamental,	en	su	dimensión	material	[que	es	la
que	el	recurrente,	en	esencia,	ha	alegado],	es	preciso	que	cuando	menos	dos	de
las	sanciones	impuestas	a	un	mismo	sujeto,	por	la	comisión	de	un	acto,
obedezcan	a	la	infracción	de	un	mismo	bien	jurídico,	sea	este	administrativo	o
de	carácter	penal.
Por	tanto,	lo	importante	para	calificar	si	dos	sanciones	impuestas	violan
dicho	derecho	fundamental	no	es	tanto	que	por	un	mismo	acto	una	persona
sea	sancionada	administrativa	y	disciplinariamente	y,	correlativamente,	en	un
proceso	penal	[pues,	a	priori,	efectivamente	ello	puede	acontecer	desde	el
momento	en	que	aquel	acto	puede	suponer	la	infracción	de	un	bien	jurídico
administrativo	y,	simultáneamente,	de	un	bien	jurídico	penal],	sino	que	la
conducta	antijurídica,	pese	a	afectar	a	un	solo	bien	jurídico,	haya	merecido	el
reproche	dos	o	más	veces”.	(TC,	Exp.	2868-2004-AA/TC,	nov.	24/2004.	S.	S.
Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Los	dos	supuestos	de	la	excepción	de	improcedencia
de	acción.	“La	excepción	de	improcedencia	de	acción	es	un	medio	de	defensa
técnico	que	le	otorga	al	procesado	la	potestad	de	cuestionar	preliminarmente
la	procedencia	de	la	imputación	ejercida	contra	su	persona,	pues	resulta	con
toda	evidencia	que	la	conducta	imputada	no	constituye	delito,	o	cuando	el
hecho	no	es	justiciable	penalmente,	ello	en	virtud	del	principio	de	legalidad
que	exige,	antes	de	ejercer	la	acción	penal,	cumplir	con	las	exigencias	de
previsión	y	certeza	normativa	(...)	Es	un	medio	técnico	de	defensa	que	tiene
por	finalidad	remediar	las	consecuencias	de	una	impropia	apertura	de
proceso	penal,	respecto	de	hechos	denunciados	que	no	constituyen	delito	o	que
no	obstante	encuadrar	en	un	tipo	delictivo	no	son	justiciables	penalmente.	El
ejercicio	de	este	medio	técnico	de	defensa,	tiene	como	finalidad	atacar	la
potestad	represiva	y	evitar	la	prosecución	del	supuesto	delito	que	se	investiga,
el	cual	tiene	como	fundamento	la	norma	constitucional	y	penal	material.	El
primer	supuesto,	se	refiere	a	que	el	hecho	denunciado	no	constituye	delito,
esto	es,	que	dicha	conducta	no	esté	prevista	como	delito	en	el	ordenamiento
jurídico	vigente	(atipicidad	absoluta)	o	que	no	se	adecúe	a	la	hipótesis	típica
de	una	disposición	penal	vigente	y	preexistente	invocada	en	la	denuncia	penal
(atipicidad	relativa).	El	segundo	supuesto,	referente	a	que	el	hecho	no	es
justiciable	penalmente,	puede	estar	tipificado	como	delito	(hecho	típico,
jurídico	y	culpable),	pero	está	rodeado	de	alguna	circunstancia	que	lo	exime
de	sanción	penal,	es	decir,	la	penalidad	se	encuentra	excluida,	por	haberlo
considerado	así	el	legislador,	en	atención	a	las	excusas	absolutorias,	y
asimismo	son	injusticiables	penalmente	los	comportamientos	típicos	que	la
doctrina	jurídico-penal	los	reconoce	adecuados	socialmente	y	por	lo	tanto
carecen	de	relevancia	penal	para	la	pretensión	sancionadora	del	Estado”.
(Corte	Superior	de	Lima,	Exp.	00148-2012-16-1826-JR-PE-02,	oct.	28/2013.	S.
S.	Susana	Ynes	Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—Dimensión	procesal	de	la	garantía	del	ne	bis	in
ídem	no	opera	cuando	el	primer	proceso	es	nulo.	“73.	En	ese	sentido,	y	por
lo	que	al	caso	de	autos	importa,	el	Tribunal	Constitucional	considera	que	es
ajeno	a	la	naturaleza	del	derecho,	es	decir,	a	los	intereses	jurídicamente
protegidos	por	la	dimensión	procesal	del	ne	bis	in	ídem,	que	se	pretenda
oponer	una	resolución	o	sentencia	(absolutoria)	expedida	en	un	primer
proceso	penal	que	resulta	manifiestamente	nulo.
74.	Dado	que	la	exigencia	primaria	y	básica	de	la	dimensión	procesal	del	ne
bis	in	ídem	es	impedir	que	el	Estado	arbitrariamente	persiga	criminalmente	a
una	persona	por	más	de	una	vez,	el	tribunal	considera	que	tal	arbitrariedad
no	se	genera	en	aquellos	casos	en	los	que	la	instauración	y	realización	de	un
proceso	penal	se	efectúa	como	consecuencia	de	haberse	declarado	la	nulidad
del	primer	proceso,	tras	constatarse	que	éste	último	se	realizó	por	una
autoridad	jurisdiccional	que	carecía	de	competencia	ratione	materiae	para
juzgar	un	delito	determinado.	Y	es	que	la	garantía	al	interés
constitucionalmente	protegido	por	este	derecho	no	opera	por	el	sólo	hecho	de
que	se	le	oponga	la	existencia	fáctica	de	un	primer	proceso,	sino	que	es	preciso
que	éste	sea	jurídicamente	válido”.	(TC,	Exp.	4587-2004-AA/TC,	nov.	29/2005.
S.	S.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—La	homogeneidad	del	bien	jurídico	tutelado
fundamenta	la	excepción	de	cosa	juzgada	y	no	el	nomen	iuris	del	delito
imputado.	“Que	los	agravios	expuestos	por	la	parte	civil	para	cuestionar	el
contenido	de	la	resolución	que	declaró	fundada	la	excepción	de	cosa	juzgada	a
favor	del	encausado	(...)	por	delito	contra	la	administración	pública	–colusión
desleal–	no	resultan	atendibles,	porque	en	el	proceso	penal	signado	(...)	cinco
seguido	ante	la	Sala	Penal	Especial	de	la	corte	suprema,	ejecutoriado	por
Ejecutoria	Suprema	(...),	existe	sentencia	con	calidad	de	cosa	juzgada	en
sentido	material;	que	en	el	quinto	fundamento	jurídico	de	la	indicada
ejecutoria	suprema	se	precisó	el	hecho	objeto	de	imputación,	que	es	idéntico	al
instruido	en	el	presente	proceso;	que,	en	efecto,	se	atribuyó	al	encausado	(...)
que	en	su	condición	de	ministro	de	Industrias,	Comercio,	Turismo	e
Integración	intervino	en	los	contratos	suscritos	a	favor	de	corporaciones
chinas;	que	si	bien	esa	conducta	fue	calificada	como	delito	de	patrocinio	ilegal,
nomen	juris	distinto	al	delito	de	colusión	desleal,	al	hacer	el	análisis	de	la
necesidad	de	unidad	de	fundamento	se	advierte	que	el	bien	jurídico	tutelado
es	homogéneo,	esto	es,	‘El	normal	desarrollo	de	la	administración	pública	que
se	ve	afectado	cuando	el	funcionario	infringe	los	deberes	de	lealtad,	probidad
e	imparcialidad	que	debe	guardar	con	el	Estado’,	por	lo	que	concurre	de	esta
forma	los	presupuestos	para	estimar	la	excepción	de	cosa	juzgada,	en
consecuencia,	corresponde	reiterar	la	estimación	a	ese	medio	técnico	de
defensa	formulado”.	(CS,	R.	N.	3232-2009-Lima,	nov.	11/2010.	V.	P.	Príncipe
Trujillo)
JURISPRUDENCIA.—La	dilucidación	y	análisis	de	los	hechos	en	la
sentencia	hace	que	sea	irrelevante	pronunciarse	por	la	excepción	de	la
naturaleza	de	acción.	“Finalmente,	en	cuanto	al	extremo	en	el	que	se	alega
que	la	excepción	de	naturaleza	de	acción	deducida	por	el	actor	no	mereció
pronunciamiento	por	pare	de	la	Corte	Suprema,	cabe	señalar	que	conforme	al
artículo	5°	del	Código	de	Procedimientos	Penales,	dicha	excepción	procede
cuando	el	hecho	denunciado	no	constituye	delito	o	no	es	justiciable
penalmente.	Como	tal,	constituye,	un	medio	de	defensa	técnico	que	tiene	por
finalidad	discutir	la	relevancia	penal	del	hecho	que	se	imputa,	de	manera
previa	a	cualquier	actividad	probatoria;	y,	en	el	caso	de	que	dicha	excepción
sea	amparada	por	el	órgano	jurisdiccional,	el	proceso	penal	en	el	que	se
deduzca	se	dará	por	concluido,	archivándose	definitivamente	la	causa.
4.	En	un	proceso	penal,	al	momento	de	dictarse	sentencia	condenatoria,	uno
de	los	aspectos	que	son	evaluados	por	el	órgano	jurisdiccional	es	la	relevancia
penal	del	hecho	(lo	que	puede	ser	discutido	de	manera	previa	mediante	la
excepción	de	naturaleza	de	acción).	Por	ello,	en	caso	de	que	no	se	hubiese
deducido	la	referida	excepción,	la	relevancia	penal	del	hecho	imputado	es
analizada	en	la	sentencia	condenatoria	así	como	en	la	confirmatoria	(...)”.	(TC,
Exp.	05998-2013-PHC/TC,	jul.	22/2014.	S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—TC	al	MP:	una	sanción	de	multa	no	puede	impedir	el
ejercicio	de	la	acción	penal	ni	configurar	la	vulneración	del	ne	bis	in
ídem.	“A	nuestro	juicio,	en	el	presente	caso,	la	decisión	de	los	representantes
del	Ministerio	Público	de	no	formular	denuncia	penal	contra	Financiera	(...)
lesionó	los	derechos	fundamentales	invocados,	ya	que	el	ejercicio	de	la	acción
penal	contra	esta	no	vulnera	el	derecho	al	debido	proceso,	ni	el	principio	ne
bis	in	idern.	Ello	es	así,	porque	la	sanción	de	multa	que	le	fuera	impuesta	por
la	administración	es	consecuencia	de	la	falta	de	idoneidad	en	el	servicio	dadas
las	irregularidades	en	las	que	esta	incurrió	durante	la	relación	comercial	con
el	recurrente;	específicamente,	los	excesos	cometidos	por	no	contabilizar	los
pagos	efectuados	por	el	recurrente	y	no	regularizar	ni	el	cronograma	de
pagos	ni	los	intereses,	inconductas	que	el	Indecopi	consideró	lesivas	del
artículo	8°	de	la	Ley	de	defensa	al	consumidor.
14.	Por	otra	parte,	el	ejercicio	de	la	acción	penal	implica	únicamente	hacer	de
conocimiento	del	órgano	jurisdiccional	que	existen	‘indicios	suficientes	o
elementos	de	juicio	reveladores	de	la	existencia	de	un	delito’	(Cfr.	Art.	77	del
Código	Procedimientos	Penales),	máxime	si	las	actuaciones	del	Ministerio
Público	son	postulatorias	y	no	decisorias,	como	se	ha	establecido	en	constante
jurisprudencia	emitida	por	este	tribunal.	En	este	sentido,	es	el	órgano
jurisdiccional	el	que	determinará	si	se	cometieron	las	conductas	sociales
prohibidas	que	se	denuncian	y	si	la	financiera	denunciada	es	responsable	de
tal	comportamiento	dañoso.
15.	Consecuentemente,	acreditándose	que	las	disposiciones	fiscales
cuestionadas	lesionaron	los	derechos	de	acceso	a	la	justicia	y	a	la	motivación
de	resoluciones,	toda	vez	que	los	bienes	jurídicos	tutelados	por	la
administración	difieren	de	los	bienes	tutelados	por	el	derecho	penal,	debe
ampararse	la	demanda”.	(T.	C.,	Exp.	05143-2011-PA/TC,	set.	08/2015.	S.	S.
Miranda	Canales)
JURISPRUDENCIA.—Excepción	de	improcedencia	de	acción	no	implica
realizar	un	juicio	procesal	de	responsabilidad	penal,	sino	uno	de
subsunción	normativa	del	hecho	al	injusto.	“Que	desde	ya	cabe	afirmar	que
la	excepción	de	improcedencia	de	acción	presenta	dos	alcances,	conforme	lo
establece	el	artículo	6°,	apartado	1,	literal	b,	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal:
1.	El	hecho	no	constituye	delito.	2.	El	hecho	no	es	justificable	penalmente.	El
primer	punto	abarca	la	antijuricidad	penal	del	objeto	procesal:	tipicidad	y
antijuricidad.	El	segundo	se	ubica	en	la	punibilidad	y	comprende	la	ausencia
de	una	condición	objetiva	de	punibilidad	o	la	presencia	de	una	causa	personal
de	exclusión	de	la	pena	o	excusa	absolutoria	–son	circunstancias	que	guardan
relación	con	el	hecho	o	que	excluyen	o	suprimen	la	necesidad	de	pena–	[San
Martín	Castro,	César	Eugenio.	Derecho	Procesal	Penal.	Lecciones,	Lima:
INPECCP,	2015,	página	284].	(...).
Quinto.-	Que,	ahora	bien,	es	obvio	que	para	deducir	una	excepción	de
improcedencia	de	acción	se	debe	partir	de	los	hechos	descritos	en	la
Disposición	Fiscal	de	Formalización	de	la	Investigación	Preparatoria.	A	su	vez,
el	juez,	al	evaluar	dicha	excepción,	solo	debe	tener	en	cuenta	los	hechos
incorporados	por	el	fiscal	en	el	acto	de	imputación	pertinente.
En	efecto,	la	excepción	de	improcedencia	de	acción	se	concreta,	por	su	propia
configuración	procesal,	en	el	juicio	de	subsunción	normativa	del	hecho
atribuido	a	un	injusto	penal	o	a	la	punibilidad,	en	tanto	categorías	del	delito,
distintas	de	la	culpabilidad	–tanto	como	juicio	de	imputación	personal	cuanto
como	ámbito	del	examen	de	su	correlación	con	la	realidad–	(...)”.	(C.	S.,	Cas.
407-2015-Tacna,	jul.	7/2016.	V.	P.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—Un	auto	ampliatorio	de	apertura	de	instrucción	no
configura	un	supuesto	de	ne	bis	in	ídem.	“6.	Así	considerado,	este	colegiado
advierte	que	no	se	presenta	un	supuesto	de	dualidad	de	procesos	que
configure	el	ne	bis	in	ídem,	lo	cual	implica	la	improcedencia	de	la	demanda.	En
efecto,	tanto	el	auto	de	apertura	de	instrucción	como	el	cuestionado	auto
ampliatorio	de	apertura	de	instrucción	han	sido	dictados	al	interior	del	mismo
proceso	penal	(Expediente	N°	2571-2010),	por	lo	que	no	se	verifica	la
existencia	de	una	doble	persecución	penal	por	parte	del	Estado,	no
correspondiendo	emitir	un	pronunciamiento	de	fondo,	pues	lo	alegado	no	se
refiere	al	contenido	constitucionalmente	protegido	del	derecho	a	no	ser
juzgado	dos	veces	por	los	mismos	hechos	(dimensión	formal	del	ne	bis	in
ídem)”.	(T.	C.,	Exp.	08555-2013-PCH/TC,	nov.	10/2015.	S.	S.	Ledesma	Narváez)
DOCTRINA.—Relatividad	del	principio	de	cosa	juzgada.	 “Si	 el	mandato
según	 el	 cual	 ninguna	persona	puede	 ser	 juzgada	dos	 veces	por	 el	mismo
hecho	(…),	representara	un	derecho	absoluto,	que	no	pudiera	ser	objeto	de
ninguna	 ponderación	 frente	 a	 ningún	 otro	 derecho	 o	 principio
constitucional.	 En	 efecto,	 si	 tal	 fuera	 el	 sentido	 de	 esa	 garantía
constitucional,	es	evidente	que	 la	acción	de	revisión	por	pruebas	o	hechos
nuevos	no	podría	proceder	nunca	contra	el	propio	procesado.	Sin	embargo,
lo	cierto	es	que	el	principio	de	non	bis	in	ídem	no	es	absoluto,	y	puede	ser
limitado	 (…)	Dijo	 entonces	esta	 corte	que	el	principio	del	non	bis	 in	 ídem
supone	 la	 inmutabilidad	 e	 irrevocabilidad	 de	 la	 cosa	 juzgada	 en	 beneficio
del	 procesado,	 pero	 que	 ‘esto	 no	 significa	 de	 modo	 alguno	 que	 este
postulado	tenga	carácter	absoluto,	puesto	que	la	efectividad	de	los	valores
superiores	de	la	justicia	material	y	de	la	seguridad	jurídica	hacen	necesaria
la	existencia	de	excepciones	a	la	cosa	juzgada’”.	(C.	Const.	de	Colombia,	Sent.
C-4,	ene.	20/2003.	M.P.	Eduardo	Montealegre	Lynett)
DOCTRINA.—Derechos	de	las	víctimas	como	límite	al	non	bis	in	ídem.
“La	pregunta	que	 surge	 entonces	 es	 si	 los	derechos	de	 las	 víctimas	de	 los
hechos	 punibles	 son	 de	 tal	 envergadura	 que	 no	 solo	 autorizan	 sino	 que
incluso	 exigen	 una	 limitación	 del	 non	 bis	 in	 ídem	 en	 la	 regulación	 de	 la
acción	 de	 revisión.	 Para	 responder	 a	 ese	 interrogante,	 la	 corte	 recordará
brevemente	su	doctrina	sobre	los	derechos	de	las	víctimas	y	los	deberes	del
Estado	 en	 esta	materia,	 para	 luego	 analizar	 su	 relación	 con	 el	 non	 bis	 in
ídem	 y	 con	 la	 acción	 de	 revisión.	 Este	 análisis	 permitirá	 determinar	 si	 la
restricción	a	la	acción	de	revisión	impuesta	por	la	disposición	acusada	es	o
no	proporcionada	frente	a	los	derechos	de	las	víctimas.
Como	 es	 obvio,	 a	 esos	 derechos	 de	 las	 víctimas	 corresponden	 ciertas
obligaciones	 del	 Estado,	 pues	 si	 las	 víctimas	 tienen	 derecho	 no	 solo	 a	 ser
reparadas	sino	además	a	saber	qué	ocurrió	y	a	que	se	haga	justicia,	entonces
el	 Estado	 tiene	 el	 deber	 correlativo	 de	 investigar	 seriamente	 los	 hechos
punibles.	 Esta	 obligación	 estatal	 es	 tanto	 más	 intensa	 cuanto	 más	 daño
social	 haya	 ocasionado	 el	 hecho	 punible.	 Y	 por	 ello	 ese	 deber	 estatal
adquiere	particular	fuerza	en	los	casos	de	violaciones	de	derechos	humanos.
Por	ello,	 la	Corte	 interamericana	ha	 señalado,	 con	criterios	que	esta	Corte
Constitucional	prohíja,	que	las	personas	afectadas	por	conductas	lesivas	de
los	 derechos	 humanos	 tienen	 derecho	 a	 que	 el	 Estado	 investigue	 esos
hechos,	 sancione	 a	 los	 responsables	 y	 restablezca,	 en	 lo	 posible,	 a	 las
víctimas	 en	 sus	 derechos.	 Según	 este	 alto	 tribunal	 internacional,	 si	 el
aparato	del	Estado	actúa	de	modo	que	una	conducta	lesiva	de	los	derechos
humanos	 ‘quede	impune	o	no	se	restablezca,	en	cuanto	sea	posible,	a	 la
víctima	 en	 la	 plenitud	 de	 sus	 derechos,	 puede	 afirmarse	 que	 ha
incumplido	el	deber	de	garantizar	su	 libre	y	pleno	ejercicio	a	 las	personas
sujetas	 a	 su	 jurisdicción’	 (resaltados	 no	 originales).	 Concluye	 entonces	 la
Corte	 Interamericana	 con	 palabras	 que	 son	 perfectamente	 válidas	 en	 el
constitucionalismo	colombiano:
‘En	ciertas	circunstancias	puede	resultar	difícil	 la	 investigación	de	hechos
que	atenten	contra	derechos	de	la	persona.	La	de	investigar	es,	como	la	de
prevenir	 una	 obligación	 de	 medio	 o	 de	 comportamiento	 que	 no	 es
incumplida	 por	 el	 solo	 hecho	 de	 que	 la	 investigación	 no	 produzca	 un
resultado	 satisfactorio.	 Sin	 embargo,	debe	 emprenderse	 con	 seriedad	 y
no	 como	 una	 simple	 formalidad	 condenada	 de	 antemano	 a	 ser
infructuosa.	Debe	 tener	un	sentido	y	 ser	asumida	por	el	Estado	como	un
deber	 jurídico	 propio	 y	 no	 como	 una	 simple	 gestión	 de	 intereses
particulares	 que	 dependa	 de	 la	 iniciativa	 procesal	 de	 la	 víctima	 o	 de	 sus
familiares	o	de	 la	aportación	privada	de	elementos	probatorios,	sin	que	 la
autoridad	pública	busque	efectivamente	la	verdad.	Esta	apreciación	es
válida	 cualquiera	 sea	 el	 agente	 al	 cual	 pueda	 eventualmente	 atribuirse	 la
violación,	aun	los	particulares,	pues,	si	sus	hechos	no	son	investigados	con
seriedad,	resultarían,	en	cierto	modo,	auxiliados	por	el	poder	público,	lo	que
comprometería	 la	responsabilidad	internacional	del	Estado’	(resaltados	no
originales)”.	 (C.	Const.	de	Colombia,	Sent.	C-4,	ene.	20/2003.	M.P.	Eduardo
Montealegre	Lynett)
D.	Leg.	957.
ART.	7°.—Oportunidad	de	los	medios	de	defensa.
1.	 La	 cuestión	 previa,	 cuestión	 prejudicial	 y	 las	 excepciones	 se
plantean	 una	 vez	 que	 el	 fiscal	 haya	 decidido	 continuar	 con	 las
investigaciones	 preparatorias	 o	 al	 contestar	 la	 querella	 ante	 el
juez	 y	 se	 resolverán	 necesariamente	 antes	 de	 culminar	 la	 etapa
intermedia.
2.	 La	 cuestión	 previa	 y	 las	 excepciones	 también	 se	 pueden
deducir	durante	la	etapa	intermedia,	en	la	oportunidad	fijada	por
la	ley.
3.	Los	medios	de	defensa	referidos	en	este	dispositivo,	pueden
ser	declarados	de	oficio.
D.	Leg.	957.
ART.	8°.—Trámite	de	los	medios	de	defensa.
1.	La	cuestión	previa,	cuestión	prejudicial	y	 las	excepciones	que
se	 deduzcan	 durante	 la	 investigación	 preparatoria	 serán
planteadas	mediante	solicitud	debidamente	fundamentada	ante	el
juez	de	la	investigación	preparatoria	que	recibió	la	comunicación
señalada	 en	 el	 artículo	 3°,	 adjuntando,	 de	 ser	 el	 caso,	 los
elementos	de	convicción	que	correspondan.
2.	 El	 juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria,	 una	 vez	 que	 ha
recabado	 información	 del	 fiscal	 acerca	 de	 los	 sujetos	 procesales
apersonados	 en	 la	 causa	 y	 luego	 de	 notificarles	 la	 admisión	 del
medio	de	defensa	deducido,	dentro	del	 tercer	día	 señalará	 fecha
para	la	realización	de	la	audiencia,	la	que	se	realizará	con	quienes
concurran	 a	 la	 misma.	 El	 fiscal	 asistirá	 obligatoriamente	 y
exhibirá	el	expediente	fiscal	para	su	examen	inmediato	por	el	juez
en	ese	acto.
3.	Instalada	la	audiencia,	el	juez	de	la	investigación	preparatoria
escuchará	 por	 su	 orden,	 al	 abogado	 defensor	 que	 propuso	 el
medio	de	defensa,	al	fiscal,	al	defensor	del	actor	civil	y	al	defensor
de	 la	 persona	 jurídica	 según	 lo	dispuesto	 en	 el	 artículo	90	 y	del
tercero	 civil.	 En	 el	 turno	 que	 les	 corresponde,	 los	 participantes
harán	 mención	 a	 los	 elementos	 de	 convicción	 que	 consten	 en
autos	o	que	han	acompañado	en	sede	judicial.
Si	 asiste	 el	 imputado	 tiene	 derecho	 a	 intervenir	 en	 último
término.
4.	 El	 juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria	 resolverá
inmediatamente	o,	en	todo	caso,	en	el	plazo	de	dos	días	luego	de
celebrada	 la	 vista.	 Excepcionalmente,	 y	 hasta	 por	 veinticuatro
horas,	podrá	retener	el	expediente	fiscal	para	resolver	el	medio	de
defensa	 deducido,	 que	 se	 hará	 mediante	 auto	 debidamente
fundamentado.
5.	 Cuando	 el	 medio	 de	 defensa	 se	 deduce	 durante	 la	 etapa
intermedia,	 en	 la	 oportunidad	 fijada	 en	 el	 artículo	 350,	 se
resolverán	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	352.
6.	La	cuestión	previa,	cuestión	prejudicial	y	las	excepciones
deducidas	a	favor	de	uno	de	los	imputados	beneficia	a	los	demás,
siempre	que	se	encuentren	en	igual	situación	jurídica.
D.	Leg.	957.
ART.	9°.—Recurso	de	apelación.
1.	 Contra	 el	 auto	 expedido	 por	 el	 juez	 de	 la	 investigación
preparatoria	procede	recurso	de	apelación.
2.	Concedido	el	recurso	de	apelación,	el	juez	de	la	investigación
preparatoria	dispondrá,	antes	de	la	elevación	del	recurso	a	la	Sala
Penal	Superior,	que	dentro	del	quinto	día	se	agreguen	a	los
actuados	formados	en	sede	judicial	las	copias	certificadas
pertinentes	del	expediente	fiscal.	Si	transcurre	el	plazo	sin	que	se
haya	agregado	las	copias	correspondientes,	el	juez
inmediatamente	elevará	los	actuados	a	la	Sala	Penal	Superior,	la
que	sin	perjuicio	de	poner	este	hecho	en	conocimiento	del	fiscal
superior	instará	al	fiscal	provincial	para	que	complete	el	cuaderno
de	apelación.
D.	Leg.	957.
ART.	10.—Indicios	de	delitos	en	proceso	extra	penal.
1.	 Cuando	 en	 la	 sustanciación	 de	 un	 proceso	 extra	 penal
aparezcan	 indicios	 de	 la	 comisión	 de	 un	 delito	 de	 persecución
pública	 el	 juez,	 de	 oficio	 o	 a	 pedido	 de	 parte,	 comunicará	 al
Ministerio	Público	para	los	fines	consiguientes.
2.	Si	el	fiscal	luego	de	las	primeras	diligencias	decide	continuar
con	la	investigación	preparatoria	lo	comunicará	al	juez	extra
penal,	quien	suspenderá	el	proceso,	siempre	que	considere	que	la
sentencia	penal	puede	influir	en	la	resolución	que	le	corresponde
dictar.
SECCIÓN	II
La	acción	civil
D.	Leg.	957.
ART.	11.—Ejercicio	y	contenido.
1.	 El	 ejercicio	 de	 la	 acción	 civil	 derivada	 del	 hecho	 punible
corresponde	al	Ministerio	Público	y,	especialmente,	al	perjudicado
por	el	delito.	Si	el	perjudicado	se	constituye	en	actor	civil,	cesa	la
legitimación	 del	 Ministerio	 Público	 para	 intervenir	 en	 el	 objeto
civil	del	proceso.
2.	Su	ámbito	comprende	las	acciones	establecidas	en	el	artículo
93	del	Código	Penal	e	incluye,	para	garantizar	la	restitución	del
bien	y,	siempre	que	sea	posible,	la	declaración	de	nulidad	de	los
actos	jurídicos	que	correspondan,	con	citación	de	los	afectados.
D.	Leg.	957.
ART.	12.—Ejercicio	alternativo	y	accesoriedad.
1.	El	perjudicado	por	el	delito	podrá	ejercer	 la	acción	civil	en	el
proceso	penal	o	ante	el	orden	jurisdiccional	civil.	Pero	una	vez	que
se	 opta	 por	 una	 de	 ellas,	 no	 podrá	 deducirla	 en	 la	 otra	 vía
jurisdiccional.
2.	 Si	 la	 persecución	 penal	 no	 pudiese	 proseguir,	 ya	 sea	 que	 se
disponga	 la	 reserva	 del	 proceso	 o	 se	 suspenda	 por	 alguna
consideración	 legal,	 la	 acción	 civil	 derivada	 del	 hecho	 punible
podrá	ser	ejercida	ante	el	orden	jurisdiccional	civil.
3.	La	sentencia	absolutoria	o	el	auto	de	sobreseimiento	no
impedirá	al	órgano	jurisdiccional	pronunciarse	sobre	la	acción
civil	derivada	del	hecho	punible	válidamente	ejercida,	cuando
proceda.
JURISPRUDENCIA.—Juez	del	nuevo	proceso	penal	debe	pronunciarse
sobre	la	existencia	o	no	de	la	reparación	civil,	aunque	haya	absuelto	al
imputado.	“7.	Por	otro	lado,	el	artículo	12.3	del	CPP	faculta	al	juez	a
pronunciarse	sobre	la	reparación	civil,	aun	cuando	se	absuelva	de	la
acusación	al	imputado	o	se	dicte	auto	de	sobreseimiento.	Este	dispositivo	a
criterio	de	los	señores	jueces	en	lo	penal	de	la	Corte	Suprema,	constituye	la
modificación	más	importante	en	el	ámbito	de	la	acción	civil	incorporada	al
proceso	penal,	habiendo	establecido	en	el	Acuerdo	Plenario	5-2011/CJ-1165:
‘Esto	significa	en	buena	cuenta,	que	cuando	se	sobresee	la	causa	o	se	absuelve
al	acusado	no	necesariamente	la	jurisdicción	debe	renunciar	a	la	reparación
de	un	daño	que	se	ha	producido	como	consecuencia	del	hecho	que	constituye
el	objeto	del	proceso,	incluso	cuando	ese	hecho	–siempre	ilícito–	no	puede	ser
calificado	como	infracción	penal’.
Acuerdo	en	el	que	además	se	interpreta	que	el	actor	civil	como	titular	de	la
acción	reparatoria	debe	sustentar	en	el	proceso	cómo	es	que	ha	sido
perjudicado	con	la	conducta	imputada	al	investigado	y	cómo	el	daño	sufrido
puede	ser	resarcido	(fundamento	13).	También	dispone	que	el	actor	civil
individualice	el	tipo	y	alcance	de	los	daños	cuyo	resarcimiento	pretende	y
cuánto	corresponde	a	cada	tipo	de	daño	que	afirma	haber	sufrido
(fundamento	15).
8.	En	esta	misma	línea,	esta	Sala	Penal	de	Apelaciones	tiene	establecido	que
puede	no	haberse	configurado	el	tipo	penal	pero	sí	los	daños	resarcibles,	y	por
tanto,	habrá	responsabilidad	civil.	Que	ello	es	así,	debido	que	la	reparación
civil	resulta	procedente	si	se	cumple	con	probar	la	materialización	del	daño
propiamente	tal,	y	se	cumplen	con	los	otros	elementos	de	la	reparación	civil”.
(Corte	Superior	de	Lima,	Exp.	00087-2011-5-1826-JR-PE-01,	may.	24/2013.
Pres.	Susana	Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Superior	de	Lima	recuerda	que	es	posible	que
no	se	configure	el	tipo	penal,	pero	sí	la	responsabilidad	civil.	“Por	otro
lado,	el	artículo	12.3	del	CPP	faculta	al	juez	a	pronunciarse	sobre	la
reparación	civil,	aun	cuando	se	absuelva	de	la	acusación	al	imputado	o	se
dicte	auto	de	sobreseimiento.	Este	dispositivo	a	criterio	de	los	señores	jueces
en	lo	penal	de	la	Corte	Suprema,	constituye	la	modificación	más	importante
en	el	ámbito	de	la	acción	civil	incorporada	al	proceso	penal	(...).
(...)	esta	Sala	Penal	de	Apelaciones	tiene	establecido	que	puede	no	haberse
configurado	el	tipo	penal	pero	sí	los	daños	resarcibles,	y	por	tanto,	habrá
responsabilidad	civil.	Que	ello	es	así,	debido	que	la	reparación	civil	resulta
procedente	si	se	cumple	con	probar	la	materialización	del	daño	propiamente
tal,	y	se	cumplen	con	los	otros	elementos	de	la	reparación	civil”.	(Corte
Superior	de	Lima,	Exp.	00147-2011-4-1826-JR-PE-01,	abr.	08/2013.	V.	P.
Susana	Ynes	Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—Una	sentencia	absolutoria	por	insuficiencia
probatoria	descarta	la	pretensión	de	determinar	la	reparación	civil.
“Estando	a	lo	anotado	debe	confirmarse	la	sentencia	absolutoria	por
insuficiencia	probatoria,	y	con	ello	el	extremo	que	declara	infundada	la
pretensión	de	determinación	de	consecuencias	jurídicos	civiles,	al	no	haberse
probado	la	existencia	de	un	hecho	antijurídico,	es	decir,	al	no	haberse
acreditado	el	primer	elemento	de	la	reparación	civil	lo	que	determina	que
resulte	innecesario	efectuar	un	análisis	de	los	demás	elementos	de	la	misma”.
(CSJL,	Exp.	00130-2012-6-1826-JR-PE-03,	oct.	10/2013.	S.	S.	Susana	Ynes
Castañeda	Otsu)
D.	Leg.	957.
ART.	13.—Desistimiento.
1.	El	actor	civil	podrá	desistirse	de	su	pretensión	de	reparación
civil	hasta	antes	del	inicio	de	la	etapa	intermedia	del	proceso.	Ello
no	perjudica	su	derecho	a	ejercerlo	en	la	vía	del	proceso	civil.
2.	El	desistimiento	genera	la	obligación	del	pago	de	costas.
D.	Leg.	957.
ART.	14.—Transacción.
1.	La	acción	civil	derivada	del	hecho	punible	podrá	ser	objeto	de
transacción.
2.	Una	vez	que	la	transacción	se	formalice	ante	el	juez	de	la
investigación	preparatoria,	respecto	de	la	cual	no	se	permite
oposición	del	Ministerio	Público,	el	fiscal	se	abstendrá	de	solicitar
reparación	civil	en	su	acusación.
D.	Leg.	957.
ART.	15.—Nulidad	de	transferencias.
1.	El	Ministerio	Público	o	 el	 actor	 civil,	 según	 los	 casos,	 cuando
corresponda	 aplicar	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 97	 del	 Código
Penal	 o	 cuando	 se	 trate	 de	 bienes	 sujetos	 a	 decomiso	 de
conformidad	con	el	 artículo	102	del	 citado	 código,	que	hubieran
sido	transferidos	o	gravados	fraudulentamente,	sin	perjuicio	de	la
anotación	 preventiva	 y/o	 de	 otra	 medida	 que	 corresponda,
solicitarán	 en	 el	 mismo	 proceso	 penal	 la	 nulidad	 de	 dicha
transferencia	o	gravamen	recaído	sobre	el	bien.
2.	El	procedimiento	se	sujetará	a	las	siguientes	reglas:
a)	 Una	 vez	 identificada	 una	 transferencia	 de	 un	 bien	 sujeto	 a
decomiso	 o	 que	 puede	 responder	 a	 la	 reparación	 civil	 y	 que	 se
considere	 incurso	 en	 lo	 dispuesto	 en	 el	 primer	 numeral	 del
presente	 artículo,	 el	 Ministerio	 Público	 o	 el	 actor	 civil,
introducirán	 motivadamente	 la	 pretensión	 anulatoria
correspondiente	e	instará	al	juez	de	la	investigación	preparatoria
que	 disponga	 al	 fiscal	 la	 formación	 del	 cuaderno	 de	 nulidad	 de
transferencia.	En	ese	mismo	escrito	ofrecerá	la	prueba	pertinente.
b)	 El	 juez	 correrá	 traslado	 del	 requerimiento	 de	 nulidad	 al
imputado,	 al	 adquirente	 y/o	 poseedor	 del	 bien	 cuestionado	 o	 a
aquél	en	cuyo	 favor	se	gravó	el	bien,	para	que	dentro	del	quinto
día	de	notificados	se	pronuncien	acerca	del	petitorio	de	nulidad.
Los	emplazados,	conjuntamente	con	su	contestación,	ofrecerán	la
prueba	que	consideren	conveniente.
c)	El	juez,	absuelto	el	trámite	o	transcurrido	el	plazo	respectivo,
de	ser	el	caso,	citará	a	una	audiencia	dentro	del	quinto	día	para	la
actuación	de	 las	pruebas	ofrecidas	y	escuchar	 los	alegatos	de	 los
participantes.	A	 su	 culminación,	 con	 las	 conclusiones	 escritas	de
las	 partes,	 el	 juez	 dictará	 resolución	 dando	 por	 concluido	 el
procedimiento	 incidental.	 Están	 legitimados	 a	 intervenir	 en	 la
actuación	 probatoria	 las	 partes	 y	 las	 personas	 indicadas	 en	 el
numeral	anterior.
d)	 El	 órgano	 jurisdiccional	 competente	 para	 dictar	 sentencia	 se
pronunciará	 sobre	 la	 nulidad	demandada.	 Todos	 los	 legitimados
para	 intervenir	 en	 este	 incidente	 pueden	participar	 en	 todas	 las
actuaciones	 procesales	 que	 puedan	 afectar	 su	 derecho	 y,
especialmente,	en	el	 juicio	oral,	en	que	podrán	formular	alegatos
escritos	 y	 orales.	 En	 este	 último	 caso	 intervendrán	 luego	 del
tercero	civil.
e)	Esta	pretensión	también	puede	interponerse	durante	la	etapa
intermedia,	en	el	momento	fijado	por	la	ley.
SECCIÓN	III
La	jurisdicción	y	competencia
TÍTULO	I
La	jurisdicción
D.	Leg.	957.
ART.	 16.—Potestad	 jurisdiccional.	 La	 potestad	 jurisdiccional
del	Estado	en	materia	penal	se	ejerce	por:
1.	La	Sala	Penal	de	la	Corte	Suprema.
2.	Las	salas	penales	de	las	cortes	superiores.
3.	 Los	 juzgados	 penales,	 constituidos	 en	 órganos	 colegiados	 o
unipersonales,	según	la	competencia	que	le	asigna	la	ley.
4.	Los	juzgados	de	la	investigación	preparatoria.
5.	Los	juzgados	de	paz	letrados,	con	las	excepciones	previstas	por
la	ley	para	los	juzgados	de	paz.
D.	Leg.	957.
ART.	17.—Improrrogabilidad	de	la	jurisdicción	penal.	La
jurisdicción	penal	ordinaria	es	improrrogable.	Se	extiende	a	los
delitos	y	a	las	faltas.	Tiene	lugar	según	los	criterios	de	aplicación
establecidos	en	el	Código	Penal	y	en	los	tratados	internacionales
celebrados	por	el	Estado,	debidamente	aprobados	y	ratificados
conforme	a	la	Constitución.
JURISPRUDENCIA.—Derecho	al	juez	natural	implica	que	quien	juzgue
sea	un	juez	o	un	órgano	que	tenga	potestad	jurisdiccional.	“(...)	Este
derecho	implica	que	quien	juzgue	sea	un	juez	o	un	órgano	que	tenga	potestad
jurisdiccional.	De	esta	manera	se	está	garantizando	la	interdicción	de	ser
enjuiciado	por	un	juez	excepcional,	o	por	una	comisión	especial	creada
exprofesamente	para	desarrollar	funciones	jurisdiccionales,	o	que	dicho
juzgamiento	pueda	realizarse	por	comisión	o	delegación.	Con	ello,	se	impide
que	cualquiera	de	los	poderes	públicos	pueda	avocarse	el	conocimiento	de
asuntos	que	deban	ser	ventilados	ante	el	Poder	Judicial	o	ante	cualquiera	de
los	órganos	jurisdiccionales	especializados	que	la	Constitución	ha	establecido
(…)”.	(TC,	Exp.	N°	981-2004-PHC/TC,	jun.	27/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Es	inconstitucional	el	juzgamiento	de	nacionales
por	autoridades	jurisdiccionales	extranjeras.	“(…)	2.	Con	respecto	al
primero	de	las	peticiones	aclaratorias	formuladas	por	el	citado	procurador
público,	este	tribunal	debe	recordar	que,	tal	como	se	desprende	del	auto	de
fecha	29	de	enero	del	2009	expedido	por	el	Juzgado	Central	de	Instrucción	N°
5	de	la	Audiencia	Nacional	de	Madrid,	España,	la	incorporación	de	la
favorecida	dentro	del	proceso	penal	seguido	en	España	ha	sido	motivado	por
la	iniciación	de	un	proceso	arbitral	dentro	de	la	jurisdicción	nacional	(al	cual
se	ha	hecho	referencia	a	lo	largo	de	la	sentencia	evacuada	en	la	presente
causa),	por	lo	que	las	imputaciones	criminales	que	de	este	acto	se	deriven	sea
cual	fuere	el	nomen	iuris	con	el	que	se	les	conoce	o	se	les	denomine	devendrían
en	ilegítimas,	por	estar	sometidas	al	mismo	razonamiento	esbozado	en	la
sentencia	cuya	aclaración	se	peticiona.	Todo	ello	en	virtud	a	que	resulta
manifiestamente	inconstitucional	el	juzgamiento	de	nacionales	por
autoridades	jurisdiccionales	extranjeras,	si	los	hechos	presuntamente	ilícitos
han	ocurrido	dentro	de	nuestro	país,	máxime	si	no	ocurre	ningún	supuesto
habilitante	para	la	activación	de	la	jurisdicción	universal.	(…).”	(TC,
Aclaración	-	Exp.	05761-2009-PHC/TC,	jun.	02/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Juez	extranjero	no	puede	conocer	hechos	sucedidos
en	el	Perú	que	no	sean	perseguibles	por	la	jurisdicción	universal.	“(…)	42.
Por	ello	este	colegiado	considera	oportuno	subrayar,	dentro	del	rol	tuitivo	de
la	soberanía	jurídica	de	nuestro	país,	que	el	hecho	de	que	un	juez	foráneo	se
haya	investido	de	jurisdicción	para	conocer	de	unos	hechos	que	han	sucedido
en	el	Perú,	sin	que	estos	sucesos	fácticos	tengan	la	característica	de	ser
perseguibles	a	través	de	la	jurisdicción	universal,	resulta	lesivo	a	la	soberanía
jurídica	de	nuestro	país,	pues	ello	supondría	el	sometimiento	de	nuestro
Estado	a	la	regulación	normativa	del	país	que	se	arroga	competencia	a	través
del	funcionario	correspondiente,	con	lo	cual	se	cerniría	en	nuestro	sistema
jurídico	un	clima	de	inseguridad	que	no	resulta	tolerable.
43.	Por	ello	es	que	este	colegiado	es	enfático	en	señalar	a	través	del	presente
fallo	que	situaciones	como	estas	deben	ser	rechazadas,	pues	el	tribunal
considera	que	el	Perú,	dentro	del	ejercicio	de	su	soberanía,	ha	establecido,
incluso	desde	el	eslabón	más	alto	de	su	normativa	interna,	que	la	jurisdicción
para	estos	casos	será	asumida	por	nuestro	Poder	Judicial,	al	cual	lo	ha	dotado
de	la	autoridad	suficiente	para	ser	el	ente	que	materialice	el	legítimo	interés
sancionador	del	Estado	ante	conductas	consideradas	como	delictivas.	(…).”
(TC,	Exp.	05761-2009-PHC/TC,	may.	13/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—El	Mimp	no	puede	asumir	competencia	en	la
investigación	y	juzgamiento	de	infracciones	penales	cometidas	por
menores	de	edad.	“Que,	en	conclusión,	estando	a	los	principios
constitucionales,	así	como	a	los	dispositivos	legales	glosados	con	anterioridad,
resulta	claro	que	el	conocimiento	de	un	proceso	como	el	substanciado	en	los
presentes	autos,	esto	es,	de	los	procesos	de	investigación	y	juzgamiento	de
denuncias	sobre	presunta	comisión	de	infracción	penal	por	parte	de	menores
de	edad,	corresponde	al	juez	de	familia	y	dentro	de	esta	especialidad,	al	juez
especializado	en	infracciones	del	distrito	judicial	de	Lima,	de	conformidad	con
el	artículo	133	del	Código	de	los	Niños	y	Adolescentes.	En	tal	orden	de	ideas,
cabe	resaltar	el	evidente	error	cometido	por	el	ad	quem	al	pretender	que	el
Ministerio	de	la	Mujer	y	Desarrollo	Social	-	Mimdes	(ahora	Ministerio	de	la
Mujer	y	Población	Vulnerable	-	Mimp)	asuma	competencia	en	el	caso	de	autos;
es	decir	que	asuma	la	función	jurisdiccional	que	por	mandato	de	la
Constitución	Política	del	Perú	y	de	la	ley	le	corresponde	al	órgano
jurisdiccional.	(...)	cabe	agregar	que	si	bien,	como	lo	señala	el	ad	quem	los
menores	(niños)	se	encuentran	‘excluidos	del	derecho	penal’;	también	lo	es,
que	debe	entenderse	que	su	situación	se	enmarca	dentro	de	un	sistema
independiente	y	especial	de	protección	a	su	especial	condición	de
vulnerabilidad	y	estado	de	desarrollo,	lo	cual	hace	que	de	conformidad	a	la
normatividad	contenida	en	los	citados	artículos	242	del	Código	de	los	Niños	y
Adolescentes	y	53	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder
Judicial,	así	como	del	artículo	184	del	Código	de	los	Niños	y	Adolescentes	sean
sujetos	de	la	aplicación	de	medidas	de	protección	contempladas	en	el	artículo
242	del	Código	de	los	Niños	y	Adolescentes”.	(C.	S.,	Cas.	513-2015-Lima,	set.
28/2015.	V.	P.	Cabello	Matamala)
DOCTRINA.—Carta	 rogatoria	 de	 juez	 extranjero	 no	 califica	 como
indebida	 atribución.	 “(…)	 Por	 ello	 es	 que	 no	 se	 trata	 de	 una	 indebida
atribución	 del	 juez	 español	 Baltasar	 Garzón	 pues	 conforme	 a	 su	 carta
rogatoria	no	está	ordenando	a	ninguna	autoridad	peruana	que	haga	o	deje
de	hacer	lo	que	los	accionantes	expresan	en	la	demanda	constitucional,	pues
una	carta	rogatoria	de	un	 juez	extranjero,	en	este	caso	para	que	ejecute	el
juez	peruano	una	medida	cautelar,	no	tiene	más	sentido	que	un	pedido	para
tal	efecto,	pudiendo	el	juez	requerido	desacatar	el	contenido	de	dicha	carta
en	 aplicación	 del	 aludido	 tratado	 explicando	 la	 imposibilidad	 del
cumplimiento	de	dicha	carta	rogatoria	por	las	razones	que	motivadamente
tendría	que	decir	el	juez	del	Perú	(…).”	(TC,	Exp.	05761-2009-PHC/TC,	may.
13/2010.	Voto	singular	del	magistrado	Vergara	Gotelli)
D.	Leg.	957.
ART.	 18.—Límites	 de	 la	 jurisdicción	 penal	 ordinaria.	 La
jurisdicción	penal	ordinaria	no	es	competente	para	conocer:
1.	De	los	delitos	previstos	en	el	artículo	173	de	la	Constitución.
2.	De	los	hechos	punibles	cometidos	por	adolescentes.
3.	De	los	hechos	punibles	en	los	casos	previstos	en	el	artículo	149
de	la	Constitución.
JURISPRUDENCIA.—Jurisdicción	penal	ordinaria	no	es	competente	para
conocer	los	hechos	punibles	que	están	bajo	la	jurisdicción	de	las	rondas
campesinas.	“(...)	En	el	mismo	sentido,	el	artículo	18	del	Nuevo	Código
Procesal	Penal	del	2004,	establece	con	claridad,	que	la	jurisdicción	penal
ordinaria	‘no	es	competente	para	conocer:	(...)	3.	de	los	hechos	punibles	en	los
casos	previstos	en	el	artículo	149	de	la	Constitución’,	es	decir,	los	casos	donde
las	‘(...)	autoridades	de	las	comunidades	campesinas	y	nativas,	con	el	apoyo	de
las	rondas	campesinas,	pueden	ejercer	las	funciones	jurisdiccionales	dentro	de
su	ámbito	territorial	de	conformidad	con	el	derecho	consuetudinario,	siempre
que	no	violen	los	derechos	fundamentales	de	la	persona	(...)’.”	(CSJ	de	la
Libertad,	Exp.	5964-25-2008,	ago.	08/2009.	V.	P.	Víctor	Alberto	Marín)
JURISPRUDENCIA.—Política	legislativa	y	clasificación	de	las	rondas
campesinas.	“(...)	10.	En	el	Perú,	existe	diversidad	de	normas	que	han
regulado	las	funciones	de	las	rondas	campesinas,	lo	que	traído	consigo	una
confusión	sobre	la	naturaleza	de	sus	funciones.	Así	tenemos	a	la	Ley	N°	24571,
que	inicialmente	les	reconoció	su	autonomía;	a	la	Ley	N°	24656,	que	las
configuró	como	órgano	dependiente	de	la	comunidad;	al	D.	S.	N°	002-93-
DE/CCFFAA,	que	pretendió	su	adecuación	forzada	a	la	forma	organizativa	de
los	comités	de	autodefensa	promovida	por	las	fuerzas	de	seguridad;	luego	con
el	artículo	149	de	la	Constitución	Política	del	Perú,	que	les	asignó	la	calidad	de
órganos	de	apoyo	para	las	funciones	jurisdiccionales	de	las	comunidades;
después	con	la	Ley	N°	27908,	que	en	forma	confusa	apuntó	a	fortalecer	el
reconocimiento	de	sus	derechos;	y,	finalmente,	con	Ley	N°	27933,	que
incorporó	su	participación	en	el	Sistema	Nacional	de	Seguridad	Ciudadana.
De	ahí	que	actualmente	se	distinguen	tres	tipos	diferentes	de	funciones	y	de
rondas:	a)	aquellas	que	sólo	ejercen	facultades	de	colaboración	con	las
autoridades	judiciales	y	policiales,	que	se	da	en	lugares	donde	existe	una
fuerte	presencia	institucional	del	Estado,	y	por	tanto	las	rondas	cumplen	un
rol	de	apoyo	a	la	jurisdicción	ordinaria	(caso	de	las	rondas	urbanas	o
campesinas	en	ciudades	importantes	de	la	sierra);	b)	aquellas	que	constituyen
instancias	informales	de	resolución	de	conflictos,	que	se	presentan	en	lugares
donde	hay	presencia	del	Estado,	pero	no	muy	fuerte,	en	estos	casos	puede
caber	una	solución	por	parte	de	la	ronda	o	una	solución	a	través	de	los
juzgados	de	paz	o	la	jurisdicción	ordinaria;	o,	c)	aquellas	que	tienen	y	ejercen
de	manera	plena	funciones	jurisdiccionales,	es	el	caso	de	aquellas
comunidades	donde	no	existe	presencia	estatal	y	sólo	existe	la	ronda
campesina,	no	existe	derecho	positivo,	sino	derecho	consuetudinario,	que	es
aplicado	por	sus	propias	autoridades.”	(CSJ	de	la	Libertad,	Exp.	5964-25-2008,
ago.	08/2009.	V.	P.	Víctor	Alberto	Marín)
TÍTULO	II
La	competencia
D.	Leg.	957.	
ART.	19.—Determinación	de	la	competencia.
1.	 La	 competencia	 es	 objetiva,	 funcional,	 territorial	 y	 por
conexión.
2.	Por	la	competencia	se	precisa	e	identifica	a	los	órganos
jurisdiccionales	que	deben	conocer	un	proceso.
D.	Leg.	957.
ART.	20.—Efectos	de	las	cuestiones	de	competencia.	Las
cuestiones	de	competencia	no	suspenderán	el	procedimiento.	No
obstante,	si	se	producen	antes	de	dictarse	el	auto	de	citación	de
juicio,	se	suspenderá	la	audiencia	hasta	la	decisión	del	conflicto.
CAPÍTULO	I
La	competencia	por	el	territorio
D.	Leg.	957.
ART.	 21.—Competencia	 territorial.	 La	 competencia	 por	 razón
del	territorio	se	establece	en	el	siguiente	orden:
1.	Por	el	lugar	donde	se	cometió	el	hecho	delictuoso	o	se	realizó
el	 último	 acto	 en	 caso	 de	 tentativa,	 o	 cesó	 la	 continuidad	 o	 la
permanencia	del	delito.
2.	Por	el	lugar	donde	se	produjeron	los	efectos	del	delito.
3.	Por	el	lugar	donde	se	descubrieron	las	pruebas	materiales	del
delito.
4.	Por	el	lugar	donde	fue	detenido	el	imputado.
5.	Por	el	lugar	donde	domicilia	el	imputado.
D.	Leg.	957.
ART.	22.—Delitos	cometidos	en	un	medio	de	transporte.
1.	Si	el	delito	es	cometido	en	un	medio	de	transporte	sin	que	sea
posible	 determinar	 con	 precisión	 la	 competencia	 territorial,
corresponde	conocer	al	juez	del	lugar	de	llegada	más	próximo.	En
este	caso	el	conductor	del	medio	de	transporte	pondrá	el	hecho	en
conocimiento	de	la	autoridad	policial	del	lugar	indicado.
2.	La	autoridad	policial	informará	de	inmediato	al	fiscal
provincial	para	que	proceda	con	arreglo	a	sus	atribuciones.
D.	Leg.	957.
ART.	 23.—Delito	 cometido	 en	 el	 extranjero.	 Si	 el	 delito	 es
cometido	 fuera	 del	 territorio	 nacional	 y	 debe	 ser	 juzgado	 en	 el
Perú	 conforme	 al	 Código	 Penal,	 la	 competencia	 del	 juez	 se
establece	en	el	siguiente	orden:
1.	Por	el	lugar	donde	el	imputado	tuvo	su	último	domicilio	en	el
país;
2.	Por	el	lugar	de	llegada	del	extranjero;
3.	Por	el	lugar	donde	se	encuentre	el	imputado	al	momento	de
promoverse	la	acción	penal.
D.	Leg.	957.
ART.	24.—Modificado.	D.	Leg.	983,	Art.	3°.	Delitos	graves	y	de
trascendencia	nacional.	Los	delitos	especialmente	graves,	o	 los
que	 produzcan	 repercusión	 nacional	 cuyos	 efectos	 superen	 el
ámbito	de	un	distrito	judicial,	o	los	cometidos	por	organizaciones
delictivas,	 que	 la	 ley	 establezca,	 podrán	 ser	 conocidos	 por
determinados	 jueces	 de	 la	 jurisdicción	 penal	 ordinaria,	 bajo	 un
sistema	 específico	 de	 organización	 territorial	 y	 funcional,	 que
determine	el	órgano	de	gobierno	del	Poder	Judicial.
Los	delitos	de	tráfico	ilícito	de	drogas	y	lavado	de	activos;	y,	los
delitos	de	secuestro	y	extorsión	que	afecten	a	funcionarios	del
Estado,	podrán	ser	de	conocimiento	de	los	jueces	de	la	capital	de
la	República,	con	prescindencia	del	lugar	en	el	que	hayan	sido
perpetrados.
NOTA:	Primer	párrafo	según	Fe	de	Erratas	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”,	el	02.08.2007.
D.	Leg.	957.
ART.	25.—Valor	de	los	actos	procesales	ya	realizados.	La
incompetencia	territorial	no	acarrea	la	nulidad	de	los	actos
procesales	ya	realizados.
CAPÍTULO	II
La	competencia	objetiva	y	funcional
D.	Leg.	957.
ART.	26.—Competencia	de	la	Sala	Penal	de	la	Corte	Suprema.
Compete	a	la	Sala	Penal	de	la	Corte	Suprema:
1.	 Conocer	 del	 recurso	 de	 casación	 interpuesto	 contra	 las
sentencias	 y	 autos	 expedidos	 en	 segunda	 instancia	 por	 las	 salas
penales	de	las	cortes	superiores,	en	los	casos	previstos	por	la	ley.
2.	Conocer	del	recurso	de	queja	por	denegatoria	de	apelación.
3.	Transferir	la	competencia	en	los	casos	previstos	por	la	ley.
4.	Conocer	de	la	acción	de	revisión.
5.	Resolver	 las	 cuestiones	de	 competencia	previstas	 en	 la	 ley,	 y
entre	la	jurisdicción	ordinaria	y	la	militar.
6.	 Pedir	 al	 Poder	 Ejecutivo	 que	 acceda	 a	 la	 extradición	 activa	 y
emitir	 resolución	 consultiva	 respecto	 a	 la	 procedencia	 o
improcedencia	de	la	extradición	pasiva.
7.	Resolver	la	recusación	planteada	contra	sus	magistrados.
8.	 Juzgar	 en	 los	 casos	 de	 delitos	 de	 función	 que	 señala	 la
Constitución.
9.	Entender	de	los	demás	casos	que	este	código	y	las	leyes
determinan.
D.	Leg.	957.
ART.	 27.—Competencia	 de	 las	 salas	 penales	 de	 las	 cortes
superiores.	Compete	a	las	salas	penales	de	las	cortes	superiores:
1.	 Conocer	 del	 recurso	 de	 apelación	 contra	 los	 autos	 y	 las
sentencias	 en	 los	 casos	 previstos	 por	 la	 ley,	 expedidos	 por	 los
jueces	 de	 la	 investigación	 preparatoria	 y	 los	 jueces	 penales	 –
colegiados	o	unipersonales–.
2.	 Dirimir	 las	 contiendas	 de	 competencia	 de	 los	 jueces	 de	 la
investigación	 preparatoria	 y	 los	 jueces	 penales	 –colegiados	 o
unipersonales–	 del	 mismo	 o	 distinto	 distrito	 judicial,
correspondiendo	conocer	y	decidir,	en	este	último	caso,	a	 la	sala
penal	del	distrito	judicial	al	que	pertenezca	el	juez	que	previno.
3.	Resolver	los	incidentes	que	se	promuevan	en	su	instancia.
4.	Dictar,	a	pedido	del	 fiscal	superior,	 las	medidas	limitativas	de
derechos	a	que	hubiere	lugar.
5.	Conocer	del	recurso	de	queja	en	los	casos	previstos	por	la	ley.
6.	 Designar	 al	 vocal	 menos	 antiguo	 de	 la	 sala	 para	 que	 actúe
como	juez	de	la	investigación	preparatoria	en	los	casos	previstos
por	la	ley,	y	realizar	el	juzgamiento	en	dichos	casos.
7.	Resolver	la	recusación	planteada	contra	sus	magistrados.
8.	Conocer	los	demás	casos	que	este	código	y	las	leyes
determinen.
D.	Leg.	957.
ART.	28.—Competencia	material	y	 funcional	de	 los	 juzgados
penales.
1.	 Los	 juzgados	 penales	 colegiados,	 integrados	 por	 tres	 jueces,
conocerán	materialmente	de	 los	delitos	que	tengan	señalados	en
la	 ley,	 en	 su	 extremo	 mínimo,	 una	 pena	 privativa	 de	 libertad
mayor	de	seis	años.
2.	Los	juzgados	penales	unipersonales	conocerán	materialmente
de	 aquellos	 cuyo	 conocimiento	 no	 se	 atribuya	 a	 los	 juzgados
penales	colegiados.
3.	Compete	funcionalmente	a	los	juzgados	penales,	unipersonales
o	colegiados,	lo	siguiente:
a)	Dirigir	la	etapa	de	juzgamiento	en	los	procesos	que	conforme
ley	deban	conocer;
b)	Resolver	los	incidentes	que	se	promuevan	durante	el	curso	del
juzgamiento;
c)	 Conocer	 de	 los	 demás	 casos	 que	 este	 código	 y	 las	 leyes
determinen.
4.	 Los	 juzgados	 penales	 colegiados,	 funcionalmente,	 también
conocerán	de	 las	solicitudes	sobre	refundición	o	acumulación	de
penas;
5.	Los	 juzgados	penales	unipersonales,	 funcionalmente,	 también
conocerán:
a)	De	 los	 incidentes	sobre	beneficios	penitenciarios,	conforme	a
lo	dispuesto	en	el	Código	de	Ejecución	Penal;
b)	 Del	 recurso	 de	 apelación	 interpuesto	 contra	 las	 sentencias
expedidas	por	el	juez	de	paz	letrado;
c)	Del	recurso	de	queja	en	los	casos	previstos	por	la	ley;
d)	De	la	dirimencia	de	las	cuestiones	de	competencia	entre	los
jueces	de	paz	letrados.
D.	Leg.	957.
ART.	 29.—Competencia	 de	 los	 juzgados	 de	 la	 investigación
preparatoria.	 Compete	 a	 los	 juzgados	 de	 la	 investigación
preparatoria:
1.	 Conocer	 las	 cuestiones	 derivadas	 de	 la	 constitución	 de	 las
partes	durante	la	investigación	preparatoria.
2.	 Imponer,	 modificar	 o	 hacer	 cesar	 las	 medidas	 limitativas	 de
derechos	durante	la	investigación	preparatoria.
3.	 Realizar	 el	 procedimiento	 para	 la	 actuación	 de	 prueba
anticipada.
4.	Conducir	la	etapa	intermedia	y	la	ejecución	de	la	sentencia.
5.	Ejercer	los	actos	de	control	que	estipula	este	código.
6.	Ordenar,	 en	 caso	de	delito	 con	 resultado	de	muerte,	 si	 no	 se
hubiera	 inscrito	 la	 defunción,	 y	 siempre	 que	 se	 hubiera
identificado	 el	 cadáver,	 la	 correspondiente	 inscripción	 en	 el
Registro	Nacional	de	Identificación	y	Estado	Civil.
7.	Conocer	de	los	demás	casos	que	este	código	y	las	leyes
determinen.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—El	encargado	de	resolver	el	pedido	de
prolongación	de	prisión	preventiva	en	todos	los	casos	es	el	juez	de	la
investigación	preparatoria.	“De	lo	expuesto	se	desprende	que	nuestra
normatividad	legal	le	otorga	facultad	y	competencia	para	resolver	los
requerimientos	de	prolongación	de	prisión	preventiva,	estrictamente	al	juez
de	la	investigación	preparatoria,	no	estableciendo	límites	a	dicha	potestad,
esto	es,	no	restringe	en	modo	alguno	a	que	dicha	facultad	la	realice
únicamente	a	nivel	de	la	investigación	preparatoria;	por	lo	que	no	existiendo
prohibición	legal	en	concreto,	se	puede	entender,	en	principio,	que	es
permisible	que	siga	realizando	esta	función	como	juez	de	garantías,	aún	si	la
causa	se	encuentra	en	etapa	intermedia,	juicio	oral	o	cuando	se	haya	dictado
sentencia	condenatoria	de	primera	instancia,	que	se	encuentre	recurrida	vía
recurso	de	apelación.
(…)	Ello	es	entendible,	pues	lo	que	se	procura	es	que	la	dilucidación	sobre	la
prolongación	de	la	prisión	preventiva,	se	realice	vía	una	audiencia	específica,
la	misma	que	se	encuentra	normativamente	vinculada	a	la	actuación	del	juez
de	la	investigación	preparatoria	como	se	ha	precisado	en	el	fundamento
jurídico	anterior.	Por	tanto,	debe	entenderse	que	es	este	magistrado	el
competente	para	pronunciarse	sobre	las	medidas	cautelares	que	se	solicitan
con	posterioridad	a	la	conclusión	de	la	etapa	de	investigación	preparatoria,	a
fin	que	no	exista	el	riesgo	que	lo	decidido	pueda	influir	en	el	futuro	del
proceso,	toda	vez	que	es	otro	órgano	jurisdiccional	el	que	se	va	a	encargar	del
juzgamiento:	juez	de	juzgamiento	unipersonal	y/o	colegiado,	que	no
realizaría	un	prejuzgamiento	de	los	hechos	materia	de	investigación	si	tuviera
que	pronunciarse	sobre	la	medida	cautelar	de	naturaleza	personal	solicitada,
tanto	más,	si	uno	de	los	presupuestos	de	la	prisión	preventiva	se	refiere	a	la
presencia	de	elementos	de	convicción,	que	vinculen	razonablemente	al
procesado	con	los	hechos	que	se	le	imputan,	pues	solo	se	prevé
excepcionalmente	que	se	pueda	decidir	la	admisibilidad	de	la	prueba	penal
rechazada	por	el	juez	de	la	investigación	preparatoria	en	la	etapa	intermedia
o	cuando	se	haya	descubierto	con	posterioridad,	debiéndose	formar
convicción	sobre	la	base	de	la	prueba	producida	en	el	juicio	oral.	Garantía	de
imparcialidad	que	también	se	busca	resguardar	y	se	extiende	en	los	supuestos
en	que	el	caso	de	fondo	se	encuentre	con	sentencia	condenatoria	en	grado	de
apelación	ante	la	Sala	Penal	Superior;	que	además	no	permitiría	que	haya
derecho	al	recurso,	por	ser	esta	la	última	instancia”.	(CS,	Cas.	328-2012-Ica,
oct.	17/2013.	V.	P.	Villa	Stein)
NOTA:	La	Casación	N°	328-2012-Ica	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	6	de	marzo	del
2014.
CRITERIO	JURISPRUDENCIAL.—El	control	de	una	sentencia	penal	con
ejecución	suspendida	corre	a	cargo	del	juez	y	no	del	fiscal.	“Que	al
respecto	es	del	caso	indicar	que	el	proceso	penal	de	ejecución,	como
corresponde	a	su	naturaleza	jurisdiccional,	está	bajo	la	dirección	del	órgano
jurisdiccional.	La	ejecución	de	lo	juzgado	integra	la	potestad	jurisdiccional,	de
suerte,	que	conforme	a	la	garantía	de	ejecución,	que	integra	el	principio	de
legalidad	penal	(artículo	dos	apartado	veinticuatro,	literal	d)	de	la
Constitución	(...).	El	Poder	Judicial	no	puede	renunciar	a	este	ámbito	del
proceso	penal,	destinado	precisamente	a	la	realización	judicial	de	las
consecuencias	jurídicas,	civiles	y	penales,	establecida	en	la	sentencia	firme	que
se	erige	en	el	título	de	ejecución	–dar	cumplimiento	al	mandato	establecido	en
la	sentencia–,	y	la	forma	cómo	interviene	en	este	tipo	de	proceso	es	la	trazada
por	la	ley	ordinaria.	(...)	Que,	como	regla	general,	conforme	al	artículo
veintinueve,	apartado	cuatro	del	nuevo	Código	Procesal	Penal,	corresponde	al
juez	de	la	investigación	preparatoria	conducir	la	ejecución	de	la	sentencia.
Esta	competencia	funcional	genérica	ha	sido	ratificada	por	el	artículo
cuatrocientos	ochenta	y	nueve	del	acotado	código,	que	impone	al	citado	juez
la	atribución	de	practicar	las	diligencias	necesarias	para	la	ejecución	de	las
sanciones	penales.	Debe	señalarse	que	del	mismo	modo	normativamente	se	ha
previsto	que	los	juzgados	penales,	sean	unipersonales	o	colegiados,	tienen	a	su
cargo	decisiones	que	conciernen	a	la	ejecución	de	sentencia,	conforme	se	pude
verificar	del	tenor	del	artículo	veintiocho,	apartado	cuatro	y	cinco,	del	nuevo
Código	Procesal	Penal,	concordante	con	el	artículo	cuatrocientos	noventa	y
uno,	apartado	cuatro	y	cinco,	del	indicado	estatuto	procesal	(...)”.	(C.	S.,	Cas.
118-2010-Cusco,	may.	05/2011.	V.	P.	Calderón	Castillo)
NOTA:	La	Casación	N°	118-2010-Cusco	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	02	de	julio
del	2012.
D.	Leg.	957.
ART.	30.—Competencia	de	los	juzgados	de	paz	letrados.
Compete	a	los	juzgados	de	paz	letrados	conocer	de	los	procesos
por	faltas.
CAPÍTULO	III
La	competencia	por	conexión
D.	Leg.	957.
ART.	 31.—Conexión	 procesal.	 Existe	 conexión	 de	 procesos	 en
los	siguientes	casos:
1.	Cuando	se	imputa	a	una	persona	la	comisión	de	varios	delitos.
2.	Cuando	varias	personas	aparezcan	como	autores	o	partícipes
del	mismo	hecho	punible.
3.	 Cuando	 varias	 personas	 vinculadas	 por	 una	misma	 voluntad
criminal	 hayan	 cometido	 diversos	 hechos	 punibles	 en	 tiempo	 y
lugar	diferentes.
4.	Cuando	el	hecho	delictuoso	ha	sido	cometido	para	facilitar	otro
delito	o	para	asegurar	la	impunidad.
5.	Cuando	se	trate	de	imputaciones	recíprocas.
CRITERIOS	PARA	DETERMINAR	LA	COMPETENCIA	FISCAL	POR
CONEXIDAD,	DERIVACIÓN	Y/O	ACUMULACIÓN	DE	INVESTIGACIONES
Dir.	006-2012-MP-FN.
l.	Objeto
La	 presente	 directiva,	 tiene	 como	 objeto	 regular	 el	 procedimiento	 de
derivación	 y	 acumulación	 de	 carpetas	 fiscales	 por	 causa	 de	 conexidad
procesal.
	
II.	Finalidad
Unificar	criterios	de	interpretación	y	aplicación	del	nuevo	Código	Procesal
Penal,	aprobado	por	el	Decreto	Legislativo	N°	957	(en	adelante	CPP).
III.	Alcance
La	presente	directiva,	es	de	aplicación	obligatoria	para	todos	los	fiscales	de
los	distritos	judiciales	en	los	que	se	encuentra	vigente	el	CPP.
IV.	Base	legal
•	Constitución	Política	del	Estado:	artículos	158	y	159.
•	Código	Procesal	Penal	-	Decreto	Legislativo	957:	artículos	31,	32,	33,	42	al
52	y	61.1.
•	Ley	Orgánica	del	Ministerio	Público-	Decreto	Legislativo	052:	artículos	1,
5,	64	y	95.6
•	Reglamento	de	Control	Interno	del	Ministerio	Público:	artículo	23,	incisos
c	y	d.
V.	Normas	generales
La	competencia	fiscal
1.	El	Ministerio	Público	es	el	titular	del	ejercicio	de	la	acción	penal	pública,
y	 como	 tal,	 le	 corresponde	 desplegar	 sus	 esfuerzos	 optimizando	 sus
recursos	 humanos	 y	 logísticos	 en	 pro	 de	 investigar	 eficazmente	 el	 delito.
Para	 tal	 fin,	debe	evitar	duplicar	 investigaciones	o	 realizarlas	viciadas	por
razones	de	incompetencia.
Si	 bien	 en	 el	 ordenamiento	 procesal	 de	 nuestro	 CPP,	 no	 se	 contempla
cuestiones	 de	 competencia	 entre	 fiscales	 que	 tienen	 a	 su	 cargo
eventualmente	investigaciones	conexas,	–como	si	se	regula	cuando	se	trata
de	la	competencia	jurisdiccional	(Arts.	31,	32	y	33	del	CPP)–,	ello	no	impide
reconocer	 que	 cuando	 ésta	 se	 presenta,	 debe	 solucionarse	 el	 conflicto
competencial,	con	aplicación	supletoria	de	las	referidas	reglas	adjetivas.
Como	 quiera	 que	 el	 Ministerio	 Público	 tiene	 a	 su	 cargo	 por	 mandato
constitucional,	 la	conducción	de	 la	 investigación,	el	ordenamiento	procesal
contempla	para	el	fiscal	similares	criterios	competenciales	que	los	definidos
para	 el	 juez.	 La	 declinatoria	 procede,	 en	 principio,	 contra	 un	 fiscal
incompetente	por	razón	de	materia,	grado	o	 territorio	y,	obviamente,	será
procedente	 en	 la	 medida	 en	 que	 la	 causa	 se	 encuentre	 en	 la	 etapa	 de
investigación.
Los	conflictos	de	competencia	fiscal
2.	 El	 conflicto	 de	 competencia	 surge	 entre	 dos	 o	 más	 órganos	 fiscales
cuando	 estos,	 simultáneamente,	 toman	 conocimiento	 del	 mismo	 delito	 o
delitos	 que	 deben	 investigarse	 bajo	 un	 solo	 despacho	 fiscal,	 acorde	 a
criterios	 de	 unidad	 de	 la	 investigación.	 Este	 conflicto,	 es	 conocida	 en
doctrina	 como	 positivo,	 cuando	 cada	 fiscal	 conoce	 el	 caso	 y	 se	 considera
competente	 para	 investigarlo;	 en	 cambio	 será	 negativo,	 cuando	 ambas
rehúsan	hacerse	cargo	del	mismo	y	pretenden	derivarlo	a	su	par.
Si	bien	la	regla	general	en	el	proceso	penal,	es	que	cada	delito	origina	una
investigación	penal;	sin	embargo,	esta	regla	se	exceptúa	en	los	casos	en	que
exista	conexidad,	en	 las	que	por	razones	de	economía	procesal,	 fines	de	 la
investigación	 o	 para	 evitar	 decisiones	 contradictorias,	 se	 hace	 necesario
acumular	las	investigaciones,	bajo	ciertos	criterios.
La	resolución	de	los	conflictos	de	competencia	fiscal
3.	 De	 acuerdo	 con	 la	 nueva	 regulación	 del	 CPP,	 los	 fiscales	 deberán
observar	 las	 disposiciones	 contenidas	 en	 los	 artículos	 31	 y	 32	 de	 dicho
ordenamiento	 adjetivo,	 para	 efecto	 de	 aplicar	 las	 reglas	 de	 conexión
procesal	y	asumir	competencia	en	los	casos	que	se	encuentren	en	etapa	de
investigación.
4.	En	 los	 casos	que	proceda	 la	 acumulación,	 conforme	a	 lo	previsto	 en	el
artículo	31	del	CPP,	 la	acumulación	será	dispuesta	por	el	 fiscal	que	asuma
voluntariamente	 competencia	 (bien	 trate	 del	 fiscal	 requirente	 o	 del
requerido	en	el	trámite),	por	razón	de	especialidad,	grado	o	territorio;	caso
contrario,	 se	 seguirá	 el	 procedimiento	 previsto	 para	 la	 contienda	 de
competencia	y	acumulación	de	causas,	conforme	a	los	artículos	42	al	52	del
CPP,	en	lo	que	fuera	aplicable	a	la	función	fiscal.
5.	 Cuando	 surja	 un	 conflicto	 positivo	 o	 negativo	 de	 competencia	 entre
fiscales	 de	 igual	 especialidad	 y	 de	 un	mismo	 distrito	 judicial,	 resolverá	 y
definirá	la	competencia	el	fiscal	superior	en	grado,	del	fiscal	que	previno	la
causa,	o	que	conoció	primero	la	investigación.	Para	tal	efecto,	será	el	fiscal
requerido	 el	 que	 elevará,	 mediante	 decisión	 motivada,	 los	 actuados	 al
superior.
6.	 Cuando	 surja	 un	 conflicto	 positivo	 o	 negativo	 de	 competencia	 entre
fiscales	de	distinta	especialidad	y	de	un	mismo	distrito	judicial,	resolverá	y
definirá	 la	 competencia	 el	 fiscal	 superior	 en	 grado	del	 fiscal	 especializado
que	conoció	primero	la	investigación.	Para	tal	efecto,	será	el	fiscal	requerido
el	que	elevará	mediante	decisión	motivada,	los	actuados	al	superior.
7.	 Cuando	 surja	 un	 conflicto	 positivo	 o	 negativo	 de	 competencia	 entre
fiscales	 de	 igual	 o	 distinta	 especialidad	 pero	 de	 diferentes	 distritos
judiciales,	 resolverá	 y	 definirá	 la	 competencia	 el	 fiscal	 superior
correspondiente,	 siguiéndose	 el	 mismo	 procedimiento	 que	 para	 los	 casos
anteriores,	conforme	a	lo	previsto	en	el	Art.	27.2	del	CPP.
VI.	Vigencia
La	presente	directiva	será	de	aplicación	obligatoria	desde	el	día	siguiente
de	su	publicación.
	
D.	Leg.	957.
ART.	 32.—Modificado.	 Ley	 30076,	 Art.	 3°.	 Competencia	 por
conexión.	 En	 los	 supuestos	de	 conexión	previstos	 en	 el	 artículo
31,	la	competencia	se	determinará:
1.	En	el	numeral	1),	le	corresponde	al	juez	que	conoce	del	delito
con	 pena	más	 grave.	 A	 igual	 gravedad,	 corresponde	 al	 juez	 que
primero	recibió	la	comunicación	prevista	en	el	artículo	3°.
2.	 En	 el	 numeral	 2),	 la	 competencia	 se	 determinará
subsidiariamente	por	la	fecha	de	comisión	del	delito,	por	el	turno
en	el	momento	de	la	comunicación	prevista	en	el	numeral	3)	o	por
quien	 tuviera	 el	 proceso	 más	 avanzado.	 En	 caso	 de	 procesos
incoados	 en	 distintos	 distritos	 judiciales,	 la	 competencia	 se
establece	por	razón	del	territorio.
3.	En	los	numerales	3)	y	5),	corresponde	al	que	conoce	el	delito
con	pena	más	grave.	A	 igual	gravedad	compete	al	 juez	penal	que
primero	hubiera	recibido	 la	comunicación	prevista	en	el	artículo
3°.
4.	En	el	numeral	4)	 corresponderá	al	que	 conoce	del	delito	 con
pena	más	grave.
TÍTULO	III
Concurso	procesal	de	delitos
D.	Leg.	957.
ART.	33.—Trámite.
1.	 En	 caso	 de	 concurso	 de	 delitos	 sujetos	 a	 distintos	 trámites
procesales,	 el	 procedimiento	 se	 seguirá	 de	 acuerdo	 al	 que
corresponde	al	delito	con	pena	más	grave.
2.	Los	procesos	por	delitos	de	acción	privada	seguirán	las	mismas
reglas,	pero	la	acumulación	sólo	procederá	entre	ellas.
TÍTULO	IV
Cuestiones	de	competencia
CAPÍTULO	I
La	declinatoria	de	competencia
D.	Leg.	957.
ART.	34.—Declinatoria	de	competencia.
1.	 Durante	 la	 investigación	 preparatoria	 el	 imputado,	 el	 actor
civil	o	el	tercero	civil	podrán	pedir	declinatoria	de	competencia.
2.	La	petición	procede	cuando	el	juez	se	avoca	al	conocimiento	de
un	delito	que	no	le	corresponde	por	razón	de	la	materia,	de
jerarquía	o	de	territorio.	El	juez	la	resolverá,	de	conformidad	con
el	trámite	previsto	–en	lo	pertinente–	en	el	artículo	8º	in	fine,
mediante	resolución	fundamentada.
D.	Leg.	957.
ART.	35.—Oportunidad	para	la	petición	de	declinatoria.	La
petición	de	declinatoria	de	competencia	se	interpondrá	dentro	de
los	diez	días	de	formalizada	la	investigación.
D.	Leg.	957.
ART.	36.—Remisión	del	proceso.	Consentida	la	resolución	que
la	declara	fundada,	el	proceso	será	remitido	a	quien	corresponda,
con	conocimiento	de	las	partes.
D.	Leg.	957.
ART.	37.—Recurso	de	apelación.	Contra	la	resolución	a	que	se
refiere	el	artículo	34	procede	apelación	ante	la	Sala	Penal
Superior,	que	la	resolverá	en	última	instancia.
D.	Leg.	957.
ART.	38.—Valor	de	los	actos	procesales.	Los	actos	procesales
válidamente	realizados	antes	de	la	declinatoria	conservan	su
eficacia.
CAPÍTULO	II
La	transferencia	de	competencia
D.	Leg.	957.
ART.	39.—Procedencia.	La	transferencia	de	competencia	se
dispone	únicamente	cuando	circunstancias	insalvables	impidan	o
perturben	gravemente	el	normal	desarrollo	de	la	investigación	o
del	juzgamiento,	o	cuando	sea	real	o	inminente	el	peligro
incontrolable	contra	la	seguridad	del	procesado	o	su	salud,	o
cuando	sea	afectado	gravemente	el	orden	público.
NOTA:	Por	mandato	de	la	Ley	28481,	artículo	único,	se	establece	la	vigencia,	en	todo	el	país,	de	los
artículos	39,	40	y	41	del	Código	Procesal	Penal,	D.	Leg.	N°	957.
D.	Leg.	957.
ART.	40.—Trámite.
1.	 La	 transferencia	 podrá	 solicitarla	 el	 fiscal,	 el	 imputado,	 y	 las
demás	 partes	 puntualizando	 los	 fundamentos	 y	 adjuntando	 la
prueba.	 Formado	 el	 incidente	 se	 pondrá	 en	 conocimiento	 de	 los
demás	 sujetos	 procesales,	 quienes	 en	 el	 término	 de	 cinco	 días,
expondrán	 lo	 conveniente.	 Vencido	 el	 plazo	 será	 elevado	 el
incidente.
2.	La	sala	resolverá	en	el	plazo	de	tres	días.
D.	Leg.	957.
ART.	41.—Resolución.
1.	 La	 transferencia	 de	 competencia	 del	 juez	 dentro	 del	 mismo
distrito	judicial,	será	resuelta	por	la	Sala	Penal	Superior.
2.	Cuando	se	trate	del	juez	de	distinto	distrito	judicial,	o	de	la	Sala
Penal	Superior,	la	resolverá	la	Sala	Penal	Suprema.
CAPÍTULO	III
La	contienda	de	competencia
D.	Leg.	957.
ART.	42.—Contienda	de	competencia	por	requerimiento.
1.	Cuando	el	juez	toma	conocimiento	que	otro	de	igual	jerarquía
también	conoce	del	mismo	caso	sin	que	le	corresponda,	de	oficio	o
a	petición	de	las	partes,	solicitará	la	remisión	del	proceso.	Además
de	 la	 copia	 de	 la	 resolución,	 adjuntará	 los	 elementos	 de	 juicio
pertinentes.
2.	El	juez	requerido	resolverá	en	el	término	de	dos	días	hábiles.	Si
acepta,	remitirá	lo	actuado,	con	conocimiento	de	las	partes.	Si
declara	improcedente	la	remisión	formará	el	cuaderno	respectivo
y	lo	elevará	en	el	término	de	tres	días	a	la	Sala	Penal	Superior,
para	que	resuelva	en	última	instancia	dentro	del	quinto	día	de
recibidos	los	autos.
D.	Leg.	957.
ART.	43.—Contienda	de	competencia	por	inhibición.
1.	Cuando	el	 juez	se	 inhibe,	de	oficio	o	a	 instancia	de	 las	partes,
remitirá	 copia	 de	 las	 piezas	 pertinentes	 a	 otro	 juez	 si	 hubiera
detenido;	en	caso	contrario	remitirá	el	proceso.
2.	Si	el	segundo	juez	también	se	inhibe	elevará	las	copias	en	el
plazo	de	un	día	hábil,	o	el	principal,	para	que	la	Sala	Penal
Superior	resuelva.
D.	Leg.	957.
ART.	44.—Consulta	del	juez.
1.	Cuando	el	 juez	tome	conocimiento	que	su	superior	jerárquico
conoce	el	mismo	hecho	punible	o	uno	conexo	consultará	mediante
oficio	si	debe	remitir	lo	actuado.
2.	 Cuando	 el	 superior	 tenga	 conocimiento	 de	 que	 ante	 un	 juez
inferior	en	grado	se	sigue	un	proceso	que	 le	corresponde,	ya	sea
por	 razón	 del	 delito	 o	 por	 delitos	 conexos,	 pedirá	 de	 oficio	 o	 a
petición	de	las	partes	la	remisión	de	los	actuados.
3.	Las	personas	que	no	tienen	la	condición	exigida	por	el	artículo
99	de	 la	Constitución,	a	quienes	se	 les	 imputa	haber	 intervenido
en	 los	 delitos	 cometidos	 en	 el	 ejercicio	 de	 sus	 funciones	 por	 los
altos	 funcionarios	 públicos,	 serán	 procesados	 ante	 la	 Corte
Suprema	de	Justicia	conjuntamente	con	aquellos.
4.	La	misma	disposición	se	aplicará	a	los	casos	que	deben	ser	de
conocimiento	de	la	Corte	Superior	de	Justicia.
D.	Leg.	957.
ART.	45.—Inhibición	del	juez.
1.	Cuando	el	 juzgado	penal	que	ha	 recibido	 la	acusación	conoce
que	 otro	 de	 igual	 jerarquía	 tiene	 otro	 proceso	 para	 audiencia
sobre	 el	mismo	 caso,	 podrá	 solicitarle	 se	 inhiba,	 para	 lo	 cual	 le
enviará	 copia	 de	 las	 piezas	 pertinentes.	 Si	 el	 juzgado	 penal
requerido	 acepta	 expedirá	 resolución	 y	 remitirá	 lo	 actuado,	 con
conocimiento	de	 la	 Sala	Penal	 Superior	y	de	 las	partes.	 Si	por	 el
contrario,	afirma	su	competencia,	elevará	el	cuaderno	respectivo	a
la	sala	penal	superior.
2.	La	sala	resolverá,	en	última	instancia,	dentro	del	quinto	día	de
recibidos	 los	 autos,	 previa	 audiencia	 con	 la	 intervención	 de	 las
partes.
3.	La	contienda	de	competencia	entre	salas	penales	superiores
será	resuelta	por	la	Sala	Penal	Suprema.
CAPÍTULO	IV
La	acumulación
D.	Leg.	957.
ART.	46.—Acumulación	de	procesos	independientes.	Cuando
en	los	casos	de	conexión	hubiera	procesos	independientes,	la
acumulación	tendrá	lugar	observando	las	reglas	de	la
competencia.
D.	Leg.	957.
ART.	47.—Acumulación	obligatoria	y	facultativa.
1.	 La	 acumulación	 es	 obligatoria	 en	 el	 supuesto	 del	 numeral	 2)
del	artículo	31.
2.	En	los	demás	casos	será	facultativa,	siempre	que	los	procesos
se	encuentren	en	el	mismo	estado	e	instancia,	y	no	ocasionen
grave	retardo	en	la	administración	de	justicia.
D.	Leg.	957.
ART.	48.—Acumulación	de	oficio	o	a	pedido	de	parte.
1.	La	acumulación	puede	ser	decidida	de	oficio	o	a	pedido	de	las
partes,	 o	 como	 consecuencia	 de	 una	 contienda	 de	 competencia
que	conduzca	hacia	ella.
2.	Contra	la	resolución	que	ordena	la	acumulación	durante	la
investigación	preparatoria	procede	recurso	de	apelación	ante	la
sala	penal	superior,	que	resolverá	en	el	término	de	cinco	días
hábiles.
D.	Leg.	957.
ART.	49.—Acumulación	para	el	juzgamiento.	La	acumulación
para	el	juzgamiento	puede	ser	ordenada	de	oficio	o	a	petición	de
las	partes.	Contra	esa	resolución	procede	recurso	de	apelación.	La
resolución	de	la	sala	penal	superior	que	absuelve	el	grado,	se
expedirá	en	el	término	de	cinco	días	hábiles.	Contra	esta
resolución	no	procede	recurso	alguno.
D.	Leg.	957.
ART.	50.—Improcedencia	de	la	acumulación.	La	acumulación
es	improcedente,	cuando	uno	de	los	procesos	es	por	acción
pública	y	el	otro	por	acción	privada;	o,	cuando	uno	de	ellos	se
tramita	en	la	jurisdicción	ordinaria	y	el	otro	en	la	militar.
D.	Leg.	957.
ART.	51.—Separación	de	procesos	acumulados	e
imputaciones	conexas.	Excepcionalmente,	para	simplificar	el
procedimiento	y	decidir	con	prontitud,	siempre	que	existan
elementos	suficientes	para	conocer	con	independencia,	es
procedente	la	separación	de	procesos	acumulados	o	de
imputaciones	o	delitos	conexos	que	requieran	de	diligencias
especiales	o	plazos	más	dilatados	para	su	sustanciación,	salvo	que
se	considere	que	la	unidad	es	necesaria	para	acreditar	los	hechos.
A	estos	efectos	se	dispondrá	la	formación	de	cuadernos
separados.
D.	Leg.	957.
ART.	52.—Resolución	y	diligencias	urgentes.	Mientras
estuviera	pendiente	la	decisión	sobre	cuestiones	de	competencia,
está	permitido	resolver	sobre	la	libertad	o	privación	de	la	libertad
del	imputado,	así	como	actuar	diligencias	de	carácter	urgente	e
irrealizables	ulteriormente	o	que	no	permitan	ninguna	prórroga.
La	sala	penal	dará	prioridad	a	los	incidentes	de	acumulación	en	el
señalamiento	de	vista	de	la	causa.
JURISPRUDENCIA.—Magistrado	que	se	avoca	al	conocimiento	de	la
causa	luego	de	la	vista	deja	intacto	el	derecho	a	la	predeterminación	del
juez.	“8.	En	el	caso	de	autos,	el	avocamiento	de	la	jueza	(...)	no	vulnera	el
derecho	al	juez	natural,	porque	es	una	magistrada	que	se	encuentra	integrada
al	Poder	Judicial,	cuyo	ejercicio	de	potestad	jurisdiccional	y	competencia	le	fue
establecido	con	anterioridad	a	la	iniciación	del	proceso	judicial.	Y	si	bien	se
avocó	al	conocimiento	de	la	causa	luego	de	la	vista,	ello	no	infringe	el	derecho
a	la	predeterminación	del	juez,	la	cual	implica	que	el	órgano	judicial	haya	sido
creado	por	una	norma	legal	que	lo	ha	investido	de	jurisdicción	y	competencia
con	anterioridad	al	inicio	de	la	actuación	judicial.	Por	lo	demás,	el
conocimiento	de	la	causa	por	parte	de	la	jueza	emplazada	no	implica	un
avocamiento	indebido,	en	razón	de	que	dicho	avocamiento	fue	notificado	al
amparista	mediante	resolución	judicial	(...)”.	(T.	C.,	Exp.	07823-2013-PA/TC,
dic.	11/2015.	S.	S.	Miranda	Canales)
CAPÍTULO	V
La	inhibición	y	recusación
D.	Leg.	957.
ART.	53.—Inhibición.
1.	Los	jueces	se	inhibirán	por	las	siguientes	causales:
a)	 Cuando	 directa	 o	 indirectamente	 tuviesen	 interés	 en	 el
proceso	o	 lo	 tuviere	su	cónyuge,	 sus	parientes	dentro	del	cuarto
grado	de	 consanguinidad	o	 segundo	de	 afinidad,	 o	 sus	parientes
por	adopción	o	relación	de	convivencia	con	alguno	de	 los	demás
sujetos	procesales.	En	el	caso	del	cónyuge	y	del	parentesco	que	de
ese	 vínculo	 se	deriven,	 subsistirá	 esta	 causal	 incluso	 luego	de	 la
anulación,	 disolución	 o	 cesación	 de	 los	 efectos	 civiles	 del
matrimonio.	De	igual	manera	se	tratará,	en	lo	pertinente,	cuando
se	produce	una	ruptura	definitiva	del	vínculo	convivencial.
b)	 Cuando	 tenga	 amistad	 notoria,	 enemistad	 manifiesta	 o	 un
vínculo	de	compadrazgo	con	el	imputado,	la	víctima,	o	contra	sus
representantes.
c)	Cuando	fueren	acreedores	o	deudores	del	imputado,	víctima	o
tercero	civil.
d)	Cuando	hubieren	intervenido	anteriormente	como	juez	o	fiscal
en	el	proceso,	o	como	perito,	 testigo	o	abogado	de	alguna	de	 las
partes	o	de	la	víctima.
e)	 Cuando	 exista	 cualquier	 otra	 causa,	 fundada	 en	 motivos
graves,	que	afecte	su	imparcialidad.
2.	La	inhibición	se	hará	constar	por	escrito,	con	expresa
indicación	de	la	causal	invocada.	Se	presentará	a	la	Sala	Penal
Superior	en	el	caso	del	juez	de	la	investigación	preparatoria	y	del
juez	penal,	con	conocimiento	de	las	partes,	y	elevando	copia
certificada	de	los	actuados.	La	sala	decidirá	inmediatamente,
previo	traslado	a	las	partes	por	el	plazo	común	de	tres	días.
C.P.C.
ART.	 305.—Modificado.	 Ley	 28524,	 Art.	 Único.	 Causales	 de
impedimentos.	El	juez	se	encuentra	impedido	de	dirigir	un	proceso	cuando:
1.	Ha	sido	parte	anteriormente	en	éste;
2.	Él	o	su	cónyuge	o	concubino,	tiene	parentesco	dentro	del	cuarto	grado	de
consanguinidad,	segundo	de	afinidad	o	de	adopción	con	alguna	de	las	partes
o	con	su	representante	o	apoderado	o	con	un	abogado	que	interviene	en	el
proceso;
3.	 Él	 o	 su	 cónyuge	 o	 concubino,	 tiene	 el	 cargo	 de	 tutor	 o	 curador	 de
cualquiera	de	las	partes;
4.	Ha	recibido	él	o	su	cónyuge	o	concubino,	beneficios,	dádivas	de	alguna	de
las	partes,	 antes	o	después	de	empezado	el	proceso,	 aunque	ellos	 sean	de
escaso	valor;
5.	 Ha	 conocido	 el	 proceso	 en	 otra	 instancia,	 salvo	 que	 haya	 realizado
únicamente	actos	procesales	de	mero	trámite;	o
6.	Derogado.	Ley	29057,	Art.	2°.
JURISPRUDENCIA.—Las	partes	no	pueden	buscar	el	magistrado	de	su
preferencia;	naturaleza	de	la	“recusación”.	“(…)	una	de	las	características
de	la	potestad	jurisdiccional	penal,	es	la	inamovilidad	en	el	cargo	de	su	titular
en	el	ejercicio	funcional	–de	la	que	se	deriva	también	la	imposibilidad	de
sustitución	sin	motivo	razonable	ilegal	alguno–,	en	tal	virtud,	las	partes	no
pueden	a	su	libre	albedrío	provocar	el	reemplazo	o	el	desplazamiento	de	un
juez	competente	para	conocer	un	caso	concreto,	pues	no	les	está	permitido
buscar	el	magistrado	de	su	preferencia,	–lo	cual	tampoco	les	está	permitido	de
oficio	a	los	propios	operadores	jurisdiccionales–,	sino	que	éstas	tienen	el	deber
de	someterse	a	la	prescripción	constitucional	del	juez	legal	o	predeterminado
por	ley.	(…)	por	tales	consideraciones,	nuestra	ley	procesal	penal	prevé	el
instituto	jurídico	denominado	“recusación”	(C.	S.,	R.	N.	N°	AV.	N33-2003-09,
may.	25/2011.	S.	S.	Gonzáles	Campos)
JURISPRUDENCIA.—La	recusación	busca	asegurar	un	juicio	con	todas
las	garantías.	“(…)	el	instituto	jurídico	denominado	“recusación”,	la	que	es
concebida	como	un	derecho	de	las	partes	procesales	para	solicitar	el
apartamiento	del	conocimiento	o	intervención	en	un	determinado	proceso	de
los	jueces	en	quienes	concurra	alguna	circunstancia	que	afecte	su	necesaria
imparcialidad	u	objetividad,	cuyo	fundamento	radica	en	la	necesidad	de
asegurar	un	juicio	con	todas	las	garantías,	en	consecuencia,	constituye
elemento	esencial	del	derecho	al	debido	proceso	que	se	exija	la	concurrencia
de	dos	elementos	conexos	y	coexistentes:	por	una	parte,	que	la	justicia	sea
impartida	por	jueces	imparciales	y,	por	otra	parte,	además,	que	la	sociedad
pueda	inequívocamente	constatar	que	ello	es	así.
“(…)	la	ley	procesal	penal,	por	razones	de	seguridad	jurídica,	establece	un
conjunto	de	causales	de	recusación	–referidas	a	la	ausencia	de	vinculación	o
de	relación	del	juez	con	las	partes	o	con	el	objeto	procesal–	que	importan
circunstancias	de	privación	de	la	idoneidad	subjetiva	o	de	las	condiciones	de
imparcialidad	y	de	neutralidad;	que	en	tal	sentido	los	artículos	veintinueve	y
treinta	y	uno	del	Código	de	Procedimientos	Penales,	regulan	los	supuestos	en
los	que	concurren	razonadamente	una	apariencia	de	parcialidad	o	que	hacen
prever	fundadamente,	más	bien,	un	deterioro	de	la	imparcialidad	del
juzgador.”	(C.	S.,	R.	N.	N°	AV.	N33-2003-09,	may.	25/2011.	S.	S.	Gonzáles
Campos)
JURISPRUDENCIA.—La	recusación	vinculada	a	“duda	en	la
imparcialidad	del	juez”	debe	examinar	las	circunstancias	concretas	del
caso.	“(…)	la	cual	regula	un	supuesto	de	recusación	vinculado	a	“duda	en	la
imparcialidad	del	juez”	y	su	verificación	requiere	que	se	pueda	demostrar	la
existencia	de	un	motivo	fundado	para	que	pueda	dudarse	de	la	imparcialidad
del	juez	de	la	causa,	lo	que	obliga	al	órgano	jurisdiccional	competente	al
examen	concreto	de	las	circunstancias	del	caso,	no	a	una	apreciación	en
abstracto,	es	decir,	debe	apreciarse	la	concurrencia	de	algunos	hechos
relevantes	relativos	a	su	actividad	funcional	que	permitan	poner	en	duda	su
imparcialidad,	en	el	que	incluso	las	apariencias	son	importantes,	en	tanto	lo
que	está	en	juego,	como	ya	se	anotó,	es	la	confianza	que	los	jueces	de	una
sociedad	democrática	deben	merecer	a	los	que	acuden	a	ellos	–conforme:
sentencia	del	Tribunal	Europeo	de	Derechos	Humanos	recaída	en	el	Asunto
Houschildt	contra	Dinamarca,	del	veinticuatro	de	mayo	de	mil	novecientos
ochenta	y	nueve	(…)”	(C.	S.,	R.	N.	N°	AV.	N33-2003-09,	may.	25/2011.	S.	S.
Gonzáles	Campos)
JURISPRUDENCIA.—Intención	de	cuestionar	la	imparcialidad	del	PJ
resulta	ética	y	jurídicamente	imposible	de	aceptar.	“(…)	pretensión	del
encausado,	es	cuestionar	a	través	de	una	consideración	global	la
imparcialidad	en	su	conjunto	del	Poder	Judicial	en	especial	de	la	Corte
Suprema	de	Justicia	como	última	instancia;	sustento	que	es	ética	y
jurídicamente	imposible	de	aceptar;	b)	asimismo,	señala	que	el	recurrente
cuestiona	las	decisiones	adoptadas	por	los	jueces	supremos	recusados	en	otros
procesos,	las	mismas	que	pueden	afectar	los	derechos	e	interés	legítimo	del
procesado	Alberto	Fujimori	Fujimori,	señalando	que	no	existe	ninguna
resolución	firme	que	haya	declarado	que	tales	resoluciones	vulneren	los
derechos	del	procesado	y	menos	que	estos	hayan	expresado	un	perjuicio	de
carácter	político	o	de	posición	previa	contraria	a	la	ley;	c)	además	sustenta
que	las	opiniones	emitidas	por	los	magistrados	sobre	el	régimen	de	los
procesados	con	relación	al	Poder	Judicial	y	la	política	de	orden	público	no
forman	parte	del	objeto	del	presente	proceso;	por	lo	que	el	recusante	no	pude
formar	un	motivo	válido	de	la	recusación	planteada	por	el	hecho	de	que	está
centrada	en	un	ámbito	no	sujeto	a	control	jurisdiccional;	d)	concluyendo	la
Sala	Penal	Especial	que	el	sustento	que	planteó	la	defensa	del	recurrente	es
netamente	de	carácter	estructural,	que	afecta	a	todo	el	ordenamiento	judicial,
cuya	consecuencia	sería	la	imposibilidad	de	que	un	juez	del	Poder	Judicial
pueda	conocer	este	proceso,	por	lo	que	de	su	resultado	es	de	imposible
aplicación;	por	último,	que	no	hay	fundamento	razonable	para	apartar	a
quienes	integran	la	Sala	Penal	Especial	–ahora	recusada–	sobre	la	base	de
consideraciones	tan	amplías	para	realizar	un	análisis	en	sede	de	recusación,
las	mismas	que	no	son	propiamente	idóneas	para	justiciar	en	concreto	un
motivo	de	recusación	por	temor	de	parcialidad,	sustento	por	los	cuales
adolece	de	los	requisitos	imprescindibles	para	apartar	a	un	juez	del
conocimiento	de	una	causa	a	la	cual	fue	designado.”	(C.	S.,	R.	N.	N°	AV.	N33-
2003-09,	may.	25/2011.	S.	S.	Gonzáles	Campos)
JURISPRUDENCIA.—Causal	genérica	de	recusación	se	sustenta	en	la
verificación	de	actitudes	procesales.	“(…)	la	causal	genérica	de	la
recusación	invocada	por	la	recurrente,	procesalmente	se	sustenta	en	la
verificación	de	actitudes	procesales	indebidas	o	irregulares	de	los	magistrados
que	conocen	determinados	procesos	penales	hacia	alguno	de	los	sujetos
procesales,	significando	con	ello	que	su	imparcialidad	se	encuentra
comprometida;	no	existiendo	en	el	presente	caso,	ningún	elemento	de	prueba
presentado	–conforme	a	las	copias	anexadas	en	su	escrito	de	recusación
conforme	obra	a	fojas	mil	doscientos	noventa	a	mil	trescientos	veintitrés–	por
la	defensa	del	encausado	que	establezcan	conductas	efectuadas	por	los
magistrados	recusados	para	dudar	de	su	imparcialidad	al	conocer	el	presente
caso,	ni	permite	sustentar	el	temor	de	imparcialidad	que	la	ley	prevé	para
apartar	a	un	juez	del	conocimiento	de	una	causa	penal.
Esta	desestimación	“in	límine”	debe	entenderse,	en	su	debida	amplitud	y
coherencia,	no	sólo	cuando	los	motivos	aducidos	no	se	encuentren	inmersos	de
modo	notorio	en	los	supuestos	de	los	artículos	veintinueve	y	treinta	y	uno	del
Código	de	Procedimientos	Penales,	sino	también	cuando	la	recusación	está
prohibida	por	la	ley,	es	decir,	adolezca	de	evidente	imposibilidad	jurídica	para
su	ejercicio,	o	cuando	presenta	graves	y	evidentes	defectos,	procediéndose	por
ello	a	su	desestimación	liminar	por	inadmisibilidad	o	improcedencia,	según
corresponda.”	(C.	S.,	R.	N.	N°	AV.	N33-2003-09,	may.	25/2011.	S.	S.	Gonzáles
Campos)
JURISPRUDENCIA.—La	imparcialidad	e	independencia	son	garantías
consustanciales	y	necesarias	para	una	correcta	administración	de
justicia.	“(…)	La	imparcialidad	e	independencia	son	garantías
consustanciales	y	necesarias	para	una	correcta	administración	de	justicia,
éstas	han	de	entenderse,	a	su	vez,	como	garantías	para	los	imputados
(garantía	a	ser	juzgado	por	un	tribunal	independiente	e	imparcial),
configurándose,	de	este	modo,	su	doble	dimensión.	Ello	resulta	conforme	con
lo	fijado	en	el	artículo	ocho	punto	uno	de	la	Convención	Americana	de
Derechos	Humanos;	que,	por	ello,	podemos	decir	que	cuando	un	juez	resuelve
con	sujeción	estricta	a	la	ley,	garantiza	la	objetividad	e	imparcialidad	de	su
juzgamiento;	que	está	obligada	vinculación	es	especialmente	exigible	en	el
ámbito	penal,	pues	el	principio	de	legalidad	penal	se	vincula	ante	todo	con	el
imperio	de	la	ley	como	presupuesto	de	la	actuación	del	Estado	sobre	bienes
jurídicos	de	los	ciudadanos,	pero	también	con	el	derecho	de	los	ciudadanos	a
la	seguridad,	y	a	la	prohibición	de	la	arbitrariedad	y	el	derecho	a	la
objetividad	e	imparcialidad	del	juicio	de	los	tribunales;	además,	el	Tribunal
Europeo	de	Derechos	Humanos,	sostiene	que	la	actividad	instructora,	en
cuanto	pone	al	que	la	lleva	a	cabo	en	contacto	directo	con	el	acusado	y	con	los
hechos	y	datos	que	deben	servir	para	averiguar	el	delito	y	sus	posibles
responsables	puede	provocar	en	el	ánimo	del	instructor,	incluso	a	pesar	de	sus
mejores	deseos,	prejuicios	e	impresiones	a	favor	o	en	contra	del	acusado	que
influyan	a	la	hora	de	sentenciar.	Incluso,	aunque	ello	no	suceda,	es	difícil
evitar	la	impresión	que	el	juez	no	acomete	la	función	de	juzgar	sin	la	plena
imparcialidad	que	le	es	exigible.”	(C.	S.,	R.	N.	N°	AV.	N33-2003-09,	may.
25/2011.	S.	S.	Gonzáles	Campos)
JURISPRUDENCIA.—No	todos	los	supuestos	en	los	que	hubiera	existido
un	conocimiento	anterior	por	parte	del	juez	decisor	pueden
conceptuarse	como	instancia	anterior.	“Las	causales	de	inhibición	y	de
recusación	de	los	jueces	reguladas	en	el	artículo	53	del	Nuevo	Código	Procesal
Penal	(...)	Ahora	bien,	la	definición	de	intervención	anterior	del	proceso	del
magistrado	–que	puede	subsumirse	en	el	literal	d)	o,	en	su	defecto,	en	el	literal
e)	del	artículo	53	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal,	no	se	refiere	a	cualquier
participación	en	el	mismo	proceso	como	causa	para	configurar	un	supuesto	de
recusación,	sino	que	alude	a	la	actuación	en	la	decisión	definitiva	que
concluye	con	una	determinada	instancia	procesal.	De	esta	forma,	no	todos	los
supuestos	en	los	que	hubiera	existido	un	conocimiento	anterior	por	parte	del
juez	decisor	pueden	conceptuarse	como	instancia	anterior,	como	ocurre	en	los
casos	de	decisiones	interlocutorias	o	en	los	supuestos	de	nulidad	de	una
resolución	que	ordena	la	retroacción	de	actuaciones	al	momento	en	que	se
cometió	el	error.	(...)	Como	se	advierte,	una	faceta	que	se	desprende	de	este
aspecto	objetivo	es	el	de	la	separación	de	funciones,	pues	la	pluralidad	de	fases
en	el	proceso	penal	determina	la	intervención	de	jueces	funcionalmente	y
competentemente	diferentes.	(...)	Pero	en	tal	materia	no	se	agota	este	aspecto
de	la	imparcialidad,	puesto	que	la	razón	subyacente	es	que	no	se	afecte	de
ningún	modo	las	funciones	que	la	ley	ha	asignado	al	juez	en	cada	momento
procedimental,	en	ese	sentido,	no	sería	conveniente	que	quien	juzgó	en
primera	instancia	un	proceso,	conozca	de	los	recursos	posteriores	sobre	este
caso,	pues	ya	tendría	una	opinión	formada	respecto	al	caso	(...)”.	(C.	S.,	Sent.
del	Pleno	-	Exp.	01-2015/301-A.2-ACPP,	oct.	24/2015.	S.	S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—La	provisionalidad	del	juzgador	no	afecta	la
competencia,	independencia	e	imparcialidad	del	órgano	jurisdiccional.
“Por	otro	lado,	se	cuestiona	la	provisionalidad	en	el	cargo	de	algunos	de	los
magistrados	supremos	que	expidieron	tanto	la	sentencia	impugnada	como	el
recurso	de	nulidad,	por	considerar	que	los	jueces	supremos	titulares,	a
diferencia	de	los	provisionales,	serían	‘menos	propensos	a	ceder	a	presiones	o
influencias	por	parte	del	poder	político’.	Sobre	el	particular,	cabe	indicar	que
el	artículo	100	de	la	Constitución	no	enuncia	distinción	alguna	entre	jueces
supremos	titulares	y	jueces	supremos	provisionales;	por	el	contrario,	del
propio	texto	de	la	cláusula	constitucional	se	desprende	el	reconocimiento	de	la
misma	potestad	jurisdiccional	a	todos	los	jueces	supremos,	al	margen	de	la
condición	particular	que	puedan	ostentar.	Cualquier	afirmación,	en	el	sentido
de	asumir	que	un	juez	se	encuentra	sometido	a	una	clase	de	influencia,
requiere	de	probanza	en	el	caso	particular.	El	respeto	a	la	labor	judicial	y	la
investidura	de	los	magistrados	demanda	que	no	debamos	emitir
pronunciamiento	sobre	su	independencia	o	su	imparcialidad,	bajo	argumentos
genéricos	e	imprecisos	o	no	comprobados.	No	podemos,	entonces,	asumir	que
se	encuentran	influenciados	por	circunstancias	o	poderes	externos	o	por
determinado	interés	particular	que	incida	en	el	resultado	del	proceso”.	(T.	C.,
Sent.	del	Pleno	-	Exp.	01460-2016-PHC/TC,	jun.	03/2016.	Pres.	Miranda
Canales)
JURISPRUDENCIA.—Que	el	juez	integre	una	asociación	determinada	no
viola	la	vertiente	objetiva	del	derecho	al	juez	imparcial.	“Al	respecto,	el
tribunal	observa	que	la	eventual	pertenencia	de	dicho	magistrado	a	la
Asociación	de	Jueces	para	la	Justicia	y	la	Democracia	no	constituye	una
violación	de	la	vertiente	objetiva	del	derecho	al	juez	imparcial.	A	juicio	del
tribunal,	la	adscripción	de	un	juez	a	una	institución	que	tiene	fines
estrictamente	gremiales	se	encuentra	garantizada	por	la	libertad	de
asociación	y	no	tiene	el	efecto	de	resquebrajar	la	confianza	de	la	sociedad	en
sus	tribunales.	En	particular,	cuando	fines	como	los	de	la	Jusdem	son	los
propios	de	una	institución	gremial	que	agrupa	a	jueces	y	magistrados,	y	se
encuentran	orientados	a	objetivos	propios	de	la	judicatura	en	un	Estado
constitucional	de	derecho.	Entre	dichos	fines	sin	duda	se	encuentran	los	de
‘contribuir	a	la	promoción	de	las	condiciones	que	permitan	alcanzar	los
valores	que	la	Constitución	proclama,	propugnar	la	legitimación	democrática
del	Poder	Judicial,	ejercer	el	derecho	constitucional	de	libertad	de	expresión	en
cuanto	a	la	gestión,	conducción	y	dirección	del	Poder	Judicial	y	contribuir	a	la
optimización	del	sistema	judicial	mediante	propuestas	elaboradas	por	los
propios	magistrados	como	operadores	de	dicho	sistema’”.	(T.	C.,	Sent.	del
Pleno	-	Exp.	01460-2016-PHC/TC,	jun.	03/2016.	Pres.	Miranda	Canales)
D.	Leg.	957.
ART.	54.—Requisitos	de	la	recusación.
1.	 Si	 el	 juez	no	 se	 inhibe,	puede	 ser	 recusado	por	 las	partes.	La
recusación	 se	 formulará	 por	 escrito,	 bajo	 sanción	 de
inadmisibilidad,	siempre	que	la	recusación	se	sustente	en	alguna
de	las	causales	señaladas	en	el	artículo	53,	esté	explicada	con	toda
claridad	 la	 causal	 que	 invoca	 y	 se	 adjunten,	 si	 los	 tuviera,	 los
elementos	de	convicción	pertinentes.	También	será	inadmisible	y
se	rechazará	de	plano	por	el	propio	juez	de	la	causa,	la	recusación
que	se	interponga	fuera	del	plazo	legal.
2.	 La	 recusación	 será	 interpuesta	 dentro	 de	 los	 tres	 días	 de
conocida	 la	 causal	 que	 se	 invoque.	 En	 ningún	 caso	 procederá
luego	 del	 tercer	 día	 hábil	 anterior	 al	 fijado	 para	 la	 audiencia,	 la
cual	se	resolverá	antes	de	iniciarse	la	audiencia.	No	obstante	ello,
si	con	posterioridad	al	inicio	de	la	audiencia	el	juez	advierte	–por
sí	o	por	intermedio	de	las	partes–	un	hecho	constitutivo	de	causal
de	inhibición	deberá	declararse	de	oficio.
3.	Cuando	se	trate	del	procedimiento	recursal,	la	recusación	será
interpuesta	 dentro	del	 tercer	 día	 hábil	 del	 ingreso	de	 la	 causa	 a
esa	instancia.
4.	Todas	las	causales	de	recusación	deben	ser	alegadas	al	mismo
tiempo.
D.	Leg.	957.
ART.	55.—Reemplazo	del	inhibido	o	recusado.
1.	 Producida	 la	 inhibición	 o	 recusación,	 el	 inhibido	 o	 recusado
será	 reemplazado	 de	 acuerdo	 a	 ley,	 con	 conocimiento	 de	 las
partes.
2.	Si	las	partes	no	están	conformes	con	la	inhibición	o	aceptación
de	la	recusación,	podrán	interponer	apelación	ante	el	magistrado
de	quien	se	trate,	a	fin	de	que	el	superior	inmediato	decida	el
incidente	dentro	del	tercer	día.	Contra	lo	resuelto	por	dicho
órgano	jurisdiccional	no	procede	ningún	recurso.
D.	Leg.	957.
ART.	56.—Trámite	cuando	el	juez	no	conviene	en	la
recusación.	Si	el	juez	recusado	rechaza	de	plano	la	recusación	o
no	conviene	con	ésta,	formará	incidente	y	elevará	las	copias
pertinentes	en	el	plazo	de	un	día	hábil	a	la	sala	penal	competente.
La	sala	dictará	la	resolución	que	corresponda	siguiendo	el	trámite
previsto	en	el	artículo	anterior.
D.	Leg.	957.
ART.	57.—Trámites	especiales.
1.	 Cuando	 se	 trata	 de	 miembros	 de	 órganos	 jurisdiccionales
colegiados,	 se	 seguirá	 el	 mismo	 procedimiento	 previsto	 en	 los
artículos	anteriores,	pero	corresponderá	decidir	al	mismo	órgano
colegiado	 integrándose	 por	 otro	 magistrado.	 Contra	 lo	 decidido
no	procede	ningún	recurso.
2.	Si	la	recusación	es	contra	todos	los	integrantes	del	órgano
judicial	colegiado,	conocerá	de	la	misma	el	órgano	jurisdiccional
llamado	por	la	ley.
D.	Leg.	957.
ART.	58.—Inhibición	y	recusación	de	secretarios	y	auxiliares
jurisdiccionales.	Las	mismas	reglas	regirán	respecto	a	los
secretarios	y	a	quienes	cumplan	una	función	de	auxilio	judicial	en
el	procedimiento.	El	órgano	judicial	ante	el	cual	actúan,	decidirá
inmediatamente	reemplazándolo	durante	ese	trámite	por	el
llamado	por	ley.
D.	Leg.	957.
ART.	59.—Actuaciones	impostergables.	Mientras	esté
pendiente	de	resolver	la	inhibición	o	recusación,	el	juez	podrá
realizar	todas	aquellas	diligencias	previstas	en	el	artículo	52.
SECCIÓN	IV
El	Ministerio	Público	y	los	demás	sujetos
procesales
TÍTULO	I
El	Ministerio	Público	y	la	Policía	Nacional
CAPÍTULO	I
El	Ministerio	Público
D.	Leg.	957.
ART.	60.—Funciones.
1.	 El	 Ministerio	 Público	 es	 el	 titular	 del	 ejercicio	 de	 la	 acción
penal.	Actúa	de	oficio,	a	instancia	de	la	víctima,	por	acción	popular
o	por	noticia	policial.
2.	El	fiscal	conduce	desde	su	inicio	la	investigación	del	delito.	Con
tal	propósito	la	Policía	Nacional	está	obligada	a	cumplir	los
mandatos	del	Ministerio	Público	en	el	ámbito	de	su	función.
JURISPRUDENCIA.—Ministerio	Público	no	puede	descartar	un	posible
avocamiento	indebido	solo	indicando	que	“no	es	posible	someter	a
arbitraje	conflictos	de	índole	penal”.	“Por	ende	se	advierte	que	la	resolución
que	resolvió	el	pedido	de	archivamiento	de	la	investigación	fiscal	por	haberse
avocado	indebidamente	no	se	encuentra	debidamente	motivada	puesto	que	no
da	respuestas	a	los	argumentos	establecidos	en	el	escrito	de	los	demandantes,
razón	por	la	que	evidentemente	no	puede	solo	responderse	que	al	ser	el
Ministerio	Público	se	puede	avocar	a	causas	penales,	sino	que	debe	analizarse
si	efectivamente	dicha	investigación	indebidamente	interfiere	en	el	proceso
arbitral.	Por	lo	expuesto	corresponde	declarar	la	nulidad	de	la	resolución	de
fecha	2	de	setiembre	del	2011,	por	no	dar	respuestas	a	los	cuestionamientos
expresados	en	el	escrito	de	los	demandados,	debiendo	por	ende	emitirse	una
nueva	resolución	debidamente	motivada.	Asimismo	respecto	a	la	denegatoria
de	la	queja	de	derecho	por	resolución	de	fecha	16	de	setiembre	del	2011,	es
evidente	que	ello	no	da	respuesta	alguna	ni	sustento	válido	a	la	queja
interpuesta	por	los	demandantes	por	lo	que	debe	declararse	la	nulidad	de
todo	lo	actuado	en	la	investigación	desde	la	emisión	de	la	resolución	de	fecha
2	de	setiembre	del	2011;	incluso,	se	debe	analizar	apropiadamente	los
cuestionamientos	esbozados	por	los	demandantes	y	emitir	una	nueva
resolución	sustentada	adecuadamente”.	(T.	C.,	Exp.	01742-2013-PA/TC,	may.
16/2015.	S.	S.	Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—La	infidelidad	no	puede	justificar	el	inicio	de	un
procedimiento	disciplinario	por	inconducta	funcional	o	conducta
deshonrosa.	“Si	bien	el	órgano	emplazado	ha	dispuesto	el	archivamiento	del
procedimiento	disciplinario	seguido	de	oficio	contra	los	recurrentes	(...),
aceptando	que	el	video	que	sustenta	la	denuncia	es	ilícito,	pues	se	ha	obtenido
con	violación	del	derecho	a	la	intimidad,	dicha	decisión	posterior	no	enerva	el
hecho	de	que	la	violación	del	derecho	a	la	intimidad	y	a	la	inviolabilidad	de
domicilio	se	produjo	con	la	apertura	misma	del	proceso	disciplinario,	dado
que	se	sustentaba	exclusivamente	en	la	existencia	de	una	prueba	ilícita	que	no
podía	producir	efecto	legal	alguno.
c)	En	tercer	lugar,	porque	la	falta	en	base	a	la	cual	se	seguía	el	procedimiento
disciplinario,	esto	es,	la	presencia	de	una	doble	relación	sentimental,	no	tiene
relación	con	un	interés	público	relevante.	Y	es	que	cuando	hemos	hecho
referencia,	en	los	considerandos	precedentes,	a	la	posibilidad	de	que	un
aspecto	de	la	vida	privada	de	los	funcionarios	públicos	sea	conocida	en	el
ámbito	público,	lo	hemos	hecho	tomando	en	consideración	la	relación	que
puede	existir	entre	dicho	aspecto	y	la	capacidad	moral	de	la	persona	para	el
adecuado	desempeño	de	su	función	pública.	En	el	caso	de	autos,	aun	cuando	la
infidelidad	imputada	a	doña	(...)	(con	su	novio)	pueda	ser	reprochable	desde
las	pautas	morales	sociales	vigentes,	dicha	conducta	no	dice	nada	acerca	de	su
aptitud	para	cumplir,	y	por	ende,	hacer	cumplir	la	ley,	lo	cual	es	su	finalidad
de	acuerdo	al	artículo	1°	del	Decreto	Legislativo	052,	Ley	Orgánica	del
Ministerio	Público.	Ello	no	solo	porque	la	fidelidad	en	las	relaciones
sentimentales	no	se	encuentra	preordenada	en	ninguna	norma	del	sistema
jurídico,	sino	porque	dicha	cualidad	moral	privada	no	guarda	relación	con
alguna	aptitud	moral	mínima	para	el	desempeño	de	un	cargo	público.
En	el	caso	de	los	esposos,	sin	embargo,	se	ha	argumentado	que	la	fidelidad	es
un	deber	legal,	de	acuerdo	al	artículo	208	del	Código	Civil,	por	lo	que	en	dicho
caso	podría	ser	legítima	la	posibilidad	de	imponer	una	sanción	disciplinaria
por	su	incumplimiento	(lo	que	podría	haber	justificado	la	persecución	de	don
(...),	pues	de	acuerdo	al	correo	remitido	por	el	pseudónimo	“Napoleón
Churata”,	éste	era	un	hombre	casado).	No	obstante,	ello	no	es	de	nuestra
opinión,	pues	la	eventual	imposición	de	una	sanción	disciplinaria	por	una
conducta	de	este	tipo	si	bien	puede	considerarse	como	orientada	a	proteger	la
confianza	que	los	ciudadanos	deben	tener	en	las	autoridades	encargadas	de
hacer	cumplir	la	ley	(idoneidad	de	la	medida),	y	puede	ser	considerada
necesaria	en	el	sentido	de	no	existir	otra	forma	igualmente	idónea	de	impedir
que	los	funcionarios	no	la	lleven	a	cabo	(necesidad	de	la	medida),	la	referida
medida	no	supera	el	juicio	de	proporcionalidad	en	sentido	estricto,	dado	que
la	relación	entre	este	acto	llevado	a	cabo	en	la	vida	íntima	de	una	persona	y	su
idoneidad	moral	como	autoridad	para	hacer	cumplir	la	ley	no	es	tan	fuerte
como	el	grado	de	afectación	del	derecho	a	la	intimidad	de	los	recurrentes,
donde	quedan	al	descubierto	sus	vivencias	y	emociones	más	íntimas
relacionadas	con	su	vida	afectiva	(...)”.	En	consecuencia,	teniendo	en	cuenta
que	la	falta	por	la	cual	se	abrió	procedimiento	disciplinario	en	contra	de	los
recurrentes	(doble	relación	sentimental	o	infidelidad)	no	guarda	una	relación
estrecha	con	la	idoneidad	moral	que	deben	tener	los	recurrentes	para	el
ejercicio	de	sus	cargos	como	fiscales,	y,	más	bien,	supone	una	intervención
grave	en	el	espacio	reservado	para	su	intimidad,	la	instauración	del
procedimiento	disciplinario	en	su	contra	resulta	inconstitucional”.	(T.	C.,	Exp.
03485-2012-PA/TC,	mar.	10/2016.	S.	S.	Blume	Fortini)
JURISPRUDENCIA.—Las	conductas	privadas	de	los	funcionarios	públicos
pueden	ser	escrutadas	o	enjuiciadas	en	el	ámbito	público.	“Para	nosotros,
es	precisamente	la	idea	de	interés	público	la	que	resulta	relevante	para
examinar	conductas	que	puedan	incidir	en	el	derecho	a	la	vida	privada	o	a	la
intimidad.	Y	ello	porque	el	solo	hecho	de	ingresar	al	ámbito	público	o	a	la
arena	política	no	significa,	en	modo	alguno,	una	renuncia	del	funcionario
público	a	su	intimidad	o	su	vida	privada,	ni	una	sobreexposición	de	la	misma.
Un	funcionario	o	político	diligente	puede	perfectamente	mantener	su	vida
privada	al	margen	de	los	asuntos	públicos.	Dicha	pertenencia,	pues,	no	nos
dice	nada	en	relación	con	el	ámbito	de	la	vida	privada	del	funcionario	que
puede	quedar	intocada	y	el	ámbito	en	el	cual	pueden	caber	intervenciones
legítimas	en	aras	de	la	protección	de	otros	bienes	constitucionales.	El	criterio
que	más	bien	parece	ser	orientador	es	el	de	la	relación	de	determinados
aspectos	de	la	vida	privada	del	funcionario	público	con	el	interés	público”.	(T.
C.,	Exp.	03485-2012-PA/TC,	mar.	10/2016.	S.	S.	Blume	Fortini)
JURISPRUDENCIA.—El	Ministerio	Público	es	el	titular	de	la	acción	penal
en	los	delitos	y	tiene	el	deber	de	la	carga	de	la	prueba.	“Respecto,	a	los
cuestionamientos	formulados	de	la	posibilidad	de	establecer	si	la	carga	de	la
prueba	la	tiene	únicamente	la	fiscalía	o	en	algún	momento	varía	hacia	la
defensa,	cabe	precisar	que	tal	como	lo	establece	el	artículo	IV	del	Título
Preliminar	del	Código	Procesal	Penal,	en	concordancia	con	el	inciso	dos,	del
artículo	sesenta	y	uno	del	mismo	cuerpo	legal,	el	Ministerio	Público	es	el
titular	de	la	acción	penal	en	los	delitos	y	tiene	el	deber	de	la	carga	de	la
prueba,	debiendo	actuar	con	objetividad,	indagando	no	sólo	los	hechos
constitutivos	de	delito,	sino	también	los	que	determinen	y	acrediten	la
responsabilidad	o	inocencia	del	imputado;	sin	embargo,	ello	no	impide	que	el
procesado	pueda	defenderse	de	la	imputación	fáctica	que	pesa	en	su	contra,
presentando	medios	de	prueba	de	descargo,	más	aún	cuando	se	trata	de	una
defensa	afirmativa,	donde	el	juez	exigirá	que	el	encausado	descubra	todos	los
elementos	probatorios	e	información	que	posea	y	que	sustente	la	misma
(véase:	León	Parada,	Víctor	Orielson,	El	ABC	del	nuevo	sistema	acusatorio
penal:	El	juicio	oral,	ECOE,	Bogotá,	dos	mil	cinco,	página	ciento	cuatro)”.	(C.	S.,
Cas.	353-2011-Arequipa,	jun.	04/2013.	S.	S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—En	el	caso	“El	Frontón”,	el	MP	es	la	entidad
responsable	de	encontrar	e	identificar	los	restos	de	las	víctimas.	“El
Ministerio	Público,	a	través	de	sus	órganos	o	entidades	competentes,	es	la
entidad	del	Estado	encargada	de	dirigir,	realizar	y	coordinar	las	actividades
de	ubicación,	identificación	y	entrega	de	los	restos	de	las	víctimas	de
violaciones	de	derechos	humanos.	(...)	2.	No	obstante	lo	anterior,	se	advierte
que	el	Ministerio	Público	no	ha	sido	demandado	ni	tampoco	ha	sido
posteriormente	incorporado	al	proceso,	por	lo	que	este	tribunal	considera
pertinente	disponer	su	intervención	en	el	proceso	como	demandado,	así	como
remitirle	una	copia	de	la	demanda	y	sus	anexos,	a	fin	de	que	tome
conocimiento	de	los	términos	de	la	misma	y	pueda	hacer	valer	su	derecho	de
defensa.	En	este	caso,	el	Ministerio	Público	puede	intervenir	sea	a	través	de	su
Procurador	Público	o,	sea	a	través	de	la	Segunda	Fiscalía	Superior	Penal
Nacional,	puesto	que	esta	última	se	encuentra	a	cargo	del	proceso	penal	que
tiene	relación	con	el	objeto	de	la	presente	controversia.
3.	Sobre	la	base	de	lo	anterior,	a	efectos	de	mejor	resolver	el	recurso	de
agravio	constitucional,	resulta	razonable	conceder	al	Ministerio	Público	un
plazo	de	10	días	hábiles,	contados	a	partir	del	día	siguiente	a	la	notificación
de	la	presente	resolución,	con	el	propósito	de	que	alegue	o	exprese	lo	que
considere	pertinente	sobre	los	motivos	en	que	se	sustenta	la	demanda	de
habeas	corpus	interpuesta	por	doña	(...),	que	tiene	por	objeto	la	ubicación,
identificación	y	entrega	de	los	restos	mortales	de	su	hijo	(...)”.	(T.	C.,	Exp.
02149-2012-PHC/TC,	abr.	1/2016.	S.	S.	Miranda	Canales)
DOCTRINA.—Caso	 “El	 Frontón”:	 iniciativa	 de	 incorporar	 al	 MP	 antes
que	componer	una	relación	procesal	válida,	responde	a	encontrar	un
responsable.	 “La	 demanda	 de	 hábeas	 corpus	 no	 prosperó,	 pues	 fue
desestimada	 en	 segunda	 instancia	 por	 el	 Poder	 Judicial.	 Empero,	 esta
decisión	 adversa	 no	 puede	 servir	 de	 excusa	 para	 que,	 este	 Tribunal
Constitucional	 incorpore	de	oficio,	en	calidad	de	demandado,	al	Ministerio
Público,	 máxime	 si	 dicha	 entidad	 no	 tiene	 que	 ver	 con	 las	 vulneraciones
alegadas	por	la	recurrente.
Advierto	 que	 la	 iniciativa	 de	 incorporar	 al	 Ministerio	 Público,	 antes	 que
componer	 una	 relación	 procesal	 válida,	 responde	 a	 encontrar	 a	 como	 dé
lugar	un	responsable	que	se	haga	cargo	de	 las	exigencias	de	 la	recurrente.
En	un	 estado	 constitucional	 de	derecho,	 ello	 es	 reprochable,	 toda	 vez	que
supone	tomar	posición	por	alguna	de	las	partes,	actuar	como	abogado	y	no
como	juez”.	(T.	C.,	Exp.	02149-2012-PHC/TC,	abr.	1/2016.	Voto	singular	del
magistrado	Sardón	de	Taboada)
D.	Leg.	957.
ART.	61.—Atribuciones	y	obligaciones.
1.	 El	 fiscal	 actúa	 en	 el	 proceso	 penal	 con	 independencia	 de
criterio.	 Adecua	 sus	 actos	 a	 un	 criterio	 objetivo,	 rigiéndose
únicamente	 por	 la	 Constitución	 y	 la	 ley,	 sin	 perjuicio	 de	 las
directivas	o	instrucciones	de	carácter	general	que	emita	la	Fiscalía
de	la	Nación.
2.	 Conduce	 la	 investigación	 preparatoria.	 Practicará	 u	 ordenará
practicar	los	actos	de	investigación	que	correspondan,	indagando
no	sólo	las	circunstancias	que	permitan	comprobar	la	imputación,
sino	 también	 las	 que	 sirvan	 para	 eximir	 o	 atenuar	 la
responsabilidad	del	 imputado.	 Solicitará	 al	 juez	 las	medidas	que
considere	necesarias,	cuando	corresponda	hacerlo.
3.	 Interviene	 permanentemente	 en	 todo	 el	 desarrollo	 del
proceso.	Tiene	legitimación	para	interponer	los	recursos	y	medios
de	impugnación	que	la	ley	establece.
4.	Está	obligado	a	apartarse	del	conocimiento	de	una
investigación	o	proceso	cuando	esté	incurso	en	las	causales	de
inhibición	establecidas	en	el	artículo	53.
JURISPRUDENCIA.—Criterio	vinculante:	el	Constitucional	fija	que	el
cómputo	del	plazo	razonable	del	proceso	penal	corre	desde	la	apertura
de	la	investigación	preliminar	del	delito.	“Este	Tribunal	Constitucional
considera	que	dicha	doctrina	jurisprudencial	merece	ser	precisada	en	el
sentido	de	que	el	cómputo	del	plazo	razonable	del	proceso	penal	comienza	a
correr	desde	la	apertura	de	la	investigación	preliminar	del	delito,	el	cual
comprende	la	investigación	policial	o	la	investigación	fiscal;	o	desde	el	inicio
del	proceso	judicial	en	los	casos	de	delitos	de	acción	privada,	por	constituir	el
primer	acto	oficial	a	través	del	cual	la	persona	toma	conocimiento	de	que	el
Estado	ha	iniciado	una	persecución	penal	en	su	contra.	Ahora	bien,	conviene
precisar	que	el	momento	inicial	puede	coincidir	con	la	detención	policial	o	con
otra	medida	restrictiva	de	derechos,	pero	que	tal	supuesto	no	constituye
requisito	indispensable	para	habilitar	el	inicio	del	cómputo	del	plazo,	pues	es
claro	que	aquél	momento	comienza	con	la	indicación	oficial	del	Estado	a	una
persona	corno	sujeto	de	una	persecución	penal”.	(T	C,	Exp.	00295-2012-
PHC/TC,	may.	14/2015.	S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—El	principio	de	gratuidad	en	la
administración	de	justicia	obliga	a	las	fiscalías	a	expedir	copias
gratuitas.	“(...)	asimismo	cabe	afirmar	que	el	principio	de	gratuidad	en	la
administración	de	justicia	se	constituye	en	un	mecanismo	de	realización	del
principio-derecho	de	igualdad,	establecido	en	el	artículo	2°	inciso	2	de	la
Constitución	Política	del	Estado,	por	cuanto	debe	procurarse	que	las
diferencias	socioeconómicas	entre	los	ciudadanos	no	sean	trasladadas	al
ámbito	del	proceso	judicial,	en	el	cual	las	controversias	deben	ser	dilucidadas
con	pleno	respeto	al	principio	de	igualdad	entre	las	partes	y	a	la	igualdad	de
armas,	de	modo	que	el	hecho	de	que	una	de	ellas	cuente	con	mayores	recursos
económicos	que	la	otra	no	devenga	necesariamente	en	una	ventaja	que
determine	que	la	autoridad	jurisdiccional	vaya	a	resolver	a	su	favor.
Consideraciones	por	las	que	debemos	fijar	como	criterio	rector	que:	el
Ministerio	Público	expida	copias	de	las	actuaciones	principales,	siempre	y
cuando	la	defensa	técnica	cumpla	con	acreditar	la	condición	específica	del
beneficiario	y	adjuntar	la	verificación	socio-económico	del	beneficiario.
Criterio	que	en	adelante	debe	ser	considerado	como	doctrina	jurisprudencial
de	cumplimiento	obligatorio”.	(C.	S.,	Cas.	172-2011-Lima,	jul.	17/2012.	V.	P.
Villa	Stein)
NOTA:	La	Casación	N°	172-2011-Lima	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	16	de
octubre	del	2013.
JURISPRUDENCIA.—La	resolución	fiscal	que	deja	incontestada	la
pretensión	penal	del	recurrente	vulnera	el	debido	proceso.	“(…)	Conviene
preguntarse	entonces	¿la	pretensión	penal	del	recurrente	reflejada	en	la
alegación	de	que	lo	resuelto	por	la	jueza	infringe	lo	establecido	por	el	artículo
562	del	Código	Procesal	Civil	y	el	artículo	24	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder
Judicial	ha	sido	o	no	debidamente	contestada	por	la	fiscalía	demanda?	Este
colegiado	considera	que	la	pretensión	penal	del	recurrente	no	ha	sido
debidamente	contestada	toda	vez	que,	por	un	lado,	la	interpretación	realizada
por	la	fiscalía	sobre	el	artículo	24	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial	resulta
por	decir	lo	menos	arbitraria,	en	vista	que	del	texto	literal	de	ella	no	se
advierte	de	modo	alguno	que	sea	una	norma	dispositiva	o	discrecional,	sino
que	por	el	contrario	se	trata	de	una	norma	imperativa,	en	razón	a	que	dicho
dispositivo	establece	que:	‘la	administración	de	justicia	común	es	gratuita,	en
todas	sus	especialidades	instancias	y	manifestaciones,	para	las	personas	de
escasos	recursos	económicos	y	se	accede	a	ella	en	la	forma	prevista	por	la	ley’.
De	otro	lado	la	resolución	fiscal	en	su	análisis	omite	pronunciarse	sobre	lo
dispuesto	en	el	artículo	562	del	Código	Procesal	Civil,	que	establece	que	‘el
demandante	se	encuentra	exonerado	del	pago	de	tasas	judiciales,	siempre	que
el	monto	de	la	pensión	alimenticia	demandada	no	exceda	de	veinte	(20)
Unidades	de	Referencia	Procesal’.	Como	los	artículos	transcritos	son	los
argumentos	centrales	de	la	pretensión	punitiva	del	recurrente,	y	no	han
merecido	una	debida	motivación,	se	evidencia	que	la	resolución	fiscal	ha
dejado	incontestada	la	pretensión	penal	del	recurrente,	vulnerando	su
derecho	al	debido	proceso	(derecho	a	la	debida	motivación	de	las	resoluciones
fiscales).	En	consecuencia	debe	estimarse	la	demanda,	a	efectos	que	la	fiscalía
emita	nueva	resolución	sustentándose	exclusivamente	en	razones	objetivas
que	le	plantea	el	caso	concreto,	y	no	en	eventuales	prejuicios	sociales	como	es
el	hecho	de	que	el	recurrente	haya	demandado	pensión	de	alimentos	a	su	ex
conviviente.”	(TC.,	Exp.	1321-2010-PA/TC,	feb.	05/2011.	Pres.	Mesía	Ramirez)
DOCTRINA.—El	 Ministerio	 Público	 y	 las	 formas	 de	 suministrar
evidencias	 y	 elementos	probatorios.	 “(...)	 la	 fiscalía	 cumple	 el	 deber	 de
suministrar	las	evidencias	y	elementos	probatorios	de	varias	maneras,	entre
ellas:
i)	 Imprescindiblemente	 y	 en	 todos	 los	 casos,	 “descubriéndolos”,	 esto	 es,
informando	 a	 la	 defensa,	 en	 las	 oportunidades	 procesales	 antedichas,	 con
plena	lealtad	y	con	sujeción	al	principio	de	objetividad,	sobre	la	existencia,
naturaleza	y	ubicación	de	todos	y	cada	uno	de	los	elementos	probatorios	y
evidencias;	máxime	si	la	fiscalía	va	a	utilizarlos	para	sustentar	la	acusación	y
si	podrían	generar	efectos	favorables	para	el	acusado.
ii)	 Entregándolos	 físicamente	 cuando	 ello	 sea	 racional	 y	 materialmente
posible,	 como	 los	 resultados	 de	 un	 informe	 pericial	 o	 policial,	 la	 copia	 de
algunos	documentos	o	algunos	elementos	o	muestras	de	los	mismos.
iii)	 Facilitando	 a	 la	 defensa	 el	 acceso	 real	 a	 las	 evidencias,	 elementos	 y
medios	 probatorios	 en	 el	 lugar	 donde	 se	 encuentren,	 o	 dejándolos	 a	 su
alcance,	 si	 fuere	 el	 caso,	 de	 modo	 que	 pueda	 conocerlos	 a	 cabalidad,
estudiarlos,	obtenerlos	en	 la	medida	de	 lo	racionalmente	posible	y	derivar
sus	propias	conclusiones,	de	cara	a	los	fines	de	la	gestión	defensiva.
Corresponde	 al	 juez,	 una	 vez	 más,	 velar	 porque	 el	 suministro,	 así
entendido,	sea	oportuno	y	lo	más	completo	posible,	pues	se	trata	de	facilitar
a	la	defensa	el	acceso	real	a	los	medios	que	utilizará	la	fiscalía	en	contra	del
acusado.
Similares	 reflexiones	 caben	 cuando	 el	 descubrimiento	 corresponda	 a	 la
defensa.
No	 debe	 perderse	 de	 vista	 que	 el	 descubrimiento	 probatorio	 no	 es
absoluto,	ya	que	tiene	algunas	restricciones	(…)	en	virtud	del	cual	las	partes
no	 pueden	 ser	 obligadas	 a	 descubrir	 cierta	 información,	 por	 ejemplo:
conversaciones	 del	 abogado	 con	 el	 implicado,	 sobre	 hechos	 ajenos	 a	 la
acusación,	 sobre	 hechos	 que	 legal	 y	 constitucionalmente	 no	 puedan
probarse,	 apuntes	 personales	 preparatorios	 del	 caso,	 información	 cuyo
descubrimiento	 genere	 perjuicio	 notable	 para	 la	 investigación	 en	 curso	 o
posteriores;	e	información	que	afecte	la	seguridad	del	Estado.
(…)	Se	colige	sin	dificultad	que	no	existe	un	único	momento	para	realizar
en	 forma	 correcta	 el	 descubrimiento;	 ni	 existe	 una	 sola	 manera	 de
suministrar	a	la	contraparte	las	evidencias,	elementos	y	medios	probatorios.
Por	el	contrario,	el	procedimiento	penal	(…)	es	relativamente	flexible	en	esa
temática,	 siempre	 que	 se	 garantice	 la	 indemnidad	 del	 principio	 de
contradicción,	que	las	partes	se	desempeñen	con	lealtad	y	que	las	decisiones
que	 al	 respecto	 adopte	 el	 juez,	 se	 dirijan	 a	 la	 efectividad	 del	 derecho
sustancial	y	al	logro	de	los	fines	constitucionales	del	proceso	penal.
(…)	El	descubrimiento	probatorio	es	un	aspecto	sustancial	de	la	actuación,
que	se	enraíza	en	el	debido	proceso	y	que	toca	en	sus	cimientos	el	derecho	a
la	defensa.	Por	ello,	si	un	descubrimiento	defectuoso	o	incompleto	conlleva
vulneración	 de	 garantías	 fundamentales,	 podría	 generar	 nulidad	 de	 lo
actuado	(…).
Igual	que	en	los	distintos	eventos,	la	declaratoria	de	nulidad	originada	en	el
proceso	 de	 descubrimiento,	 bien	 sea	 a	 solicitud	 de	 parte	 o	 de	 manera
oficiosa,	 se	 rige	 por	 el	 principio	 de	 trascendencia,	 de	 suerte	 que	 no
cualquier	suceso	irregular	tiene	la	virtualidad	de	invalidar	lo	actuado;	sino
que	esa	medida	extrema	podrá	 tomarse	únicamente	 cuando	quiera	que	el
juez	verifique	la	vulneración	cierta	de	las	garantías	fundamentales,	o	cuando
la	parte	que	alega	lo	demuestre	(...)”.	(CSJ	de	Colombia,	Cas.	Penal,	Sent.	feb.
21/2007,	Rad.	25920.	M.P.	Javier	Zapata	Ortiz)
DOCTRINA.—Fiscales	 pueden	 suspender	 actos	 administrativos	 para
restablecer	derechos	de	víctimas.	“(…).	Para	terminar,	la	Sala	de	Revisión
hará	referencia	a	un	punto	adicional	que	merece	ser	mencionado.	Con	base
en	el	análisis	de	la	jurisprudencia	de	tutela	de	la	Corte	Constitucional	sobre
las	 facultades	 de	 los	 fiscales	 en	materia	 de	 suspensión	 provisional	 de	 los
actos	administrativos,	esta	sala	llegó	a	la	conclusión	de	que	la	sentencia	del
Consejo	Superior	de	la	Judicatura	constituía	una	vía	de	hecho.
Ahora	bien,	cabe	subrayar	que	en	los	últimos	años,	con	posterioridad	a	las
dos	sentencias	de	tutela	citadas,	la	corte	ha	dictado	distintas	sentencias	de
constitucionalidad	 en	 las	 que	 ha	 resaltado	 los	 derechos	 de	 las	 víctimas
dentro	del	proceso	penal,	con	 lo	cual	ha	marcado	distancia	con	respecto	a
las	 concepciones	 del	 pasado.	 Esta	 nueva	 línea	 jurisprudencial	 tuvo
comienzo	 con	 la	 Sentencia	 C-228	 de	 2002.	 La	 sentencia	 examinó	 la
constitucionalidad	 del	 artículo	 137	 de	 la	 Ley	 600	 del	 2000,	 cuyo	 primer
inciso	establecía	que	 la	víctima	del	delito	podría	constituirse	en	parte	civil
dentro	 de	 la	 actuación	 penal,	 a	 través	 de	 abogado,	 con	 la	 finalidad	 de
obtener	 el	 restablecimiento	 del	 derecho	 y	 el	 resarcimiento	 del	 daño
ocasionado	por	la	conducta	punible.	(…).
Por	 lo	 tanto,	 en	 la	 sentencia	 se	 concluyó	 que	 era	 necesario	 modificar	 la
jurisprudencia	que	tenía	sentada	hasta	ese	momento	la	Corte	Constitucional
acerca	de	los	derechos	de	las	víctimas	dentro	del	proceso	penal,	 los	cuales
se	habían	restringido	a	la	reparación	económica:
‘Las	razones	señaladas	permiten	afirmar	que	la	visión	de	la	parte	civil	solo
interesada	en	la	reparación	económica,	debe	ser	abandonada.	La	víctima	de
un	 delito	 o	 los	 perjudicados	 por	 este	 tienen	 derecho	 a	 participar	 en	 el
proceso	 penal	 no	 solo	 para	 obtener	 el	 resarcimiento	 pecuniario,	 sino
también	para	hacer	efectivos	sus	derechos	a	la	verdad	y	a	la	justicia.	Incluso,
pueden	intervenir	con	la	única	finalidad	de	buscar	la	verdad	y	la	justicia,	sin
que	se	les	pueda	exigir	demostrar	un	daño	patrimonial	o	una	pretensión	de
esta	naturaleza.	Así,	la	parte	civil	es	un	sujeto	procesal	en	sentido	pleno.
Esta	 concepción	 de	 la	 parte	 civil	 tiene	 trascendencia	 en	 la	 definición	 y
alcances	de	la	participación	de	la	víctima	o	los	perjudicados	tanto	durante	la
investigación	preliminar	como	dentro	del	proceso	penal.	Por	ejemplo,	si	sus
derechos	no	están	limitados	a	la	búsqueda	de	una	reparación	económica,	la
solicitud	 y	 presentación	 de	 documentos	 e	 información	 relevante	 también
podrá	 estar	 orientada	 a	 contribuir	 al	 esclarecimiento	 de	 la	 verdad	 y	 a
reducir	 el	 riesgo	 de	 impunidad	 y	 no	 solo	 a	 demostrar	 la	 existencia	 de	 un
perjuicio	 ni	 a	 cuantificar	 el	 daño	material.	 Esta	 concepción	 también	 tiene
implicaciones	tanto	en	materia	de	los	recursos	que	puede	interponer	contra
decisiones	que	puedan	afectar	sus	derechos	a	la	verdad	y	a	la	justicia,	como
respecto	la	necesidad	de	que	las	providencias	que	puedan	menoscabar	sus
derechos	sean	conocidas	oportunamente	por	 la	parte	civil	para	que	pueda
controvertirlas.	 Por	 ende,	 está	 legitimada,	 por	 ejemplo,	 para	 impugnar
decisiones	que	conduzcan	a	la	impunidad	o	no	realicen	la	justicia	(...)’.
Esta	 nueva	 concepción	 sobre	 los	 derechos	 de	 las	 víctimas	 dentro	 del
proceso	 penal	 ha	 sido	 corroborada	 en	 sentencias	 posteriores.
Evidentemente,	ella	plantea	la	necesidad	de	entender	desde	una	perspectiva
distinta	 las	 obligaciones	 y	 atribuciones	 de	 los	 fiscales	 en	 relación	 con	 el
restablecimiento	 de	 los	 derechos	 de	 las	 víctimas.	 (…).”	 (C.	 Const.	 de
Colombia,	Sent.	T-489,	may.	15/2008,	M.	P.	Manuel	José	Cepeda)
D.	Leg.	957.
ART.	62.—Exclusión	del	fiscal.
1.	Sin	perjuicio	de	lo	dispuesto	en	la	Ley	Orgánica	del	Ministerio
Público,	el	superior	jerárquico	de	un	fiscal,	de	oficio	o	a	instancia
del	 afectado,	 podrá	 reemplazarlo	 cuando	 no	 cumple
adecuadamente	 con	 sus	 funciones	 o	 incurre	 en	 irregularidades.
También	 podrá	 hacerlo,	 previa	 las	 indagaciones	 que	 considere
convenientes,	 cuando	 esté	 incurso	 en	 las	 causales	 de	 recusación
establecidas	respecto	de	los	jueces.
2.	El	juez	está	obligado	a	admitir	la	intervención	del	nuevo	fiscal
designado	por	el	superior.
D.	Leg.	957.
ART.	63.—Actividad	y	distribución	de	funciones.
1.	 El	 ámbito	 de	 la	 actividad	 del	 Ministerio	 Público,	 en	 lo	 no
previsto	por	este	código,	será	el	señalado	por	su	ley	orgánica.
2.	Corresponde	al	fiscal	de	la	Nación,	de	conformidad	con	la	ley,
establecer	la	distribución	de	funciones	de	los	miembros	del
Ministerio	Público.
D.	Leg.	957.
ART.	64.—Disposiciones	y	requerimientos.
1.	 El	 Ministerio	 Público	 formulará	 sus	 disposiciones,
requerimientos	y	conclusiones	en	forma	motivada	y	específica,	de
manera	que	se	basten	a	sí	mismos,	sin	remitirse	a	 las	decisiones
del	juez,	ni	a	disposiciones	o	requerimientos	anteriores.
2.	Procederá	oralmente	en	la	audiencia	y	en	los	debates,	y	por
escrito	en	los	demás	casos.
JURISPRUDENCIA.—Doctrina	jurisprudencial	vinculante:	el	fiscal	no
siempre	está	obligado	a	motivar	su	decisión,	la	Suprema	interpreta	el
artículo	64,	numeral	1,	del	Código	Procesal	Penal.	“Conforme	al	numeral	5
del	artículo	420	del	Código	Procesal	Penal,	la	concurrencia	de	las	partes	a	la
audiencia	de	apelación	de	autos	es	optativa,	es	decir,	no	es	obligatoria.	En	ese
sentido,	la	abstención	de	emitir	pronunciamiento	del	fiscal	superior,	quien
acude	a	la	audiencia	de	apelación	de	auto,	por	un	recurso	interpuesto	por	la
Procuraduría	Pública,	no	afecta	el	derecho	a	la	debida	motivación	de
resoluciones	judiciales,	más	aún	si	el	Ministerio	Público	se	rige	bajo	los
principios	de	jerarquía	y	de	unidad	de	actuación,	pues	fue	el	fiscal	provincial
quien	solicitó	el	sobreseimiento	de	la	causa”.	(C.	S.,	Cas.	475-2013-Tacna,	jun.
17/2015.	S.	S.	Villa	Stein)
D.	Leg.	957.
ART.	65.—Modificado.	Ley	30076,	Art.	3°.	La	investigación	del
delito	destinada	a	ejercitar	la	acción	penal.
1.	El	Ministerio	Público,	en	la	investigación	del	delito	destinada	a
ejercitar	 la	 acción	 penal,	 deberá	 obtener	 los	 elementos	 de
convicción	 necesarios	 para	 la	 acreditación	 de	 los	 hechos
delictivos,	así	como	para	 identificar	a	 los	autores	o	partícipes	en
su	comisión.	Con	la	finalidad	de	garantizar	la	mayor	eficacia	en	la
lucha	 contra	 el	 delito,	 el	Ministerio	Público	 y	 la	 Policía	Nacional
deben	 cooperar	 y	 actuar	 de	 forma	 conjunta	 y	 coordinada,
debiendo	 diseñar	 protocolos	 de	 actuación,	 sin	 perjuicio	 de	 dar
cumplimiento	a	lo	dispuesto	en	los	artículos	69	y	333.
2.	 El	 fiscal,	 en	 cuanto	 tenga	 noticia	 del	 delito,	 realizará	 –si
correspondiere–	 las	 primeras	 diligencias	 preliminares	 o
dispondrá	que	las	realice	la	Policía	Nacional.
3.	 Cuando	 el	 fiscal	 ordene	 la	 intervención	 policial,	 entre	 otras
indicaciones,	precisará	su	objeto	y,	de	ser	el	caso,	las	formalidades
específicas	 que	 deberán	 reunir	 los	 actos	 de	 investigación	 para
garantizar	 su	 validez.	 La	 función	 de	 investigación	 de	 la	 Policía
Nacional	estará	sujeta	a	la	conducción	del	fiscal.
4.	El	fiscal	decide	la	estrategia	de	investigación	adecuada	al	caso.
Programa	y	coordina	con	quienes	corresponda	sobre	el	empleo	de
pautas,	 técnicas	 y	 medios	 indispensables	 para	 la	 eficacia	 de	 la
misma.	 La	 Policía	 Nacional	 brinda	 sus	 recomendaciones	 a	 tal
efecto.	Garantiza	el	derecho	de	defensa	del	imputado	y	sus	demás
derechos	 fundamentales,	 así	 como	 la	 regularidad	 de	 las
diligencias	correspondientes.
5.	 El	 Ministerio	 Público	 y	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú,	 en	 la
investigación	 del	 delito,	 observan	 en	 todo	momento	 el	 principio
de	 legalidad,	 pudiendo	 establecer	 programas	 de	 capacitación
conjunta	que	permitan	elevar	la	calidad	de	sus	servicios.
JURISPRUDENCIA.—Ministerio	Público	detenta	titularidad	exclusiva	de
la	acción	penal.	“(...)	El	auto	apertorio	de	instrucción	en	el	presente	caso	se
dictó	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	375	del	Código	de	Justicia
Militar,	que	establece	que	en	caso	el	Ministerio	Público	se	abstuviese	de
formalizar	denuncia,	el	tribunal	o	el	juez	podrá	dictar	el	auto	apertorio	de
instrucción.	Este	colegiado	considera	que	dicha	disposición	aplicada	al
presente	caso	resulta	violatoria	de	la	autonomía	del	Ministerio	Público
prevista	constitucionalmente,	y	que	establece	que	el	Ministerio	Público	es	el
titular	de	la	acción	penal,	de	acuerdo	a	lo	dispuesto	en	los	artículos	158	y	159
de	la	Constitución.	Por	tanto,	resulta	inválido	un	auto	apertorio	de	instrucción
dispuesto	sin	la	correspondiente	denuncia.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	6081-2005-
PHC/TC,	ago.	29/2005.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Labor	del	 fiscal	 una	 vez	 recibida	 la	denuncia.	 “(…)
La	labor	que	el	fiscal	realice	una	vez	recibida	la	denuncia	o	conocida	la	noticia
criminal	 no	 ha	 sido	 desarrollada	 en	 detalle	 por	 el	 ordenamiento	 jurídico
vigente.	 Sin	 embargo,	 esta	 actividad	 está	 sujeta	 a	 diversos	 principios	 y
garantías	(…).
§	Principio	de	interdicción	de	la	arbitrariedad.	(…).
(...)	 el	 grado	 de	 discrecionalidad	 atribuido	 al	 fiscal	 para	 que	 realice	 la
investigación	 sobre	 la	 base	 de	 la	 cual	 determinará	 si	 existen	 elementos
suficientes	 que	 justifiquen	 su	 denuncia	 ante	 el	 juez	 penal,	 se	 encuentra
sometida	 a	 principios	 constitucionales	 que	 proscriben:	 a)	 actividades
caprichosas,	vagas	e	infundadas	desde	una	perspectiva	jurídica;	b)	decisiones
despóticas,	 tiránicas	y	 carentes	de	 toda	 fuente	de	 legitimidad;	 y	 c)	 lo	que	es
contrario	a	los	principios	de	razonabilidad	y	proporcionalidad	jurídica.
§	Principio	de	legalidad	en	la	función	constitucional.	(…).
El	 fiscal	 actúa	 como	 defensor	 de	 la	 legalidad	 y	 representante	 de	 la	 causa
pública	en	el	proceso	penal.	En	efecto,	el	respeto	de	este	principio	implica	que
el	Ministerio	 Público	 ejercite	 la	 acción	 penal	 por	 todo	hecho	 que	 revista	 los
caracteres	de	un	delito,	sin	perder	de	vista	que	su	labor	se	ejecuta	en	función
de	la	justicia	y	teniendo	como	parámetros	a	la	Constitución	y	a	la	ley.
§	Debido	proceso	y	tutela	jurisdiccional.
(…)	 el	 debido	 proceso	 se	 proyecta	 también	 al	 ámbito	 de	 la	 etapa
prejurisdiccional	de	 los	procesos	penales,	 es	decir,	 en	aquella	 cuya	dirección
compete	 al	 Ministerio	 Público	 (…).	 Por	 tanto,	 las	 garantías	 previstas	 en	 el
artículo	 4°	 del	 Código	 Procesal	 Constitucional	 serán	 aplicables	 a	 la
investigación	fiscal	previa	al	proceso	penal	siempre	que	sean	compatibles	con
su	naturaleza	y	fines	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	6167-2005-PHC/TC,	feb.	28/2006.	Pres.
García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—TC	 establece	 pautas	 vinculantes	 para	 determinar
razonabilidad	del	plazo	máximo	de	investigación	fiscal.	 “(…)	el	Tribunal
Constitucional	 (…)	 advierte	 un	 vacío	 legislativo	 en	 cuanto	 al	 plazo	 de
investigación	prejurisdiccional	(…)	Los	criterios	que	el	Tribunal	Constitucional
considera	necesarios	para	determinar	la	razonabilidad	y	proporcionalidad	del
plazo	 de	 la	 investigación	 fiscal,	 evidentemente,	 no	 son	 criterios	 jurídicos
rígidos	 aplicables	 de	 manera	 idéntica	 a	 todos	 los	 casos.	 Por	 el	 contrario,
deberán	 ser	 aplicados	 atendiendo	 a	 las	 circunstancias	 presentes	 en	 la
investigación	 fiscal.	 (…)	 a	 juicio	 de	 este	 colegiado,	 los	 criterios	 a	 considerar
para	determinar	 la	 razonabilidad	del	plazo	de	 la	 investigación	 fiscal	 son	de
dos	 tipos:	 subjetivo	 y	 objetivo.	 En	 el	 primero	 quedan	 comprendidos	 1)	 la
actuación	 del	 fiscal	 y	 2)	 la	 actuación	 del	 investigado;	 en	 el	 segundo,	 la
naturaleza	de	 los	hechos	objeto	de	 investigación.	 (…)	Los	criterios	subjetivos
(…)	 están	 referidos	 a	 la	 actuación	 tanto	 del	 investigado	 como	 del	 fiscal	 a
cargo	de	la	investigación	prejurisdiccional.	En	cuanto	se	refiere	al	investigado
se	 debe	 tener	 en	 cuenta	 la	 actitud	 obstruccionista	 del	 investigado,	 la	 cual
puede	manifestarse	en	1)	la	no	concurrencia,	injustificada,	a	las	citaciones	que
le	realice	el	 fiscal	a	cargo	de	 la	 investigación,	2)	el	ocultamiento	o	negativa,
injustificada,	a	entregar	información	que	sea	relevante	para	el	desarrollo	de
la	 investigación,	 3)	 la	 recurrencia,	 de	 mala	 fe,	 a	 determinados	 procesos
constitucionales	u	ordinarios	con	el	fin	de	dilatar	o	paralizar	la	investigación
prejurisdiccional,	y	4)	en	general,	todas	aquellas	conductas	que	realice	con	el
fin	 de	 desviar	 o	 evitar	 que	 los	 actos	 de	 investigación	 conduzcan	 a	 la
formalización	de	la	denuncia	penal.	(…)	En	cuanto	a	la	actividad	del	fiscal,	el
primer	criterio	a	considerar	es	la	capacidad	de	dirección	de	la	investigación	y
la	diligencia	con	la	que	ejerce	las	facultades	especiales	que	la	Constitución	le
reconoce.	 En	 principio,	 se	 parte	 de	 la	 presunción	 de	 constitucionalidad	 y
legalidad	de	los	actos	de	investigación	del	Ministerio	Público.	No	obstante,	es
una	 presunción	 iuris	 tantum,	 en	 la	 medida	 que	 ella	 puede	 ser	 desvirtuada.
Ahora	bien,	para	la	determinación	de	si	en	una	investigación	prejurisdiccional
hubo	o	 no	 diligencia	 por	 parte	 del	 fiscal	 a	 cargo	de	 la	 investigación	deberá
considerarse,	 de	 un	 lado,	 la	 realización	 o	 no	 de	 aquellos	 actos	 que	 sean
conducentes	o	idóneos	para	la	formalización	de	la	denuncia	respectiva.	(…)	En
ese	 sentido,	 habrá	 inactividad	 fiscal	 aún	 cuando	 se	 lleven	 a	 cabo	 actos	 de
investigación	 que	 no	 tengan	 relación	 directa	 o	 indirecta	 con	 el	 objeto	 de
investigación.	Más	aún,	la	falta	de	diligencia	fiscal	no	puede	ser	soslayado	por
aseveraciones	o	infundios	acerca	de	la	conducta	del	investigado	o	de	terceros;
por	 cuanto,	 de	 realizarse	 una	 conducta	 ilícita	 de	 personas	 vinculadas	 al
proceso,	 sólo	 cabe	 realizar	 una	 denuncia	 a	 fin	 de	 no	 incurrir	 en	 el	 posible
delito	 de	 omisión	 de	 denuncia,	 previsto	 en	 el	 artículo	 407	 del	 Código	 Penal.
(…)	 Dentro	 del	 criterio	 objetivo,	 a	 juicio	 del	 Tribunal	 Constitucional,	 cabe
comprender	 la	naturaleza	de	 los	 hechos	 objeto	de	 investigación;	 es	 decir,	 la
complejidad	 del	 objeto	 a	 investigar.	 Al	 respecto,	 es	 del	 caso	 señalar	 que	 la
complejidad	puede	venir	determinada	no	sólo	por	los	hechos	mismos	objeto	de
esclarecimiento,	 sino	 también	 por	 el	 número	 de	 investigados	más	 aún	 si	 se
trata	de	organizaciones	criminales	internacionales,	la	particular	dificultad	de
realizar	 determinadas	 pericias	 o	 exámenes	 especiales	 que	 se	 requieran,	 así
como	los	tipos	de	delitos	que	se	imputan	al	investigado,	como	por	ejemplo,	los
delitos	 de	 lesa	 humanidad.	 También	 debe	 considerarse	 el	 grado	 de
colaboración	 de	 las	 demás	 entidades	 estatales	 cuando	 así	 lo	 requiera	 el
Ministerio	Público.	 (…)”.	 (TC,	Exp.	N°	5228-2006-PHC/TC,	 jul.	01/2007.	Pres.
Landa	Arroyo)
D.	Leg.	957.
ART.	66.—Poder	coercitivo.
1.	 En	 caso	 de	 inconcurrencia	 a	 una	 citación	 debidamente
notificada	bajo	apercibimiento,	el	Ministerio	Público	dispondrá	la
conducción	compulsiva	del	omiso	por	la	Policía	Nacional.
2.	Realizada	la	diligencia	cuya	frustración	motivó	la	medida,	o	en
todo	caso,	antes	de	que	transcurran	veinticuatro	horas	de
ejecutada	la	orden	de	fuerza,	el	fiscal	dispondrá	su	levantamiento,
bajo	responsabilidad.
CAPÍTULO	II
La	policía
D.	Leg.	957.
ART.	 67.—Modificado.	 Ley	 30076,	 Art.	 3°.	 Función	 de
investigación	de	la	policía.
1.	 La	 Policía	 Nacional	 en	 cumplimiento	 de	 sus	 funciones	 debe,
inclusive	por	propia	iniciativa,	tomar	conocimiento	de	los	delitos
y	 dar	 cuenta	 inmediata	 al	 fiscal,	 sin	 perjuicio	 de	 realizar	 las
diligencias	 de	 urgencia	 e	 imprescindibles	 para	 impedir	 sus
consecuencias,	 individualizar	a	 sus	autores	y	partícipes,	 reunir	y
asegurar	 los	 elementos	 de	 prueba	 que	 puedan	 servir	 para	 la
aplicación	de	la	ley	penal.	Similar	función	desarrollará	tratándose
de	delitos	dependientes	de	instancia	privada	o	sujetas	a	ejercicio
privado	de	la	acción	penal.
2.	 Los	 policías	 que	 realicen	 funciones	 de	 investigación	 están
obligados	 a	 apoyar	 al	 Ministerio	 Público	 para	 llevar	 a	 cabo	 la
investigación	preparatoria.
D.	Leg.	957.
ART.	68.—Atribuciones	de	la	policía.
1.	La	Policía	Nacional	en	función	de	investigación,	sin	perjuicio	de
lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 anterior	 y	 en	 las	 normas	 sobre
investigación,	 bajo	 la	 conducción	 del	 fiscal,	 podrá	 realizar	 lo
siguiente:
a)	Recibir	las	denuncias	escritas	o	sentar	el	acta	de	las	verbales,
así	como	tomar	declaraciones	a	los	denunciantes.
b)	Vigilar	y	proteger	el	 lugar	de	 los	hechos	a	fin	de	que	no	sean
borrados	los	vestigios	y	huellas	del	delito.
c)	Practicar	el	registro	de	las	personas,	así	como	prestar	el	auxilio
que	requieran	las	víctimas	del	delito.
d)	Recoger	y	 conservar	 los	objetos	e	 instrumentos	 relacionados
con	el	delito,	así	como	todo	elemento	material	que	pueda	servir	a
la	investigación.
e)	Practicar	las	diligencias	orientadas	a	la	identificación	física	de
los	autores	y	partícipes	del	delito.
f)	 Recibir	 las	 declaraciones	 de	 quienes	 hayan	 presenciado	 la
comisión	de	los	hechos.
g)	 Levantar	 planos,	 tomar	 fotografías,	 realizar	 grabaciones	 en
video	y	demás	operaciones	técnicas	o	científicas.
h)	 Capturar	 a	 los	 presuntos	 autores	 y	 partícipes	 en	 caso	 de
flagrancia,	informándoles	de	inmediato	sobre	sus	derechos.
i)	 Asegurar	 los	 documentos	 privados	 que	 puedan	 servir	 a	 la
investigación.	 En	 este	 caso,	 de	 ser	 posible	 en	 función	 a	 su
cantidad,	los	pondrá	rápidamente	a	disposición	del	fiscal	para	los
fines	consiguientes	quien	los	remitirá	para	su	examen	al	juez	de	la
investigación	 preparatoria.	 De	 no	 ser	 posible,	 dará	 cuenta	 de
dicha	 documentación	 describiéndola	 concisamente.	 El	 juez	 de	 la
investigación	 preparatoria,	 decidirá	 inmediatamente	 o,	 si	 lo
considera	 conveniente,	 antes	 de	 hacerlo,	 se	 constituirá	 al	 lugar
donde	 se	 encuentran	 los	 documentos	 inmovilizados	 para
apreciarlos	 directamente.	 Si	 el	 juez	 estima	 legítima	 la
inmovilización,	 la	 aprobará	 judicialmente	 y	 dispondrá	 su
conversión	 en	 incautación,	 poniéndolas	 a	 disposición	 del
Ministerio	Público.	De	igual	manera	se	procederá	respecto	de	los
libros,	comprobantes	y	documentos	contables	administrativos.
j)	Allanar	locales	de	uso	público	o	abiertos	al	público.
k)	 Efectuar,	 bajo	 inventario,	 los	 secuestros	 e	 incautaciones
necesarios	 en	 los	 casos	 de	 delitos	 flagrantes	 o	 de	 peligro
inminente	de	su	perpetración.
I)	Recibir	 la	manifestación	de	los	presuntos	autores	o	partícipes
de	 delitos,	 con	 presencia	 obligatoria	 de	 su	 abogado	 defensor.	 Si
éste	 no	 se	 hallare	 presente,	 el	 interrogatorio	 se	 limitará	 a
constatar	la	identidad	de	aquellos.
m)	Reunir	 cuanta	 información	 adicional	 de	 urgencia	 permita	 la
criminalística	para	ponerla	a	disposición	del	fiscal,	y
n)	 Las	 demás	 diligencias	 y	 procedimientos	 de	 investigación
necesarios	 para	 el	 mejor	 esclarecimiento	 de	 los	 hechos
investigados.
2.	De	 todas	 las	diligencias	específicas	en	este	artículo,	 la	policía
sentará	actas	detalladas	 las	que	entregará	al	 fiscal.	Respetará	 las
formalidades	 previstas	 para	 la	 investigación.	 El	 fiscal	 durante	 la
investigación	 preparatoria	 puede	 disponer	 lo	 conveniente	 en
relación	al	ejercicio	de	las	atribuciones	reconocidas	a	la	policía.
3.	El	imputado	y	su	defensor	podrán	tomar	conocimiento	de	las
diligencias	practicadas	por	la	policía	y	tendrán	acceso	a	las
investigaciones	realizadas.	Rige,	en	lo	pertinente,	lo	dispuesto	en
el	artículo	324	del	presente	código.	El	fiscal	decretará,	de	ser	el
caso,	el	secreto	de	las	investigaciones	por	un	plazo	prudencial	que
necesariamente	cesará	antes	de	la	culminación	de	las	mismas.
JURISPRUDENCIA.—Ausencia	del	abogado	defensor	en	las	diligencias
policiales	de	reconocimiento	fotográfico	no	evidencia	una	vulneración
del	debido	proceso.	“(...)	revisadas	las	actas	de	reconocimiento	fotográfico
realizadas	por	los	testigos	(...)	no	se	advierten	irregularidades	o	vicios
procesales	(...),	por	cuanto,	sin	perjuicio	de	que	ambas	diligencias	fueron
realizadas	en	presencia	de	los	representantes	del	Ministerio	Público,	debe
indicarse,	que	se	cumplió	con	la	formalidad	de	previamente	describir	las
características	físicas	del	presunto	autor	del	hecho	delictivo	investigado,	así
como	se	procedió	en	cada	caso,	a	mostrárseles	cuatro	fotografías	de
características	semejantes	impresas	en	una	hoja	de	papel	–entre	éstas	la	del
encausado	(...)–	que	fueron	obtenidas	de	fichas	del	Registro	Nacional	de
Identificación	y	Estado	Civil,	incluso	en	ambas	oportunidades	las	fotografías
que	se	pusieron	con	la	del	encausado	(...)	correspondían	a	personas	diferentes
(...)	del	incidente	de	requerimiento	de	detención	preliminar	(...).	De	otro	lado,
el	hecho	de	que	el	abogado	defensor	del	encausado	Maldonado	Flores	no	se
haya	encontrado	presente	en	las	diligencias	de	reconocimiento	fotográfico,	no
evidencia	una	vulneración	al	debido	proceso,	por	cuanto,	es	de	recalcar	que
dichas	diligencias	constituían	actos	de	investigación	a	efectos	de	identificar	al
presunto	autor	del	delito	investigado	en	base	a	un	retrato	hablado
previamente	confeccionado,	esto	es,	que	hasta	antes	de	la	realización	de
dichas	diligencias	no	podía	imputársele	objetivamente	a	persona	alguna	la
comisión	del	delito	investigado”.	(CS,	Cas.	78-2010-Arequipa,	abr.	26/2011.	V.
P.	Neyra	Flores)
JURISPRUDENCIA.—Las	actuaciones	policiales	tienen	valor	probatorio,
incluso	si	no	están	presentes	el	fiscal	o	el	abogado	defensor.	“En	este
sentido,	respecto	al	cuestionamiento	de	las	actuaciones	de	la	Policía	Nacional
del	Perú	y	del	Ministerio	Público,	referido	a	que	en	las	diligencias	previas	no
estuvieron	presentes	el	representante	del	Ministerio	Público	ni	su	abogado
defensor	y	que	carecen	de	valor	probatorio	las	actuaciones	policiales	porque
se	realizaron	sin	la	presencia	del	fiscal,	este	Tribunal	Constitucional,	en
reiterada	jurisprudencia,	ha	precisado	que	la	actuación	del	Ministerio	Público
es	postulatoria	en	relación	con	lo	que	el	juzgador	resuelva	en	cuanto	a	la
imposición	de	las	medidas	coercitivas	de	la	libertad	personal	que	pueda
corresponder	al	procesado.	Este	criterio	es	también	aplicable	a	las
investigaciones	del	delito	en	sede	policial	[Cfr.	RTC	07961-2006-PHC/TC,	RTC
02688-2008-PHC/TC,	RTC	00475-2010-PHC/TC	y	RTC	01626-2010-PHC/TC,
RTC	03165-2011-PHC/TC,	entre	otras],	por	lo	que	este	extremo	de	la	demanda
debe	ser	rechazado	en	aplicación	de	la	causal	de	improcedencia	establecida
en	el	artículo	5°,	inciso	1,	del	Código	Procesal	Constitucional.
8.	A	mayor	abundamiento,	fluye	de	los	actuados	(actas	elaboradas,
manifestación	policial	e	instructiva	y	otros)	que	en	las	diligencias	realizadas
estuvieron	presentes	tanto	el	representante	del	Ministerio	Público	como	el
abogado	del	recurrente	(...)”.	(T.	C.,	Exp.	01601-2013-PHC/TC,	ago.	15/2014.	S.
S.	Miranda	Canales)
D.	Leg.	957.
ART.	69.—Instrucciones	del	Fiscal	de	la	Nación.	Sin	perjuicio
de	las	directivas	específicas	que	el	fiscal	correspondiente	imparte
en	cada	caso	a	la	policía,	el	Fiscal	de	la	Nación	regulará	mediante
instrucciones	generales	los	requisitos	legales	y	las	formalidades
de	las	actuaciones	de	investigación,	así	como	los	mecanismos	de
coordinación	que	deberán	realizar	los	fiscales	para	el	adecuado
cumplimiento	de	las	funciones	previstas	en	este	código.
D.	Leg.	957.
ART.	70.—Prohibición	de	informar.	La	policía	podrá	informar	a
los	medios	de	comunicación	social	acerca	de	la	identidad	de	los
imputados.	Cuando	se	trate	de	la	víctima,	testigos,	o	de	otras
personas	que	se	encontraren	o	pudieren	resultar	vinculadas	a	la
investigación	de	un	hecho	punible	requerirá	la	previa
autorización	del	fiscal.
COMENTARIO.—Política	 legislativa	que	impide	mostrar	públicamente
a	los	detenidos.	Alegando	razones	materiales	que	exigiría	 la	 lucha	 frontal
contra	 la	criminalidad	organizada,	el	23	de	 febrero	del	2012,	el	Ministerio
de	Justicia	y	Derechos	Humanos	derogó	el	D.	S.	01-95-JUS,	publicado	el	06
de	enero	de	1995,	cuyo	texto	precisaba:	“Artículo	1°.-	Prohíbase,	a	partir	de
la	 fecha,	 la	 presentación	 pública	 por	 parte	 de	 la	 autoridad	 policial	 de	 los
detenidos	con	motivo	de	la	comisión	de	cualquier	delito.
Exceptúese	de	esta	prohibición	a	los	implicados	por	delito	de	traición	a	la
patria	que	pertenezcan	al	grupo	dirigencial	de	una	organización	terrorista,
sea	 en	 calidad	 de	 líderes,	 cabecilla,	 jefes	 u	 otras	 equivalentes,	 que	 se
encuentren	debidamente	identificados	como	tales	por	la	autoridad	pública.”
TÍTULO	II
El	imputado	y	el	abogado	defensor
CAPÍTULO	I
El	imputado
D.	Leg.	957.
ART.	71.—Derechos	del	imputado.
1.	El	imputado	puede	hacer	valer	por	sí	mismo,	o	a	través	de	su
abogado	defensor,	 los	derechos	que	 la	Constitución	y	 las	 leyes	 le
conceden,	 desde	 el	 inicio	 de	 las	 primeras	 diligencias	 de
investigación	hasta	la	culminación	del	proceso.
2.	Los	jueces,	los	fiscales	o	la	Policía	Nacional	deben	hacer	saber
al	 imputado	 de	 manera	 inmediata	 y	 comprensible,	 que	 tiene
derecho	a:
a)	 Conocer	 los	 cargos	 formulados	 en	 su	 contra	 y,	 en	 caso	 de
detención,	a	que	se	le	exprese	la	causa	o	motivo	de	dicha	medida,
entregándole	 la	 orden	de	detención	 girada	 en	 su	 contra,	 cuando
corresponda;
b)	Designar	a	la	persona	o	institución	a	la	que	debe	comunicarse
su	 detención	 y	 que	 dicha	 comunicación	 se	 haga	 en	 forma
inmediata;
c)	 Ser	 asistido	desde	 los	 actos	 iniciales	 de	 investigación	por	 un
abogado	defensor;
d)	Abstenerse	de	declarar;	y,	si	acepta	hacerlo,	a	que	su	abogado
defensor	esté	presente	en	su	declaración	y	en	todas	las	diligencias
en	que	se	requiere	su	presencia;
e)	 Que	 no	 se	 emplee	 en	 su	 contra	 medios	 coactivos,
intimidatorios	 o	 contrarios	 a	 su	 dignidad,	 ni	 a	 ser	 sometido	 a
técnicas	o	métodos	que	 induzcan	o	alteren	su	 libre	voluntad	o	a
sufrir	una	restricción	no	autorizada	ni	permitida	por	ley;	y
f)	Ser	examinado	por	un	médico	legista	o	en	su	defecto	por	otro
profesional	de	la	salud,	cuando	su	estado	de	salud	así	lo	requiera.
3.	 El	 cumplimiento	 de	 lo	 prescrito	 en	 los	 numerales	 anteriores
debe	constar	en	acta,	ser	firmado	por	el	 imputado	y	la	autoridad
correspondiente.	Si	el	imputado	se	rehúsa	a	firmar	el	acta	se	hará
constar	 la	 abstención,	 y	 se	 consignará	 el	motivo	 si	 lo	 expresare.
Cuando	 la	 negativa	 se	 produce	 en	 las	 primeras	 diligencias	 de
investigación,	 previa	 intervención	 del	 fiscal	 se	 dejará	 constancia
de	tal	hecho	en	el	acta.
4.	Cuando	el	imputado	considere	que	durante	las	diligencias
preliminares	o	en	la	investigación	preparatoria	no	se	ha	dado
cumplimiento	a	estas	disposiciones,	o	que	sus	derechos	no	son
respetados,	o	que	es	objeto	de	medidas	limitativas	de	derechos
indebidas	o	de	requerimientos	ilegales,	puede	acudir	en	vía	de
tutela	al	juez	de	la	investigación	preparatoria	para	que	subsane	la
omisión	o	dicte	las	medidas	de	corrección	o	de	protección	que
correspondan.	La	solicitud	del	imputado	se	resolverá
inmediatamente,	previa	constatación	de	los	hechos	y	realización
de	una	audiencia	con	intervención	de	las	partes.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	audiencia	de	tutela	sirve	para
controlar	la	legalidad	de	la	función	fiscal.	“(…)	13°.	Dicho	de	otro	modo,	la
tutela	de	derechos	es	un	instrumento	idóneo	para	salvaguardar	las	garantías
del	imputado	y,	a	su	vez,	regular	las	posibles	desigualdades	entre	perseguidor
y	perseguido.	Esta	institución	procesal	penal	es	por	tanto	uno	de	los
principales	mecanismos	para	realizar	el	control	de	legalidad	de	la	función	del
fiscal,	quien	deberá	conducir	y	desarrollar	toda	su	estrategia	persecutoria
siempre	dentro	del	marco	de	las	garantías	básicas,	siendo	consciente	que
cualquier	acto	que	traspase	el	marco	de	los	derechos	fundamentales	podrá	ser
controlado	por	el	juez	de	la	investigación	preparatoria.	Queda	claro	entonces
que	en	el	nuevo	modelo	procesal	penal	es	fundamental	la	idea	de	control	en	el
ejercicio	del	ius	puniendi	estatal.
En	este	sentido,	aquellos	requerimientos	o	disposiciones	fiscales	que	vulneran
derechos	fundamentales	constitucionales	pero	que	tienen	vía	propia	para	la
denuncia	o	control	respectivo,	no	podrán	cuestionarse	a	través	de	la	audiencia
de	tutela.	En	efecto,	ocurre	que	el	NCPP	ha	establecido	en	varios	casos
mecanismos	específicos	para	ventilar	asuntos	relativos	a	los	derechos	básicos
del	imputado,	como	sucede	con	las	audiencias	de	control	del	plazo	de	las
diligencias	preliminares	o	de	la	investigación	preparatoria	formalizada
(artículos	334.1,	343.2)	o	con	aquella	que	sustancia	el	reexamen	de	la
intervención	de	las	comunicaciones	telefónicas	o	análogas	(artículo	231.3).
(…).	En	esa	misma	línea,	no	podrá	cuestionarse	a	través	de	la	tutela	la
inadmisión	de	diligencias	sumariales	solicitadas	por	la	defensa	durante	la
investigación,	pues,	para	este	efecto	rige	lo	dispuesto	en	el	artículo	337.4	del
NCPP.”	(VI	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y
Transitorias,	A.	P.	4-2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	tutela	de	derechos	es	una	garantía
de	específica	relevancia	procesal	penal	que	puede	usar	el	imputado
cuando	ve	afectado	y	vulnerado	uno	o	varios	derechos	establecidos
específicamente	en	el	artículo	71	del	NCPP.	“(…)	18°.	Otro	de	los	problemas
recurrentes	que	es	del	caso	abordar	en	el	presente	acuerdo	es	el	relativo	al
cuestionamiento	de	la	Disposición	de	Formalización	de	la	Investigación
Preparatoria	a	través	de	la	audiencia	de	tutela,	es	decir,	si	es	posible	activar	–
desde	la	defensa–	una	vía	de	control	judicial	de	la	referida	disposición	fiscal.
Sobre	el	particular	y,	en	principio,	debemos	descartar	esta	posibilidad,
fundamentalmente	porque,	como	se	ha	enfatizado,	la	vía	de	la	tutela	sólo	está
habilitada	para	aquellos	casos	en	los	que	se	vulnere	algunos	de	los	derechos
esenciales	asociados	en	términos	amplios	a	la	defensa.	Por	lo	demás	debe
quedar	claro	que	la	disposición	en	cuestión	es	una	actuación	unilateral	del
Ministerio	Público	y	no	puede	ser	impugnada	ni	dejada	sin	efecto	por	el	juez
de	la	investigación	preparatoria.	Cumple	una	función	esencialmente
garantista:	informa	al	imputado	de	manera	específica	y	clara	acerca	de	los
hechos	atribuidos	y	su	calificación	jurídica,	esto	es,	el	contenido	de	la
imputación	jurídico	penal	que	se	dirige	en	su	contra.	Además,	ya	en	el	proceso
formalmente	iniciado,	las	partes	pueden	hacer	uso	de	los	medios	de	defensa
técnico	para	evitar	un	proceso	en	el	que	no	se	haya	verificado	los	presupuestos
esenciales	de	imputación.	Piénsese	por	ejemplo	en	la	declaración	de	atipicidad
a	través	de	la	excepción	de	improcedencia	de	la	acción	o	en	la	de	prescripción
ordinaria,	si	es	que	antes	de	la	formalización	de	la	investigación	preparatoria
se	cumplió	el	plazo	correspondiente.
19°.	En	síntesis	es	de	afirmar,	que	la	tutela	de	derechos	es	una	garantía	de
específica	relevancia	procesal	penal,	que	puede	usar	el	imputado	cuando	ve
afectado	y	vulnerado	uno	o	varios	derechos	establecidos	específicamente	en	el
artículo	71	del	NCPP,	quien	puede	acudir	al	juez	de	investigación	preparatoria
para	que	controle	judicialmente	la	legitimidad	y	legalidad	de	los	actos	de
investigación	practicados	por	el	Ministerio	Público	y	repare,	de	ser	el	caso,	las
acciones	u	omisiones	que	generaron	el	quebrantamiento	del	derecho	de	las
partes	procesales.	La	vía	de	tutela	judicial	sólo	podrá	hacerse	efectiva	durante
las	diligencias	preliminares	y	en	la	investigación	preparatoria	propiamente
dicha.”	(VI	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y
Transitorias,	A.	P.	4-2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Como	la	acción	jurisdiccional	de
tutela	es	excepcional,	las	subsanaciones	se	solicitan	primero	al	fiscal.
“6°.	Los	rasgos	generales	o	características	esenciales	de	la	acción	de	tutela
jurisdiccional	penal,	normada	en	el	artículo	71	del	Nuevo	Código	Procesal
Penal	–en	adelante,	NCPP–	han	sido	abordados	en	el	Acuerdo	Plenario	N°	4-
2010/CJ-116.	(...).
El	artículo	336.2,	‘b’	NCPP,	sobre	este	extremo,	fija	como	contenido	de	la
Disposición	de	Formalización	y	Continuación	de	la	Investigación	Preparatoria
–en	adelante,	DFCIP–,	‘los	hechos	y	la	tipificación	específica	correspondiente.
El	fiscal	podrá,	si	fuera	el	caso,	consignar	tipificaciones	alternativas	al	hecho
objeto	de	investigación,	indicando	los	motivos	de	esa	calificación’.
(...)	Es	evidente,	a	partir	del	modelo	procesal	asumido	por	el	NCPP,	que	el
imputado,	en	un	primer	momento,	deberá	acudir	al	propio	fiscal	para	solicitar
las	subsanaciones	correspondientes	en	orden	a	la	precisión	de	los	hechos
atribuidos	–este	derecho	de	modo	amplio	lo	reconoce	el	artículo	71.1	NCPP–.
(...).
11.	Muy	excepcionalmente,	ante	la	desestimación	del	fiscal	o	ante	la	reiterada
falta	de	respuesta	por	aquél	–que	se	erige	en	requisito	de	admisibilidad–,	y
siempre	frente	a	una	omisión	fáctica	patente	o	ante	un	detalle	de	hechos	con
entidad	para	ser	calificados,	de	modo	palmario,	de	inaceptables	por	genéricos,
vagos	o	gaseosos,	o	porque	no	se	precisó	el	aporte	presuntamente	delictivo	del
imputado,	cabría	acudir	a	la	acción	jurisdiccional	de	tutela	penal.
En	este	caso	la	función	del	juez	de	la	investigación	preparatoria	–ante	el
incumplimiento	notorio	u	ostensible	por	el	fiscal	de	precisar	los	hechos	que
integran	los	cargos	penales–	sería	exclusiva	y	limitadamente	correctora	–
disponer	la	subsanación	de	la	imputación	plasmada	en	la	DFCIP,	con	las
precisiones	que	luego	de	la	audiencia	sería	del	caso	incorporar	en	la	decisión
judicial	para	evitar	inútiles	demoras,	pedidos	de	aclaración	o	corrección,	o
cuestionamientos	improcedentes–.	Bajo	ningún	concepto	el	auto	judicial
puede	ser	anulatorio	y,	menos,	de	archivo	o	sobreseimiento	anticipado	de	la
investigación.	(...).”	(CS,	Ac.	P.	02-2012/CJ-116,	mar.	26/2012,	S.	S.	San	Martín
Castro)
JURISPRUDENCIA.—La	audiencia	de	tutela	en	el	nuevo	Código	Procesal
Penal	tiene	un	nivel	de	eficiencia	y	eficacia	reparadora	mayor	que	el
hábeas	corpus.	“La	audiencia	de	tutela	de	derechos,	como	lo	refiere	el
Acuerdo	Plenario	N°	4-2010/CJ-116	de	la	Corte	Suprema	de	Justicia	de	la
República	es	una	garantía	de	específica	relevancia	procesal	penal	que	puede
usar	el	imputado	cuando	ve	afectado	y	vulnerado	uno	o	varios	derechos
establecidos	taxativamente	en	el	artículo	71	del	NCPP,	quien	puede	acudir	al
juez	de	investigación	preparatoria	para	que	controle	judicialmente	la
legitimidad	y	legalidad	de	los	actos	de	investigación	practicados	por	el
Ministerio	Público,	buscando	reparar,	corregir,	subsanar	o	proteger	al
investigado,	de	las	acciones	u	omisiones	que	generaron	el	quebrantamiento	de
garantías	procesales	genéricas	durante	la	investigación.	En	esta	perspectiva
de	análisis	los	precitados	acuerdos	plenarios	determinan	que	la	finalidad
esencial	de	la	audiencia	de	tutela	es	la	protección,	resguardo	y	consiguiente
efectividad	de	los	derechos	del	imputado	reconocidos	por	la	Constitución	y	las
leyes,	regulando	las	posibles	desigualdades	entre	perseguidor	y	perseguido,	a
un	nivel	de	eficiencia	y	eficacia	reparadora	de	los	derechos	del	imputado
incluso	mayor	que	los	procesos	constitucionales	de	habeas	corpus”.	(CSJL,	Exp.
00090-2013-4-1826-JR-PE-01,	oct.	28/2013.	V.	P.	Marco	Antonio	Lizárraga
Rebaza)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Doctrina	jurisprudencial	vinculante:
la	lista	de	derechos	que	pueden	ser	objeto	de	la	audiencia	de	tutela	de
derechos	es	cerrada.	“(...)	el	juez	de	la	investigación	preparatoria	se	erige	en
un	juez	de	garantías	durante	las	diligencias	preliminares	y	la	investigación
preparatoria	ejerciendo	su	función	de	control	de	los	derechos	ante	la
alegación	del	imputado	de	que	se	ha	producido	la	vulneración	de	uno	o	varios
de	sus	derechos	reconocidos	específicamente	en	el	artículo	71	del	NCPP,
responsabilizando	al	fiscal	o	a	la	policía	del	agravio.	En	otras	palabras,	su
finalidad	esencial	consiste	en	que	el	juez	determine,	desde	la	instancia	y
actuación	de	las	partes,	la	vulneración	al	derecho	o	garantía	constitucional
prevista	en	la	citada	norma	y	realice	un	acto	procesal	dictando	una	medida	de
tutela	correctiva	–que	ponga	fin	al	agravio–,	reparadora	–que	lo	repare,	por
ejemplo,	subsanando	una	omisión–	o	protectora.
3.4.	La	tutela	de	derechos	como	institución	procesal,	tiene	una	finalidad
protectora	del	imputado,	quien	en	su	calidad	de	parte	acusada,	se	ve	sometido
al	aparato	estatal	durante	la	investigación	del	delito	a	cargo	de	la	Policía
Nacional	del	Perú	y	el	Ministerio	Público,	que	por	el	especial	papel	que
desempeñan	en	la	lucha	contra	la	criminalidad,	en	ciertos	casos,	incurren	en
excesos	o	negligencias,	las	cuales	no	pueden	adjudicarse	gratuitamente	al
procesado,	por	ello,	el	legislador	ha	establecido	esta	institución	procesal,	para
que	sea	el	juez	quien	controle	estas	falencias	en	el	propio	aparato	estatal.	No
obstante,	no	toda	afectación	se	puede	reclamar	a	través	de	la	audiencia	de
tutela	de	derechos,	por	cuanto,	al	ser	una	institución	procesal	el	legislador	y	la
jurisprudencia	se	han	establecido	mecanismos	específicos	para	determinados
actos	(v.gr.	el	exceso	de	plazo	en	la	investigación	se	discute	a	través	del
control	de	plazos).
Esta	Corte	Suprema	a	través	de	los	acuerdos	plenarios	penal	N°	04-2010-CJ-
116	y	N°	02-2012-CJ-116	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitoria	de	la
Corte	Suprema	de	Justicia	de	la	República	ha	desarrollado	la	institución	de	la
tutela	de	derechos,	habiéndose	establecido	como	derechos	legitimados	para
ser	recurridos	en	vía	de	tutela	los	establecidos	en	el	artículo	71	del	Código
Procesal	Penal	del	2004,	constituyendo	ésta	una	lista	cerrada	de	derechos”.
(CS,	Cas.	136-2013-Tacna,	jun.	11/2014.	V.	P.	Cevallos	Vegas)
NOTA:	Esta	sentencia	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	24	de
setiembre	del	2014.
D.	Leg.	957.
ART.	72.—Identificación	del	imputado.
1.	 Desde	 el	 primer	 acto	 en	 que	 intervenga	 el	 imputado,	 será
identificado	por	 su	nombre,	datos	personales,	 señas	particulares
y,	cuando	corresponda,	por	sus	 impresiones	digitales	a	través	de
la	oficina	técnica	respectiva.
2.	Si	el	imputado	se	abstiene	de	proporcionar	esos	datos	o	lo	hace
falsamente,	 se	 le	 identificará	 por	 testigos	 o	 por	 otros	 medios
útiles,	aun	contra	su	voluntad.
3.	La	duda	sobre	los	datos	obtenidos	no	alterará	el	curso	de	las
actuaciones	procesales	y	los	errores	sobre	ellos	podrán	ser
corregidos	en	cualquier	oportunidad.
JURISPRUDENCIA.—Deficiencias	en	la	identificación	del	procesado	no
sustentan	su	excarcelación.	“(…)	en	el	presente	caso	el	recurrente	solicita	su
excarcelación	alegando	que	en	el	proceso	penal	que	se	le	sigue	no	se
encuentra	debidamente	identificado	y	que	por	tanto	se	vendría	afectando	su
derecho	a	la	libertad	personal.	Esto	quiere	decir	–tal	como	se	corrobora	de	los
actuados–	que	no	se	denuncia	que	el	actor	sea	persona	distinta	de	la	que
corresponde	la	instrucción	penal	o	que	arbitrariamente	se	encuentra
comprendido	en	dicha	instrucción,	sino	que	al	encontrarse	indebidamente
identificado	en	el	proceso	penal,	le	corresponde	su	excarcelación,	pedido	que
debe	ser	desestimado	por	este	colegiado,	toda	vez	que	de	las	instrumentales	de
los	autos	se	advierte	que	el	actor	ha	firmado	su	documento	antropológico	(…)
y	su	Declaración	Instructiva	(….)	como	(…),	firma	que	corresponde	a	la	que
efectuada	en	la	Ficha	Registral	de	la	Reniec	(…),	por	lo	que	no	cabe	mayor
controversia	de	que	la	persona	instruida	en	sede	penal	y	el	demandante	del
presente	hábeas	corpus	son	la	misma.	En	consecuencia,	el	extremo	de	la
demanda	que	solicita	la	inmediata	excarcelación	del	actor	debe	ser
desestimado,	al	no	haberse	acreditado	la	vulneración	del	derecho	a	la	libertad
personal.”	(TC,	Exp.	00159-2010-PHC/TC,	jun.	15/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
D.	Leg.	957.
ART.	73.—Alteración	del	orden.
1.	 Al	 procesado	 que	 altere	 el	 orden	 en	 un	 acto	 procesal,	 se	 le
apercibirá	con	la	suspensión	de	la	diligencia	y	de	continuarla	con
la	 sola	 intervención	 de	 su	 abogado	 defensor	 y	 demás	 sujetos
procesales;	o	con	su	exclusión	de	participar	en	 la	diligencia	y	de
continuar	 ésta	 con	 su	 abogado	 defensor	 y	 los	 demás	 sujetos
procesales.
2.	Si	el	defensor	se	solidariza	y	abandona	la	diligencia	será
sustituido	por	uno	nombrado	de	oficio.
D.	Leg.	957.
ART.	74.—Minoría	de	edad.
1.	 Cuando	 en	 el	 curso	 de	 una	 investigación	 preparatoria	 se
establezca	la	minoría	de	edad	del	imputado,	el	fiscal	o	cualquiera
de	 las	 partes	 solicitará	 al	 juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria
corte	 la	secuela	del	proceso	y	ponga	al	adolescente	a	disposición
del	fiscal	de	familia.
2.	Si	la	minoría	de	edad	se	acredita	en	la	etapa	intermedia	o	en	el
juicio	 oral,	 el	 juez,	 previa	 audiencia	 y	 con	 intervención	 de	 las
partes,	dictará	la	resolución	correspondiente.
3.	En	todos	estos	casos	se	dejará	a	salvo	el	derecho	del	actor	civil
para	que	lo	haga	valer	en	la	vía	pertinente.
D.	Leg.	957.
ART.	75.—Inimputabilidad	del	procesado.
1.	 Cuando	 exista	 fundada	 razón	 para	 considerar	 el	 estado	 de
inimputabilidad	del	procesado	al	momento	de	los	hechos,	el	 juez
de	 la	 investigación	 preparatoria	 o	 el	 juez	 penal,	 colegiado	 o
unipersonal,	según	el	estado	de	la	causa,	dispondrá,	de	oficio	o	a
pedido	 de	 parte,	 la	 práctica	 de	 un	 examen	 por	 un	 perito
especializado.
2.	Recibido	el	informe	pericial,	previa	audiencia,	con	intervención
de	las	partes	y	del	perito,	si	el	juez	considera	que	existen	indicios
suficientes	para	estimar	acreditado	el	estado	de	inimputabilidad
del	procesado,	dictará	la	resolución	correspondiente	instando	la
incoación	del	procedimiento	de	seguridad	según	lo	dispuesto	en	el
presente	código.
D.	Leg.	957.
ART.	76.—Anomalía	psíquica	sobrevenida.
1.	 Si	 después	 de	 cometido	 el	 delito	 le	 sobreviene	 anomalía
psíquica	 grave	 al	 imputado,	 el	 juez	 de	 la	 investigación
preparatoria	o	el	juez	penal,	colegiado	o	unipersonal,	ordenará,	de
oficio	o	 a	 solicitud	de	parte,	 la	 realización	de	un	examen	por	un
perito	especializado.	Evacuado	el	dictamen,	se	señalará	día	y	hora
para	la	realización	de	la	audiencia,	con	citación	de	las	partes	y	de
los	peritos.
2.	Si	del	análisis	de	 lo	actuado,	el	órgano	 jurisdiccional	advierte
que	el	 imputado	presenta	anomalía	psíquica	grave	que	le	 impide
continuar	con	la	causa,	dispondrá	la	suspensión	del	proceso	hasta
que	el	tratamiento	de	la	dolencia	haga	posible	reiniciarlo.	Si	fuere
necesario,	 ordenará	 su	 internamiento	 en	 un	 centro	 hospitalario
especializado.
3.	La	suspensión	del	proceso	impedirá	la	declaración	del
imputado	o	el	juicio,	según	el	momento	que	se	ordene,	sin
perjuicio	de	que	se	prosiga	con	la	investigación	del	hecho	o	que
continúe	la	causa	respecto	a	los	demás	coimputados.
D.	Leg.	957.
ART.	77.—Enfermedad	del	imputado.
1.	 Si	durante	 la	privación	de	 libertad	el	 imputado	enfermara,	 el
juez	de	 la	 investigación	preparatoria	o	el	 juez	penal,	 colegiado	o
unipersonal,	 de	 oficio	 o	 a	 solicitud	 de	 parte,	 dispondrá	 su
inmediata	evaluación	por	parte	del	médico	legista	o,	en	su	defecto,
del	perito	médico	que	designe.
2.	Evacuado	el	dictamen,	se	podrá	ordenar,	si	fuere	necesario,	el
ingreso	del	imputado	a	un	centro	hospitalario.	En	casos
excepcionales,	en	que	se	requiera	de	infraestructura	y	atención
médica	especializada	que	no	exista	en	un	centro	hospitalario
estatal,	se	podrá	autorizar	su	internamiento	en	una	clínica
privada.
D.	Leg.	957.
ART.	78.—Informe	trimestral	del	director	del	centro
hospitalario.	El	director	del	centro	hospitalario	en	donde	el
procesado	reciba	asistencia	médica	o	psiquiátrica,	deberá
informar	trimestralmente	al	fiscal	y	al	juez	acerca	del	estado	de
salud	del	paciente,	sin	perjuicio	de	ordenarse	–si	así
correspondiera–	un	examen	pericial	de	oficio.
D.	Leg.	957.
ART.	79.—Contumacia	y	ausencia.
1.	El	juez,	a	requerimiento	del	fiscal	o	de	las	demás	partes,	previa
constatación,	 declarará	 contumaz	 al	 imputado	 cuando:	 a)	 de	 lo
actuado	 aparezca	 evidente	 que,	 no	 obstante	 tener	 conocimiento
de	 que	 es	 requerido,	 no	 se	 presenta	 voluntariamente	 a	 las
actuaciones	 procesales;	 b)	 fugue	 del	 establecimiento	 o	 lugar	 en
donde	 está	 detenido	 o	 preso;	 c)	 no	 obedezca,	 pese	 a	 tener
conocimiento	de	su	emisión,	una	orden	de	detención	o	prisión;	y,
d)	se	ausente,	sin	autorización	del	fiscal	o	del	juez,	del	lugar	de	su
residencia	o	del	asignado	para	residir.
2.	El	juez,	a	requerimiento	del	fiscal	o	de	las	demás	partes,	previa
constatación,	declarará	ausente	al	 imputado	cuando	se	 ignora	su
paradero	 y	 no	 aparezca	 de	 autos	 evidencia	 que	 estuviera
conociendo	del	proceso.
3.	 El	 auto	 que	 declara	 la	 contumacia	 o	 ausencia	 ordenará	 la
conducción	 compulsiva	 del	 imputado	 y	 dispondrá	 se	 le	 nombre
defensor	de	oficio	o	al	propuesto	por	un	familiar	suyo.	El	abogado
intervendrá	en	todas	las	diligencias	y	podrá	hacer	uso	de	todos	los
medios	de	defensa	que	la	ley	reconoce.
4.	 La	 declaración	 de	 contumacia	 o	 ausencia	 no	 suspende	 la
investigación	 preparatoria	 ni	 la	 etapa	 intermedia	 respecto	 del
contumaz	 o	 ausente.	 Esta	 declaración	 no	 altera	 el	 curso	 del
proceso	con	respecto	a	los	demás	imputados.
5.	Si	la	declaración	de	ausencia	o	contumacia	se	produce	durante
el	 juicio	 oral,	 el	 proceso	 debe	 archivarse	 provisionalmente
respecto	de	aquél.	En	todo	caso,	el	contumaz	o	ausente	puede	ser
absuelto	pero	no	condenado.
6.	Con	la	presentación	del	contumaz	o	ausente,	y	realizadas	las
diligencias	que	requieran	su	intervención,	cesa	dicha	condición,
debiendo	dejarse	sin	efecto	el	mandato	de	conducción
compulsiva,	así	como	todas	las	comunicaciones	que	se	hubieran
cursado	con	tal	objeto.	Este	mandato	no	afecta	la	orden	de
detención	o	prisión	preventiva	a	la	que	estuviera	sujeto	el
procesado.
RESPETO	DEL	DERECHO	A	LA	NO	AUTOINCRIMINACIÓN
R.	Adm.	310-2014-CE-PJ.
ART.	1°.—Oficiar	a	los	presidentes	de	las	cortes	superiores	de	justicia	de	la
República	 para	 que	 se	 sirvan	 comunicar	 a	 los	 jueces	 de	 los	 órganos
jurisdiccionales	 penales	 y/o	 mixtos	 que,	 considerando	 el	 derecho	 del
imputado	a	la	no	autoincriminación,	tienen	que	evaluar	que	no	corresponde
la	 declaración	 judicial	 de	 ausencia	 o	 contumacia	 en	 la	 fase	 instructiva	 del
proceso	 penal	 sumario	 y	 ordinario,	 con	 el	 mandamiento	 de	 conducción
compulsiva,	 en	 razón	 de	 su	 inconcurrencia	 u	 oposición	 expresa	 (oral	 o
escrita)	 a	 presentarse	 a	 la	 diligencia	 de	 declaración	 instructiva.	 En	 esa
perspectiva,	el	proceso	penal	sumario	puede	concluir	con	una	sentencia;	así
como	 el	 proceso	 penal	 ordinario	 puede	 transitar	 hacia	 la	 etapa	 de	 juicio,
prescindiendo	 de	 la	 declaración	 del	 imputado,	 salvo	 que	 éste	 lo	 solicite
como	medio	de	defensa.
R.	Adm.	310-2014-CE-PJ.
ART.	 2°.—Establecer	 que	 corresponde	 al	 fiscal	 durante	 la	 investigación
preliminar	identificar	y	constatar	la	dirección	domiciliaria	real	y	actual	del
imputado.	El	 juez	 sólo	podrá	emitir	 el	 auto	que	da	 inicio	al	proceso	penal
sumario	 y	 ordinario,	 cuando	 en	 la	 formalización	 de	 denuncia	 se	 haya
cumplido	 el	 presupuesto	 antes	 anotado	 con	 los	 recaudos	 respectivos;	 ello
con	el	objetivo	de	garantizar	la	debida	notificación	judicial	del	imputado.
CAPÍTULO	II
El	abogado	defensor
D.	Leg.	957.
ART.	80.—Derecho	a	la	defensa	técnica.	El	Servicio	Nacional	de
la	Defensa	de	Oficio,	a	cargo	del	Ministerio	de	Justicia,	proveerá	la
defensa	gratuita	a	todos	aquellos	que	dentro	del	proceso	penal,
por	sus	escasos	recursos	no	puedan	designar	abogado	defensor	de
su	elección,	o	cuando	resulte	indispensable	el	nombramiento	de
un	abogado	defensor	de	oficio	para	garantizar	la	legalidad	de	una
diligencia	y	el	debido	proceso.
D.	Leg.	957.
ART.	81.—Compatibilidad	del	patrocinio.	El	abogado	defensor
puede	ejercer	el	patrocinio	de	varios	imputados	de	un	mismo
proceso,	siempre	que	no	exista	incompatibilidad	de	defensa	entre
ellos.
D.	Leg.	957.
ART.	82.—Defensa	conjunta.	Los	abogados	que	forman	estudios
asociados	pueden	ejercer	la	defensa	de	un	mismo	procesado,	sea
de	manera	conjunta	o	separada.	Si	concurren	varios	abogados
asociados	a	las	diligencias,	uno	sólo	ejercerá	la	defensa,	debiendo
limitarse	los	demás	a	la	interconsulta	que	reservadamente	le
solicite	su	colega.
D.	Leg.	957.
ART.	83.—Efectos	de	la	notificación.	La	notificación	efectuada
por	orden	del	fiscal	o	del	juez,	en	el	domicilio	procesal	señalado
en	autos	por	el	estudio	asociado,	comprenderá	a	todos	y	cada	uno
de	los	abogados	que	participan	en	la	defensa.
D.	Leg.	957.
ART.	84.—Modificado.	Ley	30076,	Art.	3°.	Derechos	y	deberes
del	 abogado	 defensor.	 El	 abogado	 defensor	 goza	 de	 todos	 los
derechos	que	 la	 ley	 le	 confiere	para	 el	 ejercicio	de	 su	profesión,
especialmente	de	los	siguientes:
1.	Prestar	asesoramiento	desde	que	su	patrocinado	fuere	citado	o
detenido	por	la	autoridad	policial.
2.	Interrogar	directamente	a	su	defendido,	así	como	a	los	demás
procesados,	testigos	y	peritos.
3.	 Recurrir	 a	 la	 asistencia	 reservada	 de	 un	 experto	 en	 ciencia,
técnica	o	arte	durante	el	desarrollo	de	una	diligencia,	siempre	que
sus	 conocimientos	 sean	 requeridos	 para	 mejor	 defender.	 El
asistente	deberá	abstenerse	de	intervenir	de	manera	directa.
4.	 Participar	 en	 todas	 las	 diligencias,	 excepto	 en	 la	 declaración
prestada	durante	la	etapa	de	investigación	por	el	imputado	que	no
defienda.
5.	 Aportar	 los	medios	 de	 investigación	 y	 de	 prueba	 que	 estime
pertinentes.
6.	Presentar	peticiones	orales	o	escritas	para	asuntos	de	simple
trámite.
7.	Tener	acceso	a	los	expedientes	fiscal	y	judicial	para	informarse
del	proceso,	sin	más	limitación	que	la	prevista	en	la	ley,	así	como	a
obtener	 copia	 simple	 de	 las	 actuaciones	 en	 cualquier	 estado	 o
grado	del	procedimiento.
8.	 Ingresar	 a	 los	 establecimientos	 penales	 y	 dependencias
policiales,	 previa	 identificación,	 para	 entrevistarse	 con	 su
patrocinado.
9.	 Expresarse	 con	 amplia	 libertad	 en	 el	 curso	 de	 la	 defensa,
oralmente	y	por	escrito,	siempre	que	no	se	ofenda	el	honor	de	las
personas,	ya	sean	naturales	o	jurídicas.
10.	 Interponer	 cuestiones	 previas,	 cuestiones	 prejudiciales,
excepciones,	 recursos	 impugnatorios	 y	 los	 demás	 medios	 de
defensa	permitidos	por	la	ley.
El	 abogado	 defensor	 está	 prohibido	 de	 recurrir	 al	 uso	 de
mecanismos	 dilatorios	 que	 entorpezcan	 el	 correcto
funcionamiento	de	la	administración	de	justicia.
D.	Leg.	957.
ART.	 85.—Modificado.	 Ley	 30076,	 Art.	 3°.	 Reemplazo	 del
abogado	defensor	inasistente.
1.	Si	el	abogado	defensor	no	concurre	a	la	diligencia	para	la	que
es	citado,	y	esta	es	de	carácter	inaplazable	será	reemplazado	por
otro	que,	 en	 ese	 acto,	 designe	 el	 procesado,	 o	por	uno	de	oficio,
llevándose	adelante	la	diligencia.
2.	Si	el	defensor	no	asiste	injustificadamente	a	la	diligencia	para
la	 que	 es	 citado,	 y	 esta	 no	 tiene	 el	 carácter	 de	 inaplazable,	 el
procesado	 es	 requerido	 para	 que	 en	 el	 término	 de	 veinticuatro
horas	designe	al	reemplazante.	De	no	hacerlo,	se	nombra	uno	de
oficio,	reprogramándose	la	diligencia	por	única	vez.
3.	El	 juez	o	colegiado	competente	sanciona,	de	conformidad	con
el	artículo	292	de	 la	Ley	Orgánica	del	Poder	 Judicial,	al	defensor
que	injustificadamente	no	asiste	a	una	diligencia	a	la	que	ha	sido
citado	 o	 que	 injustificadamente	 abandona	 la	 diligencia	 que	 se
estuviere	desarrollando.
4.	La	 renuncia	del	defensor	no	 lo	 libera	de	su	deber	de	 realizar
todos	 los	 actos	 urgentes	 que	 fueren	 necesarios	 para	 impedir	 la
indefensión	del	imputado	en	la	diligencia	a	la	que	ha	sido	citado.
La	 renuncia	 debe	 ser	 puesta	 en	 conocimiento	 del	 juez	 en	 el
término	 de	 veinticuatro	 horas	 antes	 de	 la	 realización	 de	 la
diligencia.
5.	 Las	 sanciones	 son	 comunicadas	 a	 la	 presidencia	 de	 la	 Corte
Superior	y	al	Colegio	de	Abogados	del	distrito	judicial	respectivo.
La	 primera	 conoce	 la	 aplicación	 de	 la	 sanción	 y	 el	 segundo	 la
ejecución	formal	de	la	sanción.
6.	 La	 sanción	 disciplinaria	 aplicable	 al	 fiscal	 que	 incurra	 en
cualquiera	 de	 las	 conductas	 antes	 descritas,	 se	 aplican	 de
conformidad	con	la	Ley	Orgánica	del	Ministerio	Público.
CAPÍTULO	III
La	declaración	del	imputado
D.	Leg.	957.
ART.	86.—Momento	y	carácter	de	la	declaración.
1.	En	el	curso	de	 las	actuaciones	procesales,	en	todas	 las	etapas
del	 proceso	 y	 con	 arreglo	 a	 lo	 dispuesto	 por	 este	 código,	 el
imputado	tiene	derecho	a	prestar	declaración	y	a	ampliarla,	a	fin
de	ejercer	su	defensa	y	responder	a	 los	cargos	 formulados	en	su
contra.	 Las	 ampliaciones	 de	 declaración	 procederán	 si	 fueren
pertinentes	y	no	aparezcan	sólo	como	un	procedimiento	dilatorio
o	malicioso.
2.	 Durante	 la	 investigación	 preparatoria	 el	 imputado,	 sin
perjuicio	 de	 hacerlo	 ante	 la	 policía	 con	 las	 previsiones
establecidas	en	este	código,	prestará	declaración	ante	el	fiscal,	con
la	 necesaria	 asistencia	 de	 su	 abogado	 defensor,	 cuando	 éste	 lo
ordene	o	cuando	el	imputado	lo	solicite.
3.	Durante	el	juicio	la	declaración	se	recibirá	en	la	oportunidad	y
forma	prevista	para	dicho	acto.
D.	Leg.	957.
ART.	87.—Instrucciones	preliminares.
1.	 Antes	 de	 comenzar	 la	 declaración	 del	 imputado,	 se	 le
comunicará	 detalladamente	 el	 hecho	 objeto	 de	 imputación,	 los
elementos	 de	 convicción	 y	 de	 pruebas	 existentes,	 y	 las
disposiciones	penales	que	se	consideren	aplicables.	De	igual	modo
se	 procederá	 cuando	 se	 trata	 de	 cargos	 ampliatorios	 o	 de	 la
presencia	de	nuevos	elementos	de	convicción	o	de	prueba.	Rige	el
numeral	2)	del	artículo	71.
2.	De	igual	manera,	se	le	advertirá	que	tiene	derecho	a	abstenerse
de	 declarar	 y	 que	 esa	 decisión	 no	 podrá	 ser	 utilizada	 en	 su
perjuicio.	 Asimismo,	 se	 le	 instruirá	 que	 tiene	 derecho	 a	 la
presencia	de	un	abogado	defensor,	y	que	si	no	puede	nombrarlo
se	 le	 designará	 un	 defensor	 de	 oficio.	 Si	 el	 abogado	 recién	 se
incorpora	a	la	defensa,	el	imputado	tiene	derecho	a	consultar	con
él	 antes	 de	 iniciar	 la	 diligencia	 y,	 en	 su	 caso,	 a	 pedir	 la
postergación	de	la	misma.
3.	El	imputado	también	será	informado	de	que	puede	solicitar	la
actuación	de	medios	de	 investigación	o	de	prueba,	a	efectuar	 las
aclaraciones	que	considere	convenientes	durante	la	diligencia,	así
como	 a	 dictar	 su	 declaración	 durante	 la	 etapa	 de	 investigación
preparatoria.
4.	Sólo	se	podrá	exhortar	al	imputado	a	que	responda	con
claridad	y	precisión	las	preguntas	que	se	le	formulen.	El	juez,	o	el
fiscal	durante	la	investigación	preparatoria,	podrán	hacerle	ver
los	beneficios	legales	que	puede	obtener	si	coopera	al	pronto
esclarecimiento	de	los	hechos	delictuosos.
DOCTRINA.—Resulta	 inconstitucional	 formular	 imputación	 sin
presencia	 del	 procesado:	 afectación	 del	 derecho	 de	 defensa.	 “(…)	 la
norma	acusada	 consagra	 tres	 etapas	procesales	distintas	 en	 las	 que	 la	 ley
autoriza	 al	 juez	 de	 control	 de	 garantías	 y	 al	 fiscal	 a	 adelantarlas	 sin	 la
presencia	física	del	capturado.	En	efecto,	la	norma	impugnada	se	refiere	a	la
legalización	 de	 la	 captura,	 a	 la	 formulación	 de	 la	 imputación	 y	 a	 la
imposición	de	medidas	de	aseguramiento.	(…).
(…)	 para	 evaluar	 la	 regulación	 demandada	 en	 cuanto	 a	 las	 diligencias	 de
formulación	 de	 imputación	 e	 imposición	 de	 medida	 de	 aseguramiento,	 la
sala	parte	de	dos	supuestos	jurídicos	propios	del	actual	proceso	penal:	i)	las
diligencias	 de	 legalización	 de	 la	 captura,	 formulación	 de	 la	 imputación	 y
solicitud	 de	 la	medida	 de	 aseguramiento	 generan	 consecuencias	 jurídicas
distintas.	No	debe	olvidarse	que	mientras	en	la	diligencia	de	legalización	de
la	captura	no	necesariamente	se	ha	 iniciado	el	proceso	penal,	 la	diligencia
de	 formulación	 de	 la	 imputación	 tiene	 como	 objetivo	 comunicar	 a	 una
persona	que	se	inicia	en	su	contra	el	proceso	penal.	En	otras	palabras,	esta
actuación	formalmente	pone	en	funcionamiento	la	función	investigativa	del
Estado	y	el	aparato	judicial	para	perseguir	el	delito	y	proteger	los	derechos
de	las	víctimas	y	de	la	sociedad.	(…).
Ahora,	 la	 jurisprudencia	 y	 la	 doctrina	 contemporánea	 coincidieron	 en
señalar	 que	 la	 indagatoria	 tiene	 doble	 carácter	 de	 medio	 de	 defensa
material	 y	 medio	 de	 prueba,	 pues	 se	 considera	 un	 acto	 procesal	 de
naturaleza	 compleja	 destinado	 a	 garantizar	 al	 sindicado	 su	 derecho	 a	 ser
oído	en	el	proceso	frente	a	la	imputación	que	existe	en	su	contra.	Luego,	es
evidente	que,	de	manera	especial,	a	partir	de	la	diligencia	de	formulación	de
imputación	 se	 activa	 el	 ejercicio	 del	 derecho	 a	 la	 defensa	 material	 del
sindicado.	(…).
De	hecho,	esta	corporación	ya	había	dicho	que	solamente	puede	hablarse
de	juicio	justo	cuando	el	ordenamiento	jurídico	consagra	formas	eficaces	de
defensa	 y	 de	 contradicción	 para	 el	 imputado,	 tales	 como	 su	 participación
directa	en	el	proceso	en	tanto	que	‘la	defensa	se	ejerce	de	mejor	manera	con
la	participación	directa	del	imputado	en	el	proceso’.	(…).
De	 acuerdo	 con	 la	 jurisprudencia	 nacional	 y	 extranjera,	 el	 derecho	 a	 la
defensa	material	 supone,	 entre	otras	 garantías,	 el	 derecho	del	 sindicado	a
comparecer	personalmente	al	proceso,	a	enfrentar	los	cargos	que	pesan	en
su	 contra,	 haciendo	 el	 propio	 relato	 de	 los	 hechos,	 suministrando	 las
explicaciones	 o	 justificaciones	 que	 considere	 pertinentes	 en	 su	 favor,
también	ejerciendo	actos	positivos	de	oposición	a	las	pruebas	de	las	cuales
se	desprende	su	señalamiento	como	posible	autor	o	partícipe	de	la	comisión
de	un	delito,	a	ver	el	expediente	y	a	escoger	libremente	el	derecho	a	guardar
silencio	como	estrategia	de	defensa.	(…).
En	este	orden	de	ideas,	aparece	claro	que	de	la	interpretación	sistemática
de	 los	 artículos	28	y	29	de	 la	Constitución	y	de	 los	 artículos	14	del	 Pacto
Internacional	 de	 Derechos	 Civiles	 y	 Políticos	 y	 8°	 de	 la	 Convención
Americana	de	Derechos	Humanos	se	deduce,	de	un	lado,	que	la	disposición
del	detenido	ante	el	juez	competente	se	refiere	a	su	presentación	física	y,	de
otro,	 que	 su	 presencia	 en	 el	 proceso	 penal	 constituye	 un	 mecanismo	 de
garantía	efectiva	para	el	derecho	a	la	defensa	material	del	indiciado.
De	todas	maneras,	lo	dicho	no	significa	que	la	presencia	del	imputado	en	el
proceso	 sea	 únicamente	 la	 referida	 a	 la	 defensa	 material,	 puesto	 que,	 de
manera	especial,	las	normas	que	conforman	el	bloque	de	constitucionalidad
se	refieren	a	la	naturaleza	esencial	de	la	defensa	técnica	en	el	proceso	penal,
en	 tanto	 que	 esta	 fue	 concebida	 como	 un	 presupuesto	 de	 validez	 de	 las
decisiones	que	se	adoptan	en	ejercicio	del	 ius	punendi	del	Estado.	(…)”	(C.
Const.	de	Colombia,	Sent.	C-425,	abr.	30/2008,	M.	P.	Marco	Gerardo	Monroy
Cabra)
D.	Leg.	957.
ART.	88.—Desarrollo	de	la	declaración.
1.	 La	 diligencia	 se	 inicia	 requiriendo	 al	 imputado	 declarar
respecto	a:
a)	Nombre,	apellidos,	sobrenombre	o	apodo,	si	lo	tuviere,	lugar	y
fecha	 de	 nacimiento,	 edad,	 estado	 civil,	 profesión	 u	 ocupación,
domicilio	real	y	procesal,	principales	sitios	de	residencia	anterior,
así	como	nombres	y	apellidos	de	sus	padres,	cónyuge	e	hijos	y	de
las	personas	con	quienes	vive.
b)	Si	ha	sido	encausado	anteriormente	por	el	mismo	hecho	o	por
otros,	 proporcionando	 los	 datos	 que	 permitan	 identificar	 el
proceso	o	procesos	seguidos	en	su	contra.
c)	Si	tiene	bienes,	dónde	están	ubicados,	quién	los	posee	y	a	qué
título,	y	si	se	encuentran	libres	de	gravamen.
d)	Sus	relaciones	con	los	otros	imputados	y	con	el	agraviado.
2.	 A	 continuación	 se	 invitará	 al	 imputado	 a	 que	 declare	 cuanto
tenga	 por	 conveniente	 sobre	 el	 hecho	 que	 se	 le	 atribuye	 y	 para
indicar,	 de	 ser	 posible	 o	 considerarlo	 oportuno,	 los	 actos	 de
investigación	o	de	prueba	cuya	práctica	demande.
3.	Luego	se	 interrogará	al	 imputado.	En	la	etapa	preparatoria	 lo
harán	 directamente	 el	 fiscal	 y	 el	 abogado	 defensor.	 En	 el	 juicio
participarán	 en	 el	 interrogatorio	 todas	 las	 partes	 mediante	 un
interrogatorio	 directo.	 El	 juez	 podrá	 hacerlo,	 excepcionalmente,
para	cubrir	algún	vacío	en	el	interrogatorio.
4.	En	el	 interrogatorio	 las	preguntas	 serán	 claras	y	precisas,	no
podrán	 formularse	 preguntas	 ambiguas,	 capciosas	 o	 sugestivas.
Durante	 la	 diligencia	 no	 podrá	 coactarse	 en	 modo	 alguno	 al
imputado,	 ni	 inducirlo	 o	 determinarlo	 a	 declarar	 contra	 su
voluntad,	 ni	 se	 le	 hará	 cargos	 o	 reconvenciones	 tendientes	 a
obtener	su	confesión.
5.	 Podrá	 realizarse	 en	 dicho	 acto	 las	 diligencias	 de
reconocimiento	de	documentos,	de	personas,	de	voces	o	sonidos,
y	 de	 cosas,	 sin	 perjuicio	 de	 cumplir	 con	 las	 formalidades
establecidas	para	dichos	actos.
6.	Si	por	la	duración	del	acto	se	noten	signos	de	fatiga	o	falta	de
serenidad	 en	 el	 imputado,	 la	 declaración	 será	 suspendida,	 hasta
que	ellos	desaparezcan.
7.	Durante	la	investigación	preparatoria	el	acta	que	contenga	la
declaración	del	imputado	reproducirá,	del	modo	más	fiel	posible
lo	que	suceda	en	la	diligencia.	El	imputado	está	autorizado	a	dictar
sus	respuestas.	La	diligencia	en	dicha	etapa	finalizará	con	la
lectura	y	firma	o,	en	su	caso,	la	impresión	digital,	del	acta	por
todos	los	intervinientes.	Si	el	imputado	se	niega	a	declarar,	total	o
parcialmente,	se	hará	constar	en	el	acta.	Si	rehusare	suscribirla	se
consignará	el	motivo.
JURISPRUDENCIA.—El	interrogatorio	judicial	resulta	esencial,	si	se
orienta	directamente	a	la	materia	investigada.	(…)	aun	cuando	puedan
existir	concepciones	tradicionales	para	las	que	el	proceso	penal	ha	tenido	por
objeto	la	determinación	de	la	responsabilidad	criminal	del	imputado,	hoy	en
día	se	acepta	pacíficamente	que	la	justicia	penal	no	se	sustenta	en	propósitos
de	carácter	positivo	estructurados	prima	facie	a	la	búsqueda	de	un	inevitable
o	necesario	responsable	del	hecho	criminal.	Por	el	contrario,	se	trata	de
concebir	al	proceso	penal	como	un	instrumento	orientado	a	la	búsqueda	de	la
verdad	en	torno	a	la	comisión	o	no	de	un	evento	delictivo,	así	como	de	la
responsabilidad	o	no	del	imputado.	En	otras	palabras	se	busca	la	verdad	y	no,
de	plano,	la	responsabilidad.
60.	A	efectos	de	lograr	el	cometido	señalado,	se	apela	a	diversos	medios	de
prueba,	dentro	de	los	cuales	ocupa	papel	esencial	el	interrogatorio.	Éste
permite	determinar	de	la	manera	más	amplia	posible	lo	que	constituye	la
versión	directa	del	imputado	y	del	agraviado,	así	como	de	aquellas	personas
cuyo	concurso	se	hace	necesario	para	los	efectos	de	la	investigación	(testigos,
peritos,	etc.).
61.	El	contenido	del	interrogatorio	resulta	esencial,	en	tanto	las	preguntas
realizadas	por	la	judicatura	se	encuentren	directamente	vinculadas	a	la
materia	investigada.	Ello	supone	que	los	aspectos	sobre	los	que	verse	el
interrogatorio	resulten	realmente	de	interés	y	no	se	orienten	hacia	temas
irrelevantes,	impertinentes	o	simplemente	innecesarios	para	lo	que	realmente
se	busca	determinar.	Naturalmente	nada	impide	que	ciertos	datos	formales	de
todo	justiciable	(como	el	nombre,	la	edad,	el	domicilio,	etc.)	sean	requeridos
por	la	autoridad	judicial,	sin	embargo	ello	debe	hacerse	de	la	manera	más
concreta	posible	y	siempre	en	dirección	a	la	utilidad	que	su	conocimiento
proporcione	a	la	administración	de	justicia.
La	relevancia	o	pertinencia	de	interrogar	sobre	la	religión	que	profesa	un
procesado	o	declarante
62.	En	el	contexto	señalado	y	a	la	luz	de	lo	que	resulta	materia	de	reclamo,
procede	analizar	si	la	costumbre	de	preguntar	a	los	procesados	(en	general,	a
todos	interviniente	del	proceso	penal)	respecto	de	la	religión	que	estos
profesan	se	compadece	o	no	con	los	objetivos	del	proceso	penal	o	si,	por	lo
menos,	se	vuelve	necesaria	con	la	exigencia	de	proporcionar	datos	formales	a
fin	de	que	la	administración	de	Justicia	pueda	cumplir	con	sus	cometidos.”	(T.
C.,	Exp.	06111-2009-PA/TC,	jul	07/2011.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—La	prohibición	de	indagar	injustificadamente	sobre
la	religión	del	compareciente	rige	no	solo	para	las	autoridades
judiciales,	sino	para	toda	autoridad	o	funcionario	público.	“(…)	Este
Colegiado	considera	al	respecto	que	aunque	se	ha	vuelto	una	práctica	común
(no	normativizada)	el	que	las	autoridades	judiciales	interroguen	a	los
justiciables	respecto	de	la	religión	que	profesan,	tal	interrogante	resulta	en
abstracto	impertinente	además	de	invasiva	en	relación	con	la	libertad
religiosa	(en	este	caso,	a	la	facultad	de	mantener	reserva	sobre	las
convicciones	religiosas),	pues	se	inquiere	por	un	dato	que	en	nada	contribuye
al	objetivo	del	proceso	penal	o	en	general	a	la	administración	de	justicia.
64.	Aunque,	desde	luego,	hay	quienes	pueden	considerar	que	no	habría	en
una	hipótesis	como	la	graficada	inconstitucionalidad	alguna,	habida	cuenta
de	que	cualquier	persona	tiene	el	derecho	de	guardar	reserva	sobre	sus
convicciones	religiosas	(artículo	2º,	inciso	18,	de	la	Constitución)	y,	por	lo
tanto,	a	mantenerse	en	silencio	frente	a	una	interrogante	de	este	tipo,	tal
forma	de	entender	las	cosas	representa	un	contrasentido	y	una	manera
forzada	de	intentar	legitimar	un	acto,	a	todas	luces,	irrazonable.
65.	En	efecto,	el	objetivo	del	proceso	penal	es,	como	se	ha	señalado
anteriormente,	la	búsqueda	de	la	verdad	en	torno	a	la	comisión	o	no	de	un
hecho	punible,	así	como	la	determinación	de	las	responsabilidades	o
irresponsabilidades	según	el	caso.	En	nada	contribuye	a	la	materialización	de
tales	propósitos	el	conocer	si	una	persona	profesa	o	no	la	religión	católica,	la
evangélica	o,	en	general,	cualquier	otra	orientación	religiosa	(también,	por
cierto,	si	es	atea	o	agnóstica).	Más	bien	subyace	tras	la	presencia	de	tal	tipo	de
pregunta	un	cierto	prejuicio	de	individualizar	y/o	tratar	a	las	personas	a
partir	del	dato	que	ofrece	su	orientación	religiosa,	situación	que	en	lugar	de
fomentar	una	justicia	objetiva	e	imparcial,	puede	más	bien	generar	riesgos	en
relación	con	tales	garantías.
66.	Desde	luego,	tampoco	se	está	diciendo	que	no	puedan	existir	casos
excepcionales	en	los	que	este	tipo	de	preguntas	se	hagan	absolutamente
necesarias	o	convenientes	para	los	objetivos	de	la	investigación	(por	ejemplo,
si	lo	que	se	indaga	es	un	delito	perpetrado	por	un	móvil	relacionado	con	el
fanatismo	religioso).	Pero	pretender	convertir	lo	que	debería	ser
rigurosamente	ocasional	en	una	regla	general	o	aplicable	para	todos	los
supuestos	se	presta	a	un	inevitable	cuestionamiento.
67.	Por	consiguiente	y	en	atención	a	las	consideraciones	precedentes,	este
colegiado	considera	que	el	segundo	extremo	del	petitorio	demandado	sí	es
estimable,	pues	más	allá	de	que	el	demandante	lo	haya	acreditado	o	no	para
su	caso	concreto,	la	materia	del	reclamo	representa	una	realidad	insoslayable,
que	incide	objetivamente	en	la	libertad	religiosa	de	un	universo	bastante
amplio	de	personas,	por	lo	que	de	ninguna	manera	puede	legitimarse	como
compatible	con	la	Constitución.	Asimismo,	a	juicio	de	este	tribunal,	la
prohibición	de	indagar	injustificadamente	sobre	la	religión	del	compareciente
no	debe	limitarse	sólo	a	las	autoridades	judiciales,	sino,	por	igual	razón,	debe
extenderse	a	toda	autoridad	o	funcionario	públicos	(…)”	(T.	C.,	Exp.	06111-
2009-PA/TC,	jul	07/2011.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—La	presencia	del	crucifijo	y	la	Biblia	en	despachos	y
tribunales	del	Poder	Judicial	obedece	a	 la	gran	influencia	de	 la	 iglesia.
“(…)	 34.	 Revisado	 el	 contenido	 constitucionalmente	 protegido	 del	 derecho
fundamental	de	libertad	religiosa	y	el	derecho-principio	de	no	discriminación
por	motivos	de	religión,	así	como	los	principios	de	laicidad	y	de	cooperación,
corresponde	ahora	analizar	si	resulta	compatible	con	el	marco	constitucional
descrito	la	presencia	de	símbolos	religiosos,	como	el	crucifijo	o	la	Biblia,	en	los
despachos	y	tribunales	del	Poder	Judicial.
35.	 Considera,	 al	 respecto,	 este	 tribunal	 que	 la	 presencia	 de	 tales	 símbolos
religiosos	 en	 un	 ámbito	 público	 como	 el	 Poder	 Judicial	 responde	 a	 la	 gran
influencia	de	la	Iglesia	católica	en	la	formación	histórica,	cultural	y	moral	del
Perú,	 debido	 a	 su	 importancia	 histórica,	 sociológica	 y	 notorio	 arraigo	 en
nuestro	país,	conforme	lo	reconoce	el	artículo	50	de	la	Constitución:
“Dentro	de	un	régimen	de	independencia	y	autonomía,	el	Estado	reconoce	a
la	 Iglesia	 Católica	 como	 elemento	 importante	 en	 la	 formación	 histórica,
cultural	y	moral	del	Perú,	y	le	presta	su	colaboración”.
(…)
37.	 La	 influencia	de	 la	 Iglesia	 católica	 en	 la	 formación	histórica,	 cultural	 y
moral	 del	 Perú	 se	 manifiesta	 en	 elementos	 presentes	 históricamente	 en
diversos	 ámbitos	 públicos,	 pudiendo	 afirmarse	 que,	 más	 allá	 del	 carácter
religioso	 de	 su	 origen,	 dichos	 elementos	 revisten	 actualmente	 un	 carácter
histórico	y	cultural.
45.	La	sola	presencia	de	un	crucifijo	o	una	Biblia	en	un	despacho	o	tribunal
del	Poder	Judicial	no	fuerza	a	nadie	a	actuar	en	contra	de	sus	convicciones.	En
efecto,	no	puede	sostenerse	que	de	la	presencia	de	tales	símbolos	se	derive
alguna	obligación	para	el	recurrente	(de	adoración	o	veneración,	por
ejemplo),	cuyo	cumplimiento	afecte	su	conciencia	y	podría	dar	lugar	a	que
plantee	una	objeción	de	conciencia	(…)”	(T.	C.,	Exp.	06111-2009-PA/TC,	jul
07/2011.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
D.	Leg.	957.
ART.	89.—Tratamiento	y	pluralidad	de	imputados.
1.	El	 imputado	declarará	siempre	libre	en	su	persona,	sin	el	uso
de	esposas	u	otros	medios	de	seguridad	y	sin	la	presencia	de	otras
personas	 que	 las	 autorizadas	 para	 asistir.	 Cuando	 estuviere
privado	 de	 su	 libertad,	 la	 diligencia	 se	 podrá	 llevar	 a	 cabo	 en
recintos	 cerrados	 apropiados	 para	 impedir	 su	 fuga	 o	 que	 atente
contra	la	seguridad	de	las	personas.
2.	Cuando	hubiere	varios	imputados,	se	recibirá	las
declaraciones,	evitando	que	se	comuniquen	entre	sí	antes	de	la
recepción	de	todas	ellas.
TÍTULO	III
Las	personas	jurídicas
D.	Leg.	957.
ART.	90.—Incorporación	al	proceso.	Las	personas	jurídicas,
siempre	que	sean	pasibles	de	imponérseles	las	medidas	previstas
en	los	artículos	104	y	105	del	Código	Penal,	deberán	ser
emplazadas	e	incorporadas	en	el	proceso,	a	instancia	del	fiscal.
D.	Leg.	957.
ART.	91.—Oportunidad	y	trámite.
1.	 El	 requerimiento	 del	 fiscal	 se	 producirá	 una	 vez	 cumplido	 el
trámite	 estipulado	 en	 el	 artículo	 3°.	 La	 solicitud	 deberá	 ser
formulada	al	 juez	de	la	investigación	preparatoria	hasta	antes	de
darse	por	concluida	 la	 investigación	preparatoria.	Será	necesario
que	 se	 indique	 la	 identificación	 y	 el	 domicilio	 de	 la	 persona
jurídica,	 la	 relación	 sucinta	 de	 los	 hechos	 en	 que	 se	 funda	 el
petitorio	y	la	fundamentación	legal	correspondiente.
2.	El	trámite	que	seguirá	el	juez	penal	para	resolver	el	pedido
será	el	estipulado	en	el	artículo	8º,	con	la	activa	intervención	de	la
persona	jurídica	emplazada.
D.	Leg.	957.
ART.	92.—Designación	de	apoderado	judicial.
1.	Una	vez	que	 la	persona	 jurídica	es	 incorporada	al	proceso,	se
requerirá	 a	 su	 órgano	 social	 que	 designe	 un	 apoderado	 judicial.
No	 podrá	 designarse	 como	 tal	 a	 la	 persona	 natural	 que	 se
encuentre	imputada	por	los	mismos	hechos.
2.	Si,	previo	requerimiento,	en	el	plazo	de	cinco	días,	no	se
designa	un	apoderado	judicial,	lo	hará	el	juez.
D.	Leg.	957.
ART.	93.—Derechos	y	garantías.
1.	 La	 persona	 jurídica	 incorporada	 en	 el	 proceso	 penal,	 en	 lo
concerniente	 a	 la	 defensa	 de	 sus	 derechos	 e	 intereses	 legítimos,
goza	de	todos	los	derechos	y	garantías	que	este	código	concede	al
imputado.
2.	Su	rebeldía	o	falta	de	apersonamiento,	luego	de	haber	sido
formalmente	incorporada	en	el	proceso,	no	obstaculiza	el	trámite
de	la	causa,	quedando	sujeta	a	las	medidas	que	en	su	oportunidad
pueda	señalar	la	sentencia.
JURISPRUDENCIA.—Personas	 jurídicas	 gozan	 de	 derechos
fundamentales.	 “(...)	 Tal	 titularidad	 de	 los	 derechos	 por	 las	 personas
jurídicas	 de	 derecho	 privado	 se	 desprende	 implícitamente	 del	 artículo	 2°,
inciso	17),	de	nuestra	Carta	Fundamental,	pues	mediante	dicho	dispositivo	se
reconoce	 el	 derecho	 de	 toda	 persona	 de	 participar	 en	 forma	 individual	 o
asociada	en	la	vida	política,	económica,	social	y	cultural	de	la	nación.	(…)	en
la	medida	en	que	 las	organizaciones	conformadas	por	personas	naturales	se
constituyen	con	el	objeto	de	que	se	realicen	y	defiendan	sus	intereses,	esto	es,
actúan	 en	 representación	 y	 sustitución	 de	 las	 personas	 naturales,	 muchos
derechos	 de	 éstos	 últimos	 se	 extienden	 sobre	 las	 personas	 jurídicas.	 Una
interpretación	 contraria	 concluiría	 con	 la	 incoherencia	 de,	 por	 un	 lado,
habilitar	el	ejercicio	de	 facultades	a	toda	asociación	–entendida	en	términos
constitucionales	y	no	en	sus	reducidos	alcances	civiles–	y,	por	otro,	negar	las
garantías	necesarias	para	que	tal	derecho	se	ejerza	y,	sobre	todo,	puedan	ser
susceptibles	 de	 protección.	 (…)	 no	 sólo	 de	 manera	 indirecta	 las	 personas
jurídicas	 de	 derecho	 privado	 pueden	 titularizar	 diversos	 derechos
fundamentales.	También	 lo	pueden	hacer	de	manera	directa.	En	dicho	 caso,
tal	 titularidad	 no	 obedece	 al	 hecho	 de	 que	 actúen	 en	 sustitución	 de	 sus
miembros,	sino	en	cuanto	a	sí	mismas	y,	naturalmente,	en	la	medida	en	que	les
sean	extendibles	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	905-2001-AA/TC,	ago.	14/2002.	Pres.	Rey
Terry)
JURISPRUDENCIA.—Debido	 proceso	 resulta	 aplicable	 a	 las	 personas
jurídicas.	“(...)	El	debido	proceso	también	rige	para	 las	asociaciones	cuando
estas	ejerzan	el	derecho	disciplinario	sancionador,	de	modo	que	no	se	puede
afirmar	 que	 después	 de	 impuesta	 la	máxima	 sanción	 en	 una	 asociación	 (la
exclusión),	 el	 asociado	 excluido	 tenga	 que	 probar	 y	 levantar	 los	 cargos
imputados	 en	 sede	 judicial,	 pues	 es	 precisamente	 dentro	 del	 proceso
disciplinario	 sancionador	 donde	 se	 debe	 probar	 la	 comisión	 de	 las	 faltas,
permitiéndosele	al	asociado	ejercer	 su	derecho	de	defensa	 (…)”.	 (TC,	Exp.	N°
733-2005-PA/TC,	abr.	29/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
TÍTULO	IV
La	víctima
CAPÍTULO	I
El	agraviado
D.	Leg.	957.
ART.	94.—Definición.
1.	Se	considera	agraviado	a	todo	aquél	que	resulte	directamente
ofendido	 por	 el	 delito	 o	 perjudicado	 por	 las	 consecuencias	 del
mismo.	 Tratándose	 de	 incapaces,	 de	 personas	 jurídicas	 o	 del
Estado,	su	representación	corresponde	a	quienes	la	ley	designe.
2.	 En	 los	 delitos	 cuyo	 resultado	 sea	 la	 muerte	 del	 agraviado
tendrán	 tal	 condición	 los	 establecidos	 en	 el	 orden	 sucesorio
previsto	en	el	artículo	816	del	Código	Civil.
3.	También	serán	considerados	agraviados	los	accionistas,	socios,
asociados	o	miembros,	 respecto	de	 los	delitos	que	afectan	a	una
persona	jurídica	cometidos	por	quienes	las	dirigen,	administran	o
controlan.
4.	Las	asociaciones	en	los	delitos	que	afectan	intereses	colectivos
o	difusos,	cuya	titularidad	lesione	a	un	número	indeterminado	de
personas,	o	en	los	delitos	incluidos	como	crímenes
internacionales	en	los	tratados	internacionales	aprobados	y
ratificados	por	el	Perú,	podrán	ejercer	los	derechos	y	facultades
atribuidas	a	las	personas	directamente	ofendidas	por	el	delito,
siempre	que	el	objeto	social	de	la	misma	se	vincule	directamente
con	esos	intereses	y	haya	sido	reconocida	e	inscrita	con
anterioridad	a	la	comisión	del	delito	objeto	del	procedimiento.
DOCTRINA.—Exigencia	de	oír	al	imputado	en	todo	estado	del	proceso.
“(…)	 si	 bien	 es	 cierto	 la	 norma	 (…)	 no	 dice	 expresamente	 que	 la	 persona
debe	ser	oída,	del	propio	procedimiento	procesal	penal	fluye	que	si	lo	debe;
en	 primer	 lugar	 ella	 es	 la	 imputada;	 en	 segundo	 lugar	 sobre	 ella	 recae	 la
medida	 de	 la	 sanción	 si	 es	 que	 se	 le	 impusiere	 alguna	 y	 tercer	 lugar	 es
respecto	de	la	persona	misma	la	que	estando	ya	esta	causa	prácticamente	en
una	 etapa	 de	 cumplimiento	 de	 sentencia	 tiene	 que	 ser	 oída,	 conforme	 a
nuestro	sistema	procesal	de	defensa,	y	el	ser	oída	no	solamente	importa	que
un	abogado	vaya	a	representarla,	sino	que	la	persona	tenga	la	posibilidad	al
menos	de	ser	escuchada	o	hacer	 las	alegaciones	que	estimare	pertinentes.
En	el	presente	caso	como	se	ha	señalado	precedentemente	esta	persona	no
fue	 citada	 sino	 que	 simplemente	 se	 comunicó	 como	 aquí	 se	 ha	 expresado
por	parte	del	Ministerio	Público	la	realización	de	la	audiencia	a	la	defensa,
es	 decir,	 ni	 siquiera	 se	 ha	 demostrado	 que	 se	 haya	 intentado	 siquiera
notificar	 por	 parte	 de	 la	 fiscalía	 o	 del	 tribunal	 a	 la	 persona	 que	 va	 a	 ser
objeto	de	esta	revocatoria	o	no	de	la	medida	que	se	le	ha	impuesto	para	que
surta	 efecto	 la	 suspensión	 provisional	 del	 procedimiento.	 Entiende	 este
tribunal	 que	 la	 persona	 debe	 ser	 oída,	 si	 agotadas	 todas	 las	 formas	 que
señala	nuestro	código	de	procedimiento	para	que	ello	se	produzca	y	aún	así
se	mantiene	 la	 rebeldía,	 se	atendrá	a	 las	consecuencias	que	especialmente
ello	acarrea	pero	de	principio	debe	ser	oída	(…)”.	(C.	de	Ap.	de	Santiago,	Rol.
Nº	1934-2006,	oct.	17/2006)
DOCTRINA.—Derecho	de	 la	 víctima	a	 ser	oída.	 “(…)	 el	 Código	 Procesal
Penal,	apunta	a	la	mayor	defensa	de	la	víctima	o	a	la	mayor	consideración	de
la	víctima,	y	que	(…)	coloca	de	cargo	del	Ministerio	Público	la	protección	de
la	víctima	(…)	habiendo	asumido	una	posición	activa	la	víctima	a	través	de
la	 querella,	 es	 indudable	 que	 tiene	 que	 ser	 considerada	 en	 los	 distintos
pasos	 del	 procedimiento,	 lo	 contrario	 atenta	 contra	 el	 sentido	 que	 tiene
actualmente	 el	 Código	 Procesal	 Penal	 (…).	 Todavía	 más	 (…)	 las	 reformas
procesales	han	permitido	a	la	víctima	apelar	de	la	resolución	que	se	dicta	en
la	audiencia.	Sabemos	que	la	resolución	que	se	dicta	en	la	audiencia	puede
no	 contemplar	 acuerdos	 reparatorios	 o	 indemnizaciones,	 pero	 la	 víctima
tiene	 derecho	 a	 ser	 oída.	 Y	 ese	 derecho,	 es	 de	 tal	 envergadura	 y	 de	 tal
entidad	para	esta	corte,	que	en	virtud	de	lo	expuesto	y	de	las	normas	legales
citadas,	concede	la	apelación	(…).”	(C.	de	Ap.	de	Santiago,	Rol.	Nº	1534-2006,
ago.	30/2006)
D.	Leg.	957.
ART.	95.—Derechos	del	agraviado.
1.	El	agraviado	tendrá	los	siguientes	derechos:
a)	A	ser	informado	de	los	resultados	de	la	actuación	en	que	haya
intervenido,	 así	 como	 del	 resultado	 del	 procedimiento,	 aun
cuando	no	haya	intervenido	en	él,	siempre	que	lo	solicite;
b)	 A	 ser	 escuchado	 antes	 de	 cada	 decisión	 que	 implique	 la
extinción	o	suspensión	de	la	acción	penal,	siempre	que	lo	solicite;
c)	 A	 recibir	 un	 trato	 digno	 y	 respetuoso	 por	 parte	 de	 las
autoridades	 competentes,	 y	 a	 la	 protección	 de	 su	 integridad,
incluyendo	 la	de	su	 familia.	En	 los	procesos	por	delitos	contra	 la
libertad	 sexual	 se	 preservará	 su	 identidad,	 bajo	 responsabilidad
de	quien	conduzca	la	investigación	o	el	proceso.
d)	A	impugnar	el	sobreseimiento	y	la	sentencia	absolutoria.
2.	 El	 agraviado	 será	 informado	 sobre	 sus	 derechos	 cuando
interponga	 la	 denuncia,	 al	 declarar	 preventivamente	 o	 en	 su
primera	intervención	en	la	causa.
3.	Si	el	agraviado	fuera	menor	o	incapaz	tendrá	derecho	a	que
durante	las	actuaciones	en	las	que	intervenga,	sea	acompañado
por	persona	de	su	confianza.
JURISPRUDENCIA.—La	víctima	no	puede	suplir	al	fiscal	ni	al	juez,	la
carga	de	la	prueba	la	tiene	el	fiscal	y	las	conclusiones	de	una
investigación	fiscal	no	son	válidas	en	otro	proceso.	“Sin	embargo,	lo
expuesto,	no	supone	que	los	poderes	de	la	víctima	en	el	proceso	penal,	son
absolutos	y	omnímodos,	toda	vez	que	está	sometido	al	principio	del
contradictorio	que	deriva	del	derecho	constitucional	a	la	igualdad	de	armas,
el	derecho	de	defensa	y	del	debido	proceso.	Tampoco	implica	que	la	víctima	o
el	perjudicado	puedan	desplazar	a	la	fiscalía,	titular	de	la	acción	penal,	según
lo	previsto	en	el	artículo	ciento	cincuenta	y	nueve	de	nuestra	Carta	Magna	o	al
juez	en	el	cumplimiento	de	sus	funciones	constitucionales	o	que	su
participación	transforme	el	proceso	penal	en	un	instrumento	de	represalia	o
venganza	contra	el	procesado.
4.5.	En	efecto,	se	advierte	con	claridad	que	el	agraviado	del	delito	se
encuentra	en	condiciones	de	ser	un	protagonista	del	proceso	penal,
encontrándose	facultado	por	el	Código	Procesal	Penal	para	participar
activamente	en	el	desarrollo	del	proceso,	siendo	necesario	que	el	agraviado
actúe	con	todos	los	derechos	y	garantías	que	le	aseguran	la	satisfacción	de	su
pretensión,	por	ello,	se	advierte	que	en	el	artículo	noventa	y	cinco	del	Código
Procesal	Penal,	específicamente,	en	el	literal	d),	del	numeral	uno	(...);	en
concordancia	con	el	artículo	trescientos	cuarenta	y	siete	del	mismo	cuerpo
legal,	señala	que	contra	el	auto	de	sobreseimiento	procede	recurso	de
apelación;	motivo	por	el	cual,	la	sala	superior	debe	emitir	nuevo
pronunciamiento.	(...)	Finalmente,	en	relación	a	si	las	conclusiones	arribadas
en	una	investigación	fiscal	son	válidas	en	otro	proceso,	al	respecto	debemos
señalar	que	una	conclusión	es	un	juicio	de	racionamiento	y	como	tal	no	puede
ser	llevado	a	otro	proceso”.	(C.	S.,	Cas.	353-2011-Arequipa,	jun.	04/2013.	S.	S.
Villa	Stein)
D.	Leg.	957.
ART.	96.—Deberes	del	agraviado.	La	intervención	del
agraviado	como	actor	civil	no	lo	exime	del	deber	de	declarar	como
testigo	en	las	actuaciones	de	la	investigación	y	del	juicio	oral.
D.	Leg.	957.
ART.	97.—Designación	de	apoderado	común.	Cuando	se	trate
de	numerosos	agraviados	por	el	mismo	delito,	que	se	constituyan
en	actor	civil,	si	el	juez	considera	que	su	número	puede
entorpecer	el	normal	desarrollo	de	la	causa,	siempre	que	no
existan	defensas	incompatibles,	representen	intereses	singulares
o	formulen	pretensiones	diferenciadas,	dispondrá	nombren	un
apoderado	común.	En	caso	no	exista	acuerdo	explícito	el	juez
designará	al	apoderado.
REGLAMENTO	DEL	PROGRAMA	DE	ASISTENCIA	A	VÍCTIMAS	Y
TESTIGOS
R.	729-2006-MP-FN.
ART.	 1°.—Aprobar	 los	 reglamentos	 de	 reproducción	 audiovisual	 de
actuaciones	 procesales	 fiscales;	 la	 cadena	 de	 custodia	 de	 elementos
materiales,	evidencias	y	administración	de	bienes	incautados;	programa	de
asistencia	 a	 víctimas	 y	 testigos;	 circulación	 y	 entrega	 vigilada	 de	 bienes
delictivos	y	agente	encubierto;	notificaciones,	 citaciones	y	 comunicaciones
entre	autoridades	en	la	actuación	fiscal.
(...).
CAPÍTULO	I
Del	programa	de	asistencia	a	víctimas	y	testigos
(...).
Artículo	 3°.-	Definición.	 El	 programa	 de	 asistencia	 a	 víctimas	 y	 testigos
tiene	 por	 finalidad	 establecer	 y	 ejecutar	 las	 medidas	 asistenciales
consistentes	en	servicios	médicos,	psicológicos,	sociales	y	legales	que	brinda
el	Ministerio	Publico	a	las	victimas	y	testigos	relacionados	con	todo	tipo	de
investigaciones	 y	 procesos	 penales,	 previniendo	 que	 sus	 testimonios	 no
sufran	interferencias	por	factores	de	riesgo	ajenos	a	su	voluntad.
Artículo	4°.-	Medidas	asistenciales.	Las	medidas	que	brinda	el	programa
de	asistencia	a	víctimas	y	testigos	son	las	siguientes:
•	Asistencia	legal.-	 Instruir	a	 las	víctimas	y/o	testigos	sobre	los	derechos
que	 les	 asiste	 durante	 la	 investigación	 y	 el	 proceso	 judicial.	 Verificar	 el
cumplimiento	 de	 la	 asistencia.	 Orientar	 respecto	 a	 las	 medidas	 de
protección	 que	 pueda	 recibir	 de	 las	 entidades	 e	 instituciones
correspondientes.
•	Asistencia	 psicológica.-	 Proporcionar	 el	 soporte	 profesional	 necesario
para	 que	 el	 testigo	 y	 la	 víctima	 cuenten	 con	 el	 apoyo	 y	 tratamiento
psicológico	que	 les	permita	rehabilitarse	cuando	el	caso	 lo	requiera,	y	que
posibilite	contar	con	un	testimonio	idóneo	y	firme	durante	la	investigación	y
el	proceso	judicial.
•	 Asistencia	 médica.-	 Brindar	 atención	 médica	 facultativa	 mínima	 y
urgente	 que	 requieran	 dentro	 de	 un	 período	 máximo	 de	 72	 horas	 de
ocurrido	el	agravio.	La	prestación	no	será	extensiva	a	familiar	alguno	de	la
víctima	o	testigo.	Cualquier	atención	compleja	o	especializada	que	no	pueda
brindar	la	oficina	distrital	o	la	Unidad	de	Asistencia	Inmediata	a	Víctimas	y
Testigos,	 será	 canalizada	 a	 cualquier	 unidad	 sanitaria	 u	 hospitalaria	 más
cercana.	 La	oficina	distrital	 o	 la	 unidad	 respectiva,	 emitirá	 el	 informe	o	 la
evaluación	forense	de	ser	el	caso.
•	Asistencia	social.-	Evaluar	 la	situación	familiar	y	socio-económica	de	 la
víctima	 y/o	 el	 testigo.	 El	 informe	 social	 permitirá	 establecer	 en	 primer
término,	 la	 veracidad	 e	 idoneidad	 del	 testimonio	 que	 brindará	 durante	 el
proceso;	 asimismo,	 en	 el	 ámbito	 del	 apoyo	 asistencial,	 se	 orienta	 a	 su
reinserción	social,	brindándole	la	información	necesaria	que	posibilite	dicho
objetivo	ante	las	entidades	e	instituciones	correspondientes.
CAPÍTULO	II
Oficinas	de	asistencia	a	las	víctimas	y	testigos
Artículo	5°.-	Oficina	nacional.	La	Oficina	Nacional	de	Asistencia	a	Víctimas
y	Testigos	es	un	órgano	de	apoyo	de	 la	Fiscalía	de	 la	Nación,	y	tiene	como
función	 primordial	 supervisar	 el	 cumplimiento	 del	 programa	 a	 nivel
nacional,	 realizar	 las	 coordinaciones	 con	 el	 programa	 de	 protección,	 así
como	 proponer	 las	 políticas	 y	 directrices	 técnicas	 que	 regulen	 el	 óptimo
funcionamiento	de	las	oficinas	de	apoyo	de	cada	sede.
Artículo	 6°.-	 Integrantes.	 La	 Oficina	 Nacional	 de	 Asistencia	 a	 Víctimas	 y
Testigos,	 contará	 con	 un	 fiscal	 coordinador	 nacional	 y	 dos	 fiscales
provinciales,	designados	por	la	Fiscalía	de	la	Nación.
Artículo	 7°.-	 Funciones	 de	 la	 Oficina	 Nacional.	 La	 Oficina	 Nacional	 de
Asistencia	 a	 Víctimas	 y	 Testigos	 tendrá	 dentro	 de	 sus	 funciones	 las
siguientes:
1.	 Ejecutar	 las	 políticas	 y	 directrices	 técnicas	 para	 el	 funcionamiento	 del
programa,
2.	 Velar	 por	 que	 se	 garantice	 la	 reserva	 y	 confidencialidad	 de	 la
información.
3.	 Controlar	 la	 ejecución	 del	 programa	 de	 asistencia	 de	 las	 oficinas	 de
apoyo	a	nivel	nacional.
4.	Efectuar	el	informe	anual	al	despacho	de	la	Fiscalía	de	la	Nación	sobre	el
funcionamiento	del	programa.
5.	Proponer	anualmente	el	cuadro	de	necesidades	a	ser	considerado	en	el
presupuesto	institucional.
6.	Disponer	otras	acciones	que	a	su	criterio	sean	necesarias	para	el	mejor	y
más	eficiente	desarrollo	del	programa.
Artículo	8°.-	Oficina	de	apoyo.	La	Oficina	de	Apoyo	a	Víctimas	y	Testigos
está	encargada	de	brindarles	asistencia	urgente	de	 tipo	psicológico,	social,
médico	y	legal,	gestionando	de	ser	necesario	el	apoyo	de	instituciones	para
su	asistencia	y	protección.
En	cada	sede	de	distrito	judicial	de	la	República	se	instalará	una	oficina	de
apoyo	a	víctimas	y	testigos	adscrita	al	despacho	de	la	Fiscalía	Superior	que
ejerce	funciones	de	gestión	y	gobierno.
Artículo	9°.-	Funciones	de	la	oficina	de	apoyo.	Son	funciones	de	la	Oficina
de	Apoyo	a	Víctimas	y	Testigos:
a)	Prestar	 la	asistencia	psicológica,	 social,	médica	y	 legal	que	disponga	el
fiscal	 a	 cargo	 del	 caso,	 a	 quienes	 aspiren	 a	 acogerse	 al	 programa	 de
asistencia.
b)	Informar	al	fiscal	a	cargo	del	caso	respecto	al	desarrollo	de	las	diferentes
actividades	 realizadas	 en	 la	 aplicación	de	medidas	de	asistencia;	 así	 como
las	propuestas	y	requerimientos	necesarios.
c)	Ejecutar	asistencia	de	psicoterapia	breve	y	tratamientos	de	emergencia	y
atención	trauma	shock	emocional.
e)	Elevar	 los	 informes	sobre	el	desarrollo	del	programa	de	asistencia	a	 la
Oficina	Nacional.
f)	Las	demás	funciones	que	le	encargue	la	Oficina	Nacional	de	Asistencia	a
Víctimas	y	Testigos,	dentro	del	ámbito	de	la	normatividad	pertinente.
Artículo	 10.-	 Integrantes.	 La	 Oficina	 de	 Apoyo	 está	 compuesta	 por
profesionales	de	 las	siguientes	especialidades:	psicología,	asistencia	social,
medicina	 y	 derecho,	 a	 fin	 de	 asistir	 a	 las	 víctimas	 y	 testigos	 en	 las
especialidades	que	requieran.
Artículo	 11.-	 Unidad	 de	 asistencia	 inmediata.	 En	 los	 lugares	 de	 la
República	 distantes	 a	 la	 sede	 del	 distrito	 judicial,	 donde	 exista	 Fiscalía
Provincial	 Penal	 o	 Mixta,	 habrá	 una	 unidad	 de	 asistencia	 inmediata	 a
víctimas	 y	 testigos,	 compuesta	 únicamente	 de	 los	 profesionales	 en	 la
especialidad	de	medicina	y	psicología,	 la	cual	prestará	asistencia	en	dichas
áreas	y	en	caso	de	resultar	necesaria	la	prestación	de	una	mayor	asistencia
facultativa,	ésta	deberá	derivarse	a	la	oficina	de	apoyo	a	víctimas	y	testigos
de	la	sede	respectiva.
CAPÍTULO	III
Competencia
Artículo	12.-	Competencia.	Las	oficinas	de	apoyo	y	unidades	de	asistencia
inmediata	a	víctimas	y	testigos,	están	facultadas	a	brindar	asistencia	en	las
investigaciones	 y	 en	 los	 procesos	 referidos	 a	 los	 siguientes	 delitos:
homicidio,	aborto,	lesiones,	exposición	a	peligro	o	abandono	de	personas	en
peligro,	 violación	 de	 la	 libertad	 personal,	 violación	 de	 la	 libertad	 sexual,
proxenetismo,	 ofensas	 al	 pudor	 público,	 hurto,	 robo,	 abigeato,	 extorsión,
peligro	 común	 y	 contra	 el	 orden	migratorio	 -	 tráfico	 ilícito	 de	 personas	 y
contra	la	seguridad	pública;	y,	los	demás	que	señale	la	ley.
Artículo	13.-	Excepción.	Cuando	se	solicite	la	asistencia	en	el	supuesto	de
cualquier	otro	delito	no	comprendido	en	el	dispositivo	anterior,	 el	 fiscal	a
cargo	del	caso	deberá	emitir	disposición	expresa	y	motivada	que	faculte	su
asistencia,	atendiendo	a	la	gravedad	y	naturaleza	de	la	acción	perturbadora.
CAPÍTULO	IV
Procedimiento	de	asistencia
Artículo	 14.-	 Solicitud.	 La	 solicitud	 del	 requerimiento	 de	 asistencia	 se
presentará	 al	 fiscal	 en	 formato	 único	 por	 la	 víctima	 o	 testigo.	 El	 fiscal
también	podrá	disponer	de	oficio	el	procedimiento	de	asistencia,	en	caso	de
apreciar	la	existencia	de	un	grave	riesgo.
Artículo	 15.-	 Calificación.	 El	 fiscal	 a	 cargo	 del	 caso	 recibirá	 el
requerimiento	 de	 asistencia,	 la	 cual	 será	 calificada	 de	 acuerdo	 a	 las
circunstancias	y	condiciones	que	evidencie	la	víctima	o	testigo,	teniendo	en
cuenta	lo	siguiente:
a)	Que	exista	nexo	entre	la	participación	del	asistido	con	la	investigación	o
el	proceso	penal	y	los	factores	de	riesgo	existentes.
b)	 Que	 no	 esté	 motivado	 por	 interés	 distinto	 que	 el	 encontrarse	 en
situación	de	riesgo	comprobado.
c)	Determinar	si	el	tipo	de	medidas	de	asistencia	solicitada	corresponde	a
las	específicas	del	programa	o	al	de	protección.
d)	Tipo	y	características	del	delito	cometido.
e)	Actos	de	represalia	o	intimidación	realizados	o	que	pueda	esperarse	se
produzcan,	atendiendo	a	las	características	personales	de	los	agentes.
f)	Situación	personal,	familiar	y	procesal	de	quien	aporta	su	testimonio.
g)	 Vulnerabilidad	 de	 las	 personas	 contempladas	 en	 el	 inciso	 “c”	 del
numeral	1	del	artículo	95	y	numeral	4	del	artículo	170	del	Código	Procesal
Penal.
Admitida	la	solicitud	dispondrá	que	la	oficina	o	unidad	de	apoyo	brinde	la
asistencia	requerida,	según	el	caso.
Artículo	 16.-	 Acta	 de	 compromiso.	 La	 decisión	 de	 incorporación	 al
programa	se	hará	constar	en	un	acta	denominada	“Acta	de	compromiso”,
que	deberán	suscribir	el	asistido,	su	núcleo	familiar	de	ser	el	caso,	y	el	fiscal,
debiéndose	consignar	lo	siguiente:
•	Para	el	asistido:
a)	Colaborar	con	la	administración	de	justicia.
b)	 Acatar	 las	 recomendaciones	 que	 le	 sean	 formuladas	 en	 materia	 de
asistencia.
c)	Utilizar	 correctamente	 las	 instalaciones	y	 los	demás	recursos	que	para
dicho	fin,	el	programa	de	asistencia	coloque	a	su	disposición.
d)	Abstenerse	de	asumir	conductas	que	irresponsablemente	puedan	poner
en	peligro	su	seguridad.
d)	 Colaborar	 y	 someterse	 a	 los	 tratamientos	 psicológicos,	 asistenciales,
médicos	y	legales	que	se	hubieren	dispuesto,	de	ser	el	caso.
e)	 Observar	 un	 comportamiento	 ético	 idóneo	 dentro	 del	 marco	 del
procedimiento	de	asistencia	que	se	le	está	brindando.
f)	Renunciar	al	programa	de	asistencia,	cuando	lo	considere	conveniente.
g)	Solicitar	su	reincorporación,	la	que	será	objeto	de	evaluación	por	parte
del	fiscal	a	cargo	del	caso.
•	Para	el	programa:
a)	 Diseñar	 e	 implementar	 lo	 pertinente	 para	 atender	 las	 necesidades
psicológicas,	asistenciales,	médicas	y	legales	del	asistido.
b)	Brindar	un	trato	digno	al	asistido	con	estricto	respeto	por	sus	derechos
humanos.
c)	 Velar	 que	 los	 recursos	 asignados,	 sean	 correcta	 y	 adecuadamente
empleados.
d)	 Supervisar	 el	 debido	 cumplimiento	 de	 las	 recomendaciones	 brindadas
por	la	oficina	de	apoyo	o	la	unidad	de	asistencia	a	víctimas	y	testigos,	según
el	caso.
Artículo	 17.-	 El	 programa	 no	 responderá	 por	 las	 obligaciones	 adquiridas
por	 el	 asistido	 antes	del	 acto	de	 incorporación,	 así	 como	 tampoco	por	 los
ofrecimientos	 que	 hayan	 realizado	 personas	 o	 entidades	 no	 autorizadas
para	el	cumplimientos	del	objeto	del	presente	reglamento	y	sus	alcances.
CAPÍTULO	V
Causales	de	exclusión	del	programa	de	asistencia
Artículo	18.-	Los	asistidos	serán	excluidos	por	los	siguientes	motivos:
1.	Renuncia	voluntaria	del	asistido.
2.	Negarse	injustificadamente	a	colaborar	con	la	administración	de	justicia.
3.	 Realizar	 hechos	 punibles	 que	 afecten	 gravemente	 la	 investigación	 o	 el
proceso	materia	de	asistencia.
4.	 Incumplir	 cualquiera	 de	 las	 obligaciones	 establecidas	 en	 el	 artículo	 16
numerales	a)	al	e)	de	este	reglamento.
Artículo	19.-	 Cuando	el	 asistido	 renuncie	 voluntariamente	 al	 programa,	 o
haya	 sido	 excluido,	 se	 evaluarán	 las	 solicitudes	 de	 reincorporación	 por
disposición	 expresa	 del	 fiscal,	 siempre	 que	 se	 trate	 de	 hechos	 nuevos	 o
sobrevinientes	que	lo	justifiquen.
Artículo	20.-	La	decisión	de	exclusión	y	la	de	aceptación	de	la	renuncia	del
asistido,	 será	 adoptada	 por	 el	 fiscal	 a	 cargo	 del	 caso	 dentro	 del	 término
máximo	de	tres	días	siguientes	a	la	materialización	del	hecho	que	la	motivó,
mediante	 acta	 en	 que	 se	 consignen	 las	 causas	 y	 condiciones.	 De	 ello	 se
informará	al	renunciante	o	excluido.
Disposiciones	finales
Primera	Disposición	Final.-	La	Oficina	Nacional	de	Asistencia	a	Víctimas	y
Testigos	por	encargo	de	la	Fiscalía	de	la	Nación	realizará	las	coordinaciones
interinstitucionales	 pertinentes	 para	 la	 implementación	 del	 programa	 de
protección	 de	 colaboradores,	 testigos,	 peritos	 y	 víctimas	 a	 que	 alude	 el
artículo	252	del	Código	Procesal	Penal.
Segunda	 Disposición	 Final.-	 La	 Fiscalía	 de	 la	 Nación	 dispondrá	 la
implementación	del	programa	de	asistencia	a	víctimas	y	testigos,	a	través	de
los	fiscales	que	designe	y	la	gestión	de	la	gerencia	general.
Tercera	 Disposición	 Final.—El	 presente	 reglamento	 entrará	 en	 vigencia
progresiva	 en	 los	 distritos	 judiciales	 conforme	 el	 calendario	 oficial
aprobado	por	Decreto	Supremo	Nº	007-2006-JUS,	su	fecha	04	de	marzo	del
2006.
DOCTRINA.—Se	 vulneraría	 gravemente	 la	 dignidad	 de	 víctimas	 y
perjudicados	 por	 hechos	 punibles,	 si	 la	 única	 protección	 que	 se	 les
brinda	es	la	posibilidad	de	obtener	una	reparación	de	tipo	económico:
derecho	de	las	víctimas	a	participar	en	el	proceso.	“(…)	El	derecho	de	las
víctimas	a	participar	en	el	proceso	penal,	se	encuentra	ligado	al	respeto	de
la	 dignidad	humana.	 Al	 tenor	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 primero	 de	 la
Constitución,	que	dice	que	‘(…)	es	un	Estado	social	de	derecho	fundado	en	el
respeto	 de	 la	 dignidad	 humana’,	 las	 víctimas	 y	 los	 perjudicados	 por	 un
hecho	punible	pueden	exigir	de	los	demás	un	trato	acorde	con	su	condición
humana.	 Se	vulneraría	gravemente	 la	dignidad	de	víctimas	y	perjudicados
por	 hechos	 punibles,	 si	 la	 única	 protección	 que	 se	 les	 brinda	 es	 la
posibilidad	 de	 obtener	 una	 reparación	 de	 tipo	 económico.	 El	 principio	 de
dignidad	 impide	 que	 el	 ser	 humano,	 y	 los	 derechos	 y	 bienes	 jurídicos
protegidos	por	 el	derecho	penal	para	promover	 la	 convivencia	pacífica	de
personas	 igualmente	 libres	 y	 responsables,	 sean	 reducidos	 a	 una	 tasación
económica	 de	 su	 valor.	 El	 reconocimiento	 de	 una	 indemnización	 por	 los
perjuicios	derivados	de	un	delito	es	una	de	las	soluciones	por	las	cuales	ha
optado	 el	 legislador	 ante	 la	 dificultad	 en	materia	 penal	 de	 lograr	 el	 pleno
restablecimiento	de	 los	derechos	y	bienes	 jurídicos	violentados	en	razón	a
la	comisión	de	un	delito.	Pero	no	es	la	única	alternativa	ni	mucho	menos	la
que	 protege	 plenamente	 el	 valor	 intrínseco	 de	 cada	 ser	 humano.	 Por	 el
contrario,	el	principio	de	dignidad	impide	que	la	protección	a	las	víctimas	y
perjudicados	 por	 un	 delito	 sea	 exclusivamente	 de	 naturaleza	 económica
(…)”.	 (C.	 Const.	 de	 Colombia,	 Sent.	 C-228,	 abr.	 3/2002.	 M.P.	 Manuel	 José
Cepeda	Espinosa	y	Eduardo	Montealegre	Lynett).
DOCTRINA.—Derecho	 de	 las	 víctimas	 comprende	 por	 lo	 menos	 el
derecho	 a	 la	 verdad,	 a	 la	 justicia	 y	 a	 la	 reparación	 económica	 de	 los
daños	sufridos.	 “(…)	En	el	derecho	 internacional	se	ha	considerado	como
insuficiente	 para	 la	 protección	 efectiva	 de	 los	 derechos	 humanos,	 que	 se
otorgue	a	las	víctimas	y	perjuicios	(sic)	únicamente	la	indemnización	de	los
perjuicios,	como	quiera	que	la	verdad	y	la	 justicia	son	necesarios	para	que
en	 una	 sociedad	 no	 se	 repitan	 las	 situaciones	 que	 generaron	 violaciones
graves	a	 los	derechos	humanos	y,	además,	porque	el	reconocimiento	de	 la
dignidad	 intrínseca	 y	 de	 los	 derechos	 iguales	 e	 inalienables	 de	 todos	 los
seres	humanos,	exige	que	los	recursos	judiciales	diseñados	por	los	estados
estén	orientados	hacia	una	reparación	integral	a	las	víctimas	y	perjudicados,
que	comprenda	una	indemnización	económica	y,	el	acceso	a	la	justicia	para
conocer	la	verdad	sobre	lo	ocurrido	y	para	buscar,	por	vías	institucionales,
la	sanción	justa	de	los	responsables.
En	1948,	tanto	la	Declaración	Americana	de	Derechos	del	Hombre	como	la
Declaración	 Universal	 de	 Derechos	 Humanos,	 marcan	 el	 inicio	 de	 una
tendencia	 en	 el	 derecho	 internacional	 por	 desarrollar	 instrumentos	 que
garanticen	el	derecho	de	todas	las	personas	a	una	tutela	judicial	efectiva	de
sus	derechos,	 a	 través	de	 la	 cual	no	solo	obtengan	reparación	por	el	daño
sufrido,	sino	también	se	garanticen	sus	derechos	a	la	verdad	y	a	la	justicia.
(…).
De	 lo	 anterior	 surge	 que	 tanto	 en	 el	 derecho	 internacional,	 como	 en	 el
derecho	comparado	y	en	nuestro	ordenamiento	constitucional,	los	derechos
de	 las	 víctimas	 y	 perjudicados	 por	 un	 hecho	 punible	 gozan	 de	 una
concepción	 amplia	 –no	 restringida	 exclusivamente	 a	 una	 reparación
económica–	 fundada	 en	 los	 derechos	 que	 ellas	 tienen	 a	 ser	 tratadas	 con
dignidad,	a	participar	en	las	decisiones	que	las	afecten	y	a	obtener	la	tutela
judicial	efectiva	del	goce	real	de	sus	derechos,	entre	otros,	y	que	exige	a	las
autoridades	que	orienten	sus	acciones	hacia	el	restablecimiento	integral	de
sus	derechos	cuando	han	sido	vulnerados	por	un	hecho	punible.	Ello	solo	es
posible	si	a	las	víctimas	y	perjudicados	por	un	delito	se	les	garantizan,	a	lo
menos,	sus	derechos	a	la	verdad,	a	la	justicia	y	a	la	reparación	económica	de
los	daños	sufridos.
De	 tal	 manera	 que	 la	 víctima	 y	 los	 perjudicados	 por	 un	 delito	 tienen
intereses	adicionales	a	la	mera	reparación	pecuniaria.	(...).
1.	El	derecho	a	la	verdad,	esto	es,	la	posibilidad	de	conocer	lo	que	sucedió	y
en	buscar	una	coincidencia	entre	 la	verdad	procesal	y	 la	verdad	real.	Este
derecho	resulta	particularmente	 importante	 frente	a	graves	violaciones	de
los	derechos	humanos.
2.	El	derecho	a	que	se	haga	justicia	en	el	caso	concreto,	es	decir,	el	derecho
a	que	no	haya	impunidad.
3.	El	derecho	a	la	reparación	del	daño	que	se	le	ha	causado	a	través	de	una
compensación	económica,	que	es	la	forma	tradicional	como	se	ha	resarcido
a	 la	 víctima	 de	 un	 delito	 (…)”.	 (C.	 Const.	 de	 Colombia,	 Sent.	 C-228,	 abr.
3/2002.	M.P.	Manuel	José	Cepeda	Espinosa	y	Eduardo	Montealegre	Lynett)
CAPÍTULO	II
El	actor	civil
D.	Leg.	957.
ART.	98.—Constitución	y	derechos.	La	acción	reparatoria	en	el
proceso	penal	sólo	podrá	ser	ejercitada	por	quien	resulte
perjudicado	por	el	delito,	es	decir,	por	quien	según	la	ley	civil	esté
legitimado	para	reclamar	la	reparación	y,	en	su	caso,	los	daños	y
perjuicios	producidos	por	el	delito.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	naturaleza	de	la	reparación	civil	es
incuestionablemente	civil.	“Con	independencia	de	su	ubicación	formal,	la
naturaleza	jurídica	de	la	reparación	civil	es	incuestionablemente	civil,	y	que
aún	cuando	exista	la	posibilidad	legislativamente	admitida	de	que	un	juez
penal	pueda	pronunciarse	sobre	el	daño	y	su	atribución,	y	en	su	caso
determinar	el	quantum	indemnizatorio	–acumulación	heterogénea	de
acciones–,	ello	responde	de	manera	exclusiva	a	la	aplicación	del	principio	de
economía	procesal.	(...).
10.	Como	se	advierte,	nuestro	sistema	procesal	penal	se	ha	adherido	a	la
opción	de	posibilitar	la	acumulación	de	la	pretensión	resarcitoria,	de
naturaleza	civil,	en	el	proceso	penal.	(...).”	(CS,	Ac.	P.	5-2011/CJ-116,	may.
30/2012)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Naturaleza	y	requisitos	para
constituirse	como	parte	civil.	“(...)	se	define	al	actor	civil	como	aquella
persona	que	puede	ser	el	agraviado	o	sujeto	pasivo	del	delito,	es	decir	quien
directamente	ha	sufrido	un	daño	criminal	y,	en	defecto	de	él,	el	perjudicado,
esto	es,	el	sujeto	pasivo	del	daño	indemnizable	o	el	titular	del	interés	directa	o
inmediatamente	lesionado	por	el	delito,	que	deduce	expresamente	en	el
proceso	penal	una	pretensión	patrimonial	que	trae	a	causa	de	la	comisión	de
un	delito	(...).
(...)	13.	El	citado	artículo	98	del	Código	Procesal	Penal	establece	como
premisa	inicial	que	el	actor	civil	es	el	titular	de	la	acción	reparatoria,	y	luego
precisa	que	esta	acción	sólo	podrá	ser	ejercitada	por	quien	resulte
perjudicado	del	delito.	No	debe	olvidarse	que	la	naturaleza	de	la	acción
reparatoria	es	fundamentalmente	patrimonial	y	es	por	ello	la	denominación
del	titular	de	ella:	‘actor	civil’.
Éste	deberá,	en	primer	término,	sustentar	en	el	proceso	cómo	es	que	ha	sido
perjudicado	por	la	conducta	imputada	al	investigado	y	cómo	el	daño	sufrido
puede	ser	resarcido.	Si	bien	en	muchos	casos	se	admite	que	hay	un
componente	moral	en	la	colaboración	del	actor	civil	en	el	proceso	a	fin	de
aportar	con	elementos	que	permitan	probar	la	comisión	del	ilícito,	lo	cierto	es
que	todas	las	facultades	de	éste	apuntan	formalmente	a	la	acreditación,
aseguramiento	y	pago	de	una	reparación	civil.
14.	Ahora	bien,	para	poder	constituirse	en	actor	civil	(el	agraviado	que	actúa
procesalmente	para	hacer	valer	su	derecho	a	la	reparación	civil	por	el	daño
causado	con	el	delito)	deben	reunirse	los	requisitos	puntualizados	en	el
artículo	100	del	Código	Procesal	Penal.	(...).”	(CS,	Ac.	P.	5-2011/CJ-116,	may.
30/2012)
JURISPRUDENCIA.—Es	inadmisible	constituir	dos	actores	civiles	en
delitos	donde	el	perjudicado	es	el	Estado.	“(...)	conforme	lo	prevé	el	artículo
98	del	Código	Procesal	Penal,	la	acción	reparatoria	en	el	proceso	penal,	le
corresponde	a	quien	ha	sido	perjudicado	con	el	delito,	esto	es,	quien	según	la
ley	civil	está	legitimado	para	reclamar	la	reparación	por	los	daños	y	perjuicios
producidos	por	éste.
En	el	caso	de	autos,	al	tratarse	en	el	proceso	de	los	delitos	de	colusión	y
negociación	incompatible,	el	perjudicado	por	los	delitos	antes	mencionados,
resulta	ser	el	Estado,	(...)	De	lo	que	se	desprende	que,	encontrándose
debidamente	representado	el	Estado	agraviado	por	el	procurador	público
especializado	respectivo,	en	el	presente	caso,	no	puede	admitirse	una	nueva
constitución	en	actor	civil.
3.5.-	Considerando	además,	que	la	institución	referida	fue	creada	según	Ley	N
°	10769	del	20	de	enero	de	1947	y	reglamentada	mediante	Acuerdo	de
Concejo	N°	0062	de	1971,	siendo	de	la	Municipalidad	Metropolitana	de	Lima,
con	autonomía	económica	y	financiera.	Por	tanto,	se	considera	a	la	caja
referida	una	entidad	que	forma	parte	de	la	administración	pública,	razón	por
la	cual	se	ha	considerado	al	Estado	como	agraviado”.	(CSJL,	Exp.	00054-2013-
1-1826-JR-PE-01,	oct.	28/2013.	V.	P.	Sara	del	Pilar	Maita	Dorregaray)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	intervención	simultánea	y	múltiple
de	procuradores	no	es	posible.	“12	En	caso	de	duda	o	superposición
funcional,	será	la	presidencia	del	Consejo	de	Defensa	Jurídica	del	Estado,
conforme	con	las	atribuciones	y	obligaciones,	establecidas	en	el	literal	h),	del
artículo	8°,	del	Decreto	Legislativo	N°	1068,	quien	resolverá	los	problemas	de
competencia	que	puedan	presentarse	entre	los	procuradores	públicos;	tanto
en	su	aspecto	positivo	como	negativo,	estableciendo	el	modo	y	la	forma	de
apersonamiento	en	el	proceso	penal.	Corresponde	también	a	dicho	órgano
rector	precisar	si	la	defensa	del	Estado	será	única	o	colegiada;	la	ley	ha
previsto	la	intervención	del	procurador	público	especializado	en	tráfico	ilícito
de	drogas,	procurador	público	especializado	en	delitos	de	terrorismo,
procurador	público	especializado	en	delitos	de	lavado	de	activos	y	procesos	de
pérdida	de	dominio,	procurador	público	especializado	en	asuntos	de	orden
público,	procurador	público	especializado	en	delitos	de	corrupción,	y	los	que
mediante	resolución	suprema	se	designe,	en	las	causas	por	delitos	de	tal
connotación.
13	No	cabe	admitir,	en	el	supuesto	relativo	a	un	solo	agraviado	(V.G.	una
municipalidad),	la	intervención	simultánea	y	múltiple	de	procuradores,	salvo
en	caso	de	perpetración,	de	distintos	delitos,	cuya	persecución	integra	a
diversos	procuradores,	aunque	cabe	la	coordinación	entre	estos.	Fuera	de	ese
marco,	se	generan	efectos	en	materia	de	ofrecimiento	y	actuación	probatoria,
alegaciones	y	recursos;	el	principio	de	igualdad	de	armas	corre	riesgo	de	ser
afectado.
14	La	designación	de	un	solo	procurador	concentrará	el	ejercicio	defensivo	y,
al	mismo	tiempo,	evitará	la	probabilidad	de	proliferación	de	audiencias	de
constitución	de	actor	civil	en	las	diversas	cortes	superiores,	en	las	que	se
encuentra	vigente	el	Nuevo	Código	Procesal	Penal,	lo	que	repercutirá	a	su	vez
a	favor	de	la	programación	de	audiencias	de	otro	tipo.
15	Cuando	el	proceso	penal	esté	referido	a	la	presunta	comisión	de	delitos
contra	la	administración	pública,	y	la	noticia	criminal	surja	en	razón	a	la
intervención	realizada	por	la	Contraloría	General	de	la	República,	en	ejercicio
de	sus	atribuciones,	corresponde	que	el	procurador	público	de	esa	entidad	se
constituya	como	actor	civil;	conforme	se	establece	en	el	segundo	párrafo	del
artículo	46	del	Decreto	Supremo	N°	017-2008-JUS,	concordado	con	lo
dispuesto	en	el	numeral	6.4,	inciso	a),	de	la	Directiva	N°	002-2011-JUS/CDJE,
de	12	de	julio	del	2011,	emitida	por	el	Consejo	de	Defensa	Jurídica	del	Estado
(...)”.	(CS,	VIII	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y
Transitoria	-	2012	-	Acuerdo	Plenario	4-2012/CJ-116,	ene.	18/2013.	S.	S.	San
Martín	Castro)
NOTA:	El	VIII	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitoria	-	2012	se	publicó
en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	04	de	enero	del	2014.	Este	pleno,	si	bien	coincide	en	la	numeración
con	los	Acuerdos	Plenarios	-	2012,	difiere	en	los	contenidos	tratados	y	en	el	año	de	realización.
D.	Leg.	957.
ART.	99.—Concurrencia	de	peticiones.
1.	La	concurrencia	de	peticiones	se	resolverá	siguiendo	el	orden
sucesorio	 previsto	 en	 el	 Código	 Civil.	 Tratándose	 de	 herederos
que	se	encuentren	en	el	mismo	orden	sucesorio,	deberán	designar
apoderado	 común,	 y	 de	 no	 existir	 acuerdo	 explícito,	 el	 juez
procederá	a	hacerlo.
2.	En	los	supuestos	indicados	en	el	numeral	3	del	artículo	94	el
juez,	luego	de	escuchar	a	los	que	se	han	constituido	en	actor	civil,
designará	apoderado	común.
D.	Leg.	957.
ART.	100.—Requisitos	para	constituirse	en	actor	civil.
1.	 La	 solicitud	 de	 constitución	 en	 actor	 civil	 se	 presentará	 por
escrito	ante	el	juez	de	la	investigación	preparatoria.
2.	Esta	solicitud	debe	contener,	bajo	sanción	de	inadmisibilidad:
a)	Las	generales	de	ley	de	la	persona	física	o	la	denominación	de
la	 persona	 jurídica	 con	 las	 generales	 de	 ley	 de	 su	 representante
legal;
b)	 La	 indicación	 del	 nombre	 del	 imputado	 y,	 en	 su	 caso,	 del
tercero	civilmente	responsable,	contra	quien	se	va	a	proceder;
c)	El	relato	circunstanciado	del	delito	en	su	agravio	y	exposición
de	las	razones	que	justifican	su	pretensión;	y,
d)	La	prueba	documental	que	acredita	su	derecho,	conforme	al
artículo	98.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	formalización	de	la	investigación
preparatoria	abre	la	posibilidad	de	constituirse	en	parte	civil.	“El
artículo	101	del	Código	Procesal	Penal	expresa	que	la	constitución	en	actor
civil	deberá	efectuarse	antes	de	la	culminación	de	la	investigación
preparatoria.	En	este	punto	lo	que	cabe	dilucidar	es	si	la	petición	de
constitución	en	actor	civil	puede	hacerse	en	la	fase	de	diligencias	preliminares
–que	integra	la	investigación	preparatoria–,	o	si	resulta	necesario	que	se	haya
formalizado	la	continuación	de	la	investigación	preparatoria.
17.	Es	de	descartar	la	primera	posibilidad	fundamentalmente	porque,	como
bien	se	sabe,	al	momento	que	se	vienen	realizando	las	diligencias	preliminares
el	Ministerio	Público	aún	no	ha	formulado	la	inculpación	formal	a	través	de	la
respectiva	disposición	fiscal;	esto	es,	no	ha	promovido	la	acción	penal	ante	el
órgano	jurisdiccional,	por	lo	que	mal	podría	acumularse	a	ella	una	pretensión
resarcitoria	en	ausencia	de	un	objeto	penal	formalmente	configurado.	Por	lo
demás,	debe	quedar	claro	que	con	la	formalización	de	la	investigación
preparatoria	propiamente	dicha	el	fiscal	recién	ejerce	la	acción	penal,	acto	de
postulación	que	luego	de	ser	notificado	al	juez	de	la	investigación
preparatoria	(artículos	3°	y	336.3	del	Código	Procesal	Penal)	permite	el
planteamiento	del	objeto	civil	al	proceso	penal	incoado.”	(CS,	Ac.	P.	5-2011/CJ-
116,	may.	30/2012)
D.	Leg.	957.
ART.	101.—Oportunidad	de	la	constitución	en	actor	civil.	La
constitución	en	actor	civil	deberá	efectuarse	antes	de	la
culminación	de	la	investigación	preparatoria.
D.	Leg.	957.
ART.	102.—Trámite	de	la	constitución	en	actor	civil.
1.	 El	 juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria,	 una	 vez	 que	 ha
recabado	 información	 del	 fiscal	 acerca	 de	 los	 sujetos	 procesales
apersonados	 en	 la	 causa	 y	 luego	 de	 notificarles	 la	 solicitud	 de
constitución	en	actor	civil	resolverá	dentro	del	tercer	día.
2.	Rige	en	lo	pertinente,	y	a	los	solos	efectos	del	trámite,	el
artículo	8°.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—El	trámite	de	la	constitución	en	actor
civil	tendría	que	realizarse	necesariamente	mediante	audiencia.	“Lo	más
importante,	además	del	trámite	previsto	en	el	referido	artículo	102	del
aludido	código	que	establece	la	obligación	del	juez	de	recabar	información	de
los	sujetos	procesales	apersonados	y	correr	traslado	de	la	petición,	a	fin	de
resolver	dentro	del	tercer	día,	es	el	hecho	de	analizar	si	este	procedimiento	de
constitución	en	actor	civil	debe	hacerse	obligatoriamente	con	la	celebración
de	audiencia.
19.	La	lectura	asistemática	del	artículo	102,	apartado	1),	del	Código	Procesal
Penal	puede	sugerir	a	algunas	personas	que	el	juez	dictará	la	resolución	sin
otro	trámite	que	el	haber	recabado	la	información	y	la	notificación	de	la
solicitud	de	constitución	en	actor	civil.	Empero,	el	segundo	apartado	del
indicado	artículo	precisa	que	para	efectos	del	trámite	rige	lo	dispuesto	en	el
artículo	8°	–se	trata,	como	es	obvio,	de	una	clara	norma	de	remisión–.	Esta
última	disposición	estatuye	que	el	procedimiento	requiere	como	acto	procesal
central	que	el	juez	lleve	a	cabo	una	audiencia	con	la	intervención	obligatoria
del	fiscal	y,	debe	entenderse	así,	con	la	participación	facultativa	de	las	otras
partes	procesales.	No	es	el	caso,	por	ejemplo,	del	artículo	15.2.c)	del	Código
Procesal	Penal,	que	autoriza	al	juez,	bajo	la	expresión:	‘…de	ser	el	caso’,
resolver	un	incidente	procesal	determinado	sólo	si	se	producen	determinados
presupuestos.
Resulta	entonces	que	el	trámite	de	la	constitución	en	actor	civil	tendría	que
realizarse	necesariamente	mediante	audiencia,	en	cumplimiento	de	los
principios	procedimentales	de	oralidad	y	publicidad,	y	el	principio	procesal	de
contradicción	establecidos	en	el	artículo	I.2	del	Título	Preliminar	del	Código
Procesal	Penal.”	(CS,	Ac.	P.	5-2011/CJ-116,	may.	30/2012)
D.	Leg.	957.
ART.	103.—Recurso	de	apelación.
1.	Contra	la	resolución	que	se	pronuncia	sobre	la	constitución	en
actor	civil	procede	recurso	de	apelación.
2.	La	Sala	Penal	Superior	resolverá	de	conformidad	con	lo
dispuesto	en	el	artículo	420.
D.	Leg.	957.
ART.	104.—Facultades	del	actor	civil.	El	actor	civil,	sin
perjuicio	de	los	derechos	que	se	le	reconocen	al	agraviado,	está
facultado	para	deducir	nulidad	de	actuados,	ofrecer	medios	de
investigación	y	de	prueba,	participar	en	los	actos	de	investigación
y	de	prueba,	intervenir	en	el	juicio	oral,	interponer	los	recursos
impugnatorios	que	la	ley	prevé,	intervenir	–cuando	corresponda–
en	el	procedimiento	para	la	imposición	de	medidas	limitativas	de
derechos,	y	formular	solicitudes	en	salvaguarda	de	su	derecho.
JURISPRUDENCIA.—No	es	necesario	que	el	agraviado	se	constituya	en
actor	civil	para	impugnar	el	sobreseimiento	o	la	sentencia	absolutoria.
“La	interpretación	jurídica	de	las	normas	está	destinada	a	esclarecer	el
sentido	de	las	mismas	y	precisamente	aquel	sentido	que	es	decisivo	para	la
vida	jurídica,	lo	es	también	para	la	resolución.	Advertimos	que	la	Sala	Penal
de	Apelaciones	(...)	realizó	una	interpretación	literal	del	artículo	104	del	NCPP
(...).	Al	respecto,	la	referida	Sala	Penal	concluye	que	el	agraviado	tiene
derechos	inherentes;	empero,	la	legitimidad	para	actuar	y	reclamar	esos
derechos	en	un	proceso	penal	depende	de	su	constitución	en	actor	civil;	esta
conclusión	no	resulta	errada	si	literalmente	interpretamos	la	norma	aludida;
por	cuanto,	la	frase	‘(...)	sin	perjuicio	de	los	derechos	que	se	le	reconocen	al
agraviado	(...)’	aludirían	–por	sí	sola–	a	aquellos	derechos	subjetivos	de
ventaja	dados	por	el	reconocimiento	de	un	derecho	a	una	reparación	civil,
circunscribiéndose	solamente	su	derecho	a	este	campo	de	acción,	contrario
sensu,	si	el	agraviado	no	se	constituye	en	actor	civil,	no	podría	ejercer	el
derecho	a	impugnar	las	resoluciones	expedidas	por	los	jueces.	Tercero.-	Si
bien,	resulta	correcta	la	interpretación	literal	realizada	en	el	segundo
considerando;	sin	embargo,	deja	de	tener	esa	calidad	al	identificarse	la
existencia	de	otra	norma	que	complementa	el	contenido	del	artículo	104	del
NCPP;	es	decir,	conforme	a	un	método	sistemático	de	interpretación,	la
interpretación	literal	inicial	no	puede	determinar	por	sí	sola	el	sentido	y
significado	del	artículo	referido;	puesto	que,	la	Sala	Penal	de	Apelaciones
debió	confrontarlo	con	el	artículo	95	del	NCPP	el	cual	expresa	taxativamente
los	derechos	del	agraviado	a	los	que	hace	referencia	el	artículo	104;	siendo	el
caso	que	señala	como	uno	de	los	derechos	del	agraviado	el	de	impugnar	el
sobreseimiento	y	la	sentencia	absolutoria	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	49-2010-Arequipa,
ene.	27/2011.	V.	P.	Rodríguez	Tineo)
JURISPRUDENCIA.—El	actor	civil	no	tiene	legitimidad	para	activar	una
persecución	penal	si	el	fiscal	no	impugna	la	sentencia	absolutoria.
“Estando	a	lo	expuesto,	se	debe	tener	en	consideración	que	emitida	una
sentencia	absolutoria,	y	leída	la	misma	en	audiencia	pública	o	privada	(según
el	caso),	cuando	el	único	impugnante	sea	el	actor	civil,	y	el	fiscal	provincial
exprese	su	conformidad	con	la	misma,	deberá	verificarse	si,	el	fiscal	superior
al	momento	de	llevarse	a	cabo	la	audiencia	de	apelación,	reitera	su
conformidad	con	la	sentencia	absolutoria.	(...)	Siendo	ello	así,	este	supremo
tribunal	considera	que	la	sala	de	apelaciones	no	tiene	más	que	confirmar	la
absolución;	toda	vez	que,	el	inciso	cinco	del	artículo	ciento	cincuenta	nueve	de
la	Constitución	Política	del	Estado,	establece	que	corresponde	al	Ministerio
Público	ejercitar	la	acción	penal	de	oficio	o	a	petición	de	parte,	mientras	que
el	artículo	catorce	del	Decreto	Legislativo	número	cero	cinco	dos,	de	la	Ley
Orgánica	del	Ministerio	Público,	señala	que	sobre	el	Ministerio	Público	recae
la	carga	de	la	prueba,	y	el	artículo	once	de	la	precitada	norma	regula	que	el
titular	de	la	acción	penal	es	el	representante	del	Ministerio	Público;	aunado	a
ello,	se	debe	tener	presente	que	el	artículo	quinto	de	la	ley	orgánica	aludida,
establece	la	autonomía	del	Ministerio	Público	y	preceptúa	que	están
jerárquicamente	organizados	y	deben	sujetarse	a	las	instrucciones	que
pudieren	impartirles	sus	superiores.	(...).	Ahora	bien,	este	supremo	tribunal
considera	que	no	puede	sostenerse	el	cumplimiento	del	principio	acusatorio
cuando	el	fiscal	superior	en	la	audiencia	de	apelación	–sin	tener	la	condición
de	impugnante,	sino	parte	del	proceso–	discrepa	con	la	sentencia	absolutoria
emitida	en	primera	instancia;	en	tal	situación,	el	Tribunal	de	Apelación	está
expedito	para	analizar	el	fondo	del	asunto	en	los	términos	de	los	agravios
expresados	por	las	partes	procesales	recurrentes	en	su	escrito	impugnatorio
(...)”.	(C.	S.,	Cas.	413-2014-Lambayeque,	jul.	04/2015.	S.	S.	Villa	Stein)
D.	Leg.	957.
ART.	105.—Facultades	adicionales	del	actor	civil.	La	actividad
del	actor	civil	comprenderá	también	la	colaboración	con	el
esclarecimiento	del	hecho	delictivo	y	la	intervención	de	su	autor	o
partícipe,	así	como	acreditar	la	reparación	civil	que	pretende.	No
le	está	permitido	pedir	sanción.
D.	Leg.	957.
ART.	106.—Impedimento	de	acudir	a	la	vía	extra	penal.	La
constitución	en	actor	civil	impide	que	presente	demanda
indemnizatoria	en	la	vía	extra	-	penal.	El	actor	civil	que	se	desiste
como	tal	antes	de	la	acusación	fiscal	no	está	impedido	de	ejercer
la	acción	indemnizatoria	en	la	otra	vía.
CAPÍTULO	III
El	querellante	particular
D.	Leg.	957.
ART.	107.—Derechos	del	querellante	particular.	En	los	delitos
de	ejercicio	privado	de	la	acción	penal,	conforme	al	numeral	2	del
artículo	1º,	el	directamente	ofendido	por	el	delito	podrá	instar
ante	el	órgano	jurisdiccional,	siempre	conjuntamente,	la	sanción
penal	y	pago	de	la	reparación	civil	contra	quien	considere
responsable	del	delito	en	su	agravio.
D.	Leg.	957.
ART.	 108.—Requisitos	 para	 constituirse	 en	 querellante
particular.
1.	 El	 querellante	 particular	 promoverá	 la	 acción	 de	 la	 justicia
mediante	querella.
2.	 El	 escrito	 de	 querella	 debe	 contener,	 bajo	 sanción	 de
inadmisibilidad:
a)	 La	 identificación	 del	 querellante	 y,	 en	 su	 caso,	 de	 su
representante,	con	indicación	en	ambos	casos	de	su	domicilio	real
y	procesal,	y	de	los	documentos	de	identidad	o	de	registro;
b)	El	relato	circunstanciado	del	hecho	punible	y	exposición	de	las
razones	 fácticas	 y	 jurídicas	 que	 justifican	 su	 pretensión,	 con
indicación	 expresa	 de	 la	 persona	 o	 personas	 contra	 la	 que	 se
dirige;
c)	La	precisión	de	 la	pretensión	penal	y	civil	que	deduce,	con	 la
justificación	correspondiente;	y,
d)	El	ofrecimiento	de	los	medios	de	prueba	correspondientes.
D.	Leg.	957.
ART.	109.—Facultades	del	querellante	particular.
1.	 El	 querellante	 particular	 está	 facultado	 para	 participar	 en
todas	las	diligencias	del	proceso,	ofrecer	prueba	de	cargo	sobre	la
culpabilidad	 y	 la	 reparación	 civil,	 interponer	 recursos
impugnatorios	 referidos	 al	 objeto	 penal	 y	 civil	 del	 proceso,	 y
cuantos	medios	de	defensa	y	requerimientos	en	salvaguarda	de	su
derecho.
2.	El	querellante	particular	podrá	intervenir	en	el	procedimiento
a	través	de	un	apoderado	designado	especialmente	a	este	efecto.
Esta	designación	no	lo	exime	de	declarar	en	el	proceso.
D.	Leg.	957.
ART.	110.—Desistimiento	del	querellante	particular.	El
querellante	particular	podrá	desistirse	expresamente	de	la
querella	en	cualquier	estado	del	procedimiento,	sin	perjuicio	del
pago	de	costas.	Se	considerará	tácito	el	desistimiento	cuando	el
querellante	particular	no	concurra	sin	justa	causa	a	las	audiencias
correspondientes,	a	prestar	su	declaración	o	cuando	no	presente
sus	conclusiones	al	final	de	la	audiencia.	En	los	casos	de
incomparecencia,	la	justa	causa	deberá	acreditarse,	de	ser	posible,
antes	del	inicio	de	la	diligencia	o,	en	caso	contrario,	dentro	de	las
cuarenta	y	ocho	horas	siguientes	a	la	fecha	fijada	para	aquella.
TÍTULO	V
El	tercero	civil
D.	Leg.	957.
ART.	 111.—Citación	 a	personas	que	 tengan	 responsabilidad
civil.
1.	 Las	 personas	 que	 conjuntamente	 con	 el	 imputado	 tengan
responsabilidad	civil	por	las	consecuencias	del	delito,	podrán	ser
incorporadas	 como	 parte	 en	 el	 proceso	 penal	 a	 solicitud	 del
Ministerio	Público	o	del	actor	civil.
2.	La	solicitud	deberá	ser	formulada	al	juez	en	la	forma	y
oportunidad	prevista	en	los	artículos	100	-	102,	con	indicación	del
nombre	y	domicilio	del	emplazado	y	su	vínculo	jurídico	con	el
imputado.
D.	Leg.	957.
ART.	112.—Trámite.
1.	 El	 trámite	 en	 sede	 judicial	 para	 la	 constitución	 en	 parte	 del
tercero	civil	será	el	previsto	–en	lo	pertinente–	en	el	artículo	102,
con	su	activa	intervención.
2.	Si	el	juez	considera	procedente	el	pedido,	mandará	notificar	al
tercero	 civil	 para	 que	 intervenga	 en	 el	 proceso,	 con	 copia	 del
requerimiento.	 También	 dará	 inmediato	 conocimiento	 al
Ministerio	Público,	acompañando	el	cuaderno,	para	que	le	otorgue
la	intervención	correspondiente.
3.	Sólo	es	apelable	la	resolución	que	deniega	la	constitución	del
tercero	civilmente	responsable.
D.	Leg.	957.
ART.	113.—Derechos	y	garantías	del	tercero	civil.
1.	El	tercero	civil,	en	lo	concerniente	a	la	defensa	de	sus	intereses
patrimoniales	 goza	 de	 todos	 los	 derechos	 y	 garantías	 que	 este
código	concede	al	imputado.
2.	 Su	 rebeldía	 o	 falta	 de	 apersonamiento,	 luego	 de	 haber	 sido
incorporado	como	parte	y	debidamente	notificado,	no	obstaculiza
el	 trámite	 del	 proceso,	 quedando	 obligado	 a	 los	 efectos
indemnizatorios	que	le	señale	la	sentencia.
3.	El	asegurador	podrá	ser	llamado	como	tercero	civilmente
responsable,	si	éste	ha	sido	contratado	para	responder	por	la
responsabilidad	civil.
LIBRO	SEGUNDO
LA	ACTIVIDAD	PROCESAL
SECCIÓN	I
Preceptos	generales
TÍTULO	I
Las	actuaciones	procesales
CAPÍTULO	I
Las	formalidades
D.	Leg.	957.
ART.	114.—Idioma.
1.	Las	actuaciones	procesales	se	realizan	en	castellano.
2.	Cuando	una	persona	no	comprenda	el	idioma	o	no	se	exprese
con	 facilidad,	 se	 le	 brindará	 la	 ayuda	 necesaria	 para	 que	 el	 acto
pueda	desarrollarse	regularmente.
3.	 Deberá	 proveérseles	 traductor	 o	 intérprete,	 según
corresponda,	 a	 las	personas	que	 ignoren	el	 castellano,	 a	quienes
se	 les	 permita	 hacer	 uso	 de	 su	 propio	 idioma,	 así	 como	 a	 los
sordomudos	y	a	quienes	tengan	algún	impedimento	para	darse	a
entender.
4.	Los	documentos	y	las	grabaciones	en	un	idioma	distinto	del
español	deberán	ser	traducidos	cuando	sea	necesario.
D.	Leg.	957.
ART.	115.—Declaraciones	e	interrogatorios	con	intérpretes.
Las	personas	serán	interrogadas	en	castellano	o	por	intermedio
de	un	traductor	o	intérprete,	cuando	corresponda.	El	juez	podrá
permitir,	expresamente,	el	interrogatorio	directo	en	otro	idioma	o
forma	de	comunicación.	En	tal	caso,	la	traducción	o	la
interpretación	precederán	a	las	respuestas.
D.	Leg.	957.
ART.	116.—Lugar.
1.	 Las	 actuaciones	 procesales	 se	 realizarán	 en	 el	 despacho	 del
fiscal	o	del	juez,	según	el	caso.
2.	No	obstante	ello,	el	fiscal	o	el	juez	podrán	constituirse	en
cualquier	lugar	del	territorio	nacional,	cuando	resulte
indispensable,	y	no	sea	imposible	o	de	muy	difícil	consecución,
conocer	directamente	elementos	de	convicción	decisivos	en	una
causa	bajo	su	conocimiento.
D.	Leg.	957.
ART.	117.—Tiempo.	Salvo	disposición	legal	en	contrario,	las
actuaciones	procesales	podrán	ser	realizadas	cualquier	día	y	a
cualquier	hora,	siempre	que	resulte	absolutamente	indispensable
según	la	naturaleza	de	la	actuación.	Se	consignarán	el	lugar	y	la
fecha	en	que	se	cumplan.	La	omisión	de	estos	datos	no	tornará
ineficaz	el	acto,	salvo	que	no	pueda	determinarse,	de	acuerdo	con
los	datos	del	acta	u	otros	conexos,	la	fecha	en	que	se	realizó.
D.	Leg.	957.
ART.	118.—Juramento.
1.	Cuando	se	requiera	juramento,	se	recibirá	según	las	creencias
de	 quien	 lo	 hace,	 después	 de	 instruirlo	 sobre	 la	 sanción	 que	 se
haría	acreedor	por	la	comisión	del	delito	contra	la	administración
de	 justicia.	 El	 declarante	 prometerá	 decir	 la	 verdad	 en	 todo
cuanto	sepa	y	se	le	pregunte.
2.	Si	el	declarante	se	niega	a	prestar	juramento	en	virtud	de
creencias	religiosas	o	ideológicas,	se	le	exigirá	promesa	de	decir	la
verdad,	con	las	mismas	advertencias	del	párrafo	anterior.
D.	Leg.	957.
ART.	119.—Interrogatorio.
1.	Las	personas	que	sean	interrogadas	deberán	responder	de	viva
voz	 y	 sin	 consultar	 notas	 ni	 documentos,	 con	 excepción	 de	 los
peritos	 y	 de	 quienes	 sean	 autorizados	 para	 ello,	 incluso	 los
imputados,	en	razón	de	sus	condiciones	o	de	la	naturaleza	de	los
hechos	o	circunstancias	del	proceso.
2.	El	declarante	será	invitado	a	manifestar	cuanto	conozca	sobre
el	asunto	de	que	se	trate	y	después,	si	es	necesario,	se	le
interrogará.	Las	preguntas	que	se	le	formulen	no	serán
impertinentes,	capciosas	ni	sugestivas.
D.	Leg.	957.
ART.	119-A.—Audiencia.
1.	La	presencia	física	del	imputado	es	obligatoria	en	la	audiencia
del	 juicio,	 conforme	 al	 inciso	 1)	 del	 artículo	 356,	 así	 como	 en
aquellos	actos	procesales	dispuestos	por	ley.
2.	Excepcionalmente,	a	pedido	del	fiscal,	del	imputado	o	por
disposición	del	juez,	podrá	utilizarse	el	método	de
videoconferencia	en	casos	que	el	imputado	se	encuentre	privado
de	su	libertad	y	su	traslado	al	lugar	de	la	audiencia	encuentre
dificultades	por	la	distancia	o	porque	exista	peligro	de	fuga.
R.	Adm.	004-2014-CE-PJ.
Artículo	 Primero.—Aprobar	 la	 Directiva	 N°	 001-2014-CE-PJ,	 denominada
“Lineamientos	para	el	uso	de	la	videoconferencia	en	los	procesos	penales”,
que	en	documento	anexo	forma	parte	integrante	de	la	presente	resolución.
USO	DE	VIDEOCONFERENCIA	EN	PROCESOS	PENALES
Dir.	001-2014-CE-PJ.
Lineamientos	para	el	uso	de	la	videoconferencia	en	los
procesos	penales
l.	Objeto
Regular	 la	 debida	 utilización	 del	 medio	 tecnológico	 de	 videoconferencia
para	 la	 realización	 de	 audiencias	 en	 los	 procesos	 penales,	 conforme	 al
ordenamiento	normativo	vigente,	cuando	por	determinadas	circunstancias
no	sea	posible	la	presencia	física	de	un	testigo,	perito,	víctima	e	incluso	del
propio	imputado.
II.	Alcance
Las	normas	contenidas	en	la	presente	directiva	están	dirigidas	a	orientar	la
labor	 de	 los	 jueces,	 personal	 jurisdiccional	 y	 administrativo	 del	 Poder
Judicial,	 cuya	 actividad	 funcional	 pueda	 demandar	 el	 uso	 de
videoconferencias.
III.	Marco	normativo
•	Nuevo	Código	Procesal	Penal	de	2004,	aprobado	por	Decreto	Legislativo
N°	957	(Arts.	360,	381,	248,	119-A).
•	Código	de	Procedimientos	Penales	de	1940,	aprobado	por	Ley	N°	9024.
•	Código	Procesal	Penal	de	1991,	aprobado	por	Decreto	Legislativo	N°	638.
•	Código	de	Ejecución	Penal,	aprobado	por	Decreto	Legislativo	N°	654.
•	Ley	N°	30076,	del	19	de	agosto	del	2013.
•	Resolución	Administrativa	N°	042-20	13-CE-P	J	que	aprueba	la	Directiva
N°	 001-2013-CE-PJ	 “Procedimiento	 para	 la	 Ejecución	 de	 Audiencias
Virtuales”.
•	Resolución	Administrativa	N°	027-2010-CE-PJ	“Normas	de	Seguridad	de
la	Información	Almacenada	en	los	Equipos	de	Cómputo	del	Poder	Judicial”.
•	Resolución	Administrativa	N°	096-2006-CE-P	 J,	 “Reglamento	General	de
Audiencias	Judiciales	según	el	Nuevo	Código	Procesal	Penal”.
IV.	Disposiciones	generales
4.1.	 La	 videoconferencia	 es	 un	 medio	 tecnológico	 que,	 en	 determinados
casos	previstos	en	la	norma	procesal	penal,	reemplaza	la	presencia	física	de
los	 órganos	 de	 prueba.	 Su	 utilización	 puede	 servir	 tanto	 para	 actos
procesales	 de	 alcance	 local,	 nacional	 o	 internacional	 y,	 permite	 lograr	 la
realización	 de	 actos	 de	 investigación	 o	 de	 prueba	 con	mayor	 seguridad	 y
celeridad	procesal.
4.2.	 Tratándose	 de	 imputados,	 de	 forma	 excepcional	 se	 podrá	 utilizar	 la
videoconferencia	 para	 las	 audiencias	 judiciales.	 Para	 lo	 cual	 se	 debe
asegurar	 de	 modo	 efectivo	 el	 cumplimiento	 de	 las	 garantías	 procesales
básicas,	 como	 el	 derecho	 de	 defensa	 y	 los	 principios	 de	 inmediación	 y
contradicción.
4.3.	 Las	 audiencias	 que	 se	 realizarán	 con	 el	 sistema	 de	 videoconferencia
serán	determinados	por	 el	 juez	 competente	 en	 el	 proceso	penal	mediante
resolución	motivada.
4.4.	 La	 videoconferencia	 se	 realizará	 conforme	 a	 las	 reglas	 del
procedimiento	vigente	en	el	respectivo	distrito	judicial.
V.	Disposiciones	específicas
La	videoconferencia	se	podrá	realizar	en	los	siguientes	supuestos:
5.1.	En	caso	de	víctimas,	testigos	y	peritos
•	El	juez,	de	oficio	o	a	pedido	de	parte,	podrá	mediante	resolución	motivada
disponer	en	cualquier	etapa	del	proceso,	el	uso	de	la	videoconferencia	de	la
víctima,	 testigo	 y/o	perito	 cuando	no	 sea	posible	 su	presencia	 física	 en	 la
sede	judicial	por	dificultades	por	la	distancia,	seguridad	personal,	afectación
de	 la	 salud;	o	por	 cualquier	otra	 causa	de	análoga	 característica	que	haga
difícil	o	muy	gravosa	la	comparecencia	de	las	víctimas,	testigos	y/o	peritos	a
la	sede	del	órgano	judicial.
•	Tratándose	de	procesos	vinculados	a	delincuencia	organizada,	violencia
de	 género	 o	 cuando	 existan	 víctimas	 menores	 de	 edad,	 el	 órgano
jurisdiccional	competente	deberá	considerar	preferentemente	como	medida
de	protección	la	videoconferencia,	sin	perjuicio	de	disponer	otras	medidas
de	forma	concurrente.
5.2.	En	caso	de	imputados	recluidos	en	centros	penitenciarios
Excepcionalmente	 a	pedido	del	 fiscal,	 del	 imputado	o	por	disposición	del
juez,	 mediante	 resolución	 motivada,	 podrá	 utilizar	 la	 videoconferencia
cuando	 el	 imputado	 se	 encuentre	 privado	 de	 su	 libertad	 en	 un	 centro
penitenciario	 y	 su	 traslado	 al	 lugar	 de	 la	 audiencia	 encuentre	 dificultades
por	la	distancia,	seguridad	personal,	afectación	de	la	salud	o	porque	exista
peligro	de	fuga.	En	este	caso,	se	tendrá	en	cuenta	lo	siguiente:
•	 Para	 la	 declaración	 del	 procesado	 o	 condenado	 por	 videoconferencia
deberá	considerarse	preferentemente	que	el	abogado	defensor	se	encuentre
físicamente	a	su	lado.
•	Tratándose	de	procesados	o	condenados	por	delitos	graves	vinculados	a
organizaciones	criminales	el	juez	deberá	considerar	los	parámetros	legales
de	peligro	de	fuga.
5.3.	Cooperación	judicial	internacional
•	 La	 videoconferencia	 deberá	 sustentarse	 en	 los	 convenios	 bilaterales	 o
multilaterales	suscritos	por	el	Perú,	en	las	normas	generales	de	cooperación
judicial	internacional,	y	en	el	principio	de	reciprocidad,	según	corresponda.
•	 Tratándose	 de	 imputados	 que	 residan	 en	 el	 extranjero,	 el	 juez	 podrá
excepcionalmente	 disponer	 el	 uso	 de	 la	 videoconferencia	 para	 recibir	 su
declaración	 o	 realizar	 cualquier	 otra	 audiencia	 que	 sea	 necesaria	 para
continuar	o	concluir	el	proceso,	siempre	que	se	resguarden	los	principios	de
inmediación	 y	 contradicción.	 En	 estos	 casos,	 el	 juez,	 podrá	 realizar	 la
diligencia	con	intervención	del	cónsul	o	de	otro	funcionario	especialmente
habilitado	al	efecto	y	de	ser	el	caso,	de	un	intérprete.
5.4.	Implementación
El	 presidente	 de	 la	 Corte	 de	 Justicia	 de	 cada	 distrito	 judicial	 deberá
implementar	en	forma	inmediata,	las	medidas	de	orden	logístico	y	personal
que	 sean	 pertinentes	 para	 el	 adecuado	 funcionamiento	 del	 sistema	 de
videoconferencia,	especialmente	cuando	el	imputado	se	encuentre	recluido
en	un	establecimiento	penitenciario.
5.5.	Coordinación	general
A	 efectos	 de	 garantizar	 la	 eficacia	 de	 este	 medio	 tecnológico,	 las	 cortes
superiores	 de	 justicia	 deberán	 comunicar	 y	 coordinar	 con	 la	 Gerencia
General	 del	 Poder	 Judicial,	 la	 realización	 de	 las	 videoconferencias	 que
involucren	 la	 participación	 de	 más	 de	 un	 distrito	 judicial	 o	 que	 sean
internacionales.
JURISPRUDENCIA.—El	TC	descarta	que	el	empleo	del	sistema	de
videoconferencia	en	el	proceso	penal	afecte	el	derecho	de	defensa	o	del
inmediación.	“17.	El	proceso	penal,	tal	y	como	está	actualmente	diseñado,	se
sustenta	en	los	principios	de	oralidad,	publicidad	y	contradicción.	Por	ello,
antes	de	analizar	la	afectación	al	principio	de	inmediación	en	estricto,
conviene	pronunciarse	sobre	la	compatibilidad	entre	el	sistema	de
videoconferencia	y	estos	principios	básicos	del	proceso	penal.
18.	A	juicio	de	este	tribunal,	el	sistema	de	videoconferencia	no	impide	que	el
procesado	y	el	juzgador	puedan	comunicarse	oralmente;	antes	bien,	posibilita
la	interacción	y	el	dialogo	entre	las	partes,	pudiéndose	observar	que	cuando	se
realiza	bajo	las	condiciones	técnicas	adecuadas	no	obstaculiza	la	mejor
percepción	sensorial.	Asimismo,	en	la	medida	que	se	permita	el	acceso	al
contenido	de	las	audiencias	no	se	afecta	la	publicidad.	Mientras	que,	respecto
de	la	contradicción,	se	aprecia	que	con	las	partes	comunicadas	en	tiempo	real,
estas	pueden	expresarse	fluidamente,	tal	y	como	si	estuvieran	presentes
físicamente	el	procesado	y	el	juzgador	en	el	mismo	ambiente.
19.	Por	ello,	este	tribunal	considera	que	la	utilización	del	sistema	de
videoconferencia	no	transgrede,	prima	facie,	los	principios	referidos,
constituyéndose,	más	bien,	en	un	instrumento	tecnológico	que	coadyuva	a	los
fines	del	proceso.	(...).
21.	No	obstante,	el	tribunal	considera	que	la	utilización	de	la
videoconferencia	no	debe	ser	la	regla	general	sino	una	medida	de	empleo
excepcional,	en	los	términos	que	la	ley	procesal	penal	le	asigna,	y	siempre	que
no	impida	la	interacción	directa,	personal	y	cercana	de	un	medio	probatorio
que	tenga	directa	incidencia	en	cuestiones	de	hecho	relacionadas	a	la
declaración	de	inocencia	o	culpabilidad	del	procesado.	Existirán	algunos	casos
en	los	que	su	uso	deberá	ser	excluido	por	existir	la	necesidad	de	la	presencia
física	de	las	partes,	lo	cual	se	deberá	evaluar	en	el	caso	concreto	(...)”.	(T.	C,
Exp.	02738-2014-PHC/TC,	jul.	30/2015.	S.	S.	Urviola	Hani)
CAPÍTULO	II
Las	actas
D.	Leg.	957.
ART.	120.—Régimen	general.
1.	La	actuación	procesal,	fiscal	o	judicial,	se	documenta	por	medio
de	 acta,	 utilizándose	 de	 ser	 posible	 los	 medios	 técnicos	 que
correspondan.
2.	El	acta	debe	ser	fechada	con	indicación	del	lugar,	año,	mes,	día
y	 hora	 en	 que	 haya	 sido	 redactada,	 las	 personas	 que	 han
intervenido	 y	 una	 relación	 sucinta	 o	 integral	 –según	 el	 caso–	de
los	 actos	 realizados.	 Se	 debe	 hacer	 constar	 en	 el	 acta	 el
cumplimiento	 de	 las	 disposiciones	 especiales	 previstas	 para	 las
actuaciones	que	así	lo	requieran.
3.	 Será	 posible	 la	 reproducción	 audiovisual	 de	 la	 actuación
procesal,	sin	perjuicio	de	efectuarse	la	transcripción	respectiva	en
un	acta.	La	Fiscalía	de	la	Nación	y	el	Consejo	Ejecutivo	del	Poder
Judicial,	cada	uno	en	su	ámbito,	en	función	a	las	posibilidades	de
la	institución,	dictarán	disposiciones	que	permitan	su	utilización.
4.	El	acta	será	suscrita	por	el	funcionario	o	autoridad	que	dirige	y
por	los	demás	intervinientes	previa	lectura.	Si	alguno	no	puede	o
no	quiere	firmar,	se	dejará	constancia	de	ese	hecho.	Si	alguien	no
sabe	firmar,	podrá	hacerlo,	en	su	lugar,	otra	persona,	a	su	ruego	o
bien	un	testigo	de	actuación,	sin	perjuicio	de	que	se	imprima	su
huella	digital.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	documentación	de	la	resolución
oral	y	la	primacía	del	acta.	“Un	punto	distinto,	aunque	vinculado,	es	el
referido	a	la	documentación	de	la	resolución	oral,	de	suerte	que	sea	posible
garantizar	tanto	la	seguridad	jurídica	y	la	inalterabilidad	de	la	misma,	como
su	revisión	en	sede	de	impugnación	respecto	del	cumplimiento	de	sus
presupuestos	materiales	y	formales.
La	respuesta,	sin	duda,	desde	una	perspectiva	sistemática,	se	encuentra	en	la
correcta	interpretación	de	los	artículos	120	y	361	NCPP.	Los	autos,	atento	a
sus	exigencias	formales,	requieren	de	una	documentación	–no	sucinta–	sino
integral,	y	ésta	se	concreta	en	el	acta.	La	reproducción	audiovisual	está
referida	a	las	actuaciones	procesales,	a	las	diligencias	que	se	realizan	en	la
audiencia.	La	resolución	judicial	es	un	acto	procesal	sujeto	a	sus	propias
regulaciones.
Si	se	admite,	desde	la	perspectiva	del	NCCP	–principio	de	legalidad	procesal–
la	primacía	del	acta	(parágrafo	8°)	frente	a	la	reproducción	audiovisual	o	al
medio	técnico	o	grabación	respectiva,	es	ineludible	como	pauta	general	que	la
resolución	oral	debe	constar	en	el	acta	y	transcribirse	de	modo	integral.	No
obstante	ello,	es	evidente	asimismo,	si	se	asume	criterios	razonables	de
economía	y	celeridad	procesal,	que	si	el	auto	jurisdiccional	no	es	impugnado,
no	será	necesario	que	se	transcriba	integralmente	–basta	que	conste	su
sentido	y,	desde	luego,	lo	que	decida	o	resuelva	con	absoluta	claridad–.	La
reproducción	integral	de	la	resolución	oral,	por	consiguiente,	sólo	será
necesaria	cuando	ésta	es	recurrida	en	el	modo	y	forma	de	ley	y	sea	patente	su
admisión.	Se	trata	de	suprimir	tareas	inútiles	y	de	la	reducción	de	todo
esfuerzo	(cualquiera	sea	su	índole)	que	no	guarda	adecuada	correlación	con
la	necesidad	que	se	pretende	satisfacer;	y	de	que	el	proceso	se	tramite	y	logre
su	objeto	en	el	menor	tiempo	posible	(…).”	(CS,	Ac.	P.	6-2011/CJ-116,	may.
30/2012)
JURISPRUDENCIA.—La	ausencia	del	fiscal	no	invalida	las	actas	de
constatación	y	de	comiso	del	tráfico	ilícito	de	drogas.	“En	el	caso	de	autos
se	cuestionan	la	validez	de	las	actas	de	constatación	y	de	comiso	(...)	porque	en
ellas	no	habría	participado	el	representante	del	Ministerio	Público.	Sin
embargo,	este	colegiado	considera	que	en	este	caso	la	no	participación	de	un
representante	del	Ministerio	Público	no	determina	la	invalidez	de	las	actas
por	cuanto	la	policía,	en	ejercicio	de	sus	funciones,	elaboró	las	mencionadas
actas	para	dejar	constancia	del	comiso	de	los	materiales	que	servían	para	la
elaboración	de	la	pasta	básica	de	cocaína	y	de	las	personas	que	fueron
detenidas	durante	la	intervención.	Asimismo	el	que	el	gobernador	del	distrito
de	Chazuta	haya	intervenido	en	dichas	actas,	no	implica	que	haya	actuado	en
reemplazo	del	fiscal.”	(TC,	Exp.	01203-2012-PHC-TC,	jun.	27/2012.	S.	S.
Álvarez	Miranda)
D.	Leg.	957.
ART.	121.—Invalidez	del	acta.
1.	El	acta	carecerá	de	eficacia	sólo	si	no	existe	certeza	sobre	 las
personas	que	han	intervenido	en	la	actuación	procesal,	o	si	faltare
la	firma	del	funcionario	que	la	ha	redactado.
2.	La	omisión	en	el	acta	de	alguna	formalidad	sólo	la	privará	de
sus	efectos,	o	tornará	invalorable	su	contenido,	cuando	ellas	no
puedan	ser	suplidas	con	certeza	sobre	la	base	de	otros	elementos
de	la	misma	actuación	o	actuaciones	conexas,	o	no	puedan	ser
reproducidas	con	posterioridad	y	siempre	que	provoquen	un
agravio	específico	e	insubsanable	a	la	defensa	del	imputado	o	de
los	demás	sujetos	procesales.
REGLAMENTO	DE	REPRODUCCIÓN	AUDIOVISUAL	DE	ACTUACIONES
FISCALES
R.	729-2006-MP-FN.
ART.	 1°.—Aprobar	 los	 reglamentos	 de	 reproducción	 audiovisual	 de
actuaciones	 procesales	 fiscales;	 la	 cadena	 de	 custodia	 de	 elementos
materiales,	evidencias	y	administración	de	bienes	incautados;	programa	de
asistencia	 a	 víctimas	 y	 testigos;	 circulación	 y	 entrega	 vigilada	 de	 bienes
delictivos	y	agente	encubierto;	notificaciones,	 citaciones	y	 comunicaciones
entre	autoridades	en	la	actuación	fiscal.
(...).
Artículo	3°.-	Ámbito	y	alcance.	El	presente	reglamento	es	de	aplicación	en
el	territorio	nacional	y	de	obligatorio	cumplimiento	por	los	señores	fiscales
que	cuenten	con	los	medios	técnicos	correspondientes.
Artículo	4°.-	Registro	audiovisual.	Las	 actuaciones	 procesales	 realizadas
por	 el	 fiscal	 o	 dispuestas	 por	 él,	 podrán	 registrarse	 a	 través	 de	 medios
audiovisuales	 en	 forma	 y	 modo	 que	 puedan	 producir	 fe	 y	 permitan
garantizar	la	conservación	y	reproducción	de	su	contenido.
De	 todo	registro	audiovisual	 se	generará	simultáneamente	 la	o	 las	 copias
de	 respaldo	 que	 resulten	 necesarias,	 de	 lo	 cual	 se	 dejará	 constancia	 en	 el
acta.
Artículo	5°.-	Acta	de	la	actuación	registrada	audiovisualmente.	Cuando
se	realice	el	registro	audiovisual	se	levantará	un	acta	sucinta	que	describa	el
objeto	 de	 la	 diligencia	 y	 la	 forma	 y	 circunstancias	 en	 las	 que	 se	 hubiere
llevado	 a	 cabo,	 con	 mención	 de	 la	 observancia	 de	 las	 garantías	 de	 ley,
tiempo	de	duración	de	la	grabación,	y	las	disposiciones	especiales	previstas
para	 las	 actuaciones	 que	 así	 lo	 requieran.	 Se	 dejará	 constancia	 de	 las
observaciones	que	los	intervinientes	puedan	formular.
El	acta	 será	 suscrita	por	el	 fiscal	y	 todos	 los	demás	 intervinientes,	previa
lectura	de	la	misma.
Artículo	 6°.-	 Transcripción.	 Sin	 perjuicio	 del	 acta	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	anterior,	el	registro	audiovisual	será	visualizado	y	transcrito	en	un
acta	 por	 el	 funcionario	 auxiliar	 que	 el	 fiscal	 designe,	 de	 ser	 posible	 de
manera	inmediata,	con	intervención	de	las	partes.
En	 la	 transcripción	 se	 consignará	 el	 tiempo	 de	 duración	 del	 segmento
visualizado	u	oído.
Artículo	7°.-	Naturaleza	del	registro	audiovisual.	El	registro	audiovisual
tiene	 la	naturaleza	de	prueba	documental,	 conforme	a	 lo	establecido	en	el
Capítulo	V	del	Título	II	de	la	Sección	Segunda	de	Libro	Segundo	del	C.P.P.
Artículo	8°.-	Acceso	a	los	registros.	Las	partes	tendrán	acceso	al	contenido
de	 los	 registros	 audiovisuales,	 salvo	 las	 excepciones	 expresamente
previstas	en	la	ley.
Artículo	 9°.-	Expedición	 de	 copias.	 Los	 sujetos	 procesales	 podrán	 pedir
copia	 de	 las	 grabaciones	 audiovisuales,	 salvo	 que	 se	 haya	 dispuesto	 el
secreto	de	la	actuación	en	la	forma	establecida	en	la	ley.	El	secretario	hará
entrega	de	la	copia	bajo	cargo	escrito	en	el	que	se	dará	fe	de	su	contenido,
previa	 acreditación	 del	 pago	 de	 la	 tasa	 correspondiente.	 Adoptará	 las
medidas	 que	 permitan	 individualizar	 la	 copia	 y	 preservar	 su	 contenido,
conforme	a	las	directivas	de	la	materia.
Artículo	10.-	Conservación	y	custodia.	Los	soportes	de	los	registros	y	sus
actas	constituyen	parte	de	la	carpeta	fiscal.
La	 conservación	 de	 los	 soportes	 de	 los	 registros	 audiovisuales	 estará	 a
cargo	del	funcionario	correspondiente.
Artículo	 11.-	 Daño	 o	 pérdida	 del	 soporte	 y	 reemplazo.	 Cuando	 por
cualquier	causa,	se	viere	dañado	el	soporte	material	del	registro	audiovisual
afectando	 su	 contenido,	 o	 se	 perdiere,	 el	 fiscal	 ordenará	 reemplazarlo	 en
todo	 o	 parte	 por	 una	 copia	 fiel,	 que	 obtendrá	 del	 sistema	 de	 respaldo	 de
contenido	audiovisual	del	Ministerio	Público;	en	su	defecto,	 la	solicitará	al
sujeto	procesal	que	la	tuviere.
Si	no	fuere	posible	la	obtención	de	alguna	copia,	y	no	existiere	constancia
del	acto,	se	procederá	a	la	renovación	de	éste.
Si	aparece	el	soporte	original,	será	agregado	a	la	carpeta	fiscal.
Artículo	12.-	Fechado	y	rotulación.	Las	grabaciones	deberán	ser	fechadas,
de	 modo	 que	 el	 día,	 la	 hora	 y	 el	 lugar	 en	 que	 se	 han	 realizado	 queden
incorporados	en	el	soporte	original,	así	como	el	nombre	y	datos	de	quienes
hubieren	 intervenido	 en	 ella,	 de	 la	 persona	 sometida	 a	 examen	 o	 la
descripción	de	la	cosa	o	suceso	que	se	reprodujere.
Asimismo,	 el	 soporte	 será	 rotulado	 con	 la	 identificación	 clara	 de	 la
actuación	fiscal	que	contiene.
Artículo	 13.-	 Medidas	 de	 seguridad.	 Para	 la	 conservación	 y
aseguramiento	 de	 los	 soportes	 originales	 de	 la	 grabación,	 y	 evitar	 su
alteración,	se	adoptarán	las	medidas	establecidas	en	materia	de	cadena	de
custodia.
Podrá	disponerse	el	almacenamiento	de	la	información	de	los	archivos	de
grabación	en	un	medio	que	asegure	su	conservación.
La	manipulación	de	 los	 soportes	originales	de	 las	grabaciones,	que	altere
las	 imágenes	 y	 sonidos	 recogidos,	 será	 pasible	 de	 la	 responsabilidad
administrativa	o	penal,	según	corresponda.
Disposiciones	finales
Primera	 Disposición	 Final.-	 El	 presente	 reglamento	 entrará	 en	 vigencia
progresiva	en	 los	distritos	 judiciales	conforme	calendario	oficial	aprobado
por	Decreto	Supremo	N°	007-2006-JUS,	su	fecha	04	de	marzo	del	2006.
Segunda	Disposición	Final.-	Complementariamente,	se	observará	en	lo	que
fuere	 aplicable	 las	 disposiciones	 legales	 y	 reglamentarias	 en	 materia	 de
vídeo	vigilancia	y	de	cadena	de	custodia.
Tercera	 Disposición	 Final.-	 La	 gerencia	 general	 dispondrá	 la
implementación	de	los	medios	necesarios	para	la	transcripción	automática,
el	 almacenamiento	 de	 la	 información	 grabada	 o	 filmada	 en	 sistemas
informáticos	 u	 otros,	 así	 como	 las	medidas	 que	 permitan	 individualizar	 y
preservar	el	contenido	de	las	copias	de	soportes	audiovisuales	expedidas	a
las	partes.
Glosario	de	términos
Reproducción:	En	el	artículo	120	del	C.P.P.	la	expresión	reproducción	está
referida	a	la	grabación	de	imagen	o	sonido	por	procedimientos	manuales	o
técnicos.
Registrar:	Grabar	 imágenes	o	sonidos	en	un	disco,	una	cinta	magnética	u
otro	soporte.
Soporte:	 Objeto	 en	 el	 que	 se	 registra	 información,	 como	 por	 ejemplo	 la
cinta	de	vídeo,	el	disco	compacto	u	otro.
Audiovisual:	 Se	 dice	 de	 métodos	 que	 se	 valen	 de	 grabaciones	 acústicas
acompañadas	de	imágenes.
Transcripción:	Representar	en	palabras	mediante	un	sistema	de	escritura,
elementos	fónicos	y/o	visuales.
Medios	 técnicos:	 Objetos	 o	 instrumentos	 que	 pueden	 servir	 para	 la
aplicación	práctica	del	registro	de	imágenes	y	sonidos.
CAPÍTULO	III
Las	disposiciones	y	las	resoluciones
D.	Leg.	957.
ART.	122.—Actos	del	Ministerio	Público.
1.	 El	 Ministerio	 Público,	 en	 el	 ámbito	 de	 su	 intervención	 en	 el
proceso,	 dicta	 disposiciones	 y	 providencias,	 y	 formula
requerimientos.
2.	 Las	 disposiciones	 se	 dictan	 para	 decidir:	 a)	 el	 inicio,	 la
continuación	 o	 el	 archivo	 de	 las	 actuaciones;	 b)	 la	 conducción
compulsiva	 de	 un	 imputado,	 testigo	 o	 perito,	 cuando	 pese	 a	 ser
emplazado	debidamente	durante	 la	 investigación	no	 cumple	 con
asistir	 a	 las	 diligencias	 de	 investigación;	 c)	 la	 intervención	 de	 la
policía	a	fin	de	que	realice	actos	de	investigación;	d)	la	aplicación
del	 principio	 de	 oportunidad;	 y,	 e)	 toda	 otra	 actuación	 que
requiera	expresa	motivación	dispuesta	por	la	ley.
3.	 Las	 providencias	 se	 dictan	 para	 ordenar	 materialmente	 la
etapa	de	investigación.
4.	 Los	 requerimientos	 se	 formulan	para	dirigirse	 a	 la	 autoridad
judicial	solicitando	la	realización	de	un	acto	procesal.
5.	Las	disposiciones	y	los	requerimientos	deben	estar	motivados.
En	 el	 caso	 de	 los	 requerimientos,	 de	 ser	 el	 caso,	 estarán
acompañados	de	los	elementos	de	convicción	que	lo	justifiquen.
6.	Rige,	en	lo	pertinente,	el	artículo	127.
D.	Leg.	957.
ART.	123.—Resoluciones	judiciales.
1.	Las	resoluciones	judiciales,	según	su	objeto	son	decretos,	autos
y	sentencias.	Salvo	los	decretos,	deben	contener	 la	exposición	de
los	 hechos	 debatidos,	 el	 análisis	 de	 la	 prueba	 actuada,	 la
determinación	de	la	ley	aplicable	y	lo	que	se	decide,	de	modo	claro
y	expreso.
2.	Los	decretos	se	dictan	sin	trámite	alguno.	Los	autos	se	expiden,
siempre	que	lo	disponga	este	código,	previa	audiencia	con
intervención	de	las	partes.	Las	sentencias	se	emiten	según	las
reglas	previstas	en	este	código.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Las	resoluciones	judiciales,	salvo	los
decretos,	deben	exponer	los	hechos	debatidos,	la	determinación	de	la	ley
aplicable	y	lo	que	se	decide.	“El	artículo	123	NCPP	clasifica	las	resoluciones
judiciales	según	su	objeto	–entendido	desde	una	perspectiva	material–	en:
decretos,	autos	y	sentencias.	Los	autos	se	dictan,	siempre	que	lo	disponga	el
citado	código,	previa	audiencia	con	intervención	de	las	partes;	las	sentencias,
por	su	lado,	tienen	un	régimen	propio	fijado	en	los	títulos	correspondientes	–
todas,	a	excepción	de	la	sentencia	en	el	proceso	por	faltas	que	autoriza	las
denominadas	sentencias	in	voce	u	orales,	son	escritas	(vid.:	artículos	394-396,
425,	431.4,	468.5,	477.4	y	484.6	NCPP)–.
El	conjunto	de	las	resoluciones	judiciales,	salvo	los	decretos,	deben	contener
la	exposición	de	los	hechos	debatidos,	el	análisis	de	la	prueba	actuada,	la
determinación	de	la	ley	aplicable	y	lo	que	se	decide,	de	modo	claro	y	expreso.
Por	lo	demás,	sin	perjuicio	de	las	disposiciones	especiales	y	de	las	normas
estipuladas	en	la	LOPJ,	las	resoluciones	serán	firmadas	por	los	jueces
respectivos	(artículo	1251	NCPP).”	(CS,	Ac.	P.	6-2011/CJ-116,	may.	30/2012)
D.	Leg.	957.
ART.	124.—Error	material,	aclaración	y	adición.
1.	 El	 juez	 podrá	 corregir,	 en	 cualquier	 momento,	 los	 errores
puramente	materiales	o	numéricos	contenidos	en	una	resolución.
2.	 En	 cualquier	 momento,	 el	 juez	 podrá	 aclarar	 los	 términos
oscuros,	ambiguos	o	contradictorios	en	que	estén	redactadas	 las
resoluciones	 o	 podrá	 adicionar	 su	 contenido,	 si	 hubiera	 omitido
resolver	 algún	 punto	 controvertido,	 siempre	 que	 tales	 actos	 no
impliquen	una	modificación	de	lo	resuelto.
3.	Dentro	de	los	tres	días	posteriores	a	la	notificación,	las	partes
podrán	solicitar	la	aclaración	o	la	adición	de	los
pronunciamientos.	La	solicitud	suspenderá	el	término	para
interponer	los	recursos	que	procedan.
D.	Leg.	957.
ART.	125.—Firma.
1.	 Sin	 perjuicio	 de	 disposiciones	 especiales	 y	 de	 las	 normas
establecidas	en	la	Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial,	las	resoluciones
serán	firmadas	por	los	jueces	o	por	los	miembros	del	juzgado	o	de
la	sala	en	que	actuaron.
2.	La	falta	de	alguna	firma,	fuera	de	lo	dispuesto	en	la	Ley
Orgánica	del	Poder	Judicial,	provocará	la	ineficacia	del	acto,	salvo
que	la	resolución	no	se	haya	podido	firmar	por	un	impedimento
invencible	surgido	después	de	haber	participado	en	la
deliberación	y	votación.
D.	Leg.	957.
ART.	126.—Poder	coercitivo.	El	fiscal	y	el	juez	podrán	requerir
la	intervención	de	la	fuerza	pública	y	disponer	las	medidas
necesarias	para	el	cumplimiento	seguro	y	regular	de	los	actos	que
ordenen	en	el	ejercicio	de	sus	funciones.
CAPÍTULO	IV
Las	notificaciones	y	citaciones
D.	Leg.	957.
ART.	127.—Notificación.
1.	Las	disposiciones	y	las	resoluciones	deben	ser	notificadas	a	los
sujetos	 procesales,	 dentro	 de	 las	 veinticuatro	 horas	 después	 de
ser	dictadas,	salvo	que	se	disponga	un	plazo	menor.
2.	 La	 primera	 notificación	 al	 imputado	 detenido	 o	 preso	 será
efectuada	en	el	primer	centro	de	detención	donde	fue	conducido,
mediante	 la	 entrega	 de	 copia	 a	 la	 persona,	 o	 si	 no	 es	 posible	 el
director	 del	 establecimiento	 informará	 inmediatamente	 al
detenido	o	preso	con	el	medio	más	rápido.
3.	 Salvo	 que	 el	 imputado	 no	 detenido	 haya	 fijado	 domicilio
procesal,	 la	 primera	 notificación	 se	 hará	 personalmente,
entregándole	una	copia,	en	su	domicilio	real	o	centro	de	trabajo.
4.	 Si	 las	 partes	 tienen	 defensor	 o	 apoderado,	 las	 notificaciones
deberán	 ser	 dirigidas	 solamente	 a	 estos,	 excepto	 si	 la	 ley	 o	 la
naturaleza	del	acto	exigen	que	aquellas	también	sean	notificadas.
5.	Cuando	la	notificación	deba	practicarse	por	medio	de	 lectura,
se	 leerá	 el	 contenido	 de	 la	 resolución	 y	 si	 el	 interesado	 solicita
copia	se	le	entregará.
6.	Rige,	en	lo	pertinente,	lo	dispuesto	en	el	Código	Procesal	Civil,
con	las	precisiones	establecidas	en	los	reglamentos	respectivos
que	dictarán	la	Fiscalía	de	la	Nación	y	el	Consejo	Ejecutivo	del
Poder	Judicial,	en	el	ámbito	que	les	corresponda.
JURISPRUDENCIA.—Solo	es	relevante	la	falta	de	notificación	que	afecta
de	modo	concreto	al	derecho	de	defensa.	“(…)	el	acto	de	notificación	no	es
un	acto	procesal	cuyo	cuestionamiento	o	vicios	genere,	per	se,	violación	del
derecho	al	debido	proceso	o	a	la	tutela	procesal	efectiva,	puesto	que	para	que
ello	ocurra	resulta	indispensable	la	constatación	o	acreditación	indubitable	de
parte	de	quien	alega	que	con	la	falta	de	una	debida	notificación	se	ha	visto
afectado	de	modo	real	y	concreto	en	su	derecho	de	defensa	u	otro	derecho
constitucional	directamente	implicado	en	el	caso	concreto.	(…).
(…)	si	bien	es	cierto	que	no	existe	una	debida	notificación	de	la	resolución
cuestionada	mediante	la	cual	se	lo	requiere	para	la	lectura	de	sentencia	y	a	la
vez	para	que	precise	su	domicilio	procesal,	tampoco	es	menos	cierto	que	dicha
irregularidad	haya	generado	un	estado	de	indefensión	de	modo	real	y
concreto	a	su	derecho	de	defensa;	(…)	que	acredita	la	concurrencia	del
recurrente	a	tal	diligencia,	donde	además	planteó	el	recurso	de	apelación
contra	la	sentencia	condenatoria.	(…).”	(TC,	Exp.	05194-2007-HC/TC,	set.
29/2008.	Pres.	Mesía	Ramírez)
D.	Leg.	957.
ART.	128.—Notificación	por	edictos.	Cuando	se	ignore	el	 lugar
donde	 se	 encuentra	 la	 persona	 que	 deba	 ser	 notificada,	 la
resolución	se	le	hará	saber	por	edicto	que	se	publicará	en	el	diario
oficial	 de	 la	 sede	 de	 la	 Corte	 Superior	 o	 a	 través	 del	 portal	 o
página	 web	 de	 la	 institución,	 sin	 perjuicio	 de	 las	 medidas
convenientes	para	localizarlo.
La	Fiscalía	de	la	Nación	y	el	Consejo	Ejecutivo	del	Poder	Judicial,
sin	perjuicio	de	la	reglamentación	de	este	artículo,	podrán
disponer,	en	el	ámbito	que	les	respecta,	que	se	publiquen,	en	el
diario	oficial,	listas	de	personas	requeridas	por	la	justicia.
D.	Leg.	957.
ART.	129.—Citaciones.
1.	 Las	 víctimas,	 testigos,	 peritos,	 interpretes	 y	 depositarios,
podrán	ser	citados	por	medio	de	la	policía	o	por	el	personal	oficial
de	la	fiscalía	o	del	órgano	jurisdiccional,	según	las	directivas	que
sobre	el	particular	dicte	el	órgano	de	gobierno	respectivo.
2.	 En	 caso	 de	 urgencia	 podrán	 ser	 citados	 verbalmente,	 por
teléfono,	 por	 correo	 electrónico,	 fax,	 telegrama	 o	 cualquier	 otro
medio	de	comunicación,	de	lo	que	se	hará	constar	en	autos.
3.	Los	militares	y	policías	en	situación	de	actividad	serán	citados
por	conducto	del	superior	jerárquico	respectivo,	salvo	disposición
contraria	de	la	ley.
4.	El	respectivo	reglamento	de	citaciones,	dictado	por	la	Fiscalía
de	la	Nación	y	el	Consejo	Ejecutivo	del	Poder	Judicial,	en	el	ámbito
que	les	respecta,	establecerá	las	precisiones	que	correspondan.
JURISPRUDENCIA.—En	el	nuevo	sistema	procesal	penal,	la	citación
verbal	y	personal	puede	suplir	a	la	notificación	por	cédula.	“6.	En	cuanto
a	la	alegada	violación	del	derecho	a	la	defensa,	este	derecho	comporta	en
estricto	el	derecho	a	no	quedar	en	estado	de	indefensión	en	cualquier	etapa
del	proceso	penal.	Tal	derecho	tiene	una	doble	dimensión:	una	material,
referida	en	el	ámbito	del	proceso	penal	al	derecho	del	imputado	o	demandado
de	ejercer	su	propia	defensa	desde	el	mismo	instante	en	que	toma
conocimiento	de	que	se	le	atribuye	la	comisión	de	determinado	hecho
delictivo;	y	otra	formal,	que	supone	el	derecho	a	una	defensa	técnica;	esto	es,
al	asesoramiento	y	patrocinio	de	un	abogado	defensor	durante	todo	el	tiempo
que	dure	el	proceso.
En	el	caso	de	autos,	respecto	al	cuestionamiento	de	la	Resolución	N°	7	(...)	que
desestima	el	pedido	del	favorecido	de	que	se	reprograme	la	audiencia	de	vista
de	la	causa	de	cesación	de	prisión	preventiva	(...),	porque	su	abogado	defensor
no	podía	asistir	debido	a	problemas	de	salud	este	tribunal	considera	que
conforme	a	la	razón	que	obra	(...),	la	sala	de	apelaciones	que	integran	los
jueces	superiores	demandados	dispuso	notificar	al	otro	abogado	designado
por	el	favorecido	para	que	lo	patrocine	en	la	referida	investigación	(...),
llamándolo	a	su	teléfono	celular,	también	consignado	en	autos,	para	citarlo
verbal	y	personalmente	para	que	concurra	a	la	audiencia,	lo	que	se	hizo	en
defecto	de	la	notificación	mediante	cédula	y	por	tratarse	de	un	caso	de
urgencia,	conforme	a	lo	previsto	por	el	inciso	2	del	artículo	129	del	Nuevo
Código	Procesal	Penal.
8.	En	consecuencia	este	tribunal	considera	que	el	favorecido	tuvo	oportuno
conocimiento	de	la	audiencia	que	cuestiona	debiendo	concurrir
personalmente	acompañado	de	uno	de	sus	abogados	defensores	consignados
en	autos,	no	siendo	causa	justificatoria	de	ausencia	la	presunta	enfermedad	de
uno	de	dichos	letrados.	(...).”	(TC,	Exp.	00815-2012-PHC/TC,	jul.	05/2012.	S.	S.
Álvarez	Miranda)
D.	Leg.	957.
ART.	 130.—Constancia.	 El	 resultado	 de	 las	 diligencias
practicadas	 para	 efectuar	 las	 citaciones	 y	 notificaciones	 se	 hará
constar	por	escrito.
D.	Leg.	957.
ART.	131.—Defecto	de	la	notificación.
1.	 Siempre	 que	 cause	 efectiva	 indefensión,	 la	 notificación	 no
surtirá	efecto	cuando:
a)	Haya	existido	error	sobre	la	identidad	de	la	persona	notificada;
b)	 La	 disposición	 o	 la	 resolución	 haya	 sido	 notificada	 en	 forma
incompleta;
c)	 En	 la	 diligencia	 no	 conste	 la	 fecha	 o,	 cuando	 corresponda,	 la
fecha	de	entrega	de	la	copia;
d)	Si	en	la	copia	entregada	falta	la	firma	de	quien	ha	efectuado	la
notificación.
2.	El	vicio	en	la	notificación	se	convalida	si	el	afectado	procede	de
manera	que	ponga	de	manifiesto	haber	tomado	conocimiento
oportuno	del	contenido	de	la	disposición	o	resolución,	o	si	ésta,	no
obstante	carecer	de	un	requisito	formal,	ha	cumplido	su	finalidad.
CAPÍTULO	V
Comunicación	entre	autoridades
D.	Leg.	957.
ART.	132.—Forma.
1.	 Cuando	 un	 acto	 procesal,	 una	 diligencia	 o	 una	 información
relacionadas	con	la	causa	deban	ejecutarse	por	intermedio	de	otra
autoridad,	 el	 juez	 o	 el	 fiscal	 podrán	 encomendarle	 su
cumplimiento.
2.	 La	 comunicación	 de	 ejecución	 precisará	 la	 autoridad	 judicial
que	 lo	 requiere,	 su	 competencia	 para	 el	 caso,	 el	 acto	 concreto,
diligencia	o	información	solicitada,	con	todos	los	datos	necesarios
para	cumplirla,	las	normas	legales	que	la	posibilitan	y	el	plazo	de
su	cumplimiento.	La	comunicación	podrá	realizarse	con	aplicación
de	cualquier	medio	que	garantice	su	autenticidad.
3.	 En	 caso	 de	 urgencia	 se	 utilizará	 fax,	 telegrama	 o	 correo
electrónico	 y,	 eventualmente,	 podrá	 adelantarse	 telefónicamente
el	contenido	del	requerimiento	para	que	se	comience	a	tramitar	la
diligencia,	sin	perjuicio	de	la	remisión	posterior	del	mandamiento
escrito.
4.	 Cuando	 la	 delegación	 del	 acto	 tenga	 por	 destinataria	 a	 otro
juez	 o	 fiscal,	 se	 cursará	 el	 exhorto	 correspondiente	 para	 su
tramitación	inmediata.
5.	La	autoridad	requerida,	colaborará	con	los	jueces,	el	Ministerio
Público	 y	 la	 policía	 y	 tramitará,	 sin	 demora,	 los	 requerimientos
que	reciban	de	ellos.
6.	El	órgano	de	gobierno	del	Poder	Judicial	y	el	Fiscal	de	la	Nación
dictarán	los	reglamentos	correspondientes	y	podrán	celebrar
convenios	con	otras	instituciones	públicas	para	requerir	y
compartir	información	así	como	establecer	sistemas	de
comunicación	por	internet	entre	jueces	y	fiscales.
D.	Leg.	957.
ART.	133.—Exhortos	a	autoridades	extranjeras.
1.	 Los	 requerimientos	 dirigidos	 a	 jueces,	 fiscales	 o	 autoridades
extranjeras	se	efectuarán	por	exhortos	y	serán	diligenciados	en	la
forma	establecida	por	 los	 tratados	 y	 costumbres	 internacionales
o,	en	su	defecto,	por	este	código	y	las	demás	leyes	del	país.
2.	Por	medio	de	la	Fiscalía	de	la	Nación	o,	en	su	caso,	de	la	Corte
Suprema	 de	 Justicia,	 se	 canalizarán	 las	 comunicaciones	 al
Ministerio	de	Relaciones	Exteriores,	el	 cual,	 cuando	corresponda
las	tramitará	por	la	vía	diplomática.
3.	En	casos	de	urgencia	podrán	dirigirse	comunicaciones	a
cualquier	autoridad	judicial	o	administrativa	extranjera,
anticipando	el	exhorto	o	la	contestación	a	un	requerimiento,	sin
perjuicio	de	que,	con	posterioridad,	se	formalice	la	gestión,	según
lo	previsto	en	los	numerales	anteriores.
CAPÍTULO	VI
La	formación	del	expediente	fiscal	y	judicial
D.	Leg.	957.
ART.	134.—Contenido	del	expediente	fiscal.
1.	 El	 fiscal,	 con	 motivo	 de	 su	 actuación	 procesal,	 abrirá	 un
expediente	 para	 la	 documentación	 de	 las	 actuaciones	 de	 la
investigación.	Contendrá	la	denuncia,	el	informe	policial	de	ser	el
caso,	 las	 diligencias	 de	 investigación	 que	 hubiera	 realizado	 o
dispuesto	 ejecutar,	 los	 documentos	 obtenidos,	 los	 dictámenes
periciales	 realizados,	 las	actas	y	 las	disposiciones	y	providencias
dictadas,	 los	 requerimientos	 formulados,	 las	 resoluciones
emitidas	 por	 el	 juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria,	 así	 como
toda	documentación	útil	a	los	fines	de	la	investigación.
2.	El	Fiscal	de	la	Nación	reglamentará	todo	lo	relacionado	con	la
formación,	custodia,	conservación,	traslado,	recomposición	y
archivo	de	las	actuaciones	del	Ministerio	Público	en	su	función	de
investigación	del	delito.	Podrá	disponer	la	utilización	de	los
sistemas	tecnológicos	que	se	consideren	necesarios	para	el
registro,	archivo,	copia,	transcripción	y	seguridad	del	expediente.
JURISPRUDENCIA.—Inconstitucionalidad	 del	 sometimiento	 de	 la
denuncia	 fiscal	 y	del	auto	apertorio	a	 lo	 resuelto	por	el	Congreso.	 “(...)
Por	 su	parte,	 el	 tercero	prevé:	 ‘Los	 términos	de	 la	denuncia	 fiscal	y	del	auto
apertorio	 de	 instrucción	 no	 pueden	 exceder	 ni	 reducir	 los	 términos	 de	 la
acusación	 del	 Congreso’.	 (…)	 las	 referidas	 disposiciones	 son	 contrarias	 al
aludido	principio	fundamental	sobre	los	que	se	sustenta	el	Estado	democrático
de	derecho:	la	separación	de	poderes.	Si	bien	dicho	principio	no	puede	negar
la	mutua	 colaboración	 y	 fiscalización	 entre	 los	 poderes	 públicos,	 impone	 la
ausencia	 de	 toda	 injerencia	 en	 las	 funciones	 esenciales	 y	 especializadas	 que
competen	a	cada	una	de	las	instituciones	que	diagraman	la	organización	del
Estado.	En	tal	 sentido,	en	modo	alguno	puede	restringirse	 la	autonomía	que
corresponde	al	Ministerio	Público	en	el	desenvolvimiento	de	las	funciones	que
la	Constitución	le	ha	conferido	en	su	artículo	159;	menos	aún	puede	aceptarse
la	 limitación	de	 los	principios	de	unidad,	 exclusividad	e	 independencia	de	 la
función	 jurisdiccional	 (incisos	 1	 y	 2	 del	 artículo	 139),	 la	 que,	 desde	 luego,
alcanza	 también	 al	 juez	 instructor	 encargado	 de	 evaluar	 la	 suficiencia	 de
elementos	de	juicio	que	justifiquen	la	apertura	de	instrucción	y	de	conducir	la
etapa	investigativa	del	proceso.
Por	 lo	 expuesto,	 el	 Tribunal	 Constitucional	 exhorta	 al	 Congreso	 de	 la
República	a	realizar	la	reforma	constitucional	correspondiente.	(…)”.	(TC,	Exp.
N°	0006-2003-AI/TC,	dic.	01/2003.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA	 VINCULANTE.—Cobro	 por	 expedir	 copias	 simples	 o
certificadas	que	 realiza	 el	Ministerio	Público	no	afecta	 el	 derecho	a	 la
gratuidad	de	la	administración	de	justicia.	“Ahora	bien,	cabe	determinar	si
el	contenido	del	artículo	dieciocho	del	reglamento	de	carpeta	fiscal,	entra	en
conflicto	 con	 la	 gratuidad	 de	 la	 justicia.	 Al	 respecto,	 de	 igual	manera	 en	 el
fundamento	 jurídico	 número	 octavo	 de	 la	 sentencia	 del	 Tribunal
Constitucional	 referida	 en	 el	 considerando	 precedente,	 se	 precisó	 que	 es	 un
principio	de	la	función	jurisdiccional,	que	la	justicia	será	gratuita	cuando	así
lo	 disponga	 la	 ley	 y,	 respecto	 de	 quienes	 acrediten	 insuficiencia	 de	 recursos
para	litigar;	por	tanto,	se	trata	de	un	derecho	prestacional	y	de	configuración
legal,	 cuyo	 contenido	 y	 concretas	 condiciones	 de	 ejercicio,	 corresponde
delimitarlos	 al	 legislador	 atendiendo	 a	 los	 intereses	 públicos	 y	 privados
implicados	y	a	las	concretas	disponibilidades	presupuestarias”.	(CS,	Cas.	171-
2011-Lima,	ago.	16/2012.	V.	P.	Pariona	Pastrana)
D.	Leg.	957.
ART.	135.—Requerimientos	del	fiscal.
1.	 Los	 requerimientos	 que	 el	 fiscal	 formula	 al	 juez	 de	 la
investigación	preparatoria	deben	acompañarse	con	el	expediente
original	 o	 con	 las	 copias	 certificadas	 correspondientes,	 según	 la
investigación	esté	concluida	o	no,	o	en	todo	caso	si	la	remisión	del
expediente	 original	 no	 producirá	 retraso	 grave	 o	 perjuicio	 a	 las
partes	y	a	la	investigación.
2.	El	Fiscal	de	la	Nación	emitirá	las	directivas	e	instrucciones
necesarias	para	garantizar	y	uniformizar	la	presentación	de	las
actuaciones	que	deben	acompañar	los	requerimientos	fiscales	al
juez	de	la	investigación	preparatoria,	cuando	la	investigación	no
esté	concluida.
D.	Leg.	957.
ART.	136.—Contenido	del	expediente	judicial.
1.	Una	vez	que	se	dicta	el	auto	de	citación	a	 juicio,	el	 juez	penal
ordenará	 formar	 el	 respectivo	 expediente	 judicial.	 En	 este
expediente	se	anexarán:
a)	 Los	 actuados	 relativos	 al	 ejercicio	 de	 la	 acción	 penal	 y	 de	 la
acción	civil	derivada	del	delito;
b)	 Las	 actas	 en	 que	 consten	 las	 actuaciones	 objetivas	 e
irreproducibles	 realizadas	 por	 la	 policía	 o	 el	Ministerio	 Público,
así	como	las	declaraciones	del	imputado;
c)	Las	actas	referidas	a	la	actuación	de	prueba	anticipada;
d)	Los	informes	periciales	y	los	documentos;
e)	 Las	 resoluciones	 expedidas	 por	 el	 juez	 de	 la	 investigación
preparatoria	y,	de	ser	el	caso,	los	elementos	de	convicción	que	las
sustentan;
f)	 Las	 resoluciones	 emitidas	 durante	 la	 etapa	 intermedia	 y	 los
documentos,	 informes	y	dictámenes	periciales	que	hayan	podido
recabarse,	 así	 como	 –de	 ser	 el	 caso–	 las	 actuaciones
complementarias	realizadas	por	el	Ministerio	Público.
2.	El	Consejo	Ejecutivo	del	Poder	Judicial	reglamentará	todo	lo
relacionado	con	la	formación,	custodia,	conservación,	traslado,
recomposición	y	archivo	del	expediente	judicial.	Podrá	disponer	la
utilización	de	los	sistemas	tecnológicos	que	se	consideren
necesarios	para	el	registro,	archivo,	copia,	transcripción	y
seguridad	del	expediente.
D.	Leg.	957.
ART.	 137.—Traslados,	 remisión	 y	 resolución	 sobre	 la
formación	del	expediente	judicial.
1.	 Formado	 el	 expediente	 judicial,	 se	 pondrá	 en	 secretaría	 a
disposición	 del	 Ministerio	 Público	 y	 de	 los	 demás	 sujetos
procesales	 por	 el	 plazo	 de	 cinco	 días	 para	 su	 revisión,	 eventual
solicitud	 de	 copias,	 simples	 o	 certificadas,	 y,	 en	 su	 caso,	 para
instar	la	incorporación	de	alguna	pieza	de	las	contempladas	en	el
artículo	 anterior	 o	 la	 exclusión	 de	 una	 que	 no	 corresponda
incorporar.	 De	 esta	 última	 solicitud	 se	 correrá	 traslado	 a	 las
demás	partes	por	igual	plazo.
2.	El	juez	resolverá,	dentro	del	segundo	día	de	culminado	el	plazo
anterior,	 mediante	 auto	 inimpugnable,	 la	 solicitud	 de
incorporación	o	exclusión	de	piezas	procesales.
3.	Vencido	este	trámite,	las	actuaciones	diversas	de	las	previstas
en	el	artículo	136	serán	devueltas	al	Ministerio	Público.
D.	Leg.	957.
ART.	138.—Obtención	de	copias.
1.	 Los	 sujetos	 procesales	 están	 facultados	 para	 solicitar,	 en
cualquier	momento,	copia,	simple	o	certificada,	de	las	actuaciones
insertas	 en	 los	 expedientes	 fiscal	 y	 judicial,	 así	 como	 de	 las
primeras	diligencias	y	de	las	actuaciones	realizadas	por	la	policía.
De	la	solicitud	conoce	la	autoridad	que	tiene	a	su	cargo	la	causa	al
momento	en	que	se	interpone.
2.	 El	 Ministerio	 Público,	 cuando	 sea	 necesario	 para	 el
cumplimiento	de	la	investigación	preparatoria,	está	facultado	para
obtener	 de	 otro	 fiscal	 o	 del	 juez	 copia	 de	 las	 actuaciones
procesales	 relacionadas	 con	 otros	 procesos	 e	 informaciones
escritas	de	su	contenido.
3.	Si	el	estado	de	la	causa	no	lo	impide,	ni	obstaculiza	su	normal
prosecución,	siempre	que	no	afecte	irrazonablemente	derechos
fundamentales	de	terceros,	el	fiscal	o	el	juez	podrán	ordenar	la
expedición	de	copias,	informes	o	certificaciones	que	hayan	sido
pedidos	mediante	solicitud	motivada	por	una	autoridad	pública	o
por	particulares	que	acrediten	legítimo	interés	en	obtenerlos.
D.	Leg.	957.
ART.	 139.—Prohibición	 de	 publicación	 de	 la	 actuación
procesal.
1.	 Está	 prohibida	 la	 publicación	 de	 las	 actuaciones	 procesales
realizadas	 cuando	 se	 está	 desarrollando	 la	 investigación
preparatoria	 o	 la	 etapa	 intermedia.	 Asimismo,	 está	 prohibida	 la
publicación,	 incluso	 parcial,	 de	 las	 actuaciones	 del	 juicio	 oral
cuando	 se	 producen	 en	 los	 supuestos	 de	 privacidad	 de	 la
audiencia.
2.	 Está	 prohibida	 la	 publicación	 de	 las	 generales	 de	 ley	 y	 de
imágenes	 de	 testigos	 o	 víctimas	 menores	 de	 edad,	 salvo	 que	 el
juez,	en	interés	exclusivo	del	menor,	permita	la	publicación.
3.	Cuando	los	sujetos	procesales	y	demás	participantes	en	las
actuaciones	procesales	infrinjan	esta	prohibición,	el	fiscal	o	el
juez,	según	el	caso,	están	facultados	a	imponerles	una	multa	y
ordenar,	de	ser	posible,	el	cese	de	la	publicación	indebida.	Rige,	en
lo	pertinente	los	artículos	110	y	111	del	Código	Procesal	Civil.
D.	Leg.	957.
ART.	140.—Reemplazo	de	los	originales	faltantes	por	copias.
1.	 Cuando,	 por	 cualquier	 causa	 se	 destruya,	 se	 pierda	 o	 sea
sustraído	 el	 expediente,	 o	 el	 original	 de	 las	 disposiciones	 y
resoluciones	 o	 de	 otros	 actos	 procesales	 necesarios,	 la	 copia
certificada	tendrá	el	valor	del	original	y	será	insertado	en	el	lugar
en	que	debería	encontrarse	el	original.
2.	Con	 tal	 fin,	 el	 fiscal	o	 el	 juez,	 según	el	 caso,	 incluso	de	oficio,
ordenará,	 a	 quien	 tenga	 la	 copia,	 entregarla	 a	 la	 secretaría,	 sin
perjuicio	 del	 derecho	 de	 obtener	 gratuitamente	 otra	 copia
certificada.
3.	La	reposición	también	podrá	efectuarse	utilizando	los	archivos
informáticos	del	Ministerio	Público	o	del	Poder	Judicial.
D.	Leg.	957.
ART.	141.—Recomposición	de	expedientes.
1.	Si	no	existe	copia	de	los	documentos,	el	fiscal	o	el	juez,	luego	de
constatar	 el	 contenido	 del	 acto	 faltante,	 ordenará	 poner	 los
hechos	 en	 conocimiento	 del	 órgano	 disciplinario	 competente,	 y
dispondrá	–de	oficio	o	a	pedido	de	parte–	su	recomposición,	para
lo	cual	 recibirá	 las	pruebas	que	evidencien	su	preexistencia	y	su
contenido.
2.	Cuando	sea	imposible	obtener	copia	de	una	actuación	procesal,
se	 dispondrá	 la	 renovación	 del	 acto,	 prescribiendo	 el	 modo	 de
realizarla.
3.	Si	aparece	el	expediente,	será	agregado	al	rehecho.
TÍTULO	II
Los	plazos
D.	Leg.	957.
ART.	142.—Regulación.
1.	Las	actuaciones	procesales	se	practican	puntualmente	en	el	día
y	hora	señalados,	sin	admitirse	dilación.
2.	Sin	perjuicio	de	lo	dispuesto	en	el	numeral	anterior,	los	plazos
de	la	actividad	procesal	regulados	por	este	código	son	por	días,
horas	y	el	de	la	distancia.	Se	computan	según	el	calendario	común.
D.	Leg.	957.
ART.	143.—Cómputo.	Los	plazos	se	computarán:
1.	Cuando	son	por	horas,	desde	el	 instante	en	que	se	produjo	el
acto	procesal,	 incluyendo	 las	horas	del	día	 inhábil,	 salvo	expresa
disposición	contraria	de	la	ley.
2.	 Cuando	 son	 por	 días,	 a	 partir	 del	 día	 siguiente	 hábil	 de
conocido	el	mandato	o	de	notificado	con	él.
3.	 Sólo	 se	 computará	 los	 días	 inhábiles	 tratándose	 de	 medidas
coercitivas	 que	 afectan	 la	 libertad	 personal	 y	 cuando	 la	 ley	 lo
permita.
4.	 Salvo	 lo	 dispuesto	 en	 el	 numeral	 3)	 para	 el	 caso	 de	medidas
coercitivas	 que	 afectan	 la	 libertad	 personal,	 cuando	 un	 plazo
venza	en	día	inhábil,	se	prorroga	de	pleno	derecho	al	día	siguiente
hábil.
5.	Los	plazos	comunes	se	computarán	desde	el	día	siguiente	hábil
de	la	última	notificación.
D.	Leg.	957.
ART.	144.—Caducidad.
1.	El	vencimiento	de	un	plazo	máximo	implica	la	caducidad	de	lo
que	se	pudo	o	debió	hacer,	salvo	que	la	ley	permita	prorrogarlo.
2.	Los	plazos	que	sólo	tienen	como	fin	regular	la	actividad	de
fiscales	y	jueces,	serán	observados	rigurosamente	por	ellos.	Su
inobservancia	sólo	acarrea	responsabilidad	disciplinaria.
JURISPRUDENCIA.—La	caducidad	no	se	aplica	al	control	del	plazo	de	la
investigación	preliminar.	“Por	ello,	mediante	Sentencia	Casatoria	N°	54-
2009	del	veinte	de	julio	de	dos	mil	diez,	se	ha	establecido	como	doctrina
jurisprudencial	vinculante	respecto	a	aquellas	actividades	relacionadas	al
ejercicio	de	la	acción	penal	–en	caso	de	fiscales–	y	expedir	resoluciones	–en
caso	de	jueces–,	que	no	pueden	ser	sancionadas	con	la	caducidad	del	plazo
establecido	por	ley,	para	emitir	su	dictamen	o	resolución,	pues	ello	importaría
la	vulneración	de	las	normas	constitucionales	y	legales	citadas.
En	concordancia,	la	norma	establecida	en	el	artículo	144	del	Código	Procesal
Penal,	en	el	caso	de	la	actividad	del	fiscal,	no	permite	que	se	declare	la
caducidad	del	ejercicio	de	la	acusación	por	vencimiento	del	plazo.	Ello,	esta	en
estrecha	relación	con	las	funciones	que	la	Constitución	le	asigna	al	Ministerio
Público,	de	manera	exclusiva	y	excluyente.
De	allí,	que	el	apartado	1)	del	artículo	144	del	Código	Procesal	Penal,	cuando
señala	que	el	vencimiento	de	un	plazo	máximo	implica	la	caducidad	de	lo	que
se	pudo	o	debió	hacer,	debe	ser	interpretada	de	manera	sistemática	y	a	la	luz
de	las	disposiciones	constitucionales	y	legales	citadas,	y	que	han	sido
recogidas	en	lo	jurisprudencia	vinculante	que	se	invoca.	‘(...)	el	artículo	144
inciso	1)	del	código	adjetivo	antes	citado,	señala	que	los	plazos	solo	pueden
ser	prorrogados	cuando	la	ley	lo	permita.	Esto	significa,	que	de	ningún	modo,
cabe	la	habilitación	judicial	del	plazo,	cuando	ello	no	esté	contemplado
expresamente.	De	allí,	que	frente	al	vencimiento	del	término	para	llevar	a
cabo	una	determinada	actuación	procesal	a	cargo	del	Ministerio	Público	–en
su	condición	de	titular	de	lo	acción	penal	y	director	de	lo	investigación–	no
corresponde	el	amparo	de	solicitudes	de	prórroga	del	mismo.	Menos	aún,	que
en	tal	circunstancia	de	conclusión	del	plazo,	recién	se	pretenda	la	calificación
del	caso,	como	complejo.	Así,	en	aplicación	del	principio	de	lo	preclusión
procesal.	En	tal	supuesto,	corresponde	continuar	con	el	normal	desarrollo	de
las	siguientes	etapas	del	proceso.	Así,	en	el	caso,	del	vencimiento	del	plazo	de
lo	investigación	preliminar,	el	Ministerio	Público,	debe	proceder	con	el
requerimiento	fiscal,	acusatorio	o	de	sobreseimiento	(...)”	(CS,	Cas.	134-2012-
Áncash,	ago.	13/2013.	S.	S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Cuando	vence	el	término	para	las
actuaciones	procesales	a	cargo	del	Ministerio	Público,	no	se	amparan
eventuales	solicitudes	de	prórroga	de	la	investigación	preliminar.	“(...)	el
artículo	144	inciso	1)	del	código	adjetivo	antes	citado,	señala	que	los	plazos
solo	pueden	ser	prorrogados	cuando	la	ley	lo	permita.	Esto	significa,	que	de
ningún	modo,	cabe	la	habilitación	judicial	del	plazo,	cuando	ello	no	esté
contemplado	expresamente.	De	allí,	que	frente	al	vencimiento	del	término
para	llevar	a	cabo	una	determinada	actuación	procesal	a	cargo	del	Ministerio
Público	–en	su	condición	de	titular	de	lo	acción	penal	y	director	de	lo
investigación–	no	corresponde	el	amparo	de	solicitudes	de	prórroga	del
mismo.	Menos	aún,	que	en	tal	circunstancia	de	conclusión	del	plazo,	recién	se
pretenda	la	calificación	del	caso,	como	complejo.	Así,	en	aplicación	del
principio	de	lo	preclusión	procesal.	En	tal	supuesto,	corresponde	continuar
con	el	normal	desarrollo	de	las	siguientes	etapas	del	proceso.	Así,	en	el	caso,
del	vencimiento	del	plazo	de	lo	investigación	preliminar,	el	Ministerio	Público,
debe	proceder	con	el	requerimiento	fiscal,	acusatorio	o	de	sobreseimiento	(...)
en	el	caso	de	autos,	obra	a	folios	ciento	cuatro,	la	disposición	fiscal,	del
diecisiete	de	octubre	de	dos	mil	once,	que	prorroga	el	plazo	inicial	en	noventa
días	más.	No	obstante	que,	la	investigación	data	del	dieciocho	de	noviembre
de	dos	mil	diez,	y	que	se	inició	bajo	los	alcances	del	Código	de	Procedimientos
Penales,	habiéndose	adecuado	su	trámite	al	nuevo	Código	Procesal	Penal,	el
nueve	de	junio	de	dos	mil	once.
En	atención	a	los	fundamentos	expuestos,	este	supremo	tribunal,	considera
que	dado	que	el	término	debe	computarse	desde	el	inicio	de	la	investigación,
esto	es,	incluso	desde	antes	del	seis	de	julio	de	dos	mil	once,	el	plazo	venció	el
tres	de	octubre	del	mismo	año,	en	exceso;	consecuentemente	la	prórroga	del
plazo	de	la	investigación	preliminar,	no	encuentra	sustento	legal	al	haberse
expedido	fuera	de	su	vencimiento.	En	tal	virtud,	lo	resolución	que	declaró
fundado	el	control	de	plazo	de	dicha	investigación	y	que	fuera	confirmada,	es
conforme	a	derecho.	Por	ello,	el	presente	recurso	de	casación	debe
desestimarse”.	(CS,	Cas.	134-2012-Áncash,	ago.	13/2013.	S.	S.	Villa	Stein)
D.	Leg.	957.
ART.	145.—Reposición	del	plazo.
1.	 Cuando	 factores	 de	 fuerza	 mayor	 o	 de	 caso	 fortuito,	 o	 por
defecto	 en	 la	 notificación	que	no	 le	 sea	 imputable,	 se	haya	 visto
impedido	de	observar	un	plazo	y	desarrollar	en	él	una	actividad
prevista	en	su	favor,	podrá	obtener	la	reposición	íntegra	del	plazo,
con	 el	 fin	 de	 realizar	 el	 acto	 omitido	 o	 ejercer	 la	 facultad
concedida	por	la	ley,	a	su	pedido.
2.	La	solicitud	de	reposición	del	plazo	se	presentará	por	escrito
en	 el	 plazo	 de	 veinticuatro	 horas	 luego	 de	 desaparecido	 el
impedimento	o	de	conocido	el	acontecimiento	que	da	nacimiento
al	plazo.
3.	La	solicitud	deberá	contener:
a)	 La	 indicación	 concreta	 del	 motivo	 que	 imposibilitó	 la
observación	del	plazo,	 su	 justificación	y	 la	mención	de	 todos	 los
elementos	de	convicción	de	 los	cuales	se	vale	para	comprobarlo;
y,
b)	La	actividad	omitida	y	la	expresión	de	voluntad	de	llevarla	a
cabo.
JURISPRUDENCIA.—Es	la	norma	civil	la	que	aplicada	supletoriamente
sentencia	si	es	factible	o	no	la	reposición	del	plazo	en	el	nuevo	Código
Procesal	Penal.	“La	reposición	del	plazo	se	encuentra	regulada	en	el	artículo
145	del	CPP	estableciendo	que	cuando	debido	a	factores	de	fuerza	mayor	o	de
caso	fortuito,	o	por	defecto	en	la	notificación	que	no	le	sea	imputable,	algún
sujeto	procesal	legitimado	se	haya	visto	impedido	de	observar	un	plazo	y
desarrollar	en	él	una	actividad	prevista	a	su	favor,	podrá	obtener	la
reposición	del	plazo,	con	el	fin	de	realizar	el	acto	omitido	o	ejercer	la	facultad
concedida	por	la	ley,	a	su	pedido.
En	ese	sentido,	la	reposición	de	plazo	se	entiende	como	un	remedio	procesal,
que	se	hace	valer	contra	la	inobservancia	de	los	plazos,	y	cuyo	efecto	es
devolver	al	sujeto	que	la	solicita	el	íntegro	del	plazo	para	realizar	un
determinado	acto	procesal	no	efectuado	en	su	oportunidad	debido	a	la
presencia	de	factores	extraordinarios	de	fuerza	mayor,	caso	fortuito	o	defecto
en	la	notificación.	(...).
En	el	presente	caso,	la	fiscalía	solicitó	la	reposición	de	plazo	según	el	artículo
145	del	CPP,	bajo	el	presupuesto	de	caso	fortuito	o	fuerza	mayor.	Si	bien,
nuestra	norma	procesal	no	los	define,	debemos	remitirnos	supletoriamente	a
la	norma	civil,	de	acuerdo	al	artículo	IX	del	Título	Preliminar	del	Código	Civil.
De	esta	manera,	el	artículo	1315	del	Código	Civil	regula	que	caso	fortuito	o
fuerza	mayor	es	la	causa	no	imputable,	consistente	en	un	evento
extraordinario,	imprevisible	e	irresistible,	que	impide	la	ejecución	de	la
obligación	o	determina	su	cumplimiento	parcial,	tardío	o	defectuoso.	Y	si	bien
los	conceptos	de	extraordinario,	imprevisible	e	irresistible	no	son	precisos	ni
absolutos,	se	requiere	determinar	en	cada	caso	las	circunstancias	que	pueden
ser	calificadas	como	extraordinarias”.	(Corte	Superior	de	Lima,	Exp.	00154-
2011-8-1826-JR-PE-02,	may.	29/2013.	V.	P.	Rafael	Ernesto	Vela	Barba)
JURISPRUDENCIA.—Demora	excesiva	en	la	resolución	definitiva	de	la
inhibición	fiscal	no	justifica	la	reposición	del	plazo.	“A	nuestro	juicio,	este
accionar,	representa	una	conducta	carente	de	la	diligencia	funcional
ordinaria	en	el	trámite	de	la	investigación	que	debe	ser	puesta	en
conocimiento	del	órgano	desconcentrado	de	control	interno	del	Ministerio
Público	para	los	fines	pertinentes,	pues	pudieron	prever	que	el	trámite	de
inhibición	podría	no	ser	resuelto	en	un	breve	plazo,	por	lo	que	no	obstante
presentar	su	inhibición	y	posterior	elevación	al	superior	jerárquico	debieron
tener	en	cuenta	en	primer	orden,	la	comunicación	efectuada	por	el
coordinador	de	los	peritos,	quien	le	señaló	que	debían	subrogar	a	los	peritos
pues	estos	dejarían	de	laborar	en	el	Ministerio	Público;	y	en	segundo	caso,
fundamentalmente,	que	el	plazo	suplementario	fue	otorgado	específicamente
para	realizar	la	pericia	contable	y	sus	diligencias	conexas,	por	tanto	debieron
continuar	con	la	actuación	de	todo	lo	relacionado	con	la	diligencia	urgente
pendiente,	en	aplicación	analógica	de	los	artículos	52	y	59	del	CPP	sin
perjudicar	el	desarrollo	de	la	investigación	y	su	correspondiente	plazo
razonable”.	(Corte	Superior	de	Lima,	Exp.	00154-2011-8-1826-JR-PE-02,	may.
29/2013.	V.	P.	Rafael	Ernesto	Vela	Barba)
D.	Leg.	957.
ART.	146.—Subsidiariedad.	El	fiscal	o	el	juez	podrán	fijar	plazos
a	falta	de	previsión	legal	o	por	autorización	de	ésta.
D.	Leg.	957.
ART.	147.—Renuncia	de	plazos.
1.	Los	sujetos	procesales	podrán	renunciar,	total	o	parcialmente,
a	los	plazos	establecidos	en	su	favor,	por	manifestación	expresa.
2.	Si	el	plazo	fuere	común,	la	abreviación	o	la	renuncia	requerirán
el	consentimiento	de	todas	las	partes	y	la	aprobación	del	juez.
D.	Leg.	957.
ART.	148.—Término	de	la	distancia.
1.	 El	 término	 de	 la	 distancia	 se	 computa	 teniendo	 en	 cuenta	 la
sede	geográfica,	y	el	medio	de	locomoción	utilizable	y	disponible
para	el	caso	concreto.
2.	La	Corte	Suprema	de	Justicia	de	la	República	elaborará	el
cuadro	correspondiente.
TÍTULO	III
La	nulidad
D.	Leg.	957.
ART.	149.—Taxatividad.	La	inobservancia	de	las	disposiciones
establecidas	para	las	actuaciones	procesales	es	causal	de	nulidad
sólo	en	los	casos	previstos	por	la	ley.
D.	Leg.	957.
ART.	150.—Nulidad	absoluta.	No	será	necesaria	 la	 solicitud	de
nulidad	de	algún	sujeto	procesal	y	podrán	ser	declarados	aun	de
oficio,	los	defectos	concernientes:
a)	A	 la	 intervención,	asistencia	y	representación	del	 imputado	o
de	la	ausencia	de	su	defensor	en	los	casos	en	que	es	obligatoria	su
presencia;
b)	Al	nombramiento,	capacidad	y	constitución	de	jueces	o	salas;
c)	 A	 la	 promoción	 de	 la	 acción	 penal,	 y	 a	 la	 participación	 del
Ministerio	Público	en	las	actuaciones	procesales	que	requieran	su
intervención	obligatoria;
d)	A	la	inobservancia	del	contenido	esencial	de	los	derechos	y
garantías	previstos	por	la	Constitución.
D.	Leg.	957.
ART.	151.—Nulidad	relativa.
1.	Excepto	en	 los	casos	de	defectos	absolutos,	el	sujeto	procesal
afectado	deberá	instar	la	nulidad	por	el	vicio,	cuando	lo	conozca.
2.	La	solicitud	de	nulidad	deberá	describir	el	defecto	y	proponer
la	solución	correspondiente.
3.	 La	 solicitud	 deberá	 ser	 interpuesta	 dentro	 del	 quinto	 día	 de
conocido	el	defecto.
4.	La	nulidad	no	podrá	ser	alegada	por	quien	la	haya	ocasionado,
haya	concurrido	a	causarla	o	no	tenga	interés	en	el	cumplimiento
de	la	disposición	vulnerada.	Tampoco	podrá	ser	alegada	luego	de
la	deliberación	de	la	sentencia	de	primera	instancia	o,	si	se
verifica	en	el	juicio,	luego	de	la	deliberación	de	la	sentencia	de	la
instancia	sucesiva.
D.	Leg.	957.
ART.	152.—Convalidación.
1.	 Salvo	 los	 casos	 de	 defectos	 absolutos,	 los	 vicios	 quedarán
convalidados	en	los	siguientes	casos:
a)	Cuando	el	Ministerio	Público	o	los	demás	sujetos	procesales	no
hayan	solicitado	oportunamente	su	saneamiento;
b)	Cuando	quienes	tengan	derecho	a	impugnarlo	hayan	aceptado,
expresa	o	tácitamente,	los	efectos	del	acto;
c)	 Si,	 no	obstante	 su	 irregularidad,	 el	 acto	ha	 conseguido	 su	 fin
respecto	 de	 los	 interesados	 o	 si	 el	 defecto	 no	 ha	 afectado	 los
derechos	y	las	facultades	de	los	intervinientes.
2.	El	saneamiento	no	procederá	cuando	el	acto	irregular	no
modifique,	de	ninguna	manera,	el	desarrollo	del	proceso	ni
perjudique	la	intervención	de	los	interesados.
D.	Leg.	957.
ART.	153.—Saneamiento.
1.	 Los	 defectos	 deberán	 ser	 saneados,	 siempre	 que	 sea	 posible,
renovando	el	acto,	rectificando	el	error	o	cumpliendo	con	el	acto
omitido,	de	oficio	o	a	instancia	del	interesado.
2.	Bajo	pretexto	de	renovación	del	acto,	rectificación	del	error	o
cumplimiento	del	acto	omitido,	no	puede	retrotraerse	el	proceso	a
períodos	ya	precluidos,	salvo	los	casos	expresamente	previstos
por	este	código.
D.	Leg.	957.
ART.	154.—Efectos	de	la	nulidad.
1.	 La	 nulidad	 de	 un	 acto	 anula	 todos	 los	 efectos	 o	 actos
consecutivos	 que	 dependen	 de	 él.	 El	 juez	 precisará	 los	 actos
dependientes	que	son	anulados.
2.	Los	defectos	deberán	ser	subsanados,	siempre	que	sea	posible,
renovando	 el	 acto,	 rectificando	 su	 error	 o	 cumpliendo	 el	 acto
omitido.
3.	La	declaración	de	nulidad	conlleva	la	regresión	del	proceso	al
estado	 e	 instancia	 en	 que	 se	 ha	 cumplido	 el	 acto	 nulo.	 Sin
embargo,	 no	 se	 podrá	 retraer	 el	 proceso	 a	 etapas	 ya	 precluidas
salvo	 en	 los	 casos	 en	que	 así	 correspondiere	de	 acuerdo	 con	 las
normas	del	recurso	de	apelación	o	de	casación.
4.	La	declaración	de	nulidad	de	actuaciones	realizadas	durante	la
investigación	preparatoria,	no	importará	la	reapertura	de	ésta.
Asimismo,	las	nulidades	declaradas	durante	el	desarrollo	del
juicio	oral	no	retrotraerán	el	procedimiento	a	la	etapa	de
investigación	o	a	la	etapa	intermedia.
SECCIÓN	II
La	prueba
TÍTULO	I
Preceptos	generales
D.	Leg.	957.
ART.	155.—Actividad	probatoria.
1.	La	actividad	probatoria	en	el	proceso	penal	está	regulada	por
la	Constitución,	Ios	tratados	aprobados	y	ratificados	por	el	Perú	y
por	este	código.
2.	Las	pruebas	se	admiten	a	solicitud	del	Ministerio	Público	o	de
los	 demás	 sujetos	 procesales.	 El	 juez	 decidirá	 su	 admisión
mediante	 auto	 especialmente	motivado,	 y	 sólo	 podrá	 excluir	 las
que	no	sean	pertinentes	y	prohibidas	por	la	ley.	Asimismo,	podrá
limitar	 los	 medios	 de	 prueba	 cuando	 resulten	 manifiestamente
sobreabundantes	o	de	imposible	consecución.
3.	 La	 ley	 establecerá,	 por	 excepción,	 los	 casos	 en	 los	 cuales	 se
admitan	pruebas	de	oficio.
4.	Los	autos	que	decidan	sobre	la	admisión	de	la	prueba	pueden
ser	objeto	de	reexamen	por	el	juez	de	la	causa,	previo	traslado	al
Ministerio	Público	y	a	los	demás	sujetos	procesales.
5.	La	actuación	probatoria	se	realizará,	en	todo	caso,	teniendo	en
cuenta	el	estado	físico	y	emocional	de	la	víctima.
JURISPRUDENCIA.—Rechazo	arbitrario	de	solicitud	de	actuación	de
algún	medio	probatorio	vulnera	el	derecho	a	la	prueba.	“(…)	2.	Cabe
señalar	que	el	derecho	a	la	prueba	apareja	la	posibilidad	de	postular,	dentro
de	los	límites	y	alcances	que	la	ley	reconoce,	los	medios	probatorios	necesarios
para	justificar	los	argumentos	que	el	justiciable	esgrime	a	su	favor.	(…)
Asimismo,	el	contenido	de	tal	derecho	está	compuesto	por:	‘(...)	el	derecho	a
ofrecer	medios	probatorios	que	se	consideren	necesarios,	a	que	estos	sean
admitidos,	adecuadamente	actuados,	que	se	asegure	la	producción	o
conservación	de	la	prueba	a	partir	de	la	actuación	anticipada	de	los	medios
probatorios	y	que	estos	sean	valorados	de	manera	adecuada	y	con	la
motivación	debida,	con	el	fin	de	darle	el	mérito	probatorio	que	tenga	en	la
sentencia.	La	valoración	de	la	prueba	debe	estar	debidamente	motivada	por
escrito,	con	la	finalidad	de	que	el	justiciable	pueda	comprobar	si	dicho	mérito
ha	sido	efectiva	y	adecuadamente	realizado’	(Exp.	N°	6712-2005-PHC/TC).
3.	En	ese	sentido,	se	vería	vulnerado	el	derecho	a	la	prueba,	en	caso	de	que
habiéndose	solicitado	la	actuación	de	algún	medio	probatorio	dicha	solicitud
haya	sido	rechazada	de	modo	arbitrario.	(…).”	(TC,	Exp.	03500-2008-PHC/TC.
abr.	03.2009.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Juez	que	descarta	actuar	la	declaración	del
agraviado	vulnera	el	derecho	a	la	prueba	pertinente	y	el	principio	de
inmediación.	“(...)	el	derecho	a	la	prueba	pertinente	está	ligado	al	derecho	de
defensa.	No	se	puede	ejercer	tal	derecho	si	no	se	permite	a	las	partes	llevar	al
proceso	los	medios	que	puedan	justificar	los	hechos	que	han	alegado;	siempre
que	a)	la	prueba	haya	sido	solicitada	en	la	forma	y	momento	procesalmente
establecido,	b)	sea	pertinente,	es	decir,	debe	argumentarse	de	forma
convincente	y	adecuada	el	fin	que	persigue,	y	c)	que	la	prueba	sea	relevante.
(...).
el	ofrecimiento	de	la	declaración	de	la	menor	K.N.A.R.	–en	segunda	instancia–
está	regulado	por	el	artículo	cuatrocientos	veintidós	apartado	c)	del	Nuevo
Código	Procesal	Penal,	ofrecida	en	tiempo	oportuno,	con	el	objeto	de	que	bajo
las	exigencias	de	inmediación	y	contradicción	la	agraviada	K.N.A.R.	sea
examinada	por	los	jueces	a	cargo	del	control	y	revisión	de	la	sentencia
apelada,	declaración	relevante	–por	razón	del	delito–	y	necesaria	para	los
fines	del	esclarecimiento	de	la	imputación	formulada;	situación	que	no	es
atentatoria	contra	el	derecho	de	defensa	del	imputado,	por	tener	expedito	el
derecho	del	contrainterrogatorio.	(...).
el	colegiado	de	segunda	instancia	al	rechazar	la	prueba	ofrecida	por	la
actora	civil,	en	cuanto	al	examen	de	la	agraviada	K.N.A.R.,	vulneró	no	solo	el
derecho	a	la	prueba	de	la	parte	afectada	sino	principalmente	el	principio	de
inmediación,	pues	fundamentó	la	sentencia	con	información	que	no	fue
susceptible	de	ser	contraexaminada	–y	que	sometida	a	la	contradictoriedad
quizás	habría	revelado	matices	o	detalles	importantes–,	por	tanto,	la
oralización	o	lectura	de	la	declaración	de	la	agraviada	K.N.A.R.	no	ofrecía
garantías	mínimas	de	calidad	que	sirvan	para	sostener	un	juicio	de
racionalidad,	y	es	que	solo	el	tribunal	que	ha	visto	y	oído	la	prueba	practicada
en	su	presencia	está	en	condiciones	de	valorarla	y	determinar	la	fiabilidad	y
verosimilitud	de	su	testimonio”.	(CS,	Cas.	09-2007-Huaura,	feb.	20/2008.	S.	S.
Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA.—La	información	ostenta	una	bajísima	calidad	y	no
satisface	un	control	de	confiabilidad	mínimo	si	no	existe	la	inmediación
en	el	proceso.	“Que	el	nuevo	Código	Procesal	Penal,	establece	que	el	juicio	es
la	etapa	principal	del	proceso,	rigen	especialmente	los	principios	de	oralidad,
publicidad,	inmediación	y	la	contradicción	en	la	actuación	probatoria.	La
inmediación	garantiza	que	el	juez	encargado	de	sentenciar	tenga	contacto
directo	con	todas	las	pruebas.	Si	el	juez	no	oye	directamente	la	declaración	del
testigo	sino	que	la	lee	de	un	acta,	no	está	en	condiciones	–por	capaz	que	sea–
de	realizar	un	juicio	de	credibilidad	respecto	de	lo	que	el	testigo	ha	dicho,
además,	tal	declaración	no	puede	ser	contraexaminada	y	por	tanto	sometida
al	test	de	la	contradictoriedad.	Sin	inmediación	la	información	ostenta	una
bajísima	calidad	y	no	satisface	un	control	de	confiabilidad	mínimo,	de	ahí,	que
debe	protegerse	la	inmediación	del	juez,	pues	la	escritura	no	permite	conocer
directamente	la	prueba”.	(CS,	Cas.	09-2007-Huaura,	feb.	20/2008.	S.	S.	Salas
Gamboa)
JURISPRUDENCIA.—El	derecho	a	la	prueba	no	siempre	se	vulnera	al	no
realizar	la	pericia	ordenada	por	la	sala	superior.	“6.	Asimismo,	este
colegiado	ha	considerado	que	se	vulnera	el	derecho	a	probar	cuando,
habiéndose	dispuesto	en	el	propio	proceso	la	actuación	o	incorporación	de
determinado	medio	probatorio,	ello	no	es	llevado	a	cabo	(...).	No	obstante	el
criterio	referido,	este	tribunal	advierte	que	si	bien	dicha	omisión	resulta	prima
facie	atentatoria	del	debido	proceso,	puede	darse	el	caso	de	que	el	medio
probatorio	no	ostente	una	relevancia	tal	que	amerite	la	anulación	de	lo
actuado,	en	atención,	por	ejemplo,	a	la	valoración	de	otros	medios	de	prueba,
lo	que	no	es	más	que	una	manifestación	del	principio	de	trascendencia	que
informa	la	nulidad	procesal	(...).	Naturalmente,	es	la	justicia	ordinaria	la	que
en	primer	lugar	evalúa	la	trascendencia	del	medio	probatorio,	a	fin	de
determinar	si	procede	o	no	a	la	anulación	de	lo	actuado.	(...).
11.	De	lo	anteriormente	expuesto,	este	tribunal	concluye	que	a	pesar	de	no
haberse	cumplido	con	lo	dispuesto	en	la	resolución	anulatoria	impuesta,	ello
no	importa	una	nueva	anulación	de	lo	actuado,	toda	vez	que	el	órgano
jurisdiccional	emplazado	ha	evaluado	la	pertinencia	de	los	medios
probatorios,	los	que	han	sido	merituados	en	conjunto,	creando	convicción	en
los	citados	órganos	jurisdiccionales	de	evacuar	las	sentencias	condenatorias
sub	materia.	Además,	también	ha	motivado	en	forma	suficiente	y	razonable	la
falta	de	pertinencia	de	los	medios	probatorios	no	actuados”.	(TC,	Exp.	03801-
2012-PHC/TC,	mar.	05/2013.	S.	S.	Beaumont	Callirgos)
JURISPRUDENCIA.—El	juez	puede	restringir	la	valoración	de
determinados	medios	de	prueba.	“Que	en	consecuencia,	la	insistida
interpretación	de	la	recurrente,	desechada	por	dos	instancias	judiciales	–y	que
además	es	compartida	por	este	Tribunal	Supremo–	no	permiten	activar	el
mecanismo	recursal	ordinario	de	nulidad;	que	por	lo	demás	la	ausencia	de
examen	de	las	testimoniales	indicadas	por	el	A	quo,	controlada	por	el	Tribunal
Superior,	no	infringe	ningún	derecho	de	la	agraviada,	pues	el	juzgador	está
habilitado	a	restringir	lo	valoración	de	determinados	medios	de	prueba
cuando	con	el	mismo	fin	existan	otros	que	busquen	acreditar	lo	mismo	y
hayan	sido	merituados	en	uno	línea	argumentativa	justificado	y	apoyada	en
pruebo	a	la	que	válidamente	se	le	asigna	mayor	valor	y	que	está	más
orientada	al	objeto	de	decisión	(...)”.	(CS,	Queja	A.V.	01-2010-Lima,	set.
12/2011.	V.	P.	Barrios	Alvarado)
JURISPRUDENCIA.—El	derecho	a	la	prueba.	“(...)	El	derecho	constitucional
a	 probar,	 aunque	 no	 es	 autónomo,	 se	 encuentra	 directamente	 al	 derecho	 al
debido	proceso.	Se	constituye	un	derecho	básico	de	los	justiciables	de	producir
la	 prueba	 relacionada	 con	 los	 hechos	 que	 configuran	 su	 pretensión	 o	 su
defensa.	Según	este	derecho,	las	partes	o	un	tercero	legitimado	en	un	proceso
o	 procedimiento,	 tienen	 el	 derecho	 a	 producir	 la	 prueba	 necesaria	 con	 la
finalidad	de	acreditar	los	hechos	que	configuran	su	pretensión	o	defensa	(…)”.
(TC,	Exp.	N°	6712-2005-HC/TC,	oct.	17/2005.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Limitaciones	 del	 derecho	 a	 la	 prueba	 como
contenido	 implícito	del	debido	proceso.	 “(...)	 el	 derecho	 fundamental	 a	 la
prueba	 tiene	 protección	 constitucional,	 en	 la	medida	 en	 que	 se	 trata	 de	 un
contenido	 implícito	 del	 derecho	 al	 debido	 proceso	 (…)	 una	 de	 las	 garantías
que	asisten	a	las	partes	del	proceso	es	la	de	presentar	los	medios	probatorios
necesarios	que	posibiliten	crear	convicción	en	el	juzgador	sobre	la	veracidad
de	sus	argumentos.	Sin	embargo,	como	todo	derecho	fundamental,	el	derecho
a	la	prueba	también	está	sujeto	a	restricciones	o	limitaciones,	derivadas	tanto
de	 la	 necesidad	 de	 que	 sean	 armonizados	 con	 otros	 derechos	 o	 bienes
constitucionales	 –límites	 extrínsecos–,	 como	 de	 la	 propia	 naturaleza	 del
derecho	 en	 cuestión	 –límites	 intrínsecos–.	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 4831-2005-
PHC/TC,	oct.	20/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Límites	del	derecho	a	la	prueba.	“(...)	El	derecho
fundamental	a	la	prueba	tiene	protección	constitucional,	en	la	medida	en	que
se	trata	de	un	contenido	implícito	del	derecho	al	debido	proceso,	reconocido
en	el	artículo	139,	inciso	3,	de	la	Constitución.	En	este	sentido,	una	de	las
garantías	que	asisten	a	las	partes	del	proceso	es	la	de	presentar	los	medios
probatorios	necesarios	que	posibiliten	crear	convicción	en	el	juzgador	sobre	la
veracidad	de	sus	argumentos.
Sin	 embargo,	 como	 todo	 derecho	 fundamental,	 el	 derecho	 a	 la	 prueba
también	 está	 sujeto	 a	 restricciones	 o	 limitaciones,	 derivadas	 tanto	 de	 la
necesidad	 de	 que	 sean	 armonizados	 con	 otros	 derechos	 o	 bienes
constitucionales	 –límites	 extrínsecos–,	 como	 de	 la	 propia	 naturaleza	 del
derecho	 en	 cuestión	 –límites	 intrínsecos–	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 N°	 4831-2005-
PHC/TC,	ago.	08/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
DOCTRINA.—Principios	de	concentración	e	inmediación.	“En	efecto,	las
modificaciones	 introducidas	 al	 proceso	 penal	 (…)	 inciden	 en	 el	 régimen
probatorio,	por	cuanto	la	construcción	de	la	prueba	cambia	de	escenario,	en
el	 sentido	 de	 que	 se	 abandona	 el	 principio	 de	 permanencia	 de	 la	 prueba,
según	 el	 cual	 las	 pruebas	 practicadas	 por	 la	 Fiscalía	General	 de	 la	Nación
desde	la	indagación	preliminar	tienen	validez	para	dictar	una	sentencia,	por
aquellos	de	concentración	e	inmediación	de	la	prueba	practicada	en	el	curso
de	 un	 juicio	 oral,	 público	 y	 con	 todas	 las	 garantías.	 De	 tal	 suerte	 que	 los
elementos	 materiales	 probatorios	 y	 las	 evidencias	 recaudadas	 durante	 la
investigación,	si	bien	sirven	de	soporte	para	imponer	medidas	restrictivas	al
ejercicio	de	 los	derechos	 fundamentales,	 no	pueden	 ser	 el	 fundamento	de
una	sentencia	condenatoria,	decisión	que	debe	estar	soportada	en	pruebas
practicadas	durante	el	juicio	oral.
En	tal	sentido,	la	prueba	deja	de	encontrarse	dispersa	en	varios	escenarios
procesales,	 escrita,	 secreta	 y	 valorada	 por	 un	 funcionario	 judicial	 que	 no
tuvo	incidencia	en	su	recaudo,	para	ser	practicada	de	forma	concentrada	en
el	curso	de	un	juicio	oral,	público	y	con	todas	las	garantías	procesales.
Además	es	preciso	tener	en	cuenta,	que	el	nuevo	modelo	acusatorio	es	un
sistema	de	partes,	según	el	cual,	el	imputado	ya	no	es	un	sujeto	pasivo	en	el
proceso,	 como	 lo	 era	 bajo	 el	 modelo	 inquisitivo,	 sino	 que	 demanda	 su
participación	activa,	incluso	desde	antes	de	la	formulación	de	la	imputación
de	 cargos.	 Por	 lo	 que,	 sin	 considerar	 una	 inversión	 de	 la	 presunción	 de
inocencia,	 las	 cargas	 procesales	 se	 distribuyen	 entre	 la	 fiscalía	 y	 el
investigado,	 imputado	 o	 procesado	 a	 quien	 le	 corresponde	 aportar
elementos	 de	 juicio	 que	 permitan	 confrontar	 los	 alegatos	 del	 acusador,	 e
inclusive	 los	 aportados	 por	 la	 víctima	 a	 quien	 también	 se	 le	 permite	 la
posibilidad	de	enfrentar	al	imputado.
En	 efecto,	 durante	 la	 etapa	 preprocesal	 de	 indagación,	 al	 igual	 que	 en	 el
curso	 de	 la	 investigación,	 no	 se	 practican	 realmente	 ‘pruebas’,	 salvo	 las
anticipadas	 de	 manera	 excepcional,	 sino	 que	 se	 recaudan,	 tanto	 por	 la
fiscalía	 como	 por	 el	 indiciado	 o	 imputado,	 elementos	 materiales
probatorios,	 evidencia	 física	 e	 información,	 tales	 como	 las	 huellas,	 los
rastros,	 las	 armas,	 los	 efectos	 provenientes	 del	 delito,	 y	 los	 mensajes	 de
datos,	entre	otros.	En	el	escrito	de	acusación,	el	cual	se	presenta	ante	el	juez
de	conocimiento	en	el	curso	de	una	audiencia	de	formulación	de	acusación,
el	 fiscal	 deberá	 descubrir	 las	 pruebas	 de	 cargo,	 incluyendo	 los	 elementos
favorables	 al	 acusado.	 A	 su	 vez,	 podrá	 solicitarle	 al	 juez	 que	 ordene	 a	 la
defensa	entregarle	copia	de	 los	elementos	materiales	de	convicción,	de	 las
declaraciones	 juradas	 y	 demás	 medios	 probatorios	 que	 pretenda	 hacer
valer	en	el	juicio.	Posteriormente,	en	el	curso	de	la	audiencia	preparatoria,
la	 fiscalía	 y	 la	 defensa	 deberán	 enunciarle	 al	 juez	 de	 conocimiento	 la
totalidad	 de	 las	 pruebas	 que	 harán	 valer	 en	 el	 juicio	 oral,	 pudiendo
solicitársele	la	aplicación	de	la	regla	de	exclusión.	Finalmente,	en	virtud	del
principio	 de	 inmediación	 de	 la	 prueba	 en	 el	 juicio	 oral,	 se	 practicarán	 las
pruebas	 que	 servirán	 para	 fundamentar	 una	 sentencia”.	 (C.	 Const.	 de
Colombia,	Sent.	C-	591,	jun.	09/2005.	M.P.	Clara	Inés	Vargas	Hernández)
D.	Leg.	957.
ART.	156.—Objeto	de	prueba.
1.	 Son	 objeto	 de	 prueba	 los	 hechos	 que	 se	 refieran	 a	 la
imputación,	la	punibilidad	y	la	determinación	de	la	pena	o	medida
de	 seguridad,	 así	 como	 los	 referidos	 a	 la	 responsabilidad	 civil
derivada	del	delito.
2.	 No	 son	 objeto	 de	 prueba	 las	 máximas	 de	 la	 experiencia,	 las
leyes	naturales,	 la	norma	jurídica	 interna	vigente,	aquello	que	es
objeto	de	cosa	juzgada,	lo	imposible	y	lo	notorio.
3.	Las	partes	podrán	acordar	que	determinada	circunstancia	no
necesita	ser	probada,	en	cuyo	caso	se	valorará	como	un	hecho
notorio.	El	acuerdo	se	hará	constar	en	el	acta.
D.	Leg.	957.
ART.	157.—Medios	de	prueba.
1.	 Los	 hechos	 objeto	 de	 prueba	 pueden	 ser	 acreditados	 por
cualquier	 medio	 de	 prueba	 permitido	 por	 la	 ley.
Excepcionalmente,	pueden	utilizarse	otros	distintos,	siempre	que
no	vulneren	 los	derechos	y	garantías	de	 la	persona,	así	como	 las
facultades	 de	 los	 sujetos	 procesales	 reconocidas	 por	 la	 ley.	 La
forma	de	 su	 incorporación	 se	 adecuará	 al	medio	 de	prueba	más
análogo,	de	los	previstos,	en	lo	posible.
2.	 En	 el	 proceso	 penal	 no	 se	 tendrán	 en	 cuenta	 los	 límites
probatorios	 establecidos	 por	 las	 leyes	 civiles,	 excepto	 aquellos
que	se	refieren	al	estado	civil	o	de	ciudadanía	de	las	personas.
3.	No	pueden	ser	utilizados,	aun	con	el	consentimiento	del
interesado,	métodos	o	técnicas	idóneos	para	influir	sobre	su
libertad	de	autodeterminación	o	para	alterar	la	capacidad	de
recordar	o	valorar	los	hechos.
JURISPRUDENCIA.—Características	que	debe	alcanzar	la	“prueba”.	“(…)
la	prueba	capaz	de	producir	un	conocimiento	cierto	o	probable	en	la
conciencia	del	juez	debe	reunir	las	siguientes	características:	(1)	Veracidad
objetiva,	según	la	cual	la	prueba	exhibida	en	el	proceso	debe	dar	un	reflejo
exacto	de	lo	acontecido	en	la	realidad;	asimismo,	prima	facie,	es	requisito	que
la	trayectoria	de	la	prueba	sea	susceptible	de	ser	controlada	por	las	partes
que	intervienen	en	el	proceso,	lo	que	no	supone	desconocer	que	es	al	juez,
finalmente,	a	quien	le	corresponde	decidir	razonablemente	la	admisión,
exclusión	o	limitación	de	los	medios	de	prueba.	De	esta	manera,	se	puede
adquirir	certeza	de	la	idoneidad	del	elemento	probatorio,	pues	éste	se
ajustará	a	la	verdad	de	lo	ocurrido	y	no	habrá	sido	susceptible	de
manipulación;	(2)	Constitucionalidad	de	la	actividad	probatoria,	la	cual
implica	la	proscripción	de	actos	que	violen	el	contenido	esencial	de	los
derechos	fundamentales	o	transgresiones	al	orden	jurídico	en	la	obtención,
recepción	y	valoración	de	la	prueba;	(3)	Utilidad	de	la	prueba,	característica
que	vincula	directamente	a	la	prueba	con	el	hecho	presuntamente	delictivo
que	se	habría	cometido,	pues	con	esta	característica	se	verificará	la	utilidad
de	la	prueba	siempre	y	cuando	ésta	produzca	certeza	judicial	para	la
resolución	o	aportación	a	la	resolución	del	caso	concreto;	(4)	Pertinencia	de	la
prueba,	toda	vez	que	la	prueba	se	reputará	pertinente	si	guarda	una	relación
directa	con	el	objeto	del	procedimiento,	de	tal	manera	que	si	no	guardase
relación	directa	con	el	presunto	hecho	delictivo	no	podría	ser	considerada	una
prueba	adecuada.”	(TC,	Exp.	N°	1014-2007-PHC/TC,	abr.	05/2007.	Pres.
Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Los	requisitos	para	la	aceptación	o	rechazo	de	las
pruebas	no	se	encuentran	estipulados	en	disposiciones	legales:	teoría	de
la	libre	valoración.	“(…)	en	cuanto	a	la	valoración	de	la	prueba	existen	dos
modelos:	i)	modelo	de	la	teoría	legal	(o	formal)	que	se	cifra	en	las
disposiciones	procesales	que	prescriben	las	reglas	para	valorar	las	pruebas,
que	aparecen	consignadas	en	los	textos	legislativos;	y,	ii)	modelo	de	la	teoría
de	libre	valoración,	también	llamado	de	la	íntima	convicción	del	juez,	donde
los	requisitos	de	aceptación	de	las	pruebas	no	aparecen	estipulados	en
disposiciones	legales;	que	este	último	es	el	que	ha	establecido	nuestra	ley
procesal	penal,	llamado	también	de	libre	valoración	de	la	prueba,	el	cual	no
significa	libre	arbitrio,	sino	que	la	valoración	ha	de	versar,	en	primer	lugar,
sobre	el	resultado	probatorio	verificado	en	el	juicio	oral	(aunque
excepcionalmente	pueda	el	tribunal	fundamentar	su	sentencia	en	actos	de
prueba	instructora,	anticipada	o	preconstituida);	en	segundo	lugar,	tampoco
se	puede	basar	la	sentencia,	en	la	prueba	obtenida	ilícitamente	o	con	violación
de	las	garantías	constitucionales,	y	por	último,	la	valoración	de	la	prueba	se
ha	de	realizar	según	las	normas	de	la	lógica,	máximas	de	la	experiencia	o	de	la
sana	crítica;	que,	en	este	orden	de	ideas,	la	ley	no	impone	al	juzgador	normas
generales	para	acreditar	algunos	hechos	delictuosos,	ni	determina
abstractamente	el	valor	de	las	pruebas,	sino	que	lo	deja	en	libertad	de	admitir
toda	prueba	que	estime	útil	al	esclarecimiento	de	la	verdad	y	para	apreciarla
conforme	a	las	reglas	de	la	lógica,	de	la	psicología	y	de	la	experiencia	común
(…).”	(CS,	R.	N.	449-2009,	jul.	09/2009.	S.S.	Rodríguez	Tineo)
JURISPRUDENCIA.—Los	actos	parlamentarios	son	fuentes	de	prueba
que	se	incorporan	al	proceso	penal.	“Es	necesario	precisar,	sin	embargo	–y
más	cuando	existe	contradicción	en	lo	declarado	por	el	testigo	en	diferentes
ámbitos,	el	parlamentario	y	el	judicial–	que	como	lo	recordó	la	Corte	Suprema
en	la	sentencia	del	Exp.	N°	A.V.	19-2001	(caso	Alberto	Fujimori	Fujimori,
fundamento	178):	‘Los	actos	parlamentarios	–declaraciones,	pericias,
reconocimientos,	aportaciones	de	documentos	e	información	variada–	son
fuentes	de	prueba,	por	tanto,	extraprocesales,	que	se	incorporan	al	proceso	y
se	practican	en	éste	conforme	a	su	medio,	en	este	caso,	la	prueba	documental,
la	cual	no	exige	contradicción	previa,	como	nunca	lo	exigen	las	fuentes	de
prueba’”.	(Corte	Superior	de	Lima,	Exp.	51-2009,	nov.	30/2011.	V.	P.	Juana
Tejada	Segura)
JURISPRUDENCIA.—La	llamada	“practica	parlamentaria”	no	puede
derogar	o	sustituir	al	ordenamiento	jurídico.	“10.	Cuestiona	también	la
defensa	el	hecho	que	el	destaque	de	personal	se	hallaba	sujeto	a	las
formalidades	previstas	en	el	Reglamento	Interno	de	Trabajo	y	sostiene	que
como	lo	señalaron	la	Comisión	de	Ética	del	Congreso,	el	jefe	del	Área	de
Registro	y	Control	de	Personal	y	el	jefe	del	Departamento	de	Recursos
Humanos	del	Congreso	‘(...)	el	destaque	de	personal	era	una	práctica
parlamentaria	que	no	estaba	sujeta	a	formalidad	alguna’.
El	agravio	así	expuesto	no	es	amparable,	pues,	como	se	ha	detallado,	el
destaque	se	hallaba	expresamente	previsto	y	regulado	en	el	reglamento.
Frente	a	ello,	no	es	de	recibo	el	argumento	propuesto	de	tratarse	‘práctica
parlamentaria’,	pues	sería	tanto	como	sostener	que	el	ordenamiento	jurídico
puede	ser	derogado	o	sustituido	por	la	sola	voluntad	o	la	‘práctica’	contra
legem	de	los	funcionarios	y	servidores	públicos;	pero,	de	haberse	verificado
semejante	proceder	en	forma	generalizada,	constituiría	hecho	irregular	que
debe	ser	investigado”.	(Corte	Superior	de	Lima,	Exp.	51-2009,	nov.	30/2011.	V.
P.	Juana	Tejada	Segura)
JURISPRUDENCIA.—TC:	“las	investigaciones	efectuadas	por	el	Congreso
solo	tienen	carácter	referencial	mas	no	incriminatorio”.	“(...)	a)	las
investigaciones	efectuadas	por	el	Congreso	de	la	República	sólo	tienen
carácter	referencial	mas	no	incriminatorio,	pues	dicho	órgano	representativo,
de	conformidad	con	los	artículos	64,	inciso	b)	y	88,	incisos	f)	y	g),	del
Reglamento	del	Congreso	de	la	República,	carece	de	facultades	de
juzgamiento	penal	y,	como	tal,	sus	conclusiones	y	recomendaciones	no	tienen
carácter	obligatorio	o	vinculante	respecto	de	lo	que	en	su	momento	puedan
decidir	las	autoridades	judiciales;	b)	el	carácter	indicial	o	probatorio	que
puedan	tener	los	vídeos,	transcripciones,	cintas	magnetofónicas	u	otros
medios	similares,	dependerá,	en	principio,	de	lo	que	los	jueces	ordinarios
decidan,	sin	que	ello	suponga,	en	ningún	caso,	la	no	merituación	objetiva	de
diversas	circunstancias	como	las	relativas	a	su	origen	o	procedencia,	los
derechos	constitucionales	comprometidos,	el	contexto	de	los	diálogos
producidos	y,	sobre	todo,	la	necesidad	de	que	las	conductas	o	situaciones	que
ellos	reflejan,	tengan	que	necesariamente	pasar	por	un	proceso	de	prueba
adicional	o	acreditación	complementaria	mediante	medios	idóneos	que
ofrezcan	las	partes	o	que	se	actúen	de	oficio	en	los	respectivos	procesos”.	(TC,
Exp.	979-2001-HC/TC,	may.	06/2002.	S.	S.	Aguirre	Roca)
D.	Leg.	957.
ART.	158.—Valoración.
1.	En	la	valoración	de	la	prueba	el	juez	deberá	observar	las	reglas
de	la	lógica,	la	ciencia	y	las	máximas	de	la	experiencia,	y	expondrá
los	resultados	obtenidos	y	los	criterios	adoptados.
2.	 En	 los	 supuestos	 de	 testigos	 de	 referencia,	 declaración	 de
arrepentidos	 o	 colaboradores	 y	 situaciones	 análogas,	 sólo	 con
otras	pruebas	que	corroboren	sus	 testimonios	se	podrá	 imponer
al	imputado	una	medida	coercitiva	o	dictar	en	su	contra	sentencia
condenatoria.
3.	La	prueba	por	indicios	requiere:
a)	Que	el	indicio	esté	probado;
b)	 Que	 la	 inferencia	 esté	 basada	 en	 las	 reglas	 de	 la	 lógica,	 la
ciencia	o	la	experiencia;
c)	Que	cuando	se	trate	de	indicios	contingentes,	éstos	sean
plurales,	concordantes	y	convergentes,	así	como	que	no	se
presenten	contraindicios	consistentes.
JURISPRUDENCIA.—La	prueba	penal	indirecta	y	la	prueba	indiciaria.
“(…)	tampoco	cumple	los	requisitos	materiales	que	su	uso	exige,	tanto	al
indicio	en	sí	mismo	como	a	la	inferencia,	por	lo	que	este	colegiado	considera
que	se	trata	de	un	asunto	de	sobrada	relevancia	constitucional.
Y	es	que,	si	bien	los	hechos	objeto	de	prueba	de	un	proceso	penal	no	siempre
son	comprobados	mediante	los	elementos	probatorios	directos,	para	lograr
ese	cometido	debe	acudirse	a	otras	circunstancias	fácticas	que,	aun
indirectamente	sí	van	a	servir	para	determinar	la	existencia	o	inexistencia	de
tales	hechos.	De	ahí	que	sea	válido	referirse	a	la	prueba	penal	directa	de	un
lado,	y	a	la	prueba	penal	indirecta	de	otro	lado,	y	en	esta	segunda	modalidad
que	se	haga	referencia	a	los	indicios	y	a	las	presunciones.	En	consecuencia,	a
través	de	la	prueba	indirecta,	se	prueba	un	‘hecho	inicial	-	indicio’,	que	no	es	el
que	se	quiere	probar	en	definitiva,	sino	que	se	trata	de	acreditar	la	existencia
del	‘hecho	final	-	delito’	a	partir	de	una	relación	de	causalidad	‘inferencia
lógica’”.	(TC,	Exp.	00728-2008-PHC/TC,	nov.	08/2008.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—El	uso	de	la	prueba	indiciaria	y	la	necesidad	de
motivación.	“(…)	si	bien	el	juez	penal	es	libre	para	obtener	su	convencimiento
porque	no	está	vinculado	a	reglas	legales	de	la	prueba	y,	entonces,	puede
también	llegar	a	la	convicción	de	la	existencia	del	hecho	delictivo	y	la
participación	del	imputado,	a	través	de	la	prueba	indirecta	(prueba	indiciaria
o	prueba	por	indicios),	será	preciso	empero	que	cuando	ésta	sea	utilizada,
quede	debidamente	explicitada	en	la	resolución	judicial;	pues	no	basta	con
expresar	que	la	conclusión	responde	a	las	reglas	de	la	lógica,	las	máximas	de
la	experiencia	o	a	los	conocimientos	científicos,	sino	que	dicho	razonamiento
lógico	debe	estar	debidamente	exteriorizado	en	la	resolución	que	la	contiene.
(…).	En	ese	sentido,	lo	mínimo	que	debe	observarse	en	la	sentencia	y	que	debe
estar	claramente	explicitado	o	delimitado	son	los	siguientes	elementos:	el
hecho	base	o	hecho	indiciario,	que	debe	estar	plenamente	probado	(indicio);	el
hecho	consecuencia	o	hecho	indiciado,	lo	que	se	trata	de	probar	(delito)	y
entre	ellos,	el	enlace	o	razonamiento	deductivo.	Este	último,	en	tanto	que
conexión	lógica	entre	los	dos	primeros	debe	ser	directo	y	preciso,	pero	además
debe	responder	o	sujetarse	plenamente	a	las	reglas	de	la	lógica,	a	las	máximas
de	la	experiencia	o	a	los	conocimientos	científicos.
Sobre	el	particular,	la	doctrina	procesal	penal	aconseja	que	debe	asegurarse
una	pluralidad	de	indicios,	pues	su	variedad	permitirá	controlar	en	mayor
medida	la	seguridad	de	la	relación	de	causalidad	entre	el	hecho	conocido	y	el
hecho	desconocido;	sin	embargo,	también	se	admite	que	no	existe	obstáculo
alguno	para	que	la	prueba	indiciaria	pueda	formarse	sobre	la	base	de	un	solo
indicio	pero	de	singular	potencia	acreditativa.	En	cualquier	caso,	el	indicio
debe	ser	concomitante	al	hecho	que	se	trata	de	probar,	y	cuando	sean	varios,
deben	estar	interrelacionados,	de	modo	que	se	refuercen	entre	sí	(…)”.	(TC,
Exp.	00728-2008-PHC/TC,	nov.	08/2008.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—El	uso	de	la	prueba	indiciaria	y	la	necesidad	de
motivación:	razonamiento	probatorio	indirecto.	“(…)	27.	Asimismo,	cabe
recordar	que	el	razonamiento	probatorio	indirecto,	en	su	dimensión
probatoria,	exige	que	la	conclusión	sea	adecuada,	esto	es,	que	entre	los
indicios	y	la	conclusión	exista	una	regla	de	la	lógica,	máxima	de	la	experiencia
o	conocimiento	científico,	y	que,	como	dijimos	supra,	el	razonamiento	esté
debidamente	explicitado	y	reseñado	en	la	sentencia.	Y	es	que,	a	los	efectos	del
control	de	calidad	del	curso	argumental	del	juez	(control	del	discurso),	ello
supone	mínimamente	que	de	su	lectura	debe	verse	cuál	o	cuáles	son	los
indicios	que	se	estiman	probados	y	cuál	o	cuáles	son	los	hechos	a	probar.	Pero
además,	se	exige	que	se	haya	explicitado	qué	regla	de	la	lógica,	máxima	de	la
experiencia	o	qué	conocimiento	científico	han	sido	utilizados,	y	si	hubieran
varios	de	estos,	por	qué	se	ha	escogido	a	uno	de	ellos.	(…).
28.	Sobre	lo	mismo,	cabe	señalar	que,	si	bien	la	convicción	es	individual	o
personal	del	juzgador,	también	lo	es	que	mínimamente	debe	exteriorizarse	el
proceso	razonable	lógico	utilizado	para	llegar	a	dicha	convicción.	Entenderlo
de	otro	modo	supone	la	aceptación	práctica	del	hecho	de	que	el	juez	pueda
situarse	potestativamente	por	encima	de	un	deber	constitucional,
inequívocamente	impuesto.	Y	es	que,	desde	una	perspectiva	estrictamente
constitucional,	no	se	puede	establecer	la	responsabilidad	penal	de	una
persona	y	menos	restringir	la	efectividad	de	su	derecho	fundamental	a	la
libertad	personal	a	través	de	la	prueba	indiciaria,	si	es	que	no	se	ha	señalado
debidamente	y	con	total	objetividad	el	procedimiento	para	su	aplicación.	Ello
aquí	significa	dejar	claro	cómo	hay	que	hacer	las	cosas,	es	decir,	las
sentencias,	si	se	quiere	que	definitivamente	se	ajusten	al	único	modelo	posible
en	este	caso:	el	constitucional.	(…).”	(TC,	Exp.	00728-2008-PHC/TC,	nov.
08/2008.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Cuatro	exigencias	para	que	la	prueba	indiciaria
pueda	sostener	una	sentencia	incriminatoria.	“Que,	en	atención	a	la
relación	entre	motivación	fáctica	y	presunción	de	inocencia,	es	de	acotar	que
el	examen	de	esta	última	garantía	importa	un	triple	control:	juicio	sobre	la
prueba,	juicio	sobre	la	suficiencia	y	juicio	sobre	la	motivación	y	su
razonabilidad.	La	corrección	de	la	prueba	indiciaria	se	encuentra	en	el	juicio
sobre	la	suficiencia	probatoria,	mientras	que	la	corrección	de	la	motivación	se
encuentra	en	el	juicio	de	razonabilidad.
En	materia	de	prueba	indiciaría,	para	que	la	conclusión	incriminatoria
pueda	ser	tenida	por	válida	es	preciso:	1.	Que	los	hechos	indicadores	o	hechos-
base	sean	varios	y	viertan	sobre	el	hecho	objeto	de	imputación	o	nuclear	–
deben	estar,	por	lo	demás,	interrelacionados	y	ser	convergentes:	deben
reforzarse	entre	sí	y	ser	periféricos	o	concomitantes	con	el	hecho	a	probar–.	2.
Que	los	indicios	estén	probatoriamente	bien	y	definitivamente	acreditados.	3.
Que	la	inferencia	realizada	a	partir	de	aquéllos,	por	su	suficiencia,	sea
racional,	fundada	en	máximas	de	experiencia	fiables	-	entre	los	hechos
indicadores	y	su	consecuencia,	el	hecho	indicado,	debe	existir	una	armonía
que	descarte	toda	irracionalidad	de	modo	que	la	deducción	pueda
considerarse	lógica:	el	enlace	ha	de	ser	preciso	y	directo–.	4.	Que	cuente	con
motivación	suficiente,	en	cuya	virtud	el	órgano	jurisdiccional	deberá	expresar
en	la	motivación	los	grandes	hitos	o	líneas	que	lo	condujeron	a	la	deducción
conforme	al	artículo	158	apartado	3	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal	–tiene
que	exteriorizar	los	hechos	que	están	acreditados,	o	indicios,	y	sobre	todo	que
explicite	el	razonamiento	o	engarce	lógico	entre	el	hecho	base	y	el	hecho
consecuencia	y,	finalmente,	que	este	razonamiento	esté	asentado	en	las	reglas
del	criterio	humano	o	en	las	reglas	de	experiencia	común	o	en	una
comprensión	razonable	de	la	realidad	normalmente	vivida	y	apreciada
conforme	a	los	criterios	colectivos	vigentes	(STCE	ciento	veinticuatro	diagonal
dos	mil	uno,	de	cuatro	de	junio)”.	(C.	S.,	Cas.	628-2015-Lima,	jun.	5/2016.	V.	P.
San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—La	prueba	indiciaria	parte	de	un	dato	comprobado
y	se	concreta	al	obtener	un	argumento	probatorio.	“La	prueba	es	la
demostración	de	una	afirmación	de	la	existencia	de	un	hecho	o	de	una	cosa,
sirve	al	descubrimiento	de	la	verdad	acerca	de	los	hechos	que	en	él	se
investigan	y	respecto	de	los	cuales	se	pretende	aplicar	la	ley	sustantiva;	sin
embargo,	existe	también	la	denominada	prueba	indiciaria,	consistente	en	la
actividad	probatoria	de	naturaleza	necesariamente	discursiva	e	indirecta,
cuya	fuente	es	un	dato	comprobado,	concretándose	en	la	obtención	del
argumento	probatorio	mediante	una	inferencia	correcta.	La	valoración	de	la
prueba	constituye	indudablemente	una	operación	fundamental	en	todo
proceso,	y	más	aún	en	el	proceso	penal,	puesto	que	de	ella	depende	que	se
determine	el	carácter	absolutorio	o	condenatorio	de	la	sentencia	para	el
acusado;	esta	valoración	tiene	por	objeto	establecer	la	utilidad	jurídica	y	legal
de	las	diversas	pruebas	que	se	han	incorporado	válidamente	al	proceso	penal
buscando	crear	convicción	en	el	juzgador.	(...).”	(CSJL,	Exp.	517-2009,	oct.
02/2012.	Directora	de	Debates	Aissa	Mendoza	Retamozo)
JURISPRUDENCIA.—La	prueba	indiciaria	o	indirecta	tiene	suficiente
entidad	para	enervar	la	presunción	de	inocencia.	“10.	Por	otro	lado,	la
prueba	indiciaria	o	indirecta,	tiene	suficiente	entidad	para	enervar	la
presunción	de	inocencia,	que	como	derecho	fundamental	le	asiste	a	todo
imputado.	Prueba	que	se	define	como	aquella	que	directamente	lleva	al
convencimiento	al	órgano	judicial	sobre	la	verdad	de	hechos	periféricos	o	de
aspectos	del	hecho	penalmente	relevante	que	no	están	directamente	referidos
al	procesado,	pero	que	en	atención	a	leyes	científicas,	reglas	de	la	lógica,
máximas	de	la	experiencia	permiten	tener	razonablemente	por	cierta	la
intervención	del	procesado	en	el	hecho	penalmente	relevante.
Y	es	que	en	efecto,	los	indicios	son	hechos	que	permiten	extraer	una
conclusión	de	un	hecho	directamente	importante.	Indicios	que	aceptan
diversas	clasificaciones,	una	de	ellas,	la	del	criterio	de	temporalidad,	que	los
diferencia	en	indicios	antecedentes,	concomitantes	y	subsecuentes”.	(CSJL,	Exp.
00185-2011-7-1826-JR-PE-03,	abr.	11/2013.	Pres.	Susana	Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—La	prueba	indiciaria	rechaza	los	supuestos	de
inferencias	ilógicas	y	las	inferencias	no	concluyentes.	“(...)	la	prueba	por
indicios	requiere,	como	es	sabido,	(i)	que	los	indicios	–su	objeto	no	es	el
directamente	final	de	la	prueba:	la	conducta	delictiva–	se	basen	en	hechos
plenamente	probados	y	no	en	meras	sospechas,	rumores	o	conjeturas;	y,	(ii)
que	los	hechos	constitutivos	de	delito	y	la	participación	de	los	acusados	en	el
mismo,	se	deduzcan	de	los	indicios	a	través	de	un	proceso	mental	razonado	y
acorde	con	las	reglas	del	criterio	humano,	detallado	en	la	sentencia
condenatoria.
El	control	impugnativo	de	la	racionalidad	y	solidez	de	la	inferencia	puede
efectuarse	tanto	(i)	desde	el	canon	de	su	lógica	o	coherencia	–de	modo	que
será	irrazonable	si	los	indicios	acreditados	descartan	el	hecho	de	que	se	hace
desprender	de	ellos	o	no	conduzcan	naturalmente	a	él–,	como	(ii)	desde	el	de
su	suficiencia	o	carácter	concluyente	–no	siendo	razonable	cuando	la
inferencia	es	excesivamente	abierta,	débil	o	imprecisa–.	Es	de	rechazar	no	solo
los	supuestos	de	inferencias	ilógicas	o	inconsistentes,	sino	también	las
inferencias	no	concluyentes,	incapaces	también	de	convencer	objetivamente
de	la	razonabilidad	de	la	plena	convicción	judicial”.	(CS,	R.	N.	3521-2012-
Lima,	jul.	24/2013.	S.	S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—Simple	enunciación	de	contraindicios	en	la
sentencia	vulnera	el	derecho	a	la	debida	motivación.	“17.	En	cuanto	a	la
valoración	de	la	prueba,	el	juzgado	colegiado	ha	señalado	y	valorados	los
testimonios	con	las	cuales	ha	construido	la	prueba	indicaría,	respecto	al	hecho
del	21	de	diciembre	del	2010,	como	es	el	caso	de	(...),	entre	otros,	y	las
documentales	entre	ellas	los	reportes	de	llamadas	telefónicas.
Sin	embargo	ha	omitido	la	declaración	del	testigo	(...)	y	ha	valorado
parcialmente	el	testimonio	de	(...),	respecto	del	cual	sólo	hay	una	mención	en
el	fundamento	42.1	de	la	sentencia	donde	se	consigna	(...).	Valoración	de	estos
2	testimonios	que	eran	necesarias,	pues	la	defensa	postuló	como	una	de	sus
tesis	que	no	se	había	acreditado	el	elemento	del	tipo	(influir	en	la	decisión).	En
tal	sentido,	debió	merecer	una	respuesta	positiva	o	negativa,	estableciéndose
si	estábamos	ante	un	delito	de	mera	actividad,	de	peligro	o	de	resultado,	y	la
pertinencia	o	no	de	los	testimonios	en	relación	a	este	extremo.	Y	en	lo	atinente
a	los	contraindicios	consignados	en	el	párrafo	48	de	la	sentencia,	se	advierte
que	sólo	se	enuncian	sin	que	se	haya	explicitado	las	razones	por	las	cuales	a
criterio	de	los	juzgadores	no	se	presentan	como	contraindicios	consistentes,
por	lo	que	se	ha	afectado	el	derecho	a	la	motivación	de	las	resolución,	siendo
insuficiente	en	estos	dos	aspectos,	lo	que	era	necesario	para	dar	respuesta	a	la
tesis	de	la	defensa”.	(Corte	Superior	de	Lima,	Exp.	00112-2011-10-1826-JR-PE-
01,	ene.	28/2013.	V.	P.	Susana	Ynes	Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—Omisión	injustificada	de	la	valoración	de	una
prueba	aportada	por	las	partes	implica	vulneración	del	derecho
fundamental	a	la	prueba.	“(...)	Constituye	un	derecho	básico	de	los
justiciables	producir	la	prueba	relacionada	con	los	hechos	que	configuran	su
pretensión	o	su	defensa	(…)	se	trata,	pues,	de	un	derecho	complejo	cuyo
contenido	(…),	está	determinado:	(...)	por	el	derecho	a	ofrecer	medios
probatorios	que	se	consideren	necesarios,	a	que	estos	sean	admitidos,
adecuadamente	actuados,	que	se	asegure	la	producción	o	conservación	de	la
prueba	a	partir	de	la	actuación	anticipada	de	los	medios	probatorios	y	que
éstos	sean	valorados	de	manera	adecuada	y	con	la	motivación	debida,	con	el
fin	de	darle	el	mérito	probatorio	que	tenga	en	la	sentencia.	La	valoración	de	la
prueba	debe	estar	debidamente	motivada	por	escrito,	con	la	finalidad	de	que
el	justiciable	pueda	comprobar	si	dicho	mérito	ha	sido	efectiva	y
adecuadamente	realizado.	(…)	de	los	elementos	que	forman	parte	del
contenido	del	derecho	a	la	prueba	uno	está	constituido	por	el	hecho	de	que	las
pruebas	actuadas	dentro	del	proceso	penal	sean	valoradas	de	manera
adecuada	y	con	la	motivación	debida.	De	lo	cual	se	deriva	una	doble	exigencia
para	el	juez:	en	primer	lugar,	la	exigencia	del	juez	de	no	omitir	la	valoración
de	aquellas	pruebas	que	son	aportadas	por	las	partes	al	proceso	dentro	del
marco	del	respeto	a	los	derechos	fundamentales	y	a	lo	establecido	en	las	leyes
pertinentes;	en	segundo	lugar,	la	exigencia	de	que	dichas	pruebas	sean
valoradas	motivadamente	con	criterios	objetivos	y	razonables.	Por	ello,	la
omisión	injustificada	de	la	valoración	de	una	prueba	aportada	por	las	partes,
respetando	los	derechos	fundamentales	y	las	leyes	que	la	regulan,	comporta
una	vulneración	del	derecho	fundamental	a	la	prueba	y,	por	ende,	al	debido
proceso.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	4099-2005-PHC/TC,	oct.	20/2006.	Pres.	García
Toma)
JURISPRUDENCIA.—Jueces	deben	motivar	razonada	y	objetivamente	el
valor	jurídico	probatorio	en	la	sentencia.	“Atendiendo	al	doble	carácter	de
los	derechos	fundamentales	en	general	y	del	derecho	a	la	prueba	en
particular,	éste,	en	su	dimensión	objetiva,	comporta	también	el	deber	del	juez
de	la	causa	de	solicitar,	actuar	y	dar	el	mérito	jurídico	que	corresponda	a	los
medios	de	prueba	en	la	sentencia.	En	la	medida	en	que	el	objetivo	principal	del
proceso	penal	es	el	acercamiento	a	la	verdad	judicial,	los	jueces	deben	motivar
razonada	y	objetivamente	el	valor	jurídico	probatorio	en	la	sentencia.	Esto	es
así	por	cuanto	el	proceso	penal	no	sólo	constituye	un	instrumento	que	debe
garantizar	los	derechos	fundamentales	de	los	procesados,	sino	también	debe
hacer	efectiva	la	responsabilidad	jurídico-penal	de	las	personas	que	sean
halladas	culpables	dentro	de	un	proceso	penal.”	(TC,	Exp.	N°	1014-2007-
PHC/TC,	abr.	05/2007.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Contendido	constitucional	del	derecho	a	la	prueba.
“(...)	por	el	derecho	a	ofrecer	medios	probatorios	que	se	consideren	necesarios,
a	que	estos	sean	admitidos,	adecuadamente	actuados,	que	se	asegure	la
producción	o	conservación	de	la	prueba	a	partir	de	la	actuación	anticipada	de
los	medios	probatorios	y	que	éstos	sean	valorados	de	manera	adecuada	y	con
la	motivación	debida,	con	el	fin	de	darle	el	mérito	probatorio	que	tenga	en	la
sentencia.	La	valoración	de	la	prueba	debe	estar	debidamente	motivada	por
escrito,	con	la	finalidad	de	que	el	justiciable	pueda	comprobar	si	dicho	mérito
ha	sido	efectiva	y	adecuadamente	realizado”.	(TC,	Exp.	N°	1014-2007-PHC/TC,
abr.	05/2007.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Valoración	adecuada	forma	parte	del	derecho	a	la
prueba.	“(…)	uno	de	los	elementos	que	forman	parte	del	contenido	del
derecho	a	la	prueba	está	constituido	por	el	hecho	de	que	las	pruebas	actuadas
dentro	del	proceso	penal	sean	valoradas	de	manera	adecuada	y	con	la
motivación	debida.	De	lo	cual	se	deriva	una	doble	exigencia	para	el	juez:	en
primer	lugar,	la	exigencia	del	juez	de	no	omitir	la	valoración	de	aquellas
pruebas	que	son	aportadas	por	las	partes	al	proceso	dentro	del	marco	del
respeto	a	los	derechos	fundamentales	y	a	lo	establecido	en	las	leyes
pertinentes;	en	segundo	lugar,	la	exigencia	de	que	dichas	pruebas	sean
valoradas	motivadamente	con	criterios	objetivos	y	razonables	(…).	Por	ello,	la
omisión	injustificada	de	la	valoración	de	una	prueba	aportada	por	las	partes,
respetando	los	derechos	fundamentales	y	las	leyes	que	la	regulan,	comporta
una	vulneración	del	derecho	fundamental	a	la	prueba	y,	por	ende,	del	debido
proceso.”	(TC,	Exp.	N°	1014-2007-PHC/TC,	abr.	05/2007.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—CS:	 el	 Estado	 de	 derecho	 no	 permite	 que	 se
esclarezca	la	verdad	a	toda	costa	o	a	cualquier	precio.	“13.-	Previamente
a	la	compulsa	de	los	elementos	probatorios	aportados	en	la	presente	causa,	es
necesario	precisar	que,	en	el	proceso	penal	moderno,	la	búsqueda	de	la	verdad
debe	desarrollarse	dentro	del	marco	fijado	por	los	principio	y	garantías	que	lo
regulan,	 incidiendo	 en	 la	 actividad	 probatoria,	 preceptos	 cuyo	 respeto
obligatorio,	más	allá	de	garantizar	los	derechos	del	justiciable,	constituye	una
insoslayable	 exigencia	 para	 la	 validación	 del	 proceso	 y	 su	 resultado,	 al
integrar	la	macro	garantía	conglobante	del	‘debido	proceso’.
14.-	A	partir	de	lo	antes	señalado,	cabe	recordar	que	en	un	Estado	de	derecho
no	está	permitido	el	esclarecimiento	de	la	verdad	a	toda	costa	o	a	cualquier
precio;	dado	que	si	bien	el	proceso	penal	tiene	por	finalidad	la	terminación	de
la	verdad	judicial	con	relación	a	los	cargos	incriminados,	solo	puede	llegar	a
tal	determinación	a	partir	de	medios	legalmente	reconocidos	para	ellos,
entiéndase	obtenidos	o	incorporados	legalmente	al	proceso,	e	idóneos	para	la
probanza	que	se	pretende;	de	tal	manera	que	la	desvinculación	por	el
juzgador	del	citado	marco	regulador,	con	fines	de	establecer	probanza,
termina	vulnerando	el	derecho	e	invalidando	su	decisión,	además	de
contribuir	a	la	deslegitimación	del	sistema	judicial”.	(CS,	Exp.	A.	V.	05-2002,
feb.	01/2013.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Criterio	de	conciencia	no	es	sinónimo	de	“íntima
convicción”	o	de	un	abstracto	“sentido	de	justicia”.	“(...)	el	criterio	de
conciencia	a	que	se	refiere	el	numeral	doscientos	ochenta	y	tres	del	Código	de
Procedimientos	Penales,	no	puede	confundirse	con	una	‘íntima	convicción’
sustentada	en	elementos	puramente	subjetivos	o	en	un	abstracto	‘sentido	de
justicia’,	pues	contrariamente	a	ello,	tal	criterio	solo	le	permite	al	juzgador
fundar	convicción	en	base	a	la	compulsa	razonada	de	prueba	idónea,
suficiente	y	conducente,	introducida	válidamente	al	proceso	y	sometida	al
contradictorio	en	el	juzgamiento,	regla	probatoria	que	se	vincula
necesariamente	con	la	garantía	de	imparcialidad	que	el	juez	debe	ofrecer	a	la
sociedad,	la	que	integra	el	debido	proceso”.	(CS,	Exp.	A.	V.	05-2002,	feb.
01/2013.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—La	prueba	por	indicios	tiene	lugar	cuando	el	hecho
objeto	de	prueba	no	es	el	constitutivo	del	delito,	sino	otro	intermedio
que	permite	llegar	a	él	por	inferencia	lógica.	“16.-	Existe	doctrina
jurisprudencial	consolidada	de	la	Sala	Penal	(...),	en	el	sentido	de	que	para
juzgar	acerca	de	la	culpabilidad	del	acusado,	es	posible	tener	en	consideración
tanto	las	llamadas	pruebas	directas	–de	las	que	surge	naturalmente	el
conocimiento	del	hecho	cuya	demostración	se	intenta	por	la	fiscalía–,	como
las	denominadas	prueba	indirectas	o	indiciarias	–aquellas	de	las	que	nace	la
certeza	de	un	hecho,	del	que	se	infiere	en	concatenación	lógica	la	realidad	de
otro	hecho	que	era	precisamente	aquél	que	se	intentaba	comprobar,	y	que
inicialmente	no	resultaba	acreditado	en	forma	directa–,	aunque	como	es
obvio	en	este	último	caso	se	imponen	un	conjunto	de	requisitos	o	presupuestos
materiales	y	procesales	que	se	debe	respetar	acabadamente.	La	prueba	por
indicios	tiene	lugar,	en	consecuencia,	cuando	el	hecho	objeto	de	prueba	no	es
el	constitutivo	del	delito	sino	otro	intermedio	que	permite	llegar	a	él	por
inferencia	lógica”.	(CS,	Exp.	A.	V.	05-2002,	feb.	01/2013.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Meras	sospechas	o	conjeturas	que	no	tengan	cierto
fundamento	objetivo	o	material	e	identificable	no	integran	la	categoría
de	indicios.	“El	indicio	es	un	medio	probatorio	a	través	del	cual	se	obtiene	el
conocimiento	indirecto	de	la	realidad	y	consta	de	los	siguientes	elementos:	i)
un	hecho	indicador	que	debe	estar	probado	en	el	proceso	con	cualquier	medio
de	prueba	autorizado	por	la	ley	y	la	Constitución	y	de	conformidad	con	las
forma	establecidas,	menos	con	otro	indicio;	y,	ii)	un	razonamiento	lógico	que
permite	derivar	a	partir	del	hecha	probado,	la	existencia	del	hecho	objeto	de
prueba.	Desde	luego	no	integran	la	categoría	de	indicios	las	meras	sospechas
o	conjeturas	que	no	cuenten	con	un	cierto	fundamento	objetivo	o	material	e
identificables.	El	indicio	es	algo	más	que	la	expresión	de	una	convicción
subjetiva	de	la	existencia	de	un	ilícito,	pues	el	grado	de	certeza	no	puede	ser
abstracta	sino	referido	a	un	hecho	determinado,	pues	el	juicio	probatorio
conlleva	un	raciocinio	y	a	una	conclusión,	que	en	el	campo	valorativo	significa
la	convicción	que	se	tenga	de	la	existencia	de	un	hecho	o	su	negación,	por	lo
que	no	puede	partir	de	hipótesis	sino	de	hechos	probados”.	(CS,	Exp.	A.	V.	05-
2002,	feb.	01/2013.	V.	P.	Acevedo	Mena)
D.	Leg.	957.
ART.	159.—Utilización	de	la	prueba.
1.	El	juez	no	podrá	utilizar,	directa	o	indirectamente,	las	fuentes	o
medios	de	prueba	obtenidos	con	vulneración	del	contenido
esencial	de	los	derechos	fundamentales	de	la	persona.
JURISPRUDENCIA.—Los	documentos	privados	obtenidos	con	violación
de	los	derechos	fundamentales	no	tienen	efecto	legal.	“(...)	En	efecto,
conforme	lo	establece	la	última	parte	del	artículo	2°,	inciso	10),	de	la
Constitución,	los	documentos	privados	obtenidos	con	violación	de	los
preceptos	anteriormente	señalados,	no	tienen	efecto	legal.	Ello,	de	momento,
supone	que	por	la	forma	como	se	han	recabado	los	mensajes	que	han	sido
utilizados	en	el	cuestionado	proceso	(…),	su	valor	probatorio	carece	de	todo
efecto	jurídico	(…).	Se	trata,	pues,	en	el	fondo,	de	garantizar	que	los	medios	de
prueba	ilícitamente	obtenidos	no	permitan	desnaturalizar	los	derechos	de	la
persona	ni,	mucho	menos,	y	como	es	evidente,	que	generen	efectos	en	su
perjuicio.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	1058-2004-AA/TC,	ago.	18/2004.	Pres.	Alva
Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—La	prueba	prohibida	en	la	Constitución	y	en	el
derecho	penal	y	la	censura	previa.	“(…)	20.	Pues	bien,	en	el	presente	caso	se
advierte	que	las	conversaciones	telefónicas	del	beneficiario	que	sirven	de
fundamento	al	auto	de	apertura	que	se	cuestiona	no	fueron	interceptadas	por
agentes	del	Estado,	por	lo	que	la	injerencia	arbitraria	en	su	vida	privada	no	le
es	imputable	al	juez	demandado,	ni	al	fiscal	que	interpuso	la	denuncia.	En	este
sentido	debe	destacarse	que	las	conversaciones	telefónicas	del	beneficiario	no
constituían	información	pública,	por	lo	que	su	divulgación	a	través	de	los
medios	de	prensa	sin	la	autorización	del	beneficiario	se	tornó	inconstitucional.
Por	esta	razón	este	tribunal	considera	que	el	Estado	debe	investigar,	juzgar	y,
en	su	caso,	sancionar	a	los	responsables	de	la	violación	del	derecho	a	la	vida
privada	del	beneficiario,	consistente	en	la	interceptación	y	divulgación	de	sus
conversaciones	telefónicas,	así	como	la	entrega	de	las	conversaciones
telefónicas	a	los	medios	de	comunicación.	Asimismo	debe	precisarse	que	la
divulgación	de	las	grabaciones	telefónicas	requiere	de	la	autorización	de	sus
interlocutores	para	que	se	legítima.
(…)
22.	Finalmente	ante	la	práctica	de	públicas	difusiones	de	conversaciones
interceptadas,	este	tribunal	debe	recordar	que	la	Corte	Interamericana	de
Derechos	Humanos	en	la	sentencia	del	Caso	Escher	y	otros	vs.	Brasil,	ha
enfatizado	que:
a.	Cuando	las	conversaciones	telefónicas	son	de	carácter	privado	y	no
constituyen	información	pública,	su	divulgación	requiere	de	la	autorización	de
los	interlocutores,	caso	contrario,	su	divulgación	se	torna	ilegítima	[párrs.	129
y147].
b.	La	divulgación	de	cintas	grabadas	sin	la	autorización	de	los	interlocutores
configura	una	violación	del	derecho	a	la	honra	y	a	la	dignidad	de	toda
persona,	en	el	cual	se	incluye	su	privacidad,	según	el	artículo	11	de	la
Convención	Americana	sobre	Derechos	Humanos,	leído	en	conjunto	con	los
artículos	30	y	32.2	del	mismo	instrumento	[párr.	147].
c.	La	divulgación	de	conversaciones	telefónicas	que	se	encuentran	bajo
secreto	de	justicia	por	agentes	del	Estado	implica	una	injerencia	en	la	vida
privada,	la	honra	y	la	reputación	de	los	interlocutores	[párr.	158].
23.	En	concordancia	con	ello,	debe	recordarse	que	el	inciso	10)	del	artículo	2°
de	la	Constitución	dispone	que	las	“comunicaciones,	telecomunicaciones	o	sus
instrumentos	sólo	pueden	ser	abiertos,	incautados,	interceptados	o
intervenidos	por	mandamiento	motivado	del	juez,	con	las	garantías	previstas
en	la	ley”.
Por	esta	razón,	los	medios	de	comunicación	social	se	encuentran	prohibidos
de	divulgar	o	difundir	interceptaciones	y	grabaciones	de	conversaciones
telefónicas,	salvo	que	exista	la	autorización	de	los	interlocutores	grabados
para	que	sea	conocida	por	terceros	o	un	mandamiento	judicial	motivado	que
permita	su	difusión	por	ser	de	interés	público,	bajo	responsabilidad	de	ser
denunciados	penalmente.”	(TC,	Exp.	00655-2010-PHC/TC,	dic.	12/2010.	Pres.
Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—TC	aclara	de	oficio	sentencia	sobre	interceptaciones
telefónicas:	no	hay	censura	previa,	los	controles	son	siempre	ex	post.
“(…)	3.	Que	este	colegiado	ha	concluido	que	la	prueba	ilícita,	por	sí	sola,	no
puede	sustentar	una	sentencia	condenatoria.	En	ese	sentido	el	Tribunal
Constitucional	ha	validado	el	presupuesto	previsto	en	el	artículo	159	del
Nuevo	Código	Procesal	Penal,	que	está	vigente	en	gran	parte	del	territorio
nacional.
4.	Que	en	relación	a	la	interceptación	de	las	telecomunicaciones	y	su
divulgación	por	los	medios	de	comunicación,	está	prohibida	la	difusión	de
información	que	afecte	la	intimidad	personal	o	familiar,	o	la	vida	privada	del
interceptado	o	terceras	personas,	salvo	que	ella	sea	de	interés	o	relevancia
pública,	lo	que	debe	ser	determinado	en	cada	caso	por	el	propio	medio	de
comunicación.	En	caso	de	exceso	tanto	el	periodista,	como	los	editores	y/o	los
propietarios	de	los	medios	de	comunicación,	serán	responsables	por	tales
excesos,	según	lo	determine	la	autoridad	competente.
5.	(…)	corresponde	precisar,	de	oficio,	que	lo	que	debe	ser	sancionable	es	la
conducta	de	quienes	promueven,	instigan	o	participan	en	la	interceptación	de
las	telecomunicaciones,	aun	cuando	sean	periodistas,	medios	o	empresas
dedicados	a	las	telecomunicaciones.	No	debe	olvidarse	que	la	propia
Constitución	establece	en	el	artículo	2.10	que	“Las	comunicaciones,
telecomunicaciones	o	sus	instrumentos	solo	pueden	ser	abiertos,	incautados,
interceptados	o	intervenidos	por	mandamiento	motivado	del	juez,	con	las
garantías	previstas	en	la	ley”.
6.	Que	el	Tribunal	Constitucional	es	consciente	que	a	la	altura	de	estos
tiempos,	la	intimidad	personal	o	familiar,	o	la	vida	privada	puede	verse
amenazada	muy	fácilmente	como	consecuencia	del	desarrollo	tecnológico;	sin
embargo	es	un	error	pretender	equiparar	la	libertad	de	prensa	y	expresión
como	garantía	institucional	del	Estado	social	y	democrático	de	derecho,	con	el
uso	indiscriminado	y	caótico	de	la	internet.	La	prensa	tiene	una
responsabilidad	constitucional	y	ética	con	los	derechos	fundamentales	de	la
persona	y	el	principio	de	dignidad	consagrado	en	el	artículo	1°	de	la
Constitución.
7.	Que	por	ello,	quien	realiza	la	interceptación,	incluso	si	es	periodista,
comete	delito;	quien	fomenta	dichas	interceptaciones,	incluso	si	es	periodista,
también	comete	delito.	Asimismo,	quien	tiene	acceso	a	tal	información	y
pretende	su	difusión,	sea	porque	es	periodista,	editor	o	dueño	de	un	medio	de
comunicación,	debe	evaluar	si	con	ello	se	afecta	la	intimidad	personal	o
familiar	o	la	vida	privada	de	los	interceptados,	familiares	o	terceros.	Es	en	este
último	caso	que	el	control	es	posterior,	en	la	medida	que	la	constitución
garantiza	que	no	hay	censura	previa.	(TC,	Aclaración	-	Exp.	00655-2010-
PHC/TC,	dic.	13/2010.	Pres.	Mesía	Ramírez)
DOCTRINA.—La	 flexibilización	 de	 la	 censura	 previa	 (?)	 “(…)	 4.	 Por
tanto,	 el	 mecanismo	 más	 adecuado	 para	 la	 protección	 de	 los	 derechos
fundamentales,	 como	 la	 vida	privada	y	 el	 honor,	 es	 el	 amparo	preventivo.
Este	 proceso	 procede	 contra	 el	 hecho	 u	 omisión	 por	 parte	 de	 cualquier
autoridad,	 funcionario	 o	 persona,	 que	 amenaza	 los	 demás	 derechos
reconocidos	por	la	Constitución	con	el	fin	de	terminar	reponiendo	las	cosas
al	 estado	 anterior	 a	 la	 violación	 o	 amenaza	 de	 violación	 de	 un	 derecho
constitucional	(artículo	200	inciso	2	de	la	Constitución).	Su	uso	ha	merecido
especial	atención	a	nivel	del	derecho	comparado.	Un	ejemplo	se	encuentra
en	un	caso	alemán.	Un	programa	de	 televisión	del	 canal	ZDF	anunciaba	 la
propagación	de	una	película-documental	llamada	“El	asesinato	de	soldados
en	Lebach”,	en	la	que	se	había	atentado	contra	cuatro	soldados	para	robarle
armas.	Una	de	 las	personas	 condenadas	por	 este	delito	 estaba	 a	punto	de
salir	 de	 la	 cárcel	 y	 consideró	 que	 la	 difusión	 de	 tal	 film	 afectaría	 sus
derechos,	 al	 mencionarse	 su	 nombre	 y	 aparecer	 su	 foto.	 Realizando	 la
ponderación	 que	 el	 caso	 ameritaba,	 el	 Tribunal	 Constitucional	 alemán
[BVerfGE	 35,	 202,	 del	 05	 de	 junio	 de	 1973],	 decidió	 finalmente,	 sobre	 los
argumentos	 expuestos	 una	 solución	 iusfundamental,	 a	 favor	 de	 los
peticionantes,	pues	consideró	que	una	 información	 televisiva	repetida	que
no	 responde	 a	 un	 interés	 actual	 de	 información	 sobre	 un	 hecho	 delictivo
grave	 y	 que	 pone	 en	 peligro	 la	 resocialización	 del	 actor	 no	 debe	 estar
permitida.
5.	Por	estas	razones	y	en	el	marco	del	compromiso	democrático	propio	del
ejercicio	de	mi	función	de	juez	constitucional,	debo	afirmar	la	necesidad	de
que	 la	 labor	periodística	debe	estar	sujeta	a	 límites.	Ello	atendiendo	a	que
ningún	derecho	 fundamental	 tiene	carácter	absoluto,	ni	 su	ejercicio	puede
menoscabar	 injustificadamente	 otros	 derechos	 fundamentales	 ni	 demás
bienes	 jurídicos	 de	 relevancia	 constitucional.	 Siendo	 que	 en	 cada	 caso
concreto	el	juez	deberá	recurrir	a	las	reglas	de	ponderación	a	fin	de	afianzar
la	armonización	práctica	de	los	bienes	constitucionales	en	conflicto.
6.	Ahora	bien,	 la	 autorregulación	de	 los	propios	medios	de	 comunicación
resulta	 necesario	 prima	 facie,	 pero	 a	 veces	 insuficiente	 para	 evitar	 la
exposición	pública	de	conversaciones	privadas,	sean	telefónicas,	epistolares
o	de	la	más	diversa	índole.	El	Tribunal	Constitucional	no	puede	permanecer
indiferente	 ante	 dicha	 situación,	 en	 las	 que	 se	 han	 configurado	 algunos
supuestos	 de	 excesos	 por	 parte	 de	 la	 prensa,	 que	 han	 soliviantado	 por
acción	 u	 omisión	 la	 proliferación	 del	 ilegal	 y	 lucrativo	 negocio	 de	 las
interceptaciones	telefónicas.	En	algunos	supuestos,	ello	ha	traído	aparejado
el	descubrimiento	de	gravísimos	actos	de	corrupción	(caso	“Petroaudios”),
pero	 en	 otros,	 de	 manera	 contraria	 e	 ilegítima	 se	 ha	 afectado	 la
honorabilidad	 de	 muchas	 personas.	 Es	 respecto	 a	 este	 último	 supuesto
sobre	 el	 cual	 se	 debe	 incidir,	 resultando	 imprescindible	 que	 dentro	 del
marco	 de	 los	 valores	 que	 los	 jueces	 constitucionales	 estamos	 llamados	 a
tutelar	y	defender,	exhortemos	a	la	acción	conjunta	de	los	diversos	agentes
sociales	 sobre	 cómo	 afrontar	 este	 problema	 para	 el	 cual	 el	 derecho
pareciera	mostrarse	insuficiente	aún.
7.	 En	 el	mismo	 sentido,	 debo	 reiterar	 que	 no	 resulta	 razonable	 desde	 el
punto	de	vista	de	la	acción	punitiva	del	Estado,	que	por	un	lado,	se	sancione
a	quienes	 intercepten	 ilegalmente	una	conversación	privada;	y,	de	otro,	 lo
ilícitamente	 obtenido	 pueda	 ser	 susceptible	 de	 ser	 publicado
irresponsablemente	 sin	 ningún	 tipo	 de	 control	 real	 y	 efectivo.	 Ello,
conllevaría	 a	 satisfacer	 los	 innobles	 fines	 de	 quienes	 financian	 el
mantenimiento	de	este	tipo	de	mafias	que	actúan	impunemente	utilizando	a
algunos	medios	de	comunicación	como	meras	plataformas	de	exposición	de
lo	 ilícitamente	 interceptado.	 Además,	 corresponde	 el	 afianzamiento	 del
sistema	 de	 responsabilidad	 civil,	 a	 fin	 de	 compensar	 suficientemente	 a	 la
víctima,	y	 también	desincentivar	 las	malas	prácticas	de	algunos	miembros
del	 gremio	 periodístico.”	 (TC,	 Aclaración	 -	 Exp.	 00655-2010-PHC/TC,	 dic.
13/2010.	Fundamento	de	voto	del	magistrado	Álvarez	Miranda)
DOCTRINA.—Historia	clínica	no	se	confecciona	con	el	objeto	de	servir
como	medio	 de	 prueba	 de	 ahí	 que	 no	 sea	 ella	 misma	 la	 que	 aporta
luces	para	dilucidar	los	acontecimientos.	“Más	allá	de	las	acotaciones	que
válidamente	 pueden	 hacerse	 acerca	 de	 la	 esencia	 pública	 o	 privada	 del
documento	que	es	una	historia	clínica,	dependiendo	si	los	profesionales	de
la	salud	son	servidores	públicos	o	no,	importa	relevar	otras	características.
El	médico	con	relación	al	paciente	puede	colectar	información	privilegiada
que	en	virtud	del	‘secreto	profesional’,	en	sus	connotaciones	ético	jurídicas,
no	 está	 obligado	 a	 revelar	 públicamente.	 Tan	 es	 así,	 que	 dentro	 de	 las
excepciones	 constitucionales	 al	 deber	 de	 rendir	 testimonio	 (...)	 incluye	 al
médico	con	relación	al	paciente.
La	historia	clínica	no	se	confecciona	con	el	objeto	de	servir	como	medio	de
prueba;	no	es	propiamente	una	evidencia	real,	ni	se	elabora	ex	profeso	para
efectos	 demostrativos;	 de	 ahí	 que,	 en	 la	 práctica,	 no	 es	 la	 historia	 clínica
misma	 la	 que	 aporta	 luces	 para	 que	 el	 juez	 dilucide	 los	 acontecimientos,
sino	que	 ese	documento	 es	 ofrecido	o	dejado	 en	manos	de	 expertos,	 para
que	a	través	de	la	prueba	pericial	(practicada	en	el	 juicio	oral)	se	ofrezcan
las	explicaciones	requeridas	para	el	entendimiento	de	un	asunto	complejo.
Es	una	herramienta	necesaria	para	el	seguimiento	de	la	salud	del	paciente,
con	 fines	 de	 diagnóstico	 o	 tratamiento.	 Por	 ello,	 la	 difusión	 en	 debate
público	 de	 su	 contenido	 en	 algunos	 eventos	 podría	 conspirar	 contra	 la
dignidad	humana.
No	parece,	pues,	racional	que	en	todos	los	casos	se	deba	hacer	comparecer
a	los	profesionales	de	la	salud	autores	de	la	historia	clínica,	que	suelen	ser
varios	en	relación	con	el	mismo	paciente,	en	diferentes	 turnos	de	día	y	de
noche,	para	que	 la	autentiquen	en	audiencia	pública,	especialmente	en	 los
casos	donde	no	se	discute	la	veracidad	de	alguno	de	los	registros	parciales
que	contiene	ni	el	origen	o	procedencia	de	la	misma.
La	cadena	de	custodia	y	 la	acreditación	por	testimonio	de	terceros	acerca
del	origen	y	procedencia	de	 la	historia	clínica	podrían	ser	suficientes	para
tener	 el	 documento	 como	 auténtico,	 con	 independencia	 del	 mérito	 que
pudiere	 reconocerse	 a	 las	 anotaciones	 que	 contiene,	 conjunta	 o
aisladamente,	con	la	ayuda	de	peritos.
No	 empiece,	 es	 posible	 que	 la	 parte	 interesada	 solicite	 el	 testimonio	 de
alguno	o	algunos	de	 los	médicos	 tratantes	o	profesionales	de	 la	 salud	que
contribuyeron	 con	 sus	 datos	 a	 la	 confección	 de	 la	 historia	 clínica,	 para
dilucidar	aspectos	de	contenido	que	 tuvieren	relevancia	para	su	 teoría	del
caso;	dado	que	al	respecto	tampoco	existe	una	limitante	normativa,	más	allá
del	secreto	profesional.
Y	 si	 la	 parte	 que	 pudiere	 resultar	 perjudicada	 con	 las	 anotaciones	 de	 la
historia	clínica	tiene	razones	para	dudar	de	la	autenticidad	del	documento,
como	 continente	 de	 la	 información,	 o	 para	 cuestionar	 la	 cientificidad	 del
contenido,	debe	manifestarlas	oportunamente;	y,	 como	en	 todos	 los	casos,
tales	eventos	no	comportan	problemas	de	 legalidad	de	 las	pruebas	que	se
relacionen	con	la	historia	clínica,	sino	de	valoración	o	asignación	del	mérito
o	 poder	 demostrativo”.	 (CSJ	 de	 Colombia,	 Cas.	 Penal,	 Sent.	 feb.	 21/2007,
Rad.	25920.	M.P.	Javier	Zapata	Ortiz).
DOCTRINA.—Principios	 a	 seguir	 para	 una	 adecuada	 actuación
probatoria.	“(...).
‘i)	 Debido	 proceso,	 de	 rango	 constitucional,	 aplicable	 a	 todas	 las
actuaciones	 judiciales	 y	 administrativas,	 que	 incluye	 para	 el	 sindicado	 el
juzgamiento	 con	 la	 observancia	 de	 la	 plenitud	 de	 las	 formas	 del	 juicio,	 el
derecho	de	presentar	y	controvertir	pruebas,	la	defensa	por	un	abogado;	y	a
la	exclusión	las	pruebas	obtenidas	con	violación	del	debido	proceso.
ii)	 Igualdad,	 en	 tanto	 corresponde	 a	 los	 servidores	 judiciales	 hacerla
efectiva	para	los	intervinientes	en	desarrollo	de	la	actuación.	Se	concreta	en
la	 denominada	 igualdad	 de	 armas,	 consistente	 el	 derecho	 que	 tiene	 la
defensa	 de	 conocer	 las	 evidencias	 y	 elementos	 probatorios	 que	 la	 fiscalía
utilizará	para	la	acusación;	y	a	la	vez,	el	derecho	que	asiste	a	la	fiscalía	para
conocer	de	cuáles	evidencias	y	elementos	probatorios	se	servirá	la	defensa;
con	 la	 finalidad	 de	 que	 puedan	 desempeñarse	 en	 el	mismo	 plano	 o	 nivel.
Pero	tal	prerrogativa	no	se	agota	en	el	simple	conocimiento	previo,	sino	que
confiere	a	cada	parte	la	potestad	de	“utilizar”,	si	conviene	a	sus	intereses,	las
evidencias	 y	 elementos	 probatorios	 aducidos	 por	 la	 otra,	 bien	 para
impugnar	la	pertinencia	o	el	poder	de	persuasión,	o	bien	para	respaldar	su
propia	teoría.
iii)	Imparcialidad,	que	impone	a	los	jueces	el	imperativo	de	establecer	con
objetividad	la	verdad	y	la	justicia,	siendo	indispensable	para	ello	que	el	juez
de	 conocimiento	 asuma	 una	 actitud	 positivamente	 dirigida	 a	 que	 el
descubrimiento	probatorio	sea	lo	más	completo	posible.
iv)	Legalidad,	 en	 cuanto	el	descubrimiento	es	uno	de	 los	parámetros	que
condiciona	la	pertinencia	y	el	decreto	de	la	prueba	por	parte	del	juez;	y	por
la	 necesidad	 de	 observar	 las	 formas	 propias	 del	 juicio.	 Tan	 es	 así,	 que	 si
llegare	 a	 practicarse	 una	 prueba	 que	 no	 fue	 descubierta	 y	 pese	 a	 ello	 se
utiliza	como	fundamento	de	la	sentencia,	en	segunda	instancia	o	en	sede	de
casación	es	factible	aplicar	la	regla	de	exclusión,	por	mandato	constitucional
(…)	 el	 juez	 excluirá	 la	 práctica	 o	 aducción	 de	 medios	 de	 prueba	 ilegales,
incluyendo	los	que	se	han	practicado,	aducido	o	conseguido	con	violación	de
los	requisitos	formales	previstos	en	el	Código	de	Procedimiento	Penal.
v)	Defensa,	pues	el	imputado	y	con	mayor	razón	el	acusado,	tiene	derecho	a
solicitar,	 conocer	 y	 controvertir	 las	 pruebas,	 disponiendo	 para	 ello	 de	 un
tiempo	razonable	y	de	medios	adecuados	para	la	preparación	de	la	defensa.
(…)	 En	 el	 evento	 de	 una	 acusación,	 conocer	 en	 su	 oportunidad	 todos	 los
elementos	 probatorios,	 evidencias	 físicas	 e	 informaciones	 de	 que	 tenga
noticia	la	Fiscalía	General	de	la	Nación,	incluidos	los	que	sean	favorables	al
procesado’.
vi)	Lealtad,	bajo	el	entendido	que	todos	los	que	intervienen	en	la	actuación
tienen	 el	 deber	 de	 obrar	 con	 buena	 fe.	 Implica	 que	 el	 descubrimiento
probatorio	 se	 haga	 en	 forma	 completa	 e	 integral,	 para	 evitar	 que	 la
contraparte	 sea	 sorprendida	 con	 evidencias	 y	medios	 probatorios	 que	 no
pudo	conocer	con	razonable	antelación.	Siempre	quedan	a	salvo,	claro	está,
el	derecho	a	 la	no	autoincriminación	y	 la	 información	privilegiada	entre	el
acusado	y	su	defensor.
vii)	Contradicción,	en	cuya	virtud,	 las	partes	tendrán	derecho	a	conocer	y
controvertir	 las	 pruebas,	 así	 como	 a	 intervenir	 en	 su	 formación.	 Y
concretamente,	como	lo	dispone	el	inciso	segundo	de	esta	norma:
‘Para	garantizar	plenamente	este	derecho,	en	el	caso	de	formular	acusación
la	 Fiscalía	 General	 de	 la	 Nación	 deberá,	 por	 conducto	 del	 juez	 de
conocimiento,	 suministrar	 todos	 los	 elementos	 probatorios	 e	 informes	 de
que	tenga	noticia,	incluidos	los	que	sean	favorables	al	procesado’.	(…).
viii)	Objetividad,	que	obliga	a	la	fiscalía	a	adecuar	su	actuación	a	un	criterio
transparente,	 ajustado	 jurídicamente	 para	 la	 correcta	 aplicación	 de	 la
Constitución	Política	y	 la	 ley.	De	ahí	que	el	descubrimiento	probatorio	por
parte	de	la	fiscalía	debe	incluir	aquellas	que	pudieren	resultar	favorables	a
la	 defensa”.	 (CSJ	 de	 Colombia,	 Cas.	 Penal,	 Sent.	 feb.	 21/2007,	 Rad.	 25920.
M.P.	Javier	Zapata	Ortiz).
TÍTULO	II
Los	medios	de	prueba
CAPÍTULO	I
La	confesión
D.	Leg.	957.
ART.	 160.—Modificado.	 Ley	 30076,	 Art.	 3°.	 Valor	 de	 prueba
de	la	confesión.
1.	La	confesión,	para	ser	tal,	debe	consistir	en	la	admisión	por	el
imputado	de	los	cargos	o	imputación	formulada	en	su	contra.
2.	Solo	tendrá	valor	probatorio	cuando:
a)	Esté	debidamente	corroborada	por	otro	u	otros	elementos	de
convicción;
b)	Sea	prestada	libremente	y	en	estado	normal	de	las	facultades
psíquicas;
c)	Sea	prestada	ante	el	juez	o	el	fiscal	en	presencia	de	su	abogado;
y,
d)	Sea	sincera	y	espontánea.
NOTA:	 La	 Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final	 de	 la	 Ley	 30076	 dispuso	 la	 “[p]uesta	 en
vigencia	de	artículos	del	 Código	Procesal	Penal.	 Adelántase	 la	 vigencia	 de	 los	 artículos	 2°,	 160,
161,	268,	269,	270,	271	y	311	del	Código	Procesal	Penal,	aprobado	mediante	Decreto	Legislativo	957,
en	todo	el	territorio	peruano”.
JURISPRUDENCIA.—La	premialidad	de	la	confesión	sincera	no	se	aplica
si	los	procesados	no	son	veraces	en	sus	declaraciones.	“5.	Ahora	bien,	una
cuestión	distinta	a	la	anterior	es	que,	además	de	que	se	aplique	la	norma
penal	más	beneficiosa,	el	actor	considere	que	los	jueces	de	la	Corte	Suprema
debieron	seguir	el	criterio	establecido	por	la	sentencia	condenatoria	y,	en	ese
sentido,	que	se	le	debió	aplicar	una	pena	por	debajo	del	mínimo	legal	vigente.
Al	respecto,	se	verifica	que	la	sala	suprema,	a	través	de	una	motivación
suficiente	y	basada	en	derecho,	se	apartó	del	criterio	establecido	en	la
sentencia	condenatoria,	por	considerar	que	al	recurrente	no	le	es	aplicable	la
premialidad	extraordinem	de	la	confesión	sincera	(...),	institución	que	aplicó	la
sala	penal	que	impuso	la	condena	inicial	y	que	justificó	que	se	le	imponga	una
pena	por	debajo	al	mínimo	legal	(artículo	136	del	Código	de	Procedimientos
Penales).	Los	jueces	supremos	justificaron	esta	decisión	al	considerar	que	los
procesados	no	fueron	sinceros	en	sus	declaraciones,	pues	se	retractaron	de
ellas	en	el	proceso.	6.	Señalado	esto,	queda	de	manifiesto	que	lo	que	en
realidad	pretende	el	recurrente	es	que	a	través	del	presente	proceso	se
revierta	el	criterio	jurisdiccional	de	los	jueces	demandados,	lo	cual
definidamente	es	ajeno	a	la	competencia	de	los	jueces	constitucionales.
Además,	y	a	mayor	ahondamiento,	este	tribunal	tiene	establecido	en	reiterada
jurisprudencia,	que	los	jueces	constitucionales	no	pueden	revisar	materias	que
son	de	competencia	exclusiva	de	la	justicia	penal	ordinaria,	tales	como	son	la
determinación	de	la	responsabilidad	penal	del	procesado	y	el	quantum	de	la
pena”.	(TC,	Exp.	04026-2013-PHC/TC,	nov.	10/2015.	S.	S.	Urviola	Hani)
D.	Leg.	957.
ART.	161.—Modificado.	Ley	30076,	Art.	3°.	Efecto	de	la
confesión	sincera.	El	juez	puede	disminuir	prudencialmente	la
pena	hasta	en	una	tercera	parte	por	debajo	del	mínimo	legal,	si	se
cumplen	los	presupuestos	establecidos	en	el	artículo	160.	Este
beneficio	es	inaplicable	en	los	supuestos	de	flagrancia,	de
irrelevancia	de	la	admisión	de	los	cargos	en	atención	a	los
elementos	probatorios	incorporados	en	el	proceso	y	cuando	el
agente	tenga	la	condición	de	reincidente	o	habitual	de
conformidad	con	los	artículos	46-B	y	46-C	del	Código	Penal.
NOTA:	La	Primera	Disposición	Complementaria	Final	de	la	Ley	30076	dipone	la	“[p]uesta	en
vigencia	de	artículos	del	Código	Procesal	Penal.	Adelántase	la	vigencia	de	los	artículos	2°,	160,
161,	268,	269,	270,	271	y	311	del	Código	Procesal	Penal,	aprobado	mediante	Decreto	Legislativo	957,
en	todo	el	territorio	peruano”.
CAPÍTULO	II
El	testimonio
D.	Leg.	957.
ART.	162.—Capacidad	para	rendir	testimonio.
1.	 Toda	 persona	 es,	 en	 principio,	 hábil	 para	 prestar	 testimonio,
excepto	el	inhábil	por	razones	naturales	o	el	impedido	por	la	ley.
2.	Si	para	valorar	el	testimonio	es	necesario	verificar	la	idoneidad
física	o	psíquica	del	testigo,	se	realizarán	las	indagaciones
necesarias	y,	en	especial,	la	realización	de	las	pericias	que
correspondan.	Esta	última	prueba	podrá	ser	ordenada	de	oficio
por	el	juez.
D.	Leg.	957.
ART.	163.—Obligaciones	del	testigo.
1.	Toda	persona	citada	como	testigo	tiene	el	deber	de	concurrir,
salvo	las	excepciones	 legales	correspondientes,	y	de	responder	a
la	verdad	a	 las	preguntas	que	se	 le	hagan.	La	comparecencia	del
testigo	 constituirá	 siempre	 suficiente	 justificación	 cuando	 su
presencia	 fuere	 requerida	 simultáneamente	 para	 dar
cumplimiento	 a	 obligaciones	 laborales,	 educativas	 o	 de	 otra
naturaleza	 y	 no	 le	 ocasionará	 consecuencias	 jurídicas	 adversas
bajo	circunstancia	alguna.
2.	El	testigo	no	puede	ser	obligado	a	declarar	sobre	hechos	de	los
cuales	podría	surgir	su	responsabilidad	penal.	El	testigo	tendrá	el
mismo	derecho	cuando,	por	su	declaración,	pudiere	 incriminar	a
alguna	de	las	personas	mencionadas	en	el	numeral	1)	del	artículo
165.
3.	El	testigo	policía,	militar	o	miembro	de	los	sistemas	de
inteligencia	del	Estado	no	puede	ser	obligado	a	revelar	los
nombres	de	sus	informantes.	Si	los	informantes	no	son
interrogados	como	testigos,	las	informaciones	dadas	por	ellos	no
podrán	ser	recibidas	ni	utilizadas.
DOCTRINA.—No	 control	 de	 la	 identidad	 del	 testigo	 por	 parte	 de	 la
policía	 no	 impide	 que	 la	 información	 entregada	 por	 éste	 pueda	 ser
constitutiva	de	un	indicio.	 “En	efecto,	no	es	 la	buena	doctrina	el	estimar
como	 dogma,	 que	 los	 policías	 deban	 previamente	 proceder	 al	 control	 de
identidad	 de	 la	 persona	 que	 le	 suministra	 antecedentes	 sobre	 un	 ilícito,
puesto	que	bien	puede	darse	la	circunstancia	que	durante	el	tiempo	de	tal
control,	 se	 pueda	 ver	 afectado	 el	 procedimiento	 de	 control	 respecto	 de
aquellas	 personas	 sobre	 las	 que	 se	 les	 está	 entregando	 información	 que
desarrollan	o	han	desarrollado	un	ilícito,	dándoles	tiempo	de	abandonar	el
lugar	o	darse	a	la	fuga	(…)	el	hecho	que	los	funcionarios	policiales	no	hayan
controlado	 la	 identidad	 del	 testigo,	 no	 impide	 el	 que	 la	 información
entregada	 por	 éste	 pueda	 ser	 constitutiva	 de	 un	 indicio	 que	 habilite
controlar	 la	 identidad	 de	 las	 personas,	 que	 en	 el	 caso	 sub	 lite	 fueron
posteriormente	 detenidas	 (…)	 resolver	 de	 otro	 modo,	 significa	 poner	 en
duda	 a	 priori	 la	 imparcialidad	 y	 veracidad	 de	 los	 funcionarios	 policiales
como	testigos,	control	que	en	este	caso	le	corresponde	discernir	a	los	jueces
que	 llevarán	 a	 cabo	 el	 juicio,	 serán	 entonces	 los	 jueces	 que	desarrollen	 el
juicio	quienes	deberán	ponderar	estos	 testimonios	y	 la	evidencia	excluida,
garantizándose	al	imputado	y	su	defensa	que	en	tal	ponderación	los	jueces
deberán	dar	cuenta	de	su	razonamiento	para	formar	convicción	(…)”.	(Corte
de	 Apelaciones	 de	 Puerto	 Montt,	 Rol	 N°	 113-2005,	 may.	 31/2006.	 Pres.
Sylvia	Aguayo	Vicencio)
D.	Leg.	957.
ART.	164.—Citación	y	conducción	compulsiva.
1.	 La	 citación	 del	 testigo	 se	 efectuará	 de	 conformidad	 con	 el
artículo	 129.	 Cuando	 se	 trata	 de	 funcionarios	 públicos	 o	 de
dependientes,	 el	 superior	 jerárquico	 o	 el	 empleador,	 según	 el
caso,	 están	 en	 la	 obligación	 de	 facilitar,	 bajo	 responsabilidad,	 la
concurrencia	del	testigo	en	el	día	y	hora	en	que	es	citado.
2.	El	testigo	también	podrá	presentarse	espontáneamente,	lo	que
se	hará	constar.
3.	Si	el	testigo	no	se	presenta	a	la	primera	citación	se	le	hará
comparecer	compulsivamente	por	la	fuerza	pública.
JURISPRUDENCIA.—Juez	que	descarta	actuar	la	declaración	del
agraviado	vulnera	el	derecho	a	la	prueba	pertinente	y	el	principio	de
inmediación.	“(...)	el	derecho	a	la	prueba	pertinente	está	ligado	al	derecho	de
defensa.	No	se	puede	ejercer	tal	derecho	si	no	se	permite	a	las	partes	llevar	al
proceso	los	medios	que	puedan	justificar	los	hechos	que	han	alegado;	siempre
que	a)	la	prueba	haya	sido	solicitada	en	la	forma	y	momento	procesalmente
establecido,	b)	sea	pertinente,	es	decir,	debe	argumentarse	de	forma
convincente	y	adecuada	el	fin	que	persigue,	y	c)	que	la	prueba	sea	relevante.
(...).
el	ofrecimiento	de	la	declaración	de	la	menor	K.N.A.R.	–en	segunda	instancia–
está	regulado	por	el	artículo	cuatrocientos	veintidós	apartado	c)	del	Nuevo
Código	Procesal	Penal,	ofrecida	en	tiempo	oportuno,	con	el	objeto	de	que	bajo
las	exigencias	de	inmediación	y	contradicción	la	agraviada	K.N.A.R.	sea
examinada	por	los	jueces	a	cargo	del	control	y	revisión	de	la	sentencia
apelada,	declaración	relevante	–por	razón	del	delito–	y	necesaria	para	los
fines	del	esclarecimiento	de	la	imputación	formulada;	situación	que	no	es
atentatoria	contra	el	derecho	de	defensa	del	imputado,	por	tener	expedito	el
derecho	del	contrainterrogatorio.	(...).
el	colegiado	de	segunda	instancia	al	rechazar	la	prueba	ofrecida	por	la
actora	civil,	en	cuanto	al	examen	de	la	agraviada	K.N.A.R.,	vulneró	no	solo	el
derecho	a	la	prueba	de	la	parte	afectada	sino	principalmente	el	principio	de
inmediación,	pues	fundamentó	la	sentencia	con	información	que	no	fue
susceptible	de	ser	contraexaminada	–y	que	sometida	a	la	contradictoriedad
quizás	habría	revelado	matices	o	detalles	importantes–,	por	tanto,	la
oralización	o	lectura	de	la	declaración	de	la	agraviada	K.N.A.R.	no	ofrecía
garantías	mínimas	de	calidad	que	sirvan	para	sostener	un	juicio	de
racionalidad,	y	es	que	solo	el	tribunal	que	ha	visto	y	oído	la	prueba	practicada
en	su	presencia	está	en	condiciones	de	valorarla	y	determinar	la	fiabilidad	y
verosimilitud	de	su	testimonio”.	(CS,	Cas.	09-2007-Huaura,	feb.	20/2008.	S.	S.
Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA.—La	información	ostenta	una	bajísima	calidad	y	no
satisface	un	control	de	confiabilidad	mínimo	si	no	existe	la	inmediación
en	el	proceso.	“Que	el	nuevo	Código	Procesal	Penal,	establece	que	el	juicio	es
la	etapa	principal	del	proceso,	rigen	especialmente	los	principios	de	oralidad,
publicidad,	inmediación	y	la	contradicción	en	la	actuación	probatoria.	La
inmediación	garantiza	que	el	juez	encargado	de	sentenciar	tenga	contacto
directo	con	todas	las	pruebas.	Si	el	juez	no	oye	directamente	la	declaración	del
testigo	sino	que	la	lee	de	un	acta,	no	está	en	condiciones	–por	capaz	que	sea–
de	realizar	un	juicio	de	credibilidad	respecto	de	lo	que	el	testigo	ha	dicho,
además,	tal	declaración	no	puede	ser	contraexaminada	y	por	tanto	sometida
al	test	de	la	contradictoriedad.	Sin	inmediación	la	información	ostenta	una
bajísima	calidad	y	no	satisface	un	control	de	confiabilidad	mínimo,	de	ahí,	que
debe	protegerse	la	inmediación	del	juez,	pues	la	escritura	no	permite	conocer
directamente	la	prueba”.	(CS,	Cas.	09-2007-Huaura,	feb.	20/2008.	S.	S.	Salas
Gamboa)
D.	Leg.	957.
ART.	165.—Abstención	para	rendir	testimonio.
1.	 Podrán	 abstenerse	 de	 rendir	 testimonio	 el	 cónyuge	 del
imputado,	 los	 parientes	 dentro	 del	 cuarto	 grado	 de
consanguinidad	 o	 segundo	 de	 afinidad,	 y	 aquel	 que	 tuviera
relación	 de	 convivencia	 con	 él.	 Se	 extiende	 esta	 facultad,	 en	 la
misma	 medida,	 a	 los	 parientes	 por	 adopción,	 y	 respecto	 de	 los
cónyuges	 o	 convivientes	 aún	 cuando	 haya	 cesado	 el	 vínculo
conyugal	o	convivencial.	Todos	ellos	serán	advertidos,	antes	de	la
diligencia,	 del	 derecho	 que	 les	 asiste	 para	 rehusar	 a	 prestar
testimonio	en	todo	o	en	parte.
2.	 Deberán	 abstenerse	 de	 declarar,	 con	 las	 precisiones	 que	 se
detallarán,	quienes	según	la	ley	deban	guardar	secreto	profesional
o	de	Estado:
a)	 Los	 vinculados	 por	 el	 secreto	 profesional	 no	 podrán	 ser
obligados	a	declarar	sobre	lo	conocido	por	razón	del	ejercicio	de
su	profesión,	salvo	los	casos	en	los	cuales	tengan	la	obligación	de
relatarlo	 a	 la	 autoridad	 judicial.	 Entre	 ellos	 se	 encuentran	 los
abogados,	 ministros	 de	 cultos	 religiosos,	 notarios,	 médicos	 y
personal	sanitario,	periodistas	u	otros	profesionales	dispensados
por	 ley	 expresa.	 Sin	 embargo,	 estas	 personas,	 con	 excepción	 de
ministros	 de	 cultos	 religiosos,	 no	 podrán	 negar	 su	 testimonio
cuando	 sean	 liberadas	 por	 el	 interesado	 del	 deber	 de	 guardar
secreto.
b)	 Los	 funcionarios	 y	 servidores	 públicos	 si	 conocen	 de	 un
secreto	 de	 Estado,	 esto	 es,	 de	 una	 información	 clasificada	 como
secreta	 o	 reservada,	 tienen	 la	 obligación	 de	 comunicárselo	 a	 la
autoridad	que	los	cite.	En	estos	casos	se	suspenderá	la	diligencia	y
se	solicitará	información	al	ministro	del	sector	a	fin	de	que,	en	el
plazo	 de	 quince	 días,	 precise	 si,	 en	 efecto,	 la	 información
requerida	se	encuentra	dentro	de	los	alcances	de	las	excepciones
establecidas	en	el	texto	único	ordenado	de	la	ley	de	la	materia.
3.	Si	la	información	requerida	al	testigo	no	se	encuentra	incursa
en	las	excepciones	previstas	en	la	ley	de	la	materia,	se	dispondrá
la	continuación	de	la	declaración.	Si	la	información	ha	sido
clasificada	como	secreta	o	reservada,	el	juez,	de	oficio	o	a	solicitud
de	parte,	en	tanto	considere	imprescindible	la	información,
requerirá	la	información	por	escrito	e	inclusive	podrá	citar	a
declarar	al	o	los	funcionarios	públicos	que	correspondan,	incluso
al	testigo	inicialmente	emplazado,	para	los	esclarecimientos
correspondientes.
JURISPRUDENCIA.—El	derecho	a	interrogar	testigos,	que	no	es	absoluto,
constituye	un	elemento	esencial	del	derecho	a	la	prueba.	“(...)	la	norma
legal	que	prohíbe,	en	los	procesos	por	delito	de	terrorismo,	contar	con	el
testimonio	de	quienes	intervinieron	por	razón	de	sus	funciones	en	la
elaboración	del	atestado	policial,	constituye	una	limitación	al	derecho	de
interrogar	testigos,	plenamente	justificada	en	tanto	que	con	ella	se	persigue
proteger	la	vida	de	quienes	lo	elaboraron	(...).
4.	Cosa	similar	ocurre	en	el	presente	caso,	en	el	cual	se	mantiene	en	reserva	la
identidad	del	testigo	para	resguardar	su	seguridad,	no	pudiéndose,	por
consiguiente,	citarlo	para	que	presente	su	declaración	en	el	juicio.	No
obstante,	en	la	sentencia	precitada,	este	tribunal	también	advirtió	que	para
que	un	tribunal	de	justicia	condene	válidamente	a	un	inculpado	como	autor	de
un	delito	determinado,	al	amparo	de	dicha	limitación,	era	necesario	que	las
pruebas	ofrecidas	por	un	testigo	no	susceptible	de	interrogar	sean
corroboradas	con	otros	medios	de	prueba.
5.	Por	ello,	la	limitación	para	conocer	la	identidad	del	testigo	clave
establecida	en	la	Ley	de	Lucha	contra	el	Tráfico	Ilícito	de	Drogas	es
constitucionalmente	válida,	en	tanto	procura	resguardar	la	seguridad	de
quienes	prestaron	información	clave	para	la	captura	de	los	jefes	de
organizaciones	dedicadas	al	tráfico	ilícito	de	drogas.	Asimismo,	es	menester
precisar	que,	en	el	presente	caso,	tal	como	consta	en	la	copia	certificada	de	la
sentencia	condenatoria	(...),	la	manifestación	del	testigo	clave	no	fue
considerada	como	prueba	para	condenar	al	acusado;	y	en	la	sentencia
expedida	por	la	Sala	Penal	Transitoria	de	la	Corte	Suprema	de	Justicia	de	la
República,	ésta	evaluó	los	demás	medios	de	prueba	actuados	en	el	proceso
penal”.	(TC,	Exp.	1808-2003-HC/TC,	ago.	14/2003.	S.	S.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Solo	la	corroboración	de	las	pruebas	aportadas	por
un	testigo	no	susceptible	de	interrogar	puede	justificar	una	sentencia
condenatoria.	“El	Decreto	Legislativo	N°	0824,	Ley	de	Lucha	contra	el	Tráfico
Ilícito	de	Drogas,	establece	en	su	Título	Tercero	beneficios	para	quienes,	sin
ser	jefes,	dirigentes	o	cabecillas	de	bandas	dedicadas	al	narcotráfico,	hayan
participado	o	se	encuentren	incursos	en	la	comisión	de	dicho	delito.	Así,	el
artículo	19.a.1	de	dicho	cuerpo	normativo	establece	que	el	agente	será
beneficiado	con	exención	de	pena	en	caso	proporcione	información	oportuna	y
veraz	que	permita	identificar	y	detener	a	dirigentes	o	jefes	de	organizaciones
dedicadas	al	narcotráfico.	Asimismo,	el	artículo	20	prescribe	que	la	identidad
del	beneficiario	será	mantenida	en	secreto,	para	cuyo	efecto	se	le	asignará
una	clave.
2.	El	derecho	a	interrogar	testigos	constituye	un	elemento	esencial	del
derecho	a	la	prueba,	el	mismo	que	es	contenido	implícito	del	derecho	al	debido
proceso,	reconocido	en	el	artículo	139.3	de	la	Constitución.	Se	trata	de	un
derecho	que	goza	de	reconocimiento	explícito	en	instrumentos	internacionales
de	derechos	humanos,	tales	como	el	Pacto	Internacional	de	Derechos	Civiles	y
Políticos	(artículo	3.e)	y	la	Convención	Americana	de	Derechos	Humanos
(artículo	8.2.f).
(...)	este	tribunal	también	advirtió	que	para	que	un	tribunal	de	justicia
condene	válidamente	a	un	inculpado	como	autor	de	un	delito	determinado,	al
amparo	de	dicha	limitación,	era	necesario	que	las	pruebas	ofrecidas	por	un
testigo	no	susceptible	de	interrogar	sean	corroboradas	con	otros	medios	de
prueba”.	(TC,	Exp.	1808-2003-HC/TC,	ago.	14/2003.	S.	S.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—No	existe	vulneración	acreditada	de	la	cláusula	de
no	autoincriminación	si	la	testimonial	de	los	familiares	descansa	en
hechos	distintos	a	la	situación	jurídica	del	procesado.	“La	presente
demanda	cuestiona	la	resolución	de	fecha	21	de	abril	del	2006,	emitida	por	la
sala	penal	emplazada,	mediante	la	cual	se	ordena	la	toma	de	las
declaraciones	de	los	demandados	en	un	proceso	penal	contra	sus	familiares,
situación	que	vulneraría	el	derecho	constitucional	a	lo	no	autoincriminación.
2.	Al	respecto,	la	cláusula	de	no	autoincriminación	ha	sido	prevista	en	el
artículo	25,	inciso	2,	del	Código	Procesal	Constitucional,	en	los	siguientes
términos:	‘El	derecho	a	no	ser	obligado	a	prestar	juramento	ni	compelido	a
declarar	o	reconocer	culpabilidad	contra	sí	mismo,	contra	su	cónyuge,	o	sus
parientes	dentro	del	cuarto	grado	de	consaguinidad	o	segundo	de	afinidad’.
3.	Del	análisis	de	la	resolución	cuestionada,	se	aprecia	que	la	sala	penal
emplazada,	a	fin	de	no	lesionar	el	derecho	invocado	por	los	demandantes,
dispuso	que	la	toma	de	las	declaraciones	testimoniales	no	esté	referida	a	la
situación	jurídica	de	las	procesadas,	por	lo	que	no	resulta	acreditada	la
alegada	agresión”.	(TC,	Exp.	2817-2007-PHC/TC,	set.	27/2007.	S.	S.	Landa
Arroyo)
D.	Leg.	957.
ART.	166.—Contenido	de	la	declaración.
1.	La	declaración	del	testigo	versa	sobre	lo	percibido	en	relación
con	los	hechos	objeto	de	prueba.
2.	 Si	 el	 conocimiento	 del	 testigo	 es	 indirecto	 o	 se	 trata	 de	 un
testigo	 de	 referencia,	 debe	 señalar	 el	 momento,	 lugar,	 las
personas	 y	medios	 por	 los	 cuales	 lo	 obtuvo.	 Se	 insistirá,	 aun	 de
oficio,	 en	 lograr	 la	 declaración	 de	 las	 personas	 indicadas	 por	 el
testigo	 de	 referencia	 como	 fuente	 de	 conocimiento.	 Si	 dicho
testigo	 se	 niega	 a	 proporcionar	 la	 identidad	 de	 esa	 persona,	 su
testimonio	no	podrá	ser	utilizado.
3.	No	se	admite	al	testigo	expresar	los	conceptos	u	opiniones	que
personalmente	tenga	sobre	los	hechos	y	responsabilidades,	salvo
cuando	se	trata	de	un	testigo	técnico.
JURISPRUDENCIA.—Juez	puede	optar	por	una	de	las	múltiples	versiones
ofrecidas	por	un	testigo.	“(…)	En	el	presente	caso	el	tribunal	de	apelación	ha
entendido	que	la	apreciación	del	tribunal	de	primera	instancia,	en	orden	a	la
valoración	de	la	prueba	personal,	no	puede	ser	revisada,	es	inmodificable,
tanto	más	si	no	se	actuó	prueba	en	segunda	instancia.	Sin	embargo,	no
apreció,	pese	a	que	integraba	el	motivo	de	la	impugnación,	el	otro	ámbito	de
fiscalización	de	la	prueba	personal	la	coherencia	y	persistencia	de	los
principales	testigos	de	cargo,	en	suma	[desde	luego,	es	del	caso	puntualizar
que	el	hecho	de	que	una	testigo	en	el	curso	del	proceso	haya	expuesto	varias
versiones	en	modo	alguno	inhabilita	al	órgano	jurisdiccional	a	optar	por	una
de	las	versiones	siempre	que	explicite	los	motivos	por	los	que	asume	una	de
ellas];	si	el	relato	incriminador	era	atendible	en	función	a	las	reglas	de	la
experiencia;	si	éste	era	suficiente,	a	partir	del	conjunto	de	la	prueba	apreciada
por	A	Quo;	si	el	razonamiento	del	tribunal	de	primera	instancia	era	en	si
mismo	sólido	y	completo.	Por	otro	lado,	en	el	presente	caso	no	es	aceptable	la
técnica	de	la	remisión,	pues	existe	un	cuestionamiento	a	la	completitud	de	la
prueba	–tanto	testifical	como	pericial–,	y	una	invocación	a	la	necesidad	de
apreciar	el	conjunto	de	declaraciones	de	la	agraviada	y	a	lo	que	del	testigo	de
cargo	anotó	el	recurrente,	datos	o	precisiones	no	consolidados	en	la	sentencia
de	primera	instancia.	En	tal	virtud,	es	de	estimar	que	la	sentencia	de	segunda
instancia	no	absolvió	debidamente	los	motivos	del	recurso	de	apelación
centrados	en	un	error	en	la	apreciación	de	la	prueba	de	cargo.	Vulneró,	en
consecuencia,	la	garantía	de	motivación,	en	concreto	el	principio	de	razón
suficiente.	No	justificó	la	razón	de	la	pretensión	impugnativa	del	imputado
(…).	Sobre	esa	base,	y	como	hace	falta	realizar	nuevamente	una	audiencia	de
apelación	que	de	lugar	a	un	nuevo	fallo	de	vista,	a	partir	de	la	integración	de
un	nuevo	colegiado,	la	estimación	del	recurso	de	casación	solo	trae	consigo	un
juicio	rescindente	–artículo	cuatrocientos	treinta	y	tres	inciso	uno	del	Nuevo
Código	Procesal	Penal–.	(…)”.	(CS,	Cas.	05-2007-Huaura,	dic.	01/2008.	S.S.
Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA.—De	los	testigos	de	referencia.	“(…)	la	‘declaración	del
testigo	de	referencia	es	subsidiaria	a	la	del	testigo	fuente	–titular	del
conocimiento	directo	de	los	hechos–;	por	ello	la	obligación	que	tiene	de
señalar	el	momento,	lugar,	las	personas	y	los	medios	por	los	cuales	obtuvo	el
conocimiento	del	testigo	fuente’	(Pablo	Talavera	Elguera;	La	Prueba	en	el
Nuevo	Proceso	Penal;	Zoom	Grafic:	Lima,	marzo	de	dos	mil	nueve;	página
ciento	treinta	y	tres)	y	a	pesar	que	quien	debe	comparecer	ante	el	tribunal	de
justicia	es	el	testigo	fuente	por	su	conocimiento	directo	de	los	hechos,	sí	es
aceptable	la	admisión	del	testigo	de	referencia	cuando	debido	a	situaciones	de
imposibilidad	real	y	efectiva	(…)	‘la	prueba	testifical	de	referencia	debe
obtener	un	carácter	supletorio	y	excepcional.	Es	decir,	se	da	como	última
ratio,	y	solamente	es	admisible	cuando	no	es	posible	contar	con	la	prueba
directa	(Manuel	Miranda	Estrampes:	La	valoración	de	la	prueba	a	la	luz	del
Nuevo	Código	Procesal	Penal	Peruano	de	dos	mil	cuatro	-	Tomo	II:	Ara
Editores;	Lima	-	dos	mil	seis,	página	quinientos	cuarenta	y	dos)	(…).’”	(CS,	R.	N.
05-02-2008,	may.	04/2009.	S.S.	Rodríguez	Tineo)
D.	Leg.	957.
ART.	167.—Testimonio	de	altos	dignatarios.
1.	 El	 presidente	 de	 la	 República,	 presidente	 del	 Consejo	 de
Ministros,	 congresistas,	 ministros	 de	 Estado,	 magistrados	 del
Tribunal	Constitucional,	vocales	de	la	Corte	Suprema,	Fiscal	de	la
Nación,	 fiscales	 supremos,	miembros	 del	 Consejo	Nacional	 de	 la
Magistratura,	 Jurado	 Nacional	 de	 Elecciones	 y	 del	 Consejo
Supremo	 de	 Justicia	 Militar,	 comandantes	 generales	 de	 los
institutos	 armados,	 director	 general	 de	 la	 Policía	 Nacional,
presidente	 del	 Banco	 Central	 de	 Reserva,	 Superintendencia	 de
Banca	 y	 Seguros,	 Contralor	General	 de	 la	República,	 presidentes
de	 las	 regiones,	 cardenales,	 arzobispos,	 obispos,	 o	 autoridades
superiores	de	otros	cultos	religiosos,	y	demás	personas	que	la	ley
señale,	declararán,	a	su	elección,	en	su	domicilio	o	en	su	despacho.
El	 juez	 podrá	 disponer	 se	 reciba	 su	 testimonio	 por	 escrito,
cursando	el	pliego	 interrogatorio	correspondiente,	el	mismo	que
se	elaborará	a	instancia	de	las	partes.
2.	Se	procederá	en	la	forma	ordinaria,	salvo	el	caso	de	los
presidentes	de	los	poderes	del	Estado	y	del	presidente	del
Consejo	de	Ministros,	cuando	el	juez	considere	indispensable	su
comparecencia	para	ejecutar	un	acto	de	reconocimiento,	de
confrontación	o	por	otra	necesidad.
D.	Leg.	957.
ART.	168.—Testimonio	de	miembros	del	cuerpo	diplomático.
A	los	miembros	del	cuerpo	diplomático	o	consular	acreditados	en
el	Perú	se	les	recibirá	su	testimonio,	si	están	llamados	a	prestarlo,
mediante	informe	escrito.	Para	tal	efecto	se	les	enviará,	por
conducto	del	Ministro	de	Relaciones	Exteriores,	el	texto	del
interrogatorio	que	será	absuelto	bajo	juramento	o	promesa	de
decir	verdad.	De	igual	manera	se	procederá	si	el	agente
diplomático	o	consular	culminó	su	misión	y	se	encuentra	en	el
extranjero.
D.	Leg.	957.
ART.	 169.—Testigos	 residentes	 fuera	 del	 lugar	 o	 en	 el
extranjero.
1.	Si	el	testigo	no	reside	en	el	lugar	o	cerca	de	donde	debe	prestar
testimonio,	siempre	que	resulte	imposible	conseguir	su	traslado	al
despacho	 judicial,	 se	podrá	disponer	su	declaración	por	exhorto.
De	 ser	 posible,	 y	 con	 preferencia,	 podrá	 utilizarse	 el	 medio
tecnológico	más	apropiado,	como	la	videoconferencia	o	filmación
de	 su	 declaración,	 a	 la	 que	 podrán	 asistir	 o	 intervenir,	 según	 el
caso,	el	fiscal	y	los	abogados	de	las	partes.
2.	Si	el	testigo	se	halla	en	el	extranjero	se	procederá	conforme	a
lo	dispuesto	por	las	normas	sobre	cooperación	judicial
internacional.	En	estos	casos,	de	ser	posible,	se	utilizará	el	método
de	videoconferencia	o	el	de	filmación	de	la	declaración,	con
intervención	–si	corresponde–	del	cónsul	o	de	otro	funcionario
especialmente	habilitado	al	efecto.
D.	Leg.	957.
ART.	 170.—Modificado.	 Ley	 30076,	 Art.	 3°.	 Desarrollo	 del
interrogatorio.
1.	 Antes	 de	 comenzar	 la	 declaración,	 el	 testigo	 será	 instruido
acerca	 de	 sus	 obligaciones	 y	 de	 la	 responsabilidad	 por	 su
incumplimiento,	 y	 prestará	 juramento	 o	 promesa	 de	 honor	 de
decir	 la	 verdad,	 según	 sus	 creencias.	 Deberá	 también	 ser
advertido	de	que	no	está	obligado	a	responder	a	las	preguntas	de
las	cuales	pueda	surgir	su	responsabilidad	penal.
2.	No	se	exige	juramento	o	promesa	de	honor	cuando	declaran	las
personas	 comprendidas	 en	 el	 artículo	 165,	 inciso	 1),	 y	 los
menores	de	 edad,	 los	 que	presentan	 alguna	 anomalía	psíquica	 o
alteraciones	en	la	percepción	que	no	puedan	tener	un	real	alcance
de	su	testimonio	o	de	sus	efectos.
3.	 Los	 testigos	 serán	 examinados	 por	 separado.	 Se	 dictarán	 las
medidas	 necesarias	 para	 evitar	 que	 se	 establezca	 comunicación
entre	ellos.
4.	 Acto	 seguido	 se	 preguntará	 al	 testigo	 su	 nombre,	 apellido,
nacionalidad,	 edad,	 religión	 si	 la	 tuviera,	 profesión	 u	 ocupación,
estado	civil,	domicilio	y	sus	relaciones	con	el	imputado,	agraviado
o	 cualquier	 otra	 persona	 interesada	 en	 la	 causa.	 Si	 teme	 por	 su
integridad	podrá	indicar	su	domicilio	en	forma	reservada,	 lo	que
se	 hará	 constar	 en	 el	 acta.	 En	 este	 último	 caso,	 se	 dispondrá	 la
prohibición	de	la	divulgación	en	cualquier	forma,	de	su	identidad
o	de	antecedentes	que	condujeren	a	ella.	La	Fiscalía	de	la	Nación	y
el	 órgano	 de	 gobierno	 del	 Poder	 Judicial	 dictarán	 las	 medidas
reglamentarias	 correspondientes	 para	 garantizar	 la	 eficacia	 de
esta	norma.
5.	A	continuación	se	le	interrogará	sobre	los	hechos	que	conozca
y	la	actuación	de	las	personas	que	le	conste	tengan	relación	con	el
delito	 investigado;	 asimismo,	 se	 le	 interrogará	 sobre	 toda
circunstancia	 útil	 para	 valorar	 su	 testimonio.	 Se	 procura	 la
claridad	 y	 objetividad	 del	 testigo	 por	 medio	 de	 preguntas
oportunas	y	observaciones	precisas.
6.	 Son	 inadmisibles	 las	 preguntas	 capciosas,	 impertinentes	 o
sugestivas,	salvo	esta	última,	en	el	contrainterrogatorio.	El	fiscal	o
el	juez,	según	la	etapa	procesal	que	corresponda,	las	rechazará,	de
oficio	o	a	pedido	de	algún	sujeto	procesal.
D.	Leg.	957.
ART.	171.—Testimonios	especiales.
1.	Si	el	testigo	es	mudo,	sordo	o	sordo	mudo,	o	cuando	no	hable	el
castellano,	declarará	por	medio	de	intérprete.
2.	El	testigo	enfermo	o	imposible	de	comparecer	será	examinado
en	el	lugar	donde	se	encuentra.	En	caso	de	peligro	de	muerte	o	de
viaje	 inminente,	 si	 no	 es	 posible	 aplicar	 las	 reglas	 de	 prueba
anticipada,	se	le	tomará	declaración	de	inmediato.
3.	 Cuando	 deba	 recibirse	 testimonio	 de	menores	 y	 de	 personas
que	 hayan	 resultado	 víctimas	 de	 hechos	 que	 las	 han	 afectado
psicológicamente,	se	podrá	disponer	su	recepción	en	privado.	Si	el
testimonio	no	se	actuó	bajo	 las	reglas	de	la	prueba	anticipada,	el
juez	adoptará	las	medidas	necesarias	para	garantizar	la	integridad
emocional	 del	 testigo	 y	 dispondrá	 la	 intervención	 de	 un	 perito
psicólogo,	que	 llevará	a	 cabo	el	 interrogatorio	propuesto	por	 las
partes.	 Igualmente,	 permitirá	 la	 asistencia	 de	 un	 familiar	 del
testigo.
4.	Cuando	se	requiere	que	el	 testigo	reconozca	a	una	persona	o
cosa,	 debe	describirla	 antes	 de	 serle	 presentada.	 Luego	 relatará,
con	la	mayor	aproximación	posible,	el	lugar,	el	tiempo,	el	estado	y
demás	circunstancias	en	que	se	hallaba	la	persona	o	cosa	cuando
se	realizó	el	hecho.
5.	Para	la	declaración	del	agraviado,	rigen	las	mismas	reglas
prescritas	para	los	testigos.
CAPÍTULO	III
La	pericia
D.	Leg.	957.
ART.	172.—Procedencia.
1.	La	pericia	procederá	siempre	que,	para	la	explicación	y	mejor
comprensión	 de	 algún	 hecho,	 se	 requiera	 conocimiento
especializado	 de	 naturaleza	 científica,	 técnica,	 artística	 o	 de
experiencia	calificada.
2.	 Se	 podrá	 ordenar	 una	 pericia	 cuando	 corresponda	 aplicar	 el
artículo	15	el	Código	Penal.	Ésta	se	pronunciará	sobre	las	pautas
culturales	de	referencia	del	imputado.
3.	No	regirán	las	reglas	de	la	prueba	pericial	para	quien	declare
sobre	hechos	o	circunstancias	que	conoció	espontáneamente
aunque	utilice	para	informar	las	aptitudes	especiales	que	posee	en
una	ciencia,	arte	o	técnica.	En	este	caso	regirán	las	reglas	de	la
prueba	testimonial.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Criterios	necesarios	para	valorar	las
pruebas	periciales.	“(…)	21°.	No	toda	pericia	que	se	utilizará	en	el	proceso
tendrá	como	base	conocimientos	científicos,	pues	como	enfatiza	el	artículo
172	del	CPP,	también	procederá	siempre	que,	para	la	explicación	y	mejor
comprensión	de	algún	hecho,	se	requiera	conocimiento	especializado	de
naturaleza	científica,	técnica,	artística	o	de	experiencia	calificada.	Muestra	de
ello	es	la	pericia	valorativa,	balística,	contable,	grafotécnica,	dactiloscópica,
informes	especiales	de	controlaría	(que	se	guía	por	el	lineamiento	de
Contraloría	General	de	la	República	N°	03-2012-CG/GCAL).
22°.	Sobre	la	base	de	estas	consideraciones,	se	establecen	los	siguientes
criterios	de	valoración	de	la	prueba	pericial:
A)	La	pericia	como	prueba	compleja	debe	evaluarse	en	el	acto	oral	a	través,
primero	de	la	acreditación	del	profesional	que	suscribió	el	informe
documentado:	grado	académico,	especialización,	objetividad	y
profesionalidad.	No	se	debe	poner	el	acento	en	que	el	perito	es	oficial	o	de
parte.
B)	El	informe	debe	haberse	elaborado	de	acuerdo	a	las	reglas	de	la	lógica	y
conocimientos	científicos	o	técnicos.	Especialmente,	si	se	analiza	el	objeto	del
dictamen,	la	correlación	entre	los	extremos	propuestos	por	las	partes	y	los
expuestos	del	dictamen	pericial,	y	la	correspondencia	entre	los	hechos
probados	y	los	extremos	del	dictamen,	la	existencia	de	contradicciones	entre	el
informe	y	lo	vertido	por	el	perito	en	el	acto	oral.
Asimismo,	que	se	explique	el	método	observado,	que	se	aporten	con	el
dictamen	pericial,	los	documentos,	instrumentos	o	materiales	utilizados	para
elaborarlos	y	la	explicación	cómo	se	utilizó.
C)	Evaluarse	las	condiciones	en	que	se	elaboró	la	pericia,	la	proximidad	en	el
tiempo	y	el	carácter	detallado	en	el	informe,	si	son	varios	peritos	la
unanimidad	de	conclusiones.	Para	una	mejor	estimación	será	preferible	que	se
grabe	la	realización	de	la	pericia,	se	documente	y	se	detalle	cómo	se	llevó	a
cabo.
D)	Si	la	prueba	es	científica,	desde	un	primer	nivel	de	análisis,	debe	evaluarse
si	esta	prueba	pericial	se	hizo	de	conformidad	con	los	estándares	fijados	por	la
comunidad	científica.	El	juez	al	momento	de	evaluar	al	perito	debe	examinar
sobre	la	relevancia	y	aceptación	de	la	comunidad	científica	de	la	teoría
utilizada,	y	cómo	es	que	su	uso	apoya	la	conclusión	a	la	que	arribó.	De	ser
notoria	la	relevancia	y	aceptación	de	la	teoría,	esto	no	será	necesario.
Asimismo,	el	juez	debe	apreciar	el	posible	grado	de	error	de	las	conclusiones	a
las	que	ha	llegado	el	perito”.	(C.	S.,	IX	Pleno	Jurisdiccional	Penal	-	Acuerdo
Plenario	4-2015/CIJ-116,	jun.	21/2016.	V.	P.	San	Martín	Castro)
NOTA:	Los	acuerdos	del	IX	Pleno	Jurisdiccional	Penal	fueron	publicados	en	el	Diario	Oficial	“El
Peruano”	el	21	de	junio	del	2016.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—La	pericia	psicológica	forense	en	los
delitos	sexuales.	“35°.	La	referida	pericia	se	basa	en	un	procedimiento
establecido:	i)	observación	de	la	conducta,	se	debe	registrar	indicadores	como
tics,	movimientos	o	temblores	del	cuerpo,	etcétera,	ii)	historia	clínica
psicológica,	que	es	un	documento	biográfico	del	pariente	basado	en	sus
vivencias	y	experiencias,	así	como	de	la	familia;	esencialmente	deben	anotar
datos	de	la	filiación	y	el	problema	actual,	iii)	examen	mental	que	es	una
herramienta	que	permite	detectar	alguna	patología	mental	la	que	será
corroborada	con	los	otros	instrumentos,	iv)	reactivos	psicométricos	(pruebas
psicológicas).
36°.	Su	valoración	adquiere	la	mayor	relevancia,	por	lo	que,	siguiendo	los
criterios	asumidos,	se	debe	considerar	además	de	lo	ya	expuesto:
A)	La	acreditación	del	profesional	que	suscribió	el	informe	documentado,
grado	académico	en	la	especialidad,	especialización	en	psicología	forense	o
similar.
B)	De	ser	posible,	es	necesario	que	se	grabe	la	entrevista	y	se	detalle	cómo	se
llevó	a	cabo.
C)	Evaluar	si	se	efectuó	de	conformidad	con	los	estándares	de	la	Guía	de
Procedimiento	para	la	Evaluación	Psicológica	de	Presuntas	Víctimas	de	Abuso
y	Violencia	Sexual	Atendidas	en	Consultorio	del	Ministerio	Público	de	2013,
aunque	esto	no	implica	que	no	se	deba	de	evaluar	los	demás	criterios,	pues
este	es	solo	un	dato	indiciario	de	la	validez	de	la	prueba	pericial	psicológica
forense.
D)	Como	se	advirtió,	es	importante	que	el	juez	al	momento	de	evaluar	al
perito	pregunte	sobre	la	relevancia	y	aceptación	de	la	comunidad	científica	de
la	teoría	usada,	por	ejemplo,	en	el	uso	de	reactivos	psicométricos,	como	el	test
de	la	Figura	Humana	de	E.	M	Kopitz,	test	de	la	Figura	Humana	de	Karen
Machover	test	de	la	Familia,	test	de	la	Casa,	test	del	Árbol,	etcétera;	y	como	es
que	el	uso	de	estos	apoya	la	conclusión	a	la	que	arribó.
E)	El	juez	debe	preguntar	sobre	el	posible	grado	de	error	de	las	conclusiones
a	las	que	ha	llegado	el	perito,	debiéndose	valorar	que	los	sujetos	en	estas
pruebas	tienden	a	responder	con	sinceridad	los	cuestionarios	que	se	les	hacen,
pero	existen	excepciones	que	conviene	controlar,	así	el	único	uso	de
autoinformes	no	es	apto	para	el	diagnóstico	de	los	trastornos	de	personalidad,
pues	en	comparación	con	las	entrevistas	clínicas	tienden	a	ocultar	o	exagerar
los	síntomas	del	paciente.	Al	contrario,	las	técnicas	proyectivas	son	más	difícil
de	falsear	porque	son	pruebas	enmascaradas	[Echeburua,	Enrique/	Amor,
Pedro/	De	Corral,	Paz:	‘Auto	informes	y	entrevistas	en	el	ámbito	de	la
psicología	clínica	forense:	limitaciones	y	nuevas	perspectivas’,	en	Análisis	y
modificación	de	conducta,	Vol.	29.	N°	126	(2003),	pp.	139	y	140.	Asimismo,	se
ha	señalado	que	las	pruebas	proyectivas	tienen	una	ventaja	significativa	en
relación	al	resto	de	pruebas	psicológicas	y	es	que	no	están	intermediadas	por
el	lenguaje,	a	diferencia,	por	ejemplo,	de	los	cuestionarios	[Demus:	Justicia	de
género.	Pericias	psicológicas	en	caso	de	violencia	sexual	en	conflicto	armado,
Demus,	Lima,	2010,	p.	6]”.	(C.	S.,	IX	Pleno	Jurisdiccional	Penal	-	Acuerdo
Plenario	4-2015/CIJ-116,	jun.	21/2016.	V.	P.	San	Martín	Castro)
NOTA:	Los	acuerdos	del	IX	Pleno	Jurisdiccional	Penal	fueron	publicados	en	el	Diario	Oficial	“El
Peruano”	el	21	de	junio	del	2016.
JURISPRUDENCIA.—Afectación	del	derecho	a	la	prueba	supone	solicitud
previa	de	actuación	probatoria.	“(…)	En	el	presente	caso	el	demandante
alega	que	no	se	llevaron	a	cabo	una	serie	de	actuaciones	probatorias:	examen
biológico	de	homologación	de	la	prueba	de	ADN	con	muestras	del	menor
infractor	encontrados	en	el	cadáver	de	la	menor	agraviada,	ubicarse	e
identificar	a	quienes	obligaron	al	infractor	a	realizar	acciones	contra	su
voluntad,	examen	psiquiátrico,	examen	urológico	para	determinar	una
‘imposibilidad	cuoendi’.
5.	Sin	embargo,	(…)	no	se	aprecia	que	la	defensa	del	favorecido	haya
solicitado	(…)	que	se	lleven	a	cabo	tales	actuaciones	probatorias.	Por	otro
lado,	si	bien	se	advierte	que	respecto	de	las	dos	primeras	actuaciones
probatorias	referidas,	el	Ministerio	Público	(…)	las	consideraba	necesarias,	no
se	trataba	de	una	solicitud	para	que	fueran	incorporadas	al	proceso,	sino	más
bien	de	un	dictamen	en	el	que	opinaba	por	la	anulación	de	la	sentencia	de
primera	instancia,	en	la	que	se	consideraba	que	debía	proseguirse	con	la
investigación.
6.	Asimismo,	tampoco	consta	(…)	que	el	recurrente	hubiera	solicitado	al
interior	del	proceso	que	se	lleve	a	cabo	examen	psiquiátrico	o	examen
urológico	alguno	y	que	los	mismos	hallan	sido	rechazados	de	manera
arbitraria,	por	lo	que	no	se	advierte	vulneración	del	derecho	a	la	prueba.	(…)”
(TC,	Exp.	03500-2008-PHC/TC,	abr.	03/2009.	Pres.	Mesía	Ramírez)
D.	Leg.	957.
ART.	173.—Nombramiento.
1.	El	juez	competente,	y,	durante	la	investigación	preparatoria,	el
fiscal	 o	 el	 juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria	 en	 los	 casos	 de
prueba	 anticipada,	 nombrará	 un	 perito.	 Escogerá	 especialistas
donde	los	hubiere	y,	entre	éstos,	a	quienes	se	hallen	sirviendo	al
Estado,	 los	 que	 colaborarán	 con	 el	 sistema	 de	 justicia	 penal
gratuitamente.	 En	 su	 defecto,	 lo	 hará	 entre	 los	 designados	 o
inscritos,	según	las	normas	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial.
Sin	 embargo,	 se	 podrá	 elegir	 dos	 o	más	peritos	 cuando	 resulten
imprescindibles	 por	 la	 considerable	 complejidad	 del	 asunto	 o
cuando	 se	 requiera	 el	 concurso	 de	 distintos	 conocimientos	 en
diferentes	disciplinas.	A	estos	efectos	se	tendrá	en	consideración
la	propuesta	o	sugerencia	de	las	partes.
2.	Modificado.	Ley	28697,	Artículo	Único.	La	labor	pericial	se
encomendará,	sin	necesidad	de	designación	expresa,	al
laboratorio	de	criminalística	de	la	Policía	Nacional	del	Perú,	a	la
Dirección	de	Policía	contra	la	corrupción	y	al	Instituto	de
Medicina	Legal,	así	como	a	los	organismos	del	Estado	que
desarrollan	labor	científica	o	técnica,	los	que	presentarán	su
auxilio	gratuitamente.	También	podrá	encomendarse	la	labor
pericial	a	universidades,	institutos	de	investigación	o	personas
jurídicas	en	general,	siempre	que	reúnan	las	cualidades	necesarias
para	tal	fin,	con	conocimiento	de	las	partes.
D.	Leg.	957.
ART.	174.—Procedimiento	de	designación	y	obligaciones	del
perito.
1.	 El	 perito	 designado	 conforme	 al	 numeral	 1)	 del	 artículo	 173
tiene	 la	obligación	de	 ejercer	 el	 cargo,	 salvo	que	esté	 incurso	en
alguna	causal	de	impedimento.	Prestará	juramento	o	promesa	de
honor	 de	 desempeñar	 el	 cargo	 con	 verdad	 y	 diligencia,
oportunidad	 en	 que	 expresará	 si	 le	 asiste	 algún	 impedimento.
Será	advertido	de	que	incurre	en	responsabilidad	penal,	si	falta	a
la	verdad.
2.	La	disposición	o	resolución	de	nombramiento	precisará	el
punto	o	problema	sobre	el	que	incidirá	la	pericia,	y	fijará	el	plazo
para	la	entrega	del	informe	pericial,	escuchando	al	perito	y	a	las
partes.	Los	honorarios	de	los	peritos,	fuera	de	los	supuestos	de
gratuidad,	se	fijarán	con	arreglo	a	la	tabla	de	honorarios	aprobada
por	decreto	supremo	y	a	propuesta	de	una	comisión
interinstitucional	presidida	y	nombrada	por	el	Ministerio	de
Justicia.
D.	Leg.	957.
ART.	175.—Impedimento	y	subrogación	del	perito.
1.	No	podrá	ser	nombrado	perito,	el	que	se	encuentra	incurso	en
las	 mismas	 causales	 previstas	 en	 los	 numerales	 1)	 y	 2)	 ‘a’	 del
artículo	165.	Tampoco	 lo	 será	quien	haya	 sido	nombrado	perito
de	 parte	 en	 el	 mismo	 proceso	 o	 en	 proceso	 conexo,	 quien	 está
suspendido	o	inhabilitado	en	el	ejercicio	de	su	profesión,	y	quien
haya	sido	testigo	del	hecho	objeto	de	la	causa.
2.	 El	 perito	 se	 excusará	 en	 los	 casos	 previstos	 en	 el	 numeral
anterior.	 Las	 partes	 pueden	 tacharlo	 por	 esos	motivos.	 En	 tales
casos,	acreditado	el	motivo	del	 impedimento,	será	subrogado.	La
tacha	no	impide	la	presentación	del	informe	pericial.
3.	El	perito	será	subrogado,	previo	apercibimiento,	si	demostrase
negligencia	en	el	desempeño	de	la	función.
D.	Leg.	957.
ART.	176.—Acceso	al	proceso	y	reserva.
1.	 El	 perito	 tiene	 acceso	 al	 expediente	 y	 demás	 evidencias	 que
estén	a	disposición	judicial	a	fin	de	recabar	las	informaciones	que
estimen	 convenientes	 para	 el	 cumplimiento	 de	 su	 cometido.
Indicarán	 la	 fecha	en	que	 iniciará	 las	operaciones	periciales	y	su
continuación.
2.	El	perito	deberá	guardar	reserva,	bajo	responsabilidad,	de
cuanto	conozca	con	motivo	de	su	actuación.
D.	Leg.	957.
ART.	177.—Perito	de	parte.
1.	Producido	el	nombramiento	del	perito,	 los	sujetos	procesales,
dentro	del	quinto	día	de	notificados	u	otro	plazo	que	acuerde	 el
juez,	 pueden	 designar,	 cada	 uno	 por	 su	 cuenta,	 los	 peritos	 que
considere	necesarios.
2.	El	perito	de	parte	está	 facultado	a	presenciar	 las	operaciones
periciales	 del	 perito	 oficial,	 hacer	 las	 observaciones	 y	 dejar	 las
constancias	que	su	técnica	les	aconseje.
3.	Las	operaciones	periciales	deben	esperar	la	designación	del
perito	de	parte,	salvo	que	sean	sumamente	urgentes	o	en	extremo
simples.
D.	Leg.	957.
ART.	178.—Contenido	del	informe	pericial	oficial.
1.	El	informe	de	los	peritos	oficiales	contendrá:
a)	 El	 nombre,	 apellido,	 domicilio	 y	 Documento	 Nacional	 de
Identidad	 del	 perito,	 así	 como	 el	 número	 de	 su	 registro
profesional	en	caso	de	colegiación	obligatoria.
b)	La	descripción	de	la	situación	o	estado	de	hechos,	sea	persona
o	cosa,	sobre	los	que	se	hizo	el	peritaje.
c)	 La	 exposición	 detallada	 de	 lo	 que	 se	 ha	 comprobado	 en
relación	al	encargo.
d)	La	motivación	o	fundamentación	del	examen	técnico.
e)	La	indicación	de	los	criterios	científicos	o	técnicos,	médicos	y
reglas	de	los	que	se	sirvieron	para	hacer	el	examen.
f)	Las	conclusiones.
g)	La	fecha,	sello	y	firma.
2.	El	informe	pericial	no	puede	contener	juicios	respecto	a	la
responsabilidad	o	no	responsabilidad	penal	del	imputado	en
relación	con	el	hecho	delictuoso	materia	del	proceso.
JURISPRUDENCIA.—Es	nulo	el	dictamen	pericial	que	se	limita	a
transcribir	el	concepto	de	otro.	“Siendo	que	parte	esencial	de	los
fundamentos	del	dictamen	fiscal	superior	estriba	en	las	pericias	elaboradas
por	el	REPEJ,	es	de	enfatizarse	que	las	mismas	han	asumido	expresamente
parte	relevante	del	contenido	y	conclusiones	del	informe	pericial	emitido	por
el	perito	de	parte	(...)	concluyendo	tales	pericias,	sobre	la	inexistencia	de
desbalance	patrimonial	de	los	procesados	y	de	las	empresas	diversas
constituidas	por	los	procesados	desde	el	año	mil	novecientos	noventa	y	uno.
Esto	es,	estas	pericias	han	repetido	parte	relevante	de	los	contenidos	y
valoraciones	correspondientes	al	informe	pericial	emitido	por	el	perito	de
parte	(...)	renunciando	a	un	análisis	propio,	por	consiguiente,	no	puede
colegirse	que	las	conclusiones	que	se	consignan	en	aquellas	respondan	a
apreciaciones	personales,	producto	de	evaluaciones	y	hallazgos	propios,	lo
cual	sin	duda	alguna	desnaturaliza	la	finalidad	de	este	elemento	probatorio.
(...).
En	consecuencia,	se	ha	producido	una	indebida	interrelación	cognitiva	entre
varios	informes	y	pericias,	configurándose	tal	nivel	de	interferencia,	que
lógicamente	se	ha	producido	afectación	de	la	valoración	de	tales	elementos	de
prueba	por	parte	de	la	representante	del	Ministerio	Público,	toda	vez	que	no
contando	con	pericias	premunidas	de	objetividad,	imparcialidad	y	legalidad,
que	comprometen	la	propia	validez	intrínseca	de	tales	elementos,	cualquier
valoración	al	respecto,	no	cumple	con	el	estándar	de	razonabilidad,	exigible
para	el	caso”.	(SPN,	Exp.	0100-2010-0-5001-JR-PE-02,	may.	31/2013.	V.	P.
Liliana	del	Carmen	Placencia	Rubiños)
JURISPRUDENCIA.—La	Suprema	explica	qué	requisitos	debe	superar
una	pericia	para	tener	eficacia	probatoria.	“(...)	para	que	la	prueba
pericial	pueda	tener	eficacia	probatoria	debe	cumplir	ciertos	requisitos,	tales
como:	a)	que	sea	un	medio	conducente	para	acreditar	el	hecho	que	se
pretende	probar	con	dicha	pericia,	b)	que	sea	correctamente	fundamentada,
c)	que	no	se	haya	demostrado	alguna	objeción	formulada	contra	dicho
dictamen,	d)	que	las	conclusiones	del	dictamen	sean	claras,	esto	es,	que	exista
consecuencia	lógica	en	su	motivación	y	e)	que	el	dictamen	haya	tenido	la
posibilidad	de	ser	controvertido	u	observado”.	(C	S,	Cas.	5331-2009-Puno,	dic.
06/2010.	S.	S.	León	Ramírez)
D.	Leg.	957.
ART.	179.—Contenido	del	informe	pericial	de	parte.	El	perito
de	parte,	que	discrepe	con	las	conclusiones	del	informe	pericial
oficial	puede	presentar	su	propio	informe,	que	se	ajustará	a	las
prescripciones	del	artículo	178,	sin	perjuicio	de	hacer	el	análisis
crítico	que	le	merezca	la	pericia	oficial.
D.	Leg.	957.
ART.	180.—Reglas	adicionales.
1.	 El	 Informe	 pericial	 oficial	 será	 único.	 Si	 se	 trata	 de	 varios
peritos	 oficiales	 y	 si	 discrepan,	 cada	 uno	 presentará	 su	 propio
informe	pericial.	El	plazo	para	la	presentación	del	informe	pericial
será	fijado	por	el	fiscal	o	el	juez,	según	el	caso.	Las	observaciones
al	informe	pericial	oficial	podrán	presentarse	en	el	plazo	de	cinco
días,	luego	de	la	comunicación	a	las	partes.
2.	 Cuando	 exista	 un	 informe	 pericial	 de	 parte	 con	 conclusión
discrepante,	 se	 pondrá	 en	 conocimiento	 del	 perito	 oficial,	 para
que	en	el	término	de	cinco	días	se	pronuncie	sobre	su	mérito.
3.	Cuando	el	informe	pericial	oficial	resultare	insuficiente,	se
podrá	ordenar	su	ampliación	por	el	mismo	perito	o	nombrar	otro
perito	para	que	emita	uno	nuevo.
JURISPRUDENCIA.—No	cabe	correr	traslado	de	las	observaciones
realizadas	a	la	pericia	oficial	si	los	plazos	ya	están	vencidos.	“Esta
facultad	que	le	otorga	la	norma	procesal	al	imputado	puede	hacerse	valer
siempre	y	cuando	se	vulnere	alguna	garantía	constitucional,	sustantiva	o
procesal,	caso	contrario	no	procede	la	acción	de	tutela	de	derechos.	En	el
presente	caso,	conforme	a	los	fundamentos	jurídicos	precedentes	se	ha
determinado	que	el	representante	del	Ministerio	Público	durante	la
investigación	preliminar	no	ha	vulnerado	la	norma	procesal	penal	–
específicamente	el	artículo	ciento	ochenta	del	Código	Procesal	Penal–,	debido
a	que	los	plazos	ya	se	habían	vencido,	por	lo	que	no	cabía	correr	traslado	de
las	observaciones	realizadas	a	la	pericia	oficial,	tanto	más,	si	en	dicha	fase
sólo	se	recaban	indicios	reveladores	de	la	comisión	del	delito	y	algún
cuestionamiento	al	mencionado	informe	pericial	lo	puede	efectuar	en	la
investigación	preparatoria	o	incluso	en	el	juzgamiento	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	14-
2010-La	Libertad,	jul.	05/2011.	S.	S.	Villa	Stein)
D.	Leg.	957.
ART.	181.—Examen	pericial.
1.	 El	 examen	 o	 interrogatorio	 del	 perito	 en	 la	 audiencia	 se
orientará	a	obtener	una	mejor	explicación	sobre	la	comprobación
que	se	haya	 efectuado	 respecto	 al	 objeto	de	 la	 pericia,	 sobre	 los
fundamentos	 y	 la	 conclusión	 que	 sostiene.	 Tratándose	 de
dictámenes	 periciales	 emitidos	 por	 una	 entidad	 especializada,	 el
interrogatorio	 podrá	 entenderse	 con	 el	 perito	 designado	 por	 la
entidad.
2.	 En	 el	 caso	 de	 informes	 periciales	 oficiales	 discrepantes	 se
promoverá,	de	oficio	inclusive,	en	el	curso	del	acto	oral	un	debate
pericial.
3.	En	el	caso	del	artículo	180.2,	es	obligatorio	abrir	el	debate
entre	el	perito	oficial	y	el	de	parte.
JURISPRUDENCIA.—Discrepancias	entre	peritajes	obligan	al	juez	a
convocar	a	peritos	dirimentes	y	no	a	elegir	a	uno	de	ellos.	“En	ese	sentido
se	puede	advertir	que	en	autos	existen	peritajes	de	parte	y	judiciales	los	cuales
contienen	conclusiones	evidentemente	divergentes	y	contradictorias;	por
ende,	ante	resultados	distintos,	las	instancias	de	mérito	respectivas	no
debieron	basar	su	decisión	en	el	análisis	exclusivo	de	uno	de	ellos,	ya	que	las
pruebas	deben	ser	estudiadas	en	sus	elementos	comunes,	en	sus	conexiones
directas	e	indirectas;	pues	ninguna	prueba	deberá	ser	tomada	en	forma
aislada,	tampoco	en	forma	exclusiva,	sino	en	su	conjunto,	pues	solo	teniendo	la
visión	integral	de	los	medios	probatorios	se	puede	sacar	conclusiones	en	busca
de	la	verdad.	Consecuentemente,	en	atención	a	lo	preceptuado	en	los	artículos
50	inciso	1	y	2	y	51	inciso	2	del	Código	Procesal	Civil;	el	juez	de	la	causa	debió
convocar	a	peritos	dirimentes	en	caso	de	discrepancia	con	las	conclusiones	de
los	peritajes	admitidos	y	actuados	en	el	presente	proceso	y	en	caso	de	coincidir
con	dichas	conclusiones	podrán	ratificar	las	mismas	a	las	cuales	se	ha
arribado”.	(C	S,	Cas.	5331-2009-Puno,	dic.	06/2010.	S.	S.	León	Ramírez)
CAPÍTULO	IV
El	careo
D.	Leg.	957.
ART.	182.—Procedencia.
1.	Cuando	entre	lo	declarado	por	el	imputado	y	lo	declarado	por
otro	 imputado,	 testigo	 o	 el	 agraviado	 surjan	 contradicciones
importantes,	 cuyo	 esclarecimiento	 requiera	 oír	 a	 ambos,	 se
realizará	el	careo.
2.	 De	 igual	 manera	 procede	 el	 careo	 entre	 agraviados	 o	 entre
testigos	o	éstos	con	los	primeros.
3.	No	procede	el	careo	entre	el	imputado	y	la	víctima	menor	de
catorce	años	de	edad,	salvo	que	quien	lo	represente	o	su	defensa
lo	solicite	expresamente.
D.	Leg.	957.
ART.	183.—Reglas	del	careo.
1.	El	 juez	hará	referencia	a	 las	declaraciones	de	 los	sometidos	a
careo,	 les	 preguntará	 si	 las	 confirman	 o	 las	 modifican,
invitándoles,	si	 fuere	necesario,	a	 referirse	recíprocamente	a	 sus
versiones.
2.	Acto	seguido,	el	Ministerio	Público	y	los	demás	sujetos
procesales	podrán	interrogar,	a	los	sometidos	a	careo
exclusivamente	sobre	los	puntos	materia	de	contradicción	y	que
determinaron	la	procedencia	de	la	diligencia.
CAPÍTULO	V
La	prueba	documental
D.	Leg.	957.
ART.	184.—Incorporación.
1.	 Se	 podrá	 incorporar	 al	 proceso	 todo	 documento	 que	 pueda
servir	 como	medio	 de	 prueba.	 Quien	 lo	 tenga	 en	 su	 poder	 está
obligado	 a	 presentarlo,	 exhibirlo	 o	 permitir	 su	 conocimiento,
salvo	 dispensa,	 prohibición	 legal	 o	 necesidad	 de	 previa	 orden
judicial.
2.	El	fiscal,	durante	la	etapa	de	investigación	preparatoria,	podrá
solicitar	directamente	al	tenedor	del	documento	su	presentación,
exhibición	 voluntaria	 y,	 en	 caso	 de	 negativa,	 solicitar	 al	 juez	 la
orden	de	incautación	correspondiente.
3.	Los	documentos	que	contengan	declaraciones	anónimas	no
podrán	ser	llevados	al	proceso	ni	utilizados	en	modo	alguno,	salvo
que	constituyan	el	cuerpo	del	delito	o	provengan	del	imputado.
JURISPRUDENCIA.—Control	de	la	legitimidad	de	la	prueba	en	la	etapa
tendiente	a	su	admisión	es	obligatorio	para	el	órgano	jurisdiccional.
“(...)	el	estadío	procesal	de	la	oralización	de	piezas,	tiene	por	finalidad	la
admisión	y	debate	de	prueba	instrumental,	no	producida	en	el	juicio,	para	ser
incorporada	al	acervo	probatorio	del	juicio,	por	lo	que	una	vez	propuesta	por
las	partes	la	oralización	de	un	documento	(entiéndase	también	la	escucha	y
visualización	de	tratarse	de	documentos	contenidos	en	soportes
electromagnéticos	de	audio	o	video),	es	menester	que	el	tribunal	efectúe	un
juicio	de	admisibilidad,	que	en	primer	término,	debe	verificar	la	legalidad
(licitud)	del	medio	de	prueba	(en	este	caso	documental),	dado	que	solo	podrán
ser	valorados	aquellos	obtenidos	e	incorporados	al	proceso	por	un
procedimiento	constitucionalmente	válido,	careciendo	de	efecto	legal	las
pruebas	obtenidas	directa	o	indirectamente,	con	violación	del	contenido
esencial	de	los	derechos	fundamentales	de	la	persona;	lo	que	genera	la
prohibición	de	su	valoración	y	la	consecuente	obligación	del	órgano	judicial,
para	su	inadmisión	exclusión	(esta	última	en	el	caso	que	al	momento	de
advertirse	su	ilicitud,	el	medio	de	prueba	ya	hubiera	sido	admitido)	(...)	el
control	de	la	legitimidad	de	la	prueba,	en	el	estadío	tendiente	a	su	admisión	es
por	ende,	obligatorio	para	el	órgano	jurisdiccional,	no	encontrándose
supeditado	a	la	formulación	de	objeciones	o	reclamo	de	la	parte
desfavorecida,	debiendo	producirse	de	oficio	en	caso	de	no	mediar	éstas.	Ello
debido	al	innegable	fundamento	constitucional	de	la	exigencia	de	licitud	de	la
prueba	para	su	validez;	y	la	prohibición	de	la	prueba	ilícita	(entiéndase
aquella	obtenida	directa	o	indirectamente	con	violación	del	contenido
esencial	de	los	derechos	fundamentales	de	la	persona)	(...)”.	(PJ,	Exp.	105-
2008,	set.	08/2015.	S.	S.	Brousset	Salas)
JURISPRUDENCIA.—La	ilegitimidad	constitucional	de	la	entrada	y
registro	domiciliario	determina	que	lo	que	se	dice	incautado	y	las
pericias	practicadas	no	sean	utilizables.	“Tanto	la	prueba	originaria	como
las	derivadas	son	inutilizables	para	el	proceso	penal	en	tanto	la	obtención	de
la	primera	es	inconstitucional;	criterio	que	también	encontramos	en	la
ejecutoria	suprema	recaída	en	el	R.	N.	N°	1589-2013/Lima,	cuando	establece
‘...que	la	ilegitimidad	constitucional	de	la	entrada	y	registro	domiciliario
determina	que	lo	que	se	dice	incautado	–prueba	originaria–	y	las	pericias
practicadas	sobre	el	particular	–prueba	derivada–	no	sea	utilizable,	esto	es,
que	carecen	de	valor	legal	de	prueba’.	De	lo	antes	glosado,	se	advierte	que	la
vinculación	causal	de	la	prueba	prohibida	originaria	o	directa,	con	la	prueba
denominada	indirecta	o	derivada,	inevitablemente	acarrea	la	ilicitud	de	ésta,
transmitiéndole	el	carácter	de	prohibida	–o	de	prohibida	valoración–	(...)”.	(PJ,
Exp.	105-2008,	set.	08/2015.	S.	S.	Brousset	Salas)
JURISPRUDENCIA.—La	prohibición	de	la	prueba	ilícita	comprende
también	a	la	prueba	derivada.	“(...)	la	prohibición	de	la	prueba	ilícita,	no
solo	alcanza	a	la	fuente	de	prueba	obtenida	directamente	como	producto	de	la
vulneración	del	contenido	esencial	del	derecho	fundamental	afectado	–en	el
presente	caso	el	derecho	al	secreto	y	a	la	inviolabilidad	de	las	comunicaciones
del	procesado	(...);	sino	que	también	se	extiende	a	toda	aquella	prueba
obtenida	indirectamente	como	consecuencia	de	dicha	vulneración,	entiéndase
aquella	prueba	que	sea	derivación	de	ésta,	aun	cuando	se	hubiere	obtenido	–
en	si	misma–	mediando	las	formalidades	legalmente	establecidas;	puesto	que
dada	la	vinculación	causal	entre	una	y	otra,	la	ilicitud	alcanza	a	esta	última,	a
la	que	la	doctrina	procesalista	moderna	le	da	la	denominación	de	prueba
derivada.	En	atención	a	ello	es	menester,	para	efectos	del	control	de	licitud	de
la	prueba	documental	ofrecida	por	el	señor	representante	del	Ministerio
Público,	establecer	si	existe	vinculación	causal	entre	ésta	y	los	audios	que
constituyen	prueba	ilícita	directa,	que	nos	permita	en	su	caso	determinar	o
descartar	su	licitud	(...)”.	(PJ,	Exp.	105-2008,	set.	08/2015.	S.	S.	Brousset	Salas)
JURISPRUDENCIA.—Doctrina	jurisprudencial	vinculante:	juez	no	puede
sentenciar	si	no	se	ha	efectuado	la	actuación	probatoria	de	la	prueba	del
ADN.	“(…)	3.3.4.	Cuando	en	el	proceso	se	presenta	una	prueba	científica	de
ADN	que	guarde	una	relación	directa	con	el	hecho	principal	que	se	pretende
probar,	ésta	debe	actuarse	en	sede	de	instancia	y	en	tiempo	oportuno,	así
como	efectuar	su	valoración	previa	a	la	emisión	de	sentencia.	El	juzgador	no
puede	sentenciar	si	no	se	ha	efectuado	la	actuación	probatoria	de	dicha
evidencia	científica.	Lo	contrario	afectaría	el	derecho	a	la	prueba	que	es
consustancial	al	principio	de	inocencia.
3.3.5.	La	aplicación	forense	de	la	prueba	de	ADN,	se	da	en	la	investigación
biológica	de	la	paternidad,	en	la	resolución	de	problemas	de	identificación	y	la
investigación	de	indicios	en	criminalística	biológica,	es	decir,	el	análisis	de
muestras	biológicas	de	interés	criminal,	como	los	tejidos,	pelos,	restos	óseos,
fluidos	de	sangre,	saliva,	semen,	orina	entre	otros.
3.3.6.	En	los	delitos	contra	la	libertad	sexual,	cuando	se	trata	de	imputación
contra	una	sola	persona	que	ha	mantenido	relaciones	sexuales	con	la
presunta	agraviada	y	a	consecuencia	de	ello	procrea	un	menor,	es	necesario	la
realización	de	la	prueba	científica	de	ADN	a	fin	de	determinar	la	paternidad	y
la	responsabilidad	penal	o	no	del	encausado”.	(C.	S.,	Cas.	292-2014-Áncash,
feb.	17/2016.	S.	S.	Villa	Stein)
NOTA:	La	Casación	N°	292-2014-Áncash	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	27	de
febrero	del	2016.
JURISPRUDENCIA.—CS:	no	es	ilícito	que	la	autoridad	inste	a	una	de	las
partes	a	tener	y	grabar	una	conversación	con	los	imputados	(prueba
inducida).	“La	conversación	telefónica	entre	el	imputado	y	el	denunciante	no
es	prueba	ilícita	por	cuanto:	i)	uno	de	los	interlocutores	aceptó	efectuar	la
llamada,	no	intervino	un	tercero	ajeno	a	la	conversación;	ii)	no	se	trató	un
delito	provocado,	no	se	indujo	al	imputado	a	delinquir,	hubo	una	línea
reiterada	de	conductas	tendentes	a	la	obtención	de	dinero	por	influenciar	a	un
magistrado;	iii)	al	tratarse	de	una	conversación	entre	dos	personas,	no	se
necesita	una	autorización	judicial;	iv)	no	es	ilícito	que	la	autoridad	inste	a	una
de	las	partes	a	tener	una	conversación	con	uno	de	los	imputados	y	que	esa
conversación	se	grabe”.	(C.	S.,	R.	N.	2076-2014-Lima	Norte,	abr.	26/2016.	V.	P.
San	Martín	Castro)
DOCTRINA.—Actuación	 irregular	 del	 Ministerio	 Público	 al	 dar	 a
conocer	 la	 prueba	 no	 origina	 su	 ilicitud.	 “(…)	 el	 Tribunal	 de	 Garantía,
acogiendo	una	petición	formulada	en	la	audiencia	de	preparación	del	juicio
oral	por	la	defensora	del	acusado	(…)	decidió	excluir	de	la	prueba	ofrecida
en	su	acusación	por	el	Ministerio	Público,	cinco	 fotografías	de	 las	especies
objeto	 del	 robo	 por	 sorpresa	 materia	 de	 esa	 acusación,	 indicadas	 bajo	 el
rubro	 otros	 medios,	 por	 no	 haber	 dado	 a	 conocer	 el	 órgano	 persecutor
dichas	 fotografías,	 con	 anterioridad	 a	 esa	 audiencia,	 a	 la	 defensa	 de	 los
acusados	 (…)	 tal	 omisión	 lesionó	 el	 derecho	 de	 los	 acusados	 a	 tener
conocimiento	 de	 todos	 los	 antecedentes	 con	 que	 contaba	 la	 Fiscalía	 en	 la
carpeta	 de	 investigación	 (…)	 por	 lo	 que	 dispuso	 su	 exclusión,	 de
conformidad	 a	 lo	 dispuesto	 por	 el	 artículo	 276,	 inciso	 3º,	 del	 Código
Procesal	 Penal,	 que	 ordena	 al	 juez	 de	 garantía	 excluir	 las	 pruebas	 que
hubieren	sido	obtenidas	con	inobservancia	de	garantías	fundamentales	(…)
este	tribunal	(…)	sostiene	que	(…)	no	encuadran	en	los	términos	de	la	causal
de	exclusión	de	prueba	prevista	en	el	 inciso	3º	del	artículo	276	del	Código
Procesal	Penal,	pues	esta	norma	permite	excluir	del	 juicio	oral	a	 la	prueba
que	hubiere	sido	obtenida	con	inobservancia	de	garantías	fundamentales,	y
ninguno	de	tales	hechos	incide	en	las	actuaciones	por	medio	de	las	cuales	el
Ministerio	Público	obtuvo	las	fotografías	en	cuestión,	sino	que	se	refieren	a
actos	y	omisiones	que	tuvieron	lugar	en	etapas	procedimentales	posteriores
a	 la	 obtención	 misma	 de	 aquéllas	 (…)	 si	 bien	 tales	 hechos	 revelan
irregularidades	procedimentales	e	infracción	de	sus	obligaciones	legales	por
parte	del	Ministerio	Público,	pudiendo	dar	origen	a	otras	 consecuencias	o
sanciones,	ellos	no	configuran	formalmente	la	causal	de	exclusión	de	prueba
prevista	(…)”.	(Corte	de	Apelaciones	de	Valparaíso,	Rol	N°	10199-2006,	mar.
06/2006.	Pres.	Carlos	Oliver	Cárdenas)
D.	Leg.	957.
ART.	185.—Clases	de	documentos.	Son	documentos	los
manuscritos,	impresos,	fotocopias,	fax,	disquetes,	películas,
fotografías,	radiografías,	representaciones	gráficas,	dibujos,
grabaciones	magnetofónicas	y	medios	que	contienen	registro	de
sucesos,	imágenes,	voces;	y,	otros	similares.
D.	Leg.	957.
ART.	186.—Reconocimiento.
1.	 Cuando	 sea	 necesario	 se	 ordenará	 el	 reconocimiento	 del
documento,	por	su	autor	o	por	quien	resulte	identificado	según	su
voz,	 imagen,	 huella,	 señal	 u	 otro	medio,	 así	 como	por	 aquél	 que
efectuó	 el	 registro.	 Podrán	 ser	 llamados	 a	 reconocerlo	 personas
distintas,	 en	 calidad	 de	 testigos,	 si	 están	 en	 condiciones	 de
hacerlo.
2.	También	podrá	acudirse	a	la	prueba	pericial	cuando
corresponda	establecer	la	autenticidad	de	un	documento.
D.	Leg.	957.
ART.	 187.—Traducción,	 transcripción	 y	 visualización	 de
documentos.
1.	Todo	documento	redactado	en	 idioma	distinto	del	 castellano,
será	traducido	por	un	traductor	oficial.
2.	Cuando	el	documento	consista	en	una	cinta	magnetofónica,	el
juez	o	el	 fiscal	en	la	 investigación	preparatoria	dispondrá,	de	ser
el	caso,	su	transcripción	en	un	acta,	con	intervención	de	las	partes.
3.	Cuando	el	documento	consista	en	una	cinta	de	vídeo,	el	juez	o
el	fiscal	en	la	investigación	preparatoria	ordenará	su	visualización
y	su	transcripción	en	un	acta,	con	intervención	de	las	partes.
4.	Cuando	la	transcripción	de	la	cinta	magnetofónica	o	cinta	de
vídeo,	por	su	extensión	demande	un	tiempo	considerable,	el	acta
podrá	levantarse	en	el	plazo	de	tres	días	de	realizada	la	respectiva
diligencia,	previo	traslado	de	la	misma	por	el	plazo	de	dos	días
para	las	observaciones	que	correspondan.	Vencido	el	plazo	sin
haberse	formulado	observaciones,	el	acta	será	aprobada
inmediatamente;	de	igual	manera,	el	juez	o	el	fiscal	resolverán	las
observaciones	formuladas	al	acta,	disponiendo	lo	conveniente.
D.	Leg.	957.
ART.	188.—Requerimiento	de	informes.	El	juez	o	el	fiscal
durante	la	investigación	preparatoria	podrá	requerir	informes
sobre	datos	que	consten	en	registros	oficiales	o	privados,	llevados
conforme	a	ley.	El	incumplimiento	de	ese	requerimiento,	el
retardo	en	su	producción,	la	falsedad	del	informe	o	el
ocultamiento	de	datos,	serán	corregidos	con	multa,	sin	perjuicio
de	la	responsabilidad	penal	correspondiente,	y	de	la	diligencia	de
inspección	o	revisión	y	de	incautación,	si	fuera	el	caso.
CAPÍTULO	VI
Los	otros	medios	de	prueba
SUBCAPÍTULO	I
El	reconocimiento
D.	Leg.	957.
ART.	189.—Reconocimientos	de	personas.
1.	 Cuando	 fuere	 necesario	 individualizar	 a	 una	 persona	 se
ordenará	 su	 reconocimiento.	 Quien	 lo	 realiza,	 previamente
describirá	 a	 la	 persona	 aludida.	 Acto	 seguido,	 se	 le	 pondrá	 a	 la
vista	junto	con	otras	de	aspecto	exterior	semejantes.	En	presencia
de	todas	ellas,	y/o	desde	un	punto	de	donde	no	pueda	ser	visto,	se
le	 preguntará	 si	 se	 encuentra	 entre	 las	 personas	 que	 observa
aquella	a	quien	se	hubiere	referido	en	sus	declaraciones	y,	en	caso
afirmativo,	cuál	de	ellas	es.
2.	Cuando	el	imputado	no	pudiere	ser	traído,	se	podrá	utilizar	su
fotografía	 u	 otros	 registros,	 observando	 las	 mismas	 reglas
análogamente.
3.	 Durante	 la	 investigación	 preparatoria	 deberá	 presenciar	 el
acto	 el	 defensor	 del	 imputado	 o,	 en	 su	 defecto,	 el	 juez	 de	 la
investigación	 preparatoria,	 en	 cuyo	 caso	 se	 considerará	 la
diligencia	un	acto	de	prueba	anticipada.
4.	 Cuando	 varias	 personas	 deban	 reconocer	 a	 una	 sola,	 cada
reconocimiento	 se	 practicará	 por	 separado,	 sin	 que	 se
comuniquen	entre	 sí.	 Si	 una	persona	debe	 reconocer	 a	 varias,	 el
reconocimiento	 de	 todas	 podrá	 efectuarse	 en	 un	 solo	 acto,
siempre	que	no	perjudique	el	fin	de	esclarecimiento	o	el	derecho
de	defensa.
5.	Si	fuere	necesario	identificar	a	otras	personas	distintas	del
imputado,	se	procederá,	en	lo	posible,	según	las	reglas	anteriores.
JURISPRUDENCIA.—La	diligencia	de	reconocimiento	no	se	orienta	a
precisar	el	grado	de	participación	delictiva.	“(...)	el	reconocimiento	de
personas,	es	la	diligencia	que	se	realiza	ante	los	órganos	de	persecución,
dirigido	a	reconocer	mediante	las	facultades	visuales	a	quien	se	supone	está
involucrado	en	la	participación	de	un	hecho	punible,	sin	interesar	el	grado	de
participación	delictiva	(Almagro	Nosete,	Derecho	Procesal,	Proceso	Penal,
Tomo	II,	Tercera	Edición,	Tirant	Lo	Blanch,	Valencia,	mil	novecientos	noventa
y	uno,	página	doscientos	noventa	y	dos).	Debe	tenerse	presente	que	el
reconocimiento	de	personas	es	una	diligencia	propiamente	de	investigación,
que	por	lo	general	se	ejecuta	en	los	dominios	de	la	policía	nacional,	siendo	así,
este	reconocimiento	debe	ser	contrastado	con	una	determinada	relevancia
probatoria	como	la	testifical	o	la	pericia,	en	la	medida	que	su	identificación
puede	haberse	logrado	mediante	otros	medios.	(...).
En	consecuencia,	estando	a	que	las	declaraciones	de	reconocimiento	se	han
realizado	de	acuerdo	a	ley,	y	si	bien	existen	contradicciones	respecto	a
determinadas	características	incurridas	por	los	agraviados,	las	cuales	son	de
carácter	subjetivo;	sin	embargo,	el	presente	recurso	no	puede	valorar	las
pruebas	actuadas;	sino	verificar	que	el	procedimiento	realizado	sea	el
adecuado	como	lo	establece	la	norma;	siendo	así,	en	el	presente	proceso	no	se
ha	vulnerado	la	garantía	constitucional	del	debido	proceso;	pues	se	actuó	bajo
los	principios	de	oralidad,	publicidad,	inmediación	y	contradicción	en	la
actuación	probatoria;	tanto	más,	que	en	dichas	diligencias	los	procesados
estaban	asistidos	por	su	abogado	defensor”.	(CS,	Cas.	87-2010-Huaura,	abr.
28/2011.	V.	P.	Pariona	Pastrana)
D.	Leg.	957.
ART.	190.—Otros	reconocimientos.
1.	Cuando	se	disponga	reconocer	voces,	sonidos	y	cuanto	pueda
ser	objeto	de	percepción	sensorial,	se	observarán,	en	lo	aplicable,
las	disposiciones	previstas	en	el	artículo	anterior.
2.	Sin	perjuicio	de	levantar	el	acta	respectiva,	se	podrá	disponer
que	se	documente	mediante	prueba	fotográfica	o	videográfica	o
mediante	otros	instrumentos	o	procedimientos.
D.	Leg.	957.
ART.	191.—Reconocimiento	de	cosas.
1.	 Las	 cosas	 que	 deben	 ser	 objeto	 del	 reconocimiento	 serán
exhibidas	en	la	misma	forma	que	los	documentos.
2.	Antes	de	su	reconocimiento,	se	invitará	a	la	persona	que	deba
reconocerlo	a	que	lo	describa.	En	lo	demás,	regirán	análogamente
las	reglas	previstas	en	el	artículo	189.
SUBCAPÍTULO	II
La	inspección	judicial	y	la	reconstrucción
D.	Leg.	957.
ART.	192.—Objeto.
1.	 Las	 diligencias	 de	 inspección	 judicial	 y	 reconstrucción	 son
ordenadas	 por	 el	 juez,	 o	 por	 el	 fiscal	 durante	 la	 investigación
preparatoria.
2.	 La	 inspección	 tiene	por	objeto	 comprobar	 las	 huellas	 y	 otros
efectos	materiales	que	el	delito	haya	dejado	en	los	lugares	y	cosas
o	en	las	personas.
3.	La	reconstrucción	del	hecho	tiene	por	finalidad	verificar	si	el
delito	se	efectuó,	o	pudo	acontecer,	de	acuerdo	con	las
declaraciones	y	demás	pruebas	actuadas.	No	se	obligará	al
imputado	a	intervenir	en	el	acto,	que	deberá	practicarse	con	la
mayor	reserva	posible.
D.	Leg.	957.
ART.	 193.—Adecuación.	 La	 inspección,	 en	 cuanto	 al	 tiempo,
modo	y	forma,	se	adecua	a	la	naturaleza	del	hecho	investigado	y	a
las	circunstancias	en	que	ocurrió.
La	inspección	se	realizará	de	manera	minuciosa,	comprendiendo
la	escena	de	los	hechos	y	todo	lo	que	pueda	constituir	prueba
material	de	delito.
D.	Leg.	957.
ART.	194.—Participación	de	testigos	y	peritos.
1.	 Ambas	 diligencias	 deben	 realizarse,	 de	 preferencia,	 con	 la
participación	de	testigos	y	peritos.
2.	Asimismo,	 se	dispondrá	que	 se	 levanten	planos	o	 croquis	del
lugar	 y	 se	 tome	 fotografías,	 grabaciones	 o	 películas	 de	 las
personas	o	cosas	que	interesen	a	la	causa.
3.	En	los	delitos	contra	la	libertad	sexual	no	se	exigirá	la
concurrencia	de	los	agraviados	menores	de	edad,	o	de	las	víctimas
que	pueden	ser	afectadas	psicológicamente	con	su	participación.
SUBCAPÍTULO	III
Las	pruebas	especiales
D.	Leg.	957.
ART.	195.—Modificado.	Ley	29986,	Art.	2°.	Levantamiento	de
cadáver.
1.	 Cuando	 se	 trate	 de	 una	 muerte	 sospechosa	 de	 haber	 sido
causada	por	un	hecho	punible,	se	procederá	al	levantamiento	del
cadáver,	 de	 ser	 posible,	 con	 participación	 de	 personal	 policial
especializado	en	criminalística,	haciendo	constar	en	acta.
2.	 El	 levantamiento	 de	 cadáver	 lo	 realizará	 el	 fiscal,	 con	 la
intervención,	 de	 ser	 posible,	 del	 médico	 legista	 y	 del	 personal
policial	 especializado	 en	 criminalística.	 Por	 razones	 de	 índole
geográfica	 podrá	 prescindirse	 de	 la	 participación	 de	 personal
policial	 especializado	 en	 criminalística.	 El	 fiscal,	 según	 las
circunstancias	 del	 caso,	 podrá	 delegar	 la	 realización	 de	 la
diligencia	en	su	adjunto,	o	en	la	policía,	o	en	el	juez	de	paz.
En	 zonas	 declaradas	 en	 estado	 de	 emergencia,	 cuando	 existan
dificultades	 que	 impidan	 la	 presencia	 inmediata	 del	 fiscal,	 el
personal	de	las	Fuerzas	Armadas	o	de	la	Policía	Nacional	del	Perú
procederá	al	acto	del	 levantamiento	de	cadáver	de	los	miembros
de	 las	 Fuerzas	 Armadas	 o	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 y	 de
personas	 civiles,	 previo	 conocimiento	 del	 Ministerio	 Público.
Excepcionalmente,	 se	podrá	prescindir	de	 este	 requisito,	 cuando
las	condiciones	de	la	zona	o	el	contexto	en	el	que	se	desenvuelve
el	operativo	 imposibiliten	materialmente	 la	comunicación	previa
al	representante	del	Ministerio	Público.
En	todos	estos	supuestos,	se	dejará	constancia	de	dicha	diligencia
y	se	dará	cuenta	al	representante	del	Ministerio	Público	dentro	de
las	veinticuatro	(24)	horas	más	el	término	de	la	distancia,	de	ser	el
caso;	asimismo,	se	debe	efectuar	la	entrega	del	cadáver	en	forma
inmediata,	bajo	responsabilidad.
3.	La	identificación,	ya	sea	antes	de	la	inhumación	o	después	de	la
exhumación,	 tendrá	 lugar	 mediante	 la	 descripción	 externa,	 la
documentación	 que	 porte	 el	 sujeto,	 la	 huella	 dactiloscópica	 o
palmatoscópica,	o	por	cualquier	otro	medio.
JURISPRUDENCIA.—Una	exhumación	no	tiene	una	expectativa	legítima
de	ser	secreta	o	libre	de	la	injerencia	o	conocimiento	de	terceros.
“Tampoco	considera	el	tribunal	que	se	haya	afectado	el	derecho	al	debido
proceso	porque	no	se	haya	cumplido	el	artículo	26	de	la	Ley	de	Cementerios	y
Servicios	Funerarios	en	la	exhumación	de	dos	cadáveres.	El	tribunal	observa
que	dicho	precepto	legal	contempla	cuál	es	el	órgano	que	debe	autorizar	la
exhumación	de	un	cadáver	(la	Autoridad	de	Salud)	en	los	casos	en	los	que	su
propósito	sea	cremarlo,	trasladarlo	a	otro	recinto	o	establecimiento	funerario
(que	puede	ser	nacional	o	extranjero)	o	simplemente	con	el	propósito	de
transportarlo	fuera	del	país,	exigiéndose	que	para	cualquiera	de	esos
supuestos	exista	la	petición	previa	de	los	deudos	o	una	orden	judicial.	Ese	no	es
el	caso	de	la	exhumación	ordenada	por	el	fiscal	emplazado,	que	no	tiene
ninguno	de	los	propósitos	a	los	que	se	hace	referencia	en	el	artículo	26	de	la
Ley	de	Cementerios	y	Servicios	Funerarios,	de	modo	que	esta	disposición
legislativa	no	resulta	aplicable.
10.	Finalmente,	en	relación	con	la	supuesta	afectación	del	derecho	a	la
intimidad	familiar,	derivada	del	hecho	de	que	la	exhumación	de	dos	cadáveres
de	familiares	haya	sido	de	conocimiento	de	terceros,	el	tribunal	recuerda	que
en	la	realización	de	este	tipo	de	actividad	no	existe	una	expectativa	legítima
de	que	su	concreción	se	efectúe	en	secreto	o	libre	de	la	injerencia	o
conocimiento	de	terceros,	entre	otras	razones,	porque	éste	se	efectúa
precisamente	por	terceros	–los	médicos,	peritos,	sujetos	procesales,	etc.–	por	lo
que	también	este	extremo	de	la	demanda	debe	rechazarse”.	(T.	C.,	Exp.	05312-
2011-PA/TC,	jul.	21/2014.	S.	S.	Miranda	Canales)
D.	Leg.	957.
ART.	196.—Necropsia.
1.	Cuando	sea	probable	que	se	trate	de	un	caso	de	criminalidad	se
practicará	la	necropsia	para	determinar	la	causa	de	la	muerte.
2.	 En	 caso	 de	muerte	 producida	 por	 accidente	 en	 un	medio	 de
transporte,	 o	 como	 resultado	 de	 un	 desastre	 natural,	 en	 que	 las
causas	de	la	misma	sea	consecuencia	directa	de	estos	hechos,	no
será	 exigible	 la	 necropsia	 sin	 perjuicio	 de	 la	 identificación	 del
cadáver	 antes	 de	 la	 entrega	 a	 sus	 familiares.	 En	 todo	 caso,	 es
obligatoria	 la	 necropsia	 al	 cadáver	 de	 quien	 tenía	 a	 cargo	 la
conducción	 del	 medio	 de	 transporte	 siniestrado.	 En	 los	 demás
casos	se	practica	a	solicitud	de	parte	o	de	sus	familiares.
3.	La	necropsia	será	practicada	por	peritos.	El	fiscal	decidirá	si	él
o	su	adjunto	deban	presenciarla.	Al	acto	pueden	asistir	los
abogados	de	los	demás	sujetos	procesales	e	incluso	acreditar
peritos	de	parte.
D.	Leg.	957.
ART.	197.—Embalsamamiento	de	cadáver.	Cuando	se	trate	de
homicidio	doloso	o	muerte	sospechosa	de	criminalidad,	el	fiscal,
previo	informe	médico,	puede	autorizar	o	disponer	el
embalsamamiento	a	cargo	de	profesional	competente,	cuando	lo
estime	pertinente	para	los	fines	del	proceso.	En	ese	mismo
supuesto	la	incineración	sólo	podrá	ser	autorizada	por	el	juez
después	de	expedida	sentencia	firme.
D.	Leg.	957.
ART.	198.—Examen	de	vísceras	y	materias	sospechosas.
1.	Si	existen	indicios	de	envenenamiento,	el	perito	examinará	las
vísceras	 y	 las	 materias	 sospechosas	 que	 se	 encuentran	 en	 el
cadáver	 o	 en	 otra	 parte	 y	 las	 remitirán	 en	 envases	 aparentes,
cerrados	y	lacrados,	al	laboratorio	especializado	correspondiente.
2.	Las	materias	objeto	de	las	pericias	se	conservarán	si	fuese
posible,	para	ser	presentadas	en	el	debate	oral.
D.	Leg.	957.
ART.	199.—Examen	de	lesiones	y	de	agresión	sexual.
1.	 En	 caso	 de	 lesiones	 corporales	 se	 exigirá	 que	 el	 perito
determine	 el	 arma	 o	 instrumento	 que	 la	 haya	 ocasionado,	 y	 si
dejaron	o	no	deformaciones	y	 señales	permanentes	en	el	 rostro,
puesto	 en	 peligro	 la	 vida,	 causado	 enfermedad	 incurable	 o	 la
pérdida	 de	 un	 miembro	 u	 órgano	 y,	 en	 general,	 todas	 las
circunstancias	 que	 conforme	 al	 Código	 Penal	 influyen	 en	 la
calificación	del	delito.
2.	En	caso	de	agresión	sexual,	el	examen	médico	será	practicado
exclusivamente	por	el	médico	encargado	del	servicio	con	la
asistencia,	si	fuera	necesario	de	un	profesional	auxiliar.	Sólo	se
permitirá	la	presencia	de	otras	personas	previo	consentimiento
de	la	persona	examinada.
D.	Leg.	957.
ART.	200.—Examen	en	caso	de	aborto.	En	caso	de	aborto,	se
hará	comprobar	la	preexistencia	del	embarazo,	los	signos
demostrativos	de	la	interrupción	del	mismo,	las	causas	que	lo
determinaron,	los	probables	autores	y	las	circunstancias	que
sirvan	para	la	determinación	del	carácter	y	gravedad	del	hecho.
D.	Leg.	957.
ART.	201.—Preexistencia	y	valorización.
1.	 En	 los	 delitos	 contra	 el	 patrimonio	 deberá	 acreditarse	 la
preexistencia	de	la	cosa	materia	del	delito,	con	cualquier	medio	de
prueba	idóneo.
2.	La	valorización	de	las	cosas	o	bienes	o	la	determinación	del
importe	del	perjuicio	o	daños	sufridos,	cuando	corresponda,	se
hará	pericialmente,	salvo	que	no	resulte	necesario	hacerlo	por
existir	otro	medio	de	prueba	idóneo	o	sea	posible	una	estimación
judicial	por	su	simplicidad	o	evidencia.
D.	Leg.	957.
ART.	 201-A.—Incorporado.	 Ley	 30214,	 Artículo	 Único.
Informes	 técnicos	 oficiales	 especializados	 de	 la	 Contraloría
General	 de	 la	 República.	 Los	 informes	 técnicos	 especializados
elaborados	fuera	del	proceso	penal	por	la	Contraloría	General	de
la	República	en	el	cumplimiento	de	sus	funciones	tienen	la	calidad
de	 pericia	 institucional	 extraprocesal	 cuando	 hayan	 servido	 de
mérito	para	formular	denuncia	penal	en	el	caso	establecido	por	el
literal	 b)	 del	 inciso	 2	 del	 artículo	 326	 del	 presente	 código	 o
cuando	 habiendo	 sido	 elaborados	 en	 forma	 simultánea	 con	 la
investigación	 preparatoria	 sean	 ofrecidos	 como	 elemento
probatorio	 e	 incorporados	 debidamente	 al	 proceso	 para	 su
contradicción.
La	 respectiva	 sustentación	 y	 el	 correspondiente	 examen	 o
interrogatorio	se	efectúa	con	los	servidores	que	designe	la	entidad
estatal	autora	del	informe	técnico.
Cualquier	aclaración	de	 los	 informes	de	control	que	se	requiera
para	 el	 cumplimiento	 de	 los	 fines	 del	 proceso	 deberá	 ser
solicitada	al	respectivo	ente	emisor.
El	juez	desarrolla	la	actividad	y	valoración	probatoria	de
conformidad	con	el	inciso	2	del	artículo	155	y	el	inciso	1	del
artículo	158	del	presente	código.
TÍTULO	III
La	búsqueda	de	pruebas	y	restricción	de
derechos
CAPÍTULO	I
Preceptos	generales
D.	Leg.	957.
ART.	202.—Legalidad	procesal.	Cuando	resulte	indispensable
restringir	un	derecho	fundamental	para	lograr	los	fines	de
esclarecimiento	del	proceso,	debe	procederse	conforme	a	lo
dispuesto	por	la	ley	y	ejecutarse	con	las	debidas	garantías	para	el
afectado.
D.	Leg.	957.
ART.	203.—Presupuestos.
1.	 Las	 medidas	 que	 disponga	 la	 autoridad,	 en	 los	 supuestos
indicados	en	el	 artículo	anterior,	deben	 realizarse	 con	arreglo	al
principio	 de	 proporcionalidad	 y	 en	 la	 medida	 que	 existan
suficientes	 elementos	 de	 convicción.	 La	 resolución	 que	 dicte	 el
juez	de	 la	 investigación	preparatoria	debe	 ser	motivada,	 al	 igual
que	el	requerimiento	del	Ministerio	Público.
2.	 Los	 requerimientos	del	Ministerio	Público	 serán	motivados	y
debidamente	 sustentados.	 El	 juez	de	 la	 investigación	preliminar,
salvo	 norma	 específica,	 decidirá	 inmediatamente,	 sin	 trámite
alguno.	Si	no	existiere	riesgo	fundado	de	pérdida	de	finalidad	de	la
medida,	 el	 juez	 de	 la	 investigación	 preliminar	 deberá	 correr
traslado	 previamente	 a	 los	 sujetos	 procesales	 y,	 en	 especial,	 al
afectado.	 Asimismo,	 para	 resolver,	 podrá	 disponer	 mediante
resolución	 inimpugnable	 la	 realización	 de	 una	 audiencia	 con
intervención	 del	 Ministerio	 Público	 y	 de	 los	 demás	 sujetos
procesales,	que	se	realizará	con	los	asistentes.
3.	 Cuando	 la	 policía	 o	 el	Ministerio	 Público,	 siempre	 que	 no	 se
requiera	 previamente	 resolución	 judicial,	 ante	 supuestos	 de
urgencia	 o	 peligro	 por	 la	 demora	 y	 con	 estrictos	 fines	 de
averiguación,	 restrinja	 derechos	 fundamentales	 de	 las	 personas,
corresponde	 al	 fiscal	 solicitar	 inmediatamente	 la	 confirmación
judicial.	 El	 juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria,	 sin	 trámite
alguno,	 decidirá	 en	 el	mismo	día	 o	 a	más	 tardar	 al	 día	 siguiente
confirmando	o	desaprobando	la	medida	ejecutada	por	la	policía	o
la	 fiscalía,	salvo	que	considere	 indispensable	el	previo	traslado	a
los	 sujetos	 procesales	 o,	 en	 su	 caso,	 la	 realización	 de	 una
audiencia	con	intervención	del	fiscal	y	del	afectado.	La	resolución
que	ordena	el	previo	traslado	o	la	audiencia	no	es	impugnable.
4.	Respecto	de	la	realización	de	la	audiencia,	rige	en	lo	pertinente
el	artículo	8°.
D.	Leg.	957.
ART.	204.—Impugnación.
1.	 Contra	 el	 auto	 dictado	 por	 el	 juez	 de	 la	 investigación
preparatoria	en	los	supuestos	previstos	en	el	artículo	anterior,	el
fiscal	 o	 el	 afectado	 pueden	 interponer	 recurso	 de	 apelación,
dentro	 del	 tercer	 día	 de	 ejecutada	 la	 medida.	 La	 Sala	 Penal
Superior	absolverá	el	grado,	previa	audiencia,	con	intervención	de
los	sujetos	procesales	legitimados.
2.	El	afectado	también	puede	solicitar	el	reexamen	de	la	medida
ante	 el	 juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria	 si	 nuevas
circunstancias	establecen	la	necesidad	de	un	cambio	de	la	misma.
El	juez,	discrecionalmente,	decidirá	si	la	decisión	la	adopta	previo
traslado	a	los	demás	sujetos	procesales	o	mediante	una	audiencia
que	señalará	al	efecto.	Contra	el	auto	que	resuelve	la	solicitud	de
reexamen	procede	recurso	de	apelación,	según	el	trámite	previsto
en	el	numeral	anterior.
3.	Contra	los	autos	expedidos	por	la	Sala	Penal	Superior	dictados
en	primera	instancia	sólo	procede	recurso	de	reposición.
CAPÍTULO	II
El	control	de	identidad	y	la	videovigilancia
SUBCAPÍTULO	I
El	control	de	identidad	policial
D.	Leg.	957.
ART.	205.—Control	de	identidad	policial.
1.	La	policía,	en	el	marco	de	sus	funciones,	sin	necesidad	de	orden
del	 fiscal	o	del	 juez,	podrá	requerir	 la	 identificación	de	cualquier
persona	 y	 realizar	 las	 comprobaciones	 pertinentes	 en	 la	 vía
pública	 o	 en	 el	 lugar	 donde	 se	 hubiere	 hecho	 el	 requerimiento,
cuando	considere	que	resulta	necesario	para	prevenir	un	delito	u
obtener	 información	 útil	 para	 la	 averiguación	 de	 un	 hecho
punible.	 El	 intervenido	 tiene	 derecho	 a	 exigir	 al	 policía	 le
proporcione	su	identidad	y	la	dependencia	a	la	que	está	asignado.
2.	La	 identificación	se	realizará	en	el	 lugar	en	que	 la	persona	se
encontrare,	 por	 medio	 del	 correspondiente	 documento	 de
identidad.	 Se	 deberá	 proporcionar	 al	 intervenido	 las	 facilidades
necesarias	para	encontrarlo	y	exhibirlo.	Si	en	ese	acto	se	constata
que	 su	 documentación	 está	 en	 orden,	 se	 le	 devolverá	 el
documento	y	autorizará	su	alejamiento	del	lugar.
3.	 Si	 existiere	 fundado	 motivo	 que	 el	 intervenido	 pueda	 estar
vinculado	a	 la	 comisión	de	un	hecho	delictuoso,	 la	policía	podrá
registrarle	sus	vestimentas,	equipaje	o	vehículo.	De	esta	diligencia
específica,	 en	 caso	 resulte	 positiva,	 se	 levantará	 un	 acta,
indicándose	 lo	 encontrado,	 dando	 cuenta	 inmediatamente	 al
Ministerio	Público.
4.	 En	 caso	 no	 sea	 posible	 la	 exhibición	 del	 documento	 de
identidad,	 según	 la	gravedad	del	hecho	 investigado	o	del	ámbito
de	la	operación	policial	practicada,	se	conducirá	al	intervenido	a	la
dependencia	 policial	 más	 cercana	 para	 exclusivos	 fines	 de
identificación.	Se	podrá	tomar	las	huellas	digitales	del	intervenido
y	 constatar	 si	 registra	 alguna	 requisitoria.	 Este	 procedimiento,
contado	desde	 el	momento	de	 la	 intervención	policial,	 no	puede
exceder	 de	 cuatro	 horas,	 luego	 de	 las	 cuales	 se	 le	 permitirá
retirarse.	En	estos	casos,	el	intervenido	no	podrá	ser	ingresado	a
celdas	 o	 calabozos	 ni	 mantenido	 en	 contacto	 con	 personas
detenidas,	y	tendrá	derecho	a	comunicarse	con	un	familiar	o	con
la	persona	que	indique.	La	policía	deberá	llevar,	para	estos	casos,
un	 libro	 registro	 en	 el	 que	 se	 harán	 constar	 las	 diligencias	 de
identificación	 realizadas	en	 las	personas,	 así	 como	 los	motivos	y
duración	de	las	mismas.
5.	Siempre	que	sea	necesario	para	las	finalidades	del	juicio	o	para
las	finalidades	del	servicio	de	identificación,	se	pueden	tomar
fotografías	del	imputado,	sin	perjuicio	de	sus	huellas	digitales,
incluso	contra	su	voluntad	–en	cuyo	caso	se	requiere	la	expresa
orden	del	Ministerio	Público–,	y	efectuar	en	él	mediciones	y
medidas	semejantes.	De	este	hecho	se	levantará	un	acta.
NOTA:	Mediante	Ley	28366	se	suspendió	hasta	el	1	de	enero	del	2005	la	entrada	en	vigencia	de	los
artículos	205	al	210	del	Código	Procesal	Penal.
CONTROL	DE	IDENTIDAD	POLICIAL	Y	REGISTRO	DE	PERSONAS
R.	029-2005-MP-FN.
El	 control	 de	 identidad	 es	 la	 diligencia	 policial	 dirigida	 a	 establecer	 la
identificación	 de	 la	 persona,	 estrictamente	 motivada	 por	 razones	 de
urgencia,	utilidad	y	necesidad	para	la	investigación	y	prevención	del	delito.
Sólo	 procederá	 cuando	 resulte	 necesario	 para	 prevenir	 un	 delito,	 obtener
información	 útil	 en	 casos	 de	 grave	 alarma	 social	 y	 en	 el	 ámbito	 de	 una
operación	policial.
El	Ministerio	 Público	 tomará	 conocimiento	 de	 los	 controles	 de	 identidad
policial	 de	 oficio,	 por	 noticia	 de	 la	 autoridad	 policial	 o	 por	 queja	 de
cualquier	 ciudadano	 que	 considere	 vulnerados	 sus	 derechos	 y	 deberá
cuidar	 que	 se	 hayan	 llevado	 a	 cabo	 con	 criterios	 de	 razonabilidad,
proporcionalidad	y	respeto	de	la	dignidad	de	la	persona.
Para	 los	 efectos	 de	 esa	 norma	 deberá	 entenderse	 por	 “prevención	 del
delito”,	las	acciones	dirigidas	a	controlar	e	impedir	la	delincuencia	en	sus
diversas	 modalidades,	 así	 como	 a	 evitar	 la	 probable	 comisión	 de	 hechos
delictivos	si	no	se	actúa	con	la	debida	oportunidad	y	diligencia.
1.1.	En	el	procedimiento	de	control	de	identidad	y	registro	de	personas	en
lugares	o	establecimientos	públicos,	el	fiscal	verificará:
1.1.1.	El	debido	cumplimiento	de	la	identificación	del	efectivo	policial	que
interviene,	 a	 la	 persona	 intervenida,	 proporcionándole	 su	 identidad	 y
dependencia	policial	a	la	que	pertenece,	y	de	ser	el	caso,	la	placa	de	rodaje
de	los	vehículos	utilizados	en	la	intervención.
1.1.2.	El	documento	de	identidad	presentado	por	la	persona	intervenida,	el
cual	 puede	 ser:	 Documento	 Nacional	 de	 Identidad	 (DNI),	 o	 Carné	 de
Extranjería	o	Pasaporte,	 si	 se	 tratara	de	extranjeros,	Licencia	de	Conducir,
Libreta	Militar,	Partida	de	Nacimiento	o	cualquier	otro	documento	público
que	permita	su	identificación	en	el	momento.
1.1.3.	Las	 facilidades	que	 la	 autoridad	policial	 brindó	para	 la	ubicación	y
exhibición	 de	 la	 identificación	 de	 la	 persona	 intervenida,	 como	 llamadas
telefónicas,	 utilización	 de	medios	 electrónicos,	 conducción	 al	 lugar	 donde
estaban	sus	documentos,	de	haber	sido	posible.
1.1.4.	 La	 devolución	 de	 los	 documentos	 de	 las	 personas	 debidamente
identificadas	y	la	autorización	para	su	retiro	del	lugar.
1.1.5.	En	caso	de	intervención	arbitraria,	el	fiscal	dispondrá	la	devolución
de	 los	 documentos,	 el	 alejamiento	 del	 lugar	 de	 la	 persona	 intervenida	 y
procederá	 conforme	 a	 sus	 atribuciones	 respecto	 del	 efectivo	 policial	 que
intervino.
1.2.	En	el	procedimiento	utilizado	en	las	dependencias	policiales	originado
por	la	falta	de	identificación	de	la	persona	intervenida,	o	por	la	gravedad	del
hecho	investigado	o	ámbito	de	la	operación	policial,	el	fiscal	verificará:
1.2.1.	El	registro	de	la	persona	intervenida	en	el	Libro	-	Registro,	firmando
y	sellando	como	constancia	de	su	revisión.
1.2.2.	Las	razones	que	motivaron	su	conducción	a	la	dependencia	policial	y
el	tiempo	que	ha	permanecido	en	dicha	dependencia.
1.2.3.	Si	el	intervenido	fue	informado	de	su	derecho	a	comunicarse	con	un
familiar	o	la	persona	que	hubiere	indicado.
1.2.4.	 Que	 la	 persona	 intervenida	 no	 haya	 ingresado	 a	 las	 celdas	 o
calabozos,	así	como	no	se	encuentre	en	contacto	con	personas	detenidas.
1.2.5.	Que	la	persona	intervenida	haya	accedido	voluntariamente	a	la	toma
de	impresiones	digitales,	únicamente	con	fines	de	identificación.	En	caso	de
haber	manifestado	su	negativa,	la	comunicación	al	Ministerio	Público.
1.2.6.	El	tiempo	de	permanencia	del	intervenido	en	la	dependencia	policial,
el	 cual	 deberá	 ser	 el	 indispensable	 para	 los	 fines	 del	 procedimiento	 de
identificación	y	no	exceder	de	cuatro	horas.
1.2.7.	Tratándose	de	un	requisitoriado,	que	sea	puesto	 inmediatamente	a
disposición	de	la	autoridad	requirente.
1.2.8.	Que	las	diligencias	practicadas	con	fines	de	identificación	no	afecten
o	hayan	afectado	derechos	de	 la	persona	garantizadas	por	 la	Constitución
Política	y	las	leyes.
1.2.9.	En	 caso	de	 intervención	arbitraria,	 el	 fiscal	dispondrá	el	 cese	de	 la
restricción	de	la	libertad	y	procederá	conforme	a	sus	atribuciones	respecto
del	personal	policial	que	intervino.
1.3.	En	el	procedimiento	de	registro	personal,	vestimenta,	equipajes,	bultos
o	vehículos,	ante	la	sospecha	fundada	de	un	hecho	punible,	a	que	se	refiere
el	 inciso	 3)	 del	 artículo	 205	 del	 C.P.P.,	 además	 de	 lo	 señalado	 en	 los
numerales	1.1	y	1.2	de	la	presente	directiva,	el	fiscal	verificará:
1.3.1.	 El	 levantamiento	 del	 acta	 correspondiente	 y	 la	 oportuna
comunicación	al	Ministerio	Público.
1.3.2.	 Si	 se	 tratare	 del	 registro	 de	 la	 vestimenta	 de	 una	 persona	 en	 el
procedimiento	del	control	de	identidad,	que	se	haya	cumplido	además,	con
las	formalidades	previstas	en	el	artículo	210	del	C.P.P.
1.3.3.	La	existencia	de	objetos	o	especies	relacionados	con	la	comisión	de
un	delito	y	su	aseguramiento	con	indicación	de	la	persona	responsable.
(...).
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(...).
1.4.	 En	 el	 procedimiento	 seguido	 contra	 un	 imputado,	 además	 de	 lo
señalado	 en	 los	 numerales	 1.1.	 y	 1.2.	 de	 la	 presente	 directiva,	 el	 fiscal
verificará:
1.4.1.	 Si	 el	 intervenido	 ha	 dado	 su	 consentimiento	 para	 la	 toma	 de
fotografías,	mediciones	y	medidas	semejantes.
1.4.2.	En	el	supuesto	que	éste	no	haya	prestado	su	consentimiento	para	las
actuaciones	 indicadas	 en	 el	 numeral	 anterior,	 que	 se	 haya	 comunicado	 al
fiscal	competente,	quien	en	uso	de	la	facultad	concedida	por	el	inciso	5)	del
artículo	 205	 del	 Código	 Procesal	 Penal,	 podrá	 autorizar	 u	 ordenar	 tales
actos	 si	 lo	 considera	necesario	o	 indispensable.	La	orden	 fiscal	deberá	 ser
motivada	y	constar	por	escrito	en	el	acta	respectiva.
1.4.3.	 El	 levantamiento	 del	 acta	 policial	 en	 la	 que	 deberá	 constar	 la
necesidad,	motivos	o	razones	que	sustentan	dichas	actuaciones,	así	como	el
tiempo	en	que	se	practicaron,	 la	cual	será	suscrita	por	el	personal	policial
que	intervino	en	las	mismas.
(...).
JURISPRUDENCIA.—Diligencia	de	registro	e	identificación	mal	llevada
no	tiene	efectos	probatorios.	“Bajo	esta	óptica,	y	revisadas	las	carpetas	y
registros	que	hacen	el	expediente	se	corrobora	de	manera	palmaria,	que	en	el
desarrollo	de	la	etapa	preliminar	se	inobservó	el	procedimiento	regular	con
arreglo	al	artículo	205	del	Código	Procesal	Penal,	teniendo	presente,	entre
otros,	que	para	efectos	de	identificación	cuando	se	considere	que	resulte
necesario	para	prevenir	un	delito	u	obtener	información	útil	para	la
averiguación	de	un	hecho	punible	debe	previamente	hacerse	el	requerimiento
y	las	comprobaciones	pertinentes	en	el	lugar	donde	se	encuentra	la	persona
intervenida;	y	el	procedimiento	no	puede	exceder	de	cuatro	horas	desde	el
momento	de	la	intervención	policial;	tratándose	de	una	pesquisa	como	se
procedió	en	autos	conforme	a	las	actas	de	registros	personales,	el	artículo
210.4	del	Código	Procesal	Penal,	establece	que	el	registro	se	efectúa
indicándole	el	derecho	que	le	asiste	al	intervenido	de	contar	con	una	persona
de	su	confianza,	siempre	que	esta	se	pueda	ubicar	rápidamente	y	sea	mayor
de	edad,	levantándose	un	acta	firmada	por	los	concurrentes,	sin	embargo	el
caso	de	autos,	todos	estos	derechos	expresamente	establecidos	en	las	normas
procesales,	han	sido	obviados.	Efectivamente,	no	puede	otorgársele	eficacia
probatoria	a	dichas	instrumentales	estando	a	las	irregularidades	presentadas
que	contravienen	los	derechos	de	los	imputados	establecidos	en	los	artículos
71,	205	y	210	del	Código	Adjetivo	Penal”.	(C.	S.,	Cas.	321-2011-Amazonas,	may.
28/2013.	S.	S.	Villa	Stein)
DOCTRINA.—Control	 de	 identidad,	 registro	 de	 personas	 y	 vehículo
ilegal.	“(…)	el	Sr.	fiscal	ha	justificado	el	accionar	de	la	policía	en	la	experticia
de	la	misma	para	detectar	cuando	se	está	en	presencia	de	un	ilícito	penal,	lo
que	 constituiría	 el	 indicio	 que	 en	 el	 presente	 caso	 le	 permitió	 actuar.	 Al
respecto	cabe	señalar	que	esa	experticia,	 es	 la	experiencia	adquirida	en	el
tiempo	 por	 los	 agentes	 policiales	 a	 través	 del	 ejercicio	 de	 las	 funciones
propias	de	la	misma,	que	les	permite	detectar	la	comisión	de	una	actividad
ilícita	 bajo	 la	 apariencia	 de	 una	 lícita.	 No	 se	 advierte	 en	 el	 presente	 caso
como	 es	 que	 esta	 pudo	 existir.	 Es	 la	 propia	 policía	 la	 que	 dice	 observar
innumerables	 entradas	 de	 personas	 con	 las	 manos	 vacías	 y	 salida	 de	 las
mismas	 con	 bolsas	 en	 las	 mismas	 realizadas	 en	 el	 pasaje	 (…)	 y	 no	 hace
absolutamente	 nada;	 ni	 control	 de	 identidad	 y	 menos	 una	 detención.	 Lo
anterior	 lleva	 a	 concluir	 a	 este	 disidente	 que	 tal	 indicio	 simplemente	 no
existió	 en	 el	 presente	 caso,	 de	 modo	 que	 la	 policía	 realizó	 un	 control	 de
identidad	al	margen	de	los	presupuestos	legales,	de	manera	que	el	registro
de	las	personas	y	del	vehículo	se	realizó	sin	facultad	para	ello,	lo	que	lleva	a
concluir	que	la	detención	es	ilegal	(…).”	(C.	de	Ap.	de	Santiago,	Rol	N°	1535-
2006,	ago.	30/2006)
D.	Leg.	957.
ART.	206.—Controles	policiales	públicos	en	delitos	graves.
1.	 Para	 el	 descubrimiento	 y	 ubicación	 de	 los	 partícipes	 en	 un
delito	 causante	 de	 grave	 alarma	 social	 y	 para	 la	 incautación	 de
instrumentos,	 efectos	 o	 pruebas	 del	 mismo,	 la	 policía	 –dando
cuenta	 al	 Ministerio	 Público–	 podrá	 establecer	 controles	 en	 las
vías,	 lugares	 o	 establecimientos	 públicos,	 en	 la	 medida
indispensable	 a	 estos	 fines,	 al	 objeto	 de	 proceder	 a	 la
identificación	 de	 las	 personas	 que	 transiten	 o	 se	 encuentren	 en
ellos,	 al	 registro	 de	 los	 vehículos	 y	 al	 control	 superficial	 de	 los
efectos	 personales,	 con	 el	 fin	 de	 comprobar	 que	 no	 se	 porten
sustancias	o	instrumentos	prohibidos	o	peligrosos.
2.	La	policía	abrirá	un	libro	registro	de	controles	policiales
públicos.	El	resultado	de	las	diligencias,	con	las	actas
correspondientes,	se	pondrá	de	inmediato	en	conocimiento	del
Ministerio	Público.
R.	029-2005-MP-FN.
(...).
1.5.	 En	 el	 procedimiento	 de	 controles	 policiales	 en	 vías,	 lugares	 o
establecimientos	 públicos	 para	 el	 descubrimiento	 y	 ubicación	 de	 los
partícipes	 en	 delitos	 que	 causen	 grave	 alarma	 social	 a	 que	 se	 refiere	 el
inciso	1)	de	artículo	206	del	C.P.P,	además	de	lo	señalado	en	los	numerales
1.1	y	1.2	de	la	presente	directiva,	el	fiscal	verificará:
1.5.1.	La	comunicación	al	fiscal	competente,	en	la	que	se	indique	el	motivo,
lugar,	modo	y	tiempo	de	la	intervención	policial	a	que	se	refiere	el	inciso	1)
del	artículo	206	del	Código	Procesal	Penal.
1.5.2.	El	 informe	 inmediato	 del	 resultado	de	 la	 intervención	 con	 la	 copia
del	acta	respectiva,	a	efecto	de	disponer	las	acciones	correspondientes.
1.5.3.	 La	 existencia	 de	 los	 instrumentos	 o	 efectos	 relacionados	 con	 la
comisión	de	delito	 o	de	 las	 sustancias	prohibidas	o	peligrosas,	 en	 caso	de
haberse	 incautado	 y	 la	 medida	 de	 aseguramiento	 con	 indicación	 de	 la
persona	responsable.
1.5.4.	 El	 registro	 de	 la	 acción	 de	 control	 en	 el	Libro	 -	 Registro	 Controles
Policiales	Públicos,	firmando	y	sellando	como	constancia	de	su	revisión.
DOCTRINA.—Registro	de	personas	y	vehículos	por	parte	de	la	policía
resulta	distinto	al	registro	operado	dentro	del	proceso	penal.	“(...)	Está
claro,	entonces,	que	el	registro	de	personas	llevado	a	cabo	en	desarrollo	de
la	actividad	de	policía	difiere	sustancialmente	del	registro	que	se	dispone	y
practica	 dentro	 del	 proceso	 penal,	 ya	 que	 el	 primero	 responde	 al
cumplimiento	de	un	deber	constitucional	en	cabeza	de	 la	Policía	Nacional,
institución	 a	 la	 cual	 compete	 el	 mantenimiento	 de	 las	 condiciones
necesarias	 para	 el	 ejercicio	 de	 los	 derechos	 y	 libertades	 públicas,	 al	 paso
que	 el	 segundo	 atiende	 la	 necesidad	 de	 investigar	 y	 juzgar	 las	 conductas
punibles	 que	 atentan	 contra	 bienes	 jurídicamente	 tutelados.	 De	 ahí	 que
tratándose	 de	 registros	 preventivos	 realizados	 por	 la	 policía	 no	 sea
menester	 contar	 con	 la	 previa	 autorización	 judicial,	 en	 tanto	 que	 en	 el
segundo	evento,	esto	es,	el	registro	personal	en	el	proceso	penal	sí	necesite
dicha	autorización.
También	 queda	 aclarado	 que	 el	 registro	 personal	 que	 se	 efectúa	 en
desarrollo	de	la	actividad	preventiva	de	policía	consiste	simplemente	en	una
exploración	 superficial	 de	 la	 persona,	 que	 como	 tal	 no	 compromete
constataciones	íntimas,	y	lo	que	lleve	sobre	sí,	en	su	indumentaria	o	en	otros
aditamentos,	 con	 el	 fin,	 entre	 otros	 objetivos	 lícitos,	 de	 prevenir	 (no	 de
investigar)	 la	 comisión	 de	 comportamientos	 que	 puedan	 llegar	 a	 generar
alteraciones	contra	la	seguridad	de	la	comunidad.
De	 tal	 manera,	 no	 conlleva	 este	 registro	 personal	 una	 afectación	 o
restricción	de	derechos	fundamentales	que	amerite	la	intervención	judicial,
a	fin	de	determinar	su	racionalidad	y	proporción.	Solamente	habrá	lugar	a
dicha	 intervención	 judicial	 cuando	 el	 registro	 trascienda	 del	 examen
exterior	de	la	persona	y	llegare	a	abarcar	su	reconocimiento	físico	interno,
es	decir,	cuando	acarree	inspección	corporal.	(…).
Las	mismas	 consideraciones	 se	predican	del	 registro	de	vehículos,	 que	 la
policía	 lleve	 a	 cabo	 en	 ejecución	de	 su	 actividad	preventiva,	 en	 cuanto	no
está	 adelantando	un	procedimiento	 de	 búsqueda	de	 elementos	materiales
probatorios	y	evidencia	física	relacionada	con	una	investigación	penal,	sino
realizando	 una	 actuación	 conducente	 a	 garantizar	 la	 tranquilidad	 y
seguridad	ciudadanas,	precaviendo	la	comisión	de	conductas	punibles	(...)”.
(CSJ	de	Colombia,	Cas.	Penal,	Sent.	C-789,	sep.	20/2007.	M.P.	Nilson	Pinilla
Pinilla)
SUBCAPÍTULO	II
La	videovigilancia
D.	Leg.	957.
ART.	207.—Presupuestos	y	ejecución.
1.	 En	 las	 investigaciones	 por	 delitos	 violentos,	 graves	 o	 contra
organizaciones	delictivas,	el	fiscal,	por	propia	iniciativa	o	a	pedido
de	la	policía,	y	sin	conocimiento	del	afectado,	puede	ordenar:
a)	Realizar	tomas	fotográficas	y	registro	de	imágenes;	y,
b)	 Utilizar	 otros	 medios	 técnicos	 especiales	 determinados	 con
finalidades	 de	 observación	 o	 para	 la	 investigación	 del	 lugar	 de
residencia	del	investigado.
Estos	 medios	 técnicos	 de	 investigación	 se	 dispondrán	 cuando
resulten	indispensables	para	cumplir	los	fines	de	esclarecimiento
o	cuando	 la	 investigación	resultare	menos	provechosa	o	se	vería
seriamente	dificultada	por	otros	medios.
2.	Estas	medidas	podrán	dirigirse	contra	otras	personas	si,	en	el
supuesto	del	literal	a)	del	numeral	anterior,	la	averiguación	de	las
circunstancias	 del	 hecho	 investigado	 se	 vieran,	 de	 otra	 forma,
esencialmente	 dificultadas	 o,	 de	 no	 hacerlo,	 resultaren
relevantemente	menos	provechosas.	En	el	supuesto	del	 literal	b)
del	 numeral	 anterior,	 se	 podrá	 dirigir	 contra	 otras	 personas
cuando,	 en	base	 a	determinados	hechos,	 se	debe	 considerar	que
están	 en	 conexión	 con	 el	 investigado	 o	 cuando	 resulte
indispensable	 para	 cumplir	 la	 finalidad	 de	 la	 investigación,	 sin
cuya	 realización	 se	 podría	 frustrar	 dicha	 diligencia	 o	 su
esclarecimiento	pueda	verse	esencialmente	agravado.
3.	 Se	 requerirá	 autorización	 judicial	 cuando	 estos	 medios
técnicos	de	investigación	se	realicen	en	el	interior	de	inmuebles	o
lugares	cerrados.
4.	 Las	 medidas	 previstas	 en	 el	 presente	 artículo	 también	 se
pueden	 llevar	 a	 cabo	 si,	 por	 la	 naturaleza	 y	 ámbito	 de	 la
investigación,	 se	 ven	 irremediablemente	 afectadas	 terceras
personas.
5.	Para	su	utilización	como	prueba	en	el	juicio,	rige	el
procedimiento	de	control	previsto	para	la	intervención	de
comunicaciones.
VÍDEO	-	VIGILANCIA
R.	029-2005-MP-FN.
(...)	En	 las	 investigaciones	por	delitos	violentos	o	graves,	sancionados	con
pena	 privativa	 de	 la	 libertad	 no	 menor	 de	 cuatro	 años,	 o	 contra
organizaciones	delictivas,	en	las	que	el	fiscal	de	oficio	o	a	solicitud	motivada
de	 la	 Policía	 Nacional	 y	 sin	 conocimiento	 del	 afectado,	 ordene	 la	 toma
fotográfica	 o	 registro	 de	 imágenes	 u	 otros	 medios	 técnicos	 para	 la
observación	o	investigación	del	lugar	de	residencia	del	investigado,	deberá
observar	los	siguientes	lineamientos	mínimos:
2.1.	Expedir	la	disposición	de	procedencia	o	improcedencia,	la	cual	deberá
ser	 motivada,	 teniendo	 en	 cuenta	 los	 principios	 de	 razonabilidad,
oportunidad,	proporcionalidad	y	necesidad	de	la	investigación.
2.2.	Los	límites	en	la	utilización	de	los	medios	técnicos	de	vídeo	-	vigilancia,
tales	 como	 el	 espacio	 físico	 y	 las	 personas	 susceptibles	 de	 tomas
fotográficas	o	registro	de	imágenes,	el	tiempo	del	procedimiento	de	vídeo	-
vigilancia	de	 conformidad	 con	 lo	 establecido	en	el	 artículo	230	numeral	6
del	C.P.P.	y	la	necesidad	o	no	de	grabar	sonidos,	entre	otros.
2.3.	Designará	en	 forma	precisa	al	personal	a	cargo	del	procedimiento	de
vídeo	-	vigilancia	y	al	responsable	de	su	registro	y	custodia	hasta	la	entrega
de	los	soportes	originales	de	la	toma	o	registro	de	imágenes	al	fiscal	la	cual
deberá	efectuarse	en	sobre	sellado.
2.4.	Establecerá	la	obligación	de	mantener	la	confidencialidad	o	integridad
de	 las	 tomas	o	registros	de	 las	 imágenes	o	sonidos	por	parte	del	personal
designado,	bajo	responsabilidad.
2.5.	Las	 tomas	o	 registros	de	 imágenes	deberán	 ser	datados	de	modo	 tal
que	 el	 día	 y	 la	 hora	 en	 que	 se	 han	 realizado	 queden	 incorporados	 en	 el
soporte	 original	 respectivo.	 Independientemente	 de	 ellos	 deberán	 ser
rotulados	y	numerados	indicando	la	fecha	del	procedimiento	de	grabación,
persona	responsable	del	procedimiento,	duración	de	 la	grabación	y	demás
datos	que	resulten	necesarios	para	su	plena	identificación.
2.6.	El	 fiscal	requerirá	 la	autorización	 judicial	cuando	 la	vídeo	-	vigilancia
se	realice	en	el	interior	de	inmuebles	o	lugares	cerrados.
2.7.	Recibida	la	toma	o	registro	original	de	imágenes	por	el	fiscal,	cuidará
su	 conservación	 y	 adoptará	 las	 correspondientes	 medidas	 de	 seguridad,
pudiendo	designar	a	un	funcionario	responsable	del	aseguramiento.
2.8.	El	fiscal	dispondrá	la	transcripción	escrita	de	los	registros	de	imágenes
y	 en	 su	 caso	 de	 sonidos	 y	 designará	 al	 responsable	 de	 la	 misma.	 La
transcripción	 deberá	 ser	 numerada	 en	 forma	 independiente,	 indicando	 la
duración	 de	 la	 grabación	 y	 demás	 datos	 que	 resulten	 necesarios	 para	 la
plena	identificación	en	el	soporte	original.
Recibida	 la	 transcripción,	 el	 fiscal	 levantará	 el	 acta	 de	 recepción	 de	 la
misma	y	de	los	soportes	originales.
2.9.	 Ejecutada	 la	 vídeo	 -	 vigilancia	 y	 culminadas	 las	 investigaciones
inmediatas	a	que	ellas	se	refieran,	se	pondrá	en	conocimiento	del	vigilado	lo
actuado,	 siempre	que	 el	 objeto	de	 la	 investigación	 lo	 permita	 y	 que	no	 se
ponga	en	peligro	la	vida	o	la	integridad	física	de	terceros.
De	 ser	 necesario	 mantener	 el	 secreto	 de	 la	 vídeo	 -	 vigilancia,	 el	 fiscal
deberá	 emitir	 disposición	 motivada,	 señalando	 el	 plazo	 de	 la	 reserva	 y
solicitará	la	confirmación	judicial	respectiva.
2.10.	 En	 caso	 que	 el	 fiscal	 disponga	 la	 procedencia	 de	 la	 expedición	 de
copias,	ésta	se	practicará	observándose	los	siguientes	lineamientos:
a)	 La	 copia	 se	 realice	 de	 principio	 a	 fin	 del	 soporte	 original,	 sin
interrupciones,	cortes	ni	inclusiones	de	imágenes	o	sonidos.
b)	En	caso	de	solicitarse	copia	de	una	parte	determinada	de	la	operación	de
vídeo	-	vigilancia,	ésta	debe	indicar	el	punto	de	inicio	y	final	del	momento	al
cual	corresponde	en	el	soporte	original.
c)	La	copia	será	conjunta	de	imagen	y	sonido,	siempre	que	así	figure	en	el
soporte	original.
d)	Cada	 copia	 debe	 ser	 numerada	 en	 forma	 independiente,	 rotulada,	 con
fecha	del	procedimiento	de	grabación	y	su	duración,	persona	encargada	de
la	copia	y	del	responsable	del	procedimiento,	indicando	su	soporte	original
y	demás	datos	que	resulten	necesarios	para	su	plena	identificación.
(...).
CAPÍTULO	III
Las	pesquisas
D.	Leg.	957.	
ART.	208.—Motivos	y	objeto	de	la	inspección.
1.	La	policía,	por	sí	–dando	cuenta	al	fiscal–	o	por	orden	de	aquél,
podrá	 inspeccionar	 o	 disponer	 pesquisas	 en	 lugares	 abiertos,
cosas	 o	 personas,	 cuando	 existan	 motivos	 plausibles	 para
considerar	que	se	encontrarán	rastros	del	delito,	o	considere	que
en	 determinado	 lugar	 se	 oculta	 el	 imputado	 o	 alguna	 persona
prófuga,	procede	a	realizar	una	inspección.
2.	 La	 pesquisa	 tiene	 por	 objeto	 comprobar	 el	 estado	 de	 las
personas,	lugares,	cosas,	los	rastros	y	otros	efectos	materiales	que
hubiere,	 de	 utilidad	 para	 la	 investigación.	 De	 su	 realización	 se
levantará	 un	 acta	 que	 describirá	 lo	 acontecido	 y,	 cuando	 fuere
posible,	 se	 recogerá	 o	 conservarán	 los	 elementos	 materiales
útiles.
3.	Si	el	hecho	no	dejó	rastros	o	efectos	materiales	o	si	estos	han
desaparecido	o	han	sido	alterados,	se	describirá	el	estado	actual,
procurando	consignar	el	anterior,	el	modo,	 tiempo	y	causa	de	su
desaparición	y	alteración,	y	los	medios	de	convicción	de	los	cuales
se	obtuvo	ese	conocimiento.	Análogamente	se	procederá	cuando
la	persona	buscada	no	se	halla	en	el	lugar.
4.	De	ser	posible	se	levantarán	planos	de	señales,	descriptivos	y
fotográficos	y	toda	otra	operación	técnica,	adecuada	y	necesaria	al
efecto.
PESQUISAS
R.	029-2005-MP-FN.
(...)	Las	pesquisas	son	indagaciones	o	averiguaciones	que	realiza	la	policía
por	si,	 en	caso	de	urgencia,	o	por	disposición	del	 fiscal	 con	 la	 finalidad	de
obtener	datos,	recoger	cosas,	huellas,	efectos	materiales	u	otros	que	sirvan
para	 la	 investigación	 del	 delito	 o	 ubicación	 del	 imputado,	 debiendo	 dar
cuenta	 inmediata	 al	 fiscal.	 Tienen	 el	 carácter	 de	 diligencias	 mínimas	 y
necesarias	para	evitar	la	desaparición	de	pruebas,	indicios	y	vestigios	de	la
realización	de	un	hecho	punible.
La	 inspección	procederá	en	lugares	abiertos,	cosas,	registros	superficiales
de	personas	y	otras,	cuando	existan	motivos	plausibles	para	considerar	que
se	 encontrarán	 rastros	 del	 delito,	 ocultamiento	 de	 un	 imputado,	 persona
prófuga,	y	demás	útiles	para	la	investigación.
3.1.	 En	 caso	 de	 comprobación	 de	 estado	 de	 las	 personas,	 lugares,	 cosas
rastros	 y	 otros	 efectos	 materiales	 de	 utilidad	 para	 la	 investigación
dispuestas	por	el	fiscal,	el	acta	deberá	contener	las	siguientes	formalidades
mínimas:
3.1.1.	La	descripción	exacta	del	lugar	donde	se	realiza	la	pesquisa,	motivo	y
forma	 en	 que	 se	 llevó	 a	 cabo,	 nombre	 de	 los	 funcionarios	 o	 autoridad
policial	encargada	de	la	diligencia.
3.1.2.	La	 indicación	del	 nombre,	 características	 y	 estado	de	 las	 personas,
cosas,	 rastros	 u	 otros	 efectos	 materiales	 encontrados	 en	 el	 lugar	 de	 la
pesquisa	que	sean	de	utilidad	para	la	investigación.
3.1.3.	 Si	 no	 se	 encontró	 rastros	 o	 efectos	materiales	 o	 si	 éstos	 hubieren
desaparecido	 o	 sido	 alterados,	 la	 descripción	 del	 estado	 actual	 y	 de	 ser
posible,	el	modo,	tiempo	y	causa	de	su	desaparición	o	alteración	del	estado
anterior	y	los	medios	de	convicción	que	llevaron	a	ese	conocimiento.
Se	 procederá	 de	 igual	 manera	 cuando	 la	 persona	 buscada	 no	 fuera
encontrada	en	el	lugar	de	la	pesquisa.
3.1.4.	El	 levantamiento	de	planos	de	 señales,	 descriptivos,	 fotográficos,	 y
toda	 operación	 técnica,	 e	 inventario,	 que	 resulten	 necesarios	 según	 la
naturaleza	del	delito.
3.1.5.	De	encontrarse	a	menores	de	edad,	se	comunique	de	inmediato	a	la
Fiscalía	de	Familia	Mixta	para	que	proceda	conforme	a	sus	atribuciones,
3.2.	Si	por	razones	de	urgencia	 la	pesquisa	es	 realizada	por	 la	policía,	 sin
disposición	 del	 fiscal,	 se	 verificará	 que	 el	 acta	 elaborada	 por	 el	 personal
policial	contenga	la	información	señalada	en	el	numeral	anterior.
3.3.	 En	 caso	 de	 retenciones	 con	 fines	 de	 pesquisas,	 con	 el	 objeto	 de
comprobar	el	estado	de	las	personas,	lugares,	cosas,	rastros	y	otros	efectos
materiales	de	utilidad	para	una	investigación,	se	verificará	que	la	actuación
policial	responda	a	las	siguientes	formalidades	mínimas:
3.3.1.	Se	haya	informado	a	la	persona	sobre	el	motivo	de	su	retención,	así
como	los	derechos	que	la	legislación	le	reconoce.
3.3.2.	Se	haya	identificado	la	autoridad	que	dispuso	la	retención.
3.3.3.	Se	haya	identificado	a	las	personas	que	comparecieron	al	lugar	de	la
diligencia	materia	de	pesquisa.
3.3.4.	 Se	 haya	 precisado	 las	 diligencias	 efectuadas	 con	 las	 personas
retenidas,	 las	 que	 deberán	 haberse	 practicado	 con	 observación	 de	 las
disposiciones	señaladas	en	 los	numerales	1.1,	1.2	y	 las	demás	consignadas
en	el	ítem	3.	de	la	presente	directiva.
3.4.	En	el	supuesto	de	una	retención	originada	en	una	pesquisa,	por	ningún
motivo	 ésta	 superará	 las	 cuatro	horas.	De	 encontrarse	 indicios	 suficientes
de	que	la	persona	retenida	está	vinculada	a	la	comisión	de	un	hecho	punible,
el	fiscal	deberá	requerir	inmediatamente	la	orden	judicial	para	la	extensión
en	el	tiempo	del	plazo	de	retención.
4.	Los	procedimientos	establecidos	en	 los	artículos	205	al	210	del	Código
Procesal	Penal	deberán	efectuarse	de	la	manera	más	expeditiva	posible.	El
fiscal	 hará	 uso	 de	 las	 facultades	 que	 como	 titular	 de	 la	 acción	 penal	 le
confiere	 la	 ley,	 ante	 cualquier	 exceso	 o	 abuso	 en	 la	 aplicación	 de	 dichas
normas.
(...).
DOCTRINA.—Registro	policial	no	 invalida	 la	prueba.	 “(…)	 el	 actuar	 de
los	funcionarios	policiales	ha	sido	sujeto	a	la	normativa	referida	puesto	que
los	 requeridos	 al	 efectuársele	 el	 control	 de	 identidad,	 (…)	 fueron
trasladados	 a	 la	 unidad	 policial,	 donde	 se	 procedió	 a	 su	 registro	 (…)	 se
declara	que	la	prueba	ofrecida	por	el	Ministerio	Público	no	ha	sido	obtenida
con	infracción	a	la	ley	o	a	la	Constitución	Política	(…)	y,	consecuentemente,
la	 referida	prueba	podrá	 ser	 rendida	válidamente	en	el	 juicio	 simplificado
por	el	que	fueron	requeridos	los	imputados	(…)”.	(Corte	de	Apelaciones	de
Arica,	Rol	N°	104-2006,	abr.	20/2006)
D.	Leg.	957.
ART.	209.—Retenciones.
1.	La	policía,	por	sí	–dando	cuenta	al	fiscal–	o	por	orden	de	aquél,
cuando	 resulte	 necesario	 que	 se	 practique	 una	 pesquisa,	 podrá
disponer	 que	 durante	 la	 diligencia	 no	 se	 ausenten	 las	 personas
halladas	en	el	lugar	o	que	comparezca	cualquier	otra.
2.	La	retención	sólo	podrá	durar	cuatro	horas,	luego	de	lo	cual	se
debe	recabar,	inmediatamente,	orden	judicial	para	extender	en	el
tiempo	la	presencia	de	los	intervenidos.
D.	Leg.	957.
ART.	210.—Registro	de	personas.
1.	La	policía,	por	sí	–dando	cuenta	al	fiscal–	o	por	orden	de	aquél,
cuando	 existan	 fundadas	 razones	 para	 considerar	 que	 una
persona	 oculta	 en	 su	 cuerpo	 o	 ámbito	 personal	 bienes
relacionados	 con	 el	 delito,	 procederá	 a	 registrarla.	 Antes	 de	 su
realización	se	invitará	a	la	persona	a	que	exhiba	y	entregue	el	bien
buscado.	Si	el	bien	se	presenta	no	se	procederá	al	registro,	salvo
que	 se	 considere	 útil	 proceder	 a	 fin	 de	 completar	 las
investigaciones.
2.	El	registro	se	efectuará	respetando	la	dignidad	y,	dentro	de	los
límites	posibles,	el	pudor	de	la	persona.	Corresponderá	realizarlo
a	 una	 persona	 del	 mismo	 sexo	 del	 intervenido,	 salvo	 que	 ello
importe	demora	en	perjuicio	de	la	investigación.
3.	 El	 registro	 puede	 comprender	 no	 sólo	 las	 vestimentas	 que
llevare	 el	 intervenido,	 sino	 también	 el	 equipaje	 o	 bultos	 que
portare	y	el	vehículo	utilizado.
4.	 Antes	 de	 iniciar	 el	 registro	 se	 expresará	 al	 intervenido	 las
razones	de	su	ejecución,	y	se	le	indicará	del	derecho	que	tiene	de
hacerse	 asistir	 en	 ese	 acto	 por	 una	 persona	 de	 su	 confianza,
siempre	 que	 ésta	 se	 pueda	 ubicar	 rápidamente	 y	 sea	mayor	 de
edad.
5.	De	todo	lo	acontecido	se	levantará	un	acta,	que	será	firmada
por	todos	los	concurrentes.	Si	alguien	no	lo	hiciera,	se	expondrá	la
razón.
NOTA:	La	Primera	Disposición	Final	de	la	Ley	29439,	publicada	el	19	de	noviembre	del	2009	en	el
Diario	Oficial	“El	Peruano”,	determina:	“Los	artículos	210,	numeral	4,	y	213	del	Código	Procesal	Penal
aprobado	por	Decreto	Legislativo	núm.	957	(2004)	entrarán	en	vigencia	a	nivel	nacional	a	partir	del
día	siguiente	de	la	publicación	de	la	presente	norma.”
CAPÍTULO	IV
La	intervención	corporal
D.	Leg.	957.
ART.	211.—Examen	corporal	del	imputado.
1.	 El	 juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria,	 a	 solicitud	 del
Ministerio	 Público,	 puede	 ordenar	 un	 examen	 corporal	 del
imputado	 para	 establecer	 hechos	 significativos	 de	 la
investigación,	 siempre	 que	 el	 delito	 esté	 sancionado	 con	 pena
privativa	de	libertad	mayor	de	cuatro	años.	Con	esta	finalidad,	aún
sin	el	consentimiento	del	imputado,	pueden	realizarse	pruebas	de
análisis	 sanguíneos,	 pruebas	 genético-moleculares	 u	 otras
intervenciones	 corporales,	 así	 como	 exploraciones	 radiológicas,
siempre	 efectuadas	 por	 un	 médico	 u	 otro	 profesional
especializado.	 La	 diligencia	 está	 condicionada	 a	 que	 no	 se	 tema
fundadamente	un	daño	grave	para	la	salud	del	imputado,	para	lo
cual	 si	 resulta	 necesario	 se	 contará	 con	 un	 previo	 dictamen
pericial.
2.	Si	el	examen	corporal	de	una	mujer	puede	ofender	el	pudor,	sin
perjuicio	 que	 el	 examen	 lo	 realice	 un	médico	 u	 otro	 profesional
especializado,	a	petición	suya	debe	ser	admitida	otra	mujer	o	un
familiar.
3.	 El	 fiscal	 podrá	 ordenar	 la	 realización	 de	 ese	 examen	 si	 el
mismo	debe	realizarse	con	urgencia	o	hay	peligro	por	la	demora,	y
no	 puede	 esperar	 la	 orden	 judicial.	 En	 ese	 caso,	 el	 fiscal	 instará
inmediatamente	la	confirmación	judicial.
4.	 La	 diligencia	 se	 asentará	 en	 acta.	 En	 esta	 diligencia	 estará
presente	 el	 abogado	 defensor	 del	 imputado,	 salvo	 que	 no
concurra	pese	a	la	citación	correspondiente	o	que	exista	fundado
peligro	 de	 que	 la	 prueba	 se	 perjudique	 si	 no	 se	 realiza
inmediatamente,	en	cuyo	caso	podrá	estar	presente	una	persona
de	la	confianza	del	intervenido	siempre	que	pueda	ser	ubicada	en
ese	acto.	En	el	acta	se	dejará	constancia	de	la	causal	invocada	para
prescindir	 de	 la	 intervención	 del	 abogado	 defensor	 y	 de	 la
intervención	de	la	persona	de	confianza	del	intervenido.
5.	El	Ministerio	Público,	o	la	Policía	Nacional	con	conocimiento
del	fiscal,	sin	orden	judicial,	podrán	disponer	mínimas
intervenciones	para	observación,	como	pequeñas	extracciones	de
sangre,	piel	o	cabello	que	no	provoquen	ningún	perjuicio	para	su
salud,	siempre	que	el	experto	que	lleve	a	cabo	la	intervención	no
la	considere	riesgosa.	En	caso	contrario,	se	pedirá	la	orden
judicial,	para	lo	cual	se	contará	con	un	previo	dictamen	pericial
que	establezca	la	ausencia	de	peligro	de	realizarse	la	intervención.
JURISPRUDENCIA.—Intervenciones	corporales	deben	ser	autorizadas
por	el	juez	penal	y	sujetarse	al	principio	de	proporcionalidad.	“(…)	Tal
como	se	advierte,	el	nuevo	Código	Procesal	Penal	establece	nuevos
mecanismos	procesales	acordes	con	la	realidad	social	existente,	y	que	tienen
como	único	fin	la	dilucidación	de	los	hechos	que	son	materia	del	proceso
penal.	En	este	sentido,	las	intervenciones	corporales,	como	parte	de	esta	gama
de	instrumentos	innovadores	diseñados	por	el	legislador	penal,	constituyen
actos	de	investigación	que	toman	como	objeto	de	análisis	el	cuerpo	de	la
persona	humana,	a	fin	de	adquirir	convicción	sobre	un	hecho	controvertido
necesario	para	la	solución	del	caso.	Asimismo,	en	la	medida	que	dichos	actos
suponen	la	afectación	de	derechos	fundamentales,	es	necesario	que	sean
autorizados	por	el	órgano	jurisdiccional	y	emitidos	en	estricto	respeto	del
Principio	de	Proporcionalidad.	(…).”	(TC,	Exp.	00815-2007-PHC/TC,	dic.
07/2009.	S.	S.	Landa	Arroyo)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Naturaleza	heterogénea	del	cuerpo
del	delito:	medio	y	objeto	de	investigación.	“Desde	las	indicadas	referencias
normativas	se	entiende,	primero,	que	el	NCPP	toma	como	criterio	de
clasificación	de	la	fuente	de	investigación	o	fuente	de	prueba	–se	acepte	o	no–
la	persona	o	cosa	–o,	‘bien’,	en	este	último	caso–,	de	donde	se	deriva	el	medio
de	investigación	o	de	prueba,	según	el	caso,	para	llegar	a	la	distinción	entre
medios	de	investigación	o	de	prueba	personales,	y	medios	de	investigación	o
de	prueba	materiales	o	reales	[Florián,	I,	1976:	184].
Segundo,	que	la	noción	‘cuerpo	del	delito’,	por	su	concepción	amplia	respecto
de	la	totalidad	de	diligencias	de	investigación,	tendentes	a	la	comprobación
del	delito	y	averiguación	del	delincuente,	comprende	‘[...]	el	conjunto	de
materialidades	relativamente	permanentes	sobre	las	cuales	o	mediante	las
cuales	se	cometió	el	delito;	así	como	también	cualquier	otra	cosa	o	bien	que
sea	efecto	inmediato	del	mismo	o	que	se	refiere	a	él,	de	tal	modo	que	pueda	ser
utilizado	para	su	prueba’	[Manzini,	III,	1952:	500].	Con	ello	se	intenta
distinguir	entre	(i)	la	persona	o	cosa	objeto	del	delito	(como,	por	ejemplo,
sería	el	cadáver	en	un	delito	de	homicidio,	la	caja	fuerte	forzada	en	el	hurto),
(ii)	los	medios	o	instrumentos	a	través	de	los	cuales	se	cometió	el	delito
(ejemplo,	el	revólver	utilizado),	(iii)	los	efectos	relacionados	con	el	delito,	que
serían	las	cosas	obtenidas	como	consecuencia	de	su	ejecución	(ejemplo,	los
objetos	robados),	y	(iv)	las	piezas	de	convicción,	que	serían	las	huellas,	rastros
o	vestigios	–elementos	materiales,	en	suma–	dejados	por	el	autor	en	la
comisión	del	hecho	y	susceptibles	de	ser	recogidos,	y	que	permiten	acreditar	la
perpetración	del	delito	y,	en	ocasiones,	la	identificación	de	su	autor	(ejemplo,
el	trozo	de	cristal	en	el	que	se	asentaron	las	huellas	dactilares	del	imputado,
las	ropas	manchadas	de	sangre)	(Pérez-Cruz	Martín	y	otros,	2009:	232].	(...).
Lo	expuesto	revela	la	naturaleza	heterogénea	del	cuerpo	del	delito,	en	cuanto
es,	al	mismo	tiempo,	medio	y	objeto	de	investigación.	Medio	de	investigación
porque	a	través	de	él	es	posible	averiguar	importantes	extremos	relativos	al
hecho	delictivo	(e,	incluso,	indirectamente,	relativos	al	delincuente).	Objeto	de
investigación,	en	el	sentido	de	que	las	materialidades	que	lo	componen	pueden
ser,	a	su	vez,	objeto	de	diligencias	de	investigación	de	esta	índole	[Aragoneses
Martínez	y	otros,	2002:	329]”.	(CS,	VIII	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas
Penales	Permanente	y	Transitoria	-	2012	-	Acuerdo	Plenario	6-2012/CJ-116,
ene.	18/2013.	S.	S.	San	Martín	Castro)
NOTA:	El	VIII	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitoria	-	2012	se	publicó
en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	04	de	enero	del	2014.	Este	pleno,	si	bien	coincide	en	la	numeración
con	los	Acuerdos	Plenarios	-	2012,	difiere	en	los	contenidos	tratados	y	en	el	año	de	realización.
JURISPRUDENCIA.—TC:	no	existe	autorización	legal	que	faculte	al
Ministerio	Público	para	tomar	una	muestra	de	ADN	de	manera
compulsiva.	“19.	En	términos	generales,	la	exigencia	de	que	cualquier
intervención	sobre	un	derecho	fundamental	deba	encontrarse	autorizada	por
la	ley	se	deriva	del	artículo	2°.24,	ordinal	a),	de	la	Constitución.	Esta
disposición	exige	que	toda	limitación	a	un	derecho	fundamental	deba
sujetarse	al	principio	de	legalidad	en	los	casos	en	los	que	no	sea	aplicable	la
reserva	de	ley.	Por	su	virtud,	una	intervención	al	derecho	fundamental	ha	de
encontrarse	formalmente	justificada	solo	si	ésta	se	encuentra	autorizada	por
una	ley	o,	excepcionalmente,	por	un	acto	legislativo	(...).
20.	Una	autorización	legal	en	ese	sentido	no	existe	a	favor	del	Ministerio
Público.	El	argumento	expresado	por	el	procurador	del	Ministerio	Público,
según	el	cual	tal	intervención	puede	practicarse	en	el	marco	general	de	la
función	persecutoria	del	crimen	que	la	ley	fundamental	ha	atribuido	al
Ministerio	Público,	no	es	aceptable	desde	el	punto	de	vista	del	derecho	a	la
integridad	física.	Una	tarea	semejante	no	puede	realizarse	de	manera
disociada	del	respeto	de	los	derechos	fundamentales	de	quienes	son
investigados.	La	autonomía	e	independencia	del	Ministerio	Público,	que	su
procurador	ha	invocado,	no	convierte	a	este	órgano	constitucional	en	una	isla
en	la	que	no	existan	derechos	que	respetar	o	en	la	que	los	que	se	respeten	(y	el
modo	como	se	haga)	queden	a	su	discreción.	(...).
22.	La	inexistencia	de	una	autorización	legal	que	faculte	al	Ministerio	Público
para	tomar	una	muestra	de	ADN	de	manera	compulsiva	toma	injustificada	la
injerencia	en	el	derecho	a	la	integridad	física	(...).	Tal	juicio	hace	innecesario
que	este	tribunal	analice	la	proporcionalidad	de	la	medida	y,	en	particular,	si
su	realización	estaba	orientada	a	la	consecución	de	un	fin
constitucionalmente	relevante	–que	el	recurrente	cuestionó,	teniendo	en
consideración	el	transcurso	de	25	arios	desde	que	se	habría	cometido	el	hecho
investigado	y,	por	tanto,	que	detrás	de	ello	estuviese	realmente	el	ius	puniendi
estatal–	o	que	la	orden	de	tomarse	tal	muestra	de	ADN	constituyese	una
medida	necesaria	–esta	vez,	tomando	en	consideración	que	la	inscripción	de
los	padres	en	la	partida	de	nacimiento	del	recurrente	fue	ordenada
judicialmente	y	que	cuando	ésta	se	efectuó	Juan	Manuel	Gallardo	Huamán	era
menor	de	edad”.	(T.	C,	Exp.	05312-2011-PA/TC,	jul.	21/2014.	S.	S.	Miranda
Canales)
DOCTRINA.—Constitucionalidad	de	la	 inspección	corporal.	 “(…)	De	un
lado,	 porque	 la	 inspección	 corporal	 no	 consiste	 en	 un	 simple	 cacheo	 o
revisión	superficial,	sino	en	una	verdadera	intervención	sobre	el	cuerpo	de
las	 personas,	 con	 riesgo	 de	 tocamientos	 indignantes	 y	 exploración	 del
mismo	sea	o	no	mediante	la	introducción	de	instrumental	médico	o	sondas.
En	 este	 caso,	 es	 evidente	 que	 se	 presenta	 una	 grave	 invasión	 sobre	 los
derechos	 de	 las	 personas	 sometidas	 a	 este	 procedimiento,	 por	 lo	 cual	 es
indispensable	 contar	 con	 la	 previa	 autorización	 judicial,	 exigencia	 que	 se
echa	de	menos	en	la	expresión	acusada,	al	habilitar	al	personal	de	la	policía
para	 realizar	 inspecciones	 corporales	 en	 desarrollo	 de	 su	 acción
administrativa.	 Si	 aún	 dentro	 de	 una	 investigación	 penal	 existen
limitaciones	para	la	inspección	corporal,	tales	como	la	orden	judicial	previa
y	el	 cumplimiento	de	un	procedimiento	en	 caso	de	negativa	del	 imputado
(…),	con	mayor	razón	no	pueden	darse	esa	actuación	en	la	órbita	preventiva
de	 la	 policía.	 Por	 tal	 motivo,	 la	 corte	 declaró	 inexequible	 la	 expresión
‘inspección	 corporal’	 contenida	en	el	 artículo	mencionado,	por	vulnerar	el
derecho	a	la	intimidad	(…).	De	igual	manera,	la	corte	declaró	inexequible	la
expresión	 ‘y	 otras	 diligencias	 similares’	 (…)	 habida	 cuenta	 que	 su
imprecisión,	 indeterminación	 y	 vaguedad,	 quebranta	 el	 principio	 de
legalidad	y	pone	en	riesgo	los	derechos	fundamentales	de	las	personas,	que
se	 ven	 expuestas	 a	 actuaciones	 del	 personal	 de	 la	 policía	 sin	 limitación
alguna.	(…)”.	(C.	Const.	de	Colombia,	Sent.	C-789,	sep.	20/2006.	M.P.	David
Luna,	Rosmery	Martinez)
D.	Leg.	957.
ART.	212.—Examen	corporal	de	otras	personas.
1.	Otras	personas	no	inculpadas	también	pueden	ser	examinadas
sin	su	consentimiento,	sólo	en	consideración	de	testigos,	siempre
que	deba	ser	constatado,	para	el	esclarecimiento	de	los	hechos,	si
se	encuentra	en	su	cuerpo	determinada	huella	o	secuela	del	delito.
2.	 En	 otras	 personas	 no	 inculpadas,	 los	 exámenes	 para	 la
constatación	 de	 descendencia	 y	 la	 extracción	 de	 análisis
sanguíneos	sin	el	consentimiento	del	examinado	son	admisibles	si
no	 cabe	 temer	 ningún	 daño	 para	 su	 salud	 y	 la	 medida	 es
indispensable	para	 la	averiguación	de	 la	verdad.	Los	exámenes	y
la	 extracción	 de	 análisis	 sanguíneos	 sólo	 pueden	 ser	 efectuados
por	un	médico.
3.	Los	exámenes	o	extracciones	de	análisis	sanguíneos	pueden
ser	rehusados	por	los	mismos	motivos	que	el	testimonio.	Si	se
trata	de	menores	de	edad	o	incapaces,	decide	su	representante
legal,	salvo	que	esté	inhabilitado	para	hacerlo	por	ser	imputado	en
el	delito,	en	cuyo	caso	decide	el	juez.
D.	Leg.	957.
ART.	213.—Examen	corporal	para	prueba	de	alcoholemia.
1.	La	policía,	ya	sea	en	su	misión	de	prevención	de	delitos	o	en	el
curso	 de	 una	 inmediata	 intervención	 como	 consecuencia	 de	 la
posible	 comisión	 de	 un	 delito	 mediante	 la	 conducción	 de
vehículos,	podrá	realizar	la	comprobación	de	tasas	de	alcoholemia
en	aire	aspirado.
2.	Si	el	resultado	de	la	comprobación	es	positiva	o,	en	todo	caso,
si	 se	 presentan	 signos	 evidentes	 de	 estar	 bajo	 la	 influencia	 de
bebidas	 alcohólicas	 u	 otro	 tipo	 de	 sustancia	 prohibida,	 el
intervenido	 será	 retenido	 y	 conducido	 al	 centro	 de	 control
sanitario	correspondiente	para	realizar	la	prueba	de	intoxicación
en	sangre	o	en	otros	fluidos	según	la	prescripción	del	facultativo.
3.	La	policía,	cuando	interviene	en	operaciones	de	prevención	del
delito,	según	el	numeral	1)	del	presente	artículo,	elaborará	un	acta
de	las	diligencias	realizadas,	abrirá	un	libro	registro	en	el	que	se
harán	 constar	 las	 comprobaciones	de	 aire	 aspirado	 realizadas,	 y
comunicará	 lo	 ejecutado	 al	 Ministerio	 Público	 adjuntando	 un
informe	razonado	de	su	intervención.
4.	Cuando	se	trata	de	una	intervención	como	consecuencia	de	la
posible	comisión	de	un	delito	y	deba	procederse	con	arreglo	al
numeral	2)	del	presente	artículo,	rige	lo	dispuesto	en	el	numeral
4)	del	artículo	210.
NOTA:	La	Primera	Disposición	Final	de	la	Ley	29439,	publicada	el	19	de	noviembre	del	2009	en	el
Diario	Oficial	“El	Peruano”,	determina:	“Los	artículos	210,	numeral	4,	y	213	del	Código	Procesal	Penal
aprobado	por	Decreto	Legislativo	núm.	957	(2004)	entrarán	en	vigencia	a	nivel	nacional	a	partir	del
día	siguiente	de	la	publicación	de	la	presente	norma.”
CAPÍTULO	V
El	allanamiento
D.	Leg.	957.
ART.	214.—Solicitud	y	ámbito	del	allanamiento.
1.	Fuera	de	los	casos	de	flagrante	delito	o	de	peligro	inminente	de
su	perpetración,	 y	 siempre	que	 existan	motivos	 razonables	para
considerar	que	se	oculta	el	imputado	o	alguna	persona	evadida,	o
que	 se	 encuentran	 bienes	 delictivos	 o	 cosas	 relevantes	 para	 la
investigación,	 el	 fiscal	 solicitará	 el	 allanamiento	 y	 registro
domiciliario	 de	 una	 casa	 habitación,	 casa	 de	 negocio,	 en	 sus
dependencias	 cerradas,	 o	 en	 recinto	 habitado	 temporalmente,	 y
de	cualquier	otro	lugar	cerrado,	siempre	que	sea	previsible	que	le
será	 negado	 el	 ingreso	 en	 acto	 de	 función	 a	 un	 determinado
recinto.
2.	 La	 solicitud	 consignará	 la	 ubicación	 concreta	 del	 lugar	 o
lugares	que	habrán	de	ser	 registrados,	 la	 finalidad	específica	del
allanamiento,	 las	diligencias	a	practicar,	 y	 el	 tiempo	aproximado
que	durará.
3.	Los	motivos	que	determinaron	el	allanamiento	sin	orden
judicial	constarán	detalladamente	en	el	acta.
JURISPRUDENCIA.—Un	allanamiento	sí	puede	afectar	los	derechos
fundamentales	de	terceros	no	sometidos	a	investigación	preliminar.	“Los
recurrentes	han	objetado	de	forma	constante	la	medida	limitativa	impuesta	a
sus	representadas	sobre	la	base	de	no	haber	sido	comprendidas	en	la
investigación	preliminar	en	calidad	de	investigadas,	sino	en	calidad	de
testigos.	Lo	que,	a	su	juicio,	determinaría	que	no	pueden	ser	afectados	en	sus
derechos	por	ningún	tipo	de	medida	limitativa,	pues	ésta	solo	puede	recaer
sobre	imputados	o	investigados	y	no	respecto	a	terceros	(...)	Sin	embargo,	no
advierte	que	el	principio	de	sospecha	que	rige	la	validez	de	dicha	medida	no
radica	en	un	criterio	subjetivo,	referido	al	titular	de	la	propiedad	allanada,
sino	en	uno	objetivo	que	alude	a	que	en	él	(domicilio)	se	encontrarían	‘(...)
bienes	delictivos	o	cosas	relevantes	para	la	investigación	(...)’	(...)	A	mayor
abundamiento,	se	puede	señalar	que	la	restricción	de	derechos	de	personas
ajenas	al	proceso	no	es	privativo	del	allanamiento,	pues	por	ejemplo	el
artículo	doscientos	noventa	y	cinco	apartado	uno	del	NCPP	contempla	la
posibilidad	de	requerir	y	que	se	acepte	la	medida	de	impedimento	de	salida
del	país	contra	testigos	importantes”.	(CS,	R.	05-2014	“1”,	jun.	17/2014,	V.	P.
Barrios	Alvarado)
JURISPRUDENCIA.—La	razonabilidad	de	una	autorización	judicial	de
allanamiento	no	está	(ni	puede	estar)	vinculada	al	resultado	de	la
diligencia.	“(...)	debe	aclararse	que	la	razonabilidad	de	la	autorización
judicial	de	allanamiento	no	está	(ni	puede	estar)	vinculado	al	resultado	de	la
diligencia;	poco	importa	para	considerar	que	se	ejerció	una	potestad
constitucional	dentro	de	los	límites	de	un	derecho	fundamental	que	se	haya
obtenido	o	no	información	incriminatoria,	pues	su	examen	de	razonabilidad
corresponde	a	un	estadío	anterior;	lo	trascendente	es	que	la	búsqueda	de
pruebas	en	la	investigación	preliminar	y	la	autorización	judicial	que	habilita
el	allanamiento	halla	operado	bajo	indicadores	constitucionales	razonables,
guiado	por	un	principio	de	sospecha	habilitante”.	(CS,	R.	05-2014	“1”,	jun.
17/2014	V.	P.	Barrios	Alvarado)
DOCTRINA.—Aceptación	 de	 los	 hechos	 por	 el	 procesado	 no	 implica
colaboración	sustancial.	“(…)	en	efecto,	de	la	norma	transcrita	se	observa
que	 el	 legislador	 le	 confirió	 una	 facultad	 al	 Ministerio	 Público,	 pero	 en
ningún	caso	dicha	norma	es	vinculante	para	el	juez,	más	aún	cuando	(…)	el
mismo	 texto	 legal	 expresa:	 La	 sentencia	 condenatoria	 no	 podrá	 emitirse
exclusivamente	sobre	 la	base	de	 la	aceptación	de	 los	hechos	por	parte	del
imputado.	Es	decir,	es	obvio	que	la	declaración	del	imputado,	simplemente
aceptando	 los	presupuestos	 fácticos	del	proceso,	no	puede	en	caso	alguno
ser	 considerada	 por	 el	 juez	 como	 colaboración	 substancial	 para	 el
esclarecimiento	de	los	hechos.	Para	tal	efecto,	dicha	declaración	debería	ser
de	tal	trascendencia,	que	sin	ella,	el	caso	quedare	en	la	impunidad	(…)”.	(C.
Ap.	de	Santiago,	Rol	Nº	839-2005,	ene.	03/2005)
D.	Leg.	957.
ART.	215.—Contenido	de	la	resolución.
1.	 La	 resolución	 autoritativa	 contendrá:	 el	 nombre	 del	 fiscal
autorizado,	 la	 finalidad	 específica	 del	 allanamiento	 y,	 de	 ser	 el
caso,	 las	medidas	 de	 coerción	 que	 correspondan,	 la	 designación
precisa	 del	 inmueble	 que	 será	 allanado	 y	 registrado,	 el	 tiempo
máximo	de	la	duración	de	la	diligencia,	y	el	apercibimiento	de	ley
para	el	caso	de	resistencia	al	mandato.
2.	La	orden	tendrá	una	duración	máxima	de	dos	semanas,
después	de	las	cuales	caduca	la	autorización,	salvo	que	haya	sido
expedida	por	tiempo	determinado	o	para	un	período
determinado,	en	cuyo	caso	constarán	esos	datos.
D.	Leg.	957.
ART.	216.—Desarrollo	de	la	diligencia.
1.	 Al	 iniciarse	 la	 diligencia	 se	 entregará	 una	 copia	 de	 la
autorización	al	 imputado	siempre	que	se	encuentre	presente	o	a
quien	 tenga	 la	 disponibilidad	 actual	 del	 lugar,	 comunicándole	 la
facultad	 que	 tiene	 de	 hacerse	 representar	 o	 asistir	 por	 una
persona	de	su	confianza.
2.	Si	no	se	encuentran	 las	personas	arriba	 indicadas,	 la	copia	se
entregará	 y	 el	 aviso	 se	 dirigirá	 a	 un	 vecino,	 a	 una	 persona	 que
conviva	con	él,	y	a	falta	de	ellos,	sólo	de	ser	posible,	al	portero	o	a
quien	haga	sus	veces.
3.	La	diligencia	se	circunscribirá	a	lo	autorizado,	redactándose
acta.	Durante	su	desarrollo	se	adoptarán	las	precauciones
necesarias	para	preservar	la	reputación	y	el	pudor	de	las	personas
que	se	encuentren	en	el	local	allanado.
D.	Leg.	957.
ART.	217.—Solicitud	del	fiscal	para	incautación	y	registro	de
personas.
1.	 Cuando	 sea	 el	 caso,	 el	 fiscal	 solicitará	 que	 el	 allanamiento
comprenda	la	detención	de	personas	y	también	la	incautación	de
bienes	que	puedan	servir	como	prueba	o	ser	objeto	de	decomiso.
En	este	 caso	 se	hará	un	 inventario	en	varios	 ejemplares,	uno	de
los	cuales	se	dejará	al	responsable	del	recinto	allanado.
2.	El	allanamiento,	si	el	fiscal	lo	decide,	podrá	comprender	el
registro	personal	de	las	personas	presentes	o	que	lleguen,	cuando
considere	que	las	mismas	pueden	ocultar	bienes	delictivos	o	que
se	relacionen	con	el	mismo.	El	fiscal,	asimismo,	podrá	disponer,
consignando	los	motivos	en	el	acta,	que	determinada	persona	no
se	aleje	antes	de	que	la	diligencia	haya	concluido.	El	trasgresor
será	retenido	y	conducido	nuevamente	y	en	forma	coactiva	al
lugar.
DOCTRINA.—Policía	 judicial	 debe	 desarrollar	 labores	 previas	 de
investigación	que	permitan	inferir	que	se	encuentran	dentro	de	una	de
las	situaciones	que	facultan	la	incursión	domiciliaria	sin	orden	judicial
previa.	 “En	 relación	 con	 el	 conocimiento	 fundado	 a	 que	 se	 hace	 alusión,
oportuno	 se	 ofrece	 precisar	 que	 doctrinaria	 y	 jurisprudencialmente	 se	 ha
dicho	que	si	bien	se	aleja	de	la	categoría	epistemológica	de	certeza,	también
excluye	 la	 mera	 sospecha,	 ubicándose	 fundamentalmente	 en	 el	 grado	 de
probabilidad	 (Chiesa	 Aponte,	 Ernesto	 L.	 Tratado	 de	 derecho	 probatorio,
Publicaciones	 JTS,	 primera	 edición,	 reimpresión	 2005.	 La	 Corte
Constitucional	también	abordó	el	punto	en	la	sentencia	C-024	de	1994).	De
tal	suerte	que	preferiblemente	los	funcionarios	de	policía	judicial	previo	a	la
práctica	 de	 las	 diligencias	 aludidas,	 deben	 desarrollar	 labores	 previas	 de
investigación	que	les	permitan	inferir	que	se	encuentran	dentro	de	una	de
las	 situaciones	 que	 facultan	 la	 incursión	 domiciliaria	 sin	 orden	 judicial
previa
La	 nueva	 legislación	 procesal,	 ciñéndose	 a	 esa	 teleología,	 prevé	 mayor
control	 a	 este	 tipo	 de	 actividades	 de	 policía	 judicial,	 al	 introducir	 como
figura	 novedosa	 la	 ‘violación	 de	 la	 expectativa	 razonable	 de	 intimidad	 en
relación	 con	 los	 registros	 y	 allanamientos’,	 muy	 común	 en	 el	 sistema	 de
enjuiciamiento	 criminal	 norteamericano,	 (..)	 que	 incluso	 puede	 alegarse
fundamentalmente	 por	 el	 indiciado	 o	 imputado	 como	 violación	 al	 debido
proceso	 en	 procura	 de	 ‘la	 exclusión	 de	 la	 evidencia	 ilegalmente	 obtenida
durante	el	procedimiento	de	registro	y	allanamiento’.
Así	 las	 cosas,	 una	 interpretación	 sistemática	 de	 los	 preceptos	 aludidos
permite	 razonablemente	 colegir	 que	 la	 exigencia	 de	 contar	 con	 motivos
serios	 y	 fundados	 para	 practicar	 dichas	 diligencias	 también	 se	 hace
extensiva	a	los	servidores	públicos	que	ejercen	funciones	de	policía	judicial;
ello,	 como	 única	 forma	 de	 posibilitar	 la	 incursión	 al	 domicilio	 sin	 orden
judicial	pues,	de	no	ser	así,	se	propiciaría	la	práctica	de	actos	arbitrarios	en
los	 que	 sin	 justificación	 alguna	 se	 invadiría	 el	 entorno	 íntimo	 de	 las
personas	 con	 la	 consecuente	 vulneración	 de	 las	 garantías	 fundamentales
aludidas	 en	 precedencia,	 lo	 cual	 ciertamente	 no	 se	 corresponde	 con	 el
modelo	 de	 Estado	 social	 y	 democrático	 de	 derecho	 al	 que	 adscribe	 la
Constitución	Política.
No	obstante	lo	anterior,	es	necesario	aclarar,	así	mismo,	que	la	situación	de
apremio	 o	 urgencia	 que	 suele	 acompañar	 la	 actividad	 propia	 que
desarrollan	 este	 tipo	 de	 funcionarios	 y	 que	 determina	 la	 adopción	 de
medidas	 inmediatas	 para	prevenir	 o	 evitar	 la	 comisión	de	un	delito	 o	 sus
consecuencias,	no	puede	excusarlos	de	contar	con	fundamentos	serios	para
la	práctica	de	 tales	diligencias,	aunque	en	el	 sopesamiento	de	sus	motivos
han	de	 tenerse	 en	 cuenta	 factores	 tales	 como	 la	 naturaleza	del	 delito	 o	 la
producción	de	un	daño	para	 la	víctima,	entre	otros,	que	pueden	constituir
motivo	 fundado	para	 justificar	 su	 intervención,	 permitiendo	prescindir	 en
esos	 casos	 especiales	 de	 labores	 exhaustivas	 de	 verificación.	 Es	 por	 esa
razón	que	para	la	sala	no	resulta	atinado	diseñar	una	especie	de	tarifa	legal
probatoria	para	facultar	la	práctica	de	tales	diligencias,	pues	cada	caso	debe
valorarse	 conforme	 a	 las	 particulares	 circunstancias	 que	 lo	 rodeen.	 Sin
embargo,	 es	 preciso	 hacer	 hincapié	 en	 que	 siempre	 la	 realización	 de	 este
tipo	 de	 diligencias	 debe	 estar	 precedida	 de	 un	 conocimiento	 fundado	 que
permita	 deducir	 las	 situaciones	 especiales	 que	 justifiquen	 la	 intromisión
domiciliaria”.	(CSJC,	Cas.	Penal,	Sent.	nov.	09/2006,	Rad.	23327.	M.P.	Marina
Pulido	de	Barón)
CAPÍTULO	VI
La	exhibición	forzosa	y	la	incautación
SUBCAPÍTULO	I
La	exhibición	e	incautación	de	bienes
D.	Leg.	957.
ART.	218.—Solicitud	del	fiscal.
1.	Cuando	el	propietario,	poseedor,	administrador,	tenedor	u	otro
requerido	 por	 el	 fiscal	 para	 que	 entregue	 o	 exhiba	 un	 bien	 que
constituye	cuerpo	del	delito	y	de	las	cosas	que	se	relacionen	con	él
o	 que	 sean	 necesarias	 para	 el	 esclarecimiento	 de	 los	 hechos
investigados,	 se	 negare	 a	 hacerlo	 o	 cuando	 la	 ley	 así	 lo
prescribiera,	 el	 fiscal,	 solicitará	 al	 juez	 de	 la	 investigación
preparatoria	 ordene	 su	 incautación	 o	 exhibición	 forzosa.	 La
petición	 será	 fundamentada	 y	 contendrá	 las	 especificaciones
necesarias.
2.	La	policía	no	necesitará	autorización	del	fiscal	ni	orden	judicial
cuando	se	trata	de	una	intervención	en	flagrante	delito	o	peligro
inminente	de	su	perpetración,	de	cuya	ejecución	dará	cuenta
inmediata	al	fiscal.	Cuando	existe	peligro	por	la	demora,	la
exhibición	o	la	incautación	debe	disponerla	el	fiscal.	En	todos
estos	casos,	el	fiscal	una	vez	que	tomó	conocimiento	de	la	medida
o	dispuso	su	ejecución,	requerirá	al	juez	de	la	investigación
preparatoria	la	correspondiente	resolución	confirmatoria.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	incautación	presenta	una
configuración	jurídica	dual.	“(…)	7°.	La	incautación,	en	cuanto	medida
procesal,	presenta	una	configuración	jurídica	dual:	como	medida	de	búsqueda
de	pruebas	y	restricción	de	derechos	–propiamente,	medida	instrumental
restrictiva	de	derechos–	(artículos	218	al	223	del	Nuevo	Código	Procesal
Penal	–en	adelante,	NCPP–),	y	como	medida	de	coerción	–con	una	típica
función	cautelar–	(artículos	316	al	320	del	NCPP).	En	ambos	casos	es	un	acto
de	autoridad	que	limita	las	facultades	de	dominio	respecto	de	bienes	o	cosas
relacionadas,	de	uno	u	otro	modo,	con	el	hecho	punible.
En	el	primer	caso,	su	función	es	primordialmente	conservativa	–de
aseguramiento	de	fuentes	de	prueba	material–	y,	luego,	probatoria	que	ha	de
realizarse	en	el	juicio	oral.	En	el	segundo	caso,	su	función	es	substancialmente
de	prevención	del	ocultamiento	de	bienes	sujetos	a	decomiso	y	de
impedimento	a	la	obstaculización	de	la	averiguación	de	la	verdad.
Aún	cuando	en	la	identificación	de	los	bienes	sujetos	a	una	u	otra	medida
existen	ámbitos	comunes	–pueden	cumplir	funciones	similares–,	lo	esencial
estriba	en	la	función	principal	que	cumplen,	básicamente	de	cara	a	la
posibilidad	de	una	consecuencia	accesoria	de	decomiso,	con	arreglo	al	artículo
102	del	Código	Penal	–en	adelante,	CP–.
8°.	La	incautación	instrumental	(artículo	218	NCPP)	recae	contra	(i)	los
bienes	que	constituyen	cuerpo	del	delito,	o	contra	(ii)	las	cosas	que	se
relacionen	con	el	delito	o	que	sean	necesarias	para	el	esclarecimiento	de	los
hechos	investigados.	El	objeto	de	esta	medida	de	aseguramiento	es	amplio	y,
por	su	propia	naturaleza	investigativa,	comprende	una	extensa	gama	de
bienes	u	objetos	relacionados,	de	uno	u	otro	modo,	con	el	delito.
En	estricto	sentido	se	entiende	por;
A.	“Cuerpo	del	delito”,	además	de	la	persona	–el	cadáver	en	el	delito	de
homicidio–	comprende	al	objeto	del	delito,	es	decir,	aquél	contra	el	que	recae
el	hecho	punible	o	que	ha	sufrido	directamente	sus	efectos	lesivos	–la	droga	en
el	delito	de	tráfico	ilícito	de	drogas–.
B.	Las	“cosas	relacionadas	con	el	delito	o	necesarias	para	su	esclarecimiento”,
son	tanto	las	“piezas	de	ejecución”:	medios	u	objetos	a	través	de	los	cuales	se
llevó	a	cabo	la	comisión	del	delito,	como	las	denominadas	“piezas	de
convicción”:	cosas,	objetos,	huellas	o	vestigios	materiales,	que	pueden	servir
para	la	comprobación	de	la	existencia,	autoría	o	circunstancias	del	hecho
punible.”	(VI	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y
Transitorias,	A.	P.	5-2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—La	incautación	presenta	una	configuración	dual:
como	medida	instrumental	y	como	medida	cautelar.	“El	Acuerdo	Plenario
N°	5-2010	emitido	por	la	Corte	Suprema	de	Justicia	de	la	República,	ha
establecido	como	doctrina	legal	que	la	incautación,	en	cuanto	medida
procesal	presenta	una	configuración	dual:	como	medida	de	búsqueda	de
pruebas	y	restricción	de	derechos	(medida	instrumental)	y	como	medida	de
coerción	(cautelar).	En	ambos	casos	es	un	acto	de	autoridad	que	limita	las
facultades	de	dominio	respecto	de	bienes	o	cosas	relacionadas,	de	uno	otro
modo,	con	el	hecho	punible.
En	el	primer	caso,	su	función	es	primordialmente	conservativa	–de
aseguramiento	de	fuentes	de	prueba	material–	y,	luego,	probatoria	que	ha	de
realizarse	en	el	juicio	oral,	En	el	segundo	caso,	su	función	es	substancialmente
de	prevención	de	ocultamiento	de	bienes	sujetos	a	decomiso	y	de	impedimento
a	la	obstaculización	de	la	averiguación	de	la	verdad.
La	incautación	instrumental	recae	contra	los	bienes	que	constituyen	cuerpo
de	delito,	o	contra	las	cosas	que	se	relacionen	con	el	delito	o	que	sean
necesarias	para	el	esclarecimiento	de	los	hechos	investigados.
La	incautación	cautelar	incide	en	los	efectos	provenientes	de	la	infracción
penal,	en	los	instrumentos	con	los	que	se	ejecutó	y	en	los	objetos	del	delito
permitidos	por	la	ley.
Asimismo,	con	relación	al	régimen	de	la	incautación,	se	ha	señalado	que,
instrumental	o	cautelar,	es	una	medida	que	la	realiza,	en	primer	término,	la
policía	o	la	fiscalía,	pero	a	continuación	requiere	de	la	decisión	confirmatoria
del	juez	de	la	investigación	preparatoria”.	(CSJL,	Exp.	00112-2013-6-1826-JR-
PE-02,	set.	16/2013.	V.	P.	Marco	Antonio	Lizárraga	Rebaza)
JURISPRUDENCIA.—Doctrina	jurisprudencial	de	la	Corte	Suprema:
vehículos	incautados	quedan	bajo	custodia	de	la	administración
aduanera	hasta	que	se	expida	auto	de	sobreseimiento	o	sentencia.	“(…)
II.	Establecieron	como	doctrina	jurisprudencial	que	los	vehículos	incautados
que	quedan	bajo	custodia	de	la	administración	aduanera	por	disposición	del
fiscal,	confirmado	por	el	juez	de	la	investigación	preparatoria,	debe	ser	así
hasta	que	se	expida	el	auto	de	sobreseimiento,	sentencia	condenatoria	o
absolutoria	proveniente	de	resolución	firme	que	ordene	su	decomiso	o
disponga	su	devolución;	siendo	el	juez	el	único	facultado	para	reexaminar	y
disponer	de	la	devolución	del	bien;	de	acuerdo	a	cada	caso	concreto”.	(CS,	Cas.
45-2012-Cusco,	ago.	13/2013.	S.	S.	Villa	Stein)
NOTA:	Esta	sentencia	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	21	de	junio	del	2014.
DOCTRINA.—Ante	una	doctrina	jurisprudencial	de	la	CS,	la	Sunat	salva
sus	 competencias	 específicas	 para	 disponer	 de	 las	 mercancías
abandonadas,	 comisadas	 o	 incautadas.	 “Fluye	 de	 los	 términos	 de	 la
sentencia	de	casación	que	se	viene	analizando,	que	la	misma	está	referida	a
quien	 posee	 la	 facultad	 de	 disponer,	 en	 definitiva,	 la	 devolución	 o
adjudicación	 al	 procesado	 de	 los	 bienes	 incautados,	 dentro	 del	 proceso
penal	instaurado	en	su	contra;	señalándose,	como	doctrina	jurisprudencial
de	 obligatorio	 cumplimiento,	 que	 en	 los	 casos	 que	 los	 bienes	 sean
incautados	 por	 disposición	 del	 fiscal,	 confirmada	 por	 el	 juez	 de
investigación	preparatoria,	 el	 juez	que	expida	 resolución	 firme	es	el	único
facultado	 para	 disponer	 o	 no	 la	 devolución	 de	 dichos	 bienes	 respecto	 del
procesado;	empero,	dicha	sentencia	de	casación	no	se	ha	pronunciado,	ni	ha
tomado	en	consideración	los	casos	en	que,	por	expresa	disposición	legal,	y
atendiendo	a	 la	protección	de	bienes	 jurídicos	superiores,	como	es	el	caso
de	 los	 artículos	 23,	 24	 25,	 27	 y	 28	 de	 la	 LDA,	 el	 propio	 legislador	 ha
dispuesto	que	procede	la	adjudicación	a	terceros	e	incluso	la	destrucción	de
los	bienes	 incautados,	antes	de	haberse	expedido	sentencia	y/o	resolución
definitivas.	(...).
No	obstante	lo	señalado,	en	el	sentido	que	no	encontramos	contradicción	entre	lo	resuelto	en	la
sentencia	de	casación	materia	de	análisis	y	las	facultades	que	tiene	Sunat	para	disponer	de	las
mercancías	incautadas,	conforme	a	lo	dispuesto	por	las	leyes	N°	28008	y	30131	(...).”.	(Sunat,	Inf.	73-
2014-Sunat-5D1000,	set.	15/2014.	Gerente	Jurídico	Aduanero	Nora	Sonia	Cabrera	Torriani)
D.	Leg.	957.
ART.	219.—Contenido	de	la	resolución.
1.	 La	 resolución	 autoritativa	 especificará	 el	 nombre	 del	 fiscal
autorizado,	 la	 designación	 concreta	 del	 bien	 o	 cosa	 cuya
incautación	 o	 exhibición	 se	 ordena	 y,	 de	 ser	 necesario,
autorización	 para	 obtener	 copia	 o	 fotografía	 o	 la	 filmación	 o
grabación	 con	 indicación	 del	 sitio	 en	 el	 que	 tendrá	 lugar,	 y	 el
apercibimiento	de	ley	para	el	caso	de	desobediencia	al	mandato.
2.	Se	aplicará,	en	lo	pertinente,	las	mismas	reglas	para	la
resolución	confirmatoria.
D.	Leg.	957.
ART.	220.—Diligencia	de	secuestro	o	exhibición.
1.	Obtenida	la	autorización,	el	fiscal	la	ejecutará	inmediatamente,
contando	con	el	auxilio	policial.	Si	no	se	perjudica	la	finalidad	de
la	diligencia,	el	fiscal	señalará	día	y	hora	para	la	realización	de	la
diligencia,	 con	 citación	de	 las	partes.	Al	 inicio	de	 la	diligencia	 se
entregará	copia	de	la	autorización	al	 interesado,	si	se	encontrare
presente.
2.	 Los	 bienes	 objeto	 de	 incautación	 deben	 ser	 registrados	 con
exactitud	 y	 debidamente	 individualizados,	 estableciéndose	 los
mecanismos	de	seguridad	para	evitar	confusiones	o	alteración	de
su	estado	original;	igualmente	se	debe	identificar	al	funcionario	o
persona	 que	 asume	 la	 responsabilidad	 o	 custodia	 del	 material
incautado.	De	la	ejecución	de	la	medida	se	debe	levantar	un	acta,
que	será	firmada	por	los	participantes	en	el	acto.
Corresponde	al	fiscal	determinar	con	precisión	las	condiciones	y
las	 personas	 que	 intervienen	 en	 la	 recolección,	 envío,	 manejo,
análisis	 y	 conservación	 de	 lo	 incautado,	 asimismo,	 los	 cambios
hechos	en	ellos	por	cada	custodio.
3.	Sin	perjuicio	de	lo	anterior,	si	se	trata	de	incautación	de	bienes
muebles	se	procederá	de	manera	que	se	tomen	bajo	custodia	y	–si
es	posible–	se	inscribirá	en	el	registro	correspondiente.	Si	se	trata
de	bienes	 inmuebles	o	de	un	derecho	sobre	él,	 adicionalmente	a
su	 ocupación,	 se	 operará	 de	manera	 que	 se	 anote	 en	 el	 registro
respectivo	dicha	medida,	en	cuyo	caso	se	instará	la	orden	judicial
respectiva.
4.	 Lo	 dispuesto	 en	 los	 dos	 numerales	 anteriores	 es	 aplicable
cuando	la	exhibición	o	incautación	es	realizada	por	la	policía	o	el
fiscal	en	los	casos	previstos	en	el	artículo	216.2
5.	La	Fiscalía	de	la	Nación,	a	fin	de	garantizar	la	autenticidad	de	lo
incautado,	dictará	el	reglamento	correspondiente	a	fin	de	normar
el	diseño	y	control	de	la	cadena	de	custodia,	así	como	el
procedimiento	de	seguridad	y	conservación	de	los	bienes
incautados.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—De	la	ruptura	de	la	cadena	de
custodia	o	de	su	omisión	no	sigue	necesaria	o	automáticamente	que	el
cuerpo	del	delito	sea	inauténtico	y,	por	consiguiente,	que	carezca	de
eficacia	probatoria.	“La	cadena	de	custodia	es,	propiamente,	un	sistema	de
control	que	permite	registrar,	de	manera	cierta	y	detallada,	cada	paso	que
sigue	el	cuerpo	del	delito	encontrado	en	el	lugar	de	los	hechos	(recolección,
incorporación	–utilización	de	embalajes	adecuados–,	rotulación,
etiquetamiento	–con	identificación	del	funcionario	responsable	y	referencias
sobre	el	acto	de	hallazgo,	ocupación	e	incautación–,	traslado,
almacenamiento,	conservación,	administración	y	destino	final),	de	suerte	que
proporciona	un	conocimiento	efectivo	del	flujograma	que	ha	seguido	el	bien,
cosa	u	objeto,	a	través	de	los	diferentes	sistemas	(policial,	fiscal,	laboratorio
criminalístico,	Instituto	de	Medicina	Legal,	u	otros	entes	públicos	o	privados),
hasta	llegar	a	las	instancias	judiciales	[la	obligatoriedad	de	su	presentación	se
advierte	de	lo	dispuesto	por	el	artículo	282.1	NCPP].	(...).
12	El	mecanismo	que	expresa	la	cadena	de	custodia	se	concreta
materialmente	a	través	de	formularios	de	registro	de	información	o,	como
precisa	el	reglamento	antes	citado,	en	‘formatos	de	la	cadena	de	custodia’,	que
acompañan	en	todo	momento	al	cuerpo	del	delito	y	son	objeto	de	supervisión
por	el	fiscal	o	un	funcionario	delegado.	Cada	eslabón	en	la	cadena	de	custodia
está	debidamente	registrado,	y	de	modo	ininterrumpido,	lo	cual	demuestra	la
totalidad	del	camino	recorrido	por	el	cuerpo	del	delito.
La	presentación	de	estos	formatos	evita	la	necesidad	de	hacer	concurrir	a
quien	o	quienes	han	tenido	que	lidiar	con	el	cuerpo	del	delito.	Esta	prueba
documentada	–el	formato	y	documentos	anexos–	es	suficiente	y	más	operativa
que	el	testimonio.	La	jurisprudencia	estadounidense,	liderada	por	el	caso	USA
vs.	Howard-Arias,	decidida	en	1982	por	la	Corte	Federal	de	Apelaciones	del
Cuarto	Circuito,	señaló	que	la	cadena	de	custodia	es	una	variación	del
principio	de	autenticación	(o,	con	mayor	precisión	y	según	se	expuso,	una	de
sus	formas	de	autenticación)	[Muñoz	Neira,	2008:	361-362].	(...).
13	La	ruptura	de	la	cadena	de	custodia	–la	presencia	de	irregularidades	en
su	decurso–	se	presenta	cuando	en	alguno	de	los	eslabones	de	la	cadena	o	de
los	tramos	por	el	que	transita	el	cuerpo	del	delito,	se	pierde	la	garantía	de
identidad	entre	lo	incautado	y	lo	entregado	al	fiscal,	perito	–organismos
técnicos	periciales,	laboratorios	forenses,	universidades,	instituciones	públicas
o	privadas,	institutos	de	investigación	(artículo	173,	apartado	2,	NCPP)–	o
juez.	Aquí,	en	principio,	se	está	ante	una	irregularidad	o	un	acto	procesal
defectuoso,	que	no	determina	su	nulidad,	inadmisibilidad	o	inutilización.
14	De	la	ruptura	de	la	cadena	de	custodia	o	de	su	omisión	no	sigue	necesaria
o	automáticamente	que	el	cuerpo	del	delito	es	inauténtico	y,	por	consiguiente,
que	carece	de	eficacia	probatoria.	Recuérdese,	de	esta	forma,	que	la	cadena	de
custodia	es	una	de	las	modalidades	para	acreditar	la	mismidad	de	un	bien,
objeto	o	cosa	incautado,	y	que	solo	busca	facilitar	la	demostración	de	su
autenticidad	a	través	de	un	conjunto	de	formatos	y	procedimientos
estandarizados	y	protocolizados;	y,	en	otro	sentido,	que	en	materia	de	prueba
rige	el	principio	de	libertad	probatoria	(artículo	157,	apartado	1,	NCPP);	de
suerte	que	las	partes	pueden	acreditar	la	autenticidad	de	la	prueba	material
presentada	por	los	diversos	medios	de	prueba	reconocidos	por	la	ley.	(...)”.	(CS,
VIII	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitoria	-	2012
-	Acuerdo	Plenario	6-2012/CJ-116,	ene.	18/2013.	S.	S.	San	Martín	Castro)
NOTA:	El	VIII	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitoria	-	2012	se	publicó
en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	04	de	enero	del	2014.	Este	pleno,	si	bien	coincide	en	la	numeración
con	los	Acuerdos	Plenarios	-	2012,	difiere	en	los	contenidos	tratados	y	en	el	año	de	realización.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	cadena	de	custodia	es	un	sistema
de	control	que	permite	registrar	cada	paso	que	sigue	el	cuerpo	del	delito
encontrado	en	el	lugar	de	los	hechos.	“11	La	cadena	de	custodia,	como
quinta	forma	de	autenticación,	referida	al	cuerpo	del	delito,	‘[...]	se	puede
definir	como	aquel	procedimiento	de	registro	y	control	que	tiene	por	finalidad
garantizar	la	integridad,	conservación	e	inalterabilidad	de	los	elementos
materiales	de	prueba	[en	pureza,	del	hecho	delictivo	y	de	su	autor],	tales	como
documentos,	armas	blancas	y	de	fuego,	muestras	orgánicas	e	inorgánicas,
proyectiles,	vainas,	huellas	dactilares,	etcétera,	desde	el	momento	de	su
hallazgo	en	la	escena	del	crimen,	considerando	su	derivación	a	los
laboratorios	criminalísticos	forenses	donde	serán	analizados	por	parte	de	los
expertos,	técnicos	o	científicos,	y	hasta	que	son	acompañados	y	valorados
como	elementos	de	convicción	[en	rigor,	actos	de	prueba]	en	la	audiencia	de
juicio	oral”	[Readi	Silva	y	otra,	2003:	23].
La	cadena	de	custodia	es,	propiamente,	un	sistema	de	control	que	permite
registrar,	de	manera	cierta	y	detallada,	cada	paso	que	sigue	el	cuerpo	del
delito	encontrado	en	el	lugar	de	los	hechos	(recolección,	incorporación	–
utilización	de	embalajes	adecuados–,	rotulación,	etiquetamiento	–con
identificación	del	funcionario	responsable	y	referencias	sobre	el	acto	de
hallazgo,	ocupación	e	incautación–,	traslado,	almacenamiento,	conservación,
administración	y	destino	final),	de	suerte	que	proporciona	un	conocimiento
efectivo	del	flujograma	que	ha	seguido	el	bien,	cosa	u	objeto,	a	través	de	los
diferentes	sistemas	(policial,	fiscal,	laboratorio	criminalístico,	Instituto	de
Medicina	Legal,	u	otros	entes	públicos	o	privados),	hasta	llegar	a	las
instancias	judiciales	[la	obligatoriedad	de	su	presentación	se	advierte	de	lo
dispuesto	por	el	artículo	282.1	NCPP].	(...).”	(CS,	VIII	Pleno	Jurisdiccional	de	las
Salas	Penales	Permanente	y	Transitoria	-	2012	-	Acuerdo	Plenario	6-2012/CJ-
116,	ene.	18/2013.	S.	S.	San	Martín	Castro)
NOTA:	El	VIII	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitoria	-	2012	se	publicó
en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	04	de	enero	del	2014.	Este	pleno,	si	bien	coincide	en	la	numeración
con	los	Acuerdos	Plenarios	-	2012,	difiere	en	los	contenidos	tratados	y	en	el	año	de	realización.
DOCTRINA.—La	 cadena	 de	 custodia	 no	 opera	 como	 requisito	 de
admisibilidad	de	la	prueba.	“	(...)	La	cadena	de	custodia,	la	acreditación	y
la	 autenticación	 de	 una	 evidencia,	 objeto,	 elemento	 material	 probatorio,
documento,	 etc.,	 no	 condicionan	 –como	 si	 se	 tratase	 de	 un	 requisito	 de
legalidad–	la	admisión	de	la	prueba	que	con	base	en	ellos	se	practicará	en	el
juicio	 oral;	 ni	 interfiere	 necesariamente	 con	 su	 admisibilidad	 decreto	 o
práctica	 como	 pruebas	 autónomas.	 Tampoco	 se	 trata	 de	 un	 problema	 de
pertinencia.	 De	 ahí	 que,	 en	 principio,	 no	 resulta	 apropiado	 discutir,	 ni
siquiera	en	sede	casacional,	que	un	medio	de	prueba	es	ilegal	y	reclamar	la
regla	 de	 exclusión,	 sobre	 la	 base	 de	 cuestionar	 su	 cadena	 de	 custodia,
acreditación	o	autenticidad.
Por	 el	 contrario,	 si	 llegare	 a	 admitirse	 una	 prueba	 respecto	 de	 la	 cual,
posteriormente,	en	el	debate	oral	 se	demuestran	defectos	en	 la	 cadena	de
custodia,	indebida	acreditación	o	se	pone	en	tela	de	juicio	su	autenticidad,	la
verificación	 de	 estos	 aspectos	 no	 torna	 la	 prueba	 en	 ilegal	 ni	 la	 solución
consiste	en	retirarla	del	acopio	probatorio.
En	 cambio,	 los	 comprobados	 defectos	 de	 la	 cadena	 de	 custodia,
acreditación	o	autenticidad	de	la	evidencia	o	elemento	probatorio,	podrían
conspirar	 contra	 la	 eficacia,	 credibilidad	 o	 asignación	 de	 su	 mérito
probatorio,	 aspectos	 estos	 a	 los	 que	 tendrá	 que	 enfilar	 la	 crítica	 la	 parte
contra	la	cual	se	aduce	(...)”.	(CSJ	de	Colombia,	Cas.	Penal,	Sent.	feb.	21/2007,
Rad.	25920.	M.P.	Javier	Zapata	Ortiz)
D.	Leg.	957.
ART.	221.—Conservación	y	exhibición.
1.	Según	la	naturaleza	y	estado	del	bien	incautado,	se	dispondrá
su	debida	conservación	o	custodia.
2.	En	el	caso	de	la	exhibición	se	describirá	fielmente	en	el	acta	lo
constatado,	sin	perjuicio	de	reproducirlo,	empleando	el	medio
técnico	disponible.
D.	Leg.	957.
ART.	 222.—Devolución	 de	 bienes	 incautados	 y	 entrega	 de
bienes	sustraídos.
1.	 El	 fiscal	 y	 la	 policía	 con	 conocimiento	 del	 primero	 podrá
devolver	 al	 agraviado	 o	 a	 terceros	 los	 objetos	 incautados	 o
entregar	 los	 incautados	 que	 ya	 fueron	 utilizados	 en	 la	 actividad
investigadora,	 con	 conocimiento	 del	 juez	 de	 la	 investigación
preparatoria.	 Asimismo	 podrá	 devolverlos	 al	 imputado	 si	 no
tuvieren	 ninguna	 relación	 con	 el	 delito.	 La	 devolución	 podrá
ordenarse	 provisionalmente	 y	 en	 calidad	 de	 depósito,	 pudiendo
disponerse	su	exhibición	cuando	fuera	necesario.
Los	bienes	sustraídos	serán	entregados	al	agraviado.
2.	Si	el	fiscal	no	accede	a	la	devolución	o	entrega,	el	afectado
podrá	instar,	dentro	del	tercer	día,	la	decisión	del	juez	de	la
investigación	preparatoria.
JURISPRUDENCIA.—Doctrina	jurisprudencial	de	la	Corte	Suprema:
vehículos	incautados	quedan	bajo	custodia	de	la	administración
aduanera	hasta	que	se	expida	auto	de	sobreseimiento	o	sentencia.	“(…)
II.	Establecieron	como	doctrina	jurisprudencial	que	los	vehículos	incautados
que	quedan	bajo	custodia	de	la	administración	aduanera	por	disposición	del
fiscal,	confirmado	por	el	juez	de	la	investigación	preparatoria,	debe	ser	así
hasta	que	se	expida	el	auto	de	sobreseimiento,	sentencia	condenatoria	o
absolutoria	proveniente	de	resolución	firme	que	ordene	su	decomiso	o
disponga	su	devolución;	siendo	el	juez	el	único	facultado	para	reexaminar	y
disponer	de	la	devolución	del	bien;	de	acuerdo	a	cada	caso	concreto”.	(C.	S,
Cas.	45-2012-Cusco,	ago.	13/2013.	S.	S.	Villa	Stein)
NOTA:	Esta	sentencia	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	21	de	junio	del	2014.
JURISPRUDENCIA.—Doctrina	jurisprudencial	de	la	Corte	Suprema:	los
bienes	instrumento	u	objeto	del	delito	deben	ser	devueltos	de	inmediato,
salvo	que	resulten	necesarios	para	la	investigación.	“(…)	Establecieron
como	doctrina	jurisprudencial,	el	fundamento	décimo	octavo	de	la	presente
ejecutoria,	la	cual	refiere	que	los	bienes	–muebles	o	inmuebles–	pese	a	ser
efecto,	instrumento	u	objeto	del	delito,	si	resultan	legales	y	de	propiedad	de	un
tercero	ajeno	al	ilícito	cometido,	deben	ser	devueltos	de	inmediato,	salvo	sean
necesarios	para	la	investigación,	en	cuyo	caso	su	devolución	se	dará	al
finalizar	el	proceso”.	(C.	S,	Cas.	382-2013-Puno,	mar.	10/2015.	V.	P.	Pariona
Pastrana)
NOTA:	Esta	sentencia	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	12	de	junio	del	2015.
DOCTRINA.—Ante	una	doctrina	jurisprudencial	de	la	CS,	la	Sunat	salva
sus	 competencias	 específicas	 para	 disponer	 de	 las	 mercancías
abandonadas,	 comisadas	 o	 incautadas.	 “Fluye	 de	 los	 términos	 de	 la
sentencia	de	casación	que	se	viene	analizando,	que	la	misma	está	referida	a
quien	 posee	 la	 facultad	 de	 disponer,	 en	 definitiva,	 la	 devolución	 o
adjudicación	 al	 procesado	 de	 los	 bienes	 incautados,	 dentro	 del	 proceso
penal	instaurado	en	su	contra;	señalándose,	como	doctrina	jurisprudencial
de	 obligatorio	 cumplimiento,	 que	 en	 los	 casos	 que	 los	 bienes	 sean
incautados	 por	 disposición	 del	 fiscal,	 confirmada	 por	 el	 juez	 de
investigación	preparatoria,	 el	 juez	que	expida	 resolución	 firme	es	el	único
facultado	 para	 disponer	 o	 no	 la	 devolución	 de	 dichos	 bienes	 respecto	 del
procesado;	empero,	dicha	sentencia	de	casación	no	se	ha	pronunciado,	ni	ha
tomado	en	consideración	los	casos	en	que,	por	expresa	disposición	legal,	y
atendiendo	a	 la	protección	de	bienes	 jurídicos	superiores,	como	es	el	caso
de	 los	 artículos	 23,	 24	 25,	 27	 y	 28	 de	 la	 LDA,	 el	 propio	 legislador	 ha
dispuesto	que	procede	la	adjudicación	a	terceros	e	incluso	la	destrucción	de
los	bienes	 incautados,	antes	de	haberse	expedido	sentencia	y/o	resolución
definitivas.	(...).
No	obstante	lo	señalado,	en	el	sentido	que	no	encontramos	contradicción	entre	lo	resuelto	en	la
sentencia	de	casación	materia	de	análisis	y	las	facultades	que	tiene	Sunat	para	disponer	de	las
mercancías	incautadas,	conforme	a	lo	dispuesto	por	las	leyes	N°	28008	y	30131	(...).”.	(Sunat,	Inf.	73-
2014-Sunat-5D1000,	set.	15/2014.	Gerente	Jurídico	Aduanero	Nora	Sonia	Cabrera	Torriani)
D.	Leg.	957.
ART.	223.—Remate	de	bien	incautado.
1.	Cuando	no	se	ha	identificado	al	autor	o	al	perjudicado,	el	bien
incautado,	 transcurridos	 seis	 meses,	 es	 rematado.	 El	 remate	 se
realiza,	previa	decisión	de	la	fiscalía	que	conoce	del	caso	si	no	se
ha	 formalizado	 la	 investigación	 preparatoria	 o	 previa	 orden	 del
juez	 de	 la	 investigación	preparatoria	 si	 existe	 proceso	 abierto,	 a
pedido	del	fiscal.
2.	 El	 remate	 se	 llevará	 a	 cabo	 por	 el	 órgano	 administrativo
competente	 del	 Ministerio	 Público,	 según	 las	 directivas
reglamentarias	que	al	efecto	dicte	la	Fiscalía	de	la	Nación.	En	todo
caso,	se	seguirán	las	siguientes	pautas:
a)	Valorización	pericial;
b)	Publicación	de	un	aviso	en	el	periódico	oficial	o	en	carteles	a
falta	de	periódico.
3.	El	producto	del	remate,	descontando	los	gastos	que	han
demandado	las	actuaciones	indicadas	en	el	numeral	anterior,	será
depositado	en	el	Banco	de	la	Nación	a	la	orden	del	Ministerio
Público	si	no	se	formalizó	investigación	preparatoria	y,	en	partes
iguales,	a	favor	del	Poder	Judicial	y	del	Ministerio	Público	si
existiere	proceso	abierto.	Si	transcurrido	un	año	ninguna	persona
acredita	su	derecho,	el	Ministerio	Público	o	el	Poder	Judicial,
dispondrán	de	ese	monto,	constituyendo	recursos	propios.
4.	Incorporado.	D.	Leg.	1104,	Única	Disp.	Compl.	Modif.
Cuando	se	trate	de	objetos,	instrumentos,	efectos	o	ganancias	de
los	delitos	cuya	titularidad	haya	sido	declarada	a	favor	del	Estado
mediante	un	proceso	de	pérdida	de	dominio	y	en	los	casos	de
incautación	o	decomiso	de	bienes,	efectos	o	ganancias
establecidos	en	las	normas	ordinarias	por	la	comisión	de	delitos
en	agravio	del	Estado,	la	Comisión	Nacional	de	Bienes	Incautados
-	Conabi	procederá	a	la	subasta,	en	la	forma	y	procedimiento
establecido	por	la	normatividad	de	la	materia.	El	producto	de	esta
subasta	pública	se	destinará	preferentemente	a	la	lucha	contra	la
minería	ilegal,	la	corrupción	y	el	crimen	organizado,	conforme	al
Reglamento	de	la	materia.
SUBCAPÍTULO	II
La	exhibición	e	incautación	de	actuaciones
y	documentos	no	privados
D.	Leg.	957.
ART.	 224.—Incautación	 de	 documentos	 no	 privados.	 Deber
de	exhibición.	Secretos.
1.	También	pueden	ser	objeto	de	exhibición	forzosa	o	incautación
las	 actuaciones	 y	 documentos	 que	 no	 tienen	 la	 calidad	 de
privados.	Cuando	se	trate	de	un	secreto	de	Estado,	el	fiscal	acudirá
al	juez	de	la	investigación	preparatoria	a	fin	de	que	proceda,	en	lo
pertinente,	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	165	numerales
2)	y	3).
El	que	tenga	en	su	poder	los	actos	y	documentos	requeridos	está
obligado	 a	 exhibirlos	 o	 entregarlos	 inmediatamente	 al	 fiscal,
incluso	su	original,	y	todo	objeto	que	detenten	por	razones	de	su
oficio,	encargo,	ministerio	o	profesión,	salvo	que	expresen	que	se
trata	de	un	secreto	profesional	o	de	Estado.
El	 afectado,	 salvo	 los	 casos	de	 invocación	de	 secreto	de	Estado,
podrá	 instar	 la	 intervención	 judicial,	 para	 establecer	 si
correspondía	la	exhibición	o	incautación	de	todos	los	documentos
o	actos	intervenidos	por	el	fiscal.
2.	 Cuando	 se	 invoque	 secreto	 profesional,	 el	 fiscal	 realizará	 las
indagaciones	 necesarias	 a	 ese	 efecto,	 siempre	 que	 resulte
indispensable	para	la	marcha	de	las	investigaciones,	y	si	considera
infundada	 la	 oposición	 a	 la	 exhibición	 o	 incautación,	 instará	 la
intervención	 judicial.	 El	 juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria,
previa	 audiencia,	 si	 considera	 fundada	 la	 petición	 del	 fiscal
ordenará	la	incautación.
3.	Cuando	se	invoque	secreto	de	Estado,	el	fiscal	acudirá	al
presidente	del	Consejo	de	Ministros	solicitando	confirme	ese
carácter.	En	caso	se	confirme	la	existencia	del	secreto	y	la	prueba
sea	esencial	para	la	definición	de	la	causa,	el	fiscal	acudirá	al	juez
de	la	investigación	preparatoria,	para	que	previa	audiencia	con
asistencia	de	las	partes	decida	si	clausura	la	investigación	por
existir	secreto	de	Estado.
D.	Leg.	957.
ART.	225.—Copia	de	documentos	incautados.
1.	 El	 fiscal	 podrá	 obtener	 copia	 de	 las	 actuaciones	 y	 de	 los
documentos	 incautados,	 restituyendo	 los	 originales.	 Cuando
mantenga	 la	 incautación	 de	 los	 originales,	 podrá	 autorizar	 la
expedición	 gratuita	 de	 copia	 certificada	 a	 aquellos	 que	 los
detentaban	legítimamente.
2.	Los	servidores	o	funcionarios	públicos	podrán	expedir	copias,
extractos	 o	 certificaciones	 de	 los	 documentos	 restituidos,	 en
original	o	copia,	por	el	fiscal,	pero	deberá	hacer	mención	en	ellos
de	la	incautación	existente.
3.	 A	 la	 persona	 u	 oficina	 ante	 la	 que	 se	 efectuó	 la	 incautación,
debe	entregársele	copia	del	acta	de	incautación	realizada.
4.	 Si	 el	 documento	 incautado	 forma	 parte	 de	 un	 volumen	 o	 un
registro	 del	 cual	 no	 puede	 ser	 separado	 y	 el	 fiscal	 no	 considera
conveniente	 extraer	 copia,	 el	 volumen	 entero	 o	 el	 registro
permanecerá	 en	 depósito	 judicial.	 El	 funcionario	 público	 con	 la
autorización	del	fiscal,	expedirá	a	los	interesados	que	lo	soliciten,
copias,	 extractos	 o	 certificados	 de	 las	 partes	 del	 volumen	 o
registro	 no	 sujetas	 a	 incautación,	 haciendo	 mención	 de	 la
incautación	parcial,	en	las	copias,	extractos	y	certificados.
5.	Los	afectados	podrán	instar	la	intervención	del	juez	de	la
investigación	preparatoria	cuando	la	disposición	del	fiscal	afecta
irrazonablemente	sus	derechos	o	intereses	jurídicos.	El	juez	se
pronunciará	previa	audiencia	con	asistencia	de	los	afectados	y	de
las	partes.
REGLAMENTO	DE	LA	CADENA	DE	CUSTODIA	DE	ELEMENTOS
MATERIALES,	EVIDENCIAS	Y	ADMINISTRACIÓN	DE	BIENES
INCAUTADOS
R.	729-2006-MP-FN.
ART.	 1°.—Aprobar	 los	 reglamentos	 de	 reproducción	 audiovisual	 de
actuaciones	 procesales	 fiscales;	 la	 cadena	 de	 custodia	 de	 elementos
materiales,	evidencias	y	administración	de	bienes	incautados;	programa	de
asistencia	 a	 víctimas	 y	 testigos;	 circulación	 y	 entrega	 vigilada	 de	 bienes
delictivos	y	agente	encubierto;	notificaciones,	 citaciones	y	 comunicaciones
entre	autoridades	en	la	actuación	fiscal.
(...).
CAPÍTULO	II
De	la	cadena	de	custodia	de	los	elementos	materiales	y
evidencias
(...).
Artículo	 7°.-	 Concepto.	 La	 cadena	 de	 custodia	 es	 el	 procedimiento
destinado	a	garantizar	la	individualización,	seguridad	y	preservación	de	los
elementos	materiales	y	evidencias,	recolectados	de	acuerdo	a	su	naturaleza
o	 incorporados	 en	 toda	 investigación	 de	 un	 hecho	 punible,	 destinados	 a
garantizar	su	autenticidad,	para	los	efectos	del	proceso.
Las	actas,	formularios	y	embalajes	forman	parte	de	la	cadena	de	custodia.
Artículo	8°.-	Del	procedimiento	de	la	cadena	de	custodia.	La	cadena	de
custodia	 se	 inicia	 con	 el	 aseguramiento,	 inmovilización	 o	 recojo	 de	 los
elementos	 materiales	 y	 evidencias	 en	 el	 lugar	 de	 los	 hechos,	 durante	 las
primeras	 diligencias	 o	 incorporados	 en	 el	 curso	 de	 la	 investigación
preparatoria;	y,	concluye	con	la	disposición	o	resolución	que	establezca	su
destino	final.
Artículo	9°.-	Escena	como	una	fuente	de	evidencias.	La	escena	es	el	lugar
o	 espacio	 físico	 donde	 sucedieron	 los	 hechos	 investigados.	 Es	 el	 foco
aparentemente	 protagónico	 en	 el	 cual	 el	 autor	 o	 partícipe	 consciente	 o
inconscientemente	deja	elementos	materiales	o	evidencias,	huellas	y	rastros
que	 puedan	 ser	 significativos	 para	 establecer	 el	 hecho	 punible	 y	 la
identificación	de	los	responsables.
También	 se	 considerará	 como	escena	el	 entorno	de	 interés	 criminalístico
donde	 se	 realizaron	 los	 actos	 preparatorios,	 así	 como	 aquél	 donde	 se
aprecien	las	consecuencias	del	mismo.
La	información	suficiente,	determinará	la	amplitud	de	la	escena.
Artículo	 10.-	 Protección	 de	 la	 escena	 y	 evidencias.	 Es	 la	 actividad
practicada	por	el	fiscal	o	la	policía,	destinada	a	garantizar	el	aseguramiento
y	 perennización	 de	 la	 escena	 para	 evitar	 su	 contaminación,	 alteración,
destrucción	 o	 pérdida,	 con	 el	 objeto	 de	 comprobar	 la	 existencia	 de
elementos	 materiales	 y	 evidencias	 pertinentes	 y	 útiles	 para	 el
esclarecimiento	 del	 hecho	 punible	 y	 la	 identificación	 de	 los	 responsables,
procurando	 la	 intangibilidad,	conservación	e	 inmovilización	de	 la	misma	y
de	aquellos	para	su	posterior	recojo.
En	caso	de	 flagrancia	o	peligro	 inminente	de	 la	perpetración	de	un	hecho
punible,	 la	 policía	 procederá	 a	 asegurar,	 inmovilizar	 o	 secuestrar	 los
elementos	materiales	o	evidencias.
Artículo	11.-	Formato	de	cadena	de	custodia.	Los	elementos	materiales,
evidencias	y	bienes	incautados	se	registrarán	en	el	formato	de	la	cadena	de
custodia	mediante	una	descripción	minuciosa	y	detallada	de	los	caracteres,
medidas,	peso,	 tamaño,	 color,	 especie,	 estado,	entre	otros	datos	del	medio
en	el	que	se	hallaron	los	elementos	materiales	y	evidencias,	de	las	técnicas
utilizadas	en	el	recojo	y	pericias	que	se	dispongan,	en	el	cual	no	se	admiten
enmendaduras.	En	caso	que	amerite	una	corrección,	ésta	se	efectuará	entre
paréntesis,	explicando	los	motivos	que	la	generaron.	Los	bienes	materiales	y
las	 evidencias	 recolectadas	 o	 incorporadas,	 deberán	 ser	 debidamente
rotuladas	 y	 etiquetadas	 para	 su	 correcta	 identificación	 y	 seguridad	 e
inalterabilidad.
Artículo	12.-	Supervisión	de	la	cadena	de	custodia.	El	fiscal	o	la	persona
que	 delegue,	 supervisará	 la	 identificación,	 individualización,	 recolección,
envío,	 manejo,	 análisis,	 entrega,	 recepción,	 seguimiento,	 y	 otros
procedimientos	 que	 se	 generen	 respecto	 a	 los	 elementos	 materiales	 y
evidencias.
También,	 las	condiciones	de	seguridad,	el	empleo	de	medios	materiales	y
de	 técnicas	 adecuadas	 para	 su	 traslado,	 almacenamiento,	 conservación,
administración	 y	 destino	 final.	 Así	 como	 el	 registro	 e	 identificación	de	 las
personas	responsables	de	cada	procedimiento.
En	caso	de	advertir	 la	alteración	del	estado	original	de	aquellos,	según	su
naturaleza	y	de	los	registros,	adoptará	las	acciones	que	correspondan.
Artículo	 13.-	Procedimiento	 de	 recolección,	 embalaje	 y	 traslado.	 Los
fiscales	observarán	que	se	cumplan	los	siguientes	lineamientos	mínimos:
Iniciar	 la	 colección	 de	 elementos	materiales	 y	 evidencias	 con	 los	 objetos
grandes	y	movibles,	posteriormente	se	recolecta	aquellos	que	requieren	de
un	tratamiento	o	técnica	especial,	seleccionándolos	y	clasificándolos.
Utilizar	embalajes	apropiados	de	acuerdo	a	su	naturaleza,	etiquetándolos	o
rotulándolos	 para	 una	 rápida	 ubicación	 e	 identificación	 o	 precintándolos
según	el	caso,	consignándose	como	mínimo:	ciudad	de	origen,	autoridad	que
ordenó	 la	 remisión,	 forma	 de	 recojo	 de	 los	 bienes	 incautados,	 número	 de
investigación	 o	 proceso,	 descripción	 (clase,	 cantidad,	 estado,	 color),	 fecha,
hora,	lugar	donde	se	practicó	la	colección	y	la	identificación	del	responsable.
Llenar	 el	 formato	 de	 cadena	 de	 custodia	 por	 duplicado,	 el	 cual	 no	 podrá
tener	modificaciones	o	alteraciones.
Disponer	 las	pericias,	análisis,	 informes	 técnicos	que	se	requieran	para	 la
investigación	 respecto	 a	 los	 elementos	 materiales	 y	 evidencias	 o	 una
muestra	 de	 ellos.	 Tratándose	 de	 objetos	 de	 gran	 dimensión	 o	 volumen	 y
según	 su	 naturaleza,	 designará	 al	 responsable	 del	 traslado,	 así	 como	 su
destino	de	custodia,	después	que	se	practiquen	las	pericias	respectivas.
Ordenar	 el	 traslado	 al	 almacén	 de	 elementos	 materiales	 y	 evidencias
correspondiente,	 según	 su	volumen,	 el	que	 se	efectuará	 con	el	 formato	de
cadena	 de	 custodia.	 Al	 ser	 transportados,	 debe	 preservarse	 su	 integridad,
manteniéndolos	 libres	 de	 todo	 riesgo	 o	 peligro	 de	 alteración,	 deterioro	 o
destrucción.
Artículo	14.-	Registro	 y	 custodia.	 Es	 el	 procedimiento	 que	 se	 desarrolla
con	el	objeto	de	garantizar	el	ingreso,	registro,	almacenaje,	administración	y
salida	de	los	elementos	materiales	y	evidencias.
En	un	plazo	máximo	de	tres	días	calendarios	de	la	intervención	o	recepción
del	informe	policial,	el	fiscal	dispondrá	el	destino	al	almacén,	conforme	a	los
siguientes	lineamientos:
El	 personal	 asignado	 por	 el	 fiscal	 o	 la	 autoridad	 policial,	 en	 delegación,
recibe	el	mandato	y	el	formato	de	cadena	de	custodia.	Quien	entrega	y	quien
los	recibe,	verifica	el	estado	de	los	mismos	o	sus	embalajes,	los	cuales	deben
estar	íntegros,	sin	presentar	alteraciones.	Los	rótulos	o	etiquetas	no	deben
mostrar	enmendaduras.
Se	 registra	 en	 el	 formato	 de	 cadena	 de	 custodia	 el	 traslado	 y	 traspaso,
fecha,	hora,	dejándose	constancia	de	las	observaciones	pertinentes.
El	 responsable	 de	 la	 recepción	 en	 el	 laboratorio	 o	 del	 almacén	 recibe
debidamente	 embalados	 los	 elementos	materiales	 y	 evidencias,	 los	 revisa
efectuando	los	registros	necesarios	en	el	formato	de	cadena	de	custodia	y	en
el	 sistema	 de	 información	 manual	 o	 electrónico.	 Este,	 debe	 verificar	 los
datos	consignados	y	el	responsable	del	traslado.
El	 responsable	 del	 almacén	 en	 los	 distritos	 judiciales	 se	 encargará	 de
recibir	 el	 formato	 de	 la	 cadena	 de	 custodia	 por	 duplicado.	 Una	 copia	 se
queda	 en	 poder	 de	 la	 fiscalía	 o	 autoridad	 interviniente	 para	 que	 sea
agregado	a	la	carpeta	fiscal,	la	otra	permanecerá	en	custodia	del	almacén,	a
fin	 de	 registrar	 las	 futuras	 diligencias	 que	 se	 practiquen.	 Toda	 actuación
posterior	que	se	genere	se	consignará	en	el	formato	de	cadena	de	custodia	y
en	el	registro	informático,	cronológicamente.
El	 responsable	 del	 almacén,	 después	 de	 su	 recepción	 conforme	 a	 los
requisitos	 antes	 señalados,	 selecciona	 y	 ubica	 cada	 uno	 de	 los	 bienes,
dependiendo	 de	 su	 naturaleza,	 clasificándolos	 atendiendo	 a	 su	 volumen,
cantidad,	 peso,	 clase	 de	 sustancia,	 riesgo	 que	 representa,	 valor	 y	 todas
aquellas	 circunstancias	 que	 la	 experiencia	 aconseje	 para	 el	 adecuado
almacenamiento,	 registrando	 en	 el	 sistema	 de	 información	 su	 ubicación
dentro	del	almacén.
En	caso	que	se	aprecien	alteraciones	en	los	embalajes	y	rótulos	o	etiquetas,
quien	 los	 advierta	 en	 el	 almacén	 lo	 comunicará	 inmediatamente	 al	 jefe
inmediato	 y	 a	 la	 autoridad	 competente,	 dejando	 constancia	 escrita	 en	 el
formato	de	cadena	de	custodia	y	si	es	posible,	 fijará	mediante	 fotografía	o
filmación	las	alteraciones.
Quien	entrega	y	quien	recibe	debe	conocer	las	alteraciones	advertidas.
Para	los	efectos	del	cumplimiento	de	estas	especificaciones,	tratándose	de
elementos	 biológicos	 y	 químicos,	 serán	 almacenados	 en	 ambientes
especialmente	 organizados,	 con	 el	 objeto	 de	 evitar	 su	 deterioro	 y	 la
integridad	física	de	los	responsables.
El	 perito	 responsable	 o	 especialista	 a	 quien	 se	 le	 haya	 ordenado	 la
realización	de	un	análisis,	examen	pericial	o	informe	técnico,	consignará	en
el	 formato	 de	 cadena	 de	 custodia	 sucintamente	 las	 técnicas	 empleadas,
identificándose.
Artículo	 15.-	Traslado	 para	 diligencia.	 Cuando	 sea	 necesario	 llevarse	 a
cabo	una	diligencia	fiscal	o	judicial	en	la	que	se	requiere	tener	a	la	vista	los
elementos	materiales	y	evidencias	o	una	muestra	de	ella,	el	fiscal	dispondrá
el	traslado,	indicando	el	personal	responsable.
El	responsable	del	almacén	de	bienes	incautados	cumplirá	con	el	mandato
en	la	forma	y	plazo	que	disponga	la	autoridad	requirente.
El	responsable	del	almacén	al	recibir	 la	orden	fiscal,	ubica	físicamente	los
elementos	 materiales	 los	 entrega	 al	 servidor	 encargado	 del	 traslado	 y
adjunta	 con	 tal	 fin	 los	 formatos	 de	 cadena	 de	 custodia	 donde	 efectúa	 los
registros	correspondientes.	A	su	vez,	descarga	en	el	sistema	de	información
manual	 o	 electrónico	 que	 se	 tenga,	 la	 salida,	 procediendo	 a	 su	 entrega	 al
responsable	del	traslado	y	transporte.
CAPÍTULO	III
De	la	custodia	y	administración	de	bienes	incautados
Artículo	16.-	Incautación.	En	caso	de	efectuarse	una	diligencia	relacionada
a	 la	 investigación	 de	 un	 hecho	 ilícito,	 en	 la	 que	 se	 encuentren	 bienes	 que
ameriten	 ser	 incautados,	 se	 procederá	 a	 asegurarlos	 o	 inmovilizarlos,
designando	provisionalmente	al	responsable	de	la	custodia,	dando	cuenta	al
juez	para	su	aprobación	y	conversión	a	las	medidas	que	fueran	necesarias.
El	 fiscal	 o	 la	 policía	 excepcionalmente	podrán	disponer	 la	 incautación	de
bienes	en	los	casos	previstos	por	ley,	dando	cuenta	de	inmediato	al	juez.
Artículo	 17.-	 Registro	 y	 seguridad.	 Para	 garantizar	 la	 eficacia	 de	 las
diligencias	 antes	 citadas,	 los	 bienes	 deberán	 ser	 individualizados,
registrados,	asegurados	e	inventariados	en	acta,	la	que	será	suscrita	por	los
participantes	y	testigos	de	ser	el	caso.
El	 fiscal	 o	 el	 responsable,	 consignará	 la	 hora	 de	 culminación	 y	 la
identificación	 de	 quienes	 hubieran	 intervenido,	 del	 custodio	 provisional,
entregando	copia	del	acta	a	los	afectados.
Rigen	en	lo	que	fuera	pertinente,	las	disposiciones	previstas	en	los	artículos
12,	13	y	14	del	presente	reglamento.
Artículo	 18.-	 Formato	 de	 bienes	 incautados.	 Se	 registrará	 en	 forma
minuciosa	y	detallada	los	bienes	incautados	en	el	formato	correspondiente,
conforme	 a	 las	 características	 dispuestas	 en	 el	 artículo	 11	 del	 presente
reglamento,	 así	 como	 la	 identificación	 del	 responsable	 de	 la	 custodia	 en
cada	uno	de	 los	procedimientos	relacionados	al	 traslado,	almacenamiento,
administración	y	destino	final	de	los	mismos.
Artículo	 19.-	 Casos	 especiales.	 En	 caso	 de	 bienes	 perecibles,	 sujetos	 a
eminente	 deterioro,	 de	 gran	magnitud	 y	 naturaleza,	 dedicados	 a	 fábrica	 o
comercio,	 semovientes	 entre	 otros	 que	 no	 permitan	 su	 traslado,	 o	 que
ameriten	una	administración	especializada	 sobre	 los	derechos	de	éstos,	 el
fiscal	dispondrá	 la	 inmovilización	y	el	aseguramiento,	así	como	el	 lugar	de
custodia,	designando	al	depositario	-	responsable	por	un	plazo	no	mayor	de
15	 días	 prorrogables	 por	 igual	 término,	 dando	 cuenta	 al	 juez	 para	 la
confirmación	 de	 la	 medida	 y	 conversión	 a	 incautación	 conforme	 a	 los
presupuestos	establecidos	en	la	ley.
Artículo	20.-	Designación	del	 lugar	de	custodia.	Dispuesta	 la	medida	de
incautación,	el	fiscal	delegará	al	responsable	del	almacén	la	designación	del
lugar	y	de	 la	 aplicación	de	 las	 reglas	de	administración	que	 correspondan
para	el	mejor	cuidado	de	los	citados	bienes.
En	 los	 casos	 especiales	 y	 no	 previstos	 expresamente	 en	 la	 ley,	 se	 deberá
tener	 en	 cuenta	 que	 si	 el	 bien	 está	 sujeto	 a	 un	 proceso	 de	 producción	 y
comercio,	 deberá	 según	 el	 caso,	 procurarse	 su	 continuación,	 así	 como	 la
administración	 de	 las	 rentas,	 frutos	 o	 productos,	 el	 fiscal	 solicitará	 la
designación	del	depositario	correspondiente.
Dicha	función	deberá	ser	cumplida	con	la	diligencia	ordinaria	exigida	por	la
naturaleza	de	la	obligación,	no	pudiendo	usarlo	en	provecho	propio	o	de	un
tercero,	 salvo	 disposición	 judicial,	 inscribiéndose	 en	 el	 registro
correspondiente.
Debe	informarse	semestralmente	al	responsable	del	almacén	del	Ministerio
Público	respecto	a	la	gestión	encomendada.
Artículo	21.-	Convenios	interinstitucionales	de	custodia.	El	fiscal	jefe	del
distrito	judicial	podrá	celebrar	convenios	interinstitucionales	de	custodia	de
bienes	incautados,	con	dependencias	estatales	relacionadas	al	bien	jurídico
protegido	 como	 gobiernos	 regionales,	 locales,	 universidades,	 centros
asistenciales	entre	otros,	que	por	su	especial	naturaleza	o	características,	no
puedan	ser	almacenados	en	los	ambientes	del	Ministerio	Público	o	cuando
se	carezca	de	infraestructura	adecuada.
Artículo	22.-	Títulos	valores	o	documentos	de	crédito.	Cuando	se	afecten
títulos	 valores	 o	 documentos	 de	 crédito,	 la	 incautación	 o	 el	 secuestro
procederá	conforme	a	 las	reglas	del	artículo	652	del	Código	Procesal	Civil,
de	ser	pertinente.
Artículo	23.-	Custodia	de	joyas	y	análogos.	Cuando	se	requiera	la	custodia
de	 joyas	auténticas,	metales	valiosos,	piedras	preciosas	o	efectos	análogos
que	superen	el	valor	de	una	unidad	impositiva	tributaria,	el	fiscal	dispondrá
que	el	responsable	del	almacén	las	deposite	en	custodia	en	la	caja	de	valores
del	Banco	de	la	Nación,	previa	tasación	de	un	perito	designado	de	la	lista	de
tasadores	del	Ministerio	Público.
Los	documentos	que	correspondan	a	la	descripción,	tasación	y	depósito	de
tales	bienes	serán	remitidos	al	almacén,	anexándose	una	copia	a	la	carpeta
fiscal.
Si	el	valor	de	lo	incautado	es	inferior	a	una	unidad	impositiva	tributaria,	se
depositarán	con	la	debida	descripción	e	identificación	en	la	caja	de	valores
del	almacén	del	distrito	fiscal.
Artículo	 24.-	 Bienes	 inmuebles.	 Tratándose	 de	 administración	 bienes
inmuebles	o	de	derechos	sobre	aquellos,	en	tanto	concluya	la	investigación
preparatoria	 o	 el	 proceso,	 se	 procederá	 a	 la	 anotación	 de	 la	 medida
adoptada	 en	 el	 respectivo	 Registro	 Público,	 en	 cuyo	 caso	 se	 requerirá	 la
orden	judicial	respectiva.	Se	dejará	constancia	en	el	acta	 la	 identidad	de	la
persona	o	institución	responsable	de	la	posesión	-	custodia.
Artículo	25.-	Regulación	supletoria.	Rige	para	los	supuestos	previstos	en
los	artículos	precedentes,	 lo	establecido	en	el	Código	Civil	y	Procesal	Civil,
en	lo	que	fuera	pertinente.
CAPÍTULO	IV
De	los	responsables	de	la	custodia	de	los	elementos
materiales,	evidencias	y	bienes	incautados
Artículo	26.-	Obligaciones.	Son	obligaciones	del	responsable	del	almacén:
Recibir	y	registrar	los	elementos	materiales,	evidencias	y	bienes	incautados
en	 los	 formatos	 respectivos,	 sistema	 informático	 o	 el	 que	 haga	 sus	 veces.
Los	 procedimientos	 de	 ingreso,	 traslado	 y	 egreso	 definitivo	 que	 fueran
ordenados	por	las	autoridades	correspondientes,	deberán	ser	cumplidos	en
el	modo	y	plazo	dispuestos.
Clasificar,	 ubicar,	 custodiar	 y	 conservar	 los	 elementos	 materiales,
evidencias	y	bienes	incautados.
Efectuar	semestralmente	inventarios	físicos	a	efecto	de	informar	al	fiscal	a
cargo	 del	 caso,	 con	 el	 objeto	 que	 adopten	 las	 acciones	 que	 correspondan
para	determinar	su	destino	final.
Requerir	 a	 las	 autoridades	 administrativas	 los	 recursos	 logísticos
necesarios	para	la	adecuada	custodia,	conservación	y	administración	de	los
elementos	materiales,	evidencias	y	bienes	incautados,	según	su	naturaleza.
Artículo	 27.-	Detalle	 del	 registro.	 Ingresados	 los	 elementos	 materiales,
evidencias	y	bienes	incautados	al	almacén,	se	procederá	a	su	registro	el	cual
deberá	detallar	como	mínimo	lo	siguiente:
a)	 Estado	 de	 conservación	 y	 descripción	 según	 la	 información
proporcionada	en	el	formato	de	cadena	de	custodia.
b)	Fecha	y	hora	de	ingreso,	egreso	y	traslados.
c)	Fiscalía	que	ordena	el	internamiento.
d)	Número	de	ingreso	de	la	investigación,	informe	policial,	carpeta	fiscal	o
proceso	según	corresponda.
e)	 Nombre	 de	 los	 sujetos	 procesales	 (investigado,	 víctima,	 tercero
civilmente	responsable,	etc.)
f)	Delito	investigado.
g)	Y,	otras	anotaciones	u	observaciones	cuando	sean	necesarias.
Artículo	 28.-	 Tasador	 oficial.	 El	 fiscal	 jefe	 de	 cada	 distrito	 judicial
designará	anualmente	los	tasadores	oficiales.
En	caso	de	no	contarse	con	personal	calificado	en	los	distritos	judiciales,	se
procederá	a	la	convocatoria	respectiva,	para	tal	efecto,	la	Gerencia	General
del	Ministerio	Público	asignará	los	recursos	que	fueran	necesarios.
Artículo	29.-	De	 los	organismos	habilitados.	Los	 fiscales	 encargados	 de
las	investigaciones	en	las	cuales	se	hubieran	incautado	bienes,	en	su	función
de	supervigilancia	de	los	organismos	que	por	ley	se	han	creado	o	habilitado
para	 el	 depósito,	 administración	 y	 disposición	 de	 aquellos,	 verificarán	 su
custodia,	estado	de	conservación,	traslado	y	disposición	final.
Velarán	que	los	organismos	habilitados	por	 ley	observen	el	cumplimiento
del	presente	reglamento	y	lo	contenido	en	el	“Reglamento	de	supervisión	de
organismos	 encargados	 de	 bienes	 incautados”,	 en	 lo	 que	 fuera	 pertinente
para	los	fines	de	la	investigación	y	el	proceso.
Artículo	30.-	Incumplimiento.	En	 caso	de	verificarse	 la	 inobservancia	de
las	 obligaciones	 establecidas	 por	 ley	 respecto	 a	 las	 obligaciones	 de	 los
organismos	 delegados,	 el	 fiscal	 procederá	 a	 las	 acciones	 legales
correspondiente,	 instruyendo	 a	 la	 institución	 responsable,	 para	 que	 se
supere	 las	 omisiones	 advertidas	 conforme	 a	 lo	 establecido	 en	 el
“Reglamento	 de	 supervisión	 de	 organismos	 encargados	 de	 bienes
incautados”.
CAPÍTULO	V
De	la	disposición	de	los	elementos	materiales,	evidencias	y
bienes	incautados
Artículo	31.-	Disposición.	El	 fiscal	o	 juez	competente	decide,	en	el	menor
tiempo	 posible,	 sobre	 el	 destino	 final	 de	 los	 elementos	 materiales,
evidencias	y	bienes	incautados	en	la	investigación	o	proceso,	a	través	de	los
distintos	mecanismos	que	establecen	las	leyes	especiales,	este	reglamento	y
las	 normas	 técnico	 científicas.	 Con	 tal	 fin,	 emiten	 el	 mandado
correspondiente,	 el	 que	 es	 comunicado	 al	 responsable	 del	 almacén,	 a	 la
dependencia	 competente	 del	 organismo	delegado	 que	 haga	 sus	 veces	 o	 al
laboratorio	forense.
Artículo	 32.-	Ejecución.	 El	 responsable	 o	 custodio	 recibe	 y	 corrobora	 el
contenido	del	mandato,	registra	en	el	formato	respectivo	y	en	el	sistema	de
información	 que	 corresponda,	 la	 disposición	 final	 del	 bien	 incautado	 y
procede	a	materializar	lo	ordenado.
Artículo	 33.-	 Conservación	 de	 muestra	 representativa.	 Tratándose	 de
objetos	 de	 gran	 volumen,	 perecibles	 o	 que	 atenten	 contra	 la	 salud	 y	 la
seguridad	públicas,	se	conservará	una	muestra	representativa,	adoptándose
las	medidas	de	seguridad	indispensables	y/o	vistas	fotográficas	o	filmación
de	 la	 totalidad	 del	 bien	 o	 lote,	 para	 facilitar	 su	 futura	 apreciación	 en	 la
investigación	 o	 proceso,	 y	 la	 elaboración	 de	 pericias	 o	 diligencias
posteriores.
La	 muestra	 se	 derivará	 con	 posterioridad	 al	 almacén	 correspondiente,
conforme	al	procedimiento	establecido	en	este	reglamento.
Artículo	 34.-	 Acta	 de	 disposición.	 En	 los	 casos	 previstos	 por	 ley,	 la
disposición	 final	 de	 los	 elementos	 materiales,	 evidencias	 y	 bienes
incautados	 se	 materializa	 con	 la	 presencia	 del	 Ministerio	 Público,	 el	 cual
levantará	el	acta	correspondiente,	la	que	se	adjuntará	al	formato	de	custodia
de	elementos	materiales,	evidencias	y	bienes	incautados,	respectivamente.
Artículo	 35.-	 Del	 seguimiento	 y	 control.	 El	 fiscal	 en	 su	 función	 de
supervisión	de	los	organismos	que	por	ley	se	han	creado	o	habilitado	para	el
depósito,	 administración	o	disposición	de	 los	 bienes	 incautados,	 realiza	 el
seguimiento	y	control	de	la	disposición	final	dictada	respecto	de	aquellos.
El	 fiscal	 jefe	 o	 quien	 éste	 designe,	 supervisará	 el	 cumplimiento	 de	 las
normas	dispuestas	en	el	presente	reglamento	en	todos	 los	procedimientos
relativos	al	destino	final.
Artículo	36.-	Procedimientos	para	el	destino	final.	El	procedimiento	por
el	que	se	establece	el	destino	final	de	los	elementos	materiales,	evidencias	y
bienes	 incautados	 será	 establecido	 motivadamente	 por	 parte	 del	 fiscal	 o
juez	 competente,	 quienes	 dependiendo	 de	 la	 investigación	 o	 etapa	 del
proceso,	dictarán	las	siguientes	medidas:
a)	Conservación	o	custodia	definitiva
b)	Devolución
c)	Destrucción	o	incineración
d)	Libre	disposición
e)	Remate
Artículo	 37.-	De	 la	 conservación	 o	 custodia	 definitiva.	 En	 las	 etapas
respectivas	del	proceso,	 la	fiscalía	o	el	 juzgado	que	previno,	de	ser	el	caso,
determinarán	 la	 conservación	 o	 custodia	 definitiva	 de	 los	 elementos
materiales	y	evidencias	hasta	por	el	plazo	máximo	previsto	en	la	ley	para	la
prescripción	de	la	acción	o	la	pena,	según	corresponda.
Artículo	38.-	Devolución.	El	fiscal	podrá	disponer	la	devolución	o	entrega
de	los	bienes	incautados	al	afectado,	propietario	o	representante	legal,	con
conocimiento	del	 juez	de	 la	 investigación	preparatoria,	solo	en	el	caso	que
éste	hubiera	prevenido.
La	 devolución	 podrá	 ordenarse	 con	 carácter	 provisional	 y	 en	 calidad	 de
depósito,	cuando	fuera	necesario	para	la	investigación	o	proceso,	con	fines
de	exhibición.
Los	 bienes	 podrán	 ser	 devueltos	 al	 investigado	 si	 aquellos	 no	 tuvieren
ninguna	 relación	 con	 el	 delito.	 La	 recepción	 del	 bien	 por	 el	 agraviado	 o
propietario	 o	 representante	 legal	 se	 consignará	 en	 un	 acta,	 la	 que	 será
suscrita	tanto	por	el	responsable	de	la	entrega	como	por	quienes	lo	reciben.
En	caso	de	dictarse	un	sobreseimiento,	archivo	o	sentencia	absolutoria,	el
responsable	de	la	custodia	dará	cumplimiento	al	mandato	correspondiente,
dejando	constancia	en	los	formatos	respectivos.
Artículo	 39.-	 Requisitos	 para	 la	 destrucción	 o	 incineración.	 El	 fiscal,
dando	 cuenta	 al	 juez,	 si	 fuera	 pertinente,	 dispondrá	 la	 destrucción	 o
incineración	 de	 los	 elementos	 materiales,	 evidencias	 y	 bienes	 incautados
que	atenten	contra	la	salud	y	seguridad	pública,	como	muestras	biológicas,
físicas,	 químicas,	 entre	 otras,	 cuando	 así	 lo	 regulen	 las	 leyes	 especiales
sobre	la	materia	o	las	normas	técnico	científicas.
Asimismo,	 debe	 disponer	 la	 destrucción	 o	 incineración	 de	 los	 bienes
perecibles	 o	 en	 manifiesto	 estado	 de	 deterioro	 irrecuperable	 y	 cuyo
almacenamiento	 o	 custodia	 resulten	 muy	 difíciles	 o	 peligrosos	 como
materiales	 inflamables,	 combustibles,	 disolventes,	 pinturas	 u	 otros
análogos,	 que	 pudieran	 poner	 en	 riesgo	 la	 salud	 o	 integridad	 física	 del
personal	de	custodia.
Artículo	40.-	Procedimiento.	El	responsable	de	 la	ejecución	de	 la	medida
en	los	casos	de	destrucción	o	incineración	de	bienes	tomará	una	muestra,	la
cual	 derivará	 al	 almacén	 correspondiente,	 conforme	 al	 procedimiento
establecido	en	el	artículo	33	del	presente	reglamento.
El	 fiscal	 levantará	 el	 acta	 y	 dispondrá	 su	 anotación	 en	 los	 formatos
respectivos,	 practicada	 la	 incineración	 o	 destrucción,	 según	 la	 naturaleza
del	bien.	Copia	del	acta	se	anexará	a	la	carpeta	fiscal.
Artículo	 41.-	 Libre	 disposición.	 Los	 fiscales	 cuando	 corresponda,
declararán	 la	 libre	 disposición	 de	 los	 bienes	 incautados,	 en	 los	 siguientes
casos:
a)	Cuando	no	se	haya	identificado	al	autor	del	ilícito,
b)	Cuando	no	se	haya	identificado	al	perjudicado;	o,
c)	 Cuando	 pese	 a	 identificarse	 al	 propietario,	 se	 hubieran	 realizado
gestiones	infructuosas	para	su	devolución.
Rigen	como	plazos,	 los	establecidos	en	 los	artículos	950	y	951	del	Código
Civil,	para	la	prescripción	adquisitiva.
Y	 además,	 cuando	 los	 bienes	 que	 provienen	 de	 la	 falsificación	 o
adulteración	de	marcas	u	otras	análogas,	puedan	ser	aprovechables	por	 la
población	 de	 menores	 recursos,	 siempre	 que	 no	 representen	 un	 peligro
para	la	salud	ni	alteren	los	precios	del	mercado,	conforme	al	procedimiento
establecido	en	el	segundo	párrafo	del	artículo	47	del	presente	reglamento.
Rige	como	plazo	en	éste	último	caso,	el	establecido	en	el	artículo	223	del
Nuevo	Código	Procesal	Penal.
Artículo	42.-	Modalidades	de	la	libre	disposición.	Declarados	 los	bienes
incautados	 en	 la	 condición	 de	 libre	 disposición	 por	 el	 fiscal	 o	 por	 el	 juez
según	 corresponda	 al	 estado	 del	 proceso,	 el	 órgano	 administrativo	 del
Ministerio	 Público	 o	 del	 organismo	 delegado,	 podrá	 optar	 entre	 las
siguientes	acciones:
a)	La	asignación	en	uso
b)	La	donación
Artículo	43.-	Asignación	en	uso.	Por	excepción,	cuando	las	necesidades	del
servicio	 lo	 ameriten,	 el	 órgano	 administrativo	 autorizará	 la	 asignación	 en
uso	de	 los	bienes	 incautados,	sean	muebles	o	 inmuebles.	Con	tal	objeto,	el
responsable	 del	 almacén,	 o	 el	 depositario,	 verificará	 la	 autenticidad	 del
mandato	y	procederá	a	 la	entrega	del	bien	a	 la	persona	o	ente	autorizado
para	 su	 recepción,	 consignándose	 en	 los	 registros	 informáticos	 y	 en	 el
formato	 de	 bienes	 incautados,	 las	 condiciones,	 estado	 y	 destino	 de	 los
bienes.
Artículo	 44.-	 Donación.	 La	 donación	 procede	 antes	 del	 vencimiento	 o
deterioro	de	los	bienes	declarados	de	libre	disposición	con	fines	sociales	y
humanitarios,	cuando	se	trate	de	bienes	incautados	que	tengan	la	condición
de	 perecibles	 tales	 como,	 alimentos,	 medicamentos	 u	 otros	 análogos	 de
consumo,	 bienes	 con	 marca	 de	 fábrica	 adulterada	 o	 falsificada	 pero
aprovechables	 sin	 riesgo	 para	 la	 salud,	 como	 prendas	 de	 vestir,	 ropa	 de
cama,	calzado	o	materiales	de	construcción	y	otros	de	utilidad	inmediata.
Artículo	 45.-	 Del	 beneficiario	 de	 la	 donación.	 El	 fiscal	 comunicará	 al
responsable	 del	 órgano	 administrativo	 del	 Ministerio	 Público,	 la	 libre
disposición	de	 los	bienes	 incautados,	para	que	proceda	a	solicitar	ante	 los
fiscales	jefes	(decanos),	su	donación.
El	comité	institucional	descentralizado	de	cada	distrito	judicial	propondrá
la	 entidad	 receptora,	 entre	 ellos	 hospitales	 públicos,	 centros	 educativos
públicos,	 establecimientos	 penitenciarios,	 compañías	 de	 bomberos
voluntarios,	 asilos	 de	 ancianos,	 clubes	 de	madres	 o	 comedores	 populares,
albergues	infantiles	o	albergues	juveniles,	clubes	de	servicio,	poblaciones	en
extrema	pobreza	o	que	hubieran	sido	víctimas	de	catástrofes	o	calamidades,
así	como	al	funcionario	responsable	de	ejecutar	el	mandato.
Con	 tal	 fin	 emitirá	 la	 resolución	 de	 donación	 correspondiente
comunicándola	al	órgano	administrativo	encargado	de	ejecutarla.
Artículo	 46.-	 Procedimiento	 de	 la	 donación.	 Recibido	 el	 mandado,	 el
responsable	 del	 almacén	 o	 de	 la	 dependencia	 competente	 del	 organismo
delegado	 procederá	 a	 la	 entrega	 del	 bien	 a	 la	 persona	 o	 institución
autorizada	para	su	recepción,	consignándose	en	los	registros	informáticos	y
en	 el	 formato	 respectivo	 las	 condiciones,	 estado	 y	 destino	 final	 del	 bien,
cuidando	 de	 conservar	 una	 muestra	 representativa,	 vistas	 fotográficas	 o
filmación	del	bien	o	de	la	totalidad	del	lote,	si	fuera	el	caso,	para	facilitar	la
futura	apreciación	de	los	hechos	y	atender	pericias	o	diligencias	posteriores.
En	caso	de	bienes	incautados	en	custodia	de	instituciones	delegadas,	éstas
deberán	 remitir	 la	muestra	 al	 almacén	del	Ministerio	Público,	 así	 como	el
formato	 correspondiente;	 y,	 además,	 toda	 aquella	 documentación	 que	 se
genere	para	ser	anexada	a	la	carpeta	fiscal.
Artículo	 47.-	 Entrega	 y	 recepción	 de	 bienes	 donados.	 La	 entrega	 y
recepción	de	los	bienes	donados,	quedará	registrada	en	un	acta,	en	la	que	se
consignará	 la	 expresa	 prohibición	 del	 beneficiario	 de	 traspasar,	 vender	 o
disponer	 de	 aquellos,	 de	 manera	 que	 se	 garantice	 la	 ausencia	 de
interferencia	o	alteración	de	los	precios	del	mercado.
En	caso	de	haberse	utilizado	marcas	de	fábrica	adulteradas	o	falsificadas,	el
funcionario	 administrativo	 responsable,	 dispondrá	 y	 verificará	 que	 éstas
sean	retiradas	previamente	a	la	donación,	procurando	no	causar	daño	a	las
especies.
Artículo	48.-	Del	remate.	Procede	el	remate	tratándose	de	bienes	muebles
o	 inmuebles,	 en	 el	 supuesto	 de	 no	 haberse	 identificado	 al	 autor	 o
perjudicado	en	el	plazo	establecido	por	ley.
Transcurrido	el	plazo	sin	haberse	formalizado	la	investigación,	el	fiscal	o	el
juez	de	la	investigación	preparatoria,	ordenará,	según	el	caso,	la	realización
del	 remate	 de	 los	 bienes	 incautados	 al	 órgano	 administrativo	 que	 se
designe.
Artículo	 49.-	 Valorización.	 Previo	 al	 remate,	 el	 órgano	 administrativo
designado	dispondrá	la	valorización	de	los	bienes	con	el	apoyo	de	un	perito
y	 martillero	 público,	 si	 fuere	 pertinente.	 El	 perito	 quedará	 encargado	 de
describir	 y	 valorizar	 los	 bienes	 a	 rematarse	 elaborando	 los	 documentos
respectivos,	 ordenándose	 el	 remate	mediante	 resolución	por	 convocatoria
pública.
Artículo	 50.-	 Honorarios.	 Los	 martilleros	 públicos	 percibirán	 por	 su
participación	 los	 honorarios	 de	 acuerdo	 al	 arancel	 establecido	 en	 el
Reglamento	de	la	Ley	del	Martillero	Público.	La	gerencia	general	proveerá	al
órgano	administrativo	los	recursos	necesarios	para	dicho	objeto.
Artículo	 51.-	Aviso.	 El	 aviso	 de	 remate	 será	 publicado	 durante	 tres	 días
consecutivos	 en	 el	 diario	 oficial	 de	 la	 localidad	 y	 adicionalmente	 en	 un
diario	de	mayor	circulación	o	en	carteles	a	falta	de	éste.	El	aviso	contendrá:
a)	La	descripción	de	bienes	 incautados	a	 rematar,	 sus	 características	y	 el
lugar	donde	se	encuentren.
b)	El	valor	de	tasación	y	el	precio	base.
c)	El	nombre	del	funcionario	que	efectuará	el	remate.
d)	El	porcentaje	que	debe	depositarse	para	participar	en	el	remate.
e)	El	lugar,	día	y	hora	del	remate.
Artículo	 52.-	 Reglas	 del	 remate.	 En	 el	 remate	 se	 observarán	 las	 reglas
siguientes:
a)	El	día	y	hora	designado	para	el	remate	se	dará	comienzo	al	acto	con	la
lectura	de	la	relación	de	bienes	incautados	en	subasta,	indicándose	los	que
se	rematarán	en	lotes.
b)	Sólo	serán	admitidos	como	postores	las	personas	que	hayan	oblado	ante
el	funcionario	competente,	el	diez	por	ciento	(10%)	del	valor	de	la	tasación.
c)	 Las	 pujas	 se	 harán	 en	 voz	 alta,	 debiendo	 repetirlas	 el	 funcionario
competente,	 quedando	 entendido	 que	 serán	 referidas	 a	 cantidades	 a	 ser
pagadas	 al	 contado	 y	 sin	 condición	 alguna.	 Tales	 pujas	 continuarán
sucesivamente	en	pos	de	mejores	ofertas,	adjudicándose	al	mejor	postor.
d)	Cerrado	el	remate,	se	otorgará	al	postor,	previo	pago	de	la	totalidad	del
precio,	 en	 el	 plazo	 máximo	 de	 24	 horas	 el	 documento	 que	 acredite	 la
adjudicación	y	entrega	del	bien.	Caso	contrario,	el	postor	perderá	 la	 suma
oblada,	que	constituirá	recursos	propios	del	Ministerio	Público.
Artículo	53.-	Acta	de	remate.	El	acta	de	remate	se	redactará	en	original	y
cuatro	copias,	las	mismas	que	deberán	ser	rubricadas	por	los	participantes
del	remate	y	el	adjudicatario.	Una	de	las	copias	se	remitirá	a	la	fiscalía	o	la
dependencia	competente,	para	el	registro	correspondiente.
Para	 la	 anotación	 de	 la	 transferencia	 de	 los	 inmuebles	 en	 los	 Registro
Públicos,	 el	 órgano	 administrativo	 oficiará	 a	 dichas	 dependencias,
acompañando	 una	 copia	 del	 acta	 de	 adjudicación	 respectiva,	 la	 cual
constituye	el	título	de	transferencia	de	propiedad.
Artículo	 54.-	 Producto	 del	 remate.	 El	 monto	 resultante	 del	 remate
descontando	 los	 gastos	 que	 han	 demandado	 las	 actuaciones,	 será
depositado	en	el	Banco	de	la	Nación	a	la	orden	del	Ministerio	Público,	si	no
se	formalizó	investigación	preparatoria	y	en	partes	iguales	a	favor	del	Poder
Judicial	y	del	Ministerio	Publico	si	existiere	proceso	abierto.
Si	ninguna	persona	acredita	su	derecho,	transcurrido	un	año	desde	la	fecha
de	remate,	el	Ministerio	Público	o	el	Poder	Judicial	dispondrán	de	ese	monto
como	recursos	propios	a	utilizarse	de	preferencia	en	 la	 jurisdicción	donde
se	efectuó	la	incautación.
Artículo	 55.-	 Remate	 sucesivo.	 Los	 bienes	 incautados	 que	 no	 se	 hayan
rematado,	lo	serán	en	un	segundo	remate	con	la	disminución	del	quince	por
ciento	(15%)	del	valor	de	su	tasación.	De	no	prosperar,	serán	objeto	de	un
tercer	remate	con	 la	disminución	del	quince	por	ciento	(15%)	adicional	al
valor	de	su	tasación.
En	 caso	 de	 no	 ser	 rematados	 nuevamente,	 podrán	 ser	 adjudicados	 a	 las
entidades	receptoras	previstas	en	el	artículo	45	del	presente	reglamento	y
conforme	a	dicho	procedimiento.
Artículo	56.-	Normas	supletorias.	Para	 los	efectos	de	practicar	el	remate
se	 considerarán	 en	 lo	 que	 fuera	 pertinente	 las	 normas	 contenidas	 en	 los
alcances	del	artículo	728	y	siguientes	del	Código	Procesal	Civil,	así	como	las
normas	de	Código	Civil,	en	lo	que	resulten	aplicables.
Disposiciones	transitorias	y	finales
Primera	Disposición	Transitoria	y	Final.-	El	presente	reglamento	entrará	en
vigencia	 progresiva	 en	 los	 distritos	 judiciales	 conforme	 calendario	 oficial
aprobado	por	Decreto	Supremo	Nº	007-2006-JUS,	su	fecha	04	de	marzo	del
2006.
Segunda	 Disposición	 Transitoria	 y	 Final.-	 El	 responsable	 del	 almacén	 de
cada	distrito	judicial	en	el	plazo	de	30	días	remitirá	a	las	fiscalías	de	origen,
el	 reporte	 de	 los	 bienes	 actualmente	 almacenados	 e	 internados	 por	 cada
una	de	ellas.
Las	fiscalías	en	el	plazo	máximo	de	20	días	y	bajo	responsabilidad	funcional
deberán	indicar	al	responsable	del	almacén	por	escrito:
a)	Si	los	bienes	incautados	deben	o	no	continuar	internados	en	el	almacén,
de	acuerdo	a	los	criterios	diseñados	en	el	presente	reglamento.
b)	Si	procede	la	libre	disposición,	destrucción	o	incineración	o	remate	del
bien,	siempre	que	no	se	hubiera	identificado	a	su	propietario;	o,	existiendo
éste,	 no	 los	 hubiera	 reclamado	 y	 permanecieran	 en	 el	 almacén,	 con	 una
antigüedad	superior	a	dos	años.
Tercera	 Disposición	 Transitoria	 y	 Final.-	 Concluido	 el	 trámite	 de	 la
disposición	anterior,	se	publicará	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano	o	en	otro	de
mayor	circulación	de	cada	distrito	judicial,	las	acciones	a	adoptarse	respecto
a	 los	 citados	 bienes.	 Cumplido	 el	 trámite	 anterior,	 los	 responsables	 del
almacén	 procederán	 a	 realizar	 las	 acciones	 dispuestas	 por	 el	 fiscal
tendientes	a	la	destrucción	o	incineración,	donación,	remate,	asignación	en
uso,	según	corresponda,	de	todos	los	bienes	incautados	respecto	a	los	cuales
el	 fiscal	 jefe	 o	 quien	 éste	 designe,	 supervisará	 todo	 el	 proceso,	 el	 cual	 no
deberá	 exceder	 de	 noventa	 días	 calendario	 de	 publicado	 el	 presente
reglamento.	(...).
CAPÍTULO	VII
El	control	de	comunicaciones	y	documentos
privados
SUBCAPÍTULO	I
La	interceptación	e	incautación	postal
D.	Leg.	957.
ART.	226.—Autorización.
1.	 Las	 cartas,	 pliegos,	 valores,	 telegramas	 y	 otros	 objetos	 de
correspondencia	 o	 envío	 postal,	 en	 las	 oficinas	 o	 empresas	 –
públicas	o	privadas–	postales	o	telegráficas,	dirigidos	al	imputado
o	remitidos	por	él,	aun	bajo	nombre	supuesto,	o	de	aquellos	de	los
cuales	 por	 razón	 de	 especiales	 circunstancias,	 se	 presumiere
emanan	de	él	o	de	 los	que	él	pudiere	ser	el	destinatario,	pueden
ser	 objeto,	 a	 instancia	 del	 fiscal	 al	 juez	 de	 la	 investigación
preparatoria,	de	interceptación,	incautación	y	ulterior	apertura.
2.	 La	 orden	 judicial	 se	 instará	 cuando	 su	 obtención	 sea
indispensable	 para	 el	 debido	 esclarecimiento	 de	 los	 hechos
investigados.	 Esta	 medida,	 estrictamente	 reservada	 y	 sin
conocimiento	 del	 afectado,	 se	 prolongará	 por	 el	 tiempo
estrictamente	necesario,	el	que	no	será	mayor	que	el	período	de	la
investigación.
3.	Del	mismo	modo,	se	podrá	disponer	 la	obtención	de	copias	o
respaldos	de	la	correspondencia	electrónica	dirigida	al	 imputado
o	emanada	de	él.
4.	El	juez	de	la	investigación	preparatoria	resolverá,	mediante
trámite	reservado	e	inmediatamente,	teniendo	a	la	vista	los
recaudos	que	justifiquen	el	requerimiento	fiscal.	La	denegación	de
la	medida	podrá	ser	apelada	por	el	fiscal,	e	igualmente	se
tramitará	reservada	por	el	Superior	Tribunal,	sin	trámite	alguno	e
inmediatamente.
D.	Leg.	957.
ART.	227.—Ejecución.
1.	 Recabada	 la	 autorización,	 el	 fiscal	 –por	 sí	 o	 encargando	 su
ejecución	 a	 un	 funcionario	 de	 la	 fiscalía	 o	 un	 efectivo	 policial–
realizará	 inmediatamente	 la	 diligencia	 de	 interceptación	 e
incautación.	 Acto	 seguido	 examinará	 externamente	 la
correspondencia	 o	 los	 envíos	 retenidos,	 sin	 abrirlos	 o	 tomar
conocimiento	 de	 su	 contenido,	 y	 retendrá	 aquellos	 que	 tuvieren
relación	con	el	hecho	objeto	de	la	investigación.	De	lo	actuado	se
levantará	un	acta.
2.	 Modificado.	 Ley	 30077,	 Tercera	 Disposición
Complementaria	Modificatoria.	 La	 apertura,	 examen	y	 análisis
de	 la	correspondencia	y	envíos	se	efectuará	en	el	 lugar	donde	el
fiscal	 lo	 considere	 más	 conveniente	 para	 los	 fines	 de	 la
investigación,	 atendiendo	 a	 las	 circunstancias	 del	 caso.	 El	 fiscal
leerá	 la	correspondencia	o	revisará	el	contenido	del	envío	postal
retenido.	 Si	 tienen	 relación	 con	 la	 investigación	 dispondrá	 su
incautación,	dando	cuenta	al	juez	de	la	investigación	preparatoria.
Por	el	contrario,	si	no	tuvieren	relación	con	el	hecho	investigado
serán	devueltos	a	su	destinatario,	directamente	o	por	intermedio
de	 la	 empresa	 de	 comunicaciones.	 La	 entrega	 podrá	 entenderse
también	con	algún	miembro	de	la	familia	del	destinatario	o	con	su
mandatario	 o	 representante	 legal.	 Cuando	 solamente	 una	 parte
tenga	 relación	 con	 el	 caso,	 a	 criterio	 del	 fiscal,	 se	 dejará	 copia
certificada	 de	 aquella	 parte	 y	 se	 ordenará	 la	 entrega	 a	 su
destinatario	o	viceversa.
3.	En	todos	los	casos	previstos	en	este	artículo	se	redactará	el
acta	correspondiente.
D.	Leg.	957.
ART.	228.—Diligencia	de	reexamen	judicial.
1.	 Cumplida	 la	 diligencia	 y	 realizadas	 las	 investigaciones
inmediatas	 en	 relación	 al	 resultado	 de	 aquélla,	 se	 pondrá	 en
conocimiento	del	afectado	todo	lo	actuado,	quien	puede	instar	el
reexamen	judicial,	dentro	del	plazo	de	tres	días	de	notificado.
2.	La	audiencia	se	realizará	con	asistencia	del	afectado,	de	su
defensor	y	de	las	demás	partes.	El	juez	decidirá	si	la	diligencia	se
realizó	correctamente	y	si	la	interceptación	e	incautación	han
comprendido	comunicaciones	relacionadas	con	la	investigación.
D.	Leg.	957.
ART.	229.—Requerimiento	a	tercera	persona.	Si	la	persona	en
cuyo	poder	 se	encuentra	 la	 correspondencia,	 al	 ser	 requerida	 se
niega	a	entregarla,	será	informada	que	incurre	en	responsabilidad
penal.	 Si	 persiste	 en	 su	 negativa,	 se	 redactará	 acta	 de	 ésta	 y
seguidamente	se	le	iniciará	la	investigación	pertinente.
Si	dicha	persona	alegare	como	fundamento	de	su	negativa,
secreto	de	Estado	o	inmunidad	diplomática,	se	procederá
conforme	al	numeral	3)	del	artículo	224	en	el	primer	caso	y	se
solicitará	informe	al	Ministerio	de	Relaciones	Exteriores	en	el
segundo	caso.
SUBCAPÍTULO	II
La	intervención	de	comunicaciones	y
telecomunicaciones
D.	Leg.	957.
ART.	 230.—Intervención	 o	 grabación	 o	 registro	 de
comunicaciones	 telefónicas	 o	 de	 otras	 formas	 de
comunicación.
1.	 El	 fiscal,	 cuando	 existan	 suficientes	 elementos	 de	 convicción
para	 considerar	 la	 comisión	 de	 un	 delito	 sancionado	 con	 pena
superior	 a	 los	 cuatro	 años	 de	 privación	 de	 libertad	 y	 la
intervención	 sea	 absolutamente	 necesaria	 para	 proseguir	 las
investigaciones,	 podrá	 solicitar	 al	 juez	 de	 la	 investigación
preparatoria	 la	 intervención	 y	 grabación	 de	 comunicaciones
telefónicas,	 radiales	 o	 de	 otras	 formas	 de	 comunicación.	 Rige	 lo
dispuesto	en	el	numeral	4)	del	artículo	226.
2.	La	orden	judicial	puede	dirigirse	contra	el	investigado	o	contra
personas	 de	 las	 que	 cabe	 estimar	 fundadamente,	 en	 mérito	 a
datos	objetivos	determinados	que	reciben	o	 tramitan	por	cuenta
del	 investigado	 determinadas	 comunicaciones,	 o	 que	 el
investigado	utiliza	su	comunicación.
3.	 Modificado.	 Ley	 30077,	 Tercera	 Disposición
Complementaria	Modificatoria.	El	requerimiento	del	fiscal	y,	en
su	 caso,	 la	 resolución	 judicial	 que	 la	 autorice,	 deberá	 indicar	 el
nombre	y	dirección	del	afectado	por	la	medida	si	se	conociera,	así
como,	 de	 ser	 posible,	 la	 identidad	 del	 teléfono	 u	 otro	medio	 de
comunicación	o	telecomunicación	a	intervenir,	grabar	o	registrar.
También	 indicará	 la	 forma	 de	 la	 interceptación,	 su	 alcance	 y	 su
duración,	 al	 igual	 que	 la	 dependencia	 policial	 o	 fiscalía	 que	 se
encargará	de	la	diligencia	de	intervención	y	grabación	o	registro.
El	 juez	 comunicará	 al	 fiscal	 que	 solicitó	 la	 medida	 el	 mandato
judicial	 de	 levantamiento	 del	 secreto	 de	 las	 comunicaciones.	 La
comunicación	 a	 los	 concesionarios	 de	 servicios	 públicos	 de
telecomunicaciones,	a	efectos	de	cautelar	la	reserva	del	caso,	será
mediante	 oficio	 y	 en	 dicho	 documento	 se	 transcribirá	 la	 parte
concerniente.
4.	 Modificado.	 Ley	 30096,	 Tercera	 Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Los	concesionarios	de	servicios
públicos	 de	 telecomunicaciones	 deberán	 facilitar,	 en	 el	 plazo
máximo	 de	 treinta	 días	 hábiles,	 la	 geolocalización	 de	 teléfonos
móviles	y	la	diligencia	de	intervención,	grabación	o	registro	de	las
comunicaciones,	así	como	la	información	sobre	la	identidad	de	los
titulares	 del	 servicio,	 los	 números	 de	 registro	 del	 cliente,	 de	 la
línea	telefónica	y	del	equipo,	del	tráfico	de	llamadas	y	los	números
de	 protocolo	 de	 internet,	 que	 haya	 sido	 dispuesta	 mediante
resolución	judicial,	en	tiempo	real	y	en	forma	ininterrumpida,	las
veinticuatro	horas	de	los	trescientos	sesenta	y	cinco	días	del	año,
bajo	apercibimiento	de	ser	pasible	de	las	responsabilidades	de	ley
en	 caso	 de	 incumplimiento.	 Los	 servidores	 de	 las	 indicadas
empresas	 deberán	 guardar	 secreto	 acerca	 de	 las	 mismas,	 salvo
que	 se	 les	 citare	 como	 testigos	 al	 procedimiento.	 El	 juez	 fija	 el
plazo	 en	 atención	 a	 las	 características,	 complejidad	 y
circunstancias	del	caso	en	particular.
Dichos	 concesionarios	 otorgarán	 el	 acceso,	 la	 compatibilidad	 y
conexión	 de	 su	 tecnología	 con	 el	 Sistema	 de	 Intervención	 y
Control	de	las	Comunicaciones	de	la	Policía	Nacional	del	Perú.
Asimismo,	 cuando	 por	 razones	 de	 innovación	 tecnológica	 los
concesionarios	renueven	sus	equipos	o	software,	 se	encontrarán
obligados	 a	 mantener	 la	 compatibilidad	 con	 el	 Sistema	 de
Intervención	 y	 Control	 de	 las	 Comunicaciones	 de	 la	 Policía
Nacional	del	Perú.
5.	Si	 los	elementos	de	convicción	 tenidos	en	consideración	para
ordenar	la	medida	desaparecen	o	hubiere	transcurrido	el	plazo	de
duración	 fijado	 para	 la	 misma,	 ella	 deberá	 ser	 interrumpida
inmediatamente.
6.	Modificado.	Ley	30077,	Tercera	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	La	interceptación	no	puede
durar	más	de	sesenta	días.	Excepcionalmente	podrá	prorrogarse
por	plazos	sucesivos,	previo	requerimiento	sustentado	del	fiscal	y
decisión	motivada	del	juez	de	la	investigación	preparatoria.
NOTA:	Con	el	numeral	4)	de	este	artículo	sucede	que,	si	bien	la	Ley	N°	30077,	publicada	el	20	de
agosto	del	2013,	pero	vigente	desde	el	01	de	julio	del	2014,	modificó	el	texto,	es	la	Tercera
Disposición	Complementaria	Modificatoria	de	la	Ley	N°	30096,	publicada	el	22	de	octubre	del	2013,	la
que	varió	en	última	instancia	el	texto	del	numeral	en	referencia.
D.	Leg.	957.
ART.	 231.—Registro	 de	 la	 intervención	 de	 comunicaciones
telefónicas	o	de	otras	formas	de	comunicación.
1.	 Modificado.	 Ley	 30077,	 Tercera	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 La	 intervención	 de
comunicaciones	 telefónicas,	 radiales	 o	 de	 otras	 formas	 de
comunicación	 que	 trata	 el	 artículo	 anterior	 será	 registrada
mediante	 la	 grabación	 y	 aseguramiento	 de	 la	 fidelidad	 de	 la
misma.	 Las	 grabaciones,	 indicios	 y/o	 evidencias	 recolectadas
durante	el	desarrollo	de	 la	ejecución	de	 la	medida	dispuesta	por
mandato	 judicial	 y	 el	 acta	 de	 recolección	 y	 control	 serán
entregados	al	fiscal,	quien	dispone	su	conservación	con	todas	las
medidas	de	seguridad	al	alcance	y	cuida	que	 las	mismas	no	sean
conocidas	por	personas	ajenas	al	procedimiento.
2.	 Modificado.	 Ley	 30077,	 Tercera	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Durante	 la	 ejecución	 del
mandato	 judicial	 de	 los	 actos	 de	 recolección	 y	 control	 de	 las
comunicaciones	 se	 dejará	 constancia	 en	 el	 acta	 respectiva	 de
dichos	actos.	Posteriormente,	el	fiscal	o	el	juez	podrán	disponer	la
transcripción	 de	 las	 partes	 relevantes	 de	 las	 comunicaciones,
levantándose	el	 acta	 correspondiente,	 sin	perjuicio	de	 conservar
la	grabación	completa	de	la	comunicación.	Las	grabaciones	serán
conservadas	 hasta	 la	 culminación	 del	 proceso	 penal
correspondiente,	 ocasión	 en	 la	 cual	 la	 autoridad	 judicial
competente	 dispondrá	 la	 eliminación	 de	 las	 comunicaciones
irrelevantes.	 Igual	 procedimiento	 adoptará	 el	 fiscal	 en	 caso	 la
investigación	 no	 se	 judicialice,	 previa	 autorización	 del	 juez
competente.
Respecto	a	 las	grabaciones	en	 las	que	se	aprecie	 la	comisión	de
presuntos	delitos	ajenos	a	los	que	son	materia	de	la	investigación,
el	 fiscal	comunicará	estos	hechos	al	 juez	que	autorizó	 la	medida,
con	la	celeridad	e	inmediatez	que	el	caso	amerita.
Las	 actas	 de	 recolección	 y	 control	 de	 las	 comunicaciones	 se
incorporarán	 a	 la	 investigación,	 al	 igual	 que	 la	 grabación	 de	 las
comunicaciones	relevantes.
3.	Una	vez	ejecutada	 la	medida	de	 intervención	y	 realizadas	 las
investigaciones	inmediatas	en	relación	al	resultado	de	aquélla,	se
pondrá	 en	 conocimiento	 del	 afectado	 todo	 lo	 actuado,	 quien
puede	instar	el	reexamen	judicial,	dentro	del	plazo	de	tres	días	de
notificado.	La	notificación	al	afectado	sólo	será	posible	si	el	objeto
de	la	investigación	lo	permitiere	y	en	tanto	no	pusiere	en	peligro
la	vida	o	la	integridad	corporal	de	terceras	personas.	El	secreto	de
las	mismas	requerirá	resolución	judicial	motivada	y	estará	sujeta
a	un	plazo	que	el	juez	fijará.
4.	La	audiencia	judicial	de	reexamen	de	la	intervención	se
realizará	en	el	más	breve	plazo.	Estará	dirigida	a	verificar	sus
resultados	y	que	el	afectado	haga	valer	sus	derechos	y,	en	su	caso,
impugnar	las	decisiones	dictadas	en	ese	acto.
5.	Incorporado.	Ley	30077,	Cuarta	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Si	durante	la	ejecución	del
mandato	judicial	de	intervención	y	control	de	las	comunicaciones
en	tiempo	real,	a	través	de	nuevos	números	telefónicos	o	de
identificación	de	comunicaciones,	se	tomará	conocimiento	de	la
comisión	de	delitos	que	atenten	contra	la	vida	e	integridad	de	las
personas,	y	cuando	se	trate	de	los	delitos	de	terrorismo,	tráfico
ilícito	de	drogas	y	secuestro,	a	cometerse	en	las	próximas	horas,	el
fiscal,	excepcionalmente	y	dando	cuenta	en	forma	inmediata	al
juez	competente	para	su	convalidación,	podrá	disponer	la
incorporación	de	dicho	número	al	procedimiento	de	intervención
de	las	comunicaciones	ya	existente,	siempre	y	cuando	el	juez	en	el
mandato	judicial	prevenga	esta	eventualidad.
SUBCAPÍTULO	III
El	aseguramiento	e	incautación	de
documentos	privados
D.	Leg.	957.
ART.	232.—Aseguramiento	de	documentos	privados.	Cuando
la	policía	o	el	fiscal,	al	realizar	un	registro	personal,	una
inspección	en	un	lugar	o	en	el	curso	de	un	allanamiento,
encuentra	en	poder	del	intervenido	o	en	el	lugar	objeto	de
inspección	o	allanamiento	un	documento	privado,	y	no	ha
recabado	previamente	la	orden	de	incautación	con	arreglo	al
artículo	siguiente,	se	limitará	a	asegurarlo	–sin	examinar	su
contenido–,	sin	perjuicio	que	el	fiscal	lo	ponga	a	inmediata
disposición	judicial,	antes	de	vencidas	las	veinticuatro	horas	de	la
diligencia,	acompañando	un	informe	razonado	y	solicitando	dicte
orden	de	incautación,	previo	examen	del	documento.	El	juez
resolverá	dentro	de	un	día	de	recibida	la	comunicación	bajo
responsabilidad.
D.	Leg.	957.
ART.	233.—Incautación	de	documentos	privados.
1.	El	 fiscal,	cuando	existan	motivos	suficientes	para	estimar	que
una	persona	tiene	en	su	poder	documentos	privados	útiles	para	la
investigación,	solicitará	al	juez	para	la	investigación	preparatoria
dicte	orden	de	incautación.
2.	 La	 resolución	 autoritativa	 se	 expedirá	 inmediatamente,	 sin
trámite	 alguno,	 y	 contendrá	 fundamentalmente	 el	 nombre	 del
fiscal	a	quien	autoriza,	la	persona	objeto	de	intervención	y,	de	ser
posible,	el	tipo	de	documento	materia	de	incautación.
3.	Recabada	la	autorización,	el	fiscal	la	ejecutará	inmediatamente.
De	 la	 diligencia	 se	 levantará	 el	 acta	 de	 incautación
correspondiente,	 indicándose	 las	 incidencias	del	desarrollo	de	 la
misma.
4.	Rige,	en	lo	pertinente,	el	artículo	218	y	siguientes.
D.	Leg.	957.
ART.	 234.—Aseguramiento	 e	 incautación	 de	 documentos
contables	y	administrativos.
1.	La	fiscalía,	o	la	policía	por	orden	del	fiscal,	cuando	se	trata	de
indagaciones	indispensables	para	el	esclarecimiento	de	un	delito,
puede	 inspeccionar	 los	 libros,	 comprobantes	 y	 documentos
contables	y	administrativos	de	una	persona,	natural	o	jurídica.	Si
de	su	revisión	considera	que	debe	incautar	dicha	documentación,
total	o	parcialmente,	y	no	cuenta	con	orden	judicial,	se	limitará	a
asegurarla,	 levantando	 el	 acta	 correspondiente.	 Acto	 seguido	 el
fiscal	 requerirá	 la	 inmediata	 intervención	 judicial,	 antes	 de
vencidas	 veinticuatro	 horas	 de	 la	 diligencia,	 acompañando	 un
informe	 razonado	 y	 el	 acta	 respectiva,	 solicitando	 a	 su	 vez	 el
mandato	de	incautación	correspondiente.
2.	Rige,	en	lo	pertinente,	lo	dispuesto	en	los	artículos	230	y	231.
CAPÍTULO	VIII
El	levantamiento	del	secreto	bancario	y	de	la
reserva	tributaria
D.	Leg.	957.
ART.	235.—Levantamiento	del	secreto	bancario.
1.	 El	 juez	 de	 la	 investigación	preparatoria,	 a	 solicitud	del	 fiscal,
podrá	 ordenar,	 reservadamente	 y	 sin	 trámite	 alguno,	 el
levantamiento	 del	 secreto	 bancario,	 cuando	 sea	 necesario	 y
pertinente	para	el	esclarecimiento	del	caso	investigado.
2.	Recibido	el	informe	ordenado,	el	juez	previo	pedido	del	fiscal,
podrá	proceder	a	 la	 incautación	del	documento,	 títulos	 -	valores,
sumas	 depositadas	 y	 cualquier	 otro	 bien	 o	 al	 bloqueo	 e
inmovilización	de	 las	 cuentas,	 siempre	que	exista	 fundada	 razón
para	 considerar	 que	 tiene	 relación	 con	 el	 hecho	 punible
investigado	y	que	resulte	indispensable	y	pertinente	para	los	fines
del	 proceso,	 aunque	 no	 pertenezcan	 al	 imputado	 o	 no	 se
encuentren	registrados	a	su	nombre.
3.	 El	 juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria,	 a	 solicitud	 de	 fiscal,
siempre	que	existan	 fundadas	razones	para	ello,	podrá	autorizar
la	 pesquisa	 o	 registro	 de	 una	 entidad	 del	 sistema	 bancario	 o
financiero	y,	asimismo,	la	incautación	de	todo	aquello	vinculado	al
delito.	Rige	lo	dispuesto	en	el	numeral	2	del	presente	artículo.
4.	 Dispuesta	 la	 incautación,	 el	 fiscal	 observará	 en	 lo	 posible	 el
procedimiento	señalado	en	el	artículo	223.
5.	 Modificado.	 Ley	 30096,	 Tercera	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Las	 empresas	 o	 entidades
requeridas	con	la	orden	judicial	deberán	proporcionar,	en	el	plazo
máximo	de	treinta	días	hábiles,	la	información	correspondiente	o
las	actas	y	documentos,	incluso	su	original,	si	así	se	ordena,	y	todo
otro	vínculo	al	proceso	que	determine	por	razón	de	su	actividad,
bajo	 apercibimiento	 de	 las	 responsabilidades	 establecidas	 en	 la
ley.	 El	 juez	 fija	 el	 plazo	 en	 atención	 a	 las	 características,
complejidad	y	circunstancias	del	caso	en	particular.
6.	Las	operaciones	no	comprendidas	por	el	secreto	bancario
serán	proporcionadas	directamente	al	fiscal	a	su	requerimiento,
cuando	resulte	necesario	para	los	fines	de	la	investigación	del
hecho	punible.
JURISPRUDENCIA.—Secreto	bancario,	reserva	tributaria	y	derecho	a	la
intimidad.	“(...)	En	su	aspecto	económico,	la	vida	privada	se	concretiza	en	el
secreto	bancario	y	la	reserva	tributaria,	cuyos	titulares	pueden	ser	tanto	los
individuos	como	las	personas	jurídicas	de	derecho	privado.	En	tal	sentido,	es
inconstitucional	la	pretensión	de	la	Administración	Tributaria	de	conocer	la
información	sobre	las	operaciones	exoneradas,	ya	que	el	acceso	al	secreto
bancario	sólo	se	justifica	en	la	determinación	de	la	base	imponible	de	las
operaciones	gravadas	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	0004-2004-AI/TC,	set.	21/2006.	Pres.
Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—El	secreto	bancario	no	forma	parte	del	derecho	a	la
intimidad.	“(...)	El	secreto	bancario	no	forma	parte	del	contenido	esencial	del
derecho	a	la	intimidad	pues	su	develación	pública	no	conlleva	un	grado	de
excesiva	e	irreparable	aflicción	psicológica	en	el	individuo,	la	posibilidad	de	su
limitación	se	encuentra	reconocida	constitucionalmente	y	en	un	sentido
práctico,	de	no	ser	así,	implicaría	una	serie	de	obstáculos	irrazonables	en	la
persecución	de	los	delitos	económicos	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	0004-2004-AI/TC,	set.
21/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Levantamiento	del	secreto	bancario	y	de	las
comunicaciones	debe	decretarse	necesariamente	por	un	juez:	orden
escrita	y	debidamente	motivada.	“(…)	el	Tribunal	aprecia	que	ambas
disposiciones	constitucionales	contemplan	una	reserva	de	jurisdicción	en	lo
que	atañe	al	régimen	jurídico	al	cual	habrá	de	someterse	toda	intervención
que	pretenda	realizarse	a	los	derechos	reconocidos	en	los	incisos	5)	y	10)	del
artículo	2º	de	la	Constitución.	Tal	reserva	de	jurisdicción	comporta	que	la
autorización	del	levantamiento	del	secreto	bancario	y	de	las	comunicaciones
debe	decretarse	necesariamente	por	un	juez,	mediante	una	orden	escrita	y
debidamente	motivada.
A	juicio	del	Tribunal,	el	artículo	60	de	la	Ley	de	la	Carrera	Judicial	no	elimina
dicha	reserva	de	jurisdicción.	No	confiere,	como	se	ha	denunciado,	al	órgano
del	procedimiento	disciplinario	del	Poder	Judicial	la	competencia	para
levantar	el	secreto	bancario	y	de	las	comunicaciones.	Al	contrario,	la	reafirma
al	establecer	que	una	medida	tan	drástica	como	la	que	supone	ambas
modalidades	del	levantamiento	del	secreto	sólo	puede	ser	adoptada	por	un
juez,	previo	requerimiento	o	solicitud	del	referido	órgano	del	procedimiento
administrativo.	(TC,	Sent.	del	Pleno	-	Exp.	0019-2009-PI/TC,	abr.	13/2011.
Pres.	Mesía	Ramírez)
D.	Leg.	957.
ART.	236.—Levantamiento	de	la	reserva	tributaria.
1.	El	juez,	a	pedido	del	fiscal,	podrá	levantar	la	reserva	tributaria
y	requerir	a	la	Administración	Tributaria	la	exhibición	o	remisión
de	 información,	 documentos	 y	 declaraciones	 de	 carácter
tributario	que	tenga	en	su	poder,	cuando	resulte	necesario	y	sea
pertinente	para	el	esclarecimiento	del	caso	investigado.
2.	 La	 Administración	 Tributaria	 deberá	 exhibir	 o	 remitir	 en	 su
caso	 la	 información,	 documentos	 o	 declaraciones	 ordenados	 por
el	juez.
3.	Rige,	en	lo	pertinente,	lo	dispuesto	en	los	numerales	3	y	4	del
artículo	anterior.
CAPÍTULO	IX
La	clausura	o	vigilancia	de	locales	e
inmovilización
D.	Leg.	957.
ART.	237.—Procedencia.
1.	El	juez,	a	pedido	del	fiscal	y	cuando	fuere	indispensable	para	la
investigación	de	un	delito	sancionado	con	pena	superior	a	cuatro
años	 de	 privación	 de	 libertad,	 podrá	 disponer	 la	 clausura	 o	 la
vigilancia	temporal	de	un	local,	por	un	plazo	no	mayor	de	quince
días,	 prorrogables	 por	 un	 plazo	 igual	 si	 las	 circunstancias	 lo
exigieran.
2.	Asimismo,	podrá	disponer	la	inmovilización	de	cosas	muebles
que	por	su	naturaleza	o	dimensión	no	puedan	ser	mantenidas	en
depósito	y	puedan	servir	como	medios	de	prueba.	En	este	caso	se
procederá	a	asegurarlas	según	las	reglas	del	allanamiento.	Los
plazos	de	permanencia	de	dichos	bienes	en	poder	de	la	autoridad
son	los	mismos	del	numeral	anterior.
D.	Leg.	957.
ART.	238.—Solicitud	del	fiscal.	El	fiscal	especificará	en	su
solicitud	los	fundamentos	y	la	finalidad	que	persigue,	la
individualidad	del	local	o	bien	mueble	objeto	de	la	petición,	el
tiempo	aproximado	de	duración	de	la	medida	y	demás	datos	que
juzgue	convenientes.
D.	Leg.	957.
ART.	239.—Contenido	de	la	resolución.	La	resolución
autoritativa	contendrá	el	nombre	del	fiscal	que	solicita,	la	expresa
autorización	del	local	o	bien	mueble,	el	tiempo	de	duración	de	la
medida	y	el	apercibimiento	de	ley	para	el	caso	de	resistencia	al
mandato.
D.	Leg.	957.
ART.	240.—Forma	de	la	diligencia.	Obtenida	la	autorización,
con	citación	de	las	partes	y	si	es	necesario	con	auxilio	policial,	se
llevará	a	cabo	la	medida	redactándose	acta	que	será	suscrita	en	el
mismo	lugar,	salvo	circunstancias	de	fuerza	mayor.	El	fiscal
dictará	las	medidas	más	apropiadas	para	la	custodia	y
conservación	de	las	cosas	muebles.
D.	Leg.	957.
ART.	241.—Clausura,	vigilancia	e	inmovilización	de	urgencia.
El	fiscal	podrá	ordenar	y	ejecutar,	por	razones	de	urgencia	o
peligro	por	la	demora,	la	clausura	o	vigilancia	del	local	o	la
inmovilización	de	los	bienes	muebles,	cuando	sea	indispensable
para	iniciar	o	continuar	la	investigación.	Efectuada	la	medida,
antes	de	vencidas	las	veinticuatro	horas	de	realizada	la	diligencia,
solicitará	al	juez	la	resolución	confirmatoria	y	para	el	efecto
adjuntará	copia	del	acta.
TÍTULO	IV
La	prueba	anticipada
D.	Leg.	957.
ART.	242.—Modificado.	Ley	30364,	Tercera	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Supuestos	de	prueba
anticipada.
1.	Durante	la	investigación	preparatoria,	a	solicitud	del	fiscal	o	de
los	demás	sujetos	procesales,	podrá	instarse	al	juez	de	la
investigación	preparatoria	actuación	de	una	prueba	anticipada,	en
los	siguientes	casos:
a)	Testimonial	y	examen	del	perito,	cuando	se	requiera
examinarlos	con	urgencia	ante	la	presencia	de	un	motivo	fundado
para	considerar	que	no	podrá	hacerse	en	el	juicio	oral	por
enfermedad	u	otro	grave	impedimento,	o	que	han	sido	expuestos
a	violencia,	amenaza,	ofertas	o	promesa	de	dinero	u	otra	utilidad
para	que	no	declaren	o	lo	hagan	falsamente.	El	interrogatorio	al
perito,	puede	incluir	el	debate	pericial	cuando	éste	sea
procedente.
b)	Careo	entre	las	personas	que	han	declarado,	por	los	mismos
motivos	del	literal	anterior,	siempre	que	se	cumplan	los	requisitos
establecidos	en	el	artículo	182.
c)	Reconocimientos,	inspecciones	o	reconstrucciones,	que	por	su
naturaleza	y	características	deben	ser	considerados	actos
definitivos	e	irreproducibles,	y	no	sea	posible	postergar	su
realización	hasta	la	realización	del	juicio.
d)	Declaración	de	las	niñas,	niños	y	adolescentes	en	su	calidad	de
agraviados	por	delitos	comprendidos	en	los	artículos	153	y	153-A
del	Capítulo	I:	Violación	de	la	libertad	personal,	y	en	los
comprendidos	en	el	Capítulo	IX:	Violación	de	la	libertad	sexual,
Capítulo	X:	Proxenetismo	y	Capítulo	XI:	Ofensas	al	pudor	público,
correspondientes	al	Título	IV:	Delitos	contra	la	libertad,	del
Código	Penal.
Las	declaraciones	de	las	niñas,	niños	y	adolescentes	serán
realizadas	con	la	intervención	de	psicólogos	especializados	en
cámaras	Gesell	o	salas	de	entrevistas	implementadas	por	el
Ministerio	Público.
Las	declaraciones	y	entrevistas	serán	filmadas	y	grabadas	a	fin	de
evitar	la	revictimización	de	los	agraviados.
2.	Las	mismas	actuaciones	de	prueba	podrán	realizarse	durante
la	etapa	intermedia.
D.	Leg.	957.
ART.	243.—Requisitos	de	la	solicitud.
1.	 La	 solicitud	 de	 prueba	 anticipada	 se	 presentará	 al	 juez	 de	 la
investigación	 preparatoria	 en	 el	 curso	 de	 la	 investigación
preparatoria	 o	 hasta	 antes	 de	 remitir	 la	 causa	 al	 juzgado	 penal
siempre	 que	 exista	 tiempo	 suficiente	 para	 realizarla	 en	 debida
forma.
2.	 La	 solicitud	 precisará	 la	 prueba	 a	 actuar,	 los	 hechos	 que
constituyen	 su	 objeto	 y	 las	 razones	 de	 su	 importancia	 para	 la
decisión	en	el	juicio.	También	indicarán	el	nombre	de	las	personas
que	 deben	 intervenir	 en	 el	 acto	 y	 las	 circunstancias	 de	 su
procedencia,	que	no	permitan	su	actuación	en	el	juicio.
3.	La	solicitud,	asimismo,	debe	señalar	los	sujetos	procesales
constituidos	en	autos	y	su	domicilio	procesal.	El	Ministerio
Público	asistirá	obligatoriamente	a	la	audiencia	de	prueba
anticipada	y	exhibirá	el	expediente	fiscal	para	su	examen
inmediato	por	el	juez	en	ese	acto.
D.	Leg.	957.	
ART.	244.—Trámite	de	la	solicitud.
1.	 El	 juez	 correrá	 traslado	 por	 dos	 días	 para	 que	 los	 demás
sujetos	 procesales	 presenten	 sus	 consideraciones	 respecto	 a	 la
prueba	solicitada.
2.	El	fiscal,	motivadamente,	podrá	solicitar	el	aplazamiento	de	la
diligencia	 solicitada	 por	 otra	 de	 las	 partes,	 siempre	 que	 no
perjudique	 la	 práctica	 de	 la	 prueba	 requerida,	 cuando	 su
actuación	puede	perjudicar	los	actos	de	investigación	inmediatos,
indicando	 con	 precisión	 las	 causas	 del	 perjuicio.	 Asimismo,
indicará	el	término	del	aplazamiento	solicitado.
3.	El	juez	decidirá,	dentro	de	los	dos	días,	si	acoge	la	solicitud	de
prueba	anticipada	y,	en	su	caso,	 si	aplaza	 la	diligencia	y	el	plazo
respectivo.
4.	En	casos	de	urgencia,	para	asegurar	la	práctica	de	la	prueba,	el
juez	 dispondrá	 que	 los	 términos	 se	 abrevien	 en	 la	 medida
necesaria.	 Si	 existe	 peligro	 inminente	 de	 pérdida	 del	 elemento
probatorio	y	su	actuación	no	admita	dilación,	a	pedido	del	 fiscal,
decidirá	 su	 realización	 de	 inmediato,	 sin	 traslado	 alguno,	 y
actuará	la	prueba	designando	defensor	de	oficio	para	que	controle
el	 acto,	 si	 es	 que	 resulta	 imposible	 comunicar	 su	 actuación	 a	 la
defensa.
5.	 La	 resolución	 que	 dispone	 la	 realización	 de	 la	 prueba
anticipada	 especificará	 el	 objeto	 de	 la	 prueba,	 las	 personas
interesadas	en	su	práctica	y	la	fecha	de	la	audiencia,	que,	salvo	lo
dispuesto	en	el	 caso	de	urgencia,	no	podrá	 ser	antes	del	décimo
día	 de	 la	 citación.	 Se	 citará	 a	 todos	 los	 sujetos	 procesales,	 sin
exclusión.
6.	Si	se	trata	de	la	actuación	de	varias	pruebas,	se	llevarán	a	cabo
en	una	audiencia	única,	salvo	que	su	realización	resulte
manifiestamente	imposible.
D.	Leg.	957.
ART.	245.—Audiencia	de	prueba	anticipada.
1.	La	audiencia	se	desarrollará	en	acto	público	y	con	la	necesaria
participación	del	fiscal	y	del	abogado	defensor	del	imputado.	Si	el
defensor	 no	 comparece	 en	 ese	 acto	 se	 nombrará	 uno	 de	 oficio,
salvo	 que	 por	 la	 naturaleza	 de	 la	 prueba	 pueda	 esperar	 su
práctica.	 La	 audiencia,	 en	 este	 último	 caso,	 se	 señalará
necesariamente	dentro	del	quinto	día	siguiente,	sin	posibilidad	de
aplazamiento.
2.	Los	demás	sujetos	procesales	serán	citados	obligatoriamente	y
tendrán	 derecho	 a	 estar	 presentes	 en	 el	 acto.	 Su	 inconcurrencia
no	frustra	la	audiencia.
3.	 Las	 pruebas	 serán	 practicadas	 con	 las	 formalidades
establecidas	para	el	juicio	oral.
4.	 Si	 la	 práctica	 de	 la	 prueba	 no	 se	 concluye	 en	 la	 misma
audiencia,	puede	ser	aplazada	al	día	siguiente	hábil,	salvo	que	su
desarrollo	requiera	un	tiempo	mayor.
5.	El	acta	y	demás	cosas	y	documentos	agregados	al	cuaderno	de
prueba	anticipada	serán	remitidos	al	fiscal.	Los	defensores
tendrán	derecho	a	conocerlos	y	a	obtener	copia.
D.	Leg.	957.
ART.	246.—Apelación.	Contra	la	resolución	que	decreta	la
actuación	de	prueba	anticipada,	que	la	desestime	o	disponga	el
aplazamiento	de	su	práctica,	así	como	decida	la	realización	de	la
diligencia	bajo	el	supuesto	de	urgencia,	procede	recurso	de
apelación,	con	efecto	devolutivo.
TÍTULO	V
Las	medidas	de	protección
D.	Leg.	957.
ART.	 247.—Personas	 destinatarias	 de	 las	 medidas	 de
protección.
1.	 Las	 medidas	 de	 protección	 previstas	 en	 este	 título	 son
aplicables	a	quienes	en	calidad	de	 testigos,	peritos,	 agraviados	o
colaboradores	intervengan	en	los	procesos	penales.
2.	Para	que	sean	de	aplicación	las	medidas	de	protección	será
necesario	que	el	fiscal	durante	la	investigación	preparatoria	o	el
juez	aprecie	racionalmente	un	peligro	grave	para	la	persona,
libertad	o	bienes	de	quien	pretenda	ampararse	en	ellas,	su
cónyuge	o	su	conviviente,	o	sus	ascendientes,	descendientes	o
hermanos.
NOTA:	La	Tercera	Disposición	Complementaria	Transitoria	de	la	Ley	N°	30077	establece:	“Adelanto
de	vigencia.	Dispónese	la	entrada	en	vigencia	a	nivel	nacional	del	Título	V	de	la	Sección	II	del	Libro
Segundo	y	la	Sección	VI	del	Libro	Quinto	del	Código	Procesal	Penal	aprobado	por	Decreto	Legislativo
957”.
D.	Leg.	957.
ART.	248.—Medidas	de	protección.
1.	El	 fiscal	o	el	 juez,	según	el	caso,	apreciadas	 las	circunstancias
previstas	 en	 el	 artículo	 anterior,	 de	 oficio	 o	 a	 instancia	 de	 las
partes,	 adoptará	 según	el	 grado	de	 riesgo	o	peligro,	 las	medidas
necesarias	para	preservar	la	identidad	del	protegido,	su	domicilio,
profesión	 y	 lugar	 de	 trabajo,	 sin	 perjuicio	 de	 la	 acción	 de
contradicción	que	asista	al	imputado.
2.	 Las	 medidas	 de	 protección	 que	 pueden	 adoptarse	 son	 las
siguientes:
a)	Protección	policial.
b)	Cambio	de	residencia.
c)	Ocultación	de	su	paradero.
d)	 Reserva	 de	 su	 identidad	 y	 demás	 datos	 personales	 en	 las
diligencias	 que	 se	 practiquen,	 y	 cualquier	 otro	 dato	 que	 pueda
servir	 para	 su	 identificación,	 pudiéndose	 utilizar	 para	 ésta	 un
número	o	cualquier	otra	clave.
e)	 Utilización	 de	 cualquier	 procedimiento	 que	 imposibilite	 su
identificación	visual	normal	en	las	diligencias	que	se	practiquen.
f)	 Fijación	 como	 domicilio,	 a	 efectos	 de	 citaciones	 y
notificaciones,	 la	 sede	 de	 la	 fiscalía	 competente,	 a	 la	 cual	 se	 las
hará	llegar	reservadamente	a	su	destinatario.
g)	Utilización	de	procedimientos	tecnológicos,	tales	como
videoconferencias	u	otros	adecuados,	siempre	que	se	cuenten	con
los	recursos	necesarios	para	su	implementación.	Esta	medida	se
adoptará	para	evitar	que	se	ponga	en	peligro	la	seguridad	del
protegido	una	vez	desvelada	su	identidad	y	siempre	que	lo
requiera	la	preservación	del	derecho	de	defensa	de	las	partes.
h)	Incorporado.	Ley	30077,	Cuarta	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Siempre	que	exista	grave	e
inminente	riesgo	para	la	vida,	integridad	física	o	libertad	del
protegido	o	la	de	sus	familiares	y	no	pueda	salvaguardarse	estos
bienes	jurídicos	de	otro	modo,	se	podrá	facilitar	su	salida	del	país
con	una	calidad	migratoria	que	les	permita	residir	temporalmente
o	realizar	actividades	laborales	en	el	extranjero.
PROCEDIMIENTO	PARA	LA	EJECUCIÓN	DE	AUDIENCIAS	VIRTUALES
l2-1]	R.	Adm.	042-2013-CE-PJ.
ART.	 1°.—Aprobar	 la	 Directiva	 N°	 001-2013-CE-PJ,	 denominada
“Procedimiento	 para	 la	 ejecución	 de	 audiencias	 virtuales”,	 que	 en
documento	anexo	forma	parte	integrante	de	la	presente	resolución.
l2-2]	Directiva	001-2013-CE-PJ.
Directiva	N°	001	-2013-CE-PJ
l.	Objetivo
Normar	el	uso	del	sistema	de	videoconferencia,	como	instrumento	procesal
que	 agilice	 las	 diligencias	 judiciales	 en	 los	 procesos	 cuyos	 actores	 se
encuentren	en	lugares	diferentes	y	distantes	entre	sí.
II.	Finalidad
Realizar	audiencias	o	diligencias	judiciales	mediante	el	uso	del	sistema	de
videoconferencias,	 para	 una	 adecuada	 y	 oportuna	 administración	 de
justicia,	fundamentando	su	implementación	en	los	principios	procesales	de
respeto	al	debido	proceso,	eficacia,	celeridad,	economía	y	justicia	oportuna;
así	como	en	un	nuevo	enfoque	del	principio	de	inmediación.
Alcance
Las	normas	contenidas	en	la	presente	directiva	son	de	aplicación	para	los
jueces,	 personal	 jurisdiccional	 y	 administrativo	 del	 Poder	 Judicial,
involucrado	en	la	realización	de	audiencias	virtuales.
III.	Base	legal
•	Ley	N°	27291	que	modifica	el	Código	Civil	permitiendo	 la	utilización	de
los	 medios	 electrónicos	 para	 la	 comunicación	 de	 la	 manifestación	 de
voluntad	y	la	utilización	de	la	firma	electrónica.
•	Ley	N°	27269	“Firmas	y	Certificados	Digitales”.
•	Ley	N°	27419	“Notificación	por	Correo	Electrónico”.
•	Ley	N°	27444	“Ley	de	Procedimientos	Administrativos	Generales”.
•	 Decreto	 Supremo	 N°	 060-2001-PCM,	 que	 crea	 el	 “Portal	 del	 Estado
Peruano”	como	sistema	interactivo	de	información	a	los	ciudadanos	a	través
de	internet.
•	 Reglamento	 de	 Organización	 y	 Funciones	 de	 la	 Gerencia	 General	 del
Poder	Judicial	(Resolución	Administrativa	N°	278-2011-CE-PJ).
•	 R.	 A.	 N°	 027-2010-CE-PJ	 “Normas	 de	 seguridad	 de	 la	 información
almacenada	en	los	equipos	de	cómputo	del	Poder	Judicial”
V.	Vigencia
La	presente	directiva	tiene	vigencia	a	partir	del	día	siguiente	de	la	fecha	de
su	publicación.
VI.	Disposiciones	generales
6.1.	Definiciones.-
a.	Audiencia	virtual:	Es	aquella	diligencia	que	se	realiza	mediante	el	uso
del	sistema	de	videoconferencia.
b.	 Videoconferencia:	 Es	 una	 tecnología	 que	 proporciona	 un	 sistema	 de
comunicación	 bidireccional	 de	 audio,	 video	 y	 datos	 que	 permite	 que	 las
sedes	 receptoras	 y	 emisoras	 mantengan	 una	 comunicación	 simultánea
interactiva	en	tiempo	real.
c.	 Equipo	 de	 administración	 de	 audiencias	 virtuales:	 Personal
responsable	de	brindar	las	acciones	de	apoyo	que	permitan	el	desarrollo	de
la	audiencia	virtual.	El	mismo	que	estará	conformado	por	01	administrador
y	02	fedatarios	(por	cada	sala	de	audiencia).
d.	 Administrador	 de	 sala	 de	 audiencia	 virtual:	 Servidor	 judicial
responsable	 de	 efectuar	 las	 coordinaciones	 que	 posibiliten	 la	 óptima
realización	 de	 la	 videoconferencia.	 Asimismo,	 será	 responsable	 de
supervisar	 la	adecuada	conservación	de	 los	videos	de	audiencias	virtuales,
de	la	sala	y	los	equipos	que	en	ella	se	encuentren.
e.	Fedatario:	Servidor	judicial	encargado	de	elaborar	el	acta	de	audiencia
virtual	en	el	lugar	donde	el	requerido	brinde	su	declaración.
f.	 Personal	 de	 soporte	 técnico:	 Personal	 especializado	 que	 prestará
apoyo	técnico	en	la	realización	de	la	audiencia	virtual.
g.	Juez	requirente:	Juez	de	 la	causa,	cuya	diligencia	será	desarrollada	vía
audiencia	virtual.
h.	 Requerido:	 Toda	 persona	 que	 deba	 prestar	 declaración	 ante	 el	 juez
requirente.
i.	 Sala	 de	 audiencia	 virtual:	 Área	 acondicionada	 con	 equipos	 de	 audio,
video	y	otros,	que	permitan	el	normal	desarrollo	de	la	videoconferencia.
j.	 Solicitud	 de	 audiencia	 virtual:	 Documento	 mediante	 el	 cual	 el
requerido	expresa	su	voluntad	de	declarar	mediante	audiencia	virtual.
k.	Acta	de	ejecución	de	audiencia	virtual:	Documento	mediante	el	cual	el
fedatario	 deja	 constancia	 del	 lugar	 y	 fecha	 de	 la	 audiencia	 virtual,	 de	 la
persona	a	quien	se	 toma	declaración,	asi	 como	 las	 identidades	y	calidades
de	las	demás	personas	que	hayan	participado.
6.2.	Infraestructura	y	logística	requerida.-
Para	 realizar	 la	 audiencia	 virtual	 se	 requiere	 contar	 con	 un	 ambiente
idóneo	 (acústica,	 iluminación,	 seguridad,	 etc.),	 que	 permita	 su	 óptimo
desarrollo.
Asimismo,	contar	con	un	servicio	de	comunicación	que	soporte	el	envío	de
audio	y	video	en	 tiempo	real,	permitiendo	una	 interacción	 fluida	entre	 las
partes	procesales.
También	 se	 requerirá	 acondicionar	 el	 ambiente	 con	 una	 pantalla	 o
proyector	 multimedia	 y	 ecran,	 cámaras	 de	 video,	 micrófonos,	 parlantes,
impresora	multífuncional,	linea	telefónica,	crear	un	directorio	en	el	servidor
para	 los	 videos	 de	 las	 audiencias	 virtuales	 de	 acceso	 exclusivo	 del
administrador	de	sala	de	audiencia	virtual	y	demás	equipos	que	permitan	el
normal	desarrollo	y	grabación	de	la	audiencia	virtual.
Del	mismo	modo,	se	creará	un	directorio	en	el	servidor	para	los	videos	de
las	 audiencias	 virtuales,	 de	 acceso	 exclusivo	 del	 administrador	 de	 sala	 de
audiencia	virtual.
Además,	deberá	tenerse	en	cuenta	la	presencia	de	personal	de	apoyo	para
cualquier	otro	requerimiento	no	contemplado.
6.3.	Designación	del	equipo	de	administración	de	audiencias	virtuales
La	presidencia	de	 la	Corte	Superior	de	 Justicia,	designará	al	personal	que
integrará	el	equipo	de	administración	de	audiencias	virtuales.
6.4.	 Diligencias	 judiciales	 que	 se	 pueden	 ejecutar	 a	 través	 de	 la
audiencia	virtual
Podrán	ejecutarse	a	través	de	la	audiencia	virtual,	siempre	y	cuando	el	juez
requirente	lo	estime	conveniente:
a.	Diligencia	para	la	declaración	de	un	requisitoriado.
b.	Actuaciones	judiciales	para	la	declaración	de	un	testigo	o	un	perito.
c.	 Otras	 diligencias	 que	 la	 naturaleza	 del	 acto	 jurisdiccional,	 el	 juez
requirente	pueda	disponer	se	ejecute	a	través	de	la	audiencia	virtual.
VIl.	Disposiciones	específicas
El	desarrollo	de	 la	audiencia	virtual	se	efectuará	con	sujeción	al	siguiente
procedimiento:
7.1.	Para	la	declaración	de	un	requisitoriado.
Cuando	 un	 ciudadano	 sea	 detenido	 en	 un	 lugar	 distante	 del	 órgano
jurisdiccional	 que	 lo	 requiere	 como	 consecuencia	 de	 una	 requisitoria,	 a
excepción	del	mandato	de	detención,	se	procederá	de	la	forma	siguiente:
a.	El	personal	policial	comunicará	al	requisitoriado	que	tiene	la	posibilidad
de	declarar	a	través	de	una	audiencia	virtual.	Si	el	detenido	no	opta	por	esta
alternativa,	se	procederá	a	ejecutar	su	respectivo	traslado.
b.	 Si	 el	 detenido	 opta	 por	 la	 audiencia	 virtual,	 formalizará	 su	 solicitud	 a
través	 del	 formato	 correspondiente;	 en	 este	 caso,	 el	 personal	 policial
informará	 de	 dicha	 solicitud	 al	 juez	 requirente,	 empleando	 el	 medio	 de
comunicación	más	apropiado	que	garantice	su	celeridad,	así	como	el	debido
respeto	a	los	derechos	fundamentales	del	detenido.
c.	Recibida	la	solicitud	del	requisitoriado,	el	juez	requirente	podrá	aceptar
o	rechazar	 la	realización	de	 la	audiencia	virtual,	 comunicando	en	el	día	su
decisión	a	la	dependencia	policial	a	cargo	del	detenido.
d.	 En	 el	 caso	 de	 aceptar	 la	 realización	 de	 la	 audiencia	 virtual,	 el	 juez
requirente	 coordinará	 su	 programación	 de	 acuerdo	 a	 lo	 detallado	 en	 el
punto	7.3	de	la	presente	directiva.
e.	El	juez	comunicará	a	la	dependencia	policial	a	cargo	del	detenido	la	fecha
y	hora	programada,	siendo	responsabilidad	del	personal	policial	conducir	al
requisitoriado	a	la	sala	de	audiencia	virtual	respectiva	y	custodiarlo	hasta	la
culminación	de	la	diligencia.
7.2.	Para	otras	diligencias	judiciales.
Por	la	naturaleza	del	acto	jurisdiccional,	el	juez	requirente	podrá	disponer
de	 oficio	 o	 a	 petición	 de	 parte	 que	 la	 diligencia	 se	 ejecute	 mediante
audiencia	virtual,	para	lo	cual	procederá	de	la	forma	siguiente:
a.	Audiencia	virtual	de	oficio:
El	 juez	 requirente	 fijará	 fecha	 y	 hora	 de	 la	 audiencia	 virtual,	 según	 lo
detallado	en	el	punto	7.3	de	 la	presente	directiva.	Debiendo	notificar	a	 las
partes	procesales	que	correspondan.
b.	Audiencia	virtual	a	pedido	de	parte:
Recibida	la	solicitud	de	parte	interesada,	el	juez	de	considerarlo	pertinente,
podrá	disponer	 la	ejecución	de	 la	audiencia,	 sujetándose	al	procedimiento
señalado	para	la	audiencia	virtual	de	oficio.
7.3.	Programación	de	audiencia	virtual
El	juez	requirente	coordinará	con	el	administrador	de	la	sala	de	audiencia
virtual,	 a	efectos	de	verificar	 la	disponibilidad	del	ambiente	y	 fijar	 fecha	y
hora	para	la	realización	de	la	diligencia.
7.4.	Preparación	de	la	audiencia	virtual
a.	 Los	 administradores	 de	 las	 salas	 de	 audiencia	 virtual	 de	 los	 distritos
judiciales	que	participan	en	la	audiencia,	en	coordinación	con	el	personal	de
soporte	 técnico,	 realizarán	 las	 pruebas	 pertinentes	 para	 comprobar	 la
disponibilidad	 de	 las	 comunicaciones	 y	 el	 buen	 funcionamiento	 de	 los
equipos.
b.	 El	 audio	 y	 video	 de	 la	 audiencia	 debe	 ser	 grabado	 por	 el	 personal	 de
soporte	 técnico,	 quedando	 esta	 grabación	 bajo	 custodia	 de	 cada
administrador	 de	 la	 sala	 de	 audiencia	 virtual.	 Dicho	 material	 audiovisual
podrá	ser	puesto	a	disposición	del	juez	de	la	causa	si	así	lo	requiere.
c.	De	presentarse	problemas	de	orden	técnico	o	humano	que	imposibiliten
el	 desarrollo	 de	 la	 diligencia	 en	 la	 sala	 de	 audiencia	 virtual	 en	 que	 se
encuentre	 el	 requerido,	 el	 fedatario	 dejará	 constancia	 del	 hecho,
comunicándoselo	 al	 juez	 requirente	 quien	 procederá	 de	 acuerdo	 a	 sus
atribuciones.
7.5.	Desarrollo	de	la	audiencia	virtual
a.	 Al	 inicio	 de	 la	 audiencia,	 el	 fedatario	 a	 petición	 del	 juez	 requirente
deberá	 verificar	 la	 identidad	del	 requerido	 y	de	otros	 intervinientes	 en	 el
lugar.
b.	 La	 audiencia	 se	 desarrollará	 conforme	 a	 las	 reglas	 del	 procedimiento
vigente,	siempre	dirigidas	por	el	juez	requirente.
c.	Cualquier	incidencia	que	requiera	ser	comunicada	por	escrito	dentro	de
la	audiencia	o	como	consecuencia	inmediata	de	la	misma,	será	transmitida
por	medio	electrónico	o	conforme	lo	disponga	el	juez	requirente.
d.	 Concluida	 la	 audiencia	 virtual,	 el	 fedatario	 elaborará	 el	 acta	 de	 su
ejecución	 en	 la	 cual	 se	 dejará	 constancia	 de	 la	 fecha,	 hora	 y	 lugar	 de	 la
audiencia	 virtual,	 de	 la	persona	a	quien	 se	 toma	declaración,	 así	 como	 las
identidades	y	calidades	de	las	demás	personas	que	hayan	participado	en	la
audiencia.
e.	Dicha	acta	será	digitalizada	y	remitida	al	 juez	requirente	a	través	de	su
correo	electrónico	 institucional,	sin	perjuicio	que	el	documento	original	se
remita	por	conducto	regular.
f.	 Los	 videos	 de	 las	 audiencias	 virtuales	 deberán	 almacenarse	 en	 el
directorio	 asignado	 al	 Administrador	 de	 sala	 de	 audiencia	 virtual	 e
integrarse	al	backup,	mediante	mecanismos	de	resguardo	existentes.
VIII.	Disposiciones	complementarias
1.	 Los	 presidentes	 de	 las	 cortes	 superiores	 de	 justicia	 de	 la	 República,
dispondrán	 la	 implementación	 de	 sus	 respectivas	 salas	 de	 audiencias
virtuales	 y	 las	 dotarán	 del	 equipamiento	 y	 recursos	 necesarios	 para	 su
correcto	funcionamiento.
2.	 La	 gerencia	 de	 informática	 será	 la	 encargada	 de	 brindar	 la	 asesoría
técnica	para	la	implementación	de	las	audiencias	virtuales.
3.	 Las	 audiencias	 virtuales	 se	 rigen	 en	 lo	 demás,	 por	 las	mismas	 normas
que	regulan	el	desarrollo	de	las	diligencias	con	presencia	física.
4.	 En	 caso	 de	 utilizarse	 salas	 u	 oficinas	 de	 audiencias	 virtuales
implementadas	 por	 el	 Ministerio	 Público,	 el	 INPE,	 la	 Policía	 Nacional,	 la
Defensoría	del	Pueblo	u	otras	instituciones,	se	cuidará	de	coordinar	con	los
funcionarios	responsables	de	las	sedes	donde	se	ubiquen	tales	locales,	a	fin
de	lograr	la	participación	de	un	fedatario	y/o	personal	de	apoyo.
5.	 Cualquier	 circunstancia	 no	 prevista	 en	 la	 realización	 de	 las	 audiencias
virtuales,	 será	 resuelta	 por	 el	 juez	 a	 cargo,	 atendiendo	 los	 principios	 de
razonabilidad	y	viabilidad.
JURISPRUDENCIA.—La	reserva	de	identidad	de	un	testigo	limita	el
ejercicio	del	derecho	a	la	prueba	y	el	de	defensa.	“Ahora	bien,	resulta
evidente	que	cuando	se	reserva	la	identidad	de	un	testigo,	se	produce	una
restricción	del	derecho	a	un	juicio	público	y	de	defensa	contenidos	en	el
artículo	139	de	la	Constitución	(incisos	tres	y	cuatro,	referidos	al	debido
proceso	el	primero	y	juicio	público,	el	segundo).	En	este	conflicto	de	bienes
jurídicos	constitucionales	–y	también	convencionales	como	hemos	visto–	se
diseminan	afectaciones	al	derecho	de	defensa.	Así,	en	el	asunto	que	nos	ocupó,
apreciamos	que	ante	la	reserva	de	la	identidad	se	impide	un
contrainterrogatorio	abierto	y	pleno,	en	aras	a	cuestionar	o	controvertir	su
idoneidad	del	testigo	o	lo	fiabilidad	de	su	relato,	se	menoscabó	el	principio	de
inmediación	y	se	puede	generar	impunidad	del	testigo	que	faltó	a	la	verdad.	Se
dejó	así	a	la	defensa	en	una	situación	de	desequilibrio	procesal.	Evidentemente
no	se	podrá	realizar	uno	defensa	técnico	eficaz,	pues	no	existe	posibilidad	real
de	contradicción,	sino,	en	todo	caso,	se	realizó	un	control	meramente
mecánico.	Se	ocasiono	así	un	control	ínfimo,	insuficiente	o	desventajoso;	que
en	términos	procesales	concluye	en	indefensión.	Se	produce	así	uno	afectación
al	derecho	de	confrontación	[confrontation	clause]”.	(P.	J.,	Caso	“Comando
Rodrigo	Franco”,	ago.	29/2016.	Director	de	debates	Marco	Fernando	Cerna
Bazán)
D.	Leg.	957.
ART.	249.—Medidas	adicionales.
1.	La	 fiscalía	y	 la	policía	encargada	cuidarán	de	evitar	que	a	 los
agraviados,	testigos,	peritos	y	colaboradores	objeto	de	protección
se	 les	 hagan	 fotografías	 o	 se	 tome	 su	 imagen	por	 cualquier	 otro
procedimiento,	 debiéndose	 proceder	 a	 retirar	 dicho	 material	 y
devuelto	inmediatamente	a	su	titular	una	vez	comprobado	que	no
existen	vestigios	de	tomas	en	las	que	aparezcan	los	protegidos	de
forma	 tal	 que	 pudieran	 ser	 identificados.	 Se	 les	 facilitará,
asimismo,	traslados	en	vehículos	adecuados	para	las	diligencias	y
un	ambiente	reservado	para	su	exclusivo	uso,	convenientemente
custodiado,	cuando	sea	del	caso	permanecer	en	las	dependencias
judiciales	para	su	declaración.
2.	 Modificado.	 Tercera	 Disposición	 Complementaria
Modificatoria.	El	 fiscal	decidirá	si,	una	vez	 finalizado	el	proceso
siempre	 que	 estime	 que	 se	mantiene	 la	 circunstancia	 de	 peligro
grave	 prevista	 en	 este	 título,	 la	 continuación	 de	 las	medidas	 de
protección,	 con	 excepción	 de	 la	 reserva	 de	 identidad	 del
denunciante,	 la	 que	 mantendrá	 dicho	 carácter	 en	 el	 caso	 de
organizaciones	criminales.
3.	En	casos	excepcionales,	el	juez	a	pedido	del	fiscal,	podrá
ordenar	la	emisión	de	documentos	de	una	nueva	identificación	y
de	medios	económicos	para	cambiar	su	residencia	o	lugar	de
trabajo.
D.	Leg.	957.
ART.	250.—Variabilidad	de	las	medidas.
1.	 El	 órgano	 judicial	 competente	 para	 el	 juicio	 se	 pronunciará
motivadamente	 sobre	 la	 procedencia	 de	 mantener,	 modificar	 o
suprimir	todas	o	algunas	de	las	medidas	de	protección	adoptadas
por	 el	 fiscal	 o	 el	 juez	 durante	 las	 etapas	 de	 investigación
preparatoria	o	intermedia,	así	como	si	proceden	otras	nuevas.
2.	 Si	 cualquiera	 de	 las	 partes	 solicita	motivadamente,	 antes	 del
inicio	del	juicio	oral	o	para	la	actuación	de	una	prueba	anticipada
referida	 al	 protegido,	 el	 conocimiento	 de	 su	 identidad,	 cuya
declaración	 o	 informe	 sea	 estimado	 pertinente,	 el	 órgano
jurisdiccional	 en	 el	mismo	 auto	 que	 declare	 la	 pertinencia	 de	 la
prueba	propuesta,	y	si	resulta	 indispensable	para	el	ejercicio	del
derecho	 de	 defensa,	 podrá	 facilitar	 el	 nombre	 y	 los	 apellidos	 de
los	 protegidos,	 respetando	 las	 restantes	 garantías	 reconocidas	 a
los	mismos	en	este	título.
3.	Dentro	del	tercer	día	de	la	notificación	de	la	identidad	de	los
protegidos,	las	partes	podrán	proponer	nuevas	pruebas	tendentes
a	acreditar	alguna	circunstancia	que	pueda	incluir	en	el	valor
probatorio	de	su	testimonio.
D.	Leg.	957.
ART.	251.—Reexamen	e	impugnaciones.
1.	 Contra	 la	 disposición	 del	 fiscal	 que	 ordena	 una	 medida	 de
protección,	 procede	 que	 el	 afectado	 recurra	 al	 juez	 de	 la
investigación	preparatoria	para	que	examine	su	procedencia.
2.	Contra	las	resoluciones	referidas	a	las	medidas	de	protección
procede	recurso	de	apelación	con	efecto	devolutivo.
D.	Leg.	957.
ART.	252.—Programa	de	protección.	El	Poder	Ejecutivo,	previo
informe	de	la	Fiscalía	de	la	Nación	y	del	Consejo	Ejecutivo	del
Poder	Judicial,	reglamentará	los	alcances	de	este	título.	Asimismo,
en	coordinación	con	la	Fiscalía	de	la	Nación,	definirá	el	programa
de	protección	de	agraviados,	testigos,	peritos	y	colaboradores	de
la	justicia.
REGLAMENTO	DE	PROTECCIÓN	DE	TESTIGOS,	PERITOS,	AGRAVIADOS	Y
COLABORADORES
D.	S.	003-2010-JUS.
ART.	1°.—Apruébese	el	Reglamento	del	Programa	Integral	de	Protección	a
Testigos,	 Peritos,	 Agraviados	 o	 Colaboradores	 que	 Intervengan	 en	 el
Proceso	Penal.
DOCTRINA	JURISPRUDENCIAL.—La	cadena	de	custodia	que	establece	el
Código	 Procesal	 Penal	 no	 se	 aplica	 a	 las	 querellas.	 “(…)	 la	 cadena	 de
custodia	que	establece	el	Código	Procesal	Penal	y	el	reglamento	aprobado	por
Resolución	N°	729-2006-MP-FN	(...)	no	es	aplicable	a	los	procesos	por	delito	de
ejercicio	 privado	 de	 la	 acción	 penal	 (querella)	 (...)”.	 (CS,	 Cas.	 063-2011-
Huaura,	abr.	24/2012.	V.	P.	Neyra	Flores)
(...)
Capítulo	I
Disposiciones	generales
Artículo	1°.-	El	presente	reglamento	tiene	por	objeto	establecer	las	normas,
procedimientos,	 pautas	 y	 requisitos	 relacionados	 con	 las	 medidas	 de
protección	 que	 se	 concedan	 a	 los	 testigos,	 peritos,	 agraviados	 o
colaboradores	que	se	encuentren	en	riesgo	con	ocasión	de	su	participación
en	 el	 proceso	 penal,	 dictadas	 al	 amparo	 de	 lo	 establecido	 en	 el	 Libro
Segundo,	 Sección	 Segunda	 del	 Título	 V	 Código	 Procesal	 Penal,	 que	 será
denominado	en	el	presente	reglamento	como	“el	código”.
La	 protección	 se	 extiende	 también	 al	 cónyuge,	 conviviente,	 ascendientes,
descendientes	 o	 hermanos	 de	 las	 personas	 indicadas	 en	 el	 párrafo
precedente.
Artículo	 2°.-	 Corresponde	 a	 la	 Fiscalía	 de	 la	 Nación	 implementar	 el
Programa	 Integral	 de	 Protección	 a	 Testigos,	 Peritos,	 Agraviados	 o
Colaboradores	 que	 Intervengan	 en	 el	 Proceso	 Penal	 y	 para	 su	 ejecución
coordinará	con	los	sectores	que	corresponda.
La	 Fiscalía	 de	 la	 Nación	 propondrá	 al	 Ministerio	 de	 Justicia,	 las	 normas
reglamentarias	 adicionales	 que	 requiera	 la	 efectiva	 aplicación	 de	 la
legislación	sobre	la	materia.
Capítulo	II
Principios	y	definiciones
Artículo	 3°.-	 Toda	 actuación	 en	 materia	 de	 protección	 se	 regirá	 por	 los
siguientes	principios:
a.	 Consentimiento:	 Los	 beneficiarios	 deben	 manifestar	 su	 voluntad	 en
forma	 expresa,	 libre	 y	 voluntaria	 para	 ingresar	 o	 retirarse	 del	 Programa
Integral	de	Protección	de	Testigos,	Peritos,	Agraviados	y	Colaboradores	del
Proceso	Penal	sin	perjuicio	de	las	causales	de	exclusión	del	mismo.
b.	 Confidencialidad:	 Toda	 información	 inherente	 a	 la	 identidad	 del
protegido	 será	 mantenida	 como	 cuestión	 de	 seguridad	 recíproca	 entre	 el
fiscal,	 juez	 y	 policía,	 salvo	 lo	 previsto	 en	 la	 parte	 final	 del	 numeral	 2	 del
artículo	250	del	código.
c.	 Temporalidad:	 Las	 medidas	 de	 protección	 subsistirán	 mientras	 que
existan	 los	 factores	 que	 justifiquen	 su	 permanencia	 en	 el	 tiempo,	 aun
cuando	la	investigación	o	el	proceso	penal	haya	concluido.
d.	Responsabilidad:	Los	funcionarios	fiscales,	judiciales	y	los	miembros	de
la	 Policía	 Nacional	 se	 abstendrán	 de	 hacer	 ofrecimientos	 en	 materia	 de
protección.	La	inobservancia	de	lo	dispuesto	acarreará	para	los	infractores
las	 sanciones	 de	 ley.	 Las	 medidas	 de	 protección	 serán	 otorgadas
estrictamente	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	presente	reglamento.
e.	Fundamentos	de	la	protección:	Todo	procedimiento	de	protección	se
fundamentará	 necesariamente	 en	 la	 verificación	 de	 los	 nexos	 entre
participación	procesal,	amenaza	y	riesgo.
Artículo	 4°.-	 Para	 los	 efectos	 del	 presente	 reglamento,	 se	 establecen	 las
siguientes	definiciones:
a.	Programa	 Integral	de	Protección	a	Testigos,	Peritos,	Agraviados	o
Colaboradores:	Tiene	por	finalidad	operativizar	las	medidas	de	protección
dispuestas	 en	 el	 código	 a	 favor	 de	 testigos,	 peritos,	 agraviados	 o
colaboradores	 que	 intervengan	 en	 las	 investigaciones	 y	 proceso	 penales,
cautelando	 que	 sus	 testimonios	 o	 aportes	 no	 sufran	 interferencia	 o	 se
desvanezcan	 por	 factores	 de	 riesgo	 ajenos	 a	 su	 voluntad.	 Sus	 órganos
operativos	 se	 encargarán	 de	 la	 adopción,	 ejecución	 y	 seguimiento	 de	 las
medidas	 de	 protección	 que	 se	 dispongan.	 En	 adelante	 se	 le	 denominará
“Programa	Integral”.
b.	Testigo:	Es	la	persona	cuya	intervención	en	el	proceso	está	regulada	por
los	artículos	162	al	171	del	código.
c.	Perito:	Persona	con	conocimiento	especializado	cuya	intervención	en	el
proceso	está	prevista	en	los	artículos	172	al	181	del	código.
d.	 Agraviado:	 Es	 el	 que	 resulte	 directamente	 ofendido	 por	 el	 delito,
perjudicado	 por	 sus	 consecuencias	 o	 haya	 sufrido	 un	 menoscabo	 a	 sus
derechos	fundamentales.
e.	 Colaborador	 que	 intervenga	 en	 el	 proceso:	 Es	 toda	 persona	 que
colabore	con	la	administración	de	justicia;	en	calidad	de	informante,	que	es
aquella	 persona	 que	 sin	 poseer	 pruebas	 aporta	 aspectos	 útiles	 al	 proceso
penal.	 Sólo	 en	 casos	 excepcionales	 a	 requerimiento	 del	 fiscal	 del	 caso	 y
previa	 evaluación	 por	 la	 Coordinación	 de	 Seguridad	 y	 Protección,	 será
admitido	al	programa.	Asimismo,	 se	aplica	al	 colaborador	eficaz,	que	es	el
partícipe	de	un	acto	delictivo	que	 imputa	o	sindica	a	 los	otros	agentes	del
hecho	 punible,	 pretendiendo	 un	 beneficio	 premial;	 debiendo	 tenerse
presente	para	su	incorporación	al	Programa	de	Protección	lo	previsto	en	el
numeral	4)	artículo	475	del	Código.
f.	 Riesgo:	 Es	 la	 amenaza	 o	 el	 peligro	 que	 se	 cierne	 contra	 la	 vida	 o
integridad	 del	 testigo,	 perito,	 agraviado	 o	 colaborador	 del	 proceso,
originada	por	su	participación	en	el	proceso	penal.
Capítulo	III
De	la	unidad	central	de	protección
Artículo	 5°.-	 El	 programa	 integral	 cuenta	 para	 su	 debido	 funcionamiento
con	la	Unidad	Central	de	Protección	y	unidades	distritales	en	cada	distrito
judicial.	 La	 unidad	 central	 de	 protección	 depende	 funcionalmente	 de	 la
Fiscalía	 de	 la	 Nación	 y	 administrativamente	 del	 Ministerio	 Público.	 Las
unidades	distritales	dependen	funcionalmente	de	la	unidad	central.
Artículo	6°.-	La	Unidad	Central	de	Protección	es	el	órgano	de	apoyo	de	 la
Fiscalía	 de	 la	 Nación	 que	 tiene	 como	 función	 principal,	 proponer	 las
políticas	 del	 programa	 y	 emitir	 directrices	 técnicas	 para	 el	 óptimo
funcionamiento	 de	 las	 unidades	 distritales;	 así	 como,	 dirigir,	 supervisar	 y
coordinar	 la	 ejecución	 de	 los	 fines	 del	 programa	 a	 nivel	 nacional
propiciando	la	implementación	integral	del	programa	de	protección.
Artículo	 7°.-	 La	 Unidad	 Central	 de	 Protección	 contará	 con	 las	 siguientes
áreas	de	apoyo:	seguridad	y	protección,	análisis	de	riesgo	y	seguimiento,	y
de	asistencia.
Artículo	8°.-	 El	 jefe	 de	 la	Unidad	Central	 de	Protección	 es	 el	 coordinador
general	del	programa	quien,	para	el	cumplimiento	de	sus	funciones	legales	y
reglamentarias,	ordenará,	encausará	y	ejecutará	 las	políticas	 fijadas	por	 la
Fiscalía	de	 la	Nación	en	 la	materia.	Asimismo,	y	para	 los	 fines	que	 trata	el
presente	 reglamento,	 puede	 organizar	 al	 interior	 de	 la	 dependencia	 las
unidades	de	trabajo	que	estime	necesarias.
Capítulo	IV
Unidades	distritales	del	programa	de	protección
Artículo	 9°.-	 La	 comprensión	 territorial	 de	 las	 unidades	 distritales	 en
materia	 de	 protección,	 será	 la	misma	que	para	 las	 unidades	 distritales	 de
asistencia	a	víctimas	y	testigos	que	la	Fiscalía	de	la	Nación	tiene	prevista.
Artículo	 10.-	 Bajo	 las	 políticas	 del	 coordinador	 general	 del	 programa,	 las
unidades	 distritales	 tienen	 por	 función	 la	 atención	 de	 las	 solicitudes	 de
protección	 realizadas	 por	 quien	 pretende	 la	 protección	 del	 programa
integral,	 así	 como	de	 la	ejecución	de	 los	procedimientos	de	 seguridad	que
hayan	 sido	 adoptados	 por	 el	 fiscal	 o	 el	 juez,	 según	 corresponda	 a	 su
jurisdicción	y	enviarán	sus	informes	a	la	unidad	central	del	programa	a	fin
de	cumplir	los	procedimientos	previstos.
Artículo	11.-	Las	unidades	distritales	de	protección	brindarán	orientación	y
asesoría	sobre	el	programa	a	los	funcionarios	fiscales	y	judiciales	de	su	área
de	competencia.
Capítulo	V
Procedimiento
Artículo	12.-	De	oficio.	Corresponde	al	fiscal	o	al	juez	adoptar	las	medidas
de	protección	previstas	en	el	 código	y	el	presente	 reglamento.	El	 fiscal	 en
toda	 circunstancia	 deberá	 supervisar	 la	 ejecución	 de	 las	 medidas	 de
protección	 que	 se	 dispongan,	 solicitando	 información	 reservada	 al
coordinador	 general	 o	 a	 los	 coordinadores	 distritales,	 según	 corresponda,
adoptando	o	solicitando	en	el	caso	las	medidas	correctivas	pertinentes.
Artículo	13.-	A	pedido	de	parte.
13.1.	 La	 solicitud	 debe	 formularse	 en	 el	 formato	 de	 requerimiento	 de
protección	diseñado	por	la	Unidad	Central	de	Protección	con	este	propósito.
En	caso	de	no	contar	con	el	formato,	la	solicitud	se	realizará	por	escrito	en	la
que	 se	 consignará	 la	 identificación	del	 solicitante,	 los	 factores	 de	 riesgo	 y
peligro,	y	su	relación	directa	con	el	proceso	penal.
13.2.	La	carpeta	de	protección	estará	a	cargo	de	las	unidades	operativas	y
deberá	 contener	 el	 formato	 de	 requerimiento	 de	 protección,	 acta	 de
compromiso	 del	 programa	 de	 protección,	 formato	 de	 exclusión	 del
programa	 de	 protección,	 formato	 de	 renuncia	 voluntaria	 del	 programa;
contendrá	además,	 los	 informes	previos	que	solicite	el	 fiscal	o	el	 juez	a	 fin
de	 verificar	 la	 información	 relacionada	 al	 riesgo	 o	 peligro	 y	 demás
comprobaciones	o	actuaciones	que	se	realicen	dentro	del	procedimiento.
13.3.	Recibida	 la	solicitud,	para	efectos	de	disponer	o	aceptar	 la	admisión
del	peticionante	al	programa	de	protección,	 se	deberá	 tener	en	cuenta	 los
siguientes	criterios:
a)	 Nexo	 entre	 la	 participación	 del	 solicitante	 en	 el	 proceso	 penal	 y	 los
factores	de	riesgo	o	vulnerabilidad.
b)	 Si	 el	 testigo,	 perito,	 agraviado	 o	 colaborador	 se	 encuentra	 en	 una
situación	de	riesgo	comprobado.
c)	 Si	 el	 aporte	 de	 información	 del	 peticionante	 reviste	 interés	 relevante
para	el	esclarecimiento	del	hecho.
d)	Contar	con	el	consentimiento	expreso	y	voluntario	del	peticionante	para
incorporarse	al	programa.
e)	 Existencia	 de	 actos	 de	 intimidación,	 perturbación	 o	 grave	 riesgo,
tomando	en	cuenta	las	características	personales	de	los	agentes	y	del	delito
cometido.
f)	 La	 gravedad	 del	 delito,	 la	 existencia	 de	 una	 organización	 criminal	 y	 el
bien	jurídico	afectado.
g)	 Características	 personales	 del	 solicitante,	 tales	 como	 si	 tiene	 acceso	 a
armas,	cuenta	con	antecedentes	penales	por	delito	doloso,	tiene	relación	de
subordinación	o	dependencia	o	vinculo	de	parentesco	con	el	imputado.
h)	Que	el	candidato	a	proteger	no	tenga	una	motivación	distinta	que	el	de
colaborar	con	la	justicia.
i)	Si	 la	medida	de	protección	a	dictarse	puede	ser	 implementada	por	otro
organismo	estatal.
13.4.	Admitida	la	solicitud:
a)	El	fiscal	firmará	el	formato	de	requerimiento	de	protección	diseñado	por
la	 unidad	 operativa	 correspondiente	 para	 que	 se	 agregue	 a	 la	 carpeta	 de
protección	y	se	inicie	el	procedimiento.
b)	El	 fiscal	encomendará	a	 la	unidad	central	o	distrital	de	protección	que
dentro	del	término	máximo	de	cinco	(5)	días	hábiles,	la	evalúe	teniendo	en
consideración	 los	 criterios	 mencionados	 en	 el	 artículo	 precedente.
Cumplido	el	procedimiento	de	evaluación,	dentro	de	los	tres	(3)	días	hábiles
siguientes,	el	fiscal	tomará	la	determinación	de	incorporar	o	no	al	solicitante
al	 programa.	 Decisión	 que	 será	 comunicada	 a	 la	 unidad	 central	 del
programa	de	protección	y	al	solicitante.
Procede	aprobar	medidas	de	protección	frente	a	los	delitos	tipificados	en	el
Código	 Penal,	 siempre	 y	 cuando	 se	 cumpla	 con	 los	 requisitos	 y
procedimientos	establecidos	en	el	presente	reglamento.
Artículo	14.-	La	decisión	de	incorporación	al	programa	integral	se	plasmará
en	 un	 acta	 que	 deberá	 ser	 suscrita	 por	 el	 protegido,	 su	 núcleo	 familiar
incorporado,	el	fiscal	y	el	jefe	de	la	unidad	central	o	el	coordinador	distrital,
según	corresponda.	En	el	acta	deberá	constar	las	siguientes	obligaciones:
Para	el	protegido:
a)	Colaborar	con	la	administración	de	justicia.
b)	 Acatar	 las	 recomendaciones	 que	 le	 sean	 formuladas	 en	 materia	 de
seguridad	 debiendo	 abstenerse	 de	 asumir	 conductas	 que
irresponsablemente	 puedan	 poner	 en	 peligro	 su	 seguridad	 y	 la	 del
programa.
c)	 Utilizar	 correctamente	 las	 instalaciones	 y	 los	 demás	 recursos	 que	 el
programa	coloque	a	su	disposición.
d)	 Colaborar	 y	 someterse	 a	 las	medidas	 de	 protección	 que	 a	 su	 favor	 se
dispongan.
e)	Mantener	comunicación	permanente	con	el	fiscal	del	caso,	con	la	unidad
central	o	distrital	del	programa.
f)	 Observar	 un	 comportamiento	 idóneo	 dentro	 del	 marco	 del
procedimiento	de	protección	que	se	le	está	brindando.
Para	la	unidad	central	o	distrital:
a)	Diseñar	e	implementar	el	procedimiento	más	adecuado	para	atender	las
necesidades	 de	 seguridad,	 manutención,	 alojamiento;	 así	 como	 para	 la
ejecución	de	las	medidas	de	protección	dispuestas	a	favor	del	protegido.
b)	Brindar	un	trato	digno	al	protegido	de	los	derechos	humanos
c)	Velar	para	que	los	recursos	asignados	sean	correctamente	empleados.
Artículo	 15.-	 El	 programa	 integral	 no	 responderá	 por	 las	 obligaciones
adquiridas	 por	 el	 protegido	 antes	 del	 acto	 de	 su	 incorporación,	 así	 como
tampoco	por	las	promesas	que	le	hayan	realizado	personas	no	autorizadas.
Artículo	 16.-	 Cuando	 sea	 necesaria	 la	 protección	 inmediata	 el	 fiscal	 que
esté	 conociendo	 el	 caso	 y	 la	 unidad	 central	 o	 distrital	 de	 protección
coordinarán	lo	pertinente	con	los	organismos	de	seguridad	del	Estado.
La	 unidad	 central	 o	 distrital	 de	 protección	 asumirá	 la	 protección
provisional	 por	disposición	del	 fiscal	 del	 caso	 coordinando	para	 tal	 efecto
con	 la	Unidad	Especial	 de	 Investigación,	 Comprobación	y	Protección	de	 la
Policía	Nacional.
Artículo	 17.-	 El	 órgano	 jurisdiccional,	 cuya	 competencia	 se	 radica	 en
función	a	la	naturaleza	de	la	medida	de	protección	y	a	la	etapa	del	proceso
penal	 que	 determina	 la	 participación	 del	 protegido,	 será	 el	 encargado	 de
decidir	la	imposición,	modificación	o	cesación	de	las	medidas	de	protección
que	requieran	autorización	judicial,	así	como	de	las	facultades	señaladas	en
los	 numerales	 1,	 2	 y	 3	 del	 artículo	 250	 del	 código.	 La	 competencia	 del
órgano	 jurisdiccional	 se	 extiende	 a	 la	 etapa	 de	 ejecución	 si	 la	 medida	 de
protección	subsiste	luego	de	culminado	el	proceso	penal.
Capítulo	VI
Medida	de	protección
Artículo	 18.-	 Las	 medidas	 de	 protección	 que	 pueden	 adoptarse	 son	 las
siguientes:
a)	Protección	policial,	que	puede	incluir	la	designación	de	personal	policial
permanente	en	su	domicilio	y	en	sus	desplazamientos	cotidianos,	el	cambio
de	 residencia	 a	 un	 lugar	 no	 conocido,	 a	 un	 local	 o	 vivienda	 especial	 y,	 en
general,	la	ocultación	de	su	paradero	para	todos	los	efectos.
b)	Reserva	de	la	identidad	del	protegido	en	las	diligencias	que	intervenga,
imposibilitando	 que	 conste	 en	 las	 actas	 respectivas	 nombres,	 apellidos,
domicilio,	 lugar	 de	 trabajo,	 profesión,	 así	 como	 cualquier	 otro	 dato	 que
pudiera	 servir	 para	 su	 identificación.	 Se	 asignará,	 para	 tales	 efectos	 una
clave	secreta	que	únicamente	será	conocida	por	el	fiscal	o	juez	que	imponga
la	 medida,	 así	 como,	 de	 los	 demás	 que	 intervienen	 directamente	 en	 las
medidas	de	protección.
c)	 Intervención	 del	 protegido	 en	 las	 diligencias	 utilizando	 métodos	 que
imposibiliten	su	identificación	visual.
d)	 Utilización	 de	 procedimientos	 mecánicos	 o	 tecnológicos,	 tales	 como
videoconferencias	 u	 otros	 medios	 adecuados,	 siempre	 que	 el	 órgano
jurisdiccional	 cuente	 con	 los	 recursos	necesarios	para	 su	 implementación.
Estas	 medidas	 se	 adoptarán	 para	 evitar	 que	 se	 ponga	 en	 peligro	 la
seguridad	del	protegido	cuando	para	preservar	al	derecho	de	defensa	de	las
partes	 en	 la	 investigación	 o	 proceso	 penal,	 fuera	 necesario	 revelar	 su
identidad.
e)	 Señalamiento	 de	 la	 sede	 de	 la	 fiscalía	 competente	 como	 domicilio	 del
protegido	para	efecto	de	las	notificaciones.
Además,	en	caso	el	colaborador	se	encuentre	en	un	centro	penitenciario,	se
deberá	ubicar	al	colaborador	en	un	ambiente	que	garantice	su	seguridad	e
integridad	 física,	 cuando	 está	 recluido	 en	 un	 centro	 penitenciario;	 lo	 cual
deberá	coordinarse	con	el	Instituto	Nacional	Penitenciario.
Artículo	19.-	En	casos	excepcionales,	el	 juez,	a	pedido	del	 fiscal	ordena	 la
emisión	de	documentos	que	concedan	una	nueva	identificación	al	protegido,
así	como	de	medios	económicos	para	el	cambio	de	su	residencia	o	lugar	de
trabajo.	 Antes	 de	 solicitar	 estas	 medidas	 excepcionales,	 se	 realizará	 una
consulta	previa	a	la	unidad	central	de	protección	para	la	determinación	de
los	recursos	que	puedan	utilizarse.
En	 el	 primer	 caso,	 se	 cursará	 oficio	 reservado	 a	 las	 autoridades
competentes	para	la	entrega	del	nuevo	documento	de	identidad	y	los	demás
que	correspondan,	mediante	un	procedimiento	secreto	a	cargo	de	la	unidad
central	de	protección.	En	el	segundo	caso,	se	hará	entrega	al	protegido	del
dinero	 respectivo	 según	 los	 procedimientos	 reservados	 que	 regule	 la
Fiscalía	de	la	Nación,	cuidando	la	unidad	central	a	través	de	sus	órganos	de
apoyo	 su	 correcta	 utilización,	 según	 los	 fines	 que	 determinaron	 el	 apoyo
económico.
Artículo	20.-	La	Fiscalía	y	la	policía	encargada	cuidarán	de	evitar	que	a	los
agraviados,	 testigos,	 peritos	 y	 colaboradores	 objeto	 de	 protección	 se	 les
hagan	 fotografías	 o	 se	 tome	 su	 imagen	 por	 cualquier	 otro	 procedimiento,
debiéndose	proceder	a	retirar	dicho	material	y	devuelto	inmediatamente	a
su	titular	una	vez	comprobado	que	no	existen	vestigios	de	tomas	en	las	que
aparezcan	los	protegidos	de	forma	tal	que	pudieran	ser	identificados.	Se	les
facilitará,	asimismo,	traslados	en	vehículos	adecuados	para	las	diligencias	y
un	 ambiente	 reservado	 para	 su	 exclusivo	 uso,	 convenientemente
custodiado,	cuando	sea	del	caso	permanecer	en	las	dependencias	judiciales
para	su	declaración.
Capítulo	VII
Niveles	de	seguridad	en	los	procesos	de	protección
Artículo	21.-	Los	niveles	de	seguridad	para	los	protegidos,	como	resultado
de	la	evaluación	de	amenaza	y	riesgo,	son	los	siguientes:
1.	Máximo:	 Es	 la	 especial	 sujeción	 del	 protegido	 al	 control	 absoluto	 del
programa,	en	consecuencia,	debe	desarrollar	sus	actividades	dentro	de	un
espacio	limitado	y	sujeto	a	los	procedimientos	de	seguridad	establecidos.
2.	Mediano:	 Es	 aquel	 en	 el	 que	 el	 protegido	 puede	 realizar	 actividades
normales,	pero	sometido	a	la	orientación	y	a	los	sistemas	de	seguridad	que
disponga	el	programa	de	protección.
3.	 Supervisado:	 Cuando	 el	 protegido	 ha	 sido	 reubicado	 a	 fin	 de	 que
reinicie	una	vida	normal,	las	acciones	de	protección	consistirán	en	una	labor
de	gestión	y	monitoreo	de	seguridad.
Artículo	22.-	El	procedimiento	de	protección	establecido	en	cada	caso,	será
evaluado	 permanentemente	 por	 la	 unidad	 central	 o	 distrital	 según
corresponda,	 bajo	 la	 supervisión	 del	 fiscal	 a	 cargo	 del	 caso,	 a	 efectos	 de
optimizar	las	medidas	de	seguridad	a	que	hubiera	lugar.
Capítulo	VIII
Causales	de	exclusión,	renuncia	y	reincorporación
Artículo	23.-	Los	protegidos	serán	excluidos	de	las	medidas	de	protección
en	los	siguientes	casos:
1.	Negarse	injustificadamente	a	colaborar	con	la	administración	de	justicia.
2.	Cometer	cualquier	delito.
3.	 Cuando	 se	 determine	 que	 continuar	 con	 la	 protección,	 constituye	 un
factor	que	afecta	la	seguridad	del	programa.
4.	Incumplir	con	las	obligaciones	indicadas	en	el	presente	reglamento.
Artículo	24.-	El	protegido	puede	renunciar	voluntariamente	a	 las	medidas
de	 protección,	 bajo	 su	 responsabilidad,	 debiendo	 hacerlo	 mediante	 el
formato	 correspondiente	 ante	 el	 fiscal	 que	 conoce	 el	 caso,	 debiendo	 ser
puesto	en	conocimiento	del	funcionario	competente	de	la	unidad	central	de
protección	o	de	las	unidades	distritales,	según	el	caso.
Si	el	protegido	renuncia	al	programa	o	ha	sido	excluido,	 la	unidad	central
de	 protección	 o	 las	 unidades	 distritales	 evaluarán	 las	 solicitudes	 de
reincorporación	por	disposición	expresa	del	fiscal	del	caso,	siempre	que	se
trate	de	hechos	nuevos	o	sobrevinientes.
Capítulo	IX
Unidad	Especial	de	Investigación,	Comprobación	y
Protección	-	UECIP	de	la	Policía	Nacional
Artículo	 25.-	 La	 Unidad	 Especial	 de	 Investigación,	 Comprobación	 y
Protección	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 -	 UECIP	 cumple	 funciones	 de
comprobación,	investigación	y	protección,	bajo	la	conducción	del	fiscal	que
tiene	 a	 cargo	 la	 investigación	 y	 en	 coordinación	 con	 la	 unidad	 central	 o
distrital	 de	 protección,	 para	 el	 efectivo	 cumplimiento	 del	 presente
reglamento.
Desarrolla	 sus	 funciones	 de	 acuerdo	 a	 lo	 establecido	 en	 el	 presente
reglamento,	en	sus	normas	de	organización	y	funciones	y	a	los	criterios	de
actuación	señalados	por	la	Fiscalía	de	la	Nación.
Artículo	26.-	 Los	 efectivos	de	 la	UECIP	 serán	destacados	por	 la	Dirección
General	de	la	Policía	Nacional	del	Perú,	previa	aprobación	de	la	Fiscalía	de	la
Nación.
Artículo	 27.-	 Los	 efectivos	 de	 la	 UECIP	 conservan	 sus	 derechos,
atribuciones	 y	 facultades	 como	miembros	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú,
debiendo	sujetar	sus	funciones	a	lo	establecido	en	el	decreto	supremo	que
apruebe	el	presente	reglamento.
Disposiciones	finales
Primera	Disposición	Final.-	La	Unidad	Central	de	Protección	y	 la	Gerencia
de	 Imagen	 Institucional	de	 la	Fiscalía	de	 la	Nación,	en	coordinación	con	 la
Escuela	 del	 Ministerio	 Público,	 elaborarán	 instructivos	 y	 publicaciones
periódicas	 con	 el	 fin	 de	 dar	 a	 conocer	 los	 alcances	 del	 programa	 de
protección.
Segunda	 Disposición	 Final.-	 La	 Unidad	 Central	 de	 Protección	 en
coordinación	con	 la	Escuela	del	Ministerio	Público,	diseñará	e	 impartirá	 la
capacitación	 necesaria	 a	 los	 miembros	 del	 Ministerio	 Público,	 del	 Poder
Judicial	y	de	la	Policía	Nacional,	personal	administrativo	que	intervienen	en
el	proceso	de	protección.
SECCIÓN	III
Las	medidas	de	coerción	procesal
TÍTULO	I
Preceptos	generales
D.	Leg.	957.
ART.	253.—Principios	y	finalidad.
1.	Los	derechos	fundamentales	reconocidos	por	la	Constitución	y
los	tratados	relativos	a	derechos	humanos	ratificados	por	el	Perú,
sólo	podrán	ser	restringidos,	en	el	marco	del	proceso	penal,	si	 la
ley	lo	permite	y	con	las	garantías	previstas	en	ella.
2.	 La	 restricción	 de	 un	 derecho	 fundamental	 requiere	 expresa
autorización	 legal,	 y	 se	 impondrá	 con	 respeto	 al	 principio	 de
proporcionalidad	 y	 siempre	 que,	 en	 la	 medida	 y	 exigencia
necesaria,	existan	suficientes	elementos	de	convicción.
3.	La	restricción	de	un	derecho	fundamental	sólo	tendrá	lugar
cuando	fuere	indispensable,	en	la	medida	y	por	el	tiempo
estrictamente	necesario,	para	prevenir,	según	los	casos,	los
riesgos	de	fuga,	de	ocultamiento	de	bienes	o	de	insolvencia
sobrevenida,	así	como	para	impedir	la	obstaculización	de	la
averiguación	de	la	verdad	y	evitar	el	peligro	de	reiteración
delictiva.
D.	Leg.	957.
ART.	254.—Requisitos	y	trámite	del	auto	judicial.
1.	 Las	 medidas	 que	 el	 juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria
imponga	 en	 esos	 casos	 requieren	 resolución	 judicial
especialmente	 motivada,	 previa	 solicitud	 del	 sujeto	 procesal
legitimado.	A	 los	 efectos	del	 trámite	 rigen	 los	numerales	2)	y	4)
del	artículo	203.
2.	El	auto	judicial	deberá	contener,	bajo	sanción	de	nulidad:
a)	 La	 descripción	 sumaria	 del	 hecho,	 con	 la	 indicación	 de	 las
normas	legales	que	se	consideren	transgredidas.
b)	La	 exposición	de	 las	 específicas	 finalidades	perseguidas	y	de
los	elementos	de	convicción	que	justifican	en	concreto	la	medida
dispuesta,	con	cita	de	la	norma	procesal	aplicable.
c)	La	fijación	del	término	de	duración	de	la	medida,	en	los
supuestos	previstos	por	la	ley,	y	de	los	controles	y	garantías	de	su
correcta	ejecución.
D.	Leg.	957.
ART.	255.—Legitimación	y	variabilidad.
1.	 Las	 medidas	 establecidas	 en	 este	 título,	 sin	 perjuicio	 de	 las
reconocidas	a	la	policía	y	al	fiscal,	sólo	se	impondrán	por	el	juez	a
solicitud	 del	 fiscal,	 salvo	 el	 embargo	 y	 la	 administración
provisional	de	posesión	que	también	podrá	solicitar	el	actor	civil.
La	solicitud	indicará	las	razones	en	que	se	fundamenta	el	pedido
y,	 cuando	 corresponda,	 acompañará	 los	 actos	 de	 investigación	 o
elementos	de	convicción	pertinentes.
2.	 Los	 autos	 que	 se	 pronuncien	 sobre	 estas	 medidas	 son
reformables,	 aun	 de	 oficio,	 cuando	 varíen	 los	 supuestos	 que
motivaron	su	imposición	o	rechazo.
3.	Salvo	lo	dispuesto	respecto	del	embargo	y	de	la	administración
provisional	de	posesión,	corresponde	al	Ministerio	Público	y	al
imputado	solicitar	al	juez	la	reforma,	revocatoria	o	sustitución	de
las	medidas	de	carácter	personal,	quien	resolverá	en	el	plazo	de
tres	días,	previa	audiencia	con	citación	de	las	partes.
JURISPRUDENCIA.—Facultad	del	juez	para	modificar	el	plazo	de	la
investigación	preparatoria	propuesto	por	el	fiscal	no	choca	con	el
principio	de	limitación.	“2.3.10.	De	ahí	que	frente	al	requerimiento	del	fiscal,
del	cual	se	defiende	la	parte	investigada,	el	juez	puede	modificar	el	plazo	que
otorga	a	su	inicial	pedido	si	es	que	es	excesivo,	lo	que	no	es	una	afectación	al
principio	de	congruencia,	defensa	u	otro,	pues	se	opone	y	discute	el	plazo
pedido	y	de	cualquier	otro.
2.3.11.	Por	lo	que,	el	cuestionamiento	a	la	congruencia	del	pronunciamiento
de	segunda	instancia	no	es	tal,	porque	el	órgano	judicial	contaba	con	la
facultad	de	resolver	de	oficio	por	la	naturaleza	del	tema,	conforme	al	artículo
255.3	del	Código	Procesal	Penal,	que	señala	sobre	las	medidas	de	coerción
procesal,	que	los	autos	que	se	pronuncian	sobre	estas	son	reformables	aun	de
oficio,	cuando	varíen	los	supuestos	que	motivaron	su	imposición	o
rectificación”.	(C.	S.,	Cas.	147-2016-Lima,	jul.	06/2016.	V.	P.	Pariona	Pastrana)
D.	Leg.	957.
ART.	256.—Sustitución	o	acumulación.	La	infracción	de	una
medida	impuesta	por	el	juez,	determinará,	de	oficio	o	a	solicitud
de	la	parte	legitimada,	la	sustitución	o	la	acumulación	con	otra
medida	más	grave,	teniendo	en	consideración	la	entidad,	los
motivos	y	las	circunstancias	de	la	trasgresión,	así	como	la	entidad
del	delito	imputado.
D.	Leg.	957.
ART.	257.—Impugnación.
1.	 Los	 autos	 que	 impongan,	 desestimen,	 reformen,	 sustituyan	 o
acumulen	las	medidas	previstas	en	esta	sección	son	impugnables
por	el	Ministerio	Público	y	el	imputado.
2.	El	actor	civil	y	el	tercero	civil	sólo	podrán	recurrir	respecto	de
las	medidas	patrimoniales	que	afecten	su	derecho	en	orden	a	la
reparación	civil.
D.	Leg.	957.
ART.	258.—Intervención	de	los	sujetos	procesales.	En	el
procedimiento	de	imposición	de	una	medida	prevista	en	esta
sección	seguido	ante	el	juez	de	la	investigación	preparatoria	y	en
el	procedimiento	recursal,	los	demás	sujetos	procesales	podrán
intervenir	presentando	informes	escritos	o	formulando	cualquier
requerimiento,	luego	de	iniciado	el	trámite.	Esta	intervención
procederá	siempre	que	no	peligre	la	finalidad	de	la	medida.
TÍTULO	II
La	detención
D.	Leg.	957.
ART.	259.—Modificado.	Ley	29569,	Art.	1°.	Detención	policial.
La	Policía	Nacional	del	Perú	detiene,	sin	mandato	judicial,	a	quien
sorprenda	en	flagrante	delito.	Existe	flagrancia	cuando:
1.	El	agente	es	descubierto	en	la	realización	del	hecho	punible.
2.	El	agente	acaba	de	cometer	el	hecho	punible	y	es	descubierto.
3.	 El	 agente	 ha	 huido	 y	 ha	 sido	 identificado	 durante	 o
inmediatamente	 después	 de	 la	 perpetración	 del	 hecho	 punible,
sea	por	el	agraviado	o	por	otra	persona	que	haya	presenciado	el
hecho,	o	por	medio	audiovisual,	dispositivos	o	equipos	 con	cuya
tecnología	se	haya	registrado	su	 imagen,	y	es	encontrado	dentro
de	las	veinticuatro	(24)	horas	de	producido	el	hecho	punible.
4.	El	agente	es	encontrado	dentro	de	las	veinticuatro	(24)	horas
después	de	la	perpetración	del	delito	con	efectos	o	instrumentos
procedentes	de	aquel	o	que	hubieren	sido	empleados	para
cometerlo	o	con	señales	en	sí	mismo	o	en	su	vestido	que	indiquen
su	probable	autoría	o	participación	en	el	hecho	delictuoso.
NOTA:	La	Ley	N°	29372	(publicada	el	29	de	junio	del	2009)	modificó	la	redacción	íntegra	del
artículo	259,	e	incorporó	el	numeral	6)	a	la	Primera	Disposición	Final	del	Código	Procesal	Penal,
determinando	así,	la	vigencia	de	los	artículos	259	y	260	del	nuevo	C.P.P.	en	todo	el	país,	a	partir	del	1
de	julio	del	2009.
JURISPRUDENCIA.—II	Pleno	Jurisdiccional	Extraordinario	Penal:	juez
debe	ser	muy	riguroso	para	aceptar	incoar	un	proceso	inmediato	para
delitos	que	pueden	demandar	un	esclarecimiento	más	intenso.	“17°.	La
opción	que	se	asume	es	que	la	norma	en	debate	puede	salvar	su
constitucionalidad	si	se	la	interpreta	en	la	forma	prevista	en	el	parágrafo
precedente.	Es	inadmisible	obligar,	sin	más,	al	Ministerio	Público	a	una
actuación	irrazonable	por	la	incoación	de	un	proceso	reformado	si	no	se
presentan	sus	presupuestos	materiales,	que	la	propia	Ley	Procesal	Penal
desarrolla.	También	es	intolerable	que	se	prescriba	la	responsabilidad	–
obviamente	funcional,	nunca	penal–	del	fiscal	si	no	solicita	la	incoación	del
proceso	inmediato,	pues	éste	tiene	desde	la	ley	–y	así	debe	reconocérsele–,
precisamente	varias	opciones	posibles,	sujetas	desde	luego	a	una	valoración
de	las	circunstancias	fácticas	y	jurídicas	que	en	cada	caso	se	presenta.	(…)	El
artículo	447	NCPP	estipula	dos	momentos	procesales	para	la	solicitud	de
incoación	del	proceso	inmediato.	(...)	El	proceso	inmediato	por	delito	flagrante
requiere	que	el	imputado	esté	detenido	y	que	no	se	necesite	realizar,	luego	de
las	veinticuatro	horas	de	detención,	algún	acto	de	investigación	adicional	o	de
confirmación	ineludible.	En	tal	caso,	el	fiscal	inmediatamente	debe	formular	el
requerimiento	y	el	juez	debe	realizar	la	audiencia	única	de	incoación	del
proceso	inmediato	dentro	de	las	cuarenta	y	ocho	horas	siguientes	a	dicho
requerimiento.	Es	importante,	a	los	efectos	de	garantizar	el	derecho	de
defensa	–plazo	razonable	para	que	el	imputado	prepare	su	defensa:	artículo
IX,	apartado	1),	del	Título	Preliminar	NCPP–	que	ese	plazo	debe	computarse,
necesariamente,	desde	que	el	citado	imputado	es	notificado	efectivamente	con
el	auto	de	citación	a	la	referida	audiencia.	El	imputado	debe	ser	notificado	del
auto	en	referencia	y	del	propio	requerimiento	fiscal;	solo	a	partir	de	ese
momento	puede	empezar	a	correr	el	plazo	respectivo”.	(C.	S.,	II	Pleno
Jurisdiccional	Extraordinario	Penal	-	Acuerdo	Plenario	Extraordinario	2-
2016/CIJ-116,	jun.	06/2016.	V.	P.	Prado	Saldarriaga,	Rodríguez	Tineo	y
Pariona	Pastrana)
NOTA:	El	texto	del	II	Pleno	Jurisdiccional	Extraordinario	Penal	fue
publicado	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	04	de	agosto	del	2016.	La	fe	de
rrratas	del	pleno	se	publicó	el	12	de	agosto	del	2016.
JURISPRUDENCIA.—A	propósito	de	la	detención	a	nivel	policial,	el	plazo
estrictamente	necesario	debe	ser	establecido	en	cada	caso	en	concreto	y
en	atención	a	las	circunstancias	que	dan	lugar	al	mantenimiento	de	la
privación	de	la	libertad	personal.	“(…)	la	norma	fundamental	establece	en
su	numeral	24,	literal	f	que	toda	persona	tiene	derecho	a	la	libertad	y	a	la
seguridad	personales,	en	consecuencia:	‘Nadie	puede	ser	detenido	sino	por
mandamiento	escrito	y	motivado	del	juez	o	por	las	autoridades	policiales	en
caso	de	flagrante	delito.	El	detenido	debe	ser	puesto	a	disposición	del	juzgado
correspondiente,	dentro	de	las	veinticuatro	horas	o	en	el	término	de	la
distancia.	Estos	plazos	no	se	aplican	a	los	casos	de	terrorismo,	espionaje	y
tráfico	ilícito	de	drogas.	En	tales	casos,	las	autoridades	policiales	pueden
efectuar	la	detención	preventiva	de	los	presuntos	implicados	por	un	término
no	mayor	de	quince	días	naturales.	Deben	dar	cuenta	al	Ministerio	Público	y	al
juez,	quien	puede	asumir	jurisdicción	antes	de	vencido	dicho	término’.
De	esto	último	se	tiene	que	conforme	a	la	Constitución,	la	detención	policial
por	el	delito	de	tráfico	ilícito	de	drogas	(como	lo	es	uno	de	los	ilícitos	que	se
atribuye	a	los	actores)	en	el	marco	de	la	investigación	preliminar	no	puede
exceder	por	ningún	motivo	los	15	días	naturales,	temporalidad	que	se
cuestiona	en	los	hechos	de	la	demanda.
(…)	que	el	plazo	de	la	detención	que	la	norma	fundamental	establece	es	un
plazo	máximo	de	carácter	absoluto,	y	que	no	obstante	tal	temporalidad
inequívoca	y	simple	en	su	cómputo	no	es	la	regla	general	a	aplicar	en	todos	los
casos,	puesto	que	se	tiene	la	evaluación	previa	de	los	márgenes	de
constitucionalidad	de	la	detención,	la	que	no	puede	durar	más	allá	del	plazo
estrictamente	necesario	que	debe	ser	establecido	en	cada	caso	en	concreto	y
en	atención	a	las	circunstancias	que	dan	lugar	al	mantenimiento	de	la
privación	de	la	libertad	personal,	como	lo	son	las	diligencias	necesarias	a
realizarse,	la	particular	dificultad	para	efectuar	determinadas	pericias	o
exámenes,	el	comportamiento	del	afectado	con	la	medida,	entre	otros.	En	este
sentido,	el	tribunal	precisa	que	el	control	de	los	plazos	de	la	detención	(plazo
estrictamente	necesario	y	plazo	máximo)	debe	ser	efectuado	tanto	por	el
representante	del	Ministerio	Público	como	por	el	juez	competente,	según
corresponda,	sin	que	tal	verificación	sea	excluyente	sino	complementaria	de
dichas	instituciones,	por	lo	que	debe	llevarse	a	cabo	bajo	responsabilidad,
dejándose	constancia	del	acto	de	control.	Así,	el	derecho	a	ser	puesto	a
disposición	judicial	en	los	plazos	antes	señalados	resulta	oponible	frente	a
cualquier	supuesto	de	detención	o	privación	de	la	libertad	personal	que	se
encuentre	regulado	por	el	ordenamiento	jurídico	(Vg.	el	de	la	detención
policial,	la	detención	preliminar	judicial,	etc.)”	(TC,	Exp.	03691-2009-PHC/TC,
mar.	18/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—La	situación	particular	de	“urgencia”	justifica	la
detención	en	flagrancia	delictiva.	“(…)	la	flagrancia	es	un	instituto	procesal
con	relevancia	constitucional	que	debe	entenderse	como	una	evidencia	del
hecho	delictuoso	respecto	de	su	autor.	Así,	la	flagrancia	se	configurará	cuando
exista	un	conocimiento	fundado,	directo	e	inmediato	del	hecho	punible	que	se
viene	realizando	o	que	se	acaba	de	realizar	instantes	antes,	situación	en	la
que,	por	su	particular	configuración,	es	necesaria	la	urgente	intervención	de
la	policía	para	que	actúe	conforme	a	sus	atribuciones.	En	este	sentido,	lo	que
justifica	la	excepción	al	principio	constitucional	de	la	reserva	judicial	para
privar	de	la	libertad	a	una	persona	es	la	situación	particular	de	la	urgencia
que,	en	el	caso,	concurriendo	los	requisitos	de	la	inmediatez	temporal	e
inmediatez	personal	de	la	flagrancia	delictiva,	comporta	su	necesaria
intervención.
(…)	por	tanto,	y	estando	a	lo	anteriormente	expuesto,	resulta	legítimo	el
ingreso	de	efectivos	de	la	Policía	Nacional	en	el	domicilio	de	una	persona	sin
su	previa	autorización	siempre	que	se	tenga	conocimiento	fundado,	directo	e
inmediato,	que	deje	constancia	evidente	de	la	realización	de	un	hecho	punible,
el	gravísimo	peligro	de	su	perpetración	o	en	caso	de	la	persecución
continuada	del	infractor	que	se	refugia	en	él.	Ello	implica	que	el	objetivo	de	tal
intromisión	domiciliaria	no	es	otro	que	la	urgente	intervención	a	efectos	de
detener	al	infractor,	evitar	que	se	cometa	el	hecho	punible	y,	accesoriamente,
efectuar	las	investigaciones	y/o	los	registros	con	ocasión	del	delito	en	cuestión
(decomiso	de	los	objetos	del	delito,	entre	otros).
(…)	en	este	contexto	se	concluye	que	la	intervención	urgente	sancionada	para
los	casos	de	flagrancia	se	justifica	constitucionalmente	respecto	de	los	delitos
de	consumación	instantánea,	pues	en	los	delitos	permanentes	no	se
configuraría,	en	principio,	la	situación	de	urgencia	que	impida	recabar	la
autorización	judicial	correspondiente.	Por	consiguiente,	en	los	delitos	de
tenencia	de	armas,	drogas,	contrabando	y	otros,	cuya	posesión	continuada	se
indica	como	almacenada	al	interior	de	un	domicilio,	se	requerirá	la	previa
autorización	judicial;	pues,	aun	cuando	puedan	presentarse	de	manera
concurrente	los	requisitos	de	la	flagrancia	delictiva,	en	los	delitos
permanentes	se	presenta	el	decaimiento	del	supuesto	de	la	extrema	urgencia.”
(TC,	Exp.	03691-2009-PHC/TC,	mar.	18/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Regla	sustancial	y	procesal	para	evaluar	la
duración	del	plazo	de	detención.	“(…)	a)	Regla	sustancial:	El	plazo	de	la
detención	que	la	norma	fundamental	establece	es	un	plazo	máximo,	de
carácter	absoluto,	cuyo	cómputo	es	inequívoco	y	simple,	pero	no	es	el	único,
pues	existe	también	el	plazo	estrictamente	necesario	de	la	detención.	Y	es	que,
aún	sí	la	detención	no	hubiera	traspasado	el	plazo	máximo,	ese	dato	per	se	no
resulta	suficiente	para	evaluar	los	márgenes	de	constitucionalidad	de	la
detención,	pues	esta	tampoco	puede	durar	más	allá	del	plazo	estrictamente
necesario	(límite	máximo	de	la	detención).	Como	es	evidente,	el	límite	máximo
de	la	detención	debe	ser	establecido	en	atención	a	las	circunstancias	de	cada
caso	concreto,	tales	como	las	diligencias	necesarias	a	realizarse,	la	particular
dificultad	para	efectuar	determinadas	pericias	o	exámenes,	el
comportamiento	del	afectado	con	la	medida,	entre	otros.
(…).
b)	Regla	procesal:	El	derecho	a	ser	puesto	a	disposición	judicial	dentro	del
plazo	estrictamente	necesario	de	la	detención	o	dentro	del	plazo	máximo	de	la
detención	resulta	oponible	frente	a	cualquier	supuesto	de	detención	o
privación	de	la	libertad	personal	que	se	encuentre	regulado	por	el
ordenamiento	jurídico	(detención	policial,	detención	preliminar	judicial,	etc.).
En	ese	sentido,	a	efectos	de	optimizar	su	tutela,	lo	que	corresponde	es	que	la
autoridad	competente	efectúe	un	control	de	los	plazos	de	la	detención	tanto
concurrente	como	posterior,	dejándose	constancia	del	acto	de	control,
disponiendo,	si	fuera	el	caso,	las	medidas	correctivas	pertinentes,	bajo
responsabilidad.	Este	control	de	los	plazos	de	la	detención	debe	ser	efectuado
tanto	por	el	representante	del	Ministerio	Público	como	por	el	juez	competente,
según	corresponda,	sin	que	ambos	sean	excluyentes,	sino	más	bien
complementarios.”	(TC,	Exp.	06423-2007-PHC/TC,	dic.	28/2009.	S.	S.	Vergara
Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—La	sindicación	inmediata	justifica	una	detención	en
flagrancia	delictiva.	“(…)	El	Tribunal	Constitucional	estima	que	la	detención
del	favorecido	se	produjo	en	una	situación	de	flagrancia	en	razón	de	que	la
agraviada	(del	robo)	realizó	la	sindicación	inmediatamente	después	de
ocurrido	el	hecho,	y	que	los	policías	vieron	el	estado	en	que	esta	se	encontraba
y	el	ingreso	violento	de	un	sujeto	a	un	inmueble	empujando	a	la	dueña,	ante	lo
cual	decidieron	intervenir	al	sujeto,	que	trató	de	huir	por	los	techos.	Luego	de
la	detención,	en	la	misma	fecha	se	cumplió	con	la	notificación	al	favorecido
(…).
(…)	obra	el	acta	de	registro	personal	y	comiso	de	droga	e	incautación
efectuada	al	favorecido,	en	la	que	se	señalan	los	objetos	que	le	fueron
encontrados:	el	bolso	de	la	agraviada	con	sus	pertenencias,	también	un	reloj,
una	sencillera,	dos	bujías;	entre	otras	cosas.	Las	pertenencias	de	la	agraviada
le	fueron	devueltas	conforme	al	acta	de	entrega	(…).
7.	Respecto	al	cuestionamiento	de	que	la	detención	se	ha	mantenido	pasadas
las	24	horas,	del	acta	de	registro	y	comiso	de	droga	e	incautación	mencionada
en	el	fundamento	anterior	se	advierte	que	al	favorecido	también	se	le	habría
encontrado	8	bolsitas	con	hojas,	tallos	y	semillas	de	marihuana,	4	envoltorios
de	papel	manteca	que	contendrían	clorhidrato	de	cocaína	y	84	envoltorios,	en
cuyo	interior	habría	pasta	básica	de	cocaína.	El	hallazgo	de	estas	sustancias
habría	motivado	que	el	favorecido	sea	detenido	por	un	plazo	mayor	de	las	24
horas	como	lo	establece	el	último	párrafo	del	artículo	2°,	inciso	24,	parágrafo
f),	de	la	Constitución	Política	del	Perú.	(…).”	(TC,	Exp.	01757-2011-PHC/TC,
jun.	22/2011.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—La	flagrancia	es	una	evidencia	de	la	autoría	del
hecho	delictuoso.	“En	este	sentido,	se	tiene	que	la	flagrancia	es	un	instituto
procesal	con	relevancia	constitucional	que	debe	entenderse	como	una
evidencia	del	hecho	delictuoso	respecto	de	su	autor.	Así,	la	flagrancia	se
configurará	cuando	exista	un	conocimiento	fundado,	directo	e	inmediato	del
hecho	punible	que	se	viene	realizando	o	que	se	acaba	de	realizar	instantes
antes,	situación	en	la	que,	por	su	particular	configuración,	es	necesaria	la
urgente	intervención	de	la	Policía	para	que	actúe	conforme	a	sus	atribuciones.
En	este	sentido,	lo	que	justifica	la	excepción	al	principio	constitucional	de	la
reserva	judicial	para	privar	de	la	libertad	a	una	persona	es	la	situación
particular	de	la	urgencia	que,	en	el	caso,	concurriendo	los	requisitos	de	la
inmediatez	temporal	e	inmediatez	personal	de	la	flagrancia	delictiva,
comporta	su	necesaria	intervención	policial”.	(TC,	Exp.	04630-2013-PHC/TC,
jun.	26/2014.	S.	S.	Blume	Fortini)
JURISPRUDENCIA.—Exigencias	para	calificar	la	flagrancia	delictiva.
“(...)	dos	requisitos	imprescindibles	para	que	se	configure	la	flagrancia,	a
saber,	la	inmediatez	temporal,	que	implica	que	el	delito	se	esté	cometiendo	o
que	se	haya	cometido	instantes	antes;	y	la	inmediatez	personal,	que	importa
que	el	presunto	delincuente	se	encuentre	ahí,	en	ese	momento	en	situación	y
con	relación	al	objeto	o	a	los	instrumentos	del	delito,	y	que	ello	suponga	una
prueba	evidente	de	su	participación	en	el	hecho	delictivo.	(...).”	(TC,	Exp.	9724-
2005-PHC/TC,	ene.	06/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Encontrar	droga	fuera	del	inmueble	del	investigado
no	acredita	la	existencia	de	flagrante	delito.	“(...)	Que	ninguna
investigación	preliminar	sobre	tráfico	ilícito	de	drogas	puede	legitimar	la
detención	de	cualquier	persona	si	no	se	acredita	con	hechos	evidentes	la
configuración	de	los	elementos	constitutivos	del	delito.	El	hecho	de	encontrar
droga	fuera	del	inmueble	del	investigado	no	acredita	la	existencia	de
flagrante	delito	porque	falta	el	nexo	de	causalidad	entre	el	lugar	de	ubicación
de	la	droga	y	el	detenido,	como	se	da	en	el	presente	caso,	máxime	cuando	la
propia	autoridad	policial	emplazada	afirma	(...)	que	al	detenido	no	se	le
encontró	droga	alguna	en	sus	bolsillos,	que	la	droga	se	halló	en	la	parte
posterior	del	inmueble	intervenido,	adicionalmente,	conforme	al	certificado
médico	legal	(...),	se	acredita	que	el	detenido	no	presenta	signos	de
farmacodependencia.	Ni	la	presencia	del	fiscal	en	la	intervención	judicial	ni	la
orden	de	allanamiento	domiciliado	decretado	por	un	juez	legitiman	las
detenciones	arbitrarias.	(...).”	(TC,	Exp.	N°	818-98-HC/TC,	ene.	14/99.	Pres.
Acosta	Sánchez)
JURISPRUDENCIA.—Una	llamada	telefónica	no	puede	justificar	la
intervención	por	“flagrancia	delictiva”.	“(…)	Esto	es	así	porque	una
llamada	telefónica	de	una	tercera	persona	que	denuncia	la	posesión	de
objetos	o	elementos	ilícitos	en	el	interior	de	un	domicilio	no	puede	comportar
el	conocimiento	fundado,	directo	e	inmediato	de	la	realización	del	hecho
punible	(que	se	viene	realizando	o	que	se	acaba	de	realizar	instantes	antes)
que	habilite	a	la	autoridad	pública	a	prescindir	del	mandato	judicial
correspondiente	pretextando	la	configuración	de	la	situación	delictiva	de	la
flagrancia.	(…)”	(TC,	Exp.	03691-2009-PHC/TC,	mar.	18/2010.	S.	S.	Mesía
Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Intromisión	domiciliaria	queda	justificada	si	se
demuestra	persecución	continuada	del	infractor.	“(…)	resulta	legítimo	el
ingreso	de	efectivos	de	la	Policía	Nacional	en	el	domicilio	de	una	persona	sin
su	previa	autorización	siempre	que	se	tenga	conocimiento	fundado,	directo	e
inmediato,	que	deje	constancia	evidente	de	la	realización	de	un	hecho	punible,
el	gravísimo	peligro	de	su	perpetración	o	en	caso	de	la	persecución
continuada	del	infractor	que	se	refugia	en	él.	Ello	implica	que	el	objetivo	de	tal
intromisión	domiciliaria	no	es	otro	que	la	urgente	intervención	a	efectos	de
detener	al	infractor,	evitar	que	se	cometa	el	hecho	punible	y,	accesoriamente,
efectuar	las	investigaciones	y/o	los	registros	con	ocasión	del	delito	en	cuestión
(decomiso	de	los	objetos	del	delito,	entre	otros).”	(TC,	Exp.	03691-2009-
PHC/TC,	mar.	18/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
DOCTRINA.—Medidas	 de	 aseguramiento	 obedecen	 a	 tres	 tipos	 de
riesgo:	 obstaculización,	 reiteración	 y	 de	 fuga.	 “(…)	 Los	 requisitos	 de
señalación	 expresa	 para	 las	 medidas	 de	 aseguramiento	 constituyen	 la
reunión	 o	 conjunción	 de	 los	 anteriormente	 denominados	 fines
constitucionales	y	legales	de	la	detención	preventiva,	 los	mismos	a	los	que
se	refirió	 la	Sentencia	C-774	de	2.001	de	 la	Corte	Constitucional,	pero	que
ahora	aparecen	diferenciados	en	tres	grandes	grupos,	a	saber:	(i)	necesidad
de	la	medida	para	evitar	que	el	imputado	obstruya	el	debido	ejercicio	de	la
justicia	(riesgo	de	obstaculización);	(ii)	necesidad	de	la	detención	porque	el
imputado	 constituye	 un	 peligro	 para	 la	 seguridad	 de	 la	 sociedad	 o	 de	 la
víctima	 (riesgo	 de	 reiteración);	 y	 (iii)	 necesidad	 del	 aseguramiento	 por
cuanto	 resulta	 probable	 que	 el	 imputado	 no	 comparecerá	 al	 proceso	 o	 al
cumplimiento	de	la	sentencia	de	condena	(riesgo	de	fuga)
‘En	 el	 primer	 grupo	 quedaría	 incluido	 todo	 aquello	 que	 se	 refiere	 al
entorpecimiento	 de	 la	 actividad	 probatoria	 por	 parte	 del	 imputado,
mientras	que	en	el	segundo	se	refrenda	el	peligro	que	este	podría	constituir
para	 la	 comunidad	 o	 también	 de	 manera	 directa	 para	 la	 víctima,	 en
particular	por	la	desconfianza	que	se	le	tiene	respecto	de	continuar	con	su
actividad	 delincuencial.	 Y	 en	 el	 tercer	 grupo,	 por	 su	 parte,	 quedaría
incorporado	 lo	 relacionado	 con	 la	 fuga	 del	 imputado	 o	 la	 elusión	 de	 su
compromiso	judicial	o	de	la	ejecución	de	la	pena’”.	(Pedraza	Jaimes,	Miguel
Ángel.	La	detención	preventiva	en	el	sistema	acusatorio.	Ediciones	Jurídicas
Andrés	Morales,	Bogotá	D.C.,	2008)
D.	Leg.	957.
ART.	260.—Arresto	ciudadano.
1.	 En	 los	 casos	 previstos	 en	 el	 artículo	 anterior,	 toda	 persona
podrá	proceder	al	arresto	en	estado	de	flagrancia	delictiva.
2.	En	este	caso	debe	entregar	inmediatamente	al	arrestado	y	las
cosas	que	constituyan	el	cuerpo	del	delito	a	la	policía	más	cercana.
Se	entiende	por	entrega	inmediata	el	tiempo	que	demanda	el
dirigirse	a	la	dependencia	policial	más	cercana	o	al	policía	que	se
halle	por	inmediaciones	del	lugar.	En	ningún	caso	el	arresto
autoriza	a	encerrar	o	mantener	privada	de	su	libertad	en	un	lugar
público	o	privado	hasta	su	entrega	a	la	autoridad	policial.	La
policía	redactará	un	acta	donde	se	haga	constar	la	entrega	y	las
demás	circunstancias	de	la	intervención.
NOTA:	La	publicación	de	la	Ley	29372	modifica	la	redacción	íntegra	del	artículo	260,	e	incorpora	el
numeral	6)	a	la	Primera	Disposición	Final	del	Código	Procesal	Penal,	determinando	así,	la	vigencia	de
los	artículos	259	y	260	del	nuevo	C.P.P.	en	todo	el	país,	a	partir	del	1	de	julio	del	2009.
D.	Leg.	957.
ART.	261.—Detención	preliminar	judicial.
1.	El	 juez	 de	 la	 investigación	preparatoria,	 a	 solicitud	del	 fiscal,
sin	trámite	alguno	y	teniendo	a	la	vista	las	actuaciones	remitidas
por	aquél,	dictará	mandato	de	detención	preliminar,	cuando:
a)	 No	 se	 presente	 un	 supuesto	 de	 flagrancia	 delictiva,	 pero
existan	 razones	 plausibles	 para	 considerar	 que	 una	 persona	 ha
cometido	 un	 delito	 sancionado	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad
superior	 a	 cuatro	 años	 y,	 por	 las	 circunstancias	 del	 caso,	 puede
desprenderse	cierta	posibilidad	de	fuga.
b)	El	sorprendido	en	flagrante	delito	logre	evitar	su	detención.
c)	El	detenido	se	fugare	de	un	centro	de	detención	preliminar.
2.	En	los	supuestos	anteriores,	para	cursar	la	orden	de	detención
se	 requiere	 que	 el	 imputado	 se	 encuentre	 debidamente
individualizado	 con	 los	 siguientes	 datos:	 nombres	 y	 apellidos
completos,	edad,	sexo,	lugar,	y	fecha	de	nacimiento.
3.	La	orden	de	detención	deberá	ser	puesta	en	conocimiento	de	la
policía	a	la	brevedad	posible,	de	manera	escrita	bajo	cargo,	quien
la	 ejecutará	 de	 inmediato.	 Cuando	 se	 presenten	 circunstancias
extraordinarias	 podrá	 ordenarse	 el	 cumplimiento	 de	 detención
por	correo	electrónico,	facsímil,	telefónicamente	u	otro	medio	de
comunicación	 válido	 que	 garantice	 la	 veracidad	 del	 mandato
judicial.	En	todos	estos	casos	la	comunicación	deberá	contener	los
datos	de	identidad	personal	del	requerido	conforme	a	lo	indicado
en	el	numeral	dos.
4.	Las	requisitorias	cursadas	a	la	autoridad	policial	tendrán	una
vigencia	de	seis	meses.	Vencido	este	plazo	caducarán
automáticamente	bajo	responsabilidad,	salvo	que	fuesen
renovadas.	La	vigencia	de	la	requisitoria	para	los	casos	de
terrorismo,	espionaje	y	tráfico	ilícito	de	drogas	no	caducarán
hasta	la	efectiva	detención	de	los	requisitoriados.
JURISPRUDENCIA.—Limitación	al	derecho	fundamental	a	la	libertad
personal	está	severamente	circunscripta	a	reglas	de	procedimiento
específicas.	“(…)	Es	cierto,	desde	luego,	que	una	vez	que	se	detenga
policialmente	a	una	persona	–ver	artículos	259	y	260	apartados	2	del	Nuevo
Código	Procesal	Penal–	o	cuando	el	juez	de	la	investigación	preparatoria,	a
instancia	del	fiscal,	dicte	y	se	ejecute	una	medida	de	detención	preliminar	–ver
artículo	261	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal–,	el	régimen	legal	o	situación
jurídica	del	imputado	y	de	las	diligencias	preliminares	–dada	la	limitación	el
derecho	fundamental	a	la	libertad	personal–	están	severamente
circunscriptas	y	sometidas	a	reglas	del	procedimiento	específicas,	a	tenor	de
los	artículos	264	y	siguientes	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal	–que	incluso
puede	dar	lugar	a	un	pedido	de	convalidación	de	la	detención,	a	su	extensión
temporal,	conforme	al	artículo	266–.	Sin	embargo,	ello	no	da	pie	a	inferir	que
siempre	es	del	caso	pedir	detención	preliminar	en	aras,	luego,	de	instar	la
prisión	preventiva;	y,	menos,	que	si	se	intenta	esa	media	provisionalísima	y	el
juez	no	la	acepta,	está	vedado	requerir	la	medida	de	prisión	preventiva	en	una
oportunidad	posterior	de	incorporarse	–claro	está–	más	elementos	de
investigación	o	de	prueba	en	orden	a	los	presupuestos	que	la	condicionan	–
artículo	255	apartado	2	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal–.	Como	se	ha
indicado,	el	artículo	268	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal,	que	regula	los
presupuestos	materiales	para	dictar	dicha	medida	provisional	personal,	no	lo
impone,	ni	por	su	propia	lógica	institucional	podía	hacerlo.	(…)”	(CS,	Cas.	01-
2007-Huaura,	jul.	26/2007.	Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA.—Los	plazos	de	la	detención	policial	que	establece	la
Constitución	son	plazos	máximos	de	carácter	absoluto.	“Este	tribunal
advierte	que	la	detención	del	favorecido	se	sustenta	en	el	mandato	judicial	de
su	requisitoria	(...),	para	lo	cual	los	emplazados	contaron	con	el	Oficio	(...).	De
otro	lado,	si	bien	es	cierto,	que	el	oficio	por	el	cual	el	órgano	judicial
requirente	confirmó	la	vigencia	del	pedido	de	requisitoria	hace	referencia	a	la
realización	de	coordinaciones	para	la	asignación	económica	del	traslado	del
detenido,	también	lo	es	que	en	dicho	oficio	se	indica	que	el	beneficiario	(...)
debe	ser	puesto	a	su	disposición	del	juzgado	dentro	de	los	plazos	establecidos
en	la	Constitución,	bajo	responsabilidad.
(...)	la	Policía	Nacional	del	Perú	tiene	como	función	el	cumplir	con	los
mandatos	judiciales,	como	lo	es	el	mandato	judicial	de	la	requisitoria	de	una
persona	procesada	o	sentenciada,	escenario	en	el	que	una	vez	detenida	dicha
persona,	es	responsabilidad	de	los	efectivos	policiales	del	caso	ponerla	a
disposición	de	la	autoridad	requirente	dentro	del	plazo	que	la	Constitución	ha
establecido;	en	tanto	su	defecto	genera	las	responsabilidades	que	resulten
aplicables,	sea	el	infractor	autoridad,	funcionario	o	cualquier	persona.
16.	Cabe	notar	que	la	asignación	dineraria	que	concede	el	Poder	Judicial	a	la
División	de	Requisitorias	de	la	Policía	Nacional	para	el	traslado	de	las
personas	requisitoriadas,	es	en	condición	de	‘apoyo	económico’,	contexto	en	el
que	no	se	presenta	responsabilidad	legal	atribuible	al	Poder	Judicial	por	el
eventual	defecto	o	supresión	de	la	aludida	asignación.	Ello	no	obsta	para	que
el	personal	del	Poder	Judicial	adscrito	a	su	tramitación	deba	ser	diligente,	en
observancia	a	la	normativa	administrativa	del	caso.
17.	Por	lo	anterior,	la	responsabilidad	legal	generada	por	la	detención
policial	arbitraria	del	requisitoriado,	que	ha	desbordado	el	plazo	máximo
establecido	por	la	Constitución,	no	puede	ser	eximida	bajo	el	argumento	de
que	se	no	se	efectuó	el	traslado	del	capturado	porque	el	Poder	Judicial	no	ha
remitido	el	dinero	para	el	traslado;	puesto	que,	la	Policía	Nacional	del	Perú
cuenta	con	el	mandato	constitucional	expreso	de	poner	al	detenido	a
disposición	del	órgano	judicial	correspondiente	en	el	término	de	tiempo
establecido	(artículo	2°,	inciso	24,	literal	f,	de	la	Constitución)”.	(T.	C,	Exp.
01878-2013-PHC/TC,	ago.	28/2015.	S.	S.	Blume	Fortini)
JURISPRUDENCIA.—El	deber	de	la	policía	es	poner	al	requisitoriado	a
disposición	del	órgano	judicial	requirente	dentro	del	plazo	establecido,
no	se	admite	actuación	u	omisión	en	contrario.	“Asimismo,	este	tribunal
rechaza	el	argumento	de	descargo	del	efectivo	policial	(...),	quien	refiere	que	el
‘beneficiario	ha	manifestado	su	voluntad	de	quedarse	en	las	instalaciones	de
la	Deincri	-	AJ	-	La	Merced	hasta	el	día	10	de	setiembre	del	2012’.	Y	es	que	el
deber	de	la	Policía	Nacional	es	poner	al	requisitoriado	a	disposición	del
órgano	judicial	requirente	dentro	del	plazo	establecido,	no	admitiéndose
actuación	u	omisión	en	contrario.
19.	Por	todo	lo	dicho,	este	tribunal	concluye	que	el	jefe	de	la	Deincri	-	AJ	-	La
Merced,	mayor	PNP	(...),	y	el	encargado	de	la	Policía	Judicial	de	la	localidad,
técnico	PNP	(...),	han	vulnerado	el	derecho	a	la	libertad	personal	de	don	(...),	al
no	haberlo	puesto	a	disposición	del	Séptimo	Juzgado	Penal	de	Huancayo
dentro	de	las	48	horas	de	la	ejecución	de	su	detención.	Ello	pese	a	haber
transcurrido	más	de	tres	días	desde	que	se	recabó	el	oficio	judicial	que
confirmó	la	vigencia	del	mandato	de	requisitoria	(su	fecha	6	de	setiembre	del
2012),	superando	el	plazo	máximo	de	la	detención	policial	que	establece	el
ordenamiento	constitucional”.	(TC,	Exp.	01878-2013-PHC/TC,	ago.	28/2015.	S.
S.	Blume	Fortini)
JURISPRUDENCIA.—La	detención	policial	arbitraria	de	un
requisitoriado	no	puede	justificarse	con	argumentos	como	que	el
beneficiario	“manifestó	su	voluntad	de	quedarse”.	“Este	tribunal	advierte
que	la	detención	del	favorecido	se	sustenta	en	el	mandato	judicial	de	su
requisitoria	dispuesto	por	el	Séptimo	Juzgado	penal	de	Huancayo,	para	lo	cual
los	emplazados	contaron	con	el	Oficio	N°	(2010-1328)-2012-7JPHYO-JOM,	su
fecha	21	de	agosto	del	2012,	en	el	que	se	precisa	el	pedido	de	‘captura	y
conducción	al	Juzgado	Penal	de	Hyo’	[sic]	del	requerido	(fojas	14).	De	otro
lado,	si	bien	es	cierto,	que	el	oficio	por	el	cual	el	órgano	judicial	requirente
confirmó	la	vigencia	del	pedido	de	requisitoria	hace	referencia	a	la
realización	de	coordinaciones	para	la	asignación	económica	del	traslado	del
detenido,	también	lo	es	que	en	dicho	oficio	se	indica	que	el	beneficiario	(...)
debe	ser	puesto	a	su	disposición	del	juzgado	dentro	de	los	plazos	establecidos
en	la	Constitución,	bajo	responsabilidad.
15.	Respecto	a	lo	señalado	en	el	fundamento	precedente	resulta	pertinente
subrayar	que	la	Policía	Nacional	del	Perú	tiene	como	función	el	cumplir	con
los	mandatos	judiciales,	como	lo	es	el	mandato	judicial	de	la	requisitoria	de
una	persona	procesada	o	sentenciada,	escenario	en	el	que	una	vez	detenida
dicha	persona,	es	responsabilidad	de	los	efectivos	policiales	del	caso	ponerla	a
disposición	de	la	autoridad	requirente	dentro	del	plazo	que	la	Constitución	ha
establecido;	en	tanto	su	defecto	genera	las	responsabilidades	que	resulten
aplicables,	sea	el	infractor	autoridad,	funcionario	o	cualquier	persona.	(...).
Asimismo,	este	tribunal	rechaza	el	argumento	de	descargo	del	efectivo
policial(…),	quien	refiere	que	el	‘beneficiario	ha	manifestado	su	voluntad	de
quedarse	en	las	instalaciones	de	la	Deincri	-	AJ	-	La	Merced	hasta	el	día	10	de
setiembre	del	2012’.	Y	es	que	el	deber	de	la	Policía	Nacional	es	poner	al
requisitoriado	a	disposición	del	órgano	judicial	requirente	dentro	del	plazo
establecido,	no	admitiéndose	actuación	u	omisión	en	contrario”.	(TC,	Exp.
01878-2013-PHC/TC,	ago.	28/2014.	S.	S.	Blume	Fortini)
JURISPRUDENCIA.—Más	allá	del	“apoyo	económico”	del	PJ	a	la	división
de	requisitorias,	es	responsabilidad	exclusiva	de	la	PNP	poner	al
detenido	a	disposición	de	la	autoridad	requirente	dentro	del	plazo	legal.
“Cabe	notar	que	la	asignación	dineraria	que	concede	el	Poder	Judicial	a	la
División	de	Requisitorias	de	la	Policía	Nacional	para	el	traslado	de	las
personas	requisitoriadas,	es	en	condición	de	‘apoyo	económico’,	contexto	en	el
que	no	se	presenta	responsabilidad	legal	atribuible	al	Poder	Judicial	por	el
eventual	defecto	o	supresión	de	la	aludida	asignación.	Ello	no	obsta	para	que
el	personal	del	Poder	Judicial	adscrito	a	su	tramitación	deba	ser	diligente,	en
observancia	a	la	normativa	administrativa	del	caso.
17.	Por	lo	anterior,	la	responsabilidad	legal	generada	por	la	detención
policial	arbitraria	del	requisitoriado,	que	ha	desbordado	el	plazo	máximo
establecido	por	la	Constitución,	no	puede	ser	eximida	bajo	el	argumento	de
que	se	no	se	efectuó	el	traslado	del	capturado	porque	el	Poder	Judicial	no	ha
remitido	el	dinero	para	el	traslado;	puesto	que,	la	Policía	Nacional	del	Perú
cuenta	con	el	mandato	constitucional	expreso	de	poner	al	detenido	a
disposición	del	órgano	judicial	correspondiente	en	el	término	de	tiempo
establecido	(artículo	2°,	inciso	24,	literal	f,	de	la	Constitución)”.	(TC,	Exp.
01878-2013-PHC/TC,	ago.	28/2014.	S.	S.	Blume	Fortini)
D.	Leg.	957.
ART.	 262.—Motivación	 del	 auto	 de	 detención.	 El	 auto	 de
detención	deberá	contener	los	datos	de	identidad	del	imputado,	la
exposición	 sucinta	 de	 los	 hechos	 objeto	 de	 imputación,	 los
fundamentos	de	hecho	y	de	derecho,	con	mención	expresa	de	las
normas	legales	aplicables.
JURISPRUDENCIA.—La	falta	de	notificación	del	mandato	de	detención
no	vulnera	el	debido	proceso.	“En	el	caso	de	autos	se	cuestiona	la	falta	de
notificación	del	auto	de	apertura	de	instrucción,	(...)	que	contiene	mandato	de
detención	(...);	sin	embargo,	la	falta	de	notificación	del	mandato	de	detención
no	genera	ninguna	vulneración	en	el	derecho	al	debido	proceso	pues,	en
principio,	es	en	ejecución	de	dicho	mandato	que	el	procesado	toma
conocimiento	del	mismo.
(...)	En	todo	caso,	según	se	refiere	a	fojas	1	y	2	de	la	demanda,	el	favorecido
tomó	conocimiento	de	la	orden	de	captura	en	su	contra	con	fecha	24	de	enero
del	2012	y	posteriormente	el	recurrente,	en	su	calidad	de	abogado	defensor,
tomó	conocimiento	de	todas	las	incidencias	del	proceso	penal	contra	el
favorecido	al	revisar	el	Expediente	N°	307-2004	(sala	superior),	por	lo	que
pudo,	a	partir	de	dicha	fecha,	presentar	los	medios	de	defensa	que	crea
conveniente”.	(TC,	Exp.	03401-2012-HC/TC,	oct.	22/2012.	S.	S.	Beaumont
Callirgos)
D.	Leg.	957.
ART.	263.—Deberes	de	la	policía.
1.	La	policía	que	ha	efectuado	 la	detención	en	 flagrante	delito	o
en	los	casos	de	arresto	ciudadano,	informará	al	detenido	el	delito
que	 se	 le	 atribuye	 y	 comunicará	 inmediatamente	 el	 hecho	 al
Ministerio	Público.	También	informará	al	juez	de	la	investigación
preparatoria	tratándose	de	 los	delitos	de	terrorismo,	espionaje	y
tráfico	ilícito	de	drogas.
2.	 En	 los	 casos	 del	 artículo	 261,	 sin	 perjuicio	 de	 informar	 al
detenido	 del	 delito	 que	 se	 le	 atribuye	 y	 de	 la	 autoridad	 que	 ha
ordenado	 su	 detención,	 comunicará	 la	 medida	 al	 Ministerio
Público	 y	 pondrá	 al	 detenido	 inmediatamente	 a	 disposición	 del
juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria.	 El	 juez,	 tratándose	 de	 los
literales	 a)	 y	 b)	 del	 numeral	 1	del	 artículo	261,	 inmediatamente
examinará	 al	 imputado,	 con	 la	 asistencia	 de	 su	 defensor	 o	 el	 de
oficio,	a	fin	de	verificar	su	identidad	y	garantizar	el	cumplimiento
de	 sus	 derechos	 fundamentales.	 Acto	 seguido,	 lo	 pondrá	 a
disposición	 del	 fiscal	 y	 lo	 ingresará	 en	 el	 centro	 de	 detención
policial	 o	 transitorio	 que	 corresponda.	 En	 los	 demás	 literales,
constatada	la	identidad,	dispondrá	lo	conveniente.
3.	En	todos	los	casos,	la	policía	advertirá	al	detenido	o	arrestado
que	le	asiste	los	derechos	previstos	en	el	artículo	71.	De	esa
diligencia	se	levantará	un	acta.
D.	Leg.	957.
ART.	264.—Plazo	de	la	detención.
1.	 La	detención	policial	 de	 oficio	 o	 la	 detención	preliminar	 sólo
durará	 un	 plazo	 de	 veinticuatro	 horas,	 a	 cuyo	 término	 el	 fiscal
decidirá	 si	 ordena	 la	 libertad	 del	 detenido	 o	 si,	 comunicando	 al
juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria	 la	 continuación	 de	 las
investigaciones,	 solicita	 la	 prisión	 preventiva	 u	 otra	 medida
alternativa.
2.	La	detención	policial	de	oficio	o	la	detención	preliminar	podrá
durar	 hasta	 un	 plazo	 no	mayor	 de	 quince	 días	 naturales	 en	 los
delitos	de	terrorismo,	espionaje	y	tráfico	ilícito	de	drogas.
El	 juez	penal,	 en	 estos	 casos,	 está	 especialmente	 facultado	para
adoptar	las	siguientes	medidas:
a)	Constituirse,	 a	 requerimiento	del	detenido,	 al	 lugar	donde	 se
encuentra	el	detenido	y	averiguar	los	motivos	de	la	privación	de	la
libertad,	el	avance	de	 las	 investigaciones	y	el	estado	de	su	salud.
En	caso	de	advertir	la	afectación	indebida	del	derecho	de	defensa
o	de	 irregularidades	que	perjudiquen	gravemente	el	 éxito	de	 las
investigaciones,	pondrá	tales	irregularidades	en	conocimiento	del
fiscal	 del	 caso,	 sin	 perjuicio	 de	 comunicar	 lo	 ocurrido	 al	 fiscal
superior	 competente.	 El	 fiscal	 dictará	 las	medidas	 de	 corrección
que	correspondan,	con	conocimiento	del	juez	que	intervino.
b)	 Disponer	 el	 inmediato	 reconocimiento	 médico	 legal	 del
detenido,	en	el	término	de	la	distancia,	siempre	y	cuando	el	fiscal
no	 lo	 hubiera	 ordenado,	 sin	 perjuicio	 de	 autorizar	 en	 cualquier
momento	 su	 reconocimiento	 por	médico	 particular.	 El	 detenido
tiene	derecho,	por	sí	sólo,	por	su	abogado	o	por	cualquiera	de	sus
familiares,	a	que	se	 le	examine	por	médico	legista	o	particulares,
sin	 que	 la	 policía	 o	 el	 Ministerio	 Público	 puedan	 limitar	 este
derecho.
c)	 Autorizar	 el	 traslado	 del	 detenido	 de	 un	 lugar	 a	 otro	 de	 la
República	 después	 de	 efectuados	 los	 reconocimientos	 médicos,
previo	 pedido	 fundamentado	 del	 fiscal,	 cuando	 la	 medida	 sea
estrictamente	 necesaria	 para	 el	 éxito	 de	 la	 investigación	 o	 la
seguridad	 del	 detenido.	 La	 duración	 de	 dicho	 traslado	 no	 podrá
exceder	del	plazo	señalado	en	el	primer	párrafo	de	este	artículo	y
deberá	ser	puesto	en	conocimiento	del	 fiscal	y	del	 juez	del	 lugar
de	destino.
3.	Al	requerir	el	fiscal	en	los	casos	señalados	en	los	incisos
anteriores	la	prisión	preventiva	del	imputado,	la	detención
preliminar	se	mantiene	hasta	la	realización	de	la	audiencia	en	el
plazo	de	cuarenta	y	ocho	horas.
D.	Leg.	957.
ART.	265.—Detención	preliminar	incomunicada.
1.	Detenida	una	persona	por	los	delitos	de	terrorismo,	espionaje
y	 tráfico	 ilícito	 de	 drogas,	 o	 por	 un	 delito	 sancionado	 con	 pena
superior	 a	 los	 seis	 años,	 el	 fiscal	 podrá	 solicitar	 al	 juez	 de	 la
investigación	 preparatoria	 que	 decrete	 su	 incomunicación,
siempre	que	resulte	 indispensable	para	el	esclarecimiento	de	 los
hechos	 investigados	 y	 por	 un	 plazo	 no	 mayor	 de	 diez	 días,
siempre	que	no	exceda	el	de	 la	duración	de	 la	detención.	El	 juez
deberá	pronunciarse	 inmediatamente	y	sin	 trámite	alguno	sobre
la	misma,	mediante	resolución	motivada.
2.	La	incomunicación	no	impide	las	conferencias	en	privado	entre
el	abogado	defensor	y	el	detenido,	las	que	no	requieren
autorización	previa	ni	podrán	ser	prohibidas.
D.	Leg.	957.
ART.	266.—Convalidación	de	la	detención.
1.	 Vencido	 el	 plazo	 de	 detención	 preliminar,	 el	 fiscal,	 salvo	 los
delitos	 de	 terrorismo,	 espionaje	 y	 tráfico	 ilícito	 de	 drogas,	 si
considera	 que	 subsisten	 las	 razones	 que	 determinaron	 la
detención,	 lo	 pondrá	 a	 disposición	 del	 juez	 de	 la	 investigación
preparatoria	 requiriendo	 auto	 de	 convalidación	 de	 la	 detención.
En	caso	contrario,	dispondrá	la	inmediata	libertad	del	detenido.
2.	El	juez,	ese	mismo	día,	realizará	la	audiencia	con	asistencia	del
fiscal,	 del	 imputado	 y	 de	 su	 defensor,	 y	 luego	 de	 escuchar	 a	 los
asistentes,	teniendo	a	la	vista	las	actuaciones	proporcionadas	por
el	 Ministerio	 Público,	 decidirá	 en	 ese	 mismo	 acto	 mediante
resolución	motivada	lo	que	corresponda.
3.	La	detención	convalidada	tendrá	un	plazo	de	duración	de	siete
días	 naturales,	 a	 cuyo	 vencimiento	 se	 pondrá	 al	 detenido	 a
disposición	 del	 juez	 de	 la	 investigación	 preliminar	 para
determinar	 si	 dicta	 mandato	 de	 prisión	 preventiva	 o
comparecencia,	simple	o	restrictiva.
4.	En	los	supuestos	de	detención	por	los	delitos	de	terrorismo,
espionaje	y	tráfico	ilícito	de	drogas,	vencido	el	plazo	de	quince
días	establecido	en	la	Constitución,	el	fiscal	solicitará	de	ser	el
caso	la	medida	de	prisión	preventiva	u	otra	alternativa	prevista	en
este	código.
D.	Leg.	957.
ART.	267.—Recurso	de	apelación.
1.	Contra	el	auto	previsto	en	el	numeral	1)	del	artículo	261,	y	los
que	decretan	la	incomunicación	y	la	convalidación	de	la	detención
procede	recurso	de	apelación.	El	plazo	para	apelar	es	de	un	día.	La
apelación	no	suspende	la	ejecución	del	auto	impugnado.
2.	El	juez	elevará	los	actuados	inmediatamente	a	la	Sala	Penal,	la
que	resolverá	previa	vista	de	la	causa	que	la	señalará	dentro	de
las	cuarenta	y	ocho	horas	de	recibidos	los	autos.	La	decisión	se
expedirá	el	día	de	la	vista	o	al	día	siguiente,	bajo	responsabilidad.
TÍTULO	III
La	prisión	preventiva
CAPÍTULO	I
Los	presupuestos	de	la	prisión	preventiva
D.	Leg.	957.
ART.	 268.—Modificado.	 Ley	 30076,	 Art.	 3°.	 Presupuestos
materiales.	 El	 juez,	 a	 solicitud	 del	 Ministerio	 Público,	 podrá
dictar	 mandato	 de	 prisión	 preventiva,	 si	 atendiendo	 a	 los
primeros	recaudos	sea	posible	determinar	la	concurrencia	de	los
siguientes	presupuestos:
a)	Que	existen	 fundados	y	graves	elementos	de	convicción	para
estimar	 razonablemente	 la	 comisión	 de	 un	 delito	 que	 vincule	 al
imputado	como	autor	o	partícipe	del	mismo.
b)	Que	la	sanción	a	imponerse	sea	superior	a	cuatro	años	de	pena
privativa	de	libertad;	y
c)	 Que	 el	 imputado,	 en	 razón	 a	 sus	 antecedentes	 y	 otras
circunstancias	 del	 caso	 particular,	 permita	 colegir
razonablemente	 que	 tratará	 de	 eludir	 la	 acción	 de	 la	 justicia
(peligro	 de	 fuga)	 u	 obstaculizar	 la	 averiguación	 de	 la	 verdad
(peligro	de	obstaculización).
NOTA:	 La	 Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final	 de	 la	 Ley	 30076	 dipone	 la	 “[p]uesta	 en
vigencia	de	artículos	del	 Código	Procesal	Penal.	 Adelántase	 la	 vigencia	 de	 los	 artículos	 2°,	 160,
161,	268,	269,	270,	271	y	311	del	Código	Procesal	Penal,	aprobado	mediante	Decreto	Legislativo	957,
en	 todo	 el	 territorio	 peruano”.	 Además,	 su	 Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Final	 señala
“Interpretación.	 Cuando	 los	 artículos	 268	 a	 271	del	 Código	 Procesal	 Penal	 hagan	 referencia	 a	 los
términos	 “investigación	 preparatoria”,	 “expediente	 fiscal”,	 “prisión	 preventiva”	 y	 “juez	 de	 la
investigación	 preparatoria”,	 se	 debe	 interpretar	 que	 dichos	 términos	 hacen	 referencia,
respectivamente,	 a	 “instrucción”,	 “expediente	 fiscal”,	 “mandato	 de	 detención”	 y	 “juez	 penal”.	 Esta
disposición	 rige	 en	 los	 distritos	 judiciales	 en	 los	 que	 el	 Código	 Procesal	 Penal	 no	 ha	 entrado	 en
vigencia”.
PAUTAS	METODÓLOGICAS	PARA	DECRETAR	PRISIÓN	PREVENTIVA
R.	Adm.	325-2011-P-PJ.
ART.	 1°.—Instar	 a	 los	 jueces	 penales	 asumir	 las	 pautas	 metodológicas	 y
criterios	jurídicos	fijados	en	la	presente	resolución-circular.
R.	Adm.	325-2011-P-PJ.55.
ART.	2°.—Recordar	 el	 cumplimiento	de	 la	 exigencia	de	motivación,	de	 su
razonable	 y	 ponderado	 cumplimiento	 que	 respete	 el	 contenido
constitucionalmente	garantizado	del	derecho	fundamental	a	la	libertad	(los
dos	 presupuestos	 materiales	 analizados),	 sin	 que	 ello	 signifique,	 pese	 a
tratarse	de	un	deber	reforzado	de	motivación	judicial,	exigencias	imposibles
de	cumplir	ni	un	excesivo	régimen	de	razonamiento.
R.	Adm.	325-2011-P-PJ.
ART.	3°.—Transcribir	la	presente	resolución-circular	a	las	salas	penales	de
la	Corte	Suprema	de	Justicia	de	la	República,	las	cortes	superiores	de	justicia
del	 Perú,	 la	 Sala	 Penal	 Nacional,	 la	 Fiscalía	 de	 la	 Nación,	 y	 del	 Centro	 de
Investigaciones	Judiciales.
NOTA:	El	texto	completo	de	la	R.	Adm.	325-2011-P-PJ	se	publicó	el	13	de	setiembre	del	2011.
Ley	30076.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Coordinación
interinstitucional.	En	el	marco	de	la	lucha	eficaz	contra	la	criminalidad	y	la
garantía	 de	 los	 derechos	 fundamentales,	 los	 jueces	 y	 fiscales	 tramitan	 de
manera	 inmediata	 las	 solicitudes	 referidas	 a	 medidas	 de	 coerción	 y	 de
búsqueda	de	pruebas	y	restricción	de	derechos,	para	lo	cual	en	el	plazo	de
treinta	 días	 establecen	 los	 canales	 permanentes	 de	 coordinación,
comunicación	 y	 autorización,	 a	 fin	de	 agilizar	 y	 efectivizar	 la	 ejecución	de
dichas	medidas	de	modo	ininterrumpido.
PAUTAS	PARA	LA	ACTUACIÓN	FISCAL	EN	LA	PRISIÓN	PREVENTIVA
R.	3182-2013-MP-FN.
ART.	 1°.—Aprobar	 la	 Directiva	 N°	 002-2013-MP-FN	 denominada
“Actuación	fiscal	en	la	prisión	preventiva	conforme	al	Código	Procesal	Penal
del	 2004,	 puesto	 en	 vigencia	 mediante	 Ley	 N°	 30076”,	 cuyo	 texto	 forma
parte	integrante	de	la	presente	resolución.
R.	3182-2013-MP-FN.
ART.	2°.—Disponer	que	la	Oficina	Central	de	Tecnologías	de	la	Información,
publique	 la	 directiva	 antes	 mencionada,	 en	 la	 página	 web	 del	 Ministerio
Público	para	su	respectiva	difusión.
ACTUACIÓN	FISCAL	EN	LA	PRISIÓN	PREVENTIVA	CONFORME	AL
CÓDIGO	PROCESAL	PENAL	DEL	2004,	PUESTO	EN	VIGENCIA	MEDIANTE
LEY	N°	30076
Dir.	002-2013-MP-FN.
I)	Objetivo
La	 presente	 directiva	 tiene	 como	 objeto	 regular	 las	 actuaciones	 de	 los
fiscales	 en	 el	 procedimiento	 de	 prisión	 preventiva	 previsto	 en	 el	 Código
Procesal	Penal	del	2004	(en	adelante	CPP),	puesto	en	vigencia	mediante	Ley
N°	30076.
II)	Finalidad
Unificar	 criterios	de	 interpretación	y	 aplicación	de	 los	 artículos	N°s.	 268,
269,	270	y	271	del	CPP,	que	regulan	la	prisión	preventiva.
III)	Alcance
La	 presente	 directiva	 es	 de	 aplicación	 obligatoria	 para	 todos	 los	 fiscales
que	 intervienen	en	el	procedimiento	de	prisión	preventiva	de	 los	distritos
fiscales	 de	 Lima,	 Lima	 Norte,	 Lima	 Sur,	 Lima	 Este,	 Callao,	 Apurímac,
Ayacucho,	 Huancavelica	 y	 Junín,	 en	 los	 que	 se	 ha	 adelantado	 su	 vigencia
mediante	Ley	N°	30076.
IV)	Base	legal
•	Constitución	Política	del	Estado:	artículos	158	y	159.
•	 Código	 Procesal	 Penal	 -	 Decreto	 Legislativo	N°	 957:	 artículos	 268,	 269,
270	y	271.
•	Ley	Orgánica	del	Ministerio	Público	-	Decreto	Legislativo	N°	052:	artículos
1°,	5°	y	64.
•	Reglamento	de	Control	Interno	del	Ministerio	Público:	incisos	c)	y	d)	del
artículo	23.
V)	Normas	generales
V.	1.	Rol	del	fiscal	ante	las	detenciones	policiales
1.-	 El	 fiscal	 actuará	 con	 especial	 celeridad	 cuando	 conozca	 los	 casos	 de
personas	detenidas	por	flagrancia	delictiva.
2.-	 En	 estricto	 cumplimiento	 de	 sus	 funciones	 constitucionales,	 como
conductor	de	 la	 investigación	desde	su	 inicio,	el	 fiscal	responsable	vigilará
que	 la	 Policía	 Nacional	 le	 comunique	 en	 forma	 inmediata	 todas	 las
detenciones	que	ocurran	 en	 su	 turno.	Asimismo,	dispondrá	 los	 canales	de
comunicación	más	adecuados	para	instruir	a	los	efectivos	policiales	sobre	el
tratamiento	 que	 debe	 dársele	 al	 detenido	 y	 sobre	 la	 evidencia	 que	 debe
recabarse.
3.-	 En	 cumplimiento	 del	 mandato	 constitucional	 de	 vigilar	 la	 recta
administración	de	justicia	y	defender	la	legalidad,	el	fiscal	procurará	que	el
órgano	 jurisdiccional	 competente	 tramite	 con	 la	 debida	 celeridad	 el
requerimiento	 de	 prisión	 preventiva	 una	 vez	 que	 el	 fiscal	 entrega	 a	 su
disposición	al	detenido.
V.	2.	Requerimiento	de	la	medida	cautelar	personal	y	participación	en
la	audiencia	de	prisión	preventiva.
4.-	 En	 el	 caso	 de	 personas	 detenidas,	 el	 requerimiento	 de	 prisión
preventiva	 constará	en	un	documento	aparte	debidamente	 fundamentado,
que	 será	 presentado	 conjuntamente	 con	 la	 formalización	 de	 la	 denuncia
penal.	Su	fundamentación	deberá	abarcar	los	presupuestos	del	artículo	268
del	CPP	y	 los	 criterios	que	 regulan	 los	artículos	268	y	269	de	este	mismo
cuerpo	normativo.
5.-	 La	 sustentación	 debe	 considerar,	 además,	 las	 pautas	 o	 reglas
establecidas	 en	 la	 denominada	 “Circular	 sobre	 la	 prisión	 preventiva”,
emitida	 por	 la	 presidencia	 del	 Poder	 Judicial,	 en	 la	 Resolución
Administrativa	 N°	 325-2011-P-PJ,	 como	 la	 flexibilidad	 de	 los	 criterios
contenidos	 en	 los	 artículos	N°s.	 269	 y	 270	 del	 CPP,	 el	 factor	 temporal	 en
relación	al	proceso	judicial,	las	circunstancias	sobre	la	aptitud	del	imputado
para	 provocar	 su	 ausencia,	 la	 gravedad	 de	 la	 pena	 como	 criterio	 legal	 de
peligro	 procesal,	 el	 arraigo	 como	 criterio	 basado	 en	 el	 contexto	 de	 cada
caso,	y	la	pertenencia	a	una	organización	delictiva.
6.-	 El	 fiscal,	 asimismo,	 debe	 considerar,	 y	 por	 ende,	 sustentar,	 si	 fuera	 el
caso,	que	el	 auto	apertura	de	 instrucción,	 conforme	 lo	exige	el	 artículo	77
del	 Código	 de	 Procedimientos	 Penales,	 el	 juez	 ya	 valoró	 y	 determinó	 la
concurrencia	 de	 elementos	 de	 juicio	 reveladores	 de	 la	 existencia	 de	 un
delito	y	la	individualización	de	su	autor	o	partícipe;	en	ese	sentido,	incluso,
la	propia	norma	del	 citado	 cuerpo	normativo	exige	que	el	 juez	motive	 los
hechos,	 los	 elementos	 de	 prueba	 en	 que	 se	 funda	 la	 imputación	 y	 la
calificación	del	delito	atribuido	al	denunciado.	Esta	exigencia	o	presupuesto
del	 auto	 de	 apertura	 de	 instrucción,	 es	 coincidente	 o	 se	 encuentra
íntimamente	 relacionado	 con	 el	 primer	 presupuesto	 de	 la	 prisión
preventiva	que	regula	el	inciso	1)	del	artículo	268	del	CPP,	la	existencia	de
fundados	y	graves	elementos	de	convicción	que	estiman	la	comisión	de	un
delito	que	vincule	al	imputado	como	autor	o	partícipe	del	mismo.
7.-	 Otro	 aspecto	 que	 debe	 considerar	 el	 fiscal	 en	 la	 sustentación	 de	 la
prisión	preventiva,	es	que	el	peligro	de	fuga	y	de	obstaculización	probatoria,
deben	ser	sostenidos	desde	la	perspectiva	del	imputado	y	del	hecho	que	se
le	atribuye.	Por	ende,	puede	recurrir	a	una	variedad	de	elementos	reales	y
concretos	que	se	presentan	en	la	cotidiana	casuística	penal,	en	tanto,	así	lo
permiten	los	supuestos	de	los	artículos	269	y	270	del	CPP,	que	regulan	los
criterios	abiertos	y	flexibles	para	sustentar	el	peligro	procesal.
8.-	 En	 los	 supuestos	 de	 personas	 detenidas,	 el	 fiscal	 provincial	 de	 turno
designará	al	fiscal	que	sustentará	el	requerimiento	de	prisión	preventiva	en
la	audiencia	pudiendo	recaer	en	su	persona,	en	el	 fiscal	adjunto	provincial
de	 su	despacho,	 en	 el	 fiscal	 adjunto	provincial	 del	 pool	de	 fiscales	o	 en	 el
fiscal	adjunto	provincial	de	apoyo.
9.-	 El	 fiscal	 de	 turno	 deberá	 entregar	 al	 detenido	 a	 disposición	 del	 juez,
únicamente,	 cuando	 formula	 requerimiento	 de	 prisión	 preventiva	 en	 su
contra.	Fuera	de	este	supuesto,	debe	disponer	su	libertad;	asimismo,	cuando
considere	 que	 debe	 imponérsele	 la	medida	 de	 comparecencia	 restringida,
deberá	solicitarla	en	la	formalización	de	la	denuncia	penal.	La	adopción	de
cualquiera	 de	 estos	 últimos	 supuestos	 no	 impide	 que,	 posteriormente,	 y
cuando	así	lo	estime,	solicite	la	prisión	preventiva.
V.	3.	Apelación	del	mandato	de	detención.
10.-	Con	la	finalidad	de	defender	la	pretensión	del	Ministerio	Público	en	el
procedimiento	de	la	prisión	preventiva,	debe	seguirse,	en	lo	pertinente,	los
criterios	establecidos	en	la	directiva	de	la	Fiscalía	de	la	Nación	N°	005-2012-
MP-FN.
En	 consecuencia,	 si	 el	 fiscal	 superior	 considera	 que	 debe	 mantenerse	 la
pretensión	impugnativa	promovida	por	el	fiscal	que	apeló	la	denegatoria	de
la	 prisión	 preventiva,	 o	 defenderse	 la	 resolución	 judicial	 favorable	 al
Ministerio	 Público	 que	 dictó	 la	 prisión	 preventiva	 pero	 que	 ha	 sido
impugnada	por	el	imputado,	deberá	acudir	a	la	vista	de	la	causa	que	la	sala
superior	 convoque	y	emitir	un	dictamen	en	el	que	sustente	y	defienda	 las
pretensiones	del	Ministerio	Público.
Por	otro	lado,	si	el	fiscal	superior	se	desiste	del	recurso	interpuesto	por	el
fiscal	o	estuviese	conforme	con	la	pretensión	impugnatoria	del	imputado,	no
será	necesario	que	asista	a	la	señalada	vista	de	la	causa,	no	obstante,	emitirá
un	dictamen	a	la	sala	superior,	en	el	que	motive	su	decisión.
11.-	 El	 fiscal	 que	 interponga	 el	 recurso	 de	 apelación	 contra	 la	 resolución
que	 deniega	 la	 prisión	 preventiva	 o	 sea	 notificado	 de	 la	 apelación	 del
imputado	 contra	 la	 resolución	 que	 la	 otorga,	 deberá	 comunicar	 de	 ello
inmediatamente	 al	 fiscal	 superior,	 remitiéndoles,	 bajo	 responsabilidad,
copias	o	poniendo	a	su	disposición	la	documentación	indispensable.
V.	4.	El	posturno	y	las	prisiones	preventivas	fuera	del	turno.
12.	El	fiscal	que	estuvo	de	turno	al	momento	de	conocerse	la	detención	de
una	 persona	 seguirá	 conociendo	 el	 caso,	 aún	 cuando	hubiere	 ordenado	 la
libertad	del	detenido;	salvo	los	casos	en	los	que	no	tenga	competencia	por	el
territorio,	 supuesto	 en	 el	 que	 deberá	 derivar	 los	 actuados	 al	 fiscal
competente.
13.-	La	 fiscalía	provincial	que	 fuera	del	 turno	efectué	el	requerimiento	de
prisión	 preventiva,	 será	 la	misma	 que	 sustente	 su	 pedido	 en	 la	 audiencia
correspondiente..
VI)	Vigencia
La	presente	directiva	será	de	aplicación	obligatoria	desde	el	día	siguiente
de	su	publicación.
JURISPRUDENCIA.—La	Suprema	fija	criterios	vinculantes	sobre	la
audiencia,	motivación	y	elementos	de	la	medida	de	prisión	preventiva.
“En	conclusión,	el	debate	se	dividirá	necesariamente	en	cinco	partes,	la
existencia:	i)	De	los	fundados	y	graves	elementos	de	convicción.	ii)	De	una
prognosis	de	pena	mayor	a	cuatro	años.	iii)	De	peligro	procesal.	iv)	La
proporcionalidad	de	la	medida.	v)	La	duración	de	la	medida.	El	representante
del	Ministerio	Público	debe	comprenderlos	en	su	requerimiento	escrito,
fundamentando	cada	extremo	con	exhaustividad.	Esto	posibilitará	que	la
defensa	lo	examine	antes	de	la	audiencia,	se	prepare	y	pueda	pronunciarse
sobre	estos	y	que	el	juez	analice	y	resuelva	cada	uno,	dividiéndose	el	debate	en
cada	una	de	los	cinco	puntos	indicados,	ejerciéndose	contradicción	uno	a	uno,
agotado	uno	se	pasará	al	otro.	(...)	Es	necesario	que	el	fiscal	sustente
claramente	su	aspecto	fáctico	y	su	acreditación.	Así	la	defensa	del	imputado
podrá	allanarse	o	refutarlo,	actuando	positivamente	por	la	irresponsabilidad,
causa	de	justificación,	inculpabilidad,	error,	etc.,	debiendo	el	juez	valorarlos	y
pronunciarse	por	ambas,	y	si	esta	última	está	sólidamente	fundamentada,
hará	decaer	el	fumus	delicti	comissi	(…)”.	(C.	S.,	Cas.	626-2013-Moquegua,	jun.
30/2015.	S.	S.	Villa	Stein)
NOTA:	La	Casación	N°	626-2013-Moquegua	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	27	de
febrero	del	2016.
JURISPRUDENCIA.—Medida	de	detención	no	es	requisito	imprescindible
para	dictar	la	prisión	preventiva.	“(…)	No	constituye	presupuesto	material
de	dicha	materia	personal,	como	claramente	fluye	del	artículo	268	del	Nuevo
Código	Procesal	Penal,	que	el	imputado	se	encuentre	sujeto	a	la	medida
provisionalísima	de	detención,	en	cualquiera	de	sus	modalidades.	La	ley	solo
exige	implícitamente,	por	la	propia	naturaleza	de	una	medida	de	coerción
procesal	de	intensa	limitación	de	derechos	fundamentales,	de	presupuestos
materiales	más	rigurosos,	y	de	efectos	temporales	más	intensos,	como	es	la
prisión	preventiva,	que	sólo	pueden	tener	lugar	en	los	ámbitos	de	una
investigación	preparatoria	normal,	vale	decir,	que	se	haya	dictado	la
disposición	de	formalización	y	continuación	de	la	investigación	preparatoria	a
que	hace	referencia	el	artículo	306	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal	[solo	por
esa	circunstancia	es	lógica	que	el	artículo	264	apartado	1,	del	Nuevo	Código
Procesal	Penal,	insista	que	luego	de	la	detención	policial	de	oficio	o	preliminar
judicial,	el	pedido	de	prisión	preventiva	está	condicionada	a	la	‘[…]
continuación	de	las	investigaciones	[…]’,	esto	es,	como	no	puede	ser	de	otra
forma,	a	la	mencionada	disposición	fiscal];	y,	además,	para	que	el	fiscal	pueda
obtener	una	decisión	favorable	del	juez	de	la	investigación	preparatoria,	se
debe	probar	la	concurrencia	de	los	presupuestos	establecidos	en	el	apartado
1,	y	en	su	caso	el	2,	del	artículo	268	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal.	No
existe,	ni	puede	configurarse	pretoriana	o	judicialmente,	presupuesto
adicional	al	que	dicha	norma	prevé.
(…)	el	imputado	contra	quien	se	solicita	el	mandato	de	prisión	preventiva
puede	encontrarse	en	muy	diversas	situaciones	procesales.	Así,	puede	estar
detenido	policialmente	en	los	supuestos	de	flagrancia	delictiva	o	por	previo
arresto	ciudadano	o	detenido	preliminarmente	por	orden	judicial,	conforme	a
los	artículos	259,	260	y	261	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal.	Asimismo,	puede
encontrarse	de	facto,	en	la	condición	de	no	habido	–sea	que	se	hubiera	fugado
antes	de	ser	capturado	en	flagrancia	por	la	policía	o	que	esta,	pese	al	mandato
judicial	de	detención	preliminar,	no	haya	podido	capturarlo–	o	sin	medida
coercitiva	personal	alguna	porque	el	fiscal	no	la	solicitó	ante	el	juez	de	la
investigación	preparatoria,	sea	por	la	razón	que	fuere.	(…)”	(CS,	Cas.	01-2007
Huaura,	jul.	26/2007.	Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA.—Prisión	preventiva	no	requiere	del	dictado	previo
del	mandato	de	detención.	“(…)	La	medida	de	coerción	personal	de	prisión
preventiva	está	regulada	en	el	Título	III	de	la	Sección	III	del	Libro	Segundo	del
Nuevo	Código	Procesal	Penal.	Concretamente,	los	presupuestos	materiales	y
formales	que	determinan	su	imposición,	a	la	vez	que	el	trámite	para	dictarla,
están	previstos	en	el	Capítulo	I	del	referido	título,	que	consta	de	cuatro
artículos	del	doscientos	sesenta	y	ocho	al	doscientos	setenta	y	uno.	No
constituye	presupuesto	material	de	dicha	medida	personal,	como	claramente
fluye	del	artículo	doscientos	sesenta	y	ocho	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal,
que	el	imputado	se	encuentre	sujeto	a	la	medida	provisionalísima	de
detención,	en	cualquiera	de	sus	modalidades.	La	ley	solo	exige	implícitamente,
por	la	propia	naturaleza	de	una	medida	de	coerción	procesal	de	intensa
limitación	de	derechos	fundamentales,	de	presupuestos	materiales	más
rigurosos,	y	de	efectos	temporales	más	intensos,	como	es	la	prisión	preventiva,
que	solo	pueden	tener	lugar	en	los	ámbitos	de	una	investigación	preparatoria
formal,	vale	decir,	que	se	haya	dictado	la	disposición	de	formalización	y
continuación	de	la	investigación	preparatoria	a	que	hace	referencia	el
artículo	trescientos	treinta	y	seis	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal	[sólo	por
esa	circunstancia	es	lógico	que	el	artículo	doscientos	sesenta	y	cuatro,
apartado	uno,	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal,	insista	que	luego	de	la
detención	policial	de	oficio	o	preliminar	judicial	el	pedido	de	prisión
preventiva	está	condicionada	a	la	‘(...)	continuación	de	las	investigaciones	(...)’,
esto	es,	como	no	puede	ser	de	otra	forma,	a	la	mencionada	disposición	fiscal];
y,	además,	para	que	el	fiscal	pueda	obtener	una	decisión	favorable	del	juez	de
la	investigación	preparatoria,	se	debe	probar	la	concurrencia	de	los
presupuestos	establecidos	en	el	apartado	uno,	y	en	su	caso	el	dos	del	artículo
doscientos	sesenta	y	ocho	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal.	No	existe,	ni	puede
configurarse	pretoriana	o	judicialmente,	presupuesto	adicional,	al	que	dicha
norma	prevé.	Por	consiguiente,	el	imputado	contra	quien	se	solicita	mandato
de	prisión	preventiva	puede	encontrarse	en	muy	diversas	situaciones
procesales.	Así,	puede	estar	detenido	policialmente	en	los	supuestos	de
flagrancia	delictiva	o	por	previo	arresto	ciudadano	o	detenido
preliminarmente	por	orden	judicial,	conforme	a	los	artículos	doscientos
cincuenta	y	nueve,	doscientos	sesenta	y	doscientos	sesenta	y	uno	del	Nuevo
Código	Procesal	Penal.	Asimismo,	puede	encontrarse,	de	facto,	en	la	condición
de	no	habido	–sea	que	se	hubiera	fugado	antes	de	ser	capturado	en	flagrancia
por	la	policía	o	que	ésta,	pese	al	mandato	judicial	de	detención	preliminar,	no
haya	podido	capturarlo–	o	sin	medida	coercitiva	personal	alguna	porque	el
fiscal	no	la	solicitó	ante	el	juez	de	la	investigación	preparatoria,	sea	por	la
razón	que	fuere.	(…)”.	(CS.,	Cas.	10-2007-Trujillo,	dic.	01/2008.	S.S.	Salas
Gamboa)
JURISPRUDENCIA.—Jueces	están	obligados	a	determinar	cómo	y	por	qué
existe	o	se	mantiene	el	“riesgo	procesal”.	“(…)	la	sala	emplazada	no	ha
justificado	razonable	y	objetivamente	las	razones	o	motivos	que	sustentarían
la	existencia	del	peligro	procesal	atribuible	al	recurrente;	esto	es,	no	ha
precisado,	de	manera	objetiva	y	concreta,	qué	hechos	o	actos	en	particular	le
resultan	verosímiles	o	le	crean	convicción	respecto	de	una	supuesta	conducta
procesal	obstruccionista	verificable	en	su	actuación	personal,	y	que	estaría
destinada	a	destruir,	modificar,	ocultar,	suprimir	o	falsificar	elementos	de
prueba,	así	como	influir	para	que	testigos	o	peritos	informen	falsamente	o	se
comporten	de	manera	desleal	o	reticente,	o	sobre	la	falta	de	arraigo	en	el	país,
determinado	por	el	domicilio,	residencia	habitual,	asiento	de	la	familia	y	de
sus	negocios	o	trabajo	que	haga	presumible	el	peligro	de	fuga;	y	que	por	el
contrario,	se	advierte	que	la	sala	emplazada	se	ha	limitado	a	señalar,	de	un
lado,	que	el	ejercicio	del	cargo	de	alcalde	por	parte	del	actor	hasta	su
detención	es	un	hecho	que	ya	fue	valorado	por	el	juez	penal,	no	obstante
actuar	como	órgano	de	segunda	instancia	(de	reexamen),	y	de	otro	lado,	que
en	el	ejercicio	pleno	de	la	libertad	ambulatoria,	el	inculpado	evadirá	la	acción
de	la	justicia;	por	lo	tanto,	a	juicio	de	este	tribunal,	la	resolución	en	cuestión
no	cumple	con	la	exigencia	constitucional	de	la	debida	motivación	de	las
resoluciones	judiciales	en	cuanto	se	refiere	a	la	existencia	del	peligro	procesal
para	disponer	la	detención.”	(TC,	Exp.	05575-2009-PHC/TC,	mar.	31/2010.	S.
S.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—“Caso	Movadef”:	simple	sindicación	o	informaciones
periodísticas	sobre	la	comisión	de	un	hecho	delictivo	no	justifican	ni
mantienen	la	imposición	de	la	prisión	preventiva.	“(...)	se	tiene	que	se
presentan	al	presente	proceso	como	elementos	de	convicción	lo	manifestado
por	los	colaboradores	eficaces	(TFPS041	02013	y	CTSC-20	14001),	actas	de
visualización,	almacenamiento	de	imágenes,	trascripción	de	textos,
almacenamiento	de	audio,	de	publicaciones	en	periódicos	y	sitios	webs	(...).
De	ello	se	puede	apreciar	que	si	bien	existe	una	sindicación	sobre	la
participación	del	procesado	en	hechos	punibles	(manifestaciones	de	los
colaboradores	eficaces)	no	se	acompañan	elementos	de	prueba	adicionales
que	permitan	calificar	de	graves	y	razonables	esos	elementos	de	convicción	ya
que	las	informaciones	periodísticas	han	versado	sobre	cosas	o
acontecimientos	que	los	mismos	miembros	del	Movadef	han	declarado	o
proporcionado	a	la	opinión	pública.	(...).
En	ese	sentido,	tenemos	que	uno	de	los	requisitos	para	dictar	auto	de	prisión
preventiva	es	el	fummus	delicti	comissi,	que	opera	como	conditio	sine	qua	non,
y	está	constituido	por	dos	reglas,	una	objetiva	y	otra	subjetiva.	La	primera,
referida	a	la	existencia	del	delito	imputado,	de	mayor	exigencia	de
constitución,	y	la	segunda,	consistente	en	un	juicio	de	verosimilitud	que
permita	entender	que	el	imputado	ha	cometido	el	hecho	delictivo	como	autor
o	partícipe,	con	grandes	dosis	de	probabilidad;	no	basta	una	mera	sospecha,
sino	una	prognosis	de	una	condena	con	grandes	posibilidades.	Esto	es,	que	se
acredite	la	existencia	de	suficientes	elementos	probatorios	de	la	comisión	de
un	delito	que	vincule	al	imputado	como	autor	o	partícipe	del	mismo,
entendiendo	que	si	no	concurre	este	requisito,	se	acudirá	a	una	medida
cautelar	personal	alternativa	que	regule	un	fumus	boni	iuris	menos	exigente”.
(SPN,	Exp.	0085-2014,	ago.	01/2014.	V.	P.	Olga	Lidia	Inga	Michue)
JURISPRUDENCIA.—El	grado	de	participación	por	sí	no	sostiene	el
peligro	procesal,	en	cuanto	a	la	obstaculización	del	proceso.	“El	primer
supuesto	del	peligro	procesal	(el	de	riesgo	de	fuga)	se	determina	a	partir	del
análisis	de	una	serie	de	circunstancias	que	pueden	tener	lugar	antes	o	durante
el	desarrollo	del	proceso	penal	y	que	se	encuentran	relacionadas,	entre	otros,
con	el	arraigo	domiciliario,	familiar	y	laboral	del	actor	en	la	localidad	del
órgano	judicial	que	lo	procesa:	aspectos	que	crean	juicio	de	convicción	al
juzgador	en	cuanto	a	la	sujeción	del	actor	al	proceso.	(...).
9.	En	cuanto	al	segundo	supuesto	del	peligro	procesal,	el	de	la
obstaculización	del	proceso,	se	encuentra	vinculado	a	la	injerencia	del
procesado	en	libertad	ambulatoria	respecto	del	resultado	del	proceso.	Aquello
puede	manifestarse	con	la	influencia	directa	del	actor	en	la	alteración,
ocultamiento	o	desaparición	de	los	medios	probatorios;	o	en	la	conducta	de
las	partes	o	peritos	del	caso.	Estamos	aquí	pues	ante	factores	que	deben
incidir	en	el	juzgador	a	efectos	de	un	equívoco	resultado	del	proceso	e	incluso
ocasionar	que,	de	manera	indirecta	o	externa,	el	procesado	en	libertad	pueda
perturbar	el	resultado	del	proceso	penal.	Todos	estos	aspectos	de
obstaculización	del	proceso	deben	ser	apreciados	por	el	juzgador	en	cada	caso
en	concreto,	ya	que,	de	contar	indicios	fundados	de	su	concurrencia,	deberá
contarse	con	una	especial	motivación	que	la	justifique.
10.	Lo	que	acaba	de	reseñarse	no	ha	sucedido	en	el	presente	caso	pues,	(...)
respecto	a	este	segundo	supuesto	sólo	se	señala	que	‘(...)	teniendo	el	grado	de
participación	del	imputado	(…)	de	estrecha	vinculación	con	los	hechos	que	son
materia	de	investigación	o	de	averiguación	judicial,	los	documentos
presentados	(...)	no	enervan	la	posibilidad	de	que	(...)	se	perturbe	la	actividad
probatoria	por	cuanto	se	va	requerir	necesariamente	información	para	el
presente	proceso	y	esa	información	en	un	primer	plano	se	va	tener	que
obtener	de	la	manifestación	de	quien	ha	sido	la	persona	que	se	encuentra
comprometida	en	el	presente	proceso	con	el	imputado	(...)’.
11.	Este	colegiado	considera	que	dicha	resolución	presenta	un	déficit	de
motivación	ya	que	el	peligro	procesal,	en	cuanto	a	la	obstaculización	del
proceso,	se	ha	determinado	tornando	en	cuenta	el	grado	de	participación	del
favorecido.	Aquello,	que	cuenta	con	una	mayor	relación	de	la	vinculación	del
procesado	con	el	delito	imputado	(artículo	268,	1	a	del	Nuevo	Código	Procesal
Penal),	se	ha	hecho	sin	que	se	señalen	cuáles	serían	los	indicios	razonables	por
los	cuales	los	magistrados	demandados	consideran	que	el	favorecido
perturbaría	la	actividad	probatoria	(…)”.	(TC,	Exp.	01133-2014-PHC/TC,	jul.
14/2014.	S.	S.	Miranda	Canales)
JURISPRUDENCIA.—Es	perfectamente	posible	aplicar	la	prisión
preventiva	a	una	persona	que	tiene	familia	o	domicilio	conocido.	“En
cuanto	al	arraigo,	cabe	precisar,	que	toda	persona	tiene	algún	tipo	de	arraigo,
por	lo	que	el	punto	se	ubica	en	establecer	cuándo	es	que	el	arraigo	–medido	en
términos	cualitativos–	descarta	la	aplicación	de	la	privativa	cautelar	de
libertad,	en	el	caso	específico.	Por	supuesto	que	es	perfectamente	posible
aplicar	la	prisión	preventiva	a	una	persona	que	tiene	familia	o	domicilio
conocido,	cuando	dicha	situación	evaluada	en	términos	de	ponderación	de
intereses,	no	resulta	suficiente	para	descartar	el	peligro	de	fuga.	A	pesar	de
ello	un	elemento	de	juicio	que	conllevaría	a	decidir	la	existencia	de	arraigo	o
no,	se	infiere	de	algún	tipo	de	cuestionamiento,	también	objetivo	que
cuestionen	los	datos	domiciliarios	y	familiares	de	los	investigados;	así	por
ejemplo,	un	documento	nacional	de	identidad	que	consigne	un	domicilio
donde	éste	ya	no	está	residiendo	o	en	su	defecto,	no	pueda	ser	ubicado	en	el
mismo”.	(C.	S,	A.V.	08-2015-1,	jul.	13/2015.	V.	P.	Prado	Saldarriaga)
JURISPRUDENCIA.—La	necesidad	de	asistencia	médica	y	la
confirmación	de	la	excepción	de	improcedencia	de	la	acción	penal
justifican	plenamente	la	variación	de	la	prisión	preventiva.	“Que	el	juez
de	investigación	preparatoria	también	descartó	como	una	nueva	situación
que	pone	en	cuestión	los	elementos	de	convicción	que	determinaron	la
imposición	de	la	prisión	preventiva,	las	conclusiones	del	certificado	médico
(...).	El	documento	en	mención	guarda	relación	con	la	inexistencia	del	peligro
procesal,	toda	vez,	que	para	el	investigado	la	grave	afectación	de	su	salud
exige	continuo	tratamiento	médico	especializado,	que	desvirtúa	la	posibilidad
de	rehuir	a	la	acción	de	la	justicia.
Contrariamente	a	lo	sostenido	por	el	juez	de	investigación	preparatoria,
debemos	señalar	que	esta	dolencia	ratifica	el	arraigo	al	que	hace	referencia	el
inciso	uno,	del	artículo	doscientos	sesenta	y	nueve	del	Código	Procesal	Penal,
pues	el	acotado	informe	médico	señala:	‘(...)	el	paciente	se	encuentra	con
tratamiento	preventivo	para	evitar	cuadro	de	ACV	y	tratamiento	para	su
dislipidemio,	además	de	contar	con	tratamiento	psiquiátrico	y	se	sugiere
evaluación	y	control	por	el	servicio	de	psiquiatría,	neurología,	así	como	apoyo
psicológico	y	familiar	para	superar	su	cuadro	ansioso-depresivo’.	No	es
aceptable,	que	sobre	este	asunto	sólo	se	indique,	que	tiene	expedito	el	ahora
recurrente,	su	facultad	para	solicitar	lo	pertinente	en	la	vía	que	corresponda.
(...)	Cabe	mencionar	que	el	mandato	de	prisión	preventiva	del	cinco	de	mayo
de	dos	mil	quince,	se	dictó	solo	por	el	hecho	fáctico	consistente	en	el	uso	de
pasajes	aéreos,	y	las	llamadas	telefónicas	efectuados	con	(...),	no	figurando	en
dicha	resolución,	los	presuntos	nuevos	hechos,	incorporados	en	la	Disposición
Fiscal	N°	10;	respecto	de	los	cuales	no	se	ha	pedido	ningún	requerimiento	de
prisión	preventiva.	En	consecuencia,	si	el	hecho	principal	ha	sido	declarado
atípico,	en	primera	(Juzgado	de	Investigación	Preparatoria)	y	segunda
instancia	(Sala	de	Apelaciones),	entonces	se	da	el	supuesto	previsto	en	el
artículo	doscientos	ochenta	y	tres,	numeral	tres	del	Código	Procesal	Penal	(...)
Es	importante	agregar	que	en	nuestras	facultades	de	derecho	y	en	diversos	e
innumerables	certámenes	académicos	se	dicta	cátedra	acerca	de	la
excepcionalidad	de	la	medida	de	prisión	preventiva,	una	realidad	judicial	y
social	demuestra	que	las	cárceles	están	colmadas	de	procesados	y	que	la
prisión	preventiva,	contrariamente	a	su	naturaleza	y	fines,	es	la	regla	y	no	la
excepción.	Actualmente,	no	hay	proceso	penal	sin	detenido,	hasta	el	punto	de
que	la	detención	pasa	a	ser	un	trámite	más	e	ineludible,	del	proceso.	La
legislación	comparada	ha	establecido	que	una	tendencia	normativa	en
América	Latina,	es	que	la	regulación	de	la	prisión	preventiva	se	ha	decidido
por	el	establecimiento	o	al	menos	el	intento	de	establecer	delitos
inexcarcelables	[esto	es,	un	delito	inexcarcelable	significa	un	delito	en	el	cual
la	regla	general	es	que	la	persona	sea	puesta	en	prisión	preventiva	como
consecuencia	de	la	persecución	penal	en	su	contra]”.	(C.	S.,	Apel.	03-2015	“28”,
mar.	21/2016.	V.	P.	Rodríguez	Tineo)
DOCTRINA.—Naturaleza	 y	 fines	 de	 la	 medida	 de	 aseguramiento	 de
detención	 preventiva.	 “(…)	 La	 institución	 de	 la	 detención	 preventiva	 se
inserta	 dentro	 de	 la	 concepción	 de	 la	 libertad	 personal	 como	 elemento
básico	y	estructural	del	estado	de	derecho,	que	sin	embargo	no	reviste	un
carácter	 absoluto	 e	 ilimitado,	 dada	 la	 necesidad	 de	 armonización	 de	 los
derechos	 fundamentales,	 entre	 sí,	 y	 con	 los	 demás	 bienes	 y	 valores
protegidos	 por	 la	 Carta.	 (…)	 (…)	 las	 medidas	 de	 aseguramiento	 deben
someterse	 al	 cumplimiento	 de	 estrictas	 exigencias	 fundamentales	 que
estructuran	su	 legalidad,	a	 saber:	 (i)	deben	ser	decretadas	por	 intermedio
de	una	autoridad	judicial,	en	el	desarrollo	de	un	proceso	al	cual	acceden	o
accederán;	 (ii)	 con	 carácter	 eminentemente	provisional	 o	 temporal;	 y	 (iii)
bajo	el	cumplimiento	de	los	estrictos	requisitos	que	la	Constitución	y	la	ley
prevén.	 Adicionalmente,	 (iv)	 deben	 estar	 fundamentadas	 en	 alguna	 de	 las
finalidades	 constitucionalmente	 admisibles	 para	 su	 imposición	 (…)	 La
naturaleza	 cautelar	 de	 la	 detención	 preventiva	 está	 relacionada	 con	 su
carácter	meramente	 instrumental	o	procesal	–no	punitivo–	que	 impone	su
ineludible	 fundamentación,	 en	 cada	 caso	 concreto,	 en	 alguna	 de	 las
finalidades	mediante	las	cuales	se	provee	a	su	justificación	(…)	“[P]ara	que
proceda	 la	 detención	 preventiva	 no	 sólo	 es	 necesario	 que	 se	 cumplan	 los
requisitos	formales	y	sustanciales	que	el	ordenamiento	impone,	sino	que	se
requiere,	además,	y	con	un	ineludible	alcance	de	garantía,	que	quien	haya	de
decretarla	 sustente	 su	 decisión	 en	 la	 consideración	 de	 las	 finalidades
constitucionalmente	 admisibles	 para	 la	 misma”.	 (…)”.	 (C.	 Const.	 de
Colombia,	Sent.	C-	318,	abr.	09/2008,	M.	P.	Jaime	Córdoba	Triviño)
D.	Leg.	957.
ART.	 269.—Modificado.	 Ley	 30076,	 Art.	 3°.	 Peligro	 de	 fuga.
Para	calificar	el	peligro	de	fuga,	el	juez	tendrá	en	cuenta:
1.	 El	 arraigo	 en	 el	 país	 del	 imputado,	 determinado	 por	 el
domicilio,	 residencia	 habitual,	 asiento	 de	 la	 familia	 y	 de	 sus
negocios	 o	 trabajo	 y	 las	 facilidades	 para	 abandonar
definitivamente	el	país	o	permanecer	oculto;
2.	 La	 gravedad	 de	 la	 pena	 que	 se	 espera	 como	 resultado	 del
procedimiento;
3.	 La	 magnitud	 del	 daño	 causado	 y	 la	 ausencia	 de	 una	 actitud
voluntaria	del	imputado	para	repararlo;
4.	El	 comportamiento	del	 imputado	durante	el	procedimiento	o
en	 otro	 procedimiento	 anterior,	 en	 la	 medida	 que	 indique	 su
voluntad	de	someterse	a	la	persecución	penal;	y
5.	La	pertenencia	del	imputado	a	una	organización	criminal	o	su
reintegración	a	las	mismas.
NOTA:	La	Primera	Disposición	Complementaria	Final	de	la	Ley	30076	dipone	la	“[p]uesta	en
vigencia	de	artículos	del	Código	Procesal	Penal.	Adelántase	la	vigencia	de	los	artículos	2°,	160,
161,	268,	269,	270,	271	y	311	del	Código	Procesal	Penal,	aprobado	mediante	Decreto	Legislativo	957,
en	todo	el	territorio	peruano”.	Además,	su	Segunda	Disposición	Complementaria	Final	señala
“Interpretación.	Cuando	los	artículos	268	a	271	del	Código	Procesal	Penal	hagan	referencia	a	los
términos	“investigación	preparatoria”,	“expediente	fiscal”,	“prisión	preventiva”	y	“juez	de	la
investigación	preparatoria”,	se	debe	interpretar	que	dichos	términos	hacen	referencia,
respectivamente,	a	“instrucción”,	“expediente	fiscal”,	“mandato	de	detención”	y	“juez	penal”.	Esta
disposición	rige	en	los	distritos	judiciales	en	los	que	el	Código	Procesal	Penal	no	ha	entrado	en
vigencia”.
JURISPRUDENCIA.—Mandato	de	detención	puede	fundarse	en	versiones
contradictorias	del	inculpado.	“(…)	En	el	presente	caso,	se	aprecia	que	(…)
se	abrió	instrucción	con	mandato	de	detención	en	contra	del	favorecido	y	que
dicha	medida	coercitiva	de	la	libertad	fue	confirmada	(…)	pronunciamiento
judicial	que	cumple	con	la	exigencia	constitucional	de	la	motivación	de	las
resoluciones	judiciales	adecuada	a	las	condiciones	legales	que	exige	la
normatividad	de	la	materia,	esto	es;	i)	las	serias	contradicciones	de	su
manifestación,	así	como	el	supuesto	desconocimiento	de	la	poza	de
maceración	encontrada	en	sus	predios;	y	ii)	la	pena	máxima	a	imponerse	por
el	delito	instruido	es	de	15	años,	lo	que	implica	que	es	superior	a	un	año	de
pena	privativa	de	la	libertad;	y	en	cuanto	al	peligro	procesal	se	sostiene	que
iii)	el	actor	ha	presentado,	entre	otros	documentos,	un	certificado	domiciliario
y	un	certificado	de	trabajo,	‘documentos	[con	los	que	pretende	acreditar]	que
cuenta	con	residencia	habitual	y	permanente	en	esta	ciudad	(…),	además	de
trabajo	conocido;	[sin	embargo]	(...)	estos	documentos	contradicen	la	versión
brindada	tanto	a	nivel	policial	como	judicial	(...),	en	[el]	sentido	[de]	que
indicó	trabajar	como	agricultor	mas	no	como	embasador	de	botella	(lo	que	se
consigna	en	el	certificado	de	trabajo);	asimismo	del	certificado	domiciliario
precisa	que	vive	en	el	caserío	(…)	desde	hace	más	de	35	años[i]	que	sin
embargo	conforme	a	la	ficha	del	Reniec	que	obra	en	autos	su	último	domicilio
es	en	Huánuco	(...),	de	lo	cual	se	infiere	que	no	son	documentos	certeros	que
hagan	prever	[a	la]	Sala	[Superior]	de	que	el	[actor]	no	huirá	la	acción	de	la
justicia	al	obtener	su	libertad’;	motivación	de	la	medida	cuestionada	que
resulta	válida	en	términos	constitucionales	(…).”	(TC,	Exp.	05890-2009-
PHC/TC,	abr.	15/2010.	S.	S.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—El	llamado	“riesgo	procesal”	no	puede	fundarse	en
la	negativa	de	aceptar	los	cargos	imputados.	“(…)	Como	es	de	verse,	según
la	resolución	cuestionada,	el	peligro	procesal	se	sustentaría	en	el	presente
caso	en	un	pretendido	peligro	de	entorpecimiento	de	la	acción	de	la	justicia,	lo
que	constituye	una	causa	legítima	para	justificar	el	peligro	procesal.	Tal
peligro	de	entorpecimiento	de	la	actividad	probatoria	puede	darse,	por
ejemplo,	en	caso	de	que	exista	el	peligro	de	que	el	imputado	destruya	medios
probatorios	o	lleve	a	cabo	actos	de	coacción	contra	posibles	testigos,	en	suma,
actos	materiales	a	través	de	los	cuales	pueda	perturbar	la	actividad
investigadora.	Sin	embargo,	el	peligro	de	entorpecimiento	de	la	actividad
probatoria	no	puede	sustentarse	legítimamente	en	la	negativa	de	los	cargos
por	parte	del	imputado,	lo	que	constituye	únicamente	un	ejercicio	del	derecho
defensa.
10.	En	el	caso	de	autos,	la	sala	emplazada	estimó	que	el	peligro	de
entorpecimiento	de	la	actividad	probatoria	radicaría	en	la	negativa	de	la
procesada	de	aceptar	los	cargos	imputados,	lo	que	resulta	a	todas	luces
ilegítimo	en	términos	constitucionales,	toda	vez	que	implicaría	para	el
imputado	la	obligación	de	aceptar	la	comisión	de	los	hechos	que	se	le
atribuyen	como	requisito	para	obtener	algún	tipo	de	libertad	procesal.	Ello,
sin	duda,	resulta	vulneratorio	del	derecho	a	no	autoincriminarse,	elemento
implícito	del	debido	proceso	(artículo	139,3	de	la	Constitución),	reconocido	de
manera	expresa	en	el	artículo	8°	de	la	Convención	Americana	de	Derechos
Humanos,	como	parte	de	las	‘Garantías	Judiciales’	mínimas	que	tiene	todo
procesado:	‘g)	derecho	a	no	ser	obligado	a	declarar	contra	sí	mismo	ni	a
declararse	culpable	(...)’”.	(TC,	Exp.	05591-2009-PHC/TC,	abr.	23/2010.	S.	S.
Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Caso	“Myriam	Fefer”:	la	falta	de	arraigo	familiar	y
la	renuencia	de	las	procesadas	a	concurrir	a	las	citaciones	importan
peligro	procesal.“En	efecto,	del	texto	citado	este	Colegiado	advierte	que	los
órganos	judiciales	emplazados	han	expresado	a	través	de	las	cuestionadas
resoluciones	judiciales	una	suficiente	motivación	a	efectos	de	sustentar	el
mandato	de	detención	en	contra	de	las	actoras	del	hábeas	corpus.	En	este
sentido:	i)	no	se	aprecia	que	se	manifieste	la	supuesta	motivación	aparente	ni
la	decisión	basada	en	conjeturas	que	se	alega	en	la	demanda,	pues	se
encuentran	señalados	los	suficientes	elementos	probatorios	del	caso	penal	que
vinculan	a	las	favorecidas	con	los	hechos;	ii)	no	es	cierto	que	la	supuesta
inexistencia	de	los	vínculos	familiares	o	disconformidad	de	la	dirección
señalada	en	el	DNI	(respecto	al	lugar	de	su	residencia)	de	una	de	las
procesadas	sea	el	único	sustento	de	la	medida	de	detención	que	se	les	impuso;
y,	iii)	si	bien	resultaría	inconstitucional	que	la	medida	de	detención
únicamente	sea	sustentada	en	la	pena	conminada	a	imponerse,	en	el	caso,	se
aprecian	otras	consideraciones	que	finalmente	–aunadas–	dieron	lugar	a	la
medida,	resultando	que	a	juicio	de	este	Tribunal	la	medida	de	coerción	de	la
libertad	personal	–impuesta	por	los	emplazados–,	principalmente,	se	sustenta
en	la	conducta	renuente	de	las	emplazadas	durante	la	investigación
preliminar	en	la	etapa	policial,	entre	otros.
(...).
1.	En	este	contexto,	a	juicio	de	este	tribunal,	la	falta	de	arraigo	familiar	y	la
renuencia	de	las	procesadas	a	concurrir	a	las	citaciones	en	el	marco	de	la
investigación	preliminar,	que	se	sustenta	en	las	resoluciones	materia	de
examen	constitucional,	comportan	elementos	razonables	de	la	concurrencia
del	peligro	procesal	que	el	juzgador	penal	del	caso	sub	materia	ha
considerado	como	constitutivo	de	la	medida	impuesta,	por	lo	que	las
resoluciones	judiciales	cuestionadas	resultan	válidas	en	los	términos	de	la
Constitución.”	(T.	C.,	Exps.	Acumulados	01413-2010-PHC/TC	y	03900-2010-
PHC/TC,	jun.	21/11.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Motivación	del	peligro	procesal	debe	diferenciarse
de	la	suficiencia	de	los	elementos	que	lo	configuran.	“(...)	en	lo	que
respecta	al	argumento	de	la	demanda	en	el	sentido	de	que	‘no	es	posible	que
por	el	hecho	de	que	el	actor	no	cuente	con	casa	propia	y	con	trabajo
permanente	la	sala	superior	demandada	concluya	la	existencia	del	peligro
procesal’	(...),	este	tribunal	advierte	que	éste	no	se	encuentra	relacionado	con
el	cuestionamiento	de	la	motivación	del	peligro	procesal,	sino	con	la
suficiencia	de	los	elementos	que	sustentan	el	presupuesto	procesal,	del	peligro
procesal	toda	vez	que	el	recurrente	considera	que	el	no	contar	con	una	casa
propia	y	un	trabajo	permanente	no	son	suficientes	para	configurar	el	peligro
procesal.	En	este	sentido,	este	extremo	de	la	demanda	también	debe	ser
rechazado,	en	la	medida	que	su	cuestionamiento	se	encuentra	relacionado	con
la	suficiencia	de	los	elementos	que	configuran	el	peligro	procesal	en	el	caso,	lo
cual	debe	ser	determinado	por	el	juez	ordinario	y	no	por	la	justicia
constitucional.”	(TC,	Exp.	01471-2012-PHC/TC,	jun.	28/2012.	S.	S.	Beaumont
Callirgos)
JURISPRUDENCIA.—El	juez	penal	está	obligado	a	motivar	de	qué
manera	un	certificado	domiciliario	no	enerva	el	peligro	procesal.	“Se
desprende	de	la	motivación	anteriormente	descrita	que	los	órganos	judiciales
emplazados	no	han	cumplido	con	la	exigencia	constitucional	de	la	motivación
de	las	resoluciones	judiciales,	adecuada	a	las	condiciones	legales	de	la
materia,	toda	vez	que	no	se	expresó	en	sus	fundamentos	una	suficiente
motivación	en	cuanto	a	la	concurrencia	de	los	presupuestos	legales	de	la
suficiencia	probatoria	y	del	peligro	procesal	que	terminan	por	invalidar	el
mandato	de	detención	provisional	decretado	en	contra	del	beneficiario.	En
efecto,	si	bien	es	cierto	que	los	pronunciamientos	cuestionados	contienen	una
adecuada	motivación	en	cuanto	al	presupuesto	de	la	prognosis	de	la	pena	y
que	el	juzgado	emplazado	efectuó	una	motivación	adecuada	respecto	al
peligro	procesal,	también	lo	es	que	al	ser	apelada	la	medida	no	se	motiva	el
presupuesto	de	los	suficientes	elementos	probatorios	que	vinculan	al
procesado	con	el	hecho	imputado	y	de	qué	manera	el	citado	certificado
domiciliario	no	enerva	el	peligro	procesal,	pues	el	aludir	a	la	complicidad	de
los	regidores	en	no	fiscalizar	hechos,	a	presuntas	exoneraciones	con
favoritismo,	al	aumento	ilegal	de	ingresos	de	los	regidores	y	a	la
responsabilidad	de	los	regidores	prevista	en	la	Ley	Orgánica	de
Municipalidades,	no	constituye	una	argumentación	que	motive	la	vinculación
entre	el	procesado	y	los	medios	probatorios	criminosos;	asimismo,	el	aludir	a
los	vínculos	amicales	o	familiares	entre	procesados	y	de	la	gravedad	de	los
hechos	tampoco	constituye	per	se	una	representación	del	peligro	procesal;	por
consiguientes,	la	imposición	de	la	medida	coercitiva	de	la	libertad	personal
decretada	en	contra	de	don	(...)	resulta	violatoria	a	la	exigencia	constitucional
de	la	motivación	de	las	resoluciones	judiciales”.	(TC,	Exp.	02583-2012-
PHC/TC,	nov.	22/2012.	S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—Ni	las	circunstancias	del	ilícito	ni	la	versión
incoherente	de	los	hechos	narrada	por	el	inculpado	sustentan	el	peligro
procesal	que	valida	una	detención.	“De	la	motivación	anteriormente
descrita	se	aprecia	una	argumentación	que	no	guarda	relación	en	cuanto	a	la
concurrencia	–en	el	caso–	del	peligro	procesal,	toda	vez	que	las	circunstancias
en	las	que	se	ha	realizado	el	ilícito	cuya	conducta	se	atribuye	al	inculpado	o	la
versión	incoherente	de	los	hechos	que	éste	pueda	manifestar,	no	constituyen
indicios	razonables	de	la	manifestación	del	peligro	de	obstaculización	del
proceso	por	parte	del	procesado	en	libertad,	tal	como	lo	que	sostienen	los
emplazados.	En	efecto,	tal	como	se	ha	referido	en	el	fundamento	anterior,	el
peligro	procesal	se	encuentra	vinculado	a	la	injerencia	del	procesado	en
libertad	ambulatoria	en	relación	a	la	alteración,	ocultamiento	o	desaparición
de	los	medios	probatorios,	de	su	influencia	en	la	conducta	de	las	partes	o
peritos	del	caso,	o	que,	de	algún	otro	modo,	pueda	perturbar	el	resultado	del
proceso	penal,	aspectos	de	obstaculización	del	proceso	que	no	han	sido
considerados	por	los	demandados.	No	se	aprecia,	en	conclusión,	una	mínima
motivación	del	supuesto	del	peligro	procesal	a	efectos	de	validar	la	imposición
de	la	medida	de	detención	decretada	en	contra	del	recurrente	de	los	autos	(...),
lo	cual	resulta	violatorio	de	la	exigencia	constitucional	de	la	motivación	de	las
resoluciones	judiciales”.	(TC,	Exp.	01555-2012-PHC/TC,	abr.	19/2013.	S.	S.
Beaumont	Callirgos)
JURISPRUDENCIA.—Investigado	que	formatea	sus	teléfonos	celulares
provoca	una	obstaculización	de	la	actividad	probatoria	que	justifica	la
prisión	preventiva.	“En	relación	al	peligro	procesal,	sobre	el	investigado	(...)
de	considerar	lo	anotado	precedentemente,	la	pena	que	se	esperaría	como
resultado	del	procedimiento	devendría	en	grave,	pues	se	tornaría	en	privativa
de	la	libertad	efectiva	en	el	supuesto	de	acreditarse	la	responsabilidad	penal,
que	por	su	propia	naturaleza	generaría	riesgo	de	evasión	a	la	justicia,	aún
más	al	atribuírsele	ser	integrante	de	una	presunta	organización	criminal;	a	la
vez	concurriría	peligro	de	obstaculización	de	la	actividad	probatoria	en	tanto
según	contiene	el	acta	de	registro	personal,	al	haberse	encontrado	en	su	poder
dos	teléfonos	celulares	(...)	formateados,	impidiéndose	así	que	el	titular	de	la
carga	probatoria	pueda	acceder	a	la	información	que	contenían	lo	cual	pone
en	cuestión	la	conducta	del	investigado	dentro	de	esta	investigación,
evidenciándose	el	confluir	sustanciales	indicadores	previstos	por	el	artículo
269	del	CPP	(...)”.	(PJ,	Exp.	150-2015-16-19-5001-JR-PE-03,	jul.	24/2015.	V.	P.
Condori	Fernández)
JURISPRUDENCIA.—Asumir	un	peligro	de	fuga	por	la	sola	condición	de
extranjero	del	imputado	importa	un	acto	discriminatorio.	“Los	criterios
que	el	juez	debe	tener	en	cuenta	para	determinar	el	peligro	de	fuga	están
vinculados	al	arraigo,	el	mismo	que	tiene	tres	dimensiones:	1)	La	posesión,	2)
el	arraigo	familiar	y	3)	el	arraigo	laboral.	De	presentarse	estas	circunstancias,
desincentivan	la	fuga	del	imputado.	Otro	criterio	relevante	del	peligro	de	fuga
está	relacionado	con	la	moralidad	del	imputado,	esto	es,	la	carencia	de
antecedentes.	La	pena	podrá	ser	relevante,	pero	si	no	constan	elementos	de
convicción	respecto	del	peligrosismo	procesal	no	es	posible	dictar
automáticamente	una	medida	de	coerción	personal	de	prisión	preventiva.
Asumir	un	peligro	de	fuga	por	la	sola	condición	de	extranjero	del	imputado
importaría	un	acto	discriminatorio	por	razón	ele	la	nacionalidad”.	(C.	S.,	Cas.
631-2015-Arequipa,	dic.	21/2015.	V.	P.	San	Martín	Castro)
D.	Leg.	957.	
ART.	270.—Peligro	de	obstaculización.	Para	calificar	el	peligro
de	obstaculización	se	tendrá	en	cuenta	el	riesgo	razonable	de	que
el	imputado:
1.	 Destruirá,	 modificará,	 ocultará,	 suprimirá	 o	 falsificará
elementos	de	prueba.
2.	 Influirá	 para	 que	 coimputados,	 testigos	 o	 peritos	 informen
falsamente	o	se	comporten	de	manera	desleal	o	reticente.
3.	Inducirá	a	otros	a	realizar	tales	comportamientos.
JURISPRUDENCIA.—La	resolución	que	incurre	en	un	error	de	redacción
al	dictar	“mandato	de	detención”	en	lugar	de	“orden	de	custodia”	no
viola	el	derecho	a	la	debida	motivación.	“En	tal	sentido,	sí,	en	un	párrafo
siguiente	de	la	misma	resolución	que	convoca	a	audiencia	de	prisión
preventiva	en	otra	fecha,	la	jueza	emplazada	dicta	‘mandato	de	detención’,	es
evidente	que	se	ha	incurrido	en	un	error	de	redacción	[consignar	la	expresión
‘mandato	de	detención’,	en	lugar	de	‘orden	de	custodia’],	el	cual	carece	de
relevancia	constitucional,	en	la	medida	en	que	allí	no	se	resolvió	la	prisión
preventiva	del	recurrente,	sino	más	bien	en	fecha	posterior	al	día	siguiente,	tal
como	se	aprecia	en	la	impugnada	resolución	(...)”.	(T	C,	Exp.	02386-2014-
PHC/TC,	abr.	07/2015.	S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—El	solo	indicar	que	“el	actor	eludirá	a	la	justicia	y
obstaculizará	la	averiguación	de	la	verdad”	no	justifica	la	imposición	de
una	prisión	preventiva.	“De	la	argumentación	anteriormente	descrita	se
tiene	que	el	órgano	judicial	emplazado	no	ha	cumplido	con	la	exigencia
constitucional	de	la	motivación	de	las	resoluciones	judiciales,	adecuada	a	las
condiciones	legales	de	la	materia.	En	efecto,	si	bien	la	resolución	de	primer
grado	contiene	una	suficiente	argumentación	en	cuanto	al	presupuesto	que
refiere	a	los	elementos	probatorios	que	vinculan	al	recurrente,	debe	tenerse
presente	que	en	cuanto	al	peligro	procesal	contiene	una	exposición	deficiente,
puesto	que	indica	que	el	actor	eludirá	a	la	justicia	y	obstaculizará	la
averiguación	de	la	verdad,	pero	no	precisa	las	razones	por	las	que	sustenta
dicha	afirmación”.	(T.	C,	Exp.	07901-2013-PHC/TC,	mar.	11/2015.	S.	S.	Urviola
Hani)
D.	Leg.	957.
ART.	271.—Audiencia	y	resolución.
1.	El	juez	de	la	investigación	preparatoria,	dentro	de	las	cuarenta
y	 ocho	 horas	 siguientes	 al	 requerimiento	 del	Ministerio	 Público
realizará	 la	 audiencia	 para	 determinar	 la	 procedencia	 de	 la
prisión	preventiva.	La	audiencia	se	celebrará	con	la	concurrencia
obligatoria	del	fiscal,	del	imputado	y	su	defensor.	El	defensor	del
imputado	 que	 no	 asista	 será	 reemplazado	 por	 el	 defensor	 de
oficio.
2.	 Rige	 en	 lo	 pertinente,	 para	 el	 trámite	 de	 la	 audiencia	 lo
dispuesto	 en	 el	 artículo	 8º,	 pero	 la	 resolución	 debe	 ser
pronunciada	 en	 la	 audiencia	 sin	 necesidad	 de	 postergación
alguna.	 El	 juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria	 incurre	 en
responsabilidad	 funcional	 si	 no	 realiza	 la	 audiencia	 dentro	 del
plazo	 legal.	 El	 fiscal	 y	 el	 abogado	 defensor	 serán	 sancionados
disciplinariamente	 si	 por	 su	 causa	 se	 frustra	 la	 audiencia.	 Si	 el
imputado	 se	 niega	 por	 cualquier	 motivo	 a	 estar	 presente	 en	 la
audiencia,	 será	 representado	 por	 su	 abogado	 o	 el	 defensor	 de
oficio,	 según	 sea	 el	 caso.	 En	 este	 último	 supuesto	 deberá	 ser
notificado	con	la	resolución	que	se	expida	dentro	de	las	cuarenta	y
ocho	horas	siguientes	a	la	conclusión	de	la	audiencia.
3.	 El	 auto	 de	 prisión	 preventiva	 será	 especialmente	 motivado,
con	 expresión	 sucinta	 de	 la	 imputación,	 de	 los	 fundamentos	 de
hecho	 y	 de	 derecho	 que	 lo	 sustente,	 y	 la	 invocación	 de	 las	 citas
legales	correspondientes.
4.	El	juez	de	la	investigación	preparatoria,	si	no	considera
fundado	el	requerimiento	de	prisión	preventiva	optará	por	la
medida	de	comparecencia	restrictiva	o	simple	según	el	caso.
JURISPRUDENCIA.—No	es	absoluta	la	necesidad	de	la	presencia	del
imputado	en	la	audiencia	de	prisión	preventiva.	“(…).	La	audiencia	de
prisión	preventiva,	regulada	por	los	apartados	uno	y	dos	del	artículo
doscientos	setenta	y	uno	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal,	prevé	varias
exigencias	para	que	pueda	emitirse	válidamente	un	mandato	de	prisión
preventiva	o,	alternativamente,	una	medida	de	comparecencia	restrictiva	o
simple	–ver	apartado	cuatro–.	Son:	a)	requerimiento	o	solicitud	del	Ministerio
Público;	b)	realización	de	la	audiencia	de	prisión	preventiva	dentro	del	plazo
legal	de	las	cuarenta	y	ocho	horas	siguientes	a	su	requerimiento,	y,	c)
concurrencia	a	la	audiencia	del	fiscal	requirente,	del	imputado	y	de	su
defensor	–si	no	asiste	el	defensor	de	confianza	o	el	imputado	no	lo	tiene	se	le
reemplaza	en	el	acto	o	interviene	el	defensor	de	oficio–.	Es	particularmente
importante,	a	todos	los	efectos,	la	regla	incorporada	en	el	penúltimo	extremo
del	apartado	dos	del	examinado	artículo	doscientos	setenta	y	uno	del	Nuevo
Código	Procesal	Penal:	(…)	No	es,	pues,	absoluta	la	necesidad	de	presencia	del
imputado	en	la	audiencia	de	prisión	preventiva,	es	si,	necesaria,	su	debida
citación	en	su	domicilio	real	o	procesal	–si	lo	hubiere	señalado–,	o	su
conducción	al	juzgado	cuando	está	efectivamente	detenido	[con	ello	se	cumple
el	principio	de	contradicción,	se	hace	efectiva	la	garantía	de	tutela
jurisdiccional	–en	cuanto	acceso	al	proceso–	y	se	afirma,	a	su	vez,	la	garantía
de	defensa	procesal].	Si	el	imputado	se	niega	a	asistir,	sea	porque	huyó,
porque	no	es	habido	–lo	que	denota	imposibilidad	material	del	juez	para
emplazarlo–	o	porque,	sencillamente,	no	quiere	hacerlo	–en	ejercicio	de	su
derecho	material	de	defensa,	a	su	propia	estrategia	procesal	o	por	simple
ánimo	de	sustracción	o	entorpecimiento	procesal–,	la	audiencia	se	lleva	a
cabo	con	la	representación	técnica	del	abogado	defensor,	de	confianza	o	de
oficio.	Lo	expuesto	permite	entender	en	su	justo	alcance	(i)	la	situación	del
imputado	previa	al	pedido	de	prisión	preventiva	–puede	estar	o	no	detenido–,
(ii)	los	presupuestos	para	la	expedición	de	la	resolución	de	citación	para	la
realización	de	la	audiencia	respectiva	–el	juicio	de	admisibilidad	está
condicionado	a	la	existencia	de	un	imputado	en	estricto	sentido,	que	contra	él
se	haya	dictado	una	disposición	de	continuación	y	formalización	de	la
investigación	preparatoria–,	y	(iii)	las	exigencias	para	la	propia	instalación	y
desarrollo	de	la	audiencia	–citación	debida,	presencia	obligatoria	del	fiscal	y
del	abogado	defensor,	y,	en	caso	de	ausencia	del	imputado,	constatación
previa	de	una	situación	de	inasistencia	voluntaria	por	razones	derivadas	de	su
actitud	anterior	a	la	convocatoria	a	la	audiencia	(ausencia,	contumacia,	fuga
o	no	presencia	pese	a	su	emplazamiento	a	los	actos	de	investigación)	o	como
consecuencia	de	una	decisión,	intencional	o	negligente,	de	inconcurrencia
ante	la	citación	judicial–	(…)”.	(CS,	Cas.	10-2007-Trujillo,	dic.	01/2008.	S.S.
Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Como	no	es	absoluta	la	necesidad	de
presencia	del	imputado	en	la	audiencia	de	prisión	preventiva,	esta	se
realiza	con	la	representación	técnica	del	abogado	defensor,	de
confianza	o	de	oficio.	“Es	particularmente	importante,	a	todos	los	efectos,	la
regla	incorporada	en	el	penúltimo	extremo	del	apartado	dos	del	examinado
artículo	doscientos	setenta	y	uno	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal:	‘Si	el
imputado	se	niega	por	cualquier	motivo	a	estar	presente	en	la	audiencia	será
representado	por	su	abogado	defensor	o	el	defensor	de	oficio,	según	sea	el
caso’.	No	es	pues,	absoluta	la	necesidad	de	presencia	del	imputado	en	la
audiencia	de	prisión	preventiva;	es	sí	necesaria,	su	debida	citación	en	su
domicilio	real	o	procesal	–si	lo	hubiere	señalado–,	o	su	conducción	al	juzgado
cuando	esté	efectivamente	detenido	[con	ello	se	cumple	el	principio	de
contradicción,	se	hace	efectiva	la	garantía	de	tutela	jurisdiccional	–en	cuanto
acceso	al	proceso–	y	se	afirma,	a	su	vez,	la	garantía	de	defensa	procesal].	Si	el
imputado	se	niega	a	asistir,	sea	porque	huyó,	porque	no	es	habido	–lo	que
denota	imposibilidad	material	del	juez	para	emplazarlo–	o	porque,
sencillamente,	no	quiere	hacerlo	–en	ejercicio	de	su	derecho	material	de
defensa,	a	su	propia	estrategia	procesal	o	por	simple	ánimo	de	sustracción	o
entorpecimiento	procesal–,	la	audiencia	se	lleva	a	cabo	con	la	representación
técnica	del	abogado	defensor,	de	confianza	o	de	oficio”.	(CS,	Cas.	183-2011-
Huaura,	set.	05/2012.	S.	S.	Villa	Stein)
NOTA:	La	Casación	N°	183-2011-Huaura	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	19	de	marzo
del	2013.
CAPÍTULO	II
La	duración	de	la	prisión	preventiva
D.	Leg.	957.
ART.	272.—Duración.
1.	La	prisión	preventiva	no	durará	más	de	nueve	meses.
2.	Tratándose	de	procesos	complejos,	el	plazo	límite	de	la	prisión
preventiva	no	durará	más	de	dieciocho	meses.
JURISPRUDENCIA.—TC:	“la	declaratoria	de	complejidad	de	un	proceso
penal	no	determina	per	se	la	afectación	del	derecho	a	la	libertad
individual”.	“1.	Del	análisis	de	la	demanda	se	concluye	que	el	presente	hábeas
corpus	ha	sido	promovido	con	el	propósito	de	que	se	ordene	a	los	emplazados
no	opinar	(fiscales)	ni	decretar	(jueces)	el	proceso	penal	seguido	contra	el
favorecido	por	el	delito	de	homicidio	calificado	como	uno	de	naturaleza
compleja,	a	fin	de	evitar	que	su	detención	preventiva	dispuesta	por	18	meses
se	extienda	a	36	meses,	y	pueda,	por	tanto,	afrontar	el	proceso	en	situación	de
libertad	hasta	que	se	determine	su	situación	jurídica	con	la	expedición	de	la
sentencia	penal	que	corresponda.
2.	Al	respecto,	cabe	precisar	que	la	declaratoria	de	complejidad	de	un	proceso
penal	no	determina	per	se	la	afectación	del	derecho	a	la	libertad	individual.
Asimismo,	señalar	que	como	es	de	conocimiento	público,	en	marzo	del	año
pasado,	(...)	fue	sentenciado	y	condenado	penalmente,	por	lo	que	tomando	en
cuenta	el	petitorio	ha	operado	la	sustracción	de	la	materia	en	el	presente
caso”.	(T.	C.,	Exp.	07186-2013-PHC/TC,	set.	07/2015.	S.	S.	Urviola	Hani)
D.	Leg.	957.
ART.	273.—Libertad	del	imputado.	AI	vencimiento	del	plazo,
sin	haberse	dictado	sentencia	de	primera	instancia,	el	juez	de
oficio	o	a	solicitud	de	las	partes	decretará	la	inmediata	libertad
del	imputado,	sin	perjuicio	de	dictar	concurrentemente	las
medidas	necesarias	para	asegurar	su	presencia	en	las	diligencias
judiciales,	incluso	las	restricciones	a	que	se	refieren	los	numerales
2)	al	4)	del	artículo	288.
D.	Leg.	957.
ART.	274.—Modificado.	Ley	30076,	Art.	3°.	Prolongación	de	la
prisión	preventiva.
1.	 Cuando	 concurran	 circunstancias	 que	 importen	 una	 especial
dificultad	o	prolongación	de	la	investigación	o	del	proceso	y	que	el
imputado	 pudiera	 sustraerse	 a	 la	 acción	 de	 la	 justicia	 u
obstaculizar	 la	 actividad	 probatoria,	 la	 prisión	 preventiva	 podrá
prolongarse	por	un	plazo	no	mayor	al	fijado	en	el	numeral	2)	del
artículo	 272.	 El	 fiscal	 debe	 solicitarla	 al	 juez	 antes	 de	 su
vencimiento.
2.	El	juez	de	la	investigación	preparatoria	se	pronunciará	previa
realización	de	una	audiencia,	dentro	del	tercer	día	de	presentado
el	 requerimiento.	 Esta	 se	 llevará	 a	 cabo	 con	 la	 asistencia	 del
Ministerio	 Público,	 del	 imputado	 y	 su	 defensor.	 Una	 vez
escuchados	los	asistentes	y	a	la	vista	de	los	autos,	decidirá	en	ese
mismo	 acto	 o	 dentro	 de	 las	 setenta	 y	 dos	 horas	 siguientes,	 bajo
responsabilidad.
3.	 La	 resolución	 que	 se	 pronuncie	 sobre	 el	 requerimiento	 de
prolongación	de	la	prisión	preventiva	podrá	ser	objeto	de	recurso
de	apelación.	El	procedimiento	que	se	seguirá	será	el	previsto	en
el	numeral	2)	del	artículo	278.
4.	 Una	 vez	 condenado	 el	 imputado,	 la	 prisión	 preventiva	 podrá
prolongarse	 hasta	 la	 mitad	 de	 la	 pena	 impuesta,	 cuando	 esta
hubiera	sido	recurrida.
JURISPRUDENCIA.—Existe	la	posibilidad	de	conceder	un	nuevo	pedido
de	prolongación	de	prisión	preventiva.	“Al	no	haberse	acreditado	que	en	el
caso	de	autos	concurra	una	especial	dificultad	o	prolongación	del	proceso	–
artículo	274.1	CPP–;	y	estando	que	las	circunstancias	de	especial	complejidad
han	disminuido,	aunado	al	hecho	que	el	imputado	ya	ha	estado	recluido
veinticinco	meses	sin	que	se	haya	dictado	sentencia	en	su	contra,	y	además	de
lo	debatido	resulta	que	concurrió	voluntariamente	a	la	audiencia	en	que	se	le
impuso	prisión	preventiva,	y	esta	conducta	en	concreto:	debe	aparejar	alguna
consecuencia	que	le	sea	favorable	en	la	decisión	acerca	de	una	media	cautelar
personal,	es	del	caso	revocar	la	resolución	apelada	y	declarar	infundado	el
requerimiento	de	prolongación	de	prisión	preventiva,	y	disponer	su	libertad	en
observancia	del	artículo	273	del	CPP”.	(CSJL,	Exp.	0091-2014-95-5001-JR-PE-
01,	jul.	25/2016.	Juez	Superior	Quispe	Aucca)
JURISPRUDENCIA.—La	prisión	preventiva	no	debe	respaldarse	en	la
complejidad	establecida	desde	el	inicio	de	la	causa.	“Al	no	haberse
acreditado	la	concurrencia	de	una	especial	dificultad	o	prolongación	del
proceso	(Art.	274.1	CPP);	dado	que	las	circunstancias	de	complejidad	han
disminuido	en	la	medida	que	el	universo	de	imputados	e	imputaciones	que
dieron	lugar	a	la	calificación	de	hipercomplejo	en	la	resolución	de	la	Sala
Penal	de	Apelaciones	y	que	fuera	evaluado	en	la	sentencia	de	casación,	en	su
momento	revistió	mayor	grado	de	dificultad	que	el	evaluado	por	el	colegiado
en	el	contexto	actual;	en	línea	de	razonamiento	lógico,	si	se	constata	que	hay
menor	complejidad,	no	puede	pedirse	mayor	plazo	que	los	once	meses	de
privación	de	libertad;	ergo,	no	se	justifica	racionalmente	una	mayor
prolongación	de	la	prisión	preventiva”.	(CSJL,	Exp.	0091-2014-95-5001-JR-PE-
01,	jul.	25/2016.	Juez	Superior	Quispe	Aucca)
JURISPRUDENCIA.—El	requerimiento	del	fiscal	con	la	denominación	de
prórroga	o	ampliación	no	existe.	“(...)	‘requerimiento	del	fiscal	con	la
denominación	de	prórroga	o	ampliación	no	existe;	por	lo	que,	cuando	se	ha
solicitado	aquello,	ante	el	vencimiento	del	plazo	máximo	de	prisión	preventiva
y/o	del	plazo	judicial	establecido	inferior,	el	imputado	deberá	ser	excarcelado,
salvo	que	con	arreglo	al	artículo	274	del	CPP,	solicitare	el	Ministerio	Público
la	prolongación	del	plazo	de	prisión	preventiva”.	(C.	S.,	Cas.	147-2016-Lima,
jul.	06/2016	V.	P.	Pariona	Pastrana)
D.	Leg.	957.
ART.	275.—Cómputo	del	plazo	de	la	prisión	preventiva.
1.	 No	 se	 tendrá	 en	 cuenta	 para	 el	 cómputo	 de	 los	 plazos	 de	 la
prisión	preventiva,	 el	 tiempo	en	que	 la	 causa	 sufriere	dilaciones
maliciosas	atribuibles	al	imputado	o	a	su	defensa.
2.	El	cómputo	del	plazo,	cuando	se	hubiera	declarado	la	nulidad
de	todo	lo	actuado	y	dispuesto	se	dicte	un	nuevo	auto	de	prisión
preventiva,	 no	 considerará	 el	 tiempo	 transcurrido	hasta	 la	 fecha
de	la	emisión	de	dicha	resolución.
3.	En	los	casos	en	que	se	declare	la	nulidad	de	procesos	seguidos
ante	la	jurisdicción	militar	y	se	ordene	el	conocimiento	de	los
hechos	punibles	imputados	a	la	jurisdicción	penal	ordinaria,	el
plazo	se	computará	desde	la	fecha	en	que	se	dicte	el	nuevo	auto	de
prisión	preventiva.
D.	Leg.	957.
ART.	 276.—Revocatoria	 de	 la	 libertad.	 La	 libertad	 será
revocada,	 inmediatamente,	 si	 el	 imputado	no	cumple	 con	asistir,
sin	motivo	legítimo,	a	la	primera	citación	que	se	le	formule	cuando
se	considera	necesaria	su	concurrencia.	El	juez	seguirá	el	trámite
previsto	en	el	numeral	2)	del	artículo	279.
D.	Leg.	957.
ART.	277.—Conocimiento	de	la	sala.	El	juez	deberá	poner	en
conocimiento	de	la	Sala	Penal	la	orden	de	libertad,	su	revocatoria
y	la	prolongación	de	la	prisión	preventiva.
CAPÍTULO	III
La	impugnación	de	la	prisión	preventiva
D.	Leg.	957.
ART.	278.—Apelación.
1.	 Contra	 el	 auto	 de	 prisión	 preventiva	 procede	 recurso	 de
apelación.	El	plazo	para	la	apelación	es	de	tres	días.	El	 juez	de	la
investigación	 preparatoria	 elevará	 los	 actuados	 dentro	 de	 las
veinticuatro	horas,	bajo	responsabilidad.	La	apelación	se	concede
con	efecto	devolutivo.
2.	 La	 sala	 penal	 se	 pronunciará	 previa	 vista	 de	 la	 causa,	 que
tendrá	 lugar,	 dentro	 de	 las	 setenta	 y	 dos	 horas	 de	 recibido	 el
expediente,	 con	 citación	 del	 fiscal	 superior	 y	 del	 defensor	 del
imputado.	La	decisión,	debidamente	motivada,	se	expedirá	el	día
de	la	vista	de	la	causa	o	dentro	de	las	cuarenta	y	ocho	horas,	bajo
responsabilidad.
3.	Si	la	sala	declara	la	nulidad	del	auto	de	prisión	preventiva,
ordenará	que	el	mismo	u	otro	juez	dicte	la	resolución	que
corresponda	con	arreglo	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	271.
JURISPRUDENCIA.—El	juez	de	investigación	preparatoria	no	puede
suspender	de	oficio	la	ejecución	del	mandato	de	prisión	preventiva.	“Las
impugnaciones,	en	principio,	no	obstaculizan	la	efectividad	de	la	tutela
jurisdiccional	reconocida;	en	este	sentido,	el	artículo	412	inciso	primero	del
CPP	(...).	En	consonancia	con	ello,	además	y	específicamente,	el	artículo	278
del	CPP-inciso	primero,	en	su	parte	in	fine,	prescribe	que:	‘Contra	el	auto	de
prisión	preventiva	procede	recurso	de	apelación.	(...)	La	apelación	se	concede
con	efecto	devolutivo’.
En	conclusión,	el	extremo	del	carácter	suspensivo	–cuya	decisión	no	es
prerrogativa	unilateral	del	juez	sino,	como	se	evidencia,	una	condición	sujeta
a	la	posición	de	parte–	del	mandato	de	prisión	preventiva	ordenado	por	el	a
quo	deviene	en	irregular,	al	haberse	otorgado	una	consecuencia	jurídica	no
amparada	en	el	ordenamiento	jurídico	procesal,	más	aun	violándose	una
situación	imperativa	definida	a	cabalidad	por	el	legislador	–la	prohibición	es
expresa–,	se	vulneró	la	garantía	procesal	específica	de	legalidad	procesal,	la
cual	se	encuentra	reconocida	en	el	artículo	1°,	apartado	dos,	del	Título
Preliminar	del	Código	Procesal	Penal	(…)”.	(CSJ,	Exp.	186-2015-6,	jul.	20/2015.
V.	P.	Carcausto	Calla)
CAPÍTULO	IV
La	revocatoria	de	la	comparecencia	por	prisión
preventiva
D.	Leg.	957.
ART.	 279.—Cambio	 de	 comparecencia	 por	 prisión
preventiva.
1.	 Si	 durante	 la	 investigación	 resultaren	 indicios	 delictivos
fundados	de	que	el	imputado	en	situación	de	comparecencia	está
incurso	 en	 los	 supuestos	 del	 artículo	 268,	 el	 juez	 a	 petición	 del
fiscal,	podrá	dictar	auto	de	prisión	preventiva.
2.	El	juez	de	la	investigación	preparatoria	citará	a	una	audiencia
para	 decidir	 sobre	 el	 requerimiento	 fiscal.	 La	 audiencia	 se
celebrará	 con	 los	 asistentes	 que	 concurran.	 El	 juez	 emitirá
resolución	inmediatamente	o	dentro	de	las	cuarenta	y	ocho	horas
de	su	celebración.
3.	Contra	la	resolución	que	se	emita	procede	recurso	de
apelación,	que	se	concederá	con	efecto	devolutivo.
CAPÍTULO	V
La	incomunicación
D.	Leg.	957.
ART.	280.—Incomunicación.	La	incomunicación	del	imputado
con	mandato	de	prisión	preventiva	procede	si	es	indispensable
para	el	establecimiento	de	un	delito	grave.	No	podrá	exceder	de
diez	días.	La	incomunicación	no	impide	las	conferencias	en
privado	entre	el	abogado	defensor	y	el	preso	preventivo,	las	que
no	requieren	autorización	previa	ni	podrán	ser	prohibidas.	La
resolución	que	la	ordena	se	emitirá	sin	trámite	alguno,	será
motivada	y	puesta	en	conocimiento	a	la	sala	penal.	Contra	ella
procede	recurso	de	apelación	dentro	del	plazo	de	un	día.	La	sala
penal	seguirá	el	trámite	previsto	en	el	artículo	267.
D.	Leg.	957.
ART.	281.—Derechos.	El	incomunicado	podrá	leer	libros,
diarios,	revistas	y	escuchar	noticias	de	libre	circulación	y	difusión.
Recibirá	sin	obstáculos	la	ración	alimenticia	que	le	es	enviada.
D.	Leg.	957.
ART.	282.—Cese.	Vencido	el	término	de	la	incomunicación
señalada	en	la	resolución,	cesará	automáticamente.
CAPÍTULO	VI
La	cesación	de	la	prisión	preventiva
D.	Leg.	957.
ART.	283.—Modificado.	D.	Leg.	1229,	Cuarta	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Cesación	de	la	prisión
preventiva.
1.	El	imputado	podrá	solicitar	la	cesación	de	la	prisión	preventiva
y	su	sustitución	por	una	medida	de	comparecencia	las	veces	que
lo	considere	pertinente.
2.	El	juez	de	la	investigación	preparatoria	decidirá	siguiendo	el
trámite	previsto	en	el	artículo	274.
3.	La	cesación	de	la	medida	procederá	cuando	nuevos	elementos
de	convicción	demuestren	que	no	concurren	los	motivos	que
determinaron	su	imposición	y	resulte	necesario	sustituirla	por	la
medida	de	comparecencia.	Para	la	determinación	de	la	medida
sustitutiva	el	juez	tendrá	en	consideración,	adicionalmente,	las
características	personales	del	imputado,	el	tiempo	transcurrido
desde	la	privación	de	libertad	y	el	estado	de	la	causa.
4.	 El	 juez	 impondrá	 las	 correspondientes	 reglas	 de	 conductas
necesarias	para	garantizar	la	presencia	del	imputado	o	para	evitar
que	lesione	la	finalidad	de	la	medida.
NOTA:	La	Segunda	Disposición	Complementaria	Final	del	Decreto	Legislativo	N°	1206	estableció	lo
siguiente:	“(...)	Adelantamiento	de	la	vigencia	de	artículos	del	Código	Procesal	Penal,	Decreto
Legislativo	N°	957.	Adelántase	la	vigencia	de	los	artículos	272,	273,	274,	275,	276,	277,	278,	279,
280,	281,	282,	283,	284,	285	y	334	del	Código	Procesal	Penal,	aprobado	por	Decreto	Legislativo	N°
957,	en	todo	el	territorio	peruano”.	La	Tercera	Disposición	Complementaria	Final	del	mismo	decreto
precisó	que	“[c]uando	los	artículos	272	a	285	y	334	del	Código	Procesal	Penal,	aprobado	por	Decreto
Legislativo	N°	957,	hagan	referencia	a	los	términos	‘investigación	preparatoria’,	‘expediente	fiscal’,
‘prisión	preventiva’,	‘juez	de	la	investigación	preparatoria’	y	‘sala	penal’,	se	debe	interpretar	que
dichos	términos	hacen	referencia,	respectivamente,	a	‘Instrucción’,	‘expediente	fiscal’,	‘mandato	de
detención’,	‘juez	penal’	y	‘sala	penal’.	Esta	disposición	rige	en	los	distritos	judiciales	en	los	que	el
Código	Procesal	Penal	no	ha	entrado	en	vigencia”.
2.	La	Quinta	Disposición	Complementaria	Modificatoria	del	Decreto	Legislativo	N°	1229,	publicado	el
26	de	setiembre	del	2015,	estableció	lo	siguiente	“(...)	Dispóngase	que	los	artículos	273	al	277,	283,
287,	 288	 y	 290	 del	 Código	 Procesal	 Penal,	 aprobado	 por	 Decreto	 Legislativo	 N°	 957,	 entran	 en
vigencia	a	partir	del	día	siguiente	de	la	publicación	del	presente	decreto	legislativo”.
D.	Leg.	957.
ART.	284.—Impugnación.
1.	El	imputado	y	el	Ministerio	Público	podrán	interponer	recurso
de	apelación,	dentro	del	tercer	día	de	notificado.	La	apelación	no
impide	 la	 excarcelación	 del	 imputado	 a	 favor	 de	 quien	 se	 dictó
auto	de	cesación	de	la	prisión	preventiva.
2.	Rige	lo	dispuesto,	en	lo	pertinente,	en	los	numerales	1)	y	2)	del
artículo	278.
D.	Leg.	957.
ART.	285.—Revocatoria.	La	cesación	de	la	prisión	preventiva
será	revocada	si	el	imputado	infringe	las	reglas	de	conducta	o	no
comparece	a	las	diligencias	del	proceso	sin	excusa	suficiente	o
realice	preparativos	de	fuga	o	cuando	nuevas	circunstancias
exijan	se	dicte	auto	de	prisión	preventiva	en	su	contra.	Asimismo
perderá	la	caución,	si	la	hubiere	pagado,	la	que	pasará	a	un	fondo
de	tecnificación	de	la	administración	de	justicia.
TÍTULO	IV
La	comparecencia
D.	Leg.	957.
ART.	286.—Modificado.	Ley	30076,	Art.	3°.	Presupuestos.
1.	 El	 juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria	 dictará	 mandato	 de
comparecencia	simple	si	el	fiscal	no	solicita	prisión	preventiva	al
término	del	plazo	previsto	en	el	artículo	266.
2.	 También	 lo	 hará	 cuando,	 de	mediar	 requerimiento	 fiscal,	 no
concurran	 los	 presupuestos	 materiales	 previstos	 en	 el	 artículo
268.
En	los	supuestos	anteriores,	el	fiscal	y	el	juez	de	la	investigación
preparatoria	 deben	 motivar	 los	 fundamentos	 de	 hecho	 y	 de
derecho	que	sustenten	su	decisión.
D.	Leg.	957.
ART.	287.—Modificado.	D.	Leg.	1229,	Cuarta	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Comparecencia	restrictiva.
1.	Se	impondrán	las	restricciones	previstas	en	el	artículo	288,
siempre	que	el	peligro	de	fuga	o	de	obstaculización	de	la
averiguación	de	la	verdad	pueda	razonablemente	evitarse.
2.	El	juez	podrá	imponer	una	de	las	restricciones	o	combinar
varias	de	ellas,	según	resulte	adecuada
2.	El	juez	podrá	imponer	una	de	las	restricciones	o	combinar
varias	de	ellas,	según	resulte	adecuada	al	caso,	y	ordenará	las
medidas	necesarias	para	garantizar	el	cumplimiento	de	las
restricciones	impuestas	al	imputado.
3.	Si	el	imputado	no	cumple	con	las	restricciones	impuestas,
previo	requerimiento	realizado	por	el	fiscal	o	por	el	juzgador	en
su	caso,	se	revocará	la	medida	y	se	dictará	mandato	de	prisión
preventiva.	El	trámite	que	seguirá	el	juez	será	el	previsto	en	el
artículo	271.
4.	El	juez	podrá	imponer	la	prohibición	de	comunicarse	o
aproximarse	a	la	víctima	o	a	aquellas	personas	que	determine,
siempre	que	ello	no	afecte	el	derecho	de	defensa.
5.	También	podrá	disponerse,	alternativamente,	la	utilización	de
la	vigilancia	electrónica	personal	que	permita	controlar	que	no	se
excedan	 las	 restricciones	 impuestas	 a	 la	 libertad	 personal,	 de
conformidad	a	la	ley	de	la	materia	y	su	reglamento.
NOTA:	 La	 Quinta	 Disposición	 Complementaria	 Modificatoria	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 1229,
publicado	el	26	de	setiembre	del	2015,	estableció	lo	siguiente	“(...)	Dispóngase	que	los	artículos	273	al
277,	283,	287,	288	y	290	del	Código	Procesal	Penal,	aprobado	por	Decreto	Legislativo	N°	957,	entran
en	vigencia	a	partir	del	día	siguiente	de	la	publicación	del	presente	decreto	legislativo”.
JURISPRUDENCIA.—Negar	el	informe	oral	en	trámite	de	apelación
contra	mandato	de	comparecencia	no	siempre	vulnera	el	derecho	de
defensa.	“(…)	de	la	instrumental	que	corre	(…),	se	aprecia	que	si	bien	no	se	les
permitió	a	los	favorecidos	informar	oralmente	en	el	trámite	de	la	apelación
contra	el	mandato	de	comparecencia	restringida	dictada	a	su	favor	(…)
también	lo	es,	que	ello	no	constituyó	un	impedimento	para	que	los
beneficiarios	pudieran	ejercer	su	derecho	de	defensa	mediante	la	presentación
de	informes	escritos	y/o	la	presentación	de	medios	probatorios	a	fin	de
contradecir	los	argumentos	de	la	apelación	formulados	por	el	Ministerio
Público,	esto	último,	que	no	ha	ocurrido	en	el	caso	de	autos,	de	manera	tal	que
no	se	ha	producido	la	indefensión	alegada	por	el	recurrente,	por	lo	que,	la
demanda	debe	ser	desestimada.	(…).”	(TC,	Exp.	01800-2009-PHC/TC,	nov.
06/2009.	S.	S.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Comparecencia	restrictiva	siempre	que	el	peligro
de	fuga	pueda	evitarse.	“(…)	se	debe	señalar	que	el	artículo	287	del	Nuevo
Código	Procesal	Penal	establece	que	cabe	su	imposición	‘siempre	que	el
peligro	de	fuga	o	de	obstaculización	de	la	averiguación	de	la	verdad	pueda
razonablemente	evitarse’;	debe	advertirse	que	conforme	a	lo	previsto	en	el
artículo	268,	cabe	dictar	el	mandato	de	prisión	preventiva	cuando	concurra,
entre	otros,	el	presupuesto	que	permite	‘colegir	razonablemente	[en	el
juzgador	que	el	imputado]	tratará	de	eludir	la	acción	de	la	justicia	(peligro	de
fuga)	u	obstaculizar	la	averiguación	de	la	verdad	(peligro	de
obstaculización)’.	Al	respecto,	es	menester	subrayar	que	la	justicia
constitucional	no	es	la	competente	para	determinar	la	configuración	de	cada
presupuesto	legal	que	legitima	la	adopción	de	la	medida	de	coerción	de	la
libertad	individual,	por	ser	tarea	que	compete	a	la	justicia	ordinaria,	sin
embargo,	sí	es	su	atribución	verificar	la	concurrencia	de	los	presupuestos	y	si
su	imposición	es	acorde	a	los	fines	y	el	carácter	subsidiario	y	proporcional	de
dicha	institución,	lo	que	debe	estar	motivado	en	la	resolución	judicial	que	lo
decreta	(…).”	(TC,	Exp.	05698-2009-PHC/TC,	jun.	04/2010.	S.	S.	Mesía
Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Mandato	de	comparecencia:	ninguna	autoridad
judicial	puede	negar	el	derecho	de	reunión	familiar.	“(...)	al	sustento	de	su
pedido,	que	tiene	directa	relación	con	el	ámbito	familiar,	pues	en	su	condición
de	hija	(...)	requiere	cumplir	la	visita	con	motivo	de	fiestas	navideñas	en	la
ciudad	de	Nueva	York,	(...),	éste	órgano	jurisdiccional	no	sólo	considera	que	no
puede	limitarse	su	derecho	a	la	familia,	como	derecho	de	cada	persona,	sino
que	además	consideramos	lo	dispuesto	en	el	inciso	5)	del	artículo	6°	del
Decreto	Legislativo	927,	puede	interpretarse	en	el	sentido	que	es	factible
otorgar	permiso	de	ausentarse	del	domicilio	previa	autorización	judicial,	así
como	se	deberá	tener	en	cuenta	lo	pertinente	en	la	Ley	N°	294391,	que	en	su
artículo	32	modifica	el	artículo	143	del	Código	de	Procedimientos	Penales
sobre	las	restricciones	al	mandato	de	comparecencia	e	impedimento	de	salida
de	país;	‘En	caso	de	impedimento	de	salida	del	país,	la	medida	deberá	ser
motivada	y	no	podrá	exceder	en	ningún	caso	más	de	cuatro	meses,	o	cuyo
vencimiento	caducará	de	pleno	derecho	salvo	que	se	ordene	mediante	nueva
resolución	motivada,	la	prolongación	de	la	medida	que	en	ningún	caso
superará	los	límites	ya	establecidos’.	(...)	los	fines	de	la	pena	privativa	de	la
libertad	impuesta	a	la	sentenciada	(...)	es	un	medio	resocializador	muy
importante,	puesto	que	las	técnicas	aplicadas	a	la	orientación	del	recluso
dentro	de	la	prisión	y	en	medio	libre	y	propiciar	una	comunicación	adecuada
con	su	familia,	son	aspectos	que	coadyuvan	efectivamente	a	la	reintegración
social	del	sentenciado,	tanto	más	si	la	sentenciada	recurrente	ha	indicado
tener	un	soporte	familiar	que	lo	conforman	sus	padres,	siendo	éstos	lazos	muy
fuertes,	lo	cual	conlleva	a	este	colegiado	a	tener	la	certeza	que	afectivamente
no	existe	peligro	de	que	la	sentenciada	recurrente	no	retorne	al	Perú	para
continuar	con	su	tratamiento	en	medio	libre	de	su	beneficio	penitenciario.”
(CS,	R.	1087,	dic.	15/2011.	V.	P.	Clotilde	Cavero	Nalvarte)
D.	Leg.	957.
ART.	288.—Modificado.	D.	Leg.	1229,	Cuarta	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Las	restricciones.	Las
restricciones	que	el	juez	puede	imponer	son	las	siguientes:
1.	La	obligación	de	someterse	al	cuidado	y	vigilancia	de	una
persona	o	institución	determinada,	quien	informará
periódicamente	en	los	plazos	designados.
2.	La	obligación	de	no	ausentarse	de	la	localidad	en	que	reside,	de
no	concurrir	a	determinados	lugares,	o	de	presentarse	a	la
autoridad	en	los	días	que	se	le	fijen.
3.	La	prohibición	de	comunicarse	con	personas	determinadas,
siempre	que	no	afecte	el	derecho	de	defensa.
4.	La	prestación	de	una	caución	económica,	si	las	posibilidades
del	imputado	lo	permiten.	La	caución	podrá	ser	sustituida	por	una
fianza	personal	idónea	y	suficiente.
5.	La	vigilancia	electrónica	personal,	de	conformidad	a	la	ley	de	la
materia	y	su	reglamento,	la	que	se	cumplirá	de	la	siguiente	forma:
a)	La	ejecución	se	realizará	en	el	domicilio	o	lugar	que	señale	el
imputado,	a	partir	del	cual	se	determinará	su	radio	de	acción,
itinerario	de	desplazamiento	y	tránsito.
b)	El	imputado	estará	sujeto	a	vigilancia	electrónica	personal
para	cuyo	cumplimiento	el	juez	fijará	las	reglas	de	conducta	que
prevé	la	ley,	así	como	todas	aquellas	reglas	que	consideren
necesarias	a	fin	de	asegurar	la	idoneidad	del	mecanismo	de
control.
c)	El	imputado	que	no	haya	sido	anteriormente	sujeto	de
sentencia	condenatoria	por	delito	doloso	podrá	acceder	a	la
vigilancia	electrónica	personal.	Se	dará	prioridad	a:
i.	Los	mayores	de	65	años.
ii.	Los	que	sufren	de	enfermedad	grave,	acreditada	con	pericia
médico	legal.
iii.	Los	que	adolezcan	de	discapacidad	física	o	permanente	que
afecte	sensiblemente	su	capacidad	de	desplazamiento.
iv.	Las	mujeres	gestantes	dentro	del	tercer	trimestre	del	proceso
de	gestación.	Igual	tratamiento	tendrán	durante	los	doce	meses
siguientes	a	las	fecha	de	nacimiento.
v.	La	madre	que	sea	cabeza	de	familia	con	hijo	menor	o	con	hijo	o
cónyuge	que	sufra	de	discapacidad	permanente,	siempre	y	cuando
haya	estado	bajo	su	cuidado.	En	ausencia	de	ella,	el	padre	que	se
encuentre	en	las	mismas	circunstancias	tendrá	el	mismo
tratamiento.
d)	El	imputado	deberá	previamente	acreditar	las	condiciones	de
vida	 personal	 laboral,	 familiar	 y	 social	 con	 un	 informe	 social	 y
pericia	psicológica.
NOTAS:	 1.	 La	 Quinta	 Disposición	 Complementaria	Modificatoria	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 1229,
publicado	el	26	de	setiembre	del	2015,	estableció	lo	siguiente	“(...)	Dispóngase	que	los	artículos	273	al
277,	283,	287,	288	y	290	del	Código	Procesal	Penal,	aprobado	por	Decreto	Legislativo	N°	957,	entran
en	vigencia	a	partir	del	día	siguiente	de	la	publicación	del	presente	decreto	legislativo”.
2.	El	Decreto	Legislativo	N°	1097,	que	regulaba	la	aplicación	de	normas	procesales	por	delitos	que
implican	violación	de	derechos	humanos	se	publicó	el	01	de	setiembre	del	2010;	corregido
(aumentado)	vía	Fe	de	Erratas,	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	13	de	setiembre,	pero
distribuida	el	14	de	setiembre	del	2010;	y,	por	último,	derogado	mediante	la	Ley	N°	29572,	publicada
el	15	de	setiembre	del	2010.
JURISPRUDENCIA.—Juez	que	revoca	el	mandato	de	comparecencia	por
el	de	detención	necesita	ineludiblemente	explicar	qué	regla	de	conducta
se	infringió.	“Al	respecto	se	advierte	de	la	resolución	cuestionada	que	los
demandados	solo	se	han	limitado	a	expresar	que	los	documentos	presentados
por	el	demandante	para	justificar	su	inasistencia	señalan	que	no	requiere
incapacidad	médico	legal,	razón	por	la	cual	su	conducta	es	temeraria,
omitiendo	precisar	si	efectivamente	existía	una	regla	de	conducta	que	habría
sido	transgredida	con	dicho	acto	para	que	se	ejecutara	el	apercibimiento;
asimismo	tampoco	explican	por	qué	el	actor	tiene	una	conducta	temeraria
cuando	ha	acreditado	con	documento	cierto	que	el	día	de	la	diligencia	de
lectura	de	sentencia	se	encontraba	siendo	atendido	en	la	Clínica	San	Pablo,	lo
que	evidentemente	imposibilito	su	asistencia	a	dicha	diligencia.	En	tal	sentido,
es	necesario	que	los	emplazados	expresen	qué	regla	de	conducta	han	sido
impuestas	al	actor	y	argumenten	de	manera	clara	y	objetiva	cuáles	fueron	los
actos	que	transgredieron	dichas	reglas,	explicando	también	porque	un
certificado	médico	que	si	bien	no	establece	la	incapacidad	médico	legal	del
actor,	si	acredita	la	atención	que	recibió	en	la	clínica	el	día	de	la	diligencia	de
lectura	de	sentencia.
9.	Por	estas	razones	este	colegiado	considera	que	la	argumentación
esgrimida	por	los	emplazados	es	insuficiente	a	efectos	de	hacer	efectivo	el
apercibimiento	decretado	e	imponer	mandato	de	detención,	puesto	que	una
medida	como	ésta	requiere	en	mayor	grado	de	una	debida	motivación	que
justifique	las	causas	por	las	que	se	ha	considerado	revocar	el	mandato	de
comparecencia	por	el	de	detención.	Dicha	motivación,	entonces,	es	insuficiente
en	términos	constitucionales	(...)”.	(T	C,	Exp.	01904-2013-PHC/TC,	oct.
22/2013.	S.	S.	Vergara	Gotelli)
D.	Leg.	957.
ART.	289.—La	caución.
1.	La	caución	consistirá	en	una	suma	de	dinero	que	se	 fijará	en
cantidad	 suficiente	 para	 asegurar	 que	 el	 imputado	 cumpla	 las
obligaciones	impuestas	y	las	órdenes	de	la	autoridad.
La	 calidad	y	 cantidad	de	 la	 caución	 se	determinará	 teniendo	en
cuenta	 la	 naturaleza	 del	 delito,	 la	 condición	 económica,
personalidad,	antecedentes	del	 imputado,	el	modo	de	cometer	el
delito	y	 la	gravedad	del	daño,	así	como	 las	demás	circunstancias
que	 pudieren	 influir	 en	 el	 mayor	 o	 menor	 interés	 de	 éste	 para
ponerse	fuera	del	alcance	de	la	autoridad	fiscal	o	judicial.
No	 podrá	 imponerse	 una	 caución	 de	 imposible	 cumplimiento
para	 el	 imputado,	 en	 atención	 a	 su	 situación	 personal,	 a	 su
carencia	de	medios	y	a	las	características	del	hecho	atribuido.
2.	 La	 caución	 será	 personal	 cuando	 el	 imputado	 deposita	 la
cantidad	 fijada	 en	 la	 resolución	 en	 el	 Banco	 de	 la	 Nación.	 Si	 el
imputado	 carece	 de	 suficiente	 solvencia	 económica	 ofrecerá
fianza	 personal	 escrita	 de	 una	 o	 más	 personas	 naturales	 o
jurídicas,	 quienes	 asumirán	 solidariamente	 con	 el	 imputado	 la
obligación	de	pagar	 la	suma	que	se	 le	haya	 fijado.	El	 fiador	debe
tener	capacidad	para	contratar	y	acreditar	solvencia	suficiente.
3.	 La	 caución	 será	 real	 cuando	 el	 imputado	 constituya	 depósito
de	efecto	público	o	valores	cotizables	u	otorgue	garantía	real	por
la	 cantidad	 que	 el	 juez	 determine.	 Esta	 caución	 sólo	 será
procedente	 cuando	 de	 las	 circunstancias	 del	 caso	 surgiera	 la
ineficacia	 de	 las	modalidades	 de	 las	 cauciones	 precedentemente
establecidas	 y	 que,	 por	 la	 naturaleza	 económica	 del	 delito
atribuido,	se	conforme	como	la	más	adecuada.
4.	Cuando	el	imputado	sea	absuelto	o	sobreseído,	o	siendo
condenado	no	infringe	las	reglas	de	conducta	que	le	fueron
impuestas,	le	será	devuelta	la	caución	con	los	respectivos
intereses	devengados,	o	en	su	caso,	quedará	sin	efecto	la	garantía
patrimonial	constituida	y	la	fianza	personal	otorgada.
D.	Leg.	957.
ART.	290.—Modificado.	D.	Leg.	1229,	Cuarta	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Detención	domiciliaria.
1.	Se	impondrá	detención	domiciliaria	cuando,	pese	a
corresponder	prisión	preventiva,	el	imputado:
a)	Es	mayor	de	65	años	de	edad;
b)	Adolece	de	una	enfermedad	grave	o	incurable;
c)	Sufre	grave	incapacidad	física	permanente	que	afecte
sensiblemente	su	capacidad	de	desplazamiento;
d)	Es	una	madre	gestante.
2.	En	todos	los	motivos	previstos	en	el	numeral	anterior,	la
medida	de	detención	domiciliaria	está	condicionada	a	que	el
peligro	de	fuga	o	de	obstaculización	pueda	evitarse
razonablemente	con	su	imposición.
3.	La	detención	domiciliaria	debe	cumplirse	en	el	domicilio	del
imputado	o	en	otro	que	el	juez	designe	y	sea	adecuado	a	esos
efectos,	bajo	custodia	de	la	autoridad	policial	o	de	una	institución
–pública	o	privada–	o	de	tercera	persona	designada	para	tal
efecto.
4.	También	podrá	disponerse	la	detención	domiciliaria	del
imputado	bajo	la	utilización	de	la	vigilancia	electrónica	personal,
de	conformidad	a	la	ley	de	la	materia	y	su	reglamento.
5.	Cuando	sea	necesario,	se	impondrá	límites	o	prohibiciones	a	la
facultad	del	imputado	de	comunicarse	con	personas	diversas	de
aquellas	que	habitan	con	él	o	que	lo	asisten.
6.	El	control	de	la	observancia	de	las	obligaciones	impuestas
corresponde	al	Ministerio	Público	y	a	la	autoridad	policial.	Se
podrá	acumular	a	la	detención	domiciliaria	una	caución.
7.	El	plazo	de	duración	de	detención	domiciliaria	es	el	mismo	que
el	fijado	para	la	prisión	preventiva.	Rige,	en	lo	pertinente,	lo
dispuesto	en	los	artículos	273	al	277.
8.	 Si	 desaparecen	 los	 motivos	 de	 detención	 domiciliaria
establecidos	en	los	literales	b)	al	d)	del	numeral	1),	el	juez	–previo
informe	 pericial–	 dispondrá	 la	 inmediata	 prisión	 preventiva	 del
imputado.
NOTA:	La	Quinta	Disposición	Complementaria	Modificatoria	del	Decreto	Legislativo	N°	1229,
publicado	el	26	de	setiembre	del	2015,	estableció	lo	siguiente	“(...)	Dispóngase	que	los	artículos	273	al
277,	283,	287,	288	y	290	del	Código	Procesal	Penal,	aprobado	por	Decreto	Legislativo	N°	957,	entran
en	vigencia	a	partir	del	día	siguiente	de	la	publicación	del	presente	decreto	legislativo”.
JURISPRUDENCIA.—Si	el	mandato	de	detención	está	vencido,	mantener
la	detención	domiciliaria	constituiría	una	restricción	ilegítima	de	la
libertad	personal.	“El	recurrente	considera	arbitraria	la	resolución	que
dispone	el	mandato	de	detención	(prisión	preventiva)	en	su	contra	puesto	que
le	habría	sido	dictada	cuando	el	plazo	de	arresto	domiciliario	se	encontraba
vencido,	por	lo	que	en	lugar	de	la	detención,	conforme	al	artículo	143	del
Código	Procesal	Penal	correspondería	dictar	comparecencia	simple.
Al	respecto,	queda	claro	para	este	tribunal	que	una	vez	operado	el
vencimiento	del	plazo	de	la	medida	restrictiva	de	la	libertad	y	no	habiendo
regla	legal	que	autorice	su	prolongación,	el	mantenimiento	de	la	detención
domiciliaria	constituiría	una	restricción	ilegítima	de	la	libertad	personal,	y
con	mayor	razón	si	ella	es	reemplazada	por	una	medida	de	prisión	preventiva.
Sin	embargo,	si	durante	la	ejecución	de	la	medida,	el	procesado	elude	la
detención	domiciliaria,	abandonando	sin	autorización	su	domicilio,	ello
autorizaría	la	revocación	de	la	detención	domiciliaria	por	una	medida	más
restrictiva,	como	la	prisión	preventiva.	(...)	salvo	que,	como	lo	ha	considerado
el	órgano	jurisdiccional	emplazado,	(es	decir,	antes	del	vencimiento	del	plazo
máximo	de	la	detención	domiciliaria)	se	haya	dado	un	acto	de	incumplimiento
de	las	reglas	de	conducta	comprendidas	en	el	apercibimiento	previamente
formulado,	lo	que	deberá	ser	analizado.”	(TC,	Exp.	02641-2012-PHC/TC,	oct.
09/2012.	Pres.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—Las	demoras	en	el	traslado,	en	principio,	no	le
pueden	ser	imputables	al	detenido:	revocatoria	del	mandato	de
comparecencia.	“(...)	el	procesado	(...)	debía	abstenerse	de	abandonar	su
domicilio	bajo	apercibimiento	de	revocársele	la	medida	de	detención
domiciliaria	por	prisión	preventiva,	y	en	cumplimiento	de	dicho
apercibimiento	es	que	mediante	la	resolución	cuestionada	se	le	impuso	la
medida	de	detención.	Ahora	bien,	cabe	señalar	que	del	texto	de	la	citada
resolución	no	se	especifica	de	qué	manera	el	hecho	de	haberse	desviado	de	la
ruta	para	retomar	a	su	domicilio	constituye	un	abandono	del	arresto
domiciliario,	máxime	si	salió	de	su	domicilio	conducido	por	el	resguardo
policial	para	dirigirse	a	una	diligencia	judicial,	y	el	retomo	fue	efectuado
también	conducido	por	el	resguardo	policial.	(...).
Para	este	tribunal	resulta	claro	que	el	recurrente,	al	encontrarse	bajo
detención	domiciliaria	no	tenía	pleno	dominio	de	su	libertad	ambulatoria,	y
solo	podía	desplazarse	hacia	el	lugar	en	el	que	se	llevaría	a	cabo	la	diligencia
judicial	y	desde	aquel	hacia	su	domicilio	bajo	custodia	policial,	por	lo	que	no	le
pueden	ser	imputables,	en	principio,	las	demoras	en	el	traslado.
Por	tanto,	la	privación	de	libertad	resulta	arbitraria	al	no	sustentarse	en	una
causal	válida	que	autorice	la	revocación	de	la	detención	domiciliaria	por
prisión	preventiva.	En	este	sentido,	la	demanda	debe	ser	estimada,
disponiéndose	la	libertad	del	recurrente.”	(TC,	Exp.	02641-2012-PHC/TC,	oct.
09/2012.	Pres.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—El	arresto	domiciliario	como	forma	de	ejecución	de
la	pena	podría	aceptarse	para	delitos	de	menor	lesividad	o	dañosidad
social.	“Superando	la	concepción	del	juez	Boca	de	la	ley,	el
neoconstitucionalismo	obliga	a	los	jueces	penales	a	realizar	una
interpretación	de	los	textos	normativos	penales,	procesales	y	de	ejecución
penal	siempre	a	la	luz	de	garantizar	los	derechos	del	procesado	y	condenado
dentro	de	los	fines	de	la	pena,	de	conformidad	a	lo	dispuesto	por	la	Convención
Americana	de	los	Derechos	Humanos.	(…)	Coherente	con	lo	antes	expuesto,	el
deber	de	todo	juez	penal	en	un	Estado	democrático	de	derecho	es	oír	todas	las
peticiones	y/o	expectativas	que	una	persona	tenga	en	favor	de	sus	intereses	y
su	límite	no	debe	ser	otro	que	respetar	lo	que	las	instancias	internacionales
(Corte	Interamericana	de	Derechos	Humanos)	han	dispuesto	en	sus	sentencias
en	el	sentido	imperativo	de	que	el	Estado	del	Perú	debe	investigar	los	hechos
para	determinar	las	personas	responsables	de	las	violaciones	de	los	derechos
humanos	y	establecer	su	correspondiente	sanción	y,	ello	ha	ocurrido	con	el
señor	Alberto	Fujimori	Fujimori.
En	ese	sentido,	las	sentencias	expedidas	por	la	Corte	Interamericana	no	nos
faculta	a	conceder	el	beneficio	solicitado	por	el	sentenciado	Fujimori	Fujimori.
Es	de	resaltar	que,	aun	cuando	concediese	el	arresto	domiciliario	por	condena,
en	aplicación	de	principios	humanitarios	y,	por	desarrollo	jurisprudencia!;
esto	sólo	sería	posible	para	delitos	de	menor	lesividad	o	dañosidad	social,	mas
no	tratándose	de	delitos	cuyos	autores	han	sido	condenados	y	calificados	por
sentencias	judiciales	firmes	expedidos	por	tribunales	nacionales	y	ratificadas
por	tribunales	internacionales	como	delitos	que	han	atentado	y/o	vulnerado
derechos	fundamentales	para	los	cuales	no	le	son	aplicables	los	beneficios	de
la	amnistía,	la	prescripción	ni	el	indulto”.	(CS,	A.V.	19-2001,	oct.	29/2013.	Juez
Supremo	Baltazar	Morales	Parraguez)
DOCTRINA.—Para	conceder	la	prisión	domiciliaria	a	padres	cabeza	de
familia	 es	 necesario	 que	 el	 delito	 por	 el	 que	 se	 condena	 no	 sea
incompatible	con	interés	superior	del	menor.	“Como	se	observa,	la	Corte
Constitucional	es	reiterativa	en	señalar	que	el	 interés	superior	del	niño,	es
el	criterio	que	debe	guiar	al	juez	al	momento	de	examinar	la	viabilidad	del
beneficio.	 Por	 tanto,	 una	 vez	 establezca	 la	 condición	 de	 madre	 o	 padre
cabeza	de	familia,	según	el	caso,	es	ineludible	examinar	la	concreta	situación
del	 menor,	 el	 grado	 de	 desprotección	 o	 desamparo	 por	 ausencia	 de	 otra
figura	paterna	o	familiar	que	supla	la	presencia	del	progenitor	encargado	de
su	protección,	cuidado	y	sustento.
Adicionalmente,	precisó	que	el	funcionario	judicial	también	debe	atender	a
la	 naturaleza	 del	 delito	 por	 el	 cual	 se	 adelanta	 proceso	 penal	 al	 padre	 o
madre	cabeza	de	 familia,	en	orden	a	preservar	 la	 integridad	 física	y	moral
del	menor.
En	síntesis,	no	puede	pensarse	que	la	posibilidad	de	conceder	el	beneficio
de	 la	 prisión	 domiciliaria,	 está	 supeditada	 únicamente	 a	 establecer,	 la
condición	 de	 padre	 o	 madre	 cabeza	 de	 familia;	 conforme	 a	 las	 pautas
jurisprudenciales	 también	 es	 menester	 verificar	 que	 el	 delito	 objeto	 de
condena	 no	 es	 incompatible	 con	 el	 interés	 superior	 del	 menor,	 de	 tal
manera	que	no	se	avizore	peligro	para	su	integridad	física	o	moral.”	(Corte
Suprema	 de	 Colombia,	 Sentencia	 34784,	 mar.	 23/2011.	 M.	 P.	 Augusto	 J.
Ibáñez	Guzmán)
DOCTRINA.—La	excarcelación	solo	está	prevista	para	los	supuestos	de
exceso	 del	 plazo	 legal	 de	 la	 prisión	 preventiva,	 y	 no	 del	 arresto
domiciliario.	“(...)	la	privación	de	la	libertad	resulta	válida	al	sustentarse	en
una	causal	legítima	que	autoriza	la	revocación	de	la	detención	domiciliaria
por	 prisión	 preventiva.	 En	 ese	 sentido	 la	 demanda	 debe	 ser	 desestimada,
manteniéndose	la	situación	jurídica	del	recurrente.	Por	tanto,	no	suscribo	la
medida	de	excarcelación	dispuesta	por	la	sentencia	de	mayoría,	máxime	si
se	 tiene	 en	 consideración	 la	 jurisprudencia	 constitucional	 emitida	 por	 el
Tribunal	Constitucional,	para	la	cual	la	excarcelación	sólo	está	prevista	para
los	 supuestos	 de	 exceso	 del	 plazo	 legal	 de	 la	 prisión	 preventiva,	 y	 no	 del
arresto	domiciliario	(...).”	(TC,	Exp.	02641-2012-PHC/TC,	oct.	09/2012.	Voto
singular	del	magistrado	Álvarez	Miranda)
D.	Leg.	957.
ART.	291.—Comparecencia	simple.
1.	El	juez	prescindirá	de	las	restricciones	previstas	en	el	artículo
288,	 cuando	 el	 hecho	 punible	 denunciado	 esté	 penado	 con	 una
sanción	 leve	 o	 los	 actos	 de	 investigación	 aportados	 no	 lo
justifiquen.
2.	La	infracción	de	la	comparecencia,	en	los	casos	en	que	el
imputado	sea	citado	para	su	declaración	o	para	otra	diligencia,
determinará	la	orden	de	ser	conducido	compulsivamente	por	la
policía.
D.	Leg.	957.
ART.	 292.—Modificado.	 Ley	 28924,	 Art.	 5°.	 Notificaciones
especiales.	 El	 mandato	 de	 comparecencia	 y	 las	 demás
restricciones	 impuestas	 serán	 notificadas	 al	 imputado	mediante
citación	que	le	entregará	el	secretario	por	intermedio	del	auxiliar
judicial	 correspondiente,	 o	 la	 dejará	 en	 su	 domicilio	 a	 persona
responsable	 que	 se	 encargue	 de	 entregarla,	 sin	 perjuicio	 de
notificársele	por	la	vía	postal,	adjuntándose	a	los	autos	constancia
razonada	de	tal	situación.
El	auxiliar	judicial,	además,	dejará	constancia	de	haberse
informado	de	la	identificación	del	procesado	a	quien	notificó	o	de
la	verificación	de	su	domicilio,	si	estaba	ausente.
PROHIBICIÓN	DE	DILIGENCIA	DE	NOTIFICACIONES
Ley	28924.
ART.	1°.—Prohibición	de	diligencias	de	notificación.	Establécese	que	el
Poder	Judicial,	el	Tribunal	Constitucional,	el	Jurado	Nacional	de	Elecciones	y
el	Ministerio	 Público	 no	 pueden	 disponer	 que	 los	miembros	 de	 la	 Policía
Nacional	del	Perú	realicen	las	diligencias	de	notificación	que	son	propias	de
sus	órganos	competentes	en	dicha	función.
Ley	28924.
ART.	2°.—Casos	excepcionales.	Exceptúase	de	lo	dispuesto	por	el	artículo
anterior	los	siguientes	casos:
a)	Cuando	la	notificación	contenga	una	citación	que	implique	la	inmediata
conducción	compulsiva	a	través	de	la	fuerza	pública,	del	imputado,	testigos,
peritos,	 intérpretes	y/o	depositarios,	dispuesta	por	el	Ministerio	Público	o
por	el	Poder	Judicial.
b)	Cuando	la	notificación	contenga	un	mandato	de	detención	dispuesto	por
el	Poder	Judicial.
c)	Cuando	la	notificación	contenga	una	decisión	que	tenga	que	comunicarse
en	zonas	de	difícil	acceso	o	cuando	exista	amenaza	o	riesgo	para	el	personal
encomendado	de	realizar	dicha	diligencia.
Ley	28924.
ART.	3°.—Adecuación	a	la	ley.	Las	 instituciones	públicas	a	que	se	refiere
el	 artículo	 1°	 de	 la	 presente	 ley,	 deben	 adoptar	 las	 acciones	 necesarias	 y
dictar	las	correspondientes	disposiciones	para	su	aplicación.
NOTA:	El	artículo	4°	de	la	Ley	28924	deroga	toda	disposición	que	se	le	oponga	y	el	artículo	6°
modifica	el	artículo	282	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial	y	establece	el
siguiente	texto:
“Artículo	282.-	Policía	Judicial.	La	Policía	Judicial	tiene	por	función	realizar	las	notificaciones
dispuestas	por	el	Poder	Judicial	que	contengan	un	mandato	de	detención	o	una	citación	que	implique
la	inmediata	conducción	compulsiva	del	imputado,	testigos,	peritos	e	intérpretes;	así	como	practicar
las	diligencias	propias	de	sus	funciones.”
La	vigencia	de	la	norma	es	a	los	ciento	ochenta	(180)	días	de	su	publicación	en	el	Diario	Oficial	“El
Peruano”.	La	norma	fue	publicada	el	08	de	diciembre	del	2006.
JURISPRUDENCIA.—La	detención	domiciliaria	a	la	luz	del	Nuevo	Código
Procesal	Penal.	“(...)	La	detención	domiciliaria	que	fue	decretado	al
favorecido	(...),	se	hizo	al	amparo	de	lo	dispuesto	en	el	numeral	uno	del
artículo	143	del	Código	Procesal	Penal	de	1991	(Decreto	Legislativo	N°	638),
que	ya	no	se	encuentra	vigente	en	este	distrito	judicial,	encontrándose	vigente
más	bien	el	Código	Procesal	Penal	del	2004	(Decreto	Legislativo	N°	957),	a
partir	del	01	de	julio	de	año	2006,	existiendo	entre	ambos	códigos	diferencias
concretas	con	respecto	a	la	figura	jurídica	de	la	‘detención	domiciliaria’,	tales
como	en	el	código	de	1991	que	se	aplicó	al	favorecido	la	detención
domiciliaria	es	considerado	como	parte	de	la	comparecencia	con	restricciones,
lo	que	no	sucede	en	el	código	del	2004,	donde	dicha	medida	cautelar	es
completamente	autónoma	a	la	medida	cautelar	de	la	comparecencia	con
restricciones,	y	se	aplica	solamente	en	los	siguientes	presupuestos	de	acuerdo
al	artículo	290	del	Código	Procesal	Penal,	a)	el	imputado	es	mayor	de	65	años,
b)	adolece	de	una	enfermedad	grave	o	incurable,	c)	sufre	grave	incapacidad
física	permanente	que	afecte	sensiblemente	su	capacidad	de	desplazamiento;
y	d)	es	una	madre	gestante,	por	lo	que	cuando	en	dichos	supuestos	el	juez
decrete	una	detención	domiciliaria	según	del	código	del	año	2004,	se	le	puede
computar	como	pena	el	tiempo	de	detención	domiciliaria	que	hubiera
cumplido,	pues	así	está	dispuesto	en	el	artículo	399	del	código	acotado,
supuestos	que	son	totalmente	distintos	a	lo	señalado	por	la	defensa	del
favorecido,	quien	como	se	reitera,	ya	tiene	sentencia	condenatoria.	(...)”.	(CS,
Exp.	1634-2006,	mar.	24/2007.	Pres.	Reyes	Alvarado)
DOCTRINA.—Excluir	de	manera	rotunda	 la	posibilidad	de	sustituir	 la
detención	 preventiva	 carcelaria	 por	 la	 domiciliaria	 resulta
inconstitucional.	 “(…)	 En	 este	 orden	 de	 ideas	 ha	 destacado	 la
jurisprudencia	 que	 la	 detención	 preventiva	 dentro	 de	 un	Estado	 social	 de
derecho,	no	puede	convertirse	en	un	mecanismo	de	privación	de	la	libertad
personal,	 indiscriminado,	general	y	automático	(…)	la	determinación	sobre
las	medidas	 de	 aseguramiento,	 los	 requisitos	 y	 los	 supuestos	 en	 que	 ellas
resultan	procedentes,	 así	 como	 las	 condiciones	para	su	cumplimiento,	 son
decisiones	 que	 involucran	 consideraciones	 de	 política	 criminal,	 de
conveniencia	 y	 de	 oportunidad	 que	 caen	 bajo	 la	 órbita	 de	 competencia
legislativa.	Sin	embargo,	no	se	trata	de	una	potestad	absoluta	sino	que	ella
encuentra	 su	 límite	 en	 los	 fines	 constitucionales	 y	 en	 los	 derechos
fundamentales,	 y	 debe	 estar	 guiada	 por	 los	 principios	 de	 razonabilidad	 y
proporcionalidad.	 Los	 criterios	 puramente	 objetivos	 resultan	 insuficientes
para	justificar	la	razonabilidad	de	la	prohibición	de	una	medida	sustitutiva	a
la	privación	de	la	libertad	en	establecimiento	carcelario.	(…).
le	 corresponde	 a	 la	 corte	 definir	 si	 el	 precepto	 que	 excluye	 de	 manera
rotunda	 la	 posibilidad	 de	 sustitución	 de	 la	 medida	 de	 aseguramiento	 de
detención	 preventiva	 en	 establecimiento	 carcelario	 por	 la	 domiciliaria,	 en
relación	 con	 una	 amplia	 gama	 de	 conductas	 delictivas,	 respeta	 los	 límites
constitucionales	a	 la	potestad	de	 configuración	 legislativa,	 en	particular	 el
carácter	excepcional	de	la	restricción	preventiva	de	la	libertad,	el	principio
de	igualdad,	y	los	criterios	de	proporcionalidad	y	razonabilidad	que	de	éste
se	derivan.	(…).
La	 condición	 de	 persona	 de	 la	 tercera	 edad	 (…),	 de	mujer	 embarazada	 o
lactante,	e	infante	menor	de	seis	meses	(…),	de	enfermo	grave	(…),	y	de	hijo
menor	de	edad	o	discapacitado	al	cuidado	de	su	padre	o	madre	cabeza	de
familia	(…),	constituyen	posiciones	jurídicas	de	las	que	se	derivan	especiales
imperativos	de	protección	a	cargo	de	las	autoridades	los	cuales	surgen	de	la
propia	 Constitución,	 y	 que	 por	 ende	 no	 pueden	 ser	 desconocidos	 o
subordinados	 a	 intereses	 como	 los	 que	 inspiran	 la	 norma	 acusada:	 el
mejoramiento	 de	 la	 percepción	 de	 seguridad	 y	 de	 eficacia	 de	 la
administración	de	justicia.	(…)	frente	a	estos	eventos	(…)	no	puede	operar	la
prohibición	absoluta	de	sustitución	de	la	medida	de	aseguramiento	(…)	Una
interpretación	 del	 parágrafo	 acusado	 según	 la	 cual,	 éste	 contiene	 una
prohibición	 absoluta	 de	 la	 sustitución	 de	 la	 detención	 preventiva	 en
establecimiento	 carcelario	por	 la	del	 lugar	de	 residencia	del	 imputado,	 en
todos	los	eventos	allí	enunciados,	es	inconstitucional	por	vulneración	de	los
postulados	 de	 proporcionalidad,	 razonabilidad	 e	 igualdad.	 (…).”	 (C.	 Const.
de	Colombia,	Sent.	C-	318,	abr.	09/2008,	M.	P.	Jaime	Córdoba	Triviño)
TÍTULO	V
La	internación	preventiva
D.	Leg.	957.
ART.	293.—Presupuestos.
1.	 El	 juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria	 podrá	 ordenar	 la
internación	 preventiva	 del	 imputado	 en	 un	 establecimiento
psiquiátrico,	previa	comprobación,	por	dictamen	pericial,	de	que
sufre	 una	 grave	 alteración	 o	 insuficiencia	 de	 sus	 facultades
mentales,	que	lo	tornan	peligroso	para	sí	o	para	terceros,	cuando
medien	los	siguientes	presupuestos:
a)	 La	 existencia	 de	 elementos	 de	 convicción	 suficientes	 para
sostener,	 razonablemente,	 que	 es	 autor	 de	 un	 hecho	 punible	 o
partícipe	 en	 él	 y	 probablemente	 será	 objeto	 de	 una	 medida	 de
seguridad	de	internación.
b)	 La	 existencia	 de	 una	 presunción	 suficiente	 de	 que	 no	 se
someterá	 al	 procedimiento	 u	 obstruirá	 un	 acto	 concreto	 de
investigación.	Rigen	análogamente	los	artículos	269	y	270.
2.	Si	se	establece	que	el	imputado	está	incurso	en	el	artículo	20,
inciso	dos,	del	Código	Penal,	el	juez	de	la	investigación	preliminar
informará	 al	 juzgado	 penal	 competente	 para	 dictar	 la	 decisión
final	 sobre	 su	 inimputabilidad	 e	 internación	 y	 lo	 pondrá	 a	 su
disposición.
Rige	lo	dispuesto	en	los	numerales	2)	y	3)	del	artículo	274.	No
será	necesaria	la	concurrencia	del	imputado	si	su	estado	de	salud
no	lo	permite,	pero	es	obligatoria	la	presencia	de	su	defensor.	El
imputado	podrá	ser	representado	por	un	familiar.
D.	Leg.	957.
ART.	 294.—Internamiento	 previo	 para	 observación	 y
examen.
1.	El	juez	de	la	investigación	preparatoria,	después	de	recibir	una
comunicación	 motivada	 de	 los	 peritos,	 previa	 audiencia	 con
asistencia	de	 las	partes	 legitimadas,	 instada	de	oficio	o	a	pedido
de	 parte,	 podrá	 disponer	 –a	 los	 efectos	 de	 la	 preparación	 de	 un
dictamen	sobre	el	estado	psíquico	del	imputado–,	que	el	imputado
sea	llevado	y	observado	en	un	hospital	psiquiátrico	público.
2.	Para	adoptar	esta	decisión	deberá	 tomar	en	cuenta	si	existen
elementos	 de	 convicción	 razonable	 de	 la	 comisión	 del	 delito,
siempre	que	guarde	relación	con	la	importancia	del	asunto	y	que
corresponda	esperar	una	sanción	grave	o	la	medida	de	seguridad
de	internamiento.
3.	El	internamiento	previo	no	puede	durar	más	de	un	mes.
TÍTULO	VI
El	impedimento	de	salida
D.	Leg.	957.
ART.	295.—Solicitud	del	fiscal.
1.	Cuando	durante	 la	 investigación	de	un	delito	 sancionado	con
pena	 privativa	 de	 libertad	 mayor	 de	 tres	 años	 resulte
indispensable	 para	 la	 indagación	 de	 la	 verdad,	 el	 fiscal	 podrá
solicitar	al	juez	expida	contra	el	imputado	orden	de	impedimento
de	salida	del	país	o	de	la	localidad	donde	domicilia	o	del	lugar	que
se	 le	 fije.	 Igual	 petición	 puede	 formular	 respecto	 del	 que	 es
considerado	testigo	importante.
2.	El	requerimiento	será	fundamentado	y	precisará	el	nombre
completo	y	demás	datos	necesarios	de	la	persona	afectada,	e
indicará	la	duración	de	la	medida.
JURISPRUDENCIA.—Impedimento	de	salida	y	formalidad	no	pueden
anteponerse	a	derechos	constitucionales.	“(...)	en	lugar	de	diligenciar
adecuadamente	su	petición,	optó	por	hacer	prevalecer	todo	tipo	de
formalismos,	(incluso	pretendiendo	responsabilizar	al	recurrente	de	no
proporcionar	adecuadamente	los	datos	de	la	querella	de	donde	emanaba	la
orden	de	impedimento	de	salida	al	exterior),	en	lugar	de	dispensar	tutela
judicial	efectiva,	todo	ello	agravado	en	el	hecho	de	desconocer	o	minimizar	la
grave	situación	de	salud	por	la	que	atravesaba	el	accionante	y,	por	ende,	la
necesidad	urgente	o	impostergable	que	tenía	de	viajar;	b)	Es	un	hecho
incontrovertible	que	la	titular	del	(…)	tras	haberse	acreditado	la	existencia	del
proceso	sobre	querella	seguido	contra	el	accionante	por	ante	su	misma
judicatura,	debió	estimar	positivamente	su	pedido,	esto	es,	dejar	sin
subsistencia	la	medida	restrictiva	que	lo	afectaba,	dado	el	tipo	de	delito	por	el
que	se	le	juzgó,	la	penalidad	que	a	éste	correspondía,	y	sobre	todo	por	el
tiempo	transcurrido;	c)	Es	igualmente	inobjetable	que	la	emplazada	(…)	hasta
el	último	momento,	ha	tenido	la	voluntad	de	no	resolver	respecto	de	la
solicitud	del	accionante	(…)	y	ha	sido,	por	el	contrario,	sólo	por	orden	expresa
de	la	Presidencia	de	la	Corte	Superior	de	Justicia	del	Callao,	tras	la	gestión	de
la	Defensoría	del	Pueblo,	que	ha	depuesto	su	actitud	y	resuelto	en	favor	de	lo
peticionado	por	el	accionante.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	0486-1999-HC/TC,	oct.
13/99.	Pres.	Acosta	Sánchez)
JURISPRUDENCIA.—Impedimento	de	salida	del	país	se	sujeta	a	los
principios	de	subsidiaridad,	provisionalidad,	razonabilidad,
proporcionalidad,	plazo	razonable,	suficiencia	probatoria	y	peligro
procesal.	“Que,	así	las	medidas	cautelares	de	naturaleza	personal	persiguen
un	fin	constitucionalmente	legítimo	que	responde	a	la	necesidad	de	conjurar
ciertos	riesgos	relevantes	para	el	proceso	que	parten	del	imputado,	esto	es,
garantizar	los	fines	del	proceso	penal	y	esencialmente	la	presencia	del
encausado	en	el	acto	del	juicio	oral,	pues	la	prueba	ha	de	surgir	bajo	la
vigencia	de	los	principios	inherentes	al	proceso	penal	de	inmediación,
contradicción,	oralidad,	defensa,	etc.;	que,	en	tal	orden	de	ideas,	el
impedimento	de	salida	del	país	es	una	medida	de	coerción	personal	adicional
al	mandato	de	comparecencia	restringida	prevista	en	el	artículo	ciento
cuarenta	y	tres	del	código	procesal,	y	si	bien,	implica	una	limitación	seria	a	la
libertad	de	locomoción	se	encuentra	sujeta	a	los	principios	de	subsidiaridad,
provisionalidad,	razonabilidad	y	proporcionalidad,	así	como	al	plazo
razonable	y	su	imposición	se	sustenta	en	la	suficiencia	probatoria	que	vincula
al	encausado	con	el	hecho	objeto	de	imputación	y	en	el	peligro	procesal	en	sus
modalidades	se	peligro	de	fuga	–sustracción	de	la	acción	de	la	justicia–	y
perturbación	de	la	actividad	probatoria”.	(CS,	R.	N.	1303-2010-Lima,	abr.
29/2011.	V.	P.	Barrios	Alvarado)
D.	Leg.	957.
ART.	296.—Resolución	y	audiencia.
1.	 La	 resolución	 judicial	 también	 contendrá	 los	 requisitos
previstos	 en	 el	 artículo	 anterior.	 Rige	 lo	 dispuesto	 en	 los
numerales	2)	y	3)	del	artículo	279.
2.	 La	 medida	 no	 puede	 durar	 más	 de	 cuatro	 meses.	 La
prolongación	de	la	medida	sólo	procede	tratándose	de	imputados
y	 hasta	 por	 un	 plazo	 igual,	 procederá	 en	 los	 supuestos	 y	 bajo
trámite	previsto	en	el	artículo	274.
3.	 En	 el	 caso	 de	 testigos	 importantes,	 la	 medida	 se	 levantará
luego	 de	 realizada	 la	 declaración	 o	 actuación	 procesal	 que	 la
determinó.	En	todo	caso,	no	puede	durar	más	de	treinta	días.
4.	El	juez	resolverá	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	los
numerales	2)	y	3)	del	artículo	279.	Para	lo	dispuesto	en	el	recurso
de	apelación	rige	lo	dispuesto	en	el	numeral	2)	del	artículo	278.
TÍTULO	VII
La	suspensión	preventiva	de	derechos
D.	Leg.	957.
ART.	297.—Requisitos.
1.	 El	 juez,	 a	 pedido	 del	 fiscal,	 podrá	 dictar	 las	 medidas	 de
suspensión	preventiva	de	derechos	previstas	en	este	título	cuando
se	 trate	 de	 delitos	 sancionados	 con	 pena	 de	 inhabilitación,	 sea
ésta	principal	o	accesoria	o	cuando	resulte	necesario	para	evitar
la	reiteración	delictiva.
2.	Para	imponer	estas	medidas	se	requiere:
a)	Suficientes	elementos	probatorios	de	la	comisión	de	un	delito
que	vincule	al	imputado	como	autor	o	partícipe	del	mismo.
b)	Peligro	concreto	de	que	el	imputado,	en	atención	a	las
específicas	modalidades	y	circunstancias	del	hecho	o	por	sus
condiciones	personales,	obstaculizará	la	averiguación	de	la
verdad	o	cometerá	delitos	de	la	misma	clase	de	aquél	por	el	que	se
procede.
NOTA:	La	Segunda	Disposición	Complementaria	Final	del	Decreto	Legislativo	N°	1190	adelanta	la
vigencia	a	nivel	nacional	de	los	artículos	312-A,	297	al	301	y	313	del	Código	Procesal	Penal.
D.	Leg.	957.
ART.	298.—Clases.
1.	 Las	 medidas	 de	 suspensión	 preventiva	 de	 derechos	 que
pueden	imponerse	son	las	siguientes:
a)	Suspensión	temporal	del	ejercicio	de	la	patria	potestad,	tutela
o	curatela,	según	el	caso.
b)	 Suspensión	 temporal	 en	 el	 ejercicio	 de	 un	 cargo,	 empleo	 o
comisión	 de	 carácter	 público.	 Esta	 medida	 no	 se	 aplicará	 a	 los
cargos	que	provengan	de	elección	popular.
c)	 Prohibición	 temporal	 de	 ejercer	 actividades	 profesionales,
comerciales	o	empresariales.
d)	 Suspensión	 temporal	 de	 la	 autorización	 para	 conducir
cualquier	tipo	de	vehículo	o	para	portar	armas	de	fuego.
e)	 Prohibición	de	 aproximarse	 al	 ofendido	o	 su	 familia	 y,	 en	 su
caso,	 la	 obligación	 de	 abandonar	 el	 hogar	 que	 compartiere	 con
aquél	o	la	suspensión	temporal	de	visitas.
2.	La	resolución	que	imponga	estas	medidas	precisará	las
suspensiones	o	prohibiciones	a	los	derechos,	actividades	o
funciones	que	correspondan.
NOTA:	La	Segunda	Disposición	Complementaria	Final	del	Decreto	Legislativo	N°	1190	adelanta	la
vigencia	a	nivel	nacional	de	los	artículos	312-A,	297	al	301	y	313	del	Código	Procesal	Penal.
D.	Leg.	957.
ART.	299.—Duración.
1.	Las	medidas	no	durarán	más	de	 la	mitad	del	 tiempo	previsto
para	 la	pena	de	 inhabilitación	en	el	 caso	 concreto.	Los	plazos	 se
contarán	desde	el	inicio	de	su	ejecución.	No	se	tomará	en	cuenta	el
tiempo	transcurrido	en	que	la	causa	sufriere	dilaciones	maliciosas
imputables	al	procesado	o	a	su	defensa.
2.	Las	medidas	dictadas	perderán	eficacia	cuando	ha	transcurrido
el	plazo	sin	haberse	dictado	sentencia	de	primera	instancia.	El
juez,	cuando	corresponda,	previa	audiencia,	dictará	la	respectiva
resolución	haciendo	cesar	inmediatamente	las	medidas
impuestas,	adoptando	los	proveídos	que	fueren	necesarios	para
su	debida	ejecución.
NOTA:	La	Segunda	Disposición	Complementaria	Final	del	Decreto	Legislativo	N°	1190	adelanta	la
vigencia	a	nivel	nacional	de	los	artículos	312-A,	297	al	301	y	313	del	Código	Procesal	Penal.
D.	Leg.	957.
ART.	300.—Sustitución	o	acumulación.	El	incumplimiento	de
las	restricciones	impuestas	al	imputado,	autoriza	al	juez	a
sustituir	o	acumular	estas	medidas	con	las	demás	previstas	en	el
presente	título,	incluso	con	las	de	prisión	preventiva	o	detención
domiciliaria,	teniendo	en	cuenta	la	entidad,	los	motivos	y	las
circunstancias	de	la	trasgresión.
NOTA:	La	Segunda	Disposición	Complementaria	Final	del	Decreto	Legislativo	N°	1190	adelanta	la
vigencia	a	nivel	nacional	de	los	artículos	312-A,	297	al	301	y	313	del	Código	Procesal	Penal.
D.	Leg.	957.
ART.	301.—Concurrencia	con	la	comparecencia	restrictiva	y
trámite.	Para	la	imposición	de	estas	medidas,	que	pueden
acumularse	a	las	de	comparecencia	con	restricciones	y	dictarse	en
ese	mismo	acto,	así	como	para	su	sustitución,	acumulación	e
impugnación	rige	lo	dispuesto	en	los	numerales	2)	y	3)	del
artículo	274.
NOTA:	La	Segunda	Disposición	Complementaria	Final	del	Decreto	Legislativo	N°	1190	adelanta	la
vigencia	a	nivel	nacional	de	los	artículos	312-A,	297	al	301	y	313	del	Código	Procesal	Penal.
TÍTULO	VIII
El	embargo
D.	Leg.	957.
ART.	302.—Indagación	sobre	bienes	embargables.	En	el	curso
de	las	primeras	diligencias	y	durante	la	investigación	preparatoria
el	fiscal,	de	oficio	o	a	solicitud	de	parte,	indagará	sobre	los	bienes
libres	o	derechos	embargables	al	imputado	y	al	tercero	civil,	a	fin
de	asegurar	la	efectividad	de	las	responsabilidades	pecuniarias
derivadas	del	delito	o	el	pago	de	las	costas.
D.	Leg.	957.
ART.	303.—Embargo.
1.	 Identificado	el	bien	o	derecho	embargable,	el	 fiscal	o	el	actor
civil,	 según	 el	 caso,	 solicitarán	 al	 juez	 de	 la	 investigación
preparatoria	la	adopción	de	la	medida	de	embargo.	A	estos	efectos
motivará	 su	 solicitud	 con	 la	 correspondiente	 justificación	 de	 la
concurrencia	 de	 los	 presupuestos	 legalmente	 exigidos	 para	 su
adopción,	 especificará	 el	 bien	 o	 derecho	 afectado,	 precisará	 el
monto	 del	 embargo	 e	 indicará	 obligatoriamente	 la	 forma	 de	 la
medida.	 Las	 formas	 de	 embargo	 son	 las	 previstas,	 en	 lo
pertinente,	en	el	Código	Procesal	Civil.
2.	El	actor	civil	debe	ofrecer	contracautela.	Ésta	no	será	exigible
en	los	supuestos	previstos	en	el	artículo	614	del	Código	Procesal
Civil.
3.	 El	 juez,	 sin	 trámite	 alguno,	 atendiendo	 al	 mérito	 del
requerimiento	 y	 de	 los	 recaudos	 acompañados	 o	 que,	 de	 ser	 el
caso,	 solicite	 al	 fiscal,	 dictará	 auto	 de	 embargo	 en	 la	 forma
solicitada	o	 la	 que	 considere	 adecuada,	 siempre	que	no	 sea	más
gravosa	 que	 la	 requerida,	 pronunciándose,	 en	 su	 caso,	 por	 la
contracautela	 ofrecida.	 Se	 adoptará	 la	 medida	 de	 embargo,
siempre	que	en	autos	existan	suficientes	elementos	de	convicción
para	 sostener	 razonablemente	 que	 el	 imputado	 es	 con
probabilidad	autor	o	partícipe	del	delito	objeto	de	 imputación,	y
por	 las	 características	 del	 hecho	 o	 del	 imputado,	 exista	 riesgo
fundado	 de	 insolvencia	 del	 imputado	 o	 de	 ocultamiento	 o
desaparición	del	bien.
4.	 La	 prestación	 de	 la	 contracautela,	 cuando	 corresponde,	 será
siempre	previa	a	cualquier	acto	de	cumplimiento	o	ejecución	del
embargo	 acordado.	 Corresponde	 al	 juez	 pronunciarse	 sobre	 la
idoneidad	y	suficiencia	del	importe	de	la	contracautela	ofrecida.
5.	 Rige,	 para	 el	 actor	 civil,	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 613	 del
Código	Procesal	Civil.
6.	 Aun	 denegada	 la	 solicitud	 de	 medida	 cautelar	 de	 embargo,
podrá	reiterarse	la	misma	si	cambian	las	circunstancias	existentes
en	el	momento	de	la	petición.
7.	Si	se	ha	dictado	sentencia	condenatoria,	aun	cuando	fuere
impugnada,	a	solicitud	de	parte,	procede	el	embargo,	sin
necesidad	de	contracautela	ni	que	se	justifique	expresamente	la
probabilidad	delictiva.
D.	Leg.	957.
ART.	304.—Ejecución	e	impugnación	del	auto	de	embargo.
1.	Cualquier	pedido	destinado	a	 impedir	o	dilatar	 la	 concreción
de	la	medida	es	inadmisible.
2.	Ejecutada	 la	medida	se	notificará	a	 las	partes	con	el	mandato
de	embargo.
3.	Se	puede	apelar	dentro	del	tercer	día	de	notificado.	El	recurso
procede	sin	efecto	suspensivo.
D.	Leg.	957.
ART.	305.—Variación	y	alzamiento	de	la	medida	de	embargo.
1.	En	el	propio	cuaderno	de	embargo	se	tramitará	la	petición	de
variación	 de	 la	 medida	 de	 embargo,	 que	 puede	 incluir	 el
alzamiento	de	 la	misma.	A	este	efecto	se	alegará	y	en	su	caso	se
acreditarán	 hechos	 y	 circunstancias	 que	 pudieron	 tenerse	 en
cuenta	al	tiempo	de	su	concesión.	La	solicitud	de	variación	y,	en	su
caso,	de	alzamiento,	se	tramitará	previo	traslado	a	las	partes.	Rige,
en	lo	pertinente,	el	artículo	617	del	Código	Procesal	Civil.
2.	 Está	 permitida	 la	 sustitución	 del	 bien	 embargado	 y	 su
levantamiento	previo	empoce	en	el	Banco	de	la	Nación	a	orden	del
juzgado	del	monto	por	el	 cual	 se	ordenó	 la	medida.	Efectuada	 la
consignación	 la	resolución	de	sustitución	se	expedirá	sin	trámite
alguno,	salvo	que	el	juez	considere	necesario	oír	a	las	partes.
3.	La	resolución	que	se	emita	en	los	supuestos	previstos	en	los
numerales	anteriores	es	apelable	sin	efecto	suspensivo.
RESOLUCIÓN	SUNARP.—Los	embargos	trabados	en	procesos	penales	no
caducan.	“4.	En	el	presente	caso	se	solicita	la	cancelación	por	caducidad	del
embargo	inscrito	en	mérito	al	título	archivado	N°	77065148	del	1/10/2009
ordenado	por	el	juez	penal	especial	(...)	en	el	proceso	penal	que	se	le	sigue	al
procesado	(...)	por	el	delito	contra	la	administración	pública	-	colusión	desleal
y	otros.	Dicha	solicitud	se	formula	en	base	al	artículo	625	del	Código	Procesal
Civil.
5.	Respecto	a	lo	mencionado	en	el	punto	anterior,	cabe	señalar	que	en	el
Cuarto	Pleno	del	Tribunal	Registral	realizado	los	días	6	y	7	de	junio	del	2003,
publicado	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano	el	18-7-2003	se	aprobó	el	siguiente
precedente:
Inaplicación	de	la	Ley	N°	26639	a	embargos	penales
‘Los	asientos	extendidos	en	el	registro	con	motivo	de	embargos	trabados	en
procesos	penales	no	pueden	ser	cancelados	alegando	su	caducidad	al	amparo
de	la	Ley	N°	26639	y	el	artículo	625	del	Código	Procesal	Civil,	por	cuanto	el
ámbito	de	aplicación	de	estas	normas	excluye	a	los	embargos	penales.	Ello	se
deduce	de	una	interpretación	histórica	y	sistemática	de	la	norma’.
6.	Es	preciso	indicar	que	dicho	criterio	ha	sido	ratificado	por	acuerdo
adoptado	en	el	L	Pleno	Registral,	realizado	el	día	3	de	agosto	de	2009,	con
ocasión	del	análisis	de	la	aplicación	de	la	Ley	N°	28473	a	los	embargos
penales	dictados	al	amparo	del	derogado	Código	de	Procedimientos	Civiles.
Así,	el	acuerdo	adoptado	señala	lo	siguiente:
Caducidad	de	embargos	penales
‘Los	embargos	penales	se	encuentran	excluidos	de	los	alcances	del	artículo
625	del	Código	Procesal	Civil,	incluso	cuando	hubieran	sido	dictados	al
amparo	del	Código	de	Procedimientos	Civiles	de	1912’.
Por	consiguiente,	para	acceder	a	la	cancelación	de	la	anotación	preventiva
del	embargo	descrito	en	el	cuarto	considerando	de	la	presente	resolución,	es
indispensable	que	se	presenten	partes	judiciales	emitidos	con	ese	propósito.
Por	tanto,	al	existir	un	defecto	insubsanable	que	afecta	la	validez	del
contenido	del	título,	conforme	al	literal	a)	del	artículo	42	del	TUO	del
Reglamento	General	de	los	Registros	Públicos,	debe	confirmarse	la	tacha
emitida	por	el	registrador”.	(Sunarp,	R.	989-2013-Sunarp-TR-L,	jun.	14/2013.
V.	P.	Rocío	Zulema	Peña	Fuentes)
D.	Leg.	957.
ART.	306.—Sentencia	firme	y	embargo.
1.	Firme	una	sentencia	absolutoria,	un	auto	de	sobreseimiento	o
resolución	equivalente,	se	alzará	de	oficio	o	a	petición	de	parte	el
embargo	 adoptado,	 y	 se	 procederá	 de	 ser	 el	 caso	 a	 la
determinación	 de	 los	 daños	 y	 perjuicios	 que	 hubiera	 podido
producir	dicha	medida	si	la	solicitó	el	actor	civil.
2.	Firme	que	sea	una	sentencia	condenatoria,	se	requerirá	de
inmediato	al	afectado	el	cumplimiento	de	las	responsabilidades
correspondientes,	bajo	apercibimiento	de	iniciar	la	ejecución
forzosa	respecto	del	bien	afectado.
D.	Leg.	957.
ART.	307.—Autorización	para	vender	el	bien	embargado.
1.	 Si	 el	 procesado	 o	 condenado	 decidiere	 vender	 el	 bien	 o
derecho	embargado,	pedirá	autorización	al	juez.
2.	La	venta	se	realizará	en	subasta	pública.	Del	precio	pagado	se
deducirá	el	monto	que	corresponda	el	embargo,	depositándose	en
el	Banco	de	la	Nación.	La	diferencia	será	entregada	al	procesado	o
a	quien	él	indique.
D.	Leg.	957.
ART.	308.—Desafectación	y	tercería.
1.	 La	desafectación	 se	 tramitará	 ante	 el	 juez	de	 la	 investigación
preparatoria.	 Procede	 siempre	 que	 se	 acredite	 fehacientemente
que	 el	 bien	 o	 derecho	 afectado	 pertenece	 a	 persona	 distinta	 del
imputado	 o	 del	 tercero	 civil,	 incluso	 si	 la	 medida	 no	 se	 ha
formalizado	o	 trabado.	Rige,	en	 lo	pertinente,	el	artículo	624	del
Código	Procesal	Civil.
2.	La	tercería	se	interpondrá	ante	el	juez	civil,	de	conformidad
con	el	Código	Procesal	Civil.	Deberá	citarse	obligatoriamente	al
fiscal	provincial	en	lo	civil,	que	intervendrá	conforme	a	lo
dispuesto	en	el	inciso	2)	del	artículo	113	de	dicho	código.
D.	Leg.	957.
ART.	309.—Trámite	de	la	apelación	en	segunda	instancia.	Las
apelaciones	respecto	de	las	resoluciones	contempladas	en	los
artículos	304,	305.3	y	308.1	se	tramitarán,	en	lo	pertinente,
conforme	al	artículo	278.
TÍTULO	IX
Otras	medidas	reales
D.	Leg.	957.
ART.	310.—Orden	de	inhibición.
1.	El	fiscal	o	el	actor	civil,	en	su	caso,	podrán	solicitar,	cumplidos
los	 requisitos	 establecidos	 en	 el	 artículo	 303,	 que	 el	 juez	 dicte
orden	 de	 inhibición	 para	 disponer	 o	 gravar	 los	 bienes	 del
imputado	 o	 del	 tercero	 civil,	 que	 se	 inscribirá	 en	 los	 Registros
Públicos.
2.	Rige,	en	lo	pertinente,	lo	dispuesto	en	el	título	anterior.
D.	Leg.	957.
ART.	 311.—Modificado.	 Ley	 30076,	 Art.	 3°.	 Desalojo
preventivo.
1.	En	los	delitos	de	usurpación,	el	juez,	a	solicitud	del	fiscal	o	del
agraviado,	ordenará	el	desalojo	preventivo	del	inmueble	ocupado
en	 el	 término	 de	 veinticuatro	 horas,	 ministrando
provisionalmente	 la	 posesión	 al	 agraviado,	 siempre	 que	 exista
motivo	razonable	para	sostener	que	se	ha	cometido	el	delito	y	que
el	 derecho	 del	 agraviado	 está	 suficientemente	 acreditado.	 El
desalojo	se	ejecuta	dentro	del	término	de	setenta	y	dos	horas	de
concedida.
2.	 La	 Policía	 Nacional,	 una	 vez	 que	 tenga	 conocimiento	 de	 la
comisión	del	delito,	lo	pondrá	en	conocimiento	del	fiscal	y	llevará
a	 cabo	 las	 investigaciones	 que	 el	 caso	 amerita.	 El	 fiscal,	 sin
perjuicio	 de	 disponer	 las	 acciones	 que	 correspondan,	 realizará
inmediatamente	 una	 inspección	 en	 el	 inmueble.	 El	 agraviado
recibirá	 copia	 certificada	 de	 las	 actuaciones	 policiales	 y	 de	 la
diligencia	de	inspección	del	fiscal.
3.	 La	 solicitud	 de	 desalojo	 y	 ministración	 provisional	 puede
presentarse	 durante	 las	 diligencias	 preliminares	 o	 en	 cualquier
estado	 de	 la	 investigación	 preparatoria.	 Se	 acompañarán	 los
elementos	de	convicción	que	acrediten	la	comisión	del	delito	y	el
derecho	del	ofendido.
4.	El	juez	resolverá,	sin	trámite	alguno,	en	el	plazo	de	veinticuatro
horas.	 Contra	 la	 resolución	 que	 se	 dicte	 procede	 recurso	 de
apelación.	La	interposición	del	recurso	suspende	la	ejecución	de	la
resolución	impugnada.
5.	 El	 juez	 elevará	 el	 cuaderno	 correspondiente	 dentro	 de
veinticuatro	 horas	 de	 presentada	 la	 impugnación,	 bajo
responsabilidad.	 La	 sala	 se	pronunciará	 en	 el	 plazo	de	 tres	días,
previa	 audiencia	 con	 notificación	 de	 las	 partes.	 Si	 ampara	 la
solicitud	 de	 desalojo	 y	 ministración	 provisional	 de	 posesión,
dispondrá	 se	 ponga	 en	 conocimiento	del	 juez	 para	 su	 inmediata
ejecución.
NOTA:	 La	 Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final	 de	 la	 Ley	 30076	 dipone	 la	 “[p]uesta	 en
vigencia	de	artículos	del	 Código	Procesal	Penal.	 Adelántase	 la	 vigencia	 de	 los	 artículos	 2°,	 160,
161,	268,	269,	270,	271	y	311	del	Código	Procesal	Penal,	aprobado	mediante	Decreto	Legislativo	957,
en	todo	el	territorio	peruano”.
D.	Leg.	957.
ART.	312.—Medidas	anticipadas.	El	juez,	excepcionalmente,	a
pedido	de	parte	legitimada,	puede	adoptar	medidas	anticipadas
destinadas	a	evitar	la	permanencia	del	delito	o	la	prolongación	de
sus	efectos	lesivos,	así	como	la	ejecución	anticipada	y	provisional
de	las	consecuencias	pecuniarias	del	delito.
D.	Leg.	957.
ART.	 312-A.—Incorporado.	 D.	 Leg.	 1190,	 Art.	 2°.	 Secuestro
conservativo.
1.	 Con	 la	 finalidad	 de	 asegurar	 el	 pago	 de	 la	 reparación	 civil
derivada	del	delito,	el	fiscal,	de	oficio	o	a	solicitud	de	parte,	puede
solicitar	 al	 juez	 el	 secuestro	 conservativo	 de	 vehículos
motorizados,	del	 imputado	o	del	 tercero	civilmente	 responsable,
que	 implica	 la	 desposesión	 física	 del	 bien	 y	 su	 entrega	 a	 un
custodio.
2.	En	los	casos	de	los	delitos	de	lesiones	culposas	o	de	homicidio
culposo,	 previstos	 en	 el	 artículo	 124	 y	 111	 del	 Código	 Penal
respectivamente,	cometidos	con	el	uso	de	vehículo	motorizado	de
servicio	de	transporte	público	o	privado,	el	fiscal	debe	solicitar	al
juez	 competente	 se	 trabe	 la	 medida	 cautelar	 de	 secuestro
conservativo	 sobre	 el	 vehículo	 motorizado,	 salvo	 que	 la	 parte
legitimada	lo	haya	solicitado	previamente.
3.	El	 juez,	 sin	 trámite	 alguno,	 atendiendo	al	 requerimiento	y	de
los	 recaudos	 acompañados,	 dictará	 auto	 de	 secuestro
conservativo	 sobre	 el	 vehículo	 identificado,	 designando	 a	 un
custodio,	 no	 pudiendo	 recaer	 tal	 designación	 en	 el	 propio
imputado	o	tercero	civilmente	responsable.
4.	 La	 resolución	 que	 dispone	 el	 secuestro	 conservativo	 puede
impugnarse	dentro	del	tercer	día	de	notificada.	El	recurso	procede
sin	 efecto	 suspensivo.	 Cualquier	 pedido	 destinado	 a	 impedir	 o
dilatar	la	concreción	de	la	medida	es	inadmisible,	sin	perjuicio	de
la	sanción	que	corresponda	por	conducta	maliciosa.
5.	El	imputado	o	el	tercero	civilmente	responsable,	de	ser	el	caso,
puede	 solicitar	 la	 variación	 de	 la	 medida,	 ofreciendo	 garantía	 o
bien	 que	 de	 igual	 manera	 permita	 asegurar	 el	 pago	 de	 la
reparación	civil.
6.	 Si	 como	 consecuencia	 del	 hecho	 constitutivo	 del	 delito	 de
lesión	u	homicidio	culposo,	el	vehículo	siniestrado	resulta	dañado
considerablemente,	 el	 fiscal	 deberá	 identificar	 otro	 bien	mueble
del	 imputado	 o	 del	 tercero	 civilmente	 responsable,	 que	 permita
asegurar	 de	 manera	 proporcional	 y	 razonable,	 el	 pago	 de	 la
reparación	civil,	a	fin	de	proceder	a	su	secuestro	conservativo.
7.	Firme	una	sentencia	absolutoria,	un	auto	de	sobreseimiento	o
resolución	 equivalente,	 se	 dejará	 sin	 efecto	 el	 secuestro,
procediendo	su	entrega	a	quien	corresponda.
8.	 Firme	 que	 sea	 una	 sentencia	 condenatoria,	 se	 requerirá	 de
inmediato	 al	 afectado	 con	 la	 medida	 el	 cumplimiento	 de	 las
responsabilidades	 correspondientes,	 bajo	 apercibimiento	 de
iniciar	la	ejecución	forzosa	del	bien	secuestrado.
9.	El	fiscal,	sin	perjuicio	de	la	aplicación	de	esta	medida,	solicitará
cuando	 corresponda	 la	 suspensión	 preventiva	 de	 derechos,	 así
como	 la	 imposición	 de	medidas	 preventivas	 contra	 las	 personas
jurídicas,	según	 lo	estipulado	en	el	artículo	297	al	301	y	313	del
Código	Procesal	Penal,	respectivamente.
10.	Lo	que	no	se	encuentre	regulado	en	el	presente	artículo,	rige
en	lo	que	fuera	pertinente	el	Código	Procesal	Civil	de	manera
supletoria.
NOTA:	La	Primera	Disposición	Complementaria	Final	del	Decreto	Legislativo	N°	1190	ordena	el
diseño	e	implementación	de	registro	de	vehículos	motorizados	afectados	con	la	medida	de	secuestro
conservativo	conforme	al	artículo	312-A	al	Consejo	Ejecutivo	del	Poder	Judicial	en	un	plazo	no	mayor
de	noventa	(90)	días	de	publicada	el	presente	decreto	legislativo.	La	Segunda	Disposición
Complementaria	Final	del	mismo	decreto	adelanta	la	vigencia	a	nivel	nacional	de	los	artículos	312-A,
297	al	301	y	313	del	Código	Procesal	Penal.
D.	Leg.	957.
ART.	 313.—Medidas	 preventivas	 contra	 las	 personas
jurídicas.
1.	El	 juez,	a	pedido	de	parte	legitimada,	puede	ordenar	respecto
de	las	personas	jurídicas:
a)	 La	 clausura	 temporal,	 parcial	 o	 total,	 de	 sus	 locales	 o
establecimientos;
b)	La	suspensión	temporal	de	todas	o	alguna	de	sus	actividades;
c)	El	nombramiento	de	un	administrador	judicial;
d)	El	sometimiento	a	vigilancia	judicial;
e)	Anotación	o	inscripción	registral	del	procesamiento	penal.
2.	Para	imponer	estas	medidas	se	requiere:
a)	Suficientes	elementos	probatorios	de	la	comisión	de	un	delito
y	 de	 la	 vinculación	 de	 la	 persona	 jurídica	 en	 los	 supuestos
previstos	en	el	artículo	105	del	Código	Penal;
b)	Necesidad	de	poner	término	a	la	permanencia	o	prolongación
de	 los	efectos	 lesivos	del	delito,	peligro	concreto	de	que	a	través
de	 la	 persona	 jurídica	 se	 obstaculizará	 la	 averiguación	 de	 la
verdad	o	se	cometerán	delitos	de	 la	misma	clase	de	aquél	por	el
que	se	procede;
3.	Estas	medidas	no	durarán	más	de	la	mitad	del	tiempo	previsto
para	las	medidas	temporales	establecidas	en	el	artículo	105	del
Código	Penal.	En	los	delitos	ecológicos	la	suspensión	o	la	clausura
durarán	hasta	que	se	subsanen	las	afectaciones	al	ambiente	que
determinaron	la	intervención	judicial.
NOTA:	La	Segunda	Disposición	Complementaria	Final	del	Decreto	Legislativo	N°	1190	adelanta	la
vigencia	a	nivel	nacional	de	los	artículos	312-A,	297	al	301	y	313	del	Código	Procesal	Penal.
D.	Leg.	957.
ART.	314.—Pensión	anticipada	de	alimentos.
1.	 En	 los	 delitos	 de	 homicidio,	 lesiones	 graves,	 omisión	 de
asistencia	 familiar	 prevista	 en	 el	 artículo	 150	 del	 Código	 Penal,
violación	de	 la	 libertad	sexual,	o	delitos	que	se	relacionan	con	 la
violencia	 familiar,	 el	 juez	 a	 solicitud	 de	 la	 parte	 legitimada
impondrá	 una	 pensión	 de	 alimentos	 para	 los	 directamente
ofendidos	que	 como	 consecuencia	del	 hecho	punible	perpetrado
en	 su	 agravio	 se	 encuentran	 imposibilitados	 de	 obtener	 el
sustento	para	sus	necesidades.
2.	El	juez	señalará	el	monto	de	la	asignación	que	el	imputado	o	el
tercero	civil	ha	de	pagar	por	mensualidades	adelantadas,	las	que
serán	descontadas	de	la	que	se	establezca	en	la	sentencia	firme.
D.	Leg.	957.
ART.	315.—Variación	y	cesación.	Trámite	y	recurso.
1.	 Las	 medidas	 previstas	 en	 este	 título	 podrán	 variarse,
sustituirse	o	cesar	cuando	atendiendo	a	las	circunstancias	del	caso
y	 con	 arreglo	 al	 principio	 de	 proporcionalidad	 resulte
indispensable	hacerlo.
2.	La	imposición,	variación	o	cesación	se	acordarán	previo
traslado,	por	tres	días,	a	las	partes.	Contra	estas	decisiones
procede	recurso	de	apelación.	Rige,	en	lo	pertinente,	lo	dispuesto
en	los	numerales	2)	y	3)	del	artículo	278.
TÍTULO	X
La	incautación
D.	Leg.	957.
ART.	316.—Objeto	de	la	incautación.
1.	 Los	 efectos	 provenientes	 de	 la	 infracción	 penal	 o	 los
instrumentos	con	que	se	hubiere	ejecutado,	así	como	los	objetos
del	delito	permitidos	por	la	ley,	siempre	que	exista	peligro	por	la
demora,	pueden	ser	incautados	durante	las	primeras	diligencias	y
en	el	curso	de	la	investigación	preparatoria,	ya	sea	por	la	policía	o
por	el	Ministerio	Público.
2.	Acto	seguido,	el	 fiscal	 requerirá	 inmediatamente	al	 juez	de	 la
investigación	 preparatoria	 la	 expedición	 de	 una	 resolución
confirmatoria,	la	cual	se	emitirá,	sin	trámite	alguno,	en	el	plazo	de
dos	días.
3.	En	todo	caso,	para	dictar	la	medida	se	tendrá	en	cuenta	las
previsiones	y	limitaciones	establecidas	en	los	artículos	102	y	103
del	Código	Penal.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Los	alcances	de	la	incautación
cautelar.	“(…)	La	incautación	cautelar	(artículo	316.1	NCPP)	incide	en	los
efectos	provenientes	de	la	infracción	penal,	en	los	instrumentos	con	los	que	se
ejecutó	y	en	los	objetos	del	delito	permitidos	por	la	ley.
A.	Los	efectos	del	delito	o	producta	scaeleris	son	los	objetos	producidos
mediante	la	acción	delictiva,	como	el	documento	o	la	moneda	falsa,	así	como
las	ventajas	patrimoniales	derivadas	del	hecho	punible,	como	el	precio	del
cohecho,	el	del	delincuente	a	sueldo,	o	la	contraprestación	recibida	por	el
transporte	de	droga,	etcétera.
B.	Los	instrumentos	del	delito	o	instrumenta	scaeleris	son	los	objetos	que,
puestos	en	relación	de	medio	a	fin	con	la	infracción,	han	servido	para	su
ejecución,	tales	como	el	vehículo	utilizado	para	el	transporte	de	la	mercancía,
los	útiles	para	el	robo,	el	arma	empleada,	maquinarias	del	falsificador,
etcétera.
C.	Los	objetos	del	delito	son	las	cosas	materiales	sobre	las	que	recayó	la
acción	típica,	como	por	ejemplo	las	cosas	hurtadas	o	robadas,	armas	o
explosivos	en	el	delito	de	tenencia	ilícita	de	las	mismas,	la	droga	en	el	delito	de
tráfico	ilícito	de	drogas,	los	bienes	de	contrabando	en	dicho	delito,	etcétera,
para	lo	que	se	requiere	una	regulación	específica.
En	estos	casos	la	incautación	como	medida	procesal	precede	al	decomiso
como	consecuencia	accesoria	que	se	dictará	en	la	sentencia	(artículo	102	CP).
10°.	Como	se	advierte	de	los	parágrafos	precedentes,	los	bienes	y	objetos	que
pueden	incautarse	–privación	de	la	posesión	de	un	bien	u	objeto	y	su
consecuente	indisponibilidad	y	ocupación	por	la	autoridad	penal–	cumplen	en
la	mayoría	de	los	casos	una	doble	función:	garantiza	su	eventual	decomiso
como	consecuencia	accesoria	del	delito	conforme	a	las	disposiciones	del
artículo	102	y	siguientes	del	CP,	y	permite	su	eficaz	control	para	la
acreditación	del	hecho	punible	–asegura	su	utilización	por	las	partes	y	el	juez
como	objeto	de	prueba–.
Como	ya	quedó	expuesto,	la	función	que	prima	en	el	caso	concreto	será	la
determinante,	aunque	desde	luego	una	distinción	radical	es,	por	lo	menos,
particularmente	complicada.	A	estos	efectos,	se	ha	de	tener	en	cuenta	el
estado	de	la	causa	–específicamente,	de	la	investigación–	al	momento	de	su
imposición,	y	la	evidencia	de	que	se	trata	de	un	bien	u	objeto	destinado,	sin
dificultad	alguna,	a	la	consecuencia	accesoria	del	decomiso.	”	(VI	Pleno
Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	5-2010/CJ-
116,	dic.	30/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—La	incautación,	ya	sea	instrumental	o
cautelar,	necesita	siempre	la	revisión	del	juez	y	la	expedición	de	una
resolución	confirmatoria.	“3.10.	En	ambos	casos,	el	legislador	ha	establecido
como	imperativa	la	obligación	del	Ministerio	Público,	debe	recurrir	al	órgano
jurisdiccional	para	la	expedición	de	la	resolución	confirmatoria,	lo	que
evidencia	que	la	medida	ya	sea	instrumental	o	cautelar,	siempre	será
necesaria	la	revisión	del	órgano	jurisdiccional	y	la	expedición	de	la
correspondiente	resolución	confirmatoria.	En	ese	sentido,	los	juzgados	que
evalúen	dichos	requerimientos	deberán	revisar	no	solo	el	plazo	en	el	que	es
presentado	el	requerimiento,	sino	además	y	con	mayor	rigor,	la
proporcionalidad	de	la	medida,	la	existencia	efectiva	de	elementos	de
convicción	que	acrediten	la	relación	con	un	evento	delictivo,	la
fundamentación	suficiente	en	la	que	se	haga	distinción	en	el	tipo	de
incautación,	la	necesidad	de	la	misma	y	los	efectos	sobre	derechos	del	titular
de	los	bienes.
3.11.	De	ser	el	caso,	que	el	órgano	jurisdiccional	considere	mediante
resolución	firme,	que	la	medida	no	debe	ser	confirmada	al	no	existir	elementos
de	convicción	que	acrediten	la	vinculación	del	bien	con	el	delito	que	se	está
sustanciando,	este	escenario	hace	desaparecer	el	presupuesto	principal	de	la
incautación,	por	lo	cual,	los	bienes	que	han	sido	objeto	de	intervención	por	la
policía	o	Ministerio	Publico,	deberán	ser	puestos	a	disposición	de	sus	legítimos
propietarios,	esto	no	solo	reduce	al	mínimo	la	afectación	al	derecho	de
propiedad	sino	también	garantizar	que	terceros	que	nada	tuvieron	que	ver	en
el	evento	delictivo	se	vean	afectados	injustificadamente	por	la	medida.
Los	efectos	del	incumplimiento	de	la	presentación	o	la	presentación	tardía
del	requerimiento	de	confirmatoria	de	incautación,	solo	acarrearan
responsabilidad	administrativa	del	fiscal	encargado,	pero	en	ningún	caso	la
nulidad	de	la	materialización	de	la	medida.	De	darse	esta	circunstancia	el
titular	del	bien,	que	verifique	la	falta	del	requerimiento	de	confirmatoria,
podrá	recurrir	en	principio	ante	el	fiscal	encargado	y	al	no	obtener	respuesta
o	obtener	una	negativa,	podrá	recurrir	al	órgano	jurisdiccional,	quien	deberá
evaluar	las	circunstancia	con	citación	del	fiscal	y	resolver	lo	que	al	caso
concreto	atañe”.	(CS,	Cas.	136-2013-Tacna,	jun.	11/2014.	V.	P.	Cevallos	Vegas)
NOTA:	Esta	sentencia	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	24	de	setiembre	del	2014.
JURISPRUDENCIA.—“Incautación”	debe	estar	comprendida	dentro	de	las
causales	establecidas	por	la	ley.	“(...)	Del	propio	proceso	penal	(…)	se
desprende	que	quien	solicitó	se	declarara	la	nulidad	del	acta	de	incautación
(esto	es,	la	recurrente)	no	estuvo	comprendida	en	cualquiera	de	las	dos
hipótesis	(…).	Esto	es,	que	fuera	cómplice	o	encubridora	o,	a	su	turno,	que
haya	conocido	que	el	chofer	que	manejaba	el	vehículo	de	su	propiedad	lo	haya
utilizado	para	transportar	drogas	y,	pese	a	ello,	no	lo	denunciase.	(…)	Si	tales
fueran	los	hechos	que	sustentan	la	alegación	de	violación	del	derecho	de
propiedad,	este	tribunal	no	podría	menos	que	estimar	la	pretensión.	En	efecto,
no	habiéndose	demostrado	que	la	propietaria	estuviese	comprendida	en
cualquiera	de	las	causales	que	autoriza	la	ley	para	incautar	un	vehículo	que	se
haya	utilizado	para	la	comisión	de	un	delito	tan	grave,	como	lo	es	el	tráfico
ilícito	de	drogas,	el	mantenimiento	de	la	orden	de	incautación	se	presenta
como	una	medida	eminentemente	confiscatoria,	que	afecta	el	poder	de	uso,
disfrute	y	disposición	de	su	titular.	Y	poco	importa,	a	estos	efectos,	que	el	acta
de	incautación	haya	sido	levantada	a	nivel	policial	o,	en	su	caso,	como	en
determinado	momento	se	alegó,	que	el	acta	misma	no	adolezca	de	algunos	de
los	requisitos	formales	que	la	ley	procesal	penal	contemple	para	declarar	su
nulidad.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	3179-AA/TC,	oct.	28/2006.	Pres.	Alva	Orlandini)
D.	Leg.	957.
ART.	317.—Intervención	judicial.
1.	Si	no	existe	peligro	por	la	demora,	las	partes	deberán	requerir
al	 juez	 la	 expedición	 de	 la	 medida	 de	 incautación.	 Para	 estos
efectos,	 así	 como	 para	 decidir	 en	 el	 supuesto	 previsto	 en	 el
artículo	 anterior,	 debe	 existir	 peligro	 de	 que	 la	 libre
disponibilidad	 de	 los	 bienes	 relacionados	 con	 el	 delito	 pueda
agravar	 o	prolongar	 sus	 consecuencias	 o	 facilitar	 la	 comisión	de
otros	delitos.
2.	Rige	el	numeral	3	del	artículo	316.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	incautación	policial	o	fiscal
requiere	decisión	confirmatoria	del	juez.	“(…)	11°.	La	incautación,
instrumental	o	cautelar,	es	una	medida	que	la	realiza,	en	primer	término,	la
policía	o	la	fiscalía,	pero	a	continuación	requiere	de	la	decisión	confirmatoria
del	juez	de	la	investigación	preparatoria.
A.	En	los	casos	de	flagrancia	delictiva	–en	las	modalidades	reconocidas	por	el
artículo	259	NCPP–	o	de	peligro	inminente	de	su	perpetración,	por	su	propia
configuración	situacional,	es	obvio	que	la	policía	debe	incautar	los	bienes	o
cosas	relacionadas,	de	uno	u	otro	modo,	con	el	hecho	punible.	La	necesidad	de
la	ocupación	de	bienes	u	objetos	vinculados	al	delito,	a	fin	de	ponerle	término
y	garantizar	su	probanza	efectiva,	a	la	par	que	consolidar	la	razonabilidad	de
la	intervención	policial,	está	fuera	de	discusión.	En	estos	casos	la	comisión	del
delito	se	percibe	con	evidencia	–se	da	una	relación	directa	del	delincuente	con
el	bien	o	cosa	relacionada	con	el	delito–	y	exige	de	manera	inexcusable	una
inmediata	intervención	de	la	autoridad.
B.	Fuera	de	ambos	supuestos,	la	incautación	en	el	curso	de	la	investigación
preparatoria	–en	especial	durante	las	denominadas	“primeras	diligencias”–
requiere	de	una	decisión	del	fiscal.	La	autoridad	policial,	por	consiguiente,
necesita	de	una	expresa	autorización	del	fiscal.	A	su	vez,	la	legalidad	de	la
orden	o	autorización	fiscal	se	centra,	sin	perjuicio	de	la	presencia	de	indicios
de	criminalidad	mínimos,	en	lo	que	se	denomina	“peligro	por	la	demora”,	en
tanto	fin	constitucionalmente	legítimo.	El	juicio	de	necesidad	de	la	medida	es
básico.	Es	el	riesgo	fundado	de	que	de	no	incautarse	o	secuestrarse	un	bien	o
cosa	delictiva	haría	ineficaz	la	averiguación	de	la	verdad	–obstrucción	de	la
investigación	y	del	proceso	en	general–	y	en	su	caso	las	medidas	de	ejecución
penal	pertinentes.	La	incautación,	precisamente,	garantiza	que	no	se
desaparezcan	u	oculten	tales	bienes	o	cosas,	con	lo	que	se	dificultaría	su
apreciación	judicial	como	objeto	de	prueba	o	se	frustraría	el	ulterior
decomiso,	si	correspondiera	–la	efectividad	de	la	tutela	que	pudiera	otorgarse
en	una	eventual	sentencia	se	pondría	en	crisis–.
C.	Se	requerirá	previa	orden	judicial	cuando	el	peligro	por	la	demora,	no	es
que	sea	inexistente,	sino	que	en	él	no	confluya	la	noción	de	urgencia	y	siempre
que	se	trate	de	bienes	objeto	de	decomiso	(artículo	317	NCPP).	Esta	noción
dice	de	la	perentoriedad	o	necesidad	inmediata,	apremiante	de	la	incautación;
cuando	el	riesgo	de	desaparición	del	bien	o	cosa	delictiva	es	más	actual	o
grave.	Si	no	se	presenta	esta	situación	fáctica	será	del	caso	pedir	la	orden
judicial.	”	(VI	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y
Transitorias,	A.	P.	5-2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—En	los	dos	supuestos	de	incautación
no	se	exige	la	celebración	de	una	audiencia,	basta	el	previo	traslado	a
las	partes	o	sujetos	procesales.	“(…)	La	intervención	judicial	es
imprescindible.	Salvo	el	supuesto	c)	del	parágrafo	anterior,	que	requiere
resolución	judicial	previa	–el	juez	tiene	aquí	la	primera	palabra–,	la	regla	es
que	ejecutada	la	medida	por	la	policía	motu	proprio	o	por	decisión	de	la
fiscalía,	el	juez	de	la	investigación	preparatoria	debe	dictar	una	resolución,
que	puede	ser	confirmatoria	de	la	decisión	instada	por	el	fiscal	o
desaprobatoria	de	la	incautación	policial-fiscal.
La	regla	general	en	la	materia	es	que	la	decisión	judicial	se	dicta	sin	trámite
alguno	–el	mismo	día	o	a	más	tardar	al	día	siguiente–,	salvo	norma	específica
al	respecto	(artículos	203	y	254.1	NCPP).	En	los	dos	supuestos	de	incautación,
instrumental	y	cautelar,	no	se	exige	la	celebración	de	una	audiencia;	sólo	el
previo	traslado	a	las	partes	o	sujetos	procesales,	en	especial	al	afectado,	si	no
existiere	riesgo	fundado	de	pérdida	de	finalidad	de	la	medida	–si	el
conocimiento	de	la	posible	incautación	podría	determinar	la	desaparición	u
ocultamiento	del	bien	o	cosa	delictiva–.	Pero,	por	otro	lado,	es	posible	que	el
juez,	discrecionalmente,	decida	la	realización	de	una	audiencia.	Disponer	el
traslado	o	realizar	la	audiencia	es	una	decisión	previa	inimpugnable,	opción
que,	en	caso	de	revisión	de	la	decisión	final,	no	puede	ser	censurada	por	el
tribunal	superior,	a	menos	que	ponga	en	serio	riesgo	la	finalidad	procesal	de
la	incautación	o	no	persiga	utilidad	procesal	alguna.”	(VI	Pleno	Jurisdiccional
de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	5-2010/CJ-116,	dic.
30/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	ausencia	de	la	intervención	y
ulterior	resolución	judicial	importa	un	defecto	cuya	subsanación	es
posible.	“(…)	13°.	La	incautación	siempre	requiere	de	una	resolución	judicial,
sea	antes	de	su	ejecución	–excepción,	parágrafo	10,	literal	c)–	o	después	de
ella	–regla	general,	parágrafo	10,	literales	a)	y	b)–.	En	el	último	caso,	la
ausencia	de	la	intervención	y	ulterior	resolución	judicial,	al	vulnerarse	un
requisito	de	la	actividad	procesal,	importa	un	defecto	cuya	subsanación,
empero,	es	posible.	Un	efecto	distinto	–de	nulidad	absoluta	e
insubsanabilidad–,	en	cambio,	tiene	el	primer	supuesto,	atento	a	su	especial
relevancia:	sin	resolución	judicial	no	puede	tener	lugar	legalmente	una
incautación.
La	confirmación	judicial	debe	solicitarse	“inmediatamente”	(artículo	203.3	y
317.2	NCPP).	Esto	último	significa	que	entre	el	momento	en	que	tiene	lugar	la
incautación	y	que	se	presenta	la	solicitud	de	confirmación	judicial	no	debe
mediar	solución	de	continuidad.	Debe	realizarse	enseguida,	sin	tardanza
injustificada,	lo	que	será	apreciable	caso	por	caso,	según	las	circunstancias
concretas	del	mismo.	La	justificación	de	la	tardanza	se	examinará	con	arreglo
al	principio	de	proporcionalidad.
La	confirmación	judicial	constituye	un	requisito	más	de	la	incautación	como
actividad	compleja	que,	sin	embargo,	sólo	persigue	dotarla	de	estabilidad
instrumental	respecto	de	la	cadena	de	actos	que	pueden	sucederse	en	el
tiempo	y	que	de	uno	u	otro	modo	dependan	o	partan	de	él.	Por	tanto,	la
tardanza	u	omisión	de	la	solicitud	de	confirmación	judicial	–al	no	importar	la
infracción	de	un	precepto	que	determine	la	procedencia	legítima	de	la
incautación–	no	determina	irremediablemente	la	nulidad	radical	de	la	propia
medida	ni	su	insubsanabilidad.	El	plazo	para	requerir	la	respectiva	resolución
jurisdiccional,	en	este	caso,	no	es	un	requisito	de	validez	o	eficacia	de	la
incautación	–sin	perjuicio	de	la	responsabilidad	administrativa	que	acarrea	al
fiscal	omiso–.	Su	incumplimiento	no	está	asociada,	como	consecuencia
legalmente	prevista,	a	específicas	y	severas	sanciones	procesales:	nulidad
absoluta	o	anulabilidad	–requisito	indispensable	para	anudar	los	efectos
jurídicos	correspondientes–.
14°.	Siendo	indispensable	la	intervención	judicial,	que	es	una	condición	previa
para	la	valorabilidad	de	toda	incautación	desde	la	perspectiva	probatoria,
desde	luego,	no	es	posible	utilizar	como	evidencia	lo	obtenido	a	través	de	la
incautación	mientras	no	se	ha	cumplido	con	el	correspondiente	control
jurisdiccional.	En	estos	casos,	para	decidir	acerca	de	una	petición	concreta
derivada	o	vinculada	a	la	incautación	la	autoridad	judicial	debe	realizar,	con
carácter	previo	pero	en	ese	mismo	acto,	una	evaluación	de	la	legalidad	de	la
incautación.	De	no	ser	posible	el	aludido	examen	por	la	necesidad	de	un
debate	más	amplio,	será	del	caso	rechazar	provisoriamente	el	requerimiento	o
la	solicitud	que,	como	dato	esencial,	se	sustentó	en	la	incautación	a	fin	de
definirla	anticipadamente	y,	emitida	la	decisión	respectiva,	recién
pronunciarse	sobre	su	mérito.”	(VI	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales
Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	5-2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.	S.	San	Martín
Castro)
D.	Leg.	957.
ART.	 318.—Modificado.	 D.	 Leg.	 983,	 Art.	 3°.	 Bienes
incautados.
1.	 Los	 bienes	 objeto	 de	 incautación	 deben	 ser	 registrados	 con
exactitud	 y	 debidamente	 individualizados,	 estableciéndose	 los
mecanismos	de	seguridad	para	evitar	confusiones.	De	la	ejecución
de	 la	medida	 se	debe	 levantar	un	acta,	 que	 será	 firmada	por	 los
participantes	en	el	acto.
La	Fiscalía	de	la	Nación	dictará	las	disposiciones	reglamentarias
necesarias	para	garantizar	la	corrección	y	eficacia	de	la	diligencia,
así	 como	 para	 determinar	 el	 lugar	 de	 custodia	 y	 las	 reglas	 de
administración	de	los	bienes	incautados.
2.	Sin	perjuicio	de	lo	anterior,	si	se	trata	de	incautación	de	bienes
muebles	se	procederá	de	manera	que	se	tomen	bajo	custodia	y	–si
es	posible–	se	inscribirá	en	el	registro	correspondiente.	Si	se	trata
de	bienes	inmuebles	o	de	derecho	sobre	aquellos,	adicionalmente
a	 su	 ocupación,	 se	 procederá	 de	 manera	 que	 dicha	 medida	 se
anote	 en	 el	 registro	 respectivo,	 en	 cuyo	 caso	 se	 instará	 la	 orden
judicial	respectiva.
De	 igual	 forma,	 se	 procederá	 cuando	 se	 dicte	 la	 medida	 de
incautación	sobre	bienes	inscribibles.
Cuando	 los	 bienes	 incautados	 no	 se	 encuentren	 a	 nombre	 del
inculpado	se	 inscribirá	dicha	medida	cursándose	 los	partes	a	 los
Registros	Públicos,	debiendo	el	funcionario	competente	proceder
conforme	al	mandato	judicial.
3.	 El	 bien	 incautado,	 si	 no	 peligran	 los	 fines	 de	 aseguramiento
que	justificaron	su	adopción,	si	la	ley	lo	permite,	puede	ser:
a)	 Devuelto	 al	 afectado	 a	 cambio	 del	 depósito	 inmediato	 de	 su
valor;	o,
b)	Entregado	provisionalmente	al	 afectado,	bajo	 reserva	de	una
reversión	 en	 todo	 momento,	 para	 continuar	 utilizándolo
provisionalmente	 hasta	 la	 conclusión	 del	 proceso.	 En	 el	 primer
supuesto,	 el	 importe	depositado	ocupa	el	 lugar	del	bien;	y,	 en	el
segundo	 supuesto,	 la	medida	 requerirá	que	 el	 afectado	presente
caución,	garantía	real	o	cumpla	determinadas	condiciones.
4.	Si	se	alega	sobre	el	bien	incautado	un	derecho	de	propiedad	de
persona	distinta	del	imputado	o	si	otra	persona	tiene	sobre	el	bien
un	 derecho	 adquirido	 de	 buena	 fe	 cuya	 extinción	 podría	 ser
ordenada	 en	 el	 caso	 de	 la	 incautación	 o	 del	 decomiso,	 se
autorizará	 su	 participación	 en	 el	 proceso.	 En	 este	 caso	 el
participante	 en	 la	 incautación	 será	 oído,	 personalmente	 o	 por
escrito,	y	podrá	oponerse	a	la	incautación.
Para	el	esclarecimiento	de	tales	hechos,	se	puede	ordenar	la
comparecencia	personal	del	participante	de	la	incautación.	Si	no
comparece	sin	justificación	suficiente,	se	aplicarán	los	mismos
apremios	que	para	los	testigos.	En	todo	caso,	se	puede	deliberar	y
resolver	sin	su	presentación,	previa	audiencia	con	citación	de	las
partes.
D.	Leg.	957.
ART.	 319.—Modificado.	 D.	 Leg.	 983,	 Art.	 3°.	 Variación	 y
reexamen	de	la	incautación.
a)	Si	varían	los	presupuestos	que	determinaron	la	imposición	de
la	medida	de	 incautación,	ésta	será	 levantada	 inmediatamente,	 a
solicitud	del	Ministerio	Público	o	del	interesado.
b)	 Las	 personas	 que	 se	 consideren	 propietarios	 de	 buena	 fe	 de
los	 bienes	 incautados	 y	 que	 no	 han	 intervenido	 en	 el	 delito
investigado,	 podrán	 solicitar	 el	 reexamen	 de	 la	 medida	 de
incautación,	a	fin	que	se	levante	y	se	le	entreguen	los	bienes	de	su
propiedad.
c)	Los	autos	que	se	pronuncian	sobre	la	variación	y	el	reexamen
de	 la	 incautación	 se	 dictarán	 previa	 audiencia,	 a	 la	 que	 también
asistirá	el	peticionario.
Contra	ellos	procede	recurso	de	apelación.	Rige,	en	lo	pertinente,
lo	dispuesto	en	el	numeral	2)	del	artículo	278	y	en	los	numerales
2)	y	3)	del	artículo	279.
NOTA:	Literal	b)	según	Fe	de	Erratas	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”,	el	02.08.2007.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—El	afectado	por	una	medida	de
incautación	puede	o	interponer	un	recurso	de	apelación	o	solicitar	el
reexamen	de	la	medida.	“(…)	El	afectado	por	una	medida	de	incautación,
instrumental	o	cautelar,	que	en	ambos	casos	tiene	la	condición	de
interviniente	accesorio,	tiene	dos	opciones:	interponer	recurso	de	apelación	o
solicitar	el	reexamen	de	la	medida.	La	institución	del	reexamen	se	asocia	a	la
incorporación	de	actos	de	investigación	o	de	algún	elemento	de	convicción
luego	de	la	realización	del	acto	mismo,	que	modifique	la	situación	que
inicialmente	generó	la	incautación.	Desde	luego,	si	la	incautación	carece
desde	un	inicio	de	los	presupuestos	materiales	que	la	determinan	será	del	caso
interponer	el	respectivo	recurso	de	apelación.
El	tercero	que	alegue	ser	propietario	de	un	bien	incautado	y	que	no	ha
intervenido	en	el	delito,	dice	el	artículo	319.2	NCPP,	puede	solicitar	el
reexamen	de	la	medida	de	incautación,	a	fin	de	que	se	levante	y	se	le	entregue
el	bien	de	su	propiedad.	Esta	norma	no	significa	que	sólo	tiene	esta	opción,
pues	muy	bien,	frente	a	la	contundencia	de	la	evidencia	preexistente	–no	la
que	puede	aportar	con	posterioridad	a	la	incautación–	puede	intentar
derechamente	la	apelación.	El	reexamen,	por	lo	demás,	importa	un	análisis	de
la	medida	a	partir	de	nuevos	indicios	procedimentales	o	elementos	de
convicción;	no	controla	la	incautación	sobre	la	base	de	las	evidencias
existentes	cuando	ésta	se	decretó	o	efectivizó.”	(VI	Pleno	Jurisdiccional	de	las
Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	5-2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.
S.	San	Martín	Castro)
D.	Leg.	957.
ART.	320.—Pérdida	de	eficacia	de	la	incautación.
1.	 Dictada	 sentencia	 absolutoria,	 auto	 de	 sobreseimiento	 o	 de
archivo	de	 las	actuaciones,	 los	bienes	 incautados	se	restituirán	a
quien	tenga	derecho,	salvo	que	se	trate	de	bienes	intrínsecamente
delictivos.	 El	 auto,	 que	 se	 emitirá	 sin	 trámite	 alguno,	 será	 de
ejecución	inmediata.
2.	La	restitución	no	será	ordenada	si,	a	solicitud	de	las	partes
legitimadas,	se	deben	garantizar	–cuando	corresponda–	el	pago	de
las	responsabilidades	pecuniarias	del	delito	y	las	costas.
Libro	Tercero
EL	PROCESO	COMÚN
SECCIÓN	I
La	investigación	preparatoria
TÍTULO	I
Normas	generales
D.	Leg.	957.
ART.	321.—Finalidad.
1.	La	investigación	preparatoria	persigue	reunir	los	elementos	de
convicción,	de	cargo	y	de	descargo,	que	permitan	al	fiscal	decidir
si	 formula	o	no	acusación	y,	en	su	caso,	al	 imputado	preparar	su
defensa.	 Tiene	 por	 finalidad	 determinar	 si	 la	 conducta
incriminada	 es	 delictuosa,	 las	 circunstancias	 o	 móviles	 de	 la
perpetración,	la	identidad	del	autor	o	partícipe	y	de	la	víctima,	así
como	la	existencia	del	daño	causado.
2.	Modificado.	 Ley	28697,	Artículo	Único.	 La	Policía	Nacional
del	 Perú	 y	 sus	 órganos	 especializados	 en	 criminalística,	 la
Dirección	de	Policía	Contra	la	Corrupción,	el	Instituto	de	Medicina
Legal	y	los	demás	organismos	técnicos	del	Estado,	están	obligados
a	prestar	apoyo	al	fiscal.	Las	universidades,	institutos	superiores	y
entidades	privadas,	de	ser	el	caso	y	sin	perjuicio	de	la	celebración
de	 los	 convenios	 correspondientes,	 están	 facultados	 para
proporcionar	 los	 informes	 y	 los	 estudios	 que	 requiere	 el
Ministerio	 Público.	 La	 Contraloría	 General	 de	 la	 República,
conforme	a	sus	atribuciones	y	competencia,	a	solicitud	del	titular
del	Ministerio	Público,	podrá	prestar	el	apoyo	correspondiente,	en
el	marco	de	la	normativa	de	control.
3.	El	fiscal,	mediante	una	disposición,	y	con	arreglo	a	las
directivas	emanadas	de	la	Fiscalía	de	la	Nación,	podrá	contar	con
la	asesoría	de	expertos	de	entidades	públicas	y	privadas	para
formar	un	equipo	interdisciplinario	de	investigación	científica
para	casos	específicos,	el	mismo	que	actuará	bajo	su	dirección.
JURISPRUDENCIA.—Investigación	fiscal	sin	término	transgrede	el
derecho	a	la	libertad	personal.	“(...)	la	denuncia	de	vulneración	del	plazo
razonable	de	la	investigación	fiscal	se	enmarca	dentro	de	la	modalidad	de
hábeas	corpus	restringido,	el	que	opera	cuando	la	libertad	individual	o	de
locomoción	es	objeto	de	perturbaciones,	obstáculos	o	incomodidades,	que,
luego	de	apreciado	en	el	hecho	en	concreto,	puede	dar	lugar	a	la	estimación
de	la	demanda	cuando	se	manifiesta	una	seria	restricción	al	cabal	ejercicio	del
derecho	a	la	libertad	personal.
Por	lo	tanto,	la	posibilidad	de	que	la	justicia	constitucional	realice	el	control
de	las	actuaciones	del	Ministerio	Público	tiene	su	sustento,	entre	otros
supuestos,	en	la	garantía	y	el	pleno	respeto	del	derecho	al	plazo	razonable	de
la	investigación	fiscal,	el	que,	en	determinados	casos,	puede	comportar	una
afectación	negativa	a	la	libertad	individual	al	compeler	la	libertad	de
locomoción	del	actor,	lo	que	debe	ser	apreciado	caso	por	caso	(...).”	(TC,	Exp.
01736-2012-PHC-TC,	jun.	18/2012.	S.	S.	Beaumont	Callirgos)
JURISPRUDENCIA.—Hay	cuatro	consideraciones	para	fijar
razonablemente	el	plazo	de	investigación	preparatoria.	“(...)	para	fijar	el
plazo	de	la	investigación	preparatoria,	se	debe	tomar	en	cuenta	lo	siguiente:	i)
Gravedad	y	clase	o	naturaleza	del	delito	imputado,	ii)	Características	del
hecho	objeto	de	investigación,	iii)	Dificultad	y	rigor	de	los	actos	de
investigación	pertinentes	y	útiles	para	su	necesario	esclarecimiento,	iv)
actitud	del	fiscal	y	del	encausado,	esto	es,	diligencia	del	investigador	y
maniobras	obstruccionistas	del	encausado;	mientras	que	la	prórroga	del
plazo	de	investigación	preparatoria,	tiene	que	ver	con	las	dificultades	de	las
investigaciones	como	sería	la	demora	en	la	realización	de	determinado	acto
de	investigación.	La	prórroga	requiere	de	una	disposición	fiscal;	es	decir,	es	un
acto	procesal”.	(C.	S.,	Cas.	147-2016-Lima,	jul.	06/2016.	V.	P.	Pariona
Pastrana)
JURISPRUDENCIA.—La	investigación	preliminar	y	la	competencia	fiscal
no	están	referidas	al	contenido	constitucionalmente	protegido	del
derecho	a	la	libertad	personal.	“4.	En	el	caso	de	autos	se	cuestiona	la
tramitación	de	la	investigación	preliminar	llevada	a	cabo	ante	la	Segunda
Fiscalía	Provincial	Penal	Corporativa	de	Chiclayo,	seguida	por	el	delito	de
falsificación	y	uso	de	documento	público,	en	la	que	el	recurrente	tiene	la
condición	de	testigo	(Carpeta	Fiscal	N°	1070-2014).	Se	alega	que	la
investigación	no	puede	ventilarse	en	la	provincia	de	Chiclayo,	ya	que	las
escrituras	supuestamente	falsas	y/o	adulteradas	fueron	otorgadas	en	la
provincia	Rodríguez	de	Mendoza,	y	que	el	hecho	de	que	el	predio	se	ubique	en
el	distrito	de	Pimentel	(Chiclayo)	no	es	argumento	para	desviar	la	jurisdicción
cuya	competencia	corresponde	a	Rodríguez	de	Mendoza.	Al	respecto,	se
aprecia	que	el	recurso	interpuesto	no	está	referido	a	una	cuestión	de	derecho
de	especial	trascendencia	constitucional,	toda	vez	que	la	investigación	fiscal
que	se	cuestiona	y	la	competencia	fiscal	para	conocer	dicha	investigación	no
están	referidas	al	contenido	constitucionalmente	protegido	del	derecho	a	la
libertad	personal	materia	de	tutela	a	través	del	habeas	corpus,	por	cuanto,	en
el	caso,	tales	cuestiones	no	comportan	una	afectación	negativa,	directa	y
concreta	a	este	derecho	fundamental”.	(T.	C.,	Exp.	01945-2015-PHC/TC,	mar.
21/2016.	S.	S.	Urviola	Hani)
DOCTRINA.—La	 investigación	 del	 Ministerio	 Público.	 “En
contraposición	 al	 modelo	 anteriormente	 desarrollado,	 aparece	 aquel	 que
traslada	la	investigación	a	la	agencia	fiscal,	que	lentamente	se	ha	impuesto
en	 los	 países	 latinoamericanos,	 con	 los	 consiguientes	 beneficios	 que
sustancialmente	derivan	de	la	desformalización	y	la	flexibilidad.
Ciertamente,	 el	 mayor	 desarrollo	 de	 esta	 agencia	 como	 órgano	 de
investigación	 y	 la	 consiguiente	 introducción	 del	 juez	 de	 garantías	 como
órgano	contralor	de	los	derechos	y	garantías	individuales,	ha	colocado	a	la
etapa	 inicial	del	proceso	en	 su	 justo	 lugar,	 ya	que	quien	es	el	 titular	de	 la
acción	penal,	ha	pasado	a	ser	el	órgano	recolector	de	la	prueba,	con	la	que
habrá	 de	 determinar	 si	 está	 en	 condiciones	 de	 ejercitarla	 y	 el	 órgano
jurisdiccional	 estará	 encargado	 de	 controlar	 la	 invulnerabilidad	 de	 los
derechos	del	imputado	en	dicha	recolección.
Este	 sistema	 desplaza	 la	 importancia	 asignada	 en	 el	 sistema	 de
investigación	 jurisdiccional,	 de	 la	 etapa	 instructora	 a	 la	 del	 juicio,	 lo	 que
ubica	a	esta	instancia	del	proceso	penal	en	su	centro,	pues	es	en	ese	estadio
donde	 se	 produce	 efectivamente	 la	 controversia	 entre	 las	 partes,	 el
principio	de	inmediación	cobra	absoluto	valor	y	el	de	defensa	se	desarrolla
en	toda	su	extensión.
Esto	 no	 es	 una	 mera	 opinión	 de	 doctrinarios.	 Las	 constitucionales
americanas	 así	 lo	 establecen	 y	 la	 Convención	 Americana	 sobre	 Derechos
Humanos	–en	su	artículo	8°	 referido	a	 las	garantías	 judiciales–	 también	 lo
consagra.”	 (CHICHIZOLA,	 Luis	 María,	 “La	 investigación	 en	 los	 sistemas
acusatorios	 reformados”.	 Derecho	 penal	 contemporáneo	 -	 Revista
Internacional,	 Editorial	 Legis,	Número	11,	 abril	 -	 junio	de	2005,	 pág.	 75	 y
ss.)
COMENTARIO.—Los	 plazos	 de	 las	 diligencias	 preliminares	 y	 de	 la
investigación	 preparatoria	 son	 diferentes.	 Según	 lo	 aprobado	 por	 el
Pleno	Jurisdiccional	Distrital	en	Materia	Penal	del	23	de	febrero	del	2008	se
tiene	 que	 “los	 plazos	 de	 las	 diligencias	 preliminares	 y	 de	 la	 investigación
preparatoria	 son	 diferentes.	 El	 plazo	 de	 las	 diligencias	 preliminares	 se
computará	 desde	 la	 recepción	 de	 la	 noticia	 criminal	 por	 el	 fiscal,	 siempre
que	el	 imputado	se	encuentre	 individualizado.	El	plazo	de	 la	 investigación
preparatoria	se	computará	desde	la	comunicación	de	la	disposición	fiscal	al
juez	 de	 investigación	 preparatoria,	 tomándose	 como	 criterio	 el	 plazo
máximo	legal	de	24	horas	para	la	notificación	de	las	disposiciones.”
D.	Leg.	957.
ART.	322.—Dirección	de	la	investigación.
1.	El	fiscal	dirige	la	investigación	preparatoria.	A	tal	efecto	podrá
realizar	por	sí	mismo	o	encomendar	a	la	policía	las	diligencias	de
investigación	que	considere	conducentes	al	esclarecimiento	de	los
hechos,	ya	sea	por	propia	iniciativa	o	a	solicitud	de	parte,	siempre
que	 no	 requieran	 autorización	 judicial	 ni	 tengan	 contenido
jurisdiccional.	 En	 cuanto	 a	 la	 actuación	policial	 rige	 lo	dispuesto
en	el	artículo	65.
2.	Para	la	práctica	de	los	actos	de	investigación	puede	requerir	la
colaboración	de	 las	autoridades	y	 funcionarios	públicos,	quienes
lo	 harán	 en	 el	 ámbito	 de	 sus	 respectivas	 competencias	 y
cumplirán	 los	 requerimientos	 o	 pedidos	 de	 informes	 que	 se
realicen	conforme	a	la	ley.
3.	El	fiscal,	además,	podrá	disponer	las	medidas	razonables	y
necesarias	para	proteger	y	aislar	indicios	materiales	en	los
lugares	donde	se	investigue	un	delito,	a	fin	de	evitar	la
desaparición	o	destrucción	de	los	mismos.
JURISPRUDENCIA.—Características	del	nuevo	modelo	procesal	penal.
“(…)	el	nuevo	modelo	de	proceso	penal	posee	las	siguientes	características:	a)
adopción	de	un	modelo	acusatorio-adversarial,	que	en	esencia	presupone	la
separación	de	las	funciones	de	investigación	y	juzgamiento,	así	como	la	activa
participación	de	las	partes	procesales	para	la	dilucidación	de	los	hechos
controvertidos;	b)	equilibrio	entre	garantía	y	eficacia,	que	pretende	ponderar
el	respeto	de	los	derechos	fundamentales	del	imputado	con	la	eficacia	en	la
persecución	del	delito	por	parte	de	los	órganos	integrantes	del	sistema	de
administración	de	justicia;	c)	racionalidad	del	proceso	penal,	lo	que	significa
que	el	sistema	de	administración	de	justicia,	dado	que	cuenta	con	escasos
recursos	para	la	persecución	del	delito,	debe	concentrar	su	atención	en	la
solución	de	aquellos	casos	de	gran	envergadura	y	que	causan	profundo
malestar	social,	mientras	que	aquellos	casos	que	no	son	relevantes	pueden	ser
solucionados	a	partir	de	mecanismos	de	negociación	previstos	legalmente,
respetando	en	todo	momento	los	derechos	de	la	víctima	como	del	imputado;	y
d)	configuración	del	proceso	penal	según	la	Constitución,	que	implica	que	el
nuevo	modelo	de	proceso	se	erige	en	estricta	observancia	de	lo	dispuesto	por
los	principios	y	derechos	fundamentales	consagrados	en	nuestra	Constitución
Política,	así	como	por	lo	señalado	en	los	diversos	tratados	internacionales	que
forman	parte	del	derecho	nacional	[Talavera	Elguera,	Pablo:	‘Comentarios	al
Nuevo	Código	Procesal	Penal’.	Grijley,	2004.	Págs.	1-10].	(…).”	(TC,	Exp.	00815-
2007-PHC/TC,	dic.	07/2009.	S.	S.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—La	etapa	de	investigación	preparatoria	y	el
Ministerio	Público.	“(...)	las	nuevas	funciones	encomendadas	al	Ministerio
Público	de	acuerdo	con	el	nuevo	modelo	acusatorio-adversarial,	las	cuales
varían	notablemente	en	relación	con	el	modelo	anterior,	de	corte	‘inquisitivo
reformado’	o	‘mixto’,	en	donde	la	función	del	fiscal	tenía	diversa	intensidad,	en
directa	relación	con	la	etapa	del	proceso	existente.	Así:	i)	en	la	etapa	de
instrucción,	el	fiscal	cumplía	un	rol	eminentemente	secundario	y	burocrático,
en	la	medida	que	la	labor	de	investigación	estaba	asignada	esencialmente	al
juez	instructor,	contando	con	el	apoyo	de	la	fuerza	pública;	ii)	en	la	etapa	de
juicio,	por	el	contrario,	el	fiscal	asumía	una	labor	activa	en	la	acusación	del
delito	como	en	la	actuación	de	diversos	medios	probatorios,	tratando	de
asumir	una	labor	preponderante	dentro	del	proceso.	Sin	embargo,	‘(...)	el
hecho	histórico	que	la	etapa	de	instrucción	se	haya	engullido	al	juicio	y	que,	en
la	práctica	del	sistema	inquisitivo	reformado,	los	jueces	asuman	un	rol
protagónico	en	la	producción	de	la	prueba	en	el	juicio,	relegó	también	al
Ministerio	Público	a	un	papel	secundario	en	esta	etapa	(...)’	[Duce	J.	Mauricio:
‘El	Ministerio	Público	en	la	reforma	procesal	penal	en	América	Latina:	visión
general	acerca	del	Estado	de	los	cambios’	en:	El	Nuevo	Proceso	Penal.	Estudios
Fundamentales.	Palestra,	Lima	2005,	Pág.	93].	(...).”	(TC,	Exp.	00815-2007-
PHC/TC,	dic.	07/2009.	S.	S.	Landa	Arroyo)
D.	Leg.	957.
ART.	323.—Función	del	juez	de	la	investigación	preparatoria.
1.	 Corresponde,	 en	 esta	 etapa,	 al	 juez	 de	 la	 investigación
preparatoria	 realizar,	 a	 requerimiento	 del	 fiscal	 o	 a	 solicitud	 de
las	demás	partes,	los	actos	procesales	que	expresamente	autoriza
este	código.
2.	El	juez	de	la	investigación	preparatoria,	enunciativamente,	está
facultado	para:
a)	autorizar	la	constitución	de	las	partes;	b)	pronunciarse	sobre
las	medidas	limitativas	de	derechos	que	requieran	orden	judicial	y
–cuando	corresponda–	las	medidas	de	protección;	c)	resolver
excepciones,	cuestiones	previas	y	prejudiciales;	d)	realizar	los
actos	de	prueba	anticipada;	y,	e)	controlar	el	cumplimiento	del
plazo	en	las	condiciones	fijadas	en	este	código.
JURISPRUDENCIA.—Funciones	fiscales	de	persecución	del	delito	no
excluyen	participación	del	juez	penal.	“(...)	6.	En	el	modelo	actual,	no
obstante,	las	funciones	del	fiscal	se	han	acrecentado,	en	estricta
correspondencia	con	su	labor	de	persecución	del	delito.	En	esa	línea,	se
atribuye	al	Ministerio	Público	la	dirección	de	la	labor	de	investigación
preparatoria,	eliminando	por	completo	la	figura	del	juez	instructor,	lo	que
resulta	acorde	con	lo	dispuesto	por	el	artículo	159	de	la	Constitución.	Ello	sin
embargo,	no	implica	que	la	etapa	de	investigación	se	realice	sin	el	apoyo	del
órgano	jurisdiccional.	(…).”	(TC,	Exp.	00815-2007-PHC/TC,	dic.	07/2009.	S.	S.
Landa	Arroyo)
D.	Leg.	957.
ART.	324.—Reserva	y	secreto	de	la	investigación.
1.	 La	 investigación	 tiene	 carácter	 reservado.	 Sólo	 podrán
enterarse	de	su	contenido	las	partes	de	manera	directa	o	a	través
de	sus	abogados	debidamente	acreditados	en	autos.	En	cualquier
momento	pueden	obtener	copia	simple	de	las	actuaciones.
2.	El	 fiscal	puede	ordenar	que	alguna	actuación	o	documento	se
mantenga	 en	 secreto	 por	 un	 tiempo	 no	 mayor	 de	 veinte	 días,
prorrogables	por	 el	 juez	de	 la	 investigación	preparatoria	por	un
plazo	 no	 mayor	 de	 veinte	 días,	 cuando	 su	 conocimiento	 pueda
dificultar	el	éxito	de	la	investigación.	La	disposición	del	fiscal	que
declara	el	secreto	se	notificará	a	las	partes.
3.	Las	copias	que	se	obtengan	son	para	uso	de	la	defensa.	El
abogado	que	las	reciba	está	obligado	a	mantener	la	reserva	de	ley,
bajo	responsabilidad	disciplinaria.	Si	reincidiera	se	notificará	al
patrocinado	para	que	lo	sustituya	en	el	término	de	dos	días	de
notificado.	Si	no	lo	hiciera,	se	nombrará	uno	de	oficio.
D.	Leg.	957.
ART.	325.—Carácter	de	las	actuaciones	de	la	investigación.
Las	actuaciones	de	la	investigación	sólo	sirven	para	emitir	las
resoluciones	propias	de	la	investigación	y	de	la	etapa	intermedia.
Para	los	efectos	de	la	sentencia	tienen	carácter	de	acto	de	prueba
las	pruebas	anticipadas	recibidas	de	conformidad	con	los	artículos
242	y	siguientes,	y	las	actuaciones	objetivas	e	irreproducibles
cuya	lectura	en	el	juicio	oral	autoriza	este	código.
DOCTRINA.—Los	 sistemas	 procesales	 y	 la	 naturaleza	 de	 la
investigación	previa.	“(...)	El	momento	que	debe	ser	tenido	en	cuenta	para
analizar	el	plazo	razonable	es	el	ejercicio	de	la	acción	penal,	es	decir,	desde
que	 se	 traba	 la	 litis,	 pues	 lo	 que	 ocurre	 antes	 son	 las	 averiguaciones	 por
parte	 del	 Estado	 sobre	 la	 ocurrencia	 de	 los	 hechos	 y	 la	 autoría	 de	 los
mismos.	Esta	fase	investigativa,	en	el	marco	de	un	sistema	acusatorio	o	de
tendencia	 acusatoria,	 está	 caracterizada	 por	 ser	 desjudicializada,
desformalizada,	 reservada	 y	 seria,	 rodeada	 de	 las	 mayores	 garantías.	 No
existe	proceso	aún,	pues	simplemente	en	ella	se	pretende	establecer	por	la
parte	acusadora	si	va	a	ejercer	o	no	acción	penal.	(...).	¿Cuándo	corresponde
entender	que	se	debe	terminar	 la	 fase	de	 investigación?	Como	lo	afirma	el
profesor	 Juan	 Luis	 Gómez	 Colomer	 “[l]a	 fase	 de	 averiguación	 o
procedimientos	preparatorio,	debe	concluirse	cuando	la	fiscalía	estime	que
ya	tiene	recogido	el	material	necesario,	que	permita	decidir	si	va	a	ejercer	la
acción,	es	decir,	si	va	a	acusar,	o	no,	archivando	entonces	la	causa	(v.	§170
StPO)”.	 Este	 debe	 ser	 el	 límite	 de	 la	 misma,	 no	 puede	 establecerse	 un
período	 de	 tiempo	 fijo	 y	 determinado,	 pues	 todo	 depende	 de	 las
circunstancias	particulares	del	caso,	para	obtener	la	evidencia	y	elementos
materiales	 probatorios	 necesarios	 para	 tomar	 una	 decisión	 respecto	 a	 la
causa,	en	el	entendido	de	que	la	labor	de	la	fiscalía	o	policía	judicial	se	está
llevando	a	cabo	con	la	debida	diligencia	en	un	intento	serio	por	esclarecer
los	hechos	ocurridos.
Esta	 interpretación	 es	 compatible	 con	 el	 razonamiento	 que	 llevó	 a
considerar	la	imprescriptibilidad	en	el	plano	de	la	Corte	Penal	Internacional
por	 los	 delitos	 de	 que	 conoce,	 entre	 otras	 razones	 por	 la	 complejidad	 y
dificultad	de	esclarecer	la	ocurrencia	de	los	mismos.	No	puede	predicarse	la
necesidad	de	la	imprescriptibilidad	de	los	delitos	graves	y	de	trascendencia
en	 la	 comunidad	 internacional	 con	 el	 fin	 de	 evitar	 que	 se	 premie	 la
impunidad	 e,	 igualmente,	 establecer	 límites	 temporales,	 bajo	un	 alcance	 o
interpretación	 indebida	 del	 concepto	 de	 plazo	 razonable,	 que	 pueden
constituirse	en	apremios	que	atenten	contra	una	buena	investigación	y,	por
tanto,	con	la	posibilidad	de	que	el	ente	acusador	triunfe	en	juicio.
(...).
Parte	de	la	doctrina	considera	que	resulta	claro	desde	el	punto	de	vista	del
derecho	 constitucional	 que	 las	 actuaciones,	 particularmente	 los	 actos	 de
instrucción,	no	pueden	durar	ad	infinitum	o	tener	en	la	ley	unos	lapsos	que
a	todas	 luces	son	 justamente	 irrazonables.	Pero	entonces	¿cuál	debe	ser	el
límite	temporal,	si	debiera	haberlo?	El	razonamiento	que	acá	se	expone	es
que	 debe	 seguirse	 el	 criterio	 objetivo	 de	 un	 intento	 serio	 de	 investigar,
atendiendo	 a	 criterios	 de	 razonabilidad	 y	 diligencia.	 Es	 necesario
compatibilizar	 los	 derechos	 de	 la	 persona	 perseguida	 penalmente	 con	 los
tiempos	 requeridos	 para	 una	 buena	 administración	 de	 justicia	 y	 esto	 se
logra	con	el	 criterio	objetivo	que	aquí	 se	plantea.	 (…)”	 (GRANADOS	PEÑA,
Jaime	 Enrique.	 “De	 la	 reparación	 a	 las	 víctimas	 y	 la	 garantía	 del	 plazo
razonable	 y	 el	 nuevo	 sistema	 acusatorio	 en	 Colombia”.	 Derecho	 Penal
Contemporáneo	 -	Revista	 Internacional,	Editorial	Legis,	Número	20,	 julio	 -
setiembre	de	2007;	págs.	157	y	ss.)
DOCTRINA.—Importancia	 del	 nuevo	 sistema	 y	 la	 nueva	 estructura
procesal.	“(...)	Refiriéndose	al	sistema	acusatorio,	afirma	el	profesor	Binder
que	 ‘Este	 sistema	 se	 va	 imponiendo	 en	 la	 mayoría	 de	 los	 sistemas
procesales.	En	la	práctica,	ha	demostrado	ser	mucho	más	eficaz,	tanto	para
profundizar	la	investigación	como	para	preservar	las	garantías	procesales’.
A	estas	prácticas	no	ha	sido	ajena	Colombia.
La	 reciente	 reforma	 del	 proceso	 penal	 colombiano	 constituye	 un	 intento
por	hacer	de	 los	derechos	 fundamentales	verdaderas	órdenes,	entre	otras,
en	 lo	 referente	 al	 plazo	 razonable.	 El	 nuevo	 sistema	 modifica
sustancialmente	la	etapa	de	investigación,	suprimiendo	el	sumario	criminal
del	 sistema	 inquisitivo.	 El	 nuevo	 modelo	 de	 investigación	 implica	 la
transformación	 de	 esta	 en	 una	 etapa	 puramente	 preparatoria	 del	 juicio
criminal,	entregada	a	los	fiscales	con	el	apoyo	de	la	policía	judicial,	quienes
deberán	conducir	 la	 investigación	de	 los	delitos,	 realizar	 las	diligencias	de
investigación	y	ejercer	la	acción	penal	pública.	El	proceso	penal	acusatorio
no	se	subdivide	en	dos	etapas,	 como	acontece	en	 los	esquemas	mixtos.	La
actividad	de	investigación	no	abarca	la	práctica	de	pruebas,	ni	mucho	menos
la	 adopción	 de	 decisiones	 que	 puedan	 comprometer	 derechos
fundamentales	de	la	persona	investigada,	caso	en	el	cual,	de	ser	necesario,	la
decisión	es	 tomada	por	un	 juez	de	garantías.	En	este	sistema,	el	momento
que	 determina	 el	 comienzo	 del	 ejercicio	 de	 la	 acción	 penal,	 en	 su	 sentido
más	 puro,	 se	 encuentra	 referido	 a	 la	 presentación	 de	 la	 acusación	 ante	 el
juez	 de	 la	 causa,	 puesto	 que	 es	 en	 ese	 instante,	 dada	 la	 naturaleza
adversarial	del	mismo,	cuando	se	entabla	la	relación	jurídico	procesal	entre
los	tres	intervinientes	fundamentales:	juez,	fiscal	investigador	-	acusador	y
defensa.	 (...).”	 (GRANADOS	 PEÑA,	 Jaime	 Enrique.	 “De	 la	 reparación	 a	 las
víctimas	y	la	garantía	del	plazo	razonable	y	el	nuevo	sistema	acusatorio	en
Colombia”.	Derecho	Penal	Contemporáneo	-	Revista	Internacional,	Editorial
Legis,	Número	20,	julio	-	setiembre	de	2007;	págs.	157	y	ss.)
TÍTULO	II
La	denuncia	y	los	actos	iniciales	de	la
investigación
CAPÍTULO	I
La	denuncia
D.	Leg.	957.
ART.	326.—Facultad	y	obligación	de	denunciar.
1.	 Cualquier	 persona	 tiene	 la	 facultad	 de	 denunciar	 los	 hechos
delictuosos	 ante	 la	 autoridad	 respectiva,	 siempre	 y	 cuando	 el
ejercicio	de	la	acción	penal	para	perseguirlos	sea	público.
2.	No	obstante,	lo	expuesto	deberán	formular	denuncia:
a)	Quienes	están	obligados	a	hacerlo	por	expreso	mandato	de	la
ley.	 En	 especial	 lo	 están	 los	 profesionales	 de	 la	 salud	 por	 los
delitos	que	conozcan	en	el	desempeño	de	 su	actividad,	 así	 como
los	 educadores	 por	 los	 delitos	 que	 hubieren	 tenido	 lugar	 en	 el
centro	educativo.
b)	Los	funcionarios	que	en	el	ejercicio	de	sus	atribuciones,	o	por
razón	del	cargo,	tomen	conocimiento	de	la	realización	de	algún
hecho	punible.
JURISPRUDENCIA.—Actividad	fiscal	previa	al	inicio	del	proceso	penal.
“(…)	la	actividad	probatoria	y	el	grado	de	convicción	al	que	debe	arribar	el
fiscal	en	el	transcurso	de	esta	investigación	previa	al	proceso	penal,	la
doctrina	ha	señalado	lo	siguiente:	‘(...)	no	se	requiere	que	exista	convicción
plena	en	el	fiscal	ni	que	las	actuaciones	estén	completas,	sólo	se	necesita	que
las	investigaciones	arrojen	un	resultado	probabilístico	razonable,	en	orden	a
la	realidad	de	un	delito	y	de	la	vinculación	delictiva	del	imputado	o
imputados’.	Sin	embargo,	desde	una	perspectiva	constitucional,	resulta
insuficiente	valorar	la	actuación	fiscal	en	sus	propios	términos	legales;	se
requiere	de	su	conformidad	con	los	mandatos	constitucionales	de	respeto	a	los
derechos	fundamentales	y	al	ordenamiento	jurídico	constitucional	(…)”.	(TC,
Exp.	N°	6167-2005-PHC/TC,	feb.	28/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Denuncia	fiscal	constituye	un	importante	indicativo
para	el	juez.	“(...)	si	bien	la	denuncia	fiscal	no	vincula	al	juez	–el	mismo	que
sólo	abrirá	instrucción	si	considera	que	de	la	denuncia	fluyen	indicios
suficientes	o	elementos	de	juicio	que	razonablemente	revelen	la	existencia	de
un	delito–,	en	cambio,	sí	constituye	un	importante	indicativo	para	el	juez,	el
cual	podría	ser	inducido	a	error	sobre	la	base	de	una	denuncia	abiertamente
arbitraria,	orientada	a	conseguir	que	el	presunto	autor	del	hecho	delictivo	sea
procesado.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	6167-2005-PHC/TC,	feb.	28/2006.	Pres.	García
Toma)
JURISPRUDENCIA.—La	sola	presentación	de	una	denuncia	penal	no
implica	amenaza,	coacción,	extorsión	o	tortura	psicológica.	“(...)	Con	lo
que	cabe	señalar	que	la	sola	presentación	de	una	denuncia	penal,	o	la
interposición	de	recursos	dentro	del	seguimiento	del	procedimiento
prejurisdiccional	seguido	ante	el	Ministerio	Público,	no	pueden	ser
considerados	como	actos	de	amenaza,	coacción,	extorsión,	tortura	psicológica
(…)”.	(TC,	Exp.	N°	6526-2005-PHC/TC,	jun.	20/2006.	Pres.	García	Toma)
D.	Leg.	957.
ART.	327.—No	obligados	a	denunciar.
1.	Nadie	está	obligado	a	 formular	denuncia	contra	su	cónyuge	y
parientes	 comprendidos	 dentro	 del	 cuarto	 grado	 de
consanguinidad	o	segundo	de	afinidad.
2.	Tampoco	existe	esta	obligación	cuando	el	conocimiento	de	los
hechos	está	amparado	por	el	secreto	profesional.
D.	Leg.	957.
ART.	328.—Contenido	y	forma	de	la	denuncia.
1.	 Toda	 denuncia	 debe	 contener	 la	 identidad	 del	 denunciante,
una	narración	detallada	y	veraz	de	los	hechos,	y	–de	ser	posible–
la	individualización	del	presunto	responsable.
2.	 La	 denuncia	 podrá	 formularse	 por	 cualquier	 medio.	 Si	 es
escrita,	el	denunciante	firmará	y	colocará	su	impresión	digital.	Si
es	verbal	se	sentará	el	acta	respectiva.
3.	En	ambos	casos,	si	el	denunciante	no	puede	firmar	se	limitará	a
colocar	su	impresión	digital,	dejándose	constancia	en	el	acta	del
impedimento.
JURISPRUDENCIA.—TC:	imputación	condicional	no	implica	meras
suposiciones,	sino	que	evidencia	el	respeto	a	la	presunción	de	inocencia.
“Del	mismo	modo,	lo	aducido	por	los	demandantes	respecto	de	que	han	sido
comprendidos	en	un	proceso	penal	por	meras	suposiciones,	pues	la	imputación
realizada	en	su	contra	ha	sido	efectuada	en	modo	condicional,	tampoco
resulta	atendible;	por	el	contrario,	ello	evidencia	que	el	juez	demandado	ha
expedido	dicha	resolución	respetando	el	derecho	a	la	presunción	de	inocencia
de	los	recurrentes.
14.	En	ese	orden	de	ideas,	no	puede	entenderse	que	la	resolución	cuestionada
resulte	arbitraria,	pues	no	se	ha	limitado	únicamente	a	poner	en	conocimiento
de	los	inculpados	aquellos	cargos	que	se	le	dirigen,	ni	es	genérica,	sino	que
está	premunida	de	una	acusación	cierta,	precisa,	clara,	expresa	y
personalizada,	ya	que	cuenta	con	una	descripción	detallada	de	los	hechos
considerados	punibles	y	del	material	probatorio	en	que	se	fundamentan,	no
habiendo	impedido	a	los	procesados	un	pleno	y	adecuado	ejercicio
constitucional	del	derecho	de	defensa”.	(T.	C.,	Exp.	01940-2012-PA/TC,	dic.
01/2014.	S.	S.	Blume	Fortini)
DOCTRINA.—Alcance	 probatorio	 de	 la	 denuncia.	 “El	 acto	 de	 denuncia
tiene	carácter	informativo	en	cuanto	se	limita	a	poner	en	conocimiento	de	la
autoridad	 encargada	 de	 investigar,	 la	 perpetración	 de	 una	 conducta
presumiblemente	delictuosa,	con	indicación	de	las	circunstancias	de	tiempo,
modo	y	 lugar	 en	que	 se	 realizó	y	de	 los	presuntos	 autores	o	partícipes,	 si
fueren	 conocidos	 por	 el	 denunciante.	 No	 constituye	 fundamento	 de	 la
imputación,	 ni	 del	 grado	 de	 participación,	 o	 de	 ejecución	 del	 hecho,
careciendo,	en	sí	misma,	de	valor	probatorio”.	(C.	Const.	de	Colombia,	Sent.
C-1177,	nov.	17/2005.	M.P.	Jaime	Córdoba	Triviño)
CAPÍTULO	II
Actos	iniciales	de	la	investigación
D.	Leg.	957.
ART.	329.—Formas	de	iniciar	la	investigación.
1.	 El	 fiscal	 inicia	 los	 actos	 de	 investigación	 cuando	 tenga
conocimiento	 de	 la	 sospecha	 de	 la	 comisión	 de	 un	 hecho	 que
reviste	 los	 caracteres	 de	 delito.	 Promueve	 la	 investigación	 de
oficio	o	a	petición	de	los	denunciantes.
2.	La	inicia	de	oficio	cuando	llega	a	su	conocimiento	la	comisión
de	un	delito	de	persecución	pública.
D.	Leg.	957.
ART.	330.—Diligencias	preliminares.
1.	El	fiscal	puede,	bajo	su	dirección,	requerir	la	intervención	de	la
policía	 o	 realizar	 por	 sí	 mismo	 diligencias	 preliminares	 de
investigación	para	determinar	si	debe	formalizar	la	investigación
preparatoria.
2.	 Las	 diligencias	 preliminares	 tienen	 por	 finalidad	 inmediata
realizar	los	actos	urgentes	o	inaplazables	destinados	a	determinar
si	 han	 tenido	 lugar	 los	 hechos	 objeto	 de	 conocimiento	 y	 su
delictuosidad,	 así	 como	asegurar	 los	 elementos	materiales	de	 su
comisión,	 individualizar	 a	 las	 personas	 involucradas	 en	 su
comisión,	incluyendo	a	los	agraviados,	y,	dentro	de	los	límites	de
la	ley,	asegurarlas	debidamente.
3.	El	fiscal	al	tener	conocimiento	de	un	delito	de	ejercicio	público
de	la	acción	penal,	podrá	constituirse	inmediatamente	en	el	lugar
de	los	hechos	con	el	personal	y	medios	especializados	necesarios
y	efectuar	un	examen	con	la	finalidad	de	establecer	la	realidad	de
los	hechos	y,	en	su	caso,	impedir	que	el	delito	produzca
consecuencias	ulteriores	y	que	se	altere	la	escena	del	delito.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Actuación	de	diligencias	preliminares
en	investigaciones	complejas	no	debe	superar	los	ocho	meses.	“(...)	así	las
cosas,	y	teniendo	en	cuenta	las	pautas	instauradas	en	la	jurisprudencia
nacional	(...),	que	prescribe,	que	la	fase	de	diligencias	preliminares	no	puede
ser	mayor	que	el	plazo	máximo	de	la	investigación	preparatoria	regulada	en
el	artículo	trescientos	cuarenta	y	dos	del	Código	Procesal	Penal,	esto	es,	de
ocho	meses;	y	en	aplicación	del	artículo	trescientos	treinta	y	cuatro	inciso	dos,
en	concordancia	con	el	artículo	ciento	cuarenta	y	seis	del	citado	código,	debe
entenderse	que	este	es	el	mismo	plazo	razonable	para	que	la	fiscalía	disponga
la	ejecución	de	diligencias	a	nivel	preliminar;	por	lo	que,	se	debe	establecer
como	doctrina	jurisprudencial	que:	‘tratándose	de	investigaciones	complejas,
el	plazo	máximo	para	llevar	a	cabo	las	diligencias	preliminares	es	de	ocho
meses’;	considerándose	proceso	complejo,	cuando:	a)	requiera	la	actuación	de
una	cantidad	significativa	de	actos	de	investigación;	b)	comprenda	la
investigación	de	numerosos	delitos;	c)	involucra	una	cantidad	importante	de
imputados	o	agraviados;	d)	investiga	delitos	perpetrados	por	imputados
integrantes	o	colaboradores	de	bandas	u	organizaciones	delictivas;	e)
demanda	la	realización	de	pericias	que	comportan	la	revisión	de	una	nutrida
documentación	o	de	complicados	análisis	técnicos;	f)	necesita	realizar
gestiones	de	carácter	procesal	fuera	del	país;	o,	g)	deba	revisar	la	gestión	de
personas	jurídicas	o	entidades	del	Estado”.	(CS,	Cas.	144-2012-Áncash,	nov.
11/2013.	S.	S.	Villa	Stein)
NOTA:	La	Casación	144-2012-Ácash	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	16	de	mayo	del
2014.
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	reitera:	ocho	meses	es	el	plazo
máximo	para	llevar	a	cabo	las	diligencias	preliminares	en
investigaciones	complejas.	“Respecto	al	punto	c)	Determinar	si	el	plazo	de	la
investigación	de	la	investigación	preliminar	es	de	ocho	meses	cuando	es	de
naturaleza	compleja,	debe	considerarse:
Que,	en	atención	o	los	criterios	recogidos	en	la	jurisprudencia	nacional	y	del
Tribunal	Constitucional,	mediante	Sentencia	Casatoria	N°	144-2012,	de	fecha
once	de	julio	de	dos	mil	trece,	la	Sala	Penal	Permanente	de	la	Corte	Supremo,
ha	establecido	como	doctrina	jurisprudencial,	que	tratándose	de
investigaciones	complejas,	el	plazo	máximo	para	llevar	a	cabo	las	diligencias
preliminares,	es	de	ocho	meses.	De	allí,	que	este	extremo,	no	requiere	de	un
pronunciamiento	adicional”.	(CS,	Cas.	134-2012-Áncash,	ago.	13/2013.	S.	S.
Villa	Stein)
D.	Leg.	957.
ART.	331.—Actuación	policial.
1.	Tan	pronto	la	policía	tenga	noticia	de	la	comisión	de	un	delito,
lo	pondrá	en	conocimiento	del	Ministerio	Público	por	 la	vía	más
rápida	y	también	por	escrito,	 indicando	 los	elementos	esenciales
del	hecho	y	demás	elementos	inicialmente	recogidos,	así	como	la
actividad	 cumplida,	 sin	 perjuicio	 de	 dar	 cuenta	 de	 toda	 la
documentación	que	pudiera	existir.
2.	 Aun	 después	 de	 comunicada	 la	 noticia	 del	 delito,	 la	 policía
continuará	 las	 investigaciones	que	haya	 iniciado	y	después	de	 la
intervención	 del	 fiscal	 practicará	 las	 demás	 investigaciones	 que
les	sean	delegadas	con	arreglo	al	artículo	68.
3.	Las	citaciones	que	en	el	curso	de	las	investigaciones	realice	la
policía	a	las	personas	pueden	efectuarse	hasta	por	tres	veces.
D.	Leg.	957.
ART.	332.—Modificado.	Ley	30076,	Art.	3°.	Informe	policial.
1.	La	policía	en	todos	los	casos	en	que	intervenga	elevará	al	fiscal
un	informe	policial.
2.	El	 informe	policial	contendrá	los	antecedentes	que	motivaron
su	 intervención,	 la	 relación	 de	 las	 diligencias	 efectuadas	 y	 el
análisis	de	 los	hechos	 investigados,	absteniéndose	de	calificarlos
jurídicamente	y	de	imputar	responsabilidades.
3.	 El	 informe	 policial	 adjuntará	 las	 actas	 levantadas,	 las
manifestaciones	 recibidas,	 las	 pericias	 realizadas,	 las
recomendaciones	sobre	actos	de	investigación	y	todo	aquello	que
considere	indispensable	para	el	esclarecimiento	de	la	imputación,
así	como	la	comprobación	del	domicilio	y	los	datos	personales	de
los	imputados.
D.	Leg.	957.
ART.	333.—Coordinación	interinstitucional	de	la	Policía
Nacional	con	el	Ministerio	Público.	Sin	perjuicio	de	la
organización	policial	establecida	por	la	ley	y	de	lo	dispuesto	en	el
artículo	69,	la	Policía	Nacional	instituirá	un	órgano	especializado
encargado	de	coordinar	las	funciones	de	investigación	de	dicha
institución	con	el	Ministerio	Público,	de	establecer	los
mecanismos	de	comunicación	con	los	órganos	de	gobierno	del
Ministerio	Público	y	con	las	fiscalías,	de	centralizar	la	información
sobre	la	criminalidad	violenta	y	organizada,	de	aportar	su
experiencia	en	la	elaboración	de	los	programas	y	acciones	para	la
adecuada	persecución	del	delito,	y	de	desarrollar	programas	de
protección	y	seguridad.
TÍTULO	III
La	investigación	preparatoria
D.	Leg.	957.
ART.	334.—Modificado.	Ley	30076,	Art.	3°.	Calificación.
1.	Si	el	fiscal	al	calificar	la	denuncia	o	después	de	haber	realizado
o	 dispuesto	 realizar	 diligencias	 preliminares,	 considera	 que	 el
hecho	 denunciado	 no	 constituye	 delito,	 no	 es	 justiciable
penalmente	o	se	presentan	causas	de	extinción	previstas	en	la	ley,
declarará	 que	 no	 procede	 formalizar	 y	 continuar	 con	 la
investigación	 preparatoria,	 así	 como	 ordenará	 el	 archivo	 de	 lo
actuado.	Esta	disposición	se	notifica	al	denunciante,	al	agraviado	y
al	denunciado.
2.	El	plazo	de	las	diligencias	preliminares,	conforme	al	artículo	3°,
es	 de	 sesenta	 días,	 salvo	 que	 se	 produzca	 la	 detención	 de	 una
persona.	 No	 obstante	 ello,	 el	 fiscal	 podrá	 fijar	 un	 plazo	 distinto
según	 las	 características,	 complejidad	 y	 circunstancias	 de	 los
hechos	 objeto	 de	 investigación.	 Quien	 se	 considere	 afectado	 por
una	excesiva	duración	de	las	diligencias	preliminares,	solicitará	al
fiscal	 le	 dé	 término	y	dicte	 la	 disposición	que	 corresponda.	 Si	 el
fiscal	 no	 acepta	 la	 solicitud	 del	 afectado	 o	 fija	 un	 plazo
irrazonable,	 este	 último	 podrá	 acudir	 al	 juez	 de	 la	 investigación
preparatoria	 en	 el	 plazo	 de	 cinco	 días	 instando	 su
pronunciamiento.	 El	 juez	 resolverá	 previa	 audiencia,	 con	 la
participación	del	fiscal	y	del	solicitante.
3.	En	caso	de	que	el	hecho	fuese	delictuoso	y	 la	acción	penal	no
hubiere	 prescrito,	 pero	 faltare	 la	 identificación	 del	 autor	 o
partícipe,	ordenará	la	intervención	de	la	policía	para	tal	fin.
4.	Cuando	aparezca	que	el	denunciante	ha	omitido	una	condición
de	 procedibilidad	 que	 de	 él	 depende,	 dispondrá	 la	 reserva
provisional	de	la	investigación,	notificando	al	denunciante.
5.	El	denunciante	o	el	agraviado	que	no	estuviese	conforme	con	la
disposición	 de	 archivar	 las	 actuaciones	 o	 de	 reservar
provisionalmente	 la	 investigación,	 requerirá	al	 fiscal,	 en	el	plazo
de	cinco	días,	eleve	las	actuaciones	al	fiscal	superior.
6.	El	 fiscal	superior	se	pronunciará	dentro	del	quinto	día.	Podrá
ordenar	se	formalice	la	investigación,	se	archiven	las	actuaciones
o	se	proceda	según	corresponda.
NOTAS:	1.	La	Segunda	Disposición	Complementaria	Final	del	Decreto	Legislativo	N°	1206	estableció
lo	siguiente:	“(...)	Adelantamiento	de	la	vigencia	de	artículos	del	Código	Procesal	Penal,	Decreto
Legislativo	N°	957.	Adelántase	la	vigencia	de	los	artículos	272,	273,	274,	275,	276,	277,	278,	279,
280,	281,	282,	283,	284,	285	y	334	del	Código	Procesal	Penal,	aprobado	por	Decreto	Legislativo	N°
957,	en	todo	el	territorio	peruano”.	La	Tercera	Disposición	Complementaria	Final	del	mismo	decreto
precisó	que	“[c]uando	los	artículos	272	a	285	y	334	del	Código	Procesal	Penal,	aprobado	por	Decreto
Legislativo	N°	957,	hagan	referencia	a	los	términos	‘investigación	preparatoria’,	‘expediente	fiscal’,
‘prisión	preventiva’,	‘juez	de	la	investigación	preparatoria’	y	‘sala	penal’,	se	debe	interpretar	que
dichos	términos	hacen	referencia,	respectivamente,	a	‘Instrucción’,	‘expediente	fiscal’,	‘mandato	de
detención’,	‘juez	penal’	y	‘sala	penal’.	Esta	disposición	rige	en	los	distritos	judiciales	en	los	que	el
Código	Procesal	Penal	no	ha	entrado	en	vigencia”.
PLAZO	PARA	IMPUGNAR	LAS	DISPOSICIONES	FISCALES	DE	ARCHIVO	O
DE	RESERVA	PROVISIONAL
Dir.	009-2012-MP-FN.
l.	Objeto
La	presente	directiva	tiene	como	objeto	establecer	un	criterio	uniforme	del
plazo	que	 tiene	el	denunciante	o	quien	se	halle	 facultado	 legalmente,	para
impugnar	 la	 disposición	 fiscal	 de	 archivo	 de	 las	 actuaciones	 o	 de	 reserva
provisional	 de	 la	 investigación,	 en	 el	 marco	 de	 la	 aplicación	 del	 Código
Procesal	Penal	del	2004.
	
II.	Finalidad
Unificar	criterios	de	interpretación	y	aplicación	del	nuevo	Código	Procesal
Penal,	aprobado	por	el	Decreto	Legislativo	N°	957	(en	adelante	CPP).
III.	Alcance
La	presente	directiva,	es	de	aplicación	obligatoria	para	todos	los	fiscales	de
los	distritos	judiciales	en	lo	que	se	encuentra	vigente	el	CPP.
IV.	Base	legal
•	Constitución	Política	del	Estado:	artículos	158	y	159.
•	Código	Procesal	Penal	-	Decreto	Legislativo	N°	957:	artículo	61.1	y	334.5.
•	Ley	Orgánica	del	Ministerio	Público	-	Decreto	Legislativo	N°	052:	artículos
1°,	5°,	12	y	64.
•	Reglamento	de	Control	Interno	del	Ministerio	Público:	artículo	23,	incisos
c	y	d.
V.	Normas	generales
La	impugnación	como	garantía
1.	Conforme	a	los	principios	que	regulan	nuestro	ordenamiento	jurídico	–y
reconocidos	también	en	los	instrumentos	internacionales	del	cual	el	Perú	es
parte–,	 el	 derecho	 a	 impugnar,	 en	 tanto	 manifestación	 del	 derecho	 a	 la
tutela	jurisdiccional	efectiva,	posibilita	a	la	parte	que	se	siente	afectada	por
la	 resolución	 de	 un	 órgano	 judicial,	 lograr	 que	 tal	 decisión	 sea	 objeto	 de
revisión	 por	 la	 instancia	 inmediata	 superior	 para	 alcanzar	 su	 revocatoria
y/o	 anulación.	 En	 ese	 sentido,	 el	 CPP	 establece	 un	 sistema	 de	 medios
impugnativos	que	se	articulan	en	torno	a	las	resoluciones	emanadas	de	una
autoridad	jurisdiccional.
2.	 Si	 bien	 las	 decisiones	 que	 adopta	 el	 Ministerio	 Público,	 no	 han	 sido
materia	de	 tratamiento	 impugnativo	–debido	a	que	ellas	no	se	encuentran
revestidas	 de	 carácter	 jurisdiccional–,	 empero,	 teniendo	 en	 cuenta	 que	 el
derecho	 a	 impugnar	 también	 despliega	 su	 eficacia	 jurídica	 en	 el	 ámbito
prejurisdiccional,	 esta	 falta	 de	 regulación	 explicita	 no	 impide	 que	 se	 le
otorgue	 al	 sujeto	 afectado	 con	 la	 decisión	 emanada	 en	 este	 ámbito,	 el
derecho	a	recurrirla	bajo	los	parámetros	legalmente	establecidos.
La	impugnación	de	las	disposiciones	fiscales
3.	 De	 acuerdo	 con	 la	 nueva	 normativa	 del	 CPP,	 la	 investigación	 fiscal,
iniciada	 por	 denuncia	 de	 parte	 o	 de	 oficio,	 conforme	 a	 lo	 regulado	 en	 los
artículos	 326	 y	 329,	 da	 lugar	 a	 la	 realización	 de	 las	 llamadas	 diligencias
preliminares,	 cuya	 finalidad,	 inmediata	 y	 principal,	 es	 determinar,	 de
manera	razonable	y	verosímil,	la	realidad	de	un	hecho	punible,	las	personas
involucradas	 en	 el	 mismo	 y,	 de	 ser	 el	 caso,	 el	 aseguramiento	 de	 los
elementos	materiales	de	su	comisión;	lográndose	de	esa	manera,	ingresar	a
la	siguiente	etapa,	denominada	de	investigación	preparatoria.
4.	 Sin	 embargo,	 también	 resulta	 posible	 que	 al	 concluir	 las	 diligencias
preliminares	 de	 investigación,	 se	 concluya	 que	 no	 existen	 indicios	 de
criminalidad,	que	se	ha	extinguido	la	acción	penal,	que	no	se	ha	identificado
a	 los	 involucrados	 o	 que	 se	 ha	 omitido	 una	 condición	 de	 procedibilidad
dependiente	 del	 denunciante,	 en	 cuyo	 caso	 no	 es	 posible	 ingresar	 a	 la
investigación	 preparatoria,	 correspondiendo,	 por	 el	 contrario,	 disponer	 el
archivo	provisional	o	definitivo	de	la	investigación.
5.	 Esta	 disposición	 de	 archivo	 puede	 ser	 revisada,	 cuando	 exista	 un
requerimiento	 del	 denunciante,	 por	 el	 fiscal	 superior	 en	 grado,	 quien	 se
pronuncia	en	última	instancia	dando	fin	al	procedimiento.
6.	En	este	contexto,	el	artículo	334.5	del	CPP	establece	que:	“El	denunciante
que	no	estuviese	conforme	con	la	disposición	de	archivar	las	actuaciones	o
de	reservar	provisionalmente	la	investigación,	requerirá	al	fiscal,	en	el	plazo
de	 cinco	 días,	 eleve	 las	 actuaciones	 al	 fiscal	 superior”.	 Dicho	 plazo	 está
referido,	 según	 se	 aprecia,	 al	 tiempo	 que	 tiene	 el	 fiscal	 para	 elevar	 las
actuaciones	 al	 fiscal	 inmediato	 superior	 y	 éste	 proceda	 a	 ordenar,	 de
acuerdo	al	artículo	334.6,	que	se	formalice	la	investigación,	se	archiven	las
actuaciones	 o	 se	 proceda	 según	 corresponda.	 Para	 el	 pronunciamiento
definitivo,	en	este	caso,	el	plazo	señalado	en	el	citado	artículo	es	también	de
cinco	días.
7.	Constituyen	excepciones	a	esta	regulación,	las	disposiciones	emitidas	por
el	fiscal	de	la	Nación	en	las	investigaciones	preliminares	de	su	competencia,
contra	funcionarios	y	servidores	públicos	por	delitos	cometidos	en	ejercicio
de	 sus	 funciones;	 pues,	 además	 de	 no	 existir	 previsión	 normativa	 que
establezca	 la	 posibilidad	 de	 interponer	 recursos,	 el	 artículo	 158	 de	 la
Constitución	 Política	 del	 Estado	 y	 el	 artículo	 36	 de	 la	 Ley	 Orgánica	 del
Ministerio	Público	-	Decreto	Legislativo	N°	052,	establecen	que	el	Fiscal	de
la	Nación	 es	 la	máxima	 jerarquía	 en	 la	 estructura	 orgánica	 del	Ministerio
Público,	 no	 existiendo	 órgano	 fiscal	 de	 rango	 superior	 que	 pudiera
desempeñarse	como	instancia	de	revisión	de	sus	disposiciones.
El	plazo	para	impugnar	el	archivo	o	la	reserva	provisional
8.	Teniendo	en	cuenta	que	el	CPP	no	contiene	con	una	regulación	especifica
sobre	el	plazo	con	que	cuenta	el	denunciante	para	requerir	la	elevación	de
los	actuados	al	fiscal	superior,	resulta	de	aplicación	directa	lo	regulado	en	el
artículo	 12	 de	 la	 Ley	 Orgánica	 del	 Ministerio	 Público,	 texto	 normativo
vigente	a	nivel	nacional	y	que	prevé	la	denominada	“Queja	de	Derecho”	bajo
el	 siguiente	 supuesto:	 “Si	 el	 fiscal	 ante	 el	 que	 ha	 sido	 presentada	 no	 la
estimase	 procedente,	 se	 lo	 hará	 saber	 por	 escrito	 al	 denunciante,	 quien
podrá	recurrir	en	queja	ante	el	 fiscal	 inmediato	superior,	dentro	del	plazo
de	 tres	 días	 de	 notificada	 la	 resolución	 denegatoria.	 Consentida	 la
resolución	 del	 fiscal	 provincial	 o	 con	 la	 decisión	 del	 superior,	 en	 su	 caso,
termina	el	procedimiento”.
VI.	Disposición
La	 aplicación	 del	 CPP	 en	 el	 país,	 requiere	 contar	 con	 una	 línea	 de
interpretación	y	aplicación	en	casos	como	el	presente,	de	manera	integral	y
sistemática,	que	coadyuve	a	 la	 consolidación	de	un	modelo	procesal	penal
capaz	 de	 propiciar	 un	 verdadero	 estado	 de	 seguridad	 jurídica	 entre	 los
justiciables.	En	consecuencia,	es	del	caso	instruir	a	los	señores	fiscales	que,
en	 los	 distritos	 judiciales	 en	 los	 que	 se	 aplica	 el	 CPP,	 luego	 de	 realizada
válidamente	 la	 notificación	 de	 la	 disposición	 que	 decide	 el	 archivo	 de	 las
actuaciones	o	 la	reserva	provisional	de	 la	 investigación,	el	denunciante,	en
el	plazo	de	tres	días,	podrán	impugnar	tal	decisión	ante	el	mismo	fiscal,	a	fin
de	 que	 éste	 eleve	 lo	 actuado	 a	 la	 fiscalía	 superior	 que	 corresponda,	 en	 el
plazo	de	cinco	días.
VII.	Vigencia
La	presente	directiva	será	de	aplicación	obligatoria	desde	el	día	siguiente
de	 su	 publicación,	 exceptuándose	 únicamente	 los	 requerimientos	 de
elevación	de	actuados	que	se	encuentren	en	trámite.
	
JURISPRUDENCIA.—TC	descarta	criterio	vinculante	de	la	Fiscalía
Suprema	y	determina	que	el	plazo	para	interponer	queja	contra	las
decisiones	fiscales	es	de	cinco	días	hábiles	y	no	de	tres.	“(…)	Evaluando	los
argumentos	y	la	normativa	precedentes,	se	aprecia	que	en	la	carpeta	fiscal
(…),	se	procedió	a	la	adecuación	del	proceso	en	atención	a	lo	que	dispone	el
artículo	18.2	del	Decreto	Legislativo	N°	958,	modificado	por	el	artículo	1°	de
la	Ley	N°	28994;	es	decir,	que	dicho	procedimiento,	luego	de	disponerse	la
adecuación	y	ampliación	a	las	normas	procesales	del	Nuevo	Código	Procesal
Penal,	debió	continuar	su	tramitación	de	acuerdo	a	las	reglas	establecidas	por
dicho	código,	dado	que	dicha	normativa	inició	su	vigencia	en	el	distrito
judicial	de	Cañete	el	1°	de	diciembre	del	2009,	tal	como	lo	dispuso	en	su
momento	el	artículo	2°	del	Decreto	Supremo	N°	016-2009-JUS,	razón	por	la
cual	el	fiscal	superior	emplazado,	al	sustentar	la	improcedencia	del	pedido	de
la	institución	recurrente	en	la	opinión	de	la	Segunda	Fiscalía	Suprema	del
Ministerio	Público,	el	artículo	12	de	la	Ley	Orgánica	del	Ministerio	Público	y	el
artículo	414	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal,	lesionó	los	derechos	invocados
de	la	recurrente,	debido	a	que	a	la	fecha	de	entrada	en	vigor	del	referido
código	adjetivo	en	cada	distrito	judicial	y	la	generación	del	conflicto
normativo	temporal	y	espacial	entre	las	disposiciones	de	la	Ley	Orgánica	del
Ministerio	Público	y	el	Nuevo	Código	Procesal	Penal	materia	de	controversia,
correspondía	que	dicho	conflicto	sea	resuelto	aplicando	la	norma	que
brindaba	mayor	tutela	al	derecho	de	acceso	a	la	impugnación(…),	situación
por	la	cual	se	evidencia	que	el	pedido	de	la	recurrente	de	elevar	los	actuados
al	fiscal	superior	sí	fue	presentado	atendiendo	al	plazo	más	favorable	para	su
evaluación	(5	días	según	lo	establece	el	inciso	5	del	artículo	334	del	Código
Procesal	Penal),	razón	por	la	cual	corresponde	estimar	la	demanda.
15.	Sin	perjuicio	de	lo	expuesto	cabe	precisar	que	si	bien	es	cierto	que	la
disposición	fiscal	cuestionada	fue	resuelta	aplicando	una	norma	menos
favorecedora	del	derecho	de	acceso	a	los	recursos	en	atención	a	la	opinión	de
fecha	3	de	marzo	del	2011,	emitida	por	don	José	Antonio	Peláez	Bardales,
fiscal	supremo	de	la	Primera	Fiscalía	Suprema	Penal,	en	la	Carpeta	Fiscal	N°
604-2010,	la	misma	no	correspondía	ser	asumida	por	los	fiscales	emplazados,
pues	de	acuerdo	con	el	artículo	5°	de	la	Ley	Orgánica	del	Ministerio	Público”.
(TC,	Exp.	04426-2012-PA/TC,	ene.	15/2014.	S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—Un	posible	conflicto	entre	la	entrada	en	vigencia	del
nuevo	Código	Procesal	Penal	y	otras	leyes	penales	se	resuelve	a	favor	de
la	norma	más	tuitiva	para	el	investigado.	“Corresponde	recordar	que	en
nuestro	sistema	judicial	penal	se	viene	implementando	de	manera	progresiva
en	los	diversos	distritos	judiciales	del	país,	la	vigencia	del	Nuevo	Código
Procesal	Penal	(...).
8.	Asimismo,	cabe	recordar	que	en	el	modelo	de	investigación	preliminar
implementado	por	el	Ministerio	Público,	se	estableció	la	posibilidad	de	la
presentación	de	un	recurso	de	queja	de	derecho	contra	la	decisión	de	no
formalizar	investigación	preliminar	a	través	del	artículo	12	de	la	Ley
Orgánica	del	Ministerio	Público	(Decreto	Legislativo	N°	052),	modificado	por
la	Ley	25037	(...)	Como	se	aprecia,	estas	dos	normas	legales	han	venido	a
entrar	en	conflicto	al	momento	de	su	aplicación	como	consecuencia	de	la
implementación	progresiva	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal,	pues	regulan
por	igual	el	mismo	supuesto	de	cuestionar	la	decisión	fiscal	de	archivar	el	caso
variando	únicamente	el	plazo	a	otorgar	al	denunciante	para	tal	fin.	Este
conflicto	normativo,	a	consideración	de	este	colegiado,	debe	ser	resuelto
optando	por	la	aplicación	de	la	norma	más	tuitiva	para	la	parte	que	decide
cuestionar	dicha	decisión,	en	razón	de	que	dicho	conflicto	de	orden	espacial	y
temporal	no	debe	afectar	el	derecho	de	las	partes	de	acceder	a	un	medio
impugnatorio	o	la	aplicación	de	la	disposición	que	cumpla	con	dicha	función.
En	tal	sentido,	el	operador	jurídico	debe	aplicar	la	norma	que	otorgue	una
mayor	tutela	al	referido	derecho”.	(T.	C.,	Exp.	02265-2013-PA/TC,	jun.
18/2015.	S.	S.	Miranda	Canales)
D.	Leg.	957.
ART.	335.—Prohibición	de	nueva	denuncia.
1.	 La	 disposición	 de	 archivo	 prevista	 en	 el	 primer	 y	 último
numeral	 del	 artículo	 anterior,	 impide	 que	 otro	 fiscal	 pueda
promover	 u	 ordenar	 que	 el	 inferior	 jerárquico	 promueva	 una
investigación	preparatoria	por	los	mismos	hechos.
2.	 Se	 exceptúa	 esta	 regla,	 si	 se	 aportan	 nuevos	 elementos	 de
convicción,	en	cuyo	caso	deberá	reexaminar	los	actuados	el	fiscal
que	 previno.	 En	 el	 supuesto	 que	 se	 demuestre	 que	 la	 denuncia
anterior	 no	 fue	 debidamente	 investigada,	 el	 fiscal	 superior	 que
previno	designará	a	otro	fiscal	provincial.
D.	Leg.	957.
ART.	336.—Formalización	y	continuación	de	la	investigación
preparatoria.
1.	 Si	 de	 la	 denuncia,	 del	 informe	 policial	 o	 de	 las	 diligencias
preliminares	 que	 realizó,	 aparecen	 indicios	 reveladores	 de	 la
existencia	de	un	delito,	que	la	acción	penal	no	ha	prescrito,	que	se
ha	 individualizado	 al	 imputado	 y	 que,	 si	 fuera	 el	 caso,	 se	 han
satisfecho	 los	 requisitos	 de	 procedibilidad,	 dispondrá	 la
formalización	y	la	continuación	de	la	investigación	preparatoria.
2.	La	disposición	de	formalización	contendrá:
a)	El	nombre	completo	del	imputado;
b)	 Los	 hechos	 y	 la	 tipificación	 específica	 correspondiente.	 El
fiscal	podrá,	si	 fuera	el	caso,	consignar	tipificaciones	alternativas
al	 hecho	 objeto	 de	 investigación,	 indicando	 los	 motivos	 de	 esa
calificación;
c)	El	nombre	del	agraviado,	si	fuera	posible;	y,
d)	Las	diligencias	que	de	inmediato	deban	actuarse.
3.	El	 fiscal,	sin	perjuicio	de	su	notificación	al	 imputado,	dirige	 la
comunicación	prevista	en	el	artículo	3º	de	este	código,	adjuntando
copia	de	la	disposición	de	formalización,	al	juez	de	la	investigación
preparatoria.
4.	El	fiscal,	si	considera	que	las	diligencias	actuadas
preliminarmente	establecen	suficientemente	la	realidad	del	delito
y	la	intervención	del	imputado	en	su	comisión,	podrá	formular
directamente	acusación.
PROCEDIMIENTO	A	SEGUIR	CUANDO	SE	HAYA	INCURRIDO	EN	UNA
ERRÓNEA	CALIFICACIÓN	JURÍDICA	EN	LA	DISPOSICIÓN	DE
FORMALIZACIÓN	DE	LA	INVESTIGACIÓN	PREPARATORIA
Dir.	007-2012-MP-FN.
l.	Objeto
La	presente	directiva,	 tiene	 como	objeto	orientar	 la	 actuación	 fiscal	 en	el
supuesto	 que	 se	 haya	 incurrido	 en	 una	 errónea	 calificación	 jurídica	 al
momento	de	formalizar	la	investigación	preparatoria.
	
II.	Finalidad
Unificar	criterios	de	interpretación	y	aplicación	del	nuevo	Código	Procesal
Penal,	aprobado	por	el	Decreto	Legislativo	N°	957	(en	adelante	CPP).
III.	Alcance
La	presente	directiva,	es	de	aplicación	obligatoria	para	todos	los	fiscales	de
los	distritos	judiciales	en	los	que	se	encuentra	vigente	el	CPP.
IV.	Base	legal
•	Constitución	Política	del	Estado:	artículos	158	y	159.
•	Código	Procesal	Penal	-	Decreto	Legislativo	957:	artículos	61.1,	69	y	336
incisos	2	y	3.
•	Ley	Orgánica	del	Ministerio	Público	 -	Decreto	Legislativo	052:	 artículos
1°,	5°	y	64.
•	Reglamento	de	Control	Interno	del	Ministerio	Público:	artículo	23,	incisos
c	y	d.
V.	Normas	generales
La	investigación	del	ministerio	público
1.	 El	 CPP	 ha	 regulado	 la	 investigación	 que	 realiza	 el	 Ministerio	 Público,
tanto	 a	 nivel	 pre-jurisdiccional	 (entiéndase	 diligencias	 preliminares	 o
investigación	 preliminar),	 y	 la	 investigación	 preparatoria,	 a	 diferencia	 del
antiguo	ordenamiento	procesal	penal.	Dentro	de	los	cánones	del	Código	de
Procedimientos	 Penales	 de	 1940,	 al	 finalizar	 las	 diligencias	 previas,	 si	 el
fiscal	advertía	la	presunta	comisión	del	delito,	que	la	acción	penal	no	había
prescrito,	 y	 además,	 se	 había	 identificado	 al	 presunto	 autor,	 procedía	 a
formalizar	 la	denuncia	ante	el	 juez	penal,	 tal	como	 lo	prescribe	el	 inciso	2
del	artículo	94	de	la	Ley	Orgánica	del	Ministerio	Público;	acto	postulatorio
en	el	cual	debía	precisar	el	delito	que	tipificaba	el	hecho	denunciado.
2.	 Un	 cambio	 gravitante	 en	 torno	 a	 la	 investigación	 que	 realiza	 el	 fiscal
provincial,	lo	encontramos	en	las	disposiciones	contenidas	en	el	inciso	4	del
artículo	 65	del	 Código	Procesal	 Penal,	 que	 establece	 que:	 “Corresponde	 al
fiscal	decidir	la	estrategia	de	investigación	adecuada	al	caso.	Programará	y
coordinará	con	quienes	corresponda	sobre	el	empleo	de	pautas,	técnicas	y
medios	 indispensables	 para	 la	 eficacia	 de	 la	 misma”.	 La	 lectura	 de	 este
numeral,	nos	 lleva	a	 concluir	que	el	 cambio	que	 imprime	el	nuevo	Código
Procesal	Penal,	en	lo	referente	a	la	investigación,	es	de	orden	cualitativo,	y
como	tal,	debe	orientarse	bajo	dichos	parámetros.
3.	 La	 investigación	 realizada	 de	 acuerdo	 al	 artículo	 65	 del	 CPP,	 va	 a
permitir	 que	 el	 fiscal	 pueda	 tomar	 una	 mejor	 decisión,	 y	 de	 ser	 el	 caso,
proceder	conforme	lo	establece	el	artículo	336	inciso	1:	“Si	de	la	denuncia,
del	 informe	policial	o	de	 las	diligencias	preliminares	que	 realizó	aparecen
indicios	reveladores	de	la	existencia	de	un	delito,	que	la	acción	penal	no	ha
prescrito,	que	se	ha	 individualizado	al	 imputado	y	que,	 si	 fuera	el	 caso,	 se
han	satisfecho	los	requisitos	de	procedibilidad,	dispondrá	la	formalización	y
continuación	de	la	investigación	preparatoria”.
La	calificación	de	los	hechos	y	el	derecho	de	defensa
4.	 La	 disposición	 que	 formaliza	 la	 investigación	 preparatoria,	 tiene	 que
cumplir	 con	 los	 requisitos	 previstos	 en	 el	 inciso	 2	 del	 artículo	 336	 del
Código	 Procesal	 Penal.	 Para	 este	 caso,	 es	 importante	 detenernos	 en	 el
apartado	 b,	 de	 la	 referida	 norma	 que	 establece:	 “La	 disposición	 de
formalización	 contendrá:	 Los	 hechos	 y	 la	 tipificación	 específica
correspondiente.	 El	 fiscal	 podrá	 si	 fuera	 el	 caso,	 consignar	 tipificaciones
alternativas	 al	 hecho	objeto	 de	 investigación,	 indicando	 los	motivos	 de	 su
calificación”.
5.	Es	importante	que	el	fiscal	que	da	inicio	a	una	investigación,	establezca
con	claridad,	“que	se	le	atribuye	haber	hecho	u	omitido	hacer,	en	el	mundo
fáctico,	 [...]	 exigencia	 que	 en	 materia	 procesal	 penal	 se	 conoce	 como
imputación”	(Maier	Julio	B.	J	Derecho	Procesal	Penal,	Tomo	I,	Fundamentos
P.553.	 Editores	 del	 Puerto	 2002).	 En	 otros	 términos,	 la	 disposición	 que
formaliza·	 la	 investigación	 preparatoria	 tiene	 que	 cumplir	 con	 este
requisito,	y	encuadrarlos	dentro	del	tipo	{s)	penal	(es)	correspondiente,	 lo
cual	servirá	para	que	se	disponga	de	manera	correcta	la	actuación	de	actos
de	investigación	orientados	a	establecer	o	acreditar	su	planteamiento.
6.	La	precisión	de	la	imputación	hará	posible	un	adecuado	uso	del	derecho
de	 defensa,	 por	 parte	 del	 imputado	 pues	 la	 imputación	 correctamente
formulada	 es	 la	 llave	 que	 abre	 la	 puerta	 de	 la	 posibilidad	 de	 defenderse
eficientemente,	pues	permite	negar	 todos	o	 alguno	de	 sus	 elementos	para
evitar	o	aminorar	la	consecuencia	jurídico	-	penal.	Ello	significa,	describir	un
acontecimiento	 que	 se	 supone	 real	 con	 todas	 las	 circunstancias	 de	modo,
tiempo	 y	 lugar	 que	 lo	 ubiquen	 en	 el	 mundo	 de	 los	 hechos	 (temporal	 y
espacialmente),	y	 le	proporcionen	su	materialidad	concreta;	el	 lenguaje	se
debe	 utilizar	 como	 descriptivo	 de	 un	 acontecimiento	 concreto	 ocurrido,
ubicable	en	el	tiempo	y	en	el	espacio.
La	provisionalidad	de	la	calificación	jurídica
7.	De	lo	mencionado,	fluye	la	importancia	que	tiene	el	componente	fáctico
en	la	 formalización	de	 la	 investigación	preparatoria	y	de	su	 inmutabilidad,
mientras	que	el	elemento	normativo	o	calificación	jurídica	tiene	un	carácter
provisorio.	Puede	ocurrir	que	como	resultado	de	los	actos	de	investigación,
la	tipificación	inicial	pueda	ser	objeto	de	variación.	En	esos	términos	se	ha
pronunciado	la	Corte	Suprema	de	Justicia,	cuando	señala	que:	“Lo	expuesto
en	el	auto	de	apertura	de	instrucción	o	en	la	disposición	de	formalización	y
continuación	de	la	investigación	preparatoria,	según	se	trate	del	AGPP	o	del
NCPP,	respectivamente,	respecto	del	fundamento	jurídico,	tiene	un	carácter
relativo:	lo	que	interesa,	sin	perjuicio	de	la	identificación	del	imputado,	es	la
definición	de	 los	hechos	que	han	sido	objeto	de	 investigación,	y	que	no	se
altere	la	actividad:	identidad,	por	lo	menos	parcial,	de	los	actos	de	ejecución
delictiva	y	homogeneidad	del	bien	 jurídico	 tutelado”	(Acuerdo	Plenario	N°
06-09/CJ	-	116).
8.	 Habiéndose	 establecido	 que	 la	 calificación	 jurídica	 contenida	 ·en	 la
disposición	de	formalización	de	la	investigación	preparatoria,	tiene	carácter
provisorio,	 ésta	 podrá	 ser	 objeto	 de	 una	 nueva	 adecuación	 jurídica,	 que
tendrá	carácter	excepcional.	El	fiscal	que	decida	readecuar	los	hechos	a	un
tipo	 penal	 distinto	 que	 el	 señalado	 en	 la	 disposición	 de	 formalización	 de
investigación	 preparatoria,	 deberá	 de	 expedir	 una	 disposición	 en	 la	 que
explicará	 las	 razones	 que	 justifican	 el	 cambio	 de	 tipificación.	 Además,
pondrá	 en	 conocimiento	 del	 juez	 de	 la	 Investigación	 Preparatoria,	 del
imputado	y	del	actor	civil,	la	disposición	emitida	a	fin	de	que	estos	últimos
ejerzan	su	derecho	de	defensa	y	de	contradicción.
9.	La	aplicación	progresiva	del	CPP	en	el	país,	requiere	contar	con	una	línea
de	interpretación	y	aplicación	en	casos	como	el	presente	de	manera	integral
y	sistemática.	En	consecuencia,	es	del	caso	 instruir	a	 los	señores	 fiscales	a
fin	 de	 que	 de	 presentarse	 el	 supuesto	 de	 hecho	 contenido	 en	 la	 presente
directiva,	procedan	en	la	forma	descrita	en	la	misma.
VI.	Vigencia
La	presente	directiva	será	de	aplicación	obligatoria	desde	el	día	siguiente
de	su	publicación.
	
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	acusación	directa	se	funda	en	la
necesidad	de	generar	respuestas	rápidas.	“(…)	6°.	La	acusación	directa
forma	parte	del	proceso	común	y	es	un	mecanismo	de	aceleración	del	proceso
que	busca	evitar	trámites	innecesarios.	Se	encuentra	regulada	en	el	artículo
336.4	NCPP	y	faculta	al	fiscal	formular	directamente	acusación,	si	concluidas
las	diligencias	preliminares	o	recibido	el	informe	policial	considera	que	los
elementos	obtenidos	en	la	investigación	establecen	suficientemente	la
realidad	del	delito	y	la	intervención	del	imputado	en	su	comisión.	Esta
facultad	procesal	se	funda	en	la	necesidad	de	generar	respuestas	rápidas	al
conflicto	penal,	la	economía	procesal	y	la	eficiencia	del	nuevo	proceso	penal.	”
(VI	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.
6-2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	acusación	directa	y	la	disposición
de	formalización	y	continuación	de	la	investigación	preparatoria.	“(…)
La	disposición	de	formalización	de	la	investigación	preparatoria	es	la
comunicación	formal	que	el	fiscal	dirige	al	imputado	para	efectos	de	hacer	de
su	conocimiento	la	imputación	clara	y	precisa	de	los	hechos	que	se	le
atribuyen,	la	correspondiente	calificación	jurídica	especifica	y,	por	ende,	que
se	va	realizar	una	investigación	formalizada	en	su	contra,	posibilitándole,	a
través	de	su	abogado	defensor,	aportar	los	medios	de	investigación	y	de
prueba	que	estime	pertinentes.
Asimismo,	este	acto	fiscal	fija	las	diligencias	que	se	actuarán	en	la	etapa	de
investigación	preparatoria	propiamente	dicha.	Es	decir,	que	si	el	Ministerio
Público	considera	que	las	diligencias	actuadas	preliminarmente	establecen	la
suficiencia	fáctica	y	probatoria	del	hecho	y	la	vinculación	del	imputado	al
mismo,	dispondrá	la	formalización	de	la	investigación	preparatoria
estableciendo	las	diligencias	que	de	inmediato	deban	actuarse.
11°.	En	el	caso	de	que	el	fiscal	ha	decidido	no	continuar	con	las	diligencias	de
investigación	y	acusar	directamente	–como	una	de	sus	facultades	como
director	de	la	investigación–	el	imputado	solo	solicitaría	la	realización	de
elementos	de	convicción	durante	las	diligencias	preliminares	porque	no	se
produciría	la	etapa	de	investigación	preparatoria	por	ser	innecesaria,	ni
tampoco	una	formalización	de	la	investigación	preparatoria	en	este	sentido.
Además,	el	artículo	336.4	NCPP	estipula	que	la	acusación	directa	podrá
formularse	por	el	fiscal,	si	concluida	las	diligencias	preliminares	o	recibido	el
informe	policial	considera	que	los	elementos	obtenidos	en	la	investigación
establecen	suficientemente	la	realidad	del	delito	y	la	intervención	del
imputado	en	su	comisión.	Acusación	directa,	cuyos	requisitos	están	previstos
en	el	artículo	349	NCPP,	que	cuenta	con	los	mismos	elementos	de	la
formalización	de	la	investigación	preparatoria	prevista	en	el	artículo	336.1
NCPP,	por	lo	que	se	garantiza	el	conocimiento	cierto	de	los	cargos	y	la
probabilidad	de	contradicción.”	(VI	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales
Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	6-2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.	S.	San	Martín
Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Como	la	acción	jurisdiccional	de
tutela	es	excepcional,	las	subsanaciones	se	solicitan	primero	al	fiscal.
“6°.	Los	rasgos	generales	o	características	esenciales	de	la	acción	de	tutela
jurisdiccional	penal,	normada	en	el	artículo	71	del	Nuevo	Código	Procesal
Penal	–en	adelante,	NCPP–	han	sido	abordados	en	el	Acuerdo	Plenario	N°	4-
2010/CJ-116.	(...).
El	artículo	336.2,	‘b’	NCPP,	sobre	este	extremo,	fija	como	contenido	de	la
Disposición	de	Formalización	y	Continuación	de	la	Investigación	Preparatoria
–en	adelante,	DFCIP–,	‘los	hechos	y	la	tipificación	específica	correspondiente.
El	fiscal	podrá,	si	fuera	el	caso,	consignar	tipificaciones	alternativas	al	hecho
objeto	de	investigación,	indicando	los	motivos	de	esa	calificación’.
(...)	Es	evidente,	a	partir	del	modelo	procesal	asumido	por	el	NCPP,	que	el
imputado,	en	un	primer	momento,	deberá	acudir	al	propio	fiscal	para	solicitar
las	subsanaciones	correspondientes	en	orden	a	la	precisión	de	los	hechos
atribuidos	–este	derecho	de	modo	amplio	lo	reconoce	el	artículo	71.1	NCPP–.
(...).
11.	Muy	excepcionalmente,	ante	la	desestimación	del	fiscal	o	ante	la	reiterada
falta	de	respuesta	por	aquél	–que	se	erige	en	requisito	de	admisibilidad–,	y
siempre	frente	a	una	omisión	fáctica	patente	o	ante	un	detalle	de	hechos	con
entidad	para	ser	calificados,	de	modo	palmario,	de	inaceptables	por	genéricos,
vagos	o	gaseosos,	o	porque	no	se	precisó	el	aporte	presuntamente	delictivo	del
imputado,	cabría	acudir	a	la	acción	jurisdiccional	de	tutela	penal.
En	este	caso	la	función	del	juez	de	la	investigación	preparatoria	–ante	el
incumplimiento	notorio	u	ostensible	por	el	fiscal	de	precisar	los	hechos	que
integran	los	cargos	penales–	sería	exclusiva	y	limitadamente	correctora	–
disponer	la	subsanación	de	la	imputación	plasmada	en	la	DFCIP,	con	las
precisiones	que	luego	de	la	audiencia	sería	del	caso	incorporar	en	la	decisión
judicial	para	evitar	inútiles	demoras,	pedidos	de	aclaración	o	corrección,	o
cuestionamientos	improcedentes–.	Bajo	ningún	concepto	el	auto	judicial
puede	ser	anulatorio	y,	menos,	de	archivo	o	sobreseimiento	anticipado	de	la
investigación.	(...).”	(CS,	Ac.	P.	02-2012/CJ-116,	mar.	26/2012,	S.	S.	San	Martín
Castro)
D.	Leg.	957.
ART.	337.—Diligencias	de	la	investigación	preparatoria.
1.	El	fiscal	realizará	las	diligencias	de	investigación	que	considere
pertinentes	y	útiles,	dentro	de	los	límites	de	la	ley.
2.	 Las	diligencias	preliminares	 forman	parte	de	 la	 investigación
preparatoria.	 No	 podrán	 repetirse	 una	 vez	 formalizada	 la
investigación.	Procede	su	ampliación	si	dicha	diligencia	resultare
indispensable,	 siempre	 que	 se	 advierta	 un	 grave	 defecto	 en	 su
actuación	 o	 que	 ineludiblemente	 deba	 completarse	 como
consecuencia	 de	 la	 incorporación	 de	 nuevos	 elementos	 de
convicción.
3.	El	fiscal	puede:
a)	Disponer	la	concurrencia	del	imputado,	del	agraviado	y	de	las
demás	 personas	 que	 se	 encuentren	 en	 posibilidad	 de	 informar
sobre	circunstancias	útiles	para	los	fines	de	la	investigación.	Estas
personas	 y	 los	 peritos	 están	 obligados	 a	 comparecer	 ante	 la
fiscalía,	y	a	manifestarse	sobre	los	hechos	objeto	de	investigación
o	 emitir	 dictamen.	 Su	 inasistencia	 injustificada	 determinará	 su
conducción	compulsiva;
b)	 Exigir	 informaciones	 de	 cualquier	 particular	 o	 funcionario
público,	emplazándoles	conforme	a	las	circunstancias	del	caso.
4.	 Durante	 la	 investigación,	 tanto	 el	 imputado	 como	 los	 demás
intervinientes	podrán	solicitar	al	 fiscal	 todas	aquellas	diligencias
que	consideraren	pertinentes	y	útiles	para	el	 esclarecimiento	de
los	hechos.	El	 fiscal	ordenará	que	se	 lleven	a	efecto	aquellas	que
estimare	conducentes.
5.	Si	el	fiscal	rechazare	la	solicitud,	instará	al	juez	de	la
investigación	preparatoria	a	fin	de	obtener	un	pronunciamiento
judicial	acerca	de	la	procedencia	de	la	diligencia.	El	juez	resolverá
inmediatamente	con	el	mérito	de	los	actuados	que	le	proporcione
la	parte	y,	en	su	caso,	el	fiscal.
D.	Leg.	957.
ART.	338.—Condiciones	de	las	actuaciones	de	investigación.
1.	El	 fiscal	podrá	permitir	 la	asistencia	de	los	sujetos	procesales
en	 las	 diligencias	 que	 deba	 realizar,	 salvo	 las	 excepciones
previstas	 por	 la	 ley.	 Esta	 participación	 está	 condicionada	 a	 su
utilidad	para	el	esclarecimiento	de	los	hechos,	a	que	no	ocasione
perjuicio	al	éxito	de	la	investigación	o	a	que	no	impida	una	pronta
y	regular	actuación.
2.	 El	 fiscal	 velará	 porque	 la	 concurrencia	 de	 las	 personas
autorizadas	 no	 interfiera	 en	 el	 normal	 desarrollo	 del	 acto	 e
impartirá	instrucciones	obligatorias	a	los	asistentes	para	conducir
adecuadamente	 la	 diligencia.	 Está	 facultado	 a	 excluirlos	 en
cualquier	momento	si	vulneran	el	orden	y	la	disciplina.
3.	El	fiscal,	en	el	ejercicio	de	sus	funciones	de	investigación,	podrá
solicitar	la	intervención	de	la	Policía	y,	si	es	necesario,	el	uso	de	la
fuerza	pública,	ordenando	todo	aquello	que	sea	necesario	para	el
seguro	 y	 ordenado	 cumplimiento	 de	 las	 actuaciones	 que
desarrolla.
4.	Cuando	el	fiscal,	salvo	las	excepciones	previstas	en	la	ley,	deba
requerir	la	intervención	judicial	para	la	práctica	de	determinadas
diligencias,	la	actuación	de	prueba	anticipada	o	la	imposición	de
medidas	coercitivas,	estará	obligado	a	formalizar	la	investigación,
a	menos	que	lo	hubiere	realizado	previamente.
D.	Leg.	957.
ART.	339.—Efectos	de	la	formalización	de	la	investigación.
1.	La	formalización	de	la	investigación	suspenderá	el	curso	de	la
prescripción	de	la	acción	penal.
2.	Asimismo,	el	fiscal	perderá	la	facultad	de	archivar	la
investigación	sin	intervención	judicial.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	formalización	de	la	investigación
suspende	el	curso	de	la	prescripción	de	la	acción	penal.	“El	artículo	84	del
Código	Penal	tampoco	ha	sido	derogado	ni	mediatizado	en	sus	efectos	por	el
inciso	1	del	artículo	339	del	Código	Procesal	Penal.	Fundamentalmente
porque	ambas	disposiciones	son	independientes	aunque	aludan	a	una	misma
institución	penal	como	lo	es	la	suspensión	de	la	prescripción	de	la	acción
penal.	Se	trata	solamente	de	disposiciones	compatibles	que	regulan,	cada	una,
causales	distintas	de	suspensión	de	la	prescripción	de	la	acción	penal	que
pueden	operar	de	modo	secuencial,	paralelo	o	alternativo.	Efectivamente,	la
prejudicialidad	considerada	por	la	norma	sustantiva	puede	paralizar	incluso
la	continuación	de	un	proceso	penal	en	trámite	y	donde	la	formalización	de	la
investigación	preparatoria	que	considera	la	norma	adjetiva,	ya	decretó	la
suspensión	del	plazo	de	prescripción	de	la	acción	penal.	Es	más,	a	ello	se
refiere	también	de	modo	expreso	el	artículo	5°	en	sus	incisos	1	y	2:
“1.	La	cuestión	prejudicial	procede	cuando	el	fiscal	decide	continuar	con	la
investigación	preparatoria,	pese	a	que	fuere	necesaria	en	vía	extra-penal	una
declaración	vinculada	al	carácter	delictuoso	del	hecho	incriminado.
2.	Si	se	declara	fundada,	la	investigación	preparatoria	se	suspende	hasta	que
en	la	otra	vía	recaiga	resolución	firme.	Esta	decisión	beneficia	a	todos	los
imputados	que	se	encuentren	en	igual	situación	jurídica	y	que	no	la	hubieren
deducido.	(...).”	(CS,	Ac.	P.	03-2012/CJ-116,	mar.	26/2012,	S.	S.	San	Martín
Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	suspensión	de	la	prescripción	en	el
caso	del	artículo	339	inciso	1	no	puede	prolongarse	más	allá	de	un
tiempo	acumulado	equivalente	al	plazo	ordinario	de	prescripción	más
una	mitad	de	dicho	plazo.	“11.	Es	pertinente	y	oportuno	establecer	un	límite
temporal	para	la	duración	de	la	suspensión	de	la	prescripción	de	la	acción
penal,	generada	por	la	formalización	de	la	investigación	preparatoria.	Tal
requerimiento	fue	también	reiteradamente	planteado	en	las	ponencias
sustentadas	durante	la	audiencia	pública	preparatoria	del	I	Pleno
Jurisdiccional	Extraordinario	por	lo	que	expresan	una	fundada	demanda	de	la
comunidad	nacional.	Pero,	además,	ella	guarda	estricta	coherencia	con	las
exigencias,	límites	y	efectos	que	derivan	del	principio	de	plazo	razonable	para
la	realización	de	la	justicia.	En	ese	contexto,	pues,	y	atendiendo	a	los
antecedentes	históricos	de	la	suspensión	de	la	prescripción	en	nuestra
legislación,	cabe	asimilar,	para	satisfacer	tal	expectativa	social,	el	mismo
límite	temporal	que	contenía	el	derogado	artículo	122	del	Código	Penal	de
1924.	Esto	es,	en	adelante	debe	entenderse	que	la	suspensión	de	la
prescripción	en	el	caso	del	artículo	339	inciso	1,	no	podrá	prolongarse	más
allá	de	un	tiempo	acumulado	equivalente	al	plazo	ordinario	de	prescripción
más	una	mitad	de	dicho	plazo.	Por	lo	demás	este	mismo	criterio	se	mantuvo
en	los	proyectos	de	Código	Penal	de	setiembre	de	1984	(Art.	96),	de	octubre	de
1984	(Art.	83),	de	agosto	de	1985	(Art.	89)	y	de	abril	de	1986	(Art.	88)	que
precedieron	al	Código	Penal	de	1991	por	lo	que	su	razonabilidad	es
admisible.”	(CS,	Ac.	P.	03-2012/CJ-116,	mar.	26/2012,	S.	S.	San	Martín	Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—El	Nuevo	Código	Procesal	regula	una
suspensión	de	la	prescripción	de	la	acción	penal	“sui	generis”.	“(…)	24.	La
“suspensión”	de	la	prescripción	prevista	en	el	artículo	84	del	Código	Penal
consiste	en	la	creación	de	un	estado	en	el	cual	el	tiempo	deja	de	correr	porque
se	presenta	una	situación	particular	determinada	por	la	ley	que	impide	la
persecución	penal	–constituye	la	excepción	al	principio	general	de	la
continuidad	del	tiempo	en	el	proceso–.	La	continuación	del	proceso	dependerá
de	la	decisión	de	una	autoridad	extra	penal,	que	puede	ser	un	juez	del	ámbito
civil,	administrativo,	comercial,	de	familia	y	en	todos	los	casos	se	paraliza	el
inicio	o	la	continuación	del	proceso	desde	que	se	presenta	la	circunstancia	que
amerita	la	imposibilidad	de	su	prosecución	y	se	reiniciara	cuando	se	resuelva
esa	cuestión.	Por	consiguiente,	el	término	de	la	prescripción	sufre	una
prolongación	temporal.
25.	La	consecuencia	más	significativa	es	que	el	tiempo	transcurrido	con
anterioridad	al	momento	en	que	se	presentó	la	causa	que	suspendió	el	proceso
no	se	pierde	y	se	sumará	al	que	transcurra	después	de	su	reiniciación,	pero	el
tiempo	cumplido	durante	la	vigencia	de	la	suspensión	no	se	computa	para	los
efectos	de	la	prescripción	extraordinaria.
26.	Sin	embargo,	la	literalidad	del	inciso	1	del	artículo	339	del	Código
Procesal	Penal	evidencia	que	regula	expresamente	una	suspensión	“sui
generis”,	diferente	a	la	ya	señalada,	porque	afirma	que	la	Formalización	de	la
Investigación	Preparatoria	emitida	por	el	fiscal,	como	director	y	coordinador
de	esta	etapa	procesal	–quien	adquiere	las	funciones	de	las	que	actualmente
goza	el	juez	de	instrucción–,	suspende	el	curso	de	la	prescripción	de	la	acción
penal.	Con	la	formulación	de	la	imputación	se	judicializa	el	proceso	por	la
comunicación	directa	entre	el	fiscal	y	el	juez	de	la	investigación	preparatoria
y	culmina	la	etapa	preliminar	de	investigación	practicada	por	el	fiscal.	En
consecuencia,	queda	sin	efecto	el	tiempo	que	transcurre	desde	éste	acto	fiscal
hasta	la	culminación	del	proceso	con	una	sentencia	o	resolución	judicial	que	le
ponga	fin	o	en	su	caso	hasta	que	sea	aceptada	la	solicitud	de	sobreseimiento
del	fiscal.	(…)”	(VI	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y
Transitorias,	A.	P.	1-2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	“sui	generis”	suspensión	de	la
prescripción	de	la	acción	penal	regulada	por	el	Nuevo	Código	Procesal
Penal	no	resulta	intemporal.	“(…)	F.	En	el	Nuevo	Código	Procesal	Penal	las
etapas	del	proceso	tienen	un	plazo	establecido:	la	investigación	policial	o
fiscal	veinte	días,	la	investigación	preparatoria	ciento	veinte	días,	ampliado	a
sesenta	días	y	para	casos	complejos	hasta	ocho	meses	y	si	bien	el	juzgamiento
no	tiene	plazo	definido,	no	obstante	una	de	sus	características	principales
como	innovación	del	nuevo	modelo	procesal	es	su	celeridad	y	continuación
ininterrumpida	hasta	su	conclusión,	evitando	dilaciones	y	pérdida	de
concentración,	como	la	propia	ley	lo	señala	en	el	artículo	360	[inciso	1	y	5]
–“si	no	fuera	posible	realizar	el	debate	en	un	solo	día,	éste	continuará	durante
los	días	consecutivos	que	fueran	necesarios	hasta	su	conclusión	y	no	podrá
realizarse	otros	juicios	hasta	su	culminación”–.	Es	evidente	que	el	nuevo
sistema	procesal	busca	simplificar,	descongestionar,	acelerar	y	hacer	más
eficiente	la	administración	de	justicia	penal,	asegurando	una	mayor	eficiencia
y	eficacia	en	tanto	en	cuanto	a	la	decisión	de	los	jueces	sólo	se	someten	las
causas	que	están	en	capacidad	de	resolver	oportunamente.
G.	Por	otro	lado,	la	propia	norma	procesal	en	los	artículos	334	[inciso	2]	y
343	regula	las	situaciones	en	las	que	el	plazo	de	la	investigación	preliminar	y
preparatoria	exceda	su	duración	y	reconoce	al	afectado	el	derecho	de	acudir
al	juez	de	la	investigación	preparatoria	–juez	de	garantías	considerado	como
el	custodio	de	la	legalidad	del	procedimiento	de	investigación	que	realiza	el
Ministerio	Publico	y	tiene	como	función	esencial	tutelar	las	garantías	del
imputado–	para	que	resuelva	el	conflicto	y	ordene	la	culminación	de	esas
etapas	procesales	cuando	las	considere	excesivas	–se	materializa	por	medio	de
una	audiencia	de	control	de	plazos–.	Es	evidente	el	interés	y	voluntad	del
legislador	de	someter	a	control	el	plazo	del	proceso	por	el	juez	que	ejerce	las
funciones	del	control	de	garantías	–y	reglado	en	el	sistema	procesal	penal–	en
virtud	del	principio	medular	del	Estado	de	derecho	para	no	dejar	a	completo
arbitrio	del	fiscal	la	duración	de	la	investigación.
32.	En	ese	contexto,	es	claro	que	el	plazo	de	la	suspensión	del	proceso	se
produce	dentro	del	marco	impuesto	por	la	ley,	no	es	ilimitado	y	eterno	y	se
corresponde	con	la	realidad	legislativa	de	la	nueva	norma	procesal	y	el	marco
de	política	criminal	del	Estado.	Por	tanto,	con	los	límites	racionales	regulados
no	habría	un	exceso	de	tiempo	hasta	la	culminación	del	proceso	con	un
pronunciamiento	que	ponga	término	del	modo	más	rápido	posible	a	la
situación	de	incertidumbre	porque	con	la	previsión	de	la	ley	fijando	pautas	de
duración	de	los	procesos	no	debería	existir	menoscabo	a	un	juicio	justo	en	un
tiempo	razonable	y	donde	el	derecho	de	la	sociedad	a	defenderse	del	delito	se
armoniza	con	el	del	imputado,	de	modo	que	no	se	sacrifica	a	ninguno	de	ellos
a	favor	del	otro.	Con	esto	debe	resaltarse	que	si	bien	los	actos	del
procedimiento	suspenden	el	curso	de	la	prescripción	de	la	acción	persecutoria,
no	obstante	lo	hacen	hasta	cierto	límite.	(…)”	(VI	Pleno	Jurisdiccional	de	las
Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	1-2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.
S.	San	Martín	Castro)
TÍTULO	IV
Los	actos	especiales	de	investigación
D.	Leg.	957.
ART.	 340.—Circulación	 y	 entrega	 vigilada	 de	 bienes
delictivos.
1.	 El	 fiscal	 podrá	 autorizar	 la	 circulación	 o	 entrega	 vigilada	 de
bienes	 delictivos.	 Esta	 medida	 deberá	 acordarse	 mediante	 una
disposición,	 en	 la	 que	 determine	 explícitamente,	 en	 cuanto	 sea
posible,	el	objeto	de	autorización	o	entrega	vigilada,	así	como	las
características	del	bien	delictivo	de	que	se	trate.	Para	adoptarla	se
tendrá	 en	 cuenta	 su	 necesidad	 a	 los	 fines	 de	 investigación	 en
relación	 con	 la	 importancia	 del	 delito	 y	 con	 las	 posibilidades	 de
vigilancia.	 El	 fiscal	 que	dicte	 la	 autorización	 remitirá	 copia	de	 la
misma	a	la	Fiscalía	de	la	Nación,	que	abrirá	un	registro	reservado
de	dichas	autorizaciones.
2.	 Se	 entenderá	 por	 circulación	 o	 entrega	 vigilada	 la	 técnica
consistente	 en	 permitir	 que	 remesas	 ilícitas	 o	 sospechosas	 de
bienes	delictivos	circulen	por	territorio	nacional	o	salgan	o	entren
en	 él	 sin	 interferencia	 de	 la	 autoridad	 o	 sus	 agentes	 y	 bajo	 su
vigilancia,	 con	 el	 fin	 de	 descubrir	 o	 identificar	 a	 las	 personas
involucradas	 en	 la	 comisión	 de	 algún	 delito,	 así	 como	 también
prestar	auxilio	a	autoridades	extranjeras	en	esos	mismos	fines.	El
recurso	a	 la	entrega	vigilada	se	hará	caso	por	caso	y,	en	el	plano
internacional,	 se	 adecuará	 a	 lo	 dispuesto	 en	 los	 tratados
internacionales.
3.	 La	 interceptación	 y	 apertura	 de	 envíos	 postales	 sospechosos
de	contener	bienes	delictivos	y,	en	su	caso,	la	posterior	sustitución
de	 los	 bienes	 delictivos	 que	 hubiese	 en	 su	 interior	 se	 llevarán	 a
cabo	 respetando	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 226	 y	 siguientes.	 La
diligencia	y	apertura	preliminar	del	envío	postal	se	mantendrá	en
secreto	hasta	que	hayan	culminado	las	diligencias	preliminares;	y,
en	 su	 caso,	 se	 prolongará,	 previa	 autorización	 del	 juez	 de	 la
investigación	 preparatoria,	 hasta	 por	 quince	 días	 luego	 de
formalizada	la	investigación	preparatoria.
4.	Modificado.	Ley	30077,	Tercera	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Los	bienes	delictivos	objeto	de
esta	técnica	especial	son:	a)	las	drogas	tóxicas,	estupefacientes	o
sustancias	psicotrópicas,	así	como	otras	sustancias	prohibidas;	b)
las	materias	primas	o	insumos	destinados	a	la	elaboración	de
aquellas;	c)	los	bienes,	dinero,	títulos	valores,	efectos	y	ganancias
a	que	se	refiere	el	Decreto	Legislativo	1106;	d)	los	bienes	relativos
a	los	delitos	aduaneros;	e)	los	bienes,	materiales,	objetos	y
especies	a	los	que	se	refieren	los	artículos	228,	230,	308,	309,	252
a	255,	257,	279	y	279-A	del	Código	Penal.
D.	Leg.	957.
ART.	341.—Agente	encubierto.
1.	 Modificado.	 Ley	 30077,	 Tercera	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 El	 fiscal,	 cuando	 se	 trate	 de
diligencias	 preliminares	 que	 afecten	 actividades	 propias	 de	 la
criminalidad	 organizada,	 y	 en	 tanto	 existan	 indicios	 de	 su
comisión,	podrá	autorizar	a	miembros	especializados	de	la	Policía
Nacional	del	Perú,	mediante	una	disposición	y	teniendo	en	cuenta
su	necesidad	a	los	fines	de	la	investigación,	a	actuar	bajo	identidad
supuesta	 y	 a	 adquirir	 y	 transportar	 los	 objetos,	 efectos	 e
instrumentos	del	delito	y	diferir	la	incautación	de	los	mismos.	La
identidad	supuesta	será	otorgada	por	el	fiscal	por	el	plazo	de	seis
meses,	 prorrogables	 por	 períodos	 de	 igual	 duración	 mientras
perduren	 las	 condiciones	 para	 su	 empleo,	 quedando
legítimamente	habilitados	para	actuar	en	todo	lo	relacionado	con
la	 investigación	 concreta	 y	 a	 participar	 en	 el	 tráfico	 jurídico	 y
social	 bajo	 tal	 identidad.	 En	 tanto	 sea	 indispensable	 para	 la
realización	de	la	investigación,	se	pueden	crear,	cambiar	y	utilizar
los	correspondientes	documentos	de	identidad.
El	 fiscal,	 cuando	 las	 circunstancias	 así	 lo	 requieran,	 podrá
disponer	la	utilización	de	un	agente	especial,	entendiéndose	como
tal	 al	 ciudadano	 que,	 por	 el	 rol	 o	 situación	 en	 que	 está	 inmerso
dentro	de	una	organización	criminal,	opera	para	proporcionar	las
evidencias	incriminatorias	del	ilícito	penal.
2.	Modificado.	Ley	28950,	Art.	5°.	La	disposición	que	apruebe	la
designación	de	agentes	encubiertos,	deberá	consignar	el	nombre
verdadero	y	la	identidad	supuesta	con	la	que	actuarán	en	el	caso
concreto.	Esta	decisión	será	reservada	y	deberá	conservarse	fuera
de	las	actuaciones	con	la	debida	seguridad.	Una	copia	de	la	misma
se	 remite	 a	 la	 Fiscalía	 de	 la	 Nación,	 que	 bajo	 las	 mismas
condiciones	 de	 seguridad,	 abrirá	 un	 registro	 reservado	 de
aquellas.
3.	 La	 información	 que	 vaya	 obteniendo	 el	 agente	 encubierto
deberá	 ser	puesta	a	 la	mayor	brevedad	posible	en	 conocimiento
del	fiscal	y	de	sus	superiores.	Dicha	información	deberá	aportarse
al	proceso	en	su	integridad	y	se	valorará	como	corresponde	por	el
órgano	 jurisdiccional	 competente.	 De	 igual	 manera,	 esta
información	 sólo	 puede	 ser	 utilizada	 en	 otros	 procesos,	 en	 la
medida	 en	 que	 se	 desprendan	 de	 su	 utilización	 conocimientos
necesarios	para	el	esclarecimiento	de	un	delito.
4.	 Modificado.	 Ley	 28950,	 Art.	 5°.	 La	 identidad	 del	 agente
encubierto	se	puede	ocultar	al	culminar	la	investigación	en	la	que
intervino.	Asimismo,	es	posible	la	ocultación	de	la	identidad	en	un
proceso,	 siempre	 que	 se	 acuerde	 mediante	 resolución	 judicial
motivada	y	que	exista	un	motivo	razonable	que	haga	temer	que	la
revelación	pondrá	en	peligro	la	vida,	la	integridad	o	la	libertad	del
agente	encubierto	o	agente	especial,	o	que	justifique	la	posibilidad
de	continuar	utilizando	la	participación	de	éstos	últimos.
5.	Cuando	en	estos	casos	las	actuaciones	de	investigación	puedan
afectar	los	derechos	fundamentales,	se	deberá	solicitar	al	juez	de
la	 investigación	preparatoria	 las	 autorizaciones	 que,	 al	 respecto,
establezca	 la	 Constitución	 y	 la	 ley,	 así	 como	 cumplir	 las	 demás
previsiones	 legales	 aplicables.	 El	 procedimiento	 será
especialmente	reservado.
6.	El	agente	encubierto	estará	exento	de	responsabilidad	penal
por	aquellas	actuaciones	que	sean	consecuencia	necesaria	del
desarrollo	de	la	investigación,	siempre	que	guarden	la	debida
proporcionalidad	con	la	finalidad	de	la	misma	y	no	constituyan
una	manifiesta	provocación	al	delito.
NOTA:	La	Primera	Disposición	Complementaria	y	Final	de	la	Ley	28950	establece	literalmente	que
“desde	el	día	siguiente	de	la	publicación	de	esta	ley,	entrará	en	vigencia	el	artículo	341	del	Código
Procesal	Penal,	promulgado	por	el	Decreto	Legislativo	N°	957”.	La	publicación	de	la	Ley	28950,	en	el
Diario	Oficial	“El	Peruano”,	se	realizó	el	16	de	enero	del	2007.
REGLAMENTO	DE	CIRCULACIÓN	Y	ENTREGA	VIGILADA	DE	BIENES
DELICTIVOS	Y	AGENTE	ENCUBIERTO
R.	729-2006-MP-FN.
ART.	 1°.—Aprobar	 los	 reglamentos	 de	 reproducción	 audiovisual	 de
actuaciones	 procesales	 fiscales;	 la	 cadena	 de	 custodia	 de	 elementos
materiales,	evidencias	y	administración	de	bienes	incautados;	programa	de
asistencia	 a	 víctimas	 y	 testigos;	 circulación	 y	 entrega	 vigilada	 de	 bienes
delictivos	y	agente	encubierto;	notificaciones,	 citaciones	y	 comunicaciones
entre	autoridades	en	la	actuación	fiscal.
(...).
CAPÍTULO	I
Circulación	y	entrega	vigilada	de	bienes	delictivos
(...).
Artículo	 5°.-	 Definición.	 La	 circulación	 y	 entrega	 vigilada	 de	 bienes
delictivos	es	una	técnica	especial	de	investigación	que	consiste	en	permitir
que	 remesas	 ilícitas	 o	 sospechosas	 de	 bienes	 delictivos,	 circulen	 por	 el
territorio	nacional	o	salgan	o	entren	en	él,	sin	interferencia	de	la	autoridad	y
bajo	su	vigilancia,	con	el	fin	de	descubrir	o	identificar	a	los	involucrados	de
la	comisión	de	algún	delito	vinculado	con	la	criminalidad	organizada.
Artículo	6°.-	Finalidad.	La	finalidad	de	la	técnica	especial	de	investigación
de	circulación	y	entrega	vigilada	de	bienes	delictivos	es:
1.	 Descubrir	 e	 identificar	 a	 las	 personas	 involucradas	 en	 la	 comisión	 de
alguno	 de	 los	 delitos	 en	 los	 que	 se	 permite	 el	 uso	 de	 esta	 práctica,	 en	 el
territorio	nacional.
2.	Prestar	auxilio	a	las	autoridades	extranjeras	con	los	mismos	fines.
Artículo	 7°.-	Objeto	material.	 Las	 sustancias,	 bienes	 y	 objetos	 sobre	 los
que	puede	recaer	la	circulación	y	entrega	vigilada	son:
a)	Drogas	tóxicas,	estupefacientes	o	sustancias	psicotrópicas.
b)	 Materias	 primas	 o	 insumos	 químicos	 fiscalizados	 destinados	 a	 la
elaboración	de	drogas.
c)	Bienes	o	ganancias	objeto	del	delito	de	 lavado	de	activos,	 traducido	en
dinero,	valores,	documentos,	títulos.
d)	Bienes	relativos	a	delitos	aduaneros.
e)	Bienes	pertenecientes	al	patrimonio	cultural	extraídos	ilícitamente.
f)	Especies	de	flora	o	fauna	silvestres,	acuáticas	y	otras	de	comercialización
prohibida.
g)	Billetes	o	monedas	 falsas,	 instrumentos	e	 insumos	que	se	empleen	con
tal	fin.
h)	Armas,	municiones,	explosivos,	sustancias	o	materiales	destinados	para
su	preparación.
Artículo	 8°.-	Modalidades.	 Las	 modalidades	 de	 la	 circulación	 y	 entrega
vigilada	de	bienes	delictivos	pueden	ser:
1.	Por	el	tratamiento	del	objeto	material
a)	Sin	sustitución	del	bien	delictivo
b)	Con	sustitución	del	bien	delictivo:
-	Sustitución	total	con	otro	bien	inocuo.
-	Sustitución	parcial	con	otro	bien	inocuo.
2.	Por	el	ámbito	de	circulación
a)	Interna:	los	bienes	ilícitos	están	circunscritos	al	territorio	nacional.
b)	Externa:	los	bienes	ilícitos	cruzan	la	frontera	territorial.
3.	Por	el	país	de	origen
a)	Activa:	se	solicita	cooperación	a	países	extranjeros.
b)	Pasiva:	se	acepta	cooperar	con	países	extranjeros.
Artículo	9°.-	Funcionarios	 legitimados.	La	 circulación	 y	 entrega	 vigilada
de	bienes	delictivos	requiere	una	disposición	fiscal	que	puede	ser	dictada	de
oficio	o	a	solicitud	de:
a)	Los	miembros	de	la	Policía	Nacional,	a	través	de	un	informe	y	un	plan	de
trabajo	detallados.
b)	 Las	 autoridades	 extranjeras	 directamente	 o	 a	 través	 de	 los
representantes	consulares	de	las	delegaciones	diplomáticas.
Del	procedimiento
Artículo	 10.-	 Procedimiento.	 Recibida	 la	 comunicación	 de	 una	 remesa
verificada,	el	fiscal	dispondrá	se	realicen	las	siguientes	diligencias:
1.	Análisis,	pesaje,	descarte,	descripción	en	detalle	de	las	características	del
bien	ilícito;
2.	Sustituir	en	todo	o	en	parte	la	sustancia	delictiva	cuando	haya	riesgo	de
pérdida,	salvo	que	se	opte	porque	la	remesa	circule	intacta;
3.	Examen	pericial	y	demás	que	corresponda.
Cuando	 el	 fiscal	 tome	 conocimiento	 de	 una	 remesa	 sospechosa	 cuyo
contenido	no	sea	posible	verificar	en	razón	de	las	circunstancias,	dispondrá
motivadamente	 la	 custodia	y	 el	 control	del	 transporte.	En	 tal	hipótesis,	 se
postergara	la	intervención.
Todas	 las	 diligencias	 previas	 serán	 llevadas	 a	 cabo	 bajo	 la	 dirección
personal	 del	 fiscal,	 quien	 decidirá	 en	 cada	 caso	 la	 estrategia	 a	 utilizarse,
emitiendo	 disposiciones	 verbales	 si	 fuera	 necesario,	 para	 lograr	 la
seguridad	del	envío	y	la	efectividad	de	la	intervención,	en	coordinación	con
la	autoridad	policial	competente.
Los	fiscales	levantarán	actas	de	sus	actuaciones,	disponiendo	que	la	policía
en	las	diligencias	que	intervenga,	proceda	de	manera	similar.
Artículo	11.-	Requisitos	de	la	disposición	fiscal.	La	disposición	fiscal	que
autorice	la	circulación	y	entrega	vigilada	de	bienes	delictivos,	tendrá	como
mínimo	los	siguientes	requisitos:
a)	Individualización:	cada	remesa	deberá	ser	objeto	de	una	autorización.	Se
excluye	la	autorización	genérica.
b)	Motivación:	se	hará	un	análisis	de	la	necesidad	del	procedimiento	y	de	la
concurrencia	de	los	requisitos	exigidos	por	la	ley.
c)	 Clara	 determinación	 del	 objeto:	 la	 disposición	 debe	 determinar
explícitamente,	en	cuanto	sea	posible,	el	objeto	de	 la	circulación	y	entrega
controlada,	así	como	el	tipo	y	cantidad	de	bienes	que	se	trate,	precisándose
si	éstos	son	sustituidos.
d)	Vía	de	 transporte	 y	 ruta:	 si	 la	 circulación	 será	 por	 vía	 terrestre,	 aérea,
fluvial	 o	 marítima,	 así	 como	 la	 posible	 ruta	 que	 seguirá	 la	 remesa	 ilícita,
estableciendo	los	lugares	de	tránsito	y	destino.
e)	 Mecanismos	 y	 métodos	 de	 custodia	 y	 control:	 para	 asegurar	 que	 las
sustancias	 ilícitas,	 bienes	 delictivos	 y/o	 efectos	 del	 delito	 lleguen	 a	 su
destino	final.
f)	Designación	del	responsable	del	procedimiento:	recaerá	en	un	miembro	de
la	Policía	Nacional,	quien	no	sólo	tendrá	la	misión	de	respaldar	la	integridad
de	 la	 remesa	 de	 manera	 encubierta,	 sino	 deberá	 detectar	 e	 identificar	 a
quienes	participen	del	ilícito	penal	y,	de	ser	el	caso,	las	conexiones	delictivas
entre	los	lugares	de	origen,	tránsito	y	destino.
g)	Secreto	 de	 la	 investigación:	el	 fiscal	 podrá	 disponer	 la	 actuación	de	 las
diligencias	en	secreto.
Artículo	 12.-	 Interceptación	 y	 sustitución	 de	 envíos	 postales
sospechosos.	 Tratándose	 de	 envíos	 postales	 sospechosos	 de	 contener
bienes	delictivos,	la	interceptación	y	apertura	de	dichos	envíos	y,	en	su	caso,
la	 sustitución	 total	 o	 parcial	 de	 las	 sustancias	 o	 bienes	 delictivos	 que	 se
hallaren	en	su	interior,	se	requerirá	autorización	al	juez	de	la	investigación
preparatoria.
Artículo	 13.-	 Secreto	 de	 las	 diligencias.	 El	 fiscal	 dispondrá	 que	 las
diligencias	 de	 interceptación,	 apertura	 de	 envíos	 postales,	 sustitución	 de
bienes	delictivos	y	otras	diligencias	vinculadas	a	la	técnica	de	circulación	y
entrega	 vigilada	 de	 bienes	 delictivos,	 se	 mantengan	 en	 secreto	 hasta	 que
concluyan	 las	 diligencias	 preliminares.	 Formalizada	 la	 investigación
preparatoria,	 podrá	 solicitar	 al	 juez	 correspondiente	 que	 el	 secreto	 se
extienda	hasta	15	días.
Artículo	 14.-	 Coordinación	 con	 autoridades.	 El	 fiscal	 realizará
coordinaciones	 personales	 para	 que	 las	 autoridades	 aduaneras,
aeroportuarias	 y	 otras,	 otorguen	 las	 facilidades	 necesarias	 y	 cumplan	 sus
disposiciones.
Artículo	15.-	Circulación	y	entrega	vigilada	a	nivel	 internacional.	Para
la	circulación	y	entrega	vigilada	de	bienes	delictivos	a	nivel	internacional,	el
fiscal	 expedirá	 disposición,	 tomando	 en	 consideración	 los	 términos	 y
condiciones	 establecidos	 en	 la	 legislación	 del	 país	 de	 destino,	 tratados	 y
otros	instrumentos	internacionales	suscritos	y	ratificados	por	el	Perú.
Artículo	16.-	Autorización	para	el	desplazamiento	del	fiscal.	En	el	caso
de	 circulación	 y	 entrega	 vigilada	 de	 bienes	 ilícitos	 que	 implique	 tránsito
internacional,	 los	desplazamientos	de	 los	 fiscales	 serán	autorizados	por	 la
Fiscalía	 de	 la	 Nación.	 Se	 guardará	 reserva	 de	 la	 resolución	 autoritativa,
hasta	que	concluya	el	procedimiento.	Los	desplazamientos	en	el	interior	del
país,	serán	autorizados	por	el	fiscal	jefe	del	distrito	judicial.
Artículo	17.-	Circulación	 y	 entrega	 vigilada	 pasiva.	 Cuando	 se	 trate	 de
prestar	 auxilio	 a	 las	 autoridades	 extranjeras	 que	 lleven	 a	 cabo	 un
procedimiento	de	entrega	vigilada,	las	autoridades	peruanas	conservarán	la
dirección	 y	 control	 de	 las	 actuaciones	 que	 se	 lleven	 a	 cabo	 en	 territorio
peruano,	y	estarán	autorizadas	a	intervenir	si	el	caso	lo	amerita.
Recibida	la	comunicación	a	través	de	la	Fiscalía	de	la	Nación	o	la	policía,	el
fiscal	dispondrá	que	se	practiquen	las	diligencias	que	sean	necesarias,	para
el	efecto	de	establecer	la	existencia	de	la	organización	criminal,	identificar	a
sus	 integrantes	 y	 la	 forma	 en	 que	 opera.	 Evaluará	 la	 factibilidad	 de	 la
introducción	del	 objeto	 ilícito	materia	de	 la	 remesa,	 dentro	de	 los	 canales
usados	 por	 la	 organización	 criminal	 que	 se	 pretende	 desarticular;	 de
resultar	factible,	se	emitirá	la	disposición	que	autoriza	la	remesa	controlada,
designándose	a	la	autoridad	policial	encargada	del	procedimiento,	que	será
comunicada	a	la	autoridad	extranjera	por	los	canales	correspondientes.
Artículo	18.-	Dirección	y	control	de	la	actuación	policial.	El	fiscal	dirige
y	 controla	 la	 actuación	 de	 la	 policía,	 la	 que	 realizará	 el	 seguimiento	 del
objeto	materia	de	remesa	comprobando	su	introducción	en	los	canales	de	la
organización	 delictiva,	 a	 efectos	 de	 llevar	 a	 cabo	 las	 acciones	 posteriores
dirigidas	 a	 la	 desarticulación	 de	 aquella	 y	 al	 ejercicio	 de	 la	 acción
persecutoria	respectiva;	y,	se	realizará	en	los	siguientes	momentos:
a)	 Control	 previo:	 al	 analizar	 el	 caso	 en	 concreto,	 las	 circunstancias	 de
hecho,	las	posibilidades	de	vigilancia,	entre	otros	aspectos,	expresados	en	la
disposición	respectiva;
b)	Control	concurrente:	durante	el	desarrollo	de	la	operación;	y,
c)	Control	posterior:	al	analizar	si	se	han	observado	las	prescripciones	de	la
disposición	 fiscal	 y	 el	 respeto	 de	 los	 principios,	 derechos	 y	 garantías
constitucionales,	así	como	al	evaluar	los	resultados.
Artículo	 19.-	Suspensión	 de	 la	 circulación	 y	 entrega	 vigilada.	 El	 fiscal
podrá	disponer	motivadamente	la	suspensión	de	la	técnica	de	circulación	y
entrega	 controlada	 de	 bienes	 delictivos	 en	 cualquier	 momento	 cuando
considere	 que	 se	 pone	 en	 peligro	 la	 vida	 o	 integridad	 física	 de	 los
funcionarios	 y/o	 agentes	 encubiertos	 que	 intervengan	 en	 la	 operación	 o
cuando	 surjan	 riesgos	 para	 el	 acopio	 de	 las	 evidencias	 y	 elementos	 de
prueba	 importantes	para	 la	 investigación,	así	 como	para	el	 aseguramiento
del	bien	materia	del	procedimiento.
En	 este	 supuesto	 el	 fiscal	 podrá	 solicitar	 al	 juez	 de	 la	 investigación
preparatoria	 las	 medidas	 limitativas	 de	 derechos	 que	 correspondan,	 sin
perjuicio	 que	 los	 funcionarios	 policiales	 encargados	 de	 la	 circulación	 y
entrega	vigilada	observen	las	normas	de	detención	en	flagrancia.
Artículo	20.-	Informe	final.	Culminado	el	operativo	el	 funcionario	policial
responsable	de	la	custodia	y	control	de	la	remesa	deberá	emitir	un	informe
detallado	al	fiscal	que	autorizó	la	técnica	especial	de	investigación.
Artículo	 21.-	 Conclusión.	 Recibido	 el	 informe,	 el	 fiscal	 emitirá	 una
disposición	resolviendo	la	conclusión	de	la	técnica	especial	de	investigación.
El	fiscal	iniciará	la	investigación	preliminar	y/o	formal,	de	acuerdo	al	caso,
tomando	como	base	los	elementos	de	prueba	recopilados.
CAPÍTULO	III
Agente	encubierto
Artículo	22.-	Definición.	El	agente	encubierto	es	un	procedimiento	especial
autorizado	por	el	fiscal	con	la	reserva	del	caso,	mediante	el	cual	un	agente
policial,	ocultando	su	identidad,	se	infiltra	en	una	organización	criminal	con
el	 propósito	 de	 determinar	 su	 estructura	 e	 identificar	 a	 sus	 dirigentes,
integrantes,	 recursos,	 modus	 operandi	 y	 conexiones	 con	 asociaciones
ilícitas.
Artículo	 23.-	 Procedencia.	 Se	 podrá	 autorizar	 la	 técnica	 de	 agente
encubierto	cuando	concurran	las	siguientes	condiciones:
a)	Que	existan	indicios	razonables	de	la	comisión	de	un	delito	vinculado	a
la	criminalidad	organizada.
b)	Uso	en	situaciones	de	riesgo	controlado.
c)	Participación	voluntaria	del	agente	encubierto.
d)	 Correspondencia	 de	 las	 circunstancias	 de	 actuación	 previstas	 con	 el
delito	investigado.
e)	 Posibilidades	 reales	 de	 infiltración	 del	 agente	 en	 la	 organización
criminal.
f)	Preparación	especial	del	agente.
g)	Ausencia	de	antecedentes	disciplinarios	o	criminales	del	agente.
Del	procedimiento
Artículo	 24.-	 Requerimiento.	 Los	 miembros	 de	 la	 Policía	 Nacional
presentarán	al	fiscal	un	informe	sobre	los	hechos	materia	de	investigación,
la	estructura	criminal	de	la	organización	que	se	trata,	recursos	con	los	que
cuenta,	sus	posibles	integrantes	y	dirigentes,	modus	operandi	y	vínculos	con
otras	organizaciones;	a	dicho	informe	se	acompañará	un	plan	de	trabajo	el
que,	 además	de	 las	 especificaciones	 financieras,	 logísticas	 y	 técnicas,	 debe
contener	 la	 identidad	 del	 funcionario	 policial	 propuesto	 para	 realizar	 la
labor	 de	 agente	 encubierto,	 su	 hoja	 de	 servicios,	 la	 identidad	 supuesta,	 el
adiestramiento	que	ha	recibido,	la	duración	aproximada	del	procedimiento
y	demás	información	que	corresponda.
Artículo	25.-	Disposición	de	autorización.	Analizado	el	 informe	y	el	plan
de	 trabajo,	 el	 fiscal	 entrevistará	 al	 agente	 propuesto.	 Calificada	 la
procedencia	 autorizará	 la	 utilización	 de	 la	 técnica	 mediante	 disposición
motivada	con	el	siguiente	contenido:
a)	Las	identidades	real	y	supuesta	del	agente	o	agentes	designados.
b)	La	facultad	del	agente	para	actuar	bajo	identidad	supuesta	en	el	tráfico
jurídico	y	social,	 llevando	a	cabo	actividades	vinculadas	al	delito	de	que	se
trate,	precisando	los	límites	de	su	actuación.
c)	El	período	de	duración	del	procedimiento.
d)	El	propósito	perseguido.
e)	La	designación	del	oficial	responsable	del	procedimiento.
f)	 La	 obligación	 del	 agente	 encubierto	 y	 del	 oficial	 responsable	 del
procedimiento	 de	 informar	 periódicamente	 y	 en	 detalle	 los	 avances	 del
procedimiento.
g)	 Otras	 disposiciones	 que	 el	 fiscal	 considere	 necesarias	 para	 el	 mejor
cumplimiento	de	los	fines	de	la	técnica.
Se	 comunicará	 en	 forma	 reservada	 a	 la	 autoridad	 policial	 que	 solicitó	 la
autorización	del	procedimiento	con	la	copia	certificada	de	la	disposición	de
autorización	 emitida	 y	 se	 elevará	 una	 copia	 al	 fiscal	 de	 la	Nación	 para	 su
registro	correspondiente.
Artículo	 26.-	Comunicación	 al	 agente	 encubierto.	 El	 fiscal	 comunicará
personalmente	 al	 agente	 designado,	 en	 presencia	 de	 oficial	 policial
responsable,	 el	 inicio	 del	 procedimiento,	 las	 obligaciones	 y
responsabilidades	a	que	está	sujeto	y	los	límites	de	su	actuación,	de	lo	cual
se	levantará	el	acta	respectiva	en	un	solo	original,	la	que	formará	parte	del
cuaderno	especial	que	se	mantendrá	en	secreto.
Se	 consideran	 criterios	 básicos	 de	 actuación	 del	 agente	 encubierto	 los
siguientes:
a)	 La	 no	 realización	 de	 amenazas	 o	 agresiones	 a	 los	 integrantes	 de	 la
organización	a	infiltrar.
b)	 Minimización	 de	 la	 participación	 del	 público	 en	 las	 acciones	 a
desarrollar.
c)	Vinculación	y	comunicación	permanente	con	el	oficial	responsable.
Artículo	27.	Dirección	y	control.	El	fiscal	realizará	la	supervisión	y	control
de	 las	 actuaciones	 policiales	 conforme	 se	 establece	 en	 el	 artículo	 17	 del
presente	reglamento.
Artículo	28.-	Prórroga	del	plazo.	A	pedido	de	la	autoridad	policial,	el	fiscal,
mediante	 disposición	 motivada,	 podrá	 prorrogar	 la	 utilización	 de	 la
identidad	supuesta	del	agente	por	períodos	similares	al	autorizado,	 lo	que
implica	la	prórroga	de	la	ejecución	de	la	técnica	de	investigación	de	agente
encubierto.
Artículo	29.-	Requerimientos	al	juez.	El	fiscal,	con	motivo	de	la	ejecución
de	la	técnica	de	agente	encubierto,	podrá	requerir	al	juez	de	la	investigación
preparatoria,	 en	 forma	 reservada,	 la	 autorización	 para	 llevar	 a	 cabo
diligencias	que,	por	su	propia	naturaleza,	afecten	derechos	fundamentales.
Si	en	la	ejecución	de	la	técnica	especial	de	agente	encubierto	se	advirtiera
la	 necesidad	 de	 emplear	 otras	 técnicas	 especiales	 de	 investigación	 se
comunicará	 de	 ello	 al	 fiscal,	 quien	 efectuará	 los	 requerimientos	 judiciales
que	correspondan.
Artículo	 30.-	 Conclusión	 de	 la	 técnica.	 El	 fiscal	 dará	 por	 concluida	 la
técnica	 especial	 de	 investigación,	 mediante	 disposición	 motivada,	 en	 los
siguientes	casos:
a)	Cuando	se	hayan	cumplido	los	objetivos	propuestos.
b)	 Cuando	 de	 los	 informes	 periódicos	 de	 la	 policía,	 se	 advierta	 que	 será
materialmente	imposible	el	cumplimiento	de	los	objetivos.
c)	Cuando	en	el	desarrollo	del	procedimiento	surja	cualquier	circunstancia
que	lo	invalide.
d)	 Cuando	 se	 advierte	 en	 el	 curso	 de	 la	 técnica	 especial	 la	 comisión	 de
ilícitos	 penales	 o	 la	 concurrencia	 de	 graves	 riesgos	 para	 bienes
jurídicamente	tutelados.
d)	 A	 pedido	 de	 la	 autoridad	 policial	 mediante	 informe	 debidamente
sustentado.
Artículo	 31.-	 Seguridad	 del	 agente	 encubierto.	 En	 la	 ejecución	 de	 la
técnica	 especial	 el	 fiscal	 adoptará	 las	 medidas	 necesarias	 para	 evitar	 la
revelación	 de	 la	 identidad	 del	 agente	 encubierto	 así	 como	 de	 las	 que
correspondan	a	su	seguridad	al	momento	de	la	intervención	respectiva.
Artículo	 32.-	 Piezas	 que	 se	 anexan	 a	 la	 carpeta	 fiscal.	 Sólo	 se
incorporarán	 a	 la	 carpeta	 fiscal	 el	 informe	del	 oficial	 responsable,	 actas	 y
demás	 pruebas	 obtenidas,	 cuando	 sirvan	 para	 sustentar	 el	 caso	 en	 el
proceso	judicial.
Artículo	33.-	Comunicación	a	la	Fiscalía	de	la	Nación.	Las	disposiciones
mediante	las	cuales	se	autorizan	y	se	culminan	las	técnicas	de	la	circulación
y	entrega	vigilada	de	bienes	delictivos	y	agente	encubierto	serán	elevadas
inmediatamente	a	 la	Fiscalía	de	la	Nación,	para	su	anotación	en	el	registro
correspondiente,	en	estricta	reserva.
Disposición	final
Primera	 Disposición	 Final.-	 Créase	 el	 Registro	 Clasificado	 de	 Técnicas
Especiales	de	Circulación	y	Entrega	Vigilada	de	bienes	delictivos	así	 como
de	Agente	Encubierto,	en	la	Fiscalía	de	la	Nación,	en	el	que	se	anotarán	las
disposiciones	de	autorización	y	conclusión	de	los	procedimientos.
Segunda	 Disposición	 Final.-	 El	 presente	 reglamento	 entrará	 en	 vigencia
progresiva	en	 los	distritos	 judiciales	conforme	calendario	oficial	aprobado
por	Decreto	Supremo	Nº	007-2006-JUS,	su	fecha	04	de	marzo	del	2006.
PROTECCIÓN	DEL	AGENTE	ENCUBIERTO
D.	S.	004-2014-JUS.
ART.	 1°.—Aprobación.	 Apruébese	 el	 Reglamento	 para	 implementar
aspectos	de	 identidad	del	agente	encubierto	y	garantizar	su	protección,	en
el	marco	de	la	técnica	especial	de	investigación.
(...).
REGLAMENTO	PARA	IMPLEMENTAR	ASPECTOS	DE	IDENTIDAD	DEL
AGENTE	ENCUBIERTO	Y	GARANTIZAR	SU	PROTECCIÓN	EN	EL	MARCO
DE	LA	TÉCNICA	ESPECIAL	DE	INVESTIGACIÓN
Artículo	 1°.-	 Objeto.	 La	 presente	 norma	 tiene	 por	 objeto	 implementar
aspectos	referidos	a	la	identidad	del	agente	encubierto	así	como	garantizar
su	protección.
Artículo	 2°.-	 Obligación	 de	 las	 entidades	 públicas	 competentes.	 Las
entidades	públicas	competentes	que	emiten	documentos	que	contribuyen	o
permiten	 la	 identificación	 de	 la	 persona,	 deben	 implementar,	 bajo
responsabilidad,	mecanismos	 seguros	 que	 garanticen	 la	 adecuada	 y	 eficaz
actuación	 y	 protección	 de	 un	 agente	 encubierto.	 Para	 tales	 efectos,	 el
Ministerio	 Público	 realiza	 todas	 las	 coordinaciones	 necesarias	 con	 dichas
entidades.
Artículo	 3°.-	 Entrega	 de	 los	 documentos	 al	 Ministerio	 Público.	 El
Registro	 Nacional	 de	 Identificación	 y	 Estado	 Civil	 -	 Reniec,	 entrega	 el
documento	 al	 fiscal	 que	 oportunamente	 solicitó	 el	 otorgamiento	 de	 una
identidad	supuesta	para	un	agente	encubierto,	dejándose	constancia	en	acta
que	 se	 mantiene	 en	 estricta	 reserva,	 bajo	 responsabilidad	 funcional.
Igualmente,	 deben	 registrar	 o	 almacenar	 la	 nueva	 información	 en	 los
respectivos	 sistemas	 informáticos	 que	 le	 den	 soporte	 a	 la	 identidad
supuesta.
Artículo	4°.-	Obligaciones	del	agente	encubierto	respecto	del	uso	de	la
identidad	 supuesta.	 El	 agente	 encubierto	 está	 sujeto	 a	 las	 siguientes
obligaciones:
1.-	 Utilizar	 el	 documento	 de	 identidad	 supuesta	 en	 aquellas	 acciones	 o
actividades	 derivadas	 de	 la	 investigación	 o	 necesarias	 para	 los	 fines	 de	 la
misma	y	durante	todas	sus	actividades	en	el	tráfico	jurídico	y	social.
2.-	Usar	el	documento	de	identidad	supuesta	dentro	de	los	límites	del	plazo
establecido	 en	 la	 autorización	 del	 fiscal,	 bajo	 responsabilidad
administrativa,	civil	y	penal,	según	corresponda.
Artículo	5°.-	Obligación	de	guardar	secreto	de	la	 identidad	del	agente
encubierto.
1.	Todo	aquel	funcionario	o	servidor	público	a	que	se	refiere	el	artículo	425
del	 Código	 Penal,	 que	 haya	 tomado	 conocimiento	 de	 la	 identidad	 real	 o
supuesta	 del	 agente	 encubierto	 está	 obligado	 a	 preservar	 su	 carácter
secreto,	aun	cuando	haya	concluido	la	técnica	especial	de	investigación.
2.	Dicha	obligación	rige	también	para	aquellos	que	no	tienen	 la	condición
de	funcionario	o	servidor	público	o	que	hubieran	cesado	en	ella	y	que	por
algún	 motivo	 tomaron	 conocimiento	 de	 dichas	 identidades,	 bajo
responsabilidad	administrativa,	civil	o	penal,	según	corresponda.
DOCTRINA.—Sunat:	 modificación	 de	 la	 legislación	 sobre	 pérdida	 de
dominio	 no	 provocó	 la	 inaplicación	 de	 las	 normas	 penales	 sobre
cadena	de	custodia.	“Por	las	consideraciones	antes	expuestas,	se	opina	que
el	 Decreto	 Legislativo	 N°	 1104	 no	 ha	 prescrito	 la	 inaplicación	 del	 Código
Procesal	Penal	ni	la	del	Reglamento	de	la	Cadena	de	Custodia	de	Elementos
Materiales,	 Evidencias	 y	 Administración	 de	 Bienes	 Incautados,	 aprobado
por	Resolución	N°	729-2006-MP-FN,	por	lo	que	las	reglas	de	estos	últimos
instrumentos	 jurídicos	 siguen	 vigentes	 y	 nos	 obligan	 a	 realizar	 una
interpretación	 en	 la	 que	 se	 resguarde	 la	 unidad	 y	 coherencia	 del
ordenamiento	jurídico	vigente.
Asimismo,	 la	 Sunat	 para	 ejercer	 la	 facultad	 otorgada	 por	 la	 Octava
Disposición	Complementaria	Transitoria	del	Decreto	Legislativo	N°	1104	y
disponga	de	los	bienes	incautados,	de	manera	previa	debe	coordinar	con	el
fiscal	a	cargo	de	la	investigación,	a	efecto	que	este	proceda	a	la	conservación
de	 una	 muestra	 representativa	 de	 conformidad	 con	 lo	 establecido	 por	 el
artículo	33	del	Reglamento	de	Cadena	de	Custodia,	y	se	adopten	las	medidas
que	necesarias	para	asegurar	los	fines	de	la	investigación.
(...)	Finalmente	se	anota	que	los	argumentos	y	conclusiones	también	deben
ser	aplicados	a	 los	casos	de	mercancías	provenientes	del	delito	de	minería
ilegal	 regulados	 por	 los	 decretos	 legislativos	N°	 1103	 y	N°	 1107	 y	 que	 se
encuentren	en	almacenes	de	Sunat,	conforme	a	la	competencia	otorgada	por
la	Octava	Disposición	Complementaria	Transitoria	del	Decreto	Legislativo	N
°	 1104”.	 (Sunat,	 Inf.	 173-2012-Sunat/4B4000,	 dic.	 20/2012.	 Gerente
Jurídico	Aduanero	Nora	Sonia	Cabrera	Torriani)
D.	Leg.	957.
ART.	 341-A.—Incorporado.	 Ley	 30077,	 Cuarta	 Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Operaciones	encubiertas.	Cuando	en	las
diligencias	 preliminares	 se	 trate	 de	 identificar	 personas	 naturales	 y
jurídicas,	 así	 como	 bienes	 y	 actividades	 propias	 de	 la	 criminalidad
organizada,	en	 tanto	existan	 indicios	de	su	comisión,	el	Ministerio	Público
podrá	 autorizar	 a	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú	 a	 fin	 de	 que	 realice
operaciones	encubiertas	sin	el	conocimiento	de	los	investigados,	tales	como
la	protección	 legal	de	personas	 jurídicas,	de	bienes	en	general,	 incluyendo
títulos,	 derechos	 y	 otros	 de	 naturaleza	 intangible,	 entre	 otros
procedimientos,	 pudiéndose	 crear,	 estrictamente	 para	 los	 fines	 de	 la
investigación,	personas	jurídicas	ficticias	o	modificar	otras	ya	existentes.
La	autorización	correspondiente	será	 inscrita	en	un	registro	especial	bajo
los	parámetros	legales	señalados	para	el	agente	encubierto.	Por	razones	de
seguridad,	 las	 actuaciones	 correspondientes	 no	 formarán	 parte	 del
expediente	del	proceso	respectivo	sino	que	 formarán	un	cuaderno	secreto
al	que	solo	tendrán	acceso	los	jueces	y	fiscales	competentes.
TÍTULO	V
Conclusión	de	la	investigación
preparatoria
D.	Leg.	957.
ART.	342.—Plazo.
1.	 El	 plazo	 de	 la	 investigación	 preparatoria	 es	 de	 ciento	 veinte
días	 naturales.	 Sólo	 por	 causas	 justificadas,	 dictando	 la
disposición	correspondiente,	el	fiscal	podrá	prorrogarla	por	única
vez	hasta	por	un	máximo	de	sesenta	días	naturales.
2.	 Modificado.	 Ley	 30077,	 Tercera	 Disposición
Complementaria	Modificatoria.	 Tratándose	 de	 investigaciones
complejas,	 el	 plazo	 de	 la	 investigación	 preparatoria	 es	 de	 ocho
meses.	 Para	 el	 caso	 de	 investigación	 de	 delitos	 perpetrados	 por
imputados	 integrantes	 de	 organizaciones	 criminales,	 personas
vinculadas	a	ella	o	que	actúan	por	encargo	de	 la	misma,	el	plazo
de	 la	 investigación	 preparatoria	 es	 de	 treinta	 y	 seis	 meses.	 La
prórroga	 por	 igual	 plazo	 debe	 concederla	 el	 juez	 de	 la
investigación	preparatoria.
3.	Modificado.	Ley	30077,	Tercera	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Corresponde	al	fiscal	emitir	la
disposición	que	declara	complejo	el	proceso	cuando:	a)	requiera
de	la	actuación	de	una	cantidad	significativa	de	actos	de
investigación;	b)	comprenda	la	investigación	de	numerosos
delitos;	c)	involucra	una	cantidad	importante	de	imputados	o
agraviados;	d)	demanda	la	realización	de	pericias	que	comportan
la	revisión	de	una	nutrida	documentación	o	de	complicados
análisis	técnicos;	e)	necesita	realizar	gestiones	de	carácter
procesal	fuera	del	país;	f)	involucra	llevar	a	cabo	diligencias	en
varios	distritos	judiciales;	g)	revisa	la	gestión	de	personas
jurídicas	o	entidades	del	Estado;	o	h)	comprenda	la	investigación
de	delitos	perpetrados	por	integrantes	de	una	organización
criminal,	personas	vinculadas	a	ella	o	que	actúan	por	encargo	de
la	misma.
JURISPRUDENCIA.—Doctrina	jurisprudencial	de	la	CS:	el	requerimiento
de	prórroga	del	plazo	de	investigación	no	es	de	aplicación	automática	ni
de	oficio.	“Para	fijar	el	plazo	de	investigación	preparatoria	se	debe	tomar	en
cuenta:	i)	Gravedad	y	clase	o	naturaleza	del	delito	imputado.	ii)
Características	del	hecho	objeto	de	investigación.	iii)	Dificultad	y	rigor	de	los
actos	de	investigación	pertinentes	y	útiles	para	su	necesario	esclarecimiento.
iv)	Actitud	del	fiscal	y	del	encausado,	esto	es,	diligencia	del	investigador	y
maniobras	obstruccionistas	del	encausado;	mientras	que	la	prórroga	del
plazo	de	investigación	preparatoria,	tiene	que	ver	con	las	dificultades	de	las
investigaciones	como	sería	la	demora	en	la	realización	de	determinado	acto
de	investigación.	La	prórroga	requiere	de	una	disposición	fiscal;	es	decir	es	un
acto	procesal.	En	ese	sentido,	la	disposición	fiscal	con	la	que	inicia	el	plazo	de
investigación	constituye	un	acto	procesal,	y	el	requerimiento	de	prórroga	del
plazo	de	investigación,	otro;	pues,	no	es	de	aplicación	automática	ni	de	oficio,
sino	que	necesita	ser	postulado	por	el	fiscal	al	juez	de	la	investigación
preparatoria	que	debe	someterlo	a	audiencia	con	la	defensa	del	imputado;	en
consecuencia,	son	actos	procesales	con	criterios	autónomos	propios
desplegados	por	las	partes	y	el	órgano	jurisdiccional”.	(C.	S.,	Cas.	309-2015-
Lima,	mar.	29/2016.	S.	S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—Luego	del	1	de	julio	del	2014,	la	prórroga	de	plazo
de	una	investigación	preparatoria	se	rige	por	la	Ley	N°	30077.	“En
consecuencia,	la	invocación	del	inciso	dos	del	artículo	trescientos	cuarenta	y
dos	del	Código	Procesal	Penal,	conforme	a	la	modificaciones	incorporadas	por
la	ley	número	treinta	mil	setenta	y	siete,	crimen	organizado,	vigente	desde	el
uno	de	julio	del	dos	mil	catorce,	en	un	proceso	en	trámite,	tiene	sustento	en	el
principio	previsto	en	el	inciso	uno	del	artículo	VII	del	Título	Preliminar	del
Código	Procesal	Penal	que	establece	la	aplicación	inmediata	de	la	ley	que	rige
al	tiempo	de	la	actuación	procesal.	La	interpretación	de	este	principio	permite
concluir	que	el	plazo	ordinario	de	ocho	meses	primigeniamente	establecido
para	la	investigación	preparatoria	no	puede	ser	adecuado	a	la	citada
modificatoria,	pues	es	un	plazo	empezado	o	en	giro;	pero	sí	con	la	prórroga	de
plazo	de	investigación	preparatoria,	que	es	una	institución	autónoma,	con	su
propio	estatuto	y	que	constituye	un	nuevo	acto	procesal,	por	lo	que	no	se	da
ningún	supuesto	de	excepción	a	la	aplicación	inmediata	de	la	ley	procesal,
prevista	en	la	segunda	parte	del	inciso	uno	del	artículo	VII	del	Título
Preliminar	del	Código	Procesal	Penal,	porque	cuando	se	solicita	tal	prórroga,
ya	estaba	vigente	la	ley	número	treinta	mil	setenta	y	siete,	primero	de	julio	de
dos	mil	catorce,	por	lo	que,	debe	ser	aplicada”.	(C.	S.,	Cas.	309-2015-Lima,	mar.
29/2016.	S.	S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—El	nuevo	modelo	procesal	penal	impone	plazos	a	la
investigación	preparatoria.	“Para	resolver	el	problema	planteado	y
conforme	ya	se	ha	establecido	por	este	colegiado	a	diferencia	del	modelo
establecido	en	el	Código	de	Procedimientos	Penales	de	1940,	el	Código
Procesal	Penal	del	2004	estipula	plazos	a	la	investigación	preparatoria
conducida	por	el	Ministerio	Público.	En	efecto,	el	artículo	342.1	del	CPP	fija	el
plazo	de	las	investigaciones	simples	en	ciento	veinte	días	naturales	con	una
prórroga	máxima	de	sesenta	días	naturales.	Tratándose	de	una	investigación
compleja,	el	numeral	2	del	mencionado	dispositivo	establece	un	plazo	de	8
meses,	prorrogable	por	un	plazo	igual,	supuesto	último	que	precisa	de	la
intervención	del	juez	de	la	investigación	preparatoria.
(...)	Por	otro	lado,	el	numeral	3	del	referido	dispositivo,	establece	los	criterios
para	determinar	la	complejidad,	entre	ellos,	si	la	investigación	comprende	una
cantidad	importante	de	imputados	o	agraviados	o	si	demanda	la	realización
de	pericias	que	comportan	la	revisión	de	una	nutrida	documentación	o	de
complicados	análisis	técnicos.
Tratándose	de	la	prórroga	del	plazo	de	una	investigación	autorizada	por	el
órgano	jurisdiccional	y	considerando	que	el	código	ha	establecido	un	plazo
máximo	de	ocho	meses,	concluimos	que	puede	establecerse	un	plazo	menor
estando	al	criterio	objetivo	–referido	a	la	naturaleza	de	los	hechos	objeto	de
Investigación	y	a	los	criterios	de	complejidad–	y	subjetivo	–referido	a	la
actuación	del	investigado	y	a	la	actuación	del	fiscal–”.	(Corte	Superior	de
Lima,	Exp.	00067-2012-11-1826-JR-PE-02,	ene.	22/2013.	V.	P.	Susana	Ynes
Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—La	inercia	del	Ministerio	Público	no	justifica	la
prórroga	del	plazo	de	la	investigación	preparatoria.	“En	el	presente	caso,
se	trata	de	un	proceso	complejo,	en	atención	a	la	pluralidad	de	imputados	y	la
complejidad	del	asunto	de	que	trata;	sin	embargo,	durante	el	plazo	ordinario
de	la	investigación	preparatoria	y	su	prórroga	inicialmente	concedida,	el
Ministerio	Público	no	ha	actuado	diligentemente,	con	la	finalidad	de
posibilitar	se	realicen	las	actuaciones	de	la	investigación,	entre	ellas	las
declaraciones	de	los	dos	imputados	faltantes,	los	cuales	si	bien	fueron	materia
de	la	primera	prórroga,	debe	tenerse	en	cuenta	que	sus	declaraciones	podían
haber	sido	tomadas	desde	el	inicio	de	la	investigación,	esto	es,	desde	el	04	de
junio	del	2012,	haciendo	uso	de	los	apremios	legales	pertinentes,	por	lo	que	se
evidencia	pasividad	de	parte	del	Ministerio	Público”.	(CSJL,	Exp.	00118-2011-
6-1826-JR-PE-01,	oct.	28/2013.	V.	P.	Susana	Ynés	Castañeda	Otsu)
D.	Leg.	957.
ART.	343.—Control	del	plazo.
1.	 El	 fiscal	 dará	 por	 concluida	 la	 investigación	 preparatoria
cuando	 considere	 que	 ha	 cumplido	 su	 objeto,	 aun	 cuando	 no
hubiere	vencido	el	plazo.
2.	Si	vencidos	los	plazos	previstos	en	el	artículo	anterior	el	fiscal
no	 dé	 por	 concluida	 la	 investigación	 preparatoria,	 las	 partes
pueden	 solicitar	 su	 conclusión	 al	 juez	 de	 la	 investigación
preparatoria.	 Para	 estos	 efectos	 el	 juez	 citará	 al	 fiscal	 y	 a	 las
demás	partes	a	una	audiencia	de	control	del	plazo,	quien	luego	de
revisar	 las	 actuaciones	 y	 escuchar	 a	 las	 partes,	 dictará	 la
resolución	que	corresponda.
3.	Si	el	juez	ordena	la	conclusión	de	la	investigación	preparatoria,
el	fiscal	en	el	plazo	de	diez	días	debe	pronunciarse	solicitando	el
sobreseimiento	o	formulando	acusación,	según	corresponda.	Su
incumplimiento	acarrea	responsabilidad	disciplinaria	en	el	fiscal.
SECCIÓN	II
La	etapa	intermedia
TÍTULO	I
El	sobreseimiento
D.	Leg.	957.
ART.	344.—Decisión	del	Ministerio	Público.
1.	 Dispuesta	 la	 conclusión	 de	 la	 investigación	 preparatoria,	 de
conformidad	con	el	numeral	1)	del	artículo	343,	el	fiscal	decidirá
en	el	plazo	de	quince	días	si	formula	acusación,	siempre	que	exista
base	 suficiente	 para	 ello,	 o	 si	 requiere	 el	 sobreseimiento	 de	 la
causa.
2.	El	sobreseimiento	procede	cuando:
a)	 El	 hecho	 objeto	 de	 la	 causa	 no	 se	 realizó	 o	 no	 puede
atribuírsele	al	imputado;
b)	 El	 hecho	 imputado	 no	 es	 típico	 o	 concurre	 una	 causa	 de
justificación,	de	inculpabilidad	o	de	no	punibilidad;
c)	La	acción	penal	se	ha	extinguido;	y,
d)	No	existe	razonablemente	la	posibilidad	de	incorporar	nuevos
datos	a	la	investigación	y	no	haya	elementos	de	convicción
suficientes	para	solicitar	fundadamente	el	enjuiciamiento	del
imputado.
JURISPRUDENCIA.—Dictamen	fiscal	superior	que	basa	el
sobreseimiento	del	proceso	en	la	atipicidad	del	hecho	y	en	la	falta	de
probanza	viola	el	principio	logicidad	y	el	de	legalidad	procesal.	“Es	decir,
el	dictamen	fiscal	superior	opina	expresamente	por	la	atipicidad	del	hecho;
empero,	al	mismo	tiempo	considera	que	ese	hecho	no	se	encuentra	probado.
Vale	decir,	según	la	primera	proposición,	no	se	configuraría	el	hecho	punible
de	lavado	de	activos	como	hipótesis	subsumible	en	el	tipo	penal	en	referencia,
mientras	que,	para	la	segunda,	sí	se	configuraría	aquella	pero	sería	su
probanza	la	que	se	desvirtuaría	al	contrastarla	con	los	elementos	actuados,	lo
cual,	a	todas	luces,	quebranta	el	principio	de	la	no	contradicción,	puesto	que,	o
el	hecho	es	subsumible	en	el	tipo	penal	o	no	lo	es.	No	puede	ser,	de	ninguna
manera,	que	un	hecho	sea	y	no	sea	a	la	vez,	es	decir,	nunca	las	dos	cosas	al
mismo	tiempo.
Tan	cierta	es	dicha	contradicción	que,	en	caso	de	quedarnos	con	la	primera
proposición	fáctica	–esto	es,	que	se	hubiese	configurado	la	atipicidad	del
hecho–,	hubiese	resultado	imposible	continuar	con	el	análisis,	en	razón	que	no
habiéndose	concluido	el	proceso	intelectivo	de	construcción	del	hecho	punible
como	hipótesis,	no	había	manera	alguna	de	probar	algo	no	existente	ni
siquiera	como	hipótesis.	Y,	en	caso	de	la	segunda	proposición,	la	insuficiencia
probatoria,	ha	debido	inexorablemente	partir	del	reconocimiento	de	la
tipicidad	de	la	hipótesis	de	lavado	de	activos,	para	proseguir	con	rigor	lógico
con	dicho	análisis	probatorio.
Consiguientemente,	el	dictamen	fiscal	superior,	debió	sobre	la	base	del
principio	de	la	exclusión	de	la	contradicción,	regla	elemental	de	la	lógica,
opinar	sobre	la	atipicidad	del	hecho	punible,	o,	la	insuficiencia	de	los
elementos	de	prueba	del	hecho	punible,	y	de	ninguna	manera,	esgrimir
conjuntamente	ambos	supuestos,	con	la	finalidad	de	precisar	las	causales	de
la	solicitud	del	sobreseimiento”.	(SPN,	Exp.	0100-2010-0-5001-JR-PE-02,	may.
31/2013.	V.	P.	Liliana	del	Carmen	Placencia	Rubiños)
D.	Leg.	957.
ART.	 345.—Control	 del	 requerimiento	 de	 sobreseimiento	 y
audiencia	de	control	del	sobreseimiento.
1.	 El	 fiscal	 enviará	 al	 juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria	 el
requerimiento	 de	 sobreseimiento,	 acompañando	 el	 expediente
fiscal.	 El	 juez	 correrá	 traslado	 del	 pedido	 de	 la	 solicitud	 a	 los
demás	sujetos	procesales	por	el	plazo	de	diez	días.
2.	Los	sujetos	procesales	podrán	formular	oposición	a	la	solicitud
de	archivo	dentro	del	plazo	establecido.	La	oposición,	bajo	sanción
de	 inadmisiblidad,	 será	 fundamentada	 y	 podrá	 solicitar	 la
realización	 de	 actos	 de	 investigación	 adicionales,	 indicando	 su
objeto	y	los	medios	de	investigación	que	considere	procedentes.
3.	Vencido	el	plazo	del	traslado,	el	juez	citará	al	Ministerio
Público	y	a	los	demás	sujetos	procesales	para	una	audiencia
preliminar	para	debatir	los	fundamentos	del	requerimiento	de
sobreseimiento.	La	audiencia	se	instalará	con	los	asistentes,	a
quienes	escuchará	por	su	orden	para	debatir	los	fundamentos	del
requerimiento	fiscal.	La	resolución	se	emitirá	en	el	plazo	de	tres
días.
JURISPRUDENCIA.—Es	incorrecto	declarar	fundado	el	sobreseimiento
por	dos	o	más	causales	y	admitir	que	los	imputados	puedan	solicitarlo
sin	que	medie	acusación.	“(...)	consideramos	que	el	juez	de	la	investigación
preparatoria	está	facultado	para	decretar	de	oficio	el	sobreseimiento	por	una
causal	distinta	a	la	que	invoca	el	fiscal	provincial	en	su	requerimiento	de
sobreseimiento.	En	efecto,	si	bien	los	artículos	345	y	346	del	CPP	no	regulan
esta	facultad,	el	numeral	4	del	artículo	352	del	CPP,	faculta	al	juez	a	decretar
el	sobreseimiento	de	oficio	una	vez	formulada	acusación.	Esta	regulación	no
impide	que	en	respecto	al	principio	de	legalidad	y	en	una	interpretación
extensiva	a	los	derechos	del	imputado,	pueda	hacerlo	cuando	el	fiscal
provincial	solicite	un	requerimiento	de	sobreseimiento	por	las	causales	de
orden	fáctico,	cuando	es	evidente	que	se	presentan	las	causales	de	orden
jurídica,	reguladas	en	los	literales	b)	y	c)	del	mencionado	artículo	344.2	del
CPP.
(...)	ante	el	requerimiento	de	sobreseimiento,	el	imputado	puede	estar
conforme	o	no	con	la	causal	que	invoca	el	Ministerio	Público.	Si	no	lo	está
puede	discrepar	y	argumentar	al	respecto,	de	este	modo	aportará	elementos
que	el	juez	puede	considerar	cuando	resuelva	de	oficio	si	estima	que	procede
el	sobreseimiento	por	una	causal	distinta	a	la	invocada.	Por	tal	motivo,	el	auto
que	declara	el	sobreseimiento,	solo	debe	considerar	una	causal,	bien	por	la
que	invoque	el	fiscal	provincial	o	por	la	que	el	juez	determine	de	oficio.	(...).
En	ese	sentido,	no	es	correcto	declarar	fundado	el	sobreseimiento	por	02
causales	que	son	excluyentes.	Tampoco	es	correcto,	que	se	admita	que	los
imputados	puedan	solicitar	un	sobreseimiento	sin	que	medie	una	acusación
fiscal,	como	ha	ocurrido	en	el	presente	caso,	habiéndose	infringido	el	principio
de	legalidad	procesal	penal”.	(CSJL,	Exp.	00162-2012-10-1826-JR-PE-01,	set.
30/2013.	V.	P.	Susana	Ynes	Castañeda	Otsu)
D.	Leg.	957.
ART.	 346.—Pronunciamiento	 del	 juez	 de	 la	 investigación
preparatoria.
1.	El	juez	se	pronunciará	en	el	plazo	de	quince	días.	Si	considera
fundado	el	requerimiento	fiscal,	dictará	auto	de	sobreseimiento.	Si
no	 lo	 considera	 procedente,	 expedirá	 un	 auto	 elevando	 las
actuaciones	 al	 fiscal	 superior	 para	 que	 ratifique	 o	 rectifique	 la
solicitud	del	fiscal	provincial.	La	resolución	judicial	debe	expresar
las	razones	en	que	funda	su	desacuerdo.
2.	El	 fiscal	superior	se	pronunciará	en	el	plazo	de	diez	días.	Con
su	decisión	culmina	el	trámite.
3.	 Si	 el	 fiscal	 superior	 ratifica	 el	 requerimiento	 de
sobreseimiento,	 el	 juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria
inmediatamente	 y	 sin	 trámite	 alguno	 dictará	 auto	 de
sobreseimiento.
4.	 Si	 el	 fiscal	 superior	 no	 está	 de	 acuerdo	 con	 el	 requerimiento
del	fiscal	provincial,	ordenará	a	otro	fiscal	que	formule	acusación.
5.	El	juez	de	la	investigación	preparatoria,	en	el	supuesto	del
numeral	2	del	artículo	anterior,	si	lo	considera	admisible	y
fundado	dispondrá	la	realización	de	una	investigación
suplementaria	indicando	el	plazo	y	las	diligencias	que	el	fiscal
debe	realizar.	Cumplido	el	trámite,	no	procederá	oposición	ni
disponer	la	concesión	de	un	nuevo	plazo	de	investigación.
JURISPRUDENCIA.—El	tribunal	puede	someter	a	control	de	legalidad	el
pedido	de	sobreseimiento	de	la	fiscalía.	“En	consecuencia,	consideramos	no
existe	ningún	nivel	de	dubitación	en	nuestro	antiguo	sistema	procesal	penal	–
artículo	220	del	Código	de	Procedimientos	Penales	de	1940–	en	cuanto	a	la
exigencia	legal	de	un	control	jurisdiccional	tanto	de	los	dictámenes
acusatorios	como	de	conclusión	del	proceso.	Lo	contrario,	esto	es,	pretender
una	vinculación	absoluta	a	lo	peticionado	por	la	fiscalía,	importaría
introducir	el	principio	dispositivo	como	principio	rector	del	proceso	penal,	lo
cual	no	es	en	modo	alguno	admisible	en	el	modelo	procesal	aún	vigente	y	de
aplicación	al	caso	de	autos.	(...).
De	cara	a	dicho	control	es	menester	tener	presente	que,	se	reconocen	dos
clases	de	presupuestos	que	sustentan	la	procedencia	del	sobreseimiento:	los
presupuestos	de	derecho	material	y	los	presupuestos	de	derecho	procesal.
Entre	los	primeros,	tenemos:	i)	La	insubsistencia	objetiva	del	hecho,	ii)	La
inexistencia	del	hecho	punible;	iii)	La	falta	de	indicios	de	responsabilidad
penal,	y	iv)	La	prueba	notoriamente	insuficiente	para	fundamentar	la
pretensión	punitiva.	Entre	los	segundos,	ubicamos:	i)	Las	causas	de	extinción
de	la	pena	reguladas	por	el	artículo	78	del	Código	Penal;	ii)	La	ausencia	de
autorización	para	procesar,	así	como	las	inviolabilidades	e	inmunidades,	y	iii)
Las	condiciones	de	perseguibilidad.
Por	tanto,	es	inherente	al	control	de	logicidad	que	compete	efectuar	a	la	sala
la	debida	comprobación,	respecto	a	la	concurrencia	o	no	de	los	supuestos	de
sobreseimiento	a	los	que	acude	la	fiscalía,	así	como,	no	pudiendo	ser	de	otro
modo,	respecto	a	la	razonabilidad	y	coherencia	en	las	causales	invocadas	para
justificar	dicha	decisión.
Y	es	que,	siendo	deber	jurisdiccional	la	debida	calificación	de	todas	y	cada
una	de	las	pretensiones	de	las	partes	al	interior	del	proceso	penal	desde	la
perspectiva	de	la	congruencia	lógica	entre	la	causa	petendi	y	el	petitum,
naturalmente,	dicha	exigencia	demanda	mayor	celo	en	el	caso	de	aquellas,
cuyos	efectos	atañen	a	la	finalización	misma	de	la	causa	penal”.	(SPN,	Exp.
0100-2010-0-5001-JR-PE-02,	may.	31/2013.	V.	P.	Liliana	del	Carmen
Placencia	Rubiños)
JURISPRUDENCIA.—Desacuerdo	del	juez	con	el	dictamen	fiscal	de	no
formular	acusación	no	constituye	un	adelanto	de	opinión	ni	vulnera	la
presunción	de	inocencia.	“De	lo	expuesto,	se	aprecia	que	la	resolución	en
cuestión	se	encuentra	debidamente	motivada,	habiendo	establecido	el	juez	los
hechos	presuntamente	delictivos	y	que	se	le	imputan	a	los	ahora	accionantes,
los	que,	según	su	parecer,	no	habrían	quedado	aún	desvirtuados,	disponiendo
se	eleve	el	dictamen	del	fiscal	provincial	al	fiscal	superior,	adecuándose	con
rigor	a	las	facultades	que	tanto	la	norma	suprema	como	el	artículo	220	del
Código	de	Procedimientos	Penales	señalan,	lo	que	no	supone	un	adelanto	de
opinión	o	un	prejuzgamiento,	tampoco	afecta	el	derecho	a	la	presunción	de
inocencia	de	los	recurrentes,	por	lo	que,	en	este	extremo,	la	demanda	debe	ser
desestimada”.	(TC,	Exp.	01316-2009-PHC/TC,	may.	21/2009.	S.	S.	Landa
Arroyo)
D.	Leg.	957.
ART.	347.—Auto	de	sobreseimiento.
1.	 El	 auto	 que	 dispone	 el	 sobreseimiento	 de	 la	 causa	 deberá
expresar:
a)	Los	datos	personales	del	imputado;
b)	 La	 exposición	 del	 hecho	 objeto	 de	 la	 investigación
preparatoria;
c)	Los	fundamentos	de	hecho	y	de	derecho;	y,
d)	La	parte	resolutiva,	con	la	indicación	expresa	de	los	efectos	del
sobreseimiento	que	correspondan.
2.	El	sobreseimiento	tiene	carácter	definitivo.	Importa	el	archivo
definitivo	de	 la	 causa	 con	 relación	al	 imputado	en	 cuyo	 favor	 se
dicte	y	tiene	la	autoridad	de	cosa	juzgada.	En	dicha	resolución	se
levantarán	 las	 medidas	 coercitivas,	 personales	 y	 reales,	 que	 se
hubieren	expedido	contra	la	persona	o	bienes	del	imputado.
3.	Contra	el	auto	de	sobreseimiento	procede	recurso	de
apelación.	La	impugnación	no	impide	la	inmediata	libertad	del
imputado	a	quien	favorece.
JURISPRUDENCIA.—La	no	individualización	del	presunto	autor	del
delito	provoca	la	continuación	de	la	investigación	preparatoria	y	no	el
archivo	definitivo	del	proceso.	“5.	En	el	contexto	hasta	aquí	descrito	se
advierte	que	el	fiscal	superior	emplazado,	tal	como	él	lo	ha	admitido	a	través
de	su	escrito	de	contestación	de	demanda	(...),	ha	emitido	la	disposición	fiscal
cuestionada	sin	dar	respuesta	alguna	a	los	fundamentos	del	requerimiento	de
elevación	o	queja	de	derecho	interpuesto	por	la	demandante	en	el	sentido	de
que,	dado	que	no	se	habían	realizado	las	diligencias	dispuestas	por	el	fiscal
provincial	para	lograr	la	individualización	del	presunto	autor	del	delito
investigado,	lo	que	correspondía	era	disponer	la	continuación	de	la
investigación	preparatoria,	y	no	el	archivo	definitivo	de	dicha	investigación,	lo
que	convierte	a	tal	disposición	en	una	disposición	sustancialmente
incongruente	porque	no	responde	mínimamente	a	lo	pretendido	y
argumentado	por	la	demandante,	y,	por	tanto,	deviene	en	inconstitucional.
Ahora	bien	el	fiscal	superior	emplazado	insiste	en	afirmar	que	si	el	hecho	no
constituye	delito,	no	existe	necesidad	de	emitir	pronunciamiento	sobre	los
demás	aspectos,	agregando	que	más	bien	existen	razones	suficientes	para	dar
por	concluida	la	investigación	fiscal	en	instancia	de	revisión.	A	juicio	de	este
Tribunal	Constitucional	un	pronunciamiento	en	ese	sentido	vulneraría	no	sólo
el	derecho	a	la	debida	motivación	de	las	decisiones	fiscales	en	la	medida	en
que	supone	una	modificación	o	alteración	del	debate	procesal,	sin	contestar	la
pretensión,	sino	y	sobre	todo	vulneraría	el	derecho	a	la	pluralidad	de	la
instancia	dado	que	privaría	al	demandante	el	acceso	a	la	instancia	superior
para	la	revisión	de	lo	resuelto,	toda	vez	que	como	ocurre	en	este	caso,	el	fiscal
superior	actúa	como	instancia	de	revisión	de	lo	resuelto	por	el	fiscal
provincial.
Así	las	cosas	este	Tribunal	Constitucional	tiene	sobradas	razones	para
discrepar	de	la	línea	argumentativa	fijada	por	el	fiscal	superior	emplazado,
pues	la	decisión	fiscal	cuestionada	no	contiene	una	justificación	congruente
con	lo	actuado	en	la	investigación	fiscal,	especialmente	con	lo	expuesto	en	el
escrito	de	requerimiento	de	elevación,	que	por	sí	misma	exprese	una	suficiente
justificación	de	la	decisión	adoptada,	advirtiéndose	que	se	ha	producido	la
violación	del	derecho	constitucional	a	la	debida	motivación	de	las	decisiones
fiscales,	y	que,	por	lo	mismo	la	disposición	fiscal	N°	34-2010,	de	fecha	21	de
julio	del	2010,	debe	ser	declarada	nula	(...)”.	(TC,	Exp.	02579-2012-PA/TC,
may.	22/2013.	S.	S.	Urviola	Hani)
D.	Leg.	957.
ART.	348.—Sobreseimiento	total	y	parcial.
1.	 El	 sobreseimiento	 será	 total	 cuando	 comprende	 todos	 los
delitos	 y	 a	 todos	 los	 imputados;	 y	 parcial	 cuando	 sólo	 se
circunscribe	a	algún	delito	o	algún	imputado,	de	los	varios	que	son
materia	 de	 la	 disposición	 de	 formalización	 de	 la	 investigación
preparatoria.
2.	Si	el	sobreseimiento	fuere	parcial,	continuará	la	causa	respecto
de	los	demás	delitos	o	imputados	que	no	los	comprende.
3.	El	juez,	frente	a	un	requerimiento	fiscal	mixto,	acusatorio	y	no
acusatorio,	primero	se	pronunciará	acerca	del	requerimiento	de
sobreseimiento.	Culminado	el	trámite	según	lo	dispuesto	en	los
artículos	anteriores,	abrirá	las	actuaciones	relativas	a	la	acusación
fiscal.
TÍTULO	II
La	acusación
D.	Leg.	957.
ART.	349.—Contenido.
1.	La	acusación	fiscal	será	debidamente	motivada,	y	contendrá:
a)	Los	datos	que	sirvan	para	identificar	al	imputado;
b)	 La	 relación	 clara	 y	 precisa	 del	 hecho	 que	 se	 atribuye	 al
imputado,	 con	 sus	 circunstancias	 precedentes,	 concomitantes	 y
posteriores.	En	caso	de	contener	varios	hechos	independientes,	la
separación	y	el	detalle	de	cada	uno	de	ellos;
c)	 Los	 elementos	 de	 convicción	 que	 fundamenten	 el
requerimiento	acusatorio;
d)	La	participación	que	se	atribuya	al	imputado;
e)	 La	 relación	 de	 las	 circunstancias	 modificatorias	 de	 la
responsabilidad	penal	que	concurran;
f)	 El	 artículo	 de	 la	 ley	 penal	 que	 tipifique	 el	 hecho,	 así	 como	 la
cuantía	de	la	pena	que	se	solicite;
g)	 El	 monto	 de	 la	 reparación	 civil,	 los	 bienes	 embargados	 o
incautados	al	acusado,	o	tercero	civil,	que	garantizan	su	pago	y	la
persona	a	quien	corresponda	percibirlo;	y,
h)	 Los	 medios	 de	 prueba	 que	 ofrezca	 para	 su	 actuación	 en	 la
audiencia.	 En	 este	 caso	 presentará	 la	 lista	 de	 testigos	 y	 peritos,
con	 indicación	del	nombre	y	domicilio,	y	de	 los	puntos	sobre	 los
que	habrán	de	recaer	sus	declaraciones	o	exposiciones.	Asimismo,
hará	una	reseña	de	los	demás	medios	de	prueba	que	ofrezca.
2.	 La	 acusación	 sólo	 puede	 referirse	 a	 hechos	 y	 personas
incluidos	 en	 la	 disposición	 de	 formalización	 de	 la	 investigación
preparatoria,	 aunque	 se	 efectuare	 una	 distinta	 calificación
jurídica.
3.	En	la	acusación	el	Ministerio	Público	podrá	señalar,	alternativa
o	 subsidiariamente,	 las	 circunstancias	 de	 hecho	 que	 permitan
calificar	la	conducta	del	 imputado	en	un	tipo	penal	distinto,	para
el	 caso	 de	 que	 no	 resultaren	 demostrados	 en	 el	 debate	 los
elementos	que	componen	su	calificación	jurídica	principal,	a	fin	de
posibilitar	la	defensa	del	imputado.
4.	El	fiscal	indicará	en	la	acusación	las	medidas	de	coerción
subsistentes	dictadas	durante	la	investigación	preparatoria;	y,	en
su	caso,	podrá	solicitar	su	variación	o	que	se	dicten	otras	según
corresponda.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Las	notas	esenciales	del	principio
acusatorio.	“(...)	en	cuanto	al	principio	acusatorio,	es	evidente	–según
doctrina	procesalista	consolidada–	que	se	trata	de	una	de	las	garantías
esenciales	del	proceso	penal,	que	integra	el	contenido	esencial	del	debido
proceso,	referida	al	objeto	del	proceso,	y	determina	bajo	qué	distribución	de
roles	y	bajo	qué	condiciones	se	realizará	el	enjuiciamiento	del	objeto	procesal
penal	(...);	que,	entre	las	notas	esenciales	de	dicho	principio,	en	lo	que	es
relevante	al	presente	caso,	se	encuentra,	en	primer	lugar,	que	el	objeto	del
proceso	lo	fija	el	Ministerio	Público	(...);	y,	en	segundo	lugar,	que	la	función	de
acusación	es	privativa	del	Ministerio	Público	y,	por	ende,	el	juzgador	no	ha	de
sostener	la	acusación	(...).”	(CS,	Queja	1678-2006-Lima,	abr.	13/2007.	S.	S.
Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—El	dictamen	del	MP	determina	el
objeto	del	proceso.	“(...)	el	objeto	del	proceso	se	concreta	en	el	dictamen	final
del	Ministerio	Público,	que	cuando	es	acusatorio	introduce	la	pretensión
penal,	que	a	su	vez	está	definida,	en	su	aspecto	objetivo,	por	la	denominada
‘fundamentación	fáctica’,	esto	es,	el	hecho	punible,	el	hecho	histórico
subsumible	en	un	tipo	penal	de	carácter	homogéneo	–esos	hechos	son
formulados	por	el	Ministerio	Público	a	una	persona	determinada,	y	en	su
definición	o	concreción	no	puede	intervenir	el	órgano	jurisdiccional–;	que	el
escrito	de	acusación	formaliza	la	pretensión	penal	y	en	función	a	ese	marco
fáctico	debe	pronunciarse	el	órgano	jurisdiccional	(...).”	(CS,	Queja	1678-2006-
Lima,	abr.	13/2007.	S.	S.	Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—El	órgano	jurisdiccional	debe	respetar
en	todo	momento	los	contornos	de	la	acusación	fiscal.	“(...)	si	bien	es	cierto
que	en	el	curso	del	procedimiento	se	dedujo	una	excepción	de	prescripción	y,
finalmente,	este	supremo	tribunal	la	desestimó	(...),	bajo	el	argumento	que	con
la	partida	de	bautismo	falsa	promovió	una	serie	de	demandas	civiles	de
desalojo	(...),	a	partir	de	los	cuales	debe	computarse	el	plazo	de	prescripción,
es	de	precisar	que	la	acusación	fiscal	delimitó	el	objeto	procesal	a	la
alteración	de	la	partida	de	bautismo	y	su	utilización	en	el	proceso	de
contradicción	de	sentencia	–dato	que	es	compatible	con	las	denuncias	fiscales
formalizadas	(...),	en	consecuencia,	es	ese	el	marco	de	referencia	bajo	los
precisos	contornos	del	principio	acusatorio,	cuya	esencia	en	virtud	de	su
jerarquía	constitucional	debe	respetarse	en	todo	momento	por	el	órgano
jurisdiccional,	de	suerte	que	una	resolución	interlocutoria	no	puede,	en	esos
estrictos	ámbitos,	definir	anteladamente	el	contenido	fáctico	y,	luego,	la
apreciación	jurídica	del	órgano	de	mérito	cuando	deba	dictar	sentencia,
siempre	que	esté	de	por	medio	la	vigencia	de	las	garantías	procesales
constitucionalizadas.	(...).”	(CS,	Queja	1678-2006-Lima,	abr.	13/2007.	S.	S.
Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA.—La	acusación	fiscal	y	la	pena	solicitada	no	son
tertium	comparationis	para	juzgar	la	vulneración	del	derecho	a	la
igualdad.	“(...)	el	recurrente	alega	la	vulneración	de	su	derecho	fundamental
a	la	igualdad.	Señala	que	existen	otros	procesados	que	vienen	cumpliendo
arresto	domiciliario,	pese	a	que	el	fiscal	superior	penal	ha	solicitado	para	ellos
penas	privativas	de	libertad	más	elevadas	que	para	el	recurrente.	El	Tribunal
Constitucional	no	comparte	este	argumento	del	recurrente.
27.	Considera	este	colegiado,	por	el	contrario,	que	el	término	de	comparación
que	propone	el	demandante,	esto	es,	la	acusación	y	la	pena	solicitada	por	el
representante	del	Ministerio	Público	para	otros	procesados,	no	es	un	tertium
comparationis	válido	para	el	presente	caso,	en	la	medida	que	es	al	juzgador	–y
no	al	fiscal–	a	quien	le	corresponde	determinar	el	status	jurídico	de	libertad
de	cada	uno	de	los	acusados,	de	conformidad	con	el	artículo	2°,	inciso	24,
literal	f	de	la	Constitución.
28.	Más	aún,	de	autos	(...)	se	aprecia	que	la	ampliación	del	plazo	de	detención
se	ha	dispuesto	para	todas	las	personas	comprendidas	en	el	proceso	penal
signado	con	el	expediente	28-2001,	por	lo	que	mal	podría	concluirse	que	el
demandante	está	siendo	sometido	a	un	trato	discriminatorio,	o	que	se	afecte
su	derecho	fundamental	a	la	igualdad.”	(TC,	Exp.	5175-2006-PHC-TC,	may.
04/2007.	S.	S.	Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—Solo	“notorias	incoherencias,	contradicciones	o
defectos	de	contenido”	permiten	al	juez	anular	un	pronunciamiento
fiscal	que	resuelve	no	acusar	al	imputado.	“(...)	si	el	representante	del
Ministerio	Público	no	formula	acusación	y	el	fiscal	superior	jerárquico
manifiesta	su	conformidad	con	este	pronunciamiento,	le	está	vedado	al
órgano	jurisdiccional	ordenar	al	fiscal	que	acuse	y,	menos,	asumir	un	rol
activo	en	la	acusación,	no	obstante	y	como	excepción	a	dicha	regla,	sólo	es
posible	una	anulación	del	procedimiento	cuando	de	uno	u	otro	modo,	y	de
manera	especialmente	relevante,	se	afecte	el	derecho	a	la	prueba	de	la	parte
civil,	o	la	decisión	fiscal	incurra	en	notorias	incoherencias,	contradicciones	o
defectos	de	contenido	que	ameriten	un	nuevo	pronunciamiento	fiscal	y,	en	su
caso,	la	ampliación	de	la	propia	instrucción	–léase	al	respecto	ejecutoria
vinculante	expedida	por	esta	suprema	sala	el	trece	de	abril	de	dos	mil	siete,
recaída	en	la	queja	número	un	mil	seiscientos	setenta	y	ocho	-	dos	mil	seis–”.
(CS,	R.	N.	2790-2009-Huancavelica,	abr.	28/2010.	V.	P.	Prado	Saldarriaga)
JURISPRUDENCIA.—A	diferencia	de	la	acusación,	el	dictamen	fiscal	no	es
vinculante	para	los	órganos	judiciales.	“21.	En	el	presente	caso	el
recurrente	cuestiona	que	ha	sido	condenado	por	un	delito	distinto	del	que
fuera	materia	de	la	acusación	fiscal	a	cargo	del	representante	del	Ministerio
Público.	Al	respecto,	este	tribunal	considera	que	si	bien	el	fiscal	superior	penal
en	el	dictamen	N°	114-2008	(...)	opinó	que	la	sentencia	de	primera	instancia
sea	revocada	y	que	en	consecuencia	se	le	absuelva	al	recurrente	de	la
acusación	fiscal	por	el	delito	de	usurpación	agravada	(delito	por	el	cual	se	le
condenó	ya	que	por	sentencia	(...)	fue	absuelto	por	el	delito	de	daños),	dicho
dictamen	fiscal	deviene	en	un	acto	que	no	establece	(como	sí	ocurre	con	la
acusación)	una	pretensión	punitiva	por	parte	del	Ministerio	Público,	no	siendo
vinculante	para	los	órganos	judiciales,	debido	a	lo	cual	su	inobservancia	no
deviene	en	vulneratoria	del	precitado	principio	acusatorio”.	(TC,	Sent.	del
Pleno	-	Exp.	02720-2012-PA/TC,	oct.	23/2012	.S.	S.	Álvarez	Miranda)
JURISPRUDENCIA.—La	variación	de	la	imputación	de	autoría	a
coautoría	no	vulnera	el	principio	acusatorio	si	los	hechos	se	mantienen
firmes.	“En	este	último	punto,	afirmada	la	vinculación	fáctica,	la	variación
aceptable	sólo	se	circunscribe	al	título	de	imputación,	siempre	que	se	utilice	la
tesis	alternativa,	y	a	supuestos	referidos	al	título	de	intervención	delictiva	y	de
consumación	o	imperfecta	ejecución,	siempre	que	en	estos	casos	la	solución
más	gravosa	esté	sujeta	al	planteamiento	de	la	tesis	alternativa.	En	el
presente	caso,	solo	se	modificó	la	forma	de	autoría	para	seis	imputados:	de
autoría	material	o	directa	a	coautoría	funcional,	desde	que	se	trató	de	la
intervención	de	varias	personas	en	el	hecho	global.	No	había	un	solo	autor,
sino	varios	que	habrían	realizado	conductas	equivalentes,	dentro	de	un	plan
común,	de	un	operativo	militar	de	ejecución	extrajudicial	de	personas	civiles.
Cabe	remarcar	que	todas	las	formas	de	autoría	están	sujetas	a	una	misma
valoración	jurídico	penal;	las	formas	de	coautoría	y	autoría	mediatas
requieren	de	la	concreción	de	un	conjunto	de	hechos	a	partir	de	la	ejecución
de	un	plan	delictivo	común.	De	otro	lado,	tampoco	se	vulneró	el	principio	de
contradicción	cuando	se	varió	la	forma	de	autoría	respecto	de	seis	imputados
(...)	porque	los	hechos	se	discutieron	en	el	juicio	oral	y	no	se	modificaron	en	su
esencialidad	ejecutiva.	Segundo,	porque	la	autoría	no	se	cambió,	solo	varió	en
menor	medida	una	tesis	de	autoría	directa	por	otra	de	coautoría,	que	no
entraña	ninguna	variación	jurídico-penal	la	valoración	es	la	misma:	serán
reprimidos	con	la	pena	establecida	para	esta	infracción’’	(artículo	23	del
Código	Penal).	(...)	porque	los	hechos	que	determinan	una	y	otra	forma	de
autoría	tienen	bases	o	datos	comunes	y,	los	propios	o	específicos	–pluralidad
de	personas,	decisión	común	al	hecho	y	la	realización	en	común,	con	división
del	trabajo,	de	esta	decisión	(aporte	objetivo	al	hecho)–,	fueron	comprendidos
en	el	debate	y	no	fueron	radicalmente	ignorados	por	la	acusación.	Asimismo,
el	detalle	de	los	cargos	no	adolece	de	vaguedad	y	permite	identificar	los
hechos-marco	objeto	de	imputación,	tal	como	se	colige	de	lo	expuesto	en	los
fundamentos	jurídicos	noveno	al	décimo	primero.	No	se	vulneró	el	principio	de
imputación	necesaria”.	(C.	S,	R.	N.	540-2015-Lima,	ene.	06/2016.	V.	P.	San
Martín	Castro)
D.	Leg.	957.
ART.	 350.—Notificación	 de	 la	 acusación	 y	 objeción	 de	 los
demás	sujetos	procesales.
1.	La	acusación	será	notificada	a	los	demás	sujetos	procesales.	En
el	plazo	de	diez	días	éstas	podrán:
a)	 Observar	 la	 acusación	 del	 fiscal	 por	 defectos	 formales,
requiriendo	su	corrección;
b)	 Deducir	 excepciones	 y	 otros	 medios	 de	 defensa,	 cuando	 no
hayan	 sido	 planteadas	 con	 anterioridad	 o	 se	 funden	 en	 hechos
nuevos;
c)	Solicitar	la	imposición	o	revocación	de	una	medida	de	coerción
o	la	actuación	de	prueba	anticipada	conforme	a	los	artículos	242	y
243,	en	lo	pertinente;
d)	Pedir	el	sobreseimiento;
e)	 Instar	 la	 aplicación,	 si	 fuere	 el	 caso,	 de	 un	 criterio	 de
oportunidad;
f)	Ofrecer	pruebas	para	el	juicio,	adjuntando	la	lista	de	testigos	y
peritos	 que	 deben	 ser	 convocados	 al	 debate,	 con	 indicación	 de
nombre,	 profesión	 y	 domicilio,	 precisando	 los	 hechos	 acerca	 de
los	cuales	serán	examinados	en	el	curso	del	debate.	Presentar	los
documentos	que	no	fueron	incorporados	antes,	o	señalar	el	lugar
donde	se	hallan	los	que	deban	ser	requeridos;
g)	 Objetar	 la	 reparación	 civil	 o	 reclamar	 su	 incremento	 o
extensión,	 para	 lo	 cual	 se	 ofrecerán	 los	 medios	 de	 prueba
pertinentes	para	su	actuación	en	el	juicio	oral;	o,
h)	Plantear	cualquier	otra	cuestión	que	tienda	a	preparar	mejor
el	juicio.
2.	Los	demás	sujetos	procesales	podrán	proponer	los	hechos	que
aceptan	y	que	el	juez	dará	por	acreditados,	obviando	su	actuación
probatoria	en	el	juicio.	Asimismo,	podrán	proponer	acuerdos
acerca	de	los	medios	de	prueba	que	serán	necesarios	para	que
determinados	hechos	se	estimen	probados.	El	juez,	sin	embargo,
exponiendo	los	motivos	que	lo	justifiquen,	podrá	desvincularse	de
esos	acuerdos;	en	caso	contrario,	si	no	fundamenta	especialmente
las	razones	de	su	rechazo,	carecerá	de	efecto	la	decisión	que	los
desestime.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Funciones	del	requerimiento
acusatorio	en	la	acusación	directa.	“(…)	12°.	Conforme	a	lo	expuesto	el
requerimiento	acusatorio,	en	el	procedimiento	de	acusación	directa,	cumple
las	funciones	de	la	disposición	de	la	formalización	de	la	investigación
preparatoria	en	la	etapa	de	investigación.	Es	decir:	(i)	individualiza	al
imputado	y	señala	los	datos	que	sirven	para	identificarlo;	(ii)	satisface	el
principio	de	imputación	necesaria	describiendo	de	forma	clara	y	precisa	el
hecho	que	se	le	atribuye	al	imputado,	con	sus	circunstancias	precedentes,
concomitantes	y	posteriores,	y	la	correspondiente	tipificación;	(iii)	establece	la
suficiencia	probatoria	señalando	los	elementos	de	convicción	que
fundamentan	el	requerimiento	acusatorio;	(iv)	determina	la	cuantía	de	la
pena	que	se	solicita	y	fija	la	reparación	civil	cuando	no	hay	actor	civil;	y	(v)
ofrece	los	medios	de	prueba	para	su	actuación	en	la	audiencia.
13°.	El	derecho	de	defensa	de	las	partes	procesales	queda	salvaguardado	con
la	notificación	del	requerimiento	de	acusación	para	que	en	el	plazo	de	10	días
puedan	pronunciarse	sobre	el	pedido	fiscal.
Respecto	al	imputado,	se	le	posibilita,	en	virtud	del	artículo	350.1	NCPP
observar	la	acusación	fiscal	formal	y	sustancialmente	y,	de	ser	el	caso,	ofrecer
las	pruebas	que	considere	se	deben	producir	en	el	juzgamiento.
En	el	caso	de	que	la	víctima	no	haya	podido	constituirse	en	actor	civil	podrá
solicitarla	al	juez	de	la	investigación	preparatoria	conforme	al	artículo	100
NCPP	y	antes	de	que	concluya	el	plazo	establecido	en	el	artículo	350	NCPP,	en
virtud	de	lo	señalado	por	la	citada	normativa	en	el	apartado	1,	literal	h),
conforme	al	cual	los	sujetos	procesales	podrán	plantear	en	el	plazo	de	10	días
cualquier	otra	cuestión	que	prepare	mejor	el	juicio;	asimismo,	objetar	la
reparación	civil,	o	reclamar	su	incremento	o	extensión,	para	lo	cual	ha	de
ofrecer	los	medios	de	prueba	pertinentes	para	su	actuación	en	el	juicio	oral.
14°.	El	fiscal	en	el	requerimiento	de	acusación,	de	conformidad	con	el	artículo
349.4	NCPP,	indicará	entre	otros	aspectos	las	medidas	de	coerción
subsistentes	dictadas	durante	la	Investigación	Preparatoria;	y,	en	su	caso,
podrá	solicitar	su	variación	o	que	se	dicten	otras	según	corresponda.
En	caso	que	el	fiscal	no	solicite	una	medida	coercitiva,	será	de	aplicación	lo
dispuesto	por	el	artículo	286	NCPP,	la	medida	que	prevé	de	comparecencia
simple.	Excepcionalmente,	y	solo	por	razones	de	urgencia	y	necesidad	de
asegurar	la	presencia	del	imputado	en	el	proceso,	el	fiscal	podrá	requerir
medida	de	coerción	personal	proporcional	al	peligro	procesal	en	una
audiencia	autónoma	a	la	de	la	etapa	intermedia	de	control	de	la	acusación
directa,	según	las	reglas	correspondientes	a	tal	requerimiento.”	(VI	Pleno
Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	6-2010/CJ-
116,	dic.	30/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
D.	Leg.	957.
ART.	351.—Audiencia	preliminar.
1.	 Presentados	 los	 escritos	 y	 requerimientos	 de	 los	 sujetos
procesales	o	vencido	el	plazo	fijado	en	el	artículo	anterior,	el	juez
de	 la	 investigación	 preparatoria	 señalará	 día	 y	 hora	 para	 la
realización	 de	 una	 audiencia	 preliminar,	 la	 que	 deberá	 fijarse
dentro	 de	 un	 plazo	 no	menor	 de	 cinco	 días	 ni	 mayor	 de	 veinte
días.	Para	la	instalación	de	la	audiencia	es	obligatoria	la	presencia
del	fiscal	y	el	defensor	del	acusado.	No	podrán	actuarse	diligencias
de	 investigación	 o	 de	 prueba	 específicas,	 salvo	 el	 trámite	 de
prueba	anticipada	y	 la	presentación	de	prueba	documental,	para
decidir	 cualquiera	 de	 las	 solicitudes	 señaladas	 en	 el	 artículo
anterior.
2.	 La	 audiencia	 será	 dirigida	 por	 el	 juez	 de	 la	 investigación
preparatoria	y	durante	 su	 realización,	 salvo	 lo	dispuesto	en	este
numeral	no	se	admitirá	la	presentación	de	escritos.
3.	Instalada	la	audiencia,	el	juez	otorgará	la	palabra	por	un
tiempo	breve	y	por	su	orden	al	fiscal,	a	la	defensa	del	actor	civil,
así	como	del	acusado	y	del	tercero	civilmente	responsable,	los	que
debatirán	sobre	la	procedencia	o	admisibilidad	de	cada	una	de	las
cuestiones	planteadas	y	la	pertinencia	de	la	prueba	ofrecida.	El
fiscal	podrá	en	la	misma	audiencia,	presentando	el	escrito
respectivo,	modificar,	aclarar	o	integrar	la	acusación	en	lo	que	no
sea	sustancial;	el	juez,	en	ese	mismo	acto	correrá	traslado	a	los
demás	sujetos	procesales	concurrentes	para	su	absolución
inmediata.
D.	Leg.	957.
ART.	352.—Decisiones	adoptadas	en	la	audiencia	preliminar.
1.	Finalizada	la	audiencia	el	juez	resolverá	inmediatamente	todas
las	cuestiones	planteadas,	salvo	que	por	lo	avanzado	de	la	hora	o
lo	complejo	de	 los	asuntos	por	resolver,	difiera	 la	solución	hasta
por	cuarenta	y	ocho	horas	improrrogables.	En	este	último	caso,	la
decisión	simplemente	se	notificará	a	las	partes.
2.	Si	los	defectos	de	la	acusación	requieren	un	nuevo	análisis	del
Ministerio	Público,	el	juez	dispondrá	la	devolución	de	la	acusación
y	 suspenderá	 la	 audiencia	 por	 cinco	 días	 para	 que	 corrija	 el
defecto,	 luego	 de	 lo	 cual	 se	 reanudará.	 En	 los	 demás	 casos,	 el
fiscal,	 en	 la	 misma	 audiencia,	 podrá	 hacer	 las	 modificaciones,
aclaraciones	o	 subsanaciones	que	corresponda,	 con	 intervención
de	 los	 concurrentes.	 Si	 no	 hay	 observaciones,	 se	 tendrá	 por
modificado,	 aclarado	 o	 saneado	 el	 dictamen	 acusatorio	 en	 los
términos	 precisados	 por	 el	 fiscal,	 en	 caso	 contrario	 resolverá	 el
juez	mediante	resolución	inapelable.
3.	De	estimarse	cualquier	excepción	o	medio	de	defensa,	el	 juez
expedirá	 en	 la	 misma	 audiencia	 la	 resolución	 que	 corresponda.
Contra	la	resolución	que	se	dicte,	procede	recurso	de	apelación.	La
impugnación	no	impide	la	continuación	del	procedimiento.
4.	 El	 sobreseimiento	 podrá	 dictarse	 de	 oficio	 o	 a	 pedido	 del
acusado	 o	 su	 defensa	 cuando	 concurran	 los	 requisitos
establecidos	 en	 el	 numeral	 2)	 del	 artículo	 344,	 siempre	 que
resulten	 evidentes	 y	 no	 exista	 razonablemente	 la	 posibilidad	 de
incorporar	en	el	 juicio	oral	nuevos	elementos	de	prueba.	El	auto
de	 sobreseimiento	 observará	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 347.	 La
resolución	desestimatoria	no	es	impugnable.
5.	La	admisión	de	los	medios	de	prueba	ofrecidos	requiere:
a)	Que	la	petición	contenga	la	especificación	del	probable	aporte
a	obtener	para	el	mejor	conocimiento	del	caso;	y
b)	Que	el	acto	probatorio	propuesto	sea	pertinente,	conducente	y
útil.	En	este	caso	se	dispondrá	todo	lo	necesario	para	que	el	medio
de	 prueba	 se	 actúe	 oportunamente	 en	 el	 juicio.	 El	 pedido	 de
actuación	 de	 una	 testimonial	 o	 la	 práctica	 de	 un	 peritaje
especificará	 el	 punto	 que	 será	 materia	 de	 interrogatorio	 o	 el
problema	 que	 requiere	 explicación	 especializada,	 así	 como	 el
domicilio	 de	 los	 mismos.	 La	 resolución	 que	 se	 dicte	 no	 es
recurrible.
6.	La	resolución	sobre	las	convenciones	probatorias,	conforme	a
lo	dispuesto	en	el	numeral	2)	del	artículo	350,	no	es	recurrible.	En
el	auto	de	enjuiciamiento	se	indicarán	los	hechos	específicos	que
se	dieren	por	acreditados	o	los	medios	de	prueba	necesarios	para
considerarlos	probados.
7.	La	decisión	sobre	la	actuación	de	prueba	anticipada	no	es
recurrible.	Si	se	dispone	su	actuación,	ésta	se	realizará	en	acto
aparte	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	245,	sin	perjuicio	de
dictarse	el	auto	de	enjuiciamiento.	Podrá	dirigirla	un	juez	si	se
trata	de	juzgado	penal	colegiado.
JURISPRUDENCIA.—La	resolución	que	rechaza	una	excepción	puede	ser
apelada	incluso	durante	la	etapa	intermedia	del	proceso.	“Asimismo,	de
la	revisión	de	la	resolución	materia	de	queja,	se	advierte	que	en	la	misma	(...)
se	rechaza	la	apelación	interpuesta,	argumentándose	que	la	resolución
cuestionada	no	es	susceptible	de	apelación,	por	imperio	de	la	ley,	teniendo	en
cuenta	que	se	encuentra	en	etapa	intermedia,	y	que	es	de	aplicación	el
apartado	3	del	artículo	352	del	CPP.
Sin	embargo,	la	norma	admite	otros	sentidos	interpretativos,	considerando
este	colegiado	que	debe	entenderse,	de	una	interpretación	sistemática	de	las
normas	del	código	adjetivo,	así	como	de	una	interpretación	teleológica	del
artículo	416.b	del	código	acotado;	que	la	resolución	impugnada	es	apelable,
pues	el	auto	no	sólo	resuelve	una	excepción	de	prescripción	sino	además,	el
numeral	3	del	artículo	352	del	CPP	al	señalar	(...).
Más	aún,	si	en	la	resolución	materia	de	queja	se	efectúa	una	aplicación
analógica	de	la	norma	que	rige	para	el	sobreseimiento,	prevista	en	el	numeral
4	del	mismo	artículo	352	CPP;	no	siendo	ello	posible	pues	está	prohibida	la
interpretación	extensiva	y	la	analogía	que	restringe	derechos;	siendo	que	en
este	caso,	la	interpretación	efectuada	restringe	el	derecho	al	recurso	del
recurrente”.	(CSJL,	Exp.	00004-2012-5-1826-JR-PE-01,	oct.	23/2013.	V.	P.	Sara
del	Pilar	Maita	Dorregaray)
TÍTULO	III
El	auto	de	enjuiciamiento
D.	Leg.	957.
ART.	353.—Contenido	del	auto	de	enjuiciamiento.
1.	Resueltas	 las	cuestiones	planteadas,	el	 juez	dictará	el	auto	de
enjuiciamiento.	Dicha	resolución	no	es	recurrible.
2.	 El	 auto	 de	 enjuiciamiento	 deberá	 indicar,	 bajo	 sanción	 de
nulidad:
a)	El	nombre	de	los	imputados	y	de	los	agraviados,	siempre	que
en	este	último	supuesto	hayan	podido	ser	identificados;
b)	El	delito	o	delitos	materia	de	la	acusación	fiscal	con	indicación
del	 texto	 legal	 y,	 si	 se	 hubiere	 planteado,	 las	 tipificaciones
alternativas	o	subsidiarias;
c)	Los	medios	de	prueba	admitidos	y,	de	ser	el	caso,	el	ámbito	de
las	 convenciones	 probatorias	 de	 conformidad	 con	 el	 numeral	 6)
del	artículo	anterior;
d)	La	indicación	de	las	partes	constituidas	en	la	causa.
e)	 La	 orden	 de	 remisión	 de	 los	 actuados	 al	 juez	 encargado	 del
juicio	oral.
3.	El	juez,	si	resulta	necesario,	de	oficio	o	según	el	pedido	de
parte	formulado	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	numeral	1	c)	del
artículo	350,	se	pronunciará	sobre	la	procedencia	o	la
subsistencia	de	las	medidas	de	coerción	o	su	sustitución,
disponiendo	en	su	caso	la	libertad	del	imputado.
JURISPRUDENCIA.—La	descripción	fáctica	de	la	acusación	fiscal	puede
sustentar	las	distintas	imputaciones	de	una	sentencia	penal.	“(...)	6.	Si
bien	en	el	numeral	III.-	elementos	de	convicción	que	fundamentan	la
acusación	del	Dictamen	(...)	se	señala	que	de	los	actuados	se	ha	acreditado	la
comisión	del	delito	de	tráfico	ilícito	de	drogas	en	las	modalidades	previstas	en
los	incisos	6	y	7	del	artículo	297	concordado	con	el	artículo	296	del	Código
Penal,	este	colegiado	considera	que	de	la	descripción	fáctica	consignada	en	el
precitado	dictamen	sí	se	imputó	a	(...)	ser	jefe	de	una	organización	dedicada	al
tráfico	ilícito	de	drogas.	En	efecto	en	el	primer	párrafo	del	numeral	II.
Descripción	fáctica	del	dictamen	(...),	se	imputa	a	los	acusados,	entre	ellos	el
recurrente	el	‘(...)	formar	parte	de	una	organización	delictiva	dedicada	al
tráfico	ilícito	de	drogas	(...).	Específicamente	se	le	atribuye	(…)	ser	el	jefe	local
de	una	organización	internacional	dedicada	al	TID,	con	funciones	de
financista	y	organizador	de	las	remesas	de	drogas	al	exterior	(...).’.
7.	Por	ello	en	la	sentencia	(...)	expedida	por	la	Sala	Penal	Nacional,	se	analiza
la	responsabilidad	penal	del	recurrente	así	como	el	quantum	de	su	pena,	en
base	a	las	imputaciones	realizadas	por	la	fiscalía;	es	decir,	el	primer	y	segundo
párrafo	del	artículo	296	del	Código	Penal,	así	como	el	inciso	6	del	Código
Penal,	que	se	refiere	a	integrantes	de	una	organización	dedicada	al	tráfico
ilícito	de	drogas	y	el	inciso	7	primer	párrafo	del	artículo	297	del	Código	Penal,
que	establece	que	la	droga	a	comercializarse	o	comercializada	exceda	veinte
kilogramos	de	pasta	básica	de	cocaína,	diez	kilogramos	de	clorhidrato	de
cocaína,	cinco	kilogramos	de	látex	de	opio	o	quinientos	gramos	de	sus
derivados,	y	cien	kilogramos	de	marihuana	o	dos	kilogramos	de	sus	derivados;
y,	el	segundo	párrafo	del	inciso	7	del	artículo	297	del	Código	Penal,	por	liderar
la	organización	dedicada	al	tráfico	ilícito	de	drogas.”	(TC,	Exp.	03681-2011-
PHC/TC,	ene.	13/2012.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
D.	Leg.	957.
ART.	354.—Notificación	del	auto	de	enjuiciamiento.
1.	El	auto	de	enjuiciamiento	se	notificará	al	Ministerio	Público	y	a
los	demás	sujetos	procesales.
2.	Dentro	de	las	cuarenta	y	ocho	horas	de	la	notificación,	el	juez
de	la	investigación	preparatoria	hará	llegar	al	juez	penal	que
corresponda	dicha	resolución	y	los	actuados	correspondientes,	así
como	los	documentos	y	los	objetos	incautados,	y	se	pondrá	a	su
orden	a	los	presos	preventivos.
TÍTULO	IV
El	auto	de	citación	a	juicio
D.	Leg.	957.
ART.	355.—Auto	de	citación	a	juicio.
1.	 Recibidas	 las	 actuaciones	 por	 el	 juzgado	 penal	 competente,
éste	dictará	el	auto	de	citación	a	 juicio	con	 indicación	de	 la	sede
del	juzgamiento	y	de	la	fecha	de	la	realización	del	juicio	oral,	salvo
que	 todos	 los	 acusados	 fueran	 ausentes.	 La	 fecha	 será	 la	 más
próxima	posible,	con	un	intervalo	no	menor	de	diez	días.
2.	El	 juzgado	penal	ordenará	el	emplazamiento	de	todos	los	que
deben	concurrir	al	 juicio.	En	 la	resolución	se	 identificará	a	quien
se	 tendrá	 como	 defensor	 del	 acusado	 y	 se	 dispondrá	 todo	 lo
necesario	para	el	inicio	regular	del	juicio.
3.	Cuando	se	estime	que	 la	audiencia	se	prolongará	en	sesiones
consecutivas,	 los	 testigos	 y	 peritos	 podrán	 ser	 citados
directamente	para	la	sesión	que	les	corresponda	intervenir.
4.	 El	 emplazamiento	 al	 acusado	 se	 hará	 bajo	 apercibimiento	 de
declararlo	reo	contumaz	en	caso	de	inconcurrencia	injustificada.
5.	Será	obligación	del	Ministerio	Público	y	de	los	demás	sujetos
procesales	coadyuvar	en	la	localización	y	comparecencia	de	los
testigos	o	peritos	que	hayan	propuesto.
JURISPRUDENCIA.—En	el	juicio,	procesado	que	no	es	al	mismo	tiempo
abogado	no	puede	ejercer	su	derecho	a	la	defensa	en	forma	integral.
“(…)	El	ejercicio	del	derecho	de	defensa,	de	especial	relevancia	en	el	proceso
penal,	tiene	una	doble	dimensión:	una	material,	referida	al	derecho	del
imputado	de	ejercer	su	propia	defensa	desde	el	mismo	instante	en	que	toma
conocimiento	de	que	se	le	atribuye	la	comisión	de	determinado	hecho
delictivo;	y	otra	formal,	que	supone	el	derecho	a	una	defensa	técnica;	esto	es,
al	asesoramiento	y	patrocinio	de	un	abogado	defensor	durante	todo	el	tiempo
que	dure	el	proceso.	Ambas	dimensiones	del	derecho	de	defensa	forman	parte
del	contenido	constitucionalmente	protegido	del	derecho	en	referencia.	En
ambos	casos,	se	garantiza	el	derecho	a	no	ser	puesto	en	un	estado	de
indefensión	(…)	ambas	dimensiones	del	derecho	de	defensa	pueden	ser
ejercidas	por	un	abogado	que,	al	mismo	tiempo,	es	procesado.	Para	ello,	es
preciso	que	el	letrado	esté	debidamente	capacitado	y	habilitado	conforme	a
ley;	y,	en	particular,	que	no	esté	comprendido	en	ninguno	de	los	impedimentos
previstos	en	los	artículos	285,	286	y	287	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley
Orgánica	del	Poder	Judicial	(...).	En	otras	palabras,	reconocer	el	ejercicio	del
derecho	de	defensa	en	forma	integral	a	un	procesado	que	no	ostenta	la
calidad	de	abogado,	implicaría	someterlo	a	un	estado	de	indefensión	por
ausencia	de	una	asistencia	letrada,	versada	en	el	conocimiento	del	derecho	y
de	la	técnica	de	los	procedimientos	legales,	situación	que,	además,	quebranta
el	principio	de	igualdad	de	armas	o	igualdad	procesal	de	las	partes	(…)”.	(TC,
Exp.	N°	1919-2006-PHC/TC,	mar.	09/2007.	Pres.	Gonzáles	Ojeda)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	obligación	de	citar	a	juicio	recae	en
el	juzgado;	sin	perjuicio	de	que	coadyuven	en	ello	el	Ministerio	Público	y
demás	partes.	“El	apartado	5,	artículo	355,	del	CPP,	señala	la	obligación	de
las	partes	procesales	de	coadyuvar	en	la	localización	y	comparecencia	de	sus
testigos	y	peritos	a	juicio.	Sin	embargo	dicha	norma	debe	ser	interpretada
conjuntamente	con	los	demás	apartados	de	tal	artículo	en	el	orden	de
prelación	que	figuran	(...).	La	norma	determina	las	primeras	acciones	por
realizar,	una	vez	recibida	la	causa	por	el	juez	juzgador,	como	dictar	el	auto	de
citación	a	juicio;	es	decir,	el	acto	que	comunica	que	el	juicio	oral	va	a	iniciar	y
que	determinadas	personas	deben	acudir	a	la	sede	judicial.	Luego	de	ello,	el
juzgado	penal	ordenará	el	emplazamiento	de	todos	los	que	deben	concurrir	al
juicio.	Sólo	en	el	último	párrafo	dispone	que	será	obligación	del	Ministerio
Público	y	de	los	demás	sujetos	procesales	coadyuvar	en	la	localización	y
comparecencia	de	los	testigos	o	peritos	que	hayan	propuesto.
Por	lo	tanto,	siempre	el	personal	auxiliar	del	juzgado	citará	a	testigos	y
peritos,	sin	perjuicio	de	que	coadyuven	en	ello	las	partes.	Esto	se	confirma	con
la	previsión	contenida	en	el	artículo	366	del	código	citado.	(...).
B.3.	Entonces,	el	fin	de	la	norma	no	es	que	en	todos	los	casos	el	Ministerio
Público	y	las	demás	partes	procesales	citen	a	sus	testigos	y	peritos,	sino	el	que
únicamente	coadyuven	a	este	propósito.	Es	el	órgano	judicial	el	que	hace	el
juicio,	capta	la	información	y	expide	resoluciones	orales	y/o	escritas,	y	es	a	su
área	administrativa	a	la	que	corresponde	(con	la	información	que	aquellos	le
brinden)”.	(CS,	VIII	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y
Transitoria	-	2012	-	Acuerdo	Plenario	5-2012/CJ-116,	ene.	18/2013.	S.	S.	San
Martín	Castro)
NOTA:	El	VIII	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitoria	-	2012	se	publicó
en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	04	de	enero	del	2014.	Este	pleno,	si	bien	coincide	en	la	numeración
con	los	Acuerdos	Plenarios	-	2012,	difiere	en	los	contenidos	tratados	y	en	el	año	de	realización.
SECCIÓN	III
El	juzgamiento
TÍTULO	I
Preceptos	generales
D.	Leg.	957.
ART.	356.—Principios	del	juicio.
1.	El	 juicio	 es	 la	 etapa	principal	del	proceso.	 Se	 realiza	 sobre	 la
base	 de	 la	 acusación.	 Sin	 perjuicio	 de	 las	 garantías	 procesales
reconocidas	 por	 la	 Constitución	 y	 Tratados	 de	 Derecho
Internacional	de	Derechos	Humanos	aprobados	y	 ratificados	por
el	 Perú,	 rigen	 especialmente	 la	 oralidad,	 la	 publicidad,	 la
inmediación	 y	 la	 contradicción	 en	 la	 actuación	 probatoria.
Asimismo,	 en	 su	 desarrollo	 se	 observan	 los	 principios	 de
continuidad	del	juzgamiento,	concentración	de	los	actos	del	juicio,
identidad	física	del	juzgador	y	presencia	obligatoria	del	imputado
y	su	defensor.
2.	La	audiencia	se	desarrolla	en	forma	continua	y	podrá
prolongarse	en	sesiones	sucesivas	hasta	su	conclusión.	Las
sesiones	sucesivas,	sin	perjuicio	de	las	causas	de	suspensión	y	de
lo	dispuesto	en	el	artículo	360,	tendrán	lugar	al	día	siguiente	o
subsiguiente	de	funcionamiento	ordinario	del	juzgado.
JURISPRUDENCIA.—Doctrina	jurisprudencial:	juez	superior	puede
reexaminar	la	prueba	personal,	pero	no	puede	otorgarle	un	diferente
valor	probatorio,	salvo	que	infrinja	las	reglas	de	la	lógica.	“Al	advertirse
que	el	juzgador	de	mérito	accede	a	la	prueba	personal	actuada	en	primera
instancia	a	través	de	medios	técnicos	de	grabación	u	otro	mecanismo	técnico
que	reproduzca	las	actuaciones	probatorias	del	juicio	oral,	se	tiene	que	el
citado	juzgador	reexamina	la	prueba	personal,	a	efectos	de	detectar	alguna
infracción	normativa	en	su	valoración,	mas	no	está	permitido	a	otorgarle	un
diferente	valor	probatorio,	salvo	cuando	ésta	infrinja	las	reglas	de	la	lógica,	la
ciencia	y	las	máximas	de	la	experiencia,	además	de	las	garantías	exigidas	por
el	Acuerdo	Plenario	N°	02-2005/CJ-116;	precisándose	que	la	variación	del
valor	probatorio	de	la	prueba	personal	en	segunda	instancia,	por	sí	sola,	no
será	suficiente	para	sustentar	una	sentencia	de	vista	que	perjudique	la
situación	jurídica	del	procesado	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	636-2014-Arequipa,	feb.
03/2016.	V.	P.	Pariona	Pastrana)
JURISPRUDENCIA.—Juez	penal	debe	realizar	dos	juicios:	el	histórico	y	el
de	valoración	jurídica.	“En	un	proceso	penal,	la	determinación	de	si	los
acusados	son	o	no	responsables	penalmente	y	por	tanto,	si	sus	actuaciones,
que	es	precisamente	lo	que	se	juzga,	merecen	la	aplicación	de	una	pena	o	no,
impone	al	juzgador	la	exigencia	de	realizar	un	doble	juicio:	i)	De	una	parte,	un
juicio	histórico	orientado	a	establecer	si	un	determinado	hecho	o	conjunto	de
hechos	existió	o	con	anterioridad	al	proceso.	ii)	De	otra	parte,	un	juicio	de
valoración	jurídica,	que	se	dirige	lógicamente	a	concluir	si	el	hecho	que
históricamente	sucedió	puede	ser	calificado	como	penalmente	ilícito	y	merece
la	imposición	de	una	pena;	por	ello	la	sentencia	constituye	un	silogismo	que
parte	de	una	premisa	mayor,	constituida	por	la	norma,	y	una	premisa	menor,
que	se	concreta	en	s	hechos	teniendo	finalmente	al	fallo	como	conclusión”.	(CS,
R.	N.	2266-2012-Lima,	may.	02/2013.	V.	P.	Príncipe	Trujillo)
JURISPRUDENCIA.—Principio	de	inmediación	conforma	el	derecho	a	la
prueba.	“(...)	En	cuanto	a	la	no	participación	de	un	magistrado	en	el	juicio
oral	seguido	contra	el	actor,	dicha	alegación	está	relacionada	directamente
con	el	respeto	al	principio	de	inmediación	(…)	conforma	el	derecho	a	la
prueba.	De	acuerdo	con	el	principio	de	inmediación,	la	actividad	probatoria
debe	transcurrir	en	presencia	del	juez	encargado	de	pronunciar	sentencia,
puesto	que	solo	de	esta	manera	se	garantiza	que	exista	un	contacto	directo
entre	el	juzgador	y	los	medios	de	prueba	aportados	al	proceso,	que	permitirá
a	este	ponderarlos	en	forma	debida	y	plasmar	sus	conclusiones	en	forma
suficiente	y	razonada	al	momento	de	emitir	sentencia	condenatoria.	(…).”	(TC,
Exp.	00173-2006-PHC/TC,	feb.	07/2009.	Pres.	Mesía	Ramírez)
D.	Leg.	957.
ART.	357.—Publicidad	del	juicio	y	restricciones.
1.	 El	 juicio	 oral	 será	 público.	 No	 obstante	 ello,	 el	 juzgado
mediante	 auto	 especialmente	 motivado	 podrá	 resolver,	 aun	 de
oficio,	que	el	acto	oral	se	realice	total	o	parcialmente	en	privado,
en	los	siguientes	casos:
a)	 Cuando	 se	 afecte	 directamente	 el	 pudor,	 la	 vida	privada	 o	 la
integridad	física	de	alguno	de	los	participantes	en	el	juicio;
b)	Cuando	se	afecte	gravemente	el	orden	público	o	 la	seguridad
nacional;
c)	 Cuando	 se	 afecte	 los	 intereses	 de	 la	 justicia	 o,
enunciativamente,	 peligre	 un	 secreto	 particular,	 comercial	 o
industrial,	cuya	revelación	indebida	sea	punible	o	cause	perjuicio
injustificado,	así	como	cuando	sucedan	manifestaciones	por	parte
del	público	que	turben	el	regular	desarrollo	de	la	audiencia;
d)	Cuando	esté	previsto	en	una	norma	específica;
2.	 El	 juzgado	 también	 podrá	 disponer,	 individual	 o
concurrentemente,	con	sujeción	al	principio	de	proporcionalidad,
las	siguientes	medidas:
a)	 Prohibir	 el	 acceso	 u	 ordenar	 la	 salida	 de	 determinadas
personas	 de	 la	 sala	 de	 audiencias	 cuando	 afecten	 el	 orden	 y	 el
decoro	del	juicio;
b)	Reducir,	en	ejercicio	de	su	facultad	disciplinaria,	el	acceso	de
público	a	un	número	determinado	de	personas,	o,	por	las	razones
fijadas	en	el	numeral	anterior,	ordenar	su	salida	para	 la	práctica
de	pruebas	específicas;
c)	 Prohibir	 el	 acceso	 de	 cámaras	 fotográficas	 o	 de	 filmación,
grabadoras,	 o	 cualquier	 medio	 de	 reproducción	 mecánica	 o
electrónica	de	 imágenes,	sonidos,	voces	o	similares,	siempre	que
considere	que	su	utilización	puede	perjudicar	 los	 intereses	de	 la
justicia	y,	en	especial,	el	derecho	de	las	partes.
3.	 Desaparecida	 la	 causa	 que	motivó	 la	 privacidad	 del	 juicio	 se
permitirá	 el	 reingreso	 del	 público	 a	 la	 sala	 de	 audiencias.	 El
juzgado,	 con	 criterio	 discrecional,	 podrá	 imponer	 a	 los
participantes	 en	 el	 juicio	 el	 deber	 de	 guardar	 secreto	 sobre	 los
hechos	que	presenciaren	o	conocieren.
4.	Los	juicios	sobre	funcionarios	públicos,	delitos	de	prensa	y	los
que	 se	 refieran	 a	 derechos	 fundamentales	 garantizados	 por	 la
Constitución	son	siempre	públicos.
5.	La	sentencia	será	siempre	pública,	excepto	en	los	casos	en	que
el	interés	de	menores	de	edad	exija	lo	contrario.
JURISPRUDENCIA.—El	nuevo	Código	Procesal	Penal	entrega	al	juez	la
facultad	de	decidir	el	carácter	reservado	del	juicio	en	delitos	sexuales.
“Considerando	las	opiniones	de	las	partes	procesales,	este	tribunal	pasa	a
sustentar	su	decisión	bajo	las	siguientes	razones	justificativas.	En	principio,	la
normativa	señalada	es	una	norma	del	Código	de	Procedimientos	Penales	de
1940.	No	obstante,	el	legislador	actual	tiene	el	mismo	temperamento	de
reservar	a	audiencias	privadas	cuando	el	hecho	debatido	tenga	la	naturaleza
que	nos	convoca.	Así,	el	numeral	l	del	artículo	357	del	nuevo	Código	Procesal
Penal	prevé	que:	‘el	juicio	oral	será	público.	No	obstante	ello,	el	juzgado
mediante	auto	especialmente	motivado	podrá	resolver,	aún	de	oficio,	que	el
acto	oral	se	realice	total	o	parcialmente	en	privado,	en	los	siguientes	casos:	a)
Cuando	se	afecte	directamente	el	pudor,	la	vida	privada	o	la	integridad	física
de	alguno	de	los	participantes	en	el	juicio’	(...)	De	acuerdo	a	lo	precedente,	se
aprecia	que	el	legislador	se	inspira	en	la	misma	necesidad	de	reservar	la
privacidad	de	la	audiencia	en	casos	de	delitos	sexuales.	La	diferencia	estriba
que	el	legislador	de	1939	disponía	que	esta	característica	del	juicio	era
imperativa	(‘se	realizará	siempre	en	privado’)	y	el	legislador	actual	dispone
que	ello	sea	facultativo	(‘podrá	resolver’),	además	que	adiciona	que	esa
privacidad	sea	total	o	parcial”.	(P.	J.,	Exp.	899-2007-0-5001-JR,	ago.	12/2016.
S.	S.	Cerna	Bazán)
DOCTRINA.—El	 principio	 de	 la	 contradicción.	 “Es	 decir,	 presupuesto
necesario	para	que	pueda	existir	la	contradicción	a	lo	largo	del	proceso,	es
el	de	 la	 publicidad	 de	 las	 actuaciones	 que	 en	 él	 se	 surtan,	 por	 quienes	 se
encuentran	 legitimados	 para	 el	 efecto.	 Solo	 de	 esta	 manera	 puede	 tener
cabal	realización	la	garantía	democrática	de	que	nadie	puede	ser	condenado
sin	 haber	 sido	 oído	 y	 vencido	 en	 juicio”.	 (C.	 Const.	 de	 Colombia,	 Sent.	 T-
1012,	dic.	10/99.	M.P.	Alfredo	Beltrán	Sierra)
D.	Leg.	957.
ART.	358.—Condiciones	para	la	publicidad	del	juicio.
1.	Se	cumple	con	la	garantía	de	publicidad	con	la	creación	de	las
condiciones	 apropiadas	 para	 que	 el	 público	 y	 la	 prensa	 puedan
ingresar	a	presenciar	la	audiencia.
2.	Está	prohibido	el	ingreso	de	aquel	que	porte	arma	de	fuego	u
otro	medio	idóneo	para	agredir	o	perturbar	el	orden.	Tampoco
pueden	ingresar	los	menores	de	doce	años,	o	quien	se	encuentra
ebrio,	drogado	o	sufre	grave	anomalía	psíquica.
D.	Leg.	957.
ART.	359.—Concurrencia	del	juez	y	de	las	partes.
1.	 El	 juicio	 se	 realizará	 con	 la	 presencia	 ininterrumpida	 de	 los
jueces,	 el	 fiscal	 y	 de	 las	 demás	 partes,	 salvo	 lo	 dispuesto	 en	 los
numerales	siguientes.
2.	Cuando	el	 juzgado	es	colegiado	y	deje	de	concurrir	alguno	de
sus	miembros	siendo	de	prever	que	su	ausencia	será	prolongada	o
que	le	ha	surgido	un	impedimento,	será	reemplazado	por	una	sola
vez	 por	 el	 juez	 llamado	 por	 ley,	 sin	 suspenderse	 el	 juicio,	 a
condición	de	que	 el	 reemplazado	 continúe	 interviniendo	 con	 los
otros	dos	miembros.	La	 licencia,	 jubilación	o	goce	de	vacaciones
de	los	jueces	no	les	impide	participar	en	la	deliberación	y	votación
de	la	sentencia.
3.	El	 acusado	no	podrá	 alejarse	de	 la	 audiencia	 sin	permiso	del
juez.	En	caso	de	serle	otorgado	el	permiso,	será	representado	por
su	defensor.
4.	 Si	 el	 acusado	 que	 ha	 prestado	 su	 declaración	 en	 el	 juicio	 o
cuando	le	correspondiere	se	acoge	al	derecho	al	silencio,	deja	de
asistir	 a	 la	 audiencia,	 ésta	 continuará	 sin	 su	 presencia	 y	 será
representado	por	su	defensor.	Si	su	presencia	resultare	necesaria
para	 practicar	 algún	 acto	 procesal,	 será	 conducido
compulsivamente.	 También	 se	 le	 hará	 comparecer	 cuando	 se
produjere	 la	ampliación	de	 la	acusación.	La	 incomparecencia	del
citado	acusado	no	perjudicará	a	los	demás	acusados	presentes.
5.	Cuando	el	defensor	del	acusado,	injustificadamente,	se	ausente
de	la	audiencia	o	no	concurra	a	dos	sesiones	consecutivas	o	a	tres
audiencias	no	consecutivas,	sin	perjuicio	de	que,	en	ambos	casos,
a	 la	 segunda	 sesión	 se	 disponga	 la	 intervención	 de	 un	 abogado
defensor	 de	 oficio,	 se	 le	 excluirá	 de	 la	 defensa.	 El	 abogado
defensor	de	oficio	continuará	en	 la	defensa	hasta	que	el	acusado
nombre	otro	defensor.
6.	Cuando	el	fiscal,	injustificadamente,	se	ausente	de	la	audiencia
o	 no	 concurra	 a	 dos	 sesiones	 consecutivas	 o	 a	 tres	 sesiones	 no
consecutivas,	 se	 le	 excluirá	 del	 juicio	 y	 se	 requerirá	 al	 fiscal
jerárquicamente	superior	en	grado	designe	a	su	reemplazo.
7.	Cuando	el	actor	civil	o	el	tercero	civil	no	concurra	a	la
audiencia	o	a	las	sucesivas	sesiones	del	juicio,	éste	proseguirá	sin
su	concurrencia,	sin	perjuicio	que	puedan	ser	emplazados	a
comparecer	para	declarar.	Si	la	inconcurrencia	es	del	actor	civil,
se	tendrá	por	abandonada	su	constitución	en	parte.
JURISPRUDENCIA.—TC:	el	juez	no	puede	condicionar	o	inducir	a	error	al
procesado	en	el	sentido	de	que	su	silencio	podría	servir	para
incriminarlo.	“Al	respecto,	este	tribunal	aprecia	que,	de	los	actuados	del
proceso	penal	que	se	cuestiona	y	cuya	copia	se	acompaña	al	expediente
constitucional,	no	se	observa	que	el	demandante	haya	sido	inducido	a	declarar
contra	sí	mismo	durante	el	curso	de	los	interrogatorios	a	los	que	fue	sometido.
En	todo	caso,	debe	dejarse	en	claro	que	de	ninguna	manera	está	permitido	o
se	hace	legítimo	que	el	juzgador	condicione	o	induzca	a	error	al	procesado	en
el	sentido	de	que	su	silencio	podrá	ser	tomado	como	referente	incriminatorio
alguno,	habida	cuenta	que	el	declarante	como	cualquier	otro	procesado	tiene
todo	el	derecho	de	permanecer	en	silencio	si	así	lo	decide,	correspondiendo	a
su	abogado	patrocinante	el	orientarlo	de	forma	adecuada	en	el	ejercicio	de
sus	derechos.
Por	lo	demás,	este	tribunal	advierte	que,	en	la	sentencia	condenatoria	y	en	su
confirmatoria	(...),	no	se	merituó	la	declaración	del	favorecido	en	juicio,	sino
que,	más	bien,	se	tomaron	en	cuenta	otros	medios	probatorios	válidos	e
independientes	que	fueron	valorados	en	conjunto	y	que	llevaron	al	órgano
jurisdiccional	a	adoptar	la	decisión	contenida	en	la	sentencia	condenatoria.
Tales	medios	probatorios	fueron	las	declaraciones	de	las	agraviadas	(quienes
ejercían	la	prostitución	en	el	inmueble	materia	de	intervención);	las
declaraciones	de	testigos,	entre	estos	la	declaración	de	una	fiscal	adjunta	que
participó	en	la	intervención;	el	contrato	del	inmueble	donde	se	cometió	el
delito;	el	reporte	de	llamadas	de	los	teléfonos	celulares	pertenecientes	a	los
acusados;	unas	cartas	por	las	cuales	se	solicitó	la	publicación	de	avisos	en	un
diario	para	la	prestación	de	los	servicios	materia	de	imputación	y	condena;
ejemplares	de	dicho	diario;	entre	otros	instrumentos	y	pruebas;	así	como	las
convenciones	probatorias,	conforme	se	advierte	de	las	referidas	resoluciones
judiciales,	lo	que	en	modo	alguno	conlleva	a	la	invalidación	de	las	sentencias
condenatorias,	el	juicio	oral	ni	la	realización	de	un	nuevo	proceso	penal”.	(TC,
Exp.	03021-2013-PHC/TC,	jun.	20/2014.	S.	S.	Blume	Fortini)
D.	Leg.	957.
ART.	 360.—Continuidad,	 suspensión	 e	 interrupción	 del
juicio.
1.	 Instalada	 la	 audiencia,	 ésta	 seguirá	 en	 sesiones	 continuas	 e
ininterrumpidas	hasta	 su	conclusión.	Si	no	 fuere	posible	 realizar
el	 debate	 en	 un	 solo	 día,	 éste	 continuará	 durante	 los	 días
consecutivos	que	fueran	necesarios	hasta	su	conclusión.
2.	La	audiencia	sólo	podrá	suspenderse:
a)	Por	razones	de	enfermedad	del	juez,	del	fiscal	o	del	imputado	o
su	defensor;
b)	Por	razones	de	fuerza	mayor	o	caso	fortuito;	y,
c)	Cuando	este	código	lo	disponga.
3.	 La	 suspensión	 del	 juicio	 oral	 no	 podrá	 exceder	 de	 ocho	 días
hábiles.	Superado	el	impedimento,	la	audiencia	continuará,	previa
citación	 por	 el	 medio	más	 rápido,	 al	 día	 siguiente,	 siempre	 que
éste	 no	 dure	 más	 del	 plazo	 fijado	 inicialmente.	 Cuando	 la
suspensión	 dure	más	 de	 ese	 plazo,	 se	 producirá	 la	 interrupción
del	 debate	 y	 se	 dejará	 sin	 efecto	 el	 juicio,	 sin	 perjuicio	 de
señalarse	nueva	fecha	para	su	realización.
4.	Si	en	la	misma	localidad	se	halla	enfermo	un	testigo	o	un	perito
cuyo	 examen	 se	 considera	 de	 trascendental	 importancia,	 el
juzgado	 puede	 suspender	 la	 audiencia	 para	 constituirse	 en	 su
domicilio	 o	 centro	 de	 salud,	 y	 examinarlo.	 A	 esta	 declaración
concurrirán	 el	 juzgado	 y	 las	 partes.	 Las	 declaraciones,	 en	 esos
casos,	 se	 tomarán	 literalmente,	 sin	 perjuicio	 de	 filmarse	 o
grabarse.	 De	 ser	 posible,	 el	 juzgado	 utilizará	 el	 método	 de
videoconferencia.
5.	Entre	sesiones,	o	durante	el	plazo	de	suspensión,	no	podrán
realizarse	otros	juicios,	siempre	que	las	características	de	la	nueva
causa	lo	permitan.
D.	Leg.	957.
ART.	361.—Oralidad	y	registro.
1.	La	audiencia	se	realiza	oralmente,	pero	se	documenta	en	acta.
El	acta	contendrá	una	síntesis	de	lo	actuado	en	ella	y	será	firmada
por	el	juez	o	juez	presidente	y	el	secretario.	Los	jueces,	el	fiscal,	y
la	defensa	de	las	partes	pueden	hacer	constar	las	observaciones	al
acta	 que	 estimen	 convenientes.	 Asimismo,	 la	 audiencia	 podrá
registrarse	mediante	un	medio	 técnico,	 según	el	 reglamento	que
al	efecto	dicte	el	órgano	de	gobierno	del	Poder	Judicial.
2.	El	acta	y,	en	su	caso,	 la	grabación	demostrarán	el	modo	como
se	 desarrolló	 el	 juicio,	 la	 observancia	 de	 las	 formalidades
previstas	para	él,	las	personas	que	han	intervenido	y	los	actos	que
se	llevaron	a	cabo.	Rige	a	este	efecto	el	artículo	121	del	presente
código.
3.	 Toda	 petición	 o	 cuestión	 propuesta	 en	 audiencia	 será
argumentada	oralmente,	al	 igual	que	 la	recepción	de	 las	pruebas
y,	en	general,	toda	intervención	de	quienes	participan	en	ella.	Está
prohibido	 dar	 lectura	 a	 escritos	 presentados	 con	 tal	 fin,	 salvo
quienes	 no	 puedan	 hablar	 o	 no	 lo	 supieren	 hacer	 en	 el	 idioma
castellano,	 en	 cuyo	 caso	 intervendrán	 por	 escrito,	 salvo	 que	 lo
hagan	por	medio	de	intérprete.
4.	Las	resoluciones	serán	dictadas	y	fundamentadas	verbalmente.
Se	entenderán	notificadas	desde	el	momento	de	su
pronunciamiento,	debiendo	constar	su	registro	en	el	acta.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	audiencia	también	puede	grabarse
en	audio	o	video.	“El	régimen	de	la	oralidad	del	procedimiento	principal:	la
etapa	de	enjuiciamiento	o	del	juicio	oral,	está	desarrollado	en	el	artículo	361
NCPP.	El	apartado	4)	prevé	claramente	que	en	el	curso	del	juicio	las
resoluciones	serán	dictadas	y	fundamentadas	verbalmente,	cuyo	registro	debe
constar	en	el	acta.	Ahora	bien,	las	referidas	resoluciones	orales	o	verbales,	que
se	expiden	en	el	curso	de	la	audiencia	y	se	centran,	según	los	casos,	en	los
decretos	y	los	autos	deben	documentarse	en	el	acta	–salvo	excepciones,	tal
como	el	auto	que	da	por	retirada	al	acusación	fiscal	y	dispone	el
sobreseimiento	definitivo	de	la	causa	(artículo	387.4.b),	que	por	su	propia
naturaleza	al	disponer	la	conclusión	del	juicio	exige	su	estructuración
escrita–.	Sin	perjuicio	de	la	existencia	del	acta	–escrita,	por	su	propia
naturaleza,	y	que	recoge	una	síntesis	de	lo	actuado	en	la	sesión	del	juicio
(artículo	361.1	NCPP)–,	se	autoriza	que	la	audiencia	también	pueda
registrarse	mediante	un	medio	técnico	(grabación,	que	puede	ser	por	audio	o
video)	–la	primacía	del	acta	como	documento	siempre	presente	en	el	juicio	es,
pues,	inobjetable–.	En	tales	casos,	el	acta	y,	adicionalmente,	la	grabación
demostrarán	el	modo	como	se	desarrolló	el	juicio,	la	observancia	de	las
formalidades	previstas	para	él,	las	personas	que	han	intervenido	y	los	actos
que	se	llevaron	a	cabo	(...).
Lo	decisivo	para	la	configuración	institucional	del	principio	de	oralidad	es	el
modelo	de	audiencias	orales,	que	es	la	sede	procesal	donde	tiene	lugar	este
principio,	escenario	insustituible	de	su	concreción	procesal.	En	éstas	el	juez	se
pone	en	relación	directa	con	las	pruebas	personales	y	con	las	partes	–lo
determinante	en	este	principio,	es	pues,	su	fase	probatoria–,	sin	perjuicio	de
que	la	audiencia	haya	sido	preparada	por	una	serie	de	actos	escritos,	en	los
cuales	incluso	puede	haberse	interpuesto	la	pretensión	y	opuesto	la
resistencia.”	(CS,	Ac.	P.	2-2011/CJ-116,	may.	30/2012)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Las	resoluciones	orales	están
reconocidas	legalmente.	“Más	allá	de	las	diversas	expresiones	lingüísticas
utilizadas	por	el	NCPP	las	resoluciones	orales	están,	pues,	reconocidas
legalmente.	En	varias	situaciones	procesales	es	obligatoria	una	resolución
oral,	mientras	que	en	otras,	pese	a	la	existencia	de	una	audiencia	previa,	la
expedición	de	una	resolución	escrita	es	obligatoria.	Fuera	de	estos	casos,	es	de
adoptar	una	regla	o	criterio	rector	que	permita	decidir	si	la	resolución	será
oral	o	escrita.	El	punto	se	aclara,	sin	duda,	desde	la	vigencia	de	otros
principios	consustanciales	a	la	audiencia	misma,	en	especial	el	de
concentración,	puesto	que	exige	que	los	actos	procesales	se	realicen	en	una
ocasión	(...)	y	en	el	que	se	privilegia	la	memoria	como	elemento	clave	para	una
correcta	decisión.	Si	las	audiencias	se	llevan	a	cabo	bajo	una	lógica	de
concentración	y,	además,	de	continuidad	–en	las	denominadas	‘audiencias
preliminares’,	fuera	de	la	audiencia	principal	o	de	enjuiciamiento,	por	su
propia	naturaleza,	no	se	permite	su	suspensión,	aunque	es	obvio	que	es	posible
admitir	excepciones	fundadas	en	una	causa	objetiva	y	razonable–,	es
inevitable	concluir	que	la	resolución	será	oral	si	se	dicta	antes	de	finalizar	la
audiencia.	Ésta	no	puede	suspenderse	para	otro	día	con	el	sólo	propósito	de
dictar	una	resolución	oral	o	de	realizar	un	acto	procesal	intrascendente	que
muy	bien	pudo	hacerse	en	el	curso	de	la	audiencia;	un	pronunciamiento
diferido	exige,	entonces,	una	resolución	escrita.”	(CS,	Ac.	P.	6-2011/CJ-116,
may.	30/2012)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	documentación	de	la	resolución
oral	y	la	primacía	del	acta.	“(…)	Un	punto	distinto,	aunque	vinculado,	es	el
referido	a	la	documentación	de	la	resolución	oral,	de	suerte	que	sea	posible
garantizar	tanto	la	seguridad	jurídica	y	la	inalterabilidad	de	la	misma,	como
su	revisión	en	sede	de	impugnación	respecto	del	cumplimiento	de	sus
presupuestos	materiales	y	formales.
La	respuesta,	sin	duda,	desde	una	perspectiva	sistemática,	se	encuentra	en	la
correcta	interpretación	de	los	artículos	120	y	361	NCPP.	Los	autos,	atento	a
sus	exigencias	formales,	requieren	de	una	documentación	–no	sucinta–	sino
integral,	y	ésta	se	concreta	en	el	acta.	La	reproducción	audiovisual	está
referida	a	las	actuaciones	procesales,	a	las	diligencias	que	se	realizan	en	la
audiencia.	La	resolución	judicial	es	un	acto	procesal	sujeto	a	sus	propias
regulaciones.
Si	se	admite,	desde	la	perspectiva	del	NCCP	–principio	de	legalidad	procesal–
la	primacía	del	acta	(parágrafo	8°)	frente	a	la	reproducción	audiovisual	o	al
medio	técnico	o	grabación	respectiva,	es	ineludible	como	pauta	general	que	la
resolución	oral	debe	constar	en	el	acta	y	transcribirse	de	modo	integral.	No
obstante	ello,	es	evidente	asimismo,	si	se	asume	criterios	razonables	de
economía	y	celeridad	procesal,	que	si	el	auto	jurisdiccional	no	es	impugnado,
no	será	necesario	que	se	transcriba	integralmente	–basta	que	conste	su
sentido	y,	desde	luego,	lo	que	decida	o	resuelva	con	absoluta	claridad–.	La
reproducción	integral	de	la	resolución	oral,	por	consiguiente,	sólo	será
necesaria	cuando	ésta	es	recurrida	en	el	modo	y	forma	de	ley	y	sea	patente	su
admisión.	Se	trata	de	suprimir	tareas	inútiles	y	de	la	reducción	de	todo
esfuerzo	(cualquiera	sea	su	índole)	que	no	guarda	adecuada	correlación	con
la	necesidad	que	se	pretende	satisfacer;	y	de	que	el	proceso	se	tramite	y	logre
su	objeto	en	el	menor	tiempo	posible	(…)”	(VII	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas
Penales	Permanente	y	Transitoria,	Acuerdo	Plenario	2-2011/CJ-116,	may.
30/2012)
D.	Leg.	957.
ART.	362.—Incidentes.
1.	 Los	 incidentes	 promovidos	 en	 el	 transcurso	 de	 la	 audiencia
serán	tratados	en	un	solo	acto	y	se	resolverán	inmediatamente.	En
su	 discusión	 se	 concederá	 la	 palabra	 a	 las	 partes,	 por	 el	 tiempo
que	fije	el	juez	penal,	a	fin	de	que	se	pronuncien	sobre	su	mérito.
2.	Las	resoluciones	que	recaen	sobre	estos	incidentes	son
recurribles	sólo	en	los	casos	expresamente	previstos	en	este
código.
D.	Leg.	957.
ART.	363.—Dirección	del	juicio.
1.	 El	 juez	 penal	 o	 el	 juez	 presidente	 del	 juzgado	 colegiado
dirigirán	 el	 juicio	 y	 ordenará	 los	 actos	 necesarios	 para	 su
desarrollo.	 Le	 corresponde	 garantizar	 el	 ejercicio	 pleno	 de	 la
acusación	 y	 de	 la	 defensa	 de	 las	 partes.	 Está	 facultado	 para
impedir	 que	 las	 alegaciones	 se	 desvíen	 hacia	 aspectos
impertinentes	o	inadmisibles,	sin	coartar	el	razonable	ejercicio	de
la	acusación	y	de	la	defensa.	También	lo	está	para	limitar	el	uso	de
la	palabra	a	las	partes	y	a	sus	abogados,	fijando	límites	igualitarios
para	 todos	 ellos,	 de	 acuerdo	 a	 la	 naturaleza	 y	 complejidad	 del
caso,	 o	 para	 interrumpir	 a	 quien	 hace	 uso	 manifiestamente
abusivo	de	su	facultad.
2.	En	los	casos	de	juzgados	colegiados,	la	dirección	del	juicio	se
turnará	entre	sus	demás	integrantes.
D.	Leg.	957.
ART.	364.—Poder	disciplinario	y	discrecional.
1.	El	poder	disciplinario	permite	al	 juez	mantener	el	 orden	y	 el
respeto	en	la	sala	de	audiencias,	así	como	disponer	la	expulsión	de
aquél	 que	 perturbe	 el	 desarrollo	 del	 juicio,	 y	 mandar	 detener
hasta	 por	 veinticuatro	 horas	 a	 quien	 amenace	 o	 agreda	 a	 los
jueces	 o	 a	 cualquiera	 de	 las	 partes,	 sus	 abogados	 y	 los	 demás
intervinientes	 en	 la	 causa,	 o	 impida	 la	 continuidad	 del
juzgamiento,	 sin	perjuicio	de	 las	 acciones	penales	 a	 que	hubiere
lugar.	En	el	caso	que	un	acusado	testigo	o	perito	se	retire	o	aleje
de	 la	 audiencia	 sin	 permiso	 del	 juez	 o	 del	 juez	 presidente,	 se
dispondrá	que	sea	traído	a	la	misma	por	la	fuerza	pública.
2.	 El	 defensor	 de	 las	 partes	 podrá	 ser	 expulsado	 de	 la	 sala	 de
audiencias,	previo	apercibimiento.	En	este	caso	será	reemplazado
por	el	que	designe	la	parte	dentro	de	veinticuatro	horas	o,	en	su
defecto,	por	el	de	oficio.
3.	 Cuando	 la	 expulsión	 recaiga	 sobre	 el	 acusado	 se	 dictará	 la
decisión	 apropiada	 que	 garantice	 su	 derecho	 de	 defensa,	 en
atención	 a	 las	 circunstancias	 del	 caso.	 Tan	 pronto	 como	 se
autorice	 la	 presencia	 del	 acusado,	 se	 le	 instruirá	 sobre	 el
contenido	esencial	de	aquello	sobre	lo	que	se	haya	actuado	en	su
ausencia	y	se	 le	dará	 la	oportunidad	de	pronunciarse	sobre	esas
actuaciones.
4.	 Cuando	 se	 conceda	 al	 acusado	 el	 derecho	 de	 exponer	 lo	 que
estime	conveniente	a	su	defensa,	limitará	su	exposición	al	tiempo
que	se	le	ha	fijado.	Si	no	cumple	con	las	limitaciones	precedentes
se	 le	 podrá	 llamar	 la	 atención	 y	 requerirlo.	 En	 caso	 de
incumplimiento	 podrá	 darse	 por	 terminada	 su	 exposición	 y,	 en
caso	 grave,	 disponer	 se	 le	 desaloje	 de	 la	 sala	 de	 audiencias.	 En
este	último	supuesto	o	cuando	el	acusado	se	muestre	renuente	a
estar	 presente	 en	 la	 audiencia,	 la	 sentencia	 podrá	 leerse	 no
estando	presente	el	acusado,	pero	con	la	concurrencia	obligatoria
de	su	abogado	defensor	o	el	nombrado	de	oficio,	sin	perjuicio	de
notificársele	posteriormente.
5.	El	poder	discrecional	permite	al	juez	resolver	cuestiones	no
regladas	que	surjan	en	el	juicio,	cuya	resolución	es	necesaria	para
su	efectiva	y	debida	continuación.
D.	Leg.	957.
ART.	365.—Delito	en	el	juicio.	Si	durante	el	juicio	se	cometiera
un	delito	perseguible	de	oficio,	el	juez	penal	ordenará	levantar	un
acta	con	las	indicaciones	que	correspondan	y	ordenará	la
detención	del	presunto	culpable,	a	quien	inmediatamente	lo
pondrá	a	disposición	del	fiscal	que	corresponda,	remitiéndosele
copia	de	los	antecedentes	necesarios,	a	fin	de	que	proceda
conforme	a	ley.
D.	Leg.	957.
ART.	366.—Auxiliar	jurisdiccional.
1.	 El	 auxiliar	 jurisdiccional	 del	 juzgado	 adoptará	 las	 acciones
pertinentes	para	que	se	efectúen	las	notificaciones	ordenadas	y	se
encuentren	 en	 lugar	 adecuado	 los	 objetos	 o	 documentos	 cuya
presentación	en	audiencia	ha	sido	ordenada.
2.	Igualmente,	está	obligado	a	realizar	las	coordinaciones	para	la
asistencia	puntual	del	 fiscal,	de	 las	partes	y	de	sus	abogados,	así
como	para	la	comparecencia	de	los	testigos,	peritos,	intérpretes	y
otros	intervinientes	citados	por	el	juzgado.
3.	Corresponde	además	al	auxiliar	jurisdiccional	del	juzgado	la	fe
pública	judicial,	así	como,	a	través	del	personal	a	su	cargo,	el
control	de	la	documentación	y	registros	del	juzgado,	el	apoyo	al
juzgado	durante	el	juicio	y	la	responsabilidad	de	la	confección	y
custodia	de	las	actas	del	juicio	y	demás	registros,	incluso	de	los
medios	técnicos	de	reproducción	y	archivo,	de	conformidad	con	el
reglamento	aprobado	por	el	órgano	de	gobierno	del	Poder
Judicial.
TÍTULO	II
La	preparación	del	debate
D.	Leg.	957.
ART.	367.—Concurrencia	del	imputado	y	su	defensor.
1.	La	audiencia	no	podrá	realizarse	sin	la	presencia	del	acusado	y
de	su	defensor.
2.	La	citación	al	imputado	con	domicilio	conocido	y	procesal,	será
requerido	 para	 su	 concurrencia	 al	 juicio	 bajo	 apercibimiento	 de
ser	declarado	contumaz.
3.	 Si	 es	 un	 solo	 acusado	 o	 siendo	 varios	 ninguno	 concurre	 a	 la
apertura	de	la	audiencia,	sin	justificar	su	inasistencia,	se	señalará
nuevo	día	y	hora,	sin	perjuicio	de	declararlos	contumaces.
4.	Cuando	son	varios	los	acusados,	y	alguno	de	ellos	no	concurra,
la	 audiencia	 se	 iniciará	 con	 los	 asistentes,	 declarándose
contumaces	 a	 los	 inconcurrentes	 sin	 justificación.	 Igual	 trato
merecerá	 el	 acusado	 que	 injustificadamente	 deje	 de	 asistir	 a	 la
audiencia.
5.	En	caso	que	el	acusado	ausente	o	contumaz	sea	capturado	o	se
presente	 voluntariamente	 antes	 de	 que	 se	 cierre	 la	 actividad
probatoria,	 se	 le	 incorporará	 a	 la	 audiencia,	 se	 le	 hará	 saber	 los
cargos	que	 se	 le	 atribuyen	y	 se	 le	 informará	 concisamente	de	 lo
actuado	 hasta	 ese	 momento.	 A	 continuación,	 se	 le	 dará	 la
oportunidad	de	declarar	y	de	pronunciarse	sobre	las	actuaciones
del	juicio,	y	se	actuarán	de	ser	el	caso	las	pruebas	compatibles	con
el	estado	del	juicio.
6.	El	imputado	preso	preventivo,	en	todo	el	curso	del	juicio,
comparecerá	sin	ligaduras	ni	prisiones,	acompañado	de	los
efectivos	policiales	para	prevenir	el	riesgo	de	fuga	o	de	violencia.
En	casos	o	ante	circunstancias	especialmente	graves,	y	de	acuerdo
al	reglamento	que,	previa	coordinación	con	el	Ministerio	del
Interior,	dicte	el	órgano	de	gobierno	del	Poder	Judicial,	podrán
establecerse	mecanismos	o	directivas	de	seguridad	adecuadas	a
las	circunstancias.
D.	Leg.	957.	
ART.	368.—Lugar	del	juzgamiento.
1.	 El	 juzgamiento	 tendrá	 lugar	 en	 la	 sala	 de	 audiencias	 que
designe	el	juzgado	penal.
2.	 Cuando	 por	 razones	 de	 enfermedad	 u	 otra	 causal	 justificada
sea	imposible	la	concurrencia	del	acusado	a	la	sala	de	audiencias,
el	 juzgamiento	 podrá	 realizarse	 en	 todo	 o	 en	 parte	 en	 el	 lugar
donde	 éste	 se	 encuentre,	 siempre	 que	 su	 estado	 de	 salud	 y	 las
condiciones	lo	permitan.
3.	El	órgano	de	gobierno	del	Poder	Judicial	establecerá	las	causas
con	preso	(sic)	preventivo	que	se	realizarán	en	los	locales	o	sedes
judiciales	adyacentes	o	ubicados	dentro	de	los	establecimientos
penales,	garantizando	siempre	la	publicidad	del	juicio	y	que
existan	las	condiciones	materiales	para	su	realización.
D.	Leg.	957.
ART.	369.—Instalación	de	la	audiencia.
1.	La	audiencia	sólo	podrá	instalarse	con	la	presencia	obligatoria
del	juez	penal	o,	en	su	caso,	de	los	jueces	que	integran	el	Juzgado
Penal	 Colegiado,	 del	 fiscal	 y,	 con	 las	 prevenciones	 fijadas	 en	 el
artículo	366,	del	acusado	y	su	defensor.
2.	El	juez	penal	verificará	la	correcta	citación	a	las	partes,	así
como	la	efectiva	concurrencia	de	los	testigos	y	peritos
emplazados.	La	inasistencia	de	las	demás	partes	y	de	los	órganos
de	prueba	citados	no	impide	la	instalación	de	la	audiencia.	El
auxiliar	jurisdiccional	realizará	las	acciones	conducentes	a	la
efectiva	concurrencia	de	estos	últimos	en	la	oportunidad	que
acuerde	el	juez	penal.
D.	Leg.	957.
ART.	370.—Ubicación	de	las	partes	en	la	audiencia.
1.	 El	 juez	 penal	 tendrá	 a	 su	 frente	 al	 acusado;	 a	 su	 derecha,	 al
fiscal	y	al	 abogado	de	 la	parte	 civil;	 y,	 a	 su	 izquierda	al	 abogado
defensor	del	acusado.
2.	Los	testigos	y	peritos	ocuparán	un	ambiente	contiguo	a	la	sala
de	audiencias.	El	auxiliar	jurisdiccional	tomará	las	medidas
necesarias	para	que	los	testigos	no	puedan	dialogar	entre	sí.	Los
testigos	y	peritos	sólo	serán	introducidos	a	la	sala	de	audiencias	a
medida	que	sean	llamados	para	ser	examinados.
TÍTULO	III
El	desarrollo	del	juicio
D.	Leg.	957.
ART.	371.—Apertura	del	juicio	y	posición	de	las	partes.
1.	Instalada	la	audiencia,	el	juez	enunciará	el	número	del	proceso,
la	 finalidad	 específica	 del	 juicio,	 el	 nombre	 y	 los	 demás	 datos
completos	 de	 identidad	 personal	 del	 acusado,	 su	 situación
jurídica,	el	delito	objeto	de	acusación	y	el	nombre	del	agraviado.
2.	 Acto	 seguido,	 el	 fiscal	 expondrá	 resumidamente	 los	 hechos
objeto	 de	 la	 acusación,	 la	 calificación	 jurídica	 y	 las	 pruebas	 que
ofreció	 y	 fueron	 admitidas.	 Posteriormente,	 en	 su	 orden,	 los
abogados	 del	 actor	 civil	 y	 del	 tercero	 civil	 expondrán
concisamente	 sus	 pretensiones	 y	 las	 pruebas	 ofrecidas	 y
admitidas.	 Finalmente,	 el	 defensor	 del	 acusado	 expondrá
brevemente	sus	argumentos	de	defensa	y	las	pruebas	de	descargo
ofrecidas	y	admitidas.
3.	Culminados	los	alegatos	preliminares,	el	juez	informará	al
acusado	de	sus	derechos	y	le	indicará	que	es	libre	de	manifestarse
sobre	la	acusación	o	de	no	declarar	sobre	los	hechos.	El	acusado
en	cualquier	estado	del	juicio	podrá	solicitar	ser	oído,	con	el	fin	de
ampliar,	aclarar	o	complementar	sus	afirmaciones	o	declarar	si
anteriormente	se	hubiera	abstenido.	Asimismo,	el	acusado	en
todo	momento	podrá	comunicarse	con	su	defensor,	sin	que	por
ello	se	paralice	la	audiencia,	derecho	que	no	podrá	ejercer	durante
su	declaración	o	antes	de	responder	a	las	preguntas	que	se	le
formulen.
D.	Leg.	957.
ART.	372.—Posición	del	acusado	y	conclusión	anticipada	del
juicio.
1.	El	juez,	después	de	haber	instruido	de	sus	derechos	al	acusado,
le	preguntará	si	admite	ser	autor	o	partícipe	del	delito	materia	de
acusación	y	responsable	de	la	reparación	civil.
2.	 Si	 el	 acusado,	 previa	 consulta	 con	 su	 abogado	 defensor,
responde	 afirmativamente,	 el	 juez	 declarará	 la	 conclusión	 del
juicio.	Antes	de	responder,	el	acusado	también	podrá	solicitar	por
sí	o	a	través	de	su	abogado	conferenciar	previamente	con	el	fiscal
para	 llegar	 a	 un	 acuerdo	 sobre	 la	 pena	 para	 cuyo	 efecto	 se
suspenderá	 por	 breve	 término.	 La	 sentencia	 se	 dictará	 en	 esa
misma	sesión	o	en	la	siguiente,	que	no	podrá	postergarse	por	más
de	cuarenta	y	ocho	horas,	bajo	sanción	de	nulidad	del	juicio.
3.	 Si	 se	 aceptan	 los	 hechos	 objeto	 de	 acusación	 fiscal,	 pero	 se
mantiene	un	cuestionamiento	a	la	pena	y/o	la	reparación	civil,	el
juez	previo	traslado	a	todas	las	partes,	siempre	que	en	ese	ámbito
subsista	la	contradicción,	establecerá	la	delimitación	del	debate	a
la	sola	aplicación	de	la	pena	y/o	a	la	fijación	de	la	reparación	civil,
y	determinará	los	medios	de	prueba	que	deberán	actuarse.
4.	Si	son	varios	los	acusados	y	solamente	admiten	los	cargos	una
parte	de	ellos,	con	respecto	a	estos	últimos	se	aplicará	el	trámite
previsto	en	este	artículo	y	 se	expedirá	 sentencia,	 continuando	el
proceso	respecto	a	los	no	confesos.
5.	La	sentencia	de	conformidad,	prevista	en	el	numeral	2)	de	este
artículo,	se	dictará	aceptando	los	términos	del	acuerdo.	No
obstante,	si	a	partir	de	la	descripción	del	hecho	aceptado,	el	juez
estima	que	no	constituye	delito	o	resulta	manifiesta	la
concurrencia	de	cualquier	causa	que	exima	o	atenúa	la
responsabilidad	penal,	dictará	sentencia	en	los	términos	en	que
proceda.	No	vincula	al	juez	penal	la	conformidad	sobre	el	monto
de	la	reparación	civil,	siempre	que	exista	actor	civil	constituido	en
autos	y	hubiera	observado	expresamente	la	cuantía	fijada	por	el
fiscal	o	que	ha	sido	objeto	de	conformidad.	En	este	caso,	el	juez
penal	podrá	fijar	el	monto	que	corresponde	si	su	imposición
resultare	posible	o,	en	todo	caso,	diferir	su	determinación	con	la
sentencia	que	ponga	fin	al	juicio.
D.	Leg.	957.
ART.	373.—Solicitud	de	nueva	prueba.
1.	Culminado	el	trámite	anterior,	si	se	dispone	la	continuación	del
juicio,	las	partes	pueden	ofrecer	nuevos	medios	de	prueba.	Sólo	se
admitirán	 aquellos	 que	 las	 partes	 han	 tenido	 conocimiento	 con
posterioridad	a	la	audiencia	de	control	de	la	acusación.
2.	 Excepcionalmente,	 las	 partes	 podrán	 reiterar	 el	 ofrecimiento
de	medios	de	prueba	inadmitidos	en	la	audiencia	de	control,	para
lo	 cual	 se	 requiere	 especial	 argumentación	de	 las	partes.	El	 juez
decidirá	 en	 ese	 mismo	 acto,	 previo	 traslado	 del	 pedido	 a	 las
demás	partes.
3.	La	resolución	no	es	recurrible.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Momento	de	aportación	de	medios
probatorios	en	el	proceso	inmediato.	“(…)	19°.	Uno	de	los	problemas	que	se
suscitan	en	torno	al	proceso	inmediato	es	que	al	no	contar	con	fase
intermedia,	no	se	tiene	un	momento	específico	en	el	que	el	imputado	y	las
demás	partes	realicen	la	aportación	de	medios	probatorios,	por	lo	que	el
acusado	ingresaría	en	desventaja	al	juicio.	Asimismo,	que	no	hay	oportunidad
para	que	las	partes	procesales	puedan	constituirse	como	tales.
20°.	En	un	proceso	común,	en	el	que	sí	se	lleva	a	cabo	la	etapa	intermedia	–
donde	las	partes	tienen	la	oportunidad	de	ofrecer	cuanto	medio	de	prueba
consideren–	cabe	la	posibilidad	de	permitir	que	las	partes	ofrezcan	medios	de
pruebas	al	inicio	del	juicio	oral,	en	virtud	del	artículo	373	NCPP,	lo	que	se
condiciona	únicamente	a	determinados	supuestos,	tales	como:	i.	Que	la	prueba
sea	nueva	y	que	haya	sido	conocida	con	posterioridad	a	la	audiencia	de
control.	ii.	Que	la	prueba	no	haya	sido	admitida	a	nivel	de	la	audiencia	de
control	en	la	etapa	intermedia.
21°.	De	ello	se	tiene	que	en	el	proceso	inmediato	resulta	válida	la	realización
de	este	acto	al	inicio	del	juicio	oral	bajo	la	conducción	del	mismo	juez	de
juzgamiento,	quien	ha	de	realizar	un	control	de	los	medios	de	prueba
ofrecidos	para	el	juicio	oral	como	por	las	demás	partes	que	debe	cumplir	los
principios	de	legalidad,	pertinencia,	utilidad	y	conducencia.	Así,	la	actuación
probatoria,	eje	central	del	juicio	oral,	será	desarrollada	respetando	los
principios	de	igualdad,	legalidad	y	contradicción,	que	integran	las	garantías
del	debido	proceso	y	defensa	procesal.
22°.	Estas	consideraciones	no	afectan	el	principio	de	imparcialidad,	que
garantiza	que	el	juez	sea	un	tercero	entre	las	partes,	toda	vez	que	la	regla	en
base	a	la	cual	el	ofrecimiento	y	admisión	probatoria	debe	realizarse	en	la
etapa	intermedia	no	puede	ser	entendida	como	absoluta	y	menos	aún	en	el
contexto	de	un	proceso	especial	que,	como	se	tiene	expuesto,	se	rige	por
pautas	propias.	Por	lo	demás,	queda	garantizado	el	respectivo	contradictorio
a	que	se	someterán	las	pruebas	ofrecidas	al	poder	ser	actuadas	en	el	juicio
oral.
23°.	Función	que	se	realiza,	siguiendo	la	misma	lógica	empleada	para	la
aportación	de	los	medios	probatorios,	al	no	existir	investigación	preparatoria,
ni	la	etapa	intermedia,	los	sujetos	procesales	tendrán,	al	inicio	del	juicio	oral,
oportunidad	para	solicitar	su	constitución	en	el	proceso,	y	tanto	en	el	rol
previsto	en	el	parágrafo	21	como	en	el	presente,	la	mayor	garantía	de
imparcialidad	se	comprobará	con	la	resolución	debidamente	motivada	que
expedirá	el	juez	penal	al	respecto.”	(VI	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas
Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	6-2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.	S.
San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—Código	Procesal	Penal	admite	lectura	de
declaración	testimonial	por	razones	de	urgencia	y	excepcionalidad.	“(…)
El	apartado	uno	del	artículo	trescientos	setenta	y	tres	del	Nuevo	Código
Procesal	Penal,	en	el	caso	de	nuevos	medios	de	prueba,	establece	que	su
ofrecimiento	y	admisión	está	condicionada	a	que	se	ha	tenido	conocimiento	de
su	existencia	con	posteridad	a	la	audiencia	de	control	de	la	acusación,	que	no
es	el	caso	del	ofrecimiento	de	la	declaración	de	un	testigo	debidamente
identificado	que	prestó	declaración	en	sede	de	investigación	preparatoria.
Ahora	bien,	el	apartado	dos	del	mismo	artículo	estatuye	que	es	posible	ofrecer
un	medio	de	prueba	inadmitido	en	la	audiencia	de	control;	y,	si	bien	no	existe
identidad	absoluta	entre	el	ofrecimiento	de	una	prueba	personal	y	el
ofrecimiento	de	una	prueba	documental,	es	evidente	que	en	el	caso	de	autos	lo
que	el	fiscal	perseguía	era	incorporar	un	elemento	de	prueba	vital:	la
exposición	de	hechos	por	una	persona	determinada.	La	excepcionalidad	en	la
admisión	de	la	lectura	de	una	declaración	sumarial	de	un	testigo	se	basa	en
argumentos	de	urgencia	y	excepcionalidad,	por	lo	que	en	caso	que	estos
presupuestos	no	se	presenten	es	indispensable	que	el	testigo	concurra	al	acto
oral	para	que	exponga	lo	que	sabe	acerca	de	los	hechos	enjuiciados.	En
consecuencia,	la	insistencia	del	testimonio	personal	en	el	acto	oral,	en	esas
condiciones	de	rechazo	del	acta	de	declaración	sumarial,	muy	bien	puede	ser
invocada	en	la	oportunidad	prevista	en	el	artículo	trescientos	setenta	y	tres,
apartado	dos,	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal.	La	necesidad	del	pleno
esclarecimiento	de	los	hechos	acusados	exige	que	se	superen	interpretaciones
formalistas	de	la	ley	procesal,	sin	que	ello	signifique,	desde	luego,	una	lesión	a
los	derechos	de	las	partes.	En	el	presente	caso	el	testigo	citado	asistió	al	acto
oral,	fue	examinado	por	las	partes	y,	es	mas,	lo	solicitud	probatoria	que
justificó	su	presencia	no	fue	objetada	por	el	imputado.	No	se	está,	pues,	ante
una	prueba	inconstitucional	en	la	medida	en	que	se	cumplieron	los	principios
fundamentales	de	la	actuación	probatoria:	contradicción,	inmediación	y
publicidad;	la	testimonial	no	incidió	en	un	ámbito	prohibido	ni	está	referida	a
una	intervención	ilegal	de	la	autoridad,	tampoco	se	trató	de	una	prueba
sorpresiva.	Las	garantías	procesales	en	la	actuación	probatoria,	que	es	lo
esencial	desde	la	presunción	de	inocencia,	no	se	han	vulnerado.	La	causal	de
casación	por	vulneración	de	la	presunción	de	inocencia	debe	desestimarse.
(…).”	(CS,	Cas.	10-2007-Trujillo,	dic.	01/2008.	S.S.	Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA.—La	“conformidad	premiada”	de	la	conclusión
anticipada	en	el	nuevo	esquema	penal	constituye	un	negocio	procesal.
“El	artículo	372	del	Código	Procesal	Penal	contiene	cinco	numerales	en	los
cuales	regula	la	institución	de	la	conclusión	anticipada	del	juicio	oral,	que	fue
introducida	en	nuestro	ordenamiento	procesal	a	través	del	artículo	5°	de	la
Ley	N°	28122,	por	el	cual	se	puede	dictar	una	sentencia	conformada	si	el
acusado	previa	aceptación	de	su	abogado	defensor,	confiesa	ser	autor	o
partícipe	del	hecho	materia	de	la	acusación	y	responsable	de	la	pena	y
reparación	civil.
4.	Institución	que	ha	sido	desarrollada	por	los	señores	jueces	en	lo	penal	de	la
Corte	Suprema,	a	través	del	Acuerdo	Plenario	N°	5-2008/CJ-1163,	en	el	cual	se
mantiene	la	interpretación	que	se	trata	de	un	acto	siempre	unilateral,	y	que	la
denominada	‘conformidad	premiada’	del	nuevo	proceso	penal	constituye	un
negocio	procesal	toda	vez	que	el	numeral	2	del	artículo	372	del	CPP	,	prescribe
‘(...)	el	acusado	también	podrá	solicitar	por	sí	o	a	través	de	su	abogado
conferenciar	previamente	con	el	fiscal	para	llegar	a	un	acuerdo	sobre	la	pena
(...)’.	(Corte	Superior	de	Lima,	Exp.	00124-2012-10-1826-JR-PE-02,	abr.
02/2013.	Pres.	Susana	Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—El	acuerdo	sobre	la	pena	al	que	arriban	el	fiscal	y
los	procesados	no	vincula	al	juez	penal.	“(...)	el	juez	no	tiene	vinculación
absoluta	con	el	acuerdo	sobre	la	pena	al	que	pudiera	haber	arribado	el	fiscal
con	los	procesados,	pues	incluso	puede	absolver	en	base	al	principio	de
legalidad	e	incrementar	la	reparación	civil,	según	sea	el	caso.	Que	el	posible
acuerdo	al	que	puedan	haber	arribado	las	partes	procesales	sobre	la	pena	a
imponerse	no	es	vinculante	cuando	no	existe	causa	justificada	de	atenuación
para	la	imposición	de	una	pena	por	debajo	del	mínimo	legal	establecido	en	la
ley	penal,	conforme	lo	establece	el	artículo	397.3	del	CPP;	toda	vez	que	en
estos	casos	prima	el	principio	de	legalidad.	El	Ministerio	Público	fija	el	límite
de	la	pena	a	imponerse	siempre	que	respete	el	principio	de	legalidad	y	el
derecho	al	debido	proceso”.	(Corte	Superior	de	Lima,	Exp.	00124-2012-10-
1826-JR-PE-02,	abr.	02/2013.	Pres.	Susana	Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—La	 ausencia	 del	 contradictorio	 y	 el	 propio
allanamiento	 de	 la	 parte	 acusada	 a	 los	 cargos	 imputados	 impide
valorar	los	actos	de	investigación	y	demás	actuaciones	realizados	en	la
etapa	 de	 instrucción.	 “(...)	 sin	 embargo,	 al	 tratarse	 de	 una	 sentencia
conformada,	el	tribunal	de	instancia	no	puede	apreciar	prueba	alguna,	no	solo
porque	 no	 puede	 generarse	 esta,	 sino,	 también,	 porque	 la	 ausencia	 del
contradictorio	 y	 el	 propio	 allanamiento	 de	 la	 parte	 acusada	 a	 los	 cargos
imputados,	 no	 autoriza	 a	 valorar	 los	 actos	 de	 investigación	 y	 demás
actuaciones	 que	 se	 realizaron	 en	 la	 etapa	 de	 instrucción.	 Que	 esto	 último
constituye	 criterio	 jurisprudencial	 vinculante,	 establecido	 en	 el	 fundamento
jurídico	 noveno,	 del	 Acuerdo	 Plenario	 número	 cinco-dos	 mil	 ocho/CJ-ciento
dieciséis,	 del	 dieciocho	 de	 julio	 de	 dos	 mil	 ocho	 (conclusión	 anticipada	 del
juicio	 oral,	 pluralidad	 de	 acusados	 y	 ruptura	 del	 proceso);	 por	 lo	 que	 los
agravios	 propuestos	 por	 la	 impugnante	 resultan	 infundados	 (...)”.	 (CS,	 R.	 N.
3864-2013-Junín,	set.	08/2014.	V.	P.	Pariona	Pastrana)
NOTA:	Esta	resolución	de	la	Corte	Suprema	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	01	de
febrero	del	2015.
JURISPRUDENCIA.—Únicamente	las	pruebas	conocidas	con
posterioridad	a	la	audiencia	de	control	de	acusación	pueden
incorporarse	excepcionalmente	al	inicio	del	juzgamiento.	“(...)	la
declaración	de	la	menor	agraviada	no	constituía	nueva	prueba,	en	tanto	su
versión	respecto	a	los	hechos	ya	se	conocía	con	anterioridad	a	la	audiencia	de
control	de	acusación,	pues	ésta	proporcionó	su	referencial	en	sede	policial	no
sólo	en	presencia	de	su	madre	sino	también	de	la	señora	fiscal	especializada
de	familia	con	fecha	cuatro	de	febrero	del	dos	mil	diez;	que,	además,	dicha
declaración	no	fue	ofrecida	en	la	etapa	intermedia,	esto	es,	cuando	la
acusación	es	evaluada	por	las	partes,	por	lo	que	concluida	dicha	etapa	ya	no
era	posible	ofrecer	dicho	medio	de	prueba	en	atención	al	principio	de
preclusión,	y	si	bien,	la	ley	procesal	penal	faculta	de	modo	excepcional	que	al
inicio	del	juzgamiento	se	pueda	ofrecer	nuevas	pruebas,	éstas	están	referidas
a	aquellas	que	recién	fueron	conocidas	con	posterioridad	a	la	audiencia	de
control	de	acusación,	calidad	o	condición	que	no	tenía	la	declaración	de	la
menor	agraviada,	no	obstante	lo	cual	se	admitió,	se	actuó	y	se	valoró	no	sólo
en	la	sentencia	de	primera	instancia,	sino	también	en	la	de	segunda	instancia,
por	ende,	se	vulneró	el	principio	de	legalidad	material”.	(C.	S,	Cas.	09-2012-La
Libertad,	abr.	24/2013.	V.	P.	Salas	Arenas)
D.	Leg.	957.
ART.	374.—Poder	del	tribunal	y	facultad	del	fiscal.
1.	Si	en	el	curso	del	juicio,	antes	de	la	culminación	de	la	actividad
probatoria,	el	juez	penal	observa	la	posibilidad	de	una	calificación
jurídica	 de	 los	 hechos	 objeto	 del	 debate	 que	 no	 ha	 sido
considerada	por	el	Ministerio	Público,	deberá	advertir	al	fiscal	y	al
imputado	 sobre	 esa	 posibilidad.	 Las	 partes	 se	 pronunciarán
expresamente	 sobre	 la	 tesis	planteada	por	el	 juez	penal	y,	 en	 su
caso,	propondrán	la	prueba	necesaria	que	corresponda.	Si	alguna
de	 las	 partes	 anuncia	 que	 no	 está	 preparada	 para	 pronunciarse
sobre	ella,	el	juez	penal	suspenderá	el	juicio	hasta	por	cinco	días,
para	dar	oportunidad	a	que	exponga	lo	conveniente.
2.	 Durante	 el	 juicio	 el	 fiscal,	 introduciendo	 un	 escrito	 de
acusación	complementaria,	podrá	ampliar	 la	misma,	mediante	 la
inclusión	 de	 un	 hecho	 nuevo	 o	 una	 nueva	 circunstancia	 que	 no
haya	 sido	 mencionada	 en	 su	 oportunidad,	 que	 modifica	 la
calificación	 legal	 o	 integra	 un	 delito	 continuado.	 En	 tal	 caso,	 el
fiscal	deberá	advertir	la	variación	de	la	calificación	jurídica.
3.	En	relación	con	los	hechos	nuevos	o	circunstancias	atribuidas
en	la	acusación	complementaria,	se	recibirá	nueva	declaración	del
imputado	y	se	informará	a	las	partes	que	tienen	derecho	a	pedir	la
suspensión	del	juicio	para	ofrecer	nuevas	pruebas	o	preparar	la
defensa.	La	suspensión	no	superará	el	plazo	de	cinco	días.
TÍTULO	IV
La	actuación	probatoria
D.	Leg.	957.
ART.	375.—Orden	y	modalidad	del	debate	probatorio.
1.	El	debate	probatorio	seguirá	el	siguiente	orden:
a)	Examen	del	acusado;
b)	Actuación	de	los	medios	de	prueba	admitidos;	y,
c)	Oralización	de	los	medios	probatorios.
2.	El	juez	penal,	escuchando	a	las	partes,	decidirá	el	orden	en	que
deben	 actuarse	 las	 declaraciones	 de	 los	 imputados,	 si	 fueran
varios,	y	de	los	medios	de	prueba	admitidos.
3.	 El	 interrogatorio	 directo	 de	 los	 órganos	 de	 prueba
corresponde	al	fiscal	y	a	los	abogados	de	las	partes.
4.	El	juez	durante	el	desarrollo	de	la	actividad	probatoria	ejerce
sus	poderes	para	conducirla	regularmente.	Puede	intervenir
cuando	lo	considere	necesario	a	fin	de	que	el	fiscal	o	los	abogados
de	las	partes	hagan	los	esclarecimientos	que	se	les	requiera	o,
excepcionalmente,	para	interrogar	a	los	órganos	de	prueba	sólo
cuando	hubiera	quedado	algún	vacío.
JURISPRUDENCIA.—Los	 medios	 probatorios	 son	 actuados	 en	 el	 juicio
oral.	 “(...)	 por	 disposición	 de	 la	 ley	 procesal	 específica,	 todos	 los	 medios
probatorios	de	un	proceso	penal	son	actuados	durante	el	juicio	oral,	estación
procesal	 en	 la	 cual	 el	 valor	 probatorio	 de	 los	 medios	 será	 compulsado	 y
corroborado	 con	 otros	 medios	 de	 prueba	 que,	 valorados	 de	 acuerdo	 con	 el
criterio	 de	 conciencia	 del	 juzgador,	 serán	 determinantes	 para	 establecer	 la
responsabilidad	penal;	debiendo	indicar	el	juzgador,	al	expedir	sentencia,	las
razones	 que	 le	 llevaron	 a	 determinar	 la	 inocencia	 o	 culpabilidad	 del
procesado.
Dicho	de	otro	modo,	el	valor	de	un	medio	probatorio,	en	el	caso	de	que	éste
fuera	considerado	elemento	probatorio,	deberá	ser	confirmado	con	otros	de
igual	naturaleza,	y	mencionado	expresamente	en	la	sentencia	a	expedirse.	Por
tanto,	el	juzgador	podría	atribuir	valor	probatorio	a	la	declaración
testimonial	ofrecida	y,	en	el	caso	de	otorgárselo,	mencionar	qué	pruebas	o
medios	de	prueba	la	confirman.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	2101-2005-HC/TC,	may.
13/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Omisión	injustificada	de	la	valoración	de	una
prueba	aportada	por	las	partes	implica	vulneración	del	derecho
fundamental	a	la	prueba.	“(...)	Constituye	un	derecho	básico	de	los
justiciables	producir	la	prueba	relacionada	con	los	hechos	que	configuran	su
pretensión	o	su	defensa	(…)	se	trata,	pues,	de	un	derecho	complejo	cuyo
contenido	(…),	está	determinado:	(...)	por	el	derecho	a	ofrecer	medios
probatorios	que	se	consideren	necesarios,	a	que	estos	sean	admitidos,
adecuadamente	actuados,	que	se	asegure	la	producción	o	conservación	de	la
prueba	a	partir	de	la	actuación	anticipada	de	los	medios	probatorios	y	que
éstos	sean	valorados	de	manera	adecuada	y	con	la	motivación	debida,	con	el
fin	de	darle	el	mérito	probatorio	que	tenga	en	la	sentencia.	La	valoración	de	la
prueba	debe	estar	debidamente	motivada	por	escrito,	con	la	finalidad	de	que
el	justiciable	pueda	comprobar	si	dicho	mérito	ha	sido	efectiva	y
adecuadamente	realizado.	(…)	de	los	elementos	que	forman	parte	del
contenido	del	derecho	a	la	prueba	uno	está	constituido	por	el	hecho	de	que	las
pruebas	actuadas	dentro	del	proceso	penal	sean	valoradas	de	manera
adecuada	y	con	la	motivación	debida.	De	lo	cual	se	deriva	una	doble	exigencia
para	el	juez:	en	primer	lugar,	la	exigencia	del	juez	de	no	omitir	la	valoración
de	aquellas	pruebas	que	son	aportadas	por	las	partes	al	proceso	dentro	del
marco	del	respeto	a	los	derechos	fundamentales	y	a	lo	establecido	en	las	leyes
pertinentes;	en	segundo	lugar,	la	exigencia	de	que	dichas	pruebas	sean
valoradas	motivadamente	con	criterios	objetivos	y	razonables.	Por	ello,	la
omisión	injustificada	de	la	valoración	de	una	prueba	aportada	por	las	partes,
respetando	los	derechos	fundamentales	y	las	leyes	que	la	regulan,	comporta
una	vulneración	del	derecho	fundamental	a	la	prueba	y,	por	ende,	al	debido
proceso.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	4099-2005-PHC/TC,	oct.	20/2006.	Pres.	García
Toma)
JURISPRUDENCIA.—Tres	aspectos	que	debe	cumplir	toda	valoración	de
la	prueba:	percibir	los	hechos,	efectuar	una	reconstrucción	y	desarrollar
un	análisis.	“107.	Se	entiende	por	valoración	de	la	prueba	aquella	operación
mental	realizada	por	el	juez	consistente	en	medir	la	eficacia	probatoria	de
cada	medio	de	prueba,	o	de	su	conjunto,	según	el	valor	que	le	pueda	asignar	la
ley	o	el	juzgador,	en	relación	al	grado	de	convicción	que	permita	generar
certeza	en	él	sobre	el	hecho	materia	de	probanza;	constituye	la	fase
culminante	de	la	actividad	probatoria	y	el	momento	en	que	el	operador	de
justicia	puede	calificar	con	mayor	certeza	si	tal	o	cual	medio	probatorio
actuado	tiene	suficiente	mérito	para	convencerlo	sobre	los	hechos	alegados	y
si	ha	sido	pertinente	o	no	su	actuación	a	lo	largo	del	proceso.
108.	Es	por	ello	que	la	valoración	de	las	pruebas	relativas	a	cualquier	delito
supone	siempre	la	realización	de	una	labor	intelectual	predominante
centrada	en	los	hechos,	lo	cual	posteriormente	va	a	ser	subsumida	en	una
norma,	y	como	dice	Mittermaier	‘El	juez,	propiamente	hablando,	es	un
verdadero	jurado’	-	Mittermaier,	C.J.A	‘Tratado	de	la	prueba	en	materia
criminal’,	10°	edición,	Ed.	Reus	S.A.	Barcelona,	1979,	pág.	388.
109.	La	valoración	de	la	prueba	es	efectuada	por	el	juez,	quien	según	la
doctrina	debe	tener	presente	tres	aspectos,	i)	percibir	los	hechos	a	través	de
los	medios	probatorios,	los	cuales	en	este	sentido	pueden	ser	directos,	esto	es,
el	juez	se	encuentra	en	contacto	inmediato	con	el	hecho	a	probar;	ii)	efectuar
una	representación	o	reconstrucción	histórica	de	los	hechos	en	su	conjunto,	en
este	caso	además	de	utilizar	los	medios	directos	puede	emplear	los	medios
indirectos,	los	cuales	sólo	proporcionan	datos,	a	partir	de	los	cuales	el
juzgador	elabora	un	argumento	para	deducir	la	existencia	de	un	hecho,	y	iii)
desarrollar	una	actividad	analítica	o	de	razonamiento	mediante	la	cual	se
obtienen	las	inferencias	de	los	datos	percibidos	(…)”.	(CS,	Exp.	A.	V.	03-2007,
dic.	26/2011.	S.	S.	Pariona	Pastrana)
D.	Leg.	957.
ART.	376.—Declaración	del	acusado.
1.	Si	el	acusado	se	rehúsa	a	declarar	total	o	parcialmente,	el	juez
le	advertirá	que	aunque	no	declare	el	juicio	continuará,	y	se	leerán
sus	anteriores	declaraciones	prestadas	ante	el	fiscal.
2.	 Si	 el	 acusado	acepta	 ser	 interrogado,	 el	 examen	se	 sujetará	a
las	siguientes	reglas:
a)	El	 acusado	aportará	 libre	y	oralmente	 relatos,	 aclaraciones	y
explicaciones	sobre	su	caso;
b)	El	 interrogatorio	se	orientará	a	aclarar	 las	circunstancias	del
caso	y	demás	elementos	necesarios	para	la	medición	de	la	pena	y
de	la	reparación	civil;
c)	 El	 interrogatorio	 está	 sujeto	 a	 que	 las	 preguntas	 que	 se
formulen	sean	directas,	claras,	pertinentes	y	útiles;
d)	 No	 son	 admisibles	 preguntas	 repetidas	 sobre	 aquello	 que	 el
acusado	ya	hubiere	declarado,	salvo	la	evidente	necesidad	de	una
respuesta	 aclaratoria.	 Tampoco	 están	 permitidas	 preguntas
capciosas,	 impertinentes	 y	 las	 que	 contengan	 respuestas
sugeridas.
3.	 El	 juez	 ejercerá	 puntualmente	 sus	 poderes	 de	 dirección	 y
declarará,	 de	 oficio	 o	 a	 solicitud	 de	 parte,	 inadmisible	 las
preguntas	prohibidas.
4.	El	último	en	intervenir	será	el	abogado	del	acusado	sometido	a
interrogatorio.
D.	Leg.	957.
ART.	377.—Declaración	en	caso	de	pluralidad	de	acusados.
1.	 Los	 acusados	 declararán,	 por	 su	 orden,	 según	 la	 lista
establecida	por	el	juez	penal,	previa	consulta	a	las	partes.
2.	En	este	caso	el	examen	se	realizará	individualmente.	El	juez,	de
oficio	o	a	solicitud	de	las	partes,	podrá	disponer	que	se	examine
separadamente	a	los	acusados,	a	cuyo	efecto	los	acusados
restantes	serán	desalojados	de	la	sala	de	audiencias.	Culminado	el
interrogatorio	del	último	acusado	y	encontrándose	todos	en	la
sala	de	audiencias,	el	juez	les	hará	conocer	oralmente	los	puntos
más	importantes	de	la	declaración	de	cada	uno	de	ellos.	Si	alguno
de	los	acusados	hiciese	una	aclaración	o	rectificación	se	hará
constar	en	acta	siempre	que	fuere	pertinente	y	conducente.
D.	Leg.	957.
ART.	378.—Examen	de	testigos	y	peritos.
1.	 El	 juez,	 después	 de	 identificar	 adecuadamente	 al	 testigo	 o
perito,	 dispondrá	 que	 preste	 juramento	 o	 promesa	 de	 decir	 la
verdad.
2.	 El	 examen	 de	 los	 testigos	 se	 sujeta	 –en	 lo	 pertinente–	 a	 las
mismas	 reglas	 del	 interrogatorio	 del	 acusado.	 Corresponde,	 en
primer	 lugar,	 el	 interrogatorio	 de	 la	 parte	 que	 ha	 ofrecido	 la
prueba	 y	 luego	 las	 restantes.	 Antes	 de	 declarar,	 los	 testigos	 no
podrán	comunicarse	entre	sí,	ni	deberán	ver,	oír	o	ser	informados
de	 lo	 que	 ocurriere	 en	 la	 sala	 de	 audiencia.	 No	 se	 puede	 leer	 la
declaración	 de	 un	 testigo	 interrogado	 antes	 de	 la	 audiencia
cuando	hace	uso	de	su	derecho	a	negar	el	testimonio	en	el	juicio.
3.	 El	 examen	 al	 testigo	 menor	 de	 dieciséis	 años	 de	 edad	 será
conducido	 por	 el	 juez	 en	 base	 a	 las	 preguntas	 y
contrainterrogatorios	presentados	por	el	fiscal	y	las	demás	partes.
Podrá	 aceptarse	 el	 auxilio	 de	 un	 familiar	 del	 menor	 y/o	 de	 un
experto	 en	 psicología.	 Si,	 oídas	 las	 partes,	 se	 considerase	 que	 el
interrogatorio	 directo	 al	 menor	 de	 edad	 no	 perjudica	 su
serenidad,	 se	 dispondrá	 que	 el	 interrogatorio	 prosiga	 con	 las
formalidades	 previstas	 para	 los	 demás	 testigos.	 Esta	 decisión
puede	ser	revocada	en	el	transcurso	del	interrogatorio.
4.	El	 juez	moderará	el	 interrogatorio	y	evitará	que	el	declarante
conteste	 preguntas	 capciosas,	 sugestivas	 o	 impertinentes,	 y
procurará	 que	 el	 interrogatorio	 se	 conduzca	 sin	 presiones
indebidas	y	sin	ofender	la	dignidad	de	las	personas.	Las	partes,	en
ese	mismo	acto,	podrán	solicitar	la	reposición	de	las	decisiones	de
quien	dirige	el	debate,	cuando	limiten	el	interrogatorio,	u	objetar
las	preguntas	que	se	formulen.
5.	El	examen	de	 los	peritos	se	 inicia	con	 la	exposición	breve	del
contenido	y	conclusiones	del	dictamen	pericial.	Si	es	necesario	se
ordenará	 la	 lectura	del	dictamen	pericial.	Luego	se	exhibirá	y	 se
les	 preguntará	 si	 corresponde	 al	 que	 han	 emitido,	 si	 ha	 sufrido
alguna	 alteración	 y	 si	 es	 su	 firma	 la	 que	 aparece	 al	 final	 del
dictamen.	A	continuación	se	les	pedirá	expliquen	las	operaciones
periciales	que	han	realizado,	y	 serán	 interrogados	por	 las	partes
en	el	orden	que	establezca	el	juez,	comenzando	por	quien	propuso
la	prueba	y	luego	los	restantes.
6.	Si	un	testigo	o	perito	declara	que	ya	no	se	acuerda	de	un	hecho,
se	 puede	 leer	 la	 parte	 correspondiente	 del	 acto	 sobre	 su
interrogatorio	 anterior	 para	 hacer	 memoria.	 Se	 dispondrá	 lo
mismo	 si	 en	 el	 interrogatorio	 surge	 una	 contradicción	 con	 la
declaración	anterior	que	no	se	puede	constatar	o	superar	de	otra
manera
7.	 Los	 peritos	 podrán	 consultar	 documentos,	 notas	 escritas	 y
publicaciones	durante	su	interrogatorio.	En	caso	sea	necesario	se
realizará	un	debate	pericial,	para	lo	cual	se	ordenará	la	lectura	de
los	dictámenes	periciales	o	informes	científicos	o	técnicos	que	se
estimen	convenientes.
8.	Durante	el	contrainterrogatorio,	 las	partes	podrán	confrontar
al	perito	o	testigo	con	sus	propios	dichos	u	otras	versiones	de	los
hechos	presentadas	en	el	juicio.
9.	Los	testigos	y	peritos	expresarán	la	razón	de	sus	informaciones
y	el	origen	de	su	conocimiento.
10.	A	solicitud	de	alguna	de	las	partes,	el	juez	podrá	autorizar	un
nuevo	interrogatorio	de	los	testigos	o	peritos	que	ya	hubieran
declarado	en	la	audiencia.
D.	Leg.	957.
ART.	379.—Inconcurrencia	del	testigo	o	perito.
1.	 Cuando	 el	 testigo	 o	 perito,	 oportunamente	 citado,	 no	 haya
comparecido,	 el	 juez	 ordenará	 que	 sea	 conducido
compulsivamente	y	ordenará	a	quien	 lo	propuso	colabore	con	 la
diligencia.
2.	Si	el	testigo	o	perito	no	puede	ser	localizado	para	su
conducción	compulsiva,	el	juicio	continuará	con	prescindencia	de
esa	prueba.
D.	Leg.	957.
ART.	380.—Examen	especial	del	testigo	o	perito.
1.	El	 juez,	de	oficio	o	a	solicitud	de	parte,	puede	ordenar	que	el
acusado	 no	 esté	 presente	 en	 la	 audiencia	 durante	 un
interrogatorio,	si	es	de	temer	que	otro	procesado,	un	testigo	o	un
perito	no	dirá	la	verdad	en	su	presencia.
2.	De	igual	manera	se	procederá	si,	en	el	interrogatorio	de	un
menor	de	diez	y	seis	años,	es	de	temer	un	perjuicio	relevante	para
él,	o	si,	en	el	interrogatorio	de	otra	persona	como	testigo	o	perito,
en	presencia	del	acusado,	existe	el	peligro	de	un	perjuicio	grave
para	su	integridad	física	o	salud.	Tan	pronto	como	el	acusado	esté
presente	de	nuevo,	debe	instruírsele	sobre	el	contenido	esencial
de	aquello	que	se	ha	dicho	o	discutido	en	su	ausencia.
D.	Leg.	957.
ART.	381.—Audiencia	especial	para	testigos	y	peritos.
1.	 Los	 testigos	 y	 peritos	 que	 no	 puedan	 concurrir	 a	 la	 sala	 de
audiencias	por	un	impedimento	justificado,	serán	examinados	en
el	lugar	donde	se	hallen	por	el	juez.
2.	 Si	 se	 encuentran	 en	 lugar	 distinto	 al	 del	 juicio,	 el	 juez	 se
trasladará	 hasta	 el	 mismo	 o	 empleará	 el	 sistema	 de	 video
conferencia,	 en	 el	 primer	 supuesto	 los	 defensores	 podrán
representar	a	las	partes.
3.	En	casos	excepcionales,	el	juez	comisionará	a	otro	órgano
jurisdiccional	para	la	práctica	de	la	prueba,	pudiendo	intervenir
en	la	misma	los	abogados	de	las	partes,	el	acta	deberá	reproducir
íntegramente	la	prueba	y,	si	se	cuenta	con	los	medios	técnicos
correspondientes,	se	reproducirá	a	través	de	video,	filmación	o
audio.
D.	Leg.	957.
ART.	382.—Modificado.	D.	Leg.	983,	Art.	3°.	Prueba	material.
1.	Los	instrumentos	o	efectos	del	delito,	y	los	objetos	o	vestigios
incautados	o	recogidos,	que	obren	o	hayan	sido	incorporados	con
anterioridad	 al	 juicio,	 siempre	 que	 sea	 materialmente	 posible,
serán	 exhibidos	 en	 el	 debate	 y	 podrán	 ser	 examinados	 por	 las
partes.
2.	La	prueba	material	podrá	ser	presentada	a	los	acusados,
testigos	y	peritos	durante	sus	declaraciones,	a	fin	de	que	la
reconozcan	o	informen	sobre	ella.
DOCTRINA.—Derecho	probatorio	y	pruebas	penales.	“(…).	La	prueba	se
produce	 sobre	 el	 conocimiento	 que	 realiza	 el	 sujeto	 cognoscente	 con	 la
participación	 activa	 de	 los	 sentidos	 internos	 y	 externos	 o	 procesos
cognoscitivos	 intermedios,	 que	 generan	 la	 percepción	 o	 resultado	 del
conocimiento	 sensible,	 la	 cual,	 a	 su	 vez,	 es	 fuente	 del	 conocimiento
intelectual.
-	La	prueba	recae	sobre	el	acto	del	entendimiento	llamado	juicio	y,	sobre	el
raciocinio,	que	es	un	 juicio	más	completo.	Además,	se	predica	de	todas	 las
especies	 de	 juicios	 y	 raciocinios	 y	 de	 las	modalidades	 de	 sus	 expresiones,
como	son	la	proposición	y	la	argumentación.
-	Cuando	se	aplica	a	juicios	individuales,	toma	la	denominación	de	prueba
individual.	Y	si	es	sobre	juicios	sociales,	se	llama	prueba	social.
-	Si	se	utiliza	en	el	conocimiento	social	vulgar	se	llama	prueba	ordinaria.	Si
es	para	el	conocimiento	científico,	se	convierte	en	prueba	científica.
-	 Atendiendo	 a	 las	 diferentes	 clasificaciones	 de	 las	 ciencias,	 la	 prueba
científica	 se	 especializa.	 Así,	 para	 las	 ciencias	 formales,	 se	 da	 la	 prueba
científica	formal;	para	las	reales	o	fácticas,	está	 la	prueba	científica	fáctica.
Igualmente,	cada	una	de	ellas	se	irá	identificando	con	las	diferentes	especies
de	 ciencias	 formales	 o	 fácticas,	 para	 lo	 cual	 tomará	 el	 respectivo	 adjetivo
calificativo,	que	condensa	su	diferencia	específica.
-	 En	 cuanto	 atañe	 a	 la	 subclasificación	de	 las	 ciencias	 fácticas,	 asumen	 la
denominación	de	pruebas	 científicas	 fácticas	 de	 la	 naturaleza,	 cuando	 son
utilizadas	por	las	ciencias	de	la	naturaleza,	y	de	pruebas	científicas	fácticas
sociales,	cuando	se	trata	de	las	ciencias	sociales.
-	 Para	 las	 ciencias	 no	 reconstructivas,	 especie	 de	 las	 ciencias	 reales	 o
fácticas,	se	las	denomina	pruebas	científicas	fácticas	no	reconstructivas.	Y	si
se	 trata	 de	 ciencias	 reales	 reconstructivas,	 se	 convierten	 en	 pruebas
históricas.
-	 El	 derecho	 es	 una	 ciencia,	 real	 o	 fáctica,	 social	 y	 reconstructiva.	 Por
consiguiente,	 las	pruebas	que	se	le	predican	pertenecen	a	la	especie	de	las
pruebas	científicas.
-	Consecuentes	con	las	reglas	de	la	lógica,	esta	definición	se	relaciona	con	el
género	 próximo,	 que	 es	 la	 prueba	 en	 general,	 la	 matriz,	 la	 metajurídica,
según	 la	 cual	 la	 prueba	 resulta	 ser	 un	 elemento	 del	 entendimiento	 para
comprobar	 o	 verificar	 la	 veracidad	 de	 un	 juicio.	 En	 la	 estructura	 del
concepto	de	prueba	 jurídica	está	 inmersa	esta	noción,	 ya	que	parte	de	 las
siguientes	 esencias:	 la	 prueba	 es	 un	 elemento	 del	 entendimiento	 y,	 por
ende,	 implica	 una	 labor	 intelectual;	 tienen	 como	 objeto	 los	 juicios	 (y
raciocinios,	en	cualquiera	de	sus	especies	o	modalidades;	busca,	dentro	de
su	especialidad,	verificar	la	veracidad	de	su	materia	específica,	de	su	objeto
propio,	que	son	los	juicios	que	se	dan	en	la	ciencia	del	derecho,	esto	es,	los
juicios	 jurídicos.	 (…)”.	 (CUELLO	 IRIARTE,	 Gustavo.	 “Derecho	 probatorio	 y
pruebas	penales”,	Bogotá,	Edit.	Legis.	edic.,	2008;	págs.	344	y	ss.)
D.	Leg.	957.
ART.	383.—Lectura	de	la	prueba	documental.
1.	Sólo	podrán	ser	incorporados	al	juicio	para	su	lectura:
a)	Las	actas	conteniendo	la	prueba	anticipada;
b)	 La	 denuncia,	 la	 prueba	 documental	 o	 de	 informes,	 y	 las
certificaciones	y	constataciones;
c)	 Los	 informes	 o	 dictámenes	 periciales,	 así	 como	 las	 actas	 de
examen	y	debate	pericial	actuadas	con	la	concurrencia	o	el	debido
emplazamiento	 de	 las	 partes,	 siempre	 que	 el	 perito	 no	 hubiese
podido	concurrir	al	juicio	por	fallecimiento,	enfermedad,	ausencia
del	lugar	de	su	residencia,	desconocimiento	de	su	paradero	o	por
causas	 independientes	 de	 la	 voluntad	 de	 las	 partes.	 También	 se
darán	lectura	a	los	dictámenes	producidos	por	comisión,	exhorto
o	informe;
d)	 Las	 actas	 conteniendo	 la	 declaración	 de	 testigos	 actuadas
mediante	 exhorto.	 También	 serán	 leídas	 las	 declaraciones
prestadas	 ante	 el	 fiscal	 con	 la	 concurrencia	 o	 el	 debido
emplazamiento	de	las	partes,	siempre	que	se	den	las	condiciones
previstas	en	el	literal	anterior;	y,
e)	 Las	 actas	 levantadas	 por	 la	 policía,	 el	 fiscal	 o	 el	 juez	 de	 la
investigación	 preparatoria	 que	 contienen	 diligencias	 objetivas	 e
irreproducibles	actuadas	conforme	a	lo	previsto	en	este	código	o
la	ley,	tales	como	las	actas	de	detención,	reconocimiento,	registro,
inspección,	revisión,	pesaje,	hallazgo,	 incautación	y	allanamiento,
entre	otras.
2.	No	son	oralizables	los	documentos	o	actas	que	se	refieren	a	la
prueba	actuada	en	la	audiencia	ni	a	la	actuación	de	ésta.	Todo	otro
documento	o	acta	que	pretenda	introducirse	al	juicio	mediante	su
lectura	no	tendrá	ningún	valor.
3.	La	oralización	incluye,	además	del	pedido	de	lectura,	el	de	que
se	escuche	o	vea	la	parte	pertinente	del	documento	o	acta.
EL	OFRECIMIENTO	Y	LA	ACTUACIÓN	DE	LA	PRUEBA	PERICIAL
Dir.	008-2012-MP-FN.
l.	Objeto
Tiene	como	objeto	establecer	las	pautas	procesales	para	el	ofrecimiento	y
la	 actuación	de	 la	 prueba	pericial,	 delimitando	 su	 contenido	 y	 su	 régimen
jurídico.
II.	Finalidad
Unificar	criterios	de	interpretación	y	aplicación	del	nuevo	Código	Procesal
Penal,	aprobado	por	el	Decreto	Legislativo	N°	957	(en	adelante	CPP).
III.	Alcance
La	presente	directiva,	es	de	aplicación	obligatoria	para	todos	los	fiscales	de
los	distritos	judiciales	en	los	que	se	encuentra	vigente	el	CPP.
IV.	Base	legal
•	Constitución	Política	del	Estado:	artículos	158	y	159.
•	 Código	 Procesal	 Penal	 -	 Decreto	 Legislativo	 957:	 artículos	 61.1,	 172.1,
174.2,	176.1,	181.1,	378.5	y	383.1.c).
•	Ley	Orgánica	del	Ministerio	Público	 -	Decreto	Legislativo	052:	 artículos
1°,	5°	y	64.
•	Reglamento	de	Control	Interno	del	Ministerio	Público:	artículo	23,	incisos
c	y	d.
V.	Normas	generales
La	prueba	pericial	y	sus	fases
1.-	La	pericia,	procede	siempre	que	sea	 imperioso	obtener	conocimientos
de	 otras	 ciencias,	 técnicas,	 artes	 o	 tecnologías.	 En	 este	 sentido,	 el	 artículo
172.1	del	CPP,	establece	que	procederá	 la	misma,	 cuando	sea	necesario	 la
explicación	 y	 mejor	 comprensión	 de	 algún	 hecho,	 o	 se	 requieran
conocimientos	 especiales	 de	 naturaleza	 científica,	 técnica,	 artística	 o	 de
experiencia	 calificada.	 Por	 consiguiente,	 se	 hace	 necesario	 recurrir	 a	 una
determinada	persona	versada	en	aquellos	conocimientos,	convirtiéndola,	de
esta	manera,	en	un	órgano	de	prueba:	el	perito.
En	la	concepción	del	sistema	acusatorio,	el	perito	es	considerado	como	un
apoyo	de	la	parte	y	de	su	teoría	del	caso,	alejándose	así	del	paradigma	del
proceso	penal	tradicional	en	el	que	se	le	considera	como	un	auxiliar	del	juez.
Aquella	concepción	no	es	incompatible	con	la	objetividad	que	debe	primar
en	este	órgano	de	prueba,	la	misma	que	debe	entenderse	como	todo	aquello
ajeno	 a	 los	 intereses	 de	 las	 partes,	 incluso,	 de	 la	 solicitante	 de	 la	 prueba;
esto	 es,	 el	 perito	 debe	 basar	 sus	 conclusiones	 únicamente	 en	 sus
conocimientos	científicos,	técnicos,	artísticos	o	especializados,	sin	faltar	a	la
verdad	y	despojado	de	inclinaciones	personales	o	de	terceros.
2.·	La	pericia	 tiene	dos	 fases	o	momentos:	 la	primera,	 es	 la	 elaboración	y
presentación	del	 informe,	y	 la	segunda,	es	 la	declaración	pericial	o	prueba
pericial	 propiamente	 dicha.	 Ambas	 fases	 se	 encuentran	 reguladas	 y
diferenciadas	en	el	CPP;	así,	en	sus	artículos	174.2	y	176.1,	se	establece	el
objeto	 sobre	 el	 que	 incidirá	 la	 elaboración	 de	 la	 pericia,	 el	 acceso	 a	 la
información	 necesaria	 y	 el	 plazo	 de	 su	 entrega	 o	 presentación	 (primera
fase);	mientras	que	en	sus	artículos	181.1	y	378.5,	se	regula	el	examen	y	el
contraexamen	del	perito,	y	el	objeto	sobre	el	que	debe	incidir	estas	técnicas
de	litigación,	todo	ello,	como	es	obvio,	bajo	los	principios	de	contradicción,
inmediación	y	oralidad	,(segunda	fase).
Estas	etapas	no	hacen	o	convierten	a	la	pericia	en	dos	pruebas	distintas:	la
declaración	 pericial,	 por	 un	 lado,	 y	 el	 informe	 pericial,	 por	 otro,	 como
erróneamente,	se	le	entiende	o	podría	entender	–error	que	conlleva	muchas
veces	a	ofrecer	como	medio	de	prueba	al	 informe	o,	 también	denominado,
dictamen	 pericial–.	 La	 prueba	 pericial	 es	 única,	 aunque	 su	 desarrollo
implique	dos	momentos	procedimentales	separables	en	el	tiempo.
El	régimen	jurídico	de	la	prueba	pericial
3.·	El	CPP	regula	y	fija	a	la	declaración	pericial	como	régimen	jurídico	que
gobierna	 a	 la	 prueba	 pericial.	 Al	 respecto,	 le	 proporciona	 el	 mismo
tratamiento	que	a	la	prueba	testimonial,	atendiendo	a	la	común	naturaleza
de	ambos:	ser	órganos	de	prueba	–siguiendo	lo	comúnmente	conocido	como
testigo	 lego	 (testigo	 en	 estricto)	 y	 testigo	 experto	 (perito)–.
Específicamente,	el	artículo	378.5	del	CPP,	establece	que:	“El	examen	de	los
peritos	 se	 inicia	 con	 la	 exposición	 breve	 del	 contenido	 y	 conclusiones	 del
dictamen	pericial	[...]”;	asimismo,	el	artículo	181.1	del	CPP,	estipula	que:	“El
examen	o	 interrogatorio	 del	 perito	 en	 la	 audiencia	 se	 orientará	 a	 obtener
una	 mejor	 explicación	 sobre	 la	 comprobación	 que	 se	 haya	 efectuado
respecto	al	objeto	de	la	pericia,	sobre	los	fundamentos	y	la	conclusión	[...]”.
4.·	Conforme	a	este	régimen	jurídico	–declaración	pericial–,	el	examen	y	el
contraexamen,	giran	en	torno	al	contenido	del	dictamen	o	informe	pericial;
empero,	 debe	 señalarse	 que	 este	 último	 no	 sustituye	 a	 la	 declaración	 del
órgano	 de	 prueba,	 por	 consiguiente,	 procesalmente,	 es	 incorrecto	 que	 se
postule	y	se	proponga	al	dictamen	o	 informe	como	prueba	pericial;	de	ser
así,	no	sólo	contravendría	la	normativa	que	regula	su	régimen	jurídico,	sino
que	 además	 se	 estaría	 prescindiendo	 de	 su	 momento	 substancial:	 la
declaración,	 y	 con	 ello,	 violentando	 los	 principios	 de	 contradicción,
inmediación	 y	 oralidad.	 La	 analizada	 normativa,	 obliga,	 por	 ende,	 que	 se
instruya	a	los	fiscales	que,	de	darse	el	caso	de	necesidad	de	esta	prueba,	se
ofrezca	 la	 declaración	 del	 perito	 como	 medio	 probatorio,	 toda	 vez	 que
atendiendo	 a	 su	 régimen	 jurídico,	 es	 indispensable	 que	 se	 examine	 y
contraexamine	a	dicho	órgano	de	prueba.	Los	peritos	declaran	para	explicar
el	 contenido	 y	 las	 conclusiones	 de	 su	 informe,	 no	 para	 que	 se	 lea	 su
documento.
El	dictamen	pericial	como	prueba	documental
5.	La	normativa	del	CPP	regula,	expresamente,	como	régimen	jurídico	de	la
prueba	 pericial	 a	 la	 declaración	 pericial,	 por	 ende,	 también	 es	 incorrecto
que,	ab	initio	y	a	priori,	se	ofrezca	al	dictamen	o	informe	pericial	como	una
prueba	 documental.	 Esta	 posibilidad,	 únicamente,	 se	 presenta	 en	 los	 dos
supuestos	 que	 establece	 el	 artículo	 383.1.c)	 del	 CPP:	 a)	 cuando	 existe
imposibilidad	de	que	asista	al	juicio	por	fallecimiento,	ausencia	del	lugar	de
residencia,	 desconocimiento	 de	 su	 paradero	 o	 por	 otras	 causas	 no
atribuidas	a	las	partes;	y,	b)	cuando	se	trata	de	dictámenes	producidos	por
comisión	o	exhorto	o	informe.
6.	 Ambos	 recogen	 supuestos	 de	 razonable	 imposibilidad	 material	 de
concurrencia	 al	 Juicio	 Oral;	 empero,	 esto	 no	 debe	 conllevar	 a	 afirmar	 –
erróneamente–	 que	 se	 trate	 de	 un	 cambio	 o	 una	 sustitución	 del	 régimen
jurídico	 de	 la	 prueba	 pericial	 -el	 régimen	 sigue	 siendo	 el	 mismo	 para	 la
prueba	pericial-;	pues,	 lo	que	ha	regulado	el	CPP	en	el	artículo	383.1.c),	es
un	nuevo	supuesto	de	ofrecimiento	y	admisibilidad	de	la	prueba,	que	es	el
del	 dictamen	 o	 informe	 pericial,	 el	 mismo	 que,	 exclusivamente,	 bajo	 los
mencionados	 supuestos	 normativos,	 sigue	 el	 régimen	 de	 la	 prueba
documental.
Por	 consiguiente,	 se	 les	 instruye	 a	 los	 fiscales	 que,	 únicamente,	 deben
ofrecer	 al	 dictamen	 o	 informe	 pericial	 para	 que	 se	 actúe	 bajo	 el	 régimen
jurídico	 de	 la	 prueba	 documental,	 cuando	 se	 presenten	 alguno	 de	 los
señalados	supuestos	de	imposibilidad	material	de	concurrencia	del	perito	al
juicio	oral.
VI.	Vigencia
La	presente	directiva	será	de	aplicación	obligatoria	desde	el	día	siguiente
de	su	publicación.
D.	Leg.	957.
ART.	384.—Trámite	de	la	oralización.
1.	La	oralización	tendrá	lugar	cuando,	indistintamente,	lo	pida	el
fiscal	 o	 los	 defensores.	 La	 oralización	 se	 realizará	 por	 su	 orden,
iniciándola	el	fiscal,	continuándola	el	abogado	del	actor	civil	y	del
tercero	 civil,	 y	 culminando	 el	 abogado	 del	 acusado.	 Quien	 pida
oralización	 indicará	el	 folio	o	documentos	y	destacará	oralmente
el	significado	probatorio	que	considere	útil.
2.	Cuando	 los	documentos	o	 informes	 fueren	muy	voluminosos,
se	 podrá	 prescindir	 de	 su	 lectura	 íntegra.	 De	 igual	 manera,	 se
podrá	prescindir	de	la	reproducción	total	de	una	grabación,	dando
a	 conocer	 su	 contenido	 esencial	 u	 ordenándose	 su	 lectura	 o
reproducción	parcial.
3.	 Los	 registros	 de	 imágenes,	 sonidos	 o	 en	 soporte	 informático
podrán	 ser	 reproducidos	 en	 la	 audiencia,	 según	 su	 forma	 de
reproducción	habitual.
4.	Una	vez	que	se	concluya	la	lectura	o	reproducción	de	los
documentos,	el	juzgador	concederá	la	palabra	por	breve	término	a
las	partes	para	que,	si	consideran	necesario,	expliquen	aclaren,
refuten	o	se	pronuncien	sobre	su	contenido.
D.	Leg.	957.
ART.	385.—Otros	medios	de	prueba	y	prueba	de	oficio.
1.	Si	para	conocer	los	hechos,	siempre	que	sea	posible,	que	no	se
halla	realizado	dicha	diligencia	en	la	investigación	preparatoria	o
ésta	resultara	manifiestamente	insuficiente,	el	juez	penal,	de	oficio
o	a	pedido	de	parte,	previo	debate	de	los	intervinientes,	ordenará
la	 realización	 de	 una	 inspección	 o	 de	 una	 reconstrucción,
disponiendo	las	medidas	necesarias	para	llevarlas	a	cabo.
2.	 El	 juez	 penal,	 excepcionalmente,	 una	 vez	 culminada	 la
recepción	de	las	pruebas,	podrá	disponer,	de	oficio	o	a	pedido	de
parte,	la	actuación	de	nuevos	medios	probatorios	si	en	el	curso	del
debate	 resultasen	 indispensables	 o	 manifiestamente	 útiles	 para
esclarecer	 la	verdad.	El	 juez	penal	cuidará	de	no	reemplazar	por
este	medio	la	actuación	propia	de	las	partes.
3.	La	resolución	que	se	emita	en	ambos	supuestos	no	es
recurrible.
JURISPRUDENCIA.—Un	proceso	penal	sobre	la	libertad	sexual	no	puede
basar	la	responsabilidad	solo	en	el	dicho	de	la	víctima	y	la	prueba	de
oficio	no	puede	reemplazar	la	actividad	de	las	partes.	“5.23.-	En	resumen
la	única	prueba	de	cargo	directa,	en	las	condiciones	descritas,	para	establecer
responsabilidad	penal	del	procesado,	es	el	dicho	del	niño	agraviado,	dicho	que
además	ha	derivado	en	la	intervención	que	se	produjo	en	la	madrugada	del
día	siguiente	de	los	hechos,	el	linchamiento	contra	el	supuesto	responsable,	la
denuncia	ante	la	policía	y	finalmente	el	proceso	inmediato	bajo	condiciones	de
flagrancia,	sin	que	existan	en	realidad,	flagrancia	delictiva.	Dicha	prueba	de
oficio	fue	propiciada	por	el	mismo	juzgado,	que	no	fue	propuesta	ni	reclamada
por	el	titular	de	la	acción	penal,	condiciones	que	ciertamente	no	contribuyen
en	beneficio	de	un	debido	proceso,	sino	que	precisamente	originan	el
cuestionamiento	de	la	defensa	del	sentenciado,	que	reclama	imparcialidad	y
debido	cumplimiento	de	lo	que	informa	el	artículo	385	del	Código	Penal	,
referido	a	la	prueba	de	oficio,	que	en	principio	es	excepcional	y	no	debe	tener
la	calidad	de	reemplazar	la	actuación	propia	de	las	partes,	sino	como	ya	se	ha
establecido	debe	estar	referido	a	corroborar	un	hecho	o	una	circunstancia	ya
probada	o	deslindar	en	caso	de	duda	severa	una	cuestión	técnica	o	probatoria
mediante	una	prueba	adicional.
5.24.-	Estas	condiciones	descritas,	nos	ubican	en	una	incertidumbre	para
definir	la	situación	jurídica	del	sentenciado,	debido	a	que	los	cargos	de
imputación	para	sustentar	debidamente	la	incoación	de	un	proceso,	tienen
justificación,	por	el	dicho	del	niño	y	el	certificado	médico	que	a	pesar	de	no	ser
definido	abre	la	posibilidad	que	se	trate	de	tocamientos	indebidos,	pero	no
descarta	cuestiones	patológicas	totalmente	explicadas	y	razonables,	por	tanto
no	podemos	incurrir	en	la	ligereza	de	confirmar	la	sentencia	condenatoria,
pero	por	otro	lado,	tampoco	podemos	incurrir	en	la	facilidad	de	absolverlo,
por	que	podríamos	incurrir	en	dejar	impune	la	comisión	de	un	delito,
situaciones	que	se	originan	por	la	rapidez	del	proceso,	siendo	lo	más
razonable	y	cuerdo,	disponer	que	se	reconduzca	el	proceso	a	través	de	un
mecanismo	procesal	más	amplio	donde	se	actúe	toda	la	prueba	necesaria	y	se
despeje	toda	duda	para	decidir	con	solvencia	la	situación	jurídica	de	esta
persona”.	(CSJL,	Exp.	00186-2016-1-1826-jr-pe-03,	may.	16/2016.	S.	S.
Sequeiros	Vargas)
COMENTARIO.—¿La	adopción	de	un	sistema	penal	acusatorio	prohíbe
al	 juez	 actuar	 pruebas	 de	 oficio?.	 La	 Corte	 Constitucional	 Colombiana
(CCC)	al	resolver	la	cuestión	(Expediente	D-648	-	Sentencia	C-396-07)	de	“si
para	garantizar	el	descubrimiento	de	la	verdad	y,	con	ella,	la	realización	de
la	 justicia	 es	 condición	 sine	 qua	 non,	 reconocerle	 iniciativa	 probatoria	 al
juez	 en	 el	 sistema	 penal	 acusatorio”	 identifica	 que	 en	 “la	 Constitución,	 la
búsqueda	y	realización	de	la	justicia	constituye	una	función	primordial	para
el	Estado	de	Derecho	y	estructural	en	el	Estado	social	y	democrático”.	Para
la	CCC	la	búsqueda	de	la	verdad	en	el	proceso	penal	resulta	siendo	bifronte:
a)	 no	 es	 sólo	 una	 norma	 informadora	 del	 ordenamiento	 jurídico	 como
garantía	de	justicia	para	el	sindicado	o	para	la	sociedad,	sino	también	b)	es
un	 instrumento	 de	 protección	 de	 la	 víctima	 y	 de	 eficacia	 de	 derechos	 de
especial	relevancia	constitucional.	El	principio	de	imparcialidad	para	la	CCC
impone	“el	imperativo	de	establecer	con	objetividad	la	verdad	y	la	justicia”.
Luego,	 con	 la	 misma	 doble	 idea,	 la	 corte	 se	 ocupa	 de	 la	 libertad	 del
legislador	para	escoger	el	tipo	de	procesos	judiciales	a	instaurar	y	detrás	de
ellos	las	políticas	criminales	que	mejor	convengan	a	lo	social,	“dentro	de	los
parámetros	 constitucionales,	 el	 legislador	 goza	 de	 amplio	 margen	 de
discrecionalidad	en	el	diseño	de	los	procesos	judiciales	y	en	desarrollo	de	la
política	 criminal,	 puede	 adoptar	 diferentes	 modelos	 y	 técnicas	 para	 la
averiguación	de	lo	sucedido”.	La	idea	es	clara	y	la	misma,	“dentro	del	marco
de	una	sociedad	democrática,	se	trata	de	conciliar	la	tensión	existente	entre
el	 respeto	 de	 las	 libertades	 y	 derechos	 ciudadanos	 y	 la	 efectividad	 del
derecho	penal,	que	en	sentido	estricto	no	es	más	que	el	reflejo	legítimo	del
ius	punendi	del	Estado”.
La	 corte	 afianza	 la	 idea	 que	 desde	 una	 perspectiva	 constitucional,	 el
proceso	penal	no	se	agota	en	a)	“búsqueda	de	la	verdad,	pues	el	concepto	de
justicia	 en	 la	 averiguación	 o	 aproximación	 a	 la	 misma”,	 está	 b)
“condicionada	 al	 respecto	 de	 las	 garantías	 mínimas	 que	 deben	 ser
protegidas	por	el	 juez”.	Con	ello,	 la	 corte	entiende	que	el	modelo	procesal
penal	 de	 tendencia	 acusatoria	 adoptado	 en	 Colombia	 por	Acto	 Legislativo
03	 de	 2002,	 descansa	 en	 una	 separación	 categórica	 en	 las	 etapas	 de
investigación	 y	 juzgamiento.	Mientras	 la	 investigación	 corre	 a	 cargo	 de	 la
Fiscalía	General	 al	 juez	penal	 se	 le	 encomienda	el	 control	de	 las	 garantías
legales	y	constitucionales	y	el	juzgamiento	mediante	el	debido	proceso	oral.
La	 actuación	 judicial	 solamente	 procede	 a	 petición	 de	 parte	 y	 por	 regla
general	durante	el	juicio	y	no	se	podrá	incorporar	o	invocar	como	medios	de
prueba	aquellos	que	no	se	hayan	presentado	en	la	audiencia	preparatoria.	El
juez	no	solo	está	impedido	para	practicar	pruebas	sino	que	está	obligado	a
decidir	con	base	en	las	que	las	partes	le	presentan	a	su	consideración.
Entonces,	 el	 texto	 demandado	 del	 Código	 de	 Procedimiento	 Penal:	 “Art.
361.	 Prohibición	 de	 pruebas	 de	 oficio.	 En	 ningún	 caso	 el	 juez	 podrá
decretar	 la	 práctica	 de	 pruebas	 de	 oficio.”	 hace	 parte	 de	 la	 estructura	 del
sistema	 penal	 adoptado	 en	 la	 Constitución	 Colombiana	 y	 no	 es	 correcto
ligar,	por	sí	solo,	el	concepto	de	verdad	con	la	búsqueda	de	oficio	de	aquella.
Insiste	 el	 tribunal	 en	 repetir	 la	 idea	 de	 que	 “una	 manifestación	 de	 la
imparcialidad	 objetiva	 del	 juez	 es,	 precisamente,	 la	 separación	 de	 las
funciones	 de	 instrucción	 y	 juzgamiento	 y	 la	 pasividad	 probatoria	 del	 juez
favorece	 la	 igualdad	 de	 trato	 jurídico	 entre	 los	 sujetos	 procesales	 y	 en
especial,	 lo	 que	 la	 doctrina	 ha	 denominado	 igualdad	 de	 armas,	 que	 hace
parte	del	núcleo	esencial	de	los	derechos	al	debido	proceso	y	de	igualdad	de
trato	para	acceder	a	la	justicia”.
Como	 parte	 interesante	 se	 apunta	 el	 salvamento	 de	 voto	 del	magistrado
Nilson	 Pinilla	 Pinilla.	 El	 magistrado	 ve	 en	 el	 tema	 una	 tensión	 entre	 lo
formal	 (deber	 ser)	 y	 lo	 material	 (el	 ser)	 y	 prefiere	 decantarse	 sobre	 lo
material	(el	ser).	Así,	 “considera	que	el	sistema	penal	acusatorio	adoptado
en	 la	 Constitución	 Colombiana	 no	 excluye	 que,	 de	manera	 excepcional,	 se
autorice	 al	 juez	para	decretar	pruebas	de	oficio,	 acorde	 con	 el	 valor	de	 la
justicia,	 su	 deber	 de	 buscar	 la	 verdad	 y	 hacer	 prevalecer	 el	 derecho
sustancial	sobre	el	formal	y	la	obligación	de	procurar	la	defensa	y	eficacia	de
los	 derechos	 constitucionales.	 A	 su	 juicio,	 la	 prohibición	 absoluta
establecida	en	el	artículo	361	de	la	Ley	906	de	2004	impide	que	el	juez	haga
realidad	 la	 justicia	 material”.	 Fallo	 para	 repensar	 la	 idea	 de	 absolutos:
resulta	 mejor	 la	 adopción	 de	 un	 sistema	 acusatorio	 absoluto,	 o,	 resulta
mejor	la	adopción	de	un	sistema	flexible	(mixto	si	se	quiere	o	acusatorio	con
salvedades)	 que	 pueda	 más	 que	 atender	 a	 la	 norma,	 atender	 al	 “ser”	 en
concreto	e	individual.	En	el	Perú,	el	artículo	385	del	Nuevo	Código	Procesal
Penal	 reconoce	 la	 excepcionalidad	 de	 actuar	 pruebas	 de	 oficio	 (Cfr.	 Corte
Const.	de	Colombia,	Comunicado	de	Prensa.	may.	23/2007).
TÍTULO	V
Los	alegatos	finales
D.	Leg.	957.
ART.	 386.—Modificado.	 Ley	 30076,	 Art.	 3°.	 Desarrollo	 de	 la
discusión	final
1.	 Concluido	 el	 debate	 probatorio,	 la	 discusión	 final	 se
desarrollará	en	el	siguiente	orden:
a)	Exposición	oral	del	fiscal;
b)	Alegatos	de	los	abogados	del	actor	civil	y	del	tercero	civil;
c)	Alegatos	del	abogado	defensor	del	acusado;
d)	Autodefensa	del	acusado.
2.	No	podrán	leerse	escritos,	sin	perjuicio	de	la	lectura	parcial	de
notas	para	ayudar	a	la	memoria	o	el	empleo	de	medios	gráficos	o
audio-visuales	para	una	mejor	ilustración	al	juez.
3.	Si	está	presente	el	agraviado	y	desea	exponer,	se	le	concederá
la	 palabra,	 aunque	 no	 haya	 intervenido	 en	 el	 proceso.	 En	 todo
caso,	corresponderá	la	última	palabra	al	acusado.
4.	El	juez	penal	concederá	la	palabra	por	un	tiempo	prudencial	en
atención	a	 la	naturaleza	y	complejidad	de	la	causa.	Al	 finalizar	el
alegato,	 el	 orador	 expresará	 sus	 conclusiones	 de	 un	 modo
concreto.	En	caso	de	manifiesto	abuso	de	la	palabra,	el	juez	penal
llamará	la	atención	al	orador	y,	si	este	persistiere,	podrá	fijarle	un
tiempo	 límite	 en	 el	 que	 indefectiblemente	 dará	 por	 concluido	 el
alegato.
5.	Culminada	la	autodefensa	del	acusado,	el	juez	penal	declarará
cerrado	el	debate.
JURISPRUDENCIA.—El	derecho	de	ser	oído	por	el	juzgador	implica	la
oportunidad	de	verbalizar	la	petición	y	las	argumentaciones	por	las	que
debe	ser	amparada.	“(…)	una	de	las	manifestaciones	especiales	del	derecho	a
la	defensa,	el	cual	forma	parte	del	conjunto	de	derechos	que	dentro	del
derecho	al	debido	proceso	pertenecen	al	constitucional	derecho	a	la	tutela
jurisdiccional	efectiva	que	toda	persona	humana	goza,	por	el	solo	hecho	de
serlo,	consiste	en	el	derecho	de	ser	oído	por	el	juzgador;	esto	es,	la
oportunidad	de	verbalizar	su	petición	y	las	argumentaciones	por	las	que	el
justiciable	considera	que	ésta	deba	ser	amparada;	correspondiendo	a	los
abogados	de	las	partes	realizar	el	informe	oral	sobre	el	derecho	y	a	las
mismas	partes	que	lo	deseen	el	informe	de	hechos;	acto	procesal	que	en
primera	instancia	se	desarrolla	en	las	audiencias	respectivas,	culminando	en
la	audiencia	de	pruebas;	y,	en	segunda	instancia	y	sala	de	casación	de	ser	el
caso,	a	la	vista	de	la	causa;
(…)	resulta	inexcusable	y	negligente	que	la	referida	sala	revisora	no	haya
advertido	que	el	pedido	del	demandado,	a	su	vez,	gozaba	también	de	cierta
veracidad,	toda	vez	que	a	la	copia	del	referido	escrito	se	acompañó	copia	del
cargo	sistematizado	de	ingreso	de	escrito	que,	lógicamente,	daba	fe	del
ingreso	del	mismo	y	que	su	no	aparición	en	el	expediente	resultaba	irregular;
lo	que	significaba	que	era	–y	es-	ajeno	al	demandado	este	vicio	y	no	podría
afectársele	con	el	mismo	reputando	como	válida	una	notificación	hecha	en	un
domicilio	que	ya	no	le	pertenecía;	por	lo	que	a	fin	de	no	violar	su	derecho	a	la
defensa	y	al	debido	proceso,	correspondía	que	la	sala	concediera	el	uso	de	la
palabra,	lo	que	no	ha	sucedido,	consumándose	entonces	la	violación	de	dichos
derechos	(…).”	(CS,	Cas.	1332-2007-Lima,	oct.	28/2007.	V.	P.	Palomino	García)
JURISPRUDENCIA.—Tribunal	Constitucional	señala	las	dos	dimensiones
de	la	valoración	de	la	prueba	personal.	“De	acuerdo	con	el	principio	de
inmediación,	la	actividad	probatoria	debe	transcurrir	en	presencia	del	juez
encargado	de	pronunciar	sentencia,	puesto	que	solo	de	esta	manera	se
garantiza	que	exista	un	contacto	directo	entre	el	juzgador	y	los	medios	de
prueba	aportados	al	proceso,	que	permitirá	a	este	ponderarlos	en	forma
debida	y	plasmar	sus	conclusiones	en	forma	suficiente	y	razonada	al	momento
de	emitir	sentencia	condenatoria	(...).	Sin	embargo,	este	Tribunal
Constitucional	también	tiene	sentado	en	su	jurisprudencia	que	no	todo
derecho	ni	todo	principio	es	absoluto,	pues	estos	se	pueden	sujetar	a
limitaciones	o	excepciones.	En	ese	sentido,	tal	como	lo	señala	la	literatura
especializada	que	ha	sido	válidamente	recogida	por	la	Corte	Suprema	de
Justicia	de	la	República	(Casación	N°	05-2007-Huaura)	y	que	este	tribunal	la
hace	de	recibo,	la	actuación	y	la	valoración	de	la	prueba	personal	en	su
relación	con	el	principio	de	inmediación	presenta	dos	dimensiones:	una
personal	y	otra	estructural.	La	primera,	que	se	refiere	a	los	datos	relacionados
con	la	percepción	sensorial	del	juez:	lenguaje,	capacidad	narrativa,
expresividad	de	las	manifestaciones,	precisiones	en	el	discurso,	etc.,	no	es
susceptible	de	supervisión	y	control	en	apelación,	es	decir	no	puede	ser
variada.	La	segunda,	cuyos	datos	se	refieren	a	la	estructura	racional	del
contenido	de	la	prueba,	Ajenos	en	sí	mismos	a	la	percepción	sensorial	del
juzgador,	sí	puede	ser	fiscalizada	y	variadas.	En	este	contexto	el	relato	fáctico
que	el	juez	asume	como	hecho	probado	no	siempre	es	inmutable,	pues	a)
puede	ser	entendido	o	apreciado	con	manifiesto	error	o	de	modo	radicalmente
inexacto;	b)	puede	ser	oscuro,	impreciso,	dubitativo,	ininteligible,	incompleto,
incongruente	o	contradictorio	en	sí	mismo;	o,	e)	ha	podido	ser	desvirtuado	por
pruebas	practicadas	en	segunda	instancia.	En	este	segundo	conjunto	de
supuestos,	se	encuentra	constitucionalmente	justificada	la	variación	del	valor
de	la	prueba	personal	otorgada	por	el	juez	de	primera	instancia	sobre	la	base
del	principio	de	inmediación,	y,	por	tanto,	no	sería	preciso	declarar	la
inconstitucionalidad	del	acto	procesal	que	lo	contiene”.	(TC,	Exp.	02201-2012-
PA/TC,	jun.	17/2013.	S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—La	inmediación	no	siempre	debe	leerse	como
oralidad.	“5.	Por	otro	lado	conviene	enfatizar	que	el	principio	de	inmediación
no	significa	necesariamente	la	exigencia	de	oralidad,	pues	entender	la
oralidad	como	condición	sine	qua	non	para	la	realización	del	principio	de
inmediación	en	el	proceso	constitucional	supondría	deducir	que	cuando	no
hay	informes	orales	el	tribunal	no	puede	resolver.	Cosa	distinta	ocurre	en
algunas	etapas	del	proceso	penal	en	las	que	la	relación	entre	la	inmediación	y
la	oralidad	es	mucho	más	intensa,	de	allí	que,	por	ejemplo,	se	haya	dispuesto
que	no	se	puede	realizar	la	preparación	del	debate	en	el	juzgamiento	sin	la
presencia	del	procesado	acusado”.	(TC,	Exp.	01317-2008-PHC/TC	(Nulidad),
jun.	06/2008.	S.	S.	Mesías	Ramírez)
D.	Leg.	957.
ART.	387.—Alegato	oral	del	fiscal.
1.	El	fiscal,	cuando	considere	que	en	el	juicio	se	han	probado	los
cargos	materia	 de	 la	 acusación	 escrita,	 la	 sustentará	 oralmente,
expresando	los	hechos	probados	y	las	pruebas	en	que	se	fundan,
la	 calificación	 jurídica	de	 los	mismos,	 la	 responsabilidad	penal	 y
civil	del	acusado,	y	de	ser	el	 caso,	 la	 responsabilidad	del	 tercero
civil,	 y	 concluirá	 precisando	 la	 pena	 y	 la	 reparación	 civil	 que
solicita.
2.	Si	el	fiscal	considera	que	del	juicio	han	surgido	nuevas	razones
para	pedir	aumento	o	disminución	de	la	pena	o	la	reparación	civil
solicitadas	 en	 la	 acusación	 escrita,	 destacará	 dichas	 razones	 y
pedirá	 la	 adecuación	 de	 la	 pena	 o	 reparación	 civil.	 De	 igual
manera,	en	mérito	a	la	prueba	actuada	en	el	juicio,	puede	solicitar
la	imposición	de	una	medida	de	seguridad,	siempre	que	sobre	ese
extremo	 se	 hubiera	 producido	 el	 debate	 contradictorio
correspondiente.
3.	El	 fiscal,	 en	ese	acto,	podrá	efectuar	 la	 corrección	de	 simples
errores	materiales	o	incluir	alguna	circunstancia,	siempre	que	no
modifique	 esencialmente	 la	 imputación	 ni	 provoque	 indefensión
y,	sin	que	sea	considerada	una	acusación	complementaria.
4.	 Si	 el	 fiscal	 considera	 que	 los	 cargos	 formulados	 contra	 el
acusado	han	sido	enervados	en	el	juicio,	retirará	la	acusación.	En
este	supuesto	el	trámite	será	el	siguiente:
a)	El	juzgador,	después	de	oír	a	los	abogados	de	las	demás	partes,
resolverá	 en	 la	 misma	 audiencia	 lo	 que	 corresponda	 o	 la
suspenderá	con	tal	fin	por	el	término	de	dos	días	hábiles.
b)	 Reabierta	 la	 audiencia,	 si	 el	 juzgador	 está	 de	 acuerdo	 con	 el
requerimiento	 del	 fiscal,	 dictará	 auto	 dando	 por	 retirada	 la
acusación,	ordenará	la	libertad	del	imputado	si	estuviese	preso	y
dispondrá	el	sobreseimiento	definitivo	de	la	causa.
c)	Si	el	juzgador	discrepa	del	requerimiento	del	fiscal,	elevará	los
autos	 al	 fiscal	 jerárquicamente	 superior	para	que	decida,	dentro
del	tercer	día,	si	el	fiscal	inferior	mantiene	la	acusación	o	si	debe
proceder	con	arreglo	al	literal	anterior.
d)	La	decisión	del	fiscal	jerárquicamente	superior	vincula	al	fiscal
inferior	y	al	juzgador.
JURISPRUDENCIA.—El	TC	destierra	una	mala	práctica	del	Ministerio
Público:	“aunque	el	dictamen	fiscal	superior	no	vincula	a	los	jueces,	sí
obliga	a	los	fiscales	inferiores”.	“El	razonamiento	transcrito	[la
independencia	judicial]	no	puede	predicarse	al	Ministerio	Público,	salvo	en	el
caso	de	la	independencia	externa,	pues	en	el	caso	de	la	independencia	interna,
no	puede	sostenerse	lo	mismo	ni	legislativamente	ni	argumentativamente.
En	el	primer	caso,	el	artículo	5°	de	la	LOMP	(...)	Conforme	a	dicho	dispositivo,
los	fiscales	de	menor	grado	o	rango,	deben	sujetarse	a	las	instrucciones	de	sus
superiores,	dado	que	queda	claro	que	el	Ministerio	Público	es	un	órgano
orgánica	y	jerárquicamente	estructurado,	de	modo	que	las	competencias	que
se	le	han	atribuidas	puedan	ser	ejercidas	por	los	funcionarios	determinados
para	tal	efecto,	quienes	pueden	actuar	conforme	a	su	criterio	o	conforme	a	lo
ordenado	o	dispuesto	por	sus	superiores.
En	sentido	similar,	cabe	destacar	que	en	el	caso	del	retiro	de	la	acusación
fiscal	en	el	transcurso	del	juicio	oral,	el	inciso	d)	del	artículo	387.4	del	Nuevo
Código	Procesal	Penal	prescribe	que	“La	decisión	del	fiscal	jerárquicamente
superior	vincula	al	fiscal	inferior	y	al	juzgador”.	(...)	Sin	embargo,	lo	que	no
está	regulado,	es	cómo	se	debe	proceder	cuando	el	fiscal	superior	o	supremo
no	comparte	el	criterio	del	inferior	quien	ha	formulado	acusación	mientras
que	el	juez	penal	opina	que	no	hay	mérito	para	pasar	a	juicio	oral,	de	modo
que	elevados	los	actuados	para	su	conocimiento,	emite	dictamen	señalando
que	no	procede	acusar	a	determinada	persona.	Se	puede	asumir	como	hasta
ahora	ha	ocurrido	que	¿basta	una	acusación	para	que	el	juez	penal	emita	un
pronunciamiento	de	fondo?	La	respuesta	es	clara	si	tenemos	que	tal	acusación
es	emitida	por	el	fiscal	superior,	pero	no	tanto	si	lo	ha	sido	por	el	fiscal
provincial,	ya	que	es	contraria	al	dictamen	del	fiscal	superior.	Dicho	de	otro
modo,	aunque	el	fiscal	provincial	acuse,	si	el	fiscal	superior	discrepa	de	la
acusación,	¿puede	el	juez	competente	dictar	una	sentencia	condenatoria?
Consideramos	que	en	aplicación	del	precitado	artículo	5°	de	la	LOMP,	cuando
un	actuado	llega	a	conocimiento	del	fiscal	superior	o	supremo,	es	el	criterio	de
éste	el	que	debe	primar	sobre	el	criterio	de	los	fiscales	de	menor	jerarquía”.
(...)	aunque	inicialmente	se	presentó	una	denuncia	fiscal	de	manera	oportuna,
ésta	no	puede	surtir	los	efectos	esperados	(que	se	abra	instrucción),	dado	que
aunque	el	dictamen	fiscal	superior	no	vincula	a	los	jueces	del	Poder	Judicial,	si
obliga	a	los	fiscales	inferiores,	quienes	deben	adecuar	su	comportamiento
funcional	al	contenido	de	los	dictámenes	de	sus	superiores	jerárquicos”.	(TC,
Sent.	del	Pleno	-	Exp.	02920-2012-PHC/TC,	ago.	23/2013.	Pres.	Vergara
Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—Un	juez	resuelve	que	se	puede	aplicar	la	analogía
para	aceptar	el	retiro	de	la	acusación	en	la	etapa	intermedia.	“(...)	como
el	retiro	de	la	acusación	(o	desistimiento	de	la	pretensión	penal)	como	acto
procesal	reconocido	al	fiscal	en	la	etapa	de	juicio	está	regulado	en	el	artículo
387.4	del	Código	Procesal	Penal	(CPP),	mutatis	mutandi,	vía	el	método	de
integración	jurídica	de	la	analogía	in	bonam	partem,	puede	ser	perfectamente
aplicado	en	la	etapa	intermedia	(también	llamada	etapa	de	preparación	del
juicio),	en	aplicación	de	los	argumentos	a	pari	(‘donde	hay	la	misma	razón
hay	el	mismo	derecho’),	a	fortiori	(‘con	mayor	razón’)	y	ab	maioris	ad	minus
(‘quien	puede	lo	más	puede	lo	menos’)	(...)	cuando	en	el	control	formal	de	la
audiencia	preliminar,	se	constata	la	existencia	de	graves	defectos	u	omisiones
que	no	puedan	subsanarse	en	la	misma	audiencia	y	que	requieran	de	un	nuevo
análisis	con	la	consiguiente	devolución	de	la	acusación	por	el	plazo	legal	(5
días),	el	fiscal	en	forma	disyuntiva	y	excluyente	puede	optar	por:	a)	Ratificar
su	decisión	de	acusar,	mediante	la	subsanación	escrita	de	los	defectos	u
omisiones	formales	de	la	acusación,	procediéndose	a	la	continuación	del
debate	sobre	el	control	de	la	acusación	de	cara	a	su	traslado	al	juicio,	o;	b)
Rectificar	su	decisión	de	acusar,	mediante	el	retiro	de	la	acusación	defectuosa
(no	subsanada)	y	la	formulación	de	un	nuevo	requerimiento	de
sobreseimiento,	que	implicará	el	reinicio	de	la	etapa	intermedia.	Este	retiro	de
la	acusación	no	podría	ser	materia	de	pronunciamiento	jurisdiccional,	sea
aprobándolo	o	desaprobándolo:	el	juez	no	puede	dictar	auto	de
enjuiciamiento	(autorización	de	entrada	al	juicio)	sin	la	existencia	de	una
acusación.	El	retiro	de	acusación	tiene	la	calidad	de	inimpugnable	para	el
agraviado,	quien	técnicamente	sería	el	único	que	potencialmente	podría	verse
afectado	con	la	variación	del	criterio	fiscal	al	evitarse	el	juicio.	El	cierre	al
recurso	tiene	las	siguientes	razones:	primero,	porque	no	se	puede	forzar	la
acusación	al	fiscal	provincial	cuando	se	ha	procedido	de	propia	iniciativa	a
retirarla;	porque,	en	caso	el	nuevo	requerimiento	de	sobreseimiento	cause
perjuicio,	el	agraviado	tiene	habilitado	el	traslado	por	el	plazo	de	diez	días
para	que	pueda	formular	oposición	conforme	a	los	parámetros	del	artículo
345.2	del	CPP	porque,	en	caso	se	dicte	auto	de	sobreseimiento,	puede
impugnarlo	en	atención	a	la	facultad	concedida	por	el	artículo	95.1.d	del	CPP
y	porque,	de	ser	amparado	el	sobreseimiento,	nada	impide	que	el	órgano
jurisdiccional	pueda	pronunciarse	sobre	la	acción	civil	derivada	del	hecho
punible	válidamente	ejercida,	cuando	proceda,	como	lo	prevé	el	artículo	12.3
del	CPP”.	(Corte	Superior	de	la	Libertad,	Exp.	5449-2010-77,	abr.	26/2011.
Juez	Giammpol	Taboada	Pilco)
D.	Leg.	957.
ART.	388.—Alegato	oral	del	actor	civil.
1.	El	abogado	del	actor	civil	argumentará	sobre	el	agravio	que	el
hecho	ha	ocasionado	a	su	patrocinado,	demostrará	el	derecho	a	la
reparación	que	 tiene	 su	defendido	y	destacará	 la	 cuantía	 en	que
estima	 el	 monto	 de	 la	 indemnización,	 así	 como	 pedirá	 la
restitución	del	bien,	si	aún	es	posible,	o	el	pago	de	su	valor.
2.	El	abogado	del	actor	civil	podrá	esclarecer	con	toda	amplitud
los	hechos	delictuosos	en	tanto	sean	relevantes	para	la
imputación	de	la	responsabilidad	civil,	así	como	el	conjunto	de
circunstancias	que	influyan	en	su	apreciación.	Está	prohibido	de
calificar	el	delito.
D.	Leg.	957.
ART.	389.—Alegato	oral	del	abogado	del	tercero	civil.
1.	El	abogado	del	tercero	civil	podrá	negar	la	existencia	del	hecho
delictivo	 atribuido	 al	 acusado,	 o	 refutar	 la	 existencia	 de	 la
responsabilidad	 civil	 solidaria	 que	 le	 atribuye	 la	 acusación	 o	 el
actor	 civil,	 o	 la	 magnitud	 del	 daño	 causado	 y	 el	 monto	 de	 la
indemnización	solicitada.
2.	El	abogado	del	tercero	civil	podrá	referirse	íntegramente	al
hecho	objeto	de	imputación	y,	sin	cuestionar	el	ámbito	penal	de	la
misma,	resaltar	la	inexistencia	de	los	criterios	de	imputación	de
derecho	civil.
D.	Leg.	957.
ART.	390.—Alegato	oral	del	abogado	defensor	del	acusado.
1.	El	abogado	defensor	del	acusado	analizará	los	argumentos	de
la	 imputación	 en	 cuanto	 a	 los	 elementos	 y	 circunstancias	 del
delito,	 la	 responsabilidad	 penal	 y	 grado	 de	 participación	 que	 se
atribuye	a	su	patrocinado,	la	pena	y	la	reparación	civil	solicitadas,
y	si	fuere	el	caso	las	rebatirá.
2.	Concluirá	su	alegato	solicitando	la	absolución	del	acusado	o	la
atenuación	de	la	pena,	o	de	ser	el	caso	cualquier	otro	pedido	que
favorezca	a	su	patrocinado.
D.	Leg.	957.
ART.	391.—Autodefensa	del	acusado.
1.	 Concluidos	 los	 alegatos	 orales,	 se	 concederá	 la	 palabra	 al
acusado	para	que	exponga	lo	que	estime	conveniente	a	su	defensa.
Limitará	su	exposición	al	tiempo	que	se	le	ha	fijado	y	a	lo	que	es
materia	del	juicio.	Si	no	cumple	con	la	limitación	precedente	se	le
podrá	 llamar	 la	 atención	 y	 requerirlo	 para	 que	 concrete	 su
exposición.
2.	Si	el	acusado	incumple	con	la	limitación	impuesta,	se	dará	por
terminada	su	exposición	y,	en	caso	grave,	se	dispondrá	se	le
desaloje	de	la	sala	de	audiencias.	En	este	último	supuesto,	la
sentencia	podrá	leerse	no	estando	presente	el	acusado	pero
estando	su	defensor	o	el	nombrado	de	oficio,	sin	perjuicio	de
notificársele	con	arreglo	a	ley.
TÍTULO	VI
La	deliberación	y	la	sentencia
D.	Leg.	957.
ART.	392.—Deliberación.
1.	 Cerrado	 el	 debate,	 los	 jueces	 pasarán,	 de	 inmediato	 y	 sin
interrupción,	a	deliberar	en	sesión	secreta.
2.	 La	deliberación	no	podrá	 extenderse	más	 allá	de	dos	días,	 ni
podrá	 suspenderse	por	más	de	 tres	días	 en	 caso	de	 enfermedad
del	 juez	 o	 de	 alguno	 de	 los	 jueces	 del	 juzgado	 colegiado.	 En	 los
procesos	 complejos	 el	 plazo	 es	 el	 doble	 en	 todos	 los	 casos
previstos	en	el	párrafo	anterior.
3.	 Transcurrido	 el	 plazo	 sin	 que	 se	 produzca	 el	 fallo,	 el	 juicio
deberá	 repetirse	 ante	 otro	 juzgado,	 sin	 perjuicio	 de	 las	 acciones
por	responsabilidad	disciplinaria	que	correspondan.
4.	Las	decisiones	se	adoptan	por	mayoría.	Si	ésta	no	se	produce
en	relación	con	los	montos	de	la	pena	y	la	reparación	civil,	se
aplicará	el	término	medio.	Para	imponer	la	pena	de	cadena
perpetua	se	requerirá	decisión	unánime.
D.	Leg.	957.
ART.	393.—Normas	para	la	deliberación	y	votación.
1.	 El	 juez	 penal	 no	 podrá	 utilizar	 para	 la	 deliberación	 pruebas
diferentes	a	aquellas	legítimamente	incorporadas	en	el	juicio.
2.	 El	 juez	 penal	 para	 la	 apreciación	 de	 las	 pruebas	 procederá
primero	 a	 examinarlas	 individualmente	 y	 luego	 conjuntamente
con	las	demás.	La	valoración	probatoria	respetará	las	reglas	de	la
sana	crítica,	especialmente	conforme	a	los	principios	de	la	lógica,
las	máximas	de	la	experiencia	y	los	conocimientos	científicos.
3.	 La	 deliberación	 y	 votación	 se	 referirá	 a	 las	 siguientes
cuestiones:
a)	 Las	 relativas	 a	 toda	 cuestión	 incidental	 que	 se	 haya	 diferido
para	este	momento;
b)	Las	relativas	a	la	existencia	del	hecho	y	sus	circunstancias;
c)	 Las	 relativas	 a	 la	 responsabilidad	 del	 acusado,	 las
circunstancias	 modificatorias	 de	 la	 misma	 y	 su	 grado	 de
participación	en	el	hecho;
d)	La	calificación	legal	del	hecho	cometido;
e)	La	individualización	de	la	pena	aplicable	y,	de	ser	el	caso,	de	la
medida	de	seguridad	que	la	sustituya	o	concurra	con	ella;
f)	La	reparación	civil	y	consecuencias	accesorias;	y,
g)	Cuando	corresponda,	lo	relativo	a	las	costas.
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	fija	las	cinco	reglas	de	la	prueba.	“1.
Prueba	en	sentido	técnico,	conforme	a	las	exigencias	procesales	-las	fuentes	de
información	utilizadas	para	la	formación	del	fallo	deben	ser	legalmente
‘prueba’;	2.	Prueba	fiable	–que	permita	incorporar	elementos	sólidos	con
grave	nivel	de	verosimilitud	acerca	de	lo	que	enuncia–;	3.	Prueba	legítima	–
que	las	fuentes	de	prueba	se	obtengan	sin	vulnerar	garantías	procesales	y	que
los	medios	de	prueba	se	actúen	conforme	a	las	normas	procesales–;	4.	Prueba
corroborada	–que	consten	varios	elementos	de	convicción	que	se	fortalezcan
entre	sí–;	y,	5.	Prueba	de	cargo	suficiente	–que	tenga	un	carácter
incriminatorio,	aportada	por	la	acusación	y	de	su	propio	tenor	sea	posible
concluir,	desde	el	ángulo	de	un	observador	imparcial,	que	acreditan	los	hechos
atribuidos	y	la	responsabilidad	penal	del	encausado–”.	(C.	S.,	Cas.	603-2015-
Madre	de	Dios,	set.	01/2016.	V.	P.	San	Martín	Castro)
D.	Leg.	957.
ART.	394.—Requisitos	de	la	sentencia.	La	sentencia	contendrá:
1.	La	mención	del	juzgado	penal,	el	lugar	y	fecha	en	la	que	se	ha
dictado,	 el	 nombre	 de	 los	 jueces	 y	 las	 partes,	 y	 los	 datos
personales	del	acusado;
2.	 La	 enunciación	 de	 los	 hechos	 y	 circunstancias	 objeto	 de	 la
acusación,	 las	 pretensiones	 penales	 y	 civiles	 introducidas	 en	 el
juicio,	y	la	pretensión	de	la	defensa	del	acusado;
3.	 La	 motivación	 clara,	 lógica	 y	 completa	 de	 cada	 uno	 de	 los
hechos	y	circunstancias	que	se	dan	por	probadas	o	improbadas,	y
la	 valoración	 de	 la	 prueba	 que	 la	 sustenta,	 con	 indicación	 del
razonamiento	que	la	justifique;
4.	 Los	 fundamentos	 de	 derecho,	 con	 precisión	 de	 las	 razones
legales,	 jurisprudenciales	 o	 doctrinales	 que	 sirvan	 para	 calificar
jurídicamente	 los	 hechos	 y	 sus	 circunstancias,	 y	 para	 fundar	 el
fallo;
5.	La	parte	resolutiva,	con	mención	expresa	y	clara	de	la	condena
o	 absolución	 de	 cada	 uno	 de	 los	 acusados	 por	 cada	 uno	 de	 los
delitos	 que	 la	 acusación	 les	 haya	 atribuido.	 Contendrá	 además,
cuando	corresponda	el	pronunciamiento	relativo	a	las	costas	y	lo
que	 proceda	 acerca	 del	 destino	 de	 las	 piezas	 de	 convicción,
instrumentos	o	efectos	del	delito;
6.	La	firma	del	juez	o	jueces.
JURISPRUDENCIA.—Motivación	y	razonamiento	lógico.	“(...)	El	derecho	de
motivación	implica	que	en	los	considerandos	de	la	resolución	debe	quedar
perfectamente	claro	el	razonamiento	lógico	jurídico	por	el	cual	llega	a	una
determinada	conclusión.	En	ella	deben	constar	los	fundamentos	de	hecho	y	de
derecho	que	de	manera	suficiente	y	razonada	lleven	al	fallo	(…)”.	(TC,	Exp.	N°
6712-2005-HC/TC,	oct.	17/2005.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Motivación	y	sentencia	condenatoria.	“(...)	Una
sentencia	condenatoria	en	un	proceso	penal,	debe	encontrarse	justificada	no
sólo	en	su	aspecto	jurídico	-	normativo	sino	también	en	los	hechos
debidamente	probados	en	los	que	fundamente	la	decisión.	Así,	no	basta	una
mera	enunciación	de	la	norma	aplicable	sino,	de	manera	importante	la
acreditación	de	los	hechos	y	la	forma	en	que	estos	fueron	introducidos	en	el
proceso	para	crear	convicción	en	determinado	sentido	al	juzgador	(…)”.	(TC,
Exp.	N°	4226-004-AA/TC,	feb.	18/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—El	derecho	a	la	debida	motivación	de	resoluciones
judiciales.	“(…)	el	contenido	constitucionalmente	garantizado	(…)	queda
delimitado	(…)	en	los	siguientes	supuestos:
a)	Inexistencia	de	motivación	o	motivación	aparente.	(…)	cuando	la
motivación	es	inexistente	o	cuando	la	misma	es	solo	aparente,	en	el	sentido	de
que	no	da	cuenta	de	las	razones	mínimas	que	sustentan	la	decisión	o	de	que	no
responde	a	las	alegaciones	de	las	partes	del	proceso,	o	porque	solo	intenta	dar
un	cumplimiento	formal	al	mandato,	amparándose	en	frases	sin	ningún
sustento	fáctico	o	jurídico.
b)	Falta	de	motivación	interna	del	razonamiento.	(…)	se	presenta	en	una
doble	dimensión;	por	un	lado,	cuando	existe	invalidez	de	una	inferencia	a
partir	de	las	premisas	que	establece	previamente	el	juez	en	su	decisión;	y,	por
otro	lado,	cuando	existe	incoherencia	narrativa,	que	a	la	postre	se	presenta
como	un	discurso	absolutamente	confuso	incapaz	de	transmitir,	de	modo
coherente,	las	razones	en	las	que	se	apoya	la	decisión.	(…).
c)	Deficiencias	en	la	motivación	externa;	justificación	de	las	premisas.	(…)
cuando	las	premisas	de	las	que	parte	el	juez	no	han	sido	confrontadas	o
analizadas	respecto	de	su	validez	fáctica	o	jurídica.	(…)	La	motivación	se
presenta	en	este	caso	como	una	garantía	para	validar	las	premisas	de	las	que
parte	el	juez	o	tribunal	en	sus	decisiones.	(…).
d)	La	motivación	insuficiente.	Se	refiere,	básicamente,	al	mínimo	de
motivación	exigible	atendiendo	a	las	razones	de	hecho	o	de	derecho
indispensables	para	asumir	que	la	decisión	está	debidamente	motivada.	(…).
e)	La	motivación	sustancialmente	incongruente.	(…)	obliga	a	los	órganos
judiciales	a	resolver	las	pretensiones	de	las	partes	de	manera	congruente	con
los	términos	en	que	vengan	planteadas,	sin	cometer,	por	lo	tanto,	desviaciones
que	supongan	modificación	o	alteración	del	debate	procesal	(incongruencia
activa).	(…).
f)	Motivaciones	cualificadas.-	(…)	resulta	indispensable	una	especial
justificación	para	el	caso	de	decisiones	de	rechazo	de	la	demanda,	o	cuando,
como	producto	de	la	decisión	jurisdiccional,	se	afectan	derechos
fundamentales	como	el	de	la	libertad.	En	estos	casos,	la	motivación	de	la
sentencia	opera	como	un	doble	mandato,	referido	tanto	al	propio	derecho	a	la
justificación	de	la	decisión	como	también	al	derecho	que	está	siendo	objeto	de
restricción	por	parte	del	juez	o	tribunal.	(…).”	(TC,	Exp.	00728-2008-PHC/TC,
nov.	08/2008.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Sentencias	penales	“declamativas”	vulneran	la
debida	motivación.	“En	tal	virtud,	este	tribunal	reitera	lo	expresado	en	el
Exp.	N°	0728-2008-PHC/TC	(…),	en	el	sentido	de	que	la	sentencia	cuestionada
no	se	encuentra	dentro	del	ámbito	de	la	sentencia	penal	estándar,	sino	que
forma	parte	de	aquellas	que	se	caracterizan	por	el	hábito	de	la	declamación
demostrativa	de	dar	ciertos	hechos	como	probados;	luego	de	lo	cual	tales
hechos	son	declarados	de	manera	sacramental	y	sin	ninguna	pretensión
explicativa	como	constitutivos	de	un	ilícito	penal,	como	si	de	una	derivación
mecánica	se	tratase,	sin	que	se	den	cuenta	de	las	razones	mínimas	que
justifiquen	la	decisión	adoptada,	lo	cual,	no	resulta	de	recibo	en	un	Estado
constitucional	y	democrático	de	derecho.”	(TC,	Exp.	06093-2009-PHC/TC,	jun.
30/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Jueces	que	determinen	la	nulidad	de	una	sentencia
sin	establecer	o	sugerir	ninguna	responsabilidad	pueden	conocer	el
fondo	del	mismo	caso.	“Al	respecto,	efectivamente,	se	constata	que	en	la
resolución	R.	N.	N°	2367-2004	los	jueces	emplazados	solo	determinaron	que
en	la	sentencia	declarada	nula	existió	una	insuficiente	actuación	probatoria,
sin	referirse	a	la	responsabilidad	del	recurrente.	Esto	último	solo	produjo
posteriormente,	con	la	R.	N.	N°	2750-2008,	a	través	de	la	cual	se	confirmó	la
sentencia	de	condena.	Constatándose	esto	en	autos,	no	puede	afirmarse	que
los	jueces	demandados	perdieron	imparcialidad	debido	a	la	expedición	de	la
primera	resolución”.	(T.	C.,	Exp.	00957-2013-PHC/TC,	nov.	10/2015.	S.	S.
Urviola	Hani)
DOCTRINA.—La	 sentencia	 no	 requiere	 la	 definición	 o	 concepto	 del
dolo	 como	 categoría	 dogmática.	 “(...)	 Sobre	 este	 particular	 la
jurisprudencia	 de	 la	 corte	 tiene	 establecido	 que	 para	 la	 determinación
procesal	del	dolo,	ha	de	partirse	del	examen	de	las	circunstancias	externas
que	rodearon	los	hechos,	ya	que	tanto	la	intencionalidad	en	afectar	un	bien
jurídico	o	la	representación	de	un	resultado	ajeno	al	querido	por	el	agente	y
su	asunción	al	no	hacer	nada	para	evitarlo,	en	cuanto	obedece	a	aspectos	del
fuero	 interno	 de	 la	 persona,	 se	 deben	 deducir	 de	 los	 elementos	 objetivos
que	arrojan	las	prueba	aportadas	al	proceso.
Sin	embargo,	también	ha	dicho	que	no	se	requiere	la	definición	o	concepto
del	dolo	en	la	sentencia	como	categoría	dogmática,	pues	lo	fundamental	es
que	 en	 las	 consideraciones	 judiciales	 se	 analice	 si	 los	 elementos	 de
convicción	 permiten	 establecer	 que	 el	 procesado	 conocía	 los	 hechos
constitutivos	de	la	infracción	penal	y	quería	su	realización,	cuando	se	trata
de	 dolo	 directo,	 o	 también	 si	 previó	 como	 probable	 la	 realización	 de	 la
infracción	penal	 y	 su	no	producción	 la	 dejó	 librada	 al	 azar,	 en	 el	 caso	del
dolo	eventual.”	(Corte	Suprema	de	Colombia	Sala	Penal,	Sent.	32669-11,	oct.
26/2011.	M.	P.	José	Leónidas	Bustos	Martínez)
DOCTRINA.—Motivación	de	sentencia,	fundamentos	científicos.	“	(…)	el
tribunal	 deberá	 hacerse	 cargo	 en	 su	 fundamentación	 de	 toda	 la	 prueba
producida,	 incluso	 de	 aquélla	 que	 hubiere	 desestimado,	 indicando	 en	 tal
caso	 las	razones	que	hubiere	tenido	en	cuenta	al	hacerlo	(…)	 la	valoración
de	la	prueba	en	la	sentencia	requerirá	el	señalamiento	del	o	de	los	medios
de	 prueba	mediante	 los	 cuales	 se	 dieren	 por	 acreditados	 cada	 uno	 de	 los
hechos	 y	 circunstancias	 que	 se	 dieren	 por	 probados	 y	 que	 esta
fundamentación	 deberá	 permitir	 la	 reproducción	 del	 razonamiento
utilizado	 para	 alcanzar	 las	 conclusiones	 a	 que	 llegare	 la	 sentencia	 (…)	 al
apreciar	la	prueba	si	bien	los	jueces	tienen	libertad,	no	podrán	contradecir
los	principios	de	la	lógica,	las	máximas	de	la	experiencia	y	los	conocimientos
científicamente	 afianzados	 (…)	 fundar	 una	 sentencia	 no	 significa	 recurrir
con	 frecuencia	a	 citas	doctrinales	y	 latinazgos	 (…)”.	 (Corte	de	Apelaciones
de	 Puerto	 Montt.	 Chile,	 Rol	 Nº	 112-2006,	 jun.	 02/2006.	 Min.	 Hernán
Crisosto	Greisse)
DOCTRINA.—La	 adecuada	motivación	de	 resoluciones	 judiciales.	 “(...)
Una	 motivación	 requiere	 de	 la	 aplicación	 de	 conocimientos	 de	 índole
objetiva	(de	contenido	fáctico)	y	jurídica.
Es	bueno	recordar	que	el	conocimiento	de	la	realidad	objetiva	se	desarrolla
mediante	 niveles	 interactuantes:	 nivel	 sensorial	 que	 se	 adquiere	 por
mediación	 funcional	 de	 los	 ‘analizadores’	 (sentidos).	 El	 nivel	 de
conocimiento	 empírico	 comprende	 los	 procesos	 cognoscitivos:	 sensación,
percepción	 y	 representación.	 En	 cambio,	 el	 nivel	 lógico	 (abstracto)	 del
conocimiento	 está	 constituido	 por	 las	 formas	 del	 pensamiento:	 concepto,
juicio,	 raciocinio,	 razonamiento,	 hipótesis	 y	 teoría,	 las	 que	 permiten
alcanzar	una	mayor	oportunidad	en	el	conocimiento	cualitativo	de	aquello
que	 es	 objeto	 de	 la	 actividad	 cognoscitiva.	 Entre	 ambos	 niveles	 del
conocimiento	se	cumple	una	necesaria	función	de	interrelación.
(...).
La	 motivación	 no	 es	 tal	 por	 la	 cantidad	 enorme	 y	 superabundante	 de
conocimiento	 ‘desparramado’,	 sino,	 por	 la	 calidad,	 profundidad	 y
pertinencia	del	conocimiento	aplicado	para	solventar	la	argumentación.
(...).
La	 simple	 yuxtaposición	 de	 afirmaciones	 o	 negaciones,	 la	 mera
enumeración	 de	 folios,	 las	 aserciones	 superficiales	 y	 caóticas,	 las	 citas
impertinentes,	 etc.,	 son	 modales	 absolutamente	 extraños	 al	 concepto
jurídico	de	motivación	de	las	resoluciones.
(...).
3.2.	Coherencia	en	la	argumentación.
La	motivación	entendida	y	valorada	desde	el	punto	de	vista	lógico	implica
necesariamente	una	argumentación.	Y,	la	argumentación	es	tal	sólo	cuando
sea	 estructurada	 coherentemente;	 esto	 es,	 sin	 incurrir	 en	 contradicciones,
en	el	desorden	de	ideas,	en	falacias,	en	una	mera	yuxtaposición	numerativa
de	 folios	 o	 de	 afirmaciones	 o	 negaciones	 formuladas	 necesariamente	 (sin
derivar	 las	 respectivas	 significaciones	 probatorias)	 o	 en	 una	 frondosa,
enrevesada	 y	 superficial	 acumulación	 de	 disgresiones	 sin	 mayor	 relación
con	el	caso	a	resolver.
La	 argumentación	 debe	 ser	 estructurada	 con	 tal	 esmero	 que	 la	 trama
interna	de	la	misma,	al	final,	permita	derivar	con	toda	naturalidad	y	fluidez
la	conclusión:	el	sentido	de	la	resolución.
Una	 argumentación	 coherente	 es	 una	 argumentación	 predispuesta	 a	 la
consistencia.	 Si	 dicha	 coherencia	 está	 vitalizada	 por	 un	 conocimiento
jurídico	 especializado	 necesario	 para	 el	 caso	 que,	 a	 su	 vez,	 esté
complementado	por	conocimientos	teóricos	extrajurídicos,	así	como	por	la
aplicación	 de	 las	 reglas	 de	 la	 experiencia,	 el	 nivel	 de	 inteligencia	 y	 hasta
intuitiva	del	encargado	de	resolver	el	caso.	Si	convergen	la	coherencia	y	el
conocimiento	 adecuado	 en	 la	 argumentación,	 la	 motivación	 resultará
consistente.
(...).
3.3.	La	pertinencia
Entre	 el	 caso	 materia	 de	 la	 resolución	 y	 la	 argumentación	 (motivación)
debe	 existir	 una	 relación	 directa.	 La	 significación	 de	 las	 formas	 de
pensamiento	aplicada	en	la	disgresión	del	caso	debe	estar	referida	a	aquello
que	es	objeto	de	 la	resolución	y	desde	el	punto	de	vista	que	toca	resolver.
Toda	forma	del	pensamiento	que	no	corresponde	al	problema	objeto	de	la
resolución	resulta	extraña	a	él:	es	impertinente.
Lo	impertinente	se	divorcia	de	aquello	que	es	objeto	del	discernimiento	y
desnaturaliza	 la	 argumentación	 (la	 fundamentación).	 También	 las
operaciones	 cognoscitivas	 (observación,	 comparación,	 análisis,	 síntesis,
abstracción,	 concretización,	 etc.)	 así	 como	 los	 métodos	 cognoscitivos
(hipotético-deductivo,	inductivo,	axiomático,	analógico,	etc.)	deben	también
ser	aplicados	con	todo	rigor	y	pertinencia	(...).
5.	Tipos	de	infracción	al	deber	de	motivar	resoluciones.
La	experiencia	permite	afirmar	que	durante	 la	administración	de	 justicia,
en	 especial	 de	 la	 justicia	 penal,	 la	 infracción	 al	 deber	 de	 motivar	 las
resoluciones	judiciales	adopta	dos	modalidades	(tipos)
a.	resoluciones	sin	motivación;
b.	resoluciones	con	motivación	deficiente.
En	 la	 práctica	 la	 no-motivación	 de	 las	 resoluciones	 se	 ha	 de	 detectar	 e
identificar	con	criterio	cualitativo.	Pues,	quienes	incurren	en	esa	infracción
recurren	 a	 ciertas	 frases	 de	 ‘fachada’	 que	 sustituyen	 a	 la	 verdadera
fundamentación.	 Esas	 frases	 son,	 por	 ejemplo:	 ‘por	 sus	 propios
fundamentos’;	 ‘de	 conformidad	 con	 lo	 opinado	 y	 cuyos	 fundamentos	 se
reproducen’.	 Frases	 a	 las	 que,	 ipso	 facto	 acoplan	mecánicamente	 la	 parte
resolutiva.	 (MIXÁN	 MASS,	 Florencio.	 “La	 Motivación	 de	 las	 Resoluciones
Judiciales”.	En	“Debate	Penal”,	Nº	2,	mayo	-	agosto	1987,	pág.	193	-	2003)
D.	Leg.	957.
ART.	395.—Redacción	de	la	sentencia.	Inmediatamente
después	de	la	deliberación,	la	sentencia	será	redactada	por	el	juez
o	el	director	del	debate	según	el	caso.	Los	párrafos	se	expresarán
en	orden	numérico	correlativo	y	referentes	a	cada	cuestión
relevante.	En	la	redacción	de	las	sentencias	se	pueden	emplear
números	en	la	mención	de	normas	legales	y	jurisprudencia,	y
también	notas	al	pie	de	página	para	la	cita	de	doctrina,
bibliografía,	datos	jurisprudenciales	y	temas	adicionales	que
sirvan	para	ampliar	los	conceptos	o	argumentos	utilizados	en	la
motivación.
D.	Leg.	957.
ART.	396.—Lectura	de	la	sentencia.
1.	 El	 juez	 penal,	 unipersonal	 o	 colegiado,	 según	 el	 caso,	 se
constituirá	nuevamente	 en	 la	 sala	de	 audiencias,	 después	de	 ser
convocadas	verbalmente	las	partes,	y	la	sentencia	será	leída	ante
quienes	comparezcan.
2.	Cuando	por	la	complejidad	del	asunto	o	lo	avanzado	de	la	hora
sea	 necesario	 diferir	 la	 redacción	 de	 la	 sentencia,	 en	 esa
oportunidad	 se	 leerá	 tan	 sólo	 su	 parte	 dispositiva	 y	 uno	 de	 los
jueces	 relatará	 sintéticamente	 al	 público	 los	 fundamentos	 que
motivaron	 la	 decisión,	 anunciará	 el	 día	 y	 la	 hora	 para	 la	 lectura
integral,	 la	que	se	 llevará	a	cabo	en	el	plazo	máximo	de	 los	ocho
días	 posteriores	 al	 pronunciamiento	 de	 la	 parte	 dispositiva	 ante
quienes	comparezcan.
3.	La	sentencia	quedará	notificada	con	su	lectura	integral	en
audiencia	pública.	Las	partes	inmediatamente	recibirán	copia	de
ella.
JURISPRUDENCIA.—Determinar	si	resultaba	aplicable	o	no	el	nuevo
Código	Procesal	Penal	al	caso	no	es	cuestión	que	importe	a	la	justicia
constitucional.	“(...)	Sobre	la	aplicación	del	artículo	396	inciso	2	del	Nuevo
Código	Procesal	Penal	cuando	éste	no	se	encontraba	vigente	(...).	Al	respecto,
no	corresponde	a	este	Tribunal	Constitucional	dilucidar	controversias	de	mera
legalidad,	es	decir,	no	corresponde	determinar	si	resultaba	o	no	aplicable	el
Nuevo	Código	Procesal	Penal,	sino	si	su	aplicación	vulnera	el	derecho
invocado.	Así,	de	la	lectura	de	la	demanda	se	tiene	que	el	beneficiado	habría
cuestionado	la	vulneración	del	derecho	de	defensa	por	la	indebida	aplicación
de	una	disposición	que	autoriza	la	lectura	de	la	parte	dispositiva	de	la
sentencia;	sin	embargo,	(...),	al	beneficiado	se	le	concedió	el	plazo	de	10	días,
computados	desde	la	lectura	de	la	sentencia	en	su	integridad,	para	que
fundamente	el	recurso	de	nulidad,	recurso	que	interpuso,	por	lo	que	resulta	de
aplicación	el	artículo	2°,	a	contrario	sensu,	del	Código	Procesal	Constitucional,
debiendo	este	extremo	desestimarse.”	(TC,	Exp.	00679-2012-PHC/TC,	abr.
10/2012.	S.	S.	Beaumont	Callirgos)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—CS:	no	resulta	equivocado	disponer	la
difusión	de	las	decisiones	judiciales	a	través	de	direcciones	electrónicas
destinadas	a	la	difusión	de	noticias	y	temas	de	interés	jurídico.	“(...)
respecto	a	la	diligencia	de	lectura	de	sentencia,	debe	indicarse	que	en	el
Código	Procesal	Penal	existen	normas	genéricas	que	regulan	su	desarrollo
tras	el	juicio	oral	llevado	a	cabo	tanto	por	el	juzgado	unipersonal	o	colegiado,
respectivamente,	como	se	advierte	del	Título	VI	–artículo	trescientos	noventa
y	dos	y	siguientes–	de	la	Sección	III	del	citado	texto	legal	–al	respecto,	el	inciso
tres	del	artículo	trescientos	noventa	y	seis	(...)	que	de	ello	se	puede	precisar
entonces	que	ya	sea	la	sentencia	de	primera	o	de	segunda	instancia,	es	un
supuesto	normativo	de	ineludible	cumplimiento	por	los	órganos	judiciales	su
lectura	en	audiencia	pública–	sin	perjuicio	de	reconocerse	lo	estipulado	en	el
segundo	párrafo	del	artículo	trescientos	noventa	y	seis	del	Código	Procesal
Penal	(...).
(...),	en	consecuencia,	y	en	cumplimiento	a	lo	dispuesto	en	el	inciso	seis	del
artículo	cuatrocientos	veinticinco	del	Código	Procesal	Penal	la	sentencia	de
segunda	instancia	–al	igual	que	la	derivada	del	acto	de	juzgamiento	en
primera	instancia–	debe	ser,	primero,	ineludiblemente	leída	–se	entiende	en
audiencia	pública,	salvo	las	excepciones	de	ley	en	que	dicha	diligencia	se	hará
en	forma	reservada–	y	después	de	ello	notificada	a	los	sujetos	procesales.
(...)	la	disposición	de	publicar	la	decisión	judicial	en	una	página	web	resulta
lógica	y	abona	al	conocimiento	y	difusión	de	las	sentencias	dictadas	por	este
poder	del	Estado,	en	tal	sentido,	debería	ser	una	premisa	general	e	inicial	que
tales	publicaciones	deban	realizarse	a	través	de	los	medios	de	difusión	idóneos
y	legalmente	autorizados	y	reconocidos	para	dicha	finalidad,	como	resultan
ser	las	páginas	electrónicas	de	las	diversas	cortes	superiores	de	justicia;	sin
embargo,	resulta	ser	un	hecho	evidente	en	nuestro	país	que	en	muchos	casos
no	existe	la	logística	necesaria	ni	la	cultura	de	la	publicidad	que	tienda	a	la
difusión	por	tales	medios	informáticos	de	las	sentencias	dictadas,	en
consecuencia,	sí	tomamos	en	cuenta	que	en	la	actualidad	se	está	llevando	a
cabo	en	nuestro	país	el	proceso	de	reforma	en	materia	procesal	penal	de
manera	progresiva,	no	resulta	equivocado	ni	irrazonable	disponer	la	difusión
de	las	decisiones	judiciales,	a	través	de	otros	mecanismos	–como	pueden	ser
otras	direcciones	electrónicas	destinadas	obviamente	a	la	difusión	de	noticias
y	temas	de	interés	de	índole	jurídico–,	en	tanto	se	vayan	estableciendo	las
condiciones	técnico	-	operativas	y	logísticas	óptimas	para	alcanzar	los	fines
publicísticos	que	enarbola	el	Código	Procesal	Penal”.	(CS,	Cas.	183-2011-
Huaura,	set.	05/2012.	S.	S.	Villa	Stein)
NOTA:	La	Casación	N°	183-2011-Huaura	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	19	de	marzo
del	2013.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—La	lectura	de	la	sentencia	puede
hacerse	con	o	sin	la	presencia	del	inculpado	al	ser	un	acto	formal	de
comunicación	de	la	decisión	que	no	afecta	las	garantías	del
contradictorio.	“(...)	pues	debe	tenerse	en	cuenta	que	si	un	procesado	ha
cumplido	con	asistir	a	todas	las	audiencias	del	contradictorio,	ha	ejercido
cabalmente	su	derecho	de	defensa,	con	interrogatorios	y	pruebas,	su	abogado
ha	efectuado	sus	alegatos	finales	e	incluso	el	mismo	procesado	ha	realizado	su
autodefensa,	entonces,	la	audiencia	final	en	la	que	se	cumplirá	con	la	lectura
de	las	cuestiones	de	hecho	y	la	sentencia,	representa	simplemente	un	acto	de
notificación	de	la	decisión	adoptada,	lo	que	se	puede	hacer	en	presencia	o	no
del	acusado,	pues	tal	situación	no	afecta	en	modo	alguno	el	derecho	de
defensa	del	procesado,	quien	siguiendo	los	lineamientos	descritos	–de
presencia	en	las	sesiones	anteriores	y	presentación	de	sus	argumentos	ya	sea
por	el	mismo	o	su	abogado	defensor–	ha	preservado	–y	así	lo	tiene	que
asegurar	el	órgano	jurisdiccional–	el	respeto	a	sus	derechos	y	garantías
constitucionales	–de	debido	proceso	y	de	defensa–;	en	tal	sentido,	la	lectura	de
la	sentencia	solo	constituye	un	acto	formal	de	comunicación	de	la	decisión,	no
afectando	las	garantías	que	rigen	el	contradictorio,	pues	ya	precluyó	la
actuación	probatoria	y	esta	se	realizó	en	igualdad	de	armas	y	con	presencia
del	acusado	y	su	abogado	defensor,	siendo	ello	así,	entonces	no	existía	en	el
presente	caso	motivo	alguno	que	conllevara	a	la	declaración	del	quiebre	del
juicio	oral,	sino	que	pudo	proseguirse	con	el	acto	oral	en	el	estadio	que	se
encontraba	–así	incluso	lo	habilita	el	Código	Procesal	Penal	del	dos	mil	cuatro,
cuando	en	su	artículo	trescientos	noventa	y	seis	señala:	‘...	que	la	sentencia
será	leída	ante	quienes	comparezcan	(ello	obviamente	en	tanto	en	cuanto	se
hayan	garantizado	los	derechos	de	los	justiciables	en	el	desarrollo	del	proceso
penal)–;	tanto	más	si	–por	las	consideraciones	expuestas–	no	se	trata	de	una
condena	en	ausencia	o	contumacia,	ello	pues	el	procesado	tuvo	garantizado
todos	sus	derechos	fundamentales,	que	los	ejerció	conjuntamente	con	su
abogado	en	la	fase	de	juzgamiento	correspondiente;	en	consecuencia,	en	lo
sucesivo	las	consideraciones	expuestas	por	este	supremo	tribunal	deberán	ser
tomadas	en	cuenta	por	las	salas	penales	de	las	cortes	superiores	de	justicia	de
nuestro	país	como	precedente	vinculante	normativo”.	(CS,	R.	N.	4040-2011-
Lima,	dic.	29/2012.	S.	S.	Villa	Stein)
NOTA:	El	Recurso	de	Nulidad	N°	4040-2011-Lima	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	16
de	julio	del	2013.
D.	Leg.	957.
ART.	397.—Correlación	entre	acusación	y	sentencia.
1.	 La	 sentencia	 no	 podrá	 tener	 por	 acreditados	 hechos	 u	 otras
circunstancias	que	los	descritos	en	la	acusación	y,	en	su	caso,	en	la
acusación	ampliatoria,	salvo	cuando	favorezcan	al	imputado.
2.	En	la	condena,	no	se	podrá	modificar	la	calificación	jurídica	del
hecho	 objeto	 de	 la	 acusación	 o	 su	 ampliatoria,	 salvo	 que	 el	 juez
penal	haya	dado	cumplimiento	al	numeral	1)	del	artículo	374.
3.	El	juez	penal	no	podrá	aplicar	pena	más	grave	que	la	requerida
por	el	fiscal,	salvo	que	se	solicite	una	por	debajo	del	mínimo	legal
sin	causa	justificada	de	atenuación.
JURISPRUDENCIA.—El	acuerdo	sobre	la	pena	al	que	arriban	el	fiscal	y
los	procesados	no	vincula	al	juez	penal.	“(...)	el	juez	no	tiene	vinculación
absoluta	con	el	acuerdo	sobre	la	pena	al	que	pudiera	haber	arribado	el	fiscal
con	los	procesados,	pues	incluso	puede	absolver	en	base	al	principio	de
legalidad	e	incrementar	la	reparación	civil,	según	sea	el	caso.	Que	el	posible
acuerdo	al	que	puedan	haber	arribado	las	partes	procesales	sobre	la	pena	a
imponerse	no	es	vinculante	cuando	no	existe	causa	justificada	de	atenuación
para	la	imposición	de	una	pena	por	debajo	del	mínimo	legal	establecido	en	la
ley	penal,	conforme	lo	establece	el	artículo	397.3	del	CPP;	toda	vez	que	en
estos	casos	prima	el	principio	de	legalidad.	El	Ministerio	Público	fija	el	límite
de	la	pena	a	imponerse	siempre	que	respete	el	principio	de	legalidad	y	el
derecho	al	debido	proceso”.	(Corte	Superior	de	Lima,	Exp.	00124-2012-10-
1826-JR-PE-02,	abr.	02/2013.	Pres.	Susana	Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—El	desistimiento	fiscal	del	recurso	de	apelación	de	la
sentencia	penal	no	opera	de	manera	automática.	“9.	Teniendo	en	cuenta
ello,	cabe	precisar	que	el	desistimiento	del	recurso	de	apelación	de	la
sentencia	penal	no	opera	de	manera	automática,	dado	que	los	órganos
judiciales	en	sede	penal	tienen	la	facultad	de	controlar	la	legalidad	de	dicho
tipo	de	pedidos,	con	la	finalidad	de	verificar	si	se	encuentran	ajustados	a	ley.
En	tal	sentido,	este	tribunal	considera	que	la	motivación	expuesta	por	la	sala
emplazada	no	resulta	inconstitucional,	en	tanto	sustenta,	de	manera
suficiente	y	razonada,	su	decisión	de	declarar	infundado	el	citado
desistimiento	y	continuar	con	la	revisión	de	la	condena	penal	impugnada,
pues	el	inciso	7)	del	artículo	397	del	Código	Procesal	Penal	establece
parámetros	específicos	que	deben	ser	cumplidos	por	el	fiscal	al	momento	de
efectuar	pedidos	relacionados	con	la	imposición	de	la	pena,	esto	en
cumplimiento	del	principio	de	legalidad	penal;	razón	por	la	cual	la	afectación
al	debido	proceso	que	alega	el	recurrente	carece	de	sustento”.	(TC,	Exp.
04552-2013-PHC/TC,	jun.	26/2014.	S.	S.	Blume	Fortini)
D.	Leg.	957.
ART.	398.—Sentencia	absolutoria.
1.	 La	 motivación	 de	 la	 sentencia	 absolutoria	 destacará
especialmente	la	existencia	o	no	del	hecho	imputado,	las	razones
por	 las	 cuales	 el	 hecho	 no	 constituye	 delito,	 así	 como,	 de	 ser	 el
caso,	 la	 declaración	 de	 que	 el	 acusado	 no	 ha	 intervenido	 en	 su
perpetración,	que	los	medios	probatorios	no	son	suficientes	para
establecer	su	culpabilidad,	que	subsiste	una	duda	sobre	la	misma,
o	 que	 está	 probada	 una	 causal	 que	 lo	 exime	 de	 responsabilidad
penal.
2.	 La	 sentencia	 absolutoria	 ordenará	 la	 libertad	 del	 acusado,	 la
cesación	de	las	medidas	de	coerción,	la	restitución	de	los	objetos
afectados	 al	 proceso	 que	 no	 estén	 sujetos	 a	 comiso,	 las
inscripciones	 necesarias,	 la	 anulación	 de	 los	 antecedentes
policiales	y	judiciales	que	generó	el	caso,	y	fijará	las	costas.
3.	La	libertad	del	imputado	y	el	alzamiento	de	las	demás	medidas
de	coerción	procesal	se	dispondrán	aún	cuando	la	sentencia
absolutoria	no	esté	firme.	De	igual	modo,	se	suspenderán
inmediatamente	las	órdenes	de	captura	impartidas	en	su	contra.
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	vulnera	el	“ne	bis	in	ídem”	si,	a
pesar	de	existir	una	sentencia	superior	absolutoria	ejecutoriada,
condena	lo	mismo.	“4.	Por	lo	señalado	en	el	considerando	anterior	este
colegiado	considera	que	respecto	al	delito	de	robo	agravado	contra	el	(...)	no
existe	vulneración	del	principio	‘ne	bis	in	ídem’,	porque	si	bien	se	trata	del
mismo	imputado	y	agraviado,	el	robo	por	el	que	la	sala	suprema	emplazada
condenó	al	recurrente	fue	realizado	el	26	de	mayo	del	2001,	en	cambio	el	robo
por	el	que	la	Cuarta	Sala	Penal	Especializada	en	Reos	en	Cárcel	de	la	Corte
Superior	de	Justicia	de	Lima	lo	condenó	ocurrió	el	12	de	agosto	del	2001,	es
decir	se	trata	de	diferentes	ilícitos.
5.	Sin	embargo	no	sucede	lo	mismo	respecto	de	la	condena	impuesta	al
recurrente	por	el	delito	de	robo	agravado	realizado	contra	la	empresa	(...)	y	el
grifo	de	combustibles	(...)	porque	en	ambos	casos	el	imputado,	agraviados	y
hechos	son	los	mismos,	por	lo	que	el	pronunciamiento	de	la	sala	suprema
emplazada	respecto	de	este	extremo,	sí	vulneró	el	principio	‘ne	bis	in	ídem’”.
(TC,	Exp.	04149-2011-PHC/TC,	mar.	18/2014.	S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—El	TC	precisa:	la	presunta	violación	del	ne	bis	in
ídem	no	puede	ser	extendida	automáticamente	a	todos	los	demás
coprocesados.	“En	el	caso	(...),	la	presunta	violación	del	ne	bis	in	ídem,	que	en
su	momento	la	Sexta	Sala	Penal	de	Lima	declaró	a	su	favor,	no	constituye	un
asunto	que	pueda	ser	extendido	de	manera	automática	a	todos	los	demás
coprocesados,	puesto	que	en	cada	caso	deberá	evaluarse	si	han	sido	también
objeto	de	una	segunda	investigación,	y	además,	si	concurren	los	elementos
conformantes	del	ne	bis	in	ídem:	sujeto,	hecho	y	fundamento.	En	tal	sentido,	no
se	aprecia	que	la	justificación	expuesta	por	el	Ad	quem	permita	evidenciar
razonabilidad	alguna	para	disponer	la	ampliación	de	los	efectos	de	la
sentencia	de	habeas	corpus	respecto	de	los	otros	investigados,	razón	por	la
cual	corresponde	también	declarar	su	nulidad	(...)”.	(T.	C,	Sent.	del	Pleno	-	Exp.
05811-2015-PHC/TC,	oct.	20/2015.	S.	S.	Urviola	Hani)
D.	Leg.	957.
ART.	399.—Sentencia	condenatoria.
1.	 La	 sentencia	 condenatoria	 fijará,	 con	 precisión,	 las	 penas	 o
medidas	 de	 seguridad	 que	 correspondan	 y,	 en	 su	 caso,	 la
alternativa	a	 la	pena	privativa	de	 libertad	y	 las	obligaciones	que
deberá	 cumplir	 el	 condenado.	 Si	 se	 impone	 pena	 privativa	 de
libertad	 efectiva,	 para	 los	 efectos	del	 cómputo	 se	descontará,	 de
ser	 el	 caso,	 el	 tiempo	 de	 detención,	 de	 prisión	 preventiva	 y	 de
detención	 domiciliaria	 que	 hubiera	 cumplido,	 así	 como	 de	 la
privación	de	libertad	sufrida	en	el	extranjero	como	consecuencia
del	 procedimiento	 de	 extradición	 instaurado	 para	 someterlo	 a
proceso	en	el	país.
2.	 En	 las	 penas	 o	 medidas	 de	 seguridad	 se	 fijará
provisionalmente	la	fecha	en	que	la	condena	finaliza,	descontando
los	períodos	de	detención	o	prisión	preventiva	 cumplidos	por	el
condenado.	Se	fijará,	asimismo,	el	plazo	dentro	del	cual	se	deberá
pagar	la	multa.
3.	 En	 tanto	 haya	 sido	 materia	 de	 debate,	 se	 unificarán	 las
condenas	 o	 penas	 cuando	 corresponda.	 En	 caso	 contrario	 se
revocará	 el	 beneficio	 penitenciario	 concedido	 al	 condenado	 en
ejecución	de	sentencia	anterior,	supuesto	en	el	que	debe	cumplir
las	penas	sucesivamente.
4.	 La	 sentencia	 condenatoria	 decidirá	 también	 sobre	 la
reparación	civil,	 ordenando	–cuando	corresponda–	 la	 restitución
del	 bien	 o	 su	 valor	 y	 el	 monto	 de	 la	 indemnización	 que
corresponda,	 las	consecuencias	accesorias	del	delito,	 las	costas	y
sobre	la	entrega	de	los	objetos	secuestrados	a	quien	tenga	mejor
derecho	para	poseerlos.
5.	Leído	el	fallo	condenatorio,	si	el	acusado	está	en	libertad,	el
juez	podrá	disponer	la	prisión	preventiva	cuando	haya	bases	para
estimar	razonablemente	que	no	se	someterá	a	la	ejecución	una
vez	firme	la	sentencia.
JURISPRUDENCIA.—Motivación	y	sentencia	condenatoria:	motivación
jurídico	normativa	y	motivación	fáctica.	“(...)	Una	sentencia	condenatoria
en	un	proceso	penal,	debe	encontrarse	justificada	no	sólo	en	su	aspecto
jurídico	-	normativo	sino	también	en	los	hechos	debidamente	probados	en	los
que	fundamente	la	decisión.	Así,	no	basta	una	mera	enunciación	de	la	norma
aplicable	sino,	de	manera	importante	la	acreditación	de	los	hechos	y	la	forma
en	que	estos	fueron	introducidos	en	el	proceso	para	crear	convicción	en
determinado	sentido	al	juzgador	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	4226-004-AA/TC,	feb.
18/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Frases	como	“el	pez	muere	por	la	boca”	son
inapropiadas	para	una	sala	penal	que	intenta	fundamentar	una
sentencia	condenatoria.	“Finalmente,	el	recurrente	aduce	que	el	trato
peyorativo	que	recibió	en	el	proceso	queda	corroborado	por	algunas	frases
expresadas	por	el	colegiado	que	lo	condenó	en	primera	instancia,	tales	como
‘el	pez	muere	por	la	boca’	o	‘sí	ha	mostrado	cinismo	y	sangre	fría	para	negar
su	participación	en	los	hechos	que	se	juzga’.	Dichas	frases	constan	en	el
fundamento	cuarto	de	la	sentencia	condenatoria.	Al	respecto,	este	tribunal
considera	que	se	trata	de	frases	inapropiadas	para	un	órgano	jurisdiccional;
sin	embargo,	su	inclusión	no	invalida	la	condena	impuesta	en	tanto	ésta	se
basó	no	en	criterios	subjetivos,	sino	en	elementos	probatorios	debidamente
merituados	y	evaluados	según	criterio	de	conciencia”.	(TC,	Exp.	1808-2003-
HC/TC,	ago.	14/2003.	S.	S.	Landa	Arroyo)
D.	Leg.	957.
ART.	400.—Responsabilidad	de	persona	no	comprendida	en
el	proceso	o	comisión	de	otro	delito.
1.	 Si	 de	 las	 pruebas	 actuadas	 resultara	 que	 un	 testigo	 ha
declarado	 falsamente	 o	 se	 infiere	 responsabilidad	 penal	 de
cualquier	 otra	 persona	 no	 comprendida	 en	 el	 proceso	 o	 se
descubre	 otro	 hecho	delictuoso	 similar,	 distinto	 o	 conexo	 con	 el
que	 es	 materia	 del	 juzgamiento	 y	 es	 perseguible	 por	 ejercicio
público	 de	 la	 acción	 penal,	 la	 sentencia	 dispondrá	 que	 estos
hechos	se	pongan	en	conocimiento	de	la	fiscalía	competente	para
los	 fines	 legales	 que	 correspondan,	 a	 la	 que	 se	 enviará	 copia
certificado	de	lo	actuado.
2.	El	testigo	a	quien	se	atribuya	declaración	falsa	sobre	el	caso
materia	de	juzgamiento	no	será	procesado	por	ese	delito	mientras
no	se	ordene	en	la	sentencia	que	se	expida	en	ese	procedimiento	y
quede	firme.
D.	Leg.	957.
ART.	401.—Recurso	de	apelación.
1.	Al	concluir	la	lectura	de	la	sentencia,	el	juzgador	preguntará	a
quien	 corresponda	 si	 interpone	 recurso	 de	 apelación.	 No	 es
necesario	que	en	ese	acto	fundamente	el	recurso.	También	puede
reservarse	la	decisión	de	impugnación.
2.	 Para	 los	 acusados	 no	 concurrentes	 a	 la	 audiencia,	 el	 plazo
empieza	 a	 correr	 desde	 el	 día	 siguiente	 de	 la	 notificación	 en	 su
domicilio	procesal.
3.	Rige	en	lo	pertinente	lo	dispuesto	en	el	artículo	405.
JURISPRUDENCIA.—Ninguna	de	las	partes	puede	pretender	que	se
renueven	actos	procesales	sobre	la	base	de	su	inasistencia	a	una
audiencia	de	la	que	tenían	conocimiento.	“De	otro	lado,	en	relación	a	la
presentación	del	recurso	de	apelación,	el	artículo	401	del	código	acotado
refiere	que,	concluida	la	lectura	de	sentencia,	el	juzgador	preguntará	a	quien
corresponda	si	presentará	recurso	de	apelación,	sin	que	sea	necesario	que	ello
sea	fundamentado	en	dicho	acto,	y	que	para	los	acusados	no	concurrentes	a	la
audiencia,	el	plazo	de	notificación	corre	desde	el	día	siguiente	de	su
notificación	en	su	domicilio	procesal.	Conforme	a	ello,	solo	por	excepción,	en	el
caso	de	los	acusados	que	no	concurran	a	la	audiencia	en	que	se	da	lectura	a	la
sentencia,	cabe	la	notificación	de	esta	en	su	domicilio	procesal,	de	modo	que	si
la	parte	demandante	en	autos	no	concurrió	a	dicha	diligencia,	ello	es	de	su
absoluta	responsabilidad.	En	consecuencia,	no	puede	pretender	que	se
renueven	actos	procesales	sobre	la	base	de	su	inasistencia	a	una	audiencia	de
la	que	tenía	conocimiento,	pues	su	abogado	estaba	debidamente	enterado	de
ello,	como	se	expone	en	la	resolución	acotada”.	(T.	C.,	Exp.	06711-2013-PA/TC,
may.	26/2015.	S.	S.	Ramos	Núñez)
D.	Leg.	957.
ART.	402.—Ejecución	provisional.
1.	 La	 sentencia	 condenatoria,	 en	 su	 extremo	 penal,	 se	 cumplirá
provisionalmente	aunque	se	interponga	recurso	contra	ella,	salvo
los	casos	en	que	la	pena	sea	de	multa	o	limitativa	de	derechos.
2.	Si	el	condenado	estuviere	en	libertad	y	se	impone	pena	o
medida	de	seguridad	privativa	de	libertad	de	carácter	efectivo,	el
juez	penal	según	su	naturaleza	o	gravedad	y	el	peligro	de	fuga,
podrá	optar	por	su	inmediata	ejecución	o	imponer	algunas	de	las
restricciones	previstas	en	el	artículo	288	mientras	se	resuelve	el
recurso.
PLENO	 JURISDICCIONAL	PENAL.—Ejecución	 efectiva	 y/o	 suspendida	de
la	 pena	 de	 inhabilitación	 en	 los	 dos	 sistemas	 procesales	 penales
vigentes:	el	nuevo	sistema	supensivo	y	el	viego	sistema	de	 la	ejecución
inmediata.	“(…)	Concretamente,	el	 tema	objeto	de	análisis	y	aclaración,	por
promover	 cierto	 nivel	 de	 controversia	 hermenéutica,	 está	 vinculado	 con	 el
párrafo	 15	 del	 Acuerdo	 Plenario	 número	 2-2008/CJ-116,	 del	 18	 de	 julio	 del
año	próximo	pasado.	En	él	se	estipuló	lo	siguiente:	‘La	ejecución	de	la	pena	de
inhabilitación,	 […],	 requiere,	 como	 paso	 previo,	 que	 al	 adquirir	 firmeza	 la
sentencia	 condenatoria	 el	 órgano	 jurisdiccional	 de	 instancia	 que	 la	 dictó
cumpla	 con	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 332	 del	 Código	 de	 Procedimientos
Penales.	[…]	A	continuación,	ese	mismo	órgano	judicial	debe	remitir	la	causa
al	juez	penal	competente	para	dar	inicio	al	proceso	de	ejecución	(...)’.	También
demanda,	con	igual	finalidad	aclaratoria,	un	reexamen	el	párrafo	9	del	citado
acuerdo	plenario	en	cuanto	acotó	que	‘El	término	de	la	inhabilitación,	en	caso
de	 ser	 impuesta	como	pena	conjunta,	 corre	paralelamente	a	 las	otras	penas
principales,	y	se	computa	a	partir	de	la	fecha	en	que	la	sentencia	queda	firme’.
En	 consecuencia,	 la	 pena	 de	 inhabilitación	 conforme	 a	 las	 disposiciones
pertinentes	 del	 NCPP	 no	 se	 ejecuta	 hasta	 que	 la	 sentencia	 condenatoria
adquiera	 firmeza.	Rige	plenamente,	 en	 este	dominio,	 el	 denominado	 sistema
suspensivo.
B.	Distinta	es	la	regulación	normativa	adoptada	por	el	ACPP.	En	efecto,	su
artículo	330	admite	expresamente	el	sistema	de	la	ejecución	inmediata	o
provisional	para	todas	las	penas,	salvo	las	de	internamiento,	relegación,
penitenciaría	o	expatriación.	Cabe	anotar	que	las	tres	primeras	penas	no
fueron	ratificadas	por	el	CP	de	1991,	por	lo	que	en	dicho	caso	el	aludido
precepto	procesal	carece	actualmente	de	significación	alguna.	(…).”	(C.	S,	V
Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	10-
2009/CJ-116,	ene.	08/2010.	S.	S.	Gonzáles	Campos)
DOCTRINA.—Magistrado	 del	 TC	 acusa	 una	 contradicción	 entre	 dos
acuerdos	plenarios	de	la	Corte	Suprema:	la	ejecución	provisional	de	la
pena	 de	 inhabilitación	 vulnera	 el	 derecho	 a	 la	 presunción	 de
inocencia.	 “¿La	 pena	 de	 inhabilitación	 impuesta	 por	 una	 sentencia	 penal
puede	ser	ejecutada	a	pesar	de	que	ésta	no	es	una	resolución	judicial	firme?
Esta	pregunta	encuentra	respuesta	en	el	Acuerdo	Plenario	N°	10-2009/CJ-
116	(...)	en	el	que	 la	Corte	Suprema	precisó	que:	La	pena	de	 inhabilitación
conforme	a	las	disposiciones	pertinentes	del	NCPP	no	se	ejecuta	hasta	que
la	 sentencia	 condenatoria	 adquiera	 firmeza.	 Rige	 plenamente,	 en	 este
dominio,	el	denominado	sistema	suspensivo	(...).	La	pena	de	 inhabilitación
según	las	normas	del	Código	de	Procedimientos	Penales	–con	diferencia	del
régimen	del	NCPP–	se	ejecuta	provisionalmente	(no	hay	al	respecto	ninguna
regla	de	excepción	similar	a	 la	 contenida	en	el	NCPP).	 Siendo	así,	no	hace
falta	 esperar	 la	 firmeza	de	 la	 sentencia	 condenatoria	que	 la	 imponga	para
comenzar	a	ejecutar	la	pena	de	inhabilitación.	El	sistema	que	para	esta	clase
de	pena	sigue	el	Código	de	Procedimientos	Penales,	ante	la	interposición	de
un	 recurso,	 es	 el	 de	 la	 ejecución	 provisional	 (...).	 En	 el	 citado	 acuerdo
plenario,	la	Corte	Suprema	concluyó	que:	En	aquellos	distritos	judiciales	en
los	 que	 se	 dictó	 la	 pena	 de	 inhabilitación	 con	 arreglo	 al	 artículo	 402	 del
NCPP,	ésta	se	ejecuta	una	vez	que	la	sentencia	condenatoria	que	la	impuso
adquirió	 firmeza	 (...).	 Si	 la	 pena	 de	 inhabilitación	 es	 impuesta	 bajo	 el
régimen	 procesal	 del	 artículo	 330	 del	 Código	 de	 Procedimientos	 Penales,
ésta	 se	 ejecuta	 provisionalmente,	 pues	 la	 impugnación	 que	 se	 interpone
contra	ella	no	tiene	efecto	suspensivo	(...).	Al	respecto,	cabe	indicar	que	las
conclusiones	transcritas	del	citado	acuerdo	plenario	son	contradictorias	con
las	 que	 expuso	 la	 misma	 Corte	 Suprema	 en	 el	 Acuerdo	 Plenario	 N°	 2-
2008/CJ-116,	 en	 el	 que	 se	 concluyó	 que	 la	 pena	 de	 inhabilitación	 no	 se
ejecutaba	 hasta	 que	 se	 resuelva	 de	 manera	 definitiva	 el	 recurso
impugnativo	 correspondiente.	 (...)	 3.	 Considero	 que	 las	 consecuencias
originadas	por	el	Acuerdo	Plenario	N°	10-2009/CJ-116	afectan	el	derecho	a
la	 igualdad,	 pues	 dependiendo	 del	 lugar	 de	 la	 comisión	 del	 delito	 los
procesados	–en	lo	que	respecta	a	la	ejecución	de	la	pena	de	inhabilitación–
son	 tratados	de	manera	diferente,	 sin	que	exista	una	 justificación	objetiva
que	 justifique	 dicho	 trato.	 En	 efecto,	 las	 personas	 procesadas	 en	 dos
distritos	judiciales	diferentes	se	encuentran	en	un	mismo	supuesto	fáctico:
forman	parte	de	un	proceso	penal;	sin	embargo,	al	momento	de	ejecutar	la
pena	de	inhabilitación	son	tratadas	de	forma	diferente	porque	así	lo	dispone
el	 Acuerdo	 Plenario	 N°	 10-2009/C-116,	 sin	 que	 exista	 una	 razón	 objetiva
que	justifique	dicho	trato.	Asimismo,	en	el	caso	de	un	mismo	distrito	judicial
en	 el	 que	 subsisten	 procesos	 penales	 al	 amparo	 del	 Código	 de
Procedimientos	Penales	y	del	NCPP	 se	 afecta	 el	principio	de	 favorabilidad
en	la	aplicación	de	la	ley	penal	en	lo	que	respecta	a	la	ejecución	de	la	pena
de	inhabilitación,	por	cuanto	a	los	procesos	penales	sustanciados	conforme
al	Código	de	Procedimientos	Penales	no	se	le	aplica	la	regla	del	artículo	402
del	NCPP,	a	pesar	de	que	es	más	favorable	que	la	prevista	en	el	artículo	330
del	Código	de	Procedimientos	Penales	(...)”	(T.	C,	Exp.	01732-2012-PHC/TC,
ene.	30/2015.	Voto	del	exmagistrado	Mesía	Ramírez)
D.	Leg.	957.
ART.	403.—Inscripción	de	la	condena.
1.	Se	inscribirán	en	el	registro	correspondiente,	a	cargo	del	Poder
Judicial,	todas	las	penas	y	medidas	de	seguridad	impuestas	y	que
constan	de	sentencia	firme.
2.	La	inscripción	caducará	automáticamente	con	el	cumplimiento
de	la	pena	o	medida	de	seguridad	impuesta.
LIBRO	CUARTO
LA	IMPUGNACIÓN
SECCIÓN	I
Preceptos	generales
D.	Leg.	957.
ART.	404.—Facultad	de	recurrir.
1.	 Las	 resoluciones	 judiciales	 son	 impugnables	 sólo	 por	 los
medios	y	 en	 los	 casos	expresamente	establecidos	por	 la	 ley.	 Los
recursos	 impugnatorios	 se	 interponen	ante	 el	 juez	que	emitió	 la
resolución	recurrida.
2.	El	derecho	de	impugnación	corresponde	sólo	a	quien	la	ley	se
lo	confiere	expresamente.	Si	la	ley	no	distingue	entre	los	diversos
sujetos	procesales,	el	derecho	corresponde	a	cualquiera	de	ellos.
3.	 El	 defensor	 podrá	 recurrir	 directamente	 en	 favor	 de	 su
patrocinado,	 quien	 posteriormente	 si	 no	 está	 conforme	 podrá
desistirse.	 El	 desistimiento	 requiere	 autorización	 expresa	 de
abogado	defensor.
4.	Los	sujetos	procesales,	cuando	tengan	derecho	de	recurrir,
podrán	adherirse,	antes	que	el	expediente	se	eleve	al	juez	que
corresponda,	al	recurso	interpuesto	por	cualquiera	de	ellos,
siempre	que	cumpla	con	las	formalidades	de	interposición.
JURISPRUDENCIA.—Tribunal	de	alzada	puede	evaluar	únicamente	la
estructura	racional	de	la	prueba.	“(…)	Es	exacto	que	con	arreglo	a	los
principios	de	inmediación	y	de	oralidad,	que	priman	en	materia	de	la
actuación	y	ulterior	valorabilidad	y	valoración	de	la	prueba	personal,	el
tribunal	de	alzada	no	está	autorizado	a	variar	la	conclusión	o	valoración	que
de	su	contenido	y	atendibilidad	realice	el	órgano	jurisdiccional	de	primera
instancia	Ello,	desde	luego,	reduce	el	criterio	fiscalizador	del	tribunal	de
apelación,	pero	no	lo	elimina.	En	esos	casos	-	las	denominadas	‘zonas	opacas’,
los	datos	expresados	por	los	testigos	estrechamente	ligados	a	la	inmediación
(lenguaje,	capacidad	narrativa,	expresividad	de	su	manifestaciones,
precisiones	en	su	discurso,	etcétera)	no	son	susceptibles	de	supervisión	y
control	en	apelación;	no	pueden	ser	variados.	Empero,	existen	‘zonas	abiertas’,
accesibles	al	control.	Se	trata	de	los	aspectos	relativos	a	la	estructura	racional
del	propio	contenido	de	la	prueba,	ajenos	en	si	mismos	a	la	percepción
sensorial	del	juzgador	de	primera	instancia,	que	pueden	ser	fiscalizados	a
través	de	las	reglas	de	la	lógica,	la	experiencia	y	los	conocimientos	científicos.
En	consecuencia,	el	relato	fáctico	que	el	tribunal	de	primera	instancia	asume
como	hecho	probado,	no	siempre	es	inconmovible,	pues:	a)	puede	ser
entendido	o	apreciado	con	manifiesto	error	o	de	modo	radicalmente	inexacto
–el	testigo	no	dice	lo	que	lo	menciona	el	fallo–;	b)	puede	ser	oscuro,	impreciso,
dubitativo,	ininteligible,	incompleto,	incongruente	o	contradictorio	en	si
mismo;	o,	c)	ha	podido	ser	desvirtuado	por	pruebas	practicadas	en	segunda
instancia	(ver.	Gimeno	Sendra,	Vicente:	Derecho	Procesal	Penal,	Editorial
Colex,	Madrid,	dos	mil	cuatro,	páginas	doscientos	setenta	y	cinco/doscientos
setenta	y	seis).	(…)”.	(CS,	Cas.	05-2007-Huaura,	dic.	01/2008.	S.S.	Salas
Gamboa)
JURISPRUDENCIA.—En	el	nuevo	sistema	procesal	penal,	la	queja	busca
la	concesión	de	una	impugnación	denegada.	“(...)	en	los	artículos	404	al
412,	para	posteriormente	continuar	con	la	sección	II,	referida	de	manera
específica	a	las	clases	de	recursos	y	los	plazos	para	interponerlos.	Dentro	de
los	recursos	se	ha	previsto	la	queja,	que	constituye	un	recurso	que	busca
alcanzar	la	admisibilidad	de	una	impugnación	denegada	por	la	instancia
anterior.	Se	trata	de	una	vía	procesal	indirecta	para	lograr	se	conceda	la
‘impugnación	deducida	y	negada.	(...)	Estando	a	los	actos	procesales	anotados,
el	colegiado	advierte	que	la	resolución	que	es	objeto	de	la	nulidad	solicitada
por	la	defensa	del	imputado	(...)	constituye	en	esencia	una	denegatoria	del
recurso	de	apelación,	ante	lo	cual	el	código	adjetivo	ha	previsto	dentro	del
catálogo	de	recursos	taxativamente	señalados,	la	queja,	por	ser	la	vía	procesal
indirecta	para	que	se	conceda	una	impugnación	denegada.	En	ese	sentido,	se
advierte	que	lo	que	pretende	la	defensa	es	que	vía	el	remedio	de	nulidad	se
habilite	el	recurso	de	apelación	formalizado	con	extemporaneidad”.	(Corte
Superior	de	Lima,	Exp.	00168-2012-7-1826-JR-PE-01,	abr.	22/2013.	Pres.
Susana	Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—La	impugnación	de	la	sentencia	por	una	nulidad
originada	por	vicios	procesales	comprende	también	la	refutación	de	la
reparación	civil.	“El	recurrente	en	primer	lugar	plantea	la	nulidad	de	la
resolución,	es	decir,	busca	que	se	declare	nula	la	sentencia	de	primera
instancia	y,	en	consecuencia,	que	se	declare	nulo	todo	el	juicio	oral,	esta
alegación	importa	la	denuncia	de	falta	de	suficiencia	de	los	actos	citados,	por
lo	que,	cualquier	decisión	que	de	ella	derive,	sería	insubsistente	por	el	vicio
procesal	precedente.	Cabe	la	posibilidad	que	la	sentencia	tenga	graves
defectos	de	forma,	por	lo	que	no	podría	conformar	en	ningún	caso
[responsabilidad,	pena	o	reparación	civil]	cosa	juzgada,	no	seguir	este
razonamiento	conllevaría	una	presunción	de	legalidad	del	proceso	que
advertiría	un	adelanto	de	opinión.	Entonces,	al	impugnar	sobre	la	suficiencia
de	la	resolución	por	vicio	procesal,	por	lógica	no	puede	dejarse	firme	una
sentencia	con	posibles	vicios	hasta	que	se	pronuncie	la	segunda	instancia
definitivamente	sobre	este	punto,	pues	podría	existir	la	incoherencia	de
declararse	nula	la	condena	y	pena,	de	la	que	deriva	la	reparación	civil	y	esta
subsistir.	De	ahí	que	deba	analizarse	esto	al	momento	de	leer	el	recurso	para
establecer	si	es	que	el	petitorio	de	nulidad	de	la	sentencia	implica	la
suficiencia	del	extremo	de	la	reparación	civil”.	(C.	S.,	Cas.	229-2015-Lima,	nov.
10/2015.	S.	S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—El	derecho	de	acceso	a	los	medios	impugnatorios
como	elemento	del	derecho	al	debido	proceso.	“Uno	de	los	derechos	que
conforman	el	derecho	al	debido	proceso	es	el	derecho	de	acceso	a	los	medios
impugnatorios.	En	ese	sentido,	es	necesario	precisar	que	en	la	medida	en	que
el	derecho	al	debido	proceso	no	tiene	un	ámbito	constitucionalmente
garantizado	en	forma	autónoma,	sino	que	su	lesión	se	produce	a	consecuencia
de	la	afectación	de	cualesquiera	de	los	derechos	que	lo	comprenden,	dentro
del	cual	se	encuentra	el	de	acceso	a	los	medios	impugnatorios,	un
pronunciamiento	sobre	el	fondo	en	relación	con	aquel	derecho	presupone,	a	su
vez,	uno	en	torno	al	último	de	los	mencionados	(…).	El	derecho	a	los	recursos	o
medios	impugnatorios	es	un	contenido	implícito	de	un	derecho	expreso	(…)	si
bien	este	no	se	encuentra	expresamente	reconocido	en	la	Constitución	Política
del	Perú,	su	reconocimiento	a	título	de	derecho	fundamental	puede	inferirse
de	la	cláusula	constitucional	mediante	la	cual	se	reconoce	el	derecho	al	debido
proceso.	Como	se	expresa	en	el	ordinal	h)	del	artículo	8.2	de	la	Convención
Americana	de	Derechos	Humanos	(…)	el	derecho	a	los	medios	impugnatorios
es	un	derecho	de	configuración	legal,	mediante	el	cual	se	posibilita	que	lo
resuelto	por	un	órgano	jurisdiccional	pueda	ser	revisado	por	un	órgano
jurisdiccional	superior.	(…)	Igualmente	(…)	en	tanto	derecho	de	configuración
legal,	corresponde	al	legislador	crearlos,	establecer	los	requisitos	que	se	debe
cumplir	para	que	estos	sean	admitidos,	además	de	prefigurar	el
procedimiento	que	se	deba	seguir.	Su	contenido	constitucionalmente
protegido	garantiza	que	no	se	establezca	y	aplique	condiciones	de	acceso	que
tengan	el	propósito	de	disuadir,	entorpecer	o	impedir	irrazonable	y
desproporcionadamente	su	ejercicio.	Excluida	de	ese	ámbito	de	protección	se
encuentra	la	evaluación	judicial	practicada	en	torno	al	cumplimiento,	o	no,	de
las	condiciones	o	requisitos	legalmente	previstos,	en	la	medida	en	que	no	se
aprecien	errores	de	interpretación	relacionados	fundamentalmente	con	una
percepción	incorrecta	del	significado	del	derecho	fundamental	a	los	medios
impugnatorios	y,	en	particular,	en	lo	relacionado	con	la	extensión	de	su
ámbito	de	protección.	(…)	debe	rechazarse	la	cuestión	de	constitucionalidad
planteada	sobre	el	acto	jurisdiccional	cuestionado.	(...)	no	puede	hacer	las
veces	de	un	tribunal	de	alzada	para	examinar	supuestos	errores	de	derecho	o
de	hecho	que	puedan	haber	cometido	los	tribunales	(...)	que	hayan	actuado
dentro	de	los	límites	de	su	competencia	(...)	el	amparo	contra	resoluciones
judiciales	no	es	un	instrumento	procesal	mediante	el	cual	el	juez	del	amparo
pueda	evaluar	la	interpretación	y	aplicación	correcta	(o	no)	de	una	norma
legal	al	resolver	el	juez	una	controversia	suscitada	en	el	ámbito	de	la
jurisdicción	ordinaria	o,	como	en	el	presente	caso,	al	resolverse	sobre	la
admisión	o	no	del	recurso	de	casación.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	05194-2005-PA/TC,
abr.	20/2007.	Pres.	Landa	Arroyo)
D.	Leg.	957.
ART.	405.—Formalidades	del	recurso.
1.	Para	la	admisión	del	recurso	se	requiere:
a)	 Que	 sea	 presentado	 por	 quien	 resulte	 agraviado	 por	 la
resolución,	 tenga	 interés	 directo	 y	 se	 halle	 facultado	 legalmente
para	ello.	El	Ministerio	Público	puede	recurrir	incluso	a	favor	del
imputado.
b)	Que	 sea	 interpuesto	por	escrito	y	en	el	plazo	previsto	por	 la
ley.	También	puede	ser	interpuesto	en	forma	oral,	cuando	se	trata
de	 resoluciones	 expedidas	 en	 el	 curso	 de	 la	 audiencia,	 en	 cuyo
caso	el	recurso	se	 interpondrá	en	el	mismo	acto	en	que	se	 lee	 la
resolución	que	lo	motiva.
c)	Que	se	precise	 las	partes	o	puntos	de	 la	decisión	a	 los	que	se
refiere	 la	 impugnación,	 y	 se	 expresen	 los	 fundamentos,	 con
indicación	específica	de	 los	 fundamentos	de	hecho	y	de	derecho
que	 lo	 apoyen.	 El	 recurso	 deberá	 concluir	 formulando	 una
pretensión	concreta.
2.	 Los	 recursos	 interpuestos	 oralmente	 contra	 las	 resoluciones
finales	expedidas	en	la	audiencia	se	formalizarán	por	escrito	en	el
plazo	de	cinco	días,	salvo	disposición	distinta	de	la	ley.
3.	El	juez	que	emitió	la	resolución	impugnada,	se	pronunciará
sobre	la	admisión	del	recurso	y	notificará	su	decisión	a	todas	las
partes,	luego	de	lo	cual	inmediatamente	elevará	los	actuados	al
órgano	jurisdiccional	competente.	El	juez	que	deba	conocer	la
impugnación,	aún	de	oficio,	podrá	controlar	la	admisibilidad	del
recurso	y,	en	su	caso,	podrá	anular	el	concesorio.
JURISPRUDENCIA.—Una	restricción	objetiva	al	recurso	de	casación:	que
el	delito	incriminado	supere	el	criterio	de	summa	poena	estatuido	en	la
norma	procesal.	“(...)	adicionalmente,	a	los	requisitos	de	admisibilidad	del
recurso	de	casación	previstos	en	el	artículo	cuatrocientos	cinco	del	Código
Procesal	Penal,	el	apartado	dos,	literal	b),	del	artículo	cuatrocientos
veintisiete	del	citado	cuerpo	normativo,	establece	una	restricción	del	ámbito
objetivo	del	recurso	de	casación	por	el	tipo	de	resolución	que	se	cuestiona,
pues	cuando	se	trata	de	sentencias	–como	en	el	presente	caso–	se	requiere,
entre	otros,	que	el	delito	objeto	del	proceso	penal	tenga	previsto	en	su	extremo
mínimo	una	pena	privativa	de	libertad	superior	a	seis	años;	que	en	el	delito
contra	la	administración	pública	-	abuso	de	autoridad,	previsto	en	el	artículo
trescientos	setenta	y	seis	del	Código	Penal,	tiene	conminado	una	pena	no
mayor	de	dos	años,	en	consecuencia,	el	delito	incriminado	no	alcanza	el
criterio	de	summa	poena	estatuido	en	la	norma	procesal,	por	lo	que	en
principio	escapa	a	la	competencia	casacional	de	este	tribunal	supremo”.	(CS,
Queja	184-2012-Piura,	jun.	19/2013.	V.	P.	Tello	Gilardi)
D.	Leg.	957.
ART.	406.—Desistimiento.
1.	Quienes	hayan	interpuesto	un	recurso	pueden	desistirse	antes
de	 expedirse	 resolución	 sobre	 el	 grado,	 expresando	 sus
fundamentos.
2.	 El	 defensor	 no	 podrá	 desistirse	 de	 los	 recursos	 interpuestos
por	 él	 sin	 mandato	 expreso	 de	 su	 patrocinado,	 posterior	 a	 la
interposición	del	recurso:
3.	El	desistimiento	no	perjudicará	a	los	demás	recurrentes	o
adherentes,	pero	cargarán	con	las	costas.
D.	Leg.	957.
ART.	407.—Ámbito	del	recurso.
1.	 El	 imputado	 y	 el	 Ministerio	 Público	 podrán	 impugnar,
indistintamente,	 del	 objeto	 penal	 o	 del	 objeto	 civil	 de	 la
resolución.
2.	El	actor	civil	sólo	podrá	recurrir	respecto	al	objeto	civil	de	la
resolución.
D.	Leg.	957.
ART.	408.—Extensión	del	recurso.
1.	Cuando	en	un	procedimiento	hay	coimputados,	la	impugnación
de	uno	de	ellos	 favorecerá	a	 los	demás,	siempre	que	 los	motivos
en	que	se	funde	no	sean	exclusivamente	personales.
2.	 La	 impugnación	 presentada	 por	 el	 imputado	 favorece	 al
tercero	civil.
3.	La	impugnación	presentada	por	el	tercero	civil	favorece	al
imputado,	en	cuanto	no	se	haya	fundamentado	en	motivos
exclusivamente	personales.
D.	Leg.	957.
ART.	409.—Competencia	del	Tribunal	Revisor.
1.	 La	 impugnación	 confiere	 al	 tribunal	 competencia	 solamente
para	 resolver	 la	 materia	 impugnada,	 así	 como	 para	 declarar	 la
nulidad	 en	 caso	 de	 nulidades	 absolutas	 o	 sustanciales	 no
advertidas	por	el	impugnante.
2.	 Los	 errores	 de	 derecho	 en	 la	 fundamentación	 de	 la	 decisión
recurrida	 que	 no	 hayan	 influido	 en	 la	 parte	 resolutiva	 no	 la
anulará,	pero	serán	corregidos.	De	igual	manera	se	procederá	en
los	 casos	de	error	material	 en	 la	denominación	o	el	 cómputo	de
las	penas.
3.	La	impugnación	del	Ministerio	Público	permitirá	revocar	o
modificar	la	resolución	aún	a	favor	del	imputado.	La	impugnación
interpuesta	exclusivamente	por	el	imputado	no	permite
modificación	en	su	perjuicio.
JURISPRUDENCIA.—Doctrina	jurisprudencial:	tribunal	revisor	puede
desvincularse	de	la	calificación	jurídica	planteada	en	primera	instancia.
“En	este	contexto,	la	subsunción	típica	del	hecho,	como	expresión	natural	del
poder	de	la	jurisdicción	corresponde	igualmente	al	tribunal	revisor,	pues	no
puede	abdicar	de	los	poderes	que	le	otorga	la	iudicium,	sino	actuar	dentro	de
las	previsiones	legales	establecidas	en	tanto	no	cause	indefensión	a	las	partes,
de	modo	tal	que	si	el	órgano	de	instancia,	con	o	sin	actuación	probatoria,	en
esta	determina	una	indebida	calificación,	es	posible	que	oriente	su
reconducción,	en	estricta	aplicación	del	principio	de	legalidad.
El	límite	a	tal	facultad,	está	vinculado	al	principio	de	congruencia,	referido
ello	al	respeto	al	hecho	fáctico	postulado	por	el	fiscal	en	su	acusación
erradicando	así	la	indefensión	y	respetando	que	la	calificación	jurídica	sea
homogénea	a	la	propuesta	en	su	acusación.
De	ahí	que	es	posible	que	el	tribunal	revisor	al	evaluar	la	corrección	jurídica
de	la	decisión	pueda	desvincularse	de	la	calificación	jurídica	planteada	en
primera	instancia	como	expresión	genuina	de	la	iudicium,	en	el	ejercicio	de	la
aplicación	correcta	de	la	norma	jurídica	y	respeto	al	principio	de	legalidad.
Por	ello,	si	con	posterioridad	a	la	audiencia	de	apelación	el	tribunal	superior
advierte	que	a	los	hechos	propuestos	le	corresponde	una	distinta	calificación
jurídica	y	estima	que	corresponde	afianzar	la	garantía	del	derecho	de	defensa
y	principio	de	contradicción,	puede	declarar	la	nulidad	de	todo	o	en	parte	de
la	sentencia	recurrida	y	disponer	se	remitan	los	autos	al	juez	que	corresponda
con	el	propósito	que	se	lleve	a	cabo	un	nuevo	juzgamiento	respecto	al	nuevo
título	de	imputación.
Lo	expuesto	se	correlaciona	con	el	artículo	cuatrocientos	nueve,	del	Código
Procesal	Penal	que	estima	la	competencia	del	tribunal	para	declarar	la
nulidad	en	caso	de	nulidades	absolutas	o	sustanciales	no	advertidas	por	el
impugnante”.	(C.	S.,	Cas.	430-2015-Lima,	jun.	28/2016.	S.	S.	Prado
Saldarriaga)
DOCTRINA.—La	 prohibición	 de	 la	 reformatio	 in	 peius	 es	 parte	 del
debido	proceso.	 “8.	La	prohibición	de	 la	 ‘reformatio	in	peius’	 o	 reforma
peyorativa	 es	 un	 principio	 general	 del	 derecho	 procesal	 y	 una	 garantía
constitucional	 que	 hace	 parte	 del	 derecho	 fundamental	 al	 debido	 proceso
(…).	 Ella	 es	 consecuencia	 de	 la	 regla	 ínsita	 en	 la	 máxima	 latina	 ‘tantum
devolutum	 quantum	 appelatum’,	 en	 virtud	 de	 la	 cual	 se	 ejerce	 la
competencia	 del	 juez	 superior.	 El	 ejercicio	 de	 las	 competencias	 judiciales
radicadas	 en	 el	 juez	 superior	 y	 su	 límite,	 ambos,	 se	 suscitan	 y	 a	 la	 vez	 se
limitan	por	virtud	de	la	impugnación	y	las	pretensiones	que	ella	involucra.
(C.	 Const.	 de	 Colombia,	 Sent.	 T-474,	 jul.	 29/92.	 M.P.	 Eduardo	 Cifuentes
Muñoz,	Alejandro	Martínez	Caballero)
La	 interdicción	 de	 la	 reforma	 en	 perjuicio	 del	 condenado	 constituye,
igualmente,	una	garantía	procesal	fundamental	del	régimen	de	los	recursos,
a	 su	 vez	 contenido	 en	 el	 derecho	 de	 defensa	 y	 en	 el	 núcleo	 esencial	 del
derecho	 al	 debido	 proceso.	 Al	 superior	 no	 le	 es	 dable	 por	 expresa
prohibición	 constitucional	 empeorar	 la	 pena	 impuesta	 al	 apelante	 único,
porque	al	fallar	ex	oficio	sorprende	al	recurrente,	quien	formalmente	por	lo
menos	no	ha	tenido	la	posibilidad	de	conocer	y	controvertir	los	motivos	de
la	 sanción	 a	 él	 impuesta,	 operándose	 por	 esta	 vía	 una	 situación	 de
indefensión’’.	 (C.	Const.	de	Colombia,	Sent.	T-474,	 jul.	29/92.	M.P.	Eduardo
Cifuentes	Muñoz,	Alejandro	Martínez	Caballero).
DOCTRINA.—Prohibición	 de	 la	 reformatio	 in	 peius.	 “9.	 Además	 de
limitar	el	poder	punitivo	del	Estado,	de	garantizar	la	efectividad	del	derecho
fundamental	de	defensa	y	de	 favorecer	al	 condenado	con	 la	 revisión	de	 la
sentencia	 dentro	 del	 único	 marco	 de	 las	 pretensiones	 solicitadas,	 la
reformatio	 in	 peius	 extendida	 al	 plano	 penal,	 avala	 y	 garantiza	 la
operancia	 del	 sistema	 acusatorio.	 En	 efecto,	 bajo	 la	 vigencia	 del	 sistema
inquisitivo	 el	 juez	 desplegaba	 al	 mismo	 tiempo	 las	 facultades	 de
investigación	y	decisión,	 correspondiéndole	al	 superior	amplias	 facultades
de	revisión	en	las	instancias	de	apelación	y,	con	mayor	medida,	en	ejercicio
del	 control	 de	 legalidad	 que	 supone	 la	 casación.	 El	 doble	 desempeño	 del
juez	 en	 dicho	 sistema	 reunía	 en	 una	 sola	 las	 tareas	 de	 la	 acusación	 y	 de
juzgamiento,	con	lo	cual	la	imparcialidad	y	objetividad	del	fallador	estaban
en	 tela	 de	 juicio.	 La	 implantación	 del	 sistema	 acusatorio	 escinde
definitivamente	ambas	funciones	y	restringe	los	poderes	del	juez	en	materia
de	investigación	y	acusación,	las	cuales	corresponden	primordialmente	a	la
Fiscalía	General	de	 la	Nación.	La	reformatio	in	peius	 refuerza	 el	 carácter
dispositivo	 y	no	 ‘ex	officio’	 del	 sistema	acusatorio	 e	 impone	a	 los	 cuerpos
judiciales	superiores	límites	en	la	esfera	de	su	poder	sancionatorio.
(…).
Al	proscribir	el	sistema	acusatorio	la	indefensión,	excluye	igualmente	toda
posibilidad	de	reforma	de	la	situación	jurídica	definida	en	primera	instancia
que	no	sea	consecuencia	de	una	pretensión	 frente	a	 la	cual,	aquel	en	cuyo
daño	se	produce	tal	reforma,	no	tenga	ocasión	de	defenderse’’.	(C.	Const.	de
Colombia,	Sent.	T-474,	jul.	29/92.	M.P.	Eduardo	Cifuentes	Muñoz,	Alejandro
Martínez	Caballero)
DOCTRINA.—La	limitación	material	por	las	pretensiones	de	las	partes.
“(…)	 la	 imposibilidad	 de	 un	 fallo	 extra	 petita,	 el	 cual	 solo	 podría
constitucionalmente	 aceptarse	 si	 otras	 partes	 del	 proceso	 penal,
dependiendo	 de	 la	 naturaleza	 de	 sus	 pretensiones,	 recurren	 la	 sentencia
condenatoria.	Aunque	el	recurso	de	apelación	suscita	un	‘novum	iudicium’,
la	 libre	 facultad	 decisoria	 del	 fallador	 está	 sujeta	 a	 las	 limitaciones
materiales	que	 imponen	 las	pretensiones	elevadas	por	 las	partes.	En	estas
condiciones,	una	decisión	más	gravosa	de	la	pena	impuesta	al	condenado	y
apelante	 único	 que	 desestime	 dichas	 limitaciones,	 vulnera	 los	 derechos
fundamentales	de	defensa	y	debido	proceso,	por	 lo	 cual	debe	ser	excluida
del	ordenamiento	jurídico.
(…)	En	efecto,	la	expresión	‘apelante	único’,	requisito	necesario	para	limitar
las	 facultades	 del	 juez	 de	 segunda	 instancia,	 no	 hace	 relación	 exclusiva	 al
número	de	recurrentes	de	la	sentencia	condenatoria,	sino	a	la	naturaleza	de
sus	pretensiones.
En	 el	 proceso	 penal	 actual	 son	 claramente	 distinguibles	 cuatro	 partes
procesales:	 el	 acusado,	 la	 parte	 civil,	 el	 Ministerio	 Público	 y	 la	 Fiscalía
General	 de	 la	 Nación.	 Cualquiera	 de	 las	 tres	 últimas	 mencionadas	 puede
pretender	 legítimamente	 la	condena	del	acusado;	sin	embargo,	 cuando	 las
pretensiones	de	una	de	las	partes	se	restringen	al	plano	o	interés	económico
y	son,	por	lo	tanto,	pretensiones	de	carácter	civil,	el	ejercicio	de	recursos	en
contra	de	la	sentencia	condenatoria	no	conduce	a	inobservar	la	interdicción
peyorativa	 o	 reformatio	 in	 peius,	 salvo	 en	 lo	 relacionado	 con	 dicha
pretensión.	No	basta	que	el	juez	ad	quem	se	limite	a	contabilizar	el	número
de	partes	recurrentes	para	concluir,	eo	ipso	la	inexistencia	de	la	prohibición
constitucional	por	registrarse	una	pluralidad	de	apelantes.	Por	el	contrario,
el	 juzgador	debe	establecer	 la	naturaleza	de	 las	pretensiones	esgrimidas	y
conformar	 sus	 facultades	 decisorias	 a	 lo	 estrictamente	 permitido	 por	 la
Constitución.	Sería	absurdo,	y	a	la	vez	inconstitucional,	acabar	agravando	la
condena	de	privación	de	 la	 libertad	del	procesado,	 si	 habiendo	apelado	 la
sentencia,	 el	 juez	decide	 finalmente	aumentar	 la	pena	principal	por	efecto
de	la	pretensión	concurrente,	pero	de	naturaleza	estrictamente	económica,
elevada	por	 la	parte	 civil”.	 (C.	 Const.	 de	Colombia,	 Sent.	T-474,	 jul.	 29/92.
M.P.	Eduardo	Cifuentes	Muñoz,	Alejandro	Martínez	Caballero)
DOCTRINA.—En	 los	 sistemas	 acusatorios	 la	 reformatio	 in	 peius	 se
extiende	 a	 cualquier	 situación.	 “En	 efecto,	 en	 los	 sistemas	 acusatorios
existe	 una	 tendencia	 a	 limitar	 los	 poderes	 del	 superior	 jerárquico,	 a
diferencia	 de	 lo	 sucedido	 en	 los	 sistemas	 inquisitivos	 por	 cuanto	 (…)	 en
estos	 últimos,	 el	 recurso	 de	 apelación	 contra	 la	 sentencia	 se	 encontraba
íntimamente	 ligado	 con	 la	 idea	de	delegación	del	poder	 jurisdiccional	que
gobernaba	la	administración	de	justicia,	de	suerte	que	el	poder	que	se	había
delegado	 en	 el	 inferior	 debía	 devolverse	 por	 completo	 al	 superior,	 lo	 que
implicaba	acordarle	a	este	último	amplios	poderes	para	revisar	lo	decidido
por	 el	 a	 quo.	 Por	 el	 contrario,	 en	 un	modelo	 procesal	 penal	 de	 tendencia
acusatoria,	 los	 poderes	 del	 juez	 de	 segunda	 instancia	 se	 encuentran
limitados	por	lo	decidido	por	el	inferior	jerárquico.
De	 igual	 manera,	 extender	 la	 prohibición	 de	 la	 reformatio	 in	 peius	 a
cualquier	 situación	 es	 conforme	 con	 un	 principio	 esencial	 de	 los	 sistemas
acusatorios,	 cual	 es,	 la	 exigencia	 de	 correlación	 entre	 la	 acusación	 y	 la
sentencia.	 En	 efecto,	 la	 imparcialidad	 del	 órgano	 jurisdiccional	 que	 se
pretende	 garantizar	 con	 el	 principio	 acusatorio	 exige	 que	 se	 impida
condenar	 por	 hechos	 distintos	 de	 los	 acusados	 o	 a	 persona	 distinta	 de	 la
acusada,	es	decir,	debe	existir	una	correlación	entre	el	acto	de	acusación	y	la
sentencia.
Así	mismo,	ampliar	la	garantía	de	la	interdicción	de	la	reformatio	in	peius
constituye	 un	 medio	 para	 asegurar	 en	 mejor	 medida	 los	 derechos	 de	 la
víctima	 a	 la	 justicia,	 la	 verdad	 y	 la	 reparación,	 ya	 que	 cuando	 esta	 se
constituya	en	apelante	único,	el	superior	jerárquico	no	podrá	desmejorar	la
situación	 en	 relación	 con	 el	 disfrute	 de	 tales	 derechos	 amparados	 por	 la
Constitución	y	por	los	tratados	internacionales	que	hacen	parte	del	bloque
de	 constitucionalidad”.	 (C.	 Const.	 de	 Colombia,	 Sent.	 C-591,	 jun.	 09/2005.
M.P.	Clara	Inés	Vargas	Hernández)
D.	Leg.	957.
ART.	410.—Impugnación	diferida.
1.	 En	 los	 procesos	 con	 pluralidad	 de	 imputados	 o	 de	 delitos,
cuando	 se	 dicte	 auto	 de	 sobreseimiento,	 estando	 pendiente	 el
juzgamiento	 de	 los	 otros,	 la	 impugnación	 que	 se	 presente	 si	 es
concedida	 reservará	 la	 remisión	 de	 los	 autos	 hasta	 que	 se
pronuncie	la	sentencia	que	ponga	fin	a	la	instancia,	salvo	que	ello
ocasione	grave	perjuicio	a	alguna	de	las	partes.
2.	En	este	último	caso,	la	parte	afectada	podrá	interponer	recurso
de	queja,	en	el	modo	y	forma	previsto	por	la	ley.
D.	Leg.	957.
ART.	411.—Libertad	de	los	imputados.	Los	imputados	que
hayan	sobrepasado	el	tiempo	de	la	pena	impuesta	por	una
sentencia	pendiente	de	recurso,	sin	perjuicio	que	éste	sea
resuelto,	serán	puestos	en	inmediata	libertad.	El	juzgador	está
facultado	para	dictar	las	medidas	que	aseguren	la	presencia	del
imputado,	siendo	aplicable	en	lo	pertinente	las	restricciones
contempladas	en	el	artículo	288.
D.	Leg.	957.
ART.	412.—Ejecución	provisional.
1.	Salvo	disposición	contraria	de	la	ley,	 la	resolución	impugnada
mediante	 recurso	 se	 ejecuta	 provisionalmente,	 dictando	 las
disposiciones	pertinentes	si	el	caso	lo	requiere.
2.	Las	impugnaciones	contra	las	sentencias	y	demás	resoluciones
que	dispongan	la	libertad	del	imputado	no	podrán	tener	efecto
suspensivo.
JURISPRUDENCIA.—El	juez	de	investigación	preparatoria	no	puede
suspender	de	oficio	la	ejecución	del	mandato	de	prisión	preventiva.	“Las
impugnaciones,	en	principio,	no	obstaculizan	la	efectividad	de	la	tutela
jurisdiccional	reconocida;	en	este	sentido,	el	artículo	412	inciso	primero	del
CPP	(...).	En	consonancia	con	ello,	además	y	específicamente,	el	artículo	278
del	CPP-inciso	primero,	en	su	parte	in	fine,	prescribe	que:	‘Contra	el	auto	de
prisión	preventiva	procede	recurso	de	apelación.	(...)	La	apelación	se	concede
con	efecto	devolutivo’.
En	conclusión,	el	extremo	del	carácter	suspensivo	–cuya	decisión	no	es
prerrogativa	unilateral	del	juez	sino,	como	se	evidencia,	una	condición	sujeta
a	la	posición	de	parte–	del	mandato	de	prisión	preventiva	ordenado	por	el	a
quo	deviene	en	irregular,	al	haberse	otorgado	una	consecuencia	jurídica	no
amparada	en	el	ordenamiento	jurídico	procesal,	más	aun	violándose	una
situación	imperativa	definida	a	cabalidad	por	el	legislador	–la	prohibición	es
expresa–,	se	vulneró	la	garantía	procesal	específica	de	legalidad	procesal,	la
cual	se	encuentra	reconocida	en	el	artículo	1°,	apartado	dos,	del	Título
Preliminar	del	Código	Procesal	Penal	(...)”.	(CSJ,	Exp.	186-2015-6,	jul.	20/2015.
V.	P.	Carcausto	Calla)
SECCIÓN	II
Los	recursos
D.	Leg.	957.
ART.	 413.—Clases.	 Los	 recursos	 contra	 las	 resoluciones
judiciales	son:
1.	Recurso	de	reposición.
2.	Recurso	de	apelación.
3.	Recurso	de	casación.
4.	Recurso	de	queja.
D.	Leg.	957.
ART.	414.—Plazos.
1.	 Los	 plazos	 para	 la	 interposición	 de	 los	 recursos,	 salvo
disposición	legal	distinta,	son:
a)	Diez	días	para	el	recurso	de	casación.
b)	Cinco	días	para	el	recurso	de	apelación	contra	sentencias.
c)	 Tres	 días	 para	 el	 recurso	 de	 apelación	 contra	 autos
interlocutorios	y	el	recurso	de	queja.
d)	Dos	días	para	el	recurso	de	reposición.
2.	El	plazo	se	computará	desde	el	día	siguiente	a	la	notificación	de
la	resolución.
SECCIÓN	III
El	recurso	de	reposición
D.	Leg.	957.
ART.	415.—Ámbito.
1.	El	recurso	de	reposición	procede	contra	 los	decretos,	a	 fin	de
que	el	juez	que	los	dictó	examine	nuevamente	la	cuestión	y	dicte
la	 resolución	 que	 corresponda.	 Durante	 las	 audiencias	 sólo	 será
admisible	el	recurso	de	reposición	contra	todo	tipo	de	resolución,
salvo	las	finales,	debiendo	el	juez	en	este	caso	resolver	el	recurso
en	ese	mismo	acto	sin	suspender	la	audiencia.
2.	El	trámite	que	se	observará	será	el	siguiente:
a)	Si	interpuesto	el	recurso	el	juez	advierte	que	el	vicio	o	error	es
evidente	 o	 que	 el	 recurso	 es	 manifiestamente	 inadmisible,	 lo
declarará	así	sin	más	trámite.
b)	 Si	 no	 se	 trata	 de	 una	 decisión	 dictada	 en	 una	 audiencia,	 el
recurso	 se	 interpondrá	 por	 escrito	 con	 las	 formalidades	 ya
establecidas.	 Si	 el	 juez	 lo	 considera	necesario,	 conferirá	 traslado
por	 el	 plazo	 de	 dos	 días.	 Vencido	 el	 plazo,	 resolverá	 con	 su
contestación	o	sin	ella.
3.	El	auto	que	resuelve	la	reposición	es	inimpugnable.
SECCIÓN	IV
El	recurso	de	apelación
TÍTULO	I
Preceptos	generales
D.	Leg.	957.
ART.	416.—Resoluciones	apelables	y	exigencia	formal.
1.	El	recurso	de	apelación	procederá	contra:
a)	Las	sentencias;
b)	 Los	 autos	 de	 sobreseimiento	 y	 los	 que	 resuelvan	 cuestiones
previas,	 cuestiones	 prejudiciales	 y	 excepciones,	 o	 que	 declaren
extinguida	 la	 acción	 penal	 o	 pongan	 fin	 al	 procedimiento	 o	 la
instancia;
c)	Los	autos	que	revoquen	la	condena	condicional,	la	reserva	del
fallo	condenatorio	o	la	conversión	de	la	pena;
d)	 Los	 autos	 que	 se	 pronuncien	 sobre	 la	 constitución	 de	 las
partes	y	sobre	aplicación	de	medidas	coercitivas	o	de	cesación	de
la	prisión	preventiva;
e)	 Los	 autos	 expresamente	 declarados	 apelables	 o	 que	 causen
gravamen	irreparable.
2.	Cuando	la	Sala	Penal	Superior	tenga	su	sede	en	un	lugar
distinto	del	juzgado,	el	recurrente	deberá	fijar	domicilio	procesal
en	la	sede	de	corte	dentro	del	quinto	día	de	notificado	el
concesorio	del	recurso	de	apelación.	En	caso	contrario,	se	le
tendrá	por	notificado	en	la	misma	fecha	de	la	expedición	de	las
resoluciones	dictadas	por	la	Sala	Penal	Superior.
JURISPRUDENCIA.—El	recurso	de	apelación	y	el	derecho	a	la	pluralidad
de	instancias.	“(...)	el	objeto	del	derecho	a	la	pluralidad	de	instancias,	siendo
éste:	garantizar	que	las	personas,	naturales	o	jurídicas,	que	participen	en	un
proceso	judicial	tengan	la	oportunidad	de	que	lo	resuelto	por	un	órgano
jurisdiccional	sea	revisado	por	un	órgano	superior	de	la	misma	naturaleza,
siempre	que	se	haya	hecho	uso	de	los	medios	impugnatorios	pertinentes,
formulados	dentro	del	plazo	legal.	Asimismo,	se	precisa	algunos	supuestos	que
no	inciden	en	el	contenido	constitucionalmente	protegido	de	este	derecho
(…)”.	(TC,	Exp.	N°	3261-2005,	jul.	08/2005.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Los	recursos	de	apelación	y	queja	impugnan	actos
procesales	emitidos	durante	el	juzgamiento	y	no	se	aplican	a	la
investigación	preliminar	o	a	la	preparatoria.	“13.	Como	es	de	verse	la
finalidad	de	los	recursos	de	apelación	y	queja	es	específicamente	impugnar
actos	procesales	emitidos	en	la	etapa	de	juzgamiento	del	proceso	penal	y	no
resultan	aplicables	a	etapas	previas,	como	lo	son	la	investigación	preliminar	o
la	investigación	preparatoria	dado	que	no	existe	un	vacío	legal	para	el
cuestionamiento	del	resultado	negativo	de	dicha	etapa,	pues	conforme	se	ha
expuesto	en	el	fundamento	10	supra,	tanto	el	artículo	12	de	la	Ley	Orgánica
del	Ministerio	Público	corno	el	inciso	5)	del	artículo	334	del	Nuevo	Código
Procesal	Penal	regulan	expresamente	la	forma	y	el	plazo	en	que	el
denunciante	debe	plantear	los	cuestionamientos	contra	las	disposiciones
fiscales	que	declaran	improcedente	la	formalización	y	continuación	de	la
investigación	preliminar	o	preparatoria”.	(TC,	Exp.	04426-2012-PA/TC,	ene.
15/2014.	S.	S.	Urviola	Hani)
DOCTRINA.—Voto	 en	 discordia	 no	 puede	 fundamentar	 recurso	 de
nulidad.	 “(…)	 en	 el	 nuevo	 proceso	 penal,	 la	 convicción	 de	 los	 jueces	 del
tribunal	 oral	 no	 puede	 ser	 anulada	 por	 la	 sola	 circunstancia	 de	 no	 ser
compartida	por	alguno	de	los	intervinientes,	ni	aún	por	el	tribunal	ad-quem.
Para	 que	 la	 sentencia	 sea	 anulada	 requiere	 que	 esa	 convicción	 se	 haya
adquirido	mediante	 la	 infracción	 de	 ley	 (…)	 la	 sola	 existencia	 de	 un	 voto
disidente	no	puede	dar	origen	a	la	declaración	de	nulidad	de	la	sentencia,	ni
menos	del	juicio,	pues	de	otra	manera	se	habría	exigido	la	unanimidad	en	la
decisión	 (…)	 la	 fundamentación	 del	 voto	 de	 minoría	 explica	 dudas
razonables	para	 adquirir	 la	 convicción	 (…)	pero	 en	 caso	 alguno	 implica	 la
existencia	de	vicios.	(…)	la	disconformidad	que	se	tiene	respecto	de	la	forma
en	que	los	jueces	han	valorado	la	prueba	rendida	para	demostrar	no	sólo	la
existencia	del	ilícito,	sino	que	también	la	participación	de	la	acusada,	escapa
al	 control	 que	 esta	 corte	 tiene	mediante	 el	 recurso	 de	 nulidad,	 el	 que	 va
mucho	más	allá	de	la	simple	discrepancia,	sino	que	como	se	ha	dicho,	debe
afectar	el	derecho,	lo	que	no	se	ha	producido	en	este	caso	(…)”.	(C.	de	Ap.	de
Santiago,	Rol	N°	174-2006,	jul.	10/2006.	Min.	Miguel	Plaza	V.)
D.	Leg.	957.
ART.	417.—Competencia.
1.	Contra	 las	decisiones	emitidas	por	el	 juez	de	 la	 investigación
preparatoria,	así	como	contra	las	expedidas	por	el	juzgado	penal,
unipersonal	o	colegiado,	conoce	el	recurso	la	sala	penal	superior.
2.	Contra	las	sentencias	emitidas	por	el	juzgado	de	paz	letrado,
conoce	del	recurso	el	juzgado	penal	unipersonal.
D.	Leg.	957.
ART.	418.—Efectos.
1.	 El	 recurso	 de	 apelación	 tendrá	 efecto	 suspensivo	 contra	 las
sentencias	 y	 los	 autos	 de	 sobreseimiento,	 así	 como	 los	 demás
autos	que	pongan	fin	a	la	instancia.
2.	Si	se	trata	de	una	sentencia	condenatoria	que	imponga	pena
privativa	de	libertad	efectiva,	este	extremo	se	ejecutará
provisionalmente.	En	todo	caso,	el	tribunal	superior	en	cualquier
estado	del	procedimiento	recursal	decidirá	mediante	auto
inimpugnable,	atendiendo	a	las	circunstancias	del	caso,	si	la
ejecución	provisional	de	la	sentencia	debe	suspenderse.
D.	Leg.	957.
ART.	419.—Facultades	de	la	Sala	Penal	Superior.
1.	 La	 apelación	 atribuye	 a	 la	 sala	 penal	 superior,	 dentro	 de	 los
límites	 de	 la	 pretensión	 impugnatoria,	 examinar	 la	 resolución
recurrida	 tanto	 en	 la	 declaración	 de	 hechos	 cuanto	 en	 la
aplicación	del	derecho.
2.	El	examen	de	la	sala	penal	superior	tiene	como	propósito	que
la	 resolución	 impugnada	 sea	 anulada	 o	 revocada,	 total	 o
parcialmente.	 En	 este	 último	 caso,	 tratándose	 de	 sentencias
absolutorias	podrá	dictar	sentencia	condenatoria.
3.	Bastan	dos	votos	conformes	para	absolver	el	grado.
TÍTULO	II
La	apelación	de	autos
D.	Leg.	957.
ART.	420.—Trámite.
1.	Recibidos	los	autos,	salvo	los	casos	expresamente	previstos	en
este	 código,	 la	 sala	 conferirá	 traslado	 del	 escrito	 de
fundamentación	del	recurso	de	apelación	al	Ministerio	Público	y	a
los	demás	sujetos	procesales	por	el	plazo	de	cinco	días.
2.	Absuelto	el	traslado	o	vencido	el	plazo	para	hacerlo,	si	 la	sala
penal	superior	estima	inadmisible	el	recurso	podrá	rechazarlo	de
plano.	 En	 caso	 contrario,	 la	 causa	 queda	 expedita	 para	 ser
resuelta,	y	se	señalará	día	y	hora	para	la	audiencia	de	apelación.
3.	Antes	de	la	notificación	de	dicho	decreto,	el	Ministerio	Público
y	 los	 demás	 sujetos	 procesales	 pueden	 presentar	 prueba
documental	 o	 solicitar	 se	 agregue	 a	 los	 autos	 algún	 acto	 de
investigación	 actuado	 con	 posterioridad	 a	 la	 interposición	 del
recurso,	 de	 lo	 que	 se	 pondrá	 en	 conocimiento	 a	 los	 sujetos
procesales	 por	 el	 plazo	 de	 tres	 días.	 Excepcionalmente	 la	 sala
podrá	 solicitar	 otras	 copias	 o	 las	 actuaciones	 originales,	 sin	 que
esto	implique	la	paralización	del	procedimiento.
4.	El	auto	en	el	que	 la	sala	declara	 inadmisible	el	recurso	podrá
ser	objeto	de	recurso	de	reposición,	que	se	tramitará	conforme	al
artículo	415.
5.	 A	 la	 audiencia	 de	 apelación	 podrán	 concurrir	 los	 sujetos
procesales	 que	 lo	 estimen	 conveniente.	 En	 la	 audiencia,	 que	 no
podrá	 aplazarse	 por	 ninguna	 circunstancia,	 se	 dará	 cuenta	 de	 la
resolución	 recurrida,	 de	 los	 fundamentos	 del	 recurso	 y,	 acto
seguido,	se	oirá	al	abogado	del	recurrente	y	a	los	demás	abogados
de	las	partes	asistentes.	El	acusado,	en	todo	caso,	tendrá	derecho	a
la	última	palabra.
6.	En	cualquier	momento	de	la	audiencia,	la	sala	podrá	formular
preguntas	 al	 fiscal	 o	 a	 los	 abogados	 de	 los	 demás	 sujetos
procesales,	 o	 pedirles	 que	 profundicen	 su	 argumentación	 o	 la
refieran	a	algún	aspecto	específico	de	la	cuestión	debatida.
7.	Salvo	los	casos	expresamente	previstos	en	este	código,	la	sala
absolverá	el	grado	en	el	plazo	de	veinte	días.
JURISPRUDENCIA.—La	asistencia	de	los	sujetos	procesales	a	la
audiencia	de	apelación	de	autos	es	facultativa.	“Que,	ahora	bien,	el
procedimiento	del	recurso	de	apelación	en	el	tribunal	superior	ha	sido
regulado	separadamente	según	la	resolución	impugnada	se	trate	de	auto	o	de
sentencia	(así,	artículos	420	y	424	del	NCPP,	respectivamente).	Tratándose	de
autos,	como	el	presente	que	se	recurre	una	decisión	sobre	prisión	preventiva,
el	apartado	cinco	del	artículo	420	NCPP	es	claro	y	definitivo,	no	deja	lugar	a
dudas	ni	puede	invocarse	siquiera	una	laguna	normativa	que	requiera	acudir
a	la	integración	jurídica,	en	concreto	a	la	aplicación	supletoria	de	otra	norma
similar.	Inicia	el	texto	de	la	citada	norma	con	la	siguiente	frase:	‘A	la
audiencia	de	apelación	podrán	concurrir	los	sujetos	procesales	que	lo	estimen
conveniente’.	A	su	vez,	precisa	que	la	audiencia	de	apelación	‘...no	podrá
aplazarse	por	ninguna	circunstancia..,	y	[...]	se	oirá	al	abogado	de	la	parte
recurrente	y	a	los	demás	abogados	de	las	partes	asistentes’.
Ambas	frases	no	admiten,	dentro	de	su	sentido	literal	posible,	otra	opción	que
entender	que	la	asistencia	a	la	audiencia	de	apelación	de	autos	de	los	sujetos
procesales,	incluyendo	por	cierto	a	sus	abogados	–que	tienen	una	función
específica	dentro	del	proceso	y	su	actividad	se	integra	al	de	la	parte	que
defiende–,	es	facultativa,	y	que	los	esclarecimientos	y	el	propio	debate	de
alegaciones,	con	la	concurrencia	incluso	del	acusado,	que	tiene	derecho	a	la
última	palabra,	es	potestativa	o	discrecional.	En	este	supuesto	se	considera
suficiente	el	mérito	del	acto	de	interposición,	respecto	del	cual	la	ley	exige	su
debida	fundamentación	por	escrito	(artículo	450,	apartado	uno,	literal	b)	y	c),
del	NCPP),	y	se	privilegia	la	necesaria	absolución	del	grado	bajo	el	entendido
de	que	la	argumentación	y	la	pretensión	impugnativa	constan	en	autos”.	(CS,
Sentencia	-	Cas.	52-2009-Arequipa,	jul.	13/2010.	V.	P.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—La	audiencia	de	apelación	puede
realizarse	con	la	sola	presencia	del	abogado	defensor	del	imputado.	“(...)
el	inciso	uno	del	artículo	setenta	y	uno	del	Código	Procesal	Penal	establece:	“...
el	imputado	puede	hacer	valer	por	sí	mismo,	o	a	través	de	su	abogado
defensor	los	derechos	que	la	Constitución	y	las	leyes	le	conceden	...”,	como
vienen	a	ser	la	tutela	jurisdiccional	efectiva,	derecho	de	defensa,	igualdad	ante
la	ley,	a	la	doble	instancia,	entre	otros;	asimismo,	(...)	pese	a	que	la	audiencia
de	apelación,	en	este	caso,	en	atención	a	los	motivos	del	recurso	y	al	ámbito	de
sus	objeciones	no	requiere	de	modo	necesario	la	presencia	del	imputado	(...)
La	audiencia	de	apelación,	por	tanto,	puede	realizarse	con	la	sola	presencia	de
su	abogado	defensor,	a	quien	debe	reconocerse,	analógicamente,	la
representación	del	imputado	y,	por	tanto,	los	derechos	de	intervención	en
todas	las	diligencias	y	de	ejercicio	de	todos	los	medios	de	defensa	que	la	ley
reconoce	(artículo	setenta	y	nueve,	apartado	tres	del	Código	Procesal	Penal)”.
(CS,	Cas.	183-2011-Huaura,	set.	05/2012.	S.	S.	Villa	Stein)
NOTA:	La	Casación	N°	183-2011-Huaura	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	19	de	marzo
del	2013.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	apelación	de	autos,	a	diferencia	de
la	apelación	de	sentencias,	no	exige	la	concurrencia	obligatoria	del
recurrente.	“En	otras	palabras,	no	se	puede	obviar	que	la	sanción	de
inadmisibilidad	del	recurso	por	inasistencia	a	la	audiencia	es	taxativa	para	los
casos	de	apelación	de	sentencias,	y	siempre	en	casos	en	las	que	discute	el	juicio
de	culpabilidad	pero	no	para	la	apelación	de	autos,	lo	cual	no	deriva	de	un
olvido	o	error	del	legislador,	porque	claramente	se	advierte	del	apartado	5,
del	artículo	420,	del	NCPP	(...);	por	tanto,	si	su	asistencia	a	la	audiencia	es
discrecional	o	facultativo,	en	tanto	que	la	ley	los	faculta	a	asistir	o	no	a	un
acto	procesal,	sería	ilegítimo	porque	al	ejercer	un	derecho	sean	sancionados
penalmente.
20	Finalmente,	se	debe	dejar	sentado	que	el	NCPP,	en	su	artículo	420,
apartado	5,	al	señalar	que	las	partes	procesales	podrán	concurrir	a	la
audiencia	de	apelación	de	autos,	no	contraviene	ningún	derecho,	pues,	como
ya	se	explicó	precedentemente,	es	una	facultad	discrecional	de	las	partes	de
asistir	o	no	a	la	audiencia	de	apelación	de	autos;	mientras	que	el	artículo	423,
apartado	3,	del	citado	código,	regula	que	a	la	audiencia	de	apelación	de
sentencia	las	partes	procesales	tendrán	que	concurrir	de	manera	obligatoria,
puesto	que	en	esta	se	analiza	un	nuevo	juicio	oral,	por	lo	que	es	estrictamente
necesaria	la	presencia	de	la	parte	recurrente;	por	consiguiente,	no	es	posible
que	de	manera	supletoria	y	extensiva	se	traslade	el	carácter	de	obligatoriedad
de	la	parte	recurrente	a	la	audiencia	de	apelación	de	autos.	De	ahí	que	cuando
el	impugnante	no	concurra	a	la	audiencia	de	apelación	de	autos,	el	órgano
revisor	no	debe	declarar	inadmisible	el	recurso	–como	sucede	en	la	apelación
de	sentencias–	sino	resolver	el	fondo	de	aquel;	en	provecho	de	la	persecución
regular	de	la	causa,	según	las	normas	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal”.	(CS,
VIII	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitoria	-	2012
-	Acuerdo	Plenario	1-2012/CJ-116,	ene.	18/2013.	S.	S.	San	Martín	Castro)
NOTA:	El	VIII	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitoria	-	2012	se	publicó
en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	04	de	enero	del	2014.	Este	pleno,	si	bien	coincide	en	la	numeración
con	los	Acuerdos	Plenarios	-	2012,	difiere	en	los	contenidos	tratados	y	en	el	año	de	realización.
JURISPRUDENCIA.—CS:	el	fiscal	superior	no	está	obligado	a	participar
en	la	audiencia	de	apelación.	“2.2.1.2.1.	A	ello,	abona	que	el	numeral	5	del
artículo	420	del	Código	Procesal	Penal,	señala	que	la	concurrencia	de	las
partes	a	la	audiencia	de	apelación	de	autos	es	optativa,	es	decir,	no	es
obligatoria.	En	ese	sentido,	la	abstención	de	emitir	pronunciamiento	del	fiscal
superior,	quien	acude	a	la	audiencia	de	apelación	de	auto,	por	un	recurso
interpuesto	por	otra	parte	procesal,	no	afecta	el	derecho	a	la	debida
motivación	de	resoluciones	judiciales,	más	aun	si	la	Directiva	N°	005-2012-
MP-FN,	referida	a	casos	que	se	tramiten	con	las	normas	del	Nuevo	Código
Procesal	Penal,	establece	que	‘Respecto	a	la	interposición	de	los	recursos	de
apelación	por	otros	sujetos	procesales,	el	fiscal	superior	no	está	obligado	a
pronunciarse	por	escrito	ni	a	concurrir	a	la	audiencia	de	apelación’.
2.2.1.2.2.	En	consecuencia,	en	el	caso	sub	examine	el	fiscal	superior	no	estaba
obligado	a	participar	en	la	audiencia	de	apelación,	mucho	menos	a
fundamentar	su	abstención	ni	contestar	el	recurso	de	apelación	interpuesto
por	el	representante	de	la	Sunat,	pues	conforme	se	precisó	líneas	arriba,	uno
de	los	principios	que	se	rigen	en	la	actuación	fiscal	son	de	unidad	y	de
jerarquía,	por	lo	que,	al	haber	solicitado	el	fiscal	provincial	el	sobreseimiento
de	la	causa	y	el	fiscal	superior	no	opinó	en	contrario,	por	tanto	debe
mantenerse	la	opinión	del	primero;	razón	por	la	cual	no	se	infringió	la
garantía	constitucional	a	la	debida	motivación	de	resoluciones,	menos	aún	la
Sala	Penal	de	Apelaciones	realizó	una	errónea	interpretación	del	artículo	64,
numeral	1	del	Código	Procesal	Penal;	en	consecuencia,	el	presente	recurso
debe	desestimarse”.	(C.	S.,	Cas.	475-2013-Tacna,	jun.	17/2015.	S.	S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—El	fiscal	superior	puede	desistir	en	plena	audiencia
de	apelación	del	recurso	de	apelación	del	fiscal	provincial.	“Que	si	se
denuncia	que	el	auto	de	vista	no	se	ha	pronunciado	sobre	la	pretensión	del
recurrente,	es	evidente	que	se	afirma	la	infracción	de	la	garantía	de	tutela
jurisdiccional	por	lesión	del	principio	de	exhaustividad	(es	la	denominada
incongruencia	omisiva,	supuesto	sin	duda	distinto	de	las	otras	modalidades	de
incongruencia	que	lesionan	el	principio	acusatorio).	Asimismo,	si	se	entiende,
desde	el	recurso	del	acusado,	que	el	fiscal	superior	no	puede	desistirse	en
plena	audiencia	de	apelación	del	recurso	de	apelación	del	fiscal	provincial	o	si,
por	lo	demás,	se	estima	que	el	desistimiento	debe	ser	expreso,	entonces,	se
vulnerarían	las	normas	que	rigen	la	viabilidad	de	la	pretensión	impugnativa	y
su	correcto	entendimiento,	con	la	consiguiente	omisión	de	un
pronunciamiento	sobre	el	mérito	o	fondo	de	la	controversia,	lo	que	también
afectaría	la	garantía	de	tutela	jurisdiccional	porque	no	se	dictaría,	sin
fundamento	que	lo	justifique,	una	decisión	de	fondo	fundada	en	derecho.
No	hay	base	jurídico	constitucional	para	sostener	argumentalmente	que,
concurrentemente,	esas	afectaciones	también	inciden	en	las	garantías	del
debido	proceso	y	de	defensa	procesal	–esta	última	garantía	ha	sido
desarrollada	por	el	artículo	IX	del	Título	Preliminar	del	nuevo	Código	Procesal
Penal,	en	ninguno	de	cuyos	derechos	instrumentales	tiene	cabida	el
argumento	impugnativo	del	imputado–“.	(C.	S.,	Cas.	22-2010-Cusco,	jun.
15/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
TÍTULO	III
La	apelación	de	sentencias
D.	Leg.	957.
ART.	421.—Trámite	inicial.
1.	 Recibidos	 los	 autos,	 la	 sala	 conferirá	 traslado	 del	 escrito	 de
fundamentación	 del	 recurso	 de	 apelación	 por	 el	 plazo	 de	 cinco
días.
2.	Cumplida	la	absolución	de	agravios	o	vencido	el	plazo	para
hacerlo,	si	la	sala	penal	superior	estima	inadmisible	el	recurso
podrá	rechazarlo	de	plano.	En	caso	contrario,	comunicará	a	las
partes	que	pueden	ofrecer	medios	probatorios	en	el	plazo	de
cinco	días.	El	auto	que	declara	inadmisible	el	recurso	podrá	ser
objeto	de	recurso	de	reposición,	que	se	tramitará	conforme	al
artículo	415.
D.	Leg.	957.
ART.	422.—Pruebas	en	segunda	instancia.
1.	 El	 escrito	 de	 ofrecimiento	 de	 pruebas	 deberá	 indicar
específicamente,	 bajo	 sanción	 de	 inadmisibilidad,	 el	 aporte	 que
espera	de	la	prueba	ofrecida.
2.	Sólo	se	admitirán	los	siguientes	medios	de	prueba:
a)	 Los	 que	 no	 se	 pudo	 proponer	 en	 primera	 instancia	 por
desconocimiento	de	su	existencia;
b)	 Los	 propuestos	 que	 fueron	 indebidamente	 denegados,
siempre	 que	 hubiere	 formulado	 en	 su	 momento	 la	 oportuna
reserva;	y,
c)	 Los	 admitidos	 que	 no	 fueron	 practicados	 por	 causas	 no
imputables	a	él.
3.	 Sólo	 se	 admitirán	 medios	 de	 prueba	 cuando	 se	 impugne	 el
juicio	 de	 culpabilidad	 o	 de	 inocencia.	 Si	 sólo	 se	 cuestiona	 la
determinación	judicial	de	la	sanción,	las	pruebas	estarán	referidas
a	ese	único	extremo.	Si	la	apelación	en	su	conjunto	sólo	se	refiere
al	 objeto	 civil	 del	 proceso,	 rigen	 los	 límites	 estipulados	 en	 el
artículo	374	del	Código	Procesal	Civil.
4.	 La	 sala	 mediante	 auto,	 en	 el	 plazo	 de	 tres	 días,	 decidirá	 la
admisibilidad	de	 las	pruebas	ofrecidas	en	 función	a	 lo	dispuesto
en	 el	 numeral	 2)	 del	 artículo	 155	 y	 a	 los	 puntos	 materia	 de
discusión	en	la	apelación.	La	resolución	es	inimpugnable.
5.	También	serán	citados	aquellos	testigos	–incluidos	los
agraviados–	que	han	declarado	en	primera	instancia,	siempre	que
la	sala	por	exigencias	de	inmediación	y	contradicción	considere
indispensable	su	concurrencia	para	sustentar	el	juicio	de	hecho	de
la	sentencia,	a	menos	que	las	partes	no	hayan	insistido	en	su
presencia,	en	cuyo	caso	se	estará	a	lo	que	aparece	transcrito	en	el
acta	del	juicio.
JURISPRUDENCIA.—Se	concede	el	recurso	de	casación	penal	incluso	si	el
recurrente	no	indica	directamente	la	vulneración	del	precepto
constitucional.	“(...)	para	definir	la	presencia	de	un	interés	casacional
fundado,	es	de	rigor	analizar	los	motivos	del	recurso	de	casación	de	la	actora
civil;	que	esta	introduce	un	motivo	de	casación:	inobservancia	de	la	garantía
constitucional	de	carácter	procesal,	en	rigor,	del	debido	proceso	penal;	que
este	motivo	radica	–según	sus	argumentos–	en	que	en	segunda	instancia	no	se
le	convocó	para	que	preste	declaración	pese	a	que	su	testimonio	fue	ofrecido
como	prueba,	con	infracción	del	artículo	cuatrocientos	veintidós	apartado
cinco	del	nuevo	Código	Procesal	Penal,	de	suerte	que,	de	un	lado,	la	valoración
probatoria	no	comprendió	la	actuación	de	una	prueba	pertinente	y,	por	ende,
tampoco	examinó	una	prueba	personal	con	arreglo	a	los	principios	de
inmediación	y	contradicción;	en	consecuencia,	se	habrían	infringido	tanto	el
debido	proceso	–afectación	del	principio	de	inmediación–	cuanto	la	garantía
de	defensa	procesal	en	su	ámbito	de	derecho	a	la	prueba	pertinente;	que	la
infracción	a	las	garantías	invocadas	se	extiende,	bajo	el	supuesto	de	atentado
al	principio	de	igualdad	de	armas,	a	la	sentencia	de	primera	instancia	porque,
sin	aplicarse	lo	dispuesto	en	el	artículo	ciento	setenta	y	uno	apartados	dos,
tres	y	cinco,	del	nuevo	Código	Procesal	Penal,	se	soslayó	la	prueba	que	ofreció
para	su	actuación	en	el	juicio.	(...)	aun	cuando	expresamente	no	se	invocó	la
directa	vulneración	de	un	precepto	constitucional	y	se	omitió	resaltar	otro,	la
voluntad	impugnativa	de	la	recurrente	es	evidente,	de	suerte	que	al
mencionar	dos	principios	–procesal	uno	y	procedimental	otro–,	comprendidos
ambos	en	la	garantía	al	debido	proceso	penal	y,	con	carácter	previo,	la
garantía	de	defensa	procesal,	se	habilito	el	trámite	casacional”.	(CS,	Auto	de
Calificación	-	Cas.	09-2007-Huaura,	feb.	18/2008.	S.	S.	Salas	Gamboa)
JURISPRUDENCIA.—Documentos	con	fechas	anteriores	a	la
formalización	y	continuación	de	la	investigación	no	pueden	ser
considerados	en	segunda	instancia	como	pruebas	nuevas.	“Al	respecto,	se
advierte	que	los	citados	documentos	datan	de	fechas	anteriores	a	la
disposición	de	formalización	y	continuación	de	la	investigación	preparatoria
(...),	por	lo	tanto,	no	pueden	ser	considerados	en	segunda	instancia	como
pruebas	nuevas,	conforme	a	lo	previsto	por	el	literal	a)	del	numeral	2	del
artículo	422	del	CPP,	por	cuanto	no	se	encontraba	imposibilitado	de
proponerlos	en	primera	instancia,	ya	que	tenía	pleno	conocimiento	de	la
situación	que	pretende	acreditar	con	dichos	documentos.
Respecto	a	lo	alegado	por	el	recurrente,	en	el	sentido	que	le	fue	imposible
ubicarlos	debido	a	su	especial	situación	actual;	dicho	argumento	no	es	de
recibo	por	cuanto	durante	la	etapa	intermedia,	el	recurrente	no	se	encontraba
recluido	en	algún	establecimiento	penal.
En	consecuencia,	al	no	darse	ninguno	de	los	supuestos	antes	indicados,
resultan	inadmisibles	los	medios	de	prueba	ofrecidos”.	(CSJL,	Exp.	00090-
2012-6-1826-JR-PE-01,	oct.	25/2013.	V.	P.	Maita	Dorregaray)
D.	Leg.	957.
ART.	423.—Emplazamiento	para	la	audiencia	de	apelación.
1.	Decidida	la	admisibilidad	de	la	prueba	ofrecida,	en	ese	mismo
auto	 se	 convocará	 a	 las	 partes,	 incluso	 a	 los	 imputados	 no
recurrentes,	para	la	audiencia	de	apelación.
2.	Es	obligatoria	la	asistencia	del	fiscal	y	del	imputado	recurrente,
así	 como	 de	 todos	 los	 imputados	 recurridos	 en	 caso	 la
impugnación	fuere	interpuesta	por	el	fiscal.
3.	 Si	 el	 acusado	 recurrente	 no	 concurre	 injustificadamente	 a	 la
audiencia,	 se	 declarará	 la	 inadmisibilidad	 del	 recurso	 que
interpuso.	De	 igual	manera	 se	procederá	 si	 no	 concurre	 el	 fiscal
cuando	es	parte	recurrente.
4.	 Si	 los	 imputados	 son	 partes	 recurridas,	 su	 inasistencia	 no
impedirá	 la	realización	de	 la	audiencia,	sin	perjuicio	de	disponer
su	conducción	coactiva	y	declararlos	reos	contumaces.
5.	Es,	asimismo,	obligatoria	la	concurrencia	de	las	partes	privadas
si	 ellas	 únicamente	 han	 interpuesto	 el	 recurso,	 bajo	 sanción	 de
declaración	de	inadmisibilidad	de	la	apelación;	y,
6.	Si	la	apelación	en	su	conjunto	sólo	se	refiere	al	objeto	civil	del
proceso,	no	es	obligatoria	la	concurrencia	del	imputado	ni	del
tercero	civil.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Es	posible	continuar	con	el	juicio	y
desarrollar	la	audiencia	de	apelación	aun	si	el	imputado	recurrido	no
concurre.	“(...)	de	conformidad	con	el	inciso	uno	del	artículo	cuatrocientos
veintitrés	del	Código	Procesal	Penal	que	una	vez	que	se	ha	decidido	la
admisibilidad	de	la	prueba	ofrecida	(...)	se	deberá	convocar	a	las	partes,
incluso	a	los	imputados	no	recurrentes	a	la	audiencia	de	apelación,	en	efecto
esta	norma	hace	mención	a	que	el	órgano	jurisdiccional	debe	poner	en
conocimiento	de	todos	los	sujetos	procesales	la	realización	de	dicha	audiencia,
con	el	fin	de	dárseles	la	oportunidad	a	que	puedan	asistir	y	hacer	valer	sus
posiciones	antes	que	la	causa	sea	resuelta	en	segunda	instancia.
4.1.2.	Que,	asimismo,	el	inciso	dos	del	citado	dispositivo	legal	y	que	habría
sido	vulnerado,	según	alega	el	recurrente,	con	el	proceder	del	colegiado
superior,	estipula:	‘...	Es	obligatoria	la	asistencia	del	fiscal	y	del	imputado
recurrente,	así	como	de	todos	los	imputados	recurridos	en	caso	la
impugnación	fuere	interpuesta	por	el	fiscal	...’;	en	efecto,	dicha	norma	en
principio	establece	la	obligatoriedad	de	la	asistencia	del	imputado	recurrido
ante	la	impugnación	efectuada	por	el	fiscal,	sin	embargo,	dicha	norma	debe
ser	comprendida	y	aplicada	no	de	manera	aislada	y	literal,	sino	que	debe
interpretarse	en	forma	sistemática	con	las	demás	disposiciones	que	guarden
relación	con	dicha	premisa	inicial	dentro	del	marco	jurídico	vigente,	así	se
tiene	que	el	inciso	cuatro	del	artículo	cuatrocientos	veintitrés	de	la	norma
acotada,	señala:	‘...	Si	los	imputados	son	partes	recurridas	(...)	su	inasistencia
no	impedirá	la	realización	de	la	audiencia	...’,	entonces,	resulta	razonable
establecer	que	no	obstante	la	obligatoriedad	anotada,	el	legislador	ha
previsto	casos	en	los	que	no	concurra	el	imputado	recurrido,	en	tales
supuestos	la	fórmula	legal	a	seguir	por	el	juzgador	no	es	suspender	el	juicio,
sino	por	el	contrario	en	esos	casos	la	audiencia	se	debe	llevar	a	cabo,	tanto
más	si	concurre	el	abogado	defensor	del	procesado”.	(CS,	Cas.	183-2011-
Huaura,	set.	05/2012.	S.	S.	Villa	Stein)
NOTA:	La	Casación	N°	183-2011-Huaura	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	19	de	marzo
del	2013.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—La	conducción	coactiva	y	la
declaración	de	contumaz	deben	ser	aplicadas	caso	por	caso	y	no	en
forma	definitiva,	general	e	indiscriminada.	“(...)	en	cuanto	a	lo	alegado	por
el	recurrente	en	el	sentido	que	ante	la	inasistencia	del	imputado	a	la
audiencia	de	apelación,	los	jueces	superiores	no	disponen	previamente	su
conducción	coactiva	y	declararlos	contumaces,	cabe	indicar	que	dicha
disposición	contenida	en	la	parte	final	del	inciso	cuatro	del	artículo
cuatrocientos	veintitrés,	debe	ser	aplicada,	caso	por	caso	y	no	en	forma
definitiva,	general	e	indiscriminada,	ello	pues	en	algunos	casos	concretos,	la
prueba	de	cargo	conocida	por	el	órgano	jurisdiccional	en	segunda	instancia
puede	ser	tan	débil	e	insuficiente	para	cuestionar	una	decisión	absolutoria	de
primera	instancia,	que	sería	razonablemente	inadecuado	disponer	la
conducción	coactiva	del	imputado	recurrido	o	su	declaración	de	contumaz,
cuando	su	presencia	–que	puede	ser	incluso	convalidada	con	la	asistencia	de
su	abogado	defensor–	no	sea	determinante	para	definir	la	decisión	judicial,
entonces	resulta	adecuado	precisar	que	en	función	a	la	naturaleza	de	los
hechos	y	la	prueba	de	cargo	y	de	descargo	que	exista	en	cada	caso	particular,
el	juzgador	podrá	adoptar	la	decisión	que	considere	pertinente,	proporcional
y	razonable	en	cada	uno	de	ellos,	sin	que	la	no	imposición	de	las	medidas
anotadas	en	la	parte	final	del	artículo	cuatrocientos	veintitrés	del	Código
Procesal	Penal	signifique	per	sé	afectación	al	debido	proceso”.	(CS,	Cas.	183-
2011-Huaura,	set.	05/2012.	S.	S.	Villa	Stein)
NOTA:	La	Casación	N°	183-2011-Huaura	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	19	de	marzo
del	2013.
JURISPRUDENCIA.—Tribunal	Constitucional	puntualiza	supuestos	en	los
que	se	puede	condenar	en	ausencia.	“Es	más,	en	la	experiencia
constitucional	comparada,	el	tribunal	observa	que	su	homólogo	español	(STC
91/2000)	ha	indicado	que	si	bien	resulta	constitucionalmente	exigible	la
presencia	del	imputado	en	el	proceso	penal	‘ello	no	comporta,	sin	embargo,	la
proscripción	constitucional	de	la	condena	in	absentia.	En	efecto,	en
determinadas	condiciones,	atendiendo	a	intereses	que	son	dignos	de
protección,	puede	admitirse	la	condena	en	ausencia	pues	la	sentencia	penal
condenatoria,	con	independencia	de	la	efectividad	de	la	pena	impuesta,
produce	otros	efectos	jurídicos	plausibles	(cierra	la	vía	de	prescripción	de	los
delitos	para	abrir	la	más	dilatada	de	las	penas,	posibilita	la	satisfacción	de	los
daños	y	perjuicios	causados	por	el	delito,	asegura	de	forma	documentada	la
producción	de	medios	de	prueba	cuya	fiabilidad	el	tiempo	puede	perjudicar,	y
puede	contribuir	a	la	prevención	general	y	a	la	restauración	del	orden	jurídico
perturbado	por	la	infracción)’.
13.	Así	las	cosas,	a	juicio	de	este	Tribunal	Constitucional,	en	la	determinación
del	ámbito	de	protección	del	principio-derecho	a	no	ser	condenado	en
ausencia	ha	de	distinguirse	diversos	supuestos:	(a)	los	procesados	rebeldes,	(b)
los	procesados	que	desconocen	o	ignoran	el	proceso	y	(c)	los	imputados	con
grave	comportamiento	en	el	proceso”.	(T.	C,	Sent.	del	Pleno	-	Exp.	01691-2010-
PHC/TC,	dic.	09/2015.	S.	S.	Urviola	Hani)
D.	Leg.	957.
ART.	424.—Audiencia	de	apelación.
1.	 En	 la	 audiencia	 de	 apelación	 se	 observarán,	 en	 cuanto	 sean
aplicables,	las	normas	relativas	al	juicio	de	primera	instancia.
2.	 Al	 iniciar	 el	 debate	 se	 hará	 una	 relación	 de	 la	 sentencia
recurrida	y	de	las	impugnaciones	correspondientes.	Acto	seguido,
se	 dará	 la	 oportunidad	 a	 las	 partes	 para	 desistirse	 total	 o
parcialmente	 de	 la	 apelación	 interpuesta,	 así	 como	 para	 que
ratifiquen	los	motivos	de	la	apelación.
3.	 A	 continuación	 se	 actuarán	 las	 pruebas	 admitidas.	 El
interrogatorio	de	los	imputados	es	un	paso	obligatorio	cuando	se
discute	 el	 juicio	 de	 hecho	 de	 la	 sentencia	 de	 primera	 instancia,
salvo	que	decidan	abstenerse	de	declarar.
4.	 Pueden	 darse	 lectura	 en	 la	 audiencia	 de	 apelación,	 aun	 de
oficio,	al	informe	pericial	y	al	examen	del	perito,	a	las	actuaciones
del	 juicio	 de	 primera	 instancia	 no	 objetadas	 por	 las	 partes,	 así
como,	 dentro	 de	 los	 límites	 previstos	 en	 el	 artículo	 383,	 a	 las
actuaciones	cumplidas	en	las	etapas	precedentes.
5.	Al	culminar	la	actuación	de	pruebas,	las	partes	alegarán	por	su
orden	empezando	por	las	recurrentes,	de	conformidad	en	lo
pertinente	con	el	numeral	1)	de	artículo	386.	El	imputado	tendrá
derecho	a	la	última	palabra.	Rige	lo	dispuesto	en	el	numeral	5)	del
artículo	386.
UNIFICACIÓN	DE	CRITERIOS	EN	LA	REFORMA	PROCESAL
R.	2045-2012-MP-FN.
Artículo	Primero.—Aprobar	 las	directivas	N°	005-2012-MP,	N°	006-2012-
MP-FN,	N°	007-2012-MP-FN,	N°	008-2012-MP-FN,	N°	009-2012-MP-FN,	las
mismas	 que	 contienen	 las	 conclusiones	 arribadas	 en	 el	 “Primer	 Congreso
Nacional	de	Fiscales:	Unificación	de	Criterios	en	la	Reforma	Procesal	Penal”,
y	que	forman	parte	integrante	de	la	presente	resolución.
CONCURRENCIA	DEL	FISCAL	SUPERIOR	A	LA	AUDIENCIA	DE
APELACIÓN
Dir.	005-2012-MP-FN
l.	Objeto
La	presente	directiva,	 tiene	como	objeto	regular	 la	participación	del	 fiscal
superior	 en	 las	 audiencias	de	apelación	en	 los	 supuestos	en	 los	que	no	 se
encuentre	 conforme	 con	 el	 recurso	 interpuesto	 por	 el	 fiscal	 provincial	 o
cuando	 sea	 otro	 sujeto	 procesal,	 distinto	 al	 fiscal	 provincial,	 el	 que
interponga	el	recurso	de	apelación.
II.	Finalidad
Unificar	criterios	de	interpretación	y	aplicación	del	nuevo	Código	Procesal
Penal,	aprobado	por	el	Decreto	Legislativo	N°	957	(en	adelante	CPP).
III.	Alcance
La	presente	directiva,	es	de	aplicación	obligatoria	para	todos	los	fiscales	de
los	distritos	judiciales	en	los	que	se	encuentra	vigente	el	CPP.
IV.	Base	legal
•	Constitución	Política	del	Perú:	artículos	158	y	159.
•	Código	Procesal	Penal	 -	Decreto	Legislativo	957:	artículos	61.1,	69,	406,
420,	421.
•	Ley	Orgánica	del	Ministerio	Público	 -	Decreto	Legislativo	052:	 artículos
1°,	5°	y	64.
•	Reglamento	de	Control	Interno	del	Ministerio	Público:	artículo	23,	incisos
c	y	d.
V.	Normas	generales
Rol	del	Ministerio	Público
1.	 Conforme	 lo	 establece	 la	 Constitución	 Política	 del	 Perú,	 el	 Ministerio
Público	 es	 un	 órgano	 estatal	 autónomo	 (artículo	 158),	 titular	 de	 la	 acción
penal	 pública	 (artículo	 159.5),	 defensor	 de	 la	 legalidad	 y	 de	 los	 intereses
públicos	 (artículo	 159.1),	 encargado	 de	 velar	 por	 la	 independencia	 de	 los
órganos	 jurisdiccionales,	 por	 la	 recta	 administración	 de	 justicia	 (artículo
159.2),	entre	otros.
2.	El	Ministerio	Público,	como	titular	de	la	acción	penal,	conduce	desde	un
inicio	 la	 investigación	del	delito,	para	 cuyo	propósito	debe	actuar	bajo	 los
parámetros	 del	 principio	 de	 objetividad,	 rigiéndose	 únicamente	 por	 la
Constitución	 y	 la	 ley,	 sin	 perjuicio	 de	 las	 directivas	 o	 instrucciones	 de
carácter	general	que	emita	la	Fiscalía	de	la	Nación	(artículo	61	del	CPP).	En
ese	 sentido,	 será	 pasible	 de	 sanción	 disciplinaría,	 entre	 otros	 motivos,
cuando	transgreda	las	prohibiciones	del	artículo	20	de	la	Ley	Orgánica	del
Ministerio	 Público	 o	 incumpla	 las	 disposiciones	 legales,	 normas
complementarias	y	de	carácter	interno	emitidas	por	la	Fiscalía	de	la	Nación
o	la	junta	de	fiscales	supremos	del	Ministerio	Público,	y	por	sus	superiores
jerárquicos	(artículo	23,	literal	c	y	d,	del	Reglamento	de	Control	Interno	del
Ministerio	Público).
El	Ministerio	Público	y	la	debida	motivación
3.	Dentro	 de	 los	 derechos	 contenidos	 en	 el	 principio	 del	 debido	 proceso,
entendido	éste	como	el	conjunto	de	reglas	y	principios	mínimos	que	deben
exigirse	y	respetarse	en	un	proceso	o	procedimiento	en	el	que	se	discutan
derechos	 u	 obligaciones	 de	 una	 persona,	 se	 encuentra	 el	 derecho	 a	 la
motivación	de	resoluciones	judiciales,	cuyo	contenido	ha	sido	desarrollado
por	el	Tribunal	Constitucional	en	 la	Sentencia	recaída	en	el	Expediente	N°
1230-2002-HC/TC,	en	el	que	se	precisó	que	lo	garantizado	por	éste	derecho
es	que	 la	 decisión	 expresada	 en	 el	 fallo	 o	 resolución,	 sea	 consecuencia	de
una	deducción	razonada	de	los	hechos	del	caso,	las	pruebas	aportadas	y	su
valoración	jurídica.
Lo	antes	señalado,	ha	sido	complementado	por	el	máximo	intérprete	de	la
Constitución,	 en	 su	 sentencia	 emitida	 en	 el	 Expediente	 N°	 08495-2006-
AA/TC	del	07	de	agosto	del	2008,	en	la	que	refiere	que	motivar	no	significa
señalar	 la	 norma	 en	 la	 cual	 funda	 su	 decisión	 el	 órgano	 estatal,	 sino	 que
resulta	necesario	que	se	expresen	las	razones	de	orden	fáctico	o	jurídico	por
las	 cuales	 adopta	 una	 decisión	 y	 sólo	 así	 no	 será	 considerado	 un	 acto
arbitrario,	 de	 lo	 cual	 se	 va	 desprendiendo	 la	 idea	 de	 que	 el	 fundamento
último	 del	 derecho	 a	 la	 debida	 motivación	 de	 resoluciones	 se	 encuentra
contenido	en	un	principio	más	general	del	derecho	público;	 la	 interdicción
de	la	arbitrariedad.
4.	El	artículo	64	del	CPP,	establece	la	obligación	de	los	representantes	del
Ministerio	 Público	 de	 motivar	 sus	 decisiones,	 asimismo,	 precisa	 que	 el
Ministerio	 Público	 (entiéndase	 sus	 representantes),	 “formulará	 [n]	 sus
disposiciones,	 requerimientos	 y	 conclusiones	 en	 forma	 motivada	 y
especifica,	 de	 manera	 que	 se	 basten	 a	 sí	 mismos,	 sin	 remitirse	 a	 las
decisiones	 del	 juez,	 ni	 a	 disposiciones	 o	 requerimientos	 anteriores,
procederá	oralmente	en	 la	audiencia	y	en	 los	debates,	y	por	escrito	en	 los
demás	casos”,	norma	que	es	complementada	con	el	artículo	122,	en	el	que
se	 establece	 que	 “las	 disposiciones	 y	 los	 requerimientos	 deben	 estar
motivados”,	por	ello,	se	establece	como	supuesto	de	una	infracción	sujeta	a
sanción	disciplinaria	cuando	“emita	dictámenes	y	resoluciones	con	falta	de
adecuado	estudio,	motivación	y	fundamentación”	(artículo	23,	 literal	k,	del
Reglamento	de	Control	Interno	del	Ministerio	Público).
5.	Finalmente,	resulta	 importante	recordar	que	 la	atribución	al	Ministerio
Público,	de	la	titularidad	de	la	acción	penal,	es	el	reconocimiento	del	Estado
al	interés	público	que	los	hechos	ilícitos	no	queden	impunes,	lo	cual	podría
ocurrir	si	la	acción	penal	se	dejara	en	manos	de	los	particulares,	quienes,	tal
como	refiere	Claus	Roxin,	en	muchas	ocasiones	no	están	dispuestos	o	no	se
hallan	 en	 la	 situación	 de	 ejercer	 la	 acción	 por	 sí	 mismos	 (Roxin,	 Claux.
Derecho	Procesal	Penal.	Traducción	de	la	25°	edición	alemana	de	Gabriela	E.
Córdoba	 y	Daniel	 R.	 Pastor.	 Buenos	Aires.	 Editores	 del	 Puerto.	 2000.	 Pág.
Pág.	83).
La	proscripción	de	la	arbitrariedad
6.	 Si	 bien	 es	 cierto	 la	 proscripción	 de	 la	 arbitrariedad	 no	 se	 encuentra
reconocida	 de	 manera	 expresa	 en	 nuestra	 Carta	 Magna;	 sin	 embargo,	 tal
como	lo	ha	establecido	el	Tribunal	Constitucional	en	la	Sentencia	emitida	en
el	 Expediente	 N°	 00535-2009-AA/TC	 del	 05	 de	 febrero	 del	 2009,	 es	 un
principio	 implícito	 que	 se	 deduce	 de	 los	 artículos	 3°	 (que	 instituye	 el
carácter	numerus	apertus	de	los	Principios	y	Derechos	Fundamentales),	y	el
artículo	 43	 (que	 instaura	 el	 modelo	 de	 Estado	 Social	 y	 Democrático	 de
Derecho),	 sobre	 el	 cual	 se	 sustenta	 toda	 la	 organización	 política-	 social	 y
jurídica	 de	 nuestro	 país.	 Respecto	 a	 su	 contenido,	 la	 propia	 Sentencia	 del
Tribunal	Constitucional,	refiere:
“Este	 principio	 tiene	 un	 doble	 significado:	 (i)	 en	 un	 sentido	 clásico	 y
genérico,	 la	 arbitrariedad	 aparece	 como	 el	 reverso	 de	 la	 justicia	 y	 el
derecho;	 (ii)	 en	 un	 sentido	moderno	 y	 concreto,	 la	 arbitrariedad	 aparece
como	 lo	 carente	 de	 fundamentación	 objetiva,	 lo	 incongruente	 y
contradictorio	con	 la	realidad	que	ha	de	servir	de	base	a	 toda	decisión.	Es
decir,	como	aquello	desprendido	o	ajeno	a	toda	razón	de	explicarlo.”
7.	El	Tribunal	Constitucional	 en	 la	 Sentencia	 emitida	 en	 el	Expediente	N°
06204-2006-HC/TC	del	09	de	agosto	del	2006,	 reconoce	que	el	Ministerio
Público	 tiene	 la	 facultad	discrecional	 de	 ejercitar	 la	 acción	penal;	 empero,
dicha	 discrecionalidad	 no	 debe	 llevar	 a	 los	 representantes	 del	 Ministerio
Público	 a	 la	 arbitrariedad,	pues	 su	discrecionalidad	 como	 todo	acto	de	un
poder	 u	 órgano	 del	 Estado	 tiene	 siempre	 limites:	 la	 Constitución	 y	 los
Derechos	 fundamentales	en	ella	 contenidos.	Así	 también,	 considera	que	 la
facultad	 discrecional	 de	 denunciar	 un	 hecho	 como	 delito,	 que	 le	 ha	 sido
reconocido	por	 la	Constitución	Política	 al	Ministerio	Público,	 se	 encuentra
limitada	y	garantizada	por	el	principio	de	interdicción	de	la	arbitrariedad.
Posteriormente,	en	la	Sentencia	emitida	en	el	Expediente	N°	00945-2009-
HC/TC	 del	 26	 de	 mayo	 del	 2009,	 manifiesta	 que:	 “(...)	 este	 tribunal	 en
reiterada	jurisprudencia	ha	precisado	que	si	bien	la	actividad	del	Ministerio
Público	en	la	investigación	preliminar	del	delito,	al	formalizar	la	denuncia,	al
formular	la	acusación	fiscal	o	al	emitir	opinión	sobre	el	grado,	se	encuentra
vinculado	 al	 principio	 de	 interdicción	 de	 la	 arbitrariedad	 y	 al	 debido
proceso”.
En	 tal	 sentido,	 la	 labor	 de	 los	 representantes	 del	 Ministerio	 Público,	 en
todas	 sus	 instancias,	 está	 enmarcado	 bajo	 los	 parámetros	 de	 la	 debida
motivación	y	 la	prohibición	de	 la	arbitrariedad,	por	 tanto,	 cada	una	de	 las
decisiones	 que	 adopten,	 deberán	 ser	 consecuencia	 de	 una	 deducción
razonada	 de	 los	 hechos	 del	 caso,	 las	 pruebas	 aportadas	 y	 su	 valoración
jurídica,	las	mismas	que	deberán	ser	expuestas,	de	lo	contrario,	se	incurriría
en	 un	 acto	 de	 arbitrariedad,	 que	 cómo	 ya	 se	 ha	 señalado,	 se	 encuentra
proscrito.
La	apelación	y	el	desistimiento
8.	 El	 artículo	 406	 del	 CPP,	 dispone	 que	 quienes	 hayan	 interpuesto	 un
recurso,	 pueden	 desistirse	 antes	 de	 expedirse	 resolución	 sobre	 el	 grado,
expresando	 sus	 fundamentos,	 de	 lo	 cual	 se	 advierte	 la	 obligación	 legal	 de
sustentar	 los	 motivos	 por	 los	 cuales	 un	 sujeto	 procesal	 se	 desiste	 de	 su
recurso	impugnatorio.
Los	 artículos	420	y	421	del	 CPP,	 establecen	que	 tanto	 en	 la	 apelación	de
autos	como	en	las	sentencias,	recibidos	los	autos,	la	sala	conferirá	traslado
del	escrito	de	fundamentación	del	recurso	de	apelación	al	Ministerio	Público
y	 a	 los	 demás	 sujetos	 procesales,	 por	 el	 plazo	 de	 cinco	 días	 (aunque	 el
artículo	 421	 omite	 hacer	 referencia	 expresa	 al	 Ministerio	 Público	 y	 los
demás	 sujetos	procesales),	 esto	debe	 ser	 entendido	 corno	una	omisión	de
redacción.
Respecto	 a	 la	 inconcurrencia	 del	 Ministerio	 Público	 a	 la	 audiencia	 de
apelación	de	autos,	en	caso	sea	el	fiscal	provincial	quien	haya	interpuesto	el
recurso,	el	CPP	procesal	no	dispone	nada	respecto	a	dicha	circunstancia,	en
cambio,	 si	 el	 recurso	 se	 refiere	a	 la	 impugnación	de	una	 sentencia,	 el	CPP
establece	 en	 su	 artículo	 423,	 que	 sí	 el	 fiscal	 superior	 no	 concurre
injustificadamente	 a	 la	 audiencia	 de	 apelación	 se	 declara	 inadmisible	 el
recurso.
La	disconformidad	con	la	apelación
9.	 Como	bien	 se	 ha	 señalado	 en	 los	 numerales	 precedentes,	 si	 bien	 en	 el
caso	de	apelación	de	sentencias	la	sola	inconcurrencia	del	fiscal	superior	es
suficiente	para	declarar	la	 inadmisibilidad	del	recurso;	sin	embargo,	según
las	disposiciones	constitucionales	de	las	cuales	emana	la	proscripción	de	la
arbitrariedad	y	la	obligación	de	los	representantes	del	Ministerio	Público	de
motivar	 sus	 decisiones,	 el	 fiscal	 superior,	 en	 caso	 de	 no	 encontrarse
conforme	con	 la	decisión	del	 fiscal	provincial	de	 interponer	 su	 recurso	de
apelación,	 deberá	 presentar	 un	 escrito,	 dentro	 del	 plazo	 de	 5	 días	 de
notificado	el	recurso	de	apelación,	sustentando	los	motivos	por	los	cuales	se
desiste	del	recurso	de	apelación,	o	contrariamente,	concurrir	a	la	audiencia
de	apelación	y	sustentarla	oralmente,	de	manera	análoga,	deberá	hacerlo	en
caso	de	los	recursos	de	apelación	de	autos,	al	no	tener	éstos	una	regulación
expresa.
10.	 Respecto	 a	 la	 interposición	 de	 los	 recursos	 de	 apelación	 por	 otros
sujetos	 procesales,	 el	 fiscal	 superior	 no	 está	 obligado	 a	 pronunciarse	 por
escrito	ni	a	 concurrir	a	 la	audiencia	de	apelación;	empero,	antes	de	 tomar
dicha	decisión,	deberá	verificar,	como	defensor	de	la	legalidad	y	guardián	de
la	correcta	administración	de	justicia,	que	la	decisión	del	juez	expresada	en
el	 fallo	 o	 resolución	 sea	 consecuencia	 de	 una	 deducción	 razonada	 de	 los
hechos	del	caso,	las	pruebas	aportadas	y	su	valoración	jurídica;	de	advertir
alguna	deficiencia,	deberá	hacer	la	respectiva	observación	sea	por	escrito	u
oralmente,	conforme	se	ha	señalado	en	el	numeral	precedente.
11.	En	el	supuesto	en	que	los	autos	o	sentencias	favorables	a	la	pretensión
del	Ministerio	Público,	sean	apelados	sólo	por	el	imputado,	el	fiscal	superior
deberá	 participar	 en	 la	 audiencia	 de	 apelación	 a	 efectos	 de	 defender	 la
pretensión	del	Ministerio	Público.
12.	 Con	 la	 finalidad	 de	 que	 el	 fiscal	 superior	 pueda	 realizar	 con	 mayor
eficiencia	 lo	 dispuesto	 en	 los	 numerales	 precedentes,	 el	 fiscal	 provincial,
una	vez	interpuesto	el	recurso	de	apelación,	deberá	remitir	en	el	plazo	de	3
días,	 bajo	 responsabilidad	 funcional,	 la	 carpeta	 fiscal	 a	 la	 fiscalía	 superior
que	 conocerá	 del	 recurso	 de	 apelación,	 sin	 perjuicio	 de	 ello,	 el	 fiscal
superior,	en	los	casos	considerados	complejos,	podrá	solicitar	el	apoyo	del
fiscal	 provincial	 que	 previno,	 sea	 en	 el	 despacho	 fiscal	 o	 durante	 la
audiencia	de	apelación.
VI.	Vigencia
La	presente	directiva	será	de	aplicación	obligatoria	desde	el	día	siguiente
de	su	publicación.
JURISPRUDENCIA.—Desde	una	perspectiva	general,	la	concurrencia	a	la
audiencia	es,	por	cierto,	un	derecho	constitucional	de	las	partes.	“La
asistencia	a	la	audiencia	de	apelación	desde	la	perspectiva	del	derecho	a	la
revisión	de	una	resolución	de	primera	instancia	de	carácter	interlocutoria,
instituida	legalmente,	no	trae	consigo	la	inadmisibilidad	de	la	apelación,	su
decadencia.	Es	obvio	que	desde	una	perspectiva	general	la	concurrencia	a	la
audiencia	es,	por	cierto,	un	derecho	constitucional	de	las	partes	–base	del
principio	de	contradicción	y	de	la	garantía	de	defensa	procesal,	de	hacerse	oír
por	el	órgano	jurisdiccional	antes	de	una	decisión–.	El	deber	u	obligación
procesal	de	asistencia,	por	el	contrario,	lo	será	en	la	medida,	según	el	régimen
legal	respectivo,	en	que	una	norma	específica	así	lo	exija.
En	tal	virtud,	la	asistencia	a	la	audiencia	de	apelación	de	autos	es,
propiamente,	una	posibilidad	procesal,	en	tanto	oportunidad	procesal	que	se
brinda	al	apelante	a	fin	de	acrecentar	sus	expectativas	de	una	decisión
favorable	con	su	asistencia	a	las	audiencias	y	exponer	razonada,	razonable	y
oralmente	sus	puntos	de	vista	fácticos	y	jurídicos,	así	como	sus	propias
pretensiones	o	resistencias.	El	NCPP,	para	el	caso	del	recurso	de	apelación,	ha
configurado	la	asistencia	del	impugnante	a	la	apelación	como	una	carga
procesal	sólo	cuando	se	apelen	sentencias,	pues	su	inasistencia	determina	la
declaración	de	inadmisibilidad	del	recurso”.	(CS,	Sentencia	-	Cas.	52-2009-
Arequipa,	jul.	13/2010.	V.	P.	San	Martín	Castro)
D.	Leg.	957.
ART.	425.—Sentencia	de	segunda	instancia.
1.	 Rige	 para	 la	 deliberación	 y	 expedición	 de	 la	 sentencia	 de
segunda	 instancia	 lo	 dispuesto,	 en	 lo	 pertinente,	 en	 el	 artículo
393.	El	plazo	para	dictar	sentencia	no	podrá	exceder	de	diez	días.
Para	la	absolución	del	grado	se	requiere	mayoría	de	votos.
2.	 La	 sala	 penal	 superior	 sólo	 valorará	 independientemente	 la
prueba	 actuada	 en	 la	 audiencia	 de	 apelación,	 y	 las	 pruebas
pericial,	 documental,	 preconstituida	 y	 anticipada.	 La	 sala	 penal
superior	no	puede	otorgar	diferente	valor	probatorio	a	la	prueba
personal	 que	 fue	 objeto	 de	 inmediación	 por	 el	 juez	 de	 primera
instancia,	salvo	que	su	valor	probatorio	sea	cuestionado	por	una
prueba	actuada	en	segunda	instancia.
3.	La	sentencia	de	segunda	instancia,	sin	perjuicio	de	lo	dispuesto
en	el	artículo	409,	puede:
a)	Declarar	la	nulidad,	en	todo	o	en	parte,	de	la	sentencia	apelada
y	disponer	 se	 remitan	 los	 autos	 al	 juez	que	 corresponda	para	 la
subsanación	a	que	hubiere	lugar;
b)	 Dentro	 de	 los	 límites	 del	 recurso,	 confirmar	 o	 revocar	 la
sentencia	 apelada.	 Si	 la	 sentencia	 de	 primera	 instancia	 es
absolutoria	 puede	 dictar	 sentencia	 condenatoria	 imponiendo	 las
sanciones	 y	 reparación	 civil	 a	 que	 hubiere	 lugar	 o	 referir	 la
absolución	 a	 una	 causa	 diversa	 a	 la	 enunciada	 por	 el	 juez.	 Si	 la
sentencia	 de	 primera	 instancia	 es	 condenatoria	 puede	 dictar
sentencia	absolutoria	o	dar	al	hecho,	en	caso	haya	sido	propuesto
por	 la	 acusación	 fiscal	 y	 el	 recurso	 correspondiente,	 una
denominación	jurídica	distinta	o	más	grave	de	la	señalada	por	el
juez	 de	 primera	 instancia.	 También	 puede	 modificar	 la	 sanción
impuesta,	así	como	imponer,	modificar	o	excluir	penas	accesorias,
conjuntas	o	medidas	de	seguridad.
4.	La	sentencia	de	segunda	 instancia	se	pronunciará	siempre	en
audiencia	pública.	Para	estos	efectos	 se	notificará	a	 las	partes	 la
fecha	de	la	audiencia.	El	acto	se	llevará	a	cabo	con	las	partes	que
asistan.	No	será	posible	aplazarla	bajo	ninguna	circunstancia.
5.	 Contra	 la	 sentencia	 de	 segunda	 instancia	 sólo	 procede	 el
pedido	de	aclaración	o	corrección	y	recurso	de	casación,	siempre
que	se	cumplan	los	requisitos	establecidos	para	su	admisión.
6.	Leída	y	notificada	la	sentencia	de	segunda	instancia,	luego	de
vencerse	el	plazo	para	intentar	recurrirla,	el	expediente	será
remitido	al	juez	que	corresponde	ejecutarla	conforme	a	lo
dispuesto	en	este	código.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—La	Corte	Suprema	fija	un	criterio
vinculante:	el	tribunal	de	apelación	no	puede	condenar	al	absuelto	en
primera	instancia.	“En	este	orden	de	ideas,	la	apelación	es	‘el	medio
habilitado	por	el	legislador	para	trasladar	una	resolución	judicial	de	la
primera	instancia,	a	través	del	cual	el	superior	jerárquico	a	aquel	que	dictó	la
resolución	impugnada	puede	revisar	no	solo	los	resultados	del	órgano	inferior,
sino	también	su	actividad	procesal’.	Si	hemos	descartado	la	posibilidad	de
considerar	a	la	casación	como	el	mecanismo	impugnatorio	idóneo	para	lograr
garantizar	la	pluralidad	de	instancias	del	condenado	en	segunda	instancia,
pese	a	haber	sido	absuelto	en	primera	instancia,	el	recurso	de	apelación	se
muestra	como	un	medio	impugnatorio	idóneo	para	lograr	dicha	finalidad.	(...).
4.12.	A	la	fecha	de	la	presente	sentencia,	ninguna	de	las	soluciones
propuestas	antes	expuestas	ha	sido	realizada.	Consecuentemente,	si	nos
encontramos	ante	un	vicio	determinado	por	la	ausencia	de	un	presupuesto
procesal	de	existencia	por	no	haber	–por	no	existir–	un	órgano	jurisdiccional
capaz	de	revisar	la	condena	del	absuelto,	la	consecuencia	jurídica	que	se
desencadena	es	la	nulidad	por	ser	un	vicio	en	el	proceder	(vicio	in
procedendo).	(...)	En	atención	a	todo	lo	expuesto	y	con	el	fin	de	salvaguardar	el
derecho	del	condenado	por	un	delito	a	recurrir	el	fallo,	mientras	no	se
implemente	ninguna	de	las	propuestas	dadas	por	este	supremo	tribunal,
corresponde	anular	el	fallo	condenatorio	dictado	en	primera	y	segunda
instancia	para	que	si	en	un	nuevo	juicio	se	le	encontrara	culpable	del	delito
imputado,	tenga	la	posibilidad	de	impugnar	la	sentencia	condenatoria	por
medio	de	un	recurso	de	apelación”.	(C	S,	Cas.	194-2014-Áncash,	jun.	10/2015.
S.	S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—La	diferencia	entre	apelación	y	casación	en	el	nuevo
modelo	procesal	penal.	“En	dicho	orden	de	ideas,	cabe	señalar	que	tanto	la
apelación	como	la	casación	son	recursos	impugnatorios,	sin	embargo	entre
ellos	existen	diferencias	ostensibles;	el	primero	(...)	es	un	remedio	vinculado	al
principio	de	la	misma	controversia,	el	juez	en	estos	casos	–como	dice
Calamandrei–	está	llamado	a	juzgar	inmediatamente	ex	novo	sobre	el	mérito
de	la	misma	controversia,	sin	que	deba	remover	el	obstáculo	del
pronunciamiento	anterior.	En	cambio	en	la	casación	tiende	a	quitar	vigor	a
un	fallo	ya	formado,	en	cuanto	está	viciado	por	ciertos	errores
predeterminados;	de	este	modo,	no	se	lleva	ante	el	tribunal	superior
inmediata	y	directamente	la	litis,	sino	la	cognición	de	una	especial	cuestión,
referente	a	la	existencia	(o	no)	del	vicio	que	se	le	imputa	al	decisorio.	Así,	(...)
el	recurso	de	casación	implica,	como	todos	los	medios	de	impugnación,	un
nuevo	examen	de	la	controversia	objeto	de	la	decisión	del	juez	de	apelación,
pero	no	con	una	jurisdicción	plena	acerca	del	examen	y	del	juicio	sobre	el
hecho	y	sobre	el	derecho,	como	puede	ser	la	del	órgano	de	segundo	grado,	sino
con	jurisdicción	limitada	a	las	solas	cuestiones	de	derecho.	El	juez	de	casación
no	puede,	por	expresa	prohibición	de	la	ley,	juzgar	el	mérito	de	la	causa,
reservado	a	los	jueces	inferiores,	sino	que	sólo	puede	conocer	de	los	errores
que	el	juez	de	apelación	haya	cometido,	ya	in	iudicando,	ya	in	procedendo,	y
por	tanto,	de	los	correspondientes	vicios	de	que	pueda	estar	afectada	la
sentencia.	En	consecuencia,	el	recurso	de	casación	es	de	carácter
extraordinario,	formalista	y	de	alcance	limitado	(...)”.	(C	S,	Cas.	280-2013-
Cajamarca,	nov.	13/2014.	V.	P.	Neyra	Flores)
JURISPRUDENCIA.—Sala	Penal	Superior	no	puede	otorgar	distinto	valor
probatorio	a	la	prueba	personal	que	fue	objeto	de	inmediación	en
primera	instancia.	“Que	la	Sala	Penal	Permanente	ha	interpretado	que	la
sentencia	de	segunda	instancia	no	vulnera	la	garantía	de	motivación
suficiente	si	se	remite	a	la	sentencia	de	primera	instancia,	siempre	y	cuando
esta	resuelva	con	rigor	y	motivadamente	la	cuestión	planteada.	Asimismo,	en
relación	al	numeral	2	del	artículo	425	del	CPP,	sostiene	que	con	arreglo	a	los
principios	de	inmediación	y	oralidad,	el	Tribunal	de	Alzada	no	está	autorizado
a	variar	la	conclusión	o	valoración	que	de	su	contenido	y	atendibilidad	realice
el	órgano	jurisdiccional	de	primera	instancia,	lo	que	reduce	el	criterio
fiscalizador	de	la	Sala	de	Apelaciones	pero	no	lo	elimina.	Acepta	la	existencia
de	‘zonas	abiertas’	accesibles	al	control,	referidos	a	los	aspectos	relativos	a	la
estructura	racional	del	propio	contenido	de	la	prueba	que	si	pueden	ser
fiscalizados	a	través	de	las	reglas	de	la	lógica,	experiencia	y	los	conocimientos
científicos”.	(Corte	Superior	de	Lima,	Exp.	00185-2011-7-1826-JR-PE-03,	abr.
11/2013.	Pres.	Susana	Castañeda	Otsu)
JURISPRUDENCIA.—Doctrina	jurisprudencial:	El	tribunal	de	apelación
no	puede	condenar	al	absuelto	en	primera	instancia.	“Con	lo	anterior
expuesto,	se	concluye	que	si	bien	esta	sala	suprema	tiene	mayor	jerarquía	y
rango	que	la	Sala	Penal	de	Apelaciones,	siendo	por	tal	razón	un	órgano
judicial	distinto;	sin	embargo,	esta	máxima	instancia	judicial	no	tiene
competencia	para	poder	realizar	una	revisión	integral,	independientemente
de	la	denominación	que	se	le	pueda	dar	al	recurso,	ya	que	su	competencia
resolutiva	está	limitada	producto	de	la	interposición	y	fundamentación	del
recurso	extraordinario	de	la	casación	penal,	no	siendo	este	último	recurso	uno
de	carácter	eficaz	para	el	caso	en	concreto	por	limitarse	al	análisis	de	los
aspectos	formales	y	legales	de	la	sentencia	expedida,	esto	es,	de	control	de
constitucionalidad	y	de	legalidad,	así	como	de	unificación	jurisprudencial.
4.16.	Asimismo,	bajo	la	línea	jurisprudencial	anotado	y	con	el	objeto	de
garantizar	el	derecho	a	impugnar	el	fallo	–toda	vez	que	con	ello	se	protege	el
derecho	de	defensa	en	la	medida	que	otorga	la	posibilidad	de	interponer	un
recurso	para	evitar	que	quede	firme	una	decisión	adoptada	en	un
procedimiento	viciado–,	mientras	no	se	implemente	ninguna	de	las	propuestas
dadas	por	este	supremo	tribunal	–Órgano	jurisdiccional	capaz	de	revisar	la
condena	del	absuelto–,	corresponde	anular	el	fallo	condenatorio	dictado	en
primera	y	segunda	instancia	para	que	si	en	un	nuevo	juicio	se	le	encontrara
culpable	del	delito	imputado,	tenga	la	posibilidad	de	impugnar	la	sentencia
condenatoria	por	medio	de	un	recurso	de	apelación”.	(C.	S.,	Cas.	454-2014-
Arequipa,	oct.	20/2015.	S.	S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—El	colegiado	superior	no	puede	valorar
independientemente	una	prueba	que	no	fue	actuada	en	apelación.	“En
este	contexto,	tiene	sentido	el	numeral	dos	del	artículo	cuatrocientos
veinticinco	del	Código	Procesal	Penal,	que	a	la	letra	señala	‘La	Sala	Penal
Superior	sólo	valorará	independientemente	la	prueba	actuada	en	la	audiencia
de	apelación,	y	las	pruebas	pericial,	documental,	preconstituida	y	anticipada.
La	Sala	Penal	Superior	no	puede	otorgar	diferente	valor	probatorio	a	la
prueba	personal	que	fue	objeto	de	inmediación	por	el	juez	de	primera
instancia,	salvo	que	su	valor	probatorio	sea	cuestionado	por	una	prueba
actuada	en	segunda	instancia’,	pues	se	entiende	que	el	colegiado	superior	no
puede	valorar	independientemente	una	prueba	que	no	fue	actuada	en
apelación,	pues	no	tuvo	a	la	vista	a	dichos	órganos	de	prueba,	y	no	puede
otorgarles	diferente	valor	probatorio	a	testimoniales	y	referenciales	cuando
no	tuvo	nuevos	medios	probatorios	que	hayan	sido	actuados	en	segunda
instancia”.	(C.	S.,	Cas.	54-2010-Huaura,	mar.	03/2011.	V.	P.	Santa	María
Morillo)
D.	Leg.	957.
ART.	426.—Nulidad	del	juicio.
1.	En	los	casos	del	literal	a)	del	numeral	3)	del	artículo	anterior,
no	podrán	intervenir	los	jueces	que	conocieron	del	juicio	anulado.
2.	Si	el	nuevo	juicio	se	dispuso	como	consecuencia	de	un	recurso
a	favor	del	imputado,	en	éste	no	podrá	aplicarse	una	pena
superior	a	la	impuesta	en	el	primero.
SECCIÓN	V
El	recurso	de	casación
D.	Leg.	957.
ART.	427.—Procedencia.
1.	 El	 recurso	 de	 casación	 procede	 contra	 las	 sentencias
definitivas,	 los	 autos	 de	 sobreseimiento,	 y	 los	 autos	 que	 pongan
fin	 al	 procedimiento,	 extingan	 la	 acción	 penal	 o	 la	 pena	 o
denieguen	 la	 extinción,	 conmutación,	 reserva	o	 suspensión	de	 la
pena,	expedidos	en	apelación	por	las	salas	penales	superiores.
2.	 La	 procedencia	 del	 recurso	 de	 casación,	 en	 los	 supuestos
indicados	 en	 el	 numeral	 1),	 está	 sujeta	 a	 las	 siguientes
limitaciones:
a)	Si	se	trata	de	autos	que	pongan	fin	al	procedimiento,	cuando	el
delito	imputado	más	grave	tenga	señalado	en	la	ley,	en	su	extremo
mínimo,	una	pena	privativa	de	libertad	mayor	de	seis	años.
b)	Si	se	trata	de	sentencias,	cuando	el	delito	más	grave	a	que	se
refiere	 la	acusación	escrita	del	 fiscal	 tenga	señalado	en	 la	 ley,	en
su	extremo	mínimo,	una	pena	privativa	de	 libertad	mayor	a	 seis
años.
c)	 Si	 se	 trata	 de	 sentencias	 que	 impongan	 una	 medida	 de
seguridad,	cuando	ésta	sea	la	de	internación.
3.	Si	 la	 impugnación	se	refiere	a	la	responsabilidad	civil,	cuando
el	monto	fijado	en	la	sentencia	de	primera	o	de	segunda	instancia
sea	 superior	 a	 cincuenta	 Unidades	 de	 Referencia	 Procesal	 o
cuando	 el	 objeto	 de	 la	 restitución	 no	 pueda	 ser	 valorado
económicamente.
4.	Excepcionalmente,	será	procedente	el	recurso	de	casación	en
casos	distintos	de	los	arriba	mencionados,	cuando	la	Sala	Penal	de
la	Corte	Suprema,	discrecionalmente,	lo	considere	necesario	para
el	desarrollo	de	la	doctrina	jurisprudencial.
JURISPRUDENCIA.—”Casación	excepcional”	exige	que	se	consignen	las
razones	de	la	doctrina	jurisprudencial	que	se	pretende.	“(…)	invocó	la
denominada	‘casación	excepcional’,	reconocida	por	el	artículo	cuatrocientos
veintisiete,	apartado	cuatro,	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal	–en	adelante,
NCPP–.	A	su	vez	la	casación	que	planteó	es	la	‘constitucional’	y	la	‘material	o
sustantiva’,	de	los	incisos	uno	y	tres	del	artículo	cuatrocientos	veintinueve	del
NCPP.	La	primera	modalidad	de	casación	está	circunscripta	a	la
inobservancia	del	debido	proceso.	(…)	La	segunda	modalidad	de	casación	es
que	la	sentencia	de	vista	se	basó	en	el	Acuerdo	Plenario	número	dos	-	dos	mil
siete/CJ	-	ciento	dieciséis,	del	dieciséis	de	noviembre	del	dos	mil	siete,	que	se
refería	al	antiguo	código,	propio	de	un	modelo	opuesto	a	los	principios	del
NCPP.
Señaló	como	pretensión	que	se	anule	la	sentencia	de	vista	a	partir	de	que	se
respeten	los	roles	que	exige	el	nuevo	sistema	procesal.
(…)	es	evidente	que	el	proceso	penal	del	que	deriva	el	presente	recurso	de
casación	se	circunscribe	a	un	delito	de	lesiones	graves,	previsto	y	sancionado
(…)	privativa	de	libertad	no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de	ocho,	luego,	como	el
artículo	cuatrocientos	veintisiete,	apartado	dos,	literal	b),	del	NCPP,	fija	un
límite	superior	a	seis	años	de	privación	de	libertad	en	su	extremo	mínimo,	la
decisión	impugnada	no	constituye	objeto	procesal	del	recurso	de	casación.
Tal	impedimento	impide,	por	el	momento,	abordar	el	otro	punto	mencionado
en	la	resolución	superior	acerca	de	si	una	sentencia	anulatoria	tiene	el
carácter	de	sentencia	definitiva.
(…)	Limitarse	a	afirmar	que	el	tribunal	se	amparó	en	un	acuerdo	plenario
impertinente	por	estar	referido	al	antiguo	Código	de	Procedimientos	Penales,
no	es	cumplir	con	la	exigencia,	legalmente	impuesta,	de	consignación
adicional	y	puntual	de	las	razones	justificativas	de	una	doctrina
jurisprudencial	correcta.	(…)	como	este	supremo	tribunal	ya	estableció,	en	los
supuestos	de	la	llamada	‘casación	excepcional’	cabe	exigir	que	el	impugnante
consigne	adicional	y	puntualmente	las	razones	que	justifican	el	desarrollo	de
la	doctrina	jurisprudencial	que	pretende.	(…).”	(C.	S.,	Queja	66-2009,	feb.
12/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—La	admisión	a	trámite	de	la	casación	excepcional	es
discrecional.	“(...)	la	denominada	casación	excepcional	cuya	admisión	a
trámite	es	discrecional,	siempre	y	cuando,	a	juicio	de	la	Sala	de	Casación,
resulte	necesaria	para	el	desarrollo	de	la	doctrina	jurisprudencial;	que,	en	tal
sentido,	(...)	el	impugnante	debe	adicional	y	puntualmente	las	razones	que
justifican	el	desarrollo	de	la	doctrina	jurisprudencial	que	pretende,	y
corresponde	a	esta	Sala	de	Casación	determinar	si	existe	en	puridad	un
verdadero	interés	casacional”	(CS,	Auto	de	Calificación	-	Cas.	11-2010-Huaura,
may.	23/2010.	V.	P.	Prado	Saldarriaga)
JURISPRUDENCIA.—La	unificación	de	interpretaciones	contradictorias,
la	afirmación	de	una	línea	jurisprudencial	o	la	definición	de	un	sentido
interpretativo	justifican	la	casación	excepcional.	“(...)	que	el	interés
casacional	comprende,	en	primer	lugar,	la	unificación	de	interpretaciones
contradictorias	–jurisprudencia	contradictoria	entre	diversos	órganos
jurisdiccionales–,	la	afirmación	de	la	existencia	de	una	línea	jurisprudencial	o
de	jurisprudencia	vinculante	de	la	máxima	instancia	judicial	frente	a
decisiones	contrapuestas	con	ella	expedidas	por	tribunales	inferiores,	o	la
definición	de	un	sentido	interpretativo	de	una	norma	reciente	o	escasamente
invocada,	pero	de	especiales	connotaciones	jurídicas;	y,	en	segundo	lugar,	la
exigencia	ineludible,	por	sus	características	generales,	más	allá	del	interés	del
recurrente	–defensa	del	ius	constitutionis–,	de	obtener	una	interpretación
correcta	de	específicas	normas	de	derecho	penal	y	procesal	penal”.	(CS,	Auto
de	Calificación	-	Cas.	11-2010-Huaura,	may.	23/2010.	V.	P.	Prado	Saldarriaga)
JURISPRUDENCIA.—Regulación	legal	de	la	figura	del	“actuar	en	lugar
de	otro”	es	clara	y	no	amerita	un	desarrollo	de	la	doctrina
jurisprudencial.	“(…)	corresponde	a	esta	suprema	instancia	establecer	si
existe	mérito	casacional	para	el	desarrollo	de	la	doctrina	jurisprudencial	–
interés	casacional–.	El	artículo	veintisiete	del	Código	Penal	–el	actuar	en	lugar
de	otro–	está	diseñado	para	los	delitos	que	se	cometan	a	través	de	la	persona
jurídica	o	instrumentalizándolas,	pues	el	que	actúa	como	órgano	de
representación	autorizado	de	una	persona	jurídica	y	realiza	la	conducta
típica	responde	penalmente,	aunque	los	elementos	especiales	no	concurran	en
él,	pero	sí	en	la	persona	jurídica.	La	regulación	legal	de	la	figura	del	actuar	el
lugar	de	otro	es	clara	y	no	amerita	un	desarrollo	de	la	doctrina
jurisprudencial	en	este	aspecto,	dado	que	de	la	propia	ley	se	desprende	que	la
imputación	presupone	la	representación	autorizada”.	(CS,	Auto	de	calificación
-	Cas.	36-2010-La	Libertad,	jul.	15/2010.	V.	P.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—La	casación	penal	no	es	una	tercera	instancia.	“(...)
el	cuestionamiento	efectuado	por	el	recurrente	respecto	a	la	valoración
probatoria	realizada	por	el	órgano	jurisdiccional	carece	de	sustento,	tanto
más	si	en	las	dos	resoluciones	–de	primera	y	de	segunda	instancia–	se	ha	dado
respuesta	jurídica	a	los	agravios	que	vía	recurso	de	casación	ahora,	también
pretende	introducir;	por	lo	que,	no	siendo	este	supremo	tribunal	una	tercera
instancia,	donde	se	pueda	realizar	un	re	-	examen	probatorio	de	lo	ya	actuado
en	las	precedentes	etapas,	debe	desestimarse	el	recurso	de	casación
interpuesto,	toda	vez	que	este	se	encuentra	circunscrito	a	cuestiones	de
derecho	–como	así	se	hecho	que	rodearon	el	análisis	del	órgano	sentenciador,
tanto	de	primera	como	de	segunda	instancia”.	(CS,	Auto	de	Calificación	-	Cas.
27-2011-Arequipa,	mar.	29/2011.	V.	P.	Neyra	Flores)
JURISPRUDENCIA.—Juicio	de	legalidad	o	de	suficiencia	no	puede
confundirse	con	el	análisis	autónomo	de	las	pruebas	actuadas	en	el
proceso.	“Que	en	el	contexto	expuesto	se	aprecia	que	al	momento	de
interponer	el	recurso	de	casación	el	actor	civil	no	cuestiona	dichas
confundiendo	los	alcances	del	recurso	de	casación,	pretende	que	este	supremo
tribunal	realice	un	análisis,	independiente	de	los	medios	de	prueba,	pretensión
que	resulta	inviable	en	virtud	de	los	principios	procedimentales	de	oralidad	e
inmediación	que	rigen	la	actividad	probatoria,	porque	se	confundiría	el	juicio
de	legalidad	o	de	suficiencia	con	el	análisis	autónomo	de	las	pruebas	de	cargo
actuadas,	situación	que	no	se	puede	realizar	por	la	características	funcional
del	órgano	casacional;	que	en	tal	virtud	el	medio	interpuesto	carece	de	los
requisitos	exigidos	por	el	recurso	de	casación	(...).”	(CS,	Auto	de	Calificación	-
Cas.	133-2010-Huaura,	feb.	24/2011.	V.	P.	Calderón	Castillo)
JURISPRUDENCIA.—La	oralidad	y	la	inmediación	no	rigen	en	la	vía
casatoria.	“(…)	Que,	en	consecuencia,	las	argumentos	del	procesado	se
manifiestan	como	inaceptables,	puesto	que	su	pretensión	es	que	en	el	fondo
este	Supremo	Tribunal	realice	un	análisis	independiente	de	los	medios	de
prueba	actuados	en	el	proceso	penal,	lo	cual	resulta	inviable	en	virtud	de	los
principios	procedimentales	de	oralidad	e	inmediación	que	rigen	la	actividad
probatoria,	situación	que	es	impropia	de	esta	vía	casatoria;	por	lo	tanto,	si
bien	el	recurso	interpuesto	cumple	con	los	presupuestos	subjetivos	de
legitimación	activa	para	recurrir	y	de	la	existencia	de	gravamen,	y	el
presupuesto	objetivo	de	la	impugnabilidad	del	acto,	no	cumple	totalmente	con
el	presupuesto	objetivo	de	la	formalidad	,	puesto	que,	a	pesar	de	cumplir	con
lo	señalado	en	el	‘b’	del	numeral	dos	del	artículo	cuatrocientos	veintisiete	del
Código	Procesal	Penal,	no	observa	lo	establecido	en	el	numeral	tres	del
artículo	cuatrocientos	cinco	del	mencionado	código;	en	consecuencia,	el
recurso	interpuesto	por	el	recurrente	no	es	admisible”.	(CS,	Auto	de
calificación	-	Cas.	34-2011-Huaura,	mar.	31/2012.	V.	P.	Rodríguez	Tineo)
JURISPRUDENCIA.—Una	restricción	objetiva	al	recurso	de	casación:	que
el	delito	incriminado	supere	el	criterio	de	summa	poena	estatuido	en	la
norma	procesal.	“(...)	adicionalmente,	a	los	requisitos	de	admisibilidad	del
recurso	de	casación	previstos	en	el	artículo	cuatrocientos	cinco	del	Código
Procesal	Penal,	el	apartado	dos,	literal	b),	del	artículo	cuatrocientos
veintisiete	del	citado	cuerpo	normativo,	establece	una	restricción	del	ámbito
objetivo	del	recurso	de	casación	por	el	tipo	de	resolución	que	se	cuestiona,
pues	cuando	se	trata	de	sentencias	–como	en	el	presente	caso–	se	requiere,
entre	otros,	que	el	delito	objeto	del	proceso	penal	tenga	previsto	en	su	extremo
mínimo	una	pena	privativa	de	libertad	superior	a	seis	años;	que	en	el	delito
contra	la	administración	pública	-	abuso	de	autoridad,	previsto	en	el	artículo
trescientos	setenta	y	seis	del	Código	Penal,	tiene	conminado	una	pena	no
mayor	de	dos	años,	en	consecuencia,	el	delito	incriminado	no	alcanza	el
criterio	de	summa	poena	estatuido	en	la	norma	procesal,	por	lo	que	en
principio	escapa	a	la	competencia	casacional	de	este	tribunal	supremo”.	(CS,
Queja	184-2012-Piura,	jun.	19/2013.	V.	P.	Tello	Gilardi)
DOCTRINA.—Los	principios	que	rigen	la	casación	en	el	nuevo	sistema
procesal	 penal.	 “A	 través	 de	 su	 reciente	 jurisprudencia,	 la	 Sala	 ha	 sido
enfática	 en	 precisar	 que	 el	 recurso	 extraordinario	 de	 casación	 dentro	 del
nuevo	 sistema	 procesal	 acusatorio	 implantado	 progresivamente	 en	 el
territorio	nacional	 (...)	continúa	rigiéndose	por	principios	 tales	como	el	de
autonomía,	 prioridad	 y	 no	 contradicción,	 cuyo	 propósito	 no	 es	 otro	 que
exigir	 a	 cargo	del	 casacionista	una	 lógica	y	 adecuada	argumentación	en	 la
formulación	 de	 los	 cargos.	 Así,	 se	 ha	 dicho,	 en	 cuanto	 al	 principio	 de
autonomía,	 que	 el	 mismo	 tiene	 por	 objeto	 exigir	 que	 las	 propuestas
presentadas	 en	 procura	 del	 resquebrajamiento	 del	 fallo	 se	 postulen	 en
forma	 independiente,	 con	 miras	 a	 evitar	 que	 se	 incurra	 en	 mezclas
argumentativas	 y	 conceptuales,	 máxime	 cuando	 se	 trata	 de	 asuntos	 que,
como	aquí	ocurre,	tienen	fundamento	en	diversas	causales	de	casación.
El	principio	de	prioridad,	por	su	parte,	consiste	en	que	en	el	evento	de	que
se	 propongan	 varios	 reparos	 contra	 el	 fallo	 recurrido,	 tales	 deben	 ser
presentados	 de	 acuerdo	 con	 su	 incidencia	 procesal,	 por	 lo	 que	 los	 cargos
con	 apego	 en	 la	 causal	 de	 nulidad,	 deben	 ser	 presentados	 en	 forma
prevalente	 respecto	 de	 los	 demás	 y,	 si	 todos	 tienen	 sustento	 en	 aquella,
también	deben	ser	esgrimidos	de	acuerdo	con	su	incidencia	en	la	actuación,
porque	 puede	 ocurrir	 que	 la	 Corte	 no	 requiera	 pronunciarse	 sobre
reproches	 que	 tienen	 una	 menor	 repercusión	 en	 el	 proceso	 cuando
prospera	uno	de	mayor	incidencia,	lo	cual	haría	inoficioso	el	estudio	de	los
secundarios.	Y,	el	llamado	principio	lógico	de	no	contradicción,	según	el	cual
las	propuestas	excluyentes,	tanto	en	su	naturaleza	como	en	sus	efectos,	no
pueden	 ser	 formuladas	 en	 una	 misma	 censura,	 por	 lo	 mismo	 señalado
anteriormente	 en	 el	 sentido	 de	 que	 el	 escrito	 pierde	 coherencia	 y
comprensión,	 al	 afirmarse	que	 algo	 es	 y	 no	 es	 a	 la	 vez”.	 (CSJC,	 Cas.	 Penal,
Sent.	feb.	21/2007,	Rad.	26587.	M.P.	Marina	Pulido	de	Barón)
D.	Leg.	957.
ART.	428.—Desestimación.
1.	La	Sala	Penal	de	la	Corte	Suprema	declarará	la	inadmisibilidad
del	recurso	de	casación	cuando:
a)	 no	 se	 cumplen	 los	 requisitos	 y	 causales	 previstos	 en	 los
artículos	405	y	429;
b)	se	hubiere	interpuesto	por	motivos	distintos	a	los	enumerados
en	el	código;
c)	se	refiere	a	resoluciones	no	impugnables	en	casación;	y,
d)	 el	 recurrente	 hubiera	 consentido	 previamente	 la	 resolución
adversa	 de	 primera	 instancia,	 si	 ésta	 fuere	 confirmada	 por	 la
resolución	objeto	del	recurso;	o,	si	invoca	violaciones	de	la	ley	que
no	 hayan	 sido	 deducidas	 en	 los	 fundamentos	 de	 su	 recurso	 de
apelación.
2.	También	declarará	la	inadmisibilidad	del	recurso	cuando:
a)	carezca	manifiestamente	de	fundamento;
b)	 se	 hubieren	 desestimado	 en	 el	 fondo	 otros	 recursos
sustancialmente	 iguales	 y	 el	 recurrente	 no	 da	 argumentos
suficientes	 para	 que	 se	 modifique	 el	 criterio	 o	 doctrina
jurisprudencial	ya	establecida.
3.	En	estos	casos	la	inadmisibilidad	del	recurso	podrá	afectar	a
todos	los	motivos	aducidos	o	referirse	solamente	a	alguno	de
ellos.
JURISPRUDENCIA.—La	vía	casatoria	no	determina	la	existencia	o	no	de
una	coautoría.	“(...)	en	este	contexto,	se	tiene	que	el	impugnante	no	sólo	no
ha	justificado	razonablemente,	desde	la	defensa	del	ius	constitutionis,	el
interés	casacional	ni	la	necesidad	de	una	correcta	interpretación	del	artículo
veintitrés	del	Código	Penal,	sino	que	al	fundamentar	su	recurso	de	apelación
no	expresó	como	agravio	la	trasgresión	de	la	citada	norma	sustantiva,	sino
que,	por	el	contrario,	señaló	que	en	los	hechos	juzgados	no	se	configuraba	la
tesis	de	la	coautoría,	por	lo	que	mal	hace	en	invocar	tal	motivo	como	sustento
de	su	recurso	de	casación,	resultando	de	aplicación	lo	dispuesto	por	el	artículo
cuatrocientos	veintiocho,	numeral	uno,	acápite	d)	del	código	adjetivo	de	la
materia.	(...)	si	bien	las	costas	serán	pagadas	por	quien	interpuso	un	recurso
sin	éxito,	a	tenor	de	lo	establecido	en	el	artículo	cuatrocientos	noventa	y	nueve
del	Código	Procesal	Penal,	los	representantes	del	Ministerio	Público	se
encuentran	exonerados	de	su	pago”.	(CS,	Auto	de	Calificación	-	Cas.	08-2010-
La	Libertad,	abr.	19/2011.	V.	P.	Lecaros	Cornejo)
D.	Leg.	957.
ART.	 429.—Causales.	 Son	 causales	 para	 interponer	 recurso	 de
casación:
1.	Si	la	sentencia	o	auto	han	sido	expedidos	con	inobservancia	de
algunas	 de	 las	 garantías	 constitucionales	 de	 carácter	 procesal	 o
material,	 o	 con	 una	 indebida	 o	 errónea	 aplicación	 de	 dichas
garantías.
2.	Si	la	sentencia	o	auto	incurre	o	deriva	de	una	inobservancia	de
las	 normas	 legales	 de	 carácter	 procesal	 sancionadas	 con	 la
nulidad.
3.	 Si	 la	 sentencia	 o	 auto	 importa	 una	 indebida	 aplicación,	 una
errónea	interpretación	o	una	falta	de	aplicación	de	la	 ley	penal	o
de	otras	normas	jurídicas	necesarias	para	su	aplicación.
4.	Si	 la	sentencia	o	auto	ha	sido	expedido	con	 falta	o	manifiesta
ilogicidad	de	 la	motivación,	 cuando	 el	 vicio	 resulte	de	 su	propio
tenor.
5.	Si	la	sentencia	o	auto	se	aparta	de	la	doctrina	jurisprudencial
establecida	por	la	Corte	Suprema	o,	en	su	caso,	por	el	Tribunal
Constitucional.
JURISPRUDENCIA.—Los	errores	en	la	medición	de	la	pena	sustentan	la
casación	por	falta	de	aplicación	de	la	ley	y	no	la	casación	por
vulneración	de	precepto	constitucional.	“(...)	los	errores	jurídicos	derivados
de	la	aplicación	de	las	reglas	de	medición	de	la	pena,	por	su	propio	alcance	y
naturaleza,	en	tanto	en	cuanto	no	se	cuestione	la	constitucionalidad	de	las
normas	en	que	se	sustente:	las	del	propio	tipo	legal	o	las	que	establecen	las
circunstancias	o	factores	de	individualización	o	determinación	de	la	pena,	y	en
la	medida	en	que	el	Código	Penal	disciplina	razonablemente	y	desde	el
principio	de	proporcionalidad	las	pautas	necesarias	para	fijar	la	sanción
punitiva,	no	pueden	denunciarse	al	amparo	de	la	casación	por	vulneración	de
precepto	constitucional	sino	de	la	casación	por	errónea	interpretación	o	falta
de	aplicación	de	la	ley	penal:	apartado	tres	del	artículo	cuatrocientos
veintinueve	del	nuevo	Código	Procesal	Penal”.	(CS,	Auto	de	Calificación	-	Cas.
11-2007-La	Libertad,	nov.	05/2007.	V.	P.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—La	autoridad	jurisdiccional	que
conoce	un	medio	impugnatorio	debe	circunscribirse	a	las	agravios
aducidos	por	las	partes.	“Asimismo,	el	acuerdo	plenario	número	cuatro
guión	dos	mil	siete	oblícua	CJ	guión	ciento	dieciséis	de	la	Corte	Suprema	de	la
República,	de	fecha	dieciséis	de	noviembre	del	dos	mil	siete,	en	su	noveno
fundamento	señala	lo	siguiente:	‘(...)	9.	Como	se	sabe,	el	objeto	del	proceso
penal	–o,	con	más	precisión,	el	hecho	punible–	es	fijado	o	delimitado	por	la
fiscalía,	a	partir	del	cual	se	consolidan	y	desarrollan	los	principios	acusatorio
–eje	de	esa	institución	procesal	y	que,	en	puridad,	conforma	al	juez–	y	de
contradicción	–referido	a	la	actuación	de	las	partes–.	Ello	no	quiere	decir:
desde	luego,	que	las	demás	partes	no	incidan	en	la	determinación	o	ámbito	de
la	sentencia	del	tribunal	–o	que	ésta	sólo	debe	pronunciarse	acerca	de	los
aspectos	fijados	por	la	acusación–.	El	principio	de	exhaustividad	a	su	vez
impone	la	obligación	al	juez	de	pronunciarse	sobre	los	alcances	más
relevantes	de	los	hechos,	de	las	pruebas	y	de	las	pretensiones,	de	las	demás
partes	procesales	o	de	la	resistencia	hecha	valer	por	el	acusado	–que	es	lo	que
se	denomina,	propiamente,	el	objeto	del	debate–.	Entonces,	el	hecho	punible	se
delimita	en	el	juicio	oral	por	el	fiscal	o	acusador,	mientras	que	el	acusado	y	las
demás	partes	–civiles,	en	este	caso–	si	bien	no	pueden	alterar	el	objeto	del
proceso,	sí	pueden	ampliar	el	objeto	del	debate.	Por	ello,	en	segundo	lugar,	se
ha	de	tomar	en	cuenta	las	peticiones	de	las	partes	debidamente	formuladas,
de	modo	tal	que	el	tribunal	ha	de	concretar	su	cognición	a	los	términos	del
debate	(...)’.
(...)	por	el	inciso	uno	del	artículo	cuatrocientos	veintinueve	del	Código
Procesal	Penal	–inobservancia	de	garantías	constitucionales	de	carácter
procesal–	concretamente	la	afectación	de	la	garantía	del	principio	acusatorio
ii)	por	el	inciso	cuatro	del	artículo	cuatrocientos	veintisiete	del	Código
Procesal	Penal	a	efectos	de	que	establezca	como	doctrina	jurisprudencial	que
en	aplicación	del	principio	de	congruencia,	la	autoridad	jurisdiccional	que
conoce	un	medio	impugnatorio	debe	circunscribirse	a	las	agravios	aducidos
por	las	partes”.	(CS,	Cas.	215-2011-Arequipa,	jun.	12/2012.	V.	P.	Pariona
Pastrana)
NOTA:	La	Casación	N°	215-2011-Arequipa	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	01	de	abril
del	2013.
JURISPRUDENCIA.—Al	tener	tantas	interpretaciones	como	jueces
existan,	los	plenos	casatorios	pretenden	evitar	la	anarquía	jurídica	que
atenta	contra	la	unidad	de	derecho	nacional.	“Hay	que	recordar	aquí	que
la	vinculación	de	los	órganos	judiciales	al	pleno	casatorio	responde	a	la	lógica
de	uniformizar	la	jurisprudencia	atendiendo	a	uno	de	los	fines	del	recurso	de
casación.	En	efecto,	la	existencia	de	numerosos	jueces	implica	que	puedan
existir	tantas	interpretaciones	como	juzgadores	existan.	Para	evitar	esa
anarquía	jurídica	que	atenta	contra	la	unidad	del	derecho	nacional	que
‘quedaría	amenazada	y	destruida	por	la	superposición,	sobre	la	ley
nominalmente	única,	de	numerosas	interpretaciones	judiciales
contemporáneas,	ya	de	suyo	perjudiciales,	pero	más	temibles	todavía	como
fuentes	de	perturbación	de	la	jurisprudencia	futura’	se	constituyó	el	órgano
casatorio	que	sirve	como	intérprete	final	ofreciendo	orientaciones	uniformes
de	cómo	deben	entenderse	las	normas,	generales	y	abstractas.	Esta
unificación,	es	una	en	el	espacio,	no	en	el	tiempo,	lo	que	posibilita	que	pueda
reinterpretarse	la	norma	de	acuerdo	a	los	nuevos	alcances	que	puedan	existir.
Ella,	además,	se	vincula	a	los	principios	constitucionales	de	igualdad	y
seguridad	jurídicas,	por	el	que	ante	supuestos	semejantes	la	norma	jurídica	se
aplicará	o	interpretará	de	manera	similar.	En	realidad,	con	más	propiedad
debe	hablarse	del	principio	de	igualdad	en	la	aplicación	de	la	ley,	lo	que
implica	‘un	derecho	subjetivo	a	obtener	un	trato	igual,	lo	que	significa	que	a
supuestos	de	hecho	iguales,	deben	serle	aplicadas	unas	consecuencias
jurídicas	también	iguales’,	protegiéndose	así	la	previsibilidad	en	la	resolución
judicial,	‘esto	es,	la	razonable	confianza	de	que	la	propia	pretensión	merecerá
del	juzgador	la	misma	respuesta	obtenida	por	otros	en	casos	iguales’”.	(CS,
Cas.	2196-2013-Junín,	nov.	22/2013.	V.	P.	Calderón	Puertas)
JURISPRUDENCIA.—La	regulación	que	brinda	el	nuevo	Código	Procesal
Penal	colisiona	directamente	con	los	fines	de	la	casación	de	oficio.	“La
casación	de	oficio	es	una	especie	de	casación	excepcional	que	procede	a
discreción	del	Tribunal	Supremo,	al	advertirse	una	posible	concurrencia	de
alguna	de	las	causales	del	artículo	429	del	Código	Procesal	Penal	–cuando	por
criterios	de	fondo	y/o	forma	se	declaró	inadmisible	el	recurso	de	casación
inicial	presentado	por	alguna	de	las	partes	del	proceso–.	Por	tanto,	conforme
a	la	naturaleza	y	fines	de	la	casación	de	oficio,	la	Corte	Suprema	pese	a	la
inconcurrencia	de	las	partes	siempre	emitirá	un	pronunciamiento	de	fondo	en
el	caso	concreto	teniéndose	como	único	limite	la	garantía	constitucional	de	no
reformatio	in	peius”.	(C.	S.,	Cas.	389-2014-San	Martín,	oct.	07/2015.	V.	P.
Pariona	Pastrana)
JURISPRUDENCIA.—Doctrina	jurisprudencial:	Corte	Suprema	explica
qué	es	en	sí	la	motivación	y	cuándo	se	entiende	infringida	como	derecho.
“6.	Esto	abre	una	gama	de	posibles	deficiencias	en	la	motivación	que	también
han	sido	objeto	de	desarrollo	en	la	jurisprudencia	constitucional.	Una	de	esas
anomalías	se	presenta	cuando	la	motivación	no	obedece	a	las	pretensiones
planteadas	por	las	partes.	Naturalmente	esa	incongruencia	que	presenta	la
motivación	puede	presentarse	en	las	pretensiones	impugnatorias	que
plantean	las	partes	en	un	recurso.	Ese	es	el	caso	que	nos	ocupa.
7.	En	tanto	la	motivación	es	un	derecho	constitucional,	y	se	entiende	que	la
Constitución	es	directamente	vinculante	tanto	para	el	poder	público	como
para	los	privados,	la	invocación	de	su	infracción	habilita	al	juez	a	buscar	su
salvaguarda	en	función	a	garantizar	la	supremacía	y	plena	eficacia	de	la
Constitución	como	norma	fundamental”.	(C.	S.,	Cas.	201-2014-Ica,	mar.
30/2016.	V.	P.	Villa	Stein)
D.	Leg.	957.
ART.	430.—Interposición	y	admisión.
1.	 El	 recurso	 de	 casación,	 sin	 perjuicio	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el
artículo	 405,	 debe	 indicar	 separadamente	 cada	 causal	 invocada.
Asimismo,	 citará	 concretamente	 los	 preceptos	 legales	 que
considere	 erróneamente	 aplicados	 o	 inobservados,	 precisará	 el
fundamento	 o	 los	 fundamentos	 doctrinales	 y	 legales	 que
sustenten	 su	 pretensión,	 y	 expresará	 específicamente	 cuál	 es	 la
aplicación	que	pretende.
2.	 Interpuesto	 recurso	 de	 casación,	 la	 Sala	 Penal	 Superior	 sólo
podrá	declarar	su	inadmisibilidad	en	los	supuestos	previstos	en	el
artículo	 405	 o	 cuando	 se	 invoquen	 causales	 distintas	 de	 los
enumerados	en	el	código.
3.	 Si	 se	 invoca	 el	 numeral	 4)	 del	 artículo	 427,	 sin	 perjuicio	 de
señalarse	 y	 justificarse	 la	 causal	 que	 corresponda	 conforme	 al
artículo	 429,	 el	 recurrente	 deberá	 consignar	 adicional	 y
puntualmente	 las	 razones	 que	 justifican	 el	 desarrollo	 de	 la
doctrina	 jurisprudencial	 que	 pretende.	 En	 este	 supuesto,	 la	 Sala
Penal	Superior,	para	 la	concesión	del	 recurso,	 sin	perjuicio	de	 lo
dispuesto	 en	 el	 numeral	 anterior,	 constatará	 la	 existencia	 de	 la
fundamentación	específica	exigida	en	estos	casos.
4.	 Si	 la	 Sala	 Penal	 Superior	 concede	 el	 recurso,	 dispondrá	 se
notifiquen	 a	 todas	 las	 partes	 y	 se	 les	 emplazará	 para	 que
comparezcan	ante	la	Sala	Penal	de	la	Corte	Suprema	y,	si	la	causa
proviene	 de	 un	 distrito	 judicial	 distinto	 de	 Lima,	 fijen	 nuevo
domicilio	 procesal	 dentro	 del	 décimo	 día	 siguiente	 al	 de	 la
notificación.
5.	Elevado	el	expediente	a	 la	Sala	Penal	de	 la	Corte	Suprema,	se
correrá	 traslado	 del	 recurso	 a	 las	 demás	 partes	 por	 el	 plazo	 de
diez	 días,	 siempre	 que	 previamente	 hubieren	 cumplido	 ante	 la
Sala	 Penal	 Superior	 con	 lo	 dispuesto	 en	 el	 numeral	 anterior.	 Si,
conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 numeral	 anterior,	 no	 se	 señaló
nuevo	domicilio	procesal,	se	tendrá	al	infractor	por	notificado	en
la	misma	fecha	de	la	expedición	de	las	resoluciones	que	se	dicten
por	la	Sala	Penal	Suprema.
6.	Acto	seguido	y	sin	trámite	alguno,	mediante	auto,	decidirá
conforme	al	artículo	428	si	el	recurso	está	bien	concedido	y	si
procede	conocer	el	fondo	del	mismo.	Esta	resolución	se	expedirá
dentro	del	plazo	de	veinte	días.	Bastan	tres	votos	para	decidir	si
procede	conocer	el	fondo	del	asunto.
JURISPRUDENCIA.—En	el	trámite	de	admisibilidad	de	la	casación,	el
análisis	del	superior	se	restringe	a	la	verificación	formal	para	la
procedencia	del	recurso.	“(...)	al	Supremo	Tribunal,	excepcionalmente,
superando	la	barrera	de	los	límites	fijados	del	quantum	de	pena,	que	pueda
aceptarse	el	recurso	de	casación,	pero	sujeto	a	que	se	estime	imprescindible
para	el	desarrollo	de	la	doctrina	jurisprudencial,	y	que	el	recurrente	consigne
adicional	y	puntualmente	las	razones	que	justifican	el	desarrollo
jurisprudencial	que	pretende,	con	arreglo	al	apartado	tres	del	artículo
cuatrocientos	treinta	del	Código	Procesal	Penal;	que,	por	tanto,	corresponde
al	impugnante	invocarla	y,	como	carga	procesal	específica	y	adicional,
explicar	las	razones	vinculadas	al	‘ius	constitutionis’.”	(CS,	Queja	184-2012-
Piura,	jun.	19/2013.	V.	P.	Tello	Gilardi)
JURISPRUDENCIA.—La	interposición	del	recurso	de	queja	excepcional
suspende	el	cómputo	del	plazo	prescriptorio	de	la	acción	penal.	“(...)
luego	de	la	sentencia	de	segundo	grado,	el	referido	procesado	presentó	su
recurso	de	queja	excepcional	(...)	el	que	fue	declarado	fundado	(...),	y
posteriormente	fue	remitido	a	la	Sala	Penal	de	la	Corte	Superior,	(...),	fecha	en
que	se	recibe	esta	resolución	con	la	orden	de	elevar	los	actuados.	Entonces,	tal
como	establece	el	Acuerdo	Plenario	seis-dos	mil	siete/CJ-ciento	dieciséis,	en
este	lapso	se	suspende	la	prescripción	de	la	acción	penal	–en	este	caso	se
suspendió	por	un	periodo	de	siete	meses	y	tres	días–.	Una	vez	recibida	la
ejecutoria	que	declara	fundado	el	recurso	de	queja	excepcional	por	la	Sala
Penal,	se	inicia	de	nuevo	el	cómputo	de	los	plazos	de	prescripción	(...)”.	(CS,	R.
N.	510-2013-San	Martín,	jun.	07/2013.	V.	P.	Neyra	Flores)
JURISPRUDENCIA.—A	la	Sala	Suprema	le	compete	determinar	cuándo
desarrolla	doctrina	jurisprudencial,	pero	la	sala	de	apelaciones	puede
constatar	la	existencia	o	no	de	esta	fundamentación.	“Al	respecto	es
necesario	señalar	que	si	bien	la	Sala	Penal	de	Apelaciones	carece	de
competencia	para	determinar	cuándo	una	problemática	es	de	interés	para	el
desarrollo	de	doctrina	jurisprudencial,	pues,	conforme	al	artículo
cuatrocientos	veintisiete	del	Código	Procesal	Penal	esto	compete,	únicamente
a	la	sala	suprema,	sin	embargo,	no	debe	obviarse	que	la	Sala	Penal	de
Apelaciones	tiene	el	deber	de	constatar	la	existencia	de	dicha	fundamentación
conforme	al	inciso	tercero	del	artículo	cuatrocientos	treinta	del	citado	código,
lo	que	no	implica	valorar	su	relevancia	para	el	desarrollo	de	doctrina
jurisprudencial.	En	ese	sentido,	comprobado	dicho	requisito,	la	Sala	Penal	de
Apelaciones	tiene	la	facultad	de	admitir	el	recurso	de	casación.	(C	S,	Queja	61-
2015-Cajamarca,	abr.	20/2015.	V.	P.	Pariona	Pastrana)
D.	Leg.	957.
ART.	431.—Preparación	y	audiencia.
1.	Concedido	el	 recurso	de	casación,	el	expediente	quedará	diez
días	 en	 la	 secretaría	 de	 la	 sala	 para	 que	 los	 interesados	 puedan
examinarlo	 y	 presentar,	 si	 lo	 estiman	 conveniente,	 alegatos
ampliatorios.
2.	Vencido	 el	 plazo,	 se	 señalará	día	 y	 hora	para	 la	 audiencia	de
casación,	con	citación	de	 las	partes	apersonadas.	La	audiencia	se
instalará	 con	 la	 concurrencia	 de	 las	 partes	 que	 asistan.	 En	 todo
caso,	 la	 falta	de	comparecencia	 injustificada	del	 fiscal,	 en	caso	el
recurso	 haya	 sido	 interpuesto	 por	 el	 Ministerio	 Público,	 o	 del
abogado	 de	 la	 parte	 recurrente,	 dará	 lugar	 a	 que	 se	 declare
inadmisible	el	recurso	de	casación.
3.	 Instalada	 la	 audiencia,	 primero	 intervendrá	 el	 abogado	 de	 la
parte	recurrente.	Si	existen	varios	recurrentes,	se	seguirá	el	orden
fijado	 en	 el	 numeral	 5)	 del	 artículo	 424,	 luego	 de	 lo	 cual
informarán	 los	 abogados	 de	 las	 partes	 recurridas.	 Si	 asiste	 el
imputado,	se	le	concederá	la	palabra	en	último	término.
4.	Culminada	la	audiencia,	la	sala	procederá,	en	lo	pertinente,
conforme	a	los	numerales	1)	y	4)	del	artículo	425.	La	sentencia	se
expedirá	en	el	plazo	de	veinte	días.	El	recurso	de	casación	se
resuelve	con	cuatro	votos	conformes.
D.	Leg.	957.
ART.	432.—Competencia.
1.	 El	 recurso	 atribuye	 a	 la	 sala	 penal	 de	 la	 Corte	 Suprema	 el
conocimiento	 del	 proceso	 sólo	 en	 cuanto	 a	 las	 causales	 de
casación	expresamente	invocadas	por	el	recurrente,	sin	perjuicio
de	 las	 cuestiones	 que	 sean	 declarables	 de	 oficio	 en	 cualquier
estado	y	grado	del	proceso.
2.	La	competencia	de	la	sala	penal	de	la	Corte	Suprema	se	ejerce
sobre	 los	errores	 jurídicos	que	 contenga	 la	 resolución	 recurrida.
Está	 sujeta	 de	 manera	 absoluta	 a	 los	 hechos	 legalmente
comprobados	y	establecidos	en	la	sentencia	o	auto	recurridos.
3.	Los	errores	jurídicos	de	la	sentencia	recurrida	que	no
influyeren	en	su	parte	dispositiva	no	causan	nulidad.	La	sala
deberá	corregirlos	en	la	sentencia	casatoria.
D.	Leg.	957.
ART.	 433.—Contenido	 de	 la	 sentencia	 casatoria	 y	 pleno
casatorio.
1.	 Si	 la	 sentencia	 de	 la	 sala	 penal	 de	 la	 Corte	 Suprema	 declara
fundado	el	recurso,	además	de	declarar	la	nulidad	de	la	sentencia
o	auto	recurridos,	podrá	decidir	por	sí	el	caso,	en	tanto	para	ello
no	 sea	 necesario	 un	 nuevo	 debate,	 u	 ordenar	 el	 reenvío	 del
proceso.	La	sentencia	se	notificará	a	todas	las	partes,	incluso	a	las
no	recurrentes.
2.	Si	opta	por	 la	anulación	sin	reenvío	en	 la	misma	sentencia	se
pronunciará	sobre	el	fondo	dictando	el	fallo	que	deba	reemplazar
el	recurrido.	Si	decide	la	anulación	con	reenvío,	indicará	el	juez	o
sala	 penal	 superior	 competente	 y	 el	 acto	 procesal	 que	 deba
renovarse.	 El	 órgano	 jurisdiccional	 que	 reciba	 los	 autos,
procederá	 de	 conformidad	 con	 lo	 resuelto	 por	 la	 Sala	 Penal
Suprema.
3.	En	todo	caso,	la	sala	de	oficio	o	a	pedido	del	Ministerio	Público
podrá	 decidir,	 atendiendo	 a	 la	 naturaleza	 del	 asunto	 objeto	 de
decisión,	 que	 lo	 resuelto	 constituye	 doctrina	 jurisprudencial
vinculante	 a	 los	 órganos	 jurisdiccionales	 penales	 diferentes	 a	 la
propia	 Corte	 Suprema,	 la	 cual	 permanecerá	 hasta	 que	 otra
decisión	expresa	la	modifique.	Si	existiere	otra	sala	penal	o	ésta	se
integra	con	otros	vocales,	sin	perjuicio	de	resolverse	el	recurso	de
casación,	 a	 su	 instancia,	 se	 convocará	 inmediatamente	 al	 pleno
casatorio	de	 los	vocales	de	 lo	Penal	de	 la	Corte	Suprema	para	 la
decisión	correspondiente,	que	se	adoptará	por	mayoría	absoluta.
En	 este	 último	 supuesto	 no	 se	 requiere	 la	 intervención	 de	 las
partes,	ni	la	resolución	que	se	dicte	afectará	la	decisión	adoptada
en	 el	 caso	 que	 la	 motiva.	 La	 resolución	 que	 declare	 la	 doctrina
jurisprudencial	se	publicará	en	el	diario	oficial.
4.	Si	se	advirtiere	que	otra	Sala	Penal	Suprema	u	otros
integrantes	de	la	sala	penal	en	sus	decisiones	sostuvieran	criterios
discrepantes	sobre	la	interpretación	o	la	aplicación	de	una
determinada	norma,	de	oficio	o	a	instancia	del	Ministerio	Público
o	de	la	Defensoría	del	Pueblo,	en	relación	a	los	ámbitos	referidos	a
su	atribución	constitucional,	obligatoriamente	se	reunirá	el	pleno
casatorio	de	los	vocales	de	lo	penal	de	la	Corte	Suprema.	En	este
caso,	previa	a	la	decisión	del	pleno,	que	anunciará	el	asunto	que	lo
motiva,	se	señalará	día	y	hora	para	la	vista	de	la	causa,	con
citación	del	Ministerio	Público	y,	en	su	caso,	de	la	Defensoría	del
Pueblo.	Rige,	en	lo	pertinente,	lo	dispuesto	en	el	numeral	anterior.
D.	Leg.	957.
ART.	434.—Efectos	de	la	anulación.
1.	La	anulación	del	auto	o	sentencia	recurridos	podrá	ser	total	o
parcial.
2.	Si	no	han	anulado	todas	las	disposiciones	de	la	sentencia
impugnada,	ésta	tendrá	valor	de	cosa	juzgada	en	las	partes	que	no
tengan	nexo	esencial	con	la	parte	anulada.	La	Sala	Penal	de	la
Corte	Suprema	declarará	en	la	parte	resolutiva	de	la	sentencia
casatoria,	cuando	ello	sea	necesario,	qué	partes	de	la	sentencia
impugnada	adquieren	ejecutoria.
D.	Leg.	957.
ART.	435.—Libertad	del	imputado.	Cuando	por	efecto	de	la
casación	del	auto	o	sentencia	recurridos	deba	cesar	la	detención
del	procesado,	la	Sala	Penal	de	la	Corte	Suprema	ordenará
directamente	la	libertad.	De	igual	modo	procederá,	respecto	de
otras	medidas	de	coerción.
D.	Leg.	957.
ART.	436.—Improcedencia	de	recursos.
1.	La	 sentencia	 casatoria	no	será	 susceptible	de	 recurso	alguno,
sin	perjuicio	de	la	acción	de	revisión	de	la	sentencia	condenatoria
prevista	en	este	código.
2.	Tampoco	será	susceptible	de	impugnación	la	sentencia	que	se
dictare	en	el	juicio	de	reenvío	por	la	causal	acogida	en	la	sentencia
casatoria.	Sí	lo	será,	en	cambio,	si	se	refiere	a	otras	causales
distintas	de	las	resueltas	por	la	sentencia	casatoria.
SECCIÓN	VI
El	recurso	de	queja
D.	Leg.	957.
ART.	437—Procedencia	y	efectos.
1.	Procede	recurso	de	queja	de	derecho	contra	 la	resolución	del
juez	que	declara	inadmisible	el	recurso	de	apelación.
2.	 También	 procede	 recurso	 de	 queja	 de	 derecho	 contra	 la
resolución	 de	 la	 Sala	 Penal	 Superior	 que	 declara	 inadmisible	 el
recurso	de	casación.
3.	 El	 recurso	 de	 queja	 de	 derecho	 se	 interpone	 ante	 el	 órgano
jurisdiccional	superior	del	que	denegó	el	recurso.
4.	La	interposición	del	recurso	no	suspende	la	tramitación	del
principal,	ni	la	eficacia	de	la	resolución	denegatoria.
JURISPRUDENCIA.—El	recurso	de	queja	no	sirve	para	impugnar	una
resolución	que	declara	improcedente	la	solicitud	de	oposición	a	la
constitución	de	actor	civil.	“(...)	se	advierte	que	la	procuradora	pública	de	la
Municipalidad	Distrital	de	Chorrillos	interpuso	recurso	de	queja	contra	02
resoluciones.	Respecto	a	la	Resolución	N°	03,	en	la	misma	se	declaró
improcedente	la	solicitud	de	oposición	a	la	constitución	de	actor	civil;	en
cuanto	a	ello,	se	debe	tener	en	cuenta	que	la	denegatoria	de	la	oposición	no
puede	ser	materia	del	presente	recurso	de	queja,	conforme	a	lo	establecido	en
el	artículo	437	del	Código	Procesal	Penal,	que	delimita	la	procedencia	del
mencionado	recurso	a	la	inadmisibilidad	del	recurso	de	apelación,	por	ello
deviene	improcedente	el	recurso	de	queja	en	este	extremo”.	(CSJL,	Exp.	00131-
2013-2-1826-SP-PE-01,	oct.	17/2013.	V.	P.	Marco	Antonio	Lizárraga	Rebaza)
JURISPRUDENCIA.—Los	recursos	de	apelación	y	queja	impugnan	actos
procesales	emitidos	durante	el	juzgamiento	y	no	se	aplican	a	la
investigación	preliminar	o	a	la	preparatoria.	“13.	Como	es	de	verse	la
finalidad	de	los	recursos	de	apelación	y	queja	es	específicamente	impugnar
actos	procesales	emitidos	en	la	etapa	de	juzgamiento	del	proceso	penal	y	no
resultan	aplicables	a	etapas	previas,	como	lo	son	la	investigación	preliminar	o
la	investigación	preparatoria	dado	que	no	existe	un	vacío	legal	para	el
cuestionamiento	del	resultado	negativo	de	dicha	etapa,	pues	conforme	se	ha
expuesto	en	el	fundamento	10	supra,	tanto	el	artículo	12	de	la	Ley	Orgánica
del	Ministerio	Público	como	el	inciso	5)	del	artículo	334	del	Nuevo	Código
Procesal	Penal	regulan	expresamente	la	forma	y	el	plazo	en	que	el
denunciante	debe	plantear	los	cuestionamientos	contra	las	disposiciones
fiscales	que	declaran	improcedente	la	formalización	y	continuación	de	la
investigación	preliminar	o	preparatoria”.	(TC,	Exp.	04426-2012-PA/TC,	ene.
15/2014.	S.	S.	Urviola	Hani)
D.	Leg.	957.
ART.	438.—Trámite.
1.	 En	 el	 recurso	 de	 queja	 se	 precisará	 el	 motivo	 de	 su
interposición	 con	 invocación	 de	 la	 norma	 jurídica	 vulnerada.	 Se
acompañará	el	escrito	que	motivó	la	resolución	recurrida	y,	en	su
caso,	 los	 referentes	 a	 su	 tramitación;	 la	 resolución	 recurrida;	 el
escrito	en	que	se	recurre;	y,	la	resolución	denegatoria.
2.	Rige	lo	dispuesto	en	los	dos	últimos	párrafos	del	artículo	403
del	Código	Procesal	Civil.
3.	 Interpuesto	 el	 recurso,	 el	 órgano	 jurisdiccional	 competente
decidirá,	 sin	 trámite	 alguno,	 su	 admisibilidad	 y,	 en	 su	 caso,	 su
fundabilidad.	 Para	 decidir,	 puede	 solicitarse	 al	 órgano
jurisdiccional	 inferior	 copia	 de	 alguna	 actuación	 procesal.	 Este
requerimiento	puede	cursarse	por	fax	u	otro	medio	adecuado.
4.	 Si	 se	 declara	 fundada	 la	 queja,	 se	 concede	 el	 recurso	 y	 se
ordena	 al	 juez	 de	 la	 causa	 envíe	 el	 expediente	 o	 ejecute	 lo	 que
corresponda,	sin	perjuicio	de	la	notificación	a	las	partes.
5.	Si	se	declara	infundada	la	queja,	se	comunica	la	decisión	al
Ministerio	Público	y	a	los	demás	sujetos	procesales.
SECCIÓN	VII
La	acción	de	revisión
D.	Leg.	957.
ART.	 439.—Procedencia.	 La	 revisión	 de	 las	 sentencias
condenatorias	 firmes	 procede,	 sin	 limitación	 temporal	 y	 sólo	 a
favor	del	condenado,	en	los	siguientes	casos:
1.	Cuando	después	de	una	sentencia	se	dictara	otra	que	 impone
pena	 o	 medida	 de	 seguridad	 por	 el	 mismo	 delito	 a	 persona
distinta	 de	 quien	 fue	 primero	 sancionada,	 y	 no	 pudiendo
conciliarse	 ambas	 sentencias,	 resulte	 de	 su	 contradicción	 la
prueba	de	la	inocencia	de	alguno	de	los	condenados.
2.	 Cuando	 la	 sentencia	 se	 haya	 pronunciado	 contra	 otra
precedente	que	tenga	la	calidad	de	cosa	juzgada.
3.	Si	 se	demuestra	que	un	elemento	de	prueba,	apreciado	como
decisivo	 en	 la	 sentencia,	 carece	 de	 valor	 probatorio	 que	 se	 le
asignara	por	falsedad,	invalidez,	adulteración	o	falsificación.
4.	 Si	 con	 posterioridad	 a	 la	 sentencia	 se	 descubren	 hechos	 o
medios	de	prueba,	no	 conocidos	durante	el	proceso,	que	 solos	o
en	 conexión	 con	 las	 pruebas	 anteriormente	 apreciadas	 sean
capaces	de	establecer	la	inocencia	del	condenado.
5.	 Cuando	 se	 demuestre,	 mediante	 decisión	 firme,	 que	 la
sentencia	fue	determinada	exclusivamente	por	un	delito	cometido
por	 el	 juez	 o	 grave	 amenaza	 contra	 su	 persona	 o	 familiares,
siempre	que	en	los	hechos	no	haya	intervenido	el	condenado.
6.	Cuando	la	norma	que	sustentó	la	sentencia	hubiera	sido
declarada	inconstitucional	por	el	Tribunal	Constitucional	o
inaplicable	en	un	caso	concreto	por	la	Corte	Suprema.
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	recordó	que	el	recurso	de	revisión
no	es	de	recibo	si	la	reconstrucción	de	los	hechos	en	ambas	sentencias
penales	no	se	opone	en	lo	esencial.	“Sentencias	inconciliables	como	motivo
de	revisión	de	sentencia	(...)	i)	No	es	posible	reexaminar	lo	resuelto	en	ambos
fallos	respecto	del	delito	de	rebelión	bajo	el	argumento	de	un	patente	error
jurídico	penal	en	la	subsunción	normativa	y	que	el	suceso	histórico	sólo	es
subsumible	en	el	delito	de	sedición.	Como	ya	quedó	estipulado,	en	el	motivo	de
inconciliabilidad	de	sentencias	firmes	cuando	procesalmente	se	menciona	el
vocablo	‘delito’,	se	refiere	a	un	hecho	procesal	o	suceso	histórico	subsumible	en
uno	o	varios	tipos	legales	–no	a	un	delito	en	concreto	o	tipo	legal,	desde	la
perspectiva	material–.	ii)	El	motivo	de	revisión	de	inconciliabilidad	de
sentencias	no	es	de	recibo.	La	reconstrucción	de	los	hechos	en	ambas
sentencias	no	se	oponen	en	lo	esencial;	y,	de	su	comparación,	no	fluye	la
inocencia	del	demandante	Humala	Tasso”.	(C	S,	Rev.	Sent.	4-2014-Lima,	mar.
18/2015.	V.	P.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—Sentencia	plenaria	de	la	CS:	juez	supremo	que
participó	en	la	condena	no	puede	avocarse	al	conocimiento	de	la
demanda	de	revisión.	“Declararon	que	el	juez	supremo	que	participó	en	el
proceso	del	cual	se	derivó	la	condena	del	accionante	en	revisión,	resolviendo
sobre	su	responsabilidad,	el	recurso	de	nulidad	o	el	recurso	de	casación,	no
puede	avocarse	al	conocimiento	de	su	demanda	de	revisión.	Dispusieron	que	la
relatoría,	en	cada	acción	de	revisión,	dé	cuenta	de	la	existencia	de	esta
incompatibilidad	para	disponer	lo	correspondiente”.	(C.	S,	Sent.	del	Pleno	-
Exp.	01-2015/301-A.2-ACPP,	oct.	24/2015.	S.	S.	San	Martín	Castro)
NOTA:	La	Sentencia	Plenaria	N°	1-2015/301-A.2-ACPP	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El
Peruano”	el	24	de	octubre	del	2015.
JURISPRUDENCIA.—La	acción	de	revisión	en	el	nuevo	Código	Procesal
Penal.	“El	artículo	439	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal	establece	un	listado
de	seis	motivos	expresos	y	específicos	de	procedencia	de	la	acción	de	revisión.
(...)	Las	causales	citadas	importan	una	objetivización	de	los	criterios
subjetivos	de	sospecha	de	presunta	parcialidad	judicial.	Comprenden	defectos
gravísimos	que	indudablemente	hacen	que	el	proceso	no	pueda	servir	como
válido	en	el	ordenamiento	jurídico.	Los	motivos	se	pueden	concentrar	en	tres
grupos:	(i)	pruebas	falsas	o	delitos	por	o	contra	el	juez	(artículos	439
apartados	3	y	5	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal);	(ii)	nuevos	hechos	o
pruebas	favorables	al	condenado	(artículo	439	apartados	1,	2	y	4	del	Nuevo
Código	Procesal	Penal);	y,	(iii)	error	jurídico:	cuando	la	ley	penal	fue
declarada	inconstitucional	o	se	inaplicó	(artículo	439	apartado	6	del	Nuevo
Código	Procesal	Penal).
(...)	Se	advierte	que	los	supuestos	de	procedencia	expresan	de	forma
manifiesta	la	injusticia	material	de	la	condena.	No	obstante	que	la
procedencia	y	fundabilidad	se	basa	en	los	motivos	citados,	en	ciertos	casos	la
determinación	de	la	nulidad	de	la	condena	que	tuvo	calidad	de	cosa	juzgada,	y
posterior	absolución,	no	solo	dependerá	de	la	acreditación	de	la	configuración
de	la	causal,	sino	de	una	previa	valoración	conjunta	de	los	medios	de	prueba.
Ello	se	advierte	claramente	del	sentido	del	apartado	cuatro	del	artículo
citado,	que	no	se	limita	solo	a	anular	la	condena	cuando	se	descubre	un	hecho
o	un	medio	de	prueba	no	conocido,	sino	que	existen	casos	en	los	que	deviene	en
necesario	valorar	la	nueva	prueba	en	conexión	con	las	pruebas	anteriormente
apreciadas,	para	anular	la	decisión,	es	decir,	el	propio	código	admite	la
necesidad	de	una	revaloración	de	lo	actuado”.	(C.	S.,	Sent.	del	Pleno	-	Exp.	01-
2015/301-A.2-ACPP,	oct.	24/2015.	S.	S.	San	Martín	Castro)
D.	Leg.	957.
ART.	440.—Legitimación.
1.	 La	 acción	 de	 revisión	 podrá	 ser	 promovida	 por	 el	 Fiscal
Supremo	en	lo	Penal	y	por	el	condenado.
2.	Si	el	condenado	fuere	incapaz,	podrá	ser	promovida	por	su
representante	legal;	y,	si	hubiera	fallecido	o	estuviere
imposibilitado	de	hacerlo,	por	su	cónyuge,	sus	ascendientes,
descendientes	o	hermanos,	en	ese	orden.
D.	Leg.	957.
ART.	441.—Contenido	de	la	demanda.
1.	La	demanda	de	revisión	será	presentada	ante	la	sala	penal	de
la	Corte	Suprema.	Debe	contener	lo	siguiente:
a)	 La	 determinación	 precisa	 de	 la	 sentencia	 cuya	 revisión	 se
demanda,	con	indicación	del	órgano	jurisdiccional	que	la	dictó;
b)	La	causal	invocada	y	la	referencia	específica	y	completa	de	los
hechos	 en	 que	 se	 funda,	 así	 como	 las	 disposiciones	 legales
pertinentes.
c)	La	 indemnización	que	 se	pretende,	 con	 indicación	precisa	de
su	monto.	Este	requisito	es	potestativo.
2.	Se	acompañará	copia	de	las	sentencias	expedidas	en	el	proceso
cuya	 revisión	 se	 demanda.	 Asimismo,	 se	 acompañará	 la	 prueba
documental	si	el	caso	lo	permite	o	la	indicación	del	archivo	donde
puede	encontrarse	la	misma.
3.	Cuando	 la	demostración	de	 la	 causal	de	 revisión	no	 surge	de
una	 sentencia	 judicial	 irrevocable,	 el	 recurrente	 deberá	 indicar
todos	 los	 medios	 de	 prueba	 que	 acrediten	 la	 verdad	 de	 sus
afirmaciones.
4.	La	sala	penal	de	la	Corte	Suprema	podrá	otorgar	un	plazo	al
demandante	para	que	complete	los	requisitos	faltantes.
D.	Leg.	957.
ART.	442.—Efectos.	La	interposición	de	la	demanda	de	revisión
no	suspende	la	ejecución	de	la	sentencia.	Sin	embargo,	en
cualquier	momento	del	procedimiento,	la	sala	podrá	suspender	la
ejecución	de	la	sentencia	impugnada	y	disponer,	de	ser	el	caso,	la
libertad	del	imputado,	incluso	aplicando,	si	correspondiere,	una
medida	de	coerción	alternativa.
D.	Leg.	957.
ART.	443.—Trámite.
1.	Interpuesta	la	demanda	con	sus	recaudos,	la	sala	examinará	si
reúne	 los	 requisitos	 exigidos	 en	 los	 artículos	 anteriores.	 Si	 la
demanda	 fuera	 inadmitida,	 la	 decisión	 se	 tomará	mediante	 auto
dictado	por	unanimidad.
2.	 Si	 se	 admite	 la	 demanda,	 la	 sala	 dará	 conocimiento	 de	 la
demanda	 al	 fiscal	 o	 al	 condenado,	 según	 el	 caso.	 Asimismo,
solicitará	 el	 expediente	 de	 cuya	 revisión	 se	 trate	 y,	 si
correspondiera,	 la	 prueba	 documental	 señalaba	 por	 el
demandante.
3.	De	igual	manera,	dispondrá,	si	fuere	necesario,	la	recepción	de
los	 medios	 de	 prueba	 ofrecidos	 por	 el	 demandante,	 por	 la	 otra
parte	y	los	que	considere	útiles	para	la	averiguación	de	la	verdad.
De	 esas	 actuaciones	 se	 levantará	 el	 acta	 correspondiente,
pudiendo	la	sala	designar	uno	de	los	miembros	para	su	actuación.
4.	 Concluida	 la	 actuación	 probatoria,	 que	 no	 podrá	 exceder	 de
treinta	días,	la	sala	designará	fecha	para	la	audiencia	de	revisión,	a
la	 que	 se	 citarán	 al	 fiscal	 y	 el	 defensor	 del	 condenado,	 de	 su
representante	 o	 del	 familiar	 más	 cercano.	 La	 inasistencia	 del
demandante	determinará	 la	declaración	de	 inadmisibilidad	de	 la
demanda.
5.	Instalada	la	audiencia	de	revisión,	se	dará	cuenta	de	la
demanda	de	revisión	y	de	la	prueba	actuada.	Acto	seguido,
informarán	oralmente	el	fiscal	y	el	abogado	del	condenado,	de	su
representante	o	del	familiar	más	cercano.	Si	el	imputado	asiste	a
la	audiencia	hará	uso	de	la	palabra	en	último	lugar.	Concluida	la
audiencia,	la	sala	emitirá	sentencia	en	audiencia	pública	en	el
plazo	de	veinte	días.	Rige	lo	dispuesto	en	el	numeral	4)	del
artículo	425.
D.	Leg.	957.
ART.	444.—Sentencia.
1.	Si	 la	 sala	encuentra	 fundada	 la	 causal	 invocada,	declarará	sin
valor	la	sentencia	motivo	de	la	impugnación	y	la	remitirá	a	nuevo
juicio	 cuando	 el	 caso	 lo	 requiere,	 o	 pronunciará	 directamente	 la
sentencia	absolutoria.
2.	 Si	 la	 sentencia	 dispone	 un	 nuevo	 juicio,	 éste	 será	 tramitado
conforme	a	 las	reglas	respectivas.	El	ofrecimiento	de	prueba	y	 la
sentencia	 no	 podrán	 fundarse	 en	 una	 nueva	 apreciación	 de	 los
mismos	 hechos	 del	 proceso,	 con	 independencia	 de	 las	 causales
que	tornaron	admisible	la	revisión.
3.	Si	la	sentencia	es	absolutoria,	se	ordenará	la	restitución	de	los
pagos	efectuados	por	concepto	de	reparación	y	de	multa,	así	como
–de	 haberse	 solicitado–	 la	 indemnización	 que	 corresponda	 por
error	judicial.
4.	La	sentencia	se	notificará	a	todas	las	partes	del	proceso
originario.
D.	Leg.	957.
ART.	445.—Renovación	de	la	demanda.	La	denegatoria	de	la
revisión,	o	la	ulterior	sentencia	confirmatoria	de	la	anterior,	no
impide	una	nueva	demanda	de	revisión,	siempre	que	se	funde	en
otros	hechos	o	pruebas.
LIBRO	QUINTO
LOS	PROCESOS	ESPECIALES
SECCIÓN	I
El	proceso	inmediato
D.	Leg.	957.
ART.	 446.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1194,	 Art.	 2°.	 Supuestos	 de
aplicación.
1.	El	fiscal	debe	solicitar	la	incoación	del	proceso	inmediato,	bajo
responsabilidad,	 cuando	 se	 presente	 alguno	 de	 los	 siguientes
supuestos:
a)	 El	 imputado	 ha	 sido	 sorprendido	 y	 detenido	 en	 flagrante
delito,	en	cualquiera	de	los	supuestos	del	artículo	259;
b)	 El	 imputado	 ha	 confesado	 la	 comisión	 del	 delito,	 en	 los
términos	del	artículo	160;	o
c)	 Los	 elementos	 de	 convicción	 acumulados	 durante	 las
diligencias	 preliminares,	 y	 previo	 interrogatorio	 del	 imputado,
sean	evidentes.
2.	Quedan	exceptuados	los	casos	en	los	que,	por	su	complejidad,
de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	numeral	3	del	artículo	342,
sean	necesarios	ulteriores	actos	de	investigación.
3.	Si	se	trata	de	una	causa	seguida	contra	varios	imputados,	sólo
es	 posible	 el	 proceso	 inmediato	 si	 todos	 ellos	 se	 encuentran	 en
una	 de	 las	 situaciones	 previstas	 en	 el	 numeral	 anterior	 y	 estén
implicados	 en	 el	 mismo	 delito.	 Los	 delitos	 conexos	 en	 los	 que
estén	 involucrados	 otros	 imputados	 no	 se	 acumulan,	 salvo	 que
ello	 perjudique	 al	 debido	 esclarecimiento	 de	 los	 hechos	 o	 la
acumulación	resulte	indispensable.
4.	 Independientemente	 de	 lo	 señalado	 en	 los	 numerales
anteriores,	 el	 fiscal	 también	 deberá	 solicitar	 la	 incoación	 del
proceso	 inmediato	 para	 los	 delitos	 de	 omisión	 de	 asistencia
familiar	y	los	de	conducción	en	estado	de	ebriedad	o	drogadicción,
sin	perjuicio	de	 lo	 señalado	en	el	numeral	3	del	artículo	447	del
presente	código.
NOTA:	El	artículo	3°	del	Decreto	Legislativo	N°	1194,	vigente	a	partir	del	30	de	agostos	del	2015,
precisó	lo	siguiente:	“Adelántase	la	vigencia	a	nivel	nacional	de	la	Sección	I,	 libro	Quinto	del	Código
Procesal	Penal,	Decreto	Legislativo	N°	957”.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Vale	la	aplicación	supletoria	del
proceso	común	u	ordinario	al	proceso	inmediato.	“(…)	El	proceso
inmediato	es	un	proceso	penal	especial	y	además	una	forma	de	simplificación
procesal	que	se	fundamenta	en	la	facultad	del	Estado	de	organizar	la
respuesta	del	sistema	penal	con	criterios	de	racionalidad	y	eficiencia	sobre
todo	en	aquellos	casos	en	los	que,	por	sus	propias	características,	son
innecesarios	mayores	actos	de	investigación.	Su	regulación,	en	sus	aspectos
esenciales,	se	encuentra	desarrollada	en	el	Libro	V,	Sección	I,	artículos
446/448	NCPP	correspondiente	a	los	procesos	especiales.	Por	tanto,	siguiendo
la	línea	fijada	en	el	Acuerdo	Plenario	N°	05-2009/CJ-116,	la	regla
hermenéutica	que	es	del	caso	utilizar	será	aquella	que	establece	la	aplicación
supletoria	del	proceso	común	u	ordinario	siempre	que	exista	un	vacío
normativo,	en	tanto	en	cuanto	la	norma	objeto	de	integración	jurídica	no
vulnere	los	principios	que	sustentan	el	proceso	inmediato	o	las	disposiciones	y
su	estructura	procesal	[Acuerdo	Plenario	05-2009	CJ-116	de	la	Corte	Suprema
de	la	República,	del	13	de	noviembre	del	2009,	Fundamento	Jurídico	6].”	(VI
Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	6-
2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—La	diferencia	entre	la	acusación
directa	y	el	proceso	inmediato.	“(…)	§	2.	Alcances	de	la	acusación	directa
conforme	al	artículo	336.4	NCPP	y	diferencias	con	el	proceso	inmediato
regulado	en	el	artículo	446	y	ss	NCPP.	8°.	La	acusación	directa	como	parte	del
proceso	común	faculta	al	Ministerio	Público	acusar	directamente,	siempre	que
estén	presentes	todos	los	presupuestos	de	la	punibilidad	y	de	la
perseguibilidad	y	se	cumplan	los	supuestos	de	aplicación	contemplados	en	el
artículo	336.4	NCPP.	En	el	presente	caso,	el	fiscal	decide	pasar	directamente	a
la	etapa	intermedia	prescindiendo	de	la	etapa	de	investigación	formal.	La
acusación	directa	formulada	por	el	Ministerio	Público	deberá	cumplir	con	los
presupuestos	contemplados	en	el	artículo	349	NCPP,	y	previo	traslado	del
requerimiento	a	las	partes	el	juez	de	la	investigación	preparatoria	ejercerá	el
correspondiente	control	de	acusación	pudiendo	desestimar	el	pedido	fiscal
cuando	concurra	alguna	de	las	causales	de	sobreseimiento,	previstas	en	el
artículo	348	NCPP.
9°.	El	proceso	inmediato	es	un	proceso	especial	distinto	del	proceso	común.
Sus	supuestos	de	aplicación	se	encuentran	suficientemente	desarrollados	en	el
artículo	446	NCPP.	El	Fiscal	podrá	solicitar	la	aplicación	del	proceso
inmediato	al	juez	de	la	investigación	preparatoria.	El	requerimiento	de
proceso	inmediato	se	presentará	luego	de	culminadas	las	diligencias
preliminares,	o	en	su	defecto,	hasta	antes	de	transcurrido	30	días	de	la
formalización	de	la	investigación	preparatoria.	La	solicitud	del	fiscal	está
sujeta	a	la	decisión	jurisdiccional,	pues	la	exigencia	de	su	aplicación	está
condicionada	a	los	presupuestos	contemplados	por	el	artículo	446.1	NCPP.
Asimismo,	el	requerimiento	de	incoación	de	proceso	inmediato	deberá	ser
notificado	a	las	demás	partes	procesales,	quienes	podrán	pronunciarse	sobre
su	procedencia.
En	el	caso	que	el	juez	admita	el	requerimiento	emitirá	un	auto	que	dispone	la
procedencia	de	este	proceso	especial,	luego	de	lo	cual	el	fiscal	formulará
acusación	y	lo	remitirá	al	juez	competente	para	que	dicte	acumulativamente
el	auto	de	enjuiciamiento	y	de	citación	a	juicio.	Al	ser	el	proceso	inmediato
distinto	al	proceso	común	y	no	haber	etapa	intermedia,	será	el	juez	del	juicio
oral	quien	controle	la	acusación	y	evaluará	la	admisión	de	los	medios
probatorios	que	podrán	presentar	los	demás	sujetos	procesales	de
constitución	en	parte	procesal,	así	como	otros	requerimientos.
En	el	caso	que	no	concurran	los	supuestos	taxativos	de	aplicación	del	proceso
inmediato,	el	juez	de	la	investigación	preparatoria	podrá	desestimar	la
solicitud	del	fiscal.	La	decisión	que	desestima	el	pedido	podrá	ser	apelada.”	(VI
Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	6-
2010/CJ-116,	dic.	30/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—Se	aplicará	el	proceso	ordinario	y	no	el	proceso
penal	de	flagrancia	si	no	hay	evidencia,	prueba	directa	o	si	los	hechos	no
están	suficientemente	determinados.	“5.24.-	Estas	condiciones	descritas,
nos	ubican	en	una	incertidumbre	para	definir	la	situación	jurídica	del
sentenciado,	debido	a	que	los	cargos	de	imputación	para	sustentar
debidamente	la	incoación	de	un	proceso,	tienen	justificación,	por	el	dicho	del
niño	y	el	certificado	médico	que	a	pesar	de	no	ser	definido	abre	la	posibilidad
que	se	trate	de	tocamientos	indebidos,	pero	no	descarta	cuestiones
patológicas	totalmente	explicadas	y	razonables,	por	tanto	no	podemos
incurrir	en	la	ligereza	de	confirmar	la	sentencia	condenatoria,	pero	por	otro
lado,	tampoco	podemos	incurrir	en	la	facilidad	de	absolverlo,	por	que
podríamos	incurrir	en	dejar	impune	la	comisión	de	un	delito,	situaciones	que
se	originan	por	la	rapidez	del	proceso,	siendo	lo	más	razonable	y	cuerdo,
disponer	que	se	reconduzca	el	proceso	a	través	de	un	mecanismo	procesal	más
amplio	donde	se	actué	toda	la	prueba	necesaria	y	se	despeje	toda	duda	para
decidir	con	solvencia	la	situación	jurídica	de	esta	persona.
5.25.-	En	ese	entendido,	estimamos	que	la	incoación	del	proceso	inmediato
bajo	condiciones	de	‘flagrancia’	que	en	este	caso	no	concurren,	no	es	correcto,
porque	descalifica	la	opción	probatoria,	tanto	más	si	en	delitos	de	esta
naturaleza,	son	los	indicios	los	que	regularmente	conducen	a	la	verdad,
positiva	o	negativa,	entonces	se	atenta	contra	un	derecho	fundamental	que
tienen	las	partes,	esto	es	probar	sus	afirmaciones.	Igualmente	se	vulnera	el
derecho	de	defensa	que	tienen	las	partes,	en	este	caso	especialmente	el
imputado,	a	quien	se	le	debe	otorgar	la	posibilidad	de	acreditar	sus
afirmaciones	de	la	manera	más	amplia	y	suficiente,	debiendo	en	todo	caso	el
órgano	judicial	llenar	aquellos	vacíos	de	probanza,	cuando	las	partes	no	son
plenos	ni	suficientes	en	su	actividad	probatoria,	no	como	complementador	de
las	pruebas	de	las	partes,	sino	como	verificador	de	que	las	afirmaciones
probadas	efectivamente	son	como	las	partes	indican	o	no,	a	eso	se	denomina
excepcionalidad	y	complementariedad	probatoria”.	(CSJL.,	Exp.	00186-2016-
1-1826-jr-pe-03,	may.	16/2016.	S.	S.	Sequeiros	Vargas)
DOCTRINA.—Proceso	 simplificado	 impide	 al	 juzgador	 ponderar	 y
valorar	 pruebas:	 vulneración	 de	 la	 autocriminación.	 “(…)	 la
sentenciadora	 aduce	 en	 el	 fallo	 recurrido,	 que	 para	 emitir	 una	 sentencia
condenatoria	 la	 presunción	 señalada	 debe	 ser	 analizada	 con	 todos	 los
antecedentes	 que	 rodean	 el	 caso	 concreto.	 La	 Corte	 discrepa	 con	 dicha
afirmación,	 ella	 es	 propia	 de	 un	 juicio	 contradictorio,	 en	 este	 caso	 la
admisión	de	responsabilidad	del	imputado	en	un	juicio	simplificado	impide
al	sentenciador	entrar	a	ponderar	y	valorar	pruebas	que	no	se	han	rendido
y	 solo	 han	 sido	 enunciadas	 por	 el	 Ministerio	 Público	 con	 el	 fin	 de
fundamentar	 el	 requerimiento,	 al	 hacerlo	 vulnera	 la	 llamada	 auto
incriminación	reglada	del	artículo	395	del	Código	Procesal	Penal	(…)”	(C.	de
Ap.	de	Santiago,	Rol.	N°	1983-2006,	oct.	31/2006.	Min.	Jorge	Dahm	Ovarzún
P.)
D.	Leg.	957.
ART.	447.—Modificado.	D.	Leg.	1194,	Art.	2°.	Audiencia	única
de	 incoación	 del	 proceso	 inmediato	 en	 casos	 de	 flagrancia
delictiva.
1.	Al	término	del	plazo	de	la	detención	policial	establecido	en	el
artículo	 264,	 el	 fiscal	 debe	 solicitar	 al	 juez	 de	 la	 investigación
preparatoria	 la	 incoación	 del	 proceso	 inmediato.	 El	 juez,	 dentro
de	 las	 cuarenta	 y	 ocho	 horas	 (48)	 siguientes	 al	 requerimiento
fiscal,	realiza	una	audiencia	única	de	incoación	para	determinar	la
procedencia	del	proceso	inmediato.	La	detención	del	imputado	se
mantiene	hasta	la	realización	de	la	audiencia.
2.	 Dentro	 del	mismo	 requerimiento	 de	 incoación,	 el	 fiscal	 debe
acompañar	 el	 expediente	 fiscal	 y	 comunicar	 si	 requiere	 la
imposición	de	alguna	medida	coercitiva,	que	asegure	la	presencia
del	 imputado	 en	 el	 desarrollo	 de	 todo	 el	 proceso	 inmediato.	 El
requerimiento	 de	 incoación	 debe	 contener,	 en	 lo	 que	 resulte
pertinente,	los	requisitos	establecidos	en	el	numeral	2	del	artículo
336.
3.	En	la	referida	audiencia,	las	partes	pueden	instar	la	aplicación
del	 principio	 de	 oportunidad,	 de	 un	 acuerdo	 reparatorio	 o	 de	 la
terminación	anticipada,	según	corresponda.
4.	 La	 audiencia	única	de	 Incoación	del	proceso	 inmediato	 es	de
carácter	inaplazable.	Rige	lo	establecido	en	el	artículo	85.	El	juez,
frente	 a	 un	 requerimiento	 fiscal	 de	 incoación	 del	 proceso
inmediato,	 se	 pronuncia	 oralmente	 en	 el	 siguiente	 orden,	 según
sea	el	caso:
a)	Sobre	la	procedencia	de	la	medida	coercitiva	requerida	por	el
fiscal;
b)	 Sobre	 la	 procedencia	 del	 principio	 de	 oportunidad,	 de	 un
acuerdo	reparatorio	o	de	la	terminación	anticipada,	solicitado	por
las	partes;
c)	Sobre	la	procedencia	de	la	incoación	del	proceso	inmediato.
5.	 El	 auto	 que	 resuelve	 el	 requerimiento	 de	 proceso	 inmediato
debe	 ser	 pronunciada,	 de	 modo	 impostergable,	 en	 la	 misma
audiencia	 de	 incoación.	 La	 resolución	 es	 apelable	 con	 efecto
devolutivo.
6.	Pronunciada	 la	decisión	que	dispone	 la	 incoación	del	proceso
inmediato,	el	fiscal	procede	a	formular	acusación	dentro	del	plazo
de	 veinticuatro	 (24)	 horas,	 bajo	 responsabilidad.	 Recibido	 el
requerimiento	fiscal,	el	juez	de	la	investigación	preparatoria,	en	el
día,	 lo	 remite	 al	 juez	 penal	 competente,	 para	 que	 dicte
acumulativamente	el	auto	de	enjuiciamiento	y	de	citación	a	juicio,
con	arreglo	a	lo	dispuesto	en	el	numeral	3	del	artículo	448.
7.	Frente	al	auto	que	rechaza	la	incoación	del	proceso	inmediato,
el	fiscal	dicta	la	disposición	que	corresponda	o	la	formalización	de
la	investigación	preparatoria.
Para	los	supuestos	comprendidos	en	los	literales	b)	y	c),	numeral
1	del	artículo	446,	rige	el	procedimiento	antes	descrito	en	lo	que
corresponda.	 Solo	 en	 estos	 supuestos,	 el	 requerimiento	 se
presenta	 luego	 de	 culminar	 las	 diligencias	 preliminares	 o,	 en	 su
defecto,	 antes	de	 los	 treinta	días	de	 formalizada	 la	 investigación
preparatoria.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—El	proceso	inmediato	y	la
formalización	de	la	investigación	preparatoria.	“(…)	15°.	Estando	a	lo
dispuesto	por	el	artículo	447.1	NCPP,	el	Fiscal	tiene	la	posibilidad	de	requerir
la	incoación	del	proceso	inmediato	en	dos	momentos:	(i)	luego	de	culminar	las
diligencias	preliminares	y	(ii)	antes	de	los	treinta	días	de	formalizada	la
investigación	preparatoria.	En	base	al	primer	supuesto,	se	estará	ante	un
proceso	inmediato	incoado	sin	formalización	de	la	investigación	preparatoria;
de	ahí	que	resulta	necesario	que	el	requerimiento	de	incoación	de	este	proceso
incorpore	los	mismos	elementos	que	una	disposición	de	formalización	de
investigación	preparatoria	y	supuestos	de	aplicación	que	se	producen.
En	cambio,	en	virtud	del	último	supuesto,	se	tiene	que	en	el	proceso
inmediato,	si	existe	la	obligación	de	formalizar	la	investigación	preparatoria
con	las	implicancias	que	ello	tiene,	es	decir,	que	se	notifique	de	esta
disposición	al	imputado	a	fin	que	conozca	la	imputación	hecha	en	su	contra	y
pueda	preparar	su	estrategia	de	defensa,	o	de	ser	el	caso	interponer	los
medios	de	defensa	técnicos	que	considere	pertinentes.”	(VI	Pleno	Jurisdiccional
de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	6-2010/CJ-116,	dic.
30/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
D.	Leg.	957.
ART.	448.—Modificado.	D.	Leg.	1194,	Art.	2°.	Audiencia	única
de	juicio	inmediato.
1.	Recibido	el	auto	que	incoa	el	proceso	inmediato,	El	juez	penal
competente	 realiza	 la	 audiencia	 única	 de	 juicio	 inmediato	 en	 el
día.	En	todo	caso,	su	realización	no	debe	exceder	las	setenta	y	dos
(72)	horas	desde	la	recepción,	bajo	responsabilidad	funcional.
2.	 La	 audiencia	 única	 de	 juicio	 inmediato	 es	 oral,	 pública	 e
inaplazable.	Rige	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	85.	 Las	partes	 son
responsables	 de	 preparar	 y	 convocar	 a	 sus	 órganos	 de	 prueba,
garantizando	su	presencia	en	la	audiencia,	bajo	apercibimiento	de
prescindirse	de	ellos.
3.	 Instalada	 la	 audiencia,	 el	 fiscal	 expone	 resumidamente	 los
hechos	objeto	de	la	acusación,	la	calificación	jurídica	y	las	pruebas
que	ofrecerá	para	su	admisión,	de	conformidad	con	lo	establecido
en	 el	 artículo	 349.	 Si	 el	 juez	 penal	 determina	 que	 los	 defectos
formales	de	la	acusación	requieren	un	nuevo	análisis,	dispone	su
subsanación	 en	 la	 misma	 audiencia.	 Acto	 seguido,	 las	 partes
pueden	 plantear	 cualquiera	 de	 las	 cuestiones	 previstas	 en	 el
artículo	 350,	 en	 lo	 que	 corresponda.	 El	 juez	 debe	 instar	 a	 las
partes	 a	 realizar	 convenciones	 probatorias.	 Cumplidos	 los
requisitos	 de	 validez	 de	 la	 acusación	 de	 conformidad	 con	 el
numeral	1	del	artículo	350	y	resueltas	 las	cuestiones	planteadas,
el	 juez	penal	dicta	acumulativamente	el	auto	de	enjuiciamiento	y
citación	a	juicio,	de	manera	inmediata	y	oral.
4.	 El	 juicio	 se	 realiza	 en	 sesiones	 continuas	 e	 ininterrumpidas
hasta	 su	 conclusión.	 El	 juez	 penal	 que	 instale	 el	 juicio	 no	 puede
conocer	otros	hasta	que	culmine	el	ya	iniciado.	En	lo	no	previsto
en	esta	sección,	se	aplican	las	reglas	del	proceso	común,	en	tanto
sean	compatibles	con	la	naturaleza	célere	del	proceso	inmediato.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—El	proceso	inmediato	y	la	etapa
intermedia.	“(…)	16°.	Dentro	de	la	estructura	del	proceso	común,	una	de	las
funciones	más	importantes	que	debe	cumplir	la	etapa	intermedia	es	controlar
los	resultados	de	la	investigación	preparatoria,	para	lo	cual	se	ha	de	examinar
el	mérito	de	la	acusación	fiscal	y	los	recaudos	de	la	causa	con	el	fin	de	decidir
si	procede	o	no	iniciar	el	juicio	oral.	Es	decir,	el	juez	de	la	investigación
preparatoria	como	director	de	la	etapa	intermedia	realiza	un	control	tanto
formal,	sustancial	y	sobre	la	suficiencia	de	los	elementos	de	convicción	de	la
acusación.
17°.	En	el	proceso	inmediato,	al	ser	uno	especial	que	se	particulariza	en	razón
de	sus	supuestos	de	aplicación:	flagrancia	delictiva;	confesión	del	imputado;	y
que	los	elementos	de	convicción	acumulados	durante	las	diligencias
preliminares,	y	previo	interrogatorio	del	imputado,	sean	evidentes,	no	existe
etapa	intermedia.
18°.	No	obstante	ello,	la	autoridad	judicial	ha	de	realizar	en	este	proceso	dos
controles.	Son	los	siguientes:
A.	De	acuerdo	con	el	artículo	448.1	NCPP	el	juez	de	investigación
preparatoria,	realiza	un	primer	control	antes	de	dar	inicio	al	proceso
inmediato.	Es	el	control	al	requerimiento	del	fiscal	para	la	incoación	del
proceso	inmediato.
Este	primer	control	permite	al	juez	de	la	investigación	preparatoria
determinar	si	procede	o	no	dar	inicio	a	un	proceso	inmediato,	para	lo	cual	es
preciso	que	dicha	autoridad	judicial	verifique	el	cumplimiento	de	los
supuestos	de	aplicación	de	este	proceso.
Asimismo,	en	armonía	con	el	artículo	448.1	NCPP,	el	juez	de	la	investigación
preparatoria	corre	traslado	a	las	partes	de	dicho	requerimiento	por	un	plazo
de	tres	días	y	debe	decidir,	en	un	plazo	igual,	si	acepta	o	rechaza	el
requerimiento	fiscal.
Sobre	este	punto	cabe	destacar	que,	en	el	marco	de	los	principios	de	oralidad,
inmediación,	contradicción	y	publicidad,	así	como	para	evitar	la	indefensión,
que	inspiran	el	nuevo	Código	Procesal	Penal,	puede	ser	factible,	atento	a	las
circunstancias	de	la	causa,	establecer	una	audiencia	para	el	proceso
inmediato,	que	se	seguirá	conforme	a	las	pautas	establecidas	de	manera
genérica	por	el	artículo	8°	NCPP.	Por	tanto,	para	que	el	juez	de	la
investigación	preparatoria	resuelva	la	procedencia	o	no	de	este	proceso
especial,	si	fuera	el	caso	–aunque	no	obligatoriamente–,	podrá	producirse	un
debate	con	la	concurrencia	del	fiscal,	quien	argumentará	oralmente	por	qué
eligió	y	considera	la	aplicación	de	este	proceso	especial,	así	como	con	la
presencia	del	imputado	y	su	abogado	defensor,	los	cuales	podrán	contradecir
este	requerimiento	fiscal	y	el	juez	hará	las	preguntas	aclaratorias	expidiendo
la	resolución	motivada	que	corresponda.
Asimismo	el	fiscal,	de	ser	el	caso,	solicitará	la	aplicación	de	las	medidas	de
coerción	que	considere	pertinentes,	de	manera	simultánea	y	separada	del
requerimiento	de	incoación	del	proceso	inmediato,	requerimiento	que	será
discutido	en	audiencia,	siguiendo	las	consideraciones	del	Título	I,	Sección	Tres,
del	citado	código,	según	corresponda.
B.	El	segundo	control	a	cargo	de	la	autoridad	judicial,	es	el	de	la	acusación
fiscal,	para	ello	es	preciso	referir	que	en	virtud	del	artículo	349	NCPP	tal
requerimiento	debe	cumplir	determinados	requisitos	que	condicionan	su
validez,	y	que	corresponde	controlar	al	juez	de	juicio	oral,	quien	dictará	el
auto	de	enjuiciamiento	en	virtud	del	artículo	448.2	NCPP.”	(VI	Pleno
Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitorias,	A.	P.	6-2010/CJ-
116,	dic.	30/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
SECCIÓN	II
El	proceso	por	razón	de	la	función	pública
TÍTULO	I
El	proceso	por	delitos	de	función
atribuidos	a	altos	funcionarios	públicos
D.	Leg.	957.
ART.	449.—Disposiciones	aplicables.	El	proceso	penal	contra
los	altos	funcionarios	públicos	taxativamente	designados	en	el
artículo	99	de	la	Constitución	por	los	delitos	que	cometan	en	el
ejercicio	de	sus	funciones	y	hasta	cinco	años	después	de	haber
cesado	en	él,	se	regirá	por	las	reglas	del	proceso	común,	salvo	las
que	se	establecen	en	este	título.
JURISPRUDENCIA.—El	concepto	función	pública.	“(...)	El	concepto	‘función
pública’	en	este	derecho	comprende	dos	tipos	de	función	que	suele
distinguirse:	la	función	pública	representativa	y	la	función	pública	no
representativa.	La	función	pública	representativa	está	formada	por	funciones
de	representación	política	y	la	no	representativa	alude	a	la	función	pública
profesionalizada.
Una	interpretación	constitucionalmente	adecuada	del	concepto	‘función
pública’	exige	entenderlo	de	manera	amplia,	esto	es,	desde	el	punto	de	vista
material	como	el	desempeño	de	funciones	en	las	entidades	públicas	del	Estado
(…)”.	(TC,	Exp.	N°	00025-2005-PI/TC,	ago.	18/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	explica	las	relaciones	de
complementariedad	y	de	oposición	entre	la	Ley	N°	27399	y	el	Código
Procesal	Penal	en	investigaciones	de	altos	funcionarios.	“Al	respecto,	este
tribunal	estima	que	si	bien	existe	una	relación	de	complementariedad,	lo	es
circunscrito	a	la	validez	de	las	actuaciones	del	Fiscal	de	la	Nación	como
competente	titular	de	la	investigación	preliminar	del	delito	contra	altos
funcionarios,	los	plazos,	la	facultad	de	denuncia	constitucional	(artículo	uno)
y	la	autorización	de	solicitar	medidas	limitativas	de	derechos	(artículo	dos),
allí	reguladas,	pero	no	así	respecto	a	la	competencia	del	juez	que	decidirá	sus
requerimientos,	puesto	que	respecto	a	ello	si	existe	oposición	con	el	Nuevo
Código	Procesal	Penal,	donde	ya	no	es	el	juez	de	instrucción,	sino	el	juez	de
investigación	preparatoria	el	que	deberá	decidir	ello,	lo	que	se	entiende	de
una	interpretación	sistemática	de	las	normas	que	regulan	el	cuerpo
normativo	en	mención	(...).	Ahora,	en	lo	que	respecta	al	proceso	especial
contra	altos	funcionarios	se	debe	tener	en	cuenta	que	el	artículo	cuatrocientos
cuarenta	y	nueve	del	Código	Procesal	Penal	(...)	una	interpretación
sistemática	nos	lleva	a	concluir	que	la	comunicación	de	las	actuaciones	del
Fiscal	Nación	en	las	diligencias	preliminares	seguidas	con	altos	funcionarios,
se	lleva	a	cabo	con	el	juez	de	la	investigación	preparatoria	del	Nuevo	Código
Procesal	Penal,	cuyas	reglas	de	competencia	se	circunscriben	a	lo	estipulado
en	él,	y	éstas	no	le	exigen	una	condición	irrazonable	de	imparcialidad
reforzada	de	ser	titular	en	el	cargo”.	(CS,	R.	05-2014	“1”,	jun.	17/2014.	V.	P.
Barrios	Alvarado)
D.	Leg.	957.
ART.	 450.—Reglas	específicas	para	 la	 incoación	del	proceso
penal.
1.	La	incoación	de	un	proceso	penal,	en	los	supuestos	del	artículo
anterior,	 requiere	 la	 previa	 interposición	 de	 una	 denuncia
constitucional,	en	las	condiciones	establecidas	por	el	Reglamento
del	Congreso	y	la	ley,	por	el	Fiscal	de	la	Nación,	el	agraviado	por	el
delito	o	por	los	congresistas;	y,	en	especial,	como	consecuencia	del
procedimiento	 parlamentario,	 la	 resolución	 acusatoria	 de
contenido	penal	aprobada	por	el	Congreso.
2.	El	Fiscal	de	 la	Nación,	en	el	plazo	de	cinco	días	de	recibida	 la
resolución	 acusatoria	 de	 contenido	 penal	 y	 los	 recaudos
correspondientes,	 emitirá	 la	 correspondiente	 disposición,
mediante	 la	 cual	 formalizará	 la	 investigación	 preparatoria,	 se
dirigirá	a	la	Sala	Penal	de	la	Corte	Suprema	a	fin	de	que	nombre,
entre	sus	miembros,	al	vocal	supremo	que	actuará	como	juez	de	la
investigación	 preparatoria	 y	 a	 los	 integrantes	 de	 la	 Sala	 Penal
Especial	que	se	encargará	del	juzgamiento	y	del	conocimiento	del
recurso	 de	 apelación	 contra	 las	 decisiones	 emitidas	 por	 el
primero,	y	designará	a	los	fiscales	supremos	que	conocerán	de	las
etapas	de	investigación	preparatoria	y	de	enjuiciamiento.
3.	 El	 vocal	 supremo	 de	 la	 investigación	 preparatoria,	 con	 los
actuados	 remitidos	por	 la	 Fiscalía	 de	 la	Nación,	 dictará,	 en	 igual
plazo,	 auto	 motivado	 aprobando	 la	 formalización	 de	 la
investigación	 preparatoria,	 con	 citación	 del	 fiscal	 supremo
encargado	y	del	imputado.	La	disposición	del	Fiscal	de	la	Nación	y
el	 auto	 del	 vocal	 supremo	 de	 la	 investigación	 preparatoria
respetarán	 los	 hechos	 atribuidos	 al	 funcionario	 y	 la	 tipificación
señalada	en	la	resolución	del	congreso.
4.	 Notificado	 el	 auto	 aprobatorio	 del	 vocal	 supremo	 de	 la
investigación	preparatoria,	el	fiscal	supremo	designado	asumirá	la
dirección	 de	 la	 investigación,	 disponiendo	 las	 diligencias	 que
deban	 actuarse,	 sin	 perjuicio	 de	 solicitar	 al	 vocal	 supremo	 las
medidas	 de	 coerción	 que	 correspondan	 y	 los	 demás	 actos	 que
requieran	intervención	jurisdiccional.
5.	 El	 cuestionamiento	 de	 la	 naturaleza	 delictiva	 de	 los	 hechos
imputados	o	del	cumplimiento	de	los	requisitos	de	procedibilidad,
así	 como	 lo	 relativo	 a	 la	 extinción	 de	 la	 acción	 penal	 podrá
deducirse	 luego	de	 formalizada	y	aprobada	 la	continuación	de	 la
investigación	 preparatoria,	 mediante	 los	 medios	 de	 defensa
técnicos	previstos	en	este	código.
6.	 La	 necesidad	 de	 ampliar	 el	 objeto	 de	 la	 investigación	 por
nuevos	hechos	delictivos	cometidos	por	el	 alto	 funcionario	en	el
ejercicio	de	sus	funciones	públicas,	requiere	resolución	acusatoria
del	 Congreso,	 a	 cuyo	 efecto	 el	 fiscal	 de	 la	 investigación
preparatoria	se	dirigirá	al	Fiscal	de	la	Nación	para	que	formule	la
denuncia	 constitucional	 respectiva.	 Si	 de	 la	 investigación	 se
advierte	que	la	tipificación	de	los	hechos	es	diferente	a	la	señalada
en	 la	 resolución	 acusatoria	 del	 Congreso,	 el	 fiscal	 emitirá	 una
disposición	 al	 respecto	 y	 requerirá	 al	 vocal	 de	 la	 investigación
preparatoria	 emita	 la	 resolución	 aprobatoria	 correspondiente,
quien	se	pronunciará	previa	audiencia	con	la	concurrencia	de	las
partes.	En	este	caso	no	se	requiere	la	intervención	del	Congreso.
7.	Contra	la	sentencia	emitida	por	la	Sala	Penal	Especial	Suprema
procede	recurso	de	apelación,	que	conocerá	 la	sala	suprema	que
prevé	 la	 Ley	 Orgánica	 del	 Poder	 Judicial.	 Contra	 la	 sentencia	 de
vista	no	procede	recurso	alguno.
8.	 El	 auto	 de	 sobreseimiento	 o	 el	 que	 ampara	 una	 excepción	 u
otro	 medio	 de	 defensa	 que	 enerve	 la	 pretensión	 acusatoria,	 así
como	 la	 sentencia	 absolutoria,	 en	 tanto	 adquieran	 firmeza,
devuelve	 al	 procesado	 sus	 derechos	 políticos,	 sin	 que	 sea
necesario	acuerdo	de	Congreso	en	este	sentido.
9.	 El	 plazo	 que	 se	 refiere	 al	 artículo	 99	 de	 la	 Constitución	 no
interrumpe	 ni	 suspende	 la	 prescripción	 de	 la	 acción	 penal	 de
conformidad	con	el	artículo	84	del	Código	Penal.
10.	Vencido	el	plazo	de	cinco	años,	previsto	en	el	artículo	99	de	la
Constitución,	siempre	que	no	se	haya	incoado	el	proceso	penal,	el
ex	alto	funcionario	público	estará	sometido	a	las	reglas	del
proceso	penal	común.
D.	Leg.	957.
ART.	 451.—Conversión	 del	 procedimiento	 común	 y
acumulación.
1.	 Si	 en	 el	 curso	de	 un	proceso	penal	 común,	 se	 determina	que
uno	 de	 los	 imputados	 está	 incurso	 en	 el	 artículo	 99	 de	 la
Constitución,	el	juez	de	la	causa,	de	oficio	o	a	pedido	del	Ministerio
Público	 o	 de	 otro	 sujeto	 procesal,	 previa	 audiencia	 con	 la
intervención	 de	 los	 mismos,	 remitirá	 copia	 de	 lo	 actuado	 a	 la
Fiscalía	de	 la	Nación	para	que	 se	proceda	a	 la	 formulación	de	 la
denuncia	constitucional	correspondiente;	si	el	Fiscal	de	la	Nación
no	 está	 conforme	 con	 la	 resolución	 judicial	 solicitará	 la
intervención	 de	 la	 Sala	 Penal	 de	 la	 Corte	 Suprema	 para	 que	 se
pronuncie	 al	 respecto.	 La	 sala	 resolverá,	 mediante	 resolución
inimpugnable	y	previa	audiencia	con	asistencia	de	las	partes.
2.	Cuando	el	hecho	sea	atribuido	a	varios	imputados	y	sólo
alguno	de	ellos	debe	ser	sujeto	al	procedimiento	parlamentario	de
acusación	constitucional,	la	causa	deberá	separarse	para	que	se
continúe	en	la	jurisdicción	ordinaria	contra	quienes	no	proceda
este	procedimiento.	Se	remitirá	copia	certificada	de	lo	actuado	al
fiscal	de	la	Nación	contra	los	restantes,	para	que	proceda
conforme	lo	dispone	el	numeral	anterior.	Si	el	Congreso	emite
resolución	acusatoria,	las	causas	deberán	acumularse	y	serán
tramitadas	según	las	reglas	especiales	previstas	en	este	título.
TÍTULO	II
El	proceso	por	delitos	comunes	atribuidos
a	congresistas	y	otros	altos	funcionarios
D.	Leg.	957.
ART.	452.—Ámbito.
1.	Los	delitos	comunes	atribuidos	a	los	congresistas,	al	Defensor
del	Pueblo	y	a	los	magistrados	del	Tribunal	Constitucional,	desde
que	 son	 elegidos	 hasta	 un	mes	 después	 de	 haber	 cesado	 en	 sus
funciones,	 no	 pueden	 ser	 objeto	 de	 investigación	 preparatoria	 y
enjuiciamiento	 hasta	 que	 el	 Congreso,	 o	 el	 Pleno	 del	 Tribunal
Constitucional	 en	 el	 caso	 de	 sus	 miembros,	 siguiendo	 el
procedimiento	parlamentario	–o	el	 administrativo	en	el	 caso	del
Tribunal	 Constitucional–	 que	 corresponda,	 lo	 autorice
expresamente.
2.	Si	el	funcionario	ha	sido	detenido	en	flagrante	delito	deberá	ser
puesto	en	el	plazo	de	veinticuatro	horas	a	disposición	del
Congreso	o	del	Tribunal	Constitucional,	según	el	caso,	a	fin	de	que
inmediatamente	autorice	o	no	la	privación	de	libertad	y	el
enjuiciamiento.
D.	Leg.	957.
ART.	453.—Reglas	del	proceso	y	elevación	del	requerimiento
de	autorización	de	procesamiento.
1.	El	proceso	penal,	en	estos	casos,	se	seguirá	bajo	las	reglas	del
proceso	 común.	 En	 la	 etapa	 de	 enjuiciamiento	 intervendrá	 un
juzgado	 colegiado.	 El	 recurso	 de	 casación	 procederá	 según	 las
disposiciones	comunes	que	lo	rigen.
2.	Si	al	calificar	la	denuncia,	el	informe	policial	o	las	indagaciones
preliminares,	o	si	en	el	curso	del	proceso	se	advierte	que	el
imputado	está	incurso	en	las	disposiciones	del	artículo	anterior,	el
juez	de	oficio	o	a	petición	de	parte,	previa	audiencia,	elevará	los
actuados	respecto	de	aquél	al	presidente	de	la	Corte	Superior
correspondiente	para	que	por	su	conducto	se	eleven	las
actuaciones	al	Congreso	o	al	Tribunal	Constitucional,	según	el
caso,	a	fin	de	que	se	expida	la	resolución	de	autorización	de
procesamiento.	Desde	el	momento	en	que	se	dicte	la	resolución,
que	es	inimpugnable,	se	reservará	lo	actuado	en	ese	extremo	a	la
espera	de	la	decisión	de	la	autoridad	competente,	sin	perjuicio	de
continuar	la	causa	si	existen	otros	procesados.
TÍTULO	III
El	proceso	por	delitos	de	función
atribuidos	a	otros	funcionarios	públicos
D.	Leg.	957.
ART.	454.—Ámbito.
1.	 Los	 delitos	 en	 el	 ejercicio	 de	 sus	 funciones	 atribuidos	 a	 los
vocales	y	fiscales	superiores,	a	los	miembros	del	Consejo	Supremo
de	 Justicia	 Militar,	 al	 Procurador	 Público,	 y	 a	 todos	 los
magistrados	del	Poder	Judicial	y	del	Ministerio	Público,	requieren
que	el	Fiscal	de	la	Nación,	previa	indagación	preliminar,	emita	una
disposición	que	decida	el	ejercicio	de	la	acción	penal	y	ordene	al
fiscal	respectivo	la	formalización	de	la	investigación	preparatoria
correspondiente.
2.	La	disposición	del	Fiscal	de	la	Nación	no	será	necesaria	cuando
el	 funcionario	 ha	 sido	 sorprendido	 en	 flagrante	 delito,	 el	mismo
que	en	el	plazo	de	veinticuatro	horas	será	conducido	al	despacho
del	fiscal	supremo	o	del	fiscal	superior	correspondiente,	según	los
casos,	para	la	formalización	de	la	investigación	preparatoria.
3.	 Corresponde	 a	 un	 fiscal	 supremo	 y	 a	 la	 Corte	 Suprema	 el
conocimiento	de	los	delitos	de	función	atribuidos	a	los	miembros
del	 Consejo	 Supremo	 de	 Justicia	 Militar,	 a	 los	 vocales	 y	 fiscales
superiores	y	al	Procurador	Público,	así	como	a	otros	funcionarios
que	señale	la	ley.	En	estos	casos	la	sala	penal	de	la	Corte	Suprema
designará,	 entre	 sus	 miembros,	 al	 vocal	 para	 la	 investigación
preparatoria	 y	 a	 la	 Sala	 Penal	 Especial,	 que	 se	 encargará	 del
juzgamiento	 y	 del	 conocimiento	 del	 recurso	de	 apelación	 contra
las	 decisiones	 emitidas	 por	 el	 primero;	 y,	 el	 Fiscal	 de	 la	 Nación
hará	lo	propio	respecto	a	los	fiscales	supremos	que	conocerán	de
las	 etapas	 de	 investigación	 preparatoria	 y	 de	 enjuiciamiento.
Contra	 la	 sentencia	 emitida	 por	 la	 Sala	 Penal	 Especial	 Suprema
procede	recurso	de	apelación,	que	conocerá	 la	sala	suprema	que
prevé	 la	 Ley	 Orgánica	 del	 Poder	 Judicial.	 Contra	 la	 sentencia	 de
vista	no	procede	recurso	alguno.
4.	Corresponde	a	un	fiscal	superior	y	a	la	corte	superior
competente	el	conocimiento	de	los	delitos	de	función	atribuidos	al
juez	de	primera	instancia,	al	juez	de	paz	letrado,	al	fiscal
provincial	y	al	fiscal	adjunto	provincial,	así	como	a	otros
funcionarios	que	señale	la	ley.	En	estos	casos	la	presidencia	de	la
corte	superior	designará,	entre	los	miembros	de	la	sala	penal
competente,	al	vocal	para	la	investigación	preparatoria	y	a	la	sala
penal	especial,	que	se	encargará	del	juzgamiento	y	del
conocimiento	del	recurso	de	apelación	contra	las	decisiones
emitidas	por	el	primero;	y,	el	fiscal	superior	decano	hará	lo	propio
respecto	a	los	fiscales	superiores	que	conocerán	de	las	etapas	de
investigación	preparatoria	y	de	enjuiciamiento.	Contra	la
sentencia	emitida	por	la	Sala	Penal	Especial	Superior	procede
recurso	de	apelación,	que	conocerá	la	sala	penal	de	la	Corte
Suprema.	Contra	esta	última	sentencia	no	procede	recurso	alguno.
ADECUACIÓN	DE	LOS	PROCESOS	SEGUIDOS	CONTRA	JUECES	DE	PAZ
CONFORME	AL	CÓDIGO	PROCESAL	PENAL
R.	790-2012-MP-FN.
ART.	1°.—Aprobar	la	Directiva	N°	001-2012-MP-FN,	sobre	“Adecuación	de
los	 procesos	 seguidos	 contra	 jueces	 de	 paz	 conforme	 al	 Nuevo	 Código
Procesal	Penal”.
R.	790-2012-MP-FN.
ART.	2°.—Hacer	de	conocimiento	la	presente	resolución,	a	los	presidentes
de	las	juntas	de	fiscales	superiores	a	nivel	nacional,	los	mismos	que	deberán
difundirla	a	todos	los	Fiscales	integrantes	del	distrito	judicial	que	presiden.
Dir.	001-2012-MP-FN.
I.	Objeto
La	presente	directiva	tiene	como	objeto	adecuar	los	procesos	–entiéndase
aquéllos	que	se	encuentran	en	la	etapa	de	investigación	preparatoria,	etapa
intermedia	 o	 etapa	 de	 juicio	 oral–,	 seguidos	 contra	 los	 jueces	 de	 paz,
también	 denominados	 jueces	 de	 paz	 no	 letrado	 o	 jueces	 de	 paz	 de	 única
nominación	 (en	 adelante,	 simplemente,	 jueces	 de	 paz),	 en	 los	 distritos
judiciales	 en	 los	 que	 se	 encuentra	 vigente	 el	 Código	 Procesal	 Penal	 (en
adelante	CPP).
II.	Finalidad
Unificar	criterios	de	interpretación	y	aplicación	del	Código	Procesal	Penal,
aprobado	mediante	Decreto	Legislativo	N°	957.
III.	Alcance
La	presente	directiva	es	de	aplicación	obligatoria	para	todos	los	fiscales	de
los	distritos	judiciales	en	los	que	se	encuentra	vigente	el	CPP.
IV.	Base	legal
Constitución	 Política	 del	 Estado:	 artículo	 158	 Código	 Procesal	 Penal	 -
Decreto	Legislativo	N°	957:	artículos	61.1	y	454.
Ley	Orgánica	del	Ministerio	Público	-	Decreto	Legislativo	N°	052:	artículos
1°,	5°	y	64
V.	Antecedentes	y	normas	generales
Situación	actual
1.-	 En	 los	 distritos	 judiciales	 en	 los	 que	 se	 encuentra	 vigente	 la	 nueva
normativa	 procesal,	 las	 causas	 seguidas	 contra	 jueces	 de	 paz,	 se	 vienen
tramitando	conforme	al	proceso	especial	que	prescribe	el	artículo	454	del
Título	III,	Sección	II,	Libro	Quinto	del	CPP:	“Proceso	por	delitos	de	función
atribuidos	a	otros	funcionarios	públicos”.
Respecto	de	la	norma	contenida	en	el	numeral	4)	del	artículo	454	del	CPP,
que	 regula	 los	 procesos	 seguidos	 contra	 jueces	 de	 paz,	 se	 viene
interpretando	que	estos	son	de	competencia	de	los	jueces	superiores	y	del
fiscal	 superior,	 esto	 es,	 que	 las	 diligencias	 preliminares	 y	 la	 investigación
preparatoria,	son	dirigidas	por	un	fiscal	superior	bajo	el	control	de	un	juez
superior,	 y	 el	 juzgamiento,	 a	 cargo	 de	 una	 sala	 especial	 conformada	 por
jueces	superiores,	mientras	que	 la	apelación	es	de	conocimiento	de	 la	Sala
Penal	de	la	Corte	Suprema	de	Justicia.
2.-	Jurisprudencia	de	la	Corte	Suprema	de	Justicia	de	la	República
La	Sala	Penal	Permanente	de	la	Corte	Suprema	de	Justicia	de	la	República,
en	sentencia	emitida	en	la	Apelación	N°	02-2010	de	fecha	22	de	octubre	del
2010,	 efectuando	 una	 interpretación	 literal	 del	 citado	 artículo	 454.4	 del
CPP,	 y	 sistemática	 con	 el	 artículo	 139.3	 de	 la	 Constitución	 Política,	 ha
determinado	–conforme	a	su	criterio–	que	aquella	norma	procesal	establece
un	 “Numerus	 clausus”	 que	 restringe	 este	 tipo	 de	 proceso	 especial,
únicamente,	a	los	jueces	y	fiscales	que	en	ella	se	mencionan,	entre	los	que	no
están	comprendidos	los	jueces	de	paz	(fundamento	tercero	de	la	sentencia).
Asimismo,	 la	 ejecutoria	 suprema	 entiende,	 que	 por	 mandado	 del	 citado
artículo	 139.3	de	 la	 Constitución	Política,	 a	 nadie	 se	 le	 debe	desviar	 de	 la
jurisdicción	 predeterminada	 por	 ley:	 hacerlo	 implica	 una	 vulneración	 al
debido	proceso,	y	por	consiguiente,	un	vicio	que	es	sancionado	con	nulidad
absoluta,	 conforme	 al	 literal	 e)	 del	 artículo	 150	 del	 CPP	 (fundamento
tercero	de	la	sentencia).
La	 interpretación	 de	 la	 Corte	 Suprema,	 deja	 de	 lado	 lo	 regulado	 en	 el
artículo	41.4	de	 la	Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial	(en	adelante	LOPJ),	que
señala	que	las	salas	penales,	conocen	en	primera	instancia	de	los	procesos
por	delitos	cometidos,	entre	otros,	por	los	denominados	jueces	de	paz:	en	la
citada	ejecutoria,	simplemente,	no	se	menciona	dicha	regulación.
3.-	 La	 probable	 y	 razonable	 nulidad	 de	 los	 procesos	 seguidos	 contra	 los
jueces	de	paz
Si	bien	dicha	sentencia	no	es	vinculante	–y	aún	en	el	supuesto	que	lo	fuese,
no	 le	 alcanza	 al	Ministerio	 Público–,	 resulta	 necesario	 que	 se	 adopten	 las
medidas	 correctivas	 en	 los	procesos	 seguidos	 contra	 los	 citados	 jueces	de
paz,	en	los	distritos	judiciales	en	los	que	se	encuentra	vigente	el	CPP,	por	las
siguientes	razones:
Primero:	 Por	 el	 principio	 de	 la	 exclusividad	 de	 la	 jurisdicción,	 pues	 el
Poder	 Judicial	 es	 el	 único	 órgano	 que	 ejerce	 la	 función	 jurisdiccional	 del
Estado;	en	tal	sentido,	el	saneamiento	procesal	de	estos	procesos	especiales,
siempre	le	corresponderá	conocer	a	la	Corte	Suprema	de	Justicia;	y,
Segundo:	 Por	 que	 las	 nulidades	 absolutas,	 previstas	 en	 el	 artículo	 150
concordante	con	el	artículo	419.2	del	CPP,	pueden	presentarse	en	cualquier
estado	 del	 proceso,	 incluso,	 en	 el	 trámite	 recursal	 de	 apelación,	 y	 ser
declaradas	de	oficio.
Por	estos	motivos,	si	aquellos	procesos	seguidos	contra	 los	 jueces	de	paz,
continúan	 tramitándose	 conforme	 al	 proceso	 especial,	 regulado	 en	 el
artículo	454	del	CPP,	cuando	lleguen	a	conocimiento	de	la	Corte	Suprema	de
Justicia	 de	 la	República,	 éstos,	 siguiendo	 el	 citado	 criterio	 jurisprudencial,
serían	declarados	nulos.
Al	margen	de	considerar	que	se	han	obviado	los	alcances	del	artículo	41.4
de	la	LOPJ	–o	estimar	que	esta	norma,	fácticamente,	perdió	su	vigencia,	por
cuanto	 resulta	 inaplicable	 al	 nuevo	 proceso	 penal,	 modelo	 al	 cual	 deben
adecuarse	el	resto	de	la	normativa	procesal–,	es	imposible	soslayar	la	citada
interpretación	 de	 la	 máxima	 instancia	 jurisdiccional	 sin	 prever	 que	 se
incurrirá	en	una	razonable	e	inevitable	nulidad	del	proceso.
4.-	 Adecuación	 de	 los	 procesos	 seguidos	 contra	 jueces	 de	 paz	 al	 proceso
común
Por	 las	 razones	expuestas,	 se	 instruye	a	 todos	 los	 fiscales	de	 los	distritos
judiciales	 en	 los	 que	 se	 encuentra	 vigente	 el	 CPP,	 para	 que	 adecuen	 o
requieran	 la	adecuación	al	órgano	 jurisdiccional	correspondiente,	según	el
estado	procesal	en	que	se	encuentren,	de	 los	procesos	seguidos	contra	 los
jueces	 de	 paz,	 a	 la	 normativa	 del	 proceso	 común	 contenida	 en	 el	 Libro
Tercero	del	Código	Procesal	Penal.
JURISPRUDENCIA.—Cortes	superiores	no	resultan	competentes	para
juzgar	delitos	de	función	atribuidos	a	los	jueces	de	paz	de	única
denominación.	“resulta	necesario	verificar	si	el	presente	proceso	fue
tramitado	conforme	a	su	naturaleza	procesal,	pues	se	advierte	que	la
sentencia	de	primera	instancia	ha	sido	emitida	por	una	sala	superior,	lo	que
significa	que	el	trámite	seguido	en	la	presente	causa	es	el	regulado	en	el	Título
III	del	Código	Procesal	Penal:	‘El	proceso	por	delito	atribuidos	a	otros
funcionarios	públicos’.
(...)	resulta	necesario	señalar	que	el	apartado	4)	del	artículo	454	del	citado
código	adjetivo	establece:	(...)	Es	de	estimar,	por	tanto,	que	la	enumeración	de
los	agentes	jurídicos	allí	mencionados,	por	tener	la	connotación	‘numerus
clausus’	restringe	este	tipo	de	procedimiento	únicamente	a	los	magistrados
incluidos	en	tal	relación,	en	la	que	no	figuran	los	denominados	‘jueces	de	paz
de	única	nominación’	conocidos	también	como	‘jueces	de	paz	no	letrados’.
(...)	el	imputado	(...)	fue	sometido	al	referido	procedimiento	en	atención	su
condición	de	juez	de	paz	de	única	nominación,	a	pesar	que	dicho	cargo	–en
ejercicio	del	cual	presuntamente	incurrió	en	delito	de	función–,	no	se
encuentra	comprendido	en	la	relación	de	sujetos	pasibles	de	ser	sometidos	a
las	indicadas	reglas.	En	tal	virtud,	se	inobservó	la	garantía	constitucional	que
tiene	todo	justiciable	de	no	ser	desviado	de	la	jurisdicción	predeterminada	por
ley,	como	una	las	expresiones	del	debido	proceso,	contemplada	en	el	artículo
139.3	de	la	constitución.	Por	tanto,	se	ha	incurrido	en	nulidad	absoluta	a	tenor
del	artículo	150,	apartado	d)	del	nuevo	Código	Procesal	Penal	(...).”	(C.	S.,
Apelación	02-2010,	oct.	22/2010.	S.	S.	San	Martín	Castro)
D.	Leg.	957.
ART.	455.—Disposiciones	aplicables.	El	proceso	penal	en	estos
casos	se	regirá	por	las	reglas	del	proceso	común,	con	las
excepciones	previstas	en	el	artículo	anterior.
SECCIÓN	III
El	proceso	de	seguridad
D.	Leg.	957.
ART.	456.—Instauración	del	proceso	de	seguridad.
1.	 Cuando	 el	 fiscal,	 luego	 de	 haberse	 dictado	 la	 resolución
prevista	 en	 el	 artículo	 75,	 o	 cuando	 al	 culminar	 la	 investigación
preparatoria	 considere	 que	 sólo	 corresponde	 imponer	 al
imputado	 una	 medida	 de	 seguridad	 y	 que	 son	 aplicables	 las
disposiciones	del	Título	 IV	del	Libro	 I	del	Código	Penal,	 según	el
estado	 de	 la	 causa	 realizará	 las	 actuaciones	 de	 investigación
imprescindibles	 o,	 si	 estima	 que	 éstas	 han	 cumplido	 su	 objeto
requerirá	la	apertura	de	juicio	oral	y	formulará	el	correspondiente
requerimiento	de	imposición	de	medidas	de	seguridad,	aplicando
en	 lo	 pertinente	 lo	 dispuesto	 para	 la	 acusación	 fiscal	 con	 la
indicación	precisa	de	la	medida	de	seguridad	que	solicita.
2.	Si	el	imputado	está	procesado	con	otros	imputados,	se
desacumulará	el	extremo	de	los	cargos	que	se	le	imputan,
incoándose	una	causa	independiente.
D.	Leg.	957.
ART.	457.—Reglas	especiales.
1.	Para	el	proceso	de	seguridad	se	aplican	las	disposiciones	sobre
el	proceso	común,	sin	perjuicio	de	las	reglas	especiales	previstas
en	esta	sección.
2.	Cuando	el	imputado	se	encuentre	en	la	situación	prevista	en	el
artículo	 20.2	 del	 Código	Penal,	 luego	de	procederse	 conforme	 al
artículo	 75,	 sus	 facultades	 serán	 ejercidas	 por	 su	 curador	 o	 por
quien	designe	el	 juez	de	 la	 investigación	preparatoria,	con	quien
se	 entenderán	 todas	 las	 actuaciones,	 salvo	 los	 actos	 de	 carácter
personal.
3.	 En	 este	 caso,	 si	 fuere	 imposible	 su	 cumplimiento,	 no	 se
interrogará	al	imputado.
4.	 El	 juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria	 podrá	 también
rechazar	el	requerimiento	de	imposición	de	medidas	de	seguridad
formulado	por	el	fiscal,	si	considera	que	corresponde	la	aplicación
de	una	pena.	Contra	esta	resolución	procede	recurso	de	apelación,
con	efecto	suspensivo.
5.	El	proceso	de	seguridad	no	podrá	acumularse	con	un	proceso
común.
6.	 El	 juicio	 se	 realizará	 con	 exclusión	 del	 público.	 De	 igual
manera,	también	podrá	realizarse	sin	la	presencia	del	imputado	si
fuere	 imposible	 en	 razón	a	 su	 estado	de	 salud	o	por	motivos	de
orden	 o	 de	 seguridad.	 En	 el	 juicio	 será	 representado	 por	 su
curador.
7.	Si	no	es	posible	la	presencia	del	imputado	en	el	acto	oral,	antes
de	la	realización	del	juicio	podrá	disponerse	el	interrogatorio	del
imputado,	 con	 la	 intervención	 y	 orientación	 de	 un	 perito.	 Esta
actuación	 sólo	 será	 posible	 si	 lo	 permite	 la	 condición	 del
imputado,	a	juicio	del	perito.
8.	 Cuando	no	pueda	 contarse	 con	 la	 presencia	del	 imputado,	 se
podrán	leer	sus	declaraciones	anteriores,	así	como	la	prevista	en
el	numeral	anterior.
9.	 Es	 imprescindible	 que	 en	 el	 acto	 oral	 se	 interrogue	 al	 perito
que	 emitió	 el	 dictamen	 sobre	 el	 estado	 de	 salud	 mental	 del
imputado,	 sin	 perjuicio	 de	 disponerse,	 de	 ser	 el	 caso,	 la
ampliación	de	dicho	dictamen	por	el	mismo	u	otro	perito.
10.	La	sentencia	versará	sobre	la	absolución	o	sobre	la	aplicación
de	una	medida	de	seguridad.
D.	Leg.	957.
ART.	458.—Transformación	al	proceso	común	y	advertencia.
1.	Si	después	de	la	instalación	del	juicio	oral,	como	consecuencia
del	debate,	el	juez	advierte	que	no	es	de	aplicación	el	artículo	456
y	que	 es	posible	 aplicar	una	pena	al	 imputado,	 el	 juez	dictará	 la
resolución	de	transformación	del	proceso	y	advertirá	al	imputado
de	la	modificación	de	su	situación	jurídica,	dándole	la	oportunidad
de	defenderse,	 sin	perjuicio	de	dar	 intervención	 a	 las	partes.	 En
este	caso	se	suspenderá	el	acto	oral	y	se	reiniciará	antes	del	plazo
previsto	en	el	numeral	3)	del	artículo	360.
2.	Rigen,	análogamente,	las	reglas	sobre	acusación	ampliatoria	si
el	 fiscal	 considera	 que	 se	 presenta	 lo	 establecido	 en	 el	 numeral
anterior,	así	 como	 las	 reglas	sobre	correlación	entre	acusación	y
sentencia.
3.	Si	se	ha	deliberado	en	ausencia	del	imputado	en	virtud	del
artículo	anterior,	se	deberán	repetir	aquellas	partes	del	juicio	en
las	que	el	inculpado	no	estaba	presente.
JURISPRUDENCIA.—La	anulación	de	sentencia	no	acarrea
irremediablemente	la	nulidad	del	juicio	oral.	“Es	de	tener	presente	que	la
anulación	de	la	sentencia	emitida	tras	un	juicio	oral,	público)	y	contradictorio
–a	esto	último	no	son	ajenos	los	juicios	orales	en	procesos	comunes	y	de
seguridad–,	si	se	afirma	la	existencia	de	un	defecto	estructural	de	la	sentencia
[en	rigor,	una	infracción	procesal	derivada	de	la	vulneración	de	un	requisito
interno	de	la	sentencia,	de	las	normas	reguladoras	de	la	sentencia,
concretamente	en	su	elemento	de	exhaustividad	–que	no	de	congruencia–],	no
trae	irremediablemente	consigo	la	nulidad	del	juicio	oral	y	la	necesidad	de	su
repetición.
La	opción	anulatoria,	en	estas	circunstancias,	necesariamente	debe	asumirse
como	ultima	ratio	y	siempre	que,	de	un	lado,	se	cumplan	acabadamente	los
principios	de	taxatividad	y	de	trascendencia	y	se	configure	una	efectiva
indefensión	material	a	las	partes	concernidas	–que	menoscabe	el	derecho	a
intervenir	en	el	proceso,	el	derecho	a	realizar	los	alegatos	que	se	estimen
pertinentes,	el	derecho	de	utilizar	los	medios	de	prueba	pertinentes	a	los
hechos	alegados	y,	en	su	caso	y	modo,	el	derecho	de	utilizar	los	recursos
contra	las	resoluciones	judiciales–,	centrada	en	la	vulneración	de	sus	derechos
y/o	garantías	procesales	de	jerarquía	constitucional	–es	decir,	relevantemente
los	principios	inherentes	a	la	estructura	del	proceso:	contradicción	e	igualdad
de	armas–;	y,	de	otro	lado,	no	sea	posible	por	la	naturaleza	del	recurso,
además	de	estimarlo,	resolver	el	fondo	de	la	controversia	penal,	imposibilidad
que	no	es	de	recibo	en	el	recurso	de	apelación,	opción	absolutamente
preferible	por	razones	de	economía	procesal”.	(CS,	Cas.	16-2009-Huaura,	mar.
12/2010.	V.	P.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—La	nulidad	de	la	sentencia	no	alcanza	al	auto	que
transforma	el	proceso	de	seguridad	en	uno	común.	“La	particularidad	del
presente	caso	es	que,	precisamente,	como	lo	manda	el	artículo	458.1	del	NCPP,
luego	de	la	instalación	del	juicio	oral	de	un	proceso	de	seguridad	se	dictó	un
auto,	ya	firme,	que	transformó	el	proceso	y	lo	derivó	al	proceso	común,	a
partir	del	cual	se	reordenó	la	audiencia	y	se	siguió	íntegramente	bajo	sus
reglas.	Así	las	cosas,	anulación	del	juicio	por	defecto	estructural	de	la
sentencia	comprende	esa	resolución	firme?	La	respuesta	es	negativa,	en	tanto
en	cuanto	lo	que	se	cuestionó	no	es	esa	premisa	sino	el	resultado	del	juicio	oral
por	proceso	común;	la	sentencia.	La	nulidad	no	puede	alcanzar	a	esa	decisión
pues	el	vicio	declarado	no	la	afecta.	(...).
La	base	común	del	rito	del	juicio	oral	para	ambos	procesos,	cuando	es	el	del
caso	transformarlos,	sólo	autoriza,	de	modo	general,	a	repetir	aquellas
actuaciones	especiales	que	en	el	caso	del	proceso	de	seguridad	se	realizaron
sin	el	concurso	del	imputado	por	razones	de	salud.	No	debe	empezarse	de	cero
–no	puede	entenderse	que	las	actuaciones	previas	son	ineficaces
procesalmente–,	sino	que	debe	continuar	en	lo	que	es	compatible	y	repetir	lo
que	se	hizo	al	margen	del	principio	de	bilateralidad	y	presencia	efectiva	del
imputado.	(...).
Décimo.	Lo	que	en	verdad	inobservó	el	Tribunal	de	Apelación	al	extender	la
anulación	de	lo	actuado	al	auto	de	transformación	del	proceso	es,
precisamente,	el	principio	de	preclusión	procesal,	que	integra	la	garantía	del
debido	proceso.	La	decisión	anulada	no	guarda	relación	con	el	vicio	que
detectó	y	censuró,	única	posibilidad	legal	de	hacerlo	conforme	al	artículo	154,
apartado	1),	del	CPP.	No	hay	dependencia	entre	el	vicio	que	se	dice	incurrió	el
Tribunal	de	Primera	Instancia,	centrado	en	el	juicio	de	culpabilidad,	con	la
declaración	previa	de	transformación	de	la	causa	en	común.	Es	de	aplicación,
por	tanto,	el	artículo	150,	literal	d),	del	NCPP.	Y	así	debe	declararse	por
tratarse	de	una	nulidad	absoluta,	insubsanable	en	casación.
(...)	Cabe	puntualizar	que	el	nuevo	juicio	oral	que	realizará	el	Tribunal	Penal
de	Primera	Instancia,	en	los	marcos	amplios	de	la	discusión	procesal	y	de
acuerdo	a	las	pretensiones	de	las	partes,	podrá	dilucidar	ampliamente	si	son
de	aplicación	los	artículos	20.1	y	71	y	siguientes	del	Código	Penal.	Es	de
recordar	que	el	auto	de	transformación	del	proceso	no	causa	estado,	no
genera	cosa	juzgada,	por	lo	que	a	la	luz	del	debate	oral	y	de	la	discusión
pericial	–recuérdese	que	la	etapa	principal	es	el	enjuiciamiento–	el	tribunal
podrá	muy	bien	optar	por	la	decisión	que	considere	arreglada	a	derecho”.	(CS,
Cas.	16-2009-Huaura,	mar.	12/2010.	V.	P.	San	Martín	Castro)
JURISPRUDENCIA.—La	discusión	si	el	proceso	común	es	diferente	al
proceso	de	seguridad	no	se	puede	responder	en	abstracto.	“Es	claro	que
cambia	su	objeto	jurídico:	el	proceso	de	seguridad	discute	no	sólo	los	hechos,
aspecto	en	el	que	es	idéntico	al	proceso	común,	sino	la	presencia	del	binomio
peligrosidad/medida	de	seguridad;	pero	esta	diferencia	no	lo	hace
necesariamente	incompatible	con	el	proceso	común	–comparte	el	cuadro
matriz	de	las	garantías	de	todo	enjuiciamiento–,	pues	en	este	último	proceso
tras	el	juicio	oral	el	tribunal	puede	incluso	imponer	una	medida	de	seguridad
si	se	dan	los	presupuestos	para	ella	y	medió	una	discusión	y	debate	sobre	el
particular,	es	decir,	si	se	cumplió	el	principio	de	contradicción	–artículo	393,
apartado	3),	literal	e),	del	NCPP–.	La	prohibición	de	acumulación	de	un
proceso	de	seguridad	con	el	común	es	obvia,	pero	sólo	dice	de	la	imposibilidad
de	conexidad	debido	al	diferente	objeto	de	ambos	procesos.	La	acumulación
por	conexidad	importa	en	este	último	caso,	y	en	sentido	estricto	diversidad	de
delitos	culpándose	a	una	sola	persona	o	a	varias,	y	procede	si	se	cumplen	sus
presupuestos	y	condiciones;	tiene	como	fundamento	el	tratamiento	unitario
de	esas	causas	o	imputaciones	para	garantizar	la	economía	y	la	celeridad
procesal,	así	como	para	evitar	fallos	contradictorios	y	posibilitar	un
conocimiento	más	integral	de	los	cargos	con	arreglo	al	principio	de
inmediación	y,	en	su	caso,	se	pueda	aplicar	las	reglas	del	concurso	de	delitos”.
(CS,	Cas.	16-2009-Huaura,	mar.	12/2010.	V.	P.	San	Martín	Castro)
SECCIÓN	IV
Proceso	por	delito	de	ejercicio	privado	de
la	acción	penal
D.	Leg.	957.
ART.	459.—Querella.
1.	En	los	delitos	sujetos	a	ejercicio	privado	de	la	acción	penal,	el
directamente	 ofendido	 por	 el	 delito	 formulará	 querella,	 por	 sí	 o
por	 su	 representante	 legal,	 nombrado	 con	 las	 facultades
especiales	 establecidas	 por	 el	 Código	 Procesal	 Civil,	 ante	 el
Juzgado	Penal	Unipersonal.
2.	 El	 directamente	 ofendido	 por	 el	 delito	 se	 constituirá	 en
querellante	particular.	 La	querella	 que	 formule	 cumplirá	 con	 los
requisitos	 establecidos	 en	 el	 artículo	 109,	 con	 precisión	 de	 los
datos	identificatorios	y	del	domicilio	del	querellado.
3.	Al	escrito	de	querella	se	acompañará	copias	del	mismo	para
cada	querellado	y,	en	su	caso,	del	poder	correspondiente.
DOCTRINA	JURISPRUDENCIAL.—La	cadena	de	custodia	que	establece	el
Código	Procesal	Penal	no	se	aplica	a	las	querellas.	“(…)	la	cadena	de
custodia	que	establece	el	Código	Procesal	Penal	y	el	reglamento	aprobado	por
Resolución	N°	729-2006-MP-FN	(...)	no	es	aplicable	a	los	procesos	por	delito	de
ejercicio	privado	de	la	acción	penal	(querella)	(...)”.	(CS,	Cas.	063-2011-
Huaura,	abr.	24/2012.	V.	P.	Neyra	Flores)
D.	Leg.	957.
ART.	460.—Control	de	admisibilidad.
1.	 Si	 el	 juez	 considera	 que	 la	 querella	 no	 es	 clara	 o	 está
incompleta,	 dispondrá	 que	 el	 querellante	 particular,	 dentro	 de
tercer	día,	aclare	o	subsane	la	omisión	respecto	a	los	puntos	que
señale.	 Si	 el	 querellante	 no	 lo	 hiciere,	 se	 expedirá	 resolución
dando	 por	 no	 presentada	 la	 querella	 y	 ordenando	 su	 archivo
definitivo.
2.	Consentida	o	ejecutoriada	esta	resolución,	se	prohíbe	renovar
querella	sobre	el	mismo	hecho	punible.
3.	El	juez,	por	auto	especialmente	motivado,	podrá	rechazar	de
plano	la	querella	cuando	sea	manifiesto	que	el	hecho	no
constituye	delito,	o	la	acción	esté	evidentemente	prescrita,	o	verse
sobre	hechos	punibles	de	acción	pública.
D.	Leg.	957.
ART.	461.—Investigación	preliminar.
1.	Cuando	se	 ignore	el	nombre	o	domicilio	de	 la	persona	contra
quien	se	quiere	dirigir	 la	querella,	o	cuando	para	describir	clara,
precisa	 y	 circunstanciadamente	 el	 delito	 fuere	 imprescindible
llevar	 a	 cabo	 una	 investigación	 preliminar,	 el	 querellante
solicitará	 al	 juez	 en	 su	 escrito	 de	 querella	 su	 inmediata
realización,	 indicando	 las	 medidas	 pertinentes	 que	 deben
adoptarse.	El	 juez	penal,	 si	 correspondiere,	ordenará	a	 la	Policía
Nacional	 la	 realización	 de	 la	 investigación	 en	 los	 términos
solicitados	 por	 el	 querellante,	 fijando	 el	 plazo	 correspondiente,
con	conocimiento	del	Ministerio	Público.
2.	La	Policía	Nacional	elevará	al	juez	penal	un	informe	policial
dando	cuenta	del	resultado	de	la	investigación	preliminar
ordenada.	El	querellante,	una	vez	notificado	de	la	recepción	del
documento	policial,	deberá	completar	la	querella	dentro	del
quinto	día	de	notificado.	Si	no	lo	hiciere	oportunamente	caducará
el	derecho	de	ejercer	la	acción	penal.
D.	Leg.	957.
ART.	462.—Auto	de	citación	a	juicio	y	audiencia.
1.	Si	la	querella	reúne	los	requisitos	de	ley,	el	juez	penal	expedirá
auto	admisorio	de	la	instancia	y	correrá	traslado	al	querellado	por
el	 plazo	 de	 cinco	 días	 hábiles,	 para	 que	 conteste	 y	 ofrezca	 la
prueba	que	corresponda.	Se	acompañará	a	la	indicada	resolución,
copia	de	la	querella	y	de	sus	recaudos.
2.	 Vencido	 el	 plazo	 de	 contestación,	 producida	 o	 no	 la
contestación,	 se	dictará	 el	 auto	de	 citación	a	 juicio.	 La	 audiencia
deberá	celebrarse	en	un	plazo	no	menor	de	diez	días	ni	mayor	de
treinta.
3.	Instalada	la	audiencia	se	instará	a	las	partes,	en	sesión	privada,
a	 que	 concilien	 y	 logren	 un	 acuerdo.	 Si	 no	 es	 posible	 la
conciliación,	 sin	 perjuicio	 de	 dejar	 constancia	 en	 el	 acta	 de	 las
razones	 de	 su	 no	 aceptación,	 continuará	 la	 audiencia	 en	 acto
público,	 siguiendo	 en	 lo	 pertinente	 las	 reglas	 del	 juicio	 oral.	 El
querellante	 particular	 tendrá	 las	 facultades	 y	 obligaciones	 del
Ministerio	Público,	sin	perjuicio	de	poder	ser	interrogado.
4.	 Los	 medios	 de	 defensa	 que	 se	 aleguen	 en	 el	 escrito	 de
contestación	 o	 en	 el	 curso	 del	 juicio	 oral	 se	 resolverán
conjuntamente	en	la	sentencia.
5.	Si	el	querellante,	injustificadamente,	no	asiste	a	la	audiencia	o
se	ausente	durante	su	desarrollo,	se	sobreseerá	la	causa.
DOCTRINA.—Naturaleza	 y	 características	 de	 la	 conciliación.	 “Así
mismo,	 de	 conformidad	 con	 las	 líneas	 jurisprudenciales	 sentadas	 por	 la
corte,	 la	 conciliación	 se	 caracteriza	 por	 ser	 (i)	 un	 instrumento	 de
autocomposición	de	un	conflicto,	por	la	voluntad	concertada	o	el	consenso
de	 las	 partes;	 (ii)	 una	 actividad	 preventiva,	 en	 la	medida	 en	 que	 busca	 la
solución	del	conflicto	antes	de	acudir	a	la	vía	procesal	o	durante	el	trámite
del	proceso,	en	cuyo	caso	no	se	llega	al	resultado	final	normal	de	aquel,	que
es	 la	 sentencia;	 (iii)	 no	 tiene	 en	 estricto	 sentido	 el	 carácter	 de	 actividad
judicial	 ni	 da	 lugar	 a	 un	 proceso	 jurisdiccional,	 porque	 el	 conciliador,
autoridad	 administrativa	 o	 judicial,	 o	 particular,	 no	 intervienen	 para
imponer	 a	 las	 partes	 la	 solución	 del	 conflicto	 en	 virtud	 de	 una	 decisión
autónoma	e	 innovadora;	 (iv)	es	un	mecanismo	útil	para	 la	 solución	de	 los
conflictos,	 porque	 ofrece	 a	 las	 partes	 involucradas	 en	 un	 conflicto	 la
posibilidad	 de	 llegar	 a	 un	 acuerdo,	 sin	 necesidad	 de	 acudir	 a	 la	 vía	 del
proceso	 judicial	 que	 implica	 demora,	 costos	 para	 las	 partes	 y	 congestión
para	 el	 aparato	 judicial;	 (v)	 constituye	 un	 mecanismo	 alternativo	 de
administración	 de	 justicia	 que	 se	 inspira	 en	 el	 criterio	 pacifista	 que	 debe
regir	 la	 solución	de	 los	 conflictos	en	una	 sociedad;	 (vi)	 es	un	 instrumento
que	busca	lograr	la	descongestión	de	los	despachos	judiciales,	asegurando	la
mayor	 eficiencia	 y	 eficacia	 de	 la	 administración	 de	 justicia,	 pues	 estas	 se
aseguran	 en	 mayor	 medida	 cuando	 a	 la	 decisión	 de	 los	 jueces	 solo	 se
someten	las	causas	que	están	en	capacidad	de	resolver	oportunamente	y	sin
dilaciones;	(vii)	tiene	un	ámbito	que	se	extiende	a	todos	aquellos	conflictos
susceptibles,	 en	 principio,	 de	 ser	 negociados,	 o	 en	 relación	 con	 personas
cuya	 capacidad	 de	 transacción	 no	 se	 encuentre	 limitada	 por	 el
ordenamiento	 jurídico;	 (viii)	 es	 el	 resultado	 de	 una	 actuación	 que	 se
encuentra	 reglada	 por	 el	 legislador	 en	 varios	 aspectos,	 tales	 como:	 las
autoridades	 o	 sujetos	 competentes	 para	 intervenir	 en	 la	 actividad	 de
conciliación	 y	 las	 facultades	 de	 las	 cuales	 disponen;	 las	 clases	 o	 tipos	 de
conciliación	 admisibles	 y	 los	 asuntos	 susceptibles	 de	 ser	 conciliados;	 las
condiciones	bajo	las	cuales	se	pueden	presentar	peticiones	de	conciliación;
los	trámites	que	deben	sufrir	dichas	peticiones;	 la	renuencia	a	 intentarla	y
las	 consecuencias	 que	 se	 derivan	 de	 ello;	 la	 audiencia	 de	 conciliación,	 la
formalización	del	 acuerdo	 total	 o	parcial	 entre	 las	partes	 o	 la	 ausencia	de
este	 y	 la	 documentación	 de	 lo	 actuado;	 (ix)	 no	 debe	 ser	 interpretada
solamente	como	una	manera	de	descongestionar	el	aparato	de	justicia	sino
también,	y	principalmente,	como	una	forma	de	participación	de	la	sociedad
civil	en	los	asuntos	que	los	afectan;	(x)	se	trata	de	un	mecanismo	de	estirpe
democrática,	 en	 la	medida	 en	 que	 generan	 espacios	 de	 intervención	 de	 la
comunidad	 en	 el	 desarrollo	 de	 la	 función	 jurisdiccional	 evitando	 la
conflictivización	de	la	sociedad	y	logrando,	por	ende,	el	fortalecimiento	de	la
legitimidad	del	aparato	de	 justicia	estatal	 en	 la	medida	en	que	este	puede
dedicarse	a	resolver	aquellos	asuntos	que	son	de	verdadera	 trascendencia
social;	(xi)	se	enmarca	dentro	del	movimiento	de	reformas	para	garantizar
el	 acceso	 a	 la	 justicia);	 (xii)	 puede	 ser	 judicial	 o	 extrajudicial;	 y	 (xiii)	 el
legislador	 ha	 optado	 por	 regular	 en	 norma	 especial	 la	 conciliación	 en
materia	penal,	dada	la	naturaleza	de	la	acción	penal,	el	tipo	de	conflictos	que
dan	 lugar	a	 la	 investigación	penal,	 las	consecuencias	 frente	al	derecho	a	 la
libertad	 personal	 que	 conlleva	 este	 tipo	 de	 responsabilidad	 y	 el	 interés
público	 en	 ella	 involucrado,	 entre	 otros	 factores”.	 (C.	 Const.	 de	 Colombia,
Sent.	C-591,	jun.	09/2005.	M.P.	Clara	Inés	Vargas	Hernández)
DOCTRINA.—La	conciliación	ante	el	 fiscal.	 “En	 tal	 sentido,	 por	 tratarse
de	 delitos	 querellables	 y	 por	 ende	 el	 contenido	 de	 justicia	 afecta	 solo	 la
esfera	 de	 la	 víctima	 y	 en	 tal	 medida	 admiten	 desistimiento,	 consideró	 el
legislador	como	una	medida	de	política	criminal	que	surtieran	una	etapa	de
conciliación,	sin	que	se	oponga	al	nuevo	esquema	procesal	penal	que	ella	se
surta	ante	un	fiscal,	a	fin	de	que	si	hubiere	acuerdo	entre	el	querellante	y	el
querellado,	proceder	a	archivar	las	diligencias;	y	en	caso	contrario,	ejercer
la	correspondiente	acción	penal,	caso	en	el	cual	no	podrá	ser	utilizado	en	su
contra	 el	 contenido	 de	 las	 conversaciones	 tendientes	 a	 lograr	 un	 acuerdo
conciliatorio”.	(C.	Const.	de	Colombia,	Sent.	C-591,	jun.	09/2005.	M.P.	Clara
Inés	Vargas	Hernández)
D.	Leg.	957.
ART.	463.—Medidas	de	coerción	personal.
1.	Únicamente	podrá	dictarse	contra	el	querellado	 la	medida	de
comparecencia,	 simple	 o	 restrictiva,	 según	 el	 caso.	 Las
restricciones	 sólo	 se	 impondrán	 si	 existen	 fundamentos
razonables	de	peligro	de	fuga	o	de	entorpecimiento	de	la	actividad
probatoria.
2.	Si	el	querellado,	debidamente	notificado,	no	asiste	al	juicio	oral
o	se	ausente	durante	su	desarrollo,	se	le	declarará	reo	contumaz	y
se	dispondrá	su	conducción	compulsiva,	reservándose	el	proceso
hasta	que	sea	habido.
D.	Leg.	957.
ART.	464.—Abandono	y	desistimiento.
1.	 La	 inactividad	 procesal	 durante	 tres	 meses,	 produce	 el
abandono	del	proceso,	que	será	declarado	de	oficio.
2.	 En	 cualquier	 estado	 del	 proceso,	 el	 querellante	 puede
desistirse	o	transigir.
3.	El	que	se	ha	desistido	de	una	querella	o	la	ha	abandonado,	no
podrá	intentarla	de	nuevo.
D.	Leg.	957.
ART.	465.—Muerte	o	incapacidad	del	querellante.	Muerto	o
incapacitado	el	querellante	antes	de	concluir	el	juicio	oral,
cualquiera	de	sus	herederos	podrá	asumir	el	carácter	de
querellante	particular,	si	comparecen	dentro	de	los	treinta	días
siguientes	de	la	muerte	o	incapacidad.
D.	Leg.	957.
ART.	466.—Recursos.
1.	 Contra	 la	 sentencia	 procede	 recurso	 de	 apelación.	 Rigen	 las
reglas	comunes	para	la	admisión	y	trámite	del	citado	recurso.
2.	Contra	la	sentencia	de	la	Sala	Penal	Superior	no	procede
recurso	alguno.
D.	Leg.	957.
ART.	467.—Publicación	o	lectura	de	la	sentencia.	En	los
delitos	contra	el	honor	cometidos	mediante	la	palabra	oral	o
escrita	o	la	imagen	por	cualquier	medio	de	comunicación	social,	a
solicitud	del	querellante	particular	y	a	costa	del	sentenciado,
podrá	ordenarse	la	publicación	o	lectura,	según	el	caso,	de	las
sentencias	condenatorias	firmes.
SECCIÓN	V
El	proceso	de	terminación	anticipada
D.	Leg.	957.
ART.	 468.—Normas	 de	 aplicación.	 Los	 procesos	 podrán
terminar	anticipadamente,	observando	las	siguientes	reglas:
1.	A	iniciativa	del	fiscal	o	del	imputado,	el	juez	de	la	investigación
preparatoria	dispondrá,	una	vez	expedida	la	disposición	fiscal	del
artículo	336	y	hasta	antes	de	formularse	acusación	fiscal,	pero	por
una	 sola	 vez,	 la	 celebración	 de	 una	 audiencia	 de	 terminación
anticipada,	 de	 carácter	 privada.	 Su	 celebración	 no	 impide	 la
continuación	 del	 proceso.	 Se	 formará,	 al	 respecto,	 cuaderno
aparte.
2.	El	fiscal	y	el	imputado	podrán	presentar	una	solicitud	conjunta
y	 un	 acuerdo	 provisional	 sobre	 la	 pena	 y	 la	 reparación	 civil	 y
demás	 consecuencias	 accesorias.	 Están	 autorizados	 a	 sostener
reuniones	preparatorias	 informales.	En	todo	caso,	 la	continuidad
del	 trámite	 requiere	 necesariamente	 la	 no	 oposición	 inicial	 del
imputado	o	del	fiscal	según	el	caso.
3.	El	requerimiento	fiscal	o	la	solicitud	del	imputado	será	puesta
en	 conocimiento	 de	 todas	 las	 partes	 por	 el	 plazo	 de	 cinco	 días,
quienes	se	pronunciarán	acerca	de	la	procedencia	del	proceso	de
terminación	anticipada	y,	en	su	caso,	formular	sus	pretensiones.
4.	 La	 audiencia	 de	 terminación	 anticipada	 se	 instalará	 con	 la
asistencia	 obligatoria	 del	 fiscal	 y	 del	 imputado	 y	 su	 abogado
defensor.	 Es	 facultativa	 la	 concurrencia	 de	 los	 demás	 sujetos
procesales.	Acto	seguido,	el	fiscal	presentará	los	cargos	que	como
consecuencia	 de	 la	 investigación	 preparatoria	 surjan	 contra	 el
imputado	y	éste	tendrá	la	oportunidad	de	aceptarlos,	en	todo	o	en
parte,	 o	 rechazarlos.	 El	 juez	 deberá	 explicar	 al	 procesado	 los
alcances	 y	 consecuencias	 del	 acuerdo,	 así	 como	 las	 limitaciones
que	representa	la	posibilidad	de	controvertir	su	responsabilidad.
A	continuación,	el	imputado	se	pronunciará	al	respecto,	así	como
los	 demás	 sujetos	 procesales	 asistentes.	 El	 juez	 instará	 a	 las
partes,	como	consecuencia	del	debate,	a	que	lleguen	a	un	acuerdo,
pudiendo	suspender	la	audiencia	por	breve	término,	pero	deberá
continuar	el	mismo	día.	No	está	permitida	la	actuación	de	pruebas
en	la	audiencia	de	terminación	anticipada.
5.	 Si	 el	 fiscal	 y	 el	 imputado	 llegan	 a	 un	 acuerdo	 acerca	 de	 las
circunstancias	 del	 hecho	 punible,	 de	 la	 pena,	 reparación	 civil	 y
consecuencias	accesorias	a	 imponer,	 incluso	 la	no	 imposición	de
pena	privativa	de	libertad	efectiva	conforme	a	la	 ley	penal,	así	 lo
declararán	ante	el	juez	debiéndose	consignar	expresamente	en	el
acta	respectiva.	El	juez	dictará	sentencia	anticipada	dentro	de	las
cuarenta	y	ocho	horas	de	realizada	la	audiencia.
6.	 Si	 el	 juez	 considera	 que	 la	 calificación	 jurídica	 del	 hecho
punible	y	la	pena	a	imponer,	de	conformidad	con	lo	acordado,	son
razonables	 y	 obran	 elementos	 de	 convicción	 suficientes,
dispondrá	 en	 la	 sentencia	 la	 aplicación	 de	 la	 pena	 indicada,	 la
reparación	civil	y	las	consecuencias	accesorias	que	correspondan
enunciando	en	su	parte	resolutiva	que	ha	habido	acuerdo.	Rige	lo
dispuesto	en	el	artículo	398.
7.	La	sentencia	aprobatoria	del	acuerdo	puede	ser	apelada	por
los	demás	sujetos	procesales.	Los	demás	sujetos	procesales,	según
su	ámbito	de	intervención	procesal,	pueden	cuestionar	la
legalidad	del	acuerdo	y,	en	su	caso,	el	monto	de	la	reparación	civil.
En	este	último	caso,	la	Sala	Penal	Superior	puede	incrementar	la
reparación	civil	dentro	de	los	límites	de	la	pretensión	del	actor
civil.
NOTA:	El	artículo	1°	de	la	Ley	Nº	28671	dispuso	a	partir	del	1	de	febrero	del	2006	la	entrada	en
vigencia	en	todo	el	país	de	los	artículos	468	a	471	y	el	Libro	Sétimo	“La	Cooperación	Judicial
Internacional”,	así	como	las	disposiciones	modificatorias	contenidas	en	el	Código	Procesal	Penal,
excepto	las	de	los	numerales	5,	6	y	7	de	la	Segunda	Disposición	Modificatoria,	que	entraron	en
vigencia	el	1	de	julio	del	2006.
JURISPRUDENCIA.—La	esencia	misma	de	la	terminación	anticipada	del
proceso	exige	a	las	partes	la	buena	fe	procesal.	“(…)	6.	Menos	aún	si,	como
se	advierte	en	el	presente	caso,	la	favorecida	resquebrajó	la	regla	de	conducta
que	le	prohibía	tener	en	su	poder	objetos	susceptibles	de	facilitar	la	comisión
de	otro	delito;	así	como	no	tener	en	su	poder	ketes	de	pasta	básica	de	cocaína
(…)	pues	dicha	regla	involucra	un	quebrantamiento	de	la	esencia	misma	de	la
institución	de	la	terminación	anticipada	del	proceso,	pues	este	es	entendido
como	el	consenso	al	que	llegan	las	partes,	por	lo	que	le	es	exigible	a	ellas	la
buena	fe	procesal	y	no	debe	ser	tomado	como	un	instrumento	que	se	puede
usar	para	eludir	la	privación	de	la	libertad.	(…)”	(TC,	Exp.	05380-2008-
PHC/TC,	abr.	13/2009.	Pres.	Mesía	Ramírez)
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Proceso	de	terminación	anticipada	en
la	etapa	intermedia	del	proceso	común	afecta	gravemente	el	principio
estructural	de	contradicción	procesal.	“(…)	Ya	se	ha	dejado	sentado	las
diferencias	sustantivas	entre	el	proceso	especial	de	terminación	anticipada	y
la	etapa	intermedia	del	proceso	común.	El	primero	tiene	como	eje	el	principio
del	consenso	y	una	de	sus	funciones	es	la	de	servir	a	la	celeridad	procesal,
mientras	que	la	segunda	tiene	como	elemento	nuclear	el	principio	de
contradicción	y	el	cuestionamiento	–en	la	medida	de	lo	posible	y	como
alternativa	más	fuerte	de	la	potestad	de	control	de	la	legalidad	de	que	está
investido	el	órgano	jurisdiccional–	de	la	pretensión	punitiva	del	Ministerio
Público.	(…).
21.	De	lo	expuesto	en	los	párrafos	anteriores	se	colige	que	la	incorporación
pretoriana	de	la	terminación	anticipada	en	la	etapa	intermedia	afecta
gravemente	el	principio	estructural	de	contradicción	procesal,	reconocido	en
el	artículo	I.1	del	Título	Preliminar	NCPP,	comprendido	a	su	vez	en	la	garantía
de	defensa	procesal	reconocida	en	el	artículo	139.14	de	la	Constitución,
desarrollada	en	el	artículo	IX	del	Título	Preliminar	NCPP.	El	indicado
principio	y	la	garantía	procesal	aludida	integran	el	programa	procesal	penal
de	la	Constitución,	que	podrían	afectarse	seriamente	si	se	permite	tan	insólito
proceder,	ausente	de	base	legislativa	y	sustento	jurídico	procesal.	(…).”	(V
Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanentes	y	Transitorias,	A.	P.	5-
2009/CJ-116,	ene.	08/2010.	S.	S.	Gonzáles	Campos)
COMENTARIO.—La	 vigencia	 del	 Código	 Procesal	 Penal	 deroga
parcialmente,	 según	 un	 sector	 de	 la	 judicatura,	 la	 ley	 sobre
terminación	anticipada.	En	el	Pleno	Jurisdiccional	Regional	Penal	(Lima	-
2008)	 se	 precisa	 que	 “la	 entrada	 en	 vigencia	 del	 artículo	 468	 del	 Nuevo
Código	Procesal	 Penal	 sobre	 terminación	 anticipada	 (según	 Ley	N°	 28671
del	30	de	enero	del	2006	del	01	de	febrero	del	2006),	deroga	en	parte	la	Ley
N°	 28122	 en	 cuanto	 a	 los	 artículos	 1°	 al	 4°,	 relativo	 a	 la	 conclusión
anticipada	 de	 la	 instrucción	 judicial,	 la	 misma	 que	 está	 limitada	 a
determinados	 tipos	 penales	 (procesos	 simples)	 contemplados	 en	 los
artículos	121,	122	185,	186,	188;	189	primera	parte	y	298	del	Código	Penal,
se	 exceptúan	 aquellos	 casos	 complejos	 y	 delitos	 cometidos	 por	 varias
personas	 o	 aquellos	 cometidos	 a	 través	 de	 una	 banda	 u	 organización
delictiva,	donde	sigue	vigente	el	artículo	5°	de	la	citada	norma	(Ley	28122	-
Conclusión	Anticipada).
Luego,	entiende	el	mismo	pleno	que	“la	confesión	sincera	sin	otras	pruebas
adicionales	 no	 permite	 dar	 por	 concluido	 el	 proceso,	 puesto	 que	 esto
colisiona	con	el	derecho	de	presunción	de	inocencia	del	procesado	(previsto
en	 el	 artículo	 2°	 inciso	 24	 apartado	 e	 de	 nuestra	 Constitución	 Política
vigente),	el	cual	asegura	que	cualquier	ciudadano	no	puede	ser	condenado
sin	 una	 mínima	 actividad	 probatoria	 que	 lo	 corrobore,	 salvo	 que	 al
momento	de	acogerse	a	la	conclusión	anticipada,	existan	indicios	suficientes
que	así	lo	determinen,	el	juzgador	está	facultado	para	absolver	al	imputado
sino	 existen	 medios	 probatorios	 suficientes	 que	 acrediten	 su
responsabilidad	 en	 el	 hecho	 investigado	 o	 si	 se	 dan	 otros	 elementos	 de
justificación,	esto	pese	a	que	el	imputado	se	autoinculpe”.
D.	Leg.	957.
ART.	469.—Proceso	con	pluralidad	de	hechos	punibles	e
imputados.	En	los	procesos	por	pluralidad	de	hechos	punibles	o
de	imputados,	se	requerirá	del	acuerdo	de	todos	los	imputados	y
por	todos	los	cargos	que	se	incrimine	a	cada	uno.	Sin	embargo,	el
juez	podrá	aprobar	acuerdos	parciales	si	la	falta	de	acuerdo	se
refiere	a	delitos	conexos	y	en	relación	con	los	otros	imputados,
salvo	que	ello	perjudique	la	investigación	o	si	la	acumulación
resulta	indispensable.
D.	Leg.	957.
ART.	470.—Declaración	inexistente.	Cuando	no	se	llegue	a	un
acuerdo	o	éste	no	sea	aprobado,	la	declaración	formulada	por	el
imputado	en	este	proceso	se	tendrá	como	inexistente	y	no	podrá
ser	utilizada	en	su	contra.
D.	Leg.	957.
ART.	 471.—Modificado.	 Ley	 30076,	 Art.	 3°.	 Reducción
adicional	acumulable.	 El	 imputado	que	 se	 acoja	 a	 este	proceso
recibirá	un	beneficio	de	reducción	de	la	pena	de	una	sexta	parte.
Este	 beneficio	 es	 adicional	 y	 se	 acumulará	 al	 que	 reciba	 por
confesión,	 en	 tanto	 esta	 sea	 útil	 y	 anterior	 a	 la	 celebración	 del
proceso	especial.
La	acumulación	no	procede	cuando	el	imputado	tenga	la	calidad
de	reincidente	o	habitual,	de	conformidad	con	los	artículos	46-B	y
46-C	 del	 Código	 Penal,	 en	 cuyo	 caso	 solo	 recibe	 el	 beneficio
correspondiente	a	la	terminación	anticipada.
La	reducción	de	la	pena	por	terminación	anticipada	no	procede
cuando	al	imputado	se	le	atribuya	la	comisión	del	delito	en
condición	de	integrante	de	una	organización	criminal,	esté
vinculado	o	actúe	por	encargo	de	ella.
SECCIÓN	VI
Proceso	por	colaboración	eficaz
D.	Leg.	957.
ART.	472.—Acuerdo	de	beneficios.
1.	El	Ministerio	Público	podrá	celebrar	un	acuerdo	de	beneficios
y	 colaboración	 con	 quien,	 se	 encuentre	 o	 no	 sometido	 a	 un
proceso	penal,	así	como	con	quien	ha	sido	sentenciado,	en	virtud
de	 la	 colaboración	que	presten	a	 las	autoridades	para	 la	eficacia
de	la	justicia	penal.
2.	Para	estos	efectos,	el	colaborador	debe:
a)	Haber	abandonado	voluntariamente	sus	actividades	delictivas;
b)	Admitir	o	no	contradecir,	libre	y	expresamente,	los	hechos	en
que	ha	intervenido	o	se	le	imputen.	Aquellos	hechos	que	no	acepte
no	formarán	parte	del	proceso	por	colaboración	eficaz,	y	se	estará
a	lo	que	se	decida	en	el	proceso	penal	correspondiente;	y,
c)	Presentarse	al	fiscal	mostrando	su	disposición	de	proporcionar
información	eficaz.
3.	El	acuerdo	está	sujeto	a	la	aprobación	judicial.
NOTA:	La	Tercera	Disposición	Complementaria	Transitoria	de	la	Ley	N°	30077	establece:	“Adelanto
de	vigencia.	Dispónese	la	entrada	en	vigencia	a	nivel	nacional	del	Título	V	de	la	Sección	II	del	Libro
Segundo	y	la	Sección	VI	del	Libro	Quinto	del	Código	Procesal	Penal	aprobado	por	Decreto	Legislativo
957”.
D.	Leg.	957.
ART.	473.—Ámbito	del	proceso	y	competencia.
1.	Los	delitos	que	pueden	ser	objeto	de	acuerdo,	sin	perjuicio	de
los	que	establezca	la	ley,	son	los	siguientes:
a)	 Modificado.	 Ley	 30096,	 Tercera	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Asociación	 ilícita,	 terrorismo,
lavado	de	activos,	delitos	informáticos,	contra	la	humanidad;
b)	 Modificado.	 Ley	 30077,	 Tercera	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Para	 todos	 los	 casos	 de
criminalidad	organizada	previstos	en	la	ley	de	la	materia.
c)	 Concusión,	 peculado,	 corrupción	 de	 funcionarios,	 tributarios,
aduaneros	 contra	 la	 fe	 pública	 y	 contra	 el	 orden	 migratorio,
siempre	 que	 el	 delito	 sea	 cometido	 en	 concierto	 por	 una
pluralidad	de	personas.
2.	No	 será	 obstáculo	para	 la	 celebración	del	 acuerdo	 cuando	 se
trate	de	concurso	de	delitos	y	uno	de	ellos	no	corresponda	a	 los
previstos	en	el	presente	artículo.
3.	Los	órganos	de	gobierno	del	Poder	Judicial	y	del	Ministerio
Público,	podrán	establecer	jueces	y	fiscales	para	el	conocimiento,
con	exclusividad	o	no,	de	este	proceso.
D.	Leg.	957.
ART.	 474.—Requisitos	 de	 la	 eficacia	 de	 la	 información	 y
beneficios	premiales.
1.	La	información	que	proporcione	el	colaborador	debe	permitir,
alternativa	o	acumulativamente:
a)	Evitar	la	continuidad,	permanencia	o	consumación	del	delito,	o
disminuir	 sustancialmente	 la	 magnitud	 o	 consecuencias	 de	 su
ejecución.	 Asimismo,	 impedir	 o	 neutralizar	 futuras	 acciones	 o
daños	 que	 podrían	 producirse	 cuando	 se	 está	 ante	 una
organización	delictiva.
b)	Conocer	las	circunstancias	en	las	que	se	planificó	y	ejecutó	el
delito,	 o	 las	 circunstancias	 en	 las	 que	 se	 viene	 planificando	 o
ejecutando.
c)	 Identificar	 a	 los	 autores	y	partícipes	de	un	delito	 cometido	o
por	cometerse	o	a	los	integrantes	de	la	organización	delictiva	y	su
funcionamiento,	de	modo	que	permita	desarticularla	o	menguarla
o	detener	a	uno	o	varios	de	sus	miembros;
d)	 Entregar	 los	 instrumentos,	 efectos,	 ganancias	 y	 bienes
delictivos	 relacionados	 con	 las	 actividades	 de	 la	 organización
delictiva,	averiguar	el	paradero	o	destino	de	los	mismos,	o	indicar
las	 fuentes	 de	 financiamiento	 y	 aprovisionamiento	 de	 la
organización	delictiva;
2.	 El	 colaborador	 podrá	 obtener	 como	 beneficio	 premial,
teniendo	 en	 cuenta	 el	 grado	 de	 eficacia	 o	 importancia	 de	 la
colaboración	 en	 concordancia	 con	 la	 entidad	 del	 delito	 y	 la
responsabilidad	por	el	hecho,	los	siguientes:	exención	de	la	pena,
disminución	 de	 la	 pena	 hasta	 un	medio	 por	 debajo	 del	 mínimo
legal,	 suspensión	 de	 la	 ejecución	 de	 la	 pena,	 liberación
condicional,	o	remisión	de	la	pena	para	quien	la	está	cumpliendo.
3.	 El	 beneficio	 de	 disminución	 de	 la	 pena	 podrá	 aplicarse
acumulativamente	 con	 la	 suspensión	 de	 la	 ejecución	 de	 la	 pena,
siempre	que	se	cumplan	los	requisitos	establecidos	en	el	artículo
57	del	Código	Penal.
Cuando	 el	 colaborador	 tiene	mandato	 de	 prisión	 preventiva,	 el
juez	 podrá	 variarlo	 por	 el	 de	 comparecencia,	 imponiendo
cualquiera	 de	 las	 restricciones	 previstas	 en	 el	 artículo	 288,
inclusive	la	medida	de	detención	domiciliaria.
4.	 La	 exención	 y	 la	 remisión	 de	 la	 pena	 exigirá	 que	 la
colaboración	activa	o	información	eficaz	permita:
a)	evitar	un	delito	de	especial	connotación	y	gravedad;
b)	identificar	categóricamente	y	propiciar	la	detención	de	líderes
de	especial	importancia	en	la	organización	delictiva;
c)	 descubrir	 concluyentemente	 aspectos	 sustantivos	 de	 las
fuentes	de	financiamiento	y	aprovisionamiento	de	la	organización
delictiva,	 o	 de	 los	 instrumentos,	 efectos,	 ganancias	 y	 bienes
delictivos	de	notoria	importancia	para	los	fines	de	la	organización.
5.	No	podrán	acogerse	a	ningún	beneficio	premial	los	jefes,
cabecillas	o	dirigentes	principales	de	organizaciones	delictivas.	El
que	ha	intervenido	en	delitos	que	han	causado	consecuencias
especialmente	graves	únicamente	podrá	acogerse	al	beneficio	de
disminución	de	la	pena,	que	en	este	caso	sólo	podrá	reducirse
hasta	un	tercio	por	debajo	del	mínimo	legal,	sin	que	corresponda
suspensión	de	la	ejecución	de	la	pena,	salvo	la	liberación
condicional	y	siempre	que	haya	cumplido	como	mínimo	la	mitad
de	la	pena	impuesta.
D.	Leg.	957.
ART.	475.—Diligencias	previas	a	la	celebración	del	acuerdo.
1.	 El	 fiscal,	 en	 cualquiera	 de	 las	 etapas	 del	 proceso,	 está
autorizado	a	celebrar	reuniones	con	los	colaboradores	cuando	no
exista	 impedimento	 o	 mandato	 de	 detención	 contra	 ellos,	 o,	 en
caso	contrario,	con	sus	abogados,	para	acordar	la	procedencia	de
los	beneficios.
2.	El	fiscal,	como	consecuencia	de	las	entrevistas	realizadas	y	de
la	voluntad	de	colaboración	del	solicitante,	dará	curso	a	 la	etapa
de	 corroboración	 disponiendo	 los	 actos	 de	 investigación
necesarios	 para	 establecer	 la	 eficacia	 de	 la	 información
proporcionada.	 En	 estos	 casos	 requerirá	 la	 intervención	 de	 la
policía	 para	 que,	 bajo	 su	 conducción,	 realice	 las	 indagaciones
previas	y	 eleve	un	 informe	policial.	 Los	procesos,	 incluyendo	 las
investigaciones	preparatorias,	que	se	siguen	contra	el	 solicitante
continuarán	con	su	tramitación	correspondiente.
3.	 El	 fiscal,	 asimismo,	 podrá	 celebrar	un	 convenio	preparatorio,
que	precisará	–sobre	la	base	de	la	calidad	de	información	ofrecida
y	 la	 naturaleza	 de	 los	 cargos	 o	 hechos	 delictuosos	 objeto	 de
imputación	o	no	contradicción–	 los	beneficios,	 las	obligaciones	y
el	mecanismo	de	aporte	de	información	y	de	su	corroboración.
4.	El	 colaborador,	mientras	dure	el	proceso,	de	ser	el	 caso,	 será
sometido	 a	 las	 medidas	 de	 aseguramiento	 personal	 necesarias
para	 garantizar	 el	 éxito	 de	 las	 investigaciones,	 la	 conclusión
exitosa	del	proceso	y	su	seguridad	personal.	En	caso	necesario,	y
siempre	 que	 no	 esté	 en	 el	 ámbito	 de	 sus	 potestades,	 el	 fiscal
acudirá	 al	 juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria	 requiriéndole
dicte	las	medidas	de	coerción	y	de	protección	que	correspondan.
Éstas	se	dictarán	reservadamente	y	en	coordinación	con	el	fiscal.
5.	El	fiscal	requerirá	a	los	órganos	fiscales	y	judiciales,	mediante
comunicación	 reservada,	 copia	 certificada	 o	 información	 acerca
de	los	cargos	imputados	al	solicitante.	Los	órganos	requeridos,	sin
trámite	 alguno	 y	 reservadamente,	 remitirán	 a	 la	 fiscalía
requirente	la	citada	información.
6.	El	agraviado,	como	tal,	deberá	ser	citado	en	la	etapa	de
verificación.	Informará	sobre	los	hechos,	se	le	interrogará	acerca
de	sus	pretensiones	y	se	le	hará	saber	que	puede	intervenir	en	el
proceso	–proporcionando	la	información	y	documentación	que
considere	pertinente–	y,	en	su	momento,	firmar	el	acuerdo	de
beneficios	y	colaboración.
D.	Leg.	957.	
ART.	 476.—El	 acta	 de	 colaboración	 eficaz	 -	 denegación	 del
acuerdo.
1.	 El	 fiscal,	 culminados	 los	 actos	 de	 investigación,	 si	 considera
procedente	 la	 concesión	 de	 los	 beneficios	 que	 correspondan,
elaborará	un	acta	con	el	colaborador	en	la	que	constará:
a)	El	beneficio	acordado;
b)	Los	hechos	a	los	cuales	se	refiere	el	beneficio	y	la	confesión	en
los	casos	que	ésta	se	produjere;	y,
c)	Las	obligaciones	a	las	que	queda	sujeta	la	persona	beneficiada.
2.	 El	 fiscal,	 si	 estima	 que	 la	 información	 proporcionada	 no
permite	 la	 obtención	 de	 beneficio	 alguno,	 por	 no	 haberse
corroborado	 suficientemente	 sus	 aspectos	 fundamentales,
denegará	 la	 realización	 del	 acuerdo	 y	 dispondrá	 se	 proceda
respecto	 del	 solicitante	 conforme	 a	 lo	 que	 resulte	 de	 las
actuaciones	de	investigación	que	ordenó	realizar.	Esta	disposición
no	es	impugnable.
3.	 Si	 la	 información	 arroja	 indicios	 suficientes	 de	 participación
delictiva	en	las	personas	sindicadas	por	el	colaborador	o	de	otras
personas,	 será	 materia	 –de	 ser	 el	 caso–	 de	 la	 correspondiente
investigación	y	decisión	por	el	Ministerio	Público,	a	los	efectos	de
determinar	la	persecución	y	ulterior	sanción	de	los	responsables.
4.	En	los	casos	en	que	se	demuestra	la	inocencia	de	quien	fue
involucrado	por	el	colaborador,	el	fiscal	deberá	informarle	de	su
identidad,	siempre	que	se	advierta	indicios	de	que	a	sabiendas
hizo	la	imputación	falsa,	para	los	fines	legales	correspondientes.
D.	Leg.	957.
ART.	 477.—Colaboración	 durante	 la	 etapa	 de	 investigación
del	proceso	contradictorio.
1.	 Cuando	 el	 proceso	 por	 colaboración	 eficaz	 está	 referido	 a
hechos	que	son	materia	de	un	proceso	penal	que	se	encuentra	en
la	 etapa	 de	 investigación	 o	 incluso	 si	 no	 existe	 investigación,	 el
acuerdo	 de	 beneficios	 y	 colaboración	 se	 remitirá	 al	 juez	 de	 la
investigación	 preparatoria,	 conjuntamente	 con	 los	 actuados
formados	al	efecto,	para	el	control	de	legalidad	respectivo.
2.	 El	 juez	 penal,	 en	 el	 plazo	 de	 cinco	 días,	mediante	 resolución
inimpugnable,	podrá	formular	observaciones	al	contenido	del	acta
y	 a	 la	 concesión	 de	 los	 beneficios.	 En	 la	 misma	 resolución
ordenará	devolver	lo	actuado	al	fiscal.
3.	 Recibida	 el	 acta	 original	 o	 la	 complementaria,	 según	 el	 caso,
con	los	recaudos	pertinentes,	el	juez	penal,	dentro	del	décimo	día,
celebrará	 una	 audiencia	 privada	 especial	 con	 asistencia	 de
quienes	 celebraron	el	 acuerdo,	 en	donde	 cada	uno	por	 su	orden
expondrá	los	motivos	y	fundamentos	del	mismo.	El	juez,	el	fiscal,
la	 defensa	 y	 el	 Procurador	 Público	 –en	 los	 delitos	 contra	 el
Estado–	 podrán	 interrogar	 al	 solicitante.	 De	 dicha	 diligencia	 se
levantará	 un	 acta	 donde	 constarán	 resumidamente	 sus
incidencias.
4.	 Culminada	 la	 audiencia,	 el	 juez	 dentro	 de	 tercer	 día	 dictará,
según	 el	 caso,	 auto	 desaprobando	 el	 acuerdo	 o	 sentencia
aprobándolo.	Ambas	resoluciones	son	susceptibles	de	recurso	de
apelación,	de	conocimiento	de	la	Sala	Penal	Superior.	El	agraviado,
en	tanto	haya	expresado	su	voluntad	de	intervenir	en	el	proceso	y
constituido	 en	 parte,	 tendrá	 derecho	 a	 impugnar	 la	 sentencia
aprobatoria.
5.	Si	el	juez	considera	que	el	acuerdo	no	adolece	de	infracciones
legales,	no	resulta	manifiestamente	irrazonable,	o	no	es	evidente
su	falta	de	eficacia,	lo	aprobará	e	impondrá	las	obligaciones	que
correspondan.	La	sentencia	no	podrá	exceder	los	términos	del
acuerdo.	Si	el	acuerdo	aprobado	consiste	en	la	exención	o
remisión	de	la	pena,	así	lo	declarará,	ordenando	su	inmediata
libertad	y	la	anulación	de	los	antecedentes	del	beneficiado.	Si
consiste	en	la	disminución	de	la	pena,	declarará	la
responsabilidad	penal	del	colaborador	y	le	impondrá	la	sanción
que	corresponda	según	los	términos	del	acuerdo,	sin	perjuicio	de
imponer	las	obligaciones	pertinentes.
D.	Leg.	957.
ART.	 478.—Colaboración	 durante	 las	 otras	 etapas	 del
proceso	contradictorio.
1.	Cuando	el	proceso	por	colaboración	eficaz	se	inicia	estando	el
proceso	 contradictorio	en	el	 juzgado	penal	 y	 antes	del	 inicio	del
juicio	 oral,	 el	 fiscal	 –previo	 los	 trámites	 de	 verificación
correspondientes–	remitirá	el	acta	con	sus	recaudos	al	juez	penal,
que	celebrará	para	dicho	efecto	una	audiencia	privada	especial.
2.	 El	 juzgado	 penal	 procederá,	 en	 lo	 pertinente,	 conforme	 a	 lo
dispuesto	 en	 el	 artículo	 anterior.	 La	 resolución	 que	 pronuncie
sobre	 la	 procedencia	 o	 improcedencia	 de	 los	 beneficios	 es
susceptible	 de	 recurso	 de	 apelación,	 de	 conocimiento	 de	 la	 sala
penal	superior.
3.	Si	la	colaboración	se	inicia	con	posterioridad	a	la	sentencia,	el
juez	de	 la	 investigación	preparatoria	a	 solicitud	del	 fiscal,	previa
celebración	de	una	audiencia	privada	en	los	términos	del	artículo
anterior,	 podrá	 conceder	 remisión	 de	 la	 pena,	 suspensión	 de	 la
ejecución	de	 la	 pena,	 liberación	 condicional,	 conversión	de	pena
privativa	 de	 libertad	 por	 multa,	 prestación	 de	 servicios	 o
limitación	de	días	libres,	conforme	a	las	equivalencias	previstas	en
el	artículo	52	del	Código	Penal.
4.	En	el	supuesto	del	numeral	3)	si	el	juez	desestima	el	acuerdo,
en	la	resolución	se	indicarán	las	razones	que	motivaron	su
decisión.	La	resolución	–auto	desaprobatorio	o	sentencia
aprobatoria–	que	dicta	el	juez	es	susceptible	de	recurso	de
apelación,	de	conocimiento	de	la	sala	penal	superior.
D.	Leg.	957.
ART.	 479.—Condiciones,	 obligaciones	 y	 control	 del
beneficiado.
1.	La	concesión	del	beneficio	premial	está	condicionado	a	que	el
beneficiado	no	cometa	nuevo	delito	doloso	dentro	de	los	diez	años
de	habérsele	otorgado.	Asimismo,	conlleva	la	imposición	de	una	o
varias	obligaciones,	sin	perjuicio	de	disponer	que	el	beneficiado	se
obligue	especialmente	a	concurrir	a	toda	citación	derivada	de	los
hechos	 materia	 del	 acuerdo	 de	 colaboración	 aprobado
judicialmente.
2.	Las	obligaciones	son	las	siguientes:
a)	Informar	de	todo	cambio	de	residencia;
b)	Ejercer	oficio,	profesión	u	ocupación	lícitos;
c)	 Reparar	 los	 daños	 ocasionados	 por	 el	 delito,	 salvo
imposibilidad	económica;
d)	Abstenerse	de	consumir	bebidas	alcohólicas	y	drogas;
e)	 Someterse	 a	 vigilancia	 de	 las	 autoridades	 o	 presentarse
periódicamente	ante	ellas;
f)	Presentarse	cuando	el	juez	o	el	fiscal	lo	solicite;
g)	Observar	buena	conducta	individual,	familiar	y	social;
h)	No	salir	del	país	sin	previa	autorización	judicial;
i)	 Cumplir	 con	 las	 obligaciones	 contempladas	 por	 el	 Código	 de
Ejecución	Penal	y	su	reglamento;
j)	 Acreditar	 el	 trabajo	 o	 estudio	 ante	 las	 autoridades
competentes.
3.	 Las	 obligaciones	 se	 impondrán	 según	 la	 naturaleza	 y
modalidades	del	hecho	punible	perpetrado,	 las	circunstancias	de
tiempo,	 modo	 y	 lugar	 en	 que	 se	 cometió,	 la	 naturaleza	 del
beneficio	 y	 la	 magnitud	 de	 la	 colaboración	 proporcionada,	 así
como	de	acuerdo	a	las	condiciones	personales	del	beneficiado.	Las
obligaciones	 se	 garantizarán	 mediante	 caución	 o	 fianza,	 si	 las
posibilidades	económicas	del	colaborador	lo	permiten.
4.	Corresponde	el	control	de	su	cumplimiento	al	Ministerio
Público,	con	la	intervención	del	órgano	especializado	de	la	policía
nacional,	que	al	efecto	tendrá	un	registro	de	los	beneficiados	y
designará	al	personal	policial	necesario	dentro	de	su	estructura
interna.
D.	Leg.	957.
ART.	480.—Revocación	de	los	beneficios.
1.	El	fiscal	provincial,	con	los	recaudos	indispensables	acopiados
en	la	indagación	previa	iniciada	al	respecto,	podrá	solicitar	al	juez
que	otorgó	 el	 beneficio	premial	 la	 revocatoria	de	 los	mismos.	 El
juez	correrá	traslado	de	la	solicitud	por	el	término	de	cinco	días.
Con	su	contestación	o	sin	ella,	realizará	la	audiencia	de	revocación
de	beneficios	con	la	asistencia	obligatoria	del	fiscal,	a	la	que	debe
citarse	 a	 los	 que	 suscribieron	 el	 acuerdo	 de	 colaboración.	 La
inconcurrencia	del	beneficiado	no	impedirá	la	continuación	de	la
audiencia,	 a	 quien	 debe	 nombrársele	 un	 defensor	 de	 oficio.
Escuchada	 la	posición	del	 fiscal	y	del	defensor	del	beneficiado,	y
actuadas	 las	 pruebas	 ofrecidas,	 el	 juez	 decidirá	 inmediatamente
mediante	auto	debidamente	fundamentado	en	un	plazo	no	mayor
de	tres	días.	Contra	esta	resolución	procede	recurso	de	apelación,
que	conocerá	la	Sala	Penal	Superior.
2.	Cuando	la	revocatoria	se	refiere	a	la	exención	de	pena,	una	vez
que	queda	firme	la	resolución	indicada	en	el	numeral	anterior	se
seguirá	 el	 siguiente	 trámite,	 sin	 perjuicio	 de	 la	 aplicación	 de	 las
reglas	comunes	en	tanto	no	lo	contradigan:
a)	Se	remitirán	los	actuados	al	fiscal	provincial	para	que	formule
acusación	 y	 pida	 la	 pena	 que	 corresponda	 según	 la	 forma	 y
circunstancias	 de	 comisión	 del	 delito	 y	 el	 grado	 de
responsabilidad	del	imputado;
b)	El	juez	penal	inmediatamente	celebrará	una	audiencia	pública
con	 asistencia	 de	 las	 partes,	 para	 lo	 cual	 dictará	 el	 auto	 de
enjuiciamiento	 correspondiente	 y	 correrá	 traslado	 a	 las	 partes
por	el	plazo	de	cinco	días,	para	que	formulen	sus	alegatos	escritos,
introduzcan	 las	 pretensiones	 que	 correspondan	 y	 ofrezcan	 las
pruebas	pertinentes	para	 la	 determinación	de	 la	 sanción	 y	de	 la
reparación	civil;
c)	 Resuelta	 la	 admisión	 de	 los	medios	 de	 prueba,	 se	 emitirá	 el
auto	de	citación	a	juicio	señalando	día	y	hora	para	la	audiencia.	En
ella	 se	 examinará	 al	 imputado	 y,	 de	 ser	 el	 caso,	 se	 actuarán	 las
pruebas	ofrecidas	y	admitidas	para	la	determinación	de	la	pena	y
la	 reparación	 civil.	 Previos	 alegatos	 orales	 del	 fiscal,	 del
Procurador	Público	 y	del	 abogado	defensor,	 y	 concesión	del	 uso
de	la	palabra	al	acusado,	se	emitirá	sentencia;
d)	Contra	 la	cual	procede	recurso	de	apelación,	que	conocerá	 la
Sala	Penal	Superior.
3.	 Cuando	 la	 revocatoria	 se	 refiere	 a	 la	disminución	de	 la	pena,
una	vez	que	queda	firme	la	resolución	indicada	en	el	numeral	1)
del	presente	artículo	se	seguirá	el	siguiente	trámite,	sin	perjuicio
de	la	aplicación	de	las	reglas	comunes	en	tanto	no	lo	contradigan:
a)	Se	remitirán	los	actuados	al	fiscal	provincial	para	que	formule
la	 pretensión	 de	 condena	 correspondiente,	 según	 la	 forma	 y
circunstancias	 de	 comisión	 del	 delito	 y	 el	 grado	 de
responsabilidad	del	imputado;
b)	El	juez	penal	inmediatamente	celebrará	una	audiencia	pública
con	 asistencia	 de	 las	 partes,	 previo	 traslado	 a	 la	 defensa	 del
requerimiento	fiscal	a	fin	de	que	en	el	plazo	de	cinco	días	formule
sus	 alegatos	 escritos,	 introduzca	 de	 ser	 el	 caso	 las	 pretensiones
que	 correspondan	 y	 ofrezca	 las	 pruebas	 pertinentes.	 Resuelta	 la
admisión	de	los	medios	de	prueba,	se	llevará	a	cabo	la	audiencia,
donde	se	examinará	al	imputado	y,	de	ser	el	caso,	se	actuarán	las
pruebas	admitidas.	La	sentencia	se	dictará	previo	alegato	oral	del
fiscal	 y	 de	 la	 defensa,	 así	 como	 de	 la	 concesión	 del	 uso	 de	 la
palabra	al	acusado;
c)	Contra	la	sentencia	procede	recurso	de	apelación,	que	será	de
conocimiento	de	la	Sala	Penal	Superior.
4.	Cuando	la	revocatoria	se	refiere	a	la	remisión	de	la	pena,	una
vez	que	queda	 firme	 la	 resolución	 indicada	en	el	numeral	1)	del
presente	 artículo,	 el	 juez	 penal	 en	 la	 misma	 resolución	 que
dispone	 la	 revocatoria	 ordenará	 que	 el	 imputado	 cumpla	 el
extremo	de	la	pena	remitida.
5.	Cuando	la	revocatoria	se	refiere	a	la	suspensión	de	la	ejecución
de	la	pena,	liberación	condicional,	detención	domiciliaria	o
comparecencia	se	regirá	en	lo	pertinente	por	las	normas	penales,
procesales	o	de	ejecución	penal.
D.	Leg.	957.
ART.	481.—Mérito	de	la	información	y	de	lo	obtenido	cuando
se	rechaza	el	acuerdo.
1.	Si	el	acuerdo	de	colaboración	y	beneficios	es	denegado	por	el
fiscal	 o	 desaprobado	 por	 el	 juez,	 las	 diversas	 declaraciones
formuladas	por	el	colaborador	se	tendrán	como	inexistentes	y	no
podrán	ser	utilizadas	en	su	contra.
2.	En	ese	mismo	supuesto	las	declaraciones	prestadas	por	otras
personas	durante	la	etapa	de	corroboración	así	como	la	prueba
documental,	los	informes	o	dictámenes	periciales	y	las	diligencias
objetivas	e	irreproducibles,	mantendrán	su	validez	y	podrán	ser
valoradas	en	otros	procesos	conforme	a	su	propio	mérito	y	a	lo
dispuesto	en	el	artículo	158.	Rige,	en	todo	caso,	lo	establecido	en
el	artículo	159.
SECCIÓN	VII
El	proceso	por	faltas
D.	Leg.	957.
ART.	482.—Competencia.
1.	Derogado.	Ley	29824,	Sétima	Disposición	Final.
2.	Excepcionalmente,	en	los	 lugares	donde	no	exista	 juez	de	paz
letrado,	 conocerán	 de	 este	 proceso	 los	 jueces	 de	 paz.	 Las
respectivas	cortes	superiores	 fijarán	anualmente	 los	 juzgados	de
paz	que	pueden	conocer	de	los	procesos	por	faltas.
3.	El	recurso	de	apelación	contra	las	sentencias	es	de
conocimiento	del	juez	penal.
NOTA:	La	Ley	29284,	publicada	el	03	de	enero	del	2012	y	con	vigencia	a	partir	del	03	de	abril	del
2012,	derogó	el	numeral	1	del	artículo	482	del	D.	Leg.	957	que	establecía:	“Los	jueces	de	paz	letrados
conocerán	de	los	procesos	por	faltas.”
D.	Leg.	957.
ART.	483.—Iniciación.
1.	 La	 persona	 ofendida	 por	 una	 falta	 puede	 denunciar	 su
comisión	 ante	 la	 policía	 o	 dirigirse	 directamente	 al	 juez
comunicando	el	hecho,	constituyéndose	en	querellante	particular.
2.	 En	 este	 último	 supuesto,	 si	 el	 juez	 considera	 que	 el	 hecho
constituye	 falta	 y	 la	 acción	 penal	 no	 ha	 prescrito,	 siempre	 que
estime	 indispensable	 una	 indagación	 previa	 al	 enjuiciamiento,
remitirá	 la	denuncia	y	 sus	 recaudos	a	 la	policía	para	que	 realice
las	investigaciones	correspondientes.
3.	Recibido	el	informe	policial,	el	juez	dictará	el	auto	de	citación	a
juicio	siempre	que	los	hechos	constituyan	falta,	la	acción	penal	no
ha	prescrito	y	existan	fundamentos	razonables	de	su	perpetración
y	de	la	vinculación	del	imputado	en	su	comisión.	En	caso	contrario
dictará	 auto	 archivando	 las	 actuaciones.	 Contra	 esta	 resolución
procede	recurso	de	apelación	ante	el	juez	penal.
4.	 El	 auto	 de	 citación	 a	 juicio	 puede	 acordar	 la	 celebración
inmediata	 de	 la	 audiencia,	 apenas	 recibido	 el	 informe	 policial,
siempre	que	estén	presentes	el	imputado	y	el	agraviado,	así	como
si	lo	están	los	demás	órganos	de	prueba	pertinentes	a	la	causa	o,
por	el	contrario,	no	ha	de	resultar	imprescindible	su	convocatoria.
También	podrá	celebrarse	inmediatamente	el	juicio	si	el	imputado
ha	reconocido	haber	cometido	la	falta	que	se	le	atribuye.
5.	De	no	ser	posible	la	celebración	inmediata	de	la	audiencia,	en
el	auto	se	fijará	la	fecha	más	próxima	de	instalación	del	juicio,
convocándose	al	imputado,	al	agraviado	y	a	los	testigos	que
corresponda.
D.	Leg.	957.
ART.	484.—Audiencia.
1.	 La	 audiencia	 se	 instalará	 con	 la	 presencia	 del	 imputado	 y	 su
defensor,	y	de	ser	el	caso,	con	la	concurrencia	del	querellante	y	su
defensor.	Si	el	imputado	no	tiene	abogado	se	le	nombrará	uno	de
oficio,	salvo	que	en	el	lugar	del	juicio	no	existan	abogados	o	éstos
resulten	 manifiestamente	 insuficientes.	 Las	 partes,	 sin	 perjuicio
de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 numeral	 5)	 del	 artículo	 anterior,	 podrán
asistir	 acompañados	 de	 los	 medios	 probatorios	 que	 pretendan
hacer	valer.
2.	Acto	seguido	el	juez	efectuará	una	breve	relación	de	los	cargos
que	 aparecen	 del	 informe	 policial	 o	 de	 la	 querella.	 Cuando	 se
encontrare	 presente	 el	 agraviado,	 el	 juez	 instará	 una	 posible
conciliación	y	la	celebración	de	un	acuerdo	de	reparación	de	ser	el
caso.	 Si	 se	 produce,	 se	 homologará	 la	 conciliación	 o	 el	 acuerdo,
dando	por	concluida	las	actuaciones.
3.	 De	 no	 ser	 posible	 una	 conciliación	 o	 la	 celebración	 de	 un
acuerdo,	se	preguntará	al	imputado	si	admite	su	culpabilidad.	Si	lo
hace,	 y	 no	 fueran	necesarios	 otros	 actos	 de	prueba,	 el	 juez	 dará
por	 concluido	 el	 debate	 y	 dictará	 inmediatamente	 la	 sentencia
correspondiente.	La	sentencia	puede	pronunciarse	verbalmente	y
su	protocolización	por	escrito	se	realizará	en	el	plazo	de	dos	días.
4.	 Si	 el	 imputado	 no	 admite	 los	 cargos,	 de	 inmediato	 se	 le
interrogará,	 luego	 se	 hará	 lo	 propio	 con	 la	 persona	 ofendida	 si
está	presente	y,	seguidamente,	se	recibirán	las	pruebas	admitidas
y	 las	 que	 han	 presentado	 las	 partes,	 siguiendo	 las	 reglas
ordinarias,	 adecuadas	 a	 la	 brevedad	 y	 simpleza	 del	 proceso	 por
faltas.
5.	 La	 audiencia	 constará	 de	 una	 sola	 sesión.	 Sólo	 podrá
suspenderse	 por	 un	 plazo	 no	 mayor	 de	 tres	 días,	 de	 oficio	 o	 a
pedido	 de	 parte,	 cuando	 resulte	 imprescindible	 la	 actuación	 de
algún	 medio	 probatorio.	 Transcurrido	 el	 plazo,	 el	 juicio	 deberá
proseguir	conforme	a	las	reglas	generales,	aun	a	falta	del	testigo	o
perito	requerido.
6.	Escuchados	los	alegatos	orales,	el	juez	dictará	sentencia	en	ese
acto	o	dentro	del	tercero	día	de	su	culminación	sin	más	dilación.
Rige	lo	dispuesto	en	el	numeral	3	del	presente	artículo.
D.	Leg.	957.
ART.	485.—Medidas	de	coerción.
1.	 El	 juez	 sólo	 podrá	 dictar	 mandato	 de	 comparecencia	 sin
restricciones	contra	el	imputado.
2.	Cuando	el	imputado	no	se	presente	voluntariamente	a	la
audiencia,	podrá	hacérsele	comparecer	por	medio	de	la	fuerza
pública,	y	si	fuera	necesario	se	ordenará	la	prisión	preventiva
hasta	que	se	realice	y	culmine	la	audiencia,	la	cual	se	celebrará
inmediatamente.
D.	Leg.	957.
ART.	486.—Recurso	de	apelación.
1.	 Contra	 la	 sentencia	 procede	 recurso	 de	 apelación.	 Los	 autos
serán	elevados	en	el	día	al	juez	penal.
2.	 Recibida	 la	 apelación,	 el	 juez	 penal	 resolverá	 en	 el	 plazo
improrrogable	de	diez	días,	por	el	solo	mérito	de	lo	actuado,	si	es
que	 el	 recurrente	 no	 expresa	 la	 necesidad	 de	 una	 concreta
actuación	 probatoria,	 en	 cuyo	 caso	 se	 procederá	 conforme	 a	 las
reglas	comunes,	en	cuanto	se	adecuen	a	su	brevedad	y	simpleza.
Los	abogados	defensores	presentarán	por	escrito	los	alegatos	que
estimen,	sin	perjuicio	del	 informe	oral	que	puedan	realizar	en	 la
vista	de	la	causa,	la	que	se	designará	dentro	de	los	veinte	días	de
recibidos	los	autos.
3.	Contra	la	sentencia	del	juez	penal	no	procede	recurso	alguno.
Su	ejecución	corresponderá	al	juez	que	dictó	la	sentencia	de
primera	instancia.
D.	Leg.	957.
ART.	487.—Desistimiento	o	transacción.	En	cualquier	estado
de	la	causa,	el	agraviado	o	querellante	puede	desistirse	o	transigir,
con	lo	que	se	dará	por	fenecido	el	proceso.
LIBRO	SEXTO
LA	EJECUCIÓN	Y	LAS	COSTAS
SECCIÓN	I
La	ejecución	de	la	sentencia
D.	Leg.	957.
ART.	488.—Derechos.
1.	El	condenado,	el	tercero	civil	y	las	personas	jurídicas	afectadas
podrán	ejercer,	durante	la	ejecución	de	la	sentencia	condenatoria,
los	derechos	y	las	facultades	que	este	código	y	las	leyes	le	otorgan.
2.	El	condenado	y	las	demás	partes	legitimadas	están	facultadas	a
plantear	 ante	 el	 juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria	 los
requerimientos	 y	 observaciones	 que	 legalmente	 correspondan
respecto	de	la	ejecución	de	la	sanción	penal,	de	la	reparación	civil
y	 de	 las	 demás	 consecuencias	 accesorias	 impuestas	 en	 la
sentencia.
3.	Sin	perjuicio	de	lo	establecido	en	los	numerales	anteriores,
corresponde	al	Ministerio	Público	el	control	de	la	ejecución	de	las
sanciones	penales	en	general,	instando	las	medidas	de
supervisión	y	control	que	correspondan,	y	formulando	al	juez	de
la	investigación	preparatoria	los	requerimientos	que	fueren
necesarios	para	la	correcta	aplicación	de	la	ley.
DOCTRINA	JURISPRUDENCIAL.—El	juez	de	la	causa	y	no	el	fiscal	que
acusó	es	el	encargado	de	dar	cumplimiento	a	las	reglas	de	conducta
impuestas.	“(...)	tenemos	que	no	es	correcto	determinar	que	el	Ministerio
Público	sea	el	encargado	de	dar	cumplimiento	a	las	reglas	de	conducta
impuestas	en	una	sentencia	condenatoria,	pues	como	lo	dispone	el	artículo
cuatrocientos	ochenta	y	ocho	del	Código	Procesal	Penal,	el	Ministerio	Público
es	quien	realiza	el	control	de	la	ejecución	de	las	sanciones;	siendo	así,	debe
ejercer	vigilancia	sobre	dicho	cumplimiento	conforme	a	sus	atribuciones;
contrario	sensu,	el	juez	de	la	investigación	preparatoria	es	quien	tiene
competencia	para	ejecutar	el	cumplimiento	de	las	reglas	de	conducta,
establecido	en	el	inciso	cuarto	del	artículo	veintinueve	del	código	adjetivo;	en
concordancia	con	el	artículo	cincuenta	y	ocho	del	Código	Penal	–
principalmente	en	el	numeral	tercero	de	dicho	artículo	(...),	tanto	más	si	el
juez	está	facultado	para	resolver	los	incidentes	que	se	susciten	durante	la
ejecución	de	las	sanciones;	siendo	así,	el	sentenciado	deberá	comparecer	al
juzgado	de	investigación	preparatoria	para	justificar	sus	actividades	y	donde
deberá	de	firmar	el	libro	de	control	respectivo”.	(C.	S.,	Cas.	116-2010-Cusco,
may.	05/2011.	V.	P.	Pariona	Pastrana)
NOTA:	La	Casación	N°	116-2010-Cusco	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	2	de	julio
del	2012.
D.	Leg.	957.
ART.	489.—Ejecución	penal.
1.	 La	 ejecución	 de	 las	 sentencias	 condenatorias	 firmes,	 salvo	 lo
dispuesto	 por	 el	 Código	 de	 Ejecución	 Penal	 respecto	 de	 los
beneficios	 penitenciarios,	 serán	 de	 competencia	 del	 juez	 de	 la
investigación	preparatoria.
2.	El	juez	de	la	investigación	preparatoria	está	facultado	para
resolver	todos	los	incidentes	que	se	susciten	durante	la	ejecución
de	las	sanciones	establecidas	en	el	numeral	anterior.	Hará	las
comunicaciones	dispuestas	por	la	ley	y	practicará	las	diligencias
necesarias	para	su	debido	cumplimiento.
PRECISAN	DISPOSICIONES	PARA	LA	ATENCIÓN	DE	BENEFICIOS
PENITENCIARIOS
R.	Adm.	151-2016-CE-PJ.
Artículo	 Primero.—Precisar	 que	 la	 atención	 de	 los	 beneficios
penitenciarios	 corresponde	 a	 los	 órganos	 jurisdiccionales	 que	 emitieron
sentencia,	tanto	en	el	proceso	común	o	proceso	inmediato.	No	obstante,	en
los	supuestos	que	los	expedientes	hayan	sido	redistribuidos	por	conversión
o	 reubicación,	 sobrecarga	 de	 expedientes	 del	 órgano	 jurisdiccional,
desactivación	del	mismo	o	para	que	 tenga	conocimiento	a	exclusividad	de
otras	 materias;	 en	 estos	 casos	 quien	 debe	 de	 conocer	 la	 atención	 de	 los
beneficios	penitenciarios	es	el	órgano	jurisdiccional	al	cual	ha	sido	remitido
o	redistribuido	el	expediente.
R.	Adm.	151-2016-CE-PJ.
Artículo	 Segundo.—Precisar	 que	 el	 Decreto	 Legislativo	 N°	 1194	 no
modifica	 el	 procedimiento	 en	 cuanto	 al	 tratamiento	 del	 proceso,	 sino
disminuye	 los	 plazos	 del	 mismo,	 tampoco	 modifica	 o	 hace	 referencia	 al
tratamiento	del	 proceso	de	 ejecución	de	 sentencias	 derivadas	del	 proceso
inmediato.	 Asimismo,	 la	 norma	 ya	 establece	 que	 el	 propio	 órgano
jurisdiccional	que	en	principio	conoció	el	proceso	es	conocedor	del	proceso
en	 la	 etapa	 de	 ejecución	 en	 concordancia	 con	 el	 artículo	 489	 del	 Código
Procesal	Penal.
R.	Adm.	151-2016-CE-PJ.
Artículo	 Tercero.—Precisar	 que	 la	 Resolución	 Administrativa	 N°	 347-
2015-CE-PJ	 no	 restringe	 las	 funciones	 como	 juez	 penal	 para	 conocer	 los
Hábeas	 Corpus,	 en	 consonancia	 con	 la	 Resolución	 Administrativa	 N°	 34-
2014-CE-PJ,	 sobre	 procesos	 de	 Hábeas	 Corpus.	 En	 tal	 sentido,	 en	 los
distritos	judiciales	en	los	cuales	se	encuentra	vigente	la	aplicación	total	del
Código	Procesal	Penal	del	2004,	son	competentes	para	conocer	los	procesos
de	Hábeas	Corpus	 todos	 los	 jueces	penales,	 entendiéndose	por	éstos	a	 los
jueces	 penales	 de	 investigación	 preparatoria	 y	 jueces	 penales
unipersonales,	quedando	excluidos	de	dicha	competencia	aquellos	que	con
exclusividad	ejerzan	funciones	como	jueces	penales	colegiados.
R.	Adm.	151-2016-CE-PJ.
Artículo	Cuarto.—Disponer	que	la	presidencia	de	las	Cortes	Superiores	de
Justicia	 notifiquen	 la	 presente	 resolución	 a	 todos	 los	 órganos
jurisdiccionales	para	su	estricto	cumplimiento;	y	se	adopten	las	acciones	y
medidas	 administrativas	 que	 sean	 necesarias,	 para	 el	 adecuado
cumplimiento	de	la	presente	resolución.
D.	Leg.	957.
ART.	490.—Cómputo	de	la	pena	privativa	de	libertad.
1.	Si	el	condenado	se	halla	en	libertad	y	la	sentencia	impone	pena
privativa	 de	 libertad	 efectiva,	 el	 juez	 de	 la	 investigación
preparatoria	dispondrá	lo	necesario	para	su	captura.
2.	Producida	 la	captura,	el	 juez	de	 la	 investigación	preparatoria,
una	 vez	 que	 esté	 plenamente	 acreditada	 la	 identidad	 del
condenado,	realizará	el	cómputo	de	la	pena,	descontando	de	ser	el
caso	el	tiempo	de	detención,	de	prisión	preventiva	y	de	detención
domiciliaria	 que	 hubiera	 cumplido,	 así	 como	 de	 la	 privación	 de
libertad	 sufrida	 en	 el	 extranjero	 como	 consecuencia	 del
procedimiento	 de	 extradición	 instaurado	 para	 someterlo	 a
proceso	en	el	país.
3.	 El	 cómputo	 será	 siempre	 reformable,	 aun	 de	 oficio,	 si	 se
comprueba	 un	 error	 o	 cuando	 nuevas	 circunstancias	 lo	 tornen
necesario.
4.	La	fijación	del	cómputo	de	la	pena	se	comunicará
inmediatamente	al	juzgado	que	impuso	la	sanción	y	al	Instituto
Nacional	Penitenciario.
D.	Leg.	957.
ART.	491.—Incidentes	de	modificación	de	la	sentencia.
1.	 El	 Ministerio	 Público,	 el	 condenado	 y	 su	 defensor,	 según
corresponda,	 podrán	 plantear,	 ante	 el	 juez	 de	 la	 investigación
preparatoria	incidentes	relativos	a	la	conversión	y	revocación	de
la	 conversión	 de	 penas,	 a	 la	 revocación	 de	 la	 suspensión	 de	 la
ejecución	de	la	pena	y	de	la	reserva	del	fallo	condenatorio,	y	a	la
extinción	o	vencimiento	de	la	pena.
2.	 Los	 incidentes	 deberán	 ser	 resueltos	 dentro	 del	 término	 de
cinco	días,	previa	audiencia	a	las	demás	partes.	Si	fuera	necesario
incorporar	 elementos	 de	 prueba,	 el	 juez	 de	 la	 investigación
preparatoria,	aun	de	oficio,	y	con	carácter	previo	a	 la	realización
de	 la	audiencia	o	 suspendiendo	ésta,	ordenará	una	 investigación
sumaria	 por	 breve	 tiempo	 que	 determinará	 razonablemente,
después	de	la	cual	decidirá.	La	policía	realizará	dichas	diligencias,
bajo	la	conducción	del	fiscal.
3.	 Los	 incidentes	 relativos	 a	 la	 libertad	 anticipada,	 fuera	 de	 los
beneficios	penitenciarios	de	semilibertad	y	liberación	condicional
y	de	la	medida	de	seguridad	privativa	de	libertad,	y	aquellos	en	los
cuales,	por	su	importancia,	el	juez	de	la	investigación	preparatoria
lo	 estime	necesario,	 serán	 resueltos	 en	 audiencia	 oral,	 citando	 a
los	órganos	de	prueba	que	deben	informar	durante	el	debate.
4.	Corresponde	al	 juez	penal	unipersonal	el	conocimiento	de	los
incidentes	 derivados	 de	 la	 ejecución	 de	 la	 sanción	 penal
establecidos	en	el	Código	de	Ejecución	Penal.	La	decisión	requiere
de	una	audiencia	con	asistencia	de	las	partes.
5.	Asimismo,	 las	solicitudes	sobre	refundición	o	acumulación	de
penas	 son	 de	 competencia	 del	 juzgado	 penal	 colegiado.	 Serán
resueltas	previa	realización	de	una	audiencia	con	la	concurrencia
del	fiscal,	del	condenado	y	su	defensor.
6.	En	todos	los	casos,	el	conocimiento	del	recurso	de	apelación
corresponde	a	la	Sala	Penal	Superior.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—Una	sentencia	condenatoria	puede	ser
objeto	de	modificaciones:	función	y	operatividad	de	la	libertad
anticipada.	“Una	sentencia	condenatoria	puede,	de	algún	modo	y	según	lo
estipule	la	ley	penal	material	o	la	ley	de	ejecución	penal,	ser	objeto	de
modificaciones,	ya	sea	para	intensificar	la	respuesta	penal	–siempre	dentro	de
su	mismo	ámbito	temporal–	o	para	flexibilizarla.	(...).
12	Un	caso	singular,	que	da	lugar	a	múltiples	incidentes	de	ejecución,	es	el	de
la	pena	de	vigilancia	electrónica	personal,	instituida	por	la	Ley	N°	29499,	del
diecinueve	de	enero	del	dos	mil	diez,	que	precisa	que	es	una	pena	siempre
aplicable	por	conversión.	La	pena	de	vigilancia	electrónica	personal	se	puede
disponer	en	la	misma	sentencia	o,	luego,	mediante	un	‘incidente	de	conversión’
–que	es	el	único	legalmente	previsto	para	hacerlo,	a	diferencia	que	los	demás
supuestos	de	conversión	que	se	hacen	en	la	propia	sentencia–.	Véase	artículos
1°,	tercer	párrafo,	y	3,	literal	b;	así	como	para	este	último	supuesto:	artículo
4°,	que	modifica	el	artículo	29-A	CP,	numeral	4.
Impuesta	la	pena	de	vigilancia	electrónica	personal,	dada	su	naturaleza
voluntaria,	es	posible	variarla	a	pena	privativa	de	libertad,	a	instancia	del
condenado,	cuando	exprese	formalmente	su	oposición	–incidente	de	variación
de	la	pena	de	vigilancia	electrónica	personal–	(artículo	2°,	primer	y	segundo
párrafos,	literal	b).
Por	último,	esta	pena	convertida	de	vigilancia	electrónica	personal	también
puede	ser	objeto	de	revocación	sí	el	condenado	incumple	las	reglas	de
conducta	impuestas	al	concederla	–incidente	de	revocación–	(artículo	10)
(...)”.	(CS,	VIII	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y
Transitoria	-	2012	-	Acuerdo	Plenario	3-2012/CJ-116,	ene.	18/2013.	S.	S.	San
Martín	Castro)
NOTA:	El	VIII	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitoria	-	2012	se	publicó
en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	04	de	enero	del	2014.	Este	pleno,	si	bien	coincide	en	la	numeración
con	los	Acuerdos	Plenarios	-	2012,	difiere	en	los	contenidos	tratados	y	en	el	año	de	realización.
PLENO	JURISDICCIONAL	PENAL.—El	apartado	3	del	artículo	491	del
NCPP	es	una	norma	procesal	que	no	modifica,	ni	crea	ni	incorpora	una
institución	de	derecho	penal	material	o	de	ejecución	penal	material.	“Es
muy	importante	dejar	sentado	que	el	apartado	3,	del	artículo	491,	NCPP	es
una	norma	procesal.	No	modifica,	crea	ni	incorpora	al	ordenamiento	jurídico
una	institución	de	derecho	penal	material	o	de	ejecución	penal	material,	ni	a
su	amparo	pueden	introducirse	pretorianamente	modalidades	de
modificación,	extinción	o	exención	de	penas	privativas	de	libertad	efectivas,	no
previstas	por	la	ley	penal	material	o	de	ejecución	penal	material.	El	principio
de	legalidad	que	informa	las	tres	áreas	del	derecho	penal	–material,	procesal
y	de	ejecución–	no	admite	una	actuación	judicial	que	vulnere	el	subprincipio
de	reserva	de	ley.
Se	trata	de	una	norma	procesal	porque	regula	materias	procesales:
competencia	del	juez	y	procedimiento;	esto	es,	por	su	propio	contenido.	Su
objeto	es	el	incidente	de	ejecución,	lo	que	afecta	a	los	órganos	jurisdiccionales,
sujetos	procesales,	actos	procesales	y	regulación	del	proceso	–en	este	caso,	del
de	ejecución–.	Esta	norma	no	incide	en	el	contenido	de	la	decisión,	sino	que
establece	la	procedencia	de	la	misma	[Asencio	Mellado,	1997:	26]	(...).
18	 Llama	 la	 atención	 que	 el	 Pleno	 Jurisdiccional	 Nacional	 Penal,	 de	 los
vocales	 superiores	 de	 la	 República,	 realizado	 en	 Arequipa,	 del	 dieciséis	 al
diecisiete	 de	 noviembre	 del	 año	 pasado,	 al	 amparo	 de	 la	 referida	 norma,
acordó	 que	 ‘[...]	 su	 entendimiento	 es	 una	 consecuencia	 jurídica	 de	 la
valoración	 positiva	 de	 una	 conversión	 de	 la	 pena	 privativa	 de	 libertad
efectiva,	dictada	en	una	sentencia	condenatoria	por	otra	(multa,	limitación	de
derechos,	 vigilancia	 electrónica	 personal,	 etcétera);	 generando,	 como	 lo
indica,	 la	 libertad	 anticipada’.	 Asimismo,	 que	 en	 uno	 de	 sus	 documentos	 de
trabajo	(Acta	número	tres,	del	Grupo	de	Trabajo	número	cinco)	se	señale	que
el	artículo	491.3	del	NCPP	permite	al	 juzgador	buscar	 formas	alternativas	a
los	efectos	negativos	de	 la	pena	privativa	de	 libertad;	que	una	de	estas	es	 la
conversión	 de	 la	 pena	 privativa	 de	 libertad	 a	 otra	 de	multa	 o	 limitativa	 de
derechos;	que,	además,	 la	 conversión	 se	da	entre	penas,	por	 lo	que	 se	puede
convertir	una	pena	de	multa	en	una	privativa	de	 libertad	y	viceversa;	que	 lo
mismo	pasa	con	las	penas	limitativas	de	derechos.
De	igual	manera,	se	tiene	que	algunos	postulan	que	un	supuesto	de	libertad
anticipada,	prevista	en	el	artículo	491.3	del	NCPP,	se	da	cuando	el	autor	es
condenado	a	pena	suspendida,	e	ingresa	a	la	ejecución	del	régimen	de	prueba,
con	la	obligación	de	cumplir	con	el	pago	de	las	pensiones	alimenticias,
obligación	que	no	cumple,	pese	a	los	apremios	legales	del	artículo	59	del	CP,
por	lo	que	se	procede	a	la	revocación	de	la	suspensión	de	la	pena	y	se	dispone
su	ingreso	al	centro	penal,	para	que	cumpla	con	la	pena	impuesta	en	la
sentencia;	sin	embargo,	con	posterioridad	a	la	revocación	de	la	suspensión	de
la	pena	cumple	con	pagar	las	pensiones	alimenticias	que	fueron	el	motivo	de
esta,	lo	que	constituye	un	argumento	válido	para	obtener	la	excarcelación.
Algún	otro	autor	sobre	las	bases	teóricas	anteriormente	expuestas	construye,
incluso,	supuestos	de	revocación	de	la	libertad	anticipada”	(...)”.	(CS,	VIII	Pleno
Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitoria	-	2012	-	Acuerdo
Plenario	3-2012/CJ-116,	ene.	18/2013.	S.	S.	San	Martín	Castro)
NOTA:	El	VIII	Pleno	Jurisdiccional	de	las	Salas	Penales	Permanente	y	Transitoria	-	2012	se	publicó
en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	04	de	enero	del	2014.	Este	pleno,	si	bien	coincide	en	la	numeración
con	los	Acuerdos	Plenarios	-	2012,	difiere	en	los	contenidos	tratados	y	en	el	año	de	realización.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Corte	Suprema	se	niega	a	precisar	los
presupuestos	materiales,	las	reglas	y	requisitos	para	acceder	a	la
libertad	anticipada,	pues	considera	que	es	competencia	del	Congreso.
“Siendo	así,	el	desarrollo	de	la	libertad	anticipada	debe	ser	realizada	por	el
Poder	Legislativo,	pues	se	desprende	del	tenor	de	la	norma	analizada	–inciso
tres	del	artículo	cuatrocientos	noventa	y	uno	del	Código	Procesal	Penal–,	que
no	existe	desarrollo	normativo	al	respecto,	toda	vez	que	el	legislador	no	ha
regulado	los	presupuestos	materiales,	ni	ha	fijado	los	parámetros,	reglas	ni
requisitos	bajo	los	cuales	el	sentenciado	deba	acceder	a	la	libertad	anticipada,
limitándose	a	mencionar	tal	denominación,	sin	que	en	la	escueta	exposición	de
motivos	del	Código	Procesal	Penal,	haya	alguna	mención	a	ello,	no	existiendo
antecedentes	en	nuestra	legislación	al	respecto.	(...)	‘...	El	principio	de	no	dejar
de	administrar	justicia	por	vacío	o	deficiencia	de	la	ley...’;	sin	embargo,	dicha
actuación	judicial	complementaria	y	de	alcance	jurídico	para	las
denominadas	‘lagunas	del	derecho’	se	podrían	superar	en	tanto,	sea	factible:
a)	la	aplicación	supletoria	de	otra	norma	jurídica	o	rama	del	derecho,	b)	la
interpretación	extensiva,	c)	la	analogía,	y/o	d)	acudir	a	otras	fuentes	del
derecho,	como	lo	es	la	costumbre	o	los	principios	generales	del	derecho;
empero	en	el	caso	concreto,	la	figura	de	la	libertad	anticipada,	tal	como	está
planteada	en	el	inciso	tres,	del	artículo	cuatrocientos	noventa	y	uno	del	Código
Procesal	Penal,	como	instituto	diferente	a	los	beneficios	penitenciarios,	no	solo
carece	de	correlación	legislativa	con	otras	legislaciones	internacionales,	sino
que	tampoco	lo	tiene	con	otras	ramas	del	derecho	específicas;	asimismo,
realizar	una	interpretación	extensiva	o	por	analogía	de	dicha	figura
conllevaría	a	colisionar	con	otros	mecanismos	debidamente	normados	y
regulados	(como	vendría	a	ser	la	conversión	de	la	pena,	beneficios
penitenciarios	e	inclusive	el	indulto	humanitario)	y,	finalmente,	estando	a	la
naturaleza	y	consecuencia	que	acarrearía	su	aplicación	sería	riesgoso	que	se
limite	a	la	costumbre	o	a	otros	principios	generales	del	derecho	su	vigencia,
dado	que	ello	podría	desnaturalizar	y	desbordar	los	alcances	que	el	legislador
ha	querido	estipular	para	su	aplicación;	en	tales	condiciones	no	es	factible	–ni
tarea	del	juzgador–	crear	procedimientos	legales	ni	realizar	una	aplicación
subjetiva	de	normas	inexistentes,	cuando	ello	colisiona	con	la	interpretación
sistemática	que	de	un	cuerpo	normativo	se	deba	realizar,	generando	un
desorden	y	confusión	de	índole	jurídico	aplicativo,	que	pondría	en	serio	riesgo
la	uniformidad	y	congruencia	de	un	cuerpo	normativo,	generando	decisiones
judiciales	de	libertad	anticipada	en	forma	no	regulada,	abierta	e
indiscriminada;	vulnerándose	así	el	principio	de	legalidad	previsto	en	el
artículo	dos	del	Título	Preliminar	del	Código	Penal	(...).”.	(CS,	Cas.	251-2012-
La	Libertad,	set.	26/2013.	S.	S.	Villa	Stein)
NOTA:	La	Casación	N°	251-2012-La	Libertad	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	06	de
marzo	del	2014.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—CS:	“no	cabe	la	revocatoria	de	la
revocatoria	de	la	suspensión	de	ejecución	de	la	pena”.	“(...)	se	advierte	que
al	condenado	(...)	se	le	revocó	la	suspensión	de	ejecución	de	la	pena	por
incumplimiento	de	las	reglas	de	conducta,	disponiéndose	su	internamiento	en
el	establecimiento	penal	correspondiente,	razón	por	la	cual	el	sentenciado
presentó	su	solicitud	de	libertad	anticipada,	indicando	que	posterior	a	la
revocatoria	de	la	suspensión	de	la	pena	cumplió	con	cancelar	el	monto	total
de	la	liquidación	de	pensiones	alimenticias	devengadas,	invocando	el	artículo
cuatrocientos	noventa	y	uno,	inciso	tres	del	Código	Procesal	Penal	(...).	En
consecuencia,	la	revocatoria	de	la	suspensión	de	ejecución	de	la	pena,	que	da
lugar	a	una	sanción	privativa	de	libertad	efectiva,	no	puede	convertirse	en
otra	pena	no	privativa	de	libertad,	tal	supuesto	no	está	previsto	en	el	Código
Penal,	pues	no	existe	la	revocatoria	de	la	revocatoria,	que	llevaría	a	que	la
pena	efectiva	impuesta	a	consecuencia	de	la	revocatoria	de	la	suspensión	de
ejecución	de	pena,	nuevamente	se	convierta	en	una	medida	para	obtener	la
recuperación	de	la	libertad.
En	efecto,	como	ha	quedado	detallado,	el	condenado	incumplió	las	reglas	de
conducta	impuestas,	y	por	lo	tanto,	se	le	revocó	la	libertad	suspendida,
imponiéndole	una	pena	privativa	de	libertad	efectiva,	que	debió	ejecutarse
hasta	su	culminación.	Sin	embargo,	la	sala	superior	le	concedió	la	libertad
anticipada,	a	pesar	de	que	la	sanción	firme	de	condena	no	ha	sido	ejecutada
en	su	totalidad.
En	definitiva,	a	pesar	de	la	cancelación	de	las	pensiones	devengadas,	no	cabe
pedido	de	libertad	anticipada	–vía	conversión	de	penas–,	ya	que	no	se	puede
amparar	conversión	alguna	hacia	una	medida	que	de	nuevo	le	otorgue
libertad	ambulatoria,	al	no	estar	prevista	en	la	ley.	En	ese	sentido,	la	sala
penal	superior	desconoció	que	no	cabe	la	revocatoria	de	la	revocatoria	de	la
suspensión	de	ejecución	de	la	pena,	a	través	de	la	aplicación	de	la	figura
procesal	no	regulada	de	libertad	anticipada,	contraviniendo	con	ello	el
principio	de	legalidad,	la	seguridad	jurídica	y	la	tutela	jurisdiccional	efectiva”.
(CS,	Cas.	251-2012-La	Libertad,	set.	26/2013.	S.	S.	Villa	Stein)
NOTA:	La	Casación	N°	251-2012-La	Libertad	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	06	de
marzo	del	2014.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—No	cabe	formular	medida	alternativa
de	conversión	de	pena	en	la	ejecución	de	sentencia.	“4.	Existe	una	duda
válida,	que	tiene	trascendentales	efectos	prácticos,	en	torno	al	momento	de
aplicación	del	instituto	de	conversión	de	pena.	Al	respecto,	existen	dos
posturas	que	sintetizan	el	estado	actual.
Una	primera	postura	considera	que	la	medida	alternativa	de	conversión	de
pena	solamente	opera	durante	la	expedición	de	la	sentencia,	la	emisión	de	la
sentencia	es	realizada	a	través	de	un	pronunciamiento	jurisdiccional.	El	efecto
principal	de	optar	por	esta	postura	es	que	no	pueda	ser	ejercida	nuevamente
con	la	finalidad	de	desnaturalizar	los	otros	sustitutos	alternativos	de	la	pena.
Una	segunda	postura	considera	que	opera	también	en	la	fase	de	ejecución	de
sentencia.	Esta	postura	señala	que	apelando	a	una	interpretación	sistemática
de	‘todo	el	capítulo	de	la	conversión	de	la	pena’,	lleva	a	la	otra	conclusión
también	jurídica	válida	y	justa,	de	que	su	aplicación	puede	hacerse	en	fase	de
ejecución	de	sentencia;	toda	vez,	que	el	Código	Penal	no	ha	contemplado	en
forma	expresa	la	conversión	de	penas	en	la	etapa	de	ejecución,	sin	embargo,
tampoco	está	prohibida.
(...)	es	evidente	que	la	actividad	realizada	para	la	conversión	de	pena	por	el
magistrado	es	referida	al	momento	de	la	determinación	judicial	de	la	pena
concreta,	ya	que	en	ese	momento	realiza	una	actividad	estrictamente
jurisdiccional	y	porque	en	el	fallo	debe	fijarse	la	pena	impuesta	y	a
continuación	debe	acordarse	la	conversión,	sostener	que	se	pueda	realizar	en
un	momento	posterior,	implicará	que	se	alteraría	la	autoridad	de	cosa
juzgada,	ya	que	se	emitiría	pronunciamiento	sobre	circunstancias	no
conocidas	al	momento	que	se	determinó	la	pena	concreta	(...).
8.	Sobre	las	consideraciones	precedentes,	se	concluye	que	la	conversión	de
pena	opera	al	momento	de	la	emisión	de	la	sentencia.	La	razón	radica	en	el
tipo	de	valoración	que	hace	el	juez	al	momento	de	la	determinación	judicial	de
la	pena	concreta,	puesto	que	al	emitir	el	fallo	valora	la	personalidad	del
agente	y	las	circunstancias	que	rodean	al	hecho	punible,	para	luego	de	un
proceso	intelectivo,	declarar	si	procede	o	no	la	conversión	de	pena”.	(CS,	Cas.
382-2012-La	Libertad,	oct.	17/2013.	S.	S.	Villa	Stein)
NOTA:	La	Casación	382-2012-La	Libertad	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	30	de	abril
del	2014.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—La	libertad	anticipada	no	es	otra	cosa
que	la	consecuencia	o	efecto	de	la	aplicación	de	un	beneficio	de
semilibertad	o	liberación	condicional.	“1.	La	libertad	anticipada	significa,
que	el	sentenciado	a	pena	privativa	de	libertad	efectiva	accede	a	su	libertad
antes	del	cumplimiento	de	la	pena.	El	inciso	tres	del	artículo	cuatrocientos
noventa	y	uno	del	Código	Procesal	Penal,	establece	la	figura	de	la	libertad
anticipada	señalando	(...).
3.	El	artículo	cuatrocientos	noventa	y	uno	del	Código	Procesal	Penal	en	sus
respectivos	incisos,	lo	que	está	haciendo	es	enumerar	las	respectivas
incidencias	[conversión	y	revocación	de	la	conversión	de	penas,	revocación	de
la	suspensión	de	la	ejecución	de	la	pena	y	de	la	reserva	del	fallo	condenatorio,
y	a	la	extinción	o	vencimiento	de	la	pena]	que	modifican	una	sentencia	en
ejecución.	Por	ello,	cuando	la	norma	procesal	hace	la	distinción	entre	libertad
anticipada	y	beneficios	penitenciarios,	es	una	de	género	a	especie,	donde	la
libertad	anticipada,	no	es	otra	cosa	que	la	consecuencia	o	efecto	de	la
aplicación	de	un	beneficio	de	semilibertad	o	liberación	condicional.	(...).
De	ahí	que	aplicar	dicha	institución	de	naturaleza	procesal	solo	citada	en	la
norma	procesal,	desnaturaliza	el	procedimiento	de	ejecución	de	sentencia	y
con	ello	instituciones	procesales	como	la	conversión	de	las	penas,	reserva	del
fallo	condenatorio,	suspensión	de	la	pena	privativa	de	libertad	y	los	beneficios
penitenciarios,	que	se	encuentran	desarrolladas	en	nuestro	ordenamiento
jurídico	vigente.
5.	En	tal	sentido,	el	desarrollo	de	la	libertad	anticipada	debe	ser	realizada
por	el	Poder	Legislativo,	deviniendo	en	irregular	su	aplicación	vía
interpretación	extensiva	del	artículo	cuatrocientos	noventa	y	uno,	inciso
tercero,	del	Código	Procesal	Penal,	en	tanto	no	exista	regulación	específica	y
motivada	con	fundamentos	constitucionales	al	respecto,	para	no	colisionar
con	los	principios	de	legalidad,	cosa	juzgada	y	tutela	jurisdiccional	efectiva”.
(CS,	Cas.	382-2012-La	Libertad,	oct.	17/2013.	S.	S.	Villa	Stein)
NOTA:	La	Casación	N°	382-2012-La	Libertad	se	publicó	en	el	Diairio	Oficial	“El	Peruano”	el	30	de
abril	del	2014.
DOCTRINA.—Voto	singular:	es	irrazonable	mantener	en	la	cárcel	a	un
procesado	con	libertad	anticipada	y	que	cumplió	con	pagar	la	totalidad
de	 las	 pensiones	 devengadas.	 “(...)	 nuestra	 Carta	 Magna,	 define	 el
incumplimiento	 de	 las	 obligaciones	 alimentarias	 como	 una	 deuda;	 por	 lo
que,	 excepcionalmente	 desde	 un	 punto	 de	 vista	 de	 política	 criminal	 se
justifica	que	el	Estado	le	dé	una	connotación	penal,	lo	defina	como	un	delito
y	le	establezca	una	pena	en	caso	de	incumplimiento;	y	por	tanto,	deviene	en
perseguible	 penalmente	 con	 sanción	 penal	 de	 privación	 de	 libertad,	 si
incumple	 el	 pago	 de	 esta	 deuda.	 Coherente	 con	 esta	 construcción
argumentativa,	 la	pena	 solamente	 se	 justificaría	 en	 la	medida	que	 sirva	 al
Estado	 en	 su	 política	 sancionadora,	 dentro	 de	 una	 línea	 de	 tutela	 al
cumplimiento	del	pago	para	el	alimentista	de	las	deudas	del	obligado	–bien
jurídico	 protegido:	 los	 alimentos–.	 (...)	 siendo	 esto	 así,	 y	 al	 fin
constitucionalista	y	principista	de	la	pena,	no	se	justificaría	razonablemente
–test	de	 razonabilidad,	necesidad	y	utilidad–	que	 se	mantenga	en	 cárcel	o
hacer	efectivo	un	apercibimiento	de	ordenar	la	captura	para	internarlo	a	un
penal,	a	un	procesado,	acusado	o	condenado	a	quien	se	le	otorgó	libertad	–
para	 este	 caso–	 anticipada,	 que	 cumple	 con	 pagar	 la	 totalidad	 de	 las
pensiones	devengadas;	por	lo	que,	procedería	aplicar	la	libertad	anticipada
del	 mismo	 disponiendo	 su	 excarcelación	 como	 lo	 señala	 el	 inciso	 3)	 del
artículo	491	del	Código	Procesal	Penal”.	(CS,	Cas.	251-2012-La	Libertad,	set.
26/2013.	S.	S.	Villa	Stein)
NOTA:	La	Casación	N°	251-2012-La	Libertad	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	06	de
marzo	del	2014.
DOCTRINA.—Voto	singular:	juez	puede	resolver	y	pronunciarse	sobre
un	 pedido	 de	 libertad	 anticipada	 así	 el	 Código	 Procesal	 Penal	 no
desarrolle	los	presupuestos.	“El	principal	cuestionamiento	a	la	resolución
expedida	 por	 la	 Sala	 de	 Apelaciones	 se	 centra	 en	 que	 la	 institución	 de	 la
libertad	 anticipada	 en	 nuestro	 ordenamiento	 procesal	 no	 se	 encuentra
regulada,	 lo	cual	ha	ocasionado	diversos	pronunciamientos	de	 los	órganos
jurisdiccionales;	 en	 referencia	 a	 ello,	 debe	 señalarse	que	 si	 bien	 el	 Código
Procesal	 Penal	 no	 desarrolla	 los	 presupuestos	 para	 la	 procedencia	 de	 la
libertad	anticipada,	ello	no	es	óbice,	para	que	el	juez	penal	pueda	examinar
el	pedido	y	emitir	un	pronunciamiento	al	 caso	concreto,	ello	en	aplicación
del	artículo	VIII	del	Título	Preliminar	del	Código	Procesal	Penal	en	su	inciso
4)	 la	cual	establece:	 ‘que	en	caso	de	duda	 insalvable	sobre	 la	 ley	aplicable
debe	estarse	a	 lo	más	 favorable	al	 reo’,	 esto	en	concordancia	con	el	 inciso
11)	del	artículo	139	de	la	Constitución	Política	del	Estado,	la	cual	establece
como	garantía	‘la	aplicación	de	la	ley	más	favorable	al	procesado	en	caso	de
duda	o	conflicto	entre	leyes	penales”,	 todas	tendientes	a	garantizar	que	en
caso	 de	 duda,	 se	 debe	 optar	 por	 aquella	 interpretación	 que	 maximice	 la
protección	 de	 los	 derechos	 humanos,	 ello	 en	 virtud	 del	 principio	 pro
homine”.	(CS,	Cas.	251-2012-La	Libertad,	set.	26/2013.	Voto	del	magistrado
Morales	Parraguez)
NOTA:	La	Casación	N°	251-2012-La	Libertad	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	06	de
marzo	del	2014.
D.	Leg.	957.
ART.	492.—Medidas	de	seguridad	privativas	de	la	libertad.
1.	 Las	 reglas	 establecidas	 en	 esta	 sección	 regirán	 para	 las
medidas	 de	 seguridad	 privativas	 de	 la	 libertad	 en	 lo	 que	 sean
aplicables.
2.	El	juez	penal	examinará,	periódicamente,	la	situación	de	quien
sufre	una	medida	de	internación.	Fijará	un	plazo	no	mayor	de	seis
meses	entre	cada	examen,	y	decidirá	previa	audiencia	teniendo	a
la	 vista	 el	 informe	 médico	 del	 establecimiento	 y	 del	 perito.	 La
decisión	versará	sobre	la	cesación	o	continuación	de	la	medida	y
en	 este	 último	 caso,	 podrá	 ordenar	 la	 modificación	 del
tratamiento.
3.	Cuando	el	juez	tenga	conocimiento,	por	informe	fundado,	de
que	desaparecieron	las	causas	que	motivaron	la	internación,
procederá	a	su	sustitución	o	cancelación.
D.	Leg.	957.
ART.	 493.—Ejecución	 civil	 y	 de	 las	 demás	 consecuencias
accesorias.
1.	La	reparación	civil	se	hará	efectiva	conforme	a	las	previsiones
del	Código	Procesal	Civil,	 con	 intervención	del	 fiscal	provincial	y
del	actor	civil.
2.	Para	la	ejecución	forzosa	del	pago	de	la	multa	y	de	la	venta	o
adjudicación	 del	 bien	 objeto	 de	 comiso	 se	 aplicará,	 en	 lo
pertinente,	las	normas	del	Código	Procesal	Civil.
3.	 Los	 incidentes	 que	 se	 plantean	 durante	 la	 ejecución	 de	 la
reparación	 civil	 y	 de	 las	 demás	 consecuencias	 accesorias	 serán
resueltos	en	el	plazo	de	tres	días,	previa	audiencia	que	se	realizará
con	 las	 partes	 que	 asistan	 al	 acto.	 Contra	 la	 resolución	 que
resuelve	el	incidente	procede	recurso	de	apelación.
D.	Leg.	957.
ART.	494.—Incautación	y	comiso.
1.	Cuando	en	 la	 sentencia	 se	ordene	el	 comiso	de	algún	bien,	 el
juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria,	 de	 no	 estar	 asegurado
judicialmente,	dispondrá	su	aprehensión.	A	los	bienes	materia	de
comiso	se	le	dará	el	destino	que	corresponda	según	su	naturaleza,
conforme	a	las	normas	de	la	materia.
2.	Los	bienes	 incautados	no	sujetos	a	comiso,	 serán	devueltos	a
quien	se	le	incautaron,	inmediatamente	después	de	la	firmeza	de
la	sentencia.	Si	hubieran	sido	entregados	en	depósito	provisional,
se	notificará	al	depositario	la	entrega	definitiva.
3.	Los	bienes	incautados	de	propiedad	del	condenado	que	no
fueron	objeto	de	comiso,	podrán	ser	inmediatamente	embargados
para	hacer	efectivo	el	cobro	de	las	costas	del	proceso	y	de	la
responsabilidad	pecuniaria	y	civil	declarada	en	la	sentencia.
D.	Leg.	957.
ART.	495.—Sentencia	declarativa	de	falsedad	instrumental.
1.	 Cuando	 una	 sentencia	 declare	 falso	 un	 instrumento	 público,
corresponderá	 al	 juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria	 ordenar
que	 el	 acto	 sea	 reconstruido,	 suprimido	 o	 reformado.	 Si	 es	 del
caso,	ordenará	las	rectificaciones	registrales	que	correspondan.
2.	Si	el	documento	ha	sido	extraído	de	un	archivo,	será	restituido
a	él,	con	nota	marginal	en	cada	página,	y	se	agregará	copia	de	 la
sentencia	que	hubiera	establecido	la	falsedad	total	o	parcial.
3.	Si	se	trata	de	un	documento	protocolizado,	la	declaración
hecha	en	la	sentencia	se	anotará	al	margen	de	la	matriz,	en	los
testimonios	que	se	hayan	presentado	y	en	el	registro	respectivo.
D.	Leg.	957.
ART.	496.—Otras	competencias.
1.	 Si	 en	 sede	 de	 ejecución	 un	 tercero	 alega	 propiedad	 sobre
bienes	decomisados	o,	en	su	caso,	embargados	definitivamente,	el
juez	 de	 la	 investigación	preparatoria	 remitirá	 la	 decisión	 al	 juez
especializado	 en	 lo	 civil	 competente	 por	 el	 lugar,	 manteniendo
mientras	tanto	la	retención	del	bien.
2.	En	estos	procesos	intervendrá	como	parte	el	fiscal	provincial
en	lo	civil.
SECCIÓN	II
Las	costas
D.	Leg.	957.
ART.	497.—Regla	general,	excepción	y	recurso.
1.	Toda	decisión	que	ponga	fin	al	proceso	penal	o	la	que	resuelva
un	incidente	de	ejecución	de	conformidad	con	la	Sección	I	de	este
libro,	establecerá	quien	debe	soportar	las	costas	del	proceso.
2.	 El	 órgano	 jurisdiccional	 deberá	 pronunciarse	 de	 oficio	 y
motivadamente	sobre	el	pago	de	las	costas.
3.	 Las	 costas	 están	 a	 cargo	 del	 vencido,	 pero	 el	 órgano
jurisdiccional	puede	eximirlo,	total	o	parcialmente,	cuando	hayan
existido	razones	serias	y	fundadas	para	promover	o	intervenir	en
el	proceso.
4.	 La	 decisión	 sobre	 las	 costas	 sólo	 será	 recurrible
autónomamente,	siempre	que	fuere	posible	recurrir	la	resolución
principal	que	la	contiene	y	por	la	vía	prevista	para	ella.
5.	No	procede	la	imposición	de	costas	en	los	procesos	por	faltas,
inmediatos,	terminación	anticipada	y	colaboración	eficaz.
Tampoco	procede	en	los	procesos	por	ejercicio	privado	de	la
acción	penal	si	culmina	por	transacción	o	desistimiento.
JURISPRUDENCIA.—Se	exime	del	pago	de	costas	siempre	que	existan
razones	serias	y	fundadas	para	promover	el	recurso	de	casación.	“(…)
Con	arreglo	al	artículo	cuatrocientos	noventa	y	siete	del	Nuevo	Código
Procesal	Penal	corresponde	pronunciarse	sobre	las	costas	del	recurso.	Si	bien
el	recurrente	ha	sido	declarado	culpable	y	es	del	caso	desestimar	el	presente
recurso	de	casación	han	existido	razones	serias	y	fundadas	para	promover	el
recurso	de	casación,	referidas	al	alcance	del	artículo	trescientos	setenta	y	tres
del	Nuevo	Código	Procesal	Penal	(apartado	tres	del	referido	artículo
cuatrocientos	noventa	y	siete),	por	lo	que	cabe	eximirlo	del	pago	de	las	costas.
(…).”	(CS,	Cas.	10-2007-Trujillo,	dic.	01/2008.	S.S.	Salas	Gamboa)
D.	Leg.	957.
ART.	498.—Contenido.
1.	Las	costas	están	constituidas	por:
a)	 Las	 tasas	 judiciales,	 en	 los	 procesos	 por	 delitos	 de	 acción
privada,	 o	 cualquier	 otro	 tributo	que	 corresponda	por	 actuación
judicial;
b)	 Los	 gastos	 judiciales	 realizados	 durante	 la	 tramitación	 de	 la
causa;
c)	Los	honorarios	de	los	abogados	de	la	parte	vencedora,	y	de	los
peritos	oficiales,	traductores	e	intérpretes,	en	caso	no	constituyan
un	órgano	del	sistema	de	justicia,	así	como	de	los	peritos	de	parte.
Estos	 conceptos	 serán	 objeto	 de	 una	 tabla	 de	montos	máximos.
Del	monto	 fijado	para	 los	abogados	según	 la	 tabla	respectiva,	un
cinco	 por	 ciento	 se	 destinará	 al	 colegio	 de	 abogados	 respectivo
para	su	fondo	mutual;
2.	 El	 órgano	 de	 gobierno	 del	 Poder	 Judicial	 expedirá	 el
reglamento	 de	 costas	 en	 el	 proceso	 penal,	 que	 se	 actualizará
periódicamente.	En	él	se	fijará	la	tabla	de	los	montos	máximos	por
los	conceptos	señalados	en	el	numeral	anterior.
3.	El	proceso	abarca	las	actuaciones	de	la	investigación
preparatoria,	así	como	la	ejecución	de	penas,	consecuencias
accesorias	y	medidas	de	seguridad.
D.	Leg.	957.
ART.	 499.—Personas	 e	 instituciones	 exentas.	 Caso	 especial
de	imposición.
1.	 Están	 exentos	 del	 pago	 de	 costas	 los	 representantes	 del
Ministerio	 Público,	 los	 miembros	 de	 las	 procuradurías	 públicas
del	 Estado,	 y	 los	 abogados	 y	 apoderados	 o	 mandatarios	 de	 las
partes,	 así	 como	 los	 poderes	 Ejecutivo,	 Legislativo	 y	 Judicial,	 el
Ministerio	 Público,	 los	 órganos	 constitucionalmente	 autónomos,
los	gobiernos	regionales	y	locales,	y	las	universidades	públicas.
2.	Se	exonerará	de	la	imposición	de	costas	en	el	proceso	penal	a
quien	obtiene	auxilio	judicial,	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en
el	Código	Procesal	Civil.	El	auxilio	judicial	penal	se	entiende	para
estos	solos	efectos	y,	en	lo	pertinente,	rigen	las	disposiciones	del
Título	VIl	de	la	Sección	Tercera	del	citado	código.
3.	Cuando	el	denunciante	hubiere	provocado	el	procedimiento
por	medio	de	una	denuncia	falsa	o	temeraria,	se	le	impondrá	total
o	parcialmente	el	pago	de	costas.
D.	Leg.	957.
ART.	500.—Fijación	de	las	costas	al	imputado.
1.	Las	costas	serán	impuestas	al	imputado	cuando	sea	declarado
culpable,	 incluso	 cuando	 se	 apliquen	 los	 artículos	 62	 y	 68	 del
Código	 PenaI.	 También	 se	 impondrán	 cuando	 se	 imponga	 una
medida	de	seguridad.
2.	 Cuando	 en	 una	 sentencia	 se	 pronuncian	 absoluciones	 y
condenas,	 se	establecerá	el	porcentaje	que	asumen	el	 respectivo
imputado	y	el	que	corresponde	a	los	demás	condenados	conforme
al	numeral	anterior.
3.	 Cuando	 sean	 varios	 los	 condenados	 por	 el	 mismo	 delito,
incluyendo	los	supuestos	de	los	artículos	62	y	68	del	Código	Penal
y	 la	 imposición	 de	 medidas	 de	 seguridad,	 responden
solidariamente	al	pago	de	costas.
4.	Cuando	el	imputado	tenga	solvencia	económica,	deberá	pagar
al	Ministerio	de	Justicia	los	servicios	del	defensor	de	oficio	que	se
le	hubiere	designado.
D.	Leg.	957.
ART.	501.—Costas	en	casos	de	absolución.
1.	 Si	 el	 imputado	 es	 absuelto	 o	 no	 se	 le	 impone	 medida	 de
seguridad,	no	se	impondrá	costas.
2.	No	obstante	lo	anterior,	se	impondrán	costas:
a)	Al	actor	civil	o,	según	el	caso,	al	querellante	particular,	según	el
porcentaje	 que	 determine	 el	 órgano	 jurisdiccional,	 siempre	 y
cuando	 resultare	 de	 las	 actuaciones	 que	 han	 obrado	 con
temeridad	o	mala	fe;
b)	Al	propio	imputado	cuando	hubiere	provocado	su	propia
persecución	denunciándose	falsamente	a	sí	mismo	o	hubiere
confesado	falsamente	el	hecho.	En	este	caso	se	determinará	el
porcentaje	que	debe	pagar.
D.	Leg.	957.
ART.	 502.—Costas	 en	 sobreseimientos	 y	 cuando	 exista	 un
impedimento	para	la	prosecución	de	la	causa.
1.	 Rige	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 anterior	 cuando	 se	 dicte	 el
sobreseimiento	de	la	causa.
2.	Cuando	la	persecución	penal	no	pueda	proseguir	al	ampararse
una	cuestión	previa	o	una	cuestión	prejudicial,	pagará	las	costas	el
actor	civil	si	hubiere	instado	la	iniciación	o	la	continuación	del
proceso.
D.	Leg.	957.
ART.	503.—Costas	en	proceso	por	acción	privada	y	la	acción
civil.
1.	 En	 un	 proceso	 por	 acción	 privada,	 si	 se	 da	 el	 supuesto	 del
artículo	136	del	Código	Penal,	 el	 imputado	pagará	 las	 costas.	En
este	 proceso	 no	 habrá	 lugar	 al	 pago	 de	 costas	 si	 las	 partes
transigen.
2.	 Si	 en	 la	 sentencia	 se	 declara	 la	 responsabilidad	 civil	 y	 se
impone	la	reparación	civil,	el	 imputado	y	el	tercero	civil	pagarán
solidariamente	las	costas.	Si	no	se	impone	la	responsabilidad	civil,
pagará	 las	 costas	 el	 actor	 civil.	 Si	 la	 acción	 civil	 no	 puede
proseguir,	cada	parte	soportará	sus	propias	costas.
3.	El	abandono	de	la	instancia	determina	la	condena	en	costas	del
querellante	particular.
D.	Leg.	957.
ART.	504.—Incidentes	de	ejecución	y	recursos.
1.	Las	costas	serán	pagadas	por	quien	promovió	un	incidente	de
ejecución	que	le	resultó	desfavorable.	Si	la	decisión	en	el	incidente
le	 es	 favorable,	 las	 costas	 se	 impondrán	 a	 quien	 se	 opuso	 a	 su
pretensión,	 en	 la	 proporción	 que	 fije	 el	 órgano	 jurisdiccional.	 Si
nadie	se	opuso	al	requerimiento	del	que	promovió	el	 incidente	y
obtuvo	decisión	favorable,	no	se	impondrán	costas.
2.	Las	costas	serán	pagadas	por	quien	interpuso	un	recurso	sin
éxito	o	se	desistió	de	su	prosecución.	Si	gana	el	recurso,	las	costas
se	impondrán	a	quien	se	opuso	a	su	pretensión	impugnatoria,	en
la	proporción	que	fije	el	órgano	jurisdiccional.	Si	no	medió
oposición	al	recurso	que	ganó	el	recurrente,	no	se	impondrán
costas.
D.	Leg.	957.
ART.	505.—Resolución	sobre	las	costas.
1.	La	condena	en	costas	se	establece	por	cada	instancia,	pero	si	la
resolución	de	segunda	instancia	revoca	la	de	primera	instancia,	la
parte	vencida	pagará	 las	 costas	de	ambas.	Este	 criterio	 se	aplica
también	para	 lo	que	 resuelva	 la	Corte	Suprema	en	el	 recurso	de
casación.
2.	Cuando	corresponde	distribuir	el	pago	de	costas	entre	varios,
el	 órgano	 judicial	 fijará	 con	 precisión	 el	 porcentaje	 que	 debe
sufragar	 cada	 uno	 de	 los	 responsables,	 sin	 perjuicio	 de	 la
solidaridad.
3.	Para	fijar	los	porcentajes	se	atenderá	especialmente	a	los
gastos	que	cada	uno	de	ellos	hubiere	provocado,	a	su	conducta
procesal,	y	al	resultado	del	proceso	o	incidente	en	proporción	a	su
participación	procesal	y	a	las	razones	para	litigar.
D.	Leg.	957.
ART.	506.—Liquidación	y	ejecución.
1.	 Las	 costas	 serán	 liquidadas	 por	 el	 secretario	 del	 órgano
jurisdiccional,	 después	 de	 quedar	 firme	 la	 resolución	 que	 las
imponga	o	la	que	ordena	se	cumpla	lo	ejecutoriado.
2.	La	liquidación	atenderá	todos	los	rubros	citados	en	el	artículo
498,	 debiéndose	 incorporar	 sólo	 los	 gastos	 comprobados	 y
correspondientes	a	actuaciones	legalmente	autorizadas.
3.	 Las	 partes	 tendrán	 tres	 días	 para	 observar	 la	 liquidación.
Transcurrido	 el	 plazo	 sin	 que	 haya	 observación,	 la	 liquidación
será	aprobada	por	resolución	inimpugnable.
4.	Interpuesta	la	observación,	se	conferirá	traslado	a	la	otra	parte
por	 tres	 días.	 Con	 su	 absolución,	 se	 conferirá	 traslado	 a	 la	 otra
parte	 por	 tres	 días.	 Con	 su	 absolución	 o	 sin	 ella,	 el	 juez	 de	 la
investigación	preparatoria	resolverá.	La	resolución	es	apelable	sin
efecto	suspensivo.	La	Sala	Penal	Superior	absolverá	el	grado,	 sin
otro	trámite	que	la	vista	de	la	causa,	en	la	que	los	abogados	de	las
partes	podrán	asistir	para	hacer	uso	de	la	palabra.
5.	 Las	 costas	 deben	 pagarse	 inmediatamente	 después	 de
ejecutoriada	 la	 resolución	 que	 las	 aprueba.	 En	 caso	 de	 mora
devengan	 intereses	 legales.	 El	 juez	 de	 la	 investigación
preparatoria	 exigirá	 el	 pago	 de	 las	 costas.	 Las	 resoluciones	 que
expida	son	inimpugnables.
6.	Las	costas	se	hacen	efectivas	por	el	juez	de	la	investigación
preparatoria	a	través	del	procedimiento	establecido	en	el	artículo
716	del	Código	Procesal	Civil.
D.	Leg.	957.
ART.	507.—Anticipo	de	gastos.
1.	 Cuando	 sea	 necesario	 efectuar	 un	 gasto,	 el	 órgano
jurisdiccional	respectivo	lo	estimará,	y	quien	ofreció	la	medida	lo
anticipará,	 consignando	 la	 suma	 necesaria	 para	 llevar	 a	 cabo	 la
diligencia.
2.	Si	está	en	imposibilidad	de	sufragar	el	anticipo	del	gasto,
siempre	que	sea	posible	y	la	medida	imprescindible,	lo	hará	el
Estado	con	cargo	a	su	devolución	cuando	corresponda.
LIBRO	SÉTIMO
LA	COOPERACIÓN	JUDICIAL
INTERNACIONAL
SECCIÓN	I
Preceptos	generales
D.	Leg.	957.
ART.	508.—Normatividad	aplicable.
1.	Las	relaciones	de	las	autoridades	peruanas	con	las	extranjeras
y	 con	 la	 Corte	 Penal	 Internacional	 en	 materia	 de	 cooperación
judicial	 internacional	 se	 rigen	 por	 los	 tratados	 internacionales
celebrados	 por	 el	 Perú	 y,	 en	 su	 defecto,	 por	 el	 principio	 de
reciprocidad	en	un	marco	de	respeto	de	los	derechos	humanos.
2.	Si	existiere	tratado,	sus	normas	regirán	el	trámite	de
cooperación	judicial	internacional.	Sin	perjuicio	de	ello,	las
normas	de	derecho	interno,	y	en	especial	este	código,	servirán
para	interpretarlas	y	se	aplicarán	en	todo	lo	que	no	disponga	en
especial	el	tratado.
NOTA:	El	artículo	1°	de	la	Ley	N°	28671	dispuso	a	partir	del	1	de	febrero	del	2006	la	entrada	en
vigencia	en	todo	el	país	de	los	artículos	468	a	471	y	el	Libro	Sétimo	“La	Cooperación	Judicial
Internacional”,	así	como	las	disposiciones	modificatorias	contenidas	en	el	Código	Procesal	Penal,
excepto	las	de	los	numerales	5,	6	y	7	de	la	Segunda	Disposición	Modificatoria,	que	entraron	en
vigencia	el	1	de	julio	del	2006.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Acuerdos	bilaterales	debidamente
ratificados	e	insertos	vía	normatividad	de	derecho	interno	se	aplican	en
toda	su	extensión.	“(…)	los	acuerdos	bilaterales	que	hayan	sido	debidamente
ratificados	por	nuestro	país	e	insertos	vía	normatividad	de	derecho	interno
(decreto	supremo	en	este	caso),	forman	parte	de	la	legislación	nacional	y,	por
ende,	deben	ser	aplicados	en	toda	su	extensión,	de	conformidad	con	lo
establecido	en	el	inciso	dos	del	artículo	508	del	Código	Procesal	Penal.	(…)	En
dicho	orden	de	ideas,	no	resulta	arreglado	a	ley	que	en	este	caso,	no	se	haya
merituado	dicha	información	(alcanzada	por	la	Dirección	Regional	de	Aduana
de	Iquique	–	Chile	(…)	del	30	de	noviembre	del	2007,	que	da	cuenta	que	la
mercadería	materia	de	importación	a	nuestro	país	por	parte	del	imputado
(…),	tiene	como	país	declarado	de	origen	China	Popular	y	no	Malasia)	por
considerarla	de	carácter	administrativa,	cuando	existe	normatividad	expresa
y	concreta	que	viabiliza	el	intercambio	de	información	entre	las	autoridades
aduaneras	(de	Perú	y	Chile)	para	la	investigación	e	incluso	procesamiento
judicial	de	un	caso	concreto.	Por	tanto,	debe	anularse	lo	decidido,	en	mayoría,
por	la	Sala	Penal	de	Apelaciones	de	la	Corte	Superior	de	Justicia	de	Tacna,	y
actuando	este	supremo	tribunal	en	sede	de	instancia,	se	disponga	una
investigación	suplementaria,	a	efectos	que	la	información	proporcionada	por
la	autoridad	aduanera	de	Chile	sea	debidamente	compulsada	y	merituada	por
el	fiscal	provincial	competente,	a	fin	de	emitir	el	pronunciamiento	que
corresponda”.	(CS,	Cas.	385-2012-Tacna,	jun.	25/2014.	V.	P.	Neyra	Flores)
NOTA:	Esta	sentencia	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	22	de	noviembre	del	2014.
D.	Leg.	957.
ART.	509.—Documentación.
1.	 Los	 requerimientos	 que	 presenta	 la	 autoridad	 extranjera	 y
demás	 documentos	 que	 envíen,	 deben	 ser	 acompañados	 de	 una
traducción	al	castellano.
2.	Si	la	documentación	es	remitida	por	intermedio	de	la	autoridad
central	 del	 país	 requirente	 o	 por	 vía	 diplomática,	 no	 necesita
legalización.
3.	 La	 presentación	 en	 forma	 de	 los	 documentos	 presume	 la
veracidad	de	su	contenido	y	la	validez	de	las	actuaciones	a	que	se
refieran.
4.	Corresponderá	a	la	autoridad	central,	en	coordinación	con	el
Ministerio	de	Relaciones	Exteriores,	traducir	las	solicitudes	y	la
demás	documentación	que	envíen	las	autoridades	peruanas	a	las
extranjeras.
D.	Leg.	957.
ART.	510.—Competencia	del	país	requirente	y	ejecución	del
acto	de	cooperación.
1.	 Para	 determinar	 la	 competencia	 del	 país	 requirente	 en	 las
solicitudes	de	cooperación	judicial	internacional,	salvo	en	materia
de	extradición,	se	estará	a	su	propia	legislación.
2.	 No	 será	 motivo	 para	 desestimar	 la	 solicitud	 de	 cooperación
judicial	 internacional,	 salvo	 en	 materia	 de	 extradición,	 la
circunstancia	que	el	delito	esté	incurso	en	la	jurisdicción	nacional.
3.	Si	se	requiere	la	práctica	de	algunas	diligencias	con	arreglo	a
determinadas	condiciones,	su	ejecución	está	condicionada	a	que
no	contraríe	el	ordenamiento	jurídico	nacional.
D.	Leg.	957.
ART.	511.—Actos	de	cooperación	judicial	internacional.
1.	Los	actos	de	cooperación	judicial	internacional,	sin	perjuicio	de
lo	que	dispongan	los	tratados,	son	los	siguientes:
a)	Extradición;
b)	Notificación	de	resoluciones	y	sentencias,	así	como	de	testigos
y	peritos	a	fin	de	que	presenten	testimonio;
c)	Recepción	de	testimonios	y	declaraciones	de	personas;
d)	 Exhibición	 y	 remisión	 de	 documentos	 judiciales	 o	 copia	 de
ellos;
e)	Remisión	de	documentos	e	informes;
f)	Realización	de	indagaciones	o	de	inspecciones;
g)	Examen	de	objetos	y	lugares;
h)	 Práctica	 de	 bloqueos	 de	 cuentas,	 embargos,	 incautaciones	 o
secuestro	de	bienes	delictivos,	inmovilización	de	activos,	registros
domiciliarios,	 allanamientos,	 control	 de	 comunicaciones,
identificación	 o	 ubicación	 del	 producto	 de	 los	 bienes	 o	 los
instrumentos	de	la	comisión	de	un	delito,	y	de	las	demás	medidas
limitativas	de	derechos;
i)	Facilitar	información	y	elementos	de	prueba;
j)	Traslado	 temporal	de	detenidos	 sujetos	a	un	proceso	penal	o
de	 condenados,	 cuando	 su	 comparecencia	 como	 testigo	 sea
necesaria,	así	como	de	personas	que	se	encuentran	en	libertad;
k)	Traslado	de	condenados;
I)	Diligencias	en	el	exterior;	y,
m)	Entrega	vigilada	de	bienes	delictivos.
2.	La	cooperación	judicial	internacional	también	comprenderá	los
actos	de	asistencia	establecidos	en	el	Estatuto	de	la	Corte	Penal
Internacional	y	desarrollados	en	este	código.
D.	Leg.	957.
ART.	512.—Autoridad	central.
1.	 La	 autoridad	 central	 en	 materia	 de	 cooperación	 judicial
internacional	 es	 la	Fiscalía	de	 la	Nación.	La	autoridad	extranjera
se	 dirigirá	 a	 ella	 para	 instar	 los	 actos	 de	 cooperación	 judicial
internacional,	 y	 para	 coordinar	 y	 efectuar	 consultas	 en	 esta
materia.
2.	Corresponde	al	Ministerio	de	Relaciones	Exteriores	brindar	el
apoyo	necesario	a	la	Fiscalía	de	la	Nación,	como	autoridad	central
en	sus	relaciones	con	los	demás	países	y	órganos	internacionales,
así	 como	 intervenir	 en	 la	 tramitación	 de	 las	 solicitudes	 de
cooperación	 que	 formulen	 las	 autoridades	 nacionales.	 De	 igual
manera,	 si	 así	 lo	 disponen	 los	 tratados,	 recibir	 y	 poner	 a
disposición	 de	 la	 Fiscalía	 de	 la	 Nación	 las	 solicitudes	 de
cooperación	 judicial	 internacional	que	presentan	 las	autoridades
extranjeras.
3.	La	Fiscalía	de	la	Nación,	en	coordinación	con	el	Ministerio	de
Relaciones	Exteriores,	podrá	celebrar	con	las	autoridades
centrales	del	extranjero	actos	dirigidos	al	intercambio	de
tecnología,	experiencia,	coordinación	de	la	cooperación	judicial,
capacitación	o	cualquier	otro	acto	que	tenga	similares	propósitos.
SECCIÓN	II
La	extradición
TÍTULO	I
Condiciones	generales
D.	Leg.	957.
ART.	513.—Procedencia.
1.	 La	 persona	 procesada,	 acusada	 o	 condenada	 como	 autor	 o
partícipe	que	se	encuentra	en	otro	Estado,	puede	ser	extraditada	a
fin	de	ser	juzgada	o	de	cumplir	la	sanción	penal	que	le	haya	sido
impuesta	como	acusada	presente.
2.	Cuando	la	extradición,	en	ausencia	de	tratado,	se	sustente	en	el
principio	de	reciprocidad,	la	Fiscalía	de	la	Nación	y	el	Ministerio
de	Relaciones	Exteriores	informarán	al	Poder	Judicial	los	casos	en
que	tal	principio	ha	sido	invocado	por	el	Perú	y	en	los	que	ha	sido
aceptado	por	el	país	extranjero	involucrado	en	el	procedimiento
de	extradición,	así	como	los	casos	en	que	el	país	extranjero	ha
hecho	lo	propio	y	el	Perú	le	hubiere	dado	curso	y	aceptado.
JURISPRUDENCIA.—La	extradición	procede	siempre	que	se	respete	el
principio	de	reciprocidad.	“(…)	este	tribunal	estima	pertinente	que	para
evaluar	la	constitucionalidad	de	la	extradición	del	demandante	también	debe
analizar	si	ésta	respeta	el	principio	de	reciprocidad.	Así	debe	resaltarse	que
entre	el	Perú	y	el	Brasil	no	opera	el	principio	de	reciprocidad	reconocido	en	el
artículo	37	de	la	Constitución,	pues	si	bien	entre	ambos	países	existe	un
tratado	de	extradición,	debe	tenerse	presente	que	la	Constitución	de	Brasil	en
su	artículo	5°,	inciso	LI	establece	que	‘ningún	brasileño	será	extraditado,	salvo
el	naturalizado’,	es	decir,	que	sólo	existe	reciprocidad	entre	el	Perú	y	el	Brasil
para	extraditar	extranjeros.
Teniendo	presente	ello,	este	tribunal	estima	que	la	extradición	del
demandante	debe	ser	denegada	debido	a	que	la	Constitución	del	Brasil	es
contraria	al	principio	de	reciprocidad	pues	no	permite	que	sus	nacionales
puedan	ser	extraditados	al	Perú	para	ser	procesados	penalmente.
En	buena	cuenta	por	no	existir	entre	el	Brasil	y	el	Perú	las	mismas
condiciones	para	la	extradición	de	sus	nacionales,	el	pedido	de	extradición	del
demandante	debe	ser	denegado	y	el	procedimiento	terminado,	razón	por	la
cual	el	mandato	de	detención	que	se	le	impuso	debe	ser	dejado	sin	efecto,	sin
perjuicio	de	las	obligaciones	penales	a	que	hubiera	lugar.	(…).”	(TC,	Exp.
04253-2009-PHC/TC,	oct.	19/2009.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
D.	Leg.	957.
ART.	514.—Autoridades	que	intervienen.
1.	Corresponde	decidir	la	extradición,	pasiva	o	activa,	al	gobierno
mediante	 resolución	 suprema	expedida	 con	acuerdo	del	Consejo
de	Ministros,	previo	informe	de	una	comisión	oficial	presidida	por
el	 Ministerio	 de	 Justicia	 e	 integrada	 por	 el	 Ministerio	 de
Relaciones	Exteriores.
2.	La	decisión	del	gobierno	requiere	la	necesaria	intervención	de
la	sala	penal	de	la	Corte	Suprema,	que	emitirá	una	resolución
consultiva,	que	la	remitirá	juntamente	con	las	actuaciones
formadas	al	efecto	al	Ministerio	de	Justicia,	con	conocimiento	de	la
Fiscalía	de	la	Nación.
COMISIÓN	OFICIAL	DE	EXTRADICIONES	Y	TRASLADO	DE	CONDENADOS
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	 28.—Funciones.	 Son	 funciones	 de	 la	 Comisión	 Oficial	 de
Extradiciones	y	Traslado	de	Condenados:
a)	 Proponer	 al	 Consejo	 de	 Ministros,	 a	 través	 del	 Ministro	 de	 Justicia,
acceder	 o	 no	 al	 pedido	 de	 extradición	 activa	 formulado	 por	 el	 órgano
jurisdiccional	competente;
b)	 Proponer	 al	 Consejo	 de	 Ministros,	 a	 través	 del	 Ministro	 de	 Justicia,
acceder	 o	 no	 al	 pedido	 de	 extradición	 pasiva,	 remitido	 por	 el	 órgano
jurisdiccional	competente;
c)	 Proponer	 al	 Consejo	 de	 Ministros,	 a	 través	 del	 Ministro	 de	 Justicia,
acceder	 o	 no	 al	 traslado	 de	 condenado	 activo,	 remitido	 por	 el	 órgano
jurisdiccional	competente;
d)	 Proponer	 al	 Consejo	 de	 Ministros,	 a	 través	 del	 Ministro	 de	 Justicia,
acceder	 o	 no	 al	 traslado	 de	 condenado	 pasivo,	 remitido	 por	 el	 órgano
jurisdiccional	competente;
e)	Opinar	sobre	el	pedido	de	revocatoria	formulado	por	la	Sala	Penal	de	la
Corte	Suprema;
f)	 Proponer	 que	 se	 deje	 sin	 efecto	 una	 resolución	 suprema	 cuando	 no
proceda	la	revocatoria.
g)	Solicitar	al	Ministro	de	Justicia	la	devolución	del	cuaderno	de	traslado	de
condenados	 al	 órgano	 jurisdiccional	 competente,	 por	 intermedio	 de	 la
Presidencia	 de	 la	 Corte	 Superior	 respectiva,	 si	 encuentra	 que	 faltan
elementos	sustanciales	para	su	ulterior	subsanación.
h)	Señalar	las	piezas	procesales	esenciales	del	cuaderno	de	extradición	que
deben	ser	traducidas.
i)	 Proponer	 al	 Consejo	 de	 Ministros,	 a	 través	 del	 Ministro	 de	 Justicia,	 la
entrega	temporal;
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	29.—Plazo	para	emitir	informe.	La	comisión	tiene	un	plazo	máximo
de	 cinco	 días	 para	 emitir	 y	 elevar	 su	 informe	 motivado	 al	 Ministro	 de
Justicia.	El	informe	tiene	carácter	ilustrativo	y	no	es	vinculante.
En	 caso	 de	 desacuerdo	 al	 interior	 de	 la	 comisión,	 el	 voto	 o	 los	 votos
discrepantes	deberán	estar	contenidos	en	el	informe.
ACTUACIÓN	DEL	PODER	EJECUTIVO
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	30.—Ministerio	de	Justicia.	El	Ministro	de	Justicia	expondrá	ante	el
Consejo	de	Ministros,	teniendo	en	consideración	el	cuaderno	formado	por	el
Poder	Judicial	y	el	informe	elevado	por	la	Comisión	Oficial	de	Extradiciones
y	Traslado	de	Condenados,	 los	resultados	de	 la	evaluación	efectuada	y	sus
conclusiones	sobre	la	solicitud	de	extradición	o	de	traslado	de	condenados.
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	31.—Decisión	gubernamental	adoptada	en	Consejo	de	Ministros.
Corresponde	decidir	la	solicitud	de	extradición	y	de	traslado	de	condenados
al	 gobierno,	 mediante	 resolución	 suprema	 expedida	 con	 acuerdo	 del
Consejo	 de	 Ministros.	 El	 Ministro	 de	 Justicia,	 cumpliendo	 el	 acuerdo
adoptado	 por	 el	 Consejo	 de	 Ministros,	 expedirá	 la	 resolución	 suprema
respectiva.
En	 los	 casos	en	que	 la	Sala	Penal	de	 la	Corte	Suprema	 formule	el	 arresto
provisorio	 conjuntamente	 con	 la	 solicitud	 de	 extradición,	 dicha	 petición,
deberá	ser	objeto	de	pronunciamiento	específico	en	la	resolución	suprema
expedida	por	el	Poder	Ejecutivo.
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	32.—Culminación	del	cuaderno	de	extradición.	La	publicación	de
la	 resolución	 suprema	 culmina	 el	 cuaderno	 correspondiente,	 quedando
supeditada	su	presentación,	a	la	traducción,	en	los	casos	que	se	requiera.
NOTA:	El	Decreto	Supremo	016-2006-JUS	establece,	en	su	Primera	Disposición	Complementaria,
que	en	tanto	entre	en	vigencia	el	Código	Procesal	Penal	promulgado	a	través	del	D.	Leg.	N°	957	en
todo	el	territorio	nacional,	se	entiende	que	las	denominaciones	juez	de	la	investigación	preparatoria	y
juzgado	penal	colegiado	equivalen	a	juez	penal	y	sala	penal	respectivamente.	La	Segunda	Disposición
Complementaria	faculta	a	los	funcionarios	del	Poder	Judicial,	de	la	Fiscalía	de	la	Nación	y	del	Poder
Ejecutivo,	para	realizar	las	coordinaciones	que	consideren	pertinentes,	en	el	trámite	de	las
extradiciones	y	traslado	de	condenados.
D.	Leg.	957.
ART.	 515.—Carácter	 de	 la	 resolución	 consultiva	 de	 la	 Corte
Suprema.
1.	 Cuando	 la	 sala	 penal	 de	 la	 Corte	 Suprema	 emita	 resolución
consultiva	negativa	a	la	extradición,	el	gobierno	queda	vinculado	a
esa	decisión.
2.	Si	la	resolución	consultiva	es	favorable	a	la	entrega	o	considera
procedente	solicitar	la	extradición	a	un	país	extranjero,	el
gobierno	puede	decidir	lo	que	considere	conveniente.
TÍTULO	II
La	extradición	pasiva
D.	Leg.	957.
ART.	516.—Ámbito.
1.	 La	 persona	 procesada,	 acusada	 o	 condenada	 como	 autor	 o
partícipe	 de	 un	 delito	 cometido	 en	 un	 país	 extranjero	 y	 que	 se
encuentre	en	territorio	nacional,	sea	como	residente,	como	turista
o	de	paso,	puede	ser	extraditada	a	fin	de	ser	investigada	o	juzgada
o	para	que	cumpla	la	sanción	impuesta	como	reo	presente.
2.	La	concesión	de	la	extradición	está	condicionada	a	la	existencia
de	garantías	de	una	recta	impartición	de	justicia	en	el	Estado
requirente;	y,	si	una	extradición	anteriormente	intentada	por	el
Estado	requirente,	ante	un	tercer	Estado,	hubiese	sido	rechazada
por	haberla	considerado	con	implicancia	política.	La	Fiscalía	de	la
Nación	y	el	Ministerio	de	Relaciones	Exteriores	podrán	informar
si	el	Estado	requirente	presenta	algún	cuestionamiento	o	existen
antecedentes	al	respecto.
JURISPRUDENCIA.—Calidad	de	residente,	turista	o	mero	transeúnte	no
es	relevante	para	una	extradición	pasiva.	“(…)	La	extradición	es	un
instituto	jurídico	que	viabiliza	la	remisión	compulsiva	de	un	individuo	por
parte	del	Estado,	a	los	órganos	jurisdiccionales	competentes	de	otro,	a	efectos
de	que	sea	enjuiciado	o	cumpla	una	condena,	según	haya	sido	su	situación	de
procesado	o	condenado	en	la	comunidad	política	de	destino.
3.	Es	decir,	por	virtud	de	ella,	un	Estado	hace	entrega	de	un	reo	o	condenado
a	las	autoridades	judiciales	de	otro	Estado,	el	cual	lo	reclama	para	la
culminación	de	su	juzgamiento	o	eventualmente	para	el	cumplimiento	de	la
pena.
4.	En	el	presente	caso	y	en	función	a	los	sujetos	participantes	de	un	proceso
de	extradición,	se	trata	de	una	extradición	pasiva,	donde	un	Estado	es	el
requerido;	en	este	caso,	carece	de	relevancia	que	el	sujeto	solicitado	tenga	la
calidad	de	residente,	turista	o	mero	transeúnte	en	el	territorio	nacional.	(…).”
(TC,	Exp.	01129-2008-PHC/TC,	feb.	07/2008.	Pres.	Vergara	Gotelli)
D.	Leg.	957.
ART.	517.—Rechazo	de	la	extradición.
1.	No	procede	 la	extradición	si	 el	hecho	materia	del	proceso	no
constituye	delito	tanto	en	el	Estado	requirente	como	en	el	Perú,	y
si	 en	 ambas	 legislaciones	 no	 tenga	 prevista	 una	 conminación
penal,	en	cualquiera	de	sus	extremos,	igual	o	superior	a	una	pena
privativa	 de	 un	 año.	 Si	 se	 requiere	 una	 extradición	 por	 varios
delitos,	 bastará	que	uno	de	 ellos	 cumpla	 con	 esa	 condición	para
que	proceda	respecto	de	los	restantes	delitos.
2.	La	extradición	no	tendrá	lugar,	igualmente:
a)	Si	 el	Estado	solicitante	no	 tuviera	 jurisdicción	o	 competencia
para	juzgar	el	delito;
b)	 Si	 el	 extraditado	 ya	 hubiera	 sido	 absuelto,	 condenado,
indultado,	 amnistiado	 o	 sujeto	 a	 otro	 derecho	 de	 gracia
equivalente;
c)	Si	hubiera	transcurrido	el	término	de	la	prescripción	del	delito
o	de	 la	pena,	conforme	a	 la	 ley	nacional	o	del	Estado	requirente,
siempre	que	no	sobrepase	el	término	de	la	legislación	peruana;
d)	Si	el	extraditado	hubiere	de	responder	en	el	Estado	requirente
ante	tribunal	de	excepción	o	el	proceso	al	que	se	le	va	a	someter
no	cumple	las	exigencias	internacionales	del	debido	proceso;
e)	 Si	 el	 delito	 fuere	 exclusivamente	 militar,	 contra	 la	 religión,
político	o	conexo	con	él,	de	prensa,	o	de	opinión.	La	circunstancia
de	 que	 la	 víctima	 del	 hecho	 punible	 de	 que	 se	 trata	 ejerciera
funciones	 públicas,	 no	 justifica	 por	 sí	 sola	 que	 dicho	 delito	 sea
calificado	 como	 político.	 Tampoco	 politiza	 el	 hecho	 de	 que	 el
extraditado	 ejerciere	 funciones	 políticas.	 De	 igual	 manera	 están
fuera	 de	 la	 consideración	 de	 delitos	 políticos,	 los	 actos	 de
terrorismo,	los	delitos	contra	la	humanidad	y	los	delitos	respecto
de	 los	 cuales	 el	 Perú	 hubiera	 asumido	 una	 obligación
convencional	internacional	de	extraditar	o	enjuiciar;
f)	Si	el	delito	es	perseguible	a	 instancia	de	parte	y	si	se	trata	de
una	falta;	y,
g)	 Si	 el	 delito	 fuere	 tributario,	 salvo	 que	 se	 cometa	 por	 una
declaración	intencionalmente	falsa,	o	por	una	omisión	intencional,
con	el	objeto	de	ocultar	 ingresos	provenientes	de	 cualquier	otro
delito.
3.	Tampoco	se	dispondrá	la	extradición,	cuando:
a)	 La	 demanda	 de	 extradición	 motivada	 por	 una	 infracción	 de
derecho	 común	 ha	 sido	 presentada	 con	 el	 fin	 de	 perseguir	 o	 de
castigar	 a	 un	 individuo	 por	 consideraciones	 de	 raza,	 religión,
nacionalidad	 o	 de	 opiniones	 políticas	 o	 que	 la	 situación	 del
extraditado	 se	 exponga	 a	 agravarse	 por	 una	 u	 otra	 de	 estas
razones;
b)	Existan	especiales	razones	de	soberanía	nacional,	seguridad	u
orden	 público	 u	 otros	 intereses	 esenciales	 del	 Perú,	 que	 tornen
inconveniente	el	acogimiento	del	pedido;
c)	 El	 Estado	 requirente	 no	 diere	 seguridades	 de	 que	 se
computará	 el	 tiempo	 de	 privación	 de	 libertad	 que	 demande	 el
trámite	 de	 extradición,	 así	 como	 el	 tiempo	 que	 el	 extraditado
hubiese	 sufrido	 en	 el	 curso	 del	 proceso	 que	 motivó	 el
requerimiento.
d)	El	delito	por	el	que	se	solicita	la	extradición	tuviere	pena	de
muerte	en	el	Estado	requirente	y	éste	no	diere	seguridades	de	que
no	será	aplicable.
D.	Leg.	957.
ART.	518.—Requisitos	de	la	demanda	de	extradición.
1.	La	demanda	de	extradición	debe	contener:
a)	Una	descripción	del	hecho	punible,	con	mención	expresa	de	la
fecha,	 lugar	 y	 circunstancias	 de	 su	 comisión	 y	 sobre	 la
identificación	 de	 la	 víctima,	 así	 como	 la	 tipificación	 legal	 que
corresponda	al	hecho	punible;
b)	Una	 explicación	 tanto	del	 fundamento	de	 la	 competencia	del
Estado	requirente,	cuanto	de	 los	motivos	por	 los	cuales	no	se	ha
extinguido	la	acción	penal	o	la	pena;
c)	 Copias	 autenticadas	 de	 las	 resoluciones	 judiciales	 que
dispusieron	el	procesamiento	y,	en	su	caso,	el	enjuiciamiento	del
extraditado	 o	 la	 sentencia	 condenatoria	 firme	 dictada	 cuando	 el
extraditado	 se	 encontraba	 presente,	 así	 como	 la	 que	 ordenó	 su
detención	 y/o	 lo	 declaró	 reo	 ausente	 o	 contumaz.	 Asimismo,
copias	autenticadas	de	la	resolución	que	ordenó	el	libramiento	de
la	extradición;
d)	 Texto	 de	 las	 normas	 penales	 y	 procesales	 aplicables	 al	 caso,
según	lo	dispuesto	en	el	literal	anterior;
e)	Todos	los	datos	conocidos	que	identifiquen	al	reclamado,	tales
como	 nombre	 y	 apellido,	 sobrenombres,	 nacionalidad,	 fecha	 de
nacimiento,	 estado	 civil,	 profesión	 u	 ocupación,	 señas
particulares,	 fotografías	e	 impresiones	digitales,	y	 la	 información
que	 se	 tenga	 acerca	 de	 su	 domicilio	 o	 paradero	 en	 territorio
nacional.
2.	 Cuando	 lo	 disponga	 el	 tratado	 suscrito	 por	 el	 Perú	 con	 el
Estado	requirente	o,	en	aplicación	del	principio	de	reciprocidad,	la
ley	 interna	de	dicho	Estado	 lo	exija	en	su	 trámite	de	extradición
pasiva,	 lo	 que	 expresamente	 debe	 consignar	 en	 la	 demanda	 de
extradición,	 ésta	 debe	 contener	 la	 prueba	 necesaria	 que
establezca	indicios	suficientes	de	la	comisión	del	hecho	delictuoso
y	de	la	participación	del	extraditado.
3.	Si	la	demanda	de	extradición	no	estuviera	debidamente
instruida	o	completa,	la	autoridad	central	a	instancia	del	órgano
jurisdiccional	y	en	coordinación	con	el	Ministerio	de	Relaciones
Exteriores	pedirá	al	Estado	requirente	corrija	o	complete	la
solicitud	y	la	documentación.
EXTRADICIÓN	PASIVA
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	 2°.—Plazo	 del	 Estado	 requirente	 para	 corregir	 o	 completar	 la
solicitud.	 Si	 la	 demanda	 de	 extradición	 pasiva	 no	 estuviera	 debidamente
instruida	 o	 completa,	 la	 autoridad	 central	 a	 instancia	 del	 órgano
jurisdiccional	y	en	coordinación	con	el	Ministerio	de	Relaciones	Exteriores	y
el	 Ministerio	 de	 Justicia	 pedirá	 al	 Estado	 requirente	 corrija,	 aclare	 o
complete	 la	 solicitud	 y	 la	 documentación,	 en	 un	 plazo	máximo	 de	 treinta
días.	La	persona	detenida	preventivamente	podrá	ser	puesta	en	libertad	si
el	Estado	requirente	no	absolviera	lo	solicitado.
JURISPRUDENCIA.—Una	de	las	limitaciones	impuestas	por	los	derechos
humanos	a	la	obligación	de	extraditar	es	la	protección	del	derecho	a	la
vida.	“(…)	3.	En	el	derecho	internacional,	la	obligación	alternativa	de
extraditar	o	juzgar	(aut	dedere	aut	judicare)	ha	sido	reconocida	inicialmente
en	el	Convenio	para	la	Represión	del	Apoderamiento	Ilícito	de	Aeronaves,
adoptado	en	la	Conferencia	de	La	Haya	el	16	de	diciembre	de	1970,	que	en	su
artículo	7°	dispone	que:
‘El	Estado	contratante	en	cuyo	territorio	sea	hallado	el	presunto	delincuente,
si	no	procede	a	la	extradición	del	mismo,	someterá	el	caso	a	sus	autoridades
competentes	a	efectos	de	enjuiciamiento,	sin	excepción	alguna	y	con
independencia	de	que	el	delito	haya	sido	o	no	cometido	en	su	territorio’.
4.	No	obstante	ello,	las	normas	y	la	práctica	del	derecho	internacional	han
puesto	de	manifiesto	que	la	concepción	inicial	de	la	obligación	alternativa	de
extraditar	o	juzgar	enunciada	en	el	Convenio	de	La	Haya	ha	sido	reformulada.
Así,	en	la	actualidad	la	concepción	original	propuesta	por	el	Convenio	de	La
Haya	presenta	las	siguientes	variantes:
a)	La	obligación	alternativa	de	ejercitar	la	acción	penal	está	sujeta,	en	el	caso
de	un	extranjero,	a	la	decisión	del	Estado	interesado	de	autorizar	o	no	el
ejercicio	de	una	competencia	extraterritorial	(Convención	de	las	Naciones
Unidas	contra	el	tráfico	ilícito	de	estupefacientes	y	sustancias	psicotrópicas).
b)	La	obligación	de	ejercitar	la	acción	penal	sólo	nace	cuando	se	ha	denegado
una	solicitud	de	extradición.
5.	En	el	derecho	internacional	se	acepta	que	la	obligación	de	extraditar	en
algunos	casos	no	es	de	cumplimiento	obligatorio	e	ineludible,	pues	su
cumplimiento	se	encuentra	sujeto	a	límites	derivados	de	la	protección	de	los
derechos	humanos.	En	estos	casos,	la	obligación	de	juzgar	tiene	primacía
sobre	la	obligación	de	extraditar.
Una	de	las	limitaciones	impuestas	por	los	derechos	humanos	a	la	obligación
de	extraditar	es	la	protección	del	derecho	a	la	vida.	En	estos	casos,	la
protección	del	derecho	a	la	vida	se	convierte	en	una	circunstancia	que	impide
legítimamente	que	el	Estado	cumpla	con	su	obligación	de	extraditar.	En	igual
situación	se	encuentran	los	delitos	políticos,	pues	impiden	que	en	el	Estado	se
genere	la	obligación	de	extraditar.”	(TC,	Exp.	02278-2010-PHC/TC,	may.
05/2011.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—TC	impide	extradición	de	ciudadano	chino	que
hubiese	sido	condenado	a	muerte	en	su	país.	“(…)	6.	En	este	sentido,	la
Corte	Interamericana	de	Derechos	Humanos	ha	destacado	que	los	artículos	4°
y	1.1	de	la	Convención	Americana	sobre	Derechos	Humanos,	reconocen	la
obligación	internacional	de	los	Estados	parte	de	‘no	someter	a	una	persona	al
riesgo	de	aplicación	de	la	pena	de	muerte	vía	extradición’	(Corte	IDH.	Caso
Resolución	del	28	de	mayo	del	2010,	párr.	9).
En	buena	cuenta,	el	Estado	peruano	tiene	dos	obligaciones	que,
supuestamente,	debe	cumplir.	De	una	parte,	tiene	la	obligación	de	extraditar
al	señor	Wong	Ho	Wing	en	virtud	del	Tratado	de	Extradición	entre	la
República	del	Perú	y	la	República	Popular	China.	De	otra	parte,	también	tiene
la	obligación	de	no	someter	al	señor	Wong	Ho	Wing	al	riesgo	de	aplicación	de
la	pena	de	muerte	vía	extradición	y	de	juzgarlo	por	los	delitos	por	los	cuales	se
le	pretende	extraditar.
7.	Aparentemente,	las	obligaciones	antes	descritas	son	incompatibles	entre	sí,
pues	de	hacerse	efectiva	la	extradición	del	señor	Wong	Ho	Wing,	el	Estado
peruano	se	encontraría	impedido	de	juzgarlo.	En	sentido	contrario,	si	el
Estado	peruano	decide	juzgar	al	señor	Wong	Ho	Wing	se	encontraría
impedido	de	extraditarlo,	pues	prefiere	salvaguardar	la	protección	del
derecho	a	la	vida.
Este	aparente	conflicto	de	obligaciones	debe	ser	resuelto	teniendo	presente	la
protección	del	derecho	a	la	vida	del	señor	Wong	Ho	Wing,	que	también	es	una
obligación	impuesta	al	Estado	peruano	en	mérito	de	los	artículos	4°	y	1.1	de	la
Convención	Americana	sobre	Derechos	Humanos.
8.	En	efecto,	en	la	eventualidad	de	que	al	señor	Wong	Ho	Wing,	tras	su
enjuiciamiento	en	la	República	Popular	China,	le	sea	impuesta	la	pena	de
muerte,	se	afectaría	en	forma	manifiesta	y	real	su	derecho	a	la	vida,	lo	cual	le
sería	imputable	al	Estado	peruano,	pues	no	valoró	en	forma	adecuada	y
razonable	las	garantías	suficientes	y	reales	que	brinda	el	Estado	requirente
para	no	aplicarle	la	pena	de	muerte.
En	estos	casos,	el	Tribunal	Europeo	de	Derechos	Humanos	ha	enfatizado	que
el	Convenio	para	la	Protección	de	los	Derechos	Humanos	y	de	las	Libertades
Fundamentales	no	garantiza	el	derecho	a	no	ser	extraditado;	sin	embargo,	en
caso	de	que	una	decisión	de	extradición	pueda	afectar	el	ejercicio	de	un
derecho	protegido	por	el	convenio,	resulta	razonable	exigirle	al	Estado
requirente	ciertas	obligaciones	tendentes	a	prevenir	la	vulneración.	(…).”	(TC,
Exp.	02278-2010-PHC/TC,	may.	05/2011.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Negativa	del	Estado	de	extraditar	para
salvaguardar	el	derecho	a	la	vida	del	favorecido	puede	variar	si	las
circunstancias	cambian.	“12.	Este	tribunal,	de	la	sentencia	recaída	en	el
Expediente	2278-2010-PHC/TC,	advierte	que	la	orden	para	que	el	Estado
peruano	se	abstenga	de	extraditar	a	don	Wong	Ho	Wing	se	sustentó	en	que,	a
la	fecha	en	la	cual	emitió	dicho	pronunciamiento,	y	de	acuerdo	a	los
documentos	que	obraban	en	el	expediente,	no	se	habían	otorgado	las
garantías	necesarias	y	suficientes	para	salvaguardar	el	derecho	a	la	vida	del
favorecido.	Dicho	con	otras	palabras,	la	falta	de	garantías	para	preservar	su
derecho	a	la	vida	del	favorecido	constituyó	la	base	de	la	decisión	del	Tribunal
en	la	precitada	sentencia.
13.	Al	respecto,	este	tribunal	considera	que,	atendiendo	a	nuevas
circunstancias,	se	podría	volver	analizar	un	caso.	En	ese	sentido,	se	aprecia
que,	y	de	acuerdo	a	los	nuevos	hechos	planteados,	la	amenaza	de	vulneración
del	derecho	a	la	vida	del	favorecido	ya	no	existe,	como	así	lo	ha	reconocido	la
Corte	Interamericana	de	Derechos	Humanos	en	la	sentencia	de	fecha	30	de
junio	del	2015.	Por	ello	se	dispuso	que	el	Estado	emita	decisión	definitiva
sobre	el	pedido	de	extradición,	lo	que	se	realizó	mediante	la	expedición	de	la
Resolución	Suprema	179-2015-JUS,	la	cual	no	vulnera	lo	resuelto	en	la
sentencia	del	Expediente	2278-2010-PHC/TC,	toda	vez	que	ya	no	existe	riesgo
para	la	vida	del	beneficiario,	situación	que	en	aquella	época	sustentó	la
precitada	sentencia”.	(T.	C.,	Sent.	del	Pleno	-	Exp.	01522-2016-PHC/TC,	abr.
26/2016	Pres.	Miranda	Canales)
JURISPRUDENCIA.—No	resulta	procedente	la	extradición	si	no	se	cumple
el	principio	de	reciprocidad.	“(…)	9.	En	el	presente	caso,	este	tribunal
considera	que	las	garantías	diplomáticas	ofrecidas	por	la	República	Popular
China	son	insuficientes	para	garantizar	que	al	señor	Wong	Ho	Wing	no	se	le
va	a	aplicar	la	pena	de	muerte.	Ello	debido	a	que	el	Estado	requirente	en	las
Naciones	Unidas	no	ha	demostrado	que	garantice	la	tutela	real	del	derecho	a
la	vida,	pues	permite	ejecuciones	extrajudiciales,	sumarias	o	arbitrarias.
Asimismo,	es	de	conocimiento	internacional	que	la	pena	de	muerte	no	se
impone	en	forma	objetiva,	sino	que	se	ve	influida	por	la	opinión	pública.	En
efecto,	el	Consejo	de	Derechos	Humanos	en	el	Informe	A/HRC/WG.6/4/CHN/2,
del	6	de	enero	de	2009,	ha	destacado	que:
‘16.	En	2005,	el	Gobierno	de	China	explicó	al	relator	especial	sobre	las
ejecuciones	extrajudiciales,	sumarias	o	arbitrarias	que	sólo	se	aplicaba	la
pena	de	muerte	en	caso	de	‘delitos	sumamente	graves’	y	que	uno	de	los
factores	que	influían	en	ese	contexto	era	la	opinión	pública’.
10.	Teniendo	presente	el	informe	transcrito,	este	tribunal	estima	que	la
República	Popular	China	no	otorga	las	garantías	necesarias	y	suficientes	para
salvaguardar	el	derecho	a	la	vida	del	señor	Wong	Ho	Wing,	pues	como	se	pone
manifiesto	en	el	Informe	del	Consejo	de	Derechos	Humanos	de	las	Naciones
Unidas,	uno	de	los	factores	para	aplicar	la	pena	de	muerte	en	dicho	país	es	la
opinión	pública.
Además,	debe	tenerse	presente	que	en	el	caso	de	autos	no	resultaría
procedente	la	extradición	del	favorecido,	pues	no	se	cumple	el	principio	de
reciprocidad,	toda	vez	que	los	delitos	por	los	cuales	se	le	pretende	extraditar
no	se	encuentran	reprimidos	en	el	Estado	peruano	con	la	pena	de	muerte.”
(TC,	Exp.	02278-2010-PHC/TC,	may.	05/2011.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Si	la	extradición	ya	ha	sido	resuelta	por	el	TC	y	por
la	CS,	es	innecesario	que	se	realice	otra	audiencia.	“En	el	presente
procedimiento	de	extradición	aparece	que	dos	jurisdicciones,	la	ordinaria	y	la
constitucional,	han	emitido	ya	pronunciamientos	definitivos.	(...)	En	este
escenario	jurídico,	existen	en	suma	dos	pronunciamientos	finales,	uno	de
carácter	consultivo	(del	Poder	Judicial)	y	otro	de	carácter	mandatario	(del
Tribunal	Constitucional)	que	debe	cumplir	el	Poder	Ejecutivo,	teniendo	en
cuenta	lo	prescrito	en	la	ley	(artículo	ciento	trece	del	Código	Procesal
Constitucional).
(...)	Por	lo	ya	señalado,	deviene	en	innecesario	que	se	realice	otra	audiencia,
por	cuanto	no	se	va	emitir	decisión	de	fondo.
Por	estos	fundamentos,	los	integrantes	de	la	Sala	Penal	Permanente	de	la
Corte	Suprema	de	Justicia	de	la	República	Declaran:
l.	Sin	objeto	la	realización	de	audiencia	pública	complementaria	en	la
extradición	pasiva	formulada	por	el	Buró	número	veinticuatro	del	Ministerio
de	Seguridad	Pública	de	la	República	Popular	China	contra	el	ciudadano	chino
()	por	los	delitos	de	contrabando	y	soborno.”	(CS,	Extradición	Activa	03-2009-
Callao,	mar.	14/2012.	S.	S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—El	orden	y	la	precisión	en	formular	la	descripción	de
los	hechos	imputados	no	califican	como	una	imputación	propiamente
dicha.	“Al	respecto,	si	bien	se	puede	apreciar	un	orden	y	precisión	al	momento
de	formular	la	descripción	de	hechos	imputados	al	requerido	(...);	sin	embargo,
la	enunciación	de	supuestos	de	hecho	no	son	suficientes	para	considerarlas
una	imputación	propiamente	dicha,	máxime	si	no	existe	una	mención	expresa
de	la	fecha	y	circunstancias	de	su	comisión	ni	cuál	es	el	aporte	causal	del
investigado	(...)	en	tales	hechos,	conforme	así	lo	prevé	el	numeral	1.a)	del
artículo	quinientos	dieciocho	del	Código	Procesal	Penal	al	establecer	que	la
demanda	de	extradición	debe	contener	la	descripción	del	hecho	punible,	con
mención	expresa	de	la	fecha,	lugar	y	circunstancias	de	su	comisión	y	sobre	la
identificación	de	la	víctima	así	como	la	tipificación	legal	que	corresponda	al
hecho	punible;	por	consiguiente,	los	elementos	de	convicción	aportados	no
han	discurrido	sobre	la	base	de	una	imputación	necesaria	atribuida	al
encausado	Belaúnde	Lossio,	lo	que	le	imposibilitaría	ejercer	su	defensa”.	(CS,
Extradición	Act.	11-2015-Lima,	feb.	06/2015.	S.	S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—El	requisito	de	la	“doble	incriminación”	no	exige	que
el	Estado	requirente	señale	con	precisión	la	figura	típica	o	el	nomen
juris	del	delito.	“El	requisito	de	la	‘doble	incriminación’	no	implica	que	el
Estado	requirente	señale	con	precisión	la	figura	típica	en	que	el	hecho	se
encuadra;	basta	con	que	éste,	sea	constitutivo	de	delito,	siendo	importante
comprobar	si	los	elementos	materiales	del	hecho,	tal	como	aparecen	en	la
solicitud	de	extradición,	pueden	concretar	una	especie	delictiva	prevista	por
ambas	leyes:	la	del	Estado	requirente	y	la	del	Estado	requerido,	no
importando	el	nomen	juris”.	(CS,	Extradición	Act.	11-2015-Lima,	feb.	06/2015.
S.	S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—La	tesis	de	la	unidad	del	título	de	imputación
aplicada	en	Perú	a	los	delitos	cometidos	por	funcionarios	públicos	no
puede	ser	impuesta	a	otro	Estado.	“Realizada	la	descripción	normativa	de
ambos	países	contratantes	respecto	del	delito	de	peculado,	y	la	exigencia	del
tratado	de	extradición	antes	citado,	respecto	a	que	la	conducta	delictiva	debe
ser	considerada	delictiva	en	ambos	Estados;	podemos	señalar	que,	en	nuestro
país	la	figura	delictiva	del	peculado	está	comprendido	en	el	Título	XVIII
Delitos	contra	la	Administración	Pública,	Capítulo	II	Delitos	cometidos	por
funcionarios	públicos.
4.7.	Que,	si	bien	la	doctrina	y	jurisprudencia	de	los	tribunales	peruanos,
incluida	la	Sala	Penal	de	la	Corte	Suprema	de	Justicia	de	la	República,	en
forma	mayoritaria,	no	unánime,	han	asumido	la	unidad	del	título	de
imputación,	vale	decir,	que	tanto	autores	(funcionarios	públicos	o	intraneus)
como	partícipes	(particulares	o	extraneus)	responden	penalmente	por	el
mismo	delito;	en	el	presente	caso,	estos	antecedentes	y	criterios	doctrinarios	y
jurisprudenciales	no	pueden	ser	impuestos	a	la	legislación	boliviana,	que	no	lo
prevé	de	manera	expresa,	ni	menos,	se	ha	acompañado	jurisprudencia
boliviana	en	la	que	se	haya	promovido	también	la	unidad	de	título	de
imputación;	por	tanto,	no	se	supera	a	plenitud	el	principio	de	doble
incriminación,	exigencia	procesal	para	amparar	la	solicitud	de	extradición,
conforme	lo	exige	la	norma	procesal	y	el	tratado	de	extradición	citado	en	los
considerandos	precedentes”.	(CS,	Extradición	Act.	11-2015-Lima,	feb.	06/2015.
S.	S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—La	doble	incriminación	en	la	extradición	no	exige
que	se	acredite	con	jurisprudencia	del	Estado	requerido	que	el	hecho	sea
punible.	“En	este	extremo,	se	indica	en	la	nueva	solicitud	de	extradición	que	se
está	cumpliendo	con	alcanzar	el	razonamiento	jurídico	por	el	cual	se
considera	que	el	extraneus	sí	respondería	penalmente	por	el	delito	de
peculado	en	el	derecho	boliviano:	además	se	adjunta	una	jurisprudencia	que
da	por	zanjado	el	tema	(Auto	Supremo	N°	054/2014-C,	emitido	por	la	Sala
Penal	Segundo	del	Tribunal	Supremo	de	Justicia).	Se	precisa,	que	el	principio
de	incriminación	se	cumple	con	el	solo	hecho	de	que	la	conducta	realizada	por
el	extraditurus	sea	delito	más	allá	de	la	categoría	o	del	título	de	imputación,
en	ambos	Estados:	que	es	el	Estado	requerido	(Bolivia)	el	que	examinará	con
mayor	celo	la	fundabilidad	de	lo	requerido.	El	tratado	de	extradición	entre	la
República	del	Perú	y	el	hoy	Estado	Plurinacional	de	Bolivia,	en	su	artículo	3.a)
señala	que	el	delito	dará	lugar	a	la	extradición	independientemente	de	que	las
leyes	de	los	estados	contratantes	clasifiquen	el	delito	en	diferente	categoría,	o
lo	tipifiquen	con	distinta	terminología,	siempre	que	la	conducta	subyacente	se
considere	delictiva	en	ambos	Estados.	(C.	S,	Extradición	-	Act.	26-2015-Lima,
mar.	26/2015.	V.	P.	Neyra	Flores)
JURISPRUDENCIA.—El	principio	de	doble	incriminación	no	exige	una
coincidencia	matemática,	sino	una	tipificación	subyacente	para
declarar	fundada	la	extradición.	“7.	Verificada	la	existencia	de	un	tratado
entre	ambas	partes,	el	Estado	requerido	debe	comprobar	que	el	hecho	punible
por	el	que	se	solicita	la	extradición	pasiva,	constituya	delito	tanto	en	el	país
requirente	como	en	el	país	requerido;	lo	que	se	denomina	principio	de	doble
incriminación;	y	que	tiene	vinculación	con	el	principio	de	legalidad	penal
sustancial,	previsto	en	el	artículo	2°,	inciso	24,	literal	d)	de	la	Constitución
Política	del	Estado.
8.	Se	trata	de	un	análisis	material	que	comprende,	por	un	lado,	los	sub
principios	de	lex	praevia	(ley	previa)	y	lex	scripta	(ley	escrita);	por	otro	lado,
un	juicio	preliminar	o	prima	facie	de	subsunción	de	los	hechos	a	una
disposición	penal,	es	decir,	un	análisis	de	la	conducta	incriminada	y	su
correspondencia	con	un	tipo	penal	en	el	Perú;	sin	importar	la	nomenclatura,
nomen	iuris,	o	la	estructura	o	condiciones	especiales	de	los	tipos	penales,	ya
que	no	se	requiere	de	una	coincidencia	matemática,	sino	de	una	tipificación
subyacente	(de	cara	al	sub	principio	de	lex	certa	–ley	cierta–),	esto	es,	de
identificación	básica	o	genérica	de	la	conducta	que	realmente	se	pretende
reprimir	(...)”.	(C.	S.,	Extradición	Pas.	23-2016-Lima,	jun.	01/2016.	V.	P.	César
Hinostroza	Pariachi)
DOCTRINA.—TC	de	España	 impide	extradición	de	 ciudadano	español
condenado	por	narcotráfico	que	 se	 fugó	del	penal	de	Lurigancho.	 “Al
respecto	 es	 preciso	 traer	 a	 colación	 la	 doctrina	 desarrollada	 por	 este
tribunal	acerca	de	los	deberes	de	protección	de	los	derechos	fundamentales
del	 extraditurus	 por	 parte	 de	 los	 órganos	 judiciales	 españoles.	 (...)	 ‘la
responsabilidad	de	los	órganos	judiciales	españoles	por	acción	u	omisión	en
los	 procedimientos	 de	 extradición	 no	 se	 limita	 a	 las	 consecuencias	 de	 su
propia	conducta.	En	la	medida	en	que	con	dicho	procedimiento	se	concreta
un	estrecho	complejo	de	actuaciones	imbricadas,	en	el	país	requirente	y	en
el	 requerido,	 el	 destino	 del	 extraditado	 en	 aquél	 no	 es	 ni	 puede	 ser
indiferente	para	las	autoridades	de	éste.	Por	ello,	se	encuentran	obligados	a
prevenir	[esto	es,	a	impedir	que	se	convierta	en	daño	un	peligro	efectivo]	la
vulneración	 de	 derechos	 fundamentales,	 que	 les	 vinculan	 como	 bases
objetivas	de	nuestro	ordenamiento,	incluso	si	esa	vulneración	se	espera	de
autoridades	 extranjeras,	 atrayéndose	 la	 competencia	 de	 los	 tribunales
españoles	por	el	dominio	de	que	disponen	sobre	 la	 situación	personal	del
extraditado	y,	por	tanto,	por	los	medios	con	que	cuentan	para	remediar	los
efectos	de	 las	 irregularidades	denunciadas’.	En	este	sentido,	hemos	puesto
de	manifiesto	que	‘el	procedimiento	de	extradición	(...)	exige	una	cuidadosa
labor	de	verificación	por	el	órgano	judicial	en	relación	con	las	circunstancias
alegadas	por	el	reclamado,	con	el	fin	de	evitar	que,	en	caso	de	accederse	a	la
extradición,	se	pudiera	convertir	en	autor	de	una	lesión	contra	los	derechos
del	 extraditado,	 bien	 porque	 hubiera	 contribuido	 a	 que	 la	 lesión	 de	 un
derecho	 ya	 acaecida	 en	 el	 extranjero	 no	 fuera	 restablecida,	 o	 a	 que	 no	 se
impidiera	que	de	la	misma	se	derivaran	consecuencias	perjudiciales	para	el
reclamado,	 bien	 porque,	 existiendo	 un	 temor	 racional	 y	 fundado	 de	 que
tales	 lesiones	 se	 produzcan	 en	 el	 futuro,	 éstas	 resulten	 favorecidas	 por	 la
actuación	de	los	órganos	judiciales	españoles	al	no	haberlas	evitado	con	los
medios	 de	 que,	 mientras	 el	 reclamado	 se	 encuentra	 sometido	 a	 su
jurisdicción,	disponen,	de	modo	que	la	actuación	del	juez	español	produzca
un	riesgo	relevante	de	vulneración	de	los	derechos	del	reclamado’	(...).
Tal	 como	 pone	 de	 manifiesto	 el	 Ministerio	 Fiscal,	 ante	 la	 denuncia	 del
recurrente	de	que	si	se	concedía	la	extradición	y	se	le	devolvía	a	la	prisión
de	 Lurigancho	 podía	 ser	 objeto	 de	 tratos	 degradantes	 y	 vejatorios,	 la
Audiencia	Nacional	responde	con	una	argumentación	de	índole	normativo-
jurídica	 en	 exceso	 formalista,	 sin	 atender	 a	 las	 particulares	 circunstancias
que	 rodeaban	 la	 situación	 del	 reclamado	 y	 a	 las	 concretas	 alegaciones
efectuadas,	tal	como	a	continuación	se	analiza.
En	primer	lugar	debemos	destacar	el	hecho	de	que	al	recurrente	no	puede
achacársele	falta	de	diligencia	en	la	aportación	de	datos	y	documentos	que
avalen	sus	alegaciones,	sino	que,	por	el	contrario,	desde	su	primer	escrito	de
alegaciones	de	21	de	julio	del	2004	aportó,	además	de	diversos	recortes	de
la	 prensa	 peruana	 donde	 se	 relataba	 la	 noticia	 de	 su	 fuga	 y	 los	 rumores
acerca	de	que	pudiera	haber	sido	víctima	de	actos	de	canibalismo	por	parte
de	otros	presos,	un	amplio	 informe	de	carácter	oficial	de	 la	Defensoría	de
Pueblo	 del	 Estado	 peruano	 sobre	 la	 situación	 del	 sistema	 penitenciario
peruano,	 así	 como	 sobre	 concreta	 situación	 de	 la	 prisión	 de	 Lurigancho,
solicitando	además	de	 la	Audiencia	Nacional	que	recabara	 información	del
encargado	de	visitar	presos	de	la	Embajada	española,	en	aras	de	acreditar	la
concreta	situación	en	que	el	recurrente	se	hallaba”.	(Tribunal	Constitucional
de	España,	STC	140/2007,	jun.	04/2007.	Pres.	Guillermo	Jiménez	Sánchez)
D.	Leg.	957.
ART.	519.—Concurso	de	extradiciones.
1.	Si	varios	estados	solicitan	la	extradición	de	la	misma	persona
por	 el	 mismo	 delito,	 se	 decidirá	 la	 preferencia,	 según	 las
siguientes	circunstancias:
a)	 La	 existencia	 de	 tratados	 que	 vinculen	 al	 Perú	 con	 el	 Estado
requirente;
b)	 Las	 fechas	 de	 las	 demandas	 de	 extradición	 y,	 en	 especial,	 el
estado	de	cada	procedimiento;
c)	El	hecho	de	que	el	delito	se	haya	cometido	en	el	territorio	de
alguno	de	los	estados	requirentes;
d)	 Las	 facilidades	 que	 cada	 uno	de	 ellos	 tenga	 de	 conseguir	 las
pruebas	del	delito;
e)	 El	 domicilio	 del	 extraditado	 o	 la	 sede	 de	 sus	 negocios,	 en	 la
medida	 que	 en	 ambos	 casos	 le	 permitan	 ejercer	 con	 mayor
consistencia	 su	 derecho	 de	 defensa,	 así	 como	 paralelamente	 el
domicilio	de	la	víctima;
f)	La	nacionalidad	del	extraditado;
g)	 La	 gravedad	 del	 hecho	 delictivo	 en	 función	 a	 la	 pena
conminada	y	su	coincidencia	con	 la	 ley	nacional,	en	especial	que
no	se	prevea	la	pena	de	muerte.
2.	 Si	 varios	 estados	 reclamaren	 a	 la	 misma	 persona	 por	 otros
delitos,	 se	 decidirá	 la	 preferencia,	 según	 las	 siguientes
circunstancias:
a)	La	mayor	gravedad	de	los	delitos,	según	la	ley	peruana;
b)	La	nacionalidad	del	extraditado;
c)	 La	 posibilidad	 que	 concedida	 la	 extradición	 a	 un	 Estado
requirente,	éste	pueda	a	su	vez	acceder	luego	a	la	reextradición	de
la	persona	reclamada	al	otro	Estado.
3.	Aún	cuando	se	decida	por	un	Estado	requirente,	la	justicia	y	el
Gobierno	deben	pronunciarse	acerca	de	la	procedencia	de	la
extradición	solicitada	por	el	Estado	que	no	la	obtuvo	de
inmediato.	En	ese	caso	la	extradición	no	preferida	tendrá	los
efectos	de	una	reextradición	autorizada.
D.	Leg.	957.
ART.	520.—Efectos	de	la	extradición	concedida.
1.	El	extraditado	no	podrá	ser	encausado	por	hechos	anteriores	y
distintos	a	los	que	determinaron	la	concesión	de	la	extradición	sin
la	 previa	 autorización	 del	 Perú.	 En	 este	 caso	 debe	 interponerse
una	demanda	ampliatoria	de	extradición,	la	Sala	Penal	de	la	Corte
Suprema,	que	tendrá	a	la	vista	la	solicitud	del	Estado	requirente	y
con	 los	 documentos	 justificativos	 correspondientes,	 debe	 emitir
una	resolución	consultiva	y	el	Consejo	de	Ministros	debe	aprobar
la	correspondiente	resolución	suprema	autoritativa.
2.	Si	 la	calificación	del	hecho	delictivo	que	motivó	la	extradición
fuese	 posteriormente	 modificada	 en	 el	 curso	 del	 proceso	 en	 el
Estado	 requirente,	 ésta	 deberá	 igualmente	 ser	 autorizada	 por	 el
Gobierno	 del	 Perú,	 bajo	 los	 mismos	 trámites	 que	 el	 numeral
anterior,	con	la	precisión	que	sólo	deberá	atenderse	a	si	la	nueva
calificación	también	constituye	un	delito	extraditable.
3.	El	extraditado	no	podrá	ser	reextraditado	a	otro	Estado	sin	la
previa	 autorización	 del	 Perú.	 Se	 seguirá	 en	 sede	 nacional	 el
trámite	previsto	en	el	numeral	1).	Sin	embargo,	no	será	necesaria
la	autorización	del	Gobierno	del	Perú	si	el	extraditado	renunciare
a	 esa	 inmunidad	 ante	 una	 autoridad	 diplomática	 o	 consular
peruana	 y	 con	 el	 asesoramiento	 de	 un	 abogado	 defensor;	 o,
cuando	 el	 extraditado,	 teniendo	 la	 posibilidad	 de	 abandonar
voluntariamente	el	territorio	del	Estado	requirente	no	lo	hace	en
el	plazo	de	 treinta	días,	 o	 cuando	 regrese	voluntariamente	a	 ese
territorio	después	de	haberlo	abandonado.
4.	Si	el	extraditado,	después	de	la	entrega	al	Estado	requirente	o
durante	 el	 respectivo	 proceso,	 fugue	 para	 regresar	 al	 Perú,	 será
detenido	 mediante	 requisición	 directa	 y	 nuevamente	 entregado
sin	otras	formalidades.
5.	Los	bienes	–objetos	o	documentos–	efecto	o	instrumento	del
delito	y	los	que	constituyen	el	cuerpo	del	delito	o	elementos	de
prueba,	serán	entregados	al	Estado	requirente,	desde	que	se
hallen	en	poder	del	extraditado,	aunque	éste	haya	desaparecido	o
fallecido,	salvo	si	afectan	derechos	de	tercero.	Así	debe	constar	en
la	resolución	suprema	que	acepte	la	extradición.
D.	Leg.	957.
ART.	521.—Procedimiento	de	la	extradición.
1.	Recibida	por	la	Fiscalía	de	la	Nación	el	pedido	de	extradición,	el
juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria	 dictará	 mandato	 de
detención	parafines	extradicionales	 contra	 la	persona	 requerida,
si	es	que	no	se	encontrare	detenida	en	mérito	a	una	solicitud	de
arresto	provisorio.
2.	 Producida	 la	 detención	 y	 puesto	 el	 extraditado	 a	 disposición
judicial	 por	 la	 oficina	 local	 de	 la	 Interpol,	 el	 juez	 de	 la
investigación	 preparatoria,	 con	 citación	 del	 fiscal	 provincial,	 le
tomará	declaración,	informándole	previamente	de	los	motivos	de
la	 detención	 y	 de	 los	 detalles	 de	 la	 solicitud	 de	 extradición.
Asimismo,	le	hará	saber	el	derecho	que	tiene	a	nombrar	abogado
defensor	o	si	no	puede	hacerlo	de	 la	designación	de	un	abogado
de	 oficio.	 El	 detenido,	 si	 así	 lo	 quiere,	 puede	 expresar	 lo	 que
considere	 conveniente	 en	 orden	 al	 contenido	 de	 la	 solicitud	 de
extradición,	 incluyendo	 el	 cuestionamiento	 de	 la	 identidad	 de
quien	 es	 reclamado	 por	 la	 justicia	 extranjera,	 o	 reservarse	 su
respuesta	 para	 la	 audiencia	 de	 control	 de	 la	 extradición.	 Si	 el
detenido	no	habla	el	castellano,	se	le	nombrará	un	intérprete.
3.	 Acto	 seguido,	 el	 juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria	 en	 un
plazo	no	mayor	de	quince	días,	citará	a	una	audiencia	pública,	con
citación	 del	 extraditado,	 su	 defensor,	 el	 fiscal	 provincial,	 el
representante	que	designe	la	embajada	y	el	abogado	que	nombre
al	efecto.	Los	intervinientes	podrán	presentar	pruebas,	cuestionar
o	apoyar	las	que	aparezcan	en	el	expediente	de	extradición,	alegar
la	pertinencia	o	la	impertinencia,	formal	o	material,	de	la	demanda
de	 extradición,	 o	 cuanto	motivo	 a	 favor	 de	 sus	 pretensiones.	 La
audiencia	se	inicia	con	la	precisión	de	las	causales	de	extradición,
el	detalle	del	contenido	de	la	demanda	de	extradición	y	la	glosa	de
documentos	 y	 elementos	 de	 prueba	 acompañados.	 Luego	 el
extraditado,	si	así	lo	considera	conveniente,	declarará	al	respecto
y	 se	 someterá	 al	 interrogatorio	 de	 las	 partes.	 A	 continuación
alegarán	las	partes	por	su	orden	y,	finalmente,	el	imputado	tendrá
derecho	 a	 la	 última	 palabra.	 El	 expediente	 se	 elevará
inmediatamente	a	la	sala	penal	de	la	Corte	Suprema.
4.	 La	 sala	 penal	 de	 la	 Corte	 Suprema,	 previo	 traslado	 de	 las
actuaciones	elevadas	por	el	 juez	de	 la	 investigación	preparatoria
al	 fiscal	 supremo	 y	 a	 los	 demás	 intervinientes	 apersonados,
señalará	 fecha	 para	 la	 audiencia	 de	 extradición.	 La	 audiencia	 se
llevará	 a	 cabo	 con	 los	 que	 asistan,	 quienes	 por	 su	 orden
informarán	oralmente,	empezando	por	el	fiscal	y	culminando	por
el	abogado	del	extraditado.	Si	éste	concurre	a	la	audiencia,	lo	hará
en	último	 lugar.	 La	Corte	 Suprema	emitirá	 resolución	 consultiva
en	 el	 plazo	 de	 cinco	 días.	 Notificada	 la	 resolución	 y	 vencido	 el
plazo	 de	 tres	 días	 se	 remitirá	 inmediatamente	 al	 Ministerio	 de
Justicia.
5.	 Si	 el	 juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria,	 en	 función	 al
cuestionamiento	 del	 extraditado,	 realizadas	 sumariamente	 las
constataciones	 que	 correspondan,	 comprueba	 que	 no	 es	 la
persona	 requerida	 por	 la	 justicia	 extranjera,	 así	 lo	 declarará
inmediatamente,	 sin	 perjuicio	 de	 ordenar	 la	 detención	 de	 la
persona	correcta.	Esta	decisión,	aún	cuando	se	dictare	antes	de	la
audiencia,	impedirá	la	prosecución	del	procedimiento.	Contra	ella
procede	recurso	de	apelación	ante	la	Sala	Penal	Superior.
6.	El	extraditado,	en	cualquier	estado	del	procedimiento	judicial,
podrá	dar	su	consentimiento	libre	y	expreso	a	ser	extraditado.	En
este	caso,	el	órgano	jurisdiccional	dará	por	concluido	el
procedimiento.	La	Sala	Penal	de	la	Corte	Suprema,	sin	trámite
alguno,	dictará	la	resolución	consultiva	favorable	a	la	extradición,
remitiendo	los	actuados	al	Ministerio	de	Justicia	para	los	fines	de
ley.
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	3°.—Extradición	voluntaria.	Calificada	la	solicitud	de	extradición,	el
solicitado	 en	 cualquier	 estado	 del	 procedimiento	 judicial,	 podrá	 dar	 su
consentimiento	 libre	 y	 expreso	 a	 ser	 extraditado.	 El	 consentimiento	 se
realizará	con	la	presencia	de	abogado	defensor	quien	deberá	informarle	de
sus	derechos	y	las	consecuencias	de	su	consentimiento.	En	el	acta	se	deberá
señalar	que	le	asiste	el	derecho	al	Principio	de	Especialidad	no	pudiendo	ser
juzgado	 por	 otro	 hecho	 salvo	 que	 el	 Estado	 requirente	 así	 lo	 solicite	 y	 lo
acepte	el	Estado	Peruano.
Otorgado	el	consentimiento,	el	órgano	jurisdiccional	dará	por	concluido	el
procedimiento.	 La	 Sala	 Penal	 de	 la	 Corte	 Suprema,	 sin	 trámite	 alguno,
dictará,	en	el	plazo	máximo	de	cinco	días,	la	resolución	consultiva	favorable
a	 la	 extradición	 pasiva,	 remitiendo	 los	 actuados	 al	 Ministerio	 de	 Justicia
para	los	fines	de	ley.
La	decisión	que	emita	será	notificada	al	fiscal	competente	y	comunicada	a
la	Fiscalía	de	la	Nación	y	la	Oficina	Local	de	Interpol.
JURISPRUDENCIA.—Código	Procesal	Penal	no	habilita	plazo	para
impugnar	resolución	consultiva	de	extradición	de	la	Corte	Suprema.	“(…)
El	mencionado	artículo	521,	inciso	4),	del	Código	Procesal	Penal,	en	su	parte
pertinente	dispone	lo	siguiente:
(...)	La	Corte	Suprema	emitirá	resolución	consultiva	en	el	plazo	de	cinco	días.
Notificada	la	resolución	y	vencido	el	plazo	de	tres	días	se	remitirá
inmediatamente	al	Ministerio	de	Justicia	[énfasis	agregado].
(…)	Sin	embargo,	de	ello	no	se	colige	que	el	plazo	de	tres	días	que	prevé	la
norma	sea	un	plazo	que	habilite	a	que	las	partes	puedan	impugnar	el
dictamen	emitido	por	la	Corte	Suprema.	El	legislador	ha	establecido	(en
consonancia	con	el	modelo	mixto	que	rige	el	proceso	de	extradición	en	nuestro
ordenamiento	jurídico)	que	la	resolución	consultiva	respecto	de	la	situación
jurídica	del	extraditurus	emitida	por	la	Corte	Suprema	de	Justicia	de	la
República	será	remitida	al	Ministerio	de	Justicia	luego	de	tres	días	contados	a
partir	de	la	notificación	de	la	resolución	en	cuestión	a	las	partes.	Por	lo	tanto,
la	demanda	debe	ser	declarada	infundada.”	(TC,	Exp.	N°	02591-2007-PHC/TC,
ago.	15/08.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—TC	precisa	sistema	mixto	de	la	extradición.	“(…)	El
tratamiento	constitucional	de	la	extradición	está	previsto	en	el	artículo	37	de
la	Constitución	Política	del	Perú	de	1993.	Allí	se	establecen	ciertos
lineamientos	generales	respecto	de	dicha	institución,	a	saber:
a)	La	extradición	en	el	Perú	se	configura	bajo	un	sistema	mixto,	en	el	que
intervienen	el	Poder	Ejecutivo	y	la	Corte	Suprema	de	Justicia.
b)	La	extradición	se	ampara	en	los	tratados	internacionales	y	en	las	normas
de	ámbito	nacional	respecto	de	aquello	no	previsto	en	los	tratados.
Adicionalmente,	es	aplicable	subsidiariamente	el	principio	de	reciprocidad,	a
falta	de	tratado.
c)	La	extradición	no	se	concederá	cuando	persiga	o	castigue	por	motivos	de
religión,	nacionalidad,	opinión	o	raza,	ni	tampoco	por	la	comisión	de	delitos
políticos	conexos	con	ellos	(lo	que	excluye	el	genocidio,	el	magnicidio	y	el
terrorismo).
(…)	Por	otro	lado,	el	Estado	peruano	tiene	celebrados	diversos	tratados	y
convenios	de	extradición	bilaterales	y	multilaterales,	como	también	normas
de	ámbito	interno	que	regulan	todo	aquello	no	previsto	en	los	instrumentos
internacionales.	En	tal	sentido.	la	Ley	N°	24710	y	el	Decreto	Supremo	N°	044-
93-JUS	regulan	la	extradición	activa	como	la	extradición	pasiva.	A	su	vez,
dichas	normas	han	sido	modificadas	y	complementadas	por	las	disposiciones
contenidas	en	la	Sección	II	del	Libro	Sétimo	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal
(artículos	513	al	527),	aprobado	mediante	el	Decreto	Legislativo	N°	957.
Dichos	artículos	entraron	en	vigencia	el	1	de	febrero	del	2006,	de	conformidad
con	el	numeral	4	de	la	Primera	Disposición	Final	del	mencionado	Decreto
Legislativo	N°	957	(…)”	(TC,	Exp.	N°	02591-2007-PHC/TC,	ago.	15/08.	Pres.
Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—En	un	proceso	de	extradición,	la	defensa	letrada	no
se	agota	con	la	mera	designación	de	un	abogado	de	oficio.	“(…)	En	el
presente	caso	el	recurrente	aduce	que	la	sala	penal	emplazada	nombró	para
el	favorecido	defensor	de	oficio	(…),	no	obstante	que	él	se	desempeñaba	como
su	abogado	patrocinante.	Asimismo	señala	que	la	emplazada	no	cumplió	con
notificarle	la	fecha	para	la	celebración	de	la	audiencia	de	extradición	pasiva,
pese	a	la	variación	de	domicilio	procesal	y	defensa	letrada	en	la	que	señalaba
una	nueva	casilla	de	abogados	(…),	la	cual	fue	declarada	procedente	según
consta	(…).
6.	En	el	artículo	521	numeral	4	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal	se	establece
que	(…)	la	sala	emplazada	notificó	al	fiscal	supremo	en	lo	penal	y	a	la
defensora	de	oficio,	según	consta	(…).
7.	Del	precitado	artículo	se	entendería	que	el	abogado	del	favorecido	debió
apersonarse	nuevamente	ante	la	Corte	Suprema,	razón	por	la	cual	la	sala
penal	emplazada	(…)	desestimó	el	pedido	de	nulidad	de	la	audiencia	(…)	y
recién	tuvo	por	apersonado	al	recurrente	con	su	escrito	(…).
8.	Sin	embargo,	el	Tribunal	Constitucional	considera	que	este	exceso	de
formalismo	–considerando	que	el	recurrente	ya	se	había	apersonado	ante	el
juez	de	primera	instancia	y	tenía	domicilio	procesal	en	Lima–	vulneró	el
derecho	de	defensa	del	favorecido,	pues	sin	la	notificación	correspondiente	no
pudo	realizar	las	acciones	que	considerara	pertinente	para	ser	defendido	por
un	letrado	de	su	elección	en	un	proceso	en	el	que	se	iba	a	decidir	sobre	la
procedencia	del	pedido	de	extradición.
9.	Si	bien	la	sala	emplazada	cumplió	con	nombrar	y	notificar	a	la	defensora
de	oficio,	(…),	respecto	a	la	realización	de	la	audiencia	de	extradición	según
consta	en	la	cédula	de	notificación	(…);	sin	embargo	ella	no	se	presentó	a
dicha	audiencia	dejando	en	estado	de	indefensión	al	favorecido.
(…).
11.	Este	tribunal	debe	advertir	que	la	defensa	letrada	no	se	agota	en	la
designación	de	cualquier	abogado	defensor,	sino	que	debe	ser	una	defensa
efectiva,	lo	que	no	ha	sucedido	en	el	caso	de	autos,	pues	como	ya	se	ha
precisado	la	defensora	de	oficio	no	se	presentó	a	la	audiencia	de	extradición	y
la	sala	demandada	dictó	la	resolución	cuestionada	el	mismo	día	de	la
celebración	de	dicha	audiencia,	pese	a	que,	pudo	considerar	la	realización	de
una	nueva	audiencia	de	extradición	a	fin	de	que	el	favorecido	tuviese	la
oportunidad	de	contar	con	una	defensa	letrada,	sea	ésta	electa	u	oficiosa,	que
tutele	adecuadamente	sus	derechos	en	dicho	proceso.	(…).”	(TC,	Exp.	01860-
2009-PHC/TC,	mar.	30/2010.	S.	S.	Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—CS:	el	solo	pedido	fiscal	de	extradición	no	pude
justificar	la	imposición	del	mandato	de	detención.	“En	el	presente	caso,	al
preferido	el	juzgador	la	norma	constitucional	a	la	ley	ordinaria	no	ha	hecho
más	que	reconocer	el	derecho	constitucional	a	la	motivación	escrita	de	las
resoluciones	judiciales	que	corresponde	a	todo	ciudadano,	máxime	aún	si
como	se	ha	establecido	en	líneas	precedentes,	para	el	dictado	de	un	mandato
de	detención	el	juez	debe	emitir	pronunciamiento	sobre	cada	uno	de	los
elementos	concurrentes	que	establece	la	ley,	jerarquía	normativa	que	nuestro
ordenamiento	constitucional	prevé	en	su	artículo	138,	segundo	párrafo,
concordante	con	el	artículo	51	de	la	misma	ley	de	leyes,	al	prescribir	que	de
existir	incompatibilidad	entre	una	norma	constitucional	y	una	norma	legal
ordinaria,	los	jueces	prefieren	la	primera,	y,	para	el	caso	concreto,	al	estar	en
discusión	el	derecho	a	la	motivación	escrita	de	las	decisiones	judiciales	para	el
caso	específico	de	la	privación	del	derecho	a	la	libertad	conforme	lo	regulan	el
literal	f)	del	numeral	24	del	artículo	2°,	concordado	con	los	incisos	2	y	5	del
artículo	139	de	la	Constitución	Política	del	Estado,	someter	a	cualquier
ciudadano	a	un	mandato	de	detención	por	el	solo	hecho	de	su	requerimiento
en	vía	de	extradición	vulnera	tales	preceptos,	así	como	del	regulado	en	el
numeral	2	del	artículo	7°	de	la	Convención	Americana	sobre	Derechos
Humanos,	que	prescribe	que	‘nadie	puede	ser	privado	de	su	libertad	física
salvo	por	las	causas	y	en	las	condiciones	fijadas	de	antemano	por	la
Constitución	Política	de	los	estados	partes	o	por	las	leyes	dictadas	conforme	a
ellas.’
Por	tales	consideraciones:	aprobaron	la	resolución	consultada	de	fecha
veintiuno	de	febrero	del	dos	mil	doce,	obrante	en	copia	a	fojas	ciento	ocho,	en
cuanto	declara	inaplicable	al	presente	caso	el	numeral	1	del	artículo	521	del
Código	Procesal	Penal	por	contravenir	los	incisos	2	y	5	del	artículo	139,	y	el
literal	f)	del	inciso	24	del	artículo	2°	de	la	Constitución	Política	del	Estado”.
(CS,	Consulta	649-2012-Lima,	jul.	05/2012.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
D.	Leg.	957.
ART.	522.—Resolución	suprema	y	ejecución.
1.	 La	 resolución	 suprema	 emitida	 por	 el	 Consejo	 de	 Ministros
será	 puesta	 en	 conocimiento	 de	 la	 Fiscalía	 de	 la	 Nación	 y	 del
Estado	 requirente	 por	 la	 vía	 diplomática.	 En	 la	 comunicación	 al
Estado	requerido	se	consignarán	 los	condicionamientos	que	 trae
consigo	 la	 concesión	 de	 la	 extradición.	 Si	 la	 decisión	 es
denegatoria	de	la	extradición	la	Fiscalía	de	la	Nación	comunicará
el	hecho	a	la	Interpol.
2.	Decidida	definitivamente	 la	demanda	de	extradición,	no	dará
curso	a	ningún	nuevo	pedido	de	extradición	por	el	mismo	Estado
requirente	basado	en	el	mismo	hecho,	salvo	que	la	denegación	se
funde	 en	 defectos	 de	 forma.	 Otro	 Estado	 que	 se	 considere
competente	podrá	intentarla	por	el	mismo	hecho	si	la	denegación
al	primer	Estado	se	sustentó	en	la	incompetencia	de	dicho	Estado
para	entender	el	delito	que	motivó	el	pedido.
3.	 El	 Estado	 requirente	 deberá	 efectuar	 el	 traslado	 del
extraditado	 en	 el	 plazo	 de	 treinta	 días,	 contados	 a	 partir	 de	 la
comunicación	oficial.	La	Fiscalía	de	la	Nación,	atenta	a	la	solicitud
del	 Estado	 requirente,	 cuando	 éste	 se	 viera	 imposibilitado	 de
realizar	 el	 traslado	 oportunamente,	 podrá	 conceder	 un	 plazo
adicional	 de	 diez	 días.	 A	 su	 vencimiento,	 el	 extraditado	 será
puesto	 inmediatamente	 en	 libertad,	 y	 el	 Estado	 requirente	 no
podrá	reiterar	la	demanda	de	extradición.
4.	Los	gastos	ocasionados	por	la	carcelería	y	entrega,	así	como	el
transporte	 internacional	 del	 extraditado	 y	 de	 los	 documentos	 y
bienes	incautados,	correrán	a	cargo	del	Estado	requirente.
5.	El	Estado	requirente,	si	absuelve	al	extraditado,	está	obligado	a
comunicar	al	Perú	una	copia	autenticada	de	la	sentencia.
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	4°.—Aplazamiento	 de	 la	 ejecución.	 La	 ejecución	 de	 la	 extradición
pasiva	 podrá	 ser	 aplazada	 cuando	 el	 solicitado	 estuviere	 procesado	 o
cumpliendo	pena.
D.	Leg.	957.
ART.	523.—Modificado.	Ley	30076,	Art.	3°.	Arresto	provisorio
o	preextradición.
1.	 El	 arresto	 provisorio	 de	 una	 persona	 reclamada	 por	 las
autoridades	extranjeras	procederá	cuando:
a)	Haya	sido	solicitada	formalmente	por	la	autoridad	central	del
país	interesado;
b)	La	persona	pretenda	 ingresar	al	país	mientras	es	perseguido
por	la	autoridad	de	un	país	limítrofe;
c)	 La	 persona	 se	 encuentre	 plenamente	 ubicada,	 dentro	 del
territorio	nacional,	con	requerimiento	urgente,	por	intermedio	de
la	Organización	Internacional	de	Policía	Criminal	-	Interpol.
2.	En	el	supuesto	del	 literal	a)	del	numeral	anterior,	 la	solicitud
formal	 será	 remitida	 a	 la	 Fiscalía	 de	 la	 Nación	 ya	 sea	 por
intermedio	de	su	autoridad	central	o	por	conducto	de	la	Interpol.
En	 casos	de	urgencia,	 se	 requerirá	 simple	 requisición	hecha	por
cualquier	 medio,	 inclusive	 telegráfico,	 telefónico,	 radiográfico	 o
electrónico.	La	solicitud	formal	contendrá:
a)	El	nombre	de	la	persona	reclamada,	con	sus	datos	de	identidad
personal	y	las	circunstancias	que	permitan	encontrarla	en	el	país;
b)	La	fecha,	lugar	de	comisión	y	tipificación	del	hecho	imputado;
c)	 Si	 el	 requerido	 fuese	 un	 imputado,	 indicación	 de	 la	 pena
conminada	 para	 el	 hecho	 perpetrado;	 y,	 si	 fuera	 un	 condenado,
precisión	de	la	pena	impuesta;
d)	La	invocación	de	la	existencia	de	la	orden	judicial	de	detención
o	de	prisión,	y	de	ausencia	o	contumacia	en	su	caso;
e)	 El	 compromiso	 del	 Estado	 solicitante	 a	 presentar	 el	 pedido
formal	 de	 extradición	 dentro	 de	 sesenta	 días	 de	 producida	 la
detención.	 A	 su	 vencimiento,	 de	 no	 haberse	 formalizado	 la
demanda	 de	 extradición	 el	 arrestado	 será	 puesto	 en	 inmediata
libertad.
3.	 La	 Fiscalía	 de	 la	 Nación	 remitirá	 de	 inmediato	 al	 juez	 de	 la
investigación	 preparatoria	 competente,	 con	 aviso	 al	 fiscal
provincial	que	corresponda.
4.	El	 juez	dictará	el	mandato	de	arresto	provisorio,	siempre	que
el	hecho	que	se	repute	delictivo	también	lo	sea	en	el	Perú	y	tenga
prevista	 una	 conminación	 penal,	 en	 cualquiera	 de	 sus	 extremos,
igual	 o	 superior	 a	 una	 pena	 privativa	 de	 un	 año.	 Si	 se	 invoca	 la
comisión	de	varios	delitos,	 bastará	que	uno	de	 ellos	 cumpla	 con
esa	condición	para	que	proceda	respecto	de	los	restantes	delitos.
La	decisión	que	emita	 será	notificada	al	 fiscal	y	 comunicada	a	 la
Fiscalía	de	la	Nación	y	a	la	oficina	local	de	la	Interpol.
5.	En	el	supuesto	del	literal	b)	del	numeral	1)	la	policía	destacada
en	 los	 lugares	 de	 frontera	 deberá	 poner	 inmediatamente	 al
detenido	 a	 disposición	 del	 juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria
competente	 del	 lugar	 de	 la	 intervención,	 con	 aviso	 al	 fiscal
provincial.	 El	 juez	 por	 la	 vía	 más	 rápida,	 que	 puede	 ser
comunicación	telefónica,	fax	o	correo	electrónico,	pondrá	el	hecho
en	 conocimiento	 de	 la	 Fiscalía	 de	 la	 Nación	 y	 del	 funcionario
diplomático	 o	 consular	 del	 país	 de	 búsqueda.	 El	 representante
diplomático	o	consular	tendrá	un	plazo	de	dos	días	para	requerir
el	 mantenimiento	 del	 arresto	 provisorio,	 acompañando	 a	 su
solicitud	 las	 condiciones	 establecidas	 en	 el	 numeral	 2)	 de	 este
artículo.	De	no	hacerlo	se	dará	inmediata	libertad	al	arrestado.
6.	 Dispuesto	 el	 arresto	 provisorio,	 el	 juez	 de	 la	 investigación
preparatoria	 oirá	 a	 la	 persona	 arrestada	 en	 el	 plazo	 de
veinticuatro	 horas	 y	 le	 designará	 abogado	 defensor	 de	 oficio,	 si
aquella	no	designa	uno	de	su	confianza.	El	arresto	se	levantará	si,
inicialmente,	 el	 juez	 advierte	 que	 no	 se	 dan	 las	 condiciones
indicadas	en	el	numeral	4)	de	este	artículo,	convirtiéndose	en	un
mandato	de	comparecencia	restrictiva,	con	impedimento	de	salida
del	país.	El	arresto	cesará	si	se	comprobase	que	el	arrestado	no	es
la	 persona	 reclamada,	 o	 cuando	 transcurre	 el	 plazo	 de	 sesenta
días	para	la	presentación	formal	de	la	demanda	de	extradición.
7.	El	arrestado	que	sea	liberado	porque	no	se	presentó	a	tiempo
la	 demanda	 de	 extradición	 puede	 ser	 nuevamente	 detenido	 por
razón	del	mismo	delito,	 siempre	que	se	 reciba	un	 formal	pedido
de	extradición.
8.	Mientras	dure	el	arresto	provisorio,	el	arrestado	podrá	dar	su
consentimiento	a	ser	 trasladado	al	Estado	requirente.	De	ser	así,
se	procederá	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	numeral	6)	del	artículo
521.
9.	 El	 arrestado	 puede	 obtener	 libertad	 provisional	 si
transcurriesen	 los	 plazos	 legales	 del	 tratado	 o	 de	 la	 ley
justificatorios	 de	 la	 demanda	 de	 extradición,	 o	 si	 el	 extraditado
reuniese	 las	 condiciones	 procesales	 para	 esa	 medida.	 En	 este
último	caso	se	dictará	mandato	de	impedimento	de	salida	del	país
y	 se	 retendrá	 su	 pasaporte,	 sin	 perjuicio	 de	 otras	 medidas	 de
control	 que	 el	 juez	 discrecionalmente	 acuerde.	 Se	 seguirá	 el
trámite	previsto	para	la	cesación	de	la	prisión	preventiva.
10.	En	el	caso	del	inciso	c)	del	numeral	1)	del	presente	artículo,	la
Policía	 Nacional	 procederá	 a	 la	 intervención	 y	 conducción	 del
requerido	en	 forma	 inmediata,	poniéndolo	a	disposición	del	 juez
competente	del	lugar	de	la	intervención	y	comunicando	tal	hecho
al	 fiscal	 provincial,	 a	 la	 Fiscalía	 de	 la	 Nación	 y	 al	 funcionario
diplomático	o	consular	del	país	requirente.
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	 5°.—Entrega	 temporal.	 En	 los	 casos	 que	 se	 solicite	 la	 entrega
temporal,	 concedida	 la	 extradición	 del	 reclamado	 contra	 quien	 se	 haya
incoado	 proceso	 penal	 o	 que	 esté	 cumpliendo	 una	 condena	 en	 el	 Estado
peruano	 se	 podrá,	 previo	 pronunciamiento	 de	 la	 Sala	 Penal	 de	 la	 Corte
Suprema	 y	 en	 casos	 excepcionales,	 entregar	 temporalmente	 a	 la	 persona
reclamada	 al	 Estado	 requirente,	 exclusivamente	 para	 fines	 del	 desarrollo
del	proceso	penal.	La	persona	así	entregada	permanecerá	bajo	custodia	en
el	Estado	requirente	y	será	devuelta	al	Estado	peruano	a	 la	conclusión	del
proceso	 penal	 incoado	 contra	 ella,	 de	 conformidad	 con	 las	 condiciones
establecidas	entre	los	estados	contratantes	en	base	al	tratado	o	al	principio
de	reciprocidad.
D.	Leg.	957.
ART.	524.—Extradición	de	tránsito.
1.	El	 tránsito	de	un	extraditado	de	un	 tercer	Estado	y	 el	de	 sus
guardas,	 por	 el	 territorio	 nacional,	 será	 permitido,	 mediante	 la
presentación	 de	 copia	 auténtica	 del	 documento	 que	 conceda	 la
extradición	y	de	la	solicitud	correspondiente,	salvo	si	a	ello	no	se
opusieren	 graves	 motivos	 de	 orden	 público	 o	 de	 derechos
humanos.	 La	 autorización	 y,	 en	 su	 caso,	 la	 denegación	 será
dispuesta	 por	 la	 Fiscalía	 de	 la	 Nación,	 en	 coordinación	 con	 los
ministerios	de	Justicia	y	de	Relaciones	Exteriores.
2.	Si	el	medio	de	transporte	empleado	es	el	aéreo,	la	autorización
será	necesaria	solamente	cuando	tuviere	alguna	escala	prevista	en
territorio	nacional.
3.	La	denegación	del	tránsito	podrá	darse	en	el	caso	de	entrega
del	extraditado	hecha	sin	garantías	de	justicia.
TÍTULO	III
La	extradición	activa
D.	Leg.	957.
ART.	525.—Ámbito	e	iniciación.
1.	El	Poder	Ejecutivo	del	Perú,	a	 instancia	de	 la	sala	penal	de	 la
Corte	 Suprema	 podrá	 requerir	 la	 extradición	 de	 un	 procesado,
acusado	 o	 condenado	 al	 Estado	 en	 que	 dicha	 persona	 se
encuentra,	 siempre	 que	 lo	 permitan	 los	 tratados	 o,	 en
reciprocidad,	la	ley	del	Estado	requerido.
2.	Para	dar	curso	al	procedimiento	de	extradición	activa,	el	juez
de	la	investigación	preparatoria	o	el	juez	penal,	según	el	caso,	de
oficio	o	a	solicitud	de	parte,	y	sin	trámite	alguno,	deberá
pronunciarse	al	respecto.	La	resolución	de	requerimiento	de
extradición	activa	deberá	precisar	los	hechos	objeto	de
imputación,	su	calificación	legal,	la	conminación	penal,	los
fundamentos	que	acreditan	la	realidad	de	los	hechos	delictivos	y
la	vinculación	del	imputado	en	los	mismos,	como	autor	o
partícipe,	y,	en	su	caso,	la	declaración	de	ausencia	o	contumacia,
así	como	la	orden	de	detención	con	fines	de	extradición.	La
resolución	desestimatoria	es	apelable	ante	la	Sala	Penal	Superior,
que	la	resolverá	previa	audiencia	con	citación	e	intervención	de
las	partes	que	concurran	al	acto	en	el	plazo	de	cinco	días.
EXTRADICIÓN	ACTIVA
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	 6°.—Comunicación	 de	 la	 ubicación	 o	 detención	 de	 la	 persona
requerida.	Una	vez	comunicada	la	ubicación	y/o	detención	en	el	extranjero,
de	una	persona	procesada,	 acusada	o	 condenada	en	el	Estado	peruano,	 se
hará	 de	 conocimiento	 del	 órgano	 jurisdiccional	 competente,	 quien	 será
responsable	de	la	iniciación	del	trámite	de	extradición.
La	Oficina	Central	Nacional	Interpol	-	Lima	comunicará	en	forma	inmediata
al	 Poder	 Judicial,	 a	 la	 Fiscalía	 de	 la	 Nación,	 al	 Ministerio	 de	 Relaciones
Exteriores	 y	 al	 Ministerio	 de	 Justicia,	 los	 resultados	 de	 las	 acciones
requeridas	por	las	autoridades	peruanas.
D.	Leg.	957.
ART.	526.—Procedimiento.
1.	 El	 juez,	 luego	 de	 emitir	 la	 resolución	 respectiva,	 formará	 el
cuaderno	 respectivo	 conteniendo,	 en	 lo	 pertinente,	 la
documentación	señalada	en	los	numerales	1)	y	2)	del	artículo	518,
así	 como	 la	que	acredita	que	el	procesado	ha	 sido	ubicado	en	el
país	requerido,	y	si	el	tratado	o	la	legislación	interna	de	dicho	país
exige	 prueba	 que	 fundamente	 la	 seriedad	 de	 los	 cargos,	 los
medios	 de	 investigación	 o	 de	 prueba	 que	 lo	 justifiquen,	 sin
perjuicio	de	 adjuntar	 las	normas	de	derecho	 interno	y,	 de	 ser	 el
caso,	el	tratado	aplicable	al	caso.
2.	Elevado	el	cuaderno	a	la	Sala	Penal	de	la	Corte	Suprema,	si	 la
resolución	 es	 de	 requerimiento	 de	 extradición	 activa,	 procederá
en	 lo	 pertinente	 conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 numeral	 4)	 del
artículo	521.
3.	 Si	 la	 resolución	 consultiva	 es	 desfavorable	 a	 la	 extradición
activa,	se	devolverá	lo	actuado	al	órgano	jurisdiccional	inferior.	Si
es	 favorable,	 se	 remitirá	 el	 cuaderno	 íntegro	 al	 Ministerio	 de
Justicia,	previa	legalización	de	lo	actuado.
4.	 El	 Gobierno	 se	 pronunciará	 mediante	 resolución	 suprema
aprobada	en	Consejo	de	Ministros.	Para	este	efecto,	una	comisión
presidida	 por	 el	 Ministerio	 de	 Justicia	 e	 integrada	 por	 el
Ministerio	 de	 Relaciones	 Exteriores,	 se	 pronunciará	 mediante
informe	 motivado.	 El	 Consejo	 de	 Ministros	 podrá	 acordar	 si
accede	o	deniega	la	extradición	activa.
5.	Emitida	la	resolución	suprema	se	dispondrá	la	traducción	del
cuaderno	de	extradición,	respecto	de	las	piezas	indicadas	por	la
comisión	de	extradición.	La	presentación	formal	de	la	extradición
corresponderá	a	la	Fiscalía	de	la	Nación	con	el	concurso	del
Ministerio	de	Relaciones	Exteriores.
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	 7°.—Inicio	 de	 la	 extradición.	 Para	 dar	 curso	 al	 procedimiento	 de
extradición	activa,	el	juez	de	la	investigación	preparatoria	,	el	juez	penal	o	la
sala	penal,	según	el	caso,	en	el	plazo	máximo	de	dos	días	de	haber	recibido
la	 comunicación	 sobre	 la	 ubicación	 o	 detención	 del	 requerido,	 de	 oficio	 a
solicitud	 de	 parte,	 y	 sin	 trámite	 alguno,	 deberá	 pronunciarse	 por	 el
requerimiento	 de	 la	 extradición.	 La	 resolución	 de	 requerimiento	 de
extradición	 activa	 deberá	 precisar	 los	 hechos	 objeto	 de	 imputación,	 su
calificación	 legal,	 la	 conminación	 penal,	 los	 fundamentos	 que	 acreditan	 la
realidad	 de	 los	 hechos	 delictivos	 y	 la	 vinculación	 del	 imputado	 en	 los
mismos,	como	autor	o	partícipe,	y,	en	su	caso,	la	declaración	de	ausencia	o
contumacia,	 así	 como	 la	 orden	 de	 detención	 con	 fines	 de	 extradición.	 La
resolución	 desestimatoria	 es	 apelable	 ante	 la	 Sala	 Penal	 Superior,	 que	 la
resolverá	 previa	 audiencia	 con	 citación	 e	 intervención	 de	 las	 partes	 que
concurran	al	acto	en	el	plazo	de	cinco	días.
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	 8°.—Copia	 del	 cuaderno	 de	 extradición.	 Corresponde	 el	 órgano
jurisdiccional	que	 forme	el	cuaderno	de	extradición,	conservar	y	custodiar
una	 copia	 del	 mismo,	 en	 el	 que	 se	 agregarán	 las	 notificaciones	 y	 demás
autos	de	mero	trámite,	 los	mismos	que	no	se	 incorporarán	al	cuaderno	de
extradición.
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	 9°.—Trámite	 de	 la	 extradición	 ante	 la	 Corte	 Suprema.	 La	 Sala
Penal	 de	 la	 Corte	 Suprema,	 previo	 traslado,	 en	 el	 día,	 de	 las	 actuaciones
elevadas	por	el	juez	de	la	investigación	preparatoria	o	el	juez	penal	al	fiscal
supremo	 competente	 y	 a	 los	 demás	 intervinientes	 apersonados,	 señalará
fecha	para	la	audiencia	de	extradición,	la	misma	que	se	llevará	a	cabo	en	un
plazo	no	mayor	de	cinco	días	de	recibidos	los	autos.	La	audiencia	se	llevará
a	 cabo	 con	 los	 que	 asistan,	 quienes	 por	 su	 orden	 informarán	 oralmente,
empezando	por	el	fiscal	y	culminando	por	el	abogado	del	solicitado.	Si	éste
concurre	a	 la	audiencia,	 lo	hará	en	último	lugar.	La	Corte	Suprema	emitirá
resolución	 consultiva	 en	 el	 plazo	 de	 cinco	 días.	 Notificada	 en	 el	 día	 la
resolución	consultiva	y	vencido	el	plazo	de	tres	días	se	remitirá	el	cuaderno
de	extradición	inmediatamente	al	Ministerio	de	Justicia.
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	10.—Revocatoria.	La	solicitud	de	extradición	activa	concedida	por	el
gobierno,	 puede	 ser	 revocada	 hasta	 antes	 que	 el	 Estado	 de	 refugio	 del
reclamado	 se	 pronuncie	 definitivamente	 sobre	 su	 mérito	 o	 ejecute	 la
extradición	concedida.
Sólo	 procederá	 la	 revocación	 en	 caso	 de	 error,	 relativo	 a	 las	 normas	 en
derecho,	 interno	 o	 extradicional,	 a	 las	 pruebas	 sustentatorias	 de	 la
imputación,	 a	 la	 identificación	 del	 extraditable	 o	 a	 cualquier	 decisión	 que
afecte	la	continuidad	del	proceso.
La	 decisión	 revocatoria	 procederá	 a	 pedido	 de	 la	 Sala	 Penal	 de	 la	 Corte
Suprema.
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	 11.—Trámite	 de	 traducción	 y	 presentación.	 Corresponderá	 a	 la
autoridad	 central	 la	 traducción	 de	 la	 documentación	 relacionada	 con	 la
solicitud	de	extradición.
La	coordinación	con	el	Ministerio	de	Relaciones	Exteriores	sólo	se	hará	en
los	 casos	 que	 se	 estime	 necesaria	 la	 contratación	 de	 traductores	 en	 el
extranjero.
Sólo	se	traducirán	las	piezas	procesales	señaladas	en	el	artículo	518	incisos
1	y	2	y	526	inciso	1	del	Código	Procesal	Penal,	y	demás	piezas	que	proponga
la	Comisión	Oficial	de	Extradiciones	y	Traslado	de	Condenados.
Asimismo,	corresponde	a	la	Fiscalía	de	la	Nación	la	presentación	formal	de
la	extradición	con	el	concurso	del	Ministerio	de	Relaciones	Exteriores.
Es	 responsabilidad	 de	 la	 autoridad	 central	 tener	 en	 consideración	 los
plazos	 previstos	 en	 los	 tratados	 de	 la	materia,	 o	 de	 no	 existir	 tratado,	 los
plazos	previstos	por	 las	normas	 internas	de	 los	países	 requeridos,	para	 la
presentación	formal	de	los	cuadernos	de	extradición,	plazo	dentro	del	cual
deberá	realizarse	la	traducción,	si	fuera	el	caso.
Para	 tal	 efecto,	 el	 Ministerio	 de	 Relaciones	 Exteriores,	 comunicará	 a	 la
autoridad	central,	al	Ministerio	de	Justicia	y	al	Poder	Judicial,	la	fecha	límite
que	 tiene	 el	 Estado	 peruano	 para	 la	 presentación	 de	 la	 solicitud	 de
extradición	 debidamente	 traducida,	 si	 fuera	 el	 caso;	 debiendo,	 bajo
responsabilidad	 dichas	 entidades,	 evacuar	 el	 expediente	 en	 el	 más	 breve
plazo	 posible.	 Indicando	 además,	 sin	 perjuicio	 de	 ello,	 en	 dicha
comunicación,	 la	 fecha	 límite	 que	 tiene	 el	 Poder	 Judicial	 para	 remitir	 el
expediente	de	extradición	al	Poder	Ejecutivo.
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	 12.—Solicitud	 de	 extradición.	 Sin	 perjuicio	 de	 cumplir	 en	 la
formación	 del	 cuaderno	 de	 extradición	 con	 los	 requisitos	 señalados	 en	 el
tratado	o	en	las	normas	legales	peruanas	aplicables	al	caso,	todo	cuaderno
de	extradición	deberá	estar	presidido	por	una	 solicitud	de	extradición,	de
acuerdo	al	formato	que	forma	parte	del	presente	decreto	supremo.
Asimismo,	 el	 cuaderno	 de	 extradición	 deberá	 contener	 un	 índice
ilustrativo,	que	precisa	las	piezas	que	lo	conforman.
D.	Leg.	957.
ART.	527.—Arresto	provisorio.
1.	 En	 casos	 urgentes,	 y	 especialmente	 cuando	 haya	 peligro	 de
fuga,	el	 juez	de	 la	 investigación	preparatoria	o	en	su	caso	el	 juez
penal	 podrá	 solicitar	 al	 Estado	 requerido,	 directamente	 con
conocimiento	de	la	Fiscalía	de	la	Nación	y	a	través	de	la	Interpol,
dicte	mandato	de	arresto	provisorio	con	fines	de	extradición.
2.	 Esta	medida	 podrá	 instarse	 si	 el	 tratado	 lo	 permite	 o,	 en	 su
defecto,	 invocando	 el	 principio	 de	 reciprocidad.	 La	 resolución
conteniendo	 el	 requerimiento	 de	 arresto	 provisorio,	 debe
acompañar	 copia	 de	 la	 orden	 de	 detención	 o	 de	 la	 sentencia
condenatoria,	 la	descripción	del	delito,	 los	datos	del	reclamado	y
la	declaración	formal	de	instar	la	demanda	formal	de	extradición.
3.	 Dictada	 la	 citada	 resolución,	 el	 juzgado	 deberá	 iniciar	 los
trámites	 para	 formar	 el	 cuaderno	 de	 extradición	 y	 obtener	 la
documentación	que	corresponda.	Completará	el	procedimiento	si
recibe	información	categórica	de	la	ubicación	del	 imputado	en	el
Estado	requirente	o	si	es	aceptado	el	pedido	de	arresto	provisorio
y	arrestado	el	extraditado.
4.	El	mandato	de	arresto	provisorio	también	podrá	solicitarse
conjuntamente	con	la	demanda	formal	de	extradición,
acompañando	los	documentos	establecidos	en	el	numeral	1)	del
artículo	526.	En	este	caso	el	pedido	corresponde	formularlo	a	la
sala	penal	de	la	Corte	Suprema	y	deberá	ser	objeto	de
pronunciamiento	específico	en	la	resolución	suprema	expedida
por	el	Poder	Ejecutivo.
D.	S.	016-2006-JUS.	
Anexo
Nombre	del	órgano	jurisdiccional	competente	que	solicita	la	extradición
Expediente	N°	:	.......................
Encausado	:	............................
Delito	(s)	:	................................
Agraviado	(s):	.......................
Asunto:	(solicitud	de	extradición)
Solicitud	de	extradición
(Nombre	y	cargo	de	la	autoridad	judicial	que	solicita	la	extradición),	presenta	sus	saludos	a
las	autoridades	(Estado	al	que	se	solicita	la	extradición),	y	en	mérito	al	(tratado	aplicable	o
principio	de	reciprocidad	en	caso	de	no	existir	tratado),	solicita	la	extradición	del	ciudadano
(a)	 (Nombre	 y	 apellidos	 del	 requerido)	 –a	 continuación	 “el	 reclamado”–,	 imputado	por	 (el
delito	 o	 los	 delitos	 pertinentes),	 a	 efecto	 de	 ser	 sometido	 a	 (proceso,	 enjuiciamiento	 o
cumplimiento	de	sentencia	penal).
Finalidad	de	la	extradición
Guarda	relación	con	la	finalidad	dual	del	instrumento	de	la	extradición,	(se	debe	expresar
que	se	reclama	a	la	persona	para	que	se	le	juzgue	o	cumpla	la	pena	impuesta)
Cargo(s)	imputado(s)
Delito	(s):
Se	 imputa	 al	 reclamado(a),	 la	 comisión	 del	 delito	 (o	 de	 los	 delitos)
__________________________________,	tipificado(s)	en	(el	o	los	artículos	pertinentes	del	Código	Penal
Peruano	o	Ley	Penal	Especial).	Asimismo,	indicar	(la	o	 las	penas	aplicables,	de	acuerdo	a	 la
aplicación	temporal	de	la	ley	penal).
Hechos	objeto	de	imputación:
Se	 le	 imputa	 al	 requerido(a)	 que,	 (fecha	 y	 lugar	 de	 comisión	 y	 omisión)
____________________________________________
(Relato	claro	y	preciso	de	los	hechos	atribuidos)
Resumen	procesal	del	expediente
Extracto	de	la	historia	procesal	del	caso,	que	involucra	a	la	etapa	preliminar	y	judicial,	y	los
aspectos	que	la	integran.	Es	suficiente	una	exposición	breve	sobre	el	particular.
Establecimiento	de	causa	probable
El	material	probatorio	será	resumido	en	 forma	sencilla	a	modo	de	 informe,	en	donde	se
mencione	la	participación	del	reclamado	en	los	hechos	delictivos	imputados.
La	 autoridad	 judicial	 tiene	 que	 incluir	 información	 que	 demuestre	 un	 fundamento
razonable	 para	 pensar	 que	 la	 persona	 que	 se	 reclama	 probablemente	 cometió	 un	 hecho
delictivo	sujeto	a	extradición.	Por	 tanto,	 es	menester	expresar	 clara	y	adecuadamente	 las
fuentes	de	información.
Legislación	aplicable
Se	debe	consignar	las	normas	penales	y	procesales	pertinentes	y	el	tratado	multilateral	o
bilateral	aplicable.
Principio	de	doble	incriminación
Cabe	precisar	que	la	exigencia	de	desarrollar	este	principio	tiene	la	finalidad	de	facilitar	a
la	 autoridad	 extranjera	 la	 posibilidad	 de	 evaluar	 si	 es	 que	 la	 conducta	 con	 relevancia
jurídico	 penal	 por	 la	 cual	 se	 solicita	 la	 extradición	 se	 encuentra	 prevista	 y	 penada	 en	 el
Estado	requerido.
Declaración	de	que	los	plazos	de	prescripción	contenidos	en	la	ley,	no	son
impedimentos	para	el	juzgamiento	o	para	la	imposición	de	una	condena,	de	ser	el
caso
Remitirse	 a	 los	 artículos	 correspondientes	 del	 Código	 Penal	 y	 que	 se	 deben	 anexar	 al
cuaderno	de	extradición.
Recaudos	que	se	adjuntan
•	Esencialmente	 los	 que	 correspondan	 al	 tratado	 de	 extradición	 y	 a	 las	 normas	 legales
peruanas	aplicables	al	caso.
•	Identificación	de	la	persona	reclamada.	Se	debe	incluir	toda	la	información	conocida
para	 establecer	 la	 identidad	 de	 la	 persona	 reclamada,	 incluyendo	 una	 descripción	 física,
fecha	y	lugar	de	nacimiento,	país	de	ciudadanía,	y	números	de	identificación.	Es	mejor	si	se
acompaña	fotografía	y	huella	dactilar.
•	Documento	que	acredite	que	el	procesado	ha	sido	ubicado	en	el	Estado	requerido.
•	Según	sea	el	caso:
-	Copia	de	la	orden	de	detención	o	la	declaratoria	de	ausencia	o	contumacia.
-	Copia	del	documento	de	 imputación.	Está	 referido	a	 la	denuncia	 fiscal	o	a	 la	acusación
fiscal	cuando	exista.
-	 Copia	 de	 la	 sentencia	 condenatoria	 y	 constancia	 de	 la	 parte	 de	 la	 condena	 que	 falta
ejecutarse.
(Lugar	y	fecha)
...........................................................
(Nombre	y	firma	del	solicitante)
	
SECCIÓN	III
La	asistencia	judicial	internacional
D.	Leg.	957.
ART.	528.—Ámbito	y	procedencia.
1.	 Esta	 sección	 rige	 los	 actos	 de	 cooperación	 judicial
internacional	 previstos	 en	 los	 incisos	 b)	 a	 j)	 del	 numeral	 1)	 del
artículo	511.
2.	En	estos	casos,	la	solicitud	de	asistencia	judicial	internacional	o
carta	rogatoria	sólo	procederá	cuando	la	pena	privativa	de
libertad	para	el	delito	investigado	o	juzgado	no	sea	menor	de	un
año	y	siempre	que	no	se	trate	de	delito	sujeto	exclusivamente	a	la
legislación	militar.
D.	Leg.	957.
ART.	529.—Motivos	de	denegación.
1.	Podrá	denegarse,	asimismo,	la	asistencia	cuando:
a)	 El	 imputado	 hubiera	 sido	 absuelto,	 condenado,	 indultado	 o
amnistiado	por	el	delito	que	origina	dicha	solicitud;
b)	 El	 proceso	 ha	 sido	 iniciado	 con	 el	 objeto	 de	 perseguir	 o	 de
castigar	 a	 un	 individuo	 por	 razones	 de	 sexo,	 raza,	 religión,
nacionalidad,	ideología	o	condición	social;
c)	La	solicitud	se	formula	a	petición	de	un	tribunal	de	excepción	o
comisiones	especiales	creadas	al	efecto;
d)	 Se	 afecta	 el	 orden	 público,	 la	 soberanía,	 la	 seguridad	 o	 los
intereses	fundamentales	del	Estado;	y,
e)	La	solicitud	se	refiera	a	un	delito	tributario,	salvo	que	el	delito
se	comete	por	una	declaración	 intencionalmente	falsa,	o	por	una
omisión	 intencional,	 con	 el	 objeto	 de	 ocultar	 ingresos
provenientes	de	cualquier	otro	delito.
2.	En	las	solicitudes	de	asistencia	previstas	en	el	literal	h)	del
numeral	1)	del	artículo	511	se	requiere	que	el	hecho	que	origina
la	solicitud	sea	punible	en	los	dos	estados.
D.	Leg.	957.
ART.	530.—Requisitos	y	trámite	de	la	carta	rogatoria.
1.	Las	solicitudes	de	asistencia	judicial	o	cartas	rogatorias	que	se
formulen	 a	 las	 autoridades	 nacionales	 se	 harán	 por	 escrito	 y
deberán	contener	las	siguientes	indicaciones:
a)	 El	 nombre	 de	 la	 autoridad	 extranjera	 encargada	 de	 la
investigación	o	del	juzgamiento;
b)	El	delito	a	que	se	refiere	la	causa	y	descripción	del	asunto,	 la
índole	 de	 la	 investigación	 o	 juzgamiento,	 y	 la	 relación	 de	 los
hechos	a	los	que	se	refiere	la	solicitud;
c)	Descripción	completa	de	la	asistencia	que	se	solicita;
2.	Cuando	no	se	conozcan	las	pruebas	en	particular	que	se	quiere
obtener,	 basta	 con	 la	 mención	 de	 los	 hechos	 que	 se	 buscan
demostrar.
3.	Si	la	solicitud	no	se	ajusta	a	lo	dispuesto	en	este	artículo	o
cuando	la	información	suministrada	no	sea	suficiente	para	su
tramitación,	se	podrá	pedir	al	Estado	requirente	modifique	su
solicitud	o	la	complete	con	información	adicional.	Durante	ese
lapso	la	autoridad	nacional	podrá	adoptar	actos	de	auxilio
genéricos	en	la	investigación	o	medidas	provisionales,	como
bloqueo	de	cuenta,	embargos	o	confiscaciones	preventivas,	para
evitar	perjuicios	irreparables.
D.	Leg.	957.
ART.	531.—Medios	probatorios.
1.	 Para	 la	 recepción	de	 testimonios,	 se	 especificarán	 los	hechos
concretos	sobre	los	cuales	debe	recaer	el	interrogatorio	o,	en	todo
caso,	se	adjuntará	un	pliego	interrogatorio.
2.	Si	se	requiere	corroborar	una	prueba	o	un	documento	original
se	acompañaran	de	ser	posibles	copias	auténticas	de	aquellas	que
justificaron	el	pedido	o,	en	 todo	caso,	podrán	condicionarse	a	su
oportuna	devolución.
3.	Si	el	cumplimiento	de	la	solicitud	de	asistencia	pudiese
entorpecer	una	investigación	en	trámite	conducida	por	autoridad
competente,	podrá	disponerse	el	aplazamiento	o	el	conveniente
condicionamiento	de	la	ejecución,	informándose	al	Estado
requirente.
D.	Leg.	957.
ART.	532.—Trámite	de	las	solicitudes.
1.	La	Fiscalía	de	la	Nación	cursará	las	solicitudes	de	asistencia	de
las	 autoridades	 extranjeras	 al	 juez	 de	 la	 investigación
preparatoria	del	 lugar	donde	deba	 realizarse	 la	diligencia,	 quien
en	 el	 plazo	 de	 dos	 días,	 decidirá	 acerca	 de	 la	 procedencia	 de	 la
referida	solicitud.
2.	Contra	 la	 resolución	del	 juez	de	 la	 investigación	preparatoria
procede	recurso	de	apelación	sin	efecto	suspensivo.	La	Sala	Penal
Superior	 correrá	 traslado	de	 lo	actuado	al	 fiscal	 superior	y	a	 los
interesados	debidamente	apersonados	por	el	plazo	común	de	tres
días,	y	resolverá,	previa	vista	de	la	causa,	en	el	plazo	de	cinco	días.
3.	 En	 el	 trámite	 de	 ejecución	 del	 acto	 de	 asistencia	 judicial
intervendrá	el	Ministerio	Público	y	se	citará	a	la	embajada	del	país
solicitante	para	que	se	haga	representar	por	un	abogado.	También
se	 aceptará	 la	 intervención	de	 los	 abogados	de	 quienes	 resulten
ser	partes	en	el	proceso	del	que	derive	la	carta	rogatoria.
4.	 Sin	 perjuicio	 de	 lo	 anterior,	 en	 todo	 lo	 referente	 a	 las
condiciones	y	formas	de	realización	del	acto	de	asistencia,	rige	la
legislación	nacional.
5.	Corresponde	actuar	la	diligencia	de	asistencia	judicial	al	propio
juez	de	la	investigación	preparatoria.	Luego	de	ejecutarla,	elevará
las	actuaciones	a	la	Fiscalía	de	la	Nación	para	su	remisión	a	la
autoridad	requirente	por	intermedio	del	Ministerio	de	Relaciones
Exteriores.
D.	Leg.	957.
ART.	 533.—Traslado	 al	 extranjero	 de	 persona	 privada	 de
libertad.
1.	La	comparecencia	y	el	traslado	temporal	al	extranjero	de	una
persona	 privada	 de	 libertad	 por	 la	 justicia	 peruana,	 sólo	 podrá
autorizarse	 si	 el	 requerido	 presta	 su	 consentimiento,	 con
asistencia	de	un	abogado	defensor,	y	siempre	que	su	presencia	en
el	país	no	fuera	necesaria	para	una	investigación	y	juzgamiento.
2.	La	autoridad	extranjera	deberá	comprometerse	a	mantener	en
custodia	física	a	la	persona	traslada	y	la	devolverá	luego	de
acabadas	la	diligencias	que	originaron	su	traslado,	sin	necesidad
de	extradición	o	en	un	tiempo	que	no	exceda	de	sesenta	días	o	el
que	le	resta	para	el	cumplimiento	de	la	condena,	según	el	plazo
que	se	cumpla	primero,	a	menos	que	el	requerido,	la	Fiscalía	de	la
Nación	y	la	autoridad	extranjera	consientan	prorrogarlo.
D.	Leg.	957.
ART.	534.—Salvoconducto.
1.	 La	 comparecencia	 de	 toda	 persona	 ante	 la	 autoridad
extranjera,	autorizada	por	la	justicia	peruana,	está	condicionada	a
que	 se	 le	 conceda	 un	 salvoconducto,	 bajo	 el	 cual,	 mientras	 se
encuentre	en	el	Estado	requirente,	no	podrá:
a)	Ser	detenida	o	enjuiciada	por	delitos	anteriores	a	su	salida	del
territorio	nacional;
b)	 Ser	 requerida	 para	 declarar	 o	 dar	 testimonio	 en
procedimientos	no	especificados	en	la	solicitud;
c)	 Ser	 detenida	 o	 enjuiciada	 con	 base	 en	 la	 declaración	 que
preste,	salvo	el	caso	de	desacato	o	falso	testimonio.
2.	El	salvoconducto	cesará	cuando	la	persona	prolongue
voluntariamente	su	estadía	por	más	de	quince	días	a	partir	del
momento	en	que	su	presencia	ya	no	fuere	necesaria.
D.	Leg.	957.
ART.	535.—Prohibiciones.
1.	 Los	 documentos,	 antecedentes,	 informaciones	 o	 pruebas
obtenidas	 en	 aplicación	 de	 la	 asistencia	 judicial	 no	 podrán
divulgarse	 o	 utilizarse	 para	 propósitos	 diferentes	 de	 aquellos
especificados	en	 la	 carta	 rogatoria,	 sin	previo	consentimiento	de
la	Fiscalía	de	la	Nación.
2.	La	autoridad	judicial	nacional	al	aceptar	la	solicitud	de
asistencia	o,	en	su	caso	y	posteriormente,	la	Fiscalía	de	la	Nación
podrá	disponer	que	la	información	o	las	pruebas	suministradas	al
Estado	requirente	se	conserven	en	confidencialidad.	Corresponde
a	la	Fiscalía	de	la	Nación	realizar	las	coordinaciones	con	la
autoridad	central	del	país	requirente	para	determinar	las
condiciones	de	confidencialidad	que	mutuamente	resulten
convenientes.
D.	Leg.	957.
ART.	 536.—Requisitos	 y	 trámite	 de	 la	 carta	 rogatoria	 a
autoridades	extranjeras.
1.	 Las	 solicitudes	 de	 asistencia	 judicial	 que	 se	 formulen	 a	 las
autoridades	 extranjeras	 se	 harán	 por	 escrito	 y	 en	 el	 idioma	 del
país	requerido.	Deberán	contener	las	siguientes	indicaciones:
a)	 El	 nombre	 de	 la	 autoridad	 peruana	 encargada	 de	 la
investigación	o	del	juzgamiento;
b)	El	delito	a	que	se	refiere	la	causa	y	descripción	del	asunto,	 la
índole	 de	 la	 investigación	 o	 juzgamiento,	 y	 la	 relación	 de	 los
hechos	a	los	que	se	refiere	la	solicitud;
c)	Descripción	 completa	de	 la	 asistencia	que	 se	 solicita	 y,	 en	 su
caso,	remisión	de	la	documentación	pertinente;
2.	Cuando	no	se	conozcan	las	pruebas	en	particular	que	quieren
obtenerse,	se	mencionará	los	hechos	que	se	buscan	acreditar.
3.	Corresponde	a	los	jueces	y	fiscales,	en	el	ámbito	de	sus
respectivas	atribuciones,	cursar	la	carta	rogatoria	a	las
autoridades	extranjeras.	Ésta	se	tramitará	por	intermedio	de	la
Fiscalía	de	la	Nación.
D.	Leg.	957.
ART.	 537.—Solicitud	 a	 las	 autoridades	 extranjeras	 para	 el
traslado	del	detenido	o	condenado.
1.	 El	 juez	 de	 la	 investigación	preparatoria	 o,	 en	 su	 caso,	 el	 juez
penal,	a	requerimiento	del	fiscal	o	de	las	otras	partes,	siempre	que
se	cumplan	los	requisitos	de	procedencia	previstos	en	el	código	y
resulte	necesaria	 la	presencia	de	un	procesado	detenido	o	de	un
condenado	 que	 en	 el	 extranjero	 está	 sufriendo	 privación	 de	 la
libertad	 o	 medida	 restrictiva	 de	 la	 libertad,	 podrá	 solicitar	 su
traslado	al	Perú	a	las	autoridades	de	ese	país,	a	fin	de	que	preste
testimonio,	 colabore	 en	 las	 investigaciones	 o	 intervenga	 en	 las
actuaciones	correspondientes.
2.	La	solicitud	de	traslado	estará	condicionada	a	la	concesión	por
parte	 de	 Estado	 Peruano	 del	 salvoconducto	 correspondiente	 y	 a
las	exigencias	mutuamente	acordadas	con	la	autoridad	extranjera,
previa	coordinación	con	la	Fiscalía	de	la	Nación.
3.	Contra	la	resolución	que	emite	el	juez	procede	recurso	de
apelación	con	efecto	suspensivo.	Rige,	en	lo	pertinente,	el	numeral
2)	del	artículo	517.
SECCIÓN	IV
Las	diligencias	en	el	exterior
D.	Leg.	957.
ART.	538.—Práctica	de	diligencias	en	el	extranjero	por	fiscal
o	juez	peruanos.
1.	 Cuando	 sea	 necesaria	 la	 práctica	 de	 diligencias	 en	 territorio
extranjero,	el	fiscal	superior	o	la	Sala	Penal	Superior	competente,
según	corresponda	realizarla	al	fiscal	o	al	juez,	podrán	de	acuerdo
con	la	naturaleza	de	la	actuación	y	la	urgencia	de	la	misma,	previa
aceptación	del	Estado	extranjero,	autorizar	el	traslado	del	fiscal	o
del	juez.	La	decisión	que	se	emite	no	es	recurrible.
2.	 El	 fiscal	 o	 el	 juez	 dispondrá	 se	 forme	 cuaderno	 aparte
conteniendo	 copia	 certificada	 de	 los	 actuados	 pertinentes	 que
resulten	 necesarios	 para	 determinar	 la	 necesidad	 y	 urgencia.	 La
resolución	que	 acuerde	 solicitar	 la	 autorización	 será	motivada	 y
precisará	las	diligencias	que	deben	practicarse	en	el	extranjero.
3.	La	Fiscalía	de	la	Nación	recibirá	por	conducto	del	Ministerio	de
Relaciones	Exteriores	 la	 respuesta	del	Estado	requerido	sobre	 la
posibilidad	 de	 realizarse	 en	 su	 territorio	 estas	 diligencias	 y	 las
anexará	a	los	actuados.
4.	Expedida	la	autorización	a	que	se	refiere	el	primer	párrafo	de
este	artículo,	dará	aviso	al	Ministerio	de	Relaciones	Exteriores	y	a
la	representación	diplomática	acreditada	en	Perú	del	país	donde
debe	realizarse	la	diligencia.
D.	Leg.	957.
ART.	539.—Caso	de	que	autoridades	extranjeras	consideren
necesaria	la	práctica	de	diligencias	en	el	Perú.
1.	 En	 caso	 que	 autoridades	 extranjeras	 consideren	 necesaria	 la
práctica	de	diligencias	en	el	Perú,	lo	harán	saber	a	la	Fiscalía	de	la
Nación	por	conducto	de	su	autoridad	central	o	vía	diplomática.
2.	 La	 Fiscalía	 de	 la	 Nación	 derivará	 la	 solicitud	 al	 juez	 de	 la
investigación	 preparatoria	 del	 lugar	 donde	 debe	 realizarse	 la
diligencia,	 la	 cual	 previo	 traslado	 al	 fiscal	 y	 a	 los	 interesados
debidamente	 apersonados,	 decidirá	 luego	de	 la	 vista	de	 la	 causa
en	 el	 plazo	 de	 cinco	 días.	 La	 decisión	 es	 recurrible	 con	 efecto
suspensivo	 ante	 la	 Sala	 Penal	 Superior.	 Rige	 lo	 dispuesto	 en	 el
numeral	2)	del	artículo	532.
3.	Si	se	acepta	la	solicitud	de	la	autoridad	extranjera,	su	ejecución
está	condicionada	a	que	no	se	afecten	derechos	y	garantías
consagradas	por	el	ordenamiento	jurídico	peruano.	En	este	caso,
prestará	a	la	autoridad	extranjera	el	auxilio	que	requiere	para	el
cumplimiento	de	dichas	diligencias.	El	Ministerio	Público	será
citado	y	participará	activamente	en	el	procedimiento	de	ejecución.
SECCIÓN	V
El	cumplimiento	de	condenas
TÍTULO	I
Las	penas	y	las	medidas	privativas	de
libertad	efectivas
D.	Leg.	957.	
ART.	540.—Bases	y	requisitos.
1.	Las	sentencias	de	la	justicia	penal	nacional	que	imponen	penas
privativas	 de	 libertad	 o	 medidas	 de	 seguridad	 privativas	 de
libertad	 a	 nacionales	 de	 otro	 país	 podrán	 ser	 cumplidas	 en	 ese
país.	Asimismo,	 las	sentencias	de	 la	 justicia	penal	extranjera	que
impongan	penas	y	medidas	de	seguridad	privativas	de	 libertad	a
peruanos	podrán	ser	cumplidas	en	el	Perú.
2.	 Corresponde	 decidir	 el	 traslado	 de	 condenados,	 activo	 o
pasivo,	 al	 gobierno	 mediante	 resolución	 suprema	 expedida	 con
acuerdo	del	Consejo	de	Ministros,	previo	informe	de	la	comisión	a
que	 hace	 referencia	 el	 artículo	 514.	 La	 decisión	 del	 gobierno
requiere	 la	 necesaria	 intervención	 judicial	 en	 los	 términos
establecidos	en	esta	sección.
3.	La	ejecución	de	la	sanción	del	trasladado	se	cumplirá	de
acuerdo	a	las	normas	de	ejecución	o	del	régimen	penitenciario	del
Estado	de	cumplimiento.
D.	Leg.	957.
ART.	541.—Jurisdicción	del	Perú	sobre	la	condena	impuesta.
1.	 El	 Perú,	 cuando	 acepte	 el	 traslado	del	 condenado	 extranjero,
mantendrá	 jurisdicción	 exclusiva	 sobre	 la	 condena	 impuesta	 y
cualquier	 otro	 procedimiento	 que	 disponga	 la	 revisión	 o
modificación	de	las	sentencias	dictadas	por	sus	órganos	judiciales.
También	 retendrá	 la	 facultad	 de	 indultar	 o	 conceder	 amnistía	 o
remitir	la	pena	a	la	persona	condenada.
2.	La	Fiscalía	de	la	Nación,	previa	coordinación	con	el	Ministerio
de	 Justicia,	 aceptará	 las	 decisiones	 que	 sobre	 estos	 extremos
adopte	 el	 Estado	 extranjero,	 siempre	 y	 cuando	 respete	 la
legislación	 nacional;	 y,	 realizará	 las	 necesarias	 consultas	 y
coordinaciones	 con	 el	 Estado	 extranjero	 para	 que	 se	 respete	 lo
dispuesto	en	el	numeral	anterior.
3.	De	igual	manera,	el	Perú	en	ningún	caso	modificará,	por	su
duración,	la	pena	privativa	de	libertad	o	la	medida	privativa	de
libertad	pronunciada	por	la	autoridad	judicial	extranjera.
D.	Leg.	957.
ART.	 542.—Condiciones	 para	 el	 traslado	 y	 el	 cumplimiento
de	condenas.
1.	 El	 traslado	 de	 condenados	 será	 posible,	 si	 se	 cumplen	 las
siguientes	condiciones:
a)	 Que	 el	 hecho	 que	 origina	 la	 solicitud	 sea	 punible	 en	 ambos
estados;
b)	 Que	 el	 reo	 no	 haya	 sido	 declarado	 culpable	 de	 un	 delito
exclusivamente	militar;
c)	Que	la	parte	de	la	condena	del	reo	que	puede	cumplirse	en	el
momento	de	hacerse	la	solicitud	sea	por	lo	menos	de	seis	meses;
d)	Que	la	sentencia	se	encuentre	firme;
e)	 Modificado,	 Ley	 29305,	 Artículo	 Único.	 Que	 las
disposiciones	 de	 la	 sentencia,	 fuera	 de	 la	 privación	 de	 libertad,
hayan	 sido	 satisfechas	 o	 garantizadas,	 especialmente	 tratándose
de	multa,	reparación	civil	y	demás	consecuencias	accesorias.
Tratándose	 de	 cooperación	 judicial	 internacional,	 el	 condenado
que	 solicite	 ser	 trasladado	a	 su	país	de	origen,	 al	 amparo	de	 los
tratados	 o	 convenios	 internacionales	 sobre	 la	 materia	 o	 bajo	 el
principio	de	reciprocidad,	podrá	solicitar	al	órgano	jurisdiccional
correspondiente	 la	 reducción	 o	 exoneración	 del	 pago	 de	 la
reparación	 civil	 y	multa,	 siempre	 que	 cumpla	 con	 los	 siguientes
supuestos:
a)	 Que	 el	 agraviado	 sea	 únicamente	 el	 Estado	 o	 en	 su	 defecto
haya	 satisfecho	 completamente	 la	 reparación	 civil	 fijada
expresamente	en	la	sentencia	a	favor	de	otros	agraviados.
b)	 Acredite	 razones	 humanitarias	 debidamente	 fundadas	 o
carezca	 de	 medios	 económicos	 suficientes,	 previo	 informe
socioeconómico	del	funcionario	competente	del	Instituto	Nacional
Penitenciario	que	corrobore	dicha	situación.
La	 autoridad	 judicial,	 previa	 evaluación	 de	 los	 antecedentes	 y
mediante	 resolución	 motivada,	 podrá	 aprobar	 o	 denegar	 la
solicitud	de	exoneración	y/o	reducción	del	pago	de	la	reparación
civil	y	multa.
En	 el	 caso	 de	 que	 se	 trate	 de	 reparaciones	 civiles	 solidarias,	 se
hará	 extensivo	 dicho	 beneficio	 a	 los	 demás	 condenados
extranjeros,	 que	 se	 encuentran	 en	 la	 misma	 condición	 de
insolvencia.
En	 el	 caso	 de	 condenados	 con	 doble	 nacionalidad,	 una	 de	 las
cuales	es	la	peruana,	la	pena	se	cumplirá	en	el	Perú.
f)	 Que	 no	 exista	 actuación	 procesal	 en	 curso	 ni	 sentencia
ejecutoriada	de	jueces	locales	sobre	los	mismos	hechos.
2.	Excepcionalmente,	previo	acuerdo	entre	las	autoridades
centrales,	podrá	convenirse	en	el	traslado,	aunque	la	duración	de
la	condena	sea	inferior	a	la	prevista	en	el	literal	c)	del	numeral	1).
El	acuerdo	de	la	Fiscalía	de	la	Nación	requerirá	la	conformidad	del
Gobierno,	que	la	recabará	previa	coordinación	con	el	Ministerio
de	Justicia.
D.	Leg.	957.
ART.	543.—Trámite	para	disponer	el	 traslado	de	extranjero
condenado	en	el	Perú.
1.	 La	 Fiscalía	 de	 la	 Nación	 remitirá	 la	 solicitud	 de	 traslado
formulada	por	el	Estado	extranjero	al	juzgado	penal	colegiado	del
lugar	 donde	 el	 condenado	 se	 encuentra	 cumpliendo,	 el	 cual
decidirá	en	el	plazo	de	cinco	días,	previo	traslado	al	fiscal	y	a	los
interesados	 debidamente	 personados,	 y	 luego	 de	 celebrarse	 la
vista	de	la	causa.	La	decisión	es	recurrible	con	efecto	suspensivo
ante	la	sala	penal	superior.	Rige	lo	dispuesto	en	el	numeral	2)	del
artículo	532.
2.	 La	 solicitud	 estará	 acompañada	 de	 copia	 certificada	 de	 la
sentencia	 relativa	 al	 reo,	 haciendo	 constar	 su	 firmeza	 y,	 cuando
corresponda,	del	acuerdo	celebrado	entre	la	Fiscalía	de	la	Nación
y	la	respectiva	autoridad	extranjera	sobre	los	puntos	indicados	en
el	artículo	541.	Asimismo,	debe	constar	la	aceptación	expresa	del
reo	 prestada	 con	 asesoramiento	 de	 su	 abogado	 defensor.	 Si	 se
considera	 que	 la	 documentación	 acompañada	 es	 insuficiente	 se
podrá	solicitar	mayor	información	u	otro	informe	adicional.
3.	 Para	 tomar	 la	 decisión	 el	 juez	 penal	 considerará,	 entre	 otros
factores,	la	gravedad	del	delito,	los	antecedentes	del	reo,	su	estado
de	 salud	 y	 los	 vínculos	 que	 pueda	 tener	 con	 el	 Estado	 donde
cumplirá	la	condena.
4.	 Firme	 que	 sea	 la	 resolución	 judicial,	 que	 tendrá	 carácter
consultiva,	 se	 remitirá	 conjuntamente	 con	 las	 actuaciones
formadas	al	efecto	al	Ministerio	de	Justicia,	con	conocimiento	de	la
Fiscalía	de	la	Nación.
5.	Cuando	la	resolución	judicial	es	negativa	al	traslado,	el
Gobierno	queda	vinculado	a	esa	decisión.	Si	la	resolución	judicial
consultiva	es	favorable	al	traslado,	el	Gobierno	puede	decidir	lo
que	considere	conveniente.
TRASLADO	PASIVO	DE	CONDENADOS
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	21.—Solicitud	de	traslado.	La	solicitud	del	Estado	extranjero	para	el
traslado	 de	 su	 nacional	 condenado	 en	 el	 Perú,	 comienza	 a	 iniciativa	 del
condenado,	quien	presentará	el	pedido	ante	su	representación	consultar	en
el	Perú	o	ante	el	Instituto	Nacional	Penitenciario.
De	haber	presentado	su	pedido	ante	su	representación	consular	en	el	Perú,
ésta	tramitará	la	solicitud	de	traslado	a	través	del	Ministerio	de	Relaciones
Exteriores,	 ante	 las	 autoridades	 nacionales	 competentes.	 Asimismo,	 la
citada	 representación	 consular,	 se	 encargará	 de	 realizar	 el	 trámite
respectivo	 ante	 las	 autoridades	 extranjeras,	 a	 fin	 de	 que	 se	 formalice	 el
requerimiento.
Si	 el	 pedido	 ha	 sido	 presentado	 al	 Instituto	 Nacional	 Penitenciario,	 éste
remitirá	el	pedido	a	 la	autoridad	central,	quien	procederá	de	acuerdo	a	 lo
dispuesto	 en	 el	 artículo	 544	 del	 Código	 Procesal	 Penal	 en	 su	 parte
pertinente.
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	 22.—Modificado.	 D.	 S.	 010-2008-JUS,	 Art.	 1°.	 Requisitos	 de	 la
solicitud	 de	 traslado.	 La	 solicitud	 de	 traslado	 deberá	 contener	 los
siguientes	recaudos:
a)	Aprobación	expresa	del	Estado	receptor.
b)	Declaración	expresa	del	solicitante	de	cumplir	el	resto	de	su	condena	en
el	Estado	receptor.
c)	Documento	fehaciente	que	acredite	su	nacionalidad.
d)	 Copia	 certificada	 por	 triplicado	 de	 la	 sentencia	 impuesta	 al	 solicitante
por	las	autoridades	nacionales	competentes,	y	constancia	que	acredite	que
dicha	sentencia	ha	quedado	consentida.
e)	Certificado	que	acredite	la	no	existencia	de	proceso	pendiente	contra	el
solicitante.
f)	Normas	referidas	al	delito	materia	de	condena	al	solicitante.
g)	 Informe	 social,	médico	 y	 psicológico	 emitido	 por	 el	 Instituto	 Nacional
Penitenciario.
h)	Reporte	del	centro	penitenciario	 informando	sobre	el	comportamiento
del	interno.
i)	Certificado	de	cómputo	laboral	y/o	educativo.
j)	Ficha	penológica	del	solicitante.
k)	Copia	certificada	de	la	resolución	judicial	que	acredite	la	cancelación	del
pago	de	multa	y	de	la	reparación	civil.
l)	 Indicación	 expresa	 de	 la	 dirección	 y	 teléfono	 de	 un	 familiar	 y/o
apoderado	en	el	Estado	receptor.
Si	el	Estado	trasladante	considera	que	la	documentación	suministrada	por
el	 Estado	 receptor	 no	 es	 suficiente	 para	 la	 aceptación	 de	 la	 solicitud	 de
traslado,	podrá	solicitar	información	adicional.
NOTA:	 El	 artículo	 3°	 del	 D.	 S.	 010-2008-JUS,	 establece	 que:	 “La
documentación	 señalada	 en	 los	 incisos	 g),	 h),	 i)	 y	 j)	 del	 artículo	 22	 del
Decreto	Supremo	N°	016-2006-JUS,	deberá	ser	atendida	por	las	autoridades
competentes	del	 Instituto	Nacional	 Penitenciario,	 en	 el	 plazo	de	5	días	de
requerida	por	las	autoridades	nacionales	competentes”.
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	 23.—Modificado.	 D.	 S.	 010-2008-JUS,	 Art.	 1°.	 Actuación	 de	 la
autoridad	central	y	del	Poder	Judicial.	Formalizado	el	requerimiento,	 la
Fiscalía	 de	 la	 Nación	 remitirá	 la	 solicitud	 de	 traslado	 formulada	 por	 el
Estado	extranjero	al	juzgado	penal	colegiado	del	lugar	donde	el	condenado
se	 encuentre	 cumpliendo	 condena.	 El	 juzgado	 correrá	 traslado	 de	 la
solicitud	a	los	interesados	debidamente	apersonados	y	al	fiscal	para	que	se
pronuncie	en	el	término	de	un	día,	vencido	el	cual,	el	juez	se	pronunciará.
En	caso	que	el	Estado	peruano,	a	solicitud	del	interno,	inste	el	traslado	de
un	 reo	 extranjero	 condenado	 en	 el	 país,	 se	 procederá	 de	 acuerdo	 a	 lo
dispuesto	en	el	artículo	544	del	Código	Procesal	en	su	parte	pertinente.
D.	S.	016-2006-JUS.	
ART.	 23-A.—Incorporado.	 D.	 S.	 010-2008-JUS,	 Art.	 2°.	 Formación	 del
cuaderno	 de	 traslado.	 La	 formación	 del	 cuaderno	 de	 traslado	 activo	 o
pasivo	 por	 parte	 de	 la	 Fiscalía	 de	 la	 Nación	 se	 efectuará	 en	 el	 plazo	 de
treinta	días	de	recibida	la	solicitud	de	traslado.
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	24.—Documentación	adicional.	La	autoridad	central,	a	instancia	de
los	 órganos	 competentes,	 podrá	 solicitar	 información	 o	 documentación
adicional.
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	25.—Actuación	del	Ministerio	de	Justicia.	La	resolución	judicial	con
los	 actuados	 se	 remitirá	 al	 Ministerio	 de	 Justicia,	 con	 conocimiento	 de	 la
autoridad	central.
La	Comisión	Oficial	de	Extradiciones	y	Traslado	de	Condenados	procederá
a	 estudiar	 los	 actuados	 y	 emitirá	 su	 informe	 en	 el	 plazo	 indicado	 en	 el
artículo	29	del	presente	decreto	supremo.
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	 26.—Decisión	 gubernamental.	 El	 cuaderno	 de	 traslado	 de
condenado	será	remitido	por	el	Ministerio	de	Justicia	a	la	autoridad	central
una	vez	emitida	 la	resolución	suprema	respectiva	que	accede	al	pedido	de
traslado.
La	autoridad	central	remitirá	al	Ministerio	de	Relaciones	Exteriores	copia
certificada	 de	 la	 resolución	 suprema	 para	 su	 presentación	 al	 Estado
receptor.
Si	 el	 Estado	 peruano	 no	 accede	 al	 pedido	 de	 traslado,	 el	 Ministerio	 de
Justicia	 procederá	 a	 devolver	 el	 cuaderno	 a	 la	 autoridad	 central	 para	 el
archivo	del	caso,	quien	comunicará	tal	decisión	al	Estado	receptor	a	través
del	Ministerio	de	Relaciones	Exteriores.
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	 27.—Ejecución	 del	 traslado.	 La	 entrega	 del	 peticionario	 es	 de
responsabilidad	del	Instituto	Nacional	Penitenciario,	quien	se	encargará	de
la	 custodia	 del	 mismo,	 desde	 su	 salida	 del	 establecimiento	 penitenciario
hasta	su	entrega	a	las	autoridades	extranjeras	en	el	territorio	peruano.
D.	Leg.	957.
ART.	 544.—Trámite	 cuando	 el	 Perú	 solicita	 el	 traslado	 del
extranjero.
1.	La	solicitud	por	el	Estado	Peruano	para	instar	el	traslado	de	un
reo	extranjero	condenado	en	el	país	o	de	un	nacional	condenado
en	 el	 extranjero	 corresponde,	 en	 el	 primer	 supuesto,	 al	 Juzgado
Penal	 Colegiado	 del	 lugar	 donde	 cumple	 la	 condena;	 y,	 en	 el
último	supuesto,	al	 Juzgado	Penal	Colegiado	de	la	Corte	Superior
de	Lima	a	instancia	del	fiscal	en	coordinación	con	la	Fiscalía	de	la
Nación.
2.	Modificado,	 Ley	29305,	Artículo	Único.	 En	 ambos	 casos,	 la
fiscalía	designada	por	la	Fiscalía	de	la	Nación	formará	el	cuaderno
respectivo,	ya	sea	de	oficio	o	a	solicitud	del	propio	condenado.	En
todo	 caso	 se	 requiere	 que	 el	 condenado	 haya	 dado	 ante	 la
autoridad	judicial,	y	con	asistencia	de	abogado	defensor,	su	libre	y
expreso	consentimiento	al	traslado,	después	de	ser	informado	de
sus	consecuencias,	y	cumplido	con	el	pago	de	la	reparación	civil	y
demás	 consecuencias	 accesorias,	 salvo	 los	 que	 se	 encuentren
incursos	en	el	artículo	542	inciso	e)	de	este	código.
3.	 El	 juzgado	 penal	 colegiado	 se	 pronunciará	 si	 corresponde
iniciar	 formalmente	 la	 indicada	 solicitud	 de	 traslado.	 Para	 ello
correrá	traslado	a	las	partes	personadas	por	el	plazo	de	cinco	días
y	celebrará	la	audiencia	de	vista	de	la	causa	en	similar	plazo.
4.	Rige	lo	dispuesto	en	los	numerales	4)	y	5)	del	artículo	anterior.
TRASLADO	ACTIVO	DE	CONDENADOS
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	13.—Solicitud	de	 traslado.	El	 nacional	 condenado	 en	 el	 extranjero
que	 desee	 ser	 trasladado	 a	 un	 centro	 penitenciario	 en	 el	 Perú	 deberá
presentar	su	solicitud	a	nuestra	autoridad	consular	en	el	extranjero.
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	14.—Requisitos	de	la	solicitud	de	traslado.	La	solicitud	de	traslado
deberá	contener	los	siguientes	recaudos:
a)	Declaración	expresa	del	interno	de	cumplir	el	resto	de	su	condena	en	el
Perú.
b)	 Copia	 certificada	 de	 la	 partida	 de	 nacimiento	 u	 otro	 documento	 que
acredite	su	nacionalidad	peruana.
c)	 Copia	 certificada	 por	 triplicado	 de	 la	 sentencia	 impuesta	 al	 solicitante
por	 la	 autoridad	 judicial	 extranjera,	 acompañada	 de	 la	 traducción
correspondiente,	 con	 la	 constancia	 que	 acredite	 que	 la	 sentencia	 ha
quedado	consentida.
d)	Constancia	que	acredite	la	no	existencia	de	procesos	pendientes	contra
el	solicitante.
e)	Normas	referidas	al	delito	materia	de	condena	al	solicitante.
f)	 Copia	 certificada	 de	 la	 resolución	 que	 acredite	 la	 cancelación	 de	 la
reparación	civil	y	demás	consecuencias	accesorias.
g)	 Indicación	 expresa	 de	 la	 dirección	 y	 teléfono	 de	 un	 familiar	 y/o
apoderado	en	el	Perú.
h)	Fotografía	a	color	del	solicitante.
Si	el	Estado	receptor	considera	que	la	documentación	suministrada	por	el
Estado	 trasladante	 no	 es	 suficiente	 para	 la	 aceptación	 de	 la	 solicitud	 de
traslado,	podrá	pedir	información	adicional.
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	15.—Actuación	de	cancillería.	Recibida	la	solicitud	con	los	recaudos
señalados	 en	 el	 artículo	 anterior,	 el	 Ministerio	 de	 Relaciones	 Exteriores
procederá	a	remitirlo	a	la	autoridad	central.
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	 16.—Formación	 del	 cuaderno.	 La	 autoridad	 central	 remitirá	 la
solicitud	de	traslado	al	fiscal	superior	de	turno,	quien	formará	el	cuaderno
respectivo,	 y	 solicitará	 al	 Instituto	 Nacional	 Penitenciario	 el	 informe
referido	a	la	visita	domiciliaria,	informe	social	y	demás	pertinentes.
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	 17.—Actuación	 del	 Poder	 Judicial.	 Remitidos	 los	 informes	 por	 el
Instituto	 Nacional	 Penitenciario,	 la	 Fiscalía	 Superior	 correspondiente
procederá	 a	 remitir	 el	 cuaderno	 al	 órgano	 jurisdiccional	 competente	 de
acuerdo	 a	 las	 normas	 procesales	 vigentes,	 quien	 emitirá	 la	 resolución
judicial	declarando	la	procedencia	o	improcedencia	del	pedido	de	traslado.
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	18.—Actuación	del	Ministerio	de	Justicia.	La	resolución	judicial	con
los	 actuados,	 se	 remitirá	 al	Ministerio	 de	 Justicia,	 con	 conocimiento	 de	 la
autoridad	central.
La	Comisión	Oficial	de	Extradiciones	y	Traslado	de	Condenados	procederá
a	 estudiar	 los	 actuados	 y	 emitirá	 su	 informe	 en	 el	 plazo	 indicado	 en	 el
artículo	29	del	presente	decreto	supremo.
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	 19.—Decisión	 gubernamental.	 El	 cuaderno	 de	 traslado	 de
condenado	será	remitido	por	el	Ministerio	de	Justicia	a	la	autoridad	central
una	vez	emitida	la	resolución	suprema	que	accede	a	solicitar	el	traslado.
La	autoridad	central,	remitirá	copia	certificada	de	la	resolución	suprema	al
Ministerio	 de	 Relaciones	 Exteriores	 para	 su	 presentación	 al	 Estado
trasladante,	y	 los	documentos	señalados	en	el	numeral	2)	del	artículo	543
del	Código	Procesal	Penal.
Si	el	Estado	peruano	no	accede	a	 la	solicitud	de	 traslado,	el	Ministerio	de
Justicia	 procederá	 a	 devolver	 el	 cuaderno	 a	 la	 autoridad	 central	 para	 el
archivo	 del	 caso,	 quien	 comunicará	 tal	 decisión	 al	 Estado	 trasladante	 a
través	del	Ministerio	de	Relaciones	Exteriores.
D.	S.	016-2006-JUS.
ART.	20.—Ejecución	del	traslado.	La	responsabilidad	de	 la	ejecución	del
traslado	corresponde	al	Instituto	Nacional	Penitenciario,	quien	se	encargará
de	 la	 custodia	 del	 peticionario	 desde	 su	 recojo	 en	 el	 extranjero	 hasta	 su
internamiento	en	algún	establecimiento	penitenciario	de	nuestro	país.
TÍTULO	II
Las	otras	penas	y	medidas	de	seguridad
D.	Leg.	957.
ART.	545.—Penas	no	privativas	de	libertad.
1.	 El	 condenado	 de	 nacionalidad	 peruana	 por	 un	 órgano
jurisdiccional	 extranjero	 a	 cumplir	 una	 pena	 de	 condena
condicional	o	la	suspensión	del	fallo	condenatorio,	o	de	prestación
de	servicios	a	 la	comunidad,	o	de	 limitación	de	días	 libres,	o	una
medida	de	seguridad	no	privativa	de	libertad,	podrá	cumplirla	en
el	Perú	bajo	la	vigilancia	de	la	autoridad	competente.
2.	 La	 aceptación	 de	 la	 solicitud	 está	 condicionada	 al
cumplimiento	de	la	reparación	civil	y	de	las	demás	consecuencias
accesorias,	 y	 a	 la	 aceptación	 del	 condenado	 prestada	 con
asistencia	de	su	abogado	defensor.
3.	 La	 solicitud	 de	 la	 autoridad	 extranjera	 requiere	 copia
certificada	de	la	sentencia	firme,	información	completa	de	haberse
cumplido	la	reparación	civil	y	las	demás	consecuencias	accesorias,
información	sobre	la	fecha	de	llegada	al	Perú,	y	explicación	de	las
obligaciones	 asumidas	 por	 el	 condenado	 y	 del	 control	 que	 se
requiere	de	 la	autoridad	peruana,	 con	determinación	de	 la	 fecha
de	finalización	del	control.	No	se	aceptará	la	solicitud	cuando	las
obligaciones	asumidas	por	el	condenado	o	las	medidas	de	control
requeridas	contraríen	la	legislación	nacional.
4.	Si	el	condenado	fuere	peruano,	podrá	presentar	la	solicitud	por
sí	o	a	través	de	terceros	a	su	nombre.
5.	 Resolverá	 la	 solicitud	 el	 juez	 para	 la	 investigación
preparatoria.	 Rige,	 en	 lo	 pertinente,	 los	 numerales	 1)	 y	 2)	 del
artículo	 532.	 En	 estos	 casos	 se	 requiere	 informe	 del	 Instituto
Nacional	Penitenciario.
6.	Corresponde	a	la	autoridad	peruana	informar	periódicamente
al	Estado	de	condena	acerca	de	la	forma	en	que	se	lleva	a	cabo	el
control.	Está	obligada	a	comunicar	de	inmediato	el
incumplimiento	por	parte	del	condenado	de	las	obligaciones
asumidas,	para	que	el	Estado	de	condena	adopte	las	medidas	que
correspondan	al	caso.
D.	Leg.	957.
ART.	546.—Cumplimiento	de	penas	no	privativas	de	libertad
en	el	Perú.
1.	El	condenado	extranjero	por	un	órgano	jurisdiccional	peruano
a	 cumplir	 una	 pena	 de	 condena	 condicional	 o	 la	 suspensión	 del
fallo	condenatorio,	o	de	prestación	de	servicios	a	la	comunidad,	o
de	 limitación	 de	 días	 libres,	 o	 una	 medida	 de	 seguridad	 no
privativa	 de	 libertad,	 podrá	 ser	 cumplido	 en	 el	 país	 de	 su
nacionalidad.
2.	 Las	 condiciones	 serán,	 analógicamente,	 las	 establecidas	 en	 el
artículo	anterior.
3.	La	solicitud	debe	ser	presentada	ante	el	juez	de	la
investigación	preparatoria.	La	Fiscalía	de	la	Nación	coordinará
con	la	autoridad	extranjera	los	requisitos	y	condiciones	que	el
Estado	de	condena	establece	al	respecto,	y	las	remitirá	al	juez	de
la	causa	para	su	decisión.
D.	Leg.	957.
ART.	547.—Pena	de	multa	y	el	decomiso.
1.	 Las	 condenas	 de	 multa	 o	 la	 consecuencia	 accesoria	 del
decomiso	 dictadas	 por	 autoridad	 judicial	 extranjera,	 podrán	 ser
ejecutadas	en	el	Perú,	a	solicitud	de	su	autoridad	central,	cuando:
a)	El	delito	fuere	de	competencia	del	Estado	requirente,	según	su
propia	legislación;
b)	La	condena	esté	firme;
c)	El	hecho	que	 la	motiva	 constituya	delito	para	 la	 ley	peruana,
aun	cuando	no	tuviera	prescritas	las	mismas	penas;
d)	 No	 se	 trate	 de	 un	 delito	 político	 o	 el	 proceso	 se	 instó	 por
propósitos	políticos	o	motivos	discriminatorios	rechazados	por	el
Derecho	Internacional;
e)	El	condenado	no	hubiese	sido	juzgado	en	el	Perú	o	en	otro	país
por	el	hecho	que	motiva	el	pedido;	y,
f)	No	se	trata	de	una	condena	dictada	en	ausencia.
2.	 La	 autoridad	 central,	 en	 coordinación	 con	 el	 Ministerio	 de
Relaciones	 Exteriores,	 podrá	 convenir	 con	 el	 Estado	 requirente,
sobre	la	base	de	reciprocidad,	que	parte	del	dinero	o	de	los	bienes
obtenidos	 como	 consecuencia	 del	 procedimiento	 de	 ejecución,
queden	en	poder	del	Estado	peruano.
3.	 Para	 todo	 lo	 relacionado	 con	 la	 solicitud	 y	 el	 procedimiento
necesario	para	resolver	el	pedido	del	Estado	requirente,	rigen	en
lo	pertinente	los	artículos	530	y	532.
4.	El	procedimiento	judicial	para	la	ejecución	forzosa	de	la	multa
y	del	decomiso	será	el	previsto	en	este	código	y	podrán	adoptarse
medidas	de	coerción	patrimonial.	 Intervendrá	necesariamente	el
fiscal	provincial.
5.	 La	 multa	 se	 ejecutará	 por	 el	 monto	 y	 las	 condiciones
establecidas	 en	 la	 condena,	 el	 cual	 se	 convertirá	 a	 la	 moneda
nacional	 o	 a	 otra	 moneda	 según	 los	 acuerdos	 que	 se	 arriben	 y
siempre	que	no	prohíba	la	legislación	nacional.
6.	Los	gastos	que	ocasione	la	ejecución	serán	de	cargo	del	Estado
requirente.
7.	El	dinero	o	los	bienes	obtenidos	serán	depositados	a	la	orden
de	la	Fiscalía	de	la	Nación,	la	que	los	transferirá	o	entregará	a	la
autoridad	central	del	país	requirente	o	a	la	que	ésta	designe.
D.	Leg.	957.
ART.	548.—Pena	de	inhabilitación.
1.	 Las	 penas	 de	 inhabilitación	 impuestas	 por	 un	 órgano
jurisdiccional	 extranjero	 serán	 ejecutadas	 en	 el	 Perú,	 a	 solicitud
de	su	autoridad	central,	siempre	que	se	cumplan	 las	condiciones
establecidas	en	el	numeral	1)	del	artículo	532.
2.	El	procedimiento	de	admisión	y	el	de	ejecución,	con	la
intervención	necesaria	del	fiscal	provincial,	será	el	previsto	en	los
artículos	530	y	532,	así	como	las	normas	sobre	ejecución	de
sentencia	establecidas	en	el	código.
D.	Leg.	957.
ART.	 549.—Penas	 de	 multa	 e	 inhabilitación	 y	 decomiso
objeto	de	cumplimiento	en	el	extranjero.
1.	 El	 órgano	 jurisdiccional	 peruano	 que	 haya	 impuesto	 una
condena	de	multa,	 inhabilitación	o	decomiso,	podrá	requerir	que
se	ejecute	la	condena	en	un	país	extranjero.
2.	Las	condiciones	serán,	analógicamente,	las	establecidas	por	el
numeral	1)	del	artículo	532.
3.	El	procedimiento	de	admisión	y	el	de	ejecución,	con	la
intervención	necesaria	del	fiscal	provincial,	será	el	previsto	en	los
artículos	530	y	532,	así	como	las	normas	sobre	ejecución	de
sentencia	establecidas	en	el	código.
SECCIÓN	VI
La	entrega	vigilada
D.	Leg.	957.
ART.	550.—Disposición	de	entrega	vigilada	al	exterior.
1.	 La	 fiscalía	 provincial	 del	 lugar	donde	ocurra	 el	 hecho,	 previa
coordinación	 con	 la	 Fiscalía	 de	 la	 Nación	 y	 mediando	 solicitud
expresa	y	motivada	de	la	autoridad	competente	extranjera,	podrá
autorizar	la	entrega	vigilada	con	el	fin	de	descubrir	a	las	personas
implicadas	en	delitos	de	naturaleza	internacional	o	transnacional
y	de	entablar	acciones	penales	contra	ellas.
2.	La	entrega	vigilada	se	acordará	mediante	una	disposición,	que
se	guardará	en	reserva,	y	que	se	comunicará	a	la	autoridad	central
extranjera	 o,	 por	 razones	 de	 urgencia,	 a	 la	 autoridad	 que	 ha	 de
realizar	la	investigación.
3.	 La	 disposición	 determinará,	 según	 el	 caso,	 que	 las	 remesas
ilícitas	 cuya	 entrega	 vigilada	 se	 haya	 acordado	 puedan	 ser
interceptadas,	 y	 autorizadas	a	proseguir	 intactas	o	a	 sustituir	 su
contenido,	total	o	parcialmente.
4.	Corresponde	al	fiscal	provincial	conducir,	con	la	activa
intervención	de	la	Policía	Nacional,	todo	el	procedimiento	de
entrega	vigilada.
D.	Leg.	957.
ART.	 551.—Entrega	 vigilada	 y	 protección	 de	 la	 jurisdicción
nacional.
1.	 La	 disposición	 que	 autoriza	 la	 entrega	 vigilada	 del	 bien
delictivo	se	adoptará	caso	por	caso.
2.	Los	gastos	que	en	territorio	nacional	demande	este	mecanismo
de	 cooperación	 serán	 de	 cuenta	 del	 Ministerio	 Público.	 Sin
embargo,	la	Fiscalía	de	la	Nación	está	facultada	para	arribar	a	un
acuerdo	específico	sobre	la	materia.
3.	La	Fiscalía	de	la	Nación	cuidará	que	el	ámbito	de	la	jurisdicción
nacional	no	se	limite	indebidamente.
D.	Leg.	957.
ART.	552.—Función	de	la	Fiscalía	de	la	Nación.
1.	 La	 Fiscalía	 de	 Nación	 establecerá,	 en	 coordinación	 con	 la
autoridad	 competente	 extranjera,	 el	 procedimiento	mutuamente
convenido	para	la	entrega	vigilada.
2.	Asimismo,	precisará,	con	pleno	respeto	a	la	vigencia	de	ley
penal	nacional,	la	atribución	que	corresponde	al	Ministerio
Público	de	promover	la	acción	penal	en	el	país,	en	caso	el
procedimiento	de	entrega	vigilada	dé	resultados	positivos.
D.	Leg.	957.
ART.	553.—Autorización	para	utilizar	la	entrega	vigilada.
1.	La	 fiscalía	que	 investiga	un	delito	previsto	en	el	artículo	340,
previa	coordinación	con	 la	Fiscalía	de	 la	Nación,	podrá	autorizar
se	solicite	a	la	autoridad	extranjera	competente	la	utilización	de	la
entrega	vigilada.
2.	En	virtud	de	la	urgencia	podrá	utilizarse	el	canal	directo	con	la
autoridad	central	del	país	requerido	o,	con	autorización	de	ella,
con	el	órgano	que	de	inmediato	tendrá	a	su	cargo	la	ejecución	de
dicha	técnica	de	cooperación.
SECCIÓN	VII
Cooperación	con	la	Corte	Penal
Internacional
TÍTULO	I
Aspectos	generales
D.	Leg.	957.
ART.	554.—Ámbito	de	la	cooperación.
1.	 Los	 actos	 de	 cooperación	 del	 Perú	 con	 la	 Corte	 Penal
Internacional	son:
a)	La	detención	y	entrega	de	personas;
b)	La	detención	provisional;
c)	 Los	 actos	 de	 cooperación	 previstos	 en	 el	 artículo	 93	 del
Estatuto	de	la	Corte	Penal	Internacional.
2.	Asimismo,	en	cuanto	no	estén	incluidos	específicamente	en
dicha	norma	internacional,	procede	otorgar	asistencia	en	los
supuestos	previstos	en	los	literales	b)	al	m)	del	numeral	1)	del
artículo	511,	así	como	en	lo	relativo	a	la	ejecución	de	penas
impuestas	a	nacionales	por	la	Corte	Penal	Internacional.
NOTA:	Mediante	Ley	N°	28671	(artículo	1°)	se	dispuso	a	partir	del	1	de	febrero	del	2006	la	entrada
en	vigencia	en	todo	el	país	de	los	artículos	468	a	471	y	el	Libro	Sétimo	“La	Cooperación	Judicial
Internacional”	y	las	disposiciones	modificatorias	contenidas	en	el	Código	Procesal	Penal,	excepto	las
contenidas	en	los	numerales	5,	6	y	7	de	la	Segunda	Disposición	Modificatoria,	que	entraron	en
vigencia	el	1	de	julio	del	2006.
D.	Leg.	957.
ART.	555.—Trámite	inicial	de	las	solicitudes	de	cooperación.
1.	Las	solicitudes	de	cooperación	de	un	órgano	de	la	Corte	Penal
Internacional	 serán	 recibidas	 vía	 diplomática	 y	 remitidas
inmediatamente	a	la	Fiscalía	de	la	Nación,	como	autoridad	central.
También	pueden	cursarse	directamente	a	la	Fiscalía	de	la	Nación.
2.	 La	 Fiscalía	 de	 la	 Nación	 cursará	 al	 juez	 de	 la	 investigación
preparatoria	 las	 solicitudes	 de	 cooperación	 de	 detención	 y
entrega,	de	detención	provisional,	y	de	todas	aquellas	establecidas
en	el	artículo	511.
3.	 Si	 el	 acto	 de	 cooperación	 consiste	 en:	 a)	 la	 identificación	 y
búsqueda	 de	 personas	 u	 objetos;	 b)	 la	 realización	 de
exhumaciones	y	el	examen	de	cadáveres	y	fosas	comunes;	y,	c)	la
identificación	y	determinación	del	paradero	de	bienes	delictivos,
corresponderá	 su	 admisión	 y	 ejecución	 al	 fiscal	 provincial	 del
lugar	de	la	diligencia.	Si	 la	solicitud,	a	su	vez,	exige	la	realización
de	 inspecciones	 oculares;	 el	 congelamiento	 o	 la	 incautación	 de
bienes	 delictivos,	 el	 fiscal	 provincial	 instará	 al	 juez	 de	 la
investigación	 preparatoria	 dicte	 la	 resolución	 autoritativa	 que
corresponda.	 Salvo	 que	 requiera	 autorización	 jurisdiccional,	 el
fiscal	provincial	estará	encargado	de	la	conducción	de	las	labores
de	protección	de	víctimas	y	testigos.
4.	Cuando	fuera	necesario,	y	el	interés	de	la	justicia	lo	exige,	las
autoridades	nacionales	que	intervienen	en	un	acto	de	cooperación
estarán	obligadas	a	preservar	el	secreto	de	las	actuaciones	en	que
intervengan.	Con	especial	énfasis	se	entenderán	secretas	las
diligencias	en	tanto	ellas	puedan	afectar	la	seguridad	e	integridad
corporal	y	psicológica	de	los	investigados,	de	las	víctimas,	de	los
posibles	testigos	y	de	sus	familiares.
D.	Leg.	957.
ART.	 556.—Consultas	 y	 acuerdos	 con	 la	 Corte	 Penal
Internacional.
1.	 Si	 la	 ejecución	 de	 un	 acto	 de	 cooperación	 con	 la	 Corte	 Penal
Internacional	 puede	 vulnerar	 una	 norma	 de	 orden	 público	 y	 un
principio	fundamental	del	derecho,	el	órgano	que	deba	decidir	su
admisión	 y	 desarrollo,	 previamente,	 expresará	 mediante
resolución	o	disposición	consultiva	–según	se	trata	del	 juez	o	del
fiscal,	 respectivamente–	 los	 motivos	 de	 la	 probable	 colisión	 y,
reservadamente,	 las	pondrá	en	 conocimiento	de	 la	Fiscalía	de	 la
Nación.
2.	La	Fiscalía	de	la	Nación	realizará	las	consultas	indispensables
con	la	Corte	Penal	Internacional	a	fin	de	resolver	la	cuestión.	A	su
finalización,	la	Fiscalía	de	la	Nación	se	pronunciará,	pudiendo	fijar
en	coordinación	con	la	Corte	Penal	Internacional	el	ámbito	posible
de	la	cooperación	que	se	le	daría	a	la	misma,	aclarar	los	puntos	de
cuestionamiento	de	la	decisión	fiscal	o	 judicial	o	dictar	cualquier
otra	 recomendación	 que	 considere	 conveniente.	 Con	 esa
respuesta,	 el	 fiscal	 encargado	 o	 el	 juez	 competente	 decidirán	 lo
que	 considere	 arreglado	 a	 derecho,	 con	 conocimiento	 de	 la
Fiscalía	de	la	Nación.
3.	Si	 la	cooperación	consiste	en	 la	presentación	de	documentos,
informaciones	 o	 divulgación	 de	 pruebas	 que	 puedan	 poner	 en
riesgo	 la	 seguridad	nacional	 o	 se	 trate	de	 secretos	de	Estado,	 se
procederá	 conforme	 a	 los	 numerales	 anteriores.	 En	 este	 caso,	 la
Fiscalía	de	la	Nación	coordinará	con	los	ministerios	u	órganos	del
Estado	 involucrados	 e	 iniciará	 las	 consultas	 con	 la	 Corte	 Penal
Internacional.	 Si	 la	 autoridad	 judicial	 acuerda	 que	 es	 imposible
cumplir	 el	 acto	 de	 cooperación	 solicitado,	 comunicará	 su
resolución	 a	 la	 Fiscalía	 de	 la	 Nación	 y	 ésta	 a	 la	 Corte	 Penal
Internacional.
4.	La	Fiscalía	de	la	Nación,	en	sus	relaciones	con	la	Corte	Penal
Internacional,	informará	de	las	normas	de	derecho	interno	y	de
los	requisitos	necesarios	para	el	debido	cumplimiento	de	los	actos
de	cooperación	solicitados.
TÍTULO	II
La	detención	y	entrega	de	personas	y	la
detención	provisional
D.	Leg.	957.
ART.	557.—Recepción	y	trámite.
1.	 Una	 vez	 que	 la	 Fiscalía	 de	 la	 Nación	 reciba	 la	 solicitud	 de
detención	 y	 entrega,	 con	 todos	 los	 documentos	 a	 que	 hace
referencia	 el	 artículo	 91	 del	 Estatuto	 de	 la	 Corte	 Penal
Internacional,	 remitirá	 las	actuaciones	al	 juez	de	 la	 investigación
preliminar	 del	 lugar	 donde	 se	 encuentre	 el	 requerido,	 con
conocimiento	de	la	sala	penal	de	la	Corte	Suprema.
2.	 El	 juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria,	 inmediatamente,
expedirá	mandato	de	detención.
3.	 Producida	 la	 detención	 y	 puesto	 el	 extraditado	 a	 disposición
judicial	 por	 la	 oficina	 local	 de	 la	 Interpol,	 el	 juez	 de	 la
investigación	 preparatoria,	 con	 citación	 del	 fiscal	 provincial	 y
dando	 cuenta	 del	 hecho	 a	 la	 Fiscalía	 de	 la	 Nación,	 le	 tomará
declaración,	 informándole	 previamente	 de	 los	 motivos	 de	 la
detención	y	de	los	detalles	de	la	solicitud	de	entrega,	entregándole
copia	de	la	misma.	Asimismo,	le	hará	saber	del	derecho	que	tiene
a	 nombrar	 abogado	 defensor	 o	 si	 no	 puede	 hacerlo	 de	 la
designación	de	un	abogado	de	oficio.	El	detenido,	si	así	lo	quiere,
puede	 expresar	 lo	 que	 considere	 conveniente	 en	 orden	 al
contenido	 de	 la	 solicitud	 de	 entrega,	 incluyendo	 el
cuestionamiento	 de	 la	 identidad	 de	 quien	 es	 reclamado	 por	 la
justicia	internacional,	o	reservarse	su	respuesta	para	la	audiencia
de	control	de	la	entrega.	Si	el	detenido	no	habla	el	castellano,	se	le
nombrará	un	intérprete.
4.	 Acto	 seguido,	 el	 juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria	 en	 un
plazo	no	mayor	de	quince	días,	citará	a	una	audiencia	pública,	con
citación	 del	 requerido,	 su	 defensor,	 el	 fiscal	 provincial,	 el
representante	que	nombre	la	Corte	Penal	Internacional	y,	de	ser	el
caso,	el	representante	que	designe	la	embajada	del	país	del	que	es
nacional	 el	 detenido.	 Los	 intervinientes	 podrán	 presentar
pruebas,	cuestionar	o	apoyar	 las	que	aparezcan	en	el	expediente
de	 entrega,	 alegar	 la	 pertinencia	 o	 la	 impertinencia,	 formal	 o
material,	de	la	solicitud	de	entrega,	o	cuanto	motivo	a	favor	de	sus
pretensiones.	 La	 audiencia	 se	 inicia	 con	 la	 precisión	 de	 las
causales	 de	 entrega,	 el	 detalle	 del	 contenido	 de	 la	 solicitud	 de
entrega	 y	 la	 glosa	 de	 documentos	 y	 elementos	 de	 prueba	 que
deben	 acompañarse	 al	 efecto.	 Luego	 el	 detenido,	 si	 así	 lo
considera	 conveniente,	 declarará	 al	 respecto	 y	 se	 someterá	 al
interrogatorio	de	los	participantes.	A	continuación	éstos	alegarán
por	su	orden	y,	finalmente,	el	imputado	tendrá	derecho	a	la	última
palabra.	El	expediente	se	elevará	 inmediatamente	a	 la	sala	penal
de	la	Corte	Suprema,	con	conocimiento	de	la	Fiscalía	de	la	Nación.
5.	 La	 sala	 penal	 de	 la	 Corte	 Suprema,	 previo	 traslado	 de	 las
actuaciones	elevadas	por	el	 juez	de	 la	 investigación	preparatoria
al	 Fiscal	 Supremo	 y	 a	 los	 demás	 participantes	 personados,
señalará	 fecha	 para	 la	 audiencia	 de	 entrega.	 La	 audiencia	 se
llevará	 a	 cabo	 con	 los	 que	 asistan,	 quienes	 por	 su	 orden
informarán	oralmente,	empezando	por	el	fiscal	y	culminando	por
el	abogado	del	requerido.	Si	éste	concurre	a	 la	audiencia,	 lo	hará
en	último	 lugar.	 La	Corte	 Suprema	emitirá	 resolución	 consultiva
en	 el	 plazo	 de	 cinco	 días.	 Notificada	 la	 resolución	 y	 vencido	 el
plazo	 de	 tres	 días	 se	 remitirá	 inmediatamente	 al	 Ministerio	 de
Justicia.
6.	 Si	 el	 detenido	 contestara	 la	 solicitud	 de	 entrega,	 alegando	 la
ocurrencia	 de	 cosa	 juzgada,	 sin	 perjuicio	 de	 la	 continuación	 del
trámite,	el	juez	de	la	investigación	preparatoria	formará	cuaderno
con	copia	certificada	de	lo	actuado	y	lo	elevará	a	la	Fiscalía	de	la
Nación,	 la	 cual	 inmediatamente	 consultará	 a	 la	 Corte	 Penal
Internacional	para	que	informe	si	hubo	decisión	de	admisibilidad
de	 la	 causa.	 El	 expediente	 principal,	 en	 el	 estado	 en	 que	 se
encuentre,	 quedará	 suspendido	 hasta	 la	 respuesta	 de	 la	 Corte
Penal	Internacional.	En	este	caso:
a)	 Si	 la	 causa	 fue	 admitida,	 la	 autoridad	 judicial	 dará	 curso	 al
pedido	de	detención	y	entrega;
b)	 Si	 estuviese	 pendiente	 la	 decisión	 sobre	 la	 admisibilidad,	 la
autoridad	 judicial	 podrá	 determinar	 la	 suspensión	 del
procedimiento	de	 entrega,	 a	 la	 espera	de	 la	 decisión	de	 la	Corte
Penal	Internacional.
7.	 Si	 el	 juez	 de	 la	 investigación	 preparatoria,	 en	 función	 al
cuestionamiento	 del	 detenido,	 realizadas	 sumariamente	 las
constataciones	 que	 correspondan,	 comprueba	 que	 no	 es	 la
persona	 requerida	 por	 la	 justicia	 penal	 internacional,	 así	 lo
declarará	 inmediatamente,	 sin	perjuicio	de	ordenar	 la	 detención
de	la	persona	correcta	y	ponerla	en	conocimiento	de	la	Fiscalía	de
la	Nación	 y	 de	 la	 Sala	 Penal	 de	 la	 Corte	 Suprema.	 Esta	 decisión,
aún	 cuando	 se	 dictare	 antes	 de	 la	 audiencia,	 impedirá	 la
prosecución	 del	 procedimiento.	 Contra	 ella	 procede	 recurso	 de
apelación	ante	la	sala	penal	superior.
8.	El	requerido,	en	cualquier	estado	del	procedimiento	judicial,
podrá	dar	su	consentimiento	libre	y	expreso	a	ser	entregado	a	la
Corte	Penal	Internacional.	En	este	caso,	el	órgano	jurisdiccional
dará	por	concluido	el	procedimiento.	La	Sala	Penal	de	la	Corte
Suprema,	sin	trámite	alguno,	dictará	la	resolución	consultiva
favorable	a	la	entrega,	remitiendo	los	actuados	al	Ministerio	de
Justicia	para	los	fines	de	ley.
D.	Leg.	957.
ART.	558.—Resolución	suprema	y	ejecución.
1.	La	decisión	sobre	la	entrega	será	mediante	resolución	suprema
emitida	 por	 el	 Consejo	 de	 Ministros,	 que	 será	 puesta	 en
conocimiento	 de	 la	 Fiscalía	 de	 la	 Nación	 y	 la	 Corte	 Penal
Internacional	por	la	vía	diplomática.	Si	la	resolución	consultiva	de
la	 Corte	 Suprema	 es	 por	 la	 denegación	 de	 la	 entrega,	 así	 lo
declarará	el	Poder	Ejecutivo.	En	caso	contrario,	el	Poder	Ejecutivo
puede	dictar	 la	decisión	que	corresponda.	Si	 ésta	es	denegatoria
de	 la	 entrega,	 la	 Fiscalía	 de	 la	 Nación	 comunicará	 el	 hecho	 a	 la
Interpol.
2.	Decidida	definitivamente	la	solicitud	de	entrega,	la	Corte	Penal
Internacional	podrá	dar	curso	a	otra	solicitud	por	el	mismo	hecho,
si	la	denegación	se	fundó	en	defectos	de	forma.
3.	 La	 Corte	 Penal	 Internacional	 deberá	 efectuar	 el	 traslado	 del
detenido	 en	 el	 plazo	 de	 treinta	 días,	 contados	 a	 partir	 de	 la
comunicación	oficial.	La	Fiscalía	de	la	Nación,	atenta	a	la	solicitud
de	 la	 Corte	 Penal	 Internacional,	 cuando	 ésta	 se	 viera
imposibilitada	 de	 realizar	 el	 traslado	 oportunamente,	 podrá
conceder	 un	 plazo	 adicional	 de	 diez	 días.	 A	 su	 vencimiento,	 el
detenido	 será	 puesto	 inmediatamente	 en	 libertad,	 y	 el	 Estado
requirente	no	podrá	reiterar	la	demanda	de	extradición.
4.	 La	 Corte	 Penal	 Internacional,	 si	 absuelve	 a	 la	 persona
entregada,	 comunicará	 al	 Perú	 tal	 hecho	 y	 le	 enviará	 copia
autenticada	de	la	sentencia.
5.	La	Corte	Penal	Internacional	solicitará	al	Perú	la	dispensa	del
numeral	1)	del	artículo	101	del	Estatuto	de	la	Corte	Penal
Internacional.	Previamente	celebrará	consultas	con	la	Fiscalía	de
la	Nación.	La	solicitud	de	dispensa	será	cursada	directamente	a	la
sala	penal	de	la	Corte	Suprema.	Rige,	en	lo	pertinente,	el	numeral
4)	del	artículo	anterior	y	las	demás	normas	siguientes.
D.	Leg.	957.
ART.	559.—Plazo	de	la	detención	y	libertad	provisional.
1.	La	detención,	en	ningún	caso,	puede	exceder	de	noventa	días.
Vencido	 el	 plazo	 sin	 haber	 resuelto	 la	 solicitud	 de	 entrega,	 se
dispondrá	 por	 la	 autoridad	 judicial	 su	 inmediata	 libertad,	 sin
perjuicio	 de	 imponer	 las	 medidas	 restrictivas	 o	 de	 control	 que
discrecionalmente	se	acuerden;	asimismo,	se	dictará	mandato	de
impedimento	de	salida	del	país	y	se	retendrá	su	pasaporte.
2.	El	detenido	puede	solicitar	libertad	provisional	ante	el	órgano
jurisdiccional	 que,	 en	 ese	 momento,	 conozca	 de	 la	 solicitud	 de
entrega.	Presentada	la	solicitud,	 la	autoridad	judicial	dará	cuenta
de	la	misma	a	la	Fiscalía	de	la	Nación,	la	que	se	comunicará	con	la
Corte	 Penal	 Internacional	 para	 que	 dé	 las	 recomendaciones
necesarias.
3.	El	órgano	jurisdiccional,	para	resolver	la	solicitud	de	libertad
provisional	tendrá	en	consideración	las	recomendaciones	de	la
Corte	Penal	Internacional.	Ésta	será	concedida	si	se	presentan
circunstancias	que	la	justifiquen	y	si	existen	garantías	suficientes
para	la	realización	de	la	entrega.	En	este	caso	se	dictará	mandato
de	impedimento	de	salida	del	país	y	se	retendrá	el	pasaporte	del
requerido,	sin	perjuicio	de	otras	medidas	de	control	que	el	juez
discrecionalmente	acuerde	para	impedir	la	fuga	y	asegurar	la
realización	de	la	entrega.	Se	seguirá,	en	lo	pertinente,	el	trámite
previsto	para	la	cesación	de	la	prisión	preventiva.
D.	Leg.	957.
ART.	560.—Detención	provisional	con	fines	de	entrega.
1.	 A	 solicitud	 de	 la	 Corte	 Penal	 Internacional,	 el	 juez	 de	 la
investigación	preparatoria,	cumplidos	los	requisitos	que	establece
el	artículo	92	del	Estatuto	de	la	Corte	Penal	Internacional,	dictará
mandato	de	detención	provisional	con	fines	de	entrega.
2.	El	detenido	será	puesto	en	 libertad	si	 la	Fiscalía	de	 la	Nación
no	hubiese	recibido	la	solicitud	de	entrega	y	los	documentos	que
correspondan	en	el	plazo	de	sesenta	días	de	la	fecha	de	detención.
3.	 El	 detenido	 provisionalmente	 podrá	 consentir	 en	 su	 entrega
antes	 de	 que	 transcurra	 el	 plazo	 estipulado	 en	 el	 numeral
anterior.	Rige,	en	lo	pertinente,	el	numeral	6)	del	artículo	521.
4.	Ejecutada	 la	detención	provisional,	el	 juez	de	 la	 investigación
preparatoria	oirá	a	la	persona	detenida	en	el	plazo	de	veinticuatro
horas,	 y	 le	 designará	 abogado	 defensor	 de	 oficio,	 si	 aquél	 no
designa	 uno	 de	 su	 confianza.	 La	 detención	 cesará	 si	 se
comprobase	que	el	detenido	no	es	la	persona	reclamada.
5.	El	detenido	liberado	porque	no	se	presentó	a	tiempo	la
solicitud	de	entrega,	puede	ser	nuevamente	detenido,	si	la
solicitud	de	entrega	y	los	documentos	que	lo	juzgan	fuesen
recibidos	en	una	fecha	posterior.
D.	Leg.	957.
ART.	561.—Concurrencia	de	solicitud	de	entrega	y	demanda
de	extradición.
1.	 Habiendo	 concurrencia	 entre	 la	 solicitud	 de	 entrega	 y	 una
demanda	 de	 extradición	 relativa	 a	 la	 misma	 conducta	 que
constituya	 la	 base	 del	 crimen	 en	 razón	 del	 cual	 la	 Corte	 Penal
Internacional	ha	pedido	 la	entrega,	 la	autoridad	competente,	con
conocimiento	de	 la	Fiscalía	de	 la	Nación,	notificará	el	hecho	a	 la
Corte	Penal	Internacional	y	al	Estado	requirente.	La	Fiscalía	de	la
Nación	 establecerá	 las	 consultas	 correspondientes	 para	 una
decisión	 en	 armonía	 con	 el	 artículo	 90	 del	 Estatuto	 de	 la	 Corte
Penal	 Internacional.	 El	 resultado	 de	 su	 intervención	 será
comunicado	por	escrito	a	la	autoridad	judicial.
2.	 La	 demanda	 de	 extradición	 en	 trámite	 quedará	 pendiente
hasta	la	decisión	sobre	la	solicitud	de	entrega.
3.	La	solicitud	de	entrega	prevalecerá	sobre	la	demanda	de
extradición	de	acuerdo	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	90	del
Estatuto	de	la	Corte	Penal	Internacional.
TÍTULO	III
Los	demás	actos	de	cooperación
D.	Leg.	957.
ART.	562.—Asistencia	judicial.
1.	 La	 Fiscalía	 de	 la	 Nación	 cursará	 a	 la	 autoridad	 que
corresponda,	 de	 conformidad	 con	 el	 artículo	 555,	 las	 solicitudes
de	cooperación	de	la	Corte	Penal	Internacional	establecidas	en	el
literal	b)	del	numeral	1)	y	en	el	primer	extremo	del	numeral	2)	del
artículo	554.
2.	 El	 trámite	 que	 seguirán	 las	 solicitudes	 es	 el	 previsto,	 en	 lo
pertinente,	en	los	artículos	532	a	537.
3.	 El	 traslado	 provisional	 de	 un	 detenido	 a	 los	 fines	 de	 su
identificación	 o	 de	 que	 preste	 testimonio	 o	 asistencia	 de	 otra
índole,	 requerirá	que	el	detenido	preste	su	 libre	consentimiento,
con	 el	 concurso	 de	 un	 abogado	 defensor,	 y	 que	 se	 asegure	 al
trasladado	no	ser	detenido	o	enjuiciado	con	base	en	la	declaración
que	preste,	salvo	el	caso	de	desacato	o	falso	testimonio.
4.	Si	existen	concurrencia	entre	solicitudes	de	asistencia	judicial
con	otro	país,	la	autoridad	judicial	inmediatamente	dará	cuenta	a
la	 Fiscalía	 de	 la	Nación	 a	 fin	 que	 establezca	 las	 consultas	 con	 la
Corte	 Penal	 Internacional	 y	 el	 Estado	 requirente,	 a	 fin	 de	 dar
debido	cumplimiento.	El	trámite	se	reanudará	a	las	resultas	de	la
comunicación	 que	 curse	 la	 Fiscalía	 de	 la	 Nación	 como
consecuencia	de	las	consultas	entabladas	al	respecto.	Se	tendrá	en
consideración	 lo	 dispuesto	 en	 el	 numeral	 9)	 del	 artículo	 93	 del
Estatuto	de	la	Corte	Penal	Internacional.
5.	 La	 solicitud	 de	 la	 Corte	 Penal	 Internacional	 que	 originara
dificultades	 de	 ejecución,	 sin	 perjuicio	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el
artículo	 95	 del	 Estatuto	 de	 la	 Corte	 Penal	 Internacional,	 será
comunicada	por	la	autoridad	a	cargo	de	la	misma	a	la	Fiscalía	de	la
Nación	 a	 fin	 de	 que	 inicie	 consultas	 con	 la	 Corte	 Penal
Internacional,	en	los	siguientes	casos:
a)	 Si	 la	 información	 fuese	 insuficiente	 para	 la	 ejecución	 de	 la
solicitud;
b)	 Si	 fuere	 imposible	 ubicar	 a	 la	 persona	 buscada,	 dentro	 de	 la
solicitud	de	entrega;
c)	Si	la	ejecución	de	la	solicitud,	conforme	a	sus	propios	términos,
estuviere	en	aparente	conflicto	con	una	obligación	asumida	por	el
Perú	con	otro	Estado,	por	medio	de	un	tratado.
6.	En	caso	que	la	ejecución	de	una	solicitud	de	asistencia
interfiera	una	investigación	o	enjuiciamiento	en	curso	de	un
hecho	distinto	del	que	es	materia	de	la	solicitud	de	la	Corte	Penal
Internacional,	podrá	aplazarse	la	ejecución	por	el	tiempo	que	se
acuerde	con	la	Corte	Penal	Internacional.	En	todo	caso,	la
autoridad	judicial,	luego	de	declarar	la	presencia	de	una
interferencia,	dará	cuenta	a	la	Fiscalía	de	la	Nación,	a	fin	de	que
inicie	consultas	con	la	corte	para	determinar,	alternativamente,	el
plazo	del	aplazamiento,	la	ejecución	de	la	solicitud	bajo	ciertas
condiciones	o,	en	su	caso,	para	acordar	medidas	de	protección	de
pruebas	o	de	testigos,	durante	el	lapso	del	aplazamiento.
D.	Leg.	957.
ART.	 563.—Cooperación	 con	 el	 fiscal	 de	 la	 Corte	 Penal
Internacional.
1.	El	fiscal	de	la	Corte	Penal	Internacional,	de	conformidad	con	el
artículo	 54	 del	 Estatuto	 de	 la	 Corte	 Penal	 Internacional,	 podrá
solicitar	los	actos	de	cooperación	previstos	en	el	artículo	anterior,
que	se	tramitarán	y	ejecutarán	conforme	a	las	reglas	establecidas
en	 dicha	 norma.	 En	 todo	 caso,	 antes	 de	 solicitar	 formalmente	 el
acto	de	coordinación	consultará	con	la	Fiscalía	de	la	Nación,	a	fin
de	 establecer	 las	 condiciones	 de	 operatividad	 y	 eficacia	 de	 la
solicitud	que	pretenda.
2.	 El	 fiscal	 de	 la	 Corte	 Penal	 Internacional	 podrá	 realizar	 en
territorio	nacional	 las	diligencias	de	 investigación	que	 considere
conveniente	 y	 se	 encuentren	 autorizadas	 en	 el	 Estatuto	 de	 la
Corte	 Penal	 Internacional.	 A	 este	 efecto,	 cursará	 la	 solicitud	 de
cooperación	 a	 la	 Fiscalía	 de	 la	 Nación,	 la	 cual	 previas
coordinaciones	con	aquélla,	la	derivará	al	juez	de	la	investigación
preparatoria	del	lugar	donde	debe	realizarse	la	diligencia,	la	cual
previo	 traslado	 al	 fiscal	 y	 a	 los	 interesados	 debidamente
personados,	decidirá	 luego	de	 la	vista	de	 la	 causa	en	el	plazo	de
cinco	días.	La	decisión	es	recurrible	con	efecto	suspensivo	ante	la
Sala	 Penal	 Superior.	 Rige	 lo	 dispuesto	 en	 el	 numeral	 2)	 del
artículo	532.
3.	Si	se	acepta	la	solicitud	de	la	fiscalía	de	la	Corte	Penal
Internacional,	en	tanto	se	cumplan	los	presupuestos	y	las
condiciones	establecidas	en	el	Estatuto	de	la	Corte	Penal
Internacional,	su	ejecución	está	condicionada	a	que	no	se	afecten
derechos	y	garantías	consagradas	por	el	ordenamiento	jurídico
peruano.	En	caso	afirmativo,	prestará	a	la	autoridad	extranjera	el
auxilio	que	requiere	para	el	cumplimiento	de	dichas	diligencias.	El
Ministerio	Público	será	citado	y	participará	activamente	en	el
procedimiento	de	ejecución.
D.	Leg.	957.
ART.	564.—Restricciones	a	la	divulgación	y	gastos.
1.	 Se	 aplican	 a	 todas	 las	 solicitudes	 de	 cooperación	 las
restricciones	 previstas	 para	 impedir	 la	 divulgación	 de
información	 confidencial	 relacionada	 con	 la	 defensa	 o	 la
seguridad	nacional.
2.	Los	gastos	ordinarios	que	se	deriven	del	cumplimiento	de	las
solicitudes	de	cooperación	corren	por	cuenta	del	Estado	peruano,
con	las	excepciones	estipuladas	en	el	artículo	100	del	Estatuto	de
la	Corte	Penal	Internacional.
TÍTULO	IV
La	ejecución	de	la	pena
D.	Leg.	957.
ART.	565.—Cumplimiento	de	penas	impuestas	a	nacionales.
1.	 El	 Estado	 Peruano	 podrá	 manifestar	 a	 la	 Corte	 Penal
Internacional	 su	 disposición	 para	 recibir	 condenados	 de
nacionalidad	 peruana.	 Esta	 decisión	 requiere	 informe	 favorable
de	la	Fiscalía	de	la	Nación	y	resolución	suprema	del	Sector	Justicia
con	aprobación	del	Consejo	de	Ministros.
2.	El	Estado	Peruano	iniciará	consultas	con	la	Corte	Penal
Internacional	para	determinar	el	ámbito	de	la	ejecución	de	las
penas	y	la	aplicación	del	régimen	jurídico	de	su	aplicación,	así
como	las	bases	de	la	supervisión	que	compete	a	la	Corte	Penal
Internacional.
D.	Leg.	957.
ART.	566.—Ejecución	de	las	penas.
1.	Si	 la	pena	es	privativa	de	 libertad,	 la	Fiscalía	de	 la	Nación	en
coordinación	con	el	Ministerio	de	Justicia,	comunicarán	a	la	Corte
Penal	Internacional	el	establecimiento	penal	de	cumplimiento	de
la	pena.	Se	acompañará	copia	autenticada	de	la	sentencia.
2.	 La	 ejecución	 de	 la	 pena	 privativa	 de	 libertad	 dependerá	 del
acuerdo	expreso	a	que	llegue	el	Estado	Peruano	con	la	Corte	Penal
Internacional.	La	pena	no	puede	ser	modificada	por	la	jurisdicción
peruana.	Todo	pedido	de	revisión,	unificación	de	penas,	beneficios
penitenciarios,	 traslado	 para	 la	 detención	 en	 otro	 país	 y	 otros
incidentes	 de	 ejecución,	 así	 como	 los	 recursos,	 son	 de
competencia	exclusiva	de	la	Corte	Penal	Internacional.	El	interno
podrá	dirigir	los	pedidos	a	la	Fiscalía	de	la	Nación,	órgano	que	los
trasladará	inmediatamente	a	la	Corte	Penal	Internacional.
3.	 Las	 autoridades	 nacionales	 permitirán	 la	 libre	 y	 confidencial
comunicación	del	sentenciado	con	la	Corte	Penal	Internacional.
4.	Las	penas	de	multa	y	el	decomiso	de	bienes	 impuestos	por	 la
Corte	 Penal	 Internacional	 podrán	 ser	 ejecutadas	 por	 la
jurisdicción	nacional.	Rige,	en	lo	pertinente,	el	artículo	547.
5.	En	caso	de	evasión	del	condenado,	se	dará	cuenta	a	la	Corte
Penal	Internacional	a	través	de	la	Fiscalía	de	la	Nación,	que
iniciará	consultas	para	proceder	con	arreglo	al	artículo	111	del
Estatuto	de	la	Corte	Penal	Internacional.
NOTA:	Mediante	Ley	N°	28671	(artículo	1°)	se	dispuso	a	partir	del	1	de	febrero	del	2006	la	entrada
en	vigencia	en	todo	el	país	de	los	artículos	468	a	471	y	el	Libro	Sétimo	“La	Cooperación	Judicial
Internacional”	y	las	disposiciones	modificatorias	contenidas	en	el	Código	Procesal	Penal,	excepto	las
contenidas	en	los	numerales	5,	6	y	7	de	la	Segunda	Disposición	Modificatoria,	que	entraron	en
vigencia	el	1	de	julio	del	2006.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS
Disposiciones	finales
D.	Leg.	957.
Primera	 Disposición	 Final.—Vigencia	 del	 Código	 Procesal
Penal.
1.	El	Código	Procesal	Penal	entrará	en	vigencia	progresivamente
en	 los	 diferentes	 distritos	 judiciales	 según	 un	 calendario	 oficial,
aprobado	 por	 decreto	 supremo,	 dictado	 de	 conformidad	 con	 lo
dispuesto	 en	 el	 decreto	 legislativo	 que	 establecerá	 las	 normas
complementarias	y	de	implementación	del	Código	Procesal	Penal.
2.	Modificado.	Ley	28671,	Art.	1°.	El	día	1	de	julio	del	2006	se
pondrá	 en	 vigencia	 este	 código	 en	 el	 distrito	 judicial	 designado
por	la	comisión	especial	de	implementación	creada	por	el	Decreto
Legislativo	 N°	 958.	 El	 distrito	 judicial	 de	 Lima	 será	 el	 distrito
judicial	que	culminará	la	aplicación	progresiva	de	este	código.
3.	 El	 mencionado	 decreto	 legislativo	 establecerá,	 asimismo,	 las
disposiciones	 transitorias	 y	 las	 referidas	 al	 tratamiento	 de	 los
procesos	seguidos	con	arreglo	a	la	legislación	anterior.
4.	Modificado.	Ley	28671,	Art.	1°.	No	obstante	 lo	dispuesto	en
el	numeral	2,	el	día	1	de	febrero	del	2006	entrarán	en	vigencia	en
todo	 el	 país	 los	 artículos	 468	 -	 471	 y	 el	 Libro	 Sétimo	 “La
cooperación	 judicial	 internacional”	 y	 las	 disposiciones
modificatorias	 contenidas	 en	este	 código,	 excepto	 las	 contenidas
en	los	numerales	5,	6	y	7	de	la	segunda	disposición	modificatoria,
que	entrarán	en	vigencia	el	1	de	julio	del	2006.
Modificado.	Ley	29648,	Art.	2°.	Asimismo,	entra	en	vigencia	el
Código	Procesal	Penal	para	los	delitos	tipificados	en	las	secciones
II,	 III	 y	 IV,	 del	 artículo	 382	 al	 artículo	 401,	 del	 Capítulo	 II,	 del
Título	 XVIII	 del	 Libro	 II	 del	 Código	 Penal,	 de	 acuerdo	 a	 lo
siguiente:
a)	En	el	Distrito	Judicial	de	Lima,	el	15	de	enero	del	2011.
b)	En	los	distritos	judiciales	de	Lima	Norte,	Lima	Sur	y	Callao,	el	1
de	abril	del	2011.
c)	En	los	demás	distritos	judiciales	en	los	que	el	Código	Procesal
Penal	aún	no	ha	entrado	en	vigencia	 integralmente,	el	1	de	junio
del	2011.
5.	Derogado.	Ley	28671,	Art.	7°.
6.	Incorporado.	Ley	29372,	Art.	2°.	Los	artículos	259	y	260
entran	en	vigencia	en	todo	el	país	el	1	de	julio	del	2009.
CALENDARIO	OFICIAL	DE	APLICACIÓN	PROGRESIVA	DEL	CÓDIGO
PROCESAL	PENAL
D.	S.	005-2007-JUS
ART.	 1°.—Modificado.	 D.	 S.	 002-2016-JUS,	 Art.	 1°.	 Modificación	 del
Calendario	Oficial	de	Aplicación	Progresiva	del	Código	Procesal	Penal.
Modifícase	 el	 Calendario	 Oficial	 de	 Aplicación	 Progresiva	 del	 Código
Procesal	 Penal,	 de	 acuerdo	 a	 lo	 propuesto	 por	 la	 Comisión	 Especial	 de
Implementación	 del	 Código	 Procesal	 Penal,	 quedando	 de	 la	 siguiente
manera:
-	Año	2016:	Ventanilla
-	Año	2017:	Callao,	Lima	Este	y	Lima	Norte
-	Año	2018:	Lima	Sur	y	Lima.
D.	S.	005-2007-JUS
ART.	 2°.—Modificado.	 D.	 S.	 002-2016-JUS,	 Art.	 2°.	 Secuencia	 del
cronograma.	En	el	año	2016,	el	Código	Procesal	Penal	entrará	en	vigencia
el	01	de	mayo.
En	el	año	2017	y	2018,	el	Código	Procesal	Penal	entrará	en	vigencia	el	01
de	julio.
D.	S.	005-2007-JUS
ART.	3°.—Modificado.	D.	S.	019-2012-JUS,	Art.	4°.	Modificaciones	en	el
calendario.	La	 Comisión	 Especial	 de	 Implementación	 del	 Código	 Procesal
Penal,	de	acuerdo	con	el	monitoreo,	la	evaluación	y	los	resultados	obtenidos
de	 la	 implementación,	 podrá	 proponer,	 si	 lo	 estima	 necesario,
modificaciones	en	el	Calendario	Oficial	de	Aplicación	Progresiva	del	Código
Procesal	Penal.
APLICACIÓN	INMEDIATA	DEL	CÓDIGO	PROCESAL	PENAL	PARA
DELITOS	COMETIDOS	POR	FUNCIONARIOS	PÚBLICOS
Ley	29574.
ART.	3°.—Aplicación	en	casos	de	delitos	conexos.	Las	normas	del	Código
Procesal	Penal	se	aplican	en	el	supuesto	de	delitos	conexos	con	 los	delitos
previstos	en	las	secciones	II,	III	y	IV	del	Capítulo	II	del	Título	XVIII	del	Libro
II	del	Código	Penal.	También	se	 incluyen	en	sus	disposiciones	a	 las	demás
personas	que	intervienen	como	partícipes	en	los	mismos	hechos	delictivos.
Ley	29574.
ART.	 4°.—Transferencias	 financieras.	 El	 Poder	 Ejecutivo	 efectúa	 las
indispensables	 transferencias	 financieras	 necesarias	 a	 favor	 del	 Poder
Judicial,	Ministerio	Público,	Ministerio	de	 Justicia	 y	Ministerio	 del	 Interior
de	acuerdo	a	 lo	dispuesto	en	 la	Ley	Núm.	28411,	Ley	General	del	 Sistema
Nacional	de	Presupuesto,	y	asigna,	además,	bienes	muebles	e	inmuebles	de
su	 propiedad	 para	 el	 funcionamiento	 de	 los	 órganos	 jurisdiccionales,
Ministerio	Público,	Ministerio	de	Justicia	y	Policía	Nacional	del	Perú	para	la
implementación	 del	 Código	 Procesal	 Penal	 para	 el	 cumplimiento	 de	 la
finalidad	de	la	presente	ley.
Ley	29574.
Única	 Disposición	 Complementaria.—Cumplimiento	 de	 plazos.	 Los
órganos	 de	 gobierno	 y	 administración	 del	 Poder	 Judicial	 y	 del	 Ministerio
Público,	 en	 su	 caso,	 en	 ejercicio	 de	 las	 atribuciones	 previstas	 en	 sus
respectivas	 leyes	 orgánicas,	 deben	 adoptar	 acuerdos	 y	 demás	 medidas
necesarias	 para	 que	 las	 dependencias	 del	 Poder	 Judicial	 y	 Ministerio
Público,	 respectivamente,	 funcionen	 con	 celeridad	 y	 eficiencia,	 y	 para	 que
los	magistrados	y	demás	servidores	se	desempeñen	con	la	mejor	conducta
funcional.
La	capacitación	de	los	jueces,	fiscales	y	miembros	de	la	Policía	Nacional	del
Perú	se	realiza	a	partir	de	la	publicación	de	la	presente	ley.
Ley	29574.
Única	 Disposición	 Transitoria.—Modificado.	 Ley	 29648,	 Art.	 1°.
Adecuación	 de	 denuncias	 y	 conclusión	 de	 procesos	 en	 etapa	 de
instrucción.	 Las	 normas	 a	 las	 que	 se	 refieren	 los	 artículos	 2°	 y	 3°	 de	 la
presente	ley	son	de	aplicación	inmediata	para	todas	aquellas	denuncias	que,
al	 entrar	 en	 vigor	 el	 Nuevo	 Código	 Procesal	 Penal,	 se	 encuentren	 en	 el
Ministerio	 Público,	 pendientes	 de	 calificar	 o	 en	 investigación	 preliminar.
Asimismo,	 las	 denuncias	 formalizadas	 por	 el	 fiscal	 provincial	 que	 aún	 no
han	sido	calificadas	por	el	juez	serán	devueltas	a	la	fiscalía	a	efectos	de	que
se	adecuen	a	las	normas	antes	citadas.
Los	procesos	penales	en	etapa	de	instrucción	serán	asumidos	por	los	jueces
y	 fiscales	 que	 designen	 el	 Poder	 Judicial	 y	 el	 Ministerio	 Público,
respectivamente,	para	la	conclusión	progresiva	de	estos,	bajo	las	normas	del
Código	de	Procedimientos	Penales.
JURISPRUDENCIA.—Supuesta	 desigualdad	que	 implicaría	 la	 aplicación
progresiva	del	Nuevo	 Código	Procesal	 Penal	 no	puede	 ser	 cuestionada
vía	hábeas	 corpus.	 “Del	 análisis	 de	 la	 demanda	 se	 tiene	 que	 vía	 el	 hábeas
corpus	se	pretende	que	se	declare	la	nulidad	de	la	resolución	de	apertura	del
proceso	 penal	 en	 contra	 del	 demandante	 y	 se	 reconduzca	 la	 investigación
fiscal	a	las	normas	procesales	del	Nuevo	Código	Procesal	Penal	sosteniéndose,
sustancialmente,	 que	 dicho	 código	 no	 puede	 ser	 aplicado	 por	 partes	 en	 el
territorio	nacional,	porque	determina	que	algunos	procesados	gocen	de	más
derechos	que	otros,	lo	cual	es	inconstitucional.
5.	Sobre	este	asunto,	este	tribunal	debe	señalar	que	el	citado	argumento	no	se
encuentra	relacionado	con	un	acto	concreto	de	afectación	negativa	al	derecho
a	la	libertad	personal.	El	recurrente	no	ha	explicado	cómo	es	que,	por	el	solo
hecho	 de	 no	 haberse	 aplicado	 el	 Nuevo	 Código	 Procesal	 Penal,	 el	 juez
emplazado	 haya	 decretado	 la	 restricción	 de	 su	 libertad	 individual,	 que
precisamente	constituye	el	derecho	fundamental	materia	de	tutela	del	hábeas
corpus.	Es	decir,	los	hechos	denunciados	no	guardan	una	relación	directa	con
una	afectación	líquida	del	derecho	a	la	libertad	individual,	sino	más	bien	está
dirigido	 a	 cuestionar	 la	 aplicación	 espacial	 del	 Nuevo	 Código	 Procesal
Constitucional,	 que	 no	 puede	 ser	 objeto	 de	 análisis	 en	 este	 proceso
constitucional	por	razón	de	la	materia”.	(T.	C.,	Exp.	08202-2013-PHC/TC,	jun.
01/2015.	S.	S.	Ramos	Núñez)
DOCTRINA.—Para	implementar	el	sistema	deben	estar	satisfechas	las
condiciones	 de	 estructura	 y	 funcionamiento.	 “La	 corte	 advierte	 que
mediante	esta	regla	jurídica,	contenida	en	la	primera	parte	del	parágrafo	del
artículo	 5°	 transitorio	 del	 Acto	 Legislativo	 03	 de	 2002,	 el	 constituyente
derivado	 impuso	 una	 condición	 para	 la	 aplicación	 del	 nuevo	 sistema
procesal	en	cada	distrito	 judicial.	Esa	condición	consiste	en	que	el	sistema
sólo	 podrá	 aplicarse	 en	 un	 distrito	 judicial	 determinado	 si	 se	 hallan
garantizados	 los	 recursos	 suficientes	 para	 su	 adecuada	 implementación	 y,
de	manera	prioritaria,	los	del	sistema	de	defensoría	pública.	Para	la	corte	es
claro	que	si	esta	condición	no	se	cumple,	es	decir,	si	no	están	garantizados
esos	recursos,	el	sistema	no	podrá	aplicarse	en	el	distrito	judicial	en	el	que
ello	 ocurra	 pues	 así	 lo	 dispuso	 el	 constituyente	 derivado	 colombiano.	 En
este	sentido,	esa	condición	opera	como	un	parámetro	de	control	de	aquellas
normas	 legales	 que	 fijan	 las	 progresivas	 etapas	 de	 entrada	 en
funcionamiento	 del	 nuevo	 sistema	 procesal	 y	 por	 ello,	 en	 caso	 de	 serle
planteada	 a	 través	de	 la	 acción	pública	de	 inconstitucionalidad,	 a	 la	 Corte
Constitucional	 le	 corresponde	 la	 verificación	 del	 cumplimiento	 o
incumplimiento,	 por	 parte	 del	 legislador,	 de	 esa	 condición	 fijada	 por	 el
constituyente.
Ese	 condicionamiento	 impuesto	 por	 el	 Congreso	 de	 la	 República,	 en
cumplimiento	de	la	función	de	reforma	de	la	Constitución,	es	razonable	pues
lo	 menos	 que	 puede	 exigirse	 es	 que	 en	 el	 distrito	 judicial	 en	 el	 que,	 por
decisión	 del	 legislador,	 debe	 iniciarse	 la	 aplicación	 del	 nuevo	 sistema
procesal,	 estén	 satisfechas	 las	 exigencias	 de	 estructura	 y	 funcionamiento
por	él	impuestas.	Esto	es	así	al	punto	que	carecería	de	sentido	el	giro	hacia
un	sistema	de	tendencia	acusatoria	si	en	él	se	van	a	mantener	o	incrementar
las	deficiencias	estructurales	y	funcionales	que	afectan	al	anterior	régimen
procesal	 penal”.	 (C.	 Const.	 de	 Colombia,	 Sent.	 C-801,	 ago.	 02/2005.	 M.P.
Jaime	Córdoba	Triviño)
DOCTRINA.—La	aplicación	gradual	del	sistema	no	viola	el	principio	de
igualdad	 ni	 el	 de	 favorabilidad.	 “La	 norma	 demandada	 no	 vulnera	 el
artículo	 13	 superior	 porque	 el	 mandato	 de	 no	 discriminación	 en	 la
formulación	del	derecho	no	se	opone	a	que	el	mismo	constituyente	tome	la
decisión	 política	 de	 darle	 aplicación	 progresiva	 a	 un	 nuevo	 sistema	 de
procedimiento	penal,	mucho	más	 si	 esa	progresividad	es	 coherente	 con	el
esfuerzo	 institucional	 que	 implica	 darle	 aplicación	 a	 un	 sistema	 de	 esa
índole	en	la	medida	en	que	plantea	unos	frentes	de	atención	que	demandan
grandes	esfuerzos	institucionales.	Desde	luego	que	para	la	corte	es	claro	que
el	 principio	 de	 igualdad	 y	 el	 vigor	 y	 aplicación	 plenos	 del	 nuevo	 sistema
resultan	inexcusables	en	cada	uno	de	los	territorios	o	distritos	judiciales	en
los	que	ese	sistema	ya	opera,	en	desarrollo	de	la	norma	demandada.
Y	la	norma	demandada	no	vulnera	el	artículo	29	superior	porque,	como	ya
se	indicó,	una	sana	hermenéutica	constitucional	conduce	a	que	la	aplicación
gradual	de	ese	sistema	no	contraríe	sino	que	armonice	con	el	principio	de
favorabilidad.	 Por	 ello,	 siempre	 que	 se	 trate	 de	 situaciones	 específicas,
susceptibles	de	identificarse	no	obstante	la	mutación	del	régimen	procesal,
es	posible	que,	de	resultar	ello	más	favorable,	las	normas	del	nuevo	régimen
se	apliquen	de	manera	 retroactiva	a	procesos	por	delitos	 cometidos	antes
de	 su	 entrada	 en	 vigencia	 y	 de	 su	 aplicación	 progresiva”.	 (C.	 Const.	 de
Colombia,	Sent.	C-801,	ago.	02/2005.	M.P.	Jaime	Córdoba	Triviño)
D.	Leg.	957.
Segunda	Disposición	Final.—Normas	generales	de	aplicación.
1.	Al	 entrar	 en	 vigencia	 este	 código	 según	 las	 previsiones	 de	 la
disposición	 anterior,	 los	 procesos	 en	 trámite	 se	 regirán	 por	 las
normas	que	se	establezcan	en	 las	normas	complementarias	y	de
implementación	de	este	cuerpo	normativo.
2.	En	todo	caso,	salvo	disposición	expresa	en	contrario,
continuarán	rigiéndose	por	la	norma	procesal	anterior	las	reglas
de	competencia,	los	recursos	impugnatorios	interpuestos,	los
actos	procesales	que	se	encuentren	en	vía	de	ejecución,	y	los
plazos	que	hubieran	empezado	a	computarse.
D.	Leg.	957.
Tercera	Disposición	Final.—Vigencia	de	requisitos	de
procedibilidad.	Siguen	vigentes	las	disposiciones	legales	que
consagran	requisitos	de	procedibilidad	o	imponen	autorizaciones
o	informes	previos	de	órganos	públicos	para	disponer	la
formalización	de	la	investigación	preparatoria.
D.	Leg.	957.
Cuarta	Disposición	Final.—Normas	reglamentarias.
1.	El	 Poder	 Ejecutivo,	mediante	 decreto	 supremo,	 reglamentará
los	 alcances	 del	 proceso	 por	 colaboración	 eficaz	 previsto	 en	 la
Sección	 VI	 del	 Libro	 Quinto	 “Los	 procesos	 especiales”	 de	 este
código.	 Asimismo,	 hará	 lo	 propio	 respecto	 de	 las	 medidas	 de
protección,	previstas	en	el	Título	V	de	la	Sección	II	“La	Prueba”	del
Libro	Segundo	“La	actividad	procesal”.
2.	Los	órganos	de	Gobierno	del	Poder	Judicial	y	del	Ministerio
Público,	asimismo,	dictarán	las	normas	reglamentarias	que	prevé
este	código	en	el	plazo	y	mediando	las	coordinaciones	que
establecerán	las	normas	complementarias	y	de	implementación
del	Código	Procesal	Penal.
Disposiciones	modificatorias	y
derogatorias
D.	Leg.	957.
Primera	 Disposición	Modificatoria	 y	 Derogatoria.—Control	 del
Ministerio	Público	de	los	bienes	incautados.
1.	 Corresponde	 al	 Ministerio	 Público	 la	 supervisión	 de	 los
organismos	 que	 por	 ley	 se	 han	 creado	 o	 habilitado	 para	 el
depósito,	 administración	 y	 disposición	 durante	 el	 proceso	 de
bienes	incautados.
2.	El	Fiscal	de	la	Nación	dictará	las	normas	reglamentarias	que
hagan	efectiva	la	supervisión	de	dichas	entidades	por	el
Ministerio	Público.
D.	Leg.	957.
Segunda	 Disposición	 Modificatoria	 y	 Derogatoria.
—Modificaciones	 de	 normas	 procesales.	 Los	 artículos	 de	 las
normas	que	a	continuación	se	señalan,	quedan	redactados	según
el	tenor	siguiente:
1.	Derogado.	Ley	28395,	Artículo	Único.
2.	El	haber	procedido	por	orden	superior	no	libera	al	ejecutor	de
los	hechos	de	 la	 responsabilidad	penal	a	que	hubiera	 lugar.	Si	el
responsable	 de	 la	 vulneración	 fuera	 una	 de	 las	 personas
comprendidas	en	el	artículo	99	de	la	Constitución	se	dará	cuenta
inmediata	al	Congreso	para	los	fines	consiguientes”.
2.	 “Art.	 4°,	 Decreto	 Supremo	 N°	 006-97-JUS	 (Texto	 Único
Ordenado	 de	 la	 Ley	 de	 Protección	 Frente	 a	 la	 Violencia
Familiar).	La	denuncia	policial.
1.	 La	 Policía	 Nacional,	 en	 todas	 sus	 delegaciones,	 recibirá	 las
denuncias	por	violencia	familiar	y,	sin	perjuicio	de	lo	dispuesto	en
el	 Código	 Procesal	 Penal,	 realizará	 las	 investigaciones	 que
correspondan,	 bajo	 la	 conducción	 del	 Ministerio	 Público,	 y
practicará	las	notificaciones	a	que	hubiere	lugar.
2.	 Las	 denuncias	 podrán	 ser	 formuladas	 por	 la	 víctima	 o
cualquier	 persona	 que	 conozca	 de	 estos	 hechos	 y	 podrán	 ser
presentadas	en	forma	verbal	o	escrita”.
3.	 “Art.	 6°,	 Decreto	 Supremo	 N°	 006-97-JUS	 (Texto	 Único
Ordenado	 de	 la	 Ley	 de	 Protección	 Frente	 a	 la	 Violencia
Familiar).	La	investigación	preliminar	policial.
1.	 La	 investigación	 preliminar	 policial	 se	 sigue	 de	 oficio,
independientemente	 del	 denunciante,	 bajo	 la	 conducción	 del
Ministerio	Público.
2.	La	Policía	Nacional,	a	solicitud	de	la	víctima,	con	conocimiento
del	 Ministerio	 Público	 brindará	 las	 garantías	 necesarias	 en
resguardo	de	su	integridad”.
4.	 “Art.	 8°,	 Decreto	 Supremo	 N°	 006-97-JUS	 (Texto	 Único
Ordenado	 de	 la	 Ley	 de	 Protección	 Frente	 a	 la	 Violencia
Familiar).	El	informe	policial.
1.	El	informe	policial	será	remitido,	según	corresponda,	al	juez	de
paz	 o	 al	 fiscal	 provincial	 en	 lo	 penal	 o	 al	 Fiscal	 de	 Familia,	 para
ejercer	las	atribuciones	que	le	señala	la	presente	ley.
2.	La	parte	interesada	podrá	igualmente	pedir	copia	del	informe
policial	 para	 los	 efectos	 que	 considere	 pertinente	 o	 solicitar	 su
remisión	al	juzgado	que	conociera	de	un	proceso	sobre	la	materia
o	vinculado	a	ésta”.
5.	 “Art.	 7°,	 Decreto	 Legislativo	 N°	 813.	 Requisito	 de
procedibilidad.
1.	 El	 Ministerio	 Público,	 en	 los	 casos	 de	 delito	 tributario,
dispondrá	la	formalización	de	la	investigación	preparatoria	previo
informe	motivado	del	Órgano	Administrador	del	Tributo.
2.	Las	diligencias	preliminares	y,	 cuando	 lo	 considere	necesario
el	 juez	o	el	 fiscal	en	su	caso,	 los	demás	actos	de	 la	 instrucción	o
investigación	 preparatoria,	 deben	 contar	 con	 la	 participación
especializada	del	órgano	administrador	del	tributo”.
6.	 “Art.	 8°,	 Decreto	 Legislativo	 N°	 813.	 Investigación	 y
promoción	de	la	acción	penal.
1.	El	órgano	administrador	del	tributo	cuando,	en	el	curso	de	sus
actuaciones	administrativas,	 considere	que	existen	 indicios	de	 la
comisión	de	un	delito	tributario,	inmediatamente	lo	comunicará	al
Ministerio	 Público,	 sin	 perjuicio	 de	 continuar	 con	 el
procedimiento	que	corresponda.
2.	 El	 fiscal,	 recibida	 la	 comunicación,	 en	 coordinación	 con	 el
órgano	 administrador	 del	 tributo,	 dispondrá	 lo	 conveniente.	 En
todo	caso,	podrá	ordenar	la	ejecución	de	determinadas	diligencias
a	 la	 administración	 o	 realizarlas	 por	 sí	 mismo.	 En	 cualquier
momento,	 podrá	 ordenar	 al	 órgano	 administrador	 del	 tributo	 le
remita	 las	 actuaciones	 en	 el	 estado	 en	 que	 se	 encuentran	 y
realizar	por	sí	mismo	o	por	la	policía	las	demás	investigaciones	a
que	hubiere	lugar”.
7.	 “Art.	 19,	 Ley	 N°	 28008.	 Competencia	 del	 Ministerio
Público.	Los	delitos	aduaneros	son	perseguibles	de	oficio.	Cuando
en	 el	 curso	 de	 sus	 actuaciones	 la	 administración	 aduanera
considere	 que	 existen	 indicios	 de	 la	 comisión	 de	 un	 delito,
inmediatamente	comunicará	al	Ministerio	Público,	sin	perjuicio	de
continuar	el	procedimiento	que	corresponda.”
8.	“Art.	19,	Decreto	Legislativo	N°	701.	El	ejercicio	de	la
acción	penal	es	de	oficio.	Cuando	la	comisión	estimara	que	se	ha
infringido	el	artículo	232	del	C.	P.	pondrá	tal	hecho	en
conocimiento	del	Ministerio	Público.”
D.	Leg.	957.
Tercera	 Disposición	 Modificatoria	 y	 Derogatoria.—Disposición
derogatoria.	Quedan	derogados:
1.	El	Código	de	Procedimientos	Penales,	promulgado	por	Ley	Nº
9024	y	las	demás	normas	ampliatorias	y	modificatorias.
2.	El	Código	Procesal	Penal,	aprobado	por	Decreto	Legislativo	Nº
638,	y	las	demás	normas	ampliatorias	y	modificatorias.
3.	Todas	las	leyes	y	disposiciones	que	se	opongan	a	la	presente
ley.
SUPLEMENTO	I
MÓDULO	DE	LEGISLACIÓN
CONSTITUCIONAL
Constitución	Política	del	Perú	de	1993
Const.
PREÁMBULO.—El	Congreso	Constituyente	Democrático,
invocando	a	Dios	Todopoderoso,	obedeciendo	el	mandato	del
pueblo	peruano	y	recordando	el	sacrificio	de	todas	las
generaciones	que	nos	han	precedido	en	nuestra	Patria,	ha
resuelto	dar	la	siguiente	Constitución:
TÍTULO	I
De	la	persona	y	de	la	sociedad
CAPÍTULO	I
Derechos	fundamentales	de	la	persona
Const.
ART.	 1°.—La	 defensa	 de	 la	 persona	 humana	 y	 el	 respeto	 de	 su
dignidad	son	el	fin	supremo	de	la	sociedad	y	del	Estado.
Const.
ART.	2°.—Toda	persona	tiene	derecho:
1.	A	la	vida,	a	su	identidad,	a	su	integridad	moral,	psíquica	y	física
y	 a	 su	 libre	 desarrollo	 y	 bienestar.	 El	 concebido	 es	 sujeto	 de
derecho	en	todo	cuanto	le	favorece.
2.	 A	 la	 igualdad	 ante	 la	 ley.	 Nadie	 debe	 ser	 discriminado	 por
motivo	de	origen,	 raza,	 sexo,	 idioma,	 religión,	opinión,	 condición
económica	o	de	cualquiera	otra	índole.
3.	A	la	libertad	de	conciencia	y	de	religión,	en	forma	individual	o
asociada.	No	hay	persecución	por	razón	de	 ideas	o	creencias.	No
hay	delito	de	opinión.	El	ejercicio	público	de	todas	las	confesiones
es	libre,	siempre	que	no	ofenda	la	moral	ni	altere	el	orden	público.
4.	A	 las	 libertades	de	 información,	opinión,	expresión	y	difusión
del	 pensamiento	mediante	 la	 palabra	 oral	 o	 escrita	 o	 la	 imagen,
por	 cualquier	 medio	 de	 comunicación	 social,	 sin	 previa
autorización	 ni	 censura	 ni	 impedimento	 algunos,	 bajo	 las
responsabilidades	de	ley.
Los	 delitos	 cometidos	 por	 medio	 del	 libro,	 la	 prensa	 y	 demás
medios	de	comunicación	social	se	tipifican	en	el	Código	Penal	y	se
juzgan	en	el	fuero	común.
Es	 delito	 toda	 acción	que	 suspende	o	 clausura	 algún	órgano	de
expresión	 o	 le	 impide	 circular	 libremente.	 Los	 derechos	 de
informar	 y	 opinar	 comprenden	 los	 de	 fundar	 medios	 de
comunicación.
5.	A	solicitar	sin	expresión	de	causa	la	información	que	requiera
y	a	recibirla	de	cualquier	entidad	pública,	en	el	plazo	legal,	con	el
costo	que	suponga	el	pedido.	Se	exceptúan	las	informaciones	que
afectan	la	intimidad	personal	y	las	que	expresamente	se	excluyan
por	ley	o	por	razones	de	seguridad	nacional.
El	 secreto	 bancario	 y	 la	 reserva	 tributaria	 pueden	 levantarse	 a
pedido	 del	 juez,	 del	 Fiscal	 de	 la	 Nación,	 o	 de	 una	 comisión
investigadora	 del	 Congreso	 con	 arreglo	 a	 ley	 y	 siempre	 que	 se
refieran	al	caso	investigado.
6.	A	que	los	servicios	informáticos,	computarizados	o	no,	públicos
o	privados,	no	suministren	informaciones	que	afecten	la	intimidad
personal	y	familiar.
7.	 Al	 honor	 y	 a	 la	 buena	 reputación,	 a	 la	 intimidad	 personal	 y
familiar	así	como	a	la	voz	y	a	la	imagen	propias.
Toda	persona	afectada	por	afirmaciones	inexactas	o	agraviada	en
cualquier	medio	de	comunicación	social	tiene	derecho	a	que	éste
se	 rectifique	 en	 forma	 gratuita,	 inmediata	 y	 proporcional,	 sin
perjuicio	de	las	responsabilidades	de	ley.
8.	 A	 la	 libertad	 de	 creación	 intelectual,	 artística,	 técnica	 y
científica,	así	como	a	la	propiedad	sobre	dichas	creaciones	y	a	su
producto.	 El	 Estado	propicia	 el	 acceso	 a	 la	 cultura	 y	 fomenta	 su
desarrollo	y	difusión.
9.	A	la	inviolabilidad	del	domicilio.	Nadie	puede	ingresar	en	él	ni
efectuar	investigaciones	o	registros	sin	autorización	de	la	persona
que	lo	habita	o	sin	mandato	judicial,	salvo	flagrante	delito	o	muy
grave	peligro	de	su	perpetración.	Las	excepciones	por	motivos	de
sanidad	o	de	grave	riesgo	son	reguladas	por	la	ley.
10.	 Al	 secreto	 y	 a	 la	 inviolabilidad	 de	 sus	 comunicaciones	 y
documentos	privados.
Las	comunicaciones,	telecomunicaciones	o	sus	instrumentos	sólo
pueden	ser	abiertos,	incautados,	interceptados	o	intervenidos	por
mandamiento	motivado	del	juez,	con	las	garantías	previstas	en	la
ley.	Se	guarda	secreto	de	los	asuntos	ajenos	al	hecho	que	motiva
su	examen.
Los	 documentos	 privados	 obtenidos	 con	 violación	 de	 este
precepto	no	tienen	efecto	legal.
Los	 libros,	 comprobantes	 y	 documentos	 contables	 y
administrativos	 están	 sujetos	 a	 inspección	 o	 fiscalización	 de	 la
autoridad	 competente,	 de	 conformidad	 con	 la	 ley.	 Las	 acciones
que	 al	 respecto	 se	 tomen	 no	 pueden	 incluir	 su	 sustracción	 o
incautación,	salvo	por	orden	judicial.
11.	 A	 elegir	 su	 lugar	 de	 residencia,	 a	 transitar	 por	 el	 territorio
nacional	 y	 a	 salir	 de	 él	 y	 entrar	 en	 él,	 salvo	 limitaciones	 por
razones	de	sanidad	o	por	mandato	judicial	o	por	aplicación	de	la
ley	de	extranjería.
12.	A	reunirse	pacíficamente	sin	armas.	Las	reuniones	en	locales
privados	o	abiertos	al	público	no	requieren	aviso	previo.	Las	que
se	convocan	en	plazas	y	vías	públicas	exigen	anuncio	anticipado	a
la	 autoridad,	 la	 que	 puede	 prohibirlas	 solamente	 por	 motivos
probados	de	seguridad	o	de	sanidad	públicas.
13.	A	 asociarse	 y	 a	 constituir	 fundaciones	 y	 diversas	 formas	de
organización	 jurídica	sin	 fines	de	 lucro,	sin	autorización	previa	y
con	 arreglo	 a	 ley.	 No	 pueden	 ser	 disueltas	 por	 resolución
administrativa.
14.	A	contratar	con	fines	lícitos,	siempre	que	no	se	contravengan
leyes	de	orden	público.
15.	A	trabajar	libremente,	con	sujeción	a	ley.
16.	A	la	propiedad	y	a	la	herencia.
17.	 A	 participar,	 en	 forma	 individual	 o	 asociada,	 en	 la	 vida
política,	económica,	social	y	cultural	de	la	Nación.	Los	ciudadanos
tienen,	 conforme	 a	 ley,	 los	 derechos	 de	 elección,	 de	 remoción	 o
revocación	 de	 autoridades,	 de	 iniciativa	 legislativa	 y	 de
referéndum.
18.	 A	 mantener	 reserva	 sobre	 sus	 convicciones	 políticas,
filosóficas,	 religiosas	 o	 de	 cualquiera	 otra	 índole,	 así	 como	 a
guardar	el	secreto	profesional.
19.	A	su	identidad	étnica	y	cultural.	El	Estado	reconoce	y	protege
la	pluralidad	étnica	y	cultural	de	la	Nación.
Todo	 peruano	 tiene	 derecho	 a	 usar	 su	 propio	 idioma	 ante
cualquier	 autoridad	 mediante	 un	 intérprete.	 Los	 extranjeros
tienen	 este	 mismo	 derecho	 cuando	 son	 citados	 por	 cualquier
autoridad.
20.	 A	 formular	 peticiones,	 individual	 o	 colectivamente,	 por
escrito	ante	la	autoridad	competente,	la	que	está	obligada	a	dar	al
interesado	 una	 respuesta	 también	 por	 escrito	 dentro	 del	 plazo
legal,	bajo	responsabilidad.
Los	miembros	 de	 las	 Fuerzas	 Armadas	 y	 de	 la	 Policía	 Nacional
sólo	pueden	ejercer	individualmente	el	derecho	de	petición.
21.	 A	 su	 nacionalidad.	 Nadie	 puede	 ser	 despojado	 de	 ella.
Tampoco	puede	ser	privado	del	derecho	de	obtener	o	de	renovar
su	pasaporte	dentro	o	fuera	del	territorio	de	la	República.
22.	 A	 la	 paz,	 a	 la	 tranquilidad,	 al	 disfrute	 del	 tiempo	 libre	 y	 al
descanso,	 así	 como	 a	 gozar	 de	 un	 ambiente	 equilibrado	 y
adecuado	al	desarrollo	de	su	vida.
23.	A	la	legítima	defensa.
24.	A	la	libertad	y	a	la	seguridad	personales.	En	consecuencia:
a.	Nadie	está	obligado	a	hacer	lo	que	la	ley	no	manda,	ni	impedido
de	hacer	lo	que	ella	no	prohíbe.
b.	 No	 se	 permite	 forma	 alguna	 de	 restricción	 de	 la	 libertad
personal,	salvo	en	los	casos	previstos	por	la	ley.	Están	prohibidas
la	 esclavitud,	 la	 servidumbre	 y	 la	 trata	 de	 seres	 humanos	 en
cualquiera	de	sus	formas.
c.	No	hay	prisión	por	deudas.	Este	principio	no	limita	el	mandato
judicial	por	incumplimiento	de	deberes	alimentarios.
d.	Nadie	será	procesado	ni	condenado	por	acto	u	omisión	que	al
tiempo	de	cometerse	no	esté	previamente	calificado	en	la	ley,	de
manera	 expresa	 e	 inequívoca,	 como	 infracción	 punible;	 ni
sancionado	con	pena	no	prevista	en	la	ley.
e.	 Toda	 persona	 es	 considerada	 inocente	 mientras	 no	 se	 haya
declarado	judicialmente	su	responsabilidad.
f.	 Nadie	 puede	 ser	 detenido	 sino	 por	 mandamiento	 escrito	 y
motivado	 del	 juez	 o	 por	 las	 autoridades	 policiales	 en	 caso	 de
flagrante	delito.
El	 detenido	 debe	 ser	 puesto	 a	 disposición	 del	 juzgado
correspondiente,	dentro	de	las	veinticuatro	horas	o	en	el	término
de	la	distancia.
Estos	plazos	no	se	aplican	a	los	casos	de	terrorismo,	espionaje	y
tráfico	 ilícito	de	drogas.	En	tales	casos,	 las	autoridades	policiales
pueden	 efectuar	 la	 detención	 preventiva	 de	 los	 presuntos
implicados	 por	 un	 término	 no	 mayor	 de	 quince	 días	 naturales.
Deben	 dar	 cuenta	 al	 Ministerio	 Público	 y	 al	 juez,	 quien	 puede
asumir	jurisdicción	antes	de	vencido	dicho	término.
g.	Nadie	puede	ser	incomunicado	sino	en	caso	indispensable	para
el	 esclarecimiento	 de	 un	 delito,	 y	 en	 la	 forma	 y	 por	 el	 tiempo
previstos	 por	 la	 ley.	 La	 autoridad	 está	 obligada	 bajo
responsabilidad	 a	 señalar,	 sin	 dilación	 y	 por	 escrito,	 el	 lugar
donde	se	halla	la	persona	detenida.
h.	Nadie	debe	ser	víctima	de	violencia	moral,	psíquica	o	física,	ni
sometido	 a	 tortura	 o	 a	 tratos	 inhumanos	 o	 humillantes.
Cualquiera	 puede	 pedir	 de	 inmediato	 el	 examen	 médico	 de	 la
persona	agraviada	o	de	 aquélla	 imposibilitada	de	 recurrir	por	 sí
misma	 a	 la	 autoridad.	 Carecen	 de	 valor	 las	 declaraciones
obtenidas	 por	 la	 violencia.	 Quien	 la	 emplea	 incurre	 en
responsabilidad.
Const.
ART.	 3°.—La	 enumeración	de	 los	 derechos	 establecidos	 en	 este
capítulo	 no	 excluye	 los	 demás	 que	 la	 Constitución	 garantiza,	 ni
otros	 de	 naturaleza	 análoga	 o	 que	 se	 fundan	 en	 la	 dignidad	 del
hombre,	 o	 en	 los	 principios	 de	 soberanía	 del	 pueblo,	 del	 Estado
democrático	de	derecho	y	de	la	forma	republicana	de	gobierno.
CAPÍTULO	II
De	los	derechos	sociales	y	económicos
Const.
ART.	 4°.—La	 comunidad	 y	 el	 Estado	 protegen	 especialmente	 al
niño,	 al	 adolescente,	 a	 la	 madre	 y	 al	 anciano	 en	 situación	 de
abandono.	 También	 protegen	 a	 la	 familia	 y	 promueven	 el
matrimonio.	Reconocen	a	estos	últimos	como	institutos	naturales
y	fundamentales	de	la	sociedad.
La	 forma	 del	 matrimonio	 y	 las	 causas	 de	 separación	 y	 de
disolución	son	reguladas	por	la	ley.
Const.
ART.	 5°.—La	 unión	 estable	 de	 un	 varón	 y	 una	mujer,	 libres	 de
impedimento	 matrimonial,	 que	 forman	 un	 hogar	 de	 hecho,	 da
lugar	a	una	comunidad	de	bienes	sujeta	al	régimen	de	la	sociedad
de	gananciales	en	cuanto	sea	aplicable.
Const.
ART.	6°.—La	política	nacional	de	población	 tiene	 como	objetivo
difundir	 y	 promover	 la	 paternidad	 y	 maternidad	 responsables.
Reconoce	el	derecho	de	las	familias	y	de	las	personas	a	decidir.	En
tal	 sentido,	 el	 Estado	 asegura	 los	 programas	 de	 educación	 y	 la
información	adecuados	y	el	acceso	a	los	medios,	que	no	afecten	la
vida	o	la	salud.
Es	 deber	 y	 derecho	 de	 los	 padres	 alimentar,	 educar	 y	 dar
seguridad	 a	 sus	 hijos.	 Los	 hijos	 tienen	 el	 deber	 de	 respetar	 y
asistir	a	sus	padres.
Todos	los	hijos	tienen	iguales	derechos	y	deberes.	Está	prohibida
toda	 mención	 sobre	 el	 estado	 civil	 de	 los	 padres	 y	 sobre	 la
naturaleza	 de	 la	 filiación	 en	 los	 registros	 civiles	 y	 en	 cualquier
otro	documento	de	identidad.
Const.
ART.	7°.—Todos	tienen	derecho	a	la	protección	de	su	salud,	la	del
medio	 familiar	 y	 la	 de	 la	 comunidad	 así	 como	 el	 deber	 de
contribuir	 a	 su	 promoción	 y	 defensa.	 La	 persona	 incapacitada
para	velar	por	sí	misma	a	causa	de	una	deficiencia	física	o	mental
tiene	derecho	al	 respeto	de	 su	dignidad	y	 a	un	 régimen	 legal	de
protección,	atención,	readaptación	y	seguridad.
Const.
ART.	8°.—El	Estado	combate	y	sanciona	el	tráfico	ilícito	de
drogas.	Asimismo,	regula	el	uso	de	los	tóxicos	sociales.
Const.
ART.	 9°.—El	 Estado	 determina	 la	 política	 nacional	 de	 salud.	 El
Poder	Ejecutivo	norma	y	supervisa	su	aplicación.	Es	responsable
de	 diseñarla	 y	 conducirla	 en	 forma	 plural	 y	 descentralizadora
para	facilitar	a	todos	el	acceso	equitativo	a	los	servicios	de	salud.
Const.
ART.	10.—El	Estado	reconoce	el	derecho	universal	y	progresivo
de	toda	persona	a	la	seguridad	social,	para	su	protección	frente	a
las	contingencias	que	precise	la	ley	y	para	la	elevación	de	su
calidad	de	vida.
Const.
ART.	11.—El	Estado	garantiza	el	libre	acceso	a	prestaciones	de
salud	y	a	pensiones,	a	través	de	entidades	públicas,	privadas	o
mixtas.	Supervisa	asimismo	su	eficaz	funcionamiento.
Incorporado.	Ley	28389,	Art.	1°.	La	ley	establece	la	entidad	del
gobierno	nacional	que	administra	los	regímenes	de	pensiones	a
cargo	del	Estado.
Const.
ART.	 12.—Los	 fondos	 y	 las	 reservas	 de	 la	 seguridad	 social	 son
intangibles.	 Los	 recursos	 se	 aplican	 en	 la	 forma	 y	 bajo	 la
responsabilidad	que	señala	la	ley.
Const.
ART.	 13.—La	 educación	 tiene	 como	 finalidad	 el	 desarrollo
integral	de	la	persona	humana.	El	Estado	reconoce	y	garantiza	la
libertad	 de	 enseñanza.	 Los	 padres	 de	 familia	 tienen	 el	 deber	 de
educar	 a	 sus	 hijos	 y	 el	 derecho	 de	 escoger	 los	 centros	 de
educación	y	de	participar	en	el	proceso	educativo.
Const.
ART.	 14.—La	 educación	 promueve	 el	 conocimiento,	 el
aprendizaje	y	la	práctica	de	las	humanidades,	la	ciencia,	la	técnica,
las	artes,	la	educación	física	y	el	deporte.	Prepara	para	la	vida	y	el
trabajo	y	fomenta	la	solidaridad.
Es	 deber	 del	 Estado	 promover	 el	 desarrollo	 científico	 y
tecnológico	del	país.
La	formación	ética	y	cívica	y	la	enseñanza	de	la	Constitución	y	de
los	 derechos	 humanos	 son	 obligatorias	 en	 todo	 el	 proceso
educativo	 civil	 o	 militar.	 La	 educación	 religiosa	 se	 imparte	 con
respeto	a	la	libertad	de	las	conciencias.
La	enseñanza	se	imparte,	en	todos	sus	niveles,	con	sujeción	a	los
principios	 constitucionales	 y	 a	 los	 fines	 de	 la	 correspondiente
institución	educativa.
Los	 medios	 de	 comunicación	 social	 deben	 colaborar	 con	 el
Estado	en	la	educación	y	en	la	formación	moral	y	cultural.
Const.	
ART.	 15.—El	 profesorado	 en	 la	 enseñanza	 oficial	 es	 carrera
pública.	La	 ley	establece	 los	requisitos	para	desempeñarse	como
director	o	profesor	de	un	centro	educativo,	así	como	sus	derechos
y	 obligaciones.	 El	 Estado	 y	 la	 sociedad	 procuran	 su	 evaluación,
capacitación,	profesionalización	y	promoción	permanentes.
El	 educando	 tiene	 derecho	 a	 una	 formación	 que	 respete	 su
identidad,	así	como	al	buen	trato	psicológico	y	físico.
Toda	persona,	natural	o	jurídica,	tiene	el	derecho	de	promover	y
conducir	 instituciones	 educativas	 y	 el	 de	 transferir	 la	 propiedad
de	éstas,	conforme	a	ley.
Const.
ART.	 16.—Tanto	 el	 sistema	 como	 el	 régimen	 educativo	 son
descentralizados.
El	 Estado	 coordina	 la	 política	 educativa.	 Formula	 los
lineamientos	 generales	 de	 los	 planes	 de	 estudios	 así	 como	 los
requisitos	mínimos	de	 la	organización	de	 los	centros	educativos.
Supervisa	su	cumplimiento	y	la	calidad	de	la	educación.
Es	 deber	 del	 Estado	 asegurar	 que	 nadie	 se	 vea	 impedido	 de
recibir	educación	adecuada	por	razón	de	su	situación	económica	o
de	limitaciones	mentales	o	físicas.
Se	 da	 prioridad	 a	 la	 educación	 en	 la	 asignación	 de	 recursos
ordinarios	del	Presupuesto	de	la	República.
Const.
ART.	 17.—La	 educación	 inicial,	 primaria	 y	 secundaria	 son
obligatorias.	 En	 las	 instituciones	 del	 Estado,	 la	 educación	 es
gratuita.	 En	 las	 universidades	 públicas	 el	 Estado	 garantiza	 el
derecho	a	educarse	gratuitamente	a	 los	alumnos	que	mantengan
un	 rendimiento	 satisfactorio	 y	 no	 cuenten	 con	 los	 recursos
económicos	necesarios	para	cubrir	los	costos	de	educación.
Con	 el	 fin	 de	 garantizar	 la	 mayor	 pluralidad	 de	 la	 oferta
educativa,	y	en	favor	de	quienes	no	puedan	sufragar	su	educación,
la	 ley	 fija	 el	 modo	 de	 subvencionar	 la	 educación	 privada	 en
cualquiera	 de	 sus	 modalidades,	 incluyendo	 la	 comunal	 y	 la
cooperativa.
El	Estado	promueve	la	creación	de	centros	de	educación	donde	la
población	los	requiera.
El	Estado	garantiza	 la	erradicación	del	analfabetismo.	Asimismo
fomenta	 la	 educación	 bilingüe	 e	 intercultural,	 según	 las
características	 de	 cada	 zona.	 Preserva	 las	 diversas
manifestaciones	 culturales	 y	 lingüísticas	 del	 país.	 Promueve	 la
integración	nacional.
Const.
ART.	 18.—La	 educación	 universitaria	 tiene	 como	 fines	 la
formación	profesional,	 la	difusión	cultural,	 la	creación	intelectual
y	 artística	 y	 la	 investigación	 científica	 y	 tecnológica.	 El	 Estado
garantiza	la	libertad	de	cátedra	y	rechaza	la	intolerancia.
Las	 universidades	 son	 promovidas	 por	 entidades	 privadas	 o
públicas.	 La	 ley	 fija	 las	 condiciones	 para	 autorizar	 su
funcionamiento.
La	 universidad	 es	 la	 comunidad	 de	 profesores,	 alumnos	 y
graduados.	 Participan	 en	 ella	 los	 representantes	 de	 los
promotores,	de	acuerdo	a	ley.
Cada	 universidad	 es	 autónoma	 en	 su	 régimen	 normativo,	 de
gobierno,	 académico,	 administrativo	 y	 económico.	 Las
universidades	se	rigen	por	sus	propios	estatutos	en	el	marco	de	la
Constitución	y	de	las	leyes.
Const.
ART.	 19.—Las	 universidades,	 institutos	 superiores	 y	 demás
centros	 educativos	 constituidos	 conforme	 a	 la	 legislación	 en	 la
materia	 gozan	 de	 inafectación	 de	 todo	 impuesto	 directo	 e
indirecto	que	afecte	los	bienes,	actividades	y	servicios	propios	de
su	 finalidad	 educativa	 y	 cultural.	 En	 materia	 de	 aranceles	 de
importación,	 puede	 establecerse	 un	 régimen	 especial	 de
afectación	para	determinados	bienes.
Las	 donaciones	 y	 becas	 con	 fines	 educativos	 gozarán	 de
exoneración	 y	beneficios	 tributarios	 en	 la	 forma	y	dentro	de	 los
límites	que	fije	la	ley.
La	ley	establece	los	mecanismos	de	fiscalización	a	que	se	sujetan
las	 mencionadas	 instituciones,	 así	 como	 los	 requisitos	 y
condiciones	 que	 deben	 cumplir	 los	 centros	 culturales	 que	 por
excepción	puedan	gozar	de	los	mismos	beneficios.
Para	 las	 instituciones	educativas	privadas	que	generen	 ingresos
que	por	 ley	 sean	calificados	 como	utilidades,	puede	establecerse
la	aplicación	del	impuesto	a	la	renta.
Const.
ART.	 20.—Los	 colegios	 profesionales	 son	 instituciones
autónomas	con	personalidad	de	derecho	público.	La	ley	señala	los
casos	en	que	la	colegiación	es	obligatoria.
Const.
ART.	 21.—Los	 yacimientos	 y	 restos	 arqueológicos,
construcciones,	monumentos,	 lugares,	documentos	bibliográficos
y	 de	 archivo,	 objetos	 artísticos	 y	 testimonios	 de	 valor	 histórico,
expresamente	 declarados	 bienes	 culturales,	 y	 provisionalmente
los	 que	 se	 presumen	 como	 tales,	 son	 patrimonio	 cultural	 de	 la
Nación,	 independientemente	 de	 su	 condición	 de	 propiedad
privada	o	pública.	Están	protegidos	por	el	Estado.
La	ley	garantiza	la	propiedad	de	dicho	patrimonio.
Fomenta	 conforme	 a	 ley,	 la	 participación	 privada	 en	 la
conservación,	 restauración,	 exhibición	 y	 difusión	 del	mismo,	 así
como	 su	 restitución	 al	 país	 cuando	 hubiere	 sido	 ilegalmente
trasladado	fuera	del	territorio	nacional.
Const.
ART.	 22.—El	 trabajo	 es	 un	 deber	 y	 un	 derecho.	 Es	 base	 del
bienestar	social	y	un	medio	de	realización	de	la	persona.
Const.
ART.	23.—El	 trabajo,	 en	 sus	diversas	modalidades,	 es	objeto	de
atención	prioritaria	del	Estado,	el	cual	protege	especialmente	a	la
madre,	al	menor	de	edad	y	al	impedido	que	trabajan.
El	 Estado	 promueve	 condiciones	 para	 el	 progreso	 social	 y
económico,	en	especial	mediante	políticas	de	fomento	del	empleo
productivo	y	de	educación	para	el	trabajo.
Ninguna	 relación	 laboral	 puede	 limitar	 el	 ejercicio	 de	 los
derechos	constitucionales,	ni	desconocer	o	rebajar	la	dignidad	del
trabajador.
Nadie	está	obligado	a	prestar	trabajo	sin	retribución	o	sin	su	libre
consentimiento.
Const.
ART.	 24.—El	 trabajador	 tiene	 derecho	 a	 una	 remuneración
equitativa	 y	 suficiente,	 que	 procure,	 para	 él	 y	 su	 familia,	 el
bienestar	material	y	espiritual.
El	 pago	 de	 la	 remuneración	 y	 de	 los	 beneficios	 sociales	 del
trabajador	 tiene	 prioridad	 sobre	 cualquiera	 otra	 obligación	 del
empleador.
Las	 remuneraciones	 mínimas	 se	 regulan	 por	 el	 Estado	 con
participación	 de	 las	 organizaciones	 representativas	 de	 los
trabajadores	y	de	los	empleadores.
Const.
ART.	 25.—La	 jornada	 ordinaria	 de	 trabajo	 es	 de	 ocho	 horas
diarias	o	cuarenta	y	ocho	horas	semanales,	como	máximo.	En	caso
de	 jornadas	 acumulativas	 o	 atípicas,	 el	 promedio	 de	 horas
trabajadas	en	el	período	correspondiente	no	puede	superar	dicho
máximo.
Los	 trabajadores	 tienen	 derecho	 a	 descanso	 semanal	 y	 anual
remunerados.	Su	disfrute	y	su	compensación	se	regulan	por	ley	o
por	convenio.
Const.
ART.	 26.—En	 la	 relación	 laboral	 se	 respetan	 los	 siguientes
principios:
1.	Igualdad	de	oportunidades	sin	discriminación.
2.	 Carácter	 irrenunciable	 de	 los	 derechos	 reconocidos	 por	 la
Constitución	y	la	ley.
3.	 Interpretación	 favorable	 al	 trabajador	 en	 caso	 de	 duda
insalvable	sobre	el	sentido	de	una	norma.
Const.
ART.	27.—La	ley	otorga	al	trabajador	adecuada	protección	contra
el	despido	arbitrario.
Const.
ART.	 28.—El	 Estado	 reconoce	 los	 derechos	 de	 sindicación,
negociación	colectiva	y	huelga.	Cautela	su	ejercicio	democrático:
1.	Garantiza	la	libertad	sindical.
2.	 Fomenta	 la	 negociación	 colectiva	 y	 promueve	 formas	 de
solución	pacífica	de	los	conflictos	laborales.
La	convención	colectiva	tiene	fuerza	vinculante	en	el	ámbito	de	lo
concertado.
3.	Regula	el	derecho	de	huelga	para	que	se	ejerza	en	armonía	con
el	interés	social.	Señala	sus	excepciones	y	limitaciones.
Const.
ART.	 29.—El	 Estado	 reconoce	 el	 derecho	 de	 los	 trabajadores	 a
participar	 en	 las	 utilidades	 de	 la	 empresa	 y	 promueve	 otras
formas	de	participación.
CAPÍTULO	III
De	los	derechos	políticos	y	de	los	deberes
Const.
ART.	 30.—Son	 ciudadanos	 los	 peruanos	 mayores	 de	 dieciocho
años.	Para	el	ejercicio	de	la	ciudadanía	se	requiere	la	 inscripción
electoral.
Const.
ART.	31.—Modificado.	Ley	28480,	Art.	Único.	Los	ciudadanos
tienen	derecho	a	participar	en	los	asuntos	públicos	mediante
referéndum;	iniciativa	legislativa;	remoción	o	revocación	de
autoridades	y	demanda	de	rendición	de	cuentas.	Tienen	también
el	derecho	de	ser	elegidos	y	de	elegir	libremente	a	sus
representantes,	de	acuerdo	con	las	condiciones	y	procedimientos
determinados	por	ley	orgánica.
Es	derecho	y	deber	de	los	vecinos	participar	en	el	gobierno
municipal	de	su	jurisdicción.	La	Ley	norma	y	promueve	los
mecanismos	directos	e	indirectos	de	su	participación.
Tienen	derecho	al	voto	los	ciudadanos	en	goce	de	su	capacidad
civil.	Para	el	ejercicio	de	este	derecho	se	requiere	estar	inscrito	en
el	registro	correspondiente.
El	voto	es	personal,	igual,	libre,	secreto	y	obligatorio	hasta	los
setenta	años.	Es	facultativo	después	de	esa	edad.
La	ley	establece	los	mecanismos	para	garantizar	la	neutralidad
estatal	durante	los	procesos	electorales	y	de	participación
ciudadana.
Es	nulo	y	punible	todo	acto	que	prohíba	o	limite	al	ciudadano	el
ejercicio	de	sus	derechos.
Const.
ART.	32.—Pueden	ser	sometidas	a	referéndum:
1.	La	reforma	total	o	parcial	de	la	Constitución;
2.	La	aprobación	de	normas	con	rango	de	ley;
3.	Las	ordenanzas	municipales;	y
4.	Las	materias	relativas	al	proceso	de	descentralización.
No	pueden	someterse	a	referéndum	la	supresión	o	la
disminución	de	los	derechos	fundamentales	de	la	persona,	ni	las
normas	de	carácter	tributario	y	presupuestal,	ni	los	tratados
internacionales	en	vigor.
Const.
ART.	33.—El	ejercicio	de	la	ciudadanía	se	suspende:
1.	Por	resolución	judicial	de	interdicción.
2.	Por	sentencia	con	pena	privativa	de	la	libertad.
3.	Por	sentencia	con	inhabilitación	de	los	derechos	políticos.
Const.
ART.	34.—Modificado.	Ley	28480,	Art.	Único.	Los	miembros	de
las	 Fuerzas	 Armadas	 y	 de	 la	 Policía	 Nacional	 tienen	 derecho	 al
voto	y	a	la	participación	ciudadana,	regulados	por	ley.	No	pueden
postular	 a	 cargos	 de	 elección	 popular,	 participar	 en	 actividades
partidarias	 o	 manifestaciones	 ni	 realizar	 actos	 de	 proselitismo,
mientras	no	hayan	pasado	 a	 la	 situación	de	 retiro,	 de	 acuerdo	 a
ley.
Const.
ART.	 35.—Los	 ciudadanos	 pueden	 ejercer	 sus	 derechos
individualmente	 o	 a	 través	 de	 organizaciones	 políticas	 como
partidos,	 movimientos	 o	 alianzas,	 conforme	 a	 ley.	 Tales
organizaciones	 concurren	 a	 la	 formación	 y	 manifestación	 de	 la
voluntad	 popular.	 Su	 inscripción	 en	 el	 registro	 correspondiente
les	concede	personalidad	jurídica.
La	ley	establece	normas	orientadas	a	asegurar	el	funcionamiento
democrático	de	los	partidos	políticos,	y	la	transparencia	en	cuanto
al	 origen	 de	 sus	 recursos	 económicos	 y	 el	 acceso	 gratuito	 a	 los
medios	de	comunicación	social	de	propiedad	del	Estado	en	forma
proporcional	al	último	resultado	electoral	general.
Const.
ART.	 36.—El	 Estado	 reconoce	 el	 asilo	 político.	 Acepta	 la
calificación	del	asilado	que	otorga	el	gobierno	asilante.	En	caso	de
expulsión,	 no	 se	 entrega	 al	 asilado	 al	 país	 cuyo	 gobierno	 lo
persigue.
Const.
ART.	37.—La	extradición	sólo	se	concede	por	el	Poder	Ejecutivo
previo	informe	de	la	Corte	Suprema,	en	cumplimiento	de	la	ley	y
de	los	tratados,	y	según	el	principio	de	reciprocidad.
No	se	concede	extradición	si	se	considera	que	ha	sido	solicitada
con	 el	 fin	 de	 perseguir	 o	 castigar	 por	 motivo	 de	 religión,
nacionalidad,	opinión	o	raza.
Quedan	 excluidos	 de	 la	 extradición	 los	 perseguidos	 por	 delitos
políticos	o	por	hechos	conexos	con	ellos.	No	se	consideran	tales	el
genocidio	ni	el	magnicidio	ni	el	terrorismo.
Const.
ART.	38.—Todos	los	peruanos	tienen	el	deber	de	honrar	al	Perú	y
de	 proteger	 los	 intereses	 nacionales,	 así	 como	 de	 respetar,
cumplir	y	defender	la	Constitución	y	el	ordenamiento	jurídico	de
la	Nación.
CAPÍTULO	IV
De	la	función	pública
Const.
ART.	 39.—Todos	 los	 funcionarios	 y	 trabajadores	públicos	 están
al	servicio	de	la	Nación.	El	Presidente	de	la	República	tiene	la	más
alta	 jerarquía	 en	 el	 servicio	 a	 la	 Nación	 y,	 en	 ese	 orden,	 los
representantes	 al	 Congreso,	 ministros	 de	 Estado,	 miembros	 del
Tribunal	 Constitucional	 y	 del	 Consejo	 de	 la	 Magistratura,	 los
magistrados	 supremos,	 el	 Fiscal	 de	 la	 Nación	 y	 el	 Defensor	 del
Pueblo,	 en	 igual	 categoría;	 y	 los	 representantes	 de	 organismos
descentralizados	y	alcaldes,	de	acuerdo	a	ley.
Const.
ART.	40.—La	ley	regula	el	 ingreso	a	 la	carrera	administrativa,	y
los	 derechos,	 deberes	 y	 responsabilidades	 de	 los	 servidores
públicos.	 No	 están	 comprendidos	 en	 dicha	 carrera	 los
funcionarios	 que	 desempeñan	 cargos	 políticos	 o	 de	 confianza.
Ningún	funcionario	o	servidor	público	puede	desempeñar	más	de
un	 empleo	 o	 cargo	 público	 remunerado,	 con	 excepción	 de	 uno
más	por	función	docente.
No	están	comprendidos	en	la	función	pública	los	trabajadores	de
las	empresas	del	Estado	o	de	sociedades	de	economía	mixta.
Es	obligatoria	 la	publicación	periódica	en	el	diario	oficial	de	 los
ingresos	que,	por	todo	concepto,	perciben	los	altos	funcionarios,	y
otros	 servidores	 públicos	 que	 señala	 la	 ley,	 en	 razón	 de	 sus
cargos.
Const.
ART.	 41.—Los	 funcionarios	 y	 servidores	 públicos	 que	 señala	 la
ley	 o	 que	 administran	 o	 manejan	 fondos	 del	 Estado	 o	 de
organismos	 sostenidos	 por	 éste	 deben	 hacer	 declaración	 jurada
de	 bienes	 y	 rentas	 al	 tomar	 posesión	 de	 sus	 cargos,	 durante	 su
ejercicio	 y	 al	 cesar	 en	 los	 mismos.	 La	 respectiva	 publicación	 se
realiza	en	el	diario	oficial	en	la	forma	y	condiciones	que	señala	la
ley.
Cuando	se	presume	enriquecimiento	ilícito,	el	Fiscal	de	la	Nación,
por	denuncia	de	terceros	o	de	oficio,	formula	cargos	ante	el	Poder
Judicial.
La	 ley	 establece	 la	 responsabilidad	 de	 los	 funcionarios	 y
servidores	públicos,	así	como	el	plazo	de	su	inhabilitación	para	la
función	pública.
El	plazo	de	prescripción	se	duplica	en	caso	de	delitos	cometidos
contra	el	patrimonio	del	Estado.
Const.
ART.	42.—Se	reconocen	los	derechos	de	sindicación	y	huelga	de
los	 servidores	públicos.	No	están	 comprendidos	 los	 funcionarios
del	Estado	con	poder	de	decisión	y	los	que	desempeñan	cargos	de
confianza	 o	 de	 dirección,	 así	 como	 los	miembros	 de	 las	 Fuerzas
Armadas	y	de	la	Policía	Nacional.
TÍTULO	II
Del	Estado	y	la	Nación
CAPÍTULO	I
Del	Estado,	la	Nación	y	el	territorio
Const.
ART.	 43.—La	 República	 del	 Perú	 es	 democrática,	 social,
independiente	y	soberana.
El	Estado	es	uno	e	indivisible.
Su	 gobierno	 es	 unitario,	 representativo	 y	 descentralizado,	 y	 se
organiza	según	el	principio	de	la	separación	de	poderes.
Const.
ART.	 44.—Son	 deberes	 primordiales	 del	 Estado:	 defender	 la
soberanía	 nacional;	 garantizar	 la	 plena	 vigencia	 de	 los	 derechos
humanos;	 proteger	 a	 la	 población	 de	 las	 amenazas	 contra	 su
seguridad;	y	promover	el	bienestar	general	que	se	fundamenta	en
la	justicia	y	en	el	desarrollo	integral	y	equilibrado	de	la	Nación.
Asimismo,	es	deber	del	Estado	establecer	y	ejecutar	la	política	de
fronteras	 y	 promover	 la	 integración,	 particularmente
latinoamericana,	así	como	el	desarrollo	y	la	cohesión	de	las	zonas
fronterizas,	en	concordancia	con	la	política	exterior.
Const.
ART.	 45.—El	 poder	 del	 Estado	 emana	 del	 pueblo.	 Quienes	 lo
ejercen	 lo	 hacen	 con	 las	 limitaciones	 y	 responsabilidades	 que	 la
Constitución	y	las	leyes	establecen.
Ninguna	persona,	organización,	Fuerza	Armada,	Policía	Nacional
o	sector	de	la	población	puede	arrogarse	el	ejercicio	de	ese	poder.
Hacerlo	constituye	rebelión	o	sedición.
Const.
ART.	46.—Nadie	debe	obediencia	a	un	gobierno	usurpador,	ni	a
quienes	asumen	funciones	públicas	en	violación	de	la	Constitución
y	de	las	leyes.
La	población	civil	tiene	el	derecho	de	insurgencia	en	defensa	del
orden	constitucional.
Son	nulos	los	actos	de	quienes	usurpan	funciones	públicas.
Const.
ART.	47.—La	defensa	de	los	intereses	del	Estado	está	a	cargo	de
los	 Procuradores	 Públicos	 conforme	 a	 ley.	 El	 Estado	 está
exonerado	del	pago	de	gastos	judiciales.
Const.
ART.	 48.—Son	 idiomas	 oficiales	 el	 castellano	 y,	 en	 las	 zonas
donde	 predominen,	 también	 lo	 son	 el	 quechua,	 el	 aimara	 y	 las
demás	lenguas	aborígenes,	según	la	ley.
Const.
ART.	 49.—La	 capital	 de	 la	 República	 del	 Perú	 es	 la	 ciudad	 de
Lima.	Su	capital	histórica	es	la	ciudad	del	Cusco.
Son	símbolos	de	la	Patria	la	Bandera	de	tres	franjas	verticales	con
los	 colores	 rojo,	 blanco	 y	 rojo,	 y	 el	 Escudo	 y	 el	 Himno	Nacional
establecidos	por	ley.
Const.
ART.	50.—Dentro	de	un	régimen	de	independencia	y	autonomía,
el	Estado	reconoce	a	la	Iglesia	Católica	como	elemento	importante
en	la	formación	histórica,	cultural	y	moral	del	Perú,	y	le	presta	su
colaboración.
El	Estado	respeta	otras	confesiones	y	puede	establecer	formas	de
colaboración	con	ellas.
Const.
ART.	 51.—La	Constitución	prevalece	 sobre	 toda	norma	 legal;	 la
ley,	sobre	las	normas	de	inferior	jerarquía,	y	así	sucesivamente.	La
publicidad	es	esencial	para	la	vigencia	de	toda	norma	del	Estado.
Const.
ART.	 52.—Son	 peruanos	 por	 nacimiento	 los	 nacidos	 en	 el
territorio	 de	 la	 República.	 También	 lo	 son	 los	 nacidos	 en	 el
exterior	 de	 padre	 o	 madre	 peruanos,	 inscritos	 en	 el	 registro
correspondiente	durante	su	minoría	de	edad.
Son	 asimismo	 peruanos	 los	 que	 adquieren	 la	 nacionalidad	 por
naturalización	o	por	opción,	siempre	que	tengan	residencia	en	el
Perú.
Const.
ART.	53.—La	ley	regula	las	formas	en	que	se	adquiere	o	recupera
la	nacionalidad.
La	nacionalidad	peruana	no	se	pierde,	salvo	por	renuncia	expresa
ante	autoridad	peruana.
Const.
ART.	 54.—El	 territorio	 del	 Estado	 es	 inalienable	 e	 inviolable.
Comprende	el	suelo,	el	subsuelo,	el	dominio	marítimo,	y	el	espacio
aéreo	que	los	cubre.
El	dominio	marítimo	del	Estado	comprende	el	mar	adyacente	a
sus	 costas,	 así	 como	 su	 lecho	 y	 subsuelo,	 hasta	 la	 distancia	 de
doscientas	millas	marinas	medidas	 desde	 las	 líneas	 de	 base	 que
establece	la	ley.
En	 su	 dominio	 marítimo,	 el	 Estado	 ejerce	 soberanía	 y
jurisdicción,	 sin	 perjuicio	 de	 las	 libertades	 de	 comunicación
internacional,	de	acuerdo	con	la	ley	y	con	los	tratados	ratificados
por	el	Estado.
El	Estado	ejerce	 soberanía	y	 jurisdicción	sobre	el	 espacio	aéreo
que	 cubre	 su	 territorio	y	 el	mar	adyacente	hasta	 el	 límite	de	 las
doscientas	millas,	sin	perjuicio	de	las	libertades	de	comunicación
internacional,	 de	 conformidad	 con	 la	 ley	 y	 con	 los	 tratados
ratificados	por	el	Estado.
CAPÍTULO	II
De	los	tratados
Const.
ART.	 55.—Los	 tratados	 celebrados	 por	 el	 Estado	 y	 en	 vigor
forman	parte	del	derecho	nacional.
Const.
ART.	 56.—Los	 tratados	 deben	 ser	 aprobados	 por	 el	 Congreso
antes	de	su	ratificación	por	el	Presidente	de	la	República,	siempre
que	versen	sobre	las	siguientes	materias:
1.	Derechos	humanos.
2.	Soberanía,	dominio	o	integridad	del	Estado.
3.	Defensa	nacional.
4.	Obligaciones	financieras	del	Estado.
También	deben	ser	aprobados	por	el	Congreso	 los	 tratados	que
crean,	modifican	o	suprimen	tributos;	los	que	exigen	modificación
o	 derogación	 de	 alguna	 ley	 y	 los	 que	 requieren	 medidas
legislativas	para	su	ejecución.
Const.
ART.	 57.—El	 Presidente	 de	 la	 República	 puede	 celebrar	 o
ratificar	 tratados	 o	 adherir	 a	 éstos	 sin	 el	 requisito	 de	 la
aprobación	previa	del	Congreso	en	materias	no	contempladas	en
el	 artículo	 precedente.	 En	 todos	 esos	 casos,	 debe	 dar	 cuenta	 al
Congreso.
Cuando	el	tratado	afecte	disposiciones	constitucionales	debe	ser
aprobado	por	el	mismo	procedimiento	que	 rige	 la	 reforma	de	 la
Constitución,	 antes	 de	 ser	 ratificado	 por	 el	 Presidente	 de	 la
República.
La	 denuncia	 de	 los	 tratados	 es	 potestad	 del	 Presidente	 de	 la
República,	con	cargo	de	dar	cuenta	al	Congreso.	En	el	caso	de	los
tratados	sujetos	a	aprobación	del	Congreso,	 la	denuncia	requiere
aprobación	previa	de	éste.
TÍTULO	III
Del	régimen	económico
CAPÍTULO	I
Principios	generales
Const.
ART.	 58.—La	 iniciativa	 privada	 es	 libre.	 Se	 ejerce	 en	 una
economía	social	de	mercado.	Bajo	este	régimen,	el	Estado	orienta
el	 desarrollo	 del	 país,	 y	 actúa	 principalmente	 en	 las	 áreas	 de
promoción	 de	 empleo,	 salud,	 educación,	 seguridad,	 servicios
públicos	e	infraestructura.
Const.
ART.	59.—El	Estado	estimula	la	creación	de	riqueza	y	garantiza	la
libertad	de	trabajo	y	la	libertad	de	empresa,	comercio	e	industria.
El	ejercicio	de	estas	libertades	no	debe	ser	lesivo	a	la	moral,	ni	a	la
salud,	ni	a	 la	seguridad	públicas.	El	Estado	brinda	oportunidades
de	superación	a	los	sectores	que	sufren	cualquier	desigualdad;	en
tal	 sentido,	 promueve	 las	 pequeñas	 empresas	 en	 todas	 sus
modalidades.
Const.
ART.	 60.—El	 Estado	 reconoce	 el	 pluralismo	 económico.	 La
economía	 nacional	 se	 sustenta	 en	 la	 coexistencia	 de	 diversas
formas	de	propiedad	y	de	empresa.
Sólo	 autorizado	 por	 ley	 expresa,	 el	 Estado	 puede	 realizar
subsidiariamente	 actividad	 empresarial,	 directa	 o	 indirecta,	 por
razón	 de	 alto	 interés	 público	 o	 de	 manifiesta	 conveniencia
nacional.
La	 actividad	 empresarial,	 pública	 o	 no	pública,	 recibe	 el	mismo
tratamiento	legal.
Const.
ART.	 61.—El	 Estado	 facilita	 y	 vigila	 la	 libre	 competencia.
Combate	 toda	 práctica	 que	 la	 limite	 y	 el	 abuso	 de	 posiciones
dominantes	 o	 monopólicas.	 Ninguna	 ley	 ni	 concertación	 puede
autorizar	ni	establecer	monopolios.
La	prensa,	la	radio,	la	televisión	y	los	demás	medios	de	expresión
y	 comunicación	 social;	 y,	 en	 general,	 las	 empresas,	 los	 bienes	 y
servicios	 relacionados	 con	 la	 libertad	 de	 expresión	 y	 de
comunicación,	no	pueden	ser	objeto	de	exclusividad,	monopolio	ni
acaparamiento,	directa	ni	indirectamente,	por	parte	del	Estado	ni
de	particulares.
Const.
ART.	 62.—La	 libertad	 de	 contratar	 garantiza	 que	 las	 partes
pueden	pactar	válidamente	 según	 las	normas	vigentes	al	 tiempo
del	 contrato.	 Los	 términos	 contractuales	 no	 pueden	 ser
modificados	 por	 leyes	 u	 otras	 disposiciones	 de	 cualquier	 clase.
Los	 conflictos	 derivados	 de	 la	 relación	 contractual	 sólo	 se
solucionan	en	la	vía	arbitral	o	en	la	judicial,	según	los	mecanismos
de	protección	previstos	en	el	contrato	o	contemplados	en	la	ley.
Mediante	contratos	-	 ley,	el	Estado	puede	establecer	garantías	y
otorgar	seguridades.	No	pueden	ser	modificados	legislativamente,
sin	 perjuicio	 de	 la	 protección	 a	 que	 se	 refiere	 el	 párrafo
precedente.
Const.
ART.	63.—La	 inversión	nacional	 y	 la	 extranjera	 se	 sujetan	 a	 las
mismas	 condiciones.	 La	 producción	 de	 bienes	 y	 servicios	 y	 el
comercio	 exterior	 son	 libres.	 Si	 otro	 país	 o	 países	 adoptan
medidas	 proteccionistas	 o	 discriminatorias	 que	 perjudiquen	 el
interés	 nacional,	 el	 Estado	 puede,	 en	 defensa	 de	 éste,	 adoptar
medidas	análogas.
En	todo	contrato	del	Estado	y	de	las	personas	de	derecho	público
con	extranjeros	domiciliados	consta	el	sometimiento	de	éstos	a	las
leyes	 y	 órganos	 jurisdiccionales	 de	 la	 República	 y	 su	 renuncia	 a
toda	 reclamación	 diplomática.	 Pueden	 ser	 exceptuados	 de	 la
jurisdicción	nacional	los	contratos	de	carácter	financiero.
El	 Estado	 y	 las	 demás	 personas	 de	 derecho	 público	 pueden
someter	 las	 controversias	 derivadas	 de	 relación	 contractual	 a
tribunales	 constituidos	 en	 virtud	 de	 tratados	 en	 vigor.	 Pueden
también	 someterlas	 a	 arbitraje	 nacional	 o	 internacional,	 en	 la
forma	en	que	lo	disponga	la	ley.
Const.
ART.	64.—El	Estado	garantiza	 la	 libre	 tenencia	y	disposición	de
moneda	extranjera.
Const.
ART.	 65.—El	 Estado	 defiende	 el	 interés	 de	 los	 consumidores	 y
usuarios.	 Para	 tal	 efecto	 garantiza	 el	 derecho	 a	 la	 información
sobre	los	bienes	y	servicios	que	se	encuentran	a	su	disposición	en
el	 mercado.	 Asimismo	 vela,	 en	 particular,	 por	 la	 salud	 y	 la
seguridad	de	la	población.
CAPÍTULO	II
Del	ambiente	y	los	recursos	naturales
Const.
ART.	 66.—Los	 recursos	 naturales,	 renovables	 y	 no	 renovables,
son	 patrimonio	 de	 la	 Nación.	 El	 Estado	 es	 soberano	 en	 su
aprovechamiento.
Por	ley	orgánica	se	fijan	las	condiciones	de	su	utilización	y	de	su
otorgamiento	 a	 particulares.	 La	 concesión	 otorga	 a	 su	 titular	 un
derecho	real,	sujeto	a	dicha	norma	legal.
Const.
ART.	67.—El	Estado	determina	la	política	nacional	del	ambiente.
Promueve	el	uso	sostenible	de	sus	recursos	naturales.
Const.
ART.	68.—El	Estado	está	obligado	a	promover	la	conservación	de
la	diversidad	biológica	y	de	las	áreas	naturales	protegidas.
Const.
ART.	 69.—El	 Estado	 promueve	 el	 desarrollo	 sostenible	 de	 la
Amazonía	con	una	legislación	adecuada.
CAPÍTULO	III
De	la	propiedad
Const.
ART.	 70.—El	 derecho	 de	 propiedad	 es	 inviolable.	 El	 Estado	 lo
garantiza.	Se	ejerce	en	armonía	con	el	bien	común	y	dentro	de	los
límites	 de	 ley.	 A	 nadie	 puede	 privarse	 de	 su	 propiedad	 sino,
exclusivamente,	 por	 causa	 de	 seguridad	 nacional	 o	 necesidad
pública,	 declarada	 por	 ley,	 y	 previo	 pago	 en	 efectivo	 de
indemnización	 justipreciada	 que	 incluya	 compensación	 por	 el
eventual	 perjuicio.	 Hay	 acción	 ante	 el	 Poder	 Judicial	 para
contestar	el	valor	de	la	propiedad	que	el	Estado	haya	señalado	en
el	procedimiento	expropiatorio.
Const.
ART.	 71.—En	 cuanto	 a	 la	 propiedad,	 los	 extranjeros,	 sean
personas	naturales	 o	 jurídicas,	 están	 en	 la	misma	 condición	que
los	peruanos,	sin	que,	en	caso	alguno,	puedan	invocar	excepción	ni
protección	 diplomática.	 Sin	 embargo,	 dentro	 de	 cincuenta
kilómetros	de	las	fronteras,	los	extranjeros	no	pueden	adquirir	ni
poseer	 por	 título	 alguno,	 minas,	 tierras,	 bosques,	 aguas,
combustibles	 ni	 fuentes	 de	 energía,	 directa	 ni	 indirectamente,
individualmente	ni	en	sociedad,	bajo	pena	de	perder,	en	beneficio
del	 Estado,	 el	 derecho	 así	 adquirido.	 Se	 exceptúa	 el	 caso	 de
necesidad	pública	 expresamente	declarada	por	decreto	 supremo
aprobado	por	el	Consejo	de	Ministros	conforme	a	ley.
Const.
ART.	 72.—La	 ley	 puede,	 sólo	 por	 razón	 de	 seguridad	 nacional,
establecer	 temporalmente	 restricciones	 y	 prohibiciones
específicas	 para	 la	 adquisición,	 posesión,	 explotación	 y
transferencia	de	determinados	bienes.
Const.
ART.	 73.—Los	 bienes	 de	 dominio	 público	 son	 inalienables	 e
imprescriptibles.	 Los	 bienes	 de	 uso	 público	 pueden	 ser
concedidos	 a	 particulares	 conforme	 a	 ley,	 para	 su
aprovechamiento	económico.
CAPÍTULO	IV
Del	régimen	tributario	y	presupuestal
Const.
ART.	74.—Modificado.	Ley	28390,	Art.	Único.	Los	tributos	se
crean,	modifican	o	derogan,	o	se	establece	una	exoneración,
exclusivamente	por	ley	o	decreto	legislativo	en	caso	de	delegación
de	facultades,	salvo	los	aranceles	y	tasas,	los	cuales	se	regulan
mediante	decreto	supremo.
Los	gobiernos	regionales	y	los	gobiernos	locales	pueden	crear,
modificar	y	suprimir	contribuciones	y	tasas,	o	exonerar	de	éstas,
dentro	de	su	jurisdicción,	y	con	los	límites	que	señala	la	ley.	El
Estado,	al	ejercer	la	potestad	tributaria,	debe	respetar	lo
principios	de	reserva	de	la	ley,	y	los	de	igualdad	y	respeto	de	los
derechos	fundamentales	de	la	persona.	Ningún	tributo	puede
tener	carácter	confiscatorio.
Las	leyes	de	presupuesto	y	los	decretos	de	urgencia	no	pueden
contener	normas	sobre	materia	tributaria.	Las	leyes	relativas	a
tributos	de	periodicidad	anual	rigen	a	partir	del	primero	de	enero
del	año	siguiente	a	su	promulgación.
No	surten	efecto	las	normas	tributarias	dictadas	en	violación	de
lo	que	establece	el	presente	artículo.
Const.
ART.	 75.—El	 Estado	 sólo	 garantiza	 el	 pago	 de	 la	 deuda	 pública
contraída	 por	 gobiernos	 constitucionales	 de	 acuerdo	 con	 la
Constitución	y	la	ley.
Las	operaciones	de	endeudamiento	interno	y	externo	del	Estado
se	aprueban	conforme	a	ley.
Los	municipios	pueden	celebrar	operaciones	de	crédito	con	cargo
a	sus	recursos	y	bienes	propios,	sin	requerir	autorización	legal.
Const.
ART.	 76.—Las	 obras	 y	 la	 adquisición	 de	 suministros	 con
utilización	 de	 fondos	 o	 recursos	 públicos	 se	 ejecutan
obligatoriamente	 por	 contrata	 y	 licitación	 pública,	 así	 como
también	la	adquisición	o	la	enajenación	de	bienes.
La	contratación	de	servicios	y	proyectos	cuya	importancia	y	cuyo
monto	señala	la	Ley	de	Presupuesto	se	hace	por	concurso	público.
La	 ley	 establece	 el	 procedimiento,	 las	 excepciones	 y	 las
respectivas	responsabilidades.
Const.
ART.	 77.—Modificado.	 Ley	 26472,	 Art.	 Único.	 La
administración	 económica	 y	 financiera	 del	 Estado	 se	 rige	 por	 el
presupuesto	que	anualmente	aprueba	el	Congreso.	La	estructura
del	 presupuesto	 del	 sector	 público	 contiene	 dos	 secciones:
Gobierno	Central	e	instancias	descentralizadas.
El	presupuesto	asigna	equitativamente	 los	recursos	públicos,	 su
programación	y	ejecución	 responden	a	 los	 criterios	de	eficiencia
de	necesidades	sociales	básicas	y	de	descentralización.
Corresponden	 a	 las	 respectivas	 circunscripciones,	 conforme	 a
ley,	recibir	una	participación	adecuada	del	total	de	los	ingresos	y
rentas	obtenidos	por	el	Estado	en	 la	explotación	de	 los	 recursos
naturales	en	cada	zona	en	calidad	de	canon.
Const.
ART.	 78.—El	 Presidente	 de	 la	 República	 envía	 al	 Congreso	 el
proyecto	de	Ley	de	Presupuesto	dentro	de	un	plazo	que	vence	el
30	de	agosto	de	cada	año.
En	 la	 misma	 fecha,	 envía	 también	 los	 proyectos	 de	 ley	 de
endeudamiento	y	de	equilibrio	financiero.
El	proyecto	presupuestal	debe	estar	efectivamente	equilibrado.
Los	 préstamos	 procedentes	 del	 Banco	 Central	 de	Reserva	 o	 del
Banco	de	la	Nación	no	se	contabilizan	como	ingreso	fiscal.
No	 pueden	 cubrirse	 con	 empréstitos	 los	 gastos	 de	 carácter
permanente.
No	 puede	 aprobarse	 el	 presupuesto	 sin	 partida	 destinada	 al
servicio	de	la	deuda	pública.
Const.
ART.	 79.—Los	 representantes	 ante	 el	 Congreso	 no	 tienen
iniciativa	para	crear	ni	aumentar	gastos	públicos,	salvo	en	lo	que
se	refiere	a	su	presupuesto.
El	 Congreso	 no	 puede	 aprobar	 tributos	 con	 fines
predeterminados,	salvo	por	solicitud	del	Poder	Ejecutivo.
En	cualquier	otro	caso,	 las	 leyes	de	 índole	 tributaria	referidas	a
beneficios	 o	 exoneraciones	 requieren	 previo	 informe	 del
Ministerio	de	Economía	y	Finanzas.
Sólo	 por	 ley	 expresa,	 aprobada	 por	 dos	 tercios	 de	 los
congresistas,	 puede	 establecerse	 selectiva	 y	 temporalmente	 un
tratamiento	 tributario	 especial	 para	 una	 determinada	 zona	 del
país.
Const.
ART.	80.—Modificado.	Ley	29401,	Art.	2°.	Sustentación	del
presupuesto	público.	El	Ministro	de	Economía	y	Finanzas
sustenta,	ante	el	pleno	del	Congreso	de	la	República,	el	pliego	de
ingresos.	Cada	ministro	sustenta	los	pliegos	de	egresos	de	su
sector;	previamente	sustentan	los	resultados	y	metas	de	la
ejecución	del	presupuesto	del	año	anterior	y	los	avances	en	la
ejecución	del	presupuesto	del	año	fiscal	correspondiente.	El
presidente	de	la	Corte	Suprema,	el	Fiscal	de	la	Nación	y	el
presidente	del	Jurado	Nacional	de	Elecciones	sustentan	los	pliegos
correspondientes	a	cada	institución.
Si	la	autógrafa	de	la	Ley	de	Presupuesto	no	es	remitida	al	Poder
Ejecutivo	hasta	el	treinta	de	noviembre,	entra	en	vigencia	el
proyecto	de	este,	que	es	promulgado	por	decreto	legislativo.
Los	créditos	suplementarios,	habilitaciones	y	transferencias	de
partidas	se	tramitan	ante	el	Congreso	de	la	República	tal	como	la
Ley	de	Presupuesto.	Durante	el	receso	parlamentario,	se	tramitan
ante	la	Comisión	Permanente.	Para	aprobarlos,	se	requiere	los
votos	de	los	tres	quintos	del	número	legal	de	sus	miembros.
Const.
ART.	81.—Modificado.	Ley	29401,	Art.	2°.	La	Cuenta	General
de	la	República.	La	Cuenta	General	de	la	República,	acompañada
del	informe	de	auditoría	de	la	Contraloría	General	de	la	República,
es	remitida	por	el	Presidente	de	la	República	al	Congreso	de	la
República	en	un	plazo	que	vence	el	quince	de	agosto	del	año
siguiente	a	la	ejecución	del	presupuesto.
La	Cuenta	General	de	la	República	es	examinada	y	dictaminada
por	una	comisión	revisora	hasta	el	quince	de	octubre.	El	Congreso
de	la	República	se	pronuncia	en	un	plazo	que	vence	el	treinta	de
octubre.	Si	no	hay	pronunciamiento	del	Congreso	de	la	República
en	el	plazo	señalado,	se	eleva	el	dictamen	de	la	comisión	revisora
al	Poder	Ejecutivo	para	que	este	promulgue	un	decreto	legislativo
que	contiene	la	Cuenta	General	de	la	República.
Const.
ART.	82.—La	Contraloría	General	de	la	República	es	una	entidad
descentralizada	 de	 Derecho	 Público	 que	 goza	 de	 autonomía
conforme	 a	 su	 ley	 orgánica.	 Es	 el	 órgano	 superior	 del	 Sistema
Nacional	 de	 Control.	 Supervisa	 la	 legalidad	 de	 la	 ejecución	 del
Presupuesto	del	Estado,	de	las	operaciones	de	la	deuda	pública	y
de	los	actos	de	las	instituciones	sujetas	a	control.
El	Contralor	General	es	designado	por	el	Congreso,	 a	propuesta
del	 Poder	 Ejecutivo,	 por	 siete	 años.	 Puede	 ser	 removido	 por	 el
Congreso	por	falta	grave.
CAPÍTULO	V
De	la	moneda	y	la	banca
Const.
ART.	83.—La	ley	determina	el	sistema	monetario	de	la	República.
La	emisión	de	billetes	y	monedas	es	facultad	exclusiva	del	Estado.
La	ejerce	por	intermedio	del	Banco	Central	de	Reserva	del	Perú.
Const.
ART.	 84.—El	 banco	 central	 es	 persona	 jurídica	 de	 derecho
público.	Tiene	autonomía	dentro	del	marco	de	su	ley	orgánica.
La	 finalidad	 del	 banco	 central	 es	 preservar	 la	 estabilidad
monetaria.	Sus	 funciones	son:	 regular	 la	moneda	y	el	 crédito	del
sistema	 financiero,	 administrar	 las	 reservas	 internacionales	 a	 su
cargo,	y	las	demás	funciones	que	señala	su	ley	orgánica.
El	banco	informa	al	país,	exacta	y	periódicamente,	sobre	el	estado
de	las	finanzas	nacionales,	bajo	responsabilidad	de	su	directorio.
El	 banco	 está	 prohibido	 de	 conceder	 financiamiento	 al	 erario,
salvo	 la	 compra,	 en	 el	mercado	 secundario,	 de	 valores	 emitidos
por	el	Tesoro	Público,	dentro	del	límite	que	señala	su	ley	orgánica.
Const.
ART.	 85.—El	 banco	 puede	 efectuar	 operaciones	 y	 celebrar
convenios	de	crédito	para	cubrir	desequilibrios	transitorios	en	la
posición	de	las	reservas	internacionales.
Requiere	 autorización	 por	 ley	 cuando	 el	 monto	 de	 tales
operaciones	 o	 convenios	 supera	 el	 límite	 señalado	 por	 el
presupuesto	 del	 Sector	 Público,	 con	 cargo	 de	 dar	 cuenta	 al
Congreso.
Const.
ART.	 86.—El	 banco	 es	 gobernado	 por	 un	 directorio	 de	 siete
miembros.	 El	 Poder	 Ejecutivo	 designa	 a	 cuatro,	 entre	 ellos	 al
presidente.	El	Congreso	ratifica	a	éste	y	elige	a	los	tres	restantes,
con	la	mayoría	absoluta	del	número	legal	de	sus	miembros.
Todos	 los	 directores	 del	 banco	 son	 nombrados	 por	 el	 período
constitucional	que	corresponde	al	presidente	de	la	República.	No
representan	 a	 entidad	ni	 interés	 particular	 algunos.	 El	 Congreso
puede	 removerlos	 por	 falta	 grave.	 En	 caso	 de	 remoción,	 los
nuevos	 directores	 completan	 el	 correspondiente	 período
constitucional.
Const.
ART.	87.—Modificado.	Ley	28484,	Art.	1°.	El	Estado	fomenta	y
garantiza	el	ahorro.	La	ley	establece	las	obligaciones	y	los	límites
de	las	empresas	que	reciben	ahorros	del	público,	así	como	el
modo	y	los	alcances	de	dicha	garantía.	La	Superintendencia	de
Banca,	Seguros	y	Administradoras	Privadas	de	Fondos	de
Pensiones	ejerce	el	control	de	las	empresas	bancarias,	de	seguros,
de	administración	de	fondos	de	pensiones,	de	las	demás	que
reciben	depósitos	del	público	y	de	aquellas	otras	que,	por	realizar
operaciones	conexas	o	similares,	determine	la	ley.
La	ley	establece	la	organización	y	la	autonomía	funcional	de	la
Superintendencia	de	Banca,	Seguros	y	Administradoras	Privadas
de	Fondos	de	Pensiones.
El	Poder	Ejecutivo	designa	al	Superintendente	de	Banca,	Seguros
y	Administradoras	Privadas	de	Fondos	de	Pensiones	por	el	plazo
correspondiente	a	su	período	constitucional.	El	Congreso	lo
ratifica.
CAPÍTULO	VI
Del	régimen	agrario	y	de	las	comunidades
campesinas	y	nativas
Const.
ART.	88.—El	Estado	apoya	preferentemente	el	desarrollo	agrario.
Garantiza	 el	 derecho	 de	 propiedad	 sobre	 la	 tierra,	 en	 forma
privada	 o	 comunal	 o	 en	 cualquiera	 otra	 forma	 asociativa.	 La	 ley
puede	 fijar	 los	 límites	 y	 la	 extensión	 de	 la	 tierra	 según	 las
peculiaridades	de	cada	zona.
Las	tierras	abandonadas,	según	previsión	legal,	pasan	al	dominio
del	Estado	para	su	adjudicación	en	venta.
Const.
ART.	 89.—Las	 comunidades	 campesinas	 y	 las	 nativas	 tienen
existencia	legal	y	son	personas	jurídicas.
Son	autónomas	en	su	organización,	en	el	trabajo	comunal	y	en	el
uso	y	la	libre	disposición	de	sus	tierras,	así	como	en	lo	económico
y	 administrativo,	 dentro	 del	 marco	 que	 la	 ley	 establece.	 La
propiedad	 de	 sus	 tierras	 es	 imprescriptible,	 salvo	 en	 el	 caso	 de
abandono	previsto	en	el	artículo	anterior.
El	 Estado	 respeta	 la	 identidad	 cultural	 de	 las	 comunidades
campesinas	y	nativas.
TÍTULO	IV
De	la	estructura	del	Estado
CAPÍTULO	I
Poder	Legislativo
Const.
ART.	90.—Modificado.	Ley	29402,	Art.	Único.	El	Poder
Legislativo	reside	en	el	Congreso	de	la	República,	el	cual
consta	de	cámara	única.	El	número	de	congresistas	es	de	ciento
treinta.	El	Congreso	de	la	República	se	elige	por	un	período	de
cinco	años	mediante	un	proceso	electoral	organizado	conforme	a
ley.	Los	candidatos	a	la	Presidencia	de	la	República	no	pueden
integrar	la	lista	de	candidatos	a	congresistas.	Los	candidatos	a
vicepresidentes	pueden	ser	simultáneamente	candidatos	a	una
representación	en	el	Congreso.
Para	 ser	 elegido	 congresista,	 se	 requiere	 ser	 peruano	 de
nacimiento,	haber	cumplido	veinticinco	años	y	gozar	de	derecho
de	sufragio.
Const.
ART.	 91.—Modificado.	 Ley	 28607,	 Art.	 Único.	 No	 pueden	 ser
elegidos	miembros	del	parlamento	nacional	si	no	han	renunciado
al	cargo	seis	(6)	meses	antes	de	la	elección:
1.	Los	miembros	y	viceministros	de	Estado,	el	Contralor	General.
2.	 Los	 miembros	 del	 Tribunal	 Constitucional,	 del	 Consejo
Nacional	 de	 la	 Magistratura,	 del	 Poder	 Judicial,	 del	 Ministerio
Público,	 del	 Jurado	 Nacional	 de	 Elecciones,	 ni	 el	 Defensor	 del
Pueblo.
3.	El	Presidente	del	Banco	Central	de	Reserva,	el	Superintendente
de	 Banca,	 Seguros	 y	 Administradoras	 Privadas	 de	 Fondos	 de
Pensiones,	 y	 el	 Superintendente	 Nacional	 de	 Administración
Tributaria.
4.	Los	miembros	de	las	Fuerzas	Armadas	y	de	la	Policía	Nacional
en	actividad,	y
5.	Los	demás	casos	que	la	Constitución	prevé.
Const.
ART.	 92.—La	 función	 de	 congresista	 es	 de	 tiempo	 completo;	 le
está	 prohibido	 desempeñar	 cualquier	 cargo	 o	 ejercer	 cualquier
profesión	 u	 oficio,	 durante	 las	 horas	 de	 funcionamiento	 del
Congreso.
El	 mandato	 del	 congresista	 es	 incompatible	 con	 el	 ejercicio	 de
cualquiera	otra	función	pública,	excepto	la	de	Ministro	de	Estado,
y	el	desempeño,	previa	autorización	del	Congreso,	de	comisiones
extraordinarias	de	carácter	internacional.
Modificado.	 Ley	 28484,	 Art.	 3°.	 La	 función	 de	 congresista	 es
incompatible	 con	 cargos	 similares	 en	 empresas	 que,	 durante	 el
mandato	 del	 congresista,	 obtengan	 concesiones	 del	 Estado,	 así
como	en	empresas	del	sistema	crediticio	financiero	supervisadas
por	 la	 Superintendencia	 de	 Banca,	 Seguros	 y	 Administradoras
Privadas	de	Fondos	de	Pensiones.
Const.
ART.	 93.—Los	 congresistas	 representan	 a	 la	 Nación.	 No	 están
sujetos	a	mandato	imperativo	ni	a	interpelación.
No	 son	 responsables	 ante	 autoridad	 ni	 órgano	 jurisdiccional
alguno	por	las	opiniones	y	votos	que	emiten	en	el	ejercicio	de	sus
funciones.
No	pueden	ser	procesados	ni	presos	sin	previa	autorización	del
Congreso	 o	 de	 la	 Comisión	 Permanente,	 desde	 que	 son	 elegidos
hasta	un	mes	después	de	haber	cesado	en	sus	funciones,	excepto
por	delito	flagrante,	caso	en	el	cual	son	puestos	a	disposición	del
Congreso	o	de	la	Comisión	Permanente	dentro	de	las	veinticuatro
horas,	a	fin	de	que	se	autorice	o	no	la	privación	de	la	libertad	y	el
enjuiciamiento.
Const.
ART.	 94.—El	 Congreso	 elabora	 y	 aprueba	 su	 reglamento,	 que
tiene	 fuerza	 de	 ley;	 elige	 a	 sus	 representantes	 en	 la	 Comisión
Permanente	y	en	las	demás	comisiones;	establece	la	organización
y	 las	 atribuciones	 de	 los	 grupos	 parlamentarios;	 gobierna	 su
economía;	 sanciona	 su	 presupuesto;	 nombra	 y	 remueve	 a	 sus
funcionarios	 y	 empleados,	 y	 les	 otorga	 los	 beneficios	 que	 les
corresponden	de	acuerdo	a	ley.
Const.
ART.	95.—El	mandato	legislativo	es	irrenunciable.
Las	 sanciones	 disciplinarias	 que	 impone	 el	 Congreso	 a	 los
representantes	 y	 que	 implican	 suspensión	 de	 funciones	 no
pueden	exceder	de	ciento	veinte	días	de	legislatura.
Const.
ART.	 96.—Modificado.	 Ley	 28484,	 Art.	 4°.	 Cualquier
representante	al	Congreso	puede	pedir	a	los	ministros	del	Estado,
al	 Jurado	Nacional	 de	 Elecciones,	 al	 Contralor	 General,	 al	 Banco
Central	 de	 Reserva,	 a	 la	 Superintendencia	 de	 Banca,	 Seguros	 y
Administradoras	 Privadas	 de	 Fondos	 de	 Pensiones,	 a	 los
gobiernos	 regionales	y	 locales	y	a	 las	 instituciones	que	señala	 la
ley,	los	informes	que	estime	necesarios.
Const.
ART.	 97.—El	 Congreso	 puede	 iniciar	 investigaciones	 sobre
cualquier	 asunto	 de	 interés	 público.	 Es	 obligatorio	 comparecer,
por	 requerimiento,	 ante	 las	 comisiones	 encargadas	 de	 tales
investigaciones,	bajo	 los	mismos	apremios	que	se	observan	en	el
procedimiento	judicial.
Para	 el	 cumplimiento	 de	 sus	 fines,	 dichas	 comisiones	 pueden
acceder	 a	 cualquier	 información,	 la	 cual	 puede	 implicar	 el
levantamiento	del	 secreto	 bancario	 y	 el	 de	 la	 reserva	 tributaria;
excepto	 la	 información	 que	 afecte	 la	 intimidad	 personal.	 Sus
conclusiones	no	obligan	a	los	órganos	jurisdiccionales.
Const.
ART.	98.—El	Presidente	de	la	República	está	obligado	a	poner	a
disposición	del	Congreso	 los	 efectivos	de	 las	 Fuerzas	Armadas	 y
de	la	Policía	Nacional	que	demande	el	Presidente	del	Congreso.
Las	Fuerzas	Armadas	y	la	Policía	Nacional	no	pueden	ingresar	en
el	 recinto	 del	 Congreso	 sino	 con	 autorización	 de	 su	 propio
presidente.
Const.
ART.	99.—Corresponde	a	la	Comisión	Permanente	acusar	ante	el
Congreso:	 al	 Presidente	 de	 la	 República;	 a	 los	 representantes	 a
Congreso;	a	los	ministros	de	Estado;	a	los	miembros	del	Tribunal
Constitucional;	 a	 los	 miembros	 del	 Consejo	 Nacional	 de	 la
Magistratura;	 a	 los	 vocales	 de	 la	 Corte	 Suprema;	 a	 los	 fiscales
supremos;	 al	 Defensor	 del	 Pueblo	 y	 al	 Contralor	 General	 por
infracción	de	la	Constitución	y	por	todo	delito	que	cometan	en	el
ejercicio	 de	 sus	 funciones	 y	 hasta	 cinco	 años	 después	 de	 que
hayan	cesado	en	éstas.
Const.
ART.	 100.—Corresponde	 al	 Congreso,	 sin	 participación	 de	 la
Comisión	 Permanente,	 suspender	 o	 no	 al	 funcionario	 acusado	 o
inhabilitarlo	para	el	ejercicio	de	la	función	pública	hasta	por	diez
años,	 o	destituirlo	de	 su	 función	 sin	perjuicio	de	 cualquiera	otra
responsabilidad.
El	 acusado	 tiene	 derecho,	 en	 este	 trámite,	 a	 la	 defensa	 por	 sí
mismo	y	con	asistencia	de	abogado	ante	la	Comisión	Permanente
y	ante	el	pleno	del	Congreso.
En	caso	de	resolución	acusatoria	de	contenido	penal,	el	Fiscal	de
la	Nación	formula	denuncia	ante	la	Corte	Suprema	en	el	plazo	de
cinco	 días.	 El	 vocal	 supremo	 penal	 abre	 la	 instrucción
correspondiente.
La	 sentencia	 absolutoria	 de	 la	 Corte	 Suprema	 devuelve	 al
acusado	sus	derechos	políticos.
Los	 términos	 de	 la	 denuncia	 fiscal	 y	 del	 auto	 apertorio	 de
instrucción	 no	 pueden	 exceder	 ni	 reducir	 los	 términos	 de	 la
acusación	del	Congreso.
JURISPRUDENCIA.—Ni	el	Ministerio	Público	ni	el	Poder	Judicial	pueden
modificar	o	rectificar	los	alcances	de	la	resolución	acusatoria	del
Congreso.	“3°.	Que	al	respecto	es	de	precisar	que	a	tenor	de	lo	dispuesto	en	el
último	párrafo	del	artículo	cien	de	la	Constitución	no	le	es	permitido	al
Ministerio	Público	y	al	Poder	Judicial	modificar	o	rectificar	los	alcances
resolución	acusatoria	del	Congreso,	la	misma	que	establece	que:	‘los	términos
de	la	denuncia	fiscal	y	del	auto	apertorio	de	instrucción	no	pueden	exceder	ni
reducir	los	términos	de	la	acusación	del	Congreso’.	(…).”	(CS,	AV.	08-2008,	feb.
11/2011.	S.	S.	Lecaros	Cornejo)
JURISPRUDENCIA.—Inconstitucionalidad	del	sometimiento	de	la
denuncia	fiscal	y	del	auto	apertorio	a	lo	resuelto	por	el	Congreso.	“(...)
Por	su	parte,	el	tercero	prevé:	‘Los	términos	de	la	denuncia	fiscal	y	del	auto
apertorio	de	instrucción	no	pueden	exceder	ni	reducir	los	términos	de	la
acusación	del	Congreso’.	(…)	las	referidas	disposiciones	son	contrarias	al
aludido	principio	fundamental	sobre	los	que	se	sustenta	el	Estado	democrático
de	derecho:	la	separación	de	poderes.	Si	bien	dicho	principio	no	puede	negar
la	mutua	colaboración	y	fiscalización	entre	los	poderes	públicos,	impone	la
ausencia	de	toda	injerencia	en	las	funciones	esenciales	y	especializadas	que
competen	a	cada	una	de	las	instituciones	que	diagraman	la	organización	del
Estado.	En	tal	sentido,	en	modo	alguno	puede	restringirse	la	autonomía	que
corresponde	al	Ministerio	Público	en	el	desenvolvimiento	de	las	funciones	que
la	Constitución	le	ha	conferido	en	su	artículo	159;	menos	aún	puede	aceptarse
la	limitación	de	los	principios	de	unidad,	exclusividad	e	independencia	de	la
función	jurisdiccional	(incisos	1	y	2	del	artículo	139),	la	que,	desde	luego,
alcanza	también	al	juez	instructor	encargado	de	evaluar	la	suficiencia	de
elementos	de	juicio	que	justifiquen	la	apertura	de	instrucción	y	de	conducir	la
etapa	investigativa	del	proceso.	(...)	el	Tribunal	Constitucional	exhorta	al
Congreso	de	la	República	a	realizar	la	reforma	constitucional
correspondiente.	(…)”.	(TC,	Exp.	N°	0006-2003-AI/TC,	dic.	01/2003.	Pres.	Alva
Orlandini).
Const.
ART.	 101.—Los	 miembros	 de	 la	 Comisión	 Permanente	 del
Congreso	 son	 elegidos	 por	 éste.	 Su	 número	 tiende	 a	 ser
proporcional	 al	 de	 los	 representantes	 de	 cada	 grupo
parlamentario	y	no	excede	del	veinticinco	por	ciento	del	número
total	de	congresistas.
Son	atribuciones	de	la	Comisión	Permanente:
1.	Designar	al	Contralor	General,	a	propuesta	del	Presidente	de	la
República.
2.	Modificado.	 Ley	28484,	Art.	 5°.	 Ratificar	 la	 designación	 del
presidente	del	Banco	Central	de	Reserva	y	del	Superintendente	de
Banca,	 Seguros	 y	 Administradoras	 Privadas	 de	 Fondos	 de
Pensiones.
3.	 Aprobar	 los	 créditos	 suplementarios	 y	 las	 transferencias	 y
habilitaciones	del	presupuesto,	durante	el	receso	parlamentario.
4.	 Ejercitar	 la	 delegación	 de	 facultades	 legislativas	 que	 el
Congreso	 le	 otorgue.	 No	 pueden	 delegarse	 a	 la	 Comisión
Permanente	 materias	 relativas	 a	 reforma	 constitucional,	 ni	 a	 la
aprobación	 de	 tratados	 internacionales,	 leyes	 orgánicas,	 Ley	 de
Presupuesto	y	Ley	de	la	Cuenta	General	de	la	República.
5.	Las	demás	que	 le	asigna	 la	Constitución	y	 las	que	 le	señala	el
reglamento	del	Congreso.
Const.
ART.	102.—Son	atribuciones	del	Congreso:
1.	 Dar	 leyes	 y	 resoluciones	 legislativas,	 así	 como	 interpretar,
modificar	o	derogar	las	existentes.
2.	 Velar	 por	 el	 respeto	 de	 la	 Constitución	 y	 de	 las	 leyes,	 y
disponer	lo	conveniente	para	hacer	efectiva	la	responsabilidad	de
los	infractores.
3.	Aprobar	los	tratados,	de	conformidad	con	la	Constitución.
4.	Aprobar	el	presupuesto	y	la	cuenta	general.
5.	Autorizar	empréstitos,	conforme	a	la	Constitución.
6.	Ejercer	el	derecho	de	amnistía.
7.	 Aprobar	 la	 demarcación	 territorial	 que	 proponga	 el	 Poder
Ejecutivo.
8.	 Prestar	 consentimiento	para	 el	 ingreso	de	 tropas	 extranjeras
en	el	 territorio	de	 la	República,	 siempre	que	no	afecte,	en	 forma
alguna,	la	soberanía	nacional.
9.	Autorizar	al	Presidente	de	la	República	para	salir	del	país.
10.	Ejercer	las	demás	atribuciones	que	le	señala	la	Constitución	y
las	que	son	propias	de	la	función	legislativa.
CAPÍTULO	II
De	la	función	legislativa
Const.
ART.	103.—Modificado.	Ley	28389.	Art.	2°.	Pueden	expedirse
leyes	especiales	porque	así	lo	exige	la	naturaleza	de	las	cosas,
pero	no	por	razón	de	las	diferencias	de	las	personas.	La	ley,	desde
su	entrada	en	vigencia,	se	aplica	a	las	consecuencias	de	las
relaciones	y	situaciones	jurídicas	existentes	y	no	tiene	fuerza	ni
efectos	retroactivos;	salvo,	en	ambos	supuestos,	en	materia	penal
cuando	favorece	al	reo.	La	ley	se	deroga	sólo	por	otra	ley.
También	queda	sin	efecto	por	sentencia	que	declara	su
inconstitucionalidad.
La	Constitución	no	ampara	el	abuso	del	derecho.
Const.
ART.	 104.—El	 Congreso	puede	delegar	 en	 el	 Poder	Ejecutivo	 la
facultad	 de	 legislar,	 mediante	 decretos	 legislativos,	 sobre	 la
materia	específica	y	por	el	plazo	determinado	establecidos	en	 la
ley	autoritativa.
No	 pueden	 delegarse	 las	 materias	 que	 son	 indelegables	 a	 la
Comisión	Permanente.
Los	 decretos	 legislativos	 están	 sometidos,	 en	 cuanto	 a	 su
promulgación,	 publicación,	 vigencia	 y	 efectos,	 a	 las	 mismas
normas	que	rigen	para	la	ley.
El	 Presidente	 de	 la	 República	 da	 cuenta	 al	 Congreso	 o	 a	 la
comisión	permanente	de	cada	decreto	legislativo.
Const.
ART.	105.—Ningún	proyecto	de	ley	puede	sancionarse	sin	haber
sido	 previamente	 aprobado	 por	 la	 respectiva	 comisión
dictaminadora,	 salvo	 excepción	 señalada	 en	 el	 reglamento	 del
Congreso.	Tienen	preferencia	del	Congreso	los	proyectos	enviados
por	el	Poder	Ejecutivo	con	carácter	de	urgencia.
Const.
ART.	106.—Mediante	leyes	orgánicas	se	regulan	la	estructura	y	el
funcionamiento	 de	 las	 entidades	 del	 Estado	 previstas	 en	 la
Constitución,	así	como	también	las	otras	materias	cuya	regulación
por	ley	orgánica	está	establecida	en	la	Constitución.
Los	proyectos	de	 ley	orgánica	se	 tramitan	como	cualquiera	otra
ley.	Para	su	aprobación	o	modificación,	se	requiere	el	voto	de	más
de	la	mitad	del	número	legal	de	miembros	del	Congreso.
CAPÍTULO	III
De	la	formación	y	promulgación	de	las	leyes
Const.
ART.	107.—Modificado.	Ley	28390,	Art.	Único.	El	Presidente	de
la	 República	 y	 los	 congresistas	 tienen	 derecho	 a	 iniciativa	 en	 la
formación	de	leyes.
También	 tienen	 el	 mismo	 derecho	 en	 las	 materias	 que	 les	 son
propias	 los	 otros	 poderes	 del	 Estado,	 las	 instituciones	 públicas
autónomas,	 los	 gobiernos	 regionales,	 los	 gobiernos	 locales	 y	 los
colegios	 profesionales.	 Asimismo	 lo	 tienen	 los	 ciudadanos	 que
ejercen	el	derecho	de	iniciativa	conforme	a	ley.
Const.
ART.	 108.—La	 ley	 aprobada	 según	 lo	 previsto	 por	 la
Constitución,	 se	 envía	 al	 Presidente	 de	 la	 República	 para	 su
promulgación	 dentro	 de	 un	 plazo	 de	 quince	 días.	 En	 caso	 de	 no
promulgación	 por	 el	 Presidente	 de	 la	 República,	 la	 promulga	 el
Presidente	del	Congreso,	o	 el	de	 la	Comisión	Permanente,	 según
corresponda.
Si	 el	 Presidente	 de	 la	 República	 tiene	 observaciones	 que	 hacer
sobre	el	 todo	o	una	parte	de	 la	 ley	aprobada	en	el	Congreso,	 las
presenta	a	éste	en	el	mencionado	término	de	quince	días.
Reconsiderada	la	ley	por	el	Congreso,	su	presidente	la	promulga,
con	el	voto	de	más	de	la	mitad	del	número	legal	de	miembros	del
Congreso.
Const.
ART.	 109.—La	 ley	 es	 obligatoria	 desde	 el	 día	 siguiente	 de	 su
publicación	 en	 el	 diario	 oficial,	 salvo	 disposición	 contraria	 de	 la
misma	ley	que	posterga	su	vigencia	en	todo	o	en	parte.
CAPÍTULO	IV
Poder	Ejecutivo
Const.
ART.	110.—El	Presidente	de	 la	República	es	el	 jefe	del	Estado	y
personifica	a	la	Nación.
Para	 ser	 elegido	 Presidente	 de	 la	 República	 se	 requiere	 ser
peruano	 por	 nacimiento,	 tener	 más	 de	 treinta	 y	 cinco	 años	 de
edad	 al	 momento	 de	 la	 postulación	 y	 gozar	 del	 derecho	 de
sufragio.
Const.
ART.	 111.—El	 Presidente	 de	 la	 República	 se	 elige	 por	 sufragio
directo.	Es	elegido	el	candidato	que	obtiene	más	de	la	mitad	de	los
votos.	Los	votos	viciados	o	en	blanco	no	se	computan.
Si	 ninguno	 de	 los	 candidatos	 obtiene	 la	 mayoría	 absoluta,	 se
procede	 a	 una	 segunda	 elección,	 dentro	 de	 los	 treinta	 días
siguientes	 a	 la	proclamación	de	 los	 cómputos	oficiales,	 entre	 los
candidatos	que	han	obtenido	las	dos	más	altas	mayorías	relativas.
Junto	con	el	Presidente	de	la	República	son	elegidos,	de	la	misma
manera,	 con	 los	 mismos	 requisitos	 y	 por	 igual	 término,	 dos
vicepresidentes.
Const.
ART.	 112.—Modificado.	 Ley	 27365,	 Art.	 1°.	 El	 mandato
presidencial	 es	 de	 cinco	 años,	 no	 hay	 reelección	 inmediata.
Transcurrido	 otro	 período	 constitucional,	 como	 mínimo,	 el	 ex
presidente	 puede	 volver	 a	 postular,	 sujeto	 a	 las	 mismas
condiciones.
Const.
ART.	113.—La	Presidencia	de	la	República	vaca	por:
1.	Muerte	del	Presidente	de	la	República.
2.	 Su	 permanente	 incapacidad	 moral	 o	 física,	 declarada	 por	 el
Congreso.
3.	Aceptación	de	su	renuncia	por	el	Congreso.
4.	 Salir	 del	 territorio	 nacional	 sin	 permiso	 del	 Congreso	 o	 no
regresar	a	él	dentro	del	plazo	fijado.	Y
5.	 Destitución,	 tras	 haber	 sido	 sancionado	 por	 alguna	 de	 las
infracciones	mencionadas	en	el	artículo	117	de	la	Constitución.
Const.
ART.	 114.—El	 ejercicio	 de	 la	 Presidencia	 de	 la	 República	 se
suspende	por:
1.	 Incapacidad	 temporal	 del	 presidente,	 declarada	 por	 el
Congreso,	o
2.	Hallarse	éste	sometido	a	proceso	judicial,	conforme	al	artículo
117	de	la	Constitución.
Const.
ART.	 115.—Por	 impedimento	 temporal	 o	 permanente	 del
Presidente	 de	 la	 República,	 asume	 sus	 funciones	 el	 primer
vicepresidente.	En	defecto	de	éste,	el	segundo	vicepresidente.	Por
impedimento	 de	 ambos,	 el	 presidente	 del	 Congreso.	 Si	 el
impedimento	es	permanente,	el	presidente	del	Congreso	convoca
de	inmediato	a	elecciones.
Cuando	el	Presidente	de	la	República	sale	del	territorio	nacional,
el	primer	vicepresidente	se	encarga	del	despacho.	En	su	defecto,
lo	hace	el	segundo	vicepresidente.
Const.
ART.	116.—El	Presidente	de	la	República	presta	juramento	de	ley
y	asume	el	cargo,	ante	el	Congreso,	el	28	de	julio	del	año	en	que	se
realiza	la	elección.
Const.
ART.	117.—El	Presidente	de	la	República	sólo	puede	ser	acusado,
durante	 su	 período,	 por	 traición	 a	 la	 patria;	 por	 impedir	 las
elecciones	 presidenciales,	 parlamentarias,	 regionales	 o
municipales;	por	disolver	el	Congreso,	salvo	en	los	casos	previstos
en	el	artículo	134	de	 la	Constitución,	y	por	 impedir	su	reunión	o
funcionamiento,	 o	 los	 del	 Jurado	Nacional	 de	 Elecciones	 y	 otros
organismos	del	sistema	electoral.
Const.
ART.	118.—Corresponde	al	Presidente	de	la	República:
1.	Cumplir	y	hacer	cumplir	la	Constitución	y	los	tratados,	leyes	y
demás	disposiciones	legales.
2.	Representar	al	Estado,	dentro	y	fuera	de	la	República.
3.	Dirigir	la	política	general	del	Gobierno.
4.	 Velar	 por	 el	 orden	 interno	 y	 la	 seguridad	 exterior	 de	 la
República.
5.	Convocar	a	elecciones	para	Presidente	de	 la	República	y	para
representantes	a	Congreso,	 así	 como	para	alcaldes	y	 regidores	y
demás	funcionarios	que	señala	la	ley.
6.	Convocar	al	Congreso	a	legislatura	extraordinaria;	y	firmar,	en
ese	caso,	el	decreto	de	convocatoria.
7.	 Dirigir	 mensajes	 al	 Congreso	 en	 cualquier	 época	 y
obligatoriamente,	en	forma	personal	y	por	escrito,	al	instalarse	la
primera	 legislatura	 ordinaria	 anual.	 Los	 mensajes	 anuales
contienen	la	exposición	detallada	de	la	situación	de	la	República	y
las	 mejoras	 y	 reformas	 que	 el	 presidente	 juzgue	 necesarias	 y
convenientes	 para	 su	 consideración	 por	 el	 Congreso.	 Los
mensajes	del	Presidente	de	la	República,	salvo	el	primero	de	ellos,
son	aprobados	por	el	Consejo	de	Ministros.
8.	Ejercer	la	potestad	de	reglamentar	las	leyes	sin	transgredirlas
ni	 desnaturalizarlas;	 y,	 dentro	 de	 tales	 límites,	 dictar	 decretos	 y
resoluciones.
9.	 Cumplir	 y	 hacer	 cumplir	 las	 sentencias	 y	 resoluciones	 de	 los
órganos	jurisdiccionales.
10.	Cumplir	y	hacer	cumplir	las	resoluciones	del	Jurado	Nacional
de	Elecciones.
11.	Dirigir	 la	política	exterior	y	 las	relaciones	 internacionales;	y
celebrar	y	ratificar	tratados.
12.	 Nombrar	 embajadores	 y	 ministros	 plenipotenciarios,	 con
aprobación	del	Consejo	de	Ministros,	 con	 cargo	de	dar	 cuenta	al
Congreso.
13.	Recibir	a	 los	agentes	diplomáticos	extranjeros,	y	autorizar	a
los	cónsules	el	ejercicio	de	sus	funciones.
14.	 Presidir	 el	 Sistema	 de	 Defensa	 Nacional;	 y	 organizar,
distribuir	 y	 disponer	 el	 empleo	 de	 las	 Fuerzas	 Armadas	 y	 de	 la
Policía	Nacional.
15.	 Adoptar	 las	 medidas	 necesarias	 para	 la	 defensa	 de	 la
República,	 de	 la	 integridad	 del	 territorio	 y	 de	 la	 soberanía	 del
Estado.
16.	 Declarar	 la	 guerra	 y	 firmar	 la	 paz,	 con	 autorización	 del
Congreso.
17.	Administrar	la	hacienda	pública.
18.	Negociar	los	empréstitos.
19.	 Dictar	 medidas	 extraordinarias,	 mediante	 decretos	 de
urgencia	 con	 fuerza	 de	 ley,	 en	 materia	 económica	 y	 financiera,
cuando	 así	 lo	 requiere	 el	 interés	 nacional	 y	 con	 cargo	 de	 dar
cuenta	 al	 Congreso.	 El	 Congreso	 puede	 modificar	 o	 derogar	 los
referidos	decretos	de	urgencia.
20.	Regular	las	tarifas	arancelarias.
21.	 Conceder	 indultos	 y	 conmutar	 penas.	 Ejercer	 el	 derecho	 de
gracia	en	beneficio	de	los	procesados	en	los	casos	en	que	la	etapa
de	 instrucción	 haya	 excedido	 el	 doble	 de	 su	 plazo	 más	 su
ampliatoria.
22.	 Conferir	 condecoraciones	 en	 nombre	 de	 la	 Nación,	 con
acuerdo	del	Consejo	de	Ministros.
23.	Autorizar	a	los	peruanos	para	servir	en	un	ejército	extranjero.
Y
24.	 Ejercer	 las	 demás	 funciones	 de	 gobierno	 y	 administración
que	la	Constitución	y	las	leyes	le	encomiendan.
CAPÍTULO	V
Del	Consejo	de	Ministros
Const.
ART.	 119.—La	 dirección	 y	 la	 gestión	 de	 los	 servicios	 públicos
están	confiadas	al	Consejo	de	Ministros;	y	a	cada	ministro	en	 los
asuntos	que	competen	a	la	cartera	a	su	cargo.
Const.
ART.	 120.—Son	 nulos	 los	 actos	 del	 Presidente	 de	 la	 República
que	carecen	de	refrendación	ministerial.
Const.
ART.	 121.—Los	 ministros,	 reunidos,	 forman	 el	 Consejo	 de
Ministros.	La	ley	determina	su	organización	y	funciones.
El	 Consejo	 de	 Ministros	 tiene	 su	 presidente.	 Corresponde	 al
Presidente	 de	 la	 República	 presidir	 el	 Consejo	 de	 Ministros
cuando	lo	convoca	o	cuando	asiste	a	sus	sesiones.
Const.
ART.	122.—El	Presidente	de	 la	República	nombra	y	 remueve	al
presidente	del	consejo.	Nombra	y	remueve	a	los	demás	ministros,
a	 propuesta	 y	 con	 acuerdo,	 respectivamente,	 del	 presidente	 del
Consejo.
Const.
ART.	123.—Al	Presidente	del	Consejo	de	Ministros,	quien	puede
ser	ministro	sin	cartera,	le	corresponde:
1.	 Ser,	 después	 del	 Presidente	 de	 la	 República,	 el	 portavoz
autorizado	del	gobierno.
2.	Coordinar	las	funciones	de	los	demás	ministros.
3.	Refrendar	los	decretos	legislativos,	 los	decretos	de	urgencia	y
los	demás	decretos	y	resoluciones	que	señalan	la	Constitución	y	la
ley.
Const.
ART.	124.—Para	ser	ministro	de	Estado,	se	requiere	ser	peruano
por	 nacimiento,	 ciudadano	 en	 ejercicio	 y	 haber	 cumplido
veinticinco	años	de	edad.	Los	miembros	de	las	Fuerzas	Armadas	y
de	la	Policía	Nacional	pueden	ser	ministros.
Const.
ART.	125.—Son	atribuciones	del	Consejo	de	Ministros:
1.	Aprobar	los	proyectos	de	ley	que	el	Presidente	de	la	República
somete	al	Congreso.
2.	 Aprobar	 los	 decretos	 legislativos	 y	 los	 decretos	 de	 urgencia
que	dicta	el	Presidente	de	la	República,	así	como	los	proyectos	de
ley	y	los	decretos	y	resoluciones	que	dispone	la	ley.
3.	Deliberar	sobre	asuntos	de	interés	público.	Y
4.	Las	demás	que	le	otorgan	la	Constitución	y	la	ley.
Const.
ART.	 126.—Todo	 acuerdo	 del	 Consejo	 de	Ministros	 requiere	 el
voto	aprobatorio	de	la	mayoría	de	sus	miembros,	y	consta	en	acta.
Los	ministros	no	pueden	ejercer	otra	función	pública,	excepto	la
legislativa.
Los	ministros	no	pueden	ser	gestores	de	 intereses	propios	o	de
terceros	ni	ejercer	actividad	lucrativa,	ni	intervenir	en	la	dirección
o	gestión	de	empresas	ni	asociaciones	privadas.
Const.
ART.	 127.—No	 hay	 ministros	 interinos.	 El	 Presidente	 de	 la
República	puede	encomendar	a	un	ministro	que,	con	retención	de
su	cartera,	se	encargue	de	otra	por	impedimento	del	que	la	sirve,
sin	que	este	encargo	pueda	prolongarse	por	más	de	treinta	días	ni
trasmitirse	a	otros	ministros.
Const.
ART.	128.—Los	ministros	son	individualmente	responsables	por
sus	propios	actos	y	por	los	actos	presidenciales	que	refrendan.
Todos	 los	 ministros	 son	 solidariamente	 responsables	 por	 los
actos	delictivos	o	violatorios	de	 la	Constitución	o	de	 las	 leyes	en
que	 incurra	 el	 Presidente	 de	 la	 República	 o	 que	 se	 acuerden	 en
consejo,	 aunque	 salven	 su	 voto,	 a	 no	 ser	 que	 renuncien
inmediatamente.
Const.
ART.	129.—El	Consejo	de	Ministros	en	pleno	o	los	ministros	por
separado	 pueden	 concurrir	 a	 las	 sesiones	 del	 Congreso	 y
participar	 en	 sus	 debates	 con	 las	 mismas	 prerrogativas	 que	 los
parlamentarios,	salvo	la	de	votar	si	no	son	congresistas.
Concurren	también	cuando	son	invitados	para	informar.
El	Presidente	del	Consejo	o	uno,	por	 lo	menos,	de	 los	ministros
concurre	 periódicamente	 a	 las	 sesiones	 plenarias	 del	 Congreso
para	la	estación	de	preguntas.
CAPÍTULO	VI
De	las	relaciones	con	el	Poder	Legislativo
Const.
ART.	 130.—Dentro	 de	 los	 treinta	 días	 de	 haber	 asumido	 sus
funciones,	 el	 presidente	 del	 consejo	 concurre	 al	 Congreso,	 en
compañía	 de	 los	 demás	 ministros,	 para	 exponer	 y	 debatir	 la
política	 general	 del	 gobierno	 y	 las	 principales	 medidas	 que
requiere	su	gestión.
Plantea	al	efecto	cuestión	de	confianza.
Si	 el	 Congreso	 no	 está	 reunido,	 el	 Presidente	 de	 la	 República
convoca	a	legislatura	extraordinaria.
Const.
ART.	 131.—Es	 obligatoria	 la	 concurrencia	 del	 Consejo	 de
Ministros,	o	de	cualquiera	de	los	ministros,	cuando	el	Congreso	los
llama	para	interpelarlos.
La	interpelación	se	formula	por	escrito.	Debe	ser	presentada	por
no	menos	del	quince	por	ciento	del	número	legal	de	congresistas.
Para	 su	 admisión,	 se	 requiere	 el	 voto	 del	 tercio	 del	 número	 de
representantes	 hábiles;	 la	 votación	 se	 efectúa	 indefectiblemente
en	la	siguiente	sesión.
El	Congreso	señala	día	y	hora	para	que	los	ministros	contesten	la
interpelación.	Esta	no	puede	realizarse	ni	votarse	antes	del	tercer
día	de	su	admisión	ni	después	del	décimo.
Const.
ART.	132.—El	Congreso	hace	efectiva	la	responsabilidad	política
del	 Consejo	 de	 Ministros,	 o	 de	 los	 ministros	 por	 separado,
mediante	 el	 voto	 de	 censura	 o	 el	 rechazo	 de	 la	 cuestión	 de
confianza.	Esta	última	sólo	se	plantea	por	iniciativa	ministerial.
Toda	moción	de	censura	contra	el	Consejo	de	Ministros,	o	contra
cualquiera	de	los	ministros,	debe	ser	presentada	por	no	menos	del
veinticinco	por	ciento	del	número	legal	de	congresistas.	Se	debate
y	 vota	 entre	 el	 cuarto	 y	 el	 décimo	 día	 natural	 después	 de	 su
presentación.	Su	aprobación	requiere	del	voto	de	más	de	la	mitad
del	número	legal	de	miembros	del	Congreso.
El	Consejo	de	Ministros,	o	el	ministro	censurado,	debe	renunciar.
El	 Presidente	 de	 la	 República	 acepta	 la	 dimisión	 dentro	 de	 las
setenta	y	dos	horas	siguientes.
La	 desaprobación	 de	 una	 iniciativa	 ministerial	 no	 obliga	 al
ministro	a	dimitir,	salvo	que	haya	hecho	cuestión	de	confianza	de
la	aprobación.
Const.
ART.	 133.—El	 Presidente	 del	 Consejo	 de	 Ministros	 puede
plantear	ante	el	Congreso	una	cuestión	de	confianza	a	nombre	del
consejo.	 Si	 la	 confianza	 le	 es	 rehusada,	 o	 si	 es	 censurado,	 o	 si
renuncia	 o	 es	 removido	 por	 el	 Presidente	 de	 la	 República,	 se
produce	la	crisis	total	del	gabinete.
Const.
ART.	134.—El	Presidente	de	la	República	está	facultado	para
disolver	el	Congreso	si	éste	ha	censurado	o	negado	su	confianza	a
dos	consejos	de	ministros.	El	decreto	de	disolución	contiene	la
convocatoria	a	elecciones	para	un	nuevo	Congreso.	Dichas
elecciones	se	realizan	dentro	de	los	cuatro	meses	de	la	fecha	de
disolución,	sin	que	pueda	alterarse	el	sistema	electoral
preexistente.	No	puede	disolverse	el	Congreso	en	el	último	año	de
su	mandato.	Disuelto	el	Congreso,	se	mantiene	en	funciones	la
Comisión	Permanente,	la	cual	no	puede	ser	disuelta.
No	hay	otras	formas	de	revocatoria	del	mandato	parlamentario.
Bajo	estado	de	sitio,	el	Congreso	no	puede	ser	disuelto.
Const.
ART.	 135.—Reunido	 el	 nuevo	 congreso,	 puede	 censurar	 al
Consejo	de	Ministros,	o	negarle	la	cuestión	de	confianza,	después
de	que	el	Presidente	del	Consejo	haya	expuesto	ante	el	Congreso
los	actos	del	Poder	Ejecutivo	durante	el	interregno	parlamentario.
En	 ese	 interregno,	 el	 Poder	 Ejecutivo	 legisla	mediante	 decretos
de	urgencia,	de	los	que	da	cuenta	a	la	Comisión	Permanente	para
que	 los	 examine	 y	 los	 eleve	 al	 Congreso,	 una	 vez	 que	 éste	 se
instale.
Const.
ART.	 136.—Si	 las	 elecciones	 no	 se	 efectúan	 dentro	 del	 plazo
señalado,	el	Congreso	disuelto	se	reúne	de	pleno	derecho,	recobra
sus	facultades,	y	destituye	al	Consejo	de	Ministros.	Ninguno	de	los
miembros	 de	 éste	 puede	 ser	 nombrado	 nuevamente	 ministro
durante	el	resto	del	período	presidencial.
El	 Congreso	 extraordinariamente	 así	 elegido	 sustituye	 al
anterior,	incluida	la	Comisión	Permanente,	y	completa	el	período
Constitucional	del	Congreso	disuelto.
CAPÍTULO	VII
Régimen	de	excepción
Const.
ART.	 137.—El	 Presidente	 de	 la	 República,	 con	 acuerdo	 del
Consejo	de	Ministros,	puede	decretar,	por	plazo	determinado,	en
todo	 el	 territorio	 nacional,	 o	 en	 parte	 de	 él,	 y	 dando	 cuenta	 al
Congreso	 o	 a	 la	 Comisión	 Permanente,	 los	 estados	 de	 excepción
que	en	este	artículo	se	contemplan:
1.	Estado	de	emergencia,	en	caso	de	perturbación	de	la	paz	o	del
orden	 interno,	 de	 catástrofe	 o	 de	 graves	 circunstancias	 que
afecten	 la	 vida	 de	 la	 Nación.	 En	 esta	 eventualidad,	 puede
restringirse	 o	 suspenderse	 el	 ejercicio	 de	 los	 derechos
constitucionales	relativos	a	 la	 libertad	y	 la	seguridad	personales,
la	 inviolabilidad	 del	 domicilio,	 y	 la	 libertad	 de	 reunión	 y	 de
tránsito	en	el	territorio	comprendidos	en	los	incisos	9,	11	y	12	del
artículo	 2°	 y	 en	 el	 inciso	 24,	 apartado	 f	 del	 mismo	 artículo.	 En
ninguna	circunstancia	se	puede	desterrar	a	nadie.
El	plazo	del	estado	de	emergencia	no	excede	de	sesenta	días.	Su
prórroga	 requiere	 nuevo	 decreto.	 En	 estado	 de	 emergencia	 las
Fuerzas	 Armadas	 asumen	 el	 control	 del	 orden	 interno	 si	 así	 lo
dispone	el	Presidente	de	la	República.
2.	 Estado	 de	 sitio,	 en	 caso	 de	 invasión,	 guerra	 exterior,	 guerra
civil,	o	peligro	inminente	de	que	se	produzcan,	con	mención	de	los
derechos	 fundamentales	 cuyo	 ejercicio	 no	 se	 restringe	 o
suspende.	El	plazo	correspondiente	no	excede	de	cuarenta	y	cinco
días.	 Al	 decretarse	 el	 estado	 de	 sitio,	 el	 Congreso	 se	 reúne	 de
pleno	derecho.	La	prórroga	requiere	aprobación	del	Congreso.
CAPÍTULO	VIII
Poder	Judicial
Const.
ART.	138.—La	potestad	de	administrar	justicia	emana	del	pueblo
y	 se	 ejerce	 por	 el	 Poder	 Judicial	 a	 través	 de	 sus	 órganos
jerárquicos	con	arreglo	a	la	Constitución	y	a	las	leyes.
En	 todo	 proceso,	 de	 existir	 incompatibilidad	 entre	 una	 norma
constitucional	y	una	norma	legal,	 los	jueces	prefieren	la	primera.
Igualmente,	 prefieren	 la	 norma	 legal	 sobre	 toda	 otra	 norma	 de
rango	inferior.
Const.
ART.	 139.—Son	 principios	 y	 derechos	 de	 la	 función
jurisdiccional:
1.	La	unidad	y	exclusividad	de	la	función	jurisdiccional.
No	 existe	 ni	 puede	 establecerse	 jurisdicción	 alguna
independiente,	con	excepción	de	la	militar	y	la	arbitral.
No	hay	proceso	judicial	por	comisión	o	delegación.
2.	La	independencia	en	el	ejercicio	de	la	función	jurisdiccional.
Ninguna	 autoridad	 puede	 avocarse	 a	 causas	 pendientes	 ante	 el
órgano	jurisdiccional	ni	interferir	en	el	ejercicio	de	sus	funciones.
Tampoco	puede	dejar	sin	efecto	resoluciones	que	han	pasado	en
autoridad	de	cosa	juzgada,	ni	cortar	procedimientos	en	trámite,	ni
modificar	sentencias	ni	retardar	su	ejecución.	Estas	disposiciones
no	afectan	el	derecho	de	gracia	ni	la	facultad	de	investigación	del
Congreso,	 cuyo	 ejercicio	 no	 debe,	 sin	 embargo,	 interferir	 en	 el
procedimiento	jurisdiccional	ni	surte	efecto	jurisdiccional	alguno.
3.	La	observancia	del	debido	proceso	y	la	tutela	jurisdiccional.
Ninguna	 persona	 puede	 ser	 desviada	 de	 la	 jurisdicción
predeterminada	por	 la	 ley,	ni	 sometida	a	procedimiento	distinto
de	 los	 previamente	 establecidos,	 ni	 juzgada	 por	 órganos
jurisdiccionales	 de	 excepción	 ni	 por	 comisiones	 especiales
creadas	al	efecto,	cualquiera	sea	su	denominación.
4.	La	publicidad	en	los	procesos,	salvo	disposición	contraria	de	la
ley.
Los	 procesos	 judiciales	 por	 responsabilidad	 de	 funcionarios
públicos,	y	por	los	delitos	cometidos	por	medio	de	la	prensa	y	los
que	 se	 refieren	 a	 derechos	 fundamentales	 garantizados	 por	 la
Constitución,	son	siempre	públicos.
5.	La	motivación	escrita	de	las	resoluciones	judiciales	en	todas	las
instancias,	 excepto	 los	 decretos	 de	 mero	 trámite,	 con	 mención
expresa	de	la	ley	aplicable	y	de	los	fundamentos	de	hecho	en	que
se	sustentan.
6.	La	pluralidad	de	la	instancia.
7.	 La	 indemnización,	 en	 la	 forma	 que	 determine	 la	 ley,	 por	 los
errores	 judiciales	 en	 los	 procesos	 penales	 y	 por	 las	 detenciones
arbitrarias,	 sin	 perjuicio	 de	 la	 responsabilidad	 a	 que	 hubiere
lugar.
8.	 El	 principio	 de	 no	 dejar	 de	 administrar	 justicia	 por	 vacío	 o
deficiencia	de	la	ley.
En	tal	caso,	deben	aplicarse	los	principios	generales	del	derecho
y	el	derecho	consuetudinario.
9.	El	principio	de	inaplicabilidad	por	analogía	de	la	ley	penal	y	de
las	normas	que	restrinjan	derechos.
10.	El	principio	de	no	ser	penado	sin	proceso	judicial.
11.	La	aplicación	de	la	ley	más	favorable	al	procesado	en	caso	de
duda	o	de	conflicto	entre	leyes	penales.
12.	El	principio	de	no	ser	condenado	en	ausencia.
13.	 La	prohibición	de	 revivir	procesos	 fenecidos	 con	 resolución
ejecutoriada.	La	amnistía,	el	indulto,	el	sobreseimiento	definitivo	y
la	prescripción	producen	los	efectos	de	cosa	juzgada.
14.	 El	 principio	 de	 no	 ser	 privado	 del	 derecho	 de	 defensa	 en
ningún	 estado	 del	 proceso.	 Toda	 persona	 será	 informada
inmediatamente	 y	 por	 escrito	 de	 la	 causa	 o	 las	 razones	 de	 su
detención.	 Tiene	 derecho	 a	 comunicarse	 personalmente	 con	 un
defensor	de	 su	elección	y	a	 ser	asesorada	por	éste	desde	que	es
citada	o	detenida	por	cualquier	autoridad.
15.	 El	 principio	 de	 que	 toda	 persona	 debe	 ser	 informada,
inmediatamente	 y	 por	 escrito,	 de	 las	 causas	 o	 razones	 de	 su
detención.
16.	El	principio	de	la	gratuidad	de	la	administración	de	justicia	y
de	 la	 defensa	 gratuita	 para	 las	 personas	 de	 escasos	 recursos;	 y,
para	todos,	en	los	casos	que	la	ley	señala.
17.	 La	 participación	 popular	 en	 el	 nombramiento	 y	 en	 la
revocación	de	magistrados,	conforme	a	ley.
18.	La	obligación	del	Poder	Ejecutivo	de	prestar	 la	colaboración
que	en	los	procesos	le	sea	requerida.
19.	 La	 prohibición	 de	 ejercer	 función	 judicial	 por	 quien	 no	 ha
sido	nombrado	en	 la	 forma	prevista	por	 la	Constitución	o	 la	 ley.
Los	órganos	jurisdiccionales	no	pueden	darle	posesión	del	cargo,
bajo	responsabilidad.
20.	El	principio	del	derecho	de	toda	persona	de	formular	análisis
y	 críticas	 de	 las	 resoluciones	 y	 sentencias	 judiciales,	 con	 las
limitaciones	de	ley.
21.	 El	 derecho	 de	 los	 reclusos	 y	 sentenciados	 de	 ocupar
establecimientos	adecuados.
22.	El	principio	de	que	el	régimen	penitenciario	tiene	por	objeto
la	 reeducación,	 rehabilitación	 y	 reincorporación	 del	 penado	 a	 la
sociedad.
Const.	
ART.	140.—La	pena	de	muerte	sólo	puede	aplicarse	por	el	delito
de	 traición	 a	 la	 patria	 en	 caso	 de	 guerra,	 y	 el	 de	 terrorismo,
conforme	a	 las	 leyes	y	a	 los	 tratados	de	 los	que	el	Perú	es	parte
obligada.
Const.
ART.	141.—Corresponde	a	la	Corte	Suprema	fallar	en	casación,	o
en	 última	 instancia,	 cuando	 la	 acción	 se	 inicia	 en	 una	 Corte
Superior	 o	 ante	 la	 propia	 Corte	 Suprema	 conforme	 a	 ley.
Asimismo,	conoce	en	casación	 las	resoluciones	del	Fuero	Militar,
con	las	limitaciones	que	establece	el	artículo	173.
Const.
ART.	 142.—No	 son	 revisables	 en	 sede	 judicial	 las	 resoluciones
del	 Jurado	Nacional	de	Elecciones	en	materia	electoral,	ni	 las	del
Consejo	Nacional	 de	 la	Magistratura	 en	materia	 de	 evaluación	 y
ratificación	de	jueces.
Const.
ART.	 143.—El	 Poder	 Judicial	 está	 integrado	 por	 órganos
jurisdiccionales	que	administran	justicia	en	nombre	de	la	Nación,
y	 por	 órganos	 que	 ejercen	 su	 gobierno	 y	 administración.	 Los
órganos	 jurisdiccionales	 son:	 la	 Corte	 Suprema	 de	 Justicia	 y	 las
demás	cortes	y	juzgados	que	determine	su	ley	orgánica.
Const.
ART.	144.—El	Presidente	de	la	Corte	Suprema	lo	es	también	del
Poder	 Judicial.	 La	 Sala	 Plena	 de	 la	 Corte	 Suprema	 es	 el	 órgano
máximo	de	deliberación	del	Poder	Judicial.
Const.
ART.	 145.—El	 Poder	 Judicial	 presenta	 su	 proyecto	 de
presupuesto	al	Poder	Ejecutivo	y	lo	sustenta	ante	el	Congreso.
Const.
ART.	 146.—La	 función	 jurisdiccional	 es	 incompatible	 con
cualquiera	 otra	 actividad	 pública	 o	 privada,	 con	 excepción	 de	 la
docencia	universitaria	fuera	del	horario	de	trabajo.
Los	 jueces	 sólo	 perciben	 las	 remuneraciones	 que	 les	 asigna	 el
presupuesto	y	las	provenientes	de	la	enseñanza	o	de	otras	tareas
expresamente	previstas	por	la	ley.
El	Estado	garantiza	a	los	magistrados	judiciales:
1.	Su	 independencia.	Sólo	están	sometidos	a	 la	Constitución	y	 la
ley.
2.	La	inamovilidad	en	sus	cargos.	No	pueden	ser	trasladados	sin
su	consentimiento.
3.	Su	permanencia	en	el	 servicio,	mientras	observen	conducta	e
idoneidad	propias	de	su	función.	y
4.	Una	remuneración	que	les	asegure	un	nivel	de	vida	digno	de	su
misión	y	jerarquía.
Const.
ART.	147.—Para	ser	magistrado	de	la	Corte	Suprema	se	requiere:
1.	Ser	peruano	de	nacimiento;
2.	Ser	ciudadano	en	ejercicio;
3.	Ser	mayor	de	cuarenta	y	cinco	años;
4.	Haber	sido	magistrado	de	 la	Corte	Superior	o	Fiscal	Superior
durante	 diez	 años,	 o	 haber	 ejercido	 la	 abogacía	 o	 la	 cátedra
universitaria	en	materia	jurídica	durante	quince	años.
Const.
ART.	148.—Las	 resoluciones	 administrativas	que	 causan	 estado
son	susceptibles	de	impugnación	mediante	la	acción	contencioso-
administrativa.
Const.
ART.	 149.—Las	 autoridades	 de	 las	 comunidades	 campesinas	 y
nativas,	con	el	apoyo	de	las	rondas	campesinas,	pueden	ejercer	las
funciones	 jurisdiccionales	 dentro	 de	 su	 ámbito	 territorial	 de
conformidad	 con	 el	 derecho	 consuetudinario,	 siempre	 que	 no
violen	los	derechos	fundamentales	de	la	persona.	La	ley	establece
las	 formas	de	coordinación	de	dicha	 jurisdicción	especial	con	 los
juzgados	de	paz	y	con	las	demás	instancias	del	Poder	Judicial.
CAPÍTULO	IX
Del	Consejo	Nacional	de	la	Magistratura
Const.
ART.	150.—El	Consejo	Nacional	de	la	Magistratura	se	encarga	de
la	 selección	 y	 el	 nombramiento	 de	 los	 jueces	 y	 fiscales,	 salvo
cuando	éstos	provengan	de	elección	popular.
El	Consejo	Nacional	de	la	Magistratura	es	independiente	y	se	rige
por	su	ley	orgánica.
Const.
ART.	151.—La	Academia	de	la	Magistratura,	que	forma	parte	del
Poder	Judicial,	se	encarga	de	la	formación	y	capacitación	de	jueces
y	fiscales	en	todos	sus	niveles,	para	los	efectos	de	su	selección.
Es	 requisito	 para	 el	 ascenso	 la	 aprobación	 de	 los	 estudios
especiales	que	requiera	dicha	academia.
Const.
ART.	152.—Los	jueces	de	paz	provienen	de	elección	popular.
Dicha	 elección,	 sus	 requisitos,	 el	 desempeño	 jurisdiccional,	 la
capacitación	y	la	duración	en	sus	cargos	son	normados	por	ley.
La	 ley	 puede	 establecer	 la	 elección	 de	 los	 jueces	 de	 primera
instancia	y	determinar	los	mecanismos	pertinentes.
Const.
ART.	 153.—Los	 jueces	 y	 fiscales	 están	 prohibidos	 de	 participar
en	política,	de	sindicarse	y	de	declararse	en	huelga.
Const.
ART.	 154.—Son	 funciones	 del	 Consejo	 Nacional	 de	 la
Magistratura:
1.	 Nombrar,	 previo	 concurso	 público	 de	 méritos	 y	 evaluación
personal,	 a	 los	 jueces	 y	 fiscales	 de	 todos	 los	 niveles.	 Dichos
nombramientos	requieren	el	voto	conforme	de	los	dos	tercios	del
número	legal	de	sus	miembros.
2.	Ratificar	a	 los	 jueces	y	 fiscales	de	todos	 los	niveles	cada	siete
años.	Los	no	ratificados	no	pueden	reingresar	al	Poder	Judicial	ni
al	Ministerio	Público.	El	proceso	de	ratificación	es	 independiente
de	las	medidas	disciplinarias.
3.	 Aplicar	 la	 sanción	 de	 destitución	 a	 los	 vocales	 de	 la	 Corte
Suprema	y	fiscales	supremos	y,	a	solicitud	de	la	Corte	Suprema	o
de	la	Junta	de	Fiscales	Supremos,	respectivamente,	a	 los	jueces	y
fiscales	de	todas	las	instancias.	La	resolución	final,	motivada	y	con
previa	audiencia	del	interesado,	es	inimpugnable.
4.	Extender	a	los	jueces	y	fiscales	el	título	oficial	que	los	acredita.
Const.
ART.	 155.—Son	 miembros	 del	 Consejo	 Nacional	 de	 la
Magistratura,	conforme	a	la	ley	de	la	materia:
1.	Uno	elegido	por	la	Corte	Suprema,	en	votación	secreta	en	Sala
Plena.
2.	 Uno	 elegido,	 en	 votación	 secreta,	 por	 la	 Junta	 de	 Fiscales
Supremos.
3.	Uno	elegido	por	los	miembros	de	los	colegios	de	abogados	del
país,	en	votación	secreta.
4.	 Dos	 elegidos,	 en	 votación	 secreta,	 por	 los	 miembros	 de	 los
demás	colegios	profesionales	del	país,	conforme	a	ley.
5.	 Uno	 elegido	 en	 votación	 secreta,	 por	 los	 rectores	 de	 las
universidades	nacionales.
6.	 Uno	 elegido,	 en	 votación	 secreta,	 por	 los	 rectores	 de	 las
universidades	particulares.
El	número	de	miembros	del	Consejo	Nacional	de	la	Magistratura
puede	 ser	 ampliado	 por	 éste	 a	 nueve,	 con	 dos	 miembros
adicionales	 elegidos	 en	 votación	 secreta	 por	 el	 mismo	 consejo,
entre	 sendas	 listas	 propuestas	 por	 las	 instituciones
representativas	del	sector	laboral	y	del	empresarial.
Los	miembros	 titulares	del	Consejo	Nacional	de	 la	Magistratura
son	elegidos,	conjuntamente	con	los	suplentes,	por	un	período	de
cinco	años.
Const.
ART.	 156.—Para	 ser	 miembro	 del	 Consejo	 Nacional	 de	 la
Magistratura	 se	 requieren	 los	 mismos	 requisitos	 que	 para	 ser
vocal	 de	 la	 Corte	 Suprema,	 salvo	 lo	 previsto	 en	 el	 inciso	 4	 del
artículo	147.	El	miembro	del	Consejo	Nacional	de	la	Magistratura
goza	 de	 los	 mismos	 beneficios	 y	 derechos	 y	 está	 sujeto	 a	 las
mismas	obligaciones	e	incompatibilidades.
Const.
ART.	 157.—Los	 miembros	 del	 Consejo	 Nacional	 de	 la
Magistratura	 pueden	 ser	 removidos	 por	 causa	 grave	 mediante
acuerdo	del	Congreso	adoptado	con	el	voto	conforme	de	 los	dos
tercios	del	número	legal	de	miembros.
CAPÍTULO	X
Del	Ministerio	Público
Const.
ART.	 158.—El	 Ministerio	 Público	 es	 autónomo.	 El	 Fiscal	 de	 la
Nación	lo	preside.	Es	elegido	por	la	Junta	de	Fiscales	Supremos.	El
cargo	de	Fiscal	de	la	Nación	dura	tres	años,	y	es	prorrogable,	por
reelección,	 sólo	 por	 otros	 dos.	 Los	 miembros	 del	 Ministerio
Público	 tienen	 los	 mismos	 derechos	 y	 prerrogativas	 y	 están
sujetos	a	las	mismas	obligaciones	que	los	del	Poder	Judicial	en	la
categoría	 respectiva.	 Les	 afectan	 las	mismas	 incompatibilidades.
Su	 nombramiento	 está	 sujeto	 a	 requisitos	 y	 procedimientos
idénticos	 a	 los	 de	 los	miembros	 Poder	 Judicial	 en	 su	 respectiva
categoría.
Const.
ART.	159.—Corresponde	al	Ministerio	Público:
1.	Promover	de	oficio,	o	a	petición	de	parte,	la	acción	judicial	en
defensa	de	la	legalidad	y	de	los	intereses	públicos	tutelados	por	el
derecho.
2.	 Velar	 por	 la	 independencia	 de	 los	 órganos	 jurisdiccionales	 y
por	la	recta	administración	de	justicia.
3.	Representar	en	los	procesos	judiciales	a	la	sociedad.
4.	 Conducir	 desde	 su	 inicio	 la	 investigación	 del	 delito.	 Con	 tal
propósito,	 la	 Policía	 Nacional	 está	 obligada	 a	 cumplir	 los
mandatos	del	Ministerio	Público	en	el	ámbito	de	su	función.
5.	Ejercitar	la	acción	penal	de	oficio	o	a	petición	de	parte.
6.	 Emitir	 dictamen	 previo	 a	 las	 resoluciones	 judiciales	 en	 los
casos	que	la	ley	contempla.
7.	Ejercer	iniciativa	en	la	formación	de	las	leyes;	y	dar	cuenta	al
Congreso,	o	al	Presidente	de	la	República,	de	los	vacíos	o	defectos
de	la	legislación.
Const.
ART.	160.—El	proyecto	de	presupuesto	del	Ministerio	Público	se
aprueba	 por	 la	 Junta	 de	 Fiscales	 Supremos.	 Se	 presenta	 ante	 el
Poder	Ejecutivo	y	se	sustenta	en	esa	instancia	y	en	el	Congreso.
CAPÍTULO	XI
De	la	Defensoría	del	Pueblo
Const.
ART.	161.—La	Defensoría	del	Pueblo	es	autónoma.	Los	órganos
públicos	están	obligados	a	colaborar	con	la	Defensoría	del	Pueblo
cuando	ésta	lo	requiere.
Su	 estructura,	 en	 el	 ámbito	 nacional,	 se	 establece	 por	 ley
orgánica.
El	Defensor	del	Pueblo	es	elegido	y	removido	por	el	Congreso	con
el	 voto	de	 los	dos	 tercios	de	 su	número	 legal.	Goza	de	 la	misma
inmunidad	y	de	las	mismas	prerrogativas	de	los	congresistas.
Para	ser	elegido	Defensor	del	Pueblo	se	requiere	haber	cumplido
treinta	y	cinco	años	de	edad	y	ser	abogado.
El	cargo	dura	cinco	años	y	no	está	sujeto	a	mandato	imperativo.
Tiene	las	mismas	incompatibilidades	que	los	vocales	supremos.
Const.
ART.	162.—Corresponde	a	la	Defensoría	del	Pueblo	defender	los
derechos	constitucionales	y	 fundamentales	de	 la	persona	y	de	 la
comunidad;	 y	 supervisar	 el	 cumplimiento	 de	 los	 deberes	 de	 la
administración	estatal	y	la	prestación	de	los	servicios	públicos	a	la
ciudadanía.
El	Defensor	del	Pueblo	presenta	 informe	al	Congreso	una	vez	al
año,	y	cada	vez	que	éste	lo	solicita.	Tiene	iniciativa	en	la	formación
de	 las	 leyes.	 Puede	 proponer	 las	medidas	 que	 faciliten	 el	mejor
cumplimiento	de	sus	funciones.
El	 proyecto	 de	 presupuesto	 de	 la	 Defensoría	 del	 Pueblo	 es
presentado	ante	el	Poder	Ejecutivo	y	sustentado	por	su	titular	en
esa	instancia	y	en	el	Congreso.
CAPÍTULO	XII
De	la	seguridad	y	de	la	Defensa	Nacional
Const.
ART.	 163.—El	 Estado	 garantiza	 la	 seguridad	 de	 la	 Nación
mediante	el	Sistema	de	Defensa	Nacional.
La	Defensa	Nacional	 es	 integral	 y	 permanente.	 Se	 desarrolla	 en
los	 ámbitos	 interno	 y	 externo.	 Toda	 persona,	 natural	 o	 jurídica,
está	obligada	a	participar	en	la	Defensa	Nacional,	de	conformidad
con	la	ley.
Const.
ART.	 164.—La	 dirección,	 la	 preparación	 y	 el	 ejercicio	 de	 la
Defensa	 Nacional	 se	 realizan	 a	 través	 de	 un	 sistema	 cuya
organización	y	cuyas	funciones	determina	la	ley.	El	Presidente	de
la	República	dirige	el	Sistema	de	Defensa	Nacional.
La	 ley	 determina	 los	 alcances	 y	 procedimientos	 de	 la
movilización	para	los	efectos	de	la	defensa	nacional.
Const.
ART.	 165.—Las	 Fuerzas	 Armadas	 están	 constituidas	 por	 el
Ejército,	 la	 Marina	 de	 Guerra	 y	 la	 Fuerza	 Aérea.	 Tienen	 como
finalidad	primordial	garantizar	la	independencia,	la	soberanía	y	la
integridad	territorial	de	la	República.	Asumen	el	control	del	orden
interno	de	conformidad	con	el	artículo	137	de	la	Constitución.
Const.
ART.	 166.—La	Policía	Nacional	 tiene	 por	 finalidad	 fundamental
garantizar,	 mantener	 y	 restablecer	 el	 orden	 interno.	 Presta
protección	y	ayuda	a	las	personas	y	a	la	comunidad.	Garantiza	el
cumplimiento	de	las	leyes	y	la	seguridad	del	patrimonio	público	y
del	privado.	Previene,	investiga	y	combate	la	delincuencia.	Vigila	y
controla	las	fronteras.
Const.
ART.	167.—El	Presidente	de	 la	República	 es	 el	 jefe	 supremo	de
las	Fuerzas	Armadas	y	de	la	Policía	Nacional.
Const.
ART.	168.—Las	 leyes	y	 los	 reglamentos	 respectivos	determinan
la	organización,	las	funciones,	las	especialidades,	la	preparación	y
el	empleo;	y	norman	la	disciplina	de	las	Fuerzas	Armadas	y	de	la
Policía	Nacional.
Las	Fuerzas	Armadas	organizan	sus	reservas	y	disponen	de	ellas
según	las	necesidades	de	la	Defensa	Nacional,	de	acuerdo	a	ley.
Const.
ART.	 169.—Las	 Fuerzas	 Armadas	 y	 la	 Policía	 Nacional	 no	 son
deliberantes.	Están	subordinadas	al	poder	constitucional.
Const.
ART.	 170.—La	 ley	 asigna	 los	 fondos	 destinados	 a	 satisfacer	 los
requerimientos	 logísticos	 de	 las	 Fuerzas	 Armadas	 y	 la	 Policía
Nacional.	 Tales	 fondos	 deben	 ser	 dedicados	 exclusivamente	 a
fines	 institucionales,	bajo	el	control	de	 la	autoridad	señalada	por
la	ley.
Const.
ART.	171.—Las	Fuerzas	Armadas	y	la	Policía	Nacional	participan
en	el	desarrollo	económico	y	social	del	país,	y	en	 la	defensa	civil
de	acuerdo	a	ley.
Const.
ART.	172.—El	número	de	efectivos	de	las	Fuerzas	Armadas	y	de
la	Policía	Nacional	se	fija	anualmente	por	el	Poder	Ejecutivo.	Los
recursos	 correspondientes	 son	 aprobados	 en	 la	 Ley	 de
Presupuesto.	Los	ascensos	se	confieren	de	conformidad	con	la	ley.
El	Presidente	de	la	República	otorga	los	ascensos	de	los	generales
y	 almirantes	 de	 las	 Fuerzas	 Armadas	 y	 de	 los	 generales	 de	 la
Policía	Nacional,	según	propuesta	del	instituto	correspondiente.
Const.
ART.	 173.—En	 caso	 de	 delito	 de	 función,	 los	 miembros	 de	 las
Fuerzas	Armadas	y	de	la	Policía	Nacional	están	sometidos	al	fuero
respectivo	y	al	Código	de	Justicia	Militar.	Las	disposiciones	de	éste
no	 son	 aplicables	 a	 los	 civiles,	 salvo	 en	 el	 caso	 de	 los	 delitos	 de
traición	 a	 la	 patria	 y	 de	 terrorismo	 que	 la	 ley	 determina.	 La
casación	a	que	se	refiere	el	artículo	141	sólo	es	aplicable	cuando
se	imponga	la	pena	de	muerte.
Quienes	 infringen	 las	 normas	 del	 servicio	 militar	 obligatorio
están	asimismo	sometidos	al	Código	de	Justicia	Militar.
Const.
ART.	 174.—Los	 grados	 y	 honores,	 las	 remuneraciones	 y	 las
pensiones	 inherentes	 a	 la	 jerarquía	 de	 oficiales	 de	 las	 Fuerzas
Armadas	 y	 de	 la	 Policía	 Nacional	 son	 equivalentes.	 La	 ley
establece	las	equivalencias	correspondientes	al	personal	militar	o
policial	de	carrera	que	no	tiene	grado	o	jerarquía	de	oficial.
En	ambos	casos,	 los	derechos	 indicados	sólo	pueden	retirarse	a
sus	titulares	por	sentencia	judicial.
Const.
ART.	 175.—Sólo	 las	 Fuerzas	 Armadas	 y	 la	 Policía	 Nacional
pueden	poseer	y	usar	armas	de	guerra.	Todas	las	que	existen,	así
como	las	que	se	fabriquen	o	se	introduzcan	en	el	país	pasan	a	ser
propiedad	del	Estado	sin	proceso	ni	indemnización.
Se	 exceptúa	 la	 fabricación	 de	 armas	 de	 guerra	 por	 la	 industria
privada	en	los	casos	que	la	ley	señale.
La	ley	reglamenta	la	fabricación,	el	comercio,	la	posesión	y	el	uso,
por	los	particulares,	de	armas	distintas	de	las	de	guerra.
CAPÍTULO	XIII
Del	sistema	electoral
Const.
ART.	176.—El	sistema	electoral	tiene	por	finalidad	asegurar	que
las	 votaciones	 traduzcan	 la	 expresión	 auténtica,	 libre	 y
espontánea	de	 los	 ciudadanos;	 y	 que	 los	 escrutinios	 sean	 reflejo
exacto	 y	 oportuno	 de	 la	 voluntad	 del	 elector	 expresada	 en	 las
urnas	por	votación	directa.
Tiene	por	funciones	básicas	el	planeamiento,	la	organización	y	la
ejecución	 de	 los	 procesos	 electorales	 o	 de	 referéndum	 u	 otras
consultas	 populares;	 el	 mantenimiento	 y	 la	 custodia	 de	 un
registro	 único	 de	 identificación	 de	 las	 personas;	 y	 el	 registro	 de
los	actos	que	modifican	el	estado	civil.
Const.
ART.	 177.—El	 sistema	 electoral	 está	 conformado	 por	 el	 Jurado
Nacional	 de	 Elecciones;	 la	 Oficina	 Nacional	 de	 Procesos
Electorales;	y	el	Registro	Nacional	de	Identificación	y	Estado	Civil.
Actúan	 con	 autonomía	 y	 mantienen	 entre	 sí	 relaciones	 de
coordinación,	de	acuerdo	con	sus	atribuciones.
Const.
ART.	178.—Compete	al	Jurado	Nacional	de	Elecciones:
1.	 Fiscalizar	 la	 legalidad	 del	 ejercicio	 del	 sufragio	 y	 de	 la
realización	de	los	procesos	electorales,	del	referéndum	y	de	otras
consultas	 populares,	 así	 como	 también	 la	 elaboración	 de	 los
padrones	electorales.
2.	Mantener	y	custodiar	el	registro	de	organizaciones	políticas.
3.	Velar	por	el	cumplimiento	de	las	normas	sobre	organizaciones
políticas	y	demás	disposiciones	referidas	a	materia	electoral.
4.	Administrar	justicia	en	materia	electoral.
5.	 Proclamar	 a	 los	 candidatos	 elegidos;	 el	 resultado	 del
referéndum	o	el	de	otros	tipos	de	consulta	popular	y	expedir	 las
credenciales	correspondientes.
6.	Las	demás	que	la	ley	señala.
En	 materia	 electoral,	 el	 Jurado	 Nacional	 de	 Elecciones	 tiene
iniciativa	en	la	formación	de	las	leyes.
Presenta	 al	 Poder	 Ejecutivo	 el	 proyecto	 de	 presupuesto	 del
Sistema	 Electoral	 que	 incluye	 por	 separado	 las	 partidas
propuestas	 por	 cada	 entidad	 del	 sistema.	 Lo	 sustenta	 en	 esa
instancia	y	ante	el	Congreso.
Const.
ART.	 179.—La	 máxima	 autoridad	 del	 Jurado	 Nacional	 de
Elecciones	es	un	pleno	compuesto	por	cinco	miembros:
1.	 Uno	 elegido	 en	 votación	 secreta	 por	 la	 Corte	 Suprema	 entre
sus	magistrados	jubilados	o	en	actividad.	En	este	segundo	caso,	se
concede	licencia	al	elegido.	El	representante	de	la	Corte	Suprema
preside	el	Jurado	Nacional	de	Elecciones.
2.	 Uno	 elegido	 en	 votación	 secreta	 por	 la	 Junta	 de	 Fiscales
Supremos,	entre	los	fiscales	supremos	jubilados	o	en	actividad.	En
este	segundo	caso,	se	concede	licencia	al	elegido.
3.	Uno	elegido	en	votación	secreta	por	el	Colegio	de	Abogados	de
Lima,	entre	sus	miembros.
4.	 Uno	 elegido	 en	 votación	 secreta	 por	 los	 decanos	 de	 las
facultades	de	derecho	de	las	universidades	públicas,	entre	sus	ex
decanos.
5.	 Uno	 elegido	 en	 votación	 secreta	 por	 los	 decanos	 de	 las
facultades	de	derecho	de	las	universidades	privadas,	entre	sus	ex
decanos.
Const.
ART.	 180.—Los	 integrantes	 del	 Pleno	 del	 Jurado	 Nacional	 de
Elecciones	 no	 pueden	 ser	 menores	 de	 cuarenta	 y	 cinco	 años	 ni
mayores	de	setenta.	Son	elegidos	por	un	período	de	cuatro	años.
Pueden	 ser	 reelegidos.	 La	 ley	 establece	 la	 forma	 de	 renovación
alternada	cada	dos	años.
El	 cargo	es	 remunerado	y	de	 tiempo	completo.	Es	 incompatible
con	cualquiera	otra	función	pública,	excepto	la	docencia	a	tiempo
parcial.
No	 pueden	 ser	miembros	 del	 pleno	 del	 jurado	 los	 candidatos	 a
cargos	 de	 elección	 popular,	 ni	 los	 ciudadanos	 que	 desempeñan
cargos	 directivos	 con	 carácter	 nacional	 en	 las	 organizaciones
políticas,	 o	 que	 los	 han	 desempeñado	 en	 los	 cuatro	 años
anteriores	a	su	postulación.
Const.
ART.	 181.—El	 Pleno	 del	 Jurado	 Nacional	 de	 Elecciones	 aprecia
los	hechos	con	criterio	de	conciencia.	Resuelve	con	arreglo	a	ley	y
a	los	principios	generales	de	derecho.	En	materias	electorales,	de
referéndum	 o	 de	 otro	 tipo	 de	 consultas	 populares,	 sus
resoluciones	 son	 dictadas	 en	 instancia	 final,	 definitiva,	 y	 no	 son
revisables.	Contra	ellas	no	procede	recurso	alguno.
Const.
ART.	182.—El	j	efe	de	la	Oficina	Nacional	de	Procesos	Electorales
es	 nombrado	por	 el	 Consejo	Nacional	 de	 la	Magistratura	 por	 un
período	 renovable	 de	 cuatro	 años.	 Puede	 ser	 removido	 por	 el
propio	 consejo	 por	 falta	 grave.	 Está	 afecto	 a	 las	 mismas
incompatibilidades	 previstas	 para	 los	 integrantes	 del	 Pleno	 del
Jurado	Nacional	de	Elecciones.
Le	 corresponde	 organizar	 todos	 los	 procesos	 electorales,	 de
referéndum	y	 los	de	otros	 tipos	de	consulta	popular,	 incluido	su
presupuesto,	así	 como	 la	elaboración	y	el	diseño	de	 la	cédula	de
sufragio.	 Le	 corresponde	 asimismo	 la	 entrega	 de	 actas	 y	 demás
material	 necesario	 para	 los	 escrutinios	 y	 la	 difusión	 de	 sus
resultados.	 Brinda	 información	 permanente	 sobre	 el	 cómputo
desde	el	 inicio	del	escrutinio	en	 las	mesas	de	sufragio.	Ejerce	 las
demás	funciones	que	la	ley	le	señala.
Const.
ART.	 183.—El	 jefe	 del	 Registro	 Nacional	 de	 Identificación	 y
Estado	 Civil	 es	 nombrado	 por	 el	 Consejo	 Nacional	 de	 la
Magistratura	por	un	período	renovable	de	cuatro	años.	Puede	ser
removido	 por	 dicho	 consejo	 por	 falta	 grave.	 Está	 afecto	 a	 las
mismas	 incompatibilidades	 previstas	 para	 los	 integrantes	 del
Pleno	del	Jurado	Nacional	de	Elecciones.
El	 Registro	 Nacional	 de	 Identificación	 y	 Estado	 Civil	 tiene	 a	 su
cargo	 la	 inscripción	 de	 los	 nacimientos,	 matrimonios,	 divorcios,
defunciones,	y	otros	actos	que	modifican	el	estado	civil.	Emite	las
constancias	correspondientes.	Prepara	y	mantiene	actualizado	el
padrón	electoral.	Proporciona	al	Jurado	Nacional	de	Elecciones	y	a
la	 Oficina	 Nacional	 de	 Procesos	 Electorales	 la	 información
necesaria	 para	 el	 cumplimiento	 de	 sus	 funciones.	 Mantiene	 el
registro	 de	 identificación	 de	 los	 ciudadanos	 y	 emite	 los
documentos	que	acreditan	su	identidad.
Ejerce	las	demás	funciones	que	la	ley	señala.
Const.
ART.	 184.—El	 Jurado	Nacional	 de	 Elecciones	 declara	 la	 nulidad
de	 un	 proceso	 electoral,	 de	 un	 referéndum	 o	 de	 otro	 tipo	 de
consulta	popular	cuando	 los	votos	nulos	o	en	blanco,	 sumados	o
separadamente,	 superan	 los	 dos	 tercios	 del	 número	 de	 votos
emitidos.
La	 ley	 puede	 establecer	 proporciones	 distintas	 para	 las
elecciones	municipales.
Const.
ART.	185.—El	escrutinio	de	los	votos	en	toda	clase	de	elecciones,
de	 referéndum	 o	 de	 otro	 tipo	 de	 consulta	 popular	 se	 realiza	 en
acto	público	e	 ininterrumpido	sobre	 la	mesa	de	sufragio.	Sólo	es
revisable	 en	 los	 casos	 de	 error	 material	 o	 de	 impugnación,	 los
cuales	se	resuelven	conforme	a	ley.
Const.
ART.	186.—La	Oficina	Nacional	de	Procesos	Electorales	dicta	las
instrucciones	 y	 disposiciones	 necesarias	 para	 el	 mantenimiento
del	 orden	 y	 la	 protección	 de	 la	 libertad	 personal	 durante	 los
comicios.	 Estas	 disposiciones	 son	 de	 cumplimiento	 obligatorio
para	las	Fuerzas	Armadas	y	la	Policía	Nacional.
Const.
ART.	187.—En	las	elecciones	pluripersonales	hay	representación
proporcional,	conforme	al	sistema	que	establece	la	ley.
La	 ley	contiene	disposiciones	especiales	para	facilitar	el	voto	de
los	peruanos	residentes	en	el	extranjero.
CAPÍTULO	XIV
De	la	descentralización
Const.
ART.	 188.—Modificado.	 Ley	 27680,	 Art.	 Único.	 La
descentralización	 es	 una	 forma	 de	 organización	 democrática	 y
constituye	 una	 política	 permanente	 de	 Estado,	 de	 carácter
obligatorio,	 que	 tiene	 como	 objetivo	 fundamental	 el	 desarrollo
integral	 del	 país.	 El	 proceso	 de	 descentralización	 se	 realiza	 por
etapas,	en	forma	progresiva	y	ordenada	conforme	a	criterios	que
permitan	 una	 adecuada	 asignación	 de	 competencias	 y
transferencia	 de	 recursos	 del	 gobierno	 nacional	 hacia	 los
gobiernos	regionales	y	locales.
Los	poderes	del	Estado	y	los	organismos	autónomos	así	como	el
Presupuesto	de	la	República	se	descentralizan	de	acuerdo	a	ley.
NOTA:	La	Ley	27680	reformó	todo	el	Capítulo	XIV	del	Título	IV	de	la	Constitución	Política	del	Perú,
con	el	texto	aquí	consignado
Const.
ART.	189.—Modificado.	Ley	27680,	Art.	Único.	El	territorio	de
la	 República	 está	 integrado	 por	 regiones,	 departamentos,
provincias	y	distritos,	en	cuyas	circunscripciones	se	constituye	y
organiza	 el	 gobierno	 a	 nivel	 nacional,	 regional	 y	 local,	 en	 los
términos	 que	 establece	 la	 Constitución	 y	 la	 ley,	 preservando	 la
unidad	e	integridad	del	Estado	y	de	la	Nación.
El	 ámbito	 del	 nivel	 regional	 de	 gobierno	 son	 las	 regiones	 y
departamentos.	 El	 ámbito	 del	 nivel	 local	 de	 gobierno	 son	 las
provincias,	distritos	y	los	centros	poblados.
Const.
ART.	190.—Modificado.	Ley	27680,	Art.	Único.	Las	regiones	se
crean	 sobre	 la	 base	 de	 áreas	 contiguas	 integradas	 histórica,
cultural,	 administrativa	 y	 económicamente,	 conformando
unidades	geoeconómicas	sostenibles.
El	proceso	de	regionalización	se	inicia	eligiendo	gobiernos	en	los
actuales	 departamentos	 y	 la	 Provincia	 Constitucional	 del	 Callao.
Estos	gobiernos	son	gobiernos	regionales.
Mediante	 referéndum	 podrán	 integrarse	 dos	 o	 más
circunscripciones	departamentales	 contiguas	para	 constituir	una
región,	conforme	a	ley.	Igual	procedimiento	siguen	las	provincias
y	distritos	contiguos	para	cambiar	de	circunscripción	regional.
La	 ley	 determina	 las	 competencias	 y	 facultades	 adicionales,	 así
como	incentivos	especiales,	de	las	regiones	así	integradas.
Mientras	 dure	 el	 proceso	 de	 integración,	 dos	 o	 más	 gobiernos
regionales	podrán	crear	mecanismos	de	coordinación	entre	sí.	La
ley	determinará	esos	mecanismos.
Const.
ART.	191.—Modificado.	Ley	28607,	Art.	Único.	Los	gobiernos
regionales	tienen	autonomía	política,	económica	y	administrativa
en	los	asuntos	de	su	competencia.	Coordinan	con	las
municipalidades	sin	interferir	sus	funciones	y	atribuciones.
La	estructura	orgánica	de	estos	gobiernos	la	conforman	el
consejo	regional	como	órgano	normativo	y	fiscalizador,	el
presidente	como	órgano	ejecutivo,	y	el	consejo	de	coordinación
regional	integrado	por	los	alcaldes	provinciales	y	por
representantes	de	la	sociedad	civil,	como	órgano	consultivo	y	de
coordinación	con	las	municipalidades,	con	las	funciones	y
atribuciones	que	les	señala	la	ley.	El	consejo	regional	tendrá	un
mínimo	de	siete	(7)	miembros	y	un	máximo	de	veinticinco	(25),
debiendo	haber	un	mínimo	de	uno	(1)	por	provincia	y	el	resto,	de
acuerdo	a	ley	siguiendo	un	criterio	de	población	electoral.
El	presidente	es	elegido	conjuntamente	con	un	vicepresidente,
por	sufragio	directo	por	un	periodo	de	cuatro	(4)	años,	y	puede
ser	reelegido.	Los	miembros	del	consejo	regional	son	elegidos	en
la	misma	forma	y	por	igual	periodo.	El	mandato	de	dichas
autoridades	es	revocable,	conforme	a	ley,	e	irrenunciable,	con
excepción	de	los	casos	previstos	en	la	Constitución.	Para	postular
a	Presidente	de	la	República,	vicepresidente,	miembro	del
parlamento	nacional	o	alcalde;	los	presidentes	de	los	gobiernos
regionales	deben	renunciar	al	cargo	seis	(6)	meses	antes	de	la
elección	respectiva.
La	ley	establece	porcentajes	mínimos	para	hacer	accesible	la
representación	de	género,	comunidades	campesinas	y	nativas,	y
pueblos	originarios	en	los	consejos	regionales.	Igual	tratamiento
se	aplica	para	los	consejos	municipales.
Const.
ART.	192.—Modificado.	Ley	27680,	Art.	Único.	Los	gobiernos
regionales	promueven	el	desarrollo	y	la	economía	regional,
fomentan	las	inversiones,	actividades	y	servicios	públicos	de	su
responsabilidad,	en	armonía	con	las	políticas	y	planes	nacionales
y	locales	de	desarrollo.
Son	competentes	para:
1.	Aprobar	su	organización	interna	y	su	presupuesto.
2.	Formular	y	aprobar	el	plan	de	desarrollo	regional	concertado
con	las	municipalidades	y	la	sociedad	civil.
3.	Administrar	sus	bienes	y	rentas.
4.	Regular	y	otorgar	las	autorizaciones,	licencias	y	derechos	sobre
los	servicios	de	su	responsabilidad.
5.	Promover	el	desarrollo	socioeconómico	regional	y	ejecutar	los
planes	y	programas	correspondientes.
6.	Dictar	las	normas	inherentes	a	la	gestión	regional.
7.	Promover	y	regular	actividades	y/o	servicios	en	materia	de
agricultura,	pesquería,	industria,	agroindustria,	comercio,
turismo,	energía,	minería,	vialidad,	comunicaciones,	educación,
salud	y	medio	ambiente,	conforme	a	ley.
8.	Fomentar	la	competitividad,	las	inversiones	y	el
financiamiento	para	la	ejecución	de	proyectos	y	obras	de
infraestructura	de	alcance	e	impacto	regional.
9.	Presentar	iniciativas	legislativas	en	materias	y	asuntos	de	su
competencia.
10.	Ejercer	las	demás	atribuciones	inherentes	a	su	función,
conforme	a	ley.
Const.
ART.	 193.—Modificado.	 Ley	 27680,	 Art.	 Único.	 Son	 bienes	 y
rentas	de	los	gobiernos	regionales:
1.	Los	bienes	muebles	e	inmuebles	de	su	propiedad.
2.	 Las	 transferencias	 específicas	 que	 les	 asigne	 la	 Ley	Anual	 de
Presupuesto.
3.	Los	tributos	creados	por	ley	a	su	favor.
4.	Los	derechos	económicos	que	generen	por	las	privatizaciones,
concesiones	y	servicios	que	otorguen,	conforme	a	ley.
5.	Los	recursos	asignados	del	Fondo	de	Compensación	Regional,
que	tiene	carácter	redistributivo,	conforme	a	ley.
6.	Los	recursos	asignados	por	concepto	de	canon.
7.	 Los	 recursos	 provenientes	 de	 sus	 operaciones	 financieras,
incluyendo	aquellas	que	realicen	con	el	aval	del	Estado,	conforme
a	ley.
8.	Los	demás	que	determine	la	ley.
Const.
ART.	194.—Modificado.	Ley	28607,	Art.	Único.	Las
municipalidades	provinciales	y	distritales	son	los	órganos	de
gobierno	local.	Tienen	autonomía	política,	económica	y
administrativa	en	los	asuntos	de	su	competencia.	Las
municipalidades	de	los	centros	poblados	son	creadas	conforme	a
ley.
La	estructura	orgánica	del	gobierno	local	la	conforman	el	consejo
municipal	como	órgano	normativo	y	fiscalizador	y	la	alcaldía
como	órgano	ejecutivo,	con	las	funciones	y	atribuciones	que	les
señala	la	ley.
Los	alcaldes	y	regidores	son	elegidos	por	sufragio	directo,	por	un
periodo	de	cuatro	(4)	años.	Pueden	ser	reelegidos.	Su	mandato	es
revocable,	conforme	a	ley,	e	irrenunciable,	con	excepción	de	los
casos	previstos	en	la	Constitución.
Para	postular	a	Presidente	de	la	República,	vicepresidente,
miembro	del	parlamento	nacional	o	presidente	del	gobierno
regional;	los	alcaldes	deben	renunciar	al	cargo	seis	(6)	meses
antes	de	la	elección	respectiva.
Const.
ART.	 195.—Modificado.	 Ley	27680,	Art.	Único.	 Los	 gobiernos
locales	 promueven	 el	 desarrollo	 y	 la	 economía	 local,	 y	 la
prestación	 de	 los	 servicios	 públicos	 de	 su	 responsabilidad,	 en
armonía	 con	 las	 políticas	 y	 planes	 nacionales	 y	 regionales	 de
desarrollo.
Son	competentes	para:
1.	Aprobar	su	organización	interna	y	su	presupuesto.
2.	Aprobar	el	plan	de	desarrollo	local	concertado	con	la	sociedad
civil.
3.	Administrar	sus	bienes	y	rentas.
4.	 Crear,	 modificar	 y	 suprimir	 contribuciones,	 tasas,	 arbitrios,
licencias	y	derechos	municipales,	conforme	a	ley.
5.	 Organizar,	 reglamentar	 y	 administrar	 los	 servicios	 públicos
locales	de	su	responsabilidad.
6.	Planificar	el	desarrollo	urbano	y	rural	de	sus	circunscripciones,
incluyendo	 la	 zonificación,	 urbanismo	 y	 el	 acondicionamiento
territorial.
7.	 Fomentar	 la	 competitividad,	 las	 inversiones	 y	 el
financiamiento	 para	 la	 ejecución	 de	 proyectos	 y	 obras	 de
infraestructura	local.
8.	Desarrollar	y	 regular	actividades	y/o	 servicios	en	materia	de
educación,	 salud,	 vivienda,	 saneamiento,	 medio	 ambiente,
sustentabilidad	 de	 los	 recursos	 naturales,	 transporte	 colectivo,
circulación	 y	 tránsito,	 turismo,	 conservación	 de	 monumentos
arqueológicos	 e	 históricos,	 cultura,	 recreación	 y	 deporte,
conforme	a	ley.
9.	 Presentar	 iniciativas	 legislativas	 en	materias	 y	 asuntos	 de	 su
competencia.
10.	 Ejercer	 las	 demás	 atribuciones	 inherentes	 a	 su	 función,
conforme	a	ley.
Const.
ART.	196.—Modificado.	Ley	27680,	Art.	Único.	Son	bienes	y
rentas	de	las	municipalidades:
1.	Los	bienes	muebles	e	inmuebles	de	su	propiedad.
2.	Los	tributos	creados	por	ley	a	su	favor.
3.	Las	contribuciones,	tasas,	arbitrios,	licencias	y	derechos
creados	por	ordenanzas	municipales,	conforme	a	ley.
4.	Los	derechos	económicos	que	generen	por	las	privatizaciones,
concesiones	y	servicios	que	otorguen,	conforme	a	ley.
5.	Los	recursos	asignados	del	Fondo	de	Compensación	Municipal,
que	tiene	carácter	redistributivo,	conforme	a	ley.
6.	Las	transferencias	específicas	que	les	asigne	la	Ley	Anual	de
Presupuesto.
7.	Los	recursos	asignados	por	concepto	de	canon.
8.	Los	recursos	provenientes	de	sus	operaciones	financieras,
incluyendo	aquellas	que	requieran	el	aval	del	Estado,	conforme	a
ley.
9.	Los	demás	que	determine	la	ley.
Const.
ART.	 197.—Modificado.	 Ley	 27680,	 Art.	 Único.	 Las
municipalidades	 promueven,	 apoyan	 y	 reglamentan	 la
participación	 vecinal	 en	 el	 desarrollo	 local.	 Asimismo	 brindan
servicios	de	seguridad	ciudadana,	con	la	cooperación	de	la	Policía
Nacional	del	Perú,	conforme	a	ley.
Const.
ART.	198.—Modificado.	Ley	27680,	Art.	Único.	La	Capital	de	la
República	 no	 integra	 ninguna	 región.	 Tiene	 régimen	 especial	 en
las	 leyes	 de	 descentralización	 y	 en	 la	 Ley	 Orgánica	 de
Municipalidades.	La	Municipalidad	Metropolitana	de	Lima	ejerce
sus	competencias	dentro	del	ámbito	de	la	provincia	de	Lima.
Las	 municipalidades	 de	 frontera	 tienen,	 asimismo,	 régimen
especial	en	la	Ley	Orgánica	de	Municipalidades.
Const.
ART.	199.—Modificado.	Ley	27680,	Art.	Único.	Los	gobiernos
regionales	y	locales	son	fiscalizados	por	sus	propios	órganos	de
fiscalización	y	por	los	organismos	que	tengan	tal	atribución	por
mandato	constitucional	o	legal,	y	están	sujetos	al	control	y
supervisión	de	la	Contraloría	General	de	la	República,	la	que
organiza	un	sistema	de	control	descentralizado	y	permanente.	Los
mencionados	gobiernos	formulan	sus	presupuestos	con	la
participación	de	la	población	y	rinden	cuenta	de	su	ejecución,
anualmente,	bajo	responsabilidad,	conforme	a	ley.
TÍTULO	V
De	las	garantías	constitucionales
Const.
ART.	200.—Son	garantías	constitucionales:
1.	 La	 acción	 de	 hábeas	 corpus,	 que	 procede	 ante	 el	 hecho	 u
omisión,	por	parte	de	cualquier	autoridad,	funcionario	o	persona,
que	 vulnera	 o	 amenaza	 la	 libertad	 individual	 o	 los	 derechos
constitucionales	conexos.
2.	Modificado.	Ley	26470,	Art.	Único.	La	acción	de	amparo,	que
procede	 contra	 el	 hecho	 u	 omisión,	 por	 parte	 de	 cualquier
autoridad,	 funcionario	 o	 persona,	 que	 vulnera	 o	 amenaza	 los
demás	 derechos	 reconocidos	 por	 la	 Constitución,	 con	 excepción
de	los	señalados	en	el	inciso	siguiente.
No	 procede	 contra	 normas	 legales	 ni	 contra	 resoluciones
judiciales	emanadas	de	procedimiento	regular.
3.	Modificado.	Ley	26470,	Art.	Único.	La	acción	de	hábeas	data,
que	 procede	 contra	 el	 hecho	 u	 omisión,	 por	 parte	 de	 cualquier
autoridad,	 funcionario	 o	 persona,	 que	 vulnera	 o	 amenaza	 los
derechos	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 2°,	 incisos	 5	 y	 6	 de	 la
Constitución.
4.	 La	 acción	 de	 inconstitucionalidad,	 que	 procede	 contra	 las
normas	 que	 tienen	 rango	 de	 ley:	 leyes,	 decretos	 legislativos,
decretos	de	urgencia,	tratados,	reglamentos	del	Congreso,	normas
regionales	 de	 carácter	 general	 y	 ordenanzas	 municipales	 que
contravengan	la	Constitución	en	la	forma	o	en	el	fondo.
5.	 La	 acción	 popular,	 que	 procede,	 por	 infracción	 de	 la
Constitución	 y	 de	 la	 ley,	 contra	 los	 reglamentos,	 normas
administrativas	 y	 resoluciones	 y	 decretos	 de	 carácter	 general,
cualquiera	sea	la	autoridad	de	la	que	emanen.
6.	 La	 acción	 de	 cumplimiento,	 que	 procede	 contra	 cualquier
autoridad	o	 funcionario	 renuente	 a	 acatar	una	norma	 legal	 o	 un
acto	administrativo,	sin	perjuicio	de	las	responsabilidades	de	ley.
Una	 ley	 orgánica	 regula	 el	 ejercicio	 de	 estas	 garantías	 y	 los
efectos	 de	 la	 declaración	 de	 inconstitucionalidad	 o	 ilegalidad	 de
las	normas.
El	ejercicio	de	las	acciones	de	hábeas	corpus	y	de	amparo	no	se
suspende	durante	la	vigencia	de	los	regímenes	de	excepción	a	que
se	refiere	el	artículo	137	de	la	Constitución.
Cuando	 se	 interponen	 acciones	 de	 esta	 naturaleza	 en	 relación
con	derechos	restringidos	o	suspendidos,	el	órgano	jurisdiccional
competente	 examina	 la	 razonabilidad	 y	 la	 proporcionalidad	 del
acto	restrictivo.	No	corresponde	al	 juez	cuestionar	la	declaración
del	estado	de	emergencia	ni	de	sitio.
Const.
ART.	201.—El	Tribunal	Constitucional	es	el	órgano	de	control	de
la	 Constitución.	 Es	 autónomo	 e	 independiente.	 Se	 compone	 de
siete	miembros	elegidos	por	cinco	años.
Para	 ser	 miembro	 del	 Tribunal	 Constitucional,	 se	 exigen	 los
mismos	 requisitos	 que	 para	 ser	 vocal	 de	 la	 Corte	 Suprema.	 Los
miembros	 del	 Tribunal	 Constitucional	 gozan	 de	 la	 misma
inmunidad	 y	 de	 las	 mismas	 prerrogativas	 que	 los	 congresistas.
Les	 alcanzan	 las	 mismas	 incompatibilidades.	 No	 hay	 reelección
inmediata.
Los	 miembros	 del	 Tribunal	 Constitucional	 son	 elegidos	 por	 el
Congreso	de	la	República	con	el	voto	favorable	de	los	dos	tercios
del	 número	 legal	 de	 sus	 miembros.	 No	 pueden	 ser	 elegidos
magistrados	del	Tribunal	Constitucional	 los	 jueces	o	 fiscales	que
no	han	dejado	el	cargo	con	un	año	de	anticipación.
Const.
ART.	202.—Corresponde	al	Tribunal	Constitucional:
1.	Conocer,	en	instancia	única,	la	acción	de	inconstitucionalidad.
2.	 Conocer,	 en	 última	 y	 definitiva	 instancia,	 las	 resoluciones
denegatorias	de	hábeas	corpus,	amparo,	hábeas	data,	y	acción	de
cumplimiento.
3.	 Conocer	 los	 conflictos	 de	 competencia,	 o	 de	 atribuciones
asignadas	por	la	Constitución,	conforme	a	ley.
Const.
ART.	 203.—Están	 facultados	 para	 interponer	 acción	 de
inconstitucionalidad:
1.	El	Presidente	de	la	República;
2.	El	Fiscal	de	la	Nación;
3.	El	Defensor	del	Pueblo;
4.	El	veinticinco	por	ciento	del	número	legal	de	congresistas;
5.	 Cinco	mil	 ciudadanos	 con	 firmas	 comprobadas	 por	 el	 Jurado
Nacional	de	Elecciones.	Si	 la	norma	es	una	ordenanza	municipal,
está	 facultado	 para	 impugnarla	 el	 uno	 por	 ciento	 de	 los
ciudadanos	 del	 respectivo	 ámbito	 territorial,	 siempre	 que	 este
porcentaje	 no	 exceda	 del	 número	 de	 firmas	 anteriormente
señalado;
6.	 Los	 presidentes	 de	 región	 con	 acuerdo	 del	 Consejo	 de
Coordinación	Regional,	o	los	alcaldes	provinciales	con	acuerdo	de
su	concejo,	en	materias	de	su	competencia.
7.	Los	colegios	profesionales,	en	materias	de	su	especialidad.
Const.
ART.	 204.—La	 sentencia	 del	 tribunal	 que	 declara	 la
inconstitucionalidad	de	una	norma	se	publica	en	el	diario	oficial.
Al	día	siguiente	de	la	publicación,	dicha	norma	queda	sin	efecto.
No	tiene	efecto	retroactivo	 la	sentencia	del	 tribunal	que	declara
inconstitucional,	en	todo	o	en	parte,	una	norma	legal.
Const.
ART.	 205.—Agotada	 la	 jurisdicción	 interna,	 quien	 se	 considere
lesionado	 en	 los	 derechos	 que	 la	 Constitución	 reconoce	 puede
recurrir	 a	 los	 tribunales	 u	 organismos	 internacionales
constituidos	 según	 tratados	 o	 convenios	 de	 los	 que	 el	 Perú	 es
parte.
TÍTULO	VI
De	la	reforma	de	la	Constitución
Const.
ART.	206.—Toda	reforma	constitucional	debe	 ser	aprobada	por
el	 Congreso	 con	 mayoría	 absoluta	 del	 número	 legal	 de	 sus
miembros,	 y	 ratificada	 mediante	 referéndum.	 Puede	 omitirse	 el
referéndum	 cuando	 el	 acuerdo	 del	 Congreso	 se	 obtiene	 en	 dos
legislaturas	 ordinarias	 sucesivas	 con	 una	 votación	 favorable,	 en
cada	 caso,	 superior	 a	 los	 dos	 tercios	 del	 número	 legal	 de
congresistas.	 La	 ley	 de	 reforma	 constitucional	 no	 puede	 ser
observada	por	el	Presidente	de	la	República.
La	iniciativa	de	reforma	constitucional	corresponde	al	Presidente
de	 la	 República,	 con	 aprobación	 del	 Consejo	 de	Ministros;	 a	 los
congresistas;	 y	 a	 un	 número	 de	 ciudadanos	 equivalente	 al	 cero
punto	tres	por	ciento	(0,3%)	de	la	población	electoral,	con	firmas
comprobadas	por	la	autoridad	electoral.
Disposiciones	finales	y	transitorias
Const.
Primera	Disposición	Final	y	Transitoria.—Modificado.	Ley	28389,
Art.	3°.	Declárase	cerrado	definitivamente	el	régimen	pensionario
del	Decreto	Ley	N°	20530.	En	consecuencia	a	partir	de	la	entrada
en	vigencia	de	esta	reforma	constitucional:
1.	No	están	permitidas	las	nuevas	incorporaciones	o
reincorporaciones	al	régimen	pensionario	del	Decreto	Ley	N°
20530.
2.	Los	trabajadores	que,	perteneciendo	a	dicho	régimen,	no
hayan	cumplido	con	los	requisitos	para	obtener	la	pensión
correspondiente,	deberán	optar	entre	el	Sistema	Nacional	de
Pensiones	o	el	Sistema	Privado	de	Administradoras	de	Fondos	de
Pensiones.
Por	razones	de	interés	social,	las	nuevas	reglas	pensionarias
establecidas	por	ley	se	aplicarán	inmediatamente	a	los
trabajadores	y	pensionistas	de	los	regímenes	pensionarios	a	cargo
del	Estado,	según	corresponda.	No	se	podrá	prever	en	ellas	la
nivelación	de	las	pensiones	con	las	remuneraciones,	ni	la
reducción	del	importe	de	las	pensiones	que	sean	inferiores	a	una
Unidad	Impositiva	Tributaria.
La	ley	dispondrá	la	aplicación	progresiva	de	topes	a	las	pensiones
que	excedan	de	una	unidad	impositiva	tributaria.
El	ahorro	presupuestal	que	provenga	de	la	aplicación	de	nuevas
reglas	pensionarias	será	destinado	a	incrementar	las	pensiones
más	bajas,	conforme	a	ley.
Las	modificaciones	que	se	introduzcan	en	los	regímenes
pensionarios	actuales,	así	como	los	nuevos	regímenes
pensionarios	que	se	establezcan	en	el	futuro,	deberán	regirse	por
los	criterios	de	sostenibilidad	financiera	y	no	nivelación.
Autorízase	a	la	entidad	competente	del	gobierno	nacional	a
iniciar	las	acciones	legales	correspondientes	para	que	se	declare
la	nulidad	de	las	pensiones	obtenidas	ilegalmente,	salvo	los	casos
definidos	por	sentencias	con	carácter	de	cosa	juzgada	que	se
hayan	pronunciado	expresamente	sobre	el	fondo	del	asunto	o	que
las	respectivas	acciones	hubieran	prescrito.
Const.
Segunda	Disposición	Final	y	Transitoria.—El	Estado	garantiza	el
pago	 oportuno	 y	 el	 reajuste	 periódico	 de	 las	 pensiones	 que
administra,	con	arreglo	a	las	previsiones	presupuestarias	que	éste
destine	 para	 tales	 efectos,	 y	 a	 las	 posibilidades	 de	 la	 economía
nacional.
Const.
Tercera	 Disposición	 Final	 y	 Transitoria.—En	 tanto	 subsistan
regímenes	diferenciados	de	trabajo	entre	la	actividad	privada	y	la
pública,	 en	 ningún	 caso	 y	 por	 ningún	 concepto	 pueden
acumularse	 servicios	 prestados	 bajo	 ambos	 regímenes.	 Es	 nulo
todo	acto	o	resolución	en	contrario.
Const.
Cuarta	Disposición	 Final	 y	 Transitoria.—Las	 normas	 relativas	 a
los	 derechos	 y	 a	 las	 libertades	 que	 la	 Constitución	 reconoce	 se
interpretan	 de	 conformidad	 con	 la	 Declaración	 Universal	 de
Derechos	Humanos	y	con	los	tratados	y	acuerdos	internacionales
sobre	las	mismas	materias	ratificados	por	el	Perú.
Const.
Quinta	 Disposición	 Final	 y	 Transitoria.—Las	 elecciones
municipales	se	alternan	con	las	generales	de	modo	que	aquéllas	se
realizan	a	mitad	del	período	presidencial,	conforme	a	ley.	Para	el
efecto,	el	mandato	de	los	alcaldes	y	regidores	que	sean	elegidos	en
las	dos	próximas	elecciones	municipales	durará	tres	y	cuatro	años
respectivamente.
Const.
Sexta	Disposición	Final	 y	Transitoria.—Los	 alcaldes	 y	 regidores
elegidos	 en	 el	 proceso	 electoral	 de	 1993	 y	 sus	 elecciones
complementarias	 concluyen	 su	 mandato	 el	 31	 de	 diciembre	 de
1995.
Const.
Sétima	 Disposición	 Final	 y	 Transitoria.—El	 primer	 proceso	 de
elecciones	 generales	 que	 se	 realice	 a	 partir	 de	 la	 vigencia	 de	 la
presente	 Constitución,	 en	 tanto	 se	 desarrolla	 el	 proceso	 de
descentralización,	se	efectúa	por	distrito	único.
Const.
Octava	Disposición	Final	y	Transitoria.—Las	disposiciones	de	 la
Constitución	que	lo	requieran	son	materia	de	leyes	de	desarrollo
constitucional.
Tienen	prioridad	:
1.	 Las	 normas	 de	 descentralización	 y,	 entre	 ellas,	 las	 que
permitan	tener	nuevas	autoridades	elegidas	a	más	tardar	en	1995.
Y
2.	 Las	 relativas	 a	 los	 mecanismos	 y	 al	 proceso	 para	 eliminar
progresivamente	 los	 monopolios	 legales	 otorgados	 en	 las
concesiones	y	licencias	de	servicios	públicos.
Const.
Novena	 Disposición	 Final	 y	 Transitoria.—La	 renovación	 de	 los
miembros	del	Jurado	Nacional	de	Elecciones,	instalado	conforme	a
esta	 Constitución,	 se	 inicia	 con	 los	 elegidos	 por	 el	 Colegio	 de
Abogados	 de	 Lima	 y	 por	 las	 facultades	 de	 derecho	 de	 las
universidades	públicas.
Const.
Décima	 Disposición	 Final	 y	 Transitoria.—La	 ley	 establece	 el
modo	como	las	oficinas,	los	funcionarios	y	servidores	del	Registro
Civil	 de	 los	 gobiernos	 locales	 y	 los	 del	 Registro	 Electoral	 se
integran	al	Registro	Nacional	de	Identificación	y	Estado	Civil.
Const.
Undécima	Disposición	Final	y	Transitoria.—Las	disposiciones	de
la	Constitución	 que	 exijan	 nuevos	 o	mayores	 gastos	 públicos	 se
aplican	progresivamente.
Const.
Duodécima	 Disposición	 Final	 y	 Transitoria.—La	 organización
política	 departamental	 de	 la	 República	 comprende	 los
departamentos	 siguientes:	 Amazonas,	 Ancash,	 Apurímac,
Arequipa,	 Ayacucho,	 Cajamarca,	 Cusco,	 Huancavelica,	 Huánuco,
Ica,	Junín,	La	Libertad,	Lambayeque,	Lima,	Loreto,	Madre	de	Dios,
Moquegua,	 Pasco,	 Piura,	 Puno,	 San	 Martín,	 Tacna,	 Tumbes,
Ucayali;	y	la	Provincia	Constitucional	del	Callao.
Const.
Decimotercera	Disposición	 Final	 y	 Transitoria.—Mientras	 no	 se
constituyan	las	regiones	y	hasta	que	se	elija	a	sus	presidentes	de
acuerdo	 con	 esta	 Constitución,	 el	 Poder	 Ejecutivo	 determina	 la
jurisdicción	 de	 los	 consejos	 transitorios	 de	 administración
regional	actualmente	en	 funciones,	según	el	área	de	cada	uno	de
los	departamentos	establecidos	en	el	país.
Const.
Decimocuarta	 Disposición	 Final	 y	 Transitoria.—La	 presente
Constitución,	 una	 vez	 aprobada	 por	 el	 Congreso	 Constituyente
Democrático,	 entra	 en	 vigencia,	 conforme	 al	 resultado	 del
referéndum	regulado	mediante	ley	constitucional.
Const.
Decimoquinta	 Disposición	 Final	 y	 Transitoria.—Las
disposiciones	contenidas	en	 la	presente	Constitución,	 referidas	a
número	 de	 congresistas,	 duración	 del	 mandato	 legislativo,	 y
Comisión	 Permanente,	 no	 se	 aplican	 para	 el	 Congreso
Constituyente	Democrático.
Const.
Decimosexta	 Disposición	 Final	 y	 Transitoria.—Promulgada	 la
presente	Constitución,	sustituye	a	la	del	año	1979.
Declaración
Const.
El	Congreso	Constituyente	Democrático
Declara	 que	 el	 Perú,	 país	 del	 hemisferio	 austral,	 vinculado	 a	 la
Antártida	 por	 costas	 que	 se	 proyectan	 hacia	 ella,	 así	 como	 por
factores	ecológicos	y	antecedentes	históricos,	y	conforme	con	los
derechos	 y	 obligaciones	 que	 tiene	 como	 parte	 consultiva	 del
Tratado	Antártico,	propicia	la	conservación	de	la	Antártida	como
una	zona	de	paz	dedicada	a	la	investigación	científica,	y	la	vigencia
de	 un	 régimen	 internacional	 que,	 sin	 desmedro	 de	 los	 derechos
que	corresponden	a	 la	Nación,	promueva	en	beneficio	de	 toda	 la
humanidad	la	racional	y	equitativa	explotación	de	los	recursos	de
la	 Antártida,	 y	 asegure	 la	 protección	 y	 conservación	 del
ecosistema	de	dicho	continente.
Disposiciones	transitorias	especiales
Const.
Primera	 Disposición	 Transitoria	 Especial.—Incorporado.	 Ley
27365,	 Art.	 2°.	 El	 Presidente	 y	 vicepresidentes	 de	 la	 República
elegidos	 en	 las	 elecciones	 generales	 de	 2000,	 concluirán	 su
mandato	 el	 28	 de	 julio	 de	 2001.	 Los	 congresistas	 elegidos	 en	 el
mismo	 proceso	 electoral	 culminarán	 su	 representación	 el	 26	 de
julio	de	2001.	No	son	de	aplicación	para	ellos,	por	excepción,	 los
plazos	 establecidos	 en	 los	 artículos	 90	 y	 112	 de	 la	 Constitución
Política.
Const.
Segunda	Disposición	Transitoria	Especial.—Incorporado.	Ley
27365,	Art.	2°.	Para	efectos	del	proceso	electoral	que	se	realice
en	el	2001,	el	plazo	previsto	en	el	primer	párrafo	del	artículo	91
de	la	Constitución	será	de	cuatro	meses.
Const.
Tercera	 Disposición	 Transitoria	 Especial.—Incorporado.	 Ley
29402,	 Art.	 Único.	 El	 Jurado	 Nacional	 de	 Elecciones	 (JNE)
distribuye	los	escaños	en	cantidad	de	cuatro	para	Lima	Provincias
sin	 afectar	 la	 distribución	 nacional	 existente	 y	 los	 seis	 escaños
restantes	conforme	a	ley.
	
LEY	N°	28237
Código	Procesal	Constitucional
Título	preliminar
Ley	28237.
ART.	I.—Alcances.	El	presente	código	regula	los	procesos
constitucionales	de	hábeas	corpus,	amparo,	hábeas	data,
cumplimiento,	inconstitucionalidad,	acción	popular	y	los
conflictos	de	competencia,	previstos	en	los	artículos	200	y	202
inciso	3)	de	la	Constitución.
JURISPRUDENCIA.—Fines	del	proceso	constitucional.	“(...)	el	Derecho
Procesal	Constitucional	atiende	a	distintas	finalidades,	por	lo	que	sus	normas
procesales	se	alejan	de	las	normas	procesales	ordinarias.	Las	normas
procesales	constitucionales	se	interpretan	por	sus	fines	que	son	la	protección
de	derechos	fundamentales	y	la	supremacía	de	la	Constitución	(…)”.	(TC,	Exp.
0025-2005-AI/TC,	feb.	02/2006.	Pres.	García	Toma)
Ley	28237.
ART.	II.—Fines	de	los	procesos	constitucionales.	Son	fines
esenciales	de	los	procesos	constitucionales	garantizar	la	primacía
de	la	Constitución	y	la	vigencia	efectiva	de	los	derechos
constitucionales.
JURISPRUDENCIA.—Juez	no	puede	 conceder	 valor	a	 las	 formas	por	 las
formas.	 “(...)	El	proceso	constitucional,	a	diferencia	de	 la	generalidad	de	 los
procesos	 ordinarios	 en	 los	 que	 se	 dilucida	 la	 confrontación	 de	 intereses
netamente	subjetivos,	no	agota	su	virtualidad	en	dicha	dimensión,	sino	que	la
trascienden	 en	 procura	 también	 de	 una	 finalidad	 objetiva,	 destinada	 a
asegurar,	de	 la	manera	más	eficaz	posible,	 la	plena	vigencia	de	 los	derechos
fundamentales	(artículo	II	del	Título	Preliminar	del	C.P.Const.),	entendidos	no
sólo	como	derechos	subjetivos,	sino	también	como	el	compendio	de	valores	en
los	que	se	debe	sustentar	tanto	el	ordenamiento	jurídico,	como	la	convivencia
social.
A	partir	de	dicha	premisa,	cabe	reconocer	una	función	excepcional	al	juez
constitucional,	quien	en	el	ejercicio	de	su	dirección	jurisdiccional	(primer
párrafo	del	artículo	III	del	Título	Preliminar	del	C.P.Const.),	y	en	el	marco	del
pleno	respeto	por	los	derechos	fundamentales	de	las	partes	involucradas,	tiene
el	deber	de	no	conceder	valor	a	las	formas	por	las	formas,	sino	solamente	en	la
medida	de	que	ellas	se	adecuen	al	logro	de	los	fines	sustantivos	de	los	procesos
constitucionales	(segundo	párrafo	del	artículo	III	del	Título	Preliminar	del
C.P.Const.),	a	los	que	se	ha	hecho	referencia.	(…)”.	(TC,	Exp.	2730-2006-PA/TC,
ago.	07/2006.	Pres.	García	Toma)
Ley	28237.
ART.	III.—Principios	procesales.	Los	procesos	constitucionales
se	desarrollan	con	arreglo	a	los	principios	de	dirección	judicial	del
proceso,	 gratuidad	 en	 la	 actuación	 del	 demandante,	 economía,
inmediación	y	socialización	procesales.
El	 juez	y	el	Tribunal	Constitucional	 tienen	el	deber	de	 impulsar
de	oficio	los	procesos,	salvo	en	los	casos	expresamente	señalados
en	el	presente	código.
Asimismo,	el	 juez	y	el	Tribunal	Constitucional	deben	adecuar	 la
exigencia	de	las	formalidades	previstas	en	este	código	al	logro	de
los	fines	de	los	procesos	constitucionales.
Cuando	 en	 un	 proceso	 constitucional	 se	 presente	 una	 duda
razonable	respecto	de	si	el	proceso	debe	declararse	concluido,	el
juez	y	el	Tribunal	Constitucional	declararán	su	continuación.
La	gratuidad	prevista	en	este	artículo	no	obsta	el	cumplimiento
de	la	resolución	judicial	firme	que	disponga	la	condena	en	costas	y
costos	conforme	a	lo	previsto	por	el	presente	código.
JURISPRUDENCIA.—Impedimento	de	salida	y	formalidad	no	pueden
anteponerse	a	derechos	constitucionales.	“(...)	en	lugar	de	diligenciar
adecuadamente	su	petición,	optó	por	hacer	prevalecer	todo	tipo	de
formalismos,	(incluso	pretendiendo	responsabilizar	al	recurrente	de	no
proporcionar	adecuadamente	los	datos	de	la	querella	de	donde	emanaba	la
orden	de	impedimento	de	salida	al	exterior),	en	lugar	de	dispensar	tutela
judicial	efectiva,	todo	ello	agravado	en	el	hecho	de	desconocer	o	minimizar	la
grave	situación	de	salud	por	la	que	atravesaba	el	accionante	y,	por	ende,	la
necesidad	urgente	o	impostergable	que	tenía	de	viajar;	b)	Es	un	hecho
incontrovertible	que	la	titular	del	(…)	tras	haberse	acreditado	la	existencia	del
proceso	sobre	querella	seguido	contra	el	accionante	por	ante	su	misma
judicatura,	debió	estimar	positivamente	su	pedido,	esto	es,	dejar	sin
subsistencia	la	medida	restrictiva	que	lo	afectaba,	dado	el	tipo	de	delito	por	el
que	se	le	juzgó,	la	penalidad	que	a	éste	correspondía,	y	sobre	todo	por	el
tiempo	transcurrido;	c)	Es	igualmente	inobjetable	que	la	emplazada	(…)	hasta
el	último	momento,	ha	tenido	la	voluntad	de	no	resolver	respecto	de	la
solicitud	del	accionante	(…)	y	ha	sido,	por	el	contrario,	sólo	por	orden	expresa
de	la	Presidencia	de	la	Corte	Superior	de	Justicia	del	Callao,	tras	la	gestión	de
la	Defensoría	del	Pueblo,	que	ha	depuesto	su	actitud	y	resuelto	en	favor	de	lo
peticionado	por	el	accionante.	(…)”.	(TC,	Exp.	0486-1999-HC/TC,	oct.	13/99.
Pres.	Acosta	Sánchez)
Ley	28237.
ART.	IV.—Órganos	competentes.	Los	procesos	constitucionales
son	de	conocimiento	del	Poder	Judicial	y	del	Tribunal
Constitucional,	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	la
Constitución,	en	sus	respectivas	leyes	orgánicas	y	en	el	presente
código.
Ley	28237.
ART.	V.—Interpretación	de	los	derechos	constitucionales.	El
contenido	y	alcances	de	los	derechos	constitucionales	protegidos
por	los	procesos	regulados	en	el	presente	código	deben
interpretarse	de	conformidad	con	la	Declaración	Universal	de
Derechos	Humanos,	los	tratados	sobre	derechos	humanos,	así
como	de	las	decisiones	adoptadas	por	los	tribunales
internacionales	sobre	los	derechos	humanos	constituidos	según
tratados	de	los	que	el	Perú	es	parte.
Ley	28237.
ART.	 VI.—Control	 difuso	 e	 interpretación	 constitucional.
Cuando	exista	incompatibilidad	entre	una	norma	constitucional	y
otra	 de	 inferior	 jerarquía,	 el	 juez	 debe	 preferir	 la	 primera,
siempre	que	ello	sea	relevante	para	resolver	la	controversia	y	no
sea	posible	obtener	una	interpretación	conforme	a	la	constitución.
Los	 jueces	 no	 pueden	 dejar	 de	 aplicar	 una	 norma	 cuya
constitucionalidad	 haya	 sido	 confirmada	 en	 un	 proceso	 de
inconstitucionalidad	o	en	un	proceso	de	acción	popular.
Los	jueces	interpretan	y	aplican	las	leyes	o	toda	norma	con	rango
de	ley	y	los	reglamentos	según	los	preceptos	y	principios
constitucionales,	conforme	a	la	interpretación	de	los	mismos	que
resulte	de	las	resoluciones	dictadas	por	el	Tribunal	Constitucional.
D.	S.	017-93-JUS.
ART.	 14.—De	 conformidad	 con	 el	Art.	 236	de	 la	 Constitución,	 cuando	 los
magistrados	al	momento	de	fallar	el	fondo	de	la	cuestión	de	su	competencia,
en	 cualquier	 clase	 de	 proceso	 o	 especialidad,	 encuentren	 que	 hay
incompatibilidad	en	 su	 interpretación,	de	una	disposición	 constitucional	 y
una	con	rango	de	ley,	resuelven	la	causa	con	arreglo	a	la	primera.
Las	 sentencias	 así	 expedidas	 son	 elevadas	 en	 consulta	 a	 la	 Sala
Constitucional	 y	 Social	 de	 la	 Corte	 Suprema,	 si	 no	 fueran	 impugnadas.	 Lo
son	 igualmente	 las	 sentencias	 en	 segunda	 instancia	 en	 las	 que	 se	 aplique
este	 mismo	 precepto,	 aun	 cuando	 contra	 éstas	 no	 quepa	 recurso	 de
casación.
En	 todos	estos	casos	 los	magistrados	se	 limitan	a	declarar	 la	 inaplicación
de	la	norma	legal	por	incompatibilidad	constitucional,	para	el	caso	concreto,
sin	 afectar	 su	 vigencia,	 la	 que	 es	 controlada	 en	 la	 forma	 y	 modo	 que	 la
Constitución	establece.
Cuando	se	trata	de	normas	de	inferior	jerarquía,	rige	el	mismo	principio,	no
requiriéndose	la	elevación	en	consulta,	sin	perjuicio	del	proceso	por	acción
popular.
JURISPRUDENCIA.—Supremacía	normativa	de	la	Constitución.	“(...)	La
Constitución	es	norma	jurídica	y,	como	tal,	vincula.	De	ahí	que,	con	acierto,
pueda	hacerse	referencia	a	ella	aludiendo	al	‘Derecho	de	la	Constitución’,	esto
es,	al	conjunto	de	valores,	derechos	y	principios	que,	por	pertenecer	a	ella,
limitan	y	delimitan	jurídicamente	los	actos	de	los	poderes	públicos.	Bajo	tal
perspectiva,	la	supremacía	normativa	de	la	Constitución	de	1993	se	encuentra
recogida	en	sus	dos	vertientes:	tanto	aquella	objetiva,	conforme	a	la	cual	la
Constitución	preside	el	ordenamiento	jurídico	(artículo	51),	como	aquella
subjetiva,	en	cuyo	mérito	ningún	acto	de	los	poderes	públicos	(artículo	45)	o
de	la	colectividad	en	general	(artículo	38)	puede	vulnerarla	válidamente	(…)”.
(TC,	Exp.	5854-2005-PA/TC,	nov.	08/2005.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Principio	de	jerarquía	normativa	de	la
Constitución.	“(...)	El	artículo	51	de	la	Constitución,	que	consagra	el	principio
de	jerarquía	normativa	y	supremacía	normativa	de	la	Constitución,	dispone
que	la	Constitución	prevalece	sobre	toda	norma	legal	y	la	ley	sobre	las	normas
de	inferior	jerarquía,	y	así	sucesivamente.	Conforme	al	sistema	de	fuentes
diseñado	por	la	Norma	Suprema	y	a	sus	artículos	51,	200	inciso	4),	102	inciso
1)	y	106,	la	categoría	normativa	de	leyes	comprende	a	las	leyes	ordinarias	y	a
las	leyes	orgánicas,	las	cuales	tienen	la	misma	jerarquía	jurídica	(…)”.	(TC,
Exp.	0022-2004-AI/TC,	ago.	12/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Límites	del	control	difuso.	“(...)	límite	al	ejercicio	del
control	judicial	de	constitucionalidad	de	las	leyes:	a)	el	control	de
constitucionalidad	debe	realizarse	en	el	seno	de	un	caso	judicial;	b)	sólo	podrá
practicarse	siempre	que	la	ley	sobre	la	que	se	duda	de	su	validez	sea	relevante
para	resolver	la	controversia	sometida	al	juez;	c)	es	preciso	que	quien	plantee
al	juez	la	realización	del	control	judicial	de	constitucionalidad	de	la	ley
acredite	que	su	aplicación	le	haya	causado	o	pueda	causarle	un	agravio
directo;	y,	d)	el	ejercicio	del	control	judicial	de	constitucionalidad	de	las	leyes
tampoco	puede	realizarse	respecto	de	leyes	o	normas	con	rango	de	ley	cuya
validez	haya	sido	confirmada	por	este	tribunal	en	el	seno	de	un	control
abstracto	de	constitucionalidad.	Este	último	límite	al	ejercicio	del	control
judicial	de	constitucionalidad	de	las	leyes,	tiene	sus	excepciones.	(…)”.	(TC,
Exp.	1679-2005-PA/TC,	may.	11/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
Ley	28237.
ART.	VII.—Precedente.	Las	sentencias	del	Tribunal
Constitucional	que	adquieren	la	autoridad	de	cosa	juzgada
constituyen	precedente	vinculante	cuando	así	lo	exprese	la
sentencia,	precisando	el	extremo	de	su	efecto	normativo.	Cuando
el	Tribunal	Constitucional	resuelve	apartándose	del	precedente,
debe	expresar	los	fundamentos	de	hecho	y	de	derecho	que
sustentan	la	sentencia	y	las	razones	por	las	cuales	se	aparta	del
precedente.
JURISPRUDENCIA.—Fallos	 vinculantes	 del	 Tribunal	 Constitucional	 no
afectan	 la	 independencia	 y	 autonomía	 judicial.	 “(...)	 no	 se	 viola	 la
independencia	y	autonomía	del	Poder	Judicial,	reconocidas	en	el	artículo	139,
inciso	2,	de	la	Constitución,	sino	que,	simplemente,	se	consolida	el	derecho	a	la
igualdad	 en	 la	 aplicación	 del	 ordenamiento	 jurídico	 (artículo	 2º,	 inciso	 2);
máxime,	si	es	a	partir	del	reconocimiento	de	su	supremacía	normativa	que	la
Constitución	busca	asegurar	la	unidad	y	plena	constitucionalidad	del	sistema
jurídico	y	su	consecuente	aplicación	(artículos	38,	45	y	51	de	la	Constitución).
Debe	recordarse	que	ninguna	garantía	conferida	a	un	órgano	constitucional
tiene	su	última	ratio	en	 la	protección	del	poder	público	en	sí	mismo,	sino	en
asegurar	 la	 plena	 vigencia	 de	 los	 derechos	 fundamentales	 como
manifestaciones	del	principio-derecho	de	dignidad	humana	(artículo	1º	de	la
Constitución).	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 0030-2005-PI/TC,	 feb.	 02/2006.	 Pres.	 García
Toma)
JURISPRUDENCIA.—Fallos	vinculantes	del	TC	tienen	efectos	similares	a
los	 de	 la	 ley.	 “(...)	 el	 precedente	 constitucional	 vinculante	 es	 aquella	 regla
jurídica	 expuesta	 en	 un	 caso	 particular	 y	 concreto	 que	 el	 Tribunal
Constitucional	decide	establecer	como	regla	general;	y,	que,	por	ende,	deviene
en	parámetro	normativo	para	la	resolución	de	futuros	procesos	de	naturaleza
homóloga	(…)	tiene	por	su	condición	de	tal	efectos	similares	a	una	ley	(…)	la
regla	general	externalizada	como	precedente	a	partir	de	un	caso	concreto	se
convierte	en	una	regla	preceptiva	común	que	alcanza	a	todos	los	justiciables	y
que	es	oponible	frente	a	los	poderes	públicos.	(…)	la	fijación	de	un	precedente
constitucional	 significa	 que	 ante	 la	 existencia	 de	 una	 sentencia	 con	 unos
específicos	 fundamentos	 o	 argumentos	 y	 una	 decisión	 en	 un	 determinado
sentido,	 será	 obligatorio	 resolver	 los	 futuros	 casos	 semejantes	 según	 los
términos	de	dicha	sentencia.	(…)”.	(TC,	Exp.	0024-2003-AI/TC,	nov.	09/2005.
Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—El	 precedente	 vinculante	 constitucional.	 “(...)	 La
naturaleza	 del	 precedente	 tiene	 una	 connotación	 binaria.	 Por	 un	 lado,
aparece	 como	 una	 herramienta	 técnica	 que	 facilita	 la	 ordenación	 y
coherencia	 de	 la	 jurisprudencia;	 y,	 por	 otro,	 expone	 el	 poder	 normativo	 del
Tribunal	Constitucional	(…).
a)	Existencia	de	relación	entre	caso	y	precedente	vinculante.
(…)	 la	 regla	 que	 con	 efecto	 normativo	 el	 Tribunal	 Constitucional	 decide
externalizar	 como	 vinculante,	 debe	 ser	 necesaria	 para	 la	 solución	 del	 caso
planteado.
(…).
b)	Decisión	del	Tribunal	Constitucional	con	autoridad	de	cosa	juzgada.
La	decisión	 (…)	de	establecer	que	un	caso	contiene	reglas	que	se	proyectan
para	 el	 futuro	 como	precedente	 vinculante	 se	 encuentra	 sujeta	 a	 que	 exista
una	decisión	final;	vale	decir,	que	haya	puesto	fin	al	proceso.
Más	aún,	dicha	decisión	final	debe	concluir	con	un	pronunciamiento	sobre	el
fondo;	es	decir,	estimándose	o	desestimándose	la	demanda.
(…)	 El	 establecimiento	 de	 un	 precedente	 vinculante	 no	 debe	 afectar	 el
principio	 de	 respeto	 a	 lo	 ya	 decidido	 o	 resuelto	 con	 anterioridad	 a	 la
expedición	de	la	sentencia	que	contiene	un	precedente	vinculante;	vale	decir,
no	debe	afectar	las	situaciones	jurídicas	que	gocen	de	la	protección	de	la	cosa
juzgada.	Por	ende,	no	puede	impedir	el	derecho	de	ejecución	de	las	sentencias
firmes,	la	intangibilidad	de	lo	ya	resuelto	y	la	inalterabilidad	de	lo	ejecutado
jurisdiccionalmente.	 (…)”.	 (TC,	 Exp.	 0024-2003-AI/TC,	 nov.	 09/2005.	 Pres.
Alva	Orlandini)
Ley	28237.
ART.	VIII.—Juez	y	derecho.	El	órgano	jurisdiccional	competente
debe	aplicar	el	derecho	que	corresponda	al	proceso,	aunque	no
haya	sido	invocado	por	las	partes	o	lo	haya	sido	erróneamente.
JURISPRUDENCIA.—Iura	novit	curia	constitucional.	“(...)	el	tribunal	tiene
el	poder-deber	de	aplicar	el	derecho	que	corresponda	al	proceso,	aunque	no
haya	sido	invocado	por	las	partes	o	lo	haya	sido	erróneamente	(…)”.	(TC,	Exp.
02094-2005-PA/TC,	abr.	04/2006.	Pres.	García	Toma)
Ley	28237.
ART.	IX.—Aplicación	supletoria	e	integración.	En	caso	de	vacío
o	defecto	de	la	presente	ley,	serán	de	aplicación	supletoria	los
códigos	procesales	afines	a	la	materia	discutida,	siempre	que	no
contradigan	los	fines	de	los	procesos	constitucionales	y	los
ayuden	a	su	mejor	desarrollo.	En	defecto	de	las	normas
supletorias	citadas,	el	juez	podrá	recurrir	a	la	jurisprudencia,	a	los
principios	generales	del	derecho	procesal	y	a	la	doctrina.
JURISPRUDENCIA.—La	regla	general	externalizada	como	precedente	se
convierte	en	una	regla	preceptiva.	“(...)	el	precedente	constitucional
vinculante	es	aquella	regla	jurídica	expuesta	en	un	caso	particular	y	concreto
que	el	Tribunal	Constitucional	decide	establecer	como	regla	general;	y,	que,
por	ende,	deviene	en	parámetro	normativo	para	la	resolución	de	futuros
procesos	de	naturaleza	homóloga	(…)	tiene	por	su	condición	de	tal	efectos
similares	a	una	ley	(…)	la	regla	general	externalizada	como	precedente	a
partir	de	un	caso	concreto	se	convierte	en	una	regla	preceptiva	común	que
alcanza	a	todos	los	justiciables	y	que	es	oponible	frente	a	los	poderes	públicos.
(…)”.	(TC,	Exp.	0024-2003-AI/TC,	nov.	09/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Supletoriedad	de	otros	códigos	procesales	en	temas
constitucionales	opera	siempre	que	exista	un	vacío	legal	y	siempre	que
no	se	desnaturalicen	los	procesos	constitucionales.	“A	juicio	de	este
colegiado	no	puede	soslayarse,	bajo	ningún	punto	de	vista,	que	si	bien	el
artículo	IX	del	Título	Preliminar	del	Código	Procesal	Constitucional	permite	la
posibilidad	de	aplicar	supletoriamente	otros	códigos	procesales,	ello	se
encuentra	supeditado	a	la	existencia	de	algún	vacío	en	la	regulación	de
determinada	situación	por	parte	del	Código	Procesal	Constitucional,	y	siempre
que	ello	no	desvirtúe	la	naturaleza	de	los	procesos	constitucionales.
4.	Por	ello	el	extremo	de	la	sentencia	cuestionada	que,	pese	a	estimar	la
demanda,	eximió	del	pago	de	costos	procesales	a	la	emplazada,	contraviene	el
texto	expreso	del	artículo	56	del	mencionado	código,	que	conforme	ha	sido
expuesto,	establece	la	obligatoriedad	del	órgano	judicial	de	ordenar	el	pago
de	costos	procesales	ante	el	supuesto	de	declararse	fundada	la	demanda
constitucional,	constituyendo	uno	(el	pago	de	costos)	consecuencia	legal	de	lo
otro	(el	carácter	fundado	de	la	demanda),	incluso	en	los	supuestos	en	que	la
emplazada	se	allane.
5.	Y	es	que,	en	la	medida	que	el	Código	Procesal	Constitucional	regula
expresamente	esta	situación	(“Principio	de	ley	especial	prima	sobre	la	ley
general”),	no	resulta	aplicable	lo	previsto	en	el	artículo	413	del	Código
Procesal	Civil,	máxime	si	se	tiene	en	cuenta	que	si	el	actor	se	vio	obligado	a
recurrir	a	la	justicia	constitucional	fue	justamente	por	la	desidia	de	la
emplazada	que,	a	fin	de	cuentas,	terminó	conculcando	el	derecho	a	la
autodeterminación	informativa	del	recurrente”.	(TC,	Exp.	03264-2012-
PHD/TC,	ene.	21/2013.	S.	S.	Vergara	Gotelli)
TÍTULO	I
Disposiciones	generales	de	los	procesos	de
hábeas	corpus,	amparo,	hábeas	data	y
cumplimiento
Ley	28237.
ART.	1º.—Finalidad	de	los	procesos.	Los	procesos	a	los	que	se
refiere	 el	 presente	 título	 tienen	 por	 finalidad	 proteger	 los
derechos	constitucionales,	reponiendo	las	cosas	al	estado	anterior
a	 la	 violación	 o	 amenaza	 de	 violación	 de	 un	 derecho
constitucional,	 o	 disponiendo	 el	 cumplimiento	 de	 un	 mandato
legal	o	de	un	acto	administrativo.
Si	luego	de	presentada	la	demanda	cesa	la	agresión	o	amenaza
por	decisión	voluntaria	del	agresor,	o	si	ella	deviene	en
irreparable,	el	juez,	atendiendo	al	agravio	producido,	declarará
fundada	la	demanda	precisando	los	alcances	de	su	decisión,
disponiendo	que	el	emplazado	no	vuelva	a	incurrir	en	las	acciones
u	omisiones	que	motivaron	la	interposición	de	la	demanda,	y	que
si	procediere	de	modo	contrario	se	le	aplicarán	las	medidas
coercitivas	previstas	en	el	artículo	22	del	presente	código,	sin
perjuicio	de	la	responsabilidad	penal	que	corresponda.
Ley	28237.
ART.	2°.—Procedencia.	Los	procesos	constitucionales	de	hábeas
corpus,	amparo	y	hábeas	data	proceden	cuando	se	amenace	o
viole	los	derechos	constitucionales	por	acción	u	omisión	de	actos
de	cumplimiento	obligatorio,	por	parte	de	cualquier	autoridad,
funcionario	o	persona.	Cuando	se	invoque	la	amenaza	de
violación,	ésta	debe	ser	cierta	y	de	inminente	realización.	El
proceso	de	cumplimiento	procede	para	que	se	acate	una	norma
legal	o	se	ejecute	un	acto	administrativo.
Ley	28237.
ART.	3°.—Modificado.	Ley	28946,	Art.	1°.	Procedencia	frente
a	 actos	 basados	 en	 normas.	 Cuando	 se	 invoque	 la	 amenaza	 o
violación	de	actos	que	tienen	como	sustento	la	aplicación	de	una
norma	 autoaplicativa	 incompatible	 con	 la	 Constitución,	 la
sentencia	que	declare	fundada	la	demanda	dispondrá,	además,	la
inaplicabilidad	de	la	citada	norma.
Son	normas	autoaplicativas,	aquellas	cuya	aplicabilidad,	una	vez
que	han	entrado	en	vigencia,	resulta	inmediata	e	incondicionada.
Las	decisiones	 jurisdiccionales	que	se	adopten	en	aplicación	del
control	 difuso	 de	 la	 constitucionalidad	 de	 las	 normas,	 serán
elevadas	en	consulta	a	 la	Sala	Constitucional	y	Social	de	 la	Corte
Suprema	de	Justicia	de	la	República,	si	no	fueran	impugnadas.	Lo
son	igualmente	las	resoluciones	judiciales	en	segunda	instancia	en
las	que	se	aplique	este	mismo	precepto,	aun	cuando	contra	éstas
no	proceda	medio	impugnatorio	alguno.
En	 todos	 estos	 casos,	 los	 jueces	 se	 limitan	 a	 declarar	 la
inaplicación	 de	 la	 norma	 por	 incompatibilidad	 inconstitucional,
para	 el	 caso	 concreto,	 sin	 afectar	 su	 vigencia,	 realizando
interpretación	constitucional,	conforme	a	la	forma	y	modo	que	la
Constitución	establece.
Cuando	 se	 trata	 de	 normas	 de	 menor	 jerarquía,	 rige	 el	 mismo
principio,	no	requiriéndose	la	elevación	en	consulta,	sin	perjuicio
del	proceso	de	acción	popular.
La	consulta	a	que	hace	alusión	el	presente	artículo	se	hace	en
interés	de	la	ley.
NOTA:	El	artículo	3°	de	la	Ley	28946	establece	que	las	modificatorias	introducidas	son	de	orden
público	y	de	aplicación	inmediata	a	todos	los	procesos	constitucionales	regulados	por	el	Código
Procesal	Constitucional,	incluso	para	los	que	estén	en	trámite,	para	lo	cual	el	juez	deberá	expedir	en
cada	caso,	resolución	motivada	adecuando	su	trámite	y	dictando	el	auto	de	saneamiento
correspondiente	cuando	se	hubieren	propuesto	las	excepciones	previstas	en	el	primer	párrafo	del
artículo	53	del	Código	Procesal	Constitucional.
Ley	28237.
ART.	4°.—Procedencia	respecto	de	resoluciones	judiciales.	El
amparo	 procede	 respecto	 de	 resoluciones	 judiciales	 firmes
dictadas	con	manifiesto	agravio	a	 la	 tutela	procesal	efectiva,	que
comprende	 el	 acceso	 a	 la	 justicia	 y	 el	 debido	 proceso.	 Es
improcedente	 cuando	 el	 agraviado	 dejó	 consentir	 la	 resolución
que	dice	afectarlo.
El	 hábeas	 corpus	 procede	 cuando	 una	 resolución	 judicial	 firme
vulnera	 en	 forma	 manifiesta	 la	 libertad	 individual	 y	 la	 tutela
procesal	efectiva.
Se	entiende	por	tutela	procesal	efectiva	aquella	situación	jurídica
de	una	persona	en	la	que	se	respetan,	de	modo	enunciativo,	sus
derechos	de	libre	acceso	al	órgano	jurisdiccional,	a	probar,	de
defensa,	al	contradictorio	e	igualdad	sustancial	en	el	proceso,	a	no
ser	desviado	de	la	jurisdicción	predeterminada	ni	sometido	a
procedimientos	distintos	de	los	previstos	por	la	ley,	a	la	obtención
de	una	resolución	fundada	en	derecho,	a	acceder	a	los	medios
impugnatorios	regulados,	a	la	imposibilidad	de	revivir	procesos
fenecidos,	a	la	actuación	adecuada	y	temporalmente	oportuna	de
las	resoluciones	judiciales	y	a	la	observancia	del	principio	de
legalidad	procesal	penal.
JURISPRUDENCIA.—Hábeas	corpus	contra	hábeas	corpus.	“(...)	aunque	no
existe	en	nuestra	jurisprudencia	casuística	en	la	que	se	haya	dilucidado	sobre
la	procedencia	de	procesos	de	hábeas	corpus	promovidos	contra	procesos	de
hábeas	corpus,	dicha	hipótesis,	si	bien	difícil	de	verificarse	en	la	práctica,
tampoco	resulta	imposible	de	presentarse	a	la	luz	de	eventuales
cuestionamientos	frente	a	determinadas	situaciones	conflictivas.	(…)”.	(TC,
Exp.	3491-2005-HC/TC,	jun.	19/2006.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—Código	Procesal	Constitucional	y	hábeas	corpus
contra	hábeas	corpus.	“(...)	si	bien	en	el	presente	caso	no	se	trata	de	un
amparo	contra	otro	amparo,	sino,	más	bien,	de	un	hábeas	corpus	contra	otro
hábeas	corpus,	no	por	ello	deja	de	ser	pertinente	enfocar	dicha	hipótesis
dentro	del	contexto	general	del	Código	Procesal	Constitucional,	cuyo	texto	se
refiere	a	la	improcedencia	de	un	proceso	constitucional	contra	otro	proceso
constitucional.	A	este	respecto,	una	interpretación	de	dicho	dispositivo,	dentro
de	criterios	similares	a	los	que	se	han	realizado	para	el	caso	del	amparo,
permitiría	concluir	que,	de	darse	tal	hipótesis,	aquella	necesariamente	tendría
que	estar	condicionada	a	la	vulneración	por	parte	de	un	juez	constitucional
(en	este	caso	de	hábeas	corpus)	de	los	derechos	a	la	tutela	procesal	efectiva	y,
concurrentemente,	a	la	libertad	individual,	conforme	lo	establece	el	artículo
4°	del	Código	Procesal	Constitucional	para	el	caso	de	los	hábeas	corpus	contra
resoluciones	judiciales	emanadas	de	procesos	ordinarios.	Queda	claro,	por	lo
demás,	que	esa,	y	no	otra,	sería	la	situación	en	la	que	podría	legitimarse	el
régimen	aquí	enunciado,	amén	de	asumirse	con	un	carácter	residual	y
necesariamente	restrictivo.	(…)”.	(TC,	Exp.	3491-2005-HC/TC,	jun.	19/2006.
Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—No	todas	las	resoluciones	judiciales	pueden	ser
objeto	de	control	por	el	proceso	constitucional	de	hábeas	corpus.	“(…)
cabe	precisar	que	no	todas	las	resoluciones	judiciales	pueden	ser	objeto	de
control	por	el	proceso	constitucional	de	hábeas	corpus;	antes	bien	y	en	línea
de	principio,	solo	aquellas	resoluciones	judiciales	firmes	que	vulneren	en
forma	manifiesta	la	libertad	individual	y	los	derechos	conexos	a	ella,	lo	que
implica	que	el	actor,	frente	al	acto	procesal	alegado	de	lesivo	previamente
haya	hecho	uso	de	los	recursos	necesarios	que	le	otorga	la	ley.	Y	es	que,	si
luego	de	obtener	una	resolución	judicial	firme	no	ha	sido	posible	conseguir	en
vía	judicial	la	tutela	del	derecho	fundamental	presuntamente	vulnerado
(libertad	individual	y	conexos	a	ella),	quien	dice	ser	agredido	en	su	derecho
podrá	acudir	al	proceso	constitucional,	a	efectos	de	buscar	su	tutela.”	(TC,	Exp.
00728-2008-PHC/TC,	nov.	08/2008.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Canon	para	el	control	constitucional	de	las
resoluciones	judiciales.	“(…)	el	canon	interpretativo	que	le	permite	al
Tribunal	Constitucional	realizar,	legítimamente,	el	control	constitucional	de
las	resoluciones	judiciales	ordinarias	está	compuesto,	en	primer	lugar,	por	un
examen	de	razonabilidad;	en	segundo	lugar,	por	el	examen	de	coherencia;	y,
finalmente,	por	el	examen	de	suficiencia.
a)	Examen	de	razonabilidad.-	(…)	debe	evaluar	si	la	revisión	del	(...)	proceso
judicial	ordinario	es	relevante	para	determinar	si	la	resolución	judicial	que	se
cuestiona	vulnera	el	derecho	fundamental	que	está	siendo	demandado.
b)	Examen	de	coherencia.-	(…)	exige	que	el	Tribunal	Constitucional	precise	si
el	acto	lesivo	del	caso	concreto	se	vincula	directamente	con	(...)	la	decisión
judicial	que	se	impugna	(...).
c)	Examen	de	suficiencia.-	(…)	debe	determinar	la	intensidad	del	control
constitucional	que	sea	necesaria	para	llegar	a	precisar	el	límite	de	la	revisión
[de	la	resolución	judicial],	a	fin	de	cautelar	el	derecho	fundamental
demandado.	(…)”	(TC,	Exp.	00728-2008-PHC/TC,	nov.	08/2008.	Pres.	Mesía
Ramírez)
Ley	28237.
ART.	 5°.—Causales	 de	 improcedencia.	 No	 proceden	 los
procesos	constitucionales	cuando:
1.	Los	hechos	y	el	petitorio	de	la	demanda	no	están	referidos	en
forma	 directa	 al	 contenido	 constitucionalmente	 protegido	 del
derecho	invocado;
2.	 Existan	 vías	 procedimentales	 específicas,	 igualmente
satisfactorias,	 para	 la	 protección	 del	 derecho	 constitucional
amenazado	 o	 vulnerado,	 salvo	 cuando	 se	 trate	 del	 proceso	 de
hábeas	corpus.
3.	 El	 agraviado	 haya	 recurrido	 previamente	 a	 otro	 proceso
judicial	para	pedir	tutela	respecto	de	su	derecho	constitucional;
4.	 No	 se	 hayan	 agotado	 las	 vías	 previas,	 salvo	 en	 los	 casos
previstos	por	este	código	y	en	el	proceso	de	hábeas	corpus;
5.	 A	 la	 presentación	 de	 la	 demanda	 ha	 cesado	 la	 amenaza	 o
violación	 de	 un	 derecho	 constitucional	 o	 se	 ha	 convertido	 en
irreparable;
6.	 Se	 cuestione	 una	 resolución	 firme	 recaída	 en	 otro	 proceso
constitucional	o	haya	litispendencia;
7.	Se	cuestionen	las	resoluciones	definitivas	del	Consejo	Nacional
de	 la	 Magistratura	 en	 materia	 de	 destitución	 y	 ratificación	 de
jueces	 y	 fiscales,	 siempre	 que	 dichas	 resoluciones	 hayan	 sido
motivadas	y	dictadas	con	previa	audiencia	al	interesado;
8.	Inconstitucional.	TC,	Exp.	00007-2007-PI/TC,	Pres.	Landa
Arroyo.	Modificado.	Ley	28642,	Artículo	Único.	jun.	20/2006.
Se	cuestionen	 las	resoluciones	del	 Jurado	Nacional	de	Elecciones
en	materias	electorales,	de	referéndum	o	de	otro	tipo	de	consultas
populares,	bajo	responsabilidad.
Resoluciones	 en	 contrario,	 de	 cualquier	 autoridad,	 no	 surten
efecto	legal	alguno.
La	materia	electoral	comprende	los	temas	previstos	en	las	leyes
electorales	y	aquellos	que	conoce	el	Jurado	Nacional	de	Elecciones
en	instancia	definitiva;
9.	 Se	 trate	 de	 conflictos	 entre	 entidades	 de	 derecho	 público
interno.	 Los	 conflictos	 constitucionales	 surgidos	 entre	 dichas
entidades,	sean	poderes	del	Estado,	órganos	de	nivel	o	relevancia
constitucional,	gobiernos	locales	y	regionales,	serán	resueltos	por
las	vías	procedimentales	correspondientes;
10.	Ha	vencido	el	plazo	para	interponer	la	demanda,	con
excepción	del	proceso	de	hábeas	corpus.
COMENTARIO.—El	 Tribunal	 Constitucional	 (TC)	 resolvió	 declarar
inconstitucional	 el	 artículo	 único	 de	 la	 Ley	 N°	 28642,	 el	 cual	 queda	 sin
efecto,	por	impedir	el	ejercicio	y	la	defensa	de	los	derechos	fundamentales
de	los	ciudadanos	en	el	ámbito	del	Jurado	Nacional	de	Elecciones	y	vulnerar
el	artículo	200.2	de	la	Constitución.	En	sentencia	recaída	en	el	Expediente	N
°	 00007-2007-PI/TC	 el	 tribunal	 precisa	 que	 la	 norma	 acusada	 de
inconstitucional	 vulnera	 el	 derecho	 de	 acceso	 a	 la	 justicia	 como
manifestación	del	derecho	al	debido	proceso	reconocido	por	la	Constitución
para	todas	las	personas,	toda	vez	que	no	permitía	cuestionar	judicialmente
las	 resoluciones	del	 Jurado	Nacional	de	Elecciones	 (JNE).	De	este	modo	se
negaba	 la	posibilidad	de	reclamar	una	eventual	afectación	de	 los	derechos
fundamentales	ante	el	Poder	Judicial	y	por	 lo	tanto,	no	susceptibles	de	ser
garantizados	 mediante	 un	 recurso	 judicial,	 lo	 cual	 resulta	 contrario	 a	 los
tratados	y	la	jurisprudencia	internacional	sobre	derechos	humanos.
JURISPRUDENCIA.—TC	establece	pautas	vinculantes	para	procedencia
de	“amparo	contra	amparo”.	“(…)	B)	Regla	sustancial:	Para	la	procedencia,
por	única	vez,	de	una	demanda	de	‘amparo	contra	amparo’,	el	juez
constitucional	deberá	observar	los	siguientes	presupuestos:	(1)	Objeto.
Constituirá	objeto	del	‘amparo	contra	amparo’:
a)	La	resolución	estimatoria	ilegítima	de	segundo	grado,	emitida	por	el	Poder
Judicial	en	el	trámite	de	un	proceso	de	amparo	donde	se	haya	producido	la
violación	manifiesta	del	contenido	constitucionalmente	protegido	de	los
derechos	fundamentales,	o	que	haya	sido	dictada	sin	tomar	en	cuenta	o	al
margen	de	la	mejor	protección	de	los	derechos	establecida	en	la	doctrina
jurisprudencial	de	este	colegiado,	desnaturalizando	la	decisión	sobre	el	fondo,
convirtiéndola	en	inconstitucional.
b)	La	resolución	desestimatoria	de	la	demanda,	emitida	en	segundo	grado
por	el	Poder	Judicial	en	el	trámite	de	un	proceso	de	amparo,	cuando	ésta	haya
quedado	firme	en	el	ámbito	del	Poder	Judicial	y	cuando	en	su	trámite	se	haya
violado,	de	modo	manifiesto,	el	contenido	constitucionalmente	protegido	de
los	derechos	fundamentales	de	un	tercero	legitimado,	cuya	intervención	en	el
proceso	haya	sido	rechazada	o	en	el	que	no	haya	solicitado	intervenir	por
desconocer	de	dicho	trámite;	o	tratándose	del	propio	interesado,	cuando	éste,
por	razones	que	no	le	sean	imputables,	no	haya	podido	interponer
oportunamente	el	respectivo	recurso	de	agravio	constitucional.
c)	En	ningún	caso	puede	ser	objeto	de	una	demanda	de	‘amparo	contra
amparo’	las	resoluciones	del	Tribunal	Constitucional,	en	tanto	instancia	de
fallo	última	y	definitiva	en	los	procesos	constitucionales.
(2)	Pretensión.	El	nuevo	amparo	podrá	incluir	como	pretensión	lo	que	ha	sido
objeto	del	primer	amparo	sólo	si	la	violación	del	contenido
constitucionalmente	protegido	del	derecho	fundamental	es	de	tal	intensidad
que	desnaturaliza	la	decisión	misma	y	la	convierte	en	inconstitucional;	caso
contrario,	no	procederá	el	‘amparo	contra	amparo’	por	haberse	configurado
la	cosa	juzgada	constitucional.	También	puede	invocarse	como	pretensión	en
el	nuevo	amparo	el	desacato	manifiesto	de	la	doctrina	jurisprudencial	de	este
tribunal,	conforme	a	los	supuestos	establecidos	en	el	fundamento	17	de	esta
sentencia.
(3)	Sujetos	legitimados.	Las	personas	legitimadas	para	interponer	una
demanda	de	‘amparo	contra	amparo’	son	las	siguientes:
a)	Frente	a	la	resolución	estimatoria	ilegítima	de	segundo	grado,	emitida	por
el	Poder	Judicial	en	el	trámite	de	un	proceso	de	amparo,	donde	se	haya
producido	la	violación	del	contenido	constitucionalmente	protegido	de	los
derechos	fundamentales,	o	se	haya	desconocido	la	doctrina	jurisprudencial	de
este	colegiado,	desnaturalizando	la	decisión	sobre	el	fondo,	convirtiéndola	en
inconstitucional;	podrán	interponer	una	demanda	de	‘amparo	contra	amparo’
los	directamente	afectados,	siempre	que	tal	afectación	haya	sido	debidamente
denunciada	al	interior	del	primer	proceso	de	amparo	y	no	haya	sido
respondida	por	el	órgano	judicial	o	lo	haya	sido	de	forma	insuficiente.
También	están	legitimados	los	terceros	afectados	por	lo	resuelto	en	el	primer
amparo	que	no	hayan	sido	emplazados	o	no	se	les	haya	permitido	ejercer	su
derecho	de	defensa	al	interior	del	primer	amparo.
b)	Frente	a	la	resolución	denegatoria	de	segundo	grado,	emitida	por	el	Poder
Judicial	en	el	trámite	de	un	proceso	de	amparo,	cuando	ésta	haya	quedado
firme	en	el	ámbito	del	Poder	Judicial,	y	cuando	en	su	trámite	se	haya	violado,
de	modo	manifiesto,	el	contenido	constitucionalmente	protegido	de	los
derechos	fundamentales,	podrá	interponer	una	demanda	de	‘amparo	contra
amparo’	el	tercero	legitimado	que,	pese	a	haber	solicitado	su	intervención	en
el	primer	amparo,	no	haya	sido	admitido	o,	teniendo	la	calidad	de
litisconsorte	necesario,	no	haya	sido	notificado	con	la	demanda.	Asimismo	lo
podrá	interponer	el	interesado	que,	por	razones	probadas,	se	hubiera
encontrado	imposibilitado	de	presentar	el	recurso	de	agravio	constitucional
oportunamente.	En	estos	supuestos,	será	indispensable	que,	en	el	primer
proceso	de	amparo,	no	exista	pronunciamiento	del	Tribunal	Constitucional	a
través	del	recurso	de	agravio	constitucional,	sin	importar	quién	lo	haya
interpuesto.	Finalmente,	conforme	a	lo	señalado	supra,	sólo	se	ha	de	admitir
por	una	única	vez,	sea	que	lo	plantee	el	agraviado	directamente	o	terceros.
(4)	Juez	competente.	A	efectos	de	obtener	un	pronunciamiento	de
conformidad	con	el	valor	superior	justicia	y	con	el	derecho	fundamental	a	un
juez	imparcial,	el	juez	de	primer	y	segundo	grado	no	deberá	haber	conocido	la
primera	demanda	de	amparo.
(…).
40.	A	partir	de	lo	desarrollado	supra,	este	colegiado	procede	a	precisar	las
reglas	aplicables	para	el	trámite	del	nuevo	supuesto	establecido	a	través	de
esta	sentencia,	para	la	procedencia	del	recurso	de	agravio	tratándose	de	una
sentencia	estimatoria	de	segundo	grado.
(…).
B)	Regla	sustancial:	El	recurso	de	agravio	a	favor	del	precedente	tiene	como
finalidad	restablecer	la	violación	del	orden	jurídico	constitucional	producido	a
consecuencia	de	una	sentencia	estimatoria	de	segundo	grado	en	el	trámite	de
un	proceso	constitucional.	El	recurso	puede	ser	interpuesto	por	la	parte
interesada	o	por	un	tercero	afectado	directamente	y	que	no	haya	participado
del	proceso,	sea	por	no	haber	sido	emplazado	o	porque,	tras	solicitar	su
incorporación,	le	haya	sido	denegada	por	el	órgano	judicial	respectivo.	El
tribunal	resuelve	en	instancia	final	restableciendo	el	orden	constitucional	que
haya	resultado	violado	con	la	decisión	judicial	y	pronunciándose	sobre	el
fondo	de	los	derechos	reclamados.”	(TC,	Exp.	04853-2004-PA/TC,	abr.
19/2007.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Vía	paralela	no	se	configura	si	no	existe
pronunciamiento	sobre	el	fondo	de	la	controversia.	“(...)	si	bien	es	cierto
que	la	recurrente	interpuso	demanda	(…)	sin	embargo,	ésta	ha	sido	rechazada
–declarada	improcedente	por	razones	de	incompetencia	(…)–.	Vale	decir,	que
no	fue	admitida	a	trámite	y,	por	ende,	no	hubo	un	pronunciamiento	sobre	el
fondo	de	la	controversia,	de	tal	manera	que	no	se	ha	configurado	la	causal	de
improcedencia	denominada	vía	paralela	(…)”.	(TC,	Exp.	1741-2005-PA/TC,
abr.	28/2005.	Pres.	Alva	Orlandini)
Ley	28237.
ART.	6°.—Cosa	juzgada.	En	los	procesos	constitucionales	sólo
adquiere	la	autoridad	de	cosa	juzgada	la	decisión	final	que	se
pronuncie	sobre	el	fondo.
Ley	28237.	
ART.	 7°.—Modificado.	 Ley	 28946,	 Art.	 2°.	 Representación
procesal	 del	 Estado.	 La	 defensa	 del	 Estado	 o	 de	 cualquier
funcionario	o	servidor	público	está	a	cargo	del	Procurador	Público
o	del	representante	legal	respectivo,	quien	deberá	ser	emplazado
con	 la	 demanda.	 Además,	 debe	 notificarse	 con	 ella	 a	 la	 propia
entidad	 estatal	 o	 al	 funcionario	 o	 servidor	 demandado,	 quienes
pueden	intervenir	en	el	proceso.	Aun	cuando	no	se	apersonaran,
se	 les	 debe	notificar	 la	 resolución	que	ponga	 fin	 al	 grado.	 Su	no
participación	no	afecta	la	validez	del	proceso.
El	 procurador	 público,	 antes	 de	 que	 el	 proceso	 sea	 resuelto	 en
primer	 grado,	 está	 facultado	 para	 poner	 en	 conocimiento	 del
titular	 de	 la	 entidad	 su	 opinión	 profesional	 motivada	 cuando
considere	que	se	afecta	el	derecho	constitucional	invocado.
Si	el	demandante	conoce,	antes	de	demandar	o	durante	el
proceso,	que	el	funcionario	contra	quien	dirige	la	demanda	ya	no
ocupa	tal	cargo,	puede	solicitar	al	juez	que	éste	no	sea	emplazado
con	la	demanda.
DOCTRINA.—La	 nulidad	 de	 los	 procesos	 constitucionales	 no	 puede
fundarse	en	el	no	apersonamiento	del	funcionario	o	servidor	público,
puesto	que	su	participación	es	facultativa.	“(…)	5.	El	primer	párrafo	del
artículo	7°	del	Código	Procesal	Constitucional	dispone	que	 ‘La	defensa	del
Estado	 o	 de	 cualquier	 funcionario	 o	 servidor	 público	 está	 a	 cargo	 del
procurador	público	o	del	 representante	 legal	 respectivo,	 quien	deberá	 ser
emplazado	 con	 la	 demanda.	 Además,	 debe	 notificarse	 con	 ella	 a	 la	 propia
entidad	 estatal	 o	 al	 funcionario	 o	 servidor	 demandado,	 quienes	 pueden
intervenir	 en	 el	 proceso.	 Aun	 cuando	 no	 se	 apersonaran,	 se	 les	 debe
notificar	la	resolución	que	ponga	fin	al	grado.	Su	no	participación	no	afecta
la	validez	del	proceso’	(Subrayado	y	cursiva	agregados).
Si	bien	los	procuradores	públicos	son	los	abogados	encargados	de	defender
los	intereses	del	Estado	en	juicio	así	como	de	sus	funcionarios	y	servidores,
el	citado	dispositivo	no	debe	ser	interpretado	como	una	negación	a	estos	a
colaborar	y	auxiliar,	 si	así	 lo	estimen	pertinente,	con	su	propia	defensa	en
los	procesos	constitucionales	que	le	son	instaurados,	habida	cuenta	que	son
ellos	los	primeros	interesados	en	demostrar	su	apego	a	la	Constitución	y	a	la
ley	 en	 el	 ejercicio	 de	 sus	 funciones.	 Con	 ese	 objetivo	 es	 que	 el	 artículo
prescribe	 taxativamente	 que	 la	 demanda	 deba	 ser	 obligatoriamente
notificada,	además	del	procurador	público,	al	mismo	funcionario,	servidor	o
entidad	estatal	demandada.
6.	 Dicho	 esto,	 la	 lectura	 que	 hace,	 entonces,	 el	 demandante	 de	 la	 última
parte	del	primer	párrafo	del	artículo,	alusivo	a	que	 ‘la	no	participación	del
funcionario	o	servidor	público	en	el	proceso	no	afecta	la	validez	del	proceso’
es	errónea.	La	validez	del	proceso	a	la	cual	se	hace	mención	está	referida	a
que	 no	 podrá	 invocarse	 la	 nulidad	 de	 los	 procesos	 constitucionales	 por
razones	del	no	apersonamiento	del	 funcionario	o	 servidor	público,	puesto
que	 su	 participación	 es	 facultativa;	 es	 decir,	 a	 contrario	 sensu,	 si	 el
funcionario	o	servidor	público	opta	por	apersonarse	al	proceso,	mostrando
así	 su	 interés	 por	 presentar	 su	 dicho	 y	 sus	 alegatos,	 estos	 al	 igual	 que	 el
demandante	 deberán	 ser	 notificados	 de	 todas	 las	 resoluciones	 que	 se
tramiten	 en	 el	 interior	 del	 proceso.”	 (TC,	 Exp.	 01645-2010-PHC/TC,	 ene.
11/2011.	 Voto	 en	 discordia	 de	 los	 magistrados	 Beaumont	 Callirgos	 y
Alvarez	Miranda)
Ley	28237.
ART.	 8°.—Responsabilidad	 del	 agresor.	 Cuando	 exista	 causa
probable	de	la	comisión	de	un	delito,	el	 juez,	en	la	sentencia	que
declara	 fundada	 la	 demanda	 en	 los	 procesos	 tratados	 en	 el
presente	 título,	 dispondrá	 la	 remisión	 de	 los	 actuados	 al	 Fiscal
Penal	 que	 corresponda	 para	 los	 fines	 pertinentes.	 Esto	 ocurrirá,
inclusive,	cuando	se	declare	la	sustracción	de	la	pretensión	y	sus
efectos,	 o	 cuando	 la	 violación	 del	 derecho	 constitucional	 haya
devenido	en	irreparable,	si	el	juez	así	lo	considera.
Tratándose	 de	 autoridad	 o	 funcionario	 público,	 el	 juez	 penal
podrá	imponer	como	pena	accesoria	la	destitución	del	cargo.
El	haber	procedido	por	orden	superior	no	libera	al	ejecutor	de	la
responsabilidad	por	el	agravio	incurrido	ni	de	la	pena	a	que	haya
lugar.	Si	el	responsable	inmediato	de	la	violación	fuera	una	de	las
personas	comprendidas	en	el	artículo	99	de	la	Constitución,	se
dará	cuenta	inmediata	a	la	comisión	permanente	para	los	fines
consiguientes.
Ley	28237.
ART.	9°.—Ausencia	de	etapa	probatoria.	En	los	procesos
constitucionales	no	existe	etapa	probatoria.	Sólo	son	procedentes
los	medios	probatorios	que	no	requieren	actuación,	lo	que	no
impide	la	realización	de	las	actuaciones	probatorias	que	el	juez
considere	indispensables,	sin	afectar	la	duración	del	proceso.	En
este	último	caso	no	se	requerirá	notificación	previa.
Ley	28237.
ART.	10.—Modificado.	Ley	28946,	Art.	1°.	Excepciones	y
defensas	previas.	Las	excepciones	y	defensas	previas	se
resuelven,	previo	traslado,	en	el	auto	de	saneamiento	procesal.	No
proceden	en	el	proceso	de	hábeas	corpus.
NOTA:	El	artículo	3°	de	la	Ley	28946	establece	que	las	modificatorias	introducidas	son	de	orden
público	y	de	aplicación	inmediata	a	todos	los	procesos	constitucionales	regulados	por	el	Código
Procesal	Constitucional,	incluso	para	los	que	estén	en	trámite,	para	lo	cual	el	juez	deberá	expedir	en
cada	caso,	resolución	motivada	adecuando	su	trámite	y	dictando	el	auto	de	saneamiento
correspondiente,	cuando	se	hubieren	propuesto	las	excepciones	previstas	en	el	primer	párrafo	del
artículo	53	del	Código	Procesal	Constitucional.
Ley	28237.
ART.	11.—Integración	de	decisiones.	Los	jueces	superiores
integrarán	las	decisiones	cuando	adviertan	alguna	omisión	en	la
sentencia,	siempre	que	en	ella	aparezcan	los	fundamentos	que
permitan	integrar	tal	omisión.
JURISPRUDENCIA.—Caso	“Utopía”:	solo	el	criterio	uniforme	y	unánime
de	los	tres	jueces	superiores	convierte	en	válida	la	resolución	de
aclaración.	“a)	Consideramos	que	tratándose	de	una	aclaración	de	sentencia,
la	resolución	a	dictarse,	sólo	puede	emitirse	válidamente,	si	es	con	el	criterio
uniforme	y	unánime	de	los	tres	jueces	superiores	que	la	emitieron,	no	siendo
procesalmente	válido,	que	dos	jueces	del	colegiado,	‘aclaren’	en	un	sentido	y	el
‘tercero’	lo	aclare	en	sentido	contradictorio	al	de	los	2	anteriores,	pues	si	no
hay	uniformidad	de	los	3	jueces	en	la	aclaración,	simplemente	la	sentencia	no
es	aclarada	y	queda	tal	y	conforme	los	términos	en	que	se	expidió”.	(CS,	Exp.
1237-2013-Lima,	jul.	26/2013.	V.	P.	Morales	Parraguez)
Ley	28237.
ART.	12.—Turno.	El	inicio	de	los	procesos	constitucionales	se
sujetará	a	lo	establecido	para	el	turno	en	cada	distrito	judicial,
salvo	en	los	procesos	de	hábeas	corpus	en	donde	es	competente
cualquier	juez	penal	de	la	localidad.
Ley	28237.
ART.	13.—Tramitación	preferente.	Los	jueces	tramitarán	con
preferencia	los	procesos	constitucionales.	La	responsabilidad	por
la	defectuosa	o	tardía	tramitación	de	estos,	será	exigida	y
sancionada	por	los	órganos	competentes.
JURISPRUDENCIA.—Frente	a	la	carga	procesal	tramitación	preferente
de	procesos	constitucionales.	“(...)	aun	cuando	los	plazos	previstos	para	la
tramitación	de	cada	proceso	constitucional	supongan	un	carácter
sumarísimo,	en	muchas	ocasiones	incompatible	con	la	inmensa	carga	procesal
de	la	que	adolece	la	administración	de	justicia	en	general,	ello	no	significa
que,	so	pretexto	de	tal	situación,	se	minimice	o,	peor	aún,	se	ignore	por
completo	los	fines	tutelares	de	dichos	mecanismos,	equiparando	su
tramitación	a	la	de	los	procesos	ordinarios.	No	debe	olvidarse	que,	conforme
lo	dispone	el	artículo	13	del	Código	Procesal	Constitucional	(reiterando
criterios	en	su	día	dispuestos	por	los	artículos	6°	y	7°	de	la	Ley	N°	25398),	los
jueces	se	encuentran	en	la	obligación	de	tramitar	con	preferencia	los	procesos
constitucionales,	quedando	claro	que	la	responsabilidad	por	la	defectuosa	o
tardía	tramitación	de	estos	será	exigida	y	sancionada	por	los	órganos
competentes.	(…)”.	(TC,	Exp.	3491-2005-HC/TC,	jun.	19/2006.	Pres.	García
Toma)
Ley	28237.
ART.	14.—Notificaciones.	Todas	las	resoluciones	serán
notificadas	oportunamente	a	las	partes,	con	excepción	de	las
actuaciones	a	que	se	refiere	el	artículo	9°	del	presente	código.
Ley	28237.
ART.	15.—Modificado.	Ley	28946,	Art.	1°.	Medidas	cautelares.
Se	pueden	conceder	medidas	cautelares	y	de	suspensión	del	acto
violatorio	 en	 los	 procesos	 de	 amparo,	 hábeas	 data	 y	 de
cumplimiento,	sin	transgredir	lo	establecido	en	el	primer	párrafo
del	 artículo	 3º	 de	 este	 código.	 Para	 su	 expedición	 se	 exigirá
apariencia	 del	 derecho,	 peligro	 en	 la	 demora	 y	 que	 el	 pedido
cautelar	sea	adecuado	o	razonable	para	garantizar	la	eficacia	de	la
pretensión.	 Se	 dictan	 sin	 conocimiento	 de	 la	 contraparte	 y	 la
apelación	 sólo	 es	 concedida	 sin	 efecto	 suspensivo;	 salvo	 que	 se
trate	 de	 resoluciones	 de	 medidas	 cautelares	 que	 declaren	 la
inaplicación	 de	 normas	 legales	 autoaplicativas,	 en	 cuyo	 caso	 la
apelación	es	con	efecto	suspensivo.
Su	procedencia,	trámite	y	ejecución	dependerán	del	contenido	de
la	 pretensión	 constitucional	 intentada	 y	 del	 adecuado
aseguramiento	 de	 la	 decisión	 final,	 a	 cuyos	 extremos	 deberá
limitarse.	Por	ello	mismo,	el	juez	al	conceder	en	todo	o	en	parte	la
medida	solicitada	deberá	atender	a	la	irreversibilidad	de	la	misma
y	 al	 perjuicio	 que	 por	 la	misma	 se	 pueda	 ocasionar	 en	 armonía
con	el	orden	público,	la	finalidad	de	los	procesos	constitucionales
y	los	postulados	constitucionales.
Cuando	la	solicitud	de	medida	cautelar	tenga	por	objeto	dejar	sin
efecto	 actos	 administrativos	 dictados	 en	 el	 ámbito	 de	 aplicación
de	 la	 legislación	municipal	 o	 regional,	 se	 correrá	 traslado	por	 el
término	 de	 tres	 días,	 acompañando	 copia	 certificada	 de	 la
demanda	 y	 sus	 recaudos,	 así	 como	 la	 resolución	 que	 la	 da	 por
admitida,	 tramitando	 el	 incidente	 por	 cuerda	 separada,	 con
intervención	del	Ministerio	Público.	Con	la	contestación	expresa	o
ficta,	 el	 juez	 resolverá	 dentro	 del	 plazo	 de	 tres	 días,	 bajo
responsabilidad.
En	todo	lo	no	previsto	expresamente	en	el	presente	código,	será
de	aplicación	supletoria	lo	dispuesto	en	el	Título	IV	de	la	Sección
Quinta	del	Código	Procesal	Civil,	con	excepción	de	los	artículos
618,	621,	630,	636	y	642	al	672.
NOTA:	El	artículo	3°	de	la	Ley	28946	establece	que	las	modificatorias	introducidas	son	de	orden
público	y	de	aplicación	inmediata	a	todos	los	procesos	constitucionales	regulados	por	el	Código
Procesal	Constitucional,	incluso	para	los	que	estén	en	trámite,	para	lo	cual	el	juez	deberá	expedir	en
cada	caso,	resolución	motivada	adecuando	su	trámite	y	dictando	el	auto	de	saneamiento
correspondiente,	cuando	se	hubieren	propuesto	las	excepciones	previstas	en	el	primer	párrafo	del
artículo	53	del	Código	Procesal	Constitucional.
Ley	28237.
ART.	16.—Extinción	de	la	medida	cautelar.	La	medida	cautelar
se	extingue	de	pleno	derecho	cuando	la	resolución	que	concluye	el
proceso	ha	adquirido	la	autoridad	de	cosa	juzgada.
Si	 la	 resolución	 final	 constituye	 una	 sentencia	 estimatoria,	 se
conservan	 los	 efectos	 de	 la	medida	 cautelar,	 produciéndose	 una
conversión	 de	 pleno	 derecho	 de	 la	 misma	 en	 medida	 ejecutiva.
Los	 efectos	de	 esta	medida	permanecen	hasta	 el	momento	de	 la
satisfacción	del	derecho	reconocido	al	demandante,	o	hasta	que	el
juez	 expida	 una	 resolución	 modificatoria	 o	 extintiva	 durante	 la
fase	de	ejecución.
Si	 la	resolución	última	no	reconoce	el	derecho	reclamado	por	el
demandante,	 se	 procede	 a	 la	 liquidación	 de	 costas	 y	 costos	 del
procedimiento	cautelar.	El	sujeto	afectado	por	la	medida	cautelar
puede	promover	la	declaración	de	responsabilidad.	De	verificarse
la	misma,	 en	modo	adicional	 a	 la	 condena	de	 costas	 y	 costos,	 se
procederá	 a	 la	 liquidación	 y	 ejecución	 de	 los	 daños	 y,	 si	 el
juzgador	lo	considera	necesario,	a	la	imposición	de	una	multa	no
mayor	de	diez	unidades	de	referencia	procesal.
La	 resolución	 que	 fija	 las	 costas	 y	 costos	 es	 apelable	 sin	 efecto
suspensivo;	 la	 que	 establece	 la	 reparación	 indemnizatoria	 y	 la
multa	lo	es	con	efecto	suspensivo.
En	lo	que	respecta	al	pago	de	costas	y	costos	se	estará	a	lo
dispuesto	por	el	artículo	56.
Ley	28237.
ART.	 17.—Sentencia.	 La	 sentencia	 que	 resuelve	 los	 procesos	 a
que	 se	 refiere	 el	 presente	 título,	 deberá	 contener,	 según	 sea	 el
caso:
1)	La	identificación	del	demandante;
2)	 La	 identificación	 de	 la	 autoridad,	 funcionario	 o	 persona	 de
quien	provenga	la	amenaza,	violación	o	que	se	muestre	renuente	a
acatar	una	norma	legal	o	un	acto	administrativo;
3)	 La	 determinación	 precisa	 del	 derecho	 vulnerado,	 o	 la
consideración	de	que	el	mismo	no	ha	sido	vulnerado,	o,	de	ser	el
caso,	la	determinación	de	la	obligación	incumplida;
4)	La	fundamentación	que	conduce	a	la	decisión	adoptada;
5)	La	decisión	adoptada	señalando,	en	su	caso,	el	mandato
concreto	dispuesto.
Ley	28237.
ART.	18.—Recurso	de	agravio	constitucional.	Contra	la
resolución	de	segundo	grado	que	declara	infundada	o
improcedente	la	demanda,	procede	recurso	de	agravio
constitucional	ante	el	Tribunal	Constitucional,	dentro	del	plazo	de
diez	días	contados	desde	el	día	siguiente	de	notificada	la
resolución.	Concedido	el	recurso,	el	presidente	de	la	sala	remite	al
Tribunal	Constitucional	el	expediente	dentro	del	plazo	máximo	de
tres	días,	más	el	término	de	la	distancia,	bajo	responsabilidad.
JURISPRUDENCIA.—Nuevo	supuesto	de	procedencia	del	recurso	de
agravio	constitucional:	los	casos	vinculados	con	el	terrorismo.	“Al
respecto,	este	tribunal	debe	recordar	que,	en	efecto,	a	través	de	las	referidas
sentencias,	y	de	conformidad	con	el	artículo	VI	del	Título	Preliminar	del
Código	Procesal	Constitucional,	se	fijó	una	doctrina	jurisprudencial	que
habilita	la	procedencia	del	recurso	de	agravio	constitucional	para	la	revisión
de	las	sentencias	recaídas	en	procesos	constitucionales	relacionados	con	el
tráfico	ilícito	de	drogas	y	lavado	de	activos	que	resulten	estimatorias.	Ello	en
virtud	del	deber	estatal	de	combatir	el	tráfico	ilícito	de	drogas	(artículo	8°	de
la	Constitución)	así	como	las	obligaciones	internacionales	asumidas	por	el
Estado	a	través	de	tratados	internacionales	como	la	Convención	Única	de
1961	sobre	Estupefacientes,	Convenio	sobre	Sustancias	Psicotrópicas	de	1971
y	la	Convención	Internacional	para	la	represión	del	financiamiento	del
terrorismo	(que	reconoce	como	delito	la	acción	de	proveer	o	recolectar	fondos
con	la	intención	de	que	se	utilicen,	o	a	sabiendas	de	que	serán	utilizados,	para
cometer	en	otro	Estado	un	acto	de	terrorismo).	(...)	Dado	este	criterio
jurisprudencial	que	permite	controlar	decisiones	en	materia	de	tráfico	ilícito
de	drogas	y	lavado	de	activos,	con	mayor	razón	se	justifica	su	adopción	para	el
caso	de	los	delitos	de	terrorismo,	que	como	ya	lo	ha	señalado	el	Tribunal
Constitucional,	no	solo	crean	un	peligro	efectivo	para	la	vida	y	la	integridad
de	las	personas,	sino	también	para	la	subsistencia	del	orden	democrático
constitucional	(Exp.	N°	0010-2002-AI).	Ello	ha	llevado	al	Perú	a	suscribir	una
serie	de	compromisos	internacionales	como	la	Convención	Americana	contra
el	Terrorismo	(…)”.	(TC,	Sent.	del	Pleno	-	Exp.	01711-2014-PHC/TC,	abr.
08/2014,	S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—Aunque	el	fiscal	no	haya	participado	en	las
declaraciones	del	imputado	ni	de	la	agraviada,	el	RAC	no	se	convierte	en
uno	de	especial	trascendencia.	“Por	otro	lado,	aun	cuando	sea	cierto	que	el
representante	del	Ministerio	Público	no	participó	en	las	declaraciones	del
recurrente	ni	de	la	agraviada,	ello	no	convierte	al	presente	RAC	en	uno	de
especial	trascendencia	constitucional,	toda	vez	que	dicha	omisión	fiscal	no
tuvo	como	consecuencia	inmediata	y	directa	la	privación	de	la	libertad
personal	del	recurrente,	sino	que	esta	se	decretó	por	las	sentencias
condenatorias	emitidas	en	su	contra”.	(T.	C.,	Exp.	04201-2014-PHC/TC,	dic.
07/2015.	Pres.	Miranda	Canales)
Ley	28237.
ART.	19.—Recurso	de	queja.	Contra	la	resolución	que	deniega	el
recurso	de	agravio	constitucional	procede	recurso	de	queja.	Este
se	interpone	ante	el	Tribunal	Constitucional	dentro	del	plazo	de
cinco	días	siguientes	a	la	notificación	de	la	denegatoria.	Al	escrito
que	contiene	el	recurso	y	su	fundamentación,	se	anexa	copia	de	la
resolución	recurrida	y	de	la	denegatoria,	certificadas	por	abogado,
salvo	el	caso	del	proceso	de	hábeas	corpus.	El	recurso	será
resuelto	dentro	de	los	diez	días	de	recibido,	sin	dar	lugar	a
trámite.	Si	el	Tribunal	Constitucional	declara	fundada	la	queja,
conoce	también	el	recurso	de	agravio	constitucional,	ordenando	al
juez	superior	el	envío	del	expediente	dentro	del	tercer	día	de
oficiado,	bajo	responsabilidad.
Ley	28237.
ART.	 20.—Pronunciamiento	 del	 Tribunal	 Constitucional.
Dentro	 de	 un	 plazo	 máximo	 de	 veinte	 días	 tratándose	 de	 las
resoluciones	 denegatorias	 de	 los	 procesos	 de	 hábeas	 corpus,	 y
treinta	cuando	se	trata	de	los	procesos	de	amparo,	hábeas	data	y
de	cumplimiento,	el	Tribunal	Constitucional	se	pronunciará	sobre
el	recurso	interpuesto.
Si	el	tribunal	considera	que	la	resolución	impugnada	ha	sido
expedida	incurriéndose	en	un	vicio	del	proceso	que	ha	afectado	el
sentido	de	la	decisión,	la	anulará	y	ordenará	se	reponga	el	trámite
al	estado	inmediato	anterior	a	la	ocurrencia	del	vicio.	Sin
embargo,	si	el	vicio	incurrido	sólo	alcanza	a	la	resolución
impugnada,	el	tribunal	la	revoca	y	procede	a	pronunciarse	sobre
el	fondo.
Ley	28237.
ART.	21.—Incorporación	de	medios	probatorios	sobre
hechos	nuevos	al	proceso.	Los	medios	probatorios	que
acreditan	hechos	trascendentes	para	el	proceso,	pero	que
ocurrieron	con	posterioridad	a	la	interposición	de	la	demanda,
pueden	ser	admitidos	por	el	juez	a	la	controversia	principal	o	a	la
cautelar,	siempre	que	no	requieran	actuación.	El	juez	pondrá	el
medio	probatorio	en	conocimiento	de	la	contraparte	antes	de
expedir	la	resolución	que	ponga	fin	al	grado.
Ley	28237.
ART.	 22.—Actuación	 de	 sentencias.	 La	 sentencia	 que	 cause
ejecutoria	 en	 los	 procesos	 constitucionales	 se	 actúa	 conforme	 a
sus	 propios	 términos	 por	 el	 juez	 de	 la	 demanda.	 Las	 sentencias
dictadas	por	 los	 jueces	constitucionales	tienen	prevalencia	sobre
las	 de	 los	 restantes	 órganos	 jurisdiccionales	 y	 deben	 cumplirse
bajo	responsabilidad.
La	sentencia	que	ordena	la	realización	de	una	prestación	de	dar,
hacer	o	no	hacer	es	de	actuación	inmediata.	Para	su	cumplimiento,
y	de	acuerdo	al	contenido	específico	del	mandato	y	de	la	magnitud
del	agravio	constitucional,	el	juez	podrá	hacer	uso	de	multas	fijas
o	acumulativas	e	incluso	disponer	la	destitución	del	responsable.
Cualquiera	 de	 estas	 medidas	 coercitivas	 debe	 ser	 incorporada
como	 apercibimiento	 en	 la	 sentencia,	 sin	 perjuicio	 de	 que,	 de
oficio	 o	 a	 pedido	 de	 parte,	 las	 mismas	 puedan	 ser	 modificadas
durante	la	fase	de	ejecución.
El	monto	 de	 las	multas	 lo	 determina	 discrecionalmente	 el	 juez,
fijándolo	 en	 Unidades	 de	 Referencia	 Procesal	 y	 atendiendo
también	a	la	capacidad	económica	del	requerido.	Su	cobro	se	hará
efectivo	 con	 el	 auxilio	 de	 la	 fuerza	 pública,	 el	 recurso	 a	 una
institución	 financiera	 o	 la	 ayuda	 de	 quien	 el	 juez	 estime
pertinente.
El	 juez	 puede	 decidir	 que	 las	 multas	 acumulativas	 asciendan
hasta	 el	 cien	 por	 ciento	 por	 cada	 día	 calendario,	 hasta	 el
acatamiento	del	mandato	judicial.
El	monto	recaudado	por	las	multas	constituye	ingreso	propio	del
Poder	Judicial,	salvo	que	la	parte	acate	el	mandato	judicial	dentro
de	los	tres	días	posteriores	a	la	imposición	de	la	multa.	En	este
último	caso,	el	monto	recaudado	será	devuelto	en	su	integridad	a
su	titular.
JURISPRUDENCIA.—Código	Procesal	Constitucional	contiene	restricción
negativa	para	“resolver”	lo	ya	resuelto	por	el	Tribunal	Constitucional.
“(…)	Que,	conforme	al	artículo	veintidós	del	Código	Procesal	Constitucional	la
sentencia	dictada	por	los	jueces	constitucionales	tienen	prevalencia	sobre	las
de	los	restantes	órganos	jurisdiccionales	y	deben	cumplirse	bajo
responsabilidad,	en	correlato	con	lo	dispuesto	por	el	artículo	seis	del	acotado
código	que	señala	que	en	los	procesos	constitucionales	sólo	adquiere	la
autoridad	de	cosa	juzgada	la	decisión	final	que	se	pronuncia	sobre	el	fondo,
como	en	el	presente.	Que,	en	atención	a	ello,	y	estando	a	que	la	decisión
plasmada	en	una	sentencia	constitucional	tiene	carácter	de	inmutable	y
definitiva	surge	una	restricción	negativa	consistente	en	la	imposibilidad	de
volver	a	decidir	sobre	lo	resuelto	asentada	esta	afirmación	en	la	máxima	de
que	todo	sistema	jurídico	debe	poner	coto	a	la	posibilidad	de	impugnación	de
decisiones	de	carácter	constitucional	en	el	ámbito	de	la	justicia	ordinaria,	al
que	se	debe	poner	límite,	pues	de	lo	contrario	se	correría	el	riesgo	de	que	la
experiencia	jurídica	fuera	una	sucesión	continua	de	procesos	y	de	fallos
contradictorios	sobre	el	mismo	asunto,	ya	que	sólo	de	esta	manera	un	Estado
Constitucional	de	derecho	puede	garantizar	a	la	sociedad	certeza	jurídica	y
predictibilidad	de	las	decisiones,	dotando	de	seguridad	a	las	relaciones
jurídicas	y	al	ordenamiento	legal	(…)”	(CS,	R.	N.	449-2009,	jul.	09/2009.	S.S.
Rodríguez	Tineo)
Ley	28237.
ART.	23.—Procedencia	durante	 los	 regímenes	de	excepción.
Razonabilidad	 y	 proporcionalidad.	 Los	 procesos
constitucionales	 no	 se	 suspenden	 durante	 la	 vigencia	 de	 los
regímenes	 de	 excepción.	 Cuando	 se	 interponen	 en	 relación	 con
derechos	 suspendidos,	 el	 órgano	 jurisdiccional	 examinará	 la
razonabilidad	y	proporcionalidad	del	acto	restrictivo,	atendiendo
a	los	siguientes	criterios:
1)	 Si	 la	 demanda	 se	 refiere	 a	 derechos	 constitucionales	 que	 no
han	sido	suspendidos;
2)	 Si	 tratándose	 de	 derechos	 suspendidos,	 las	 razones	 que
sustentan	el	acto	restrictivo	del	derecho	no	tienen	relación	directa
con	 las	 causas	 o	 motivos	 que	 justificaron	 la	 declaración	 del
régimen	de	excepción;	o,
3)	Si	tratándose	de	derechos	suspendidos,	el	acto	restrictivo	del
derecho	 resulta	 manifiestamente	 innecesario	 o	 injustificado
atendiendo	a	 la	conducta	del	agraviado	o	a	 la	situación	de	hecho
evaluada	sumariamente	por	el	juez.
La	suspensión	de	los	derechos	constitucionales	tendrá	vigencia	y
alcance	únicamente	en	los	ámbitos	geográficos	especificados	en	el
decreto	que	declara	el	régimen	de	excepción.
Ley	28237.
ART.	24.—Agotamiento	de	la	jurisdicción	nacional.	La
resolución	del	Tribunal	Constitucional	que	se	pronuncie	sobre	el
fondo	agota	la	jurisdicción	nacional.
TÍTULO	II
Proceso	de	hábeas	corpus
CAPÍTULO	I
Derechos	protegidos
Ley	28237.
ART.	25.—Derechos	protegidos.	Procede	el	hábeas	corpus	ante
la	 acción	 u	 omisión	 que	 amenace	 o	 vulnere	 los	 siguientes
derechos	que,	enunciativamente,	conforman	la	libertad	individual:
1)	 La	 integridad	 personal,	 y	 el	 derecho	 a	 no	 ser	 sometido	 a
tortura	 o	 tratos	 inhumanos	 o	 humillantes,	 ni	 violentado	 para
obtener	declaraciones.
2)	El	derecho	a	no	ser	obligado	a	prestar	juramento	ni	compelido
a	 declarar	 o	 reconocer	 culpabilidad	 contra	 sí	 mismo,	 contra	 su
cónyuge,	 o	 sus	 parientes	 dentro	 del	 cuarto	 grado	 de
consanguinidad	o	segundo	de	afinidad.
3)	El	derecho	a	no	ser	exiliado	o	desterrado	o	confinado	sino	por
sentencia	firme.
4)	 El	 derecho	 a	 no	 ser	 expatriado	 ni	 separado	 del	 lugar	 de
residencia	sino	por	mandato	judicial	o	por	aplicación	de	la	Ley	de
Extranjería.
5)	 El	 derecho	 del	 extranjero,	 a	 quien	 se	 ha	 concedido	 asilo
político,	de	no	ser	expulsado	al	país	cuyo	gobierno	lo	persigue,	o
en	ningún	caso	si	peligrase	su	libertad	o	seguridad	por	el	hecho	de
ser	expulsado.
6)	El	derecho	de	los	nacionales	o	de	los	extranjeros	residentes	a
ingresar,	 transitar	 o	 salir	 del	 territorio	 nacional,	 salvo	mandato
judicial	o	aplicación	de	la	Ley	de	Extranjería	o	de	Sanidad.
7)	 El	 derecho	 a	 no	 ser	 detenido	 sino	 por	 mandato	 escrito	 y
motivado	 del	 juez,	 o	 por	 las	 autoridades	 policiales	 en	 caso	 de
flagrante	delito;	o	si	ha	sido	detenido,	a	ser	puesto	dentro	de	 las
24	horas	o	en	el	término	de	la	distancia,	a	disposición	del	juzgado
que	corresponda,	de	acuerdo	con	el	acápite	“f”	del	 inciso	24)	del
artículo	2°	de	la	Constitución	sin	perjuicio	de	las	excepciones	que
en	él	se	consignan.
8)	 El	 derecho	 a	 decidir	 voluntariamente	 prestar	 el	 servicio
militar,	conforme	a	la	ley	de	la	materia.
9)	El	derecho	a	no	ser	detenido	por	deudas.
10)	 El	 derecho	 a	 no	 ser	 privado	 del	 documento	 nacional	 de
identidad,	 así	 como	 de	 obtener	 el	 pasaporte	 o	 su	 renovación
dentro	o	fuera	de	la	República.
11)	 El	 derecho	 a	 no	 ser	 incomunicado	 sino	 en	 los	 casos
establecidos	por	 el	 literal	 “g”	 del	 inciso	24)	 del	 artículo	 2°	 de	 la
Constitución.
12)	El	derecho	a	ser	asistido	por	un	abogado	defensor	libremente
elegido	desde	que	es	citado	o	detenido	por	la	autoridad	policial	u
otra,	sin	excepción.
13)	El	derecho	a	retirar	la	vigilancia	del	domicilio	y	a	suspender
el	 seguimiento	 policial,	 cuando	 resulten	 arbitrarios	 o
injustificados.
14)	El	derecho	a	la	excarcelación	de	un	procesado	o	condenado,
cuya	libertad	haya	sido	declarada	por	el	juez.
15)	 El	 derecho	 a	 que	 se	 observe	 el	 trámite	 correspondiente
cuando	se	trate	del	procedimiento	o	detención	de	las	personas,	a
que	se	refiere	el	artículo	99	de	la	Constitución.
16)	El	derecho	a	no	ser	objeto	de	una	desaparición	forzada.
17)	 El	 derecho	 del	 detenido	 o	 recluso	 a	 no	 ser	 objeto	 de	 un
tratamiento	 carente	 de	 razonabilidad	 y	 proporcionalidad,
respecto	de	la	forma	y	condiciones	en	que	cumple	el	mandato	de
detención	o	la	pena.
También	procede	el	hábeas	corpus	en	defensa	de	los	derechos
constitucionales	conexos	con	la	libertad	individual,	especialmente
cuando	se	trata	del	debido	proceso	y	la	inviolabilidad	del
domicilio.
JURISPRUDENCIA.—No	existe	vulneración	acreditada	de	la	cláusula	de
no	autoincriminación	si	la	testimonial	de	los	familiares	descansa	en
hechos	distintos	a	la	situación	jurídica	del	procesado.	“La	presente
demanda	cuestiona	la	resolución	de	fecha	21	de	abril	del	2006,	emitida	por	la
sala	penal	emplazada,	mediante	la	cual	se	ordena	la	toma	de	las
declaraciones	de	los	demandados	en	un	proceso	penal	contra	sus	familiares,
situación	que	vulneraría	el	derecho	constitucional	a	lo	no	autoincriminación.
2.	Al	respecto,	la	cláusula	de	no	autoincriminación	ha	sido	prevista	en	el
artículo	25,	inciso	2,	del	Código	Procesal	Constitucional,	en	los	siguientes
términos:	‘El	derecho	a	no	ser	obligado	a	prestar	juramento	ni	compelido	a
declarar	o	reconocer	culpabilidad	contra	sí	mismo,	contra	su	cónyuge,	o	sus
parientes	dentro	del	cuarto	grado	de	consaguinidad	o	segundo	de	afinidad’.
3.	Del	análisis	de	la	resolución	cuestionada,	se	aprecia	que	la	sala	penal
emplazada,	a	fin	de	no	lesionar	el	derecho	invocado	por	los	demandantes,
dispuso	que	la	toma	de	las	declaraciones	testimoniales	no	esté	referida	a	la
situación	jurídica	de	las	procesadas,	por	lo	que	no	resulta	acreditada	la
alegada	agresión”.	(TC,	Exp.	2817-2007-PHC/TC,	set.	27/2007.	S.	S.	Landa
Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Es	posible	plantear	un	hábeas	corpus	para	que	se
resuelva	otro	hábeas	corpus.	“Que	es	importante	puntualizar	que	el
presente	caso	no	constituye	en	estricto	el	supuesto	contemplado	en	el	referido
artículo	5°,	inciso	6,	del	Código	Procesal	Constitucional,	esto	es,	un	proceso
constitucional	promovido	contra	una	resolución	judicial	firme	recaída	en	otro
proceso	constitucional.	En	el	caso	bajo	análisis	se	está	ante	una	omisión	al
expedirse	una	resolución	(manifestación	de	una	conducta	inconstitucional
negativa).	No	se	configura,	por	tanto,	el	presupuesto	de	improcedencia	a	que
se	refiere	el	citado	artículo,	sino	algo	totalmente	distinto	cuya	pertinencia
debe	ser	analizada.	Y	es	que	el	Código	Procesal	Constitucional	no	ha
descartado	que	puedan	prosperar	hábeas	corpus	por	omisiones	judiciales,	sino
que	se	ha	referido	exclusivamente	al	caso	de	los	hábeas	corpus	contra
resoluciones	(acciones)	judiciales	firmes	recaídas	en	otro	proceso
constitucional.
6.	Que	el	detalle	aquí	enunciado	permite	focalizar	la	controversia	desde	un
ángulo	diferente.	Y	es	que,	examinados	con	detenimiento	los	antecedentes	del
caso,	así	como	la	pretensión	demandada,	se	observa	que	estamos	ante	un
hábeas	corpus	promovido	contra	autoridades	judiciales	por	no	cumplir	con
impartir	justicia	constitucional	de	manera	diligente	y	oportuna,	perjudicando
con	tal	inercia	el	debido	proceso	y,	correlativamente,	la	libertad	personal”.
(TC,	Exp.	00136-2014-PHC/TC,	ene.	07/2015.	S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—Existencia	de	investigación	fiscal	por	falsa	denuncia
que	se	tramita	ante	el	despacho	del	fiscal	demandado	no	afecta	ni
amenaza	la	libertad.	“7.	El	supuesto	referido	en	el	fundamento	anterior	no	se
presenta	en	el	caso	de	autos,	pues	se	advierte	que	los	hechos	que	el	recurrente
considera	lesivos	a	los	derechos	constitucionales	invocados,	tales	como	la
existencia	de	una	investigación	fiscal	por	delito	de	falsa	denuncia	que	se
tramita	ante	el	despacho	del	fiscal	demandado,	no	tienen	incidencia	directa	en
su	derecho	a	la	libertad	personal	ni	constituyen	una	amenaza	a	dicho	derecho.
Dicho	con	otras	palabras,	no	determinan	restricción	o	limitación	alguna	al
derecho	a	la	libertad	personal,	por	lo	que	la	pretensión	resulta
manifiestamente	incompatible	con	la	naturaleza	de	este	proceso
constitucional	de	la	libertad	(...)”.	(TC,	Exp.	08193-2013-PHC/TC,	ago.
18/2014.	Pres.	Miranda	Canales)
CAPÍTULO	II
Procedimiento
Ley	28237.
ART.	26.—Legitimación.	La	demanda	puede	ser	interpuesta	por
la	persona	perjudicada	o	por	cualquier	otra	en	su	favor,	sin
necesidad	de	tener	su	representación.	Tampoco	requerirá	firma
del	letrado,	tasa	o	alguna	otra	formalidad.	También	puede
interponerla	la	Defensoría	del	Pueblo.
JURISPRUDENCIA.—La	legitimidad	en	el	habeas	corpus	es	“elástica”,
pero	esto	no	implica	superponer	la	voluntad	de	un	tercero	por	sobre	la
voluntad	del	favorecido.	“El	Tribunal	Constitucional,	en	el	Expediente	0728-
2013-PHC/TC,	ha	señalado	que	la	legitimidad	en	el	proceso	de	habeas	corpus
es	‘elástica’	por	lo	que	puede	ser	interpuesta,	además	del	propio	perjudicado,
por	cualquier	persona,	sin	necesidad	de	tener	la	representación	del	afectado;
sin	embargo,	ello	no	puede	significar	la	superposición	de	la	voluntad	de	un
tercero	(recurrente)	por	sobre	la	voluntad	del	favorecido	del	proceso
constitucional,	corno	sucede	en	el	presente	caso,	en	el	que	(...),	el	favorecido
firmó	el	Acta	de	Certificación	de	Firma	por	Desistimiento	del	presente	proceso
de	habeas	corpus”.	(T.	C.,	Exp.	07043-2015-PHC/TC,	ene.	07/2016.	S.	S.
Miranda	Canales)
Ley	28237.
ART.	27.—Demanda.	La	demanda	puede	presentarse	por	escrito
o	verbalmente,	en	forma	directa	o	por	correo,	a	través	de	medios
electrónicos	de	comunicación	u	otro	idóneo.	Cuando	se	trata	de
una	demanda	verbal,	se	levanta	acta	ante	el	juez	o	secretario,	sin
otra	exigencia	que	la	de	suministrar	una	sucinta	relación	de	los
hechos.
Ley	28237.
ART.	28.—Competencia.	La	demanda	de	hábeas	corpus	se
interpone	ante	cualquier	juez	penal,	sin	observar	turnos.
Ley	28237.
ART.	29.—Competencia	del	juez	de	paz.	Cuando	la	afectación
de	la	libertad	individual	se	realice	en	lugar	distinto	y	lejano	o	de
difícil	acceso	de	aquel	en	que	tiene	su	sede	el	juzgado	donde	se
interpuso	la	demanda	este	dictará	orden	perentoria	e	inmediata
para	que	el	juez	de	paz	del	distrito	en	el	que	se	encuentra	el
detenido	cumpla	en	el	día,	bajo	responsabilidad,	con	hacer	las
verificaciones	y	ordenar	las	medidas	inmediatas	para	hacer	cesar
la	afectación.
Ley	28237.
ART.	30.—Trámite	en	caso	de	detención	arbitraria.
Tratándose	de	cualquiera	de	las	formas	de	detención	arbitraria	y
de	afectación	de	la	integridad	personal,	el	juez	resolverá	de
inmediato.	Para	ello	podrá	constituirse	en	el	lugar	de	los	hechos,	y
verificada	la	detención	indebida	ordenará	en	el	mismo	lugar	la
libertad	del	agraviado,	dejando	constancia	en	el	acta
correspondiente	y	sin	que	sea	necesario	notificar	previamente	al
responsable	de	la	agresión	para	que	cumpla	la	resolución	judicial.
Ley	28237.
ART.	 31.—Trámite	 en	 casos	 distintos.	 Cuando	 no	 se	 trate	 de
una	 detención	 arbitraria	 ni	 de	 una	 vulneración	 de	 la	 integridad
personal,	el	juez	podrá	constituirse	en	el	lugar	de	los	hechos,	o,	de
ser	 el	 caso,	 citar	 a	 quien	 o	 quienes	 ejecutaron	 la	 violación,
requiriéndoles	 expliquen	 la	 razón	 que	 motivó	 la	 agresión,	 y
resolverá	 de	 plano	 en	 el	 término	 de	 un	 día	 natural,	 bajo
responsabilidad.
La	resolución	podrá	notificarse	al	agraviado,	así	se	encontrare
privado	de	su	libertad.	También	puede	notificarse	indistintamente
a	la	persona	que	interpuso	la	demanda	así	como	a	su	abogado,	si
lo	hubiere.
Ley	28237.
ART.	 32.—Trámite	 en	 caso	 de	 desaparición	 forzada.	 Sin
perjuicio	del	 trámite	previsto	en	 los	artículos	anteriores,	 cuando
se	trate	de	la	desaparición	forzada	de	una	persona,	si	la	autoridad,
funcionario	o	persona	demandada	no	proporcionan	elementos	de
juicio	 satisfactorios	 sobre	 su	 paradero	 o	 destino,	 el	 juez	 deberá
adoptar	 todas	 las	 medidas	 necesarias	 que	 conduzcan	 a	 su
hallazgo,	pudiendo	incluso	comisionar	a	jueces	del	distrito	judicial
donde	se	presuma	que	la	persona	pueda	estar	detenida	para	que
las	 practiquen.	 Asimismo,	 el	 juez	 dará	 aviso	 de	 la	 demanda	 de
hábeas	 corpus	 al	 Ministerio	 Público	 para	 que	 realice	 las
investigaciones	correspondientes.
Si	la	agresión	se	imputa	a	algún	miembro	de	la	Policía	Nacional	o
de	las	Fuerzas	Armadas,	el	juez	solicitará,	además,	a	la	autoridad
superior	del	presunto	agresor	de	la	zona	en	la	cual	la	desaparición
ha	ocurrido,	que	informe	dentro	del	plazo	de	veinticuatro	horas	si
es	cierta	o	no	la	vulneración	de	la	libertad	y	proporcione	el
nombre	de	la	autoridad	que	la	hubiere	ordenado	o	ejecutado.
Ley	28237.
ART.	33.—Normas	especiales	de	procedimiento.	Este	proceso
se	somete	además	a	las	siguientes	reglas:
1)	No	cabe	recusación,	salvo	por	el	afectado	o	quien	actúe	en	su
nombre.
3)	(sic)	No	caben	excusas	de	los	jueces	ni	de	los	secretarios.
4)	Los	jueces	deberán	habilitar	día	y	hora	para	la	realización	de
las	actuaciones	procesales.
5)	No	interviene	el	Ministerio	Público.
6)	 Se	 pueden	 presentar	 documentos	 cuyo	 mérito	 apreciará	 el
juez	en	cualquier	estado	del	proceso.
7)	 El	 juez	 o	 la	 sala	 designará	 un	 defensor	 de	 oficio	 al
demandante,	si	lo	pidiera.
8)	Las	actuaciones	procesales	son	improrrogables.
JURISPRUDENCIA.—Importa	la	fecha	de	notificación,	y	no	la	fecha	de	la
resolución,	para	la	improrrogabilidad	de	las	actuaciones	procesales.
“(...)	No	es,	pues,	la	fecha	de	emisión	de	la	resolución	lo	que	aquí	se	meritúa,
sino	la	fecha	de	su	notificación,	ya	que	es	desde	la	misma	en	que	el
demandante	recién	puede	considerar	resuelta	su	situación	jurídica	en	uno	u
otro	sentido.	Es	incongruente,	por	lo	demás,	que	entre	la	fecha	en	que
supuestamente	fue	expedida	la	resolución	y	la	fecha	en	que	se	produce	su
notificación,	exista	un	lapso	notoriamente	dilatado	e	incompatible	a	todas
luces	con	el	carácter	sumarísimo	de	todo	proceso	de	hábeas	corpus,	tanto	más
cuanto	que	el	mismo	Código	Procesal	Constitucional	establece,	en	su	artículo
33,	inciso	8),	el	carácter	improrrogable	de	las	actuaciones	procesales.	(…)”.
(TC,	Exp.	3491-2005-HC/TC,	jun.	19/2006.	Pres.	García	Toma)
Ley	28237.
ART.	34.—Contenido	de	sentencia	fundada.	La	resolución	que
declara	 fundada	 la	demanda	de	hábeas	 corpus	dispondrá	alguna
de	las	siguientes	medidas:
1)	La	puesta	en	libertad	de	la	persona	privada	arbitrariamente	de
este	derecho;	o
2)	Que	continúe	la	situación	de	privación	de	libertad	de	acuerdo
con	 las	disposiciones	 legales	aplicables	al	 caso,	pero	si	 el	 juez	 lo
considerase	 necesario,	 ordenará	 cambiar	 las	 condiciones	 de	 la
detención,	 sea	 en	 el	mismo	 establecimiento	 o	 en	 otro,	 o	 bajo	 la
custodia	 de	 personas	 distintas	 de	 las	 que	 hasta	 entonces	 la
ejercían;	o
3)	Que	la	persona	privada	de	libertad	sea	puesta	inmediatamente
a	 disposición	 del	 juez	 competente,	 si	 la	 agresión	 se	 produjo	 por
haber	 transcurrido	 el	 plazo	 legalmente	 establecido	 para	 su
detención;	o
4)	Que	cese	el	agravio	producido,	disponiendo	las	medidas
necesarias	para	evitar	que	el	acto	vuelva	a	repetirse.
Ley	28237.
ART.	35.—Apelación.	Sólo	es	apelable	la	resolución	que	pone	fin
a	la	instancia.	El	plazo	para	apelar	es	de	dos	días.
Ley	28237.
ART.	36.—Trámite	de	apelación.	Interpuesta	la	apelación	el
juez	elevará	en	el	día	los	autos	al	superior,	quien	resolverá	el
proceso	en	el	plazo	de	cinco	días	bajo	responsabilidad.	A	la	vista
de	la	causa	los	abogados	podrán	informar.
TÍTULO	III
Proceso	de	amparo
CAPÍTULO	I
Derechos	protegidos
Ley	28237.
ART.	37.—Derechos	protegidos.	El	amparo	procede	en	defensa
de	los	siguientes	derechos:
1)	 De	 igualdad	 y	 de	 no	 ser	 discriminado	 por	 razón	 de	 origen,
sexo,	 raza,	 orientación	 sexual,	 religión,	 opinión,	 condición
económica,	social,	idioma,	o	de	cualquier	otra	índole;
2)	Del	ejercicio	público	de	cualquier	confesión	religiosa;
3)	De	información,	opinión	y	expresión;
4)	A	la	libre	contratación;
5)	A	la	creación	artística,	intelectual	y	científica;
6)	De	la	inviolabilidad	y	secreto	de	los	documentos	privados	y	de
las	comunicaciones;
7)	De	reunión;
8)	 Del	 honor,	 intimidad,	 voz,	 imagen	 y	 rectificación	 de
informaciones	inexactas	o	agraviantes;
9)	De	asociación;
10)	Al	trabajo;
11)	De	sindicación,	negociación	colectiva	y	huelga;
12)	De	propiedad	y	herencia;
13)	De	petición	ante	la	autoridad	competente;
14)	De	participación	individual	o	colectiva	en	la	vida	política	del
país;
15)	A	la	nacionalidad;
16)	De	tutela	procesal	efectiva;
17)	A	la	educación,	así	como	el	derecho	de	los	padres	de	escoger
el	centro	de	educación	y	participar	en	el	proceso	educativo	de	sus
hijos;
18)	 De	 impartir	 educación	 dentro	 de	 los	 principios
constitucionales;
19)	A	la	seguridad	social;
20)	De	la	remuneración	y	pensión;
21)	De	la	libertad	de	cátedra;
22)	 De	 acceso	 a	 los	 medios	 de	 comunicación	 social	 en	 los
términos	del	artículo	35	de	la	Constitución;
23)	 De	 gozar	 de	 un	 ambiente	 equilibrado	 y	 adecuado	 al
desarrollo	de	la	vida;
24)	A	la	salud;	y
25)	Los	demás	que	la	Constitución	reconoce.
Ley	28237.
ART.	38.—Derechos	no	protegidos.	No	procede	el	amparo	en
defensa	de	un	derecho	que	carece	de	sustento	constitucional
directo	o	que	no	está	referido	a	los	aspectos	constitucionalmente
protegidos	del	mismo.
CAPÍTULO	II
Procedimiento
Ley	28237.
ART.	39.—Legitimación.	El	afectado	es	la	persona	legitimada
para	interponer	el	proceso	de	amparo.
Ley	28237.
ART.	 40.—Representación	 procesal.	 El	 afectado	 puede
comparecer	por	medio	de	representante	procesal.	No	es	necesaria
la	inscripción	de	la	representación	otorgada.
Tratándose	de	personas	no	residentes	en	el	país,	la	demanda	será
formulada	 por	 representante	 acreditado.	 Para	 este	 efecto,	 será
suficiente	 el	 poder	 fuera	de	 registro	otorgado	 ante	 el	 cónsul	 del
Perú	en	la	ciudad	extranjera	que	corresponda	y	la	legalización	de
la	firma	del	cónsul	ante	el	Ministerio	de	Relaciones	Exteriores,	no
siendo	necesaria	la	inscripción	en	los	Registros	Públicos.
Asimismo,	 puede	 interponer	 demanda	 de	 amparo	 cualquier
persona	 cuando	 se	 trate	 de	 amenaza	 o	 violación	 del	 derecho	 al
medio	 ambiente	 u	 otros	 derechos	 difusos	 que	 gocen	 de
reconocimiento	constitucional,	así	como	las	entidades	sin	fines	de
lucro	cuyo	objeto	sea	la	defensa	de	los	referidos	derechos.
La	Defensoría	del	Pueblo	puede	interponer	demanda	de	amparo
en	ejercicio	de	sus	competencias	constitucionales.
Ley	28237.
ART.	41.—Procuración	oficiosa.	Cualquier	persona	puede
comparecer	en	nombre	de	quien	no	tiene	representación	procesal,
cuando	esta	se	encuentre	imposibilitada	para	interponer	la
demanda	por	sí	misma,	sea	por	atentado	concurrente	contra	la
libertad	individual,	por	razones	de	fundado	temor	o	amenaza,	por
una	situación	de	inminente	peligro	o	por	cualquier	otra	causa
análoga.	Una	vez	que	el	afectado	se	halle	en	posibilidad	de
hacerlo,	deberá	ratificar	la	demanda	y	la	actividad	procesal
realizada	por	el	procurador	oficioso.
Ley	28237.
ART.	 42.—Demanda.	 La	 demanda	 escrita	 contendrá,	 cuando
menos,	los	siguientes	datos	y	anexos:
1)	La	designación	del	juez	ante	quien	se	interpone;
2)	El	nombre,	identidad	y	domicilio	procesal	del	demandante;
3)	 El	 nombre	 y	 domicilio	 del	 demandado,	 sin	 perjuicio	 de	 lo
previsto	en	el	artículo	7°	del	presente	código;
4)	 La	 relación	numerada	de	 los	hechos	que	hayan	producido,	 o
estén	en	vías	de	producir	la	agresión	del	derecho	constitucional;
5)	Los	derechos	que	se	consideran	violados	o	amenazados;
6)	El	petitorio,	que	comprende	la	determinación	clara	y	concreta
de	lo	que	se	pide;
7)	 La	 firma	 del	 demandante	 o	 de	 su	 representante	 o	 de	 su
apoderado,	y	la	del	abogado.
En	ningún	caso	la	demanda	podrá	ser	rechazada	por	el	personal
administrativo	del	juzgado	o	sala	correspondiente.
Ley	28237.
ART.	43.—Acumulación	subjetiva	de	oficio.	Cuando	de	la
demanda	apareciera	la	necesidad	de	comprender	a	terceros	que
no	han	sido	emplazados,	el	juez	podrá	integrar	la	relación
procesal	emplazando	a	otras	personas,	si	de	la	demanda	o	de	la
contestación	aparece	evidente	que	la	decisión	a	recaer	en	el
proceso	los	va	a	afectar.
Ley	28237.
ART.	44.—Plazo	de	interposición	de	la	demanda.	El	plazo	para
interponer	 la	 demanda	 de	 amparo	 prescribe	 a	 lo	 sesenta	 días
hábiles	 de	 producida	 la	 afectación,	 siempre	 que	 el	 afectado
hubiese	tenido	conocimiento	del	acto	 lesivo	y	se	hubiese	hallado
en	posibilidad	de	interponer	la	demanda.	Si	esto	no	hubiese	sido
posible,	el	plazo	se	computará	desde	el	momento	de	la	remoción
del	impedimento.
Tratándose	 del	 proceso	 de	 amparo	 iniciado	 contra	 resolución
judicial,	 el	 plazo	para	 interponer	 la	demanda	 se	 inicia	 cuando	 la
resolución	queda	firme.	Dicho	plazo	concluye	treinta	días	hábiles
después	de	la	notificación	de	la	resolución	que	ordena	se	cumpla
lo	decidido.
Para	el	cómputo	del	plazo	se	observarán	las	siguientes	reglas:
1)	El	plazo	se	computa	desde	el	momento	en	que	se	produce	 la
afectación,	aun	cuando	la	orden	respectiva	haya	sido	dictada	con
anterioridad.
2)	 Si	 la	 afectación	 y	 la	 orden	 que	 la	 ampara	 son	 ejecutadas
simultáneamente,	 el	 cómputo	 del	 plazo	 se	 inicia	 en	 dicho
momento.
3)	Si	 los	actos	que	constituyen	 la	afectación	son	continuados,	el
plazo	se	computa	desde	la	fecha	en	que	haya	cesado	totalmente	su
ejecución.
4)	 La	 amenaza	 de	 ejecución	 de	 un	 acto	 lesivo	 no	 da	 inicio	 al
cómputo	 del	 plazo.	 Sólo	 si	 la	 afectación	 se	 produce	 se	 deberá
empezar	a	contar	el	plazo.
5)	Si	el	agravio	consiste	en	una	omisión,	el	plazo	no	transcurrirá
mientras	ella	subsista.
6)	El	plazo	comenzará	a	contarse	una	vez	agotada	la	vía	previa,
cuando	ella	proceda.
Ley	28237.
ART.	45.—Agotamiento	de	las	vías	previas.	El	amparo	sólo
procede	cuando	se	hayan	agotado	las	vías	previas.	En	caso	de
duda	sobre	el	agotamiento	de	la	vía	previa	se	preferirá	dar
trámite	a	la	demanda	de	amparo.
Ley	28237.
ART.	46.—Excepciones	al	agotamiento	de	las	vías	previas.	No
será	exigible	el	agotamiento	de	las	vías	previas	si:
1)	Una	resolución,	que	no	sea	la	última	en	la	vía	administrativa,
es	 ejecutada	 antes	 de	 vencerse	 el	 plazo	 para	 que	 quede
consentida;
2)	 Por	 el	 agotamiento	 de	 la	 vía	 previa	 la	 agresión	 pudiera
convertirse	en	irreparable;
3)	 La	 vía	 previa	 no	 se	 encuentra	 regulada	 o	 ha	 sido	 iniciada
innecesariamente	por	el	afectado;	o
4)	No	se	resuelve	la	vía	previa	en	los	plazos	fijados	para	su
resolución.
Ley	28237.
ART.	 47.—Improcedencia	 liminar.	 Si	 el	 juez	 al	 calificar	 la
demanda	de	 amparo	 considera	 que	 ella	 resulta	manifiestamente
improcedente,	lo	declarará	así	expresando	los	fundamentos	de	su
decisión.	 Se	 podrá	 rechazar	 liminarmente	 una	 demanda
manifiestamente	 improcedente	 en	 los	 casos	 previstos	 por	 el
artículo	 5°	 del	 presente	 código.	 También	 podrá	 hacerlo	 si	 la
demanda	 se	 ha	 interpuesto	 en	 defensa	 del	 derecho	 de
rectificación	y	no	se	acredita	la	remisión	de	una	solicitud	cursada
por	conducto	notarial	u	otro	fehaciente	al	director	del	órgano	de
comunicación	o,	a	 falta	de	éste,	a	quien	haga	sus	veces,	para	que
rectifique	las	afirmaciones	consideradas	inexactas	o	agraviantes.
Si	la	resolución	que	declara	la	improcedencia	fuese	apelada,	el
juez	pondrá	en	conocimiento	del	demandado	el	recurso
interpuesto.
Ley	28237.
ART.	48.—Inadmisibilidad.	Si	el	juez	declara	inadmisible	la
demanda,	concederá	al	demandante	tres	días	para	que	subsane	la
omisión	o	defecto,	bajo	apercibimiento	de	archivar	el	expediente.
Esta	resolución	es	apelable.
Ley	28237.
ART.	49.—Reconvención,	abandono	y	desistimiento.	En	el
amparo	no	procede	la	reconvención	ni	el	abandono	del	proceso.
Es	procedente	el	desistimiento.
Ley	28237.
ART.	 50.—Acumulación	 de	 procesos	 y	 resolución
inimpugnable.	Cuando	un	mismo	acto,	hecho,	omisión	o	amenaza
afecte	 el	 interés	 de	 varias	 personas	 que	 han	 ejercido
separadamente	 su	 derecho	 de	 acción,	 el	 juez	 que	 hubiese
prevenido,	 a	 pedido	 de	 parte	 o	 de	 oficio,	 podrá	 ordenar	 la
acumulación	de	los	procesos	de	amparo.
La	resolución	que	concede	o	deniega	la	acumulación	es
inimpugnable.
Ley	28237.
ART.	51.—Modificado.	Ley	28946,	Art.	1°.	 Juez	competente	y
plazo	de	 resolución	 en	 corte.	 Es	 competente	 para	 conocer	 del
proceso	de	amparo,	del	proceso	de	hábeas	data	y	del	proceso	de
cumplimiento	 el	 juez	 civil	 o	 mixto	 del	 lugar	 donde	 se	 afectó	 el
derecho,	 o	 donde	 tiene	 su	 domicilio	 principal	 el	 afectado,	 a
elección	del	demandante.
En	el	proceso	de	amparo,	hábeas	data	y	en	el	de	cumplimiento	no
se	admitirá	la	prórroga	de	la	competencia	territorial,	bajo	sanción
de	nulidad	de	todo	lo	actuado.
Promovida	 la	 excepción	 de	 incompetencia,	 el	 juez	 le	 dará	 el
trámite	a	que	se	refieren	los	artículos	10	y	53	de	este	código.
De	comprobarse	malicia	o	temeridad	en	la	elección	del	juez	por	el
demandante,	éste	será	pasible	de	una	multa	no	menor	de	3	URP	ni
mayor	 a	 10	 URP,	 sin	 perjuicio	 de	 remitir	 copias	 al	 Ministerio
Público,	para	que	proceda	con	arreglo	a	sus	atribuciones.
Si	la	afectación	de	derechos	se	origina	en	una	resolución	judicial,
la	demanda	se	interpondrá	ante	la	Sala	Civil	de	turno	de	la	Corte
Superior	de	Justicia	de	la	República	respectiva,	la	que	designará	a
uno	 de	 sus	 miembros,	 el	 cual	 verificará	 los	 hechos	 referidos	 al
presunto	agravio.
La	Sala	Civil	resolverá	en	un	plazo	que	no	excederá	de	cinco	días
desde	la	interposición	de	la	demanda.
NOTAS:	1.	La	Segunda	Disposición	Derogatoria	de	la	Ley	29364,	que	modifica	diversos	artículos	del
Código	Procesal	Civil,	publicada	el	28	de	mayo	del	2009,	deroga	los	dos	últimos	párrafos	del	artículo
51	de	la	Ley	28237	(Código	Procesal	Constitucional)
2.	El	artículo	3°	de	la	Ley	28946	establece	que	las	modificatorias	introducidas	son	de	orden	público	y
de	aplicación	inmediata	a	todos	los	procesos	constitucionales	regulados	por	el	Código	Procesal
Constitucional,	incluso	para	los	que	estén	en	trámite,	para	lo	cual	el	juez	deberá	expedir	en	cada	caso,
resolución	motivada	adecuando	su	trámite	y	dictando	el	auto	de	saneamiento	correspondiente,
cuando	se	hubieren	propuesto	las	excepciones	previstas	en	el	primer	párrafo	del	artículo	53	del
Código	Procesal	Constitucional.
Ley	28237.
ART.	 52.—Impedimentos.	 El	 juez	 deberá	 abstenerse	 cuando
concurran	 las	 causales	 de	 impedimento	 previstas	 en	 el	 Código
Procesal	Civil.	En	ningún	caso	será	procedente	la	recusación.
El	juez	que	intencionalmente	no	se	abstiene	cuando	concurre	una
causal	de	impedimento,	o	lo	hace	cuando	no	concurre	una	de	ellas,
incurre	en	responsabilidad	de	naturaleza	disciplinaria	y	penal.
Ley	28237.
ART.	 53.—Modificado.	 Ley	 28946,	 Art.	 1°.	 Trámite.	 En	 la
resolución	 que	 admite	 la	 demanda,	 el	 juez	 concederá	 al
demandado	 el	 plazo	 de	 cinco	 días	 para	 que	 conteste.	 Dentro	 de
cinco	días	de	contestada	 la	demanda,	o	de	vencido	el	plazo	para
hacerlo,	 el	 juez	expedirá	 sentencia,	 salvo	que	 se	haya	 formulado
solicitud	 de	 informe	 oral,	 en	 cuyo	 caso	 el	 plazo	 se	 computará	 a
partir	de	la	fecha	de	su	realización.
Si	 se	 presentan	 excepciones,	 defensas	 previas	 o	 pedidos	 de
nulidad	del	 auto	 admisorio,	 el	 juez	dará	 traslado	 al	 demandante
por	el	plazo	de	dos	días;	con	la	absolución	o	vencido	el	plazo	para
hacerlo,	 dictará	 un	 auto	 de	 saneamiento	 procesal	 en	 el	 que	 se
anule	 lo	 actuado	y	 se	dé	por	 concluido	el	proceso,	 en	el	 caso	de
que	se	amparen	las	excepciones	de	incompetencia,	litispendencia,
cosa	 juzgada	 y	 caducidad.	 La	 apelación	 de	 la	 resolución	 que
ampare	 una	 o	 más	 de	 las	 excepciones	 propuestas	 es	 concedida
con	 efecto	 suspensivo.	 La	 apelación	 de	 la	 resolución	 que
desestima	 la	 excepción	 propuesta	 es	 concedida	 sin	 efecto
suspensivo.
Si	 el	 juez	 lo	 considera	 necesario,	 realizará	 las	 actuaciones	 que
considere	 indispensables,	 sin	 notificación	 previa	 a	 las	 partes.
Inclusive,	 puede	 citar	 a	 audiencia	 única	 a	 las	 partes	 y	 a	 sus
abogados	 para	 realizar	 los	 esclarecimientos	 que	 estime
necesarios.	 El	 juez	 expedirá	 sentencia	 en	 la	 misma	 audiencia	 o,
excepcionalmente,	en	un	plazo	que	no	excederá	los	cinco	días	de
concluida	ésta.
El	 juez	 en	 el	 auto	 de	 saneamiento,	 si	 considera	 que	 la	 relación
procesal	tiene	un	defecto	subsanable,	concederá	un	plazo	de	tres
días	al	demandante	para	que	lo	subsane,	vencido	el	cual	expedirá
una	 sentencia.	 En	 los	 demás	 casos,	 expedirá	 sentencia
pronunciándose	sobre	el	mérito.
Los	actos	efectuados	con	manifiesto	propósito	dilatorio,	o	que	se
asimilen	a	cualquiera	de	los	casos	previstos	en	el	artículo	112	del
Código	Procesal	Civil,	serán	sancionados	con	una	multa	no	menor
de	diez	ni	mayor	de	cincuenta	Unidades	de	Referencia	Procesal.
Dicha	sanción	no	excluye	la	responsabilidad	civil,	penal	o
administrativa	que	pudiera	derivarse	del	mismo	acto.
NOTA:	El	artículo	3°	de	la	Ley	28946	establece	que	las	modificatorias	introducidas	son	de	orden
público	y	de	aplicación	inmediata	a	todos	los	procesos	constitucionales	regulados	por	el	Código
Procesal	Constitucional,	incluso	para	los	que	estén	en	trámite,	para	lo	cual	el	juez	deberá	expedir	en
cada	caso,	resolución	motivada	adecuando	su	trámite	y	dictando	el	auto	de	saneamiento
correspondiente,	cuando	se	hubieren	propuesto	las	excepciones	previstas	en	el	primer	párrafo	del
artículo	53	del	Código	Procesal	Constitucional.
Ley	28237.
ART.	54.—Intervención	litisconsorcial.	Quien	tuviese	interés
jurídicamente	relevante	en	el	resultado	de	un	proceso,	puede
apersonarse	solicitando	ser	declarado	litisconsorte	facultativo.	Si
el	juez	admite	su	incorporación	ordenará	se	le	notifique	la
demanda.	Si	el	proceso	estuviera	en	segundo	grado,	la	solicitud
será	dirigida	al	juez	superior.	El	litisconsorte	facultativo	ingresa	al
proceso	en	el	estado	en	que	éste	se	encuentre.	La	resolución	que
concede	o	deniega	la	intervención	litisconsorcial	es	inimpugnable.
Ley	28237.
ART.	55.—Contenido	de	la	sentencia	fundada.	La	sentencia	que
declara	 fundada	 la	 demanda	 de	 amparo	 contendrá	 alguno	 o
algunos	de	los	pronunciamientos	siguientes:
1)	 Identificación	 del	 derecho	 constitucional	 vulnerado	 o
amenazado;
2)	 Declaración	 de	 nulidad	 de	 decisión,	 acto	 o	 resolución	 que
hayan	 impedido	 el	 pleno	 ejercicio	 de	 los	 derechos
constitucionales	protegidos	 con	determinación,	 en	 su	 caso,	 de	 la
extensión	de	sus	efectos;
3)	Restitución	o	restablecimiento	del	agraviado	en	el	pleno	goce
de	sus	derechos	constitucionales	ordenando	que	las	cosas	vuelvan
al	estado	en	que	se	encontraban	antes	de	la	violación;
4)	Orden	y	definición	precisa	de	la	conducta	a	cumplir	con	el	fin
de	hacer	efectiva	la	sentencia.
En	todo	caso,	el	juez	establecerá	los	demás	efectos	de	la	sentencia
para	el	caso	concreto.
Ley	28237.
ART.	 56.—Costas	 y	 costos.	 Si	 la	 sentencia	 declara	 fundada	 la
demanda,	 se	 interpondrán	 las	 costas	 y	 costos	 que	 el	 juez
establezca	a	la	autoridad,	funcionario	o	persona	demandada.	Si	el
amparo	 fuere	 desestimado	 por	 el	 juez,	 éste	 podrá	 condenar	 al
demandante	 al	 pago	 de	 costas	 y	 costos	 cuando	 estime	 que
incurrió	en	manifiesta	temeridad.
En	 los	 procesos	 constitucionales	 el	 Estado	 sólo	 puede	 ser
condenado	al	pago	de	costos.
En	aquello	que	no	esté	expresamente	establecido	en	la	presente
ley,	los	costos	se	regulan	por	los	artículos	410	al	419	del	Código
Procesal	Civil.
Ley	28237.
ART.	57.—Apelación.	La	sentencia	puede	ser	apelada	dentro	del
tercer	día	siguiente	a	su	notificación.	El	expediente	será	elevado
dentro	de	los	tres	días	siguientes	a	la	notificación	de	la	concesión
del	recurso.
Ley	28237.
ART.	58.—Trámite	de	la	apelación.	El	superior	concederá	tres
días	al	apelante	para	que	exprese	agravios.	Recibida	la	expresión
de	agravios	o	en	su	rebeldía,	concederá	traslado	por	tres	días,
fijando	día	y	hora	para	la	vista	de	la	causa,	en	la	misma	resolución.
Dentro	de	los	tres	días	siguientes	de	recibida	la	notificación,	las
partes	podrán	solicitar	que	sus	abogados	informen	oralmente	a	la
vista	de	la	causa.	El	superior	expedirá	sentencia	dentro	del	plazo
de	cinco	días	posteriores	a	la	vista	de	la	causa,	bajo
responsabilidad.
Ley	28237.
ART.	 59.—Ejecución	 de	 sentencia.	 Sin	 perjuicio	 de	 lo
establecido	 en	 el	 artículo	 22	 del	 presente	 código,	 la	 sentencia
firme	que	declara	fundada	la	demanda	debe	ser	cumplida	dentro
de	los	dos	días	siguientes	de	notificada.	Tratándose	de	omisiones,
este	plazo	puede	ser	duplicado.
Si	el	obligado	no	cumpliera	dentro	del	plazo	establecido,	el	 juez
se	dirigirá	al	superior	del	responsable	y	 lo	requerirá	para	que	 lo
haga	 cumplir	 y	 disponga	 la	 apertura	 del	 procedimiento
administrativo	 contra	 quien	 incumplió,	 cuando	 corresponda	 y
dentro	del	mismo	plazo.	Transcurridos	dos	días,	el	juez	ordenará
se	abra	procedimiento	administrativo	contra	el	superior	conforme
al	mandato,	 cuando	corresponda,	y	adoptará	directamente	 todas
las	medidas	para	el	cabal	cumplimiento	del	mismo.	El	juez	podrá
sancionar	 por	 desobediencia	 al	 responsable	 y	 al	 superior	 hasta
que	 cumplan	 su	mandato,	 conforme	a	 lo	previsto	por	 el	 artículo
22	 de	 este	 código,	 sin	 perjuicio	 de	 la	 responsabilidad	 penal	 del
funcionario.
En	todo	caso,	el	juez	establecerá	los	demás	efectos	del	fallo	para
el	 caso	 concreto,	 y	 mantendrá	 su	 competencia	 hasta	 que	 esté
completamente	restablecido	el	derecho.
Cuando	 el	 obligado	 a	 cumplir	 la	 sentencia	 sea	 un	 funcionario
público	 el	 juez	 puede	 expedir	 una	 sentencia	 ampliatoria	 que
sustituya	 la	 omisión	del	 funcionario	 y	 regule	 la	 situación	 injusta
conforme	 al	 decisorio	 de	 la	 sentencia.	 Para	 efectos	 de	 una
eventual	 impugnación,	 ambas	 sentencias	 se	 examinarán
unitariamente.
Cuando	la	sentencia	firme	contenga	una	prestación	monetaria,	el
obligado	que	se	encuentre	en	imposibilidad	material	de	cumplir
deberá	manifestarlo	al	juez	quien	puede	concederle	un	plazo	no
mayor	a	cuatro	meses,	vencido	el	cual,	serán	de	aplicación	las
medidas	coercitivas	señaladas	en	el	presente	artículo.
Ley	28237.
ART.	 60.—Procedimiento	 para	 represión	 de	 actos
homogéneos.	 Si	 sobreviniera	 un	 acto	 sustancialmente
homogéneo	al	declarado	 lesivo	 en	un	proceso	de	 amparo,	podrá
ser	denunciado	por	la	parte	interesada	ante	el	juez	de	ejecución.
Efectuado	el	reclamo,	el	juez	resolverá	éste	con	previo	traslado	a
la	otra	parte	por	el	plazo	de	tres	días.	La	resolución	es	apelable	sin
efecto	suspensivo.
La	decisión	que	declara	la	homogeneidad	amplía	el	ámbito	de
protección	del	amparo,	incorporando	y	ordenando	la	represión
del	acto	represivo	sobreviniente.
TÍTULO	IV
Proceso	de	hábeas	data
Ley	28237.
ART.	 61.—Derechos	 protegidos.	 El	 hábeas	 data	 procede	 en
defensa	 de	 los	 derechos	 constitucionales	 reconocidos	 por	 los
incisos	5)	y	6)	del	artículo	2°	de	la	Constitución.	En	consecuencia,
toda	persona	puede	acudir	a	dicho	proceso	para:
1)	Acceder	a	información	que	obre	en	poder	de	cualquier	entidad
pública,	 ya	 se	 trate	 de	 la	 que	 generen,	 produzcan,	 procesen	 o
posean,	 incluida	 la	 que	 obra	 en	 expedientes	 terminados	 o	 en
trámite,	 estudios,	 dictámenes,	 opiniones,	 datos	 estadísticos,
informes	 técnicos	 y	 cualquier	 otro	 documento	 que	 la
administración	 pública	 tenga	 en	 su	 poder,	 cualquiera	 que	 sea	 la
forma	 de	 expresión,	 ya	 sea	 gráfica,	 sonora,	 visual,
electromagnética	 o	 que	 obre	 en	 cualquier	 otro	 tipo	 de	 soporte
material.
2)	Conocer,	actualizar,	incluir	y	suprimir	o	rectificar	la
información	o	datos	referidos	a	su	persona	que	se	encuentren
almacenados	o	registrados	en	forma	manual,	mecánica	o
informática,	en	archivos,	bancos	de	datos	o	registros	de	entidades
públicas	o	de	instituciones	privadas	que	brinden	servicio	o	acceso
a	terceros.	Asimismo,	a	hacer	suprimir	o	impedir	que	se
suministren	datos	o	informaciones	de	carácter	sensible	o	privado
que	afecten	derechos	constitucionales.
JURISPRUDENCIA.—Solo	el	titular	del	derecho	afectado	puede	desistirse
del	proceso	de	hábeas	corpus.	“(…)	En	tal	sentido,	el	desistimiento
postulado	por	la	recurrente	(…)	tiene	como	efecto	que	carezca	de	sentido
emitir	pronunciamiento	alguno	respecto	de	la	presunta	vulneración	de	su
derecho	al	libre	tránsito.	Sin	embargo,	de	conformidad	con	lo	expuesto	en	el
párrafo	anterior,	la	demanda	interpuesta	por	la	recurrente	también	se
plantea	a	favor	de	los	trabajadores	de	ésta,	siendo	el	caso	que	el	desistimiento
realizado	por	la	recurrente	no	surte	efectos	respecto	de	ese	extremo	de	la
demanda,	al	no	haber	sido	realizado	por	el	titular	del	derecho	presuntamente
vulnerado	(…).”	(TC,	Exp.	00228-2008-PHC/TC,	abr.	20/2009.	S.S.	Landa
Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—TC:	es	desproporcionado	que	el	Ministerio	Público
cobre	20	céntimos	por	una	copia	simple	y	un	nuevo	sol	por	cada	copia
certificada.	“8.	En	el	presente	caso,	queda	claro	que	el	ejercicio	del	derecho	de
acceso	a	la	información	pública	comporta	que	el	recurrente	tenga	el	deber	de
solventar	el	gasto	que	implica	la	reproducción	de	la	información	solicitada,	de
manera	que	es	correcto	que	el	Ministerio	Público	le	requiera	el	pago	del	costo
de	la	reproducción	de	tal	información	para	proceder	a	su	entrega	respectiva;
sin	embargo,	también	debe	quedar	claro	que	este	‘pago’	solo	debe	cubrir	el
costo	real	de	la	reproducción	de	la	información,	lo	cual,	a	la	luz	del	Texto	de
Procedimientos	Administrativos	del	Ministerio	Público	(TUPA-MP)	(...)	resulta
desproporcionado,	pues	por	una	copia	simple	se	exige	el	pago	de	20	céntimos,
resultando	dicho	costo	superior	al	100%	del	costo	promedio	que	ofrece	el
mercado	por	el	mismo	servicio,	y	que	asciende	a	10	céntimos;	mientras	que
por	cada	copia	certificada	se	viene	exigiendo	el	pago	de	un	nuevo	sol,	pese	a
que	el	servicio	de	certificación	o	fedateo	–mas	no	la	reproducción–	en	las
instituciones	públicas	debe	ser	gratuito	conforme	lo	dispone	el	numeral	1)	del
artículo	127	de	la	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General.
Consecuentemente,	en	el	caso	de	autos	se	advierte	que	el	costo	que	se	viene
imponiendo	al	recurrente	por	la	reproducción	de	la	información	solicitada
constituye	una	barrera	que	impide	la	concretización	de	su	derecho	de	acceso	a
la	información	pública,	razón	por	la	cual	corresponde	estimar	la	demanda	en
este	extremo”.	(TC,	Exp.	01847-2013-PHD/TC,	jul.	23/2014.	S.	S.	Urviola	Hani)
Ley	28237.
ART.	62.—Requisito	especial	de	la	demanda.	Para	la
procedencia	del	hábeas	data	se	requerirá	que	el	demandante
previamente	haya	reclamado,	por	documento	de	fecha	cierta,	el
respeto	de	los	derechos	a	que	se	refiere	el	artículo	anterior,	y	que
el	demandado	se	haya	ratificado	en	su	incumplimiento	o	no	haya
contestado	dentro	de	los	diez	días	útiles	siguientes	a	la
presentación	de	la	solicitud	tratándose	del	derecho	reconocido
por	el	artículo	2°	inciso	5)	de	la	Constitución,	o	dentro	de	los	dos
días	si	se	trata	del	derecho	reconocido	por	el	artículo	2°	inciso	6)
de	la	Constitución.	Excepcionalmente	se	podrá	prescindir	de	este
requisito	cuando	su	exigencia	genere	el	inminente	peligro	de
sufrir	un	daño	irreparable,	el	que	deberá	ser	acreditado	por	el
demandante.	Aparte	de	dicho	requisito,	no	será	necesario	agotar
la	vía	administrativa	que	pudiera	existir.
Ley	28237.
ART.	63.—Ejecución	anticipada.	De	oficio	o	a	pedido	de	la	parte
reclamante	y	en	cualquier	etapa	del	procedimiento	y	antes	de
dictar	sentencia,	el	juez	esta	autorizado	para	requerir	al
demandado	que	posee,	administra	o	maneja	el	archivo,	registro	o
banco	de	datos,	la	remisión	de	la	información	concerniente	al
reclamante;	así	como	solicitar	informes	sobre	el	soporte	técnico
de	datos,	documentación	de	base	relativa	a	la	recolección	y
cualquier	otro	aspecto	que	resulte	conducente	a	la	resolución	de
la	causa	que	estime	conveniente.	La	resolución	deberá	contener
un	plazo	máximo	de	tres	días	útiles	para	dar	cumplimiento	al
requerimiento	expresado	por	el	juez.
Ley	28237.
ART.	64.—Acumulación.	Tratándose	de	la	protección	de	datos
personales	podrán	acumularse	las	pretensiones	de	acceder	y
conocer	informaciones	de	una	persona,	con	las	de	actualizar,
rectificar,	incluir,	suprimir	o	impedir	que	se	suministren	datos	o
informaciones.
Ley	28237.
ART.	65.—Normas	aplicables.	El	procedimiento	de	hábeas	data
será	el	mismo	que	el	previsto	por	el	presente	código	para	el
proceso	de	amparo,	salvo	la	exigencia	del	patrocinio	de	abogado
que	será	facultativa	en	este	proceso.	El	juez	podrá	adaptar	dicho
procedimiento	a	las	circunstancias	del	caso.
TÍTULO	V
Proceso	de	cumplimiento
Ley	28237.
ART.	 66.—Objeto.	 Es	 objeto	 del	 proceso	 de	 cumplimiento
ordenar	que	el	funcionario	o	autoridad	pública	renuente:
1)	 Dé	 cumplimiento	 a	 una	 norma	 legal	 o	 ejecute	 un	 acto
administrativo	firme;	o
2)	Se	pronuncie	expresamente	cuando	las	normas	legales	le
ordenan	emitir	una	resolución	administrativa	o	dictar	un
reglamento.
JURISPRUDENCIA.—La	reglamentación	de	las	normas	se	puede	exigir	a
través	del	proceso	de	cumplimiento.	“(…)	Con	fecha	30	de	abril	del	2004,	la
recurrente	interpone	demanda	de	cumplimiento	contra	el	Ministerio	de
Educación,	con	el	objeto	de	que	se	dé	cumplimiento	a	la	Segunda	Disposición
Final	de	la	Ley	General	de	Educación	N°	28044,	y	que,	por	consiguiente,	se
proceda	a	reglamentar	dicha	norma,	dado	que	el	plazo	otorgado	para	tal
efecto	fue	de	120	días,	los	cuales	ya	se	cumplieron.	Agrega,	además,	que	no	se
puede	considerar	cumplido	el	mandato	legal	con	la	sola	publicación	del
Proyecto	de	Reglamento	de	la	Ley	General	de	Educación,	aprobado	mediante
Resolución	Ministerial	N°	011-2004-ED.	(…).
14.	Existiendo	la	certeza	en	torno	a	la	legitimidad	de	la	pretensión
demandada,	este	colegiado,	empero,	se	ve	en	la	necesidad	de	precisar	los
alcances	de	su	decisión.	Esto	último	se	hace	pertinente	en	razón	de	que,	de
acuerdo	con	la	previsión	contenida	en	el	artículo	66	del	Código	Procesal
Constitucional,	y	particularmente	en	el	inciso	2),	‘Es	objeto	del	proceso	de
cumplimiento	ordenar	que	el	funcionario	o	autoridad	pública	renuente:	(...)	Se
pronuncie	expresamente	cuando	las	normas	legales	le	ordenan	emitir	una
resolución	administrativa	o	dictar	un	reglamento’.
15.	El	dispositivo	antes	mencionado	admite	dos	interpretaciones:	a)	La	que	lo
obligaría	a	que	el	pronunciamiento	expreso	sólo	se	limite	a	una	justificación	o
explicación	en	torno	de	las	razones	por	las	que	no	ha	sido	emitida	la
resolución	o	reglamento	respectivo;	y	b)	La	que	lo	obligaría	a	que	el
pronunciamiento	expreso	equivalga	a	la	emisión	necesaria	y	definitiva	de	la
resolución	administrativa	o	reglamento	indebidamente	omitidos.
16.	Considera	este	colegiado	que,	aunque	una	lectura	estrictamente	literal
del	Código	Procesal	Constitucional	permitiría	convalidar	las	dos
interpretaciones	antes	mencionadas,	la	única	forma	de	hacer	efectivo	el	objeto
o	finalidad	del	proceso	de	cumplimiento	se	compatibiliza	con	la	segunda	de
las	alternativas	mencionadas.	Si	lo	que	la	ley	ordena	no	es	cumplido	y	si,	frente
al	incumplimiento	de	un	mandato,	procede	el	proceso	de	cumplimiento,	la
única	conclusión	lógica,	a	la	par	que	razonable,	apunta	a	fortalecer	los
objetivos	del	proceso	antes	que	a	desvirtuarlos,	lo	que	a	contrario	sensu	no
sucedería	si,	acudiendo	a	la	primera	interpretación	(que	este	colegiado
descarta),	el	pronunciamiento	expreso	sólo	significará	la	convalidación	o
justificación	de	una	inercia	o	ineficacia	no	permitida.	(…).”	(TC,	Exp.	02695-
2006-PC/TC,	abr.	14/2009.	Pres.	Landa	Arroyo)
Ley	28237.
ART.	 67.—Legitimación	 y	 representación.	 Cualquier	 persona
podrá	 iniciar	 el	 proceso	 de	 cumplimiento	 frente	 a	 normas	 con
rango	de	 ley	y	 reglamentos.	 Si	 el	proceso	 tiene	por	objeto	hacer
efectivo	el	cumplimiento	de	un	acto	administrativo,	sólo	podrá	ser
interpuesto	por	la	persona	a	cuyo	favor	se	expidió	el	acto	o	quien
invoque	interés	para	el	cumplimiento	del	deber	omitido.
Tratándose	de	la	defensa	de	derechos	con	intereses	difusos	o
colectivos,	la	legitimación	corresponderá	a	cualquier	persona.
Asimismo,	la	Defensoría	del	Pueblo	puede	iniciar	procesos	de
cumplimiento.
Ley	28237.
ART.	 68.—Legitimación	 pasiva.	 La	 demanda	 de	 cumplimiento
se	 dirigirá	 contra	 la	 autoridad	 o	 funcionario	 renuente	 de	 la
administración	 pública	 al	 que	 corresponda	 el	 cumplimiento	 de
una	norma	legal	o	la	ejecución	de	un	acto	administrativo.
Si	el	demandado	no	es	la	autoridad	obligada,	aquél	deberá
informarlo	al	juez	indicando	la	autoridad	a	quien	corresponde	su
cumplimiento.	En	caso	de	duda,	el	proceso	continuará	con	las
autoridades	respecto	de	las	cuales	se	interpuso	la	demanda.	En
todo	caso,	el	juez	deberá	emplazar	a	la	autoridad	que	conforme	al
ordenamiento	jurídico,	tenga	competencia	para	cumplir	con	el
deber	omitido.
Ley	28237.
ART.	69.—Requisito	especial	de	la	demanda.	Para	la
procedencia	del	proceso	de	cumplimiento	se	requerirá	que	el
demandante	previamente	haya	reclamado,	por	documento	de
fecha	cierta,	el	cumplimiento	del	deber	legal	o	administrativo,	y
que	la	autoridad	se	haya	ratificado	en	su	incumplimiento	o	no
haya	contestado	dentro	de	los	diez	días	útiles	siguientes	a	la
presentación	de	la	solicitud.	Aparte	de	dicho	requisito,	no	será
necesario	agotar	la	vía	administrativa	que	pudiera	existir.
Ley	28237.
ART.	 70.—Causales	de	 improcedencia.	No	 procede	 el	 proceso
de	cumplimiento:
1)	Contra	las	resoluciones	dictadas	por	el	Poder	Judicial,	Tribunal
Constitucional	y	Jurado	Nacional	de	Elecciones;
2)	Contra	el	Congreso	de	la	República	para	exigir	la	aprobación	o
la	insistencia	de	una	ley;
3)	Para	 la	protección	de	derechos	que	puedan	 ser	 garantizados
mediante	los	procesos	de	amparo,	hábeas	data	y	hábeas	corpus;
4)	Cuando	se	interpone	con	la	exclusiva	finalidad	de	impugnar	la
validez	de	un	acto	administrativo;
5)	Cuando	se	demanda	el	 ejercicio	de	potestades	expresamente
calificadas	 por	 la	 ley	 como	 discrecionales	 por	 parte	 de	 una
autoridad	o	funcionario;
6)	 En	 los	 supuestos	 en	 los	 que	 proceda	 interponer	 el	 proceso
competencial;
7)	Cuando	no	se	cumplió	con	el	requisito	especial	de	la	demanda
previsto	por	el	artículo	69	del	presente	código;	y,
8)	Si	la	demanda	se	interpuso	luego	de	vencido	el	plazo	de
sesenta	días	contados	desde	la	fecha	de	recepción	de	la
notificación	notarial.
Ley	28237.
ART.	71.—Desistimiento	de	la	pretensión.	El	desistimiento	de
la	pretensión	se	admitirá	únicamente	cuando	ésta	se	refiera	a
actos	administrativos	de	carácter	particular.
Ley	28237.
ART.	72.—Contenido	de	la	sentencia	fundada.	La	sentencia	que
declara	 fundada	 la	 demanda	 se	 pronunciará	 preferentemente
respecto	a:
1)	La	determinación	de	la	obligación	incumplida;
2)	La	orden	y	la	descripción	precisa	de	la	conducta	a	cumplir;
3)	El	plazo	perentorio	para	el	 cumplimiento	de	 lo	 resuelto,	que
no	podrá	exceder	de	diez	días;
4)	La	orden	a	la	autoridad	o	funcionario	competente	de	iniciar	la
investigación	del	caso	para	efecto	de	determinar
responsabilidades	penales	o	disciplinarias,	cuando	la	conducta	del
demandado	así	lo	exija.
Ley	28237.
ART.	73.—Ejecución	de	la	sentencia.	La	sentencia	firme	que
ordena	el	cumplimiento	del	deber	omitido,	será	cumplida	de
conformidad	con	lo	previsto	por	el	artículo	22	del	presente
código.
Ley	28237.
ART.	74.—Normas	aplicables.	El	procedimiento	aplicable	a	este
proceso	será	el	mismo	que	el	previsto	por	el	presente	código	para
el	proceso	de	amparo,	en	lo	que	sea	aplicable.	El	juez	podrá
adaptar	dicho	procedimiento	a	las	circunstancias	del	caso.
TÍTULO	VI
Disposiciones	generales	de	los	procesos	de
acción	popular	e	inconstitucionalidad
Ley	28237.
ART.	 75.—Finalidad.	 Los	 procesos	 de	 acción	 popular	 y	 de
inconstitucionalidad	 tienen	 por	 finalidad	 la	 defensa	 de	 la
Constitución	 frente	a	 infracciones	contra	su	 jerarquía	normativa.
Esta	 infracción	puede	ser,	directa	o	 indirecta,	de	carácter	 total	o
parcial,	y	tanto	por	la	forma	como	por	el	fondo.
Por	contravenir	el	artículo	106	de	la	Constitución,	se	puede
demandar	la	inconstitucionalidad,	total	o	parcial,	de	un	decreto
legislativo,	decreto	de	urgencia	o	ley	que	no	haya	sido	aprobada
como	orgánica,	si	dichas	disposiciones	hubieren	regulado
materias	reservadas	a	ley	orgánica	o	impliquen	modificación	o
derogación	de	una	ley	aprobada	como	tal.
Ley	28237.
ART.	76.—Procedencia	de	la	demanda	de	acción	popular.	La
demanda	de	acción	popular	procede	contra	los	reglamentos,
normas	administrativas	y	resoluciones	de	carácter	general,
cualquiera	que	sea	la	autoridad	de	la	que	emanen,	siempre	que
infrinjan	la	Constitución	o	la	ley,	o	cuando	no	hayan	sido
expedidas	o	publicadas	en	la	forma	prescrita	por	la	Constitución	o
la	ley,	según	el	caso.
Ley	28237.
ART.	77.—Procedencia	de	la	demanda	de
inconstitucionalidad.	La	demanda	de	inconstitucionalidad
procede	contra	las	normas	que	tienen	rango	de	ley:	leyes,
decretos	legislativos,	decretos	de	urgencia,	tratados	que	hayan
requerido	o	no	la	aprobación	del	Congreso	conforme	a	los
artículos	56	y	57	de	la	Constitución,	reglamento	del	Congreso,
normas	regionales	de	carácter	general	y	de	ordenanzas
municipales.
Ley	28237.
ART.	78.—Inconstitucionalidad	de	normas	conexas.	La
sentencia	que	declare	la	ilegalidad	o	inconstitucionalidad	de	la
norma	impugnada,	declarará	igualmente	la	de	aquella	otra	a	la
que	debe	extenderse	por	conexión	o	consecuencia.
Ley	28237.
ART.	79.—Principios	de	interpretación.	Para	apreciar	la
validez	constitucional	de	las	normas	el	Tribunal	Constitucional
considerará,	además	de	las	normas	constitucionales,	las	leyes	que,
dentro	del	marco	constitucional,	se	hayan	dictado	para
determinar	competencia	o	las	atribuciones	de	los	órganos	del
Estado	o	el	ejercicio	de	los	derechos	fundamentales	de	la	persona.
Ley	28237.
ART.	80.—Relaciones	institucionales	con	ocasión	a	los
procesos	de	control	de	normas.	Los	jueces	deben	suspender	el
trámite	de	los	procesos	de	acción	popular	sustentados	en	normas
respecto	de	las	cuales	se	ha	planteado	demanda	de
inconstitucionalidad	ante	el	tribunal,	hasta	que	éste	expida
resolución	definitiva.
Ley	28237.
ART.	 81.—Efectos	 de	 la	 sentencia	 fundada.	 Las	 sentencias
fundadas	recaídas	en	el	proceso	de	inconstitucionalidad	dejan	sin
efecto	las	normas	sobre	las	cuales	se	pronuncian.	Tienen	alcances
generales	 y	 carecen	 de	 efectos	 retroactivos.	 Se	 publican
íntegramente	 en	 el	 Diario	Oficial	 El	 Peruano	 y	 producen	 efectos
desde	el	día	siguiente	de	su	publicación.
Cuando	se	declare	 la	 inconstitucionalidad	de	normas	tributarias
por	violación	del	 artículo	74	de	 la	Constitución,	 el	 tribunal	debe
determinar	 de	manera	 expresa	 en	 la	 sentencia	 los	 efectos	 de	 su
decisión	en	el	 tiempo.	Asimismo,	resuelve	 lo	pertinente	respecto
de	 las	 situaciones	 jurídicas	 producidas	 mientras	 estuvo	 en
vigencia.
Las	sentencias	fundadas	recaídas	en	el	proceso	de	acción	popular
podrán	determinar	la	nulidad,	con	efecto	retroactivo,	de	las
normas	impugnadas.	En	tal	supuesto,	la	sentencia	determinará
sus	alcances	en	el	tiempo.	Tienen	efectos	generales	y	se	publican
en	el	Diario	Oficial	El	Peruano.
Ley	28237.
ART.	 82.—Cosa	 juzgada.	 Las	 sentencias	 del	 Tribunal
Constitucional	 en	 los	 procesos	 de	 inconstitucionalidad	 y	 las
recaídas	 en	 los	 procesos	 de	 acción	 popular	 que	 queden	 firmes
tienen	autoridad	de	cosa	juzgada,	por	lo	que	vinculan	a	todos	los
poderes	 públicos	 y	 producen	 efectos	 generales	 desde	 el	 día
siguiente	a	la	fecha	de	su	publicación.
Tiene	la	misma	autoridad	el	auto	que	declara	 la	prescripción	de
la	pretensión	en	el	caso	previsto	en	el	inciso	1)	del	artículo	104.
La	declaratoria	de	inconstitucionalidad	o	ilegalidad	de	una	norma
impugnada	por	vicios	formales	no	obsta	para	que	ésta	sea
demandada	ulteriormente	por	razones	de	fondo,	siempre	que	se
interponga	dentro	del	plazo	señalado	en	el	presente	código.
Ley	28237.
ART.	 83.—Efectos	 de	 la	 irretroactividad.	 Las	 sentencias
declaratorias	 de	 ilegalidad	 o	 inconstitucionalidad	 no	 conceden
derecho	 a	 reabrir	 procesos	 concluidos	 en	 los	 que	 se	 hayan
aplicado	 las	 normas	 declaradas	 inconstitucionales,	 salvo	 en	 las
materias	previstas	en	el	segundo	párrafo	del	artículo	103	y	último
párrafo	del	artículo	74	de	la	Constitución.
Por	la	declaración	de	ilegalidad	o	inconstitucionalidad	de	una
norma	no	recobran	vigencia	las	disposiciones	legales	que	ella
hubiera	derogado.
TÍTULO	VII
Proceso	de	acción	popular
Ley	28237.
ART.	84.—Legitimación.	La	demanda	de	acción	popular	puede
ser	interpuesta	por	cualquier	persona.
Ley	28237.
ART.	 85.—Competencia.	 La	 demanda	 de	 acción	 popular	 es	 de
competencia	exclusiva	del	Poder	Judicial.	Son	competentes:
1)	 La	 sala	 correspondiente,	 por	 razón	de	 la	materia	 de	 la	 corte
superior	 del	 distrito	 judicial	 a	 que	 pertenece	 el	 órgano	 emisor,
cuando	 la	 norma	 objeto	 de	 la	 acción	 popular	 es	 de	 carácter
regional	o	local;	y
2)	La	sala	correspondiente	de	la	Corte	Superior	de	Lima,	en	los
demás	casos.
Ley	28237.
ART.	 86.—Demanda.	 La	 demanda	 escrita	 contendrá	 cuando
menos,	los	siguientes	datos	y	anexos:
1)	La	designación	de	la	sala	ante	quien	se	interpone.
2)	El	nombre,	identidad	y	domicilio	del	demandante.
3)	La	denominación	precisa	y	el	domicilio	del	órgano	emisor	de	la
norma	objeto	del	proceso.
4)	 El	 petitorio,	 que	 comprende	 la	 indicación	 de	 la	 norma	 o
normas	 constitucionales	 y/o	 legales	 que	 se	 suponen	 vulneradas
por	la	que	es	objeto	del	proceso.
5)	Copia	simple	de	 la	norma	objeto	del	proceso	precisándose	el
día,	mes	y	año	de	su	publicación.
6)	Los	fundamentos	en	que	se	sustenta	la	pretensión.
7)	La	firma	del	demandante,	o	de	su	representante	o	de	su
apoderado,	y	la	del	abogado.
Ley	28237.
ART.	87.—Plazo.	El	plazo	para	interponer	la	demanda	de	acción
popular	prescribe	a	los	cinco	años	contados	desde	el	día	siguiente
de	publicación	de	la	norma.
Ley	28237.
ART.	88.—Admisibilidad	e	improcedencia.	Interpuesta	la
demanda,	la	sala	resuelve	su	admisión	dentro	de	un	plazo	no
mayor	de	cinco	días	desde	su	presentación.	Si	declara	la
inadmisibilidad,	precisará	el	requisito	incumplido	y	el	plazo	para
subsanarlo.	Si	declara	la	improcedencia	y	la	decisión	fuese
apelada,	pondrá	la	resolución	en	conocimiento	del	emplazado.
Ley	28237.
ART.	 89.—Emplazamiento	 y	 publicación	 de	 la	 demanda.
Admitida	 la	 demanda,	 la	 sala	 confiere	 traslado	 al	 órgano	 emisor
de	 la	norma	objeto	del	proceso	y	ordena	 la	publicación	del	 auto
admisorio,	el	cual	incluirá	una	relación	sucinta	del	contenido	de	la
demanda,	 por	 una	 sola	 vez,	 en	 el	 Diario	 Oficial	 El	 Peruano	 si	 la
demanda	se	promueve	en	Lima,	o	en	el	medio	oficial	de	publicidad
que	corresponda	si	aquella	se	promueve	en	otro	distrito	judicial.
Si	la	norma	objeto	del	proceso	ha	sido	expedida	con	participación
de	más	de	un	órgano	emisor,	se	emplazará	al	de	mayor	jerarquía.
Si	se	trata	de	órganos	de	 igual	nivel	 jerárquico,	 la	notificación	se
dirige	 al	 primero	que	 suscribe	 el	 texto	normativo.	 En	 el	 caso	de
normas	dictadas	por	el	Poder	Ejecutivo,	el	emplazamiento	se	hará
al	ministro	que	la	refrenda;	si	 fuesen	varios,	al	que	haya	firmado
en	primer	término.
Si	el	órgano	emisor	ha	dejado	de	operar,	corresponde	notificar	al
órgano	que	asumió	sus	funciones.
Ley	28237.
ART.	90.—Requerimiento	de	antecedentes.	La	sala	puede,	de
oficio,	ordenar	en	el	auto	admisorio	que	el	órgano	remita	el
expediente	conteniendo	los	informes	y	documentos	que	dieron
origen	a	la	norma	objeto	del	proceso,	dentro	de	un	plazo	no
mayor	de	diez	días,	contado	desde	la	notificación	de	dicho	auto,
bajo	responsabilidad.	La	sala	dispondrá	las	medidas	de	reserva
pertinentes	para	los	expedientes	y	las	normas	que	así	lo
requieran.
Ley	28237.
ART.	91.—Contestación	de	la	demanda.	La	contestación	deberá
cumplir	con	los	mismos	requisitos	de	la	demanda,	en	lo	que
corresponda.	El	plazo	para	contestar	la	demanda	es	de	diez	días.
Ley	28237.
ART.	 92.—Vista	 de	 la	 causa.	 Practicados	 los	 actos	 procesales
señalados	en	los	artículos	anteriores,	la	sala	fijará	día	y	hora	para
la	 vista	 de	 la	 causa,	 la	 que	 ocurrirá	 dentro	 de	 los	 diez	 días
posteriores	a	la	contestación	de	la	demanda	o	de	vencido	el	plazo
para	hacerlo.
A	la	vista	de	la	causa,	los	abogados	pueden	informar	oralmente.
La	sala	expedirá	sentencia	dentro	de	los	diez	días	siguientes	a	la
vista.
Ley	28237.
ART.	93.—Apelación	y	trámite.	Contra	la	sentencia	procede
recurso	de	apelación	el	cual	contendrá	la	fundamentación	del
error,	dentro	de	los	cinco	días	siguientes	a	su	notificación.
Recibidos	los	autos,	la	Sala	Constitucional	y	Social	de	la	Corte
Suprema	dará	traslado	del	recurso	concediendo	cinco	días	para	su
absolución	y	fijando	día	y	hora	para	la	vista	de	la	causa,	en	la
misma	resolución.	Dentro	de	los	tres	días	siguientes	de	recibida	la
notificación	las	partes	podrán	solicitar	que	sus	abogados	informen
oralmente	a	la	vista	de	la	causa.
Ley	28237.
ART.	94.—Medida	cautelar.	Procede	solicitar	medida	cautelar
una	vez	expedida	sentencia	estimatoria	de	primer	grado.	El
contenido	cautelar	está	limitado	a	la	suspensión	de	la	eficacia	de
la	norma	considerada	vulneratoria	por	el	referido
pronunciamiento.
Ley	28237.
ART.	95.—Consulta.	Si	la	sentencia	que	declara	fundada	la
demanda	no	es	apelada,	los	autos	se	elevarán	en	consulta	a	la	Sala
Constitucional	y	Social	de	la	Corte	Suprema.	La	consulta	se
absolverá	sin	trámite	y	en	un	plazo	no	mayor	de	cinco	días	desde
que	es	recibido	el	expediente.
Ley	28237.
ART.	 96.—Sentencia.	 La	 sentencia	 expedida	 dentro	 de	 los	 diez
días	posteriores	a	la	vista	de	la	causa	será	publicada	en	el	mismo
medio	de	comunicación	en	el	que	se	publicó	el	auto	admisorio.
Dicha	publicación	no	sustituye	la	notificación	de	las	partes.	En
ningún	caso	procede	el	recurso	de	casación.
Ley	28237.
ART.	97.—Costos.	Si	la	sentencia	declara	fundada	la	demanda	se
impondrán	los	costos	que	el	juez	establezca,	los	cuales	serán
asumidos	por	el	Estado.	Si	la	demanda	fuere	desestimada	por	el
juez,	éste	podrá	condenar	al	demandante	al	pago	de	los	costos
cuando	estime	que	incurrió	en	manifiesta	temeridad.	En	todo	lo
no	previsto	en	materia	de	costos,	será	de	aplicación	supletoria	lo
previsto	en	el	Código	Procesal	Civil.
TÍTULO	VIII
Proceso	de	inconstitucionalidad
Ley	28237.
ART.	98.—Competencia	y	legitimación.	La	demanda	de
inconstitucionalidad	se	interpone	ante	el	Tribunal	Constitucional
y	sólo	puede	ser	presentada	por	los	órganos	y	sujetos	indicadas
en	el	artículo	203	de	la	Constitución.
Ley	28237.
ART.	99.—Representación	procesal	legal.	Para	interponer	una
demanda	 de	 inconstitucionalidad	 el	 Presidente	 de	 la	 República
requiere	del	voto	aprobatorio	del	Consejo	de	Ministros.	Concedida
la	aprobación,	designa	a	uno	de	sus	ministros	para	que	presente	la
demanda	de	inconstitucionalidad	y	lo	represente	en	el	proceso.	El
ministro	 designado	 puede	 delegar	 su	 representación	 en	 un
procurador	público.
El	 Fiscal	 de	 la	 Nación	 y	 el	 Defensor	 del	 Pueblo	 interponen
directamente	la	demanda.
Pueden	actuar	en	el	proceso	mediante	apoderado.
Los	 congresistas	 actúan	 en	 el	 proceso	 mediante	 apoderado
nombrado	al	efecto.
Los	 ciudadanos	 referidos	 en	 el	 inciso	 5)	 del	 artículo	 203	 de	 la
constitución	deben	actuar	con	patrocinio	de	letrado	y	conferir	su
representación	a	uno	solo	de	ellos.
Los	 presidentes	 de	 región	 con	 acuerdo	 del	 Consejo	 de
Coordinación	Regional	a	los	alcaldes	provinciales	con	acuerdo	de
su	concejo,	actúan	en	en	proceso	por	sí	o	mediante	apoderado	y
con	patrocinio	de	letrado.
Para	 interponer	 la	 demanda,	 previo	 acuerdo	 de	 su	 junta
directiva,	los	colegios	profesionales	deben	actuar	con	el	patrocinio
de	abogado	y	conferir	representación	a	su	decano.
El	órgano	demandado	se	apersona	en	el	proceso	y	formula
obligatoriamente	su	alegato	en	defensa	de	la	norma	impugnada,
por	medio	de	apoderado	nombrado	especialmente	para	el	efecto.
Ley	28237.
ART.	100.—Plazo	prescriptorio.	La	demanda	de
inconstitucionalidad	de	una	norma	debe	interponerse	dentro	del
plazo	de	seis	años	contados	a	partir	de	su	publicación,	salvo	el
caso	de	los	tratados	en	que	el	plazo	es	de	seis	meses.	Vencido	los
plazos	indicados,	prescribe	la	pretensión,	sin	perjuicio	de	lo
dispuesto	por	el	artículo	51	y	por	el	segundo	párrafo	del	artículo
138	de	la	Constitución.
JURISPRUDENCIA.—La	inconstitucionalidad	por	conexión	de	normas
prescribe	a	los	seis	años	de	publicada	la	norma.	“(…)	15.	Entonces	ante	el
vacío	referido	al	margen	temporal	de	control	constitucional	de	normas	por
conexión	con	rango	de	ley	a	la	declarada	inconstitucional,	es	necesario
realizar	una	‘interpretación’	a	fortiori.	(…)
19.	En	consecuencia,	en	el	presente	caso,	se	puede	establecer	el	siguiente
argumento:	si	legislativamente	está	‘prohibido’	(improcedencia	de	la
demanda	de	inconstitucionalidad)	impugnar	directamente	normas	con	rango
de	ley	cuyo	plazo	prescriptorio	haya	superado	los	seis	años	desde	su
publicación	con	mayor	razón	también	se	‘prohíbe’	(improcedencia	de	la
demanda)	la	impugnación	de	normas	por	conexión	o	consecuencia	a	la
principal	declarada	inconstitucional,	cuyo	plazo	prescriptorio	haya	superado
los	seis	años	desde	su	publicación.	(…).”	(TC,	Sent.	del	Pleno	Constitucional.
Exp.	00033-2007-PI/TC,	feb.	13/2009.	Pres.	Vergara	Gotelli)
Ley	28237.
ART.	 101.—Demanda.	 La	 demanda	 escrita	 contendrá,	 cuando
menos,	los	siguientes	datos	y	anexos:
1)	 La	 identidad	 de	 los	 órganos	 o	 personas	 que	 interponen	 la
demanda	y	su	domicilio	legal	y	procesal.
2)	La	indicación	de	la	norma	que	se	impugna	en	forma	precisa.
3)	Los	fundamentos	en	que	se	sustenta	la	pretensión.
4)	La	relación	numerada	de	los	documentos	que	se	acompañan.
5)	La	designación	del	apoderado	si	lo	hubiere.
6)	Copia	simple	de	la	norma	objeto	de	la	demanda,	precisándose
el	día,	mes	y	año	de	su	publicación.
Ley	28237.
ART.	 102.—Anexos	 de	 la	 demanda.	 A	 la	 demanda	 se
acompañan,	en	su	caso:
1)	 Certificación	 del	 acuerdo	 adoptado	 en	 Consejo	 de	Ministros,
cuando	el	demandante	sea	el	Presidente	de	la	República;
2)	 Certificación	 de	 las	 firmas	 correspondientes	 por	 el	 Oficial
Mayor	del	Congreso	si	los	actores	son	el	25%	del	número	legal	de
congresistas;
3)	 Certificación	 por	 el	 Jurado	 Nacional	 de	 Elecciones,	 en	 los
formatos	 que	 proporcione	 el	 tribunal,	 y	 según	 el	 caso,	 si	 los
actores	 son	 cinco	 mil	 ciudadanos	 o	 el	 uno	 por	 ciento	 de	 los
ciudadanos	del	respectivo	ámbito	territorial,	conforme	al	artículo
203	inciso	5)	de	la	Constitución;
4)	 Certificación	 del	 acuerdo	 adoptado	 en	 la	 junta	 directiva	 del
respectivo	colegio	profesional;	o
5)	Certificación	del	acuerdo	adoptado	en	el	consejo	de
coordinación	regional	o	en	el	concejo	provincial,	cuando	el	actor
sea	presidente	de	región	o	alcalde	provincial,	respectivamente.
Ley	28237.
ART.	 103.—Inadmisibilidad	 de	 la	 demanda.	 Interpuesta	 la
demanda,	el	tribunal	resuelve	su	admisión	dentro	de	un	plazo	que
no	puede	exceder	de	diez	días.
El	tribunal	resuelve	la	inadmisibilidad	de	la	demanda,	si	concurre
alguno	de	los	siguientes	supuestos:
1)	Que	en	la	demanda	se	hubiera	omitido	alguno	de	los	requisitos
previstos	en	el	artículo	101,	o
2)	Que	no	 se	 acompañen	 los	 anexos	 a	que	 se	 refiere	 el	 artículo
102.
El	tribunal	concederá	un	plazo	no	mayor	de	cinco	días	si	el
requisito	omitido	es	susceptible	de	ser	subsanado.	Si	vencido	el
plazo	no	se	subsana	el	defecto	de	inadmisibilidad,	el	tribunal,	en
resolución	debidamente	motivada	e	inimpugnable,	declara	la
improcedencia	de	la	demanda	y	la	conclusión	del	proceso.
Ley	28237.
ART.	104.—Improcedencia	liminar	de	la	demanda.	El	tribunal
declarará	 improcedente	 la	 demanda	 cuando	 concurre	 alguno	 de
los	siguientes	supuestos:
1)	 Cuando	 la	 demanda	 se	 haya	 interpuesto	 vencido	 el	 plazo
previsto	en	el	artículo	100;
2)	 Cuando	 el	 tribunal	 hubiere	 desestimado	 una	 demanda	 de
inconstitucionalidad	sustancialmente	igual	en	cuanto	al	fondo;	o
3)	 Cuando	 el	 tribunal	 carezca	 de	 competencia	 para	 conocer	 la
norma	impugnada.
En	estos	casos,	el	tribunal	en	resolución	debidamente	motivada	e
inimpugnable	declara	la	improcedencia	de	la	demanda.
Ley	28237.
ART.	105.—Improcedencia	de	medidas	cautelares.	En	el
proceso	de	inconstitucionalidad	no	se	admiten	medidas
cautelares.
Ley	28237.
ART.	 106.—Efecto	 de	 la	 admisión	 e	 impulso	 de	 oficio.
Admitida	 la	 demanda,	 y	 en	 atención	 al	 interés	 público	 de	 la
pretensión	 discutida,	 el	 Tribunal	 Constitucional	 impulsará	 el
proceso	de	oficio	con	prescindencia	de	la	actividad	o	interés	de	las
partes.
El	proceso	sólo	termina	por	sentencia.
Ley	28237.
ART.	 107.—Tramitación.	 El	 auto	 admisorio	 concede	 a	 la	 parte
demandada	el	plazo	de	treinta	días	para	contestar	la	demanda.	El
tribunal	emplaza	con	la	demanda:
1)	 Al	 Congreso	 o	 a	 la	 Comisión	 Permanente,	 en	 caso	 de	 que	 el
Congreso	 no	 se	 encuentre	 en	 funciones,	 si	 se	 trata	 de	 leyes	 y
reglamentos	del	Congreso.
2)	 Al	 Poder	 Ejecutivo,	 si	 la	 norma	 impugnada	 es	 un	 decreto
legislativo	o	decreto	de	urgencia.
3)	Al	Congreso,	o	a	la	Comisión	Permanente	y	al	Poder	Ejecutivo,
si	se	trata	de	tratados	internacionales.
4)	A	los	órganos	correspondientes	si	 la	norma	impugnada	es	de
carácter	regional	o	municipal.
Con	su	contestación,	o	vencido	el	plazo	sin	que	ella	ocurra,	el
tribunal	tendrá	por	contestada	la	demanda	o	declarará	la	rebeldía
del	emplazado,	respectivamente.	En	la	misma	resolución	el
tribunal	señala	fecha	para	la	vista	de	la	causa	dentro	de	los	diez
días	útiles	siguientes.	Las	partes	pueden	solicitar	que	sus
abogados	informen	oralmente.
Ley	28237.
ART.	108.—Plazo	para	dictar	sentencia.	El	tribunal	dicta
sentencia	dentro	de	los	treinta	días	posteriores	de	producida	la
vista	de	la	causa.
TÍTULO	IX
Proceso	competencial
Ley	28237.
ART.	 109.—Legitimación	 y	 representación.	 El	 Tribunal
Constitucional	 conoce	de	 los	 conflictos	que	 se	 susciten	 sobre	 las
competencias	 o	 atribuciones	 asignadas	 directamente	 por	 la
Constitución	 o	 las	 leyes	 orgánicas	 que	 delimiten	 los	 ámbitos
propios	 de	 los	 poderes	 del	 Estado,	 los	 órganos	 constitucionales,
los	gobiernos	regionales	o	municipales,	y	que	opongan:
1)	 Al	 Poder	 Ejecutivo	 con	 uno	 o	 más	 gobiernos	 regionales	 o
municipales;
2)	A	dos	o	más	gobiernos	regionales,	municipales	o	de	ellos	entre
sí;	o
3)	 A	 los	 poderes	 del	 Estado	 entre	 sí	 o	 con	 cualquiera	 de	 los
demás	órganos	constitucionales,	o	a	éstos	entre	sí.
Los	poderes	o	entidades	estatales	en	conflicto	actuarán	en	el
proceso	a	través	de	sus	titulares.	Tratándose	de	entidades	de
composición	colegiada,	la	decisión	requerirá	contar	con	la
aprobación	del	respectivo	pleno.
Ley	28237.
ART.	 110.—Pretensión.	 El	 conflicto	 se	 produce	 cuando	 alguno
de	 los	 poderes	 o	 entidades	 estatales	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo
anterior	 adopta	 decisiones	 o	 rehúye	 deliberadamente
actuaciones,	 afectando	 competencias	 o	 atribuciones	 que	 la
Constitución	y	las	leyes	orgánicas	confieren	a	otro.
Si	el	conflicto	versare	sobre	una	competencia	o	atribución
expresada	en	una	norma	con	rango	de	ley,	el	tribunal	declara	que
la	vía	adecuada	es	el	proceso	de	inconstitucionalidad.
Ley	28237.
ART.	111.—Medida	cautelar.	El	demandante	puede	solicitar	al
tribunal	la	suspensión	de	la	disposición,	resolución	o	acto	objeto
de	conflicto.	Cuando	se	promueva	un	conflicto	constitucional	con
motivo	de	una	disposición,	resolución	o	acto	cuya	impugnación
estuviese	pendiente	ante	cualquier	juez	o	tribunal,	éste	podrá
suspender	el	procedimiento	hasta	la	resolución	del	Tribunal
Constitucional.
Ley	28237.
ART.	 112.—Admisibilidad	 y	 procedencia.	 Si	 el	 Tribunal
Constitucional	 estima	 que	 existe	 materia	 de	 conflicto	 cuya
resolución	sea	de	su	competencia,	declara	admisible	la	demanda	y
dispone	los	emplazamientos	correspondientes.
El	 procedimiento	 se	 sujeta,	 en	 cuanto	 sea	 aplicable,	 a	 las
disposiciones	que	regulan	el	proceso	de	inconstitucionalidad.
El	tribunal	puede	solicitar	a	las	partes	las	informaciones,
aclaraciones	o	precisiones	que	juzgue	necesarias	para	su	decisión.
En	todo	caso,	debe	resolver	dentro	de	los	sesenta	días	hábiles
desde	que	se	interpuso	la	demanda.
Ley	28237.
ART.	113.—Efectos	de	las	sentencias.	La	sentencia	del	tribunal
vincula	 a	 los	 poderes	 públicos	 y	 tiene	 plenos	 efectos	 frente	 a
todos.	 Determina	 los	 poderes	 o	 entes	 estatales	 a	 que
corresponden	 las	 competencias	 o	 atribuciones	 controvertidas	 y
anula	 las	 disposiciones,	 resoluciones	 o	 actos	 viciados	 de
incompetencia.	Asimismo	resuelve,	en	su	caso,	 lo	que	procediere
sobre	 las	 situaciones	 jurídicas	producidas	 sobre	 la	 base	de	 tales
actos	administrativos.
Cuando	se	hubiera	promovido	conflicto	negativo	de
competencias	o	atribuciones,	la	sentencia,	además	de	determinar
su	titularidad,	puede	señalar,	en	su	caso,	un	plazo	dentro	del	cual
el	poder	del	Estado	o	el	ente	estatal	de	que	se	trate	debe
ejercerlas.
TÍTULO	X
Jurisdicción	internacional
Ley	28237.
ART.	114.—Organismos	internacionales	competentes.	Para
los	efectos	de	lo	establecido	en	el	artículo	205	de	la	Constitución,
los	organismos	internacionales	a	los	que	puede	recurrir	cualquier
persona	que	se	considere	lesionada	en	los	derechos	reconocidos
por	la	Constitución,	o	los	tratados	sobre	derechos	humanos
ratificados	por	el	Estado	peruano,	son:	el	Comité	de	Derechos
Humanos	de	las	Naciones	Unidas,	la	Comisión	Interamericana	de
Derechos	Humanos	de	la	Organización	de	Estados	Americanos	y
aquellos	otros	que	se	constituyan	en	el	futuro	y	que	sean
aprobados	por	tratados	que	obliguen	al	Perú.
Ley	28237.
ART.	115.—Ejecución	de	resoluciones.	Las	resoluciones	de	los
organismos	jurisdiccionales	a	cuya	competencia	se	haya	sometido
expresamente	el	Estado	peruano	no	requieren,	para	su	validez	y
eficacia,	de	reconocimiento,	revisión,	ni	examen	previo	alguno.
Dichas	resoluciones	son	comunicadas	por	el	Ministerio	de
Relaciones	Exteriores	al	Presidente	del	Poder	Judicial,	quien	a	su
vez,	las	remite	al	tribunal	donde	se	agotó	la	jurisdicción	interna	y
dispone	su	ejecución	por	el	juez	competente,	de	conformidad	con
lo	previsto	por	la	Ley	N°	27775,	que	regula	el	procedimiento	de
ejecución	de	sentencias	emitidas	por	tribunales	supranacionales.
Ley	28237.
ART.	116.—Obligación	de	proporcionar	documentos	y
antecedentes.	La	Corte	Suprema	de	Justicia	de	la	República	y	el
Tribunal	Constitucional	deberán	remitir	a	los	organismos	a	que	se
refiere	el	artículo	114,	la	legislación,	las	resoluciones	y	demás
documentos	actuados	en	el	proceso	o	los	procesos	que	originaron
la	petición,	así	como	todo	otro	elemento	que	a	juicio	del
organismo	internacional	fuere	necesario	para	su	ilustración	o
para	mejor	resolver	el	asunto	sometido	a	su	competencia.
TÍTULO	XI
Disposiciones	generales	aplicables	a	los
procedimientos	ante	el	Tribunal
Constitucional
Ley	28237.
ART.	117.—Acumulación	de	procesos.	El	Tribunal
Constitucional	puede,	en	cualquier	momento,	disponer	la
acumulación	de	procesos	cuando	éstos	sean	conexos.
Ley	28237.
ART.	118.—Numeración	de	las	sentencias.	Las	sentencias
dictadas	por	el	Tribunal	Constitucional	se	enumeran	en	forma
correlativa	y	anualmente.
Ley	28237.
ART.	119.—Solicitud	de	información.	El	tribunal	puede	solicitar
a	 los	 poderes	 del	 Estado	 y	 a	 los	 órganos	 de	 la	 Administración
Pública	 todos	 los	 informes	 y	 documentos	 que	 considere
necesarios	para	la	resolución	de	los	procesos	de	su	competencia.
En	 tal	 caso,	 el	 tribunal	 habilita	 un	 plazo	 para	 que	 las	 partes
conozcan	de	ellos	y	puedan	alegar	lo	que	convenga	a	su	derecho.
El	tribunal	dispone	las	medidas	necesarias	para	preservar	el
secreto	que	legalmente	afecta	a	determinada	documentación,	y	el
que,	por	decisión	motivada,	acuerda	para	su	actuación.
JURISPRUDENCIA.—La	necesidad	de	invocación	del	amicus	curiae	en	el
proceso	de	amparo.	“(…).	5.	Partiendo	de	la	facultad	especial	contenida	en	el
artículo	13-A	del	Reglamento	Normativo	del	Tribunal	Constitucional,	‘el	pleno
o	las	salas	pueden	solicitar	información	de	los	amicus	curiae	(amici
curiarum),	si	fuera	el	caso,	a	fin	de	esclarecer	aspectos	especializados	que
puedan	surgir	del	estudio	de	los	actuados’.	En	el	caso	sub	judice	este	colegiado
considera	imprescindible	para	su	dilucidación	la	opinión	de	personas	con	un
amplio	conocimiento	sobre	la	salud	mental,	tanto	desde	el	punto	de	vista
médico,	como	desde	la	perspectiva	de	la	ejecución	de	las	políticas	públicas.
6.	El	amicus	curiae	(amigo	de	la	corte)	se	materializa	con	la	participación	de
terceros	ajenos	al	proceso	a	fin	de	ilustrar	a	los	jueces	sobre	aspectos	técnicos
de	alta	especialización,	que	habrán	de	incidir	de	manera	relevante	a	la	hora
de	la	decisión	final.	Así	por	ejemplo,	este	colegiado	es	consciente	sobre	su
incapacidad	de	formarse	juicio	si	no	cuenta	con	una	información	médica
especializada	sobre	las	secuelas	de	la	esquizofrenia	paranoide,	su	tratamiento
clínico	y	las	repercusiones	del	método	intramural	en	la	integridad	personal	de
la	paciente	G.R.S.	que	tiene	problemas	de	salud	mental.
7.	El	amicus	curiae	se	justifica	cuando	se	trata	de	la	protección	de	ciertos
derechos	que	por	su	propia	naturaleza	pueden	ser	objeto	de	distintos	enfoques
científicos,	como	son	la	salud	mental,	la	integridad	psíquica	y	física.	De	lo
contrario,	se	corre	el	riesgo	que	en	ciertos	procesos	de	amparo	se	concluya	con
una	decisión	injusta,	contraria	al	principio	-	derecho	de	dignidad	de	la
persona	humana.
8.	Por	consiguiente	la	intervención	del	amicus	curiae	en	el	presente	proceso
se	encuentra	legitimada	no	solo	por	el	reglamento	del	Tribunal
Constitucional,	sino	también	por	la	naturaleza	del	derecho	constitucional
invocado.	La	presencia	del	amicus	curiae,	el	pedido	de	información,	así	como
la	solicitud	de	documentación	no	deben	considerarse	a	priori	como	medios
probatorios	inadecuados	que	habrán	de	dilatar	el	desarrollo	del	proceso,	sino
más	bien	como	instrumentos	procesales	al	servicio	de	una	protección	eficaz	de
los	derechos	constitucionales.
La	irreparabilidad	del	derecho	constitucional	invocado,	el	amicus
curiae	y	la	solicitud	de	información
9.	La	participación	del	amicus	curiae	puede	ser	incluso	necesaria	cuando	el
derecho	se	ha	convertido	en	irreparable	luego	de	presentada	la	demanda,	ya
que	su	presencia	puede	ayudar	a	esclarecer	el	grado	de	responsabilidad	del
autor	del	acto	lesivo.	En	ese	supuesto,	el	juez	constitucional	declarará	fundada
la	demanda	precisando	los	alcances	de	su	decisión,	disponiendo	que	el
emplazado	no	vuelva	a	incurrir	en	las	acciones	u	omisiones	que	motivaron	la
interposición	de	la	demanda,	y	que	si	fuere	de	modo	contrario	se	le	aplicarán
las	medidas	coercitivas	previstas	en	el	artículo	22	del	Código	Procesal
Constitucional,	sin	perjuicio	de	la	responsabilidad	penal	que	corresponda.
Tampoco	nada	impide	que	frente	a	la	irreparabilidad	el	Tribunal
Constitucional	pueda	solicitar	los	informes	y	documentos	que	considere
necesarios,	de	conformidad	con	el	artículo	119	del	mismo	cuerpo	de	leyes.
(…)”.	(TC,	Exp.	3081-2007-PA/TC,	nov.	09/2007.	Pres.	Landa	Arroyo)
Ley	28237.
ART.	120.—Subsanación	de	vicios	en	el	procedimiento.	El
tribunal,	antes	de	pronunciar	sentencia,	de	oficio	o	a	instancia	de
parte,	debe	subsanar	cualquier	vicio	de	procedimiento	en	que	se
haya	incurrido.
Ley	28237.
ART.	 121.—Carácter	 inimpugnable	 de	 las	 sentencias	 del
Tribunal	 Constitucional.	 Contra	 las	 sentencias	 del	 Tribunal
Constitucional	 no	 cabe	 impugnación	 alguna.	 En	 el	 plazo	 de	 dos
días	a	contar	desde	su	notificación	o	publicación	tratándose	de	las
resoluciones	 recaídas	 en	 los	procesos	de	 inconstitucionalidad,	 el
tribunal,	 de	 oficio	 o	 a	 instancia	 de	 parte,	 puede	 aclarar	 algún
concepto	 o	 subsanar	 cualquier	 error	material	 u	 omisión	 en	 que
hubiese	incurrido.
Estas	resoluciones	deben	expedirse,	sin	más	trámite,	al	segundo
día	de	formulada	la	petición.
Contra	los	decretos	y	autos	que	dicte	el	tribunal,	sólo	procede,	en
su	 caso,	 el	 recurso	 de	 reposición	 ante	 el	 propio	 tribunal.	 El
recurso	puede	interponerse	en	el	plazo	de	tres	días	a	contar	desde
su	notificación.	Se	resuelve	en	los	dos	días	siguientes.
Lo	anterior	no	afecta	el	derecho	a	recurrir	a	los	tribunales	u
organismos	internacionales	constituidos	según	tratados	de	los
que	el	Perú	es	parte.
TÍTULO	XII
Disposiciones	finales
Ley	28237.
Primera	Disposición	Final.—Denominaciones	empleadas.	 Para
los	 efectos	 de	 este	 código,	 se	 adoptarán	 las	 siguientes
denominaciones:
1)	Proceso	de	hábeas	corpus,	a	la	acción	de	hábeas	corpus;
2)	Proceso	de	amparo,	a	la	acción	de	amparo;
3)	Proceso	de	hábeas	data,	a	la	acción	de	hábeas	data;
4)	 Proceso	 de	 inconstitucionalidad,	 a	 la	 acción	 de
inconstitucionalidad;
5)	Proceso	de	acción	popular,	a	la	acción	popular;
6)	Proceso	de	cumplimiento,	a	la	acción	de	cumplimiento;	y,
7)	Proceso	competencial,	a	los	conflictos	de	competencias	o
atribuciones.
Ley	28237.
Segunda	Disposición	Final.—Vigencia	de	normas.	Las	normas
procesales	previstas	por	el	presente	código	son	de	aplicación
inmediata,	incluso	a	los	procesos	en	trámite.	Sin	embargo,
continuarán	rigiéndose	por	la	norma	anterior:	las	reglas	de
competencia,	los	medios	impugnatorios	interpuestos,	los	actos
procesales	con	principio	de	ejecución	y	los	plazos	que	hubieran
empezado.
Ley	28237.
Tercera	Disposición	Final.—Jueces	especializados.	Los	procesos
de	competencia	del	Poder	Judicial	a	que	se	refiere	el	presente
código	se	iniciarán	ante	los	jueces	especializados	que
correspondan	en	aquellos	distritos	judiciales	que	cuenten	con
ellos,	con	la	sola	excepción	del	proceso	de	hábeas	corpus	que
podrá	iniciarse	ante	cualquier	juez	penal.
Ley	28237.
Cuarta	 Disposición	 Final.—Publicación	 de	 sentencias.	 Las
sentencias	 finales	 y	 las	 resoluciones	 aclaratorias	 de	 las	mismas,
recaídas	en	los	procesos	constitucionales	deben	remitirse,	dentro
de	las	cuarentiocho	horas	siguientes	a	la	fecha	de	su	expedición,	al
Diario	Oficial	El	Peruano	para	 su	publicación	gratuita,	dentro	de
los	 diez	 días	 siguientes	 a	 su	 remisión.	 La	 publicación	 debe
contener	 la	 sentencia	 y	 las	 piezas	 del	 expediente	 que	 sean
necesarias	 para	 comprender	 el	 derecho	 invocado	 y	 las	 razones
que	tuvo	el	juez	para	conceder	o	denegar	la	pretensión.
Las	sentencias	recaídas	en	el	proceso	de	inconstitucionalidad,	el
proceso	competencial	y	la	acción	popular	se	publican	en	el	diario
oficial	 dentro	de	 los	 tres	días	 siguientes	 al	 de	 la	 recepción	de	 la
transcripción	 remitida	 por	 el	 órgano	 correspondiente.	 En	 su
defecto,	el	presidente	del	tribunal	ordena	que	se	publique	en	uno
de	 los	diarios	de	mayor	circulación	nacional,	 sin	perjuicio	de	 las
responsabilidades	a	que	hubiere	lugar.
Cuando	las	sentencias	versan	sobre	normas	regionales	o
municipales,	además	de	la	publicación	a	que	se	refiere	el	párrafo
anterior,	el	tribunal	ordena	la	publicación	en	el	diario	donde	se
publican	los	avisos	judiciales	de	la	respectiva	circunscripción.	En
lugares	donde	no	exista	diario	que	se	publique	los	avisos
judiciales.	La	sentencia	se	da	a	conocer,	además	de	su	publicación
en	el	diario	oficial	o	de	circulación	nacional,	mediante	carteles
fijados	en	lugares	públicos.
Ley	28237.
Quinta	Disposición	Final.—Exoneración	de	tasas	judiciales.	Los
procesos	constitucionales	se	encuentran	exonerados	del	pago	de
tasas	judiciales.
Ley	28237.	
Sexta	Disposición	Final.—Enseñanza	de	 los	derechos	y	de	 los
procesos	 constitucionales.	 En	 todos	 los	 centros	 de	 enseñanza,
de	 cualquier	 nivel,	 civiles,	 o	 militares,	 se	 impartirán	 cursos
obligatorios	 sobre	 derechos	 fundamentales	 y	 procesos
constitucionales.
Compete	promover	y	supervisar	esta	tarea	al	Ministerio	de
Educación;	a	la	Asamblea	Nacional	de	Rectores,	y	a	los	ministerios
de	Defensa	y	del	Interior.	El	Ministerio	de	Justicia	queda
encargado	de	la	labor	de	publicación	y	difusión	de	la	Constitución
y	textos	básicos	conexos.	Queda	encargado	igualmente	de	editar,
periódicamente,	una	versión	fidedigna	de	todas	las	constituciones
históricas	del	Perú	y	de	la	vigente	Constitución.	Adicionalmente
editará	y	patrocinará	estudios,	publicaciones,	textos,
jurisprudencia	y	legislación	constitucional.
Ley	28237.
Séptima	Disposición	Final.—Gaceta	Constitucional.	La	Gaceta
Constitucional	es	el	órgano	oficial	del	Tribunal	Constitucional	y
será	editada	periódicamente,	sin	perjuicio	de	otras	compilaciones
oficiales	y	de	la	publicación	electrónica	de	su	jurisprudencia.	En
ella	el	Tribunal	Constitucional	dará	cuenta	de	sus	actividades,
publicará	los	documentos	relacionados	con	su	marcha
institucional,	así	como	las	resoluciones	finales	de	los	procesos
constitucionales	de	su	competencia.	Esta	publicación	se	hace	con
independencia	de	la	que	efectúe	obligatoriamente	el	Diario	Oficial
El	Peruano.
LEY	N°	28301
Ley	Orgánica	del	Tribunal	Constitucional
TÍTULO	I
Del	Tribunal	Constitucional
CAPÍTULO	I
Organización	y	atribuciones
Ley	28301.
ART.	 1°.—Definición.	 El	 Tribunal	 Constitucional	 es	 el	 órgano
supremo	de	 interpretación	y	 control	de	 la	 constitucionalidad.	Es
autónomo	e	independiente	de	los	demás	órganos	constitucionales.
Se	encuentra	sometido	sólo	a	 la	Constitución	y	a	su	ley	orgánica.
El	Tribunal	Constitucional	tiene	como	sede	la	ciudad	de	Arequipa.
Puede,	por	acuerdo	mayoritario	de	sus	miembros,	tener	sesiones
descentralizadas	en	cualquier	otro	lugar	de	la	República.
Ley	28301.
ART.	 2°.—Competencia.	 El	 Tribunal	 Constitucional	 es
competente	 para	 conocer	 de	 los	 procesos	 que	 contempla	 el
artículo	202	de	la	Constitución.
El	 tribunal	 puede	 dictar	 reglamentos	 para	 su	 propio
funcionamiento,	 así	 como	 sobre	 el	 régimen	 de	 trabajo	 de	 su
personal	y	servidores	dentro	del	ámbito	de	la	presente	ley.	Dichos
reglamentos,	 una	 vez	 aprobados	 por	 el	 pleno	 del	 tribunal	 y
autorizados	por	su	presidente,	 se	publican	en	el	Diario	Oficial	El
Peruano.
Ley	28301.
ART.	 3°.—Atribución	 exclusiva.	 En	 ningún	 caso	 se	 puede
promover	contienda	de	competencia	o	de	atribuciones	al	tribunal
respecto	 de	 los	 asuntos	 que	 le	 son	 propios	 de	 acuerdo	 con	 la
Constitución	y	la	presente	ley.
El	 tribunal	 resuelve	 de	 oficio	 su	 falta	 de	 competencia	 o	 de
atribuciones.
Ley	28301.
ART.	4°.—Iniciativa	legislativa.	El	Tribunal	Constitucional	tiene
iniciativa	en	la	formación	de	las	leyes,	en	las	materias	que	le	son
propias,	conforme	el	artículo	107	de	la	Constitución.
Ley	28301.
ART.	5°.—Quórum.	El	quórum	del	Tribunal	Constitucional	es	de
cinco	 de	 sus	 miembros.	 El	 tribunal,	 en	 sala	 plena,	 resuelve	 y
adopta	acuerdos	por	mayoría	simple	de	votos	emitidos,	salvo	para
resolver	la	inadmisibilidad	de	la	demanda	de	inconstitucionalidad
o	para	dictar	sentencia	que	declare	la	inconstitucionalidad	de	una
norma	 con	 rango	 de	 ley,	 casos	 en	 los	 que	 existen	 cinco	 votos
conformes.
De	no	alcanzarse	la	mayoría	calificada	de	cinco	votos	en	favor	de
la	inconstitucionalidad	de	la	norma	impugnada,	el	tribunal	dictará
sentencia	 declarando	 infundada	 la	 demanda	 de
inconstitucionalidad.
En	ningún	 caso	 el	 Tribunal	 Constitucional	 deja	 de	 resolver.	 Los
magistrados	son	irrecusables	pero	pueden	abstenerse	de	conocer
algún	 asunto	 cuando	 tengan	 interés	 directo	 o	 indirecto	 o	 por
causal	de	decoro.	Los	magistrados	tampoco	pueden	dejar	de	votar,
debiendo	hacerlo	en	 favor	o	en	contra	en	cada	oportunidad.	Los
fundamentos	de	voto	y	los	votos	singulares	se	emiten	juntamente
con	la	sentencia,	de	conformidad	a	la	ley	especial.
Para	 conocer,	 en	 última	 y	 definitiva	 instancia,	 las	 resoluciones
denegatorias	 de	 los	 procesos	 de	 amparo,	 hábeas	 corpus,	 hábeas
data	 y	 de	 cumplimiento,	 iniciadas	 ante	 los	 jueces	 respectivos,	 el
tribunal	está	constituido	por	dos	salas,	con	tres	miembros	de	cada
una.	Las	resoluciones	requieren	tres	votos	conformes.
En	 caso	 de	 no	 reunirse	 el	 número	 de	 votos	 requeridos	 cuando
ocurra	alguna	de	las	causas	de	vacancias	que	enumera	el	artículo
16	de	esta	 ley,	 cuando	alguno	de	 sus	miembros	esté	 impedido	o
para	dirimir	 la	discordia	se	 llama	a	 los	miembros	de	la	otra	sala,
en	 orden	 de	 antigüedad,	 empezando	 del	 menos	 antiguo	 al	 más
antiguo	y,	en	último	caso,	al	presidente	del	tribunal.
JURISPRUDENCIA.—No	es	necesario	citar	a	audiencia	pública	para	que
el	magistrado	dirimente	emita	su	voto:	concepción	publicista	de	un	TC
que	no	está	sujeto	a	la	actividad	de	las	partes.	“Que	la	Ley	Orgánica	del
Tribunal	Constitucional	dispone	que	‘En	caso	de	no	reunirse	el	número	de
votos	requeridos	cuando	ocurra	alguna	de	las	causas	de	vacancia	que
enumera	el	artículo	16	de	esta	ley	(...);	en	tal	línea	el	Reglamento	Normativo,
en	su	artículo	11,	dispone	que	en	caso	de	discordia	surgida	en	causas	vistas
por	las	salas	se	llamará	al	magistrado	menos	antiguo	de	la	otra,	el	que	podrá
hacer	uso	de	las	grabaciones	o	llamar	a	audiencia	para	emitir	su	voto.
3.	Que	se	advierte	que	la	regla	contenida	en	el	reglamento	citado	expone	una
potestad	atribuida	al	magistrado	y	se	ajusta	a	los	fines	y	principios	del
proceso	constitucional	sintetizados	en	el	principio	de	celeridad	y	de
unilateralidad	que,	con	especial	rigor,	inspira	a	los	procesos	de	hábeas	corpus
como	el	de	autos.
4.	Que	esta	regla	no	debe	confundirse	con	aquella	que	se	recoge	en	el	artículo
29	del	reglamento	normativo,	(...),	la	cual	ha	sido	estatuida	por	este	tribunal
desde	la	costumbre	mas	no	por	una	exigencia	legal	y	que	se	arraiga	en	el
propósito	de	que	los	magistrados	puedan	recoger	de	las	partes	y	de	los
abogados	sus	posiciones	respecto	del	conflicto	que	llevan	a	la	justicia
constitucional	para	mejor	decidir;	no	obstante	la	regla	no	se	aplica	a	la
dirimencia	de	las	posiciones	expresadas	por	los	magistrados	que	se
encuentran	en	discordia	pues	estas	posiciones	no	se	someten	a	debate	de	las
partes	sino	que	se	someten	al	dirimente	para	que	brinde	su	posición	respecto
de	ellas.	(...)	por	otro	lado	se	aduce	que	la	supuesta	omisión	vulnera	el	derecho
de	defensa	de	las	partes;	este	tribunal	no	comparte	tal	tesis	en	tanto	y	en
cuanto	la	dirimencia	del	juez	se	circunscribe	a	tomar	posición	respecto	de	los
votos	de	los	magistrados	del	tribunal,	los	que	no	están	en	juicio,	por	lo	que	se
concibe	como	un	contrasentido	pretender	que	las	partes	se	defiendan	u
opongan	a	los	votos	de	los	magistrados	del	Tribunal	Constitucional	en	el
proceso	que	está	en	estado	de	dirimencia.	En	todo	caso,	es	el	propio
magistrado	llamado	el	que	a	su	criterio,	evaluará	si	necesita	de	las	posiciones
expresadas	por	las	partes	para	emitir	el	suyo.	Esta	es	una	concepción
publicista	del	proceso	que	involucra	a	un	tribunal	de	la	Constitución	y	de	los
derechos	fundamentales	y	no	se	inspira	en	una	concepción	privatista	del
proceso	en	el	que	el	juez	está	sujeto	a	la	actividad	de	las	partes	(...)”.	(TC,	Exp.
01317-2008-PHC/TC	(Nulidad),	jun.	6/2008.	S.	S.	Mesías	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Un	fundamento	de	voto	no	incide	en	la	parte
resolutiva	de	la	sentencia	pues	solo	es	un	punto	de	vista	de	las	razones
que	fundamentan	el	fallo.	“3.	Que,	en	relación	a	la	afirmación	del	abogado
de	la	demandada	en	el	sentido	que	el	magistrado	Eto	Cruz	habría	emitido	un
voto	singular,	se	recuerda	que	dicho	magistrado	emitió	un	fundamento	de
voto.	Y	los	fundamentos	de	votos	solo	se	refieren	a	puntos	de	vista	u	opiniones
de	las	razones	que	fundamentan	los	fallos,	que	no	inciden	en	la	parte
resolutiva	de	la	sentencia”.	(TC,	Exp.	01317-2008-PHC/TC,	jun.	17/2008.	S.	S.
Mesías	Ramírez)
Ley	28301.
ART.	 6°.—Elección	 de	 presidente	 y	 vicepresidente.	 Los
magistrados	 del	 tribunal,	 en	 pleno	 y	mediante	 votación	 secreta,
elige,	entre	sus	miembros,	al	presidente.
Para	la	elección,	en	primera	votación,	se	requieren	no	menos	de
cinco	votos.	Si	no	se	alcanzan,	se	procede	a	una	segunda	votación,
en	 la	que	 resulta	 elegido	quien	obtiene	mayor	número	de	votos.
En	caso	de	empate	se	efectúa	una	última	votación.	Si	el	empate	se
repite,	 se	elige	al	de	mayor	antigüedad	en	el	 cargo	y,	 en	caso	de
igualdad,	al	de	mayor	antigüedad	en	la	colegiación	profesional.
El	 cargo	 de	 presidente	 del	 tribunal	 dura	 dos	 años.	 Puede
reelegirse	sólo	por	un	año	más.
Por	el	mismo	procedimiento	señalado	en	este	artículo	se	elige	al
vicepresidente,	 a	 quien	 corresponde	 sustituir	 al	 presidente	 en
caso	 de	 ausencia	 temporal	 u	 otro	 impedimento.	 En	 caso	 de
vacancia.	 el	 vicepresidente	 concluye	 el	 período	 del	 presidente;
para	este	último	caso,	en	defecto	del	vicepresidente,	el	magistrado
más	 antiguo	 en	 el	 cargo	 y,	 en	 caso	 de	 igual	 antigüedad,	 el	 de
mayor	 edad	 lo	 sustituye	 en	 caso	 de	 ausencia	 temporal	 u	 otro
impedimento.
Ley	28301.
ART.	7°.—Atribuciones.	El	presidente	representa	al	tribunal.	Lo
convoca	 y	 preside;	 adopta	 las	medidas	 para	 su	 funcionamiento;
comunica	al	Congreso	las	vacantes	y	ejerce	las	demás	atribuciones
que	le	señalan	esta	ley	y	su	reglamento.
CAPÍTULO	II
Magistrados	del	Tribunal	Constitucional
Ley	28301.
ART.	 8°.—Modificado.	 Ley	 29926,	 Art.	 Único.	 Conformación.
El	 tribunal	 está	 integrado	 por	 siete	 miembros,	 con	 el	 título	 de
magistrados	 del	 Tribunal	 Constitucional.	 Son	 designados	 por	 el
Congreso	mediante	 resolución	 legislativa,	 con	 el	 voto	 de	 los	 dos
tercios	del	número	legal	de	sus	miembros.
Para	 tal	 efecto,	 el	 Pleno	 del	 Congreso	 designa	 una	 comisión
especial	 integrada	por	siete	o	nueve	congresistas,	 respetando	en
lo	 posible	 la	 proporcionalidad	 y	 pluralidad	 de	 cada	 grupo
parlamentario	 en	 el	 Congreso,	 para	 encargarse	 de	 conocer	 del
procedimiento	 de	 designación	 en	 cualquiera	 de	 las	 dos
modalidades	siguientes:
1.	Ordinaria
La	comisión	especial	selecciona	a	los	candidatos	que,	a	su	juicio,
merecen	 ser	 declarados	 aptos	 para	 ser	 elegidos.	 Publica	 en	 el
Diario	oficial	El	Peruano	 la	convocatoria	para	 la	presentación	de
propuestas.	 Asimismo,	 publica	 la	 relación	 de	 las	 personas
propuestas	a	fin	de	que	se	puedan	formular	tachas,	las	que	deben
estar	acompañadas	de	prueba	documental.
Presentada	la	propuesta	de	uno	o	más	candidatos	se	convoca	en
término	no	inferior	a	siete	días	al	Pleno	del	Congreso	para	que	se
proceda	a	la	elección.
2.	Especial
La	comisión	especial	selecciona	a	los	candidatos	que,	a	su	juicio,
merecen	 ser	 declarados	 aptos	 para	 ser	 elegidos,	 efectuando	 la
convocatoria	por	invitación.
La	adopción	de	cualquiera	de	las	dos	modalidades	se	realiza	por
acuerdo	de	la	Junta	de	Portavoces.
Cualquiera	 que	 sea	 la	 modalidad	 de	 selección	 adoptada,	 la
comisión	especial	presenta	la	propuesta	de	uno	o	más	candidatos.
Presentada	 la	propuesta,	 el	Pleno	del	Congreso	es	 convocado	en
término	no	inferior	a	siete	días	para	que	se	proceda	a	la	elección
del	magistrado	o	 los	magistrados,	según	el	caso,	que	obtengan	la
mayoría	 prevista	 por	 el	 último	 párrafo	 del	 artículo	 201	 de	 la
Constitución	 Política	 del	 Perú.	 Si	 no	 se	 obtiene	 la	 mayoría
requerida,	 se	 procede	 a	 una	 segunda	 votación.	 Si	 concluidos	 los
cómputos,	 no	 se	 logra	 cubrir	 las	 plazas	 vacantes,	 la	 comisión
procede,	 en	 un	 plazo	máximo	de	 diez	 días	 naturales,	 a	 formular
sucesivas	propuestas,	hasta	que	se	realice	la	elección.
Se	aplican,	además,	las	disposiciones	pertinentes	del	Reglamento
del	Congreso.
Ley	28301.
ART.	9°.—Duración	del	cargo.	La	designación	para	 el	 cargo	de
magistrado	del	tribunal	se	hace	por	cinco	años.	No	hay	reelección
inmediata.
Ley	28301.
ART.	10.—Modificado.	Ley	28943,	Art.	Único.	Aviso
anticipado.	Antes	de	los	seis	(6)	meses,	previos	a	la	fecha	de
expiración	de	los	nombramientos,	el	Presidente	del	Tribunal	se
dirige	al	Presidente	del	Congreso	para	solicitarle	el	inicio	del
procedimiento	de	elección	de	nuevos	magistrados.
Los	magistrados	del	tribunal	continúan	en	el	ejercicio	de	sus
funciones	hasta	que	hayan	tomado	posesión	quienes	han	de
sucederles.
Ley	28301.
ART.	 11.—Requisitos.	 Para	 ser	 magistrado	 del	 tribunal	 se
requiere:
1.	Ser	peruano	de	nacimiento.
2.	Ser	ciudadano	en	ejercicio.
3.	Ser	mayor	de	cuarenta	y	cinco	años.
4.	Haber	sido	magistrado	de	la	Corte	Suprema	o	Fiscal	Supremo,
o	magistrado	superior	o	fiscal	superior	durante	diez	años,	o	haber
ejercido	la	abogacía	o	la	cátedra	universitaria	en	materia	jurídica
durante	quince	años.
Ley	28301.
ART.	12.—Impedimentos.	No	pueden	ser	elegidos	miembros	del
tribunal.
1.	Los	magistrados	del	Poder	Judicial	o	del	Ministerio	Público	que
hayan	 sido	 objeto	 de	 separación	 o	 destitución	 por	 medida
disciplinaria;
2.	Los	abogados	que	han	sido	inhabilitados	por	sentencia	judicial
o	por	resolución	del	Congreso	de	la	República;
3.	 Los	 que	 han	 sido	 condenados	 o	 que	 se	 encuentran	 siendo
procesados	por	delito	doloso;
4.	 Los	 que	 han	 sido	 declarados	 en	 estado	 de	 insolvencia	 o	 de
quiebra;	y,
5.	 Los	 que	 han	 ejercido	 cargos	 políticos	 o	 de	 confianza	 en
gobiernos	de	facto.
Ley	28301.
ART.	 13.—Dedicación	exclusiva.	 La	 función	 de	magistrado	 del
tribunal	es	a	dedicación	exclusiva.	Le	está	prohibido	desempeñar
cualquier	 otro	 cargo	 público	 o	 privado	 y	 ejercer	 cualquier
profesión	 u	 oficina,	 a	 excepción	 de	 la	 docencia	 universitaria,
siempre	que	no	afecte	el	normal	funcionamiento	del	tribunal.
Los	 magistrados	 del	 tribunal	 están	 impedidos	 de	 defender	 o
asesorar	 pública	 o	 privadamente,	 salvo	 en	 causa	 propia,	 de	 su
cónyuge,	ascendientes	o	descendientes.
Les	 alcanza,	 además,	 las	 mismas	 incompatibilidades	 de	 los
congresistas.	 Están	 prohibidas	 de	 afiliarse	 a	 organizaciones
políticas.
Cuando	 concurriera	 causa	 de	 incompatibilidad	 en	 quien	 fuera
designado	 como	 magistrado	 del	 tribunal,	 debe,	 antes	 de	 tomar
posesión,	cesar	en	el	cargo	o	en	la	actividad	incompatible.	Si	no	lo
hace	en	el	plazo	de	diez	días	naturales	siguientes	a	su	designación,
se	entiende	que	no	acepta	el	cargo.
Ley	28301.
ART.	14.—Privilegios	inherentes	a	la	función.	Los	magistrados
del	 tribunal	 no	 están	 sujetos	 a	 mandato	 imperativo,	 ni	 reciben
instrucciones	 de	 ninguna	 autoridad.	 Gozan	 de	 inviolabilidad.	 No
responden	por	los	votos	u	opiniones	emitidas	en	el	ejercicio	de	su
cargo.	También	gozan	de	inmunidad.	No	pueden	ser	detenidos,	ni
procesados	sin	autorización	del	pleno	del	tribunal,	salvo	flagrante
delito.
Ley	28301.
ART.	 15.—Derechos	 y	 prerrogativas.	 Los	 magistrados	 del
tribunal	 gozan	 de	 los	 mismos	 derechos	 y	 prerrogativas	 que	 los
congresistas.
Ley	28301.
ART.	16.—Vigencia.	El	cargo	de	magistrado	del	tribunal	vaca	por
cualquiera	de	las	siguientes	causas:
1.	Por	muerte;
2.	Por	renuncia;
3.	 Por	 incapacidad	 moral	 o	 incapacidad	 física	 permanente	 que
inhabilite	para	el	ejercicio	de	la	función;
4.	 Por	 incurrir	 en	 culpa	 inexcusable	 en	 el	 cumplimiento	 de	 los
derechos	inherentes	a	su	cargo;
5.	Por	violar	la	reserva	propia	de	la	función;
6.	Por	haber	sido	condenado	por	la	comisión	de	delito	doloso;	y,
7.	Por	incompatibilidad	sobreviniente.
El	magistrado	que	 incurra	 en	 causal	 de	 vacancia	 y,	 no	obstante
ello,	continúe	en	su	cargo,	es	destituido	por	el	tribunal	tan	pronto
como	éste	tome	conocimiento	de	dicha	situación.
La	vacancia	en	el	cargo	de	magistrado	del	 tribunal,	en	 los	casos
contemplados	por	los	incisos	1,	2	y	6,	se	decreta	por	el	presidente.
En	 los	 demás	 casos,	 decide	 el	 tribunal	 en	 pleno,	 para	 lo	 cual	 se
requiere	no	menos	de	cuatro	votos	conformes.
Ley	28301.
ART.	 17.—Elección	 de	 nuevo	 magistrado.	 Producida	 una
vacante	 por	 causal	 distinta	 de	 la	 expiración	 del	 plazo	 de
designación,	el	Congreso	elige	nuevo	magistrado	constitucional	de
acuerdo	con	el	procedimiento	previsto	en	el	artículo	8°.
Ley	28301.
ART.	 18.—Suspensión	 de	 magistrados.	 Los	 magistrados	 del
tribunal	 pueden	 ser	 suspendidos	 por	 el	 pleno,	 como	 medida
previa,	siempre	que	incurran	en	delito	flagrante.
La	suspensión	requiere	no	menos	de	cuatro	votos	conformes.
Ley	28301.
ART.	 19.—Juramento.	 Para	 asumir	 el	 cargo	 de	magistrado	 del
tribunal	 se	 requiere	 prestar	 juramento	 ante	 el	 presidente	 del
tribunal	 y	 éste	 lo	 presta	 antes	 su	 predecesor,	 después	 de	 haber
sido	 elegido	 en	 una	 audiencia	 preliminar,	 conforme	 al
procedimiento	previsto	en	el	artículo	6°.
TÍTULO	II
Del	personal	al	servicio	del	Tribunal
Constitucional
Ley	28301.
ART.	20.—Régimen	laboral.	El	personal	al	servicio	del	 tribunal
se	rige	por	las	normas	relativas	al	régimen	laboral	de	la	actividad
privada.	El	reglamento	establece	los	cargos	de	confianza.
Ley	28301.
ART.	 21.—Gabinete	 de	 asesores.	 El	 tribunal	 cuenta	 con	 un
gabinete	 de	 asesores	 especializados	 integrado	 por	 abogados
seleccionados	mediante	concurso	público	por	un	plazo	de	tres	(3)
años	y	que	se	ajusta	a	las	reglas	que	señale	el	reglamento.
TÍTULO	III
Del	centro	de	estudios	constitucionales
Ley	28301.
ART.	 22.—Centro	 de	 Estudios	 Constitucionales.	 El	 Centro	 de
Estudios	 Constitucionales	 es	 el	 órgano	 de	 investigación,
académico	y	técnico	de	apoyo	al	desarrollo	y	cumplimiento	de	los
objetivos	del	Tribunal	Constitucional.	Organiza	cursos	en	ciencias
constitucionales	 y	 derechos	 humanos.	 Su	 implementación	 no
irroga	 gastos	 públicos	 distinto	 al	 previsto	 en	 su	 presupuesto.	 El
pleno	aprueba	su	reglamento.
DISPOSICIONES	FINALES
Ley	28301.
Primera	Disposición	Final.—Los	jueces	y	tribunales	interpretan	y
aplican	las	leyes	y	toda	norma	con	rango	de	ley	y	los	reglamentos
respectivos	 según	 los	 preceptos	 y	 principios	 constitucionales,
conforme	 a	 la	 interpretación	 de	 los	 mismos	 que	 resulte	 de	 las
resoluciones	dictadas	por	el	Tribunal	Constitucional	en	todo	tipo
de	procesos,	bajo	responsabilidad.
Ley	28301.
Segunda	 Disposición	 Final.—Los	 jueces	 y	 tribunales	 sólo
inaplican	 las	 disposiciones	 que	 estimen	 incompatible	 con	 la
Constitución	 cuando	 por	 vía	 interpretativa	 no	 sea	 posible	 la
adecuación	de	tales	normas	al	ordenamiento	constitucional.
Ley	28301.
Tercera	Disposición	Final.—El	proyecto	de	presupuesto	anual	del
Tribunal	 Constitucional	 es	 presentado	 ante	 el	 Poder	 Ejecutivo
dentro	del	plazo	que	la	ley	establece.	Es	incluido	en	el	Proyecto	de
Ley	de	Presupuesto;	es	sustentado	por	el	presidente	del	 tribunal
ante	el	pleno	del	Congreso.
Ley	28301.
Cuarta	Disposición	Final.—La	presente	ley	entra	en	vigencia
simultáneamente	con	la	Ley	N°	28237,	Código	Procesal
Constitucional.
DISPOSICIÓN	DEROGATORIA
Ley	28301.
Única	Disposición	Derogatoria.—Con	la	entrada	en	vigencia	de	la
presente	 ley	 se	 deroga	 la	 Ley	 N°	 26435,	 así	 como	 las	 demás
disposiciones	que	se	opongan	a	esta	ley.
R.	ADM.	N°	095-2004-P/TC
Reglamento	Normativo	del	Tribunal
Constitucional
R.	Adm.	095-2004-P/TC.
Artículo	Único.—Publicar	el	Reglamento	Normativo	del	Tribunal
Constitucional	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano.
TÍTULO	I
Del	Tribunal	Constitucional
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	1°.—Control	e	interpretación	constitucional.	El	Tribunal
Constitucional	 es	 el	 órgano	 supremo	de	 interpretación	 y	 control
de	 la	 constitución.	 Es	 autónomo	 e	 independiente	 de	 los	 demás
órganos	constitucionales,	sólo	está	sometido	a	la	constitución	y	a
su	ley	orgánica.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 2°.—Modificado.	 R.	 Adm.	 034-2005-P/TC,	 Art.	 1°.
Composición	 y	 ejercicio	 de	 atribuciones.	 El	 Tribunal
Constitucional	 se	 compone	 de	 siete	magistrados	 elegidos	 por	 el
Congreso	de	 la	República	 con	el	 voto	 favorable	de	por	 lo	menos
dos	tercios	del	número	legal	de	sus	miembros	y	por	un	período	de
cinco	años.	No	hay	 reelección	 inmediata.	Ejerce	 sus	atribuciones
jurisdiccionales	con	arreglo	a	la	Constitución,	a	su	ley	orgánica,	al
Código	Procesal	Constitucional	y	a	este	reglamento.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 3°.—Sede	 y	 funcionamiento.	 El	 Tribunal	 Constitucional
tiene	como	sede	la	ciudad	de	Arequipa.	Puede	celebrar	audiencias
en	cualquier	otra	ciudad	de	la	República.
Las	oficinas	administrativas	funcionan	en	la	ciudad	de	Lima.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 4°.—Reglamentación.	 Corresponde	 al	 Tribunal
Constitucional	 dictar	 los	 reglamentos	 para	 su	 propio
funcionamiento,	 así	 como	 las	 disposiciones	 relacionadas	 con	 el
régimen	de	trabajo	de	su	personal	y	servidores	dentro	del	ámbito
de	su	ley	orgánica.	Dichos	reglamentos,	una	vez	aprobados	por	el
pleno	del	tribunal	y	autorizados	por	su	presidente,	se	publican	en
el	Diario	Oficial	El	Peruano.
TÍTULO	II
De	las	atribuciones	del	Tribunal
Constitucional
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	5°.—Competencia.	Corresponde	al	Tribunal	Constitucional:
1.	Conocer,	en	instancia	única,	la	acción	de	inconstitucionalidad;
2.	 Conocer,	 en	 última	 y	 definitiva	 instancia,	 las	 resoluciones
denegatorias	 de	 hábeas	 corpus,	 amparo,	 hábeas	 data	 y
cumplimiento;
3.	 Conocer	 los	 conflictos	 de	 competencia	 o	 de	 atribuciones
asignadas	por	la	constitución,	conforme	a	ley;	y,
4.	 Resolver	 las	 quejas	 por	 denegatoria	 del	 recurso	 de	 agravio
constitucional.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 6°.—Atribución	 exclusiva.	 En	 ningún	 caso	 se	 puede
promover	 contienda	 de	 competencia	 o	 de	 atribuciones	 ante	 el
Tribunal	 Constitucional	 en	 los	 asuntos	 que	 le	 son	 propios	 de
acuerdo	con	la	Constitución	Política	del	Perú	y	su	ley	orgánica.
El	 tribunal	 declara	 de	 oficio	 su	 falta	 de	 competencia	 o	 de
atribuciones.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 7°.—Plazos	 de	 prescripción.	 La	 acción	 de
inconstitucionalidad	de	una	norma	con	rango	de	ley	prescribe	en
el	plazo	de	seis	(6)	años	contados	a	partir	de	su	publicación,	y	la
de	 los	 tratados	 en	 el	 plazo	de	 seis	 (6)	meses,	 sin	perjuicio	de	 lo
dispuesto	por	el	artículo	138	de	la	Constitución.
La	prescripción	de	las	acciones	de	garantías	se	rige	por	el	Código
Procesal	Constitucional.
El	tribunal	puede	fundar	sus	fallos	en	la	prescripción	aunque	no
haya	sido	invocada.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 8°.—Modificado.	 R.	 Adm.	 096-2008-P/TC,	 Art.	 Único.
Irrecusabilidad	 y	 abstención	 de	 los	 magistrados.	 Los
magistrados	 del	 tribunal	 son	 irrecusables,	 pero	 pueden
abstenerse	de	conocer	algún	asunto	cuando	tengan	interés	directo
o	 indirecto	 o	 por	 causal	 de	 decoro,	 salvo	 que	 el	 hecho	 impida
resolver.	 Los	 magistrados	 no	 pueden	 abstenerse	 de	 votar,
debiendo	hacerlo	a	favor	o	en	contra	en	cada	oportunidad.	Antes
de	 su	 deliberación	 por	 el	 pleno	 el	 proyecto	 se	 pone	 en
conocimiento	de	los	magistrados	para	su	estudio	con	una	semana
de	anticipación.	Los	fundamentos	de	voto	y	los	votos	singulares	se
emiten	conjuntamente	con	la	sentencia.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	9°.—Precedencias.	El	orden	de	precedencia	en	el	Tribunal
Constitucional	 es	 el	 de	 presidente,	 vicepresidente	 y	magistrados
por	orden	de	antigüedad	en	el	cargo	y,	en	caso	de	igualdad,	por	el
de	mayor	antigüedad	en	la	colegiatura.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 10.—Modificado.	 R.	 Adm.	 138-2015-P-TC,	 Art.	 1°.	 El
quórum	del	Pleno	del	Tribunal	Constitucional	es	de	cinco	de
sus	miembros.	El	pleno	del	tribunal	resuelve	y	adopta	acuerdos
por	 mayoría	 simple	 de	 votos	 emitidos,	 salvo	 para	 resolver	 la
inadmisibilidad	 de	 una	 demanda	 de	 inconstitucionalidad	 o	 para
dictar	sentencia	que	declare	la	inconstitucionalidad	de	una	norma
con	 rango	 de	 ley,	 casos	 en	 los	 que	 se	 exigen	 cinco	 votos
conformes.
De	no	alcanzarse	la	mayoría	calificada	de	cinco	votos	en	favor	de
la	inconstitucionalidad	de	la	norma	impugnada,	el	tribunal	dictará
sentencia	 declarando	 infundada	 la	 demanda	 de
inconstitucionalidad.
Para	 aprobar	 un	 precedente	 y	 para	 establecer,	 con	 carácter
vinculante,	 interpretaciones	sobre	el	 contenido	normativo	de	 las
disposiciones	 con	 rango	 de	 ley,	 conforme	 a	 la	 Constitución,	 se
requiere	cuatro	votos	en	un	mismo	sentido	resolutivo.
En	 ningún	 caso	 el	 Tribunal	 Constitucional	 puede	 dejar	 de
resolver.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 10-A.—Incorporado.	 R.	 Adm.	 028-2011-P/TC.	 El
presidente	 del	 Tribunal	 Constitucional	 cuenta	 con	 el	 voto
decisorio	para	las	causas	que	son	competencia	especial	del	pleno
en	la	que	se	produzca	un	empate	de	ponencias.	Cuando	por	alguna
circunstancia	el	presidente	del	Tribunal	Constitucional	no	pudiese
intervenir	para	la	resolución	del	caso,	el	voto	decisorio	recae	en	el
vicepresidente	del	Tribunal	Constitucional.	En	caso	este	último	no
pudiese	 intervenir	 en	 la	 resolución	 del	 caso,	 el	 voto	 decisorio
seguirá	 la	 regla	 de	 antigüedad,	 empezando	 del	 magistrado	 más
antiguo	 al	 menos	 antiguo	 hasta	 encontrar	 la	 mayoría	 necesaria
para	la	resolución	del	caso.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	11.—Modificado.	R.	Adm.	031-2006-P/TC,	Art.	Único.
Resoluciones	de	las	salas.	El	tribunal	conoce,	en	última	y
definitiva	instancia,	las	resoluciones	denegatorias	de	acciones	de
hábeas	corpus,	amparo,	hábeas	data	y	cumplimiento,	iniciadas
ante	los	jueces	respectivos,	mediante	dos	salas	integradas	por	tres
magistrados.	La	sentencia	requiere	tres	votos	conformes.
Una	de	las	salas	se	encargará	de	calificar	la	procedencia	de	las
causas	que	lleguen	al	tribunal.	La	sala	determinará	si,	tras	la
presentación	de	los	recursos	de	agravio	constitucional,	se	debe
ingresar	a	resolver	sobre	el	fondo.	Para	realizar	tal	análisis,	aparte
de	los	criterios	establecidos	en	el	artículo	18	del	Código	Procesal
Constitucional,	la	sala	declarará	su	improcedencia,	a	través	de	un
auto,	en	los	siguientes	supuestos:	si	el	recurso	no	se	refiere	a	la
protección	del	contenido	esencial	del	ámbito	constitucionalmente
protegido	de	un	derecho	fundamental;	si	el	objeto	del	recurso,	o
de	la	demanda,	es	manifiestamente	infundado,	por	ser	fútil	o
inconsistente;	o,	si	ya	se	ha	decidido	de	manera	desestimatoria	en
casos	sustancialmente	idénticos,	pudiendo	acumularse.
En	caso	de	no	reunirse	el	número	de	votos	requeridos,	cuando
ocurra	alguna	de	las	causas	de	vacancia	que	enumera	el	artículo
16	de	la	Ley	N°	28301,	cuando	alguno	de	sus	miembros	esté
impedido	o	para	dirimir	la	discordia,	se	llama	a	los	magistrados	de
la	otra	sala,	en	orden	de	antigüedad,	empezando	del	menos
antiguo	al	más	antiguo	y,	en	último	caso,	al	presidente	del
tribunal.	En	tales	supuestos,	el	llamado	puede	usar	la	grabación	de
la	audiencia	realizada	o	citar	a	las	partes	para	un	nuevo	informe.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	11-A.—Incorporado.	R.	Adm.	065A-2010-P/TC,	Art.	1°.	El
magistrado	llamado	para	dirimir	la	discordia	es	aquel	que	se
encuentra	integrando	la	otra	sala	al	momento	que	surge	la
discordia.
El	llamado	lo	hace	el	presidente	de	la	sala	o	el	magistrado	más
antiguo	que	participó	en	la	vista	de	la	causa.
En	los	casos	de	discordia	surgidas	en	pedidos	de	aclaración;
subsanación,	pedidos	de	nulidad	y	otras	incidencias,	se	procederá
de	acuerdo	con	lo	previsto	en	el	quinto	párrafo	del	artículo	5°	de
la	Ley	Orgánica	del	Tribunal	Constitucional,	ello	en	atención	a	lo
previsto	en	el	tercer	párrafo	del	artículo	5°	de	la	Ley	Orgánica	del
Tribunal	Constitucional,	el	cual	establece	que	en	ningún	caso	el
Tribunal	Constitucional	deja	de	resolver.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	11-B.—Incorporado.	R.	Adm.	065A-2010-P/TC,	Art.	1°.
Para	el	trámite	de	las	abstenciones,	inhibiciones	o	excusas	de	los
magistrados	se	deberán	seguir	las	siguientes	reglas:
a)	Las	abstenciones,	inhibiciones,	excusas	se	tramitan	por	escrito
y	con	fecha.
b)	La	aceptación	de	las	abstenciones,	inhibiciones	o	excusas
presentadas	después	de	la	vista	de	la	causa	debe	ser	aceptada	por
los	dos	magistrados	restantes	de	la	sala.
c)	Cuando	quien	formula	abstención,	inhibición	o	excusa	es	el
llamado	a	dirimir	una	discordia	surgida	en	las	salas,	bastará	con	la
aceptación	de	dos	magistrados	que	participaron	en	la	vista	de	la
causa.
d)	No	hay	abstención,	inhibición	o	excusa	para	resolver	la
abstención,	inhibición	o	excusa	de	otro	magistrado.
e)	Las	abstenciones,	inhibiciones	o	excusas	proceden	siempre
que	no	se	impida	resolver.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 12.—Modificado.	 R.	 Adm.	 001A-2011-P/TC,	 Art.	 Único.
De	la	presidencia	de	las	salas.	El	presidente	del	tribunal	preside
los	 plenos	 administrativos	 y	 jurisdiccionales,	 así	 como	 las
audiencias	públicas	de	pleno.	Las	presidencias	y	conformación	de
las	 salas	 son	 acordadas	 por	 el	 pleno	 al	 inicio	 de	 cada	 año,	 a
propuesta	del	presidente	del	tribunal.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 13.—Modificado.	 R.	 Adm.	 016-2006-P/TC,	 Art.	 Único.
Competencia	 especial	 del	 pleno.	 Los	 procesos	 referidos	 en	 el
artículo	 11	 iniciados	 ante	 las	 respectivas	 salas	 de	 las	 cortes
superiores,	 y	 todos	 los	 que,	 al	 ser	 resueltos,	 pueden	 establecer
jurisprudencia	constitucional	o	apartarse	de	la	precedente,	deben
ser	vistos	por	el	pleno,	a	petición	de	cualquiera	de	sus	miembros.
En	 tales	 casos	 se	 procede	 conforme	 al	 artículo	 5°	 de	 la	 Ley	 N°
28301.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	13-A.—Incorporado.	R.	Adm.	034-2005-P/TC,	Art.	2°.
Facultad	Especial.	El	pleno	o	las	salas	pueden	solicitar	los
informes	que	estimen	necesarios	a	los	órganos	de	gobierno	y	de	la
administración	y	requerir	respuesta	oportuna	de	ellos,	de	acuerdo
al	artículo	119	del	Código	Procesal	Constitucional;	así	como
solicitar	información	del	(los)	amicus	curiae	(amici	curiarum),	si
fuera	el	caso,	que	permita	esclarecer	aspectos	especializados	que
puedan	surgir	del	estudio	de	los	actuados.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	14.—Acumulación	de	procesos.	El	Tribunal	Constitucional
puede,	 en	 cualquier	 momento,	 disponer	 la	 acumulación	 de
procesos,	cuando	exista	conexidad	entre	ellos.
TÍTULO	III
De	los	magistrados
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 15.—Requisitos.	 Para	 ser	 magistrados	 del	 tribunal	 se
requiere:
1.	Ser	peruano	de	nacimiento.
2.	Ser	ciudadano	en	ejercicio.
3.	Ser	mayor	de	cuarenta	y	cinco	años;
4.	Haber	sido	magistrado	de	la	Corte	Suprema	o	fiscal	supremo,	o
magistrado	superior	o	 fiscal	superior	durante	diez	años,	o	haber
ejercido	la	abogacía	o	la	cátedra	universitaria	en	materia	jurídica
durante	quince	años,	y
5.	No	estar	comprendido	en	alguno	de	los	supuestos	enumerados
en	el	artículo	12	de	la	Ley	N°	28301.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 16.—Asunción	 del	 cargo.	 Los	 miembros	 del	 tribunal
constitucional	 asumen	 sus	 cargos	 dentro	 de	 los	 diez	 días
siguientes	 a	 la	 publicación,	 en	 el	Diario	Oficial	 El	 Peruano,	 de	 la
correspondiente	 resolución	 legislativa	 que	 los	 nombra,	 previo
juramento	o	promesa	de	cumplir	la	Constitución	Política	del	Perú.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 17.—Exclusividad,	 impedimentos,	 prohibiciones	 e
incompatibilidades.	 La	 función	 de	 magistrado	 del	 Tribunal
Constitucional	 es	 a	 dedicación	 exclusiva.	 Les	 está	 prohibido
desempeñar	 cualquier	 otro	 cargo	 público	 o	 privado	 y	 ejercer
cualquier	 profesión	 u	 oficio,	 a	 excepción	 de	 la	 docencia
universitaria,	siempre	que	no	afecte	el	normal	funcionamiento	del
tribunal.
Los	 magistrados	 del	 tribunal	 están	 impedidos	 de	 defender	 o
asesorar	 pública	 o	 privadamente,	 salvo	 en	 causa	 propia,	 de	 su
cónyuge,	ascendientes	o	descendientes;	y,	en	ningún	caso,	de	usar
las	influencias	de	sus	cargos.
Les	 alcanzan,	 además,	 las	 mismas	 incompatibilidades	 de	 los
congresistas.	 Están	 prohibidos	 de	 afiliarse	 a	 organizaciones
políticas.	Cuando	concurriera	causa	de	incompatibilidad	de	quien
fuera	 designado	 como	 magistrado	 del	 tribunal,	 debe,	 antes	 de
tomar	posesión	del	cargo,	cesar	en	el	que	venía	desempeñando	o
en	 la	 actividad	 incompatible,	 acreditando	 el	 hecho	 ante	 el
presidente	 del	 tribunal.	 Si	 no	 lo	 hace	 en	 el	 plazo	 de	 diez	 días
naturales	siguientes	a	su	designación,	se	entiende	que	no	acepta	el
cargo.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 18.—Inmunidad.	 Los	 magistrados	 del	 Tribunal
Constitucional	no	están	sujetos	a	mandato	imperativo,	ni	reciben
instrucciones	 de	 ninguna	 autoridad.	 Gozan	 de	 inviolabilidad	 e
inmunidad.	no	responden	por	los	votos	u	opiniones	emitidos	en	el
ejercicio	 de	 su	 función.	 No	 pueden	 ser	 detenidos	 ni	 procesados
penalmente	sin	autorización	del	pleno	del	tribunal,	salvo	flagrante
delito.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 19.—Deberes	 de	 los	 magistrados.	 Son	 deberes	 de	 los
magistrados	del	Tribunal	Constitucional:
1.	 Cumplir	 y	 hacer	 cumplir	 el	 principio	 de	 primacía	 de	 la
Constitución	 Política	 del	 Perú	 y	 la	 vigencia	 efectiva	 de	 los
derechos	constitucionales.
2.	 Cumplir	 y	 hacer	 cumplir	 su	 ley	 orgánica,	 el	 Código	 Procesal
Constitucional,	el	ordenamiento	jurídico	de	la	Nación	y	el	presente
reglamento;
3.	 Resolver	 los	 asuntos	 de	 su	 competencia	 con	 sujeción	 a	 la
garantía	del	debido	proceso	y	dentro	de	los	plazos	legales;
4.	 Aplicar	 la	 norma	 constitucional	 correspondiente	 y	 los
principios	 del	 derecho	 constitucional,	 aunque	 no	 hubieran	 sido
invocados	en	el	proceso;
5.	 Guardar	 absoluta	 reserva	 respecto	 de	 los	 asuntos	 en	 que
interviene;
6.	 Observar	 el	 horario	 de	 trabajo	 y	 en	 especial	 el	 que
corresponde	a	las	audiencias;
7.	Denegar	liminarmente	las	peticiones	maliciosas	y	los	escritos	y
exposiciones	contrarias	a	 la	dignidad	de	 las	personas,	y	poner	el
hecho	en	conocimiento	del	respectivo	colegio	de	abogados;
8.	Tratar	con	respeto	a	los	abogados	y	a	las	partes,
9.	 Denunciar	 ante	 el	 presidente	 los	 casos	 en	 que	 observen	 el
ejercicio	ilegal	o	indebido	de	la	profesión;
10.	 Disponer	 la	 actuación	 de	 medios	 probatorios,	 siempre	 que
sean	indispensables	para	mejor	resolver;
11.	Formular	declaración	 jurada	de	bienes	y	 rentas,	de	acuerdo
con	la	ley	de	la	materia;
12.	 Mantener	 conducta	 personal	 ejemplar,	 de	 respeto	 mutuo	 y
tolerancia,	y	observar	las	normas	de	cortesía	de	uso	común;
13.	Velar,	a	través	de	sus	ponencias	y	la	emisión	de	sus	votos,	por
la	 correcta	 interpretación	 y	 el	 cabal	 cumplimiento	 de	 la
jurisprudencia	del	Tribunal	Constitucional;
14.	 Cuidar	 los	 bienes	 públicos	 que	 son	 puestos	 a	 su	 servicio	 y
promover	el	uso	racional	de	los	bienes	de	consumo	que	les	provee
el	 estado.	 Esta	 obligación	 incluye	 el	 deber	 de	 dar	 cuenta
documentada	 de	 los	 gastos	 que	 importen	 sus	 viajes	 oficiales	 o
visitas	al	exterior	con	bolsa	de	viaje;	y
15.	 Presentar,	 luego	 de	 realizado	 un	 viaje	 oficial,	 un	 informe	 al
pleno	 sobre	 todo	 aquello	 que	 pueda	 ser	 de	 utilidad	 para	 el
Tribunal	Constitucional.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	20.—Modificado.	R.	Adm.	034-2005-P/TC,	Art.	1°.
Derechos	de	los	magistrados.	Los	magistrados	tienen	derecho
de:
1.	Participar	con	voz	y	voto	en	las	sesiones	del	pleno;
2.	Contar	con	los	servicios	de	personal,	asesoría	y	apoyo	logístico
para	el	desempeño	de	sus	funciones;
3.	Percibir	un	ingreso	adecuado	sujeto	al	pago	de	los	tributos	de
ley,	que	será	del	mismo	monto	y	por	los	mismos	o	análogos
criterios	que	el	que	reciben	los	congresistas	y	que	se	publicará	en
el	Diario	Oficial	El	Peruano,	al	iniciar	sus	funciones;
4.	Recibir	el	pago	por	gastos	de	instalación,	por	una	sola	vez;	y,
5.	Gozar	del	derecho	vacacional	durante	treinta	días	al	año,	según
el	orden	que,	a	propuesta	del	presidente	apruebe	el	pleno.
En	forma	adicional	a	los	servicios	de	seguridad	social	en	materia
de	salud	a	cargo	del	Estado,	los	magistrados	tienen	derecho	a	los
beneficios	de	seguros	privados	que	se	contraten	en	su	favor	y	de
sus	familiares	dependientes	(cónyuge	e	hijos	menores);	así	como
a	 los	 gastos	de	 sepelio	 y	 a	 los	honores	 inherentes	 a	 su	 cargo	 en
caso	de	muerte.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 21.—Suspensión	 y	 antejuicio.	 Los	 magistrados	 del
Tribunal	 Constitucional	 pueden	 ser	 suspendidos	 por	 el	 pleno,
como	medida	previa,	siempre	que	incurran	en	delito	flagrante.	La
suspensión	requiere	no	menos	de	cuatro	votos	conformes.
La	 comisión	 de	 delitos	 contra	 los	 deberes	 de	 función	 de	 los
magistrados	del	tribunal	se	sujetan	a	lo	dispuesto	en	los	artículos
99	y	100	de	la	Constitución	Política	del	Perú.
Las	infracciones	constitucionales	requieren	de	los	dos	tercios	del
número	legal	de	congresistas.
TÍTULO	IV
Del	presidente	y	del	vicepresidente	del
tribunal
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	22.—Modificado.	R.	Adm.	034-2005-P/TC,	Art.	1°.
Elección	del	presidente,	vicepresidente	y	duración	del	cargo.
El	tribunal	elige	entre	sus	miembros,	por	votación	secreta,	a	su
presidente.	Para	la	elección,	en	primera	votación,	se	requiere	no
menos	de	cinco	votos.	Si	no	se	alcanzan,	se	procede	a	una	segunda
votación,	en	la	que	resulta	elegido	quien	obtiene	mayor	número
de	votos.	En	caso	de	empate,	se	efectúa	una	última	votación.	Si	el
empate	se	repite,	se	elige	al	de	mayor	antigüedad	en	el	cargo	y,	en
caso	de	igualdad,	al	de	mayor	antigüedad	en	la	colegiación
profesional.
El	cargo	de	presidente	del	tribunal	dura	dos	años.	Es	prorrogable,
por	reelección,	sólo	por	un	año	más.
Por	el	mismo	procedimiento	señalado	en	este	artículo	se	elige	al
vicepresidente,	a	quien	corresponde	sustituir	al	presidente	en
caso	de	ausencia	temporal	u	otro	impedimento.	En	caso	de
vacancia,	el	vicepresidente	concluye	el	período	del	presidente.	En
tal	supuesto,	asume	la	vicepresidencia	el	magistrado	más	antiguo
en	el	cargo	y,	en	caso	de	igual	antigüedad,	el	de	mayor	edad.
Modificado.	 R.	 Adm.	 076-2015-P/TC,	 Art.	 1°.	 La	 elección	 se
realiza	el	primer	día	hábil	de	diciembre.	Los	electos	asumen	sus
cargos	el	primer	día	hábil	de	enero.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 23.—Atribuciones.	 El	 presidente	 representa	 al	 Tribunal
Constitucional	 y	 cumple	 las	 funciones	 que	 se	 señalan	 en	 la
Constitución,	en	la	ley	orgánica	y	en	este	reglamento.
Es	la	máxima	autoridad	administrativa.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	24.—Deberes.	Son	deberes	del	presidente:
1.	Los	que	le	alcanzan	como	magistrado;
2.	 Convocar,	 presidir	 y	 fijar	 el	 orden	del	día	 en	 los	plenos	y	 las
audiencias	públicas;
3.	 Adoptar	 las	 medidas	 necesarias	 para	 el	 funcionamiento	 del
pleno,	de	las	salas	y,	en	general,	del	tribunal	constitucional;
4.	 Comunicar	 al	 Congreso	 las	 vacantes	 que	 se	 produzcan,	 en	 la
oportunidad	que	señala	la	ley;
5.	 Presentar	 al	 pleno,	 para	 su	 aprobación,	 el	 anteproyecto	 de
presupuesto,	remitir	el	proyecto	respectivo	para	su	incorporación
al	 Presupuesto	 General	 de	 la	 República	 y	 sustentar	 el	 proyecto
ante	la	comisión	de	presupuesto	del	Congreso	y	ante	el	pleno	del
mismo;
6.	Establecer	 las	directrices	para	 la	ejecución	del	presupuesto	y
fijar	 los	 límites	 dentro	 de	 los	 cuales	 las	 autorizaciones	 de	 gasto
deberán	ser	puestas	previamente	en	conocimiento	del	pleno;
7.	Fiscalizar	el	cumplimiento	de	las	directrices	para	la	ejecución
del	 presupuesto	 y	 conocer	 de	 su	 liquidación,	 formulada	 por	 el
director	general	de	administración;
8.	 Contratar	 y	 remover,	 previo	 acuerdo	 del	 pleno,	 al	 secretario
general,	 al	 secretario	 relator,	 al	 director	 general	 de
administración	y	al	jefe	de	la	oficina	de	asesoría	legal;
9.	 Resolver	 las	 discrepancias	 que	 surjan	 entre	 las	 unidades
orgánicas;
10.	Presidir	las	sesiones	del	pleno	y,	cuando	corresponda,	de	las
salas,	 fijar	 el	 orden	 en	 que	 deben	 considerarse	 los	 asuntos	 y
dirigir	los	debates	de	acuerdo	con	el	reglamento;
11.	 Servir	 al	 pleno	 de	 órgano	 de	 comunicación	 y,	 en
consecuencia,	 sólo	 él	 podrá	 informar	 oficialmente	 sobre	 los
asuntos	decididos	por	el	tribunal;
12.	 Poner	 en	 conocimiento	 de	 los	 otros	 magistrados	 las	 notas
oficiales	que	reciba	y	que	remita;
13.	 Designar	 las	 comisiones	 para	 rendir	 informes	 o	 cumplir
tareas	especiales	que	ordene	el	pleno;
14.	Contratar	al	personal	administrativo	del	tribunal;
15.	 Contratar	 a	 los	 integrantes	 del	 gabinete	 de	 asesores,
designados	por	el	pleno,	a	que	se	refiere	el	artículo	21	de	la	Ley	N°
28301;
16.	Autorizar	los	contratos	de	locación	de	servicios	y	su	prórroga;
17.	Promover	y,	 en	 su	caso,	 ejercer	 la	potestad	disciplinaria	del
personal;
18.	Proponer	los	planes	de	trabajo;
19.	 Velar	 por	 el	 cumplimiento	 de	 las	 resoluciones	 del	 tribunal
constitucional,	 formulando,	 mediante	 el	 procurador	 público
respectivo,	las	denuncias	a	que	hubiere	lugar;
20.	Cumplir	 con	 lo	dispuesto	en	el	 segundo	párrafo	del	 artículo
19	de	la	Ley	N°	27785;	y,
21.	Las	demás	que	le	señalen	la	constitución	y	la	ley.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 25.—Atribuciones	 complementarias.	 Corresponde,
también,	al	presidente	del	tribunal;
1.	 Ejercer	 autoridad	 sobre	 los	miembros	 de	 la	 Policía	 Nacional
que	presten	servicios	en	la	sede	del	tribunal;
2.	 Disponer	 lo	 procedente	 sobre	 el	 acceso	 y	 permanencia	 en	 la
sede	del	tribunal	de	cualquier	persona,	ordenando,	en	su	caso,	el
abandono	del	recinto	o,	cuando	ello	fuese	legalmente	necesario,	la
detención	y	puesta	a	disposición	del	Ministerio	Público	de	quien
contraviniere	 estas	 órdenes	 o	 incurriere	 en	 cualquier	 otro
comportamiento	ilícito;	e
3.	 Impartir	 las	 directrices	 y	 órdenes	 necesarias	 para	 el
funcionamiento	del	servicio	de	seguridad	del	tribunal.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 26.—Delegación.	 El	 presidente	 podrá	 delegar	 el	 ejercicio
de	 las	 competencias	que	no	 impliquen	una	 relación	con	el	pleno
en	los	siguientes	supuestos:
1.	 En	 el	 vicepresidente	 o	 en	 otro	 magistrado,	 las	 relativas	 al
personal,	excepto	la	contratación	laboral;
2.	 En	 el	 secretario	 general,	 las	 relativas	 a	 la	 formulación	 de
planes	de	trabajo	de	orden	jurisdiccional;	y
3.	En	el	director	general	de	administración,	 las	 funciones	que	 le
correspondan	como	órgano	de	contratación.
En	 ningún	 caso	 podrá	 ser	 objeto	 de	 delegación	 el	 ejercicio	 de
competencias	 que	 afecten	 las	 relaciones	 del	 tribunal	 con	 otros
órganos	constitucionales	del	Estado.
TÍTULO	V
Del	pleno
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	27.—Órgano	de	gobierno.	El	pleno	es	el	máximo	órgano	de
gobierno	del	Tribunal	Constitucional.	Está	integrado	por	todos	los
magistrados.	Lo	preside	el	presidente	del	tribunal;	en	su	defecto,
el	 vicepresidente	 y,	 a	 falta	 de	 ambos,	 el	 magistrado	 al	 que	 le
corresponde	 la	 precedencia	 según	 el	 artículo	 9°	 de	 este
reglamento.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	28.—Modificado.	R.	Adm.	034-2005-P/TC,	Art.	1°.
Competencias.	Además	de	las	competencias	establecidas	en	el
artículo	202	de	la	Constitución	Política	y	en	su	Ley	Orgánica	N°
28301,	corresponden	al	Pleno	del	Tribunal	las	siguientes:
1.	Aprobar	la	jornada	y	el	horario	de	trabajo	del	personal;
2.	Designar	y	remover	al	secretario	general	y	al	secretario
relator;
3.	Designar	y	remover	al	director	general	de	administración.
4.	Designar	y	remover	al	jefe	de	la	Oficina	de	Asesoría	Legal;
5.	Acordar,	a	propuesta	del	presidente,	de	acuerdo	con	las
normas	presupuestales,	la	contratación	de	los	asesores
jurisdiccionales;
6.	Acordar	la	separación	de	los	asesores	jurisdiccionales	en	los
casos	establecidos	en	este	reglamento;
7.	Investigar	las	infracciones	de	los	magistrados	a	la	Constitución,
a	su	ley	orgánica	o	a	su	reglamento,	e	imponer	las	sanciones
respectivas;
8.	Tramitar	y	resolver	los	impedimentos	y	acusaciones	de	los
magistrados;
9.	Conceder	licencia	a	los	magistrados,	en	los	términos	de	la	ley;
10.	Aprobar	el	anteproyecto	del	plan	de	trabajo	y	del
presupuesto	del	Tribunal	Constitucional,	presentados	por	el
presidente;
11.	Adoptar	las	reglas	para	el	estudio	de	los	asuntos	sometidos	a
su	conocimiento	y	elaborar	los	programas	de	trabajo,	en	los
términos	previstos	en	este	reglamento;
12.	Decidir	sobre	la	periodicidad	de	las	audiencias	públicas	y	fijar
su	fecha,	hora	y	lugar;
13.	Estudiar	y	aprobar	las	iniciativas	de	proyectos	de	ley	que
puede	presentar	el	Tribunal	Constitucional,	según	el	artículo	107
de	la	Constitución;
14.	Aprobar,	interpretar	y	modificar	el	presente	reglamento;	y,
15.	Adoptar	las	medidas	administrativas	para	el	funcionamiento
del	tribunal.
TÍTULO	VI
De	las	audiencias	públicas
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 29.—Modificado.	 R.	 Adm.	 034-2005-P/TC,	 Art.	 1°.
Objeto.	La	audiencia	pública	es	el	acto	procesal	mediante	el	cual
los	 magistrados	 escuchan	 a	 las	 partes	 y	 a	 los	 abogados	 que,
oportunamente,	 solicitaron	 informar	 sobre	 los	 fundamentos	 de
hecho	y	de	derecho	pertinentes.	En	los	procesos	de	puro	derecho
puede	el	tribunal	recibir,	también,	los	informes	de	las	partes.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	29-A.—Incorporado.	R.	Adm.	036-2011-P/TC,	Art	1°.	Los
expedientes	 que	 llegan	 al	 Tribunal	 Constitucional	 como
consecuencia	de	la	apelación	por	salto,	recurso	de	agravio	a	favor
del	cumplimiento	de	sentencias	del	Tribunal	Constitucional	y	del
Poder	Judicial	y	actos	homogéneos	no	tendrán	vista	de	la	causa.
Todos	 estos	 expedientes	 son	 resueltos	 por	 los	 mismos
magistrados	 que	 intervinieron	 en	 la	 sentencia.	 Si	 algún
magistrado	 ya	 no	 se	 encuentra	 en	 el	 Tribunal	 Constitucional,	 se
completa	 con	 los	magistrados	 del	 colegiado	 que	 previno	 (Pleno,
Sala	1	o	Sala	2),	de	menor	a	mayor	antigüedad	y	al	final	se	llama	al
presidente	de	la	sala	o	del	pleno.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 30.—Modificado.	 R.	 Adm.	 071-B-2010-P/TC,	 Art.	 1°.
Notificaciones.	 Las	 audiencias	 públicas	 se	 realizan	 los	 días
miércoles	 jueves	 y	 viernes,	 salvo	 los	 feriados	 no	 laborables.
Excepcionalmente,	se	puede	realizar	audiencias	en	otros	días.	Se
inician	a	las	horas	que	determine	el	pleno.
El	Tribunal	Constitucional	notificará	la	vista	de	la	causa	a	través
de	 su	 portal	 electrónico	 (www.tc.gob.pe)	 y/o	 en	 la	 dirección
electrónica	 que	 haya	 sido	 señalada	 en	 el	 escrito	 de
apersonamiento.
Cuando	uno	o	más	magistrados	han	cesado	en	sus	funciones,	el
presidente	del	Tribunal	Constitucional,	el	de	las	salas,	o	en	su
defecto	el	magistrado	más	antiguo,	según	corresponda,	emitirá
decreto	señalando	al	magistrado	que	se	avoca	al	conocimiento	de
la	causa,	siempre	que	el	cesado	no	haya	votado.	Los	decretos	de
avocamiento	se	notificarán	a	través	del	portal	electrónico	del
Tribunal	Constitucional	(www.tc.gob.pe),	pudiendo	las	partes
solicitar	el	uso	de	la	palabra	en	el	término	de	tres	días.	En	tal
supuesto	el	magistrado	señala	día	y	hora	para	la	vista.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	31.—Modificado.	R.	Adm.	034-2005-P/TC,	Art.	1°.
Solicitud	de	informe	oral.	El	informe	oral,	para	ser	concedido,
deberá	ser	solicitado,	por	escrito,	hasta	dentro	de	los	tres	días
hábiles	siguientes	a	la	publicación	del	día	de	la	audiencia	en	el
portal	electrónico	del	Tribunal	Constitucional.
En	los	casos	de	hábeas	corpus	con	reo	en	cárcel	o	con	detención
domiciliaria,	 el	 informe	oral	 sobre	hechos	 se	podrá	 escuchar	vía
telefónica,	durante	la	audiencia,	si	ello	fuere	solicitado	en	el	plazo
señalado	anteriormente.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 32.—Abogados	 hábiles.	 Sólo	 pueden	 ejercer	 la	 defensa
ante	 el	 Tribunal	 Constitucional	 los	 abogados	 en	 ejercicio.	 En	 los
informes	orales,	los	letrados	deben	usar	la	medalla	del	Colegio	de
Abogados.
En	tanto	no	abonen	la	multa	a	que	se	refiere	el	artículo	49	de	este
reglamento,	 los	 abogados	 no	 podrán	 informar	 oralmente,	 ni
defender	por	escrito,	ante	este	tribunal.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	33.—Instalación.	La	audiencia	pública,	en	el	caso	del	pleno,
es	instalada	por	el	presidente	del	tribunal	o,	en	su	defecto,	por	el
vicepresidente.	 En	 el	 caso	 de	 las	 salas,	 es	 instalada	 por	 su
presidente.	Los	magistrados	usan	las	medallas	que	los	distinguen
como	tales.	El	presidente	dirige	la	audiencia.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	34.—Modificado.	R.	Adm.	034-2005-P/TC,	Art.	1°.
Desarrollo	de	la	audiencia.	Luego	de	instalada	la	audiencia,	el
presidente	dispone	que	el	relator	dé	cuenta,	en	forma	sucesiva,	de
las	causas	programadas,	precisando	el	número	de	expedientes,	las
partes	que	intervienen	y	la	naturaleza	de	la	pretensión.
El	 presidente	 concede	 el	 uso	 de	 la	 palabra,	 hasta	 por	 cinco
minutos	al	demandante	y	por	igual	tiempo	al	demandado,	quienes
se	ubicarán	a	la	izquierda	y	la	derecha,	respectivamente,	frente	a
los	magistrados.	A	continuación,	el	presidente	concede	el	uso	de	la
palabra	a	 los	abogados	del	demandante	y	del	demandado,	por	el
mismo	 tiempo,	 los	 cuales	 se	 ubicarán	 en	 igual	 forma	 que	 sus
defendidos.	Está	permitida	la	réplica	y	dúplica	a	los	abogados	por
el	 tiempo	 que	 determine	 el	 presidente.	 Por	 último,	 cuando
corresponde,	se	recibirá	la	participación	del	amicus	curiae.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 35.—Conclusión.	 Cuando	 todas	 las	 causas	 programadas
para	 la	 fecha	hayan	 sido	vistas	o	 sea	manifiestamente	 imposible
proseguir	 con	 el	 conocimiento	 de	 las	 faltantes,	 el	 presidente
declarará	concluida	la	audiencia	y,	de	ser	el	caso,	programará	las
no	vistas	para	una	fecha	posterior.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 36.—Desalojo.	 El	 presidente,	 en	 caso	 que	 se	 produzcan
desórdenes	 en	 la	 audiencia,	 pude	 ordenar	 el	 desalojo	 de	 la	 sala,
sin	perjuicio	de	las	sanciones	establecidas	en	la	ley.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 37.—Desistimiento.	 Para	 admitir	 a	 trámite	 el
desistimiento	 debe	 ser	 presentado	 por	 escrito	 con	 firma
legalizada	 ante	 el	 secretario	 relator	 del	 Tribunal	 Constitucional,
notario	 o,	 de	 ser	 el	 caso,	 el	 director	 del	 penal	 en	 el	 que	 se
encuentre	recluido	el	solicitante.
TÍTULO	VII
De	las	sesiones
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	38.—Denominación.	Denomínase	sesiones	a	las	reuniones
del	pleno	del	Tribunal	Constitucional,	las	cuales	se	efectúan	con	la
presencia	de	un	número	de	magistrados	que	formen	quórum.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 39.—Modificado.	 R.	 Adm.	 143-2010-P/TC,	 Art.	 1°.
Convocatoria.	Ordinariamente,	 las	 sesiones	 son	 convocadas	por
el	 presidente	 y,	 extraordinariamente,	 cuando	 lo	 soliciten	 tres
magistrados	 con	 veinticuatro	 horas	 de	 anticipación	 y	 con	 la
agenda	a	tratar.
El	 tribunal	 queda	 constituido	 en	 pleno	 cuando	 se	 reúnan	 los
magistrados	con	el	quórum	de	ley.
Los	 magistrados	 no	 pueden	 abandonar	 las	 sesiones	 del	 pleno,
mientras	 no	 se	 haya	 cerrado	 la	 orden	 del	 día	 o	 mientras	 el
presidente	no	haya	levantado	la	sesión.
El	 pleno	puede	 sesionar,	 extraordinaria	 y	 excepcionalmente,	 en
días	no	laborables,	cuando	circunstancias	especiales	así	lo	exijan,
por	propia	decisión	o	por	convocatoria	del	presidente.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 40.—Procedimiento.	 Abierta	 la	 sesión,	 con	 el	 quórum
reglamentario,	 los	 asuntos	 se	 abordan	 conforme	 al	 siguiente
procedimiento.
1.	Aprobación	del	acta	de	la	sesión	anterior;
2.	Despacho,
3.	Informes;
4.	Pedidos;	y
5.	Orden	del	día.
En	 esta	 última	 estación	 se	 debaten	 primero	 los	 pedidos	 en	 el
orden	 en	 que	 han	 sido	 formulados,	 salvo	 que	 se	 acuerde
preferencia	en	alguno	de	ellos.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 41.—Orden	 del	 día.	 El	 orden	 del	 día	 es	 fijado	 por	 el
presidente	 o,	 en	 su	 defecto,	 por	 el	 vicepresidente.	 Para	 tal	 fin,
tendrá	en	cuenta	lo	siguiente:
1.	 Se	 privilegiarán	 los	 asuntos	 jurisdiccionales	 sobre	 los
administrativos,	salvo	disposición	del	presidente	o	de	la	mayoría
del	pleno;
2.	 Se	 privilegiarán	 los	 asuntos	 jurisdiccionales
constitucionalmente	 relevantes	 llegados	 al	 tribunal	 y	 que
requieran	ser	tratados	con	prontitud;
3.	 Se	 dará	 continuidad	 a	 los	 asuntos	 que	 hubieran	 acordado
tratar	desde	la	sesión	anterior	o	hubiesen	quedado	pendientes;
4.	 Se	 recibirá	 el	 informe	 del	 secretario	 general	 sobre	 los
expedientes	aptos	para	la	vista	en	audiencia	pública;	y,
5.	 Se	 determinará	 la	 asignación	 de	 los	 expedientes	 a	 los
magistrados	 ponentes,	 dando	 preferencia	 a	 los	 procesos	 de
inconstitucionalidad	y	de	hábeas	corpus.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 42.—Plenos	administrativos.	 Los	 plenos	 administrativos
se	inician	con	 la	 lectura	del	acta	de	 la	 sesión	anterior	y,	una	vez
aprobada,	 se	 da	 cuenta	 de	 la	 agenda	 del	 orden	 del	 día.	 Las
decisiones	son	adoptadas	por	mayoría	de	votos	y	la	dirección	del
debate	 está	 a	 cargo	 del	 presidente	 del	 Tribunal	 Constitucional,
quien	 tiene	 voto	 dirimente	 en	 caso	 de	 empate.	 En	 ausencia	 del
presidente,	 la	 dirección	 del	 debate	 estará	 a	 cargo	 del
vicepresidente.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 43.—Plenos	 y	 salas	 jurisdiccionales.	 Los	 plenos
jurisdiccionales	 debaten	 las	 ponencias	 según	 su	 orden	 de
presentación.	 Tomará	 la	 palabra	 cada	 magistrado	 ponente,
determinándose,	 salvo	 acuerdo	 en	 contrario,	 un	plazo	para	 cada
intervención.	 Excepcionalmente,	 el	 ponente	 puede	 solicitar	 la
asistencia	de	un	asesor	jurisdiccional,	para	que	le	brinde	apoyo	en
asuntos	 específicos.	 El	 presidente	 o,	 en	 su	 defecto,	 el
vicepresidente	o	la	mayoría	del	pleno	puede	aprobar	la	petición.
Concluidas	 las	 intervenciones	 del	 ponente,	 para	 cada	 caso,	 el
pleno	 deliberará	 sobre	 la	 mejor	 manera	 de	 resolver.	 Los
magistrados	harán	llegar	a	los	ponentes	sus	discrepancias	sobre	la
forma	o	sobre	el	fondo	del	proyecto	de	resolución.	Cuando	algún
magistrado	 pide	 que	 se	 suspenda	 la	 deliberación	 para	 el	 mejor
estudio	 de	 la	 cuestión	 objeto	 de	 debate	 y	 el	 presidente	 o	 la
mayoría	 de	 los	 ponentes	 consideren	 justificada	 la	 petición,	 se
aplazará	la	decisión	para	otra	sesión.
Las	mismas	 reglas,	 en	 cuanto	 sean	 pertinentes,	 se	 aplican	 a	 las
sesiones	de	las	salas.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 44.—Modificado.	 R.	 Adm.	 091-2015-P/TC,	 Art.	 1°.	 Las
votaciones	 serán	 nominales	 y	 a	 mano	 alzada.	 Los	 fundamentos
singulares	de	voto	o	los	votos	singulares	que	se	adopten	deben	ser
enviados	 por	 el	 magistrado	 o	 magistrada	 responsable	 al
secretario	 relator,	 en	 el	 plazo	 máximo	 de	 siete	 (7)	 días	 hábiles
contados	 desde	 el	 día	 siguiente	 al	 de	 la	 fecha	 de	 votación	 de	 la
causa,	bajo	responsabilidad,	salvo	motivos	justificados.
En	caso	contrario,	el	secretario	relator	deja	constancia	en	acta	de
la	demora	y	se	notifica	y	publica,	en	su	caso,	la	resolución	con	los
votos	de	los	magistrados	que	la	suscriban.
R.	Adm.	095-2004-P/TC.
ART.	44-A.—Incorporado.	R.	Adm.	143-2010-P/TC,	Art.	2°.	 El
magistrado	 que	 ha	 emitido	 su	 voto,	 sólo	 puede	 variarlo	 con
conocimiento	del	pleno	y	previa	fundamentación.
El	 secretario	 relator	 debe	 dar	 cuenta	 al	 pleno	 del	 Tribunal
Constitucional	 cuando	 se	 produzcan	 cambios	 en	 el	 sentido	 del
voto	de	un	magistrado,	bajo	responsabilidad.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 45.—Plazo	especial.	 Los	magistrados	 pueden	 solicitar	 un
plazo	 para	 estudiar,	 con	 mayor	 amplitud,	 el	 asunto	 sometido	 a
consideración	 del	 pleno	 o	 de	 la	 sala.	 En	 tal	 caso	 el	 presidente
puede	concederle	uno	prudencial,	si	así	lo	requiere	el	asunto	por
resolver.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	46.—Nueva	ponencia.	Si	la	ponencia	no	obtiene	en	el	pleno
el	 mínimo	 de	 votos,	 el	 expediente	 pasará	 al	 magistrado	 que
designe	 el	 presidente,	 para	 que	 redacte	 el	 nuevo	 proyecto	 en	 el
que	se	exponga	la	tesis	de	la	mayoría,	siempre	que	el	magistrado
ponente	original	no	aceptara	hacerlo.
El	 nuevo	 estudio	 será	 sometido	 oportunamente	 a	 votación.	 En
este	caso	y	cuando,	como	consecuencia	de	las	deliberaciones,	haya
que	 efectuar	 ajustes	 a	 la	 ponencia,	 el	 magistrado	 sustanciador
dispondrá	 de	 un	 plazo	 acordado	 por	 el	 pleno	 para	 entregar	 el
texto	 definitivo,	 copia	 del	 cual	 se	 hará	 llegar	 a	 los	 magistrados
disidentes,	 con	 el	 objeto	 de	 que	 presenten,	 dentro	 de	 un	 día,	 el
correspondiente	fundamento	de	su	voto	singular.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 47.—Forma	 de	 las	 resoluciones.	 La	 fecha	 de	 las
resoluciones,	 las	 disposiciones	 constitucionales	 y	 legales	 y
documentos	 de	 identidad	 se	 escriben	 con	 números.	 Las
cantidades	con	letras.
Mediante	 los	 decretos	 se	 impulsa	 el	 trámite	 del	 proceso.	 Son
firmados	 por	 el	 presidente	 o,	 por	 delegación	 de	 éste,	 por	 un
magistrado	o	por	el	secretario	general.
Mediante	 las	 sentencias	 interlocutorias	 se	 resuelve	 la
admisibilidad	 o	 inadmisibilidad	 de	 la	 demanda	 de
inconstitucionalidad	 o	 del	 conflicto	 de	 competencia	 o	 de
atribuciones;	 la	 indebida	 concesión	 del	 recurso	 de	 agravio
constitucional;	y	la	acumulación	de	procesos.
Las	 sentencias	 ponen	 fin	 a	 los	 procesos	 constitucionales
previstos	en	la	Ley	Orgánica	del	Tribunal	Constitucional	N°	28301
y,	 según	 el	 caso,	 contienen	 las	 formalidades	 señaladas	 en	 los
artículos	17,	34,	55	y	72	del	Código	Procesal	Constitucional.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 48.—Validez,	 publicación	 y	 vigencia.	 La	 sentencia
expedida	 por	 el	 pleno	 se	 convierte	 en	 tal	 al	 ser	 firmada	 por	 el
número	mínimo	de	magistrados	exigido	por	la	ley.	En	el	caso	de	la
expedida	por	las	salas,	debe	contar	con	tres	votos	conformes.	Sus
efectos	empiezan	a	regir	desde	el	día	siguiente	a	su	notificación	y,
en	su	caso,	publicación	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano.
La	parte	resolutiva	de	las	sentencias	en	los	procesos	que	declaran
fundada,	total	o	parcialmente,	la	demanda	de	inconstitucionalidad
de	 una	 ley,	 debe	 ser	 difundida,	 además,	 en	 dos	 diarios	 de
circulación	nacional.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 49.—Gratuidad	 del	 procedimiento.	 Multas.	 El
procedimiento	 ante	 el	 Tribunal	 Constitucional	 es	 gratuito.	 No
obstante,	 cuando	 se	 solicitan	 copias	 certificadas,	 el	 costo	 es	 de
cargo	del	solicitante.
El	tribunal	puede	imponer	multas	a	cualquier	persona,	investida
o	 no	 de	 función	 pública,	 que	 incumpla	 los	 requerimientos	 de
comportarse	 con	 sujeción	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 109	 del
Código	Procesal	Civil.
Las	 multas	 pueden	 ser	 de	 10	 a	 50	 unidades	 de	 referencia
procesal.
Lo	recabado	por	concepto	de	multas	constituye	recursos	propios
del	Tribunal	Constitucional.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 50.—Casos	especiales.	 En	 los	 casos	 en	 que	 las	 instancias
judiciales	 incumplan	 las	 sentencias	 del	 Tribunal	 Constitucional,
éste,	 según	 sea	 el	 caso,	 pondrá	 el	 hecho	 en	 conocimiento	 del
Congreso	de	la	República,	de	la	Corte	Suprema,	de	la	Fiscalía	de	la
Nación,	del	Consejo	Nacional	de	 la	Magistratura	y	del	 colegio	de
abogados	respectivo;	sin	perjuicio	de	lo	dispuesto	por	el	artículo
22	del	Código	Procesal	Constitucional.
En	los	procesos	en	que	sea	de	aplicación	el	artículo	8°	del	Código
Procesal	 Constitucional,	 el	 tribunal	 oficiará	 a	 la	 Fiscalía	 de	 la
Nación	para	la	denuncia	respectiva.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 51.—Procurador	 público.	 El	 procurador	 público	 a	 cargo
de	 los	 asuntos	 judiciales	 del	 Tribunal	 Constitucional	 informará
mensualmente	 respecto	 de	 los	 casos	mencionados	 en	 el	 artículo
anterior	que	sean	derivados	al	poder	 judicial	y	a	 la	Fiscalía	de	 la
Nación.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 52.—Votaciones	 secretas.	 Las	 votaciones	 secretas	 se
harán	mediante	 papeleta.	 Tendrán	 lugar	 únicamente	 en	 caso	 de
elecciones.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 53.—Numeración	 de	 las	 sentencias.	 Las	 sentencias
dictadas	por	el	Tribunal	Constitucional	se	enumeran,	anualmente,
en	forma	correlativa	y	por	orden	de	ingreso.
TÍTULO	VIII
Del	recurso	de	queja	ante	el	Tribunal
Constitucional
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 54.—Modificado.	 R.	 Adm.	 016-2006-P/TC,	 Art.	 Único.
Objeto.	 Interposición.	 Contra	 la	 resolución	 que	 deniega	 el
recurso	 de	 agravio	 constitucional	 procede	 recurso	 de	 queja.	 Se
interpone	 ante	 el	 Tribunal	 Constitucional,	 dentro	 del	 plazo	 de
cinco	días	siguientes	a	la	notificación	de	la	denegatoria.	Al	escrito
que	contiene	el	recurso	y	su	fundamentación	se	anexa	copia	de	la
resolución	 recurrida,	 del	 recurso	 de	 agravio	 constitucional,	 del
auto	 denegatorio	 del	 mismo	 y	 de	 las	 respectivas	 cédulas	 de
notificación,	certificadas	por	el	abogado,	salvo	el	caso	del	proceso
de	hábeas	corpus.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 55.—Modificado.	 R.	 Adm.	 016-2006-P/TC,	 Art.	 Único.
Tramitación.	El	recurso	de	queja	será	resuelto	por	cualquiera	de
las	salas	dentro	de	los	diez	días	de	recibido,	sin	trámite	previo.	Si
la	 sala	 declara	 fundada	 la	 queja,	 conoce	 también	 del	 recurso	 de
agravio	 constitucional,	 ordenando	al	 juez	 respectivo	el	 envío	del
expediente,	dentro	del	tercer	día,	bajo	responsabilidad.
Incorporado.	 R.	 Adm.	 132-2015-P/TC,	 Art.	 1°.	 Cuando	 el
recurso	de	queja	sea	 interpuesto	por	denegatoria	del	 recurso	de
agravio	 constitucional	 a	 favor	 de	 la	 ejecución	 de	 sentencias	 del
Tribunal	 Constitucional	 o	 por	 denegatoria	 del	 recurso	 de
apelación	 por	 salto,	 el	 recurso	 de	 queja	 será	 resuelto	 por	 los
mismos	magistrados	 que	 intervinieron	 en	 la	 sentencia.	 Si	 algún
magistrado	ya	no	 integra	el	Tribunal	Constitucional,	 se	completa
con	 los	 magistrados	 del	 colegiado	 que	 previno	 (Pleno,	 Sala	 1	 o
Sala	 2),	 de	 menor	 a	 mayor	 antigüedad	 y	 al	 final	 se	 llama	 al
presidente	de	la	sala	o	del	pleno.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 56.—Cuaderno	 de	 queja.	 El	 cuaderno	 de	 queja	 se
mantendrá	en	el	archivo	del	tribunal,	agregándose	el	original	de	la
resolución	 que	 resuelve	 la	 queja,	 la	 constancia	 de	 la	 fecha	 de
comunicación	a	la	respectiva	sala	y	de	la	notificación	a	las	partes.
TÍTULO	IX
Del	plan	del	trabajo
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	57.—Aprobación.	El	Tribunal	Constitucional,	 con	el	 fin	de
actuar	 con	 eficiencia	 y	 celeridad,	 deberá	 regirse	 por	 un	 plan	 de
trabajo	 de	 la	 actividad	 jurisdiccional,	 el	 mismo	 que	 deberá	 ser
aprobado	por	el	pleno.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 58.—Contenido.	 El	 plan	 de	 trabajo	 contendrá	 las
disposiciones	 relativas	 a	 la	 clasificación	 de	 los	 expedientes
ingresados	y	pendientes	de	resolución,	 las	pautas	y	normas	para
la	realización	de	las	audiencias	públicas,	el	recibo	de	los	informes
de	 las	 partes	 y	 de	 los	 abogados	 y	 el	 encargo	 de	 los	 asuntos
administrativos.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 59.—Criterios	 para	 distribución	 equitativa.	 El	 pleno
adoptará	 criterios	 y	 procedimientos	 para	 que	 la	 distribución	 de
los	 procesos	 entre	 los	 siete	magistrados	 sea	 equitativa.	 Para	 tal
efecto,	 se	 hará	 la	 rotación	 semanal	 en	 las	 salas	 y	 se	 tendrá	 en
cuenta,	entre	otros,	los	siguientes	factores:
1.	Complejidad	del	asunto;
2.	 Requerimientos	 normales	 de	 horas	 de	 trabajo	 del	 despacho,
determinados	en	función	de	la	investigación	exigida;
3.	Necesidad	de	información	adicional;
4.	Improcedencia	o	rechazos	liminares	previsibles;
5.	Especialidad	de	los	asuntos;
6.	Urgencia	de	su	tratamiento;	y,
7.	Posibilidad	de	ponencia	múltiple.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	60.—Modificación.	El	 plan	de	 trabajo	 y	 la	 distribución	de
los	asuntos	podrán	ser	modificados	por	 el	 pleno	por	 razones	de
urgencia,	calificadas	por	la	mayoría.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	61.—Coordinación.	 El	 pleno	designará	 a	dos	magistrados
que	se	encargarán,	en	coordinación	con	el	secretario	general,	de	la
distribución	 de	 los	 expedientes	 de	 acuerdo	 con	 los	 criterios
establecidos	en	el	plan	de	trabajo,	a	fin	de	que	queden	aptos	para
ser	 vistos	 en	 audiencia	 pública	 y	 sean	 resueltos	 dentro	 de	 los
plazos	legales.
TÍTULO	X
Del	personal
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	62.—Régimen	laboral.	El	personal	al	servicio	del	Tribunal
Constitucional	está	sujeto	al	régimen	laboral	que	determina	la	ley.
El	horario	de	trabajo	es	acordado	por	el	pleno,	con	sujeción	a	las
disposiciones	constitucionales.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 63.—Modificado.	 R.	 Adm.	 076-2015-P/TC,	 Art.	 2°.	 El
personal	 será	 evaluado	 entre	 los	meses	 de	 abril	 y	 junio	 de	 cada
año.	 En	 caso	 sea	 necesario,	 la	 evaluación	 podrá	 prolongarse
durante	el	mes	de	julio	para	su	culminación	y	posterior	entrega	de
resultados.	 La	 evaluación	 la	 realiza	 el	 pleno	 del	 tribunal	 o	 una
comisión	designada	por	 éste.	 La	 evaluación	 comprende,	 además,
la	entrevista	personal.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	64.—Criterios	de	evaluación.	La	evaluación	se	ajusta	a	los
siguientes	criterios:
1.	Comportamiento	laboral	a	través	del	legajo	personal;
2.	Experiencia	profesional;
3.	Confidencialidad;
4.	Asistencia	y	puntualidad;
5.	Ortografía,	redacción,	etc.;	y
6.	 Estudios	 de	 posgrado	 y	 participación	 en	 congresos	 y
seminarios	o	similares.
Los	numerales	5.	 y	6.	no	 son	aplicables	 al	personal	que	 cumple
labores	no	jurisdiccionales.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 65.—Cuadro	 general	 de	 méritos.	 Los	 resultados	 de	 la
evaluación	 forman	 el	 cuadro	 general	 de	 méritos	 para	 su
incorporación	 en	 el	 legajo	 personal	 y	 ser	 considerados	 en	 el
programa	de	promoción	que	pueda	establecerse.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 66.—Ratificación.	 Los	 asesores	 jurisdiccionales	 que
obtengan	 el	 calificativo	 de	 sobresaliente	 y	 aprobado,	 deberán,
además,	ser	ratificados	por	el	pleno	del	tribunal.
Si	lo	solicitan	dos	magistrados,	podrá	revisarse	la	calificación	de
cualquier	 asesor	 jurisdiccional	 efectuándose	 una	 nueva
evaluación.
TÍTULO	XI
Del	Centro	de	Estudios	Constitucionales
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 67.—Objeto.	 El	 Centro	 de	 Estudios	 Constitucionales	 es	 el
órgano	 de	 investigación,	 académico	 y	 técnico	 de	 apoyo	 al
desarrollo	 y	 cumplimiento	 de	 los	 objetivos	 del	 Tribunal
Constitucional.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	 68.—Fines.	 Son	 fines	 del	 Centro	 de	 Estudios
Constitucionales:
1.	 Organizar	 cursos	 en	 ciencias	 constitucionales	 y	 derechos
humanos;
2.	 Organizar	 foros	 de	 debate	 académico	 en	 torno	 a	 temas
constitucionales;	y
3.	Otros	que	indique	su	reglamento.
Regl.	Norm.	del	TC.
ART.	69.—Organización.	El	Centro	de	Estudios	Constitucionales
se	rige	por	el	reglamento	aprobado	por	el	pleno.	Su	director	es	un
magistrado	 o	 ex	 magistrado	 del	 Tribunal	 Constitucional	 elegido
por	dos	años.
Disposiciones	finales	y	transitorias
Regl.	Norm.	del	TC.
Primera	Disposición	 Final	 y	 Transitoria.—Modificado.	 R.	 Adm.
016-2006-P/TC,	 Art.	 Único.	 Las	 resoluciones	 finales	 y	 las
resoluciones	aclaratorias	de	las	mismas,	recaídas	en	los	procesos
constitucionales,	 serán	 enviadas,	 dentro	 de	 las	 cuarenta	 y	 ocho
horas	 siguientes	 a	 la	 fecha	 de	 su	 expedición,	 al	 Diario	 Oficial	 El
Peruano	 para	 su	 publicación	 gratuita,	 dentro	 de	 los	 diez	 días
siguientes	 a	 su	 remisión.	 La	 publicación	 debe	 contener	 la
sentencia	 o	 resolución	 y	 las	 piezas	 del	 expediente	 que	 sean
necesarias	 para	 comprender	 el	 derecho	 invocado	 y	 las	 razones
que	 el	 Tribunal	 Constitucional	 tuvo	 para	 conceder	 o	 denegar	 la
pretensión.
Las	sentencias	recaídas	en	los	procesos	de	inconstitucionalidad	y
competencial	se	publican	en	el	diario	oficial	dentro	de	los	tres	días
siguientes	 al	 de	 su	 recepción.	 En	 su	 defecto,	 el	 presidente	 del
Tribunal	Constitucional	ordenará	que	se	publiquen	en	uno	de	los
diarios	 de	 mayor	 circulación	 nacional,	 sin	 perjuicio	 de	 las
responsabilidades	a	que	hubiere	lugar.
Las	sentencias	que	se	refieren	a	normas	regionales	u	ordenanzas
municipales	se	publican,	además,	en	el	diario	en	que	se	publican
los	 avisos	 judiciales	 de	 la	 respectiva	 jurisdicción	 y	 en	 carteles
fijados	en	lugares	públicos.
La	omisión	o	la	demora	en	la	publicación	por	el	Diario	Oficial	El
Peruano	será	puesta	en	conocimiento	del	Ministerio	Público,	para
los	fines	de	ley.
El	 pleno	del	 tribunal	 dispondrá,	 asimismo,	 que	 las	 resoluciones
que	expida,	con	excepción	de	los	decretos,	sean	publicadas	en	su
portal	electrónico,	sin	perjuicio	de	la	notificación	a	las	partes.
Regl.	Norm.	del	TC.
Segunda	 Disposición	 Final	 y	 Transitoria.—Deróganse	 las
resoluciones	 administrativas	 N°s	 111-2003-P/TC	 y	 042-2004-
P/TC,	 del	 27	 de	 agosto	 del	 2003	 y	 10	 de	 mayo	 del	 2004,
respectivamente.
Regl.	Norm.	del	TC.
Tercera	Disposición	Final	y	Transitoria.—Este	reglamento	entra
en	vigencia	el	1	de	diciembre	del	2004.
SUPLEMENTO	II
INSTRUMENTOS
INTERNACIONALES
DECLARACIÓN	UNIVERSAL	DE	LOS
DERECHOS	HUMANOS	(1)	(2)
PREÁMBULO.—Considerando	 que	 la	 libertad,	 la	 justicia	 y	 la	 paz	 en	 el
mundo	tienen	por	base	el	reconocimiento	de	la	dignidad	intrínseca	y	de	los
derechos	iguales	e	inalienables	de	todos	los	miembros	de	la	familia	humana;
Considerando	 que	 el	 desconocimiento	 y	 el	 menosprecio	 de	 los	 derechos
humanos	han	originado	actos	de	barbarie	ultrajantes	para	la	conciencia	de
la	humanidad,	y	que	se	ha	proclamado,	como	la	aspiración	más	elevada	del
hombre,	el	advenimiento	de	un	mundo	en	que	los	seres	humanos,	liberados
del	temor	y	de	la	miseria,	disfruten	de	la	libertad	de	palabra	y	de	la	libertad
de	creencias;
Considerando	esencial	que	 los	derechos	humanos	sean	protegidos	por	un
régimen	de	derecho,	a	fin	de	que	el	hombre	no	se	vea	compelido	al	supremo
recurso	de	la	rebelión	contra	la	tiranía	y	la	opresión;
Considerando	 también	 esencial	 promover	 el	 desarrollo	 de	 relaciones
amistosas	entre	las	naciones;
Considerando	que	los	pueblos	de	las	Naciones	Unidas	han	reafirmado	en	la
carta	su	 fe	en	 los	derechos	 fundamentales	del	hombre,	en	 la	dignidad	y	el
valor	 de	 la	 persona	 humana	 y	 en	 la	 igualdad	 de	 derechos	 de	 hombres	 y
mujeres,	 y	 se	 han	 declarado	 resueltos	 a	 promover	 el	 progreso	 social	 y	 a
elevar	el	nivel	de	vida	dentro	de	un	concepto	más	amplio	de	la	libertad;
Considerando	 que	 los	 estados	 se	 han	 comprometido	 a	 asegurar,	 en
cooperación	 con	 la	 Organización	 de	 las	 Naciones	 Unidas,	 el	 respeto
universal	y	efectivo	a	los	derechos	y	libertades	fundamentales	del	hombre,	y
Considerando	que	una	concepción	común	de	estos	derechos	y	libertades	es
de	la	mayor	importancia	para	el	pleno	cumplimiento	de	dicho	compromiso;
(1)	El	 10	de	diciembre	de	1948,	 la	Asamblea	General	 de	 las	Naciones	Unidas	 aprobó	y	proclamó,
mediante	resolución	217	A	(iii),	la	Declaración	Universal	de	Derechos	Humanos,	cuyo	texto	completo
figura	 en	 las	 páginas	 siguientes.	 Tras	 este	 acto	 histórico,	 la	 asamblea	 pidió	 a	 todos	 los	 países
miembros	que	publicaran	el	 texto	de	 la	declaración	y	dispusieran	que	 fuera	 “distribuido,	expuesto,
leído	y	comentado	en	las	escuelas	y	otros	establecimientos	de	enseñanza,	sin	distinción	fundada	en	la
condición	política	de	los	países	o	de	los	territorios”.
(2)	El	gobierno	democrático	del	ex	presidente	Alejandro	Toledo	Manrique,	promulgó	el	28.05.2002
la	Ley	N°	27741,	la	misma	que	fue	publicada	el	29.05.2002.	La	ley	está	destinada	a	establecer	la
política	educativa	en	materia	de	derechos	humanos	y	crear	el	Plan	Nacional	para	su	difusión	y
enseñanza	en	todos	los	niveles	del	sistema	educativo	civil	y	militar.
La	asamblea	general
Proclama	 la	 presente	 Declaración	 Universal	 de	 Derechos	 Humanos
como	ideal	común	por	el	que	todos	los	pueblos	y	naciones	deben	esforzarse,
a	 fin	 de	 que	 tanto	 los	 individuos	 como	 las	 instituciones,	 inspirándose
constantemente	en	ella,	promuevan,	mediante	la	enseñanza	y	la	educación,
el	 respeto	 a	 estos	 derechos	 y	 libertades,	 y	 aseguren,	 por	 medidas
progresivas	 de	 carácter	 nacional	 e	 internacional,	 su	 reconocimiento	 y
aplicación	 universales	 y	 efectivos,	 tanto	 entre	 los	 pueblos	 de	 los	 estados
como	entre	los	de	los	territorios	colocados	bajo	su	jurisdicción.
ART.	 1°.—Todos	 los	 seres	 humanos	 nacen	 libres	 e	 iguales	 en	 dignidad	 y
derechos	y,	dotados	como	están	de	razón	y	conciencia,	deben	comportarse
fraternalmente	los	unos	con	los	otros.
ART.	2°.—
1.	Toda	persona	tiene	todos	los	derechos	y	libertades	proclamados	en	esta
declaración,	 sin	 distinción	 alguna	 de	 raza,	 color,	 sexo,	 idioma,	 religión,
opinión	política	o	de	cualquier	otra	índole,	origen	nacional	o	social,	posición
económica,	nacimiento	o	cualquier	otra	condición.
2.	Además,	 no	 se	hará	distinción	 alguna	 fundada	 en	 la	 condición	política,
jurídica	 o	 internacional	 del	 país	 o	 territorio	 de	 cuya	 jurisdicción	 dependa
una	 persona,	 tanto	 si	 se	 trata	 de	 un	 país	 independiente,	 como	 de	 un
territorio	 bajo	 administración	 fiduciaria,	 no	 autónomo	 o	 sometido	 a
cualquier	otra	limitación	de	soberanía.
ART.	 3°.—Todo	 individuo	 tiene	 derecho	 a	 la	 vida,	 a	 la	 libertad	 y	 a	 la
seguridad	de	su	persona.
ART.	 4°.—Nadie	 estará	 sometido	 a	 esclavitud	 ni	 a	 servidumbre,	 la
esclavitud	y	la	trata	de	esclavos	están	prohibidas	en	todas	sus	formas.
ART.	 5.—Nadie	 será	 sometido	 a	 torturas	 ni	 a	 penas	 o	 tratos	 crueles,
inhumanos	o	degradantes.
ART.	 6°.—Todo	 ser	 humano	 tiene	 derecho,	 en	 todas	 partes,	 al
reconocimiento	de	su	personalidad	jurídica.
ART.	7°.—Todos	son	 iguales	ante	 la	 ley	y	 tienen,	sin	distinción,	derecho	a
igual	protección	de	 la	 ley.	Todos	 tienen	derecho	a	 igual	protección	 contra
toda	discriminación	que	infrinja	esta	declaración	y	contra	toda	provocación
a	tal	discriminación.
ART.	 8°.—Toda	 persona	 tiene	 derecho	 a	 un	 recurso	 efectivo	 ante	 los
tribunales	nacionales	 competentes,	que	 la	 ampare	 contra	actos	que	violen
sus	derechos	fundamentales	reconocidos	por	la	constitución	o	por	la	ley.
ART.	9°.—Nadie	podrá	ser	arbitrariamente	detenido,	preso	ni	desterrado.
ART.	10.—Toda	persona	tiene	derecho,	en	condiciones	de	plena	igualdad,	a
ser	 oída	 públicamente	 y	 con	 justicia	 por	 un	 tribunal	 independiente	 e
imparcial,	 para	 la	 determinación	de	 sus	derechos	 y	 obligaciones	 o	para	 el
examen	de	cualquier	acusación	contra	ella	en	materia	penal.
ART.	11.—
1.	 Toda	 persona	 acusada	 de	 delito	 tiene	 derecho	 a	 que	 se	 presuma	 su
inocencia	 mientras	 no	 se	 pruebe	 su	 culpabilidad,	 conforme	 a	 la	 ley	 y	 en
juicio	público	en	el	que	se	le	hayan	asegurado	todas	las	garantías	necesarias
para	su	defensa.
2.	 Nadie	 será	 condenado	 por	 actos	 u	 omisiones	 que	 en	 el	 momento	 de
cometerse	 no	 fueron	delictivos	 según	 el	 derecho	nacional	 o	 internacional.
Tampoco	se	impondrá	pena	más	grave	que	la	aplicable	en	el	momento	de	la
comisión	del	delito.
ART.	12.—Nadie	será	objeto	de	 injerencias	arbitrarias	en	su	vida	privada,
su	familia,	su	domicilio	o	su	correspondencia,	ni	de	ataques	a	su	honra	o	a	su
reputación.	Toda	persona	tiene	derecho	a	la	protección	de	la	ley	contra	tales
injerencias	o	ataques.
ART.	13.—
1.	Toda	persona	tiene	derecho	a	circular	libremente	y	a	elegir	su	residencia
en	el	territorio	de	un	Estado.
2.	Toda	persona	tiene	derecho	a	salir	de	cualquier	país,	incluso	del	propio,
y	a	regresar	a	su	país.
ART.	14.—
1.	En	caso	de	persecución,	 toda	persona	 tiene	derecho	a	buscar	asilo,	 y	 a
disfrutar	de	él,	en	cualquier	país.
2.	Este	derecho	no	podrá	ser	invocado	contra	una	acción	judicial	realmente
originada	 por	 delitos	 comunes	 o	 por	 actos	 opuestos	 a	 los	 propósitos	 y
principios	de	las	Naciones	Unidas.
ART.	15.—
1.	Toda	persona	tiene	derecho	a	una	nacionalidad.
2.	A	nadie	se	privará	arbitrariamente	de	su	nacionalidad	ni	del	derecho	a
cambiar	de	nacionalidad.
ART.	16.—
1.	Los	hombres	y	las	mujeres,	a	partir	de	la	edad	núbil,	tienen	derecho,	sin
restricción	alguna	por	motivos	de	raza,	nacionalidad	o	religión,	a	casarse	y
fundar	 una	 familia,	 y	 disfrutarán	 de	 iguales	 derechos	 en	 cuanto	 al
matrimonio,	durante	el	matrimonio	y	en	caso	de	disolución	del	matrimonio.
2.	Sólo	mediante	libre	y	pleno	consentimiento	de	los	futuros	esposos	podrá
contraerse	el	matrimonio.
3.	 La	 familia	 es	 el	 elemento	natural	 y	 fundamental	de	 la	 sociedad	y	 tiene
derecho	a	la	protección	de	la	sociedad	y	del	Estado.
ART.	17.—
1.	Toda	persona	tiene	derecho	a	la	propiedad,	individual	y	colectivamente.
2.	Nadie	será	privado	arbitrariamente	de	su	propiedad.
ART.	 18.—Toda	 persona	 tiene	 derecho	 a	 la	 libertad	 de	 pensamiento,	 de
conciencia	 y	 de	 religión;	 este	 derecho	 incluye	 la	 libertad	 de	 cambiar	 de
religión	 o	 de	 creencia,	 así	 como	 la	 libertad	 de	manifestar	 su	 religión	 o	 su
creencia,	individual	y	colectivamente,	tanto	en	público	como	en	privado,	por
la	enseñanza,	la	práctica,	el	culto	y	la	observancia.
ART.	 19.—Todo	 individuo	 tiene	 derecho	 a	 la	 libertad	 de	 opinión	 y	 de
expresión;	 este	 derecho	 incluye	 el	 de	 no	 ser	 molestado	 a	 causa	 de	 sus
opiniones,	 el	 de	 investigar	 y	 recibir	 informaciones	 y	 opiniones,	 y	 el	 de
difundirlas,	sin	limitación	de	fronteras,	por	cualquier	medio	de	expresión.
ART.	20.—
1.	 Toda	 persona	 tiene	 derecho	 a	 la	 libertad	 de	 reunión	 y	 de	 asociación
pacíficas.
2.	Nadie	podrá	ser	obligado	a	pertenecer	a	una	asociación.
ART.	21.—
1.	 Toda	 persona	 tiene	 derecho	 a	 participar	 en	 el	 gobierno	 de	 su	 país,
directamente	o	por	medio	de	representantes	libremente	escogidos.
2.	Toda	persona	tiene	el	derecho	de	acceso,	en	condiciones	de	igualdad,	a
las	funciones	públicas	de	su	país.
3.	La	voluntad	del	pueblo	es	la	base	de	la	autoridad	del	poder	público;	esta
voluntad	 se	 expresará	 mediante	 elecciones	 auténticas	 que	 habrán	 de
celebrarse	periódicamente,	por	sufragio	universal	e	igual	y	por	voto	secreto
u	otro	procedimiento	equivalente	que	garantice	la	libertad	del	voto.
ART.	22.—Toda	persona,	como	miembro	de	la	sociedad,	tiene	derecho	a	la
seguridad	social,	y	a	obtener,	mediante	el	esfuerzo	nacional	y	la	cooperación
internacional,	 habida	 cuenta	 de	 la	 organización	 y	 los	 recursos	 de	 cada
Estado,	 la	 satisfacción	 de	 los	 derechos	 económicos,	 sociales	 y	 culturales,
indispensables	a	su	dignidad	y	al	libre	desarrollo	de	su	personalidad.
ART.	23.—
1.	Toda	persona	tiene	derecho	al	trabajo,	a	la	libre	elección	de	su	trabajo,	a
condiciones	equitativas	y	satisfactorias	de	trabajo	y	a	la	protección	contra	el
desempleo.
2.	 Toda	 persona	 tiene	 derecho,	 sin	 discriminación	 alguna,	 a	 igual	 salario
por	trabajo	igual.
3.	Toda	persona	que	trabaja	tiene	derecho	a	una	remuneración	equitativa	y
satisfactoria,	que	le	asegure,	así	como	a	su	familia,	una	existencia	conforme
a	 la	 dignidad	 humana	 y	 que	 será	 completada,	 en	 caso	 necesario,	 por
cualesquiera	otros	medios	de	protección	social.
4.	 Toda	 persona	 tiene	 derecho	 a	 fundar	 sindicatos	 y	 a	 sindicarse	 para	 la
defensa	de	sus	intereses.
ART.	24.—Toda	persona	tiene	derecho	al	descanso,	al	disfrute	del	 tiempo
libre,	 a	una	 limitación	razonable	de	 la	duración	del	 trabajo	y	a	vacaciones
periódicas	pagadas.
ART.	25.—
1.	Toda	persona	tiene	derecho	a	un	nivel	de	vida	adecuado	que	le	asegure,
así	como	a	su	familia,	la	salud	y	el	bienestar,	y	en	especial	la	alimentación,	el
vestido,	la	vivienda,	la	asistencia	médica	y	los	servicios	sociales	necesarios;
tiene	 asimismo	derecho	 a	 los	 seguros	 en	 caso	de	desempleo,	 enfermedad,
invalidez,	 viudez,	 vejez	 u	 otros	 casos	 de	 pérdida	 de	 sus	 medios	 de
subsistencia	por	circunstancias	independientes	de	su	voluntad.
2.	 La	 maternidad	 y	 la	 infancia	 tienen	 derecho	 a	 cuidados	 y	 asistencia
especiales.	Todos	los	niños,	nacidos	de	matrimonio	o	fuera	de	matrimonio,
tienen	derecho	a	igual	protección	social.
ART.	26.—
1.	 Toda	 persona	 tiene	 derecho	 a	 la	 educación.	 La	 educación	 debe	 ser
gratuita,	 al	 menos	 en	 lo	 concerniente	 a	 la	 instrucción	 elemental	 y
fundamental.	 La	 instrucción	 elemental	 será	 obligatoria.	 La	 instrucción
técnica	 y	 profesional	 habrá	 de	 ser	 generalizada;	 el	 acceso	 a	 los	 estudios
superiores	será	igual	para	todos,	en	función	de	los	méritos	respectivos.
2.	 La	 educación	 tendrá	 por	 objeto	 el	 pleno	 desarrollo	 de	 la	 personalidad
humana	 y	 el	 fortalecimiento	 del	 respeto	 a	 los	 derechos	 humanos	 y	 a	 las
libertades	 fundamentales;	 favorecerá	 la	 comprensión,	 la	 tolerancia	 y	 la
amistad	entre	 todas	 las	naciones	y	 todos	 los	grupos	étnicos	o	religiosos,	y
promoverá	el	desarrollo	de	 las	actividades	de	 las	Naciones	Unidas	para	el
mantenimiento	de	la	paz.
3.	 Los	 padres	 tendrán	 derecho	 preferente	 a	 escoger	 el	 tipo	 de	 educación
que	habrá	de	darse	a	sus	hijos.
ART.	27.—
1.	Toda	persona	tiene	derecho	a	tomar	parte	libremente	en	la	vida	cultural
de	la	comunidad,	a	gozar	de	las	artes	y	a	participar	en	el	progreso	científico
y	en	los	beneficios	que	de	él	resulten.
2.	Toda	persona	 tiene	derecho	a	 la	protección	de	 los	 intereses	morales	 y
materiales	 que	 le	 correspondan	por	 razón	de	 las	 producciones	 científicas,
literarias	o	artísticas	de	que	sea	autora.
ART.	28.—Toda	persona	tiene	derecho	a	que	se	establezca	un	orden	social
e	 internacional	 en	 el	 que	 los	 derechos	 y	 libertades	 proclamados	 en	 esta
declaración	se	hagan	plenamente	efectivos.
ART.	29.—
1.	Toda	persona	tiene	deberes	respecto	a	la	comunidad,	puesto	que	sólo	en
ella	puede	desarrollar	libre	y	plenamente	su	personalidad.
2.	 En	 el	 ejercicio	 de	 sus	 derechos	 y	 en	 el	 disfrute	 de	 sus	 libertades,	 toda
persona	 estará	 solamente	 sujeta	 a	 las	 limitaciones	 establecidas	 por	 la	 ley
con	el	único	fin	de	asegurar	el	reconocimiento	y	el	respeto	de	los	derechos	y
libertades	de	los	demás,	y	de	satisfacer	las	justas	exigencias	de	la	moral,	del
orden	público	y	del	bienestar	general	en	una	sociedad	democrática.
3.	Estos	derechos	y	libertades	no	podrán,	en	ningún	caso,	ser	ejercidos	en
oposición	a	los	propósitos	y	principios	de	las	Naciones	Unidas.
ART.	 30.—Nada	 en	 esta	 declaración	 podrá	 interpretarse	 en	 el	 sentido	 de
que	 confiere	 derecho	 alguno	 al	 Estado,	 a	 un	 grupo	 o	 a	 una	 persona,	 para
emprender	 y	 desarrollar	 actividades	 o	 realizar	 actos	 tendientes	 a	 la
supresión	de	 cualquiera	de	 los	derechos	y	 libertades	proclamados	en	esta
declaración.
PACTO	INTERNACIONAL	DE	DERECHOS
CIVILES	Y	POLÍTICOS(3)
PREÁMBULO.—Los	estados	partes	en	el	presente	pacto
Considerando	que,	conforme	a	los	principios	enunciados	en	la	Carta	de	las
Naciones	Unidas,	la	libertad,	la	justicia	y	la	paz	en	el	mundo	tienen	por	base
el	 reconocimiento	 de	 la	 dignidad	 inherente	 a	 todos	 los	 miembros	 de	 la
familia	humana	y	de	sus	derechos	iguales	e	inalienables,
Reconociendo	que	estos	derechos	se	derivan	de	la	dignidad	inherente	a	la
persona	humana,
Reconociendo	 que,	 con	 arreglo	 a	 la	 Declaración	 Universal	 de	 Derechos
Humanos,	no	puede	realizarse	el	ideal	del	ser	humano	libre,	en	el	disfrute	de
las	libertades	civiles	y	políticas	y	liberado	del	temor	y	de	la	miseria,	a	menos
que	 se	 creen	 condiciones	 que	 permitan	 a	 cada	 persona	 gozar	 de	 sus
derechos	 civiles	 y	 políticos,	 tanto	 como	 de	 sus	 derechos	 económicos,
sociales	y	culturales,
Considerando	que	la	Carta	de	las	Naciones	Unidas	impone	a	los	estados	la
obligación	 de	 promover	 el	 respeto	 universal	 y	 efectivo	 de	 los	 derechos	 y
libertades	humanos,
Comprendiendo	 que	 el	 individuo,	 por	 tener	 deberes	 respecto	 de	 otros
individuos	 y	 de	 la	 comunidad	 a	 que	 pertenece,	 tiene	 la	 obligación	 de
esforzarse	por	la	consecución	y	la	observancia	de	los	derechos	reconocidos
en	este	pacto,
Convienen	en	los	artículos	siguientes:
(3)	Resolución	2200	A	(XXI)	de	la	asamblea	general,	aprobada	el	16	de	diciembre	de	1966.
PARTE	I
ART.	1°.—
1.	Todos	los	pueblos	tienen	el	derecho	de	libre	determinación.	En	virtud	de
este	 derecho	 establecen	 libremente	 su	 condición	 política	 y	 proveen
asimismo	a	su	desarrollo	económico,	social	y	cultural.
2.	Para	el	logro	de	sus	fines,	todos	los	pueblos	pueden	disponer	libremente
de	sus	 riquezas	y	 recursos	naturales,	 sin	perjuicio	de	 las	obligaciones	que
derivan	de	 la	 cooperación	 económica	 internacional	 basada	 en	 el	 principio
de	beneficio	recíproco,	así	como	del	derecho	internacional.	En	ningún	caso
podrá	privarse	a	un	pueblo	de	sus	propios	medios	de	subsistencia.
3.	 Los	 estados	 partes	 en	 el	 presente	 pacto,	 incluso	 los	 que	 tienen	 la
responsabilidad	 de	 administrar	 territorios	 no	 autónomos	 y	 territorios	 en
fideicomiso,	promoverán	el	ejercicio	del	derecho	de	 libre	determinación,	y
respetarán	este	derecho	de	conformidad	con	las	disposiciones	de	la	Carta	de
las	Naciones	Unidas.
PARTE	II
ART.	2°.—
1.	Cada	uno	de	 los	 estados	 partes	 en	 el	 presente	 pacto	 se	 compromete	 a
respetar	 y	 a	 garantizar	 a	 todos	 los	 individuos	 que	 se	 encuentren	 en	 su
territorio	 y	 estén	 sujetos	 a	 su	 jurisdicción	 los	 derechos	 reconocidos	 en	 el
presente	pacto,	 sin	distinción	 alguna	de	 raza,	 color,	 sexo,	 idioma,	 religión,
opinión	 política	 o	 de	 otra	 índole,	 origen	 nacional	 o	 social,	 posición
económica,	nacimiento	o	cualquier	otra	condición	social.
2.	 Cada	 Estado	 parte	 se	 compromete	 a	 adoptar,	 con	 arreglo	 a	 sus
procedimientos	constitucionales	y	a	las	disposiciones	del	presente	pacto,	las
medidas	 oportunas	 para	 dictar	 las	 disposiciones	 legislativas	 o	 de	 otro
carácter	 que	 fueren	 necesarias	 para	 hacer	 efectivos	 los	 derechos
reconocidos	en	el	presente	pacto	y	que	no	estuviesen	ya	garantizados	por
disposiciones	legislativas	o	de	otro	carácter.
3.	 Cada	uno	de	 los	 estados	partes	 en	 el	 presente	 pacto	 se	 compromete	 a
garantizar	que:
a)	 Toda	 persona	 cuyos	 derechos	 o	 libertades	 reconocidos	 en	 el	 presente
pacto	hayan	sido	violados	podrá	interponer	un	recurso	efectivo,	aun	cuando
tal	violación	hubiera	sido	cometida	por	personas	que	actuaban	en	ejercicio
de	sus	funciones	oficiales;
b)	 La	 autoridad	 competente,	 judicial,	 administrativa	 o	 legislativa,	 o
cualquiera	 otra	 autoridad	 competente	 prevista	 por	 el	 sistema	 legal	 del
Estado,	 decidirá	 sobre	 los	 derechos	 de	 toda	 persona	 que	 interponga	 tal
recurso,	y	desarrollará	las	posibilidades	de	recurso	judicial;
c)	 Las	 autoridades	 competentes	 cumplirán	 toda	 decisión	 en	 que	 se	 haya
estimado	procedente	el	recurso.
ART.	 3°.—Los	 estados	 partes	 en	 el	 presente	 pacto	 se	 comprometen	 a
garantizar	a	hombres	y	mujeres	la	igualdad	en	el	goce	de	todos	los	derechos
civiles	y	políticos	enunciados	en	el	presente	pacto.
ART.	4°.—
1.	En	situaciones	excepcionales	que	pongan	en	peligro	la	vida	de	la	nación	y
cuya	existencia	haya	sido	proclamada	oficialmente,	los	estados	partes	en	el
presente	 pacto	 podrán	 adoptar	 disposiciones	 que,	 en	 la	 medida
estrictamente	 limitada	 a	 las	 exigencias	 de	 la	 situación,	 suspendan	 las
obligaciones	 contraídas	 en	 virtud	 de	 este	 pacto,	 siempre	 que	 tales
disposiciones	 no	 sean	 incompatibles	 con	 las	 demás	 obligaciones	 que	 les
impone	 el	 derecho	 internacional	 y	 no	 entrañen	 discriminación	 alguna
fundada	 únicamente	 en	 motivos	 de	 raza,	 color,	 sexo,	 idioma,	 religión	 u
origen	social.
2.	La	disposición	precedente	no	autoriza	suspensión	alguna	de	los	artículos
6°,	7°,	8°	(párrafos	1	y	2),	11,	15,	16	y	18.
3.	 Todo	 Estado	 parte	 en	 el	 presente	 pacto	 que	 haga	 uso	 del	 derecho	 de
suspensión	deberá	informar	inmediatamente	a	los	demás	estados	partes	en
el	 presente	 pacto,	 por	 conducto	 del	 Secretario	 General	 de	 las	 Naciones
Unidas,	 de	 las	 disposiciones	 cuya	 aplicación	 haya	 suspendido	 y	 de	 los
motivos	 que	 hayan	 suscitado	 la	 suspensión.	 Se	 hará	 una	 nueva
comunicación	 por	 el	 mismo	 conducto	 en	 la	 fecha	 en	 que	 haya	 dado	 por
terminada	tal	suspensión.
ART.	5°.—
1.	 Ninguna	 disposición	 del	 presente	 pacto	 podrá	 ser	 interpretada	 en	 el
sentido	 de	 conceder	 derecho	 alguno	 a	 un	 Estado,	 grupo	 o	 individuo	 para
emprender	 actividades	 o	 realizar	 actos	 encaminados	 a	 la	 destrucción	 de
cualquiera	 de	 los	 derechos	 y	 libertades	 reconocidos	 en	 el	 pacto	 o	 a	 su
limitación	en	mayor	medida	que	la	prevista	en	él.
2.	No	podrá	admitirse	restricción	o	menoscabo	de	ninguno	de	los	derechos
humanos	 fundamentales	 reconocidos	 o	 vigentes	 en	 un	 Estado	 parte	 en
virtud	 de	 leyes,	 convenciones,	 reglamentos	 o	 costumbres,	 so	 pretexto	 de
que	el	presente	pacto	no	los	reconoce	o	los	reconoce	en	menor	grado.
PARTE	III
ART.	6°.—
1.	 El	 derecho	 a	 la	 vida	 es	 inherente	 a	 la	 persona	 humana.	 Este	 derecho
estará	 protegido	 por	 la	 ley.	 Nadie	 podrá	 ser	 privado	 de	 la	 vida
arbitrariamente.
2.	En	los	países	que	no	hayan	abolido	la	pena	capital	sólo	podrá	imponerse
la	 pena	de	muerte	por	 los	más	 graves	delitos	 y	de	 conformidad	 con	 leyes
que	 estén	 en	 vigor	 en	 el	 momento	 de	 cometerse	 el	 delito	 y	 que	 no	 sean
contrarias	a	las	disposiciones	del	presente	pacto	ni	a	la	convención	para	la
prevención	 y	 la	 sanción	 del	 delito	 de	 genocidio.	 Esta	 pena	 sólo	 podrá
imponerse	 en	 cumplimiento	 de	 sentencia	 definitiva	 de	 un	 tribunal
competente.
3.	Cuando	 la	privación	de	 la	vida	constituya	delito	de	genocidio	se	tendrá
entendido	 que	 nada	 de	 lo	 dispuesto	 en	 este	 artículo	 excusará	 en	 modo
alguno	a	los	estados	partes	del	cumplimiento	de	ninguna	de	las	obligaciones
asumidas	en	virtud	de	las	disposiciones	de	la	convención	para	la	prevención
y	la	sanción	del	delito	de	genocidio.
4.	Toda	persona	condenada	a	muerte	tendrá	derecho	a	solicitar	el	indulto	o
la	 conmutación	 de	 la	 pena.	 La	 amnistía,	 el	 indulto	 o	 la	 conmutación	 de	 la
pena	capital	podrán	ser	concedidos	en	todos	los	casos.
5.	No	se	 impondrá	 la	pena	de	muerte	por	delitos	cometidos	por	personas
de	menos	de	18	años	de	edad,	ni	se	 la	aplicará	a	 las	mujeres	en	estado	de
gravidez.
6.	Ninguna	disposición	de	este	artículo	podrá	ser	 invocada	por	un	estado
parte	en	el	presente	pacto	para	demorar	o	 impedir	 la	abolición	de	 la	pena
capital.
ART.	 7°.—Nadie	 será	 sometido	 a	 torturas	 ni	 a	 penas	 o	 tratos	 crueles,
inhumanos	 o	 degradantes.	 En	 particular,	 nadie	 será	 sometido	 sin	 su	 libre
consentimiento	a	experimentos	médicos	o	científicos.
ART.	8°.—
1.	Nadie	estará	sometido	a	esclavitud.	La	esclavitud	y	 la	 trata	de	esclavos
estarán	prohibidas	en	todas	sus	formas.
2.	Nadie	estará	sometido	a	servidumbre.
3.	a)	Nadie	será	constreñido	a	ejecutar	un	trabajo	forzoso	u	obligatorio;
b)	 El	 inciso	 precedente	 no	 podrá	 ser	 interpretado	 en	 el	 sentido	 de	 que
prohíbe,	en	los	países	en	los	cuales	ciertos	delitos	pueden	ser	castigados	con
la	 pena	 de	 prisión	 acompañada	 de	 trabajos	 forzados,	 el	 cumplimiento	 de
una	pena	de	trabajos	forzados	impuesta	por	un	tribunal	competente;
c)	No	se	considerarán	como	“trabajo	forzoso	u	obligatorio”,	a	los	efectos	de
este	párrafo:
i)	Los	trabajos	o	servicios	que,	aparte	de	los	mencionados	en	el	inciso	b,	se
exijan	normalmente	de	una	persona	presa	en	virtud	de	una	decisión	judicial
legalmente	dictada,	o	de	una	persona	que	habiendo	sido	presa	en	virtud	de
tal	decisión	se	encuentre	en	libertad	condicional;
ii)	 El	 servicio	 de	 carácter	 militar	 y,	 en	 los	 países	 donde	 se	 admite	 la
exención	por	razones	de	conciencia,	el	servicio	nacional	que	deben	prestar
conforme	 a	 la	 ley	 quienes	 se	 opongan	 al	 servicio	 militar	 por	 razones	 de
conciencia;
iii)	 El	 servicio	 impuesto	 en	 casos	de	peligro	 o	 calamidad	que	 amenace	 la
vida	o	el	bienestar	de	la	comunidad;
iv)	 El	 trabajo	 o	 servicio	 que	 forme	 parte	 de	 las	 obligaciones	 cívicas
normales.
ART.	9°.—
1.	Todo	 individuo	 tiene	derecho	a	 la	 libertad	y	a	 la	 seguridad	personales.
Nadie	podrá	ser	sometido	a	detención	o	prisión	arbitrarias.	Nadie	podrá	ser
privado	de	su	 libertad,	salvo	por	 las	causas	fijadas	por	 ley	y	con	arreglo	al
procedimiento	establecido	en	ésta.
2.	Toda	persona	detenida	será	informada,	en	el	momento	de	su	detención,
de	 las	 razones	 de	 la	 misma,	 y	 notificada,	 sin	 demora,	 de	 la	 acusación
formulada	contra	ella.
3.	 Toda	 persona	 detenida	 o	 presa	 a	 causa	 de	 una	 infracción	 penal	 será
llevada	 sin	 demora	 ante	 un	 juez	 u	 otro	 funcionario	 autorizado	 por	 la	 ley
para	ejercer	funciones	judiciales,	y	tendrá	derecho	a	ser	juzgada	dentro	de
un	plazo	razonable	o	a	ser	puesta	en	 libertad.	La	prisión	preventiva	de	 las
personas	que	hayan	de	 ser	 juzgadas	no	debe	 ser	 la	 regla	 general,	 pero	 su
libertad	 podrá	 estar	 subordinada	 a	 garantías	 que	 aseguren	 la
comparecencia	 del	 acusado	 en	 el	 acto	 del	 juicio,	 o	 en	 cualquier	 otro
momento	de	 las	diligencias	procesales	 y,	 en	 su	 caso,	 para	 la	 ejecución	del
fallo.
4.	 Toda	 persona	 que	 sea	 privada	 de	 libertad	 en	 virtud	 de	 detención	 o
prisión	tendrá	derecho	a	recurrir	ante	un	tribunal,	a	fin	de	que	éste	decida	a
la	brevedad	posible	sobre	la	legalidad	de	su	prisión	y	ordene	su	libertad	si	la
prisión	fuera	ilegal.
5.	 Toda	 persona	 que	 haya	 sido	 ilegalmente	 detenida	 o	 presa,	 tendrá	 el
derecho	efectivo	a	obtener	reparación.
ART.	10.—
1.	 Toda	 persona	 privada	 de	 libertad	 será	 tratada	 humanamente	 y	 con	 el
respeto	debido	a	la	dignidad	inherente	al	ser	humano.
2.	 a)	 Los	 procesados	 estarán	 separados	 de	 los	 condenados,	 salvo	 en
circunstancias	excepcionales,	 y	 serán	sometidos	a	un	 tratamiento	distinto,
adecuado	a	su	condición	de	personas	no	condenadas;
b)	Los	menores	procesados	estarán	separados	de	los	adultos	y	deberán	ser
llevados	ante	los	tribunales	de	justicia	con	la	mayor	celeridad	posible	para
su	enjuiciamiento.
3.	 El	 régimen	 penitenciario	 consistirá	 en	 un	 tratamiento	 cuya	 finalidad
esencial	 será	 la	 reforma	 y	 la	 readaptación	 social	 de	 los	 penados.	 Los
menores	delincuentes	estarán	separados	de	los	adultos	y	serán	sometidos	a
un	tratamiento	adecuado	a	su	edad	y	condición	jurídica.
ART.	11.—Nadie	 será	encarcelado	por	el	 solo	hecho	de	no	poder	 cumplir
una	obligación	contractual.
ART.	12.—
1.	 Toda	 persona	 que	 se	 halle	 legalmente	 en	 el	 territorio	 de	 un	 Estado
tendrá	derecho	a	circular	libremente	por	él	y	a	escoger	libremente	en	él	su
residencia.
2.	 Toda	 persona	 tendrá	 derecho	 a	 salir	 libremente	 de	 cualquier	 país,
incluso	del	propio.
3.	Los	derechos	antes	mencionados	no	podrán	ser	objeto	de	restricciones
salvo	 cuando	 éstas	 se	 hallen	 previstas	 en	 la	 ley,	 sean	 necesarias	 para
proteger	la	seguridad	nacional,	el	orden	público,	la	salud	o	la	moral	públicas
o	 los	derechos	y	 libertades	de	 terceros,	y	 sean	compatibles	 con	 los	demás
derechos	reconocidos	en	el	presente	pacto.
4.	 Nadie	 podrá	 ser	 arbitrariamente	 privado	 del	 derecho	 a	 entrar	 en	 su
propio	país.
ART.	 13.—El	 extranjero	 que	 se	 halle	 legalmente	 en	 el	 territorio	 de	 un
Estado	 parte	 en	 el	 presente	 pacto	 sólo	 podrá	 ser	 expulsado	 de	 él	 en
cumplimiento	de	una	decisión	adoptada	conforme	a	 la	 ley;	y,	a	menos	que
razones	imperiosas	de	seguridad	nacional	se	opongan	a	ello,	se	permitirá	a
tal	extranjero	exponer	las	razones	que	lo	asistan	en	contra	de	su	expulsión,
así	 como	 someter	 su	 caso	 a	 revisión	 ante	 la	 autoridad	 competente	 o	 bien
ante	 la	persona	o	personas	designadas	especialmente	por	dicha	autoridad
competente,	y	hacerse	representar	con	tal	fin	ante	ellas.
ART.	14.—
1.	Todas	 las	 personas	 son	 iguales	 ante	 los	 tribunales	 y	 cortes	 de	 justicia.
Toda	 persona	 tendrá	 derecho	 a	 ser	 oída	 públicamente	 y	 con	 las	 debidas
garantías	 por	 un	 tribunal	 competente,	 independiente	 e	 imparcial,
establecido	 por	 la	 ley,	 en	 la	 substanciación	 de	 cualquier	 acusación	 de
carácter	 penal	 formulada	 contra	 ella	 o	 para	 la	 determinación	 de	 sus
derechos	u	obligaciones	de	carácter	civil.	La	prensa	y	el	público	podrán	ser
excluidos	de	la	totalidad	o	parte	de	los	juicios	por	consideraciones	de	moral,
orden	público	o	seguridad	nacional	en	una	sociedad	democrática,	o	cuando
lo	 exija	 el	 interés	 de	 la	 vida	 privada	 de	 las	 partes	 o,	 en	 la	 medida
estrictamente	necesaria	en	opinión	del	tribunal,	cuando	por	circunstancias
especiales	del	asunto	la	publicidad	pudiera	perjudicar	a	 los	 intereses	de	la
justicia;	 pero	 toda	 sentencia	 en	materia	 penal	 o	 contenciosa	 será	 pública,
excepto	en	los	casos	en	que	el	interés	de	menores	de	edad	exija	lo	contrario,
o	 en	 las	 actuaciones	 referentes	 a	 pleitos	 matrimoniales	 o	 a	 la	 tutela	 de
menores.
2.	Toda	persona	acusada	de	un	delito	 tiene	derecho	a	que	se	presuma	su
inocencia	mientras	no	se	pruebe	su	culpabilidad	conforme	a	la	ley.
3.	Durante	el	proceso,	 toda	persona	acusada	de	un	delito	 tendrá	derecho,
en	plena	igualdad,	a	las	siguientes	garantías	mínimas:
a)	A	 ser	 informada	sin	demora,	 en	un	 idioma	que	comprenda	y	en	 forma
detallada,	de	la	naturaleza	y	causas	de	la	acusación	formulada	contra	ella;
b)	A	disponer	del	tiempo	y	de	los	medios	adecuados	para	la	preparación	de
su	defensa	y	a	comunicarse	con	un	defensor	de	su	elección;
c)	A	ser	juzgada	sin	dilaciones	indebidas;
d)	A	hallarse	presente	 en	 el	 proceso	y	 a	defenderse	personalmente	o	 ser
asistida	 por	 un	 defensor	 de	 su	 elección;	 a	 ser	 informada,	 si	 no	 tuviera
defensor,	del	derecho	que	le	asiste	a	tenerlo,	y,	siempre	que	el	interés	de	la
justicia	 lo	 exija,	 a	 que	 se	 le	 nombre	 defensor	 de	 oficio,	 gratuitamente,	 si
careciere	de	medios	suficientes	para	pagarlo;
e)	 A	 interrogar	 o	 hacer	 interrogar	 a	 los	 testigos	 de	 cargo	 y	 a	 obtener	 la
comparecencia	de	los	testigos	de	descargo	y	que	éstos	sean	interrogados	en
las	mismas	condiciones	que	los	testigos	de	cargo;
f)	 A	 ser	 asistida	 gratuitamente	 por	 un	 interprete,	 si	 no	 comprende	 o	 no
habla	el	idioma	empleado	en	el	tribunal;
g)	A	no	ser	obligada	a	declarar	contra	sí	misma	ni	a	confesarse	culpable.
4.	En	el	procedimiento	aplicable	a	los	menores	de	edad	a	efectos	penales	se
tendrá	 en	 cuenta	 esta	 circunstancia	 y	 la	 importancia	 de	 estimular	 su
readaptación	social.
5.	Toda	persona	declarada	 culpable	de	un	delito	 tendrá	derecho	a	que	 el
fallo	condenatorio	y	 la	pena	que	se	 le	haya	 impuesto	sean	sometidos	a	un
tribunal	superior,	conforme	a	lo	prescrito	por	la	ley.
6.	 Cuando	 una	 sentencia	 condenatoria	 firme	 haya	 sido	 ulteriormente
revocada,	 o	 el	 condenado	 haya	 sido	 indultado	 por	 haberse	 producido	 o
descubierto	 un	 hecho	 plenamente	 probatorio	 de	 la	 comisión	 de	 un	 error
judicial,	 la	 persona	 que	 haya	 sufrido	 una	 pena	 como	 resultado	 de	 tal
sentencia	 deberá	 ser	 indemnizada,	 conforme	 a	 la	 ley,	 a	 menos	 que	 se
demuestre	que	 le	 es	 imputable	en	 todo	o	en	parte	 el	no	haberse	 revelado
oportunamente	el	hecho	desconocido.
7.	Nadie	podrá	ser	juzgado	ni	sancionado	por	un	delito	por	el	cual	haya	sido
ya	condenado	o	absuelto	por	una	sentencia	firme	de	acuerdo	con	la	ley	y	el
procedimiento	penal	de	cada	país.
ART.	15.—
1.	 Nadie	 será	 condenado	 por	 actos	 u	 omisiones	 que	 en	 el	 momento	 de
cometerse	 no	 fueran	 delictivos	 según	 el	 derecho	 nacional	 o	 internacional.
Tampoco	se	impondrá	pena	más	grave	que	la	aplicable	en	el	momento	de	la
comisión	 del	 delito.	 Si	 con	 posterioridad	 a	 la	 comisión	 del	 delito	 la	 ley
dispone	la	imposición	de	una	pena	más	leve,	el	delincuente	se	beneficiará	de
ello.
2.	Nada	de	lo	dispuesto	en	este	artículo	se	opondrá	al	juicio	ni	a	la	condena
de	 una	 persona	 por	 actos	 u	 omisiones	 que,	 en	 el	momento	 de	 cometerse,
fueran	 delictivos	 según	 los	 principios	 generales	 del	 derecho	 reconocidos
por	la	comunidad	internacional.
ART.	 16.—Todo	 ser	 humano	 tiene	 derecho,	 en	 todas	 partes,	 al
reconocimiento	de	su	personalidad	jurídica.
ART.	17.—
1.	Nadie	será	objeto	de	injerencias	arbitrarias	o	ilegales	en	su	vida	privada,
su	 familia,	 su	 domicilio	 o	 su	 correspondencia,	 ni	 de	 ataques	 ilegales	 a	 su
honra	y	reputación.
2.	 Toda	 persona	 tiene	 derecho	 a	 la	 protección	 de	 la	 ley	 contra	 esas
injerencias	o	esos	ataques.
ART.	18.—
1.	Toda	persona	tiene	derecho	a	la	libertad	de	pensamiento,	de	conciencia	y
de	religión;	este	derecho	incluye	la	libertad	de	tener	o	de	adoptar	la	religión
o	las	creencias	de	su	elección,	así	como	la	libertad	de	manifestar	su	religión
o	 sus	 creencias,	 individual	 o	 colectivamente,	 tanto	 en	 público	 como	 en
privado,	 mediante	 el	 culto,	 la	 celebración	 de	 los	 ritos,	 las	 prácticas	 y	 la
enseñanza.
2.	 Nadie	 será	 objeto	 de	 medidas	 coercitivas	 que	 puedan	 menoscabar	 su
libertad	de	tener	o	de	adoptar	la	religión	o	las	creencias	de	su	elección.
3.	La	libertad	de	manifestar	la	propia	religión	o	las	propias	creencias	estará
sujeta	 únicamente	 a	 las	 limitaciones	 prescritas	 por	 la	 ley	 que	 sean
necesarias	para	proteger	la	seguridad,	el	orden,	la	salud	o	la	moral	públicas,
o	los	derechos	y	libertades	fundamentales	de	los	demás.
4.	 Los	 estados	partes	 en	 el	 presente	pacto	 se	 comprometen	 a	 respetar	 la
libertad	de	 los	padres	y,	en	su	caso,	de	 los	 tutores	 legales,	para	garantizar
que	los	hijos	reciban	la	educación	religiosa	y	moral	que	esté	de	acuerdo	con
sus	propias	convicciones.
ART.	19.—
1.	Nadie	podrá	ser	molestado	a	causa	de	sus	opiniones.
2.	 Toda	 persona	 tiene	 derecho	 a	 la	 libertad	 de	 expresión;	 este	 derecho
comprende	la	libertad	de	buscar,	recibir	y	difundir	informaciones	e	ideas	de
toda	índole,	sin	consideración	de	fronteras,	ya	sea	oralmente,	por	escrito	o
en	 forma	 impresa	 o	 artística,	 o	 por	 cualquier	 otro	 procedimiento	 de	 su
elección.
3.	El	ejercicio	del	derecho	previsto	en	el	párrafo	2	de	este	artículo	entraña
deberes	 y	 responsabilidades	 especiales.	 Por	 consiguiente,	 puede	 estar
sujeto	a	ciertas	restricciones,	que	deberán,	sin	embargo,	estar	expresamente
fijadas	por	la	ley	y	ser	necesarias	para:
a)	Asegurar	el	respeto	a	los	derechos	o	a	la	reputación	de	los	demás;
b)	La	protección	de	la	seguridad	nacional,	el	orden	público	o	 la	salud	o	 la
moral	públicas.
ART.	20.—
1.	Toda	propaganda	en	favor	de	la	guerra	estará	prohibida	por	la	ley.
2.	 Toda	 apología	 del	 odio	 nacional,	 racial	 o	 religioso	 que	 constituya
incitación	 a	 la	 discriminación,	 la	 hostilidad	o	 la	 violencia	 estará	prohibida
por	la	ley.
ART.	 21.—Se	 reconoce	 el	 derecho	 de	 reunión	 pacífica.	 El	 ejercicio	 de	 tal
derecho	sólo	podrá	estar	sujeto	a	 las	restricciones	previstas	por	 la	 ley	que
sean	 necesarias	 en	 una	 sociedad	 democrática,	 en	 interés	 de	 la	 seguridad
nacional,	 de	 la	 seguridad	 pública	 o	 del	 orden	 público,	 o	 para	 proteger	 la
salud	o	la	moral	públicas	o	los	derechos	y	libertades	de	los	demás.
ART.	22.—
1.	Toda	persona	tiene	derecho	a	asociarse	libremente	con	otras,	incluso	el
derecho	 a	 fundar	 sindicatos	 y	 afiliarse	 a	 ellos	 para	 la	 protección	 de	 sus
intereses.
2.	 El	 ejercicio	 de	 tal	 derecho	 sólo	 podrá	 estar	 sujeto	 a	 las	 restricciones
previstas	 por	 la	 ley	 que	 sean	 necesarias	 en	 una	 sociedad	 democrática,	 en
interés	de	la	seguridad	nacional,	de	la	seguridad	pública	o	del	orden	público,
o	para	proteger	la	salud	o	la	moral	públicas	o	los	derechos	y	libertades	de
los	demás.	El	presente	artículo	no	 impedirá	 la	 imposición	de	 restricciones
legales	 al	 ejercicio	 de	 tal	 derecho	 cuando	 se	 trate	 de	 miembros	 de	 las
fuerzas	armadas	y	de	la	policía.
3.	Ninguna	disposición	de	este	artículo	autoriza	a	 los	estados	partes	en	el
Convenio	de	la	Organización	Internacional	del	Trabajo	de	1948,	relativo	a	la
libertad	 sindical	 y	 a	 la	 protección	 del	 derecho	 de	 sindicación,	 a	 adoptar
medidas	legislativas	que	puedan	menoscabar	las	garantías	previstas	en	él	ni
a	aplicar	la	ley	de	tal	manera	que	pueda	menoscabar	esas	garantías.
ART.	23.—
1.	La	 familia	 es	 el	 elemento	natural	 y	 fundamental	 de	 la	 sociedad	y	 tiene
derecho	a	la	protección	de	la	sociedad	y	del	Estado.
2.	Se	reconoce	el	derecho	del	hombre	y	de	la	mujer	a	contraer	matrimonio
y	a	fundar	una	familia	si	tienen	edad	para	ello.
3.	El	matrimonio	no	podrá	celebrarse	sin	el	libre	y	pleno	consentimiento	de
los	contrayentes.
4.	Los	estados	partes	en	el	presente	pacto	tomarán	las	medidas	apropiadas
para	 asegurar	 la	 igualdad	 de	 derechos	 y	 de	 responsabilidades	 de	 ambos
esposos	 en	 cuanto	 al	 matrimonio,	 durante	 el	 matrimonio	 y	 en	 caso	 de
disolución	del	mismo.	En	caso	de	disolución,	se	adoptarán	disposiciones	que
aseguren	la	protección	necesaria	a	los	hijos.
ART.	24.—
1.	Todo	niño	tiene	derecho,	sin	discriminación	alguna	por	motivos	de	raza,
color,	sexo,	idioma,	religión,	origen	nacional	o	social,	posición	económica	o
nacimiento,	 a	 las	 medidas	 de	 protección	 que	 su	 condición	 de	 menor
requiere,	tanto	por	parte	de	su	familia	como	de	la	sociedad	y	del	Estado.
2.	 Todo	 niño	 será	 inscrito	 inmediatamente	 después	 de	 su	 nacimiento	 y
deberá	tener	un	nombre.
3.	Todo	niño	tiene	derecho	a	adquirir	una	nacionalidad.
ART.	 25.—Todos	 los	 ciudadanos	 gozarán,	 sin	 ninguna	 de	 las	 distinciones
mencionadas	 en	 el	 artículo	 2°,	 y	 sin	 restricciones	 indebidas,	 de	 los
siguientes	derechos	y	oportunidades:
a)	 Participar	 en	 la	 dirección	 de	 los	 asuntos	 públicos,	 directamente	 o	 por
medio	de	representantes	libremente	elegidos;
b)	Votar	y	ser	elegidos	en	elecciones	periódicas,	auténticas,	realizadas	por
sufragio	universal	e	igual	y	por	voto	secreto	que	garantice	la	libre	expresión
de	la	voluntad	de	los	electores;
c)	 Tener	 acceso,	 en	 condiciones	 generales	 de	 igualdad,	 a	 las	 funciones
públicas	de	su	país.
ART.	26.—Todas	las	personas	son	iguales	ante	la	 ley	y	tienen	derecho	sin
discriminación	a	igual	protección	de	la	ley.	A	este	respecto,	la	ley	prohibirá
toda	 discriminación	 y	 garantizará	 a	 todas	 las	 personas	 protección	 igual	 y
efectiva	 contra	 cualquier	 discriminación	 por	motivos	 de	 raza,	 color,	 sexo,
idioma,	religión,	opiniones	políticas	o	de	cualquier	índole,	origen	nacional	o
social,	posición	económica,	nacimiento	o	cualquier	otra	condición	social.
ART.	 27.—En	 los	 estados	 en	 que	 existan	 minorías	 étnicas,	 religiosas	 o
lingüísticas,	no	se	negará	a	las	personas	que	pertenezcan	a	dichas	minorías
el	derecho	que	 les	corresponde,	en	común	con	 los	demás	miembros	de	su
grupo,	 a	 tener	 su	 propia	 vida	 cultural,	 a	 profesar	 y	 practicar	 su	 propia
religión	y	a	emplear	su	propio	idioma.
PARTE	IV
ART.	28.—
1.	 Se	 establecerá	 un	 Comité	 de	 Derechos	 Humanos	 (en	 adelante
denominado	 el	 comité).	 Se	 compondrá	 de	 dieciocho	 miembros,	 y
desempeñará	las	funciones	que	se	señalan	más	adelante.
2.	 El	 comité	 estará	 compuesto	 de	 nacionales	 de	 los	 estados	 partes	 en	 el
presente	 pacto,	 que	 deberán	 ser	 personas	 de	 gran	 integridad	 moral,	 con
reconocida	 competencia	 en	 materia	 de	 derechos	 humanos.	 Se	 tomará	 en
consideración	la	utilidad	de	la	participación	de	algunas	personas	que	tengan
experiencia	jurídica.
3.	 Los	 miembros	 del	 comité	 serán	 elegidos	 y	 ejercerán	 sus	 funciones	 a
título	personal.
ART.	29.—
1.	Los	miembros	del	comité	serán	elegidos	por	votación	secreta	de	una	lista
de	 personas	 que	 reúnan	 las	 condiciones	 previstas	 en	 el	 artículo	 28	 y	 que
sean	propuestas	al	efecto	por	los	estados	partes	en	el	presente	pacto.
2.	 Cada	 Estado	 parte	 en	 el	 presente	 pacto	 podrá	 proponer	 hasta	 dos
personas.	Estas	personas	serán	nacionales	del	Estado	que	las	proponga.
3.	La	misma	persona	podrá	ser	propuesta	más	de	una	vez.
ART.	30.—
1.	 La	 elección	 inicial	 se	 celebrará	 a	más	 tardar	 seis	meses	 después	 de	 la
fecha	de	entrada	en	vigor	del	presente	pacto.
2.	Por	 lo	menos	cuatro	meses	antes	de	 la	 fecha	de	 la	elección	del	 comité,
siempre	que	no	se	trate	de	una	elección	para	llenar	una	vacante	declarada
de	 conformidad	 con	 el	 artículo	 34,	 el	 Secretario	 General	 de	 las	 Naciones
Unidas	 invitará	 por	 escrito	 a	 los	 estados	 partes	 en	 el	 presente	 pacto	 a
presentar	sus	candidatos	para	el	comité	en	el	término	de	tres	meses.
3.	 El	 Secretario	 General	 de	 las	 Naciones	 Unidas	 preparará	 una	 lista	 por
orden	 alfabético	 de	 los	 candidatos	 que	 hubieren	 sido	 presentados,	 con
indicación	 de	 los	 estados	 partes	 que	 los	 hubieren	 designado,	 y	 la
comunicará	a	 los	estados	partes	en	el	presente	pacto	a	más	tardar	un	mes
antes	de	la	fecha	de	cada	elección.
4.	La	elección	de	los	miembros	del	comité	se	celebrará	en	una	reunión	de
los	estados	partes	en	el	presente	pacto	convocada	por	el	Secretario	General
de	las	Naciones	Unidas	en	la	sede	de	la	organización.	En	esa	reunión,	para	la
cual	el	quórum	estará	constituido	por	dos	tercios	de	los	estados	partes	en	el
presente	pacto,	quedarán	elegidos	miembros	del	comité	los	candidatos	que
obtengan	el	mayor	número	de	votos	y	 la	mayoría	absoluta	de	 los	votos	de
los	representantes	de	los	estados	partes	presentes	y	votantes.
ART.	31.—
1.	El	comité	no	podrá	comprender	más	de	un	nacional	de	un	mismo	Estado.
2.	En	la	elección	del	comité	se	tendrá	en	cuenta	una	distribución	geográfica
equitativa	de	los	miembros	y	la	representación	de	las	diferentes	formas	de
civilización	y	de	los	principales	sistemas	jurídicos.
ART.	32.—
1.	 Los	 miembros	 del	 comité	 se	 elegirán	 por	 cuatro	 años.	 Podrán	 ser
reelegidos	 si	 se	 presenta	 de	 nuevo	 su	 candidatura.	 Sin	 embargo,	 los
mandatos	 de	 nueve	 de	 los	 miembros	 elegidos	 en	 la	 primera	 elección
expirarán	 al	 cabo	 de	 dos	 años.	 Inmediatamente	 después	 de	 la	 primera
elección,	el	presidente	de	la	reunión	mencionada	en	el	párrafo	4	del	artículo
30	designará	por	sorteo	los	nombres	de	estos	nueve	miembros.
2.	Las	elecciones	que	se	celebren	al	expirar	el	mandato	se	harán	con	arreglo
a	los	artículos	precedentes	de	esta	parte	del	presente	pacto.
ART.	33.—
1.	 Si	 los	 demás	miembros	 estiman	 por	 unanimidad	 que	 un	miembro	 del
comité	 ha	 dejado	 de	 desempeñar	 sus	 funciones	 por	 otra	 causa	 que	 la	 de
ausencia	 temporal,	 el	 presidente	 del	 comité	 notificará	 este	 hecho	 al
Secretario	 General	 de	 las	 Naciones	 Unidas,	 quien	 declarará	 vacante	 el
puesto	de	dicho	miembro.
2.	En	caso	de	muerte	o	renuncia	de	un	miembro	del	comité,	el	presidente	lo
notificará	 inmediatamente	 al	 Secretario	 General	 de	 las	 Naciones	 Unidas,
quien	declarará	vacante	el	puesto	desde	la	fecha	del	fallecimiento	o	desde	la
fecha	en	que	sea	efectiva	la	renuncia.
ART.	34.—
1.	 Si	 se	 declara	 una	 vacante	 de	 conformidad	 con	 el	 artículo	 33	 y	 si	 el
mandato	del	miembro	que	ha	de	ser	sustituido	no	expira	dentro	de	los	seis
meses	que	sigan	a	la	declaración	de	dicha	vacante,	el	Secretario	General	de
las	 Naciones	 Unidas	 lo	 notificará	 a	 cada	 uno	 de	 los	 estados	 partes	 en	 el
presente	 pacto,	 los	 cuales,	 para	 llenar	 la	 vacante,	 podrán	 presentar
candidatos	 en	 el	 plazo	 de	 dos	 meses,	 de	 acuerdo	 con	 lo	 dispuesto	 en	 el
párrafo	2	del	artículo	29.
2.	 El	 Secretario	 General	 de	 las	 Naciones	 Unidas	 preparará	 una	 lista	 por
orden	 alfabético	 de	 los	 candidatos	 así	 designados	 y	 la	 comunicará	 a	 los
estados	 partes	 en	 el	 presente	 pacto.	 La	 elección	 para	 llenar	 la	 vacante	 se
verificará	 de	 conformidad	 con	 las	 disposiciones	 pertinentes	 de	 esta	 parte
del	presente	pacto.
3.	Todo	miembro	del	comité	que	haya	sido	elegido	para	llenar	una	vacante
declarada	de	conformidad	con	el	 artículo	33	ocupará	el	 cargo	por	el	 resto
del	mandato	del	miembro	que	dejó	vacante	el	puesto	en	el	comité	conforme
a	lo	dispuesto	en	ese	artículo.
ART.	 35.—Los	 miembros	 del	 comité,	 previa	 aprobación	 de	 la	 Asamblea
General	de	 las	Naciones	Unidas,	percibirán	emolumentos	de	 los	 fondos	de
las	 Naciones	 Unidas	 en	 la	 forma	 y	 condiciones	 que	 la	 asamblea	 general
determine,	teniendo	en	cuenta	la	importancia	de	las	funciones	del	comité.
ART.	 36.—El	 Secretario	General	 de	 las	Naciones	Unidas	 proporcionará	 el
personal	 y	 los	 servicios	 necesarios	 para	 el	 desempeño	 eficaz	 de	 las
funciones	del	comité	en	virtud	del	presente	pacto.
ART.	37.—
1.	 El	 Secretario	 General	 de	 las	 Naciones	 Unidas	 convocará	 la	 primera
reunión	del	comité	en	la	sede	de	las	Naciones	Unidas.
2.	Después	de	su	primera	reunión,	el	comité	se	reunirá	en	las	ocasiones	que
se	prevean	en	su	reglamento.
3.	El	comité	se	reunirá	normalmente	en	la	sede	de	las	Naciones	Unidas	o	en
la	oficina	de	las	Naciones	Unidas	en	Ginebra.
ART.	 38.—Antes	 de	 entrar	 en	 funciones,	 los	 miembros	 del	 comité
declararán	solemnemente	en	sesión	pública	del	comité	que	desempeñarán
su	cometido	con	toda	imparcialidad	y	conciencia.
ART.	39.—
1.	El	comité	elegirá	su	mesa	por	un	período	de	dos	años.	Los	miembros	de
la	mesa	podrán	ser	reelegidos.
2.	 El	 comité	 establecerá	 su	 propio	 reglamento,	 en	 el	 cual	 se	 dispondrá,
entre	otras	cosas,	que:
a)	Doce	miembros	constituirán	quórum;
b)	 Las	 decisiones	 del	 comité	 se	 tomarán	 por	 mayoría	 de	 votos	 de	 los
miembros	presentes.
ART.	40.—
1.	 Los	 estados	 partes	 en	 el	 presente	 pacto	 se	 comprometen	 a	 presentar
informes	sobre	las	disposiciones	que	hayan	adoptado	y	que	den	efecto	a	los
derechos	reconocidos	en	el	pacto	y	sobre	el	progreso	que	hayan	realizado
en	cuanto	al	goce	de	esos	derechos:
a)	 En	 el	 plazo	 de	 un	 año	 a	 contar	 de	 la	 fecha	 de	 entrada	 en	 vigor	 del
presente	pacto	con	respecto	a	los	estados	partes	interesados;
b)	En	lo	sucesivo,	cada	vez	que	el	comité	lo	pida.
2.	Todos	los	informes	se	presentarán	al	Secretario	General	de	las	Naciones
Unidas,	 quien	 los	 transmitirá	 al	 comité	 para	 examen.	 Los	 informes
señalarán	 los	 factores	 y	 las	 dificultades,	 si	 los	 hubiere,	 que	 afecten	 a	 la
aplicación	del	presente	pacto.
3.	 El	 Secretario	 General	 de	 las	 Naciones	 Unidas,	 después	 de	 celebrar
consultas	 con	 el	 comité,	 podrá	 transmitir	 a	 los	 organismos	 especializados
interesados	copias	de	 las	partes	de	 los	 informes	que	caigan	dentro	de	sus
esferas	de	competencia.
4.	El	comité	estudiará	los	informes	presentados	por	los	estados	partes	en	el
presente	pacto.	Transmitirá	sus	 informes,	y	 los	comentarios	generales	que
estime	oportunos,	a	los	estados	partes.	El	comité	también	podrá	transmitir
al	 Consejo	 Económico	 y	 Social	 esos	 comentarios,	 junto	 con	 copia	 de	 los
informes	que	haya	recibido	de	los	estados	partes	en	el	pacto.
5.	 Los	 estados	 partes	 podrán	 presentar	 al	 comité	 observaciones	 sobre
cualquier	 comentario	 que	 se	 haga	 con	 arreglo	 al	 párrafo	 4	 del	 presente
artículo.
ART.	41.—
1.	Con	arreglo	al	presente	artículo,	todo	Estado	parte	en	el	presente	pacto
podrá	 declarar	 en	 cualquier	 momento	 que	 reconoce	 la	 competencia	 del
comité	para	recibir	y	examinar	las	comunicaciones	en	que	un	Estado	parte
alegue	que	otro	Estado	parte	no	cumple	las	obligaciones	que	le	impone	este
pacto.	 Las	 comunicaciones	 hechas	 en	 virtud	 del	 presente	 artículo	 sólo	 se
podrán	admitir	y	examinar	si	son	presentadas	por	un	Estado	parte	que	haya
hecho	 una	 declaración	 por	 la	 cual	 reconozca	 con	 respecto	 a	 sí	 mismo	 la
competencia	 del	 comité.	 El	 comité	 no	 admitirá	 ninguna	 comunicación
relativa	 a	 un	 Estado	 parte	 que	 no	 haya	 hecho	 tal	 declaración.	 Las
comunicaciones	 recibidas	 en	 virtud	 de	 este	 artículo	 se	 tramitarán	 de
conformidad	con	el	procedimiento	siguiente:
a)	Si	un	Estado	parte	en	el	presente	pacto	considera	que	otro	Estado	parte
no	cumple	las	disposiciones	del	presente	pacto,	podrá	señalar	el	asunto	a	la
atención	de	dicho	Estado	mediante	una	comunicación	escrita.	Dentro	de	un
plazo	de	tres	meses,	contado	desde	la	fecha	de	recibo	de	la	comunicación,	el
Estado	 destinatario	 proporcionará	 al	 Estado	 que	 haya	 enviado	 la
comunicación	una	explicación	o	cualquier	otra	declaración	por	escrito	que
aclare	 el	 asunto,	 la	 cual	 hará	 referencia,	 hasta	 donde	 sea	 posible	 y
pertinente,	a	 los	procedimientos	nacionales	y	a	 los	recursos	adoptados,	en
trámite	o	que	puedan	utilizarse	al	respecto.
b)	 Si	 el	 asunto	 no	 se	 resuelve	 a	 satisfacción	 de	 los	 dos	 estados	 partes
interesados	 en	 un	 plazo	 de	 seis	 meses	 contado	 desde	 la	 fecha	 en	 que	 el
Estado	 destinatario	 haya	 recibido	 la	 primera	 comunicación,	 cualquiera	 de
ambos	 estados	 partes	 interesados	 tendrá	 derecho	 a	 someterlo	 al	 comité,
mediante	notificación	dirigida	al	comité	y	al	otro	Estado.
c)	 El	 comité	 conocerá	 del	 asunto	 que	 se	 le	 someta	 después	 de	 haberse
cerciorado	 de	 que	 se	 han	 interpuesto	 y	 agotado	 en	 tal	 asunto	 todos	 los
recursos	 de	 la	 jurisdicción	 interna	 de	 que	 se	 pueda	 disponer,	 de
conformidad	 con	 los	 principios	 del	 derecho	 internacional	 generalmente
admitidos.	 No	 se	 aplicará	 esta	 regla	 cuando	 la	 tramitación	 de	 los
mencionados	recursos	se	prolongue	injustificadamente.
d)	El	 comité	 celebrará	 sus	 sesiones	 a	puerta	 cerrada	 cuando	examine	 las
comunicaciones	previstas	en	el	presente	artículo.
e)	A	reserva	de	las	disposiciones	del	inciso	c,	el	comité	pondrá	sus	buenos
oficios	a	disposición	de	los	estados	partes	interesados	a	fin	de	llegar	a	una
solución	 amistosa	 del	 asunto,	 fundada	 en	 el	 respeto	 de	 los	 derechos
humanos	 y	 de	 las	 libertades	 fundamentales	 reconocidos	 en	 el	 presente
pacto.
f)	 En	 todo	 asunto	 que	 se	 le	 someta,	 el	 comité	 podrá	 pedir	 a	 los	 estados
partes	 interesados	 a	 que	 se	 hace	 referencia	 en	 el	 inciso	 b	 que	 faciliten
cualquier	información	pertinente.
g)	 Los	 estados	partes	 interesados	 a	 que	 se	 hace	 referencia	 en	 el	 inciso	 b
tendrán	derecho	a	estar	 representados	cuando	el	asunto	se	examine	en	el
comité	 y	 a	presentar	 exposiciones	 verbalmente,	 o	por	 escrito,	 o	de	 ambas
maneras.
h)	El	comité,	dentro	de	los	doce	meses	siguientes	a	la	fecha	de	recibo	de	la
notificación	mencionada	en	el	inciso	b,	presentará	un	informe	en	el	cual:
i)	si	se	ha	llegado	a	una	solución	con	arreglo	a	lo	dispuesto	en	el	inciso	e,	se
limitará	a	una	breve	exposición	de	los	hechos	y	de	la	solución	alcanzada;
ii)	si	no	se	ha	llegado	a	una	solución	con	arreglo	a	lo	dispuesto	en	el	inciso
e,	 se	 limitará	 a	 una	 breve	 exposición	 de	 los	 hechos	 y	 agregara	 las
exposiciones	 escritas	 y	 las	 actas	 de	 las	 exposiciones	 verbales	 que	 hayan
hecho	los	estados	partes	interesados.
En	cada	asunto,	se	enviará	el	informe	a	los	estados	partes	interesados.
2.	 Las	 disposiciones	 del	 presente	 artículo	 entrarán	 en	 vigor	 cuando	 diez
estados	partes	en	el	presente	pacto	hayan	hecho	las	declaraciones	a	que	se
hace	 referencia	 en	 el	 párrafo	 1	 del	 presente	 artículo.	 Tales	 declaraciones
serán	depositadas	por	los	estados	partes	en	poder	del	Secretario	General	de
las	Naciones	Unidas,	quien	remitirá	copia	de	las	mismas	a	los	demás	estados
partes.	 Toda	 declaración	 podrá	 retirarse	 en	 cualquier	momento	mediante
notificación	dirigida	al	Secretario	General.	Tal	retiro	no	será	obstáculo	para
que	 se	 examine	 cualquier	 asunto	 que	 sea	 objeto	 de	 una	 comunicación	 ya
transmitida	 en	 virtud	 de	 este	 artículo;	 no	 se	 admitirá	 ninguna	 nueva
comunicación	de	un	Estado	parte	una	vez	que	el	Secretario	General	de	 las
Naciones	Unidas	haya	recibido	la	notificación	de	retiro	de	la	declaración,	a
menos	que	el	Estado	parte	interesado	haya	hecho	una	nueva	declaración.
ART.	42.—
1.	 a)	 Si	 un	 asunto	 remitido	 al	 comité	 con	 arreglo	 al	 artículo	 41	 no	 se
resuelve	a	 satisfacción	de	 los	 estados	partes	 interesados,	 el	 comité,	 con	el
previo	 consentimiento	 de	 los	 estados	 partes	 interesados,	 podrá	 designar
una	 Comisión	 Especial	 de	 Conciliación	 (denominada	 en	 adelante	 la
comisión).	Los	buenos	oficios	de	la	comisión	se	pondrán	a	disposición	de	los
estados	 partes	 interesados	 a	 fin	 de	 llegar	 a	 una	 solución	 amistosa	 del
asunto,	basada	en	el	respeto	al	presente	pacto.
b)	 La	 comisión	 estará	 integrada	 por	 cinco	 personas	 aceptables	 para	 los
estados	partes	interesados.	Si,	transcurridos	tres	meses,	 los	estados	partes
interesados	 no	 se	 ponen	 de	 acuerdo	 sobre	 la	 composición,	 en	 todo	 o	 en
parte,	 de	 la	 comisión,	 los	miembros	de	 la	 comisión	 sobre	 los	que	no	haya
habido	 acuerdo	 serán	 elegidos	 por	 el	 comité,	 de	 entre	 sus	 propios
miembros,	en	votación	secreta	y	por	mayoría	de	dos	tercios.
2.	Los	miembros	de	 la	comisión	ejercerán	sus	 funciones	a	 título	personal.
No	 serán	 nacionales	 de	 los	 estados	 partes	 interesados,	 de	 ningún	 Estado
que	 no	 sea	 parte	 en	 el	 presente	 pacto,	 ni	 de	 ningún	 Estado	 parte	 que	 no
haya	hecho	la	declaración	prevista	en	el	artículo	41.
3.	 La	 comisión	 elegirá	 su	 propio	 presidente	 y	 aprobará	 su	 propio
reglamento.
4.	Las	reuniones	de	 la	comisión	se	celebrarán	normalmente	en	 la	sede	de
las	Naciones	Unidas	o	en	la	Oficina	de	las	Naciones	Unidas	en	Ginebra.	Sin
embargo,	 podrán	 celebrarse	 en	 cualquier	 otro	 lugar	 conveniente	 que	 la
comisión	 acuerde	 en	 consulta	 con	 el	 Secretario	 General	 de	 las	 Naciones
Unidas	y	los	estados	partes	interesados.
5.	La	secretaría	prevista	en	el	artículo	36	prestará	también	servicios	a	 las
comisiones	que	se	establezcan	en	virtud	del	presente	artículo.
6.	 La	 información	 recibida	 y	 estudiada	 por	 el	 comité	 se	 facilitará	 a	 la
comisión,	y	ésta	podrá	pedir	a	 los	estados	partes	 interesados	que	 faciliten
cualquier	otra	información	pertinente.
7.	Cuando	 la	comisión	haya	examinado	el	asunto	en	todos	sus	aspectos,	y
en	todo	caso	en	un	plazo	no	mayor	de	doce	meses	después	de	haber	tomado
conocimiento	 del	 mismo,	 presentará	 al	 presidente	 del	 comité	 un	 informe
para	su	transmisión	a	los	estados	partes	interesados:
a)	Si	 la	comisión	no	puede	completar	su	examen	del	asunto	dentro	de	 los
doce	meses,	 limitará	su	 informe	a	una	breve	exposición	de	 la	 situación	en
que	se	halle	su	examen	del	asunto;
b)	Si	se	alcanza	una	solución	amistosa	del	asunto	basada	en	el	respeto	a	los
derechos	humanos	reconocidos	en	el	presente	pacto,	la	comisión	limitará	su
informe	a	una	breve	exposición	de	los	hechos	y	de	la	solución	alcanzada;
c)	Si	no	se	alcanza	una	solución	en	el	sentido	del	inciso	b,	el	informe	de	la
comisión	 incluirá	 sus	 conclusiones	 sobre	 todas	 las	 cuestiones	 de	 hecho
pertinentes	al	asunto	planteado	entre	los	estados	partes	interesados,	y	sus
observaciones	acerca	de	las	posibilidades	de	solución	amistosa	del	asunto;
dicho	informe	contendrá	también	las	exposiciones	escritas	y	una	reseña	de
las	exposiciones	orales	hechas	por	los	estados	partes	interesados;
d)	 Si	 el	 informe	 de	 la	 comisión	 se	 presenta	 en	 virtud	 del	 inciso	 c,	 los
estados	partes	 interesados	notificarán	al	 presidente	del	 comité,	 dentro	de
los	 tres	 meses	 siguientes	 a	 la	 recepción	 del	 informe,	 si	 aceptan	 o	 no	 los
términos	del	informe	de	la	comisión.
8.	Las	disposiciones	de	este	artículo	no	afectan	a	 las	 funciones	del	comité
previstas	en	el	artículo	41.
9.	Los	estados	partes	interesados	compartirán	por	igual	todos	los	gastos	de
los	 miembros	 de	 la	 comisión,	 de	 acuerdo	 con	 el	 cálculo	 que	 haga	 el
Secretario	General	de	las	Naciones	Unidas.
10.	 El	 Secretario	General	 de	 las	Naciones	Unidas	 podrá	 sufragar,	 en	 caso
necesario,	 los	 gastos	 de	 los	 miembros	 de	 la	 comisión,	 antes	 de	 que	 los
estados	 partes	 interesados	 reembolsen	 esos	 gastos	 conforme	 al	 párrafo	 9
del	presente	artículo.
ART.	 43.—Los	 miembros	 del	 comité	 y	 los	 miembros	 de	 las	 comisiones
especiales	 de	 conciliación	 designados	 conforme	 al	 artículo	 42	 tendrán
derecho	a	 las	 facilidades,	privilegios	e	 inmunidades	que	 se	 conceden	a	 los
expertos	que	desempeñen	misiones	para	las	Naciones	Unidas,	con	arreglo	a
lo	 dispuesto	 en	 las	 secciones	 pertinentes	 de	 la	 convención	 sobre	 los
privilegios	e	inmunidades	de	las	Naciones	Unidas.
ART.	 44.—Las	 disposiciones	 de	 la	 aplicación	 del	 presente	 pacto	 se
aplicarán	 sin	 perjuicio	 de	 los	 procedimientos	 previstos	 en	 materia	 de
derechos	humanos	por	los	instrumentos	constitutivos	y	las	convenciones	de
las	Naciones	Unidas	y	de	 los	organismos	especializados	o	en	virtud	de	 los
mismos,	 y	 no	 impedirán	 que	 los	 estados	 partes	 recurran	 a	 otros
procedimientos	 para	 resolver	 una	 controversia,	 de	 conformidad	 con
convenios	internacionales	generales	o	especiales	vigentes	entre	ellos.
ART.	 45.—El	 comité	 presentará	 a	 la	 Asamblea	 General	 de	 las	 Naciones
Unidas,	 por	 conducto	 del	 Consejo	 Económico	 y	 Social,	 un	 informe	 anual
sobre	sus	actividades.
PARTE	V
ART.	46.—Ninguna	disposición	del	presente	pacto	deberá	interpretarse	en
menoscabo	de	las	disposiciones	de	la	Carta	de	las	Naciones	Unidas	o	de	las
constituciones	 de	 los	 organismos	 especializados	 que	 definen	 las
atribuciones	 de	 los	 diversos	 órganos	 de	 las	 Naciones	 Unidas	 y	 de	 los
organismos	 especializados	 en	 cuanto	 a	 las	 materias	 a	 que	 se	 refiere	 el
presente	pacto.
ART.	47.—Ninguna	disposición	del	presente	pacto	deberá	interpretarse	en
menoscabo	del	derecho	inherente	de	todos	los	pueblos	a	disfrutar	y	utilizar
plena	y	libremente	sus	riquezas	y	recursos	naturales.
PARTE	VI
ART.	48.—
1.	El	presente	pacto	estará	abierto	a	 la	 firma	de	 todos	 los	estatuto	de	 las
Naciones	Unidas	o	miembros	de	algún	organismo	especializado,	así	como	de
todo	Estado	parte	en	el	Estatuto	de	 la	Corte	 Internacional	de	 Justicia	y	de
cualquier	 otro	 Estado	 invitado	 por	 la	 Asamblea	 General	 de	 las	 Naciones
Unidas	a	ser	parte	en	el	presente	pacto.
2.	 El	 presente	 pacto	 está	 sujeto	 a	 ratificación.	 Los	 instrumentos	 de
ratificación	se	depositarán	en	poder	del	Secretario	General	de	las	Naciones
Unidas.
3.	 El	 presente	 pacto	 quedará	 abierto	 a	 la	 adhesión	 de	 cualquiera	 de	 los
estados	mencionados	en	el	párrafo	1	del	presente	artículo.
4.	 La	 adhesión	 se	 efectuará	 mediante	 el	 depósito	 de	 un	 instrumento	 de
adhesión	en	poder	del	Secretario	General	de	las	Naciones	Unidas.
5.	 El	 Secretario	 General	 de	 las	 Naciones	 Unidas	 informará	 a	 todos	 los
estados	que	hayan	firmado	el	presente	pacto,	o	se	hayan	adherido	a	él,	del
depósito	de	cada	uno	de	los	instrumentos	de	ratificación	o	de	adhesión.
ART.	49.—
1.	El	presente	pacto	entrará	en	vigor	transcurridos	tres	meses	a	partir	de	la
fecha	 en	 que	 haya	 sido	 depositado	 el	 trigésimo	 quinto	 instrumento	 de
ratificación	o	de	adhesión	en	poder	del	Secretario	General	de	 las	Naciones
Unidas.
2.	 Para	 cada	 Estado	 que	 ratifique	 el	 presente	 pacto	 o	 se	 adhiera	 a	 él
después	 de	 haber	 sido	 depositado	 el	 trigésimo	 quinto	 instrumento	 de
ratificación	 o	 de	 adhesión,	 el	 pacto	 entrará	 en	 vigor	 transcurridos	 tres
meses	a	partir	de	la	fecha	en	que	tal	Estado	haya	depositado	su	instrumento
de	ratificación	o	de	adhesión.
ART.	50.—Las	disposiciones	del	presente	pacto	serán	aplicables	a	todas	las
partes	 componentes	 de	 los	 estados	 federales,	 sin	 limitación	 ni	 excepción
alguna.
ART.	51.—
1.	 Todo	 Estado	 parte	 en	 el	 presente	 pacto	 podrá	 proponer	 enmiendas	 y
depositarlas	 en	 poder	 del	 Secretario	 General	 de	 las	 Naciones	 Unidas.	 El
secretario	 general	 comunicará	 las	 enmiendas	 propuestas	 a	 los	 estados
partes	en	el	presente	pacto,	pidiéndoles	que	le	notifiquen	si	desean	que	se
convoque	 a	 una	 conferencia	 de	 estados	 partes	 con	 el	 fin	 de	 examinar	 las
propuestas	y	someterlas	a	votación.	Si	un	tercio	al	menos	de	los	estados	se
declara	 en	 favor	 de	 tal	 convocatoria,	 el	 secretario	 general	 convocará	 una
conferencia	 bajo	 los	 auspicios	 de	 las	 Naciones	 Unidas.	 Toda	 enmienda
adoptada	por	la	mayoría	de	estados	presentes	y	votantes	en	la	conferencia
se	someterá	a	la	aprobación	de	la	Asamblea	General	de	las	Naciones	Unidas.
2.	Tales	enmiendas	entrarán	en	vigor	cuando	hayan	sido	aprobadas	por	la
Asamblea	General	de	 las	Naciones	Unidas	y	aceptadas	por	una	mayoría	de
dos	tercios	de	los	estados	partes	en	el	presente	pacto,	de	conformidad	con
sus	respectivos	procedimientos	constitucionales.
3.	 Cuando	 tales	 enmiendas	 entren	 en	 vigor,	 serán	 obligatorias	 para	 los
estados	 partes	 que	 las	 hayan	 aceptado,	 en	 tanto	 que	 los	 demás	 estados
partes	 seguirán	 obligados	 por	 las	 disposiciones	 del	 presente	 pacto	 y	 por
toda	enmienda	anterior	que	hayan	aceptado.
ART.	52.—Independientemente	de	las	notificaciones	previstas	en	el	párrafo
5	del	artículo	48,	el	Secretario	General	de	las	Naciones	Unidas	comunicará	a
todos	los	estados	mencionados	en	el	párrafo	1	del	mismo	artículo:
a)	Las	firmas,	ratificaciones	y	adhesiones	conforme	con	lo	dispuesto	en	el
artículo	48;
b)	La	fecha	en	que	entre	en	vigor	el	presente	pacto	conforme	a	lo	dispuesto
en	el	artículo	49,	y	la	fecha	en	que	entren	en	vigor	las	enmiendas	a	que	hace
referencia	el	artículo	51.
ART.	53.—
1.	El	presente	pacto,	cuyos	textos	en	chino,	español,	 francés,	 inglés	y	ruso
son	igualmente	auténticos,	será	depositado	en	los	archivos	de	las	Naciones
Unidas.
2.	El	Secretario	General	de	las	Naciones	Unidas	enviará	copias	certificadas
del	presente	pacto	a	todos	los	estados	mencionados	en	el	artículo	48.
PROTOCOLO	FACULTATIVO	DEL	PACTO
INTERNACIONAL	DE	DERECHOS	CIVILES	Y
POLÍTICOS
ART.	 1°.—Todo	 Estado	 parte	 en	 el	 pacto	 que	 llegue	 a	 ser	 parte	 en	 el
presente	 protocolo	 reconoce	 la	 competencia	 del	 comité	 para	 recibir	 y
considerar	comunicaciones	de	individuos	que	se	hallen	bajo	la	jurisdicción
de	ese	Estado	y	que	aleguen	ser	víctimas	de	una	violación,	por	ese	Estado
parte,	 de	 cualquiera	de	 los	derechos	 enunciados	 en	 el	 pacto.	 El	 comité	no
recibirá	ninguna	comunicación	que	concierna	a	un	Estado	parte	en	el	pacto
que	no	sea	parte	en	el	presente	protocolo.
ART.	2°.—Con	sujeción	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	1°,	todo	individuo	que
alegue	una	violación	de	cualquiera	de	sus	derechos	enumerados	en	el	pacto
y	que	haya	agotado	todos	los	recursos	internos	disponibles	podrá	someter	a
la	consideración	del	comité	una	comunicación	escrita.
ART.	 3°.—El	 comité	 considerará	 inadmisible	 toda	 comunicación
presentada	de	acuerdo	con	el	presente	protocolo	que	sea	anónima	o	que,	a
su	juicio,	constituya	un	abuso	del	derecho	a	presentar	tales	comunicaciones
o	sea	incompatible	con	las	disposiciones	del	pacto.
ART.	4°.—
1.	 A	 reserva	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 3°,	 el	 comité	 pondrá	 toda
comunicación	 que	 le	 sea	 sometida	 en	 virtud	 del	 presente	 protocolo	 en
conocimiento	del	Estado	parte	del	que	se	afirme	que	ha	violado	cualquiera
de	las	disposiciones	del	pacto.
2.	 En	 un	plazo	 de	 seis	meses,	 ese	 Estado	 deberá	 presentar	 al	 comité	 por
escrito	 explicaciones	 o	 declaraciones	 en	 las	 que	 se	 aclare	 el	 asunto	 y	 se
señalen	las	medidas	que	eventualmente	haya	adoptado	al	respecto.
ART.	5°.—
1.	 El	 comité	 examinará	 las	 comunicaciones	 recibidas	 de	 acuerdo	 con	 el
presente	 protocolo	 tomando	 en	 cuenta	 toda	 la	 información	 escrita	 que	 le
hayan	facilitado	el	individuo	y	el	Estado	parte	interesado.
2.	El	comité	no	examinará	ninguna	comunicación	de	un	individuo	a	menos
que	se	haya	cerciorado	de	que:
a)	 El	 mismo	 asunto	 no	 ha	 sido	 sometido	 ya	 a	 otro	 procedimiento	 de
examen	o	arreglo	internacionales;
b)	El	individuo	ha	agotado	todos	los	recursos	de	la	jurisdicción	interna.	No
se	aplicará	esta	norma	cuando	la	tramitación	de	los	recursos	se	prolongue
injustificadamente.
3.	 El	 comité	 celebrará	 sus	 sesiones	 a	 puerta	 cerrada	 cuando	 examine	 las
comunicaciones	previstas	en	el	presente	protocolo.
4.	El	 comité	presentará	sus	observaciones	al	Estado	parte	 interesado	y	al
individuo.
ART.	6°.—El	comité	 incluirá	en	el	 informe	anual	que	ha	de	presentar	con
arreglo	al	artículo	45	del	pacto	un	resumen	de	sus	actividades	en	virtud	del
presente	protocolo.
ART.	7°.—En	tanto	no	se	logren	los	objetivos	de	la	Resolución	1514	(XV)	de
la	Asamblea	General	de	 las	Naciones	Unidas,	de	14	de	diciembre	de	1960,
relativa	a	la	declaración	sobre	la	concesión	de	la	independencia	a	los	países
y	pueblos	coloniales,	 las	disposiciones	del	presente	protocolo	no	 limitarán
de	manera	 alguna	 el	 derecho	de	petición	 concedido	 a	 esos	pueblos	por	 la
Carta	 de	 las	 Naciones	 Unidas	 y	 por	 otros	 instrumentos	 y	 convenciones
internacionales	que	se	hayan	concertado	bajo	los	auspicios	de	las	Naciones
Unidas	o	de	sus	organismos	especializados.
ART.	8°.—
1.	El	presente	protocolo	estará	abierto	a	 la	 firma	de	cualquier	Estado	que
haya	firmado	el	pacto.
2.	El	presente	protocolo	está	sujeto	a	ratificación	por	cualquier	Estado	que
haya	ratificado	el	pacto	o	se	haya	adherido	al	mismo.	Los	instrumentos	de
ratificación	se	depositarán	en	poder	del	Secretario	General	de	las	Naciones
Unidas.
3.	El	presente	protocolo	quedará	abierto	a	la	adhesión	de	cualquier	Estado
que	haya	ratificado	el	pacto	o	se	haya	adherido	al	mismo.
4.	 La	 adhesión	 se	 efectuará	 mediante	 el	 depósito	 de	 un	 instrumento	 de
adhesión	en	poder	del	Secretario	General	de	las	Naciones	Unidas.
5.	 El	 Secretario	 General	 de	 las	 Naciones	 Unidas	 informará	 a	 todos	 los
estados	que	hayan	firmado	el	presente	protocolo,	o	se	hayan	adherido	a	él,
del	depósito	de	cada	uno	de	los	instrumentos	de	ratificación	o	de	adhesión.
ART.	9°.—
1.	A	reserva	de	la	entrada	en	vigor	del	pacto,	el	presente	protocolo	entrará
en	 vigor	 transcurridos	 tres	 meses	 a	 partir	 de	 la	 fecha	 en	 que	 haya	 sido
depositado	 el	 décimo	 instrumento	 de	 ratificación	 o	 de	 adhesión	 en	 poder
del	Secretario	General	de	las	Naciones	Unidas.
2.	 Para	 cada	Estado	 que	 ratifique	 el	 presente	 protocolo	 o	 se	 adhiera	 a	 él
después	de	haber	sido	depositado	el	décimo	 instrumento	de	ratificación	o
de	 adhesión,	 el	 presente	 protocolo	 entrará	 en	 vigor	 transcurridos	 tres
meses	 a	 partir	 de	 la	 fecha	 en	 que	 tal	 Estado	 haya	 depositado	 su	 propio
instrumento	de	ratificación	o	de	adhesión.
ART.	 10.—Las	 disposiciones	 del	 presente	 protocolo	 serán	 aplicables	 a
todas	 las	 partes	 componentes	 de	 los	 estados	 federales,	 sin	 limitación	 ni
excepción	alguna.
ART.	11.—
1.	Todo	Estado	parte	en	el	presente	protocolo	podrá	proponer	enmiendas	y
depositarlas	 en	 poder	 del	 Secretario	 General	 de	 las	 Naciones	 Unidas.	 El
secretario	 general	 comunicará	 las	 enmiendas	 propuestas	 a	 los	 estados
partes	en	el	presente	protocolo,	pidiéndoles	que	le	notifiquen	si	desean	que
se	 convoque	una	 conferencia	de	 estados	partes	 con	el	 fin	de	 examinar	 las
propuestas	y	someterlas	a	votación.	Si	un	tercio	al	menos	de	los	estados	se
declara	 en	 favor	 de	 tal	 convocatoria,	 el	 secretario	 general	 convocará	 una
conferencia	 bajo	 los	 auspicios	 de	 las	 Naciones	 Unidas.	 Toda	 enmienda
adoptada	 por	 la	 mayoría	 de	 los	 estados	 presentes	 y	 votantes	 en	 la
conferencia	 se	 someterá	 a	 la	 aprobación	 de	 la	 Asamblea	 General	 de	 las
Naciones	Unidas.
2.	Tales	enmiendas	entrarán	en	vigor	cuando	hayan	sido	aprobadas	por	la
asamblea	general	y	aceptadas	por	una	mayoría	de	dos	tercios	de	los	estados
partes	 en	 el	 presente	 protocolo,	 de	 conformidad	 con	 sus	 respectivos
procedimientos	constitucionales.
3.	 Cuando	 tales	 enmiendas	 entren	 en	 vigor	 serán	 obligatorias	 para	 los
estados	 partes	 que	 las	 hayan	 aceptado,	 en	 tanto	 que	 los	 demás	 estados
partes	seguirán	obligados	por	las	disposiciones	del	presente	protocolo	y	por
toda	enmienda	anterior	que	hubiesen	aceptado.
ART.	12.—
1.	Todo	Estado	parte	podrá	denunciar	el	presente	protocolo	en	cualquier
momento	mediante	notificación	escrita	dirigida	al	Secretario	General	de	las
Naciones	Unidas.	La	denuncia	surtirá	efecto	tres	meses	después	de	la	fecha
en	que	el	secretario	general	haya	recibido	la	notificación.
2.	La	denuncia	se	hará	sin	perjuicio	de	que	 las	disposiciones	del	presente
protocolo	sigan	aplicándose	a	cualquier	comunicación	presentada,	en	virtud
del	artículo	2°,	antes	de	la	fecha	de	efectividad	de	la	denuncia.
ART.	13.—
Independientemente	de	las	notificaciones	formuladas	conforme	al	párrafo
5	 del	 artículo	 8°	 del	 presente	 protocolo,	 el	 Secretario	 General	 de	 las
Naciones	Unidas	comunicará	a	todos	los	estados	mencionados	en	el	párrafo
1	del	artículo	48	del	pacto:
a)	Las	firmas,	ratificaciones	y	adhesiones	conformes	con	lo	dispuesto	en	el
artículo	8°;
b)	 La	 fecha	 en	 que	 entre	 en	 vigor	 el	 presente	 protocolo	 conforme	 a	 lo
dispuesto	en	el	artículo	9°,	y	la	fecha	en	que	entren	en	vigor	las	enmiendas	a
que	hace	referencia	el	artículo	11;
c)	Las	denuncias	recibidas	en	virtud	del	artículo	12.
ART.	14.—
1.	El	 presente	protocolo,	 cuyos	 textos	 en	 chino,	 español,	 francés,	 inglés	 y
ruso	 son	 igualmente	 auténticos,	 será	 depositado	 en	 los	 archivos	 de	 las
Naciones	Unidas.
2.	El	Secretario	General	de	las	Naciones	Unidas	enviará	copias	certificadas
del	presente	protocolo	a	todos	los	estados	mencionados	en	el	artículo	48	del
pacto.
CONVENCIÓN	AMERICANA	SOBRE
DERECHOS	HUMANOS(4)	(5)	(6)
(Suscrita	en	San	José	de	Costa	Rica	el	22	de	noviembre	de	1969,	en	la
Conferencia	Especializada	Interamericana	sobre	Derechos	Humanos)
(4)	Con	la	promulgación	de	la	Resolución	Legislativa	N°	27152	de	fecha	08/07/99,	dictada	en	el
gobierno	de	Alberto	Fujimori	Fujimori,	el	Perú	se	retiraba,	“(…)	con	efecto	inmediato,	del
reconocimiento	de	la	competencia	contenciosa	de	la	Corte	Interamericana	de	Derechos	Humanos.”
Aunque	el	régimen	anterior	utilizó	la	frase	“retiro”,	lo	que	se	pretendió	realizar,	en	puridad	de	lo
jurídico,	no	era	más	que	una	especie	de	“denuncia	parcial”	de	la	CADH	(modalidad	que	sólo	autoriza
el	derecho	internacional	cuando	el	respectivo	tratado	así	lo	estipula,	lo	que	no	ocurría	en	el	caso).
Pero,	al	establecer	la	Convención	(Art.	78)	que	la	denuncia	sólo	procedía	y	procede	mediante	el
preaviso	de	un	año	(en	ese	lapso	el	Estado	sigue	vinculado	plenamente	a	las	obligaciones	contraídas)
ni	la	“denuncia	parcial”	ni	el	“retiro”	habrían	podido	surtir	efectos	jurídicos	inmediatos.	De	ahí	que	la
Corte	Interamericana	de	Derechos	Humanos	en	“sentencia”	del	24	de	setiembre	de	1999	declarase
inadmisible	el	retiro	de	la	competencia	contenciosa	con	efectos	inmediatos	presentado	por	el	Estado
peruano.	Como	se	ve,	el	Perú	nunca	logró	alejarse	de	la	competencia	de	la	CIDH;	sin	embargo,	el
gobierno	por	Resolución	Legislativa	N°	27401	publicada	el	19	de	enero	del	2001	deroga	la	Resolución
Legislativa	N°	27152	y	“(…)	restablece	a	plenitud	para	el	Estado	peruano	la	Competencia	Contenciosa
de	la	Corte	Interamericana	de	Derechos	Humanos.”	.
(5)	Mientras	la	Corte	Interamericana	de	Justicia	resuelve	sobre	el	cumplimiento	de	las	obligaciones
de	los	estados	partes	de	la	convención	de	los	Derechos	Humanos,	la	Corte	Penal	Internacional	(CPI)	se
encargará,	en	un	futuro	cercano,	de	investigar	y	llevar	ante	la	justicia	a	los	individuos	–no	a	los
estados–	responsables	de	violaciones	a	los	derechos	humanos	y	al	derecho	internacional	humanitario
(genocidio,	crímenes	de	guerra,	crímenes	de	lesa	humanidad	y	los	crímenes	de	agresión	que	se
encuentran	por	definirse	serán	de	competencia	de	esta	corte).	La	CPI	se	presenta	para	el	Estado
peruano	como	una	suerte	de	sistema	de	justicia	complementario	y	permanente	que	sólo	actuará
cuando	éste	no	pueda	o	no	tengan	la	voluntad	de	investigar	tales	crímenes	(Preámbulo	y	artículos	1°
y	17	del	Estatuto	de	Roma).	La	CPI	no	tiene	efectos	retroactivos,	vale	decir	que	sólo	se	aplicará	a
aquellos	crímenes	cometidos	después	del	01	de	julio	del	2002	(Art.	11	del	Estatuto	de	Roma),	fecha
de	entrada	en	vigor	del	Estatuto	de	Roma	de	la	Corte	Penal	Internacional.
El	Perú	firmó	el	Estatuto	de	Roma,	que	es	una	especie	de	Código	Penal,	Código	Procesal	Penal	y	Código
de	 Ejecución	 Penal	 Internacional,	 el	 07	 de	 diciembre	 del	 2000.	 Lo	 aprobó	 mediante	 Resolución
Legislativa	N°	27517,	publicada	el	16	de	setiembre	del	2001	y	lo	ratificó	mediante	Decreto	Supremo	N
°	079-2001-RE,	publicado	el	09	de	octubre	del	2001.	La	Ley	27837,	publicada	el	día	04	de	octubre	del
2002,	dispuso	la	creación	de	la	Comisión	Especial	Revisora	del	Código	Penal	cuya	finalidad	es	adecuar
el	actual	Código	Penal	al	Estatuto	de	Roma,	el	plazo	fue	de	un	año	contado	a	partir	del	día	siguiente	a
la	fecha	de	publicación	de	la	referida	ley.	Aun	hoy	se	trabaja	en	la	adecuación	del	C.	P.
Contra	la	férrea	oposición	de	los	Estados	Unidos	de	Norte	América	que	ha	celebrado	con	más	de
veinte	países	tratados	bilaterales	en	los	que	se	los	compromete	a	no	entregar	ciudadanos
norteamericanos	a	la	CIP,	los	18	jueces	de	la	CPI	han	juramentado	en	la	Sala	de	Caballeros	del
Parlamento	Holandés.
(6)	El	Perú,	como	Estado	miembro	de	la	Organización	de	las	Naciones	Unidas,	promulgó	el
05/07/2002	y	publicó	el	07/07/2002,	la	Ley	N°	27775	a	efectos	de	regular	el	procedimiento	de
ejecución	de	sentencias	emitidas	por	tribunales	supranacionales,	como	el	de	la	Corte	Interamericana
de	Derechos	Humanos.	Esta	norma,	declarada	de	interés	nacional,	fija	también	el	procedimiento	para
la	indemnización	a	las	víctimas	de	la	violación	de	derechos	humanos	(Art.	2°)	y	el	derecho	de
repetición	(Art.	5°),	mediante	el	cual	el	Estado	representado	por	el	procurador	público	inicia	las
acciones	destinadas	a	obtener	el	resarcimiento	de	los	daños	y	perjuicios	ocasionados	por	la
autoridad,	funcionario	o	empleado	público	que	motivó	el	procesamiento	internacional.
PREÁMBULO.—Los	 estados	 americanos	 signatarios	 de	 la	 presente
convención,
Reafirmando	 su	 propósito	 de	 consolidar	 en	 este	 continente,	 dentro	 del
cuadro	de	las	instituciones	democráticas,	un	régimen	de	libertad	personal	y
de	 justicia	 social,	 fundado	 en	 el	 respeto	 de	 los	 derechos	 esenciales	 del
hombre;
Reconociendo	que	los	derechos	esenciales	del	hombre	no	nacen	del	hecho
de	ser	nacional	de	determinado	Estado,	sino	que	tienen	como	fundamento
los	 atributos	 de	 la	 persona	 humana,	 razón	 por	 la	 cual	 justifican	 una
protección	 internacional,	 de	 naturaleza	 convencional	 coadyuvante	 o
complementaria	 de	 la	 que	 ofrece	 el	 derecho	 interno	 de	 los	 estados
americanos;
Considerando	que	estos	principios	han	sido	consagrados	en	la	Carta	de	la
Organización	de	los	Estados	Americanos,	en	la	Declaración	Americana	de	los
Derechos	 y	 Deberes	 del	 Hombre	 y	 en	 la	 Declaración	 Universal	 de	 los
Derechos	 Humanos	 que	 han	 sido	 reafirmados	 y	 desarrollados	 en	 otros
instrumentos	internacionales,	tanto	de	ámbito	universal	como	regional;
Reiterando	 que,	 con	 arreglo	 a	 la	 Declaración	 Universal	 de	 los	 Derechos
Humanos,	 sólo	 puede	 realizarse	 el	 ideal	 del	 ser	 humano	 libre,	 exento	 del
temor	y	de	la	miseria,	si	se	crean	condiciones	que	permitan	a	cada	persona
gozar	de	sus	derechos	económicos,	sociales	y	culturales,	tanto	como	de	sus
derechos	civiles	y	políticos,	y
Considerando	que	 la	Tercera	Conferencia	 Interamericana	Extraordinaria
(Buenos	 Aires,	 1967)	 aprobó	 la	 incorporación	 a	 la	 propia	 carta	 de	 la
organización	de	normas	más	amplias	sobre	derechos	económicos,	sociales	y
educacionales	 y	 resolvió	 que	 una	 convención	 interamericana	 sobre
derechos	humanos	determinara	la	estructura,	competencia	y	procedimiento
de	los	órganos	encargados	de	esa	materia,
Han	convenido	en	lo	siguiente:
NOTA:	La	Convención	Interamericana	sobre	Derechos	Humanos	fue	aprobada	mediante	Decreto	Ley
22231,	publicado	el	12	de	julio	de	1978.
PARTE	I
Deberes	de	los	estados	y	derechos	protegidos
CAPÍTULO	I
Enumeración	de	deberes
ART.	1°.—Obligación	de	respetar	los	derechos.
1.	 Los	 estados	 partes	 en	 esta	 convención	 se	 comprometen	 a	 respetar	 los
derechos	 y	 libertades	 reconocidos	 en	 ella	 y	 a	 garantizar	 su	 libre	 y	 pleno
ejercicio	a	toda	persona	que	esté	sujeta	a	su	jurisdicción,	sin	discriminación
alguna	por	motivos	de	raza,	color,	sexo,	idioma,	religión,	opiniones	políticas
o	 de	 cualquier	 otra	 índole,	 origen	 nacional	 o	 social,	 posición	 económica,
nacimiento	o	cualquier	otra	condición	social.
2.	Para	los	efectos	de	esta	convención,	persona	es	todo	ser	humano.
ART.	2°.—Deber	de	adoptar	disposiciones	de	derecho	interno.	Si	en	el
ejercicio	 de	 los	 derechos	 y	 libertades	 mencionados	 en	 el	 artículo	 1°	 no
estuviere	 ya	 garantizado	 por	 disposiciones	 legislativas	 o	 de	 otro	 carácter,
los	 estados	 partes	 se	 comprometen	 a	 adoptar,	 con	 arreglo	 a	 sus
procedimientos	 constitucionales	 y	 a	 las	 disposiciones	 de	 esta	 convención,
las	medidas	legislativas	o	de	otro	carácter	que	fueren	necesarias	para	hacer
efectivos	tales	derechos	y	libertades.
CAPÍTULO	II
Derechos	civiles	y	políticos
ART.	3°.—Derecho	al	reconocimiento	de	la	personalidad	jurídica.	Toda
persona	tiene	derecho	al	reconocimiento	de	su	personalidad	jurídica.
ART.	4°.—Derecho	a	la	vida.
1.	Toda	persona	tiene	derecho	a	que	se	respete	su	vida.	Este	derecho	estará
protegido	por	 la	 ley	y,	 en	general,	 a	partir	del	momento	de	 la	 concepción.
Nadie	puede	ser	privado	de	la	vida	arbitrariamente.
2.	 En	 los	 países	 que	 no	 han	 abolido	 la	 pena	 de	 muerte,	 ésta	 sólo	 podrá
imponerse	 por	 los	 delitos	 más	 graves,	 en	 cumplimiento	 de	 sentencia
ejecutoriada	 de	 tribunal	 competente	 y	 de	 conformidad	 con	 una	 ley	 que
establezca	 tal	 pena,	 dictada	 con	 anterioridad	 a	 la	 comisión	 del	 delito.
Tampoco	se	extenderá	su	aplicación	a	delitos	a	 los	cuales	no	se	 la	aplique
actualmente.
3.	No	se	restablecerá	la	pena	de	muerte	en	los	estados	que	la	han	abolido.
4.	En	ningún	caso	se	puede	aplicar	la	pena	de	muerte	por	delitos	políticos
ni	comunes	conexos	con	los	políticos.
5.	No	se	impondrá	la	pena	de	muerte	a	personas	que,	en	el	momento	de	la
comisión	 del	 delito,	 tuvieren	menos	 de	 dieciocho	 años	 de	 edad	 o	más	 de
setenta,	ni	se	le	aplicará	a	las	mujeres	en	estado	de	gravidez.
6.	Toda	persona	condenada	a	muerte	tiene	derecho	a	solicitar	la	amnistía,
el	indulto	o	la	conmutación	de	la	pena,	los	cuales	podrán	ser	concedidos	en
todos	los	casos.	No	se	puede	aplicar	la	pena	de	muerte	mientras	la	solicitud
esté	pendiente	de	decisión	ante	autoridad	competente.
ART.	5°.—Derecho	a	la	integridad	personal.
1.	 Toda	 persona	 tiene	 derecho	 a	 que	 se	 respete	 su	 integridad	 física,
psíquica	y	moral.
2.	 Nadie	 debe	 ser	 sometido	 a	 torturas	 ni	 a	 penas	 o	 tratos	 crueles,
inhumanos	 o	 degradantes.	 Toda	 persona	 privada	 de	 libertad	 será	 tratada
con	el	respeto	debido	a	la	dignidad	inherente	al	ser	humano.
3.	La	pena	no	puede	trascender	de	la	persona	del	delincuente.
4.	 Los	 procesados	 deben	 estar	 separados	 de	 los	 condenados,	 salvo	 en
circunstancias	excepcionales,	y	serán	sometidos	a	un	tratamiento	adecuado
a	su	condición	de	personas	no	condenadas.
5.	Cuando	los	menores	puedan	ser	procesados,	deben	ser	separados	de	los
adultos	 y	 llevados	 ante	 tribunales	 especializados,	 con	 la	 mayor	 celeridad
posible,	para	su	tratamiento.
6.	 Las	 penas	 privativas	 de	 la	 libertad	 tendrán	 como	 finalidad	 esencial	 la
reforma	y	la	readaptación	social	de	los	condenados.
ART.	6°.—Prohibición	de	la	esclavitud	y	servidumbre.
1.	 Nadie	 puede	 ser	 sometido	 a	 esclavitud	 o	 servidumbre,	 y	 tanto	 éstas,
como	la	trata	de	esclavos	y	la	trata	de	mujeres	están	prohibidas	en	todas	sus
formas.
2.	Nadie	debe	ser	constreñido	a	ejecutar	un	trabajo	 forzoso	u	obligatorio.
En	 los	 países	 donde	 ciertos	 delitos	 tengan	 señalada	 pena	 privativa	 de	 la
libertad	 acompañada	 de	 trabajos	 forzosos,	 esta	 disposición	 no	 podrá	 ser
interpretada	 en	 el	 sentido	 de	 que	 prohíbe	 el	 cumplimiento	 de	 dicha	 pena
impuesta	por	juez	o	tribunal	competente.	El	trabajo	forzoso	no	debe	afectar
a	la	dignidad	ni	a	la	capacidad	física	e	intelectual	del	recluido.
3.	 No	 constituyen	 trabajo	 forzoso	 u	 obligatorio,	 para	 los	 efectos	 de	 este
artículo:
a.	 los	 trabajos	 o	 servicios	 que	 se	 exijan	 normalmente	 de	 una	 persona
recluida	en	cumplimiento	de	una	sentencia	o	resolución	formal	dictada	por
la	 autoridad	 judicial	 competente.	 Tales	 trabajos	 o	 servicios	 deberán
realizarse	 bajo	 la	 vigilancia	 y	 control	 de	 las	 autoridades	 públicas,	 y	 los
individuos	que	los	efectúen	no	serán	puestos	a	disposición	de	particulares,
compañías	o	personas	jurídicas	de	carácter	privado;
b.	el	servicio	militar	y,	en	los	países	donde	se	admite	exención	por	razones
de	conciencia,	el	servicio	nacional	que	la	ley	establezca	en	lugar	de	aquél;
c.	 el	 servicio	 impuesto	 en	 casos	 de	 peligro	 o	 calamidad	 que	 amenace	 la
existencia	o	el	bienestar	de	la	comunidad,	y
d.	 el	 trabajo	 o	 servicio	 que	 forme	 parte	 de	 las	 obligaciones	 cívicas
normales.
ART.	7°.—Derecho	a	la	libertad	personal.
1.	Toda	persona	tiene	derecho	a	la	libertad	y	a	la	seguridad	personales.
2.	Nadie	puede	ser	privado	de	su	libertad	física,	salvo	por	las	causas	y	en	las
condiciones	 fijadas	 de	 antemano	 por	 las	 Constituciones	 Políticas	 de	 los
estados	partes	o	por	las	leyes	dictadas	conforme	a	ellas.
3.	Nadie	puede	ser	sometido	a	detención	o	encarcelamiento	arbitrarios.
4.	Toda	persona	detenida	o	retenida	debe	ser	informada	de	las	razones	de
su	detención	y	notificada,	sin	demora,	del	cargo	o	cargos	formulados	contra
ella.
5.	Toda	persona	detenida	o	retenida	debe	ser	llevada,	sin	demora,	ante	un
juez	 u	 otro	 funcionario	 autorizado	 por	 la	 ley	 para	 ejercer	 funciones
judiciales	y	tendrá	derecho	a	ser	juzgada	dentro	de	un	plazo	razonable	o	a
ser	puesta	en	libertad,	sin	perjuicio	de	que	continúe	el	proceso.	Su	libertad
podrá	estar	condicionada	a	garantías	que	aseguren	su	comparecencia	en	el
juicio.
6.	Toda	persona	privada	de	libertad	tiene	derecho	a	recurrir	ante	un	juez	o
tribunal	competente,	a	fin	de	que	éste	decida,	sin	demora,	sobre	la	legalidad
de	su	arresto	o	detención	y	ordene	su	 libertad	si	el	arresto	o	 la	detención
fueran	ilegales.	En	los	estados	partes	cuyas	leyes	prevén	que	toda	persona
que	 se	 viera	 amenazada	 de	 ser	 privada	 de	 su	 libertad	 tiene	 derecho	 a
recurrir	a	un	 juez	o	 tribunal	 competente	a	 fin	de	que	éste	decida	 sobre	 la
legalidad	de	tal	amenaza,	dicho	recurso	no	puede	ser	restringido	ni	abolido.
Los	recursos	podrán	interponerse	por	sí	o	por	otra	persona.
7.	Nadie	será	detenido	por	deudas.	Este	principio	no	limita	los	mandatos	de
autoridad	 judicial	 competente	 dictados	 por	 incumplimientos	 de	 deberes
alimentarios.
ART.	8°.—Garantías	judiciales.
1.	Toda	persona	tiene	derecho	a	ser	oída,	con	las	debidas	garantías	y	dentro
de	un	plazo	razonable,	por	un	juez	o	tribunal	competente,	independiente	e
imparcial,	 establecido	 con	 anterioridad	 por	 la	 ley,	 en	 la	 sustanciación	 de
cualquier	acusación	penal	formulada	contra	ella,	o	para	la	determinación	de
sus	derechos	y	obligaciones	de	orden	civil,	laboral,	fiscal	o	de	cualquier	otro
carácter.
2.	 Toda	 persona	 inculpada	 de	 delito	 tiene	 derecho	 a	 que	 se	 presuma	 su
inocencia	mientras	no	se	establezca	legalmente	su	culpabilidad.	Durante	el
proceso,	 toda	 persona	 tiene	 derecho,	 en	 plena	 igualdad,	 a	 las	 siguientes
garantías	mínimas:
a.	derecho	del	 inculpado	de	 ser	 asistido	gratuitamente	por	el	 traductor	o
intérprete,	si	no	comprende	o	no	habla	el	idioma	del	juzgado	o	tribunal;
b.	comunicación	previa	y	detallada	al	inculpado	de	la	acusación	formulada;
c.	 concesión	 al	 inculpado	 del	 tiempo	 y	 de	 los	 medios	 adecuados	 para	 la
preparación	de	su	defensa;
d.	derecho	del	inculpado	de	defenderse	personalmente	o	de	ser	asistido	por
un	defensor	de	 su	elección	y	de	 comunicarse	 libre	y	privadamente	 con	 su
defensor;
e.	derecho	irrenunciable	de	ser	asistido	por	un	defensor	proporcionado	por
el	Estado,	remunerado	o	no	según	la	legislación	interna,	si	el	inculpado	no	se
defendiere	por	sí	mismo	ni	nombrare	defensor	dentro	del	plazo	establecido
por	la	ley;
f.	derecho	de	la	defensa	de	interrogar	a	los	testigos	presentes	en	el	tribunal
y	de	obtener	 la	comparecencia,	 como	testigos	o	peritos,	de	otras	personas
que	puedan	arrojar	luz	sobre	los	hechos;
g.	 derecho	 a	 no	 ser	 obligado	 a	 declarar	 contra	 sí	 mismo	 ni	 a	 declararse
culpable,	y
h.	derecho	de	recurrir	del	fallo	ante	juez	o	tribunal	superior.
3.	La	confesión	del	inculpado	solamente	es	válida	si	es	hecha	sin	coacción
de	ninguna	naturaleza.
4.	El	 inculpado	absuelto	por	una	sentencia	firme	no	podrá	ser	sometido	a
nuevo	juicio	por	los	mismos	hechos.
5.	 El	 proceso	 penal	 debe	 ser	 público,	 salvo	 en	 lo	 que	 sea	 necesario	 para
preservar	los	intereses	de	la	justicia.
ART.	 9°.—Principio	 de	 legalidad	 y	 de	 retroactividad.	 Nadie	 puede	 ser
condenado	por	acciones	u	omisiones	que	en	el	momento	de	 cometerse	no
fueran	 delictivos	 según	 el	 derecho	 aplicable.	 Tampoco	 se	 puede	 imponer
pena	más	grave	que	la	aplicable	en	el	momento	de	la	comisión	del	delito.	Si
con	posterioridad	 a	 la	 comisión	del	 delito	 la	 ley	 dispone	 la	 imposición	de
una	pena	más	leve,	el	delincuente	se	beneficiará	de	ello.
ART.	10.—Derecho	 a	 indemnización.	 Toda	 persona	 tiene	 derecho	 a	 ser
indemnizada	 conforme	 a	 la	 ley	 en	 caso	 de	 haber	 sido	 condenada	 en
sentencia	firme	por	error	judicial.
ART.	11.—Protección	de	la	honra	y	de	la	dignidad.
1.	Toda	persona	tiene	derecho	al	respeto	de	su	honra	y	al	reconocimiento
de	su	dignidad.
2.	Nadie	puede	ser	objeto	de	 injerencias	arbitrarias	o	abusivas	en	su	vida
privada,	en	la	de	su	familia,	en	su	domicilio	o	en	su	correspondencia,	ni	de
ataques	ilegales	a	su	honra	o	reputación.
3.Toda	 persona	 tiene	 derecho	 a	 la	 protección	 de	 la	 ley	 contra	 esas
injerencias	o	esos	ataques.
ART.	12.—Libertad	de	conciencia	y	de	religión.
1.	Toda	persona	tiene	derecho	a	la	libertad	de	conciencia	y	de	religión.	Este
derecho	 implica	 la	 libertad	 de	 conservar	 su	 religión	 o	 sus	 creencias,	 o	 de
cambiar	 de	 religión	 o	 de	 creencias,	 así	 como	 la	 libertad	 de	 profesar	 y
divulgar	 su	 religión	 o	 sus	 creencias,	 individual	 o	 colectivamente,	 tanto	 en
público	como	en	privado.
2.	Nadie	puede	ser	objeto	de	medidas	restrictivas	que	puedan	menoscabar
la	libertad	de	conservar	su	religión	o	sus	creencias	o	de	cambiar	de	religión
o	de	creencias.
3.	La	 libertad	de	manifestar	 la	propia	religión	y	 las	propias	creencias	está
sujeta	 únicamente	 a	 las	 limitaciones	 prescritas	 por	 la	 ley	 y	 que	 sean
necesarias	para	proteger	la	seguridad,	el	orden,	la	salud	o	la	moral	públicas
o	los	derechos	o	libertades	de	los	demás.
4.	 Los	 padres,	 y	 en	 su	 caso	 los	 tutores,	 tienen	 derecho	 a	 que	 sus	 hijos	 o
pupilos	reciban	la	educación	religiosa	y	moral	que	esté	de	acuerdo	con	sus
propias	convicciones.
ART.	13.—Libertad	de	pensamiento	y	de	expresión.
1.	Toda	persona	tiene	derecho	a	la	libertad	de	pensamiento	y	de	expresión.
Este	 derecho	 comprende	 la	 libertad	 de	 buscar,	 recibir	 y	 difundir
informaciones	e	ideas	de	toda	índole,	sin	consideración	de	fronteras,	ya	sea
oralmente,	por	escrito	o	en	forma	impresa	o	artística,	o	por	cualquier	otro
procedimiento	de	su	elección.
2.	El	ejercicio	del	derecho	previsto	en	el	inciso	precedente	no	puede	estar
sujeto	a	previa	 censura	 sino	a	 responsabilidades	ulteriores,	 las	que	deben
estar	expresamente	fijadas	por	la	ley	y	ser	necesarias	para	asegurar:
a.	el	respeto	a	los	derechos	o	a	la	reputación	de	los	demás,	o
b.	 la	protección	de	 la	 seguridad	nacional,	 el	 orden	público	o	 la	 salud	o	 la
moral	públicas.
3.	 No	 se	 puede	 restringir	 el	 derecho	 de	 expresión	 por	 vías	 o	 medios
indirectos,	tales	como	el	abuso	de	controles	oficiales	o	particulares	de	papel
para	 periódicos,	 de	 frecuencias	 radioeléctricas,	 o	 de	 enseres	 y	 aparatos
usados	 en	 la	 difusión	 de	 información	 o	 por	 cualesquiera	 otros	 medios
encaminados	 a	 impedir	 la	 comunicación	 y	 la	 circulación	 de	 ideas	 y
opiniones.
4.	 Los	 espectáculos	 públicos	 pueden	 ser	 sometidos	 por	 la	 ley	 a	 censura
previa	con	el	exclusivo	objeto	de	regular	el	acceso	a	ellos	para	la	protección
moral	de	 la	 infancia	y	 la	adolescencia,	 sin	perjuicio	de	 lo	establecido	en	el
inciso	2.
5.	Estará	prohibida	por	la	ley	toda	propaganda	en	favor	de	la	guerra	y	toda
apología	del	odio	nacional,	racial	o	religioso	que	constituyan	incitaciones	a
la	violencia	o	cualquier	otra	acción	ilegal	similar	contra	cualquier	persona	o
grupo	de	personas,	por	ningún	motivo,	inclusive	los	de	raza,	color,	religión,
idioma	u	origen	nacional.
ART.	14.—Derecho	de	rectificación	o	respuesta.
1.	 Toda	 persona	 afectada	 por	 informaciones	 inexactas	 o	 agraviantes
emitidas	 en	 su	 perjuicio	 a	 través	 de	 medios	 de	 difusión	 legalmente
reglamentados	 y	 que	 se	 dirijan	 al	 público	 en	 general,	 tiene	 derecho	 a
efectuar	por	el	mismo	órgano	de	difusión	su	rectificación	o	respuesta	en	las
condiciones	que	establezca	la	ley.
2.	 En	 ningún	 caso	 la	 rectificación	 o	 la	 respuesta	 eximirán	 de	 las	 otras
responsabilidades	legales	en	que	se	hubiese	incurrido.
3.	Para	la	efectiva	protección	de	la	honra	y	la	reputación,	toda	publicación	o
empresa	 periodística,	 cinematográfica,	 de	 radio	 o	 televisión	 tendrá	 una
persona	responsable	que	no	esté	protegida	por	inmunidades	ni	disponga	de
fuero	especial.
ART.	 15.—Derecho	 de	 reunión.	 Se	 reconoce	 el	 derecho	 de	 reunión
pacífica	y	sin	armas.	El	ejercicio	de	tal	derecho	sólo	puede	estar	sujeto	a	las
restricciones	 previstas	 por	 la	 ley,	 que	 sean	 necesarias	 en	 una	 sociedad
democrática,	en	interés	de	la	seguridad	nacional,	de	la	seguridad	o	del	orden
públicos,	 o	 para	 proteger	 la	 salud	 o	 la	 moral	 públicas	 o	 los	 derechos	 o
libertades	de	los	demás.
ART.	16.—Libertad	de	asociación.
1.	 Todas	 las	 personas	 tienen	 derecho	 a	 asociarse	 libremente	 con	 fines
ideológicos,	religiosos,	políticos,	económicos,	 laborales,	sociales,	culturales,
deportivos	o	de	cualquiera	otra	índole.
2.	 El	 ejercicio	 de	 tal	 derecho	 sólo	 puede	 estar	 sujeto	 a	 las	 restricciones
previstas	 por	 la	 ley	 que	 sean	 necesarias	 en	 una	 sociedad	 democrática,	 en
interés	de	la	seguridad	nacional,	de	la	seguridad	o	del	orden	públicos,	o	para
proteger	 la	 salud	 o	 la	 moral	 públicas	 o	 los	 derechos	 y	 libertades	 de	 los
demás.
3.	 Lo	 dispuesto	 en	 este	 artículo	 no	 impide	 la	 imposición	 de	 restricciones
legales,	 y	 aun	 la	 privación	 del	 ejercicio	 del	 derecho	 de	 asociación,	 a	 los
miembros	de	las	fuerzas	armadas	y	de	la	policía.
ART.	17.—Protección	a	la	familia.
1.	La	familia	es	el	elemento	natural	y	fundamental	de	la	sociedad	y	debe	ser
protegida	por	la	sociedad	y	el	Estado.
2.	Se	reconoce	el	derecho	del	hombre	y	la	mujer	a	contraer	matrimonio	y	a
fundar	una	 familia	si	 tienen	 la	edad	y	 las	condiciones	requeridas	para	ello
por	las	leyes	internas,	en	la	medida	en	que	éstas	no	afecten	al	principio	de
no	discriminación	establecido	en	esta	convención.
3.	El	matrimonio	no	puede	celebrarse	sin	el	libre	y	pleno	consentimiento	de
los	contrayentes.
4.	 Los	 estados	 partes	 deben	 tomar	medidas	 apropiadas	 para	 asegurar	 la
igualdad	 de	 derechos	 y	 la	 adecuada	 equivalencia	 de	 responsabilidades	 de
los	cónyuges	en	cuanto	al	matrimonio,	durante	el	matrimonio	y	en	caso	de
disolución	del	mismo.	En	caso	de	disolución,	se	adoptarán	disposiciones	que
aseguren	la	protección	necesaria	de	los	hijos,	sobre	la	base	única	del	interés
y	conveniencia	de	ellos.
5.	La	ley	debe	reconocer	iguales	derechos	tanto	a	los	hijos	nacidos	fuera	de
matrimonio	como	a	los	nacidos	dentro	del	mismo.
ART.	18.—Derecho	al	nombre.	Toda	persona	tiene	derecho	a	un	nombre
propio	 y	 a	 los	 apellidos	 de	 sus	 padres	 o	 al	 de	 uno	 de	 ellos.	 La	 ley
reglamentará	 la	 forma	 de	 asegurar	 este	 derecho	 para	 todos,	 mediante
nombres	supuestos,	si	fuere	necesario.
ART.	19.—Derechos	del	niño.	Todo	niño	 tiene	derecho	a	 las	medidas	de
protección	que	su	condición	de	menor	requieren	por	parte	de	su	familia,	de
la	sociedad	y	del	Estado.
ART.	20.—Derecho	a	la	nacionalidad.
1.	Toda	persona	tiene	derecho	a	una	nacionalidad.
2.	 Toda	 persona	 tiene	 derecho	 a	 la	 nacionalidad	 del	 Estado	 en	 cuyo
territorio	nació	si	no	tiene	derecho	a	otra.
3.	A	nadie	se	privará	arbitrariamente	de	su	nacionalidad	ni	del	derecho	a
cambiarla.
ART.	21.—Derecho	a	la	propiedad	privada.
1.	 Toda	 persona	 tiene	 derecho	 al	 uso	 y	 goce	 de	 sus	 bienes.	 La	 ley	 puede
subordinar	tal	uso	y	goce	al	interés	social.
2.	Ninguna	persona	puede	ser	privada	de	sus	bienes,	excepto	mediante	el
pago	de	 indemnización	 justa,	 por	 razones	de	utilidad	pública	 o	de	 interés
social	y	en	los	casos	y	según	las	formas	establecidas	por	la	ley.
3.	Tanto	la	usura	como	cualquier	otra	forma	de	explotación	del	hombre	por
el	hombre,	deben	ser	prohibidas	por	la	ley.
ART.	22.—Derecho	de	circulación	y	de	residencia.
1.	Toda	persona	que	se	halle	legalmente	en	el	territorio	de	un	Estado	tiene
derecho	 a	 circular	 por	 el	 mismo	 y,	 a	 residir	 en	 él	 con	 sujeción	 a	 las
disposiciones	legales.
2.	 Toda	 persona	 tiene	 derecho	 a	 salir	 libremente	 de	 cualquier	 país,
inclusive	del	propio.
3.	El	ejercicio	de	los	derechos	anteriores	no	puede	ser	restringido	sino	en
virtud	de	una	ley,	en	la	medida	indispensable	en	una	sociedad	democrática,
para	prevenir	infracciones	penales	o	para	proteger	la	seguridad	nacional,	la
seguridad	o	el	orden	públicos,	la	moral	o	la	salud	públicas	o	los	derechos	y
libertades	de	los	demás.
4.	El	ejercicio	de	 los	derechos	reconocidos	en	el	 inciso	1	puede	asimismo
ser	 restringido	 por	 la	 ley,	 en	 zonas	 determinadas,	 por	 razones	 de	 interés
público.
5.	Nadie	puede	ser	expulsado	del	territorio	del	Estado	del	cual	es	nacional,
ni	ser	privado	del	derecho	a	ingresar	en	el	mismo.
6.	El	extranjero	que	se	halle	legalmente	en	el	territorio	de	un	Estado	parte
en	la	presente	convención,	sólo	podrá	ser	expulsado	de	él	en	cumplimiento
de	una	decisión	adoptada	conforme	a	la	ley.
7.	 Toda	 persona	 tiene	 el	 derecho	 de	 buscar	 y	 recibir	 asilo	 en	 territorio
extranjero	en	caso	de	persecución	por	delitos	políticos	o	comunes	conexos
con	 los	 políticos	 y	 de	 acuerdo	 con	 la	 legislación	 de	 cada	 Estado	 y	 los
convenios	internacionales.
8.	En	ningún	caso	el	extranjero	puede	ser	expulsado	o	devuelto	a	otro	país,
sea	o	no	de	origen,	donde	su	derecho	a	la	vida	o	a	la	libertad	personal	está
en	 riesgo	 de	 violación	 a	 causa	 de	 raza,	 nacionalidad,	 religión,	 condición
social	o	de	sus	opiniones	políticas.
9.Es	prohibida	la	expulsión	colectiva	de	extranjeros.
ART.	23.—Derechos	políticos.
1.	 Todos	 los	 ciudadanos	 deben	 gozar	 de	 los	 siguientes	 derechos	 y
oportunidades:
a.	de	participar	en	la	dirección	de	los	asuntos	públicos,	directamente	o	por
medio	de	representantes	libremente	elegidos;
b.	 de	 votar	 y	 ser	 elegidos	 en	 elecciones	 periódicas	 auténticas,	 realizadas
por	 sufragio	 universal	 e	 igual	 y	 por	 voto	 secreto	 que	 garantice	 la	 libre
expresión	de	la	voluntad	de	los	electores,	y
c.	 de	 tener	 acceso,	 en	 condiciones	 generales	 de	 igualdad,	 a	 las	 funciones
públicas	de	su	país.
2.	La	ley	puede	reglamentar	el	ejercicio	de	los	derechos	y	oportunidades	a
que	 se	 refiere	 el	 inciso	 anterior,	 exclusivamente	 por	 razones	 de	 edad,
nacionalidad,	 residencia,	 idioma,	 instrucción,	 capacidad	 civil	 o	 mental,	 o
condena,	por	juez	competente,	en	proceso	penal.
ART.	24.—Igualdad	ante	la	ley.	Todas	las	personas	son	iguales	ante	la	ley.
En	consecuencia,	tienen	derecho,	sin	discriminación,	a	igual	protección	de	la
ley.
ART.	25.—Protección	judicial
1.	Toda	persona	tiene	derecho	a	un	recurso	sencillo	y	rápido	o	a	cualquier
otro	 recurso	 efectivo	 ante	 los	 jueces	 o	 tribunales	 competentes,	 que	 la
ampare	 contra	 actos	 que	 violen	 sus	 derechos	 fundamentales	 reconocidos
por	la	Constitución,	la	ley	o	la	presente	convención,	aun	cuando	tal	violación
sea	 cometida	 por	 personas	 que	 actúen	 en	 ejercicio	 de	 sus	 funciones
oficiales.
2.	Los	estados	partes	se	comprometen:
a.	 a	 garantizar	 que	 la	 autoridad	 competente	prevista	por	 el	 sistema	 legal
del	Estado	decidirá	sobre	los	derechos	de	toda	persona	que	interponga	tal
recurso;
b.	a	desarrollar	las	posibilidades	de	recurso	judicial,	y
c.	a	garantizar	el	cumplimiento,	por	 las	autoridades	competentes,	de	toda
decisión	en	que	se	haya	estimado	procedente	el	recurso.
CAPÍTULO	III
Derechos	económicos,	sociales	y	culturales
ART.	26.—Desarrollo	progresivo.	Los	 estados	 partes	 se	 comprometen	 a
adoptar	providencias,	 tanto	a	nivel	 interno	como	mediante	 la	 cooperación
internacional,	 especialmente	 económica	 y	 técnica,	 para	 lograr
progresivamente	la	plena	efectividad	de	los	derechos	que	se	derivan	de	las
normas	 económicas,	 sociales	 y	 sobre	 educación,	 ciencia	 y	 cultura,
contenidas	 en	 la	 Carta	 de	 la	 Organización	 de	 los	 Estados	 Americanos,
reformada	por	el	Protocolo	de	Buenos	Aires,	en	 la	medida	de	 los	recursos
disponibles,	por	vía	legislativa	u	otros	medios	apropiados.
CAPÍTULO	IV
Suspensión	de	garantías,	interpretación	y	aplicación
ART.	27.—Suspensión	de	garantías.
1.	En	caso	de	guerra,	de	peligro	público	o	de	otra	emergencia	que	amenace
la	 independencia	 o	 seguridad	 del	 Estado	 parte,	 éste	 podrá	 adoptar
disposiciones	que,	 en	 la	medida	y	por	el	 tiempo	estrictamente	 limitados	a
las	 exigencias	 de	 la	 situación,	 suspendan	 las	 obligaciones	 contraídas	 en
virtud	 de	 esta	 convención,	 siempre	 que	 tales	 disposiciones	 no	 sean
incompatibles	 con	 las	 demás	 obligaciones	 que	 les	 impone	 el	 derecho
internacional	 y	no	entrañen	discriminación	alguna	 fundada	en	motivos	de
raza,	color,	sexo,	idioma,	religión	u	origen	social.
2.	 La	 disposición	 precedente	 no	 autoriza	 la	 suspensión	 de	 los	 derechos
determinados	en	los	siguientes	artículos:	3°	(Derecho	al	Reconocimiento	de
la	Personalidad	Jurídica);	4°	(Derecho	a	la	Vida);	5°	(Derecho	a	la	Integridad
Personal);	6°	(Prohibición	de	la	Esclavitud	y	Servidumbre);	9°	(Principio	de
Legalidad	y	de	Retroactividad);	12	(Libertad	de	Conciencia	y	de	Religión);
17	 (Protección	 a	 la	 Familia);	 18	 (Derecho	 al	 Nombre);	 19	 (Derechos	 del
Niño);	20	 (Derecho	a	 la	Nacionalidad),	y	23	 (Derechos	Políticos),	ni	de	 las
garantías	judiciales	indispensables	para	la	protección	de	tales	derechos.
3.	 Todo	 Estado	 parte	 que	 haga	 uso	 del	 derecho	 de	 suspensión	 deberá
informar	 inmediatamente	 a	 los	 demás	 estados	 partes	 en	 la	 presente
convención,	por	conducto	del	Secretario	General	de	 la	Organización	de	 los
Estados	Americanos,	de	las	disposiciones	cuya	aplicación	haya	suspendido,
de	los	motivos	que	hayan	suscitado	la	suspensión	y	de	la	fecha	en	que	haya
dado	por	terminada	tal	suspensión.
ART.	28.—Cláusula	federal.
1.	Cuando	se	trate	de	un	Estado	parte	constituido	como	Estado	federal,	el
gobierno	nacional	de	dicho	Estado	parte	cumplirá	todas	las	disposiciones	de
la	presente	 convención	 relacionadas	 con	 las	materias	 sobre	 las	que	ejerce
jurisdicción	legislativa	y	judicial.
2.	 Con	 respecto	 a	 las	 disposiciones	 relativas	 a	 las	 materias	 que
corresponden	 a	 la	 jurisdicción	 de	 las	 entidades	 componentes	 de	 la
federación,	 el	 gobierno	 nacional	 debe	 tomar	 de	 inmediato	 las	 medidas
pertinentes,	 conforme	 a	 su	 constitución	 y	 sus	 leyes,	 a	 fin	 de	 que	 las
autoridades	 competentes	 de	 dichas	 entidades	 puedan	 adoptar	 las
disposiciones	del	caso	para	el	cumplimiento	de	esta	convención.
3.	 Cuando	 dos	 o	 más	 estados	 partes	 acuerden	 integrar	 entre	 sí	 una
federación	u	otra	clase	de	asociación,	cuidarán	de	que	el	pacto	comunitario
correspondiente	contenga	 las	disposiciones	necesarias	para	que	continúen
haciéndose	 efectivas	 en	 el	 nuevo	 Estado	 así	 organizado,	 las	 normas	 de	 la
presente	convención.
ART.	29.—Normas	de	interpretación.	Ninguna	disposición	de	la	presente
convención	puede	ser	interpretada	en	el	sentido	de:
a.	 permitir	 a	 alguno	 de	 los	 estados	 partes,	 grupo	 o	 persona,	 suprimir	 el
goce	y	ejercicio	de	los	derechos	y	libertades	reconocidos	en	la	convención	o
limitarlos	en	mayor	medida	que	la	prevista	en	ella;
b.	 limitar	 el	 goce	 y	 ejercicio	 de	 cualquier	 derecho	 o	 libertad	 que	 pueda
estar	 reconocido	 de	 acuerdo	 con	 las	 leyes	 de	 cualquiera	 de	 los	 estados
partes	 o	 de	 acuerdo	 con	 otra	 convención	 en	 que	 sea	 parte	 uno	 de	 dichos
estados;
c.	 excluir	otros	derechos	y	 garantías	que	 son	 inherentes	 al	 ser	humano	o
que	se	derivan	de	la	forma	democrática	representativa	de	gobierno,	y
d.	excluir	o	limitar	el	efecto	que	puedan	producir	la	Declaración	Americana
de	 Derechos	 y	 Deberes	 del	 Hombre	 y	 otros	 actos	 internacionales	 de	 la
misma	naturaleza.
ART.	30.—Alcance	de	 las	restricciones.	Las	 restricciones	permitidas,	de
acuerdo	con	esta	convención,	al	goce	y	ejercicio	de	los	derechos	y	libertades
reconocidas	en	la	misma,	no	pueden	ser	aplicadas	sino	conforme	a	leyes	que
se	dictaren	por	 razones	de	 interés	 general	 y	 con	el	 propósito	para	 el	 cual
han	sido	establecidas.
ART.	31.—Reconocimiento	de	otros	derechos.	Podrán	ser	incluidos	en	el
régimen	de	protección	de	esta	convención	otros	derechos	y	 libertades	que
sean	 reconocidos	 de	 acuerdo	 con	 los	 procedimientos	 establecidos	 en	 los
artículos	76	y	77.
CAPÍTULO	V
Deberes	de	las	personas
ART.	32.—Correlación	entre	deberes	y	derechos.
1.	 Toda	 persona	 tiene	 deberes	 para	 con	 la	 familia,	 la	 comunidad	 y	 la
humanidad.
2.	Los	 derechos	 de	 cada	 persona	 están	 limitados	 por	 los	 derechos	 de	 los
demás,	por	la	seguridad	de	todos	y	por	las	justas	exigencias	del	bien	común,
en	una	sociedad	democrática.
PARTE	II
Medios	de	la	protección
CAPÍTULO	VI
De	los	órganos	competentes
ART.	33.—Son	competentes	para	conocer	de	los	asuntos	relacionados	con
el	 cumplimiento	de	 los	 compromisos	 contraídos	por	 los	estados	partes	en
esta	convención:
a.	la	Comisión	Interamericana	de	Derechos	Humanos,	llamada	en	adelante
la	comisión,	y
b.	 la	Corte	 Interamericana	de	Derechos	Humanos,	 llamada	 en	 adelante	 la
corte.
CAPÍTULO	VII
La	Comisión	Interamericana	de	Derechos	Humanos
SECCIÓN	1
Organización
ART.	 34.—La	 Comisión	 Interamericana	 de	 Derechos	 Humanos	 se
compondrá	de	siete	miembros,	que	deberán	ser	personas	de	alta	autoridad
moral	y	reconocida	versación	en	materia	de	derechos	humanos.
ART.	 35.—La	 comisión	 representa	 a	 todos	 los	miembros	 que	 integran	 la
Organización	de	los	Estados	Americanos.
ART.	36.—
1.	 Los	 miembros	 de	 la	 comisión	 serán	 elegidos	 a	 título	 personal	 por	 la
asamblea	general	de	la	organización	de	una	lista	de	candidatos	propuestos
por	los	gobiernos	de	los	estados	miembros.
2.	 Cada	 uno	 de	 dichos	 gobiernos	 puede	 proponer	 hasta	 tres	 candidatos,
nacionales	del	Estado	que	los	proponga	o	de	cualquier	otro	Estado	miembro
de	 la	 Organización	 de	 los	 Estados	 Americanos.	 Cuando	 se	 proponga	 una
terna,	por	lo	menos	uno	de	los	candidatos	deberá	ser	nacional	de	un	Estado
distinto	del	proponente.
ART.	37.—
1.	 Los	 miembros	 de	 la	 comisión	 serán	 elegidos	 por	 cuatro	 años	 y	 sólo
podrán	 ser	 reelegidos	 una	 vez,	 pero	 el	mandato	 de	 tres	 de	 los	miembros
designados	 en	 la	 primera	 elección	 expirará	 al	 cabo	 de	 dos	 años.
Inmediatamente	después	de	dicha	elección	se	determinarán	por	sorteo	en	la
asamblea	general	los	nombres	de	estos	tres	miembros.
2.	No	puede	formar	parte	de	la	comisión	más	de	un	nacional	de	un	mismo
Estado.
ART.	38.—Las	vacantes	que	ocurrieren	en	 la	comisión,	que	no	se	deban	a
expiración	normal	del	mandato,	se	llenarán	por	el	Consejo	Permanente	de	la
Organización	de	acuerdo	con	lo	que	disponga	el	estatuto	de	la	comisión.
ART.	39.—La	comisión	preparará	su	estatuto,	 lo	someterá	a	la	aprobación
de	la	asamblea	general,	y	dictará	su	propio	reglamento.
ART.	 40.—Los	 servicios	 de	 secretaría	 de	 la	 comisión	 deben	 ser
desempeñados	por	la	unidad	funcional	especializada	que	forma	parte	de	la
Secretaría	 General	 de	 la	 Organización	 y	 debe	 disponer	 de	 los	 recursos
necesarios	 para	 cumplir	 las	 tareas	 que	 le	 sean	 encomendadas	 por	 la
comisión.
SECCIÓN	2
Funciones
ART.	 41.—La	 comisión	 tiene	 la	 función	 principal	 de	 promover	 la
observancia	y	 la	defensa	de	 los	derechos	humanos,	 y	 en	el	 ejercicio	de	 su
mandato	tiene	las	siguientes	funciones	y	atribuciones:
a.	 estimular	 la	 conciencia	 de	 los	 derechos	 humanos	 en	 los	 pueblos	 de
América;
b.	 formular	 recomendaciones,	 cuando	 lo	 estime	 conveniente,	 a	 los
gobiernos	de	los	estados	miembros	para	que	adopten	medidas	progresivas
en	favor	de	los	derechos	humanos	dentro	del	marco	de	sus	leyes	internas	y
sus	preceptos	 constitucionales,	 al	 igual	que	disposiciones	 apropiadas	para
fomentar	el	debido	respeto	a	esos	derechos;
c.	 preparar	 los	 estudios	 e	 informes	 que	 considere	 convenientes	 para	 el
desempeño	de	sus	funciones;
d.	solicitar	de	los	gobiernos	de	los	estados	miembros	que	le	proporcionen
informes	sobre	las	medidas	que	adopten	en	materia	de	derechos	humanos;
e.	 atender	 las	 consultas	 que,	 por	 medio	 de	 la	 Secretaría	 General	 de	 la
Organización	de	los	Estados	Americanos,	le	formulen	los	estados	miembros
en	 cuestiones	 relacionadas	 con	 los	 derechos	 humanos	 y,	 dentro	 de	 sus
posibilidades,	les	prestará	el	asesoramiento	que	éstos	le	soliciten;
f.	actuar	respecto	de	las	peticiones	y	otras	comunicaciones	en	ejercicio	de
su	autoridad	de	conformidad	con	 lo	dispuesto	en	 los	artículos	44	al	51	de
esta	convención,	y
g.	rendir	un	informe	anual	a	la	asamblea	general	de	la	Organización	de	los
Estados	Americanos.
ART.	 42.—Los	 estados	 partes	 deben	 remitir	 a	 la	 comisión	 copia	 de	 los
informes	y	estudios	que	en	sus	respectivos	campos	someten	anualmente	a
las	comisiones	ejecutivas	del	Consejo	Interamericano	Económico	y	Social	y
del	Consejo	Interamericano	para	la	Educación,	 la	Ciencia	y	 la	Cultura,	a	 fin
de	 que	 aquella	 vele	 porque	 se	 promuevan	 los	 derechos	 derivados	 de	 las
normas	 económicas,	 sociales	 y	 sobre	 educación,	 ciencia	 y	 cultura,
contenidas	 en	 la	 Carta	 de	 la	 Organización	 de	 los	 Estados	 Americanos,
reformada	por	el	Protocolo	de	Buenos	Aires.
ART.	43.—Los	estados	partes	 se	obligan	a	proporcionar	a	 la	 comisión	 las
informaciones	 que	 ésta	 les	 solicite	 sobre	 la	 manera	 en	 que	 su	 derecho
interno	asegura	la	aplicación	efectiva	de	cualesquiera	disposiciones	de	esta
convención.
SECCIÓN	3
Competencia
ART.	 44.—Cualquier	 persona	 o	 grupo	 de	 personas,	 o	 entidad	 no
gubernamental	 legalmente	reconocida	en	uno	o	más	estados	miembros	de
la	 organización,	 puede	 presentar	 a	 la	 comisión	 peticiones	 que	 contengan
denuncias	o	quejas	de	violación	de	esta	convención	por	un	Estado	parte.
ART.	45.—
1.	Todo	Estado	parte	puede,	en	el	momento	del	depósito	de	su	instrumento
de	 ratificación	 o	 adhesión	 de	 esta	 convención,	 o	 en	 cualquier	 momento
posterior,	declarar	que	reconoce	la	competencia	de	la	comisión	para	recibir
y	 examinar	 las	 comunicaciones	 en	 que	 un	 Estado	 parte	 alegue	 que	 otro
Estado	 parte	 ha	 incurrido	 en	 violaciones	 de	 los	 derechos	 humanos
establecidos	en	esta	convención.
2.	 Las	 comunicaciones	 hechas	 en	 virtud	 del	 presente	 artículo	 sólo	 se
pueden	admitir	y	examinar	si	son	presentadas	por	un	Estado	parte	que	haya
hecho	una	declaración	por	 la	cual	 reconozca	 la	 referida	competencia	de	 la
comisión.	La	comisión	no	admitirá	ninguna	comunicación	contra	un	Estado
parte	que	no	haya	hecho	tal	declaración.
3.	Las	declaraciones	sobre	reconocimiento	de	competencia	pueden	hacerse
para	que	ésta	rija	por	tiempo	indefinido,	por	un	período	determinado	o	para
casos	específicos.
4.	 Las	 declaraciones	 se	 depositarán	 en	 la	 Secretaría	 General	 de	 la
Organización	 de	 los	 Estados	 Americanos,	 la	 que	 transmitirá	 copia	 de	 las
mismas	a	los	estados	miembros	de	dicha	organización.
ART.	46.—
1.	 Para	 que	 una	 petición	 o	 comunicación	 presentada	 conforme	 a	 los
artículos	44	ó	45	sea	admitida	por	la	comisión,	se	requerirá:
a.	que	se	hayan	interpuesto	y	agotado	los	recursos	de	jurisdicción	interna,
conforme	 a	 los	 principios	 del	 Derecho	 Internacional	 generalmente
reconocidos;
b.	que	sea	presentada	dentro	del	plazo	de	seis	meses,	a	partir	de	la	fecha	en
que	 el	 presunto	 lesionado	 en	 sus	 derechos	 haya	 sido	 notificado	 de	 la
decisión	definitiva;
c.	que	 la	materia	de	 la	petición	o	comunicación	no	esté	pendiente	de	otro
procedimiento	de	arreglo	internacional,	y
d.	 que	 en	 el	 caso	 del	 artículo	 44	 la	 petición	 contenga	 el	 nombre,	 la
nacionalidad,	la	profesión,	el	domicilio	y	la	firma	de	la	persona	o	personas	o
del	representante	legal	de	la	entidad	que	somete	la	petición.
2.	 Las	 disposiciones	 de	 los	 incisos	 1.a.	 y	 1.b.	 del	 presente	 artículo	 no	 se
aplicarán	cuando:
a.	no	exista	 en	 la	 legislación	 interna	del	Estado	de	que	 se	 trata	 el	debido
proceso	 legal	 para	 la	 protección	del	 derecho	 o	 derechos	 que	 se	 alega	 han
sido	violados;
b.	no	se	haya	permitido	al	presunto	lesionado	en	sus	derechos	el	acceso	a
los	recursos	de	la	jurisdicción	interna,	o	haya	sido	impedido	de	agotarlos,	y
c.	haya	retardo	injustificado	en	la	decisión	sobre	los	mencionados	recursos.
ART.	47.—La	comisión	declarará	inadmisible	toda	petición	o	comunicación
presentada	de	acuerdo	con	los	artículos	44	ó	45	cuando:
a.	falte	alguno	de	los	requisitos	indicados	en	el	artículo	46;
b.	 no	 exponga	 hechos	 que	 caractericen	 una	 violación	 de	 los	 derechos
garantizados	por	esta	convención;
c.	 resulte	 de	 la	 exposición	 del	 propio	 peticionario	 o	 del	 Estado
manifiestamente	 infundada	 la	 petición	 o	 comunicación	 o	 sea	 evidente	 su
total	improcedencia,	y
d.	sea	sustancialmente	la	reproducción	de	petición	o	comunicación	anterior
ya	examinada	por	la	comisión	u	otro	organismo	internacional.
SECCIÓN	4
Procedimiento
ART.	48.—
1.	La	comisión,	al	recibir	una	petición	o	comunicación	en	la	que	se	alegue	la
violación	 de	 cualquiera	 de	 los	 derechos	 que	 consagra	 esta	 convención,
procederá	en	los	siguientes	términos:
a.	 si	 reconoce	 la	 admisibilidad	 de	 la	 petición	 o	 comunicación	 solicitará
informaciones	 al	 gobierno	 del	 Estado	 al	 cual	 pertenezca	 la	 autoridad
señalada	 como	 responsable	 de	 la	 violación	 alegada,	 transcribiendo	 las
partes	 pertinentes	 de	 la	 petición	 o	 comunicación.	 Dichas	 informaciones
deben	ser	enviadas	dentro	de	un	plazo	razonable,	fijado	por	la	comisión	al
considerar	las	circunstancias	de	cada	caso;
b.	 recibidas	 las	 informaciones	 o	 transcurrido	 el	 plazo	 fijado	 sin	 que	 sean
recibidas,	 verificará	 si	 existen	 o	 subsisten	 los	 motivos	 de	 la	 petición	 o
comunicación.	De	no	existir	o	subsistir,	mandará	archivar	el	expediente;
c.	 podrá	 también	 declarar	 la	 inadmisibilidad	 o	 la	 improcedencia	 de	 la
petición	 o	 comunicación,	 sobre	 la	 base	 de	 una	 información	 o	 prueba
sobrevinientes;
d.	si	el	expediente	no	se	ha	archivado	y	con	el	fin	de	comprobar	los	hechos,
la	comisión	realizará,	con	conocimiento	de	las	partes,	un	examen	del	asunto
planteado	en	la	petición	o	comunicación.	Si	fuere	necesario	y	conveniente,	la
comisión	 realizará	 una	 investigación	 para	 cuyo	 eficaz	 cumplimiento
solicitará,	y	los	estados	interesados	le	proporcionarán,	todas	las	facilidades
necesarias;
e.	podrá	pedir	a	los	estados	interesados	cualquier	información	pertinente	y
recibirá,	 si	 así	 se	 le	 solicita,	 las	 exposiciones	 verbales	 o	 escritas	 que
presenten	los	interesados;
f.	 se	 pondrá	 a	 disposición	de	 las	 partes	 interesadas,	 a	 fin	 de	 llegar	 a	 una
solución	amistosa	del	asunto	fundada	en	el	respeto	a	los	derechos	humanos
reconocidos	en	esta	convención.
2.	 Sin	 embargo,	 en	 casos	 graves	 y	 urgentes,	 puede	 realizarse	 una
investigación	previo	consentimiento	del	Estado	en	cuyo	territorio	se	alegue
haberse	cometido	la	violación,	tan	sólo	con	la	presentación	de	una	petición
o	comunicación	que	reúna	todos	los	requisitos	formales	de	admisibilidad.
ART.	 49.—Si	 se	 ha	 llegado	 a	 una	 solución	 amistosa	 con	 arreglo	 a	 las
disposiciones	del	inciso	1.f.	del	artículo	48	la	comisión	redactará	un	informe
que	 será	 transmitido	 al	 peticionario	 y	 a	 los	 estados	 partes	 en	 esta
convención	 y	 comunicado	 después,	 para	 su	 publicación,	 al	 Secretario
General	 de	 la	 Organización	 de	 los	 Estados	 Americanos.	 Este	 informe
contendrá	una	breve	exposición	de	 los	hechos	y	de	 la	 solución	 lograda.	 Si
cualquiera	de	 las	 partes	 en	 el	 caso	 lo	 solicitan,	 se	 les	 suministrará	 la	más
amplia	información	posible.
ART.	50.—
1.	De	no	llegarse	a	una	solución,	y	dentro	del	plazo	que	fije	el	estatuto	de	la
comisión,	 ésta	 redactará	 un	 informe	 en	 el	 que	 expondrá	 los	 hechos	 y	 sus
conclusiones.	 Si	 el	 informe	 no	 representa,	 en	 todo	 o	 en	 parte,	 la	 opinión
unánime	de	los	miembros	de	la	comisión,	cualquiera	de	ellos	podrá	agregar
a	dicho	informe	su	opinión	por	separado.	También	se	agregarán	al	informe
las	 exposiciones	 verbales	 o	 escritas	 que	 hayan	 hecho	 los	 interesados	 en
virtud	del	inciso	1.e.	del	artículo	48.
2.	El	informe	será	transmitido	a	los	estados	interesados,	quienes	no	estarán
facultados	para	publicarlo.
3.	Al	transmitir	el	informe,	la	comisión	puede	formular	las	proposiciones	y
recomendaciones	que	juzgue	adecuadas.
ART.	51.—
1.	 Si	 en	 el	 plazo	 de	 tres	 meses,	 a	 partir	 de	 la	 remisión	 a	 los	 estados
interesados	del	informe	de	la	comisión,	el	asunto	no	ha	sido	solucionado	o
sometido	a	la	decisión	de	la	corte	por	la	comisión	o	por	el	Estado	interesado,
aceptando	su	competencia,	 la	comisión	podrá	emitir,	por	mayoría	absoluta
de	 votos	 de	 sus	 miembros,	 su	 opinión	 y	 conclusiones	 sobre	 la	 cuestión
sometida	a	su	consideración.
2.	 La	 comisión	 hará	 las	 recomendaciones	 pertinentes	 y	 fijará	 un	 plazo
dentro	 del	 cual	 el	 Estado	 debe	 tomar	 las	 medidas	 que	 le	 competan	 para
remediar	la	situación	examinada.
3.	 Transcurrido	 el	 período	 fijado,	 la	 comisión	 decidirá,	 por	 la	 mayoría
absoluta	de	votos	de	 sus	miembros,	 si	 el	Estado	ha	 tomado	o	no	medidas
adecuadas	y	si	publica	o	no	su	informe.
CAPÍTULO	VIII
La	Corte	Interamericana	de	Derechos	Humanos
SECCIÓN	1
Organización
ART.	52.—
1.	 La	 corte	 se	 compondrá	 de	 siete	 jueces,	 nacionales	 de	 los	 estados
miembros	de	la	organización,	elegidos	a	título	personal	entre	juristas	de	la
más	 alta	 autoridad	 moral,	 de	 reconocida	 competencia	 en	 materia	 de
derechos	humanos,	que	reúnan	las	condiciones	requeridas	para	el	ejercicio
de	las	más	elevadas	funciones	judiciales	conforme	a	la	ley	del	país	del	cual
sean	nacionales	o	del	Estado	que	los	proponga	como	candidatos.
2.	No	debe	haber	dos	jueces	de	la	misma	nacionalidad.
ART.	53.—
1.	Los	jueces	de	la	corte	serán	elegidos,	en	votación	secreta	y	por	mayoría
absoluta	 de	 votos	 de	 los	 estados	 partes	 en	 la	 convención,	 en	 la	 asamblea
general	de	la	organización,	de	una	lista	de	candidatos	propuestos	por	esos
mismos	estados.
2.	 Cada	uno	de	 los	 estados	partes	puede	proponer	hasta	 tres	 candidatos,
nacionales	del	Estado	que	los	propone	o	de	cualquier	otro	Estado	miembro
de	 la	 Organización	 de	 los	 Estados	 Americanos.	 Cuando	 se	 proponga	 una
terna,	por	lo	menos	uno	de	los	candidatos	deberá	ser	nacional	de	un	Estado
distinto	del	proponente.
ART.	54.—
1.	Los	jueces	de	la	corte	serán	elegidos	para	un	período	de	seis	años	y	sólo
podrán	ser	reelegidos	una	vez.	El	mandato	de	tres	de	los	jueces	designados
en	 la	 primera	 elección,	 expirará	 al	 cabo	 de	 tres	 años.	 Inmediatamente
después	 de	 dicha	 elección,	 se	 determinarán	 por	 sorteo	 en	 la	 asamblea
general	los	nombres	de	estos	tres	jueces.
2.	 El	 juez	 elegido	 para	 reemplazar	 a	 otro	 cuyo	mandato	 no	 ha	 expirado,
completará	el	período	de	éste.
3.	Los	jueces	permanecerán	en	funciones	hasta	el	término	de	su	mandato.
Sin	 embargo,	 seguirán	 conociendo	 de	 los	 casos	 a	 que	 ya	 se	 hubieran
abocado	 y	 que	 se	 encuentren	 en	 estado	 de	 sentencia,	 a	 cuyos	 efectos	 no
serán	sustituidos	por	los	nuevos	jueces	elegidos.
ART.	55.—
1.	 El	 juez	 que	 sea	 nacional	 de	 alguno	 de	 los	 estados	 partes	 en	 el	 caso
sometido	a	la	corte,	conservará	su	derecho	a	conocer	del	mismo.
2.	Si	uno	de	los	jueces	llamados	a	conocer	del	caso	fuere	de	la	nacionalidad
de	uno	de	los	estados	partes,	otro	Estado	parte	en	el	caso	podrá	designar	a
una	persona	de	su	elección	para	que	integre	la	corte	en	calidad	de	 juez	ad
hoc.
3.	 Si	 entre	 los	 jueces	 llamados	 a	 conocer	 del	 caso	 ninguno	 fuere	 de	 la
nacionalidad	 de	 los	 estados	 partes,	 cada	 uno	 de	 éstos	 podrá	 designar	 un
juez	ad	hoc.
4.	El	juez	ad	hoc	debe	reunir	las	calidades	señaladas	en	el	artículo	52.
5.	Si	varios	estados	partes	en	la	convención	tuvieren	un	mismo	interés	en	el
caso,	se	considerarán	como	una	sola	parte	para	los	fines	de	las	disposiciones
precedentes.	En	caso	de	duda,	la	corte	decidirá.
ART.	56.—El	quórum	para	las	deliberaciones	de	la	corte	es	de	cinco	jueces.
ART.	57.—La	comisión	comparecerá	en	todos	los	casos	ante	la	corte.
ART.	58.—
1.	 La	 corte	 tendrá	 su	 sede	 en	 el	 lugar	 que	 determinen,	 en	 la	 asamblea
general	de	la	organización,	los	estados	partes	en	la	convención,	pero	podrá
celebrar	 reuniones	 en	 el	 territorio	 de	 cualquier	 Estado	 miembro	 de	 la
Organización	 de	 los	 Estados	 Americanos	 en	 que	 lo	 considere	 conveniente
por	mayoría	de	sus	miembros	y	previa	aquiescencia	del	Estado	respectivo.
Los	estados	partes	en	la	convención	pueden,	en	la	asamblea	general	por	dos
tercios	de	sus	votos,	cambiar	la	sede	de	la	corte.
2.	La	corte	designará	a	su	secretario.
3.	 El	 secretario	 residirá	 en	 la	 sede	 de	 la	 corte	 y	 deberá	 asistir	 a	 las
reuniones	que	ella	celebre	fuera	de	la	misma.
ART.	59.—La	secretaría	de	 la	corte	será	establecida	por	ésta	y	 funcionará
bajo	 la	 dirección	 del	 secretario	 de	 la	 corte,	 de	 acuerdo	 con	 las	 normas
administrativas	de	 la	Secretaría	General	de	 la	organización	en	 todo	 lo	que
no	 sea	 incompatible	 con	 la	 independencia	 de	 la	 corte.	 Sus	 funcionarios
serán	nombrados	por	el	 secretario	general	de	 la	organización,	en	consulta
con	el	secretario	de	la	corte.
ART.	60.—La	corte	preparará	su	estatuto	y	lo	someterá	a	la	aprobación	de
la	asamblea	general,	y	dictará	su	reglamento.
SECCIÓN	2
Competencia	y	funciones
ART.	61.—
1.	Sólo	los	estados	partes	y	la	comisión	tienen	derecho	a	someter	un	caso	a
la	decisión	de	la	corte.
2.	Para	que	la	corte	pueda	conocer	de	cualquier	caso,	es	necesario	que	sean
agotados	los	procedimientos	previstos	en	los	artículos	48	a	50.
ART.	62.—
1.	Todo	Estado	parte	puede,	en	el	momento	del	depósito	de	su	instrumento
de	 ratificación	 o	 adhesión	 de	 esta	 convención,	 o	 en	 cualquier	 momento
posterior,	 declarar	 que	 reconoce	 como	obligatoria	 de	 pleno	 derecho	 y	 sin
convención	 especial,	 la	 competencia	 de	 la	 corte	 sobre	 todos	 los	 casos
relativos	a	la	interpretación	o	aplicación	de	esta	convención.
2.	La	declaración	puede	ser	hecha	incondicionalmente,	o	bajo	condición	de
reciprocidad,	por	un	plazo	determinado	o	para	casos	específicos.	Deberá	ser
presentada	 al	 secretario	 general	 de	 la	 organización,	 quien	 transmitirá
copias	 de	 la	misma	 a	 los	 otros	 estados	miembros	 de	 la	 organización	 y	 al
secretario	de	la	corte.
3.	La	corte	tiene	competencia	para	conocer	de	cualquier	caso	relativo	a	la
interpretación	y	 aplicación	de	 las	disposiciones	de	esta	 convención	que	 le
sea	sometido,	siempre	que	los	estados	partes	en	el	caso	hayan	reconocido	o
reconozcan	dicha	competencia,	ora	por	declaración	especial,	como	se	indica
en	los	incisos	anteriores,	ora	por	convención	especial.
ART.	63.—
1.	Cuando	decida	que	hubo	violación	de	un	derecho	o	 libertad	protegidos
en	esta	 convención,	 la	 corte	dispondrá	que	 se	garantice	al	 lesionado	en	el
goce	de	su	derecho	o	libertad	conculcados.	Dispondrá	asimismo,	si	ello	fuera
procedente,	que	se	reparen	las	consecuencias	de	la	medida	o	situación	que
ha	 configurado	 la	 vulneración	 de	 esos	 derechos	 y	 el	 pago	 de	 una	 justa
indemnización	a	la	parte	lesionada.
2.	 En	 casos	 de	 extrema	 gravedad	 y	 urgencia,	 y	 cuando	 se	 haga	 necesario
evitar	 daños	 irreparables	 a	 las	 personas,	 la	 corte,	 en	 los	 asuntos	 que	 esté
conociendo,	 podrá	 tomar	 las	 medidas	 provisionales	 que	 considere
pertinentes.	 Si	 se	 tratare	 de	 asuntos	 que	 aún	 no	 estén	 sometidos	 a	 su
conocimiento,	podrá	actuar	a	solicitud	de	la	comisión.
ART.	64.—
1.	 Los	 estados	miembros	 de	 la	 organización	 podrán	 consultar	 a	 la	 corte
acerca	 de	 la	 interpretación	 de	 esta	 convención	 o	 de	 otros	 tratados
concernientes	 a	 la	 protección	 de	 los	 derechos	 humanos	 en	 los	 estados
americanos.	 Asimismo,	 podrán	 consultarla,	 en	 los	 que	 les	 compete,	 los
órganos	enumerados	en	el	capítulo	X	de	 la	Carta	de	la	Organización	de	los
Estados	Americanos,	reformada	por	el	Protocolo	de	Buenos	Aires.
2.	 La	 corte,	 a	 solicitud	 de	 un	 Estado	miembro	 de	 la	 organización,	 podrá
darle	 opiniones	 acerca	 de	 la	 compatibilidad	 entre	 cualquiera	 de	 sus	 leyes
internas	y	los	mencionados	instrumentos	internacionales.
ART.	65.—La	corte	someterá	a	la	consideración	de	la	asamblea	general	de
la	organización	en	cada	período	ordinario	de	sesiones	un	informe	sobre	su
labor	 en	 el	 año	 anterior.	 De	 manera	 especial	 y	 con	 las	 recomendaciones
pertinentes,	 señalará	 los	 casos	 en	 que	 un	 Estado	 no	 haya	 dado
cumplimiento	a	sus	fallos.
SECCIÓN	3
Procedimiento
ART.	66.—
1.	El	fallo	de	la	corte	será	motivado.
2.	 Si	 el	 fallo	 no	 expresare	 en	 todo	 o	 en	 parte	 la	 opinión	 unánime	 de	 los
jueces,	 cualquiera	 de	 éstos	 tendrá	 derecho	 a	 que	 se	 agregue	 al	 fallo	 su
opinión	disidente	o	individual.
ART.	 67.—El	 fallo	 de	 la	 corte	 será	 definitivo	 e	 inapelable.	 En	 caso	 de
desacuerdo	 sobre	 el	 sentido	 o	 alcance	 del	 fallo,	 la	 corte	 lo	 interpretará	 a
solicitud	 de	 cualquiera	 de	 las	 partes,	 siempre	 que	 dicha	 solicitud	 se
presente	dentro	de	los	noventa	días	a	partir	de	la	fecha	de	la	notificación	del
fallo.
ART.	68.—
1.	 Los	 estados	 partes	 en	 la	 convención	 se	 comprometen	 a	 cumplir	 la
decisión	de	la	corte	en	todo	caso	en	que	sean	partes.
2.	La	parte	del	 fallo	que	disponga	 indemnización	compensatoria	se	podrá
ejecutar	en	el	respectivo	país	por	el	procedimiento	interno	vigente	para	la
ejecución	de	sentencias	contra	el	Estado.
ART.	 69.—El	 fallo	 de	 la	 corte	 será	 notificado	 a	 las	 partes	 en	 el	 caso	 y
transmitido	a	los	estados	partes	en	la	convención.
CAPÍTULO	IX
Disposiciones	comunes
ART.	70.—
1.	 Los	 jueces	 de	 la	 corte	 y	 los	miembros	 de	 la	 comisión	 gozan,	 desde	 el
momento	de	 su	elección	y	mientras	dure	 su	mandato,	de	 las	 inmunidades
reconocidas	 a	 los	 agentes	 diplomáticos	 por	 el	 derecho	 internacional.
Durante	 el	 ejercicio	 de	 sus	 cargos	 gozan,	 además,	 de	 los	 privilegios
diplomáticos	necesarios	para	el	desempeño	de	sus	funciones.
2.	No	podrá	exigirse	 responsabilidad	en	ningún	 tiempo	a	 los	 jueces	de	 la
corte	ni	a	los	miembros	de	la	comisión	por	votos	y	opiniones	emitidos	en	el
ejercicio	de	sus	funciones.
ART.	71.—Son	incompatibles	los	cargos	de	juez	de	la	corte	o	miembros	de
la	comisión	con	otras	actividades	que	pudieren	afectar	su	independencia	o
imparcialidad	conforme	a	lo	que	se	determine	en	los	respectivos	estatutos.
ART.	72.—Los	jueces	de	la	corte	y	los	miembros	de	la	comisión	percibirán
emolumentos	y	 gastos	de	viaje	 en	 la	 forma	y	 condiciones	que	determinen
sus	 estatutos,	 teniendo	 en	 cuenta	 la	 importancia	 e	 independencia	 de	 sus
funciones.	Tales	emolumentos	y	gastos	de	viaje	será	fijados	en	el	programa-
presupuesto	 de	 la	 Organización	 de	 los	 Estados	 Americanos,	 el	 que	 debe
incluir,	además,	los	gastos	de	la	corte	y	de	su	secretaría.	A	estos	efectos,	 la
corte	 elaborará	 su	 propio	 proyecto	 de	 presupuesto	 y	 lo	 someterá	 a	 la
aprobación	de	 la	asamblea	general,	por	conducto	de	 la	Secretaría	General.
Esta	última	no	podrá	introducirle	modificaciones.
ART.	73.—Solamente	a	solicitud	de	la	comisión	o	de	la	corte,	según	el	caso,
corresponde	 a	 la	 asamblea	 general	 de	 la	 organización	 resolver	 sobre	 las
sanciones	aplicables	a	los	miembros	de	la	comisión	o	jueces	de	la	corte	que
hubiesen	 incurrido	 en	 las	 causales	 previstas	 en	 los	 respectivos	 estatutos.
Para	dictar	una	 resolución	se	 requerirá	una	mayoría	de	 los	dos	 tercios	de
los	 votos	 de	 los	 estados	 miembros	 de	 la	 organización	 en	 el	 caso	 de	 los
miembros	de	 la	 comisión	y,	además,	de	 los	dos	 tercios	de	 los	votos	de	 los
estados	partes	en	la	convención,	si	se	tratare	de	jueces	de	la	corte.
PARTE	III
Disposiciones	generales	y	transitorias
CAPÍTULO	X
Firma,	ratificación,	reserva,	enmienda,	protocolo	y	denuncia
ART.	74.—
1.	Esta	convención	queda	abierta	a	la	firma	y	a	la	ratificación	o	adhesión	de
todo	Estado	miembro	de	la	Organización	de	los	Estados	Americanos.
2.	La	ratificación	de	esta	convención	o	la	adhesión	a	la	misma	se	efectuará
mediante	el	depósito	de	un	instrumento	de	ratificación	o	de	adhesión	en	la
Secretaría	 General	 de	 la	 Organización	 de	 los	 Estados	 Americanos.	 Tan
pronto	como	once	estados	hayan	depositado	sus	respectivos	 instrumentos
de	 ratificación	 o	 de	 adhesión,	 la	 convención	 entrará	 en	 vigor.	 Respecto	 a
todo	 otro	 Estado	 que	 la	 ratifique	 o	 adhiera	 a	 ella	 ulteriormente,	 la
convención	entrará	en	vigor	en	la	fecha	del	depósito	de	su	instrumento	de
ratificación	o	de	adhesión.
3.	 El	 secretario	 general	 informará	 a	 todos	 los	 estados	 miembros	 de	 la
organización	de	la	entrada	en	vigor	de	la	convención.
ART.	75.—Esta	convención	sólo	puede	ser	objeto	de	reservas	conforme	a
las	disposiciones	de	la	Convención	de	Viena	sobre	Derecho	de	los	Tratados,
suscrita	el	23	de	mayo	de	1969.
ART.	76.—
1.	 Cualquier	 Estado	 parte	 directamente	 y	 la	 comisión	 o	 la	 corte	 por
conducto	 del	 secretario	 general,	 pueden	 someter	 a	 la	 asamblea	 general,
para	 lo	 que	 estime	 conveniente,	 una	 propuesta	 de	 enmienda	 a	 esta
convención.
2.	 Las	 enmiendas	 entrarán	 en	 vigor	 para	 los	 estados	 ratificantes	 de	 las
mismas	en	la	fecha	en	que	se	haya	depositado	el	respectivo	instrumento	de
ratificación	 que	 corresponda	 al	 número	 de	 los	 dos	 tercios	 de	 los	 estados
partes	en	esta	convención.	En	cuanto	al	resto	de	los	estados	partes,	entrarán
en	 vigor	 en	 la	 fecha	 en	 que	 depositen	 sus	 respectivos	 instrumentos	 de
ratificación.
ART.	77.—
1.	De	acuerdo	con	la	facultad	establecida	en	el	artículo	31,	cualquier	Estado
parte	y	la	comisión	podrán	someter	a	la	consideración	de	los	estados	partes
reunidos	 con	 ocasión	 de	 la	 asamblea	 general,	 proyectos	 de	 protocolos
adicionales	 a	 esta	 convención,	 con	 la	 finalidad	de	 incluir	 progresivamente
en	el	régimen	de	protección	de	la	misma	otros	derechos	y	libertades.
2.	Cada	protocolo	debe	 fijar	 las	modalidades	de	 su	entrada	en	vigor,	 y	 se
aplicará	sólo	entre	los	estados	partes	en	el	mismo.
ART.	78.—
1.	 Los	 estados	 partes	 podrán	 denunciar	 esta	 convención	 después	 de	 la
expiración	de	un	plazo	de	cinco	años	a	partir	de	la	fecha	de	entrada	en	vigor
de	 la	misma	 y	mediante	 un	 preaviso	 de	 un	 año,	 notificando	 al	 secretario
general	de	la	organización,	quien	debe	informar	a	las	otras	partes.
2.	Dicha	denuncia	no	tendrá	por	efecto	desligar	al	Estado	parte	interesado
de	 las	 obligaciones	 contenidas	 en	 esta	 convención	 en	 lo	 que	 concierne	 a
todo	 hecho	 que,	 pudiendo	 constituir	 una	 violación	 de	 esas	 obligaciones,
haya	 sido	cumplido	por	él	 anteriormente	a	 la	 fecha	en	 la	 cual	 la	denuncia
produce	efecto.
CAPÍTULO	XI
Disposiciones	transitorias
SECCIÓN	1
Comisión	Interamericana	de	Derechos	Humanos
ART.	79.—Al	entrar	en	vigor	esta	convención,	el	secretario	general	pedirá
por	escrito	a	cada	Estado	miembro	de	la	organización	que	presente,	dentro
de	un	plazo	de	noventa	días,	sus	candidatos	para	miembros	de	la	Comisión
Interamericana	de	Derechos	Humanos.	El	secretario	general	preparará	una
lista	por	orden	alfabético	de	 los	candidatos	presentados	y	 la	comunicará	a
los	estados	miembros	de	 la	organización	al	menos	 treinta	días	antes	de	 la
próxima	asamblea	general.
ART.	 80.—La	 elección	 de	 miembros	 de	 la	 comisión	 se	 hará	 de	 entre	 los
candidatos	que	figuren	en	la	lista	a	que	se	refiere	el	artículo	79,	por	votación
secreta	de	la	asamblea	general	y	se	declararán	elegidos	los	candidatos	que
obtengan	mayor	número	de	votos	y	la	mayoría	absoluta	de	los	votos	de	los
representantes	 de	 los	 estados	 miembros.	 Si	 para	 elegir	 a	 todos	 los
miembros	de	la	comisión	resultare	necesario	efectuar	varias	votaciones,	se
eliminará	sucesivamente,	en	la	forma	que	determine	la	asamblea	general,	a
los	candidatos	que	reciban	menor	número	de	votos.
SECCIÓN	2
Corte	Interamericana	de	Derechos	Humanos
ART.	81.—Al	entrar	en	vigor	esta	convención,	el	secretario	general	pedirá
por	escrito	a	cada	Estado	parte	que	presente,	dentro	de	un	plazo	de	noventa
días,	 sus	 candidatos	 para	 jueces	 de	 la	 Corte	 Interamericana	 de	 Derechos
Humanos.	El	secretario	general	preparará	una	lista	por	orden	alfabético	de
los	 candidatos	 presentados	 y	 la	 comunicará	 a	 los	 estados	 partes	 por	 lo
menos	treinta	días	antes	de	la	próxima	asamblea	general.
ART.	82.—La	elección	de	jueces	de	la	corte	se	hará	de	entre	los	candidatos
que	figuren	en	la	lista	a	que	se	refiere	el	artículo	81,	por	votación	secreta	de
los	 estados	 partes	 en	 la	 asamblea	 general	 y	 se	 declararán	 elegidos	 los
candidatos	que	obtengan	mayor	número	de	votos	y	la	mayoría	absoluta	de
los	votos	de	los	representantes	de	los	estados	partes.	Si	para	elegir	a	todos
los	 jueces	 de	 la	 corte	 resultare	 necesario	 efectuar	 varias	 votaciones,	 se
eliminarán	sucesivamente,	en	la	forma	que	determinen	los	estados	partes,	a
los	candidatos	que	reciban	menor	número	de	votos.
CONVENCIÓN	CONTRA	LA	TORTURA	Y
OTROS	TRATOS	O	PENAS	CRUELES,
INHUMANOS	O	DEGRADANTES
PREÁMBULO.—
Los	estados	partes	en	la	presente	convención,
Considerando	que,	de	conformidad	con	 los	principios	proclamados	en	 la
Carta	de	 las	Naciones	Unidas,	 el	 reconocimiento	de	 los	derechos	 iguales	 e
inalienables	 de	 todos	 los	miembros	 de	 la	 familia	 humana	 es	 la	 base	 de	 la
libertad,	la	justicia	y	la	paz	en	el	mundo,
Reconociendo	que	estos	derechos	emanan	de	la	dignidad	inherentes	de	la
persona	humana,
Considerando	 la	 obligación	 que	 incumbe	 a	 los	 Estados	 en	 virtud	 de	 la
Carta,	 en	particular	del	 artículo	55,	 de	promover	 el	 respeto	universal	 y	 la
observancia	de	los	derechos	humanos	y	las	libertades	fundamentales,
Teniendo	en	cuenta	el	artículo	5º	de	la	Declaración	Universal	de	Derechos
Humanos	 y	 el	 artículo	 7º	 del	 Pacto	 Internacional	 de	 Derechos	 Civiles	 y
Políticos,	 que	 proclaman	 que	 nadie	 será	 sometido	 a	 tortura	 ni	 a	 tratos	 o
penas	crueles,	inhumanos	o	degradantes,
Teniendo	 en	 cuenta	 así	 mismo	 la	 Declaración	 sobre	 la	 protección	 de
todas	 las	 personas	 contra	 la	 tortura	 y	 otros	 tratos	 o	 penas	 crueles,
inhumanos	 o	 degradantes,	 aprobada	 por	 la	 Asamblea	 General	 el	 9	 de
diciembre	de	1975,
Deseando	hacer	más	eficaz	la	lucha	contra	la	tortura	y	otros	tratos	o	penas
crueles,	inhumanos	o	degradantes	en	todo	el	mundo,
Han	convenido	en	lo	siguiente:
PARTE	I
ART.	1°.—
1.	 A	 los	 efectos	 de	 la	 presente	 convención,	 se	 entenderá	 por	 el	 término
“tortura’’	 todo	 acto	 por	 el	 cual	 se	 inflija	 intencionalmente	 a	 una	 persona
dolores	 o	 sufrimientos	 graves,	 ya	 sean	 físicos	 o	 mentales,	 con	 el	 fin	 de
obtener	de	ella	o	de	un	 tercero	 información	o	una	confesión,	de	castigarla
por	 un	 acto	 que	 haya	 cometido,	 o	 se	 sospeche	 que	 ha	 cometido,	 o	 de
intimidar	o	coaccionar	a	esa	persona	o	a	otras,	o	por	cualquier	razón	basada
en	cualquier	 tipo	de	discriminación,	 cuando	dichos	dolores	o	 sufrimientos
sean	infligidos	por	un	funcionario	público	u	otra	persona	en	el	ejercicio	de
funciones	 públicas,	 a	 instigación	 suya,	 o	 con	 su	 consentimiento	 o
aquiescencia.	 No	 se	 considerarán	 torturas	 los	 dolores	 o	 sufrimientos	 que
sean	 consecuencia	 únicamente	 de	 sanciones	 legítimas,	 o	 que	 sean
inherentes	o	incidentales	a	éstas.
2.	El	presente	artículo	se	entenderá	sin	perjuicio	de	cualquier	instrumento
internacional	 o	 legislación	 nacional	 que	 contenga	 o	 pueda	 contener
disposiciones	de	mayor	alcance.
ART.	2°.—
1.	 Todo	 Estado	 parte	 tomará	 medidas	 legislativas,	 administrativas,
judiciales	o	de	otra	índole	eficaces	para	impedir	los	actos	de	tortura	en	todo
territorio	que	esté	bajo	su	jurisdicción.
2.	 En	 ningún	 caso	 podrán	 invocarse	 circunstancias	 excepcionales	 tales
como	estado	de	guerra	o	amenaza	de	guerra,	inestabilidad	política	interna	o
cualquier	otra	emergencia	pública	como	justificación	de	la	tortura.
3.	 No	 podrá	 invocarse	 una	 orden	 de	 un	 funcionario	 superior	 o	 de	 una
autoridad	pública	como	justificación	de	la	tortura.
ART.	3°.—
1.	Ningún	Estado	parte	procederá	a	la	expulsión,	devolución	o	extradición
de	una	persona	a	otro	Estado	cuando	haya	razones	fundadas	para	creer	que
estaría	en	peligro	de	ser	sometida	a	tortura.
2.	 A	 los	 efectos	 de	 determinar	 si	 existen	 esas	 razones,	 las	 autoridades
competentes	 tendrán	 en	 cuenta	 todas	 las	 consideraciones	 pertinentes,
inclusive,	cuando	proceda,	 la	existencia	en	el	Estado	de	que	se	trate	de	un
cuadro	 persistente	 de	 violaciones	 manifiestas,	 patentes	 o	 masivas	 de	 los
derechos	humanos.
ART.	4°.—
1.	Todo	Estado	parte	velará	porque	todos	los	actos	de	tortura	constituyan
delitos	 conforme	 a	 su	 legislación	 penal.	 Lo	 mismo	 se	 aplicará	 a	 toda
tentativa	 de	 cometer	 tortura	 y	 a	 todo	 acto	 de	 cualquier	 persona	 que
constituya	complicidad	o	participación	en	la	tortura.
2.	Todo	Estado	parte	castigará	esos	delitos	con	penas	adecuadas	en	las	que
se	tenga	en	cuenta	su	gravedad.
ART.	5°.—
1.	 Todo	 Estado	 parte	 dispondrá	 lo	 que	 sea	 necesario	 para	 instituir	 su
jurisdicción	sobre	los	delitos	a	que	se	refiere	el	artículo	4º	en	los	siguientes
casos:
a)	 Cuando	 los	 delitos	 se	 cometan	 en	 cualquier	 territorio	 bajo	 su
jurisdicción	 o	 a	 bordo	 de	 una	 aeronave	 o	 un	 buque	 matriculados	 en	 ese
Estado;
b)	Cuando	el	presunto	delincuente	sea	nacional	de	ese	Estado,	y
c)	 Cuando	 la	 víctima	 sea	 nacional	 de	 ese	 Estado	 y	 este	 lo	 considere
apropiado.
2.	 Todo	 Estado	 Parte	 tomará	 así	 mismo	 las	 medidas	 necesarias	 para
establecer	su	jurisdicción	sobre	estos	delitos	en	los	casos	en	que	el	presunto
delincuente	 se	 halle	 en	 cualquier	 territorio	 bajo	 su	 jurisdicción	 y	 dicho
Estado	no	conceda	la	extradición,	con	arreglo	al	artículo	8º,	a	ninguno	de	los
Estados	previstos	en	el	párrafo	1	del	presente	artículo.
3.	 La	presente	 convención	no	excluye	ninguna	 jurisdicción	penal	 ejercida
de	conformidad	con	las	leyes	nacionales.
ART.	6°.—
1.	Todo	Estado	parte	en	cuyo	territorio	se	encuentre	la	persona	de	la	que	se
supone	que	ha	cometido	cualquiera	de	los	delitos	a	que	se	hace	referencia
en	el	artículo	4º,	si	tras	examinar	la	información	de	que	dispone,	considera
que	 las	 circunstancias	 lo	 justifican,	 procederá	 a	 la	 detención	 de	 dicha
persona	o	tomará	otras	medidas	para	asegurar	su	presencia.	La	detención	y
demás	 medidas	 se	 llevarán	 a	 cabo	 de	 conformidad	 con	 las	 leyes	 de	 tal
Estado	y	se	mantendrán	solamente	por	el	período	que	sea	necesario	a	fin	de
permitir	la	iniciación	de	un	procedimiento	penal	o	de	extradición.
2.	Tal	Estado	procederá	inmediatamente	a	una	investigación	preliminar	de
los	hechos.
3.	 La	 persona	 detenida	 de	 conformidad	 con	 el	 párrafo	 1	 del	 presente
artículo	tendrá	toda	clase	de	facilidades	para	comunicarse	inmediatamente
con	el	representante	correspondiente	del	Estado	de	su	nacionalidad	que	se
encuentre	más	próximo	o,	 si	 se	 trata	de	un	apátrida,	 con	el	 representante
del	Estado	en	que	habitualmente	resida.
4.	 Cuando	 un	 Estado,	 en	 virtud	 del	 presente	 artículo,	 detenga	 a	 una
persona,	notificará	inmediatamente	tal	detención	y	las	circunstancias	que	la
justifican	a	los	Estados	a	que	se	hace	referencia	en	el	párrafo	1	del	artículo
5º.	 El	 Estado	 que	 proceda	 a	 la	 investigación	 preliminar	 prevista	 en	 el
párrafo	2	del	presente	artículo	comunicará	sin	dilación	sus	resultados	a	los
Estados	antes	mencionados	e	indicará	si	se	propone	ejercer	su	jurisdicción.
ART.	7°.—
1.	 El	 Estado	 parte	 en	 el	 territorio	 de	 cuya	 jurisdicción	 sea	 hallada	 la
persona	de	la	cual	se	supone	que	ha	cometido	cualquiera	de	los	delitos	a	que
se	hace	referencia	en	el	artículo	4º,	en	los	supuestos	previstos	en	el	artículo
5º,	 si	 no	 procede	 a	 su	 extradición,	 someterá	 el	 caso	 a	 sus	 autoridades
competentes	a	efectos	de	enjuiciamiento.
2.	Dichas	autoridades	tomarán	su	decisión	en	las	mismas	condiciones	que
las	 aplicables	 a	 cualquier	 delito	 de	 carácter	 grave,	 de	 acuerdo	 con	 la
legislación	de	tal	Estado.	En	los	casos	previstos	en	el	párrafo	2	del	artículo
5º,	el	nivel	de	 las	pruebas	necesarias	para	el	enjuiciamiento	o	 inculpación
no	 será	 en	modo	 alguno	menos	 estricto	 que	 el	 que	 se	 aplica	 en	 los	 casos
previstos	en	el	párrafo	1	del	artículo	5º.
3.	 Toda	 persona	 encausada	 en	 relación	 con	 cualquiera	 de	 los	 delitos
mencionados	en	el	artículo	4º	recibirá	garantías	de	un	trato	justo	en	todas
las	fases	del	procedimiento.
ART.	8°.—
1.	 Los	 delitos	 a	 que	 se	 hace	 referencia	 en	 el	 artículo	 4º	 se	 considerarán
incluidos	 entre	 los	 delitos	 que	dan	 lugar	 a	 extradición	 en	 todo	 tratado	de
extradición	 celebrado	 entre	 estados	 partes.	 Los	 estados	 partes	 se
comprometen	 a	 incluir	 dichos	 delitos	 como	 caso	 de	 extradición	 en	 todo
tratado	de	extradición	que	celebren	entre	sí	en	el	futuro.
2.	 Todo	 Estado	 parte	 que	 subordine	 la	 extradición	 a	 la	 existencia	 de	 un
tratado,	 si	 recibe	 de	 otro	 Estado	 Parte	 con	 el	 que	 no	 tiene	 tratado	 al
respecto	 una	 solicitud	 de	 extradición,	 podrá	 considerar	 la	 presente
convención	como	la	base	 jurídica	necesaria	para	 la	extradición	referente	a
tales	delitos.	La	extradición	estará	sujeta	a	las	demás	condiciones	exigibles
por	el	derecho	del	Estado	requerido.
3.	Los	estados	partes	que	no	subordinen	la	extradición	a	la	existencia	de	un
tratado	reconocerán	dichos	delitos	como	casos	de	extradición	entre	ellos,	a
reserva	de	las	condiciones	exigidas	por	el	derecho	del	Estado	requerido.
4.	A	los	fines	de	la	extradición	entre	estados	partes,	se	considerará	que	los
delitos	 se	 han	 cometido,	 no	 solamente	 en	 el	 lugar	 donde	 ocurrieron,	 sino
también	en	el	territorio	de	los	Estados	obligados	a	establecer	su	jurisdicción
de	acuerdo	con	el	párrafo	1º	del	artículo	5º.
ART.	9°.—
1.	Los	estados	partes	se	prestarán	todo	el	auxilio	posible	en	lo	que	respecta
a	 cualquier	 procedimiento	 penal	 relativo	 a	 los	 delitos	 previstos	 en	 el
artículo	4º,	 inclusive	el	suministro	de	todas	 las	pruebas	necesarias	para	el
proceso	que	obren	en	su	poder.
2.	 Los	 estados	 partes	 cumplirán	 las	 obligaciones	 que	 les	 incumban	 en
virtud	del	párrafo	1º	del	presente	artículo	de	conformidad	con	los	tratados
de	auxilio	judicial	mutuo	que	existan	entre	ellos.
ART.	10.—
1.	 Todo	 Estado	 parte	 velará	 porque	 se	 incluyan	 una	 educación	 y	 una
información	 completas	 sobre	 la	 prohibición	 de	 la	 tortura	 en	 la	 formación
profesional	del	personal	encargado	de	la	aplicación	de	la	ley,	sea	este	civil	o
militar,	del	personal	médico,	de	 los	 funcionarios	públicos	y	otras	personas
que	 puedan	 participar	 en	 la	 custodia,	 el	 interrogario	 o	 el	 tratamiento	 de
cualquier	 persona	 sometida	 a	 cualquier	 forma	 de	 arresto,	 de	 detención	 o
prisión.
2.	 Todo	 Estado	 parte	 incluirá	 esta	 prohibición	 en	 las	 normas	 o
instrucciones	que	se	publiquen	en	relación	con	 los	deberes	y	 funciones	de
esas	personas.
ART.	11.—Todo	Estado	parte	mantendrá	sistemática	mente	en	examen	las
normas	e	instrucciones,	métodos	y	prácticas	de	interrogatorio,	así	como	las
disposiciones	para	la	custodia	y	el	tratamiento	de	las	personas	sometidas	a
cualquier	forma	de	arresto,	detención	o	prisión	en	cualquier	territorio	que
esté	bajo	su	jurisdicción,	a	fin	de	evitar	todo	caso	de	tortura.
ART.	 12.—Todo	 Estado	 parte	 velará	 porque,	 siempre	 que	 haya	 motivos
razonables	para	creer	que	dentro	de	su	jurisdicción	se	ha	cometido	un	acto
de	 tortura,	 las	 autoridades	 competentes	 procedan	 a	 una	 investigación
pronta	e	imparcial.
ART.	13.—Todo	Estado	parte	velará	porque	toda	persona	que	alegue	haber
sido	 sometida	 a	 tortura	 en	 cualquier	 territorio	 bajo	 su	 jurisdicción	 tenga
derecho	a	presentar	una	queja	y	a	que	su	caso	sea	pronta	e	imparcialmente
examinado	 por	 sus	 autoridades	 competentes.	 Se	 tomarán	 medidas	 para
asegurar	que	quien	presente	la	queja	y	los	testigos	estén	protegidos	contra
malos	tratos	o	intimidación	como	consecuencia	de	la	queja	o	del	testimonio
prestado.
ART.	14.—
1.	Todo	Estado	parte	velará	porque	su	legislación	garantice	a	la	víctima	de
un	acto	de	 tortura	 la	 reparación	y	el	derecho	a	una	 indemnización	 justa	y
adecuada,	 incluidos	 los	 medios	 para	 su	 rehabilitación	 lo	 más	 completa
posible.	 En	 caso	 de	 muerte	 de	 la	 víctima	 como	 resultado	 de	 un	 acto	 de
tortura,	las	personas	a	su	cargo	tendrán	derecho	a	indemnización.
2.	Nada	de	lo	dispuesto	en	el	presente	artículo	afectará	a	cualquier	derecho
de	 la	 víctima	 o	 de	 otra	 persona	 a	 indemnización	 que	 pueda	 existir	 con
arreglo	a	las	leyes	nacionales.
ART.	15.—Todo	Estado	Parte	se	asegurará	de	que	ninguna	declaración	que
se	 demuestre	 que	 ha	 sido	 hecha	 como	 resultado	 de	 tortura	 pueda	 ser
invocada	 como	 prueba	 en	 ningún	 procedimiento,	 salvo	 en	 contra	 de	 una
persona	 acusada	 de	 tortura	 como	 prueba	 de	 que	 se	 ha	 formulado	 la
declaración.
ART.	16.—.
1.	 Todo	Estado	Parte	 se	 comprometerá	 a	 prohibir	 en	 cualquier	 territorio
bajo	 su	 jurisdicción	 otros	 actos	 que	 constituyan	 tratos	 o	 penas	 crueles,
inhumanos	o	degradantes	y	que	no	lleguen	a	ser	tortura	tal	como	se	define
en	 el	 artículo	 1º,	 cuando	 esos	 actos	 sean	 cometidos	 por	 un	 funcionario
público	u	otra	persona	que	actúe	en	el	ejercicio	de	funciones	oficiales,	o	por
instigación	 o	 con	 el	 consentimiento	 o	 la	 aquiescencia	 de	 tal	 funcionario	 o
persona.	 Se	 aplicarán,	 en	 particular,	 las	 obligaciones	 enunciadas	 en	 los
artículos	 10,	 11,	 12	 y	 13,	 sustituyendo	 las	 referencias	 a	 la	 tortura	 por
referencias	 a	 otras	 formas	 de	 tratos	 o	 penas	 crueles,	 inhumanos	 o
degradantes.
2.	 La	 presente	 convención	 se	 entenderá	 sin	 perjuicio	 de	 lo	 dispuesto	 en
otros	 instrumentos	 internacionales	 o	 leyes	 nacionales	 que	 prohíban	 los
tratos	y	 las	penas	crueles,	 inhumanos	o	degradantes	o	que	se	refieran	a	 la
extradición	o	expulsión.
PARTE	II
ART.	17.—
1.	 Se	 constituirá	 un	 comité	 contra	 la	 tortura	 (denominado	 en	 adelante	 el
comité),	el	cual	desempeñará	las	funciones	que	se	señalan	más	adelante.	El
comité	 estará	 compuesto	 de	 diez	 expertos	 de	 gran	 integridad	 moral	 y
reconocida	 competencia	 en	 materia	 de	 derechos	 humanos,	 que	 ejercerán
sus	funciones	a	título	personal.	Los	expertos	serán	elegidos	por	los	estados
partes	 teniendo	 en	 cuenta	 una	 distribución	 geográfica	 equitativa	 y	 la
utilidad	 de	 la	 participación	 de	 algunas	 personas	 que	 tengan	 experiencia
jurídica.
2.	Los	miembros	del	comité	serán	elegidos	en	votación	secreta	de	una	lista
de	 personas	 designadas	 por	 los	 estados	 partes.	 Cada	 uno	 de	 los	 estados
partes	 podrá	 designar	 una	 persona	 entre	 sus	 propios	 nacionales.	 Los
estados	partes	tendrán	presente	la	utilidad	de	designar	personas	que	sean
también	 miembros	 del	 Comité	 de	 Derechos	 Humanos	 establecido	 con
arreglo	 al	 Pacto	 Internacional	 de	 Derechos	 Civiles	 y	 Políticos	 y	 que	 estén
dispuestas	a	prestar	servicio	en	el	comité	contra	la	tortura.
3.	 Los	miembros	 del	 comité	 serán	 elegidos	 en	 reuniones	 bienales	 de	 los
estados	partes	convocadas	por	el	Secretario	General	de	las	Naciones	Unidas.
En	 estas	 reuniones,	 para	 las	 cuales	 formarán	 quórum	 dos	 tercios	 de	 los
estados	partes,	 se	 considerarán	 elegidos	 por	 el	 comité	 los	 candidatos	 que
obtengan	el	mayor	número	de	votos	y	 la	mayoría	absoluta	de	 los	votos	de
los	representantes	de	los	estados	partes	presentes	y	votantes.
4.	 La	 elección	 inicial	 se	 celebrará	 a	más	 tardar	 seis	meses	 después	 de	 la
fecha	de	entrada	en	vigor	de	la	presente	convención.	Al	menos	cuatro	meses
antes	 de	 la	 fecha	 de	 cada	 elección,	 el	 Secretario	 General	 de	 las	 Naciones
Unidas	dirigirá	una	carta	a	los	estados	partes	invitándoles	a	que	presenten
sus	candidaturas	en	un	plazo	de	tres	meses.	El	secretario	general	preparará
una	 lista	 por	 orden	 alfabético	 de	 todas	 las	 personas	 designadas	 de	 este
modo,	indicando	los	estados	partes	que	las	han	designado,	y	la	comunicará	a
los	estados	partes.
5.	 Los	 miembros	 del	 comité	 serán	 elegidos	 por	 cuatro	 años.	 Podrán	 ser
reelegidos	si	se	presenta	de	nuevo	su	candidatura.	No	obstante,	el	mandato
de	cinco	de	los	miembros	elegidos	en	la	primera	elección	expirará	al	cabo	de
dos	años;	inmediatamente	después	de	la	primera	elección,	el	presidente	de
la	 reunión	 a	 que	 se	 hace	 referencia	 en	 el	 párrafo	 3	 del	 presente	 artículo,
designará	por	sorteo	los	nombres	de	esos	cinco	miembros.
6.	Si	un	miembro	del	comité	muere	o	renuncia	o	por	cualquier	otra	causa
no	 puede	 ya	 desempeñar	 sus	 funciones	 en	 el	 comité,	 el	 Estado	 parte	 que
presentó	su	candidatura	designará	entre	sus	nacionales	a	otro	experto	para
que	desempeñe	sus	funciones	durante	el	resto	de	su	mandato,	a	reserva	de
la	aprobación	de	la	mayoría	de	los	estados	partes.	Se	considerará	otorgada
dicha	 aprobación	 a	 menos	 que	 la	 mitad	 o	 más	 de	 los	 estados	 partes
respondan	negativamente	dentro	de	un	plazo	de	seis	semanas	a	contar	del
momento	 en	 que	 el	 Secretario	 General	 de	 las	 Naciones	 Unidas	 les
comunique	la	candidatura	propuesta.
7.	 Los	 estados	 partes	 sufragarán	 los	 gastos	 de	 los	 miembros	 del	 comité
mientras	éstos	desempeñen	sus	funciones.
ART.	18.—
1.	El	comité	elegirá	su	mesa	por	un	período	de	dos	años.	Los	miembros	de
la	mesa	podrán	ser	reelegidos.
2.	 El	 comité	 establecerá	 su	 propio	 reglamento,	 en	 el	 cual	 se	 dispondrá,
entre	otras	cosas,	que:
a)	Seis	miembros	constituirán	quórum,	y
b)	 Las	 decisiones	 del	 comité	 se	 tomarán	 por	 mayoría	 de	 votos	 de	 los
miembros	presentes.
3.	El	Secretario	General	de	las	Naciones	Unidas	proporcionará	el	personal	y
los	 servicios	 necesarios	 para	 el	 desempeño	 eficaz	 de	 las	 funciones	 del
comité	en	virtud	de	la	presente	convención.
4.	 El	 Secretario	 General	 de	 las	 Naciones	 Unidas	 convocará	 la	 primera
reunión	del	comité.	Después	de	su	primera	reunión,	el	comité	se	reunirá	en
las	ocasiones	que	se	prevean	en	su	reglamento.
5.	Los	estados	partes	serán	responsables	de	los	gastos	que	se	efectúen	en
relación	con	la	celebración	de	reuniones	de	los	estados	partes	y	del	comité,
incluyendo	 el	 reembolso	 de	 las	 Naciones	 Unidas	 de	 cualesquiera	 gastos,
tales	como	los	de	personal	y	los	de	servicios,	que	hagan	las	Naciones	Unidas
conforme	el	párrafo	3	del	presente	artículo.
ART.	19.—
1.	 Los	 estados	 partes	 presentarán	 al	 comité,	 por	 conducto	 del	 Secretario
General	 de	 las	 Naciones	 Unidas,	 los	 informes	 relativos	 a	 las	medidas	 que
hayan	adoptado	para	dar	efectividad	a	los	compromisos	que	han	contraído
en	virtud	de	la	presente	convención,	dentro	del	plazo	del	año	siguiente	a	la
entrada	 en	 vigor	 de	 la	 convención	 en	 lo	 que	 respecta	 al	 Estado	 parte
interesado.	 A	 partir	 de	 entonces,	 los	 estados	 partes	 presentarán	 informes
suplementarios	cada	cuatro	años	sobre	cualquier	nueva	disposición	que	se
haya	adoptado,	así	como	los	demás	informes	que	solicite	el	comité.
2.	El	Secretario	General	de	las	Naciones	Unidas	transmitirá	los	informes	a
todos	los	estados	partes.
3.	 Todo	 informe	 será	 examinado	 por	 el	 comité,	 el	 cual	 podrá	 hacer	 los
comentarios	generales	que	considere	oportunos	y	los	transmitirá	al	Estado
parte	 interesado.	 El	 Estado	 parte	 podrá	 responder	 al	 comité	 con	 las
observaciones	que	desee	formular.
4.	El	 comité	podrá,	a	 su	discreción,	 tomar	 la	decisión	de	 incluir	 cualquier
comentario	 que	 haya	 formulado	 de	 conformidad	 con	 el	 párrafo	 3º	 del
presente	 artículo,	 junto	 con	 las	 observaciones	 al	 respecto	 recibidas	 del
Estado	 parte	 interesado,	 en	 su	 informe	 anual	 presentado	 de	 conformidad
con	el	artículo	24.	Si	lo	solicitara	el	Estado	parte	interesado,	el	comité	podrá
también	 incluir	 copia	del	 informe	presentado	en	virtud	del	párrafo	1º	del
presente	artículo.
ART.	20.—
1.	El	comité,	si	recibe	información	fiable	que	a	su	juicio	parezca	indicar	de
forma	 fundamentada	 que	 se	 practica	 sistemáticamente	 la	 tortura	 en	 el
territorio	de	un	Estado	parte,	 invitará	a	ese	Estado	parte	a	cooperar	en	el
examen	de	la	información	y	a	tal	fin	presentar	observaciones	con	respecto	a
la	información	de	que	se	trate.
2.	 Teniendo	 en	 cuenta	 todas	 las	 observaciones	 que	 haya	 presentado	 el
Estado	parte	de	que	se	trate,	así	como	cualquier	otra	información	pertinente
de	 que	 disponga,	 el	 comité	 podrá,	 si	 decide	 que	 ello	 está	 justificado,
designar	 a	 uno	 o	 varios	 de	 sus	 miembros	 para	 que	 procedan	 a	 una
investigación	confidencial	e	informen	urgentemente	al	comité.
3.	Si	se	hace	una	investigación	conforme	al	párrafo	2º	del	presente	artículo,
el	 comité	 recabará	 la	 cooperación	 del	 Estado	 parte	 de	 que	 se	 trate.	 De
acuerdo	con	ese	Estado	parte,	tal	investigación	podrá	incluir	una	visita	a	su
territorio.
4.	 Después	 de	 examinar	 las	 conclusiones	 presentadas	 por	 el	 miembro	 o
miembros	 conforme	 al	 párrafo	 2º	 del	 presente	 artículo,	 el	 comité
transmitirá	 las	 conclusiones	 al	Estado	parte	de	que	 se	 trate,	 junto	 con	 las
observaciones	o	sugerencias	que	estime	pertinentes	en	vista	de	la	situación.
5.	 Todas	 las	 actuaciones	 del	 comité	 a	 las	 que	 se	 hace	 referencia	 en	 los
párrafos	1º	a	4º	del	presente	artículo,	serán	confidenciales	y	se	recabará	la
cooperación	del	Estado	parte	en	todas	las	etapas	de	las	actuaciones.	Cuando
se	 hayan	 concluido	 actuaciones	 relacionadas	 con	 una	 investigación	 hecha
conforme	 al	 párrafo	 2º,	 el	 comité	 podrá,	 tras	 celebrar	 consultas	 con	 el
Estado	 Parte	 interesado,	 tomar	 la	 decisión	 de	 incluir	 un	 resumen	 de	 los
resultados	de	la	investigación	en	el	informe	anual	que	presente	conforme	al
artículo	24.
ART.	21.—
1.	 Con	 arreglo	 al	 presente	 artículo,	 todo	 Estado	 parte	 en	 la	 presente
convención	 podrá	 declarar	 en	 cualquier	 momento	 que	 reconoce	 la
competencia	del	comité	para	recibir	y	examinar	las	comunicaciones	en	que
un	 Estado	 parte	 alegue	 que	 otro	 Estado	 parte	 no	 cumple	 las	 obligaciones
que	le	impone	la	convención.	Dichas	comunicaciones	sólo	se	podrán	admitir
y	 examinar	 conforme	 al	 procedimiento	 establecido	 en	 este	 artículo	 si	 son
presentadas	por	un	Estado	parte	que	haya	hecho	una	declaración	por	la	cual
reconozca	con	respecto,	así	mismo	la	competencia	del	comité.	El	comité	no
tramitará	de	conformidad	con	este	artículo	ninguna	comunicación	relativa	a
un	 Estado	 parte	 que	 no	 haya	 hecho	 tal	 declaración.	 Las	 comunicaciones
recibidas	en	virtud	del	presente	artículo	se	tramitarán	de	conformidad	con
el	procedimiento	siguiente:
a)	 Si	 un	 Estado	 parte	 considera	 que	 otro	 Estado	 parte	 no	 cumple	 las
disposiciones	 de	 la	 presente	 convención	 podrá	 señalar	 el	 asunto	 a	 la
atención	de	dicho	Estado	mediante	una	comunicación	escrita.	Dentro	de	un
plazo	de	tres	meses,	contado	desde	la	fecha	de	recibo	de	la	comunicación,	el
Estado	 destinatario	 proporcionará	 al	 Estado	 que	 haya	 enviado	 la
comunicación	una	explicación	o	cualquier	otra	declaración	por	escrito	que
aclare	 el	 asunto,	 la	 cual	 hará	 referencia,	 hasta	 donde	 sea	 posible	 y
pertinente,	a	 los	procedimientos	nacionales	y	a	 los	recursos	adoptados,	en
trámite	o	que	puedan	utilizarse	al	respecto;
b)	 Si	 el	 asunto	 no	 se	 resuelve	 a	 satisfacción	 de	 los	 dos	 estados	 partes
interesados	 en	 un	 plazo	 de	 seis	meses	 contados	 desde	 la	 fecha	 en	 que	 el
Estado	 destinatario	 haya	 recibido	 la	 primera	 comunicación,	 cualquiera	 de
ambos	 estados	 partes	 interesados	 tendrá	 derecho	 a	 someterlo	 al	 comité,
mediante	notificación	dirigida	al	comité	y	al	otro	Estado;
c)	 El	 comité	 conocerá	 de	 todo	 asunto	 que	 se	 le	 someta	 en	 virtud	 del
presente	artículo	después	de	haberse	cerciorado	de	que	se	han	interpuesto
y	agotado	en	tal	asunto	todos	los	recursos	de	la	jurisdicción	interna	de	que
se	 pueda	 disponer,	 de	 conformidad	 con	 los	 principios	 del	 derecho
internacional	 generalmente	admitidos.	No	 se	aplicará	esta	 regla	 cuando	 la
tramitación	de	los	mencionados	recursos	se	prolongue	injustificadamente	o
no	 sea	 probable	 que	mejore	 realmente	 la	 situación	de	 la	 persona	 que	 sea
víctima	de	la	violación	de	la	presente	convención;
d)	El	 comité	 celebrará	 sus	 sesiones	 a	puerta	 cerrada	 cuando	examine	 las
comunicaciones	previstas	en	el	presente	artículo;
e)	 A	 reserva	 de	 las	 disposiciones	 del	 apartado	 c),	 el	 comité	 pondrá	 sus
buenos	oficios	a	disposición	de	los	estados	partes	interesados	a	fin	de	llegar
a	 una	 solución	 amistosa	 del	 asunto,	 fundada	 en	 el	 respeto	 de	 las
obligaciones	establecidas	en	la	presente	convención.	A	tal	efecto,	el	comité
podrá	designar,	cuando	proceda,	una	comisión	especial	de	conciliación;
f)	En	todo	asunto	que	se	le	someta	en	virtud	del	presente	artículo,	el	comité
podrá	pedir	a	los	estados	partes	interesados	a	que	se	hace	referencia	en	el
apartado	b)	que	faciliten	cualquier	información	pertinente;
g)	Los	estados	partes	interesados	a	que	se	hace	referencia	en	el	apartado	b)
tendrán	derecho	a	estar	 representados	cuando	el	asunto	se	examine	en	el
comité	 y	 a	presentar	 exposiciones	 verbalmente,	 o	por	 escrito,	 o	de	 ambas
maneras,	y
h)	El	comité,	dentro	de	los	doce	meses	siguientes	a	la	fecha	de	recibo	de	la
notificación	mencionada	en	el	apartado	b),	presentará	un	informe	en	el	cual:
i)	Si	se	ha	llegado	a	una	solución	con	arreglo	a	lo	dispuesto	en	el	apartado
e),	 se	 limitará	 a	 una	 breve	 exposición	 de	 los	 hechos	 y	 de	 la	 solución
alcanzada;
ii)	Si	no	se	ha	 llegado	a	ninguna	solución	con	arreglo	a	 lo	dispuesto	en	el
apartado	e),	se	limitará	a	una	breve	exposición	de	los	hechos	y	agregará	las
exposiciones	 escritas	 y	 las	 actas	 en	 las	 exposiciones	 verbales	 que	 hayan
hecho	los	estados	partes	interesados.
En	cada	asunto,	se	enviará	el	informe	a	los	estados	partes	interesados.
2.	Las	disposiciones	del	presente	artículo	entrarán	en	vigor	 cuando	cinco
estados	partes	en	 la	presente	convención	hayan	hecho	 las	declaraciones	a
que	se	hace	referencia	en	el	párrafo	1º	de	este	artículo.	Tales	declaraciones
serán	depositadas	por	los	estados	partes	en	poder	del	Secretario	General	de
las	Naciones	Unidas,	quien	remitirá	copia	de	las	mismas	a	los	demás	estados
partes.	 Toda	 declaración	 podrá	 retirarse	 en	 cualquier	momento	mediante
notificación	dirigida	al	secretario	general.	Tal	retiro	no	será	obstáculo	para
que	 se	 examine	 cualquier	 asunto	 que	 sea	 objeto	 de	 una	 comunicación	 ya
transmitida	 en	 virtud	 de	 este	 artículo;	 no	 se	 admitirá	 en	 virtud	 de	 este
artículo	 ninguna	 nueva	 comunicación	 de	 un	 Estado	 parte	 una	 vez	 que	 el
secretario	general	haya	recibido	la	notificación	de	retiro	de	la	declaración,	a
menos	que	el	Estado	parte	interesado	haya	hecho	una	nueva	declaración.
ART.	22.—
1.	 Todo	 Estado	 parte	 en	 la	 presente	 convención	 podrá	 declarar	 en
cualquier	momento,	de	conformidad	con	el	presente	artículo,	que	reconoce
la	 competencia	 del	 comité	 para	 recibir	 y	 examinar	 las	 comunicaciones
enviadas	 por	 personas	 sometidas	 a	 su	 jurisdicción,	 o	 en	 su	 nombre,	 que
aleguen	 ser	 víctimas	 de	 una	 violación	 por	 un	 Estado	 parte	 de	 las
disposiciones	 de	 la	 convención.	 El	 comité	 no	 admitirá	 ninguna
comunicación	relativa	a	un	Estado	parte	que	no	haya	hecho	esa	declaración.
2.	 El	 comité	 considerará	 inadmisible	 toda	 comunicación	 recibida	 de
conformidad	 con	 el	 presente	 artículo	 que	 sea	 anónima,	 o	 que,	 a	 su	 juicio,
constituya	un	abuso	del	derecho	de	presentar	dichas	comunicaciones,	o	que
sea	incompatible	con	las	disposiciones	de	la	presente	convención.
3.	 Sin	 perjuicio	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 párrafo	 2º	 el	 comité	 señalará	 las
comunicaciones	que	se	 le	presenten	de	conformidad	con	este	artículo	a	 la
atención	 del	 Estado	 parte	 en	 la	 presente	 convención	 que	 haya	 hecho	 una
declaración	 conforme	 al	 párrafo	 1º	 y	 respecto	 del	 cual	 se	 alegue	 que	 ha
violado	cualquier	disposición	de	la	convención.	Dentro	de	un	plazo	de	seis
meses,	 el	 Estado	 destinatario	 proporcionará	 al	 comité	 explicaciones	 o
declaraciones	por	escrito	que	aclaren	el	 asunto	y	expongan,	 en	 su	 caso,	 la
medida	correctiva	que	ese	Estado	haya	adoptado.
4.	El	comité	examinará	las	comunicaciones	recibidas	de	conformidad	con	el
presente	artículo,	a	la	luz	de	toda	la	información	puesta	a	su	disposición	por
la	persona	de	que	se	trate,	o	en	su	nombre,	y	por	el	Estado	parte	interesado.
5.	 El	 comité	 no	 examinará	 ninguna	 comunicación	 de	 una	 persona,
presentada	 de	 conformidad	 con	 este	 artículo,	 a	 menos	 que	 se	 haya
cerciorado	de	que:
a)	 La	 misma	 cuestión	 no	 ha	 sido,	 ni	 está	 siendo,	 examinada	 según	 otro
procedimiento	de	investigación	o	solución	internacional,	y
b)	La	persona	ha	agotado	 todos	 los	recursos	de	 la	 jurisdicción	 interna	de
que	se	pueda	disponer;	no	se	aplicará	esta	 regla	 cuando	 la	 tramitación	de
los	 mencionados	 recursos	 se	 prolongue	 injustificadamente	 o	 no	 sea
probable	que	mejore	realmente	 la	situación	de	 la	persona	que	sea	víctima
de	la	violación	de	la	presente	convención.
6.	 El	 comité	 celebrará	 sus	 sesiones	 a	 puerta	 cerrada	 cuando	 examine	 las
comunicaciones	previstas	en	el	presente	artículo.
7.	 El	 comité	 comunicará	 su	 parecer	 al	 Estado	 parte	 interesado	 y	 a	 la
persona	de	que	se	trate.
8.	Las	disposiciones	del	presente	artículo	entrarán	en	vigor	 cuando	cinco
estados	partes	en	 la	presente	convención	hayan	hecho	 las	declaraciones	a
que	se	hace	referencia	en	el	párrafo	1	de	este	artículo.	Tales	declaraciones
serán	depositadas	por	los	estados	partes	en	poder	del	Secretario	General	de
las	Naciones	Unidas,	quien	remitirá	copia	de	las	mismas	a	los	demás	estados
partes.	 Toda	 declaración	 podrá	 retirarse	 en	 cualquier	momento	mediante
notificación	dirigida	al	secretario	general.	Tal	retiro	no	será	obstáculo	para
que	 se	 examine	 cualquier	 asunto	 que	 sea	 objeto	 de	 una	 comunicación	 ya
transmitida	 en	 virtud	 de	 este	 artículo;	 no	 se	 admitirá	 en	 virtud	 de	 este
artículo	 ninguna	 nueva	 comunicación	 de	 una	 persona,	 o	 hecha	 en	 su
nombre,	una	vez	que	el	 secretario	general	haya	recibido	 la	notificación	de
retiro	de	la	declaración,	a	menos	que	el	Estado	parte	interesado	haya	hecho
una	nueva	declaración.
ART.	 23.—Los	 miembros	 del	 comité	 y	 los	 miembros	 de	 las	 comisiones
especiales	de	 conciliación	designados	 conforme	el	 apartado	e)	del	párrafo
1º	 del	 artículo	 21	 tendrán	 derecho	 a	 las	 facilidades,	 privilegios	 e
inmunidades	 que	 se	 conceden	 a	 los	 expertos	 que	 desempeñan	 misiones
para	 las	 Naciones	 Unidas,	 con	 arreglo	 a	 lo	 dispuesto	 en	 las	 secciones
pertinentes	 de	 la	 convención	 sobre	 prerrogativas	 e	 inmunidades	 de	 las
Naciones	Unidas.
ART.	24.—El	comité	presentará	un	informe	anual	sobre	sus	actividades	en
virtud	 de	 la	 presente	 convención	 a	 los	 estados	 partes	 y	 a	 la	 Asamblea
General	de	las	Naciones	Unidas.
PARTE	III
ART.	25.—
1.	La	presente	convención	estará	abierta	a	la	firma	de	todos	los	Estados.
2.	 La	 presente	 convención	 está	 sujeta	 a	 ratificación.	 Los	 instrumentos	 de
ratificación	se	depositarán	en	poder	del	Secretario	General	de	las	Naciones
Unidas.
ART.	26.—La	presente	convención	está	abierta	a	 la	adhesión	de	 todos	 los
Estados.	La	adhesión	se	efectuará	mediante	el	depósito	de	un	instrumento
de	adhesión	en	poder	del	Secretario	General	de	las	Naciones	Unidas.
ART.	27.—
1.	La	presente	convención	entrará	en	vigor	el	 trigésimo	día	a	partir	de	 la
fecha	en	que	haya	sido	depositado	el	vigésimo	instrumento	de	ratificación	o
de	adhesión	en	poder	del	Secretario	General	de	las	Naciones	Unidas.
2.	Para	cada	Estado	que	ratifique	la	presente	convención	o	se	adhiera	a	ella
después	de	haber	sido	depositado	el	vigésimo	instrumento	de	ratificación	o
de	adhesión,	 la	convención	entrará	en	vigor	el	 trigésimo	día	a	partir	de	 la
fecha	en	que	tal	Estado	haya	depositado	su	instrumento	de	ratificación	o	de
adhesión.
ART.	28.—
1.	Todo	Estado	podrá	declarar,	en	el	momento	de	la	firma	o	ratificación	de
la	 presente	 convención	 o	 de	 la	 adhesión	 a	 ella,	 que	 no	 reconoce	 la
competencia	del	comité	según	se	establece	en	el	artículo	20.
2.	Todo	Estado	parte	que	haya	formulado	una	reserva	de	conformidad	con
el	 párrafo	 1º	 del	 presente	 artículo,	 podrá	 dejar	 sin	 efecto	 esta	 reserva	 en
cualquier	 momento	 mediante	 notificación	 al	 Secretario	 General	 de	 las
Naciones	Unidas.
ART.	29.—
1.	 Todo	 Estado	 parte	 en	 la	 presente	 convención	 podrá	 proponer	 una
enmienda	 y	 depositarla	 en	 poder	 del	 Secretario	 General	 de	 las	 Naciones
Unidas.	 El	 secretario	 general	 comunicará	 la	 enmienda	 propuesta	 a	 los
estados	partes,	pidiéndoles	que	le	notifiquen	si	desean	que	se	convoque	una
conferencia	 de	 estados	 partes	 con	 el	 fin	 de	 examinar	 la	 propuesta	 y
someterla	a	votación.	Si	dentro	de	los	cuatro	meses	siguientes	a	la	fecha	de
esa	notificación	un	tercio	al	menos	de	los	estados	partes	se	declara	a	favor
de	tal	convocatoria,	el	secretario	general	convocará	una	conferencia	con	los
auspicios	de	las	Naciones	Unidas.	Toda	enmienda	adoptada	por	la	mayoría
de	estados	partes	presentes	y	votantes	en	la	conferencia	será	sometida	por
el	secretario	general	a	todos	los	estados	partes	para	su	aceptación.
2.	Toda	enmienda	adoptada	de	conformidad	con	el	párrafo	1º	del	presente
artículo,	 entrará	 en	 vigor	 cuando	 dos	 tercios	 de	 los	 estados	 partes	 en	 la
presente	convención	hayan	notificado	al	Secretario	General	de	las	Naciones
Unidas	 que	 la	 han	 aceptado	 de	 conformidad	 con	 sus	 respectivos
procedimientos	constitucionales.
3.	 Cuando	 las	 enmiendas	 entren	 en	 vigor	 serán	 obligatorias	 para	 los
estados	 partes	 que	 las	 hayan	 aceptado,	 en	 tanto	 que	 los	 demás	 estados
partes	seguirán	obligados	por	las	disposiciones	de	la	presente	convención	y
por	las	enmiendas	anteriores	que	hayan	aceptado.
ART.	30.—
1.	 Las	 controversias	 que	 surjan	 entre	 dos	 o	 más	 estados	 partes	 con
respecto	a	la	interpretación	o	aplicación	de	la	presente	convención,	que	no
puedan	 solucionarse	 mediante	 negociaciones,	 se	 someterán	 a	 arbitraje,	 a
petición	de	uno	de	ellos.	Si	en	el	plazo	de	seis	meses	contados	a	partir	de	la
fecha	 de	 presentación	 de	 la	 solicitud	 de	 arbitraje	 las	 partes	 no	 consiguen
ponerse	 de	 acuerdo	 sobre	 la	 forma	 del	 mismo,	 cualquiera	 de	 las	 partes
podrá	someter	la	controversia	a	la	Corte	Internacional	de	Justicia,	mediante
una	solicitud	presentada	de	conformidad	con	el	estatuto	de	la	Corte.
2.	 Todo	 Estado,	 en	 el	 momento	 de	 la	 firma	 o	 ratificación	 de	 la	 presente
convención	o	de	su	adhesión	a	la	misma,	podrá	declarar	que	no	se	considera
obligado	por	el	párrafo	1	del	presente	artículo.	Los	demás	estados	partes	no
estarán	 obligados	 por	 dicho	 párrafo	 ante	 ningún	 Estado	 parte	 que	 haya
formulado	dicha	reserva.
3.	Todo	Estado	parte	que	haya	formulado	la	reserva	prevista	en	el	párrafo
2º	 del	 presente	 artículo,	 podrá	 retirarla	 en	 cualquier	 momento
notificándolo	al	Secretario	General	de	las	Naciones	Unidas.
ART.	31.—
1.	 Todo	 Estado	 parte	 podrá	 denunciar	 la	 presente	 convención	 mediante
notificación	hecha	por	escrito	al	Secretario	General	de	las	Naciones	Unidas.
La	denuncia	surtirá	efecto	un	año	después	de	la	fecha	en	que	la	notificación
haya	sido	recibida	por	el	secretario	general.
2.	 Dicha	 denuncia	 no	 eximirá	 al	 Estado	 parte	 de	 las	 obligaciones	 que	 le
impone	 la	 presente	 convención	 con	 respecto	 a	 toda	 acción	 u	 omisión
ocurrida	 antes	 de	 la	 fecha	 en	 que	 haya	 surtido	 efecto	 la	 denuncia,	 ni	 la
denuncia	entrañará	tampoco	la	suspensión	del	examen	de	cualquier	asunto
que	 el	 comité	 haya	 empezado	 a	 examinar	 antes	 de	 la	 fecha	 en	 que	 surta
efecto	la	denuncia.
3.	A	partir	de	la	fecha	en	que	surta	efecto	la	denuncia	de	un	Estado	parte,	el
comité	no	iniciará	el	examen	de	ningún	nuevo	asunto	referente	a	ese	Estado.
ART.	32.—El	Secretario	General	de	las	Naciones	Unidas	comunicará	a	todos
los	 Estados	 miembros	 de	 las	 Naciones	 Unidas	 y	 a	 todos	 los	 Estados	 que
hayan	firmado	la	presente	convención	o	se	hayan	adherido	a	ella:
a)	Las	 firmas,	 ratificaciones	y	 adhesiones	 con	arreglo	 a	 los	 artículos	25	y
26;
b)	La	 fecha	de	entrada	en	vigor	de	 la	presente	 convención	 con	arreglo	al
artículo	27,	y	 la	 fecha	de	entrada	en	vigor	de	 las	enmiendas	con	arreglo	al
artículo	29,	y
c)	Las	denuncias	con	arreglo	al	artículo	31.
ART.	33.—1.	La	presente	convención,	cuyos	textos	en	árabe,	chino,	español,
francés,	inglés	y	ruso	son	igualmente	auténticos,	se	depositará	en	poder	del
Secretario	General	de	las	Naciones	Unidas.
2.	El	Secretario	General	de	las	Naciones	Unidas	remitirá	copias	certificadas
de	la	presente	convención	a	todos	los	estados.
ESTATUTO	DE	ROMA	DE	LA	CORTE	PENAL
INTERNACIONAL
PREÁMBULO.—
Los	estados	partes	en	el	presente	estatuto,
Conscientes	de	que	todos	 los	pueblos	están	unidos	por	estrechos	 lazos	y
sus	 culturas	 configuran	 un	 patrimonio	 común	 y	 observando	 con
preocupación	 que	 este	 delicado	 mosaico	 puede	 romperse	 en	 cualquier
momento,
Teniendo	 presente	 que,	 en	 este	 siglo,	 millones	 de	 niños,	 mujeres	 y
hombres	 han	 sido	 víctimas	 de	 atrocidades	 que	 desafían	 la	 imaginación	 y
conmueven	profundamente	la	conciencia	de	la	humanidad,
Reconociendo	que	esos	graves	crímenes	constituyen	una	amenaza	para	la
paz,	la	seguridad	y	el	bienestar	de	la	humanidad,
Afirmando	 que	 los	 crímenes	 más	 graves	 de	 trascendencia	 para	 la
comunidad	internacional	en	su	conjunto	no	deben	quedar	sin	castigo	y	que,
a	 tal	 fin,	 hay	 que	 adoptar	 medidas	 en	 el	 plano	 nacional	 e	 intensificar	 la
cooperación	internacional	para	asegurar	que	sean	efectivamente	sometidos
a	la	acción	de	la	justicia,
Decididos	a	poner	fin	a	la	impunidad	de	los	autores	de	esos	crímenes	y	a
contribuir	así	a	la	prevención	de	nuevos	crímenes,
Recordando	 que	 es	 deber	 de	 todo	 Estado	 ejercer	 su	 jurisdicción	 penal
contra	los	responsables	de	crímenes	internacionales,
Reafirmando	 los	 propósitos	 y	 principios	 de	 la	 Carta	 de	 las	 Naciones
Unidas	 y,	 en	 particular,	 que	 los	 estados	 se	 abstendrán	 de	 recurrir	 a	 la
amenaza	 o	 al	 uso	 de	 la	 fuerza	 contra	 la	 integridad	 territorial	 o	 la
independencia	 política	 de	 cualquier	 Estado	 o	 en	 cualquier	 otra	 forma
incompatible	con	los	propósitos	de	las	Naciones	Unidas,
Destacando,	 en	 este	 contexto,	 que	 nada	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 presente
estatuto	deberá	entenderse	en	el	sentido	de	que	autorice	a	un	Estado	parte
a	intervenir	en	una	situación	de	conflicto	armado	o	en	los	asuntos	internos
de	otro	Estado,
Decididos,	a	los	efectos	de	la	consecución	de	esos	fines	y	en	interés	de	las
generaciones	presentes	y	futuras,	a	establecer	una	corte	penal	internacional
de	 carácter	 permanente,	 independiente	 y	 vinculada	 con	 el	 sistema	 de	 las
Naciones	Unidas	que	tenga	competencia	sobre	los	crímenes	más	graves	de
trascendencia	para	la	comunidad	internacional	en	su	conjunto,
Destacando	 que	 la	 corte	 penal	 internacional	 establecida	 en	 virtud	 del
presente	 estatuto	 será	 complementaria	 de	 las	 jurisdicciones	 penales
nacionales,
Decididos	a	garantizar	que	la	justicia	internacional	sea	respetada	y	puesta
en	práctica	en	forma	duradera,
Han	convenido	en	lo	siguiente:
PARTE	I
Del	establecimiento	de	la	corte
ART.	 1°.—La	 Corte.	 Se	 instituye	 por	 el	 presente	 una	 corte	 penal
internacional	(“la	Corte”).
La	Corte	será	una	institución	permanente,	estará	facultada	para	ejercer	su
jurisdicción	 sobre	 personas	 respecto	 de	 los	 crímenes	 más	 graves	 de
trascendencia	 internacional	 de	 conformidad	 con	 el	 presente	 estatuto,	 y
tendrá	carácter	complementario	de	las	jurisdicciones	penales	nacionales.	La
competencia	y	el	funcionamiento	de	la	Corte	se	regirán	por	las	disposiciones
del	presente	estatuto.
ART.	2°.—Relación	de	la	Corte	con	las	Naciones	Unidas.	La	Corte	estará
vinculada	 con	 las	Naciones	Unidas	 por	 un	 acuerdo	 que	 deberá	 aprobar	 la
asamblea	de	 los	estados	partes	en	el	presente	estatuto	y	 concluir	 luego	el
presidente	de	la	Corte	en	nombre	de	ésta.
ART.	3°.—Sede	de	la	Corte.
1.	 La	 sede	 de	 la	 Corte	 estará	 en	 La	 Haya,	 Países	 Bajos	 (“el	 Estado
anfitrión”).
2.	La	Corte	concertará	con	el	Estado	anfitrión	un	acuerdo	relativo	a	la	sede
que	 deberá	 aprobar	 la	 asamblea	 de	 los	 estados	 partes	 y	 concluir	 luego	 el
presidente	de	la	Corte	en	nombre	de	ésta.
3.	 La	 Corte	 podrá	 celebrar	 sesiones	 en	 otro	 lugar	 cuando	 lo	 considere
conveniente,	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	presente	estatuto.
ART.	4°.—Condición	jurídica	y	atribuciones	de	la	Corte.
1.	La	Corte	 tendrá	personalidad	 jurídica	 internacional.	Tendrá	 también	 la
capacidad	jurídica	que	sea	necesaria	para	el	desempeño	de	sus	funciones	y
la	realización	de	sus	propósitos.
2.	La	Corte	podrá	ejercer	sus	funciones	y	atribuciones	de	conformidad	con
lo	 dispuesto	 en	 el	 presente	 estatuto	 en	 el	 territorio	 de	 cualquier	 Estado
parte	y,	por	acuerdo	especial,	en	el	territorio	de	cualquier	otro	Estado.
PARTE	II
De	la	competencia,	la	admisibilidad	y	el	derecho	aplicable
ART.	5°.—Crímenes	de	la	competencia	de	la	Corte.
1.	 La	 competencia	 de	 la	 Corte	 se	 limitará	 a	 los	 crímenes	 más	 graves	 de
trascendencia	 para	 la	 comunidad	 internacional	 en	 su	 conjunto.	 La	 Corte
tendrá	competencia,	de	conformidad	con	el	presente	estatuto,	 respecto	de
los	siguientes	crímenes:
a)	El	crimen	de	genocidio;
b)	Los	crímenes	de	lesa	humanidad;
c)	Los	crímenes	de	guerra;
d)	El	crimen	de	agresión.
2.	La	Corte	ejercerá	competencia	respecto	del	crimen	de	agresión	una	vez
que	se	apruebe	una	disposición	de	conformidad	con	los	artículos	121	y	123
en	 que	 se	 defina	 el	 crimen	 y	 se	 enuncien	 las	 condiciones	 en	 las	 cuales	 lo
hará.	Esa	disposición	será	compatible	con	 las	disposiciones	pertinentes	de
la	Carta	de	las	Naciones	Unidas.
ART.	6°.—Genocidio.	A	los	efectos	del	presente	estatuto,	se	entenderá	por
“genocidio”	 cualquiera	 de	 los	 actos	 mencionados	 a	 continuación,
perpetrados	 con	 la	 intención	 de	 destruir	 total	 o	 parcialmente	 a	 un	 grupo
nacional,	étnico,	racial	o	religioso	como	tal:
a)	Matanza	de	miembros	del	grupo;
b)	Lesión	grave	a	la	integridad	física	o	mental	de	los	miembros	del	grupo;
c)	 Sometimiento	 intencional	 del	 grupo	 a	 condiciones	 de	 existencia	 que
hayan	de	acarrear	su	destrucción	física,	total	o	parcial;
d)	Medidas	destinadas	a	impedir	nacimientos	en	el	seno	del	grupo;
e)	Traslado	por	la	fuerza	de	niños	del	grupo	a	otro	grupo.
ART.	7°.—Crímenes	de	lesa	humanidad.
1.	 A	 los	 efectos	 del	 presente	 estatuto,	 se	 entenderá	 por	 “crimen	 de	 lesa
humanidad”	 cualquiera	 de	 los	 actos	 siguientes	 cuando	 se	 cometa	 como
parte	de	un	ataque	generalizado	o	sistemático	contra	una	población	civil	y
con	conocimiento	de	dicho	ataque:
a)	Asesinato;
b)	Exterminio;
c)	Esclavitud;
d)	Deportación	o	traslado	forzoso	de	población;
e)	Encarcelación	u	otra	privación	grave	de	la	libertad	física	en	violación	de
normas	fundamentales	de	derecho	internacional;
f)	Tortura;
g)	 Violación,	 esclavitud	 sexual,	 prostitución	 forzada,	 embarazo	 forzado,
esterilización	 forzada	 o	 cualquier	 otra	 forma	 de	 violencia	 sexual	 de
gravedad	comparable;
h)	Persecución	de	un	grupo	o	colectividad	con	identidad	propia	fundada	en
motivos	 políticos,	 raciales,	 nacionales,	 étnicos,	 culturales,	 religiosos,	 de
género	 definido	 en	 el	 párrafo	 3,	 u	 otros	 motivos	 universalmente
reconocidos	 como	 inaceptables	 con	 arreglo	 al	 derecho	 internacional,	 en
conexión	 con	 cualquier	 acto	 mencionado	 en	 el	 presente	 párrafo	 o	 con
cualquier	crimen	de	la	competencia	de	la	Corte;
i)	Desaparición	forzada	de	personas;
j)	El	crimen	de	apartheid;
k)	Otros	actos	inhumanos	de	carácter	similar	que	causen	intencionalmente
grandes	sufrimientos	o	atenten	gravemente	contra	 la	 integridad	 física	o	 la
salud	mental	o	física.
2.	A	los	efectos	del	párrafo	1:
a)	 Por	 “ataque	 contra	 una	 población	 civil”	 se	 entenderá	 una	 línea	 de
conducta	 que	 implique	 la	 comisión	 múltiple	 de	 actos	 mencionados	 en	 el
párrafo	1	contra	una	población	civil,	de	 conformidad	con	 la	política	de	un
Estado	o	de	una	organización	de	cometer	ese	ataque	o	para	promover	esa
política;
b)	El	 “exterminio”	 comprenderá	 la	 imposición	 intencional	de	 condiciones
de	 vida,	 entre	 otras,	 la	 privación	 del	 acceso	 a	 alimentos	 o	 medicinas
encaminadas	a	causar	la	destrucción	de	parte	de	una	población;
c)	Por	“esclavitud”	se	entenderá	el	ejercicio	de	los	atributos	del	derecho	de
propiedad	sobre	una	persona,	o	de	algunos	de	ellos,	incluido	el	ejercicio	de
esos	atributos	en	el	tráfico	de	personas,	en	particular	mujeres	y	niños;
d)	 Por	 “deportación	 o	 traslado	 forzoso	 de	 población”	 se	 entenderá	 el
desplazamiento	 forzoso	 de	 las	 personas	 afectadas,	 por	 expulsión	 u	 otros
actos	 coactivos,	 de	 la	 zona	 en	 que	 estén	 legítimamente	 presentes,	 sin
motivos	autorizados	por	el	derecho	internacional;
e)	Por	“tortura”	se	entenderá	causar	intencionalmente	dolor	o	sufrimientos
graves,	ya	sean	físicos	o	mentales,	a	una	persona	que	el	acusado	tenga	bajo
su	custodia	o	control;	sin	embargo,	no	se	entenderá	por	 tortura	el	dolor	o
los	sufrimientos	que	se	deriven	únicamente	de	sanciones	lícitas	o	que	sean
consecuencia	normal	o	fortuita	de	ellas;
f)	 Por	 “embarazo	 forzado”	 se	 entenderá	 el	 confinamiento	 ilícito	 de	 una
mujer	a	 la	que	se	ha	dejado	embarazada	por	 la	 fuerza,	con	 la	 intención	de
modificar	 la	 composición	 étnica	 de	 una	 población	 o	 de	 cometer	 otras
violaciones	graves	del	derecho	internacional.	En	modo	alguno	se	entenderá
que	 esta	 definición	 afecta	 a	 las	 normas	 de	 derecho	 interno	 relativas	 al
embarazo;
g)	 Por	 “persecución”	 se	 entenderá	 la	 privación	 intencional	 y	 grave	 de
derechos	 fundamentales	 en	 contravención	 del	 derecho	 internacional	 en
razón	de	la	identidad	del	grupo	o	de	la	colectividad;
h)	 Por	 “el	 crimen	 de	apartheid”	 se	 entenderán	 los	 actos	 inhumanos	 de
carácter	similar	a	los	mencionados	en	el	párrafo	1	cometidos	en	el	contexto
de	un	régimen	institucionalizado	de	opresión	y	dominación	sistemáticas	de
un	 grupo	 racial	 sobre	 uno	 o	 más	 grupos	 raciales	 y	 con	 la	 intención	 de
mantener	ese	régimen;
i)	Por	“desaparición	 forzada	de	personas”	se	entenderá	 la	aprehensión,	 la
detención	 o	 el	 secuestro	 de	 personas	 por	 un	 Estado	 o	 una	 organización
política,	o	con	su	autorización,	apoyo	o	aquiescencia,	seguido	de	la	negativa
a	 admitir	 tal	 privación	 de	 libertad	 o	 dar	 información	 sobre	 la	 suerte	 o	 el
paradero	de	esas	personas,	con	la	intención	de	dejarlas	fuera	del	amparo	de
la	ley	por	un	período	prolongado.
3.	A	los	efectos	del	presente	estatuto	se	entenderá	que	el	término	“género”
se	 refiere	 a	 los	 dos	 sexos,	 masculino	 y	 femenino,	 en	 el	 contexto	 de	 la
sociedad.	El	término	“género”	no	tendrá	más	acepción	que	la	que	antecede.
ART.	8°.—Crímenes	de	guerra.
1.	 La	 Corte	 tendrá	 competencia	 respecto	 de	 los	 crímenes	 de	 guerra	 en
particular	cuando	se	cometan	como	parte	de	un	plan	o	política	o	como	parte
de	la	comisión	en	gran	escala	de	tales	crímenes.
2.	A	los	efectos	del	presente	estatuto,	se	entiende	por	“crímenes	de	guerra”:
a)	 Infracciones	 graves	 de	 los	 convenios	 de	 Ginebra	 de	 12	 de	 agosto	 de
1949,	a	 saber,	 cualquiera	de	 los	siguientes	actos	contra	personas	o	bienes
protegidos	por	las	disposiciones	del	convenio	de	Ginebra	pertinente:
i)	El	homicidio	intencional;
ii)	La	tortura	o	los	tratos	inhumanos,	incluidos	los	experimentos	biológicos;
iii)	El	hecho	de	causar	deliberadamente	grandes	sufrimientos	o	de	atentar
gravemente	contra	la	integridad	física	o	la	salud;
iv)	 La	 destrucción	 y	 la	 apropiación	 de	 bienes,	 no	 justificadas	 por
necesidades	militares,	y	efectuadas	a	gran	escala,	ilícita	y	arbitrariamente;
v)	El	hecho	de	forzar	a	un	prisionero	de	guerra	o	a	otra	persona	protegida	a
servir	en	las	fuerzas	de	una	potencia	enemiga;
vi)	El	hecho	de	privar	deliberadamente	a	un	prisionero	de	guerra	o	a	otra
persona	protegida	de	su	derecho	a	ser	juzgado	legítima	e	imparcialmente;
vii)	La	deportación	o	el	traslado	ilegal,	la	detención	ilegal;
viii)	La	toma	de	rehenes;
b)	Otras	violaciones	graves	de	las	 leyes	y	usos	aplicables	en	los	conflictos
armados	 internacionales	 dentro	 del	 marco	 establecido	 de	 derecho
internacional,	a	saber,	cualquiera	de	los	actos	siguientes:
i)	Dirigir	intencionalmente	ataques	contra	la	población	civil	en	cuanto	tal	o
contra	personas	civiles	que	no	participen	directamente	en	las	hostilidades;
ii)	Dirigir	 intencionalmente	ataques	contra	bienes	civiles,	 es	decir,	bienes
que	no	son	objetivos	militares;
iii)	 Dirigir	 intencionalmente	 ataques	 contra	 personal,	 instalaciones,
material,	 unidades	 o	 vehículos	 participantes	 en	 una	 misión	 de
mantenimiento	de	la	paz	o	de	asistencia	humanitaria	de	conformidad	con	la
Carta	de	 las	Naciones	Unidas,	 siempre	que	 tengan	derecho	a	 la	protección
otorgada	a	civiles	o	bienes	civiles	con	arreglo	al	derecho	internacional	de	los
conflictos	armados;
iv)	 Lanzar	 un	 ataque	 intencionalmente,	 a	 sabiendas	 de	 que	 causará
pérdidas	 incidentales	 de	 vidas,	 lesiones	 a	 civiles	 o	 daños	 a	 bienes	 de
carácter	 civil	 o	 daños	 extensos,	 duraderos	 y	 graves	 al	 medio	 ambiente
natural	 que	 serían	 manifiestamente	 excesivos	 en	 relación	 con	 la	 ventaja
militar	concreta	y	directa	de	conjunto	que	se	prevea;
v)	Atacar	o	bombardear,	por	cualquier	medio,	ciudades,	aldeas,	viviendas	o
edificios	que	no	estén	defendidos	y	que	no	sean	objetivos	militares;
vi)	 Causar	 la	muerte	 o	 lesiones	 a	 un	 combatiente	 que	 haya	 depuesto	 las
armas	 o	 que,	 al	 no	 tener	 medios	 para	 defenderse,	 se	 haya	 rendido	 a
discreción;
vii)	Utilizar	de	modo	indebido	la	bandera	blanca,	la	bandera	nacional	o	las
insignias	militares	o	el	uniforme	del	enemigo	o	de	las	Naciones	Unidas,	así
como	los	emblemas	distintivos	de	los	convenios	de	Ginebra,	y	causar	así	la
muerte	o	lesiones	graves;
viii)	 El	 traslado,	 directa	 o	 indirectamente,	 por	 la	 potencia	 ocupante	 de
parte	 de	 su	 población	 civil	 al	 territorio	 que	 ocupa	 o	 la	 deportación	 o	 el
traslado	 de	 la	 totalidad	 o	 parte	 de	 la	 población	 del	 territorio	 ocupado,
dentro	o	fuera	de	ese	territorio;
ix)	 Dirigir	 intencionalmente	 ataques	 contra	 edificios	 dedicados	 a	 la
religión,	 la	 instrucción,	 las	 artes,	 las	 ciencias	 o	 la	 beneficencia,	 los
monumentos	 históricos,	 los	 hospitales	 y	 los	 lugares	 en	 que	 se	 agrupa	 a
enfermos	y	heridos,	siempre	que	no	sean	objetivos	militares;
x)	 Someter	 a	 personas	 que	 estén	 en	 poder	 de	 una	 parte	 adversa	 a
mutilaciones	físicas	o	a	experimentos	médicos	o	científicos	de	cualquier	tipo
que	 no	 estén	 justificados	 en	 razón	 de	 un	 tratamiento	 médico,	 dental	 u
hospitalario,	 ni	 se	 lleven	 a	 cabo	 en	 su	 interés,	 y	 que	 causen	 la	 muerte	 o
pongan	gravemente	en	peligro	su	salud;
xi)	 Matar	 o	 herir	 a	 traición	 a	 personas	 pertenecientes	 a	 la	 Nación	 o	 al
ejército	enemigo;
xii)	Declarar	que	no	se	dará	cuartel;
xiii)	 Destruir	 o	 apoderarse	 de	 bienes	 del	 enemigo	 a	 menos	 que	 las
necesidades	de	la	guerra	lo	hagan	imperativo;
xiv)	 Declarar	 abolidos,	 suspendidos	 o	 inadmisibles	 ante	 un	 tribunal	 los
derechos	y	acciones	de	los	nacionales	de	la	parte	enemiga;
xv)	Obligar	a	los	nacionales	de	la	parte	enemiga	a	participar	en	operaciones
bélicas	dirigidas	contra	su	propio	país,	aunque	hubieran	estado	al	servicio
del	beligerante	antes	del	inicio	de	la	guerra;
xvi)	Saquear	una	ciudad	o	una	plaza,	incluso	cuando	es	tomada	por	asalto;
xvii)	Emplear	veneno	o	armas	envenenadas;
xviii)	 Emplear	 gases	 asfixiantes,	 tóxicos	 o	 similares	 o	 cualquier	 líquido,
material	o	dispositivo	análogos;
xix)	 Emplear	 balas	 que	 se	 ensanchan	 o	 aplasten	 fácilmente	 en	 el	 cuerpo
humano,	 como	 balas	 de	 camisa	 dura	 que	 no	 recubra	 totalmente	 la	 parte
interior	o	que	tenga	incisiones;
xx)	Emplear	armas,	proyectiles,	materiales	y	métodos	de	guerra	que,	por	su
propia	 naturaleza,	 causen	 daños	 superfluos	 o	 sufrimientos	 innecesarios	 o
surtan	efectos	indiscriminados	en	violación	del	derecho	internacional	de	los
conflictos	 armados,	 a	 condición	 de	 que	 esas	 armas	 o	 esos	 proyectiles,
materiales	o	métodos	de	guerra,	sean	objeto	de	una	prohibición	completa	y
estén	 incluidos	 en	 un	 anexo	 del	 presente	 estatuto	 en	 virtud	 de	 una
enmienda	 aprobada	 de	 conformidad	 con	 las	 disposiciones	 que,	 sobre	 el
particular,	figuran	en	los	artículos	121	y	123;
xxi)	 Cometer	 atentados	 contra	 la	 dignidad	 personal,	 especialmente	 los
tratos	humillantes	y	degradantes;
xxii)	 Cometer	 actos	 de	 violación,	 esclavitud	 sexual,	 prostitución	 forzada,
embarazo	 forzado,	definido	en	el	apartado	 f)	del	párrafo	2	del	artículo	7º,
esterilización	 forzada	 y	 cualquier	 otra	 forma	 de	 violencia	 sexual	 que
también	constituya	una	infracción	grave	de	los	convenios	de	Ginebra;
xxiii)	 Utilizar	 la	 presencia	 de	 una	 persona	 civil	 u	 otra	 persona	 protegida
para	 poner	 ciertos	 puntos,	 zonas	 o	 fuerzas	 militares	 a	 cubierto	 de
operaciones	militares;
xxiv)	Dirigir	intencionalmente	ataques	contra	edificios,	material,	unidades
y	 medios	 de	 transporte	 sanitarios,	 y	 contra	 personal	 que	 utilice	 los
emblemas	 distintivos	 de	 los	 convenios	 de	 Ginebra	 de	 conformidad	 con	 el
derecho	internacional;
xxv)	 Hacer	 padecer	 intencionalmente	 hambre	 a	 la	 población	 civil	 como
método	de	hacer	la	guerra,	privándola	de	los	objetos	indispensables	para	su
supervivencia,	 incluido	 el	 hecho	 de	 obstaculizar	 intencionalmente	 los
suministros	de	socorro	de	conformidad	con	los	convenios	de	Ginebra;
xxvi)	Reclutar	o	alistar	a	niños	menores	de	15	años	en	las	fuerzas	armadas
nacionales	o	utilizarlos	para	participar	activamente	en	las	hostilidades;
c)	 En	 caso	 de	 conflicto	 armado	 que	 no	 sea	 de	 índole	 internacional,	 las
violaciones	graves	del	artículo	3º	común	a	los	cuatro	convenios	de	Ginebra
de	 12	 de	 agosto	 de	 1949,	 a	 saber,	 cualquiera	 de	 los	 siguientes	 actos
cometidos	 contra	 personas	 que	 no	 participen	 directamente	 en	 las
hostilidades,	 incluidos	 los	 miembros	 de	 las	 fuerzas	 armadas	 que	 hayan
depuesto	 las	 armas	 y	 las	 personas	 puestas	 fuera	 de	 combate	 por
enfermedad,	herida,	detención	o	por	cualquier	otra	causa:
i)	 Los	 atentados	 contra	 la	 vida	 y	 la	 integridad	 corporal,	 especialmente	 el
homicidio	 en	 todas	 sus	 formas,	 las	 mutilaciones,	 los	 tratos	 crueles	 y	 la
tortura;
ii)	 Los	 atentados	 contra	 la	 dignidad	 personal,	 especialmente	 los	 tratos
humillantes	y	degradantes;
iii)	La	toma	de	rehenes;
iv)	 Las	 condenas	 dictadas	 y	 las	 ejecuciones	 sin	 previo	 juicio	 ante	 un
tribunal	 regularmente	 constituido,	 con	 todas	 las	 garantías	 judiciales
generalmente	reconocidas	como	indispensables;
d)	El	párrafo	2	 c)	del	presente	artículo	 se	aplica	a	 los	 conflictos	armados
que	 no	 son	 de	 índole	 internacional,	 y	 por	 consiguiente,	 no	 se	 aplica	 a	 las
situaciones	de	tensiones	internas	y	de	disturbios	interiores,	tales	como	los
motines,	 los	 actos	 esporádicos	 y	 aislados	 de	 violencia	 u	 otros	 actos
análogos;
e)	 Otras	 violaciones	 graves	 de	 las	 leyes	 y	 los	 usos	 aplicables	 en	 los
conflictos	 armados	que	no	 sean	de	 índole	 internacional,	 dentro	del	marco
establecido	 de	 derecho	 internacional,	 a	 saber,	 cualquiera	 de	 los	 actos
siguientes:
i)	 Dirigir	 intencionalmente	 ataques	 contra	 la	 población	 civil	 como	 tal	 o
contra	civiles	que	no	participen	directamente	en	las	hostilidades;
ii)	Dirigir	 intencionalmente	 ataques	 contra	 edificios,	material,	 unidades	 y
medios	 de	 transporte	 sanitarios	 y	 contra	 el	 personal	 que	 utilicen	 los
emblemas	 distintivos	 de	 los	 convenios	 de	 Ginebra	 de	 conformidad	 con	 el
derecho	internacional;
iii)	 Dirigir	 intencionalmente	 ataques	 contra	 personal,	 instalaciones,
material,	 unidades	 o	 vehículos	 participantes	 en	 una	 misión	 de
mantenimiento	de	la	paz	o	de	asistencia	humanitaria	de	conformidad	con	la
Carta	de	 las	Naciones	Unidas,	 siempre	que	 tengan	derecho	a	 la	protección
otorgada	a	civiles	o	bienes	civiles	con	arreglo	al	derecho	internacional	de	los
conflictos	armados;
iv)	 Dirigir	 intencionalmente	 ataques	 contra	 edificios	 dedicados	 a	 la
religión,	 la	 educación,	 las	 artes,	 las	 ciencias	 o	 la	 beneficencia,	 los
monumentos	 históricos,	 los	 hospitales	 y	 otros	 lugares	 en	 que	 se	 agrupa	 a
enfermos	y	heridos,	a	condición	de	que	no	sean	objetivos	militares;
v)	Saquear	una	ciudad	o	plaza,	incluso	cuando	es	tomada	por	asalto;
vi)	 Cometer	 actos	 de	 violación,	 esclavitud	 sexual,	 prostitución	 forzada,
embarazo	 forzado,	definido	en	el	apartado	 f)	del	párrafo	2	del	artículo	7º,
esterilización	 forzada	 o	 cualquier	 otra	 forma	 de	 violencia	 sexual	 que
constituya	 también	una	violación	grave	del	artículo	3º	común	a	 los	cuatro
convenios	de	Ginebra;
vii)	Reclutar	o	alistar	niños	menores	de	15	años	en	las	fuerzas	armadas	o
grupos	o	utilizarlos	para	participar	activamente	en	hostilidades;
viii)	 Ordenar	 el	 desplazamiento	 de	 la	 población	 civil	 por	 razones
relacionadas	 con	 el	 conflicto,	 a	menos	 que	 así	 lo	 exija	 la	 seguridad	de	 los
civiles	de	que	se	trate	o	por	razones	militares	imperativas;
ix)	Matar	o	herir	a	traición	a	un	combatiente	adversario;
x)	Declarar	que	no	se	dará	cuartel;
xi)	Someter	a	las	personas	que	estén	en	poder	de	otra	parte	en	el	conflicto	a
mutilaciones	físicas	o	a	experimentos	médicos	o	científicos	de	cualquier	tipo
que	 no	 estén	 justificados	 en	 razón	 del	 tratamiento	 médico,	 dental	 u
hospitalario	de	la	persona	de	que	se	trate	ni	se	lleven	a	cabo	en	su	interés,	y
que	provoquen	la	muerte	o	pongan	gravemente	en	peligro	su	salud;
xii)	 Destruir	 o	 apoderarse	 de	 bienes	 de	 un	 adversario,	 a	 menos	 que	 las
necesidades	del	conflicto	lo	hagan	imperativo;
f)	 El	 párrafo	 2	 e)	 del	 presente	 artículo	 se	 aplica	 a	 los	 conflictos	 armados
que	no	 son	de	 índole	 internacional,	 y,	 por	 consiguiente,	 no	 se	 aplica	 a	 las
situaciones	de	tensiones	internas	y	de	disturbios	interiores,	tales	como	los
motines,	 los	 actos	 esporádicos	 y	 aislados	 de	 violencia	 u	 otros	 actos
análogos.	Se	aplica	a	los	conflictos	armados	que	tienen	lugar	en	el	territorio
de	 un	 Estado	 cuando	 existe	 un	 conflicto	 armado	 prolongado	 entre	 las
autoridades	gubernamentales	y	grupos	armados	organizados	o	entre	 tales
grupos.
3.	 Nada	 de	 lo	 dispuesto	 en	 los	 párrafos	 2	 c)	 y	 e)	 afectará	 a	 la
responsabilidad	que	incumbe	a	todo	gobierno	de	mantener	o	restablecer	el
orden	público	en	el	Estado	o	de	defender	la	unidad	e	integridad	territorial
del	Estado	por	cualquier	medio	legítimo.
ART.	9°.—Elementos	de	los	crímenes.
1.	Los	elementos	de	 los	crímenes,	que	ayudarán	a	 la	Corte	a	interpretar	y
aplicar	 los	artículos	6º,	7º	y	8º	del	presente	estatuto,	serán	aprobados	por
una	mayoría	de	dos	tercios	de	los	miembros	de	la	asamblea	de	los	estados
partes.
2.	Podrán	proponer	enmiendas	a	los	elementos	de	los	crímenes:
a)	Cualquier	Estado	parte;
b)	Los	magistrados,	por	mayoría	absoluta;
c)	El	fiscal.
Las	 enmiendas	 serán	 aprobadas	 por	 una	 mayoría	 de	 dos	 tercios	 de	 los
miembros	de	la	asamblea	de	los	estados	partes.
3.	Los	elementos	de	los	crímenes	y	sus	enmiendas	serán	compatibles	con	lo
dispuesto	en	el	presente	estatuto.
ART.	10.—Nada	de	lo	dispuesto	en	la	presente	parte	se	 interpretará	en	el
sentido	de	que	limite	o	menoscabe	de	alguna	manera	las	normas	existentes
o	en	desarrollo	del	derecho	 internacional	para	 fines	distintos	del	presente
estatuto.
ART.	11.—Competencia	temporal.
1.	 La	 Corte	 tendrá	 competencia	 únicamente	 respecto	 de	 crímenes
cometidos	después	de	la	entrada	en	vigor	del	presente	estatuto.
2.	Si	un	Estado	se	hace	parte	en	el	presente	estatuto	después	de	su	entrada
en	vigor,	la	Corte	podrá	ejercer	su	competencia	únicamente	con	respecto	a
los	crímenes	cometidos	después	de	la	entrada	en	vigor	del	presente	estatuto
respecto	 de	 ese	 Estado,	 a	menos	 que	 éste	 haya	 hecho	 una	 declaración	 de
conformidad	con	el	párrafo	3	del	artículo	12.
ART.	12.—Condiciones	previas	para	el	ejercicio	de	la	competencia.
1.	El	Estado	que	pase	a	ser	parte	en	el	presente	estatuto	acepta	por	ello	la
competencia	de	la	Corte	respecto	de	los	crímenes	a	que	se	refiere	el	artículo
5º.
2.	En	el	caso	de	los	apartados	a)	o	c)	del	artículo	13,	la	Corte	podrá	ejercer
su	 competencia	 si	 uno	o	 varios	de	 los	Estados	 siguientes	 son	partes	 en	 el
presente	 estatuto	 o	 han	 aceptado	 la	 competencia	 de	 la	 Corte	 de
conformidad	con	el	párrafo	3:
a)	 El	 Estado	 en	 cuyo	 territorio	 haya	 tenido	 lugar	 la	 conducta	 de	 que	 se
trate,	 o	 si	 el	 crimen	 se	 hubiere	 cometido	 a	 bordo	 de	 un	 buque	 o	 de	 una
aeronave,	el	Estado	de	matrícula	del	buque	o	la	aeronave;
b)	El	Estado	del	que	sea	nacional	el	acusado	del	crimen;
3.	 Si	 la	aceptación	de	un	Estado	que	no	sea	parte	en	el	presente	estatuto
fuere	 necesaria	 de	 conformidad	 con	 el	 párrafo	 2,	 dicho	 Estado	 podrá,
mediante	declaración	depositada	en	poder	del	secretario,	consentir	en	que
la	 Corte	 ejerza	 su	 competencia	 respecto	 del	 crimen	 de	 que	 se	 trate.	 El
Estado	 aceptante	 cooperará	 con	 la	 Corte	 sin	 demora	 ni	 excepción	 de
conformidad	con	la	parte	IX.
ART.	 13.—Ejercicio	 de	 la	 competencia.	 La	 Corte	 podrá	 ejercer	 su
competencia	 respecto	 de	 cualquiera	 de	 los	 crímenes	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	5º	de	conformidad	con	las	disposiciones	del	presente	estatuto	si:
a)	Un	Estado	parte	remite	al	fiscal,	de	conformidad	con	el	artículo	14,	una
situación	en	que	parezca	haberse	cometido	uno	o	varios	de	esos	crímenes;
b)	 El	 Consejo	 de	 Seguridad,	 actuando	 con	 arreglo	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el
capítulo	VII	de	la	Carta	de	las	Naciones	Unidas,	remite	al	fiscal	una	situación
en	que	parezca	haberse	cometido	uno	o	varios	de	esos	crímenes;	o
c)	El	fiscal	ha	iniciado	una	investigación	respecto	de	un	crimen	de	ese	tipo
de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	15.
ART.	14.—Remisión	de	una	situación	por	un	Estado	parte.
1.	Todo	Estado	parte	podrá	remitir	al	 fiscal	una	 situación	en	que	parezca
haberse	 cometido	 uno	 o	 varios	 crímenes	 de	 la	 competencia	 de	 la	 Corte	 y
pedir	al	fiscal	que	investigue	la	situación	a	los	fines	de	determinar	si	se	ha
de	 acusar	 de	 la	 comisión	 de	 tales	 crímenes	 a	 una	 o	 varias	 personas
determinadas.
2.	 En	 la	 medida	 de	 lo	 posible,	 en	 la	 remisión	 se	 especificarán	 las
circunstancias	pertinentes	y	se	adjuntará	la	documentación	justificativa	de
que	disponga	el	Estado	denunciante.
ART.	15.—El	fiscal.
1.	 El	 fiscal	 podrá	 iniciar	 de	 oficio	 una	 investigación	 sobre	 la	 base	 de
información	acerca	de	un	crimen	de	la	competencia	de	la	Corte.
2.	 El	 fiscal	 analizará	 la	 veracidad	 de	 la	 información	 recibida.	 Con	 tal	 fin,
podrá	recabar	más	información	de	los	estados,	los	órganos	de	las	Naciones
Unidas,	 las	 organizaciones	 intergubernamentales	 o	 no	 gubernamentales	 u
otras	 fuentes	 fidedignas	 que	 considere	 apropiadas	 y	 podrá	 recibir
testimonios	escritos	u	orales	en	la	sede	de	la	Corte.
3.	 El	 fiscal,	 si	 llegare	 a	 la	 conclusión	de	que	 existe	 fundamento	 suficiente
para	abrir	una	investigación,	presentará	a	la	sala	de	cuestiones	preliminares
una	 petición	 de	 autorización	 para	 ello,	 junto	 con	 la	 documentación
justificativa	que	haya	reunido.	Las	víctimas	podrán	presentar	observaciones
a	 la	 sala	 de	 cuestiones	 preliminares,	 de	 conformidad	 con	 las	 reglas	 de
procedimiento	y	prueba.
4.	Si,	tras	haber	examinado	la	petición	y	la	documentación	que	la	justifique,
la	 sala	 de	 cuestiones	 preliminares	 considerare	 que	 hay	 fundamento
suficiente	para	abrir	una	investigación	y	que	el	asunto	parece	corresponder
a	 la	 competencia	 de	 la	 Corte,	 autorizará	 el	 inicio	 de	 la	 investigación,	 sin
perjuicio	 de	 las	 resoluciones	 que	 pueda	 adoptar	 posteriormente	 la	 Corte
con	respecto	a	su	competencia	y	la	admisibilidad	de	la	causa.
5.	 La	 negativa	 de	 la	 sala	 de	 cuestiones	 preliminares	 a	 autorizar	 la
investigación	no	impedirá	que	el	fiscal	presente	ulteriormente	otra	petición
basada	en	nuevos	hechos	o	pruebas	relacionados	con	la	misma	situación.
6.	Si,	después	del	examen	preliminar	a	que	se	refieren	los	párrafos	1	y	2,	el
fiscal	 llega	a	 la	conclusión	de	que	 la	 información	presentada	no	constituye
fundamento	suficiente	para	una	investigación,	informará	de	ello	a	quienes	la
hubieren	 presentado.	 Ello	 no	 impedirá	 que	 el	 fiscal	 examine	 a	 la	 luz	 de
hechos	 o	 pruebas	 nuevos,	 otra	 información	 que	 reciba	 en	 relación	 con	 la
misma	situación.
ART.	16.—Suspensión	de	la	 investigación	o	el	enjuiciamiento.	En	caso
de	 que	 el	 Consejo	 de	 Seguridad,	 de	 conformidad	 con	 una	 resolución
aprobada	 con	 arreglo	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 capítulo	 VII	 de	 la	 Carta	 de	 las
Naciones	Unidas,	pida	a	la	Corte	que	suspenda	por	un	plazo	de	doce	meses
la	investigación	o	el	enjuiciamiento	que	haya	iniciado,	la	Corte	procederá	a
esa	suspensión;	la	petición	podrá	ser	renovada	por	el	Consejo	de	Seguridad
en	las	mismas	condiciones.
ART.	17.—Cuestiones	de	admisibilidad.
1.	 La	 Corte	 teniendo	 en	 cuenta	 el	 décimo	 párrafo	 del	 preámbulo	 y	 el
artículo	1º,	resolverá	la	inadmisibilidad	de	un	asunto	cuando:
a)	El	asunto	sea	objeto	de	una	investigación	o	enjuiciamiento	por	un	Estado
que	 tenga	 jurisdicción	sobre	él	 salvo	que	éste	no	esté	dispuesto	a	 llevar	a
cabo	la	investigación	o	el	enjuiciamiento	o	no	pueda	realmente	hacerlo;
b)	 El	 asunto	 haya	 sido	 objeto	 de	 investigación	 por	 un	 Estado	 que	 tenga
jurisdicción	sobre	él	y	éste	haya	decidido	no	 incoar	acción	penal	contra	 la
persona	de	que	se	trate,	salvo	que	la	decisión	haya	obedecido	a	que	no	esté
dispuesto	a	llevar	a	cabo	el	enjuiciamiento	o	no	pueda	realmente	hacerlo;
c)	La	persona	de	que	se	trate	haya	sido	ya	enjuiciada	por	la	conducta	a	que
se	refiere	la	denuncia,	y	la	Corte	no	pueda	adelantar	el	juicio	con	arreglo	a	lo
dispuesto	en	el	párrafo	3	del	artículo	20;
d)	 El	 asunto	 no	 sea	 de	 gravedad	 suficiente	 para	 justificar	 la	 adopción	 de
otras	medidas	por	la	Corte.
2.	 A	 fin	 de	 determinar	 si	 hay	 o	 no	 disposición	 a	 actuar	 en	 un	 asunto
determinado,	 la	 Corte	 examinará,	 teniendo	 en	 cuenta	 los	 principios	 de	 un
proceso	con	las	debidas	garantías	reconocidos	por	el	derecho	internacional,
si	se	da	una	o	varias	de	las	siguientes	circunstancias,	según	el	caso:
a)	Que	el	juicio	ya	haya	estado	o	esté	en	marcha	o	que	la	decisión	nacional
haya	sido	adoptada	con	el	propósito	de	sustraer	a	la	persona	de	que	se	trate
de	 su	 responsabilidad	 penal	 por	 crímenes	 de	 la	 competencia	 de	 la	 Corte,
según	lo	dispuesto	en	el	artículo	5º;
b)	 Que	 haya	 habido	 una	 demora	 injustificada	 en	 el	 juicio	 que,	 dadas	 las
circunstancias,	sea	incompatible	con	la	intención	de	hacer	comparecer	a	la
persona	de	que	se	trate	ante	la	justicia;
c)	 Que	 el	 proceso	 no	 haya	 sido	 o	 no	 esté	 siendo	 sustanciado	 de	manera
independiente	o	 imparcial	y	haya	sido	o	esté	siendo	sustanciado	de	 forma
en	que,	dadas	las	circunstancias,	sea	incompatible	con	la	intención	de	hacer
comparecer	a	la	persona	de	que	se	trate	ante	la	justicia.
3.	 A	 fin	 de	 determinar	 la	 incapacidad	 para	 investigar	 o	 enjuiciar	 en	 un
asunto	determinado,	la	Corte	examinará	si	el	Estado,	debido	al	colapso	total
o	 sustancial	 de	 su	 administración	 nacional	 de	 justicia	 o	 al	 hecho	 de	 que
carece	 de	 ella,	 no	 puede	 hacer	 comparecer	 al	 acusado,	 no	 dispone	 de	 las
pruebas	 y	 los	 testimonios	 necesarios	 o	 no	 está	 por	 otras	 razones	 en
condiciones	de	llevar	a	cabo	el	juicio.
ART.	18.—Decisiones	preliminares	relativas	a	la	admisibilidad.
1.	Cuando	se	haya	remitido	a	 la	Corte	una	situación	en	virtud	del	artículo
13	a)	y	el	fiscal	haya	determinado	que	existen	fundamentos	razonables	para
comenzar	una	investigación,	o	el	fiscal	inicie	una	investigación	en	virtud	de
los	 artículos	 13	 c)	 y	 15,	 éste	 lo	 notificará	 a	 todos	 los	 estados	 partes	 y	 a
aquellos	 estados	 que,	 teniendo	 en	 cuenta	 la	 información	 disponible,
ejercerían	normalmente	 la	 jurisdicción	sobre	 los	crímenes	de	que	se	trate.
El	fiscal	podrá	hacer	la	notificación	a	esos	estados	con	carácter	confidencial
y,	 cuando	 lo	 considere	 necesario	 a	 fin	 de	 proteger	 personas,	 impedir	 la
destrucción	 de	 pruebas	 o	 impedir	 la	 fuga	 de	 personas,	 podrá	 limitar	 el
alcance	de	la	información	proporcionada	a	los	estados.
2.	Dentro	del	mes	siguiente	a	 la	recepción	de	dicha	notificación,	el	Estado
podrá	 informar	 a	 la	 Corte	 que	 está	 llevando	 o	 ha	 llevado	 a	 cabo	 una
investigación	 en	 relación	 con	 sus	 nacionales	 u	 otras	 personas	 bajo	 su
jurisdicción	 respecto	 de	 actos	 criminales	 que	 puedan	 constituir	 crímenes
contemplados	 en	 el	 artículo	 5º	 y	 a	 los	 que	 se	 refiera	 la	 información
proporcionada	en	la	notificación	a	los	estados.	A	petición	de	dicho	Estado,	el
fiscal	se	 inhibirá	de	su	competencia	en	 favor	del	Estado	en	relación	con	 la
investigación	sobre	las	personas	antes	mencionadas,	a	menos	que	la	sala	de
cuestiones	 preliminares	 decida,	 a	 petición	 del	 fiscal,	 autorizar	 la
investigación.
3.	 El	 fiscal	 podrá	 volver	 a	 examinar	 la	 cuestión	 de	 la	 inhibición	 de	 su
competencia	 al	 cabo	 de	 seis	 meses	 a	 partir	 de	 la	 fecha	 de	 la	 remisión	 o
cuando	se	haya	producido	un	cambio	significativo	de	circunstancias	en	vista
de	 que	 el	 Estado	 no	 está	 dispuesto	 a	 llevar	 a	 cabo	 la	 investigación	 o	 no
puede	realmente	hacerlo.
4.	 El	 Estado	 de	 que	 se	 trate	 o	 el	 fiscal	 podrán	 apelar	 ante	 la	 sala	 de
apelaciones	 de	 la	 decisión	 de	 la	 sala	 de	 cuestiones	 preliminares,	 de
conformidad	 con	 el	 artículo	82.	 La	 apelación	podrá	 sustanciarse	 en	 forma
sumaria.
5.	Cuando	el	 fiscal	 se	haya	 inhibido	de	su	competencia	en	 relación	con	 la
investigación	 con	 arreglo	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 párrafo	 2,	 podrá	 pedir	 al
Estado	de	que	se	trate	que	le	informe	periódicamente	de	la	marcha	de	sus
investigaciones	y	del	juicio	ulterior.	Los	estados	partes	responderán	a	esas
peticiones	sin	dilaciones	indebidas.
6.	El	fiscal	podrá,	hasta	que	la	sala	de	cuestiones	preliminares	haya	emitido
su	 decisión,	 o	 en	 cualquier	 momento	 si	 se	 hubiere	 inhibido	 de	 su
competencia	 en	 virtud	 de	 este	 artículo,	 pedir	 a	 la	 sala	 de	 cuestiones
preliminares,	con	carácter	excepcional,	que	le	autorice	a	llevar	adelante	las
indagaciones	que	estime	necesarias	cuando	exista	una	oportunidad	única	de
obtener	 pruebas	 importantes	 o	 exista	 un	 riesgo	 significativo	 de	 que	 esas
pruebas	no	estén	disponibles	ulteriormente.
7.	 El	 Estado	 que	 haya	 apelado	 una	 decisión	 de	 la	 sala	 de	 cuestiones
preliminares	 en	 virtud	 del	 presente	 artículo	 podrá	 impugnar	 la
admisibilidad	de	un	asunto	en	virtud	del	artículo	19,	haciendo	valer	hechos
nuevos	importantes	o	un	cambio	significativo	de	las	circunstancias.
ART.	 19.—Impugnación	 de	 la	 competencia	 de	 la	 Corte	 o	 de	 la
admisibilidad	de	la	causa.
1.	La	Corte	se	cerciorará	de	ser	competente	en	todas	las	causas	que	le	sean
sometidas.	 La	 Corte	 podrá	 determinar	 de	 oficio	 la	 admisibilidad	 de	 una
causa	de	conformidad	con	el	artículo	17.
2.	 Podrán	 impugnar	 la	 admisibilidad	de	 la	 causa,	 por	uno	de	 los	motivos
mencionados	en	el	artículo	17,	o	impugnar	la	competencia	de	la	Corte:
a)	 El	 acusado	 o	 la	 persona	 contra	 la	 cual	 se	 haya	 dictado	 una	 orden	 de
detención	o	una	orden	de	comparecencia	con	arreglo	al	artículo	58;
b)	Un	Estado	que	tenga	jurisdicción	en	la	causa	porque	está	investigándola
o	enjuiciándola	o	lo	ha	hecho	antes;	o
c)	Un	Estado	 cuya	 aceptación	 se	 requiera	de	 conformidad	 con	 el	 artículo
12.
3.	El	 fiscal	podrá	pedir	a	 la	Corte	que	se	pronuncie	sobre	una	cuestión	de
competencia	 o	 de	 admisibilidad.	 En	 las	 actuaciones	 relativas	 a	 la
competencia	o	la	admisibilidad,	podrán	presentar	asimismo	observaciones	a
la	Corte	quienes	hayan	remitido	la	situación	de	conformidad	con	el	artículo
13	y	las	víctimas.
4.	La	admisibilidad	de	una	causa	o	la	competencia	de	la	Corte	sólo	podrán
ser	impugnadas	una	sola	vez	por	cualquiera	de	las	personas	o	los	estados	a
que	 se	 hace	 referencia	 en	 el	 párrafo	 2.	 La	 impugnación	 se	 hará	 antes	 del
juicio	o	a	su	inicio.	En	circunstancias	excepcionales,	la	Corte	podrá	autorizar
que	la	impugnación	se	haga	más	de	una	vez	o	en	una	fase	ulterior	del	juicio.
Las	 impugnaciones	 a	 la	 admisibilidad	 de	 una	 causa	 hechas	 al	 inicio	 del
juicio,	 o	 posteriormente	 con	 la	 autorización	 de	 la	 Corte,	 sólo	 podrán
fundarse	en	el	párrafo	1	c)	del	artículo	17.
5.	El	Estado	a	que	se	hace	referencia	en	los	apartados	b)	y	c)	del	párrafo	2
del	presente	artículo	hará	la	impugnación	lo	antes	posible.
6.	 Antes	 de	 la	 confirmación	 de	 los	 cargos,	 la	 impugnación	 de	 la
admisibilidad	de	una	causa	o	de	la	competencia	de	la	Corte	será	asignada	a
la	sala	de	cuestiones	preliminares.	Después	de	confirmados	los	cargos,	será
asignada	 a	 la	 sala	 de	 primera	 instancia.	 Las	 decisiones	 relativas	 a	 la
competencia	 o	 la	 admisibilidad	 podrán	 ser	 recurridas	 ante	 la	 sala	 de
apelaciones	de	conformidad	con	el	artículo	82.
7.	Si	la	impugnación	es	hecha	por	el	Estado	a	que	se	hace	referencia	en	los
apartados	b)	o	c)	del	párrafo	2,	el	 fiscal	 suspenderá	 la	 investigación	hasta
que	la	Corte	resuelva	de	conformidad	con	el	artículo	17.
8.	 Hasta	 antes	 de	 que	 la	 Corte	 se	 pronuncie,	 el	 fiscal	 podrá	 pedirle
autorización	para:
a)	 Practicar	 las	 indagaciones	 necesarias	 de	 la	 índole	 mencionada	 en	 el
párrafo	6	del	artículo	18;
b)	Tomar	declaración	a	un	 testigo	o	 recibir	 su	 testimonio,	o	 completar	 la
recolección	 y	 el	 examen	 de	 las	 pruebas	 que	 hubiere	 iniciado	 antes	 de	 la
impugnación;	y
c)	Impedir,	en	cooperación	con	los	estados	que	corresponda,	que	eludan	la
acción	de	la	justicia	personas	respecto	de	las	cuales	el	fiscal	haya	pedido	ya
una	orden	de	detención	en	virtud	del	artículo	58.
9.	La	impugnación	no	afectará	a	la	validez	de	ningún	acto	realizado	por	el
fiscal,	 ni	 de	 ninguna	 orden	 o	mandamiento	 dictado	 por	 la	 Corte,	 antes	 de
ella.
10.	 Si	 la	 Corte	 hubiere	 declarado	 inadmisible	 una	 causa	 de	 conformidad
con	el	artículo	17,	el	fiscal	podrá	pedir	que	se	revise	esa	decisión	cuando	se
haya	 cerciorado	 cabalmente	 de	 que	 han	 aparecido	 nuevos	 hechos	 que
invalidan	 los	 motivos	 por	 los	 cuales	 la	 causa	 había	 sido	 considerada
inadmisible	de	conformidad	con	dicho	artículo.
11.	El	fiscal,	si	habida	cuenta	de	las	cuestiones	a	que	se	refiere	el	artículo	17
suspende	una	investigación,	podrá	pedir	que	el	Estado	de	que	se	trate	ponga
a	su	disposición	información	sobre	las	actuaciones.	A	petición	de	ese	Estado,
dicha	información	será	confidencial.	El	fiscal,	si	decide	posteriormente	abrir
una	investigación,	notificará	su	decisión	al	Estado	cuyas	actuaciones	hayan
dado	origen	a	la	suspensión.
ART.	20.—Cosa	juzgada.
1.	 Salvo	 que	 en	 el	 presente	 estatuto	 se	 disponga	 otra	 cosa,	 nadie	 será
procesado	por	la	Corte	en	razón	de	conductas	constitutivas	de	crímenes	por
los	cuales	ya	hubiere	sido	condenado	o	absuelto	por	la	Corte.
2.	Nadie	será	procesado	por	otro	tribunal	en	razón	de	uno	de	los	crímenes
mencionados	en	el	artículo	5º	por	el	cual	la	Corte	ya	le	hubiere	condenado	o
absuelto.
3.	La	Corte	no	procesará	a	nadie	que	haya	sido	procesado	por	otro	tribunal
en	razón	de	hechos	también	prohibidos	en	virtud	de	los	artículos	6º,	7º	u	8º
a	menos	que	el	proceso	en	el	otro	tribunal:
a)	 Obedeciera	 al	 propósito	 de	 sustraer	 al	 acusado	 de	 su	 responsabilidad
penal	por	crímenes	de	la	competencia	de	la	Corte;	o
b)	 No	 hubiere	 sido	 instruido	 en	 forma	 independiente	 o	 imparcial	 de
conformidad	 con	 las	 debidas	 garantías	 procesales	 reconocidas	 por	 el
derecho	 internacional	 o	 lo	 hubiere	 sido	 de	 alguna	 manera	 que,	 en	 las
circunstancias	del	caso,	fuere	incompatible	con	la	intención	de	someter	a	la
persona	a	la	acción	de	la	justicia.
ART.	21.—Derecho	aplicable.
1.	La	Corte	aplicará:
a)	En	primer	 lugar,	 el	 presente	 estatuto,	 los	 elementos	de	 los	 crímenes	y
sus	reglas	de	procedimiento	y	prueba;
b)	En	segundo	lugar,	cuando	proceda,	los	tratados	aplicables,	los	principios
y	normas	del	derecho	internacional,	incluidos	los	principios	establecidos	del
derecho	internacional	de	los	conflictos	armados;
c)	En	su	defecto,	 los	principios	generales	del	derecho	que	derive	 la	Corte
del	 derecho	 interno	de	 los	 sistemas	 jurídicos	del	mundo,	 incluido,	 cuando
proceda,	 el	 derecho	 interno	 de	 los	 estados	 que	 normalmente	 ejercerían
jurisdicción	 sobre	 el	 crimen,	 siempre	 que	 esos	 principios	 no	 sean
incompatibles	con	el	presente	estatuto	ni	con	el	derecho	internacional	ni	las
normas	y	estándares	internacionalmente	reconocidos.
2.	La	Corte	podrá	aplicar	principios	y	normas	de	derecho	respecto	de	 los
cuales	hubiere	hecho	una	interpretación	en	decisiones	anteriores.
3.	 La	 aplicación	 e	 interpretación	 del	 derecho	 de	 conformidad	 con	 el
presente	 artículo	 deberá	 ser	 compatible	 con	 los	 derechos	 humanos
internacionalmente	 reconocidos,	 sin	 distinción	 alguna	 basada	 en	 motivos
como	el	género,	definido	en	el	párrafo	3	del	artículo	7º,	 la	edad,	 la	raza,	el
color,	 la	 religión	 o	 el	 credo,	 la	 opinión	 política	 o	 de	 otra	 índole,	 el	 origen
nacional,	 étnico	 o	 social,	 la	 posición	 económica,	 el	 nacimiento	 u	 otra
condición.
PARTE	III
De	los	principios	generales	de	derecho	penal
ART.	22.—Nullum	crimen	sine	lege.
1.	 Nadie	 será	 penalmente	 responsable	 de	 conformidad	 con	 el	 presente
estatuto	a	menos	que	la	conducta	de	que	se	trate	constituya,	en	el	momento
en	que	tiene	lugar,	un	crimen	de	la	competencia	de	la	Corte.
2.	 La	 definición	 de	 crimen	 será	 interpretada	 estrictamente	 y	 no	 se	 hará
extensiva	por	analogía.	En	caso	de	ambigüedad,	será	interpretada	en	favor
de	la	persona	objeto	de	investigación,	enjuiciamiento	o	condena.
3.	Nada	de	lo	dispuesto	en	el	presente	artículo	afectará	a	la	tipificación	de
una	 conducta	 como	 crimen	 de	 derecho	 internacional	 independientemente
del	presente	estatuto.
ART.	 23.—Nulla	 poena	 sine	 lege.	 Quien	 sea	 declarado	 culpable	 por	 la
Corte	 únicamente	 podrá	 ser	 penado	 de	 conformidad	 con	 el	 presente
estatuto.
ART.	24.—Irretroactividad	ratione	personae.
1.	 Nadie	 será	 penalmente	 responsable	 de	 conformidad	 con	 el	 presente
estatuto	por	una	conducta	anterior	a	su	entrada	en	vigor.
2.	De	modificarse	el	derecho	aplicable	a	una	causa	antes	de	que	se	dicte	la
sentencia	 definitiva,	 se	 aplicarán	 las	 disposiciones	 más	 favorables	 a	 la
persona	objeto	de	la	investigación,	el	enjuiciamiento	o	la	condena.
ART.	25.—Responsabilidad	penal	individual.
1.	De	 conformidad	 con	 el	 presente	 estatuto,	 la	 Corte	 tendrá	 competencia
respecto	de	las	personas	naturales.
2.	Quien	cometa	un	crimen	de	la	competencia	de	la	Corte	será	responsable
individualmente	 y	 podrá	 ser	 penado	 de	 conformidad	 con	 el	 presente
estatuto.
3.	De	conformidad	con	el	presente	estatuto,	será	penalmente	responsable	y
podrá	 ser	 penado	 por	 la	 comisión	 de	 un	 crimen	 de	 la	 competencia	 de	 la
Corte	quien:
a)	Cometa	ese	crimen	por	sí	solo,	con	otro	o	por	conducto	de	otro,	sea	éste
o	no	penalmente	responsable;
b)	 Ordene,	 proponga	 o	 induzca	 la	 comisión	 de	 ese	 crimen,	 ya	 sea
consumado	o	en	grado	de	tentativa;
c)	Con	el	propósito	de	 facilitar	 la	comisión	de	ese	crimen,	 sea	cómplice	o
encubridor	 o	 colabore	 de	 algún	 modo	 en	 la	 comisión	 o	 la	 tentativa	 de
comisión	del	crimen,	incluso	suministrando	los	medios	para	su	comisión;
d)	Contribuya	de	algún	otro	modo	en	 la	comisión	o	tentativa	de	comisión
del	 crimen	por	un	grupo	de	personas	que	 tengan	una	 finalidad	común.	La
contribución	deberá	ser	intencional	y	se	hará:
i)	 Con	 el	 propósito	de	 llevar	 a	 cabo	 la	 actividad	o	propósito	delictivo	del
grupo,	 cuando	 una	 u	 otro	 entrañe	 la	 comisión	 de	 un	 crimen	 de	 la
competencia	de	la	Corte;	o
ii)	A	sabiendas	de	que	el	grupo	tiene	la	intención	de	cometer	el	crimen;
e)	Respecto	del	crimen	de	genocidio,	haga	una	instigación	directa	y	pública
a	que	se	cometa;
f)	 Intente	 cometer	 ese	 crimen	 mediante	 actos	 que	 supongan	 un	 paso
importante	 para	 su	 ejecución,	 aunque	 el	 crimen	 no	 se	 consume	 debido	 a
circunstancias	 ajenas	 a	 su	 voluntad.	 Sin	 embargo,	 quien	 desista	 de	 la
comisión	del	crimen	o	 impida	de	otra	 forma	que	se	consume	no	podrá	ser
penado	 de	 conformidad	 con	 el	 presente	 estatuto	 por	 la	 tentativa	 si
renunciare	íntegra	y	voluntariamente	al	propósito	delictivo.
4.	 Nada	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 presente	 estatuto	 respecto	 de	 la
responsabilidad	 penal	 de	 las	 personas	 naturales	 afectará	 a	 la
responsabilidad	del	Estado	conforme	al	derecho	internacional.
ART.	26.—Exclusión	de	los	menores	de	18	años	de	la	competencia	de
la	Corte.	La	Corte	no	será	competente	respecto	de	los	que	fueren	menores
de	18	años	en	el	momento	de	la	presunta	comisión	del	crimen.
ART.	27.—Improcedencia	del	cargo	oficial.
1.	El	presente	estatuto	será	aplicable	por	igual	a	todos	sin	distinción	alguna
basada	en	el	cargo	oficial.	En	particular,	el	cargo	oficial	de	una	persona,	sea
jefe	 de	 Estado	 o	 de	 Gobierno,	 miembro	 de	 un	 gobierno	 o	 parlamento,
representante	elegido	o	funcionario	de	gobierno,	en	ningún	caso	la	eximirá
de	responsabilidad	penal	ni	constituirá	per	se	motivo	para	reducir	la	pena.
2.	Las	inmunidades	y	las	normas	de	procedimiento	especiales	que	conlleve
el	cargo	oficial	de	una	persona,	con	arreglo	al	derecho	interno	o	al	derecho
internacional,	 no	 obstarán	 para	 que	 la	 Corte	 ejerza	 su	 competencia	 sobre
ella.
ART.	28.—Responsabilidad	de	los	 jefes	y	otros	superiores.	Además	de
otras	 causales	 de	 responsabilidad	 penal	 de	 conformidad	 con	 el	 presente
estatuto	por	crímenes	de	la	competencia	de	la	Corte:
a)	 El	 jefe	 militar	 o	 el	 que	 actúe	 efectivamente	 como	 jefe	 militar	 será
penalmente	responsable	por	los	crímenes	de	la	competencia	de	la	Corte	que
hubieren	sido	cometidos	por	fuerzas	bajo	su	mando	y	control	efectivo,	o	su
autoridad	 y	 control	 efectivo,	 según	 sea	 el	 caso,	 en	 razón	 de	 no	 haber
ejercido	un	control	apropiado	sobre	esas	fuerzas	cuando:
i)	Hubiere	sabido	o,	en	razón	de	 las	circunstancias	del	momento,	hubiere
debido	 saber	 que	 las	 fuerzas	 estaban	 cometiendo	 esos	 crímenes	 o	 se
proponían	cometerlos;	y
ii)	 No	 hubiere	 adoptado	 todas	 las	medidas	 necesarias	 y	 razonables	 a	 su
alcance	 para	 prevenir	 o	 reprimir	 su	 comisión	 o	 para	 poner	 el	 asunto	 en
conocimiento	 de	 las	 autoridades	 competentes	 a	 los	 efectos	 de	 su
investigación	y	enjuiciamiento.
b)	 En	 lo	 que	 respecta	 a	 las	 relaciones	 entre	 superior	 y	 subordinado
distintas	 de	 las	 señaladas	 en	 el	 apartado	 a),	 el	 superior	 será	 penalmente
responsable	por	 los	 crímenes	de	 la	 competencia	de	 la	Corte	que	hubieren
sido	 cometidos	 por	 subordinados	 bajo	 su	 autoridad	 y	 control	 efectivo,	 en
razón	de	no	haber	ejercido	un	control	apropiado	sobre	esos	subordinados,
cuando:
i)	 Hubiere	 tenido	 conocimiento	 o	 deliberadamente	 hubiere	 hecho	 caso
omiso	 de	 información	 que	 indicase	 claramente	 que	 los	 subordinados
estaban	cometiendo	esos	crímenes	o	se	proponían	cometerlos;
ii)	 Los	 crímenes	 guardaren	 relación	 con	 actividades	 bajo	 su
responsabilidad	y	control	efectivo;	y
iii)	 No	 hubiere	 adoptado	 todas	 las	medidas	 necesarias	 y	 razonables	 a	 su
alcance	 para	 prevenir	 o	 reprimir	 su	 comisión	 o	 para	 poner	 el	 asunto	 en
conocimiento	 de	 las	 autoridades	 competentes	 a	 los	 efectos	 de	 su
investigación	y	enjuiciamiento.
ART.	 29.—Imprescriptibilidad.	 Los	 crímenes	 de	 la	 competencia	 de	 la
Corte	no	prescribirán.
ART.	30.—Elemento	de	intencionalidad.
1.	 Salvo	 disposición	 en	 contrario,	 una	 persona	 será	 penalmente
responsable	 y	 podrá	 ser	 penada	 por	 un	 crimen	 de	 la	 competencia	 de	 la
Corte	 únicamente	 si	 los	 elementos	 materiales	 del	 crimen	 se	 realizan	 con
intención	y	conocimiento.
2.	 A	 los	 efectos	 del	 presente	 artículo,	 se	 entiende	 que	 actúa
intencionalmente	quien:
a)	En	relación	con	una	conducta,	se	propone	incurrir	en	ella;
b)	En	relación	con	una	consecuencia,	se	propone	causarla	o	es	consciente
de	que	se	producirá	en	el	curso	normal	de	los	acontecimientos.
3.	 A	 los	 efectos	 del	 presente	 artículo,	 por	 “conocimiento”	 se	 entiende	 la
conciencia	 de	 que	 existe	 una	 circunstancia	 o	 se	 va	 a	 producir	 una
consecuencia	 en	 el	 curso	 normal	 de	 los	 acontecimientos.	 Las	 palabras	 “a
sabiendas”	y	“con	conocimiento”	se	entenderán	en	el	mismo	sentido.
ART.	31.—Circunstancias	eximentes	de	responsabilidad	penal.
1.	Sin	perjuicio	de	las	demás	circunstancias	eximentes	de	responsabilidad
penal	establecidas	en	el	presente	estatuto,	no	será	penalmente	responsable
quien,	en	el	momento	de	incurrir	en	una	conducta:
a)	 Padeciere	 de	 una	 enfermedad	 o	 deficiencia	mental	 que	 le	 prive	 de	 su
capacidad	 para	 apreciar	 la	 ilicitud	 o	 naturaleza	 de	 su	 conducta,	 o	 de	 su
capacidad	para	controlar	esa	conducta	a	fin	de	no	transgredir	la	ley;
b)	Estuviere	en	un	estado	de	intoxicación	que	le	prive	de	su	capacidad	para
apreciar	 la	 ilicitud	 o	 naturaleza	 de	 su	 conducta,	 o	 de	 su	 capacidad	 para
controlar	 esa	 conducta	 a	 fin	 de	 no	 transgredir	 la	 ley,	 salvo	 que	 se	 haya
intoxicado	 voluntariamente	 a	 sabiendas	 de	 que,	 como	 resultado	 de	 la
intoxicación,	 probablemente	 incurriría	 en	 una	 conducta	 tipificada	 como
crimen	de	la	competencia	de	la	Corte,	o	haya	hecho	caso	omiso	del	riesgo	de
que	ello	ocurriere;
c)	Actuare	razonablemente	en	defensa	propia	o	de	un	tercero	o,	en	el	caso
de	 los	 crímenes	 de	 guerra,	 de	 un	 bien	 que	 fuese	 esencial	 para	 su
supervivencia	 o	 la	 de	 un	 tercero	 o	 de	 un	 bien	 que	 fuese	 esencial	 para
realizar	una	misión	militar,	contra	un	uso	inminente	e	ilícito	de	la	fuerza,	en
forma	 proporcional	 al	 grado	 de	 peligro	 para	 él,	 un	 tercero	 o	 los	 bienes
protegidos.	 El	 hecho	 de	 participar	 en	 una	 fuerza	 que	 realizare	 una
operación	de	defensa	no	bastará	para	constituir	una	circunstancia	eximente
de	la	responsabilidad	penal	de	conformidad	con	el	presente	apartado;
d)	 Hubiere	 incurrido	 en	 una	 conducta	 que	 presuntamente	 constituya	 un
crimen	 de	 la	 competencia	 de	 la	 Corte	 como	 consecuencia	 de	 coacción
dimanante	 de	 una	 amenaza	 inminente	 de	 muerte	 o	 lesiones	 corporales
graves	para	él	u	otra	persona,	y	en	que	se	vea	compelido	a	actuar	necesaria
y	 razonablemente	 para	 evitar	 esa	 amenaza,	 siempre	 que	 no	 tuviera	 la
intención	 de	 causar	 un	 daño	 mayor	 que	 el	 que	 se	 proponía	 evitar.	 Esa
amenaza	podrá:
i)	Haber	sido	hecha	por	otras	personas;	o
ii)	Estar	constituida	por	otras	circunstancias	ajenas	a	su	control.
2.	La	Corte	determinará	si	las	circunstancias	eximentes	de	responsabilidad
penal	admitidas	por	el	presente	estatuto	son	aplicables	en	la	causa	de	que
esté	conociendo.
3.	En	el	 juicio,	 la	Corte	podrá	tener	en	cuenta	una	circunstancia	eximente
de	responsabilidad	penal	distinta	de	 las	 indicadas	en	el	párrafo	1	siempre
que	dicha	circunstancia	se	desprenda	del	derecho	aplicable	de	conformidad
con	el	artículo	21.	El	procedimiento	para	el	examen	de	una	eximente	de	este
tipo	se	establecerá	en	las	reglas	de	procedimiento	y	prueba.
ART.	32.—Error	de	hecho	o	error	de	derecho.
1.	El	error	de	hecho	eximirá	de	responsabilidad	penal	únicamente	si	hace
desaparecer	el	elemento	de	intencionalidad	requerido	por	el	crimen.
2.	 El	 error	 de	 derecho	 acerca	 de	 si	 un	 determinado	 tipo	 de	 conducta
constituye	 un	 crimen	 de	 la	 competencia	 de	 la	 Corte	 no	 se	 considerará
eximente.	 Con	 todo,	 el	 error	 de	 derecho	 podrá	 considerarse	 eximente	 si
hace	desaparecer	el	elemento	de	intencionalidad	requerido	por	ese	crimen
o	 si	 queda	 comprendido	 en	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 33	 del	 presente
estatuto.
ART.	33.—Órdenes	superiores	y	disposiciones	legales.
1.	 Quien	 hubiere	 cometido	 un	 crimen	 de	 la	 competencia	 de	 la	 Corte	 en
cumplimiento	 de	 una	 orden	 emitida	 por	 un	 gobierno	 o	 un	 superior,	 sea
militar	o	civil,	no	será	eximido	de	responsabilidad	penal	a	menos	que:
a)	Estuviere	obligado	por	ley	a	obedecer	órdenes	emitidas	por	el	gobierno
o	el	superior	de	que	se	trate;
b)	No	supiera	que	la	orden	era	ilícita;	y
c)	La	orden	no	fuera	manifiestamente	ilícita.
2.	 A	 los	 efectos	 del	 presente	 artículo,	 se	 entenderá	 que	 las	 órdenes	 de
cometer	 genocidio	 o	 crímenes	 de	 lesa	 humanidad	 son	 manifiestamente
ilícitas.
PARTE	IV
De	la	composición	y	administración	de	la	Corte
ART.	34.—Órganos	de	la	Corte.	La	Corte	estará	compuesta	de	los	órganos
siguientes:
a)	La	presidencia;
b)	 Una	 sección	 de	 apelaciones,	 una	 sección	 de	 primera	 instancia	 y	 una
sección	de	cuestiones	preliminares;
c)	La	fiscalía;
d)	La	secretaría.
ART.	35.—Desempeño	del	cargo	de	magistrado.
1.	Todos	los	magistrados	serán	elegidos	miembros	de	la	Corte	en	régimen
de	dedicación	exclusiva	y	estarán	disponibles	para	desempeñar	su	cargo	en
ese	régimen	desde	que	comience	su	mandato.
2.	 Los	 magistrados	 que	 constituyan	 la	 presidencia	 desempeñarán	 sus
cargos	en	régimen	de	dedicación	exclusiva	tan	pronto	como	sean	elegidos.
3.	La	presidencia	podrá,	en	función	del	volumen	de	trabajo	de	la	Corte,	y	en
consulta	con	los	miembros	de	ésta,	decidir	por	cuánto	tiempo	será	necesario
que	 los	 demás	 magistrados	 desempeñen	 sus	 cargos	 en	 régimen	 de
dedicación	exclusiva.
Las	decisiones	que	se	adopten	en	ese	sentido	se	entenderán	sin	perjuicio
de	lo	dispuesto	en	el	artículo	40.
4.	Las	disposiciones	 financieras	 relativas	a	 los	magistrados	que	no	deban
desempeñar	sus	cargos	en	régimen	de	dedicación	exclusiva	serán	adoptadas
de	conformidad	con	el	artículo	49.
ART.	 36.—Condiciones	 que	 han	 de	 reunir	 los	 magistrados,
candidaturas	y	elección	de	los	magistrados.
1.	Con	sujeción	a	lo	dispuesto	en	el	párrafo	2,	la	Corte	estará	compuesta	de
18	magistrados.
2.	a)	La	presidencia,	actuando	en	nombre	de	la	Corte,	podrá	proponer	que
aumente	el	número	de	magistrados	indicado	en	el	párrafo	1	y	señalará	las
razones	 por	 las	 cuales	 considera	 necesario	 y	 apropiado	 ese	 aumento.	 El
secretario	distribuirá	prontamente	la	propuesta	a	todos	los	estados	partes;
b)	 La	 propuesta	 será	 examinada	 en	 una	 sesión	 de	 la	 asamblea	 de	 los
estados	partes	que	habrá	de	convocarse	de	conformidad	con	el	artículo	112.
La	propuesta,	que	deberá	ser	aprobada	en	la	sesión	por	una	mayoría	de	dos
tercios	de	 los	estados	partes,	entrará	en	vigor	en	la	 fecha	en	que	decida	la
asamblea;
c)	 i)	 Una	 vez	 que	 se	 haya	 aprobado	 una	 propuesta	 para	 aumentar	 el
número	de	magistrados	con	arreglo	al	apartado	b),	la	elección	de	los	nuevos
magistrados	 se	 llevará	 a	 cabo	 en	 el	 siguiente	 período	 de	 sesiones	 de	 la
asamblea	de	 los	estados	partes,	de	conformidad	con	 los	párrafos	3	a	8	del
presente	artículo	y	con	el	párrafo	2	del	artículo	37;
ii)	Una	vez	que	se	haya	aprobado	y	haya	entrado	en	vigor	una	propuesta
para	aumentar	el	número	de	magistrados	con	arreglo	a	los	apartados	b)	y	c)
i),	la	presidencia	podrá	en	cualquier	momento,	si	el	volumen	de	trabajo	de	la
Corte	 lo	 justifica,	 proponer	 que	 se	 reduzca	 el	 número	 de	 magistrados,
siempre	 que	 ese	 número	 no	 sea	 inferior	 al	 indicado	 en	 el	 párrafo	 1.	 La
propuesta	 será	 examinada	 de	 conformidad	 con	 el	 procedimiento
establecido	 en	 los	 apartados	 a)	 y	 b).	 De	 ser	 aprobada,	 el	 número	 de
magistrados	 se	 reducirá	 progresivamente	 a	 medida	 que	 expiren	 los
mandatos	y	hasta	que	se	llegue	al	número	debido.
3.	a)	Los	magistrados	serán	elegidos	entre	personas	de	alta	consideración
moral,	 imparcialidad	 e	 integridad	 que	 reúnan	 las	 condiciones	 requeridas
para	 el	 ejercicio	 de	 las	 más	 altas	 funciones	 judiciales	 en	 sus	 respectivos
países;
b)	Los	candidatos	a	magistrados	deberán	tener:
i)	 Reconocida	 competencia	 en	 derecho	 y	 procedimiento	 penales	 y	 la
necesaria	 experiencia	 en	 causas	 penales	 en	 calidad	 de	 magistrado,	 fiscal,
abogado	u	otra	función	similar;	o
ii)	 Reconocida	 competencia	 en	 materias	 pertinentes	 de	 derecho
internacional,	tales	como	el	derecho	internacional	humanitario	y	las	normas
de	 derechos	 humanos,	 así	 como	 gran	 experiencia	 en	 funciones	 jurídicas
profesionales	que	tengan	relación	con	la	labor	judicial	de	la	Corte;
c)	Los	candidatos	a	magistrado	deberán	tener	un	excelente	conocimiento	y
dominio	de	por	lo	menos	uno	de	los	idiomas	de	trabajo	de	la	Corte.
4.	 a)	 Cualquier	 Estado	 parte	 en	 el	 presente	 estatuto	 podrá	 proponer
candidatos	en	las	elecciones	para	magistrado	de	la	Corte	mediante:
i)	 El	 procedimiento	 previsto	 para	 proponer	 candidatos	 a	 los	 más	 altos
cargos	judiciales	del	país;	o
ii)	 El	 procedimiento	 previsto	 en	 el	 Estatuto	 de	 la	 Corte	 Internacional	 de
Justicia	para	proponer	candidatos	a	esa	Corte.
Las	 propuestas	 deberán	 ir	 acompañadas	 de	 una	 exposición	 detallada
acerca	del	grado	en	que	el	candidato	cumple	los	requisitos	enunciados	en	el
párrafo	3;
b)	 Un	 Estado	 parte	 podrá	 proponer	 un	 candidato	 que	 no	 tenga
necesariamente	su	nacionalidad,	pero	que	en	todo	caso	sea	nacional	de	un
Estado	parte;
c)	 La	 asamblea	 de	 los	 estados	 partes	 podrá	 decidir	 que	 se	 establezca	 un
comité	asesor	para	las	candidaturas.	En	ese	caso,	la	asamblea	de	los	estados
partes	determinará	la	composición	y	el	mandato	del	comité.
5.	A	los	efectos	de	la	elección	se	harán	dos	listas	de	candidatos:
La	 lista	 A,	 con	 los	 nombres	 de	 los	 candidatos	 que	 reúnan	 los	 requisitos
enunciados	en	el	apartado	b)	i)	del	párrafo	3;	y
La	 lista	 B,	 con	 los	 nombres	 de	 los	 candidatos	 que	 reúnan	 los	 requisitos
enunciados	en	el	apartado	b)	ii)	del	párrafo	3.
El	candidato	que	reúna	 los	requisitos	requeridos	para	ambas	 listas	podrá
elegir	en	cuál	desea	figurar.	En	la	primera	elección	de	miembros	de	la	Corte,
por	 lo	menos	nueve	magistrados	serán	elegidos	entre	 los	candidatos	de	 la
lista	 A	 y	 por	 lo	 menos	 cinco	 serán	 elegidos	 entre	 los	 de	 la	 lista	 B.	 Las
elecciones	subsiguientes	se	organizarán	de	manera	que	se	mantenga	en	 la
Corte	una	proporción	equivalente	de	magistrados	de	ambas	listas.
6.	a)	Los	magistrados	serán	elegidos	por	votación	secreta	en	una	sesión	de
la	 asamblea	 de	 los	 estados	 partes	 convocada	 con	 ese	 fin	 con	 arreglo	 al
artículo	112.	Con	sujeción	a	lo	dispuesto	en	el	párrafo	7,	serán	elegidos	los
18	 candidatos	que	obtengan	 el	mayor	número	de	 votos	 y	una	mayoría	de
dos	tercios	de	los	estados	partes	presentes	y	votantes;
b)	En	el	caso	de	que	en	la	primera	votación	no	resulte	elegido	un	número
suficiente	 de	 magistrados,	 se	 procederá	 a	 nuevas	 votaciones	 de
conformidad	 con	 los	 procedimientos	 establecidos	 en	 el	 apartado	 a)	 hasta
cubrir	los	puestos	restantes.
7.	No	podrá	haber	dos	magistrados	que	sean	nacionales	del	mismo	Estado.
Toda	 persona	 que,	 para	 ser	 elegida	magistrado,	 pudiera	 ser	 considerada
nacional	de	más	de	un	Estado,	será	considerada	nacional	del	Estado	donde
ejerza	habitualmente	sus	derechos	civiles	y	políticos.
8.	a)	Al	seleccionar	a	los	magistrados,	los	estados	partes	tendrán	en	cuenta
la	necesidad	de	que	en	la	composición	de	la	Corte	haya:
i)	Representación	de	los	principales	sistemas	jurídicos	del	mundo;
ii)	Distribución	geográfica	equitativa;	y
iii)	Representación	equilibrada	de	magistrados	mujeres	y	hombres;
b)	Los	estados	partes	tendrán	también	en	cuenta	la	necesidad	de	que	haya
en	la	Corte	magistrados	que	sean	juristas	especializados	en	temas	concretos
que	incluyan,	entre	otros,	la	violencia	contra	las	mujeres	o	los	niños.
9.	a)	Con	sujeción	a	 lo	dispuesto	en	el	apartado	b),	 los	magistrados	serán
elegidos	por	un	mandato	de	nueve	años	y,	con	sujeción	al	apartado	c)	y	al
párrafo	2	del	artículo	37,	no	podrán	ser	reelegidos;
b)	 En	 la	 primera	 elección,	 un	 tercio	 de	 los	 magistrados	 elegidos	 será
seleccionado	 por	 sorteo	 para	 desempeñar	 un	 mandato	 de	 tres	 años,	 un
tercio	de	los	magistrados	será	seleccionado	por	sorteo	para	desempeñar	un
mandato	de	seis	años	y	el	resto	desempeñará	un	mandato	de	nueve	años;
c)	Un	magistrado	seleccionado	para	desempeñar	un	mandato	de	tres	años
de	 conformidad	 con	 el	 apartado	 b)	 podrá	 ser	 reelegido	 por	 un	 mandato
completo.
10.	No	obstante	lo	dispuesto	en	el	párrafo	9,	un	magistrado	asignado	a	una
sala	de	primera	 instancia	o	una	sala	de	apelaciones	de	conformidad	con	el
artículo	 39	 seguirá	 en	 funciones	 a	 fin	 de	 llevar	 a	 término	 el	 juicio	 o	 la
apelación	de	los	que	haya	comenzado	a	conocer	en	esa	sala.
ART.	37.—Vacantes.
1.	 En	 caso	 de	 producirse	 una	 vacante	 se	 celebrará	 una	 elección	 de
conformidad	con	el	artículo	36	para	cubrirla.
2.	El	magistrado	elegido	para	cubrir	una	vacante	desempeñará	el	cargo	por
el	resto	del	mandato	de	su	predecesor	y,	si	éste	fuera	de	tres	años	o	menos,
podrá	ser	reelegido	por	un	mandato	completo	con	arreglo	al	artículo	36.
ART.	38.—Presidencia.
1.	 El	 presidente,	 el	 vicepresidente	 primero	 y	 el	 vicepresidente	 segundo
serán	 elegidos	 por	 mayoría	 absoluta	 de	 los	 magistrados.	 Cada	 uno
desempeñará	su	cargo	por	un	período	de	tres	años	o	hasta	el	término	de	su
mandato	como	magistrado,	si	éste	se	produjere	antes.	Podrán	ser	reelegidos
una	vez.
2.	El	 vicepresidente	primero	 sustituirá	al	presidente	 cuando	éste	 se	halle
en	la	imposibilidad	de	ejercer	sus	funciones	o	haya	sido	recusado.
El	 vicepresidente	 segundo	 sustituirá	 al	 presidente	 cuando	 éste	 y	 el
vicepresidente	 primero	 se	 hallen	 en	 la	 imposibilidad	 de	 ejercer	 sus
funciones	o	hayan	sido	recusados.
3.	 El	 presidente,	 el	 vicepresidente	 primero	 y	 el	 vicepresidente	 segundo
constituirán	la	presidencia,	que	estará	encargada	de:
a)	La	correcta	administración	de	la	Corte,	con	excepción	de	la	fiscalía;	y
b)	Las	demás	funciones	que	se	le	confieren	de	conformidad	con	el	presente
estatuto.
4.	 En	 el	 desempeño	 de	 sus	 funciones	 enunciadas	 en	 el	 párrafo	 3	 a),	 la
presidencia	actuará	en	coordinación	con	el	 fiscal	y	recabará	su	aprobación
en	todos	los	asuntos	de	interés	mutuo.
ART.	39.—Las	salas.
1.	Tan	pronto	como	sea	posible	después	de	la	elección	de	los	magistrados,
la	 Corte	 se	 organizará	 en	 las	 secciones	 indicadas	 en	 el	 artículo	 34	 b).	 La
sección	 de	 apelaciones	 se	 compondrá	 del	 presidente	 y	 otros	 cuatro
magistrados,	 la	 sección	 de	 primera	 instancia	 de	 no	 menos	 de	 seis
magistrados	 y	 la	 sección	 de	 cuestiones	 preliminares	 de	 no	menos	 de	 seis
magistrados.	 Los	 magistrados	 serán	 asignados	 a	 las	 secciones	 según	 la
naturaleza	 de	 las	 funciones	 que	 corresponderán	 a	 cada	 una	 y	 sus
respectivas	 calificaciones	 y	 experiencia,	 de	 manera	 que	 en	 cada	 sección
haya	 una	 combinación	 apropiada	 de	 especialistas	 en	 derecho	 y
procedimiento	 penales	 y	 en	 derecho	 internacional.	 La	 sección	 de	 primera
instancia	 y	 la	 sección	 de	 cuestiones	 preliminares	 estarán	 integradas
predominantemente	 por	 magistrados	 que	 tengan	 experiencia	 en
procedimiento	penal.
2.	a)	Las	 funciones	 judiciales	de	 la	Corte	serán	realizadas	en	cada	sección
por	las	salas;
b)	i)	La	Sala	de	Apelaciones	se	compondrá	de	todos	los	magistrados	de	la
sección	de	apelaciones;
ii)	Las	funciones	de	la	Sala	de	Primera	Instancia	serán	realizadas	por	tres
magistrados	de	la	sección	de	primera	instancia;
iii)	Las	funciones	de	la	sala	de	cuestiones	preliminares	serán	realizadas	por
tres	 magistrados	 de	 la	 sección	 de	 cuestiones	 preliminares	 o	 por	 un	 solo
magistrado	de	dicha	sección,	de	conformidad	con	el	presente	estatuto	y	las
reglas	de	procedimiento	y	prueba;
c)	Nada	de	lo	dispuesto	en	el	presente	párrafo	obstará	a	que	se	constituyan
simultáneamente	más	de	una	sala	de	primera	instancia	o	sala	de	cuestiones
preliminares	 cuando	 la	 gestión	 eficiente	 del	 trabajo	 de	 la	 Corte	 así	 lo
requiera.
3.	a)	Los	magistrados	asignados	a	 las	secciones	de	primera	 instancia	y	de
cuestiones	 preliminares	 desempeñarán	 el	 cargo	 en	 esas	 secciones	 por	 un
período	 de	 tres	 años,	 y	 posteriormente	 hasta	 llevar	 a	 término	 cualquier
causa	de	la	que	hayan	empezado	a	conocer	en	la	sección	de	que	se	trate;
b)	Los	magistrados	asignados	a	la	sección	de	apelaciones	desempeñarán	el
cargo	en	esa	sección	durante	todo	su	mandato.
4.	Los	magistrados	asignados	a	la	sección	de	apelaciones	desempeñarán	el
cargo	 únicamente	 en	 esa	 sección.	 Nada	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 presente
artículo	obstará,	sin	embargo,	a	que	se	asignen	temporalmente	magistrados
de	la	sección	de	primera	instancia	a	la	sección	de	cuestiones	preliminares,	o
a	 la	 inversa,	si	 la	presidencia	considera	que	la	gestión	eficiente	del	trabajo
de	la	Corte	así	lo	requiere,	pero	en	ningún	caso	podrá	formar	parte	de	la	sala
de	 primera	 instancia	 que	 conozca	 de	 una	 causa	 un	 magistrado	 que	 haya
participado	en	la	etapa	preliminar.
ART.	40.—Independencia	de	los	magistrados.
1.	 Los	 magistrados	 serán	 independientes	 en	 el	 desempeño	 de	 sus
funciones.
2.	 Los	 magistrados	 no	 realizarán	 actividad	 alguna	 que	 pueda	 ser
incompatible	 con	 el	 ejercicio	 de	 sus	 funciones	 judiciales	 o	menoscabar	 la
confianza	en	su	independencia.
3.	Los	magistrados	que	tengan	que	desempeñar	sus	cargos	en	régimen	de
dedicación	exclusiva	en	la	sede	de	la	Corte	no	podrán	desempeñar	ninguna
otra	ocupación	de	carácter	profesional.
4.	 Las	 cuestiones	 relativas	 a	 la	 aplicación	 de	 los	 párrafos	 2	 y	 3	 serán
dirimidas	por	mayoría	absoluta	de	los	magistrados.	El	magistrado	al	que	se
refiera	una	de	estas	cuestiones	no	participará	en	la	adopción	de	la	decisión.
ART.	41.—Dispensa	y	recusación	de	los	magistrados.
1.	 La	 presidencia	 podrá,	 a	 petición	 de	 un	 magistrado,	 dispensarlo	 del
ejercicio	de	alguna	de	las	funciones	que	le	confiere	el	presente	estatuto,	de
conformidad	con	las	reglas	de	procedimiento	y	prueba.
2.	a)	Un	magistrado	no	participará	en	ninguna	causa	en	que,	por	cualquier
motivo,	 pueda	 razonablemente	 ponerse	 en	 duda	 su	 imparcialidad.	 Un
magistrado	será	 recusado	de	conformidad	con	 lo	dispuesto	en	el	presente
párrafo,	 entre	 otras	 razones,	 si	 hubiese	 intervenido	 anteriormente,	 en
cualquier	calidad,	en	una	causa	de	la	que	la	Corte	estuviere	conociendo	o	en
una	causa	penal	conexa	sustanciada	a	nivel	nacional	y	que	guardare	relación
con	la	persona	objeto	de	investigación	o	enjuiciamiento.	Un	magistrado	será
también	recusado	por	los	demás	motivos	que	se	establezcan	en	las	reglas	de
procedimiento	y	prueba;
b)	 El	 fiscal	 o	 la	 persona	 objeto	 de	 investigación	 o	 enjuiciamiento	 podrá
pedir	 la	 recusación	 de	 un	 magistrado	 con	 arreglo	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el
presente	párrafo;
c)	 Las	 cuestiones	 relativas	 a	 la	 recusación	 de	 un	 magistrado	 serán
dirimidas	 por	 mayoría	 absoluta	 de	 los	 magistrados.	 El	 magistrado	 cuya
recusación	se	pida	tendrá	derecho	a	hacer	observaciones	sobre	la	cuestión,
pero	no	tomará	parte	en	la	decisión.
ART.	42.—La	fiscalía.
1.	La	fiscalía	actuará	en	forma	independiente	como	órgano	separado	de	la
Corte.	 Estará	 encargada	 de	 recibir	 remisiones	 e	 información	 corroborada
sobre	 crímenes	de	 la	 competencia	de	 la	Corte	para	 examinarlas	 y	 realizar
investigaciones	o	ejercitar	la	acción	penal	ante	la	Corte.	Los	miembros	de	la
fiscalía	 no	 solicitarán	 ni	 cumplirán	 instrucciones	 de	 fuentes	 ajenas	 a	 la
Corte.
2.	 La	 fiscalía	 estará	 dirigida	 por	 el	 fiscal.	 El	 fiscal	 tendrá	 plena	 autoridad
para	 dirigir	 y	 administrar	 la	 fiscalía,	 con	 inclusión	 del	 personal,	 las
instalaciones	y	otros	recursos.	El	 fiscal	contará	con	 la	ayuda	de	uno	o	más
fiscales	adjuntos,	que	podrán	desempeñar	cualquiera	de	las	funciones	que	le
correspondan	 de	 conformidad	 con	 el	 presente	 estatuto.	 El	 fiscal	 y	 los
fiscales	 adjuntos	 tendrán	 que	 ser	 de	 diferentes	 nacionalidades	 y
desempeñarán	su	cargo	en	régimen	de	dedicación	exclusiva.
3.	 El	 fiscal	 y	 los	 fiscales	 adjuntos	 serán	 personas	 que	 gocen	 de	 alta
consideración	 moral,	 que	 posean	 un	 alto	 nivel	 de	 competencia	 y	 tengan
extensa	 experiencia	 práctica	 en	 el	 ejercicio	 de	 la	 acción	 penal	 o	 la
sustanciación	de	causas	penales.	Deberán	tener	un	excelente	conocimiento
y	dominio	de	al	menos	uno	de	los	idiomas	de	trabajo	de	la	Corte.
4.	El	 fiscal	será	elegido	en	votación	secreta	y	por	mayoría	absoluta	de	 los
miembros	de	la	asamblea	de	los	estados	partes.	Los	fiscales	adjuntos	serán
elegidos	 en	 la	misma	 forma	 de	 una	 lista	 de	 candidatos	 presentada	 por	 el
fiscal.
El	fiscal	propondrá	tres	candidatos	para	cada	puesto	de	fiscal	adjunto	que
deba	cubrirse.	Salvo	que	en	el	momento	de	la	elección	se	fije	un	período	más
breve,	el	fiscal	y	los	fiscales	adjuntos	desempeñarán	su	cargo	por	un	período
de	nueve	años	y	no	podrán	ser	reelegidos.
5.	El	fiscal	y	los	fiscales	adjuntos	no	realizarán	actividad	alguna	que	pueda
interferir	en	el	ejercicio	de	sus	 funciones	o	menoscabar	 la	confianza	en	su
independencia.	No	podrán	desempeñar	ninguna	otra	ocupación	de	carácter
profesional.
6.	 La	 presidencia	 podrá,	 a	 petición	 del	 fiscal	 o	 de	 un	 fiscal	 adjunto,
dispensarlos	de	intervenir	en	una	causa	determinada.
7.	El	fiscal	y	los	fiscales	adjuntos	no	participarán	en	ningún	asunto	en	que,
por	 cualquier	 motivo,	 pueda	 razonablemente	 ponerse	 en	 duda	 su
imparcialidad.	 Serán	 recusados	 de	 conformidad	 con	 lo	 dispuesto	 en	 el
presente	 párrafo,	 entre	 otras	 razones,	 si	 hubiesen	 intervenido
anteriormente,	en	cualquier	calidad,	en	una	causa	de	que	la	Corte	estuviere
conociendo	o	en	una	causa	penal	conexa	sustanciada	a	nivel	nacional	y	que
guardare	relación	con	la	persona	objeto	de	investigación	o	enjuiciamiento.
8.	Las	cuestiones	relativas	a	 la	recusación	del	 fiscal	o	de	un	fiscal	adjunto
serán	dirimidas	por	la	sala	de	apelaciones:
a)	La	persona	objeto	de	investigación	o	enjuiciamiento	podrá	en	cualquier
momento	 pedir	 la	 recusación	 del	 fiscal	 o	 de	 un	 fiscal	 adjunto	 por	 los
motivos	establecidos	en	el	presente	artículo;
b)	 El	 fiscal	 o	 el	 fiscal	 adjunto,	 según	 proceda,	 tendrán	 derecho	 a	 hacer
observaciones	sobre	la	cuestión.
9.	 El	 fiscal	 nombrará	 asesores	 jurídicos	 especialistas	 en	 determinados
temas	como,	por	ejemplo,	violencia	sexual,	violencia	por	razones	de	género
y	violencia	contra	los	niños.
ART.	43.—La	secretaría.
1.	La	secretaría,	sin	perjuicio	de	 las	 funciones	y	atribuciones	del	 fiscal,	de
conformidad	 con	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 42,	 estará	 encargada	 de	 los
aspectos	 no	 judiciales	 de	 la	 administración	 de	 la	 Corte	 y	 de	 prestarle
servicios.
2.	 La	 secretaría	 será	 dirigida	 por	 el	 secretario,	 que	 será	 el	 principal
funcionario	administrativo	de	la	Corte.	El	secretario	ejercerá	sus	funciones
bajo	la	autoridad	del	presidente	de	la	Corte.
3.	El	secretario	y	el	secretario	adjunto	deberán	ser	personas	que	gocen	de
consideración	moral	 y	 tener	 un	 alto	 nivel	 de	 competencia	 y	 un	 excelente
conocimiento	 y	 dominio	 de	 al	menos	 uno	 de	 los	 idiomas	 de	 trabajo	 de	 la
Corte.
4.	Los	magistrados	elegirán	al	secretario	en	votación	secreta	por	mayoría
absoluta	 y	 teniendo	en	 cuenta	 las	 recomendaciones	de	 la	 asamblea	de	 los
estados	partes.	De	ser	necesario	elegirán,	por	recomendación	del	secretario
y	con	arreglo	al	mismo	procedimiento,	un	secretario	adjunto.
5.	El	 secretario	 será	elegido	por	un	período	de	 cinco	años	en	 régimen	de
dedicación	 exclusiva	 y	 podrá	 ser	 reelegido	 una	 sola	 vez.	 El	 secretario
adjunto	será	elegido	por	un	período	de	cinco	años,	o	por	uno	más	breve,	si
así	lo	deciden	los	magistrados	por	mayoría	absoluta,	en	el	entendimiento	de
que	prestará	sus	servicios	según	sea	necesario.
6.	El	secretario	establecerá	una	dependencia	de	víctimas	y	testigos	dentro
de	 la	 secretaría.	 Esta	 dependencia,	 en	 consulta	 con	 la	 fiscalía,	 adoptará
medidas	 de	 protección	 y	 dispositivos	 de	 seguridad	 y	 prestará
asesoramiento	 y	 otro	 tipo	 de	 asistencia	 a	 testigos	 y	 víctimas	 que
comparezcan	ante	la	Corte,	y	a	otras	personas	que	estén	en	peligro	en	razón
del	testimonio	prestado.	La	dependencia	contará	con	personal	especializado
para	 atender	 a	 las	 víctimas	 de	 traumas,	 incluidos	 los	 relacionados	 con
delitos	de	violencia	sexual.
ART.	44.—El	personal.
1.	El	fiscal	y	el	secretario	nombrarán	los	funcionarios	calificados	que	sean
necesarios	en	sus	 respectivas	oficinas.	En	el	 caso	del	 fiscal,	 ello	 incluirá	el
nombramiento	de	investigadores.
2.	En	el	nombramiento	de	los	funcionarios,	el	fiscal	y	el	secretario	velarán
por	el	más	alto	grado	de	eficiencia,	competencia	e	 integridad	y	tendrán	en
cuenta,	 mutatis	 mutandis,	 los	 criterios	 establecidos	 en	 el	 párrafo	 8	 del
artículo	36.
3.	El	secretario,	con	la	anuencia	de	la	presidencia	y	del	fiscal,	propondrá	un
reglamento	del	personal	que	establecerá	las	condiciones	en	que	el	personal
de	 la	 Corte	 será	 designado,	 remunerado	 o	 separado	 del	 servicio.	 El
reglamento	del	personal	estará	sujeto	a	la	aprobación	de	la	asamblea	de	los
estados	partes.
4.	La	Corte	podrá,	en	circunstancias	excepcionales,	recurrir	a	la	pericia	de
personal	 proporcionado	 gratuitamente	 por	 estados	 partes,	 organizaciones
intergubernamentales	 u	 organizaciones	 no	 gubernamentales	 para	 que
colabore	en	la	labor	de	cualquiera	de	los	órganos	de	la	Corte.	El	fiscal	podrá
aceptar	 ofertas	 de	 esa	 índole	 en	 nombre	 de	 la	 fiscalía.	 El	 personal
proporcionado	 gratuitamente	 será	 empleado	 de	 conformidad	 con
directrices	que	ha	de	establecer	la	asamblea	de	los	estados	partes.
ART.	45.—Promesa	solemne.	Antes	de	asumir	 las	obligaciones	del	cargo
de	 conformidad	 con	 el	 presente	 estatuto,	 los	 magistrados,	 el	 fiscal,	 los
fiscales	 adjuntos,	 el	 secretario	 y	 el	 secretario	 adjunto	 declararán
solemnemente	y	en	sesión	pública	que	ejercerán	sus	atribuciones	con	toda
imparcialidad	y	conciencia.
ART.	46.—Separación	del	cargo.
1.	 Un	magistrado,	 el	 fiscal,	 un	 fiscal	 adjunto,	 el	 secretario	 o	 el	 secretario
adjunto	 será	 separado	 del	 cargo	 si	 se	 adopta	 una	 decisión	 a	 tal	 efecto	 de
conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	párrafo	2	cuando	se	determine	que:
a)	Ha	incurrido	en	falta	grave	o	en	incumplimiento	grave	de	las	funciones
que	le	confiere	el	presente	estatuto	y	según	lo	establecido	en	las	reglas	de
procedimiento	y	prueba;	o
b)	 Está	 imposibilitado	 de	 desempeñar	 las	 funciones	 descritas	 en	 el
presente	estatuto.
2.	 La	 decisión	 de	 separar	 del	 cargo	 a	 un	magistrado,	 el	 fiscal	 o	 un	 fiscal
adjunto	de	conformidad	con	el	párrafo	1	será	adoptada	por	la	asamblea	de
los	estados	partes	en	votación	secreta:
a)	En	el	caso	de	un	magistrado,	por	mayoría	de	dos	tercios	de	los	estados
partes	y	previa	recomendación	aprobada	por	mayoría	de	dos	tercios	de	los
demás	magistrados;
b)	En	el	caso	del	fiscal,	por	mayoría	absoluta	de	los	estados	partes;
c)	 En	 el	 caso	 de	 un	 fiscal	 adjunto,	 por	 mayoría	 absoluta	 de	 los	 estados
partes	y	previa	recomendación	del	fiscal.
3.	La	decisión	de	separar	del	cargo	al	secretario	o	a	un	secretario	adjunto
será	adoptada	por	mayoría	absoluta	de	los	magistrados.
4.	El	magistrado,	fiscal,	fiscal	adjunto,	secretario	o	secretario	adjunto	cuya
conducta	 o	 cuya	 idoneidad	 para	 el	 ejercicio	 de	 las	 funciones	 del	 cargo	 de
conformidad	 con	 el	 presente	 estatuto	 haya	 sido	 impugnada	 en	 virtud	 del
presente	artículo	podrá	presentar	y	obtener	pruebas	y	presentar	escritos	de
conformidad	 con	 las	 reglas	 de	 procedimiento	 y	 prueba;	 sin	 embargo,	 no
podrá	participar	por	ningún	otro	concepto	en	el	examen	de	la	cuestión.
ART.	 47.—Medidas	 disciplinarias.	 El	 magistrado,	 fiscal,	 fiscal	 adjunto,
secretario	o	secretario	adjunto	que	haya	incurrido	en	una	falta	menos	grave
que	 la	 establecida	 en	 el	 párrafo	 1	 del	 artículo	 46	 será	 objeto	 de	medidas
disciplinarias	de	conformidad	con	las	reglas	de	procedimiento	y	prueba.
ART.	48.—Privilegios	e	inmunidades.
1.	La	Corte	gozará	en	el	territorio	de	cada	Estado	parte	de	los	privilegios	e
inmunidades	que	sean	necesarios	para	el	cumplimiento	de	sus	funciones.
2.	 Los	magistrados,	 el	 fiscal,	 los	 fiscales	 adjuntos	 y	 el	 secretario	 gozarán,
cuando	actúen	en	el	desempeño	de	sus	funciones	o	en	relación	con	ellas,	de
los	mismos	privilegios	e	inmunidades	reconocidos	a	los	jefes	de	las	misiones
diplomáticas	y,	una	vez	expirado	su	mandato,	seguirán	gozando	de	absoluta
inmunidad	 judicial	por	 las	declaraciones	hechas	oralmente	o	por	escrito	y
los	actos	realizados	en	el	desempeño	de	sus	funciones	oficiales.
3.	 El	 secretario	 adjunto,	 el	 personal	 de	 la	 fiscalía	 y	 el	 personal	 de	 la
secretaría	 gozarán	 de	 los	 privilegios	 e	 inmunidades	 y	 de	 las	 facilidades
necesarias,	 para	 el	 cumplimiento	de	 sus	 funciones,	 de	 conformidad	 con	 el
acuerdo	sobre	los	privilegios	e	inmunidades	de	la	Corte.
4.	 Los	 abogados,	 peritos,	 testigos	 u	 otras	 personas	 cuya	 presencia	 se
requiera	 en	 la	 sede	 de	 la	 Corte	 serán	 objeto	 del	 tratamiento	 que	 sea
necesario	para	el	funcionamiento	adecuado	de	la	Corte,	de	conformidad	con
el	acuerdo	sobre	los	privilegios	e	inmunidades	de	la	Corte.
5.	Se	podrá	renunciar	a	los	privilegios	e	inmunidades:
a)	 En	 el	 caso	 de	 un	 magistrado	 o	 el	 fiscal,	 por	 decisión	 de	 la	 mayoría
absoluta	de	los	magistrados;
b)	En	el	caso	del	secretario,	por	la	presidencia;
c)	En	el	caso	de	los	fiscales	adjuntos	y	el	personal	de	la	fiscalía,	por	el	fiscal;
d)	 En	 el	 caso	del	 secretario	 adjunto	 y	 el	 personal	 de	 la	 secretaría,	 por	 el
secretario.
ART.	 49.—Sueldos,	 estipendios	 y	 dietas.	 Los	 magistrados,	 el	 fiscal,	 los
fiscales	adjuntos,	el	secretario	y	el	secretario	adjunto	percibirán	los	sueldos,
estipendios	 y	 dietas	 que	 decida	 la	 asamblea	 de	 los	 estados	 partes.	 Esos
sueldos	y	estipendios	no	serán	reducidos	en	el	curso	de	su	mandato.
ART.	50.—Idiomas	oficiales	y	de	trabajo.
1.	Los	 idiomas	oficiales	de	 la	Corte	 serán	el	 árabe,	 el	 chino,	 el	 español,	 el
francés,	 el	 inglés	 y	 el	 ruso.	 Las	 sentencias	 de	 la	 Corte,	 así	 como	 las	 otras
decisiones	que	resuelvan	cuestiones	fundamentales	de	que	conozca	la	Corte,
serán	 publicadas	 en	 los	 idiomas	 oficiales.	 La	 presidencia,	 de	 conformidad
con	 los	 criterios	 establecidos	 en	 las	 reglas	 de	 procedimiento	 y	 prueba,
determinará	 cuáles	 son	 las	 decisiones	 que	 resuelven	 cuestiones
fundamentales	a	los	efectos	el	presente	párrafo.
2.	 Los	 idiomas	 de	 trabajo	 de	 la	 Corte	 serán	 el	 francés	 y	 el	 inglés.	 En	 las
reglas	 de	 procedimiento	 y	 prueba	 se	 determinará	 en	 qué	 casos	 podrá
utilizarse	como	idioma	de	trabajo	otros	idiomas	oficiales.
3.	La	Corte	autorizará	a	cualquiera	de	las	partes	o	cualquiera	de	los	estados
a	que	se	haya	permitido	intervenir	en	un	procedimiento,	previa	solicitud	de
ellos,	 a	 utilizar	 un	 idioma	 distinto	 del	 francés	 o	 el	 inglés,	 siempre	 que
considere	que	esta	autorización	está	adecuadamente	justificada.
ART.	51.—Reglas	de	procedimiento	y	prueba.
1.	 Las	 reglas	 de	 procedimiento	 y	 prueba	 entrarán	 en	 vigor	 tras	 su
aprobación	por	mayoría	de	dos	tercios	de	los	miembros	de	la	asamblea	de
los	estados	partes.
2.	Podrán	proponer	enmiendas	a	las	reglas	de	procedimiento	y	prueba:
a)	Cualquier	Estado	parte;
b)	Los	magistrados,	por	mayoría	absoluta;	o
c)	El	fiscal.
Las	enmiendas	entrarán	en	vigor	tras	su	aprobación	en	la	asamblea	de	los
estados	partes	por	mayoría	de	dos	tercios.
3.	 Una	 vez	 aprobadas	 las	 reglas	 de	 procedimiento	 y	 prueba,	 en	 casos
urgentes	y	cuando	éstas	no	resuelvan	una	situación	concreta	suscitada	en	la
Corte,	 los	magistrados	podrán,	por	una	mayoría	de	dos	 tercios,	 establecer
reglas	provisionales	que	se	aplicarán	hasta	que	 la	asamblea	de	 los	estados
partes	las	apruebe,	enmiende	o	rechace	en	su	siguiente	período	ordinario	o
extraordinario	de	sesiones.
4.	Las	reglas	de	procedimiento	y	prueba,	las	enmiendas	a	ellas	y	las	reglas
provisionales	 deberán	 estar	 en	 consonancia	 con	 el	 presente	 estatuto.	 Las
enmiendas	 a	 las	 reglas	 de	 procedimiento	 y	 prueba,	 así	 como	 las	 reglas
provisionales,	no	se	aplicarán	retroactivamente	en	detrimento	de	la	persona
que	 sea	 objeto	 de	 la	 investigación	 o	 el	 enjuiciamiento	 o	 que	 haya	 sido
condenada.
5.	 En	 caso	 de	 conflicto	 entre	 las	 disposiciones	 del	 Estatuto	 y	 las	 de	 las
reglas	de	procedimiento	y	prueba,	prevalecerá	el	estatuto.
ART.	52.—Reglamento	de	la	Corte.
1.	Los	magistrados,	de	conformidad	con	el	presente	estatuto	y	las	reglas	de
procedimiento	y	prueba,	aprobarán	por	mayoría	absoluta	el	reglamento	de
la	Corte	que	sea	necesario	para	su	funcionamiento	ordinario.
2.	Se	consultará	al	fiscal	y	al	secretario	en	la	preparación	del	reglamento	y
de	cualquier	enmienda	a	él.
3.	 El	 reglamento	 y	 sus	 enmiendas	 entrarán	 en	 vigor	 al	 momento	 de	 su
aprobación,	 a	 menos	 que	 los	 magistrados	 decidan	 otra	 cosa.
Inmediatamente	después	de	su	aprobación,	serán	distribuidos	a	los	estados
partes	 para	 recabar	 sus	 observaciones.	 Se	 mantendrán	 en	 vigor	 si	 en	 un
plazo	 de	 seis	meses	 no	 se	 han	 recibido	 objeciones	 de	 una	mayoría	 de	 los
estados	partes.
PARTE	V
De	la	investigación	y	el	enjuiciamiento
ART.	53.—Inicio	de	una	investigación.
1.	El	fiscal,	después	de	evaluar	la	información	de	que	disponga,	iniciará	una
investigación	a	menos	que	determine	que	no	existe	 fundamento	razonable
para	 proceder	 a	 ella	 con	 arreglo	 al	 presente	 estatuto.	 Al	 decidir	 si	 ha	 de
iniciar	una	investigación,	el	fiscal	tendrá	en	cuenta	si:
a)	 La	 información	de	que	dispone	 constituye	 fundamento	 razonable	 para
creer	que	se	ha	cometido	o	se	está	cometiendo	un	crimen	de	la	competencia
de	la	Corte;
b)	La	causa	es	o	sería	admisible	de	conformidad	con	el	artículo	17;
c)	Existen	razones	sustanciales	para	creer	que,	aun	teniendo	en	cuenta	 la
gravedad	 del	 crimen	 y	 los	 intereses	 de	 las	 víctimas,	 una	 investigación	 no
redundaría	en	interés	de	la	justicia.
El	fiscal,	si	determinare	que	no	hay	fundamento	razonable	para	proceder	a
la	investigación	y	la	determinación	se	basare	únicamente	en	el	apartado	c),
lo	comunicará	a	la	sala	de	cuestiones	preliminares.
2.	 Si,	 tras	 la	 investigación,	 el	 fiscal	 llega	 a	 la	 conclusión	 de	 que	 no	 hay
fundamento	suficiente	para	el	enjuiciamiento,	ya	que:
a)	 No	 existe	 una	 base	 suficiente	 de	 hecho	 o	 de	 derecho	 para	 pedir	 una
orden	de	detención	o	de	comparecencia	de	conformidad	con	el	artículo	58;
b)	La	causa	es	inadmisible	de	conformidad	con	el	artículo	17;	o
c)	 El	 enjuiciamiento	 no	 redundaría	 en	 interés	 de	 la	 justicia,	 teniendo	 en
cuenta	 todas	 las	 circunstancias,	 entre	 ellas	 la	 gravedad	 del	 crimen,	 los
intereses	 de	 las	 víctimas	 y	 la	 edad	 o	 enfermedad	 del	 presunto	 autor	 y	 su
participación	en	el	presunto	crimen;	notificará	su	conclusión	motivada	a	la
sala	de	cuestiones	preliminares	y	al	Estado	que	haya	remitido	el	asunto	de
conformidad	con	el	artículo	14	o	al	Consejo	de	Seguridad	si	se	trata	de	un
caso	previsto	en	el	párrafo	b)	del	artículo	13.
3.	 a)	 A	 petición	 del	 Estado	 que	 haya	 remitido	 el	 asunto	 con	 arreglo	 al
artículo	14	o	del	Consejo	de	Seguridad	de	conformidad	con	el	párrafo	b)	del
artículo	13,	 la	 sala	de	 cuestiones	preliminares	podrá	examinar	 la	decisión
del	fiscal	de	no	proceder	a	la	investigación	de	conformidad	con	el	párrafo	1
o	el	párrafo	2	y	pedir	al	fiscal	que	reconsidere	esa	decisión;
b)	Además,	la	sala	de	cuestiones	preliminares	podrá,	de	oficio,	revisar	una
decisión	 del	 fiscal	 de	 no	 proceder	 a	 la	 investigación	 si	 dicha	 decisión	 se
basare	 únicamente	 en	 el	 párrafo	 1	 c)	 o	 el	 párrafo	 2	 c).	 En	 ese	 caso,	 la
decisión	del	fiscal	únicamente	surtirá	efecto	si	es	confirmada	por	la	sala	de
cuestiones	preliminares.
4.	El	fiscal	podrá	reconsiderar	en	cualquier	momento	su	decisión	de	iniciar
una	investigación	o	enjuiciamiento	sobre	la	base	de	nuevos	hechos	o	nuevas
informaciones.
ART.	 54.—Funciones	 y	 atribuciones	 del	 fiscal	 con	 respecto	 a	 las
investigaciones.
1.	El	fiscal:
a)	A	fin	de	establecer	la	veracidad	de	los	hechos,	ampliará	la	investigación	a
todos	los	hechos	y	las	pruebas	que	sean	pertinentes	para	determinar	si	hay
responsabilidad	 penal	 de	 conformidad	 con	 el	 presente	 estatuto	 y,	 a	 esos
efectos,	 investigará	 tanto	 las	 circunstancias	 incriminantes	 como	 las
eximentes;
b)	 Adoptará	 medidas	 adecuadas	 para	 asegurar	 la	 eficacia	 de	 la
investigación	 y	 el	 enjuiciamiento	 de	 los	 crímenes	 de	 la	 competencia	 de	 la
Corte.	A	esos	efectos,	respetará	los	intereses	y	las	circunstancias	personales
de	víctimas	y	testigos,	entre	otros	la	edad,	el	género,	definido	en	el	párrafo	3
del	artículo	7º,	y	la	salud,	y	tendrá	en	cuenta	la	naturaleza	de	los	crímenes,
en	 particular	 los	 de	 violencia	 sexual,	 violencia	 por	 razones	 de	 género	 y
violencia	contra	los	niños;	y
c)	 Respetará	 plenamente	 los	 derechos	 que	 confiere	 a	 las	 personas	 el
presente	estatuto.
2.	El	fiscal	podrá	realizar	investigaciones	en	el	territorio	de	un	Estado:
a)	De	conformidad	con	las	disposiciones	de	la	parte	IX;	o
b)	Según	lo	autorice	la	sala	de	cuestiones	preliminares	de	conformidad	con
el	párrafo	3	d)	del	artículo	57.
3.	El	fiscal	podrá:
a)	Reunir	y	examinar	pruebas;
b)	Hacer	 comparecer	 e	 interrogar	 a	 las	personas	objeto	de	 investigación,
las	víctimas	y	los	testigos;
c)	 Solicitar	 la	 cooperación	 de	 un	 Estado	 u	 organización	 o	 acuerdo
intergubernamental	 de	 conformidad	 con	 su	 respectiva	 competencia	 o
mandato.
d)	Concertar	 las	disposiciones	o	 los	acuerdos	compatibles	con	el	presente
estatuto	que	sean	necesarios	para	facilitar	la	cooperación	de	un	Estado,	una
organización	intergubernamental	o	una	persona;
e)	Convenir	 en	que	no	divulgará	 en	ninguna	 etapa	del	 procedimiento	 los
documentos	 o	 la	 información	 que	 obtenga	 a	 condición	 de	 preservar	 su
carácter	confidencial	y	únicamente	a	los	efectos	de	obtener	nuevas	pruebas,
salvo	con	el	acuerdo	de	quien	haya	facilitado	la	información;	y
f)	Adoptar	o	pedir	que	se	adopten	las	medidas	necesarias	para	asegurar	el
carácter	 confidencial	 de	 la	 información,	 la	 protección	de	una	persona	o	 la
preservación	de	las	pruebas.
ART.	55.—Derechos	de	las	personas	durante	la	investigación.
1.	 En	 las	 investigaciones	 realizadas	 de	 conformidad	 con	 el	 presente
estatuto:
a)	Nadie	será	obligado	a	declarar	contra	sí	mismo	ni	a	declararse	culpable;
b)	 Nadie	 será	 sometido	 a	 forma	 alguna	 de	 coacción,	 intimidación	 o
amenaza,	 a	 torturas	 ni	 a	 otros	 tratos	 o	 castigos	 crueles,	 inhumanos	 o
degradantes;
c)	 Quien	 haya	 de	 ser	 interrogado	 en	 un	 idioma	 que	 no	 sea	 el	 que
comprende	 y	 habla	 perfectamente	 contará,	 sin	 cargo	 alguno,	 con	 los
servicios	 de	 un	 intérprete	 competente	 y	 las	 traducciones	 que	 sean
necesarias	a	los	efectos	de	cumplir	el	requisito	de	equidad;	y
d)	Nadie	será	sometido	a	arresto	o	detención	arbitrarios	ni	será	privado	de
su	 libertad	 salvo	 por	 los	 motivos	 previstos	 en	 el	 presente	 estatuto	 y	 de
conformidad	con	los	procedimientos	establecidos	en	él.
2.	Cuando	haya	motivos	para	creer	que	una	persona	ha	cometido	un	crimen
de	la	competencia	de	la	Corte	y	esa	persona	haya	de	ser	interrogada	por	el
fiscal	 o	 por	 las	 autoridades	 nacionales,	 en	 cumplimiento	 de	 una	 solicitud
hecha	 de	 conformidad	 con	 lo	 dispuesto	 en	 la	 parte	 IX,	 tendrá	 además	 los
derechos	siguientes,	de	los	que	será	informada	antes	del	interrogatorio:
a)	A	ser	informada	de	que	existen	motivos	para	creer	que	ha	cometido	un
crimen	de	la	competencia	de	la	Corte;
b)	A	guardar	silencio,	sin	que	ello	pueda	tenerse	en	cuenta	a	los	efectos	de
determinar	su	culpabilidad	o	inocencia;
c)	A	ser	asistida	por	un	abogado	defensor	de	su	elección	o,	si	no	lo	tuviere,
a	 que	 se	 le	 asigne	 un	 defensor	 de	 oficio,	 siempre	 que	 fuere	 necesario	 en
interés	de	 la	 justicia	y,	en	cualquier	caso,	 sin	cargo	si	 careciere	de	medios
suficientes;	y
d)	 A	 ser	 interrogada	 en	 presencia	 de	 su	 abogado,	 a	 menos	 que	 haya
renunciado	voluntariamente	a	su	derecho	a	asistencia	letrada.
ART.	 56.—Disposiciones	 que	 podrá	 adoptar	 la	 sala	 de	 cuestiones
preliminares	cuando	se	presente	una	oportunidad	única	de	proceder	a
una	investigación.
1.	a)	El	fiscal,	cuando	considere	que	se	presenta	una	oportunidad	única	de
proceder	a	una	investigación,	que	tal	vez	no	se	repita	a	los	fines	de	un	juicio,
de	recibir	el	testimonio	o	la	declaración	de	un	testigo	o	de	examinar,	reunir
o	verificar	pruebas,	lo	comunicará	a	la	sala	de	cuestiones	preliminares;
b)	 La	 sala,	 a	 petición	 del	 fiscal,	 podrá	 adoptar	 las	 medidas	 que	 sean
necesarias	para	velar	por	la	eficiencia	e	integridad	de	las	actuaciones	y,	en
particular,	para	proteger	los	derechos	de	la	defensa;
c)	A	menos	que	la	sala	de	cuestiones	preliminares	ordene	otra	cosa,	el	fiscal
proporcionará	 la	 información	 correspondiente	 a	 la	 persona	 que	 ha	 sido
detenida	o	que	ha	comparecido	en	virtud	de	una	citación	en	relación	con	la
investigación	a	que	se	refiere	el	apartado	a),	a	fin	de	que	pueda	ser	oída.
2.	 Las	medidas	 a	 que	 se	 hace	 referencia	 en	 el	 apartado	 b)	 del	 párrafo	 1
podrán	consistir	en:
a)	 Formular	 recomendaciones	 o	 dictar	 ordenanzas	 respecto	 del
procedimiento	que	habrá	de	seguirse;
b)	Ordenar	que	quede	constancia	de	las	actuaciones;
c)	Nombrar	a	un	experto	para	que	preste	asistencia;
d)	 Autorizar	 al	 abogado	 defensor	 del	 detenido	 o	 de	 quien	 haya
comparecido	 ante	 la	 Corte	 en	 virtud	de	una	 citación	 a	 que	participe	 o,	 en
caso	de	que	aún	no	se	haya	producido	esa	detención	o	comparecencia	o	no
se	 haya	 designado	 abogado,	 a	 nombrar	 otro	 para	 que	 comparezca	 y
represente	los	intereses	de	la	defensa;
e)	 Encomendar	 a	 uno	 de	 sus	 miembros	 o,	 de	 ser	 necesario,	 a	 otro
magistrado	de	la	sección	de	cuestiones	preliminares	o	la	sección	de	primera
instancia	que	 formule	 recomendaciones	o	dicte	ordenanzas	 respecto	de	 la
reunión	y	preservación	de	las	pruebas	o	del	interrogatorio	de	personas;
f)	Adoptar	todas	las	medidas	que	sean	necesarias	para	reunir	o	preservar
las	pruebas.
3.	a)	La	sala	de	cuestiones	preliminares,	cuando	considere	que	el	fiscal	no
ha	solicitado	medidas	previstas	en	el	presente	artículo	que,	a	su	juicio,	sean
esenciales	 para	 la	 defensa	 en	 juicio,	 le	 consultará	 si	 se	 justificaba	 no
haberlas	solicitado.	La	sala	podrá	adoptar	de	oficio	esas	medidas	si,	tras	la
consulta,	 llegare	 a	 la	 conclusión	 de	 que	 no	 había	 justificación	 para	 no
solicitarlas;
b)	El	fiscal	podrá	apelar	de	la	decisión	de	la	sala	de	cuestiones	preliminares
de	 actuar	 de	 oficio	 con	 arreglo	 al	 presente	 párrafo.	 La	 apelación	 se
sustanciará	en	un	procedimiento	sumario.
4.	 La	 admisibilidad	o	 la	 forma	 en	que	quedará	 constancia	 de	 las	 pruebas
reunidas	 o	 preservadas	 para	 el	 juicio	 de	 conformidad	 con	 el	 presente
artículo	se	regirá	en	el	 juicio	por	lo	dispuesto	en	el	artículo	69	y	la	sala	de
primera	instancia	decidirá	cómo	ha	de	ponderar	esas	pruebas.
ART.	 57.—Funciones	 y	 atribuciones	 de	 la	 sala	 de	 cuestiones
preliminares.
1.	 A	 menos	 que	 el	 presente	 estatuto	 disponga	 otra	 cosa,	 la	 sala	 de
cuestiones	 preliminares	 ejercerá	 sus	 funciones	 de	 conformidad	 con	 las
disposiciones	del	presente	artículo.
2.	 a)	 Las	 providencias	 u	 órdenes	 que	 la	 sala	 de	 cuestiones	 preliminares
dicte	en	virtud	de	 los	artículos	15,	18	ó	19,	el	párrafo	2	del	artículo	54,	el
párrafo	 7	 del	 artículo	 61	 o	 el	 artículo	 72	 deberán	 ser	 aprobadas	 por	 la
mayoría	de	los	magistrados	que	la	componen;
b)	 En	 todos	 los	 demás	 casos,	 un	 magistrado	 de	 la	 sala	 de	 cuestiones
preliminares	 podrá	 ejercer	 las	 funciones	 establecidas	 en	 el	 presente
estatuto,	a	menos	que	las	reglas	de	procedimiento	y	prueba	dispongan	otra
cosa	o	así	lo	acuerde,	por	mayoría,	la	sala	de	cuestiones	preliminares.
3.	Además	de	otras	funciones	que	le	confiere	el	presente	estatuto,	la	sala	de
cuestiones	preliminares	podrá:
a)	 A	 petición	 del	 fiscal,	 dictar	 las	 providencias	 y	 órdenes	 que	 sean
necesarias	a	los	fines	de	una	investigación;
b)	A	petición	de	quien	haya	sido	detenido	o	haya	comparecido	en	virtud	de
una	orden	de	comparecencia	expedida	con	arreglo	al	artículo	58,	dictar	esas
órdenes,	 incluidas	 medidas	 tales	 como	 las	 indicadas	 en	 el	 artículo	 56	 o
solicitar	 con	 arreglo	 a	 la	 parte	 IX	 la	 cooperación	 que	 sea	 necesaria	 para
ayudarle	a	preparar	su	defensa;
c)	Cuando	sea	necesario,	asegurar	la	protección	y	el	respeto	de	la	intimidad
de	víctimas	y	testigos,	la	preservación	de	pruebas,	la	protección	de	personas
detenidas	o	que	hayan	comparecido	en	virtud	de	una	orden	de	comparencia,
así	como	la	protección	de	información	que	afecte	a	la	seguridad	nacional;
d)	Autorizar	al	fiscal	a	adoptar	determinadas	medidas	de	investigación	en
el	 territorio	de	un	Estado	parte	sin	haber	obtenido	 la	cooperación	de	éste
con	arreglo	a	la	parte	IX	en	el	caso	de	que	la	sala	haya	determinado,	de	ser
posible	 teniendo	 en	 cuenta	 las	 opiniones	 del	 Estado	 de	 que	 se	 trate,	 que
dicho	 Estado	 manifiestamente	 no	 está	 en	 condiciones	 de	 cumplir	 una
solicitud	de	cooperación	debido	a	que	no	existe	autoridad	u	órgano	alguno
de	 su	 sistema	 judicial	 competente	 para	 cumplir	 una	 solicitud	 de
cooperación	con	arreglo	a	la	parte	IX;
e)	Cuando	se	haya	dictado	una	orden	de	detención	o	de	comparecencia	con
arreglo	 al	 artículo	 58,	 y	 habida	 cuenta	 del	 valor	 de	 las	 pruebas	 y	 de	 los
derechos	de	las	partes	de	que	se	trate,	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en
el	 presente	 estatuto	 y	 las	 reglas	 de	 procedimiento	 y	 prueba,	 recabar	 la
cooperación	de	los	estados	con	arreglo	al	párrafo	1	k)	del	artículo	93	para
adoptar	medidas	cautelares	a	los	efectos	de	un	decomiso	que,	en	particular,
beneficie	en	última	instancia	a	las	víctimas.
ART.	58.—Orden	de	detención	u	orden	de	comparecencia	dictada	por
la	sala	de	cuestiones	preliminares.
1.	 En	 cualquier	momento	 después	 de	 iniciada	 la	 investigación,	 la	 sala	 de
cuestiones	 preliminares	 dictará,	 a	 solicitud	 del	 fiscal,	 una	 orden	 de
detención	contra	una	persona	si,	tras	examinar	la	solicitud	y	las	pruebas	y
otra	información	presentadas	por	el	fiscal,	estuviere	convencida	de	que:
a)	 Hay	 motivo	 razonable	 para	 creer	 que	 ha	 cometido	 un	 crimen	 de	 la
competencia	de	la	Corte;	y
b)	La	detención	parece	necesaria	para:
i)	Asegurar	que	la	persona	comparezca	en	juicio;
ii)	Asegurar	que	la	persona	no	obstruya	ni	ponga	en	peligro	la	investigación
ni	las	actuaciones	de	la	Corte;	o
iii)	 En	 su	 caso,	 impedir	 que	 la	 persona	 siga	 cometiendo	 ese	 crimen	 o	 un
crimen	conexo	que	sea	de	 la	competencia	de	 la	Corte	y	tenga	su	origen	en
las	mismas	circunstancias.
2.	La	solicitud	del	fiscal	consignará:
a)	 El	 nombre	 de	 la	 persona	 y	 cualquier	 otro	 dato	 que	 sirva	 para	 su
identificación;
b)	 Una	 referencia	 expresa	 al	 crimen	 de	 la	 competencia	 de	 la	 Corte	 que
presuntamente	haya	cometido;
c)	Una	descripción	 concisa	de	 los	hechos	que	presuntamente	 constituyan
esos	crímenes;
d)	Un	resumen	de	las	pruebas	y	cualquier	otra	información	que	constituya
motivo	razonable	para	creer	que	la	persona	cometió	esos	crímenes;	y
e)	La	razón	por	la	cual	el	fiscal	crea	necesaria	la	detención.
3.	La	orden	de	detención	consignará:
a)	 El	 nombre	 de	 la	 persona	 y	 cualquier	 otro	 dato	 que	 sirva	 para	 su
identificación;
b)	Una	 referencia	expresa	al	 crimen	de	 la	 competencia	de	 la	Corte	por	el
que	se	pide	su	detención;	y
c)	Una	descripción	 concisa	de	 los	hechos	que	presuntamente	 constituyan
esos	crímenes.
4.	La	orden	de	detención	seguirá	en	vigor	mientras	la	Corte	no	disponga	lo
contrario.
5.	 La	 Corte,	 sobre	 la	 base	 de	 la	 orden	 de	 detención,	 podrá	 solicitar	 la
detención	 provisional	 o	 la	 detención	 y	 entrega	 de	 la	 persona	 de
conformidad	con	la	parte	IX	del	presente	estatuto.
6.	El	fiscal	podrá	pedir	a	la	sala	de	cuestiones	preliminares	que	enmiende	la
orden	de	detención	para	modificar	la	referencia	al	crimen	indicado	en	esta	o
agregar	 otros.	 La	 sala	 de	 cuestiones	 preliminares	 enmendará	 la	 orden	 si
estuviere	 convencida	 de	 que	 hay	 motivo	 razonable	 para	 creer	 que	 la
persona	cometió	los	crímenes	en	la	forma	que	se	indica	en	esa	modificación
o	adición.
7.	El	fiscal	podrá	pedir	a	la	sala	de	cuestiones	preliminares	que,	en	lugar	de
una	orden	de	detención,	dicte	una	orden	de	comparecencia.	La	sala,	de	estar
convencida	 de	 que	 hay	 motivo	 razonable	 para	 creer	 que	 la	 persona	 ha
cometido	 el	 crimen	 que	 se	 le	 imputa	 y	 que	 bastará	 con	 una	 orden	 de
comparecencia	para	asegurar	que	comparezca	efectivamente,	dictará,	con	o
sin	las	condiciones	limitativas	de	la	libertad	(distintas	de	la	detención)	que
prevea	el	derecho	 interno,	una	orden	para	que	 la	persona	comparezca.	La
orden	de	comparecencia	consignará:
a)	 El	 nombre	 de	 la	 persona	 y	 cualquier	 otro	 dato	 que	 sirva	 para	 su
identificación;
b)	La	fecha	de	la	comparecencia;
c)	 Una	 referencia	 expresa	 al	 crimen	 de	 la	 competencia	 de	 la	 Corte	 que
presuntamente	haya	cometido;	y
d)	Una	descripción	concisa	de	 los	hechos	que	presuntamente	constituyan
esos	crímenes.
La	notificación	de	la	orden	será	personal.
ART.	59.—Procedimiento	de	detención	en	el	Estado	de	detención.
1.	El	Estado	parte	que	haya	recibido	una	solicitud	de	detención	provisional
o	 de	 detención	 y	 entrega	 tomará	 inmediatamente	 las	medidas	 necesarias
para	la	detención	de	conformidad	con	su	derecho	interno	y	con	lo	dispuesto
en	la	parte	IX	del	presente	estatuto.
2.	 El	 detenido	 será	 llevado	 sin	 demora	 ante	 la	 autoridad	 judicial
competente	 del	 Estado	 de	 detención,	 que	 determinará	 si,	 de	 conformidad
con	el	derecho	de	ese	Estado:
a)	La	orden	le	es	aplicable;
b)	La	detención	se	llevó	a	cabo	conforme	a	derecho;	y
c)	Se	han	respetado	los	derechos	del	detenido.
3.	 El	 detenido	 tendrá	 derecho	 a	 solicitar	 de	 la	 autoridad	 competente	 del
Estado	de	detención	la	libertad	provisional	antes	de	su	entrega.
4.	Al	decidir	la	solicitud,	la	autoridad	competente	del	Estado	de	detención
examinará	 si,	 dada	 la	 gravedad	 de	 los	 presuntos	 crímenes,	 hay
circunstancias	 urgentes	 y	 excepcionales	 que	 justifiquen	 la	 libertad
provisional	y	si	existen	 las	salvaguardias	necesarias	para	que	el	Estado	de
detención	pueda	cumplir	su	obligación	de	entregar	la	persona	a	la	Corte.	Esa
autoridad	no	podrá	examinar	si	la	orden	de	detención	fue	dictada	conforme
a	derecho	con	arreglo	a	los	apartados	a)	y	b)	del	párrafo	1	del	artículo	58.
5.	La	solicitud	de	libertad	provisional	será	notificada	a	la	sala	de	cuestiones
preliminares,	 que	 hará	 recomendaciones	 a	 la	 autoridad	 competente	 del
Estado	de	detención.	Antes	de	adoptar	su	decisión,	la	autoridad	competente
del	 Estado	 de	 detención	 tendrá	 plenamente	 en	 cuenta	 esas
recomendaciones,	incluidas	las	relativas	a	medidas	para	impedir	la	evasión
de	la	persona.
6.	De	concederse	la	libertad	provisional,	la	sala	de	cuestiones	preliminares
podrá	solicitar	informes	periódicos	al	respecto.
7.	 Una	 vez	 que	 el	 Estado	 de	 detención	 haya	 ordenado	 la	 entrega,	 el
detenido	será	puesto	a	disposición	de	la	Corte	tan	pronto	como	sea	posible.
ART.	60.—Primeras	diligencias	en	la	Corte.
1.	 Una	 vez	 que	 el	 imputado	 haya	 sido	 entregado	 a	 la	 Corte	 o	 haya
comparecido	 voluntariamente	 o	 en	 cumplimiento	 de	 una	 orden	 de
comparecencia,	 la	 sala	de	 cuestiones	preliminares	 se	 asegurará	de	que	ha
sido	informado	de	los	crímenes	que	le	son	imputados	y	de	los	derechos	que
le	reconoce	el	presente	estatuto,	incluido	el	de	pedir	la	libertad	provisional.
2.	 Quien	 sea	 objeto	 de	 una	 orden	 de	 detención	 podrá	 pedir	 la	 libertad
provisional.	Si	la	sala	de	cuestiones	preliminares	está	convencida	de	que	se
dan	las	condiciones	enunciadas	en	el	párrafo	1	del	artículo	58,	se	mantendrá
la	detención.	En	caso	contrario,	la	sala	de	cuestiones	preliminares	pondrá	en
libertad	al	detenido,	con	o	sin	condiciones.
3.	La	sala	de	cuestiones	preliminares	revisará	periódicamente	su	decisión
en	 cuanto	 a	 la	 puesta	 en	 libertad	 o	 la	 detención,	 y	 podrá	 hacerlo	 en
cualquier	momento	en	que	lo	solicite	el	fiscal	o	el	detenido.	Sobre	la	base	de
la	revisión,	 la	Sala	podrá	modificar	su	decisión	en	cuanto	a	la	detención,	 la
puesta	 en	 libertad	o	 las	 condiciones	de	 esta,	 si	 está	 convencida	de	que	 es
necesario	en	razón	de	un	cambio	en	las	circunstancias.
4.	La	sala	de	cuestiones	preliminares	se	asegurará	de	que	 la	detención	en
espera	 de	 juicio	 no	 se	 prolongue	 excesivamente	 a	 causa	 de	 una	 demora
inexcusable	del	fiscal.	Si	se	produjere	dicha	demora,	la	Corte	considerará	la
posibilidad	de	poner	en	libertad	al	detenido,	con	o	sin	condiciones.
5.	 De	 ser	 necesario,	 la	 sala	 de	 cuestiones	 preliminares	 podrá	 dictar	 una
orden	 de	 detención	 para	 hacer	 comparecer	 a	 una	 persona	 que	 haya	 sido
puesta	en	libertad.
ART.	61.—Confirmación	de	los	cargos	antes	del	juicio.
1.	 Con	 sujeción	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 párrafo	 2	 y	 dentro	 de	 un	 plazo
razonable	 tras	 la	 entrega	 de	 la	 persona	 a	 la	 Corte	 o	 su	 comparecencia
voluntaria	 ante	 esta,	 la	 sala	 de	 cuestiones	 preliminares	 celebrará	 una
audiencia	para	confirmar	los	cargos	sobre	la	base	de	los	cuales	el	fiscal	tiene
la	 intención	 de	 pedir	 el	 procesamiento.	 La	 audiencia	 se	 celebrará	 en
presencia	del	fiscal	y	del	imputado,	así	como	de	su	defensor.
2.	La	sala	de	cuestiones	preliminares,	a	solicitud	del	fiscal	o	de	oficio,	podrá
celebrar	una	audiencia	en	ausencia	del	 acusado	para	 confirmar	 los	 cargos
en	 los	 cuales	 el	 fiscal	 se	 basa	 para	 pedir	 el	 enjuiciamiento	 cuando	 el
imputado:
a)	Haya	renunciado	a	su	derecho	a	estar	presente;	o
b)	Haya	huido	 o	 no	 sea	posible	 encontrarlo	 y	 se	 hayan	 tomado	 todas	 las
medidas	 razonables	 para	 asegurar	 su	 comparecencia	 ante	 la	 Corte	 e
informarle	 de	 los	 cargos	 y	 de	 que	 se	 celebrará	 una	 audiencia	 para
confirmarlos.
En	este	caso,	el	 imputado	estará	representado	por	un	defensor	cuando	 la
sala	de	cuestiones	preliminares	resuelva	que	ello	redunda	en	 interés	de	 la
justicia.
3.	Dentro	de	un	plazo	razonable	antes	de	la	audiencia:
a)	 Se	 proporcionará	 al	 imputado	 un	 ejemplar	 del	 documento	 en	 que	 se
formulen	los	cargos	por	los	cuales	el	fiscal	se	proponga	enjuiciarlo;	y
b)	Se	le	informará	de	las	pruebas	que	el	fiscal	se	proponga	presentar	en	la
audiencia.
La	sala	de	cuestiones	preliminares	podrá	dictar	providencias	respecto	de	la
revelación	de	información	a	los	efectos	de	la	audiencia.
4.	 Antes	 de	 la	 audiencia,	 el	 fiscal	 podrá	 proseguir	 la	 investigación	 y
modificar	 o	 retirar	 los	 cargos.	 Se	 dará	 al	 imputado	 aviso	 con	 antelación
razonable	 a	 la	 audiencia	 de	 cualquier	modificación	 de	 los	 cargos	 o	 de	 su
retiro.
En	 caso	 de	 retirarse	 cargos,	 el	 fiscal	 comunicará	 las	 razones	 a	 la	 sala	 de
cuestiones	preliminares.
5.	 En	 la	 audiencia,	 el	 fiscal	 presentará	 respecto	 de	 cada	 cargo	 pruebas
suficientes	 de	 que	 hay	 motivos	 fundados	 para	 creer	 que	 el	 imputado
cometió	 el	 crimen	 que	 se	 le	 imputa.	 El	 fiscal	 podrá	 presentar	 pruebas
documentales	o	un	resumen	de	las	pruebas	y	no	será	necesario	que	llame	a
los	testigos	que	han	de	declarar	en	el	juicio.
6.	En	la	audiencia,	el	imputado	podrá:
a)	Impugnar	los	cargos;
b)	Impugnar	las	pruebas	presentadas	por	el	fiscal;	y
c)	Presentar	pruebas.
7.	 La	 sala	 de	 cuestiones	 preliminares	 determinará,	 sobre	 la	 base	 de	 la
audiencia,	si	existen	pruebas	suficientes	de	que	hay	motivos	fundados	para
creer	que	el	imputado	cometió	cada	crimen	que	se	le	imputa.	Según	cual	sea
esa	determinación,	la	sala	de	cuestiones	preliminares:
a)	 Confirmará	 los	 cargos	 respecto	 de	 los	 cuales	 haya	 determinado	 que
existen	 pruebas	 suficientes	 y	 asignará	 al	 acusado	 a	 una	 sala	 de	 primera
instancia	para	su	enjuiciamiento	por	los	cargos	confirmados;
b)	No	confirmará	 los	cargos	respecto	de	 los	cuales	haya	determinado	que
las	pruebas	son	insuficientes;
c)	Levantará	la	audiencia	y	pedirá	al	fiscal	que	considere	la	posibilidad	de:
i)	 Presentar	 nuevas	 pruebas	 o	 llevar	 a	 cabo	 nuevas	 investigaciones	 en
relación	con	un	determinado	cargo;	o
ii)	Modificar	 un	 cargo	 en	 razón	 de	 que	 las	 pruebas	 presentadas	 parecen
indicar	 la	 comisión	de	un	crimen	distinto	que	sea	de	 la	 competencia	de	 la
Corte.
8.	 La	 no	 confirmación	 de	 un	 cargo	 por	 parte	 de	 la	 sala	 de	 cuestiones
preliminares	no	obstará	para	que	el	 fiscal	 la	pida	nuevamente	a	condición
de	que	presente	pruebas	adicionales.
9.	Una	vez	confirmados	 los	cargos	y	antes	de	comenzar	el	 juicio,	el	 fiscal,
con	autorización	de	la	sala	de	cuestiones	preliminares	y	previa	notificación
al	acusado,	podrá	modificar	los	cargos.	El	fiscal,	si	se	propusiera	presentar
nuevos	 cargos	 o	 sustituirlos	 por	 otros	 más	 graves,	 deberá	 pedir	 una
audiencia	de	 conformidad	 con	el	 presente	 artículo	para	 confirmarlos.	Una
vez	 comenzado	 el	 juicio,	 el	 fiscal,	 con	 autorización	 de	 la	 sala	 de	 primera
instancia,	podrá	retirar	los	cargos.
10.	Toda	orden	ya	dictada	dejará	de	tener	efecto	con	respecto	a	los	cargos
que	 no	 hayan	 sido	 confirmados	 por	 la	 sala	 de	 cuestiones	 preliminares	 o
hayan	sido	retirados	por	el	fiscal.
11.	 Una	 vez	 confirmados	 los	 cargos	 de	 conformidad	 con	 el	 presente
artículo,	 la	 presidencia	 constituirá	 una	 sala	 de	 primera	 instancia	 que,	 con
sujeción	a	lo	dispuesto	en	el	párrafo	9	del	presente	artículo	y	en	el	párrafo	4
del	artículo	64,	se	encargará	de	la	siguiente	fase	del	procedimiento	y	podrá
ejercer	 las	 funciones	 de	 la	 sala	 de	 cuestiones	 preliminares	 que	 sean
pertinentes	y	apropiadas	en	ese	procedimiento.
PARTE	VI
Del	juicio
ART.	62.—Lugar	del	 juicio.	A	menos	que	se	decida	otra	 cosa,	 el	 juicio	 se
celebrará	en	la	sede	de	la	Corte.
ART.	63.—Presencia	del	acusado	en	el	juicio.
1.	El	acusado	estará	presente	durante	el	juicio.
2.	Si	el	acusado,	estando	presente	en	la	Corte,	perturbare	continuamente	el
juicio,	 la	 sala	 de	 primera	 instancia	 podrá	 disponer	 que	 salga	 de	 ella	 y
observe	el	proceso	y	dé	instrucciones	a	su	defensor	desde	fuera,	utilizando,
en	caso	necesario,	tecnologías	de	comunicación.	Esas	medidas	se	adoptarán
únicamente	 en	 circunstancias	 excepcionales,	 después	 de	 que	 se	 haya
demostrado	 que	 no	 hay	 otras	 posibilidades	 razonables	 y	 adecuadas,	 y
únicamente	durante	el	tiempo	que	sea	estrictamente	necesario.
ART.	64.—Funciones	y	atribuciones	de	la	sala	de	primera	instancia.
1.	Las	funciones	y	atribuciones	de	la	sala	de	primera	instancia	enunciadas
en	 el	 presente	 artículo	 deberán	 ejercerse	 de	 conformidad	 con	 el	 presente
estatuto	y	las	reglas	de	procedimiento	y	prueba.
2.	La	sala	de	primera	instancia	velará	por	que	el	juicio	sea	justo	y	expedito
y	 se	 sustancie	 con	 pleno	 respeto	 de	 los	 derechos	 del	 acusado	 y	 teniendo
debidamente	en	cuenta	la	protección	de	las	víctimas	y	de	los	testigos.
3.	La	sala	de	primera	instancia	a	la	que	se	asigne	una	causa	de	conformidad
con	el	presente	estatuto:
a)	 Celebrará	 consultas	 con	 las	 partes	 y	 adoptará	 los	 procedimientos	 que
sean	necesarios	para	que	el	juicio	se	sustancie	de	manera	justa	y	expedita;
b)	 Determinará	 el	 idioma	 o	 los	 idiomas	 que	 habrán	 de	 utilizarse	 en	 el
juicio;	y
c)	Con	sujeción	a	cualesquiera	otras	disposiciones	pertinentes	del	presente
estatuto,	 dispondrá	 la	 divulgación	 de	 los	 documentos	 o	 de	 la	 información
que	 no	 se	 hayan	 divulgado	 anteriormente,	 con	 suficiente	 antelación	 al
comienzo	del	juicio	como	para	permitir	su	preparación	adecuada.
4.	 La	 sala	 de	 primera	 instancia	 podrá,	 en	 caso	 de	 ser	 necesario	 para	 su
funcionamiento	eficaz	e	imparcial,	remitir	cuestiones	preliminares	a	la	sala
de	 cuestiones	 preliminares	 o,	 de	 ser	 necesario,	 a	 otro	 magistrado	 de	 la
sección	de	cuestiones	preliminares	que	esté	disponible.
5.	 Al	 notificar	 a	 las	 partes,	 la	 sala	 de	 primera	 instancia	 podrá,	 según
proceda,	indicar	que	se	deberán	acumular	o	separar	los	cargos	cuando	haya
más	de	un	acusado.
6.	Al	desempeñar	sus	funciones	antes	del	juicio	o	en	el	curso	de	éste,	la	sala
de	primera	instancia	podrá,	de	ser	necesario:
a)	Ejercer	cualquiera	de	las	funciones	de	la	sala	de	cuestiones	preliminares
indicadas	en	el	párrafo	11	del	artículo	61;
b)	Ordenar	la	comparecencia	y	la	declaración	de	testigos	y	la	presentación
de	documentos	y	otras	pruebas	recabando,	de	ser	necesario,	la	asistencia	de
los	estados	con	arreglo	a	lo	dispuesto	en	el	presente	estatuto;
c)	Adoptar	medidas	para	la	protección	de	la	información	confidencial;
d)	Ordenar	 la	 presentación	 de	 pruebas	 adicionales	 a	 las	 ya	 reunidas	 con
antelación	al	juicio	o	a	las	presentadas	durante	el	juicio	por	las	partes;
e)	Adoptar	medidas	para	la	protección	del	acusado,	de	los	testigos	y	de	las
víctimas;	y
f)	Dirimir	cualesquiera	otras	cuestiones	pertinentes.
7.	 El	 juicio	 será	 público.	 Sin	 embargo,	 la	 sala	 de	 primera	 instancia	 podrá
decidir	 que	 determinadas	 diligencias	 se	 efectúen	 a	 puerta	 cerrada,	 de
conformidad	 con	 el	 artículo	 68,	 debido	 a	 circunstancias	 especiales	 o	 para
proteger	 la	 información	de	carácter	confidencial	o	restringida	que	haya	de
presentarse	en	la	práctica	de	la	prueba.
8.	a)	Al	comenzar	el	juicio,	la	sala	de	primera	instancia	dará	lectura	ante	el
acusado	de	los	cargos	confirmados	anteriormente	por	la	sala	de	cuestiones
preliminares.	La	sala	de	primera	 instancia	se	cerciorará	de	que	el	acusado
comprende	 la	naturaleza	de	 los	cargos.	Dará	al	acusado	 la	oportunidad	de
declararse	 culpable	 de	 conformidad	 con	 el	 artículo	 65	 o	 de	 declararse
inocente;
b)	 Durante	 el	 juicio,	 el	 magistrado	 presidente	 podrá	 impartir	 directivas
para	 la	 sustanciación	 del	 juicio,	 en	 particular	 para	 que	 este	 sea	 justo	 e
imparcial.	 Con	 sujeción	 a	 las	 directivas	 que	 imparta	 el	 magistrado
presidente,	 las	 partes	 podrán	 presentar	 pruebas	 de	 conformidad	 con	 las
disposiciones	del	presente	estatuto.
9.	La	sala	de	primera	instancia	podrá,	a	petición	de	una	de	las	partes	o	de
oficio,	entre	otras	cosas:
a)	Decidir	sobre	la	admisibilidad	o	pertinencia	de	las	pruebas;
b)	 Tomar	 todas	 las	 medidas	 necesarias	 para	 mantener	 el	 orden	 en	 las
audiencias.
10.	La	sala	de	primera	instancia	hará	que	el	secretario	lleve	y	conserve	un
expediente	 completo	 del	 juicio,	 en	 el	 que	 se	 consignen	 fielmente	 las
diligencias	practicadas.
ART.	65.—Procedimiento	en	caso	de	declaración	de	culpabilidad.
1.	 Si	 el	 acusado	 se	 declara	 culpable	 en	 las	 condiciones	 indicadas	 en	 el
párrafo	8	a)	del	artículo	64,	la	sala	de	primera	instancia	determinará:
a)	 Si	 el	 acusado	 comprende	 la	 naturaleza	 y	 las	 consecuencias	 de	 la
declaración	de	culpabilidad;
b)	 Si	 esa	 declaración	 ha	 sido	 formulada	 voluntariamente	 tras	 suficiente
consulta	con	el	abogado	defensor;	y
c)	Si	 la	declaración	de	culpabilidad	está	corroborada	por	 los	hechos	de	 la
causa	conforme	a:
i)	Los	cargos	presentados	por	el	fiscal	y	aceptados	por	el	acusado;
ii)	 Las	 piezas	 complementarias	 de	 los	 cargos	 presentados	 por	 el	 fiscal	 y
aceptados	por	el	acusado;	y
iii)	Otras	pruebas,	como	declaraciones	de	testigos,	presentadas	por	el	fiscal
o	el	acusado.
2.	 La	 sala	 de	 primera	 instancia,	 de	 constatar	 que	 se	 cumplen	 las
condiciones	 a	 que	 se	 hace	 referencia	 en	 el	 párrafo	 1,	 considerará	 que	 la
declaración	de	culpabilidad,	junto	con	las	pruebas	adicionales	presentadas,
constituye	un	reconocimiento	de	todos	los	hechos	esenciales	que	configuran
el	crimen	del	cual	se	ha	declarado	culpable	el	acusado	y	podrá	condenarlo
por	ese	crimen.
3.	 La	 sala	 de	 primera	 instancia,	 de	 constatar	 que	 no	 se	 cumplen	 las
condiciones	a	que	se	hace	referencia	en	el	párrafo	1,	 tendrá	 la	declaración
de	 culpabilidad	 por	 no	 formulada	 y,	 en	 ese	 caso,	 ordenará	 que	 prosiga	 el
juicio	 con	 arreglo	 al	 procedimiento	 ordinario	 estipulado	 en	 el	 presente
estatuto	y	podrá	remitir	la	causa	a	otra	sala	de	primera	instancia.
4.	La	sala	de	primera	instancia,	cuando	considere	necesaria	en	interés	de	la
justicia	 y	 en	 particular	 en	 interés	 de	 las	 víctimas,	 una	 presentación	 más
completa	de	los	hechos	de	la	causa,	podrá:
a)	Pedir	al	fiscal	que	presente	pruebas	adicionales,	inclusive	declaraciones
de	testigos;	o
b)	 Ordenar	 que	 prosiga	 el	 juicio	 con	 arreglo	 al	 procedimiento	 ordinario
estipulado	 en	 el	 presente	 estatuto,	 en	 cuyo	 caso	 tendrá	 la	 declaración	 de
culpabilidad	 por	 no	 formulada	 y	 podrá	 remitir	 la	 causa	 a	 otra	 sala	 de
primera	instancia.
5.	 Las	 consultas	 que	 celebren	 el	 fiscal	 y	 la	 defensa	 respecto	 de	 la
modificación	 de	 los	 cargos,	 la	 declaración	 de	 culpabilidad	 o	 la	 pena	 que
habrá	de	imponerse	no	serán	obligatorias	para	la	Corte.
ART.	66.—Presunción	de	inocencia.
1.	 Se	 presumirá	 que	 toda	 persona	 es	 inocente	mientras	 no	 se	 pruebe	 su
culpabilidad	ante	la	Corte	de	conformidad	con	el	derecho	aplicable.
2.	Incumbirá	al	fiscal	probar	la	culpabilidad	del	acusado.
3.	Para	dictar	sentencia	condenatoria,	la	Corte	deberá	estar	convencida	de
la	culpabilidad	del	acusado	más	allá	de	toda	duda	razonable.
ART.	67.—Derechos	del	acusado.
1.	En	la	determinación	de	cualquier	cargo,	el	acusado	tendrá	derecho	a	ser
oído	públicamente,	habida	cuenta	de	las	disposiciones	del	presente	estatuto,
y	 a	 una	 audiencia	 justa	 e	 imparcial,	 así	 como	 a	 las	 siguientes	 garantías
mínimas	en	pie	de	plena	igualdad:
a)	 A	 ser	 informado	 sin	 demora	 y	 en	 forma	 detallada,	 en	 un	 idioma	 que
comprenda	y	hable	perfectamente,	de	la	naturaleza,	la	causa	y	el	contenido
de	los	cargos	que	se	le	imputan;
b)	A	disponer	del	tiempo	y	de	los	medios	adecuados	para	la	preparación	de
su	defensa	y	a	comunicarse	libre	y	confidencialmente	con	un	defensor	de	su
elección;
c)	A	ser	juzgado	sin	dilaciones	indebidas;
d)	Con	 sujeción	a	 lo	dispuesto	en	el	párrafo	2	del	 artículo	63,	 el	 acusado
tendrá	 derecho	 a	 hallarse	 presente	 en	 el	 proceso	 y	 a	 defenderse
personalmente	 o	 ser	 asistido	 por	 un	 defensor	 de	 su	 elección;	 a	 ser
informado,	 si	 no	 tuviera	 defensor,	 del	 derecho	 que	 le	 asiste	 a	 tenerlo	 y,
siempre	que	el	interés	de	la	justicia	lo	exija,	a	que	se	le	nombre	defensor	de
oficio,	gratuitamente	si	careciere	de	medios	suficientes	para	pagarlo;
e)	 A	 interrogar	 o	 hacer	 interrogar	 a	 los	 testigos	 de	 cargo	 y	 a	 obtener	 la
comparecencia	de	los	testigos	de	descargo	y	que	estos	sean	interrogados	en
las	mismas	condiciones	que	los	testigos	de	cargo.	El	acusado	tendrá	derecho
también	 a	 oponer	 excepciones	 y	 a	 presentar	 cualquier	 otra	 prueba
admisible	de	conformidad	con	el	presente	estatuto;
f)	A	 ser	asistido	gratuitamente	por	un	 intérprete	 competente	y	a	obtener
las	 traducciones	necesarias	para	satisfacer	 los	requisitos	de	equidad,	si	en
las	actuaciones	ante	la	Corte	o	en	los	documentos	presentados	a	la	Corte	se
emplea	un	idioma	que	no	comprende	y	no	habla;
g)	A	no	ser	obligado	a	declarar	contra	sí	mismo	ni	a	declararse	culpable	y	a
guardar	 silencio,	 sin	 que	 ello	 pueda	 tenerse	 en	 cuenta	 a	 los	 efectos	 de
determinar	su	culpabilidad	o	inocencia;
h)	A	declarar	de	palabra	o	por	escrito	en	su	defensa	sin	prestar	juramento;
e
i)	A	que	no	se	invierta	la	carga	de	la	prueba	ni	le	sea	impuesta	la	carga	de
presentar	contrapruebas.
2.	 Además	 de	 cualquier	 otra	 divulgación	 de	 información	 estipulada	 en	 el
presente	 estatuto,	 el	 fiscal	 divulgará	 a	 la	 defensa,	 tan	 pronto	 como	 sea
posible,	las	pruebas	que	obren	en	su	poder	o	estén	bajo	su	control	y	que,	a
su	juicio,	indiquen	o	tiendan	a	indicar	la	inocencia	del	acusado,	o	a	atenuar
su	 culpabilidad,	 o	 que	 puedan	 afectar	 a	 la	 credibilidad	 de	 las	 pruebas	 de
cargo.	 En	 caso	 de	 duda	 acerca	 de	 la	 aplicación	 de	 este	 párrafo,	 la	 Corte
decidirá.
ART.	68.—Protección	de	 las	víctimas	y	 los	 testigos	y	su	participación
en	las	actuaciones.
1.	La	Corte	adoptará	las	medidas	adecuadas	para	proteger	la	seguridad,	el
bienestar	físico	y	psicológico,	la	dignidad	y	la	vida	privada	de	las	víctimas	y
los	 testigos.	 Con	 este	 fin,	 la	 Corte	 tendrá	 en	 cuenta	 todos	 los	 factores
pertinentes,	 incluidos	 la	 edad,	 el	 género,	 definido	 en	 el	 párrafo	 3º	 del
artículo	7º,	y	 la	 salud,	así	 como	 la	 índole	del	 crimen,	en	particular	cuando
éste	 entrañe	 violencia	 sexual	 o	 por	 razones	 de	 género,	 o	 violencia	 contra
niños.
En	especial,	el	fiscal	adoptará	estas	medidas	en	el	curso	de	la	investigación
y	el	enjuiciamiento	de	tales	crímenes.	Estas	medidas	no	podrán	redundar	en
perjuicio	 de	 los	 derechos	 del	 acusado	 o	 de	 un	 juicio	 justo	 e	 imparcial	 ni
serán	incompatibles	con	estos.
2.	 Como	 excepción	 al	 principio	 del	 carácter	 público	 de	 las	 audiencias
establecido	en	el	artículo	67,	las	salas	de	la	corte	podrán,	a	fin	de	proteger	a
las	víctimas	y	los	testigos	o	a	un	acusado,	decretar	que	una	parte	del	juicio
se	 celebre	 a	 puerta	 cerrada	 o	 permitir	 la	 presentación	 de	 pruebas	 por
medios	 electrónicos	 u	 otros	medios	 especiales.	 En	 particular,	 se	 aplicarán
estas	medidas	en	el	caso	de	una	víctima	de	agresión	sexual	o	de	un	menor
de	edad	que	sea	víctima	o	testigo,	salvo	decisión	en	contrario	adoptada	por
la	Corte	atendiendo	a	todas	las	circunstancias,	especialmente	la	opinión	de
la	víctima	o	el	testigo.
3.	La	Corte	permitirá,	en	las	fases	del	juicio	que	considere	conveniente,	que
se	 presenten	 y	 tengan	 en	 cuenta	 las	 opiniones	 y	 observaciones	 de	 las
víctimas	 si	 se	 vieren	 afectados	 sus	 intereses	 personales	 y	 de	 una	manera
que	no	redunde	en	detrimento	de	 los	derechos	del	acusado	o	de	un	 juicio
justo	e	 imparcial	ni	sea	 incompatible	con	estos.	Los	representantes	 legales
de	las	víctimas	podrán	presentar	dichas	opiniones	y	observaciones	cuando
la	 Corte	 lo	 considere	 conveniente	 y	 de	 conformidad	 con	 las	 reglas	 de
procedimiento	y	prueba.
4.	La	dependencia	de	víctimas	y	testigos	podrá	asesorar	al	fiscal	y	a	la	Corte
acerca	 de	 las	 medidas	 adecuadas	 de	 protección,	 los	 dispositivos	 de
seguridad,	 el	 asesoramiento	 y	 la	 asistencia	 a	 que	 se	 hace	 referencia	 en	 el
párrafo	6	del	artículo	43.
5.	Cuando	la	divulgación	de	pruebas	o	información	de	conformidad	con	el
presente	estatuto	entrañare	un	peligro	grave	para	la	seguridad	de	un	testigo
o	de	su	familia,	el	fiscal	podrá,	a	los	efectos	de	cualquier	diligencia	anterior
al	juicio,	no	presentar	dichas	pruebas	o	información	y	presentar	en	cambio
un	 resumen	 de	 estas.	 Las	medidas	 de	 esta	 índole	 no	 podrán	 redundar	 en
perjuicio	 de	 los	 derechos	 del	 acusado	 o	 de	 un	 juicio	 justo	 e	 imparcial	 ni
serán	incompatibles	con	éstos.
6.	 Todo	 Estado	 podrá	 solicitar	 que	 se	 adopten	 las	 medidas	 necesarias
respecto	 de	 la	 protección	 de	 sus	 funcionarios	 o	 agentes,	 así	 como	 de	 la
protección	de	información	de	carácter	confidencial	o	restringido.
ART.	69.—Práctica	de	las	pruebas.
1.	Antes	de	declarar,	cada	testigo	se	comprometerá,	de	conformidad	con	las
reglas	de	procedimiento	y	prueba,	a	decir	verdad	en	su	testimonio.
2.	 La	 prueba	 testimonial	 deberá	 rendirse	 en	 persona	 en	 el	 juicio,	 salvo
cuando	se	apliquen	las	medidas	establecidas	en	el	artículo	68	o	en	las	reglas
de	 procedimiento	 y	 prueba.	 Así	mismo,	 la	 Corte	 podrá	 permitir	 al	 testigo
que	preste	testimonio	oralmente	o	por	medio	de	una	grabación	de	vídeo	o
audio,	 así	 como	 que	 se	 presenten	 documentos	 o	 transcripciones	 escritas,
con	 sujeción	 al	 presente	 estatuto	 y	 de	 conformidad	 con	 las	 reglas	 de
procedimiento	y	prueba.	Estas	medidas	no	podrán	redundar	en	perjuicio	de
los	derechos	del	acusado	ni	serán	incompatibles	con	estos.
3.	 Las	 partes	 podrán	 presentar	 pruebas	 pertinentes	 a	 la	 causa,	 de
conformidad	con	el	artículo	64.	La	Corte	estará	 facultada	para	pedir	 todas
las	pruebas	que	 considere	necesarias	para	determinar	 la	 veracidad	de	 los
hechos.
4.	La	Corte	podrá	decidir	sobre	la	pertinencia	o	admisibilidad	de	cualquier
prueba,	 teniendo	 en	 cuenta,	 entre	 otras	 cosas,	 su	 valor	 probatorio	 y
cualquier	perjuicio	que	pueda	 suponer	para	un	 juicio	 justo	o	para	 la	 justa
evaluación	del	 testimonio	de	un	 testigo,	 de	 conformidad	 con	 las	 reglas	de
procedimiento	y	prueba.
5.	La	Corte	respetará	los	privilegios	de	confidencialidad	establecidos	en	las
reglas	de	procedimiento	y	prueba.
6.	La	Corte	no	exigirá	prueba	de	los	hechos	de	dominio	público,	pero	podrá
incorporarlos	en	autos.
7.	 No	 serán	 admisibles	 las	 pruebas	 obtenidas	 como	 resultado	 de	 una
violación	 del	 presente	 estatuto	 o	 de	 las	 normas	 de	 derechos	 humanos
internacionalmente	reconocidas	cuando:
a)	Esa	violación	suscite	serias	dudas	sobre	la	fiabilidad	de	las	pruebas;	o
b)	 Su	 admisión	 atente	 contra	 la	 integridad	del	 juicio	 o	 redunde	 en	 grave
desmedro	de	él.
8.	La	Corte,	al	decidir	sobre	la	pertinencia	o	la	admisibilidad	de	las	pruebas
presentadas	por	un	Estado,	no	podrá	pronunciarse	 sobre	 la	 aplicación	del
derecho	interno	de	ese	Estado.
ART.	70.—Delitos	contra	la	administración	de	justicia.
1.	 La	 Corte	 tendrá	 competencia	 para	 conocer	 de	 los	 siguientes	 delitos
contra	 la	 administración	 de	 justicia,	 siempre	 y	 cuando	 se	 cometan
intencionalmente:
a)	 Dar	 falso	 testimonio	 cuando	 se	 esté	 obligado	 a	 decir	 verdad	 de
conformidad	con	el	párrafo	1	del	artículo	69;
b)	Presentar	pruebas	a	sabiendas	de	que	son	falsas	o	han	sido	falsificadas;
c)	 Corromper	 a	 un	 testigo,	 obstruir	 su	 comparecencia	 o	 testimonio	 o
interferir	 en	 ellos,	 tomar	 represalias	 contra	un	 testigo	por	 su	declaración,
destruir	o	alterar	pruebas	o	interferir	en	las	diligencias	de	prueba;
d)	Poner	 trabas,	 intimidar	o	corromper	a	un	 funcionario	de	 la	Corte	para
obligarlo	 o	 inducirlo	 a	 que	 no	 cumpla	 sus	 funciones	 o	 a	 que	 lo	 haga	 de
manera	indebida;
e)	 Tomar	 represalias	 contra	 un	 funcionario	 de	 la	 Corte	 en	 razón	 de
funciones	que	haya	desempeñado	él	u	otro	funcionario;	y
f)	Solicitar	o	aceptar	un	soborno	en	calidad	de	funcionario	de	la	Corte	y	en
relación	con	sus	funciones	oficiales.
2.	 Las	 reglas	 de	 procedimiento	 y	 prueba	 establecerán	 los	 principios	 y
procedimientos	 que	 regulen	 el	 ejercicio	 por	 la	 Corte	 de	 su	 competencia
sobre	 los	 delitos	 a	 que	 se	 hace	 referencia	 en	 el	 presente	 artículo.	 Las
condiciones	 de	 la	 cooperación	 internacional	 con	 la	 Corte	 respecto	 de	 las
actuaciones	que	realice	de	conformidad	con	el	presente	artículo	se	regirán
por	el	derecho	interno	del	Estado	requerido.
3.	En	caso	de	decisión	condenatoria,	 la	Corte	podrá	 imponer	una	pena	de
reclusión	 no	 superior	 a	 cinco	 años	 o	 una	 multa,	 o	 ambas	 penas,	 de
conformidad	con	las	reglas	de	procedimiento	y	prueba.
4.	a)	Todo	Estado	parte	hará	extensivas	sus	leyes	penales	que	castiguen	los
delitos	contra	 la	 integridad	de	su	propio	procedimiento	de	 investigación	o
enjuiciamiento	 a	 los	 delitos	 contra	 la	 administración	 de	 justicia	 a	 que	 se
hace	referencia	en	el	presente	artículo	y	sean	cometidos	en	su	territorio	o
por	uno	de	sus	nacionales;
b)	 A	 solicitud	 de	 la	 Corte,	 el	 Estado	 parte,	 siempre	 que	 lo	 considere
apropiado,	someterá	el	asunto	a	sus	autoridades	competentes	a	los	efectos
del	 enjuiciamiento.	 Esas	 autoridades	 conocerán	 de	 tales	 asuntos	 con
diligencia	y	asignarán	medios	suficientes	para	que	las	causas	se	sustancien
en	forma	eficaz.
ART.	71.—Sanciones	por	faltas	de	conducta	en	la	Corte.
1.	En	 caso	de	 faltas	de	 conducta	de	personas	presentes	 en	 la	Corte,	 tales
como	 perturbar	 las	 audiencias	 o	 negarse	 deliberadamente	 a	 cumplir	 sus
órdenes	la	Corte	podrá	imponer	sanciones	administrativas,	que	no	entrañen
privación	de	la	libertad,	como	expulsión	temporal	o	permanente	de	la	sala,
multa	u	otras	medidas	similares	establecidas	en	las	reglas	de	procedimiento
y	prueba.
2.	El	procedimiento	para	imponer	las	medidas	a	que	se	refiere	el	párrafo	1
se	regirá	por	las	reglas	de	procedimiento	y	prueba.
ART.	 72.—Protección	 de	 información	 que	 afecte	 a	 la	 seguridad
nacional.
1.	 El	 presente	 artículo	 será	 aplicable	 en	 todos	 los	 casos	 en	 que	 la
divulgación	de	 información	o	documentos	de	un	Estado	pueda,	 a	 juicio	de
éste,	 afectar	 a	 los	 intereses	 de	 su	 seguridad	 nacional.	 Esos	 casos	 son	 los
comprendidos	en	el	ámbito	de	los	párrafos	2	y	3	del	artículo	56,	el	párrafo	3
del	artículo	61,	el	párrafo	3	del	artículo	64,	el	párrafo	2	del	artículo	67,	el
párrafo	 6	 del	 artículo	 68,	 el	 párrafo	 6	 del	 artículo	 87	 y	 el	 artículo	 93,	 así
como	 los	que	 se	presenten	en	 cualquier	otra	 fase	del	procedimiento	en	el
contexto	de	esa	divulgación.
2.	El	presente	artículo	se	aplicará	también	cuando	una	persona	a	quien	se
haya	 solicitado	 información	 o	 pruebas	 se	 niegue	 a	 presentarlas	 o	 haya
pedido	un	pronunciamiento	del	Estado	porque	su	divulgación	afectaría	a	los
intereses	 de	 la	 seguridad	nacional	 del	 Estado,	 y	 el	 Estado	de	 que	 se	 trate
confirme	 que,	 a	 su	 juicio,	 esa	 divulgación	 afectaría	 a	 los	 intereses	 de	 su
seguridad	nacional.
3.	Nada	de	lo	dispuesto	en	el	presente	artículo	afectará	a	los	privilegios	de
confidencialidad	 a	 que	 se	 refieren	 los	 apartados	 e)	 y	 f)	 del	 párrafo	 3	 del
artículo	54	ni	la	aplicación	del	artículo	73.
4.	Si	un	Estado	tiene	conocimiento	de	qué	información	o	documentos	suyos
están	siendo	divulgados	o	pueden	serlo	en	cualquier	fase	del	procedimiento
y	estima	que	esa	divulgación	afectaría	a	sus	intereses	de	seguridad	nacional,
tendrá	derecho	a	pedir	que	 la	 cuestión	 se	 resuelva	de	 conformidad	con	el
presente	artículo.
5.	 El	 Estado	 a	 cuyo	 juicio	 la	 divulgación	 de	 información	 afectaría	 a	 sus
intereses	 de	 seguridad	 nacional	 adoptará,	 actuando	 en	 conjunto	 con	 el
fiscal,	 la	 defensa,	 la	 sala	 de	 cuestiones	 preliminares	 o	 la	 sala	 de	 primera
instancia	 según	 sea	el	 caso,	 todas	 las	medidas	 razonables	para	 resolver	 la
cuestión	por	medio	de	la	cooperación.	Esas	medidas	podrán	ser,	entre	otras,
las	siguientes:
a)	La	modificación	o	aclaración	de	la	solicitud;
b)	Una	decisión	de	la	Corte	respecto	de	la	pertinencia	de	la	información	o
de	 las	 pruebas	 solicitadas,	 o	 una	 decisión	 sobre	 si	 las	 pruebas,	 aunque
pertinentes,	 pudieran	 obtenerse	 o	 se	 hubieran	 obtenido	 de	 una	 fuente
distinta	del	Estado;
c)	La	obtención	de	la	información	o	las	pruebas	de	una	fuente	distinta	o	en
una	forma	diferente;	o
d)	 Un	 acuerdo	 sobre	 las	 condiciones	 en	 que	 se	 preste	 la	 asistencia,	 que
incluya,	 entre	 otras	 cosas,	 la	 presentación	 de	 resúmenes	 o	 exposiciones,
restricciones	 a	 la	 divulgación,	 la	 utilización	 de	 procedimientos	 a	 puerta
cerrada	o	ex	parte,	u	otras	medidas	de	protección	permitidas	con	arreglo	al
estatuto	o	las	reglas	de	procedimiento	y	prueba.
6.	 Una	 vez	 que	 se	 hayan	 adoptado	 todas	 las	 medidas	 razonables	 para
resolver	la	cuestión	por	medio	de	la	cooperación,	el	Estado,	si	considera	que
la	 información	 o	 los	 documentos	 no	 pueden	 proporcionarse	 ni	 divulgarse
por	medio	alguno	ni	bajo	ninguna	condición	sin	perjuicio	de	sus	intereses	de
seguridad	nacional,	notificará	al	fiscal	o	a	la	Corte	las	razones	concretas	de
su	decisión,	a	menos	que	la	indicación	concreta	de	esas	razones	perjudique
necesariamente	los	intereses	de	seguridad	nacional	del	Estado.
7.	 Posteriormente,	 si	 la	 Corte	 decide	 que	 la	 prueba	 es	 pertinente	 y
necesaria	para	determinar	la	culpabilidad	o	la	inocencia	del	acusado,	podrá
adoptar	las	disposiciones	siguientes:
a)	Cuando	se	solicite	la	divulgación	de	la	información	o	del	documento	de
conformidad	con	una	solicitud	de	cooperación	con	arreglo	a	la	parte	IX	del
presente	 estatuto	 o	 en	 las	 circunstancias	 a	 que	 se	 refiere	 el	 párrafo	 2	 del
presente	 artículo,	 y	 el	 Estado	 hiciere	 valer	 para	 denegarla	 el	 motivo
indicado	en	el	párrafo	4	del	artículo	93:
i)	La	Corte	podrá,	antes	de	adoptar	una	de	las	conclusiones	a	que	se	refiere
el	 inciso	 ii)	del	apartado	a)	del	párrafo	7,	solicitar	nuevas	consultas	con	el
fin	de	oír	las	razones	del	Estado.	La	Corte,	si	el	Estado	lo	solicita,	celebrará
las	consultas	a	puerta	cerrada	y	ex	parte;
ii)	 Si	 la	 Corte	 llega	 a	 la	 conclusión	 de	 que,	 al	 hacer	 valer	 el	 motivo	 de
denegación	indicado	en	el	párrafo	4	del	artículo	93,	dadas	las	circunstancias
del	 caso,	 el	 Estado	 requerido	 no	 está	 actuando	 de	 conformidad	 con	 las
obligaciones	que	 le	 impone	el	presente	estatuto,	podrá	 remitir	 la	 cuestión
de	conformidad	con	el	párrafo	7	del	artículo	87,	especificando	 las	razones
de	su	conclusión;	y
iii)	La	Corte,	en	el	juicio	del	acusado,	podrá	extraer	las	inferencias	respecto
de	la	existencia	o	inexistencia	de	un	hecho	que	sean	apropiadas	en	razón	de
las	circunstancias;	o
b)	En	todas	las	demás	circunstancias
i)	Ordenar	la	divulgación;	o
ii)	 Si	 no	 ordena	 la	 divulgación,	 extraer	 las	 inferencias	 relativas	 a	 la
culpabilidad	o	a	la	inocencia	del	acusado	que	sean	apropiadas	en	razón	de
las	circunstancias.
ART.	73.—Información	o	documentos	de	terceros.	La	Corte,	si	pide	a	un
Estado	parte	que	le	proporcione	información	o	un	documento	que	esté	bajo
su	custodia,	posesión	o	control	y	que	le	haya	sido	divulgado	por	un	Estado,
una	 organización	 intergubernamental	 o	 una	 organización	 internacional	 a
título	confidencial,	recabará	el	consentimiento	de	su	autor	para	divulgar	la
información	o	el	documento.	Si	el	autor	es	un	Estado	parte,	podrá	consentir
en	divulgar	dicha	información	o	documento	o	comprometerse	a	resolver	la
cuestión	 con	 la	 Corte,	 con	 sujeción	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 72.	 Si	 el
autor	no	es	un	Estado	parte	y	no	consiente	en	divulgar	la	información	o	el
documento,	 el	 Estado	 requerido	 comunicará	 a	 la	 Corte	 que	 no	 puede
proporcionar	la	información	o	el	documento	de	que	se	trate	en	razón	de	la
obligación	contraída	con	su	autor	de	preservar	su	carácter	confidencial.
ART.	74.—Requisitos	para	el	fallo.
1.	Todos	los	magistrados	de	la	sala	de	primera	instancia	estarán	presentes
en	cada	fase	del	 juicio	y	en	todas	sus	deliberaciones.	La	presidencia	podrá
designar	 para	 cada	 causa	 y	 según	 estén	 disponibles	 uno	 o	 varios
magistrados	 suplentes	 para	 que	 asistan	 a	 todas	 las	 fases	 del	 juicio	 y
sustituyan	a	cualquier	miembro	de	la	sala	de	primera	instancia	que	se	vea
imposibilitado	para	seguir	participando	en	el	juicio.
2.	La	sala	de	primera	instancia	fundamentará	su	fallo	en	su	evaluación	de
las	pruebas	y	de	la	totalidad	del	juicio.	El	fallo	se	referirá	únicamente	a	los
hechos	y	las	circunstancias	descritos	en	los	cargos	o	las	modificaciones	a	los
cargos,	en	su	caso.	La	Corte	podrá	fundamentar	su	fallo	únicamente	en	 las
pruebas	presentadas	y	examinadas	ante	ella	en	el	juicio.
3.	 Los	magistrados	procurarán	adoptar	 su	 fallo	por	unanimidad,	pero,	de
no	ser	posible,	éste	será	adoptado	por	mayoría.
4.	Las	deliberaciones	de	la	sala	de	primera	instancia	serán	secretas.
5.	El	fallo	constará	por	escrito	e	incluirá	una	exposición	fundada	y	completa
de	 la	 evaluación	 de	 las	 pruebas	 y	 las	 conclusiones.	 La	 sala	 de	 primera
instancia	dictará	un	fallo.	Cuando	no	haya	unanimidad,	el	fallo	de	la	sala	de
primera	 instancia	 incluirá	 las	 opiniones	de	 la	mayoría	 y	 de	 la	minoría.	 La
lectura	del	fallo	o	de	un	resumen	de	éste	se	hará	en	sesión	pública.
ART.	75.—Reparación	a	las	víctimas.
1.	 La	 Corte	 establecerá	 principios	 aplicables	 a	 la	 reparación,	 incluidas	 la
restitución,	 la	 indemnización	y	 la	 rehabilitación,	que	ha	de	otorgarse	a	 las
víctimas	o	a	sus	causahabientes.	Sobre	esta	base,	la	Corte,	previa	solicitud	o
de	oficio	en	circunstancias	excepcionales,	podrá	determinar	en	su	decisión
el	alcance	y	 la	magnitud	de	los	daños,	pérdidas	o	perjuicios	causados	a	 las
víctimas	o	a	sus	causahabientes,	indicando	los	principios	en	que	se	funda.
2.	La	Corte	podrá	dictar	directamente	una	decisión	contra	el	condenado	en
la	que	 indique	 la	 reparación	adecuada	que	ha	de	otorgarse	 a	 las	 víctimas,
incluidas	 la	 restitución,	 la	 indemnización	 y	 la	 rehabilitación.	 Cuando
proceda,	 la	Corte	podrá	ordenar	que	la	 indemnización	otorgada	a	título	de
reparación	 se	 pague	 por	 conducto	 del	 fondo	 fiduciario	 previsto	 en	 el
artículo	79.
3.	La	Corte,	antes	de	tomar	una	decisión	con	arreglo	a	este	artículo,	tendrá
en	 cuenta	 las	 observaciones	 formuladas	 por	 el	 condenado,	 las	 víctimas,
otras	personas	o	estados	que	tengan	un	interés,	o	las	que	se	formulen	en	su
nombre.
4.	Al	 ejercer	 sus	 atribuciones	de	 conformidad	 con	 el	 presente	 artículo,	 la
Corte,	una	vez	que	una	persona	sea	declarada	culpable	de	un	crimen	de	su
competencia,	 podrá	 determinar	 si,	 a	 fin	 de	 dar	 efecto	 a	 una	 decisión	 que
dicte	 de	 conformidad	 con	 este	 artículo,	 es	 necesario	 solicitar	medidas	 de
conformidad	con	el	párrafo	1	del	artículo	93.
5.	Los	estados	partes	darán	efecto	a	la	decisión	dictada	con	arreglo	a	este
artículo	como	si	 las	disposiciones	del	artículo	109	se	aplicarán	al	presente
artículo.
6.	 Nada	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 presente	 artículo	 podrá	 interpretarse	 en
perjuicio	de	los	derechos	de	las	víctimas	con	arreglo	al	derecho	interno	o	el
derecho	internacional.
ART.	76.—Fallo	condenatorio
1.	 En	 caso	 de	 que	 se	 dicte	 un	 fallo	 condenatorio,	 la	 sala	 de	 primera
instancia	fijará	la	pena	que	proceda	imponer,	para	lo	cual	tendrá	en	cuenta
las	pruebas	practicadas	y	las	conclusiones	relativas	a	la	pena	que	se	hayan
hecho	en	el	proceso.
2.	 Salvo	 en	el	 caso	 en	que	 sea	 aplicable	 el	 artículo	65,	 la	 sala	de	primera
instancia	 podrá	 convocar	 de	 oficio	 una	 nueva	 audiencia,	 y	 tendrá	 que
hacerlo	 si	 lo	 solicitan	 el	 fiscal	 o	 el	 acusado	 antes	 de	 que	 concluya	 la
instancia,	 a	 fin	de	practicar	diligencias	de	prueba	o	escuchar	 conclusiones
adicionales	 relativas	 a	 la	 pena,	 de	 conformidad	 con	 las	 reglas	 de
procedimiento	y	prueba.
3.	En	el	caso	en	que	sea	aplicable	el	párrafo	2,	en	la	audiencia	a	que	se	hace
referencia	en	ese	párrafo	o,	de	ser	necesario,	en	una	audiencia	adicional	se
escucharán	las	observaciones	que	se	hagan	en	virtud	del	artículo	75.
4.	 La	 pena	 será	 impuesta	 en	 audiencia	 pública	 y,	 de	 ser	 posible,	 en
presencia	del	acusado.
PARTE	VII
De	las	penas
ART.	77.—Penas	aplicables.
1.	La	Corte	podrá,	con	sujeción	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	110,	imponer	a
la	 persona	 declarada	 culpable	 de	 uno	 de	 los	 crímenes	 a	 que	 se	 hace
referencia	 en	 el	 artículo	 5º	 del	 presente	 estatuto	 una	 de	 las	 penas
siguientes:
a)	La	reclusión	por	un	número	determinado	de	años	que	no	exceda	de	30
años;	o
b)	 La	 reclusión	 a	 perpetuidad	 cuando	 lo	 justifiquen	 la	 extrema	 gravedad
del	crimen	y	las	circunstancias	personales	del	condenado.
2.	Además	de	la	reclusión,	la	Corte	podrá	imponer:
a)	 Una	 multa	 con	 arreglo	 a	 los	 criterios	 enunciados	 en	 las	 reglas	 de
procedimiento	y	prueba;
b)	El	decomiso	del	producto,	los	bienes	y	los	haberes	procedentes	directa	o
indirectamente	de	dicho	crimen,	sin	perjuicio	de	los	derechos	de	terceros	de
buena	fe.
ART.	78.—Imposición	de	la	pena.
1.	Al	imponer	una	pena,	la	Corte	tendrá	en	cuenta,	de	conformidad	con	las
reglas	 de	 procedimiento	 y	 prueba,	 factores	 tales	 como	 la	 gravedad	 del
crimen	y	las	circunstancias	personales	del	condenado.
2.	La	Corte,	al	imponer	una	pena	de	reclusión,	abonará	el	tiempo	que,	por
orden	 suya,	 haya	 estado	 detenido	 el	 condenado.	 La	 Corte	 podrá	 abonar
cualquier	otro	período	de	detención	cumplido	en	relación	con	 la	conducta
constitutiva	del	delito.
3.	Cuando	una	persona	haya	sido	declarada	culpable	de	más	de	un	crimen,
la	Corte	impondrá	una	pena	para	cada	uno	de	ellos	y	una	pena	común	en	la
que	se	especifique	la	duración	total	de	la	reclusión.	La	pena	no	será	inferior
a	la	más	alta	de	cada	una	de	las	penas	impuestas	y	no	excederá	de	30	años
de	reclusión	o	de	una	pena	de	reclusión	a	perpetuidad	de	conformidad	con
el	párrafo	1	b)	del	artículo	77.
ART.	79.—Fondo	fiduciario.
1.	Por	decisión	de	la	asamblea	de	los	estados	partes	se	establecerá	un	fondo
fiduciario	en	beneficio	de	las	víctimas	de	crímenes	de	la	competencia	de	la
Corte	y	de	sus	familias.
2.	La	Corte	podrá	ordenar	que	las	sumas	y	los	bienes	que	reciba	a	título	de
multa,	decomiso	sean	transferidos	al	fondo	fiduciario.
3.	 El	 fondo	 fiduciario	 será	 administrado	 según	 los	 criterios	 que	 fije	 la
asamblea	de	los	estados	partes.
ART.	 80.—El	 estatuto,	 la	 aplicación	 de	 penas	 por	 los	 países	 y	 la
legislación	 nacional.	 Nada	 de	 lo	 dispuesto	 en	 la	 presente	 parte	 se
entenderá	 en	 perjuicio	 de	 la	 aplicación	 por	 los	 estados	 de	 las	 penas
prescritas	por	su	 legislación	nacional	ni	de	 la	 legislación	de	 los	estados	en
que	no	existan	las	penas	prescritas	en	la	presente	parte.
PARTE	VIII
De	la	apelación	y	la	revisión
ART.	81.—Apelación	del	fallo	condenatorio	o	absolutorio	o	de	la	pena.
1.	Los	fallos	dictados	de	conformidad	con	el	artículo	74	serán	apelables	de
conformidad	con	las	reglas	de	procedimiento	y	prueba,	según	se	dispone	a
continuación:
a)	El	fiscal	podrá	apelar	por	alguno	de	los	motivos	siguientes:
i)	Vicio	de	procedimiento;
ii)	Error	de	hecho;	o
iii)	Error	de	derecho;
b)	El	condenado,	o	el	 fiscal	en	su	nombre,	podrá	apelar	por	alguno	de	 los
motivos	siguientes:
i)	Vicio	de	procedimiento;
ii)	Error	de	hecho;
iii)	Error	de	derecho;
iv)	 Cualquier	 otro	 motivo	 que	 afecte	 a	 la	 justicia	 o	 a	 la	 regularidad	 del
proceso	o	del	fallo.
2.	 a)	 El	 fiscal	 o	 el	 condenado	 podrán	 apelar	 de	 una	 pena	 impuesta,	 de
conformidad	 con	 las	 reglas	 de	 procedimiento	 y	 prueba,	 en	 razón	 de	 una
desproporción	entre	el	crimen	y	la	pena;
b)	La	Corte,	si	al	conocer	de	la	apelación	de	una	pena	impuesta,	considerase
que	hay	fundamentos	para	revocar	la	condena	en	todo	o	parte,	podrá	invitar
al	 fiscal	 y	 al	 condenado	 a	 que	 presenten	 sus	 argumentos	 de	 conformidad
con	 los	 apartados	a)	o	b)	del	párrafo	1	del	 artículo	81	y	podrá	dictar	una
decisión	respecto	de	la	condena	de	conformidad	con	el	artículo	83;
c)	Este	procedimiento	también	será	aplicable	cuando	la	Corte,	al	conocer	de
una	 apelación	 contra	 el	 fallo	 condenatorio	 únicamente,	 considere	que	hay
fundamentos	para	reducir	la	pena	en	virtud	del	párrafo	2	a).
3.	a)	Salvo	que	la	sala	de	primera	instancia	ordene	otra	cosa,	el	condenado
permanecerá	privado	de	libertad	mientras	se	falla	la	apelación;
b)	 Cuando	 la	 duración	 de	 la	 detención	 fuese	mayor	 que	 la	 de	 la	 pena	 de
prisión	 impuesta,	el	 condenado	será	puesto	en	 libertad;	 sin	embargo,	 si	el
fiscal	 también	 apelase,	 esa	 libertad	 podrá	 quedar	 sujeta	 a	 las	 condiciones
enunciadas	en	el	apartado	siguiente;
c)	Si	 la	 sentencia	 fuere	absolutoria,	el	acusado	será	puesto	en	 libertad	de
inmediato,	con	sujeción	a	las	normas	siguientes:
i)	En	circunstancias	excepcionales	y	teniendo	en	cuenta	entre	otras	cosas,
el	riesgo	concreto	de	fuga,	la	gravedad	del	delito	y	las	probabilidades	de	que
se	dé	lugar	a	la	apelación,	la	sala	de	primera	instancia	a	solicitud	del	fiscal,
podrá	decretar	que	siga	privado	de	la	libertad	mientras	dure	la	apelación;
ii)	 Las	 decisiones	 dictadas	 por	 la	 sala	 de	 primera	 instancia	 en	 virtud	 del
inciso	 precedente	 serán	 apelables	 de	 conformidad	 con	 las	 reglas	 de
procedimiento	y	prueba.
4.	 Con	 sujeción	 a	 lo	 dispuesto	 en	 los	 apartados	 a)	 y	 b)	 del	 párrafo	 3,	 la
ejecución	de	la	decisión	o	sentencia	será	suspendida	durante	el	plazo	fijado
para	la	apelación	y	mientras	dure	el	procedimiento	de	apelación.
ART.	82.—Apelación	de	otras	decisiones.
1.	Cualquiera	de	las	partes	podrá	apelar,	de	conformidad	con	las	reglas	de
procedimiento	y	prueba,	de	las	siguientes	decisiones:
a)	Una	decisión	relativa	a	la	competencia	o	la	admisibilidad.
b)	Una	decisión	por	la	que	se	autorice	o	deniegue	la	libertad	de	la	persona
objeto	de	investigación	o	enjuiciamiento;
c)	Una	decisión	de	la	sala	de	cuestiones	preliminares	de	actuar	de	oficio	de
conformidad	con	el	párrafo	3	del	artículo	56;
d)	Una	decisión	relativa	a	una	cuestión	que	afecte	de	forma	significativa	a	la
justicia	y	a	 la	prontitud	con	que	se	sustancia	el	proceso	o	a	su	resultado	y
respecto	de	la	cual,	en	opinión	de	la	sala	de	cuestiones	preliminares	o	la	sala
de	 primera	 instancia,	 un	 dictamen	 inmediato	 de	 la	 sala	 de	 apelaciones
pueda	acelerar	materialmente	el	proceso.
2.	 El	 Estado	 de	 que	 se	 trate	 o	 el	 fiscal,	 con	 la	 autorización	 de	 la	 sala	 de
cuestiones	 preliminares,	 podrá	 apelar	 de	 una	 decisión	 adoptada	 por	 esta
sala	de	 conformidad	 con	el	párrafo	3	d)	del	 artículo	57.	La	apelación	 será
sustanciada	en	procedimiento	sumario.
3.	La	apelación	no	suspenderá	por	sí	misma	el	procedimiento	a	menos	que
la	sala	de	apelaciones	así	lo	resuelva,	previa	solicitud	y	de	conformidad	con
las	reglas	de	procedimiento	y	prueba.
4.	El	representante	 legal	de	 las	víctimas,	el	condenado	o	el	propietario	de
buena	 fe	 de	 bienes	 afectados	 por	 una	 providencia	 dictada	 en	 virtud	 del
artículo	75	podrán	apelar,	de	conformidad	con	las	reglas	de	procedimiento	y
prueba,	de	la	decisión	por	la	cual	se	conceda	reparación.
ART.	83.—Procedimiento	de	apelación.
1.	 A	 los	 efectos	 del	 procedimiento	 establecido	 en	 el	 artículo	 81	 y	 en	 el
presente	artículo,	la	sala	de	apelaciones	tendrá	todas	las	atribuciones	de	la
sala	de	primera	instancia.
2.	 La	 sala	 de	 apelaciones,	 si	 decide	 que	 las	 actuaciones	 apeladas	 fueron
injustas	y	que	ello	afecta	a	la	regularidad	del	fallo	o	la	pena	o	que	el	fallo	o	la
pena	apelados	adolecen	efectivamente	de	errores	de	hecho	o	de	derecho	o
de	vicios	de	procedimiento,	podrá:
a)	Revocar	o	enmendar	el	fallo	o	la	pena;	o
d)	(sic)	Decretar	la	celebración	de	un	nuevo	juicio	en	otra	sala	de	primera
instancia.
A	 estos	 efectos,	 la	 sala	 de	 apelaciones	 podrá	 devolver	 una	 cuestión	 de
hecho	 a	 la	 sala	 de	 primera	 instancia	 original	 para	 que	 la	 examine	 y	 le
informe	 según	 corresponda,	 o	 podrá	 ella	 misma	 pedir	 pruebas	 para
dirimirla.	El	fallo	o	la	pena	apelados	únicamente	por	el	condenado,	o	por	el
fiscal	en	nombre	de	este,	no	podrán	ser	modificados	en	perjuicio	suyo.
3.	 La	 sala	 de	 apelaciones,	 si	 al	 conocer	 de	 una	 apelación	 contra	 la	 pena,
considera	 que	 hay	 una	 desproporción	 entre	 el	 crimen	 y	 la	 pena,	 podrá
modificar	esta	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	la	parte	VII.
4.	La	sentencia	de	la	sala	de	apelaciones	será	aprobada	por	mayoría	de	los
magistrados	 que	 la	 componen	 y	 anunciada	 en	 audiencia	 pública.	 La
sentencia	enunciará	las	razones	en	que	se	funda.	De	no	haber	unanimidad,
consignará	 las	 opiniones	 de	 la	 mayoría	 y	 de	 la	 minoría,	 si	 bien	 un
magistrado	 podrá	 emitir	 una	 opinión	 separada	 o	 disidente	 sobre	 una
cuestión	de	derecho.
5.	La	sala	de	apelaciones	podrá	dictar	sentencia	en	ausencia	de	la	persona
absuelta	o	condenada.
ART.	84.—Revisión	del	fallo	condenatorio	o	de	la	pena.
1.	 El	 condenado	 o,	 después	 de	 su	 fallecimiento,	 el	 cónyuge,	 los	 hijos,	 los
padres	 o	 quien	 estuviera	 vivo	 al	 momento	 de	 la	 muerte	 del	 acusado	 y
tuviera	 instrucciones	 escritas	 del	 acusado	 de	 hacerlo,	 o	 el	 fiscal	 en	 su
nombre,	 podrá	pedir	 a	 la	 sala	de	 apelaciones	que	 revise	 el	 fallo	definitivo
condenatorio	o	la	pena	por	las	siguientes	causas:
a)	Se	hubieren	descubierto	nuevas	pruebas	que:
i)	No	se	hallaban	disponibles	a	la	época	del	juicio	por	motivos	que	no	cabría
imputar	total	o	parcialmente	a	la	parte	que	formula	la	solicitud;	y
ii)	 Son	 suficientemente	 importantes	 como	para	 que,	 de	 haberse	 valorado
en	el	juicio,	probablemente	hubieran	dado	lugar	a	otro	veredicto;
b)	Se	acabare	de	descubrir	que	un	elemento	de	prueba	decisivo,	apreciado
en	el	juicio	y	del	cual	depende	la	condena,	era	falso	o	habría	sido	objeto	de
adulteración	o	falsificación;
c)	Uno	o	más	de	los	magistrados	que	intervinieron	en	el	fallo	condenatorio
o	en	la	confirmación	de	los	cargos	han	incurrido,	en	esa	causa,	en	una	falta
grave	o	un	 incumplimiento	grave	de	magnitud	suficiente	para	 justificar	su
separación	del	cargo	de	conformidad	con	el	artículo	46.
2.	La	sala	de	apelaciones	rechazará	la	solicitud	si	la	considera	infundada.	Si
determina	que	la	solicitud	es	atendible,	podrá,	según	corresponda:
a)	Convocar	nuevamente	a	la	sala	de	primera	instancia	original;
b)	Constituir	una	nueva	sala	de	primera	instancia;	o
c)	Mantener	su	competencia	respecto	del	asunto,	para,	tras	oír	a	las	partes
en	 la	 manera	 establecida	 en	 las	 reglas	 de	 procedimiento	 y	 prueba,
determinar	si	ha	de	revisarse	la	sentencia.
ART.	85.—Indemnización	del	detenido	o	condenado.
1.	 El	 que	 haya	 sido	 ilegalmente	 detenido	 o	 recluido	 tendrá	 el	 derecho
efectivo	a	ser	indemnizado.
2.	 El	 que	 por	 decisión	 final	 hubiera	 sido	 condenado	 por	 un	 crimen	 y
hubiere	cumplido	pena	por	tal	motivo	será	 indemnizado	conforme	a	 la	 ley
de	ser	anulada	posteriormente	su	condena	en	razón	de	hechos	nuevos	que
demuestren	concluyentemente	que	hubo	un	error	judicial,	salvo	que	la	falta
de	 conocimiento	 oportuno	 de	 esos	 hechos	 le	 fuera	 total	 o	 parcialmente
imputable.
3.	En	 circunstancias	 excepcionales,	 la	Corte,	 si	 determina	 la	 existencia	de
hechos	 concluyentes	 que	 muestran	 que	 hubo	 un	 error	 judicial	 grave	 y
manifiesto	tendrá	la	facultad	discrecional	de	otorgar	una	indemnización,	de
conformidad	con	los	criterios	establecidos	en	las	reglas	de	procedimiento	y
prueba,	a	quien	hubiere	sido	puesto	en	libertad	en	virtud	de	una	sentencia
definitiva	absolutoria	o	de	un	sobreseimiento	de	la	causa	por	esa	razón.
PARTE	IX
De	la	cooperación	internacional	y	la	asistencia	judicial
ART.	86.—Obligación	general	de	cooperar.
Los	 estados	 partes,	 de	 conformidad	 con	 lo	 dispuesto	 en	 el	 presente
estatuto,	 cooperarán	 plenamente	 con	 la	 Corte	 en	 relación	 con	 la
investigación	y	el	enjuiciamiento	de	crímenes	de	su	competencia.
ART.	87.—Solicitudes	de	cooperación:	disposiciones	generales.
1.	a)	La	Corte	estará	facultada	para	formular	solicitudes	de	cooperación	a
los	estados	partes.	Estas	se	transmitirán	por	vía	diplomática	o	por	cualquier
otro	conducto	adecuado	que	haya	designado	cada	Estado	parte	a	la	fecha	de
la	ratificación,	aceptación,	aprobación	o	adhesión.
Cada	 Estado	 parte	 podrá	 cambiar	 posteriormente	 esa	 designación	 de
conformidad	con	las	reglas	de	procedimiento	y	prueba;
b)	 Cuando	 proceda,	 y	 sin	 perjuicio	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 apartado	 a),	 las
solicitudes	 podrán	 transmitirse	 también	 por	 conducto	 de	 la	 Organización
Internacional	 de	 Policía	 Criminal	 o	 de	 cualquier	 organización	 regional
competente.
2.	 Las	 solicitudes	 de	 cooperación	 y	 los	 documentos	 que	 las	 justifiquen
estarán	 redactados	 en	 un	 idioma	 oficial	 del	 Estado	 requerido,	 o
acompañados	 de	 una	 traducción	 a	 ese	 idioma,	 o	 a	 uno	 de	 los	 idiomas	 de
trabajo	de	la	Corte,	según	la	elección	que	haya	hecho	el	Estado	a	la	fecha	de
la	ratificación,	aceptación,	aprobación	o	adhesión.
El	 Estado	 parte	 podrá	 cambiar	 posteriormente	 esa	 elección	 de
conformidad	con	las	reglas	de	procedimiento	y	prueba.
3.	El	Estado	requerido	preservará	el	carácter	confidencial	de	toda	solicitud
de	cooperación	y	de	los	documentos	que	las	justifiquen,	salvo	en	la	medida
en	que	su	divulgación	sea	necesaria	para	tramitarla.
4.	Con	respecto	a	las	solicitudes	de	asistencia	presentadas	de	conformidad
con	 la	presente	parte,	 la	Corte	podrá	adoptar	 todas	 las	medidas,	 incluidas
las	 relativas	 a	 la	 protección	 de	 la	 información,	 que	 sean	 necesarias	 para
proteger	la	seguridad	y	el	bienestar	físico	o	psicológico	de	las	víctimas,	 los
posibles	 testigos	 y	 sus	 familiares.	 La	 Corte	 podrá	 solicitar	 que	 toda
información	 comunicada	 en	 virtud	 de	 la	 presente	 parte	 sea	 transmitida	 y
procesada	 de	 manera	 que	 se	 proteja	 la	 seguridad	 y	 el	 bienestar	 físico	 o
psicológico	de	las	víctimas,	los	posibles	testigos	y	sus	familiares.
5.	 a)	 La	 Corte	 podrá	 invitar	 a	 cualquier	 Estado	 que	 no	 sea	 parte	 en	 el
presente	estatuto	a	prestar	la	asistencia	prevista	en	la	presente	parte	sobre
la	base	de	un	arreglo	especial,	un	acuerdo	con	ese	Estado	o	de	cualquier	otra
manera	adecuada;
b)	Cuando	un	Estado	que	no	sea	parte	en	el	presente	estatuto	y	que	haya
celebrado	 un	 arreglo	 especial	 o	 un	 acuerdo	 con	 la	 Corte	 se	 niegue	 a
cooperar	 en	 la	 ejecución	 de	 las	 solicitudes	 a	 que	 se	 refieran	 tal	 arreglo	 o
acuerdo,	la	Corte	podrá	informar	de	ello	a	la	asamblea	de	los	estados	partes
o	al	Consejo	de	Seguridad,	si	éste	le	hubiese	remitido	el	asunto.
6.	 La	 Corte	 podrá	 solicitar	 de	 cualquier	 organización	 intergubernamental
que	 le	 proporcione	 información	 o	 documentos.	 Así	mismo,	 la	 Corte	 podrá
solicitar	 otras	 formas	 de	 cooperación	 y	 asistencia	 que	 se	 hayan	 acordado
con	cualquiera	de	esas	organizaciones,	de	conformidad	con	su	competencia
o	mandato.
7.	 Cuando,	 en	 contravención	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 presente	 estatuto,	 un
Estado	parte	se	niegue	a	dar	curso	a	una	solicitud	de	cooperación	formulada
por	 la	 Corte,	 impidiéndole	 ejercer	 sus	 funciones	 y	 atribuciones	 de
conformidad	con	el	presente	estatuto,	esta	podrá	hacer	una	constatación	en
ese	 sentido	 y	 remitir	 la	 cuestión	 a	 la	 asamblea	 de	 los	 estados	 partes	 o	 al
Consejo	de	Seguridad,	si	éste	le	hubiese	remitido	el	asunto.
ART.	 88.—Procedimientos	 aplicables	 en	 el	 derecho	 interno.	 Los
estados	 partes	 se	 asegurarán	 de	 que	 en	 el	 derecho	 interno	 existan
procedimientos	aplicables	a	 todas	 las	 formas	de	cooperación	especificadas
en	la	presente	parte.
ART.	89.—Entrega	de	personas	a	la	Corte.
1.	La	Corte	podrá	transmitir,	 junto	con	los	antecedentes	que	la	justifiquen
de	conformidad	con	el	artículo	91,	una	solicitud	de	detención	y	entrega	de
una	persona	a	todo	Estado	en	cuyo	territorio	pueda	hallarse	y	solicitará	la
cooperación	de	ese	Estado.	Los	estados	partes	cumplirán	las	solicitudes	de
detención	 y	 entrega	 de	 conformidad	 con	 las	 disposiciones	 de	 la	 presente
parte	y	el	procedimiento	establecido	en	su	derecho	interno.
2.	 Cuando	 la	 persona	 cuya	 entrega	 se	 pida	 la	 impugne	 ante	 un	 tribunal
nacional	 oponiendo	 la	 excepción	 de	 cosa	 juzgada	 de	 conformidad	 con	 el
artículo	 20,	 el	 Estado	 requerido	 celebrará	 de	 inmediato	 consultas	 con	 la
Corte	para	determinar	si	ha	habido	una	decisión	sobre	la	admisibilidad	de	la
causa,	si	la	causa	es	admisible,	el	Estado	requerido	cumplirá	la	solicitud.	Si
está	pendiente	la	decisión	sobre	la	admisibilidad,	el	Estado	requerido	podrá
aplazar	la	ejecución	de	la	solicitud	de	entrega	hasta	que	la	Corte	adopte	esa
decisión.
3.	a)	El	Estado	parte	autorizará	de	conformidad	con	su	derecho	procesal	el
tránsito	 por	 su	 territorio	 de	 una	 persona	 que	 otro	 Estado	 entregue	 a	 la
Corte,	 salvo	 cuando	 el	 tránsito	 por	 ese	 Estado	 obstaculice	 o	 demore	 la
entrega;
b)	La	solicitud	de	la	Corte	de	que	se	autorice	ese	tránsito	será	transmitida
de	conformidad	con	el	artículo	87	y	contendrá:
i)	Una	descripción	de	la	persona	que	será	transportada;
ii)	Una	breve	exposición	de	los	hechos	de	la	causa	y	su	tipificación;	y
iii)	La	orden	de	detención	y	entrega;
c)	La	persona	transportada	permanecerá	detenida	durante	el	tránsito;
d)	No	se	requerirá	autorización	alguna	cuando	la	persona	sea	transportada
por	vía	aérea	y	no	se	prevea	aterrizar	en	el	territorio	del	Estado	de	tránsito;
e)	En	caso	de	aterrizaje	 imprevisto	en	el	 territorio	del	Estado	de	tránsito,
este	 podrá	 pedir	 a	 la	 Corte	 que	 presente	 una	 solicitud	 de	 tránsito	 con
arreglo	a	lo	dispuesto	en	el	apartado	b).	El	Estado	de	tránsito	detendrá	a	la
persona	transportada	mientras	se	recibe	la	solicitud	de	la	Corte	y	se	efectúa
el	tránsito;	sin	embargo,	la	detención	no	podrá	prolongarse	más	de	96	horas
contadas	desde	el	aterrizaje	imprevisto	si	la	solicitud	no	es	recibida	dentro
de	ese	plazo.
4.	 Si	 la	 persona	 buscada	 está	 siendo	 enjuiciada	 o	 cumple	 condena	 en	 el
Estado	 requerido	 por	 un	 crimen	 distinto	 de	 aquél	 por	 el	 cual	 se	 pide	 su
entrega	a	la	Corte,	el	Estado	requerido,	después	de	haber	decidido	conceder
la	entrega,	celebrará	consultas	con	la	Corte.
ART.	90.—Solicitudes	concurrentes.
1.	El	Estado	parte	que	haya	recibido	una	solicitud	de	la	Corte	relativa	a	la
entrega	de	una	persona	de	conformidad	con	el	artículo	89,	y	reciba	además
una	solicitud	de	cualquier	otro	Estado	relativa	a	la	extradición	de	la	misma
persona	por	la	misma	conducta	que	constituya	la	base	del	crimen	en	razón
del	 cual	 la	 Corte	 ha	 pedido	 la	 entrega,	 notificará	 a	 la	 Corte	 y	 al	 Estado
requirente	ese	hecho.
2.	 Si	 el	 Estado	 requirente	 es	 un	 Estado	 parte,	 el	 Estado	 requerido	 dará
prioridad	a	la	solicitud	de	la	Corte	cuando	ésta:
a)	Haya	determinado,	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	los	artículos	18	ó
19,	que	la	causa	respecto	de	la	cual	se	solicita	la	entrega	es	admisible	y	en	su
decisión	haya	tenido	en	cuenta	la	investigación	o	el	enjuiciamiento	que	lleva
a	 cabo	el	Estado	 requirente	 con	 respecto	a	 la	 solicitud	de	extradición	que
este	ha	presentado;	o
b)	Adopte	la	decisión	a	que	se	refiere	el	apartado	a)	como	consecuencia	de
la	 notificación	 efectuada	 por	 el	 Estado	 requerido	 de	 conformidad	 con	 el
párrafo	1.
3.	Cuando	no	se	haya	adoptado	 la	decisión	a	que	se	hace	referencia	en	el
párrafo	2	a),	el	Estado	requerido	tendrá	la	facultad	discrecional,	hasta	que
se	dicte	la	decisión	de	la	Corte	prevista	en	el	párrafo	2	b),	de	dar	curso	a	la
solicitud	de	extradición	presentada	por	el	Estado	requirente,	pero	no	la	hará
efectiva	 hasta	 que	 la	 Corte	 haya	 resuelto	 que	 la	 causa	 es	 inadmisible.	 La
Corte	adoptará	su	decisión	en	procedimiento	sumario.
4.	 Si	 el	 Estado	 requirente	 no	 es	 parte	 en	 el	 presente	 estatuto,	 el	 Estado
requerido,	en	caso	de	que	no	esté	obligado	por	alguna	norma	internacional
a	conceder	la	extradición	al	Estado	requirente,	dará	prioridad	a	la	solicitud
de	entrega	que	le	haya	hecho	la	Corte	si	esta	ha	determinado	que	la	causa
era	admisible.
5.	Cuando	la	Corte	no	haya	determinado	la	admisibilidad	de	una	causa	de
conformidad	 con	 el	 párrafo	 4,	 el	 Estado	 requerido	 tendrá	 la	 facultad
discrecional	de	dar	curso	a	la	solicitud	de	extradición	que	le	haya	hecho	el
Estado	requirente.
6.	 En	 los	 casos	 en	 que	 sea	 aplicable	 el	 párrafo	 4,	 y	 salvo	 que	 el	 Estado
requerido	 esté	 obligado	 por	 alguna	 norma	 internacional	 a	 extraditar	 la
persona	 al	 Estado	 requirente	 que	 no	 sea	 parte	 en	 el	 presente	 estatuto,	 el
Estado	 requerido	 decidirá	 si	 hace	 la	 entrega	 a	 la	 Corte	 o	 concede	 la
extradición	 al	 Estado	 requirente.	 Para	 tomar	 esta	 decisión,	 el	 Estado
requerido	tendrá	en	cuenta	todos	los	factores	pertinentes,	entre	otros:
a)	Las	fechas	respectivas	de	las	solicitudes;
b)	Los	 intereses	del	Estado	 requirente	y,	 cuando	proceda,	 si	 el	 crimen	se
cometió	 en	 su	 territorio	 y	 cuál	 es	 la	 nacionalidad	 de	 las	 víctimas	 y	 de	 la
persona	cuya	entrega	o	extradición	se	ha	solicitado;	y
c)	 La	 posibilidad	 de	 que	 la	 Corte	 y	 el	 Estado	 requirente	 lleguen
posteriormente	a	un	acuerdo	respecto	de	la	entrega.
7.	Cuando	el	Estado	parte	que	reciba	una	solicitud	de	la	Corte	de	entrega	de
una	 persona	 reciba	 también	 una	 solicitud	 de	 otro	 Estado	 relativa	 a	 la
extradición	 de	 la	 misma	 persona	 por	 una	 conducta	 distinta	 de	 la	 que
constituye	el	crimen	en	razón	del	cual	la	Corte	solicita	la	entrega:
a)	 El	 Estado	 requerido,	 si	 no	 está	 obligado	 por	 ninguna	 norma
internacional	 a	 conceder	 la	 extradición	 al	 Estado	 requirente,	 dará
preferencia	a	la	solicitud	de	la	Corte;
b)	 El	 Estado	 requerido,	 sí	 está	 obligado	 por	 una	 norma	 internacional	 a
conceder	la	extradición	al	Estado	requirente,	decidirá	si	entrega	la	persona
a	 la	 Corte	 o	 la	 extradita	 al	 Estado	 requirente.	 En	 esta	 decisión,	 el	 Estado
requerido	tendrá	en	cuenta	todos	los	factores	pertinentes	y,	entre	otros,	los
enumerados	 en	 el	 párrafo	 6,	 pero	 tendrá	 especialmente	 en	 cuenta	 la
naturaleza	y	la	gravedad	relativas	de	la	conducta	de	que	se	trate.
8.	Cuando,	como	consecuencia	de	una	notificación	efectuada	con	arreglo	al
presente	 artículo,	 la	 Corte	 haya	 determinado	 la	 inadmisibilidad	 de	 una
causa	y	posteriormente	se	deniegue	 la	extradición	al	Estado	requirente,	el
Estado	requerido	notificará	su	decisión	a	la	Corte.
ART.	91.—Contenido	de	la	solicitud	de	detención	y	entrega.
1.	 La	 solicitud	 de	 detención	 y	 entrega	 deberá	 formularse	 por	 escrito.	 En
caso	 de	 urgencia,	 se	 podrá	 hacer	 por	 cualquier	 otro	 medio	 que	 permita
dejar	constancia	escrita,	a	condición	de	que	la	solicitud	sea	confirmada	en	la
forma	indicada	en	el	párrafo	1	a)	del	artículo	87.
2.	La	solicitud	de	detención	y	entrega	de	una	persona	respecto	de	la	cual	la
sala	 de	 cuestiones	 preliminares	 haya	 dictado	 una	 orden	 de	 detención	 de
conformidad	con	el	artículo	58	deberá	contener	los	elementos	siguientes	o
ir	acompañada	de:
a)	 Información	 suficiente	 para	 la	 identificación	 de	 la	 persona	 buscada	 y
datos	sobre	su	probable	paradero;
b)	Una	copia	de	la	orden	de	detención;	y
c)	Los	documentos,	las	declaraciones	o	la	información	que	sean	necesarios
para	cumplir	los	requisitos	de	procedimiento	del	Estado	requerido	relativos
a	la	entrega;	sin	embargo,	esos	requisitos	no	podrán	ser	más	onerosos	que
los	 aplicables	 a	 las	 solicitudes	 de	 extradición	 conforme	 a	 tratados	 o
acuerdos	 celebrados	 por	 el	 Estado	 requerido	 y	 otros	 estados	 y,	 de	 ser
posible,	serán	menos	onerosos,	habida	cuenta	del	carácter	específico	de	 la
Corte;
3.	La	solicitud	de	detención	y	entrega	del	condenado	deberá	contener	 los
siguientes	elementos	o	ir	acompañada	de:
a)	Copia	de	la	orden	de	detención	dictada	en	su	contra;
b)	Copia	de	la	sentencia	condenatoria;
c)	 Datos	 que	 demuestren	 que	 la	 persona	 buscada	 es	 aquella	 a	 la	 que	 se
refiere	la	sentencia	condenatoria;	y
d)	 Si	 la	 persona	que	 se	 busca	ha	 sido	 condenada	 a	 una	pena,	 copia	 de	 la
sentencia	y,	en	el	caso	de	una	pena	de	reclusión,	una	indicación	de	la	parte
de	la	pena	que	se	ha	cumplido	y	de	la	que	queda	por	cumplir.
4.	A	solicitud	de	la	Corte,	un	Estado	parte	consultará	con	ésta,	en	general	o
con	 respecto	 a	 un	 asunto	 concreto,	 sobre	 las	 disposiciones	 de	 su	 derecho
interno	 que	 puedan	 ser	 aplicables	 de	 conformidad	 con	 el	 apartado	 c)	 del
párrafo	 2	 del	 presente	 artículo.	 En	 esas	 consultas,	 el	 Estado	 parte
comunicará	a	la	Corte	los	requisitos	específicos	de	su	derecho	interno.
ART.	92.—Detención	provisional.
1.	En	caso	de	urgencia,	la	Corte	podrá	solicitar	la	detención	provisional	de
la	 persona	 buscada	 hasta	 que	 se	 presente	 la	 solicitud	 de	 entrega	 y	 los
documentos	que	la	justifiquen	de	conformidad	con	el	artículo	91.
2.	 La	 solicitud	 de	 detención	 provisional	 deberá	 hacerse	 por	 cualquier
medio	que	permita	dejar	constancia	escrita	y	contendrá:
a)	 Información	 suficiente	 para	 identificar	 a	 la	 persona	 buscada	 y	 datos
sobre	su	probable	paradero;
b)	Una	exposición	concisa	de	los	crímenes	por	los	que	se	pida	la	detención
y	de	 los	hechos	que	presuntamente	serían	constitutivos	de	esos	crímenes,
inclusive,	 de	 ser	 posible,	 la	 indicación	 de	 la	 fecha	 y	 el	 lugar	 en	 que	 se
cometieron;
c)	 Una	 declaración	 de	 que	 existe	 una	 orden	 de	 detención	 o	 una	 decisión
final	condenatoria	respecto	de	la	persona	buscada;	y
d)	 Una	 declaración	 de	 que	 se	 presentará	 una	 solicitud	 de	 entrega	 de	 la
persona	buscada.
3.	 La	 persona	 sometida	 a	 detención	 provisional	 podrá	 ser	 puesta	 en
libertad	si	el	Estado	requerido	no	hubiere	recibido	la	solicitud	de	entrega	y
los	documentos	que	la	justifiquen,	de	conformidad	con	el	artículo	91,	dentro
del	 plazo	 fijado	 en	 las	 reglas	 de	 procedimiento	 y	 prueba.	 Sin	 embargo,	 el
detenido	podrá	consentir	en	la	entrega	antes	de	que	se	cumpla	dicho	plazo
siempre	 que	 lo	 permita	 el	 derecho	 interno	 del	 Estado	 requerido.	 En	 ese
caso,	 el	 Estado	 requerido	 procederá	 a	 entregar	 al	 detenido	 a	 la	 Corte	 tan
pronto	como	sea	posible.
4.	 El	 hecho	 de	 que	 la	 persona	 buscada	 haya	 sido	 puesta	 en	 libertad	 de
conformidad	con	el	párrafo	3	no	obstará	para	que	sea	nuevamente	detenida
y	entregada	una	vez	que	el	Estado	requerido	reciba	la	solicitud	de	entrega	y
los	documentos	que	la	justifiquen.
ART.	93.—Otras	formas	de	cooperación.
1.	Los	estados	partes,	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	la	presente	parte
y	 con	 los	 procedimientos	 de	 su	 derecho	 interno,	 deberán	 cumplir	 las
solicitudes	 de	 asistencia	 formuladas	 por	 la	 Corte	 en	 relación	 con
investigaciones	o	enjuiciamientos	penales	a	fin	de:
a)	Identificar	y	buscar	personas	u	objetos;
b)	Practicar	pruebas,	 incluidos	los	testimonios	bajo	juramento,	y	producir
pruebas,	 incluidos	 los	 dictámenes	 e	 informes	 periciales	 que	 requiera	 la
Corte;
c)	Interrogar	a	una	persona	objeto	de	investigación	o	enjuiciamiento;
d)	Notificar	documentos,	inclusive	los	documentos	judiciales;
e)	 Facilitar	 la	 comparecencia	 voluntaria	 ante	 la	 Corte	 de	 testigos	 o
expertos;
f)	 Proceder	 al	 traslado	 provisional	 de	 personas,	 de	 conformidad	 con	 lo
dispuesto	en	el	párrafo	7;
g)	Realizar	inspecciones	oculares,	 inclusive	la	exhumación	y	el	examen	de
cadáveres	y	fosas	comunes;
h)	Practicar	allanamientos	y	decomisos;
i)	 Transmitir	 registros	 y	 documentos,	 inclusive	 registros	 y	 documentos
oficiales;
j)	Proteger	a	víctimas	y	testigos	y	preservar	pruebas;
k)	Identificar,	determinar	el	paradero	o	inmovilizar	el	producto	y	los	bienes
y	 haberes	 obtenidos	 del	 crimen	 y	 de	 los	 instrumentos	 del	 crimen,	 o
incautarse	de	ellos,	con	miras	a	su	decomiso	ulterior	y	sin	perjuicio	de	 los
derechos	de	terceros	de	buena	fe;	y
l)	 Cualquier	 otro	 tipo	 de	 asistencia	 no	 prohibida	 por	 la	 legislación	 del
Estado	requerido	y	destinada	a	facilitar	la	investigación	y	el	enjuiciamiento
de	crímenes	de	la	competencia	de	la	Corte.
2.	 La	 Corte	 podrá	 dar	 seguridades	 a	 los	 testigos	 o	 expertos	 que
comparezcan	 ante	 ella	 de	 que	 no	 serán	 enjuiciados	 o	 detenidos	 ni	 se
restringirá	su	 libertad	personal	por	un	acto	u	omisión	anterior	a	su	salida
del	Estado	requerido.
3.	Cuando	la	ejecución	de	una	determinada	medida	de	asistencia	detallada
en	 una	 solicitud	 presentada	 de	 conformidad	 con	 el	 párrafo	 1	 estuviera
prohibida	en	el	Estado	requerido	por	un	principio	fundamental	de	derecho
ya	 existente	 y	 de	 aplicación	 general,	 el	 Estado	 requerido	 celebrará	 sin
demora	 consultas	 con	 la	 Corte	 para	 tratar	 de	 resolver	 la	 cuestión.	 En	 las
consultas	 se	 debería	 considerar	 si	 se	 puede	 prestar	 la	 asistencia	 de	 otra
manera	o	con	sujeción	a	condiciones.	Si,	después	de	celebrar	consultas,	no
se	 pudiera	 resolver	 la	 cuestión,	 la	 Corte	modificará	 la	 solicitud	 según	 sea
necesario.
4.	El	Estado	parte	podrá	no	dar	 lugar	a	una	 solicitud	de	asistencia,	 en	 su
totalidad	o	en	parte,	de	conformidad	con	el	artículo	72	y	únicamente	si	 la
solicitud	 se	 refiere	 a	 la	 presentación	 de	 documentos	 o	 la	 divulgación	 de
pruebas	que	afecten	a	su	seguridad	nacional.
5.	 Antes	 de	 denegar	 una	 solicitud	 de	 asistencia	 de	 conformidad	 con	 el
párrafo	 1	 l),	 el	 Estado	 requerido	 considerará	 si	 se	 puede	 prestar	 la
asistencia	con	sujeción	a	ciertas	condiciones,	o	si	es	posible	hacerlo	en	una
fecha	posterior	o	de	otra	manera.	La	Corte	o	el	fiscal,	si	aceptan	la	asistencia
sujeta	a	condiciones,	tendrán	que	cumplirlas.
6.	Si	no	se	da	lugar	a	una	solicitud	de	asistencia,	el	Estado	parte	requerido
deberá	comunicar	sin	demora	los	motivos	a	la	Corte	o	al	fiscal.
7.	 a)	La	Corte	podrá	solicitar	el	 traslado	provisional	de	un	detenido	a	 los
fines	 de	 su	 identificación	 o	 de	 que	 preste	 testimonio	 o	 asistencia	 de	 otra
índole.	El	traslado	podrá	realizarse	siempre	que:
i)	 El	 detenido	 dé,	 libremente	 y	 con	 conocimiento	 de	 causa,	 su
consentimiento;	y
ii)	El	Estado	requerido	lo	acepte,	con	sujeción	a	las	condiciones	que	hubiere
acordado	con	la	Corte;
b)	 La	 persona	 trasladada	 permanecerá	 detenida.	 Una	 vez	 cumplidos	 los
fines	del	traslado,	la	Corte	la	devolverá	sin	dilación	al	Estado	requerido.
8.	 a)	 La	 Corte	 velará	 por	 la	 protección	 del	 carácter	 confidencial	 de	 los
documentos	 y	 de	 la	 información,	 salvo	 en	 la	 medida	 en	 que	 estos	 sean
necesarios	para	la	investigación	y	las	diligencias	pedidas	en	la	solicitud;
b)	 El	 Estado	 requerido	 podrá,	 cuando	 sea	 necesario,	 transmitir	 al	 fiscal
documentos	 o	 información	 con	 carácter	 confidencial.	 El	 fiscal	 únicamente
podrá	utilizarlos	para	reunir	nuevas	pruebas;
c)	El	Estado	requerido	podrá,	de	oficio	o	a	solicitud	del	fiscal,	autorizar	la
divulgación	ulterior	de	estos	documentos	o	información,	 los	cuales	podrán
utilizarse	 como	medios	de	prueba	de	conformidad	con	 lo	dispuesto	en	 las
partes	V	y	VI	y	de	conformidad	con	las	reglas	de	procedimiento	y	prueba.
9.	a)	i)	El	Estado	parte	que	reciba	solicitudes	concurrentes	de	la	Corte	y	de
otro	Estado	de	 conformidad	 con	una	 obligación	 internacional	 y	 que	no	 se
refieran	a	la	entrega	o	la	extradición,	procurará,	en	consulta	con	la	Corte	y	el
otro	 Estado,	 atender	 ambas	 solicitudes,	 de	 ser	 necesario	 postergando	 o
condicionando	una	de	ellas.
ii)	 Si	 esto	no	 fuera	posible,	 la	 cuestión	de	 las	 solicitudes	 concurrentes	 se
resolverá	de	conformidad	con	los	principios	enunciados	en	el	artículo	90;
b)	 Sin	 embargo,	 cuando	 la	 solicitud	 de	 la	 Corte	 se	 refiera	 a	 información,
bienes	o	personas	que	estén	sometidos	al	control	de	un	tercer	Estado	o	de
una	 organización	 internacional	 en	 virtud	 de	 un	 acuerdo	 internacional,	 el
Estado	requerido	lo	comunicará	a	la	Corte	y	la	Corte	dirigirá	su	solicitud	al
tercer	Estado	o	a	la	organización	internacional.
10.	a)	A	solicitud	de	un	Estado	parte	que	 lleve	a	cabo	una	 investigación	o
sustancie	 un	 juicio	 por	 una	 conducta	 que	 constituya	 un	 crimen	 de	 la
competencia	 de	 la	 Corte	 o	 que	 constituya	 un	 crimen	 grave	 con	 arreglo	 al
derecho	 interno	 del	 Estado	 requirente,	 la	 Corte	 podrá	 cooperar	 con	 él	 y
prestarle	asistencia;
b)	 i)	 La	 asistencia	 prestada	 de	 conformidad	 con	 el	 apartado	 a)	 podrá
comprender,	entre	otras	cosas:
a.	 La	 transmisión	 de	 declaraciones,	 documentos	 u	 otros	 elementos	 de
prueba	 obtenidos	 en	 el	 curso	 de	 una	 investigación	 o	 de	 un	 proceso
sustanciado	por	la	Corte;	y
b.	El	interrogatorio	de	una	persona	detenida	por	orden	de	la	Corte;
ii)	En	el	caso	de	la	asistencia	prevista	en	el	apartado	b)	i)	a.:
a.	Si	los	documentos	u	otros	elementos	de	prueba	se	hubieren	obtenido	con
la	 asistencia	 de	 un	 Estado,	 su	 transmisión	 estará	 subordinada	 al
consentimiento	de	dicho	Estado;
b.	 Si	 las	 declaraciones,	 los	 documentos	 u	 otros	 elementos	 de	 prueba
hubieren	 sido	 proporcionados	 por	 un	 testigo	 o	 un	 perito,	 su	 transmisión
estará	subordinada	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	68;
c)	 La	 Corte	 podrá,	 de	 conformidad	 con	 el	 presente	 párrafo	 y	 en	 las
condiciones	 enunciadas	 en	 él,	 acceder	 a	 una	 solicitud	 de	 asistencia
presentada	por	un	Estado	que	no	sea	parte	en	el	presente	estatuto.
ART.	94.—Aplazamiento	de	la	ejecución	de	una	solicitud	de	asistencia
con	respecto	a	una	investigación	o	un	enjuiciamiento	en	curso.
1.	Si	 la	ejecución	 inmediata	de	una	solicitud	de	asistencia	 interfiriere	una
investigación	 o	 enjuiciamiento	 en	 curso	 de	 un	 asunto	 distinto	 de	 aquél	 al
que	 se	 refiera	 la	 solicitud,	 el	 Estado	 requerido	 podrá	 aplazar	 la	 ejecución
por	 el	 tiempo	 que	 acuerde	 con	 la	 Corte.	 No	 obstante,	 el	 aplazamiento	 no
excederá	de	 lo	necesario	para	concluir	 la	 investigación	o	el	enjuiciamiento
de	que	se	trate	en	el	Estado	requerido.	Antes	de	tomar	la	decisión	de	aplazar
la	 ejecución	 de	 la	 solicitud,	 el	 Estado	 requerido	 debería	 considerar	 si	 se
podrá	 prestar	 inmediatamente	 la	 asistencia	 con	 sujeción	 a	 ciertas
condiciones.
2.	Si,	de	conformidad	con	el	párrafo	1,	se	decidiere	aplazar	la	ejecución	de
una	solicitud	de	asistencia,	el	fiscal	podrá	en	todo	caso	pedir	que	se	adopten
las	 medidas	 necesarias	 para	 preservar	 pruebas	 de	 conformidad	 con	 el
párrafo	1	j)	del	artículo	93.
ART.	95.—Aplazamiento	de	la	ejecución	de	una	solicitud	por	haberse
impugnado	 la	 admisibilidad	 de	 la	 causa.	 Cuando	 la	 Corte	 proceda	 a
examinar	 una	 impugnación	 de	 la	 admisibilidad	 de	 una	 causa	 de
conformidad	con	los	artículos	18	ó	19,	el	Estado	requerido	podrá	aplazar	la
ejecución	de	una	solicitud	hecha	de	conformidad	con	esta	parte	hasta	que	la
Corte	 se	pronuncie	 sobre	 la	 impugnación,	 a	menos	que	esta	haya	 resuelto
expresamente	que	el	fiscal	podrá	continuar	recogiendo	pruebas	conforme	a
lo	previsto	en	los	artículos	18	ó	19.
ART.	 96.—Contenido	 de	 la	 solicitud	 relativa	 a	 otras	 formas	 de
asistencia	de	conformidad	con	el	artículo	93.
1.	La	solicitud	relativa	a	otras	formas	de	asistencia	a	que	se	hace	referencia
en	el	artículo	93	deberá	hacerse	por	escrito.	En	caso	de	urgencia,	se	podrá
hacer	 por	 cualquier	 otro	 medio	 que	 permita	 dejar	 constancia	 escrita,	 a
condición	 de	 que	 la	 solicitud	 sea	 confirmada	 en	 la	 forma	 indicada	 en	 el
párrafo	1	a)	del	artículo	87.
2.	 La	 solicitud	 deberá	 contener	 los	 siguientes	 elementos	 o	 estar
acompañada	de,	según	proceda:
a)	 Una	 exposición	 concisa	 de	 su	 propósito	 y	 de	 la	 asistencia	 solicitada,
incluidos	los	fundamentos	jurídicos	y	los	motivos	de	la	solicitud;
b)	 La	 información	 más	 detallada	 posible	 acerca	 del	 paradero	 o	 la
identificación	 de	 la	 persona	 o	 el	 lugar	 objeto	 de	 la	 búsqueda	 o	 la
identificación,	de	forma	que	se	pueda	prestar	la	asistencia	solicitada;
c)	 Una	 exposición	 concisa	 de	 los	 hechos	 esenciales	 que	 fundamentan	 la
solicitud;
d)	 Las	 razones	 y	 la	 indicación	 detallada	 de	 cualquier	 procedimiento	 que
deba	seguirse	o	requisito	que	deba	cumplirse;
e)	 Cualquier	 información	 que	 pueda	 ser	 necesaria	 conforme	 al	 derecho
interno	del	Estado	requerido	para	cumplir	la	solicitud;	y
f)	 Cualquier	 otra	 información	 pertinente	 para	 que	 pueda	 prestarse	 la
asistencia	solicitada.
3.	 A	 solicitud	 de	 la	 Corte,	 todo	 Estado	 parte	 consultará	 con	 la	 Corte,	 en
general	 o	 respecto	 de	 un	 asunto	 concreto,	 sobre	 las	 disposiciones	 de	 su
derecho	interno	que	puedan	ser	aplicables	de	conformidad	con	el	párrafo	2
e).	 En	 esas	 consultas,	 los	 estados	 partes	 comunicarán	 a	 la	 Corte	 las
disposiciones	específicas	de	su	derecho	interno.
4.	Las	disposiciones	del	presente	artículo	serán	también	aplicables,	según
proceda,	con	respecto	a	las	solicitudes	de	asistencia	hechas	a	la	Corte.
ART.	97.—Consultas	con	la	Corte.	El	Estado	parte	que	reciba	una	solicitud
de	conformidad	con	la	presente	parte	celebrará	sin	dilación	consultas	con	la
Corte	 si	 considera	 que	 la	 solicitud	 le	 plantea	 problemas	 que	 puedan
obstaculizar	o	impedir,	su	cumplimiento.	Esos	problemas	podrían	ser,	entre
otros:
a)	Que	la	información	fuese	insuficiente	para	cumplir	la	solicitud;
b)	Que,	 en	el	 caso	de	una	 solicitud	de	entrega,	 la	persona	no	pudiera	 ser
localizada,	pese	a	los	intentos	realizados,	o	que	en	la	investigación	realizada
se	hubiere	determinado	claramente	que	 la	persona	en	el	Estado	requerido
no	es	la	indicada	en	la	solicitud;	o
c)	Que	el	cumplimiento	de	la	solicitud	en	su	forma	actual	obligare	al	Estado
requerido	a	no	cumplir	una	obligación	preexistente	en	virtud	de	un	tratado
con	otro	Estado.
ART.	 98.—Cooperación	 con	 respecto	 a	 la	 renuncia	 a	 la	 inmunidad	 y
consentimiento	a	la	entrega.
1.	 La	 Corte	 no	 dará	 curso	 a	 una	 solicitud	 de	 entrega	 o	 de	 asistencia	 en
virtud	de	la	cual	el	Estado	requerido	deba	actuar	en	forma	incompatible	con
las	obligaciones	que	 le	 imponga	el	derecho	 internacional	con	respecto	a	 la
inmunidad	de	un	Estado	o	 la	 inmunidad	diplomática	de	una	persona	o	un
bien	 de	 un	 tercer	 Estado,	 salvo	 que	 la	 Corte	 obtenga	 anteriormente	 la
cooperación	de	ese	tercer	Estado	para	la	renuncia	a	la	inmunidad.
2.	La	Corte	no	dará	curso	a	una	solicitud	de	entrega	en	virtud	de	la	cual	el
Estado	 requerido	 deba	 actuar	 en	 forma	 incompatible	 con	 las	 obligaciones
que	 le	 imponga	 un	 acuerdo	 internacional	 conforme	 al	 cual	 se	 requiera	 el
consentimiento	del	Estado	que	envíe	para	entregar	a	la	Corte	a	una	persona
sujeta	a	la	jurisdicción	de	ese	Estado,	a	menos	que	esta	obtenga	primero	la
cooperación	 del	 Estado	 que	 envíe	 para	 que	 dé	 su	 consentimiento	 a	 la
entrega.
ART.	99.—Cumplimiento	de	las	solicitudes	a	que	se	hace	referencia	en
los	artículos	93	y	96.
1.	 Las	 solicitudes	 de	 asistencia	 se	 cumplirán	 de	 conformidad	 con	 el
procedimiento	aplicable	en	el	derecho	interno	del	Estado	requerido	y,	salvo
si	ese	derecho	lo	prohíbe,	en	la	forma	especificada	en	la	solicitud,	incluidos
los	 procedimientos	 indicados	 en	 ella	 y	 la	 autorización	 a	 las	 personas
especificadas	en	ella	para	estar	presentes	y	prestar	asistencia	en	el	trámite.
2.	 En	 el	 caso	 de	 una	 solicitud	 urgente	 y	 cuando	 la	 Corte	 lo	 pida,	 los
documentos	 o	 pruebas	 incluidos	 en	 la	 respuesta	 serán	 transmitidos	 con
urgencia.
3.	Las	respuestas	del	Estado	requerido	serán	transmitidas	en	su	 idioma	y
forma	original.
4.	Sin	perjuicio	de	los	demás	artículos	de	la	presente	parte,	cuando	resulte
necesario	en	el	caso	de	una	solicitud	que	pueda	ejecutarse	sin	necesidad	de
medidas	coercitivas,	en	particular	la	entrevista	a	una	persona	o	la	recepción
de	 pruebas	 de	 una	 persona	 voluntariamente,	 aun	 cuando	 sea	 sin	 la
presencia	 de	 las	 autoridades	 del	 Estado	 parte	 requerido	 si	 ello	 fuere
esencial	para	la	ejecución	de	la	solicitud,	y	el	reconocimiento	de	un	lugar	u
otro	 recinto	 que	 no	 entrañe	 un	 cambio	 en	 él,	 el	 fiscal	 podrá	 ejecutar
directamente	 la	 solicitud	 en	 el	 territorio	 de	 un	 Estado	 según	 se	 indica	 a
continuación:
a)	Cuando	el	Estado	parte	requerido	fuere	un	Estado	en	cuyo	territorio	se
hubiera	cometido	presuntamente	el	crimen,	y	hubiere	habido	una	decisión
de	admisibilidad	de	 conformidad	 con	 los	 artículos	18	ó	19,	 el	 fiscal	podrá
ejecutar	directamente	la	solicitud	tras	celebrar	todas	las	consultas	posibles
con	el	Estado	parte	requerido;
b)	 En	 los	 demás	 casos,	 el	 fiscal	 podrá	 ejecutar	 la	 solicitud	 tras	 celebrar
consultas	con	el	Estado	parte	requerido	y	con	sujeción	a	cualquier	condición
u	observación	 razonable	que	 imponga	o	haga	 ese	Estado	parte.	 Cuando	el
Estado	parte	 requerido	considere	que	hay	problemas	para	 la	ejecución	de
una	solicitud	de	conformidad	con	el	presente	apartado,	celebrará	consultas
sin	demora	con	la	Corte	para	resolver	la	cuestión.
5.	 Las	 disposiciones	 en	 virtud	 de	 las	 cuales	 una	 persona	 que	 sea	 oída	 o
interrogada	 por	 la	 Corte	 con	 arreglo	 al	 artículo	 72	 podrá	 hacer	 valer	 las
restricciones	 previstas	 para	 impedir	 la	 divulgación	 de	 información
confidencial	 relacionada	 con	 la	 seguridad	 nacional	 serán	 igualmente
aplicables	 al	 cumplimiento	 de	 las	 solicitudes	 de	 asistencia	 a	 que	 se	 hace
referencia	en	el	presente	artículo.
ART.	100.—Gastos.
1.	Los	gastos	ordinarios	que	se	deriven	del	cumplimiento	de	las	solicitudes
en	el	territorio	del	Estado	requerido	correrán	a	cargo	de	este,	con	excepción
de	los	siguientes,	que	correrán	a	cargo	de	la	Corte:
a)	Gastos	relacionados	con	el	viaje	y	la	seguridad	de	los	testigos	y	peritos,	o
el	traslado,	con	arreglo	al	artículo	93,	de	personas	detenidas;
b)	Gastos	de	traducción,	interpretación	y	transcripción;
c)	Gastos	de	viaje	y	dietas	de	los	magistrados,	el	fiscal,	los	fiscales	adjuntos,
el	secretario,	el	secretario	adjunto	y	los	funcionarios	de	cualquier	órgano	de
la	Corte;
d)	Costo	de	los	informes	o	dictámenes	periciales	solicitados	por	la	Corte;
e)	Gastos	 relacionados	 con	 el	 transporte	de	 la	persona	que	 entregue	 a	 la
Corte	un	Estado	de	detención;	y
f)	 Previa	 consulta,	 todos	 los	 gastos	 extraordinarios	 que	 puedan	 ser
resultado	del	cumplimiento	de	una	solicitud.
2.	 Las	 disposiciones	 del	 párrafo	 1	 serán	 aplicables,	 según	 proceda,	 a	 las
solicitudes	hechas	por	los	estados	partes	a	la	Corte.	En	ese	caso,	los	gastos
ordinarios	que	se	deriven	de	su	cumplimiento	correrán	a	cargo	de	la	Corte.
ART.	101.—Principio	de	la	especialidad.
1.	Quien	haya	sido	entregado	a	la	Corte	en	virtud	del	presente	estatuto	no
será	 procesado,	 castigado	 o	 detenido	 por	 una	 conducta	 anterior	 a	 su
entrega,	a	menos	que	esta	constituya	la	base	del	delito	por	el	cual	haya	sido
entregado.
2.	La	Corte	podrá	pedir	al	Estado	que	hizo	 la	entrega	que	 la	dispense	del
cumplimiento	 de	 los	 requisitos	 establecidos	 en	 el	 párrafo	 1	 y,	 si	 fuere
necesario,	 proporcionará	 información	 adicional	 de	 conformidad	 con	 el
artículo	91.	Los	estados	partes	estarán	facultados	para	dar	esa	dispensa	a	la
Corte	y	procurarán	hacerlo.
ART.	102.—Términos	empleados.	A	los	efectos	del	presente	estatuto:
a)	Por	“entrega”	se	entenderá	la	entrega	de	una	persona	por	un	Estado	a	la
Corte	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	presente	estatuto;
b)	Por	“extradición”	se	entenderá	la	entrega	de	una	persona	por	un	Estado
a	otro	Estado	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	un	tratado	o	convención	o
en	el	derecho	interno.
PARTE	X
De	la	ejecución	de	la	pena
ART.	 103.—Función	 de	 los	 Estados	 en	 la	 ejecución	 de	 las	 penas
privativas	de	libertad.
1.	a)	La	pena	privativa	de	libertad	se	cumplirá	en	un	Estado	designado	por
la	Corte	 sobre	 la	base	de	una	 lista	de	 estados	que	hayan	manifestado	a	 la
Corte	que	están	dispuestos	a	recibir	condenados;
b)	En	el	momento	de	declarar	que	está	dispuesto	a	recibir	condenados,	el
Estado	 podrá	 poner	 condiciones	 a	 reserva	 de	 que	 sean	 aceptadas	 por	 la
Corte	y	estén	en	conformidad	con	la	presente	parte;
c)	 El	 Estado	designado	 en	 un	 caso	 determinado	 indicará	 sin	 demora	 a	 la
Corte	si	acepta	la	designación.
2.	 a)	 El	 Estado	de	 ejecución	 de	 la	 pena	 notificará	 a	 la	 Corte	 cualesquiera
circunstancias,	 incluido	 el	 cumplimiento	 de	 las	 condiciones	 aceptadas	 con
arreglo	al	párrafo	1,	que	pudieren	afectar	materialmente	a	las	condiciones	o
la	 duración	 de	 la	 privación	 de	 libertad.	 Las	 circunstancias	 conocidas	 o
previsibles	deberán	ponerse	en	conocimiento	de	la	Corte	con	una	antelación
mínima	de	45	días.	Durante	este	período,	el	Estado	de	ejecución	no	adoptará
medida	alguna	que	redunde	en	perjuicio	de	lo	dispuesto	en	el	artículo	110;
b)	La	Corte,	si	no	puede	aceptar	las	circunstancias	a	que	se	hace	referencia
en	 el	 apartado	 a),	 lo	 notificará	 al	 Estado	 de	 ejecución	 y	 procederá	 de
conformidad	con	el	párrafo	1	del	artículo	104.
3.	 La	 Corte,	 al	 ejercer	 su	 facultad	 discrecional	 de	 efectuar	 la	 designación
prevista	en	el	párrafo	1,	tendrá	en	cuenta:
a)	 El	 principio	 de	 que	 los	 estados	 partes	 deben	 compartir	 la
responsabilidad	 por	 la	 ejecución	 de	 las	 penas	 privativas	 de	 libertad	 de
conformidad	 con	 los	principios	de	distribución	 equitativa	que	 establezcan
las	reglas	de	procedimiento	y	prueba;
b)	 La	 aplicación	 de	 normas	 de	 tratados	 internacionales	 generalmente
aceptadas	sobre	el	tratamiento	de	los	reclusos;
c)	La	opinión	del	condenado;
d)	La	nacionalidad	del	condenado;	y
e)	Otros	factores	relativos	a	las	circunstancias	del	crimen	o	del	condenado,
o	 a	 la	 ejecución	 eficaz	 de	 la	 pena,	 según	 procedan	 en	 la	 designación	 del
Estado	de	ejecución.
4.	 De	 no	 designarse	 un	 Estado	 de	 conformidad	 con	 el	 párrafo	 1,	 la	 pena
privativa	 de	 libertad	 se	 cumplirá	 en	 el	 establecimiento	 penitenciario	 que
designe	el	Estado	anfitrión,	de	conformidad	con	las	condiciones	estipuladas
en	el	acuerdo	relativo	a	la	sede	a	que	se	hace	referencia	en	el	párrafo	2	del
artículo	 3º.	 En	 ese	 caso,	 los	 gastos	 que	 entrañe	 la	 ejecución	 de	 la	 pena
privativa	de	libertad	serán	sufragados	por	la	Corte.
ART.	104.—Cambio	en	la	designación	del	Estado	de	ejecución.
1.	La	Corte	podrá	en	todo	momento	decidir	el	traslado	del	condenado	a	una
prisión	de	un	Estado	distinto	del	Estado	de	ejecución.
2.	El	 condenado	podrá	en	 todo	momento	 solicitar	de	 la	Corte	 su	 traslado
del	Estado	de	ejecución.
ART.	105.—Ejecución	de	la	pena.
1.	 Con	 sujeción	 a	 las	 condiciones	 que	 haya	 establecido	 un	 Estado	 de
conformidad	 con	 el	 párrafo	 1	 b)	 del	 artículo	 103,	 la	 pena	 privativa	 de
libertad	 tendrá	 carácter	 obligatorio	 para	 los	 estados	 partes,	 los	 cuales	 no
podrán	modificarla	en	caso	alguno.
2.	 La	 decisión	 relativa	 a	 cualquier	 solicitud	 de	 apelación	 o	 revisión
incumbirá	 exclusivamente	 a	 la	 Corte.	 El	 Estado	 de	 ejecución	 no	 pondrá
obstáculos	para	que	el	condenado	presente	una	solicitud	de	esa	índole.
ART.	 106.—Supervisión	 de	 la	 ejecución	 de	 la	 pena	 y	 condiciones	 de
reclusión.
1.	 La	 ejecución	 de	 una	 pena	 privativa	 de	 libertad	 estará	 sujeta	 a	 la
supervisión	de	la	Corte	y	se	ajustará	a	las	normas	generalmente	aceptadas
de	las	convenciones	internacionales	sobre	el	tratamiento	de	los	reclusos.
2.	Las	condiciones	de	reclusión	se	regirán	por	la	 legislación	del	Estado	de
ejecución	 y	 se	 ajustarán	 a	 las	 normas	 generalmente	 aceptadas	 de	 las
convenciones	internacionales	sobre	el	tratamiento	de	los	reclusos;	en	todo
caso,	no	serán	ni	más	ni	menos	 favorables	que	 las	aplicadas	a	 los	reclusos
condenados	por	delitos	similares	en	el	Estado	de	ejecución.
3.	 La	 comunicación	 entre	 el	 condenado	 y	 la	 Corte	 será	 irrestricta	 y
confidencial.
ART.	107.—Traslado	una	vez	cumplida	la	pena.
1.	Una	vez	cumplida	la	pena,	quien	no	sea	nacional	del	Estado	de	ejecución
podrá,	de	conformidad	con	la	legislación	de	dicho	Estado,	ser	trasladado	al
Estado	que	esté	obligado	a	aceptarlo	o	a	otro	Estado	que	esté	dispuesto	a
hacerlo,	teniendo	en	cuenta	si	quiere	ser	trasladado	a	este,	a	menos	que	el
Estado	de	ejecución	lo	autorice	a	permanecer	en	su	territorio.
2.	Los	gastos	derivados	del	traslado	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el
párrafo	 1,	 de	 no	 ser	 sufragados	 por	 un	 Estado,	 correrán	 por	 cuenta	 de	 la
Corte.
3.	 Con	 sujeción	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 108,	 el	 Estado	 de	 ejecución
también	 podrá,	 de	 conformidad	 con	 su	 derecho	 interno,	 extraditar	 o
entregar	por	cualquier	otra	vía	a	la	persona	a	un	Estado	que	haya	pedido	la
extradición	o	entrega	para	someterla	a	juicio	o	para	que	cumpla	una	pena.
ART.	 108.—Limitaciones	 al	 enjuiciamiento	 o	 la	 sanción	 por	 otros
delitos.
1.	 El	 condenado	que	 se	 halle	 bajo	 la	 custodia	 del	 Estado	de	 ejecución	no
será	 sometido	 a	 enjuiciamiento,	 sanción	 o	 extradición	 a	 un	 tercer	 Estado
por	una	conducta	anterior	a	su	entrega	al	Estado	de	ejecución,	a	menos	que,
a	petición	de	este,	la	Corte	haya	aprobado	el	enjuiciamiento,	la	sanción	o	la
extradición.
2.	La	Corte	dirimirá	la	cuestión	tras	haber	oído	al	condenado.
3.	 El	 párrafo	 1	 del	 presente	 artículo	 no	 será	 aplicable	 si	 el	 condenado
permanece	de	manera	voluntaria	durante	más	de	30	días	en	el	territorio	del
Estado	 de	 ejecución	 después	 de	 haber	 cumplido	 la	 totalidad	 de	 la	 pena
impuesta	 por	 la	 Corte	 o	 si	 regresa	 al	 territorio	 de	 ese	 Estado	 después	 de
haber	salido	de	él.
ART.	109.—Ejecución	de	multas	y	órdenes	de	decomiso.
1.	 Los	 estados	 partes	 harán	 efectivas	 las	 multas	 u	 órdenes	 de	 decomiso
decretadas	 por	 la	 Corte	 en	 virtud	 de	 la	 parte	 VII,	 sin	 perjuicio	 de	 los
derechos	 de	 terceros	 de	 buena	 fe	 y	 de	 conformidad	 con	 el	 procedimiento
establecido	en	su	derecho	interno.
2.	 El	 Estado	 parte	 que	 no	 pueda	 hacer	 efectiva	 la	 orden	 de	 decomiso
adoptará	medidas	para	cobrar	el	valor	del	producto,	los	bienes	o	los	haberes
cuyo	decomiso	hubiere	decretado	la	Corte,	sin	perjuicio	de	los	derechos	de
terceros	de	buena	fe.
3.	 Los	 bienes,	 o	 el	 producto	 de	 la	 venta	 de	 bienes	 inmuebles	 o,	 según
proceda,	 la	 venta	 de	 otros	 bienes	 que	 el	 Estado	 parte	 obtenga	 al	 ejecutar
una	decisión	de	la	Corte	serán	transferidos	a	la	Corte.
ART.	110.—Examen	de	una	reducción	de	la	pena.
1.	El	Estado	de	ejecución	no	pondrá	en	libertad	al	recluso	antes	de	que	haya
cumplido	la	pena	impuesta	por	la	Corte.
2.	Sólo	 la	Corte	podrá	decidir	 la	reducción	de	 la	pena	y	se	pronunciará	al
respecto	después	de	escuchar	al	recluso.
3.	Cuando	el	recluso	haya	cumplido	las	dos	terceras	partes	de	la	pena	o	25
años	de	prisión	en	caso	de	cadena	perpetua,	la	Corte	examinará	la	pena	para
determinar	si	ésta	puede	reducirse.	El	examen	no	se	llevará	a	cabo	antes	de
cumplidos	esos	plazos.
4.	Al	proceder	al	examen	con	arreglo	al	párrafo	3,	la	Corte	podrá	reducir	la
pena	si	considera	que	concurren	uno	o	más	de	los	siguientes	factores:
a)	Si	el	recluso	ha	manifestado	desde	el	principio	y	de	manera	continua	su
voluntad	de	cooperar	con	la	Corte	en	sus	investigaciones	y	enjuiciamientos;
b)	 Si	 el	 recluso	 ha	 facilitado	 de	 manera	 espontánea	 la	 ejecución	 de	 las
decisiones	y	órdenes	de	 la	Corte	en	otros	 casos,	 en	particular	ayudando	a
ésta	en	 la	 localización	de	 los	bienes	 sobre	 los	que	 recaigan	 las	multas,	 las
órdenes	de	decomiso	o	de	reparación	que	puedan	usarse	en	beneficio	de	las
víctimas;	o
c)	 Otros	 factores	 indicados	 en	 las	 reglas	 de	 procedimiento	 y	 prueba	 que
permitan	determinar	un	cambio	en	las	circunstancias	suficientemente	claro
e	importante	como	para	justificar	la	reducción	de	la	pena.
5.	La	Corte,	si	en	su	examen	inicial	con	arreglo	al	párrafo	3,	determina	que
no	 procede	 reducir	 la	 pena,	 volverá	 a	 examinar	 la	 cuestión	 con	 la
periodicidad	 y	 con	 arreglo	 a	 los	 criterios	 indicados	 en	 las	 reglas	 de
procedimiento	y	prueba.
ART.	 111.—Evasión.	 Si	 un	 condenado	 se	 evade	 y	 huye	 del	 Estado	 de
ejecución,	 éste	 podrá,	 tras	 consultar	 a	 la	 Corte,	 pedir	 al	 Estado	 en	 que	 se
encuentre	 que	 lo	 entregue	 de	 conformidad	 con	 los	 acuerdos	 bilaterales	 y
multilaterales	vigentes,	 o	podrá	pedir	 a	 la	Corte	que	 solicite	 la	 entrega	de
conformidad	con	la	parte	IX.
La	Corte,	si	solicita	la	entrega,	podrá	resolver	que	el	condenado	sea	enviado
al	Estado	en	que	cumplía	su	pena	o	a	otro	Estado	que	indique.
PARTE	XI
De	la	asamblea	de	los	estados	partes
ART.	112.—Asamblea	de	los	estados	partes.
1.	Se	instituye	una	asamblea	de	los	estados	partes	en	el	presente	estatuto.
Cada	 Estado	 parte	 tendrá	 un	 representante	 en	 la	 asamblea	 que	 podrá
hacerse	 acompañar	de	 suplentes	 y	 asesores.	Otros	 estados	 signatarios	 del
presente	estatuto	o	del	acta	final	podrán	participar	en	la	asamblea	a	título
de	observadores.
2.	La	asamblea:
a)	 Examinará	 y	 aprobará,	 según	 proceda,	 las	 recomendaciones	 de	 la
comisión	preparatoria;
b)	 Ejercerá	 su	 supervisión	 respecto	 de	 la	 presidencia,	 el	 fiscal	 y	 la
secretaría	en	las	cuestiones	relativas	a	la	administración	de	la	Corte;
c)	 Examinará	 los	 informes	 y	 las	 actividades	 de	 la	mesa	 establecida	 en	 el
párrafo	3	y	adoptará	las	medidas	que	procedan	a	ese	respecto;
d)	Examinará	y	decidirá	el	presupuesto	de	la	Corte;
e)	Decidirá	si	corresponde,	de	conformidad	con	el	artículo	36,	modificar	el
número	de	magistrados;
f)	Examinará	cuestiones	relativas	a	la	falta	de	cooperación	de	conformidad
con	los	párrafos	5	y	7	del	artículo	87;
g)	Desempeñará	las	demás	funciones	que	procedan	en	virtud	del	presente
estatuto	y	las	reglas	de	procedimiento	y	prueba.
3.	a)	La	asamblea	tendrá	una	mesa,	que	estará	compuesta	de	un	presidente,
dos	vicepresidentes	y	18	miembros	elegidos	por	 la	asamblea	por	períodos
de	tres	años;
b)	 La	 mesa	 tendrá	 carácter	 representativo,	 teniendo	 en	 cuenta,	 en
particular,	 el	 principio	 de	 la	 distribución	 geográfica	 equitativa	 y	 la
representación	adecuada	de	los	principales	sistemas	jurídicos	del	mundo;
c)	 La	mesa	 se	 reunirá	 con	 la	 periodicidad	 que	 sea	 necesaria,	 pero	 por	 lo
menos	una	vez	al	año,	y	prestará	asistencia	a	la	asamblea	en	el	desempeño
de	sus	funciones.
4.	 La	 asamblea	 podrá	 establecer	 los	 órganos	 subsidiarios	 que	 considere
necesarios,	 incluido	 un	 mecanismo	 de	 supervisión	 independiente	 que	 se
encargará	de	la	inspección,	la	evaluación	y	la	investigación	de	la	Corte	a	fin
de	mejorar	su	eficiencia	y	economía.
5.	 El	 presidente	 de	 la	 Corte,	 el	 fiscal	 y	 el	 secretario	 o	 sus	 representantes
podrán,	 cuando	proceda,	participar	 en	 las	 sesiones	de	 la	 asamblea	y	de	 la
mesa.
6.	La	asamblea	se	reunirá	en	la	sede	de	la	Corte	o	en	la	sede	de	las	Naciones
Unidas	 una	 vez	 al	 año	 y,	 cuando	 las	 circunstancias	 lo	 exijan,	 celebrará
períodos	extraordinarios	de	sesiones.	Salvo	que	se	 indique	otra	cosa	en	el
presente	 estatuto,	 los	 períodos	 extraordinarios	 de	 sesiones	 serán
convocados	por	 la	mesa	de	 oficio	 o	 a	 petición	de	un	 tercio	de	 los	 estados
partes.
7.	Cada	Estado	parte	tendrá	un	voto.	La	asamblea	y	la	mesa	harán	todo	lo
posible	por	adoptar	sus	decisiones	por	consenso.	Si	no	se	pudiere	 llegar	a
un	consenso	y	salvo	que	en	el	presente	estatuto	se	disponga	otra	cosa:
a)	Las	decisiones	sobre	cuestiones	de	fondo	serán	aprobadas	por	mayoría
de	dos	tercios	de	los	presentes	y	votantes,	a	condición	de	que	una	mayoría
absoluta	de	los	estados	partes	constituirá	el	quórum	para	la	votación;
b)	 Las	 decisiones	 sobre	 cuestiones	 de	 procedimiento	 se	 tomarán	 por
mayoría	simple	de	los	estados	partes	presentes	y	votantes.
8.	 El	 Estado	 parte	 que	 esté	 en	 mora	 en	 el	 pago	 de	 sus	 contribuciones
financieras	a	 los	gastos	de	 la	Corte	no	 tendrá	voto	en	 la	asamblea	ni	en	 la
mesa	 cuando	 la	 suma	 adeudada	 sea	 igual	 o	 superior	 al	 total	 de	 las
contribuciones	 adeudadas	 por	 los	 dos	 años	 anteriores	 completos.	 La
asamblea	podrá,	sin	embargo,	permitir	que	dicho	Estado	vote	en	ella	y	en	la
mesa	 si	 llegare	 a	 la	 conclusión	 de	 que	 la	 mora	 se	 debe	 a	 circunstancias
ajenas	a	la	voluntad	del	Estado	parte.
9.	La	asamblea	aprobará	su	propio	reglamento.
10.	 Los	 idiomas	 oficiales	 y	 de	 trabajo	 de	 la	 asamblea	 serán	 los	 de	 la
Asamblea	General	de	las	Naciones	Unidas.
PARTE	XII
De	la	financiación
ART.	 113.—Reglamento	 financiero.	 Salvo	 que	 se	 prevea	 expresamente
otra	 cosa,	 todas	 las	 cuestiones	 financieras	 relacionadas	 con	 la	Corte	y	 con
las	reuniones	de	la	asamblea	de	los	estados	partes,	inclusive	su	mesa	y	sus
órganos	subsidiarios,	se	regirán	por	el	presente	estatuto	y	por	el	reglamento
financiero	 y	 reglamentación	 financiera	 detallada	 que	 apruebe	 la	 asamblea
de	los	estados	partes.
ART.	114.—Pago	de	los	gastos.	Los	gastos	de	la	Corte	y	de	la	asamblea	de
los	 estados	 partes,	 incluidos	 los	 de	 su	 mesa	 y	 órganos	 subsidiarios,	 se
sufragarán	con	fondos	de	la	Corte.
ART.	115.—Fondos	de	la	Corte	y	de	la	asamblea	de	los	estados	partes.
Los	gastos	de	 la	Corte	y	de	 la	asamblea	de	 los	estados	partes,	 inclusive	su
mesa	y	sus	órganos	subsidiarios,	previstos	en	el	presupuesto	aprobado	por
la	asamblea	de	los	estados	partes,	se	sufragarán	con	cargo	a:
a)	Cuotas	de	los	estados	partes;
b)	 Fondos	 procedentes	 de	 las	 Naciones	 Unidas,	 con	 sujeción	 a	 la
aprobación	 de	 la	 asamblea	 general,	 en	 particular	 respecto	 de	 los	 gastos
efectuados	 en	 relación	 con	 cuestiones	 remitidas	 por	 el	 Consejo	 de
Seguridad.
ART.	116.—Contribuciones	voluntarias.	Sin	perjuicio	de	 lo	dispuesto	en
el	 artículo	 115,	 la	 Corte	 podrá	 recibir	 y	 utilizar,	 en	 calidad	 de	 fondos
adicionales,	 contribuciones	 voluntarias	 de	 gobiernos,	 organizaciones
internacionales,	particulares,	sociedades	y	otras	entidades,	de	conformidad
con	los	criterios	en	la	materia	que	adopte	la	asamblea	de	los	estados	partes.
ART.	117.—Prorrateo	de	las	cuotas.	Las	 cuotas	de	 los	estados	partes	 se
prorratearán	de	conformidad	con	una	escala	de	cuotas	convenida	basada	en
la	escala	adoptada	por	las	Naciones	Unidas	para	su	presupuesto	ordinario	y
ajustada	de	conformidad	con	los	principios	en	que	se	basa	dicha	escala.
ART.	118.—Comprobación	 anual	 de	 cuentas.	 Los	 registros,	 los	 libros	 y
las	 cuentas	 de	 la	 Corte,	 incluidos	 sus	 estados	 financieros	 anuales,	 serán
verificados	anualmente	por	un	auditor	independiente.
PARTE	XIII
Cláusulas	finales
ART.	119.—Solución	de	controversias.
1.	Las	 controversias	 relativas	 a	 las	 funciones	 judiciales	 de	 la	 Corte	 serán
dirimidas	por	ella.
2.	 Cualquier	 otra	 controversia	 que	 surja	 entre	 dos	 o	más	 estados	 partes
respecto	de	 la	 interpretación	o	 aplicación	del	presente	 estatuto	que	no	 se
resuelva	mediante	negociaciones	en	un	plazo	de	tres	meses	contados	desde
el	comienzo	de	la	controversia,	será	sometida	a	la	asamblea	de	los	estados
partes.	La	asamblea	podrá	tratar	de	resolver	por	sí	misma	la	controversia	o
recomendar	 otros	 medios	 de	 solución,	 incluida	 su	 remisión	 a	 la	 Corte
Internacional	de	Justicia	de	conformidad	con	el	estatuto	de	ésta.
ART.	120.—Reservas.	No	se	admitirán	reservas	al	presente	estatuto.
ART.	121.—Enmiendas.
1.	Transcurridos	siete	años	desde	la	entrada	en	vigor	del	presente	estatuto,
cualquier	 Estado	 parte	 podrá	 proponer	 enmiendas	 a	 él.	 El	 texto	 de	 toda
enmienda	propuesta	será	presentado	al	secretario	general	de	 las	Naciones
Unidas,	que	lo	distribuirá	sin	dilación	a	los	estados	partes.
2.	Transcurridos	no	menos	de	tres	meses	desde	la	fecha	de	la	notificación,
la	 asamblea	 de	 los	 estados	 partes	 decidirá	 en	 su	 próxima	 reunión,	 por
mayoría	de	los	presentes	y	votantes,	si	ha	de	examinar	la	propuesta,	lo	cual
podrá	 hacer	 directamente	 o	 previa	 convocación	 de	 una	 conferencia	 de
revisión	si	la	cuestión	lo	justifica.
3.	 La	 aprobación	de	una	 enmienda	en	una	 reunión	de	 la	 asamblea	de	 los
estados	 partes	 o	 en	 una	 conferencia	 de	 revisión	 en	 la	 que	 no	 sea	 posible
llegar	 a	 un	 consenso	 requerirá	 una	mayoría	 de	 dos	 tercios	 de	 los	 estados
partes.
4.	 Salvo	 lo	 dispuesto	 en	 el	 párrafo	 5,	 toda	 enmienda	 entrará	 en	 vigor,
respecto	de	 los	estados	partes	un	año	después	de	que	 los	siete	octavos	de
éstos	 hayan	 depositado	 en	 poder	 del	 secretario	 general	 de	 las	 Naciones
Unidas	sus	instrumentos	de	ratificación	o	de	adhesión.
5.	 Las	 enmiendas	 a	 los	 artículos	 5º,	 6º,	 7º	 y	 8º	 del	 presente	 estatuto
entrarán	en	vigor	únicamente	respecto	de	los	estados	partes	que	las	hayan
aceptado	un	año	después	del	depósito	de	sus	instrumentos	de	ratificación	o
aceptación.	 La	 Corte	 no	 ejercerá	 su	 competencia	 respecto	 de	 un	 crimen
comprendido	en	 la	enmienda	cuando	haya	sido	cometido	por	nacionales	o
en	el	territorio	de	un	Estado	parte	que	no	haya	aceptado	la	enmienda.
6.	 Si	 una	 enmienda	ha	 sido	 aceptada	por	 los	 siete	 octavos	de	 los	 estados
partes	 de	 conformidad	 con	 el	 párrafo	 4,	 el	 Estado	 parte	 que	 no	 la	 haya
aceptado	 podrá	 denunciar	 el	 presente	 estatuto	 con	 efecto	 inmediato,	 no
obstante	 lo	dispuesto	en	el	párrafo	1	del	artículo	127	pero	con	sujeción	al
párrafo	2	de	dicho	artículo,	mediante	notificación	hecha	a	más	tardar	un	año
después	de	la	entrada	en	vigor	de	la	enmienda.
7.	 El	 secretario	 general	 de	 las	 Naciones	 Unidas	 distribuirá	 a	 los	 estados
partes	 las	 enmiendas	 aprobadas	 en	 una	 reunión	 de	 la	 asamblea	 de	 los
estados	partes	o	en	una	conferencia	de	revisión.
ART.	122.—Enmiendas	a	disposiciones	de	carácter	institucional.
1.	 No	 obstante	 lo	 dispuesto	 en	 el	 párrafo	 1	 del	 artículo	 121,	 cualquier
Estado	 parte	 podrá	 proponer	 en	 cualquier	 momento	 enmiendas	 a	 las
disposiciones	 del	 presente	 estatuto	 de	 carácter	 exclusivamente
institucional,	 a	 saber:	 el	 artículo	 35,	 los	 párrafos	 8	 y	 9	 del	 artículo	 36,	 el
artículo	37,	el	artículo	38,	los	párrafos	1	(dos	primeras	oraciones),	2	y	4	del
artículo	39,	los	párrafos	4	a	9	del	artículo	42,	los	párrafos	2	y	3	del	artículo
43	y	los	artículos	44,	46,	47	y	49.	El	texto	de	toda	enmienda	propuesta	será
presentado	 al	 secretario	 general	 de	 las	 Naciones	 Unidas	 o	 a	 la	 persona
designada	 por	 la	 asamblea	 de	 los	 estados	 partes,	 que	 lo	 distribuirá	 sin
demora	a	los	estados	partes	y	a	otros	participantes	en	la	asamblea.
2.	Las	enmiendas	presentadas	con	arreglo	al	presente	artículo	respecto	de
las	 cuales	 no	 sea	 posible	 llegar	 a	 un	 consenso	 serán	 aprobadas	 por	 la
asamblea	de	 los	estados	partes	o	por	una	conferencia	de	revisión	por	una
mayoría	de	dos	 tercios	de	 los	estados	partes.	Esas	enmiendas	entrarán	en
vigor	 respecto	de	 los	estados	partes	 seis	meses	después	de	 su	aprobación
por	la	asamblea	o,	en	su	caso,	por	la	conferencia.
ART.	123.—Revisión	del	estatuto.
1.	 Siete	 años	 después	 de	 que	 entre	 en	 vigor	 el	 presente	 estatuto,	 el
secretario	 general	 de	 las	 Naciones	 Unidas	 convocará	 una	 conferencia	 de
revisión	de	los	estados	partes	para	examinar	las	enmiendas	al	estatuto.
El	 examen	 podrá	 comprender	 la	 lista	 de	 los	 crímenes	 indicados	 en	 el
artículo	 5º	 pero	 no	 se	 limitará	 a	 ellos.	 La	 conferencia	 estará	 abierta	 a	 los
participantes	 en	 la	 asamblea	 de	 los	 estados	 partes	 y	 en	 las	 mismas
condiciones	que	ésta.
2.	Posteriormente,	en	cualquier	momento,	a	petición	de	un	Estado	parte	y	a
los	efectos	 indicados	en	el	párrafo	1,	el	 secretario	general	de	 las	Naciones
Unidas,	 previa	 la	 aprobación	 de	 una	 mayoría	 de	 los	 estados	 partes,
convocará	una	conferencia	de	revisión	de	los	estados	partes.
3.	Las	disposiciones	de	los	párrafos	3	a	7	del	artículo	121	serán	aplicables	a
la	aprobación	y	entrada	en	vigor	de	toda	enmienda	del	Estatuto	examinada
en	una	conferencia	de	revisión.
ART.	 124.—Disposición	 de	 transición.	 No	 obstante	 lo	 dispuesto	 en	 los
párrafos	 1	 y	 2	 del	 artículo	 12,	 un	 Estado,	 al	 hacerse	 parte	 en	 el	 presente
estatuto,	podrá	declarar	que,	durante	un	período	de	siete	años	contados	a
partir	 de	 la	 fecha	 en	 que	 el	 Estatuto	 entre	 en	 vigor	 a	 su	 respecto,	 no
aceptará	la	competencia	de	la	Corte	sobre	la	categoría	de	crímenes	a	que	se
hace	referencia	en	el	artículo	8º	cuando	se	denuncie	la	comisión	de	uno	de
esos	crímenes	por	sus	nacionales	o	en	su	territorio.
La	 declaración	 formulada	 de	 conformidad	 con	 el	 presente	 artículo	 podrá
ser	 retirada	 en	 cualquier	 momento.	 Lo	 dispuesto	 en	 el	 presente	 artículo
será	 reconsiderado	 en	 la	 conferencia	 de	 revisión	 que	 se	 convoque	 de
conformidad	con	el	párrafo	1	del	artículo	123.
ART.	125.—Firma,	ratificación,	aceptación,	aprobación	o	adhesión.
1.	El	presente	estatuto	estará	abierto	a	la	firma	de	todos	los	Estados	el	17
de	 julio	 de	 1998	 en	 Roma,	 en	 la	 sede	 de	 la	 Organización	 de	 las	 Naciones
Unidas	para	la	Agricultura	y	la	Alimentación.	Posteriormente,	y	hasta	el	17
de	octubre	de	1998,	seguirá	abierto	a	la	firma	en	Roma,	en	el	Ministerio	de
Relaciones	 Exteriores	 de	 Italia.	 Después	 de	 esa	 fecha,	 el	 estatuto	 estará
abierto	a	la	firma	en	Nueva	York,	en	la	sede	de	las	Naciones	Unidas,	hasta	el
31	de	diciembre	del	año	2000.
2.	 El	 presente	 estatuto	 estará	 sujeto	 a	 la	 ratificación,	 aceptación	 o
aprobación	 de	 los	 estados	 signatarios.	 Los	 instrumentos	 de	 ratificación,
aceptación	o	aprobación	serán	depositados	en	poder	del	secretario	general
de	las	Naciones	Unidas.
3.	El	presente	estatuto	estará	abierto	a	la	adhesión	de	cualquier	Estado.	Los
instrumentos	 de	 adhesión	 serán	 depositados	 en	 poder	 del	 secretario
general	de	las	Naciones	Unidas.
ART.	126.—Entrada	en	vigor.
1.	El	presente	estatuto	entrará	en	vigor	el	primer	día	del	mes	siguiente	al
sexagésimo	 día	 a	 partir	 de	 la	 fecha	 en	 que	 se	 deposite	 en	 poder	 del
secretario	 general	 de	 las	 Naciones	 Unidas	 el	 sexagésimo	 instrumento	 de
ratificación,	aceptación,	aprobación	o	adhesión.
2.	 Respecto	 de	 cada	 estado	 que	 ratifique,	 acepte	 o	 apruebe	 el	 presente
estatuto	 o	 se	 adhiera	 a	 él	 después	 de	 que	 sea	 depositado	 el	 sexagésimo
instrumento	de	ratificación,	aceptación,	aprobación	o	adhesión,	el	estatuto
entrará	en	vigor	el	primer	día	del	mes	siguiente	al	sexagésimo	día	a	partir
de	 la	 fecha	 en	 que	 haya	 depositado	 su	 instrumento	 de	 ratificación,
aceptación,	aprobación	o	adhesión.
ART.	127.—Denuncia.
1.	 Todo	 Estado	 parte	 podrá	 denunciar	 el	 presente	 estatuto	 mediante
notificación	 por	 escrito	 dirigida	 al	 secretario	 general	 de	 las	 Naciones
Unidas.
La	denuncia	surtirá	efecto	un	año	después	de	 la	 fecha	en	que	se	reciba	 la
notificación,	a	menos	que	en	ella	se	indique	una	fecha	ulterior.
2.	 La	 denuncia	 no	 exonerará	 al	 Estado	 de	 las	 obligaciones	 que	 le
incumbieran	de	conformidad	con	el	presente	estatuto	mientras	era	parte	en
él,	en	particular	las	obligaciones	financieras	que	hubiere	contraído.
La	denuncia	no	obstará	a	la	cooperación	con	la	Corte	en	el	contexto	de	las
investigaciones	y	 los	enjuiciamientos	penales	en	 relación	con	 los	 cuales	el
Estado	denunciante	esté	obligado	a	cooperar	y	que	se	hayan	iniciado	antes
de	la	fecha	en	que	la	denuncia	surta	efecto;	la	denuncia	tampoco	obstará	en
modo	alguno	a	que	se	sigan	examinando	las	cuestiones	que	la	Corte	tuviera
ante	sí	antes	de	la	fecha	en	que	la	denuncia	surta	efecto.
ART.	 128.—Textos	 auténticos.	 El	 original	 del	 presente	 estatuto,	 cuyos
textos	 en	 árabe,	 chino,	 español,	 francés,	 inglés	 y	 ruso	 son	 igualmente
auténticos,	será	depositado	en	poder	del	secretario	general	de	las	Naciones
Unidas,	que	enviará	copia	certificada	a	todos	los	estados.
En	 testimonio	 de	 lo	 cual,	 los	 infrascritos,	 debidamente	 autorizados	 por
sus	respectivos	gobiernos,	han	firmado	el	presente	estatuto.
Hecho	 en	Roma,	 el	 día	 diecisiete	 de	 julio	 de	mil	 novecientos	 noventa	 y
ocho.
I	hereby	certify	that	the	foregoing	text	is	a	true	copy	of	the	Rome	Statute	of
the	International	Criminal	Court,	done	at	Rome	on	17	july	1998,	the	original
of	which	 is	deposited	with	 the	Secretary-General	of	 the	United	Nations,	as
corrected	 by	 procès-verbaux	 of	 10	 november	 1998,	 12	 july	 1999,	 30
november	1999	and	8	may	2000.
For	the	Secretary-General	the	Assistant	Secretary-General	in	charge	of	the
Office	of	Legal	Affairs.
United	Nations,	New	York,	4,	august	2000	Organisation	des	Nations	Unies,
New	York,	le	4	aout	2000
Je	 certifie	 que	 le	 texte	 qui	 précede	 est	 une	 copie	 conforme	 du	 Statut	 de
Rome	de	la	Cour	Pénale	Internationale,	fait	à	Rome	le	17	juillet	1998,	dont	l
´original	 se	 trouve	 déposé	 auprés	 du	 Secrétaire	 Général	 de	 l´Organisation
des	 Nations	 Unies,	 tel	 que	 corrigé	 par	 procès-verbaux	 en	 date	 des	 10
novembre	1998,	12	juillet	1999,	30	novembre	1999	et	8	mai	2000.
Pour	le	Secrétaire	Général	le	Sous-Secrétaire	Général	chargé	du	Bureau	des
Affaires	Juridiques.
Ralph	Zacklin
	
	
